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§ 1

Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 15, de 17 de enero de 1996
Última modificación: 30 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-1996-1072

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Los profundos cambios que ha experimentado la distribución comercial minorista en 

España, la incorporación de nuevas tecnologías y formas de venta y el reto que ha supuesto 
la Unión Europea, así como la dispersión de la normativa vigente obligan a un esfuerzo 
legislativo de sistematización, modernización y adecuación a la realidad de los mercados.

La economía española precisa, para su adecuado funcionamiento, un sistema de 
distribución eficiente, que permita asegurar el aprovisionamiento de los consumidores con el 
mejor nivel de servicio posible y con el mínimo coste de distribución. Para alcanzar este 
objetivo, es preciso que el mercado garantice la óptima asignación de los recursos a través 
del funcionamiento de la libre y leal competencia.

En este sentido, el establecimiento de un marco de buenas prácticas comerciales deberá 
producir un mejor comportamiento de todos los agentes del sector, cuyos efectos redundarán 
en un mejor funcionamiento de la competencia. Estos efectos se consiguen mediante la 
creación de un marco legal de mínimos, que podrá completarse con los Códigos de 
Conducta, que libremente surjan en el sector para su autorregulación.

Por otra parte, y debido a la evolución experimentada en los últimos años, coexisten en 
España dos sistemas de distribución complementarios entre sí: el primero constituido por 
empresas y tecnologías modernas, y el segundo integrado por las formas tradicionales de 
comercio que siguen prestando importantes servicios a la sociedad española y juegan un 
papel trascendental en la estabilidad de la población activa, pero que deben emprender una 
actualización y tecnificación que les permita afrontar el marco de la libre competencia.

La relación de complementariedad entre los dos sistemas mencionados debe también 
ser tenida, especialmente, en cuenta por el Legislador.

También resulta imprescindible no demorar el establecimiento del régimen jurídico de las 
nuevas modalidades de venta al público que, por su carácter de materia mercantil, se 
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encuentran entregadas actualmente al principio de libertad contractual, del que, en no pocas 
ocasiones, resultan notorios abusos en perjuicio de los adquirentes, situación que interesa 
corregir mediante la promulgación de normas imperativas y una eficaz intervención de las 
Administraciones públicas.

Por consiguiente, la Ley no sólo pretende establecer unas reglas de juego en el sector 
de la distribución y regular nuevas fórmulas contractuales, sino que aspira, también, a ser la 
base para la modernización de las estructuras comerciales españolas, contribuyendo a 
corregir los desequilibrios entre las grandes y las pequeñas empresas comerciales y, sobre 
todo, al mantenimiento de la libre y leal competencia. No es preciso insistir en que los 
efectos más inmediatos y tangibles de una situación de libre y leal competencia se 
materializan en una mejora continuada de los precios y de la calidad y demás condiciones de 
la oferta y servicio al público, lo que significa, en definitiva, la más eficaz actuación en 
beneficio de los consumidores.

Por último, interesa destacar que, como ha puesto de relieve reiterada jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, en este ámbito material se produce un complejo entrecruzamiento de 
títulos competenciales, tanto estatales como autonómicos, lo cual conlleva que los diversos 
aspectos de la regulación propuesta deban tener un grado de aplicación diverso, tal como se 
especifica en la disposición final única de esta Ley.

TÍTULO I
Principios generales

CAPÍTULO I
Conceptos básicos

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente Ley tiene por objeto principal establecer el régimen jurídico general del 

comercio minorista, así como regular determinadas ventas especiales y actividades de 
promoción comercial, sin perjuicio de las leyes dictadas por las Comunidades Autónomas en 
el ejercicio de sus competencias en la materia.

2. A los efectos de la presente Ley, se entiende por comercio minorista aquella actividad 
desarrollada profesionalmente con ánimo de lucro consistente en ofertar la venta de 
cualquier clase de artículos a los destinatarios finales de los mismos, utilizando o no un 
establecimiento.

Artículo 2.  Establecimientos comerciales.
Tendrá la consideración de establecimiento comercial toda instalación inmueble de venta 

al por menor en la que el empresario ejerce su actividad de forma permanente; o toda 
instalación móvil de venta al por menor en la que el empresario ejerce su actividad de forma 
habitual.

Artículo 3.  Libertad de empresa.
La actividad comercial se ejerce bajo el principio de libertad de empresa y en el marco de 

la economía de mercado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución.

Artículo 4.  Libre circulación de bienes.
1. Se reconoce el principio de libre circulación de mercancías dentro del territorio 

español, de acuerdo con lo establecido en el artículo 139.2 de la Constitución.
2. Las distintas Administraciones públicas adoptarán las medidas adecuadas, para evitar 

que la libertad de circulación de los bienes resulte falseada.
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Artículo 5.  Libertad de establecimiento comercial.
1. La utilización legítima del suelo para la instalación de establecimientos comerciales 

constituye una facultad que se ampara en el principio de libertad de empresa recogido en el 
artículo 3 de la presente Ley.

2. Los poderes públicos protegerán la libre iniciativa empresarial para la instalación y 
acondicionamiento de los establecimientos comerciales en el marco de lo dispuesto en la 
legislación vigente.

Artículo 6.  Apertura, traslado o ampliación de establecimientos comerciales.
1. Con carácter general, la apertura, traslado o ampliación de establecimientos 

comerciales no estará sujeta a régimen de autorización.
2. No obstante lo anterior, la apertura, traslado o ampliación de establecimientos 

comerciales podrá quedar sometida a una única autorización que se concederá por tiempo 
indefinido cuando las instalaciones o infraestructuras físicas necesarias para el ejercicio de 
la actividad sean susceptibles de generar daños sobre el medio ambiente, el entorno urbano 
y el patrimonio histórico-artístico, y estas razones no puedan salvaguardarse mediante la 
presentación de una declaración responsable o de una comunicación previa. El régimen de 
autorización deberá estar motivado suficientemente en la ley que establezca dicho régimen.

3. Las autorizaciones o declaraciones responsables para la apertura o ampliación del 
establecimiento no podrán contemplar requisitos que no estén ligados específicamente a la 
instalación o infraestructura y deberán estar justificados en razones imperiosas de interés 
general.

En todo caso los requisitos deberán ser no discriminatorios, proporcionados, claros e 
inequívocos, objetivos, hechos públicos con antelación, predecibles, transparentes, 
accesibles, y atenderán únicamente a criterios basados en las razones señaladas en el 
apartado 2.

4. En ningún caso, podrán establecerse requisitos de naturaleza económica, entre otros, 
aquellos que supediten el otorgamiento de la autorización a la prueba de la existencia de una 
necesidad económica o de una demanda en el mercado o a un exceso de la oferta 
comercial, a que se evalúen los efectos económicos, posibles o reales, de la actividad o a 
que se haga una apreciación de si la actividad se ajusta a los objetivos de programación 
económica establecidos por la autoridad competente, o aquellos que puedan directa o 
indirectamente ir dirigidos a la defensa de un determinado modelo económico o empresarial 
dentro del sector. Asimismo se prohíbe la intervención de competidores en los 
procedimientos de autorización que en su caso se establezcan para la instalación de 
establecimientos comerciales.

Los regímenes de intervención administrativa se ajustarán a lo previsto en la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio y a la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. En 
concreto, no podrán contener requisitos prohibidos del artículo 10 de la Ley 17/2009, de 23 
de noviembre, ni actuaciones que limiten la libertad de establecimiento y la libertad de 
circulación del artículo 18 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre.

5. El otorgamiento de las autorizaciones a que se refieren los apartados anteriores 
corresponderá a la administración territorial competente. El procedimiento administrativo 
integrará todos los trámites necesarios para la apertura, traslado o ampliación de los 
establecimientos comerciales. Las solicitudes presentadas deberán resolverse y notificarse 
al interesado en un plazo máximo de tres meses, transcurrido el cual, se entenderá estimada 
la solicitud por silencio administrativo.

Las autorizaciones podrán transmitirse a terceros previa comunicación a la 
administración otorgante.

Artículo 7.  Tramitación de las licencias.
(Derogado)
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CAPÍTULO II
Oferta comercial

Artículo 8.  Prohibición de ventas al por menor.
1. No podrán ejercer el comercio al por menor además de las personas físicas y jurídicas 

a quienes les esté específicamente prohibido, los empresarios individuales o sociales a 
quienes la normativa especial de la actividad que desarrollan les exija dedicarse 
exclusivamente a la misma.

2. Se prohíbe expresamente la exposición y venta de mercancías al comprador cuando 
éstas procedan de personas cuya actividad sea distinta a la comercial y, como consecuencia 
de la actividad que les es propia, tengan como finalidad principal la realización de préstamos, 
depósitos u operaciones de análoga naturaleza, adheridas a la oferta comercial de la 
mercancía, de tal forma que una no se pudiera hacer efectiva sin la otra.

En todo caso, se presumirá la existencia de estas actuaciones en el supuesto de que el 
comprador pudiera realizar pedidos o adquirir mercancías en los establecimientos de 
aquéllas.

3. La infracción a lo dispuesto en el apartado anterior será sancionable con arreglo a lo 
establecido en la presente Ley, con independencia de las responsabilidades derivadas, en su 
caso, de la respectiva legislación especial y sin perjuicio de la improcedencia de que un 
mismo hecho sea objeto de una doble sanción administrativa.

Artículo 9.  Obligación de vender.
1. La oferta pública de venta o la exposición de artículos en establecimientos 

comerciales constituye a su titular en la obligación de proceder a su venta a favor de los 
demandantes que cumplan las condiciones de adquisición, atendiendo, en el segundo caso, 
al orden temporal de las solicitudes. Quedan exceptuados de esta obligación los objetos 
sobre los que se advierta, expresamente, que no se encuentran a la venta o que, 
claramente, formen parte de la instalación o decorado.

2. Los comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que pueden ser adquiridos 
por cada comprador ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos 
para las compras que superen un determinado volumen. En el caso de que, en un 
establecimiento abierto al público, no se dispusiera de existencias suficientes para cubrir la 
demanda, se atenderá a la prioridad temporal en la solicitud.

3. Excepcionalmente, cuando existan circunstancias extraordinarias o de fuerza mayor 
que lo justifiquen, los establecimientos comerciales podrán suspender con carácter temporal 
la prohibición prevista en el apartado 2 de limitar la cantidad de artículos que puedan ser 
adquiridos por cada comprador. Estas medidas deberán estar justificadas y se adoptarán de 
manera proporcionada cuando sea necesario para impedir el desabastecimiento y garantizar 
el acceso de los consumidores en condiciones equitativas.

Artículo 10.  Derecho de desistimiento.
Para el ejercicio del derecho de desistimiento se estará a lo dispuesto por el artículo 71 

del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre.

Artículo 11.  Forma de los contratos.
1. Los contratos de compraventa a que se refiere la presente Ley no estarán sujetos a 

formalidad alguna con excepción de los supuestos expresamente señalados en los Códigos 
Civil y de Comercio y en ésta o en otras leyes especiales.

2. Esto no obstante, cuando la perfección del contrato no sea simultánea con la entrega 
del objeto o cuando el comprador tenga la facultad de desistir del contrato, el comerciante 
deberá expedir factura, recibo u otro documento análogo en el que deberán constar los 
derechos o garantías especiales del comprador y la parte del precio que, en su caso, haya 
sido satisfecha.
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3. En todo caso, el comprador podrá exigir la entrega de un documento en el que, al 
menos, conste el objeto, el precio y la fecha del contrato.

Artículo 12.  Garantía y servicio postventa.
1. El vendedor de los bienes responderá de la falta de conformidad de los mismos con el 

contrato de compraventa, en los términos definidos por la legislación vigente.
2. Los productos puestos a la venta se podrán ofrecer acompañados de una garantía 

comercial que obligará a la persona que la ofrezca en las condiciones establecidas en el 
documento de garantía y en la correspondiente publicidad. La garantía comercial adicional 
ofrecida por el vendedor deberá en todo caso recoger las obligaciones que, en materia de 
garantías de bienes de consumo, vengan impuestas por Ley.

3. El productor o, en su defecto, el importador garantizará, en todo caso, frente a los 
compradores la existencia de un adecuado servicio técnico para los bienes de carácter 
duradero que fabrica o importa, así como el suministro de piezas de repuesto durante un 
plazo mínimo de cinco años a contar desde la fecha en que el producto deje de fabricarse.

4. La acción o derecho de recuperación de los bienes entregados por el consumidor o 
usuario al comerciante para su reparación prescribirá a los tres años a partir del momento de 
la entrega. Reglamentariamente, se establecerán los datos que deberá hacer constar el 
comerciante en el momento en que se le entrega un objeto para su reparación y las formas 
en que podrá acreditarse la mencionada entrega.

CAPÍTULO III
Precios

Artículo 13.  Libertad de precios.
1. Los precios de venta de los artículos serán libremente determinados y ofertados con 

carácter general de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de defensa de la libre y leal 
competencia, con las excepciones establecidas en leyes especiales.

2. Esto, no obstante, el Gobierno del Estado, previa audiencia de los sectores afectados, 
podrá fijar los precios o los márgenes de comercialización de determinados productos, así 
como someter sus modificaciones a control o a previa autorización administrativa, en los 
casos siguientes:

a) Cuando se trate de productos de primera necesidad o de materias primas 
estratégicas.

b) Cuando se trate de bienes producidos o comercializados en régimen de monopolio o 
mediante concesión administrativa.

c) Como medida complementaria de las políticas de regulación de producciones o de 
subvenciones u otras ayudas a empresas o sectores específicos.

d) Excepcionalmente y mientras persistan las circunstancias que aconsejen la 
intervención, cuando, en un sector determinado, se aprecie ausencia de competencia 
efectiva, existan obstáculos graves al funcionamiento del mercado o se produzcan 
situaciones de desabastecimiento.

Artículo 14.  Venta con pérdida.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, no se podrán realizar ventas al público 

con pérdida si éstas se reputan desleales. Las ventas con pérdida se reputarán desleales en 
los siguientes casos:

a) Cuando sea susceptible de inducir a error a los consumidores acerca del nivel de 
precios de otros productos del mismo establecimiento.

b) Cuando tenga por efecto desacreditar la imagen de un producto o de un 
establecimiento ajeno.

c) Cuando forme parte de una estrategia encaminada a eliminar a un competidor o grupo 
de competidores del mercado.
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d) Cuando forme parte de una práctica comercial que contenga información falsa sobre 
el precio o su modo de fijación, o sobre la existencia de una ventaja específica con respecto 
al mismo, que induzca o pueda inducir a error al consumidor medio y le haya hecho tomar la 
decisión de realizar una compra que, de otro modo, no hubiera realizado.

2. A los efectos señalados en el apartado anterior, se considerará que existe venta con 
pérdida cuando el precio aplicado a un producto sea inferior al de adquisición según factura, 
deducida la parte proporcional de los descuentos que figuren en la misma, o al de reposición 
si éste fuese inferior a aquél o al coste efectivo de producción si el artículo hubiese sido 
fabricado por el propio comerciante, incrementados en las cuotas de los impuestos indirectos 
que graven la operación.

Las facturas se entenderán aceptadas en todos sus términos y reconocidas por sus 
destinatarios, cuando no hayan sido objeto de reparo en el plazo de los 25 días siguientes a 
su remisión. En el caso de que no sean conformes se dispone sobre la anterior un plazo 
adicional de 10 días para su subsanación y nueva remisión de la correspondiente factura 
rectificada.

Artículo 15.  Ventas con precios reducidos para colectivos especiales.
Los establecimientos comerciales creados para suministrar productos a colectivos 

determinados y que reciban para esta finalidad cualquier tipo de ayuda o subvención, no 
podrán ofertar dichos productos al público en general ni a personas distintas a los referidos 
beneficiarios.

CAPÍTULO IV
Adquisiciones de los comerciantes

Artículo 16.  Régimen general.
El régimen jurídico de las adquisiciones de toda clase de productos efectuadas por 

comerciantes se sujetará a lo dispuesto en la legislación civil y mercantil con las 
especialidades contenidas en el artículo siguiente.

Artículo 17.  Pagos a los proveedores.
1. A falta de plazo expreso, se entenderá que los comerciantes deben efectuar el pago 

del precio de las mercancías que compren antes de treinta días a partir de la fecha de su 
entrega.

2. Los comerciantes a quienes se efectúen las correspondientes entregas quedarán 
obligados a documentar, en el mismo acto, la operación de entrega y recepción con mención 
expresa de su fecha.

Del mismo modo, los proveedores deberán indicar en su factura el día del calendario en 
que debe producirse el pago.

Si todas o alguna de las mercancías estuvieran afectadas por una cláusula de reserva de 
dominio, la factura expresará asimismo esta circunstancia, que deberá responder en todo 
caso a un acuerdo entre proveedor y comerciante documentado con anterioridad a la 
entrega.

Las facturas deberán hacerse llegar a los comerciantes antes de que se cumplan treinta 
días desde la fecha de entrega y recepción de las mercancías.

3. Los aplazamientos de pago de productos de alimentación frescos y de los 
perecederos no excederán en ningún caso de treinta días. Los aplazamientos de pago para 
los demás productos de alimentación y gran consumo no excederán del plazo de sesenta 
días, salvo pacto expreso en el que se prevean compensaciones económicas equivalentes al 
mayor aplazamiento y de las que el proveedor sea beneficiario, sin que en ningún caso 
pueda exceder el plazo de noventa días.

Se entenderá por productos de alimentación frescos y perecederos aquellos que por sus 
características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo 
durante un plazo inferior a treinta días o que precisan condiciones de temperatura regulada 
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de comercialización y transporte. Son productos de gran consumo aquellos fungibles de 
compra habitual y repetitiva por los consumidores y que presenten alta rotación.

El Gobierno determinará reglamentariamente en el plazo de tres meses la definición de 
los productos a los que se refiere el apartado anterior.

4. Con relación a los productos que no sean frescos o perecederos ni de alimentación y 
gran consumo, cuando los comerciantes acuerden con sus proveedores aplazamientos de 
pago que excedan de los sesenta días desde la fecha de entrega y recepción de las 
mercancías, el pago deberá quedar instrumentado en documento que lleve aparejada acción 
cambiaria, con mención expresa de la fecha de pago indicada en la factura. En el caso de 
aplazamientos superiores a noventa días, este documento será endosable a la orden. En 
todo caso, el documento se deberá emitir o aceptar por los comerciantes dentro del plazo de 
treinta días, a contar desde la fecha de recepción de la mercancía, siempre que la factura 
haya sido enviada. Para la concesión de aplazamientos de pago superiores a ciento veinte 
días, el vendedor podrá exigir que queden garantizados mediante aval bancario o seguro de 
crédito o caución.

5. En cualquier caso, se producirá el devengo de intereses moratorios en forma 
automática a partir del día siguiente al señalado para el pago o, en defecto de pacto, a aquel 
en el cual debiera efectuarse de acuerdo con lo establecido en el apartado 1. En esos 
supuestos, el tipo aplicable para determinar la cuantía de los intereses será el previsto en el 
artículo 7 de la Ley por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales, salvo que las partes hubieren acordado en el contrato un tipo 
distinto, que en ningún caso será inferior al señalado para el interés legal incrementado en 
un 50 por ciento.

6. A los efectos prevenidos en el presente artículo y con referencia exclusiva a los bienes 
consumibles, se entenderá como fecha de entrega aquélla en la que efectivamente se haya 
producido, aunque, inicialmente, el título de la entrega fuese distinto del de compraventa, 
siempre que las mercancías hayan sido, finalmente, adquiridas por el receptor.

TÍTULO II
Actividades de promoción de ventas

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 18.  Concepto.
1. Tendrán la consideración de actividades de promoción de ventas, las ventas en 

rebajas, las ventas en oferta o promoción, las ventas de saldos, las ventas en liquidación, las 
ventas con obsequio y las ofertas de venta directa.

2. Las denominaciones antes señaladas únicamente podrán emplearse para anunciar las 
ventas que se ajusten a la regulación respectivamente establecida en la presente Ley, 
quedando expresamente prohibida la utilización de las citadas denominaciones u otras 
similares para anunciar ventas que no respondan al correspondiente concepto legal.

3. La utilización de las denominaciones antes señaladas que no se ajuste a la regulación 
respectivamente establecida para cada una de las actividades de promoción de ventas en 
esta Ley, se reputará desleal cuando concurran las circunstancias previstas en el artículo 5 
de la Ley de Competencia Desleal.

4. Las actividades de promoción de ventas podrán simultanearse en un mismo 
establecimiento comercial, excepto en los supuestos de venta en liquidación, siempre y 
cuando exista la debida separación entre ellas y se respeten los deberes de información.

Artículo 19.  Información.
1. En los anuncios de las ventas a las que se refiere el artículo anterior deberá 

especificarse la duración y, en su caso, las reglas especiales aplicables a las mismas.
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2. Cuando las ofertas especiales no comprendan, al menos, la mitad de los artículos 
puestos a la venta, la práctica de promoción de que se trate no se podrá anunciar como una 
medida general, sino referida exclusivamente a los artículos o sectores a los que realmente 
afecte.

3. Se considerará engañosa la oferta de productos con premio o regalo, cuando el 
consumidor no reciba real y efectivamente lo que razonablemente cabía esperar de acuerdo 
con la oferta realizada.

Artículo 20.  Constancia de la reducción de precios.
1. Siempre que se oferten artículos con reducción de precio, deberá figurar con claridad, 

en cada uno de ellos, el precio anterior junto con el precio reducido, salvo en el supuesto de 
que se trate de artículos puestos a la venta por primera vez.

Se entenderá por precio anterior el menor que hubiese sido aplicado sobre productos 
idénticos en los treinta días precedentes. A estos efectos no se tendrá en consideración el 
precio que hubiese podido ser aplicado, con la finalidad de reducir el desperdicio alimentario, 
sobre productos idénticos cuyas fechas de caducidad o consumo preferente estuviesen 
próximas a vencer.

2. En ningún caso, la utilización de las actividades de promoción de ventas podrá 
condicionarse a la existencia de una reducción porcentual mínima o máxima.

Artículo 21.  Determinación de los artículos ofertados.
En el caso de que se oferten artículos a precio normal y a precio reducido, unos y otros 

deberán estar suficientemente separados, de forma que no pueda, razonablemente, existir 
error entre los que son objeto de una u otra oferta, distinguiendo, en su caso, la existencia de 
rebajas, saldos, liquidaciones, promociones u obsequios.

Artículo 22.  Venta multinivel.
1. La venta multinivel constituye una forma especial de comercio en la que un fabricante 

o un comerciante mayorista vende sus bienes o servicios a través de una red de 
comerciantes y/o agentes distribuidores independientes, pero coordinados dentro de una 
misma red comercial y cuyos beneficios económicos se obtienen mediante un único margen 
sobre el precio de venta al público, que se distribuye mediante la percepción de porcentajes 
variables sobre el total de la facturación generada por el conjunto de los vendedores 
integrados en la red comercial, y proporcionalmente al volumen de negocio que cada 
componente haya creado. A efectos de lo dispuesto en este artículo, los comerciantes y los 
agentes distribuidores independientes se considerarán en todo caso empresarios a los 
efectos previstos en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

2. Queda prohibido organizar la comercialización de bienes y servicios cuando:
a) Constituya un acto desleal con los consumidores conforme a lo previsto en el artículo 

26 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal.
b) No se garantice adecuadamente que los distribuidores cuenten con la oportuna 

contratación laboral o cumplan con los requisitos que vienen exigidos legalmente para el 
desarrollo de una actividad comercial.

c) Exista la obligación de realizar una compra mínima de los productos distribuidos por 
parte de los nuevos vendedores, sin pacto de recompra en las mismas condiciones.

4. En ningún caso el fabricante o mayorista titular de la red podrá condicionar el acceso a 
la misma al abono de una cuota o canon de entrada que no sea equivalente a los productos 
y material promocional, informativo o formativo entregados a un precio similar al de otros 
homólogos existentes en el mercado y que no podrán superar la cantidad que se determine 
reglamentariamente.

En los supuestos en que exista un pacto de recompra, los productos se tendrán que 
admitir a devolución siempre que su estado no impida claramente su posterior 
comercialización.
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Artículo 23.  Prohibición de ventas en pirámide.
Son prácticas de venta piramidal las previstas en el artículo 24 de la Ley 3/1991, de 10 

de enero, de Competencia Desleal, siendo nulas de pleno derecho las condiciones 
contractuales contrarias a lo dispuesto en dicho precepto.

CAPÍTULO II
Venta en rebajas

Artículo 24.  Concepto.
1. Se entiende que existe venta en rebajas cuando los artículos objeto de la misma se 

ofertan, en el mismo establecimiento en el que se ejerce habitualmente la actividad 
comercial, a un precio inferior al fijado antes de dicha venta.

2. No cabe calificar como venta en rebajas la de aquellos productos no puestos a la 
venta en condiciones de precio ordinario con anterioridad, así como la de los productos 
deteriorados o adquiridos con objeto de ser vendidos a precio inferior al ordinario.

Artículo 25.  Temporada de rebajas.
1. Las ventas en rebajas podrán tener lugar en los periodos estacionales de mayor 

interés comercial según el criterio de cada comerciante.
2. La duración de cada periodo de rebajas será decidida libremente por cada 

comerciante.

Artículo 26.  Calidad de los productos rebajados.
1. (Anulado)

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 1, en la 
redacción dada por el art. 28.4 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, por Sentencia TC 
18/2016, de 4 de febrero. Ref. BOE-A-2016-2335.

Redacción anterior:
"Los artículos objeto de la venta en rebajas deberán haber estado incluidos con anterioridad 

y, durante el plazo mínimo de un mes, en la oferta habitual de ventas y no podrán haber sido 
objeto de práctica de promoción alguna en el curso del mes que preceda a la fecha de inicio de 
la venta en rebajas."

2. Especialmente, queda prohibido ofertar, como rebajados, artículos deteriorados.

CAPÍTULO III
Ventas de promoción

Artículo 27.  Concepto.
1. Se consideran ventas en promoción o en oferta aquellas no contempladas 

específicamente en otro de los capítulos del presente Título, que se realicen por precio 
inferior o en condiciones más favorables que las habituales, con el fin de potenciar la venta 
de ciertos productos o el desarrollo de uno o varios comercios o establecimientos.

2. (Anulado)
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Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 2, en la 
redacción dada por el art. 28.5 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, por Sentencia TC 
18/2016, de 4 de febrero. Ref. BOE-A-2016-2335.

Redacción anterior:
"Los productos en promoción no podrán estar deteriorados o ser de peor calidad que los 

mismos productos que vayan a ser objeto de futura oferta ordinaria a precio normal."

3. Será de aplicación a las ventas de promoción lo dispuesto en los artículos 33 y 34 de 
la presente Ley.

CAPÍTULO IV
Venta de saldos

Artículo 28.  Concepto.
1. Se considera venta de saldos la de productos cuyo valor de mercado aparezca 

manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de 
los mismos, sin que un producto tenga esta consideración por el solo hecho de ser un 
excedente de producción o de temporada.

2. No cabe calificar como venta de saldos la de aquellos productos cuya venta bajo tal 
régimen implique riesgo o engaño para el comprador, ni la de aquellos productos que no se 
venden realmente por precio inferior al habitual.

Artículo 29.  Deber de información.
1. Las ventas de saldos deberán anunciarse necesariamente con esta denominación o 

con la de «venta de restos».
2. Cuando se trate de artículos deteriorados o defectuosos, deberá constar tal 

circunstancia de manera precisa y ostensible.

CAPÍTULO V
Ventas en liquidación

Artículo 30.  Concepto.
1. Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de productos que, anunciada con esta denominación u 
otra equivalente, tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es 
llevada a cabo por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de 
aquél en alguno de los casos siguientes:

a) Cesación total o parcial de la actividad de comercio. En el supuesto de cese parcial 
tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

b) Cambio de ramo de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
2. No podrán ser objeto de este tipo de actividad comercial aquellos productos que no 

formaran parte de las existencias del establecimiento, o aquellos que fueron adquiridos por 
el comerciante con objeto de incluirlos en la liquidación misma.

3. En todo caso deberá cesar la venta en liquidación si desaparece la causa que la 
motivó o si se liquidan efectivamente los productos objeto de la misma.

4. Los anuncios de las ventas en liquidación deberán indicar la causa de ésta.
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Artículo 31.  Duración y reiteración.
1. La duración máxima de la venta en liquidación será de un año.
2. No procederá efectuar una nueva liquidación en el mismo establecimiento de 

productos similares a la anterior en el curso de los tres años siguientes, excepto cuando esta 
última tenga lugar en ejecución de decisión judicial o administrativa, por cesación total de la 
actividad o por causa de fuerza mayor.

CAPÍTULO VI
Ventas con obsequio o prima

Artículo 32.  Concepto.
1. Son ventas con obsequio aquellas que con finalidad de promover las ventas ofertan, 

ya sea en forma automática, o bien, mediante la participación en un sorteo o concurso, un 
premio, cualquiera que sea la naturaleza de éste.

Son ventas con prima aquéllas que ofrezcan cualquier incentivo o ventaja vinculado a la 
adquisición de un bien o servicio.

2. Cuando el incentivo consista en un sorteo, lo dispuesto en esta ley será aplicable sin 
perjuicio de lo establecido en la legislación sectorial correspondiente.

3. Las ventas con obsequio o prima se reputan desleales en los supuestos previstos en 
la Ley de Competencia Desleal.

Artículo 33.  Entrega de los obsequios.
1. Los bienes o servicios en que consistan los obsequios o incentivos promocionales 

deberán entregarse a los compradores en el plazo máximo que determinarán las 
Comunidades Autónomas, sin que pueda exceder de tres meses, a contar desde el 
momento en que el comprador reúna los requisitos exigidos. Cuando el ofrecimiento se haya 
hecho en los envases de los correspondientes productos, el derecho a obtener la prima 
ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los tres meses siguientes a la fecha de 
caducidad de la promoción.

2. En el caso de que los obsequios ofrecidos formen parte de un conjunto o colección, la 
empresa responsable de la oferta estará obligada a canjear cualquiera de aquéllos por otro 
distinto, a no ser que en la oferta pública del incentivo se haya establecido otro 
procedimiento para obtener las diferentes piezas de la colección.

Artículo 34.  Prohibición de ofertas conjuntas.
1. Queda prohibido ofrecer conjuntamente y como una unidad de contratación dos o más 

clases o unidades de artículos excepto en los casos siguientes:
a) Cuando exista una relación funcional entre los artículos ofertados.
b) Cuando sea práctica comercial común vender ciertos artículos en cantidades 

superiores a un determinado mínimo.
c) Cuando se ofrezca, simultáneamente, la posibilidad de adquirir los artículos por 

separado y a su precio habitual.
d) Cuando se trate de lotes o grupos de artículos presentados conjuntamente por 

razones estéticas o para ser destinados a la realización de obsequios.
2. En todo caso, será de aplicación lo dispuesto al respecto en la legislación sobre 

defensa de la competencia.
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CAPÍTULO VII
Oferta de venta directa

Artículo 35.  Veracidad de la oferta.
Queda prohibido que, en la oferta al público de mercancías de cualquier clase, se 

invoque por el vendedor su condición de fabricante o mayorista, a menos que reúna las 
circunstancias siguientes:

a) Que, en el primer caso, fabrique realmente la totalidad de los productos puestos a la 
venta y, en el segundo, realice sus operaciones de venta fundamentalmente a comerciantes 
minoristas.

b) Que los precios ofertados sean los mismos que aplica a otros comerciantes, 
mayoristas o minoristas, según los casos.

TÍTULO III
Ventas especiales

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 36.  Concepto.
1. Se consideran ventas especiales, a efectos de la presente Ley, las ventas a distancia, 

las ventas ambulantes o no sedentarias, las ventas automáticas y las ventas en pública 
subasta.

2. Las ventas de bienes muebles a plazos se regirán por su normativa específica.

Artículo 37.  Autorización.
(Anulado)

CAPÍTULO II
Ventas a distancia

Artículo 38.  Concepto.
1. Para la calificación de las ventas a distancia se estará a lo dispuesto en el artículo 92 

del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre.

2. Para el ejercicio de las ventas a distancia será de aplicación el régimen contenido en 
el título III del libro segundo del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado mediante Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Artículos 39 a 48.  
(Derogados).
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CAPÍTULO III
Venta automática

Artículo 49.  Concepto.
1. Es venta automática la forma de distribución detallista, en la cual se pone a 

disposición del consumidor el producto o servicio para que éste lo adquiera mediante el 
accionamiento de cualquier tipo de mecanismo y previo pago de su importe.

2. Los distintos modelos de máquinas para la venta automática deberán cumplir la 
normativa técnica que les sea de aplicación.

Artículo 50.  Advertencias obligatorias.
Para protección de los consumidores y usuarios, en todas las máquinas de venta 

deberán figurar con claridad:
a) La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 

que expenden, su precio, la identidad del oferente, así como una dirección y teléfono donde 
se atiendan las reclamaciones.

b) La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite, las instrucciones para la obtención del producto deseado, así como la acreditación 
del cumplimiento de la normativa técnica aplicable.

Artículo 51.  Recuperación del importe.
Todas las máquinas de venta deberán permitir la recuperación automática del importe 

introducido en el caso de no facilitarse el artículo solicitado.

Artículo 52.  Responsabilidad.
En el caso de que las máquinas de venta estén instaladas en un local destinado al 

desarrollo de una empresa o actividad privada, los titulares de la misma responderán 
solidariamente con el de la propia máquina frente al comprador del cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la venta automática.

CAPÍTULO IV
Venta ambulante o no sedentaria

Artículo 53.  Concepto.
Se considera venta ambulante o no sedentaria la realizada por comerciantes, fuera de un 

establecimiento comercial permanente, de forma habitual, ocasional, periódica o 
continuada, en los perímetros o lugares debidamente autorizados en instalaciones 
comerciales desmontables o transportables, incluyendo los camiones-tienda. En todo 
caso, la venta no sedentaria únicamente podrá llevarse a cabo en mercados fijos, 
periódicos u ocasionales así como en lugares instalados en la vía pública para 
productos de naturaleza estacional.

Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado por Sentencia del TC 124/2003, de 19 
de junio. Ref. BOE-T-2003-14319.

Artículo 54.  Autorización.
Corresponderá a los Ayuntamientos otorgar las autorizaciones para el ejercicio de la 

venta ambulante en sus respectivos términos municipales, de acuerdo con sus normas 
específicas y las contenidas en la legislación vigente, de acuerdo con el marco respectivo de 
competencias.
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No obstante lo anterior, y puesto que el número de autorizaciones disponibles es limitado 
debido a la escasez de suelo público habilitado a tal efecto, la duración de las mismas no 
podrá ser por tiempo indefinido, debiendo permitir, en todo caso, la amortización de las 
inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos.

El procedimiento para la selección entre los posibles candidatos habrá de garantizar la 
transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, desarrollo y 
fin del proceso.

La autorización que se otorgue no dará lugar a un procedimiento de renovación 
automática ni conllevará ningún otro tipo de ventaja para el prestador cesante o las personas 
que estén especialmente vinculadas con él.

Artículo 55.  Identificación.
Quienes ejerzan el comercio ambulante deberán tener expuesto en forma fácilmente 

visible para el público sus datos personales y el documento en el que conste la 
correspondiente autorización municipal, así como una dirección para la recepción de las 
posibles reclamaciones.

CAPÍTULO V
Venta en pública subasta

Artículo 56.  Concepto.
1. La celebración de una pública subasta consiste en ofertar, pública e irrevocablemente, 

la venta de un bien o servicio a favor de quien ofrezca, mediante el sistema de pujas y dentro 
del plazo concedido al efecto, el precio más alto por encima de un mínimo, ya se fije éste 
inicialmente o mediante ofertas descendentes realizadas en el curso del propio acto, que 
estará obligado a comprarlo.

Para el ejercicio de esta modalidad de venta, se aplicará, además de lo dispuesto en 
esta ley, la normativa específica sobre defensa de los consumidores y usuarios prevista por 
el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre.

2. La regulación de las ventas en pública subasta contenida en la presente Ley se 
aplicará a las efectuadas por empresas que se dediquen habitualmente a esta actividad o al 
comercio al por menor.

Las subastas de títulos, así como las subastas judiciales y administrativas, se regirán por 
su normativa específica.

Artículo 57.  Contrato de subasta.
1. En el supuesto de que los bienes a subastar no pertenezcan a la empresa que 

desarrolla esta actividad, las relaciones con el propietario de los mismos se ajustarán a lo 
estipulado entre las partes de acuerdo con la normativa general sobre contratación.

2. En defecto de pacto expreso, se entenderá que todos los gastos de la subasta, 
incluidos los de custodia y, en su caso, tasación, corresponden a la empresa de subastas, 
sin que el propietario deba entregar por este concepto remuneración adicional alguna, fuera 
del precio o gratificación establecido.

También corresponderá a la referida empresa, salvo estipulación en contrario, la 
obligación de custodia y exposición de los bienes y, en su caso, los de inclusión en el 
catálogo.

3. La empresa subastadora deberá comprobar, en su caso, el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la legislación para la protección del tesoro artístico, histórico y 
bibliográfico de España.

4. El encargo de subasta deberá documentarse por escrito en el que se identificarán las 
partes, el objeto y condiciones de la venta, así como la retribución de la empresa 
subastadora.
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Artículo 58.  Oferta de venta en subasta.
1. La oferta de venta en subasta deberá contener una descripción veraz de los objetos 

que salen a la misma, con identificación de si sus calidades son ciertas o, simplemente, 
supuestas o adveradas por determinado experto.

2. En especial, cuando, en salas especializadas en objetos de arte o de valor, se oferte la 
venta en subasta de una imitación o de un artículo que, aunque aparentemente precioso, no 
lo sea en realidad, deberá hacerse constar, expresamente, esta circunstancia tanto en los 
anuncios como en las invitaciones en las pujas.

Cuando se oferte la venta en subasta de un objeto acompañado del nombre o de las 
iniciales de un determinado autor o precisando que aparece firmado por el mismo, se 
considerará que se vende como original de dicho autor, a menos que consten con claridad 
las oportunas advertencias.

3. Lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo será también de aplicación a las 
ventas de objetos preciosos o artísticos que se oferten al público en forma distinta a la 
subasta.

Artículo 59.  Relaciones entre la empresa subastadora y los licitadores.
1. Unicamente podrá exigirse la constitución de fianza a los licitadores, cuando 

expresamente se haya consignado esta condición en los anuncios de la subasta.
En ningún caso, el importe de las fianzas podrá ser superior al 5 por 100 del precio de 

salida de los bienes en cuya licitación se quiera participar.
2. La fianza constituida por los licitadores a quienes no hubiese sido adjudicado el 

remate les deberá ser reintegrada dentro del plazo máximo de tres días a contar desde la 
finalización del acto.

3. En el caso de que el rematante no satisfaciere el precio en las condiciones en que se 
hizo la adjudicación, perderá la fianza constituida que, en defecto de pacto, corresponderá al 
titular del bien subastado, una vez deducido el premio o comisión atribuible a la empresa 
subastadora, sin perjuicio del derecho del vendedor a exigir el cumplimiento del contrato.

Artículo 60.  Documentación.
1. Adjudicado un bien se consignará inmediatamente por escrito procediéndose a la 

entrega del mismo una vez satisfecho el precio del remate o la parte del mismo determinada 
en los correspondientes anuncios.

2. Las ventas en pública subasta deberán, necesariamente, formalizarse mediante 
documento público o privado que, en su caso, podrá ser otorgado por la empresa 
subastadora como mandataria del propietario del bien subastado.

Artículo 61.  Efectos de la venta en subasta.
1. La adquisición de bienes muebles mediante una venta en pública subasta de acuerdo 

con lo previsto en la presente Ley determinará su irreivindicabilidad en la forma establecida 
en el artículo 85 del Código de Comercio.

2. La empresa subastadora responderá solidariamente con el titular del bien subastado 
por la falta de conformidad de éste con el anuncio de la subasta, así como por los vicios o 
defectos ocultos de la cosa vendida, cuando hubiese incumplido las obligaciones de 
información que le impone el artículo 58 de la presente Ley.

CAPÍTULO VI
De la actividad comercial en régimen de franquicia

Artículo 62.  Regulación del régimen de franquicia.
1. La actividad comercial en régimen de franquicia es la que se lleva a efecto en virtud de 

un acuerdo o contrato por el que una empresa, denominada franquiciadora, cede a otra, 
denominada franquiciada, el derecho a la explotación de un sistema propio de 
comercialización de productos o servicios.
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2. Con una antelación mínima de 20 días a la firma de cualquier contrato o precontrato 
de franquicia o entrega por parte del futuro franquiciado al franquiciador de cualquier pago, el 
franquiciador deberá haber entregado al futuro franquiciado por escrito la información 
necesaria para que pueda decidir libremente y con conocimiento de causa su incorporación 
a la red de franquicia y, en especial, los datos principales de identificación del franquiciador, 
descripción del sector de actividad del negocio objeto de franquicia, contenido y 
características de la franquicia y de su explotación, estructura y extensión de la red y 
elementos esenciales del acuerdo de franquicia. Reglamentariamente se establecerán las 
demás condiciones básicas para la actividad de cesión de franquicias.

TÍTULO IV
Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 63.  Competencias sancionadoras.
1. Las Administraciones Públicas comprobarán el cumplimiento de lo dispuesto en la 

presente Ley, a cuyo fin podrán desarrollar las actuaciones inspectoras precisas en las 
correspondientes empresas. También sancionarán las infracciones cometidas, previa 
instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o 
de otro orden que puedan concurrir.

La competencia sancionadora corresponderá a las respectivas Comunidades 
Autónomas.

2. La instrucción de causa penal ante los Tribunales de Justicia o la incoación de 
expediente por infracción de las normas de defensa de la competencia, suspenderá la

tramitación del expediente administrativo sancionador que hubiera sido incoado por los 
mismos hechos y, en su caso, la eficacia de las resoluciones sancionadoras.

3. Serán de aplicación a las infracciones recogidas en esta Ley las reglas y principios 
sancionadores contenidos en la legislación general sobre régimen jurídico de las 
administraciones públicas y procedimiento administrativo común.

4. En ningún caso se podrá imponer una doble sanción por los mismos hechos y en 
función de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

5. Las personas y las entidades de cualquier naturaleza jurídica que dispongan o tengan 
el deber jurídico de disponer de información o documentación que pudiera contribuir al 
esclarecimiento de la comisión de infracciones tipificadas en esta ley o a la determinación del 
alcance y/o de la gravedad de las mismas, tienen el deber de colaborar con las autoridades 
competentes en materia de ordenación del comercio. A tal efecto, dentro de los plazos 
establecidos, deberán facilitar la información y los documentos que les sean requeridos por 
la inspección en el ejercicio de sus funciones.

CAPÍTULO II
Clases de infracciones

Artículo 64.  Infracciones leves.
Tendrán la consideración de infracciones leves:
a) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 

reglamentariamente establecida.
b) La realización de actividades comerciales en horario superior al máximo que, en su 

caso, se haya establecido.
c) Realizar ventas en rebajas fuera de los casos autorizados en la presente Ley.
d) No hacer figurar en los artículos rebajados los precios habituales de los mismos.
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e) El incumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley acerca de las ofertas de venta 
conjunta.

f) Omitir en los anuncios de las subastas los requisitos establecidos en la presente Ley.
g) El retraso en la devolución de las fianzas constituidas por los licitadores no 

adjudicatarios de las ventas en subasta.
h) En general, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley o 

en las normas dictadas para su desarrollo, que no sean objeto de sanción específica.

Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado de la letra h) por Sentencia del TC 
97/2009, de 27 de abril. Ref. BOE-A-2009-8603.

i) Los incumplimientos de lo dispuesto en el párrafo d) del apartado 1 del citado artículo 2 
serán sancionables conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de carácter personal correspondiendo la potestad 
sancionadora al órgano que resulte competente.

Artículo 65.  Infracciones graves.
1. Tendrán la consideración de infracciones graves:
a) Ejercer una actividad comercial sin previa autorización en el caso de que esta fuera 

preceptiva, o no realizar las comunicaciones o notificaciones a la administración comercial 
exigidas por la normativa vigente.

b) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

c) Realizar ventas con pérdida que sean desleales en los supuestos del artículo 14.1.
d) La realización por parte de las entidades a que se refiere el artículo 15 de operaciones 

de venta con personas distintas a sus socios o beneficiarios.
e) La realización de actividades comerciales en domingos y días festivos en los casos de 

prohibición.
f) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del 

artículo 17, así como la falta de entrega por los comerciantes a sus proveedores de un 
documento que lleve aparejada ejecución cambiaria, y la falta de entrega de un efecto 
endosable a la orden en los supuestos y plazos contemplados en el apartado 4 del artículo 
17.

g) No dejar constancia documental de la fecha de entrega de mercancías por los 
proveedores o falsear este dato.

h) La oferta de operaciones comerciales en pirámide en la forma prohibida por la 
presente Ley.

i) La falta de veracidad en los anuncios de prácticas promocionales calificando 
indebidamente las correspondientes ventas u ofertas.

j) Ofertar como rebajados artículos defectuosos o adquiridos expresamente con tal 
finalidad.

k) El incumplimiento del régimen establecido sobre entrega y canje de los obsequios 
promocionales.

l) Anunciar o realizar operaciones de venta en liquidación con incumplimiento de los 
requisitos establecidos al respecto.

m) Anunciar ventas como directas de fabricante o mayorista con incumplimiento de lo 
establecido al respecto en la presente Ley.

n) (Derogada).
ñ) (Derogada).
o) Admitir objetos para su venta en subasta sin haber comprobado el cumplimiento de 

los requisitos exigidos en la legislación en defensa del patrimonio histórico, artístico y 
bibliográfico de España.

p) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción comprobadora o inspectora de las 
administraciones comerciales.

q) La reincidencia en la comisión de faltas leves.
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r) (Derogada).
s) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido solicitada 

de conformidad con la normativa de aplicación y tenga carácter esencial, se generen graves 
daños o exista intencionalidad.

2. La imposición de sanciones administrativas en los supuestos recogidos en los 
apartados f) y g) del apartado 1 del presente artículo no prejuzgará, en modo alguno, la 
validez de los correspondientes contratos o de las obligaciones, respectivamente, asumidas 
por las partes.

Artículo 66.  Infracciones muy graves.
Se considerará infracción muy grave cualquiera de las definidas como graves en el 

artículo anterior cuando concurran algunas de las circunstancias siguientes:
a) Que el volumen de la facturación realizada o el precio de los artículos ofertados a que 

se refiere la infracción sea superior a 100.000.000 de pesetas.
b) Que exista reincidencia.

Artículo 67.  Reincidencia.
1. Se entenderá que existe reincidencia, por comisión en el término de un año de más de 

una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.
2. No obstante lo señalado en el párrafo anterior, para calificar una infracción como muy 

grave, sólo se atenderá a la reincidencia en infracciones graves y la reincidencia en 
infracciones leves sólo determinará que una infracción de este tipo sea calificada como 
grave cuando se incurra en el cuarto supuesto sancionable.

CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 68.  Cuantía de las multas.
1. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 30.000 euros hasta 900.000 

euros.
2. Las infracciones graves se sancionarán con multa de 6.000 euros a 30.000 euros.
3. Las infracciones leves se sancionarán con multa de hasta 6.000 euros.
4. Cuando la sanción lo sea por la forma de actividad comercial que se realiza o por los 

productos comercializados, las sanciones comportarán la incautación y pérdida de la 
mercancía objeto de la actividad comercial de que se trate.

5. En el caso de tercera reincidencia en infracciones calificadas como muy graves, las 
Comunidades Autónomas podrán decretar el cierre temporal de la empresa, el 
establecimiento o la industria infractora, por un período máximo de un año.

El acuerdo de cierre debe determinar las medidas complementarias para su plena 
eficacia.

Artículo 69.  Graduación.
Las sanciones se graduarán especialmente en función del volumen de la facturación a la 

que afecte, cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo durante 
el que se haya venido cometiendo la infracción, reincidencia y capacidad o solvencia 
económica de la empresa.

Artículo 70.  Prescripción.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 

las leves a los seis meses. Estos plazos se contarán a partir de la producción del hecho 
sancionable o de la terminación del período de comisión si se trata de infracciones 
continuadas.

2. Las sanciones prescribirán en los mismos plazos contados a partir de la firmeza de la 
resolución sancionadora.
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Artículo 71.  Suspensión temporal de la actividad.
La Comunidad Autónoma competente podrá adoptar la medida de cierre de las 

instalaciones o los establecimientos que no dispongan de las autorizaciones preceptivas o la 
suspensión de su funcionamiento hasta que se rectifiquen los defectos o se cumplan los 
requisitos exigidos en los supuestos de falta muy grave. Asimismo, podrá suspender la venta 
cuando, en su ejercicio, advierta las mismas irregularidades.

Disposición adicional primera.  
(Derogado)

Disposición adicional segunda.  
Los órganos de la Administración competente, así como los órganos, asociaciones o 

personas a que se refiere el artículo 25.1 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, estarán legitimados para instar, en el procedimiento establecido en el capítulo IV 
de la citada Ley, la cesación o, en su caso, la rectificación de la publicidad que resulte 
contraria a la normativa vigente.

Disposición adicional tercera.  
Se añade el siguiente inciso final al apartado 1 del artículo 221 de la Ley de Sociedades 

Anónimas:
«Cuando la sociedad tenga un volumen de facturación anual superior a 

1.000.000.000 de pesetas el límite de la multa para cada año de retraso se elevará a 
50.000.000 de pesetas.»

Disposición adicional cuarta.  
1. Las entidades de cualquier naturaleza jurídica que se dediquen al comercio mayorista 

o minorista o a la realización de adquisiciones o presten servicios de intermediación para 
negociar las mismas, por cuenta o encargo de los comerciantes al por menor, deberán 
formalizar su inscripción, así como el depósito anual de sus cuentas en el Registro Mercantil 
en la forma en que se determine reglamentariamente, cuando en el ejercicio inmediato 
anterior las adquisiciones realizadas o intermediadas o sus ventas, hayan superado la cifra 
de 100.000.000 de pesetas.

Estas obligaciones no serán aplicables a los comerciantes que sean personas físicas.
2. La falta de inscripción o de depósito de las cuentas será sancionada en la forma 

prevista en el artículo 221 de la Ley de Sociedades Anónimas.
3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 se aplicará sin perjuicio de la obligación de 

inscripción y depósito de cuentas establecida para otras entidades de acuerdo con sus 
normas específicas.

Disposición adicional quinta.  
La presente Ley no será de aplicación a los establecimientos dedicados a la venta y 

expedición de productos farmacéuticos, ni a las expendedurías de tabaco y timbre del 
Estado, en los aspectos regulados por sus normativas específicas.

Disposición adicional sexta.  
Lo dispuesto en los artículos 9, 14 y 17 de la presente Ley, será de aplicación a las 

entidades de cualquier naturaleza jurídica, que se dediquen al comercio mayorista o que 
realicen adquisiciones o presten servicios de intermediación para negociar las mismas por 
cuenta o encargo de otros comerciantes.

Disposición adicional séptima.  Compensación de deudas en caso de responsabilidad por 
incumplimiento.

Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus competencias, incumplieran lo 
dispuesto en esta ley o en el Derecho comunitario europeo afectado, dando lugar a que el 
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Reino de España sea sancionado por las instituciones europeas asumirán, en la parte que 
les sea imputable, las responsabilidades que de tal incumplimiento se hubieran derivado. En 
el procedimiento de imputación de responsabilidad que se tramite se garantizará, en todo 
caso, la audiencia de la Administración afectada, pudiendo compensarse el importe que se 
determine con cargo a las transferencias financieras que la misma reciba.

La Administración del Estado podrá compensar dicha deuda contraída por la 
Administración responsable con la Hacienda Pública estatal con las cantidades que deba 
transferir a aquella, de acuerdo con el procedimiento regulado en la Ley 50/1998, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. En todo caso, en el 
procedimiento de imputación de responsabilidad que se tramite se garantizará, la audiencia 
de la Administración afectada.

Disposición adicional octava.  Proyectos que deban someterse a evaluación de impacto 
ambiental.

Cuando, de acuerdo con esta ley, se exija una declaración responsable o una 
comunicación para el acceso a una actividad o su ejercicio y una evaluación de impacto 
ambiental, conforme al texto refundido de la Ley de Impacto Ambiental de proyectos, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, o a la normativa autonómica 
de desarrollo, la declaración responsable o la comunicación no podrá presentarse hasta 
haber llevado a cabo dicha evaluación de impacto ambiental y, en todo caso, deberá 
disponerse de la documentación que así lo acredite.

Disposición adicional novena.  Condiciones de accesibilidad.
Los establecimientos comerciales incluidos en el ámbito de esta Ley deberán observar 

las normas sobre condiciones de accesibilidad y no discriminación en el acceso y utilización 
de los mismos, de acuerdo con lo establecido en los desarrollos de la disposición final sexta 
de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad y, en su caso, la normativa 
autonómica de aplicación.

Disposición adicional décima.  Planificación urbanística de los usos comerciales.
Las autoridades competentes en el diseño de la planificación urbanística atenderán a los 

problemas de movilidad y desplazamientos derivados de las concentraciones comerciales 
fuera de los núcleos urbanos, así como tendrán en cuenta el abastecimiento inmediato y 
adecuado de la población, facilitando la satisfacción de las necesidades de compra en un 
entorno de proximidad, con especial atención a aquellos ciudadanos que por cualesquiera 
razones tienen dificultades de desplazamiento.

Disposición adicional undécima.  Régimen jurídico de los contratos de distribución 
comercial.

A los efectos de aplicación de las normas contempladas por la Directiva Europea 
2006/123/CE y con el fin de eliminar barreras administrativas en la prestación de servicios, y 
dadas las circunstancias especiales del sector y de otros que se recogen en el informe sobre 
problemática de los contratos de distribución de marzo de 2009 del Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio que ha elaborado el Gobierno, éste procederá a regular el régimen 
jurídico de los contratos de distribución comercial.

Disposición transitoria única.  
Lo dispuesto en el artículo 8 no será de aplicación a las ofertas y promociones ya 

iniciadas a la fecha de publicación de la presente Ley, hasta transcurrido un plazo de seis 
meses desde la indicada fecha.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 1  Ley de Ordenación del Comercio Minorista

– 20 –



Disposición transitoria segunda.  Régimen de aplazamientos de pagos a los proveedores 
del comercio minorista.

El plazo fijado para los productos frescos y perecederos seguirá siendo el ya exigible de 
30 días. La limitación máxima de 60 días a la que se refiere el artículo 17.3 de esta Ley se 
aplicará a partir del 1 de julio de 2006. Entre tanto, los aplazamientos de pago de los 
productos de alimentación que no tengan carácter de frescos ni perecederos y los productos 
de gran consumo no excederán de noventa días desde la entrega de la mercancía.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley, y el artículo 5 del Real Decreto-ley 2/1985, de 30 de abril, 
sobre medidas de política económica.

Disposición final única.  
Los artículos 1, 8, 10, 11, 12, 16, 17, 38.1, 38.3, 38.4, 38.8, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 

47, 49.1, 51, 52, 53, 56, 57, 59, 60, 61, 62.1, 63, y las disposiciones adicionales segunda, 
tercera y cuarta de la presente Ley constituyen legislación civil y mercantil y serán de 
aplicación general por ampararse en la competencia exclusiva del Estado para regular el 
contenido del derecho privado de los contratos, resultante de las reglas 6.ª y 8.ª del artículo 
149.1 de la Constitución.

Los artículos 38.5, 38.6 y 38.7 constituyen asimismo legislación civil y mercantil y se 
amparan en las competencias exclusivas del Estado para regular el contenido del derecho 
privado de los contratos y para regular las telecomunicaciones, resultantes de las reglas 6.ª, 
8.ª y 21.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

Los artículos 14, 15, 23.3, 24, 25, 28.1, 30.1, 31.2 y 33 de la presente Ley se amparan 
en la competencia exclusiva del Estado para regular el derecho mercantil de la competencia, 
resultante de la regla 6.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

Los artículos 2, 3, 4, 5, 6.1, 6.2, 6.3, 13, 17, 37, 38.2, 62.2, 64.j), 65.1.a), 65.1.b), 65.1.c), 
65.1.e), 65.1.f), 65.1.ñ), 65.1.r) y 65.1.s) de la presente Ley tendrán la consideración de 
normativa básica dictada al amparo de la regla 13.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

Los artículos 6.4 y 54 de la presente Ley se dictan al amparo de lo dispuesto en las 
reglas 13.ª y 18.ª de la Constitución, que establecen la competencia exclusiva del Estado 
sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica y la 
competencia para dictar las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y el 
procedimiento administrativo común.

Los artículos 67 y 70 se dictan al amparo de lo dispuesto en las reglas 1.ª y 18.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución.

El artículo 69 tendrá carácter básico y se dicta al amparo de la competencia exclusiva del 
Estado para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales contenida en la regla 1.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

La disposición adicional séptima tendrá carácter básico y se dicta al amparo de las 
reglas 13.ª, 14.ª y 18.ª del artículo 149.1 de la Constitución que establecen la competencia 
exclusiva del Estado sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, sobre la Hacienda general y la deuda del Estado y para dictar las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y el procedimiento administrativo común.

La disposición adicional octava tendrá carácter básico y se dicta al amparo de lo 
establecido en el artículo 149.1.23.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia para dictar la legislación básica sobre protección del medio ambiente.

Los restantes preceptos de esta Ley podrán ser de aplicación en defecto de legislación 
específica dictada por las Comunidades Autónomas.
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§ 2

Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 283, de 24 de noviembre de 2009
Última modificación: 12 de noviembre de 2020

Referencia: BOE-A-2009-18731

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El sector servicios es el sector más importante, tanto de la economía europea como de la 

española, en términos económicos y de empleo y el que ha experimentado un mayor 
desarrollo en los últimos años. A esta expansión ha contribuido, sin duda, el Tratado de la 
Comunidad Europea, que consagra, ya en 1957, tanto la libertad de establecimiento como la 
libertad de circulación de servicios dentro de la Comunidad.

Sin embargo, tras cinco décadas de vigencia del Tratado, los avances en estas 
libertades han sido insuficientes para alcanzar un auténtico mercado único de servicios que 
permita a los prestadores, en particular a las pequeñas y medianas empresas, extender sus 
operaciones más allá de sus fronteras nacionales y beneficiarse plenamente del mercado 
interior y que al mismo tiempo ofrezca a los consumidores mayor transparencia e 
información, proporcionándoles más posibilidades de elección y unos servicios de calidad a 
precios más bajos. La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, en adelante la Directiva, 
aprobada en el marco de la estrategia de Lisboa, responde a esta situación, al establecer 
una serie de principios de aplicación general para la normativa reguladora del acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio dentro de la Unión Europea.

En efecto, el sector servicios por sus características está sometido a una regulación 
compleja tanto en España como en el resto de países de la Unión Europea. En ocasiones, 
esta regulación puede resultar obsoleta o inadecuada y dar lugar a distorsiones en el 
funcionamiento de los mercados de servicios como son la falta de competencia, las 
ineficiencias en la asignación de los recursos o la estrechez de los mercados. En España, 
dada la importancia del sector servicios, estas distorsiones generan efectos negativos en el 
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conjunto de la economía, contribuyendo al diferencial de inflación con los países de nuestro 
entorno, limitando el avance de la productividad, el crecimiento, la creación de empleo y, en 
definitiva, la mejora del bienestar económico.

Por ello, esta Ley, al incorporar al ordenamiento jurídico la Directiva, adopta un enfoque 
ambicioso intensificando la aplicación de sus principios, si bien establece expresamente que 
los servicios no económicos de interés general quedan excluidos de su ámbito de aplicación. 
El fin es impulsar la mejora de la regulación del sector servicios, reduciendo las trabas 
injustificadas o desproporcionadas al ejercicio de una actividad de servicios y 
proporcionando un entorno más favorable y transparente a los agentes económicos que 
incentive la creación de empresas y genere ganancias en eficiencia, productividad y empleo 
en las actividades de servicios, además del incremento de la variedad y calidad de los 
servicios disponibles para empresas y ciudadanos. Así, la Ley establece como régimen 
general el de la libertad de acceso a las actividades de servicios y su libre ejercicio en todo el 
territorio español y regula como excepcionales los supuestos que permiten imponer 
restricciones a estas actividades.

El objeto de esta Ley es, pues, establecer las disposiciones y principios necesarios para 
garantizar el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio realizadas en territorio 
español por prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro de la 
Unión Europea, simplificando los procedimientos y fomentando al mismo tiempo un nivel 
elevado de calidad en los servicios, promoviendo un marco regulatorio transparente, 
predecible y favorable para la actividad económica, impulsando la modernización de las 
Administraciones Públicas para responder a las necesidades de empresas y consumidores y 
garantizando una mejor protección de los derechos de los consumidores y usuarios de 
servicios.

Ahora bien, es importante destacar que para la mejora del marco regulador del sector 
servicios no basta con el establecimiento, mediante esta Ley, de las disposiciones y los 
principios generales que deben regir la regulación actual y futura de las actividades de 
servicios. Por el contrario, será necesario llevar a cabo un ejercicio de evaluación de la 
normativa reguladora del acceso a las actividades de servicios y su ejercicio conforme a los 
principios y criterios que esta Ley establece y, en su caso, modificar o derogar esta 
normativa.

II
La Ley consta de un total de 32 artículos, agrupados en seis capítulos, seis disposiciones 

adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y seis disposiciones 
finales.

El capítulo I – «Disposiciones Generales»– concreta el objeto de la Ley, su ámbito de 
aplicación y define algunos conceptos que son importantes para su comprensión.

La Ley se aplica a los servicios que son ofrecidos o prestados en territorio español por 
prestadores establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro de la Unión 
Europea. De esta forma, esta Ley no se aplica a normas que deban ser respetadas por la 
sociedad en su conjunto, ya sean prestadores o particulares, como por ejemplo, la normativa 
en materia de Derecho penal o las normas de comportamiento en la circulación. Es decir, la 
Ley no interfiere con los requisitos o con la normativa que tienen que ser respetados por los 
prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su 
capacidad privada.

En el mismo sentido, esta Ley no afecta a las disposiciones legales o reglamentarias en 
materia de empleo y condiciones de trabajo, incluida la seguridad y salud en el trabajo, ni a 
las cláusulas contenidas en convenios colectivos o en contratos individuales de trabajo ni al 
ejercicio de derechos colectivos en el ámbito laboral, como el derecho a negociar, celebrar y 
aplicar convenios colectivos y a emprender acciones de conflicto colectivo.

Es importante destacar que la Ley se refiere únicamente a las actividades de servicios 
por cuenta propia que se realizan a cambio de una contraprestación económica. Los 
servicios no económicos de interés general, que se realizan en ausencia de dicha 
contrapartida económica, no están cubiertos por las disposiciones del Tratado de la 
Comunidad Europea relativas al mercado interior, por lo que no están incluidos en el ámbito 
de aplicación de la Directiva y consiguientemente tampoco en el de esta Ley. Por otro lado, 
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esta Ley no afecta a los requisitos que rigen el acceso a los fondos públicos, incluidas las 
condiciones contractuales específicas y las normas de calidad que han de respetarse como 
condición para percibirlos.

No se aplica esta Ley, siguiendo la Directiva, a los servicios financieros; los servicios y 
redes de comunicaciones electrónicas; los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los 
servicios portuarios; los servicios de las empresas de trabajo temporal; los servicios 
sanitarios; los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos y la 
radiodifusión; las actividades de juego, incluidas las loterías; los servicios sociales relativos a 
la vivienda social, la atención a la infancia y el apoyo a familias y personas temporal o 
permanentemente necesitadas, proporcionados directa o indirectamente por las 
Administraciones Públicas; y los servicios de seguridad privada.

Además, cabe señalar que la Directiva tampoco se aplica a las actividades que 
supongan el ejercicio de la autoridad pública. En nuestro ordenamiento jurídico ello implica 
que los actos realizados por fedatarios públicos, así como por los registradores de la 
propiedad y mercantiles, quedan fuera de su ámbito de aplicación. La Ley tampoco se aplica 
al ámbito tributario.

Por otro lado, conviene señalar que esta Ley no se aplicará a aquellos aspectos 
concretos relacionados con el acceso de una actividad de servicios o su ejercicio regidos por 
otros instrumentos comunitarios.

Por último, en este capítulo I se definen los conceptos necesarios a efectos de la 
aplicación de esta Ley: «servicio», «prestador», «destinatario», «Estado miembro de 
establecimiento», «establecimiento», «establecimiento físico», «autorización», «requisito», 
«declaración responsable», «régimen de autorización», «razón imperiosa de interés 
general», «autoridad competente», «profesión regulada», «comunicación comercial».

Los dos siguientes capítulos abarcan la regulación de la prestación de servicios en sus 
dos modalidades: con establecimiento y sin establecimiento.

Así, las disposiciones del capítulo II –«Libertad de establecimiento de los prestadores de 
servicios»– son de aplicación a todos los casos en que un prestador quiera establecerse en 
España. En primer lugar, el capítulo consagra el principio de libertad de establecimiento 
según el cual los prestadores de servicios españoles o de cualquier otro Estado miembro o 
los legalmente residentes en España podrán establecerse libremente en territorio español 
para ejercer una actividad de servicios de acuerdo con lo establecido en esta Ley. Una vez 
establecidos, los prestadores de servicios podrán ejercer su actividad en todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de que para la apertura de un establecimiento físico en otra parte del 
territorio se pueda requerir una autorización.

Los regímenes de autorización son uno de los trámites más comúnmente aplicados a los 
prestadores de servicios, constituyendo una restricción a la libertad de establecimiento. La 
Ley establece un principio general según el cual el acceso a una actividad de servicios y su 
ejercicio no estarán sujetos a un régimen de autorización. Únicamente podrán mantenerse 
regímenes de autorización previa cuando no sean discriminatorios, estén justificados por una 
razón imperiosa de interés general y sean proporcionados. En particular, se considerará que 
no está justificada una autorización cuando sea suficiente una comunicación o una 
declaración responsable del prestador, para facilitar, si es necesario, el control de la 
actividad.

Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones deberán ser claros 
y darse a conocer con antelación. Se aplicará el silencio administrativo positivo a estos 
procedimientos salvo en los casos en los que esté debidamente justificado por una razón 
imperiosa de interés general.

A continuación la Ley se refiere a las limitaciones temporales y territoriales de las 
comunicaciones, declaraciones responsables o autorizaciones. En general, se concederán 
por tiempo indefinido y tendrán efecto en todo el territorio español, lo que no afectará a la 
posibilidad de las autoridades competentes de revocar las autorizaciones o de suspender la 
actividad cuando dejen de cumplirse las condiciones que dieron lugar a la obtención de la 
autorización. Con ello se promueve un efecto positivo para la actividad económica, por 
cuanto las limitaciones a la eficacia territorial de las comunicaciones, declaraciones 
responsables y autorizaciones, suponen una carga adicional para los prestadores que limita 
su movilidad geográfica y crecimiento. Sólo podrá limitarse el número de autorizaciones 
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cuando esté justificado por la escasez de recursos naturales o físicos o por limitaciones de 
las capacidades técnicas a utilizar en el desarrollo de la actividad. En estos casos habrá que 
seguir un procedimiento concurrencial que garantice la imparcialidad y transparencia.

Además de las condiciones anteriores, la Ley impone también obligaciones específicas 
en cuanto a los principios que deben cumplir los requisitos que regulen el acceso a las 
actividades de servicios y el ejercicio de las mismas para garantizar que éstos resulten 
menos gravosos y más predecibles para los prestadores de servicios y dispone que las 
Administraciones Públicas no podrán exigir requisitos, controles o garantías con finalidad 
equivalente a la de aquellos a los que ya esté sometido el prestador en otro Estado miembro.

Lo anterior se complementa con la enumeración de una serie de requisitos prohibidos, a 
cuyo cumplimiento por tanto no puede supeditarse en ningún caso el acceso a una actividad 
de servicios o su ejercicio. Se trata de requisitos discriminatorios o excesivamente 
restrictivos que deben ser eliminados y no ser reintroducidos en el futuro.

Por último, el capítulo II recoge determinados requisitos que constituyen obstáculos 
graves a la libertad de establecimiento, por lo que deben ser de aplicación excepcional y 
sujetos a una evaluación previa que demuestre su justificación para el supuesto concreto de 
que se trate. La exigencia de estos requisitos sólo podrá justificarse cuando no sean 
discriminatorios, estén justificados por una razón imperiosa de interés general y sean 
proporcionados.

El capítulo III –«Libre prestación de servicios para prestadores de otro Estado 
miembro»– suprime los obstáculos que se oponen a la libre circulación de los servicios por 
parte de los prestadores sin establecimiento en territorio español.

En primer lugar, el capítulo establece el principio de libre prestación de servicios en 
territorio español para los prestadores establecidos en cualquier otro Estado miembro. 
También se enumeran determinados requisitos cuya imposición se prohíbe expresamente 
por sus efectos marcadamente restrictivos sobre la libre prestación de servicios. Como 
excepción, se establece que se pueda supeditar el acceso de estos prestadores a una 
actividad de servicios o su ejercicio temporal en territorio español al cumplimiento de 
requisitos cuando éstos no sean discriminatorios por razón de la nacionalidad o domicilio 
social, estén justificados por razones de orden público, de seguridad pública, de salud 
pública o de protección del medio ambiente y sean proporcionados.

Cabe señalar que lo anterior no será de aplicación a actividades concretas en 
determinados sectores regulados (postal, energético o de aguas, entre otros) en los que 
existen obligaciones de servicio público y en los que parece conveniente que los prestadores 
de servicios establecidos en otros Estados miembros de la Unión Europea (en lo sucesivo 
«Estados miembros») cumplan con los mismos requisitos aplicables a los establecidos en 
España; ni a las materias reguladas en Directivas comunitarias que contienen normas más 
específicas sobre la prestación transfronteriza de servicios, como la Directiva 77/249/CEE 
del Consejo de las Comunidades Europeas, de 22 de marzo de 1977, dirigida a facilitar el 
ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios por los abogados y el título II de la 
Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, 
relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales.

Asimismo, conviene destacar que también se exceptúan las materias que abarca la 
Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, 
sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de 
servicios, de manera que a los trabajadores desplazados a otro Estado miembro les son de 
aplicación las condiciones de empleo y trabajo establecidas en el Estado miembro en cuyo 
territorio se realiza el trabajo. Estas condiciones se refieren, entre otras, a períodos máximos 
de trabajo y mínimos de descanso, cuantía del salario mínimo o a salud y seguridad en el 
trabajo.

El principio de libre prestación de servicios no será obstáculo para que la prestación 
realizada en territorio español se ajuste a lo dispuesto en la normativa española sobre 
protección de datos, sobre el desplazamiento de nacionales de terceros países, sobre la 
exigencia de intervención de un notario, o sobre los derechos de propiedad intelectual, como 
tales, incluidos los de autor y afines. Estas materias, si bien son específicamente 
enumeradas en la Directiva, no constituyen actividades de servicios, ni regulan 
específicamente el acceso o ejercicio de actividades de servicios, por lo que no se considera 
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necesaria su mención explícita en el articulado de esta Ley, al no estar incluidas en su 
ámbito de aplicación.

La Ley también contempla excepciones al principio de libre prestación de servicios de 
aplicación en casos individuales y por motivos relativos a la seguridad de los servicios.

El capítulo IV –«Simplificación administrativa»– incluye varios preceptos dirigidos a la 
simplificación de los procedimientos.

En concreto, las Administraciones Públicas deberán eliminar los procedimientos y 
trámites que no sean necesarios o sustituirlos por alternativas que resulten menos gravosas 
para los prestadores. De igual manera, deberán aceptar los documentos emitidos por una 
autoridad competente de otro Estado miembro de los que se desprenda que un requisito 
exigido en cuestión está cumplido, sin poder exigir la presentación de documentos originales, 
copias compulsadas o traducciones juradas, salvo en los casos previstos por la normativa 
comunitaria o justificados por motivos de orden público y seguridad. Además, todos los 
procedimientos y trámites podrán realizarse a distancia y por medios electrónicos, lo que 
reducirá la carga que los procedimientos suponen tanto para los prestadores de servicios 
como para las autoridades públicas.

Adicionalmente se pone en marcha un sistema de una ventanilla única a través del cual 
los prestadores podrán llevar a cabo en un único punto, por vía electrónica y a distancia, 
todos los procedimientos y trámites necesarios para el acceso a las actividades de servicios 
y su ejercicio.

El capítulo V –«Política de calidad de los servicios»– incluye las líneas de actuación en 
torno a las cuales las Administraciones Públicas fomentarán un alto nivel de calidad de los 
servicios así como las obligaciones de los prestadores, tanto respecto a la información que 
deben proveer como en materia de reclamaciones.

Como medida para reforzar la protección de los consumidores y la seguridad en el 
desempeño de las actividades de servicios, se establece la posibilidad de exigir la 
contratación de seguros profesionales de responsabilidad civil o garantías equivalentes para 
servicios que presenten riesgos concretos para la salud o la seguridad de los destinatarios o 
de un tercero.

Por otra parte, para favorecer el acceso a la información a los destinatarios de los 
servicios, se suprimen las prohibiciones totales de realizar comunicaciones comerciales en el 
caso de las profesiones reguladas y se exige que las limitaciones que se impongan no sean 
discriminatorias, estén justificadas por una razón imperiosa de interés general y sean 
proporcionadas.

Para finalizar, el capítulo mejora la calidad y la oferta de los servicios ofrecidos al 
eliminar las restricciones no justificadas en materia de actividades multidisciplinares, de 
modo que no se podrá obligar a los prestadores de servicios al ejercicio de una única 
actividad de forma exclusiva, bien sea a través de la imposición de requisitos que obliguen a 
ejercer de forma exclusiva una actividad específica o que restrinjan el ejercicio conjunto o en 
asociación de distintas actividades.

El capítulo VI –«Cooperación administrativa para el control efectivo de los prestadores»– 
está dirigido a facilitar una cooperación eficaz con las autoridades de los Estados miembros. 
Esta cooperación es muy importante en la medida en que el refuerzo de la confianza en el 
marco jurídico y en la supervisión de otros Estados miembros es necesaria para la 
eliminación de trabas a la libre prestación de servicios.

Así, este capítulo contiene obligaciones generales de cooperación, entre las que 
destacan: la cooperación debe realizarse de manera directa entre autoridades competentes; 
la configuración de la estructura del sistema de cooperación; y la capacidad de consulta de 
las autoridades competentes de otros Estados miembros a los registros en los que están 
inscritos prestadores de servicios.

Para que la cooperación entre las autoridades competentes de los Estados miembros 
sea efectiva, es necesario que los prestadores faciliten a sus autoridades toda la información 
necesaria para la supervisión del cumplimiento de la normativa nacional, para lo cual la Ley 
incluye una serie de obligaciones de información de los prestadores.

Con el fin de garantizar una supervisión eficaz y una protección adecuada de los 
destinatarios de los servicios, la Ley incluye un mecanismo de alerta mediante el cual si las 
autoridades competentes tienen conocimiento de actos o circunstancias de carácter grave 
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relativos a una actividad o a un prestador de servicios que puedan ocasionar perjuicios 
graves, informarán inmediatamente a todos los Estados miembros y a la Comisión Europea.

El capítulo se cierra con la obligación de las autoridades competentes españolas, a 
solicitud motivada de las autoridades competentes de otros Estados miembros, de 
comunicar las medidas disciplinarias y sanciones administrativas firmes en vía administrativa 
que se hayan adoptado por cualquier autoridad competente española, incluidos los colegios 
profesionales, respecto al prestador y que guarden relación directa con su actividad 
comercial o profesional, respetando las normas sobre protección de datos personales. 
También se comunicarán las condenas penales y declaraciones de concurso culpable que se 
hayan dictado respecto al prestador y que guarden relación directa con su actividad 
comercial o profesional.

La Disposición adicional primera establece un sistema electrónico de intercambio de 
información entre las Administraciones Públicas que garantiza el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en esta Ley. La Disposición adicional segunda permite ampliar el 
alcance futuro de la ventanilla única. Mediante la Disposición adicional tercera se establece 
el Comité para la mejora de la regulación de las actividades de servicios como órgano de 
cooperación multilateral destinado a facilitar la coordinación y el seguimiento de las 
actividades que lleven a cabo las Administraciones Públicas en el proceso de transposición. 
La Disposición adicional cuarta se refiere al sistema de notificación a la Comisión Europea 
de proyectos de normas que puedan estar afectados por la Directiva. La Disposición 
adicional quinta contiene el régimen de infracciones y sanciones aplicable al incumplimiento 
de las obligaciones de información de los prestadores de servicios y la Disposición adicional 
sexta aclara las referencias al IVA en la Comunidad Autónoma de Canarias y en las 
Ciudades de Ceuta y Melilla.

La Disposición transitoria aclara el régimen aplicable a los procedimientos de 
autorización iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley. La Disposición 
derogatoria deja sin vigor cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a la 
misma y especifica la vigencia de las disposiciones vigentes incompatibles con los 
capítulos II y III, el artículo 17.1 del capítulo IV y los artículos 24 y 25 del capítulo V.

Tal y como expresa la Disposición final primera, esta Ley tiene carácter básico y se dicta 
al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1ª, 13.ª y 18.ª de la Constitución Española. 
Según se expresa en la Disposición final segunda, mediante esta Ley se incorpora 
parcialmente al Derecho español la Directiva. La Disposición final tercera contiene las 
habilitaciones necesarias para el desarrollo y aplicación de la Ley. Por otro lado, la 
Disposición final cuarta establece que las Administraciones Públicas competentes que 
incumplan lo dispuesto en esta Ley, dando lugar a que el Reino de España sea sancionado 
por las instituciones europeas, asumirán, en la parte que les sea imputable, las 
responsabilidades que de tal incumplimiento se hubieren derivado.

Asimismo, la Disposición final quinta detalla el procedimiento de adaptación de la 
normativa vigente para la Administración General del Estado y especifica la forma de 
comunicación del resto de las Administraciones y autoridades públicas a fin de informar a la 
Comisión Europea sobre las disposiciones que incorporan al Derecho interno la Directiva 
2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a 
los servicios en el mercado interior.

Por último, en virtud de la Disposición final sexta, la Ley entrará en vigor en el plazo de 
treinta días a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Estado, 
excepto lo previsto en materia de ventanilla única y cooperación administrativa que entrará 
en vigor el 27 de diciembre de 2009.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto establecer las disposiciones generales necesarias para facilitar 

la libertad de establecimiento de los prestadores y la libre prestación de servicios, 
simplificando los procedimientos y fomentando, al mismo tiempo, un nivel elevado de calidad 
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en los servicios, así como evitar la introducción de restricciones al funcionamiento de los 
mercados de servicios que, de acuerdo con lo establecido en esta Ley, no resulten 
justificadas o proporcionadas.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley se aplica a los servicios que se realizan a cambio de una contraprestación 

económica y que son ofrecidos o prestados en territorio español por prestadores 
establecidos en España o en cualquier otro Estado miembro.

2. Quedan exceptuados del ámbito de aplicación de esta Ley:
a) Los servicios no económicos de interés general.
b) Los servicios financieros.
c) Los servicios y redes de comunicaciones electrónicas, así como los recursos y 

servicios asociados en lo que se refiere a las materias que se rigen por la legislación sobre 
comunicaciones electrónicas.

d) Los servicios en el ámbito del transporte, incluidos los transportes urbanos, y de la 
navegación marítima y aérea, incluidos los servicios portuarios y aeroportuarios necesarios 
para llevar a cabo la actividad de transporte, exceptuando la actividad de las plataformas 
logísticas de las empresas y de las actividades necesarias para su funcionamiento.

e) Los servicios de las empresas de trabajo temporal.
f) Los servicios sanitarios, incluidos los servicios farmacéuticos, realizados o no en 

establecimientos sanitarios e independientemente de su modo de organización y de 
financiación a escala estatal y de su carácter público o privado, prestados por profesionales 
de la salud a sus pacientes, con objeto de evaluar, mantener o restaurar su estado de salud, 
cuando estas actividades estén reservadas a profesiones sanitarias reguladas.

g) Los servicios audiovisuales, incluidos los servicios cinematográficos, 
independientemente de su modo de producción, distribución y transmisión y la radiodifusión, 
exceptuando las actividades de comercio al por menor de los productos audiovisuales.

h) Las actividades de juego, incluidas las loterías, que impliquen apuestas de valor 
monetario.

i) Las actividades que supongan el ejercicio de la autoridad pública, en particular las de 
los notarios, registradores de la propiedad y mercantiles.

j) Los servicios sociales relativos a la vivienda social, la atención a la infancia y el apoyo 
a familias y personas temporal o permanentemente necesitadas provistos directamente por 
las Administraciones Públicas o por prestadores privados en la medida en que dichos 
servicios se presten en virtud de acuerdo, concierto o convenio con la referida 
Administración.

k) Los servicios de seguridad privada.
3. Esta Ley no se aplicará al ámbito tributario.
4. En caso de conflicto entre las disposiciones de esta Ley y otras disposiciones que 

regulen el acceso a una determinada actividad de servicios o su ejercicio en aplicación de 
normativa comunitaria, prevalecerán estas últimas en aquellos aspectos expresamente 
previstos en la normativa comunitaria de la que traigan causa.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entenderá por:
1. «Servicio»: cualquier actividad económica por cuenta propia, prestada normalmente a 

cambio de una remuneración, contemplada en el artículo 50 del Tratado de la Comunidad 
Europea.

2. «Prestador»: cualquier persona física con la nacionalidad de cualquier Estado 
miembro, o residente legal en España, o cualquier persona jurídica o entidad constituida de 
conformidad con la legislación de un Estado miembro, cuya sede social o centro de actividad 
principal se encuentre dentro de la Unión Europea, que ofrezca o preste un servicio.

3. «Destinatario»: cualquier persona física o jurídica, que utilice o desee utilizar un 
servicio.
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4. «Estado miembro de establecimiento»: el Estado miembro en cuyo territorio tenga su 
establecimiento el prestador del servicio.

5. «Establecimiento»: el acceso a una actividad económica no asalariada y su ejercicio, 
así como la constitución y gestión de empresas y especialmente de sociedades, en las 
condiciones fijadas por la legislación, por una duración indeterminada, en particular por 
medio de una infraestructura estable.

6. «Establecimiento físico»: cualquier infraestructura estable a partir de la cual se lleva a 
cabo efectivamente una prestación de servicios.

7. «Autorización»: cualquier acto expreso o tácito de la autoridad competente que se 
exija, con carácter previo, para el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio.

8. «Requisito»: cualquier obligación, prohibición, condición o límite al acceso al ejercicio 
de una actividad de servicios previstos en el ordenamiento jurídico o derivados de la 
jurisprudencia o de las prácticas administrativas o establecidos en las normas de los colegios 
profesionales.

9. «Declaración responsable»: el documento suscrito por la persona titular de una 
actividad empresarial o profesional en el que declara, bajo su responsabilidad, que cumple 
con los requisitos establecidos en la normativa vigente, que dispone de la documentación 
que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de 
la actividad.

10. «Régimen de autorización»: cualquier sistema previsto en el ordenamiento jurídico o 
en las normas de los colegios profesionales que contenga el procedimiento, los requisitos y 
autorizaciones necesarios para el acceso o ejercicio de una actividad de servicios.

11. «Razón imperiosa de interés general»: razón definida e interpretada la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, limitadas las siguientes: el orden 
público, la seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la preservación del 
equilibrio financiero del régimen de seguridad social, la protección de los derechos, la 
seguridad y la salud de los consumidores, de los destinatarios de servicios y de los 
trabajadores, las exigencias de la buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra 
el fraude, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la 
propiedad intelectual e industrial, la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional 
y los objetivos de la política social y cultural.

12. «Autoridad competente»: cualquier organismo o entidad que lleve a cabo la 
regulación, ordenación o control de las actividades de servicios, o cuya actuación afecte al 
acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio, y, en particular, las autoridades 
administrativas estatales, autonómicas o locales y los colegios profesionales y, en su caso, 
consejos generales y autonómicos de colegios profesionales.

13. «Profesión regulada»: la actividad o conjunto de actividades profesionales, cuyo 
acceso, ejercicio o una de las modalidades de ejercicio estén subordinados de manera 
directa o indirecta, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias, a la posesión de 
determinadas cualificaciones profesionales.

14. «Comunicación comercial»: cualquier forma de comunicación destinada a 
promocionar, directa o indirectamente, bienes, servicios o la imagen de una empresa, 
organización o persona con una actividad comercial, industrial o artesanal o que ejerza una 
profesión regulada. No se consideran comunicaciones comerciales:

a) Los datos que permiten acceder directamente a la actividad de dicha empresa, 
organización o persona y, concretamente, el nombre de dominio o la dirección de correo 
electrónico.

b) La información relativa a los bienes, servicios o a la imagen de dicha empresa, 
organización o persona, elaborada de forma independiente, especialmente cuando se 
facilitan sin contrapartida económica.
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CAPÍTULO II
Libertad de establecimiento de los prestadores de servicios

Artículo 4.  Libertad de establecimiento.
1. Los prestadores podrán establecerse libremente en territorio español para ejercer una 

actividad de servicios, sin más limitaciones que las establecidas de acuerdo con lo previsto 
en esta Ley.

2. Cualquier prestador establecido en España que ejerza legalmente una actividad de 
servicios podrá ejercerla en todo el territorio nacional.

3. En el caso de regímenes de autorización previstos en la normativa comunitaria, lo 
dispuesto en este capítulo no se aplicará a aquellos aspectos expresamente recogidos en la 
misma.

Artículo 5.  Regímenes de autorización.
La normativa reguladora del acceso a una actividad de servicios o del ejercicio de la 

misma no podrá imponer a los prestadores un régimen de autorización, salvo 
excepcionalmente y siempre que concurran las siguientes condiciones, que habrán de 
motivarse suficientemente en la ley que establezca dicho régimen.

a) No discriminación: que el régimen de autorización no resulte discriminatorio ni directa 
ni indirectamente en función de la nacionalidad o de que el establecimiento se encuentre o 
no en el territorio de la autoridad competente o, por lo que se refiere a sociedades, por razón 
del lugar de ubicación del domicilio social;

b) Necesidad: que el régimen de autorización esté justificado por razones de orden 
público, seguridad pública, salud pública, protección del medio ambiente, o cuando la 
escasez de recursos naturales o la existencia de inequívocos impedimentos técnicos limiten 
el número de operadores económicos del mercado.

c) Proporcionalidad: que dicho régimen sea el instrumento más adecuado para 
garantizar la consecución del objetivo que se persigue porque no existen otras medidas 
menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado, en particular cuando un control 
a posteriori se produjese demasiado tarde para ser realmente eficaz. Así, en ningún caso, el 
acceso a una actividad de servicios o su ejercicio se sujetarán a un régimen de autorización 
cuando sea suficiente una comunicación o una declaración responsable del prestador 
mediante la que se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos exigidos y se 
facilite la información necesaria a la autoridad competente para el control de la actividad.

Artículo 6.  Procedimientos de autorización.
Los procedimientos y trámites para la obtención de las autorizaciones a que se refiere 

esta Ley deberán tener carácter reglado, ser claros e inequívocos, objetivos e imparciales, 
transparentes, proporcionados al objetivo de interés general y darse a conocer con 
antelación. En todo caso, deberán respetar las disposiciones recogidas en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común, así como garantizar la aplicación general del silencio administrativo 
positivo y que los supuestos de silencio administrativo negativo constituyan excepciones 
previstas en una norma con rango de ley justificadas por razones imperiosas de interés 
general.

Artículo 7.  Limitaciones temporales y territoriales.
1. Con carácter general la realización de una comunicación o una declaración 

responsable o el otorgamiento de una autorización permitirá acceder a una actividad de 
servicios y ejercerla por tiempo indefinido. Sólo se podrá limitar la duración cuando:

a) La declaración responsable o la autorización se renueve automáticamente o sólo esté 
sujeta al cumplimiento continuo de los requisitos;

b) el número de autorizaciones disponibles sea limitado de acuerdo con el siguiente 
artículo o;
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c) pueda justificarse la limitación de la duración de la autorización o de los efectos de la 
comunicación o la declaración responsable por la existencia de una razón imperiosa de 
interés general.

A los efectos previstos en este apartado, no tiene la consideración de limitación temporal 
el plazo máximo que se pueda imponer al prestador para iniciar su actividad a contar desde 
el otorgamiento de la autorización o desde la realización de la comunicación o la declaración 
responsable.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no afectará a la posibilidad de las autoridades 
competentes de revocar la autorización, en especial cuando dejen de cumplirse las 
condiciones para la concesión de la autorización.

Asimismo, cuando el acceso a la actividad o su ejercicio esté condicionado a la 
realización de una comunicación o de una declaración responsable por parte del prestador, 
la comprobación por parte de la administración pública de la inexactitud o falsedad en 
cualquier dato, manifestación o documento, de carácter esencial, que se hubiere aportado o 
del incumplimiento de los requisitos señalados en la legislación vigente determinará la 
imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad desde el momento en que 
se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar.

3. La realización de una comunicación o una declaración responsable o el otorgamiento 
de una autorización permitirá al prestador acceder a la actividad de servicios y ejercerla en la 
totalidad del territorio español, incluso mediante el establecimiento de sucursales.

Los medios de intervención que se apliquen a los establecimientos físicos respetarán las 
siguientes condiciones:

a) Podrá exigirse una autorización para cada establecimiento físico cuando sea 
susceptible de generar daños sobre el medio ambiente y el entorno urbano, la seguridad o la 
salud pública y el patrimonio histórico-artístico, evaluándose este riesgo de acuerdo con las 
características de las instalaciones.

b) Podrá exigirse una declaración responsable para cada establecimiento físico cuando 
en la normativa se exija el cumplimiento de requisitos justificados por una razón imperiosa de 
interés general.

c) Podrá exigirse una comunicación cuando, por razones imperiosas de interés general, 
éstas deban mantener un control sobre el número o características de las instalaciones o de 
infraestructuras físicas en el mercado.

El medio de intervención deberá resultar proporcionado y no discriminatorio. Cuando el 
prestador de servicios ya esté establecido en España y ejerza legalmente la actividad, estas 
autorizaciones o declaraciones responsables no podrán contemplar requisitos que no estén 
ligados específicamente al establecimiento físico a partir del cual pretende llevar a cabo 
dicha actividad.

Artículo 8.  Limitación del número de autorizaciones.
1. Sólo podrá limitarse el número de autorizaciones cuando esté justificado por la 

escasez de recursos naturales o inequívocos impedimentos técnicos.
2. Cuando el número de autorizaciones para realizar una determinada actividad de 

servicios esté limitado:
a) El procedimiento de concesión por las Administraciones Públicas garantizará el 

cumplimiento de los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y 
concurrencia competitiva. En dicho procedimiento, las Administraciones Públicas podrán 
tener en cuenta consideraciones en materia de salud pública, objetivos de política social, de 
salud y seguridad de los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia, de protección del 
medio ambiente, de conservación del patrimonio cultural y cualquier otra razón imperiosa de 
interés general, siempre que estos criterios estén contemplados en las bases reguladoras de 
la concesión de las autorizaciones y guarden relación con el objeto de la concesión.

b) La autorización que se conceda tendrá una duración limitada y proporcionada 
atendiendo a las características de la prestación del servicio y no dará lugar a un 
procedimiento de renovación automática ni conllevará, una vez extinguida la autorización, 
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ningún tipo de ventaja para el prestador cesante o para personas especialmente vinculadas 
con él.

Artículo 9.  Principios aplicables a los requisitos exigidos.
1. Las Administraciones Públicas no podrán exigir requisitos, controles previos o 

garantías equivalentes o comparables, por su finalidad a aquellos a los que ya esté sometido 
el prestador en España o en otro Estado miembro.

2. Todos los requisitos que supediten el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio 
deberán ajustarse a los siguientes criterios:

a) No ser discriminatorios.
b) Estar justificados por una razón imperiosa de interés general.
c) Ser proporcionados a dicha razón imperiosa de interés general.
d) Ser claros e inequívocos.
e) Ser objetivos.
f) Ser hechos públicos con antelación.
g) Ser transparentes y accesibles.
3. El acceso a una actividad de servicio o su ejercicio se regirá por el principio de 

igualdad de trato y no discriminación.

Artículo 10.  Requisitos prohibidos.
En ningún caso se supeditará el acceso a una actividad de servicios en España o su 

ejercicio al cumplimiento de lo siguiente:
a) Requisitos discriminatorios basados directa o indirectamente en la nacionalidad, 

incluido que el establecimiento se encuentre o no en el territorio de la autoridad competente, 
o el domicilio social; y en particular: requisito de nacionalidad o de residencia para el 
prestador, su personal, los partícipes en el capital social o los miembros de los órganos de 
gestión y supervisión.

b) Prohibición de estar establecido en varios Estados miembros o de estar inscrito en los 
registros o colegios o asociaciones profesionales de varios Estados miembros.

c) Limitaciones de la libertad del prestador para elegir entre un establecimiento principal 
o secundario y, especialmente, la obligación de que el prestador tenga su establecimiento 
principal en el territorio español, o limitaciones de la libertad de elección entre 
establecimiento en forma de sucursal o de filial.

d) Condiciones de reciprocidad con otro Estado miembro en el que el prestador tenga ya 
su establecimiento, con excepción de las previstas en los instrumentos comunitarios en 
materia de energía.

e) Requisitos de naturaleza económica que supediten la concesión de la autorización a 
la prueba de la existencia de una necesidad económica o de una demanda en el mercado, a 
que se evalúen los efectos económicos, posibles o reales, de la actividad o a que se haga 
una apreciación de si la actividad se ajusta a los objetivos de programación económica 
fijados por la autoridad competente o a que se comercialicen productos o servicios de un tipo 
o procedencia determinada. Las razones imperiosas de interés general que se invoquen no 
podrán encubrir requisitos de planificación económica.

f) Intervención directa o indirecta de competidores, incluso dentro de órganos 
consultivos, en la concesión de autorizaciones o en la adopción de otras decisiones de las 
autoridades competentes relativas al establecimiento para el ejercicio de una actividad de 
servicios, sin perjuicio de la actuación de colegios profesionales y consejos generales y 
autonómicos de colegios profesionales, como autoridades competentes, en el ámbito de las 
competencias que les otorga la ley. Esta prohibición se extiende a organismos como las 
cámaras de comercio y a los interlocutores sociales en lo que concierne al otorgamiento de 
autorizaciones individuales, pero esa prohibición no afectará a la consulta de organismos 
como las cámaras de comercio o de los interlocutores sociales sobre asuntos distintos a las 
solicitudes de autorización individuales, ni a una consulta del público en general.

g) Obligación de que la constitución de garantías financieras o la suscripción de un 
seguro deban realizarse con un prestador u organismo establecido en el territorio español.
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h) Obligación de haber estado inscrito con carácter previo durante un período 
determinado en los registros de prestadores existentes en el territorio español o de haber 
ejercido previamente la actividad durante un período determinado en dicho territorio.

Artículo 11.  Requisitos de aplicación excepcional sujetos a evaluación previa.
1. La normativa reguladora del acceso a una actividad de servicios o de su ejercicio no 

deberá supeditar dicho acceso o ejercicio a:
a) Restricciones cuantitativas o territoriales y, concretamente, límites fijados en función 

de la población o de una distancia mínima entre prestadores. Los fines económicos, como el 
de garantizar la viabilidad económica de determinados prestadores, no podrán invocarse 
como justificación de restricciones cuantitativas o territoriales.

b) Requisitos que obliguen al prestador a constituirse adoptando una determinada forma 
jurídica; así como la obligación de constituirse como entidad sin ánimo de lucro.

c) Requisitos relativos a la participación en el capital de una sociedad, en concreto la 
obligación de disponer de un capital mínimo para determinadas actividades o tener una 
cualificación específica para poseer el capital social o gestionar determinadas sociedades.

d) Requisitos distintos de los exigidos para el acceso a las profesiones reguladas, 
contemplados en la Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de 
septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales, que 
reserven el acceso a una actividad de servicios a una serie de prestadores concretos debido 
a la índole específica de la actividad.

e) La prohibición de disponer de varios establecimientos en el territorio español.
f) Requisitos relativos a la composición de la plantilla, tales como tener un número 

determinado de empleados; ya sea en el total de la plantilla o en categorías concretas, o a la 
obligación de contratar con una procedencia o modalidad determinada.

g) Restricciones a la libertad de precios, tales como tarifas mínimas o máximas, o 
limitaciones a los descuentos.

h) La obligación del prestador de realizar, junto con su servicio, otros servicios 
específicos o de ofrecer una determinada gama o surtido de productos.

2. No obstante, excepcionalmente se podrá supeditar el acceso a una actividad de 
servicios o a su ejercicio al cumplimiento de alguno de los requisitos del apartado anterior 
cuando no sean discriminatorios, estén justificados por una razón imperiosa de interés 
general y sean proporcionados.

En todo caso, la concurrencia de estas condiciones deberá ser notificada a la Comisión 
Europea según lo dispuesto en la disposición adicional cuarta y deberá estar suficientemente 
motivada en la normativa que establezca tales requisitos.

CAPITULO III
Libre prestación de servicios para prestadores de otro Estado miembro

Artículo 12.  Libre prestación de servicios.
1. Los prestadores establecidos en cualquier otro Estado miembro podrán prestar 

servicios en territorio español en régimen de libre prestación sin más limitaciones que las 
establecidas de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

2. En ningún caso, el ejercicio de una actividad de servicios por estos prestadores en 
territorio español podrá ser restringido mediante:

a) La obligación de que el prestador esté establecido en el territorio español.
b) La obligación de que el prestador obtenga una autorización concedida por autoridades 

españolas, o deba inscribirse en un registro o en un colegio o asociación profesional 
españoles.

c) La prohibición de que el prestador se procure en el territorio nacional cierta forma o 
tipo de infraestructura, incluida una oficina o un gabinete, necesaria para llevar a cabo las 
correspondientes prestaciones.
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d) Exigencias que impidan o limiten la prestación de servicios como trabajador 
autónomo.

e) La obligación de que el prestador obtenga de las autoridades españolas un 
documento de identificación específico.

f) La exigencia de requisitos sobre el uso de determinados equipos y material que formen 
parte integrante de la prestación del servicio, salvo por motivos de salud y seguridad en el 
trabajo.

g) Las restricciones contempladas en el artículo 16 de esta Ley.
3. Excepcionalmente, podrá supeditarse el acceso de estos prestadores a una actividad 

de servicios o su ejercicio temporal en territorio español al cumplimiento de los requisitos que 
en cada caso determine la legislación sectorial aplicable, únicamente cuando estén 
justificados por razones de orden público, de seguridad pública, de salud pública o de 
protección del medio ambiente; y sean, de conformidad con el artículo 5 de esta Ley, 
proporcionados y no discriminatorios y de forma suficientemente motivada.

La concurrencia de estas condiciones deberá ser notificada a la Comisión Europea 
según lo dispuesto en la Disposición adicional cuarta y deberá estar suficientemente 
motivada en la normativa que establezca tales requisitos.

Artículo 13.  Excepciones a la libre prestación de servicios.
1. Lo dispuesto en el artículo anterior no será de aplicación a los siguientes servicios:
a) Los servicios de recogida, clasificación, transporte y distribución de los envíos 

postales en el ámbito del Servicio Postal.
b) La generación, el transporte, la distribución y el suministro de electricidad.
c) El transporte, la distribución, el suministro, el almacenamiento, la regasificación y el 

aprovisionamiento de gas natural.
d) Los servicios de distribución y suministro de agua, y los servicios de aguas residuales.
e) El tratamiento de residuos y la vigilancia y control de su traslado.
2. Tampoco se aplicará la prohibición de establecer restricciones a la libre prestación de 

servicios a las siguientes materias y actividades, exclusivamente en aquellos aspectos 
expresamente previstos por su normativa específica:

a) Las materias que abarca la Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco 
de una prestación de servicios.

b) La libre prestación de servicios de los abogados, de acuerdo con la Directiva 
77/249/CEE del Consejo de las Comunidades Europeas, de 22 de marzo de 1977, 
encaminada a facilitar el ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios de los 
abogados.

c) Las materias a que se refiere el Título II de la Directiva 2005/36/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de 
cualificaciones profesionales, incluidos los requisitos de los Estados miembros en que se 
presta el servicio por los que se reserva una actividad a una determinada profesión.

d) Los asuntos cubiertos por la Directiva 2006/43/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de mayo de 2006, relativa a la auditoría legal de las cuentas anuales y de las 
cuentas consolidadas.

Artículo 14.  Medidas excepcionales por motivos de seguridad de los servicios.
1. En casos excepcionales, y únicamente por motivos de seguridad de los servicios, las 

autoridades competentes podrán adoptar, para prestadores concretos, medidas restrictivas 
de la libertad de prestación de los servicios, mediante resolución suficientemente motivada.

2. Dichas medidas excepcionales únicamente podrán adoptarse cuando concurran, 
conjuntamente, las siguientes condiciones:

a) Que la norma en virtud de la que se adopta la medida no haya sido objeto de 
armonización comunitaria en el ámbito de seguridad de los servicios.
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b) Que la medida ofrezca al destinatario del servicio una protección mayor que la 
adoptada por el Estado miembro de establecimiento, o que éste no haya adoptado ninguna o 
sea insuficiente.

c) Que la medida sea proporcionada.

Artículo 15.  Procedimiento aplicable para la adopción de medidas excepcionales por 
motivos de seguridad de los servicios.

1. Antes de adoptar alguna de las medidas previstas en el artículo anterior, las 
autoridades competentes solicitarán a las autoridades del Estado miembro de 
establecimiento, a través del punto de contacto previsto en el artículo 27.2 de esta Ley, que 
adopte medidas respecto al prestador de que se trate y facilitarán todos los datos pertinentes 
sobre el servicio en cuestión y sobre las circunstancias del caso.

2. Una vez que las autoridades del Estado miembro de establecimiento hayan 
comunicado las medidas que vayan a adoptar, hayan adoptado o por qué motivos no han 
tomado medida alguna, las autoridades competentes notificarán, en su caso, a través del 
punto de contacto, a la Comisión Europea y a las autoridades del Estado miembro de 
establecimiento su intención de adoptar medidas indicando:

a) Los motivos por los que considera que las medidas adoptadas o previstas por el 
Estado miembro de establecimiento son insuficientes.

b) Los motivos por los que considera que las medidas que prevé adoptar cumplen las 
condiciones previstas en el artículo 14 de esta Ley.

3. Las medidas únicamente se podrán adoptar una vez transcurridos quince días hábiles 
a partir de la notificación prevista en el apartado anterior.

4. En los casos en que por motivos de urgencia no pueda aplicarse el procedimiento 
establecido en los apartados anteriores, las autoridades competentes notificarán 
inmediatamente a través del punto de contacto las medidas adoptadas a la Comisión 
Europea y al Estado miembro de establecimiento, indicando los motivos de la urgencia.

5. Las solicitudes de medidas restrictivas por motivos de seguridad requeridas por otros 
Estados miembros a autoridades competentes españolas se realizarán a través del punto de 
contacto.

Artículo 16.  Restricciones y discriminaciones prohibidas.
1. No podrán imponerse a los destinatarios de los servicios requisitos que restrinjan la 

utilización de los servicios ofrecidos por un prestador establecido en otro Estado miembro.
2. En particular, no podrán imponerse al destinatario de los servicios requisitos que 

impliquen:
a) La obligación de obtener una autorización o de hacer una declaración ante las 

autoridades españolas.
b) Limitaciones discriminatorias en las posibilidades de concesión de ayudas o ventajas 

económicas en función del lugar de establecimiento del prestador o del lugar de ejecución de 
la prestación.

3. Los prestadores de servicios no podrán imponer a los destinatarios requisitos ni 
condiciones generales de acceso a los servicios que sean discriminatorios por razón de su 
nacionalidad o lugar de residencia, sin que ello menoscabe la posibilidad de establecer 
diferencias en las condiciones de acceso directamente justificadas por criterios objetivos.

CAPITULO IV
Simplificación administrativa

Artículo 17.  Simplificación de procedimientos.
1. Las Administraciones Públicas revisarán los procedimientos y trámites aplicables al 

establecimiento y la prestación de servicios con el objeto de impulsar su simplificación.
2. Asimismo, a los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos para el 

acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, las autoridades competentes aceptarán 
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los documentos procedentes de otro Estado miembro de los que se desprenda que se 
cumplen tales requisitos.

3. En el caso de documentos emitidos por una autoridad competente ya sea en España o 
en otro Estado miembro, no se exigirá la presentación de documentos originales o copias 
compulsadas ni traducciones juradas, salvo en los casos previstos por la normativa 
comunitaria, o justificados por motivos de orden público y de seguridad pública. No obstante, 
la autoridad competente podrá recabar de otra autoridad competente la confirmación de la 
autenticidad del documento aportado.

4. Todos los procedimientos y trámites que supeditan el acceso a una actividad de 
servicios y su ejercicio se podrán realizar electrónicamente y a distancia salvo que se trate 
de la inspección del lugar o del equipo que se utiliza en la prestación del servicio.

Artículo 18.  Ventanilla única.
1. Los prestadores de servicios podrán acceder, electrónicamente y a distancia a través 

de una ventanilla única, tanto a la información sobre los procedimientos necesarios para el 
acceso a una actividad de servicios y su ejercicio, como a la realización de los trámites 
preceptivos para ello, incluyendo las declaraciones, notificaciones o solicitudes necesarias 
para obtener una autorización, así como las solicitudes de inscripción en registros, listas 
oficiales, asociaciones, colegios profesionales y consejos generales y autonómicos de 
colegios profesionales.

2. Las Administraciones Públicas garantizarán que los prestadores de servicios puedan, 
a través de la ventanilla única:

a) Obtener toda la información y formularios necesarios para el acceso a su actividad y 
su ejercicio.

b) Presentar toda la documentación y solicitudes necesarias.
c) Conocer el estado de tramitación de los procedimientos en que tengan la condición de 

interesado y recibir la correspondiente notificación de los actos de trámite preceptivos y la 
resolución de los mismos por el órgano administrativo competente.

3. Asimismo, las Administraciones Públicas adoptarán las medidas necesarias e 
incorporarán en sus respectivos ámbitos las tecnologías precisas para garantizar la 
interoperabilidad de los distintos sistemas.

Artículo 19.  Garantías de información a través de la ventanilla única.
1. Los prestadores y los destinatarios tienen el derecho a obtener, a través de la 

ventanilla única y por medios electrónicos, la siguiente información, que deberá ser clara e 
inequívoca:

a) Los requisitos aplicables a los prestadores establecidos en territorio español, en 
especial los relativos a los trámites necesarios para acceder a las actividades de servicios y 
su ejercicio, así como los datos de las autoridades competentes que permitan ponerse en 
contacto directamente con ellas.

b) Los medios y condiciones de acceso a los registros y bases de datos públicos 
relativos a los prestadores y a los servicios.

c) Las vías de reclamación y los recursos que podrán interponerse en caso de litigio 
entre las autoridades competentes y el prestador o el destinatario, o entre un prestador y un 
destinatario, o entre prestadores.

d) Los datos de las asociaciones sectoriales de prestadores de servicios y las 
organizaciones de consumidores que presten asistencia a los prestadores y destinatarios de 
los servicios.

2. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas para que en la ventanilla única 
pueda accederse a la información contemplada en este artículo en castellano, en las lenguas 
cooficiales del Estado y en alguna otra lengua de trabajo comunitaria.

3. Asimismo, se facilitará que los prestadores y los destinatarios puedan obtener por 
medios electrónicos y a distancia, en particular a través de las ventanillas únicas de otros 
Estados miembros, el acceso a:
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a) Información general sobre los requisitos aplicables en los demás Estados miembros al 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y en especial, la información relacionada 
con la protección de los consumidores.

b) Información general sobre las vías de recurso disponibles en caso de litigio entre el 
prestador y el destinatario en otros Estados miembros.

c) Datos de las asociaciones u organizaciones de otros Estados miembros, incluidos los 
centros de la Red de centros europeos de los consumidores, que pueden ofrecer a los 
prestadores o destinatarios asistencia práctica.

4. El derecho a la información contenido en este artículo no exige a las autoridades 
competentes que faciliten asesoramiento jurídico en casos particulares.

CAPITULO V
Política de calidad de los servicios

Artículo 20.  Fomento de la calidad de los servicios.
Las Administraciones Públicas y demás autoridades competentes fomentarán un elevado 

nivel de la calidad de los servicios. En particular:
a) Impulsarán que los prestadores aseguren de forma voluntaria la calidad de sus 

servicios por medio, entre otros, de los siguientes instrumentos:
i) La evaluación o certificación de sus actividades por parte de organismos 

independientes.
ii) La elaboración de su propia carta de calidad o la participación en cartas o etiquetas de 

calidad elaboradas por organizaciones empresariales o profesionales a nivel comunitario.
Asimismo, favorecerán la difusión de la información relativa a dichos instrumentos.
b) Fomentarán el desarrollo de la evaluación independiente de la calidad de los servicios, 

especialmente por las organizaciones de consumidores y para ello promoverán la 
cooperación a nivel comunitario de las organizaciones de consumidores con las cámaras de 
comercio, los colegios profesionales y, en su caso, los consejos generales y autonómicos de 
colegios profesionales.

c) Promoverán la participación de colegios profesionales y, en su caso, los consejos 
generales y autonómicos de colegios, organizaciones profesionales y de las cámaras de 
comercio en la elaboración a escala comunitaria de códigos de conducta destinados a 
facilitar la libre prestación de servicios o el establecimiento de un prestador de otro Estado 
miembro, respetando en cualquier caso las normas de defensa de la competencia.

d) Impulsando inspecciones administrativas y controles periódicos, así como el diseño y 
reforzamiento de planes de inspección.

Artículo 21.  Seguros y garantías de responsabilidad profesional.
1. Se podrá exigir a los prestadores de servicios, en norma con rango de ley, la 

suscripción de un seguro de responsabilidad civil profesional u otra garantía equivalente que 
cubra los daños que puedan provocar en la prestación del servicio en aquellos casos en que 
los servicios que presten presenten un riesgo directo y concreto para la salud o para la 
seguridad del destinatario o de un tercero, o para la seguridad financiera del destinatario.

La garantía exigida deberá ser proporcionada a la naturaleza y alcance del riesgo 
cubierto.

2. Cuando un prestador que se establezca en España ya esté cubierto por un seguro de 
responsabilidad civil profesional u otra garantía equivalente o comparable en lo esencial en 
cuanto a su finalidad y a la cobertura que ofrezca en términos de riesgo asegurado, suma 
asegurada o límite de la garantía en otro Estado miembro en el que ya esté establecido, se 
considerará cumplida la exigencia a la que se refiere el apartado anterior. Si la equivalencia 
con los requisitos es sólo parcial, podrá exigirse la ampliación del seguro u otra garantía 
hasta completar las condiciones que se hayan establecido en la norma que lo regula.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 2  Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio

– 37 –



3. En el caso de seguros u otras garantías suscritas con entidades aseguradoras y 
entidades de crédito autorizadas en otro Estado miembro, se aceptarán a efectos de 
acreditación los certificados emitidos por éstas.

Artículo 22.  Obligaciones de información de los prestadores.
1. Sin perjuicio de las obligaciones de información establecidas en la legislación de 

protección de los consumidores y usuarios que resulte de aplicación, los prestadores de 
servicios, con la debida antelación, pondrán a disposición de los destinatarios toda la 
información exigida en el presente artículo de forma clara e inequívoca, antes de la 
celebración del contrato, o en su caso, antes de la prestación del servicio.

2. Los prestadores proporcionarán al destinatario, de forma fácilmente accesible, la 
información siguiente:

a) Los datos de identidad, forma y régimen jurídico, número de identificación fiscal del 
prestador, dirección donde tiene su establecimiento, y los datos que permitan ponerse 
rápidamente en contacto con él y en su caso, por vía electrónica.

b) Datos registrales del prestador del servicio.
c) Los datos de la autoridad que, en su caso, haya otorgado la autorización.
d) En las profesiones reguladas, la cualificación profesional y el Estado miembro en el 

que fue otorgada, así como, en su caso, el colegio profesional, la asociación profesional u 
organismo análogo en el que esté inscrito el prestador.

e) Las condiciones y cláusulas generales, y las relativas a la legislación y jurisdicción 
aplicable al contrato.

f) Garantías posventa adicionales a las exigidas por ley, en su caso.
g) El precio completo del servicio, incluidos los impuestos, cuando el prestador fije 

previamente un precio para un determinado tipo de servicio.
h) Las principales características del servicio o servicios que ofrezca.
i) En su caso, el seguro o garantías exigidas, y en particular, los datos del asegurador y 

de la cobertura geográfica del seguro.
j) En caso de que el prestador ejerza una actividad sujeta al IVA, el número de 

identificación fiscal.
k) Lengua o lenguas en las que podrá formalizarse el contrato, cuando ésta no sea la 

lengua en la que se le ha ofrecido la información previa a la contratación.
l) Existencia del derecho de desistimiento del contrato que pueda corresponder al 

consumidor, el plazo y la forma de ejercitarlo.
3. A petición del destinatario, los prestadores pondrán a disposición de aquél la siguiente 

información complementaria:
a) Cuando el precio no lo fije previamente el prestador, el precio del servicio o, si no se 

puede indicar aquél, el método para calcularlo; o un presupuesto suficientemente detallado.
b) Fecha de entrega, ejecución del contrato y duración.
c) En el caso de las profesiones reguladas: referencia a las normas de acceso a la 

profesión en el Estado miembro de establecimiento y los medios para acceder a dichas 
normas.

d) La información relativa a sus actividades multidisciplinares, posibles conflictos de 
interés y las medidas adoptadas para evitarlos. Esta información deberá figurar en todo 
documento informativo de los prestadores en el que se presenten de forma detallada sus 
servicios.

e) Los posibles códigos de conducta a que, en su caso, esté sometido el prestador, así 
como la dirección en que dichos códigos se pueden consultar por vía electrónica y en qué 
idiomas están disponibles.

f) Información detallada sobre las características y condiciones para hacer uso de los 
medios extrajudiciales de resolución de conflictos cuando estén sujetos a un código de 
conducta o sean miembros de alguna organización profesional en los que se prevean estos 
mecanismos.

4. Toda la información a que se refieren los apartados anteriores se pondrá a disposición 
del destinatario por el prestador, en alguna de las formas siguientes:
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a) En el lugar de prestación del servicio o de celebración del contrato.
b) Por vía electrónica a través de una dirección facilitada por el prestador.
c) Figurando dicha información en todo documento informativo del prestador que se 

facilite al destinatario y en el que se presenten de forma detallada sus servicios.
d) Por vía electrónica a través de una página web.

Artículo 23.  Obligaciones de los prestadores en materia de reclamaciones.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 

16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, los prestadores 
pondrán a disposición de los destinatarios un número de teléfono, una dirección postal, 
número de fax o dirección de correo electrónico, con el fin de que éstos puedan dirigir sus 
reclamaciones o peticiones de información sobre el servicio prestado y comunicarán su 
dirección legal si esta no coincide con su dirección habitual para la correspondencia.

2. Asimismo, deberán dar respuesta a las reclamaciones a las que se refiere el apartado 
anterior en el plazo más breve posible y en cualquier caso antes de un mes desde que las 
mismas se hayan recibido por el prestador.

3. La respuesta se realizará en la misma lengua en la que se ha realizado el contrato.

Artículo 24.  Comunicaciones comerciales de las profesiones reguladas.
1. Se garantiza la libertad de las comunicaciones comerciales en las profesiones 

reguladas.
2. No podrán establecerse prohibiciones totales a las comunicaciones comerciales en las 

profesiones reguladas. Las limitaciones que se puedan imponer no podrán ser 
discriminatorias, habrán de estar siempre justificadas por una razón imperiosa de interés 
general y serán proporcionadas.

Artículo 25.  Actividades multidisciplinares.
1. No se podrá obligar a los prestadores de servicios al ejercicio de una única actividad 

de forma exclusiva, bien sea a través de la imposición de requisitos que obliguen a ejercer 
de forma exclusiva una actividad específica, bien sea mediante la imposición de requisitos 
que restrinjan el ejercicio conjunto o en asociación de distintas actividades.

2. No obstante, para garantizar su independencia e imparcialidad, así como prevenir 
conflictos de intereses, podrán verse sujetos por ley a los requisitos a que se refiere el 
apartado anterior:

a) Las profesiones reguladas, en la medida en que sea necesario para garantizar el 
cumplimiento de requisitos deontológicos distintos e incompatibles debidos al carácter 
específico de cada profesión, siempre que los mismos estén justificados por una razón 
imperiosa de interés general, sean proporcionados y no discriminatorios.

b) Los prestadores que realicen servicios de certificación, acreditación, control técnico, 
pruebas o ensayos.

Artículo 26.  Acciones de cesación.
Frente a las conductas que infrinjan lo dispuesto en esta Ley susceptibles de lesionar los 

intereses colectivos o difusos de los consumidores y usuarios, se podrá ejercer la acción de 
cesación prevista en el artículo 53 del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, estando legitimados para su 
ejercicio los sujetos previstos en el artículo 54.1 de dicha Ley.
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CAPITULO VI
Cooperación administrativa para el control efectivo de los prestadores

Artículo 27.  Obligaciones generales de cooperación.
1. Con el fin de garantizar la supervisión de los prestadores y de sus servicios, las 

Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, cooperarán a 
efectos de información, control, inspección e investigación, entre sí, con las autoridades 
competentes de los demás Estados miembros y con la Comisión Europea.

2. Las relaciones con otros Estados miembros y con la Comisión Europea previstas en 
esta Ley se organizarán a través de la designación de diferentes puntos de contacto en la 
Administración General del Estado y en las Comunidades Autónomas.

No obstante se creará un punto de contacto de coordinación en la Administración 
General del Estado al que se remitirán todas las comunicaciones de cualquier administración 
con la Comisión Europea y otros Estados miembros, a fin de coordinar todas las actuaciones 
en el marco de la trasposición y aplicación de la directiva.

3. Las autoridades competentes españolas y las de cualquier Estado miembro podrán 
consultar en las mismas condiciones los registros en los que estén inscritos los prestadores, 
respetando en todo caso las normas sobre protección de datos personales.

4. Las solicitudes de información y de realización de controles, inspecciones e 
investigaciones realizadas por las autoridades competentes españolas con relación a los 
prestadores establecidos en el territorio de otro Estado miembro o sus servicios estarán 
debidamente motivadas. La información obtenida se empleará únicamente para la finalidad 
para la que se solicitó.

5. En caso de que no se pudieran atender de forma inmediata las solicitudes realizadas 
por las autoridades competentes de otros Estados miembros, las autoridades competentes 
españolas lo comunicarán a las autoridades solicitantes a través del punto de contacto.

6. En los casos en que las autoridades competentes de otro Estado miembro no cumplan 
con el deber de cooperación, las autoridades españolas competentes, a través del punto de 
contacto, informarán al respecto a la Comisión Europea.

Artículo 28.  Obligaciones de información de los prestadores.
Sin perjuicio del deber de los prestadores de atender los requerimientos de información 

formulados por las autoridades competentes, deberán informar, a través de la 
correspondiente ventanilla única, de los cambios que afecten a las condiciones que 
determinaron el otorgamiento de la autorización.

Dicha información se comunicará en la lengua o lenguas facilitadas en la ventanilla 
única.

Artículo 29.  Supervisión de prestadores establecidos en territorio español.
1. Las autoridades competentes españolas facilitarán la información que les soliciten las 

autoridades competentes de otro Estado miembro sobre los prestadores que estén 
establecidos en España.

2. Las autoridades competentes españolas procederán a las comprobaciones, 
inspecciones e investigaciones sobre prestadores establecidos en su territorio que les 
soliciten de manera motivada las autoridades competentes de otro Estado miembro e 
informarán a éstas de los resultados y, cuando proceda, de las medidas adoptadas.

3. Las autoridades competentes españolas velarán por el cumplimiento de los requisitos 
impuestos al prestador establecido en territorio español, aunque el servicio de que se trate 
se preste o provoque perjuicios en otro Estado miembro.

4. Cuando las autoridades competentes de otro Estado miembro soliciten a las 
autoridades competentes españolas la adopción de medidas excepcionales en casos 
individuales por motivos de seguridad, a las que se refiere el artículo 14 de esta Ley, con 
relación a un prestador establecido en territorio español, éstas últimas comprobarán lo antes 
posible si dicho prestador ejerce sus actividades de forma legal, así como los hechos que 
dieron lugar a la petición. Las autoridades competentes comunicarán de forma inmediata, a 
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través de su punto de contacto, las medidas que han adoptado o previsto o, en su caso, los 
motivos por los que no han adoptado medida alguna.

Artículo 30.  Supervisión de prestadores establecidos en otro Estado miembro.
1. Las autoridades competentes españolas serán responsables de la supervisión de la 

actividad de los prestadores establecidos en otros Estados miembros que presten servicios 
en territorio español en relación con los requisitos sobre la libre prestación de servicios que 
puedan imponerse con arreglo al artículo 12.3 de esta Ley y en particular:

a) Tomarán todas las medidas necesarias para garantizar que el prestador respeta 
dichos requisitos.

b) Procederán a realizar las comprobaciones, inspecciones e investigaciones necesarias 
para supervisar el servicio prestado.

2. En relación con los requisitos distintos a los mencionados en el apartado anterior, en 
caso de desplazamiento temporal de un prestador establecido en otro Estado miembro para 
prestar un servicio, las autoridades competentes españolas procederán, a petición motivada 
de las autoridades del Estado miembro de establecimiento, a las comprobaciones, 
inspecciones e investigaciones que sean necesarias para garantizar la eficacia de la 
supervisión de dichas autoridades y consideren más adecuadas a tal fin.

3. En todo caso, las autoridades españolas competentes podrán, por propia iniciativa, 
proceder a comprobaciones, inspecciones e investigaciones in situ, siempre que sean 
proporcionadas, no discriminatorias y no estén motivadas por el hecho de que el prestador 
tenga su establecimiento en otro Estado miembro.

Artículo 31.  Mecanismo de alerta.
Si las autoridades competentes tuviesen conocimiento de actos o circunstancias 

específicos de carácter grave relativos a una actividad o a un prestador de servicios que 
puedan ocasionar perjuicios graves para la salud o la seguridad de las personas o el medio 
ambiente en cualquier parte del territorio de la Unión Europea, informarán inmediatamente a 
los Estados miembros y a la Comisión Europea a través del punto de contacto.

Artículo 32.  Información sobre la honorabilidad del prestador.
1. A solicitud motivada de las autoridades competentes de otro Estado miembro se 

comunicarán, respetando la legislación vigente, las medidas disciplinarias y sanciones 
administrativas firmes que se hayan adoptado por cualquier autoridad competente española, 
incluidos los colegios profesionales, respecto al prestador y que guarden relación directa con 
su actividad comercial o profesional, bien porque se haya consentido en vía administrativa, 
bien porque han alcanzado firmeza ante la jurisdicción contencioso administrativa. También 
se comunicarán las condenas penales y declaraciones de concurso culpable que se hayan 
dictado respecto al prestador y que guarden relación directa con su actividad comercial o 
profesional, precisando si son o no firmes y, en su caso, los recursos interpuestos y los 
plazos para la resolución de los mismos. Dicha comunicación deberá precisar las 
disposiciones nacionales con arreglo a las cuales se ha condenado o sancionado al 
prestador.

La aplicación de lo anterior deberá hacerse respetando las normas sobre protección de 
los datos personales y los derechos garantizados a las personas condenadas o sancionadas 
según el ordenamiento jurídico español, incluso por colegios profesionales.

2. La autoridad competente española comunicará al prestador que tal información ha 
sido suministrada a una autoridad competente de otro Estado miembro.

Disposición adicional primera.  Intercambio electrónico de información.
Las Administraciones Públicas dispondrán de un sistema electrónico de intercambio de 

información entre ellas y con las de los demás Estados miembros que garantice el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 2  Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio

– 41 –



Disposición adicional segunda.  Inclusión de otros trámites en la ventanilla única.
La ventanilla única podrá incorporar trámites no incluidos en el ámbito de aplicación de 

esta Ley, entre ellos los que se realizan ante la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
y la Tesorería General de la Seguridad Social, y aquellos otros que se consideren 
necesarios.

Disposición adicional tercera.  Comité para la mejora de la regulación de las actividades 
de servicios.

Para facilitar la participación de las Administraciones Públicas en el proceso de 
transposición al ordenamiento interno de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior y en 
el marco de lo establecido en el artículo 5, apartados 1 y 7, de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, se crea un comité de cooperación multilateral, del que formarán parte 
la Administración General del Estado, las Comunidades y Ciudades Autónomas y 
representantes de la Administración Local. Este Comité tendrá como objeto facilitar la 
cooperación para la mejora de la regulación de las actividades de servicios y, en particular, el 
seguimiento y la coordinación de las actuaciones que se lleven a cabo en las diferentes 
administraciones para la correcta transposición de la directiva.

Disposición adicional cuarta.  Notificación a la Comisión Europea.
El órgano administrativo competente comunicará al Ministerio de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación, antes de su aprobación y en los términos y por los cauces que se establezcan 
reglamentariamente, cualquier proyecto de norma legal o reglamentaria en el que se prevean 
requisitos del artículo 11.1 de esta Ley, incorporando una memoria justificativa en la que se 
motive su compatibilidad con los criterios del artículo 11.2, o requisitos del artículo 12.2, 
incorporando una memoria justificativa en la que se motive su compatibilidad con los criterios 
del artículo 12.3, para su posterior notificación a la Comisión Europea.

Disposición adicional quinta.  Régimen de infracciones y sanciones.
En caso de incumplimiento de las obligaciones de información y en materia de 

reclamaciones de los prestadores de servicios recogidas en esta Ley, cuando los 
destinatarios de la información sean consumidores y usuarios, se aplicará el régimen de 
infracciones y sanciones previsto en el Título IV del Libro I del Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

Disposición adicional sexta.  Impuesto General Indirecto Canario e Impuesto sobre la 
Producción, los Servicios y la Importación en las Ciudades de Ceuta y Melilla.

Las referencias hechas al Impuesto sobre el Valor Añadido deben entenderse hechas, en 
su caso, al Impuesto General Indirecto Canario o al Impuesto sobre la Producción, los 
Servicios y la Importación de las Ciudades de Ceuta y Melilla.

Disposición adicional séptima.  Incumplimiento de la prohibición de discriminación.
El incumplimiento de la prohibición de discriminación prevista en el artículo 16.3 de esta 

Ley y el Reglamento (UE) 2018/302 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de febrero 
de 2018, sobre medidas destinadas a impedir el bloqueo geográfico injustificado y otras 
formas de discriminación por razón de la nacionalidad, del lugar de residencia o del lugar de 
establecimiento de los clientes en el mercado interior y por el que se modifican los 
Reglamentos (CE) 2006/2004 y (UE) 2017/2394 y la Directiva 2009/22/CE, se reputará 
desleal a los efectos de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, sin perjuicio 
del régimen de infracciones y sanciones contenido en el Texto Refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.
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Disposición transitoria.  Régimen transitorio.
1. Los procedimientos de autorización iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de 

esta Ley se tramitarán y resolverán por la normativa vigente en el momento de la 
presentación de la solicitud. Si la tramitación y resolución se produce a partir del 28 de 
diciembre de 2009 y la normativa de aplicación incluye requisitos prohibidos según el artículo 
10 de esta Ley, éstos no se tendrán en cuenta por el órgano competente. No obstante, el 
interesado podrá, con anterioridad a la resolución, desistir de su solicitud y optar por la 
aplicación de la nueva normativa.

2. En tanto no se apruebe el desarrollo reglamentario a que se refiere la Disposición 
adicional cuarta, referida a las notificaciones a la Comisión Europea, éstas se realizarán a 
través de la Secretaría de Estado para la Unión Europea.

3. La eventual revisión o evaluación de la normativa reguladora del procedimiento de 
autorización no podrá constituir elemento para la no concesión de las autorizaciones 
solicitadas.

Disposición derogatoria.  
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en esta Ley.
2. No obstante, las disposiciones vigentes a la entrada en vigor de esta Ley que resulten 

incompatibles con los capítulos II, III, el artículo 17.1 del capítulo IV y los artículos 24 y 25 del 
capítulo V mantendrán su vigencia hasta que sean objeto de reforma expresa y, en todo 
caso, quedarán derogadas el 27 de diciembre de 2009.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta Ley, que tiene carácter básico, se dicta al amparo de lo establecido en el 

artículo 149.1.1.ª, 13.ª y 18.ª de la Constitución Española.

Disposición final segunda.  Incorporación de Derecho comunitario.
Mediante esta Ley se incorpora parcialmente al Derecho español la Directiva 

2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a 
los servicios en el mercado interior.

Disposición final tercera.  Habilitación normativa y cumplimiento.
1. Corresponde a las Administraciones Públicas competentes, en su respectivo ámbito 

territorial, aprobar las normas de desarrollo y ejecución de esta Ley.
2. Se autoriza al Gobierno para que, en el ámbito de sus competencias, dicte las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley. En 
particular, el Gobierno desarrollará reglamentariamente lo dispuesto en la Disposición 
adicional cuarta, referida a las notificaciones a la Comisión Europea.

Disposición final cuarta.  Compensación de deudas en caso de responsabilidad por 
incumplimiento.

(Derogada)

Disposición final quinta.  Adaptación de la normativa vigente.
1. En el plazo de un mes a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno 

someterá a las Cortes Generales un proyecto de ley en el que, en el marco de sus 
competencias, se proceda a la adaptación de las disposiciones vigentes con rango legal a lo 
dispuesto en esta Ley.

2. A fin de hacer posible el cumplimiento de la obligación contenida en el artículo 44 de la 
Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, 
relativa a los servicios en el mercado interior, las Comunidades y Ciudades Autónomas y las 
Entidades Locales comunicarán a la Administración General del Estado, antes de 26 de 
diciembre de 2009, las disposiciones legales y reglamentarias de su competencia que 
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hubieran modificado para adaptar su contenido a lo establecido en la Directiva y en la 
presente Ley.

3. La obligación prevista en el apartado anterior será asimismo de aplicación a los 
colegios profesionales y a cualquier autoridad pública, respecto de las disposiciones de su 
competencia, que se vean afectadas por esta Ley.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor en el plazo de treinta días a partir del día siguiente al de su 

publicación en el «Boletín Oficial del Estado», excepto lo previsto en los artículos 17.2, 17.3, 
17.4, 18 y 19 del capítulo IV y en el capítulo VI que entrará en vigor el 27 de diciembre de 
2009.
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§ 3

Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de 
liberalización del comercio y de determinados servicios

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 311, de 27 de diciembre de 2012
Última modificación: 29 de septiembre de 2022

Referencia: BOE-A-2012-15595

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El comercio interior viene sufriendo varios años consecutivos fuertes caídas en el 

consumo. En este contexto es más necesario que nunca, por un lado, reducir las cargas 
administrativas que dificulten el comercio y, por otro, dinamizar el sector permitiendo un 
régimen más flexible de aperturas.

La estructura comercial en España se caracteriza por una mayoritaria presencia de 
pequeñas y medianas empresas, expuestas, por su mayor vulnerabilidad, a los efectos de la 
actual crisis económica que se ha reflejado en un importante descenso de las cifras de 
ventas y cierre de establecimientos comerciales.

No obstante, el comercio minorista es, al mismo tiempo, un ámbito especialmente 
dinamizador de la actividad económica y del empleo y, por ello, para favorecer la 
recuperación económica en el actual contexto resulta fundamental la adopción de medidas 
que faciliten la actividad y eliminen obstáculos que impiden el desarrollo de la iniciativa 
empresarial en este ámbito.

Las cargas administrativas constituyen algunos de estos obstáculos que no son 
necesarias ni proporcionadas y cuyos objetivos pueden alcanzarse mediante procedimientos 
de control que no retrasen ni paralicen el desarrollo de la actividad. Especialmente gravosas 
resultan determinadas licencias cuyos procedimientos impiden el ejercicio de la actividad 
hasta mucho tiempo después de haber acometido las inversiones iniciales.

En atención a los datos de la OCDE España es, de hecho, el segundo país de Europa 
donde más trámites es necesario realizar para crear una empresa. Resulta, por lo tanto, 
necesario sustituir en lo posible estas cargas administrativas por otros procedimientos de 
control menos gravosos, garantizando en todo caso el cumplimiento de la normativa vigente.
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La Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su 
adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, 
modificó el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, al objeto de someter los actos de control preventivo de ámbito municipal a sus 
principios cuando se trate del acceso y ejercicio de actividades de servicios. Posteriormente, 
la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, incorporó a la citada Ley 7/1985, de 
2 de abril, los artículos 84 bis y 84 ter, estableciendo con carácter general la inexigibilidad de 
licencia u otros medios de control preventivos para el ejercicio de actividades, salvo que 
resultase necesario para la protección de la salud o seguridad públicas, el medioambiente o 
el patrimonio histórico-artístico, o cuando requiriesen de un uso privativo y ocupación del 
dominio público pero, en todo caso, condicionando su exigibilidad a un juicio de necesidad y 
proporcionalidad.

No obstante, a pesar del impulso de reducción de cargas y licencias de estas reformas 
en el ámbito del comercio minorista, el marco normativo sigue siendo muy complejo y poco 
claro y sigue existiendo una enorme dispersión normativa y de procedimientos, 
especialmente gravosa para las PYMES en general y para las microempresas, en particular, 
que soportan un coste considerable en comparación con la dimensión de su actividad. La 
realidad concreta del sector comercial minorista pone de manifiesto, por tanto, que es 
necesario hacer un mayor esfuerzo en la remoción de los obstáculos administrativos que 
existen en la actualidad para ejercer determinadas actividades, estableciendo las bases e 
instando a las Comunidades Autónomas y Entidades Locales a una adaptación de su 
normativa que redunde en un beneficio real para las PYMES en el inicio y ejercicio de la 
actividad.

Mediante esta Ley se avanza un paso más eliminando todos los supuestos de 
autorización o licencia municipal previa, motivados en la protección del medio ambiente, de 
la seguridad o de la salud públicas, ligados a establecimientos comerciales y otros que se 
detallan en el anexo con una superficie de hasta 300 metros cuadrados. Se considera, tras 
realizar el juicio de necesidad y proporcionalidad, que no son necesarios controles previos 
por tratarse de actividades que, por su naturaleza, por las instalaciones que requieren y por 
la dimensión del establecimiento, no tienen un impacto susceptible de control a través de la 
técnica autorizatoria, la cual se sustituye por un régimen de control ex post basado en una 
declaración responsable. La flexibilización se extiende también más allá del ámbito de 
aplicación de la reforma de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, y afecta también a todas las obras 
ligadas al acondicionamiento de estos locales que no requieran de la redacción de un 
proyecto de obra de conformidad con la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de 
la Edificación. De esta manera, se podrá iniciar la ejecución de obras e instalaciones y el 
ejercicio de la actividad comercial y de servicios con la presentación de una declaración 
responsable o comunicación previa, según el caso, en la que el empresario declara cumplir 
los requisitos exigidos por la normativa vigente y disponer de los documentos que se exijan, 
además de estar en posesión del justificante del pago del tributo correspondiente cuando 
sea preceptivo.

Ello contribuirá a la dinamización de la actividad en beneficio del crecimiento económico 
y del empleo, en línea acorde con los objetivos de reducción de las cargas administrativas, la 
mejora del entorno empresarial, en especial para las PYMES, y la promoción del espíritu 
empresarial de la Estrategia Europa 2020.

El control administrativo pasará a realizarse a posteriori aplicándose el régimen 
sancionador vigente en materia de comercio interior, ordenación del suelo y urbanismo, 
protección de la salud, del medio ambiente y del patrimonio histórico artístico, de tal forma 
que este mecanismo no suponga un menoscabo de las garantías en la prestación del 
servicio hacia los consumidores ni de las obligaciones de cumplimiento de la normativa 
sectorial autonómica o municipal aplicable.

La sustitución de la licencia por otros actos de control ex post no supondrá en ningún 
caso merma alguna de los ingresos fiscales de los Ayuntamientos o de los organismos que 
expidieran con anterioridad las licencias previas de apertura. Por el contrario, en la medida 
que se agilice la apertura de nuevos establecimientos, podrá registrarse un incremento de la 
recaudación obtenida por este concepto al facilitarse la apertura de más y nuevos comercios. 
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Esta Ley modifica el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, con este fin.

Las medidas previstas en esta Ley se dirigen sobre todo a las pequeñas y medianas 
empresas comerciales y de servicios complementarios que constituyen más del 90 por ciento 
de las empresas que desarrollan su actividad en estos sectores, normalmente en 
establecimientos cuya superficie útil de exposición y venta al público no supera los 300 
metros cuadrados, superficie que da cabida a la mayoría de las actividades recogidas en el 
anexo de esta Ley. Por ello se considera que, a través de esta Ley, se promoverá la apertura 
de nuevos locales y la generación de empleo en este sector.

Esta Ley se fundamenta en el derecho a la propiedad privada del artículo 33.1 de la 
Constitución española y a la libertad de empresa de su artículo 38, así como en los principios 
de libertad de establecimiento, libre circulación de bienes y libre prestación de servicios del 
artículo 139.2, que propugnan la unidad de mercado.

Es importante destacar que la reforma que se introduce responde a la finalidad positiva 
de adoptar unos fines y orientaciones generales en el plano de la reactivación económica, 
estableciendo un mínimo común denominador para todo el Estado que garantice a las 
empresas un marco de seguridad jurídica y de unidad normativa en todo el territorio. Todo 
ello, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, 
puedan regular un régimen de mayor alcance en la eliminación de cualquier tipo de control 
previo.

Las medidas que se recogen en esta Ley constituyen preceptos de regulación concreta y 
específica. No obstante, ello no es óbice para considerar estas como auténticas medidas de 
ordenación general de la economía, como ha resaltado de modo reiterado la jurisprudencia 
constitucional, puesto que la acción normativa adoptada posee una incidencia directa y 
significativa sobre la actividad económica general.

Adicionalmente, las medidas contenidas en esta Ley, facilitan la gestión administrativa y 
la eliminación de cargas, aspecto que incide también sobre el procedimiento administrativo 
común (Art. 149.1.18.ª CE).

De conformidad con las medidas previstas en esta Ley, en orden a la supresión de 
licencias, y por aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cualquier norma, 
disposición o acto, adoptado por cualquier órgano de las administraciones autonómicas o 
locales que contravenga o dificulte la aplicación de este régimen, podrá ser declarado nulo 
de pleno derecho, sin perjuicio de la exigencia, en su caso, de la correspondiente 
responsabilidad patrimonial a la administración pública incumplidora.

La eliminación de licencias de apertura y actividad se consagra en un total de cinco 
artículos, en los que se regula el objeto, ámbito de aplicación, inexigibilidad de licencias 
municipales previas a la apertura de establecimiento, régimen de declaración responsable y 
sujeción al régimen general de control.

II
El Título II añade un nuevo mecanismo de apoyo a la exportación a los ya existentes en 

el ordenamiento jurídico español. El mecanismo aprobado por este Título pretende 
desarrollar las capacidades del Ministerio de Defensa en materia de gestión de programas 
de material de defensa con destino a la exportación.

La inexistencia, hasta este momento, de mecanismos que permitieran una participación 
más activa del Ministerio de Defensa en la gestión de programas destinados a la exportación 
ha supuesto una desventaja competitiva para nuestra base industrial y tecnológica, la cual se 
ha visto obligada a competir en el mercado internacional en desigualdad de condiciones 
contra ofertas procedentes de bases industriales extranjeras que gozaban de un respaldo 
mucho más proactivo y eficaz ofrecido por sus Gobiernos de origen.

Las medidas que se aplican en esta Ley tienen como objetivo fundamental afrontar las 
carencias advertidas en esta etapa crucial para el sector español industrial de la defensa, 
caracterizada por la contracción del gasto español en este sector esencial de la actividad 
económica del país, el aumento de la demanda internacional de material de defensa, la 
creciente competencia internacional en los procesos de adjudicación de grandes programas 
por ciertas potencias emergentes, y la existencia de un interés declarado y actual, por parte 
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de las mismas, en que sea el Gobierno español su único interlocutor en procesos de 
adquisición de material de defensa que, teniendo en cuenta su envergadura, no admiten 
demora.

Estas medidas permitirán dotar al Gobierno español de instrumentos eficaces, 
duraderos, flexibles y adaptables a las necesidades de la demanda internacional.

Las disposiciones contenidas en esta Ley adaptan al ordenamiento jurídico español 
instituciones tradicionales en el derecho comparado relativas a la gestión de programas de 
material de defensa con destino a la exportación, dotando al Ministerio de Defensa de 
instrumentos eficaces, flexibles y adaptables a las necesidades de la demanda internacional 
para cada caso y evitando la responsabilidad patrimonial de la Hacienda Pública española 
por razón de obligaciones que por su naturaleza únicamente deben corresponder o bien a 
los contratistas o bien a los Gobiernos adquirentes.

La puesta en marcha de este mecanismo oscila sobre dos relaciones jurídicas; una 
horizontal, de Gobierno a Gobierno, entre el Gobierno solicitante y el Gobierno español, y 
una vertical, entre el Gobierno español (por medio del Ministerio de Defensa) y una o más 
empresas suministradoras.

La relación horizontal se asienta sobre la celebración de un contrato entre el Gobierno de 
España y otro Gobierno extranjero, tal y como se prevé en el artículo 7.1.g) de la Ley 
24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector público en los ámbitos de la defensa y de la 
seguridad. En virtud de dicho contrato, el Gobierno extranjero solicita al Gobierno de España 
que realice todas las actividades de gestión precisas para que un determinado material o 
tecnología de defensa le sean transmitidos por un contratista español. El negocio jurídico del 
mandato inherente a dicho contrato tiene las ventajas de que el bien suministrado no se 
integra en el patrimonio de las administraciones públicas, de que no se modifica la normativa 
vigente en materia de control del comercio exterior de material de defensa y que permite 
transmitir de manera directa entre los contratistas y el Gobierno extranjero las 
responsabilidades y riesgos derivados de los contratos.

Por su parte, la relación vertical se desarrolla mediante las actividades que, en virtud del 
encargo anterior, realizará el Ministerio de Defensa en el tráfico jurídico interno aplicando los 
mecanismos vigentes de contratación administrativa del sector público, así como el régimen 
de control de la gestión económico-financiera y el régimen sancionador previstos en la 
normativa presupuestaria.

Atendiendo a que la contratación no se realiza con cargo a fondos públicos, se prevé la 
apertura de cuentas de situación de fondos del Gobierno extranjero de las que únicamente el 
Gobierno español está habilitado para extraer los mismos. Simultáneamente, se articulan 
disposiciones especiales para regular todas aquellas ocasiones en las que la normativa 
general de contratación del sector público contempla un flujo de fondos entre una 
administración pública y un contratista, de modo que los flujos de fondos que operan en esta 
relación no se vinculen con la Hacienda Pública, sino con la cuenta de situación de fondos 
en la que se depositan las cantidades adelantadas por el Gobierno extranjero para costear 
los programas.

Como elemento de cierre, siguiendo el ejemplo del derecho comparado, se ha 
considerado pertinente prever el rembolso de los costes en los que incurra el Ministerio de 
Defensa con cargo a la cuenta de situación de fondos del programa que se gestione con 
destino a la exportación, de tal modo que el apoyo prestado se realice sin coste ni beneficio 
para el Ministerio de Defensa.

III
Este contenido además se completa con tres disposiciones adicionales. En la primera, se 

dispone, de una parte, la elaboración de modelos de comunicación previa y declaración 
responsable tipo con objeto de que faciliten la cooperación administrativa y, de otra, el 
desarrollo de una ordenanza tipo en materia de licencias municipales. En la segunda de las 
disposiciones adicionales se otorga habilitación a las entidades de colaboración privadas 
para la comprobación de los requisitos de los declarantes. En la Tercera se dispone la 
aplicación de la presente Ley a las instalaciones de redes públicas de comunicaciones 
electrónicas. Se introduce también una disposición transitoria, en la que se fija el régimen 
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aplicable a los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley, y una 
disposición derogatoria.

Además, se recogen catorce disposiciones finales que tienen por objeto modificar la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales para que la reforma que se emprende en materia de 
licencias no perjudique el régimen fiscal de las primeras; modificar la Disposición transitoria 
segunda de la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, por la que se modifica el Texto Articulado 
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, en materia sancionadora, de manera que, 
ante la imposibilidad de cumplir con el plazo originalmente establecido que expira el 25 de 
mayo de 2012, se amplíe hasta el 25 de mayo de 2014 el plazo máximo del que puedan 
disponer las administraciones locales para efectuar las notificaciones en la Dirección 
Electrónica Vial o, en su caso, en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico, asegurando así, 
durante ese tiempo, la validez de las notificaciones que sigan practicando hasta que 
dispongan de los medios técnicos y presupuestarios necesarios para su adhesión al nuevo 
sistema; también se modifica el Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad 
y seguridad de sus prestaciones, al haberse detectado un error material en la redacción 
dada por su artículo 5 al artículo 2 del Real Decreto 823/2008, de 16 de mayo, por el que se 
establecen los márgenes, deducciones y descuentos correspondientes a la distribución y 
dispensación de medicamentos de uso humano, que resulta necesario corregir de inmediato, 
dado que el contenido de la escala incorporada en el mismo hace inviable la aplicación 
efectiva del régimen de bonificaciones previsto para las oficinas de farmacia; por otra parte, 
se modifica la Disposición adicional primera del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, 
por el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas dirigidas a la 
reducción del déficit público, reguladora de la declaración tributaria especial, con objeto de 
determinar el valor a efectos fiscales de los bienes o derechos que hayan sido objeto de 
declaración, al tiempo que se introducen ciertas cautelas con la finalidad de evitar 
situaciones de desimposición. Se modifican además la Disposición final segunda de la Ley 
26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, a efectos de la elaboración de un texto 
refundido, la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo y la Ley 
34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. También se permite que el Gobierno 
pueda ampliar el catálogo de las actividades comerciales y servicios, a los efectos de la 
inexigibilidad de las licencias, así como el umbral de superficie previsto en el Título I de esta 
Ley; se salvaguarda, asimismo, la competencia de las Comunidades Autónomas para 
ampliar dicho catálogo y umbral; se dispone que el Gobierno deberá, en todo caso, revisar 
los mismos en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley; se habilita al Gobierno 
para que dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación del Título II de 
esta Ley; se identifica los Títulos competenciales que atribuyen al Estado la competencia 
para dictar el mismo; y se determina que su entrada en vigor se producirá el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». Por último, se introduce un anexo en el 
que se identifican las agrupaciones y grupos de actividades afectados del Real Decreto 
1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del 
Impuesto sobre Actividades Económicas.

TÍTULO I
De medidas urgentes de impulso del comercio

Artículo 1.  Objeto.
El Título I de esta Ley tiene por objeto el impulso y dinamización de la actividad 

comercial minorista y de determinados servicios mediante la eliminación de cargas y 
restricciones administrativas existentes que afectan al inicio y ejercicio de la actividad 
comercial, en particular, mediante la supresión de las licencias de ámbito municipal 
vinculadas con los establecimientos comerciales, sus instalaciones y determinadas obras 
previas.
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Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones contenidas en el Título I de esta Ley se aplicarán a las actividades 

comerciales minoristas y a la prestación de determinados servicios previstos en el anexo de 
esta Ley, realizados a través de establecimientos permanentes, situados en cualquier parte 
del territorio nacional, y cuya superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a 
750 metros cuadrados.

2. Quedan al margen de la regulación contenida en el Título I de esta Ley las actividades 
desarrolladas en los mencionados establecimientos que tengan impacto en el patrimonio 
histórico-artístico o en el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público.

Artículo 3.  Inexigibilidad de licencia.
1. Para el inicio y desarrollo de las actividades comerciales y servicios definidos en el 

artículo anterior, no podrá exigirse por parte de las administraciones o entidades del sector 
público la obtención de licencia previa de instalaciones, de funcionamiento o de actividad, ni 
otras de clase similar o análogas que sujeten a previa autorización el ejercicio de la actividad 
comercial a desarrollar o la posibilidad misma de la apertura del establecimiento 
correspondiente.

2. Tampoco están sujetos a licencia los cambios de titularidad de las actividades 
comerciales y de servicios. En estos casos será exigible comunicación previa a la 
administración competente a los solos efectos informativos.

3. No será exigible licencia o autorización previa para la realización de las obras ligadas 
al acondicionamiento de los locales para desempeñar la actividad comercial cuando no 
requieran de la redacción de un proyecto de obra de conformidad con el artículo 2.2 de la 
Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

4. La inexigibilidad de licencia que por este artículo se determina no regirá respecto de 
las obras de edificación que fuesen precisas conforme al ordenamiento vigente, las cuales 
se seguirán regulando, en cuanto a la exigencia de licencia previa, requisitos generales y 
competencia para su otorgamiento, por su normativa correspondiente.

Artículo 4.  Declaración responsable o comunicación previa.
1. Las licencias previas que, de acuerdo con los artículos anteriores, no puedan ser 

exigidas, serán sustituidas por declaraciones responsables, o bien por comunicaciones 
previas, de conformidad con lo establecido en el artículo 71.bis de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, relativas al cumplimiento de las previsiones legales establecidas en la 
normativa vigente. En todo caso, el declarante deberá estar en posesión del justificante de 
pago del tributo correspondiente cuando sea preceptivo.

2. La declaración responsable, o la comunicación previa, deberán contener una 
manifestación explícita del cumplimiento de aquellos requisitos que resulten exigibles de 
acuerdo con la normativa vigente incluido, en su caso, estar en posesión de la 
documentación que así lo acredite y del proyecto cuando corresponda.

3. Los proyectos a los que se refiere el apartado anterior deberán estar firmados por 
técnicos competentes de acuerdo con la normativa vigente.

4. Cuando deban realizarse diversas actuaciones relacionadas con la misma actividad o 
en el mismo local en que ésta se desarrolla, las declaraciones responsables, o las 
comunicaciones previas, se tramitarán conjuntamente.

Artículo 5.  Sujeción al régimen general de control.
La presentación de la declaración responsable, o de la comunicación previa, con el 

consiguiente efecto de habilitación a partir de ese momento para el ejercicio material de la 
actividad comercial, no prejuzgará en modo alguno la situación y efectivo acomodo de las 
condiciones del establecimiento a la normativa aplicable, ni limitará el ejercicio de las 
potestades administrativas, de comprobación, inspección, sanción, y en general de control 
que a la administración en cualquier orden, estatal, autonómico o local, le estén atribuidas 
por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso.
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En el marco de sus competencias, se habilita a las entidades locales a regular el 
procedimiento de comprobación posterior de los elementos y circunstancias puestas de 
manifiesto por el interesado a través de la declaración responsable o de la comunicación 
previa, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71.bis de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre.

TÍTULO II
Del apoyo a la exportación de material de defensa por el Ministerio de Defensa

Artículo 6.  Contratos relativos al suministro de material de defensa.
El Ministerio de Defensa, en cumplimiento de los términos establecidos en un contrato 

celebrado entre el Gobierno de España y otro Gobierno extranjero, podrá llevar a cabo las 
actuaciones de contratación en nombre y representación de dicho Gobierno extranjero, 
supervisión, apoyo logístico y transferencia de tecnología necesarias para la entrega al 
mismo de un determinado material de defensa, en los términos que se contienen en el 
artículo 8 de esta Ley.

Artículo 7.  Garantías del Gobierno extranjero.
Las responsabilidades asumidas por el Ministerio de Defensa en virtud del contrato 

celebrado entre el Gobierno de España y un Gobierno extranjero deberán estar 
suficientemente garantizadas por este último.

Artículo 8.  Actuaciones a cargo del Ministerio de Defensa.
1. En cumplimiento de los términos establecidos en un contrato celebrado entre el 

Gobierno de España y un Gobierno extranjero, el Ministerio de Defensa podrá llevar a cabo 
las siguientes actuaciones:

a) Contratar, de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.1 de esta Ley, en nombre y 
representación de un Gobierno extranjero el suministro del material de defensa que se 
solicite por el Gobierno extranjero, así como supervisar la ejecución y el cumplimiento del 
contrato y recibir el objeto de suministro.

b) Supervisar el cumplimiento en tiempo y forma de otros contratos de suministro de 
material de defensa celebrados entre Gobiernos extranjeros y una empresa con domicilio en 
territorio español.

c) Planear y administrar programas de obtención de material de defensa en favor de 
Gobiernos extranjeros.

d) Transmitir el conocimiento operativo y tecnológico sobre material de defensa a 
Gobiernos extranjeros, así como contratar su transmisión.

e) Prestar servicios de adiestramiento técnico y operativo u otros servicios necesarios 
para la ejecución de un programa de material de defensa y contratar su prestación.

f) Llevar a cabo actividades de aseguramiento de la calidad.
g) Cualesquiera otras actividades complementarias a las anteriores o necesarias para el 

buen fin de las mismas.
2. La realización de las actividades contempladas en el apartado 1 que impliquen actos 

de contratación por el Ministerio de Defensa por cuenta de un Gobierno extranjero, en 
ningún caso supondrá coste o beneficio económico para el Ministerio de Defensa.

3. La realización de las actividades a que se refiere el apartado 1 cuando se deriven de 
contratos celebrados entre el Gobierno de España y otros Gobiernos de Estados miembros 
de la Unión Europea, se ajustarán a lo previsto en la normativa comunitaria.
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Artículo 9.  No integración de los bienes objeto de suministro en el patrimonio de las 
administraciones públicas.

En ningún caso el material de defensa, cuyo suministro fuere contratado por el Ministerio 
de Defensa, al que hace referencia el artículo 8.1 pasará a formar parte del patrimonio de las 
administraciones públicas.

Artículo 10.  Condición de exportador.
A los efectos de la Ley 53/2007, de 28 de diciembre, sobre el control del comercio 

exterior de material de defensa y de doble uso, la realización por el Ministerio de Defensa de 
las actividades descritas en el artículo 8.1, no alterará la condición de exportador del 
contratista.

Artículo 11.  Contratos en nombre y representación de un Gobierno extranjero.
1. Sin perjuicio de lo que se establezca en el contrato suscrito entre el Gobierno de 

España y otro Gobierno extranjero, y en todo lo no previsto en este Título, la celebración de 
contratos para la ejecución de las actuaciones previstas en el artículo 8.1 se regirá por la 
normativa vigente en materia de contratos del sector público.

2. Se incorporará al expediente de contratación el documento que acredite la 
disponibilidad de los fondos necesarios para la adquisición de un compromiso de gasto, 
emitido por la entidad de crédito en que esté situada la cuenta de situación de fondos 
referida en el artículo 12 de esta Ley.

3. Las garantías financieras a prestar en los contratos celebrados con el Ministerio de 
Defensa, serán depositadas en la misma entidad de crédito en la que se hubiere abierto una 
cuenta de situación de fondos. La responsabilidad en la gestión de dichas garantías 
corresponderá, en todo caso y con carácter exclusivo, al Ministerio de Defensa.

En caso de que la garantía se preste mediante aval, el mismo deberá constituirse con 
carácter solidario y con renuncia al beneficio de excusión.

En caso de que la garantía se constituya mediante contrato de seguro de caución, serán 
de aplicación las siguientes normas:

a) El Gobierno extranjero deberá tener la condición de asegurado.
b) En caso de incumplimiento del tomador del seguro, la indemnización que se derive del 

contrato de seguro de caución deberá ser ingresada en la cuenta a la que hace referencia el 
artículo 12 de esta Ley.

c) El contrato deberá celebrarse con entidades aseguradoras habilitadas para operar en 
España en el ramo de seguro de caución.

4. La imposición de penalidades al contratista en caso de demora, se hará efectiva 
mediante la deducción de las cantidades que, en concepto de pago total o parcial, deban 
abonarse al contratista o sobre la garantía que, en su caso, se hubiere constituido, cuando 
no puedan deducirse de las retenciones practicadas sobre la cuenta de situación de fondos 
del Gobierno extranjero.

5. En los casos en los que, conforme al ordenamiento jurídico español, en el ejercicio de 
las actuaciones señaladas en el artículo 8.1, el Ministerio de Defensa sea responsable de 
daños y perjuicios ocasionados por el contratista a terceros como consecuencia inmediata y 
directa de una orden dada o como consecuencia de los vicios del proyecto elaborado por 
aquél mismo para el suministro de fabricación, las indemnizaciones por daños y perjuicios se 
ejecutarán contra la cuenta de situación de fondos del Gobierno extranjero.

6. En caso de que el Ministerio de Defensa, actuando en virtud de la representación 
asumida, demorase el abono del precio por realización total o parcial de un contrato, los 
intereses por tal demora y la indemnización por costes de cobro se ejecutarán contra la 
cuenta de situación de fondos del Gobierno extranjero.

7. En caso de suspensión del contrato a instancia del Gobierno extranjero, se abonarán 
al contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos con cargo a la cuenta de situación 
de fondos del Gobierno extranjero.

8. En caso de extinción del contrato por cumplimiento, si se produjera demora en el pago 
del saldo de liquidación, el contratista tendrá derecho a percibir los intereses de demora y la 
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indemnización por los costes de cobro con cargo a la cuenta de situación de fondos del 
Gobierno extranjero.

9. En caso de resolución del contrato por la causa prevista en el artículo 223.g) del Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, los intereses de demora e 
indemnizaciones que correspondan se ejecutarán contra la cuenta de situación de fondos del 
Gobierno extranjero.

Artículo 12.  Cuentas de situación de fondos destinadas a financiar la adquisición de 
material de defensa por un Gobierno extranjero.

1. Para la realización de las actividades previstas en el artículo 8.1 el Ministerio de 
Defensa podrá, actuando por cuenta de un Gobierno extranjero, en virtud de un contrato 
celebrado entre el Gobierno de España y otro Gobierno extranjero, administrar cuentas de 
situación de fondos abiertas por aquél en entidades de crédito con domicilio en territorio 
español, así como contratar su apertura.

2. La apertura de la cuenta de situación de fondos deberá contratarse de modo que 
únicamente el Ministerio de Defensa esté habilitado para extraer y retener fondos de la 
misma.

3. Para la apertura de la citada cuenta de situación de fondos por el Ministerio de 
Defensa, el expediente de contratación deberá ajustarse a lo dispuesto en la normativa 
sobre contratos del sector público, mediante procedimiento negociado con un mínimo de tres 
ofertas y sin necesidad de exigir prestación de garantía definitiva. Los contratos contendrán 
necesariamente una cláusula de exclusión de la facultad de compensación con otros fondos 
depositados por el Gobierno extranjero en la misma entidad de crédito.

Realizada la adjudicación y formalizado el contrato, se comunicarán tales extremos al 
Gobierno extranjero con expresión de la fecha a partir de la cual comience la ejecución del 
mismo.

4. El Ministerio de Defensa podrá suscribir convenios con las entidades de crédito, 
tendentes a determinar el régimen de funcionamiento de las cuentas abiertas para los fines 
expresados en este Título en que se encuentren situados los fondos de Gobiernos 
extranjeros y, en especial, el tipo de interés al que serán retribuidas, las comisiones a pagar, 
en su caso, los medios de pago asociados a las mismas y las obligaciones de información 
asumidas por las entidades de crédito.

5. El Ministerio de Defensa, en relación con las referidas cuentas, podrá recabar, del 
órgano administrativo gestor o de la correspondiente entidad de crédito, cualesquiera datos 
tendentes a comprobar el cumplimiento de las condiciones en que se autorizó la apertura de 
la cuenta.

6. Semestralmente se remitirá a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, información sobre la evolución y situación de las cuentas de situación de 
fondos.

Artículo 13.  Costes.
1. Los costes derivados de las actividades previstas en el artículo 8 serán cargados 

directamente a la cuenta de situación de fondos del Gobierno extranjero.
2. Los gastos ocasionados al Ministerio de Defensa por la prestación de servicios que se 

deriven de la realización de las actividades descritas en el artículo 8 serán reembolsados, 
con cargo a la citada cuenta, mediante ingreso a favor del Tesoro Público.

Artículo 14.  Control de la gestión económico-financiera.
Las funciones de control de la gestión económico-financiera previstas en el Título VI de 

la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, se ejercerán por analogía 
sobre las actuaciones previstas en este Título y las cuentas de situación de fondos.

Artículo 15.  Régimen de responsabilidades.
El régimen de responsabilidades previsto en el Título VII de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, será de aplicación a las actuaciones señaladas en el artículo 8, en los términos 
establecidos por dicha Ley.
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TÍTULO III
Régimen sancionador por incumplimiento de las medidas para el inicio y 

ejercicio de la actividad comercial y de determinados servicios

Artículo 16.  Ámbito de aplicación.
1. Este título tiene por objeto tipificar las infracciones y sanciones derivadas del 

incumplimiento de las obligaciones contenidas en el título I de esta Ley.
2. No se impondrá sanción alguna por infracciones de los preceptos de esta Ley sino en 

virtud de procedimiento instruido con arreglo a las normas previstas en el presente título. En 
todo aquello que no esté previsto en esta Ley, serán de aplicación las previsiones de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y el Reglamento del Procedimiento para el 
Ejercicio de la Potestad Sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de 
agosto.

Artículo 17.  Disposiciones generales.
1. En los términos del artículo 5 de esta Ley, las entidades locales competentes 

comprobarán el cumplimiento de lo previsto en el título I, a cuyo fin podrán desarrollar las 
actuaciones inspectoras precisas en los correspondientes establecimientos comerciales y de 
prestación de determinados servicios y actividades.

2. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan 
concurrir, las Administraciones Públicas sancionarán, mediante resolución motivada, las 
infracciones cometidas previa instrucción del oportuno expediente y de acuerdo con lo 
previsto en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y sus normas de 
desarrollo.

3. Quienes, en el marco de una actuación inspectora, conozcan de la posible comisión 
de hechos constitutivos de delito o falta deberán ponerlo en conocimiento de la autoridad 
competente. Asimismo, las personas y las entidades de cualquier naturaleza jurídica que 
dispongan o tengan el deber jurídico de disponer de información o documentación que 
pudiera contribuir al esclarecimiento de la comisión de infracciones o a la determinación del 
alcance y/o gravedad de las mismas, colaborarán con quienes realicen las actividades de 
comprobación de los requisitos de los declarantes.

4. La instrucción de causa penal ante los Tribunales de Justicia suspenderá la 
tramitación del expediente administrativo sancionador que hubiera sido incoado por los 
mismos hechos y, en su caso, la eficacia de las resoluciones sancionadoras.

5. La competencia sancionadora corresponderá a las entidades locales, en el ámbito de 
sus competencias, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas en su normativa 
específica establezcan otra cosa.

Artículo 18.  Responsables.
1. A los efectos de esta norma, se considerarán responsables de la infracción quienes 

tengan la obligación de presentar declaración responsable o comunicación previa y realicen 
por acción u omisión hechos constitutivos de las infracciones que se detallan en los 
siguientes artículos.

2. Ante una misma infracción y en el caso de existir una pluralidad de obligados a 
presentar la declaración responsable o comunicación previa, éstos responderán 
solidariamente.

Artículo 19.  Tipicidad.
1. Sólo constituyen infracciones administrativas, a los efectos de lo establecido en esta 

Ley, las acciones y omisiones tipificadas como infracciones leves, graves o muy graves en la 
presente norma.

2. Por la comisión de las infracciones administrativas señaladas anteriormente, deberán 
imponerse las sanciones reguladas en esta Ley.
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Artículo 20.  Infracciones leves.
Tendrán la consideración de infracciones leves:
a) La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter no esencial en cualquier dato, o 

manifestación contenido en la declaración responsable o comunicación previa a las que se 
refiere esta Ley.

b) La falta de comunicación previa por cambio de titularidad en las actividades 
comerciales y servicios a los que se refiere esta Ley.

Artículo 21.  Infracciones graves.
Tendrán la consideración de infracciones graves:
a) El inicio o desarrollo de las actividades comerciales y de prestación de servicios a los 

que se refiere esta Ley sin la presentación de la correspondiente declaración responsable o 
comunicación previa, salvo que la normativa correspondiente autorice expresamente a 
presentar la declaración responsable o la comunicación previa dentro de un plazo posterior 
al inicio o desarrollo de las actividades comerciales y de prestación de servicios.

b) La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, o 
manifestación contenida en la declaración responsable o comunicación previa a las que se 
refiere esta Ley. Se considerará esencial, en todo caso, la información relativa a la titularidad 
de la actividad, naturaleza de la misma, el cumplimiento de las obligaciones relativas a la 
adopción de las medidas de seguridad en el ejercicio de la actividad, incluidas las relativas a 
la protección del medio ambiente y aquellas obligaciones que afecten a la salud de los 
consumidores y usuarios.

c) No estar en posesión de la documentación o el proyecto a los que hace referencia la 
declaración responsable o la comunicación previa, o bien la falsedad, inexactitud u omisión 
en el contenido de los mismos.

d) La falta de firma por técnico competente de los proyectos a los que se refiere el 
artículo 4.3.

e) La obstaculización del ejercicio de las funciones inspectoras por parte de la autoridad 
competente.

Artículo 22.  Infracciones muy graves.
Tendrán la consideración de infracciones muy graves la reiteración o reincidencia de una 

infracción grave, en los términos definidos en el artículo 24.

Artículo 23.  Infracciones permanentes.
Para los supuestos previstos en las letras a), b) y c) del artículo 21 de esta Ley, tendrán 

la consideración de infracciones permanentes aquellas constituidas por un único ilícito que 
se mantiene en el tiempo y susceptible de interrupción por la sola voluntad del infractor.

Artículo 24.  Reiteración y reincidencia.
1. Se entenderá que existe reiteración cuando se cometa una nueva infracción de la 

misma índole, dentro del plazo de un año después de la anterior, sin que medie resolución 
firme en vía administrativa.

2. La reincidencia se producirá por comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza, ya sancionada con anterioridad, cuando así haya sido 
declarado por resolución firme en vía administrativa.

Artículo 25.  Medidas provisionales.
En los términos y con los efectos previstos en el artículo 72 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, la Administración competente podrá adoptar las medidas de carácter 
provisional que estime necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera 
recaer, las exigencias de los intereses generales, el buen fin del procedimiento o evitar el 
mantenimiento de los efectos de la infracción.
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Artículo 26.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 

las leves al año.
2. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en los artículos anteriores 

comenzará a contar a partir de la fecha en que la infracción se haya cometido.
3. Cuando se trate de infracciones permanentes, el plazo de prescripción se computará a 

partir de la fecha de finalización de la actividad infractora.
4. La iniciación del procedimiento sancionador con conocimiento del interesado, 

interrumpirá la prescripción, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable o infractor.

Artículo 27.  Clases de sanciones.
1. Las infracciones en esta materia se sancionarán mediante la imposición de sanciones 

pecuniarias, y cuando proceda, de sanciones no pecuniarias. Estos dos tipos de sanciones 
serán compatibles entre sí y se podrán imponer de manera simultánea en el caso de las 
infracciones graves y muy graves, en atención a la naturaleza de la infracción.

2. Las sanciones pecuniarias consistirán en una multa, fijada de conformidad con lo 
establecido en el artículo 29.

3. Las sanciones no pecuniarias, que se podrán imponer en caso de infracciones graves 
o muy graves, podrán consistir en:

a) Suspensión con carácter definitivo o temporal de la actividad comercial y acuerdo de 
la correspondiente clausura del establecimiento. El acuerdo de cierre deberá determinar las 
medidas complementarias para su plena eficacia.

b) Inhabilitación por un período máximo de tres años para abrir un comercio, desarrollar 
una actividad comercial, recibir subvenciones o beneficiarse de incentivos fiscales.

c) Resarcimiento de todos los gastos que haya generado la intervención a cuenta del 
infractor.

d) Decomiso de las mercancías y/o precintado de las instalaciones que no cuenten con 
la declaración responsable o comunicación previa.

e) Obligación de restitución del estado de las cosas a la situación previa a la comisión de 
la infracción.

Artículo 28.  Graduación de las sanciones.
En la imposición de sanciones se deberá guardar la debida adecuación entre la 

gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, para lo que se 
atenderá a los siguientes criterios para la graduación de la sanción:

a) Gravedad del perjuicio ocasionado e imposibilidad de reparación del mismo.
b) Cuantía del beneficio obtenido.
c) Plazo de tiempo durante el que se haya cometido la infracción.
d) Existencia y/o grado de intencionalidad.
e) Existencia de reiteración o reincidencia en un plazo superior al año.
En cualquier caso, el montante de la sanción pecuniaria impuesta deberá ser, como 

mínimo, el equivalente a la estimación del beneficio económico obtenido con la infracción 
más los daños y perjuicios ocasionados, sin perjuicio de la imposición de las sanciones no 
pecuniarias procedentes.

Artículo 29.  Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 60.001 euros a 1.000.000 

de euros.
2. Las infracciones graves se sancionarán con multas de 3.001 euros a 60.000 euros.
3. Las infracciones leves se sancionarán con multas de hasta 3.000 euros.
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Artículo 30.  Caducidad del procedimiento.
El plazo máximo para resolver será de 6 meses desde el inicio del procedimiento 

sancionador. Transcurrido este plazo y siempre que no concurran las causas de suspensión 
previstas en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se producirá la 
caducidad del procedimiento.

Artículo 31.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses.
2. El plazo de prescripción de las sanciones previstas en los artículos anteriores 

comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución 
por la que se impone la sanción.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, reanudándose el plazo de prescripción si el procedimiento de 
ejecución estuviera paralizado más de un mes por causa no imputable al infractor.

Disposición adicional primera.  Acciones de colaboración con las administraciones 
públicas.

1. El Estado promoverá con la asociación de entidades locales de ámbito estatal con 
mayor implantación la elaboración de un modelo tipo de declaración responsable y de 
comunicación previa, a los efectos previstos en el Título I de esta Ley, pudiendo convenir las 
acciones de colaboración que se estimen oportunas.

2. Asimismo, en el marco del Comité para la Mejora de la Regulación de las actividades 
de servicios, las administraciones públicas cooperarán para promover la elaboración de una 
ordenanza tipo en materia de actos de control e intervención municipal que tendrá en cuenta 
el contenido del Título I de esta Ley en relación con la actividad de comercio minorista.

3. El Estado promoverá la puesta en marcha e implantación de mecanismos de 
tramitación electrónica y ventanilla única que ayuden a potenciar los positivos efectos de la 
simplificación normativa derivados de las medidas previstas en el Título I de esta Ley y en 
los anteriores apartados de esta Disposición adicional. Con esta actuación el Gobierno 
contribuirá de manera eficaz al cumplimiento de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso 
Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos, que prevé la implantación de 
mecanismos de tramitación electrónica en las Administraciones Públicas para la reducción 
de cargas administrativas y eliminación de ineficiencias, tanto para las Administraciones 
Públicas como para los administrados.

Disposición adicional segunda.  Habilitación a las entidades colaboradoras.
Para el desempeño de la actividad de comprobación de los requisitos y circunstancias 

referidos en la declaración responsable o comunicación previa reguladas en el artículo 4 de 
esta Ley, las corporaciones locales competentes podrán recurrir a la colaboración privada de 
entidades de valoración, comprobación y control, legalmente acreditadas, a través de las 
cuales podrá gestionarse la totalidad o una parte de la actividad de comprobación. Dichas 
entidades actuarán en régimen de concurrencia. En cualquier caso, los interesados, a 
efectos de la valoración de los requisitos manifestados en sus declaraciones responsables, o 
en sus comunicaciones previas, podrán libremente hacer uso o no de los servicios de dichas 
entidades, sin que de ello pueda derivarse tratamiento diferenciado alguno por parte de la 
administración competente, destinataria de la comunicación.

Disposición adicional tercera.  Instalaciones de redes públicas de comunicaciones 
electrónicas.

(Derogada)
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Disposición transitoria.  Solicitudes de licencias efectuadas con anterioridad.
1. Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del Título I de esta 

Ley, y que tengan por finalidad la obtención de las licencias o autorizaciones que fuesen 
precisas con arreglo a la normativa anterior, se tramitarán y resolverán por la normativa 
vigente en el momento de la presentación de la solicitud.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el interesado podrá, con anterioridad 
a la resolución, desistir de su solicitud y, de este modo, optar por la aplicación de la nueva 
normativa en lo que ésta a su vez resultare de aplicación.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se opongan a 

lo previsto en la presente Ley y en concreto el Real Decreto-ley 19/2012, de 25 de mayo, de 
medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios.

Disposición final primera.  Modificación del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

El Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el contenido de las letras h) e i) del apartado 4 del artículo 20, que 
queda redactado de la siguiente manera:

«h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del 
suelo y ordenación urbana o realización de las actividades administrativas de control 
en los supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la 
presentación de declaración responsable o comunicación previa.

i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos o realización de 
las actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de 
licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o 
comunicación previa.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 100, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras es un tributo 
indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, dentro del término 
municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija 
obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, se haya obtenido o 
no dicha licencia, o para la que se exija presentación de declaración responsable o 
comunicación previa, siempre que la expedición de la licencia o la actividad de 
control corresponda al ayuntamiento de la imposición.»

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 101, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«2. En el supuesto de que la construcción, instalación u obra no sea realizada 
por el sujeto pasivo contribuyente tendrán la condición de sujetos pasivos sustitutos 
del contribuyente quienes soliciten las correspondientes licencias o presenten las 
correspondientes declaraciones responsables o comunicaciones previas o quienes 
realicen las construcciones, instalaciones u obras.

El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de la cuota tributaria 
satisfecha.»

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 103, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. Cuando se conceda la licencia preceptiva o se presente la declaración 
responsable o la comunicación previa o cuando, no habiéndose solicitado, concedido 
o denegado aún aquella o presentado éstas, se inicie la construcción, instalación u 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 3  Ley de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios

– 58 –



obra, se practicará una liquidación provisional a cuenta, determinándose la base 
imponible:

a) En función del presupuesto presentado por los interesados, siempre que 
hubiera sido visado por el colegio oficial correspondiente cuando ello constituya un 
requisito preceptivo.

b) Cuando la ordenanza fiscal así lo prevea, en función de los índices o módulos 
que ésta establezca al efecto.

Una vez finalizada la construcción, instalación u obra, y teniendo en cuenta su 
coste real y efectivo, el ayuntamiento, mediante la oportuna comprobación 
administrativa, modificará, en su caso, la base imponible a que se refiere el apartado 
anterior practicando la correspondiente liquidación definitiva, y exigiendo del sujeto 
pasivo o reintegrándole, en su caso, la cantidad que corresponda.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 18/2009, de 23 de noviembre, por la 
que se modifica el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 
y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, en 
materia sancionadora.

La Ley 18/2009, de 23 de noviembre, por la que se modifica el Texto Articulado de la Ley 
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, en materia sancionadora, queda modificada 
como sigue:

Uno. La Disposición transitoria segunda queda redactada en los siguientes términos:

«Disposición transitoria segunda.  Práctica de las notificaciones en la Dirección 
Electrónica Vial y en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico.

Las administraciones locales practicarán las notificaciones en la Dirección 
Electrónica Vial o, en su caso, en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico antes del 
25 de mayo de 2014, siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias y 
sus medios técnicos.»

Dos. Se modifica el apartado 3 de la Disposición final sexta con la siguiente redacción:
«3. Se autoriza al Gobierno a modificar, mediante real decreto, la previsión 

temporal sobre la práctica de las notificaciones en la Dirección Electrónica Vial y en 
el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico contenida en la Disposición transitoria 
segunda, atendiendo a la situación financiera y a las posibilidades reales de 
implementación por las administraciones locales de las medidas necesarias para la 
plena efectividad de este sistema de notificaciones.»

Disposición final tercera.  Modificación del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, por 
el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas dirigidas a la reducción 
del déficit público.

Con efectos desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, por 
el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas dirigidas a la reducción 
del déficit público, se añaden dos nuevos apartados 6 y 7 en la Disposición adicional primera 
del citado Real Decreto-ley, que quedan redactados de la siguiente forma:

«6. Cuando el titular jurídico del bien o derecho objeto de la declaración tributaria 
especial no resida en territorio español y no coincida con el titular real, se podrá 
considerar titular a este último siempre que llegue a ostentar la titularidad jurídica de 
los bienes o derechos con anterioridad a 31 de diciembre de 2013.

La posterior adquisición de la titularidad jurídica de los citados bienes o derechos 
por el titular real determinará que este se subrogue en la posición de aquel respecto 
de los valores y fechas de adquisición de los bienes o derechos y que no se integren 
en la base imponible de los impuestos a los que se refiere esta Disposición adicional 
las rentas que se pongan de manifiesto con ocasión de dicha adquisición.
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7. El valor de adquisición de los bienes y derechos objeto de la declaración 
especial será válido a efectos fiscales en relación con los impuestos a que se refiere 
el apartado 1 anterior, a partir de la fecha de presentación de la declaración y 
realización del ingreso correspondiente. No obstante, cuando el valor de adquisición 
sea superior al valor normal de mercado de los bienes o derechos en esa fecha, a 
efectos de futuras transmisiones únicamente serán computables las pérdidas o en su 
caso, los rendimientos negativos, en la medida que excedan de la diferencia entre 
ambos valores.

En ningún caso serán fiscalmente deducibles las pérdidas por deterioro o 
correcciones de valor correspondientes a los bienes y derechos objeto de la 
declaración especial, ni las pérdidas derivadas de la transmisión de tales bienes y 
derechos cuando el adquirente sea una persona o entidad vinculada en los términos 
establecidos en el artículo 16 del Texto Refundido de la ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

Cuando sean objeto de declaración bienes o derechos cuya titularidad se 
corresponda parcialmente con rentas declaradas, los citados bienes o derechos 
mantendrán a efectos fiscales el valor que tuvieran con anterioridad a la presentación 
de la declaración especial.»

Disposición final cuarta.  Modificación del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de 
medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar 
la calidad y seguridad de sus prestaciones.

El artículo 5 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para 
garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad 
de sus prestaciones, queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 5.  Modificación del Real Decreto 823/2008, de 16 de mayo, por el que se 
establecen los márgenes, deducciones y descuentos correspondientes a la 
distribución y dispensación de medicamentos de uso humano.

Se modifica el apartado 8 del artículo 2 del Real Decreto 823/2008, de 16 de 
mayo, por el que se establecen los márgenes, deducciones y descuentos 
correspondientes a la distribución y dispensación de medicamentos de uso humano, 
quedando redactado como sigue:

“8. Con el objeto de garantizar la accesibilidad y calidad en el servicio, así como 
la adecuada atención farmacéutica a los usuarios del Sistema Nacional de Salud, a 
las oficinas de farmacia que resulten exentas de la escala de deducciones regulada 
en el apartado 5 de este artículo les será de aplicación a su favor un índice corrector 
de los márgenes de las oficinas de farmacia correspondiente a las recetas u órdenes 
de dispensación de medicamentos de uso humano fabricados industrialmente 
dispensados con cargo a fondos públicos, conforme a la siguiente escala:

Diferencial Porcentaje FijoDe a
0,01 2.750,00 7,25  

2.750,01 5.500,00 7,75 199,38
5.500,01 8.250,00 8,25 412,50
8.250,01 10.466,66 8,75 639,37

10.466,67 12.500,00  833,33

Para la aplicación del tramo correspondiente de la mencionada escala se tendrá 
en cuenta la cuantía de la diferencia entre 12.500 euros y el importe de la facturación 
mensual correspondiente a las recetas u órdenes de dispensación de medicamentos 
de uso humano fabricados industrialmente dispensados con cargo a fondos públicos. 
Dicha facturación mensual se calculará en términos de precio de venta al público 
incrementado con el impuesto sobre el valor añadido. Por lo que se refiere a las 
presentaciones de medicamentos con precio industrial superior a 91,63 euros y a 
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efectos de dicha facturación mensual, se excluirá de dicho cómputo la cantidad que, 
calculada en términos de precio de venta al público, incluido el impuesto sobre el 
valor añadido, exceda del citado precio industrial.

A la diferencia entre dicha cuantía y el tramo inferior que corresponda de la 
mencionada escala se le aplicará el porcentaje señalado en la misma y a la cantidad 
resultante se le añadirá el importe fijo especificado en cada tramo de la escala. En 
ningún caso el importe derivado de la aplicación del índice corrector de los márgenes 
podrá superar, a favor de la farmacia, los 833,33 euros mensuales.

Tales oficinas de farmacia deberán cumplir, además, los siguientes requisitos:
a) Que no hayan sido objeto de sanción administrativa o inhabilitación profesional 

ni estén excluidas de su concertación.
b) Que participen en los programas de atención farmacéutica y en la realización 

del conjunto de actividades destinadas a la utilización racional de los medicamentos 
que establezca la administración sanitaria correspondiente.

c) Que sus ventas anuales totales, en términos de precio de venta al público 
incrementado con el impuesto sobre el valor añadido, no superen los 200.000 euros 
en el ejercicio económico correspondiente al año natural anterior.

La decisión sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos, así como la 
resolución de las incidencias que se produzcan al efecto, corresponderá a las 
distintas administraciones sanitarias competentes en materia de ordenación 
farmacéutica que establecerán el procedimiento para su aplicación. De todo ello se 
dará audiencia previa a la Mutualidad General de Funcionarios de la Administración 
Civil del Estado, a la Mutualidad General Judicial, al Instituto Social de las Fuerzas 
Armadas y, en su caso, al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.

La cuantía derivada de la aplicación del índice corrector de los márgenes 
correspondiente a las administraciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud, 
incluyendo la Mutualidad General de Funcionarios de la Administración Civil del 
Estado, la Mutualidad General Judicial y el Instituto Social de las Fuerzas Armadas, 
será la que resulte de aplicar el porcentaje que representa cada una de ellas en la 
facturación mensual de cada oficina de farmacia, consideradas conjuntamente. El 
procedimiento de gestión de dicha información se ajustará a las reglas establecidas 
respecto de los informes relativos a la aplicación de la escala conjunta de 
deducciones.”»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación 
normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.

La Disposición final segunda de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa 
a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad queda 
redactada en los siguientes términos:

«El Gobierno elaborará y aprobará antes del 31 de diciembre de 2013 y previa 
consulta al Consejo Nacional de la Discapacidad, un Texto Refundido en el que se 
regularicen, aclaren y armonicen la Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social 
de los minusválidos, la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de 
oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad y la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, de infracciones y sanciones en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de 
las personas con discapacidad.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 16/2011, 24 de junio, de contratos de 
crédito al consumo.

Se modifica el párrafo primero del apartado 1 del artículo 34, que queda redactado de la 
siguiente manera:

«1. El incumplimiento de las disposiciones de esta Ley por personas físicas y 
jurídicas distintas de las previstas en el apartado 2 será sancionado como infracción 
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en materia de consumo, aplicándosele lo dispuesto en el régimen sancionador 
general de protección de los consumidores y usuarios previsto en el Título IV del libro 
primero del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, y demás normas aplicables, así como en las normas 
establecidas en las leyes autonómicas correspondientes.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General 
de Publicidad.

El apartado 5 del artículo 5 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, queda redactado en los siguientes términos:

«5. Se prohíbe la publicidad de bebidas con graduación alcohólica superior a 20 
grados por medio de la televisión.

Queda prohibida la publicidad de bebidas alcohólicas con graduación alcohólica 
superior a 20 grados en aquellos lugares donde esté prohibida su venta o consumo.

La forma, contenido y condiciones de la publicidad de bebidas alcohólicas serán 
limitados reglamentariamente en orden a la protección de la salud y seguridad de las 
personas, teniendo en cuenta los sujetos destinatarios, la no inducción directa o 
indirecta a su consumo indiscriminado y en atención a los ámbitos educativos, 
sanitarios y deportivos.

Con los mismos fines que el párrafo anterior el Gobierno podrá, 
reglamentariamente, extender las prohibiciones previstas en este apartado para 
bebidas con más de 20 grados a bebidas con graduación alcohólica inferior a 20 
grados.»

Disposición final octava.  Habilitación al Gobierno para modificar el catálogo de actividades 
previsto en el anexo de esta Ley.

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá modificar el 
catálogo de las actividades comerciales y servicios previsto en el anexo de esta Ley. En todo 
caso, procederá a revisarlo en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la misma.

Disposición final novena.  Habilitación al Gobierno para modificar el umbral de superficie 
previsto en el Título I de esta Ley.

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá modificar el 
umbral de superficie aplicable, previsto en el Título I de esta Ley, con el objeto de poder 
extenderlo a otras superficies adaptándose a las circunstancias del mercado y de la 
coyuntura económica. En todo caso, procederá a revisarlo en el plazo de un año desde la 
entrada en vigor de la misma.

Disposición final décima.  Ampliación por las Comunidades Autónomas del umbral de 
superficie, del catálogo de actividades y otros supuestos de inexigibilidad de licencias.

Las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, podrán ampliar el 
umbral de superficie y el catálogo de actividades comerciales y servicios, previstos en el 
Título I y en el anexo de esta Ley, así como determinar cualesquiera otros supuestos de 
inexigibilidad de licencias. Asimismo, podrán establecer regulaciones sobre estas mismas 
actividades con menor intervención administrativa, incluyendo la declaración de inocuidad.

Disposición final decimoprimera.  Carácter básico y título competencial.
Los títulos I y III de la presente Ley tienen carácter básico, con excepción de lo dispuesto 

en el artículo 27 apartado 3, en lo relativo a las sanciones no pecuniarias, y en el artículo 29, 
las cuantías de las sanciones. Estos títulos se dictan al amparo de lo dispuesto en las 
reglas 1.ª, 13.ª, y 18.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado 
la competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los 
deberes constitucionales, el establecimiento de las bases y la coordinación de la actividad 
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económica, así como el establecimiento de las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas.

Sin perjuicio de lo anterior y respetando el carácter básico de aplicación general de los 
artículos 20, 21 y 22, las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus competencias 
propias, podrán ampliar el cuadro de infracciones y sanciones previstos en esta Ley, 
definiendo los correspondientes plazos de prescripción que les correspondan.

El título II se dicta al amparo de las reglas 4.ª y 10.ª del artículo 149.1 de la Constitución 
Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de defensa y 
comercio exterior, respectivamente.

Disposición final decimosegunda.  Desarrollo reglamentario del Título II.
El Gobierno podrá dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de 

lo establecido en el Título II de esta Ley.

Disposición final decimotercera.  Actualización del importe de las sanciones.
El Gobierno podrá, mediante real decreto, actualizar periódicamente el importe de las 

sanciones pecuniarias.

Disposición final decimocuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO
Actividades incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley

Las siguientes actividades se han identificado con las claves y en los términos 
establecidos por el Real Decreto 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban 
las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Agrupación 43. Industria textil.
Grupo 435. Fabricación de Géneros de punto.
Epígrafe 435.2. Fabricación de calcetería. [Este epígrafe comprende la fabricación de 

medias (excepto ortopédicas), calcetines y prendas similares de todas clases, para señora, 
caballero y niños].

Grupo 439. Otras industrias textiles.
Epígrafe 439.2.Fabricación de fieltros, tules, encajes, pasamanería, etc. (Este epígrafe 

comprende la fabricación de fieltro con ganchillo o a presión, tejidos afieltrados; tules, 
encajes, bordados mecánicos y artículos similares; fabricación de telas no tejidas; tubos, 
fieltros, cinturones y cinchas de materias textiles; cintas, lazos, trenzas y pasamanería, etc.).

Agrupación 44. Industria del cuero.
Grupo 442. Fabricación de artículos de cuero y similares.
Epígrafe 442.9.Fabricación de otros artículos de cuero n.c.o.p. [Este epígrafe comprende 

la fabricación de artículos de cuero no especificados en otros epígrafes, tales como artículos 
de cuero para usos industriales (correas, tacos, tiratacos, etc.); artículos de guarnicionería 
(correajes, albardones, sillas de montar, látigos y fustas, etc.); artículos de botería (botas y 
corambres), talabartería, equipo militar, artículos de deporte, etc.; así como la fabricación de 
artículos a base de sucedáneos de cuero y repujado].
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Agrupación 45. Industria del calzado y vestido y otras confecciones textiles.
Grupo 452. Fabricación de calzado de artesanía y a medida (incluido el calzado 

ortopédico).
Epígrafe 452.1. Calzado de artesanía y a medida.
Epígrafe 452.2. Calzado ortopédico con excepción del considerado producto sanitario.
Grupo 454. Confección a medida de prendas de vestir y sus complementos
Epígrafe 454.1. Prendas de vestir hechas a medida.
Epígrafe 454.2. Sombreros y accesorios para el vestido hechos a medida

Agrupación 47. Industria del papel y fabricación de artículos de papel; artes gráficas y 
edición.

Grupo 474. Artes gráficas (impresión gráfica).
Epígrafe 474.3. Reproducción de textos o imágenes por procedimientos tales como 

multicopistas, fotocopias por procedimientos fotográficos y electroestáticos, sistemas de 
reproducción de planos, etc.

Agrupación 49. Otras industrias manufactureras.
Grupo 491. Joyería y bisutería.
Epígrafe 491.1. Joyería. [Este epígrafe comprende el trabajo de piedras preciosas, 

semipreciosas y perlas (corte, tallado, pulido, etc.); acuñación de monedas; fabricación de 
joyas, orfebrería, cubertería, medallas y condecoraciones de metales preciosos, plata de Ley 
o metales comunes chapados, así como la fabricación de piezas y accesorios de joyería].

Epígrafe 491.2. Bisutería. [(Este epígrafe comprende la fabricación de artículos de 
bisutería, emblemas, distintivos, escarapelas y similares y pequeños objetos de decoración 
(flores y frutos artificiales, plumas y penachos, etc.)].

Grupo 495. Industrias manufactureras diversas.
Epígrafe 495.9. Fabricación de otros artículos n.c.o.p. (Este epígrafe comprende la 

fabricación de objetos, tales como artículos religiosos; artículos de marfil, ámbar, hueso, 
cuerno, nácar, coral, etc.; artículos en cera, parafina, pastas de modelar y similares; artículos 
para fumador; pantallas para lámparas; estatuas, figurines, maniquíes, etc.; artículos de lujo 
para adorno. De este epígrafe quedarán excluidos de la aplicación de lo dispuesto en esta 
Ley los talleres de taxidermia, naturalistas, de disecar, preparaciones anatómicas y otras 
industrias manufactureras diversas no especificadas anteriormente).

Agrupación 61. Comercio al por mayor.
Grupo 615. Comercio al por mayor de artículos de Consumo Duradero.
Epígrafe 615.6. Galerías de arte.

Agrupación 64. Comercio al por menor de productos alimenticios, bebidas y tabaco realizado 
en establecimientos permanentes.

Grupo 641. Comercio al por menor de frutas, verduras, hortalizas y tubérculos.
Grupo 642. Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados 

cárnicos elaborados; de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de 
los mismos.

Epígrafe 642.1. Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados 
cárnicos elaborados; de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de 
los mismos.

Epígrafe 642.2. Comercio al por menor, en dependencias de venta de carnicerías-
charcuterías, de carnes frescas y congeladas, despojos y toda clase de productos y 
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derivados cárnicos; de huevos, aves, conejos de granja, caza y de productos derivados de 
los mismos.

Epígrafe 642.3. Comercio al por menor, en dependencias de venta de carnicerías-
salchicherías, de carnes frescas y congeladas, despojos, productos procedentes de 
industrias cárnicas y productos cárnicos frescos, crudos, adobados, tocino salado, embutidos 
de sangre (morcillas) y aquellos otros tradicionales de estas características para los que 
estén autorizados; así como de huevos, aves, conejos de granja, caza y de productos 
derivados de los mismos.

Epígrafe 642.4. Comercio al por menor, en carnicerías, de carnes frescas y congeladas, 
despojos y productos y derivados cárnicos elaborados; así como de huevos, aves, conejos 
de granja, caza y de productos derivados de los mismos.

Epígrafe 642.5. Comercio al por menor de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de 
productos derivados de los mismos.

Epígrafe 642.6. Comercio al por menor, en casquerías, de vísceras y despojos 
procedentes de animales de abasto, frescos y congelados.

Grupo 643. Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la 
acuicultura y de caracoles.

Epígrafe 643.1. Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de 
la acuicultura y de caracoles.

Epígrafe 643.2. Comercio al por menor de bacalao y otros pescados en salazón.
Grupo 644. Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de leche y 

productos lácteos.
Epígrafe 644.1. Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de 

leche y productos lácteos.
Epígrafe 644.2. Despachos de pan, panes especiales y bollería.
Epígrafe 644.3. Comercio al por menor de productos de pastelería, bollería y confitería.
Epígrafe 644.4. Comercio al por menor de helados.
Epígrafe 644.5. Comercio al por menor de bombones y caramelos.
Epígrafe 644.6. Comercio al por menor de masas fritas, con o sin coberturas o rellenos, 

patatas fritas, productos de aperitivo, frutos secos, golosinas, preparados de chocolate y 
bebidas refrescantes.

Grupo 645. Comercio al por menor de vinos y bebidas de todas clases.
Grupo 646. Comercio al por menor de labores de tabaco y de artículos de fumador.
Epígrafe 646.8. Comercio al por menor de artículos para fumadores. [Este epígrafe 

autoriza para realizar el comercio al menudeo, en pequeñas proporciones, de material de 
escribir, como carpetas, sobres y pliegos sueltos, plumas, lapiceros, bolígrafos, gomas, 
lacres, frascos de tinta, libretas, blocs, naipes, estampas y postales, siempre que los 
artículos mencionados no contengan metales preciosos. (No incluye tabaco)].

Grupo 647. Comercio al por menor de productos alimenticios y bebidas en general.
Epígrafe 647.1. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de 

bebidas en establecimientos con vendedor.
Epígrafe 647.2. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de 

bebidas en régimen de autoservicio o mixto en establecimientos cuya sala de ventas tenga 
una superficie inferior a 120 metros cuadrados.

Epígrafe 647.3. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y 
bebidas en régimen de autoservicio o mixto en supermercados, denominados así cuando la 
superficie de su sala de ventas se halle comprendida entre 120 y 399 metros cuadrados.

Epígrafe 647.4. Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y 
bebidas en régimen de autoservicio o mixto en supermercados, denominados así cuando la 
superficie de su sala de ventas sea igual o superior a 400 metros cuadrados.
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Agrupación 65. Comercio al por menor de productos industriales no alimenticios realizado en 
establecimientos permanentes.

Grupo 651. Comercio al por menor de productos textiles, confección, calzado, pieles y 
artículos de cuero.

Epígrafe 651.1. Comercio al por menor de productos textiles, confecciones para el hogar, 
alfombras y similares y artículos de tapicería.

Epígrafe 651.2. Comercio al por menor de toda clase de prendas para el vestido y 
tocado.

Epígrafe 651.3. Comercio al por menor de lencería y corsetería.
Epígrafe 651.4. Comercio al por menor de artículos de mercería y paquetería.
Epígrafe 651.5. Comercio al por menor de prendas especiales.
Epígrafe 651.6. Comercio al por menor de calzado, artículos de piel e imitación o 

productos sustitutivos, cinturones, carteras, bolsos, maletas y artículos de viaje en general.
Epígrafe 651.7. Comercio al por menor de confecciones de peletería.
Grupo 652. Comercio al por menor de artículos de droguería y limpieza; perfumería y 

cosméticos de todas clases; y de productos químicos en general; comercio al por menor de 
hierbas y plantas en herbolarios.

Epígrafe 652.2. Comercio al por menor de productos de droguería, perfumería y 
cosmética, limpieza, pinturas, barnices, disolventes, papeles y otros productos para la 
decoración y de productos químicos.

Epígrafe 652.3. Comercio al por menor de productos de perfumería y cosmética, y de 
artículos para la higiene y el aseo personal.

Epígrafe 652.4. Comercio al por menor de plantas y hierbas en herbolarios.
Grupo 653. Comercio al por menor de artículos para el equipamiento del hogar y la 

construcción.
Epígrafe 653.1. Comercio al por menor de muebles (excepto los de oficina).
Epígrafe 653.2. Comercio al por menor de material y aparatos eléctricos, electrónicos 

electrodomésticos y otros aparatos de uso doméstico accionados por otro tipo de energía 
distinta de la eléctrica, así como de muebles de cocina.

Epígrafe 653.3. Comercio al por menor de artículos de menaje, ferretería, adorno, regalo 
o reclamo (incluyendo bisutería y pequeños electrodomésticos).

Epígrafe 653.4 Comercio al por menor de materiales de construcción y de artículos y 
mobiliario de saneamiento.

Epígrafe 653.5. Comercio al por menor de puertas, ventanas y persianas, molduras y 
marcos, tarimas y parquet mosaico, cestería y artículos de corcho.

Epígrafe 653.6. Comercio al por menor de artículos de bricolaje.
Epígrafe 653.9. Comercio al por menor de otros artículos para el equipamiento del hogar 

n.c.o.p.
Grupo 654. Comercio al por menor de vehículos terrestres, aeronaves y embarcaciones 

y de maquinaria. Accesorios y piezas de recambio.
Epígrafe 654.1. Comercio al por menor de vehículos terrestres.
Epígrafe 654.2. Comercio al por menor de accesorios y piezas de recambio para 

vehículos terrestres.
Epígrafe 654.3. Comercio al por menor de vehículos aéreos.
Epígrafe 654.4. Comercio al por menor de vehículos fluviales y marítimos de vela o motor 

y deportivos.
Epígrafe 654.5. Comercio al por menor de toda clase de maquinaria (excepto aparatos 

del hogar, de oficina, médicos, ortopédicos, ópticos y fotográficos).
Epígrafe 654.6. Comercio al por menor de cubiertas, bandas o bandejas y cámaras de 

aire para toda clase de vehículos.
Grupo 656. Comercio al por menor de bienes usados tales como muebles, prendas y 

enseres ordinarios de uso doméstico.
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Grupo 657. Comercio al por menor de instrumentos musicales en general, así como de 
sus accesorios.

Grupo 659. Otro comercio al por menor.
Epígrafe 659.1. Comercio al por menor de sellos, monedas, medallas conmemorativas, 

billetes para coleccionistas, obras de arte y antigüedades, minerales sueltos o en 
colecciones, fósiles, insectos, conchas, plantas y animales disecados.

Epígrafe 659.2. Comercio al por menor de muebles de oficina y de máquinas y equipos 
de oficina.

Epígrafe 659.3 Comercio al por menor de aparatos e instrumentos médicos, ortopédicos 
y ópticos, excepto en los que se requiera una adaptación individualizada al paciente y 
fotográficos.

Epígrafe 659.4. Comercio al por menor de libros, periódicos, artículos de papelería y 
escritorio, y artículos de dibujo y bellas artes.

Epígrafe 659.5. Comercio al por menor de artículos de joyería, relojería, platería y 
bisutería.

Epígrafe 659.6. Comercio al por menor de juguetes, artículos de deporte, prendas 
deportivas de vestido, calzado y tocado.

Epígrafe 659.7. Comercio al por menor de semillas, abonos, flores y plantas y pequeños 
animales.

Epígrafe 659.8. Comercio al por menor denominado «sex-shop».
Epígrafe 659.9. Comercio al por menor de otros productos no especificados en esta 

Agrupación, excepto los que deben clasificarse en el epígrafe 653.9.

Agrupación 66. Comercio mixto o integrado; comercio al por menor fuera de un 
establecimiento comercial permanente (ambulancia, mercadillos y mercados ocasionales o 
periódicos); comercio en régimen de expositores en depósito y mediante aparatos 

automáticos; comercio al por menor por correo y catálogo de productos diversos.
Nota a la Agrupación 66: No queda comprendida la venta ambulante, en la medida que 

necesariamente requiere de autorización por suponer ocupación del dominio público.
Grupo 662. Comercio mixto o integrado al por menor.
Epígrafe 662.1. Comercio al por menor de toda clase de artículos en economatos y 

cooperativas de consumo.
Epígrafe 662.2. Comercio al por menor de toda clase de artículos, incluyendo 

alimentación y bebidas, en establecimientos distintos de los especificados en el grupo 661 y 
en el epígrafe 662.1.

Nota al grupo 662: No está comprendida en este grupo la venta de tabaco que tiene su 
régimen de autorización propio.

Grupo 665. Comercio al por menor por correo o por catálogo de productos diversos.

Agrupación 69. Reparaciones.
Grupo 691. Reparación de artículos eléctricos para el hogar, vehículos automóviles y 

otros bienes de consumo.
Epígrafe 691.1. Reparación de artículos eléctricos para el hogar.
Epígrafe 691.9. Reparación de otros bienes de consumo n.c.o.p. NOTA: Este epígrafe 

comprende la reparación de bienes de consumo no especificados en los epígrafes anteriores 
de este grupo, tales como reparación de calzado y artículos de cuero y similares, así como la 
venta en pequeñas cantidades, con aplicación al calzado de betunes, cremas, trencillas, 
plantillas, calzadores y efectos análogos, suelas y tacones de goma, reparación de relojes, 
restauración de obras de arte y antigüedades, reparación y conservación de máquinas de 
escribir, máquinas de coser y hacer punto, aparatos fotográficos y ópticos, instrumentos de 
música, juguetes, cuchillos, tijeras, paraguas, plumas estilográficas, muebles, etc. Asimismo 
este epígrafe faculta para el duplicado de llaves.
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Agrupación 75. Actividades anexas a los transportes.
Grupo 755. Agencias de viaje.
Epígrafe 755.1. Servicios a otras agencias de viajes.
Epígrafe 755.2. Servicios prestados al público por las agencias de viajes.

Agrupación 83. Auxiliares financieros y de Seguros. Actividades Inmobiliarias.
Grupo 833. Promoción inmobiliaria.
Epígrafe 833.1. Promoción de terrenos.
Epígrafe 833.2. Promoción de edificaciones.
Grupo 834. Servicios relativos a la propiedad inmobiliaria y a la propiedad industrial.

Agrupación 84. Servicios prestados a las empresas.
Grupo 841. Servicios Jurídicos.
Grupo 842. Servicios Financieros y contables.
Grupo 843. Servicios Técnicos (Ingeniería, Arquitectura y Urbanismo…).
Epígrafe 843.1. Servicios Técnicos de Ingeniería.
Epígrafe 843.2. Servicios Técnicos de arquitectura y urbanismo.
Epígrafe 843.3 Servicios técnicos de prospecciones y estudios geológicos.
Epígrafe 843.4 Servicios técnicos de topografía.
Epígrafe 843.5. Servicios Técnicos de delineación.
Grupo 844. Servicios de Publicidad, relaciones públicas y similares.
Grupo 846. Empresas de estudios de mercado.
Grupo 847. Servicios integrales de correos y telecomunicaciones.
Grupo 849. Otros Servicios prestados a las empresas n.c.o.p.
Epígrafe 849.1. Cobros de deudas y confección de facturas.
Epígrafe 849.2. Servicios mecanográficos, taquigráficos, de reproducción de escritos, 

planos y documentos.
Epígrafe 849.3. Servicios de traducción y similares.
Epígrafe 849.4 Servicios de custodia, seguridad y protección.
Epígrafe 849.5 Servicios de mensajería, recadería y reparto y manipulación de 

correspondencia.
Epígrafe 849.6 Servicios de colocación y suministro de personal.
Epígrafe 849.7. Servicios de gestión administrativa.
Epígrafe 849.8 Multiservicios intensivos en personal.
Epígrafe 849.9 Otros servicios independientes, NCOP.

Agrupación 85. Alquiler de bienes muebles.
Grupo 854. Alquiler de automóviles sin conductor.
Epígrafe 854.1. Alquiler de automóviles sin conductor.
Epígrafe 854.2. Alquiler de automóviles sin conductor en régimen de renting.
Grupo 855. Alquiler de otros medios de transporte sin conductor.
Epígrafe 855.3. Alquiler de bicicletas.
Grupo 856. Alquiler de bienes de consumo.
Epígrafe 856.1. Alquiler de bienes de consumo.
Epígrafe 856.2. Alquiler de películas de vídeo.
Grupo 857. Alquiler de aparatos de medida.

Agrupación 86. Alquiler de bienes inmuebles.
Grupo 861. Alquiler de bienes inmuebles de naturaleza urbana.
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Epígrafe 861.1. Alquiler de viviendas.
Epígrafe 861.2. Alquiler de locales industriales y otros alquileres N.C.O.P.
Grupo 862. Alquiler de bienes inmuebles de naturaleza rústica.

Agrupación 92.
Grupo 922. Servicios de limpieza.

Agrupación 93. Educación e investigación.
Grupo 932.Enseñanza no reglada de formación y perfeccionamiento profesional y 

educación superior.
Epígrafe 932.1.Enseñanza de formación y perfeccionamiento profesional, no superior.
Epígrafe 932.2.Enseñanza de formación y perfeccionamiento profesional superior.
Grupo 933.Otras actividades de enseñanza.
Epígrafe 933.1.Enseñanza de conducción de vehículos terrestres, acuáticos, 

aeronáuticos, etc.
Epígrafe 933.2.Promoción de cursos y estudios en el extranjero.
Epígrafe 933.9.Otras actividades de enseñanza, tales como idiomas, corte y confección, 

mecanografía, taquigrafía, preparación de exámenes y oposiciones y similares, n.c.o.p.

Agrupación 96. Servicios recreativos y culturales.
Grupo 962. Distribución de películas cinematográficas y vídeos.
Epígrafe 962.1.Distribución y venta de películas cinematográficas, excepto películas en 

soporte de cinta magnetoscópica. NOTA: Este epígrafe faculta para el alquiler de las 
películas.

Grupo 966.Bibliotecas, archivos, museos, jardines botánicos y zoológicos.
Epígrafe 966.1.Bibliotecas y museos.

Agrupación 97. Servicios personales.
Grupo 971. Lavanderías, tintorerías y servicios similares.
Epígrafe 971.1. Tinte, limpieza en seco, lavado y planchado de ropas hechas y de 

prendas y artículos del hogar usados.
Epígrafe 971.2. Limpieza y teñido de calzado.
Epígrafe 971.3. Zurcido y reparación de ropas.
Grupo 972. Salones de peluquería e institutos de belleza.
Epígrafe 972.1. Servicios de peluquería de señora y caballero.
Epígrafe 972.2. Salones e institutos de belleza y gabinetes de estética.
Grupo 973. Servicios fotográficos, máquinas automáticas fotográficas y servicios de 

fotocopias.
Epígrafe 973.1. Servicios fotográficos.
Epígrafe 973.2. Máquinas automáticas, sin operador, para fotografías de personas y para 

copia de documentos.
Epígrafe 973.3. Servicios de copias de documentos con máquinas fotocopiadoras.
Grupo 974. Agencias de prestación de servicios domésticos.
Grupo 975. Servicios de enmarcación.
Grupo 979. Otros servicios personales n.c.o.p.
Epígrafe 979.1. Servicios de pompas fúnebres.
Epígrafe 979.2. Adorno de templos y otros locales.
Epígrafe 979.3. Agencias matrimoniales y otros servicios de relaciones sociales.
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Epígrafe 979.9. Otros servicios personales n.c.o.p.

Agrupación 98. Parques de recreo, ferias y otros servicios relacionados con el espectáculo. 
Organización de Congresos, Parques o Recintos Feriales.

Grupo 989.Otras actividades relacionadas con el espectáculo y el turismo. Organización 
de Congresos, Parques o Recintos Feriales.

Epígrafe 989.1.Expedición de billetes de espectáculos públicos.

Agrupación 99. Servicios no clasificados en otras rúbricas.
Grupo 999. Otros servicios n.c.o.p.
Locutorios.
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§ 4

Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 295, de 10 de diciembre de 2013
Última modificación: 29 de septiembre de 2022

Referencia: BOE-A-2013-12888

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
La unidad de mercado constituye un principio económico esencial para el funcionamiento 

competitivo de la economía española. El principio de unidad de mercado tiene su reflejo en 
el artículo 139 de la Constitución que expresamente impide adoptar medidas que directa o 
indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la 
libre circulación de bienes en todo el territorio español.

Con el fin de hacer efectivo el principio de unidad de mercado, en las últimas décadas se 
han llevado a cabo importantes esfuerzos. Sin embargo, y a pesar de las medidas 
adoptadas, la fragmentación subsiste en el mercado español, lo que se traduce en un 
elevado coste que dificulta de forma considerable la actividad de las empresas. La necesidad 
de eliminar este coste así como los obstáculos y trabas derivados del crecimiento de la 
regulación ha sido una de las principales demandas que los operadores económicos han 
venido trasladando en los últimos años.

Esta fragmentación del mercado nacional dificulta la competencia efectiva e impide 
aprovechar las economías de escala que ofrece operar en un mercado de mayores 
dimensiones, lo que desincentiva la inversión y, en definitiva, reduce la productividad, la 
competitividad, el crecimiento económico y el empleo, con el importante coste económico 
que supone en términos de prosperidad, empleo y bienestar de los ciudadanos.

En el contexto actual, esta Ley busca establecer los principios y normas básicas que, 
con pleno respeto a las competencias de las Comunidades Autónomas y de las Entidades 
Locales, garanticen la unidad de mercado para crear un entorno mucho más favorable a la 
competencia y a la inversión, facilitando que los agentes económicos puedan beneficiarse de 
las ganancias de una mayor dimensión en términos de productividad y costes, en favor de la 
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creación de empleo y de crecimiento, y en beneficio último de los consumidores y usuarios 
que tendrán un mayor acceso a productos y servicios de calidad. Todas las Administraciones 
Públicas observarán los principios recogidos en esta Ley, en todos sus actos y disposiciones 
y para todas las actividades económicas, y especialmente en aquellas actividades que, bien 
por su carácter estratégico (telecomunicaciones, energía, transportes) bien por su potencial 
para la dinamización y el crecimiento económico (distribución comercial, turismo, 
construcción, industrias creativas y culturales, alimentación, sector inmobiliario, 
infraestructuras) resultan de especial relevancia para la economía.

En la elaboración de esta Ley se ha tenido en cuenta la experiencia recabada durante el 
proceso de transposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, también 
conocida como «Directiva de Servicios», proceso en el que se incorporaron al ordenamiento 
jurídico español, a través de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio, una serie de principios básicos para la libre 
circulación, en especial el principio de eficacia nacional de los medios de intervención 
administrativa. La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sienta un precedente en materia de 
unidad de mercado para el sector servicios que se considera debe extenderse a todas las 
actividades económicas. Así, esta Ley se aplicará también a los sectores expresamente 
excluidos de la Directiva de Servicios (como por ejemplo las comunicaciones electrónicas; el 
transporte, las empresas de trabajo temporal, la seguridad privada, etc.) y a la circulación de 
productos. Asimismo, se ha tenido en cuenta la profusa jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea sobre los principios básicos establecidos en esta Ley. En 
particular, en relación con los principios de necesidad y proporcionalidad, el principio de 
eficacia nacional y el principio de no discriminación.

A diferencia del proceso de construcción del Mercado Interior de la Unión Europea que 
se ha desarrollado a lo largo de los últimos veinte años, esta norma pretende garantizar la 
unidad del mercado nacional español cuya existencia es ya una premisa básica de partida 
de la Constitución Española, evitando o minimizando las distorsiones que puedan derivarse 
de nuestra organización administrativa territorial. Esto no puede sino afectar positivamente a 
la propia construcción del mercado interior a nivel europeo, dado que es indudable que un 
mejor funcionamiento del mercado único español tendrá un efecto positivo sobre el 
desarrollo del Mercado Interior de la Unión Europea.

En particular, las obligaciones que el Estado asume respecto a los operadores de otros 
Estados miembros, entre ellas las derivadas de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, y de la Directiva 2005/36/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento 
de cualificaciones profesionales, quedan totalmente cubiertas por la aplicación de la 
normativa específica de transposición de dichas directivas. No obstante, además del 
cumplimiento de la normativa de la Unión Europea, los operadores de otros Estados 
miembros de la Unión establecidos o que deseen establecerse en España podrán también 
beneficiarse de un régimen más favorable en otras muchas actividades económicas más allá 
del ámbito de la Directiva de Servicios, mientras que los operadores de otros Estados 
miembros que ofrezcan sus servicios en España en libre prestación, seguirán disfrutando del 
marco establecido por la Directiva de Servicios, por la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, y 
por la normativa sectorial de la Unión en tanto que estén legalmente establecidos en otros 
Estados miembros.

Sin perjuicio de las competencias que en cada caso corresponden al Estado, las 
Comunidades Autónomas o las Entidades Locales, con esta Ley se dota de eficacia en todo 
el territorio nacional a las decisiones tomadas por la autoridad competente de origen, 
basadas en un criterio de confianza mutua, y se aplican principios comunes como el principio 
de eficacia en todo el territorio nacional de las actuaciones administrativas en la libre 
iniciativa económica, lo que implica el reconocimiento implícito de actuaciones de las 
autoridades competentes de otras Administraciones Públicas. La Ley no tiene como finalidad 
uniformar los ordenamientos jurídicos puesto que, como ya ha señalado el Tribunal 
Constitucional en numerosas ocasiones, unidad no significa uniformidad, ya que la misma 
configuración territorial del Estado español y la existencia de entidades con autonomía 
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política, como son las Comunidades Autónomas, supone una diversidad de regímenes 
jurídicos.

Para alcanzar la aplicación uniforme de los anteriores principios y el logro de los 
objetivos perseguidos con esta Ley, se opta por un modelo de refuerzo de la cooperación 
entre el Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales. En este sentido un 
elemento importante de esta Ley es el aprovechamiento de las estructuras de cooperación 
existentes para impulsar todo el proceso. Además, se prevé la creación de un Consejo para 
la Unidad de Mercado como órgano de cooperación administrativa para el seguimiento de la 
aplicación de esta Ley.

Asimismo, con objeto de mantener los niveles de calidad de los productos y servicios, en 
la Ley se refuerzan los mecanismos de cooperación y colaboración entre las distintas 
autoridades competentes para la supervisión de los operadores económicos y se establecen 
procedimientos de alerta en la cooperación para el control de la provisión de bienes y 
servicios, para evitar perjuicios sobre la salud o seguridad de las personas o sobre el medio 
ambiente y facilitar la adopción de las medidas que resulten necesarias. En esta línea, la Ley 
sigue contribuyendo a mejorar los niveles de calidad y seguridad de los productos y servicios 
por encima de las exigencias normativas mediante el impulso del uso voluntario de normas 
de calidad en beneficio último de los consumidores y usuarios.

Por otro lado, se establecen canales de comunicación entre la Administración y con el 
sector privado para permitir a los agentes económicos y a las empresas transmitir a las 
Administraciones Públicas situaciones y obstáculos concretos que fragmentan el mercado 
nacional con objeto de que puedan ser resueltos de forma ágil.

Finalmente, esta Ley aprovecha para seguir impulsando un marco regulatorio eficiente 
para las actividades económicas que simplifique la legislación existente, elimine regulaciones 
innecesarias, establezca procedimientos más ágiles y minimice las cargas administrativas. 
La mayor parte de las barreras y obstáculos a la unidad de mercado se eliminan adoptando 
criterios de buena regulación económica. Es importante mantener la regulación bajo un 
proceso de revisión constante basado en los principios de buena regulación y de unidad de 
mercado nacional.

Así pues, partiendo del artículo 38 de la Constitución Española, que reconoce la libertad 
de empresa en el marco de la economía de mercado debiendo los poderes públicos 
garantizar y proteger su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las 
exigencias de la economía general, esta reforma constituye un elemento central del objetivo 
del establecimiento de un entorno económico y regulatorio que favorezca el emprendimiento, 
la expansión empresarial, la actividad económica y la inversión, en beneficio de los 
destinatarios de bienes y servicios, operadores económicos y de los consumidores y 
usuarios.

El Tribunal Constitucional ha considerado en múltiples ocasiones que en Estados como 
el nuestro, de estructura territorial compleja, la exigencia de que los principios básicos del 
orden económico sean unos y los mismos en todo el ámbito nacional es una proyección 
concreta del más general principio de unidad. Así, ha considerado el Tribunal Constitucional 
que el funcionamiento de la actividad económica exige la existencia de unos principios 
básicos del orden económico que han de aplicarse con carácter unitario y general a todo el 
territorio nacional.

II
La Ley consta de veintiocho artículos agrupados en siete capítulos, diez disposiciones 

adicionales, una disposición derogatoria, siete disposiciones finales y un anexo.
El Capítulo I, «Disposiciones generales», incluye las disposiciones que regulan el objeto 

y el ámbito de aplicación. En concreto, se determina un ámbito de aplicación amplio que 
incluye el acceso y ejercicio de actividades económicas en condiciones de mercado y, en 
consecuencia, a todos los actos y disposiciones de las diferentes Administraciones Públicas 
que afecten al acceso y ejercicio de las mencionadas actividades económicas.

El Capítulo II, «Principios de garantía de la libertad de establecimiento y la libertad de 
circulación», desarrolla los principios generales necesarios para garantizar la unidad de 
mercado. En concreto el principio de no discriminación, el principio de cooperación y 
confianza mutua, el principio de necesidad y proporcionalidad de las actuaciones de las 
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autoridades competentes, el principio de eficacia de las mismas en todo el territorio nacional, 
el principio de simplificación de cargas, el principio de transparencia y la garantía de las 
libertades de los operadores económicos en aplicación de estos principios.

El Capítulo III, «Garantía de la cooperación entre las Administraciones Públicas», crea el 
Consejo para la Unidad de Mercado, asistido por una secretaría de carácter técnico, como 
órgano de cooperación administrativa para el seguimiento e impulso de la aplicación de la 
Ley. Asimismo, este Capítulo incluye preceptos referentes a la cooperación en el marco de 
las conferencias sectoriales y en la elaboración de proyectos normativos. Por otro lado, se 
establece un mandato para mantener una evaluación constante de las normas de las 
diferentes administraciones.

El Capítulo IV, «Garantías al libre establecimiento y circulación», partiendo del principio 
de libre iniciativa económica, regula la instrumentación del principio de necesidad y 
proporcionalidad. Las autoridades podrán elegir entre una comunicación, una declaración 
responsable o una autorización, en función del interés general a proteger, de los requisitos 
que, en su caso, se exijan para la salvaguarda de dicho interés general y en atención a la 
naturaleza de la actividad y de si el medio de intervención se dirige a la propia actividad o a 
la infraestructura física. La autorización es el medio de intervención que más limita el acceso 
a una actividad económica y su ejercicio. Por ello, desde la perspectiva de los operadores 
económicos, se consideran motivos que habilitan para exigir autorización administrativa, la 
existencia de razones de seguridad pública, salud pública, protección del medio ambiente en 
el lugar concreto donde se realiza la actividad y el orden público, dentro del cual se incluyen, 
entre otras, la prudencia y la garantía de la estabilidad financieras. Pero aunque exista 
alguno de esos motivos, siempre deberá valorarse que la exigencia de, o bien una 
declaración responsable o bien una comunicación, no sea suficiente para garantizar el 
objetivo perseguido, de acuerdo con el principio de proporcionalidad. Por ejemplo, en 
aplicación del principio de necesidad por salud pública, es posible que deban regularse 
varias actividades que se ofrecen en condiciones de mercado en el marco de la planificación 
sanitaria. A algunas de estas actividades se les exigirá autorización y a otras una declaración 
responsable o una comunicación, en función de si es necesaria una verificación previa de los 
requisitos exigidos.

Por otro lado, la autorización será el instrumento adecuado para garantizar la 
concurrencia competitiva en los casos donde existe una limitación del número de operadores 
en el mercado por la escasez de recursos naturales, el uso del dominio público, las 
limitaciones técnicas de esa actividad o por la prestación de servicios públicos sometidos a 
tarifas reguladas, incluidos aquellos cuya prestación necesita la utilización del dominio 
público o porque se trate de servicios que puedan poner en riesgo su adecuada prestación, 
como sucede, por ejemplo, con el ejercicio de las actividades desarrolladas por el taxi y el 
arrendamiento de vehículos con conductor, con las concesiones demaniales o con las 
oficinas de farmacia que se consideran incluidas en las previsiones del artículo 17.1 de esta 
Ley.

Es importante subrayar que el artículo 17 debe entenderse sin perjuicio del principio de 
eficacia de las actuaciones de las autoridades competentes en todo el territorio nacional. Así 
una vez que los operadores han obtenido una autorización o presentado una declaración 
responsable o comunicación para acceder a una actividad o incluso si han accedido a la 
misma sin necesidad de realizar ningún trámite previo, ésta podrá ser ejercida en todo el 
territorio nacional, sin que quepa, por ejemplo, la exigencia de una nueva autorización, 
declaración responsable o comunicación excepto para determinadas actuaciones para las 
que se limita este principio de eficacia nacional.

Igualmente se determinan las actuaciones que limitan las libertades de establecimiento y 
de circulación debiendo las autoridades competentes asegurarse de que sus actuaciones no 
tengan como efecto la creación de un obstáculo o barrera a la unidad de mercado.

El Capítulo V, «Principio de eficacia en todo el territorio nacional», desarrolla las 
disposiciones relativas a este principio, que constituye uno de los elementos centrales de 
esta Ley. De acuerdo con este principio, basado en la confianza mutua, cualquier operador 
legalmente establecido, o cualquier bien legalmente producido y puesto en circulación, podrá 
ejercer la actividad económica o circular en todo el territorio nacional sin que quepa en 
principio exigirles nuevas autorizaciones o trámites adicionales de otras autoridades 
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competentes diferentes. Se regulan con detalle diferentes supuestos de acreditaciones, 
reconocimientos, calificaciones, certificaciones y cualificaciones y actos de habilitación y la 
previsión expresa en la normativa autonómica o local de la validez del régimen aplicable a 
los operadores establecidos en otros lugares del territorio. Este principio de eficacia no es, 
sin embargo, aplicable a determinadas actuaciones relacionadas con las instalaciones o 
infraestructuras físicas, con la ocupación del dominio público o con la prestación de servicios 
públicos sometidos a tarifas reguladas que, por su propia naturaleza, resultan vinculados con 
un ámbito territorial determinado, como nuevamente sucede con las actividades 
desarrolladas por el taxi y el arrendamiento de vehículos con conductor, con las concesiones 
demaniales o con las oficinas de farmacia, que se consideran incluidas en las previsiones del 
segundo párrafo del artículo 20.4 de esta Ley.

El Capítulo VI, «Supervisión de los operadores económicos», determina las autoridades 
competentes para la supervisión y control del acceso y ejercicio a la actividad económica. La 
supervisión y control por parte de las autoridades designadas está respaldada por la 
necesaria comunicación e intercambio de información entre autoridades regulada en este 
Capítulo. Asimismo se prevé la integración de la información obrante en los registros 
sectoriales.

Por último, el Capítulo VII, «Mecanismos de protección de los operadores económicos en 
el ámbito de la libertad de establecimiento y de la libertad de circulación», establece y regula 
los mecanismos para la defensa de los intereses de los operadores económicos, 
proporcionando una solución ágil de obstáculos y barreras a la unidad de mercado 
detectadas por los operadores económicos.

Por ello, con el fin de garantizar los derechos de los ciudadanos y procurar la agilidad 
necesaria en la aplicación de esta Ley, se han previsto los oportunos procedimientos, por los 
que puede optar el interesado como alternativa al tradicional sistema de recursos.

Estos procedimientos permitirán que, en aquellas situaciones en que el interés general 
representado por la unidad de mercado pueda verse vulnerado por la actuación pública, el 
interesado pueda utilizar, si lo tiene por conveniente, el sistema administrativo de recursos, 
pero pueda también acudir a esta nueva alternativa que se configura.

En esta vía se pretende que, en el ámbito de aplicación de esta Ley, se resuelvan los 
conflictos con la prontitud necesaria para evitar que la protección efectiva de la unidad de 
mercado y de los derechos de los ciudadanos y las empresas pueda resultar menoscabada, 
permitiendo al mismo tiempo el acceso a la vía judicial para todas las partes con la misma 
amplitud que hoy tiene.

Las disposiciones adicionales regulan una serie de aspectos complementarios 
necesarios para la aplicación e impulso de lo dispuesto en esta Ley.

Así, se prevé que cuando, por razones de orden público que, de acuerdo con la 
interpretación de las instituciones de la Unión Europea, incluye la lucha contra el fraude y la 
garantía de la estabilidad financiera, que fundamentaría la necesidad de intervención en los 
sectores bancario, financiero y de seguros, el medio de intervención corresponde al Estado, 
la eficacia en el territorio nacional queda garantizada por la propia intervención estatal. 
Asimismo, se recoge una excepción a lo dispuesto en el artículo 19.2 para determinados 
productos regulados; se modifica la denominación de la Plataforma de Contratación del 
Estado que pasará a denominarse la Plataforma de Contratación del Sector Público 
recogiendo además la obligatoriedad de publicación de las convocatorias de licitaciones 
públicas y sus resultados; se realiza un mandato a las Administraciones Públicas para 
promover el uso voluntario de normas de calidad; se prevé la acción popular y el derecho de 
petición; se encarga a la Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad 
de los Servicios la evaluación periódica de la implementación y los efectos de la Ley, se 
prevé la presentación a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de un 
Plan de trabajo y seguimiento con carácter anual, se recoge el plan de trabajo de las 
conferencias sectoriales y se establece el plazo máximo de remisión de la información para 
la integración en los registros sectoriales y de la puesta en funcionamiento del sistema de 
intercambio electrónico de información.

La disposición derogatoria y las disposiciones finales primera y segunda, efectúan las 
derogaciones y modificaciones de las normas con rango de Ley que resultan afectadas por 
la entrada en vigor de esta norma. En particular se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
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reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, para regular los nuevos 
procedimientos para solucionar posibles vulneraciones a la unidad de mercado. Por su parte, 
las otras disposiciones finales incluyen una modificación de la Ley 12/2012, de 26 de 
diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, 
las previsiones relacionadas con el título competencial, la adaptación de las disposiciones 
con rango legal y reglamentario, la habilitación normativa y la entrada en vigor de la Ley.

Finalmente, en el anexo se recogen determinadas definiciones a los efectos de esta Ley.
Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149 1.ª, 6.ª, 13.ª y 18.ª de la Constitución 

Española que establece que el Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes 
materias: regulación de condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, 
así como sobre la legislación mercantil y procesal, las bases y la coordinación de la 
planificación general de la actividad económica, las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y la legislación básica sobre contratos administrativos.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Esta Ley tiene por objeto establecer las disposiciones necesarias para hacer efectivo 

el principio de unidad de mercado en el territorio nacional. En particular, tiene por objeto 
garantizar la integridad del orden económico y facilitar el aprovechamiento de economías de 
escala y alcance del mercado mediante el libre acceso, ejercicio y la expansión de las 
actividades económicas en todo el territorio nacional garantizando su adecuada supervisión, 
de conformidad con los principios contenidos en el artículo 139 de la Constitución.

2. La unidad de mercado se fundamenta en la libre circulación y establecimiento de los 
operadores económicos, en la libre circulación de bienes y servicios por todo el territorio 
español, sin que ninguna autoridad pueda obstaculizarla directa o indirectamente, y en la 
igualdad de las condiciones básicas de ejercicio de la actividad económica.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será de aplicación al acceso a actividades económicas que se prestan en 

condiciones de mercado y su ejercicio por parte de operadores legalmente establecidos en 
cualquier lugar del territorio nacional.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley las materias del ámbito 
tributario.

CAPÍTULO II
Principios de garantía de la libertad de establecimiento y la libertad de 

circulación

Artículo 3.  Principio de no discriminación.
1. Todos los operadores económicos tendrán los mismos derechos en todo el territorio 

nacional y con respecto a todas las autoridades competentes, sin discriminación alguna por 
razón del lugar de residencia o establecimiento.

2. Ninguna disposición de carácter general, actuación administrativa o norma de calidad 
que se refiera al acceso o al ejercicio de actividades económicas podrá contener condiciones 
ni requisitos que tengan como efecto directo o indirecto la discriminación por razón de 
establecimiento o residencia del operador económico.

Artículo 4.  Principio de cooperación y confianza mutua.
Con el fin de garantizar la aplicación uniforme de los principios recogidos en este 

capítulo y la supervisión adecuada de los operadores económicos, las autoridades 
competentes cooperarán en el marco de los instrumentos establecidos en el capítulo III.
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Las autoridades competentes, en sus relaciones, actuarán de acuerdo con el principio de 
confianza mutua, respetando el ejercicio legítimo por otras autoridades de sus competencias, 
reconociendo sus actuaciones y ponderando en el ejercicio de competencias propias la 
totalidad de intereses públicos implicados y el respeto a la libre circulación y establecimiento 
de los operadores económicos y a la libre circulación de bienes y servicios por todo el 
territorio nacional.

Cuando, en relación con una actividad económica concreta, existan normas que, no 
obstante sus posibles diferencias técnicas o metodológicas, fijen un estándar de protección 
equivalente en diferentes lugares del territorio español, las autoridades competentes velarán 
por que un operador económico legalmente establecido en cualquier parte del territorio 
español pueda ejercer su actividad económica en todo el territorio nacional.

Artículo 5.  Principio de necesidad y proporcionalidad de las actuaciones de las autoridades 
competentes.

1. Las autoridades competentes que en el ejercicio de sus respectivas competencias 
establezcan límites al acceso a una actividad económica o su ejercicio, o exijan el 
cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, motivarán su necesidad en la 
salvaguarda de alguna razón imperiosa de interés general de entre las comprendidas en el 
artículo 3.11 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades 
de servicios y su ejercicio.

2. Cualquier límite o requisito establecido conforme al apartado anterior, deberá guardar 
relación con la razón imperiosa de interés general invocada, y habrá de ser proporcionado 
de modo tal que no exista otro medio menos restrictivo o distorsionador para la actividad 
económica.

3. La necesidad y proporcionalidad de los límites o requisitos relacionados con el acceso 
y el ejercicio de las profesiones reguladas se evaluará de conformidad con el Real Decreto 
472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, 
relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones.

Artículo 6.  Principio de eficacia de las actuaciones de las autoridades competentes en todo 
el territorio nacional.

(Anulado).

Artículo 7.  Principio de simplificación de cargas.
La intervención de las distintas autoridades competentes garantizará que no genera un 

exceso de regulación o duplicidades y que la concurrencia de varias autoridades en un 
procedimiento no implica mayores cargas administrativas para el operador que las que se 
generarían con la intervención de una única autoridad.

Artículo 8.  Principio de transparencia.
Todas las autoridades competentes actuarán con transparencia para la correcta 

aplicación de esta Ley y la detección temprana de obstáculos a la unidad de mercado. 
Asimismo, cada autoridad competente se asegurará de que las disposiciones y actos 
recogidos en el artículo 9.2 de esta Ley son fácilmente accesibles, y cumplen lo dispuesto en 
la Ley 19/2013 de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno.

Artículo 9.  Garantía de las libertades de los operadores económicos.
1. Todas las autoridades competentes velarán, en las actuaciones administrativas, 

disposiciones y medios de intervención adoptados en su ámbito de actuación, por la 
observancia de los principios de no discriminación, cooperación y confianza mutua, 
necesidad y proporcionalidad de sus actuaciones, simplificación de cargas y transparencia.

2. En particular, garantizarán que las siguientes disposiciones y actos cumplen los 
principios citados en el apartado anterior:
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a) Las disposiciones de carácter general que regulen una determinada actividad 
económica o incidan en ella.

b) Las autorizaciones, licencias y concesiones administrativas, así como los requisitos 
para su otorgamiento, los exigibles para el ejercicio de las actividades económicas, para la 
producción o distribución de bienes o para la prestación de servicios y aquellas materias que 
versen sobre el ejercicio de la potestad sancionadora o autorizadora en materia económica.

c) La documentación relativa a los contratos públicos, incluidos los pliegos y cláusulas de 
los contratos públicos.

d) Los actos dictados en aplicación de las disposiciones, requisitos y condiciones 
mencionados en las letras anteriores, así como los procedimientos asociados a los mismos.

e) Los estándares de calidad emanados de normas o consejos reguladores, así como los 
actos que acrediten el cumplimiento de estos estándares de calidad.

f) Cualesquiera otros actos, resoluciones y procedimientos administrativos que afecten a 
los operadores económicos.

CAPÍTULO III
Garantía de la cooperación entre las Administraciones Públicas

Artículo 10.  Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios.
1. La Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios es el 

órgano de cooperación administrativa encargado del seguimiento de la aplicación del 
contenido de esta ley.

2. La Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios estará 
presidida por la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital y contará con la presencia de las personas titulares de la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa y la Secretaría de Estado de Política Territorial, los 
Consejeros de las Comunidades Autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla 
competentes en materia de economía y un representante de la Administración local.

3. La Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios contará 
con una Secretaría, que será designada por la presidencia de la Conferencia, y que asumirá, 
además, las funciones de la Secretaría para la Unidad de Mercado de conformidad con esta 
ley.

4. La Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios tiene las 
siguientes funciones:

a) Análisis y evaluación de la situación de la unidad de mercado en el territorio nacional.
b) Seguimiento de la adaptación de la normativa del conjunto de las autoridades 

competentes a los principios de esta ley.
c) Impulso de los cambios normativos necesarios para la eliminación de obstáculos a la 

unidad de mercado en los marcos jurídicos correspondientes.
d) Seguimiento de los mecanismos de cooperación establecidos en esta ley. En 

particular seguimiento del cumplimiento del principio de cooperación y confianza mutua del 
artículo 4 en relación con las posibles barreras a la libre circulación de bienes y la libre 
prestación de servicios.

e) Coordinación de la actividad desarrollada por las conferencias sectoriales en materia 
de unidad de mercado.

f) Seguimiento de los mecanismos de protección de los operadores económicos 
previstos en el capítulo VII así como de sus resultados.

g) Aprobación del informe a que se refiere la letra g) del artículo 11.
h) Impulso de las tareas de cooperación en la elaboración de proyectos normativos 

establecidas en el artículo 14.
i) Impulso y revisión de los resultados de la evaluación periódica de la normativa a que 

se refiere el artículo 15.
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Artículo 11.  Funciones de la Secretaría para la Unidad de Mercado.
La Secretaría para la Unidad de Mercado es el órgano técnico de coordinación y 

cooperación continua con las autoridades competentes para la aplicación de esta ley y 
tendrá las siguientes funciones:

a) Supervisión continua de la aplicación de esta ley y de la adaptación de la normativa 
del conjunto de las autoridades competentes.

b) Gestión del Observatorio de Buenas Prácticas Regulatorias.
c) Difusión de la doctrina y jurisprudencia en aplicación de esta ley a través de una 

página web creada al efecto.
d) Gestión de los mecanismos de protección de los operadores económicos en el ámbito 

de la unidad de mercado en el marco de lo previsto en el capítulo VII.
e) Realización de actuaciones de carácter formativo sobre la aplicación de esta ley.
f) Articulación de acciones de cooperación y actividades conjuntas entre autoridades 

competentes.
g) Elaboración de un informe sobre las letras anteriores con conclusiones y, en su caso, 

recomendaciones para la revisión o reforma de marcos jurídicos. En particular, elaboración 
de una memoria a incluir en dicho informe sobre la unidad de mercado con base en los 
resultados de los mecanismos de protección de los operadores económicos. Este informe 
deberá ser aprobado por la Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de 
Negocios.

h) Elaboración, en colaboración con los puntos de contacto de unidad de mercado, de 
directrices o guías en relación con la aplicación de esta ley y, especialmente respecto a la 
evaluación del impacto sobre la unidad de mercado de las medidas incluidas en los 
proyectos normativos.

i) Elaboración de una memoria anual sobre la unidad de mercado de España en el 
período correspondiente.

Artículo 12.  Cooperación en el marco de las conferencias sectoriales.
1. A través de las conferencias sectoriales, las diferentes autoridades competentes 

analizarán y propondrán las modificaciones normativas necesarias para cumplir con los 
principios recogidos en esta ley y establecer marcos regulatorios adaptados a sus principios 
y disposiciones. El trabajo de estas conferencias sectoriales podrá contar con la contribución 
de los operadores económicos que, a través de una consulta a sus entidades 
representativas, participarán, en su caso, en la detección de las distorsiones que se 
producen en la unidad de mercado y de los ámbitos que requieren un análisis de la 
normativa vigente, en línea con lo establecido en esta ley.

2. En particular, las conferencias sectoriales analizarán las condiciones y requisitos 
requeridos para el acceso y ejercicio de la actividad económica, así como los relativos a la 
distribución y comercialización de productos, e impulsarán los cambios normativos y 
reformas que podrán consistir, entre otros, en:

a) Propuestas de modificación, derogación o refundición de la normativa existente, con el 
fin de eliminar los obstáculos identificados o hacer compatibles con esta ley aquellas normas 
que incidan en la libertad de establecimiento y de libre circulación de bienes y servicios.

b) Adopción de acuerdos que establezcan estándares de regulación sectorial, en 
materias que son competencia autonómica y local de acuerdo con los principios contenidos 
en esta ley. En particular, adopción de estándares consolidados equivalentes a los efectos 
de que los operadores económicos legalmente establecidos en cualquier parte del territorio 
español puedan ejercer su actividad económica en todo el territorio nacional.

c) Adopción de otras medidas, tales como planes de actuación que versen sobre las 
materias analizadas con el fin de eliminar los obstáculos identificados de acuerdo con los 
principios de esta ley.

3. Sin perjuicio del resto de funciones que tiene establecidas en esta ley, la Secretaría 
para la Unidad de Mercado colaborará con las secretarías de las conferencias sectoriales en 
aplicación de lo establecido en este artículo. En particular colaborará para la difusión de los 
obstáculos identificados en el marco de los mecanismos previstos en los artículos 26 y 28.
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4. La cooperación en el marco de las conferencias sectoriales se llevará a cabo de 
conformidad con lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, y según lo dispuesto en el reglamento interno de cada conferencia sectorial.

Artículo 13.  Información a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.
Los Ministerios de Política Territorial y de Asuntos Económicos y Transformación Digital 

informarán a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos sobre el 
desarrollo y aplicación de esta ley y acerca de los trabajos realizados en el seno de la 
Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios y de las 
conferencias sectoriales.

Artículo 14.  Cooperación en la elaboración de proyectos normativos.
1. La red de puntos de contacto para la unidad de mercado establecida en el artículo 

26.4 podrá intercambiar información relativa a los proyectos normativos que puedan tener 
incidencia en la unidad de mercado.

2. De acuerdo con el artículo 148.2.a) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, las conferencias sectoriales serán informadas sobre los 
anteproyectos de leyes y los proyectos de reglamentos del Gobierno o de los Consejos de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas cuando afecten de manera directa al ámbito 
competencial de las otras Administraciones Públicas o cuando así esté previsto en la 
normativa sectorial aplicable, bien a través de su pleno o bien a través de la comisión o el 
grupo de trabajo que corresponda. En especial, serán informadas cuando dichos 
anteproyectos de leyes o proyectos de reglamentos puedan afectar a la unidad de mercado 
de conformidad con lo establecido en esta ley.

3. La publicación de los proyectos normativos por las diferentes Administraciones 
públicas se hará de conformidad con el artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

4. Las memorias de análisis de impacto de los proyectos normativos de conformidad con 
el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, recogerán una 
valoración del impacto de unidad de mercado conforme al cumplimiento de los principios 
recogidos en esta ley, en particular al principio de necesidad y proporcionalidad del artículo 
5. Esta valoración deberá realizarse sobre las diferentes previsiones regulatorias incluidas en 
los proyectos normativos que contengan requisitos o limitaciones al acceso o ejercicio de 
una actividad económica.

5. En los procedimientos de consulta pública y de audiencia e información pública de las 
leyes y disposiciones normativas de carácter general, los operadores económicos o sus 
asociaciones representativas y los colegios profesionales y sus respectivos Consejos 
Generales podrán pronunciarse sobre el impacto de la normativa en la unidad de mercado.

Artículo 15.  Evaluación periódica de la normativa.
1. De acuerdo con el artículo 130 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las Administraciones Públicas 
revisarán periódicamente su normativa vigente para adaptarla a los principios de buena 
regulación y para comprobar la medida en que las normas en vigor han conseguido los 
objetivos previstos y si estaba justificado y correctamente cuantificado el coste y las cargas 
impuestas en ellas.

2. En el marco de dichas evaluaciones las autoridades competentes analizarán su 
normativa al objeto de valorar el impacto de la misma en la unidad de mercado de 
conformidad con lo establecido en esta ley.

3. Sin perjuicio de la evaluación establecida en el apartado anterior, las conferencias 
sectoriales impulsarán la evaluación periódica en las materias de su competencia, así como 
los cambios normativos que puedan proceder, en el marco de lo establecido en el artículo 
12.

4. Asimismo, la Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios 
podrá impulsar la evaluación del marco jurídico vigente en un sector económico 
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determinado, cuando se hayan detectado obstáculos a la unidad de mercado, conforme a lo 
establecido en el artículo 10.

CAPÍTULO IV
Garantías al libre establecimiento y circulación

Artículo 16.  Libre iniciativa económica.
El acceso a las actividades económicas y su ejercicio será libre en todo el territorio 

nacional y sólo podrá limitarse conforme a lo establecido en esta Ley y a lo dispuesto en la 
normativa de la Unión Europea o en tratados y convenios internacionales.

Artículo 17.  Instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad.
1. Se podrá establecer la exigencia de una autorización siempre que concurran los 

principios de necesidad y proporcionalidad, que habrán de motivarse suficientemente en la 
ley que establezca dicho régimen. Asimismo, los requisitos para la obtención de dicha 
autorización deberán ser coherentes con las razones que justifican su exigencia. Cuando el 
régimen de autorización se exija por norma comunitaria o tratado internacional, las 
autorizaciones podrán estar previstas en una norma de rango inferior a la Ley. Se 
considerará que concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para la exigencia 
de una autorización:

a) Cuando esté justificado por razones de orden público, seguridad pública, salud pública 
o protección del medio ambiente en el lugar concreto donde se realiza la actividad, y estas 
razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una declaración 
responsable o de una comunicación.

b) Respecto a las instalaciones, bienes o infraestructuras físicas necesarias para el 
ejercicio de actividades económicas, cuando sean susceptibles de generar daños sobre el 
medio ambiente y el entorno urbano, la seguridad o la salud pública y el patrimonio histórico-
artístico, y estas razones no puedan salvaguardarse mediante la presentación de una 
declaración responsable o de una comunicación.

c) Cuando por la escasez de recursos naturales, la utilización de dominio público, la 
existencia de inequívocos impedimentos técnicos o en función de la existencia de servicios 
públicos sometidos a tarifas reguladas, el número de operadores económicos del mercado 
sea limitado.

d) Cuando así lo disponga la normativa de la Unión Europea o tratados y convenios 
internacionales, incluyendo la aplicación, en su caso, del principio de precaución.

Las inscripciones en registros con carácter habilitante que no sean realizadas de oficio 
por las autoridades competentes tendrán a todos los efectos el carácter de autorización.

2. Se considerará que concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para 
exigir la presentación de una declaración responsable para el acceso a una actividad 
económica o su ejercicio, o para las instalaciones o infraestructuras físicas para el ejercicio 
de actividades económicas, cuando en la normativa se exija el cumplimiento de requisitos 
justificados por alguna razón imperiosa de interés general y sean proporcionados.

3. Las autoridades competentes podrán exigir la presentación de una comunicación 
cuando, por alguna razón imperiosa de interés general tales autoridades precisen conocer el 
número de operadores económicos, las instalaciones o las infraestructuras físicas en el 
mercado.

4. Las autoridades competentes velarán por minimizar las cargas administrativas 
soportadas por los operadores económicos, de manera que, una vez aplicado el principio de 
necesidad y proporcionalidad de acuerdo con los apartados anteriores, elegirán un único 
medio de intervención, bien sea la presentación de una comunicación, de una declaración 
responsable o la solicitud de una autorización.
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Artículo 18.  Actuaciones que limitan la libertad de establecimiento y la libertad de 
circulación.

1. Cada autoridad competente se asegurará de que cualquier medida, límite o requisito 
que adopte o mantenga en vigor no tenga como efecto la creación o el mantenimiento de un 
obstáculo o barrera a la unidad de mercado.

2. Las autoridades competentes no podrán realizar actuaciones que limiten el libre 
establecimiento y la libre circulación por no cumplir los principios recogidos en el Capítulo II. 
No cumplen los principios recogidos en el capítulo II los actos, disposiciones y medios de 
intervención de las autoridades competentes que contengan o apliquen:

a) Requisitos discriminatorios para el acceso a una actividad económica o su ejercicio o 
para la adjudicación de contratos públicos, basados directa o indirectamente en el lugar de 
residencia o establecimiento del operador. Entre estos requisitos se incluyen, en particular:

1.º Que el establecimiento o el domicilio social se encuentre en el territorio de la 
autoridad competente, o que disponga de un establecimiento físico dentro de su territorio.

2.º Que el operador haya residido u operado durante un determinado periodo de tiempo 
en dicho territorio.

3.º Que el operador haya tenido que estar inscrito en un registro de dicho territorio 
durante un determinado periodo de tiempo.

4.º Que su personal, los que ostenten la propiedad o los miembros de los órganos de 
administración, control o gobierno residan en dicho territorio o reúnan condiciones que 
directa o indirectamente discriminen a las personas procedentes de otros lugares del 
territorio.

5.º Que el operador deba realizar un curso de formación dentro del territorio de la 
autoridad competente.

b) Requisitos para la obtención de ventajas económicas que sean discriminatorios 
excepto que exista una razón imperiosa de interés general que lo justifique y sea 
proporcionado. La obligación de operar en el territorio de la autoridad competente o de 
generar actividad económica en el mismo para la obtención de ventajas económicas 
vinculadas a las políticas de fomento desarrolladas por dicha autoridad no se considerará un 
requisito discriminatorio, sin perjuicio del cumplimiento del principio de no discriminación e 
igualdad de trato establecido en el derecho de la Unión Europea.

c) Requisitos de seguros de responsabilidad civil o garantías equivalentes o comparables 
en lo esencial en cuanto a su finalidad y a la cobertura que ofrezca en términos de riesgo 
asegurado, suma asegurada o límite de la garantía, adicionales a los establecidos en la 
normativa del lugar de origen, o que la obligación de que la constitución o el depósito de 
garantías financieras o la suscripción de un seguro deban realizarse con un prestador u 
organismo del territorio de la autoridad competente.

d) Requisitos de naturaleza económica o intervención directa o indirecta de competidores 
en la concesión de autorizaciones, en los términos establecidos en las letras e) y f) del 
artículo 10 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio.

e) Requisitos que contengan la obligación de haber realizado inversiones en el territorio 
de la autoridad competente.

CAPÍTULO V
Principio de eficacia en todo el territorio nacional

Artículo 19.  Libre iniciativa económica en todo el territorio nacional.
(Anulado).

Artículo 20.  Eficacia en todo el territorio nacional de las actuaciones administrativas.
(Anulado).

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 4  Ley de garantía de la unidad de mercado

– 82 –



CAPÍTULO VI
Supervisión de los operadores económicos

Artículo 21.  Autoridad competente en la supervisión de los operadores.
1. Las autoridades competentes supervisarán el ejercicio de las actividades económicas 

garantizando la libertad de establecimiento y la libre circulación y el cumplimiento de los 
principios recogidos en esta Ley.

2. Cuando la competencia de supervisión y control no sea estatal:
a) Las autoridades de origen serán las competentes para la supervisión y control de los 

operadores respecto al cumplimiento de los requisitos de acceso a la actividad económica.
b) Las autoridades de destino serán las competentes para la supervisión y control del 

ejercicio de la actividad económica.
c) (Anulada).
3. En caso de que, como consecuencia del control realizado por la autoridad de destino, 

se detectara el incumplimiento de requisitos de acceso a la actividad de operadores o de 
normas de producción o requisitos del producto, se comunicará a la autoridad de origen para 
que ésta adopte las medidas oportunas, incluidas las sancionadoras que correspondan.

Artículo 22.  Integración de la información obrante en los registros sectoriales.
(Suprimido)

Artículo 23.  Sistema de intercambio electrónico de información.
(Suprimido)

Artículo 24.  Intercambio de información en el ejercicio de funciones de supervisión.
(Suprimido)

Artículo 25.  Intercambio de información por razones imperiosas de interés general.
(Suprimido)

CAPÍTULO VII
Mecanismos de protección de los operadores económicos en el ámbito de la 

libertad de establecimiento y de la libertad de circulación

Artículo 26.  Procedimiento en defensa de la libertad de establecimiento y de circulación por 
las autoridades competentes.

1. Cuando exista alguna disposición de carácter general, acto, actuación, inactividad o 
vía de hecho que pueda ser incompatible con la libertad de establecimiento o de circulación, 
en los términos previstos en esta ley, cualquier persona física o jurídica podrá dirigir 
reclamación a la Secretaría para la Unidad de Mercado en el plazo de un mes, a través de la 
ventanilla que al efecto se establezca. En el caso de actuaciones constitutivas de vía de 
hecho, el plazo será de veinte días contados desde aquel en que se iniciaron.

En concreto, podrá dirigirse la reclamación regulada por este artículo frente a toda 
actuación que, agotando o no la vía administrativa, sea susceptible de recurso administrativo 
ordinario. También podrá dirigirse frente a las disposiciones de carácter general y demás 
actuaciones que, de conformidad con lo dispuesto por el capítulo I del título III de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, puede ser 
objeto de recurso contencioso-administrativo.

No podrá interponerse esta reclamación contra actuaciones que sean susceptibles de 
recurso administrativo especial en materia de contratación o en el caso de que los 
interesados hayan manifestado su conformidad con una resolución sancionadora.

2. Las organizaciones representativas de los operadores económicos y de los 
consumidores y usuarios, incluidas las Cámaras Oficiales de Comercio y las asociaciones 
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profesionales y empresariales, podrán acudir al procedimiento previsto en el apartado 
anterior en defensa de los intereses colectivos que representan.

3. El procedimiento previsto en este artículo tiene carácter alternativo de manera que no 
se podrá hacer uso de este procedimiento cuando se hayan interpuesto los recursos 
administrativos o jurisdiccionales que procedan contra la disposición, acto o actuación de 
que se trate.

4. Para la resolución de esta reclamación, las autoridades competentes actuarán y 
cooperarán a través de la red de puntos de contacto para la unidad de mercado. Serán 
puntos de contacto:

a) La Secretaría para la Unidad de Mercado.
b) La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.
c) Cada departamento ministerial.
d) La autoridad que designe cada Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de 

Autonomía.
5. La Secretaría revisará la reclamación para comprobar que se trata de una actuación 

que pueda ser analizada en aplicación de lo establecido en esta ley, pudiendo inadmitirla 
cuando no concurriesen tales requisitos. En cualquier caso, el inicio del procedimiento por 
parte de la Secretaría no supondrá una predeterminación en relación con el fondo de la 
cuestión, ni será interpretado como un indicio de afectación a la libertad de establecimiento o 
circulación. Una vez iniciado el procedimiento, la remitirá al punto de contacto 
correspondiente a la autoridad competente afectada. A estos efectos se considerará 
autoridad competente:

a) Cuando se trate de disposiciones de carácter general y actuaciones que pongan fin a 
la vía administrativa, la autoridad que la haya adoptado.

b) Cuando se trate de actuaciones que no pongan fin a la vía administrativa, aquella que, 
de no aplicarse el procedimiento previsto en este artículo, hubiera conocido del recurso 
contra la actuación objeto de reclamación. En estos casos, dicha autoridad solicitará del 
órgano administrativo autor del acto la remisión del expediente administrativo, así como de 
un informe sobre la reclamación en un plazo de cinco días.

Asimismo, la reclamación será distribuida entre todos los puntos de contacto, que podrán 
remitir al punto de contacto de la autoridad competente afectada, informando a la Secretaría 
para la Unidad de Mercado, las aportaciones que consideren oportunas en el plazo de cinco 
días. La Secretaría deberá elaborar un informe de valoración sobre la reclamación recibida 
en un plazo de diez días. Este informe no vinculante deberá ser tenido en cuenta por la 
autoridad competente a la hora de decidir. Los informes emitidos y remitidos al punto de 
contacto de la autoridad competente afectada se incorporarán al expediente administrativo.

6. Los informes elaborados en el marco de este procedimiento podrán hacerse públicos. 
Ello sin perjuicio de lo establecido en las normas de protección de datos de carácter 
personal.

7. Transcurridos quince días desde la presentación de la reclamación, el punto de 
contacto correspondiente a la autoridad competente afectada informará de la resolución 
adoptada por esta a la Secretaría para la Unidad de Mercado y a la red de puntos de 
contacto, indicando las medidas que se hayan adoptado para dar solución a la reclamación.

De no adoptarse resolución en el citado plazo, se entenderá desestimada por silencio 
administrativo negativo y que, por tanto, la autoridad competente mantiene su criterio 
respecto a la actuación objeto de la reclamación.

8. La Secretaría notificará al interesado la resolución adoptada, así como los demás 
informes emitidos, dentro del día hábil siguiente a la recepción de la resolución. La autoridad 
competente afectada podrá igualmente comunicar la resolución adoptada al interesado. No 
obstante, el inicio del cómputo de los plazos a los que se refieren los apartados 9, 10 y 11 se 
producirá desde la notificación efectuada por la Secretaría para la Unidad de Mercado.

9. Si a la vista de la decisión de la autoridad competente, el interesado no considerase 
satisfechos sus derechos o intereses legítimos, podrá dirigir su solicitud a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, conforme a lo establecido en el artículo 
siguiente en un plazo de cinco días.
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10. Cuando existiesen motivos de impugnación distintos de la vulneración de la libertad 
de establecimiento o de circulación, los interesados que hayan presentado la reclamación 
regulada en este artículo podrán hacerlos valer, de forma separada, a través de los recursos 
administrativos o jurisdiccionales que procedan frente a la disposición o actuación de que se 
trate. No obstante, el plazo para su interposición se iniciará cuando se produzca la 
inadmisión por parte de la Secretaría para la Unidad de Mercado o la notificación por parte 
de dicha Secretaría de la eventual desestimación de la reclamación por la autoridad 
competente.

11. Cuando se trate de actuaciones administrativas que no agoten la vía administrativa, 
la conclusión de este procedimiento pondrá fin a dicha vía. El plazo para la interposición de 
los recursos jurisdiccionales que procedan se iniciará cuando se produzca la inadmisión por 
parte de la Secretaría para la Unidad de Mercado o la notificación por parte de dicha 
Secretaría de la eventual desestimación de la reclamación por la autoridad competente.

Artículo 27.  Legitimación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia está legitimada para la 

interposición de recurso contencioso-administrativo frente a cualquier disposición de carácter 
general, acto, actuación, inactividad o vía de hecho que se considere contraria, en los 
términos previstos en esta ley, a la libertad de establecimiento o de circulación procedente 
de cualquier autoridad competente, de acuerdo con el procedimiento previsto en el capítulo 
IV del título V de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá actuar de oficio o a 
petición de los interesados, que podrán dirigirse a la misma antes de iniciar un procedimiento 
contencioso-administrativo.

3. Presentada una petición, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 
teniendo en cuenta el informe que haya emitido la Secretaría para la Unidad de Mercado 
sobre la reclamación, la viabilidad de la acción y su especial trascendencia, que se apreciará 
atendiendo a su importancia para la interpretación de esta ley, para su aplicación o para su 
general eficacia, valorará en el plazo de veinte días si procede la interposición de recurso 
contencioso-administrativo, informando al operador de su decisión.

4. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia informará al Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital y a la Secretaría para la Unidad de Mercado 
de los recursos interpuestos y de las peticiones y denuncias recibidas. A su vez, la 
Secretaría para la Unidad de Mercado informará de los recursos interpuestos por la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia al punto de contacto de unidad de 
mercado competente desde un punto de vista territorial y por razón de la materia.

5. En el caso de la acción popular y el derecho de petición previstos en la disposición 
adicional quinta de esta ley, la legitimación para la interposición del recurso contencioso-
administrativo corresponderá en exclusiva a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia sin perjuicio del derecho de personación regulado en el artículo 127 ter de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Artículo 28.  Mecanismos adicionales de eliminación de obstáculos o barreras detectados 
por los operadores económicos, los consumidores y los usuarios.

1. Fuera de los supuestos previstos en el artículo 26 de esta ley, los operadores 
económicos, los consumidores y usuarios, así como las organizaciones que los representan 
u otros interesados, podrán informar a la Secretaría para la Unidad de Mercado, en cualquier 
momento y a través de la ventanilla a la que se refiere el artículo 26, sobre cualesquiera 
obstáculos o barreras relacionadas con la aplicación de esta ley. En particular, podrá 
informarse a través de este procedimiento de posibles incumplimientos del principio de 
cooperación y confianza mutua establecido en el artículo 4.

Cuando los operadores económicos, los consumidores y usuarios, así como las 
organizaciones que los representan u otros interesados informen de obstáculos o barreras 
relacionadas con la aplicación de esta ley que hayan recurrido en vía administrativa, no se 
iniciará este mecanismo hasta que se resuelva el recurso en cuestión y el interesado 
manifieste su interés en ello.
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2. Se podrá solicitar informe de valoración a la Secretaría para la Unidad de Mercado por 
obstáculos o barreras previstos en proyectos normativos que se encuentren en fase de 
tramitación administrativa. Este informe podrá solicitarse respecto de proyectos normativos 
que hayan sido o estén siendo sometidos al trámite de audiencia e información pública y 
será enviado al punto de contacto competente para su remisión al órgano proponente del 
proyecto en cuestión para su consideración.

3. Cuando la Secretaría para la Unidad de Mercado tenga constancia de la posible 
existencia de obstáculos o barreras relacionadas con la aplicación de esta ley podrá iniciar 
de oficio el mecanismo previsto en este artículo. El resto de los puntos de contacto para la 
unidad de mercado podrán solicitar a la Secretaría para la Unidad de Mercado el inicio de 
este mecanismo. La Secretaría para la Unidad de Mercado tendrá en consideración 
variables como la viabilidad de la actuación y la especial transcendencia del caso en 
cuestión para la valoración del inicio del procedimiento conforme a este apartado.

4. La Secretaría para la Unidad de Mercado procederá a recabar informes de los puntos 
de contacto de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 26, en los que se 
podrán incluir propuestas de actuación. Asimismo, elaborará el correspondiente informe de 
valoración.

5. Los informes emitidos y remitidos al punto de contacto de la autoridad competente 
afectada se incorporarán al expediente administrativo. Asimismo, la Secretaría para la 
Unidad de Mercado remitirá dichos informes al operador económico, al consumidor o usuario 
o a la organización que los representan incluyendo, en su caso, la posible solución 
alcanzada.

6. La Secretaría para la Unidad de Mercado informará puntualmente a las conferencias 
sectoriales y a la Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios 
sobre los obstáculos y barreras detectadas por los operadores, consumidores o usuarios u 
organizaciones que los representan, así como sobre las soluciones alcanzadas y resultados 
obtenidos, a efectos de impulsar los sistemas de cooperación previstos en el artículo 12.2. 
Asimismo, la Secretaría para la Unidad de Mercado realizará un seguimiento periódico de los 
compromisos alcanzados o soluciones propuestas en el marco de este mecanismo.

7. Los informes elaborados en el marco de este mecanismo podrán hacerse públicos. 
Ello sin perjuicio de lo establecido en las normas de protección de datos de carácter 
personal.

8. Cuando los operadores económicos, los consumidores y usuarios, así como las 
organizaciones que los representan u otros interesados hayan recurrido ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa sin haber hecho uso de este mecanismo o del procedimiento 
previsto por el artículo 26, podrán solicitar, en el curso del procedimiento contencioso-
administrativo, informe a la Secretaría para la Unidad de Mercado.

9. La Secretaría para la Unidad de Mercado podrá dar por no iniciadas aquellas 
solicitudes de inicio de este procedimiento que sean presentadas por un mismo interesado, 
ante una misma autoridad competente y que versen sobre un mismo supuesto de hecho en 
el que la Secretaría ya se ha pronunciado con anterioridad. Asimismo, se podrán dar por no 
iniciados aquellos procedimientos en los que no exista una posible afectación clara a los 
principios establecidos en esta ley, en los que no se haya proporcionado información 
suficiente y fehaciente para su valoración o en los que haya previstos otros procedimientos o 
mecanismos especiales o extraordinarios de resolución. Las consultas en relación con la 
aplicación de normativa no serán consideradas solicitudes de inicio de este procedimiento.

Disposición adicional primera.  Actuaciones estatales.
Cuando por razones de orden público, incluidas la lucha contra el fraude, la contratación 

pública y la garantía de la estabilidad financiera, el medio de intervención, incluidas la 
regulación, supervisión y control para el acceso o ejercicio de una actividad económica 
corresponda al Estado, la eficacia en el territorio nacional quedará garantizada por la 
intervención estatal.
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Disposición adicional segunda.  Productos regulados.
La puesta en el mercado de los productos estancos, explosivos, gasóleo profesional y 

mercancías peligrosas deberá respetar las condiciones de venta establecidas en la 
normativa estatal aplicable.

Disposición adicional tercera.  Plataforma de Contratación del Sector Público.
La Plataforma de Contratación del Estado regulada en el artículo 334 del texto refundido 

de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre, pasará a denominarse Plataforma de Contratación del Sector Público.

En la Plataforma se publicará, en todo caso, bien directamente por los órganos de 
contratación o por interconexión con dispositivos electrónicos de agregación de la 
información de las diferentes administraciones y entidades públicas, la convocatoria de 
licitaciones y sus resultados de todas las entidades comprendidas en el apartado 1 del 
artículo 3 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

Disposición adicional cuarta.  Uso voluntario de normas de calidad.
Preferentemente, y en particular cuando la razón imperiosa de interés general, de 

acuerdo con el apartado 11 del artículo 3 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el 
libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, sea la protección de los derechos, 
la seguridad y la salud de los consumidores, las autoridades competentes promoverán el uso 
voluntario de normas de calidad por parte de los operadores que mejoren los niveles de 
calidad y seguridad de los productos y servicios.

Disposición adicional quinta.  Acción popular y derecho de petición.
Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y, a través de la 

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, ante los Tribunales, el cumplimiento 
de lo establecido en esta ley y en las disposiciones que se dicten para su desarrollo y 
ejecución, para la defensa de la unidad de mercado.

En particular, se reconoce la acción popular para el inicio de los procedimientos 
establecidos en los artículos 26 y 28 y la legitimación de las corporaciones de derecho 
público, asociaciones y grupos de afectados para ejercer el derecho de petición a que se 
refiere el artículo 27 y para personarse en el procedimiento para la garantía de la unidad de 
mercado regulado en el capítulo IV del título V de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Disposición adicional sexta.  Evaluación normativa de unidad de mercado.
Aquellos proyectos normativos elaborados de conformidad con el artículo 26 de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que tengan efectos significativos sobre la 
unidad de mercado deberán someterse a un análisis sobre los resultados de su aplicación. 
Dicho análisis se realizará de conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 286/2017, de 24 
de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de Evaluación 
Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de Planificación y 
Evaluación Normativa.

Disposición adicional séptima.  Plan anual de trabajo y seguimiento.
A efectos de lo previsto en el artículo 15 de esta Ley, se presentará a la Comisión 

Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos un Plan de trabajo y seguimiento, que 
defina con carácter anual objetivos, prioridades y plazos de ejecución, para el continuo 
seguimiento y evaluación de la normativa sobre las actividades económicas a la luz de los 
principios y mecanismos establecidos en esta Ley.

Disposición adicional octava.  Plan de trabajo de las conferencias sectoriales.
Con el fin de garantizar la cooperación en el marco de las conferencias sectoriales, éstas 

serán convocadas en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley para que 
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analicen la normativa estatal y autonómica y, en su caso, local, reguladora de los 
correspondientes sectores económicos y elaboren una propuesta de cambios normativos 
para cumplir con los principios recogidos en esta Ley.

Disposición adicional novena.  Creación del Observatorio de Buenas Prácticas 
Regulatorias.

Se crea el Observatorio de Buenas Prácticas Regulatorias en el marco de la Conferencia 
Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima de Negocios.

Este órgano estará gestionado por la Secretaría para la Unidad de Mercado y será el 
encargado de desempeñar las siguientes funciones:

a) Identificación y seguimiento de las buenas prácticas regulatorias de las diferentes 
Administraciones.

b) Elaboración y actualización continua de un Catálogo de buenas prácticas regulatorias 
que deberá ser aprobado por la Conferencia Sectorial para la Mejora Regulatoria y el Clima 
de Negocios. En particular, este Catálogo contendrá buenas prácticas en relación con la 
aplicación del principio de cooperación y confianza mutua del artículo 4.

c) Impulso de actuaciones de formación, comunicación, difusión e información de las 
buenas prácticas identificadas.

d) Seguimiento y difusión de las directrices de la Unión Europea en esta materia.

Disposición adicional décima.  Determinación de la autoridad de origen.
(Anulada).

Disposición adicional decimoprimera.  Plazo para formular requerimientos previos a la 
interposición de recurso contencioso-administrativo.

Cuando la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en uso de la 
legitimación prevista en el artículo 27 de esta ley y en el artículo 5.4 de la Ley 3/2013, de 4 
de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, interponga 
recurso contencioso-administrativo contra cualquier Administración, podrá requerirla 
previamente, en el plazo de dos meses previsto en el artículo 44.2 de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Disposición derogatoria.  
A la entrada en vigor de esta Ley quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior 

rango se opongan a lo dispuesto en ella.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

La Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, queda modificada en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 11.1 añadiéndose una letra h) con el siguiente tenor:
«h. De los recursos interpuestos por la Comisión Nacional de los Mercados y de 

la Competencia en defensa de la unidad de mercado.»
Dos. El apartado 1 del artículo 110 queda redactado como sigue:

«1. En materia tributaria, de personal al servicio de la Administración pública y de 
unidad de mercado, los efectos de una sentencia firme que hubiera reconocido una 
situación jurídica individualizada a favor de una o varias personas podrán extenderse 
a otras, en ejecución de la sentencia, cuando concurran las siguientes 
circunstancias:

a) Que los interesados se encuentren en idéntica situación jurídica que los 
favorecidos por el fallo.
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b) Que el juez o tribunal sentenciador fuera también competente, por razón del 
territorio, para conocer de sus pretensiones de reconocimiento de dicha situación 
individualizada.

c) Que soliciten la extensión de los efectos de la sentencia en el plazo de un año 
desde la última notificación de ésta a quienes fueron parte en el proceso. Si se 
hubiere interpuesto recurso en interés de ley o de revisión, este plazo se contará 
desde la última notificación de la resolución que ponga fin a éste.»

Tres. Se añade un nuevo Capítulo IV al Título V con la siguiente redacción:

«CAPÍTULO IV
Procedimiento para la garantía de la unidad de mercado

Artículo 127 bis.  
1. Cuando la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia considere 

que una disposición, acto, actuación, inactividad o vía de hecho procedente de 
cualquier Administración pública sea contraria a la libertad de establecimiento o de 
circulación en los términos previstos en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de 
garantía de la unidad de mercado, podrá presentar el recurso contencioso-
administrativo regulado en este Capítulo.

2. El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo para la garantía 
de la unidad de mercado será de dos meses conforme a lo previsto en los apartados 
1 a 3 del artículo 46. Cuando el recurso se interponga a solicitud de un operador 
económico el plazo de dos meses se computará desde la presentación de la solicitud 
ante la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Artículo 127 ter.  
1. En el mismo día de la interposición del recurso por la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia en garantía de la unidad de mercado o en el siguiente, el 
Secretario judicial requerirá con carácter urgente al órgano administrativo 
correspondiente, acompañando copia del escrito de interposición, para que en el 
plazo máximo de cinco días a contar desde la recepción del requerimiento remita el 
expediente acompañado de los informes y datos que se soliciten en el recurso, con 
apercibimiento de cuanto se establece en el artículo 48.

2. La falta de envío del expediente administrativo dentro del plazo previsto en el 
apartado anterior no suspenderá el curso de los autos.

3. El Secretario judicial pondrá de manifiesto al recurrente el expediente y demás 
actuaciones para que en el plazo improrrogable de diez días pueda formalizar la 
demanda y acompañar los documentos oportunos. Si el expediente administrativo se 
recibiese una vez formalizada la demanda, se concederá un trámite adicional de 
alegaciones a las partes.

4. Formalizada la demanda, el Secretario judicial dará traslado de la misma a las 
partes demandadas para que, a la vista del expediente, presenten contestación en el 
plazo común e improrrogable de diez días y acompañen los documentos que estimen 
oportunos.

5. Evacuado el trámite de contestación, el órgano jurisdiccional decidirá en el 
siguiente día sobre el recibimiento a prueba, con arreglo a las normas generales 
establecidas en la presente Ley, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 57. El 
período de práctica de prueba no será en ningún caso superior a veinte días.

6. Conclusas las actuaciones, el órgano jurisdiccional dictará sentencia en el 
plazo de cinco días. La sentencia estimará el recurso cuando la disposición, la 
actuación o el acto incurrieran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico que 
afecte a la libertad de establecimiento o de circulación, incluida la desviación de 
poder.
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Conforme a lo dispuesto en el artículo 71, la sentencia que estime el recurso 
implicará la corrección de la conducta infractora, así como el resarcimiento de los 
daños y perjuicios, incluido el lucro cesante, que dicha conducta haya causado.

Cuando se trate de asuntos en los que no quepa ulterior recurso, el órgano 
jurisdiccional podrá convocar a las partes a una comparecencia con la finalidad de 
dictar su sentencia de viva voz, exponiendo verbalmente los razonamientos en que 
sustente su decisión, resolviendo sobre los motivos que fundamenten el recurso y la 
oposición y pronunciando su fallo, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 68 a 
71.

La no comparecencia de todas o alguna de las partes no impedirá el dictado de 
la sentencia de viva voz.

En cuanto se refiere a la grabación de la comparecencia y a su documentación, 
serán aplicables las disposiciones contenidas en el artículo 63.

Caso de haberse dictado la Sentencia de forma oral, el Secretario judicial 
expedirá certificación que recoja todos los pronunciamientos del fallo, con expresa 
indicación de su firmeza y de la actuación administrativa a que se refiera. Dicha 
certificación será expedida en el plazo máximo de cinco días notificándose a las 
partes.

La anterior certificación se registrará e incorporará al Libro de Sentencias del 
órgano judicial. El soporte videográfico de la comparecencia quedará unido al 
procedimiento.

7. Durante la tramitación del procedimiento, podrá solicitar su intervención, como 
parte recurrente, cualquier operador económico que tuviere interés directo en la 
anulación del acto, actuación o disposición impugnada y no la hubiera recurrido de 
forma independiente.

La solicitud del operador se resolverá por medio de auto, previa audiencia de las 
partes personadas, en el plazo común de cinco días.

Admitida la intervención, no se retrotraerán las actuaciones, pero el interviniente 
será considerado parte en el proceso a todos los efectos y podrá defender las 
pretensiones formuladas o las que el propio interviniente formule, si tuviere 
oportunidad procesal para ello.

El interviniente podrá utilizar los recursos que procedan contra las resoluciones 
que estime perjudiciales para su interés, aunque las consienta la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia o las demás partes personadas.

8. La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional acordará la 
acumulación al promovido por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia de todo procedimiento que, iniciado por un operador económico ante el 
mismo u otro órgano jurisdiccional, se dirija frente a la misma disposición o actuación 
y se funde en la vulneración de la libertad de establecimiento o de circulación 
conforme a lo previsto en esta Ley.

9. A todos los efectos, la tramitación de estos recursos tendrá carácter 
preferente.

10. El procedimiento para la garantía de la unidad de mercado, en lo no 
dispuesto en este Capítulo, se regirá por las normas generales de la presente Ley.

Artículo 127 quáter.  
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá solicitar en su 

escrito de interposición la suspensión de la disposición, acto o resolución 
impugnados, así como cualquier otra medida cautelar que asegure la efectividad de 
la sentencia.

2. Solicitada la suspensión de la disposición, acto o resolución impugnados, la 
misma se producirá de forma automática, una vez admitido el recurso y sin exigencia 
de afianzamiento de los posibles perjuicios de cualquiera naturaleza que pudieran 
derivarse. La Administración cuya actuación se haya recurrido podrá solicitar el 
levantamiento de la suspensión en el plazo de tres meses desde su adopción, 
siempre que acredite que de su mantenimiento pudiera seguirse una perturbación 
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grave de los intereses generales o de tercero que el tribunal ponderará en forma 
circunstanciada.

Formulada la solicitud se dará traslado de la misma a la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia para que, en el plazo de diez días, alegue lo 
procedente en orden al mantenimiento o el levantamiento de la suspensión en orden 
a los intereses en conflicto.

Evacuado el anterior trámite, el tribunal resolverá lo que estime procedente 
mediante auto en los cinco días siguientes.

3. La solicitud de cualquier otra medida cautelar se tramitará en la forma prevista 
en el Capítulo II del Título VI.»

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el apartado 2 del art. 127 quáter 
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, en la redacción dada por el punto tres, únicamente en su 
aplicación a actos o disposiciones de las Comunidades Autónomas, por Sentencia del TC 
79/2017, de 22 de junio. Ref. BOE-A-2017-8464 y Sentencia 111/2017, de 5 de octubre. Ref. 
BOE-A-2017-12203

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el 
libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

La Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios 
y su ejercicio, queda modificada en los siguientes términos:

Uno. La letra b) del artículo 5 queda redactada en los siguientes términos:
«b) Necesidad: que el régimen de autorización esté justificado por razones de 

orden público, seguridad pública, salud pública, protección del medio ambiente, o 
cuando la escasez de recursos naturales o la existencia de inequívocos 
impedimentos técnicos limiten el número de operadores económicos del mercado.»

Dos. El apartado 3 del artículo 7 queda redactado del siguiente modo:
«3. La realización de una comunicación o una declaración responsable o el 

otorgamiento de una autorización permitirá al prestador acceder a la actividad de 
servicios y ejercerla en la totalidad del territorio español, incluso mediante el 
establecimiento de sucursales.

Los medios de intervención que se apliquen a los establecimientos físicos 
respetarán las siguientes condiciones:

a) Podrá exigirse una autorización para cada establecimiento físico cuando sea 
susceptible de generar daños sobre el medio ambiente y el entorno urbano, la 
seguridad o la salud pública y el patrimonio histórico-artístico, evaluándose este 
riesgo de acuerdo con las características de las instalaciones.

b) Podrá exigirse una declaración responsable para cada establecimiento físico 
cuando en la normativa se exija el cumplimiento de requisitos justificados por una 
razón imperiosa de interés general.

c) Podrá exigirse una comunicación cuando, por razones imperiosas de interés 
general, éstas deban mantener un control sobre el número o características de las 
instalaciones o de infraestructuras físicas en el mercado.

El medio de intervención deberá resultar proporcionado y no discriminatorio. 
Cuando el prestador de servicios ya esté establecido en España y ejerza legalmente 
la actividad, estas autorizaciones o declaraciones responsables no podrán 
contemplar requisitos que no estén ligados específicamente al establecimiento físico 
a partir del cual pretende llevar a cabo dicha actividad.»

Tres. El apartado 2 del artículo 11 queda redactado en los siguientes términos:
«2. No obstante, excepcionalmente se podrá supeditar el acceso a una actividad 

de servicios o a su ejercicio al cumplimiento de alguno de los requisitos del apartado 
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anterior cuando no sean discriminatorios, estén justificados por una razón imperiosa 
de interés general y sean proporcionados.

En todo caso, la concurrencia de estas condiciones deberá ser notificada a la 
Comisión Europea según lo dispuesto en la disposición adicional cuarta y deberá 
estar suficientemente motivada en la normativa que establezca tales requisitos.»

Cuatro. La letra a) del apartado dos del artículo 25 queda redactada del siguiente modo:
«a) Las profesiones reguladas, en la medida en que sea necesario para 

garantizar el cumplimiento de requisitos deontológicos distintos e incompatibles 
debidos al carácter específico de cada profesión, siempre que los mismos estén 
justificados por una razón imperiosa de interés general, sean proporcionados y no 
discriminatorios.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas 
urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios.

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 2, que queda redactado como sigue:

«Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones contenidas en el Título I de esta Ley se aplicarán a las 

actividades comerciales minoristas y a la prestación de determinados servicios 
previstos en el anexo de esta Ley, realizados a través de establecimientos 
permanentes, situados en cualquier parte del territorio nacional, y cuya superficie útil 
de exposición y venta al público no sea superior a 750 metros cuadrados.»

Dos. Se modifica la Disposición final décima, que queda redactada del siguiente modo:

«Disposición final décima.  Ampliación por las Comunidades Autónomas del 
umbral de superficie, del catálogo de actividades y otros supuestos de inexigibilidad 
de licencias.

Las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, podrán 
ampliar el umbral de superficie y el catálogo de actividades comerciales y servicios, 
previstos en el Título I y en el anexo de esta Ley, así como determinar cualesquiera 
otros supuestos de inexigibilidad de licencias. Asimismo, podrán establecer 
regulaciones sobre estas mismas actividades con menor intervención administrativa, 
incluyendo la declaración de inocuidad.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
1. Esta ley se dicta en ejercicio de las competencias exclusivas del Estado para la 

regulación de la condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, legislación 
procesal, en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, así como sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas 
y la legislación básica sobre contratos administrativos, recogidas respectivamente en las 
materias del artículo 149.1.1.ª, 6.ª, 13.ª y 18.ª de la Constitución.

2. No tiene carácter básico y se aplica exclusivamente a la Administración General del 
Estado y al sector público estatal lo previsto en:

a) El apartado 4 del artículo 14 y el artículo 15 del capítulo III relativos a la valoración del 
impacto de unidad de mercado en las memorias de análisis de impacto normativo y a la 
evaluación periódica de la normativa respectivamente.

b) La disposición adicional sexta relativa a la evaluación normativa de unidad de 
mercado.
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Disposición final quinta.  Adaptación de la normativa vigente.
En el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, se procederá a la 

adaptación de las disposiciones vigentes con rango legal y reglamentario a lo dispuesto en la 
misma.

Disposición final sexta.  Desarrollo normativo.
El Gobierno podrá aprobar las normas de rango reglamentario que resulten necesarias 

para el desarrollo de lo previsto en esta Ley. Asimismo se autoriza a los Ministros de 
Hacienda y Administraciones Públicas y de Economía y Competitividad en el ámbito de sus 
respectivas competencias para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación y 
desarrollo de lo previsto en esta Ley.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
1. Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
2. No obstante, el artículo 20, los apartados 2 y 3 del artículo 21 y el artículo 26 entrarán 

en vigor a los tres meses de la publicación de esta Ley excepto para aquellos servicios 
regulados en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio.

ANEXO
Definiciones

A efectos de esta Ley, se entenderá por:
a) Acreditación: declaración por un organismo de acreditación de que un organismo de 

evaluación de la conformidad cumple los requisitos fijados con arreglo a normas 
armonizadas, y cuando proceda, otros requisitos adicionales, incluidos los establecidos en 
los esquemas sectoriales pertinentes, para ejercer actividades específicas de evaluación de 
la conformidad.

b) Actividad económica: Cualquier actividad de carácter empresarial o profesional que 
suponga la ordenación por cuenta propia de los medios de producción, de los recursos 
humanos, o ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o 
en la prestación de servicios. No se incluyen dentro de este concepto las actividades 
relativas a la reserva o al ejercicio de potestades públicas, jurisdiccionales o administrativas 
ni la regulación de las relaciones laborales por cuenta ajena o asalariadas.

c) Autoridad competente: Cualquier organismo o entidad que lleve a cabo la regulación, 
ordenación o control de las actividades económicas o que adjudique contratos de 
conformidad con la normativa de contratación pública, o cuya actuación afecte al acceso a 
una actividad económica o a su ejercicio y, en particular, las autoridades administrativas 
estatales, autonómicas o locales y los colegios profesionales y, en su caso, consejos 
generales y autonómicos de colegios profesionales.

d) Autoridad de origen: autoridad competente del lugar del territorio nacional donde el 
operador esté establecido legalmente para llevar a cabo una determinada actividad 
económica. Se entenderá que un operador está establecido legalmente en un territorio 
cuando en ese lugar se acceda a una actividad económica y a su ejercicio.

e) Autoridad de destino: autoridad competente del lugar del territorio nacional donde un 
operador legalmente establecido en otro lugar del territorio nacional lleva a cabo una 
actividad económica, mediante establecimiento o sin él.

f) Autorización o licencia: Cualquier acto expreso o tácito de la autoridad competente que 
se exija a un operador económico con carácter previo para el acceso a una actividad 
económica o su ejercicio.

g) Establecimiento: el acceso a una actividad económica no asalariada y su ejercicio, así 
como la constitución y gestión de empresas y especialmente de sociedades, en las 
condiciones fijadas por la legislación, por una duración indeterminada, en particular por 
medio de una infraestructura estable.
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h) Operador económico: cualquier persona física o jurídica o entidad que realice una 
actividad económica en España.

i) Normas de calidad: las disposiciones aprobadas por un organismo reconocido o 
acreditado nacional o internacionalmente, que proporcionan reglas, directrices o 
características dirigidas al desarrollo de las actividades económicas o a la calidad de sus 
resultados.
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§ 5

Real Decreto 201/2010, de 26 de febrero, por el que se regula el 
ejercicio de la actividad comercial en régimen de franquicia y la 

comunicación de datos al registro de franquiciadores

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
«BOE» núm. 63, de 13 de marzo de 2010

Última modificación: 24 de octubre de 2019
Referencia: BOE-A-2010-4175

La actividad comercial en régimen de franquicia, desarrollada por medio de los 
denominados acuerdos o contratos de franquicia, mejora normalmente la distribución de 
productos y la prestación de servicios, puesto que da a los franquiciadores la posibilidad de 
crear una red de distribución uniforme mediante inversiones limitadas, lo que facilita la 
entrada de nuevos competidores en el mercado, particularmente en el caso de las pequeñas 
y medianas empresas, con el consiguiente aumento de la competencia entre marcas. A la 
vez, permite que los comerciantes independientes puedan establecer negocios más 
rápidamente y, en principio, con más posibilidades de éxito que si tuvieran que hacerlo sin la 
experiencia y la ayuda del franquiciador, abriéndoles así la posibilidad de competir de forma 
más eficaz con otras empresas de distribución.

Asimismo, los acuerdos de franquicia también pueden beneficiar a los consumidores y 
usuarios, puesto que combinan las ventajas de una red de distribución uniforme con la 
existencia de comerciantes interesados en el funcionamiento eficaz de su negocio.

El artículo 62 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, 
regula el régimen de franquicia. El apartado 2 de este artículo preceptúa que las personas 
físicas o jurídicas que pretendan desarrollar en España la actividad de franquiciadores deben 
comunicar sus datos en el plazo de 3 meses desde el inicio de su actividad y a los solos 
efectos informativos al Registro que puedan establecer las Administraciones competentes, y 
que deberá estar coordinado con el Registro estatal. Por su parte, el apartado 3 de este 
artículo, determina la información que el franquiciador deberá entregar al futuro franquiciado 
para que pueda decidir, libremente y con conocimiento de causa, su incorporación a la red 
de franquicia. Asimismo, este apartado señala que reglamentariamente se establecerán las 
demás condiciones básicas para la actividad de cesión de franquicias.

En la actualidad, el Real Decreto 1182/2008, de 11 de julio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, atribuye a la 
Dirección General de Política Comercial el registro, control y seguimiento de aquellas 
modalidades de comercialización de carácter especial de ámbito nacional y las 
competencias derivadas de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista.

En el desarrollo de la citada Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista, se ha tenido en cuenta el derecho comunitario, y en especial dos de sus 
disposiciones. Por un lado, el Reglamento único de exención 2790/1999, de 22 de diciembre 
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(Reglamento (CE) n.º 2790/1999 de la Comisión, de 22 de diciembre de 1999, relativo a la 
aplicación del apartado 3 del artículo 81 del Tratado CE a determinadas categorías de 
acuerdos verticales y prácticas concertadas) que vino a derogar y a sustituir al anterior 
reglamento de exención por categorías de acuerdos de franquicia (el Reglamento (CEE) nº 
4087/88, de la Comisión, de 30 de noviembre de 1988, relativo a la aplicación del apartado 3 
del artículo 85 del Tratado a categorías de acuerdos de franquicia), y es de aplicación directa 
a los acuerdos de franquicia que afectan al mercado comunitario y al nacional. Por otro lado, 
la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios en el mercado interior (en adelante, Directiva de Servicios), se 
ha tenido en cuenta a efectos de racionalizar, simplificar y omitir barreras innecesarias en el 
acceso y prestación de los servicios, coadyuvando a mejorar la regulación del registro 
existente hasta el momento.

Se mejora la regulación del registro estatal creado en 1998 que garantiza la 
centralización de los datos relativos a los franquiciadores, a los efectos de información y 
publicidad; y, a este fin, se fijan las directrices técnicas y de coordinación entre los registros 
similares que pueden establecer las comunidades autónomas, bajo el principio de 
interoperabilidad de registros y ventanilla única previstos en la Directiva de Servicios.

En todo caso, la llevanza del registro corresponderá a las comunidades autónomas 
donde los franquiciadores tengan su sede social, de manera que se aceptarán como 
vinculantes las propuestas de inscripción, cancelación y revocación que aquéllas efectúen.

La necesidad del registro de franquiciadores viene dictada, entre otras razones, por la 
conveniencia de disponer de un censo actualizado de estas empresas, cuyo sector comercial 
está experimentando un fuerte desarrollo en España.

La disposición final única de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista, señala que el artículo 62 constituye legislación civil y mercantil, y será de 
aplicación general por ampararse en la competencia exclusiva del Estado para regular el 
contenido del derecho privado de los contratos, resultante del artículo 149.1.6ª y 8ª de la 
Constitución.

Asimismo, el apartado 2 del artículo 62 tiene la consideración de norma básica, dictada 
al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución.

En la elaboración de esta disposición han sido consultadas las comunidades autónomas 
y oídos los sectores afectados.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, previa 
aprobación de la Ministra de la Presidencia, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 26 de febrero de 2010,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente disposición tiene por objeto establecer las condiciones básicas para 

desarrollar la actividad de cesión de franquicia.

CAPÍTULO II
Condiciones básicas para desarrollar la actividad de cesión de franquicias

Artículo 2.  Actividad comercial en régimen de franquicia.
1. A los efectos del presente real decreto, se entenderá por actividad comercial en 

régimen de franquicia, regulada en el artículo 62 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista, aquella que se realiza en virtud del contrato por el cual 
una empresa, el franquiciador, cede a otra, el franquiciado, en un mercado determinado, a 
cambio de una contraprestación financiera directa, indirecta o ambas, el derecho a la 
explotación de una franquicia, sobre un negocio o actividad mercantil que el primero venga 
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desarrollando anteriormente con suficiente experiencia y éxito, para comercializar 
determinados tipos de productos o servicios y que comprende, por lo menos:

a) El uso de una denominación o rótulo común u otros derechos de propiedad intelectual 
o industrial y una presentación uniforme de los locales o medios de transporte objeto del 
contrato.

b) La comunicación por el franquiciador al franquiciado de unos conocimientos técnicos o 
un saber hacer, que deberá ser propio, sustancial y singular, y

c) La prestación continúa por el franquiciador al franquiciado de una asistencia 
comercial, técnica o ambas durante la vigencia del acuerdo; todo ello sin perjuicio de las 
facultades de supervisión que puedan establecerse contractualmente.

2. Se entenderá por acuerdo de franquicia principal o franquicia maestra aquel por el 
cual una empresa, el franquiciador, le otorga a la otra, el franquiciado principal, en 
contraprestación de una compensación financiera directa, indirecta o ambas el derecho de 
explotar una franquicia con la finalidad de concluir acuerdos de franquicia con terceros, los 
franquiciados, conforme al sistema definido por el franquiciador, asumiendo el franquiciado 
principal el papel de franquiciador en un mercado determinado.

3. No tendrá necesariamente la consideración de franquicia, el contrato de concesión 
mercantil o de distribución en exclusiva, por el cual un empresario se compromete a adquirir 
en determinadas condiciones, productos normalmente de marca, a otro que le otorga una 
cierta exclusividad en una zona, y a revenderlos también bajo ciertas condiciones, así como 
a prestar a los compradores de estos productos asistencia una vez realizada la venta.

4. Tampoco tendrán la consideración de franquicia ninguna de las siguientes relaciones 
jurídicas:

a) La concesión de una licencia de fabricación.
b) La cesión de una marca registrada para utilizarla en una determinada zona.
c) La transferencia de tecnología.
d) La cesión de la utilización de una enseña o rótulo comercial.

Artículo 3.  Información precontractual al potencial franquiciado.
Con una antelación mínima de veinte días hábiles a la firma del contrato o precontrato de 

franquicia o a la entrega por parte del futuro franquiciado al franquiciador de cualquier pago, 
el franquiciador o franquiciado principal deberá dar por escrito al potencial franquiciado la 
siguiente información veraz y no engañosa:

a) Datos de identificación del franquiciador: nombre o razón social, domicilio, así como 
cuando se trate de una compañía mercantil, capital social recogido en el último balance, con 
expresión de si se halla totalmente desembolsado o en qué proporción, y datos de 
inscripción en el Registro Mercantil, cuando proceda.

De tratarse de un franquiciado principal se incluirán, además, las circunstancias 
anteriores respecto de su propio franquiciador.

b) Acreditación de tener concedido para España, y en vigor, el título de propiedad o 
licencia de uso de la marca y signos distintivos de la entidad franquiciadora, y de los 
eventuales recursos judiciales interpuestos que puedan afectar a la titularidad o al uso de la 
marca, si los hubiere, con expresión, en todo caso, de la duración de la licencia.

c) Descripción general del sector de actividad objeto del negocio de franquicia, que 
abarcará los datos más importantes de aquél.

d) Experiencia de la empresa franquiciadora, que incluirá, entre otros datos, la fecha de 
creación de la empresa, las principales etapas de su evolución y el desarrollo de la red 
franquiciada.

e) Contenido y características de la franquicia y de su explotación, que comprenderá una 
explicación general del sistema del negocio objeto de la franquicia, las características del 
saber hacer y de la asistencia comercial o técnica permanente que el franquiciador 
suministrará a sus franquiciados, así como una estimación de las inversiones y gastos 
necesarios para la puesta en marcha de un negocio tipo. En el caso de que el franquiciador 
haga entrega al potencial franquiciado individual de previsiones de cifras de ventas o 
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resultados de explotación del negocio, éstas deberán estar basadas en experiencias o 
estudios, que estén suficientemente fundamentados.

f) Estructura y extensión de la red en España, que incluirá la forma de organización de la 
red de franquicia y el número de establecimientos implantados en España, distinguiendo los 
explotados directamente por el franquiciador de los que operen bajo el régimen de cesión de 
franquicia, con indicación de la población en que se encuentren ubicados y el número de 
franquiciados que hayan dejado de pertenecer a la red en España en los dos últimos años, 
con expresión de si el cese se produjo por expiración del término contractual o por otras 
causas de extinción.

g) Elementos esenciales del acuerdo de franquicia, que recogerá los derechos y 
obligaciones de las respectivas partes, duración del contrato, condiciones de resolución y, en 
su caso, de renovación del mismo, contraprestaciones económicas, pactos de exclusivas, y 
limitaciones a la libre disponibilidad del franquiciado del negocio objeto de franquicia.

Artículo 4.  Deber de confidencialidad del franquiciado.
El franquiciador podrá exigir al potencial franquiciado un deber de confidencialidad de 

toda la información precontractual que reciba o vaya a recibir del franquiciador.

CAPÍTULO III
Registro de franquiciadores

Artículos 5 a 12.  
(Derogados).

Disposición adicional primera.  Comunicaciones de datos por parte de las comunidades 
autónomas.

(Derogada).

Disposición adicional segunda.  Datos comunicados directamente al registro de 
franquiciadores del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio.

(Derogada).

Disposición adicional tercera.  No incremento del gasto público.
Lo dispuesto en el presente real decreto no podrá originar aumento de gasto del Estado.

Disposición transitoria primera.  Interoperabilidad de los registros de franquiciadores.
(Derogada).

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio para la aplicación del procedimiento 
sancionador en defecto de comunicación de datos.

(Derogada).

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
A partir de la entrada en vigor del presente real decreto quedarán derogadas las 

siguientes normas:
a) Real Decreto 2485/1998, de 13 de noviembre, por el que se desarrolla el artículo 62 

de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, relativo a la 
regulación del régimen de franquicia, y se crea el Registro de Franquiciadores.

b) Real Decreto 419/2006, de 7 de abril, por el que se modifica el Real Decreto 
2485/1998, de 13 de noviembre, relativo a la regulación del régimen de franquicia y el 
registro de franquiciadores.

c) Todas aquellas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo establecido 
en el presente real decreto.
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Disposición final primera.  Carácter de la norma.
Los artículos 1,2,3 y 4 del presente real decreto se dictan al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en 
legislación mercantil y legislación civil.

Los restantes preceptos de este real decreto tendrán la consideración de norma básica 
dictada al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución, que atribuyen al Estado la 
competencia exclusiva sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica.

Disposición final segunda.  Facultad de desarrollo.
Se faculta al Ministro de Industria, Turismo y Comercio para dictar, en el ámbito de sus 

competencias, las disposiciones necesarias para la ejecución de lo establecido en este real 
decreto.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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Formulario de Comunicación de datos al Registro de Franquiciadores

El presente formulario queda sujeto a posible revisión y modificación posterior mediante 
orden ministerial, una vez aprobado en Conferencia Sectorial.
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Formulario de Modificación de datos en el Registro de Franquiciadores

El presente formulario queda sujeto a posible revisión y modificación posterior mediante 
orden ministerial, una vez aprobado en Conferencia Sectorial.
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§ 6

Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 307, de 22 de diciembre de 2004

Última modificación: 17 de octubre de 2014
Referencia: BOE-A-2004-21421

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La definición de los horarios comerciales ha venido constituyendo en todo momento una 

pieza de especial sensibilidad en la regulación del ejercicio de la actividad comercial 
minorista. Así, la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de enero, complementaria de la Ley de 
ordenación del comercio minorista, estableció en su artículo 2 el principio de la libertad de 
cada comerciante para determinar, sin limitación alguna en toda España, el horario de 
apertura y cierre de sus establecimientos comerciales, así como los días festivos o no y el 
número de horas semanales en los que desarrollar su actividad, dentro de las reglas 
establecidas en la propia Ley. La mencionada Ley Orgánica señalaba que el principio de 
libertad de horarios no podía ser de aplicación inmediata por los efectos que este régimen 
podría tener sobre el sector y, por ello, estableció un régimen transitorio, que no podría ser 
revisado antes del 1 de enero del año 2001.

Por este motivo, y siguiendo determinadas reglas, se acordó una modulación en su 
aplicación hasta el año 2001. Se reconoció la plena libertad para determinados tipos de 
establecimientos y para aquellos que no disfrutaban de esta libertad se fijó una apertura 
autorizada, como mínimo, de ocho domingos o festivos y una libertad de apertura que no 
podía restringirse a menos de 72 horas semanales. Estos dos límites podían ser ampliados 
por las Comunidades Autónomas.

El Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de intensificación de la 
competencia en mer-cados de bienes y servicios, en su artículo 43, desplazó las reglas 
transitorias de la Ley Orgánica 2/1996, ampliando el régimen transitorio durante 4 años más 
y estableciendo una nueva regulación que incrementó gradualmente el número de domingos 
y festivos de apertura autorizada hasta llegar a doce para el año 2004. Es decir, la discusión 
sobre la libertad de horarios o la eventual aplicación de un régimen de libertad de horarios se 
aplazó del 1 de enero de 2001 al 1 de enero de 2005. Así, el apartado Uno de este artículo 
señala que «la libertad absoluta de horarios y de determinación de días de apertura de los 
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comerciantes no será de aplicación hasta que el Gobierno, conjuntamente con el Gobierno 
de cada una de las Comunidades Autónomas, así lo decidan para su correspondiente 
territorio y no antes del 1 de enero del año 2005».

Las reglas establecidas en el Real Decreto-ley 6/2000 han marcado una práctica de doce 
aperturas en festivos entre consumidores y comerciantes que se considera constituye un 
marco de referencia adecuado para la nueva regulación.

En consecuencia, la adopción de un nuevo régimen de horarios comerciales resulta 
urgente, por la necesidad de disponer de una norma antes de 1 de enero de 2005, que dote 
de un nuevo marco legal que dé seguridad jurídica y que permita la aprobación de los 
nuevos calendarios comerciales para 2005.

La presente Ley pretende fijar un marco estatal de carácter estable, resultado del 
consenso más amplio posible con las principales asociaciones representantes de los 
consumidores, de los intereses empresariales, los sindicatos y las Comunidades Autónomas.

El objetivo de la presente regulación básica es promover unas adecuadas condiciones 
de competencia en el sector, contribuir a mejorar la eficiencia en la distribución comercial 
minorista, lograr un adecuado nivel de oferta para los consumidores y ayudar a conciliar la 
vida laboral y familiar de los trabajadores del comercio. Esta norma permitirá que cada 
Comunidad Autónoma adecue su régimen de horarios a las características y al modelo de 
comercio de cada una de ellas.

La presente Ley se dicta en el ejercicio de las competencias exclusivas del Estado en 
materia de bases de la ordenación de la actividad económica que le reconoce el artículo 
149.1.13.ª de la Constitución.

Artículo 1.  Libertad de horarios.
Dentro del marco definido por esta Ley y por el que, en su caso, desarrollen las 

Comunidades Autónomas, cada comerciante determinará con plena libertad el horario de 
apertura y cierre de sus establecimientos comerciales de venta y distribución de mercancías, 
así como los días festivos de apertura y el número de horas diarias o semanales en los que 
ejercerá su actividad.

Artículo 2.  Competencias autonómicas.
En el ejercicio de sus competencias, corresponderá a las Comunidades Autónomas la 

regulación de los horarios para la apertura y cierre de los locales comerciales, en sus 
respectivos ámbitos territoriales, en el marco de la libre y leal competencia y con sujeción a 
los principios generales sobre ordenación de la economía que se contienen en la presente 
Ley.

Artículo 3.  Horario global.
1. El horario global en que los comercios podrán desarrollar su actividad durante el 

conjunto de días laborables de la semana no podrá restringirse por las Comunidades 
Autónomas a menos de 90 horas.

2. El horario de apertura y cierre dentro de los días laborables de la semana será 
libremente decidido por cada comerciante, respetando siempre el límite máximo del horario 
global que, en su caso, se establezca por la Comunidad Autónoma.

3. Las Comunidades Autónomas que así lo consideren podrán establecer en su 
normativa aquellas obligaciones de información al público en materia de horarios 
comerciales que mejoren el conocimiento del régimen de horarios por parte de los 
consumidores.

Artículo 4.  Domingos y festivos.
1. El número mínimo de domingos y días festivos en los que los comercios podrán 

permanecer abiertos al público será de dieciséis.
2. Las Comunidades Autónomas podrán modificar dicho número en atención a sus 

necesidades comerciales, incrementándolo o reduciéndolo, sin que en ningún caso se pueda 
limitar por debajo de diez el número mínimo de domingos y festivos de apertura autorizada.
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3. Cada comerciante determinará libremente el horario correspondiente a cada domingo 
o día festivo en que ejerza su actividad.

4. La determinación de los domingos o días festivos en los que podrán permanecer 
abiertos al público los comercios, con el mínimo anual antes señalado, corresponderá a cada 
Comunidad Autónoma para su respectivo ámbito territorial.

5. Para la determinación de los domingos y festivos de apertura a los que se refieren los 
apartados 1 y 2, las Comunidades Autónomas deberán atender de forma prioritaria al 
atractivo comercial de los días para los consumidores, de acuerdo con los siguientes 
criterios:

a) La apertura en al menos un día festivo cuando se produzca la coincidencia de dos o 
más días festivos continuados.

b) La apertura en los domingos y festivos correspondientes a los períodos de rebajas.
c) La apertura en los domingos y festivos de mayor afluencia turística en la Comunidad 

Autónoma.
d) La apertura en los domingos o festivos de la campaña de Navidad.

Artículo 5.  Establecimientos con régimen especial de horarios.
1. Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 

pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas y las 
denominadas tiendas de conveniencia, así como las instaladas en puntos fronterizos, en 
estaciones y medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo y en zonas de gran afluencia 
turística, tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán 
abiertos al público en todo el territorio nacional.

2. También tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán 
abiertos al público en todo el territorio nacional los establecimientos de venta de reducida 
dimensión distintos de los anteriores, que dispongan de una superficie útil para la exposición 
y venta al público inferior a 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas 
o grupos de distribución que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa 
según la legislación vigente.

3. Se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta al público no superior a 500 metros cuadrados, permanezcan abiertas al 
público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en forma similar, entre libros, 
periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, juguetes, regalos y artículos 
varios.

4. A los efectos de lo establecido en el apartado 1, las Comunidades Autónomas, a 
propuesta de los Ayuntamientos correspondientes, determinarán las zonas de gran afluencia 
turística para su respectivo ámbito territorial. Se considerarán zonas de gran afluencia 
turística, aquellas áreas coincidentes con la totalidad del municipio o parte del mismo en las 
que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

b) Que haya sido declarado Patrimonio de la Humanidad o en el que se localice un bien 
inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico artístico.

c) Que limiten o constituyan áreas de influencia de zonas fronterizas.
d) Celebración de grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 

internacional.
e) Proximidad a áreas portuarias en las que operen cruceros turísticos y registren una 

afluencia significativa de visitantes.
f) Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
g) Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen.
En los supuestos en los que concurran las circunstancias enumeradas y la propuesta de 

declaración de zona de gran afluencia turística formulada por el Ayuntamiento interesado 
contenga una limitación de carácter temporal o territorial, deberán justificarse en la propuesta 
las razones en las que se funda tal limitación temporal o territorial, de acuerdo con los 
intereses comerciales, turísticos y en beneficio del consumidor. En el caso de que la 
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Comunidad Autónoma considerase que no está suficientemente justificada esta restricción, 
se declarará zona de gran afluencia turística la totalidad del municipio todo el año.

Si en el plazo que determine su legislación o, en su defecto, en el plazo de seis meses, 
la Comunidad Autónoma competente no resolviera la solicitud del Ayuntamiento interesado, 
se entenderá declarada como zona de gran afluencia turística la propuesta por dicho 
Ayuntamiento.

5. En todo caso, en los municipios con más de 100.000 habitantes que hayan registrado 
más de 600.000 pernoctaciones en el año inmediatamente anterior o que cuenten con 
puertos en los que operen cruceros turísticos que hayan recibido en el año inmediato 
anterior más de 400.000 pasajeros, se declarará, al menos, una zona de gran afluencia 
turística aplicando los criterios previstos en el apartado anterior. Para la obtención de estos 
datos estadísticos se considerarán fuentes las publicaciones del Instituto Nacional de 
Estadística y de Puertos del Estado.

Si en el plazo de seis meses a partir de la publicación de estos datos, las Comunidades 
Autónomas competentes no hubieran declarado alguna zona de gran afluencia turística en el 
municipio en el que concurran las circunstancias señaladas en el párrafo anterior, se 
entenderá declarada como tal la totalidad del municipio y los comerciantes dispondrán de 
plena libertad para la apertura de sus establecimientos durante todo el año.

6. Las oficinas de farmacia, así como los estancos, se regirán por su normativa 
específica, aplicándose en su defecto las disposiciones de esta Ley.

7. Dentro de los límites marcados por la presente Ley, las Comunidades Autónomas 
podrán regular específicamente los horarios comerciales de los establecimientos dedicados 
exclusivamente a la venta de productos culturales, así como los que presten servicios de 
esta naturaleza.

Artículo 6.  Régimen sancionador.
Las Comunidades Autónomas podrán establecer el sistema sancionador aplicable a las 

infracciones de la normativa que dicten en desarrollo de la presente Ley en relación con 
calendarios y horarios comerciales.

Disposición adicional primera.  Régimen de libertad de horarios.
En caso de que las Comunidades Autónomas decidan no hacer uso de la opción que les 

confiere el apartado 1 del artículo 3, se entenderá que los comerciantes disponen de plena 
libertad para determinar las horas de apertura de sus establecimientos.

Disposición adicional segunda.  Libertad de elección de domingos y festivos.
En caso de que las Comunidades Autónomas decidan no ejercitar las opciones que les 

confiere el apartado 4 del artículo 4, se entenderá que los comerciantes disponen de plena 
libertad para determinar los domingos y festivos de apertura de sus establecimientos.

Disposición adicional tercera.  Competencias municipales.
Las Comunidades Autónomas podrán dictar las normas necesarias para que los 

Ayuntamientos puedan acordar, por razones de orden público, el cierre, de manera 
singularizada, de establecimientos que vendan bebidas alcohólicas.

Disposición transitoria primera.  Zonas de gran afluencia turística.
Tendrán la consideración de zonas de gran afluencia turística las que ya la tuvieran en el 

momento de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria segunda.  Definición de Pyme.
Entretanto no se definan legalmente los criterios para la definición de pequeña y 

mediana empresa en la legislación estatal, el criterio a utilizar será el recogido en la 
recomendación de la Comisión Europea de 6 de mayo de 2003.
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Disposición derogatoria.  
Quedan derogados los artículos 2 y 3 de la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de enero, 

complementaria de la Ley de ordenación del comercio minorista, y el artículo 43 del Real 
Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de intensificación de la 
competencia en mercados de bienes y servicios, así como cualquier disposición anterior que 
resulte contraria a la misma.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente Ley se dicta en ejercicio de las competencias exclusivas del Estado en 

materia de bases y ordenación de la economía, reconocidas en el artículo 149.1.13.ª de la 
Constitución, y con el respeto a las competencias en materia de comercio interior de las 
Comunidades Autónomas.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor el 1 de enero de 2005.
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§ 7

Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de 
lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 314, de 30 de diciembre de 2004

Última modificación: 1 de octubre de 2014
Referencia: BOE-A-2004-21830

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Esta Ley tiene por objeto incorporar al derecho interno la Directiva 2000/35/CE, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de junio de 2000, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.

A lo largo de esta última década, la Unión Europea ha venido prestando una atención 
creciente a los problemas de los plazos de pago excesivamente amplios y de la morosidad 
en el pago de deudas contractuales, debido a que deterioran la rentabilidad de las empresas, 
produciendo efectos especialmente negativos en la pequeña y mediana empresa. Además, 
las disparidades existentes entre los Estados miembros respecto a las legislaciones y 
prácticas en materia de pagos constituyen un obstáculo para el buen funcionamiento del 
mercado interior.

Son numerosas las iniciativas de la Unión Europea desarrolladas sobre esta materia, 
entre las cuales está la Recomendación de la Comisión de 12 de mayo de 1995, relativa a 
los plazos de pago en las transacciones comerciales. Al no haberse logrado mejoras en 
materia de morosidad desde la adopción de esta recomendación, se ha hecho necesaria la 
Directiva 2000/35/CE.

El objetivo general de esta directiva es fomentar una mayor transparencia en la 
determinación de los plazos de pago en las transacciones comerciales, y también su 
cumplimiento. Para ello, la directiva comprende un conjunto de medidas tendentes, de una 
parte, a impedir que plazos de pago excesivamente dilatados sean utilizados para 
proporcionar al deudor una liquidez adicional a expensas del acreedor, y, de otra, a disuadir 
los retrasos en los pagos, erradicando las causas por las que en la actualidad la morosidad 
puede resultar ventajosa económicamente para los deudores.

El alcance de esta directiva está limitado a los pagos efectuados como contraprestación 
en operaciones comerciales entre empresas y entre éstas y el sector público. No regula las 
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operaciones en las que intervienen consumidores, los intereses relacionados con otros 
pagos como los efectuados en virtud de la legislación en materia de cheques y letras de 
cambio ni los pagos de indemnizaciones por daños.

El criterio subjetivo y material que delimita el ámbito de aplicación de la Directiva 
2000/35/CE aconseja efectuar su transposición a nuestro ordenamiento jurídico mediante 
una ley especial que regule las medidas sustantivas contra la morosidad, y que, en una 
disposición final, modifique el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

Las medidas sustantivas contra la morosidad que esta Ley regula consisten en 
establecer, con carácter general, un plazo de exigibilidad de intereses de demora, determinar 
su devengo automático, señalar el tipo de interés de demora y otorgar al acreedor el derecho 
a reclamar al deudor una indemnización razonable por los costes de cobro. A estas medidas 
se añade la posibilidad de pactar cláusulas de reserva de dominio a los efectos de que el 
vendedor conserve la propiedad de los bienes hasta el pago total de la deuda.

La nueva Ley introduce un cambio esencial en este ámbito, como es el de desplazar a 
los usos del comercio que hayan venido consagrando plazos de pago excesivamente 
dilatados, los cuales se verían sustituidos por las disposiciones de esta Ley. Cuando la Ley 
hace referencia a que el juez puede considerar los usos del comercio como elemento 
objetivo de valoración a la hora de determinar el posible carácter abusivo de una cláusula 
contractual, toma este extremo sólo como un dato factual y objetivo que permite comparar la 
actuación de un operador con la situación del tráfico mercantil en cada momento.

El plazo de exigibilidad de la deuda y la determinación del tipo de interés de demora 
establecidos en la ley son de aplicación en defecto de pacto entre las partes. Ahora bien, la 
libertad de contratar no debe amparar prácticas abusivas imponiendo cláusulas relativas a 
plazos de pago más amplios o tipos de interés de demora inferiores a los previstos en esta 
Ley, por lo que el juez podrá modificar estos acuerdos si, valoradas las circunstancias del 
caso, resultaran abusivos para el acreedor. En este sentido, podrá considerarse factor 
constitutivo de dicho abuso el que el acuerdo sirva, principalmente, para proporcionar al 
deudor una liquidez adicional a expensas del acreedor o para que el contratista principal 
imponga a sus proveedores o subcontratistas unas condiciones de pago que no estén 
justificadas por razón de las obligaciones que asuma. Precisamente esta regulación de las 
cláusulas abusivas es la que ha determinado la necesidad de dar una nueva redacción al 
artículo 17.3 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, para 
ajustar los pagos a los proveedores a las previsiones de esta Ley. También, la Ley regula la 
acción colectiva dirigida a impedir la utilización de estas cláusulas cuando hayan sido 
redactadas para uso general.

La adecuación de nuestra legislación interna sobre contratación pública al ordenamiento 
jurídico comunitario está contenida en el texto refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 
La inclusión de las Administraciones públicas en el ámbito de la Directiva 2000/35/CE, 
dispensando igual tratamiento a todos los agentes económicos en materia de pagos por 
operaciones comerciales, hace necesario modificar la regulación del tipo de interés de 
demora e introducir el reconocimiento del derecho del acreedor a una indemnización por 
costes de cobro de la deuda, para su adecuación a las previsiones de la norma comunitaria. 
Igual adecuación requieren las disposiciones reguladoras de los pagos entre contratistas y 
subcontratistas y suministradores. A estos fines responde la disposición final primera de esta 
Ley.

La Ley se dicta al amparo de las competencias que la Constitución Española atribuye al 
Estado en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª por afectar a la legislación mercantil y civil. No obstante, 
la disposición final primera de esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.18.ª que 
atribuye al Estado la legislación básica sobre Contratos de las Administraciones Públicas.

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto combatir la morosidad en el pago de deudas dinerarias y el 

abuso, en perjuicio del acreedor, en la fijación de los plazos de pago en las operaciones 
comerciales que den lugar a la entrega de bienes o a la prestación de servicios realizadas 
entre empresas o entre empresas y la Administración.
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Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos regulados en esta Ley, se considerará como:
a) Empresa, a cualquier persona física o jurídica que actúe en el ejercicio de su actividad 

independiente económica o profesional.
b) Administración, a los entes, organismos y entidades que forman parte del sector 

público, de acuerdo con el artículo 3.3 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público.

c) Morosidad, el incumplimiento de los plazos contractuales o legales de pago.
d) Plazo de pago, se referirá a todos los días naturales del año, y serán nulos y se 

tendrán por no puestos los pactos que excluyan del cómputo los periodos considerados 
vacacionales.

 

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley será de aplicación a todos los pagos efectuados como contraprestación en 

las operaciones comerciales realizadas entre empresas, o entre empresas y la 
Administración, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público, así como las realizadas entre los contratistas principales y sus 
proveedores y subcontratistas.

2. Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley:
a) Los pagos efectuados en las operaciones comerciales en las que intervengan 

consumidores.
b) Los intereses relacionados con la legislación en materia de cheques, pagarés y letras 

de cambio y los pagos de indemnizaciones por daños, incluidos los pagos por entidades 
aseguradoras.

c) Las deudas sometidas a procedimientos concursales incoados contra el deudor, que 
se regirán por lo establecido en su legislación especial.

Artículo 4.  Determinación del plazo de pago.
1. El plazo de pago que debe cumplir el deudor, si no hubiera fijado fecha o plazo de 

pago en el contrato, será de treinta días naturales después de la fecha de recepción de las 
mercancías o prestación de los servicios, incluso cuando hubiera recibido la factura o 
solicitud de pago equivalente con anterioridad.

Los proveedores deberán hacer llegar la factura o solicitud de pago equivalente a sus 
clientes antes de que se cumplan quince días naturales a contar desde la fecha de recepción 
efectiva de las mercancías o de la prestación de los servicios.

Cuando en el contrato se hubiera fijado un plazo de pago, la recepción de la factura por 
medios electrónicos producirá los efectos de inicio del cómputo de plazo de pago, siempre 
que se encuentre garantizada la identidad y autenticidad del firmante, la integridad de la 
factura, y la recepción por el interesado.

2. Si legalmente o en el contrato se ha dispuesto un procedimiento de aceptación o de 
comprobación mediante el cual deba verificarse la conformidad de los bienes o los servicios 
con lo dispuesto en el contrato, su duración no podrá exceder de treinta días naturales a 
contar desde la fecha de recepción de los bienes o de la prestación de los servicios. En este 
caso, el plazo de pago será de treinta días después de la fecha en que tiene lugar la 
aceptación o verificación de los bienes o servicios, incluso aunque la factura o solicitud de 
pago se hubiera recibido con anterioridad a la aceptación o verificación.

3. Los plazos de pago indicados en los apartados anteriores podrán ser ampliados 
mediante pacto de las partes sin que, en ningún caso, se pueda acordar un plazo superior a 
60 días naturales.

4. Podrán agruparse facturas a lo largo de un período determinado no superior a quince 
días, mediante una factura comprensiva de todas las entregas realizadas en dicho período, 
factura resumen periódica, o agrupándolas en un único documento a efectos de facilitar la 
gestión de su pago, agrupación periódica de facturas, y siempre que se tome como fecha de 
inicio del cómputo del plazo la fecha correspondiente a la mitad del período de la factura 
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resumen periódica o de la agrupación periódica de facturas de que se trate, según el caso, y 
el plazo de pago no supere los sesenta días naturales desde esa fecha.

Artículo 5.  Devengo de intereses de demora.
El obligado al pago de la deuda dineraria surgida como contraprestación en operaciones 

comerciales incurrirá en mora y deberá pagar el interés pactado en el contrato o el fijado por 
esta Ley automáticamente por el mero incumplimiento del pago en el plazo pactado o 
legalmente establecido, sin necesidad de aviso de vencimiento ni intimación alguna por parte 
del acreedor.

Artículo 6.  Requisitos para que el acreedor pueda exigir los intereses de demora.
El acreedor tendrá derecho a intereses de demora cuando concurran simultáneamente 

los siguientes requisitos:
a) Que haya cumplido sus obligaciones contractuales y legales.
b) Que no haya recibido a tiempo la cantidad debida a menos que el deudor pueda 

probar que no es responsable del retraso.
En caso de que las partes hubieran pactado calendarios de pago para abonos a plazos, 

cuando alguno de los plazos no se abone en la fecha acordada, los intereses y la 
compensación previstas en esta ley se calcularán únicamente sobre la base de las 
cantidades vencidas.

Artículo 7.  Interés de demora.
1. El interés de demora que deberá pagar el deudor será el que resulte del contrato y, en 

defecto de pacto, el tipo legal que se establece en el apartado siguiente.
2. El tipo legal de interés de demora que el deudor estará obligado a pagar será la suma 

del tipo de interés aplicado por el Banco Central Europeo a su más reciente operación 
principal de financiación efectuada antes del primer día del semestre natural de que se trate 
más ocho puntos porcentuales.

Por tipo de interés aplicado por el Banco Central Europeo a sus operaciones principales 
de financiación se entenderá el tipo de interés aplicado a tales operaciones en caso de 
subastas a tipo fijo. En el caso de que se efectuara una operación principal de financiación 
con arreglo a un procedimiento de subasta a tipo variable, este tipo de interés se referirá al 
tipo de interés marginal resultante de esa subasta.

El tipo legal de interés de demora, determinado conforme a lo dispuesto en este 
apartado, se aplicará durante los seis meses siguientes a su fijación.

3. El Ministerio de Economía y Hacienda publicará semestralmente en el «Boletín Oficial 
del Estado» el tipo de interés resultante por la aplicación de la norma contenida en el 
apartado anterior.

Artículo 8.  Indemnización por costes de cobro.
1. Cuando el deudor incurra en mora, el acreedor tendrá derecho a cobrar del deudor 

una cantidad fija de 40 euros, que se añadirá en todo caso y sin necesidad de petición 
expresa a la deuda principal.

Además, el acreedor tendrá derecho a reclamar al deudor una indemnización por todos 
los costes de cobro debidamente acreditados que haya sufrido a causa de la mora de éste y 
que superen la cantidad indicada en el párrafo anterior.

2. El deudor no estará obligado a pagar la indemnización establecida en el apartado 
anterior cuando no sea responsable del retraso en el pago.

Artículo 9.  Cláusulas y prácticas abusivas.
1. Será nula una cláusula contractual o una práctica relacionada con la fecha o el plazo 

de pago, el tipo de interés de demora o la compensación por costes de cobro cuando resulte 
manifiestamente abusiva en perjuicio del acreedor teniendo en cuenta todas las 
circunstancias del caso, incluidas:
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a) Cualquier desviación grave de las buenas prácticas comerciales, contraria a la buena 
fe y actuación leal.

b) La naturaleza del bien o del servicio.
c) Y cuando el deudor tenga alguna razón objetiva para apartarse del tipo de interés 

legal de demora del apartado 2 del artículo 7, o de la cantidad fija a la que se refiere el 
apartado 1 del artículo 8.

Asimismo, para determinar si una cláusula o práctica es abusiva para el acreedor se 
tendrá en cuenta, considerando todas las circunstancias del caso, si sirve principalmente 
para proporcionar al deudor una liquidez adicional a expensas del acreedor, o si el 
contratista principal impone a sus proveedores o subcontratistas unas condiciones de pago 
que no estén justificadas por razón de las condiciones de que él mismo sea beneficiario o 
por otras razones objetivas.

En todo caso, son nulas las cláusulas pactadas entre las partes o las prácticas que 
resulten contrarias a los requisitos para exigir los intereses de demora del artículo 6, o 
aquellas que excluyan el cobro de dicho interés de demora o el de la indemnización por 
costes de cobro prevista en el artículo 8. También son nulas las cláusulas y prácticas 
pactadas por las partes o las prácticas que excluyan el interés de demora, o cualquier otra 
sobre el tipo legal de interés de demora establecido con carácter subsidiario en el apartado 2 
del artículo 7, cuando tenga un contenido abusivo en perjuicio del acreedor, entendiendo que 
será abusivo cuando el interés pactado sea un 70 por ciento inferior al interés legal de 
demora, salvo que atendiendo a las circunstancias previstas en este artículo, pueda 
probarse que el interés aplicado no resulta abusivo. Esta posible modificación del interés de 
demora, de acuerdo con lo previsto en esta Ley, no será de aplicación a las operaciones 
comerciales realizadas con la Administración.

2. El juez que declare la invalidez de dichas cláusulas abusivas integrará el contrato con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 1.258 del Código Civil y dispondrá de facultades 
moderadoras respecto de los derechos y obligaciones de las partes y de las consecuencias 
de su ineficacia.

3. Serán igualmente nulas las cláusulas abusivas contenidas en las condiciones 
generales de la contratación según lo dispuesto en el apartado 1.

4. Las acciones de cesación y de retracción en la utilización de las condiciones 
generales a que se refiere el apartado anterior podrán ser ejercitadas, conforme a la Ley 
7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación, por las siguientes 
entidades:

a) Las asociaciones, federaciones de asociaciones y corporaciones de empresarios, de 
profesionales, de trabajadores autónomos y de agricultores que estatutariamente tengan 
encomendada la defensa de los intereses de sus miembros.

b) Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.
c) Los colegios profesionales legalmente constituidos.
Estas entidades podrán personarse, en nombre de sus asociados, en los órganos 

jurisdiccionales o en los órganos administrativos competentes para solicitar la no aplicación 
de tales cláusulas o prácticas, en los términos y con los efectos dispuestos por la legislación 
comercial y mercantil de carácter nacional. Las denuncias presentadas por estas entidades 
ante las autoridades de competencia tendrán carácter confidencial en los términos de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades mencionadas en 
dicho apartado también podrán personarse en los órganos jurisdiccionales o en los órganos 
administrativos competentes y asumir el ejercicio de acciones colectivas de cesación y de 
retracción en defensa de los intereses de sus asociados frente a empresas incumplidoras 
con carácter habitual de los períodos de pago previstos en esta Ley, en los contratos que no 
están incluidos en el ámbito de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales 
de la Contratación.

Artículo 10.  Cláusula de reserva de dominio.
En las relaciones internas entre vendedor y comprador, aquél conservará la propiedad de 

los bienes vendidos hasta el pago total del precio, siempre que se haya convenido 
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expresamente una cláusula de reserva de dominio entre comprador y vendedor antes de la 
entrega de los bienes.

Sin perjuicio de la aplicación del artículo 1.112 del Código Civil, el vendedor podrá 
subrogar en su derecho a la persona que, mediante la realización de anticipos, financiación o 
asunción de la obligación, realiza la contraprestación por cuenta del deudor o permite a este 
último adquirir derecho sobre el objeto de la reserva de dominio o utilizarlo cuando dicha 
contraprestación se destina, efectivamente, a ese fin.

Entre las medidas de conservación de su derecho, el vendedor o el tercero que haya 
financiado la operación podrá retener la documentación acreditativa de la titularidad de los 
bienes sobre los que se haya pactado la reserva de dominio.

Artículo 11.  Transparencia en las buenas prácticas comerciales.
Con el fin de velar por la plena transparencia en el ejercicio de los derechos y el 

cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley, las Administraciones Públicas 
promoverán la elaboración de Códigos de buenas prácticas comerciales, así como la 
adopción de sistemas de resolución de conflictos a través de la mediación y el arbitraje, 
siendo de adscripción voluntaria por parte de los agentes económicos.

Disposición adicional primera.  Régimen de pagos en el comercio minorista.
En el ámbito de los pagos a los proveedores del comercio que regula la Ley 7/1996, de 

15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, se estará en primer lugar a lo dispuesto 
por el artículo 17 de dicha Ley, aplicándose de forma supletoria esta Ley.

Disposición adicional segunda.  Informe del Gobierno al Congreso de los Diputados.
El Gobierno, en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente Ley, 

remitirá al Congreso de los Diputados un informe en el que se analizarán y evaluarán los 
efectos y las consecuencias de la aplicación del contenido de la misma en relación a los 
plazos de pago en las operaciones comerciales realizadas entre empresas y entre empresas 
y Administración.

Disposición transitoria única.  Contratos preexistentes.
Esta Ley será de aplicación a todos los contratos que, incluidos en su ámbito de 

aplicación, hayan sido celebrados con posterioridad al 8 de agosto de 2002, en cuanto a sus 
efectos futuros, incluida la aplicación del tipo de interés de demora establecido en su artículo 
7. No obstante, en cuanto a la nulidad de las cláusulas pactadas por las causas establecidas 
en su artículo 9, la presente Ley será aplicable a los contratos celebrados con posterioridad 
a su entrada en vigor.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 

opongan a esta Ley, a excepción de aquellas que, en relación a la determinación del plazo 
de pago, resulten más beneficiosas para el acreedor.

Disposición final primera.  Modificación del texto refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

El texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, se modifica en los siguientes términos:

Uno. El apartado 4 del artículo 99 queda redactado como sigue:
«4. La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los 

sesenta días siguientes a la fecha de la expedición de las certificaciones de obras o 
de los correspondientes documentos que acrediten la realización total o parcial del 
contrato, sin perjuicio del plazo especial establecido en el apartado 4 del artículo 110, 
y, si se demorase, deberá abonar al contratista, a partir del cumplimiento de dicho 
plazo de sesenta días, los intereses de demora y la indemnización por los costes de 
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cobro en los términos previstos en la Ley por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales.»

Dos. El apartado 4 del artículo 110 queda redactado como sigue:
«4. Excepto en los contratos de obras, que se regirán por lo dispuesto en el 

artículo 147.3, dentro del plazo de un mes, a contar desde la fecha del acta de 
recepción, deberá acordarse y ser notificada al contratista la liquidación 
correspondiente del contrato y abonársele, en su caso, el saldo resultante. Si se 
produjera demora en el pago del saldo de liquidación, el contratista tendrá derecho a 
percibir los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los 
términos previstos en la Ley por la que se establecen medidas de lucha contra la 
morosidad en las operaciones comerciales.»

Tres. Los apartados 4 y 5 del artículo 116 quedan redactados como sigue:
«4. Salvo lo que se dispone en el siguiente apartado 5, el contratista deberá 

abonar las facturas en el plazo fijado de conformidad con el artículo 4 de la Ley por la 
que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales. En caso de demora en el pago, el subcontratista o el suministrador 
tendrá derecho al cobro de los intereses de demora y la indemnización por los costes 
de cobro en los términos previstos en la misma Ley.

5. Cuando el plazo de pago se convenga más allá de sesenta días, dicho pago 
se instrumentará mediante un documento que lleve aparejada la acción cambiaria; y 
cuando el plazo de pago supere los ciento veinte días, podrá además exigirse por el 
subcontratista o suministrador que dicho pago se garantice mediante aval.

Los subcontratos y los contratos de suministros a que se refiere el párrafo 
anterior tendrán en todo caso naturaleza privada.»

Cuatro. El apartado 3 del artículo 169 queda redactado como sigue:
«3. En el supuesto del artículo 167.a), el contratista tendrá derecho al abono del 

interés de demora previsto en la Ley por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en operaciones comerciales de las cantidades debidas o valores 
económicos convenidos, a partir del vencimiento del plazo previsto para su entrega, 
así como de los daños y perjuicios sufridos.»

Cinco. La letra a) del apartado 2 de la disposición final primera queda redactada como 
sigue:

«a) Los plazos de sesenta días, cuatro meses y ocho meses previstos en el 
artículo 99.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación 
del Comercio Minorista.

La Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, se modifica en 
los siguientes términos:

Uno. Los apartados 1, 3, 4 y 5 del artículo 17 quedan redactados como sigue:
«1. A falta de plazo expreso, se entenderá que los comerciantes deben efectuar 

el pago del precio de las mercancías que compren antes de treinta días a partir de la 
fecha de su entrega.

3. Los aplazamientos de pago de productos de alimentación frescos y de los 
perecederos no excederán en ningún caso de treinta días. Los aplazamientos de 
pago para los demás productos de alimentación y gran consumo no excederán del 
plazo de sesenta días, salvo pacto expreso en el que se prevean compensaciones 
económicas equivalentes al mayor aplazamiento y de las que el proveedor sea 
beneficiario, sin que en ningún caso pueda exceder el plazo de noventa días.

Se entenderá por productos de alimentación frescos y perecederos aquellos que 
por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para 
comercialización y consumo durante un plazo inferior a treinta días o que precisan 
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condiciones de temperatura regulada de comercialización y transporte. Son 
productos de gran consumo aquellos fungibles de compra habitual y repetitiva por los 
consumidores y que presenten alta rotación.

El Gobierno determinará reglamentariamente en el plazo de tres meses la 
definición de los productos a los que se refiere el apartado anterior.

4. Con relación a los productos que no sean frescos o perecederos ni de 
alimentación y gran consumo, cuando los comerciantes acuerden con sus 
proveedores aplazamientos de pago que excedan de los sesenta días desde la fecha 
de entrega y recepción de las mercancías, el pago deberá quedar instrumentado en 
documento que lleve aparejada acción cambiaria, con mención expresa de la fecha 
de pago indicada en la factura. En el caso de aplazamientos superiores a noventa 
días, este documento será endosable a la orden. En todo caso, el documento se 
deberá emitir o aceptar por los comerciantes dentro del plazo de treinta días, a contar 
desde la fecha de recepción de la mercancía, siempre que la factura haya sido 
enviada. Para la concesión de aplazamientos de pago superiores a ciento veinte 
días, el vendedor podrá exigir que queden garantizados mediante aval bancario o 
seguro de crédito o caución.

5. En cualquier caso, se producirá el devengo de intereses moratorios en forma 
automática a partir del día siguiente al señalado para el pago o, en defecto de pacto, 
a aquel en el cual debiera efectuarse de acuerdo con lo establecido en el apartado 1. 
En esos supuestos, el tipo aplicable para determinar la cuantía de los intereses será 
el previsto en el artículo 7 de la Ley por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales, salvo que las partes hubieren 
acordado en el contrato un tipo distinto, que en ningún caso será inferior al señalado 
para el interés legal incrementado en un 50 por ciento.»

Dos. Se añade una disposición transitoria segunda con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria segunda.  Régimen de aplazamientos de pagos a los 
proveedores del comercio minorista.

El plazo fijado para los productos frescos y perecederos seguirá siendo el ya 
exigible de 30 días. La limitación máxima de 60 días a la que se refiere el artículo 
17.3 de esta Ley se aplicará a partir del 1 de julio de 2006. Entre tanto, los 
aplazamientos de pago de los productos de alimentación que no tengan carácter de 
frescos ni perecederos y los productos de gran consumo no excederán de noventa 
días desde la entrega de la mercancía.»

Disposición final tercera.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de las competencias que el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 

Constitución atribuye en exclusiva al Estado en materia de legislación mercantil y civil. No 
obstante, la disposición final primera de esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.18.ª y 
tendrá la consideración de norma básica, con excepción de la modificación del artículo 169.3 
del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, que no tiene 
este carácter de norma básica de acuerdo con la disposición final primera de este texto legal.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 8

Real Decreto 367/2005, de 8 de abril, por el que se desarrolla el 
artículo 17.3 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del 
comercio minorista, y se definen los productos de alimentación 

frescos y perecederos y los productos de gran consumo

Ministerio de Industria, Turismo y Comercio
«BOE» núm. 100, de 27 de abril de 2005
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2005-6795

El artículo 17.3 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista, 
en la redacción dada por la disposición final segunda de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, 
por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales, marca un límite máximo de 30 días al aplazamiento del pago de los productos 
alimenticios frescos y perecederos que adquieren los comerciantes.

Igualmente, la nueva redacción del artículo 17.3 fija un límite máximo de 60 días al 
aplazamiento del pago de los demás productos de alimentación y para los productos de gran 
consumo.

Por otra parte, la disposición final segunda de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la 
que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, ha 
venido también a introducir una nueva disposición transitoria segunda en la Ley 7/1996, de 
15 de enero, de ordenación del comercio minorista, con el fin de que las limitaciones de 60 
días a los aplazamientos que se recogen en el artículo 17.3 respecto a los productos de 
alimentación no frescos ni perecederos y a los productos de gran consumo no se apliquen 
sino a partir del 1 de julio de 2006, quedando hasta entonces limitadas a 90 días.

Ni la definición de alimentos perecederos que proporciona el Código Alimentario 
Español, ni las restantes menciones a productos perecederos que contiene el derecho 
positivo, parecían hasta la nueva regulación del artículo 17.3 adecuadas al objeto pretendido 
por la ley. Por tanto, la modificación legal ha introducido una definición del concepto de 
alimentos frescos y perecederos aplicable directamente al nuevo precepto. No obstante, 
parece conveniente determinar, para la debida seguridad jurídica, qué productos se deben 
entender incluidos en la nueva limitación, resultado de la aplicación de la definición legal a 
los distintos productos, grupos y familias de estos, de forma que evite posibles dudas de 
interpretación.

Además y también con base en el principio de seguridad jurídica, se determinan en este 
real decreto los productos que deben tener la consideración de productos de gran consumo, 
como consecuencia de la aplicación de los criterios recogidos en la definición legal.

También, y para aclarar el alcance de las previsiones establecidas en el artículo 17 de la 
Ley 7/1996, de 15 de enero, la disposición adicional sexta de la propia ley, añadida por el 
artículo 56 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del 
orden social, señala que el artículo 17 será de aplicación también a las entidades de 
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cualquier naturaleza jurídica que se dediquen al comercio mayorista o que realicen 
adquisiciones o presten servicios de intermediación para negociar tales adquisiciones por 
cuenta o encargo de otros comerciantes.

Este real decreto no hace sino dar respuesta al mandato legal recogido en el apartado 3 
del artículo 17 citado y determina positivamente qué ha de entenderse por productos frescos 
y perecederos, por restantes productos de alimentación y, finalmente, por productos de gran 
consumo, y recoger en su integridad el régimen jurídico aplicable.

La limitación que se establece en el artículo 17.3 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, 
supone una excepción al principio de autonomía de la voluntad de las partes. Por ello, la 
determinación de los productos afectados por esta limitación, que tiene un exclusivo carácter 
mercantil, se debe hacer con criterios estrictos que no violenten el espíritu de la ley ni la 
voluntad claramente restrictiva del legislador, manifestada durante su tramitación.

El precepto que se desarrolla constituye legislación civil y mercantil y es, por tanto, de 
aplicación general, al amparo de la competencia exclusiva del Estado para regular el 
contenido del derecho privado de los contratos, de acuerdo con el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de 
la Constitución. Consecuentemente, este real decreto se configura, asimismo, y con el 
mismo fundamento, como de aplicación general.

En la tramitación de este real decreto se ha dado audiencia a los sectores afectados. 
Igualmente, han sido consultadas las comunidades autónomas y ha sido sometido a informe 
de la Comisión Interministerial de Ordenación Alimentaria.

La concreción de los productos frescos y perecederos y la definición de los demás 
productos de alimentación se han acordado conjuntamente con el Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria Turismo y Comercio, de acuerdo con 
el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 8 
de abril de 2005,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto determinar los productos que han de considerarse 

frescos y perecederos, los demás productos de alimentación y los productos de gran 
consumo a los solos efectos de la aplicación del régimen de pagos a los proveedores, 
recogido en el artículo 17.3 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio 
minorista, y en su disposición transitoria segunda.

Artículo 2.  Productos frescos y perecederos.
1. Tienen el carácter de productos de alimentación frescos y perecederos aquellos que 

por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para la comercialización y 
el consumo durante un plazo inferior a 30 días o que precisan condiciones de temperatura 
regulada de comercialización y transporte.

2. Los aplazamientos de pago a los proveedores de productos de alimentación frescos y 
perecederos por parte de los comerciantes minoristas, mayoristas o aquellas entidades de 
cualquier naturaleza jurídica que realicen adquisiciones o presten servicio de intermediación 
para negociar tales adquisiciones por cuenta o encargo de otros comerciantes no excederán, 
en ningún caso, de 30 días desde la fecha de entrega de las mercancías.

3. En el anexo I se recoge la lista de productos, familias y categorías de productos que 
tendrán la consideración de frescos y perecederos a los efectos de lo dispuesto en el 
apartado anterior.

Artículo 3.  Otros productos de alimentación.
1. Tendrán la consideración de productos de alimentación, además de los señalados en 

el artículo 2, los demás productos de alimentación de cualquier naturaleza, sólidos, líquidos, 
naturales o transformados que, por sus características, aplicaciones, componentes, 
preparación y estado de conservación, sean susceptibles de ser habitual e idóneamente 
utilizados para la normal nutrición humana, como fruitivos o también como productos 
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dietéticos, en casos especiales de alimentación humana. Quedan incluidos en esta definición 
las bebidas alcohólicas, las aguas envasadas, los refrescos, las sales, las especias, las 
infusiones, los edulcorantes y los aditivos utilizados para el consumo humano.

2. Quedan excluidos los productos que, aun contando con las características descritas 
en el apartado anterior, tengan la consideración de medicamentos, de acuerdo con la Ley 
25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, y sea preceptiva su venta en farmacias.

3. Los aplazamientos de pago a los proveedores de productos de alimentación que no 
sean frescos ni perecederos a que se refiere el apartado 1, por parte de los comerciantes 
minoristas, mayoristas o aquellas entidades de cualquier naturaleza jurídica que realicen 
adquisiciones o presten servicio de intermediación para negociar tales adquisiciones por 
cuenta o encargo de otros comerciantes, no excederán, en ningún caso, de 60 días desde la 
fecha de entrega de las mercancías, salvo pacto expreso en el que se prevean 
compensaciones económicas equivalentes al mayor aplazamiento y de las que el proveedor 
sea beneficiario, sin que, en ningún caso, pueda exceder el plazo de 90 días.

Artículo 4.  Productos de gran consumo no alimentarios.
1. Tendrán la consideración de productos de gran consumo no alimentarios aquellos 

fungibles de compra habitual y repetitiva por los consumidores y que presenten alta rotación.
2. Los aplazamientos de pago a los proveedores de productos de gran consumo a que 

se refiere el apartado 1, por parte de los comerciantes minoristas, mayoristas o aquellas 
entidades de cualquier naturaleza jurídica que realicen adquisiciones o presten servicio de 
intermediación para negociar dichas adquisiciones por cuenta o encargo de otros 
comerciantes, no excederán, en ningún caso, de 60 días desde la fecha de entrega de las 
mercancías, salvo pacto expreso en el que se prevean compensaciones económicas 
equivalentes al mayor aplazamiento y de las que el proveedor sea beneficiario, sin que, en 
ningún caso, pueda exceder el plazo de 90 días.

3. Se entiende por productos que presentan alta rotación los incluidos en aquellas 
categorías de productos cuyo plazo promedio de permanencia en poder del comerciante, 
desde el suministro efectivo por el fabricante o mayorista hasta la venta final minorista, es 
inferior a 60 días.

4. Se entiende por compra habitual y repetitiva la que corresponde a aquellas familias y 
categorías de productos que intervienen en el abastecimiento regular de los hogares para su 
consumo recurrente y que precisan de su compra varias veces al año.

5. En el anexo II se recoge la lista de productos, familias y categorías de productos que 
tendrán la consideración de productos de gran consumo.

Disposición transitoria única.  Titular la disposición.
La limitación máxima de 60 días a que se refiere el artículo 17.3 de la Ley 7/1996, de 15 

de enero, de ordenación del comercio minorista, y que se recoge en el artículo 3.3 y en el 
artículo 4.2 de este real decreto, se aplicará a partir del 1 de julio de 2006. Entretanto, los 
aplazamientos de pago de los productos de alimentación que no tengan carácter de frescos 
ni perecederos y los productos de gran consumo no excederán de 90 días desde la entrega 
de la mercancía.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de las competencias exclusivas del Estado en 

materia de legislación civil y mercantil contenidas en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I
Determinación de los productos frescos y perecederos

Se consideran productos frescos y perecederos, de acuerdo con el artículo 2.3, los 
siguientes productos naturales o preparados que precisen conservación en condiciones de 
temperatura regulada o que tengan una duración máxima no superior a 30 días:

Pan, bollería y pastelería del día.
Bollería, panadería y pastelería industrial cuyo etiquetado deba mencionar fecha de 

caducidad o consumo preferente, siempre que estas sean inferiores a 30 días desde su 
fabricación.

Masas, bollería y pastelería refrigerada o congelada.
Pastas frescas, refrigeradas o congeladas.
Patatas de consumo frescas, refrigeradas o congeladas, naturales o peladas, enteras o 

cortadas.
Verduras y hortalizas frescas, refrigeradas o congeladas, enteras o troceadas.
Hongos y setas frescos, refrigerados o congelados.
Frutas frescas, refrigeradas o congeladas, enteras o troceadas.
Carnes de ovino, bovino, porcino, aves, caza y otras, frescas, refrigeradas o congeladas.
Despojos y productos de casquería.
Charcutería y preparados cárnicos, cuyo etiquetado deba mencionar fecha de caducidad 

o consumo preferente, siempre que estas sean inferiores a 30 días desde su fabricación.
Jamón, paleta y magro de cerdo cocidos y todos los demás fiambres y productos 

cárnicos, loncheados o comercializados en piezas que precisen conservación en frío o cuya 
duración máxima sea inferior a 30 días.

Pescados, crustáceos y moluscos vivos, frescos, refrigerados o congelados.
Pescados ahumados con fecha de caducidad o de consumo preferente inferior a 30 días 

o que precisen conservación en frío.
Huevos, ovoproductos y demás derivados del huevo, refrigerados o congelados.
Leche fresca, certificada o pasteurizada.
Yogures y leches fermentadas no pasteurizadas después de la fermentación, 

mantequilla, requesón y queso fresco.
Nata fresca y nata montada refrigerada o congelada.
Quesos con fecha de caducidad o de consumo preferente inferior a 30 días o que 

precisen conservación en frío.
Productos lácteos que no admitan almacenamiento a temperatura ambiente.
Margarinas y preparados de margarinas, frescos, refrigerados o congelados.
Zumos, horchatas, batidos y otras bebidas, refrigerados o congelados.
Helados y postres frescos, refrigerados o congelados.
Productos precocinados y comidas preparadas, frescos, refrigerados o congelados.
Salsas frescas, refrigeradas o congeladas.
Semiconservas.
Salazones con fecha de duración mínima no superior a 30 días o que deban conservarse 

en frío.
Cualquier otro alimento natural o preparado actual o futuro que precise conservación en 

frío o que tenga una caducidad o fecha de consumo preferente no superior a 30 días.

ANEXO II
Determinación de los productos de gran consumo

Se consideran productos de gran consumo, de acuerdo con el artículo 4.5, los que a 
continuación se relacionan:

a) Los productos de droguería y limpieza siguientes:
Detergentes para ropa en polvo, líquidos y en pastillas.
Lavavajillas, abrillantadores y sales.
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Suavizantes, quitamanchas, tintes y complementos químicos para el tratamiento de la 
ropa.

Lejías, blanqueadores, desinfectantes y desatascadores.
Ceras y limpiadores del hogar.
Insecticidas para uso doméstico.
Ambientadores del hogar.
Papel higiénico, rollos de celulosa para uso doméstico y pañuelos, servilletas y manteles 

y otros productos de celulosa desechables.
Mopas, recambios de friegasuelos, bayetas, guantes de uso doméstico y estropajos.
Bolsas de basura, de congelación y conservación, papel de aluminio y film transparente.
b) Los productos de perfumería e higiene personal siguientes:
Jabones de tocador, geles de baño y champús.
Desodorantes y antitranspirantes.
Lacas, fijadores, tintes y acondicionadores capilares.
Pastas de dientes, colutorios y elixires bucales.
Cremas de afeitado y lociones de afeitado.
Compresas, tampones, protectores íntimos, toallitas y pañales desechables.
Aguas de colonia de uso familiar.
Leches y tónicos corporales, hidratantes o nutritivos, y cremas, leches y lociones solares 

y cremas de manos.
Preservativos.
Maquinillas de afeitar desechables, cuchillas, bastoncillos, algodones y demás productos 

desechables de perfumería.
c) Otros productos de gran consumo:
Los productos que se comercialicen en fase minorista, destinados a la alimentación de 

mascotas y demás animales de compañía.
Baterías y pilas de uso doméstico.
Cualquier otro producto nuevo o actual fungible de uso doméstico de compra habitual y 

repetitiva por los consumidores y que presente alta rotación.
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§ 9

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 294, de 6 de diciembre de 2018

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2018-16673

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica.

PREÁMBULO

I
La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales 

es un derecho fundamental protegido por el artículo 18.4 de la Constitución española. De 
esta manera, nuestra Constitución fue pionera en el reconocimiento del derecho fundamental 
a la protección de datos personales cuando dispuso que «la ley limitará el uso de la 
informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el 
pleno ejercicio de sus derechos». Se hacía así eco de los trabajos desarrollados desde 
finales de la década de 1960 en el Consejo de Europa y de las pocas disposiciones legales 
adoptadas en países de nuestro entorno.

El Tribunal Constitucional señaló en su Sentencia 94/1998, de 4 de mayo, que nos 
encontramos ante un derecho fundamental a la protección de datos por el que se garantiza a 
la persona el control sobre sus datos, cualesquiera datos personales, y sobre su uso y 
destino, para evitar el tráfico ilícito de los mismos o lesivo para la dignidad y los derechos de 
los afectados; de esta forma, el derecho a la protección de datos se configura como una 
facultad del ciudadano para oponerse a que determinados datos personales sean usados 
para fines distintos a aquel que justificó su obtención. Por su parte, en la Sentencia 
292/2000, de 30 de noviembre, lo considera como un derecho autónomo e independiente 
que consiste en un poder de disposición y de control sobre los datos personales que faculta 
a la persona para decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el Estado o un 
particular, o cuáles puede este tercero recabar, y que también permite al individuo saber 
quién posee esos datos personales y para qué, pudiendo oponerse a esa posesión o uso.

A nivel legislativo, la concreción y desarrollo del derecho fundamental de protección de 
las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales tuvo lugar en sus 
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orígenes mediante la aprobación de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, reguladora 
del tratamiento automatizado de datos personales, conocida como LORTAD. La Ley 
Orgánica 5/1992 fue reemplazada por la Ley Orgánica 15/1999, de 5 de diciembre, de 
protección de datos personales, a fin de trasponer a nuestro derecho a la Directiva 95/46/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de 
las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos. Esta ley orgánica supuso un segundo hito en la evolución de la 
regulación del derecho fundamental a la protección de datos en España y se complementó 
con una cada vez más abundante jurisprudencia procedente de los órganos de la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Por otra parte, también se recoge en el artículo 8 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea. Anteriormente, a nivel europeo, se había adoptado la Directiva 95/46/CE 
citada, cuyo objeto era procurar que la garantía del derecho a la protección de datos 
personales no supusiese un obstáculo a la libre circulación de los datos en el seno de la 
Unión, estableciendo así un espacio común de garantía del derecho que, al propio tiempo, 
asegurase que en caso de transferencia internacional de los datos, su tratamiento en el país 
de destino estuviese protegido por salvaguardas adecuadas a las previstas en la propia 
directiva.

II
En los últimos años de la pasada década se intensificaron los impulsos tendentes a 

lograr una regulación más uniforme del derecho fundamental a la protección de datos en el 
marco de una sociedad cada vez más globalizada. Así, se fueron adoptando en distintas 
instancias internacionales propuestas para la reforma del marco vigente. Y en este marco la 
Comisión lanzó el 4 de noviembre de 2010 su Comunicación titulada «Un enfoque global de 
la protección de los datos personales en la Unión Europea», que constituye el germen de la 
posterior reforma del marco de la Unión Europea. Al propio tiempo, el Tribunal de Justicia de 
la Unión ha venido adoptando a lo largo de los últimos años una jurisprudencia que resulta 
fundamental en su interpretación.

El último hito en esta evolución tuvo lugar con la adopción del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales 
y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE 
(Reglamento general de protección de datos), así como de la Directiva (UE) 2016/680 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las 
autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento 
de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de 
dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo.

III
El Reglamento general de protección de datos pretende con su eficacia directa superar 

los obstáculos que impidieron la finalidad armonizadora de la Directiva 95/46/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de esos datos. La transposición de la directiva por los Estados miembros se ha plasmado en 
un mosaico normativo con perfiles irregulares en el conjunto de la Unión Europea lo que, en 
último extremo, ha conducido a que existan diferencias apreciables en la protección de los 
derechos de los ciudadanos.

Asimismo, se atiende a nuevas circunstancias, principalmente el aumento de los flujos 
transfronterizos de datos personales como consecuencia del funcionamiento del mercado 
interior, los retos planteados por la rápida evolución tecnológica y la globalización, que ha 
hecho que los datos personales sean el recurso fundamental de la sociedad de la 
información. El carácter central de la información personal tiene aspectos positivos, porque 
permite nuevos y mejores servicios, productos o hallazgos científicos. Pero tiene también 
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riesgos, pues las informaciones sobre los individuos se multiplican exponencialmente, son 
más accesibles, por más actores, y cada vez son más fáciles de procesar mientras que es 
más difícil el control de su destino y uso.

El Reglamento general de protección de datos supone la revisión de las bases legales 
del modelo europeo de protección de datos más allá de una mera actualización de la vigente 
normativa. Procede a reforzar la seguridad jurídica y transparencia a la vez que permite que 
sus normas sean especificadas o restringidas por el Derecho de los Estados miembros en la 
medida en que sea necesario por razones de coherencia y para que las disposiciones 
nacionales sean comprensibles para sus destinatarios. Así, el Reglamento general de 
protección de datos contiene un buen número de habilitaciones, cuando no imposiciones, a 
los Estados miembros, a fin de regular determinadas materias, permitiendo incluso en su 
considerando 8, y a diferencia de lo que constituye principio general del Derecho de la Unión 
Europea que, cuando sus normas deban ser especificadas, interpretadas o, 
excepcionalmente, restringidas por el Derecho de los Estados miembros, estos tengan la 
posibilidad de incorporar al derecho nacional previsiones contenidas específicamente en el 
reglamento, en la medida en que sea necesario por razones de coherencia y comprensión.

En este punto hay que subrayar que no se excluye toda intervención del Derecho interno 
en los ámbitos concernidos por los reglamentos europeos. Al contrario, tal intervención 
puede ser procedente, incluso necesaria, tanto para la depuración del ordenamiento nacional 
como para el desarrollo o complemento del reglamento de que se trate. Así, el principio de 
seguridad jurídica, en su vertiente positiva, obliga a los Estados miembros a integrar el 
ordenamiento europeo en el interno de una manera lo suficientemente clara y pública como 
para permitir su pleno conocimiento tanto por los operadores jurídicos como por los propios 
ciudadanos, en tanto que, en su vertiente negativa, implica la obligación para tales Estados 
de eliminar situaciones de incertidumbre derivadas de la existencia de normas en el Derecho 
nacional incompatibles con el europeo. De esta segunda vertiente se colige la consiguiente 
obligación de depurar el ordenamiento jurídico. En definitiva, el principio de seguridad 
jurídica obliga a que la normativa interna que resulte incompatible con el Derecho de la 
Unión Europea quede definitivamente eliminada «mediante disposiciones internas de 
carácter obligatorio que tengan el mismo valor jurídico que las disposiciones internas que 
deban modificarse» (Sentencias del Tribunal de Justicia de 23 de febrero de 2006, asunto 
Comisión vs. España; de 13 de julio de 2000, asunto Comisión vs. Francia; y de 15 de 
octubre de 1986, asunto Comisión vs. Italia). Por último, los reglamentos, pese a su 
característica de aplicabilidad directa, en la práctica pueden exigir otras normas internas 
complementarias para hacer plenamente efectiva su aplicación. En este sentido, más que de 
incorporación cabría hablar de «desarrollo» o complemento del Derecho de la Unión 
Europea.

La adaptación al Reglamento general de protección de datos, que será aplicable a partir 
del 25 de mayo de 2018, según establece su artículo 99, requiere, en suma, la elaboración 
de una nueva ley orgánica que sustituya a la actual. En esta labor se han preservado los 
principios de buena regulación, al tratarse de una norma necesaria para la adaptación del 
ordenamiento español a la citada disposición europea y proporcional a este objetivo, siendo 
su razón última procurar seguridad jurídica.

IV
Internet, por otra parte, se ha convertido en una realidad omnipresente tanto en nuestra 

vida personal como colectiva. Una gran parte de nuestra actividad profesional, económica y 
privada se desarrolla en la Red y adquiere una importancia fundamental tanto para la 
comunicación humana como para el desarrollo de nuestra vida en sociedad. Ya en los años 
noventa, y conscientes del impacto que iba a producir Internet en nuestras vidas, los 
pioneros de la Red propusieron elaborar una Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano en Internet.

Hoy identificamos con bastante claridad los riesgos y oportunidades que el mundo de las 
redes ofrece a la ciudadanía. Corresponde a los poderes públicos impulsar políticas que 
hagan efectivos los derechos de la ciudadanía en Internet promoviendo la igualdad de los 
ciudadanos y de los grupos en los que se integran para hacer posible el pleno ejercicio de 
los derechos fundamentales en la realidad digital. La transformación digital de nuestra 
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sociedad es ya una realidad en nuestro desarrollo presente y futuro tanto a nivel social como 
económico. En este contexto, países de nuestro entorno ya han aprobado normativa que 
refuerza los derechos digitales de la ciudadanía.

Los constituyentes de 1978 ya intuyeron el enorme impacto que los avances 
tecnológicos provocarían en nuestra sociedad y, en particular, en el disfrute de los derechos 
fundamentales. Una deseable futura reforma de la Constitución debería incluir entre sus 
prioridades la actualización de la Constitución a la era digital y, específicamente, elevar a 
rango constitucional una nueva generación de derechos digitales. Pero, en tanto no se 
acometa este reto, el legislador debe abordar el reconocimiento de un sistema de garantía 
de los derechos digitales que, inequívocamente, encuentra su anclaje en el mandato 
impuesto por el apartado cuarto del artículo 18 de la Constitución Española y que, en 
algunos casos, ya han sido perfilados por la jurisprudencia ordinaria, constitucional y 
europea.

V
Esta ley orgánica consta de noventa y siete artículos estructurados en diez títulos, 

veintidós disposiciones adicionales, seis disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y dieciséis disposiciones finales.

El Título I, relativo a las disposiciones generales, comienza regulando el objeto de la ley 
orgánica, que es, conforme a lo que se ha indicado, doble. Así, en primer lugar, se pretende 
lograr la adaptación del ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, Reglamento general de protección 
de datos, y completar sus disposiciones. A su vez, establece que el derecho fundamental de 
las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la 
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en 
esta ley orgánica. Las comunidades autónomas ostentan competencias de desarrollo 
normativo y ejecución del derecho fundamental a la protección de datos personales en su 
ámbito de actividad y a las autoridades autonómicas de protección de datos que se creen les 
corresponde contribuir a garantizar este derecho fundamental de la ciudadanía. En segundo 
lugar, es también objeto de la ley garantizar los derechos digitales de la ciudadanía, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 18.4 de la Constitución.

Destaca la novedosa regulación de los datos referidos a las personas fallecidas, pues, 
tras excluir del ámbito de aplicación de la ley su tratamiento, se permite que las personas 
vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho o sus herederos puedan solicitar el 
acceso a los mismos, así como su rectificación o supresión, en su caso con sujeción a las 
instrucciones del fallecido. También excluye del ámbito de aplicación los tratamientos que se 
rijan por disposiciones específicas, en referencia, entre otras, a la normativa que transponga 
la citada Directiva (UE) 2016/680, previéndose en la disposición transitoria cuarta la 
aplicación a estos tratamientos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, hasta que 
se apruebe la citada normativa.

En el Título II, «Principios de protección de datos», se establece que a efectos del 
Reglamento (UE) 2016/679 no serán imputables al responsable del tratamiento, siempre que 
este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin 
dilación, la inexactitud de los datos obtenidos directamente del afectado, cuando hubiera 
recibido los datos de otro responsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a la 
portabilidad, o cuando el responsable los obtuviese del mediador o intermediario cuando las 
normas aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento 
establezcan la posibilidad de intervención de un intermediario o mediador o cuando los datos 
hubiesen sido obtenidos de un registro público. También se recoge expresamente el deber 
de confidencialidad, el tratamiento de datos amparado por la ley, las categorías especiales 
de datos y el tratamiento de datos de naturaleza penal, se alude específicamente al 
consentimiento, que ha de proceder de una declaración o de una clara acción afirmativa del 
afectado, excluyendo lo que se conocía como «consentimiento tácito», se indica que el 
consentimiento del afectado para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de 
manera específica e inequívoca que se otorga para todas ellas, y se mantiene en catorce 
años la edad a partir de la cual el menor puede prestar su consentimiento.
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Se regulan asimismo las posibles habilitaciones legales para el tratamiento fundadas en 
el cumplimiento de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en 
el Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión 
Europea o una ley, que podrá determinar las condiciones generales del tratamiento y los 
tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que procedan como consecuencia del 
cumplimiento de la obligación legal, Este es el caso, por ejemplo, de las bases de datos 
reguladas por ley y gestionadas por autoridades públicas que responden a objetivos 
específicos de control de riesgos y solvencia, supervisión e inspección del tipo de la Central 
de Información de Riesgos del Banco de España regulada por la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, o de los datos, documentos e 
informaciones de carácter reservado que obren en poder de la Dirección General de Seguros 
y Fondos de Pensiones de conformidad con lo previsto en la Ley 20/2015, de 14 de julio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

Se podrán igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la 
adopción de medidas adicionales de seguridad u otras, cuando ello derive del ejercicio de 
potestades públicas o del cumplimiento de una obligación legal y solo podrá considerarse 
fundado en el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de 
poderes públicos conferidos al responsable, en los términos previstos en el reglamento 
europeo, cuando derive de una competencia atribuida por la ley. Y se mantiene la prohibición 
de consentir tratamientos con la finalidad principal de almacenar información identificativa de 
determinadas categorías de datos especialmente protegidos, lo que no impide que los 
mismos puedan ser objeto de tratamiento en los demás supuestos previstos en el 
Reglamento (UE) 2016/679. Así, por ejemplo, la prestación del consentimiento no dará 
cobertura a la creación de «listas negras» de sindicalistas, si bien los datos de afiliación 
sindical podrán ser tratados por el empresario para hacer posible el ejercicio de los derechos 
de los trabajadores al amparo del artículo 9.2.b) del Reglamento (UE) 2016/679 o por los 
propios sindicatos en los términos del artículo 9.2.d) de la misma norma europea.

También en relación con el tratamiento de categorías especiales de datos, el artículo 9.2 
consagra el principio de reserva de ley para su habilitación en los supuestos previstos en el 
Reglamento (UE) 2016/679. Dicha previsión no sólo alcanza a las disposiciones que 
pudieran adoptarse en el futuro, sino que permite dejar a salvo las distintas habilitaciones 
legales actualmente existentes, tal y como se indica específicamente, respecto de la 
legislación sanitaria y aseguradora, en la disposición adicional decimoséptima. El 
Reglamento general de protección de datos no afecta a dichas habilitaciones, que siguen 
plenamente vigentes, permitiendo incluso llevar a cabo una interpretación extensiva de las 
mismas, como sucede, en particular, en cuanto al alcance del consentimiento del afectado o 
el uso de sus datos sin consentimiento en el ámbito de la investigación biomédica. A tal 
efecto, el apartado 2 de la Disposición adicional decimoséptima introduce una serie de 
previsiones encaminadas a garantizar el adecuado desarrollo de la investigación en materia 
de salud, y en particular la biomédica, ponderando los indudables beneficios que la misma 
aporta a la sociedad con las debidas garantías del derecho fundamental a la protección de 
datos.

El Título III, dedicado a los derechos de las personas, adapta al Derecho español el 
principio de transparencia en el tratamiento del reglamento europeo, que regula el derecho 
de los afectados a ser informados acerca del tratamiento y recoge la denominada 
«información por capas» ya generalmente aceptada en ámbitos como el de la videovigilancia 
o la instalación de dispositivos de almacenamiento masivo de datos (tales como las 
«cookies»), facilitando al afectado la información básica, si bien, indicándole una dirección 
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante 
información.

Se hace uso en este Título de la habilitación permitida por el considerando 8 del 
Reglamento (UE) 2016/679 para complementar su régimen, garantizando la adecuada 
estructura sistemática del texto. A continuación, la ley orgánica contempla los derechos de 
acceso, rectificación, supresión, oposición, derecho a la limitación del tratamiento y derecho 
a la portabilidad.

En el Título IV se recogen «Disposiciones aplicables a tratamientos concretos», 
incorporando una serie de supuestos que en ningún caso debe considerarse exhaustiva de 
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todos los tratamientos lícitos. Dentro de ellos cabe apreciar, en primer lugar, aquellos 
respecto de los que el legislador establece una presunción «iuris tantum» de prevalencia del 
interés legítimo del responsable cuando se lleven a cabo con una serie de requisitos, lo que 
no excluye la licitud de este tipo de tratamientos cuando no se cumplen estrictamente las 
condiciones previstas en el texto, si bien en este caso el responsable deberá llevar a cabo la 
ponderación legalmente exigible, al no presumirse la prevalencia de su interés legítimo. 
Junto a estos supuestos se recogen otros, tales como la videovigilancia, los ficheros de 
exclusión publicitaria o los sistemas de denuncias internas en que la licitud del tratamiento 
proviene de la existencia de un interés público, en los términos establecidos en el artículo 
6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679. Finalmente, se hace referencia en este Título a la 
licitud de otros tratamientos regulados en el Capítulo IX del reglamento, como los 
relacionados con la función estadística o con fines de archivo de interés general. En todo 
caso, el hecho de que el legislador se refiera a la licitud de los tratamientos no enerva la 
obligación de los responsables de adoptar todas las medidas de responsabilidad activa 
establecidas en el Capítulo IV del reglamento europeo y en el Título V de esta ley orgánica.

El Título V se refiere al responsable y al encargado del tratamiento. Es preciso tener en 
cuenta que la mayor novedad que presenta el Reglamento (UE) 2016/679 es la evolución de 
un modelo basado, fundamentalmente, en el control del cumplimiento a otro que descansa 
en el principio de responsabilidad activa, lo que exige una previa valoración por el 
responsable o por el encargado del tratamiento del riesgo que pudiera generar el tratamiento 
de los datos personales para, a partir de dicha valoración, adoptar las medidas que 
procedan. Con el fin de aclarar estas novedades, la ley orgánica mantiene la misma 
denominación del Capítulo IV del Reglamento, dividiendo el articulado en cuatro capítulos 
dedicados, respectivamente, a las medidas generales de responsabilidad activa, al régimen 
del encargado del tratamiento, a la figura del delegado de protección de datos y a los 
mecanismos de autorregulación y certificación. La figura del delegado de protección de datos 
adquiere una destacada importancia en el Reglamento (UE) 2016/679 y así lo recoge la ley 
orgánica, que parte del principio de que puede tener un carácter obligatorio o voluntario, 
estar o no integrado en la organización del responsable o encargado y ser tanto una persona 
física como una persona jurídica. La designación del delegado de protección de datos ha de 
comunicarse a la autoridad de protección de datos competente. La Agencia Española de 
Protección de Datos mantendrá una relación pública y actualizada de los delegados de 
protección de datos, accesible por cualquier persona. Los conocimientos en la materia se 
podrán acreditar mediante esquemas de certificación. Asimismo, no podrá ser removido, 
salvo en los supuestos de dolo o negligencia grave. Es de destacar que el delegado de 
protección de datos permite configurar un medio para la resolución amistosa de 
reclamaciones, pues el interesado podrá reproducir ante él la reclamación que no sea 
atendida por el responsable o encargado del tratamiento.

El Título VI, relativo a las transferencias internacionales de datos, procede a la 
adaptación de lo previsto en el Reglamento (UE) 2016/679 y se refiere a las especialidades 
relacionadas con los procedimientos a través de los cuales las autoridades de protección de 
datos pueden aprobar modelos contractuales o normas corporativas vinculantes, supuestos 
de autorización de una determinada transferencia, o información previa.

El Título VII se dedica a las autoridades de protección de datos, que siguiendo el 
mandato del Reglamento (UE) 2016/679 se han de establecer por ley nacional. Manteniendo 
el esquema que se venía recogiendo en sus antecedentes normativos, la ley orgánica regula 
el régimen de la Agencia Española de Protección de Datos y refleja la existencia de las 
autoridades autonómicas de protección de datos y la necesaria cooperación entre las 
autoridades de control. La Agencia Española de Protección de Datos se configura como una 
autoridad administrativa independiente con arreglo a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio 
de Justicia.

El Título VIII regula el «Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa 
de protección de datos». El Reglamento (UE) 2016/679 establece un sistema novedoso y 
complejo, evolucionando hacia un modelo de «ventanilla única» en el que existe una 
autoridad de control principal y otras autoridades interesadas. También se establece un 
procedimiento de cooperación entre autoridades de los Estados miembros y, en caso de 
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discrepancia, se prevé la decisión vinculante del Comité Europeo de Protección de Datos. En 
consecuencia, con carácter previo a la tramitación de cualquier procedimiento, será preciso 
determinar si el tratamiento tiene o no carácter transfronterizo y, en caso de tenerlo, qué 
autoridad de protección de datos ha de considerarse principal.

La regulación se limita a delimitar el régimen jurídico; la iniciación de los procedimientos, 
siendo posible que la Agencia Española de Protección de Datos remita la reclamación al 
delegado de protección de datos o a los órganos o entidades que tengan a su cargo la 
resolución extrajudicial de conflictos conforme a lo establecido en un código de conducta; la 
inadmisión de las reclamaciones; las actuaciones previas de investigación; las medidas 
provisionales, entre las que destaca la orden de bloqueo de los datos; y el plazo de 
tramitación de los procedimientos y, en su caso, su suspensión. Las especialidades del 
procedimiento se remiten al desarrollo reglamentario.

El Título IX, que contempla el régimen sancionador, parte de que el Reglamento (UE) 
2016/679 establece un sistema de sanciones o actuaciones correctivas que permite un 
amplio margen de apreciación. En este marco, la ley orgánica procede a describir las 
conductas típicas, estableciendo la distinción entre infracciones muy graves, graves y leves, 
tomando en consideración la diferenciación que el Reglamento general de protección de 
datos establece al fijar la cuantía de las sanciones. La categorización de las infracciones se 
introduce a los solos efectos de determinar los plazos de prescripción, teniendo la 
descripción de las conductas típicas como único objeto la enumeración de manera 
ejemplificativa de algunos de los actos sancionables que deben entenderse incluidos dentro 
de los tipos generales establecidos en la norma europea. La ley orgánica regula los 
supuestos de interrupción de la prescripción partiendo de la exigencia constitucional del 
conocimiento de los hechos que se imputan a la persona, pero teniendo en cuenta la 
problemática derivada de los procedimientos establecidos en el reglamento europeo, en 
función de si el procedimiento se tramita exclusivamente por la Agencia Española de 
Protección de Datos o si se acude al procedimiento coordinado del artículo 60 del 
Reglamento general de protección de datos.

El Reglamento (UE) 2016/679 establece amplios márgenes para la determinación de la 
cuantía de las sanciones. La ley orgánica aprovecha la cláusula residual del artículo 83.2 de 
la norma europea, referida a los factores agravantes o atenuantes, para aclarar que entre los 
elementos a tener en cuenta podrán incluirse los que ya aparecían en el artículo 45.4 y 5 de 
la Ley Orgánica 15/1999, y que son conocidos por los operadores jurídicos.

Finalmente, el Título X de esta ley acomete la tarea de reconocer y garantizar un elenco 
de derechos digitales de los ciudadanos conforme al mandato establecido en la Constitución. 
En particular, son objeto de regulación los derechos y libertades predicables al entorno de 
Internet como la neutralidad de la Red y el acceso universal o los derechos a la seguridad y 
educación digital así como los derechos al olvido, a la portabilidad y al testamento digital. 
Ocupa un lugar relevante el reconocimiento del derecho a la desconexión digital en el marco 
del derecho a la intimidad en el uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral y la 
protección de los menores en Internet. Finalmente, resulta destacable la garantía de la 
libertad de expresión y el derecho a la aclaración de informaciones en medios de 
comunicación digitales.

Las disposiciones adicionales se refieren a cuestiones como las medidas de seguridad 
en el ámbito del sector público, protección de datos y transparencia y acceso a la 
información pública, cómputo de plazos, autorización judicial en materia de transferencias 
internacionales de datos, la protección frente a prácticas abusivas que pudieran desarrollar 
ciertos operadores, o los tratamientos de datos de salud, entre otras.

De conformidad con la disposición adicional decimocuarta, la normativa relativa a las 
excepciones y limitaciones en el ejercicio de los derechos que hubiese entrado en vigor con 
anterioridad a la fecha de aplicación del reglamento europeo y en particular los artículos 23 y 
24 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, seguirá vigente en tanto no sea expresamente modificada, sustituida o derogada. 
La pervivencia de esta normativa supone la continuidad de las excepciones y limitaciones 
que en ella se contienen hasta que se produzca su reforma o abrogación, si bien referida a 
los derechos tal y como se regulan en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica. 
Así, por ejemplo, en virtud de la referida disposición adicional, las Administraciones 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 9  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales

– 126 –



tributarias responsables de los ficheros de datos con trascendencia tributaria a que se refiere 
el artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, podrán, en relación 
con dichos datos, denegar el ejercicio de los derechos a que se refieren los artículos 15 a 22 
del Reglamento (UE) 2016/679, cuando el mismo obstaculice las actuaciones administrativas 
tendentes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en todo caso, cuando 
el afectado esté siendo objeto de actuaciones inspectoras.

Las disposiciones transitorias están dedicadas, entre otras cuestiones, al estatuto de la 
Agencia Española de Protección de Datos, el régimen transitorio de los procedimientos o los 
tratamientos sometidos a la Directiva (UE) 2016/680. Se recoge una disposición derogatoria 
y, a continuación, figuran las disposiciones finales sobre los preceptos con carácter de ley 
ordinaria, el título competencial y la entrada en vigor.

Asimismo, se introducen las modificaciones necesarias de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil y la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa, la Ley Orgánica, 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, la Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica y la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Finalmente, y en relación con la garantía de los derechos digitales, también se 
introducen modificaciones en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, así como en el Texto Refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores y en el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del 

Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 
circulación de estos datos, y completar sus disposiciones.

El derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, 
amparado por el artículo 18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en 
el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido 
en el artículo 18.4 de la Constitución.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica 

se aplica a cualquier tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así 
como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser 
incluidos en un fichero.

2. Esta ley orgánica no será de aplicación:
a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de 

protección de datos por su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de 
este artículo.

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 3.

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.
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3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 
2016/679 por afectar a actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho 
de la Unión Europea, se regirán por lo dispuesto en su legislación específica si la hubiere y 
supletoriamente por lo establecido en el citado reglamento y en la presente ley orgánica. Se 
encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos realizados al amparo de la 
legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el ámbito 
de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros 
de la Propiedad y Mercantiles.

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos 
judiciales de los procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la 
gestión de la Oficina Judicial, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y 
la presente ley orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio 
Fiscal de los procesos de los que sea competente, así como el realizado con esos fines 
dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley 50/1981, de 
30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.

Artículo 3.  Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus 

herederos podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el 
acceso a los datos personales de aquella y, en su caso, su rectificación o supresión.

Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo anterior no podrán acceder 
a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la persona fallecida 
lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará 
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente 
para ello podrán también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los 
datos personales de este y, en su caso su rectificación o supresión.

Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la 
validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los 
mismos.

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por 
sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona física o jurídica interesada.

En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también podrán 
ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen sido 
designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran 
comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II
Principios de protección de datos

Artículo 4.  Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, 

si fuere necesario, actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será 

imputable al responsable del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las 
medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los 
datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan, cuando los datos 
inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
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b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso 
de que las normas aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del 
tratamiento establecieran la posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que 
recoja en nombre propio los datos de los afectados para su transmisión al responsable. El 
mediador o intermediario asumirá las responsabilidades que pudieran derivarse en el 
supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan con los 
facilitados por el afectado.

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro 
responsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al 
artículo 20 del Reglamento (UE) 2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5.  Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas 

que intervengan en cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al 
que se refiere el artículo 5.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679.

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los 
deberes de secreto profesional de conformidad con su normativa aplicable.

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando 
hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6.  Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se 

entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, 
informada e inequívoca por la que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara 
acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen.

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del 
afectado para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e 
inequívoca que dicho consentimiento se otorga para todas ellas.

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el 
tratamiento de los datos personales para finalidades que no guarden relación con el 
mantenimiento, desarrollo o control de la relación contractual.

Artículo 7.  Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá 

fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años.
Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria 

potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba 
el consentimiento para el tratamiento.

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el 
consentimiento, solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el 
alcance que determinen los titulares de la patria potestad o tutela.

Artículo 8.  Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes 
públicos.

1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el 
cumplimiento de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el 
artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho 
de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones 
generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que 
procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá 
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de 
medidas adicionales de seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 
2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el 
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos 
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conferidos al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento 
(UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por una norma con rango de 
ley.

Artículo 9.  Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar 

situaciones discriminatorias, el solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la 
prohibición del tratamiento de datos cuya finalidad principal sea identificar su ideología, 
afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u origen racial o étnico.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al amparo 
de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, 
cuando así proceda.

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679 fundados en el Derecho español deberán estar amparados en 
una norma con rango de ley, que podrá establecer requisitos adicionales relativos a su 
seguridad y confidencialidad.

En particular, dicha norma podrá amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la 
salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y 
social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el afectado sea 
parte.

Artículo 10.  Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así 

como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de 
los de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo cuando se encuentre amparado 
en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas de rango 
legal.

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así 
como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el 
artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá realizarse conforme con lo establecido en 
la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de 
Justicia.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de 
datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas 
cautelares y de seguridad conexas solo serán posibles cuando sean llevados a cabo por 
abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información facilitada por sus 
clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III
Derechos de las personas

CAPÍTULO I
Transparencia e información

Artículo 11.  Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del 

tratamiento podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del 
Reglamento (UE) 2016/679 facilitando al afectado la información básica a la que se refiere el 
apartado siguiente e indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita acceder 
de forma sencilla e inmediata a la restante información.

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al 
menos:
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a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del 

Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, 

la información básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado 
deberá ser informado de su derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales 
automatizadas que produzcan efectos jurídicos sobre él o le afecten significativamente de 
modo similar, cuando concurra este derecho de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable 
podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento 
(UE) 2016/679 facilitando a aquel la información básica señalada en el apartado anterior, 
indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e 
inmediata a la restante información.

En estos supuestos, la información básica incluirá también:
a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II
Ejercicio de los derechos

Artículo 12.  Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, 

podrán ejercerse directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios 

a su disposición para ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser 
fácilmente accesibles para el afectado. El ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el 
solo motivo de optar el afectado por otro medio.

3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio 
formuladas por los afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto 
jurídico que les vincule.

4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus 
derechos formulado por el afectado recaerá sobre el responsable.

5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen 
especial que afecte al ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento 
(UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en aquellas.

6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y 
representación de los menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación, oposición o cualesquiera otros que pudieran corresponderles en el contexto de 
la presente ley orgánica.

7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento 
para atender las solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en 
los artículos 12.5 y 15.3 del Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 
13 de esta ley orgánica.

Artículo 13.  Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 15 del Reglamento (UE) 2016/679.
Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este 

ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, 
el responsable podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique 
los datos o actividades de tratamiento a los que se refiere la solicitud.

2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento 
facilitara al afectado un sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales 
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que garantice, de modo permanente, el acceso a su totalidad. A tales efectos, la 
comunicación por el responsable al afectado del modo en que este podrá acceder a dicho 
sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho.

No obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los 
extremos previstos en el artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en 
el sistema de acceso remoto.

3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá 
considerar repetitivo el ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el 
plazo de seis meses, a menos que exista causa legítima para ello.

4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste 
desproporcionado, la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá 
el exceso de costes que su elección comporte. En este caso, solo será exigible al 
responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso sin dilaciones indebidas.

Artículo 14.  Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 

2016/679, el afectado deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección 
que haya de realizarse. Deberá acompañar, cuando sea preciso, la documentación 
justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto de tratamiento.

Artículo 15.  Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 

del Reglamento (UE) 2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al 

artículo 21.2 del Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos 
identificativos del afectado necesarios con el fin de impedir tratamientos futuros para fines de 
mercadotecnia directa.

Artículo 16.  Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 18 del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar 

claramente en los sistemas de información del responsable.

Artículo 17.  Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 

del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 18.  Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones 

individuales automatizadas, incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo 
establecido, respectivamente, en los artículos 21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

TÍTULO IV
Disposiciones aplicables a tratamientos concretos

Artículo 19.  Tratamiento de datos de contacto, de empresarios individuales y de 
profesionales liberales.

1. Salvo prueba en contrario, se presumirá amparado en lo dispuesto en el artículo 6.1.f) 
del Reglamento (UE) 2016/679 el tratamiento de los datos de contacto y en su caso los 
relativos a la función o puesto desempeñado de las personas físicas que presten servicios 
en una persona jurídica siempre que se cumplan los siguientes requisitos:
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a) Que el tratamiento se refiera únicamente a los datos necesarios para su localización 
profesional.

b) Que la finalidad del tratamiento sea únicamente mantener relaciones de cualquier 
índole con la persona jurídica en la que el afectado preste sus servicios.

2. La misma presunción operará para el tratamiento de los datos relativos a los 
empresarios individuales y a los profesionales liberales, cuando se refieran a ellos 
únicamente en dicha condición y no se traten para entablar una relación con los mismos 
como personas físicas.

3. Los responsables o encargados del tratamiento a los que se refiere el artículo 77.1 de 
esta ley orgánica podrán también tratar los datos mencionados en los dos apartados 
anteriores cuando ello se derive de una obligación legal o sea necesario para el ejercicio de 
sus competencias.

Artículo 20.  Sistemas de información crediticia.
1. Salvo prueba en contrario, se presumirá lícito el tratamiento de datos personales 

relativos al incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de crédito por sistemas 
comunes de información crediticia cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que los datos hayan sido facilitados por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o 
interés.

b) Que los datos se refieran a deudas ciertas, vencidas y exigibles, cuya existencia o 
cuantía no hubiese sido objeto de reclamación administrativa o judicial por el deudor o 
mediante un procedimiento alternativo de resolución de disputas vinculante entre las partes.

c) Que el acreedor haya informado al afectado en el contrato o en el momento de 
requerir el pago acerca de la posibilidad de inclusión en dichos sistemas, con indicación de 
aquéllos en los que participe.

La entidad que mantenga el sistema de información crediticia con datos relativos al 
incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de crédito deberá notificar al 
afectado la inclusión de tales datos y le informará sobre la posibilidad de ejercitar los 
derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 dentro de los 
treinta días siguientes a la notificación de la deuda al sistema, permaneciendo bloqueados 
los datos durante ese plazo.

d) Que los datos únicamente se mantengan en el sistema mientras persista el 
incumplimiento, con el límite máximo de cinco años desde la fecha de vencimiento de la 
obligación dineraria, financiera o de crédito.

e) Que los datos referidos a un deudor determinado solamente puedan ser consultados 
cuando quien consulte el sistema mantuviese una relación contractual con el afectado que 
implique el abono de una cuantía pecuniaria o este le hubiera solicitado la celebración de un 
contrato que suponga financiación, pago aplazado o facturación periódica, como sucede, 
entre otros supuestos, en los previstos en la legislación de contratos de crédito al consumo y 
de contratos de crédito inmobiliario.

Cuando se hubiera ejercitado ante el sistema el derecho a la limitación del tratamiento de 
los datos impugnando su exactitud conforme a lo previsto en el artículo 18.1.a) del 
Reglamento (UE) 2016/679, el sistema informará a quienes pudieran consultarlo con arreglo 
al párrafo anterior acerca de la mera existencia de dicha circunstancia, sin facilitar los datos 
concretos respecto de los que se hubiera ejercitado el derecho, en tanto se resuelve sobre la 
solicitud del afectado.

f) Que, en el caso de que se denegase la solicitud de celebración del contrato, o éste no 
llegara a celebrarse, como consecuencia de la consulta efectuada, quien haya consultado el 
sistema informe al afectado del resultado de dicha consulta.

2. Las entidades que mantengan el sistema y las acreedoras, respecto del tratamiento de 
los datos referidos a sus deudores, tendrán la condición de corresponsables del tratamiento 
de los datos, siendo de aplicación lo establecido por el artículo 26 del Reglamento (UE) 
2016/679.

Corresponderá al acreedor garantizar que concurren los requisitos exigidos para la 
inclusión en el sistema de la deuda, respondiendo de su inexistencia o inexactitud.
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3. La presunción a la que se refiere el apartado 1 de este artículo no ampara los 
supuestos en que la información crediticia fuese asociada por la entidad que mantuviera el 
sistema a informaciones adicionales a las contempladas en dicho apartado, relacionadas con 
el deudor y obtenidas de otras fuentes, a fin de llevar a cabo un perfilado del mismo, en 
particular mediante la aplicación de técnicas de calificación crediticia.

Artículo 21.  Tratamientos relacionados con la realización de determinadas operaciones 
mercantiles.

1. Salvo prueba en contrario, se presumirán lícitos los tratamientos de datos, incluida su 
comunicación con carácter previo, que pudieran derivarse del desarrollo de cualquier 
operación de modificación estructural de sociedades o la aportación o transmisión de 
negocio o de rama de actividad empresarial, siempre que los tratamientos fueran necesarios 
para el buen fin de la operación y garanticen, cuando proceda, la continuidad en la 
prestación de los servicios.

2. En el caso de que la operación no llegara a concluirse, la entidad cesionaria deberá 
proceder con carácter inmediato a la supresión de los datos, sin que sea de aplicación la 
obligación de bloqueo prevista en esta ley orgánica.

Artículo 22.  Tratamientos con fines de videovigilancia.
1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, podrán llevar a cabo el 

tratamiento de imágenes a través de sistemas de cámaras o videocámaras con la finalidad 
de preservar la seguridad de las personas y bienes, así como de sus instalaciones.

2. Solo podrán captarse imágenes de la vía pública en la medida en que resulte 
imprescindible para la finalidad mencionada en el apartado anterior.

No obstante, será posible la captación de la vía pública en una extensión superior 
cuando fuese necesario para garantizar la seguridad de bienes o instalaciones estratégicos o 
de infraestructuras vinculadas al transporte, sin que en ningún caso pueda suponer la 
captación de imágenes del interior de un domicilio privado.

3. Los datos serán suprimidos en el plazo máximo de un mes desde su captación, salvo 
cuando hubieran de ser conservados para acreditar la comisión de actos que atenten contra 
la integridad de personas, bienes o instalaciones. En tal caso, las imágenes deberán ser 
puestas a disposición de la autoridad competente en un plazo máximo de setenta y dos 
horas desde que se tuviera conocimiento de la existencia de la grabación.

No será de aplicación a estos tratamientos la obligación de bloqueo prevista en el 
artículo 32 de esta ley orgánica.

4. El deber de información previsto en el artículo 12 del Reglamento (UE) 2016/679 se 
entenderá cumplido mediante la colocación de un dispositivo informativo en lugar 
suficientemente visible identificando, al menos, la existencia del tratamiento, la identidad del 
responsable y la posibilidad de ejercitar los derechos previstos en los artículos 15 a 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679. También podrá incluirse en el dispositivo informativo un código 
de conexión o dirección de internet a esta información.

En todo caso, el responsable del tratamiento deberá mantener a disposición de los 
afectados la información a la que se refiere el citado reglamento.

5. Al amparo del artículo 2.2.c) del Reglamento (UE) 2016/679, se considera excluido de 
su ámbito de aplicación el tratamiento por una persona física de imágenes que solamente 
capten el interior de su propio domicilio.

Esta exclusión no abarca el tratamiento realizado por una entidad de seguridad privada 
que hubiera sido contratada para la vigilancia de un domicilio y tuviese acceso a las 
imágenes.

6. El tratamiento de los datos personales procedentes de las imágenes y sonidos 
obtenidos mediante la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad y por los órganos competentes para la vigilancia y control en los centros 
penitenciarios y para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, se regirá por la 
legislación de transposición de la Directiva (UE) 2016/680, cuando el tratamiento tenga fines 
de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la prevención frente a las 
amenazas contra la seguridad pública. Fuera de estos supuestos, dicho tratamiento se regirá 
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por su legislación específica y supletoriamente por el Reglamento (UE) 2016/679 y la 
presente ley orgánica.

7. Lo regulado en el presente artículo se entiende sin perjuicio de lo previsto en la Ley 
5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada y sus disposiciones de desarrollo.

8. El tratamiento por el empleador de datos obtenidos a través de sistemas de cámaras o 
videocámaras se somete a lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley orgánica.

Artículo 23.  Sistemas de exclusión publicitaria.
1. Será lícito el tratamiento de datos personales que tenga por objeto evitar el envío de 

comunicaciones comerciales a quienes hubiesen manifestado su negativa u oposición a 
recibirlas.

A tal efecto, podrán crearse sistemas de información, generales o sectoriales, en los que 
solo se incluirán los datos imprescindibles para identificar a los afectados. Estos sistemas 
también podrán incluir servicios de preferencia, mediante los cuales los afectados limiten la 
recepción de comunicaciones comerciales a las procedentes de determinadas empresas.

2. Las entidades responsables de los sistemas de exclusión publicitaria comunicarán a la 
autoridad de control competente su creación, su carácter general o sectorial, así como el 
modo en que los afectados pueden incorporarse a los mismos y, en su caso, hacer valer sus 
preferencias.

La autoridad de control competente hará pública en su sede electrónica una relación de 
los sistemas de esta naturaleza que le fueran comunicados, incorporando la información 
mencionada en el párrafo anterior. A tal efecto, la autoridad de control competente a la que 
se haya comunicado la creación del sistema lo pondrá en conocimiento de las restantes 
autoridades de control para su publicación por todas ellas.

3. Cuando un afectado manifieste a un responsable su deseo de que sus datos no sean 
tratados para la remisión de comunicaciones comerciales, este deberá informarle de los 
sistemas de exclusión publicitaria existentes, pudiendo remitirse a la información publicada 
por la autoridad de control competente.

4. Quienes pretendan realizar comunicaciones de mercadotecnia directa, deberán 
previamente consultar los sistemas de exclusión publicitaria que pudieran afectar a su 
actuación, excluyendo del tratamiento los datos de los afectados que hubieran manifestado 
su oposición o negativa al mismo. A estos efectos, para considerar cumplida la obligación 
anterior será suficiente la consulta de los sistemas de exclusión incluidos en la relación 
publicada por la autoridad de control competente.

No será necesario realizar la consulta a la que se refiere el párrafo anterior cuando el 
afectado hubiera prestado, conforme a lo dispuesto en esta ley orgánica, su consentimiento 
para recibir la comunicación a quien pretenda realizarla.

Artículo 24.  Tratamiento de datos para la protección de las personas que informen sobre 
infracciones normativas.

Serán lícitos los tratamientos de datos personales necesarios para garantizar la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas.

Dichos tratamientos se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en esta ley orgánica y en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción.

Artículo 25.  Tratamiento de datos en el ámbito de la función estadística pública.
1. El tratamiento de datos personales llevado a cabo por los organismos que tengan 

atribuidas las competencias relacionadas con el ejercicio de la función estadística pública se 
someterá a lo dispuesto en su legislación específica, así como en el Reglamento (UE) 
2016/679 y en la presente ley orgánica.

2. La comunicación de los datos a los órganos competentes en materia estadística solo 
se entenderá amparada en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679 en los casos en 
que la estadística para la que se requiera la información venga exigida por una norma de 
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Derecho de la Unión Europea o se encuentre incluida en los instrumentos de programación 
estadística legalmente previstos.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.2 de la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de 
la Función Estadística Pública, serán de aportación estrictamente voluntaria y, en 
consecuencia, solo podrán recogerse previo consentimiento expreso de los afectados los 
datos a los que se refieren los artículos 9 y 10 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Los organismos competentes para el ejercicio de la función estadística pública podrán 
denegar las solicitudes de ejercicio por los afectados de los derechos establecidos en los 
artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 cuando los datos se encuentren amparados 
por las garantías del secreto estadístico previstas en la legislación estatal o autonómica.

Artículo 26.  Tratamiento de datos con fines de archivo en interés público por parte de las 
Administraciones Públicas.

Será lícito el tratamiento por las Administraciones Públicas de datos con fines de archivo 
en interés público, que se someterá a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la 
presente ley orgánica con las especialidades que se derivan de lo previsto en la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en el Real Decreto 1708/2011, de 
18 de noviembre, por el que se establece el Sistema Español de Archivos y se regula el 
Sistema de Archivos de la Administración General del Estado y de sus Organismos Públicos 
y su régimen de acceso, así como la legislación autonómica que resulte de aplicación.

Artículo 27.  Tratamiento de datos relativos a infracciones y sanciones administrativas.
1. A los efectos del artículo 86 del Reglamento (UE) 2016/679, el tratamiento de datos 

relativos a infracciones y sanciones administrativas, incluido el mantenimiento de registros 
relacionados con las mismas, exigirá:

a) Que los responsables de dichos tratamientos sean los órganos competentes para la 
instrucción del procedimiento sancionador, para la declaración de las infracciones o la 
imposición de las sanciones.

b) Que el tratamiento se limite a los datos estrictamente necesarios para la finalidad 
perseguida por aquel.

2. Cuando no se cumpla alguna de las condiciones previstas en el apartado anterior, los 
tratamientos de datos referidos a infracciones y sanciones administrativas habrán de contar 
con el consentimiento del interesado o estar autorizados por una norma con rango de ley, en 
la que se regularán, en su caso, garantías adicionales para los derechos y libertades de los 
afectados.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de 
datos referidos a infracciones y sanciones administrativas solo serán posibles cuando sean 
llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información 
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO V
Responsable y encargado del tratamiento

CAPÍTULO I
Disposiciones generales. Medidas de responsabilidad activa

Artículo 28.  Obligaciones generales del responsable y encargado del tratamiento.
1. Los responsables y encargados, teniendo en cuenta los elementos enumerados en los 

artículos 24 y 25 del Reglamento (UE) 2016/679, determinarán las medidas técnicas y 
organizativas apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar y acreditar que el tratamiento 
es conforme con el citado reglamento, con la presente ley orgánica, sus normas de 
desarrollo y la legislación sectorial aplicable. En particular valorarán si procede la realización 
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de la evaluación de impacto en la protección de datos y la consulta previa a que se refiere la 
Sección 3 del Capítulo IV del citado reglamento.

2. Para la adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior los responsables 
y encargados del tratamiento tendrán en cuenta, en particular, los mayores riesgos que 
podrían producirse en los siguientes supuestos:

a) Cuando el tratamiento pudiera generar situaciones de discriminación, usurpación de 
identidad o fraude, pérdidas financieras, daño para la reputación, pérdida de confidencialidad 
de datos sujetos al secreto profesional, reversión no autorizada de la seudonimización o 
cualquier otro perjuicio económico, moral o social significativo para los afectados.

b) Cuando el tratamiento pudiese privar a los afectados de sus derechos y libertades o 
pudiera impedirles el ejercicio del control sobre sus datos personales.

c) Cuando se produjese el tratamiento no meramente incidental o accesorio de las 
categorías especiales de datos a las que se refieren los artículos 9 y 10 del Reglamento (UE) 
2016/679 y 9 y 10 de esta ley orgánica o de los datos relacionados con la comisión de 
infracciones administrativas.

d) Cuando el tratamiento implicase una evaluación de aspectos personales de los 
afectados con el fin de crear o utilizar perfiles personales de los mismos, en particular 
mediante el análisis o la predicción de aspectos referidos a su rendimiento en el trabajo, su 
situación económica, su salud, sus preferencias o intereses personales, su fiabilidad o 
comportamiento, su solvencia financiera, su localización o sus movimientos.

e) Cuando se lleve a cabo el tratamiento de datos de grupos de afectados en situación 
de especial vulnerabilidad y, en particular, de menores de edad y personas con 
discapacidad.

f) Cuando se produzca un tratamiento masivo que implique a un gran número de 
afectados o conlleve la recogida de una gran cantidad de datos personales.

g) Cuando los datos personales fuesen a ser objeto de transferencia, con carácter 
habitual, a terceros Estados u organizaciones internacionales respecto de los que no se 
hubiese declarado un nivel adecuado de protección.

h) Cualesquiera otros que a juicio del responsable o del encargado pudieran tener 
relevancia y en particular aquellos previstos en códigos de conducta y estándares definidos 
por esquemas de certificación.

Artículo 29.  Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento.
La determinación de las responsabilidades a las que se refiere el artículo 26.1 del 

Reglamento (UE) 2016/679 se realizará atendiendo a las actividades que efectivamente 
desarrolle cada uno de los corresponsables del tratamiento.

Artículo 30.  Representantes de los responsables o encargados del tratamiento no 
establecidos en la Unión Europea.

1. En los supuestos en que el Reglamento (UE) 2016/679 sea aplicable a un responsable 
o encargado del tratamiento no establecido en la Unión Europea en virtud de lo dispuesto en 
su artículo 3.2 y el tratamiento se refiera a afectados que se hallen en España, la Agencia 
Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades autonómicas de protección 
de datos podrán imponer al representante, solidariamente con el responsable o encargado 
del tratamiento, las medidas establecidas en el Reglamento (UE) 2016/679.

Dicha exigencia se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera en su caso 
corresponder al responsable o al encargado del tratamiento y del ejercicio por el 
representante de la acción de repetición frente a quien proceda.

2. Asimismo, en caso de exigencia de responsabilidad en los términos previstos en el 
artículo 82 del Reglamento (UE) 2016/679, los responsables, encargados y representantes 
responderán solidariamente de los daños y perjuicios causados.

Artículo 31.  Registro de las actividades de tratamiento.
1. Los responsables y encargados del tratamiento o, en su caso, sus representantes 

deberán mantener el registro de actividades de tratamiento al que se refiere el artículo 30 del 
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Reglamento (UE) 2016/679, salvo que sea de aplicación la excepción prevista en su 
apartado 5.

El registro, que podrá organizarse en torno a conjuntos estructurados de datos, deberá 
especificar, según sus finalidades, las actividades de tratamiento llevadas a cabo y las 
demás circunstancias establecidas en el citado reglamento.

Cuando el responsable o el encargado del tratamiento hubieran designado un delegado 
de protección de datos deberán comunicarle cualquier adición, modificación o exclusión en el 
contenido del registro.

2. Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de esta ley orgánica harán público un 
inventario de sus actividades de tratamiento accesible por medios electrónicos en el que 
constará la información establecida en el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679 y su 
base legal.

Artículo 32.  Bloqueo de los datos.
1. El responsable del tratamiento estará obligado a bloquear los datos cuando proceda a 

su rectificación o supresión.
2. El bloqueo de los datos consiste en la identificación y reserva de los mismos, 

adoptando medidas técnicas y organizativas, para impedir su tratamiento, incluyendo su 
visualización, excepto para la puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales, el 
Ministerio Fiscal o las Administraciones Públicas competentes, en particular de las 
autoridades de protección de datos, para la exigencia de posibles responsabilidades 
derivadas del tratamiento y solo por el plazo de prescripción de las mismas.

Transcurrido ese plazo deberá procederse a la destrucción de los datos.
3. Los datos bloqueados no podrán ser tratados para ninguna finalidad distinta de la 

señalada en el apartado anterior.
4. Cuando para el cumplimiento de esta obligación, la configuración del sistema de 

información no permita el bloqueo o se requiera una adaptación que implique un esfuerzo 
desproporcionado, se procederá a un copiado seguro de la información de modo que conste 
evidencia digital, o de otra naturaleza, que permita acreditar la autenticidad de la misma, la 
fecha del bloqueo y la no manipulación de los datos durante el mismo.

5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, podrán fijar 
excepciones a la obligación de bloqueo establecida en este artículo, en los supuestos en 
que, atendida la naturaleza de los datos o el hecho de que se refieran a un número 
particularmente elevado de afectados, su mera conservación, incluso bloqueados, pudiera 
generar un riesgo elevado para los derechos de los afectados, así como en aquellos casos 
en los que la conservación de los datos bloqueados pudiera implicar un coste 
desproporcionado para el responsable del tratamiento.

CAPÍTULO II
Encargado del tratamiento

Artículo 33.  Encargado del tratamiento.
1. El acceso por parte de un encargado de tratamiento a los datos personales que 

resulten necesarios para la prestación de un servicio al responsable no se considerará 
comunicación de datos siempre que se cumpla lo establecido en el Reglamento (UE) 
2016/679, en la presente ley orgánica y en sus normas de desarrollo.

2. Tendrá la consideración de responsable del tratamiento y no la de encargado quien en 
su propio nombre y sin que conste que actúa por cuenta de otro, establezca relaciones con 
los afectados aun cuando exista un contrato o acto jurídico con el contenido fijado en el 
artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679. Esta previsión no será aplicable a los encargos 
de tratamiento efectuados en el marco de la legislación de contratación del sector público.

Tendrá asimismo la consideración de responsable del tratamiento quien figurando como 
encargado utilizase los datos para sus propias finalidades.
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3. El responsable del tratamiento determinará si, cuando finalice la prestación de los 
servicios del encargado, los datos personales deben ser destruidos, devueltos al 
responsable o entregados, en su caso, a un nuevo encargado.

No procederá la destrucción de los datos cuando exista una previsión legal que obligue a 
su conservación, en cuyo caso deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su 
conservación mientras tal obligación persista.

4. El encargado del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en 
tanto pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el responsable del 
tratamiento.

5. En el ámbito del sector público podrán atribuirse las competencias propias de un 
encargado del tratamiento a un determinado órgano de la Administración General del 
Estado, la Administración de las comunidades autónomas, las Entidades que integran la 
Administración Local o a los Organismos vinculados o dependientes de las mismas mediante 
la adopción de una norma reguladora de dichas competencias, que deberá incorporar el 
contenido exigido por el artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679.

CAPÍTULO III
Delegado de protección de datos

Artículo 34.  Designación de un delegado de protección de datos.
1. Los responsables y encargados del tratamiento deberán designar un delegado de 

protección de datos en los supuestos previstos en el artículo 37.1 del Reglamento (UE) 
2016/679 y, en todo caso, cuando se trate de las siguientes entidades:

a) Los colegios profesionales y sus consejos generales.
b) Los centros docentes que ofrezcan enseñanzas en cualquiera de los niveles 

establecidos en la legislación reguladora del derecho a la educación, así como las 
Universidades públicas y privadas.

c) Las entidades que exploten redes y presten servicios de comunicaciones electrónicas 
conforme a lo dispuesto en su legislación específica, cuando traten habitual y 
sistemáticamente datos personales a gran escala.

d) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información cuando elaboren a gran 
escala perfiles de los usuarios del servicio.

e) Las entidades incluidas en el artículo 1 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.

f) Los establecimientos financieros de crédito.
g) Las entidades aseguradoras y reaseguradoras.
h) Las empresas de servicios de inversión, reguladas por la legislación del Mercado de 

Valores.
i) Los distribuidores y comercializadores de energía eléctrica y los distribuidores y 

comercializadores de gas natural.
j) Las entidades responsables de ficheros comunes para la evaluación de la solvencia 

patrimonial y crédito o de los ficheros comunes para la gestión y prevención del fraude, 
incluyendo a los responsables de los ficheros regulados por la legislación de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

k) Las entidades que desarrollen actividades de publicidad y prospección comercial, 
incluyendo las de investigación comercial y de mercados, cuando lleven a cabo tratamientos 
basados en las preferencias de los afectados o realicen actividades que impliquen la 
elaboración de perfiles de los mismos.

l) Los centros sanitarios legalmente obligados al mantenimiento de las historias clínicas 
de los pacientes.

Se exceptúan los profesionales de la salud que, aun estando legalmente obligados al 
mantenimiento de las historias clínicas de los pacientes, ejerzan su actividad a título 
individual.

m) Las entidades que tengan como uno de sus objetos la emisión de informes 
comerciales que puedan referirse a personas físicas.
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n) Los operadores que desarrollen la actividad de juego a través de canales electrónicos, 
informáticos, telemáticos e interactivos, conforme a la normativa de regulación del juego.

ñ) Las empresas de seguridad privada.
o) Las federaciones deportivas cuando traten datos de menores de edad.
2. Los responsables o encargados del tratamiento no incluidos en el párrafo anterior 

podrán designar de manera voluntaria un delegado de protección de datos, que quedará 
sometido al régimen establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la presente ley 
orgánica.

3. Los responsables y encargados del tratamiento comunicarán en el plazo de diez días 
a la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, a las autoridades autonómicas 
de protección de datos, las designaciones, nombramientos y ceses de los delegados de 
protección de datos tanto en los supuestos en que se encuentren obligadas a su designación 
como en el caso en que sea voluntaria.

4. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos mantendrán, en el ámbito de sus respectivas competencias, una lista 
actualizada de delegados de protección de datos que será accesible por medios 
electrónicos.

5. En el cumplimiento de las obligaciones de este artículo los responsables y encargados 
del tratamiento podrán establecer la dedicación completa o a tiempo parcial del delegado, 
entre otros criterios, en función del volumen de los tratamientos, la categoría especial de los 
datos tratados o de los riesgos para los derechos o libertades de los interesados.

Artículo 35.  Cualificación del delegado de protección de datos.
El cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 37.5 del Reglamento (UE) 

2016/679 para la designación del delegado de protección de datos, sea persona física o 
jurídica, podrá demostrarse, entre otros medios, a través de mecanismos voluntarios de 
certificación que tendrán particularmente en cuenta la obtención de una titulación 
universitaria que acredite conocimientos especializados en el derecho y la práctica en 
materia de protección de datos.

Artículo 36.  Posición del delegado de protección de datos.
1. El delegado de protección de datos actuará como interlocutor del responsable o 

encargado del tratamiento ante la Agencia Española de Protección de Datos y las 
autoridades autonómicas de protección de datos. El delegado podrá inspeccionar los 
procedimientos relacionados con el objeto de la presente ley orgánica y emitir 
recomendaciones en el ámbito de sus competencias.

2. Cuando se trate de una persona física integrada en la organización del responsable o 
encargado del tratamiento, el delegado de protección de datos no podrá ser removido ni 
sancionado por el responsable o el encargado por desempeñar sus funciones salvo que 
incurriera en dolo o negligencia grave en su ejercicio. Se garantizará la independencia del 
delegado de protección de datos dentro de la organización, debiendo evitarse cualquier 
conflicto de intereses.

3. En el ejercicio de sus funciones el delegado de protección de datos tendrá acceso a 
los datos personales y procesos de tratamiento, no pudiendo oponer a este acceso el 
responsable o el encargado del tratamiento la existencia de cualquier deber de 
confidencialidad o secreto, incluyendo el previsto en el artículo 5 de esta ley orgánica.

4. Cuando el delegado de protección de datos aprecie la existencia de una vulneración 
relevante en materia de protección de datos lo documentará y lo comunicará inmediatamente 
a los órganos de administración y dirección del responsable o el encargado del tratamiento.

Artículo 37.  Intervención del delegado de protección de datos en caso de reclamación ante 
las autoridades de protección de datos.

1. Cuando el responsable o el encargado del tratamiento hubieran designado un 
delegado de protección de datos el afectado podrá, con carácter previo a la presentación de 
una reclamación contra aquéllos ante la Agencia Española de Protección de Datos o, en su 
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caso, ante las autoridades autonómicas de protección de datos, dirigirse al delegado de 
protección de datos de la entidad contra la que se reclame.

En este caso, el delegado de protección de datos comunicará al afectado la decisión que 
se hubiera adoptado en el plazo máximo de dos meses a contar desde la recepción de la 
reclamación.

2. Cuando el afectado presente una reclamación ante la Agencia Española de Protección 
de Datos o, en su caso, ante las autoridades autonómicas de protección de datos, aquellas 
podrán remitir la reclamación al delegado de protección de datos a fin de que este responda 
en el plazo de un mes.

Si transcurrido dicho plazo el delegado de protección de datos no hubiera comunicado a 
la autoridad de protección de datos competente la respuesta dada a la reclamación, dicha 
autoridad continuará el procedimiento con arreglo a lo establecido en el Título VIII de esta ley 
orgánica y en sus normas de desarrollo.

3. El procedimiento ante la Agencia Española de Protección de Datos será el establecido 
en el Título VIII de esta ley orgánica y en sus normas de desarrollo. Asimismo, las 
comunidades autónomas regularán el procedimiento correspondiente ante sus autoridades 
autonómicas de protección de datos.

CAPÍTULO IV
Códigos de conducta y certificación

Artículo 38.  Códigos de conducta.
1. Los códigos de conducta regulados por la sección 5.ª del Capítulo IV del Reglamento 

(UE) 2016/679 serán vinculantes para quienes se adhieran a los mismos.
Dichos códigos podrán dotarse de mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos.
2. Dichos códigos podrán promoverse, además de por las asociaciones y organismos a 

los que se refiere el artículo 40.2 del Reglamento (UE) 2016/679, por empresas o grupos de 
empresas así como por los responsables o encargados a los que se refiere el artículo 77.1 
de esta ley orgánica.

Asimismo, podrán ser promovidos por los organismos o entidades que asuman las 
funciones de supervisión y resolución extrajudicial de conflictos a los que se refiere el 
artículo 41 del Reglamento (UE) 2016/679.

Los responsables o encargados del tratamiento que se adhieran al código de conducta 
se obligan a someter al organismo o entidad de supervisión las reclamaciones que les fueran 
formuladas por los afectados en relación con los tratamientos de datos incluidos en su 
ámbito de aplicación en caso de considerar que no procede atender a lo solicitado en la 
reclamación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 37 de esta ley orgánica. Además, sin 
menoscabo de las competencias atribuidas por el Reglamento (UE) 2016/679 a las 
autoridades de protección de datos, podrán voluntariamente y antes de llevar a cabo el 
tratamiento, someter al citado organismo o entidad de supervisión la verificación de la 
conformidad del mismo con las materias sujetas al código de conducta.

En caso de que el organismo o entidad de supervisión rechace o desestime la 
reclamación, o si el responsable o encargado del tratamiento no somete la reclamación a su 
decisión, el afectado podrá formularla ante la Agencia Española de Protección de Datos o, 
en su caso, las autoridades autonómicas de protección de datos.

La autoridad de protección de datos competente verificará que los organismos o 
entidades que promuevan los códigos de conducta han dotado a estos códigos de 
organismos de supervisión que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 41.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

3. Los códigos de conducta serán aprobados por la Agencia Española de Protección de 
Datos o, en su caso, por la autoridad autonómica de protección de datos competente.

4. La Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades 
autonómicas de protección de datos someterán los proyectos de código al mecanismo de 
coherencia mencionado en el artículo 63 de Reglamento (UE) 2016/679 en los supuestos en 
que ello proceda según su artículo 40.7. El procedimiento quedará suspendido en tanto el 
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Comité Europeo de Protección de Datos no emita el dictamen al que se refieren los artículos 
64.1.b) y 65.1.c) del citado reglamento.

Cuando sea una autoridad autonómica de protección de datos la que someta el proyecto 
de código al mecanismo de coherencia, se estará a lo dispuesto en el artículo 60 de esta ley 
orgánica.

5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos mantendrán registros de los códigos de conducta aprobados por las 
mismas, que estarán interconectados entre sí y coordinados con el registro gestionado por el 
Comité Europeo de Protección de Datos conforme al artículo 40.11 del citado reglamento.

El registro será accesible a través de medios electrónicos.
6. Mediante real decreto se establecerán el contenido del registro y las especialidades 

del procedimiento de aprobación de los códigos de conducta.

Artículo 39.  Acreditación de instituciones de certificación.
Sin perjuicio de las funciones y poderes de acreditación de la autoridad de control 

competente en virtud de los artículos 57 y 58 del Reglamento (UE) 2016/679, la acreditación 
de las instituciones de certificación a las que se refiere el artículo 43.1 del citado reglamento 
podrá ser llevada a cabo por la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC), que comunicará a 
la Agencia Española de Protección de Datos y a las autoridades de protección de datos de 
las comunidades autónomas las concesiones, denegaciones o revocaciones de las 
acreditaciones, así como su motivación.

TÍTULO VI
Transferencias internacionales de datos

Artículo 40.  Régimen de las transferencias internacionales de datos.
Las transferencias internacionales de datos se regirán por lo dispuesto en el Reglamento 

(UE) 2016/679, en la presente ley orgánica y sus normas de desarrollo aprobadas por el 
Gobierno, y en las circulares de la Agencia Española de Protección de Datos y de las 
autoridades autonómicas de protección de datos, en el ámbito de sus respectivas 
competencias.

En todo caso se aplicarán a los tratamientos en que consista la propia transferencia las 
disposiciones contenidas en dichas normas, en particular las que regulan los principios de 
protección de datos.

Artículo 41.  Supuestos de adopción por la Agencia Española de Protección de Datos.
1. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 

protección de datos podrán adoptar, conforme a lo dispuesto en el artículo 46.2.c) del 
Reglamento (UE) 2016/679, cláusulas contractuales tipo para la realización de transferencias 
internacionales de datos, que se someterán previamente al dictamen del Comité Europeo de 
Protección de Datos previsto en el artículo 64 del citado reglamento.

2. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos podrán aprobar normas corporativas vinculantes de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 47 del Reglamento (UE) 2016/679.

El procedimiento se iniciará a instancia de una entidad situada en España y tendrá una 
duración máxima de nueve meses. Quedará suspendido como consecuencia de la remisión 
del expediente al Comité Europeo de Protección de Datos para que emita el dictamen al que 
se refiere el artículo 64.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679, y continuará tras su notificación a 
la Agencia Española de Protección de Datos o a la autoridad autonómica de protección de 
datos competente.
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Artículo 42.  Supuestos sometidos a autorización previa de las autoridades de protección de 
datos.

1. Las transferencias internacionales de datos a países u organizaciones internacionales 
que no cuenten con decisión de adecuación aprobada por la Comisión o que no se amparen 
en alguna de las garantías previstas en el artículo anterior y en el artículo 46.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679, requerirán una previa autorización de la Agencia Española de 
Protección de Datos o, en su caso, autoridades autonómicas de protección de datos, que 
podrá otorgarse en los siguientes supuestos:

a) Cuando la transferencia pretenda fundamentarse en la aportación de garantías 
adecuadas con fundamento en cláusulas contractuales que no correspondan a las cláusulas 
tipo previstas en el artículo 46.2, letras c) y d), del Reglamento (UE) 2016/679.

b) Cuando la transferencia se lleve a cabo por alguno de los responsables o encargados 
a los que se refiere el artículo 77.1 de esta ley orgánica y se funde en disposiciones 
incorporadas a acuerdos internacionales no normativos con otras autoridades u organismos 
públicos de terceros Estados, que incorporen derechos efectivos y exigibles para los 
afectados, incluidos los memorandos de entendimiento.

El procedimiento tendrá una duración máxima de seis meses.
2. La autorización quedará sometida a la emisión por el Comité Europeo de Protección 

de Datos del dictamen al que se refieren los artículos 64.1.e), 64.1.f) y 65.1.c) del 
Reglamento (UE) 2016/679. La remisión del expediente al citado comité implicará la 
suspensión del procedimiento hasta que el dictamen sea notificado a la Agencia Española de 
Protección de Datos o, por conducto de la misma, a la autoridad de control competente, en 
su caso.

Artículo 43.  Supuestos sometidos a información previa a la autoridad de protección de 
datos competente.

Los responsables del tratamiento deberán informar a la Agencia Española de Protección 
de Datos o, en su caso, a las autoridades autonómicas de protección de datos, de cualquier 
transferencia internacional de datos que pretendan llevar a cabo sobre la base de su 
necesidad para fines relacionados con intereses legítimos imperiosos perseguidos por 
aquéllos y la concurrencia del resto de los requisitos previstos en el último párrafo del 
artículo 49.1 del Reglamento (UE) 2016/679. Asimismo, informarán a los afectados de la 
transferencia y de los intereses legítimos imperiosos perseguidos.

Esta información deberá facilitarse con carácter previo a la realización de la 
transferencia.

Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a las actividades llevadas a cabo por 
las autoridades públicas en el ejercicio de sus poderes públicos, de acuerdo con el artículo 
49.3 del Reglamento (UE) 2016/679.

TÍTULO VII
Autoridades de protección de datos

CAPÍTULO I
La Agencia Española de Protección de Datos

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 44.  Disposiciones generales.
1. La Agencia Española de Protección de Datos es una autoridad administrativa 

independiente de ámbito estatal, de las previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, con personalidad jurídica y plena capacidad pública y 
privada, que actúa con plena independencia de los poderes públicos en el ejercicio de sus 
funciones.
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Su denominación oficial, de conformidad con lo establecido en el artículo 109.3 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, será «Agencia Española 
de Protección de Datos, Autoridad Administrativa Independiente».

Se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio de Justicia.
2. La Agencia Española de Protección de Datos tendrá la condición de representante 

común de las autoridades de protección de datos del Reino de España en el Comité Europeo 
de Protección de Datos.

3. La Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo General del Poder Judicial y 
en su caso, la Fiscalía General del Estado, colaborarán en aras del adecuado ejercicio de las 
respectivas competencias que la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, les 
atribuye en materia de protección de datos personales en el ámbito de la Administración de 
Justicia.

Artículo 45.  Régimen jurídico.
1. La Agencia Española de Protección de Datos se rige por lo dispuesto en el 

Reglamento (UE) 2016/679, la presente ley orgánica y sus disposiciones de desarrollo.
Supletoriamente, en cuanto sea compatible con su plena independencia y sin perjuicio 

de lo previsto en el artículo 63.2 de esta ley orgánica, se regirá por las normas citadas en el 
artículo 110.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

2. El Gobierno, a propuesta de la Agencia Española de Protección de Datos, aprobará su 
Estatuto mediante real decreto.

Artículo 46.  Régimen económico presupuestario y de personal.
1. La Agencia Española de Protección de Datos elaborará y aprobará su presupuesto y 

lo remitirá al Gobierno para que sea integrado, con independencia, en los Presupuestos 
Generales del Estado.

2. El régimen de modificaciones y de vinculación de los créditos de su presupuesto será 
el establecido en el Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos.

Corresponde a la Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos autorizar 
las modificaciones presupuestarias que impliquen hasta un tres por ciento de la cifra inicial 
de su presupuesto total de gastos, siempre que no se incrementen los créditos para gastos 
de personal. Las restantes modificaciones que no excedan de un cinco por ciento del 
presupuesto serán autorizadas por el Ministerio de Hacienda y, en los demás casos, por el 
Gobierno.

3. La Agencia Española de Protección de Datos contará para el cumplimiento de sus 
fines con las asignaciones que se establezcan con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, los bienes y valores que constituyan su patrimonio y los ingresos, ordinarios y 
extraordinarios derivados del ejercicio de sus actividades, incluidos los derivados del 
ejercicio de las potestades establecidos en el artículo 58 del Reglamento (UE) 2016/679.

4. El resultado positivo de sus ingresos se destinará por la Agencia Española de 
Protección de Datos a la dotación de sus reservas con el fin de garantizar su plena 
independencia.

5. El personal al servicio de la Agencia Española de Protección de Datos será 
funcionario o laboral y se regirá por lo previsto en el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, y demás normativa reguladora de los funcionarios públicos y, en su caso, por la 
normativa laboral.

6. La Agencia Española de Protección Datos elaborará y aprobará su relación de 
puestos de trabajo, en el marco de los criterios establecidos por el Ministerio de Hacienda, 
respetando el límite de gasto de personal establecido en el presupuesto. En dicha relación 
de puestos de trabajo constarán, en todo caso, aquellos puestos que deban ser 
desempeñados en exclusiva por funcionarios públicos, por consistir en el ejercicio de las 
funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de potestades 
públicas y la salvaguarda de los intereses generales del Estado y de las Administraciones 
Públicas.

7. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, la gestión 
económico-financiera de la Agencia Española de Protección de Datos estará sometida al 
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control de la Intervención General de la Administración del Estado en los términos que 
establece la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Artículo 47.  Funciones y potestades de la Agencia Española de Protección de Datos.
Corresponde a la Agencia Española de Protección de Datos supervisar la aplicación de 

esta ley orgánica y del Reglamento (UE) 2016/679 y, en particular, ejercer las funciones 
establecidas en el artículo 57 y las potestades previstas en el artículo 58 del mismo 
reglamento, en la presente ley orgánica y en sus disposiciones de desarrollo.

Asimismo, corresponde a la Agencia Española de Protección de Datos el desempeño de 
las funciones y potestades que le atribuyan otras leyes o normas de Derecho de la Unión 
Europea.

Artículo 48.  La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos la dirige, ostenta su 

representación y dicta sus resoluciones, circulares y directrices.
2. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos estará auxiliada por un 

Adjunto en el que podrá delegar sus funciones, a excepción de las relacionadas con los 
procedimientos regulados por el título VIII de esta ley orgánica, y que la sustituirá en el 
ejercicio de las mismas en los términos previstos en el Estatuto Orgánico de la Agencia 
Española de Protección de Datos.

Ambos ejercerán sus funciones con plena independencia y objetividad y no estarán 
sujetos a instrucción alguna en su desempeño. Les será aplicable la legislación reguladora 
del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado.

En los supuestos de ausencia, vacante o enfermedad de la persona titular de la 
Presidencia o cuando concurran en ella alguno de los motivos de abstención o recusación 
previstos en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, el ejercicio de las competencias relacionadas con los procedimientos 
regulados por el título VIII de esta ley orgánica serán asumidas por la persona titular del 
órgano directivo que desarrolle las funciones de inspección. En el supuesto de que 
cualquiera de las circunstancias mencionadas concurriera igualmente en dicha persona, el 
ejercicio de las competencias afectadas será asumido por las personas titulares de los 
órganos directivos con nivel de subdirección general, por el orden establecido en el Estatuto.

El ejercicio del resto de competencias será asumido por el Adjunto en los términos 
previstos en el Estatuto Orgánico de la Agencia Española de Protección de Datos y, en su 
defecto, por las personas titulares de los órganos directivos con nivel de subdirección 
general, por el orden establecido en el Estatuto.

3. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos y su Adjunto serán 
nombrados por el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, entre personas de 
reconocida competencia profesional, en particular en materia de protección de datos.

Dos meses antes de producirse la expiración del mandato o, en el resto de las causas de 
cese, cuando se haya producido éste, el Ministerio de Justicia ordenará la publicación en el 
Boletín Oficial del Estado de la convocatoria pública de candidatos.

Previa evaluación del mérito, capacidad, competencia e idoneidad de los candidatos, el 
Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una propuesta de Presidencia y Adjunto 
acompañada de un informe justificativo que, tras la celebración de la preceptiva audiencia de 
los candidatos, deberá ser ratificada por la Comisión de Justicia en votación pública por 
mayoría de tres quintos de sus miembros en primera votación o, de no alcanzarse ésta, por 
mayoría absoluta en segunda votación, que se realizará inmediatamente después de la 
primera. En este último supuesto, los votos favorables deberán proceder de Diputados 
pertenecientes, al menos, a dos grupos parlamentarios diferentes.

4. La Presidencia y el Adjunto de la Agencia Española de Protección de Datos serán 
nombrados por el Consejo de Ministros mediante real decreto.

5. El mandato de la Presidencia y del Adjunto de la Agencia Española de Protección de 
Datos tiene una duración de cinco años y puede ser renovado para otro período de igual 
duración.

La Presidencia y el Adjunto solo cesarán antes de la expiración de su mandato, a 
petición propia o por separación acordada por el Consejo de Ministros, por:
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a) Incumplimiento grave de sus obligaciones,
b) incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función,
c) incompatibilidad, o
d) condena firme por delito doloso.
En los supuestos previstos en las letras a), b) y c) será necesaria la ratificación de la 

separación por las mayorías parlamentarias previstas en el apartado 3 de este artículo.
6. Los actos y disposiciones dictados por la Presidencia de la Agencia Española de 

Protección de Datos ponen fin a la vía administrativa, siendo recurribles, directamente, ante 
la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

Artículo 49.  Consejo Consultivo de la Agencia Española de Protección de Datos.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos estará asesorada por 

un Consejo Consultivo compuesto por los siguientes miembros:
a) Un Diputado, propuesto por el Congreso de los Diputados.
b) Un Senador, propuesto por el Senado.
c) Un representante designado por el Consejo General del Poder Judicial.
d) Un representante de la Administración General del Estado con experiencia en la 

materia, propuesto por el Ministro de Justicia.
e) Un representante de cada Comunidad Autónoma que haya creado una Autoridad de 

protección de datos en su ámbito territorial, propuesto de acuerdo con lo que establezca la 
respectiva Comunidad Autónoma.

f) Un experto propuesto por la Federación Española de Municipios y Provincias.
g) Un experto propuesto por el Consejo de Consumidores y Usuarios.
h) Dos expertos propuestos por las Organizaciones Empresariales.
i) Un representante de los profesionales de la protección de datos y de la privacidad, 

propuesto por la asociación de ámbito estatal con mayor número de asociados.
j) Un representante de los organismos o entidades de supervisión y resolución 

extrajudicial de conflictos previstos en el Capítulo IV del Título V, propuesto por el Ministro de 
Justicia.

k) Un experto, propuesto por la Conferencia de Rectores de las Universidades 
Españolas.

l) Un representante de las organizaciones que agrupan a los Consejos Generales, 
Superiores y Colegios Profesionales de ámbito estatal de las diferentes profesiones 
colegiadas, propuesto por el Ministro de Justicia.

m) Un representante de los profesionales de la seguridad de la información, propuesto 
por la asociación de ámbito estatal con mayor número de asociados.

n) Un experto en transparencia y acceso a la información pública propuesto por el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

ñ) Dos expertos propuestos por las organizaciones sindicales más representativas.
2. A los efectos del apartado anterior, la condición de experto requerirá acreditar 

conocimientos especializados en el Derecho y la práctica en materia de protección de datos 
mediante el ejercicio profesional o académico.

3. Los miembros del Consejo Consultivo serán nombrados por orden del Ministro de 
Justicia, publicada en el Boletín Oficial del Estado.

4. El Consejo Consultivo se reunirá cuando así lo disponga la Presidencia de la Agencia 
Española de Protección de Datos y, en todo caso, una vez al semestre.

5. Las decisiones tomadas por el Consejo Consultivo no tendrán en ningún caso carácter 
vinculante.

6. En todo lo no previsto por esta ley orgánica, el régimen, competencias y 
funcionamiento del Consejo Consultivo serán los establecidos en el Estatuto Orgánico de la 
Agencia Española de Protección de Datos.

Artículo 50.  Publicidad.
La Agencia Española de Protección de Datos publicará las resoluciones de su 

Presidencia que declaren haber lugar o no a la atención de los derechos reconocidos en los 
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artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, las que pongan fin a los procedimientos 
sancionadores y a los procedimientos de apercibimiento, las que archiven las actuaciones 
previas de investigación, las dictadas respecto de las entidades a que se refiere el artículo 
77.1 de esta ley orgánica, las que impongan medidas cautelares y las demás que disponga 
su Estatuto.

Sección 2.ª Potestades de investigación y planes de auditoría preventiva

Artículo 51.  Ámbito y personal competente.
1. La Agencia Española de Protección de Datos desarrollará su actividad de 

investigación a través de las actuaciones previstas en el Título VIII y de los planes de 
auditoría preventivas.

2. La actividad de investigación se llevará a cabo por los funcionarios de la Agencia 
Española de Protección de Datos o por funcionarios ajenos a ella habilitados expresamente 
por su Presidencia.

3. En los casos de actuaciones conjuntas de investigación conforme a lo dispuesto en el 
artículo 62 del Reglamento (UE) 2016/679, el personal de las autoridades de control de otros 
Estados Miembros de Unión Europea que colabore con la Agencia Española de Protección 
de Datos ejercerá sus facultades con arreglo a lo previsto en la presente ley orgánica y bajo 
la orientación y en presencia del personal de esta.

4. Los funcionarios que desarrollen actividades de investigación tendrán la consideración 
de agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones, y estarán obligados a guardar 
secreto sobre las informaciones que conozcan con ocasión de dicho ejercicio, incluso 
después de haber cesado en él.

Artículo 52.  Deber de colaboración.
1. Las Administraciones Públicas, incluidas las tributarias y de la Seguridad Social, y los 

particulares estarán obligados a proporcionar a la Agencia Española de Protección de Datos 
los datos, informes, antecedentes y justificantes necesarios para llevar a cabo su actividad 
de investigación.

Cuando la información contenga datos personales la comunicación de dichos datos 
estará amparada por lo dispuesto en el artículo 6.1 c) del Reglamento (UE) 2016/679.

2. En el marco de las actuaciones previas de investigación, cuando no haya podido 
realizar la identificación por otros medios, la Agencia Española de Protección de Datos podrá 
recabar de las Administraciones Públicas, incluidas las tributarias y de la Seguridad Social, 
las informaciones y datos que resulten imprescindibles con la exclusiva finalidad de lograr la 
identificación de los responsables de las conductas que pudieran ser constitutivas de 
infracción del Reglamento (UE) 2016/679 y de la presente ley orgánica.

En el supuesto de las Administraciones tributarias y de la Seguridad Social, la 
información se limitará a la que resulte necesaria para poder identificar inequívocamente 
contra quién debe dirigirse la actuación de la Agencia Española de Protección de Datos en 
los supuestos de creación de entramados societarios que dificultasen el conocimiento directo 
del presunto responsable de la conducta contraria al Reglamento (UE) 2016/679 y a la 
presente ley orgánica.

3. Cuando no haya podido realizar la identificación por otros medios, la Agencia 
Española de Protección de Datos podrá recabar de los operadores que presten servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información los datos que obren en su poder y que resulten imprescindibles 
para la identificación del presunto responsable de la conducta contraria al Reglamento (UE) 
2016/679 y a la presente ley orgánica cuando se hubiere llevado a cabo mediante la 
utilización de un servicio de la sociedad de la información o la realización de una 
comunicación electrónica. A tales efectos, los datos que la Agencia Española de Protección 
de Datos podrá recabar al amparo de este apartado son los siguientes:

a) Cuando la conducta se hubiera realizado mediante la utilización de un servicio de 
telefonía fija o móvil:
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1.º El número de teléfono de origen de la llamada en caso de que el mismo se hubiese 
ocultado.

2.º El nombre, número de documento identificativo y dirección del abonado o usuario 
registrado al que corresponda ese número de teléfono.

3.º La mera confirmación de que se ha realizado una llamada específica entre dos 
números en una determinada fecha y hora.

b) Cuando la conducta se hubiera realizado mediante la utilización de un servicio de la 
sociedad de la información:

1.º La identificación de la dirección de protocolo de Internet desde la que se hubiera 
llevado a cabo la conducta y la fecha y hora de su realización.

2.º Si la conducta se hubiese llevado a cabo mediante correo electrónico, la identificación 
de la dirección de protocolo de Internet desde la que se creó la cuenta de correo y la fecha y 
hora en que la misma fue creada.

3.º El nombre, número de documento identificativo y dirección del abonado o del usuario 
registrado al que se le hubiera asignado la dirección de Protocolo de Internet a la que se 
refieren los dos párrafos anteriores.

Estos datos deberán ser cedidos, previo requerimiento motivado de la Agencia Española 
de Protección de Datos, exclusivamente en el marco de actuaciones de investigación 
iniciadas como consecuencia de una denuncia presentada por un afectado respecto de una 
conducta de una persona jurídica o respecto a la utilización de sistemas que permitan la 
divulgación sin restricciones de datos personales. En el resto de los supuestos la cesión de 
estos datos requerirá la previa obtención de autorización judicial otorgada conforme a las 
normas procesales cuando resultara exigible.

Quedan excluidos de lo previsto en este apartado los datos de tráfico que los operadores 
estuviesen tratando con la exclusiva finalidad de dar cumplimiento a las obligaciones 
previstas en la Ley 25/2007, de 18 de octubre, de conservación de datos relativos a las 
comunicaciones electrónicas y a las redes públicas de comunicaciones, cuya cesión 
solamente podrá tener lugar de acuerdo con lo dispuesto en ella, previa autorización judicial 
solicitada por alguno de los agentes facultados a los que se refiere el artículo 6 de dicha ley.

Artículo 53.  Alcance de la actividad de investigación.
1. Quienes desarrollen la actividad de investigación podrán recabar las informaciones 

precisas para el cumplimiento de sus funciones, realizar inspecciones, requerir la exhibición 
o el envío de los documentos y datos necesarios, examinarlos en el lugar en que se 
encuentren depositados o en donde se lleven a cabo los tratamientos, obtener copia de 
ellos, inspeccionar los equipos físicos y lógicos y requerir la ejecución de tratamientos y 
programas o procedimientos de gestión y soporte del tratamiento sujetos a investigación.

2. Cuando fuese necesario el acceso por el personal que desarrolla la actividad de 
investigación al domicilio constitucionalmente protegido del inspeccionado, será preciso 
contar con su consentimiento o haber obtenido la correspondiente autorización judicial.

3. Cuando se trate de órganos judiciales u oficinas judiciales el ejercicio de las facultades 
de inspección se efectuará a través y por mediación del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 53 bis.  Actuaciones de investigación a través de sistemas digitales.
Las actuaciones de investigación podrán realizarse a través de sistemas digitales que, 

mediante la videoconferencia u otro sistema similar, permitan la comunicación bidireccional y 
simultánea de imagen y sonido, la interacción visual, auditiva y verbal entre la Agencia 
Española de Protección de Datos y el inspeccionado. Además, deben garantizar la 
transmisión y recepción seguras de los documentos e información que se intercambien, y, en 
su caso, recoger las evidencias necesarias y el resultado de las actuaciones realizadas 
asegurando su autoría, autenticidad e integridad.

La utilización de estos sistemas se producirá cuando lo determine la Agencia y requerirá 
la conformidad del inspeccionado en relación con su uso y con la fecha y hora de su 
desarrollo.
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Artículo 54.  Planes de auditoría.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos podrá acordar la 

realización de planes de auditoría preventiva, referidos a los tratamientos de un sector 
concreto de actividad. Tendrán por objeto el análisis del cumplimiento de las disposiciones 
del Reglamento (UE) 2016/679 y de la presente ley orgánica, a partir de la realización de 
actividades de investigación sobre entidades pertenecientes al sector inspeccionado o sobre 
los responsables objeto de la auditoría.

2. A resultas de los planes de auditoría, la Presidencia de la Agencia Española de 
Protección de Datos podrá dictar las directrices generales o específicas para un concreto 
responsable o encargado de los tratamientos precisas para asegurar la plena adaptación del 
sector o responsable al Reglamento (UE) 2016/679 y a la presente ley orgánica.

En la elaboración de dichas directrices la Presidencia de la Agencia Española de 
Protección de Datos podrá solicitar la colaboración de los organismos de supervisión de los 
códigos de conducta y de resolución extrajudicial de conflictos, si los hubiere.

3. Las directrices serán de obligado cumplimiento para el sector o responsable al que se 
refiera el plan de auditoría.

Sección 3.ª Otras potestades de la Agencia Española de Protección de Datos

Artículo 55.  Potestades de regulación. Circulares de la Agencia Española de Protección de 
Datos.

1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos podrá dictar 
disposiciones que fijen los criterios a que responderá la actuación de esta autoridad en la 
aplicación de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la presente ley orgánica, 
que se denominarán «Circulares de la Agencia Española de Protección de Datos».

2. Su elaboración se sujetará al procedimiento establecido en el Estatuto de la Agencia 
Española de Protección de Datos, que deberá prever los informes técnicos y jurídicos que 
fueran necesarios y la audiencia a los interesados.

3. Las circulares serán obligatorias una vez publicadas en el Boletín Oficial del Estado.

Artículo 56.  Acción exterior.
1. Corresponde a la Agencia Española de Protección de Datos la titularidad y el ejercicio 

de las funciones relacionadas con la acción exterior del Estado en materia de protección de 
datos.

Asimismo a las comunidades autónomas, a través de las autoridades autonómicas de 
protección de datos, les compete ejercitar las funciones como sujetos de la acción exterior 
en el marco de sus competencias de conformidad con lo dispuesto en la Ley 2/2014, de 25 
de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, así como celebrar acuerdos 
internacionales administrativos en ejecución y concreción de un tratado internacional y 
acuerdos no normativos con los órganos análogos de otros sujetos de derecho internacional, 
no vinculantes jurídicamente para quienes los suscriben, sobre materias de su competencia 
en el marco de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales.

2. La Agencia Española de Protección de Datos es el organismo competente para la 
protección de las personas físicas en lo relativo al tratamiento de datos personales derivado 
de la aplicación de cualquier Convenio Internacional en el que sea parte el Reino de España 
que atribuya a una autoridad nacional de control esa competencia y la representante común 
de las autoridades de Protección de Datos en el Comité Europeo de Protección de Datos, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 68.4 del Reglamento (UE) 2016/679.

La Agencia Española de Protección de Datos informará a las autoridades autonómicas 
de protección de datos acerca de las decisiones adoptadas en el Comité Europeo de 
Protección de Datos y recabará su parecer cuando se trate de materias de su competencia.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, la Agencia Española de Protección de 
Datos:
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a) Participará en reuniones y foros internacionales de ámbito distinto al de la Unión 
Europea establecidos de común acuerdo por las autoridades de control independientes en 
materia de protección de datos.

b) Participará, como autoridad española, en las organizaciones internacionales 
competentes en materia de protección de datos, en los comités o grupos de trabajo, de 
estudio y de colaboración de organizaciones internacionales que traten materias que afecten 
al derecho fundamental a la protección de datos personales y en otros foros o grupos de 
trabajo internacionales, en el marco de la acción exterior del Estado.

c) Colaborará con autoridades, instituciones, organismos y Administraciones de otros 
Estados a fin de impulsar, promover y desarrollar el derecho fundamental a la protección de 
datos, en particular en el ámbito iberoamericano, pudiendo suscribir acuerdos 
internacionales administrativos y no normativos en la materia.

CAPÍTULO II
Autoridades autonómicas de protección de datos

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 57.  Autoridades autonómicas de protección de datos.
1. Las autoridades autonómicas de protección de datos personales podrán ejercer, las 

funciones y potestades establecidas en los artículos 57 y 58 del Reglamento (UE) 2016/679, 
de acuerdo con la normativa autonómica, cuando se refieran a:

a) Tratamientos de los que sean responsables las entidades integrantes del sector 
público de la correspondiente Comunidad Autónoma o de las Entidades Locales incluidas en 
su ámbito territorial o quienes presten servicios a través de cualquier forma de gestión 
directa o indirecta.

b) Tratamientos llevados a cabo por personas físicas o jurídicas para el ejercicio de las 
funciones públicas en materias que sean competencia de la correspondiente Administración 
Autonómica o Local.

c) Tratamientos que se encuentren expresamente previstos, en su caso, en los 
respectivos Estatutos de Autonomía.

2. Las autoridades autonómicas de protección de datos podrán dictar, en relación con los 
tratamientos sometidos a su competencia, circulares con el alcance y los efectos 
establecidos para la Agencia Española de Protección de Datos en el artículo 55 de esta ley 
orgánica.

Artículo 58.  Cooperación institucional.
La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos convocará, por iniciativa 

propia o cuando lo solicite otra autoridad, a las autoridades autonómicas de protección de 
datos para contribuir a la aplicación coherente del Reglamento (UE) 2016/679 y de la 
presente ley orgánica. En todo caso, se celebrarán reuniones semestrales de cooperación.

La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades 
autonómicas de protección de datos podrán solicitar y deberán intercambiarse mutuamente 
la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones y, en particular, la relativa a 
la actividad del Comité Europeo de Protección de Datos. Asimismo, podrán constituir grupos 
de trabajo para tratar asuntos específicos de interés común.

Artículo 59.  Tratamientos contrarios al Reglamento (UE) 2016/679.
Cuando la Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos considere que un 

tratamiento llevado a cabo en materias que fueran competencia de las autoridades 
autonómicas de protección de datos vulnera el Reglamento (UE) 2016/679 podrá requerirlas 
a que adopten, en el plazo de un mes, las medidas necesarias para su cesación.

Si la autoridad autonómica no atendiere en plazo el requerimiento o las medidas 
adoptadas no supusiesen la cesación en el tratamiento ilícito, la Agencia Española de 
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Protección de Datos podrá ejercer las acciones que procedan ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Sección 2.ª Coordinación en el marco de los procedimientos establecidos en el 
Reglamento (UE) 2016/679

Artículo 60.  Coordinación en caso de emisión de dictamen por el Comité Europeo de 
Protección de Datos.

Se practicarán por conducto de la Agencia Española de Protección de Datos todas las 
comunicaciones entre el Comité Europeo de Protección de Datos y las autoridades 
autonómicas de protección de datos cuando éstas, como autoridades competentes, deban 
someter su proyecto de decisión al citado comité o le soliciten el examen de un asunto en 
virtud de lo establecido en los apartados 1 y 2 del artículo 64 del Reglamento (UE) 2016/679.

En estos casos, la Agencia Española de Protección de Datos será asistida por un 
representante de la Autoridad autonómica en su intervención ante el Comité.

Artículo 61.  Intervención en caso de tratamientos transfronterizos.
1. Las autoridades autonómicas de protección de datos ostentarán la condición de 

autoridad de control principal o interesada en el procedimiento establecido por el artículo 60 
del Reglamento (UE) 2016/679 cuando se refiera a un tratamiento previsto en el artículo 57 
de esta ley orgánica que se llevara a cabo por un responsable o encargado del tratamiento 
de los previstos en el artículo 56 del Reglamento (UE) 2016/679, salvo que desarrollase 
significativamente tratamientos de la misma naturaleza en el resto del territorio español.

2. Corresponderá en estos casos a las autoridades autonómicas intervenir en los 
procedimientos establecidos en el artículo 60 del Reglamento (UE) 2016/679, informando a 
la Agencia Española de Protección de Datos sobre su desarrollo en los supuestos en que 
deba aplicarse el mecanismo de coherencia.

Artículo 62.  Coordinación en caso de resolución de conflictos por el Comité Europeo de 
Protección de Datos.

1. Se practicarán por conducto de la Agencia Española de Protección de Datos todas las 
comunicaciones entre el Comité Europeo de Protección de Datos y las autoridades 
autonómicas de protección de datos cuando estas, como autoridades principales, deban 
solicitar del citado Comité la emisión de una decisión vinculante según lo previsto en el 
artículo 65 del Reglamento (UE) 2016/679.

2. Las autoridades autonómicas de protección de datos que tengan la condición de 
autoridad interesada no principal en un procedimiento de los previstos en el artículo 65 del 
Reglamento (UE) 2016/679 informarán a la Agencia Española de Protección de Datos 
cuando el asunto sea remitido al Comité Europeo de Protección de Datos, facilitándole la 
documentación e información necesarias para su tramitación.

La Agencia Española de Protección de Datos será asistida por un representante de la 
autoridad autonómica interesada en su intervención ante el mencionado comité.

TÍTULO VIII
Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa de protección 

de datos

Artículo 63.  Régimen jurídico.
1. Las disposiciones de este Título serán de aplicación a los procedimientos tramitados 

por la Agencia Española de Protección de Datos en los supuestos en los que un afectado 
reclame que no ha sido atendida su solicitud de ejercicio de los derechos reconocidos en los 
artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, así como en los que aquella investigue la 
existencia de una posible infracción de lo dispuesto en el mencionado reglamento y en la 
presente ley orgánica.
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2. Los procedimientos tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se 
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, en la presente ley orgánica, por 
las disposiciones reglamentarias dictadas en su desarrollo y, en cuanto no las contradigan, 
con carácter subsidiario, por las normas generales sobre los procedimientos administrativos.

3. El Gobierno regulará por real decreto los procedimientos que tramite la Agencia 
Española de Protección de Datos al amparo de este Título, asegurando en todo caso los 
derechos de defensa y audiencia de los interesados.

Artículo 64.  Forma de iniciación del procedimiento y duración.
1. Cuando el procedimiento se refiera exclusivamente a la falta de atención de una 

solicitud de ejercicio de los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, se iniciará por 
acuerdo de admisión a trámite, que se adoptará conforme a lo establecido en el artículo 65 
de esta ley orgánica.

En este caso el plazo para resolver el procedimiento será de seis meses a contar desde 
la fecha en que hubiera sido notificado al reclamante el acuerdo de admisión a trámite. 
Transcurrido ese plazo, el interesado podrá considerar estimada su reclamación.

2. Cuando el procedimiento tenga por objeto la determinación de la posible existencia de 
una infracción de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, y en la presente ley orgánica, se iniciará mediante 
acuerdo de inicio, adoptado por propia iniciativa o como consecuencia de reclamación, que 
le será notificado al interesado.

Si el procedimiento se fundase en una reclamación formulada ante la Agencia Española 
de Protección de Datos, con carácter previo, esta decidirá sobre su admisión a trámite, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 65 de esta ley orgánica.

Admitida a trámite la reclamación, así como en los supuestos en que la Agencia 
Española de Protección de Datos actúe por propia iniciativa, con carácter previo al acuerdo 
de inicio podrá existir una fase de actuaciones previas de investigación, que se regirá por lo 
previsto en el artículo 67 de esta ley orgánica.

El procedimiento tendrá una duración máxima de doce meses a contar desde la fecha 
del acuerdo de inicio. Transcurrido ese plazo se producirá su caducidad y, en consecuencia, 
el archivo de actuaciones.

3. Cuando así proceda en atención a la naturaleza de los hechos y teniendo 
debidamente en cuenta los criterios establecidos en el artículo 83.2 del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, la Agencia 
Española de Protección de Datos, previa audiencia al responsable o encargado del 
tratamiento, podrá dirigir un apercibimiento, así como ordenar al responsable o encargado 
del tratamiento que adopten las medidas correctivas encaminadas a poner fin al posible 
incumplimiento de la legislación de protección de datos de una determinada manera y dentro 
del plazo especificado.

El procedimiento tendrá una duración máxima de seis meses a contar desde la fecha del 
acuerdo de inicio. Transcurrido ese plazo se producirá su caducidad y, en consecuencia, el 
archivo de actuaciones.

Será de aplicación en este caso lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del 
apartado 2 de este artículo.

4. El procedimiento podrá también tramitarse como consecuencia de la comunicación a 
la Agencia Española de Protección de Datos por parte de la autoridad de control de otro 
Estado miembro de la Unión Europea de la reclamación formulada ante la misma, cuando la 
Agencia Española de Protección de Datos tuviese la condición de autoridad de control 
principal para la tramitación de un procedimiento conforme a lo dispuesto en los artículos 56 
y 60 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016. Será en este caso de aplicación lo dispuesto en los apartados 1, 2 y 3 de este artículo.

5. Los plazos de tramitación establecidos en este artículo así como los de admisión a 
trámite regulados por el artículo 65.5 y de duración de las actuaciones previas de 
investigación previstos en el artículo 67.2, quedarán automáticamente suspendidos cuando 
deba recabarse información, consulta, solicitud de asistencia o pronunciamiento preceptivo 
de un órgano u organismo de la Unión Europea o de una o varias autoridades de control de 
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los Estados miembros conforme con lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, por el tiempo que medie entre la 
solicitud y la notificación del pronunciamiento a la Agencia Española de Protección de Datos.

6. El transcurso de los plazos de tramitación a los que se refiere el apartado anterior se 
podrá suspender, mediante resolución motivada, cuando resulte indispensable recabar 
información de un órgano jurisdiccional.

Artículo 65.  Admisión a trámite de las reclamaciones.
1. Cuando se presentase ante la Agencia Española de Protección de Datos una 

reclamación, esta deberá evaluar su admisibilidad a trámite, de conformidad con las 
previsiones de este artículo.

2. La Agencia Española de Protección de Datos inadmitirá las reclamaciones 
presentadas cuando no versen sobre cuestiones de protección de datos personales, 
carezcan manifiestamente de fundamento, sean abusivas o no aporten indicios racionales de 
la existencia de una infracción.

3. Igualmente, la Agencia Española de Protección de Datos podrá inadmitir la 
reclamación cuando el responsable o encargado del tratamiento, previa advertencia 
formulada por la Agencia Española de Protección de Datos, hubiera adoptado las medidas 
correctivas encaminadas a poner fin al posible incumplimiento de la legislación de protección 
de datos y concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que no se haya causado perjuicio al afectado en el caso de las infracciones previstas 
en el artículo 74 de esta ley orgánica.

b) Que el derecho del afectado quede plenamente garantizado mediante la aplicación de 
las medidas.

4. Antes de resolver sobre la admisión a trámite de la reclamación, la Agencia Española 
de Protección de Datos podrá remitir la misma al delegado de protección de datos que 
hubiera, en su caso, designado el responsable o encargado del tratamiento, al organismo de 
supervisión establecido para la aplicación de los códigos de conducta o al organismo que 
asuma las funciones de resolución extrajudicial de conflictos a los efectos previstos en los 
artículos 37 y 38.2 de esta ley orgánica.

La Agencia Española de Protección de Datos podrá igualmente remitir la reclamación al 
responsable o encargado del tratamiento cuando no se hubiera designado un delegado de 
protección de datos ni estuviera adherido a mecanismos de resolución extrajudicial de 
conflictos, en cuyo caso el responsable o encargado deberá dar respuesta a la reclamación 
en el plazo de un mes.

Si como consecuencia de dichas actuaciones de remisión, el responsable o encargado 
del tratamiento demuestra haber adoptado medidas para el cumplimiento de la normativa 
aplicable, la Agencia Española de Protección de Datos podrá inadmitir a trámite la 
reclamación.

5. La decisión sobre la admisión o inadmisión a trámite, así como la que determine, en 
su caso, la remisión de la reclamación a la autoridad de control principal que se estime 
competente, deberá notificarse al reclamante en el plazo de tres meses. Si transcurrido este 
plazo no se produjera dicha notificación, se entenderá que prosigue la tramitación de la 
reclamación con arreglo a lo dispuesto en este título a partir de la fecha en que se 
cumpliesen tres meses desde que la reclamación tuvo entrada en la Agencia Española de 
Protección de Datos, sin perjuicio de la facultad de la Agencia de archivar posteriormente y 
de forma expresa la reclamación.

En el supuesto de que la Agencia Española de Protección de Datos actúe como 
consecuencia de la comunicación que le hubiera sido remitida por la autoridad de control de 
otro Estado miembro de la Unión Europea, conforme al artículo 64.4 de esta ley orgánica, el 
cómputo del plazo señalado en el párrafo anterior se iniciará una vez que se reciba en la 
Agencia toda la documentación necesaria para su tramitación.

Cuando los hechos de una reclamación relativa a la posible existencia en el ámbito 
competencial de la Agencia, guarden identidad sustancial con los que sean objeto de unas 
actuaciones previas de investigación o de un procedimiento sancionador ya iniciado, en la 
notificación de la decisión de admisión a trámite se podrá indicar el número de expediente 
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correspondiente a las actuaciones previas o al procedimiento correspondiente, así como de 
la dirección web en la que se publicará la resolución que ponga fin al mismo, a efectos de 
que el reclamante pueda conocer el curso y resultado de la investigación.

6. Tras la admisión a trámite, si el responsable o encargado del tratamiento demuestran 
haber adoptado medidas para el cumplimiento de la normativa aplicable, la Agencia 
Española de Protección de Datos podrá resolver el archivo de la reclamación, cuando en el 
caso concreto concurran circunstancias que aconsejen la adopción de otras soluciones más 
moderadas o alternativas a la acción correctiva, siempre que no se hayan iniciado 
actuaciones previas de investigación o alguno de los procedimientos regulados en esta ley 
orgánica.

Artículo 66.  Determinación del alcance territorial.
1. Salvo en los supuestos a los que se refiere el artículo 64.4 de esta ley orgánica, la 

Agencia Española de Protección de Datos deberá, con carácter previo a la realización de 
cualquier otra actuación, incluida la admisión a trámite de una reclamación o el comienzo de 
actuaciones previas de investigación, examinar su competencia y determinar el carácter 
nacional o transfronterizo, en cualquiera de sus modalidades, del procedimiento a seguir.

2. Si la Agencia Española de Protección de Datos considera que no tiene la condición de 
autoridad de control principal para la tramitación del procedimiento remitirá, sin más trámite, 
la reclamación formulada a la autoridad de control principal que considere competente, a fin 
de que por la misma se le dé el curso oportuno. La Agencia Española de Protección de 
Datos notificará esta circunstancia a quien, en su caso, hubiera formulado la reclamación.

El acuerdo por el que se resuelva la remisión a la que se refiere el párrafo anterior 
implicará el archivo provisional del procedimiento, sin perjuicio de que por la Agencia 
Española de Protección de Datos se dicte, en caso de que así proceda, la resolución a la 
que se refiere el apartado 8 del artículo 60 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 67.  Actuaciones previas de investigación.
1. Antes de la adopción del acuerdo de inicio de procedimiento, y una vez admitida a 

trámite la reclamación si la hubiese, la Agencia Española de Protección de Datos podrá 
llevar a cabo actuaciones previas de investigación a fin de lograr una mejor determinación de 
los hechos y las circunstancias que justifican la tramitación del procedimiento.

La Agencia Española de Protección de Datos actuará en todo caso cuando sea precisa 
la investigación de tratamientos que implique un tráfico masivo de datos personales.

2. Las actuaciones previas de investigación se someterán a lo dispuesto en la sección 2.ª 
del capítulo I del título VII de esta ley orgánica y no podrán tener una duración superior a 
dieciocho meses a contar desde la fecha del acuerdo de admisión a trámite o de la fecha del 
acuerdo por el que se decida su iniciación cuando la Agencia Española de Protección de 
Datos actúe por propia iniciativa.

Artículo 68.  Acuerdo de inicio del procedimiento para el ejercicio de la potestad 
sancionadora.

1. Concluidas, en su caso, las actuaciones a las que se refiere el artículo anterior, 
corresponderá a la Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos, cuando así 
proceda, dictar acuerdo de inicio de procedimiento para el ejercicio de la potestad 
sancionadora, en que se concretarán los hechos, la identificación de la persona o entidad 
contra la que se dirija el procedimiento, la infracción que hubiera podido cometerse y su 
posible sanción.

2. Cuando la Agencia Española de Protección de Datos ostente la condición de autoridad 
de control principal y deba seguirse el procedimiento previsto en el artículo 60 del 
Reglamento (UE) 2016/679, el proyecto de acuerdo de inicio de procedimiento sancionador 
se someterá a lo dispuesto en el mismo.

Artículo 69.  Medidas provisionales y de garantía de los derechos.
1. Durante la realización de las actuaciones previas de investigación o iniciado un 

procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, la Agencia Española de 
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Protección de Datos podrá acordar motivadamente las medidas provisionales necesarias y 
proporcionadas para salvaguardar el derecho fundamental a la protección de datos y, en 
especial, las previstas en el artículo 66.1 del Reglamento (UE) 2016/679, el bloqueo cautelar 
de los datos y la obligación inmediata de atender el derecho solicitado.

2. En los casos en que la Agencia Española de Protección de Datos considere que la 
continuación del tratamiento de los datos personales, su comunicación o transferencia 
internacional comportara un menoscabo grave del derecho a la protección de datos 
personales, podrá ordenar a los responsables o encargados de los tratamientos el bloqueo 
de los datos y la cesación de su tratamiento y, en caso de incumplirse por estos dichos 
mandatos, proceder a su inmovilización.

3. Cuando se hubiese presentado ante la Agencia Española de Protección de Datos una 
reclamación que se refiriese, entre otras cuestiones, a la falta de atención en plazo de los 
derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, la Agencia 
Española de Protección de Datos podrá acordar en cualquier momento, incluso con 
anterioridad a la iniciación del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, 
mediante resolución motivada y previa audiencia del responsable del tratamiento, la 
obligación de atender el derecho solicitado, prosiguiéndose el procedimiento en cuanto al 
resto de las cuestiones objeto de la reclamación.

TÍTULO IX
Régimen sancionador

Artículo 70.  Sujetos responsables.
1. Están sujetos al régimen sancionador establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y 

en la presente ley orgánica:
a) Los responsables de los tratamientos.
b) Los encargados de los tratamientos.
c) Los representantes de los responsables o encargados de los tratamientos no 

establecidos en el territorio de la Unión Europea.
d) Las entidades de certificación.
e) Las entidades acreditadas de supervisión de los códigos de conducta.
2. No será de aplicación al delegado de protección de datos el régimen sancionador 

establecido en este Título.

Artículo 71.  Infracciones.
Constituyen infracciones los actos y conductas a las que se refieren los apartados 4, 5 y 

6 del artículo 83 del Reglamento (UE) 2016/679, así como las que resulten contrarias a la 
presente ley orgánica.

Artículo 72.  Infracciones consideradas muy graves.
1. En función de lo que establece el artículo 83.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se 

consideran muy graves y prescribirán a los tres años las infracciones que supongan una 
vulneración sustancial de los artículos mencionados en aquel y, en particular, las siguientes:

a) El tratamiento de datos personales vulnerando los principios y garantías establecidos 
en el artículo 5 del Reglamento (UE) 2016/679.

b) El tratamiento de datos personales sin que concurra alguna de las condiciones de 
licitud del tratamiento establecidas en el artículo 6 del Reglamento (UE) 2016/679.

c) El incumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 7 del Reglamento (UE) 
2016/679 para la validez del consentimiento.

d) La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con la finalidad 
para la cual fueron recogidos, sin contar con el consentimiento del afectado o con una base 
legal para ello.
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e) El tratamiento de datos personales de las categorías a las que se refiere el artículo 9 
del Reglamento (UE) 2016/679, sin que concurra alguna de las circunstancias previstas en 
dicho precepto y en el artículo 9 de esta ley orgánica.

f) El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o 
medidas de seguridad conexas fuera de los supuestos permitidos por el artículo 10 del 
Reglamento (UE) 2016/679 y en el artículo 10 de esta ley orgánica.

g) El tratamiento de datos personales relacionados con infracciones y sanciones 
administrativas fuera de los supuestos permitidos por el artículo 27 de esta ley orgánica.

h) La omisión del deber de informar al afectado acerca del tratamiento de sus datos 
personales conforme a lo dispuesto en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 y 
12 de esta ley orgánica.

i) La vulneración del deber de confidencialidad establecido en el artículo 5 de esta ley 
orgánica.

j) La exigencia del pago de un canon para facilitar al afectado la información a la que se 
refieren los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 o por atender las solicitudes de 
ejercicio de derechos de los afectados previstos en los artículos 15 a 22 del Reglamento 
(UE) 2016/679, fuera de los supuestos establecidos en su artículo 12.5.

k) El impedimento o la obstaculización o la no atención reiterada del ejercicio de los 
derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

l) La transferencia internacional de datos personales a un destinatario que se encuentre 
en un tercer país o a una organización internacional, cuando no concurran las garantías, 
requisitos o excepciones establecidos en los artículos 44 a 49 del Reglamento (UE) 
2016/679.

m) El incumplimiento de las resoluciones dictadas por la autoridad de protección de 
datos competente en ejercicio de los poderes que le confiere el artículo 58.2 del Reglamento 
(UE) 2016/679.

n) El incumplimiento de la obligación de bloqueo de los datos establecida en el artículo 
32 de esta ley orgánica cuando la misma sea exigible.

ñ) No facilitar el acceso del personal de la autoridad de protección de datos competente 
a los datos personales, información, locales, equipos y medios de tratamiento que sean 
requeridos por la autoridad de protección de datos para el ejercicio de sus poderes de 
investigación.

o) La resistencia u obstrucción del ejercicio de la función inspectora por la autoridad de 
protección de datos competente.

p) La reversión deliberada de un procedimiento de anonimización a fin de permitir la 
reidentificación de los afectados.

2. Tendrán la misma consideración y también prescribirán a los tres años las infracciones 
a las que se refiere el artículo 83.6 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 73.  Infracciones consideradas graves.
En función de lo que establece el artículo 83.4 del Reglamento (UE) 2016/679 se 

consideran graves y prescribirán a los dos años las infracciones que supongan una 
vulneración sustancial de los artículos mencionados en aquel y, en particular, las siguientes:

a) El tratamiento de datos personales de un menor de edad sin recabar su 
consentimiento, cuando tenga capacidad para ello, o el del titular de su patria potestad o 
tutela, conforme al artículo 8 del Reglamento (UE) 2016/679.

b) No acreditar la realización de esfuerzos razonables para verificar la validez del 
consentimiento prestado por un menor de edad o por el titular de su patria potestad o tutela 
sobre el mismo, conforme a lo requerido por el artículo 8.2 del Reglamento (UE) 2016/679.

c) El impedimento o la obstaculización o la no atención reiterada de los derechos de 
acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento o a la portabilidad de los datos en 
tratamientos en los que no se requiere la identificación del afectado, cuando este, para el 
ejercicio de esos derechos, haya facilitado información adicional que permita su 
identificación.

d) La falta de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten 
apropiadas para aplicar de forma efectiva los principios de protección de datos desde el 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 9  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales

– 156 –



diseño, así como la no integración de las garantías necesarias en el tratamiento, en los 
términos exigidos por el artículo 25 del Reglamento (UE) 2016/679.

e) La falta de adopción de las medidas técnicas y organizativas apropiadas para 
garantizar que, por defecto, solo se tratarán los datos personales necesarios para cada uno 
de los fines específicos del tratamiento, conforme a lo exigido por el artículo 25.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

f) La falta de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten 
apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo del tratamiento, en los 
términos exigidos por el artículo 32.1 del Reglamento (UE) 2016/679.

g) El quebrantamiento, como consecuencia de la falta de la debida diligencia, de las 
medidas técnicas y organizativas que se hubiesen implantado conforme a lo exigido por el 
artículo 32.1 del Reglamento (UE) 2016/679.

h) El incumplimiento de la obligación de designar un representante del responsable o 
encargado del tratamiento no establecido en el territorio de la Unión Europea, conforme a lo 
previsto en el artículo 27 del Reglamento (UE) 2016/679.

i) La falta de atención por el representante en la Unión del responsable o del encargado 
del tratamiento de las solicitudes efectuadas por la autoridad de protección de datos o por 
los afectados.

j) La contratación por el responsable del tratamiento de un encargado de tratamiento que 
no ofrezca las garantías suficientes para aplicar las medidas técnicas y organizativas 
apropiadas conforme a lo establecido en el Capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.

k) Encargar el tratamiento de datos a un tercero sin la previa formalización de un 
contrato u otro acto jurídico escrito con el contenido exigido por el artículo 28.3 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

l) La contratación por un encargado del tratamiento de otros encargados sin contar con la 
autorización previa del responsable, o sin haberle informado sobre los cambios producidos 
en la subcontratación cuando fueran legalmente exigibles.

m) La infracción por un encargado del tratamiento de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 y en la presente ley orgánica, al determinar los fines y los medios del tratamiento, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 28.10 del citado reglamento.

n) No disponer del registro de actividades de tratamiento establecido en el artículo 30 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

ñ) No poner a disposición de la autoridad de protección de datos que lo haya solicitado, 
el registro de actividades de tratamiento, conforme al apartado 4 del artículo 30 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

o) No cooperar con las autoridades de control en el desempeño de sus funciones en los 
supuestos no previstos en el artículo 72 de esta ley orgánica.

p) El tratamiento de datos personales sin llevar a cabo una previa valoración de los 
elementos mencionados en el artículo 28 de esta ley orgánica.

q) El incumplimiento del deber del encargado del tratamiento de notificar al responsable 
del tratamiento las violaciones de seguridad de las que tuviera conocimiento.

r) El incumplimiento del deber de notificación a la autoridad de protección de datos de 
una violación de seguridad de los datos personales de conformidad con lo previsto en el 
artículo 33 del Reglamento (UE) 2016/679.

s) El incumplimiento del deber de comunicación al afectado de una violación de la 
seguridad de los datos de conformidad con lo previsto en el artículo 34 del Reglamento (UE) 
2016/679 si el responsable del tratamiento hubiera sido requerido por la autoridad de 
protección de datos para llevar a cabo dicha notificación.

t) El tratamiento de datos personales sin haber llevado a cabo la evaluación del impacto 
de las operaciones de tratamiento en la protección de datos personales en los supuestos en 
que la misma sea exigible.

u) El tratamiento de datos personales sin haber consultado previamente a la autoridad de 
protección de datos en los casos en que dicha consulta resulta preceptiva conforme al 
artículo 36 del Reglamento (UE) 2016/679 o cuando la ley establezca la obligación de llevar 
a cabo esa consulta.
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v) El incumplimiento de la obligación de designar un delegado de protección de datos 
cuando sea exigible su nombramiento de acuerdo con el artículo 37 del Reglamento (UE) 
2016/679 y el artículo 34 de esta ley orgánica.

w) No posibilitar la efectiva participación del delegado de protección de datos en todas 
las cuestiones relativas a la protección de datos personales, no respaldarlo o interferir en el 
desempeño de sus funciones.

x) La utilización de un sello o certificación en materia de protección de datos que no haya 
sido otorgado por una entidad de certificación debidamente acreditada o en caso de que la 
vigencia del mismo hubiera expirado.

y) Obtener la acreditación como organismo de certificación presentando información 
inexacta sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 43 del Reglamento 
(UE) 2016/679.

z) El desempeño de funciones que el Reglamento (UE) 2016/679 reserva a los 
organismos de certificación, sin haber sido debidamente acreditado conforme a lo 
establecido en el artículo 39 de esta ley orgánica.

aa) El incumplimiento por parte de un organismo de certificación de los principios y 
deberes a los que está sometido según lo previsto en los artículos 42 y 43 de Reglamento 
(UE) 2016/679.

ab) El desempeño de funciones que el artículo 41 del Reglamento (UE) 2016/679 
reserva a los organismos de supervisión de códigos de conducta sin haber sido previamente 
acreditado por la autoridad de protección de datos competente.

ac) La falta de adopción por parte de los organismos acreditados de supervisión de un 
código de conducta de las medidas que resulten oportunas en caso que se hubiera 
producido una infracción del código, conforme exige el artículo 41.4 del Reglamento (UE) 
2016/679.

Artículo 74.  Infracciones consideradas leves.
Se consideran leves y prescribirán al año las restantes infracciones de carácter 

meramente formal de los artículos mencionados en los apartados 4 y 5 del artículo 83 del 
Reglamento (UE) 2016/679 y, en particular, las siguientes:

a) El incumplimiento del principio de transparencia de la información o el derecho de 
información del afectado por no facilitar toda la información exigida por los artículos 13 y 14 
del Reglamento (UE) 2016/679.

b) La exigencia del pago de un canon para facilitar al afectado la información exigida por 
los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 o por atender las solicitudes de ejercicio 
de derechos de los afectados previstos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 
2016/679, cuando así lo permita su artículo 12.5, si su cuantía excediese el importe de los 
costes afrontados para facilitar la información o realizar la actuación solicitada.

c) No atender las solicitudes de ejercicio de los derechos establecidos en los artículos 15 
a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, salvo que resultase de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 72.1.k) de esta ley orgánica.

d) No atender los derechos de acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento 
o a la portabilidad de los datos en tratamientos en los que no se requiere la identificación del 
afectado, cuando este, para el ejercicio de esos derechos, haya facilitado información 
adicional que permita su identificación, salvo que resultase de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 73 c) de esta ley orgánica.

e) El incumplimiento de la obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión 
de datos personales o la limitación del tratamiento exigida por el artículo 19 del Reglamento 
(UE) 2016/679.

f) El incumplimiento de la obligación de informar al afectado, cuando así lo haya 
solicitado, de los destinatarios a los que se hayan comunicado los datos personales 
rectificados, suprimidos o respecto de los que se ha limitado el tratamiento.

g) El incumplimiento de la obligación de suprimir los datos referidos a una persona 
fallecida cuando ello fuera exigible conforme al artículo 3 de esta ley orgánica.

h) La falta de formalización por los corresponsables del tratamiento del acuerdo que 
determine las obligaciones, funciones y responsabilidades respectivas con respecto al 
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tratamiento de datos personales y sus relaciones con los afectados al que se refiere el 
artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679 o la inexactitud en la determinación de las 
mismas.

i) No poner a disposición de los afectados los aspectos esenciales del acuerdo 
formalizado entre los corresponsables del tratamiento, conforme exige el artículo 26.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

j) La falta del cumplimiento de la obligación del encargado del tratamiento de informar al 
responsable del tratamiento acerca de la posible infracción por una instrucción recibida de 
este de las disposiciones del Reglamento (UE) 2016/679 o de esta ley orgánica, conforme a 
lo exigido por el artículo 28.3 del citado reglamento.

k) El incumplimiento por el encargado de las estipulaciones impuestas en el contrato o 
acto jurídico que regula el tratamiento o las instrucciones del responsable del tratamiento, 
salvo que esté legalmente obligado a ello conforme al Reglamento (UE) 2016/679 y a la 
presente ley orgánica o en los supuestos en que fuese necesario para evitar la infracción de 
la legislación en materia de protección de datos y se hubiese advertido de ello al 
responsable o al encargado del tratamiento.

l) Disponer de un Registro de actividades de tratamiento que no incorpore toda la 
información exigida por el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679.

m) La notificación incompleta, tardía o defectuosa a la autoridad de protección de datos 
de la información relacionada con una violación de seguridad de los datos personales de 
conformidad con lo previsto en el artículo 33 del Reglamento (UE) 2016/679.

n) El incumplimiento de la obligación de documentar cualquier violación de seguridad, 
exigida por el artículo 33.5 del Reglamento (UE) 2016/679.

ñ) El incumplimiento del deber de comunicación al afectado de una violación de la 
seguridad de los datos que entrañe un alto riesgo para los derechos y libertades de los 
afectados, conforme a lo exigido por el artículo 34 del Reglamento (UE) 2016/679, salvo que 
resulte de aplicación lo previsto en el artículo 73 s) de esta ley orgánica.

o) Facilitar información inexacta a la Autoridad de protección de datos, en los supuestos 
en los que el responsable del tratamiento deba elevarle una consulta previa, conforme al 
artículo 36 del Reglamento (UE) 2016/679.

p) No publicar los datos de contacto del delegado de protección de datos, o no 
comunicarlos a la autoridad de protección de datos, cuando su nombramiento sea exigible 
de acuerdo con el artículo 37 del Reglamento (UE) 2016/679 y el artículo 34 de esta ley 
orgánica.

q) El incumplimiento por los organismos de certificación de la obligación de informar a la 
autoridad de protección de datos de la expedición, renovación o retirada de una certificación, 
conforme a lo exigido por los apartados 1 y 5 del artículo 43 del Reglamento (UE) 2016/679.

r) El incumplimiento por parte de los organismos acreditados de supervisión de un código 
de conducta de la obligación de informar a las autoridades de protección de datos acerca de 
las medidas que resulten oportunas en caso de infracción del código, conforme exige el 
artículo 41.4 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 75.  Interrupción de la prescripción de la infracción.
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento sancionador, reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviere paralizado durante más de seis meses por causas no imputables al 
presunto infractor.

Cuando la Agencia Española de Protección de Datos ostente la condición de autoridad 
de control principal y deba seguirse el procedimiento previsto en el artículo 60 del 
Reglamento (UE) 2016/679 interrumpirá la prescripción el conocimiento formal por el 
interesado del acuerdo de inicio.

Artículo 76.  Sanciones y medidas correctivas.
1. Las sanciones previstas en los apartados 4, 5 y 6 del artículo 83 del Reglamento (UE) 

2016/679 se aplicarán teniendo en cuenta los criterios de graduación establecidos en el 
apartado 2 del citado artículo.
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2. De acuerdo a lo previsto en el artículo 83.2.k) del Reglamento (UE) 2016/679 también 
podrán tenerse en cuenta:

a) El carácter continuado de la infracción.
b) La vinculación de la actividad del infractor con la realización de tratamientos de datos 

personales.
c) Los beneficios obtenidos como consecuencia de la comisión de la infracción.
d) La posibilidad de que la conducta del afectado hubiera podido inducir a la comisión de 

la infracción.
e) La existencia de un proceso de fusión por absorción posterior a la comisión de la 

infracción, que no puede imputarse a la entidad absorbente.
f) La afectación a los derechos de los menores.
g) Disponer, cuando no fuere obligatorio, de un delegado de protección de datos.
h) El sometimiento por parte del responsable o encargado, con carácter voluntario, a 

mecanismos de resolución alternativa de conflictos, en aquellos supuestos en los que 
existan controversias entre aquellos y cualquier interesado.

3. Será posible, complementaria o alternativamente, la adopción, cuando proceda, de las 
restantes medidas correctivas a las que se refiere el artículo 83.2 del Reglamento (UE) 
2016/679.

4. Será objeto de publicación en el Boletín Oficial del Estado la información que 
identifique al infractor, la infracción cometida y el importe de la sanción impuesta cuando la 
autoridad competente sea la Agencia Española de Protección de Datos, la sanción fuese 
superior a un millón de euros y el infractor sea una persona jurídica.

Cuando la autoridad competente para imponer la sanción sea una autoridad autonómica 
de protección de datos, se estará a su normativa de aplicación.

Artículo 77.  Régimen aplicable a determinadas categorías de responsables o encargados 
del tratamiento.

1. El régimen establecido en este artículo será de aplicación a los tratamientos de los 
que sean responsables o encargados:

a) Los órganos constitucionales o con relevancia constitucional y las instituciones de las 
comunidades autónomas análogas a los mismos.

b) Los órganos jurisdiccionales.
c) La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades 

autónomas y las entidades que integran la Administración Local.
d) Los organismos públicos y entidades de Derecho público vinculadas o dependientes 

de las Administraciones Públicas.
e) Las autoridades administrativas independientes.
f) El Banco de España.
g) Las corporaciones de Derecho público cuando las finalidades del tratamiento se 

relacionen con el ejercicio de potestades de derecho público.
h) Las fundaciones del sector público.
i) Las Universidades Públicas.
j) Los consorcios.
k) Los grupos parlamentarios de las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas 

autonómicas, así como los grupos políticos de las Corporaciones Locales.
2. Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen 

alguna de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la 
autoridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la 
infracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la 
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excepción 
de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016.

La resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al órgano del que 
dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición de 
interesado, en su caso.
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3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, la autoridad de protección de 
datos propondrá también la iniciación de actuaciones disciplinarias cuando existan indicios 
suficientes para ello. En este caso, el procedimiento y las sanciones a aplicar serán las 
establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario o sancionador que resulte de 
aplicación.

Asimismo, cuando las infracciones sean imputables a autoridades y directivos, y se 
acredite la existencia de informes técnicos o recomendaciones para el tratamiento que no 
hubieran sido debidamente atendidos, en la resolución en la que se imponga la sanción se 
incluirá una amonestación con denominación del cargo responsable y se ordenará la 
publicación en el Boletín Oficial del Estado o autonómico que corresponda.

4. Se deberán comunicar a la autoridad de protección de datos las resoluciones que 
recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se refieren los apartados 
anteriores.

5. Se comunicarán al Defensor del Pueblo o, en su caso, a las instituciones análogas de 
las comunidades autónomas las actuaciones realizadas y las resoluciones dictadas al 
amparo de este artículo.

6. Cuando la autoridad competente sea la Agencia Española de Protección de Datos, 
esta publicará en su página web con la debida separación las resoluciones referidas a las 
entidades del apartado 1 de este artículo, con expresa indicación de la identidad del 
responsable o encargado del tratamiento que hubiera cometido la infracción.

Cuando la competencia corresponda a una autoridad autonómica de protección de datos 
se estará, en cuanto a la publicidad de estas resoluciones, a lo que disponga su normativa 
específica.

Artículo 78.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones impuestas en aplicación del Reglamento (UE) 2016/679 y de esta ley 

orgánica prescriben en los siguientes plazos:
a) Las sanciones por importe igual o inferior a 40.000 euros, prescriben en el plazo de un 

año.
b) Las sanciones por importe comprendido entre 40.001 y 300.000 euros prescriben a los 

dos años.
c) Las sanciones por un importe superior a 300.000 euros prescriben a los tres años.
2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 

a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya 
transcurrido el plazo para recurrirla.

3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está paralizado 
durante más de seis meses por causa no imputable al infractor.

TÍTULO X
Garantía de los derechos digitales

Artículo 79.  Los derechos en la Era digital.
Los derechos y libertades consagrados en la Constitución y en los Tratados y Convenios 

Internacionales en que España sea parte son plenamente aplicables en Internet. Los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información y los proveedores de servicios de 
Internet contribuirán a garantizar su aplicación.

Artículo 80.  Derecho a la neutralidad de Internet.
Los usuarios tienen derecho a la neutralidad de Internet. Los proveedores de servicios 

de Internet proporcionarán una oferta transparente de servicios sin discriminación por 
motivos técnicos o económicos.
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Artículo 81.  Derecho de acceso universal a Internet.
1. Todos tienen derecho a acceder a Internet independientemente de su condición 

personal, social, económica o geográfica.
2. Se garantizará un acceso universal, asequible, de calidad y no discriminatorio para 

toda la población.
3. El acceso a Internet de hombres y mujeres procurará la superación de la brecha de 

género tanto en el ámbito personal como laboral.
4. El acceso a Internet procurará la superación de la brecha generacional mediante 

acciones dirigidas a la formación y el acceso a las personas mayores.
5. La garantía efectiva del derecho de acceso a Internet atenderá la realidad específica 

de los entornos rurales.
6. El acceso a Internet deberá garantizar condiciones de igualdad para las personas que 

cuenten con necesidades especiales.

Artículo 82.  Derecho a la seguridad digital.
Los usuarios tienen derecho a la seguridad de las comunicaciones que transmitan y 

reciban a través de Internet. Los proveedores de servicios de Internet informarán a los 
usuarios de sus derechos.

Artículo 83.  Derecho a la educación digital.
1. El sistema educativo garantizará la plena inserción del alumnado en la sociedad digital 

y el aprendizaje de un consumo responsable y un uso crítico y seguro de los medios digitales 
y respetuoso con la dignidad humana, la justicia social y la sostenibilidad medioambiental, 
los valores constitucionales, los derechos fundamentales y, particularmente con el respeto y 
la garantía de la intimidad personal y familiar y la protección de datos personales. Las 
actuaciones realizadas en este ámbito tendrán carácter inclusivo, en particular en lo que 
respecta al alumnado con necesidades educativas especiales.

Las Administraciones educativas deberán incluir en el desarrollo del currículo la 
competencia digital a la que se refiere el apartado anterior, así como los elementos 
relacionados con las situaciones de riesgo derivadas de la inadecuada utilización de las TIC, 
con especial atención a las situaciones de violencia en la red.

2. El profesorado recibirá las competencias digitales y la formación necesaria para la 
enseñanza y transmisión de los valores y derechos referidos en el apartado anterior.

3. Los planes de estudio de los títulos universitarios, en especial, aquellos que habiliten 
para el desempeño profesional en la formación del alumnado, garantizarán la formación en 
el uso y seguridad de los medios digitales y en la garantía de los derechos fundamentales en 
Internet.

4. Las Administraciones Públicas incorporarán a los temarios de las pruebas de acceso a 
los cuerpos superiores y a aquéllos en que habitualmente se desempeñen funciones que 
impliquen el acceso a datos personales materias relacionadas con la garantía de los 
derechos digitales y en particular el de protección de datos.

Artículo 84.  Protección de los menores en Internet.
1. Los padres, madres, tutores, curadores o representantes legales procurarán que los 

menores de edad hagan un uso equilibrado y responsable de los dispositivos digitales y de 
los servicios de la sociedad de la información a fin de garantizar el adecuado desarrollo de 
su personalidad y preservar su dignidad y sus derechos fundamentales.

2. La utilización o difusión de imágenes o información personal de menores en las redes 
sociales y servicios de la sociedad de la información equivalentes que puedan implicar una 
intromisión ilegítima en sus derechos fundamentales determinará la intervención del 
Ministerio Fiscal, que instará las medidas cautelares y de protección previstas en la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.

Artículo 85.  Derecho de rectificación en Internet.
1. Todos tienen derecho a la libertad de expresión en Internet.
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2. Los responsables de redes sociales y servicios equivalentes adoptarán protocolos 
adecuados para posibilitar el ejercicio del derecho de rectificación ante los usuarios que 
difundan contenidos que atenten contra el derecho al honor, la intimidad personal y familiar 
en Internet y el derecho a comunicar o recibir libremente información veraz, atendiendo a los 
requisitos y procedimientos previstos en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora 
del derecho de rectificación.

Cuando los medios de comunicación digitales deban atender la solicitud de rectificación 
formulada contra ellos deberán proceder a la publicación en sus archivos digitales de un 
aviso aclaratorio que ponga de manifiesto que la noticia original no refleja la situación actual 
del individuo. Dicho aviso deberá aparecer en lugar visible junto con la información original.

Artículo 86.  Derecho a la actualización de informaciones en medios de comunicación 
digitales.

Toda persona tiene derecho a solicitar motivadamente de los medios de comunicación 
digitales la inclusión de un aviso de actualización suficientemente visible junto a las noticias 
que le conciernan cuando la información contenida en la noticia original no refleje su 
situación actual como consecuencia de circunstancias que hubieran tenido lugar después de 
la publicación, causándole un perjuicio.

En particular, procederá la inclusión de dicho aviso cuando las informaciones originales 
se refieran a actuaciones policiales o judiciales que se hayan visto afectadas en beneficio del 
interesado como consecuencia de decisiones judiciales posteriores. En este caso, el aviso 
hará referencia a la decisión posterior.

Artículo 87.  Derecho a la intimidad y uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral.
1. Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la protección de su 

intimidad en el uso de los dispositivos digitales puestos a su disposición por su empleador.
2. El empleador podrá acceder a los contenidos derivados del uso de medios digitales 

facilitados a los trabajadores a los solos efectos de controlar el cumplimiento de las 
obligaciones laborales o estatutarias y de garantizar la integridad de dichos dispositivos.

3. Los empleadores deberán establecer criterios de utilización de los dispositivos 
digitales respetando en todo caso los estándares mínimos de protección de su intimidad de 
acuerdo con los usos sociales y los derechos reconocidos constitucional y legalmente. En su 
elaboración deberán participar los representantes de los trabajadores.

El acceso por el empleador al contenido de dispositivos digitales respecto de los que 
haya admitido su uso con fines privados requerirá que se especifiquen de modo preciso los 
usos autorizados y se establezcan garantías para preservar la intimidad de los trabajadores, 
tales como, en su caso, la determinación de los períodos en que los dispositivos podrán 
utilizarse para fines privados.

Los trabajadores deberán ser informados de los criterios de utilización a los que se 
refiere este apartado.

Artículo 88.  Derecho a la desconexión digital en el ámbito laboral.
1. Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la desconexión digital a 

fin de garantizar, fuera del tiempo de trabajo legal o convencionalmente establecido, el 
respeto de su tiempo de descanso, permisos y vacaciones, así como de su intimidad 
personal y familiar.

2. Las modalidades de ejercicio de este derecho atenderán a la naturaleza y objeto de la 
relación laboral, potenciarán el derecho a la conciliación de la actividad laboral y la vida 
personal y familiar y se sujetarán a lo establecido en la negociación colectiva o, en su 
defecto, a lo acordado entre la empresa y los representantes de los trabajadores.

3. El empleador, previa audiencia de los representantes de los trabajadores, elaborará 
una política interna dirigida a trabajadores, incluidos los que ocupen puestos directivos, en la 
que definirán las modalidades de ejercicio del derecho a la desconexión y las acciones de 
formación y de sensibilización del personal sobre un uso razonable de las herramientas 
tecnológicas que evite el riesgo de fatiga informática. En particular, se preservará el derecho 
a la desconexión digital en los supuestos de realización total o parcial del trabajo a distancia 
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así como en el domicilio del empleado vinculado al uso con fines laborales de herramientas 
tecnológicas.

Artículo 89.  Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y de 
grabación de sonidos en el lugar de trabajo.

1. Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de 
cámaras o videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o 
los empleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los 
Trabajadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan 
dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. Los empleadores habrán de 
informar con carácter previo, y de forma expresa, clara y concisa, a los trabajadores o los 
empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, acerca de esta medida.

En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los 
trabajadores o los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando 
existiese al menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica.

2. En ningún caso se admitirá la instalación de sistemas de grabación de sonidos ni de 
videovigilancia en lugares destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores o los 
empleados públicos, tales como vestuarios, aseos, comedores y análogos.

3. La utilización de sistemas similares a los referidos en los apartados anteriores para la 
grabación de sonidos en el lugar de trabajo se admitirá únicamente cuando resulten 
relevantes los riesgos para la seguridad de las instalaciones, bienes y personas derivados de 
la actividad que se desarrolle en el centro de trabajo y siempre respetando el principio de 
proporcionalidad, el de intervención mínima y las garantías previstas en los apartados 
anteriores. La supresión de los sonidos conservados por estos sistemas de grabación se 
realizará atendiendo a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 22 de esta ley.

Artículo 90.  Derecho a la intimidad ante la utilización de sistemas de geolocalización en el 
ámbito laboral.

1. Los empleadores podrán tratar los datos obtenidos a través de sistemas de 
geolocalización para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los 
empleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los 
Trabajadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan 
dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo.

2. Con carácter previo, los empleadores habrán de informar de forma expresa, clara e 
inequívoca a los trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, 
acerca de la existencia y características de estos dispositivos. Igualmente deberán 
informarles acerca del posible ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, limitación 
del tratamiento y supresión.

Artículo 91.  Derechos digitales en la negociación colectiva.
Los convenios colectivos podrán establecer garantías adicionales de los derechos y 

libertades relacionados con el tratamiento de los datos personales de los trabajadores y la 
salvaguarda de derechos digitales en el ámbito laboral.

Artículo 92.  Protección de datos de los menores en Internet.
Los centros educativos y cualesquiera personas físicas o jurídicas que desarrollen 

actividades en las que participen menores de edad garantizarán la protección del interés 
superior del menor y sus derechos fundamentales, especialmente el derecho a la protección 
de datos personales, en la publicación o difusión de sus datos personales a través de 
servicios de la sociedad de la información.

Cuando dicha publicación o difusión fuera a tener lugar a través de servicios de redes 
sociales o servicios equivalentes deberán contar con el consentimiento del menor o sus 
representantes legales, conforme a lo prescrito en el artículo 7 de esta ley orgánica.
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Artículo 93.  Derecho al olvido en búsquedas de Internet.
1. Toda persona tiene derecho a que los motores de búsqueda en Internet eliminen de 

las listas de resultados que se obtuvieran tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre 
los enlaces publicados que contuvieran información relativa a esa persona cuando fuesen 
inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido 
como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se 
recogieron o trataron, el tiempo transcurrido y la naturaleza e interés público de la 
información.

Del mismo modo deberá procederse cuando las circunstancias personales que en su 
caso invocase el afectado evidenciasen la prevalencia de sus derechos sobre el 
mantenimiento de los enlaces por el servicio de búsqueda en Internet.

Este derecho subsistirá aun cuando fuera lícita la conservación de la información 
publicada en el sitio web al que se dirigiera el enlace y no se procediese por la misma a su 
borrado previo o simultáneo.

2. El ejercicio del derecho al que se refiere este artículo no impedirá el acceso a la 
información publicada en el sitio web a través de la utilización de otros criterios de búsqueda 
distintos del nombre de quien ejerciera el derecho.

Artículo 94.  Derecho al olvido en servicios de redes sociales y servicios equivalentes.
1. Toda persona tiene derecho a que sean suprimidos, a su simple solicitud, los datos 

personales que hubiese facilitado para su publicación por servicios de redes sociales y 
servicios de la sociedad de la información equivalentes.

2. Toda persona tiene derecho a que sean suprimidos los datos personales que le 
conciernan y que hubiesen sido facilitados por terceros para su publicación por los servicios 
de redes sociales y servicios de la sociedad de la información equivalentes cuando fuesen 
inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido 
como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se 
recogieron o trataron, el tiempo transcurrido y la naturaleza e interés público de la 
información.

Del mismo modo deberá procederse a la supresión de dichos datos cuando las 
circunstancias personales que en su caso invocase el afectado evidenciasen la prevalencia 
de sus derechos sobre el mantenimiento de los datos por el servicio.

Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado los datos que hubiesen sido facilitados 
por personas físicas en el ejercicio de actividades personales o domésticas.

3. En caso de que el derecho se ejercitase por un afectado respecto de datos que 
hubiesen sido facilitados al servicio, por él o por terceros, durante su minoría de edad, el 
prestador deberá proceder sin dilación a su supresión por su simple solicitud, sin necesidad 
de que concurran las circunstancias mencionadas en el apartado 2.

Artículo 95.  Derecho de portabilidad en servicios de redes sociales y servicios equivalentes.
Los usuarios de servicios de redes sociales y servicios de la sociedad de la información 

equivalentes tendrán derecho a recibir y transmitir los contenidos que hubieran facilitado a 
los prestadores de dichos servicios, así como a que los prestadores los transmitan 
directamente a otro prestador designado por el usuario, siempre que sea técnicamente 
posible.

Los prestadores podrán conservar, sin difundirla a través de Internet, copia de los 
contenidos cuando dicha conservación sea necesaria para el cumplimiento de una obligación 
legal.

Artículo 96.  Derecho al testamento digital.
1. El acceso a contenidos gestionados por prestadores de servicios de la sociedad de la 

información sobre personas fallecidas se regirá por las siguientes reglas:
a) Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como sus 

herederos podrán dirigirse a los prestadores de servicios de la sociedad de la información al 
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objeto de acceder a dichos contenidos e impartirles las instrucciones que estimen oportunas 
sobre su utilización, destino o supresión.

Como excepción, las personas mencionadas no podrán acceder a los contenidos del 
causante, ni solicitar su modificación o eliminación, cuando la persona fallecida lo hubiese 
prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará al derecho 
de los herederos a acceder a los contenidos que pudiesen formar parte del caudal relicto.

b) El albacea testamentario así como aquella persona o institución a la que el fallecido 
hubiese designado expresamente para ello también podrá solicitar, con arreglo a las 
instrucciones recibidas, el acceso a los contenidos con vistas a dar cumplimiento a tales 
instrucciones.

c) En caso de personas fallecidas menores de edad, estas facultades podrán ejercerse 
también por sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el 
Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona física o 
jurídica interesada.

d) En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades podrán 
ejercerse también, además de por quienes señala la letra anterior, por quienes hubiesen sido 
designados para el ejercicio de funciones de apoyo si tales facultades se entendieran 
comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado.

2. Las personas legitimadas en el apartado anterior podrán decidir acerca del 
mantenimiento o eliminación de los perfiles personales de personas fallecidas en redes 
sociales o servicios equivalentes, a menos que el fallecido hubiera decidido acerca de esta 
circunstancia, en cuyo caso se estará a sus instrucciones.

El responsable del servicio al que se le comunique, con arreglo al párrafo anterior, la 
solicitud de eliminación del perfil, deberá proceder sin dilación a la misma.

3. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la 
validez y vigencia de los mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos, 
que podrá coincidir con el previsto en el artículo 3 de esta ley orgánica.

4. Lo establecido en este artículo en relación con las personas fallecidas en las 
comunidades autónomas con derecho civil, foral o especial, propio se regirá por lo 
establecido por estas dentro de su ámbito de aplicación.

Artículo 97.  Políticas de impulso de los derechos digitales.
1. El Gobierno, en colaboración con las comunidades autónomas, elaborará un Plan de 

Acceso a Internet con los siguientes objetivos:
a) superar las brechas digitales y garantizar el acceso a Internet de colectivos 

vulnerables o con necesidades especiales y de entornos familiares y sociales 
económicamente desfavorecidos mediante, entre otras medidas, un bono social de acceso a 
Internet;

b) impulsar la existencia de espacios de conexión de acceso público; y
c) fomentar medidas educativas que promuevan la formación en competencias y 

habilidades digitales básicas a personas y colectivos en riesgo de exclusión digital y la 
capacidad de todas las personas para realizar un uso autónomo y responsable de Internet y 
de las tecnologías digitales.

2. Asimismo se aprobará un Plan de Actuación dirigido a promover las acciones de 
formación, difusión y concienciación necesarias para lograr que los menores de edad hagan 
un uso equilibrado y responsable de los dispositivos digitales y de las redes sociales y de los 
servicios de la sociedad de la información equivalentes de Internet con la finalidad de 
garantizar su adecuado desarrollo de la personalidad y de preservar su dignidad y derechos 
fundamentales.

3. El Gobierno presentará un informe anual ante la comisión parlamentaria 
correspondiente del Congreso de los Diputados en el que se dará cuenta de la evolución de 
los derechos, garantías y mandatos contemplados en el presente Título y de las medidas 
necesarias para promover su impulso y efectividad.
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Disposición adicional primera.  Medidas de seguridad en el ámbito del sector público.
1. El Esquema Nacional de Seguridad incluirá las medidas que deban implantarse en 

caso de tratamiento de datos personales para evitar su pérdida, alteración o acceso no 
autorizado, adaptando los criterios de determinación del riesgo en el tratamiento de los datos 
a lo establecido en el artículo 32 del Reglamento (UE) 2016/679.

2. Los responsables enumerados en el artículo 77.1 de esta ley orgánica deberán aplicar 
a los tratamientos de datos personales las medidas de seguridad que correspondan de las 
previstas en el Esquema Nacional de Seguridad, así como impulsar un grado de 
implementación de medidas equivalentes en las empresas o fundaciones vinculadas a los 
mismos sujetas al Derecho privado.

En los casos en los que un tercero preste un servicio en régimen de concesión, 
encomienda de gestión o contrato, las medidas de seguridad se corresponderán con las de 
la Administración pública de origen y se ajustarán al Esquema Nacional de Seguridad.

Disposición adicional segunda.  Protección de datos y transparencia y acceso a la 
información pública.

La publicidad activa y el acceso a la información pública regulados por el Título I de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, así como las obligaciones de publicidad activa establecidas por la legislación 
autonómica, se someterán, cuando la información contenga datos personales, a lo dispuesto 
en los artículos 5.3 y 15 de la Ley 19/2013, en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la presente 
ley orgánica.

Disposición adicional tercera.  Cómputo de plazos.
Los plazos establecidos en el Reglamento (UE) 2016/679 o en esta ley orgánica, con 

independencia de que se refieran a relaciones entre particulares o con entidades del sector 
público, se regirán por las siguientes reglas:

a) Cuando los plazos se señalen por días, se entiende que estos son hábiles, 
excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos.

b) Si el plazo se fija en semanas, concluirá el mismo día de la semana en que se produjo 
el hecho que determina su iniciación en la semana de vencimiento.

c) Si el plazo se fija en meses o años, concluirá el mismo día en que se produjo el hecho 
que determina su iniciación en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento 
no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo 
expira el último día del mes.

d) Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil 
siguiente.

Disposición adicional cuarta.  Procedimiento en relación con las competencias atribuidas a 
la Agencia Española de Protección de Datos por otras leyes.

Lo dispuesto en el Título VIII y en sus normas de desarrollo será de aplicación a los 
procedimientos que la Agencia Española de Protección de Datos hubiera de tramitar en 
ejercicio de las competencias que le fueran atribuidas por otras leyes.

Disposición adicional quinta.  Autorización judicial en relación con decisiones de la 
Comisión Europea en materia de transferencia internacional de datos.

1. Cuando una autoridad de protección de datos considerase que una decisión de la 
Comisión Europea en materia de transferencia internacional de datos, de cuya validez 
dependiese la resolución de un procedimiento concreto, infringiese lo dispuesto en el 
Reglamento (UE) 2016/679, menoscabando el derecho fundamental a la protección de 
datos, acordará inmediatamente la suspensión del procedimiento, a fin de solicitar del 
órgano judicial autorización para declararlo así en el seno del procedimiento del que esté 
conociendo. Dicha suspensión deberá ser confirmada, modificada o levantada en el acuerdo 
de admisión o inadmisión a trámite de la solicitud de la autoridad de protección de datos 
dirigida al tribunal competente.
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Las decisiones de la Comisión Europea a las que puede resultar de aplicación este 
cauce son:

a) aquellas que declaren el nivel adecuado de protección de un tercer país u 
organización internacional, en virtud del artículo 45 del Reglamento (UE) 2016/679;

b) aquellas por las que se aprueben cláusulas tipo de protección de datos para la 
realización de transferencias internacionales de datos, o

c) aquellas que declaren la validez de los códigos de conducta a tal efecto.
2. La autorización a la que se refiere esta disposición solamente podrá ser concedida si, 

previo planteamiento de cuestión prejudicial de validez en los términos del artículo 267 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la decisión de la Comisión Europea 
cuestionada fuera declarada inválida por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Disposición adicional sexta.  Incorporación de deudas a sistemas de información crediticia.
No se incorporarán a los sistemas de información crediticia a los que se refiere el artículo 

20.1 de esta ley orgánica deudas en que la cuantía del principal sea inferior a cincuenta 
euros.

El Gobierno, mediante real decreto, podrá actualizar esta cuantía.

Disposición adicional séptima.  Identificación de los interesados en las notificaciones por 
medio de anuncios y publicaciones de actos administrativos.

1. Cuando sea necesaria la publicación de un acto administrativo que contuviese datos 
personales del afectado, se identificará al mismo mediante su nombre y apellidos, añadiendo 
cuatro cifras numéricas aleatorias del documento nacional de identidad, número de identidad 
de extranjero, pasaporte o documento equivalente. Cuando la publicación se refiera a una 
pluralidad de afectados estas cifras aleatorias deberán alternarse.

Cuando se trate de la notificación por medio de anuncios, particularmente en los 
supuestos a los que se refiere el artículo 44 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se identificará al 
afectado exclusivamente mediante el número completo de su documento nacional de 
identidad, número de identidad de extranjero, pasaporte o documento equivalente.

Cuando el afectado careciera de cualquiera de los documentos mencionados en los dos 
párrafos anteriores, se identificará al afectado únicamente mediante su nombre y apellidos. 
En ningún caso debe publicarse el nombre y apellidos de manera conjunta con el número 
completo del documento nacional de identidad, número de identidad de extranjero, 
pasaporte o documento equivalente.

2. A fin de prevenir riesgos para víctimas de violencia de género, el Gobierno impulsará 
la elaboración de un protocolo de colaboración que defina procedimientos seguros de 
publicación y notificación de actos administrativos, con la participación de los órganos con 
competencia en la materia.

Disposición adicional octava.  Potestad de verificación de las Administraciones Públicas.
Cuando se formulen solicitudes por cualquier medio en las que el interesado declare 

datos personales que obren en poder de las Administraciones Públicas, el órgano 
destinatario de la solicitud podrá efectuar en el ejercicio de sus competencias las 
verificaciones necesarias para comprobar la exactitud de los datos.

Disposición adicional novena.  Tratamiento de datos personales en relación con la 
notificación de incidentes de seguridad.

Cuando, de conformidad con lo dispuesto en la legislación nacional que resulte de 
aplicación, deban notificarse incidentes de seguridad, las autoridades públicas competentes, 
equipos de respuesta a emergencias informáticas (CERT), equipos de respuesta a 
incidentes de seguridad informática (CSIRT), proveedores de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas y proveedores de tecnologías y servicios de seguridad, podrán 
tratar los datos personales contenidos en tales notificaciones, exclusivamente durante el 
tiempo y alcance necesarios para su análisis, detección, protección y respuesta ante 
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incidentes y adoptando las medidas de seguridad adecuadas y proporcionadas al nivel de 
riesgo determinado.

Disposición adicional décima.  Comunicaciones de datos por los sujetos enumerados en el 
artículo 77.1.

Los responsables enumerados en el artículo 77.1 de esta ley orgánica podrán comunicar 
los datos personales que les sean solicitados por sujetos de derecho privado cuando 
cuenten con el consentimiento de los afectados o aprecien que concurre en los solicitantes 
un interés legítimo que prevalezca sobre los derechos e intereses de los afectados conforme 
a lo establecido en el artículo 6.1 f) del Reglamento (UE) 2016/679.

Disposición adicional undécima.  Privacidad en las comunicaciones electrónicas.
Lo dispuesto en la presente ley orgánica se entenderá sin perjuicio de la aplicación de 

las normas de Derecho interno y de la Unión Europea reguladoras de la privacidad en el 
sector de las comunicaciones electrónicas, sin imponer obligaciones adicionales a las 
personas físicas o jurídicas en materia de tratamiento en el marco de la prestación de 
servicios públicos de comunicaciones electrónicas en redes públicas de comunicación en 
ámbitos en los que estén sujetas a obligaciones específicas establecidas en dichas normas.

Disposición adicional duodécima.  Disposiciones específicas aplicables a los tratamientos 
de los registros de personal del sector público.

1. Los tratamientos de los registros de personal del sector público se entenderán 
realizados en el ejercicio de poderes públicos conferidos a sus responsables, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679.

2. Los registros de personal del sector público podrán tratar datos personales relativos a 
infracciones y condenas penales e infracciones y sanciones administrativas, limitándose a 
los datos estrictamente necesarios para el cumplimiento de sus fines.

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 18.2 del Reglamento (UE) 2016/679, y por 
considerarlo una razón de interés público importante, los datos cuyo tratamiento se haya 
limitado en virtud del artículo 18.1 del citado reglamento, podrán ser objeto de tratamiento 
cuando sea necesario para el desarrollo de los procedimientos de personal.

Disposición adicional decimotercera.  Transferencias internacionales de datos tributarios.
Las transferencias de datos tributarios entre el Reino de España y otros Estados o 

entidades internacionales o supranacionales, se regularán por los términos y con los límites 
establecidos en la normativa sobre asistencia mutua entre los Estados de la Unión Europea, 
o en el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros convenios 
internacionales, así como por las normas sobre la asistencia mutua establecidas en el 
Capítulo VI del Título III de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Disposición adicional decimocuarta.  Normas dictadas en desarrollo del artículo 13 de la 
Directiva 95/46/CE.

Las normas dictadas en aplicación del artículo 13 de la Directiva 95/46/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos, que hubiesen entrado en vigor con anterioridad a 25 de mayo de 2018, y en 
particular los artículos 23 y 24 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, siguen vigentes en tanto no sean expresamente 
modificadas, sustituidas o derogadas.

Disposición adicional decimoquinta.  Requerimiento de información por parte de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Cuando no haya podido obtener por otros medios la información necesaria para realizar 
sus labores de supervisión e inspección relacionadas con la detección de delitos graves, la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores podrá recabar de los operadores que presten 
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servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información, los datos que obren en su poder relativos a la 
comunicación electrónica o servicio de la sociedad de la información proporcionados por 
dichos prestadores que sean distintos a su contenido y resulten imprescindibles para el 
ejercicio de dichas labores.

La cesión de estos datos requerirá la previa obtención de autorización judicial otorgada 
conforme a las normas procesales.

Disposición adicional decimosexta.  Prácticas agresivas en materia de protección de 
datos.

A los efectos previstos en el artículo 8 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia 
Desleal, se consideran prácticas agresivas las siguientes:

a) Actuar con intención de suplantar la identidad de la Agencia Española de Protección 
de Datos o de una autoridad autonómica de protección de datos en la realización de 
cualquier comunicación a los responsables y encargados de los tratamientos o a los 
interesados.

b) Generar la apariencia de que se está actuando en nombre, por cuenta o en 
colaboración con la Agencia Española de Protección de Datos o una autoridad autonómica 
de protección de datos en la realización de cualquier comunicación a los responsables y 
encargados de los tratamientos en que la remitente ofrezca sus productos o servicios.

c) Realizar prácticas comerciales en las que se coarte el poder de decisión de los 
destinatarios mediante la referencia a la posible imposición de sanciones por incumplimiento 
de la normativa de protección de datos personales.

d) Ofrecer cualquier tipo de documento por el que se pretenda crear una apariencia de 
cumplimiento de las disposiciones de protección de datos de forma complementaria a la 
realización de acciones formativas sin haber llevado a cabo las actuaciones necesarias para 
verificar que dicho cumplimiento se produce efectivamente.

e) Asumir, sin designación expresa del responsable o el encargado del tratamiento, la 
función de delegado de protección de datos y comunicarse en tal condición con la Agencia 
Española de Protección de Datos o las autoridades autonómicas de protección de datos.

Disposición adicional decimoséptima.  Tratamientos de datos de salud.
1. Se encuentran amparados en las letras g), h), i) y j) del artículo 9.2 del Reglamento 

(UE) 2016/679 los tratamientos de datos relacionados con la salud y de datos genéticos que 
estén regulados en las siguientes leyes y sus disposiciones de desarrollo:

a) La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.
b) La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.
c) La Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente 

y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica.
d) La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.
e) La Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias.
f) La Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación biomédica.
g) La Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública.
h) La Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las 

entidades aseguradoras y reaseguradoras.
i) El texto refundido de la Ley de garantías y uso racional de los 105 medicamentos y 

productos sanitarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio.
j) El texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y 

de su inclusión social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2013 de 29 de noviembre.
2. El tratamiento de datos en la investigación en salud se regirá por los siguientes 

criterios:
a) El interesado o, en su caso, su representante legal podrá otorgar el consentimiento 

para el uso de sus datos con fines de investigación en salud y, en particular, la biomédica. 
Tales finalidades podrán abarcar categorías relacionadas con áreas generales vinculadas a 
una especialidad médica o investigadora.
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b) Las autoridades sanitarias e instituciones públicas con competencias en vigilancia de 
la salud pública podrán llevar a cabo estudios científicos sin el consentimiento de los 
afectados en situaciones de excepcional relevancia y gravedad para la salud pública.

c) Se considerará lícita y compatible la reutilización de datos personales con fines de 
investigación en materia de salud y biomédica cuando, habiéndose obtenido el 
consentimiento para una finalidad concreta, se utilicen los datos para finalidades o áreas de 
investigación relacionadas con el área en la que se integrase científicamente el estudio 
inicial.

En tales casos, los responsables deberán publicar la información establecida por el 
artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, en un lugar 
fácilmente accesible de la página web corporativa del centro donde se realice la 
investigación o estudio clínico, y, en su caso, en la del promotor, y notificar la existencia de 
esta información por medios electrónicos a los afectados. Cuando estos carezcan de medios 
para acceder a tal información, podrán solicitar su remisión en otro formato.

Para los tratamientos previstos en esta letra, se requerirá informe previo favorable del 
comité de ética de la investigación.

d) Se considera lícito el uso de datos personales seudonimizados con fines de 
investigación en salud y, en particular, biomédica.

El uso de datos personales seudonimizados con fines de investigación en salud pública y 
biomédica requerirá:

1.º Una separación técnica y funcional entre el equipo investigador y quienes realicen la 
seudonimización y conserven la información que posibilite la reidentificación.

2.º Que los datos seudonimizados únicamente sean accesibles al equipo de 
investigación cuando:

i) Exista un compromiso expreso de confidencialidad y de no realizar ninguna actividad 
de reidentificación.

ii) Se adopten medidas de seguridad específicas para evitar la reidentificación y el 
acceso de terceros no autorizados.

Podrá procederse a la reidentificación de los datos en su origen, cuando con motivo de 
una investigación que utilice datos seudonimizados, se aprecie la existencia de un peligro 
real y concreto para la seguridad o salud de una persona o grupo de personas, o una 
amenaza grave para sus derechos o sea necesaria para garantizar una adecuada asistencia 
sanitaria.

e) Cuando se traten datos personales con fines de investigación en salud, y en particular 
la biomédica, a los efectos del artículo 89.2 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán 
excepcionarse los derechos de los afectados previstos en los artículos 15, 16, 18 y 21 del 
Reglamento (EU) 2016/679 cuando:

1.º Los citados derechos se ejerzan directamente ante los investigadores o centros de 
investigación que utilicen datos anonimizados o seudonimizados.

2.º El ejercicio de tales derechos se refiera a los resultados de la investigación.
3.º La investigación tenga por objeto un interés público esencial relacionado con la 

seguridad del Estado, la defensa, la seguridad pública u otros objetivos importantes de 
interés público general, siempre que en este último caso la excepción esté expresamente 
recogida por una norma con rango de Ley.

f) Cuando conforme a lo previsto por el artículo 89 del Reglamento (UE) 2016/679, se 
lleve a cabo un tratamiento con fines de investigación en salud pública y, en particular, 
biomédica se procederá a:

1.º Realizar una evaluación de impacto que determine los riesgos derivados del 
tratamiento en los supuestos previstos en el artículo 35 del Reglamento (UE) 2016/679 o en 
los establecidos por la autoridad de control. Esta evaluación incluirá de modo específico los 
riesgos de reidentificación vinculados a la anonimización o seudonimización de los datos.

2.º Someter la investigación científica a las normas de calidad y, en su caso, a las 
directrices internacionales sobre buena práctica clínica.
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3.º Adoptar, en su caso, medidas dirigidas a garantizar que los investigadores no 
acceden a datos de identificación de los interesados.

4.º Designar un representante legal establecido en la Unión Europea, conforme al 
artículo 74 del Reglamento (UE) 536/2014, si el promotor de un ensayo clínico no está 
establecido en la Unión Europea. Dicho representante legal podrá coincidir con el previsto en 
el artículo 27.1 del Reglamento (UE) 2016/679.

g) El uso de datos personales seudonimizados con fines de investigación en salud 
pública y, en particular, biomédica deberá ser sometido al informe previo del comité de ética 
de la investigación previsto en la normativa sectorial.

En defecto de la existencia del mencionado Comité, la entidad responsable de la 
investigación requerirá informe previo del delegado de protección de datos o, en su defecto, 
de un experto con los conocimientos previos en el artículo 37.5 del Reglamento (UE) 
2016/679.

h) En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, los comités de 
ética de la investigación, en el ámbito de la salud, biomédico o del medicamento, deberán 
integrar entre sus miembros un delegado de protección de datos o, en su defecto, un experto 
con conocimientos suficientes del Reglamento (UE) 2016/679 cuando se ocupen de 
actividades de investigación que comporten el tratamiento de datos personales o de datos 
seudonimizados o anonimizados.

Disposición adicional decimoctava.  Criterios de seguridad.
La Agencia Española de Protección de Datos desarrollará, con la colaboración, cuando 

sea precisa, de todos los actores implicados, las herramientas, guías, directrices y 
orientaciones que resulten precisas para dotar a los profesionales, microempresas y 
pequeñas y medianas empresas de pautas adecuadas para el cumplimiento de las 
obligaciones de responsabilidad activa establecidas en el Título IV del Reglamento (UE) 
2016/679 y en el Título V de esta ley orgánica.

Disposición adicional decimonovena.  Derechos de los menores ante Internet.
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley orgánica, el Gobierno 

remitirá al Congreso de los Diputados un proyecto de ley dirigido específicamente a 
garantizar los derechos de los menores ante el impacto de Internet, con el fin de garantizar 
su seguridad y luchar contra la discriminación y la violencia que sobre los mismos es ejercida 
mediante las nuevas tecnologías.

Disposición adicional vigésima.  Especialidades del régimen jurídico de la Agencia 
Española de Protección de Datos.

1. No será de aplicación a la Agencia Española de Protección de Datos el artículo 50.2.c) 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

2. La Agencia Española de Protección de Datos podrá adherirse a los sistemas de 
contratación centralizada establecidos por las Administraciones Públicas y participar en la 
gestión compartida de servicios comunes prevista en el artículo 85 de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Disposición adicional vigésima primera.  Educación digital.
Las Administraciones educativas darán cumplimiento al mandato contenido en el párrafo 

segundo del apartado 1 del artículo 83 de esta ley orgánica en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor de la misma.

Disposición adicional vigésima segunda.  Acceso a los archivos públicos y eclesiásticos.
Las autoridades públicas competentes facilitarán el acceso a los archivos públicos y 

eclesiásticos en relación con los datos que se soliciten con ocasión de investigaciones 
policiales o judiciales de personas desaparecidas, debiendo atender las solicitudes con 
prontitud y diligencia las instituciones o congregaciones religiosas a las que se realicen las 
peticiones de acceso.
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Disposición adicional vigésima tercera.  Modelos de presentación de reclamaciones.
La Agencia Española de Protección de Datos podrá establecer modelos de presentación 

de reclamaciones ante la misma en todos los ámbitos en los que ésta tenga competencia, 
que serán de uso obligatorio para los interesados independientemente de que estén 
obligados o no a relacionarse electrónicamente con las administraciones públicas.

Los modelos serán publicados en el ''Boletín Oficial del Estado'' y en la Sede Electrónica 
de la Agencia Española de Protección de Datos y serán de obligado cumplimiento al mes de 
su publicación en el ''Boletín Oficial del Estado''.»

Disposición transitoria primera.  Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos.
1. El Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos, aprobado por Real 

Decreto 428/1993, de 26 de marzo, continuará vigente en lo que no se oponga a lo 
establecido en el Título VIII de esta ley orgánica.

2. Lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 5 del artículo 48 y en el artículo 49 de esta ley 
orgánica se aplicará una vez expire el mandato de quien ostente la condición de Director de 
la Agencia Española de Protección de Datos a la entrada en vigor de la misma.

Disposición transitoria segunda.  Códigos tipo inscritos en las autoridades de protección 
de datos conforme a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal.

Los promotores de los códigos tipo inscritos en el registro de la Agencia Española de 
Protección de Datos o en las autoridades autonómicas de protección de datos deberán 
adaptar su contenido a lo dispuesto en el artículo 40 del Reglamento (UE) 2016/679 en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta ley orgánica.

Si, transcurrido dicho plazo, no se hubiera solicitado la aprobación prevista en el artículo 
38.4 de esta ley orgánica, se cancelará la inscripción y se comunicará a sus promotores.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio de los procedimientos.
1. Los procedimientos ya iniciados a la entrada en vigor de esta ley orgánica se regirán 

por la normativa anterior, salvo que esta ley orgánica contenga disposiciones más favorables 
para el interesado.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será asimismo de aplicación a los procedimientos 
respecto de los cuales ya se hubieren iniciado las actuaciones previas a las que se refiere la 
Sección 2.ª del Capítulo III del Título IX del Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, aprobado por 
Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre.

Disposición transitoria cuarta.  Tratamientos sometidos a la Directiva (UE) 2016/680.
Los tratamientos sometidos a la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades competentes para 
fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se 
deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo, continuarán rigiéndose por la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en particular el artículo 22, y sus disposiciones de 
desarrollo, en tanto no entre en vigor la norma que trasponga al Derecho español lo 
dispuesto en la citada directiva.
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Téngase en cuenta que la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de abril de 2016, ha sido transpuesta por la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. 
BOE-A-2021-8806

Disposición transitoria quinta.  Contratos de encargado del tratamiento.
Los contratos de encargado del tratamiento suscritos con anterioridad al 25 de mayo de 

2018 al amparo de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal mantendrán su vigencia hasta la 
fecha de vencimiento señalada en los mismos y en caso de haberse pactado de forma 
indefinida, hasta el 25 de mayo de 2022.

Durante dichos plazos cualquiera de las partes podrá exigir a la otra la modificación del 
contrato a fin de que el mismo resulte conforme a lo dispuesto en el artículo 28 del 
Reglamento (UE) 2016/679 y en el Capítulo II del Título V de esta ley orgánica.

Disposición transitoria sexta.  Reutilización con fines de investigación en materia de salud 
y biomédica de datos personales recogidos con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley 
orgánica.

Se considerará lícita y compatible la reutilización con fines de investigación en salud y 
biomédica de datos personales recogidos lícitamente con anterioridad a la entrada en vigor 
de esta ley orgánica cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que dichos datos personales se utilicen para la finalidad concreta para la que se 
hubiera prestado consentimiento.

b) Que, habiéndose obtenido el consentimiento para una finalidad concreta, se utilicen 
tales datos para finalidades o áreas de investigación relacionadas con la especialidad 
médica o investigadora en la que se integrase científicamente el estudio inicial.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Sin perjuicio de lo previsto en la disposición adicional decimocuarta y en la disposición 

transitoria cuarta, queda derogada la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal.

2. Queda derogado el Real Decreto-ley 5/2018, de 27 de julio, de medidas urgentes para 
la adaptación del Derecho español a la normativa de la Unión Europea en materia de 
protección de datos.

3. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango 
contradigan, se opongan, o resulten incompatibles con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 y en la presente ley orgánica.

Disposición final primera.  Naturaleza de la presente ley.
La presente ley tiene el carácter de ley orgánica.
No obstante, tienen carácter de ley ordinaria:
– El Título IV,
– el Título VII, salvo los artículos 52 y 53, que tienen carácter orgánico,
– el Título VIII,
– el Título IX,
– los artículos 79, 80, 81, 82, 88, 95, 96 y 97 del Título X,
– las disposiciones adicionales, salvo la disposición adicional segunda y la disposición 

adicional decimoséptima, que tienen carácter orgánico,
– las disposiciones transitorias,
– y las disposiciones finales, salvo las disposiciones finales primera, segunda, tercera, 

cuarta, octava, décima y decimosexta, que tienen carácter orgánico.
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Disposición final segunda.  Título competencial.
1. Esta ley orgánica se dicta al amparo del artículo 149.1.1.ª de la Constitución, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva para la regulación de las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales.

2. El Capítulo I del Título VII, el Título VIII, la disposición adicional cuarta y la disposición 
transitoria primera sólo serán de aplicación a la Administración General del Estado y a sus 
organismos públicos.

3. Los artículos 87 a 90 se dictan al amparo de la competencia exclusiva que el artículo 
149.1.7.ª y 18.ª de la Constitución reserva al Estado en materia de legislación laboral y 
bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos respectivamente.

4. La disposición adicional quinta y las disposiciones finales séptima y sexta se dictan al 
amparo de la competencia que el artículo 149.1.6.ª de la Constitución atribuye al Estado en 
materia de legislación procesal.

5. La disposición adicional tercera se dicta al amparo del artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución.

6. El artículo 96 se dicta al amparo del artículo 149.1.8.ª de la Constitución.

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
Régimen Electoral General.

Se modifica la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General que 
queda redactada como sigue:

Uno. El apartado 3 del artículo treinta y nueve queda redactado como sigue:
«3. Dentro del plazo anterior, cualquier persona podrá formular reclamación 

dirigida a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral sobre sus datos 
censales, si bien solo podrán ser tenidas en cuenta las que se refieran a la 
rectificación de errores en los datos personales, a los cambios de domicilio dentro de 
una misma circunscripción o a la no inclusión del reclamante en ninguna Sección del 
Censo de la circunscripción pese a tener derecho a ello. También serán atendidas las 
solicitudes de los electores que se opongan a su inclusión en las copias del censo 
electoral que se faciliten a los representantes de las candidaturas para realizar 
envíos postales de propaganda electoral. No serán tenidas en cuenta para la 
elección convocada las que reflejen un cambio de residencia de una circunscripción 
a otra, realizado con posterioridad a la fecha de cierre del censo para cada elección, 
debiendo ejercer su derecho en la sección correspondiente a su domicilio anterior.»

Dos. Se añade un nuevo artículo cincuenta y ocho bis, con el contenido siguiente:

«Artículo cincuenta y ocho bis.  Utilización de medios tecnológicos y datos 
personales en las actividades electorales.

1. (Anulado)
2. Los partidos políticos, coaliciones y agrupaciones electorales podrán utilizar 

datos personales obtenidos en páginas web y otras fuentes de acceso público para la 
realización de actividades políticas durante el periodo electoral.

3. El envío de propaganda electoral por medios electrónicos o sistemas de 
mensajería y la contratación de propaganda electoral en redes sociales o medios 
equivalentes no tendrán la consideración de actividad o comunicación comercial.

4. Las actividades divulgativas anteriormente referidas identificarán de modo 
destacado su naturaleza electoral.

5. Se facilitará al destinatario un modo sencillo y gratuito de ejercicio del derecho 
de oposición.»

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 9  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales

– 175 –



Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial.

Se modifica la Ley Orgánica, 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en los siguientes 
términos:

Uno. Se añade un apartado tercero al artículo 58, con la siguiente redacción:

«Artículo 58.  
Tercero. De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la 

disposición adicional quinta de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los Derechos Digitales, cuando tal solicitud sea formulada por el Consejo 
General del Poder Judicial.»

Dos. Se añade una letra f) al artículo 66, con la siguiente redacción:

«Artículo 66.  
f) De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición 

adicional quinta de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de 
los Derechos Digitales, cuando tal solicitud sea formulada por la Agencia Española 
de Protección de Datos.»

Tres. Se añaden una letra k) al apartado 1 y un nuevo apartado 7 al artículo 74, con la 
siguiente redacción:

«Artículo 74.  
1. […]
k) De la solicitud de autorización para la declaración prevista en la disposición 

adicional quinta de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de 
los Derechos Digitales, cuando tal solicitud sea formulada por la autoridad de 
protección de datos de la Comunidad Autónoma respectiva.

[…]
7. Corresponde a las Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales 

Superiores de Justicia autorizar, mediante auto, el requerimiento de información por 
parte de autoridades autonómicas de protección de datos a los operadores que 
presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información, cuando ello sea necesario 
de acuerdo con la legislación específica.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 90:
«7. Corresponde a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo 

autorizar, mediante auto, el requerimiento de información por parte de la Agencia 
Española de Protección de Datos y otras autoridades administrativas independientes 
de ámbito estatal a los operadores que presten servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público y de los prestadores de servicios de la sociedad 
de la información, cuando ello sea necesario de acuerdo con la legislación 
específica.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad.

Se añade un nuevo Capítulo II al Título VI de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad con el siguiente contenido:
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«CAPÍTULO II
Tratamiento de datos de la investigación en salud

Artículo 105 bis.  
El tratamiento de datos personales en la investigación en salud se regirá por lo 

dispuesto en la Disposición adicional decimoséptima de la Ley Orgánica de 
Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa.

La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, 
se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 10:
«7. Conocerán de la solicitud de autorización al amparo del artículo 122 ter, 

cuando sea formulada por la autoridad de protección de datos de la Comunidad 
Autónoma respectiva.»

Dos. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 11:
«5. Conocerá de la solicitud de autorización al amparo del artículo 122 ter, 

cuando sea formulada por la Agencia Española de Protección de Datos.»
Tres. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 12:

«4. Conocerá de la solicitud de autorización al amparo del artículo 122 ter, 
cuando sea formulada por el Consejo General del Poder Judicial.»

Cuatro. Se introduce un nuevo artículo 122 ter, con el siguiente tenor:

«Artículo 122 ter.  Procedimiento de autorización judicial de conformidad de una 
decisión de la Comisión Europea en materia de transferencia internacional de datos.

1. El procedimiento para obtener la autorización judicial a que se refiere la 
disposición adicional quinta de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los Derechos Digitales, se iniciará con la solicitud de la autoridad de 
protección de datos dirigida al Tribunal competente para que se pronuncie acerca de 
la conformidad de una decisión de la Comisión Europea en materia de transferencia 
internacional de datos con el Derecho de la Unión Europea. La solicitud irá 
acompañada de copia del expediente que se encontrase pendiente de resolución 
ante la autoridad de protección de datos.

2. Serán partes en el procedimiento, además de la autoridad de protección de 
datos, quienes lo fueran en el procedimiento tramitado ante ella y, en todo caso, la 
Comisión Europea.

3. El acuerdo de admisión o inadmisión a trámite del procedimiento confirmará, 
modificará o levantará la suspensión del procedimiento por posible vulneración de la 
normativa de protección de datos tramitado ante la autoridad de protección de datos, 
del que trae causa este procedimiento de autorización judicial.

4. Admitida a trámite la solicitud, el Tribunal competente lo notificará a la 
autoridad de protección de datos a fin de que dé traslado a quienes interviniesen en 
el procedimiento tramitado ante la misma para que se personen en el plazo de tres 
días. Igualmente, se dará traslado a la Comisión Europea a los mismos efectos.

5. Concluido el plazo mencionado en la letra anterior, se dará traslado de la 
solicitud de autorización a las partes personadas a fin de que en el plazo de diez días 
aleguen lo que estimen procedente, pudiendo solicitar en ese momento la práctica de 
las pruebas que estimen necesarias.

6. Transcurrido el período de prueba, si alguna de las partes lo hubiese solicitado 
y el órgano jurisdiccional lo estimase pertinente, se celebrará una vista. El Tribunal 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 9  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales

– 177 –



podrá decidir el alcance de las cuestiones sobre las que las partes deberán centrar 
sus alegaciones en dicha vista.

7. Finalizados los trámites mencionados en los tres apartados anteriores, el 
Tribunal competente adoptará en el plazo de diez días una de estas decisiones:

a) Si considerase que la decisión de la Comisión Europea es conforme al 
Derecho de la Unión Europea, dictará sentencia declarándolo así y denegando la 
autorización solicitada.

b) En caso de considerar que la decisión es contraria al Derecho de la Unión 
Europea, dictará auto de planteamiento de cuestión prejudicial de validez de la citada 
decisión ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en los términos del artículo 
267 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

La autorización solamente podrá ser concedida si la decisión de la Comisión 
Europea cuestionada fuera declarada inválida por el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea.

8. El régimen de recursos será el previsto en esta ley.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

Se modifica el artículo 15 bis de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
que queda redactado como sigue:

«Artículo 15 bis.  Intervención en procesos de defensa de la competencia y de 
protección de datos.

1. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia y los órganos competentes de las comunidades autónomas en el 
ámbito de sus competencias podrán intervenir en los procesos de defensa de la 
competencia y de protección de datos, sin tener la condición de parte, por propia 
iniciativa o a instancia del órgano judicial, mediante la aportación de información o 
presentación de observaciones escritas sobre cuestiones relativas a la aplicación de 
los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea o los 
artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. Con 
la venia del correspondiente órgano judicial, podrán presentar también observaciones 
verbales. A estos efectos, podrán solicitar al órgano jurisdiccional competente que les 
remita o haga remitir todos los documentos necesarios para realizar una valoración 
del asunto de que se trate.

La aportación de información no alcanzará a los datos o documentos obtenidos 
en el ámbito de las circunstancias de aplicación de la exención o reducción del 
importe de las multas previstas en los artículos 65 y 66 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, de Defensa de la Competencia.

2. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia y los órganos competentes de las comunidades autónomas aportarán 
la información o presentarán las observaciones previstas en el número anterior diez 
días antes de la celebración del acto del juicio a que se refiere el artículo 433 o 
dentro del plazo de oposición o impugnación del recurso interpuesto.

3. Lo dispuesto en los anteriores apartados en materia de procedimiento será 
asimismo de aplicación cuando la Comisión Europea, la Agencia Española de 
Protección de Datos y las autoridades autonómicas de protección de datos, en el 
ámbito de sus competencias, consideren precisa su intervención en un proceso que 
afecte a cuestiones relativas a la aplicación del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.»

Disposición final octava.  Modificación de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades.

Se incluye una nueva letra l) en el apartado 2 del artículo 46 de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades, con el contenido siguiente:
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«l) La formación en el uso y seguridad de los medios digitales y en la garantía de 
los derechos fundamentales en Internet.»

Disposición final novena.  Modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica.

Se modifica el apartado 3 del artículo 16 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica, que pasa a tener el siguiente tenor:

«Artículo 16.  […]
3. El acceso a la historia clínica con fines judiciales, epidemiológicos, de salud 

pública, de investigación o de docencia, se rige por lo dispuesto en la legislación 
vigente en materia de protección de datos personales, y en la Ley 14/1986, de 25 de 
abril, General de Sanidad, y demás normas de aplicación en cada caso. El acceso a 
la historia clínica con estos fines obliga a preservar los datos de identificación 
personal del paciente, separados de los de carácter clinicoasistencial, de manera 
que, como regla general, quede asegurado el anonimato, salvo que el propio 
paciente haya dado su consentimiento para no separarlos.

Se exceptúan los supuestos de investigación previstos en el apartado 2 de la 
Disposición adicional decimoséptima de la Ley Orgánica de Protección de Datos 
Personales y Garantía de los Derechos Digitales.

Asimismo se exceptúan los supuestos de investigación de la autoridad judicial en 
los que se considere imprescindible la unificación de los datos identificativos con los 
clinicoasistenciales, en los cuales se estará a lo que dispongan los jueces y 
tribunales en el proceso correspondiente. El acceso a los datos y documentos de la 
historia clínica queda limitado estrictamente a los fines específicos de cada caso.

Cuando ello sea necesario para la prevención de un riesgo o peligro grave para 
la salud de la población, las Administraciones sanitarias a las que se refiere la Ley 
33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, podrán acceder a los datos 
identificativos de los pacientes por razones epidemiológicas o de protección de la 
salud pública. El acceso habrá de realizarse, en todo caso, por un profesional 
sanitario sujeto al secreto profesional o por otra persona sujeta, asimismo, a una 
obligación equivalente de secreto, previa motivación por parte de la Administración 
que solicitase el acceso a los datos.»

Disposición final décima.  Modificación de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación.

Se incluye una nueva letra l) en el apartado 1 del artículo 2 de la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación, que queda redactado como sigue:

«l) La capacitación para garantizar la plena inserción del alumnado en la 
sociedad digital y el aprendizaje de un uso seguro de los medios digitales y 
respetuoso con la dignidad humana, los valores constitucionales, los derechos 
fundamentales y, particularmente, con el respeto y la garantía de la intimidad 
individual y colectiva.»

Disposición final undécima.  Modificación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Se modifica la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, en los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo artículo 6 bis, con la siguiente redacción:
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«Artículo 6 bis.  Registro de actividades de tratamiento.
Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de la Ley Orgánica de Protección de 

Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales, publicarán su inventario de 
actividades de tratamiento en aplicación del artículo 31 de la citada Ley Orgánica.»

Dos. El apartado 1 del artículo 15 queda redactado como sigue:
«1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la 

ideología, afiliación sindical, religión o creencias, el acceso únicamente se podrá 
autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del 
afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los 
datos con anterioridad a que se solicitase el acceso.

Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al origen 
racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o 
contuviera datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que 
no conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso solo se podrá autorizar 
en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquel 
estuviera amparado por una norma con rango de ley.»

Disposición final duodécima.  Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que pasan a tener la 
siguiente redacción:

«Artículo 28.  […]
2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se 

encuentren en poder de la Administración actuante o hayan sido elaborados por 
cualquier otra Administración. La administración actuante podrá consultar o recabar 
dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la oposición 
cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de 
potestades sancionadoras o de inspección.

Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos 
electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante consulta a las 
plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al 
efecto.

Cuando se trate de informes preceptivos ya elaborados por un órgano 
administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos deberán ser remitidos en 
el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará 
al interesado de que puede aportar este informe o esperar a su remisión por el 
órgano competente.

3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de 
documentos originales, salvo que, con carácter excepcional, la normativa reguladora 
aplicable establezca lo contrario.

Asimismo, las Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o 
documentos no exigidos por la normativa reguladora aplicable o que hayan sido 
aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración. A estos 
efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano 
administrativo presentó los citados documentos, debiendo las Administraciones 
Públicas recabarlos electrónicamente a través de sus redes corporativas o de una 
consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos 
habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición expresa del 
interesado o la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso. 
Excepcionalmente, si las Administraciones Públicas no pudieran recabar los citados 
documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su aportación.»
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Disposición final decimotercera.  Modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores.

Se añade un nuevo artículo 20 bis al texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, con el 
siguiente contenido:

«Artículo 20 bis.  Derechos de los trabajadores a la intimidad en relación con el 
entorno digital y a la desconexión.

Los trabajadores tienen derecho a la intimidad en el uso de los dispositivos 
digitales puestos a su disposición por el empleador, a la desconexión digital y a la 
intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y geolocalización en los 
términos establecidos en la legislación vigente en materia de protección de datos 
personales y garantía de los derechos digitales.»

Disposición final decimocuarta.  Modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público.

Se añade una nueva letra j bis) en el artículo 14 del texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, que quedará redactada como sigue:

«j bis) A la intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y 
frente al uso de dispositivos de videovigilancia y geolocalización, así como a la 
desconexión digital en los términos establecidos en la legislación vigente en materia 
de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.»

Disposición final decimoquinta.  Desarrollo normativo.
Se habilita al Gobierno para desarrollar lo dispuesto en los artículos 3.2, 38.6, 45.2, 63.3, 

96.3 y disposición adicional sexta, en los términos establecidos en ellos.

Disposición final decimosexta.  Entrada en vigor.
La presente ley orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Boletín Oficial del Estado.
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§ 10

Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2002
Última modificación: 23 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2002-13758

JUAN CARLOS I REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La presente Ley tiene como objeto la incorporación al ordenamiento jurídico español de 

la Directiva 2000/31/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio, relativa a 
determinados aspectos de los servicios de la sociedad de la información, en particular, el 
comercio electrónico en el mercado interior (Directiva sobre el comercio electrónico). 
Asimismo, incorpora parcialmente la Directiva 98/27/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 19 de mayo, relativa a las acciones de cesación en materia de protección de los 
intereses de los consumidores, al regular, de conformidad con lo establecido en ella, una 
acción de cesación contra las conductas que contravengan lo dispuesto en esta Ley.

Lo que la Directiva 2000/31/CE denomina "sociedad de la información" viene 
determinado por la extraordinaria expansión de las redes de telecomunicaciones y, en 
especial, de Internet como vehículo de transmisión e intercambio de todo tipo de 
información. Su incorporación a la vida económica y social ofrece innumerables ventajas, 
como la mejora de la eficiencia empresarial, el incremento de las posibilidades de elección 
de los usuarios y la aparición de nuevas fuentes de empleo.

Pero la implantación de Internet y las nuevas tecnologías tropieza con algunas 
incertidumbres jurídicas, que es preciso aclarar con el establecimiento de un marco jurídico 
adecuado, que genere en todos los actores intervinientes la confianza necesaria para el 
empleo de este nuevo medio.

Eso es lo que pretende esta Ley, que parte de la aplicación a las actividades realizadas 
por medios electrónicos de las normas tanto generales como especiales que las regulan, 
ocupándose tan sólo de aquellos aspectos que, ya sea por su novedad o por las 
peculiaridades que implica su ejercicio por vía electrónica, no están cubiertos por dicha 
regulación.
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II
Se acoge, en la Ley, un concepto amplio de "servicios de la sociedad de la información", 

que engloba, además de la contratación de bienes y servicios por vía electrónica, el 
suministro de información por dicho medio (como el que efectúan los periódicos o revistas 
que pueden encontrarse en la red), las actividades de intermediación relativas a la provisión 
de acceso a la red, a la transmisión de datos por redes de telecomunicaciones, a la 
realización de copia temporal de las páginas de Internet solicitadas por los usuarios, al 
alojamiento en los propios servidores de información, servicios o aplicaciones facilitados por 
otros o a la provisión de instrumentos de búsqueda o de enlaces a otros sitios de Internet, 
así como cualquier otro servicio que se preste a petición individual de los usuarios (descarga 
de archivos de vídeo o audio...), siempre que represente una actividad económica para el 
prestador. Estos servicios son ofrecidos por los operadores de telecomunicaciones, los 
proveedores de acceso a Internet, los portales, los motores de búsqueda o cualquier otro 
sujeto que disponga de un sitio en Internet a través del que realice alguna de las actividades 
indicadas, incluido el comercio electrónico.

Desde un punto de vista subjetivo, la Ley se aplica, con carácter general, a los 
prestadores de servicios establecidos en España. Por "establecimiento" se entiende el lugar 
desde el que se dirige y gestiona una actividad económica, definición esta que se inspira en 
el concepto de domicilio fiscal recogido en las normas tributarias españolas y que resulta 
compatible con la noción material de establecimiento predicada por el Derecho comunitario. 
La Ley resulta igualmente aplicable a quienes sin ser residentes en España prestan servicios 
de la sociedad de la información a través de un "establecimiento permanente" situado en 
España. En este último caso, la sujeción a la Ley es únicamente parcial, respecto a aquellos 
servicios que se presten desde España.

El lugar de establecimiento del prestador de servicios es un elemento esencial en la Ley, 
porque de él depende el ámbito de aplicación no sólo de esta Ley, sino de todas las demás 
disposiciones del ordenamiento español que les sean de aplicación, en función de la 
actividad que desarrollen. Asimismo, el lugar de establecimiento del prestador determina la 
ley y las autoridades competentes para el control de su cumplimiento, de acuerdo con el 
principio de la aplicación de la ley del país de origen que inspira la Directiva 2000/31/CE.

Por lo demás, sólo se permite restringir la libre prestación en España de servicios de la 
sociedad de la información procedentes de otros países pertenecientes al Espacio 
Económico Europeo en los supuestos previstos en la Directiva 2000/31/CE, que consisten en 
la producción de un daño o peligro graves contra ciertos valores fundamentales como el 
orden público, la salud pública o la protección de los menores. Igualmente, podrá restringirse 
la prestación de servicios provenientes de dichos Estados cuando afecten a alguna de las 
materias excluidas del principio de país de origen, que la Ley concreta en su artículo 3, y se 
incumplan las disposiciones de la normativa española que, en su caso, resulte aplicable a las 
mismas.

III
Se prevé la anotación del nombre o nombres de dominio de Internet que correspondan al 

prestador de servicios en el registro público en que, en su caso, dicho prestador conste 
inscrito para la adquisición de personalidad jurídica o a los solos efectos de publicidad, con 
el fin de garantizar que la vinculación entre el prestador, su establecimiento físico y su 
"establecimiento" o localización en la red, que proporciona su dirección de Internet, sea 
fácilmente accesible para los ciudadanos y la Administración pública.

La Ley establece, asimismo, las obligaciones y responsabilidades de los prestadores de 
servicios que realicen actividades de intermediación como las de transmisión, copia, 
alojamiento y localización de datos en la red. En general, éstas imponen a dichos 
prestadores un deber de colaboración para impedir que determinados servicios o contenidos 
ilícitos se sigan divulgando. Las responsabilidades que pueden derivar del incumplimiento de 
estas normas no son sólo de orden administrativo, sino de tipo civil o penal, según los bienes 
jurídicos afectados y las normas que resulten aplicables.

Destaca, por otra parte, en la Ley, su afán por proteger los intereses de los destinatarios 
de servicios, de forma que éstos puedan gozar de garantías suficientes a la hora de 
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contratar un servicio o bien por Internet. Con esta finalidad, la Ley impone a los prestadores 
de servicios la obligación de facilitar el acceso a sus datos de identificación a cuantos visiten 
su sitio en Internet; la de informar a los destinatarios sobre los precios que apliquen a sus 
servicios y la de permitir a éstos visualizar, imprimir y archivar las condiciones generales a 
que se someta, en su caso, el contrato. Cuando la contratación se efectúe con 
consumidores, el prestador de servicios deberá, además, guiarles durante el proceso de 
contratación, indicándoles los pasos que han de dar y la forma de corregir posibles errores 
en la introducción de datos, y confirmar la aceptación realizada una vez recibida.

En lo que se refiere a las comunicaciones comerciales, la Ley establece que éstas deban 
identificarse como tales, y prohíbe su envío por correo electrónico u otras vías de 
comunicación electrónica equivalente, salvo que el destinatario haya prestado su 
consentimiento.

IV
Se favorece igualmente la celebración de contratos por vía electrónica, al afirmar la Ley, 

de acuerdo con el principio espiritualista que rige la perfección de los contratos en nuestro 
Derecho, la validez y eficacia del consentimiento prestado por vía electrónica, declarar que 
no es necesaria la admisión expresa de esta técnica para que el contrato surta efecto entre 
las partes, y asegurar la equivalencia entre los documentos en soporte papel y los 
documentos electrónicos a efectos del cumplimiento del requisito de "forma escrita" que 
figura en diversas leyes.

Se aprovecha la ocasión para fijar el momento y lugar de celebración de los contratos 
electrónicos, adoptando una solución única, también válida para otros tipos de contratos 
celebrados a distancia, que unifica el criterio dispar contenido hasta ahora en los Códigos 
Civil y de Comercio.

Las disposiciones contenidas en esta Ley sobre aspectos generales de la contratación 
electrónica, como las relativas a la validez y eficacia de los contratos electrónicos o al 
momento de prestación del consentimiento, serán de aplicación aun cuando ninguna de las 
partes tenga la condición de prestador o destinatario de servicios de la sociedad de la 
información.

La Ley promueve la elaboración de códigos de conducta sobre las materias reguladas en 
esta Ley, al considerar que son un instrumento de autorregulación especialmente apto para 
adaptar los diversos preceptos de la Ley a las características específicas de cada sector.

Por su sencillez, rapidez y comodidad para los usuarios, se potencia igualmente el 
recurso al arbitraje y a los procedimientos alternativos de resolución de conflictos que 
puedan crearse mediante códigos de conducta, para dirimir las disputas que puedan surgir 
en la contratación electrónica y en el uso de los demás servicios de la sociedad de la 
información. Se favorece, además, el uso de medios electrónicos en la tramitación de dichos 
procedimientos, respetando, en su caso, las normas que, sobre la utilización de dichos 
medios, establezca la normativa específica sobre arbitraje.

De conformidad con lo dispuesto en las Directivas 2000/31/CE y 98/27/CE, se regula la 
acción de cesación que podrá ejercitarse para hacer cesar la realización de conductas 
contrarias a la presente Ley que vulneren los intereses de los consumidores y usuarios. Para 
el ejercicio de esta acción, deberá tenerse en cuenta, además de lo dispuesto en esta Ley, lo 
establecido en la Ley general de incorporación de la Directiva 98/27/CE.

La Ley prevé, asimismo, la posibilidad de que los ciudadanos y entidades se dirijan a 
diferentes Ministerios y órganos administrativos para obtener información práctica sobre 
distintos aspectos relacionados con las materias objeto de esta Ley, lo que requerirá el 
establecimiento de mecanismos que aseguren la máxima coordinación entre ellos y la 
homogeneidad y coherencia de la información suministrada a los usuarios.

Finalmente, se establece un régimen sancionador proporcionado pero eficaz, como 
indica la Directiva 2000/31/CE, para disuadir a los prestadores de servicios del 
incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley.

Asimismo, se contempla en la Ley una serie de previsiones orientadas a hacer efectiva la 
accesibilidad de las personas con discapacidad a la información proporcionada por medios 
electrónicos, y muy especialmente a la información suministrada por las Administraciones 
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públicas, compromiso al que se refiere la resolución del Consejo de la Unión Europea de 25 
de marzo de 2002, sobre accesibilidad de los sitios web públicos y de su contenido.

La presente disposición ha sido elaborada siguiendo un amplio proceso de consulta 
pública y ha sido sometida al procedimiento de información en materia de normas y 
reglamentaciones técnicas previsto en la Directiva 98/34/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 22 de junio, modificada por la Directiva 98/48/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de julio, y en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto

Artículo 1.  Objeto.
1. Es objeto de la presente Ley la regulación del régimen jurídico de los servicios de la 

sociedad de la información y de la contratación por vía electrónica, en lo referente a las 
obligaciones de los prestadores de servicios incluidos los que actúan como intermediarios en 
la transmisión de contenidos por las redes de telecomunicaciones, las comunicaciones 
comerciales por vía electrónica, la información previa y posterior a la celebración de 
contratos electrónicos, las condiciones relativas a su validez y eficacia y el régimen 
sancionador aplicable a los prestadores de servicios de la sociedad de la información.

2. Las disposiciones contenidas en esta Ley se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto 
en otras normas estatales o autonómicas ajenas al ámbito normativo coordinado, o que 
tengan como finalidad la protección de la salud y seguridad pública, incluida la salvaguarda 
de la defensa nacional, los intereses del consumidor, el régimen tributario aplicable a los 
servicios de la sociedad de la información, la protección de datos personales y la normativa 
reguladora de defensa de la competencia.

CAPÍTULO II
Ámbito de aplicación

Artículo 2.  Prestadores de servicios establecidos en España.
1. Esta Ley será de aplicación a los prestadores de servicios de la sociedad de la 

información establecidos en España y a los servicios prestados por ellos.
Se entenderá que un prestador de servicios está establecido en España cuando su 

residencia o domicilio social se encuentren en territorio español, siempre que éstos coincidan 
con el lugar en que esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de 
sus negocios. En otro caso, se atenderá al lugar en que se realice dicha gestión o dirección.

2. Asimismo, esta Ley será de aplicación a los servicios de la sociedad de la información 
que los prestadores residentes o domiciliados en otro Estado ofrezcan a través de un 
establecimiento permanente situado en España.

Se considerará que un prestador opera mediante un establecimiento permanente situado 
en territorio español cuando disponga en el mismo, de forma continuada o habitual, de 
instalaciones o lugares de trabajo, en los que realice toda o parte de su actividad.

3. A los efectos previstos en este artículo, se presumirá que el prestador de servicios 
está establecido en España cuando el prestador o alguna de sus sucursales se haya inscrito 
en el Registro Mercantil o en otro registro público español en el que fuera necesaria la 
inscripción para la adquisición de personalidad jurídica.

La utilización de medios tecnológicos situados en España, para la prestación o el acceso 
al servicio, no servirá como criterio para determinar, por sí solo, el establecimiento en 
España del prestador.
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4. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos en España 
estarán sujetos a las demás disposiciones del ordenamiento jurídico español que les sean de 
aplicación, en función de la actividad que desarrollen, con independencia de la utilización de 
medios electrónicos para su realización.

Artículo 3.  Prestadores de servicios establecidos en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7.1 y 8, esta Ley se aplicará a los 
prestadores de servicios de la sociedad de la información establecidos en otro Estado 
miembro de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo cuando el destinatario de 
los servicios radique en España y los servicios afecten a las materias siguientes:

a) Derechos de propiedad intelectual o industrial.
b) Emisión de publicidad por instituciones de inversión colectiva.
c) Actividad de seguro directo realizada en régimen de derecho de establecimiento o en 

régimen de libre prestación de servicios.
d) Obligaciones nacidas de los contratos celebrados por personas físicas que tengan la 

condición de consumidores.
e) Régimen de elección por las partes contratantes de la legislación aplicable a su 

contrato.
f) Licitud de las comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio de 

comunicación electrónica equivalente no solicitadas.
2. En todo caso, la constitución, transmisión, modificación y extinción de derechos reales 

sobre bienes inmuebles sitos en España se sujetará a los requisitos formales de validez y 
eficacia establecidos en el ordenamiento jurídico español.

3. Los prestadores de servicios a los que se refiere el apartado 1 quedarán igualmente 
sometidos a las normas del ordenamiento jurídico español que regulen las materias 
señaladas en dicho apartado.

4. No será aplicable lo dispuesto en los apartados anteriores a los supuestos en que, de 
conformidad con las normas reguladoras de las materias enumeradas en el apartado 1, no 
fuera de aplicación la ley del país en que resida o esté establecido el destinatario del 
servicio.

Artículo 4.  Prestadores establecidos en un Estado no perteneciente a la Unión Europea o al 
Espacio Económico Europeo.

A los prestadores establecidos en países que no sean miembros de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo, les será de aplicación lo dispuesto en los artículos 7.2 y 
11.2.

Los prestadores que dirijan sus servicios específicamente al territorio español quedarán 
sujetos, además, a las obligaciones previstas en esta Ley, siempre que ello no contravenga 
lo establecido en tratados o convenios internacionales que sean aplicables.

Artículo 5.  Servicios excluidos del ámbito de aplicación de la Ley.
1. Se regirán por su normativa específica las siguientes actividades y servicios de la 

sociedad de la información:
a) Los servicios prestados por notarios y registradores de la propiedad y mercantiles en 

el ejercicio de sus respectivas funciones públicas.
b) Los servicios prestados por abogados y procuradores en el ejercicio de sus funciones 

de representación y defensa en juicio.
2. Las disposiciones de la presente Ley, con la excepción de lo establecido en el artículo 

7.1, serán aplicables a los servicios de la sociedad de la información relativos a juegos de 
azar que impliquen apuestas de valor económico, sin perjuicio de lo establecido en su 
legislación específica estatal o autonómica.
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TÍTULO II
Prestación de servicios de la sociedad de la información

CAPÍTULO I
Principio de libre prestación de servicios

Artículo 6.  No sujeción a autorización previa.
La prestación de servicios de la sociedad de la información no estará sujeta a 

autorización previa.
Esta norma no afectará a los regímenes de autorización previstos en el ordenamiento 

jurídico que no tengan por objeto específico y exclusivo la prestación por vía electrónica de 
los correspondientes servicios.

Artículo 7.  Principio de libre prestación de servicios.
1. La prestación de servicios de la sociedad de la información que procedan de un 

prestador establecido en algún Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo se realizará en régimen de libre prestación de servicios, sin que pueda 
establecerse ningún tipo de restricciones a los mismos por razones derivadas del ámbito 
normativo coordinado, excepto en los supuestos previstos en los artículos 3 y 8.

2. La aplicación del principio de libre prestación de servicios de la sociedad de la 
información a prestadores establecidos en Estados no miembros del Espacio Económico 
Europeo se atendrá a los acuerdos internacionales que resulten de aplicación.

Artículo 8.  Restricciones a la prestación de servicios y procedimiento de cooperación 
intracomunitario.

1. En caso de que un determinado servicio de la sociedad de la información atente o 
pueda atentar contra los principios que se expresan a continuación, los órganos 
competentes para su protección, en ejercicio de las funciones que tengan legalmente 
atribuidas, podrán adoptar las medidas necesarias para que se interrumpa su prestación o 
para retirar los datos que los vulneran. Los principios a que alude este apartado son los 
siguientes:

a) La salvaguarda del orden público, la investigación penal, la seguridad pública y la 
defensa nacional.

b) La protección de la salud pública o de las personas físicas o jurídicas que tengan la 
condición de consumidores o usuarios, incluso cuando actúen como inversores.

c) El respeto a la dignidad de la persona y al principio de no discriminación por motivos 
de raza, sexo, religión, opinión, nacionalidad, discapacidad o cualquier otra circunstancia 
personal o social, y

d) La protección de la juventud y de la infancia.
e) La salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual.
En la adopción y cumplimiento de las medidas de restricción a que alude este apartado 

se respetarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos previstos en el 
ordenamiento jurídico para proteger los derechos a la intimidad personal y familiar, a la 
protección de los datos personales, a la libertad de expresión o a la libertad de información, 
cuando éstos pudieran resultar afectados.

En todos los casos en los que la Constitución y las leyes reguladoras de los respectivos 
derechos y libertades así lo prevean de forma excluyente, sólo la autoridad judicial 
competente podrá adoptar las medidas previstas en este artículo, en tanto garante del 
derecho a la libertad de expresión, del derecho de producción y creación literaria, artística, 
científica y técnica, la libertad de cátedra y el derecho de información.

2. Los órganos competentes para la adopción de las medidas a que se refiere el 
apartado anterior, con el objeto de identificar al responsable del servicio de la sociedad de la 
información que está realizando la conducta presuntamente vulneradora, podrán requerir a 
los prestadores de servicios de la sociedad de la información la cesión de los datos que 
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permitan tal identificación a fin de que pueda comparecer en el procedimiento. Tal 
requerimiento exigirá la previa autorización judicial de acuerdo con lo previsto en el apartado 
primero del artículo 122 bis de la Ley reguladora de la Jurisdicción contencioso-
administrativa. Una vez obtenida la autorización, los prestadores estarán obligados a facilitar 
los datos necesarios para llevar a cabo la identificación.

3. La adopción de restricciones a la prestación de servicios de la sociedad de la 
información provenientes de prestadores establecidos en un Estado de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo distinto a España deberá seguir el procedimiento de 
cooperación intracomunitario descrito en el siguiente apartado de este artículo, sin perjuicio 
de lo dispuesto en la legislación procesal y de cooperación judicial.

4. Cuando un órgano competente acuerde, en ejercicio de las competencias que tenga 
legalmente atribuidas, y de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 4 del 
artículo 3 de la Directiva 2000/31/CE, establecer restricciones que afecten a un servicio de la 
sociedad de la información que proceda de alguno de los Estados miembros de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo distinto de España, dicho órgano deberá seguir 
el siguiente procedimiento:

a) El órgano competente requerirá al Estado miembro en que esté establecido el 
prestador afectado para que adopte las medidas oportunas. En el caso de que no las adopte 
o resulten insuficientes, dicho órgano notificará, con carácter previo, a la Comisión Europea 
o, en su caso, al Comité Mixto del Espacio Económico Europeo y al Estado miembro de que 
se trate las medidas que tiene intención de adoptar.

b) En los supuestos de urgencia, el órgano competente podrá adoptar las medidas 
oportunas, notificándolas al Estado miembro de procedencia y a la Comisión Europea o, en 
su caso, al Comité Mixto del Espacio Económico Europeo con la mayor brevedad y, en 
cualquier caso, como máximo, en el plazo de quince días desde su adopción. Así mismo, 
deberá indicar la causa de dicha urgencia.

Los requerimientos y notificaciones a que alude este apartado se realizarán siempre a 
través del órgano de la Administración General del Estado competente para la comunicación 
y transmisión de información a las Comunidades Europeas.

5. Los órganos competentes de otros Estados Miembros de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo podrán requerir la colaboración de los prestadores de servicios 
de intermediación establecidos en España en los términos previstos en el apartado 2 del 
artículo 11 de esta ley si lo estiman necesario para garantizar la eficacia de las medidas de 
restricción que adopten al amparo del apartado anterior.

6. Las medidas de restricción que se adopten al amparo de este artículo deberán, en 
todo caso, cumplir las garantías y los requisitos previstos en los apartados 3 y 4 del artículo 
11 de esta ley.

CAPÍTULO II
Obligaciones y régimen de responsabilidad de los prestadores de servicios de 

la sociedad de la información

Sección 1.ª Obligaciones

Artículo 9.  Constancia registral del nombre de dominio.
(Sin contenido)

Artículo 10.  Información general.
1. Sin perjuicio de los requisitos que en materia de información se establecen en la 

normativa vigente, el prestador de servicios de la sociedad de la información estará obligado 
a disponer de los medios que permitan, tanto a los destinatarios del servicio como a los 
órganos competentes, acceder por medios electrónicos, de forma permanente, fácil, directa y 
gratuita, a la siguiente información:
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a) Su nombre o denominación social; su residencia o domicilio o, en su defecto, la 
dirección de uno de sus establecimientos permanentes en España; su dirección de correo 
electrónico y cualquier otro dato que permita establecer con él una comunicación directa y 
efectiva.

b) Los datos de su inscripción en el Registro Mercantil en el que, en su caso, se 
encuentren inscritos o de aquel otro registro público en el que lo estuvieran para la 
adquisición de personalidad jurídica o a los solos efectos de publicidad.

c) En el caso de que su actividad estuviese sujeta a un régimen de autorización 
administrativa previa, los datos relativos a dicha autorización y los identificativos del órgano 
competente encargado de su supervisión.

d) Si ejerce una profesión regulada deberá indicar:
1.º Los datos del Colegio profesional al que, en su caso, pertenezca y número de 

colegiado.
2.º El título académico oficial o profesional con el que cuente.
3.º El Estado de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo en el que se 

expidió dicho título y, en su caso, la correspondiente homologación o reconocimiento.
4.º Las normas profesionales aplicables al ejercicio de su profesión y los medios a través 

de los cuales se puedan conocer, incluidos los electrónicos.
e) El número de identificación fiscal que le corresponda.
f) Cuando el servicio de la sociedad de la información haga referencia a precios, se 

facilitará información clara y exacta sobre el precio del producto o servicio, indicando si 
incluye o no los impuestos aplicables y, en su caso, sobre los gastos de envío.

g) Los códigos de conducta a los que, en su caso, esté adherido y la manera de 
consultarlos electrónicamente.

2. La obligación de facilitar esta información se dará por cumplida si el prestador la 
incluye en su página o sitio de Internet en las condiciones señaladas en el apartado 1.

3. Cuando se haya atribuido un rango de numeración telefónica a servicios de tarificación 
adicional en el que se permita el acceso a servicios de la sociedad de la información y se 
requiera su utilización por parte del prestador de servicios, esta utilización y la descarga de 
programas informáticos que efectúen funciones de marcación, deberán realizarse con el 
consentimiento previo, informado y expreso del usuario.

A tal efecto, el prestador del servicio deberá proporcionar al menos la siguiente 
información:

a) Las características del servicio que se va a proporcionar.
b) Las funciones que efectuarán los programas informáticos que se descarguen, 

incluyendo el número telefónico que se marcará.
c) El procedimiento para dar fin a la conexión de tarificación adicional, incluyendo una 

explicación del momento concreto en que se producirá dicho fin, y
d) El procedimiento necesario para restablecer el número de conexión previo a la 

conexión de tarificación adicional.
La información anterior deberá estar disponible de manera claramente visible e 

identificable.
Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo establecido en la normativa 

de telecomunicaciones, en especial, en relación con los requisitos aplicables para el acceso 
por parte de los usuarios a los rangos de numeración telefónica, en su caso, atribuidos a los 
servicios de tarificación adicional.

Artículo 11.  Deber de colaboración de los prestadores de servicios de intermediación.
1. Cuando un órgano competente hubiera ordenado, en ejercicio de las competencias 

que legalmente tenga atribuidas, que se interrumpa la prestación de un servicio de la 
sociedad de la información o la retirada de determinados contenidos provenientes de 
prestadores establecidos en España, y para ello fuera necesaria la colaboración de los 
prestadores de servicios de intermediación, dicho órgano podrá ordenar a los citados 
prestadores que suspendan el correspondiente servicio de intermediación utilizado para la 
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provisión del servicio de la sociedad de la información o de los contenidos cuya interrupción 
o retirada hayan sido ordenados respectivamente.

2. Si para garantizar la efectividad de la resolución que acuerde la interrupción de la 
prestación de un servicio o la retirada de contenidos procedentes de un prestador 
establecido en un Estado no perteneciente a la Unión Europea o al Espacio Económico 
Europeo, el órgano competente estimara necesario impedir el acceso desde España a los 
mismos, y para ello fuera necesaria la colaboración de los prestadores de servicios de 
intermediación establecidos en España, dicho órgano podrá ordenar a los citados 
prestadores de servicios de intermediación que suspendan el correspondiente servicio de 
intermediación utilizado para la provisión del servicio de la sociedad de la información o de 
los contenidos cuya interrupción o retirada hayan sido ordenados respectivamente.

3. En la adopción y cumplimiento de las medidas a que se refieren los apartados 
anteriores, se respetarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos previstos en 
el ordenamiento jurídico para proteger los derechos a la intimidad personal y familiar, a la 
protección de los datos personales, a la libertad de expresión o a la libertad de información, 
cuando estos pudieran resultar afectados.

En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos 
derechos y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan 
competencia a los órganos jurisdiccionales de forma excluyente para intervenir en el ejercicio 
de actividades o derechos, sólo la autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas 
previstas en este artículo. En particular, la autorización del secuestro de páginas de Internet 
o de su restricción cuando ésta afecte a los derechos y libertades de expresión e información 
y demás amparados en los términos establecidos en el artículo 20 de la Constitución solo 
podrá ser decidida por los órganos jurisdiccionales competentes.

4. Las medidas a que hace referencia este artículo serán objetivas, proporcionadas y no 
discriminatorias, y se adoptarán de forma cautelar o en ejecución de las resoluciones que se 
dicten, conforme a los procedimientos administrativos legalmente establecidos o a los 
previstos en la legislación procesal que corresponda.

En particular, cuando resulte necesario para proteger los derechos de la víctima o grupos 
o personas discriminadas, los jueces y tribunales podrán acordar, de conformidad con la 
legislación procesal, motivadamente, y siempre de acuerdo con el principio de 
proporcionalidad, cualquiera de las medidas de restricción o interrupción de la prestación de 
servicios o de retirada de datos de páginas de internet que contempla la presente ley.

Artículo 12.  Deber de retención de datos de tráfico relativos a las comunicaciones 
electrónicas.

(Derogado)

Artículo 12 bis.  Obligaciones de información sobre seguridad.
1. Los proveedores de servicios de intermediación establecidos en España de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 2 de esta Ley que realicen actividades consistentes en la 
prestación de servicios de acceso a Internet, estarán obligados a informar a sus clientes de 
forma permanente, fácil, directa y gratuita, sobre los diferentes medios de carácter técnico 
que aumenten los niveles de la seguridad de la información y permitan, entre otros, la 
protección frente a virus informáticos y programas espía, y la restricción de los correos 
electrónicos no solicitados.

2. Los proveedores de servicios de acceso a Internet y los prestadores de servicios de 
correo electrónico o de servicios similares deberán informar a sus clientes de forma 
permanente, fácil, directa y gratuita sobre las medidas de seguridad que apliquen en la 
provisión de los mencionados servicios.

3. Igualmente, los proveedores de servicios referidos en el apartado 1 informarán sobre 
las herramientas existentes para el filtrado y restricción del acceso a determinados 
contenidos y servicios en Internet no deseados o que puedan resultar nocivos para la 
juventud y la infancia.

4. Los proveedores de servicios mencionados en el apartado 1 facilitarán información a 
sus clientes acerca de las posibles responsabilidades en que puedan incurrir por el uso de 
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Internet con fines ilícitos, en particular, para la comisión de ilícitos penales y por la 
vulneración de la legislación en materia de propiedad intelectual e industrial.

5. Las obligaciones de información referidas en los apartados anteriores se darán por 
cumplidas si el correspondiente proveedor incluye la información exigida en su página o sitio 
principal de Internet en la forma establecida en los mencionados apartados.

Artículo 12 ter.  Obligaciones relativas a la portabilidad de datos no personales.
Los proveedores de servicios de intermediación que alojen o almacenen datos de 

usuarios a los que presten servicios de redes sociales o servicios de la sociedad de la 
información equivalentes deberán remitir a dichos usuarios, a su solicitud, los contenidos que 
les hubieran facilitado, sin impedir su transmisión posterior a otro proveedor. La remisión 
deberá efectuarse en un formato estructurado, de uso común y lectura mecánica.

Asimismo, deberán transmitir dichos contenidos directamente a otro proveedor 
designado por el usuario, siempre que sea técnicamente posible, según prevé el artículo 95 
de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los Derechos Digitales.

Para el cumplimiento de estas obligaciones será aplicable lo dispuesto en el artículo 12.5 
del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus 
datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE.

Sección 2.ª Régimen de responsabilidad

Artículo 13.  Responsabilidad de los prestadores de los servicios de la sociedad de la 
información.

1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información están sujetos a la 
responsabilidad civil, penal y administrativa establecida con carácter general en el 
ordenamiento jurídico, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley.

2. Para determinar la responsabilidad de los prestadores de servicios por el ejercicio de 
actividades de intermediación, se estará a lo establecido en los artículos siguientes.

Artículo 14.  Responsabilidad de los operadores de redes y proveedores de acceso.
1. Los operadores de redes de telecomunicaciones y proveedores de acceso a una red 

de telecomunicaciones que presten un servicio de intermediación que consista en transmitir 
por una red de telecomunicaciones datos facilitados por el destinatario del servicio o en 
facilitar acceso a ésta no serán responsables por la información transmitida, salvo que ellos 
mismos hayan originado la transmisión, modificado los datos o seleccionado éstos o a los 
destinatarios de dichos datos.

No se entenderá por modificación la manipulación estrictamente técnica de los archivos 
que alberguen los datos, que tiene lugar durante su transmisión.

2. Las actividades de transmisión y provisión de acceso a que se refiere el apartado 
anterior incluyen el almacenamiento automático, provisional y transitorio de los datos, 
siempre que sirva exclusivamente para permitir su transmisión por la red de 
telecomunicaciones y su duración no supere el tiempo razonablemente necesario para ello.

Artículo 15.  Responsabilidad de los prestadores de servicios que realizan copia temporal 
de los datos solicitados por los usuarios.

Los prestadores de un servicio de intermediación que transmitan por una red de 
telecomunicaciones datos facilitados por un destinatario del servicio y, con la única finalidad 
de hacer más eficaz su transmisión ulterior a otros destinatarios que los soliciten, los 
almacenen en sus sistemas de forma automática, provisional y temporal, no serán 
responsables por el contenido de esos datos ni por la reproducción temporal de los mismos, 
si:

a) No modifican la información.
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b) Permiten el acceso a ella sólo a los destinatarios que cumplan las condiciones 
impuestas a tal fin, por el destinatario cuya información se solicita.

c) Respetan las normas generalmente aceptadas y aplicadas por el sector para la 
actualización de la información.

d) No interfieren en la utilización lícita de tecnología generalmente aceptada y empleada 
por el sector, con el fin de obtener datos sobre la utilización de la información, y e) Retiran la 
información que hayan almacenado o hacen imposible el acceso a ella, en cuanto tengan 
conocimiento efectivo de:

1.º Que ha sido retirada del lugar de la red en que se encontraba inicialmente.
2.º Que se ha imposibilitado el acceso a ella, o 3.º Que un tribunal u órgano 

administrativo competente ha ordenado retirarla o impedir que se acceda a ella.

Artículo 16.  Responsabilidad de los prestadores de servicios de alojamiento o 
almacenamiento de datos.

1. Los prestadores de un servicio de intermediación consistente en albergar datos 
proporcionados por el destinatario de este servicio no serán responsables por la información 
almacenada a petición del destinatario, siempre que:

a) No tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información almacenada es 
ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero susceptibles de indemnización, o

b) Si lo tienen, actúen con diligencia para retirar los datos o hacer imposible el acceso a 
ellos.

Se entenderá que el prestador de servicios tiene el conocimiento efectivo a que se 
refiere el párrafo a) cuando un órgano competente haya declarado la ilicitud de los datos, 
ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se hubiera declarado la 
existencia de la lesión, y el prestador conociera la correspondiente resolución, sin perjuicio 
de los procedimientos de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en 
virtud de acuerdos voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que pudieran 
establecerse.

2. La exención de responsabilidad establecida en el apartado 1 no operará en el 
supuesto de que el destinatario del servicio actúe bajo la dirección, autoridad o control de su 
prestador.

Artículo 17.  Responsabilidad de los prestadores de servicios que faciliten enlaces a 
contenidos o instrumentos de búsqueda.

1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que faciliten enlaces a 
otros contenidos o incluyan en los suyos directorios o instrumentos de búsqueda de 
contenidos no serán responsables por la información a la que dirijan a los destinatarios de 
sus servicios, siempre que:

a) No tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información a la que remiten 
o recomiendan es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero susceptibles de 
indemnización, o

b) Si lo tienen, actúen con diligencia para suprimir o inutilizar el enlace correspondiente.
Se entenderá que el prestador de servicios tiene el conocimiento efectivo a que se 

refiere el párrafo a) cuando un órgano competente haya declarado la ilicitud de los datos, 
ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se hubiera declarado la 
existencia de la lesión, y el prestador conociera la correspondiente resolución, sin perjuicio 
de los procedimientos de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en 
virtud de acuerdos voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que pudieran 
establecerse.

2. La exención de responsabilidad establecida en el apartado 1 no operará en el 
supuesto de que el proveedor de contenidos al que se enlace o cuya localización se facilite 
actúe bajo la dirección, autoridad o control del prestador que facilite la localización de esos 
contenidos.
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CAPÍTULO III
Códigos de conducta

Artículo 18.  Códigos de conducta.
1. Las administraciones públicas impulsarán, a través de la coordinación y el 

asesoramiento, la elaboración y aplicación de códigos de conducta voluntarios, por parte de 
las corporaciones, asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales y de 
consumidores, en las materias reguladas en esta Ley. La Administración General del Estado 
fomentará, en especial, la elaboración de códigos de conducta de ámbito comunitario o 
internacional.

Los códigos de conducta que afecten a los consumidores y usuarios estarán sujetos, 
además, al capítulo V de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de competencia desleal.

Los códigos de conducta podrán tratar, en particular, sobre los procedimientos para la 
detección y retirada de contenidos ilícitos y la protección de los destinatarios frente al envío 
por vía electrónica de comunicaciones comerciales no solicitadas, así como sobre los 
procedimientos extrajudiciales para la resolución de los conflictos que surjan por la 
prestación de los servicios de la sociedad de la información.

2. En la elaboración de dichos códigos, habrá de garantizarse la participación de las 
asociaciones de consumidores y usuarios y la de las organizaciones representativas de 
personas con discapacidades físicas o psíquicas, cuando afecten a sus respectivos 
intereses.

Cuando su contenido pueda afectarles, los códigos de conducta tendrán especialmente 
en cuenta la protección de los menores y de la dignidad humana, pudiendo elaborarse, en 
caso necesario, códigos específicos sobre estas materias.

Los poderes públicos estimularán, en particular, el establecimiento de criterios comunes 
acordados por la industria para la clasificación y etiquetado de contenidos y la adhesión de 
los prestadores a los mismos.

3. Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados precedentes 
deberán ser accesibles por vía electrónica. Se fomentará su traducción a otras lenguas 
oficiales, en el Estado y de la Unión Europea, con objeto de darles mayor difusión.

TÍTULO III
Comunicaciones comerciales por vía electrónica

Artículo 19.  Régimen jurídico.
1. Las comunicaciones comerciales y las ofertas promocionales se regirán, además de 

por la presente Ley, por su normativa propia y la vigente en materia comercial y de 
publicidad.

2. En todo caso, será de aplicación la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa de desarrollo, en especial, en lo 
que se refiere a la obtención de datos personales, la información a los interesados y la 
creación y mantenimiento de ficheros de datos personales.

Artículo 20.  Información exigida sobre las comunicaciones comerciales, ofertas 
promocionales y concursos.

1. Las comunicaciones comerciales realizadas por vía electrónica deberán ser 
claramente identificables como tales, y la persona física o jurídica en nombre de la cual se 
realizan también deberá ser claramente identificable.

2. En los supuestos de ofertas promocionales, como las que incluyan descuentos, 
premios y regalos, y de concursos o juegos promocionales, previa la correspondiente 
autorización, se deberá asegurar, además del cumplimiento de los requisitos establecidos en 
el apartado anterior y en las normas de ordenación del comercio, que queden claramente 
identificados como tales y que las condiciones de acceso y, en su caso, de participación 
sean fácilmente accesibles y se expresen de forma clara e inequívoca.
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3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de lo que dispongan 
las normativas dictadas por las Comunidades Autónomas con competencias exclusivas 
sobre consumo.

4. En todo caso, queda prohibido el envío de comunicaciones comerciales en las que se 
disimule o se oculte la identidad del remitente por cuenta de quien se efectúa la 
comunicación o que contravengan lo dispuesto en este artículo, así como aquéllas en las 
que se incite a los destinatarios a visitar páginas de Internet que contravengan lo dispuesto 
en este artículo.

Artículo 21.  Prohibición de comunicaciones comerciales realizadas a través de correo 
electrónico o medios de comunicación electrónica equivalentes.

1. Queda prohibido el envío de comunicaciones publicitarias o promocionales por correo 
electrónico u otro medio de comunicación electrónica equivalente que previamente no 
hubieran sido solicitadas o expresamente autorizadas por los destinatarios de las mismas.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando exista una relación 
contractual previa, siempre que el prestador hubiera obtenido de forma lícita los datos de 
contacto del destinatario y los empleara para el envío de comunicaciones comerciales 
referentes a productos o servicios de su propia empresa que sean similares a los que 
inicialmente fueron objeto de contratación con el cliente.

En todo caso, el prestador deberá ofrecer al destinatario la posibilidad de oponerse al 
tratamiento de sus datos con fines promocionales mediante un procedimiento sencillo y 
gratuito, tanto en el momento de recogida de los datos como en cada una de las 
comunicaciones comerciales que le dirija.

Cuando las comunicaciones hubieran sido remitidas por correo electrónico, dicho medio 
deberá consistir necesariamente en la inclusión de una dirección de correo electrónico u otra 
dirección electrónica válida donde pueda ejercitarse este derecho, quedando prohibido el 
envío de comunicaciones que no incluyan dicha dirección.

Artículo 22.  Derechos de los destinatarios de servicios.
1. El destinatario podrá revocar en cualquier momento el consentimiento prestado a la 

recepción de comunicaciones comerciales con la simple notificación de su voluntad al 
remitente.

A tal efecto, los prestadores de servicios deberán habilitar procedimientos sencillos y 
gratuitos para que los destinatarios de servicios puedan revocar el consentimiento que 
hubieran prestado. Cuando las comunicaciones hubieran sido remitidas por correo 
electrónico dicho medio deberá consistir necesariamente en la inclusión de una dirección de 
correo electrónico u otra dirección electrónica válida donde pueda ejercitarse este derecho 
quedando prohibido el envío de comunicaciones que no incluyan dicha dirección.

Asimismo, deberán facilitar información accesible por medios electrónicos sobre dichos 
procedimientos.

2. Los prestadores de servicios podrán utilizar dispositivos de almacenamiento y 
recuperación de datos en equipos terminales de los destinatarios, a condición de que los 
mismos hayan dado su consentimiento después de que se les haya facilitado información 
clara y completa sobre su utilización, en particular, sobre los fines del tratamiento de los 
datos, con arreglo a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de carácter personal.

Cuando sea técnicamente posible y eficaz, el consentimiento del destinatario para 
aceptar el tratamiento de los datos podrá facilitarse mediante el uso de los parámetros 
adecuados del navegador o de otras aplicaciones.

Lo anterior no impedirá el posible almacenamiento o acceso de índole técnica al solo fin 
de efectuar la transmisión de una comunicación por una red de comunicaciones electrónicas 
o, en la medida que resulte estrictamente necesario, para la prestación de un servicio de la 
sociedad de la información expresamente solicitado por el destinatario.
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TÍTULO IV
Contratación por vía electrónica

Artículo 23.  Validez y eficacia de los contratos celebrados por vía electrónica.
1. Los contratos celebrados por vía electrónica producirán todos los efectos previstos por 

el ordenamiento jurídico, cuando concurran el consentimiento y los demás requisitos 
necesarios para su validez.

Los contratos electrónicos se regirán por lo dispuesto en este Título, por los Códigos 
Civil y de Comercio y por las restantes normas civiles o mercantiles sobre contratos, en 
especial, las normas de protección de los consumidores y usuarios y de ordenación de la 
actividad comercial.

2. Para que sea válida la celebración de contratos por vía electrónica no será necesario 
el previo acuerdo de las partes sobre la utilización de medios electrónicos.

3. Siempre que la Ley exija que el contrato o cualquier información relacionada con el 
mismo conste por escrito, este requisito se entenderá satisfecho si el contrato o la 
información se contiene en un soporte electrónico.

4. No será de aplicación lo dispuesto en el presente Título a los contratos relativos al 
Derecho de familia y sucesiones.

Los contratos, negocios o actos jurídicos en los que la Ley determine para su validez o 
para la producción de determinados efectos la forma documental pública, o que requieran 
por Ley la intervención de órganos jurisdiccionales, notarios, registradores de la propiedad y 
mercantiles o autoridades públicas, se regirán por su legislación específica.

Artículo 24.  Prueba de los contratos celebrados por vía electrónica.
1. La prueba de la celebración de un contrato por vía electrónica y la de las obligaciones 

que tienen su origen en él se sujetará a las reglas generales del ordenamiento jurídico.
Cuando los contratos celebrados por vía electrónica estén firmados electrónicamente se 

estará a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma 
electrónica.

2. En todo caso, el soporte electrónico en que conste un contrato celebrado por vía 
electrónica será admisible en juicio como prueba documental.

Artículo 25.  Intervención de terceros de confianza.
(Derogado)

Artículo 26.  Ley aplicable.
Para la determinación de la ley aplicable a los contratos electrónicos se estará a lo 

dispuesto en las normas de Derecho internacional privado del ordenamiento jurídico español, 
debiendo tomarse en consideración para su aplicación lo establecido en los artículos 2 y 3 
de esta Ley.

Artículo 27.  Obligaciones previas a la contratación.
1. Además del cumplimiento de los requisitos en materia de información que se 

establecen en la normativa vigente, el prestador de servicios de la sociedad de la 
información que realice actividades de contratación electrónica tendrá la obligación de poner 
a disposición del destinatario, antes de iniciar el procedimiento de contratación y mediante 
técnicas adecuadas al medio de comunicación utilizado, de forma permanente, fácil y 
gratuita, información clara, comprensible e inequívoca sobre los siguientes extremos:

a) Los distintos trámites que deben seguirse para celebrar el contrato.
b) Si el prestador va a archivar el documento electrónico en que se formalice el contrato 

y si éste va a ser accesible.
c) Los medios técnicos que pone a su disposición para identificar y corregir errores en la 

introducción de los datos, y
d) La lengua o lenguas en que podrá formalizarse el contrato.
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La obligación de poner a disposición del destinatario la información referida en el párrafo 
anterior se dará por cumplida si el prestador la incluye en su página o sitio de Internet en las 
condiciones señaladas en dicho párrafo.

Cuando el prestador diseñe específicamente sus servicios de contratación electrónica 
para ser accedidos mediante dispositivos que cuenten con pantallas de formato reducido, se 
entenderá cumplida la obligación establecida en este apartado cuando facilite de manera 
permanente, fácil, directa y exacta la dirección de Internet en que dicha información es 
puesta a disposición del destinatario.

2. El prestador no tendrá la obligación de facilitar la información señalada en el apartado 
anterior cuando:

a) Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de ellos tenga la consideración de 
consumidor, o

b) El contrato se haya celebrado exclusivamente mediante intercambio de correo 
electrónico u otro tipo de comunicación electrónica equivalente.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación específica, las ofertas o propuestas de 
contratación realizadas por vía electrónica serán válidas durante el período que fije el 
oferente o, en su defecto, durante todo el tiempo que permanezcan accesibles a los 
destinatarios del servicio.

4. Con carácter previo al inicio del procedimiento de contratación, el prestador de 
servicios deberá poner a disposición del destinatario las condiciones generales a que, en su 
caso, deba sujetarse el contrato, de manera que éstas puedan ser almacenadas y 
reproducidas por el destinatario.

Artículo 28.  Información posterior a la celebración del contrato.
1. El oferente está obligado a confirmar la recepción de la aceptación al que la hizo por 

alguno de los siguientes medios:
a) El envío de un acuse de recibo por correo electrónico u otro medio de comunicación 

electrónica equivalente a la dirección que el aceptante haya señalado, en el plazo de las 
veinticuatro horas siguientes a la recepción de la aceptación, o

b) La confirmación, por un medio equivalente al utilizado en el procedimiento de 
contratación, de la aceptación recibida, tan pronto como el aceptante haya completado dicho 
procedimiento, siempre que la confirmación pueda ser archivada por su destinatario.

En los casos en que la obligación de confirmación corresponda a un destinatario de 
servicios, el prestador facilitará el cumplimiento de dicha obligación, poniendo a disposición 
del destinatario alguno de los medios indicados en este apartado. Esta obligación será 
exigible tanto si la confirmación debiera dirigirse al propio prestador o a otro destinatario.

2. Se entenderá que se ha recibido la aceptación y su confirmación cuando las partes a 
que se dirijan puedan tener constancia de ello.

En el caso de que la recepción de la aceptación se confirme mediante acuse de recibo, 
se presumirá que su destinatario puede tener la referida constancia desde que aquél haya 
sido almacenado en el servidor en que esté dada de alta su cuenta de correo electrónico, o 
en el dispositivo utilizado para la recepción de comunicaciones.

3. No será necesario confirmar la recepción de la aceptación de una oferta cuando:
a) Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de ellos tenga la consideración de 

consumidor, o
b) El contrato se haya celebrado exclusivamente mediante intercambio de correo 

electrónico u otro tipo de comunicación electrónica equivalente, cuando estos medios no 
sean empleados con el exclusivo propósito de eludir el cumplimiento de tal obligación.

Artículo 29.  Lugar de celebración del contrato.
Los contratos celebrados por vía electrónica en los que intervenga como parte un 

consumidor se presumirán celebrados en el lugar en que éste tenga su residencia habitual.
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Los contratos electrónicos entre empresarios o profesionales, en defecto de pacto entre 
las partes, se presumirán celebrados en el lugar en que esté establecido el prestador de 
servicios.

TÍTULO V
Solución judicial y extrajudicial de conflictos

CAPÍTULO I
Acción de cesación

Artículo 30.  Acción de cesación.
1. Contra las conductas contrarias a la presente Ley que lesionen intereses colectivos o 

difusos de los consumidores podrá interponerse acción de cesación.
2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al demandado a 

cesar en la conducta contraria a la presente Ley y a prohibir su reiteración futura. Asimismo, 
la acción podrá ejercerse para prohibir la realización de una conducta cuando ésta haya 
finalizado al tiempo de ejercitar la acción, si existen indicios suficientes que hagan temer su 
reiteración de modo inminente.

3. La acción de cesación se ejercerá conforme a las prescripciones de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil para esta clase de acciones.

Artículo 31.  Legitimación activa.
Están legitimados para interponer la acción de cesación:
a) Las personas físicas o jurídicas titulares de un derecho o interés legítimo, incluidas 

aquéllas que pudieran verse perjudicadas por infracciones de las disposiciones contenidas 
en los artículos 21 y 22, entre ellas, los proveedores de servicios de comunicaciones 
electrónicas que deseen proteger sus intereses comerciales legítimos o los intereses de sus 
clientes.

b) Los grupos de consumidores o usuarios afectados, en los casos y condiciones 
previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

c) Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos 
en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, 
o, en su caso, en la legislación autonómica en materia de defensa de los consumidores.

d) El Ministerio Fiscal.
e) El Instituto Nacional del Consumo y los órganos correspondientes de las 

Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales competentes en materia de 
defensa de los consumidores.

f) Las entidades de otros Estados miembros de la Unión Europea constituidas para la 
protección de los intereses colectivos o difusos de los consumidores que estén habilitadas 
ante la Comisión Europea mediante su inclusión en la lista publicada a tal fin en el "Diario 
Oficial de las Comunidades Europeas".

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la finalidad de la misma y los intereses 
afectados legitiman el ejercicio de la acción.

CAPÍTULO II
Solución extrajudicial de conflictos

Artículo 32.  Solución extrajudicial de conflictos.
1. El prestador y el destinatario de servicios de la sociedad de la información podrán 

someter sus conflictos a los arbitrajes previstos en la legislación de arbitraje y de defensa de 
los consumidores y usuarios, y a los procedimientos de resolución extrajudicial de conflictos 
que se instauren por medio de códigos de conducta u otros instrumentos de autorregulación.
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2. En los procedimientos de resolución extrajudicial de conflictos a que hace referencia el 
apartado anterior, podrá hacerse uso de medios electrónicos, en los términos que establezca 
su normativa específica.

TÍTULO VI
Información y control

Artículo 33.  Información a los destinatarios y prestadores de servicios.
Los destinatarios y prestadores de servicios de la sociedad de la información podrán 

dirigirse a cualesquiera órganos competentes en materia de sociedad de la información, 
sanidad y consumo de las Administraciones Públicas, para:

a) Conseguir información general sobre sus derechos y obligaciones contractuales en el 
marco de la normativa aplicable a la contratación electrónica,

b) Informarse sobre los procedimientos de resolución judicial y extrajudicial de conflictos, 
y

c) Obtener los datos de las autoridades, asociaciones u organizaciones que puedan 
facilitarles información adicional o asistencia práctica.

La comunicación con dichos órganos podrá hacerse por medios electrónicos.

Artículo 34.  Comunicación de resoluciones relevantes.
1. El Consejo General del Poder Judicial remitirá al Ministerio de Justicia, en la forma y 

con la periodicidad que se acuerde mediante Convenio entre ambos órganos, todas las 
resoluciones judiciales que contengan pronunciamientos relevantes sobre la validez y 
eficacia de los contratos celebrados por vía electrónica, sobre su utilización como prueba en 
juicio, o sobre los derechos, obligaciones y régimen de responsabilidad de los destinatarios y 
los prestadores de servicios de la sociedad de la información.

2. Los órganos arbitrales y los responsables de los demás procedimientos de resolución 
extrajudicial de conflictos a que se refiere el artículo 32.1 comunicarán al Ministerio de 
Justicia los laudos o decisiones que revistan importancia para la prestación de servicios de la 
sociedad de la información y el comercio electrónico de acuerdo con los criterios indicados 
en el apartado anterior.

3. En la comunicación de las resoluciones, laudos y decisiones a que se refiere este 
artículo, se tomarán las precauciones necesarias para salvaguardar el derecho a la intimidad 
y a la protección de los datos personales de las personas identificadas en ellos.

4. El Ministerio de Justicia remitirá a la Comisión Europea y facilitará el acceso de 
cualquier interesado a la información recibida de conformidad con este artículo.

Artículo 35.  Supervisión y control.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital controlará:
a) El cumplimiento por los prestadores de servicios de la sociedad de la información de 

las obligaciones establecidas en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo, en lo que se 
refiere a los servicios propios de la sociedad de la información.

b) El cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) 2019/1150 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el fomento de la 
equidad y la transparencia para los usuarios profesionales de servicios de intermediación en 
línea, por parte de aquellos proveedores incluidos en su ámbito de aplicación.

c) El cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) 2022/868 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2022, relativo a la gobernanza 
europea de datos y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1724 por parte de 
proveedores de servicios de intermediación de datos y organizaciones reconocidas de 
gestión de datos con fines altruistas incluidos en su ámbito de aplicación.
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No obstante, las referencias a los órganos competentes contenidas en los artículos 8, 10, 
11, 15, 16, 17 y 38 se entenderán hecha a los órganos jurisdiccionales o administrativos que, 
en cada caso, lo sean en función de la materia.

2. Los órganos citados en el apartado 1 de este artículo podrán realizar las actuaciones 
inspectoras que sean precisas para el ejercicio de su función de control.

Los funcionarios adscritos a dichos órganos y que ejerzan la inspección a que se refiere 
el párrafo anterior tendrán la consideración de autoridad pública en el desempeño de sus 
cometidos.

3. En todo caso, y no obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las conductas 
realizadas por los prestadores de servicios de la sociedad de la información estuvieran 
sujetas, por razón de la materia o del tipo de entidad de que se trate, a ámbitos 
competenciales, de tutela o de supervisión específicos, con independencia de que se lleven 
a cabo utilizando técnicas y medios telemáticos o electrónicos, los órganos a los que la 
legislación sectorial atribuya competencias de control, supervisión, inspección o tutela 
específica ejercerán las funciones que les correspondan.

Artículo 35 bis.  Registro nacional de organizaciones reconocidas de gestión de datos con 
fines altruistas.

1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecerá, mantendrá 
y publicará el registro nacional de organizaciones reconocidas de gestión de datos con fines 
altruistas, según lo previsto en el artículo 17 del Reglamento (UE) 2022/868 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2022, relativo a la gobernanza europea de datos y 
por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1724.

2. El plazo máximo para dictar y notificar resolución en el procedimiento de verificación 
previa de cumplimiento de los requisitos establecidos en el citado Reglamento (UE) 
2022/868 para la inscripción en el registro de las organizaciones de gestión de datos con 
fines altruistas será de 12 semanas, transcurridas las cuales se podrá entender desestimada 
la solicitud.

Artículo 36.  Deber de colaboración.
1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información tienen la obligación de 

facilitar al Ministerio de Ciencia y Tecnología y a los demás órganos a que se refiere el 
artículo anterior toda la información y colaboración precisas para el ejercicio de sus 
funciones.

Igualmente, deberán permitir a sus agentes o al personal inspector el acceso a sus 
instalaciones y la consulta de cualquier documentación relevante para la actividad de control 
de que se trate, siendo de aplicación, en su caso, lo dispuesto en el artículo 8.5 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

2. Cuando, como consecuencia de una actuación inspectora, se tuviera conocimiento de 
hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones tipificadas en otras leyes, estatales o 
autonómicas, se dará cuenta de los mismos a los órganos u organismos competentes para 
su supervisión y sanción.

Artículo 36 bis.  Deber de comunicación de las organizaciones y asociaciones 
representativas de usuarios profesionales o de los usuarios de sitios web corporativos.

Las organizaciones y asociaciones que posean un interés legítimo de representación de 
usuarios profesionales o de los usuarios de sitios web corporativos, y que, cumpliendo con 
los requisitos del artículo 14.3 del Reglamento (UE) 2019/1150, hubieren solicitado al 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital su inclusión en la lista elaborada 
al efecto por la Comisión Europea, notificarán inmediatamente al citado Ministerio cualquier 
circunstancia que afecte a su entidad que derive en un incumplimiento sobrevenido de los 
mencionados requisitos.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 10  Ley de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico

– 199 –



TÍTULO VII
Infracciones y sanciones

Artículo 37.  Responsables.
Están sujetos al régimen sancionador establecido en este título:
a) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información a los que les sea de 

aplicación la presente Ley.
b) Los proveedores incluidos en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) 2019/1150.
c) Los proveedores de servicios de intermediación de datos y las organizaciones 

reconocidas de gestión de datos con fines altruistas incluidos en el ámbito de aplicación del 
Reglamento (UE) 2022/868.

Cuando las infracciones previstas en el artículo 38.3 i) y 38.4 g) se deban a la instalación 
de dispositivos de almacenamiento y recuperación de la información como consecuencia de 
la cesión por parte del prestador del servicio de la sociedad de la información de espacios 
propios para mostrar publicidad, será responsable de la infracción, además del prestador del 
servicio de la sociedad de la información, la red publicitaria o agente que gestione 
directamente con aquel la colocación de anuncios en dichos espacios en caso de no haber 
adoptado medidas para exigirle el cumplimiento de los deberes de información y la obtención 
del consentimiento del usuario.

Artículo 38.  Infracciones.
1. Las infracciones de los preceptos de esta Ley se calificarán como muy graves, graves 

y leves.
2. Son infracciones muy graves:
a) (Sin contenido)
b) El incumplimiento de la obligación de suspender la transmisión, el alojamiento de 

datos, el acceso a la red o la prestación de cualquier otro servicio equivalente de 
intermediación, cuando un órgano administrativo competente lo ordene, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 11.

c) (Derogado)
d) (Derogado)
3. Son infracciones graves:
a) (Derogado)
b) El incumplimiento significativo de lo establecido en los párrafos a) y f) del artículo 10.1.
c) El envío masivo de comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio 

de comunicación electrónica equivalente, o su envío insistente o sistemático a un mismo 
destinatario del servicio cuando en dichos envíos no se cumplan los requisitos establecidos 
en el artículo 21.

d) El incumplimiento significativo de la obligación del prestador de servicios establecida 
en el apartado 1 del artículo 22, en relación con los procedimientos para revocar el 
consentimiento prestado por los destinatarios.

e) No poner a disposición del destinatario del servicio las condiciones generales a que, 
en su caso, se sujete el contrato, en la forma prevista en el artículo 27.

f) El incumplimiento habitual de la obligación de confirmar la recepción de una 
aceptación, cuando no se haya pactado su exclusión o el contrato se haya celebrado con un 
consumidor.

g) La resistencia, excusa o negativa a la actuación inspectora de los órganos facultados 
para llevarla a cabo con arreglo a esta ley.

h) El incumplimiento significativo de lo establecido en el apartado 3 del artículo 10.
i) La reincidencia en la comisión de la infracción leve prevista en el apartado 4 g) cuando 

así se hubiera declarado por resolución firme dictada en los tres años inmediatamente 
anteriores a la apertura del procedimiento sancionador.

j) La exigencia del pago de un canon por atender la obligación prevista en el artículo 12 
ter, fuera de los supuestos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679.
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k) El incumplimiento habitual de la obligación prevista en el artículo 12 ter.
l) El incumplimiento significativo o reiterado por parte de los proveedores de servicios de 

intermediación en línea de cualquiera de las obligaciones establecidas en los artículos 3 a 12 
del Reglamento (UE) 2019/1150.

m) El incumplimiento significativo o reiterado por parte de los proveedores de motores de 
búsqueda en línea de cualquiera de las obligaciones establecidas en los artículos 5 y 7 del 
Reglamento (UE) 2019/1150.

n) El incumplimiento significativo o reiterado por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación de datos de cualquiera de las obligaciones previstas en el artículo 11 del 
Reglamento (UE) 2022/868.

ñ) El incumplimiento significativo o reiterado por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación de datos de cualquiera de las condiciones para la prestación de servicios de 
intermediación de datos establecidas en el artículo 12 del Reglamento (UE) 2022/868.

o) Actuar en el mercado como proveedor de servicios de intermediación de datos 
utilizando el logotipo común y la denominación «proveedor de servicios de intermediación de 
datos reconocido en la Unión» sin que la autoridad competente haya confirmado que cumple 
los requisitos necesarios según lo previsto en el artículo 11.9 del Reglamento (UE) 2022/868.

p) El incumplimiento significativo o reiterado por parte de las organizaciones reconocidas 
de gestión de datos con fines altruistas de cualquiera de los requisitos exigidos en virtud de 
los artículos 18, 19, 20, 21 y 22 del Reglamento (UE) 2022/868.

q) Actuar en el mercado como organización reconocida de gestión de datos con fines 
altruistas utilizando el logotipo común y la denominación «organización de gestión de datos 
con fines altruistas reconocida en la Unión» sin que la autoridad competente haya 
confirmado que cumple los requisitos necesarios previstos en el artículo 18 del Reglamento 
(UE) 2022/868.

r) El incumplimiento significativo o reiterado por parte de proveedores de servicios de 
intermediación de datos y de organizaciones reconocidas de gestión de datos con fines 
altruistas de las obligaciones establecidas en el artículo 31 del Reglamento (UE) 2022/868 
en materia de transferencias de datos no personales a terceros países.

4. Son infracciones leves:
a) El incumplimiento de lo previsto en el artículo 12 bis.
b) No informar en la forma prescrita por el artículo 10.1 sobre los aspectos señalados en 

los párrafos b), c), d), e) y g) del mismo, o en los párrafos a) y f) cuando no constituya 
infracción grave.

c) El incumplimiento de lo previsto en el artículo 20 para las comunicaciones 
comerciales, ofertas promocionales y concursos.

d) El envío de comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio de 
comunicación electrónica equivalente cuando en dichos envíos no se cumplan los requisitos 
establecidos en el artículo 21 y no constituya infracción grave.

e) No facilitar la información a que se refiere el artículo 27.1, cuando las partes no hayan 
pactado su exclusión o el destinatario sea un consumidor.

f) El incumplimiento de la obligación de confirmar la recepción de una petición en los 
términos establecidos en el artículo 28, cuando no se haya pactado su exclusión o el 
contrato se haya celebrado con un consumidor, salvo que constituya infracción grave.

g) Utilizar dispositivos de almacenamiento y recuperación de datos cuando no se hubiera 
facilitado la información u obtenido el consentimiento del destinatario del servicio en los 
términos exigidos por el artículo 22.2.

h) El incumplimiento de la obligación del prestador de servicios establecida en el 
apartado 1 del artículo 22, en relación con los procedimientos para revocar el consentimiento 
prestado por los destinatarios cuando no constituya infracción grave.

i) El incumplimiento de lo establecido en el apartado 3 del artículo 10, cuando no 
constituya infracción grave.

j) La exigencia del pago de un canon por atender la obligación prevista en el artículo 12 
ter, cuando así lo permita el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679, si su cuantía 
excediese el importe de los costes afrontados.
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k) El incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 12 ter, cuando no constituya 
infracción grave.

l) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación en línea 
de cualquiera de las obligaciones establecidas en los artículos 3 a 12 del Reglamento (UE) 
2019/1150, cuando no constituya infracción grave.

m) El incumplimiento por parte de los proveedores de motores de búsqueda en línea de 
cualquiera de las obligaciones establecidas en los artículos 5 y 7 del Reglamento (UE) 
2019/1150, cuando no constituya infracción grave.

n) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación de 
datos de cualquiera de las obligaciones previstas en el artículo 11 del Reglamento (UE) 
2022/868, cuando no constituya infracción grave.

ñ) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación de 
datos de cualquiera de las condiciones establecidas en el artículo 12 del Reglamento (UE) 
2022/868, cuando no constituya infracción grave.

o) El incumplimiento por parte de las organizaciones reconocidas de gestión de datos 
con fines altruistas de cualquiera de los requisitos exigidos en virtud de los artículos 18, 19, 
20, 21 y 22 del Reglamento (UE) 2022/868, cuando no constituya infracción grave.

p) El incumplimiento por parte de proveedores de servicios de intermediación de datos y 
de organizaciones reconocidas de gestión de datos con fines altruistas de las obligaciones 
establecidas en el artículo 31 del Reglamento (UE) 2022/868 en materia de transferencias de 
datos no personales a terceros países, cuando no constituya infracción grave.

Artículo 39.  Sanciones.
1. Por la comisión de las infracciones recogidas en el artículo anterior, se impondrán las 

siguientes sanciones:
a) Por la comisión de infracciones muy graves, multa de 150.001 hasta 600.000 euros. 

La reiteración en el plazo de tres años de dos o más infracciones muy graves, sancionadas 
con carácter firme, podrá dar lugar, en función de sus circunstancias, a la sanción de 
prohibición de actuación en España, durante un plazo máximo de dos años.

b) comisión de infracciones graves, multa de 30.001 hasta 150.000 euros.
c) Por la comisión de infracciones leves, multa de hasta 30.000 euros.
2. Cuando las infracciones sancionables con arreglo a lo previsto en esta Ley hubieran 

sido cometidas por prestadores de servicios establecidos en Estados que no sean miembros 
de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo, el órgano que hubiera impuesto la 
correspondiente sanción podrá ordenar a los prestadores de servicios de intermediación que 
tomen las medidas necesarias para impedir el acceso desde España a los servicios 
ofrecidos por aquéllos por un período máximo de dos años en el caso de infracciones muy 
graves, un año en el de infracciones graves y seis meses en el de infracciones leves.

3. Sin perjuicio de las sanciones económicas que pudieran imponerse con arreglo a esta 
ley, por la comisión de la infracción prevista en la letra p) del apartado 3 del artículo 38, o la 
letra o) del apartado 4 del artículo 38, se cancelará la inscripción en los registros públicos 
nacional y de la Unión de organizaciones reconocidas de gestión de datos con fines 
altruistas, así como se revocará el derecho a utilizar la denominación organización de 
gestión de datos con fines altruistas reconocida en la Unión.

4. Las infracciones podrán llevar aparejada alguna o algunas de las siguientes sanciones 
accesorias:

a) Las infracciones graves y muy graves podrán llevar aparejada la publicación, a costa 
del sancionado, de la resolución sancionadora en el "Boletín Oficial del Estado", o en el 
diario oficial de la administración pública que, en su caso, hubiera impuesto la sanción; en 
dos periódicos cuyo ámbito de difusión coincida con el de actuación de la citada 
administración pública o en la página de inicio del sitio de Internet del prestador, una vez que 
aquélla tenga carácter firme.

Para la imposición de esta sanción, se considerará la repercusión social de la infracción 
cometida, por el número de usuarios o de contratos afectados, y la gravedad del ilícito.

b) Sin perjuicio de las sanciones económicas a las que se refiere el artículo 39.1 b), a los 
prestadores de servicios de intermediación de datos que hayan cometido alguna de las 
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infracciones graves previstas en las letras n), ñ) y o) del artículo 38.3, se les podrá imponer 
como sanción accesoria el cese definitivo de la actividad de prestación en los términos 
establecidos en el artículo 14.4 del Reglamento (UE) 2022/868.

Artículo 39 bis.  Moderación de las sanciones.
El órgano sancionador establecerá la cuantía de la sanción aplicando la escala relativa a 

la clase de infracciones que preceda inmediatamente en gravedad a aquella en que se 
integra la considerada en el caso de que se trate, en los siguientes supuestos:

a) Cuando se aprecie una cualificada disminución de la culpabilidad del imputado o de la 
antijuridicidad del hecho como consecuencia de la concurrencia significativa de varios de los 
criterios enunciados en el artículo 40.

b) Cuando la entidad infractora haya regularizado la situación irregular de forma 
diligente.

c) Cuando pueda apreciarse que la conducta del afectado ha podido inducir a la 
comisión de la infracción.

d) Cuando el infractor haya reconocido espontáneamente su culpabilidad.
e) Cuando se haya producido un proceso de fusión por absorción y la infracción fuese 

anterior a dicho proceso, no siendo imputable a la entidad absorbente.

Artículo 39 ter.  Apercibimiento.
1. Los órganos con competencia sancionadora, atendida la naturaleza de los hechos y la 

concurrencia significativa de los criterios establecidos en los artículos 39 bis y 40, podrán 
acordar no iniciar la apertura del procedimiento sancionador y, en su lugar, apercibir al sujeto 
responsable, a fin de que en el plazo que el órgano sancionador determine, acredite la 
adopción de las medidas correctoras que, en cada caso, resulten pertinentes, siempre que 
los hechos fuesen constitutivos de infracción leve o grave conforme a lo dispuesto en esta 
Ley.

2. Si el apercibimiento no fuera atendido en el plazo que el órgano sancionador hubiera 
determinado, procederá la apertura del correspondiente procedimiento sancionador por 
dicho incumplimiento.

Artículo 40.  Graduación de la cuantía de las sanciones.
La cuantía de las multas que se impongan se graduará atendiendo a los siguientes 

criterios:
a) La existencia de intencionalidad.
b) Plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción.
c) La reincidencia por comisión de infracciones de la misma naturaleza, cuando así haya 

sido declarado por resolución firme.
d) La naturaleza y cuantía de los perjuicios causados.
e) Los beneficios obtenidos por la infracción.
f) Volumen de facturación a que afecte la infracción cometida.
g) La adhesión a un código de conducta o a un sistema de autorregulación publicitaria 

aplicable respecto a la infracción cometida, que cumpla con lo dispuesto en el artículo 18 o 
en la disposición final octava y que haya sido informado favorablemente por el órgano u 
órganos competentes.

h) La adopción de medidas para mitigar o reparar el daño causado por la infracción.

Artículo 41.  Medidas de carácter provisional.
1. En los procedimientos sancionadores por infracciones graves o muy graves se podrán 

adoptar, con arreglo a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y sus normas de 
desarrollo, las medidas de carácter provisional previstas en dichas normas que se estimen 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que definitivamente se dicte, el buen fin 
del procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y las exigencias de 
los intereses generales.
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En particular, podrán acordarse las siguientes:
a) Suspensión temporal de la actividad del prestador de servicios y, en su caso, cierre 

provisional de sus establecimientos.
b) Precinto, depósito o incautación de registros, soportes y archivos informáticos y de 

documentos en general, así como de aparatos y equipos informáticos de todo tipo.
c) Advertir al público de la existencia de posibles conductas infractoras y de la incoación 

del expediente sancionador de que se trate, así como de las medidas adoptadas para el 
cese de dichas conductas.

2. En la adopción y cumplimiento de las medidas a que se refiere el apartado anterior, se 
respetarán, en todo caso, las garantías, normas y procedimientos previstos en el 
ordenamiento jurídico para proteger los derechos a la intimidad personal y familiar, a la 
protección de los datos personales, a la libertad de expresión o a la libertad de información, 
cuando éstos pudieran resultar afectados.

En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos 
derechos y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan 
competencia a los órganos jurisdiccionales para intervenir en el ejercicio de actividades o 
derechos, sólo la autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este 
artículo.

3. En todo caso, se respetará el principio de proporcionalidad de la medida a adoptar con 
los objetivos que se pretendan alcanzar en cada supuesto.

4. En casos de urgencia y para la inmediata protección de los intereses implicados, las 
medidas provisionales previstas en el presente artículo podrán ser acordadas antes de la 
iniciación del expediente sancionador. Las medidas deberán ser confirmadas, modificadas o 
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de 
los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento 
sancionador en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un 
pronunciamiento expreso acerca de las mismas.

Artículo 42.  Multa coercitiva.
El órgano administrativo competente para resolver el procedimiento sancionador podrá 

imponer multas coercitivas por importe que no exceda de 6.000 euros por cada día que 
transcurra sin cumplir las medidas provisionales que hubieran sido acordadas.

Artículo 43.  Competencia sancionadora.
1. La imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta Ley 

corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, a la persona titular del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital, y en el de infracciones graves y leves, a la 
persona titular de la Secretaria de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial.

No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de las 
resoluciones dictadas por los órganos competentes en función de la materia o entidad de 
que se trate a que se refieren las letras a) y b) del artículo 38.2 de esta Ley corresponderá al 
órgano que dictó la resolución incumplida. Igualmente, corresponderá a la Agencia de 
Protección de Datos la imposición de sanciones por la comisión de las infracciones 
tipificadas en los artículos 38.3 c), d) e i) y 38.4 d), g) y h) de esta Ley.

2. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá de conformidad con lo 
establecido al respecto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y en sus normas de desarrollo. El procedimiento 
tendrá una duración máxima de nueve meses a contar desde la fecha del acuerdo de 
iniciación. El plazo máximo de duración del procedimiento simplificado será de tres meses.

Artículo 44.  Concurrencia de infracciones y sanciones.
1. No podrá ejercerse la potestad sancionadora a que se refiere la presente Ley cuando 

haya recaído sanción penal, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y 
fundamento.
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No obstante, cuando se esté tramitando un proceso penal por los mismos hechos o por 
otros cuya separación de los sancionables con arreglo a esta Ley sea racionalmente 
imposible, el procedimiento quedará suspendido respecto de los mismos hasta que recaiga 
pronunciamiento firme de la autoridad judicial.

Reanudado el expediente, en su caso, la resolución que se dicte deberá respetar los 
hechos declarados probados en la resolución judicial.

2. La imposición de una sanción prevista en esta Ley no impedirá la tramitación y 
resolución de otro procedimiento sancionador por los órganos u organismos competentes en 
cada caso cuando la conducta infractora se hubiera cometido utilizando técnicas y medios 
telemáticos o electrónicos y resulte tipificada en otra Ley, siempre que no haya identidad del 
bien jurídico protegido.

3. No procederá la imposición de sanciones según lo previsto en esta Ley cuando los 
hechos constitutivos de infracción lo sean también de otra tipificada en la normativa sectorial 
a la que esté sujeto el prestador del servicio y exista identidad del bien jurídico protegido.

Cuando, como consecuencia de una actuación sancionadora, se tuviera conocimiento de 
hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones tipificadas en otras leyes, se dará 
cuenta de los mismos a los órganos u organismos competentes para su supervisión y 
sanción.

Artículo 45.  Prescripción.
Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 
años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año.

Disposición adicional primera.  Significado de los términos empleados por esta Ley.
A los efectos de la presente Ley, los términos definidos en el anexo tendrán el significado 

que allí se les asigna.

Disposición adicional segunda.  Medicamentos y productos sanitarios.
La prestación de servicios de la sociedad de la información relacionados con los 

medicamentos y los productos sanitarios se regirá por lo dispuesto en su legislación 
específica.

Disposición adicional tercera.  Sistema Arbitral de Consumo.
El prestador y el destinatario de servicios de la sociedad de la información podrán 

someter sus conflictos al arbitraje de consumo, mediante la adhesión de aquéllos al Sistema 
Arbitral de Consumo competente que se prestará también por medios electrónicos, conforme 
al procedimiento establecido reglamentariamente.

Disposición adicional cuarta.  Modificación de los Códigos Civil y de Comercio.
Uno. Se modifica el artículo 1.262 del Código Civil, que queda redactado de la siguiente 

manera:
«El consentimiento se manifiesta por el concurso de la oferta y de la aceptación 

sobre la cosa y la causa que han de constituir el contrato.
Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay 

consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, 
habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El 
contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta.

En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay 
consentimiento desde que se manifiesta la aceptación.»

Dos. Se modifica el artículo 54 del Código de Comercio, que queda redactado de la 
siguiente manera:

«Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay 
consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, 
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habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El 
contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta.

En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay 
consentimiento desde que se manifiesta la aceptación.»

Disposición adicional quinta.  Accesibilidad para las personas con discapacidad y de edad 
avanzada a la información proporcionada por medios electrónicos.

(Derogada)

Disposición adicional sexta.  Sistema de asignación de nombres de dominio bajo el ".es".
Uno. Esta disposición regula, en cumplimiento de lo previsto en la disposición adicional 

decimosexta de la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas, los principios inspiradores del 
sistema de asignación de nombres de dominio bajo el código de país correspondiente a 
España ".es".

Dos. La entidad pública empresarial Red.es es la autoridad de asignación, a la que 
corresponde la gestión del registro de nombres de dominio de Internet bajo el ".es", de 
acuerdo con lo establecido en la disposición adicional sexta de la Ley 11/1998, de 24 de 
abril, General de Telecomunicaciones.

Tres. La asignación de nombres de dominio de Internet bajo el ".es" se realizará de 
conformidad con los criterios que se establecen en esta disposición, en el Plan Nacional de 
Nombres de Dominio de Internet, en las demás normas específicas que se dicten en su 
desarrollo por la autoridad de asignación y, en la medida en que sean compatibles con ellos, 
con las prácticas generalmente aplicadas y las recomendaciones emanadas de las entidades 
y organismos internacionales que desarrollan actividades relacionadas con la gestión del 
sistema de nombres de dominio de Internet.

Los criterios de asignación de nombres de dominio bajo el ".es" deberán garantizar un 
equilibrio adecuado entre la confianza y seguridad jurídica precisas para el desarrollo del 
comercio electrónico y de otros servicios y actividades por vía electrónica, y la flexibilidad y 
agilidad requeridas para posibilitar la satisfacción de la demanda de asignación de nombres 
de dominio bajo el ".es", contribuyendo, de esta manera, al desarrollo de la sociedad de la 
información en España.

Podrán crearse espacios diferenciados bajo el ".es", que faciliten la identificación de los 
contenidos que alberguen en función de su titular o del tipo de actividad que realicen. Entre 
otros, podrán crearse indicativos relacionados con la educación, el entretenimiento y el 
adecuado desarrollo moral de la infancia y juventud. Estos nombres de dominio de tercer 
nivel se asignarán en los términos que se establezcan en el Plan Nacional de Nombres de 
Dominio de Internet.

Cuatro. Podrán solicitar la asignación de nombres de dominio bajo el ".es", en los 
términos que se prevean en el Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet, todas las 
personas o entidades, con o sin personalidad jurídica, que tengan intereses o mantengan 
vínculos con España, siempre que reúnan los demás requisitos exigibles para la obtención 
de un nombre de dominio.

Los nombres de dominio bajo el ".es" se asignarán al primer solicitante que tenga 
derecho a ello, sin que pueda otorgarse, con carácter general, un derecho preferente para la 
obtención o utilización de un nombre de dominio a los titulares de determinados derechos.

La asignación de un nombre de dominio confiere a su titular el derecho a su utilización, el 
cual estará condicionado al cumplimiento de los requisitos que en cada caso se establezcan, 
así como a su mantenimiento en el tiempo. La verificación por parte de la autoridad de 
asignación del incumplimiento de estos requisitos dará lugar a la cancelación del nombre de 
dominio, previa la tramitación del procedimiento que en cada caso se determine y que 
deberá garantizar la audiencia de los interesados.

Los beneficiarios de un nombre de dominio bajo el ".es" deberán respetar las reglas y 
condiciones técnicas que pueda establecer la autoridad de asignación para el adecuado 
funcionamiento del sistema de nombres de dominio bajo el ".es".

La responsabilidad del uso correcto de un nombre de dominio de acuerdo con las leyes, 
así como del respeto a los derechos de propiedad intelectual o industrial, corresponde a la 
persona u organización para la que se haya registrado dicho nombre de dominio, en los 
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términos previstos en esta Ley. La autoridad de asignación procederá a la cancelación de 
aquellos nombres de dominio cuyos titulares infrinjan esos derechos o condiciones, siempre 
que así se ordene en la correspondiente resolución judicial, sin perjuicio de lo que se prevea 
en aplicación del apartado ocho de esta disposición adicional.

Cinco. En el Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet se establecerán 
mecanismos apropiados para prevenir el registro abusivo o especulativo de nombres de 
dominio, el aprovechamiento indebido de términos de significado genérico o topónimos y, en 
general, para prevenir los conflictos que se puedan derivar de la asignación de nombres de 
dominio.

Asimismo, el Plan incluirá las cautelas necesarias para minimizar el riesgo de error o 
confusión de los usuarios en cuanto a la titularidad de nombres de dominio.

A estos efectos, la entidad pública empresarial Red.es establecerá la necesaria 
coordinación con los registros públicos españoles. Sus titulares deberán facilitar el acceso y 
consulta a dichos registros públicos, que, en todo caso, tendrá carácter gratuito para la 
entidad.

Cinco bis. La autoridad de asignación suspenderá cautelarmente o cancelará, de 
acuerdo con el correspondiente requerimiento judicial previo, los nombres de dominio 
mediante los cuales se esté cometiendo un delito o falta tipificado en el Código Penal. Del 
mismo modo procederá la autoridad de asignación cuando por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado se le dirija requerimiento de suspensión cautelar dictado como 
diligencia de prevención dentro de las 24 horas siguientes al conocimiento de los hechos.

Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8, 11 y concordantes de esta Ley, 
la autoridad administrativa o judicial competente como medida para obtener la interrupción 
de la prestación de un servicio de la sociedad de la información o la retirada de un contenido, 
podrá requerir a la autoridad de asignación para que suspenda cautelarmente o cancele un 
nombre de dominio.

De la misma forma se procederá en los demás supuestos previstos legalmente.
En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, sólo podrá ordenarse la 

suspensión cautelar o la cancelación de un nombre de dominio cuando el prestador de 
servicios o persona responsable no hubiera atendido el requerimiento dictado para el cese 
de la actividad ilícita.

En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos 
derechos y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan 
competencia a los órganos jurisdiccionales de forma excluyente para intervenir en el ejercicio 
de actividades o derechos, sólo la autoridad judicial competente podrá requerir la suspensión 
cautelar o la cancelación. En particular, cuando dichas medidas afecten a los derechos y 
libertades de expresión e información y demás amparados en los términos establecidos en el 
artículo 20 de la Constitución solo podrán ser decididas por los órganos jurisdiccionales 
competentes.

La suspensión consistirá en la imposibilidad de utilizar el nombre de dominio a los 
efectos del direccionamiento en Internet y la prohibición de modificar la titularidad y los datos 
registrales del mismo, si bien podrá añadir nuevos datos de contacto. El titular del nombre de 
dominio únicamente podrá renovar el mismo o modificar la modalidad de renovación. La 
suspensión cautelar se mantendrá hasta que sea levantada o bien, confirmada en una 
resolución definitiva que ordene la cancelación del nombre de dominio.

La cancelación tendrá los mismos efectos que la suspensión hasta la expiración del 
período de registro y si el tiempo restante es inferior a un año, por un año adicional, 
transcurrido el cual el nombre de dominio podrá volver a asignarse.

Seis. La asignación de nombres de dominio se llevará a cabo por medios telemáticos 
que garanticen la agilidad y fiabilidad de los procedimientos de registro.

La presentación de solicitudes y la práctica de notificaciones se realizarán por vía 
electrónica, salvo en los supuestos en que así esté previsto en los procedimientos de 
asignación y demás operaciones asociadas al registro de nombres de dominio.

Los agentes registradores, como intermediarios en los procedimientos relacionados con 
el registro de nombres de dominio, podrán prestar servicios auxiliares para la asignación y 
renovación de éstos, de acuerdo con los requisitos y condiciones que determine la autoridad 
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de asignación, los cuales garantizarán, en todo caso, el respeto al principio de libre 
competencia entre dichos agentes.

Siete. El Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet se aprobará mediante Orden 
del Ministro de Ciencia y Tecnología, a propuesta de la entidad pública empresarial Red.es.

El Plan se completará con los procedimientos para la asignación y demás operaciones 
asociadas al registro de nombres de dominio y direcciones de Internet que establezca el 
Presidente de la entidad pública empresarial Red.es, de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional decimoctava de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social.

Ocho. En los términos que permitan las disposiciones aplicables, la autoridad de 
asignación podrá establecer un sistema de resolución extrajudicial de conflictos sobre la 
utilización de nombres de dominio, incluidos los relacionados con los derechos de propiedad 
industrial. Este sistema, que asegurará a las partes afectadas las garantías procesales 
adecuadas, se aplicará sin perjuicio de las eventuales acciones judiciales que las partes 
puedan ejercitar.

Nueve. Con la finalidad de impulsar el desarrollo de la Administración electrónica, la 
entidad pública empresarial Red.es podrá prestar el servicio de notificaciones administrativas 
telemáticas y acreditar de forma fehaciente la fecha y hora de su recepción.

Disposición adicional séptima.  Fomento de la Sociedad de la Información.
El Ministerio de Ciencia y Tecnología como Departamento de la Administración General 

del Estado responsable de la propuesta al Gobierno y de la ejecución de las políticas 
tendentes a promover el desarrollo en España de la Sociedad de la Información, la 
generación de valor añadido nacional y la consolidación de una industria nacional sólida y 
eficiente de productos, servicios y contenidos de la Sociedad de la Información, presentará al 
Gobierno para su aprobación y a las Cortes Generales un plan cuatrienal para el desarrollo 
de la Sociedad de la Información y de convergencia con Europa con objetivos mensurables, 
estructurado en torno a acciones concretas, con mecanismos de seguimiento efectivos, que 
aborde de forma equilibrada todos los frentes de actuación, contemplando diversos 
horizontes de maduración de las iniciativas y asegurando la cooperación y la coordinación 
del conjunto de las Administraciones públicas.

Este plan establecerá, asimismo, los objetivos, las acciones, los recursos y la 
periodificación del proceso de convergencia con los países de nuestro entorno comunitario 
en línea con las decisiones y recomendaciones de la Unión Europea.

En este sentido, el plan deberá:
Potenciar decididamente las iniciativas de formación y educación en las tecnologías de la 

información para extender su uso; especialmente, en el ámbito de la educación, la cultura, la 
gestión de las empresas, el comercio electrónico y la sanidad.

Profundizar en la implantación del gobierno y la administración electrónica 
incrementando el nivel de participación ciudadana y mejorando el grado de eficiencia de las 
Administraciones públicas.

Disposición adicional octava.  Colaboración de los registros de nombres de dominio 
establecidos en España en la lucha contra actividades ilícitas.

1. Los registros de nombres de dominio establecidos en España estarán sujetos a lo 
establecido en el apartado Cinco bis de la disposición adicional sexta, respecto de los 
nombres de dominio que asignen.

2. Las entidades de registro de nombres de dominio establecidas en España estarán 
obligadas a facilitar los datos relativos a los titulares de los nombres de dominio que soliciten 
las autoridades públicas para el ejercicio de sus competencias de inspección, control y 
sanción cuando las infracciones administrativas que se persigan tengan relación directa con 
la actividad de una página de Internet identificada con los nombres de dominio que asignen.

Tales datos se facilitarán así mismo, cuando sean necesarios para la investigación y 
mitigación de incidentes de ciberseguridad en los que estén involucrados equipos 
relacionados con un nombre de dominio de los encomendados a su gestión. Dicha 
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información será proporcionada al órgano, organismo o entidad que se determine legal o 
reglamentariamente.

En ambos supuestos, la solicitud deberá formularse mediante escrito motivado en el que 
se especificarán los datos requeridos y la necesidad y proporcionalidad de los datos 
solicitados para el fin que se persigue. Si los datos demandados son datos personales, su 
cesión no precisará el consentimiento de su titular.

Disposición adicional novena.  Gestión de incidentes de ciberseguridad que afecten a la 
red de Internet.

1. Los prestadores de servicios de la Sociedad de la Información, los registros de 
nombres de dominio y los agentes registradores que estén establecidos en España están 
obligados a prestar su colaboración con el CERT competente, en la resolución de incidentes 
de ciberseguridad que afecten a la red de Internet y actuar bajo las recomendaciones de 
seguridad indicadas o que sean establecidas en los códigos de conducta que de esta Ley se 
deriven.

Los órganos, organismos públicos o cualquier otra entidad del sector público que 
gestionen equipos de respuesta a incidentes de seguridad colaborarán con las autoridades 
competentes para la aportación de las evidencias técnicas necesarias para la persecución 
de los delitos derivados de dichos incidentes de ciberseguridad.

2. Para el ejercicio de las funciones y obligaciones anteriores, los prestadores de 
servicios de la Sociedad de la información, respetando el secreto de las comunicaciones, 
suministrarán la información necesaria al CERT competente, y a las autoridades 
competentes, para la adecuada gestión de los incidentes de ciberseguridad, incluyendo las 
direcciones IP que puedan hallarse comprometidas o implicadas en los mismos.

De la misma forma, los órganos, organismos públicos o cualquier otra entidad del sector 
público que gestionen equipos de respuesta a incidentes de seguridad podrán intercambiar 
información asociada a incidentes de ciberseguridad con otros CERTs o autoridades 
competentes a nivel nacional e internacional, siempre que dicha información sea necesaria 
para la prevención de incidentes en su ámbito de actuación.

3. El Gobierno pondrá en marcha, en el plazo de seis meses, un programa para impulsar 
un esquema de cooperación público-privada con el fin de identificar y mitigar los ataques e 
incidentes de ciberseguridad que afecten a la red de Internet en España. Para ello, se 
elaborarán códigos de conducta en materia de ciberseguridad aplicables a los diferentes 
prestadores de servicios de la sociedad de la información, y a los registros de nombres de 
dominio y agentes registradores establecidos en España.

Los códigos de conducta determinarán el conjunto de normas, medidas y 
recomendaciones a implementar que permitan garantizar una gestión eficiente y eficaz de 
dichos incidentes de ciberseguridad, el régimen de colaboración y condiciones de adhesión e 
implementación, así como los procedimientos de análisis y revisión de las iniciativas 
resultantes.

La Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información 
coordinará las actuaciones que se pongan en marcha derivadas de estos códigos de 
conducta.

4. Conforme a los códigos de conducta que se definan en particular, los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información deberán identificar a los usuarios afectados por los 
incidentes de ciberseguridad que les sean notificados por el CERT competente, e indicarles 
las acciones que deben llevar a cabo y que están bajo su responsabilidad, así como los 
tiempos de actuación. En todo caso, se les proporcionará información sobre los perjuicios 
que podrían sufrir u ocasionar a terceros si no colaboran en la resolución de los incidentes 
de ciberseguridad a que se refiere esta disposición.

En el caso de que los usuarios no ejerciesen en el plazo recomendado su 
responsabilidad en cuanto a la desinfección o eliminación de los elementos causantes del 
incidente de ciberseguridad, los prestadores de servicios deberán, bajo requerimiento del 
CERT competente, aislar dicho equipo o servicio de la red, evitando así efectos negativos a 
terceros hasta el cese de la actividad maliciosa.
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El párrafo anterior será de aplicación a cualquier equipo o servicio geolocalizado en 
España o que esté operativo bajo un nombre de dominio «.es» u otros cuyo Registro esté 
establecido en España.

5. Reglamentariamente se determinará los órganos, organismos públicos o cualquier otra 
entidad del sector público que ejercerán las funciones de equipo de respuesta a incidentes 
de seguridad o CERT competente a los efectos de lo previsto en la presente disposición.

6. La Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información 
garantizará un intercambio fluido de información con la Secretaría de Estado de Seguridad 
del Ministerio del Interior sobre incidentes, amenazas y vulnerabilidades según lo 
contemplado en la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la 
Protección de las Infraestructuras Críticas. En este sentido se establecerán mecanismos de 
coordinación entre ambos órganos para garantizar la provisión de una respuesta coordinada 
frente a incidentes en el marco de la presente Ley.

Disposición transitoria única.  Anotación en los correspondientes registros públicos de los 
nombres de dominio otorgados antes de la entrada en vigor de esta Ley.

Los prestadores de servicios que, a la entrada en vigor de esta Ley, ya vinieran utilizando 
uno o más nombres de dominio o direcciones de Internet deberán solicitar la anotación de, al 
menos, uno de ellos en el registro público en que figuraran inscritos a efectos constitutivos o 
de publicidad, en el plazo de un año desde la referida entrada en vigor.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 37 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
General de Telecomunicaciones.

Se modifica el párrafo a) del apartado 1 del artículo 37 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
General de Telecomunicaciones, que queda redactada en los siguientes términos:

«a) Que los ciudadanos puedan recibir conexión a la red telefónica pública fija y 
acceder a la prestación del servicio telefónico fijo disponible para el público. La 
conexión debe ofrecer al usuario la posibilidad de emitir y recibir llamadas nacionales 
e internacionales y permitir la transmisión de voz, fax y datos a velocidad suficiente 
para acceder de forma funcional a Internet.

A estos efectos, se considerará que la velocidad suficiente a la que se refiere el 
párrafo anterior es la que se utiliza de manera generalizada para acceder a Internet 
por los abonados al servicio telefónico fijo disponible para el público con conexión a 
la red mediante pares de cobre y módem para banda vocal.»

Disposición final segunda.  Modificación de la disposición adicional sexta de la Ley 
11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones.

Se modifica el apartado 10 de la disposición adicional sexta de la Ley 11/1998, de 24 de 
abril, General de Telecomunicaciones, que quedará redactado como sigue:

«10. Tasa por asignación del recurso limitado de nombres de dominio y 
direcciones de Internet.

a) Hecho imponible.
El hecho imponible de la tasa por asignación de nombres de dominio y 

direcciones de Internet estará constituido por la realización por la entidad pública 
empresarial Red.es de las actividades necesarias para la asignación y renovación de 
nombres de dominio y direcciones de Internet bajo el código de país correspondiente 
a España (.es).

b) Sujetos pasivos.
Serán sujetos pasivos de la tasa los solicitantes de la asignación o renovación de 

los nombres y direcciones de Internet.
c) Cuantía.
La cuantía de la tasa será única por cada nombre o dirección cuya asignación o 

renovación se solicite. En ningún caso se procederá a la asignación o a la renovación 
del nombre o dirección sin que se haya efectuado previamente el pago de la tasa.
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Sólo podrán modificarse mediante Ley el número e identidad de los elementos y 
criterios de cuantificación con base en los cuales se determinan las cuotas exigibles.

A los efectos previstos en el párrafo anterior, se consideran elementos y criterios 
de cuantificación del importe exigible por asignación anual inicial de los nombres de 
dominio o direcciones de Internet el número asignado, el coste de las actividades de 
comprobación y verificación de las solicitudes de asignación, así como el nivel en 
que se produzca la asignación y, en el caso de renovación anual en los años 
sucesivos, el coste del mantenimiento de la asignación y de las actividades de 
comprobación y de actualización de datos.

Igualmente, se atenderá al número de nombres o direcciones de Internet 
asignados y a la actuación a través de agentes registradores para concretar la 
cuantía de la tasa.

El establecimiento y modificación de las cuantías resultantes de la aplicación de 
los elementos y criterios de cuantificación a que se refieren los párrafos anteriores 
podrá efectuarse mediante Orden ministerial.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores de este apartado, en los 
supuestos de carácter excepcional en que así esté previsto en el Plan Nacional de 
Nombres de Dominio de Internet y en los términos que en el mismo se fijen, con base 
en el especial valor de mercado del uso de determinados nombres y direcciones, la 
cuantía por asignación anual inicial podrá sustituirse por la que resulte de un 
procedimiento de licitación en el que se fijará un valor inicial de referencia estimado. 
Si el valor de adjudicación de la licitación resultase superior a dicho valor de 
referencia, aquél constituirá el importe de la tasa. En los supuestos en que se siga 
este procedimiento de licitación, el Ministerio de Ciencia y Tecnología requerirá, con 
carácter previo a su convocatoria, a la autoridad competente para el Registro de 
Nombres de Dominio para que suspenda el otorgamiento de los nombres y 
direcciones que considere afectados por su especial valor económico. A 
continuación, se procederá a aprobar el correspondiente pliego de bases que 
establecerá, tomando en consideración lo previsto en el Plan Nacional de Nombres 
de Dominio de Internet, los requisitos, condiciones y régimen aplicable a la licitación.

d) Devengo.
La tasa se devengará en la fecha en que se proceda, en los términos que se 

establezcan reglamentariamente, a la admisión de la solicitud de asignación o de 
renovación de los nombres o direcciones de Internet, que no se tramitará sin que se 
haya efectuado el pago correspondiente.

e) Exacción y gestión recaudatoria.
La exacción de la tasa se producirá a partir de la atribución de su gestión a la 

entidad pública empresarial Red.es y de la determinación del procedimiento para su 
liquidación y pago, mediante Orden ministerial.

Los modelos de declaración, plazos y formas de pago de la tasa se aprobarán 
mediante resolución de la entidad pública empresarial Red.es.

El importe de los ingresos obtenidos por esta tasa se destinará a financiar los 
gastos de la entidad pública empresarial Red.es por las actividades realizadas en el 
cumplimiento de las funciones asignadas a la misma en los párrafos a), b), c) y d) del 
apartado 4 de esta disposición, ingresándose, en su caso, el excedente en el Tesoro 
Público, de acuerdo con la proporción y cuantía que se determine mediante 
resolución conjunta de las Secretarías de Estado de Presupuestos y Gastos y de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, a propuesta de esta 
última.»

Disposición final tercera.  Adición de una nueva disposición transitoria a la Ley 11/1998, de 
24 de abril, General de Telecomunicaciones.

Se añade a la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, una nueva 
disposición transitoria duodécima, con la siguiente redacción:
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«Disposición transitoria duodécima.  Criterios para el desarrollo del plan de 
actualización tecnológica de la red de acceso de la red telefónica pública fija.

En el plazo máximo de cinco meses a partir de la entrada en vigor de esta 
disposición, el operador designado para la prestación del servicio universal 
presentará al Ministerio de Ciencia y Tecnología, para su aprobación en el plazo de 
un mes, previo informe de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, un 
plan de actuación detallado para garantizar que las conexiones a la red telefónica 
pública fija posibiliten a sus abonados el acceso funcional a Internet y, en particular, a 
los conectados mediante Telefonía Rural de Acceso Celular (TRAC).

El desarrollo del plan estará sujeto a las siguientes condiciones:
a) Incluirá soluciones tecnológicas eficientes disponibles en el mercado para 

garantizar el derecho de los usuarios a disponer, previa solicitud a partir de la 
aprobación del plan, de la posibilidad de acceso funcional a Internet en el plazo 
máximo de sesenta días desde la fecha de dicha solicitud en las zonas con 
cobertura. Estas soluciones tecnológicas deberán prever su evolución a medio plazo 
hacia velocidades de banda ancha sin que ello conlleve necesariamente su 
sustitución.

b) La implantación en la red de acceso de las soluciones tecnológicas a las que 
se refiere el párrafo a) deberá alcanzar a los abonados al servicio telefónico fijo 
disponible al público que, en la fecha de aprobación del plan, no tienen la posibilidad 
de acceso funcional a Internet, de acuerdo con el siguiente calendario:

1.º Al menos al 30 por 100 antes del 30 de junio de 2003.
2.º Al menos al 70 por 100 antes del 31 de diciembre de 2003.
3.º El 100 por 100 antes del 31 de diciembre de 2004.
En todo caso, esta implantación alcanzará, al menos, al 50 por 100 de los citados 

abonados en cada una de las Comunidades Autónomas antes del 31 de diciembre 
de 2003.

c) En el plan de actuación deberá priorizarse el despliegue al que se refiere el 
párrafo b) con arreglo al criterio de mayor densidad de abonados afectados.

d) A los efectos de lo dispuesto en los apartados anteriores y en caso de que sea 
necesario, el operador designado para la prestación del servicio universal podrá 
concluir con otros operadores titulares de concesiones de dominio público 
radioeléctrico, contratos de cesión de derechos de uso de las bandas de frecuencias 
necesarias para el cumplimiento de los objetivos establecidos en esta disposición. 
Dichos contratos deberán ser sometidos a la previa aprobación por parte del 
Ministerio de Ciencia y Tecnología, que podrá establecer las condiciones de 
salvaguarda del interés público que estime necesarias.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la disposición derogatoria única de la Ley 
11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones.

Se modifica el último párrafo de la disposición derogatoria única de la Ley 11/1998, de 24 
de abril, General de Telecomunicaciones, que queda redactado de la siguiente forma:

«Igualmente, quedan derogadas cuantas otras disposiciones de igual o inferior 
rango a la presente Ley se opongan a lo dispuesto en ella y, en especial, a lo 
dispuesto en el artículo 37.1.ª), en lo relativo a la velocidad de transmisión de datos.»

Disposición final quinta.  Adecuación de la regulación reglamentaria sobre contratación 
telefónica o electrónica con condiciones generales a esta Ley.

El Gobierno, en el plazo de un año, modificará el Real Decreto 1906/1999, de 17 de 
diciembre, por el que se regula la contratación telefónica o electrónica con condiciones 
generales en desarrollo del artículo 5.3 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones 
generales de la contratación, para adaptar su contenido a lo dispuesto en esta Ley.
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En dicha modificación, el Gobierno tendrá especialmente en cuenta la necesidad de 
facilitar la utilización real de los contratos electrónicos, conforme al mandato recogido en el 
artículo 9.1 de la Directiva 2000/31/CE.

Disposición final sexta.  Fundamento constitucional.
Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.6.ª, 8.ª y 21.ª de la Constitución, sin 

perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas.

Disposición final séptima.  Habilitación al Gobierno.
Se habilita al Gobierno para desarrollar mediante Reglamento lo previsto en esta Ley.

Disposición final octava.  Distintivo de adhesión a códigos de conducta que incorporen 
determinadas garantías.

En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno aprobará 
un distintivo que permita identificar a los prestadores de servicios que respeten códigos de 
conducta adoptados con la participación del Consejo de Consumidores y Usuarios, y que 
incluyan, entre otros contenidos, la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo o a otros 
sistemas de resolución extrajudicial de conflictos que respeten los principios establecidos en 
la normativa comunitaria sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Disposición final novena.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el "Boletín Oficial del 

Estado".
No obstante, las disposiciones adicional sexta y finales primera, segunda, tercera y 

cuarta de esta Ley entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial 
del Estado".

ANEXO
Definiciones

A los efectos de esta Ley, se entenderá por:
a) "Servicios de la sociedad de la información" o "servicios": todo servicio prestado 

normalmente a título oneroso, a distancia, por vía electrónica y a petición individual del 
destinatario.

El concepto de servicio de la sociedad de la información comprende también los 
servicios no remunerados por sus destinatarios, en la medida en que constituyan una 
actividad económica para el prestador de servicios.

Son servicios de la sociedad de la información, entre otros y siempre que representen 
una actividad económica, los siguientes:

1.º La contratación de bienes o servicios por vía electrónica.
2.º La organización y gestión de subastas por medios electrónicos o de mercados y 

centros comerciales virtuales.
3.º La gestión de compras en la red por grupos de personas.
4.º El envío de comunicaciones comerciales.
5.º El suministro de información por vía telemática.
No tendrán la consideración de servicios de la sociedad de la información los que no 

reúnan las características señaladas en el primer párrafo de este apartado y, en particular, 
los siguientes:

1.º Los servicios prestados por medio de telefonía vocal, fax o télex.
2.º El intercambio de información por medio de correo electrónico u otro medio de 

comunicación electrónica equivalente para fines ajenos a la actividad económica de quienes 
lo utilizan.
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3.º Los servicios de radiodifusión televisiva (incluidos los servicios de cuasivídeo a la 
carta), contemplados en el artículo 3.ª) de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, del Consejo, de 3 de 
octubre, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva, o cualquier otra que la sustituya.

4.º Los servicios de radiodifusión sonora, y
5.º El teletexto televisivo y otros servicios equivalentes como las guías electrónicas de 

programas ofrecidas a través de las plataformas televisivas.
b) "Servicio de intermediación": servicio de la sociedad de la información por el que se 

facilita la prestación o utilización de otros servicios de la sociedad de la información o el 
acceso a la información.

Son servicios de intermediación la provisión de servicios de acceso a Internet, la 
transmisión de datos por redes de telecomunicaciones, la realización de copia temporal de 
las páginas de Internet solicitadas por los usuarios, el alojamiento en los propios servidores 
de datos, aplicaciones o servicios suministrados por otros y la provisión de instrumentos de 
búsqueda, acceso y recopilación de datos o de enlaces a otros sitios de Internet.

c) "Prestador de servicios" o "prestador": persona física o jurídica que proporciona un 
servicio de la sociedad de la información.

d) "Destinatario del servicio" o "destinatario": persona física o jurídica que utiliza, sea o 
no por motivos profesionales, un servicio de la sociedad de la información.

e) "Consumidor": persona física o jurídica en los términos establecidos en el artículo 1 de 
la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

f) "Comunicación comercial": toda forma de comunicación dirigida a la promoción, directa 
o indirecta, de la imagen o de los bienes o servicios de una empresa, organización o persona 
que realice una actividad comercial, industrial, artesanal o profesional.

A efectos de esta Ley, no tendrán la consideración de comunicación comercial los datos 
que permitan acceder directamente a la actividad de una persona, empresa u organización, 
tales como el nombre de dominio o la dirección de correo electrónico, ni las comunicaciones 
relativas a los bienes, los servicios o la imagen que se ofrezca cuando sean elaboradas por 
un tercero y sin contraprestación económica.

g) "Profesión regulada": toda actividad profesional que requiera para su ejercicio la 
obtención de un título, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias.

h) "Contrato celebrado por vía electrónica" o "contrato electrónico": todo contrato en el 
que la oferta y la aceptación se transmiten por medio de equipos electrónicos de tratamiento 
y almacenamiento de datos, conectados a una red de telecomunicaciones.

i) "Ámbito normativo coordinado": todos los requisitos aplicables a los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información, ya vengan exigidos por la presente Ley u otras 
normas que regulen el ejercicio de actividades económicas por vía electrónica, o por las 
leyes generales que les sean de aplicación, y que se refieran a los siguientes aspectos:

1.º Comienzo de la actividad, como las titulaciones profesionales o cualificaciones 
requeridas, la publicidad registral, las autorizaciones administrativas o colegiales precisas, 
los regímenes de notificación a cualquier órgano u organismo público o privado, y

2.º Posterior ejercicio de dicha actividad, como los requisitos referentes a la actuación del 
prestador de servicios, a la calidad, seguridad y contenido del servicio, o los que afectan a la 
publicidad y a la contratación por vía electrónica y a la responsabilidad del prestador de 
servicios.

No quedan incluidos en este ámbito las condiciones relativas a las mercancías y bienes 
tangibles, a su entrega ni a los servicios no prestados por medios electrónicos.

j) "Órgano competente": todo órgano jurisdiccional o administrativo, ya sea de la 
Administración General del Estado, de las Administraciones Autonómicas, de las Entidades 
locales o de sus respectivos organismos o entes públicos dependientes, que actúe en el 
ejercicio de competencias legalmente atribuidas.
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§ 11

Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de protección de datos de carácter personal

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 17, de 19 de enero de 2008
Última modificación: 8 de marzo de 2012

Referencia: BOE-A-2008-979

La actual Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de datos de carácter 
personal adaptó nuestro ordenamiento a lo dispuesto por la Directiva 95/46/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos, derogando a su vez la hasta entonces vigente Ley Orgánica 5/1992, de 29 
de octubre, de Regulación del tratamiento automatizado de datos de carácter personal.

La nueva ley, que ha nacido con una amplia vocación de generalidad, prevé en su 
artículo 1 que «tiene por objeto garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de 
los datos personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas 
físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal». Comprende por tanto el 
tratamiento automatizado y el no automatizado de los datos de carácter personal.

A fin de garantizar la necesaria seguridad jurídica en un ámbito tan sensible para los 
derechos fundamentales como el de la protección de datos, el legislador declaró 
subsistentes las normas reglamentarias existentes y, en especial, los reales decretos 
428/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia de Protección de 
Datos, 1332/1994, de 20 de junio, por el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley 
Orgánica 5/1992, de 29 de octubre de Regulación del tratamiento automatizado de los datos 
de carácter personal y 994/1999, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Medidas de seguridad de los ficheros automatizados que contengan datos de carácter 
personal, a la vez que habilitó al Gobierno para la aprobación o modificación de las 
disposiciones reglamentarias necesarias para la aplicación y desarrollo de la Ley Orgánica 
15/1999.

Por otra parte, la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico y la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones atribuyen competencias en materia sancionadora a la Agencia Española 
de Protección de Datos. Éstas requieren de desarrollo reglamentario con la peculiaridad de 
que ambas normas se ordenan a la tutela no sólo de los derechos de las personas físicas, 
sino también de las jurídicas.
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II
Este Reglamento comparte con la Ley Orgánica la finalidad de hacer frente a los riesgos 

que para los derechos de la personalidad pueden suponer el acopio y tratamiento de datos 
personales. Por ello, ha de destacarse que esta norma reglamentaria nace con la vocación 
de no reiterar los contenidos de la norma superior y de desarrollar, no sólo los mandatos 
contenidos en la Ley Orgánica de acuerdo con los principios que emanan de la Directiva, 
sino también aquellos que en estos años de vigencia de la Ley se ha demostrado que 
precisan de un mayor desarrollo normativo.

Por tanto, se aprueba este Reglamento partiendo de la necesidad de dotar de 
coherencia a la regulación reglamentaria en todo lo relacionado con la transposición de la 
Directiva y de desarrollar los aspectos novedosos de la Ley Orgánica 15/1999, junto con 
aquellos en los que la experiencia ha aconsejado un cierto de grado de precisión que dote 
de seguridad jurídica al sistema.

III
El reglamento viene a abarcar el ámbito tutelado anteriormente por los reales decretos 

1332/1994, de 20 de junio, y 994/1999, de 11 de junio, teniendo en cuenta la necesidad de 
fijar criterios aplicables a los ficheros y tratamientos de datos personales no automatizados. 
Por otra parte, la atribución de funciones a la Agencia Española de Protección de Datos por 
la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico y la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones obliga a 
desarrollar también los procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora por la 
Agencia.

El reglamento se estructura en nueve títulos cuyo contenido desarrolla los aspectos 
esenciales en esta materia.

El título I contempla el objeto y ámbito de aplicación del reglamento. A lo largo de la 
vigencia de la Ley Orgánica 15/1999, se ha advertido la conveniencia de desarrollar el 
apartado 2 de su artículo 2 para aclarar qué se entiende por ficheros y tratamientos 
relacionados con actividades personales o domésticas, aspecto muy relevante dado que 
están excluidos de la normativa sobre protección de datos de carácter personal.

Por otra parte, el presente reglamento no contiene previsiones para los tratamientos de 
datos personales a los que se refiere el apartado 3 del artículo 2 de la ley orgánica, dado que 
se rigen por sus disposiciones específicas y por lo especialmente previsto, en su caso, por la 
propia Ley Orgánica 15/1999. En consecuencia, se mantiene el régimen jurídico propio de 
estos tratamientos y ficheros.

Además, en este título se aporta un conjunto de definiciones que ayudan al correcto 
entendimiento de la norma, lo que resulta particularmente necesario en un ámbito tan 
tecnificado como el de la protección de datos personales. Por otra parte, fija el criterio a 
seguir en materia de cómputo de plazos con el fin de homogeneizar esta cuestión evitando 
distinciones que suponen diferencias de trato de los ficheros públicos respecto de los 
privados.

El título II, se refiere a los principios de la protección de datos. Reviste particular 
importancia la regulación del modo de captación del consentimiento atendiendo a aspectos 
muy específicos como el caso de los servicios de comunicaciones electrónicas y, muy 
particularmente, la captación de datos de los menores. Asimismo, se ofrece lo que no puede 
definirse sino como un estatuto del encargado del tratamiento, que sin duda contribuirá a 
clarificar todo lo relacionado con esta figura. Las previsiones en este ámbito se completan 
con lo dispuesto en el título VIII en materia de seguridad dotando de un marco coherente a la 
actuación del encargado.

El título III se ocupa de una cuestión tan esencial como los derechos de las personas en 
este ámbito. Estos derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición al tratamiento, 
según ha afirmado el Tribunal Constitucional en su sentencia número 292/2000, constituyen 
el haz de facultades que emanan del derecho fundamental a la protección de datos y «sirven 
a la capital función que desempeña este derecho fundamental: garantizar a la persona un 
poder de control sobre sus datos personales, lo que sólo es posible y efectivo imponiendo a 
terceros los mencionados deberes de hacer».
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A continuación, los títulos IV a VII permiten clarificar aspectos importantes para el tráfico 
ordinario, como la aplicación de criterios específicos a determinado tipo de ficheros de 
titularidad privada que por su trascendencia lo requerían -los relativos a la solvencia 
patrimonial y crédito y los utilizados en actividades de publicidad y prospección comercial-, el 
conjunto de obligaciones materiales y formales que deben conducir a los responsables a la 
creación e inscripción de los ficheros, los criterios y procedimientos para la realización de las 
transferencias internacionales de datos, y, finalmente, la regulación de un instrumento, el 
código tipo, llamado a jugar cada vez un papel más relevante como elemento dinamizador 
del derecho fundamental a la protección de datos.

El título VIII regula un aspecto esencial para la tutela del derecho fundamental a la 
protección de datos, la seguridad, que repercute sobre múltiples aspectos organizativos, de 
gestión y aún de inversión, en todas las organizaciones que traten datos personales. La 
repercusión del deber de seguridad obligaba a un particular rigor ya que en esta materia han 
confluido distintos elementos muy relevantes. Por una parte, la experiencia dimanante de la 
aplicación del Real Decreto 994/1999 permitía conocer las dificultades que habían 
enfrentado los responsables e identificar los puntos débiles y fuertes de la regulación. Por 
otra, se reclamaba la adaptación de la regulación en distintos aspectos. En este sentido, el 
reglamento trata de ser particularmente riguroso en la atribución de los niveles de seguridad, 
en la fijación de las medidas que corresponda adoptar en cada caso y en la revisión de las 
mismas cuando ello resulte necesario. Por otra parte, ordena con mayor precisión el 
contenido y las obligaciones vinculadas al mantenimiento del documento de seguridad. 
Además, se ha pretendido regular la materia de modo que contemple las múltiples formas de 
organización material y personal de la seguridad que se dan en la práctica. Por último, se 
regula un conjunto de medidas destinadas a los ficheros y tratamientos estructurados y no 
automatizados que ofrezca a los responsables un marco claro de actuación.

Finalmente en el título IX, dedicado a los procedimientos tramitados por la Agencia 
Española de Protección de Datos, se ha optado por normar exclusivamente aquellas 
especialidades que diferencian a los distintos procedimientos tramitados por la Agencia de 
las normas generales previstas para los procedimientos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, cuya aplicación se declara supletoria al presente reglamento.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación previa de la Ministra 
de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 21 de diciembre de 2007.

D I S P O N G O :

Artículo único.  Aprobación del reglamento.
Se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de Protección de datos de carácter personal, cuyo texto se incluye a continuación.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de los códigos tipo inscritos en el Registro 
General de Protección de Datos.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente real decreto deberán 
notificarse a la Agencia Española de Protección de Datos las modificaciones que resulten 
necesarias en los códigos tipo inscritos en el Registro General de Protección de Datos para 
adaptar su contenido a lo dispuesto en el título VII del mismo.

Disposición transitoria segunda.  Plazos de implantación de las medidas de seguridad.
La implantación de las medidas de seguridad previstas en el presente real decreto 

deberá producirse con arreglo a las siguientes reglas:
1.ª Respecto de los ficheros automatizados que existieran en la fecha de entrada en 

vigor del presente real decreto:
a) En el plazo de un año desde su entrada en vigor, deberán implantarse las medidas de 

seguridad de nivel medio exigibles a los siguientes ficheros:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 11  Reglamento de la Ley Orgánica de protección de datos de carácter personal

– 217 –



1.º Aquéllos de los que sean responsables las Entidades Gestoras y Servicios Comunes 
de la Seguridad Social y se relacionen con el ejercicio de sus competencias.

2.º Aquéllos de los que sean responsables las mutuas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales de la Seguridad Social.

3.º Aquéllos que contengan un conjunto de datos de carácter personal que ofrezcan una 
definición de las características o de la personalidad de los ciudadanos y que permitan 
evaluar determinados aspectos de la personalidad o del comportamiento de los mismos, 
respecto de las medidas de este nivel que no fueran exigibles conforme a lo previsto en el 
artículo 4.4 del Reglamento de Medidas de seguridad de los ficheros automatizados de datos 
de carácter personal, aprobado por Real Decreto 994/1999, de 11 de junio.

b) En el plazo de un año desde su entrada en vigor deberán implantarse las medidas de 
seguridad de nivel medio y en el de dieciocho meses desde aquella fecha, las de nivel alto 
exigibles a los siguientes ficheros:

1.º Aquéllos que contengan datos derivados de actos de violencia de género.
2.º Aquéllos de los que sean responsables los operadores que presten servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público o exploten redes públicas de 
comunicaciones electrónicas respecto a los datos de tráfico y a los datos de localización.

c) En los demás supuestos, cuando el presente reglamento exija la implantación de una 
medida adicional, no prevista en el Reglamento de Medidas de seguridad de los ficheros 
automatizados de datos de carácter personal, aprobado por Real Decreto 994/1999, de 11 
de junio, dicha medida deberá implantarse en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
del presente real decreto.

2.ª Respecto de los ficheros no automatizados que existieran en la fecha de entrada en 
vigor del presente real decreto:

a) Las medidas de seguridad de nivel básico deberán implantarse en el plazo de un año 
desde su entrada en vigor.

b) Las medidas de seguridad de nivel medio deberán implantarse en el plazo de 
dieciocho meses desde su entrada en vigor.

c) Las medidas de seguridad de nivel alto deberán implantarse en el plazo de dos años 
desde su entrada en vigor.

3.ª Los ficheros, tanto automatizados como no automatizados, creados con posterioridad 
a la fecha de entrada en vigor del presente real decreto deberán tener implantadas, desde el 
momento de su creación la totalidad de las medidas de seguridad reguladas en el mismo.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio de las solicitudes para el ejercicio de 
los derechos de las personas.

A las solicitudes para el ejercicio de los derechos de acceso, oposición, rectificación y 
cancelación que hayan sido efectuadas antes de la entrada en vigor del presente real 
decreto, no les será de aplicación el mismo, rigiéndose por la normativa anterior.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio de los procedimientos.
A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor del presente real decreto, 

no les será de aplicación el mismo, rigiéndose por la normativa anterior.

Disposición transitoria quinta.  Régimen transitorio de las actuaciones previas.
A las actuaciones previas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente 

real decreto, no les será de aplicación el mismo, rigiéndose por la normativa anterior.
El presente real decreto se aplicará a las actuaciones previas que se inicien después de 

su entrada en vigor.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogados el Real Decreto 1332/1994, de 20 de junio, por el que se desarrollan 

determinados aspectos de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del 
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tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, el Real Decreto 994/1999, de 11 
de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Medidas de seguridad de los ficheros 
automatizados que contengan datos de carácter personal y todas las normas de igual o 
inferior rango que contradigan o se opongan a lo dispuesto en el presente real decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
El título I, con excepción del apartado c) del artículo 4, los títulos II, III, VII y VIII, así 

como los artículos 52, 53.3, 53.4, 54, 55.1, 55.3, 56, 57, 58 y 63.3 del reglamento se dictan al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los 
deberes constitucionales.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los tres meses de su íntegra publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

REGLAMENTO DE DESARROLLO DE LA LEY ORGÁNICA 15/1999, DE 13 DE 
DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El presente reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 

13 de diciembre, de Protección de datos de carácter personal.
2. Asimismo, el capítulo III del título IX de este reglamento desarrolla las disposiciones 

relativas al ejercicio por la Agencia Española de Protección de Datos de la potestad 
sancionadora, en aplicación de lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
en el título VII de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico, y en el título VIII de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones.

Artículo 2.  Ámbito objetivo de aplicación.
1. El presente reglamento será de aplicación a los datos de carácter personal registrados 

en soporte físico, que los haga susceptibles de tratamiento, y a toda modalidad de uso 
posterior de estos datos por los sectores público y privado.

2. Este reglamento no será aplicable a los tratamientos de datos referidos a personas 
jurídicas, ni a los ficheros que se limiten a incorporar los datos de las personas físicas que 
presten sus servicios en aquéllas, consistentes únicamente en su nombre y apellidos, las 
funciones o puestos desempeñados, así como la dirección postal o electrónica, teléfono y 
número de fax profesionales.

3. Asimismo, los datos relativos a empresarios individuales, cuando hagan referencia a 
ellos en su calidad de comerciantes, industriales o navieros, también se entenderán 
excluidos del régimen de aplicación de la protección de datos de carácter personal.

4. Este reglamento no será de aplicación a los datos referidos a personas fallecidas. No 
obstante, las personas vinculadas al fallecido, por razones familiares o análogas, podrán 
dirigirse a los responsables de los ficheros o tratamientos que contengan datos de éste con 
la finalidad de notificar el óbito, aportando acreditación suficiente del mismo, y solicitar, 
cuando hubiere lugar a ello, la cancelación de los datos.

Artículo 3.  Ámbito territorial de aplicación.
1. Se regirá por el presente reglamento todo tratamiento de datos de carácter personal:
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a) Cuando el tratamiento sea efectuado en el marco de las actividades de un 
establecimiento del responsable del tratamiento, siempre que dicho establecimiento se 
encuentre ubicado en territorio español.

Cuando no resulte de aplicación lo dispuesto en el párrafo anterior, pero exista un 
encargado del tratamiento ubicado en España, serán de aplicación al mismo las normas 
contenidas en el título VIII del presente reglamento.

b) Cuando al responsable del tratamiento no establecido en territorio español, le sea de 
aplicación la legislación española, según las normas de Derecho internacional público.

c) Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en territorio de la Unión 
Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio español, salvo que 
tales medios se utilicen únicamente con fines de tránsito.

En este supuesto, el responsable del tratamiento deberá designar un representante 
establecido en territorio español.

2. A los efectos previstos en los apartados anteriores, se entenderá por establecimiento, 
con independencia de su forma jurídica, cualquier instalación estable que permita el ejercicio 
efectivo y real de una actividad.

Artículo 4.  Ficheros o tratamientos excluidos.
El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en el 

presente reglamento no será de aplicación a los siguientes ficheros y tratamientos:
a) A los realizados o mantenidos por personas físicas en el ejercicio de actividades 

exclusivamente personales o domésticas.
Sólo se considerarán relacionados con actividades personales o domésticas los 

tratamientos relativos a las actividades que se inscriben en el marco de la vida privada o 
familiar de los particulares.

b) A los sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.
c) A los establecidos para la investigación del terrorismo y de formas graves de 

delincuencia organizada. No obstante el responsable del fichero comunicará previamente la 
existencia del mismo, sus características generales y su finalidad a la Agencia Española de 
Protección de Datos.

Artículo 5.  Definiciones.
1. A los efectos previstos en este reglamento, se entenderá por:
a) Afectado o interesado: Persona física titular de los datos que sean objeto del 

tratamiento.
b) Cancelación: Procedimiento en virtud del cual el responsable cesa en el uso de los 

datos. La cancelación implicará el bloqueo de los datos, consistente en la identificación y 
reserva de los mismos con el fin de impedir su tratamiento excepto para su puesta a 
disposición de las Administraciones públicas, Jueces y Tribunales, para la atención de las 
posibles responsabilidades nacidas del tratamiento y sólo durante el plazo de prescripción de 
dichas responsabilidades. Transcurrido ese plazo deberá procederse a la supresión de los 
datos.

c) Cesión o comunicación de datos: Tratamiento de datos que supone su revelación a 
una persona distinta del interesado.

d) Consentimiento del interesado: Toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, 
específica e informada, mediante la que el interesado consienta el tratamiento de datos 
personales que le conciernen.

e) Dato disociado: aquél que no permite la identificación de un afectado o interesado.
f) Datos de carácter personal: Cualquier información numérica, alfabética, gráfica, 

fotográfica, acústica o de cualquier otro tipo concerniente a personas físicas identificadas o 
identificables.

g) Datos de carácter personal relacionados con la salud: las informaciones concernientes 
a la salud pasada, presente y futura, física o mental, de un individuo. En particular, se 
consideran datos relacionados con la salud de las personas los referidos a su porcentaje de 
discapacidad y a su información genética.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 11  Reglamento de la Ley Orgánica de protección de datos de carácter personal

– 220 –



h) Destinatario o cesionario: la persona física o jurídica, pública o privada u órgano 
administrativo, al que se revelen los datos.

Podrán ser también destinatarios los entes sin personalidad jurídica que actúen en el 
tráfico como sujetos diferenciados.

i) Encargado del tratamiento: La persona física o jurídica, pública o privada, u órgano 
administrativo que, solo o conjuntamente con otros, trate datos personales por cuenta del 
responsable del tratamiento o del responsable del fichero, como consecuencia de la 
existencia de una relación jurídica que le vincula con el mismo y delimita el ámbito de su 
actuación para la prestación de un servicio.

Podrán ser también encargados del tratamiento los entes sin personalidad jurídica que 
actúen en el tráfico como sujetos diferenciados.

j) Exportador de datos personales: la persona física o jurídica, pública o privada, u 
órgano administrativo situado en territorio español que realice, conforme a lo dispuesto en el 
presente Reglamento, una transferencia de datos de carácter personal a un país tercero.

k) Fichero: Todo conjunto organizado de datos de carácter personal, que permita el 
acceso a los datos con arreglo a criterios determinados, cualquiera que fuere la forma o 
modalidad de su creación, almacenamiento, organización y acceso.

l) Ficheros de titularidad privada: los ficheros de los que sean responsables las personas, 
empresas o entidades de derecho privado, con independencia de quien ostente la titularidad 
de su capital o de la procedencia de sus recursos económicos, así como los ficheros de los 
que sean responsables las corporaciones de derecho público, en cuanto dichos ficheros no 
se encuentren estrictamente vinculados al ejercicio de potestades de derecho público que a 
las mismas atribuye su normativa específica.

m) Ficheros de titularidad pública: los ficheros de los que sean responsables los órganos 
constitucionales o con relevancia constitucional del Estado o las instituciones autonómicas 
con funciones análogas a los mismos, las Administraciones públicas territoriales, así como 
las entidades u organismos vinculados o dependientes de las mismas y las Corporaciones 
de derecho público siempre que su finalidad sea el ejercicio de potestades de derecho 
público.

n) Fichero no automatizado: todo conjunto de datos de carácter personal organizado de 
forma no automatizada y estructurado conforme a criterios específicos relativos a personas 
físicas, que permitan acceder sin esfuerzos desproporcionados a sus datos personales, ya 
sea aquél centralizado, descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica.

ñ) Importador de datos personales: la persona física o jurídica, pública o privada, u 
órgano administrativo receptor de los datos en caso de transferencia internacional de los 
mismos a un tercer país, ya sea responsable del tratamiento, encargada del tratamiento o 
tercero.

o) Persona identificable: toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o 
indirectamente, mediante cualquier información referida a su identidad física, fisiológica, 
psíquica, económica, cultural o social. Una persona física no se considerará identificable si 
dicha identificación requiere plazos o actividades desproporcionados.

p) Procedimiento de disociación: Todo tratamiento de datos personales que permita la 
obtención de datos disociados.

q) Responsable del fichero o del tratamiento: Persona física o jurídica, de naturaleza 
pública o privada, u órgano administrativo, que sólo o conjuntamente con otros decida sobre 
la finalidad, contenido y uso del tratamiento, aunque no lo realizase materialmente.

Podrán ser también responsables del fichero o del tratamiento los entes sin personalidad 
jurídica que actúen en el tráfico como sujetos diferenciados.

r) Tercero: la persona física o jurídica, pública o privada u órgano administrativo distinta 
del afectado o interesado, del responsable del tratamiento, del responsable del fichero, del 
encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos bajo la 
autoridad directa del responsable del tratamiento o del encargado del tratamiento.

Podrán ser también terceros los entes sin personalidad jurídica que actúen en el tráfico 
como sujetos diferenciados.

s) Transferencia internacional de datos: Tratamiento de datos que supone una 
transmisión de los mismos fuera del territorio del Espacio Económico Europeo, bien 
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constituya una cesión o comunicación de datos, bien tenga por objeto la realización de un 
tratamiento de datos por cuenta del responsable del fichero establecido en territorio español.

t) Tratamiento de datos: cualquier operación o procedimiento técnico, sea o no 
automatizado, que permita la recogida, grabación, conservación, elaboración, modificación, 
consulta, utilización, modificación, cancelación, bloqueo o supresión, así como las cesiones 
de datos que resulten de comunicaciones, consultas, interconexiones y transferencias.

2. En particular, en relación con lo dispuesto en el título VIII de este reglamento se 
entenderá por:

a) Accesos autorizados: autorizaciones concedidas a un usuario para la utilización de los 
diversos recursos. En su caso, incluirán las autorizaciones o funciones que tenga atribuidas 
un usuario por delegación del responsable del fichero o tratamiento o del responsable de 
seguridad.

b) Autenticación: procedimiento de comprobación de la identidad de un usuario.
c) Contraseña: información confidencial, frecuentemente constituida por una cadena de 

caracteres, que puede ser usada en la autenticación de un usuario o en el acceso a un 
recurso.

d) Control de acceso: mecanismo que en función de la identificación ya autenticada 
permite acceder a datos o recursos.

e) Copia de respaldo: copia de los datos de un fichero automatizado en un soporte que 
posibilite su recuperación.

f) Documento: todo escrito, gráfico, sonido, imagen o cualquier otra clase de información 
que puede ser tratada en un sistema de información como una unidad diferenciada.

g) Ficheros temporales: ficheros de trabajo creados por usuarios o procesos que son 
necesarios para un tratamiento ocasional o como paso intermedio durante la realización de 
un tratamiento.

h) Identificación: procedimiento de reconocimiento de la identidad de un usuario.
i) Incidencia: cualquier anomalía que afecte o pudiera afectar a la seguridad de los datos.
j) Perfil de usuario: accesos autorizados a un grupo de usuarios.
k) Recurso: cualquier parte componente de un sistema de información.
l) Responsable de seguridad: persona o personas a las que el responsable del fichero ha 

asignado formalmente la función de coordinar y controlar las medidas de seguridad 
aplicables.

m) Sistema de información: conjunto de ficheros, tratamientos, programas, soportes y en 
su caso, equipos empleados para el tratamiento de datos de carácter personal.

n) Sistema de tratamiento: modo en que se organiza o utiliza un sistema de información. 
Atendiendo al sistema de tratamiento, los sistemas de información podrán ser 
automatizados, no automatizados o parcialmente automatizados.

ñ) Soporte: objeto físico que almacena o contiene datos o documentos, u objeto 
susceptible de ser tratado en un sistema de información y sobre el cual se pueden grabar y 
recuperar datos.

o) Transmisión de documentos: cualquier traslado, comunicación, envío, entrega o 
divulgación de la información contenida en el mismo.

p) Usuario: sujeto o proceso autorizado para acceder a datos o recursos. Tendrán la 
consideración de usuarios los procesos que permitan acceder a datos o recursos sin 
identificación de un usuario físico.

Artículo 6.  Cómputo de plazos.
En los supuestos en que este reglamento señale un plazo por días se computarán 

únicamente los hábiles. Cuando el plazo sea por meses, se computarán de fecha a fecha.

Artículo 7.  Fuentes accesibles al público.
1. A efectos del artículo 3, párrafo j) de la Ley Orgánica 15/1999, se entenderá que sólo 

tendrán el carácter de fuentes accesibles al público:
a) El censo promocional, regulado conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, 

de 13 de diciembre.
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b) Las guías de servicios de comunicaciones electrónicas, en los términos previstos por 
su normativa específica.

c) Las listas de personas pertenecientes a grupos de profesionales que contengan 
únicamente los datos de nombre, título, profesión, actividad, grado académico, dirección 
profesional e indicación de su pertenencia al grupo. La dirección profesional podrá incluir los 
datos del domicilio postal completo, número telefónico, número de fax y dirección 
electrónica. En el caso de Colegios profesionales, podrán indicarse como datos de 
pertenencia al grupo los de número de colegiado, fecha de incorporación y situación de 
ejercicio profesional.

d) Los diarios y boletines oficiales.
e) Los medios de comunicación social.
2. En todo caso, para que los supuestos enumerados en el apartado anterior puedan ser 

considerados fuentes accesibles al público, será preciso que su consulta pueda ser realizada 
por cualquier persona, no impedida por una norma limitativa, o sin más exigencia que, en su 
caso, el abono de una contraprestación.

TÍTULO II
Principios de protección de datos

CAPÍTULO I
Calidad de los datos

Artículo 8.  Principios relativos a la calidad de los datos.
1. Los datos de carácter personal deberán ser tratados de forma leal y lícita. Se prohíbe 

la recogida de datos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos.
2. Los datos de carácter personal sólo podrán ser recogidos para el cumplimiento de 

finalidades determinadas, explícitas y legítimas del responsable del tratamiento.
3. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse para 

finalidades incompatibles con aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos.
4. Sólo podrán ser objeto de tratamiento los datos que sean adecuados, pertinentes y no 

excesivos en relación con las finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que se 
hayan obtenido.

5. Los datos de carácter personal serán exactos y puestos al día de forma que 
respondan con veracidad a la situación actual del afectado. Si los datos fueran recogidos 
directamente del afectado, se considerarán exactos los facilitados por éste.

Si los datos de carácter personal sometidos a tratamiento resultaran ser inexactos, en 
todo o en parte, o incompletos, serán cancelados y sustituidos de oficio por los 
correspondientes datos rectificados o completados en el plazo de diez días desde que se 
tuviese conocimiento de la inexactitud, salvo que la legislación aplicable al fichero establezca 
un procedimiento o un plazo específico para ello.

Cuando los datos hubieran sido comunicados previamente, el responsable del fichero o 
tratamiento deberá notificar al cesionario, en el plazo de diez días, la rectificación o 
cancelación efectuada, siempre que el cesionario sea conocido.

En el plazo de diez días desde la recepción de la notificación, el cesionario que 
mantuviera el tratamiento de los datos, deberá proceder a la rectificación y cancelación 
notificada.

Esta actualización de los datos de carácter personal no requerirá comunicación alguna al 
interesado, sin perjuicio del ejercicio de los derechos por parte de los interesados 
reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de las facultades que a los 
afectados reconoce el título III de este reglamento.

6. Los datos de carácter personal serán cancelados cuando hayan dejado de ser 
necesarios o pertinentes para la finalidad para la cual hubieran sido recabados o registrados.
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No obstante, podrán conservarse durante el tiempo en que pueda exigirse algún tipo de 
responsabilidad derivada de una relación u obligación jurídica o de la ejecución de un 
contrato o de la aplicación de medidas precontractuales solicitadas por el interesado.

Una vez cumplido el período al que se refieren los párrafos anteriores, los datos sólo 
podrán ser conservados previa disociación de los mismos, sin perjuicio de la obligación de 
bloqueo prevista en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente 
reglamento.

7. Los datos de carácter personal serán tratados de forma que permitan el ejercicio del 
derecho de acceso, en tanto no proceda su cancelación.

Artículo 9.  Tratamiento con fines estadísticos, históricos o científicos.
1. No se considerará incompatible, a los efectos previstos en el apartado 3 del artículo 

anterior, el tratamiento de los datos de carácter personal con fines históricos, estadísticos o 
científicos.

Para la determinación de los fines a los que se refiere el párrafo anterior se estará a la 
legislación que en cada caso resulte aplicable y, en particular, a lo dispuesto en la Ley 
12/1989, de 9 de mayo, Reguladora de la función estadística pública, la Ley 16/1985, de 25 
junio, del Patrimonio histórico español y la Ley 13/1986, de 14 de abril de Fomento y 
coordinación general de la investigación científica y técnica, y sus respectivas disposiciones 
de desarrollo, así como a la normativa autonómica en estas materias.

2. Por vía de excepción a lo dispuesto en el apartado 6 del artículo anterior, la Agencia 
Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades de control de las 
comunidades autónomas podrán, previa solicitud del responsable del tratamiento y conforme 
al procedimiento establecido en la sección segunda del capítulo VII del título IX del presente 
reglamento, acordar el mantenimiento íntegro de determinados datos, atendidos sus valores 
históricos, estadísticos o científicos de acuerdo con las normas a las que se refiere el 
apartado anterior.

Artículo 10.  Supuestos que legitiman el tratamiento o cesión de los datos.
1. Los datos de carácter personal únicamente podrán ser objeto de tratamiento o cesión 

si el interesado hubiera prestado previamente su consentimiento para ello.
2. No obstante, será posible el tratamiento o la cesión de los datos de carácter personal 

sin necesidad del consentimiento del interesado cuando:
a) Lo autorice una norma con rango de ley o una norma de derecho comunitario y, en 

particular, cuando concurra uno de los supuestos siguientes:
El tratamiento o la cesión tengan por objeto la satisfacción de un interés legítimo del 

responsable del tratamiento o del cesionario amparado por dichas normas, siempre que no 
prevalezca el interés o los derechos y libertades fundamentales de los interesados previstos 
en el artículo 1 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

El tratamiento o la cesión de los datos sean necesarios para que el responsable del 
tratamiento cumpla un deber que le imponga una de dichas normas.

b) (Anulado)
3. Los datos de carácter personal podrán tratarse sin necesidad del consentimiento del 

interesado cuando:
a) Se recojan para el ejercicio de las funciones propias de las Administraciones públicas 

en el ámbito de las competencias que les atribuya una norma con rango de ley o una norma 
de derecho comunitario.

b) Se recaben por el responsable del tratamiento con ocasión de la celebración de un 
contrato o precontrato o de la existencia de una relación negocial, laboral o administrativa de 
la que sea parte el afectado y sean necesarios para su mantenimiento o cumplimiento.

c) El tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un interés vital del interesado 
en los términos del apartado 6 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

4. Será posible la cesión de los datos de carácter personal sin contar con el 
consentimiento del interesado cuando:
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a) La cesión responda a la libre y legítima aceptación de una relación jurídica cuyo 
desarrollo, cumplimiento y control comporte la comunicación de los datos. En este caso la 
comunicación sólo será legítima en cuanto se limite a la finalidad que la justifique.

b) La comunicación que deba efectuarse tenga por destinatario al Defensor del Pueblo, 
el Ministerio Fiscal o los Jueces o Tribunales o el Tribunal de Cuentas o a las instituciones 
autonómicas con funciones análogas al Defensor del Pueblo o al Tribunal de Cuentas y se 
realice en el ámbito de las funciones que la ley les atribuya expresamente.

c) La cesión entre Administraciones públicas cuando concurra uno de los siguientes 
supuestos:

Tenga por objeto el tratamiento de los datos con fines históricos, estadísticos o 
científicos.

Los datos de carácter personal hayan sido recogidos o elaborados por una 
Administración pública con destino a otra.

La comunicación se realice para el ejercicio de competencias idénticas o que versen 
sobre las mismas materias.

5. Los datos especialmente protegidos podrán tratarse y cederse en los términos 
previstos en los artículos 7 y 8 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

En particular, no será necesario el consentimiento del interesado para la comunicación 
de datos personales sobre la salud, incluso a través de medios electrónicos, entre 
organismos, centros y servicios del Sistema Nacional de Salud cuando se realice para la 
atención sanitaria de las personas, conforme a lo dispuesto en el Capítulo V de la Ley 
16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.

Artículo 11.  Verificación de datos en solicitudes formuladas a las Administraciones públicas.
(Anulado)

CAPÍTULO II
Consentimiento para el tratamiento de los datos y deber de información

Sección 1.ª Obtención del consentimiento del afectado

Artículo 12.  Principios generales.
1. El responsable del tratamiento deberá obtener el consentimiento del interesado para el 

tratamiento de sus datos de carácter personal salvo en aquellos supuestos en que el mismo 
no sea exigible con arreglo a lo dispuesto en las leyes.

La solicitud del consentimiento deberá ir referida a un tratamiento o serie de tratamientos 
concretos, con delimitación de la finalidad para los que se recaba, así como de las restantes 
condiciones que concurran en el tratamiento o serie de tratamientos.

2. Cuando se solicite el consentimiento del afectado para la cesión de sus datos, éste 
deberá ser informado de forma que conozca inequívocamente la finalidad a la que se 
destinarán los datos respecto de cuya comunicación se solicita el consentimiento y el tipo de 
actividad desarrollada por el cesionario. En caso contrario, el consentimiento será nulo.

3. Corresponderá al responsable del tratamiento la prueba de la existencia del 
consentimiento del afectado por cualquier medio de prueba admisible en derecho.

Artículo 13.  Consentimiento para el tratamiento de datos de menores de edad.
1. Podrá procederse al tratamiento de los datos de los mayores de catorce años con su 

consentimiento, salvo en aquellos casos en los que la Ley exija para su prestación la 
asistencia de los titulares de la patria potestad o tutela. En el caso de los menores de catorce 
años se requerirá el consentimiento de los padres o tutores.

2. En ningún caso podrán recabarse del menor datos que permitan obtener información 
sobre los demás miembros del grupo familiar, o sobre las características del mismo, como 
los datos relativos a la actividad profesional de los progenitores, información económica, 
datos sociológicos o cualesquiera otros, sin el consentimiento de los titulares de tales datos. 
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No obstante, podrán recabarse los datos de identidad y dirección del padre, madre o tutor 
con la única finalidad de recabar la autorización prevista en el apartado anterior.

3. Cuando el tratamiento se refiera a datos de menores de edad, la información dirigida a 
los mismos deberá expresarse en un lenguaje que sea fácilmente comprensible por aquéllos, 
con expresa indicación de lo dispuesto en este artículo.

4. Corresponderá al responsable del fichero o tratamiento articular los procedimientos 
que garanticen que se ha comprobado de modo efectivo la edad del menor y la autenticidad 
del consentimiento prestado en su caso, por los padres, tutores o representantes legales.

Artículo 14.  Forma de recabar el consentimiento.
1. El responsable del tratamiento podrá solicitar el consentimiento del interesado a través 

del procedimiento establecido en este artículo, salvo cuando la Ley exija al mismo la 
obtención del consentimiento expreso para el tratamiento de los datos.

2. El responsable podrá dirigirse al afectado, informándole en los términos previstos en 
los artículos 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre y 12.2 de este reglamento y 
deberá concederle un plazo de treinta días para manifestar su negativa al tratamiento, 
advirtiéndole de que en caso de no pronunciarse a tal efecto se entenderá que consiente el 
tratamiento de sus datos de carácter personal.

En particular, cuando se trate de responsables que presten al afectado un servicio que 
genere información periódica o reiterada, o facturación periódica, la comunicación podrá 
llevarse a cabo de forma conjunta a esta información o a la facturación del servicio prestado, 
siempre que se realice de forma claramente visible.

3. En todo caso, será necesario que el responsable del tratamiento pueda conocer si la 
comunicación ha sido objeto de devolución por cualquier causa, en cuyo caso no podrá 
proceder al tratamiento de los datos referidos a ese interesado.

4. Deberá facilitarse al interesado un medio sencillo y gratuito para manifestar su 
negativa al tratamiento de los datos. En particular, se considerará ajustado al presente 
reglamento los procedimientos en el que tal negativa pueda efectuarse, entre otros, 
mediante un envío prefranqueado al responsable del tratamiento, la llamada a un número 
telefónico gratuito o a los servicios de atención al público que el mismo hubiera establecido.

5. Cuando se solicite el consentimiento del interesado a través del procedimiento 
establecido en este artículo, no será posible solicitarlo nuevamente respecto de los mismos 
tratamientos y para las mismas finalidades en el plazo de un año a contar de la fecha de la 
anterior solicitud.

Artículo 15.  Solicitud del consentimiento en el marco de una relación contractual para fines 
no relacionados directamente con la misma.

Si el responsable del tratamiento solicitase el consentimiento del afectado durante el 
proceso de formación de un contrato para finalidades que no guarden relación directa con el 
mantenimiento, desarrollo o control de la relación contractual, deberá permitir al afectado 
que manifieste expresamente su negativa al tratamiento o comunicación de datos.

En particular, se entenderá cumplido tal deber cuando se permita al afectado la 
marcación de una casilla claramente visible y que no se encuentre ya marcada en el 
documento que se le entregue para la celebración del contrato o se establezca un 
procedimiento equivalente que le permita manifestar su negativa al tratamiento.

Artículo 16.  Tratamiento de datos de facturación y tráfico en servicios de comunicaciones 
electrónicas.

La solicitud del consentimiento para el tratamiento o cesión de los datos de tráfico, 
facturación y localización por parte de los sujetos obligados, o en su caso la revocación de 
aquél, según la legislación reguladora de las telecomunicaciones se someterá a lo 
establecido en su normativa específica y, en lo que no resulte contrario a la misma, a lo 
establecido en la presente sección.
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Artículo 17.  Revocación del consentimiento.
1. El afectado podrá revocar su consentimiento a través de un medio sencillo, gratuito y 

que no implique ingreso alguno para el responsable del fichero o tratamiento. En particular, 
se considerará ajustado al presente reglamento el procedimiento en el que tal negativa 
pueda efectuarse, entre otros, mediante un envío prefranqueado al responsable del 
tratamiento o la llamada a un número telefónico gratuito o a los servicios de atención al 
público que el mismo hubiera establecido.

No se considerarán conformes a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, los supuestos en que el responsable establezca como medio para que el 
interesado pueda manifestar su negativa al tratamiento el envío de cartas certificadas o 
envíos semejantes, la utilización de servicios de telecomunicaciones que implique una 
tarificación adicional al afectado o cualesquiera otros medios que impliquen un coste 
adicional al interesado.

2. El responsable cesará en el tratamiento de los datos en el plazo máximo de diez días 
a contar desde el de la recepción de la revocación del consentimiento, sin perjuicio de su 
obligación de bloquear los datos conforme a lo dispuesto en el artículo 16.3 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

3. Cuando el interesado hubiera solicitado del responsable del tratamiento la 
confirmación del cese en el tratamiento de sus datos, éste deberá responder expresamente 
a la solicitud.

4. Si los datos hubieran sido cedidos previamente, el responsable del tratamiento, una 
vez revocado el consentimiento, deberá comunicarlo a los cesionarios, en el plazo previsto 
en el apartado 2, para que éstos, cesen en el tratamiento de los datos en caso de que aún lo 
mantuvieran, conforme al artículo 16.4 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Sección 2.ª Deber de información al interesado

Artículo 18.  Acreditación del cumplimiento del deber de información.
(Anulado)

Artículo 19.  Supuestos especiales.
En los supuestos en que se produzca una modificación del responsable del fichero como 

consecuencia de una operación de fusión, escisión, cesión global de activos y pasivos, 
aportación o transmisión de negocio o rama de actividad empresarial, o cualquier operación 
de reestructuración societaria de análoga naturaleza, contemplada por la normativa 
mercantil, no se producirá cesión de datos, sin perjuicio del cumplimiento por el responsable 
de lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

CAPÍTULO III
Encargado del tratamiento

Artículo 20.  Relaciones entre el responsable y el encargado del tratamiento.
1. El acceso a los datos por parte de un encargado del tratamiento que resulte necesario 

para la prestación de un servicio al responsable no se considerará comunicación de datos, 
siempre y cuando se cumpla lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre 
y en el presente capítulo.

El servicio prestado por el encargado del tratamiento podrá tener o no carácter 
remunerado y ser temporal o indefinido.

No obstante, se considerará que existe comunicación de datos cuando el acceso tenga 
por objeto el establecimiento de un nuevo vínculo entre quien accede a los datos y el 
afectado.

2. Cuando el responsable del tratamiento contrate la prestación de un servicio que 
comporte un tratamiento de datos personales sometido a lo dispuesto en este capítulo 
deberá velar por que el encargado del tratamiento reúna las garantías para el cumplimiento 
de lo dispuesto en este Reglamento.
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3. En el caso de que el encargado del tratamiento destine los datos a otra finalidad, los 
comunique o los utilice incumpliendo las estipulaciones del contrato al que se refiere el 
apartado 2 del artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, será 
considerado, también, responsable del tratamiento, respondiendo de las infracciones en que 
hubiera incurrido personalmente.

No obstante, el encargado del tratamiento no incurrirá en responsabilidad cuando, previa 
indicación expresa del responsable, comunique los datos a un tercero designado por aquél, 
al que hubiera encomendado la prestación de un servicio conforme a lo previsto en el 
presente capítulo.

Artículo 21.  Posibilidad de subcontratación de los servicios.
1. El encargado del tratamiento no podrá subcontratar con un tercero la realización de 

ningún tratamiento que le hubiera encomendado el responsable del tratamiento, salvo que 
hubiera obtenido de éste autorización para ello. En este caso, la contratación se efectuará 
siempre en nombre y por cuenta del responsable del tratamiento.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, será posible la subcontratación sin 
necesidad de autorización siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que se especifiquen en el contrato los servicios que puedan ser objeto de 
subcontratación y, si ello fuera posible, la empresa con la que se vaya a subcontratar.

Cuando no se identificase en el contrato la empresa con la que se vaya a subcontratar, 
será preciso que el encargado del tratamiento comunique al responsable los datos que la 
identifiquen antes de proceder a la subcontratación.

b) Que el tratamiento de datos de carácter personal por parte del subcontratista se ajuste 
a las instrucciones del responsable del fichero.

c) Que el encargado del tratamiento y la empresa subcontratista formalicen el contrato, 
en los términos previstos en el artículo anterior.

En este caso, el subcontratista será considerado encargado del tratamiento, siéndole de 
aplicación lo previsto en el artículo 20.3 de este reglamento.

3. Si durante la prestación del servicio resultase necesario subcontratar una parte del 
mismo y dicha circunstancia no hubiera sido prevista en el contrato, deberán someterse al 
responsable del tratamiento los extremos señalados en el apartado anterior.

Artículo 22.  Conservación de los datos por el encargado del tratamiento.
1. Una vez cumplida la prestación contractual, los datos de carácter personal deberán 

ser destruidos o devueltos al responsable del tratamiento o al encargado que éste hubiese 
designado, al igual que cualquier soporte o documentos en que conste algún dato de 
carácter personal objeto del tratamiento.

No procederá la destrucción de los datos cuando exista una previsión legal que exija su 
conservación, en cuyo caso deberá procederse a la devolución de los mismos garantizando 
el responsable del fichero dicha conservación.

2. El encargado del tratamiento conservará, debidamente bloqueados, los datos en tanto 
pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el responsable del tratamiento.

TÍTULO III
Derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 23.  Carácter personalísimo.
1. Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición son personalísimos y 

serán ejercidos por el afectado.
2. Tales derechos se ejercitarán:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 11  Reglamento de la Ley Orgánica de protección de datos de carácter personal

– 228 –



a) Por el afectado, acreditando su identidad, del modo previsto en el artículo siguiente.
b) Cuando el afectado se encuentre en situación de incapacidad o minoría de edad que 

le imposibilite el ejercicio personal de estos derechos, podrán ejercitarse por su 
representante legal, en cuyo caso será necesario que acredite tal condición.

c) Los derechos también podrán ejercitarse a través de representante voluntario, 
expresamente designado para el ejercicio del derecho. En ese caso, deberá constar 
claramente acreditada la identidad del representado, mediante la aportación de copia de su 
Documento Nacional de Identidad o documento equivalente, y la representación conferida 
por aquél.

Cuando el responsable del fichero sea un órgano de las Administraciones públicas o de 
la Administración de Justicia, podrá acreditarse la representación por cualquier medio válido 
en derecho que deje constancia fidedigna, o mediante declaración en comparecencia 
personal del interesado.

3. Los derechos serán denegados cuando la solicitud sea formulada por persona distinta 
del afectado y no se acreditase que la misma actúa en representación de aquél.

Artículo 24.  Condiciones generales para el ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición.

1. Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición son derechos 
independientes, de tal forma que no puede entenderse que el ejercicio de ninguno de ellos 
sea requisito previo para el ejercicio de otro.

2. Deberá concederse al interesado un medio sencillo y gratuito para el ejercicio de los 
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.

3. El ejercicio por el afectado de sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición será gratuito y en ningún caso podrá suponer un ingreso adicional para el 
responsable del tratamiento ante el que se ejercitan.

No se considerarán conformes a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, y en el presente Reglamento los supuestos en que el responsable del tratamiento 
establezca como medio para que el interesado pueda ejercitar sus derechos el envío de 
cartas certificadas o semejantes, la utilización de servicios de telecomunicaciones que 
implique una tarificación adicional al afectado o cualesquiera otros medios que impliquen un 
coste excesivo para el interesado.

4. Cuando el responsable del fichero o tratamiento disponga de servicios de cualquier 
índole para la atención a su público o el ejercicio de reclamaciones relacionadas con el 
servicio prestado o los productos ofertados al mismo, podrá concederse la posibilidad al 
afectado de ejercer sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición a través 
de dichos servicios. En tal caso, la identidad del interesado se considerará acreditada por los 
medios establecidos para la identificación de los clientes del responsable en la prestación de 
sus servicios o contratación de sus productos.

5. El responsable del fichero o tratamiento deberá atender la solicitud de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición ejercida por el afectado aún cuando el mismo no 
hubiese utilizado el procedimiento establecido específicamente al efecto por aquél, siempre 
que el interesado haya utilizado un medio que permita acreditar el envío y la recepción de la 
solicitud, y que ésta contenga los elementos referidos en el párrafo 1 del artículo siguiente.

Artículo 25.  Procedimiento.
1. Salvo en el supuesto referido en el párrafo 4 del artículo anterior, el ejercicio de los 

derechos deberá llevarse a cabo mediante comunicación dirigida al responsable del fichero, 
que contendrá:

a) Nombre y apellidos del interesado; fotocopia de su documento nacional de identidad, 
o de su pasaporte u otro documento válido que lo identifique y, en su caso, de la persona 
que lo represente, o instrumentos electrónicos equivalentes; así como el documento o 
instrumento electrónico acreditativo de tal representación. La utilización de firma electrónica 
identificativa del afectado eximirá de la presentación de las fotocopias del DNI o documento 
equivalente.
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El párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de la normativa específica aplicable a la 
comprobación de datos de identidad por las Administraciones Públicas en los procedimientos 
administrativos.

b) Petición en que se concreta la solicitud.
c) Dirección a efectos de notificaciones, fecha y firma del solicitante.
d) Documentos acreditativos de la petición que formula, en su caso.
2. El responsable del tratamiento deberá contestar la solicitud que se le dirija en todo 

caso, con independencia de que figuren o no datos personales del afectado en sus ficheros.
3. En el caso de que la solicitud no reúna los requisitos especificados en el apartado 

primero, el responsable del fichero deberá solicitar la subsanación de los mismos.
4. La respuesta deberá ser conforme con los requisitos previstos para cada caso en el 

presente título.
5. Corresponderá al responsable del tratamiento la prueba del cumplimiento del deber de 

respuesta al que se refiere el apartado 2, debiendo conservar la acreditación del 
cumplimiento del mencionado deber.

6. El responsable del fichero deberá adoptar las medidas oportunas para garantizar que 
las personas de su organización que tienen acceso a datos de carácter personal puedan 
informar del procedimiento a seguir por el afectado para el ejercicio de sus derechos.

7. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición podrá 
modularse por razones de seguridad pública en los casos y con el alcance previsto en las 
Leyes.

8. Cuando las leyes aplicables a determinados ficheros concretos establezcan un 
procedimiento especial para la rectificación o cancelación de los datos contenidos en los 
mismos, se estará a lo dispuesto en aquéllas.

Artículo 26.  Ejercicio de los derechos ante un encargado del tratamiento.
Cuando los afectados ejercitasen sus derechos ante un encargado del tratamiento y 

solicitasen el ejercicio de su derecho ante el mismo, el encargado deberá dar traslado de la 
solicitud al responsable, a fin de que por el mismo se resuelva, a menos que en la relación 
existente con el responsable del tratamiento se prevea precisamente que el encargado 
atenderá, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio por los afectados de sus 
derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición.

CAPÍTULO II
Derecho de acceso

Artículo 27.  Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso es el derecho del afectado a obtener información sobre si sus 

propios datos de carácter personal están siendo objeto de tratamiento, la finalidad del 
tratamiento que, en su caso, se esté realizando, así como la información disponible sobre el 
origen de dichos datos y las comunicaciones realizadas o previstas de los mismos.

2. En virtud del derecho de acceso el afectado podrá obtener del responsable del 
tratamiento información relativa a datos concretos, a datos incluidos en un determinado 
fichero, o a la totalidad de sus datos sometidos a tratamiento.

No obstante, cuando razones de especial complejidad lo justifiquen, el responsable del 
fichero podrá solicitar del afectado la especificación de los ficheros respecto de los cuales 
quiera ejercitar el derecho de acceso, a cuyo efecto deberá facilitarle una relación de todos 
ellos.

3. El derecho de acceso es independiente del que otorgan a los afectados las leyes 
especiales y en particular la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 28.  Ejercicio del derecho de acceso.
1. Al ejercitar el derecho de acceso, el afectado podrá optar por recibir la información a 

través de uno o varios de los siguientes sistemas de consulta del fichero:
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a) Visualización en pantalla.
b) Escrito, copia o fotocopia remitida por correo, certificado o no.
c) Telecopia.
d) Correo electrónico u otros sistemas de comunicaciones electrónicas.
e) Cualquier otro sistema que sea adecuado a la configuración o implantación material 

del fichero o a la naturaleza del tratamiento, ofrecido por el responsable.
2. Los sistemas de consulta del fichero previstos en el apartado anterior podrán 

restringirse en función de la configuración o implantación material del fichero o de la 
naturaleza del tratamiento, siempre que el que se ofrezca al afectado sea gratuito y asegure 
la comunicación escrita si éste así lo exige.

3. El responsable del fichero deberá cumplir al facilitar el acceso lo establecido en el 
Título VIII de este Reglamento.

Si tal responsable ofreciera un determinado sistema para hacer efectivo el derecho de 
acceso y el afectado lo rechazase, aquél no responderá por los posibles riesgos que para la 
seguridad de la información pudieran derivarse de la elección.

Del mismo modo, si el responsable ofreciera un procedimiento para hacer efectivo el 
derecho de acceso y el afectado exigiese que el mismo se materializase a través de un 
procedimiento que implique un coste desproporcionado, surtiendo el mismo efecto y 
garantizando la misma seguridad el procedimiento ofrecido por el responsable, serán de 
cuenta del afectado los gastos derivados de su elección.

Artículo 29.  Otorgamiento del acceso.
1. El responsable del fichero resolverá sobre la solicitud de acceso en el plazo máximo 

de un mes a contar desde la recepción de la solicitud. Transcurrido el plazo sin que de forma 
expresa se responda a la petición de acceso, el interesado podrá interponer la reclamación 
prevista en el artículo 18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

En el caso de que no disponga de datos de carácter personal de los afectados deberá 
igualmente comunicárselo en el mismo plazo.

2. Si la solicitud fuera estimada y el responsable no acompañase a su comunicación la 
información a la que se refiere el artículo 27.1, el acceso se hará efectivo durante los diez 
días siguientes a dicha comunicación.

3. La información que se proporcione, cualquiera que sea el soporte en que fuere 
facilitada, se dará en forma legible e inteligible, sin utilizar claves o códigos que requieran el 
uso de dispositivos mecánicos específicos.

Dicha información comprenderá todos los datos de base del afectado, los resultantes de 
cualquier elaboración o proceso informático, así como la información disponible sobre el 
origen de los datos, los cesionarios de los mismos y la especificación de los concretos usos 
y finalidades para los que se almacenaron los datos.

Artículo 30.  Denegación del acceso.
1. El responsable del fichero o tratamiento podrá denegar el acceso a los datos de 

carácter personal cuando el derecho ya se haya ejercitado en los doce meses anteriores a la 
solicitud, salvo que se acredite un interés legítimo al efecto.

2. Podrá también denegarse el acceso en los supuestos en que así lo prevea una Ley o 
una norma de derecho comunitario de aplicación directa o cuando éstas impidan al 
responsable del tratamiento revelar a los afectados el tratamiento de los datos a los que se 
refiera el acceso.

3. En todo caso, el responsable del fichero informará al afectado de su derecho a 
recabar la tutela de la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, de las 
autoridades de control de las comunidades autónomas, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.
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CAPÍTULO III
Derechos de rectificación y cancelación

Artículo 31.  Derechos de rectificación y cancelación.
1. El derecho de rectificación es el derecho del afectado a que se modifiquen los datos 

que resulten ser inexactos o incompletos.
2. El ejercicio del derecho de cancelación dará lugar a que se supriman los datos que 

resulten ser inadecuados o excesivos, sin perjuicio del deber de bloqueo conforme a este 
reglamento.

En los supuestos en que el interesado invoque el ejercicio del derecho de cancelación 
para revocar el consentimiento previamente prestado, se estará a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre y en el presente reglamento.

Artículo 32.  Ejercicio de los derechos de rectificación y cancelación.
1. La solicitud de rectificación deberá indicar a qué datos se refiere y la corrección que 

haya de realizarse y deberá ir acompañada de la documentación justificativa de lo solicitado.
En la solicitud de cancelación, el interesado deberá indicar a qué datos se refiere, 

aportando al efecto la documentación que lo justifique, en su caso.
2. El responsable del fichero resolverá sobre la solicitud de rectificación o cancelación en 

el plazo máximo de diez días a contar desde la recepción de la solicitud. Transcurrido el 
plazo sin que de forma expresa se responda a la petición, el interesado podrá interponer la 
reclamación prevista en el artículo 18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

En el caso de que no disponga de datos de carácter personal del afectado deberá 
igualmente comunicárselo en el mismo plazo.

3. Si los datos rectificados o cancelados hubieran sido cedidos previamente, el 
responsable del fichero deberá comunicar la rectificación o cancelación efectuada al 
cesionario, en idéntico plazo, para que éste, también en el plazo de diez días contados 
desde la recepción de dicha comunicación, proceda, asimismo, a rectificar o cancelar los 
datos.

La rectificación o cancelación efectuada por el cesionario no requerirá comunicación 
alguna al interesado, sin perjuicio del ejercicio de los derechos por parte de los interesados 
reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Artículo 33.  Denegación de los derechos de rectificación y cancelación.
1. La cancelación no procederá cuando los datos de carácter personal deban ser 

conservados durante los plazos previstos en las disposiciones aplicables o, en su caso, en 
las relaciones contractuales entre la persona o entidad responsable del tratamiento y el 
interesado que justificaron el tratamiento de los datos.

2. Podrá también denegarse los derechos de rectificación o cancelación en los 
supuestos en que así lo prevea una ley o una norma de derecho comunitario de aplicación 
directa o cuando éstas impidan al responsable del tratamiento revelar a los afectados el 
tratamiento de los datos a los que se refiera el acceso.

3. En todo caso, el responsable del fichero informará al afectado de su derecho a 
recabar la tutela de la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, de las 
autoridades de control de las Comunidades Autónomas, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

CAPÍTULO IV
Derecho de oposición

Artículo 34.  Derecho de oposición.
El derecho de oposición es el derecho del afectado a que no se lleve a cabo el 

tratamiento de sus datos de carácter personal o se cese en el mismo en los siguientes 
supuestos:
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a) Cuando no sea necesario su consentimiento para el tratamiento, como consecuencia 
de la concurrencia de un motivo legítimo y fundado, referido a su concreta situación 
personal, que lo justifique, siempre que una Ley no disponga lo contrario.

b) Cuando se trate de ficheros que tengan por finalidad la realización de actividades de 
publicidad y prospección comercial, en los términos previstos en el artículo 51 de este 
reglamento, cualquiera que sea la empresa responsable de su creación.

c) Cuando el tratamiento tenga por finalidad la adopción de una decisión referida al 
afectado y basada únicamente en un tratamiento automatizado de sus datos de carácter 
personal, en los términos previstos en el artículo 36 de este reglamento.

Artículo 35.  Ejercicio del derecho de oposición.
1. El derecho de oposición se ejercitará mediante solicitud dirigida al responsable del 

tratamiento.
Cuando la oposición se realice con base en la letra a) del artículo anterior, en la solicitud 

deberán hacerse constar los motivos fundados y legítimos, relativos a una concreta situación 
personal del afectado, que justifican el ejercicio de este derecho.

2. El responsable del fichero resolverá sobre la solicitud de oposición en el plazo máximo 
de diez días a contar desde la recepción de la solicitud. Transcurrido el plazo sin que de 
forma expresa se responda a la petición, el interesado podrá interponer la reclamación 
prevista en el artículo 18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

En el caso de que no disponga de datos de carácter personal de los afectados deberá 
igualmente comunicárselo en el mismo plazo.

3. El responsable del fichero o tratamiento deberá excluir del tratamiento los datos 
relativos al afectado que ejercite su derecho de oposición o denegar motivadamente la 
solicitud del interesado en el plazo previsto en el apartado 2 de este artículo.

Artículo 36.  Derecho de oposición a las decisiones basadas únicamente en un tratamiento 
automatizado de datos.

1. Los interesados tienen derecho a no verse sometidos a una decisión con efectos 
jurídicos sobre ellos o que les afecte de manera significativa, que se base únicamente en un 
tratamiento automatizado de datos destinado a evaluar determinados aspectos de su 
personalidad, tales como su rendimiento laboral, crédito, fiabilidad o conducta.

2. No obstante, los afectados podrán verse sometidos a una de las decisiones 
contempladas en el apartado 1 cuando dicha decisión:

a) Se haya adoptado en el marco de la celebración o ejecución de un contrato a petición 
del interesado, siempre que se le otorgue la posibilidad de alegar lo que estimara pertinente, 
a fin de defender su derecho o interés. En todo caso, el responsable del fichero deberá 
informar previamente al afectado, de forma clara y precisa, de que se adoptarán decisiones 
con las características señaladas en el apartado 1 y cancelará los datos en caso de que no 
llegue a celebrarse finalmente el contrato.

b) Esté autorizada por una norma con rango de Ley que establezca medidas que 
garanticen el interés legítimo del interesado.

TÍTULO IV
Disposiciones aplicables a determinados ficheros de titularidad privada

CAPÍTULO I
Ficheros de información sobre solvencia patrimonial y crédito

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 37.  Régimen aplicable.
1. El tratamiento de datos de carácter personal sobre solvencia patrimonial y crédito, 

previsto en el apartado 1 del artículo 29 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, se 
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someterá a lo establecido, con carácter general, en dicha ley orgánica y en el presente 
reglamento.

2. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición en el 
caso de los ficheros a que se refiere el apartado anterior, se rige por lo dispuesto en los 
capítulos I a IV del título III del presente reglamento, con los siguientes criterios:

a) Cuando la petición de ejercicio de los derechos se dirigiera al responsable del fichero, 
éste estará obligado a satisfacer, en cualquier caso, dichos derechos.

b) Si la petición se dirigiera a las personas y entidades a las que se presta el servicio, 
éstas únicamente deberán comunicar al afectado aquellos datos relativos al mismo que les 
hayan sido comunicados y a facilitar la identidad del responsable para que, en su caso, 
puedan ejercitar sus derechos ante el mismo.

3. De conformidad con el apartado 2 del artículo 29 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, también podrán tratarse los datos de carácter personal relativos al 
cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias facilitados por el acreedor o por 
quien actúe por su cuenta o interés.

Estos datos deberán conservarse en ficheros creados con la exclusiva finalidad de 
facilitar información crediticia del afectado y su tratamiento se regirá por lo dispuesto en el 
presente reglamento y, en particular, por las previsiones contenidas en la sección segunda 
de este capítulo.

Sección 2.ª Tratamiento de datos relativos al cumplimiento o incumplimiento de 
obligaciones dinerarias facilitados por el acreedor o por quien actúe por su 

cuenta o interés

Artículo 38.  Requisitos para la inclusión de los datos.
1. Sólo será posible la inclusión en estos ficheros de datos de carácter personal que 

sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica del afectado, siempre que 
concurran los siguientes requisitos:

a) Existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que haya resultado impagada 
y respecto de la cual no se haya entablado reclamación judicial, arbitral o 
administrativa, o tratándose de servicios financieros, no se haya planteado una 
reclamación en los términos previstos en el Reglamento de los Comisionados para la 
defensa del cliente de servicios financieros, aprobado por Real Decreto 303/2004, de 
20 de febrero.

Téngase en cuenta que se anula el inciso destacado de la letra a) del apartado 1 por 
Sentencias del TS de 15 de julio de 2010. Ref. BOE-A-2010-16299 y Ref. BOE-A-2010-16301

b) Que no hayan transcurrido seis años desde la fecha en que hubo de procederse al 
pago de la deuda o del vencimiento de la obligación o del plazo concreto si aquélla fuera de 
vencimiento periódico.

c) Requerimiento previo de pago a quien corresponda el cumplimiento de la obligación.
2. (Anulado)
3. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés estará obligado a conservar a 

disposición del responsable del fichero común y de la Agencia Española de Protección de 
Datos documentación suficiente que acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos 
en este artículo y del requerimiento previo al que se refiere el artículo siguiente.

Artículo 39.  Información previa a la inclusión.
El acreedor deberá informar al deudor, en el momento en que se celebre el contrato y, en 

todo caso, al tiempo de efectuar el requerimiento al que se refiere la letra c) del apartado 1 
del artículo anterior, que en caso de no producirse el pago en el término previsto para ello y 
cumplirse los requisitos previstos en el citado artículo, los datos relativos al impago podrán 
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ser comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones 
dinerarias.

Artículo 40.  Notificación de inclusión.
1. El responsable del fichero común deberá notificar a los interesados respecto de los 

que hayan registrado datos de carácter personal, en el plazo de treinta días desde dicho 
registro, una referencia de los que hubiesen sido incluidos, informándole asimismo de la 
posibilidad de ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, en los 
términos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

2. Se efectuará una notificación por cada deuda concreta y determinada con 
independencia de que ésta se tenga con el mismo o con distintos acreedores.

3. La notificación deberá efectuarse a través de un medio fiable, auditable e 
independiente de la entidad notificante, que la permita acreditar la efectiva realización de los 
envíos.

4. En todo caso, será necesario que el responsable del fichero pueda conocer si la 
notificación ha sido objeto de devolución por cualquier causa, en cuyo caso no podrá 
proceder al tratamiento de los datos referidos a ese interesado.

No se entenderán suficientes para que no se pueda proceder al tratamiento de los datos 
referidos a un interesado las devoluciones en las que el destinatario haya rehusado recibir el 
envío.

5. Si la notificación de inclusión fuera devuelta, el responsable del fichero común 
comprobará con la entidad acreedora que la dirección utilizada para efectuar esta 
notificación se corresponde con la contractualmente pactada con el cliente a efectos de 
comunicaciones y no procederá al tratamiento de los datos si la mencionada entidad no 
confirma la exactitud de este dato.

Artículo 41.  Conservación de los datos.
1. Sólo podrán ser objeto de tratamiento los datos que respondan con veracidad a la 

situación de la deuda en cada momento concreto.
El pago o cumplimiento de la deuda determinará la cancelación inmediata de todo dato 

relativo a la misma.
2. En los restantes supuestos, los datos deberán ser cancelados cuando se hubieran 

cumplido seis años contados a partir del vencimiento de la obligación o del plazo concreto si 
aquélla fuera de vencimiento periódico.

Artículo 42.  Acceso a la información contenida en el fichero.
1. Los datos contenidos en el fichero común sólo podrán ser consultados por terceros 

cuando precisen enjuiciar la solvencia económica del afectado. En particular, se considerará 
que concurre dicha circunstancia en los siguientes supuestos:

a) Que el afectado mantenga con el tercero algún tipo de relación contractual que aún no 
se encuentre vencida.

b) Que el afectado pretenda celebrar con el tercero un contrato que implique el pago 
aplazado del precio.

c) Que el afectado pretenda contratar con el tercero la prestación de un servicio de 
facturación periódica.

2. Los terceros deberán informar por escrito a las personas en las que concurran los 
supuestos contemplados en las letras b) y c) precedentes de su derecho a consultar el 
fichero.

En los supuestos de contratación telefónica de los productos o servicios a los que se 
refiere el párrafo anterior, la información podrá realizarse de forma no escrita, 
correspondiendo al tercero la prueba del cumplimiento del deber de informar.
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Artículo 43.  Responsabilidad.
1. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés deberá asegurarse que concurren 

todos los requisitos exigidos en los artículos 38 y 39 en el momento de notificar los datos 
adversos al responsable del fichero común.

2. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés será responsable de la inexistencia 
o inexactitud de los datos que hubiera facilitado para su inclusión en el fichero, en los 
términos previstos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Artículo 44.  Ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.
1. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición se rige 

por lo dispuesto en los capítulos I a IV del título III de este reglamento, sin perjuicio de lo 
señalado en el presente artículo.

2. Cuando el interesado ejercite su derecho de acceso en relación con la inclusión de 
sus datos en un fichero regulado por el artículo 29.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1.ª Si la solicitud se dirigiera al titular del fichero común, éste deberá comunicar al 
afectado todos los datos relativos al mismo que obren en el fichero.

En este caso, el titular del fichero común deberá, además de dar cumplimiento a lo 
establecido en el presente reglamento, facilitar las evaluaciones y apreciaciones que sobre el 
afectado se hayan comunicado en los últimos seis meses y el nombre y dirección de los 
cesionarios.

2.ª Si la solicitud se dirigiera a cualquier otra entidad participante en el sistema, deberá 
comunicar al afectado todos los datos relativos al mismo a los que ella pueda acceder, así 
como la identidad y dirección del titular del fichero común para que pueda completar el 
ejercicio de su derecho de acceso.

3. Cuando el interesado ejercite sus derechos de rectificación o cancelación en relación 
con la inclusión de sus datos en un fichero regulado por el artículo 29.2 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1.ª Si la solicitud se dirige al titular del fichero común, éste tomará las medidas oportunas 
para trasladar dicha solicitud a la entidad que haya facilitado los datos, para que ésta la 
resuelva. En el caso de que el responsable del fichero común no haya recibido contestación 
por parte de la entidad en el plazo de siete días, procederá a la rectificación o cancelación 
cautelar de los mismos.

2.ª Si la solicitud se dirige a quien haya facilitado los datos al fichero común procederá a 
la rectificación o cancelación de los mismos en sus ficheros y a notificarlo al titular del fichero 
común en el plazo de diez días, dando asimismo respuesta al interesado en los términos 
previstos en el artículo 33 de este reglamento.

3.ª Si la solicitud se dirige a otra entidad participante en el sistema, que no hubiera 
facilitado al fichero común los datos, dicha entidad informará al afectado sobre este hecho en 
el plazo máximo de diez días, proporcionándole, además, la identidad y dirección del titular 
del fichero común para, que en su caso, puedan ejercitar sus derechos ante el mismo.

CAPÍTULO II
Tratamientos para actividades de publicidad y prospección comercial

Artículo 45.  Datos susceptibles de tratamiento e información al interesado.
1. Quienes se dediquen a la recopilación de direcciones, reparto de documentos, 

publicidad, venta a distancia, prospección comercial y otras actividades análogas, así como 
quienes realicen estas actividades con el fin de comercializar sus propios productos o 
servicios o los de terceros, sólo podrán utilizar nombres y direcciones u otros datos de 
carácter personal cuando los mismos se encuentren en uno de los siguientes casos:

a) Figuren en alguna de las fuentes accesibles al público a las que se refiere la letra j) 
del artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre y el artículo 7 de este 
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reglamento y el interesado no haya manifestado su negativa u oposición a que sus datos 
sean objeto de tratamiento para las actividades descritas en este apartado.

b) Hayan sido facilitados por los propios interesados u obtenidos con su consentimiento 
para finalidades determinadas, explícitas y legítimas relacionadas con la actividad de 
publicidad o prospección comercial, habiéndose informado a los interesados sobre los 
sectores específicos y concretos de actividad respecto de los que podrá recibir información o 
publicidad.

2. Cuando los datos procedan de fuentes accesibles al público y se destinen a la 
actividad de publicidad o prospección comercial, deberá informarse al interesado en cada 
comunicación que se le dirija del origen de los datos y de la identidad del responsable del 
tratamiento así como de los derechos que le asisten, con indicación de ante quién podrán 
ejercitarse.

A tal efecto, el interesado deberá ser informado de que sus datos han sido obtenidos de 
fuentes accesibles al público y de la entidad de la que hubieran sido obtenidos.

Artículo 46.  Tratamiento de datos en campañas publicitarias.
1. Para que una entidad pueda realizar por sí misma una actividad publicitaria de sus 

productos o servicios entre sus clientes será preciso que el tratamiento se ampare en alguno 
de los supuestos contemplados en el artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre.

2. En caso de que una entidad contrate o encomiende a terceros la realización de una 
determinada campaña publicitaria de sus productos o servicios, encomendándole el 
tratamiento de determinados datos, se aplicarán las siguientes normas:

a) Cuando los parámetros identificativos de los destinatarios de la campaña sean fijados 
por la entidad que contrate la campaña, ésta será responsable del tratamiento de los datos.

b) Cuando los parámetros fueran determinados únicamente por la entidad o entidades 
contratadas, dichas entidades serán las responsable del tratamiento.

c) Cuando en la determinación de los parámetros intervengan ambas entidades, serán 
ambas responsables del tratamiento.

3. En el supuesto contemplado en el apartado anterior, la entidad que encargue la 
realización de la campaña publicitaria deberá adoptar las medidas necesarias para 
asegurarse de que la entidad contratada ha recabado los datos cumpliendo las exigencias 
establecidas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente reglamento.

4. A los efectos previstos en este artículo, se consideran parámetros identificativos de los 
destinatarios las variables utilizadas para identificar el público objetivo o destinatario de una 
campaña o promoción comercial de productos o servicios que permitan acotar los 
destinatarios individuales de la misma.

Artículo 47.  Depuración de datos personales.
Cuando dos o más responsables por sí mismos o mediante encargo a terceros 

pretendieran constatar sin consentimiento de los afectados, con fines de promoción o 
comercialización de sus productos o servicios y mediante un tratamiento cruzado de sus 
ficheros quiénes ostentan la condición de clientes de una u otra o de varios de ellos, el 
tratamiento así realizado constituirá una cesión o comunicación de datos.

Artículo 48.  Ficheros de exclusión del envío de comunicaciones comerciales.
Los responsables a los que el afectado haya manifestado su negativa a recibir publicidad 

podrán conservar los mínimos datos imprescindibles para identificarlo y adoptar las medidas 
necesarias que eviten el envío de publicidad.

Artículo 49.  Ficheros comunes de exclusión del envío de comunicaciones comerciales.
1. Será posible la creación de ficheros comunes, de carácter general o sectorial, en los 

que sean objeto de tratamiento los datos de carácter personal que resulten necesarios para 
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evitar el envío de comunicaciones comerciales a los interesados que manifiesten su negativa 
u oposición a recibir publicidad.

A tal efecto, los citados ficheros podrán contener los mínimos datos imprescindibles para 
identificar al afectado.

2. Cuando el afectado manifieste ante un concreto responsable su negativa u oposición a 
que sus datos sean tratados con fines de publicidad o prospección comercial, aquél deberá 
ser informado de la existencia de los ficheros comunes de exclusión generales o sectoriales, 
así como de la identidad de su responsable, su domicilio y la finalidad del tratamiento.

El afectado podrá solicitar su exclusión respecto de un fichero o tratamiento concreto o 
su inclusión en ficheros comunes de excluidos de carácter general o sectorial.

3. La entidad responsable del fichero común podrá tratar los datos de los interesados 
que hubieran manifestado su negativa u oposición al tratamiento de sus datos con fines de 
publicidad o prospección comercial, cumpliendo las restantes obligaciones establecidas en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente Reglamento.

4. Quienes pretendan efectuar un tratamiento relacionado con actividades de publicidad 
o prospección comercial deberán previamente consultar los ficheros comunes que pudieran 
afectar a su actuación, a fin de evitar que sean objeto de tratamiento los datos de los 
afectados que hubieran manifestado su oposición o negativa a ese tratamiento.

Artículo 50.  Derechos de acceso, rectificación y cancelación.
1. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación y cancelación en relación con los 

tratamientos vinculados a actividades de publicidad y prospección comercial se someterá a 
lo previsto en los capítulos I a IV del título III de este reglamento.

2. Si el derecho se ejercitase ante una entidad que hubiese encargado a un tercero la 
realización de una campaña publicitaria, aquélla estará obligada, en el plazo de diez días, 
desde la recepción de la comunicación de la solicitud de ejercicio de derechos del afectado, 
a comunicar la solicitud al responsable del fichero a fin de que el mismo otorgue al afectado 
su derecho en el plazo de diez días desde la recepción de la comunicación, dando cuenta de 
ello al afectado.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del deber impuesto a la 
entidad mencionada en el apartado anterior, en todo caso, por el párrafo segundo del artículo 
5.5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Artículo 51.  Derecho de oposición.
1. Los interesados tendrán derecho a oponerse, previa petición y sin gastos, al 

tratamiento de los datos que les conciernan, en cuyo caso serán dados de baja del 
tratamiento, cancelándose las informaciones que sobre ellos figuren en aquél, a su simple 
solicitud.

La oposición a la que se refiere el párrafo anterior deberá entenderse sin perjuicio del 
derecho del interesado a revocar cuando lo estimase oportuno el consentimiento que hubiera 
otorgado, en su caso, para el tratamiento de los datos.

2. A tal efecto, deberá concederse al interesado un medio sencillo y gratuito para 
oponerse al tratamiento. En particular, se considerará cumplido lo dispuesto en este precepto 
cuando los derechos puedan ejercitarse mediante la llamada a un número telefónico gratuito 
o la remisión de un correo electrónico.

3. Cuando el responsable del fichero o tratamiento disponga de servicios de cualquier 
índole para la atención a sus clientes o el ejercicio de reclamaciones relacionadas con el 
servicio prestado o los productos ofertados al mismo, deberá concederse la posibilidad al 
afectado de ejercer su oposición a través de dichos servicios.

No se considerarán conformes a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, los supuestos en que el responsable del tratamiento establezca como medio para 
que el interesado pueda ejercitar su oposición el envío de cartas certificadas o envíos 
semejantes, la utilización de servicios de telecomunicaciones que implique una tarificación 
adicional al afectado o cualesquiera otros medios que impliquen un coste excesivo para el 
interesado.

En todo caso, el ejercicio por el afectado de sus derechos no podrá suponer un ingreso 
adicional para el responsable del tratamiento ante el que se ejercitan.
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4. Si el derecho de oposición se ejercitase ante una entidad que hubiera encomendado a 
un tercero la realización de una campaña publicitaria, aquélla estará obligada, en el plazo de 
diez días, desde la recepción de la comunicación de la solicitud de ejercicio de derechos del 
afectado, a comunicar la solicitud al responsable del fichero a fin de que el mismo atienda el 
derecho del afectado en el plazo de diez días desde la recepción de la comunicación, dando 
cuenta de ello al afectado.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del deber impuesto a la 
entidad mencionada en el apartado anterior, en todo caso, por el párrafo segundo del artículo 
5.5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

TÍTULO V
Obligaciones previas al tratamiento de los datos

CAPÍTULO I
Creación, modificación o supresión de ficheros de titularidad pública

Artículo 52.  Disposición o Acuerdo de creación, modificación o supresión del fichero.
1. La creación, modificación o supresión de los ficheros de titularidad pública sólo podrá 

hacerse por medio de disposición general o acuerdo publicados en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente.

2. En todo caso, la disposición o acuerdo deberá dictarse y publicarse con carácter 
previo a la creación, modificación o supresión del fichero.

Artículo 53.  Forma de la disposición o acuerdo.
1. Cuando la disposición se refiera a los órganos de la Administración General del 

Estado o a las entidades u organismos vinculados o dependientes de la misma, deberá 
revestir la forma de orden ministerial o resolución del titular de la entidad u organismo 
correspondiente.

2. En el caso de los órganos constitucionales del Estado, se estará a lo que establezcan 
sus normas reguladoras.

3. En relación con los ficheros de los que sean responsables las comunidades 
autónomas, entidades locales y las entidades u organismos vinculados o dependientes de 
las mismas, las universidades públicas, así como los órganos de las comunidades 
autónomas con funciones análogas a los órganos constitucionales del Estado, se estará a su 
legislación específica.

4. La creación, modificación o supresión de los ficheros de los que sean responsables 
las corporaciones de derecho público y que se encuentren relacionados con el ejercicio por 
aquéllas de potestades de derecho público deberá efectuarse a través de acuerdo de sus 
órganos de gobierno, en los términos que establezcan sus respectivos Estatutos, debiendo 
ser igualmente objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente.

Artículo 54.  Contenido de la disposición o acuerdo.
1. La disposición o acuerdo de creación del fichero deberá contener los siguientes 

extremos:
a) La identificación del fichero o tratamiento, indicando su denominación, así como la 

descripción de su finalidad y usos previstos.
b) El origen de los datos, indicando el colectivo de personas sobre los que se pretende 

obtener datos de carácter personal o que resulten obligados a suministrarlos, el 
procedimiento de recogida de los datos y su procedencia.

c) La estructura básica del fichero mediante la descripción detallada de los datos 
identificativos, y en su caso, de los datos especialmente protegidos, así como de las 
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restantes categorías de datos de carácter personal incluidas en el mismo y el sistema de 
tratamiento utilizado en su organización.

d) Las comunicaciones de datos previstas, indicando en su caso, los destinatarios o 
categorías de destinatarios.

e) Las transferencias internacionales de datos previstas a terceros países, con 
indicación, en su caso, de los países de destino de los datos.

f) Los órganos responsables del fichero.
g) Los servicios o unidades ante los que pudiesen ejercitarse los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición.
h) El nivel básico, medio o alto de seguridad que resulte exigible, de acuerdo con lo 

establecido en el título VIII del presente reglamento.
2. La disposición o acuerdo de modificación del fichero deberá indicar las modificaciones 

producidas en cualquiera de los extremos a los que se refiere el apartado anterior.
3. En las disposiciones o acuerdos que se dicten para la supresión de los ficheros se 

establecerá el destino que vaya a darse a los datos o, en su caso, las previsiones que se 
adopten para su destrucción.

CAPÍTULO II
Notificación e inscripción de los ficheros de titularidad pública o privada

Artículo 55.  Notificación de ficheros.
1. Todo fichero de datos de carácter personal de titularidad pública será notificado a la 

Agencia Española de Protección de Datos por el órgano competente de la Administración 
responsable del fichero para su inscripción en el Registro General de Protección de Datos, 
en el plazo de treinta días desde la publicación de su norma o acuerdo de creación en el 
diario oficial correspondiente.

2. Los ficheros de datos de carácter personal de titularidad privada serán notificados a la 
Agencia Española de Protección de Datos por la persona o entidad privada que pretenda 
crearlos, con carácter previo a su creación. La notificación deberá indicar la identificación del 
responsable del fichero, la identificación del fichero, sus finalidades y los usos previstos, el 
sistema de tratamiento empleado en su organización, el colectivo de personas sobre el que 
se obtienen los datos, el procedimiento y procedencia de los datos, las categorías de datos, 
el servicio o unidad de acceso, la indicación del nivel de medidas de seguridad básico, medio 
o alto exigible, y en su caso, la identificación del encargado del tratamiento en donde se 
encuentre ubicado el fichero y los destinatarios de cesiones y transferencias internacionales 
de datos.

3. Cuando la obligación de notificar afecte a ficheros sujetos a la competencia de la 
autoridad de control de una comunidad autónoma que haya creado su propio registro de 
ficheros, la notificación se realizará a la autoridad autonómica competente, que dará traslado 
de la inscripción al Registro General de Protección de Datos.

El Registro General de Protección de Datos podrá solicitar de las autoridades de control 
de las comunidades autónomas el traslado al que se refiere el párrafo anterior, procediendo, 
en su defecto, a la inclusión de oficio del fichero en el Registro.

4. La notificación se realizará conforme al procedimiento establecido en la sección 
primera del capítulo IV del título IX del presente reglamento.

Artículo 56.  Tratamiento de datos en distintos soportes.
1. La notificación de un fichero de datos de carácter personal es independiente del 

sistema de tratamiento empleado en su organización y del soporte o soportes empleados 
para el tratamiento de los datos.

2. Cuando los datos de carácter personal objeto de un tratamiento estén almacenados 
en diferentes soportes, automatizados y no automatizados o exista una copia en soporte no 
automatizado de un fichero automatizado sólo será precisa una sola notificación, referida a 
dicho fichero.
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Artículo 57.  Ficheros en los que exista más de un responsable.
Cuando se tenga previsto crear un fichero del que resulten responsables varias personas 

o entidades simultáneamente, cada una de ellas deberá notificar, a fin de proceder a su 
inscripción en el Registro General de Protección de Datos y, en su caso, en los Registros de 
Ficheros creados por las autoridades de control de las comunidades autónomas, la creación 
del correspondiente fichero.

Artículo 58.  Notificación de la modificación o supresión de ficheros.
1. La inscripción del fichero deberá encontrarse actualizada en todo momento. Cualquier 

modificación que afecte al contenido de la inscripción de un fichero deberá ser previamente 
notificada a la Agencia Española de Protección de Datos o a las autoridades de control 
autonómicas competentes, a fin de proceder a su inscripción en el registro correspondiente, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 55.

2. Cuando el responsable del fichero decida su supresión, deberá notificarla a efectos de 
que se proceda a la cancelación de la inscripción en el registro correspondiente.

3. Tratándose de ficheros de titularidad pública, cuando se pretenda la modificación que 
afecte a alguno de los requisitos previstos en el artículo 55 o la supresión del fichero deberá 
haberse adoptado, con carácter previo a la notificación la correspondiente norma o acuerdo 
en los términos previstos en el capítulo I de este título.

Artículo 59.  Modelos y soportes para la notificación.
1. La Agencia Española de Protección de Datos publicará mediante la correspondiente 

Resolución del Director los modelos o formularios electrónicos de notificación de creación, 
modificación o supresión de ficheros, que permitan su presentación a través de medios 
telemáticos o en soporte papel, así como, previa consulta de las autoridades de protección 
de datos de las comunidades autónomas, los formatos para la comunicación telemática de 
ficheros públicos por las autoridades de control autonómicas, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 55 y 58 del presente reglamento.

2. Los modelos o formularios electrónicos de notificación se podrán obtener 
gratuitamente en la página web de la Agencia Española de Protección de Datos.

3. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá establecer 
procedimientos simplificados de notificación en atención a las circunstancias que concurran 
en el tratamiento o el tipo de fichero al que se refiera la notificación.

Artículo 60.  Inscripción de los ficheros.
1. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos, a propuesta del Registro 

General de Protección de Datos, dictará resolución acordando, en su caso, la inscripción, 
una vez tramitado el procedimiento previsto en el capítulo IV del título IX.

2. La inscripción contendrá el código asignado por el Registro, la identificación del 
responsable del fichero, la identificación del fichero o tratamiento, la descripción de su 
finalidad y usos previstos, el sistema de tratamiento empleado en su organización, en su 
caso, el colectivo de personas sobre el que se obtienen los datos, el procedimiento y 
procedencia de los datos, las categorías de datos, el servicio o unidad de acceso, y la 
indicación del nivel de medidas de seguridad exigible conforme a lo dispuesto en el artículo 
81.

Asimismo, se incluirán, en su caso, la identificación del encargado del tratamiento en 
donde se encuentre ubicado el fichero y los destinatarios de cesiones y transferencias 
internacionales.

En el caso de ficheros de titularidad pública también se hará constar la referencia de la 
disposición general por la que ha sido creado, y en su caso, modificado.

3. La inscripción de un fichero en el Registro General de Protección de Datos, no exime 
al responsable del cumplimiento del resto de las obligaciones previstas en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, y demás disposiciones reglamentarias.
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Artículo 61.  Cancelación de la inscripción.
1. Cuando el responsable del tratamiento comunicase, en virtud de lo dispuesto en el 

artículo 58 de este reglamento, la supresión del fichero, el Director de la Agencia Española 
de Protección de Datos, previa la tramitación del procedimiento establecido en la sección 
primera del capítulo IV del título IX, dictará resolución acordando la cancelación de la 
inscripción correspondiente al fichero.

2. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá, en ejercicio de sus 
competencias, acordar de oficio la cancelación de la inscripción de un fichero cuando 
concurran circunstancias que acrediten la imposibilidad de su existencia, previa la 
tramitación del procedimiento establecido en la sección segunda del capítulo IV del título IX 
de este reglamento.

Artículo 62.  Rectificación de errores.
El Registro General de Protección de Datos podrá rectificar en cualquier momento, de 

oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos que 
pudieran existir en las inscripciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 63.  Inscripción de oficio de ficheros de titularidad pública.
1. En supuestos excepcionales con el fin de garantizar el derecho a la protección de 

datos de los afectados, y sin perjuicio de la obligación de notificación, se podrá proceder a la 
inscripción de oficio de un determinado fichero en el Registro General de Protección de 
Datos.

2. Para que lo dispuesto en el apartado anterior resulte de aplicación, será requisito 
indispensable que la correspondiente norma o acuerdo regulador de los ficheros que 
contengan datos de carácter personal haya sido publicado en el correspondiente diario oficial 
y cumpla los requisitos establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y el 
presente reglamento.

3. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá, a propuesta del 
Registro General de Protección de Datos, acordar la inscripción del fichero de titularidad 
pública en el Registro, notificándose dicho acuerdo al órgano responsable del fichero.

Cuando la inscripción se refiera a ficheros sujetos a la competencia de la autoridad de 
control de una comunidad autónoma que haya creado su propio registro de ficheros, se 
comunicará a la referida autoridad de control autonómica para que proceda, en su caso, a la 
inscripción de oficio.

Artículo 64.  Colaboración con las autoridades de control de las comunidades autónomas.
El Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá celebrar con los 

directores de las autoridades de control de las comunidades autónomas los convenios de 
colaboración o acuerdos que estime pertinentes, a fin de garantizar la inscripción en el 
Registro General de Protección de Datos de los ficheros sometidos a la competencia de 
dichas autoridades autonómicas.
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TÍTULO VI
Transferencias internacionales de datos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 65.  Cumplimiento de las disposiciones de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre.

La transferencia internacional de datos no excluye en ningún caso la aplicación de las 
disposiciones contenidas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente 
reglamento.

Artículo 66.  Autorización y notificación.
1. Para que la transferencia internacional de datos pueda considerarse conforme a lo 

dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente Reglamento 
será necesaria la autorización del Director de la Agencia Española de Protección de Datos, 
que se otorgará en caso de que el exportador aporte las garantías a las que se refiere el 
artículo 70 del presente reglamento.

La autorización se otorgará conforme al procedimiento establecido en la sección primera 
del capítulo V del título IX de este reglamento.

2. La autorización no será necesaria:
a) Cuando el Estado en el que se encontrase el importador ofrezca un nivel adecuado de 

protección conforme a lo previsto en el capítulo II de este título.
b) Cuando la transferencia se encuentre en uno de los supuestos contemplados en los 

apartados a) a j) del artículo 34 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.
3. En todo caso, la transferencia internacional de datos deberá ser notificada a fin de 

proceder a su inscripción en el Registro General de Protección de Datos, conforme al 
procedimiento establecido en la sección primera del capítulo IV del título IX del presente 
reglamento.

CAPÍTULO II
Transferencias a estados que proporcionen un nivel adecuado de protección

Artículo 67.  Nivel adecuado de protección acordado por la Agencia Española de Protección 
de Datos.

1. No será precisa autorización del Director de la Agencia Española de Protección de 
Datos a una transferencia internacional de datos cuando las normas aplicables al Estado en 
que se encontrase el importador ofrezcan dicho nivel adecuado de protección a juicio del 
Director de la Agencia Española de Protección de Datos.

El carácter adecuado del nivel de protección que ofrece el país de destino se evaluará 
atendiendo a todas las circunstancias que concurran en la transferencia o categoría de 
transferencia de datos. En particular, se tomará en consideración la naturaleza de los datos, 
la finalidad y la duración del tratamiento o de los tratamientos previstos, el país de origen y el 
país de destino final, las normas de Derecho, generales o sectoriales, vigentes en el país 
tercero de que se trate, el contenido de los informes de la Comisión de la Unión Europea, así 
como las normas profesionales y las medidas de seguridad en vigor en dichos países.

Las resoluciones del Director de la Agencia Española de Protección de Datos por las que 
se acordase que un determinado país proporciona un nivel adecuado de protección de datos 
serán publicadas en el «Boletín Oficial del Estado».

2. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos acordará la publicación de 
la relación de países cuyo nivel de protección haya sido considerado equiparable conforme a 
lo dispuesto en el apartado anterior.
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Esta lista se publicará y mantendrá actualizada asimismo a través de medios 
informáticos o telemáticos.

Artículo 68.  Nivel adecuado de protección declarado por Decisión de la Comisión Europea.
No será necesaria la autorización del Director de la Agencia Española de Protección de 

Datos para la realización de una transferencia internacional de datos que tuvieran por 
importador una persona o entidad, pública o privada, situada en el territorio de un Estado 
respecto del que se haya declarado por la Comisión Europea la existencia de un nivel 
adecuado de protección.

Artículo 69.  Suspensión temporal de las transferencias.
1. En los supuestos previstos en los artículos precedentes, el Director de la Agencia 

Española de Protección de Datos, en uso de la potestad que le otorga el artículo 37.1 f) de la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, podrá acordar, previa audiencia del exportador, 
la suspensión temporal de la transferencia de datos hacia un importador ubicado en un 
tercer Estado del que se haya declarado la existencia de un nivel adecuado de protección, 
cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que las autoridades de Protección de Datos del Estado importador o cualquier otra 
competente, en caso de no existir las primeras, resuelvan que el importador ha vulnerado las 
normas de protección de datos establecidas en su derecho interno.

b) Que existan indicios racionales de que se estén vulnerando las normas o, en su caso, 
los principios de protección de datos por la entidad importadora de la transferencia y que las 
autoridades competentes en el Estado en que se encuentre el importador no han adoptado o 
no van a adoptar en el futuro las medidas oportunas para resolver el caso en cuestión, 
habiendo sido advertidas de la situación por la Agencia Española de Protección de Datos. En 
este caso se podrá suspender la transferencia cuando su continuación pudiera generar un 
riesgo inminente de grave perjuicio a los afectados.

2. La suspensión se acordará previa la tramitación del procedimiento establecido en la 
sección segunda del capítulo V del título IX del presente reglamento.

En estos casos, la decisión del Director de la Agencia Española de Protección de Datos 
será notificada a la Comisión Europea.

CAPÍTULO III
Transferencias a Estados que no proporcionen un nivel adecuado de 

protección

Artículo 70.  Transferencias sujetas a autorización del Director de la Agencia Española de 
Protección de Datos.

1. Cuando la transferencia tenga por destino un Estado respecto del que no se haya 
declarado por la Comisión Europea o no se haya considerado por el Director de la Agencia 
Española de Protección de Datos que existe un nivel adecuado de protección, será 
necesario recabar la autorización del Director de la Agencia Española de Protección de 
Datos.

La autorización de la transferencia se tramitará conforme al procedimiento establecido en 
la sección primera del capítulo V del título IX del presente reglamento.

2. La autorización podrá ser otorgada en caso de que el responsable del fichero o 
tratamiento aporte un contrato escrito, celebrado entre el exportador y el importador, en el 
que consten las necesarias garantías de respeto a la protección de la vida privada de los 
afectados y a sus derechos y libertades fundamentales y se garantice el ejercicio de sus 
respectivos derechos.

A tal efecto, se considerará que establecen las adecuadas garantías los contratos que se 
celebren de acuerdo con lo previsto en las Decisiones de la Comisión Europea 2001/497/CE, 
de 15 de Junio de 2001, 2002/16/CE, de 27 de diciembre de 2001, y 2004/915/CE, de 27 de 
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diciembre de 2004 o de lo que dispongan las Decisiones de la Comisión que den 
cumplimiento a lo establecido en el artículo 26.4 de la Directiva 95/46/CE.

3. En el supuesto contemplado en el apartado anterior, el Director de la Agencia 
Española de Protección de Datos podrá denegar o, en uso de la potestad que le otorga el 
artículo 37.1 f) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, suspender temporalmente, 
previa audiencia del exportador, la transferencia, cuando concurra alguna de las 
circunstancias siguientes:

a) Que la situación de protección de los derechos fundamentales y libertades públicas en 
el país de destino o su legislación impidan garantizar el íntegro cumplimiento del contrato y 
el ejercicio por los afectados de los derechos que el contrato garantiza.

b) Que la entidad destinataria haya incumplido previamente las garantías establecidas en 
cláusulas contractuales de este tipo.

c) Que existan indicios racionales de que las garantías ofrecidas por el contrato no están 
siendo o no serán respetadas por el importador.

d) Que existan indicios racionales de que los mecanismos de aplicación del contrato no 
son o no serán efectivos.

e) Que la transferencia, o su continuación, en caso de haberse iniciado, pudiera crear 
una situación de riesgo de daño efectivo a los afectados.

La suspensión se acordará previa la tramitación del procedimiento establecido en la 
sección segunda del capítulo V del título IX del presente reglamento.

Las resoluciones del Director de la Agencia Española de Protección de Datos por las que 
se deniegue o suspenda una transferencia internacional de datos en virtud de las causas a 
las que se refiere este apartado serán notificadas a la Comisión de las Comunidades 
Europeas cuando así sea exigible.

4. También podrá otorgarse la autorización para la transferencia internacional de datos 
en el seno de grupos multinacionales de empresas cuando hubiesen sido adoptados por los 
mismos normas o reglas internas en que consten las necesarias garantías de respeto a la 
protección de la vida privada y el derecho fundamental a la protección de datos de los 
afectados y se garantice asimismo el cumplimiento de los principios y el ejercicio de los 
derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y el presente 
reglamento.

En este caso, para que proceda la autorización del Director de la Agencia Española de 
Protección de Datos será preciso que las normas o reglas resulten vinculantes para las 
empresas del Grupo y exigibles conforme al ordenamiento jurídico español.

En todo caso, la autorización del Director de la Agencia Española de Protección de 
Datos implicará la exigibilidad de lo previsto en las normas o reglas internas tanto por la 
Agencia como por los afectados cuyos datos hubieran sido objeto de tratamiento.

TÍTULO VII
Códigos tipo

Artículo 71.  Objeto y naturaleza.
1. Los códigos tipo a los que se refiere el artículo 32 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 

de diciembre, tienen por objeto adecuar lo establecido en la citada Ley Orgánica y en el 
presente reglamento a las peculiaridades de los tratamientos efectuados por quienes se 
adhieren a los mismos.

A tal efecto, contendrán reglas o estándares específicos que permitan armonizar los 
tratamientos de datos efectuados por los adheridos, facilitar el ejercicio de los derechos de 
los afectados y favorecer el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, y el presente reglamento.

2. Los códigos tipo tendrán el carácter de códigos deontológicos o de buena práctica 
profesional y serán vinculantes para quienes se adhieran a los mismos.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 11  Reglamento de la Ley Orgánica de protección de datos de carácter personal

– 245 –



Artículo 72.  Iniciativa y ámbito de aplicación.
1. Los códigos tipo tendrán carácter voluntario.
2. Los códigos tipo de carácter sectorial podrán referirse a la totalidad o a parte de los 

tratamientos llevados a cabo por entidades pertenecientes a un mismo sector, debiendo ser 
formulados por organizaciones representativas de dicho sector, al menos en su ámbito 
territorial de aplicación, y sin perjuicio de la potestad de dichas entidades de ajustar el código 
tipo a sus peculiaridades.

3. Los códigos tipo promovidos por una empresa deberán referirse a la totalidad de los 
tratamientos llevados a cabo por la misma.

4. Las Administraciones públicas y las corporaciones de Derecho Público podrán adoptar 
códigos tipo de acuerdo con lo establecido en las normas que les sean aplicables.

Artículo 73.  Contenido.
1. Los códigos tipo deberán estar redactados en términos claros y accesibles.
2. Los códigos tipo deben respetar la normativa vigente e incluir, como mínimo, con 

suficiente grado de precisión:
a) La delimitación clara y precisa de su ámbito de aplicación, las actividades a que el 

código se refiere y los tratamientos sometidos al mismo.
b) Las previsiones específicas para la aplicación de los principios de protección de datos.
c) El establecimiento de estándares homogéneos para el cumplimiento por los adheridos 

al código de las obligaciones establecidas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.
d) El establecimiento de procedimientos que faciliten el ejercicio por los afectados de sus 

derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.
e) La determinación de las cesiones y transferencias internacionales de datos que, en su 

caso, se prevean, con indicación de las garantías que deban adoptarse.
f) Las acciones formativas en materia de protección de datos dirigidas a quienes los 

traten, especialmente en cuanto a su relación con los afectados.
g) Los mecanismos de supervisión a través de los cuales se garantice el cumplimiento 

por los adheridos de lo establecido en el código tipo, en los términos previstos en el artículo 
74 de este reglamento.

3. En particular, deberán contenerse en el código:
a) Cláusulas tipo para la obtención del consentimiento de los afectados al tratamiento o 

cesión de sus datos.
b) Cláusulas tipo para informar a los afectados del tratamiento, cuando los datos no sean 

obtenidos de los mismos.
c) Modelos para el ejercicio por los afectados de sus derechos de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición.
d) Modelos de cláusulas para el cumplimiento de los requisitos formales exigibles para la 

contratación de un encargado del tratamiento, en su caso.

Artículo 74.  Compromisos adicionales.
1. Los códigos tipo podrán incluir cualquier otro compromiso adicional que asuman los 

adheridos para un mejor cumplimiento de la legislación vigente en materia de protección de 
datos.

2. Además podrán contener cualquier otro compromiso que puedan establecer las 
entidades promotoras y, en particular, sobre:

a) La adopción de medidas de seguridad adicionales a las exigidas por la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, y el presente Reglamento.

b) La identificación de las categorías de cesionarios o importadores de los datos.
c) Las medidas concretas adoptadas en materia de protección de los menores o de 

determinados colectivos de afectados.
d) El establecimiento de un sello de calidad que identifique a los adheridos al código.
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Artículo 75.  Garantías del cumplimiento de los códigos tipo.
1. Los códigos tipo deberán incluir procedimientos de supervisión independientes para 

garantizar el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los adheridos, y establecer un 
régimen sancionador adecuado, eficaz y disuasorio.

2. El procedimiento que se prevea deberá garantizar:
a) La independencia e imparcialidad del órgano responsable de la supervisión.
b) La sencillez, accesibilidad, celeridad y gratuidad para la presentación de quejas y 

reclamaciones ante dicho órgano por los eventuales incumplimientos del código tipo.
c) El principio de contradicción.
d) Una graduación de sanciones que permita ajustarlas a la gravedad del 

incumplimiento. Esas sanciones deberán ser disuasorias y podrán implicar la suspensión de 
la adhesión al código o la expulsión de la entidad adherida. Asimismo, podrá establecerse, 
en su caso, su publicidad.

e) La notificación al afectado de la decisión adoptada.
3. Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgánica 15/1999, 

de 13 de diciembre, los códigos tipo podrán contemplar procedimientos para la 
determinación de medidas reparadoras en caso de haberse causado un perjuicio a los 
afectados como consecuencia del incumplimiento del código tipo.

4. Lo dispuesto en este artículo se aplicará sin perjuicio de las competencias de la 
Agencia Española de Protección de Datos y, en su caso, de las autoridades de control de las 
comunidades autónomas.

Artículo 76.  Relación de adheridos.
El código tipo deberá incorporar como anexo una relación de adheridos, que deberá 

mantenerse actualizada, a disposición de la Agencia Española de Protección de Datos.

Artículo 77.  Depósito y publicidad de los códigos tipo.
1. Para que los códigos tipo puedan ser considerados como tales a los efectos previstos 

en el artículo 32 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y el presente reglamento, 
deberán ser depositados e inscritos en el Registro General de Protección de Datos de la 
Agencia Española de Protección de Datos o, cuando corresponda, en el registro que fuera 
creado por las comunidades autónomas, que darán traslado para su inclusión al Registro 
General de Protección de Datos.

2. A tal efecto, los códigos tipo deberán ser presentados ante la correspondiente 
autoridad de control, tramitándose su inscripción, en caso de estar sometidos a la decisión 
de la Agencia Española de Protección de Datos, conforme al procedimiento establecido en el 
capítulo VI del título IX de este reglamento.

3. En todo caso, la Agencia Española de Protección de Datos dará publicidad a los 
códigos tipo inscritos, preferentemente a través de medios informáticos o telemáticos.

Artículo 78.  Obligaciones posteriores a la inscripción del código tipo.
Las entidades promotoras o los órganos, personas o entidades que al efecto se designen 

en el propio código tipo tendrán, una vez el mismo haya sido publicado, las siguientes 
obligaciones:

a) Mantener accesible al público la información actualizada sobre las entidades 
promotoras, el contenido del código tipo, los procedimientos de adhesión y de garantía de su 
cumplimiento y la relación de adheridos a la que se refiere el artículo anterior.

Esta información deberá presentarse de forma concisa y clara y estar permanentemente 
accesible por medios electrónicos.

b) Remitir a la Agencia Española de Protección de Datos una memoria anual sobre las 
actividades realizadas para difundir el código tipo y promover la adhesión a éste, las 
actuaciones de verificación del cumplimiento del código y sus resultados, las quejas y 
reclamaciones tramitadas y el curso que se les hubiera dado y cualquier otro aspecto que las 
entidades promotoras consideren adecuado destacar.
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Cuando se trate de códigos tipo inscritos en el registro de una autoridad de control de 
una comunidad autónoma, la remisión se realizará a dicha autoridad, que dará traslado al 
registro General de Protección de Datos.

c) Evaluar periódicamente la eficacia del código tipo, midiendo el grado de satisfacción 
de los afectados y, en su caso, actualizar su contenido para adaptarlo a la normativa general 
o sectorial de protección de datos existente en cada momento.

Esta evaluación deberá tener lugar, al menos, cada cuatro años, salvo que sea precisa la 
adaptación de los compromisos del código a la modificación de la normativa aplicable en un 
plazo menor.

d) Favorecer la accesibilidad de todas las personas, con especial atención a las que 
tengan alguna discapacidad o de edad avanzada a toda la información disponible sobre el 
código tipo.

TÍTULO VIII
De las medidas de seguridad en el tratamiento de datos de carácter personal

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 79.  Alcance.
Los responsables de los tratamientos o los ficheros y los encargados del tratamiento 

deberán implantar las medidas de seguridad con arreglo a lo dispuesto en este Título, con 
independencia de cual sea su sistema de tratamiento.

Artículo 80.  Niveles de seguridad.
Las medidas de seguridad exigibles a los ficheros y tratamientos se clasifican en tres 

niveles: básico, medio y alto.

Artículo 81.  Aplicación de los niveles de seguridad.
1. Todos los ficheros o tratamientos de datos de carácter personal deberán adoptar las 

medidas de seguridad calificadas de nivel básico.
2. Deberán implantarse, además de las medidas de seguridad de nivel básico, las 

medidas de nivel medio, en los siguientes ficheros o tratamientos de datos de carácter 
personal:

a) Los relativos a la comisión de infracciones administrativas o penales.
b) Aquellos cuyo funcionamiento se rija por el artículo 29 de la Ley Orgánica 15/1999, de 

13 de diciembre.
c) Aquellos de los que sean responsables Administraciones tributarias y se relacionen 

con el ejercicio de sus potestades tributarias.
d) Aquéllos de los que sean responsables las entidades financieras para finalidades 

relacionadas con la prestación de servicios financieros.
e) Aquéllos de los que sean responsables las Entidades Gestoras y Servicios Comunes 

de la Seguridad Social y se relacionen con el ejercicio de sus competencias. De igual modo, 
aquellos de los que sean responsables las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social.

f) Aquéllos que contengan un conjunto de datos de carácter personal que ofrezcan una 
definición de las características o de la personalidad de los ciudadanos y que permitan 
evaluar determinados aspectos de la personalidad o del comportamiento de los mismos.

3. Además de las medidas de nivel básico y medio, las medidas de nivel alto se aplicarán 
en los siguientes ficheros o tratamientos de datos de carácter personal:

a) Los que se refieran a datos de ideología, afiliación sindical, religión, creencias, origen 
racial, salud o vida sexual.
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b) Los que contengan o se refieran a datos recabados para fines policiales sin 
consentimiento de las personas afectadas.

c) Aquéllos que contengan datos derivados de actos de violencia de género.
4. A los ficheros de los que sean responsables los operadores que presten servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público o exploten redes públicas de 
comunicaciones electrónicas respecto a los datos de tráfico y a los datos de localización, se 
aplicarán, además de las medidas de seguridad de nivel básico y medio, la medida de 
seguridad de nivel alto contenida en el artículo 103 de este reglamento.

5. En caso de ficheros o tratamientos de datos de ideología, afiliación sindical, religión, 
creencias, origen racial, salud o vida sexual bastará la implantación de las medidas de 
seguridad de nivel básico cuando:

a) Los datos se utilicen con la única finalidad de realizar una transferencia dineraria a las 
entidades de las que los afectados sean asociados o miembros.

b) Se trate de ficheros o tratamientos en los que de forma incidental o accesoria se 
contengan aquellos datos sin guardar relación con su finalidad.

6. También podrán implantarse las medidas de seguridad de nivel básico en los ficheros 
o tratamientos que contengan datos relativos a la salud, referentes exclusivamente al grado 
de discapacidad o la simple declaración de la condición de discapacidad o invalidez del 
afectado, con motivo del cumplimiento de deberes públicos.

7. Las medidas incluidas en cada uno de los niveles descritos anteriormente tienen la 
condición de mínimos exigibles, sin perjuicio de las disposiciones legales o reglamentarias 
específicas vigentes que pudieran resultar de aplicación en cada caso o las que por propia 
iniciativa adoptase el responsable del fichero.

8. A los efectos de facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en este título, cuando en un 
sistema de información existan ficheros o tratamientos que en función de su finalidad o uso 
concreto, o de la naturaleza de los datos que contengan, requieran la aplicación de un nivel 
de medidas de seguridad diferente al del sistema principal, podrán segregarse de este 
último, siendo de aplicación en cada caso el nivel de medidas de seguridad correspondiente 
y siempre que puedan delimitarse los datos afectados y los usuarios con acceso a los 
mismos, y que esto se haga constar en el documento de seguridad.

Artículo 82.  Encargado del tratamiento.
1. Cuando el responsable del fichero o tratamiento facilite el acceso a los datos, a los 

soportes que los contengan o a los recursos del sistema de información que los trate, a un 
encargado de tratamiento que preste sus servicios en los locales del primero deberá hacerse 
constar esta circunstancia en el documento de seguridad de dicho responsable, 
comprometiéndose el personal del encargado al cumplimiento de las medidas de seguridad 
previstas en el citado documento.

Cuando dicho acceso sea remoto habiéndose prohibido al encargado incorporar tales 
datos a sistemas o soportes distintos de los del responsable, este último deberá hacer 
constar esta circunstancia en el documento de seguridad del responsable, 
comprometiéndose el personal del encargado al cumplimiento de las medidas de seguridad 
previstas en el citado documento.

2. Si el servicio fuera prestado por el encargado del tratamiento en sus propios locales, 
ajenos a los del responsable del fichero, deberá elaborar un documento de seguridad en los 
términos exigidos por el artículo 88 de este reglamento o completar el que ya hubiera 
elaborado, en su caso, identificando el fichero o tratamiento y el responsable del mismo e 
incorporando las medidas de seguridad a implantar en relación con dicho tratamiento.

3. En todo caso, el acceso a los datos por el encargado del tratamiento estará sometido 
a las medidas de seguridad contempladas en este reglamento.

Artículo 83.  Prestaciones de servicios sin acceso a datos personales.
El responsable del fichero o tratamiento adoptará las medidas adecuadas para limitar el 

acceso del personal a datos personales, a los soportes que los contengan o a los recursos 
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del sistema de información, para la realización de trabajos que no impliquen el tratamiento 
de datos personales.

Cuando se trate de personal ajeno, el contrato de prestación de servicios recogerá 
expresamente la prohibición de acceder a los datos personales y la obligación de secreto 
respecto a los datos que el personal hubiera podido conocer con motivo de la prestación del 
servicio.

Artículo 84.  Delegación de autorizaciones.
Las autorizaciones que en este título se atribuyen al responsable del fichero o 

tratamiento podrán ser delegadas en las personas designadas al efecto. En el documento de 
seguridad deberán constar las personas habilitadas para otorgar estas autorizaciones así 
como aquellas en las que recae dicha delegación. En ningún caso esta designación supone 
una delegación de la responsabilidad que corresponde al responsable del fichero.

Artículo 85.  Acceso a datos a través de redes de comunicaciones.
Las medidas de seguridad exigibles a los accesos a datos de carácter personal a través 

de redes de comunicaciones, sean o no públicas, deberán garantizar un nivel de seguridad 
equivalente al correspondiente a los accesos en modo local, conforme a los criterios 
establecidos en el artículo 80.

Artículo 86.  Régimen de trabajo fuera de los locales del responsable del fichero o 
encargado del tratamiento.

1. Cuando los datos personales se almacenen en dispositivos portátiles o se traten fuera 
de los locales del responsable de fichero o tratamiento, o del encargado del tratamiento será 
preciso que exista una autorización previa del responsable del fichero o tratamiento, y en 
todo caso deberá garantizarse el nivel de seguridad correspondiente al tipo de fichero 
tratado.

2. La autorización a la que se refiere el párrafo anterior tendrá que constar en el 
documento de seguridad y podrá establecerse para un usuario o para un perfil de usuarios y 
determinando un periodo de validez para las mismas.

Artículo 87.  Ficheros temporales o copias de trabajo de documentos.
1. Aquellos ficheros temporales o copias de documentos que se hubiesen creado 

exclusivamente para la realización de trabajos temporales o auxiliares deberán cumplir el 
nivel de seguridad que les corresponda conforme a los criterios establecidos en el artículo 
81.

2. Todo fichero temporal o copia de trabajo así creado será borrado o destruido una vez 
que haya dejado de ser necesario para los fines que motivaron su creación.

CAPÍTULO II
Del documento de seguridad

Artículo 88.  El documento de seguridad.
1. El responsable del fichero o tratamiento elaborará un documento de seguridad que 

recogerá las medidas de índole técnica y organizativa acordes a la normativa de seguridad 
vigente que será de obligado cumplimiento para el personal con acceso a los sistemas de 
información.

2. El documento de seguridad podrá ser único y comprensivo de todos los ficheros o 
tratamientos, o bien individualizado para cada fichero o tratamiento. También podrán 
elaborarse distintos documentos de seguridad agrupando ficheros o tratamientos según el 
sistema de tratamiento utilizado para su organización, o bien atendiendo a criterios 
organizativos del responsable. En todo caso, tendrá el carácter de documento interno de la 
organización.

3. El documento deberá contener, como mínimo, los siguientes aspectos:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 11  Reglamento de la Ley Orgánica de protección de datos de carácter personal

– 250 –



a) Ámbito de aplicación del documento con especificación detallada de los recursos 
protegidos.

b) Medidas, normas, procedimientos de actuación, reglas y estándares encaminados a 
garantizar el nivel de seguridad exigido en este reglamento.

c) Funciones y obligaciones del personal en relación con el tratamiento de los datos de 
carácter personal incluidos en los ficheros.

d) Estructura de los ficheros con datos de carácter personal y descripción de los 
sistemas de información que los tratan.

e) Procedimiento de notificación, gestión y respuesta ante las incidencias.
f) Los procedimientos de realización de copias de respaldo y de recuperación de los 

datos en los ficheros o tratamientos automatizados.
g) Las medidas que sea necesario adoptar para el transporte de soportes y documentos, 

así como para la destrucción de los documentos y soportes, o en su caso, la reutilización de 
estos últimos.

4. En caso de que fueran de aplicación a los ficheros las medidas de seguridad de nivel 
medio o las medidas de seguridad de nivel alto, previstas en este título, el documento de 
seguridad deberá contener además:

a) La identificación del responsable o responsables de seguridad.
b) Los controles periódicos que se deban realizar para verificar el cumplimiento de lo 

dispuesto en el propio documento.
5. Cuando exista un tratamiento de datos por cuenta de terceros, el documento de 

seguridad deberá contener la identificación de los ficheros o tratamientos que se traten en 
concepto de encargado con referencia expresa al contrato o documento que regule las 
condiciones del encargo, así como de la identificación del responsable y del período de 
vigencia del encargo.

6. En aquellos casos en los que datos personales de un fichero o tratamiento se 
incorporen y traten de modo exclusivo en los sistemas del encargado, el responsable deberá 
anotarlo en su documento de seguridad. Cuando tal circunstancia afectase a parte o a la 
totalidad de los ficheros o tratamientos del responsable, podrá delegarse en el encargado la 
llevanza del documento de seguridad, salvo en lo relativo a aquellos datos contenidos en 
recursos propios. Este hecho se indicará de modo expreso en el contrato celebrado al 
amparo del artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, con especificación 
de los ficheros o tratamientos afectados.

En tal caso, se atenderá al documento de seguridad del encargado al efecto del 
cumplimiento de lo dispuesto por este reglamento.

7. El documento de seguridad deberá mantenerse en todo momento actualizado y será 
revisado siempre que se produzcan cambios relevantes en el sistema de información, en el 
sistema de tratamiento empleado, en su organización, en el contenido de la información 
incluida en los ficheros o tratamientos o, en su caso, como consecuencia de los controles 
periódicos realizados. En todo caso, se entenderá que un cambio es relevante cuando pueda 
repercutir en el cumplimiento de las medidas de seguridad implantadas.

8. El contenido del documento de seguridad deberá adecuarse, en todo momento, a las 
disposiciones vigentes en materia de seguridad de los datos de carácter personal.

CAPÍTULO III
Medidas de seguridad aplicables a ficheros y tratamientos automatizados

Sección 1.ª Medidas de seguridad de nivel básico

Artículo 89.  Funciones y obligaciones del personal.
1. Las funciones y obligaciones de cada uno de los usuarios o perfiles de usuarios con 

acceso a los datos de carácter personal y a los sistemas de información estarán claramente 
definidas y documentadas en el documento de seguridad.

También se definirán las funciones de control o autorizaciones delegadas por el 
responsable del fichero o tratamiento.
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2. El responsable del fichero o tratamiento adoptará las medidas necesarias para que el 
personal conozca de una forma comprensible las normas de seguridad que afecten al 
desarrollo de sus funciones así como las consecuencias en que pudiera incurrir en caso de 
incumplimiento.

Artículo 90.  Registro de incidencias.
Deberá existir un procedimiento de notificación y gestión de las incidencias que afecten a 

los datos de carácter personal y establecer un registro en el que se haga constar el tipo de 
incidencia, el momento en que se ha producido, o en su caso, detectado, la persona que 
realiza la notificación, a quién se le comunica, los efectos que se hubieran derivado de la 
misma y las medidas correctoras aplicadas.

Artículo 91.  Control de acceso.
1. Los usuarios tendrán acceso únicamente a aquellos recursos que precisen para el 

desarrollo de sus funciones.
2. El responsable del fichero se encargará de que exista una relación actualizada de 

usuarios y perfiles de usuarios, y los accesos autorizados para cada uno de ellos.
3. El responsable del fichero establecerá mecanismos para evitar que un usuario pueda 

acceder a recursos con derechos distintos de los autorizados.
4. Exclusivamente el personal autorizado para ello en el documento de seguridad podrá 

conceder, alterar o anular el acceso autorizado sobre los recursos, conforme a los criterios 
establecidos por el responsable del fichero.

5. En caso de que exista personal ajeno al responsable del fichero que tenga acceso a 
los recursos deberá estar sometido a las mismas condiciones y obligaciones de seguridad 
que el personal propio.

Artículo 92.  Gestión de soportes y documentos.
1. Los soportes y documentos que contengan datos de carácter personal deberán 

permitir identificar el tipo de información que contienen, ser inventariados y solo deberán ser 
accesibles por el personal autorizado para ello en el documento de seguridad.

Se exceptúan estas obligaciones cuando las características físicas del soporte 
imposibiliten su cumplimiento, quedando constancia motivada de ello en el documento de 
seguridad.

2. La salida de soportes y documentos que contengan datos de carácter personal, 
incluidos los comprendidos y/o anejos a un correo electrónico, fuera de los locales bajo el 
control del responsable del fichero o tratamiento deberá ser autorizada por el responsable 
del fichero o encontrarse debidamente autorizada en el documento de seguridad.

3. En el traslado de la documentación se adoptarán las medidas dirigidas a evitar la 
sustracción, pérdida o acceso indebido a la información durante su transporte.

4. Siempre que vaya a desecharse cualquier documento o soporte que contenga datos 
de carácter personal deberá procederse a su destrucción o borrado, mediante la adopción de 
medidas dirigidas a evitar el acceso a la información contenida en el mismo o su 
recuperación posterior.

5. La identificación de los soportes que contengan datos de carácter personal que la 
organización considerase especialmente sensibles se podrá realizar utilizando sistemas de 
etiquetado comprensibles y con significado que permitan a los usuarios con acceso 
autorizado a los citados soportes y documentos identificar su contenido, y que dificulten la 
identificación para el resto de personas.

Artículo 93.  Identificación y autenticación.
1. El responsable del fichero o tratamiento deberá adoptar las medidas que garanticen la 

correcta identificación y autenticación de los usuarios.
2. El responsable del fichero o tratamiento establecerá un mecanismo que permita la 

identificación de forma inequívoca y personalizada de todo aquel usuario que intente acceder 
al sistema de información y la verificación de que está autorizado.
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3. Cuando el mecanismo de autenticación se base en la existencia de contraseñas 
existirá un procedimiento de asignación, distribución y almacenamiento que garantice su 
confidencialidad e integridad.

4. El documento de seguridad establecerá la periodicidad, que en ningún caso será 
superior a un año, con la que tienen que ser cambiadas las contraseñas que, mientras estén 
vigentes, se almacenarán de forma ininteligible.

Artículo 94.  Copias de respaldo y recuperación.
1. Deberán establecerse procedimientos de actuación para la realización como mínimo 

semanal de copias de respaldo, salvo que en dicho período no se hubiera producido ninguna 
actualización de los datos.

2. Asimismo, se establecerán procedimientos para la recuperación de los datos que 
garanticen en todo momento su reconstrucción en el estado en que se encontraban al 
tiempo de producirse la pérdida o destrucción.

Únicamente, en el caso de que la pérdida o destrucción afectase a ficheros o 
tratamientos parcialmente automatizados, y siempre que la existencia de documentación 
permita alcanzar el objetivo al que se refiere el párrafo anterior, se deberá proceder a grabar 
manualmente los datos quedando constancia motivada de este hecho en el documento de 
seguridad.

3. El responsable del fichero se encargará de verificar cada seis meses la correcta 
definición, funcionamiento y aplicación de los procedimientos de realización de copias de 
respaldo y de recuperación de los datos.

4. Las pruebas anteriores a la implantación o modificación de los sistemas de 
información que traten ficheros con datos de carácter personal no se realizarán con datos 
reales, salvo que se asegure el nivel de seguridad correspondiente al tratamiento realizado y 
se anote su realización en el documento de seguridad.

Si está previsto realizar pruebas con datos reales, previamente deberá haberse realizado 
una copia de seguridad.

Sección 2.ª Medidas de seguridad de nivel medio

Artículo 95.  Responsable de seguridad.
En el documento de seguridad deberán designarse uno o varios responsables de 

seguridad encargados de coordinar y controlar las medidas definidas en el mismo. Esta 
designación puede ser única para todos los ficheros o tratamientos de datos de carácter 
personal o diferenciada según los sistemas de tratamiento utilizados, circunstancia que 
deberá hacerse constar claramente en el documento de seguridad.

En ningún caso esta designación supone una exoneración de la responsabilidad que 
corresponde al responsable del fichero o al encargado del tratamiento de acuerdo con este 
reglamento.

Artículo 96.  Auditoría.
1. A partir del nivel medio los sistemas de información e instalaciones de tratamiento y 

almacenamiento de datos se someterán, al menos cada dos años, a una auditoría interna o 
externa que verifique el cumplimiento del presente título.

Con carácter extraordinario deberá realizarse dicha auditoría siempre que se realicen 
modificaciones sustanciales en el sistema de información que puedan repercutir en el 
cumplimiento de las medidas de seguridad implantadas con el objeto de verificar la 
adaptación, adecuación y eficacia de las mismas. Esta auditoría inicia el cómputo de dos 
años señalado en el párrafo anterior.

2. El informe de auditoría deberá dictaminar sobre la adecuación de las medidas y 
controles a la Ley y su desarrollo reglamentario, identificar sus deficiencias y proponer las 
medidas correctoras o complementarias necesarias. Deberá, igualmente, incluir los datos, 
hechos y observaciones en que se basen los dictámenes alcanzados y las recomendaciones 
propuestas.
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3. Los informes de auditoría serán analizados por el responsable de seguridad 
competente, que elevará las conclusiones al responsable del fichero o tratamiento para que 
adopte las medidas correctoras adecuadas y quedarán a disposición de la Agencia Española 
de Protección de Datos o, en su caso, de las autoridades de control de las comunidades 
autónomas.

Artículo 97.  Gestión de soportes y documentos.
1. Deberá establecerse un sistema de registro de entrada de soportes que permita, 

directa o indirectamente, conocer el tipo de documento o soporte, la fecha y hora, el emisor, 
el número de documentos o soportes incluidos en el envío, el tipo de información que 
contienen, la forma de envío y la persona responsable de la recepción que deberá estar 
debidamente autorizada.

2. Igualmente, se dispondrá de un sistema de registro de salida de soportes que permita, 
directa o indirectamente, conocer el tipo de documento o soporte, la fecha y hora, el 
destinatario, el número de documentos o soportes incluidos en el envío, el tipo de 
información que contienen, la forma de envío y la persona responsable de la entrega que 
deberá estar debidamente autorizada.

Artículo 98.  Identificación y autenticación.
El responsable del fichero o tratamiento establecerá un mecanismo que limite la 

posibilidad de intentar reiteradamente el acceso no autorizado al sistema de información.

Artículo 99.  Control de acceso físico.
Exclusivamente el personal autorizado en el documento de seguridad podrá tener 

acceso a los lugares donde se hallen instalados los equipos físicos que den soporte a los 
sistemas de información.

Artículo 100.  Registro de incidencias.
1. En el registro regulado en el artículo 90 deberán consignarse, además, los 

procedimientos realizados de recuperación de los datos, indicando la persona que ejecutó el 
proceso, los datos restaurados y, en su caso, qué datos ha sido necesario grabar 
manualmente en el proceso de recuperación.

2. Será necesaria la autorización del responsable del fichero para la ejecución de los 
procedimientos de recuperación de los datos.

Sección 3.ª Medidas de seguridad de nivel alto

Artículo 101.  Gestión y distribución de soportes.
1. La identificación de los soportes se deberá realizar utilizando sistemas de etiquetado 

comprensibles y con significado que permitan a los usuarios con acceso autorizado a los 
citados soportes y documentos identificar su contenido, y que dificulten la identificación para 
el resto de personas.

2. La distribución de los soportes que contengan datos de carácter personal se realizará 
cifrando dichos datos o bien utilizando otro mecanismo que garantice que dicha información 
no sea accesible o manipulada durante su transporte.

Asimismo, se cifrarán los datos que contengan los dispositivos portátiles cuando éstos se 
encuentren fuera de las instalaciones que están bajo el control del responsable del fichero.

3. Deberá evitarse el tratamiento de datos de carácter personal en dispositivos portátiles 
que no permitan su cifrado. En caso de que sea estrictamente necesario se hará constar 
motivadamente en el documento de seguridad y se adoptarán medidas que tengan en 
cuenta los riesgos de realizar tratamientos en entornos desprotegidos.

Artículo 102.  Copias de respaldo y recuperación.
Deberá conservarse una copia de respaldo de los datos y de los procedimientos de 

recuperación de los mismos en un lugar diferente de aquel en que se encuentren los equipos 
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informáticos que los tratan, que deberá cumplir en todo caso las medidas de seguridad 
exigidas en este título, o utilizando elementos que garanticen la integridad y recuperación de 
la información, de forma que sea posible su recuperación.

Artículo 103.  Registro de accesos.
1. De cada intento de acceso se guardarán, como mínimo, la identificación del usuario, la 

fecha y hora en que se realizó, el fichero accedido, el tipo de acceso y si ha sido autorizado 
o denegado.

2. En el caso de que el acceso haya sido autorizado, será preciso guardar la información 
que permita identificar el registro accedido.

3. Los mecanismos que permiten el registro de accesos estarán bajo el control directo 
del responsable de seguridad competente sin que deban permitir la desactivación ni la 
manipulación de los mismos.

4. El período mínimo de conservación de los datos registrados será de dos años.
5. El responsable de seguridad se encargará de revisar al menos una vez al mes la 

información de control registrada y elaborará un informe de las revisiones realizadas y los 
problemas detectados.

6. No será necesario el registro de accesos definido en este artículo en caso de que 
concurran las siguientes circunstancias:

a) Que el responsable del fichero o del tratamiento sea una persona física.
b) Que el responsable del fichero o del tratamiento garantice que únicamente él tiene 

acceso y trata los datos personales.
La concurrencia de las dos circunstancias a las que se refiere el apartado anterior 

deberá hacerse constar expresamente en el documento de seguridad.

Artículo 104.  Telecomunicaciones.
Cuando, conforme al artículo 81.3 deban implantarse las medidas de seguridad de nivel 

alto, la transmisión de datos de carácter personal a través de redes públicas o redes 
inalámbricas de comunicaciones electrónicas se realizará cifrando dichos datos o bien 
utilizando cualquier otro mecanismo que garantice que la información no sea inteligible ni 
manipulada por terceros.

CAPÍTULO IV
Medidas de seguridad aplicables a los ficheros y tratamientos no 

automatizados

Sección 1.ª Medidas de seguridad de nivel básico

Artículo 105.  Obligaciones comunes.
1. Además de lo dispuesto en el presente capítulo, a los ficheros no automatizados les 

será de aplicación lo dispuesto en los capítulos I y II del presente título en lo relativo a:
a) Alcance.
b) Niveles de seguridad.
c) Encargado del tratamiento.
d) Prestaciones de servicios sin acceso a datos personales.
e) Delegación de autorizaciones.
f) Régimen de trabajo fuera de los locales del responsable del fichero o encargado del 

tratamiento.
g) Copias de trabajo de documentos.
h) Documento de seguridad.
2. Asimismo se les aplicará lo establecido por la sección primera del capítulo III del 

presente título en lo relativo a:
a) Funciones y obligaciones del personal.
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b) Registro de incidencias.
c) Control de acceso.
d) Gestión de soportes.

Artículo 106.  Criterios de archivo.
El archivo de los soportes o documentos se realizará de acuerdo con los criterios 

previstos en su respectiva legislación. Estos criterios deberán garantizar la correcta 
conservación de los documentos, la localización y consulta de la información y posibilitar el 
ejercicio de los derechos de oposición al tratamiento, acceso, rectificación y cancelación.

En aquellos casos en los que no exista norma aplicable, el responsable del fichero 
deberá establecer los criterios y procedimientos de actuación que deban seguirse para el 
archivo.

Artículo 107.  Dispositivos de almacenamiento.
Los dispositivos de almacenamiento de los documentos que contengan datos de carácter 

personal deberán disponer de mecanismos que obstaculicen su apertura. Cuando las 
características físicas de aquéllos no permitan adoptar esta medida, el responsable del 
fichero o tratamiento adoptará medidas que impidan el acceso de personas no autorizadas.

Artículo 108.  Custodia de los soportes.
Mientras la documentación con datos de carácter personal no se encuentre archivada en 

los dispositivos de almacenamiento establecidos en el artículo anterior, por estar en proceso 
de revisión o tramitación, ya sea previo o posterior a su archivo, la persona que se encuentre 
al cargo de la misma deberá custodiarla e impedir en todo momento que pueda ser accedida 
por persona no autorizada.

Sección 2.ª Medidas de seguridad de nivel medio

Artículo 109.  Responsable de seguridad.
Se designará uno o varios responsables de seguridad en los términos y con las 

funciones previstas en el artículo 95 de este reglamento.

Artículo 110.  Auditoría.
Los ficheros comprendidos en la presente sección se someterán, al menos cada dos 

años, a una auditoría interna o externa que verifique el cumplimiento del presente título.

Sección 3.ª Medidas de seguridad de nivel alto

Artículo 111.  Almacenamiento de la información.
1. Los armarios, archivadores u otros elementos en los que se almacenen los ficheros no 

automatizados con datos de carácter personal deberán encontrarse en áreas en las que el 
acceso esté protegido con puertas de acceso dotadas de sistemas de apertura mediante 
llave u otro dispositivo equivalente. Dichas áreas deberán permanecer cerradas cuando no 
sea preciso el acceso a los documentos incluidos en el fichero.

2. Si, atendidas las características de los locales de que dispusiera el responsable del 
fichero o tratamiento, no fuera posible cumplir lo establecido en el apartado anterior, el 
responsable adoptará medidas alternativas que, debidamente motivadas, se incluirán en el 
documento de seguridad.

Artículo 112.  Copia o reproducción.
1. La generación de copias o la reproducción de los documentos únicamente podrá ser 

realizada bajo el control del personal autorizado en el documento de seguridad.
2. Deberá procederse a la destrucción de las copias o reproducciones desechadas de 

forma que se evite el acceso a la información contenida en las mismas o su recuperación 
posterior.
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Artículo 113.  Acceso a la documentación.
1. El acceso a la documentación se limitará exclusivamente al personal autorizado.
2. Se establecerán mecanismos que permitan identificar los accesos realizados en el 

caso de documentos que puedan ser utilizados por múltiples usuarios.
3. El acceso de personas no incluidas en el párrafo anterior deberá quedar 

adecuadamente registrado de acuerdo con el procedimiento establecido al efecto en el 
documento de seguridad.

Artículo 114.  Traslado de documentación.
Siempre que se proceda al traslado físico de la documentación contenida en un fichero, 

deberán adoptarse medidas dirigidas a impedir el acceso o manipulación de la información 
objeto de traslado.

TÍTULO IX
Procedimientos tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 115.  Régimen aplicable.
1. Los procedimientos tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se 

regirán por lo dispuesto en el presente título, y supletoriamente, por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

2. Específicamente serán de aplicación las normas reguladoras del procedimiento 
administrativo común al régimen de representación en los citados procedimientos.

Artículo 116.  Publicidad de las resoluciones.
1. La Agencia Española de Protección de Datos hará públicas sus resoluciones, con 

excepción de las correspondientes a la inscripción de un fichero o tratamiento en el Registro 
General de Protección de Datos y de aquéllas por las que se resuelva la inscripción en el 
mismo de los códigos tipo, siempre que se refieran a procedimientos que se hubieran 
iniciado con posterioridad al 1 de enero de 2004, o correspondan al archivo de actuaciones 
inspectoras incoadas a partir de dicha fecha.

2. La publicación de estas resoluciones se realizará preferentemente mediante su 
inserción en el sitio web de la Agencia Española de Protección de Datos, dentro del plazo de 
un mes a contar desde la fecha de su notificación a los interesados.

3. En la notificación de las resoluciones se informará expresamente a los interesados de 
la publicidad prevista en el artículo 37.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

4. La publicación se realizará aplicando los criterios de disociación de los datos de 
carácter personal que a tal efecto se establezcan mediante Resolución del Director de la 
Agencia.

CAPÍTULO II
Procedimiento de tutela de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición

Artículo 117.  Instrucción del procedimiento.
1. El procedimiento se iniciará a instancia del afectado o afectados, expresando con 

claridad el contenido de su reclamación y de los preceptos de la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, que se consideran vulnerados.
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2. Recibida la reclamación en la Agencia Española de Protección de Datos, se dará 
traslado de la misma al responsable del fichero, para que, en el plazo de quince días, 
formule las alegaciones que estime pertinentes.

3. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior, la 
Agencia Española de Protección de Datos, previos los informes, pruebas y otros actos de 
instrucción pertinentes, incluida la audiencia del afectado y nuevamente del responsable del 
fichero, resolverá sobre la reclamación formulada.

Artículo 118.  Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución expresa.
1. El plazo máximo para dictar y notificar resolución en el procedimiento de tutela de 

derechos será de seis meses, a contar desde la fecha de entrada en la Agencia Española de 
Protección de Datos de la reclamación del afectado o afectados.

2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, el afectado 
podrá considerar estimada su reclamación por silencio administrativo positivo.

Artículo 119.  Ejecución de la resolución.
Si la resolución de tutela fuese estimatoria, se requerirá al responsable del fichero para 

que, en el plazo de diez días siguientes a la notificación, haga efectivo el ejercicio de los 
derechos objeto de la tutela, debiendo dar cuenta por escrito de dicho cumplimiento a la 
Agencia Española de Protección de Datos en idéntico plazo.

CAPÍTULO III
Procedimientos relativos al ejercicio de la potestad sancionadora

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 120.  Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones contenidas en el presente capítulo serán de aplicación a los 

procedimientos relativos al ejercicio por la Agencia Española de Protección de Datos de la 
potestad sancionadora que le viene atribuida por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de datos de carácter personal, en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, y en la Ley 32/2003, de 
3 de noviembre, General de Telecomunicaciones.

2. No obstante, las disposiciones previstas en el ar-tículo 121 y en la sección cuarta de 
este capítulo únicamente serán aplicables a los procedimientos referidos al ejercicio de la 
potestad sancionadora prevista en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Artículo 121.  Inmovilización de ficheros.
1. En el supuesto previsto como infracción muy grave en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 

de diciembre, consistente en la utilización o cesión ilícita de los datos de carácter personal 
en la que se impida gravemente o se atente de igual modo contra el ejercicio de los 
derechos de los ciudadanos y el libre desarrollo de la personalidad que la Constitución y las 
leyes garantizan, el Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá, en 
cualquier momento del procedimiento, requerir a los responsables de ficheros o tratamientos 
de datos de carácter personal, tanto de titularidad pública como privada, la cesación en la 
utilización o cesión ilícita de los datos.

2. El requerimiento deberá ser atendido en el plazo improrrogable de tres días, durante el 
cual el responsable del fichero podrá formular las alegaciones que tenga por convenientes 
en orden al levantamiento de la medida.

3. Si el requerimiento fuera desatendido, el Director de la Agencia Española de 
Protección de Datos podrá, mediante resolución motivada, acordar la inmovilización de tales 
ficheros o tratamientos, a los solos efectos de restaurar los derechos de las personas 
afectadas.
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Sección 2.ª Actuaciones previas

Artículo 122.  Iniciación.
1. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento sancionador, se podrán realizar 

actuaciones previas con objeto de determinar si concurren circunstancias que justifiquen tal 
iniciación. En especial, estas actuaciones se orientarán a determinar, con la mayor precisión 
posible, los hechos que pudieran justificar la incoación del procedimiento, identificar la 
persona u órgano que pudiera resultar responsable y fijar las circunstancias relevantes que 
pudieran concurrir en el caso.

2. Las actuaciones previas se llevarán a cabo de oficio por la Agencia Española de 
Protección de Datos, bien por iniciativa propia o como consecuencia de la existencia de una 
denuncia o una petición razonada de otro órgano.

3. Cuando las actuaciones se lleven a cabo como consecuencia de la existencia de una 
denuncia o de una petición razonada de otro órgano, la Agencia Española de Protección de 
Datos acusará recibo de la denuncia o petición, pudiendo solicitar cuanta documentación se 
estime oportuna para poder comprobar los hechos susceptibles de motivar la incoación del 
procedimiento sancionador.

4. Estas actuaciones previas tendrán una duración máxima de doce meses a contar 
desde la fecha en la que la denuncia o petición razonada a las que se refiere el apartado 2 
hubieran tenido entrada en la Agencia Española de Protección de Datos o, en caso de no 
existir aquéllas, desde que el Director de la Agencia acordase la realización de dichas 
actuaciones.

El vencimiento del plazo sin que haya sido dictado y notificado acuerdo de inicio de 
procedimiento sancionador producirá la caducidad de las actuaciones previas.

Artículo 123.  Personal competente para la realización de las actuaciones previas.
1. Las actuaciones previas serán llevadas a cabo por el personal del área de la 

Inspección de Datos habilitado para el ejercicio de funciones inspectoras.
2. (Anulado)
3. Los funcionarios que ejerzan la inspección a los que se refieren los dos apartados 

anteriores tendrán la consideración de autoridad pública en el desempeño de sus cometidos.
Estarán obligados a guardar secreto sobre las informaciones que conozcan en el 

ejercicio de las mencionadas funciones, incluso después de haber cesado en las mismas.

Artículo 124.  Obtención de información.
Los inspectores podrán recabar cuantas informaciones precisen para el cumplimiento de 

sus cometidos. A tal fin podrán requerir la exhibición o el envío de los documentos y datos y 
examinarlos en el lugar en que se encuentren depositados, como obtener copia de los 
mismos, inspeccionar los equipos físicos y lógicos, así como requerir la ejecución de 
tratamientos y programas o procedimientos de gestión y soporte del fichero o ficheros 
sujetos a investigación, accediendo a los lugares donde se hallen instalados.

Artículo 125.  Actuaciones presenciales.
1. En el desarrollo de las actuaciones previas se podrán realizar visitas de inspección por 

parte de los inspectores designados, en los locales o sede del inspeccionado, o donde se 
encuentren ubicados los ficheros, en su caso. A tal efecto, los inspectores habrán sido 
previamente autorizados por el Director de la Agencia Española de Protección de Datos.

Las inspecciones podrán realizarse en el domicilio del inspeccionado, en la sede o local 
concreto relacionado con el mismo o en cualquiera de sus locales, incluyendo aquéllos en 
que el tratamiento sea llevado a cabo por un encargado.

La autorización se limitará a indicar la habilitación del inspector autorizado y la 
identificación de la persona u órgano inspeccionado.

2. En el supuesto contemplado en el apartado anterior, las inspecciones concluirán con 
el levantamiento de la correspondiente acta, en la que quedará constancia de las 
actuaciones practicadas durante la visita o visitas de inspección.
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3. El acta, que se emitirá por duplicado, será firmada por los inspectores actuantes y por 
el inspeccionado, que podrá hacer constar en la misma las alegaciones o manifestaciones 
que tenga por conveniente.

En caso de negativa del inspeccionado a la firma del acta, se hará constar expresamente 
esta circunstancia en la misma. En todo caso, la firma por el inspeccionado del acta no 
supondrá su conformidad, sino tan sólo la recepción de la misma.

Se entregará al inspeccionado uno de los originales del acta de inspección, 
incorporándose el otro a las actuaciones.

Artículo 126.  Resultado de las actuaciones previas.
1. Finalizadas las actuaciones previas, éstas se someterán a la decisión del Director de 

la Agencia Española de Protección de Datos.
Si de las actuaciones no se derivasen hechos susceptibles de motivar la imputación de 

infracción alguna, el Director de la Agencia Española de Protección de Datos dictará 
resolución de archivo que se notificará al investigado y al denunciante, en su caso.

2. En caso de apreciarse la existencia de indicios susceptibles de motivar la imputación 
de una infracción, el Director de la Agencia Española de Protección de Datos dictará acuerdo 
de inicio de procedimiento sancionador o de infracción de las Administraciones públicas, que 
se tramitarán conforme a lo dispuesto, respectivamente, en las secciones tercera y cuarta 
del presente capítulo.

Sección 3.ª Procedimiento sancionador

Artículo 127.  Iniciación del procedimiento.
Con carácter específico el acuerdo de inicio del procedimiento sancionador deberá 

contener:
a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.
b) Descripción sucinta de los hechos imputados, su posible calificación y las sanciones 

que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.
c) Indicación de que el órgano competente para resolver el procedimiento es el Director 

de la Agencia Española de Protección de Datos.
d) Indicación al presunto responsable de que puede reconocer voluntariamente su 

responsabilidad, en cuyo caso se dictará directamente resolución.
e) Designación de instructor y, en su caso, secretario, con expresa indicación del 

régimen de recusación de los mismos.
f) Indicación expresa del derecho del responsable a formular alegaciones, a la audiencia 

en el procedimiento y a proponer las pruebas que estime procedentes.
g) Medidas de carácter provisional que pudieran acordarse, en su caso, conforme a lo 

establecido en la sección primera del presente capítulo.

Artículo 128.  Plazo máximo para resolver.
1. El plazo para dictar resolución será el que determinen las normas aplicables a cada 

procedimiento sancionador y se computará desde la fecha en que se dicte el acuerdo de 
inicio hasta que se produzca la notificación de la resolución sancionadora, o se acredite 
debidamente el intento de notificación.

2. El vencimiento del citado plazo máximo, sin que se haya dictada y notificada 
resolución expresa, producirá la caducidad del procedimiento y el archivo de las actuaciones.

Sección 4.ª Procedimiento de declaración de infracción de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, por las administraciones públicas

Artículo 129.  Disposición general.
El procedimiento por el que se declare la existencia de una infracción de la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, cometida por las Administraciones públicas será el establecido 
en la sección tercera de este capítulo.
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CAPÍTULO IV
Procedimientos relacionados con la inscripción o cancelación de ficheros

Sección 1.ª Procedimiento de inscripción de la creación, modificación o 
supresión de ficheros

Artículo 130.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento se iniciará como consecuencia de la notificación de la creación, 

modificación o supresión del fichero por el interesado o, en su caso, de la comunicación 
efectuada por las autoridades de control de las comunidades autónomas, a la que se refiere 
el presente reglamento.

2. La notificación se deberá efectuar cumplimentando los modelos o formularios 
electrónicos publicados al efecto por la Agencia Española de Protección de Datos, en virtud 
de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 59 de este reglamento.

Tratándose de la notificación de la modificación o supresión de un fichero, deberá 
indicarse en la misma el código de inscripción del fichero en el Registro General de 
Protección de Datos.

3. La notificación se efectuará en soporte electrónico, ya mediante comunicación 
electrónica a través de Internet mediante firma electrónica o en soporte informático, 
utilizando al efecto el programa de ayuda para la generación de notificaciones que la 
Agencia pondrá a disposición de los interesados de forma gratuita.

Será igualmente válida la notificación efectuada en soporte papel cuando para su 
cumplimentación hayan sido utilizados los modelos o formularios publicados por la Agencia.

4. En la notificación, el responsable del fichero deberá declarar un domicilio a efectos de 
notificaciones en el procedimiento.

Artículo 131.  Especialidades en la notificación de ficheros de titularidad pública.
1. Cuando se trate de la notificación de ficheros de titularidad pública, deberá 

acompañarse a la notificación una copia de la norma o acuerdo de creación, modificación o 
supresión del fichero a que hace referencia el ar-tículo 52 del presente reglamento.

Cuando el diario oficial en el que se encuentre publicada la citada norma o acuerdo sea 
accesible a través de Internet, bastará con indicar en la notificación la dirección electrónica 
que permita su concreta localización.

2. Recibida la notificación, si la misma no contuviera la información preceptiva o se 
advirtieran defectos formales, el Registro General de Protección de Datos requerirá al 
responsable del fichero para que complete o subsane la notificación. El plazo para la 
subsanación o mejora de la solicitud será de tres meses, en el caso de que se precise la 
modificación de la norma o acuerdo de creación del fichero.

Artículo 132.  Acuerdo de inscripción o cancelación.
Si la notificación referida a la creación, modificación o supresión del fichero contuviera la 

información preceptiva y se cumplieran las restantes exigencias legales, el Director de la 
Agencia Española de Protección de Datos, a propuesta del Registro General de Protección 
de Datos, acordará, respectivamente, la inscripción del fichero, asignando al mismo el 
correspondiente código de inscripción, la modificación de la inscripción del fichero o la 
cancelación de la inscripción correspondiente.

Artículo 133.  Improcedencia o denegación de la inscripción.
El Director de la Agencia Española de Protección de Datos, a propuesta del Registro 

General de Protección de Datos, dictará resolución denegando la inscripción, modificación o 
cancelación cuando de los documentos aportados por el responsable del fichero se 
desprenda que la notificación no resulta conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre.

La resolución será debidamente motivada, con indicación expresa de las causas que 
impiden la inscripción, modificación o cancelación.
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Artículo 134.  Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución expresa.
1. El plazo máximo para dictar y notificar resolución acerca de la inscripción, modificación 

o cancelación será de un mes.
2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, se entenderá 

inscrito, modificado o cancelado el fichero a todos los efectos.

Sección 2.ª Procedimiento de cancelación de oficio de ficheros inscritos

Artículo 135.  Iniciación del procedimiento.
El procedimiento de cancelación de oficio de los ficheros inscritos en el Registro General 

de Protección de Datos se iniciará siempre de oficio, bien por propia iniciativa o en virtud de 
denuncia, por acuerdo del Director de la Agencia Española de Protección de Datos.

Artículo 136.  Terminación del expediente.
La resolución, previa audiencia del interesado, acordará haber lugar o no a la 

cancelación del fichero.
Si la resolución acordase la cancelación del fichero, se dará traslado de la misma al 

Registro General de Protección de Datos, para que proceda a la cancelación.

CAPÍTULO V
Procedimientos relacionados con las transferencias internacionales de datos

Sección 1.ª Procedimiento de autorización de transferencias internacionales de 
datos

Artículo 137.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento para la obtención de la autorización para las transferencias 

internacionales de datos a países terceros a las que se refiere el artículo 33 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y el artículo 70 de este reglamento se iniciará 
siempre a solicitud del exportador que pretenda llevar a cabo la transferencia.

2. En su solicitud, además de los requisitos legalmente exigidos, el exportador deberá 
consignar, en todo caso:

a) La identificación del fichero o ficheros a cuyos datos se refiera la transferencia 
internacional, con indicación de su denominación y código de inscripción del fichero en el 
Registro General de Protección de Datos.

b) La transferencia o transferencias respecto de las que se solicita la autorización, con 
indicación de la finalidad que la justifica.

c) La documentación que incorpore las garantías exigibles para la obtención de la 
autorización así como el cumplimiento de los requisitos legales necesarios para la 
realización de la transferencia, en su caso.

Cuando la autorización se fundamente en la existencia de un contrato entre el exportador 
y el importador de los datos, deberá aportarse copia del mismo, acreditándose asimismo la 
concurrencia de poder suficiente en sus otorgantes.

Si la autorización se pretendiera fundar en lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 70, 
deberán aportarse las normas o reglas adoptadas en relación con el tratamiento de los datos 
en el seno del grupo, así como la documentación que acredite su carácter vinculante y su 
eficacia dentro del grupo. Igualmente deberá aportarse la documentación que acredite la 
posibilidad de que el afectado o la Agencia Española de Protección de Datos puedan exigir 
la responsabilidad que corresponda en caso de perjuicio del afectado o vulneración de las 
normas de protección de datos por parte de cualquier empresa importadora.

Artículo 138.  Instrucción del procedimiento.
1. Cuando el Director de la Agencia Española de Protección de Datos acuerde, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 86.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, la apertura de un 
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período de información pública, el plazo para la formulación de alegaciones será de diez días 
a contar desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del anuncio previsto en dicha 
Ley.

2. No será posible el acceso a la información del expediente en que concurran las 
circunstancias establecidas en el artículo 37.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

3. Transcurrido el plazo previsto en el apartado 1, en caso de que se hubieran formulado 
alegaciones, se dará traslado de las mismas al solicitante de la autorización, a fin de que en 
el plazo de diez días alegue lo que estime procedente.

Artículo 139.  Actos posteriores a la resolución.
1. Cuando el Director de la Agencia Española de Protección de Datos resuelva autorizar 

la transferencia internacional de datos, se dará traslado de la resolución de autorización al 
Registro General de Protección de Datos, a fin de proceder a su inscripción.

El Registro General de Protección de Datos inscribirá de oficio la autorización de 
transferencia internacional.

2. En todo caso, se dará traslado de la resolución de autorización o denegación de la 
autorización de la transferencia internacional de datos al Ministerio de Justicia, al efecto de 
que se proceda a su notificación a la Comisión Europea y a los demás Estados miembros de 
la Unión Europea de acuerdo a lo previsto en el artículo 26.3 de la Directiva 95/46/CE.

Artículo 140.  Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución expresa.
1. El plazo máximo para dictar y notificar resolución será de tres meses, a contar desde 

la fecha de entrada en la Agencia Española de Protección de Datos de la solicitud.
2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, se entenderá 

autorizada la transferencia internacional de datos.

Sección 2.ª Procedimiento de suspensión temporal de transferencias 
internacionales de datos

Artículo 141.  Iniciación.
1. En los supuestos contemplados en el artículo 69 y en el apartado 3 del artículo 70, el 

Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá acordar la suspensión 
temporal de una transferencia internacional de datos.

2. En tales supuestos, el Director dictará acuerdo de inicio referido a la suspensión 
temporal de la transferencia. El acuerdo deberá ser motivado y fundarse en los supuestos 
previstos en este reglamento.

Artículo 142.  Instrucción y resolución.
1. Se dará traslado del acuerdo al exportador, a fin de que en el plazo de quince días 

formule lo que a su derecho convenga.
2. Recibidas las alegaciones o cumplido el plazo señalado, el Director dictará resolución 

acordando, en su caso, la suspensión temporal de la transferencia internacional de datos.

Artículo 143.  Actos posteriores a la resolución.
1. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos dará traslado de la 

resolución al Registro General de Protección de Datos, a fin de que la misma se haga 
constar en el registro.

El Registro General de Protección de Datos inscribirá de oficio la suspensión temporal de 
la transferencia internacional.

2. En todo caso, se dará traslado de la resolución al Ministerio de Justicia, al efecto de 
que se proceda a su notificación a la Comisión Europea y a los demás Estados miembros de 
la Unión Europea de acuerdo a lo previsto en el artículo 26.3 de la Directiva 95/46/CE.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 11  Reglamento de la Ley Orgánica de protección de datos de carácter personal

– 263 –



Artículo 144.  Levantamiento de la suspensión temporal.
1. La suspensión se levantará tan pronto como cesen las causas que la hubieran 

justificado, mediante resolución del Director de la Agencia Española de Protección de Datos, 
del que se dará traslado al exportador.

2. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos dará traslado de la 
resolución al Registro General de Protección de Datos, a fin de que la misma se haga 
constar en el Registro.

El Registro General de Protección de Datos hará constar de oficio el levantamiento de la 
suspensión temporal de la transferencia internacional.

3. El acuerdo será notificado al exportador y al Ministerio de Justicia, al efecto de que se 
proceda a su notificación a la Comisión Europea y a los demás Estados miembros de la 
Unión Europea de acuerdo a lo previsto en el artículo 26. 3 de la Directiva 95/46/CE.

CAPÍTULO VI
Procedimiento de inscripción de códigos tipo

Artículo 145.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento para la inscripción en el Registro General de Protección de Datos de 

los códigos tipo se iniciará siempre a solicitud de la entidad, órgano o asociación promotora 
del código tipo.

2. La solicitud, que deberá reunir los requisitos legalmente establecidos, habrá de 
acompañarse de los siguientes documentos:

a) Acreditación de la representación que concurra en la persona que presente la 
solicitud.

b) Contenido del acuerdo, convenio o decisión por la que se aprueba, en el ámbito 
correspondiente el contenido del código tipo presentado.

c) En caso de que el código tipo proceda de un acuerdo sectorial o una decisión de 
empresa certificación referida a la adopción del acuerdo y legitimación del órgano que lo 
adoptó.

d) En el supuesto contemplado en la letra anterior, copia de los estatutos de la 
asociación, organización sectorial o entidad en cuyo marco haya sido aprobado el código.

e) En caso de códigos tipo presentados por asociaciones u organizaciones de carácter 
sectorial, documentación relativa a su representatividad en el sector.

f) En caso de códigos tipo basados en decisiones de empresa, descripción de los 
tratamientos a los que se refiere el código tipo.

g) Código tipo sometido a la Agencia Española de Protección de Datos.

Artículo 146.  Análisis de los aspectos sustantivos del código tipo.
1. Durante los treinta días siguientes a la notificación o subsanación de los defectos el 

Registro General de Protección de Datos podrá convocar a los solicitantes, a fin de obtener 
aclaraciones o precisiones relativas al contenido sustantivo del código tipo.

2. Transcurrido el plazo señalado en el apartado anterior, el Registro General de 
Protección de Datos elaborará un informe sobre las características del proyecto de código 
tipo.

3. La documentación presentada y el informe del Registro serán remitidos al Gabinete 
Jurídico, a fin de que por el mismo se informe acerca del cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el Título VII de este Reglamento.

Artículo 147.  Información pública.
1. Cuando el Director de la Agencia Española de Protección de Datos acuerde, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 86.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, la apertura de un 
período de información pública, el plazo para la formulación de alegaciones será de diez días 
a contar desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del anuncio previsto en dicha 
ley.
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2. No será posible el acceso a la información del expediente en que concurran las 
circunstancias establecidas en el artículo 37.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 148.  Mejora del código tipo.
Si durante la tramitación del procedimiento resultase necesaria la aportación de nuevos 

documentos o la modificación del código tipo presentado, la Agencia Española de Protección 
de Datos podrá requerir al solicitante, a fin de que en el plazo de treinta días introduzca las 
modificaciones que sean precisas, remitiendo el texto resultante a la Agencia Española de 
Protección de Datos.

Se declarará la suspensión del procedimiento en tanto el solicitante no dé cumplimiento 
al requerimiento.

Artículo 149.  Trámite de audiencia.
En caso de que durante el trámite previsto en el ar-tículo 148 se hubieran formulado 

alegaciones, se dará traslado de las mismas al solicitante de la autorización, a fin de que en 
el plazo de diez días alegue lo que estime procedente.

Artículo 150.  Resolución.
1. Cumplidos los términos establecidos en los artículos precedentes, el Director de la 

Agencia resolverá sobre la procedencia o improcedencia de la inscripción del código tipo en 
el Registro General de Protección de Datos.

2. Cuando el Director de la Agencia Española de Protección de Datos resuelva autorizar 
la inscripción del código tipo, se dará traslado de la resolución al Registro General de 
Protección de Datos, a fin de proceder a su inscripción.

Artículo 151.  Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución expresa.
1. El plazo máximo para dictar y notificar resolución será de seis meses, a contar desde 

la fecha de entrada de la solicitud en la Agencia Española de Protección de Datos.
2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, el solicitante 

podrá considerar estimada su solicitud.

Artículo 152.  Publicación de los códigos tipo por la Agencia Española de Protección de 
Datos.

La Agencia Española de Protección de Datos dará publicidad al contenido de los códigos 
tipo inscritos en el Registro General de Protección de Datos, utilizando para ello, con 
carácter preferente, medios electrónicos o telemáticos.

CAPÍTULO VII
Otros procedimientos tramitados por la agencia española de protección de 

datos

Sección 1.ª Procedimiento de exención del deber de información al interesado

Artículo 153.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento para obtener de la Agencia Española de Protección de Datos la 

exención del deber de informar al interesado acerca del tratamiento de sus datos de carácter 
personal cuando resulte imposible o exija esfuerzos desproporcionados, prevista en el 
apartado 5 del artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, se iniciará siempre 
a petición del responsable que pretenda obtener la aplicación de la exención.

2. En el escrito de solicitud, además de los requisitos recogidos en el art. 70 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, el responsable deberá:

a) Identificar claramente el tratamiento de datos al que pretende aplicarse la exención del 
deber de informar.
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b) Motivar expresamente las causas en que fundamenta la imposibilidad o el carácter 
desproporcionado del esfuerzo que implicaría el cumplimiento del deber de informar.

c) Exponer detalladamente las medidas compensatorias que propone realizar en caso de 
exoneración del cumplimiento del deber de informar.

d) Aportar una cláusula informativa que, mediante su difusión, en los términos que se 
indiquen en la solicitud, permita compensar la exención del deber de informar.

Artículo 154.  Propuesta de nuevas medidas compensatorias.
1. Si la Agencia Española de Protección de Datos considerase insuficientes las medidas 

compensatorias propuestas por el solicitante, podrá acordar la adopción de medidas 
complementarias o sustitutivas a las propuestas por aquél en su solicitud.

2. Del acuerdo se dará traslado al solicitante, a fin de que exponga lo que a su derecho 
convenga en el plazo de quince días.

Artículo 155.  Terminación del procedimiento.
Concluidos los trámites previstos en los artículos precedentes, el Director de la Agencia 

dictará resolución, concediendo o denegando la exención del deber de informar. La 
resolución podrá imponer la adopción de las medidas complementarias a las que se refiere 
el artículo anterior.

Artículo 156.  Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución expresa.
1. El plazo máximo para dictar y notificar resolución en el procedimiento será de seis 

meses, a contar desde la fecha de entrada en la Agencia Española de Protección de Datos 
de la solicitud del responsable del fichero.

2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, el afectado 
podrá considerar estimada su solicitud por silencio administrativo positivo.

Sección 2.ª Procedimiento para la autorización de conservación de datos para 
fines históricos, estadísticos o científicos

Artículo 157.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento para obtener de la Agencia Española de Protección de Datos la 

declaración de la concurrencia en un determinado tratamiento de datos de valores históricos, 
científicos o estadísticos, a los efectos previstos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, y en el presente Reglamento, se iniciará siempre a petición del responsable que 
pretenda obtener la declaración.

2. En el escrito de solicitud, el responsable deberá:
a) Identificar claramente el tratamiento de datos al que pretende aplicarse la excepción.
b) Motivar expresamente las causas que justificarían la declaración.
c) Exponer detalladamente las medidas que el responsable del fichero se propone 

implantar para garantizar el derecho de los ciudadanos.
3. La solicitud deberá acompañarse de cuantos documentos o pruebas sean necesarios 

para justificar la existencia de los valores históricos, científicos o estadísticos que 
fundamentarían la declaración de la Agencia.

Artículo 158.  Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución expresa.
1. El plazo máximo para dictar y notificar resolución en el procedimiento será de tres 

meses, a contar desde la fecha de entrada en la Agencia Española de Protección de Datos 
de la solicitud del responsable del fichero.

2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, el afectado 
podrá considerar estimada su solicitud.
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Disposición adicional única.  Productos de software.
Los productos de software destinados al tratamiento automatizado de datos personales 

deberán incluir en su descripción técnica el nivel de seguridad, básico, medio o alto, que 
permitan alcanzar de acuerdo con lo establecido en el título VIII de este reglamento.

Disposición final única.  Aplicación supletoria.
En lo no establecido en el capítulo III del título IX serán de aplicación a los 

procedimientos sancionadores tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos 
las disposiciones contenidas en el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.
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§ 12

Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados 
aspectos de los servicios electrónicos de confianza

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 298, de 12 de noviembre de 2020

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2020-14046

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
Desde el 1 de julio de 2016 es de aplicación el Reglamento (UE) n.º 910/2014 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación 
electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado 
interior y por el que se deroga la Directiva 1999/93/CE.

La Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, que supuso la transposición al 
ordenamiento jurídico español de la derogada Directiva 1999/93/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 13 de diciembre de 1999, por la que se establece un marco comunitario 
para la firma electrónica, se encuentra desde entonces jurídicamente desplazada en todo 
aquello regulado por el citado Reglamento. El objeto de esta Ley es, por tanto, adaptar 
nuestro ordenamiento jurídico al marco regulatorio de la Unión Europea, evitando así la 
existencia de vacíos normativos susceptibles de dar lugar a situaciones de inseguridad 
jurídica en la prestación de servicios electrónicos de confianza.

La presente Ley no realiza una regulación sistemática de los servicios electrónicos de 
confianza, que ya han sido legislados por el Reglamento (UE) 910/2014, el cual, por respeto 
al principio de primacía del Derecho de la Unión Europea, no debe reproducirse total o 
parcialmente. La función de esta Ley es complementarlo en aquellos aspectos concretos que 
el Reglamento no ha armonizado y cuyo desarrollo prevé en los ordenamientos de los 
diferentes Estados miembros, cuyas disposiciones han de ser interpretadas de acuerdo con 
él.
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II
En lugar de una revisión de la Directiva 1999/93/CE, la elección de un reglamento como 

instrumento legislativo por el legislador europeo, de aplicación directa en los Estados 
miembros, vino motivada por la necesidad de reforzar la seguridad jurídica en el seno de la 
Unión, terminando con la dispersión normativa provocada por las transposiciones de la 
citada Directiva en los ordenamientos jurídicos internos a través de leyes nacionales, que 
había provocado una importante fragmentación e imposibilitado la prestación de servicios 
transfronterizos en el mercado interior, agravada por las diferencias en los sistemas de 
supervisión aplicados en cada Estado miembro.

Así, mediante el Reglamento (UE) 910/2014 se persigue regular en un mismo 
instrumento normativo de aplicación directa en los Estados miembros dos realidades, la 
identificación y los servicios de confianza electrónicos en sentido amplio, armonizando y 
facilitando el uso transfronterizo de los servicios en línea, públicos y privados, así como el 
comercio electrónico en la UE, contribuyendo así al desarrollo del mercado único digital.

Por una parte, en el ámbito de la identificación electrónica, el Reglamento instaura la 
aceptación mutua, para el acceso a los servicios públicos en línea, de los sistemas 
nacionales de identificación electrónica que hayan sido notificados a la Comisión Europea 
por parte de los Estados miembros, con objeto de facilitar la interacción telemática segura 
con las Administraciones públicas y su utilización para la realización de trámites 
transfronterizos, eliminando esta barrera electrónica que excluía a los ciudadanos del pleno 
disfrute de los beneficios del mercado interior.

Por otra parte, introduce la regulación armónica de nuevos servicios electrónicos 
cualificados de confianza, adicionales a la tradicional firma electrónica, tales como el sello 
electrónico de persona jurídica, el servicio de validación de firmas y sellos cualificados, el 
servicio de conservación de firmas y sellos cualificados, el servicio de sellado electrónico de 
tiempo, el servicio de entrega electrónica certificada y el servicio de expedición de 
certificados de autenticación web, que pueden ser combinados entre sí para la prestación de 
servicios complejos e innovadores.

Se establece un régimen jurídico específico para los citados servicios electrónicos de 
confianza cualificados, consecuente con las elevadas exigencias de supervisión y seguridad 
que soportan, y cuyo reflejo es la singular relevancia probatoria que poseen respecto de los 
servicios no cualificados. Se refuerza así la seguridad jurídica de las transacciones 
electrónicas entre empresas, particulares y Administraciones públicas.

III
La aplicabilidad directa del Reglamento no priva a los Estados miembros de toda 

capacidad normativa sobre la materia regulada, es más, aquellos están obligados a adaptar 
los ordenamientos nacionales para garantizar que aquella cualidad se haga efectiva. Esta 
adaptación puede exigir tanto la modificación o derogación de normas existentes, como la 
adopción de nuevas disposiciones llamadas a completar la regulación europea.

En tal sentido, el objetivo de la presente Ley, como se indicaba ut supra, es 
complementar el Reglamento (UE) 910/2014 en aquellos aspectos que este no ha 
armonizado y que se dejan al criterio de los Estados miembros. Por tanto, la Ley se abstiene 
de reproducir las previsiones del Reglamento, abordando únicamente aquellas cuestiones 
que la norma europea remite a la decisión de los Estados miembros o que no se encuentran 
armonizadas, adquiriendo la regulación coherencia y sentido en el marco de la normativa 
europea.

Así, en virtud del principio de proporcionalidad, esta Ley contiene la regulación 
imprescindible para cubrir aquellos aspectos previstos en el Reglamento (UE) 910/2014, 
como es el caso, entre otros, del régimen de previsión de riesgo de los prestadores 
cualificados, el régimen sancionador, la comprobación de la identidad y atributos de los 
solicitantes de un certificado cualificado, la inclusión de requisitos adicionales a nivel 
nacional para certificados cualificados tales como identificadores nacionales, o su tiempo 
máximo de vigencia, así como las condiciones para la suspensión de los certificados.

El Reglamento (UE) 910/2014 garantiza la equivalencia jurídica entre la firma electrónica 
cualificada y la firma manuscrita, pero permite a los Estados miembros determinar los 
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efectos de las otras firmas electrónicas y de los servicios electrónicos de confianza en 
general. En este aspecto, se modifica la regulación anterior al atribuir a los documentos 
electrónicos para cuya producción o comunicación se haya utilizado un servicio de confianza 
cualificado una ventaja probatoria. A este respecto, se simplifica la prueba, pues basta la 
mera constatación de la inclusión del citado servicio en la lista de confianza de prestadores 
cualificados de servicios electrónicos regulada en el artículo 22 del Reglamento (UE) 
910/2014.

Por lo que respecta a los certificados electrónicos, se introducen en la Ley varias 
disposiciones relativas a la expedición y contenido de los certificados cualificados, cuyo 
tiempo máximo de vigencia se mantiene en cinco años. En este sentido, no se permite a los 
prestadores de servicios el denominado «encadenamiento» en la renovación de certificados 
cualificados utilizando uno vigente, más que una sola vez, por razones de seguridad en el 
tráfico jurídico. Sin perjuicio de lo anterior, el Reglamento (UE) 910/2014 contempla la 
posibilidad de verificación de la identidad del solicitante de un certificado cualificado 
utilizando otros métodos de identificación reconocidos a escala nacional que garanticen una 
seguridad equivalente en términos de fiabilidad a la presencia física. Haciéndose eco de esta 
previsión, la Ley habilita a que reglamentariamente se regulen las condiciones y requisitos 
técnicos que lo harían posible.

Los certificados cualificados expedidos a personas físicas incluirán el número de 
Documento Nacional de Identidad, número de identidad de extranjero o número de 
identificación fiscal, salvo en los casos en los que el titular carezca de todos ellos. La misma 
regla se aplica en cuanto al número de identificación fiscal de las personas jurídicas o sin 
personalidad jurídica titulares de certificados cualificados, que en defecto de este han de 
utilizar un código que les identifique de forma unívoca y permanente en el tiempo, tal como 
se recoja en los registros oficiales.

En lo que se refiere a las obligaciones de los prestadores, la Ley establece el requisito 
de constitución de una garantía económica para la prestación de servicios cualificados de 
confianza. Se fija una cuantía mínima única de 1.500.000 euros, que se incrementa en 
500.000 euros por cada tipo de servicio adicional que se preste, lo que se estima suficiente 
para cubrir los riesgos derivados del servicio, tiene en cuenta la diversidad de servicios en el 
mercado y no penaliza a los prestadores con mayor oferta.

Una de las exigencias del Reglamento (UE) 910/2014 se centra en garantizar la 
seguridad de los servicios de confianza frente a actos deliberados o fortuitos que afecten a 
sus productos, redes o sistemas de información. En este sentido, todos los prestadores de 
servicios de confianza, cualificados y no cualificados, están sometidos a la obligación de 
adoptar las medidas técnicas y organizativas adecuadas para gestionar los riesgos para la 
seguridad de los servicios de confianza que prestan, así como de notificar al órgano de 
supervisión cualquier violación de la seguridad o pérdida de la integridad que tenga un 
impacto significativo en el servicio de confianza prestado. Esta Ley sanciona el 
incumplimiento de las citadas obligaciones.

En respuesta a la evolución de la tecnología y las demandas del mercado, el 
Reglamento (UE) 910/2014 abre la posibilidad de prestación de servicios innovadores 
basados en soluciones móviles y en la nube, como la firma y sello electrónicos remotos, en 
los que el entorno es gestionado por un prestador de servicios de confianza en nombre del 
titular. A fin de garantizar que estos servicios electrónicos obtengan el mismo reconocimiento 
jurídico que aquellos utilizados en un entorno completamente gestionado por el usuario, 
estos prestadores deben aplicar procedimientos de seguridad específicos y utilizar sistemas 
y productos fiables, incluidos canales de comunicación electrónica seguros, para garantizar 
que el entorno es fiable y se utiliza bajo el control exclusivo del titular. Se pretende alcanzar, 
así, un equilibrio entre la facilidad para el acceso y el uso de los servicios, sin detrimento de 
la seguridad.

IV
Esta Ley deroga la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, y con ella 

aquellos preceptos incompatibles con el Reglamento (UE) 910/2014.
Así sucede con los antiguos certificados de firma de personas jurídicas, introducidos por 

la citada Ley de firma electrónica. El nuevo paradigma instaurado por el mencionado 
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reglamento implica que únicamente las personas físicas están capacitadas para firmar 
electrónicamente, por lo que no prevé la emisión de certificados de firma electrónica a favor 
de personas jurídicas o entidades sin personalidad jurídica. A estas se reservan los sellos 
electrónicos, que permiten garantizar la autenticidad e integridad de documentos tales como 
facturas electrónicas. Sin perjuicio de lo anterior, las personas jurídicas podrán actuar por 
medio de los certificados de firma de aquellas personas físicas que legalmente les 
representen.

La Ley permite la posibilidad de que el órgano supervisor mantenga un servicio de 
difusión de información sobre los prestadores cualificados que operan en el mercado, con el 
fin de proporcionar a los usuarios información útil sobre los servicios que ofrecen en el 
desarrollo de su actividad.

Mediante la presente Ley se deroga también el artículo 25 de la Ley 34/2002, de 11 de 
julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, referido a los 
terceros de confianza, debido a que los servicios ofrecidos por este tipo de proveedores se 
encuentran subsumidos en los tipos regulados por el Reglamento (UE) 910/2014, 
fundamentalmente en los servicios de entrega electrónica certificada y de conservación de 
firmas y sellos electrónicos.

V
Si bien la prestación de servicios electrónicos de confianza se realiza en régimen de libre 

competencia, el Reglamento (UE) 910/2014 prevé, para los servicios cualificados, un 
sistema de verificación previa de cumplimiento de los requisitos que en él se imponen. Así, 
se diseña un sistema mixto de colaboración público-privada para la supervisión de los 
prestadores cualificados, pues su inclusión en la lista de confianza, que permite iniciar esa 
actividad, debe basarse en un informe de evaluación de la conformidad emitido por un 
organismo de evaluación acreditado por un organismo nacional de acreditación, establecido 
en alguno de los Estados miembros de la Unión Europea. A partir de entonces, los 
prestadores cualificados deberán remitir el citado informe al menos cada veinticuatro meses.

Por su parte, los prestadores de servicios no cualificados pueden prestar servicios sin 
verificación previa de cumplimiento de requisitos, sin perjuicio de su sujeción a las 
potestades de seguimiento y control posterior de la Administración. No obstante, deberán 
comunicar al órgano supervisor la prestación del servicio en el plazo de tres meses desde 
que inicien su actividad, a los meros efectos de conocer su existencia y posibilitar su 
supervisión.

Por último, se define el régimen sancionador aplicable a los prestadores cualificados y no 
cualificados de servicios electrónicos de confianza, sin perjuicio de la posibilidad ya prevista 
en el artículo 20.3 del Reglamento (UE) 910/2014 de retirar la cualificación al prestador o 
servicio que presta, y su exclusión de la lista de confianza, en determinados supuestos. 
Asimismo, se han adecuado las cuantías de las sanciones, reduciéndose a la mitad la 
máxima imponible respecto a la legislación anterior, y se ha previsto la división en tramos de 
la horquilla sancionadora para la determinación de la multa imponible, en atención a los 
criterios de graduación concurrentes.

VI
Con arreglo a todo lo anterior, la presente Ley contiene veinte artículos, cuatro 

disposiciones adicionales, dos transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones 
finales.

Las disposiciones adicionales se refieren: la primera a Fe pública y servicios electrónicos 
de confianza; la segunda a los efectos jurídicos de los sistemas utilizados en las 
Administraciones públicas; la tercera al Documento Nacional de Identidad y sus certificados 
electrónicos, y la cuarta al secreto de la identidad de los miembros del Centro Nacional de 
Inteligencia.

La disposición transitoria primera se refiere a la comunicación de actividad por 
prestadores de servicios no cualificados ya existentes, y la disposición transitoria segunda 
mantiene en vigor el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, por el que se regula la 
expedición del Documento Nacional de Identidad y sus certificados de firma electrónica, el 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 12  Ley reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza

– 271 –



cual constituye desarrollo reglamentario parcial de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de 
firma electrónica.

En las disposiciones finales se modifican diversas leyes. En la primera, la Ley 56/2007, 
de 28 de diciembre, de medidas de impulso de la sociedad de la información, de forma que 
las empresas que presten servicios al público en general de especial trascendencia 
económica deberán disponer de un medio seguro de interlocución telemática, no 
necesariamente basado en certificados electrónicos. Con ello, se flexibiliza la norma y se da 
cabida a otros medios de identificación generalmente usados en el sector privado.

En la disposición final segunda, se modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, con objeto de adaptarla al nuevo marco regulatorio de los servicios 
electrónicos de confianza definido en esta Ley y en el Reglamento (UE) 910/2014.

En la disposición final tercera, se modifica la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico, para adaptar su regulación al 
Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo y del Consejo, referente a plataformas 
digitales.

En la disposición final cuarta se introduce una nueva disposición adicional séptima en la 
Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, para adaptar su regulación al Reglamento (UE) 2018/302 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, sobre medidas destinadas a impedir el bloqueo geográfico injustificado y otras 
formas de discriminación por razón de la nacionalidad, del lugar de residencia o del lugar de 
establecimientos de los clientes en el mercado interior.

La disposición final quinta contiene el título competencial, en virtud del cual la Ley se 
dicta al amparo de las competencias exclusivas que corresponden al Estado en materia de 
legislación civil, telecomunicaciones y seguridad pública, conforme al artículo 149.1.8.ª, 21.ª 
y 29.ª de la Constitución Española. El artículo 3 y la disposición final segunda se dictan, 
además, al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, el cual atribuye 
al Estado competencia exclusiva en materia de legislación procesal. Por su parte la 
disposición adicional segunda se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución, en relación con la competencia estatal exclusiva sobre las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones públicas y el procedimiento administrativo común.

Finalmente las disposiciones finales sexta y séptima se refieren al desarrollo 
reglamentario de la Ley y a su entrada en vigor, respectivamente.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto regular determinados aspectos de los servicios 

electrónicos de confianza, como complemento del Reglamento (UE) n.º 910/2014 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación 
electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado 
interior y por el que se deroga la Directiva 1999/93/CE.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Esta Ley se aplicará a los prestadores públicos y privados de servicios electrónicos de 

confianza establecidos en España.
Así mismo, se aplicará a los prestadores residentes o domiciliados en otro Estado que 

tengan un establecimiento permanente situado en España, siempre que ofrezcan servicios 
no supervisados por la autoridad competente de otro país de la Unión Europea.

Artículo 3.  Efectos jurídicos de los documentos electrónicos.
1. Los documentos electrónicos públicos, administrativos y privados, tienen el valor y la 

eficacia jurídica que corresponda a su respectiva naturaleza, de conformidad con la 
legislación que les resulte aplicable.
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2. La prueba de los documentos electrónicos privados en los que se hubiese utilizado un 
servicio de confianza no cualificado se regirá por lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 
326 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Si el servicio fuese cualificado, 
se estará a lo previsto en el apartado 4 del mismo precepto.

TÍTULO II
Certificados electrónicos

Artículo 4.  Vigencia y caducidad de los certificados electrónicos.
1. Los certificados electrónicos se extinguen por caducidad a la expiración de su período 

de vigencia, o mediante revocación por los prestadores de servicios electrónicos de 
confianza en los supuestos previstos en el artículo siguiente.

2. El período de vigencia de los certificados cualificados no será superior a cinco años.
Dicho período se fijará en atención a las características y tecnología empleada para 

generar los datos de creación de firma, sello, o autenticación de sitio web.

Artículo 5.  Revocación y suspensión de los certificados electrónicos.
1. Los prestadores de servicios electrónicos de confianza extinguirán la vigencia de los 

certificados electrónicos mediante revocación en los siguientes supuestos:
a) Solicitud formulada por el firmante, la persona física o jurídica representada por este, 

un tercero autorizado, el creador del sello o el titular del certificado de autenticación de sitio 
web.

b) Violación o puesta en peligro del secreto de los datos de creación de firma o de sello, 
o del prestador de servicios de confianza, o de autenticación de sitio web, o utilización 
indebida de dichos datos por un tercero.

c) Resolución judicial o administrativa que lo ordene.
d) Fallecimiento del firmante; capacidad modificada judicialmente sobrevenida, total o 

parcial, del firmante; extinción de la personalidad jurídica o disolución del creador del sello en 
el caso de tratarse de una entidad sin personalidad jurídica, y cambio o pérdida de control 
sobre el nombre de dominio en el supuesto de un certificado de autenticación de sitio web.

e) Terminación de la representación en los certificados electrónicos con atributo de 
representante. En este caso, tanto el representante como la persona o entidad representada 
están obligados a solicitar la revocación de la vigencia del certificado en cuanto se produzca 
la modificación o extinción de la citada relación de representación.

f) Cese en la actividad del prestador de servicios de confianza salvo que la gestión de los 
certificados electrónicos expedidos por aquel sea transferida a otro prestador de servicios de 
confianza.

g) Descubrimiento de la falsedad o inexactitud de los datos aportados para la expedición 
del certificado y que consten en él, o alteración posterior de las circunstancias verificadas 
para la expedición del certificado, como las relativas al cargo.

h) En caso de que se advierta que los mecanismos criptográficos utilizados para la 
generación de los certificados no cumplen los estándares de seguridad mínimos necesarios 
para garantizar su seguridad.

i) Cualquier otra causa lícita prevista en la declaración de prácticas del servicio de 
confianza.

2. Los prestadores de servicios de confianza suspenderán la vigencia de los certificados 
electrónicos en los supuestos previstos en las letras a), c) y h) del apartado anterior, así 
como en los casos de duda sobre la concurrencia de las circunstancias previstas en sus 
letras b) y g), siempre que sus declaraciones de prácticas de certificación prevean la 
posibilidad de suspender los certificados.

3. En su caso, y de manera previa o simultánea a la indicación de la revocación o 
suspensión de un certificado electrónico en el servicio de consulta sobre el estado de validez 
o revocación de los certificados por él expedidos, el prestador de servicios electrónicos de 
confianza comunicará al titular, por un medio que acredite la entrega y recepción efectiva 
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siempre que sea factible, esta circunstancia, especificando los motivos y la fecha y la hora 
en que el certificado quedará sin efecto.

En los casos de suspensión, la vigencia del certificado se extinguirá si transcurrido el 
plazo de duración de la suspensión, el prestador no la hubiera levantado.

Artículo 6.  Identidad y atributos de los titulares de certificados cualificados.
1. La identidad del titular en los certificados cualificados se consignará de la siguiente 

forma:
a) En el supuesto de certificados de firma electrónica y de autenticación de sitio web 

expedidos a personas físicas, por su nombre y apellidos y su número de Documento 
Nacional de Identidad, número de identidad de extranjero o número de identificación fiscal, o 
a través de un pseudónimo que conste como tal de manera inequívoca. Los números 
anteriores podrán sustituirse por otro código o número identificativo únicamente en caso de 
que el titular carezca de todos ellos por causa lícita, siempre que le identifique de forma 
unívoca y permanente en el tiempo.

b) En el supuesto de certificados de sello electrónico y de autenticación de sitio web 
expedidos a personas jurídicas, por su denominación o razón social y su número de 
identificación fiscal. En defecto de este, deberá indicarse otro código identificativo que le 
identifique de forma unívoca y permanente en el tiempo, tal como se recoja en los registros 
oficiales.

2. Si los certificados admiten una relación de representación incluirán la identidad de la 
persona física o jurídica representada en las formas previstas en el apartado anterior, así 
como una indicación del documento, público si resulta exigible, que acredite de forma 
fehaciente las facultades del firmante para actuar en nombre de la persona o entidad a la 
que represente y, en caso de ser obligatoria la inscripción, de los datos registrales.

Artículo 7.  Comprobación de la identidad y otras circunstancias de los solicitantes de un 
certificado cualificado.

1. La identificación de la persona física que solicite un certificado cualificado exigirá su 
personación ante los encargados de verificarla y se acreditará mediante el Documento 
Nacional de Identidad, pasaporte u otros medios admitidos en Derecho. Podrá prescindirse 
de la personación de la persona física que solicite un certificado cualificado si su firma en la 
solicitud de expedición de un certificado cualificado ha sido legitimada en presencia notarial.

2. Reglamentariamente, mediante Orden de la persona titular del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, se determinarán otras condiciones y requisitos 
técnicos de verificación de la identidad a distancia y, si procede, otros atributos específicos 
de la persona solicitante de un certificado cualificado, mediante otros métodos de 
identificación como videoconferencia o vídeo-identificación que aporten una seguridad 
equivalente en términos de fiabilidad a la presencia física según su evaluación por un 
organismo de evaluación de la conformidad. La determinación de dichas condiciones y 
requisitos técnicos se realizará a partir de los estándares que, en su caso, hayan sido 
determinados a nivel comunitario.

Serán considerados métodos de identificación reconocidos a escala nacional, a los 
efectos de lo previsto en el presente apartado, aquellos que aporten una seguridad 
equivalente en términos de fiabilidad a la presencia física y cuya equivalencia en el nivel de 
seguridad sea certificada por un organismo de evaluación de la conformidad, de acuerdo con 
lo previsto en la normativa en materia de servicios electrónicos de confianza.

3. La forma en que se ha procedido a identificar a la persona física solicitante podrá 
constar en el certificado. En otro caso, los prestadores de servicios de confianza deberán 
colaborar entre sí para determinar cuándo se produjo la última personación.

4. En el caso de certificados cualificados de sello electrónico y de firma electrónica con 
atributo de representante, los prestadores de servicios de confianza comprobarán, además 
de los datos señalados en los apartados anteriores, los datos relativos a la constitución y 
personalidad jurídica, y a la persona o entidad representada, respectivamente, así como la 
extensión y vigencia de las facultades de representación del solicitante mediante los 
documentos, públicos si resultan exigibles, que sirvan para acreditar los extremos citados de 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 12  Ley reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de confianza

– 274 –



manera fehaciente y su inscripción en el correspondiente registro público si así resulta 
exigible. Esta comprobación podrá realizarse, asimismo, mediante consulta en el registro 
público en el que estén inscritos los documentos de constitución y de apoderamiento, 
pudiendo emplear los medios telemáticos facilitados por los citados registros públicos.

5. Cuando el certificado cualificado contenga otras circunstancias personales o atributos 
del solicitante, como su condición de titular de un cargo público, su pertenencia a un colegio 
profesional o su titulación, estas deberán comprobarse mediante los documentos oficiales 
que las acrediten, de conformidad con su normativa específica.

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores podrá no ser exigible cuando la identidad u 
otras circunstancias permanentes de los solicitantes de los certificados constaran ya al 
prestador de servicios de confianza en virtud de una relación preexistente, en la que, para la 
identificación del interesado, se hubiese empleado el medio señalado en el apartado 1 y el 
período de tiempo transcurrido desde la identificación fuese menor de cinco años.

7. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital velará por que los 
prestadores cualificados de servicios electrónicos de confianza puedan contribuir a la 
elaboración de la norma reglamentaria prevista en el apartado 2 del presente artículo, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno.

TÍTULO III
Obligaciones y responsabilidad de los prestadores de servicios electrónicos de 

confianza

Artículo 8.  Protección de los datos personales.
1. El tratamiento de los datos personales que precisen los prestadores de servicios 

electrónicos de confianza para el desarrollo de su actividad y los órganos administrativos 
para el ejercicio de las funciones atribuidas por esta Ley se sujetará a lo dispuesto en la 
legislación aplicable en materia de protección de datos de carácter personal.

2. Los prestadores de servicios electrónicos de confianza que consignen un pseudónimo 
en un certificado electrónico deberán constatar la verdadera identidad del titular del 
certificado y conservar la documentación que la acredite.

3. Dichos prestadores de servicios de confianza estarán obligados a revelar la citada 
identidad cuando lo soliciten los órganos judiciales y otras autoridades públicas en el 
ejercicio de funciones legalmente atribuidas, con sujeción a lo dispuesto en la legislación 
aplicable en materia de protección de datos personales.

Artículo 9.  Obligaciones de los prestadores de servicios electrónicos de confianza.
1. Los prestadores de servicios electrónicos de confianza deberán:
a) Publicar información veraz y acorde con esta Ley y el Reglamento (UE) 910/2014.
b) No almacenar ni copiar, por sí o a través de un tercero, los datos de creación de firma, 

sello o autenticación de sitio web de la persona física o jurídica a la que hayan prestado sus 
servicios, salvo en caso de su gestión en nombre del titular.

En este caso, utilizarán sistemas y productos fiables, incluidos canales de comunicación 
electrónica seguros, y se aplicarán procedimientos y mecanismos técnicos y organizativos 
adecuados, para garantizar que el entorno sea fiable y se utilice bajo el control exclusivo del 
titular del certificado. Además, deberán custodiar y proteger los datos de creación de firma, 
sello o autenticación de sitio web frente a cualquier alteración, destrucción o acceso no 
autorizado, así como garantizar su continua disponibilidad.

2. Los prestadores de servicios de confianza que expidan certificados electrónicos 
deberán disponer de un servicio de consulta sobre el estado de validez o revocación de los 
certificados emitidos accesible al público.

3. Los prestadores cualificados de servicios electrónicos de confianza deberán cumplir 
las siguientes obligaciones adicionales:
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a) El período de tiempo durante el que deberán conservar la información relativa a los 
servicios prestados de acuerdo con el artículo 24.2.h) del Reglamento (UE) 910/2014, será 
de 15 años desde la extinción del certificado o la finalización del servicio prestado.

En caso de que expidan certificados cualificados de sello electrónico o autenticación de 
sitio web a personas jurídicas, los prestadores de servicios de confianza registrarán también 
la información que permita determinar la identidad de la persona física a la que se hayan 
entregado los citados certificados, para su identificación en procedimientos judiciales o 
administrativos.

b) Constituir un seguro de responsabilidad civil por importe mínimo de 1.500.000 euros, 
excepto si el prestador pertenece al sector público. Si presta más de un servicio cualificado 
de los previstos en el Reglamento (UE) 910/2014, se añadirán 500.000 euros más por cada 
tipo de servicio.

La citada garantía podrá ser sustituida total o parcialmente por una garantía mediante 
aval bancario o seguro de caución, de manera que la suma de las cantidades aseguradas 
sea coherente con lo dispuesto en el párrafo anterior.

Las cuantías y los medios de aseguramiento y garantía establecidos en los dos párrafos 
anteriores podrán ser modificados mediante real decreto.

c) El prestador cualificado que vaya a cesar en su actividad deberá comunicarlo a los 
clientes a los que preste sus servicios y al órgano de supervisión con una antelación mínima 
de dos meses al cese efectivo de la actividad, por un medio que acredite la entrega y 
recepción efectiva siempre que sea factible. El plan de cese del prestador de servicios puede 
incluir la transferencia de clientes, una vez acreditada la ausencia de oposición de los 
mismos, a otro prestador cualificado, el cual podrá conservar la información relativa a los 
servicios prestados hasta entonces.

Igualmente, comunicará al órgano de supervisión cualquier otra circunstancia relevante 
que pueda impedir la continuación de su actividad. En especial, deberá comunicar, en cuanto 
tenga conocimiento de ello, la apertura de cualquier proceso concursal que se siga contra él.

d) Enviar el informe de evaluación de la conformidad al Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital en los términos previstos en el artículo 20.1 del 
Reglamento (UE) 910/2014. El incumplimiento de esta obligación conllevará la retirada de la 
cualificación al prestador y al servicio que este presta, y su eliminación de la lista de 
confianza prevista en el artículo 22 del citado Reglamento, previo requerimiento al prestador 
del servicio para que cese en el citado incumplimiento.

Artículo 10.  Responsabilidad de los prestadores de servicios electrónicos de confianza.
Los prestadores de servicios electrónicos de confianza asumirán toda la responsabilidad 

frente a terceros por la actuación de las personas u otros prestadores en los que deleguen la 
ejecución de alguna o algunas de las funciones necesarias para la prestación de servicios 
electrónicos de confianza, incluyendo las actuaciones de comprobación de identidad previas 
a la expedición de un certificado cualificado.

Artículo 11.  Limitaciones de responsabilidad de los prestadores de servicios electrónicos de 
confianza.

1. El prestador de servicios electrónicos de confianza no será responsable de los daños 
y perjuicios ocasionados a la persona a la que ha prestado sus servicios o a terceros de 
buena fe, si esta incurre en alguno de los supuestos previstos en el Reglamento (UE) 
910/2014 o en los siguientes:

a) No haber proporcionado al prestador de servicios de confianza información veraz, 
completa y exacta para la prestación del servicio de confianza, en particular, sobre los datos 
que deban constar en el certificado electrónico o que sean necesarios para su expedición o 
para la extinción o suspensión de su vigencia, cuando su inexactitud no haya podido ser 
detectada, actuando con la debida diligencia, por el prestador de servicios.

b) La falta de comunicación sin demora indebida al prestador de servicios de cualquier 
modificación de las circunstancias que incidan en la prestación del servicio de confianza, en 
particular, aquellas reflejadas en el certificado electrónico.
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c) Negligencia en la conservación de sus datos de creación de firma, sello o 
autenticación de sitio web, en el aseguramiento de su confidencialidad y en la protección de 
todo acceso o revelación de estos o, en su caso, de los medios que den acceso a ellos.

d) No solicitar la suspensión o revocación del certificado electrónico en caso de duda en 
cuanto al mantenimiento de la confidencialidad de sus datos de creación de firma, sello o 
autenticación de sitio web o, en su caso, de los medios que den acceso a ellos.

e) Utilizar los datos de creación de firma, sello o autenticación de sitio web cuando haya 
expirado el período de validez del certificado electrónico o el prestador de servicios de 
confianza le notifique la extinción o suspensión de su vigencia.

2. El prestador de servicios de confianza tampoco será responsable por los daños y 
perjuicios si el destinatario actúa de forma negligente. Se entenderá que el destinatario actúa 
de forma negligente cuando no tenga en cuenta la suspensión o pérdida de vigencia del 
certificado electrónico, o cuando no verifique la firma o sello electrónico.

3. El prestador de servicios de confianza no será responsable por los daños y perjuicios 
en caso de inexactitud de los datos que consten en el certificado electrónico si estos le han 
sido acreditados mediante documento público u oficial, inscrito en un registro público si así 
resulta exigible.

Artículo 12.  Inicio de la prestación de servicios electrónicos de confianza no cualificados.
Los prestadores de servicios de confianza no cualificados no necesitan verificación 

administrativa previa de cumplimiento de requisitos para iniciar su actividad, pero deberán 
comunicar su actividad al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital en el 
plazo de tres meses desde que la inicien, que publicará en su página web el listado de 
prestadores de servicios de confianza no cualificados en una lista diferente a la de los 
prestadores de servicios de confianza cualificados, con la descripción detallada y clara de las 
características propias y diferenciales de los prestadores cualificados y de los prestadores no 
cualificados.

En el mismo plazo deberán comunicar la modificación de los datos inicialmente 
transmitidos y el cese de su actividad.

Artículo 13.  Obligaciones de seguridad de la información.
1. Los prestadores cualificados y no cualificados de servicios electrónicos de confianza 

notificarán al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital las violaciones de 
seguridad o pérdidas de la integridad señaladas en el artículo 19.2 del Reglamento (UE) 
910/2014, sin perjuicio de su notificación a la Agencia Española de Protección de Datos, a 
otros organismos relevantes o a las personas afectadas.

2. Los prestadores de servicios tienen la obligación de tomar las medidas necesarias 
para resolver los incidentes de seguridad que les afecten.

3. Los prestadores de servicios ampliarán, en un plazo máximo de un mes tras la 
notificación del incidente y, de haber tenido lugar, tras su resolución, la información 
suministrada en la notificación inicial con arreglo a las directrices y formularios que pueda 
establecer el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.

TÍTULO IV
Supervisión y control

Artículo 14.  Órgano de supervisión.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, como órgano de 

supervisión, controlará el cumplimiento por los prestadores de servicios electrónicos de 
confianza cualificados y no cualificados que ofrezcan sus servicios al público de las 
obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) 910/2014 y en esta Ley.

2. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá acordar las 
medidas apropiadas para el cumplimiento del Reglamento (UE) 910/2014 y de esta Ley.
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En particular, podrá dictar directrices para la elaboración y comunicación de informes y 
documentos, así como recomendaciones para el cumplimiento de las obligaciones técnicas y 
de seguridad exigibles a los servicios de confianza, así como sobre requisitos y normas 
técnicas de auditoría y certificación para la evaluación de la conformidad de los prestadores 
cualificados de servicios de confianza. Al efecto, se tendrán en consideración las normas, 
instrucciones, guías y recomendaciones emitidas por el Centro Criptológico Nacional en el 
marco de sus competencias, así como informes, especificaciones o normas elaboradas por 
la Agencia de Seguridad de las Redes y de la Información de la Unión Europea (ENISA) o 
por organismos de estandarización europeos e internacionales.

Artículo 15.  Actuaciones inspectoras.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital realizará las 

actuaciones inspectoras que sean precisas para el ejercicio de su función de supervisión y 
control. Los funcionarios adscritos al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital que realicen la inspección tendrán la consideración de autoridad pública en el 
desempeño de sus cometidos.

2. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá recurrir a 
entidades independientes y técnicamente cualificadas para que le asistan en las labores de 
supervisión y control sobre los prestadores de servicios de confianza que le asigna el 
Reglamento (UE) 910/2014 y esta Ley.

3. Podrá requerirse la realización de pruebas en laboratorios o entidades especializadas 
para acreditar el cumplimiento de determinados requisitos. En este caso, los prestadores de 
servicios correrán con los gastos que ocasione esta evaluación.

Artículo 16.  Mantenimiento de la lista de confianza.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecerá, mantendrá 

y publicará la lista de confianza con información relativa a los prestadores cualificados de 
servicios de confianza sujetos a esta Ley, junto con la información relacionada con los 
servicios de confianza cualificados prestados por ellos, según lo previsto en el artículo 22 del 
Reglamento (UE) 910/2014.

2. El plazo máximo para dictar y notificar resolución en el procedimiento de verificación 
previa de cumplimiento de los requisitos establecidos en el citado Reglamento será de 6 
meses, transcurridos los cuales se podrá entender desestimada la solicitud.

3. La revocación de la cualificación a un prestador o a un servicio mediante su retirada 
de la lista de confianza es independiente de la aplicación del régimen sancionador.

Artículo 17.  Información y colaboración.
1. Los prestadores de servicios de confianza, la entidad nacional de acreditación, los 

organismos de evaluación de la conformidad, los organismos de certificación y cualquier otra 
persona o entidad relacionada con el prestador de servicios de confianza, tienen la 
obligación de facilitar al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital toda la 
información y colaboración precisas para el ejercicio de sus funciones.

Si el organismo de certificación perteneciera a la Autoridad Nacional de Certificación de 
la Ciberseguridad o estuviese supervisado por ella, se acordarán con dicha Autoridad los 
mecanismos de colaboración y el contenido de la información necesaria.

Los prestadores de servicios de confianza deberán permitir a sus funcionarios o al 
personal inspector el acceso a sus instalaciones y la consulta de cualquier documentación 
relevante para la inspección de que se trate, siendo de aplicación, en su caso, lo dispuesto 
en el artículo 8.6 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. En sus inspecciones podrán ir acompañados de expertos o 
peritos en las materias sobre las que versen aquellas.

2. La información referente a los prestadores cualificados de servicios de confianza 
podrá ser objeto de publicación en la dirección de Internet del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital para su difusión y conocimiento.

3. A más tardar el 1 de febrero de cada año, los prestadores cualificados de servicios de 
confianza remitirán al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital un informe 
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sobre sus datos de actividad del año civil precedente, con objeto de cumplimiento por parte 
de este de las obligaciones de información a la Comisión Europea.

4. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital informará a la Agencia 
Española de Protección de Datos en caso de resultar infringidas las normas sobre protección 
de datos de carácter personal, así como sobre los incidentes en materia de seguridad que 
impliquen violaciones de los datos de carácter personal.

TÍTULO V
Infracciones y sanciones

Artículo 18.  Infracciones.
1. Las infracciones de los preceptos del Reglamento (UE) 910/2014 y de esta Ley se 

clasifican en muy graves, graves y leves.
2. Son infracciones muy graves:
a) La comisión de una infracción grave en el plazo de dos años desde que hubiese sido 

sancionado por una infracción grave de la misma naturaleza, contados desde que recaiga la 
resolución sancionadora firme.

b) La expedición de certificados cualificados sin realizar todas las comprobaciones 
previas relativas a la identidad u otras circunstancias del titular del certificado o al poder de 
representación de quien lo solicita en su nombre, señaladas en el Reglamento (UE) 
910/2014 y en esta Ley, cuando ello afecte a la mayoría de los certificados cualificados 
expedidos en el año anterior al inicio del procedimiento sancionador o desde el inicio de la 
actividad del prestador si este periodo es menor.

3. Son infracciones graves:
a) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación inspectora de los 

órganos facultados para llevarla a cabo con arreglo a esta Ley.
b) Actuar en el mercado como prestador cualificado de servicios de confianza, ofrecer 

servicios de confianza como cualificados o utilizar la etiqueta de confianza «UE» sin haber 
obtenido la cualificación de los citados servicios.

c) En caso de que el prestador expida certificados electrónicos, almacenar o copiar, por 
sí o a través de un tercero, los datos de creación de firma, sello o autenticación de sitio web 
de la persona física o jurídica a la que hayan prestado sus servicios, salvo en caso de su 
gestión en nombre del titular.

d) No proteger adecuadamente los datos de creación de firma, sello o autenticación de 
sitio web cuya gestión se le haya encomendado en la forma establecida en el artículo 9.1.b) 
de esta Ley.

e) No registrar o conservar la información a la que se refiere el artículo 9.3.a) de esta 
Ley.

f) El incumplimiento de la obligación de notificación de incidentes establecida en el 
artículo 19.2 del Reglamento (UE) 910/2014, en los términos previstos en el artículo 13 de 
esta Ley.

g) En caso de prestadores cualificados de servicios de confianza, el incumplimiento de 
alguna de las obligaciones establecidas en los artículos 24.2, letras b), c), d), e), f), g), h), y 
k), 24.3 y 24.4 del Reglamento (UE) 910/2014, con las precisiones establecidas, en su caso, 
por esta Ley.

h) La expedición de certificados cualificados sin realizar todas las comprobaciones 
previas relativas a la identidad u otras circunstancias del titular del certificado o al poder de 
representación de quien lo solicita en su nombre, señaladas en el Reglamento (UE) 
910/2014 y en esta Ley, cuando no constituya infracción muy grave.

i) La ausencia de adopción de medidas, o la adopción de medidas insuficientes, para la 
resolución de los incidentes de seguridad en los productos, redes y sistemas de información, 
en el plazo de diez días desde que aquellos se hubieren producido.

j) El incumplimiento de las resoluciones dictadas por el Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital para requerir a un prestador de servicios de confianza 
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que corrija cualquier incumplimiento de los requisitos establecidos en esta Ley y en el 
Reglamento (UE) 910/2014.

k) La falta o deficiente presentación de información solicitada por parte del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital en su función de inspección y control, a partir 
del segundo requerimiento.

l) No cumplir con las obligaciones de constatar la verdadera identidad del titular de un 
certificado electrónico y de conservar la documentación que la acredite, en caso de 
consignación de un pseudónimo.

m) El incumplimiento por parte de los prestadores cualificados y no cualificados de 
servicios de confianza de la obligación establecida en el artículo 19.1 del Reglamento (UE) 
910/2014 de adoptar las medidas técnicas y organizativas adecuadas para gestionar los 
riesgos para la seguridad de los servicios de confianza que presten.

n) No extinguir la vigencia de los certificados electrónicos en los supuestos señalados en 
esta Ley.

o) La prestación de servicios cualificados careciendo del correspondiente seguro 
obligatorio, en los términos previstos en el artículo 9.3.b) de esta Ley.

4. Constituyen infracciones leves:
a) Publicar información no veraz o no acorde con esta Ley y el Reglamento (UE) 

910/2014.
b) No comunicar el inicio de actividad, su modificación o cese por los prestadores de 

servicios no cualificados en el plazo establecido en el artículo 12 de esta Ley.
c) El incumplimiento por los prestadores cualificados de servicios de confianza de alguna 

de las obligaciones establecidas en el artículo 24.2, letras a) e i) del Reglamento (UE) 
910/2014.

d) El incumplimiento por los prestadores cualificados de servicios de confianza de su 
obligación de remitir un informe anual de actividad al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital antes del 1 de febrero de cada año.

e) El incumplimiento del deber de comunicación establecido en el artículo 9.3.c) de esta 
Ley.

f) La falta o deficiente presentación de información solicitada por parte del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital en su función de inspección y control.

Artículo 19.  Sanciones.
1. Por la comisión de infracciones recogidas en el artículo anterior, se impondrán al 

infractor las siguientes sanciones:
a) Por la comisión de infracciones muy graves, una multa por importe de 150.001 hasta 

300.000 euros.
b) Por la comisión de infracciones graves, una multa por importe de 50.001 hasta 

150.000 euros.
c) Por la comisión de infracciones leves, una multa por importe de hasta 50.000 euros.
2. La cuantía de las sanciones que se impongan se determinará aplicando una 

graduación de importe mínimo, medio y máximo a cada nivel de infracción, teniendo en 
cuenta lo siguiente:

a) El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad.
b) La continuidad o persistencia en la conducta infractora.
c) La naturaleza y cuantía de los perjuicios causados.
d) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa.
e) El volumen de facturación del prestador responsable.
f) El número de personas afectadas por la infracción.
g) La gravedad del riesgo generado por la conducta.
h) Las acciones realizadas por el prestador encaminadas a paliar los efectos o 

consecuencias de la infracción.
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3. Las resoluciones sancionadoras por la comisión de infracciones muy graves serán 
publicadas en el sitio de Internet del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital, con indicación, en su caso, de los recursos interpuestos contra ellas.

Artículo 19 bis.  Apercibimiento.
1. Los órganos con competencia sancionadora, atendida la naturaleza de los hechos y la 

concurrencia significativa de los criterios establecidos en el artículo anterior, podrán acordar 
no iniciar la apertura del procedimiento sancionador y, en su lugar, apercibir al sujeto 
responsable, a fin de que en el plazo que el órgano sancionador determine, acredite la 
adopción de las medidas correctoras que, en cada caso, resulten pertinentes, siempre que 
los hechos fuesen constitutivos de infracción leve o grave conforme a lo dispuesto en esta 
ley.

2. Si el apercibimiento no fuera atendido en el plazo que el órgano sancionador hubiera 
determinado, procederá la apertura del correspondiente procedimiento sancionador por 
dicho incumplimiento.

Artículo 20.  Potestad sancionadora.
1. La imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta ley 

corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, a la persona titular del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital, y en el de infracciones graves y leves, a la 
persona titular de la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia Artificial.

2. La potestad sancionadora regulada en esta ley se ejercerá de conformidad con lo 
establecido al respecto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y en sus normas de desarrollo. El procedimiento 
tendrá una duración máxima de nueve meses a contar desde la fecha del acuerdo de 
iniciación. El plazo máximo de duración del procedimiento simplificado será de tres meses.

Disposición adicional primera.  Fe pública y servicios electrónicos de confianza.
Lo dispuesto en esta Ley no sustituye ni modifica las normas que regulan las funciones 

que corresponden a los funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe en 
documentos en lo que se refiere al ámbito de sus competencias.

Disposición adicional segunda.  Efectos jurídicos de los sistemas utilizados en las 
Administraciones públicas.

Todos los sistemas de identificación, firma y sello electrónico previstos en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
tendrán plenos efectos jurídicos.

Disposición adicional tercera.  Documento Nacional de Identidad y sus certificados 
electrónicos.

1. El Documento Nacional de Identidad electrónico es el Documento Nacional de 
Identidad que permite acreditar electrónicamente la identidad personal de su titular, en los 
términos establecidos en el artículo 8 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de 
protección de la seguridad ciudadana, así como la firma electrónica de documentos.

2. Todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, reconocerán la eficacia del 
Documento Nacional de Identidad para acreditar la identidad y los demás datos personales 
del titular que consten en el mismo, así como la identidad del firmante y la integridad de los 
documentos firmados con sus certificados electrónicos.

3. Los órganos competentes del Ministerio del Interior para la expedición del Documento 
Nacional de Identidad cumplirán las obligaciones que la presente Ley impone a los 
prestadores de servicios electrónicos de confianza que expidan certificados cualificados.

4. Sin perjuicio de la aplicación de la normativa vigente en materia del Documento 
Nacional de Identidad en todo aquello que se adecúe a sus características particulares, el 
Documento Nacional de Identidad se regirá por su normativa específica.
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Disposición adicional cuarta.  Secreto de la identidad de los miembros del Centro Nacional 
de Inteligencia.

Lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de esta Ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto 
en la Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia, en relación 
con la obligación de guardar secreto sobre la identidad de sus miembros.

Disposición transitoria primera.  Comunicación de actividad por prestadores de servicios 
no cualificados ya existentes.

Los prestadores de servicios no cualificados que ya vinieran prestando servicios deberán 
comunicar su actividad al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital en el 
plazo de tres meses a contar desde la entrada en vigor de esta Ley.

Se exceptúan aquellos que hubieran comunicado los servicios prestados al Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital antes de la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición transitoria segunda.  Desarrollo reglamentario del Documento Nacional de 
Identidad.

Hasta que se desarrolle reglamentariamente el Documento Nacional de Identidad, se 
mantendrá en vigor el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, por el que se regula la 
expedición del Documento Nacional de Identidad y sus certificados de firma electrónica.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta Ley, y en particular:
a) La Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica.
b) El artículo 25 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la 

información y de comercio electrónico.
c) La Orden del Ministerio de Fomento de 21 de febrero de 2000 por la que se aprueba el 

Reglamento de acreditación de prestadores de servicios de certificación y de certificación de 
determinados productos de firma electrónica.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Impulso de la Sociedad de la Información.

Se modifica el apartado 1 del artículo 2 de la Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información, que queda redactado como sigue:

«1. Sin perjuicio de la utilización de otros medios de comunicación a distancia con 
los clientes, las empresas que presten servicios al público en general de especial 
trascendencia económica deberán facilitar a sus usuarios un medio seguro de 
interlocución telemática que les permita la realización de, al menos, los siguientes 
trámites:

a) Contratación electrónica de servicios, suministros y bienes, la modificación y 
finalización o rescisión de los correspondientes contratos, así como cualquier acto o 
negocio jurídico entre las partes, sin perjuicio de lo establecido en la normativa 
sectorial.

b) Consulta de sus datos de cliente, que incluirán información sobre su historial de 
facturación de, al menos, los últimos tres años y el contrato suscrito, incluidas las 
condiciones generales si las hubiere.

c) Presentación de quejas, incidencias, sugerencias y, en su caso, reclamaciones, 
garantizando la constancia de su presentación para el consumidor y asegurando una 
atención personal directa.

d) Ejercicio de sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición en 
los términos previstos en la normativa reguladora de protección de datos de carácter 
personal.»
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Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil.

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 326 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, que queda redactado en los siguientes términos:

«3. Cuando la parte a quien interese la eficacia de un documento electrónico lo 
solicite o se impugne su autenticidad, integridad, precisión de fecha y hora u otras 
características del documento electrónico que un servicio electrónico de confianza no 
cualificado de los previstos en el Reglamento (UE) 910/2014 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los 
servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior, 
permita acreditar, se procederá con arreglo a lo establecido en el apartado 2 del 
presente artículo y en el Reglamento (UE) n.º 910/2014.»

Dos. Se añade un apartado 4 al citado artículo 326, con el siguiente tenor:
«4. Si se hubiera utilizado algún servicio de confianza cualificado de los previstos 

en el Reglamento citado en el apartado anterior, se presumirá que el documento reúne 
la característica cuestionada y que el servicio de confianza se ha prestado 
correctamente si figuraba, en el momento relevante a los efectos de la discrepancia, 
en la lista de confianza de prestadores y servicios cualificados.

Si aun así se impugnare el documento electrónico, la carga de realizar la 
comprobación corresponderá a quien haya presentado la impugnación. Si dichas 
comprobaciones obtienen un resultado negativo, serán las costas, gastos y derechos 
que origine la comprobación exclusivamente a cargo de quien hubiese formulado la 
impugnación. Si, a juicio del tribunal, la impugnación hubiese sido temeraria, podrá 
imponerle, además, una multa de 300 a 1200 euros.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico.

La Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo artículo 12 ter que queda redactado como sigue:

«Artículo 12 ter.  Obligaciones relativas a la portabilidad de datos no personales.
Los proveedores de servicios de intermediación que alojen o almacenen datos de 

usuarios a los que presten servicios de redes sociales o servicios de la sociedad de la 
información equivalentes deberán remitir a dichos usuarios, a su solicitud, los 
contenidos que les hubieran facilitado, sin impedir su transmisión posterior a otro 
proveedor. La remisión deberá efectuarse en un formato estructurado, de uso común y 
lectura mecánica.

Asimismo, deberán transmitir dichos contenidos directamente a otro proveedor 
designado por el usuario, siempre que sea técnicamente posible, según prevé el 
artículo 95 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y Garantía de los Derechos Digitales.

Para el cumplimiento de estas obligaciones será aplicable lo dispuesto en el 
artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos 
y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE.»

Dos. El primer párrafo del apartado 1 del artículo 35 queda redactado como sigue:
«1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital controlará el 

cumplimiento por los prestadores de servicios de la sociedad de la información de las 
obligaciones establecidas en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo, en lo que 
se refiere a los servicios propios de la sociedad de la información, así como en el 
Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 
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2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia para los usuarios 
profesionales de servicios de intermediación en línea, por parte de aquellos 
proveedores incluidos en su ámbito de aplicación.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 36 bis que queda redactado como sigue:

«Artículo 36 bis.  Deber de comunicación de las organizaciones y asociaciones 
representativas de usuarios profesionales o de los usuarios de sitios web corporativos.

Las organizaciones y asociaciones que posean un interés legítimo de 
representación de usuarios profesionales o de los usuarios de sitios web corporativos, 
y que, cumpliendo con los requisitos del artículo 14.3 del Reglamento (UE) 2019/1150, 
hubieren solicitado al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital su 
inclusión en la lista elaborada al efecto por la Comisión Europea, notificarán 
inmediatamente al citado Ministerio cualquier circunstancia que afecte a su entidad 
que derive en un incumplimiento sobrevenido de los mencionados requisitos.»

Cuatro. El primer párrafo del artículo 37 queda redactado como sigue:
«Los prestadores de servicios de la sociedad de la información a los que les sea 

de aplicación la presente Ley, así como los proveedores incluidos en el ámbito de 
aplicación del Reglamento (UE) 2019/1150, están sujetos al régimen sancionador 
establecido en este Título.»

Cinco. Se añaden doce nuevas letras de la j) a la u) al apartado 3 del artículo 38 con la 
siguiente redacción:

«j) La exigencia del pago de un canon por atender la obligación prevista en el 
artículo 12 ter, fuera de los supuestos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento 
(UE) 2016/679.

k) El incumplimiento habitual de la obligación prevista en el artículo 12 ter.
l) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 

intermediación en línea de la obligación establecida en el apartado 5 del artículo 3 del 
Reglamento (UE) 2019/1150 en materia de visibilidad de la identidad del usuario 
profesional.

m) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación en línea de cualquiera de las obligaciones en materia de restricción, 
suspensión y terminación del servicio establecidas en los apartados 1, 2 y 3 del 
artículo 4 del Reglamento (UE) 2019/1150.

n) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación en línea o proveedores de motores de búsqueda en línea de cualquiera 
de las obligaciones en materia de clasificación establecidas en el artículo 5 del 
Reglamento (UE) 2019/1150 que les resulten aplicables.

o) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación en línea de la obligación de incluir en sus condiciones generales la 
información exigida en el artículo 6 del Reglamento (UE) 2019/1150 sobre los bienes y 
servicios auxiliares ofrecidos.

p) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación en línea o los proveedores de motores de búsqueda en línea de la 
obligación de incluir en sus condiciones generales la información exigida en los 
apartados 1 y 2, respectivamente, con las precisiones establecidas en el apartado 3, 
del artículo 7 del Reglamento (UE) 2019/1150, en materia de tratamiento diferenciado 
de bienes o servicios.

q) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
de la obligación establecida en la letra a) del artículo 8 del Reglamento (UE) 
2019/1150, así como el incumplimiento habitual de las obligaciones contenidas en las 
letras b) y c) del citado precepto.

r) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación en línea de la obligación de informar sobre el acceso a datos por parte 
de los usuarios profesionales establecida en el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2019/1150.
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s) El incumplimiento habitual por parte de los proveedores de servicios de 
intermediación en línea de la obligación de justificar las restricciones a la oferta de 
condiciones diferentes por otros medios prevista en el artículo 10 del Reglamento (UE) 
2019/1150.

t) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea que no sean pequeñas empresas, de la obligación de establecer un sistema 
interno y gratuito para tramitar las reclamaciones de los usuarios profesionales, en los 
términos previstos por el artículo 11 del Reglamento (UE) 2019/1150.

u) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea que no sean pequeñas empresas, de la obligación de designar al menos dos 
mediadores, o de cualquier otra de las obligaciones en materia de mediación 
establecidas en el artículo 12 del Reglamento (UE) 2019/1150.»

Seis. Se añaden diez nuevas letras de la j) a la s) al apartado 4 del artículo 38 con la 
siguiente redacción:

«j) La exigencia del pago de un canon por atender la obligación prevista en el 
artículo 12 ter, cuando así lo permita el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679, si 
su cuantía excediese el importe de los costes afrontados.

k) El incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 12 ter, cuando no 
constituya infracción grave.

l) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea de la obligación establecida en el apartado 5 del artículo 3 del Reglamento 
(UE) 2019/1150 en materia de visibilidad de la identidad del usuario profesional, 
cuando no constituya infracción grave.

m) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea de cualquiera de las obligaciones en materia de restricción, suspensión y 
terminación del servicio establecidas en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 4 del 
Reglamento (UE) 2019/1150, cuando no constituya infracción grave.

n) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea o proveedores de motores de búsqueda en línea de cualquiera de las 
obligaciones en materia de clasificación establecidas en el artículo 5 del Reglamento 
(UE) 2019/1150 que les resulten aplicables, cuando no constituya infracción grave.

o) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea de la obligación de incluir en sus condiciones generales la información exigida 
en el artículo 6 del Reglamento (UE) 2019/1150 sobre los bienes y servicios auxiliares 
ofrecidos, cuando no constituya infracción grave.

p) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea y los proveedores de motores de búsqueda en línea de la obligación de incluir 
en sus condiciones generales la información exigida en los apartados 1 y 2, 
respectivamente, con las precisiones establecidas en el apartado 3, del artículo 7 del 
Reglamento (UE) 2019/1150, en materia de tratamiento diferenciado de bienes o 
servicios, cuando no constituya infracción grave.

q) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea de las obligaciones en materia de cláusulas contractuales específicas 
establecidas en el artículo 8 del Reglamento (UE) 2019/1150, cuando no constituya 
infracción grave.

r) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea de la obligación de informar sobre el acceso a datos por parte de los usuarios 
profesionales establecida en el artículo 9 del Reglamento (UE) 2019/1150, cuando no 
constituya infracción grave.

s) El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de intermediación 
en línea de la obligación de justificar las restricciones a la oferta de condiciones 
diferentes por otros medios prevista en el artículo 10 del Reglamento (UE) 2019/1150, 
cuando no constituya infracción grave.»

Siete. El artículo 43 queda redactado como sigue:
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«Artículo 43.  Competencia sancionadora.
1. La imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta Ley 

corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, a la persona titular del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, y en el de infracciones 
graves y leves, a la persona titular de la Secretaria de Estado de Digitalización e 
Inteligencia Artificial.

No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de las 
resoluciones dictadas por los órganos competentes en función de la materia o entidad 
de que se trate a que se refieren las letras a) y b) del artículo 38.2 de esta Ley 
corresponderá al órgano que dictó la resolución incumplida. Igualmente, 
corresponderá a la Agencia de Protección de Datos la imposición de sanciones por la 
comisión de las infracciones tipificadas en los artículos 38.3 c), d) e i) y 38.4 d), g) y h) 
de esta Ley.

2. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá de conformidad con 
lo establecido al respecto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y en sus normas de 
desarrollo. El procedimiento tendrá una duración máxima de nueve meses a contar 
desde la fecha del acuerdo de iniciación. El plazo máximo de duración del 
procedimiento simplificado será de tres meses.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el 
libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Se introduce una nueva disposición adicional séptima con el siguiente contenido:

«Disposición adicional séptima.  Incumplimiento de la prohibición de discriminación.
El incumplimiento de la prohibición de discriminación prevista en el artículo 16.3 de 

esta Ley y el Reglamento (UE) 2018/302 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 
de febrero de 2018, sobre medidas destinadas a impedir el bloqueo geográfico 
injustificado y otras formas de discriminación por razón de la nacionalidad, del lugar de 
residencia o del lugar de establecimiento de los clientes en el mercado interior y por el 
que se modifican los Reglamentos (CE) 2006/2004 y (UE) 2017/2394 y la Directiva 
2009/22/CE, se reputará desleal a los efectos de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 
Competencia Desleal, sin perjuicio del régimen de infracciones y sanciones contenido 
en el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias.»

Disposición final quinta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de las competencias exclusivas que corresponden al Estado 

en materia de legislación civil, telecomunicaciones y seguridad pública, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 149.1.8.ª, 21.ª y 29.ª de la Constitución Española.

El artículo 3 y la disposición final segunda se dictan, además, al amparo de lo previsto en 
el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, el cual atribuye al Estado competencia exclusiva en 
materia de legislación procesal. Por su parte la disposición adicional segunda se dicta al 
amparo de lo previsto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución, en relación con la 
competencia estatal exclusiva sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
públicas y el procedimiento administrativo común.

Disposición final sexta.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones reglamentarias que sean precisas 

para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 13

Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 80, de 2 de abril de 2014

Última modificación: 3 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-2014-3520

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación son 

corporaciones de derecho público que realizan funciones de carácter consultivo y de 
colaboración con las Administraciones Públicas en todo aquello que tenga relación con la 
representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria, la 
navegación y los servicios.

Como consecuencia de la evolución económica y legislativa experimentada en los 
últimos años, se hace necesario aprobar una nueva Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación, fundamentalmente, dada la imperiosa necesidad de 
racionalizar, en el actual contexto económico y jurídico en el que nos encontramos, las 
estructuras y funcionamiento de las Cámaras hasta hoy previstas en la Ley 3/1993, de 22 de 
marzo, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

Las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación nacen en España a finales del siglo 
XIX como forma de representar los intereses generales de las empresas. Su primera 
regulación jurídica data del año 1886, cuando se aprobó el real decreto que contenía su 
régimen jurídico, instaurándose posteriormente, mediante el Real Decreto de 21 de junio de 
1911, un modelo cameral continental basado en la obligada adscripción de las personas que 
ejerzan actividades empresariales y en la obligatoriedad en el pago de cuotas. Este sistema 
es el que se ha mantenido hasta nuestros días, con la hasta hoy vigente Ley 3/1993, de 22 
de marzo, fruto de su adecuación a nuestro Estado autonómico y pertenencia a la Unión 
Europea.

No obstante, la situación económica devenida obligó a introducir reformas normativas 
con el fin principal y prioritario de poner en marcha medidas eficientes de racionalización del 
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gasto y fortalecimiento e impulso de la economía, en general y, en particular, de crecimiento 
de la competitividad de nuestras empresas mediante políticas de apoyo a la actividad 
comercial y empresarial. Así, las últimas reformas y, más concretamente, las introducidas 
mediante el Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, 
laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo, establecieron un 
sistema cameral de pertenencia voluntaria y eliminación del recurso cameral permanente.

Esta Ley introduce una serie de reformas que pretenden impulsar a las Cámaras como 
entidades de prestación de servicios, abogando por un modelo de Cámaras dirigido a 
resultados, todo ello con el fin de reforzar su eficiencia en el desarrollo de las funciones que 
se les atribuyen.

Conscientes de su importancia y necesidad como instituciones básicas para el desarrollo 
económico y empresarial de nuestro país, se mantiene su naturaleza como corporaciones de 
derecho público, garantizando el ejercicio de las funciones público-administrativas que, en el 
actual contexto económico, tienen una especial relevancia de cara a la regeneración del 
tejido económico y la creación de empleo y se consagra su finalidad de representación, 
promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación, así como la prestación de servicios a todas las empresas.

Sus funciones, enumeradas en el artículo 5 de la Ley, tienen plena relevancia 
constitucional por cuanto afectan al principio de eficacia de la actuación administrativa, 
consagrado en el artículo 103.1 de la Constitución Española (en adelante, C.E.), a la 
colaboración de las organizaciones profesionales (artículo 131.2 C.E.), a la colaboración en 
formación que los poderes públicos deben fomentar a través de políticas que la garanticen 
(artículo 40.2 C.E.), a las actividades en el terreno del comercio exterior en el marco de una 
economía de mercado (artículo 38 C.E.), así como al arbitraje y la mediación como 
contribución a la fluidez de la tutela de los jueces y tribunales (artículo 24 C.E.). Y todo ello 
siempre en la línea de la participación ciudadana que con carácter general reclama el 
artículo 9.2 C.E., y más específicamente el artículo 105.a) C.E.

Las funciones públicas no pueden ponerse en riesgo y por esta razón esta Ley procede a 
establecer un sistema de adscripción a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, en la forma señalada en el artículo 7, que establece el principio 
general de pertenencia de todas las empresas a las Cámaras sin que de ello se derive 
obligación económica alguna.

La adscripción universal se entiende porque las Cámaras representan los intereses 
generales de toda la actividad económica y empresarial y no de un determinado sector, 
asociación o colectivo de empresas en función de su dimensión, localización o adscripción a 
la Cámara.

Se trata este de un aspecto fundamental para garantizar la representación de todas las 
empresas en los órganos de gobierno de las Cámaras, en función de la representatividad de 
los distintos sectores en la economía, de acuerdo con un sistema de elección universal y 
democrática en donde todas las empresas son electoras y elegibles.

En efecto, la propia jurisprudencia señala que a las Cámaras les corresponde velar por 
los intereses generales, no asociativos, de la industria, el comercio y la navegación y no 
limitarse a representar los intereses peculiares de sus socios.

Esta nueva Ley tiene como objetivo una redefinición de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y junto a su función principal de prestación de 
servicios a las empresas, refuerza su papel en el ámbito de apoyo a las pequeñas y 
medianas empresas en el ámbito de la internacionalización e incremento de su 
competitividad.

Siendo las Cámaras instituciones fundamentales para la vida económica de nuestro país, 
se debe garantizar su sostenibilidad económica en el actual contexto económico, de ahí que 
en esta Ley se establezca un sistema de ingresos basado, fundamentalmente, en los 
servicios que presten las Cámaras y en aportaciones voluntarias de empresas o entidades, 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 19 y 31. El Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, en el marco general de la reforma tributaria y, en particular, del 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos, analizará los requisitos que deben 
cumplir las Cámaras para que a las aportaciones que se realicen a las mismas les resulte 
aplicable el nuevo régimen fiscal.
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Uno de los aspectos relevantes del nuevo marco normativo es el ámbito de las 
competencias de las Comunidades Autónomas, como Administraciones tutelantes, con la 
atribución de más amplias facultades para poder definir la organización territorial y de los 
órganos de gobierno de sus respectivas Cámaras, de manera que estas respondan a la 
realidad económica de sus territorios y se promueva una mayor representación directa de las 
empresas en función de su contribución a las Cámaras.

Otra novedad que aporta la presente Ley es la creación de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España que representará al conjunto de las 
Cámaras ante las diversas instancias estatales e internacionales y coordinará e impulsará 
las acciones que afecten al conjunto de las Cámaras españolas. La Cámara de España, en 
colaboración con las Cámaras españolas, tendrá además la tarea de elaborar y ejecutar el 
Plan Cameral de Internacionalización, a través de un Convenio de colaboración con el 
Ministerio de Economía y Competitividad, que será de una relevancia fundamental en el 
impulso a la internacionalización de las empresas españolas. Adicionalmente, la Cámara de 
España y el Ministerio de Economía y Competitividad suscribirán un Plan de Competitividad, 
cada dos años, en el que se concretarán todos los programas y actividades que desarrollen 
las Cámaras para el fomento de la competitividad empresarial. Esta Ley contempla asimismo 
la vinculación con la Cámara de España de las Cámaras de Comercio españolas, 
oficialmente reconocidas en el extranjero, regidas por el Real Decreto 786/1979, de 16 de 
marzo, por el que se establecen las normas reguladoras del Estatuto General de las mismas. 
Estas cámaras, asociaciones libremente constituidas en el extranjero y sometidas a la 
legislación propia del país en que radican, podrán ser oficialmente reconocidas por el Estado 
a través del Ministerio de Economía y Competitividad. En esta Ley, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 22 y 25, se prevé que puedan firmar convenios de colaboración y 
representación de la Cámara de España en sus jurisdicciones, participar en la ejecución del 
Plan Cameral de Internacionalización en dichas jurisdicciones y estar representadas en el 
Pleno de la Cámara de España a través de dos vocales.

II
La Ley consta de un total de 37 artículos que se estructuran en seis capítulos, tres 

disposiciones adicionales, tres disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres 
disposiciones finales.

El capítulo I regula la naturaleza y funciones de las Cámaras. Permanece su naturaleza 
de corporaciones de derecho público y las Cámaras seguirán ejerciendo funciones público-
administrativas que se mantienen con carácter general respecto a la normativa anterior, 
aunque se incorporan otras funciones nuevas como son la prestación de servicios en materia 
de comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales, así como funciones en materia de innovación y 
simplificación administrativa en los procedimientos para el inicio y desarrollo de actividades 
económicas y empresariales y de la implantación de la economía digital en las empresas. 
Asimismo, las Cámaras también podrán colaborar con las Administraciones Públicas a 
través de la suscripción de los correspondientes convenios de colaboración como venían 
desarrollando hasta ahora, estableciéndose la posibilidad de que también puedan suscribir 
convenios u otros instrumentos de colaboración con las organizaciones empresariales para 
la coordinación de sus actuaciones. Igualmente, las Administraciones Públicas continuarán 
en el ejercicio de la tutela y control de las actuaciones camerales de contenido económico 
más importantes. Finalmente, se establece una reserva de denominación tanto para las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación como la Cámara Oficial 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.

El capítulo II recoge su ámbito territorial de actuación y organización, estableciéndose en 
el mismo la posibilidad de que puedan existir Cámaras de ámbito autonómico, provincial y 
local, así como Consejos de Cámaras o entidades similares, todo ello, según establezca la 
legislación de desarrollo de la normativa básica que podrá adecuar la demarcación territorial 
de las Cámaras a la realidad económica y empresarial de cada Comunidad Autónoma, 
debiendo existir, al menos, una Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación por provincia. A su vez, se establece la organización de los órganos de gobierno 
de las Cámaras, que serán el pleno, el comité ejecutivo y el presidente. En cuanto al pleno y, 
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como novedad, se modifica su composición con el fin de ajustar el número de vocales a una 
adecuada representatividad de los distintos sectores económicos, a través de, como mínimo, 
dos tercios en el número de vocalías para los miembros elegidos por sufragio libre, igual, 
directo y secreto. Asimismo, se incluyen dentro de la composición de los plenos, una 
representación directa de las empresas con mayores aportaciones voluntarias a las Cámaras 
y de las organizaciones empresariales más representativas. Las administraciones tutelantes 
de las Cámaras quedan habilitadas para determinar, de acuerdo con la realidad económica 
de su territorio, la participación de los distintos grupos en los plenos. Se regulan de forma 
independiente las figuras del secretario general y del director gerente y se recoge la 
exigencia de que no podrán formar parte de los órganos de gobierno ni ocupar puestos 
directivos quienes estén inhabilitados para empleo o cargo público.

Finalmente, se establece que las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación confeccionarán un censo público de empresas para cuya elaboración contarán 
con la colaboración de la administración tributaria competente, garantizando, en todo caso, 
la confidencialidad en el tratamiento y uso exclusivo de la información para los fines 
legalmente previstos.

El capítulo III contempla el régimen electoral para la elección de los miembros de los 
órganos de gobierno, en concreto, del pleno, el comité ejecutivo y el presidente. En este 
sentido, la Ley establece que corresponderá al Ministerio de Economía y Competitividad 
determinar la apertura del proceso electoral, previo acuerdo con las Comunidades 
Autónomas que tengan atribuida competencia en esta materia, siendo la respectiva 
administración tutelante quien convoque las elecciones, cada cuatro años.

El capítulo IV regula el régimen económico, en el que se contempla un sistema que se 
basa en la libertad de actuación de las Cámaras, de manera que obtendrán sus ingresos de 
la prestación de servicios y del ejercicio de sus actividades así como de las aportaciones 
voluntarias de las empresas y de los productos, rentas e incrementos de su patrimonio y 
legados y donativos que pudieran recibir así como cualesquiera otros que puedan ser 
atribuidos por Ley. Asimismo, será preceptiva la autorización de la administración tutelante 
para la disposición de bienes inmuebles y del resto de supuestos que determine la Ley.

El capítulo V recoge la normativa aplicable a la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España, que creada por esta Ley, asume las competencias del 
extinto Consejo Superior de Cámaras. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de España será el órgano de representación y coordinación de todas las 
Cámaras territoriales, y de ejecución del nuevo Plan Cameral de Internacionalización así 
como del nuevo Plan Cameral de Competitividad, desarrollándose ambos a través del 
correspondiente convenio de colaboración con el Ministerio de Economía y Competitividad. 
Los órganos de gobierno y administración de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España serán el pleno, el comité ejecutivo y el presidente, los 
cuales reflejarán la realidad económica empresarial española e incluirán entre sus miembros 
a representantes de las empresas y de las organizaciones empresariales y de autónomos 
más representativas a nivel nacional. Además, se prevé la creación de una Asamblea 
General de Cámaras, como órgano consultivo, para promover la participación de todas las 
Cámaras en el desarrollo de sus funciones. Al igual que en las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación se regulan de forma independiente las figuras 
del secretario general y del director gerente y se recoge la exigencia de que no podrán 
formar parte de los órganos de gobierno ni ocupar puestos directivos quienes estén 
inhabilitados para empleo o cargo público.

Finalmente, un capítulo VI establece el régimen jurídico y presupuestario de dichas 
corporaciones. Aquí se recogen las cuestiones comunes a todas las Cámaras territoriales y a 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, en lo que a su 
régimen jurídico y presupuestario se refiere, destacando entre ellas, el principio de tutela al 
que están sujetas en el ejercicio de su actividad tanto la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España como las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación.

La disposición adicional primera se refiere a que el personal que se encontrara al 
amparo del Decreto de 13 de junio de 1936 sobre Derechos y Garantías de los Empleados 
de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación pasará a regirse por la 
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legislación laboral vigente con la finalidad de homogeneizar el régimen jurídico de los 
trabajadores de las Cámaras adaptándolo a la actual legislación laboral aplicable a todos los 
trabajadores. La Disposición adicional segunda se refiere al régimen de representación y 
protocolo del Presidente de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de España. La Disposición adicional tercera establece que se tendrán en 
cuenta, a efectos de lo dispuesto en esta Ley, los regímenes de Concierto y Convenio 
Económico del País Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra, respectivamente.

En cuanto a las disposiciones transitorias, la primera concede un plazo para la 
adaptación de la normativa autonómica hasta como máximo el 31 de enero de 2015 y de tres 
meses desde la adecuación autonómica para que se adapten los reglamentos de régimen 
interior de las Cámaras territoriales. Asimismo, dicha Disposición transitoria primera 
establece que la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España 
deberá constituirse, a partir del Consejo Superior de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación, antes del 31 de enero de 2015. A su vez, la Cámara Oficial de 
España dispondrá de tres meses, desde su constitución, para la elaboración de su 
Reglamento de Régimen Interior de acuerdo con la nueva regulación. La Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España se subrogará en todos los derechos 
y obligaciones del Consejo Superior de Cámaras de Comercio y será titular de todos los 
bienes del mismo. La disposición transitoria segunda señala que los miembros de los plenos 
de las Cámaras y de los Consejos de Cámaras continuarán en sus funciones hasta que se 
constituyan sus nuevos órganos de gobierno de conformidad con lo dispuesto en esta Ley. 
Asimismo, dicha disposición transitoria prevé que, en el momento de la constitución inicial 
del pleno de la Cámara, se entenderá por contribución el importe de la última cuota cameral 
devengada y abonada, garantizando que estén representados los diferentes sectores de la 
actividad económica y las grandes empresas de ámbito nacional con mayor facturación, a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 25.2.b) de esta Ley. Transcurrido un año desde la 
constitución del pleno, se procederá a la renovación de estos representantes de acuerdo con 
las aportaciones voluntarias que realicen durante dicho período. La Disposición transitoria 
tercera prevé el mantenimiento de la obligación de pago de las cuotas camerales no 
prescritas.

La disposición derogatoria identifica la normativa que queda derogada tras la aprobación 
de esta Ley.

Finalmente, las disposiciones finales primera, segunda y tercera prevén los títulos 
competenciales que facultan al Estado a dictar esta norma, la habilitación al Gobierno para 
desarrollar esta Ley y su entrada en vigor, que tendrá lugar el día siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

CAPÍTULO I
Naturaleza y funciones

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto establecer la regulación básica de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y, en su caso, Navegación, así como el régimen específico de 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación son 

corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para 
el cumplimiento de sus fines, que se configuran como órganos consultivos y de colaboración 
con las Administraciones Públicas, sin menoscabo de los intereses privados que persiguen. 
Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

2. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación se ajustarán a 
lo dispuesto en esta Ley y a las normas de desarrollo que se dicten por la Administración 
General del Estado o por las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. Les 
será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las Administraciones Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 13  Ley Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación

– 291 –



y finalidades. La contratación y el régimen patrimonial se regirán conforme al derecho 
privado y habilitando un procedimiento que garantice las condiciones de publicidad, 
transparencia y no discriminación.

Artículo 3.  Finalidad.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación tienen como 

finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la 
industria, los servicios y la navegación, así como la prestación de servicios a las empresas 
que ejerzan las indicadas actividades. Asimismo, ejercerán las competencias de carácter 
público que les atribuye esta Ley y las que les puedan ser asignadas por las 
Administraciones Públicas con arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento 
jurídico. Las actividades a desarrollar por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación para el logro de sus fines, se llevarán a cabo sin perjuicio de la 
libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de representación de los 
intereses de los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y de las actuaciones de 
otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

Artículo 4.  Reserva de denominación.
Salvo las entidades reguladas en esta Ley, ninguna persona física o jurídica o entidad 

podrá utilizar los términos de Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España, Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación o Cámara de 
Comercio, ni ningún otro que incluya los anteriores como parte de una denominación bajo la 
que una persona o entidad se haya constituido o ejerza o desarrolle funciones y 
operaciones, o que contenga términos similares de ser susceptibles de confusión en los 
términos indicados, sin perjuicio de las creadas o promovidas por voluntad de las propias 
Cámaras o Consejos para el cumplimiento de sus fines y de las Cámaras Oficiales de países 
extranjeros en España.

Artículo 5.  Funciones.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación tendrán las 

siguientes funciones de carácter público-administrativo:
a) Expedir certificados de origen y demás certificaciones relacionadas con el tráfico 

mercantil, nacional e internacional, en los supuestos previstos en la normativa vigente.
b) Recopilar las costumbres y usos mercantiles, así como las prácticas y usos de los 

negocios y emitir certificaciones acerca de su existencia.
c) Ser órgano de asesoramiento de las Administraciones Públicas, en los términos que 

las mismas establezcan, para el desarrollo del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

d) Desarrollar actividades de apoyo y estímulo al comercio exterior.
e) Participar con las administraciones competentes en la organización de la formación 

práctica en los centros de trabajo incluida en las enseñanzas de Formación Profesional y en 
las acciones e iniciativas formativas de la Formación Profesional Dual, en especial en la 
selección y validación de centros de trabajo y empresas, en la designación y formación de 
tutores de los alumnos y en el control y evaluación del cumplimiento de la programación, sin 
perjuicio de las funciones que puedan atribuirse a las organizaciones empresariales en este 
ámbito.

f) Tramitar, en los casos en que así sean requeridas por la Administración General del 
Estado, los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos en que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar los servicios públicos relacionados con las 
mismas cuando su gestión le corresponda a la Administración del Estado.

g) Gestionar, en los términos del artículo 8 de esta Ley, un censo público de todas las 
empresas, así como de sus establecimientos, delegaciones y agencias radicados en su 
demarcación.

h) Actuar de ventanillas únicas empresariales, cuando sean requeridas para ello por las 
Administraciones Públicas competentes.
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i) Colaborar con las Administraciones Públicas en la simplificación administrativa de los 
procedimientos para el inicio y desarrollo de actividades económicas y empresariales, así 
como en la mejora de la regulación económico-empresarial.

j) Impulsar actuaciones dirigidas al incremento de la competitividad de las pequeñas y 
medianas empresas, y fomentar la innovación y transferencia tecnológicas a las empresas.

k) Impulsar y colaborar con las Administraciones Públicas en la implantación de la 
economía digital de las empresas.

l) En caso de que la autoridad de gestión de los Fondos de la Unión Europea lo 
considere procedente, las Cámaras podrán participar en la gestión de Fondos de la Unión 
Europea dirigidos a la mejora de la competitividad en las empresas.

2. También corresponderá a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación desarrollar las funciones público-administrativas que se enumeran a 
continuación, en la forma y con la extensión que se determine, en su caso, por las 
Comunidades Autónomas.

a) Proponer a las Administraciones Públicas cuantas reformas o medidas consideren 
necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

b) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

c) Colaborar con las Administraciones Públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
para la creación de empresas.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo con lo establecido en la normativa 
general y sectorial vigente.

e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.
h) Informar los proyectos de normas emanados de las Comunidades Autónomas que 

afecten directamente a los intereses generales del comercio, la industria, los servicios o la 
navegación, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la administración autonómica.

j) Colaborar con la administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con las Administraciones Públicas competentes.

l) Colaborar con las administraciones competentes para facilitar información y orientación 
sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de las 
competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación de 
instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
dichas administraciones lo establezcan.

m) Las Cámaras de Comercio también podrán desarrollar cualquier otra función que las 
Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias, consideren necesarias.

3. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación podrán llevar a 
cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de libre 
competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas 
finalidades y, en especial, establecer servicios de información y asesoramiento empresarial. 
Asimismo, podrán difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de 
la empresa; prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y crear, 
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gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de 
residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrán desempeñar actividades de mediación, conciliación y otros medios 
adecuados de solución de controversias, así como de arbitraje mercantil, nacional e 
internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

Téngase en cuenta que este párrafo segundo, modificado por la disposición final 22.1 de la 
Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 2025 
según establece su disposición final 38.1.

Redacción anterior:
"También podrán desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, 

nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente."

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelante, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración. La administración tutelante determinará los mecanismos de seguimiento 
correspondientes.

5. La autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
administración tutelante en relación a los derechos y obligaciones derivados de las 
actuaciones de las Cámaras de Comercio en el ámbito de sus actividades privadas.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación así como la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España y las Administraciones Públicas podrán celebrar 
convenios de los previstos por las letras c) y d) del artículo 4.1 del Texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, cuando se den los supuestos para ello, y celebrar contratos en los que las 
Administraciones Públicas se acomodarán a las prescripciones del citado Texto Refundido y 
servirse de los restantes instrumentos permitidos por el ordenamiento jurídico vigente. En el 
desarrollo de las funciones público-administrativas se garantizará una adecuada 
coordinación con las Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos 
instrumentos de colaboración, así como a través de los Planes de actuaciones que, en su 
caso, dicten las Administraciones competentes por razón de la materia. Asimismo, las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, podrán suscribir convenios u otros 
instrumentos de colaboración para garantizar una adecuada coordinación de sus 
actuaciones con las llevadas a cabo por las organizaciones empresariales.

7. En el desarrollo de las funciones público administrativas, las Cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

8. En el desarrollo de todas las actividades, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación así como la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España respetarán las condiciones de accesibilidad de las 
personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo cual, se tendrá en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.
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CAPÍTULO II
Ámbito territorial y organización

Artículo 6.  Ámbito territorial.
1. Podrán existir Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 

ámbito autonómico, provincial y local y, en su caso, Consejos de Cámaras de conformidad 
con lo que establezca la legislación autonómica de desarrollo, que podrá adecuar la 
demarcación territorial de las Cámaras a la realidad económica y empresarial de cada 
Comunidad Autónoma, pudiendo coexistir Cámaras de distinto ámbito territorial. En cualquier 
caso, y como mínimo, existirá una Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación por provincia, sin perjuicio de que determinadas funciones y servicios puedan 
desempeñarse por otra Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación del 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de que se trate.

2. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y los Consejos 
de Cámaras podrán ejercer las funciones que establezca la normativa autonómica de 
desarrollo, teniendo en cuenta el contenido de esta Ley.

3. La administración tutelante regulará los supuestos y el procedimiento para la creación, 
integración, fusión, disolución, liquidación y destino del patrimonio de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y de los Consejos de Cámaras.

Artículo 7.  Adscripción a las Cámaras.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales, de servicios o navieras en territorio nacional formarán parte de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación dentro de cuya 
circunscripción tengan establecimientos, delegaciones o agencias, sin que de ello se 
desprenda obligación económica alguna ni ningún tipo de carga administrativa, 
procediéndose a la adscripción de oficio de las mismas.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial, de servicios o de navegación cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de 
Actividades Económicas o tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente del ámbito 
de las Cámaras de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta 
Ley o por la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 8.  Censo público.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación elaborarán un 

censo público de empresas del que formarán parte las personas físicas o jurídicas, 
nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, industriales, de servicios y 
navieras en territorio nacional, para cuya elaboración contarán con la colaboración de la 
administración tributaria competente así como de otras administraciones que aporten la 
información necesaria, garantizando, en todo caso, la confidencialidad en el tratamiento y el 
uso exclusivo de dicha información.

Para la elaboración del censo público de empresas las administraciones tributarias 
facilitarán a la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España y a 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación los datos del Impuesto 
sobre Actividades Económicas y los censales de las empresas que sean necesarios. 
Únicamente tendrán acceso a la información facilitada por la administración tributaria los 
empleados de cada Cámara que determine el pleno.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente Ley atribuye a las 
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Cámaras así como para la elaboración del censo electoral a que se hace referencia en el 
artículo 17 de la misma.

Dicho personal tendrá, con referencia a los indicados datos, el mismo deber de sigilo que 
los funcionarios de la administración tributaria. El incumplimiento de este deber constituirá, 
en todo caso, infracción muy grave de conformidad con su régimen disciplinario.

Artículo 9.  Organización.
1. Los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 

Navegación son el pleno, el comité ejecutivo y el presidente.
2. Además las Cámaras contarán con un secretario general, personal directivo y el 

personal laboral necesario para el correcto desempeño de sus funciones.
3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ser nombrados secretario general 

ni ocupar los puestos directivos señalados en este artículo quienes estén inhabilitados para 
empleo o cargo público.

Artículo 10.  Pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara, que estará 

compuesto por un número no inferior a 10 ni superior a 60 vocales, cuyo mandato durará 
cuatro años.

2. Los vocales que componen el pleno estarán determinados en los siguientes grupos:
a) Como mínimo, dos tercios de los vocales del pleno serán los representantes de todas 

las empresas pertenecientes a las Cámaras en atención a la representatividad de los 
distintos sectores económicos que se determinará conforme a los criterios que se 
establezcan por la administración tutelante teniendo en consideración su aportación al PIB, 
el número de empresas y el empleo. Estos vocales serán elegidos mediante sufragio libre, 
igual, directo y secreto, entre todas las personas físicas y jurídicas que ejerzan una actividad 
comercial, industrial, de servicios y de navegación en la demarcación.

b) Representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica dentro de la circunscripción de cada Cámara, en la forma que determine la 
administración tutelante, a propuesta de las organizaciones empresariales intersectoriales y 
territoriales más representativas. A este fin, las citadas organizaciones empresariales 
presentarán la lista de candidatos propuestos en número que corresponda a las vocalías a 
cubrir.

c) Representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en cada 
demarcación, elegidos en la forma que se determine por la administración tutelante.

3. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, las personas de 
reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de demarcación de la 
Cámara. A tal fin, el presidente propondrá a los vocales de las letras a), b), y c) una lista de 
candidatos que supere en un tercio el número de vocalías a elegir.

4. Los miembros del pleno enumerados en las letras a), b), y c) elegirán al presidente de 
la Cámara así como a las personas de reconocido prestigio previstas en el apartado 3.

5. El número de las vocalías de cada uno de los grupos determinados en los apartados 
anteriores será establecido por las administraciones tutelantes, garantizando en todo caso 
que, como mínimo, dos tercios de éstas correspondan a los representantes de todas las 
empresas pertenecientes a las Cámaras elegidos por sufragio libre, igual, directo y secreto.

6. El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

Artículo 11.  Comité ejecutivo.
El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de la 

Cámara y estará formado por el presidente, vicepresidentes, el tesorero y los miembros del 
pleno que se determinen. La administración tutelante regulará el número de miembros 
integrantes del comité, pudiendo designar a un representante que deberá ser 
necesariamente convocado a las reuniones del indicado órgano de gobierno. Asimismo, el 
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secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin voto, a las 
reuniones del comité ejecutivo.

Artículo 12.  Presidente.
El presidente, que será elegido por el pleno en la forma que determine el Reglamento de 

Régimen Interior, ostentará la representación de la Cámara y la presidencia de todos sus 
órganos colegiados, siendo responsable de la ejecución de sus acuerdos.

Artículo 13.  Secretario general.
1. Las Cámaras tendrán un secretario general que deberá ser licenciado o titulado de 

grado superior. Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.
2. El pleno nombrará y cesará al secretario general mediante acuerdo motivado 

adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento tendrá lugar previa 
convocatoria pública de la vacante.

3. Entre las funciones del secretario general constarán asistir a las reuniones del pleno y 
el comité ejecutivo con voz pero sin voto y velar por la legalidad de los acuerdos adoptados 
por los órganos de gobierno.

Artículo 14.  Director gerente.
1. Las Cámaras podrán nombrar un director gerente, con las funciones ejecutivas y 

directivas que se le atribuyan, que deberá ser licenciado o titulado de grado superior. Este 
puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.

2. Corresponderá al pleno el nombramiento y cese del director gerente, a propuesta del 
presidente y por acuerdo motivado por la mitad más uno de sus miembros, con el fin de 
garantizar la idoneidad para el buen desempeño de sus funciones.

3. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el 
secretario general.

Artículo 15.  Personal.
El personal al servicio de las Cámaras quedará sujeto a la normativa laboral vigente.

Artículo 16.  Reglamento de Régimen Interior y Código de Buenas Prácticas.
1. Cada Cámara tendrá su propio Reglamento de Régimen Interior, que será propuesto 

por el pleno y aprobado por la administración tutelante, la cual podrá también promover su 
modificación.

2. En el reglamento constarán, entre otros extremos, la estructura del pleno, sus 
funciones, el número y forma de elección de los miembros del comité ejecutivo y las normas 
de funcionamiento de sus órganos de gobierno.

3. Asimismo, las Cámaras deberán elaborar un Código de Buenas Prácticas que 
garantice la imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-
administrativas.

CAPÍTULO III
Régimen electoral

Artículo 17.  Censo electoral.
1. El censo electoral de las Cámaras estará constituido por la totalidad de las personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, 
industriales, de servicios o navieras no excluidas de conformidad con el artículo 7 de esta 
Ley. Este censo se elaborará y revisará anualmente por el comité ejecutivo, con referencia al 
1 de enero.

2. El censo electoral de las Cámaras, constituido de acuerdo con lo establecido en el 
apartado 1 de este artículo, comprenderá la totalidad de sus electores, clasificados por 
grupos y categorías, en atención a la importancia económica de los diversos sectores 
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representados, en la forma que determine la respectiva administración tutelante, clasificación 
que se revisará, cada cuatro años, por el comité ejecutivo.

Los integrantes del censo electoral tendrán derecho de voto para la elección de los 
órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación dentro de cuya circunscripción tengan establecimientos, delegaciones o 
agencias.

Para ser elector, ya sea en nombre propio o en representación de personas jurídicas, se 
requerirá mayoría de edad y no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha 
condición.

3. Los candidatos a formar parte de los órganos de gobierno de las Cámaras deberán, 
además, tener la nacionalidad española o de un Estado miembro de la Unión Europea, la de 
un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o la de un Estado a 
cuyos nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, 
el régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados, llevar como mínimo 
dos años de ejercicio en la actividad empresarial en los territorios citados y hallarse al 
corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.

Las personas de otra nacionalidad podrán ser candidatas de acuerdo con el principio de 
reciprocidad, siempre que cumplan los demás requisitos exigidos en el párrafo anterior.

Artículo 18.  Proceso electoral.
1. El Ministerio de Economía y Competitividad determinará la apertura del proceso 

electoral, previo acuerdo con las Comunidades Autónomas que tengan atribuida 
competencia en esta materia, correspondiendo a la respectiva administración tutelante la 
convocatoria de elecciones, cada cuatro años.

2. Para garantizar la objetividad y transparencia de las elecciones, se constituirán juntas 
electorales, con la composición y funciones que determinará la administración tutelante, de 
forma que se garantice su actuación independiente y eficaz.

3. Contra los acuerdos de las Cámaras sobre reclamaciones al censo electoral y los de 
las juntas electorales se podrá interponer recurso ante la administración tutelante.

CAPÍTULO IV
Régimen económico

Artículo 19.  Régimen económico.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación dispondrán de 

los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que pudieran recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por Ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 

administración tutelante cuando se trate de bienes inmuebles. En caso de otro tipo de 
bienes, la administración tutelante determinará los supuestos en los que sea precisa su 
autorización en función de su alcance económico.
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CAPÍTULO V
La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España

Artículo 20.  Naturaleza y finalidad.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España es una 

corporación de derecho público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar 
para el cumplimiento de sus fines que se configura como órgano consultivo y de 
colaboración con la Administración General del Estado, sin menoscabo de los intereses 
privados que pueda perseguir. Su estructura y funcionamiento deberán responder y regirse 
por principios democráticos.

2. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España tiene 
como finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses generales del 
comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la prestación de servicios a las 
empresas que ejerzan las indicadas actividades. Asimismo, ejercerá sus competencias en el 
ámbito estatal que le atribuye esta Ley y las que le puedan ser asignadas por la 
Administración General del Estado con arreglo a los instrumentos que establece el 
ordenamiento jurídico. Las actividades a desarrollar por la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España para el logro de sus fines, se llevarán a cabo 
sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de 
representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y 
de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

3. Estará integrada por representantes de las Cámaras de Comercio de las 
Comunidades Autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, las grandes empresas de mayor 
contribución, las organizaciones empresariales y de autónomos, los Ministerios por razón de 
la competencia y las Federaciones de las Cámaras Oficiales españolas en el extranjero, y 
será el organismo de representación, relación y coordinación de las mismas.

Artículo 21.  Funciones.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España 

desarrollará las siguientes funciones:
a) Promover los intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la 

navegación, en el ámbito estatal.
b) Representar al conjunto de las Cámaras ante las diversas instancias estatales e 

internacionales.
c) Coordinar e impulsar las acciones que afecten al conjunto de las Cámaras españolas.
d) Ejercer en el ámbito estatal y, en coordinación con las Cámaras de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación, las funciones a que se refiere el apartado 1 del artículo 5 
de esta Ley.

e) Informar, con el carácter y el alcance previstos en la legislación vigente, los 
anteproyectos de leyes o disposiciones estatales de cualquier rango que afecten 
directamente al comercio, la industria, los servicios y la navegación.

f) Asesorar a la Administración General del Estado, en los términos que ésta establezca, 
en temas referentes al comercio, la industria, los servicios y la navegación.

g) Desempeñar las funciones público-administrativas que se le atribuyan, cuando afecten 
al conjunto del Estado.

h) Gestionar en los términos previstos en los acuerdos con el Ministerio de Economía y 
Competitividad las actuaciones previstas en el Plan Cameral de Internacionalización y en el 
Plan Cameral de Competitividad.

i) Desempeñar funciones de mediación, conciliación y otros medios adecuados de 
solución de controversias, y arbitraje mercantil, nacional e internacional, de conformidad con 
lo establecido en la legislación vigente.
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Téngase en cuenta que esta letra i), modificada por la disposición final 22.2 de la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 2025 
según establece su disposición final 38.1.

Redacción anterior:
"i) Desempeñar funciones de mediación y arbitraje mercantil, nacional e internacional, de 

conformidad con lo establecido en la legislación vigente."

2. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelante, la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España podrá promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración.

Artículo 22.  Plan Cameral de Internacionalización.
1. El Plan Cameral de Internacionalización comprende la descripción de las actuaciones 

de interés general en las áreas de formación e información, dirigidas prioritariamente a 
promover la adquisición en el exterior de bienes y servicios producidos en España y 
cualquier otra relativa a la operativa de comercio internacional.

2. El Ministerio de Economía y Competitividad, previa consulta con las Comunidades 
Autónomas, aprobará anualmente el Plan Cameral de Internacionalización que le eleve la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, la cual lo 
ejecutará a través del correspondiente convenio con el Ministerio de Economía y 
Competitividad, y en colaboración con las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación.

3. Se podrán establecer mecanismos de cooperación entre las actuaciones del Plan 
Cameral de Internacionalización y las que establezca cada Comunidad Autónoma en función 
de sus competencias, especialmente en lo referente a las actuaciones de interés específico.

4. Las Cámaras Oficiales de Comercio de España en el extranjero participarán en el Plan 
Cameral de Internacionalización, con la aprobación de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España, para cada país o jurisdicción. Las Cámaras en 
el extranjero tendrán un vínculo permanente con la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España y podrán firmar convenios de colaboración y 
representación con ella. Las Cámaras en el extranjero representarán a la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, en sus jurisdicciones, cuando así se 
establezca en los referidos convenios de colaboración y representación.

5. El Plan Cameral de Internacionalización se podrá financiar con los recursos dotados 
por las correspondientes Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos 
convenios de colaboración de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.6 de esta Ley y en la 
normativa vigente.

Artículo 23.  Plan Cameral de Competitividad.
1. El Ministerio de Economía y Competitividad y la Cámara Oficial de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación de España suscribirán cada dos años, previa consulta con 
las Comunidades Autónomas, un Plan en el que se concretarán los programas para la 
mejora de la competitividad de las empresas españolas, a desarrollar conjuntamente con las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

2. El Plan Cameral de Competitividad de la Empresa Española comprenderá un conjunto 
de actividades y funciones públicas a desarrollar por las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación en apoyo de las empresas españolas, con especial 
consideración a las pequeñas y medianas al amparo del acuerdo suscrito con el Ministerio 
de Economía y Competitividad.
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3. Su finalidad es ordenar y ejecutar, de acuerdo con las prioridades de la política 
económica, las actuaciones que incidan de manera efectiva en la mejora de la competitividad 
de las empresas.

4. Este Plan incluirá los programas y actividades que impulsará la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España y será elaborado con pleno respeto 
a las competencias de cada Comunidad Autónoma.

5. El Plan Cameral de Competitividad se podrá financiar con los recursos dotados por las 
correspondientes Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos convenios 
de colaboración de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.6 de esta Ley y en la normativa 
vigente.

Artículo 24.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno y administración de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 

Servicios y Navegación de España son: el pleno, el comité ejecutivo y el presidente.
2. No podrán formar parte de los órganos de gobierno y administración ni ser nombrados 

ni ocupar los puestos de secretario general ni director gerente quienes estén inhabilitados 
para empleo o cargo público.

3. Los órganos de gobierno y administración reflejarán la realidad económica empresarial 
española e incluirán entre sus miembros, del modo que se regula en este Capítulo y se 
desarrolle en su Reglamento de Régimen Interior, a representantes de las empresas y de las 
organizaciones empresariales y de autónomos más representativas a nivel nacional.

4. El mandato de los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España será de cuatro años.

Artículo 25.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación general de la Cámara 

Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.
2. El pleno estará compuesto por:
a) Un presidente de las Cámaras por cada una de las Comunidades Autónomas y de las 

Ciudades Autónomas de Ceuta y de Melilla designados por las administraciones tutelantes y 
hasta 8 representantes más de las Cámaras pertenecientes a las Comunidades Autónomas 
con mayor número de empresas designados por las administraciones tutelantes conforme a 
los criterios que se establezcan por el Ministerio de Economía y Competitividad.

b) Veintiocho vocales a propuesta del Ministerio de Economía y Competitividad entre las 
grandes empresas de mayor contribución a la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España en el territorio nacional. La propuesta del Ministerio de 
Economía y Competitividad se realizará de forma que se asegure el adecuado reflejo de la 
representación económica española teniendo en cuenta la contribución de las grandes 
empresas ponderada por la participación de los distintos sectores y subsectores económicos 
en el Valor Añadido Bruto.

c) Nueve vocales elegidos a propuesta de las organizaciones empresariales 
intersectoriales y territoriales más representativas en el ámbito nacional, entre 
representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida económica. A 
este fin, las citadas organizaciones empresariales presentarán la lista de candidatos 
propuestos en número que corresponda a las vocalías a cubrir.

d) Diez vocales en representación de los Ministerios de Economía y Competitividad, el 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo, el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación, el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Fomento y el 
Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, a propuesta de los mismos.

e) Dos vocales en representación de las Federaciones de las Cámaras Españolas 
Oficiales de Comercio en el extranjero designados por el Ministerio de Economía y 
Competitividad.

f) Dos vocales en representación de las organizaciones de autónomos representativas 
en el ámbito nacional a propuesta del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.
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g) El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

3. El pleno elegirá entre sus miembros, por mayoría de los presentes, un presidente, tres 
vicepresidentes y un tesorero, que lo serán también del comité ejecutivo así como a los 
demás miembros de este comité ejecutivo.

4. Serán funciones del pleno:
a) La aprobación de los presupuestos y liquidaciones.
b) La aprobación de informes y propuestas.
c) La designación de los representantes de la Cámara de España en los distintos 

organismos.
d) El nombramiento de comisiones de trabajo.
e) En el marco de las actuaciones descritas en los artículos 22 y 23 de esta Ley, la 

adopción de acuerdos vinculantes para todas las Cámaras, siempre que se aprueben, con 
este carácter, por una mayoría de dos tercios de los votos presentes.

f) Aquellas otras que se prevean en su Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 26.  Comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano de gestión, administración y propuesta de la Cámara 

Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.
2. Estará compuesto por los miembros del pleno elegidos por el mismo en la forma que 

se determina por el artículo 25 de la presente Ley y se desarrolle en el Reglamento de 
Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
España. El Comité Ejecutivo estará integrado por el presidente, tres vicepresidentes, el 
tesorero, ocho representantes de las Cámaras de Comercio de las Comunidades Autónomas 
y Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, de los cuales necesariamente cuatro 
representantes deberán ser de las Cámaras de Comercio de las Comunidades Autónomas 
con más empresas en sus censos y los restantes se elegirán mediante un sistema rotatorio 
de representación; catorce representantes de las empresas de mayor contribución en el 
territorio nacional; dos representantes de las organizaciones empresariales representadas en 
el pleno, un representante de las organizaciones de autónomos representadas en el pleno, 
un representante del Ministerio de Economía y Competitividad y un representante del 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo. Asimismo, el secretario general y el director 
gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin voto, a las reuniones del comité ejecutivo.

3. Las competencias del comité ejecutivo se determinarán en su Reglamento de 
Régimen Interior.

Artículo 27.  Presidente.
El presidente ostentará la representación de la Cámara, la presidencia de todos sus 

órganos colegiados y será responsable de la ejecución de sus acuerdos.

Artículo 28.  Secretario general.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España tendrá 

un secretario general que deberá ser licenciado o titulado de grado superior. El secretario 
general estará sometido al régimen de contratación laboral.

2. Su nombramiento y cese corresponderá al pleno de la Cámara, por acuerdo motivado 
adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento tendrá lugar previa 
convocatoria pública.

3. Entre las funciones del secretario general constarán asistir a las reuniones del pleno y 
del comité ejecutivo con voz pero sin voto y velar por la legalidad de los acuerdos adoptados 
por los órganos de gobierno.

Artículo 29.  Director gerente.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España podrá 

nombrar un director gerente con las funciones ejecutivas y directivas que se le atribuyan que 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 13  Ley Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación

– 302 –



deberá ser licenciado o titulado de grado superior. Este puesto estará sometido al régimen 
de contratación laboral.

2. Corresponderá al pleno el nombramiento y cese del director gerente, a propuesta del 
presidente y por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros.

3. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el 
secretario general.

Artículo 30.  Personal.
La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España podrá 

contar con el personal necesario para su buen funcionamiento, al que le será de aplicación la 
legislación laboral.

Artículo 31.  Régimen económico de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de España.

1. Para la financiación de todas sus actividades, la Cámara de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España dispondrá de los siguientes ingresos:

a) Ingresos ordinarios y extraordinarios por la prestación de los servicios previstos en el 
artículo 21 de esta Ley.

b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades. Estas aportaciones voluntarias 

se destinarán preferentemente a la financiación del Plan Cameral de Internacionalización. El 
30 por ciento de las aportaciones se distribuirá a la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación donde tengan el domicilio social dichas empresas o entidades.

d) Los legados y donativos que pudiera recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por Ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización del Ministerio 

de Economía y Competitividad cuando se trate de bienes inmuebles y, en el caso de otro tipo 
de bienes, dicho Ministerio determinará los supuestos en los que sea precisa autorización en 
función de su alcance económico.

Artículo 32.  Reglamento de Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España.

1. En el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España constarán, entre otros extremos, las funciones y normas 
de funcionamiento de sus órganos de gobierno.

2. El Reglamento de Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España preverá la creación de una Asamblea General de 
Cámaras para desarrollar actuaciones e iniciativas que promuevan la participación, con voz 
pero sin voto, de todas las Cámaras en el desarrollo de sus funciones.

3. El Reglamento de Régimen Interior será sometido a la aprobación por el Ministro de 
Economía y Competitividad a propuesta del pleno por mayoría absoluta, que podrá también 
promover su modificación.

Artículo 33.  Tutela de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
España.

La función de tutela sobre esta corporación corresponderá a la Administración General 
del Estado, a través del Ministerio de Economía y Competitividad.
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CAPÍTULO VI
Régimen jurídico y presupuestario

Artículo 34.  Tutela.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación están sujetas 

en el ejercicio de su actividad a la tutela de la Administración General del Estado o de las 
respectivas Comunidades Autónomas, en el caso de que éstas hubieran asumido 
estatutariamente las competencias correspondientes.

La función de tutela comprende el ejercicio de las potestades administrativas de 
aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión y disolución a los que se 
refieren los artículos 35, 36 y 37 de esta Ley.

2. En todo caso, la Administración General del Estado ejercerá la tutela sobre las 
actividades de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
interés general relativas al comercio exterior, sin perjuicio de las competencias que 
correspondan a cada Comunidad Autónoma en tareas promocionales del comercio exterior.

En los términos señalados en el párrafo anterior, esta función de tutela de la 
Administración General del Estado comprenderá el ejercicio de las potestades 
administrativas de aprobación, control, coordinación, resolución de recursos y suspensión de 
actividades de interés general de las Cámaras relativas al comercio exterior.

Artículo 35.  Presupuestos y transparencia.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y la Cámara 

Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España elaborarán y someterán 
sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de gastos e ingresos a la aprobación de la 
administración tutelante, que fiscalizará sus cuentas anuales y liquidaciones y podrá 
establecer las instrucciones necesarias para la elaboración de los presupuestos y de las 
liquidaciones tipo.

En todo caso, las cuentas anuales y liquidaciones de los presupuestos deberán 
presentarse acompañadas de un informe de auditoría de cuentas.

Corresponderá al Tribunal de Cuentas la fiscalización del destino de los fondos públicos 
que perciban la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España y 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, sin perjuicio de la 
competencia de los organismos fiscalizadores que, en su caso, existan en las Comunidades 
Autónomas.

Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo, se depositarán en el registro mercantil correspondiente a la localidad 
en la que la Cámara tenga su sede y serán objeto de publicidad por las Cámaras.

2. Las personas que gestionen bienes y derechos de las Cámaras quedarán sujetas a 
indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

3. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España harán públicas las 
subvenciones que reciban así como otro tipo de recursos públicos que puedan percibir para 
el desarrollo de sus funciones. Igualmente harán públicas las retribuciones percibidas 
anualmente por los altos cargos y máximos responsables respectivos, así como las 
indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en su cargo por cualquier 
causa.

4. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que pueden 
desarrollar en los términos del artículo 5 de esta Ley, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación y la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de España mantendrán una contabilidad diferenciada en relación con sus 
actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.
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Artículo 36.  Recursos.
1. Las resoluciones de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 

Navegación y de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
España dictadas en ejercicio de sus funciones público-administrativas, así como las que 
afecten a su régimen electoral, serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, previo recurso administrativo formulado ante la administración tutelante.

2. Las actuaciones de las Cámaras en otros ámbitos y, especialmente, las de carácter 
mercantil, civil y laboral se dilucidarán ante los Juzgados y Tribunales competentes.

Artículo 37.  Suspensión y disolución.
1. La administración tutelante podrá suspender la actividad de los órganos de gobierno 

de las Cámaras, debiendo quedar garantizado el derecho de audiencia de los mismos en la 
tramitación del procedimiento, en el caso de que se produzcan transgresiones del 
ordenamiento jurídico vigente que, por su gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta 
medida, así como en los supuestos de imposibilidad de funcionamiento normal de aquéllos.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como el órgano que tendrá a su cargo la gestión de los intereses de la 
Cámara.

3. Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, se procederá, dentro del plazo de un mes, a la disolución de los órganos de gobierno 
de las Cámaras así como a la convocatoria de nuevas elecciones.

En caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones y la constitución de los 
órganos de gobierno de la Cámara, la administración de tutela podrá acordar su extinción 
adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por el órgano de gestión a que se refiere el 
apartado 2, a la administración tutelante.

4. En el caso de extinción, la administración de tutela adoptará las medidas necesarias 
para garantizar que las personas físicas y jurídicas adscritas definidas en el artículo 7.1 de 
esta Ley reciban los servicios propios de las Cámaras.

La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España 
representará y prestará servicio a las personas físicas o jurídicas previstas en el artículo 7.1 
que se encuentren en un territorio que no cuente con su correspondiente Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación como consecuencia de su extinción, siempre 
que su tutela correspondiera a la Administración General del Estado. Para ello, la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España podrá tener delegaciones 
en los territorios correspondientes, a las cuales, además, les corresponderá ejercer los 
derechos y la representación que correspondieran a las Cámaras extinguidas, de 
conformidad con los artículos 25 y 26 de esta Ley.

Artículo 38.  Plan de viabilidad y disolución por inviabilidad económica.
1. Cuando las Cámaras que se encuentren sometidas a la tutela de la Administración 

General del Estado incurran en resultados negativos de explotación en dos ejercicios 
contables consecutivos, la Cámara afectada deberá ponerlo en conocimiento de la 
administración de tutela en un plazo máximo de un mes desde que se conociera esta 
situación.

La comunicación irá acompañada de un plan de viabilidad, auditado y aprobado por el 
Pleno, en el que se describan las actuaciones que se llevarán a cabo para la corrección del 
desequilibrio en el plazo que se considere necesario y, en cualquier caso, en un máximo de 
dos ejercicios contables. Asimismo, se acompañará un inventario, el balance, el informe de 
la auditoría realizada, y cuanta otra documentación se considere necesaria para valorar la 
situación económica de la Cámara y el plan presentado.

2. Presentado el plan de viabilidad, la Administración de tutela podrá autorizarlo, 
modificarlo o determinar cualquier otra actuación que considere oportuna.

3. Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar la situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan o 
cuando dicho plan se incumpliese, la Administración de tutela podrá proceder a la 
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suspensión y disolución de los órganos de gobierno de acuerdo con el artículo 37, o 
determinar la extinción y liquidación de la Cámara.

4. En caso de que se acuerde la extinción, a partir de este momento, la Cámara no podrá 
realizar ningún acto jurídico, salvo los que sean estrictamente necesarios para garantizar la 
eficacia de su liquidación. Acordada la liquidación, la Cámara presentará a la Administración 
de tutela un plan de liquidación, que deberá ser autorizado por la Administración.

Cuando en la decisión de extinción se acordase la apertura de la delegación por la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, para la apertura 
de dicha delegación, la Cámara de España podrá formular una propuesta para la transmisión 
de activos o unidades productivas. Si la Cámara aceptase la propuesta, los términos de ésta 
se incorporarán en el plan de liquidación.

La Administración de tutela supervisará el cumplimiento del plan de liquidación. 
Concluida la liquidación de la Cámara, se producirá su extinción automática.

En ningún caso podrá asumirse ni derivarse del proceso de liquidación y extinción, 
obligación alguna para la Administración de tutela.

5. En el caso de las Cámaras tuteladas por las Comunidades Autónomas se ajustarán a 
lo establecido en su legislación específica.

Disposición adicional primera.  Personal.
El personal que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentre al servicio de una 

Cámara, Consejo o del Consejo Superior al amparo del Decreto de 13 de junio de 1936, se 
regirá, sin distinción, por la legislación laboral vigente aplicable al resto del personal al 
servicio de las mismas.

Disposición adicional segunda.  Régimen de Protocolo.
El régimen de representación y protocolo del Presidente de la Cámara Oficial de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España se establecerá reglamentariamente.

Disposición adicional tercera.  Regímenes de Concierto y Convenio Económico.
Lo establecido en esta Ley se entenderá sin perjuicio de los regímenes de Concierto 

Económico y Convenio en vigor en los territorios históricos del País Vasco y en la 
Comunidad Foral de Navarra, respectivamente. Asimismo, en lo relativo a la implementación 
de los Planes de Internacionalización y Competitividad se tendrán en cuenta dichos 
regímenes.

Disposición transitoria primera.  Adaptación al contenido de la norma.
1. Las Comunidades Autónomas deberán adaptar el contenido de su normativa en esta 

materia a lo dispuesto en esta Ley, y tendrán, como plazo máximo para hacerlo, el 31 de 
enero de 2015.

2. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación adaptarán al 
contenido de esta Ley sus actuales reglamentos de régimen interior en el plazo de tres 
meses desde la entrada en vigor de las leyes autonómicas de adaptación, que deberán ser 
aprobados por la administración tutelante.

3. La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España a partir 
del actual Consejo Superior de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, 
deberá constituirse antes del 31 de enero de 2015. La Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España se subrogará en todos los derechos y 
obligaciones, de cualquier naturaleza, del Consejo Superior de Cámaras de Comercio y será 
titular de todos los bienes que en la fecha de entrada en vigor de esta Ley tenga adscritos o 
pertenezcan al Consejo Superior de Cámaras de Comercio. La Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España elaborará su Reglamento de Régimen Interior 
de acuerdo con la nueva regulación, en el plazo de tres meses desde su constitución. Este 
reglamento será aprobado por el Ministerio de Economía y Competitividad, como 
administración tutelante.
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Disposición transitoria segunda.  Órganos de gobierno.
1. Los presidentes, los miembros de los comités ejecutivos y de los plenos de las 

Cámaras y de los Consejos de Cámaras continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se 
constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso 
electoral, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en la normativa de las diferentes 
Comunidades Autónomas.

2. Asimismo, hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras el 
correspondiente proceso electoral celebrado de acuerdo con esta Ley, los órganos de 
gobierno seguirán funcionando válidamente con los quórum de asistencia y con las mayorías 
de votación necesarias establecidas legalmente en ese momento, para la constitución del 
órgano de que se trate y para la adopción de acuerdos en cada caso.

3. En el caso del pleno y el comité ejecutivo de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España, en el momento de su constitución inicial se entenderá 
por contribución el importe de la última cuota cameral devengada y abonada, garantizando, 
en todo caso, que estén representados los diferentes sectores de la actividad económica de 
acuerdo con su aportación al Valor Añadido Bruto y las grandes empresas de ámbito 
nacional con mayor facturación a efectos de lo dispuesto en el artículo 25.2.b) de esta Ley. 
Transcurrido un año desde la constitución del pleno, se procederá, en la forma que 
determine el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España, a la renovación de estos representantes de acuerdo con 
las aportaciones económicas que efectúen durante dicho período. El mandato de los nuevos 
representantes se determinará de conformidad con lo que establezca el Reglamento de 
Régimen Interior.

4. Se habilita al Ministerio de Economía y Competitividad a dictar, en el ámbito de sus 
competencias, las disposiciones necesarias para la constitución de la Cámara de España y 
de sus órganos de gobierno.

Disposición transitoria tercera.  Devengo del recurso cameral no prescrito.
Sin perjuicio de la supresión del recurso cameral permanente, ello no alterará la 

exigibilidad de las cuotas del recurso cameral permanente no prescritas, devengadas con 
arreglo a la norma que se deroga.

Disposición derogatoria.  
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 

lo establecido en esta Ley y, en particular, la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, y sus sucesivas modificaciones.

2. El Reglamento General de Cámaras aprobado por el Decreto 1291/1974, de 2 de 
mayo, se mantendrá en vigor, salvo en lo que se refiere al recurso cameral permanente, en 
cuanto no se oponga a esta Ley y hasta tanto se dicten las normas reglamentarias 
sustitutorias.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. El Capítulo V de esta Ley se dicta al amparo de las competencias atribuidas al Estado 

por el artículo 149.1.13.ª de la Constitución Española en materia de bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica.

2. Los apartados 1 y 2 del artículo 36 se dictan al amparo de las competencias atribuidas 
al Estado por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución en materia de legislación procesal.

3. El resto de artículos de esta Ley constituyen legislación básica del régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas dictada al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, 
por lo que serán de aplicación general por todas las Administraciones Públicas, a excepción 
de lo establecido en el artículo 5.2 relativo a las funciones que podrán desarrollar las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de acuerdo con la 
legislación autonómica, que no tendrá carácter básico.
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Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno a dictar, en el ámbito de sus competencias, las normas de 

desarrollo de esta Ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 14

Real Decreto 669/2015, de 17 de julio, por el que se desarrolla la Ley 
4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 171, de 18 de julio de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-8049

El régimen básico de funcionamiento de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación (en adelante, «Cámaras») se encuentra recogido en la Ley 4/2014, 
de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación.

Con carácter previo a la aprobación de la citada ley, las Cámaras se regulaban por la Ley 
3/1993, de 22 de marzo, Básica de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación y con 
un régimen jurídico muy detallado, dentro del que destacaba el Reglamento General de las 
Cámaras de Comercio, Industria y Navegación aprobado por Decreto 1291/1974, de 2 de 
mayo de 1974, previo a la vigente Constitución Española, que ha sido parcialmente 
derogado y modificado por sucesivas disposiciones normativas, como han sido el Real 
Decreto 753/1978, de 27 de marzo, por el que se modifica el Reglamento General de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de España, el Real Decreto 
816/1990, de 22 de junio, por el que se modifica el capítulo III del Reglamento General de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de España que regula el sistema 
electoral de estas corporaciones y el Real Decreto 1133/2007, de 31 de agosto, por el que se 
modifica el capítulo III del Reglamento General de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Navegación que regula el sistema electoral, además de por la citada ley, si bien su vigencia 
se mantiene en la actualidad, de conformidad con el apartado 2 de la disposición derogatoria 
de la referida Ley 4/2014, de 1 de abril. Por otra parte, en ejercicio de sus competencias en 
materia de comercio interior y de Cámaras de Comercio, las distintas comunidades 
autónomas han venido desarrollando una actividad normativa importante aplicable a cada 
uno de los territorios.

Con este nuevo real decreto se pretende eliminar la dispersión normativa existente en el 
ámbito reglamentario relativo a las cámaras prestando especial atención a la regulación del 
régimen electoral, previsto en el capítulo III de la Ley 4/2014, de 1 de abril. El contenido de 
este real decreto resulta de aplicación directa a las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de las ciudades de Ceuta y de Melilla sobre las que la 
Administración General del Estado ostenta las competencias de tutela administrativa.

Este real decreto se dicta de conformidad con lo previsto en la disposición final segunda 
de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
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El real decreto consta de un total de 36 artículos que se estructuran en cinco capítulos, 
dos disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y tres 
disposiciones finales.

El capítulo I recoge las disposiciones generales que regulan el objeto y ámbito de 
aplicación. Por otro lado, el capítulo II se refiere a la organización y funcionamiento de las 
Cámaras. El capítulo III contempla su régimen jurídico y económico. El capítulo IV regula 
todo lo relativo al procedimiento electoral. Finalmente, el capítulo V se refiere a la extinción 
de las Cámaras.

Respecto a la parte final de la norma, la disposición adicional primera prevé el régimen 
de protocolo del presidente de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de España y la disposición adicional segunda regula la tutela en materia de 
comercio exterior. La disposición transitoria única establece el régimen que ha de aplicarse 
para la designación de las empresas de mayor aportación voluntaria. Mediante la disposición 
derogatoria única se deroga el Decreto 1291/1974, de 2 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento General de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 
España.

La disposición final primera recoge el título competencial habilitante y establece los 
artículos que se consideran de aplicación general. La disposición final segunda establece la 
obligación de adaptar al contenido de esta norma los Reglamentos de Régimen Interior de 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Ceuta y de Melilla. 
La disposición final tercera recoge la entrada en vigor.

Durante el proceso de su tramitación, el real decreto ha sido sometido a consulta de las 
administraciones públicas implicadas y de los interlocutores económicos y sociales.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 17 de julio de 
2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Este real decreto tiene por objeto el desarrollo de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica 

de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, fundamentalmente 
en lo que se refiere a los aspectos organizativos, electorales, de régimen jurídico y 
económico y del alcance de la tutela.

2. Lo dispuesto en este real decreto es de aplicación a las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Ceuta y de Melilla, cuya tutela corresponde a 
la Administración General del Estado.

Sin perjuicio de lo indicado en el párrafo anterior, serán de aplicación general por todas 
las Administraciones públicas los artículos 22.3 y 4, 28.3 y 29 y las disposiciones adicionales 
primera y segunda.

CAPÍTULO II
Organización y funcionamiento

Artículo 2.  Órganos de gobierno.
1. Son órganos de gobierno de las Cámaras:
a) El pleno.
b) El comité ejecutivo.
c) El presidente.
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2. El Reglamento de Régimen Interior de cada una de las Cámaras determinará, entre 
otros extremos, la estructura del pleno, sus funciones, el número y forma de elección de los 
miembros del comité ejecutivo y las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno, 
con sujeción a los criterios básicos establecidos en la Ley 4/2014, de 1 de abril, y a este real 
decreto.

Artículo 3.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de las Cámaras.
2. El número total de vocales y su distribución por grupos y categorías se establecerá en 

el Reglamento de Régimen Interior y estará comprendido entre 12 y 18:
a) De acuerdo con lo establecido en el artículo 10.2.a) y 10.5 de la Ley 4/2014, de 1 de 

abril, dos tercios de los vocales del pleno (entre 8 y 12 vocales) serán los representantes de 
todas las empresas pertenecientes a las Cámaras.

b) Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 10.2.b) de la Ley 4/2014, de 1 de abril, los 
representantes de las empresas y personas de reconocido prestigio en la vida económica 
dentro de la circunscripción de cada Cámara, a propuesta de las organizaciones 
empresariales, estarán comprendidos entre 1 y 5 vocales.

A estos efectos, las organizaciones empresariales que, siendo intersectoriales y 
territoriales al mismo tiempo, tengan la condición legal de más representativas conforme a la 
disposición adicional sexta del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, presentarán la lista de 
empresas y personas de reconocido prestigio para cubrir dichas vocalías en el número 
correspondiente.

c) De conformidad con el artículo 10.2.c) de la Ley 4/2014, de 1 de abril, los 
representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en la demarcación de cada 
Cámara, serán asimismo entre 1 y 5 vocales.

3. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 10.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, personas de reconocido 
prestigio cuyo número se determinará en el Reglamento de Régimen Interior procedentes de 
una lista de candidatos propuesta por el presidente a los vocales.

4. En defecto de regulación por los Reglamentos de Régimen Interior, el número total de 
vocales será de 13, determinados del siguiente modo:

a) Los vocales elegidos por sufragio, contemplados en el artículo 10.2.a) de la Ley 
4/2014, de 1 de abril, serán 9 distribuidos por grupos y categorías en función de la 
representatividad de los distintos sectores económicos que se determinará teniendo en 
consideración su aportación al Producto Interior Bruto (PIB), el número de empresas y el 
empleo correspondientes a la demarcación territorial de cada Cámara.

b) Los representantes de las empresas y personas de reconocido prestigio contemplados 
en el artículo 10.2.b) de la Ley 4/2014, de 1 de abril, serán 2.

c) Los representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria, contemplados en 
el artículo 10.2.c) de la Ley 4/2014, de 1 de abril, serán 2.

d) Las personas de reconocido prestigio que podrán asistir a las reuniones del pleno, con 
voz pero sin voto, sin tener la condición de vocales, contempladas en el artículo 10.3 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, serán 3 procedentes de una lista de candidatos propuesta por el 
presidente a los vocales.

5. El mandato de los vocales del pleno será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos, y 
su condición de miembros del pleno es indelegable.

6. Para la elección de los miembros del pleno representantes de las empresas de mayor 
aportación voluntaria a la Cámara, que se contemplan en el artículo 10.2.c) de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril, se tendrá en cuenta la aportación voluntaria satisfecha en los términos que 
establezca el Reglamento de Régimen Interior. En defecto de Reglamento de Régimen 
Interior, el comité ejecutivo establecerá los términos para la designación de estos miembros 
del pleno.
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Esta aportación deberá efectuarse en cada ejercicio presupuestario y será objeto de 
actualización con carácter anual, sin perjuicio de la existencia de otro tipo de aportaciones 
distintas que pudieran realizar otras empresas que no sean miembros del pleno.

7. La estructura y composición del pleno, en cuanto a número de vocales y su 
distribución por sectores económicos en grupos y categorías, se revisará y actualizará cada 
cuatro años, teniéndose en cuenta las variaciones producidas en la aportación al PIB, el 
número de empresas y el empleo correspondientes a la demarcación territorial de cada 
Cámara, según lo establecido en el artículo 10.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, lo que 
deberá recogerse en el correspondiente Reglamento de Régimen Interior, que deberá ser 
aprobado por la administración tutelante. Se entenderá por grupos las diferentes 
modalidades de actividad del comercio, la industria, los servicios y la navegación y por 
categorías su subdivisión en función de los distintos ámbitos de su actividad, de acuerdo con 
su representatividad, en la forma en que se determine en los respectivos Reglamentos de 
Régimen Interior de cada Cámara.

Artículo 4.  El comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara y sus miembros serán elegidos por el pleno entre sus vocales.
2. El comité ejecutivo estará compuesto por el presidente, que será el de la Cámara, los 

vicepresidentes o vicepresidente, el tesorero y el número de vocales que determine el 
Reglamento de Régimen Interior que será como máximo de 8 para las Cámaras tuteladas 
por la Administración General del Estado.

3. El mandato de los cargos del comité ejecutivo será de cuatro años y coincidirá con el 
de los vocales del pleno, pudiendo ser reelegidos y su condición es indelegable.

4. La Administración tutelante podrá designar a un representante que deberá ser 
necesariamente convocado a las reuniones del comité ejecutivo. En el caso de la Cámara de 
la ciudad de Melilla, dicho representante pertenecerá a la Delegación de Economía y 
Hacienda y, en el caso de la Cámara de la ciudad de Ceuta, a la Dirección Provincial de 
Comercio.

Artículo 5.  El presidente.
1. El presidente ostentará la representación de la Cámara, la presidencia de todos sus 

órganos colegiados, será responsable de la ejecución de sus acuerdos y responderá de su 
gestión ante el pleno. Sus funciones se determinarán en el Reglamento de Régimen Interior.

2. Será elegido por el pleno entre sus miembros por mayoría en la forma que se 
determine en el Reglamento de Régimen Interior.

3. En las decisiones que sean sometidas a votación en el comité ejecutivo y en el pleno, 
el presidente tendrá voto de calidad.

4. El presidente, sin perjuicio de su responsabilidad personal, podrá delegar por escrito 
facultades concretas y determinadas en los vicepresidentes y, en su defecto, en cualquiera 
de las personas que forman parte del comité ejecutivo, dando cuenta de ello al pleno. 
Cuando se trate de facultades ejecutivas podrá efectuar dicha delegación en el secretario 
general o en el director gerente, si lo hubiere, en la forma expresada.

Artículo 6.  Los vicepresidentes y el tesorero.
1. El vicepresidente o vicepresidentes, por su orden, sustituirán al presidente en todas 

sus funciones en los supuestos de ausencia, enfermedad o vacante.
2. El tesorero custodiará los fondos de la Cámara en la forma que se disponga en el 

Reglamento de Régimen Interior, supervisará la contabilidad y dirigirá la preparación de las 
cuentas anuales.

Artículo 7.  El director gerente.
1. Las Cámaras podrán nombrar un director gerente que deberá ser licenciado o titulado 

de grado superior, y cuyo nombramiento y cese corresponderán al pleno, a propuesta del 
presidente y por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros.
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2. Corresponde al director gerente, con independencia de las facultades ejecutivas que 
en él hayan podido ser delegadas por los órganos de gobierno, la gestión de los acuerdos 
adoptados por los órganos de gobierno de la Cámara y la dirección de sus servicios, en los 
términos que establezca el presidente.

Asistirá con voz, pero sin voto, a las sesiones de los órganos de gobierno de la Cámara y 
mantendrá informados de su gestión y del conjunto de actividades de la Cámara al pleno, al 
comité ejecutivo y al presidente. Cuando no exista director gerente o éste no pueda realizar 
sus funciones, estas serán asumidas por el secretario general.

Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.

Artículo 8.  El secretario general.
1. Las Cámaras tendrán un secretario general que deberá ser licenciado o titulado de 

grado superior. El secretario general estará sometido al régimen de contratación laboral.
Su nombramiento y cese corresponderá al pleno de la Cámara por acuerdo motivado 

adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento tendrá lugar previa 
convocatoria pública de la plaza realizada por el comité ejecutivo por medio de la inserción 
del correspondiente anuncio en la página web de las Cámaras y en uno de los diarios de 
mayor tirada en su demarcación.

El secretario general lo será del pleno y del comité ejecutivo.
El secretario general, con voz pero sin voto, asistirá como tal a las reuniones de los 

órganos de gobierno de la Cámara y velará por la legalidad de sus acuerdos. Asimismo, 
efectuará, cuando proceda, las pertinentes advertencias sobre los mismos para la buena 
marcha de la Cámara, dejando constancia de ello en las correspondientes actas.

2. Además de las funciones establecidas en el apartado anterior, corresponde al 
secretario general, con independencia de las facultades que en él hayan podido ser 
delegadas, redactar y firmar con el presidente las actas de las reuniones de los órganos de 
gobierno, así como la custodia de los libros de las actas, certificar, cuando sea preciso, los 
acuerdos de los órganos de gobierno y demás certificaciones requeridas a las Cámaras, 
prestar la asistencia y asesoramientos precisos al pleno, al comité ejecutivo, al presidente y 
al director gerente y, en general, cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de 
secretario. Cuando por cualquier motivo no exista secretario general o este no pueda 
desempeñar sus funciones, estas serán asumidas por la persona que designe el comité 
ejecutivo.

Artículo 9.  Pérdida de la condición de miembro del pleno y del comité ejecutivo.
El pleno acordará la pérdida de la condición de miembro del mismo en los casos 

siguientes:
a) Cuando por circunstancias sobrevenidas deje de concurrir alguno de los requisitos 

necesarios para ser elegido.
b) En el supuesto de empresas que formen parte del pleno por ser las de mayor 

aportación voluntaria, las que dejen de realizar la misma conforme a lo dispuesto en el 
Reglamento de Régimen Interior.

c) Por no haber tomado posesión dentro del plazo fijado en el Reglamento de Régimen 
Interior.

d) Por falta de asistencia injustificada a las sesiones del pleno durante dos veces o 
cuatro a las del comité ejecutivo, en el curso de un año natural.

e) Por renuncia o por cualquier causa que le incapacite para el desempeño del cargo.
f) Por ser inhabilitado para empleo o cargo público.
g) Por incumplimiento grave del código de buenas prácticas previa audiencia del 

interesado.
h) Por fallecimiento en el caso de personas físicas o extinción en el caso de las personas 

jurídicas.
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Artículo 10.  Procedimiento para la pérdida de la condición de miembro.
1. El acuerdo del pleno será adoptado, previa audiencia del interesado y, en su caso, de 

la empresa en cuya representación actúe. Contra este acuerdo se podrá interponer recurso 
administrativo ante el órgano competente de la administración tutelante.

2. La elección para cubrir la vacante producida se hará según lo que establece el artículo 
34 de este real decreto y no se producirá hasta que el órgano competente de la 
Administración haya resuelto el recurso, si lo hubiese.

Artículo 11.  Causas de cese del presidente y de los cargos del comité ejecutivo.
1. Con independencia de la terminación normal de sus mandatos, el presidente y los 

cargos del comité ejecutivo podrán cesar:
a) Por las causas previstas en este real decreto para la pérdida de la condición de 

miembro del pleno previstas en el artículo 9.
b) Por acuerdo del pleno adoptado por las dos terceras partes de sus miembros.
c) Por renuncia que no implique la pérdida de su condición de vocal del pleno.
2. La vacante se cubrirá por el pleno en sesión convocada al efecto dentro de los quince 

días siguientes al de producirse aquélla, conforme establece el artículo 33.
3. La persona elegida ocupará el cargo por el tiempo que faltare para cumplir el mandato 

de aquél a quien suceda.

Artículo 12.  Régimen de reuniones y convocatorias.
1. El Reglamento del Régimen Interior determinará el quórum mínimo de asistencia y de 

votación para las sesiones de los órganos de gobierno. Si no se hubiese establecido 
previsión alguna, se entenderá que el pleno queda constituido y toma acuerdos válidamente 
si concurren los siguientes requisitos:

a) En primera convocatoria, que asistan, al menos, dos tercios de sus miembros y los 
acuerdos se adopten por mayoría simple de los asistentes.

b) En segunda convocatoria, que asistan, al menos, la mitad más uno de sus miembros y 
los acuerdos sean adoptados por dos terceras partes de los asistentes. Si tras la 
convocatoria del pleno en segunda convocatoria se incorporasen al menos dos tercios de 
sus miembros, se aplicarán las normas de la primera convocatoria y en consecuencia, los 
acuerdos se adoptarán por mayoría simple.

2. Para que el comité ejecutivo pueda celebrar válidamente las sesiones deben asistir, al 
menos, la mitad más uno de sus miembros y sus acuerdos deben adoptarse por mayoría de 
los asistentes.

3. El pleno se reunirá dos veces al año como mínimo, y el comité ejecutivo, como 
mínimo, seis veces al año. En todo caso será necesaria la asistencia del presidente y del 
secretario para la válida constitución del pleno o del comité ejecutivo, sin perjuicio de las 
normas aplicables para su sustitución en los casos de vacante, ausencia o enfermedad que 
se prevea en el Reglamento de Régimen Interior.

4. Las reuniones del pleno y del comité ejecutivo serán convocadas por el presidente o 
cuando lo soliciten más de la cuarta parte de sus miembros. En todo caso, la convocatoria 
irá acompañada de su correspondiente orden del día.

5. El representante que en su caso haya designado la Administración General del Estado 
de conformidad con el artículo 11 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, será convocado a las 
reuniones del comité ejecutivo al cual asistirá con voz pero sin voto.

Artículo 13.  Funciones del pleno.
Las funciones que corresponden al pleno serán reguladas por el Reglamento de 

Régimen Interior de las Cámaras que, como mínimo, incluirá las siguientes:
a) La aprobación de los programas anuales de actuación y gestión corporativa 

relacionados con el ejercicio de las funciones de carácter público-administrativo.
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b) La adopción de acuerdos relativos a la interposición de toda clase de recursos y 
acciones ante cualquier jurisdicción.

c) La adopción de acuerdos relativos a la participación de la Cámara en toda clase de 
asociaciones, fundaciones, sociedades civiles o mercantiles así como la realización de todo 
tipo de convenios de colaboración.

d) La adopción de acuerdos referentes a la adquisición y disposición de bienes, pudiendo 
delegar esta facultad en el comité ejecutivo, para importes inferiores al 25 por ciento del 
activo fijo de la Cámara, sin perjuicio de lo indicado en el artículo 18 de este real decreto.

e) La constitución de cualquier clase de préstamos y avales, así como de garantías que 
afecten a los bienes de la Cámara.

f) El nombramiento y cese del secretario general y, en su caso, del director gerente.
g) La propuesta de aprobación y modificación del Reglamento de Régimen Interior y la 

elaboración del Código de Buenas Prácticas a que se refiere el artículo 16 de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril.

h) La aprobación del censo electoral.
i) La elección y cese del presidente y miembros del comité ejecutivo, y la declaración y 

provisión de vacantes, todo ello de acuerdo con lo previsto en este real decreto.
j) El nombramiento y cese de las personas de reconocido prestigio previstas en el 

artículo 10.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, en los términos establecidos en el Reglamento 
de Régimen Interior.

k) La aprobación de presupuestos, las cuentas anuales y sus liquidaciones.
l) La aprobación del informe anual de Gobierno Corporativo a que se refiere el artículo 

35.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
m) Cuantas atribuciones no estén expresamente encomendadas a otros órganos de la 

Cámara.

Artículo 14.  Funciones del comité ejecutivo.
Las funciones que corresponden al comité ejecutivo serán reguladas por el Reglamento 

de Régimen Interior de las Cámaras que, como mínimo, incluirá las siguientes:
a) Realizar y dirigir las actividades de la Cámara necesarias para el ejercicio y desarrollo 

de las funciones público-administrativas.
b) Proponer al pleno los programas anuales de actuación y gestión corporativa y realizar 

y dirigir los ya aprobados dando cuenta a aquél de su cumplimiento.
c) Proponer al pleno el ejercicio de acciones y la interposición de recursos ante cualquier 

jurisdicción.
d) Proponer al pleno la adquisición y disposición de bienes, salvo que cuente con una 

delegación de aquél al efecto.
e) Confeccionar y proponer al pleno la aprobación de toda clase de presupuestos, las 

cuentas anuales y sus liquidaciones.
f) Elaborar el informe anual de Gobierno Corporativo a que se refiere el artículo 35.1 de 

la Ley 4/2014, de 1 de abril. Realizar u ordenar la realización de informes y estudios 
relacionados con los fines de la Cámara.

g) Inspeccionar y velar por el normal funcionamiento de los servicios de la Cámara.
h) Proponer al pleno la modificación total o parcial del Reglamento de Régimen Interior y 

del Código de Buenas Prácticas.
i) En casos de urgencia, adoptar decisiones sobre competencias que corresponden al 

pleno, dando cuenta al mismo en la primera sesión que se celebre.

Artículo 15.  Reglamento de Régimen Interior y Código de Buenas Prácticas.
1. Las Cámaras se regirán por su propio Reglamento de Régimen Interior, cuya 

aprobación así como la de sus modificaciones corresponden a la administración tutelante, a 
propuesta del pleno de aquéllas, considerándose aprobado si, transcurrido el plazo de tres 
meses desde la presentación en el registro del órgano competente para resolver, ésta no 
hubiese formulado objeciones en su contra. La Administración tutelante podrá, de manera 
motivada y expresa, denegar la aprobación definitiva del Reglamento o proponer su 
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modificación parcial, instando a la Cámara a que presente un nuevo proyecto de Reglamento 
en el plazo de un mes desde el día siguiente a la notificación.

2. La Administración tutelante deberá promover la modificación del Reglamento de 
Régimen Interior a instancia motivada del 25 por ciento de los electores de la Cámara 
elevando dicha iniciativa al pleno de la Cámara.

3. En el Reglamento de Régimen Interior constarán, entre otros extremos, la estructura 
de su pleno, sus funciones y las del comité ejecutivo, así como el número y forma de 
elección de los miembros de dicho comité ejecutivo, los plazos de toma de posesión y en 
general las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno así como la concreción 
de los grupos y, en su caso, las categorías a establecer dentro del censo conforme a los 
criterios fijados por la Ley 4/2014, de 1 de abril, y por la Administración tutelante, todo ello de 
acuerdo con lo previsto en la citada ley, así como en este real decreto.

4. Asimismo y, de acuerdo con lo establecido en el artículo 16.3 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril, las Cámaras deberán elaborar un Código de Buenas Prácticas que garantice la 
imparcialidad y transparencia en el desarrollo de las funciones público-administrativas de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, el cual será de aplicación 
a todos los miembros de la Cámara, a su personal, así como en sus relaciones con terceros.

CAPITULO III
Régimen jurídico y económico de las Cámaras

Artículo 16.  Tutela.
1. La Administración tutelante ejercerá las potestades administrativas de aprobación, 

fiscalización, resolución de recursos, suspensión y disolución según lo establecido en el 
artículo 34 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

Las relaciones laborales con el personal de las Cámaras quedan fuera de la tutela por 
parte de la Administración y están sujetas al ámbito de la gestión de las Cámaras.

2. En el caso previsto en el artículo 35.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, relativo a la 
aprobación de los presupuestos de la Cámara y la fiscalización de sus cuentas anuales, la 
función de tutela supondrá exclusivamente las siguientes actuaciones:

a) La comprobación de que los presupuestos y cuentas anuales han sido aprobados por 
los órganos de las Cámaras de acuerdo con las mayorías exigibles y en el estricto 
cumplimiento de sus competencias. Para su acreditación, se aportará la certificación del 
correspondiente acuerdo por quien ostente la potestad certificante de los acuerdos de las 
Cámaras y un informe justificativo de las circunstancias sometidas a la tutela de la 
Administración.

b) La verificación de que los presupuestos cumplen con el principio de equilibrio 
presupuestario y contención, en su caso, del déficit.

c) La supervisión de las cuentas anuales atendiendo a lo dispuesto en el informe de 
auditoría y la realización, en su caso, de las observaciones que procedan.

3. En el caso previsto en el artículo 37.3 y 4 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
correspondiente a la disolución de los órganos de gobierno y, en su caso, la extinción de las 
Cámaras, la función de tutela únicamente comprenderá la aprobación de la liquidación 
realizada por el órgano de gestión y la garantía de prestación de servicios propios de las 
Cámaras sin que la Administración tutelante quede directa o indirectamente vinculada por los 
saldos deudores derivados de la liquidación, de los cuales responderá exclusivamente el 
patrimonio de la Cámara extinguida.

Cuando, de conformidad con el artículo 37.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, corresponda 
la realización de la liquidación al órgano de gestión, este realizará la correspondiente 
propuesta, que habrá de ir acompañada del inventario patrimonial y del balance. La 
propuesta de liquidación deberá ser remitida a la Administración tutelante por el órgano de 
gestión, con el visto bueno de su presidente. Tanto la propuesta como el inventario y el 
balance deberán ser objeto de auditoría con carácter previo a su aprobación por el órgano 
de gestión.
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4. En el supuesto contemplado en el artículo 5.4 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
conforme al cual es necesaria la autorización de la administración tutelante para que las 
Cámaras puedan promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración:

a) La administración tutelante resolverá la solicitud de participación en entidades en el 
plazo de un mes a contar desde el día siguiente a su recepción. Transcurrido este plazo sin 
que se hubiera resuelto, la solicitud se entenderá estimada.

b) Cuando se formule una solicitud para la celebración de convenios de colaboración el 
plazo para resolver será de diez días hábiles a contar desde el día siguiente a su recepción. 
Transcurrido dicho plazo se entenderá estimada la solicitud.

5. Las Cámaras elaborarán un informe semestral para el seguimiento de las actuaciones 
de participación en entidades y de celebración de convenios.

6. En ambos casos, la función de tutela supondrá exclusivamente apreciar que se haya 
adoptado el correspondiente acuerdo por los órganos de la Cámara de conformidad con las 
mayorías exigidas y en el estricto cumplimiento de sus competencias.

A los efectos de la acreditación de los anteriores extremos ante la Administración de 
tutela, deberán aportarse la certificación del correspondiente acuerdo expedida por quien 
ostente la potestad certificante de los acuerdos de las Cámaras y un informe justificativo de 
las circunstancias sometidas a la tutela de la Administración.

Artículo 17.  Régimen económico.
Las Cámaras dispondrán de los ingresos a los que hace referencia el artículo 19 de la 

Ley 4/2014, de 1 de abril. A estos efectos, se entenderá por aportaciones voluntarias las 
contribuciones dinerarias entregadas a las Cámaras para el cumplimiento de sus fines sin 
contraprestación. También se entenderá por aportación la entrega sin contraprestación de 
bienes o derechos susceptibles de valoración económica que necesariamente deberán ser 
previamente aceptadas por la Cámara en atención a su utilidad al objeto de la actividad de 
las mismas.

Artículo 18.  Disposición y administración de bienes patrimoniales.
1. Las Cámaras deberán contar con la autorización de la administración tutelante para la 

disposición de bienes inmuebles debiendo obtenerla con carácter previo al inicio del 
procedimiento de enajenación que se basará en los principios de publicidad, transparencia y 
no discriminación. Al solicitar la autorización se definirá la motivación y la finalidad a la que 
van a ir destinados los fondos que se obtengan.

2. En el caso de la adquisición de bienes inmuebles también será necesaria la 
autorización previa de la Administración tutelante a la que se deberá informar de la forma y 
plazo en los que se vaya a financiar dicha adquisición para garantizar la disponibilidad de 
recursos que permita hacer frente a la misma.

3. Se encontrarán igualmente sometidos a previa autorización los actos de 
administración del patrimonio inmobiliario que tengan un importe igual o superior al 25 por 
ciento del valor del inmueble afectado. Al solicitar la autorización, se definirá la motivación y 
la finalidad de la actuación que se pretenda llevar a cabo en orden a la correcta 
administración patrimonial.

4. En el caso del resto de bienes, no inmuebles, también será necesaria dicha 
autorización con carácter previo cuando el valor del bien o la operación de crédito para 
cualquier fin que se quiera celebrar exceda del 25 ciento del presupuesto ordinario.

5. La administración tutelante resolverá la solicitud en el plazo de un mes. Transcurrido 
este plazo sin que hubiera resuelto la solicitud, se entenderá estimada la misma.

Artículo 19.  Resoluciones y acuerdos recurribles.
1. Las resoluciones y los acuerdos de los órganos de gobierno en el ejercicio de las 

funciones público administrativas de las Cámaras son impugnables mediante recurso 
administrativo, en el plazo de un mes desde su adopción, ante la Administración tutelante, 
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cuya resolución, a los efectos del recurso contencioso-administrativo, pondrá fin a la vía 
administrativa.

Los indicados recursos se regularán por lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

2. Las resoluciones en materia electoral serán impugnables ante la administración 
tutelante de conformidad con lo dispuesto en los artículos 24.3, 26.7 y 31.13.

Artículo 20.  Régimen presupuestario y cuentas anuales.
1. Las Cámaras deben elaborar, anualmente, presupuestos ordinarios de ingresos y 

gastos y, si procede, extraordinarios.
2. Asimismo, las Cámaras deberán someter los presupuestos ordinarios y extraordinarios 

a la aprobación de la administración tutelante, que también deberá fiscalizar sus cuentas 
anuales y liquidaciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 35.1 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril, y 16 de este reglamento. Las cuentas anuales se elaborarán aplicando los principios 
y normas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan de Contabilidad de 
las entidades sin fines lucrativos. Las mencionadas cuentas anuales y liquidaciones deberán 
ser presentadas por el comité ejecutivo para su aprobación por el pleno acompañadas por el 
correspondiente informe de auditoría externa.

3. Los plenos de las Cámaras, sobre la base de la propuesta elaborada por el comité 
ejecutivo, aprobarán el proyecto de presupuesto ordinario para el año siguiente, antes del 1 
de noviembre, y la liquidación de las cuentas del ejercicio precedente antes del 1 de abril, 
elevándolos dentro del plazo máximo de tres días posteriores a su aprobación por el pleno 
de las Cámaras a la Administración tutelante para su aprobación, la cual deberá negarla 
cuando vulneren los preceptos de la Ley 4/2014, de 1 de abril. La aprobación de los 
presupuestos se entenderá hecha, si antes del 30 de diciembre, y la de las cuentas, si antes 
del 30 de junio, la Administración tutelante no ha hecho observación alguna.

Para la realización de obras y servicios no previstos en el presupuesto ordinario, deberán 
formalizarse presupuestos extraordinarios. Sus proyectos, una vez aprobados por el pleno, 
se someterán a la aprobación de la Administración tutelante, y se entenderán aprobados si 
no hay oposición por parte de ésta en el plazo de un mes desde su presentación.

Las obras imprevistas y de carácter urgente que no admitan demora en su ejecución, se 
podrán acometer sin necesidad de presupuestos extraordinarios dando traslado inmediato 
de su coste y de la justificación motivada de la necesidad de su realización urgente a la 
Administración tutelante. En este caso, será necesaria la inmediata adopción de un acuerdo 
por parte del comité ejecutivo en el que se justifique de manera suficiente y razonable la 
urgente necesidad de la actuación y se ordene el inicio de la formalización del presupuesto y 
del expediente de contratación correspondiente, dando cuenta al pleno en la primera sesión 
que se celebre.

4. Las cuentas anuales de las Cámaras, junto con el informe de auditoría y el informe 
anual sobre el Gobierno Corporativo, se depositarán en el registro mercantil correspondiente 
a las localidades de las mismas y serán objeto de publicidad en la página web de la 
correspondiente Cámara.

5. De acuerdo con lo establecido en el artículo 35.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, las 
Cámaras harán públicas en su página web las subvenciones que reciban así como cualquier 
otro tipo de recursos públicos que puedan recibir para el desarrollo de sus funciones. A 
efectos de dar publicidad a las retribuciones anuales, se considera que son altos cargos y 
máximos responsables de las Cámaras el presidente, el secretario general y el director 
gerente, si lo hubiera.

6. Las Cámaras deberán adecuar su contabilidad a lo establecido en el artículo 35.4 la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, diferenciando entre las actividades públicas y privadas.
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CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 21.  Electores.
1. Tendrán la condición de electores en las respectivas Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, 
que realicen actividades comerciales, industriales, de servicios o navieras en territorio 
nacional y que figuren inscritas en el último censo electoral aprobado por la Cámara, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 17.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, y con su 
respectivo Reglamento de Régimen Interior, siempre que no se encuentren inhabilitadas con 
arreglo a lo previsto en el artículo 9.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

Los electores extranjeros deberán encontrarse en situación de residencia de 
conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social, y en su normativa de 
desarrollo.

2. Se considerarán actividades incluidas las definidas en el artículo 7.3 de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril.

3. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial, de servicios o naviera cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto sobre 
Actividades Económicas o tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente del ámbito 
de la Cámara.

4. Las personas físicas ejercerán su derecho electoral activo personalmente. Las 
personas jurídicas ejercerán su derecho electoral activo mediante representante con poder 
suficiente, de carácter general o específico para la votación.

5. Las personas físicas o jurídicas que tengan establecimientos, delegaciones o agencias 
en circunscripciones correspondientes a la demarcación de varias Cámaras, tendrán la 
condición de electores en cada una de ellas. La misma regla se aplicará a las empresas que 
tengan su domicilio social en la demarcación de una Cámara y desarrollen sus actividades 
en la de otra u otras.

6. Para ser elector en nombre propio o en representación de personas jurídicas, se 
requerirá la mayoría de edad y no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha 
condición.

Artículo 22.  Censo electoral.
1. El censo electoral de las Cámaras comprenderá la totalidad de sus electores, 

clasificados por grupos y categorías, en atención a la importancia económica relativa de los 
diversos sectores representados, en la forma que determine la respectiva administración 
tutelante. Esta clasificación se revisará cada cuatro años por el comité ejecutivo.

2. El censo se formará y revisará anualmente por el comité ejecutivo, con referencia al 1 
de enero.

3. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, así como las otras administraciones 
territoriales competentes en materia tributaria colaborarán con los órganos de gobierno de 
las Cámaras para proporcionarles la información necesaria para la elaboración y constitución 
de los censos, garantizando que solo tendrán acceso a dicha información los empleados de 
cada Cámara que determine el pleno con el obligatorio deber de sigilo respecto de dichos 
datos. A tal efecto, la Agencia Estatal de Administración Tributaria suministrará la 
información que se desprenda del censo del Impuesto sobre Actividades Económicas junto 
con los datos de las empresas que sean necesarios y que obren en otros censos que ésta 
elabora y gestiona, en particular el Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores.

4. A efectos electorales y con las garantías derivadas del régimen legal de protección de 
datos de carácter personal previsto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y 
demás normativa aplicable, la administración tutelante podrá recabar de los órganos de 
gobierno de las Cámaras la información contenida en el censo electoral que sea necesaria 
para el correcto ejercicio de las competencias que, en materia electoral, tiene atribuidas 
dicha administración tutelante.
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Artículo 23.  Candidatos elegibles.
1. Para ser elegible como miembro del pleno por sufragio se habrán de reunir los 

siguientes requisitos:
a) Tener la nacionalidad española o de un Estado miembro de la Unión Europea, la de un 

Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, la de un Estado a cuyos 
nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, el 
régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados, o bien en caso de tener 
una nacionalidad distinta a las anteriores se podrá ser candidato de acuerdo con el principio 
de reciprocidad.

b) Formar parte del censo de la Cámara.
c) Ser elector del grupo o categoría correspondiente.
d) Ser mayor de edad si se trata de una persona física.
e) Llevar, como mínimo, dos años de ejercicio en la actividad empresarial en los 

territorios citados en el apartado a). Esta circunstancia se acreditará mediante el alta en el 
Censo de Empresarios, Profesionales o Retenedores o, en su caso, acreditación equivalente 
para el ejercicio de la actividad en los demás supuestos.

f) Hallarse al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.

g) No ser empleado de la Cámara ni estar participando en obras o concursos que aquélla 
haya convocado, en el momento de presentarse la candidatura o de celebrarse elecciones.

h) No encontrarse inhabilitado por incapacidad, inelegibilidad o incompatibilidad por la 
normativa vigente, ni hallarse incurso en un proceso concursal calificado de culpable, ni 
hallarse cumpliendo una pena privativa de libertad. Tampoco podrá hallarse inhabilitado para 
empleo o cargo público.

2. La duración del mandato de los miembros del pleno de las Cámaras será de cuatro 
años, pudiendo ser reelegidos.

3. Las personas físicas o jurídicas que ejerzan actividades correspondientes a diversos 
grupos del censo de una Cámara tendrán derecho electoral activo y pasivo en cada uno de 
ellos. No obstante, si salieran elegidas en más de un grupo o categoría, deberán renunciar 
dentro del plazo de tres días, desde su elección, a los puestos de miembros del pleno que 
excedan de uno. En el caso de que no presenten renuncia en el plazo indicado, se tendrá 
por efectuada en el grupo o grupos o categorías en que hayan acreditado menor antigüedad 
y, si ésta fuera igual, el derecho electoral se ejercerá en donde haya menor número de 
representantes y se considerará automáticamente electo al siguiente candidato más votado.

Artículo 24.  Apertura del proceso electoral.
1. Tal y como establece el artículo 18 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, el Ministerio de 

Economía y Competitividad, determinará la apertura del proceso electoral, previo acuerdo 
con las comunidades autónomas que tengan atribuida competencia en esta materia, 
correspondiendo a la respectiva administración tutelante la convocatoria de elecciones.

2. Diez días después de abierto el proceso electoral, las Cámaras deberán exponer sus 
censos, actualizados al menos a fecha de 1 de enero anterior, al público en su domicilio 
social, en sus delegaciones, en la página principal de internet de cada Cámara y en aquellos 
otros lugares que estimen oportunos para su mayor publicidad, durante el plazo de veinte 
días naturales. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los 
grupos y categorías correspondientes, podrán presentarse desde el momento en que se 
inicie la exposición de los censos al público hasta diez días después del vencimiento de los 
veinte días naturales señalados anteriormente. La secretaría de la Cámara deberá dar un 
justificante de la presentación de las reclamaciones.

3. El comité ejecutivo de la Cámara deberá resolver las reclamaciones formuladas en un 
plazo de diez días, contados a partir de la fecha de vencimiento del período abierto para la 
presentación de dichas reclamaciones. Si el comité ejecutivo no resuelve en ese plazo se 
entenderá desestimadas. Contra los acuerdos del comité ejecutivo se podrá interponer, en el 
plazo de diez días, un recurso administrativo ante la administración tutelante, que se 
resolverá una vez visto el informe del comité ejecutivo. El plazo máximo para dictar y 
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notificar la resolución será de un mes. La resolución del recurso citado agotará la vía 
administrativa.

4. La presentación del citado recurso y la del eventual recurso contencioso administrativo 
no supondrán la suspensión del proceso electoral a no ser que la administración tutelante o, 
en el caso del recurso contencioso, el Juez, considere, vistas las circunstancias del caso, 
que la no suspensión del mismo puede suponer un grave riesgo para el proceso.

5. La Cámara deberá tener disponibles en su página web de manera destacada todos los 
modelos de documentos normalizados, a los que se refiere el artículo 25.2.e), de manera 
que puedan ser descargados fácilmente por los electores y candidatos.

Artículo 25.  Convocatoria de elecciones.
1. Transcurridos los plazos establecidos en los apartados 2 y, en su caso, 3 del artículo 

24, el órgano competente de la Administración tutelante, previa consulta a las Cámaras de 
su ámbito territorial, procederá a convocar las elecciones.

La convocatoria se publicará con treinta días naturales como mínimo, de anticipación a la 
fecha de la elección, en el «Boletín Oficial» de la provincia o en el «Diario Oficial de la 
Comunidad Autónoma» según proceda, y al menos en uno de los diarios de mayor 
circulación dentro de la circunscripción de la Cámara.

Las Cámaras darán publicidad a la convocatoria en sus sedes sociales y en sus 
delegaciones y por los medios de comunicación que consideren más oportunos, así como en 
su página de internet.

2. En la convocatoria se hará constar:
a) El día y horas en que cada grupo o categoría debe emitir el voto para la elección de 

sus representantes.
b) El número de colegios electorales y los lugares en donde hayan de instalarse.
c) Los plazos para el ejercicio del voto por correo.
d) Las sedes de las juntas electorales.
e) La página web o, en su caso, otro medio donde estén disponibles los modelos 

normalizados de presentación de candidaturas, avales y los requisitos exigidos, modelos de 
solicitud de voto por correo y de sobres y papeletas de votación aprobados por el órgano 
administrativo tutelar y todos aquellos extremos que se estimen necesarios para la 
homogeneización y normalización del procedimiento electoral.

3. Las elecciones de cada grupo y categoría se celebrarán en un solo día y, cuando se 
establezcan varios colegios, simultáneamente en todos ellos.

Artículo 26.  Juntas electorales.
1. En el plazo de los cinco días siguientes a la publicación de la convocatoria, se 

constituirán las juntas electorales integradas por tres representantes de los electores de las 
Cámaras y dos personas designadas por la administración tutelante, una de las cuales 
ejercerá las funciones de presidente.

2. El presidente nombrará un secretario de la junta electoral con voz y sin voto 
necesariamente entre funcionarios de la administración tutelante. En cualquier caso la junta 
electoral recabará el asesoramiento en derecho de un secretario de las Cámaras de la 
demarcación.

3. El ámbito territorial de las juntas electorales será al menos coincidente con el de la 
demarcación territorial de la Cámara afectada por el proceso electoral, pudiendo ser superior 
al mismo, según determine la administración tutelante.

4. Los representantes de los electores de las Cámaras en la junta electoral serán 
elegidos mediante sorteo, entre una relación de electores propuesta por el comité ejecutivo 
de cada Cámara en la forma que se determine en el Reglamento de Régimen Interior. El 
sorteo se realizará en acto público presidido por un representante de la administración 
tutelante el primer día hábil siguiente a la publicación de la convocatoria y en el mismo acto 
se elegirán dos suplentes por cada miembro. En caso de presentar candidatura para ser 
miembro del pleno, deberán renunciar a formar parte de la junta.

5. El mandato de las juntas electorales se prolongará hasta los quince días siguientes al 
de la celebración de las elecciones, momento en que quedarán disueltas.
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6. Corresponderán a la junta electoral las siguientes funciones:
a) Dirigir y supervisar el proceso electoral, garantizando su objetividad y transparencia.
b) Resolver las quejas y reclamaciones que se le dirijan, en materia de procedimiento 

electoral.
c) Aprobar los modelos de actas de constitución de las mesas electorales, de escrutinio y 

de proclamación de electos.
d) Cursar cuantas instrucciones estime pertinentes a las mesas electorales para el mejor 

desarrollo del proceso electoral.
e) Unificar los criterios interpretativos que, sobre materia electoral, pudiesen surgir 

durante el proceso en cada una de las mesas.
f) Cursar las instrucciones necesarias en orden a la toma de posesión de los miembros 

electos y a la constitución del nuevo pleno.
g) Supervisar la actuación de los órganos de gobierno de la Cámara en funciones en 

materia electoral, pudiendo adoptar cuantos acuerdos estime oportunos para garantizar la 
objetividad y transparencia de las decisiones de dichos órganos en el proceso electoral.

h) Facilitar el censo electoral de su grupo y categoría a los candidatos proclamados, así 
como a aquellas organizaciones empresariales legalmente constituidas, en aquellos grupos y 
categorías en los que acrediten la proclamación de candidatos pertenecientes a la 
organización; siempre con pleno sometimiento a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

i) Verificar el resultado final de las votaciones y proceder a la proclamación final de los 
candidatos electos.

j) Ejercer cualesquiera otras funciones no atribuidas a la Administración de tutela o a los 
órganos de cada Cámara a los efectos de velar por el buen desarrollo del proceso electoral.

7. Contra los acuerdos de las juntas electorales se podrá interponer recurso 
administrativo ante la Administración tutelante dentro del plazo del día hábil siguiente a la 
notificación del acuerdo. La junta electoral que hubiera dictado el acuerdo deberá remitir el 
expediente con su informe en un plazo de un día hábil al órgano competente para resolver, 
que deberá hacerlo en el plazo improrrogable de cinco días hábiles a contar desde la 
interposición del recurso. El recurso no suspenderá el proceso a no ser que la administración 
tutelante considere que su resolución resulta fundamental para el desarrollo del proceso, 
evitando daños de difícil o imposible reparación que deberán ser invocados por el recurrente.

Artículo 27.  Candidaturas y proclamación.
1. Las candidaturas deberán presentarse en la secretaría de la Cámara respectiva 

durante los diez días siguientes a la fecha de publicación en el «Boletín Oficial» de la 
provincia o en el «Diario Oficial de la Comunidad Autónoma» según proceda, de la 
convocatoria de la elección. Las candidaturas serán avaladas por la firma, como mínimo, del 
5 por ciento de los electores del grupo o en su caso, de la categoría correspondiente. Si el 
número de electores del grupo o categoría fuese superior a doscientos, será suficiente con la 
firma de diez electores para la presentación del candidato. La autenticidad de la firma se 
acreditará mediante fedatario público o ante el secretario de la Cámara. La presentación de 
cada aval podrá hacerse efectiva por cualquier medio admitido en derecho que garantice su 
adecuada constitución y vigencia. Los defectos en los avales y en las candidaturas serán 
subsanables en un plazo improrrogable de 5 días desde la notificación del defecto. La 
secretaría de la Cámara extenderá diligencia haciendo constar el día y hora de la 
presentación de cada candidatura.

2. Finalizado el plazo de presentación de candidaturas y en su caso de subsanación de 
defectos, la junta electoral correspondiente, después de comprobar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para la presentación de las candidaturas, procederá a la proclamación de 
los candidatos en el plazo de cinco días, a contar desde la fecha en que finalizó el plazo de 
presentación o en su caso de subsanación.

3. Cuando el número de candidatos que hayan sido proclamados por un grupo o 
categoría resulte igual al de los miembros a elegir, su proclamación equivaldrá a la elección y 
ésta, por tanto, no habrá de efectuarse.
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Si no se llegara a cubrir un número de vocalías como mínimo de la mitad más uno de los 
elegibles del pleno conforme al procedimiento electoral previsto en este real decreto, se 
procederá a la extinción de la Cámara. En este caso, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 37.4 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, y para aquellas Cámaras cuya tutela 
correspondiera a la Administración General del Estado, la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España representará y prestará servicio a las personas 
físicas o jurídicas previstas en el artículo 7.1 de dicha ley que se encuentren en el territorio 
de la Cámara extinguida, sin que dicha Cámara quede directa o indirectamente vinculada por 
los saldos deudores derivados, de los cuales responderá exclusivamente el patrimonio de las 
Cámaras extinguidas.

4. La junta electoral reflejará en un acta la proclamación de candidatos y las incidencias 
que se hubieran producido. De la misma se enviará copia certificada a la administración 
tutelante antes de transcurridos tres días desde la proclamación de candidatos y, además se 
dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en el domicilio de la Cámara y 
publicado al menos en uno de los diarios de mayor circulación de su circunscripción y en su 
página web.

Artículo 28.  Voto por correo.
1. Los electores que prevean que en la fecha de la votación no podrán ejercer su 

derecho personándose en el colegio electoral correspondiente, podrán emitir su voto por 
correo, previa solicitud personal a la Cámara, con sujeción a los siguientes requisitos:

a) Envío de la solicitud. La solicitud, en modelos normalizados autorizados por la 
Administración tutelante y facilitados por la Cámara respectiva, ha de hacerse por escrito 
dentro de los diez días siguientes al de la publicación de la convocatoria de elecciones y se 
presentará en la secretaría de la Cámara o remitiéndola por correo certificado y urgente. En 
la solicitud, se hará constar:

1.º En el caso de personas físicas, la identificación del elector adjuntando una fotocopia 
del documento nacional de identidad del firmante, o, en su caso del pasaporte, permiso de 
conducir o tarjeta de residente, que deberán estar compulsados de conformidad con lo 
establecido en el artículo 31 del Reglamento por el que se regula la prestación de los 
servicios postales, en desarrollo de lo establecido en la Ley 24/1998, de 13 de julio, del 
Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales, aprobado por el Real 
Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre.

En el caso de que las personas físicas carezcan de la nacionalidad española, deberán 
acreditar su identidad a través del documento de identidad correspondiente, o, en su defecto, 
del pasaporte, debiendo además presentar su tarjeta de identidad de extranjero, o, en el 
caso de nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea, de un Estado parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o de un Estado a cuyos nacionales se 
extienda el régimen comunitario de extranjería, su certificado de inscripción en el Registro 
Central de Extranjeros.

2.º En el caso de personas jurídicas, el domicilio social, los datos personales del 
representante en los términos del apartado anterior y el cargo que ostente en la sociedad o 
la relación que le vincule con la misma, el número de identificación fiscal de la entidad y los 
documentos que acrediten la representación suficiente en los términos previstos en el 
artículo 21.

3.º El grupo y, en su caso, las categorías en que se desea votar. Si no constara, se 
entenderá solicitado el ejercicio del voto por correo para todos los grupos o categorías en 
que figure inscrito el empresario.

b) Comprobación de anotación en el censo electoral del solicitante. La secretaría de la 
Cámara correspondiente comprobará la inscripción en el censo electoral, librará certificación 
acreditativa de este extremo y previa anotación en el censo para que no le sea admitido el 
voto personal, remitirá al peticionario por correo certificado y urgente la documentación 
oportuna antes de diez días de la fecha de la elección.

La documentación será dirigida a nombre del peticionario a la dirección indicada a tal 
efecto o, en su defecto, a la que figure en el censo.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 14  Desarrollo Ley Básica de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación

– 323 –



Si no hubiera que celebrar elección en el grupo correspondiente, se informará al 
solicitante de esta circunstancia.

La secretaría de la Cámara comunicará a la junta electoral la relación de los certificados 
solicitados y expedidos para el voto por correo.

c) Documentación a enviar al solicitante. La documentación, que deberá responder a 
modelos normalizados autorizados por la administración tutelante, a enviar al solicitante por 
cada grupo o categoría al que pertenezca, será:

1.º Sobre dirigido al secretario de la junta electoral indicando el presidente de la mesa 
electoral del colegio correspondiente a quien deba ser entregado.

2.º Papeleta o papeletas de votación por cada grupo en el que tenga derecho a voto.
3.º Sobre para introducir cada una de las papeletas, en cuyo anverso deberá constar el 

grupo y, en su caso, la categoría.
4.º Certificación acreditativa de la inscripción en el censo.
5.º Candidatos proclamados en el grupo o categoría correspondiente.
6.º Hoja de instrucciones.
d) Votación. El elector pondrá la papeleta de voto correspondiente dentro del sobre en 

cuyo anverso figura el grupo y, en su caso, la categoría. Una vez cerrado introducirá este 
primer sobre, junto con la certificación de inscripción en el censo, en el segundo sobre y lo 
remitirá por correo certificado y urgente a la secretaría de la junta electoral respectiva, para 
que se reciba antes de las 20:00 horas del día anterior al que se celebren las elecciones.

No se admitirán los votos por correo recibidos tras el referido término.
No obstante lo previsto en el apartado b), el elector que habiendo obtenido certificado y 

documentación de voto por correo desee votar personalmente, podrá hacerlo devolviendo a 
la mesa electoral dichos documentos. De no hacerlo así, no le será recibido el voto.

2. El secretario de la junta electoral entregará los votos recibidos por correo a los 
presidentes de las mesas correspondientes antes de finalizar las votaciones.

Terminada la votación, el presidente de la mesa procederá a introducir en las urnas los 
sobres que contengan las papeletas de voto remitidas por correo, verificando antes la 
existencia de la certificación que debe acompañar a cada una y que el elector se halla 
inscrito en el censo. Seguidamente se anotará el nombre de estos electores en la lista de 
votantes.

3. La Sociedad Estatal Correos y Telégrafos deberá desarrollar las funciones que le 
corresponden como prestadora del servicio postal universal.

Podrán establecerse otros mecanismos de colaboración con la Sociedad Estatal Correos 
y Telégrafos en el proceso, en el marco de un convenio de colaboración que a tal efecto se 
suscriba con el Ministerio de Economía y Competitividad y al que podrán adherirse las 
Cámaras y las administraciones tutelantes.

Artículo 29.  Voto electrónico.
1. Los electores podrán emitir igualmente su voto por medios electrónicos utilizando a tal 

efecto la firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido.
2. En todo caso los procedimientos para la emisión del voto deberán permitir la 

constancia de los extremos que se deban acreditar para las otras modalidades de votación.
3. Mediante orden del Ministro de Economía y Competitividad se concretarán las 

condiciones para el ejercicio del voto electrónico sin que puedan regularse cuestiones 
relativas al procedimiento electoral.

Artículo 30.  Publicidad Institucional.
Las Cámaras y la administración tutelante podrán realizar publicidad institucional para 

incentivar la presentación de candidaturas y la participación de los electores durante todo el 
período electoral y hasta veinticuatro horas antes del día fijado para la elección.

Artículo 31.  Garantías del proceso.
1. Cada mesa electoral estará formada por un presidente y dos vocales, que tengan su 

domicilio en la localidad donde se establezca el colegio electoral. En los términos fijados por 
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la administración tutelante, las Cámaras deberán procurar la constitución de un número de 
mesas y colegios suficientes y un adecuado reparto territorial de los mismos con el fin de 
facilitar el ejercicio del derecho al voto por parte de los electores. Los presidentes y vocales 
serán designados por la junta electoral de entre los electores domiciliados en la localidad del 
colegio, que no sean candidatos, mediante sorteo. La junta electoral designará de igual 
modo presidentes y vocales suplentes. El presidente de la mesa podrá, asimismo, solicitar la 
asistencia técnica de un empleado de la Cámara.

2. Todos los electores tienen derecho a acceder libremente a los locales electorales, a 
examinar el desarrollo de las operaciones de voto y escrutinio y a formular reclamaciones. 
Cada candidato podrá designar hasta dos Interventores que fiscalicen la votación y el 
escrutinio.

3. Constituida la mesa de un colegio el día de la elección, no podrá comenzarse la 
votación sin haberse extendido previamente la oportuna acta de constitución de la cual se 
librará una copia certificada, firmada por el presidente y los vocales para cada candidato que 
la pida. El horario electoral será ininterrumpido el día de la votación y en ningún caso podrá 
abrirse la mesa para votaciones después de las 9:00 horas ni cerrarse antes de las 21:00 
horas.

4. En el caso de que los miembros designados de la mesa no se hallaren presentes en el 
acto de la constitución, asumirán sus funciones un representante de la administración 
tutelante, que actuará como presidente, y un empleado de la Cámara, que actuará como 
vocal.

5. Una vez comenzada la votación no podrá suspenderse, a no ser por causa de fuerza 
mayor, y siempre bajo la responsabilidad de la mesa del colegio respectivo.

6. En caso de suspensión se levantará acta por la mesa del colegio, que será entregada 
al presidente de la junta electoral, quien lo comunicará inmediatamente al órgano 
competente de la administración tutelante, a fin de que señale la fecha en que deberá 
realizarse nuevamente la votación en esa mesa.

7. La votación será secreta. Los electores depositarán su voto en la urna mediante 
papeleta doblada e introducida en un sobre. Si en las papeletas figurase un número de 
nombres superior al de las vacantes a cubrir en cada grupo o categoría, se considerará 
como nulo el voto. Los vocales anotarán los electores que voten, con indicación del número 
con que figuren en el censo de la Cámara.

8. En el momento de ejercer su derecho al voto, el elector presentará los documentos 
que acrediten su personalidad y, en su caso, la representación con que se va a ejercitar tal 
derecho.

9. El presidente de la mesa tiene dentro del local electoral autoridad para conservar el 
orden, asegurar la libertad de los electores y mantener la observancia de la ley.

Las fuerzas de policía destinadas, en su caso, a proteger los colegios electorales 
prestarán al presidente de la mesa, dentro y fuera de los locales, el auxilio que éste requiera.

10. Sólo tendrán entrada en los colegios los electores, los candidatos y sus apoderados 
o interventores, los notarios que sean requeridos para dar fe de cualquier acto de la elección 
en lo que no se oponga al secreto de ésta y los agentes de la autoridad que el presidente 
requiera.

11. Transcurrido el período señalado para la votación se procederá por la mesa a realizar 
el escrutinio, que será público. Si sólo existiera un colegio electoral, el escrutinio será 
definitivo. Se extenderá la oportuna acta suscrita por los componentes de la mesa, en la que 
figurará el número de los votos emitidos, personalmente y por correo, el de los declarados 
nulos y en blanco y los candidatos elegidos con el número de votos correspondientes, así 
como los candidatos no elegidos con los votos obtenidos y las reclamaciones que se 
hubieran presentado. Se considerarán elegidos, por su orden, el candidato o candidatos que 
hubiesen obtenido mayor número de votos, y, en caso de empate, el de mayor antigüedad 
en el censo de la Cámara y si ésta fuera igual, el que satisfaga mayor aportación.

12. Si existieran varios colegios electorales, cada mesa, finalizado el escrutinio, levantará 
acta con el resultado de la elección haciendo constar los votos emitidos, personalmente y 
por correo, los anulados, en blanco y el número de votos obtenidos por cada candidato y las 
reclamaciones que se hubieran presentado.
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13. Las reclamaciones deberán formularse en el acto y por escrito ante las mesas 
electorales y serán resueltas por las mismas también en el acto. Contra esta resolución se 
podrá reclamar ante la junta electoral en el plazo de dos días, que resolverá en 24 horas y 
contra cuya resolución podrán los interesados interponer recurso administrativo, en el plazo 
de dos días, ante el órgano competente de la administración tutelante, que deberá resolver 
en el plazo de 24 horas.

14. En ambos casos, las actas serán remitidas a la secretaría de la Cámara, donde 
quedarán depositadas. De las actas se extenderán copias certificadas para los candidatos 
que las soliciten.

15. Al tercer día de finalizadas las elecciones se procederá por la respectiva junta 
electoral en acto público a verificar el resultado final de las votaciones, según las actas 
correspondientes a los distintos colegios electorales. Se levantará nueva acta firmada por los 
miembros de la junta, en la que se hará constar el número total de votos emitidos, los 
anulados, en blanco, los votos obtenidos por cada candidato y los candidatos declarados 
elegidos, así como las reclamaciones que se hubieran presentado en dicho acto.

16. La secretaría de la Cámara entregará a cada uno de los elegidos la credencial que 
justifique su calidad de miembro electo.

17. El expediente electoral se archivará en la Cámara y de él se remitirá copia certificada 
al órgano competente de la administración tutelante, dentro de los diez días siguientes a la 
terminación de las elecciones.

Artículo 32.  Órganos en funciones.
1. Los órganos de gobierno de las Cámaras continuarán en el ejercicio de sus funciones, 

desde la fecha de convocatoria prevista en el artículo 25.1, hasta la constitución de los 
nuevos plenos o, en su caso, hasta la designación del órgano de gestión previsto en el 
artículo 37.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

2. El ejercicio en funciones abarca únicamente aquellas actividades de gestión, 
administración y representación indispensables para el funcionamiento ordinario de la 
Cámara, de manera que no se comprometa la actuación de los nuevos órganos de gobierno 
electos.

3. En caso de que no pueda constituirse válidamente el nuevo pleno, la administración 
tutelante designará un órgano de gestión para el funcionamiento de la Cámara. Si en el 
plazo de tres meses este órgano no lograse la constitución del nuevo pleno por los 
procedimientos establecidos en este capítulo, solicitará a la administración tutelante la 
convocatoria de nuevas elecciones, sin perjuicio de la aplicación, en su caso, del artículo 
37.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

Artículo 33.  Constitución de los órganos.
1. Los miembros electos del pleno tomarán posesión de sus cargos al inicio de la sesión 

constitutiva, que tendrá lugar en el plazo máximo de treinta días desde la celebración de las 
elecciones, de lo que se dará cuenta inmediata al órgano competente de la administración 
tutelante. Las personas físicas lo harán personalmente y las personas jurídicas, por medio 
de un representante designado a tal efecto con poder suficiente. Para la válida constitución 
del pleno, se incorporarán los vocales representantes de empresas y personas de 
reconocido prestigio en la vida económica dentro de la circunscripción de cada Cámara, 
designados por las organizaciones empresariales intersectoriales y territoriales más 
representativas conforme a la disposición adicional sexta del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, y los representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en cada 
demarcación, elegidos todos ellos en la forma que determine la Administración tutelante, 
según lo establecido en los apartados b) y c) del artículo 10.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril; 
que también tomarán posesión de sus cargos al inicio de la sesión, de lo que se dará cuenta 
inmediata al órgano competente de la administración tutelante.

En este caso, el procedimiento para la designación de los vocales de los apartados b) y 
c) del artículo 10.2 de la citada ley se determinará mediante orden del Ministro de Economía 
y Competitividad.
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2. Constituido el pleno, se procederá por votación nominal y secreta a la elección de 
entre sus miembros, del presidente y demás miembros del comité ejecutivo. A tal efecto se 
formará la mesa electoral, que estará compuesta por los dos miembros de mayor y menor 
edad, respectivamente, del pleno de la Cámara y por el representante de la administración 
tutelante, que se regula en el artículo 4.4 de este real decreto, que actuará de presidente. 
Hará las funciones de secretario el que lo sea de la Cámara.

3. Abierta la sesión, se iniciará el turno de propuesta de candidatos sobre quienes 
deberá recaer la votación. Los candidatos resultarán electos por mayoría simple. El 
candidato a presidente presentará una única candidatura en la que se incluyan la totalidad 
de los cargos y vocales del comité ejecutivo. Las candidaturas habrán de presentarse y 
hacerse públicas al menos con 24 horas de antelación a la realización de votaciones.

4. La mesa electoral realizará el escrutinio e informará del resultado al pleno, advirtiendo 
de la posibilidad de manifestar cualquier disconformidad con el acto electoral. 
Inmediatamente, se levantará la correspondiente acta, en la que se harán constar las 
incidencias del acto electoral, el resultado de la votación y las reclamaciones que se 
formulen remitiéndose seguidamente una copia certificada por mediación del presidente al 
órgano competente de la administración tutelante quien resolverá, con audiencia de los 
interesados, sobre las incidencias planteadas en el plazo de 30 días naturales desde su 
recepción.

5. Resueltas las incidencias, si las hubiere, el órgano competente de la administración 
tutelante dispondrá la publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia o en el «Diario Oficial 
de la Comunidad Autónoma» de los nombramientos del presidente, de los cargos del comité 
ejecutivo y de los miembros del pleno.

6. El presidente propondrá al pleno las personas de reconocido prestigio de la vida 
económica del ámbito territorial de la demarcación cameral que podrán asistir a las 
reuniones del mismo, con voz pero sin voto, de acuerdo con el artículo 10.3 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril.

Artículo 34.  Provisión en caso de vacantes sobrevenidas en el pleno.
1. Las vacantes producidas por la pérdida de condición de miembro del pleno por 

cualquiera de las causas que se contemplan en el artículo 9, se proveerán, en el supuesto 
contemplado en el artículo 10.2.a) de la Ley 4/2014, de 1 de abril, mediante su sustitución 
por el siguiente candidato más votado dentro de su grupo o categoría. Si no hubiera otro 
candidato, las vacantes se proveerán mediante elección en el grupo o categoría de que se 
trate.

A este fin, la secretaría de la Cámara, en el plazo de los diez días siguientes a la 
declaración de la vacante, comunicará por escrito esta circunstancia a los electores que 
corresponda, o si su número excediera de cien, mediante anuncio en el «Boletín Oficial» de 
la provincia o en el «Diario Oficial de la Comunidad Autónoma», según proceda, y al menos 
en uno de los diarios de mayor circulación en la demarcación de la Cámara, a fin de que los 
que deseen puedan presentar la candidatura de conformidad con lo que establece este 
capítulo, dando cuenta a la administración tutelante.

Las competencias propias de la junta electoral en estos casos, serán asumidas por el 
comité ejecutivo.

La persona elegida ocupará el cargo por el tiempo que falte para cumplir el mandato de 
aquél a quien sustituya.

2. En el caso de los vocales de los grupos b) y c) del artículo 10.2 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril, la secretaría de la Cámara comunicará a las organizaciones empresariales 
intersectoriales y territoriales más representativas así como a las empresas de mayor 
aportación voluntaria en cada demarcación esa circunstancia para que procedan a la 
designación de nuevos vocales.

La persona designada ocupará el cargo por el tiempo que falte para cumplir el mandato 
de aquél a quien sustituya.
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Artículo 35.  Elección en caso de vacantes en el comité ejecutivo.
1. Cuando la vacante producida en el pleno tenga como consecuencia una vacante en el 

comité ejecutivo, o la de la propia presidencia de la Cámara, se procederá a cubrir primero la 
vacante del pleno, por el procedimiento establecido en el artículo 34.

2. Celebrada esta elección, se proveerá la vacante del cargo de presidente o del resto 
del comité ejecutivo en sesión del pleno convocada al efecto, por el procedimiento 
establecido en el artículo 33.

CAPÍTULO V
Extinción de las Cámaras

Artículo 36.  Extinción de las Cámaras.
1. En el caso en el que se dieran los supuestos previstos en el artículo 37 de la Ley 

4/2014, de 1 de abril, se procederá a la extinción de la Cámara.
2. Se considera que se dan los supuestos determinantes de la extinción cuando se 

produzcan cualquiera de los siguientes supuestos y, además, no haya sido posible la 
celebración de elecciones y la constitución de los órganos de gobierno de la Cámara:

a) Infracciones del ordenamiento jurídico vigente que, por su gravedad o reiteración, 
hagan aconsejable esta medida y no hayan podido subsanarse durante el periodo de 
suspensión a que se refiere el artículo 37.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

b) Imposibilidad de funcionamiento normal de los órganos de gobierno.
3. En los supuestos del artículo 37.2 y 3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, el órgano de 

gestión estará compuesto por un representante de la Delegación del Gobierno, un 
representante del Ministerio de Economía y Competitividad, un representante del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas, un representante de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España y un representante de la Cámara 
afectada.

Disposición adicional primera.  Régimen de protocolo.
El presidente de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 

España, a los solos efectos de definición de su precedencia, será equiparado 
protocolariamente a las autoridades señaladas en el apartado 22 del artículo 10 y en el 
apartado 25 del artículo 12 del Real Decreto 2099/1983, de 4 de agosto, por el que se 
aprueba el Ordenamiento General de Precedencias en el Estado.

Disposición adicional segunda.  Tutela en materia de comercio exterior.
1. La tutela prevista en los artículos 33 y 34.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, de las 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España en lo que se refiere a las actividades 
relativas al comercio exterior, le corresponde a la Secretaría de Estado de Comercio, que la 
ejercerá a través de la Dirección General de Comercio Internacional e Inversiones en 
coordinación con ICEX, España, Exportación e Inversiones.

2. Para el efectivo ejercicio de esta tutela, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación y la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España deberán comunicar a la Administración de tutela las actividades de interés 
general relativas al comercio exterior que se hayan acordado por sus órganos de gobierno. 
Mediante orden del Ministro de Economía y Competitividad se regularán el procedimiento y 
los plazos para el ejercicio de la tutela prevista en los artículos 33 y 34.2 de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril.

En todo caso, la función de tutela en actividades que precisen la autorización de la 
administración tutelante supondrá apreciar que se haya adoptado el correspondiente 
acuerdo por los órganos de la Cámara de conformidad con las mayorías exigidas, en el 
estricto cumplimiento de sus competencias y su incidencia en el interés general del comercio 
exterior.
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3. El Plan Cameral de Internacionalización será aprobado por la Secretaría de Estado de 
Comercio, a propuesta de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España y previa consulta con las Comunidades Autónomas. La ejecución de dicho Plan 
se realizará mediante convenio suscrito entre el Ministerio de Economía y Competitividad y 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de España, y en colaboración con las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación. Mediante orden del 
Ministro de Economía y Competitividad se fijarán los términos para la suscripción del 
convenio. También se regularán el procedimiento, plazos y contenido mínimo del resto de 
mecanismos de cooperación previstos en el artículo 22 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

Disposición transitoria única.  Designación de vocales del pleno.
Para la designación de las empresas de mayor aportación voluntaria se tendrá en cuenta 

las aportaciones realizadas desde la entrada en vigor de la Ley 4/2014, de 1 de abril. En el 
caso de que no se hayan producido aportaciones voluntarias y para el primer pleno que se 
constituya desde la entrada en vigor de la Ley 4/2014, de 1 de abril, se tomará en 
consideración las aportaciones obtenidas del último recurso cameral permanente devengado 
y abonado.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Decreto 1291/1974, de 2 de mayo, por el que se aprueba el 

Reglamento General de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 
España.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. Los artículos 22.3 y 4 y 29.1 y 2 y la disposición adicional primera tienen el carácter de 

legislación básica sobre bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas de 
conformidad con el artículo 149.1.18.ª de la Constitución.

2. Los artículos 28.3 y 29.3 se dictan al amparo de la competencia exclusiva del Estado 
para regular la materia de correos y telecomunicaciones, contemplada en el artículo 
149.1.21.ª de la Constitución.

3. La disposición adicional segunda se dicta al amparo del artículo 149.1.10.ª de la 
Constitución sobre competencias exclusivas del Estado en materia de comercio exterior.

Disposición final segunda.  Adaptación al contenido de la norma.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Ceuta y Melilla 

adaptarán al contenido de este real decreto sus actuales Reglamentos de Régimen Interior 
en el plazo de tres meses desde su entrada en vigor.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 15

Orden ECC/953/2015, de 14 de mayo, por la que se aprueba el 
Reglamento de Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación de España

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 125, de 26 de mayo de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-5748

La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, en 
adelante Cámara de Comercio de España, se constituyó en la sesión que tuvo lugar el día 
19 de noviembre en el Ministerio de Economía y Competitividad, de acuerdo con el 
procedimiento establecido en la Orden de 29 de agosto de 2014, del Ministro de Economía y 
Competitividad, por la que se dictan las disposiciones necesarias para la constitución de la 
Cámara de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España y para la extinción del 
Consejo Superior de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

De conformidad con la disposición transitoria primera 3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación «La 
Cámara de España elaborará su Reglamento de Régimen Interior de acuerdo con la nueva 
regulación, en el plazo de tres meses desde su constitución. Este Reglamento será 
aprobado por el Ministerio de Economía y Competitividad, como administración tutelante.»

La Cámara de Comercio de España elaboró un proyecto de Reglamento de Régimen 
Interior que se presentó en el Comité ejecutivo de dicha corporación el 27 de enero de 2015. 
El proyecto de Reglamento fue remitido, según lo acordado en dicho Comité, a los miembros 
del Comité ejecutivo y del Pleno, abriéndose un plazo hasta el 11 de febrero de 2015 para 
que realizaran observaciones al texto. Se recibieron un total de 78 alegaciones, de 11 
miembros, de las cuales 46 fueron incorporadas al proyecto de Reglamento de Régimen 
Interior por constituir mejoras técnicas a la redacción inicial y enmarcarse en lo dispuesto por 
la Ley 4/2014, de 1 de abril.

El proyecto de Reglamento de Régimen Interior se aprobó, por mayoría absoluta, por el 
Pleno de la Cámara en la sesión de 28 de abril de 2015 a propuesta del Comité Ejecutivo. 
En dicho Pleno se acordó solicitar la preceptiva aprobación del citado Reglamento por el 
Ministro de Economía y Competitividad, al exigirlo así el artículo 32.3 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril.

El Reglamento de Régimen Interior ha sido remitido por la Secretaria General a los 
efectos de solicitar esta aprobación el día 29 de abril de 2015.

Con fecha 11 de mayo de 2015, la Secretaria General en funciones de la Cámara de 
Comercio de España expide certificado en el que se recogen los extremos anteriormente 
señalados.

Visto el Reglamento de Régimen Interior elaborado por la Cámara de Comercio de 
España;
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Vista la certificación de la Secretaria General en funciones de la Cámara de Comercio de 
España de 11 de mayo, en la que se acredita la aprobación de la propuesta de Reglamento 
por el Pleno y se solicita la aprobación del Ministro de Economía y Competitividad del 
proyecto de Reglamento;

Vistas las alegaciones al proyecto de Reglamento de Régimen Interior realizadas por los 
miembros del Pleno, dispongo:

Aprobar y ordenar la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del Reglamento de 
Régimen Interior de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
España, que se inserta a continuación. Dicho Reglamento ha sido propuesto por el Pleno de 
dicha Corporación en su sesión de 28 de abril por mayoría absoluta, a propuesta del Comité 
ejecutivo de la misma fecha, todo ello de conformidad con el artículo 32.3 de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación.

CÁMARA OFICIAL DE COMERCIO, INDUSTRIA, SERVICIOS Y NAVEGACIÓN DE 
ESPAÑA

Reglamento de Régimen Interior

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  
La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España –que será 

denominada en adelante «Cámara de Comercio de España» a los efectos de este 
reglamento de régimen interior–, con domicilio en Madrid, es una Corporación de Derecho 
Público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de 
sus fines. Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

Está integrada por las Cámaras de Comercio de las Comunidades Autónomas y 
ciudades de Ceuta y Melilla, las grandes empresas de mayor contribución a la Cámara de 
Comercio de España, las organizaciones empresariales y de autónomos, los Ministerios por 
razón de la competencia previstos en el artículo 25.2.d) de la Ley 4/2014, de 1 de abril, y las 
Federaciones de las Cámaras Oficiales españolas en el extranjero, y es el organismo de 
representación, relación y coordinación de las mismas.

Artículo 2.  
1. Corresponde a la Cámara de Comercio de España el ejercicio de las funciones 

públicas encomendadas por la Ley 4/2014, de 1 de abril, y las que le puedan ser asignadas 
por las Administraciones Públicas con arreglo a los instrumentos que establece el 
ordenamiento jurídico, el desarrollo de aquellas actividades que, en el ámbito estatal o 
internacional, contribuyan a la defensa, promoción, representación y fomento de los 
intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la 
prestación de servicios a las empresas que ejerzan las indicadas actividades.

2. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelante, la Cámara de Comercio de España podrá promover o participar en 
toda clase de asociaciones, fundaciones, sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar 
los oportunos convenios de colaboración.

3. La Cámara de Comercio de España tendrá capacidad para contratar con las 
Administraciones Públicas o con cualquier entidad pública o privada la realización de 
aquellos trabajos o servicios que se consideren oportunos. Para el adecuado desarrollo de 
sus funciones, la Cámara podrá celebrar convenios en los términos previstos en el artículo 5 
de la Ley 4/2014, de 1 de abril, y celebrar contratos en los que las Administraciones Públicas 
y demás entidades integrantes del sector público se acomodarán a las prescripciones de su 
régimen jurídico y servirse de los restantes instrumentos permitidos por el ordenamiento 
jurídico vigente en los términos del artículo 2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
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En el desarrollo de las funciones público-administrativas se garantizará una adecuada 
coordinación con las Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos 
instrumentos de colaboración, así como a través de los Planes de actuaciones que, en su 
caso, dicten las administraciones competentes por razón de la materia. Asimismo, las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y la Cámara de Comercio 
de España podrán suscribir convenios u otros instrumentos de colaboración para garantizar 
una adecuada coordinación de sus actuaciones con las llevadas a cabo por las 
organizaciones empresariales.

CAPÍTULO II
Del Pleno

Artículo 3.  
El Pleno de la Cámara de Comercio de España es el órgano supremo de gobierno y 

representación general de la misma, cuyo mandato durará cuatro años.
El Pleno será presidido por un Presidente, y tendrá tres vicepresidentes y un tesorero, 

elegidos conforme a lo dispuesto en el artículo 24 del presente reglamento.
El Pleno estará compuesto por:
a) Un Presidente de las Cámaras de Comercio por cada una de las Comunidades 

Autónomas y ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, designados por las administraciones 
tutelantes que lo sean de acuerdo con lo dispuesto en la legislación vigente, y hasta ocho 
representantes más de las Cámaras pertenecientes a las Comunidades Autónomas con 
mayor número de empresas designados por las Administraciones tutelantes conforme a los 
criterios establecidos por el Ministerio de Economía y Competitividad.

b) Veintiocho vocales a propuesta del Ministerio de Economía y Competitividad entre las 
grandes empresas de mayor contribución a la Cámara de Comercio, de España en el 
territorio nacional. La propuesta del Ministerio de Economía y Competitividad se realizará de 
forma que se asegure el adecuado reflejo de la representación económica española teniendo 
en cuenta la contribución de las grandes empresas ponderada por la participación de los 
distintos sectores y subsectores económicos en el Valor Añadido Bruto. Acreditadas estas 
circunstancias la propuesta implicará su designación.

c) Nueve vocales elegidos a propuesta de las organizaciones empresariales 
intersectoriales y territoriales más representativas en el ámbito nacional, entre 
representantes de empresas, y personas de reconocido prestigio en la vida económica. A 
este fin, las citadas organizaciones empresariales deberán presentar una lista de candidatos 
en número que corresponda a las vocalías a cubrir. Acreditadas estas circunstancias, la 
propuesta implicará su designación.

d) Diez vocales en representación de los Ministerios de Economía y Competitividad, el 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo, el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
de Cooperación, el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Fomento, y el 
Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, a propuesta de los mismos lo que 
implicará su designación.

e) Dos vocales en representación de las Federaciones de las Cámaras Españolas 
Oficiales de Comercio en el extranjero designados por el Ministerio de Economía y 
Competitividad.

f) Dos vocales en representación de las organizaciones de autónomos representativas 
en el ámbito nacional a propuesta del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. La 
acreditación del carácter representativo implicará que la propuesta lleve aparejada su 
designación.

g) El Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del Pleno. Asimismo, además del representante del Ministerio de 
Economía y Competitividad que forma parte del Pleno, será convocado al mismo un segundo 
representante de dicho Ministerio que asistirá con voz pero sin voto.
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Podrán participar en la Cámara de Comercio de España, en calidad de vocales 
colaboradores o asociados, a propuesta del Comité Ejecutivo y previo acuerdo del Pleno, 
otras empresas o entidades que hayan realizado aportaciones voluntarias y que no estén 
incluidas entre las veintiocho previstas en el apartado b), que son miembros del Pleno. Los 
Vocales Colaboradores podrán participar en el Pleno, con voz pero sin voto.

Asimismo, el Presidente podrá invitar al Pleno a personas o representantes de entidades 
que por razón de la materia puedan contribuir al desarrollo de los asuntos a tratar en la 
sesión, que participarán con voz pero sin voto.

Artículo 4.  
Para cada una de las vocalías previstas en el artículo 3, se podrá designar por el 

proponente un vocal titular y otro suplente. La designación de los vocales suplentes se 
realizará por quienes hayan designado a los titulares.

En caso de vacante, ausencia o enfermedad y, en general, cuando concurra alguna 
causa justificada, los vocales titulares serán sustituidos por sus suplentes, si los hubiera. 
Asimismo, los vocales titulares o suplentes en el supuesto del artículo 3. b) podrán delegar la 
asistencia en un representante de la empresa, para cada sesión del Pleno y no de forma 
genérica.

Los miembros del Pleno podrán delegar por escrito su representación y voto en otro 
miembro del Pleno, en caso de imposibilidad de asistencia del vocal titular y, en su caso, del 
suplente que se hubiera designado. Esta delegación sólo podrá ejercerse para cada una de 
las sesiones del Pleno, sin que sean admisibles las delegaciones genéricas.

Artículo 5.  
Corresponde al Pleno de la Cámara de Comercio de España:
a) Aprobar, a propuesta del Comité Ejecutivo, y proponer por mayoría absoluta al 

Ministerio de Economía y Competitividad el Reglamento de Régimen Interior de la 
Corporación, así como sus modificaciones.

b) Elegir, en la forma prevista en el artículo 24 del presente Reglamento, al Presidente y 
demás miembros del Comité Ejecutivo así como acordar su cese, y declarar y proveer las 
vacantes que se produzcan, así como ratificar el nombramiento o cese del presidente o los 
Presidentes honorarios designados por el Presidente de la Cámara de Comercio de España 
en la forma señalada en el artículo 16.

c) Nombrar, en su caso, y cesar al Director Gerente, a propuesta del Presidente, y por 
acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros.

d) Nombrar, previa convocatoria pública de la vacante, y cesar al Secretario General, por 
acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros.

e) Determinar los empleados que pueden tener acceso a la información facilitada por la 
Administración tributaria a que se refiere el artículo 8 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

f) Aprobar las cuentas anuales, el Informe Anual sobre el Gobierno Corporativo, y los 
presupuestos ordinarios y extraordinarios y sus liquidaciones, para su remisión al Ministerio 
de Economía y Competitividad para su aprobación definitiva.

g) Adoptar los acuerdos referentes a la adquisición y disposición de bienes y a las 
operaciones de crédito cuando éstos excedan del 25% del presupuesto recabando las 
autorizaciones necesarias para ello en los términos de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

h) Adoptar, con una mayoría de dos tercios de los votos presentes, acuerdos vinculantes 
para todas las Cámaras en el marco de las funciones descritas en los artículos 22 y 23 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril.

i) Crear, constituir y suprimir, a propuesta del Comité Ejecutivo, las Comisiones de trabajo 
de carácter consultivo y designar al Presidente de cada una de ellas.

j) Designar, a propuesta del Comité Ejecutivo, los representantes de la Cámara de 
Comercio de España en los distintos organismos públicos y privados que proceda.

k) Aprobar, a propuesta del Comité Ejecutivo, las recomendaciones para las 
aportaciones voluntarias de las empresas y entidades mencionadas en el artículo 36.2 del 
presente reglamento.
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l) Aprobar, a propuesta del Comité Ejecutivo, la participación en la Cámara de Comercio 
de España, de otras empresas o entidades, en calidad de vocales colaboradores o 
asociados mencionados en el artículo 34.2 del presente reglamento, así como su cese.

m) Aprobar, a propuesta del Comité Ejecutivo, la renovación del Pleno y, en su caso, del 
Comité Ejecutivo, de acuerdo con la Ley 4/2014, de 1 de abril, y con el presente reglamento.

n) Aprobar, a propuesta del Comité Ejecutivo, los criterios de afectación y distribución de 
los ingresos de la Cámara de Comercio de España, respetando las reglas de preferencia y 
distribución a que se refiere el artículo 31 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

o) Ejercer todas aquellas facultades que puedan corresponderle en relación con su 
carácter de órgano supremo de gobierno y representación general de la Cámara de 
Comercio de España.

p) Acordar, a propuesta del Comité Ejecutivo, la elevación del Plan Cameral de 
Internacionalización y del Plan Cameral de Competitividad al Ministerio de Economía y 
Competitividad para su aprobación si procede.

q) Aprobar, a propuesta del Comité Ejecutivo, informes y propuestas.
r) Cuantas otras funciones le atribuya la legislación vigente.

Artículo 6.  
El Pleno de la Cámara de Comercio de España se reunirá, como mínimo, dos veces al 

año en sesión ordinaria y, en sesión extraordinaria, cada vez que lo acuerde el Presidente, el 
Comité Ejecutivo o la mitad más uno de los miembros del Pleno. Podrá convocarlo también 
el Ministro de Economía y Competitividad a propia iniciativa, en cuyo caso, podrá presidir la 
sesión.

Artículo 7.  
El Pleno de la Cámara de Comercio de España, para poder celebrar válidamente sus 

sesiones en primera convocatoria, deberá estar constituido, al menos, por las dos terceras 
partes de sus miembros titulares, suplentes o, en su caso, delegados.

Cuando no se hubiera conseguido el número de asistentes señalados en el párrafo 
anterior, el Pleno podrá quedar constituido, en segunda convocatoria, media hora más tarde 
de la prevista para su celebración, siempre que asistan a la misma la mitad más uno de sus 
componentes titulares, suplentes o delegados y siempre con la asistencia del Presidente y 
del Secretario General de la Cámara de Comercio de España, sin perjuicio de las 
sustituciones y delegaciones previstas en el artículo 4 de este Reglamento.

El Pleno adoptará sus acuerdos, como regla general, por mayoría simple de los 
asistentes, salvo los supuestos en los que la Ley 4/2014, de 1 de abril, o el presente 
reglamento prevean otras mayorías, y sin perjuicio de la delegación de voto prevista en el 
artículo 4 del presente reglamento.

Cuando razones de urgencia lo justifiquen el Pleno podrá delegar funciones concretas en 
el Comité Ejecutivo o en el Presidente.

CAPÍTULO III
Del Comité Ejecutivo

Artículo 8.  
El Comité Ejecutivo es el órgano de gestión, administración y propuesta de la Cámara de 

Comercio de España.
Los integrantes del Comité Ejecutivo serán elegidos por el Pleno de entre sus miembros 

con arreglo al procedimiento establecido en el Capítulo Séptimo de este Reglamento de 
Régimen Interior.

El Comité Ejecutivo estará integrado por el Presidente, tres Vicepresidentes, el Tesorero, 
ocho representantes de las Cámaras de Comercio de las Comunidades Autónomas y 
Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, de los cuales necesariamente cuatro 
representantes deberán ser de las Cámaras de Comercio de las Comunidades Autónomas 
con más empresas en sus censos y los restantes se elegirán mediante el sistema rotatorio 
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de representación que establece el artículo 9 del presente reglamento; catorce 
representantes de las empresas de mayor contribución a la Cámara de Comercio de España 
en el territorio nacional; dos representantes de las organizaciones empresariales 
representadas en el Pleno, un representante de las organizaciones de autónomos 
representadas en el Pleno, un representante del Ministerio de Economía y Competitividad y 
un representante del Ministerio de Industria, Energía y Turismo.

El Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin voto, 
a las reuniones del Comité Ejecutivo.

Asimismo, además del representante del Ministerio de Economía y Competitividad que 
forma parte del Comité Ejecutivo, será convocado al mismo un segundo representante de 
dicho Ministerio, que asistirá con voz pero sin voto.

También podrán participar en el Comité Ejecutivo, con voz pero sin voto, las personas o 
entidades que por razón de la materia a tratar sean invitadas por el Presidente y puedan 
contribuir a su desarrollo.

Artículo 9.  
De los ocho representantes de las Cámaras de Comercio de las Comunidades 

Autónomas y Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, que formarán parte del Comité 
Ejecutivo:

– Cuatro representantes deberán ser de las Cámaras de Comercio de las Comunidades 
Autónomas con más empresas en sus censos.

– Cuatro representantes de las Cámaras de Comercio de las restantes Comunidades 
Autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, que se hará manteniendo el orden decreciente del 
número de empresas en sus censos y que rotarán anualmente.

Artículo 10.  
Corresponde al Comité Ejecutivo el ejercicio de las funciones que no estén 

expresamente encomendadas a otros órganos y, en particular, las siguientes:
a) Elaborar y proponer al Pleno la aprobación de las cuentas anuales, el Informe Anual 

sobre el Gobierno Corporativo, y los presupuestos y liquidaciones.
b) Supervisar la contabilidad General y adoptar acuerdos de carácter general en materia 

de ordenación de cobros y pagos.
c) Proponer al Pleno la creación de comisiones de trabajo de carácter consultivo así 

como el nombramiento de sus presidentes.
d) Crear, modificar y suprimir Comités Empresariales Bilaterales con otros países y 

designar al Presidente de la parte española de cada una de ellas, informando de todo ello al 
Ministerio de Economía y Competitividad.

e) Crear Comités, Consejos y otros Grupos de trabajo, cuando no sean competencia del 
Pleno, así como nombrar a sus presidentes.

f) Proponer al Pleno los representantes de la Cámara de Comercio de España en los 
distintos organismos públicos y privados que proceda.

g) Acordar la promoción o participación de la Cámara de Comercio de España en 
cualquier asociación, consorcio, fundación, sociedad civil o mercantil de carácter público o 
privado, o entidades de naturaleza análoga.

h) Proponer al Pleno la aprobación o modificación del Reglamento de Régimen Interior 
para su elevación al Ministerio de Economía y Competitividad.

i) Proponer al Pleno las recomendaciones para las aportaciones voluntarias de las 
empresas y entidades mencionadas en el artículo 36.2 del presente reglamento.

j) Proponer al Pleno la participación en la Cámara de Comercio de España, de otras 
empresas o entidades mencionadas en el artículo 36.2 del presente reglamento, en calidad 
de Vocales Colaboradores o de Asociados.

k) Proponer al Pleno la modificación del mismo y del Comité Ejecutivo de acuerdo con la 
ley 4/2014, de 1 de abril, y el presente reglamento.

l) Proponer al Pleno los criterios de afectación y distribución de los ingresos de la 
Cámara de Comercio de España.
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m) Adoptar los acuerdos referentes a la adquisición y disposición de bienes y a las 
operaciones de crédito cuando éstos no superen el 25% del presupuesto ordinario de la 
Cámara de Comercio de España sin perjuicio de recabar cuando sea necesario las 
autorizaciones a que se refiere el artículo 31 de la Ley 4/2014, de 1 de abril. El Comité 
Ejecutivo informará al Pleno con posterioridad de los acuerdos adoptados.

n) Proponer al Pleno los acuerdos referentes a la adquisición y disposición de bienes y a 
las operaciones de crédito cuando estos superen el 25% del presupuesto ordinario de la 
Cámara de Comercio de España sin perjuicio de recabar cuando sea necesario las 
autorizaciones a que se refiere el artículo 31 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

o) Adoptar, los acuerdos relativos al ejercicio de toda clase de acciones y a la 
interposición de recursos ante cualquier jurisdicción, autoridad administrativa o ante 
instituciones arbitrales.

p) Adoptar acuerdos relativos al procedimiento de contratación habilitado para garantizar 
las condiciones de publicidad, transparencia y no discriminación.

q) Aprobar un Código de Buenas Prácticas que garantice la imparcialidad y 
transparencia de la Cámara de Comercio de España en el desarrollo de sus funciones 
público-administrativas.

El Código de Buenas Prácticas será de aplicación a todos los miembros de la Cámara de 
Comercio de España, a su personal, así como en sus relaciones con terceros.

r) Proponer al Pleno el Plan Cameral de Internacionalización y el Plan Cameral de 
Competitividad para su aprobación, si procede, por el Ministerio de Economía y 
Competitividad.

s) Evacuar los informes y asesoramientos previstos en el artículo 25 de la Ley 4/2014, de 
1 de abril, y los que la Administración le solicite, informando de ellos al Pleno en la primera 
sesión que se celebre.

t) Ejercer aquellas funciones cuya competencia no se encuentre reservada al Pleno ni a 
ningún otro órgano de la Cámara de Comercio de España.

u) Aprobar cualquier tipo de convenio de colaboración que no esté reservado a otros 
órganos de gobierno de la Cámara de Comercio de España. El Comité Ejecutivo informará al 
Pleno de los convenios aprobados.

v) Cualquier otra función que le encomiende el Pleno.
El Comité Ejecutivo podrá delegar funciones concretas a excepción de las delegadas por 

el Pleno y las contenidas en las letras a), b), c), d), h), i), j), k), l), n), q), r).
El órgano o persona en quien se delegue deberá informar por escrito al Comité Ejecutivo 

de las actuaciones llevadas a cabo en el ejercicio de la delegación. El Comité podrá recabar 
cuantas aclaraciones considere oportunas, así como avocar en cualquier momento las 
competencias delegadas.

Artículo 11.  
El Comité Ejecutivo celebrará Sesión ordinaria, como mínimo, seis veces al año así 

como las extraordinarias que acuerde el Presidente o la soliciten la mitad sus miembros.
Los miembros del Comité Ejecutivo lo son en virtud de la elección efectuada por el 

Pleno. En caso de ausencia o enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa 
justificada, miembros titulares podrán ser sustituidos por sus suplentes en el Pleno, si los 
hubiera o por las personas en quien deleguen.

Los miembros del Comité Ejecutivo podrán delegar por escrito su representación y voto 
en otro miembro del Comité Ejecutivo, en caso de imposibilidad de asistencia del vocal titular 
y, en su caso, del suplente. Esta delegación sólo podrá ejercerse para cada una de las 
sesiones del Comité, sin que sean admisibles las delegaciones genéricas.

El Comité Ejecutivo, para poder celebrar válidamente sus sesiones en primera 
convocatoria, deberá estar constituido, al menos, por las dos terceras partes de sus 
miembros.

Cuando no se hubiera conseguido el número de asistentes señalados en el párrafo 
anterior, el Comité Ejecutivo podrá quedar constituido, en segunda convocatoria, media hora 
más tarde de la prevista para su celebración, siempre que asistan a la misma la mitad más 
uno de sus componentes y siempre con la asistencia del Presidente y del Secretario General 
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de la Cámara de Comercio de España, sin perjuicio de las sustituciones y delegaciones 
previstas en este reglamento.

Sus acuerdos serán adoptados por mayoría simple de los asistentes, sin perjuicio de la 
delegación de voto.

CAPÍTULO IV
Del Presidente, Vicepresidentes, Tesorero y Presidentes Honorarios

Artículo 12.  
Corresponderá al Presidente de la Cámara de Comercio de España, ostentar la 

representación de la misma, convocar y presidir sus órganos colegiados y ser responsable 
de la ejecución de sus acuerdos.

También le corresponderá dirigir las actividades de la Cámara de Comercio de España 
necesarias para el desarrollo de las funciones reconocidas en el artículo 21 de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril.

A tal fin, podrá disponer cuanto considere conveniente para la buena marcha y gobierno 
de la Cámara de Comercio de España, todo ello sin perjuicio de las competencias del Comité 
Ejecutivo y del Pleno, ante quienes responderá de su gestión.

Finalmente le corresponderá adoptar toda clase de acuerdos en materia de personal que 
no estén expresamente reservados al Pleno.

Artículo 13.  
Sin perjuicio de su responsabilidad personal, el Presidente, podrá delegar por escrito 

facultades concretas y determinadas.
No podrán ser objeto de delegación aquellas facultades delegadas por el Pleno o el 

Comité Ejecutivo en el Presidente.

Artículo 14.  
Los Vicepresidentes primero, segundo y tercero sustituirán, por su orden, al Presidente 

en caso de ausencia, enfermedad o vacante, teniendo entonces idénticas atribuciones. 
Deberán coadyuvar a las tareas de éste asistiéndole y, en su caso, ostentando su 
representación.

En caso de ausencia, enfermedad o vacante de los Vicepresidentes, serán sustituidos 
por el Tesorero o por el vocal de mayor edad del Comité Ejecutivo.

En caso de ausencia, vacante o enfermedad sustituirá al Secretario General la persona 
que designe el Comité Ejecutivo de acuerdo con lo establecido en el artículo 20.

Artículo 15.  
El Tesorero custodiará los fondos de la Cámara de Comercio de España en la forma que 

disponga el Comité Ejecutivo, supervisará la contabilidad y dirigirá la preparación de las 
cuentas anuales. El Comité Ejecutivo podrá prever quien, de entre sus vocales, actúe como 
Tesorero Adjunto que asistirá al Tesorero en el desarrollo de sus funciones y le sustituirá en 
los casos de ausencia, enfermedad o vacante. El Tesorero podrá delegar funciones 
concretas en el Tesorero Adjunto.

El Tesorero y en su caso, el Tesorero adjunto, recibirá el soporte y asistencia técnica de 
los servicios contables y presupuestarios dependientes de la Cámara de Comercio de 
España.

Artículo 16.  
La Cámara de Comercio de España podrá disponer de uno o varios Presidentes 

honorarios que podrán ejercer la representación institucional de la Cámara, tanto a nivel 
nacional como internacional, en todos aquellos actos para los que sea requerido o delegue el 
Presidente así como para los que haya sido comisionado por el Pleno. Su designación y 
cese se realizarán por el Presidente, que informará de ello al Pleno para su ratificación.
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Hasta que se produzca su ratificación, el Presidente honorario llevará a cabo sus 
funciones en la forma y con el alcance contenido en la designación del Presidente de la 
Cámara de Comercio de España.

CAPÍTULO V
Del Director Gerente

Artículo 17.  
La Cámara de Comercio, de España podrá nombrar un Director Gerente que deberá ser 

licenciado o titulado de grado superior, y cuyo nombramiento y cese corresponderán al 
Pleno, a propuesta del Presidente y por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de 
sus miembros.

Artículo 18.  
Corresponde al Director Gerente, con independencia de las facultades ejecutivas que en 

él hayan podido ser delegadas por los órganos de gobierno, la gestión de los acuerdos 
adoptados por los órganos de gobierno de la Cámara de Comercio de España y la dirección 
de sus servicios, en los términos que establezca el Presidente.

Asistirá con voz, pero sin voto, a las sesiones de los órganos de gobierno de la Cámara y 
mantendrá informados de su gestión y del conjunto de actividades de la Cámara de 
Comercio España al Pleno, al Comité Ejecutivo y al Presidente. Cuando no exista Director 
Gerente o éste no pueda realizar sus funciones, estas serán asumidas por el Secretario 
General.

Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.

CAPÍTULO VI
Del Secretario General

Artículo 19.  
La Cámara de Comercio de España tendrá un Secretario General que deberá ser 

licenciado o titulado de grado superior. El Secretario General estará sometido al régimen de 
contratación laboral.

Su nombramiento y cese corresponderá al Pleno de la Cámara de Comercio de España, 
por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento 
tendrá lugar previa convocatoria pública de la plaza realizada por el Comité Ejecutivo por 
medio de la inserción del correspondiente anuncio en la página web de la Cámara de 
Comercio de España y en uno de los diarios de mayor tirada en el ámbito nacional.

El Secretario General lo será del Pleno y del Comité Ejecutivo.
El Secretario General, con voz pero sin voto, asistirá como tal a las reuniones de los 

órganos de gobierno de la Cámara de Comercio de España y velará por la legalidad de sus 
acuerdos. Asimismo, efectuará, cuando proceda, las pertinentes advertencias sobre los 
mismos para la buena marcha de la Cámara de Comercio de España, dejando constancia de 
ello en las correspondientes actas.

Artículo 20.  
Además de las funciones establecidas en el artículo 19, corresponde al Secretario 

General, con independencia de las facultades que en él hayan podido ser delegadas, 
redactar y firmar con el Presidente las actas de las reuniones de los órganos de gobierno, 
así como la custodia de los libros de las actas, certificar, cuando sea preciso, los acuerdos 
de los órganos de gobierno y demás certificaciones requeridas a la Cámara de Comercio de 
España, prestar la asistencia y asesoramientos precisos al Pleno, al Comité Ejecutivo, al 
Presidente y al Director Gerente y, en general, cuantas otras funciones sean inherentes a su 
condición de Secretario. Cuando por cualquier motivo no exista Secretario General o este no 
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pueda desempeñar sus funciones, estas serán asumidas por la persona que designe el 
Comité Ejecutivo.

CAPÍTULO VII
Constitución y forma de elección del Presidente y demás miembros del Pleno y 

del Comité Ejecutivo

Artículo 21.  
El mandato de los vocales de la Cámara de Comercio de España será de cuatro años a 

contar desde su toma de posesión en la primera sesión constitutiva de su Pleno. Finalizado 
dicho plazo, los miembros del Pleno y del Comité Ejecutivo seguirán en funciones hasta que 
tomen posesión los nuevos vocales.

Celebrados todos los procesos electorales en las Cámaras de Comercio, se notificarán 
por las Administraciones tutelantes los cambios que, en su caso, se hubiesen producido en 
las personas físicas titulares de los cargos de Presidente o representante de las Cámaras 
que fueron designados por aquellas. Estas personas físicas sustituirán a las anteriores y 
ocuparán a partir de ese momento y por el tiempo que reste hasta la finalización del mandato 
las vocalías en el Pleno y en el Comité Ejecutivo. Asimismo, si cualquier Miembro del Pleno 
dejara de serlo, por cambio en la representación de la entidad o Administración por la que 
fue propuesto o designado, se notificará por dicha entidad o administración la persona que le 
sustituya que ocupará su vocalía en el Pleno y, en su caso, en el Comité Ejecutivo, a partir 
de ese momento y por el tiempo que reste hasta la finalización del mandato.

Artículo 22.  
Para la renovación del Pleno, transcurrido el plazo establecido de cuatro años, la 

Secretaría Estado de Comercio se dirigirá, como mínimo tres meses antes:
a) A las administraciones tutelantes de las Comunidades Autónomas, para que designen 

a los 19 presidentes de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación, uno por cada una de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades 
Autónomas de Ceuta y Melilla, y a ocho representantes más de las Cámaras pertenecientes 
a las Comunidades Autónomas con mayor número de empresas en sus censos, de acuerdo 
con el artículo 25.2.a) de la Ley 4/2014, de 1 de abril. A estos efectos, el Secretario General 
de la Cámara de España expedirá la correspondiente certificación de cuáles son estas 
Comunidades Autónomas.

b) A las organizaciones empresariales intersectoriales y territoriales más representativas 
en el ámbito nacional, para que presenten la lista de nueve vocales, propuestos entre 
representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida económica.

c) Al Ministerio de Industria, Energía y Turismo, Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, Ministerio de Empleo y Seguridad Social, Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación, Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, el Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, Ministerio de Justicia, Ministerio de Fomento y 
al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, para que propongan a sus 
respectivos representantes; y

d) Al Ministerio de Empleo y Seguridad Social para que proponga a dos vocales en 
representación de las organizaciones de autónomos más representativas en el ámbito 
nacional.

Asimismo, la Secretaría de Estado de Comercio iniciará los trámites a los efectos de que 
el Ministro de Economía y Competitividad:

a) Presente la lista de veintiocho vocales propuestos en representación de las grandes 
empresas, que serán elegidas considerando el importe de las aportaciones realizadas desde 
que se constituyera el último Pleno, garantizando, en todo caso, que estén representados los 
diferentes sectores de la actividad económica y las grandes empresas de ámbito nacional 
con mayor facturación.
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b) Designe a los dos representantes de las Federaciones existentes de las Cámaras 
Españolas Oficiales de Comercio en el extranjero.

c) Proponga un vocal, de acuerdo con el artículo 25.2.d) de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
Todas estas entidades y Administraciones deberán remitir la relación de los 

representantes propuestos o designados por ellos en el plazo máximo de un mes desde que 
reciban la solicitud por parte de la Secretaría de Estado de Comercio, quedando así 
comunicada la relación de los 78 vocales que formarán el Pleno de la Cámara de Comercio 
de España.

La falta de propuesta o designación, según los casos, de los citados representantes en el 
plazo previsto en el párrafo anterior, no impedirá la renovación del Pleno de la Cámara de 
Comercio de España.

Artículo 23.  
El Secretario General de la Cámara de Comercio de España, a instancia del Secretario 

de Estado de Comercio, remitirá la convocatoria de la sesión constitutiva del nuevo Pleno a 
los representantes establecidos en el apartado anterior, como mínimo con 15 días hábiles de 
antelación a la fecha de la sesión. En esta convocatoria, figurará la relación nominal de 
representantes propuestos o designados para vocales del Pleno con el fin de que se 
comiencen a elaborar las candidaturas oportunas para la elección del Comité Ejecutivo.

Artículo 24.  
La sesión constitutiva del nuevo Pleno será presidida por el Secretario de Estado de 

Comercio. Los vocales propuestos y/o designados tomarán posesión de sus cargos al inicio 
de la sesión, quedando constituido en ese momento el nuevo Pleno de la Cámara de 
Comercio de España.

Constituido el Pleno, en la misma sesión, y con el fin de elegir a los miembros que 
conformarán el Comité Ejecutivo, se formará, a continuación, la Mesa Electoral, que estará 
presidida por el Secretario de Estado de Comercio e integrada además por los dos Vocales 
del Pleno de mayor y menor edad, actuando de Secretario el de la Cámara de Comercio de 
España.

Acto seguido se entregarán por escrito al Secretario las propuestas de candidaturas, 
quien dará lectura de las mismas. La Mesa Electoral verificará que las candidaturas cumplan 
con las condiciones previstas en el artículo 26 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, y a 
continuación proclamará las candidaturas elegibles.

En cada candidatura figurarán los cargos de Presidente, tres Vicepresidentes, Tesorero, 
y veintisiete miembros más.

De acuerdo con el artículo 26, apartado 2 de la Ley 4/2014, ocho de los miembros de 
estas candidaturas serán representantes de las Cámaras de Comercio, de los cuales 
necesariamente cuatro representantes deberán ser de las Cámaras de Comercio de las 
Comunidades Autónomas con más empresas en sus censos y los restantes se elegirán 
mediante el sistema rotatorio establecido en el artículo 9 de este Reglamento de Régimen 
Interior.

A estos efectos, el Secretario General de la Cámara de Comercio de España expedirá la 
correspondiente certificación sobre el número de empresas que figuran en los censos de 
todas las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla.

También formarán parte de este Comité los dos vocales del Pleno, representantes del 
Ministerio de Economía y Competitividad y del Ministerio de Industria, Energía y Turismo, tal 
y como establece el artículo 26.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

No podrán presentarse los mismos candidatos en dos o más listas a excepción de los 
dos representantes de los Ministerios que figurarán siempre en las candidaturas 
correspondientes de forma automática y de los representantes de las Cámaras de las ocho 
Comunidades citadas anteriormente. Tampoco podrán presentarse candidaturas 
individuales.

A continuación se procederá a la votación de las candidaturas.
La elección se efectuará mediante votación nominal y secreta. En cada papeleta deberá 

anotarse la candidatura seleccionada. Las papeletas sin nombres serán consideradas votos 
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en blanco y las que no correspondan con ninguna candidatura presentada serán 
considerados votos nulos.

La elección de la candidatura requerirá la mayoría de los vocales presentes. En caso de 
no lograrse esta mayoría, se realizará una segunda votación, siendo elegida la candidatura 
más votada.

Una vez realizado el escrutinio por la Mesa Electoral, su Presidente informará de los 
resultados al Pleno, y el Secretario de Estado de Comercio proclamará la candidatura 
elegida. A continuación, los miembros del Comité Ejecutivo tomarán posesión de sus cargos.

El Presidente y demás miembros del Comité Ejecutivo ejercerán sus cargos hasta la 
renovación del nuevo Pleno de la Cámara de Comercio de España, pudiendo ser reelegidos 
en sus mandatos.

CAPÍTULO VIII
Pérdida de la condición de miembro del Pleno

Artículo 25.  
Además de por la terminación del mandato, la condición de miembro del Pleno se 

perderá por alguna de las siguientes causas:
a) Cuando desaparezca cualquiera de los requisitos de elegibilidad que concurrieron 

para su elección o por la pérdida de la condición que habilitó al vocal para ser propuesto.
b) Por virtud de la propuesta de cese emanada de los órganos que los hubiesen 

designado o propuesto.
c) Por dimisión, renuncia, o acaecimiento cualquier causa que le incapacite para el 

desempeño del cargo.
d) Por fallecimiento de los miembros del Pleno que tengan la consideración de personas 

físicas o extinción de la personalidad jurídica en el caso de miembros del Pleno con forma 
societaria.

e) Por ser inhabilitado para empleo o cargo público, de acuerdo con el artículo 24.2 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril.

f) En el supuesto de las empresas que formen parte del Pleno según lo establecido en el 
artículo 3.b), se atenderá a las aportaciones voluntarias realizadas, en función de las 
recomendaciones aprobadas de conformidad con el presente reglamento.

Artículo 26.  
Las vacantes se cubrirán por el Pleno en la siguiente sesión que éste celebre. La 

persona elegida o propuesta ocupará el cargo por el tiempo que faltare para cumplir el 
mandato de aquél a quién suceda. Los cambios de vocales en el Pleno conllevará, en su 
caso, la correspondiente sustitución en el Comité Ejecutivo.

Cuando se trata de vacantes producidas entre los vocales previstos en el artículo 3.b) del 
presente reglamento como consecuencia de haber desaparecido la relación de 
representación o la vinculación entre el vocal y la persona jurídica a la cual representaba, el 
vocal se sustituirá por aquel que hubiera designado la empresa.

CAPÍTULO IX
Cese del Presidente y demás miembros del Comité Ejecutivo

Artículo 27.  
Con independencia de la terminación normal de sus mandatos, el Presidente y demás 

miembros del Comité Ejecutivo, podrán cesar:
a) Por acuerdo del Pleno adoptado por las dos terceras partes de sus miembros.
b) Por perdida de la condición de miembro del Pleno.
c) Por renuncia que no implique la pérdida de su condición de miembro del Pleno.
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Artículo 28.  
Las vacantes se cubrirán por el Pleno en la siguiente sesión que celebre el Pleno. La 

persona elegida ocupará el cargo por el tiempo que faltare para cumplir el mandato de aquél 
a quién suceda.

CAPÍTULO X
De la Asamblea General de Cámaras

Artículo 29.  
De acuerdo con lo establecido en el artículo 32.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, se 

constituye la Asamblea General de Cámaras, como órgano para desarrollar actuaciones e 
iniciativas que promuevan la participación, con voz pero sin voto, de todas las Cámaras en el 
ejercicio de sus funciones.

La Asamblea General de Cámaras es un órgano de consulta y participación de todas las 
Cámaras de Comercio, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32.2 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril.

La Asamblea General de Cámaras será presidida por el Presidente de la Cámara de 
Comercio de España y estará integrada por los Presidentes de todas las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.

El Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin voto 
a las reuniones de la Asamblea General de Cámaras.

Asimismo, el representante del Ministerio de Economía y Competitividad en el Pleno 
asistirá, con voz pero sin voto, a las reuniones de la Asamblea General de Cámaras.

También podrán participar en la Asamblea General de Cámaras las personas o 
entidades que por razón de la materia a tratar sean invitadas por el Presidente.

Artículo 30.  
La Asamblea General de Cámaras tendrá las siguientes funciones:
a) Proponer actuaciones e iniciativas para promover la participación de todas las 

Cámaras en el desarrollo de las funciones de la Cámara de Comercio de España.
b) Formular propuestas en relación con las líneas y los planes estratégicos de actuación 

de la Cámara de Comercio de España.
c) Informar sobre la memoria de actividades de las Cámaras de Comercio, Industria, 

Servicios y Navegación y de la Cámara de Comercio de España.
d) Formular propuestas en relación con los programas y actuaciones dirigidas a la 

internacionalización y la mejora de la competitividad empresarial y al fomento de la 
innovación que la Cámara de Comercio de España desarrolle conjuntamente con las 
Cámaras de Comercio.

e) Asistir a los órganos de gobierno en sus actuaciones de la Cámara de Comercio de 
España y las desarrolladas por las Cámaras Oficiales en el extranjero.

f) Estudiar y proponer a los órganos de gobierno de la Cámara de Comercio de España, 
en su caso, medidas para la mejora de la competitividad y la internacionalización de la 
economía española.

g) Emitir los informes solicitados, en su caso, por los órganos de gobierno en los ámbitos 
de las funciones de las Cámaras.

h) Asesorar a los órganos de gobierno de la Cámara de Comercio de España para 
contribuir a que sus actuaciones se adecuen al cumplimiento de sus intereses y objetivos.

i) Aquellas otras que le encomienden los órganos de gobierno de la Cámara de 
Comercio de España.

Artículo 31.  
La Asamblea General de Cámaras se reunirá cada año en sesión ordinaria y, en sesión 

extraordinaria, cada vez que lo acuerde el Presidente, el Pleno o la mitad más uno de sus 
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componentes, sin perjuicio de que el Presidente pueda establecer la constitución de Comités 
y Grupos de trabajo.

CAPÍTULO XI
Del personal

Artículo 32.  
La Cámara de Comercio de España podrá contar con el personal necesario para su buen 

funcionamiento al que le será de aplicación la legislación laboral.
De conformidad con lo dispuesto en la Disposición adicional primera de la Ley 4/2014, de 

1 de abril, el personal que a la entrada en vigor de la citada ley se encontrara al servicio del 
Consejo Superior de Cámaras al amparo del Decreto de 13 de junio de 1936, se regirá sin 
distinción por la legislación laboral vigente aplicable al resto del personal al servicio de la 
misma.

CAPÍTULO XII
Del Plan Cameral de Internacionalización y del Plan Cameral de Competitividad

Artículo 33.  
El Plan Cameral de Internacionalización previsto en el artículo 22 de la Ley 4/2014, de 1 

de abril, comprende la descripción de las actuaciones de interés general en las áreas de 
formación e información dirigidas prioritariamente a promover la adquisición, en el exterior, 
de bienes y servicios producidos en España, y cualquier otra relativa a la operativa del 
comercio internacional.

La elaboración y ejecución del Plan se realizará de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 22 de la Ley 4/2014, de 1 de abril y las disposiciones que establezca el Ministerio de 
Economía y Competitividad de acuerdo con las atribuciones que le competen en materia de 
tutela relativas al comercio exterior.

Artículo 34.  
El Plan Cameral de Competitividad de la Empresa Española previsto en el artículo 23 de 

la Ley 4/2014, comprende el conjunto de las actividades y funciones públicas a desarrollar 
por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación en apoyo de las 
empresas españolas, con especial consideración a las pequeñas y medianas al amparo del 
acuerdo suscrito con el Ministerio de Economía y Competitividad.

De acuerdo con lo establecido en el precitado artículo 23 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
el Ministerio de Economía y Competitividad y la Cámara de Comercio, de España suscribirán 
cada dos años, previa consulta con las Comunidades Autónomas, un Plan en el que se 
concretarán los programas para la mejora de la competitividad de las empresas españolas, y 
a desarrollar conjuntamente con las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación.

Este Plan incluirá los programas y actividades que impulsará la Cámara de Comercio de 
España y será elaborado con pleno respeto a las competencias de cada Comunidad 
Autónoma.

CAPÍTULO XIII
Regimen económico y presupuestario. Transparencia

Artículo 35.  
1. La Cámara de Comercio de España podrá disponer de los siguientes ingresos:
a. Los ingresos ordinarios y extraordinarios por la prestación de servicios.
b. Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c. Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades.
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d. Los legados y donativos que pudieran recibir.
e. Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f. Cualquier otro ingreso que se le pueda atribuir en virtud de convenio o por cualquier 

otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento vigente.
2. Las empresas o entidades que realicen aportaciones voluntarias se englobarán en las 

siguientes categorías:
a. Vocales: Miembros del Pleno a los que se refiere el artículo 3.b) de este reglamento.
b. Vocales Colaboradores: Podrán asistir a las reuniones del Pleno con voz pero sin voto, 

a propuesta del Comité Ejecutivo y previo acuerdo del Pleno.
c. Asociados: Podrán participar en la Cámara de Comercio de España, en calidad de 

asociados, a propuesta del Comité Ejecutivo y previo acuerdo del Pleno, otras empresas o 
entidades que hayan realizado aportaciones voluntarias y que no estén incluidas entre las 
previstas en los apartados a) y b) anteriores.

El Comité Ejecutivo podrá establecer unas recomendaciones para las aportaciones antes 
mencionadas, que deberán ser aprobadas por el Pleno.

3. La Cámara de Comercio España deberá contar con la autorización de la 
administración tutelante para la disposición de bienes inmuebles debiendo obtenerla con 
carácter previo al inicio del procedimiento de enajenación que se basará en los principios de 
publicidad, transparencia y no discriminación. Al solicitar la autorización se definirá la 
motivación y la finalidad a la que van a ir destinados los fondos que se obtengan.

En el caso de la adquisición de bienes inmuebles también será necesaria la autorización 
previa de la Administración tutelante a la que se deberá informar de la forma y plazo en los 
que se vaya a financiar dicha adquisición para garantizar la disponibilidad de recursos que 
permita hacer frente a la misma.

Se encontrarán igualmente sometidos a previa autorización los actos de administración 
del patrimonio inmobiliario que tengan un importe igual o superior al 25 por ciento del valor 
del inmueble afectado. Al solicitar la autorización, se definirá la motivación y la finalidad de la 
actuación que se pretenda llevar a cabo en orden a la correcta administración patrimonial.

En el caso del resto de bienes, no inmuebles, también será necesaria dicha autorización 
con carácter previo cuando el valor del bien o la operación de crédito para cualquier fin que 
se quiera celebrar exceda del 25 ciento del presupuesto ordinario.

Artículo 36.  
1. La Cámara de Comercio de España elaborará y someterá su presupuesto ordinario y 

presupuestos extraordinarios de gastos e ingresos a la aprobación de la administración 
tutelante, que fiscalizará sus cuentas anuales y liquidaciones y podrá establecer las 
instrucciones necesarias para la elaboración de los presupuestos y de las liquidaciones tipo.

2. Las cuentas anuales y liquidaciones de los presupuestos deberán presentarse 
acompañadas de un informe de auditoría de cuentas.

Artículo 37.  
1. El Comité Ejecutivo elaborará los proyectos de Presupuestos y liquidaciones, que, 

deberán ser remitidos, con 15 días como mínimo de antelación a la fecha de la Sesión del 
Pleno en el que van a ser tratados.

2. Corresponde al Pleno de la Cámara de Comercio de España, sobre la base de la 
propuesta elaborada por el Comité Ejecutivo, la aprobación del Presupuesto ordinario para el 
año siguiente antes del 30 de noviembre y la liquidación de las cuentas del ejercicio 
precedente antes del 30 del mes de abril, elevándolos dentro de los tres días siguientes a su 
adopción, a la aprobación del Ministerio de Economía y Competitividad.

3. Para la realización de obras y servicios no previstos en el presupuesto ordinario, 
deberán formalizarse presupuestos extraordinarios, cuyos proyectos así como sus 
liquidaciones, una vez aprobados por el Pleno a propuesta del Comité Ejecutivo, se 
someterán a la aprobación del Ministerio de Economía y Competitividad.
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Artículo 38.  
La Cámara de Comercio de España deberá reflejar contablemente el movimiento de sus 

ingresos y gastos, así como las variaciones de su situación patrimonial, confeccionando, al 
menos mensualmente, un balance y liquidación provisional. Deberá también confeccionar 
cada año el correspondiente balance que exprese su situación patrimonial, económica y 
financiera. El balance anual será elevado también a la preceptiva aprobación del Ministerio.

La Cámara de Comercio de España mantendrá una contabilidad diferenciada en relación 
con sus actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.

Artículo 39.  
La liquidación anual del presupuesto ordinario y el Balance anual serán auditados por un 

miembro del Registro Oficial de Auditores de Cuentas, elegido por el Pleno a propuesta del 
Comité Ejecutivo de acuerdo con los principios de concurrencia, publicidad, transparencia y 
no discriminación.

Con el fin de garantizar la rotación del auditor o sociedad de auditoría, se aplicará el 
período de duración legal máxima que se establezca a estos efectos para las entidades de 
interés público.

Artículo 40.  
1. La Cámara de Comercio de España hará públicas periódicamente las subvenciones 

que reciba, así como otro tipo de recursos públicos que pueda percibir para el desarrollo de 
sus funciones.

2. Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables, 
así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en su cargo por 
cualquier causa serán de público acceso.

3. Las cuentas anuales, junto con el Informe de Auditoría, y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo se depositarán en el Registro Mercantil de Madrid y serán objeto de 
publicidad.

4. La Cámara de Comercio de España publicará la información relativa a las funciones 
que desarrolla, la normativa que le sea de aplicación así como su estructura organizativa.

Artículo 41.  
La Cámara de Comercio de España hará públicos:
a) Aquellos contratos sujetos a Derecho Administrativo formalizados, con indicación del 

objeto, duración, el importe de licitación y de adjudicación, el procedimiento utilizado para su 
celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado, el número 
de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las 
modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de 
desistimiento y renuncia de los contratos. La publicación de la información relativa a los 
contratos menores podrá realizarse trimestralmente. Asimismo, se publicarán datos 
estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de contratos adjudicados a 
través de cada uno de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector 
público.

b) La relación de los convenios suscritos sujetos a Derecho Administrativo, con mención 
de las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a 
la realización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. 
Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de su 
objeto, presupuesto, obligaciones económicas y las subcontrataciones que se realicen con 
mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la 
misma.

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo 
o finalidad y beneficiarios. Se entienden incluidas las subvenciones y ayudas reguladas en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias y su 
grado de ejecución.
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e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de 
fiscalización por parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.

f) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad 
de los servicios públicos que sean de su competencia.

CAPÍTULO XIV
Relaciones intercamerales

Artículo 42.  
La Cámara de Comercio de España únicamente dará curso a las iniciativas de las 

Cámaras que tengan o puedan tener carácter general y afecten o puedan afectar a los 
intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación.

Artículo 43.  
Para el adecuado ejercicio de las funciones encomendadas, en particular las 

mencionadas en el artículo 21.1. e), f) y h), de la Ley 4/2014, de 1 de abril, la Cámara de 
Comercio de España requerirá a las Cámaras para que despachen, en el plazo más breve 
posible y, en todo caso, antes de los quince días desde su recepción en la respectiva 
Cámara, las consultas correspondientes.

Artículo 44.  
La Cámara de Comercio de España y las Cámaras podrán celebrar entre sí los 

oportunos convenios de colaboración para el adecuado desarrollo de las funciones públicas 
que tienen encomendadas, en especial, para la gestión de servicios públicos de ámbito 
estatal o internacional.

Disposición transitoria primera.  
De conformidad con lo dispuesto en la Disposición transitoria tercera de la Ley 4/2014, 

de 1 de abril, en relación con la exigibilidad de las cuotas del recurso cameral permanente no 
prescritas, se mantendrá en vigor lo dispuesto en el artículo 32 del Reglamento de Régimen 
Interior del Consejo Superior de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación en lo que resulte procedente para la atribución a la Cámara de Comercio de 
España, del 6% del rendimiento líquido global del citado recurso.

Disposición transitoria segunda.  
En cumplimiento de la Disposición transitoria segunda de la Ley 4/2014, de 1 de abril, el 

Comité Ejecutivo, transcurrido un año desde la constitución del primer Pleno, le propondrá 
una lista de las empresas que considere deben ser renovadas como vocales del Pleno. En 
cualquier caso permanecerán como vocales del Pleno y, en su caso, como miembros del 
Comité Ejecutivo, las empresas o entidades que hayan realizado contribuciones iguales o 
superiores a las recomendadas por el Comité Ejecutivo. Las vacantes que se produzcan se 
cubrirán preferentemente por Vocales Colaboradores.

Disposición final primera.  
La Cámara de Comercio de España se rige por lo establecido en la Ley 4/2014, de 1 de 

abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, el 
Reglamento General de Cámaras en cuanto no se oponga a ella y en tanto se dicten las 
normas reglamentarias sustitutorias y el presente Reglamento de Régimen Interior.

Disposición final segunda.  
El Ministerio de Economía y Competitividad, resolverá las dudas que se presenten al 

aplicar este Reglamento y las cuestiones que no hayan sido previstas en él; todo ello, sin 
perjuicio de la aplicación supletoria de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cuando 
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la Cámara de Comercio de España ejerza las funciones que se prevén en el apartado 1 del 
artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, con el alcance que éste dispone.

Disposición final tercera.  
Este Reglamento entrará en vigor en el mismo momento de su aprobación por el 

Ministerio de Economía y Competitividad.
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§ 16

Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al 
tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la 

publicidad de los productos del tabaco

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 309, de 27 de diciembre de 2005
Última modificación: 18 de noviembre de 2017

Referencia: BOE-A-2005-21261

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

Exposición de motivos

I
En España, al igual que en otros países desarrollados, el tabaquismo es la primera 

causa aislada de mortalidad y morbilidad evitable. La evidencia científica sobre los riesgos 
que conlleva el consumo de tabaco para la salud de la población es concluyente.

Se estima, según los datos de la Organización Mundial de la Salud (OMS), que el 
consumo de tabaco es responsable del 90 por ciento de la mortalidad por cáncer de pulmón, 
del 95 por ciento de las muertes por enfermedad pulmonar obstructiva crónica, del 50 por 
ciento de la mortalidad cardiovascular y del 30 por ciento de las muertes que se producen 
por cualquier tipo de cáncer. En España fallece cada año como consecuencia del consumo 
de tabaco un número de personas que representa el 16 por ciento de todas las muertes 
ocurridas en la población mayor de treinta y cinco años. Asimismo, hay evidencias científicas 
de que el humo del tabaco en el ambiente (consumo pasivo o involuntario de tabaco) es 
causa de mortalidad, enfermedad y discapacidad. La Agencia Internacional de Investigación 
del Cáncer de la OMS ha determinado que la exposición al aire contaminado con humo del 
tabaco es carcinogénica en los seres humanos.

El consumo de tabaco, como factor determinante de diferentes patologías y como causa 
conocida de muerte y de importantes problemas sociosanitarios, constituye uno de los 
principales problemas para la salud pública; de ahí, pues, la necesidad de implantar medidas 
dirigidas a su prevención, limitar su oferta y demanda y regular su publicidad, promoción y 
patrocinio.

Estas medidas deben estar en total sintonía con las actuaciones previstas en la 
Estrategia Europea para el Control del Tabaquismo 2002 de la Región Europea y con el 
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Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco, hecho en Ginebra el 21 de mayo de 
2003 y ratificado por España el 30 de diciembre de 2004.

Asimismo, la Unión Europea ha visto con preocupación el fenómeno del tabaquismo, que 
ha pretendido combatir a través de diferentes medidas normativas entre las que destaca la 
aprobación de la Directiva 2003/33/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
mayo de 2003, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros en materia de publicidad y de patrocinio de los 
productos del tabaco, Directiva que, mediante esta Ley, se incorpora a nuestro 
ordenamiento.

La Constitución Española reconoce en su artículo 43 el derecho a la protección de la 
salud, y encomienda en su apartado 2 a los poderes públicos la organización y tutela de la 
salud pública a través de medidas preventivas. Para contribuir a la efectividad de este 
derecho, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, estableció la obligación de las 
Administraciones públicas sanitarias de orientar sus actuaciones prioritariamente a la 
promoción de la salud y la prevención de las enfermedades, evitar las actividades y 
productos que, directa o indirectamente, puedan tener consecuencias negativas para la 
salud y regular su publicidad y propaganda comercial.

En el ámbito de la legislación existente sobre aspectos generales relacionados con el 
tabaco, es de constatar su carácter disperso y asistemático. Así, sin ánimo de exhaustividad, 
pueden citarse el Real Decreto 192/1988, de 4 de marzo, y su modificación posterior, 
operada mediante el Real Decreto 1293/1999, de 23 de julio, sobre limitaciones en la venta y 
uso del tabaco para la protección de la salud de la población; el Real Decreto 510/1992, de 
14 de mayo, por el que se regula el etiquetado de los productos del tabaco y se establecen 
determinadas limitaciones en aeronaves comerciales; el Real Decreto 1185/1994, de 3 de 
junio, sobre etiquetado de productos del tabaco distintos de los cigarrillos y por el que se 
prohíben determinados tabacos de uso oral y se actualiza el régimen sancionador en materia 
de tabaco; el Real Decreto 1079/2002, de 18 de octubre, por el que se regulan los 
contenidos máximos de nicotina, alquitrán y monóxido de carbono de los cigarrillos, el 
etiquetado de los productos del tabaco, así como las medidas relativas a ingredientes y 
denominaciones de los productos del tabaco, y el Real Decreto 2198/2004, de 25 de 
noviembre, por el que se determinan los colectivos a los que se dirigen las políticas de 
cohesión a efectos de su financiación por el Fondo de cohesión sanitaria durante el ejercicio 
2004. La legislación vigente aborda igualmente la regulación de los aspectos publicitarios del 
fenómeno del tabaco, si bien prohíbe únicamente la publicidad televisiva. La actual 
regulación se halla contenida básicamente en las Leyes 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad, y 25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora al ordenamiento 
jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la coordinación de disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al ejercicio de 
actividades de radiodifusión televisiva, así como en la Ley 22/1999, de 7 de junio, que 
modifica la anterior.

En el ámbito autonómico, en función de las competencias estatutarias en materia de 
salud pública, desde muy pronto se sintió la necesidad de abordar la regulación de estas 
cuestiones; baste citar, a título de ejemplo, la Ley de la Comunidad Autónoma de Cataluña 
20/1985, de 25 de julio, de prevención y asistencia en materia de sustancias que puedan 
generar dependencia. Hoy puede decirse que la práctica totalidad de las Comunidades 
Autónomas ha legislado, bien aprobando normas específicas sobre tabaco, como es el caso 
de Galicia con el Decreto 75/2001, de 22 de marzo, sobre control sanitario de la publicidad, 
promoción, suministro, venta y consumo de productos del tabaco, y de la Comunidad Foral 
de Navarra, con la aprobación de la Ley Foral 6/2003, de 14 de febrero, de prevención del 
consumo de tabaco, de protección del aire respirable y de la promoción de la salud en 
relación al tabaco, bien en el marco de regulaciones más amplias, generalmente vinculadas 
a fenómenos de drogodependencias y otros trastornos adictivos, en el caso de las demás 
Comunidades Autónomas: Andalucía, Aragón, Canarias, Cantabria, Castilla-La Mancha, 
Castilla y León, Cataluña, Extremadura, Madrid, Región de Murcia, La Rioja, Comunidad 
Valenciana y País Vasco.

Las consideraciones expuestas hacen necesaria la adopción de nuevas medidas en una 
doble dirección. Por un lado, aquéllas que inciden sobre el consumo y la venta, con el 
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aumento de los espacios sin humo, la limitación de la disponibilidad y accesibilidad a los 
productos del tabaco, especialmente a los más jóvenes y la garantía de que el derecho de la 
población no fumadora a respirar aire no contaminado por el humo del tabaco prevalece 
sobre el de las personas fumadoras. Resulta oportuno y necesario introducir nuevas 
medidas en la venta y consumo de tabaco para subsanar las limitaciones y deficiencias de la 
legislación existente que el paso del tiempo, la progresiva evidencia científica, la mayor 
sensibilización y concienciación social y la proliferación y diversificación de las estrategias de 
venta y promoción de los productos del tabaco han puesto de manifiesto.

Por otro lado, las medidas relativas a la publicidad y la promoción de los productos del 
tabaco, ya sea directa o indirecta, y el patrocinio de diferentes actividades, tienen una 
probada influencia sobre las conductas personales y los hábitos sociales, por lo que se 
convierten en un claro elemento de inducción y favorecimiento de su consumo, 
especialmente en el ámbito infantil y juvenil; por ello se hace necesario incidir limitativamente 
en todas las clases y medios de publicidad, ya sean impresos, radiofónicos, televisivos, 
electrónicos o cinematográficos.

La adopción de las medidas propuestas se hace también necesaria para ofrecer el 
soporte y la cobertura normativa a las intervenciones educativas, preventivas y asistenciales 
desarrolladas en el conjunto del Estado. También, desde este ángulo, se evidencia la 
necesidad de contar con una base jurídica que facilite la existencia y eficacia de estas 
intervenciones, especialmente en la población infantil y juvenil, principal sector de población 
al que se dirige la regulación de los productos del tabaco.

Si bien el establecimiento de espacios sin humo es una actuación prioritaria de 
protección de la salud para la población en general, lo es en mayor medida en el caso de los 
menores. Cabe señalar la importancia del papel modélico de los profesionales docentes y 
sanitarios, en su labor educativa, de sensibilización, concienciación y prevención, 
fomentando modos de vida sin tabaco.

Con el mismo objetivo, la prohibición de la publicidad directa e indirecta y el patrocinio de 
los productos del tabaco, representa una de las principales medidas de protección, dirigidas 
a la infancia y a la juventud, y pone de manifiesto la responsabilidad de las autoridades 
públicas, al limitar el acceso y disponibilidad de un producto, que genera adicción, 
discapacidad, enfermedad y muerte.

No se puede desconocer, por lo demás, que el fenómeno del tabaquismo no se 
manifiesta de igual manera en hombres y en mujeres. Se han advertido claras diferencias 
tanto en las causas que inducen al inicio del consumo, en las mismas pautas de consumo, 
en el mantenimiento de la adicción, en la respuesta a los tratamientos, en la dificultad de 
abandono y en las tasas en la recaída, y es evidente el mayor impacto negativo para la salud 
de las mujeres.

Es por ello por lo que se hace necesario contemplar la perspectiva de género en todas y 
cada una de las estrategias que se desarrollen para el abordaje del tabaquismo, al objeto de 
eliminar aquellos factores que propician una situación desigual de oportunidades para 
disfrutar de salud, discapacitarse o morir por causas prevenibles.

Por otra parte, la interacción con la especial fisiología de las mujeres y los procesos 
reproductivos les añade unos riesgos específicos. Hace varias décadas que se conoce que 
la nicotina y el monóxido de carbono durante el embarazo son responsables de una mayor 
propensión al aborto espontáneo y a la mortalidad perinatal, así como una reducción de peso 
en el recién nacido. La exposición de la mujer gestante como fumadora pasiva al humo del 
tabaco presente en el ambiente provoca nocividad sobre el feto.

Por todo lo expuesto, y teniendo en cuenta la regulación y el rango normativo de las 
disposiciones citadas, se hace aconsejable la promulgación de una norma general que 
sistematice la regulación y cuyo rango sea el adecuado a la finalidad pretendida, para lo que 
se ha optado por la forma de ley.

II
La Ley se articula en cinco capítulos, dedicados respectivamente a la regulación de las 

disposiciones generales, las limitaciones a la venta, suministro y consumo de los productos 
del tabaco, la regulación de su publicidad, promoción y patrocinio, medidas de prevención 
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del tabaquismo, de promoción de la salud y de facilitación de la deshabituación tabáquica, 
así como el régimen de las infracciones y sanciones.

El capítulo I se consagra a las disposiciones generales, delimita el objeto y aclara, en 
forma de definiciones, los conceptos fundamentales que se contienen en la Ley.

El capítulo II regula las limitaciones a la venta, suministro y consumo de los productos 
del tabaco. En cuanto a las limitaciones a la venta y suministro, la Ley, en perfecta 
concordancia con la normativa que disciplina el mercado de tabacos, dispone que la venta y 
suministro al por menor de productos del tabaco sólo podrá realizarse en la red de 
expendedurías de tabaco y timbre o a través de máquinas expendedoras que cuenten con 
las autorizaciones administrativas oportunas, por lo que queda expresamente prohibido en 
cualquier otro lugar o medio.

Además, se prohíbe vender o entregar a personas menores de dieciocho años productos 
del tabaco, así como cualquier otro producto que le imite e induzca a fumar. Igualmente, se 
prohíbe la venta de tabaco por personas menores de dieciocho años. En cualquier caso, se 
prohíbe la venta y suministro en determinados lugares, tales como centros y dependencias 
de las Administraciones públicas y entidades de derecho público, centros sanitarios o de 
servicios sociales y sus dependencias, centros docentes, centros culturales, centros e 
instalaciones deportivas, centros de atención y ocio de los menores de edad, así como en 
cualquier otro lugar, centro o establecimiento donde esté prohibido su consumo.

En cuanto a las limitaciones sobre el consumo, la Ley parte de la distinción entre lugares 
donde se establece la prohibición total de fumar y lugares donde se prohíbe fumar pero se 
permite la habilitación de zonas para fumar, siempre que se cumplan determinados 
requisitos, tales como una señalización adecuada, la separación física del resto de las 
dependencias y la dotación de sistemas de ventilación independiente.

El capítulo III incorpora a nuestro ordenamiento la Directiva 2003/33/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, relativa a la aproximación de las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia 
de publicidad y de patrocinio de los productos del tabaco.

La Ley no se limita, sin embargo, a la mera transposición de la normativa comunitaria, 
sino que, además, regula la prohibición de la distribución gratuita o promocional de 
productos, bienes o servicios o cualquier otra actuación cuyo objetivo o efecto directo o 
indirecto, principal o secundario, sea la promoción de un producto del tabaco, así como de la 
de toda clase de publicidad, promoción y patrocinio de los productos del tabaco en todos los 
medios, incluidos los servicios de la sociedad de la información, aunque con determinadas 
excepciones.

Este capítulo se completa con normas sobre las denominaciones comunes, expresión 
con la que se identifica a los nombres, marcas, símbolos o cualesquiera otros signos 
distintivos que sean utilizados para productos del tabaco y, simultáneamente, para otros 
bienes o servicios y que hayan sido comercializados u ofrecidos por una misma empresa o 
grupo de empresas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley.

El capítulo IV incorpora medidas de prevención del tabaquismo impulsando acciones de 
educación para la salud y de información sanitaria.

También recoge la promoción de programas para la deshabituación tabáquica en la red 
asistencial del Sistema Nacional de Salud.

Se crea el Observatorio para la Prevención del Tabaquismo, así como las necesarias 
medidas de coordinación en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud para el mejor cumplimiento de la Ley.

La Ley se completa con un preciso régimen de infracciones y sanciones en el capítulo V, 
en el que, además de tipificar las correspondientes conductas contrarias a la norma y 
asignarles el respectivo reproche sancionador, se identifican los responsables, incluso en los 
supuestos de infracciones cometidas por menores, y se delimitan claramente las 
competencias sancionadoras.

Todas estas medidas, enmarcadas en el contexto de las políticas de salud pública que 
las Administraciones públicas deben promover, podrán complementarse con programas de 
prevención y control del tabaquismo.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto:
a) Establecer, con carácter básico, las limitaciones, siempre que se trate de operaciones 

al por menor, en la venta, suministro y consumo de los productos del tabaco, así como 
regular la publicidad, la promoción y el patrocinio de dichos productos, para proteger la salud 
de la población.

b) Promover los mecanismos necesarios para la prevención y control del tabaquismo.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por:
a) Productos del tabaco: los productos que pueden ser consumidos y constituidos, total o 

parcialmente, por tabaco, genéticamente modificado o no.
b) Publicidad: toda forma de comunicación, recomendación o acción comercial cuyo 

objetivo o efecto directo o indirecto sea la promoción de un producto del tabaco o el uso del 
tabaco, incluida la publicidad que, sin mencionar directamente un producto del tabaco, 
intente eludir la prohibición de la publicidad utilizando nombres, marcas, símbolos u otros 
elementos distintivos de productos del tabaco.

c) Patrocinio: cualquier tipo de contribución, pública o privada, a un acontecimiento, una 
actividad o un individuo cuyo objetivo o efecto directo o indirecto sea la promoción de un 
producto del tabaco o el uso del tabaco.

d) Promoción: todo estímulo de la demanda de productos del tabaco, como anuncios, 
publicidad y actos especiales, entre otros, destinados a atraer la atención y suscitar el interés 
de los consumidores.

e) Espacios de uso público: lugares accesibles al público en general o lugares de uso 
colectivo, con independencia de su titularidad pública o privada. En cualquier caso, se 
consideran espacios de uso público los vehículos de transporte público o colectivo.

f) Dispositivo susceptible de liberación de nicotina: un producto, o cualquiera de sus 
componentes, incluidos un cartucho, un depósito y el dispositivo sin cartucho o depósito, que 
pueda utilizarse para el consumo de vapor que contenga nicotina a través de una boquilla. 
Los dispositivos susceptibles de liberación de nicotina pueden ser desechables o 
recargables mediante un envase de recarga y un depósito, o recargables con cartuchos de 
un solo uso.

g) Tabaco de uso oral: todos los productos destinados al uso oral, con excepción de los 
productos para inhalar o mascar, constituidos total o parcialmente por tabaco en forma de 
polvo, de partículas finas o en cualquier combinación de esas formas, en particular los 
presentados en sobres de dosis o en sobres porosos.

h) Envase de recarga: un receptáculo de líquido que contiene a su vez nicotina, el cual 
puede utilizarse para recargar un dispositivo susceptible de liberación de nicotina.

i) Comercializar: poner productos, con independencia de su lugar de fabricación, a 
disposición de los consumidores, mediante pago o no de dichos productos, incluso mediante 
la venta a distancia. En caso de ventas a distancia transfronterizas, el producto debe estar 
comercializado en el Estado miembro donde se encuentra el consumidor.

j) Ventas a distancia transfronterizas: venta a distancia a los consumidores, cuando, en el 
momento en que se encarga el producto, el consumidor se encuentra en un Estado miembro 
diferente del Estado miembro o el tercer país en el que está establecido el establecimiento 
minorista. Se considerará que un establecimiento minorista está establecido en un Estado 
miembro:

1.º En caso de una persona física, si su centro de actividad comercial se encuentra en 
ese Estado miembro.

2.º En otros casos, si tiene su sede social, su administración central o su actividad 
comercial, incluida una sucursal, una agencia u otro tipo de establecimiento en ese Estado 
miembro.
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2. A efectos de esta Ley, en el ámbito de la hostelería, se entiende por espacio al aire 
libre todo espacio no cubierto o todo espacio que estando cubierto esté rodeado lateralmente 
por un máximo de dos paredes, muros o paramentos.

CAPÍTULO II
Limitaciones a la venta, suministro y consumo de los productos del tabaco

Artículo 3.  Venta y suministro de los productos del tabaco.
1. La venta y suministro al por menor de productos del tabaco sólo podrá realizarse en la 

red de expendedurías de tabaco y timbre o a través de máquinas expendedoras, ubicadas 
en establecimientos que cuenten con las autorizaciones administrativas oportunas, para la 
venta mediante máquinas, y queda expresamente prohibido en cualquier otro lugar o medio.

2. Se prohíbe vender o entregar a personas menores de dieciocho años productos del 
tabaco, así como cualquier otro producto que le imite e induzca a fumar. En particular, se 
prohíbe la venta de dulces, refrigerios, juguetes y otros objetos que tengan forma de 
productos del tabaco y puedan resultar atractivos para los menores. Igualmente, se prohíbe 
la venta de tabaco por personas menores de dieciocho años.

En el empaquetado de los productos del tabaco deberá incluirse una referencia expresa 
a la prohibición de su venta a menores de dieciocho años.

3. En todos los establecimientos en los que esté autorizada la venta y suministro de 
productos del tabaco, se instalarán en lugar visible carteles que, de acuerdo con las 
características que señalen las normas autonómicas en su respectivo ámbito territorial, 
informen, en castellano y en las lenguas cooficiales, de la prohibición de venta de tabaco a 
los menores de dieciocho años y adviertan sobre los perjuicios para la salud derivados del 
uso del tabaco. En estos establecimientos se exigirá a todas las personas compradoras, 
salvo que sea evidente que son mayores de edad, acreditar dicha edad mediante documento 
de valor oficial.

4. Se prohíbe la comercialización, venta y suministro de cigarrillos y cigarritos no 
provistos de capa natural en unidades sueltas o empaquetamientos de menos de 20 
unidades.

Se prohíbe, asimismo, la comercialización del tabaco de uso oral.
5. Se prohíbe, en el ejercicio de una actividad comercial o empresarial, la entrega, 

suministro o distribución de muestras de cualquier producto del tabaco, sean o no gratuitas, 
y la venta de productos del tabaco con descuento.

Se presume que la entrega, suministro o distribución de muestras tiene lugar en el 
ejercicio de una actividad comercial o empresarial cuando se efectúa directamente por el 
fabricante, productor, distribuidor, importador o vendedor.

6. Se prohíbe la venta y suministro de productos del tabaco por cualquier otro método 
que no sea la venta directa personal o a través de máquinas expendedoras que guarden las 
condiciones señaladas en el artículo siguiente. Queda expresamente prohibida la venta o 
suministro al por menor de productos del tabaco de forma indirecta o no personal, mediante 
la venta a distancia o procedimientos similares.

7. El Gobierno, mediante Real Decreto, determinará los contenidos y componentes de 
los productos del tabaco, en especial los elementos adictivos, así como las condiciones de 
etiquetado que éstos deberán cumplir.

Artículo 4.  Venta y suministro a través de máquinas expendedoras.
La venta y el suministro a través de máquinas expendedoras se realizará de acuerdo con 

las siguientes condiciones:
a) Uso: se prohíbe a los menores de dieciocho años el uso de máquinas expendedoras 

de productos del tabaco.
b) Ubicación: Las máquinas expendedoras de productos del tabaco sólo podrán ubicarse 

en el interior de quioscos de prensa situados en la vía pública y en locales cuya actividad 
principal sea la venta de prensa con acceso directo a la vía pública, en las tiendas de 
conveniencia previstas en el artículo 5.4 de la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios 
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Comerciales, que estén ubicadas en estaciones de servicio o que aporten certificación 
acreditativa de esa condición, expedida por la autoridad competente en materia de comercio, 
así como en aquellos locales a los que se refieren las letras k, t y u del artículo 7 en una 
localización que permita la vigilancia directa y permanente de su uso por parte del titular del 
local o de sus trabajadores.

En paralelo a la venta a través de máquinas expendedoras, se permitirá la venta manual 
de cigarros y cigarritos provistos de capa natural en dichos locales que cuenten con la 
autorización administrativa otorgada por el Comisionado para el Mercado de Tabaco.

No se podrán ubicar en las áreas anexas o de acceso previo a los locales, como son las 
zonas de cortavientos, porches, pórticos, pasillos de centros comerciales, vestíbulos, 
distribuidores, escaleras, soportales o lugares similares que puedan ser parte de un 
inmueble pero no constituyen propiamente el interior de éste.

c) Advertencia sanitaria: en la superficie frontal de las máquinas figurará, de forma clara 
y visible, en castellano y en las lenguas cooficiales de las Comunidades Autónomas, una 
advertencia sanitaria sobre los perjuicios para la salud derivados del uso del tabaco, 
especialmente para los menores, de acuerdo con las características que señalen las normas 
autonómicas en su respectivo ámbito territorial.

d) Características: para garantizar el uso correcto de estas máquinas, deberán incorporar 
los mecanismos técnicos adecuados que permitan impedir el acceso a los menores de edad.

e) Incompatibilidad: en estas máquinas no podrán suministrarse otros productos distintos 
del tabaco.

f) Registro: las máquinas expendedoras de productos del tabaco se inscribirán en un 
registro especial gestionado por el Comisionado para el Mercado de Tabacos.

Artículo 5.  Prohibición de venta y suministro en determinados lugares.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, queda prohibida la venta y 

suministro de productos del tabaco en los siguientes lugares:
a) Centros y dependencias de las Administraciones públicas y entidades de Derecho 

público.
b) Centros sanitarios o de servicios sociales y sus dependencias.
c) Centros docentes, independientemente de la edad del alumnado y del tipo de 

enseñanza.
d) Centros culturales.
e) Centros e instalaciones deportivas.
f) Centros de atención y de ocio y de esparcimiento de los menores de edad.
g) En cualquier otro lugar, centro o establecimiento donde esté prohibido su consumo, 

así como en los espacios al aire libre señalados en el artículo 7, salvo lo previsto en la letra 
b) del artículo 4.

h) Suprimida

Artículo 6.  Limitaciones al consumo de los productos del tabaco.
El consumo de productos del tabaco deberá hacerse exclusivamente en aquellos lugares 

o espacios en los que no esté prohibido.

Artículo 7.  Prohibición de fumar.
Se prohíbe fumar, además de en aquellos lugares o espacios definidos en la normativa 

de las Comunidades Autónomas, en:
a) Centros de trabajo públicos y privados, salvo en los espacios al aire libre.
b) Centros y dependencias de las Administraciones públicas y entidades de Derecho 

público.
c) Centros, servicios o establecimientos sanitarios, así como en los espacios al aire libre 

o cubiertos, comprendidos en sus recintos.
d) Centros docentes y formativos, salvo en los espacios al aire libre de los centros 

universitarios y de los exclusivamente dedicados a la formación de adultos, siempre que no 
sean accesos inmediatos a los edificios o aceras circundantes.
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e) Instalaciones deportivas y lugares donde se desarrollen espectáculos públicos, 
siempre que no sean al aire libre.

f) Zonas destinadas a la atención directa al público.
g) Centros comerciales, incluyendo grandes superficies y galerías, salvo en los espacios 

al aire libre.
h) Centros de atención social.
i) Centros de ocio o esparcimiento, salvo en los espacios al aire libre.
j) Centros culturales, salas de lectura, exposición, biblioteca, conferencias y museos.
k) Salas de fiesta, establecimientos de juego o de uso público en general, salvo en los 

espacios al aire libre.
l) Áreas o establecimientos donde se elaboren, transformen, preparen, degusten o 

vendan alimentos.
m) Ascensores y elevadores.
n) Cabinas telefónicas, recintos de los cajeros automáticos y otros espacios cerrados de 

uso público de reducido tamaño. Se entiende por espacio de uso público de reducido tamaño 
aquel que no ocupe una extensión superior a cinco metros cuadrados.

ñ) Estaciones de autobuses, salvo en los espacios que se encuentren al aire libre, 
vehículos o medios de transporte colectivo urbano e interurbano, vehículos de transporte de 
empresa, taxis, ambulancias, funiculares y teleféricos.

o) Todos los espacios del transporte suburbano (vagones, andenes, pasillos, escaleras, 
estaciones, etc.), salvo en los espacios que se encuentren por completo al aire libre.

p) Estaciones, puertos y medios de transporte ferroviario y marítimo, salvo en los 
espacios al aire libre.

q) Aeropuertos, salvo en los espacios que se encuentren al aire libre, aeronaves con 
origen y destino en territorio nacional y en todos los vuelos de compañías aéreas españolas, 
incluidos aquellos compartidos con vuelos de compañías extranjeras.

r) Estaciones de servicio y similares.
s) Cualquier otro lugar en el que, por mandato de esta Ley o de otra norma o por 

decisión de su titular, se prohíba fumar.
t) Hoteles, hostales y establecimientos análogos, salvo en los espacios al aire libre. No 

obstante, podrán habilitarse habitaciones fijas para fumadores, siempre que cumplan con los 
requisitos establecidos en el artículo 8.

u) Bares, restaurantes y demás establecimientos de restauración cerrados.
v) Salas de teatro, cine y otros espectáculos públicos que se realizan en espacios 

cerrados.
w) Recintos de los parques infantiles y áreas o zonas de juego para la infancia, 

entendiendo por tales los espacios al aire libre acotados que contengan equipamiento o 
acondicionamientos destinados específicamente para el juego y esparcimiento de menores.

x) En todos los demás espacios cerrados de uso público o colectivo.

Artículo 8.  Habilitación de zonas para fumar.
En los lugares designados en la letra t) del artículo anterior se podrán reservar hasta un 

30% de habitaciones fijas para huéspedes fumadores, siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Estar en áreas separadas del resto de habitaciones y con ventilación independiente o 
con otros dispositivos para la eliminación de humos.

b) Estar señalizadas con carteles permanentes.
c) Que el cliente sea informado previamente del tipo de habitación que se pone a su 

disposición.
d) Que los trabajadores no puedan acceder a las mismas mientras se encuentra algún 

cliente en su interior, salvo casos de emergencia.

CAPÍTULO III
Regulación de la publicidad, promoción y patrocinio de los productos del 

tabaco

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 16  Ley de medidas sanitarias frente al tabaquismo

– 355 –



Artículo 9.  Limitaciones de la publicidad, promoción y patrocinio de los productos del 
tabaco.

1. Queda prohibido el patrocinio de los productos del tabaco, así como toda clase de 
publicidad, y promoción de los citados productos en todos los medios y soportes, incluidas 
las máquinas expendedoras y los servicios de la sociedad de la información, con las 
siguientes excepciones:

a) Las publicaciones destinadas exclusivamente a los profesionales que intervienen en el 
comercio del tabaco.

b) Las presentaciones de productos del tabaco a profesionales del sector en el marco de 
la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de ordenación del mercado de tabacos y normativa tributaria, 
así como la promoción de dichos productos en las expendedurías de tabaco y timbre del 
Estado, siempre que no tenga como destinatarios a los menores de edad ni suponga la 
distribución gratuita de tabaco o de bienes y servicios relacionados exclusivamente con 
productos del tabaco o con el hábito de fumar o que lleven aparejados nombres, marcas, 
símbolos o cualesquiera otros signos distintivos que sean utilizados para los productos del 
tabaco. En todo caso, el valor o precio de los bienes o servicios citados no podrá ser 
superior al cinco por ciento del precio de los productos del tabaco que se pretenda 
promocionar.

En ningún caso, dichas actividades podrán realizarse en los escaparates ni extenderse 
fuera de dichos establecimientos, ni dirigirse al exterior.

c) Las publicaciones que contengan publicidad de productos del tabaco, editadas o 
impresas en países que no forman parte de la Unión Europea, siempre que dichas 
publicaciones no estén destinadas principalmente al mercado comunitario, salvo que estén 
dirigidas principalmente a los menores de edad.

2. Se prohíbe, fuera de la red de expendedurías de tabaco y timbre del Estado, la 
distribución gratuita o promocional de productos, bienes o servicios o cualquier otra 
actuación, cuyo objetivo o efecto directo o indirecto, principal o secundario, sea la promoción 
de un producto del tabaco.

3. Se prohíbe en todos los medios de comunicación, incluidos los servicios de la 
sociedad de la información, la emisión de programas o de imágenes en los que los 
presentadores, colaboradores o invitados:

a) Aparezcan fumando.
b) Mencionen o muestren, directa o indirectamente, marcas, nombres comerciales, 

logotipos u otros signos identificativos o asociados a productos del tabaco.

Artículo 10.  Reglas aplicables a denominaciones comunes.
Queda prohibido el empleo de nombres, marcas, símbolos o cualesquiera otros signos 

distintivos que sean utilizados para identificar en el tráfico productos del tabaco y, 
simultáneamente, otros bienes o servicios y sean comercializados u ofrecidos por una misma 
empresa o grupo de empresas.

A tal efecto, se considerarán pertenecientes a un mismo grupo las empresas que 
constituyan una unidad de decisión, porque alguna de ellas ejerza o pueda ejercer, directa o 
indirectamente, el control de las demás, o porque dicho control corresponda a una o varias 
personas físicas que actúen sistemáticamente en concierto. Se presumirá que existe en todo 
caso unidad de decisión cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado 1 
del artículo 42 del Código de Comercio y en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, 
del Mercado de Valores.
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CAPÍTULO IV
Medidas de prevención del tabaquismo, de promoción de la salud y de 

facilitación de la deshabituación tabáquica

Artículo 11.  Acciones y programas.
Las Administraciones públicas competentes promoverán directamente y en colaboración 

con sociedades científicas, agentes sociales y organizaciones no gubernamentales, acciones 
y programas de educación para la salud, información sanitaria y de prevención del 
tabaquismo.

Artículo 12.  De los programas de deshabituación tabáquica.
Las Administraciones públicas competentes promoverán el desarrollo de programas 

sanitarios para la deshabituación tabáquica en la red asistencial sanitaria, en especial en la 
atención primaria. Asimismo, se promoverán los programas de promoción del abandono del 
consumo de tabaco en instituciones docentes, centros sanitarios, centros de trabajo y 
entornos deportivos y de ocio. La creación de unidades de deshabituación tabáquica se 
potenciará y promoverá en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, 
que también definirá los grupos prioritarios que resulten más vulnerables.

El acceso a tratamientos de deshabituación tabáquica, cuya eficacia y coste-efectividad 
haya sido avalada por la evidencia científica, se potenciará y promoverá en el seno del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, valorando, en su caso, su 
incorporación a la cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud.

Artículo 13.  Adopción de medidas.
En la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, se atenderá, de manera 

particular, la perspectiva de género y las desigualdades sociales. Asimismo, las 
Administraciones públicas competentes promoverán las medidas necesarias para la 
protección de la salud y la educación de los menores, con el fin de prevenir y evitar el inicio 
en el consumo y de ayudar a estos en el abandono de la dependencia. Se introducirán 
contenidos orientados a la prevención y a la concienciación contra el tabaquismo en los 
planes formativos del profesorado. Se potenciará la puesta en marcha de programas de 
actuación en la atención pediátrica infantil, con información específica para los padres 
fumadores y campañas sobre los perjuicios que la exposición al humo provoca en los 
menores.

Artículo 14.  Criterios y protocolos de las unidades de prevención y control del tabaquismo.
El Ministerio de Sanidad y Consumo establecerá, en coordinación con las Comunidades 

Autónomas y las sociedades científicas correspondientes, los criterios y protocolos 
definitorios de las unidades de prevención y control del tabaquismo.

Artículo 15.  Colaboración de los poderes públicos.
De conformidad con los objetivos de esta Ley, el Gobierno, en colaboración con las 

Comunidades Autónomas, y en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud, propondrá las iniciativas, programas y actividades a desarrollar para el mejor 
cumplimiento de esta Ley y coordinará las actuaciones intersectoriales e interterritoriales.

Artículo 16.  Del Observatorio para la Prevención del Tabaquismo.
(Derogado)

Artículo 17.  Del destino de las sanciones impuestas.
Las Administraciones competentes podrán destinar total o parcialmente los importes por 

la recaudación de sanciones, dispuestas conforme a lo establecido en esta Ley, al desarrollo 
de programas de investigación, de educación, de prevención, de control del tabaquismo y de 
facilitación de la deshabituación tabáquica.
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CAPÍTULO V
Régimen de infracciones y sanciones

Artículo 18.  Disposiciones generales.
1. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá, en todo lo no previsto en 

ella, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en la 
Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, todo ello sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales o de otro tipo que puedan concurrir.

2. En los procedimientos sancionadores por infracciones graves o muy graves se podrán 
adoptar, con arreglo a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y sus normas de 
desarrollo, y sin perjuicio de las que pudieran establecer las normas de las Comunidades 
Autónomas, las medidas de carácter provisional previstas en dichas normas que se estimen 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que definitivamente se dicte, el buen fin 
del procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y las exigencias de 
los intereses generales. En particular, podrán acordarse las siguientes:

a) En caso de infracciones muy graves, la suspensión temporal de la actividad del 
infractor y, en su caso, el cierre provisional de sus establecimientos.

b) El precinto, el depósito o la incautación de los productos del tabaco.
c) El precinto, el depósito o la incautación de registros, soportes y archivos informáticos y 

de documentos en general, así como de aparatos y equipos informáticos de todo tipo.
d) Advertir al público de la existencia de posibles conductas infractoras y de la incoación 

del expediente sancionador de que se trate, así como de las medidas adoptadas para el 
cese de dichas conductas.

En la adopción y cumplimiento de tales medidas se respetarán, en todo caso, las 
garantías, normas y procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico para proteger los 
derechos a la intimidad personal y familiar, a la protección de los datos personales, a la 
libertad de expresión o a la libertad de información, cuando éstos pudieran resultar 
afectados.

En casos de urgencia y para la inmediata protección de los intereses implicados, las 
medidas provisionales previstas en este artículo podrán ser acordadas antes de la iniciación 
del expediente sancionador. Las medidas deberán ser confirmadas, modificadas o 
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de 
los 15 días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En 
todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento sancionador 
en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso 
acerca de aquellas. El órgano administrativo competente para resolver el procedimiento 
sancionador podrá imponer multas coercitivas por importe que no exceda de 6.000 euros por 
cada día que transcurra sin cumplir las medidas provisionales que hubieran sido acordadas.

3. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años; las graves, a los dos años, y 
las leves, a los seis meses. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 
tres años; las impuestas por faltas graves, a los dos años, y las impuestas por faltas leves, al 
año.

Artículo 19.  Infracciones.
1. Las infracciones por incumplimiento de lo previsto en esta Ley se clasifican en leves, 

graves y muy graves.
2. Se considerarán infracciones leves:
a) Fumar en los lugares en que exista prohibición o fuera de las zonas habilitadas al 

efecto.
b) No disponer o no exponer en lugar visible en los establecimientos en los que esté 

autorizada la venta de productos del tabaco los carteles que informen de la prohibición de 
venta de tabaco a los menores de dieciocho años y adviertan sobre los perjuicios para la 
salud derivados del uso del tabaco.
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c) Que las máquinas expendedoras no dispongan de la preceptiva advertencia sanitaria 
o no cumplan con las características legalmente preceptivas.

d) No informar en la entrada de los establecimientos de la prohibición de fumar o no 
cumplir el resto de obligaciones formales a que se refiere esta Ley.

e) Suprimida
f) La venta o comercialización de productos del tabaco por personas menores.
3. Se considerarán infracciones graves:
a) Habilitar zonas para fumar en establecimientos y lugares donde no esté permitida su 

habilitación.
b) Permitir fumar en los lugares en los que existe prohibición de hacerlo.
c) La acumulación de tres infracciones de las previstas en el apartado 2.a) del presente 

artículo.
d) La comercialización, venta y suministro de cigarrillos y cigarritos no provistos de capa 

natural en unidades de empaquetamiento de venta inferior a 20 unidades, así como por 
unidades individuales.

e) La venta y suministro de cigarros y cigarritos provistos de capa natural por unidades 
en aquellos lugares en los que ello no esté permitido.

f) La entrega o distribución de muestras de cualquier producto del tabaco, sean o no 
gratuitas.

g) La instalación o emplazamiento de máquinas expendedoras de labores de tabaco en 
lugares expresamente prohibidos.

h) El suministro o dispensación a través de máquinas expendedoras de tabaco de 
productos distintos al tabaco.

i) La venta y suministro de productos del tabaco mediante la venta a distancia o 
procedimientos similares, excepto la venta a través de máquinas expendedoras.

j) La distribución gratuita o promocional, fuera de la red de expendedurías de tabaco y 
timbre del Estado, de productos, bienes o servicios con la finalidad o efecto directo o 
indirecto de promocionar un producto del tabaco.

k) La venta de productos del tabaco con descuento.
l) La venta o entrega a personas menores de dieciocho años de productos del tabaco o 

de productos que imiten productos del tabaco e induzcan a fumar, así como de dulces, 
refrigerios, juguetes y otros objetos que tengan forma de productos del tabaco y puedan 
resultar atractivos para los menores.

m) Permitir a los menores de dieciocho años el uso de máquinas expendedoras de 
productos del tabaco.

n) Que las máquinas expendedoras no dispongan del mecanismo adecuado de 
activación o puesta en marcha por el titular del establecimiento.

ñ) La distribución gratuita o promocional de productos, bienes o servicios con la finalidad 
o efecto directo o indirecto de promocionar un producto del tabaco a menores de dieciocho 
años.

o) La comercialización de bienes o servicios utilizando nombres, marcas, símbolos u 
otros signos distintivos ya utilizados para un producto del tabaco en condiciones distintas de 
las permitidas en el artículo 10 y en la disposición transitoria segunda.

p) La comercialización de productos del tabaco utilizando el nombre, la marca, el símbolo 
o cualquier otro signo distintivo de cualquier otro bien o servicio en condiciones distintas de 
las permitidas en esta Ley.

q) La venta, cesión o suministro de productos del tabaco incumpliendo las demás 
prohibiciones o limitaciones establecidas en esta Ley.

r) La distribución gratuita en las expendedurías de tabaco y timbre del Estado de bienes 
y servicios relacionados exclusivamente con productos del tabaco o con el hábito de fumar o 
que lleven aparejados nombres, marcas, símbolos o cualesquiera otros signos distintivos 
que sean utilizados para los productos del tabaco.

s) La comercialización de tabaco de uso oral.
t) No cumplir los requisitos reglamentariamente exigidos en materia de comunicación de 

la información por parte de los fabricantes e importadores de productos de tabaco, de los 
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dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y envases de recarga y de los productos a 
base de hierbas para fumar.

u) No cumplir los requisitos reglamentariamente exigidos en materia de registro de los 
fabricantes, importadores y distribuidores de los dispositivos susceptibles de liberación de 
nicotina y envases de recarga y de los productos a base de hierbas para fumar.

v) No cumplir los requisitos reglamentariamente exigidos en materia de presentación y 
comercialización por parte de los fabricantes e importadores de productos a base de hierbas 
para fumar.

w) El incumplimiento de los requisitos reglamentariamente exigidos en materia de 
fabricación, presentación, comercialización, calidad y seguridad de los productos del tabaco 
y de los dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y envases de recarga.

x) La venta a distancia transfronteriza de dispositivos susceptibles de liberación de 
nicotina y envases de recarga.

4. Son infracciones muy graves la publicidad, promoción y patrocinio de los productos del 
tabaco en todos los medios, incluidos los servicios de la sociedad de la información, salvo 
los supuestos previstos en el artículo 9.1.

Asimismo, constituye infracción muy grave la publicidad, promoción y patrocinio de 
dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y envases de recarga que no estén 
permitidas.

Artículo 20.  Sanciones.
1.  Las infracciones leves se sancionarán con multa de 30 a 600 euros, salvo la 

consistente en fumar en lugares prohibidos prevista en el artículo 19.2.a), que será 
sancionada con multa de hasta 30 euros si la conducta infractora se realiza de forma aislada; 
las graves, con multa desde 601 euros hasta 10.000 euros, y las muy graves, desde 10.001 
euros hasta 600.000 euros.

2. La cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los límites indicados, se graduará 
teniendo en cuenta el riesgo generado para la salud, la capacidad económica del infractor, la 
repercusión social de la infracción, el beneficio que haya reportado al infractor la conducta 
sancionada y la previa comisión de una o más infracciones a esta Ley. Las sanciones se 
dividirán, dentro de cada categoría, en tres grados, mínimo, medio y máximo. Se impondrán 
en grado máximo las sanciones por hechos cuyo perjudicado o sujeto pasivo sea un menor 
de edad y las que se impongan en los casos en los que la conducta infractora se realice con 
habitualidad o de forma continuada, salvo que la habitualidad o continuidad formen parte del 
tipo de la infracción. Se impondrán en grado mínimo cuando se cometan por un menor de 
edad, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21.8.

3. En todo caso, cuando la cuantía de la multa resulte inferior al beneficio obtenido por la 
comisión de la infracción, la sanción será aumentada hasta el doble del importe en que se 
haya beneficiado el infractor.

4. Si un mismo hecho u omisión fuera constitutivo de dos o más infracciones, tipificadas 
en ésta u otras Leyes, se tomará en consideración únicamente aquella que comporte la 
mayor sanción.

5. Cuando, a juicio de la Administración, la infracción pudiera ser constitutiva de delito o 
falta, el órgano administrativo dará traslado al Ministerio Fiscal y se abstendrá de proseguir 
el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se haya pronunciado. La 
sanción penal excluirá la imposición de la administrativa.

6. La exigencia de responsabilidades administrativas será compatible con las civiles o de 
otro orden que pudieran concurrir.

7. Las cuantías de las multas serán revisadas y actualizadas periódicamente por el 
Gobierno mediante real decreto.

Artículo 21.  Personas responsables.
1. De las diferentes infracciones será responsable su autor, entendiendo por tal la 

persona física o jurídica que cometa los hechos tipificados como tales.
2. En el caso de las infracciones tipificadas en el artículo 19.2.b), d) y f) y 19.3.a), serán 

responsables los titulares de los establecimientos en los que se cometa la infracción.
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3. De las infracciones tipificadas en el artículo 19.2.c) y 19.3.n) responderán 
solidariamente el fabricante, el importador, en su caso, el distribuidor y el explotador de la 
máquina.

4. De las infracciones tipificadas en el artículo 19.3.g) y h) será responsable el explotador 
de la máquina.

5. En el caso del artículo 19 en los apartados 3. b) y 3. l) en el supuesto de venta de 
productos del tabaco a menores de dieciocho años y del artículo 19.3. m), responderá el 
titular del local, centro o establecimiento en el que se cometa la infracción o, en su defecto, 
el empleado de aquel que estuviese a cargo del establecimiento o centro en el momento de 
cometerse la infracción. Si el titular del local, centro o establecimiento fuera una 
Administración pública, responderá dicha Administración, sin perjuicio de que ésta exija a 
sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido.

6. En el caso de la infracción tipificada en el artículo 19.3.l) de entrega a personas 
menores de dieciocho años de productos del tabaco, será responsable quien hubiera 
realizado la entrega al menor.

7. En el caso de infracciones en materia de publicidad, será considerado responsable 
solidario, además de la empresa publicitaria, el beneficiario de la publicidad, entendiendo por 
tal al titular de la marca o producto anunciado, así como el titular del establecimiento o 
espacio en el que se emite el anuncio.

8. Cuando sea declarada la responsabilidad de los hechos cometidos por un menor, 
responderán solidariamente con él sus padres, tutores, acogedores y guardadores legales o 
de hecho por este orden, en razón al incumplimiento de la obligación impuesta a éstos que 
conlleva un deber de prevenir la infracción administrativa que se impute a los menores. La 
responsabilidad solidaria vendrá referida a la pecuniaria derivada de la multa impuesta. 
Previo el consentimiento de las personas referidas y oído el menor, podrá sustituirse la 
sanción económica de la multa por las medidas reeducadoras que determine la normativa 
autonómica.

Artículo 22.  Competencias de inspección y sanción.
1. La Administración General del Estado ejercerá las funciones de inspección y control, 

de oficio o a demanda de parte, así como la instrucción de expedientes sancionadores e 
imposición de sanciones, en el ámbito del transporte aéreo, marítimo o terrestre, cuando 
éstos se desarrollen en el marco suprautonómico o internacional, así como en todos aquellos 
recintos, dependencias o medios que, por sus características, excedan del ámbito 
competencial de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía.

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía, en su caso, ejercerán las funciones de control e inspección, de oficio o a 
instancia de parte, así como la instrucción de expedientes sancionadores e imposición de 
sanciones.

3. Las competencias sancionadoras de los órganos a que se refiere este artículo se 
entienden sin perjuicio de las que corresponden al Comisionado para el Mercado de Tabacos 
de acuerdo con la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y 
Normativa Tributaria.

4. Tratándose de las infracciones cometidas a través de la radio o televisión, las 
Comunidades Autónomas ejercerán el control y la inspección para garantizar el cumplimiento 
de lo previsto en esta Ley y, en su caso, tramitarán los correspondientes procedimientos 
sancionadores e impondrán las oportunas sanciones en relación con los servicios de 
televisión y radiodifusión cuyos ámbitos de cobertura, cualquiera que sea el medio de 
transmisión empleado, no sobrepasen sus respectivos límites territoriales. También serán 
competentes en relación con los servicios de televisión y radiodifusión cuya prestación se 
realice directamente por ellas o por entidades a las que hayan conferido un título habilitante 
dentro del correspondiente ámbito autonómico.

Corresponden al Estado, a través del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, las 
competencias para garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley en los demás 
servicios de televisión y radio. En estos supuestos, no serán de aplicación las disposiciones 
contenidas en el capítulo V de la Ley 25/1994, de 12 de julio, de incorporación al 
ordenamiento jurídico español de la Directiva 85/552/CEE, sobre la coordinación de 
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disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al 
ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva.

5. Las infracciones que se cometan a través de servicios o dispositivos de la sociedad de 
la información serán sancionadas por las autoridades a que se refiere el artículo 43 de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico.

Artículo 23.  Ejercicio de acciones individuales y colectivas.
1. El titular de un derecho o interés legítimo afectado podrá exigir ante los órganos 

administrativos y jurisdiccionales de cualquier orden la observancia y cumplimiento de lo 
dispuesto en esta Ley.

2. En materia de publicidad, cualquier persona natural o jurídica que resulte afectada y, 
en general, quienes fueran titulares de un derecho subjetivo o un interés legítimo podrán 
solicitar la cesación de la publicidad contraria a esta Ley, en los términos previstos, según 
proceda, en las Leyes 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 25/1994, de 12 
de julio, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, 
sobre la coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, y 34/2002, 
de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico.

3. Cuando la publicidad ilícita afecte a los intereses colectivos o difusos de los 
consumidores y usuarios, se podrá ejercitar la acción colectiva de cesación con amparo en 
las disposiciones citadas en el apartado 2.

Disposición adicional primera.  Venta manual de cigarros y cigarritos provistos de capa 
natural.

No obstante lo dispuesto en los artículos 3.1 y 5.g), en lo que se refiere a la venta a 
través de la red de expendedurías de tabaco y timbre y de máquinas expendedoras, se 
permite la venta manual de cigarros y cigarritos provistos de capa natural en los 
establecimientos a que se refiere la letra u) del artículo 7, que cuenten con autorización 
administrativa otorgada por el Comisionado para el Mercado de Tabacos.

Disposición adicional segunda.  Régimen especial de los pequeños establecimientos de 
hostelería y restauración en los que está permitido fumar.

(Suprimida)

Disposición adicional tercera.  Señalización de los centros o dependencias en los que 
existe prohibición de fumar y zonas habilitadas para fumar.

En los centros o dependencias en los que existe prohibición legal de fumar deberán 
colocarse en su entrada, en lugar visible, carteles que anuncien la prohibición del consumo 
de tabaco y los lugares, en los que, en su caso, se encuentren las zonas habilitadas para 
fumar. Estos carteles estarán redactados en castellano y en la lengua cooficial con las 
exigencias requeridas por las normas autonómicas correspondientes.

Disposición adicional cuarta.  Régimen especial de la Comunidad Autónoma de Canarias.
Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de las peculiaridades del Régimen 

Económico y Fiscal de Canarias respecto de la libertad comercial de los productos del 
tabaco en los establecimientos situados en el archipiélago canario, sin que esa excepción 
suponga limitación en la aplicación de las demás prescripciones contenidas en esta ley, en 
especial lo previsto en las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 5 y, en todo caso, las 
destinadas a la protección de los menores.

No obstante lo anterior, corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias, de 
conformidad con su Estatuto de Autonomía, adoptar las medidas que permitan el desarrollo 
económico y la ordenación de la actividad económica general en el sector del tabaco, sin 
perjuicio de lo establecido en la normativa del Derecho de la Unión Europea que resulten de 
aplicación y las competencias que correspondan al Estado.
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La Comunidad Autónoma de Canarias mantendrá atribuidas las competencias de 
vigilancia, control e inspección sobre los fabricantes y comerciantes de tabaco de las islas.

Disposición adicional quinta.  Tiendas libres de impuestos.
Las denominadas «tiendas libres de impuestos» autorizadas en puertos y aeropuertos, a 

las que se refiere el apartado 1) de la disposición adicional séptima de la Ley 13/1998, de 4 
de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria, podrán continuar 
desarrollando su actividad de venta de tabaco, de conformidad con lo previsto en la citada 
disposición.

Disposición adicional sexta.  Régimen especial de los establecimientos penitenciarios.
Se exceptúa de lo dispuesto en el artículo 5.a), a las expendedurías de tabaco y timbre a 

que se refiere la disposición adicional séptima.2 de la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de 
Ordenación del Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria.

En los establecimientos penitenciarios se permite fumar a los internos en las zonas 
exteriores de sus edificios al aire libre, o en las salas cerradas habilitadas al efecto, que 
deberán estar debida y visiblemente señalizadas y contar con ventilación independiente o 
con otros dispositivos para la eliminación de humos.

Disposición adicional séptima.  Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
Lo establecido en esta Ley se entiende sin perjuicio de las demás limitaciones y 

prohibiciones al consumo de tabaco, contenidas en la normativa sobre prevención de riesgos 
laborales, cuya vigilancia y control corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social.

Disposición adicional octava.  Centros o establecimientos psiquiátricos.
En los establecimientos psiquiátricos de media y larga estancia se permite fumar a los 

pacientes en las zonas exteriores de sus edificios al aire libre, o en una sala cerrada 
habilitada al efecto, que habrá de estar debida y visiblemente señalizada y contar con 
ventilación independiente o con otros dispositivos para la eliminación de humos.

Disposición adicional novena.  Clubes privados de fumadores.
A los clubes privados de fumadores, legalmente constituidos como tales, no les será de 

aplicación lo dispuesto en esta Ley, relativo a la prohibición de fumar, publicidad, promoción 
y patrocinio, siempre que se realice en el interior de su sede social, mientras en las mismas 
haya presencia única y exclusivamente de personas socias.

A los efectos de esta Disposición, para ser considerado club privado de fumadores 
deberá tratarse de una entidad con personalidad jurídica, carecer de ánimo de lucro y no 
incluir entre sus actividades u objeto social la comercialización o compraventa de 
cualesquiera bienes o productos consumibles.

En ningún caso se permitirá la entrada de menores de edad a los clubes privados de 
fumadores.

Disposición adicional décima.  Centros residenciales de mayores o de personas con 
discapacidad.

En los centros residenciales de mayores o de personas con discapacidad, se podrá 
habilitar una zona específica para fumadores, cuyo uso será exclusivo para residentes y 
deberá estar debida y visiblemente señalizada y contar con ventilación independiente o con 
otros dispositivos para la eliminación de humos, no pudiendo extenderse el permiso de fumar 
a las habitaciones ni al resto de las zonas comunes en dichos centros.
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Disposición adicional undécima.  Informe a las Cortes Generales.
El Ministerio de Sanidad y Política Social deberá remitir a las Cortes Generales, con 

carácter bienal y durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigor de la Ley, un 
informe de evaluación del impacto de esta reforma sobre la salud pública.

Disposición adicional duodécima.  Consumo y venta a menores de dispositivos 
susceptibles de liberación de nicotina y productos similares.

Uno. El consumo de dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y productos 
similares queda sometido a las mismas previsiones establecidas para el consumo del tabaco 
que se recogen en el artículo 6, así como a las contempladas en los apartados 2 y 3 del 
artículo 3.

Dos. Se prohíbe el consumo de dichos dispositivos, en:
a) los centros y dependencias de las Administraciones públicas y entidades de derecho 

público.
b) los centros, servicios y establecimientos sanitarios, así como en los espacios al aire 

libre o cubiertos, comprendidos en sus recintos.
c) en los centros docentes y formativos, salvo en los espacios al aire libre de los centros 

universitarios y de los exclusivamente dedicados a la formación de adultos, siempre que no 
sean accesos inmediatos a los edificios y aceras circundantes.

d) en los medios de transporte público urbano e interurbano, medios de transporte 
ferroviario, y marítimo, así como en aeronaves de compañías españolas o vuelos 
compartidos con compañías extranjeras.

e) en los recintos de los parques infantiles y áreas o zonas de juego para la infancia, 
entendiendo por tales los espacios al aire libre acotados que contengan equipamiento o 
acondicionamiento destinados específicamente para el juego y esparcimiento de menores.

Tres. El consumo de dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y productos 
similares queda sometido a las mismas previsiones establecidas para el consumo del tabaco 
que se recogen en las disposiciones adicionales sexta, segundo párrafo; octava y décima de 
esta ley, resultando de aplicación a dicho consumo las infracciones contempladas en las 
letras a) y d) del apartado 2 y letras a) b) c) y 1) del apartado 3 del art. 19, siendo el régimen 
sancionador el concordante para las mismas previsto en el Capítulo V.

Cuatro. En los centros o dependencias en los que existe prohibición legal de consumo de 
dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y productos similares deberán colocarse 
en su entrada, en lugar visible, carteles que anuncien esta prohibición y los lugares, en los 
que, en su caso, se encuentren las zonas habilitadas para su consumo. Estos carteles 
estarán redactados en castellano y en la lengua cooficial con las exigencias requeridas por 
las normas autonómicas correspondientes.

Cinco. Se prohíbe la venta a distancia transfronteriza de dispositivos susceptibles de 
liberación de nicotina y envases de recarga.

Disposición adicional decimotercera.  Limitaciones de la publicidad, promoción y 
patrocinio de los dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y envases de recarga.

En relación con los dispositivos susceptibles de liberación de nicotina y envases de 
recarga quedan prohibidas:

a) Las comunicaciones comerciales en los servicios de la sociedad de la información, en 
la prensa y en demás publicaciones impresas, que tengan por fin o por efecto directo o 
indirecto su promoción, con la excepción de las publicaciones destinadas exclusivamente a 
los profesionales del comercio de los productos y de las publicaciones que estén impresas y 
publicadas en terceros países, cuando dichas publicaciones no tengan por destino principal 
el mercado de la Unión Europea.

b) Las comunicaciones comerciales que tengan por fin o por efecto directo o indirecto su 
promoción en la radio.

c) Toda forma de contribución pública o privada a programas de radio que tenga por 
objeto o por efecto directo o indirecto su promoción.
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d) Toda forma de contribución pública o privada a cualquier acto, actividad o individuo 
que tenga por objeto o por efecto directo o indirecto su promoción y que implique a varios 
Estados miembros, o tenga lugar en varios Estados miembros, o surta efectos 
transfronterizos de cualquier otro modo.

e) Las comunicaciones comerciales audiovisuales, tal como están definidas en el artículo 
2.24 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de determinadas expendedurías y de 
las máquinas expendedoras.

1. Las expendedurías de tabaco y timbre del Estado existentes a la fecha de entrada en 
vigor de esta Ley que se vean afectadas por la limitación establecida en el artículo 5.g) 
podrán continuar vendiendo labores del tabaco hasta la extinción de la concesión 
correspondiente. Los titulares de las restantes expendedurías a que hace referencia el 
artículo 5 dispondrán del plazo de un año, contado desde la entrada en vigor de esta Ley, 
para solicitar el cambio de emplazamiento de acuerdo con lo previsto en el artículo 39 del 
Real Decreto 1199/1999, de 9 de julio, por el que se desarrolla la Ley 13/1998, de 4 de 
mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria, y se regula el estatuto 
concesional de la red de expendedurías de tabaco y timbre. Trascurrido dicho plazo, no se 
podrán vender productos del tabaco en tales lugares.

2. Los fabricantes, titulares y cesionarios de máquinas expendedoras de productos del 
tabaco dispondrán del plazo de un año contado desde la entrada en vigor de esta Ley para 
adaptar las máquinas a las exigencias y requisitos tecnológicos a que se refiere el artículo 
4.d). Las máquinas de nueva fabricación deberán incorporar tales exigencias desde la fecha 
de entrada en vigor de esta Ley.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de las denominaciones comunes.
Las denominaciones comunes a que se refiere el artículo 10 que hubieran sido 

comercializadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley podrán continuar 
utilizándose, si bien los nombres, marcas, símbolos o signos distintivos deberán mostrar un 
aspecto claramente distinto del utilizado en el producto del tabaco y no incluir ningún otro 
signo distintivo ya usado para dicho producto.

A partir de la fecha de entrada en vigor de esta Ley, ningún bien o servicio que se 
introduzca en el mercado podrá utilizar nombres, marcas, símbolos u otros signos distintivos 
ya utilizados para un producto del tabaco.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio aplicable a la habilitación de zonas 
para fumar.

Los requisitos para habilitar zonas para fumadores a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 8, serán exigibles una vez transcurridos ocho meses, contados desde la entrada en 
vigor de esta Ley. Durante ese período, al menos, deberán estar debidamente señalizadas y 
separadas las zonas de fumadores y no fumadores.

Disposición transitoria cuarta.  
Podrán seguir comercializándose hasta tres meses después de la entrada en vigor de la 

presente Ley las unidades de empaquetamiento de cigarrillos, y hasta seis meses después 
de la entrada en vigor las unidades de empaquetamiento de los demás productos del tabaco 
que no se ajusten a las disposiciones de esta Ley.

Disposición transitoria quinta.  
(Derogada)

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas, además de cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo establecido en esta Ley, las siguientes:
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a) El apartado 9 del artículo 4 de la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del 
Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria.

b) El artículo 8.5 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, en lo 
referente a la publicidad del tabaco.

c) El Real Decreto 709/1982, de 5 de marzo, por el que se regula la publicidad y 
consumo del tabaco.

d) El Real Decreto 192/1988, de 4 de marzo, sobre limitaciones en la venta y uso del 
tabaco para la protección de la salud de la población, en la redacción dada por el Real 
Decreto 1293/1999, de 23 de julio.

e) El artículo 32 del Real Decreto 1199/1999, de 9 de julio, por el que se desarrolla la Ley 
13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria y se 
regula el estatuto concesional de la red de expendedurías de tabaco y timbre.

Disposición final primera.  Fundamento constitucional.
1. Esta Ley se dicta con carácter básico al amparo del artículo 149.1.1.ª, 16.ª, 18.ª y 27.ª 

de la Constitución.
Se exceptúa de lo anterior el artículo 10, que se dicta al amparo del artículo 149.1.9.ª de 

la Constitución.
2. Corresponde a las Comunidades Autónomas, en su respectivo ámbito territorial, 

aprobar las normas de desarrollo y ejecución de esta Ley, incluidas las características y 
advertencias sanitarias correspondientes.

Disposición final segunda.  Habilitación al Gobierno.
El Gobierno dictará, en el ámbito de sus competencias, las disposiciones que sean 

necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2006, excepto las normas 

contenidas en el capítulo III, y las del capítulo V cuando se trate de sancionar infracciones 
cometidas en los supuestos a que se refiere el capítulo III, que entrarán en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 17

Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 185, de 3 de agosto de 2013

Última modificación: 15 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2013-8554

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
La Alimentación en España es un signo de identidad que surge de la gran variedad y 

riqueza de las producciones agroalimentarias de este país que son consecuencia de la 
diversidad de sus tierras, mares, ecosistemas y tradiciones.

La importancia por tanto de todo lo relacionado con los alimentos, no deriva sólo de la 
necesidad de satisfacer una función primaria de todo ser humano, sino de la intrínseca 
relación que la alimentación ha venido tradicionalmente manteniendo con la sociedad, la 
economía y el medio rural en España.

Este vínculo inexorable ha ido consolidándose con el paso del tiempo y generando 
alrededor un sector de vital importancia, que tiene como fin último no sólo atender a las 
demandas de los consumidores, sino generar riqueza y contribuir de forma significativa al 
crecimiento económico y al desarrollo y progreso del medio rural español.

El sector agroalimentario en España tiene pues un valor estratégico innegable para la 
economía nacional, tal y como lo corroboran las magnitudes económicas sobre su 
participación en el PIB, en la balanza comercial, su dimensión, el número de empleos que 
genera o sus cotas de producción, que le sitúan como el primer sector manufacturero y uno 
de los que gozan de mayor proyección internacional.

No obstante, es un sector vulnerable en su conjunto por sus propias características, ya 
que integra a una amplia diversidad de agentes de los sectores de la producción, la 
transformación y la distribución, que a su vez se ven limitados individualmente por su 
idiosincrasia.

Con carácter general, el sector productor agrario se ve afectado por un alto nivel de 
atomización, en el que mayoritariamente se integran empresas de pequeña dimensión. La 
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rigidez de la demanda, la estacionalidad y atomización de la oferta, la dispersión territorial o 
la generación de empleos vinculados al medio rural, son especificidades propias del sector 
agrario que le diferencian claramente de otros sectores económicos, tal y como lo demuestra 
el tratamiento que ha recibido en el Tratado Constitutivo de la Unión Europea a través de la 
Política Agraria Común (PAC).

Por su parte, la industria agroalimentaria está integrada mayoritariamente por pequeñas 
y medianas empresas, junto con grandes grupos industriales españoles e internacionales.

El sector de la distribución alimentaria se encuentra dividido en dos tipos de canales de 
venta. El canal de venta organizado que está muy concentrado en empresas con superficies 
de venta de mediano y gran tamaño que ofertan una amplia gama de productos que, 
normalmente, pertenecen a grandes grupos de distribución minorista que concentran la 
demanda de los distintos puntos de venta, lo que les confiere un gran poder de negociación 
frente a los proveedores. El otro canal de venta es el del comercio especializado, formado 
por empresas con superficies de venta al público de reducido tamaño de tipo familiar, 
ubicadas en mercados municipales, galerías comerciales o instalaciones de venta propias.

Esta heterogeneidad ha condicionado sin duda el funcionamiento y las relaciones de los 
agentes que operan a lo largo de la cadena alimentaria, evidenciando deficiencias que se 
han visto agravadas en el contexto de la actual crisis económica global. La volatilidad de los 
precios percibidos por los productores, el alto coste de los insumos y la inestabilidad de los 
mercados internacionales, son factores coyunturales que han mermado la competitividad y 
rentabilidad del sector agroalimentario.

Un análisis de la situación actual de la cadena de valor evidencia la existencia de claras 
asimetrías en el poder de negociación que pueden derivar, y en ocasiones derivan, en una 
falta de transparencia en la formación de precios y en prácticas comerciales potencialmente 
desleales y con prácticas contrarias a la competencia que distorsionan el mercado y tienen 
un efecto negativo sobre la competitividad de todo el sector agroalimentario.

El correcto funcionamiento de la cadena alimentaria resulta indispensable para 
garantizar un valor añadido sostenible para todos los operadores que contribuya a aumentar 
su competitividad global y revierta igualmente en beneficio de los consumidores. Por tanto, 
se hace imprescindible atajar esta problemática desde una perspectiva de conjunto que 
alcance a todos los agentes que se interrelacionan a lo largo de la cadena alimentaria de 
manera que se garantice la unidad de mercado para que el sector agroalimentario pueda 
desarrollarse plenamente y desplegar todo su potencial.

La garantía de la unidad de mercado en el ámbito de la cadena alimentaria es un factor 
clave de competitividad que permitirá un mayor aprovechamiento de las economías de 
escala, la división del trabajo y la intensidad de la competencia, lo que reducirá los costes de 
producción, mejorará la productividad y permitirá alcanzar mayores niveles de empleo y de 
bienestar.

II
La sociedad española y europea, así como las instituciones nacionales y comunitarias, 

no han permanecido ajenas a la situación que afecta a todo el sector agroalimentario 
derivada de los desequilibrios existentes entre los distintos eslabones de la cadena.

Desde que la Comisión Europea publicó su «Comunicación sobre la mejora en el 
funcionamiento de la cadena agroalimentaria» en 2009, se han multiplicado las iniciativas 
que han ido profundizando en el análisis y en la identificación de los problemas reales que 
están afectando a su desarrollo.

A las diferentes iniciativas de la Comisión, se han sumado otras instituciones 
comunitarias: los Consejos de Ministros de Competitividad y Agricultura, el Parlamento 
Europeo y el Comité Económico y Social, que mediante declaraciones, resoluciones e 
informes han evidenciado la gravedad y extensión global de este problema, subrayando la 
necesidad de que los Estados adopten medidas para solucionar este problema social y 
económico.

La constitución del Foro de Alto Nivel sobre la Mejora del Funcionamiento de la Cadena 
Alimentaria, a finales de 2011, es el último paso dado por la Unión Europea para buscar 
soluciones que permitan garantizar una mayor transparencia de los precios, mejorar la 
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competencia, evitar el abuso de poder en la negociación y contratación, prohibir la 
especulación y fomentar la autorregulación.

Paralelamente, en España, el Congreso de los Diputados ha llevado a cabo varias 
iniciativas para instar al Gobierno a promover políticas orientadas a conseguir que los 
operadores de la cadena de valor, especialmente los agricultores y ganaderos, perciban la 
contraprestación suficiente y, en consecuencia, obtengan un beneficio adecuado a su 
actividad. En cumplimiento de esta proposición se impulsó la creación en el Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente del Observatorio de Precios de los Alimentos, 
con el fin de contribuir a dotar de mayor transparencia a los mercados.

Estos debates y análisis de la situación que afecta a la cadena alimentaria, se han 
extendido también a nivel interno en la mayoría de los Estados miembros, donde se van 
implementado diversas medidas de variado alcance pero que comparten una misma 
finalidad.

El objetivo común de todas estas iniciativas comunitarias y nacionales mencionadas en 
los párrafos anteriores, es lograr el equilibrio de la cadena alimentaria y poder garantizar una 
competencia justa, leal y efectiva manteniendo un adecuado nivel de precios e informando 
de forma adecuada a los consumidores.

III
En el marco expuesto, la presente ley tiene como finalidad mejorar el funcionamiento y la 

vertebración de la cadena alimentaria de manera que aumente la eficacia y competitividad 
del sector agroalimentario español y se reduzca el desequilibrio en las relaciones 
comerciales entre los diferentes operadores de la cadena de valor, en el marco de una 
competencia justa que redunde en beneficio no solo del sector, sino también de la 
ciudadanía.

Para el cumplimiento de este objetivo, la ley se estructura del modo siguiente:
Un Título I de «Disposiciones generales» que regula el objeto y ámbito de aplicación de 

la Ley, sus fines, algunas definiciones y la colaboración que habrá de regir las relaciones de 
las Administraciones públicas competentes en el ejercicio de las actuaciones que realicen en 
el marco de lo dispuesto en esta Ley.

El ámbito de aplicación de la Ley se extiende a las relaciones comerciales entre todos 
los operadores que intervienen en la cadena alimentaria desde la producción a la distribución 
de alimentos o productos alimenticios.

Quedarán excluidas de la aplicación de esta ley las entregas de producto que se realicen 
a cooperativas agroalimentarias o entidades asociativas, por parte de los socios de las 
mismas.

Sin embargo, serán también operaciones comerciales sujetas a lo dispuesto en esta ley, 
las que se realicen entre operadores de la cadena agroalimentaria en los procesos de 
envasado, transformación o acopio para su posterior comercialización, y en todo caso, las 
compras de los animales vivos, los piensos y todas las materias primas e ingredientes 
utilizados para alimentación animal. Por tanto, no será de aplicación esta ley a las relaciones 
comerciales que afecten a los restantes insumos agroalimentarios.

Asimismo, el ámbito de aplicación del capítulo I del título II de esta ley se circunscribe a 
las relaciones comerciales de los operadores que realicen transacciones comerciales, 
continuadas o periódicas, cuyo precio sea superior a 2.500 euros, siempre que estos se 
encuentren en alguna de las siguientes situaciones de desequilibrio:

a) Que uno de los operadores tenga la condición de PYME y el otro no.
b) Que, en los casos de comercialización de productos agrarios no transformados, 

perecederos e insumos alimentarios, uno de los operadores tenga la condición de productor 
primario agrario, ganadero, pesquero o forestal o una agrupación de los mismos y el otro no 
la tenga.

c) Que uno de los operadores tenga una situación de dependencia económica respecto 
del otro operador, entendiendo por tal dependencia, que la facturación del producto de aquél 
respecto de éste sea al menos un 30% de la facturación del producto del primero en el año 
precedente.
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Finalmente, de acuerdo con la definición de cadena alimentaria que se incluye en el 
artículo 5, quedan excluidos del ámbito de aplicación de la ley las actividades del transporte, 
así como las relaciones comerciales con las empresas que operan en el canal de hostelería, 
tales como los puntos de venta o establecimientos minoristas como hoteles, restaurantes, 
bares y cafeterías.

En este Título es importante destacar el artículo 6, que está dedicado a la colaboración 
entre las Administraciones Públicas, que será determinante para garantizar el adecuado 
cumplimiento del contenido de esta ley y del principio de unidad de mercado.

Un Título II con un Capítulo I que regula los contratos alimentarios que se suscriban 
entre los operadores de la cadena alimentaria. La novedad más significativa, para garantizar 
la seguridad jurídica y la equidad en las relaciones comerciales, es el establecimiento de la 
obligación de formalizarlos por escrito que afectará al contrato de suministro, el de 
compraventa y el de integración. Asimismo, se establece la obligación de incorporar 
expresamente en estos contratos escritos los elementos esenciales de los mismos 
(identificación de las partes, objeto, precio, condiciones del pago, entrega de productos, 
derechos y obligaciones, duración y causas y efectos de la extinción) pactados libremente 
por las partes conforme a los principios rectores de esta Ley. En ningún caso, el requisito de 
forma exigido lo es de existencia y validez del contrato.

Por último, se regulan asimismo las subastas electrónicas y la obligación de 
conservación de documentos por los operadores durante un período de dos años a efectos 
de los controles que resulten pertinentes.

Con la regulación de los contratos alimentarios también se pretende conseguir una 
mayor transparencia (afloramiento de economía sumergida) en las relaciones comerciales 
del ámbito de la cadena alimentaria.

En el Capítulo II se regulan las prácticas comerciales abusivas. Se prohíben las 
modificaciones de las condiciones contractuales establecidas en el contrato, salvo que se 
realicen por mutuo acuerdo de las partes. Los contratos alimentarios deberán contener las 
correspondientes cláusulas en las que se prevea el procedimiento para su posible 
modificación y, en su caso, para la determinación de su eficacia retroactiva.

Por lo que se refiere a los llamados pagos comerciales, se prohíben todos los pagos 
adicionales más allá del precio pactado, salvo en dos supuestos específicos y bajo 
condiciones restrictivas.

En relación con la información comercial sensible, no se podrá exigir a otro operador 
información sobre sus productos más allá de la que resulte justificada en el contexto de su 
relación comercial. Además la información obtenida sólo podrá destinarse a los fines para los 
que fue facilitada, respetándose la confidencialidad de la información.

Finalmente, se incluye un precepto sobre gestión de marcas que establece la obligación 
de los operadores de gestionar las marcas de productos alimentarios que ofrezcan al 
consumidor, tanto las propias como las de otros operadores, evitando prácticas contrarias a 
la libre competencia o que constituyan actos de competencia desleal de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia y en la Ley 3/1991, 
de 10 de enero, de Competencia Desleal, así como actos de publicidad ilícitos de 
conformidad con la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad.

Asimismo, se prohíbe el aprovechamiento indebido por parte de un operador y en 
beneficio propio de la iniciativa empresarial ajena, así como las que constituyan publicidad 
ilícita por reputarse desleal mediante la utilización, ya sea en los envases, en la presentación 
o en la publicidad del producto o servicio de cualesquiera elementos distintivos que 
provoquen riesgo de asociación o confusión con los de otro operador o con marcas o 
nombres comerciales de otro operador en los términos definidos en la Ley 17/2001, de 7 de 
diciembre de Marcas y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 11 y 12 de la Ley de 
Competencia Desleal.

En el Título III regula las buenas prácticas en la contratación alimentaria. El Capítulo I se 
centra en la regulación del Código de buenas prácticas mercantiles en la contratación 
alimentaria que impulsaría el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, junto 
con el Ministerio de Economía y Competitividad, las Comunidades Autónomas y las 
organizaciones y asociaciones representativas de la producción, la transformación, la 
industria o distribución, cuya adhesión será voluntaria por los operadores de la cadena.
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A estos efectos, se ha previsto crear un Registro estatal, como instrumento público que 
agruparía a todos aquellos operadores de la cadena alimentaria que se adscriban al Código 
citado anteriormente.

También se prevé que la inscripción de los operadores en el Registro se tenga en cuenta 
en la normativa reguladora de las ayudas y subvenciones que en relación con la 
alimentación y la cadena alimentaria se promuevan por parte del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.

Por su parte, en el Capítulo II se prevé la posibilidad de que existan otros códigos de 
buenas prácticas comerciales impulsados por los propios operadores de la cadena, que 
también podrían inscribirse, así como sus operadores, en el Registro.

A continuación se regula el Título IV de la Ley en el que se crea el Observatorio de la 
Cadena Alimentaria, como órgano colegiado adscrito al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente. Este nuevo órgano sustituye al Observatorio de Precios de 
los Alimentos cuya normativa de creación se deroga por la presente ley, para asumir nuevas 
funciones relacionadas con el funcionamiento de la cadena alimentaria y continuar 
ejerciendo las relacionadas con los precios de los alimentos.

Con carácter general, serán funciones del Observatorio de la Cadena Alimentaria el 
seguimiento, asesoramiento, consulta, información y estudio del funcionamiento de la 
cadena alimentaria y de los precios de los alimentos. Asimismo, informará la propuesta de 
Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria regulado en esta 
Ley, facilitará su conocimiento entre los operadores de la cadena y promoverá su adhesión y 
conocerá de los resultados de la aplicación del mismo para, en su caso, proponer las 
medidas de mejora o actualización que sean necesarias. Finalmente, también podrá dar 
traslado a la autoridad competente de aquellos incumplimientos de la ley que haya detectado 
en el ejercicio de sus funciones.

Su composición y funcionamiento se desarrollará reglamentariamente.
En el Título V se regula la potestad sancionadora que se aplicará por el incumplimiento 

de lo dispuesto en la presente ley, tipificando las infracciones y sanciones y delimitando las 
autoridades competentes que en cada caso corresponda ejercer dicha potestad.

Cabe destacar, en relación con la responsabilidad por incumplimiento de la obligación de 
formalizar por escrito los contratos, que se ha incluido la presunción, que admite prueba en 
contrario, de la autoría de los operadores que se encuentran en posición de mayor fuerza 
económica en la relación contractual por las infracciones de incumplimiento de las 
obligaciones de formalizar por escrito los contratos y de no inclusión de los extremos que 
como mínimo deben contener.

Asimismo, para garantizar una aplicación homogénea en todo el territorio del Estado del 
régimen sancionador previsto en esta ley, se prevé que el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente promueva, a través de la Conferencia Sectorial que 
corresponda por razón de la materia, la elaboración y aprobación de unas directrices 
comunes.

En el Título VI se incluyen medidas para mejorar la vertebración de la cadena alimentaria 
mediante el fomento de la integración y otras medidas que ayuden a mejorar la 
competitividad de sus operadores.

Asimismo, se incluyen cuatro disposiciones adicionales.
La Disposición adicional primera procede a la modificación del organismo autónomo 

Agencia para el Aceite de Oliva que pasará a denominarse Agencia de Información y Control 
Alimentarios, asumiendo además de las funciones que venía ejerciendo, aquellas nuevas 
relacionadas con el control del cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley.

La Disposición adicional segunda regula los Laboratorios agroalimentarios para el control 
oficial dependientes funcionalmente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente y establece la tasa que podrá exigirse por la prestación de sus servicios.

La Disposición adicional tercera señala expresamente que lo dispuesto en esta ley se 
efectuará con los medios materiales y personales destinados al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente y a sus organismos dependientes, sin que suponga 
incremento neto de gasto, en especial, en relación a los gastos de personal.

Se incluyen también dos disposiciones finales de modificación normativa.
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La Disposición final primera, procede a la reforma de la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, 
Reguladora de las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias. Con la nueva 
redacción quedan solucionados los problemas recientes del impago de la extensión de 
norma de interprofesionales de ámbito regional y de figuras de calidad. También se incluyen 
nuevas funciones (entre ellas la posibilidad de hacer previsiones estadísticas, regulación de 
oferta y negociación colectiva de precios) que deberán en todo caso someterse a lo previsto 
en la normativa de competencia nacional y comunitaria. Finalmente, actualiza el sistema de 
infracciones y sanciones.

Por lo que se refiere, a la Disposición final segunda, modifica la Ley 2/2000, de 7 de 
enero, Reguladora de los contratos-tipo de productos agroalimentarios. Esta modificación 
responde a la necesidad de mejorar estos instrumentos esenciales en la construcción de un 
sector agroalimentario competitivo, eficaz y transparente. Por este motivo, es necesario 
actualizar el régimen de contratos-tipo en el ámbito agroalimentario, para dotar de una mayor 
estabilidad a los mercados, adaptando las producciones en cantidad y calidad a las 
demandas de los mercados exterior e interior y mejorando la transparencia y la competencia 
del mercado.

Las principales modificaciones al texto de esta ley se refieren a la posibilidad de tener en 
cuenta, en su caso, a la hora de fijar el precio, indicadores de precios o costes, siendo, en 
cualquier caso, el precio a percibir así como los indicadores que se apliquen, libremente 
fijados entre las partes. Estos indicadores deberán ser objetivos, transparentes y verificables, 
y no manipulables y se fijarán teniendo en cuenta la normativa sobre competencia. 
Asimismo, se procede a actualizar las infracciones y sanciones aplicables por incumplimiento 
de lo dispuesto en la ley.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto establecer medidas de mejora del funcionamiento de la cadena 

alimentaria para la consecución de los fines establecidos en el artículo 3.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley es de aplicación a las relaciones comerciales que se produzcan entre 

los operadores establecidos en España que intervienen en la cadena alimentaria desde la 
producción a la distribución de productos agrícolas o alimentarios.

También será de aplicación esta ley a las relaciones comerciales entre cualquiera de los 
operadores que intervienen en la cadena alimentaria cuando uno esté establecido en 
España y el otro en un Estado miembro, cuando no resulte de aplicación la legislación de 
otro Estado miembro.

Cuando uno de los operadores esté establecido en España y el otro no, deberá indicarse 
expresamente en el contrato a qué legislación se sujeta la relación comercial.

Con independencia de la legislación que resulte aplicable, cuando una de las partes esté 
establecida en España, y la otra en un Estado no miembro de la Unión, resultarán siempre 
de aplicación las prohibiciones contenidas en esta ley y el correspondiente régimen 
sancionador establecido para éstas en el título V.

2. A los efectos de esta ley, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8.1 de la misma, 
no tendrán la consideración de relaciones comerciales y, por tanto, quedan excluidas de su 
ámbito de aplicación, las entregas de producto que se realicen a cooperativas y otras 
entidades asociativas, por parte de los socios de las mismas, siempre que, en virtud de sus 
estatutos, vengan obligados a su realización.

3. Serán también relaciones comerciales, además de las previstas en el apartado 
anterior, las que se realicen entre operadores de la cadena alimentaria en los procesos de 
envasado, transformación o acopio para su posterior comercialización y, en todo caso, las 
compras de animales vivos, los piensos y todas las materias primas e ingredientes utilizados 
para alimentación animal.
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4. El ámbito de aplicación del capítulo I del título II de esta ley se circunscribe a las 
relaciones comerciales de los operadores que realicen transacciones comerciales cuyo 
precio sea superior al importe fijado en el primer párrafo del artículo 7.1 de la Ley 7/2012, de 
29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación 
de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha 
contra el fraude.

5. La obligación de contar con un contrato formalizado por escrito, en el caso de las 
operaciones de primera venta de productos del sector pesquero y acuícola realizada en 
lonjas o establecimientos autorizados mediante subasta a la baja, se entenderá cumplida 
con la obligación de las partes de documentar dichas relaciones comerciales mediante la 
expedición de la correspondiente factura con los requisitos establecidos en el Real Decreto 
1619/2012, de 30 de noviembre, y cumplimentar la restante documentación prevista en la 
normativa europea y en el Real Decreto 418/2015, de 29 de mayo, por el que se regula la 
primera venta de los productos pesqueros.

Artículo 3.  Fines.
Son fines de la Ley:
a) Aumentar la eficacia y la competitividad del sector alimentario globalmente 

considerado, así como fomentar la creación o la mejora del empleo, dada su importancia 
para el conjunto de la sociedad, el medio rural y la economía nacional.

b) Mejorar el funcionamiento y la vertebración de la cadena alimentaria, en beneficio de 
los operadores que intervienen en la misma, garantizando a la vez una distribución 
sostenible del valor añadido, a lo largo de los sectores que la integran.

c) Favorecer la introducción de la innovación y las tecnologías de la información y 
comunicación en la cadena y el desarrollo de nuevos canales de distribución de los 
productos alimentarios.

d) Conseguir un mayor equilibrio y transparencia en las relaciones comerciales entre los 
diferentes operadores, mejorando el acceso a la información y trazabilidad de la cadena 
alimentaria, regulando las prácticas comerciales y promoviendo códigos de buenas prácticas 
comerciales entre los operadores.

e) Fortalecer el sector productor y potenciar las actividades de las organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias.

f) Mejorar la competitividad, eficiencia y capacidad de innovación de la producción 
agraria, la industria y la transformación alimentaria.

g) Favorecer el desarrollo de las tareas que corresponden a las empresas de la 
distribución, en un marco de competitividad y de respeto a las normas de competencia.

h) Contribuir a garantizar los derechos del consumidor en lo que respecta a la mejora de 
una información completa y eficaz sobre los alimentos y su calidad, a la transparencia en el 
funcionamiento de la cadena de suministro, así como a la disponibilidad de alimentos 
suficientes y de calidad.

i) Garantizar la unidad de mercado para la mejora de la competitividad de la cadena 
alimentaria.

j) Favorecer la generalización de la cultura de la sostenibilidad en la cadena alimentaria 
como factor de compromiso social empresarial, de incremento de la competitividad y de 
contribución a la mejora de la calidad de la producción agroalimentaria.

Artículo 4.  Principios rectores.
Las relaciones comerciales sujetas a esta Ley se regirán por los principios de equilibrio y 

justa reciprocidad entre las partes, libertad de pactos, buena fe, interés mutuo, equitativa 
distribución de riesgos y responsabilidades, cooperación, transparencia y respeto a la libre 
competencia en el mercado.

Artículo 5.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley, se establecen las siguientes definiciones:
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a) Cadena alimentaria: Conjunto de actividades que llevan a cabo los distintos 
operadores que intervienen en la producción, transformación y distribución de productos 
agrícolas y alimentarios, excluyendo las actividades de transporte, y las empresas de 
hostelería y restauración con un volumen de facturación inferior a diez millones de euros, 
excluyéndose también las empresas en las actividades de servicios de alojamiento con un 
volumen de facturación inferior a 50 millones de euros.

b) Sector alimentario: El conjunto de los sectores productivos agrícola, ganadero, forestal 
y pesquero, así como los de transformación y distribución de sus productos.

c) Operador: La persona física o jurídica del sector alimentario, incluyendo una 
agrupación, central o empresa conjunta de compra o de venta, que realiza alguna actividad 
económica en el ámbito de la cadena alimentaria. Los consumidores finales no tendrán la 
condición de operadores de la cadena alimentaria.

d) Productor primario: Persona física o jurídica cuya actividad la ejerce en la producción 
agrícola, ganadera, forestal o en la pesca.

e) Productos agrícolas y alimentarios: Los productos enumerados en el anexo I del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, así como cualquier otra sustancia o 
producto destinado a ser ingerido por los seres humanos o con probabilidad de serlo, tanto si 
han sido transformados, entera y parcialmente, como si no. Incluye las bebidas, la goma de 
mascar y cualquier sustancia, incluida el agua, incorporada voluntariamente al alimento 
durante su fabricación, preparación o tratamiento.

f) Contrato alimentario: Aquel en el que una de las partes se obliga frente a la otra a la 
venta de productos agrícolas o alimentarios, y esta se obliga por un precio cierto, bien se 
trate de una compraventa o de un suministro de forma continuada. Se exceptúan aquellos 
que tengan lugar con consumidores finales.

g) Contrato de integración: Es aquella modalidad de contrato alimentario en el que una 
de las partes, denominada integrador, se obliga frente a la otra parte denominado integrado, 
a proporcionar todos o parte de los productos, materias primas e insumos necesarios para la 
producción objeto del contrato, así como, en su caso, a ejercer la dirección técnica y a 
hacerse cargo de la producción al concluir el ciclo productivo. Por su parte, el integrado se 
obliga frente al integrador, a aportar los terrenos, los espacios y las instalaciones, así como 
los medios y servicios complementarios que resulten necesarios para completar la 
producción y una vez obtenida ésta, a su entrega al integrador.

h) Información comercial sensible: Es aquel conjunto de conocimientos técnicos que no 
son de dominio público, que están referidos a la naturaleza, características o finalidades de 
un producto, a los métodos o procesos para su producción, o a los medios o formas para su 
distribución o comercialización, y cuyo conocimiento es necesario para la fabricación o 
comercialización del producto.

i) Trazabilidad previsible: Las etapas de producción, transformación y distribución de un 
alimento o producto alimenticio que entran dentro de las previsiones normales.

j) Proveedor: Cualquier persona física o jurídica, independientemente de su lugar de 
establecimiento, que vende productos agrícolas y alimentarios; puede abarcar a un grupo de 
tales personas físicas y jurídicas, incluidas las organizaciones de productores, las 
organizaciones de proveedores y las asociaciones de tales organizaciones.

k) Productos agrícolas y alimentarios perecederos: Los productos agrícolas y 
alimentarios que por su naturaleza o por la fase de transformación en que se encuentran 
podrían dejar de ser aptos para la venta o precisar conservación en condiciones de 
temperatura regulada dentro de los 30 días siguientes a su recolección, producción o 
transformación.

l) Comprador: Toda persona física o jurídica independientemente de su lugar de 
establecimiento, o cualquier autoridad pública en la Unión, que compre productos agrícolas y 
alimentarios. El término "comprador" puede abarcar a un grupo de tales personas físicas y 
jurídicas. Se exceptúan los consumidores finales.

m) Autoridad pública: Las autoridades nacionales, regionales o locales, los organismos 
de Derecho público o las asociaciones formadas por una o más de dichas autoridades o por 
uno o más de dichos organismos de Derecho público.

n) Secretos empresariales: Los secretos empresariales en los términos de la Ley 1/2019, 
de 20 de febrero, de Secretos Empresariales.
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ñ) Entidades asociativas: A los efectos de esta ley, son entidades asociativas las 
sociedades cooperativas de primero, segundo y ulterior grado, las sociedades agrarias de 
transformación, las organizaciones de productores con personalidad jurídica propia, 
reconocidas de acuerdo con la normativa comunitaria en el ámbito de la Política Agraria, y 
las entidades civiles o mercantiles, siempre que más del 50 por ciento de su capital social 
pertenezca a sociedades cooperativas, a organizaciones de productores o a sociedades 
agrarias de transformación. Las entregas de productos realizadas en el marco de acuerdos 
intercooperativos tendrán la consideración de entregas de socios.

o) Coste efectivo de producción: coste de producción o total de costes asumidos por el 
proveedor, conforme a lo señalado en el artículo 9.1.c).

Artículo 6.  Colaboración entre Administraciones Públicas.
1. Las distintas Administraciones públicas competentes ajustarán las actuaciones que 

desarrollen en el marco de lo previsto en esta Ley a los principios de información mutua, de 
cooperación y de colaboración.

2. Asimismo, las Administraciones públicas competentes garantizarán en la aplicación de 
la presente ley, el cumplimiento de la normativa vigente sobre garantía de la unidad de 
mercado, adoptando para ello las medidas normativas, de cooperación y de colaboración 
que resulten precisas en el ejercicio de sus competencias propias.

3. Cuando un operador considere que existe una actuación en el ámbito de aplicación de 
esta ley que pueda ser contraria al principio de unidad de mercado podrá utilizar los 
mecanismos de protección y, en su caso, de impugnación, previstos en la legislación vigente 
en materia de garantía de la unidad de mercado.

Artículo 7.  Defensa de la competencia.
El contenido de las relaciones reguladas por la presente Ley, así como la aplicabilidad de 

los principios rectores en la ejecución e interpretación de tales relaciones, quedará sometido 
a la normativa de defensa de la competencia, sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa 
comunitaria.

TÍTULO II
Régimen de contratación y prácticas comerciales desleales

CAPÍTULO I
Contratos alimentarios

Artículo 8.  Formalización de los contratos alimentarios.
1. Los contratos alimentarios deberán formalizarse por escrito firmándose por cada una 

de las partes que intervienen en ellos, y su redacción se basará en los principios de 
transparencia, claridad, concreción y sencillez. Dicha formalización deberá realizarse antes 
del inicio de las prestaciones que tengan su origen en los mismos, pudiendo efectuarse 
mediante firma electrónica, quedando en poder de cada una de las partes una copia.

No obstante, en el caso de que un socio entregue la producción a una cooperativa, o a 
otra entidad asociativa, será necesaria la formalización por escrito de un contrato alimentario 
individualizado, con los mismos elementos mínimos recogidos en el artículo 9, salvo que los 
estatutos o acuerdos de la cooperativa o de la entidad asociativa establezcan, antes de que 
se realice la entrega, el procedimiento de determinación del valor del producto entregado por 
sus socios y el calendario de liquidación y éstos sean conocidos por los socios. A tal efecto, 
deberá existir una comunicación fehaciente a los interesados, que será incluida en el 
acuerdo y será aprobado por el órgano de gobierno correspondiente.

2. En ningún caso, el requisito de forma exigido lo es de existencia y validez del contrato.
3. No obstante, en las relaciones entre operadores de la cadena alimentaria cuando el 

pago del precio se realice al contado contra la entrega de los productos alimenticios, no será 
necesario suscribir un contrato alimentario, teniendo las partes la obligación de identificarse 
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como operadores y documentar dichas relaciones comerciales mediante la expedición de la 
correspondiente factura con los requisitos establecidos en el Real Decreto 1619/2012, de 30 
de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones 
de facturación.

Artículo 9.  Condiciones contractuales.
1. Los contratos alimentarios regulados en este Capítulo, contendrán como mínimo los 

siguientes extremos:
a) Identificación de las partes contratantes.
b) Objeto del contrato, indicando, en su caso, las categorías y referencias contratadas. 

Los contratos alimentarios podrán prever la posibilidad de que las categorías o referencias 
objeto de adquisición se concreten con la orden de pedido.

c) Precio del contrato alimentario, con expresa indicación de todos los pagos, incluidos 
los descuentos aplicables, que se determinará en cuantía fija y/o variable, en función 
únicamente de factores objetivos, verificables, no manipulables y expresamente establecidos 
en el contrato, que en ningún caso puedan ser manipulables por el propio operador u otros 
operadores del sector o hacer referencia a precios participados.

El precio del contrato alimentario que tenga que percibir un productor primario o una 
agrupación de estos deberá ser, en todo caso, superior al total de costes asumidos por el 
productor o coste efectivo de producción, que incluirá todos los costes asumidos para 
desarrollar su actividad, entre otros, el coste de semillas y plantas de vivero, fertilizantes, 
fitosanitarios, pesticidas, combustibles y energía, maquinaria, reparaciones, costes de riego, 
alimentos para los animales, gastos veterinarios, amortizaciones, intereses de los préstamos 
y productos financieros, trabajos contratados y mano de obra asalariada o aportada por el 
propio productor o por miembros de su unidad familiar.

La determinación del coste efectivo habrá de realizarse tomando como referencia el 
conjunto de la producción comercializada para la totalidad o parte del ciclo económico o 
productivo, que se imputará en la forma en que el proveedor considere que mejor se ajusta a 
la calidad y características de los productos objeto de cada contrato.

d) Condiciones de pago, que en todo caso deberán ajustarse a los plazos de pago en las 
operaciones comerciales de productos alimentarios o alimenticios, conforme a lo establecido 
en la disposición adicional primera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, sin perjuicio del régimen 
específico de aplicación al comercio minorista regulado en el artículo 17 de la Ley 7/1996, de 
15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, en relación con lo dispuesto en su 
disposición adicional sexta. En particular, el deudor no podrá recibir ningún tipo de 
compensación, ventaja o descuento por cumplir lo dispuesto en el contrato o la normativa 
aplicable, ni establecer condicionalidad alguna en el pago.

e) Condiciones de entrega y puesta a disposición de los productos.
f) Derechos y obligaciones de las partes contratantes.
g) Información que deben suministrarse las partes, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 13 de esta Ley.
h) Duración del contrato, con expresa indicación de la fecha de su entrada en vigor, así 

como las condiciones de renovación y modificación del mismo.
i) Causas, formalización y efectos de la extinción del contrato.
j) (Suprimida).
k) Conciliación y resolución de conflictos, con expresa mención en el contrato del 

procedimiento que las partes utilizarán para resolver las diferencias que pudieran existir 
entre ellas en la interpretación o ejecución del contrato, debiendo indicarse o bien la corte de 
arbitraje, o bien los tribunales ante los que se someterían las posibles controversias.

Penalizaciones contractuales por no conformidades, incidencias o cualquier otra 
circunstancia debidamente documentada, que habrán de ser proporcionadas y equilibradas 
para ambas partes.

l) Excepciones por causa de fuerza mayor, conforme lo dispuesto en la Comunicación C 
(88) 1696 de la Comisión relativa a «la fuerza mayor» en el derecho agrario europeo, y en el 
artículo 1105 del Código Civil.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 17  Ley de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria

– 376 –



2. El contenido y alcance de los términos y condiciones del contrato serán libremente 
pactados por las partes, teniendo en cuenta los principios rectores recogidos en el artículo 4 
de la presente Ley.

3. Serán nulas las cláusulas y estipulaciones que incumplan lo señalado en el artículo 
9.1.c), por lo que sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan, el productor 
primario podrá exigir resarcimiento por daños y perjuicios en sede judicial.

Artículo 9 bis.  Negociación comercial.
Las negociaciones comerciales anuales se cerrarán y firmarán por las empresas 

intervinientes en el marco de unos plazos razonables, no superiores a los tres meses desde 
su inicio, para la organización de actividades, sin que la dilación indebida de las mismas 
imputable a una parte pueda utilizarse para debilitar la posición de la otra en dicha 
negociación. A tal fin, se considerará suficiente para documentar la fecha de inicio un correo 
electrónico con constancia de recepción por parte del otro operador. En caso de que esté 
prevista la renovación del contrato alimentario, se negociarán las nuevas condiciones 
comerciales antes del vencimiento del contrato en vigor o en el plazo de los dos meses 
posteriores a su vencimiento. Durante este tiempo, seguirá vigente el contrato anterior, pero 
se podrá pactar que las nuevas condiciones comerciales retrotraigan su efecto hasta el 
vencimiento de las anteriores condiciones.

Artículo 10.  Realización de subastas electrónicas.
1. Los operadores de la cadena alimentaria podrán celebrar ofertas públicas de 

contratación para la compra o venta de productos alimentarios, en los términos establecidos 
por las normas sobre la sociedad de la información entre sus participantes.

La organización de subastas electrónicas se someterá a los principios de transparencia, 
libre acceso y no discriminación.

2. Los organizadores de las subastas harán públicas las condiciones generales de 
acceso a la misma, los posibles costes de participación y los mecanismos de adjudicación.

3. Los organizadores de cada subasta harán pública, tras la adjudicación, la razón social 
del adjudicatario. Existirá la obligación de compra o venta por parte del organizador y de 
venta o compra por parte del que resulte adjudicatario de la totalidad del producto 
adjudicado, según las condiciones generales de acceso y salvo que exista en el pliego de 
condiciones la mención a un precio de reserva, por debajo del cual no se realizaría la 
compra o venta.

Artículo 11.  Obligación de conservación de documentos.
1. Los operadores de la cadena alimentaria deberán conservar toda la correspondencia, 

documentación y justificantes, en soporte electrónico o en papel, relacionados con los 
contratos alimentarios que celebren en el marco de lo dispuesto en esta ley, durante un 
período de cuatro años.

2. Los organizadores de subastas electrónicas quedarán obligados a mantener durante 
cuatro años un archivo documental o electrónico de todas las subastas realizadas, 
incluyendo información sobre la identidad de los concursantes, sus ofertas y la formalización 
del contrato alimentario.

Artículo 11 bis.  Registro de contratos alimentarios.
1. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación dispondrá de un registro digital en el 

que se inscribirán los contratos alimentarios que se suscriban con los productores primarios 
y las agrupaciones de éstos, y sus modificaciones.

2. El operador que compre a los productores primarios y las agrupaciones de éstos 
estará obligado a inscribir cada contrato alimentario que realice, y sus modificaciones, por 
los medios electrónicos que se dispongan reglamentariamente, antes de la entrega del 
producto objeto del contrato.

3. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., y las restantes autoridades 
competentes tendrán la potestad de acceder a dicho registro para realizar las 
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comprobaciones pertinentes en el ámbito de sus competencias, con sujeción a la normativa 
en materia de protección de datos de carácter personal y de competencia.

CAPÍTULO II
Prácticas comerciales abusivas

Artículo 12.  Modificaciones unilaterales y pagos comerciales no previstos.
1. Se prohíben las modificaciones de las condiciones contractuales establecidas en el 

contrato alimentario, salvo que se realicen de mutuo acuerdo de las partes y de conformidad 
con los principios rectores recogidos en el artículo 4. Los contratos alimentarios deberán 
contener las correspondientes cláusulas en las que se prevea el procedimiento para su 
posible modificación.

2. Se prohíben los pagos adicionales, sobre el precio pactado, salvo que se refieran al 
riesgo razonable de referenciación de un nuevo producto o a la financiación parcial de una 
promoción comercial de un producto reflejada en el precio unitario de venta al público y 
hayan sido pactados e incluidos expresamente en el correspondiente contrato formalizado 
por escrito, junto con la descripción de las contraprestaciones a las que dichos pagos estén 
asociados.

3. El contrato deberá establecer los mecanismos de devolución de los pagos anteriores 
que hayan sido abonados, cuando las contraprestaciones o las actividades de promoción o 
análogas vinculadas a los mismos, no se hayan ejecutado en los plazos y condiciones 
pactados.

Artículo 12 bis.  Pactos sobre actividades promocionales.
En el ámbito de aplicación de esta ley:
1. El lanzamiento y desarrollo de promociones pactadas entre proveedores y 

compradores deberá realizarse basándose en los principios de:
a) Acuerdo y libertad de pactos;
b) interés mutuo; y
c) flexibilidad para adaptarse a las circunstancias particulares de los distintos 

operadores.
2. Los pactos sobre promociones comerciales se respetarán en su naturaleza e 

integridad. Dichos pactos, que deberán contar con el acuerdo explícito de ambas partes, 
recogerán los aspectos que definen la promoción pactada: Los plazos (fechas de inicio y 
finalización), los precios de cesión, los volúmenes y aquellas otras cuestiones que sean de 
interés, así como también los aspectos de la promoción relativos al procedimiento, el tipo, el 
desarrollo, la cobertura geográfica y la evaluación del resultado de esta.

3. No se pactará la realización de actividades promocionales que induzcan a error al 
consumidor sobre el precio real y la imagen de los alimentos y productos alimenticios, que 
pudieran perjudicar la percepción del consumidor sobre la calidad o el valor de los mismos. A 
los efectos del análisis de dichas conductas por las autoridades competentes, se deberá 
tener en cuenta el precio de adquisición recogido en el contrato alimentario.

Para ello, los operadores deberán identificar su precio claramente en la información 
publicitaria, en la cartelería y en los tiques de compra, para que no pueda dar lugar a 
equívocos, de tal forma que el consumidor tenga conocimiento exacto del alcance de la 
actividad promocional.

4. En las promociones, en todo caso figurará el precio real del producto y se indicará de 
forma visible para el consumidor la causa que da origen a la promoción.

Artículo 12 ter.  Destrucción de valor en la cadena.
1. Con el fin de evitar la destrucción del valor en la cadena alimentaria, cada operador de 

la misma deberá pagar al operador inmediatamente anterior un precio igual o superior al 
coste de producción de tal producto en que efectivamente haya incurrido o asumido dicho 
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operador. La acreditación se realizará conforme a los medios de prueba admitidos en 
Derecho.

2. Para proteger la capacidad de comercialización de los productores primarios, los 
operadores que realicen la venta final de alimentos o productos alimenticios a consumidores 
no podrán aplicar ni ofertar un precio de venta al público inferior al precio real de adquisición 
del mismo.

3. El incumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior tendrá la consideración de 
venta desleal sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14.1 de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero. No se reputarán como desleales las ventas con pérdidas al público de los alimentos o 
productos alimenticios perecederos que se encuentren en una fecha próxima a su 
inutilización siempre que se proporcione información clara de esta circunstancia a los 
consumidores.

4. En ningún caso las ofertas conjuntas o los obsequios a los compradores podrán 
utilizarse para evitar la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.

5. El operador que realice la venta final del producto al consumidor en ningún caso podrá 
repercutir a ninguno de los operadores anteriores su riesgo empresarial derivado de su 
política comercial en materia de precios ofertados al público.

Artículo 13.  Secretos empresariales.
1. En los contratos alimentarios deberá concretarse por escrito la información que las 

partes deban suministrarse para el efectivo cumplimiento de sus respectivas obligaciones 
contractuales, así como el plazo de entrega de dicha información, que en todo caso deberá 
ser proporcionada y estar justificada en razones objetivas relacionadas con el objeto del 
contrato, sin perjuicio de la aplicación de las normas en materia de defensa de la 
competencia.

2. En ningún caso un operador podrá exigir a otro operador de la cadena cualquier 
modalidad de obtención, utilización o revelación de los secretos empresariales, salvo que así 
conste en el contrato escrito de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior.

3. Los secretos empresariales que se obtengan en el proceso de negociación o 
ejecución de un contrato alimentario se destinarán exclusivamente a los fines para los que le 
fueron facilitados, respetándose en todo momento la confidencialidad de la información 
transmitida o almacenada.

Así mismo, tampoco se podrá exigir en ningún caso información sobre un producto en 
desarrollo o sobre próximos lanzamientos.

4. Los operadores no podrán exigirse ni desvelar secretos empresariales sobre otros 
operadores y, en particular, documentos que permitan verificar dicha información comercial.

Artículo 14.  Gestión de marcas.
1. Los criterios para la gestión de categorías habrán de ser predeterminados y evitarán 

tratamientos desleales, como la explotación por parte de una empresa de la situación de 
dependencia económica en la que puedan encontrarse sus empresas clientes o 
proveedores, como dispone el artículo 16 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia 
Desleal. Los operadores gestionarán las marcas de productos alimentarios que ofrezcan al 
consumidor, tanto las propias como de otros operadores, evitando prácticas contrarias a la 
libre competencia o que constituyan actos de competencia desleal de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, y en la Ley 3/1991, 
de 10 de enero, de Competencia Desleal, así como actos de publicidad ilícitos de 
conformidad con la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad.

Asimismo, los operadores actuarán de buena fe en la comercialización de las 
innovaciones relevantes de los productos alimentarios de sus proveedores.

2. Se prohíbe el aprovechamiento indebido por parte de un operador y en beneficio 
propio de la iniciativa empresarial ajena, así como las que constituyan publicidad ilícita por 
reputarse desleal mediante la utilización, ya sea en los envases, en la presentación o en la 
publicidad del producto o servicio de cualesquiera elementos distintivos que provoquen 
riesgo de asociación o confusión con los de otro operador o con marcas o nombres 
comerciales de otro operador en los términos definidos en la Ley 17/2001, de 7 de diciembre 
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de Marcas y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 11 y 12 de la Ley de Competencia 
Desleal.

Artículo 14 bis.  Otras prácticas comerciales desleales.
1. Quedan prohibidas las siguientes prácticas comerciales desleales:
a) Los aplazamientos de pago de productos agrícolas o alimentarios que excedan el 

tiempo establecido en la disposición adicional primera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, de 
modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de 
lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, y respecto a lo específicamente 
referido al comercio minorista, en la disposición adicional primera de la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, o de la norma que la substituya. Todo ello sin perjuicio del régimen específico 
para las operaciones entre mayorista y minorista establecido por el artículo 17 de la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, en relación con su 
disposición adicional sexta.

b) Que una de las partes de la relación comercial cancele un pedido de productos 
agrícolas y alimentarios perecederos dentro de los 30 días previos al momento señalado 
para su entrega por el vendedor.

c) Que una de las partes del contrato alimentario modifique unilateralmente los términos 
del contrato de suministro de productos agrícolas y alimentarios, en lo que se refiere a la 
frecuencia, método, lugar, calendario o volumen del suministro o la entrega de los productos 
agrícolas y alimentarios, las normas de calidad, las condiciones de pago o los precios.

d) Que una de las partes de la relación comercial exija a la otra pagos que no están 
relacionados con la venta de los productos agrícolas o alimentarios del proveedor.

e) Que el comprador exija al proveedor que pague por el deterioro o la pérdida, o por 
ambos motivos, de productos agrícolas y alimentarios, ocurridos en los locales del 
comprador o cuando la propiedad ya ha sido transferida al comprador, sin que dicho 
deterioro o pérdida se deban a negligencia o culpa del proveedor.

f) Que una de las partes del contrato alimentario se niegue a confirmar por escrito los 
términos de un contrato de compraventa o suministro que fueron acordados entre el 
comprador y el proveedor y cuya confirmación por escrito le haya solicitado la otra parte.

g) Que una de las partes de la relación comercial adquiera, utilice o divulgue secretos 
empresariales de la otra parte ilícitamente, en el sentido de la Ley 1/2019, de 20 de febrero, 
de Secretos Empresariales.

h) Que una de las partes de la relación comercial amenace con llevar a cabo, o lleve a 
cabo, actos de represalia comercial contra la otra parte cuando esta ejerza sus derechos de 
negociación, contractuales o legales, incluidos la presentación de una denuncia o la 
cooperación con las autoridades de ejecución durante una investigación.

i) Que el comprador transfiera al proveedor los gastos derivados de estudiar las 
reclamaciones de los clientes relativas a la venta de los productos del proveedor, cuando la 
causa de las mismas no haya sido por negligencia o culpa del proveedor.

2. Quedan igualmente prohibidas las siguientes prácticas comerciales, a menos que las 
partes hayan acordado previamente de manera clara y sin ambigüedad en el contrato 
alimentario de compraventa o suministro o en cualquier contrato posterior entre el proveedor 
y el comprador, incluyendo la determinación de los pagos que deban realizarse con motivo 
de los servicios prestados por el comprador:

a) Que se cargue a una de las partes un pago como condición por el almacenamiento, la 
exposición o la inclusión en una lista con las referencias de sus productos agrícolas y 
alimentarios, o su puesta a disposición en el mercado.

b) Que una de las partes exija a la otra que asuma total o parcialmente el coste de 
aquellos descuentos de los productos agrícolas y alimentarios vendidos como parte de una 
promoción, a menos que, antes de una promoción iniciada, se especifique la duración de la 
misma y la cantidad prevista de los productos agrícolas y alimentarios que vayan a 
encargarse a precio con descuento en los términos pactados.

c) Que una de las partes exija a la otra que pague por la publicidad de productos 
agrícolas y alimentarios realizada por aquélla.
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d) Que una de las partes exija a la otra que pague por la comercialización de productos 
agrícolas y alimentarios.

e) Que una de las partes cobre a la otra por el personal de acondicionamiento de los 
locales utilizados para la venta de los productos.

f) Que el comprador devuelva productos agrícolas y alimentarios no vendidos al 
proveedor sin pagar por estos productos no vendidos, o su eliminación, o ambas cosas.

3. Cuando una de las partes solicite un pago por las situaciones descritas en las letras 
a), b), c), d) o e) del apartado 2, facilitará a la otra por escrito, en el caso de que ésta así se 
lo solicite, una estimación de los pagos por unidad o de los pagos por el total, según 
proceda. Además, si se trata de las situaciones descritas en las letras a), c), d) o e), también 
le facilitará, por escrito, una estimación de los gastos y la base de dicha estimación.

TÍTULO III
Buenas Prácticas en la contratación alimentaria

CAPÍTULO I
Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria

Artículo 15.  Finalidad, alcance y elaboración.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y las organizaciones y 

asociaciones de ámbito superior al de una comunidad autónoma, representativas de los 
operadores de la producción, la industria o la distribución, acordarán un Código de Buenas 
Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria. Asimismo, participarán en el citado 
acuerdo el Ministerio de Economía y Competitividad y las Comunidades Autónomas con el 
objetivo de promover un código de aplicación uniforme en todo el territorio del Estado.

2. El Código establecerá los principios sobre los que han de fundamentarse las 
relaciones comerciales entre los diferentes operadores que intervienen en la cadena, con 
objeto de facilitar el desarrollo de sus relaciones contractuales, la observancia de las mejores 
prácticas en el desarrollo de dichas relaciones y su adecuación a las normas y principios 
contemplados en el artículo 4 de esta ley.

Asimismo, el Código detallará las prácticas mercantiles que fomenten relaciones justas, 
equilibradas y leales entre los operadores de la cadena alimentaria.

3. La adhesión al Código de buenas prácticas mercantiles será voluntaria por parte de 
los operadores de los distintos ámbitos de la cadena alimentaria mencionados en el apartado 
1 de este artículo.

4. Desde la adhesión al Código, los operadores estarán obligados a que sus relaciones 
comerciales se ajusten a los principios y reglas que en el mismo se contengan y a la 
utilización de los sistemas de resolución de conflictos que puedan surgir en dichas 
relaciones, siguiendo los procedimientos que en el mismo se establezcan.

Artículo 16.  Contenido.
1. El Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria contendrá 

el conjunto de principios mencionados en el apartado 2 del artículo 15 y, en particular, la 
obligación de los operadores que se adhieran voluntariamente al Código de someter la 
resolución de los problemas que puedan surgir en sus relaciones con otros operadores al 
sistema de resolución de conflictos que haya sido designado expresamente en el mismo.

Asimismo, incluirá la obligación de los operadores de hacer constar en todos los 
contratos que suscriban en el ámbito de sus relaciones comerciales el citado compromiso de 
someter la resolución de sus conflictos al sistema que haya sido establecido en el Código a 
tal efecto.

En todo caso, los operadores de la cadena alimentaria que decidan adherirse al Código 
se comprometen a aportar la información que se requiera para analizar el conflicto 
planteado.
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Además, para cuando no hubiere acuerdo entre las organizaciones de productores y los 
compradores en el precio de los contratos alimentarios que tengan por objeto productos 
agrarios no transformados, en su primera venta, el Código incluirá la facultad de que 
cualquiera de las partes pueda solicitar una mediación. La mediación se realizará en los 
términos, en las condiciones y con los efectos que reglamentariamente se establezcan, 
garantizándose en todo caso un procedimiento neutral, imparcial y donde las partes 
intervengan con plena igualdad de oportunidades. El contenido de dicha mediación no tendrá 
carácter vinculante para las partes salvo que así lo hayan expresamente acordado con 
carácter previo a la misma.

2. El Código podrá contener, en caso de que se considere necesario, acuerdos 
específicos, de ámbito sectorial, con objeto de poder contemplar con mayor precisión los 
aspectos propios de aquellos sectores que lo requieran.

3. Con objeto de mantener actualizado el contenido del Código, se contemplará en el 
mismo la constitución de una Comisión de Seguimiento, integrada por el Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, el Ministerio de Economía y Competitividad y 
representantes de las organizaciones y asociaciones representativas de los diferentes 
operadores de la cadena alimentaria.

A este fin, la Comisión se ocupará de analizar los resultados obtenidos en la aplicación 
del Código y proponer, en su caso, las modificaciones a introducir para su adaptación a la 
realidad del momento o la introducción de nuevos compromisos no contemplados 
anteriormente.

4. El contenido del Código respetará, en todo caso, la normativa de defensa de la 
competencia y al mismo se le dará una publicidad suficiente para su debido conocimiento 
por el conjunto de operadores implicados.

Artículo 17.  Registro Estatal.
1. Se crea en el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente el Registro 

Estatal de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria como instrumento 
público que agrupará a todos aquellos operadores que interviniendo en la cadena 
alimentaria, se adhieran voluntariamente al Código al que hace referencia el artículo 15.

2. Los operadores que se adhieran voluntariamente al Código deberán comunicarlo a la 
Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente que procederá a su inscripción.

Una vez inscritos, los operadores podrán utilizar la mención de «Acogido al Código de 
Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria».

3. Periódicamente se dará publicidad de los operadores que figuren inscritos en el 
Registro en la página web del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

4. Reglamentariamente se regulará el procedimiento para la cancelación de la inscripción 
en el Registro.

5. La inscripción de los operadores en el Registro se tendrá en cuenta en la normativa 
reguladora de las ayudas y subvenciones que en relación con la alimentación y la cadena 
alimentaria se promuevan por parte del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.

CAPÍTULO II
Otros códigos de buenas prácticas mercantiles

Artículo 18.  Suscripción y promoción de otros códigos.
1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores del presente Título, los operadores 

de la cadena alimentaria podrán suscribir otros códigos de buenas prácticas mercantiles en 
la contratación alimentaria con mayor nivel de exigencia para los operadores que los 
suscriban que el establecido en el Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la 
Contratación Alimentaria. Asimismo, las entidades representativas de los intereses de la 
cadena alimentaria, podrán promover la elaboración de este tipo de códigos para empresas 
que operen exclusiva o principalmente en su ámbito territorial. En ambos casos, dichos 
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códigos deberán respetar lo dispuesto en el Título I y II de esta ley, así como en el resto del 
ordenamiento jurídico, especialmente en la normativa de defensa de la competencia.

2. Reglamentariamente se establecerán el procedimiento y los requisitos que habrán de 
reunir estos otros códigos de buenas prácticas, de ámbito nacional o suprarregional, para 
que puedan ser incluidos en el Registro Estatal creado en virtud del artículo 17. También se 
incluirán los operadores que suscriban estos códigos.

TÍTULO IV
Observatorio de la Cadena Alimentaria

Artículo 19.  Creación.
Se crea el Observatorio de la Cadena Alimentaria como órgano colegiado, adscrito al 

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, a través de la Dirección General 
de la Industria Alimentaria del Departamento.

Artículo 20.  Funciones.
1. Con carácter general, serán funciones del Observatorio de la Cadena Alimentaria el 

seguimiento, asesoramiento, consulta, información y estudio del funcionamiento de la 
cadena alimentaria y de los precios de los alimentos.

Además de las anteriores, el Observatorio tendrá las funciones siguientes:
a) Informar la propuesta de Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación 

Alimentaria regulado en esta Ley.
b) Informar las propuestas de otros códigos de buenas prácticas mercantiles, que se 

presenten para su incorporación al Registro Estatal.
c) Conocer el resultado de los trabajos realizados por la comisión de seguimiento del 

Código, a la que se hace referencia en el apartado 3 del artículo 16, y proponer a la misma 
aquellas cuestiones que se consideren de interés para la mejora y actualización de los 
compromisos contemplados en el Código.

d) Facilitar el conocimiento del Código entre los operadores de la cadena y promover su 
adhesión al mismo.

e) Llevar a cabo el seguimiento y evaluación de las prácticas comerciales empleadas por 
los operadores de la cadena, mediante la realización de encuestas u otros sistemas de 
análisis del mercado, así como de la publicación de informes y recomendaciones.

En el caso de que se detecten incumplimientos de lo establecido en la ley, como 
consecuencia del resultado de los trabajos realizados, dará traslado a la autoridad 
competente. Asimismo, realizará informes y estudios explicativos, en su caso, de las 
situaciones de desequilibrio producidas en los mercados de origen y destino de los alimentos 
considerados, analizando especialmente los diversos factores que contribuyen a la 
formación de los precios de los productos estacionales.

f) Analizar la estructura básica de los precios y los factores causantes de su evolución, 
en los alimentos de mayor importancia relativa en la producción y el consumo, en los 
distintos escalones de su formación.

g) Fomentar la adopción de buenas prácticas y sistemas ágiles de resolución de 
conflictos en la negociación de los contratos relacionados con la primera compra de 
productos perecederos.

h) Realizar estudios de carácter regular, encaminados a establecer un seguimiento 
sistemático de la formación de los precios finales de los alimentos.

i) Favorecer el diálogo y la intercomunicación entre los representantes del sector 
productor, la industria, la distribución comercial y los consumidores, entre sí y con las 
Administraciones públicas, en orden a dotar de la mayor racionalidad y transparencia 
posibles el proceso de formación de precios de los alimentos, compatible con el marco de la 
economía de mercado, en un sistema de apertura a la competencia, en beneficio de la 
sociedad en su conjunto.

j) Elaborar propuestas de actuación de las Administraciones competentes y 
recomendaciones a los diversos agentes económicos intervinientes, empresas e 
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instituciones públicas o privadas tendentes a mantener la necesaria estabilidad en un marco 
de desarrollo abierto a la competencia y equilibrio en los precios de los alimentos, compatible 
con el derecho comunitario.

k) Elaborar informes sobre formación de precios de los alimentos, especialmente para 
los eslabones de la cadena distintos al eslabón productor.

l) Analizar y estudiar de forma continuada la estructura básica de los costes y de precios 
percibidos y pagados así como los factores causantes de su evolución, en los productos de 
mayor importancia estratégica para el sector agroalimentario español.

m) Elaborar, publicar y actualizar periódicamente índices de precios y de costes de 
producción mediante el empleo de los criterios que reglamentariamente se determinen, que 
en cualquier caso deberán garantizar la transparencia y objetividad en la formación de estos 
índices.

n) Analizar y estudiar de forma continuada la innovación en la cadena alimentaria y, en 
particular, la evolución de la creación de productos alimentarios innovadores y de su 
comercialización a los consumidores.

2. Anualmente el Observatorio de la cadena alimentaria elaborará un informe de 
evaluación de los avances registrados y los resultados logrados en la mejora del 
funcionamiento de la cadena alimentaria y de la eficacia de las actuaciones desarrolladas, 
que será remitido a las Cortes Generales.

3. Toda la información, informes o datos referidos en el presente artículo serán públicos, 
salvo que esté expresamente prohibido por la Ley.

Artículo 21.  Composición y funcionamiento.
La composición, funcionamiento y, en su caso, supresión del Observatorio de la Cadena 

Alimentaria se determinarán reglamentariamente asegurando en su composición la inclusión 
de las Organizaciones y Asociaciones más representativas de la cadena alimentaria desde el 
productor hasta el consumidor final.

TÍTULO V
Potestad sancionadora

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 22.  Principios generales.
1. A los efectos de esta ley, se consideran infracciones administrativas leves, graves y 

muy graves las que se tipifican en los artículos siguientes.
2. La instrucción de causa penal ante los Tribunales de Justicia o la incoación de 

expediente de infracción de las normas de defensa de la competencia, suspenderá la 
tramitación del expediente administrativo sancionador que hubiera sido incoado por los 
mismos hechos.

3. Serán de aplicación a las infracciones recogidas en esta Ley las reglas y principios 
sancionadores contenidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. En ningún caso se podrán imponer dos o más sanciones por los mismos hechos y en 
función de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

5. Las personas de cualquier naturaleza jurídica que dispongan o tengan la obligación de 
disponer de información o documentación que pudiera contribuir al esclarecimiento de la 
comisión de las infracciones tipificadas en esta ley o a la determinación del alcance de la 
gravedad de las mismas, tienen el deber de colaborar con las autoridades competentes en 
materia de ordenación del comercio. A tal efecto, dentro de los plazos establecidos, 
facilitarán la información y los documentos que les sean requeridos por la autoridad 
competente en el ejercicio de sus funciones.
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6. La autoridad competente podrá acordar y ejecutar las medidas provisionales que 
considere necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer en caso 
de que detecte indicios claros de vulneración de alguno de los preceptos regulados en la 
presente ley y, en su caso, constate un peligro cierto de que el denunciante vaya a sufrir 
perjuicios durante la pendencia del procedimiento administrativo, en los términos previstos 
en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. La decisión sobre las medidas provisionales no implica prejuzgar 
el fondo del asunto.

7. Las asociaciones y organizaciones representativas de operadores que intervienen en 
la cadena alimentaria serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos del 
artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

CAPÍTULO II
Infracciones y sanciones

Artículo 23.  Infracciones en materia de contratación alimentaria.
1. Son infracciones leves en materia de contratación alimentaria:
a) No incluir los extremos que como mínimo deben contener los contratos alimentarios, 

sin perjuicio de las conductas que se incardinen en el apartado 2.c) de este artículo.
b) Realizar modificaciones de las condiciones contractuales que no estén expresamente 

pactadas por las partes, sin perjuicio de las conductas que se incardinen en el apartado 2.d) 
de este artículo.

c) Incumplir las obligaciones de conservación de documentos.
d) Suministrar de forma incompleta o fuera del plazo señalado la información que le sea 

requerida por la autoridad competente en el ejercicio de sus funciones.
e) Cancelar, por cualquiera de las partes, un pedido de productos agrícolas y 

alimentarios perecederos dentro de los treinta días previos al momento señalado para su 
entrega por el vendedor, sin perjuicio de las conductas que se incardinen en el apartado 2.m) 
de este artículo.

f) En el caso de entregas de un socio a una cooperativa o a una entidad asociativa que 
se acojan a la posibilidad prevista en el segundo párrafo del artículo 8.1 para no formalizar 
por escrito un contrato, que la cooperativa o la entidad asociativa no cumpla las condiciones 
y requisitos previstos en dicho artículo para los estatutos o acuerdos reguladores de tales 
entregas, sin perjuicio de las conductas que se incardinen en el apartado 2.i) de este 
artículo.

g) En el caso de entregas de leche de un productor a una cooperativa o Sociedad 
Agraria de Transformación (SAT) de la que es socio, que la cooperativa o SAT no cumpla las 
condiciones y requisitos previstos en la normativa de contratación láctea para los estatutos o 
acuerdos cooperativos reguladores de tales entregas a los efectos de no requerir de 
contrato, sin perjuicio de las conductas que se incardinen en el apartado 2.j) de este artículo.

h) Exigir, por el comprador, que el proveedor pague por el deterioro o la pérdida, o por 
ambos motivos, de productos agrícolas y alimentarios, ocurridos en los locales del 
comprador o cuando la propiedad ya ha sido transferida al comprador, sin que dicho 
deterioro o pérdida se deban a negligencia o culpa del proveedor.

i) Negarse a confirmar por escrito, por parte del comprador, los términos de un contrato 
de compraventa o suministro que fueron acordados entre el comprador y el proveedor y cuya 
confirmación por escrito le haya solicitado el vendedor.

j) Exigir compensación, por parte del comprador al proveedor, por los gastos derivados 
de estudiar las reclamaciones de los clientes relativas a la venta de los productos del 
proveedor, aun cuando no haya ni negligencia.

k) Incumplir la obligación de inscripción en el registro de contratos alimentarios prevista 
en el artículo 11 bis.

l) No cumplir las condiciones y requisitos establecidos para la realización de subastas 
electrónicas.
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m) El incumplimiento de las obligaciones relativas a pactos promocionales, conforme al 
artículo 12 bis, que resulten perjudiciales para una de las partes.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 bis.2, son infracciones graves en materia 
de contratación alimentaria:

a) La segunda o ulterior infracción leve que suponga reincidencia con otra infracción leve 
cometida en el plazo de dos años, contados desde la sanción por resolución firme en vía 
administrativa de la primera de ellas.

b) No formalizar por escrito los contratos alimentarios a los que se refiere el artículo 2 y 
el capítulo I del título II de esta ley, cuando esta formalización sea obligatoria.

c) No incorporar en el contrato alimentario el precio recogido en el artículo 9.1.c).
d) Realizar modificaciones del precio, objeto, condiciones de pago o condiciones de 

entrega y puesta a disposición de los productos incluidos en el contrato que no estén 
expresamente pactadas por las partes.

e) Realizar actividades promocionales que incumplan las obligaciones previstas en el 
artículo 12 bis.

f) El incumplimiento de las obligaciones del artículo 12 ter o la destrucción de valor en la 
cadena alimentaria, conforme al artículo 12 ter.

g) El incumplimiento de los plazos de pago en las operaciones comerciales de productos 
alimentarios o alimenticios, conforme a lo establecido en el artículo 14 bis.

h) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración. 
Se entiende producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor haya realizado 
actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de la Administración en 
relación con el cumplimiento de sus obligaciones. Entre otras, constituyen resistencia, 
obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración las siguientes 
conductas:

1.° No facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, registros, 
ficheros, facturas, justificantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar, programas y 
archivos informáticos, sistemas operativos y de control y cualquier otro dato con 
trascendencia a los efectos de la ley, así como no presentar el contrato alimentario en el 
momento de la inspección o dentro del término conferido.

2.º No atender algún requerimiento debidamente notificado.
3.º La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo que se hubiera 

señalado.
4.º Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o locales a los 

funcionarios actuantes o el reconocimiento de locales, máquinas, instalaciones y 
explotaciones relacionados con esta ley.

5.° Las coacciones a los funcionarios de la Administración actuante.
i) En el caso de entregas de un socio a una cooperativa o a una entidad asociativa que 

se acojan a la posibilidad prevista en el segundo párrafo del artículo 8.1 para no formalizar 
por escrito un contrato, que la cooperativa o la entidad asociativa no cumpla el requisito de 
que los estatutos o acuerdos de la cooperativa o de la entidad asociativa establezcan, antes 
de que se realice la entrega, el procedimiento de determinación del valor del producto 
entregado por sus socios.

j) En el caso de entregas de leche de un productor a una cooperativa o SAT de la que es 
socio, que la cooperativa o SAT no incorpore en los estatutos o acuerdos cooperativos 
previstos en la normativa de contratación láctea a los efectos de no requerir de contrato, el 
precio que se pagará por el suministro lácteo.

k) Exigir pagos adicionales o asunción de costes, sobre el precio pactado en el contrato 
alimentario, salvo en los supuestos previstos en esta ley.

l) Adquirir, utilizar, exigir o revelar secretos comerciales de la otra parte ilícitamente, en el 
sentido de la Ley 1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales, o información 
comercial sensible de otros operadores que haya sido obtenida en el proceso de negociación 
o ejecución de un contrato alimentario, incumpliendo el deber de confidencialidad, así como 
utilizar dicha información para fines distintos a los expresamente pactados en el contrato 
alimentario.
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m) Cancelar, por cualquiera de las partes, un pedido de productos agrícolas y 
alimentarios perecederos dentro de los 10 días previos al momento señalado para su 
entrega por el vendedor.

n) Amenazar con llevar a cabo actos de represalia comercial contra la otra parte de la 
relación comercial, cuando esta ejerza sus derechos contractuales o legales, incluidos la 
presentación de una denuncia o la cooperación con las autoridades encargadas de la 
investigación de los hechos denunciados. También constituirán actos de represalia 
comercial, amenazar o llevar a cabo la interrupción total o parcial del suministro o compra de 
productos agrícolas o alimentarios en un contrato continuado, ante el ejercicio de los 
derechos contractuales o legales.

ñ) Devolver, por el comprador, productos agrícolas y alimentarios no vendidos al 
proveedor sin pagar por estos productos no vendidos, o su eliminación, o ambas cosas.

o) No formalizar contratos alimentarios, antes de que se realice la entrega, en el caso de 
entregas de un socio a una cooperativa o a una entidad asociativa, en las que no se cumpla 
lo previsto en el artículo 2.2 para que dichas entregas no tengan la consideración de 
relaciones comerciales y queden excluidas del ámbito de aplicación de la ley.

p) Incumplir las obligaciones en materia de gestión de marcas conforme a lo dispuesto 
en el artículo 14 de esta ley.

q) Que el comprador exija o traslade al proveedor los riesgos y gastos derivados de la 
incoación de expedientes sancionadores o reclamaciones relativas a los productos bajo la 
marca propia del distribuidor fabricados por el proveedor.

3. Se consideran infracciones muy graves la segunda o ulterior infracción grave que 
suponga reincidencia con otra infracción grave cometida en el plazo de dos años, contados 
desde la sanción por resolución firme en vía administrativa de la primera de ellas.

4. Se presume, salvo prueba en contrario, que el comprador es autor de las infracciones 
tipificadas en las letras a) del apartado 1 y b) y c) del apartado 2 de este artículo.

5. Cuando, como consecuencia del incumplimiento de las obligaciones contenidas en 
esta ley, se afecte a la competencia de los mercados, resultarán de aplicación las 
disposiciones contenidas en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, 
que tendrán carácter preferente a las infracciones contempladas en esta ley de acuerdo con 
el artículo 22.2.

6. El procedimiento sancionador que deba incoarse con motivo de las infracciones 
recogidas en esta ley se ajustará a lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con las siguientes 
salvedades:

a) En los procedimientos sancionadores cuya instrucción corresponda a la Agencia de 
Información y Control Alimentarios, O.A., el plazo máximo para resolver el procedimiento 
sancionador y notificar la resolución expresa del mismo será de diez meses.

b) Con vistas a garantizar el respeto de los derechos fundamentales, los actos 
administrativos que deban notificarse a un operador que no tenga un establecimiento en 
España se efectuarán en la lengua correspondiente al Estado donde el operador tenga su 
sede social principal.

7. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y 
las leves al año. El inicio de la prescripción se computará desde el día en que la infracción se 
hubiera cometido o, si se trata de infracciones relativas a la formalización y extremos que 
han de contener los contratos alimentarios, desde el momento de la finalización de las 
prestaciones que tengan su origen en los mismos. En el caso de infracciones continuadas, 
se computará desde el día que hayan cesado. En el caso de que los hechos o actividades 
constitutivos de infracción fueran desconocidos por carecer de signos externos, dicho plazo 
se computará desde que estos se manifiesten.

Artículo 24.  Sanciones.
1. Las infracciones en materia de contratación alimentaria previstas en esta norma serán 

sancionadas con multas de acuerdo con la siguiente graduación:
a) Infracciones leves, entre 250 euros y 3.000 euros.
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b) Infracciones graves, entre 3.001 euros y 100.000 euros.
c) Infracciones muy graves, entre 100.001 y 1.000.000 euros.
2. Con independencia de las multas previstas en el apartado 1 de este artículo, la 

autoridad que resuelva el expediente administrativo sancionador podrá acordar también que 
se ponga término a la práctica comercial prohibida.

En todo caso, la comisión de las infracciones tipificadas no podrá resultar más 
beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas de modo que el 
montante final de las sanciones pecuniarias impuestas no podrá ser inferior al beneficio 
económico obtenido por el infractor.

Artículo 24 bis.  Publicidad de las resoluciones sancionadoras en materia de contratación 
alimentaria.

1. La Administración pública competente para la imposición de las sanciones publicará, 
con carácter trimestral, las sanciones impuestas por infracciones graves y muy graves en 
materia de contratación alimentaria que hayan adquirido firmeza en vía administrativa o, en 
caso de haberse interpuesto recurso contencioso-administrativo, en vía judicial. En la 
publicidad de las mismas se incluirá la identificación del infractor, la sanción impuesta y la 
infracción sancionada. En el caso de las sanciones que imponga la Administración General 
del Estado, esta publicidad se dará por medio de la página web de la Agencia de Información 
y Control Alimentarios, O.A.

2. La publicidad activa y el acceso a la información pública regulados por el título I de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, así como las obligaciones de publicidad activa establecidas por la legislación 
autonómica, se someterán, cuando la información contenga datos personales, a lo dispuesto 
en los artículos 5.3 y 15 de la referida ley, así como en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

Artículo 25.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se graduarán especialmente en función del grado de intencionalidad o 

la naturaleza del perjuicio causado y atendiendo a la transcendencia económica y social de 
las infracciones cometidas, al ánimo de prevalerse de ventajas competitivas frente a otro 
sujeto del sector, al lucro obtenido con la acción infractora y a la previa comisión de una o 
más infracciones, cuando no sea aplicable la reincidencia, todo ello de acuerdo con los 
criterios siguientes:

a) Las sanciones se aplicarán, en principio, en su grado medio, reduciéndose a su grado 
mínimo si no se estimase por el órgano que resuelva el expediente la existencia de una 
apreciable trascendencia económica y social de la actuación infractora. En base a estos 
criterios de cuantificación, se establecen tres grados de sanción por infracción:

1.º Sanciones leves: En su grado mínimo, con multas de 250 a 1.000 euros; en su grado 
medio, con multas de 1.001 a 2.000 euros; y en su grado máximo, con multas de 2.001 a 
3.000 euros.

2.º Sanciones graves: En su grado mínimo, con multas de 3.001 a 33.000 euros; en su 
grado medio, con multas de 33.001 a 66.000 euros; y en su grado máximo, con multas de 
66.001 a 100.000 euros.

3.º Sanciones muy graves: en su grado mínimo, con multas de 100.001 a 333.000 euros; 
en su grado medio, con multas de 333.001 a 666.000 euros; y en su grado máximo, con 
multas de 666.001 a 1.000.000 euros.

b) Si mediare la anterior circunstancia o alguna de las demás circunstancias o criterios 
previstos en el primer párrafo del presente apartado la sanción estará comprendida entre la 
mitad y los dos tercios del máximo previsto. La concurrencia de dos o más de las anteriores 
circunstancias o criterios, que incluya en todo caso un ánimo de prevalerse de ventajas 
competitivas frente a otro sujeto del sector junto con la previa comisión de una o más 
infracciones cuando no sea aplicable la reincidencia, determinará la imposición de la sanción 
en su grado máximo.
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2. No obstante la aplicación de lo dispuesto en el apartado anterior, y para guardar la 
debida proporcionalidad, en el caso de sanciones pecuniarias a imponer a los operadores, 
éstas no superarán un importe equivalente al 5 o al 10 por 100 de los ingresos brutos del 
operador sancionado en el año anterior, según se trate, respectivamente, de infracciones 
graves o muy graves, y siempre que se respete el mínimo legal establecido para cada caso. 
En el caso de falta de ejercicio de la actividad durante todo o parte del ejercicio anterior, el 
órgano que resuelva el expediente aplicará los criterios de graduación elevando al año los 
ingresos brutos correspondientes a los meses anteriores de actividad si éstos fueran 
inferiores a doce.

Artículo 26.  Competencia.
1. Corresponde a la Administración General del Estado ejercer la potestad sancionadora 

prevista en esta ley, en los supuestos siguientes:
a) Cuando las partes contratantes tengan sus respectivas sedes sociales principales en 

diferentes Comunidades Autónomas.
b) Cuando el contrato afecte a un ámbito superior al de una Comunidad Autónoma en 

razón de la trazabilidad previsible de la mayor parte del alimento o producto alimenticio 
objeto del contrato.

c) Cuando una de las partes del contrato alimentario no tenga su sede social principal en 
España.»

2. Corresponderá a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas ejercer la 
potestad sancionadora prevista en esta ley en los restantes supuestos, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 2 bis del presente artículo.

2 bis. Cuando el órgano competente de una Comunidad Autónoma no haya actuado 
dentro de los plazos establecidos en los apartados 3 y 4 del artículo 29, el denunciante podrá 
acudir al órgano correspondiente de la Administración General del Estado.

Si transcurrido un mes del requerimiento de la Administración General del Estado el 
órgano competente de la Comunidad Autónoma siguiera sin dar respuesta satisfactoria, a 
petición del denunciante la Administración General del Estado asumirá la competencia en su 
lugar.

3. Serán competentes para la imposición de las sanciones en materia de contratación 
alimentaria en el ámbito de la Administración General del Estado los siguientes órganos:

a) El Director de la Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., cuando la 
cuantía total de la sanción propuesta por el instructor del expediente no supere los 100.000 
euros.

b) El Secretario General de Agricultura y Alimentación, cuando dicha cuantía exceda de 
100.000 euros y no supere los 300.000 euros.

c) El Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, cuando dicha cuantía 
exceda de 300.000 euros y no supere 600.000 euros.

d) El Consejo de Ministros, cuando dicha cuantía exceda de 600.000 euros.
4. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente promoverá, a través de la 

Conferencia Sectorial que corresponda por razón de la materia, la elaboración y aprobación 
de unas directrices que garanticen la aplicación uniforme del régimen sancionador en todo el 
territorio del Estado.

TÍTULO VI
Mejora de la vertebración de la cadena alimentaria

Artículo 27.  Fomento de la integración y potenciación del desarrollo de la cadena de valor.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, de acuerdo con sus 

disponibilidades presupuestarias, con los requisitos y condiciones que se establezcan 
reglamentariamente, trabajará conjuntamente con las Comunidades Autónomas para 
fomentar una mayor integración de los operadores que intervienen en la cadena alimentaria, 
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con objeto de facilitar una mayor eficiencia y rentabilidad en los distintos sectores que la 
integran.

2. En colaboración con otros Departamentos y con las organizaciones del sector 
productor implicados y las Comunidades Autónomas, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente trabajará para identificar y favorecer el desarrollo e 
implantación de nuevos canales de comercialización interior y exterior de alimentos o 
productos alimenticios, que permitan generar mayor eficiencia en las operaciones de la 
cadena de valor. Se favorecerán las iniciativas que faciliten la introducción de la innovación y 
las tecnologías de la información y comunicación en la cadena, así como las encaminadas al 
desarrollo de los canales cortos de comercialización, que permitan una mayor repercusión 
del valor añadido en los productores y elaboradores.

3. Asimismo, para conseguir la mejora de la competitividad de la producción agraria, se 
apoyará el desarrollo de medidas y programas de fomento de la calidad, de mejora de la 
eficiencia logística y de fomento de la innovación y utilización de las nuevas tecnologías.

4. Se fomentará la participación de las Asociaciones de Consumidores en las acciones 
previstas en este artículo.

TÍTULO VII
Las Autoridades de Ejecución

Artículo 28.  Designación de la Autoridad de Ejecución en el ámbito nacional.
1. En el ámbito de las competencias correspondientes a la Administración General del 

Estado, la Autoridad de Ejecución que ejercerá de punto de contacto para la cooperación 
tanto entre autoridades de ejecución como con la Comisión, prevista en el artículo 4.2 de la 
Directiva (UE) 2019/633 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2019, 
relativa a las prácticas comerciales desleales en las relaciones entre empresas en la cadena 
de suministro agrícola y alimentario, encargada de establecer y desarrollar el régimen de 
control necesario para comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en esta ley para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria en el ámbito nacional será la Agencia de 
Información y Control Alimentarios, O.A.

2. Las comunidades autónomas, de acuerdo con sus Estatutos de Autonomía y en el 
marco de las competencias previstas en el artículo 26 de esta ley, designarán autoridades 
encargadas de controlar el cumplimiento de lo dispuesto en esta ley, en sus territorios, que 
tendrán, al menos, las funciones que esta ley atribuye a la Agencia de Información y Control 
Alimentarios, O.A., en materia de control del cumplimiento de lo dispuesto en esta ley en el 
ámbito de las competencias propias de las comunidades autónomas.

3. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., será el punto de contacto 
para la cooperación entre las autoridades de ejecución, así como con la Comisión Europea.

4. Las autoridades de ejecución se reunirán al menos una vez al año para examinar la 
aplicación de la presente ley, en el seno del Comité de cooperación de las autoridades de 
ejecución. Las autoridades de ejecución debatirán las mejores prácticas, los nuevos casos y 
los avances en el ámbito de las prácticas comerciales desleales en la cadena de suministro 
agrícola y alimentario, así como el intercambio de información, en particular sobre la 
aplicación de las medidas que hayan adoptado de conformidad con la presente ley y sus 
prácticas en materia de observancia. Las autoridades de ejecución podrán adoptar 
recomendaciones para promover una aplicación coherente de la presente ley y mejorar su 
ejecución. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A. organizará tales 
reuniones.

5. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., publicará un informe anual 
con las actividades que hayan realizado las autoridades de ejecución en el ámbito de 
aplicación de la presente ley, que contendrá, entre otros datos, el número de denuncias 
recibidas y el número de investigaciones iniciadas o concluidas durante el año precedente. 
Respecto de cada investigación concluida, el informe contendrá una breve descripción del 
objeto, el resultado de la investigación y, cuando corresponda, la decisión adoptada, con 
sujeción a los requisitos de confidencialidad establecidos en esta ley.
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Artículo 29.  Denuncias y confidencialidad.
1. En los casos en que la competencia sancionadora, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 26 de esta ley, corresponda a la Administración General del Estado, la Agencia de 
Información y Control Alimentarios, O.A., llevará a cabo las funciones previstas en las letras 
f) y g) del apartado 6 de la disposición adicional primera.

2. La Administración Pública competente adoptará todas las medidas necesarias para 
proteger la identidad de los denunciantes en todo momento, así como para la adecuada 
protección de cualquier otra información cuya divulgación el denunciante considere que sería 
perjudicial para sus intereses, o en caso de asociaciones para los de sus miembros o para el 
de los proveedores. El denunciante indicará qué información tiene carácter confidencial y 
cuál no, presumiéndose confidencial toda información sobre la que no se haya hecho 
indicación expresa.

3. La autoridad de ejecución que reciba la denuncia informará al denunciante, en el plazo 
de un mes desde la presentación de la misma, sobre las acciones a realizar para dar curso a 
la reclamación.

4. Cuando la autoridad de ejecución considere que no hay razones suficientes para 
instruir un expediente administrativo sancionador con motivo de la denuncia presentada, 
informará al denunciante, en el plazo de nueve meses desde la presentación de la 
reclamación, sobre los motivos del archivo.

5. Los denunciantes tienen derecho, salvo manifestación expresa en contrario, a:
a) Recibir acuse de recibo de la denuncia al denunciante en un plazo de siete días a 

partir de la recepción.
b) Conocer el estado de la tramitación de su denuncia.
c) Conocer el estado de la realización de las acciones informadas por la autoridad de 

ejecución recogidas en el artículo 29.3.
d) Ser notificados de los trámites realizados y de las resoluciones acordadas respecto de 

la denuncia.
6. La protección de la identidad del denunciante deberá garantizarse tanto en el 

transcurso de la vía administrativa como, en su caso, la vía judicial. En este último caso, la 
Agencia de Información y Control Alimentarios o el órgano autonómico equivalente, en su 
caso, actuará en su nombre y representación, de ser necesario para proteger la identidad del 
denunciante y siempre y cuando esta representación no suponga indefensión ni quebranto 
del principio de igualdad de armas.

7. En los casos en que uno de los operadores esté establecido en España y el otro no, 
podrán cursar la denuncia bien ante la autoridad de ejecución de su propio Estado miembro, 
bien ante la Agencia de Información y Control Alimentarios O.A., competente conforme al 
artículo 26.1.c). La autoridad de ejecución ante la que se haya cursado la denuncia será 
competente para hacer cumplir las prohibiciones establecidas en esta ley.

Disposición adicional primera.  La Agencia de Información y Control Alimentarios.
1. Se crea la Agencia de Información y Control Alimentarios, con naturaleza de 

organismo autónomo, de acuerdo con lo previsto en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, con personalidad 
jurídico-pública diferenciada y plena capacidad de obrar, que se regirá por lo dispuesto en 
esta ley y las demás normas de aplicación.

La Agencia de Información y Control Alimentarios sustituye en el ejercicio de sus 
funciones a la Agencia para el Aceite de Oliva. En consecuencia, las menciones que la 
normativa vigente hace a la Agencia para el Aceite de Oliva, se entenderán hechas a la 
Agencia de Información y Control Alimentarios. Asimismo, la Agencia de Información y 
Control Alimentarios se subrogará en todos los convenios, derechos, obligaciones y demás 
negocios jurídicos relativos o suscritos por la Agencia para el Aceite de Oliva.

2. La Agencia de Información y Control Alimentarios se adscribe, a través de la 
Secretaría General de Agricultura y Alimentación, al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente al que corresponde su dirección estratégica y la evaluación y el control de 
los resultados de su actividad.
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3. A la Agencia, dentro de la esfera de sus competencias, le corresponden ejercer las 
potestades administrativas para el cumplimiento de sus fines de acuerdo con la legislación 
aplicable.

4. En el ejercicio de sus funciones públicas, la Agencia actuará de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

5. Los fines generales de la Agencia serán:
a) La gestión de los sistemas de información y control de los mercados oleícolas, lácteos 

y la de aquellos otros que se determinen reglamentariamente.
b) (Suprimida).
c) El control del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de 

medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria.
6. Para el cumplimiento de los fines fijados en el apartado anterior, la Agencia 

desarrollará las siguientes funciones:
a) Gestionar y mantener los sistemas de información de los mercados oleícolas (aceites 

de oliva y aceitunas de mesa), vinícolas y lácteos.
b) Ejercer las competencias recogidas en esta norma como autoridad de ejecución 

nacional prevista en el artículo 28, sin perjuicio de las competencias de las autoridades 
autonómicas.

c) Llevar a cabo las tareas necesarias como punto de contacto para la cooperación entre 
las autoridades de ejecución, así como con la Comisión Europea, en el ámbito de la Directiva 
(UE) 2019/633 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2019.

d) Iniciar e instruir, de acuerdo a su propio régimen, los expedientes sancionadores por 
incumplimientos en el pago de las aportaciones obligatorias a las organizaciones 
interprofesionales o de productores, reconocidas por el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente en los productos o sectores a que se refiere la letra a), 
formulando a las autoridades competentes las propuestas de resolución que correspondan.

e) Establecer y desarrollar, en el ámbito de las competencias que tiene atribuidas por 
esta ley la Administración General del Estado, el régimen de control necesario para 
comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en la misma.

f) Realizar las comprobaciones que corresponda de las denuncias por incumplimientos 
de lo dispuesto en esta ley que les sean presentadas e instruir el correspondiente 
procedimiento sancionador para formular la propuesta de resolución que proceda a la 
autoridad competente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, o 
trasladarlas a la Comisión Nacional de la Competencia junto con las actuaciones realizadas.

g) Iniciar de oficio el procedimiento sancionador que corresponda por las irregularidades 
que constate en el ejercicio de sus funciones que supongan incumplimientos de lo dispuesto 
en esta ley y, tras la correspondiente instrucción, proponer a la autoridad competente la 
resolución que proceda o, en su caso, formular denuncia ante la Comisión Nacional de la 
Competencia debidamente documentada.

Téngase en cuenta que se declara la constitucionalidad de la letra g), interpretada en los 
términos del fundamento jurídico 6, por Sentencia del TC 66/2017, de 25 de mayo. Ref. BOE-
A-2017-7642

h) Colaborar con el Observatorio de la Cadena Alimentaria en la realización de los 
trabajos, estudios e informes que, sobre los productos, mercados y sectores a que se refiere 
el apartado cinco, resulten necesarios para el ejercicio de las funciones que el Observatorio 
tiene encomendadas.

i) Establecer relaciones de colaboración con otros órganos de la Administración General 
del Estado y con las comunidades autónomas en materias de su competencia.

j) (Suprimida).
k) Colaborar con organizaciones sectoriales, de productores e interprofesionales 

relacionadas con las materias de su competencia.
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l) Cualesquiera otras funciones que reglamentariamente se le atribuyan para el 
cumplimiento de sus fines generales.

m) Ejercer las acciones contempladas en el artículo 32.1, 1.ª a 4.ª, de la Ley 3/1991, de 
10 de enero, de Competencia Desleal, cuando resulten afectados los intereses de 
operadores de la cadena alimentaria.

7. Las actuaciones de control e inspección que lleve a cabo la Agencia se realizarán por 
funcionarios públicos que, en el ejercicio de sus funciones, tendrán la condición de agentes 
de la autoridad.

Las actas levantadas por los inspectores de la Agencia tendrán el carácter de documento 
público y, salvo que se acredite lo contrario, harán prueba de los hechos que en ellas se 
recojan.

8. Los funcionarios de la Agencia de Información y Control Alimentarios, que estén 
debidamente acreditados por su Director, realizarán las actuaciones de inspección y control 
a las entidades y operadores que les ordene, y en su actuación tendrán las siguientes 
facultades:

a) Acceder a cualquier local, terreno, instalación o medio de transporte utilizados por las 
personas físicas o jurídicas sometidas a control.

b) Verificar las existencias de sus almacenes, los productos obtenidos, los procesos que 
aplican y las instalaciones, maquinaria y equipos utilizados.

c) Acceder a los libros y documentos relativos a la actividad de la entidad, cualquiera que 
sea su soporte material y, en particular, a todos los que acrediten el origen de sus compras y 
el destino de sus ventas y sus respectivos precios y valores, así como obtener copias o 
extractos, en cualquier formato y soporte, de dichos libros y documentos.

d) Retener por un plazo máximo de cinco días los libros o documentos mencionados en 
la letra c) de este apartado. Excepcionalmente se entregarán los originales cuando no se 
pueda entregar copia autenticada de los mismos.

e) Precintar almacenes, instalaciones, depósitos, equipos, vehículos, libros o 
documentos y demás bienes de la entidad durante el tiempo y en la medida que sea 
necesario para la inspección.

f) Requerir a cualquier representante o miembro del personal al servicio de la persona 
objeto de control, las explicaciones que considere necesarias sobre las actividades, 
procesos, materiales o documentos relacionados con el objeto y finalidad de la inspección y 
guardar constancia de sus respuestas.

g) Tomar muestras de materias primas, productos intermedios y terminados para 
determinar su composición y características, así como de los subproductos generados.

h) Levantar acta en la que se reflejen las actuaciones realizadas, la información 
requerida y la obtenida y los hechos constatados.

El ejercicio de las facultades descritas en las letras a) y e) requerirá el previo 
consentimiento expreso del afectado o, en su defecto, la correspondiente autorización 
judicial.

En cualquier momento del procedimiento, se podrá ordenar, de oficio o a instancia de 
parte, que se mantengan secretos los datos o documentos que se consideren confidenciales, 
formando con ellos pieza separada.

9. Todos los que tomen parte en las actuaciones de control, inspección o tramitación de 
los expedientes sancionadores deberán guardar secreto sobre los hechos y de cuantas 
informaciones de naturaleza confidencial hayan tenido conocimiento. Asimismo, deberán 
guardar secreto sobre dichas actuaciones, los que las conociesen por razón de profesión, 
cargo o intervención como parte, incluso después de cesar en sus funciones.

10. Toda persona física o jurídica queda sujeta al deber de colaboración con la Agencia 
de Información y Control Alimentarios y está obligada a proporcionar, a requerimiento de 
ésta y en plazo, toda clase de datos e informaciones de que disponga y que puedan resultar 
necesarios con el objeto y finalidad de la inspección. Dicho plazo será de diez días, salvo 
que por la naturaleza de lo solicitado y las circunstancias del caso se fije de forma motivada 
un plazo diferente.
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11. El régimen de personal de la Agencia se ajustará a lo dispuesto en el artículo 47.1 de 
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración 
General del Estado.

12. Los recursos económicos de la Agencia podrán provenir de cualquiera de los 
enumerados en el apartado 1 del artículo 65 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

13. En materia de contratación, de adquisición y de enajenación, la Agencia se rige por 
las normas generales de contratación de las Administraciones Públicas.

14. El régimen patrimonial de la Agencia de Información y Control Alimentarios se 
ajustará a las previsiones del artículo 48 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado.

Disposición adicional segunda.  Laboratorios agroalimentarios para el control oficial 
dependientes funcionalmente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

Uno. Laboratorios agroalimentarios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.

Los laboratorios agroalimentarios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, con el fin de homogeneizar los criterios aplicados en la realización de los 
controles analíticos oficiales y mejorar la calidad de los resultados, coordinarán, colaborarán 
y cooperarán con los laboratorios agroalimentarios designados por las autoridades 
competentes de las comunidades autónomas para realizar el análisis de las muestras 
tomadas en dichos controles, desarrollando principalmente las siguientes funciones:

– Armonizar los criterios para la adopción de métodos analíticos en los laboratorios 
oficiales y proponer su modificación, extinción o establecimiento de nuevos.

– Facilitar la transferencia de métodos analíticos entre los laboratorios agroalimentarios 
de las Comunidades Autónomas y del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente y difundir la oferta y capacidad analítica de dichos laboratorios.

– Organizar y desarrollar el funcionamiento de los Grupos de Trabajo Sectoriales, en los 
que participan representantes técnicos de las diferentes Administraciones públicas y del 
sector.

– Facilitar la formación del personal técnico de los laboratorios responsable de los 
análisis de los productos agroalimentarios.

– Establecer un marco de relación institucional común entre los laboratorios y la Entidad 
Nacional de Acreditación.

La designación, por parte de las autoridades competentes de las comunidades 
autónomas de los laboratorios para hacer el control analítico oficial, tendrá validez para todo 
el territorio del Estado y los laboratorios designados formarán parte de la Red de 
Laboratorios Agroalimentarios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 
lo que permitirá una coordinación más eficaz del soporte analítico del control oficial. Este 
soporte se llevará a cabo por laboratorios acreditados que tengan implantados sistemas de 
control de la calidad de acuerdo con lo que establezca la normativa comunitaria, de modo 
que los resultados de los análisis presenten una elevada calidad y uniformidad.

Dos. Red de Laboratorios Agroalimentarios.
La Red de Laboratorios Agroalimentarios que coordinará el Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente tiene como fin compartir y fomentar la acreditación de 
laboratorios de ensayo y métodos analíticos para el control oficial. Formarán parte de dicha 
red los laboratorios, públicos o privados, que participen en trabajos de control oficial por 
designación de las autoridades competentes de las comunidades autónomas o de la 
Administración General del Estado. Las distintas autoridades competentes deberán facilitar 
al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la información relativa a dichos 
laboratorios y su cartera de servicios. El funcionamiento de la red se establecerá de forma 
reglamentaria.

Tres. Coordinación de los Grupos de Trabajo.
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El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente coordinará los grupos de 
trabajo que se establezcan en el seno de la red, para su desarrollo.

Cuatro. Especialización en técnicas acreditadas.
En colaboración con las Comunidades Autónomas y al objeto de optimizar los recursos 

disponibles, se promoverá la especialización de los laboratorios en determinadas técnicas 
acreditadas específicas, de manera que puedan realizar los análisis solicitados por el 
conjunto de las Administraciones públicas que así lo requieran en el ejercicio de sus 
competencias de control oficial.

Cinco. Designación de laboratorios de referencia.
El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, en coordinación con las 

Comunidades Autónomas, designará los laboratorios nacionales de referencia, en el ámbito 
agroalimentario y de piensos, cuyo carácter será necesariamente público.

Seis. Tasa por los servicios de análisis oficiales realizados por los laboratorios 
alimentarios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

1. La Tasa por la realización de servicios de análisis oficiales de muestras efectuados por 
los laboratorios alimentarios que dependan funcionalmente del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, se regirá por la presente Ley y por las demás fuentes 
normativas previstas en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios 
Públicos.

2. Constituye el hecho imponible, la realización de servicios de análisis oficiales de 
muestras por los laboratorios alimentarios que dependan funcionalmente del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. No se devengará esta tasa en los casos de 
estudios, caracterización de productos agroalimentarios o desarrollo de métodos analíticos.

3. Serán sujetos pasivos, las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que 
soliciten la prestación de cualquiera de los servicios que constituyen el hecho imponible.

4. Estarán exentas del pago de la tasa, la Administración General del Estado y aquellas 
otras Administraciones Públicas con las que, a condición de reciprocidad, así se conviniere.

5. El devengo se producirá en el momento en que se presente la solicitud para el inicio 
de la prestación de los servicios.

6. La cuantía de las tasas por la realización de servicios de análisis de muestras de los 
laboratorios alimentarios que dependan funcionalmente del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, serán los siguientes:

a) Análisis consistentes en mediciones directas con instrumental sencillo, reacciones 
cualitativas, cálculos aritméticos y determinaciones físicas. Por cada muestra: 15 euros.

b) Preparación de muestras:
1.º Para análisis con operaciones básicas o cuantificación de análisis, consistentes en 

operaciones convencionales de laboratorio (extracciones, destilaciones, mineralizaciones). 
Por cada muestra y cada determinación: 10 euros.

2.º Para procesos intermedios de mayor complejidad: 25 euros por cada muestra.
c) Preparación de una muestra para análisis isotópico: 36 euros.
d) Identificación y/o cuantificación de una sustancia mediante técnicas no instrumentales: 

15 euros.
e) Identificación y/o cuantificación de una sustancia mediante kits enzimáticos y técnicas 

espectrofotométricas (ultravioleta visible, infrarrojo, absorción atómica de llama o con cámara 
de grafito o por generación de hidruros o por vapor frío): 29 euros.

f) Identificación y/o cuantificación de un grupo de elementos por ICP óptico o ICP masas:
1.º Un elemento 20 euros, hasta 4 elementos 40 euros y más de 4 elementos: 100 euros.
2.º En el caso del «Br», «Rb», «Sr» e «I», por cada elemento y muestra 32 euros.
g) Determinación y cuantificación de Hg por espectrometría de absorción atómica con 

analizador directo: 28 euros.
h) Identificación y/o cuantificación de una sustancia, o grupo de sustancias, mediante 

técnicas instrumentales separativas (cromatografía de gases, de líquidos, electroforesis 
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capilar): Por una sustancia 30 euros, entre dos y quince sustancias 40 euros, y más de 
quince sustancias 65 euros.

i) Identificación y/o cuantificación de una sustancia, o grupos de sustancias, mediante 
cromatografía de gases/espectrometría de masas y/o cromatografía de líquidos/masas: 80 
euros.

j) Identificación y/o cuantificación de residuos de pesticidas:
1.º Organofosforados, organoclorados y otros grupos 45 euros.
2.º Confirmación de los compuestos del apartado a) mediante cromatografía de gases/

espectrofotometría de masas y/o cromatografía de líquidos masas 35 euros.
3.º Métodos específicos para un pesticida 50 euros.
k) Medidas isotópicas por espectrometría de masas de 13C, 18O y 2H, por cada isótopo: 

60 euros.
l) Medidas isotópicas de la relación D/H por resonancia magnética nuclear: 100 euros.
m) Medida por centelleo líquido de 14C y/o 3H, por cada muestra: 100 euros.
n) Análisis sensorial cuyo resultado se obtenga mediante el dictamen de un panel de 

cata. Por cada muestra: 75 euros.
o) Análisis polínico y otros análisis micrográficos: Por cada muestra: 70 euros.
p) Recuentos de mohos y levaduras por Howard: Por cada muestra: 15 euros.
q) Prueba biológica de antifermentos, por cada muestra: 15 euros.
r) Determinación de una sustancia mediante kits específicos para radioinmunoensayo: 57 

euros.
s) Determinaciones realizadas mediante inmunoensayo (ELISA): 80 euros.
t) Determinación del contenido de gluten en alimentos por Western inmunobloting: 50 

euros.
u) Identificación y/o cuantificación de sustancias mediante la concurrencia de técnicas 

definidas en los diferentes epígrafes precedentes: se valorará mediante la suma de los 
mismos.

v) Análisis microbiológicos:
1.º Recuento de una especie de microorganismos: 25 euros.
2.º Aislamiento e identificación de microorganismos por especie: 25 euros.
3.º Prueba microbiológica de cribado de inhibidores del crecimiento bacteriano: 15 euros.
4.º Análisis microbiológico por PCR: 70 euros.
5.º Estudios serológicos de patógenos: 50 euros.
w) Análisis por PCR de Organismos Modificados Genéticamente:
1.º Análisis de screening (detección de controles internos de planta, y de secuencias 

reguladoras o de selección) por gen analizado: 50 euros.
2.º Análisis de detección e identificación por PCR a tiempo real de secuencias 

específicas por gen analizado: 60 euros.
3.º Análisis cuantitativo por PCR a tiempo real: por OMG (están incluidas las operaciones 

descritas en 1.º y 2.º): 180 euros.
x) Emisión de certificado sobre un análisis practicado: 8 euros.
y) Emisión de informe sobre un análisis practicado: 36 euros/hora o fracción.
7. Las tasas serán objeto de autoliquidación por el sujeto pasivo en los términos que 

reglamentariamente se establezcan.
8. La gestión de la tasa le corresponde al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 

Ambiente.

Disposición adicional tercera.  No incremento de gasto.
La ejecución de lo dispuesto en esta ley se efectuará con los medios materiales y 

personales destinados al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y a sus 
organismos dependientes, sin que suponga incremento neto del gasto, en especial, en 
relación a los gastos de personal.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 17  Ley de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria

– 396 –



Disposición adicional cuarta.  Realización y difusión de estudios y análisis comparativos.
1. Cuando a iniciativa de cualquier persona física o jurídica se realicen estudios y análisis 

comparativos en productos alimenticios dispuestos para su venta al consumidor final, y 
cuyos resultados se destinen a su difusión se deberán observar los principios de veracidad, 
rigor técnico y analítico y cumplir con todas las garantías contempladas en la normativa 
nacional o comunitaria en materia de análisis.

2. Todas las pruebas o análisis en que se basen los estudios, informes y análisis deberán 
ser realizadas por un laboratorio que posea una acreditación equivalente a la exigida a los 
laboratorios autorizados para intervenir en el control oficial de alimentos.

3. Una vez obtenido el resultado de la prueba, éste se comunicará al fabricante o titular 
del establecimiento, según el procedimiento que se establecerá reglamentariamente. 
Cuando del resultado del análisis se derive un incumplimiento legal, el fabricante o, 
envasador o responsable del producto, cuyo nombre figura en el etiquetado, podrá realizar 
un análisis contradictorio. En caso de discrepancia entre los resultados de ambos análisis, se 
realizará un tercer análisis, que será dirimente. El procedimiento en ambos casos se 
desarrollará reglamentariamente.

Reglamentariamente se establecerá el procedimiento al que tendrán que ajustarse los 
estudios, informes o análisis, en relación con la ficha técnica, el procedimiento de compra de 
los productos a analizar, los requisitos aplicables a la toma de muestras y el procedimiento 
de comunicación de resultados a los afectados.

4. Los estudios, informes y análisis no deberán inducir a error al consumidor respecto a 
la seguridad, calidad de los productos o al cumplimiento de la legislación alimentaria que le 
sea de aplicación.

5. El incumplimiento de los principios y requisitos aplicables a los estudios, informes y 
análisis llevados a cabo por entidades de carácter público o privado destinados a su difusión 
pública, contenidos en esta Disposición podrá ser considerado como un comportamiento 
objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe, de acuerdo con lo dispuesto en el 
Capítulo II de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal.

Disposición adicional quinta.  Relaciones contractuales de la Organización Común de 
Mercados de los productos agrarios.

1. Esta ley será de aplicación supletoria al sector lácteo sin perjuicio de las 
especificidades recogidas en la normativa reguladora del paquete lácteo, que prevalecerá en 
todo lo que se separe de esta ley.

2. En particular, se regirán por dicha normativa especial:
a) La determinación de la norma a que ha de someterse la relación contractual en 

entregas intracomunitarias de leche.
b) Los supuestos de obligatoriedad de formalización contractual y su contenido mínimo.
No obstante, además de lo que prevea su normativa sectorial, en todo caso serán de 

aplicación a los contratos del sector lácteo las exigencias previstas en el artículo 9.1.c) y en 
el artículo 12 ter de esta ley.

c) La regulación sobre entregas de los socios a cooperativas y SAT, sin perjuicio de la 
tipificación de infracciones contenida en el artículo 23 de esta ley.

d) La obligatoriedad de que las organizaciones de productores formalicen contrato por 
escrito en las entregas con sus socios cuando haya transferencia de la propiedad.

3. A los efectos del artículo 5.ñ), no obstante, las organizaciones de productores y sus 
asociaciones del sector lácteo, reconocidas respectivamente según los artículos 161 y 156 
del Reglamento (CE) n.º 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, por el que se crea la organización común de mercados de los productos 
agrarios y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) n.° 922/72, (CEE) n.° 234/79, (CE) 
n.° 1037/2001 y (CE) n.° 1234/2007, no tendrán tal consideración en caso de que los 
productores miembros de la organización hayan transferido la propiedad de su producción a 
la organización, debiendo en estos casos las organizaciones y sus asociaciones suscribir los 
contratos sujetos a negociación, conforme se indica en el artículo 23.3 del Real Decreto 
95/2019, de 1 de marzo, por el que se establecen las condiciones de contratación en el 
sector lácteo y se regula el reconocimiento de las organizaciones de productores y de las 
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organizaciones interprofesionales en el sector, y por el que se modifican varios reales 
decretos de aplicación al sector lácteo.

Disposición adicional sexta.  Infracciones y sanciones en materia de trazabilidad de 
productos pesqueros no incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 3/2001, de 26 de 
marzo, de Pesca Marítima del Estado.

La tenencia, consignación, transporte, tránsito, almacenamiento, transformación, 
exposición y venta, en cualquiera de las formas previstas legalmente, de productos 
pesqueros no incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de 
Pesca Marítima del Estado, que no cumplan los requisitos de trazabilidad, etiquetado, 
higiene o información al consumidor exigidos por la normativa vigente será tipificada como 
infracción grave y castigada con sanción pecuniaria de 601 a 60.000 euros.

Disposición adicional séptima.  Relaciones comerciales entre los operadores de la cadena 
agroalimentaria del plátano de Canarias.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley, a las relaciones comerciales entre los 
operadores de la cadena alimentaria del Plátano de Canarias (IGP del plátano cultivado en el 
archipiélago de las Islas Canarias) les serán de aplicación los siguientes preceptos, 
particularmente en los artículos 9.1.c) y 12 ter:

1. En la determinación del coste efectivo de producción en las operaciones comerciales 
de la cadena alimentaria de la IGP Plátano de Canarias se imputarán las ayudas directas o 
indirectas que perciba el productor o la explotación agraria.

2. Las organizaciones de productores de plátanos computarán como precio, el precio 
medio de todas sus ventas de Plátano de Canarias IGP a todos sus clientes en cada año 
natural.

En las transacciones posteriores realizadas entre los operadores de esta cadena 
alimentaria, se considerará como coste efectivo de producción el precio pagado por el 
adquirente al operador inmediatamente anterior por categoría.

3. El comprador y la organización de productores que haya realizado la venta tendrán la 
obligación de fijar en el contrato el precio del producto, pudiendo hacerlo hasta una semana 
después del proceso de maduración en destino del Plátano de Canarias.

Disposición transitoria primera.  Contratos preexistentes.
La presente Ley se aplicará a los contratos perfeccionados con posterioridad a su 

entrada en vigor, así como a las renovaciones, prórrogas y novaciones de contratos 
perfeccionados anteriormente, cuyos efectos se produzcan tras la entrada en vigor de esta 
ley.

Disposición transitoria segunda.  Organizaciones Profesionales Agroalimentarias.
Quedarán exceptuadas de las novedades introducidas en esta ley sobre el requisito 

exigido para el reconocimiento de organizaciones interprofesionales agroalimentarias de 
acreditar que representan, en su ámbito territorial y en su sector al menos el 51 por 100 de 
las producciones afectadas en todas y cada una de las ramas profesionales, aquellas 
organizaciones interprofesionales agroalimentarias que ya se encuentren reconocidas por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan o 

resulten incompatibles con lo establecido en la presente Ley y en particular:
– La Ley 28/1987, de 11 de diciembre, por la que se crea la Agencia para el Aceite de 

Oliva, y
– el Real Decreto 509/2000, de 14 de abril, por el que se crea el Observatorio de Precios 

de los Alimentos.
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Disposición final primera.  Modificación de la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, Reguladora 
de las Organizaciones interprofesionales agroalimentarias.

Se modifica la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias, en la forma que a continuación se indica.

Uno. Se da nueva redacción al artículo 2.

«Artículo 2.  Concepto de organizaciones interprofesionales agroalimentarias.
Por organización interprofesional agroalimentaria se entenderá, a los efectos de 

la presente Ley, aquélla, de ámbito estatal o superior al de una Comunidad 
Autónoma, que esté constituida por organizaciones representativas cualquiera que 
sea la naturaleza jurídica empresarial de sus representados, de la producción, de la 
transformación y en su caso de la comercialización y distribución agroalimentaria.»

Dos. Se da nueva redacción al artículo 3.

«Artículo 3.  Finalidades de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias.
Las organizaciones interprofesionales agroalimentarias se constituirán con todas 

o algunas de las siguientes finalidades:
a) Velar por el adecuado funcionamiento de la cadena alimentaria y favorecer 

unas buenas prácticas en las relaciones entre sus socios en tanto que son partícipes 
de la cadena de valor.

b) Llevar a cabo actuaciones que permitan mejorar el conocimiento, la eficiencia 
y la transparencia de los mercados, en especial mediante la puesta en común de 
información y estudios que resulten de interés para sus socios.

c) Desarrollar métodos e instrumentos para mejorar la calidad de los productos 
en todas las fases de la producción, la transformación, la comercialización y la 
distribución.

d) Promover programas de investigación y desarrollo que impulsen los procesos 
de innovación en su sector y que mejoren la incorporación de la tecnología, tanto a 
los procesos productivos como a la competitividad de los sectores implicados.

e) Contribuir a mejorar la coordinación de los diferentes operadores implicados 
en los procesos de puesta en el mercado de nuevos productos, en particular, 
mediante la realización de trabajos de investigación y estudios de mercado.

f) Realizar campañas para difundir y promocionar las producciones alimentarias, 
así como llevar a cabo actuaciones para facilitar una información adecuada a los 
consumidores sobre las mismas.

g) Proporcionar información y llevar a cabo los estudios y acciones necesarias 
para racionalizar, mejorar y orientar la producción agroalimentaria a las necesidades 
del mercado y las demandas de los consumidores.

h) Proteger y promover la agricultura ecológica, la producción integrada y 
cualquier otro método de producción respetuoso con el medio ambiente, así como las 
denominaciones de origen, las indicaciones geográficas protegidas y cualquier otra 
forma de protección de calidad diferenciada.

i) Elaboración de contratos tipo agroalimentarios compatibles con la normativa de 
competencia nacional y comunitaria.

j) Promover la adopción de medidas para regular la oferta, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa de competencia nacional y comunitaria.

k) La negociación colectiva de precios cuando existan contratos obligatorios en 
los términos previstos en la normativa comunitaria.

l) Desarrollar métodos para controlar y racionalizar el uso de productos 
veterinarios y fitosanitarios y otros factores de producción, para garantizar la calidad 
de los productos y la protección del medio ambiente.

m) Realizar actuaciones que tengan por objeto una mejor defensa del medio 
ambiente.

n) Promover la eficiencia en los diferentes eslabones de la cadena alimentaria 
mediante acciones que tengan por objetivo mejorar la eficiencia energética, reducir el 
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impacto ambiental, gestionar de forma responsable los residuos y subproductos o 
reducir las pérdidas de alimentos a lo largo de la cadena.

ñ) Diseño y realización de acciones de formación de todos los integrantes de la 
cadena para garantizar la competitividad de las explotaciones agrarias, empresas y 
trabajadores, así como la incorporación a la cadena de jóvenes cualificados.

o) La realización de estudios sobre los métodos de producción sostenible y la 
evolución del mercado, incluyendo índices de precios y costes objetivos, 
transparentes, verificables y no manipulables, que puedan ser usados de referencia 
en la fijación del precio libremente pactado en los contratos, siempre teniendo en 
cuenta lo establecido al respecto por la normativa sectorial comunitaria.

p) Desarrollar e implementar la formación necesaria para la mejora de la 
cualificación profesional y empleabilidad de los profesionales de los sectores 
agroalimentarios.

q) Cualquier otra que le atribuya la normativa comunitaria.»
Tres. Se da nueva redacción a las letras b) del apartado 1 y a) y c) del apartado 2 del 

artículo 4.

«Artículo 4.  Reconocimiento de las organizaciones interprofesionales 
agroalimentarias.

1.
b) Acrediten representar, en su ámbito territorial y en su sector, al menos el 51 

por 100 de las producciones afectadas en todas y cada una de las ramas 
profesionales.

2.
a) Regularán las modalidades de adhesión y retirada de los miembros que las 

conforman, garantizando la pertenencia a la misma de toda organización 
representativa de ámbito nacional que se comprometa al cumplimiento de los 
mismos, siempre que acredite representar, al menos, al 10 por 100 de la rama 
profesional a la que pertenece.

Asimismo, tendrá garantizada su presencia toda organización de ámbito 
autonómico que acredite representar al menos el 50 por 100 de la rama profesional 
correspondiente a su ámbito territorial, siempre que el sector o producto de que se 
trate suponga al menos un 3 por 100 de la producción final agraria pesquera o 
agroalimentaria a nivel nacional, o el 8 por 100 de la producción final agraria a nivel 
de Comunidad Autónoma.

Regularán igualmente, la duración del período de representatividad de las 
organizaciones miembro, los procedimientos para su renovación y una previsión 
sobre el estado de dicha representatividad, en caso de que por falta de acuerdo entre 
sus miembros se sobrepasase dicho período.

c) Regularán la participación paritaria en la gestión de la organización 
interprofesional agroalimentaria del sector productor de una parte, y del sector 
transformador y comercializador de otra. En función de la representación de 
intereses así como del objeto social para el que han sido constituidas, las 
organizaciones de cooperativas agrarias podrán encuadrarse en el sector de la 
producción, de la transformación y de la comercialización, o en todos ellos 
simultáneamente.»

Cuatro. Se da nueva redacción a los apartados 1 y 2 del artículo 5.

«Artículo 5.  Número de organizaciones interprofesionales agroalimentarias.
1. Sólo se reconocerá una única organización interprofesional agroalimentaria 

por sector o producto, salvo lo dispuesto en los apartados siguientes del presente 
artículo.

2. Los productos agrarios y alimentarios con derecho al uso de figuras de 
protección de la calidad diferenciada podrán ser considerados, a los efectos del 
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presente artículo, como sectores o productos diferenciados del de carácter general 
considerado en el apartado anterior, o de otros de igual o similar naturaleza.»

Cinco. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 6.
«2. Las organizaciones interprofesionales agroalimentarias deberán remitir al 

Registro de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, antes del 30 de abril de cada año, la 
Memoria anual de actividades del año anterior, el estado de representatividad al 
cierre del ejercicio, las cuentas anuales y la liquidación del último ejercicio 
debidamente auditado y el presupuesto anual de ingresos y gastos del ejercicio 
corriente.»

Seis. Se modifica el párrafo primero del artículo 7.

«Artículo 7.  Acuerdos de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias.
Las organizaciones interprofesionales agroalimentarias se ajustarán, para la 

adopción de sus acuerdos y en su funcionamiento, a las normas y principios 
recogidos en la normativa de defensa de la competencia nacional y comunitaria.»

Siete. Se da nueva redacción al artículo 8.

«Artículo 8.  Extensión de normas.
1. Adoptado un acuerdo en la organización interprofesional agroalimentaria, se 

elevará al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente para la 
aprobación, en su caso, mediante orden ministerial de la propuesta de extensión de 
todas o algunas de sus normas al conjunto total de productores y operadores del 
sector o producto.

Las propuestas de extensión de normas deberán referirse a actividades 
relacionadas con las definidas en el artículo 3 como finalidades de las organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias, así como cualquier otra que le atribuya la 
normativa comunitaria.

2. Solo podrá solicitarse la extensión de norma regulada en el apartado anterior 
en el seno de una organización interprofesional, en las condiciones que se 
establezcan por vía reglamentaria, cuando concurra que:

a) El acuerdo es respaldado por al menos el 50% de cada una de las ramas 
profesionales implicadas y,

b) la organización interprofesional agroalimentaria represente como mínimo al 
75% de las producciones afectadas.

3. Reglamentariamente se establecerán los mecanismos de control y 
seguimiento del cumplimiento de los acuerdos de extensión de normas.

4. El contenido de este artículo se entiende, en todo caso, sin perjuicio de la 
aplicación de las disposiciones contenidas en la normativa vigente de defensa de la 
competencia y en la normativa comunitaria.

5. En el caso de que dentro de un sector determinado existan varias 
organizaciones interprofesionales agroalimentarias reconocidas, éstas se verán 
vinculadas a los acuerdos de extensión de norma, aprobados y publicados, de otra 
organización interprofesional agroalimentaria reconocida para el mismo sector o 
producto de carácter general y estatal, en el que queden sectorialmente incluidas.

6. La Orden reguladora correspondiente fijará la duración de los acuerdos, no 
superior a cinco años o campañas, para los que se solicita la extensión de normas 
con base en la normativa nacional y comunitaria.

7. En el procedimiento de elaboración de la Orden de extensión, que se ajustará 
a lo previsto en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
se acreditará la participación pública de los potenciales destinatarios, por periodo no 
inferior a quince días.»

Ocho. El artículo 9 quedará redactado de la siguiente forma:
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«Artículo 9.  Aportación económica en caso de extensión de normas.
Cuando, en los términos establecidos en el artículo anterior, se extiendan normas 

al conjunto de los productores y operadores implicados, las Organizaciones 
Interprofesionales Agroalimentarias podrán proponer al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, para su aprobación, en su caso, la aportación 
económica por parte de aquéllos que no estén integrados en las mismas, de acuerdo 
con los principios de proporcionalidad en la cuantía respecto a los costes de las 
acciones y de no discriminación con respecto a los miembros de las Organizaciones 
Interprofesionales Agroalimentarias.

No se podrán repercutir gastos de funcionamiento de la Organización 
Interprofesional Agroalimentaria que no correspondan al coste de las acciones.»

Nueve. Se suprime el artículo 10.
Diez. Se da una nueva redacción al artículo 11.

«Artículo 11.  Revocación del reconocimiento de organizaciones interprofesionales 
agroalimentarias.

1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente revocará el 
reconocimiento a todas aquellas organizaciones interprofesionales agroalimentarias 
que dejen de cumplir alguna de las condiciones establecidas en el artículo 4 de esta 
Ley.

2. Podrá revocarse el reconocimiento de aquellas organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias que hayan permanecido inactivas, sin desarrollar 
ninguna de las finalidades establecidas en el artículo 3 de la presente ley, durante un 
período ininterrumpido de tres años.

3. La revocación del reconocimiento se efectuará previa audiencia de las 
organizaciones interprofesionales agroalimentarias afectadas y se inscribirá en el 
Registro regulado en el artículo 14 de la presente Ley.»

Once. Se da nueva redacción al artículo 12.

«Artículo 12.  Tipificación de infracciones.
1. Las infracciones administrativas a lo dispuesto en la presente Ley se 

clasificarán en leves, graves y muy graves.
2. Constituirán infracciones leves las siguientes:
a) El retraso injustificado en el envío al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 

Medio Ambiente de cualquiera de los documentos mencionados en los artículos 6 y 7 
sobre documentación y acuerdos de las Organizaciones Interprofesionales 
Agroalimentarias de la presente Ley.

b) El incumplimiento por los obligados al pago de la aportación económica 
obligatoria o de las cuotas en que se desglose, en los supuestos de extensión de 
norma aprobada por la autoridad competente, cuando su cuantía no supere 6.000 
euros.

3. Constituirán infracciones graves las siguientes:
a) La comisión, en el término de un año, de más de dos infracciones leves, 

cuando así haya sido declarado por resolución firme.
b) La no remisión al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 

por parte de las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias de los acuerdos 
adoptados en su seno.

c) La no remisión al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente de 
las cuentas anuales y la liquidación del último ejercicio debidamente auditado, por 
parte de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias, cuando a lo largo del 
período anual éstas hayan percibido aportaciones económicas obligatorias de todo el 
sector en virtud de una orden de extensión de norma aprobada por la autoridad 
competente.
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d) El incumplimiento por los obligados al pago de la aportación económica 
obligatoria o de las cuotas en que se desglose, en los supuestos de extensión de 
norma aprobada por la autoridad competente, cuando su cuantía supere 6.000 euros 
y no exceda de 60.000 euros.

4. Constituirán infracciones muy graves:
a) La comisión, en el término de un año, de más de una infracción grave de la 

misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.
b) El desarrollo de actuaciones cuya finalidad sea contraria a las establecidas en 

el artículo 3 de esta Ley.
c) El incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos para el 

reconocimiento de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias en el 
artículo 4 de esta Ley.

d) La denegación de la adhesión como miembro de las organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias de aquellas organizaciones sectoriales de ámbito 
nacional o autonómico que acrediten tener la representatividad mínima establecida 
en el artículo 4.2 a) de esta Ley.

e) La aplicación del régimen de aportaciones económicas por extensión de 
normas de la presente Ley en términos distintos a los contenidos en la 
correspondiente Orden Ministerial.

f) El incumplimiento por los obligados al pago de la aportación económica 
obligatoria o de las cuotas en que se desglose, en los supuestos de extensión de 
norma aprobada por la autoridad competente, cuando su cuantía exceda de 60.000 
euros.

5. En las infracciones relativas al incumplimiento del pago de la aportación 
económica obligatoria o de las cuotas en que se desglose, en los supuestos de 
extensión de norma aprobada por la autoridad competente, el impago deberá ser 
denunciado por la organización interprofesional ante la autoridad competente, 
acompañando la documentación que acredite haber requerido el pago a los 
deudores, así como la admisión a trámite de la correspondiente demanda judicial o, 
en su caso, de la solicitud de laudo arbitral.

No obstante, cuando la aportación económica impagada o las cuotas en que se 
desglose se calculen sobre datos incluidos en declaraciones oficiales a la 
administración competente o constatados en sus actuaciones de control, no será 
necesario acreditar la presentación de la documentación mencionada en el párrafo 
anterior.»

Doce. Se da nueva redacción al artículo 13.

«Artículo 13.  Sanciones.
1. Las infracciones administrativas enumeradas en el artículo anterior se 

sancionarán:
a) Las infracciones leves con apercibimiento o multa de hasta 3.000 euros.
b) Las infracciones graves con multa comprendida entre 3.001 euros y 150.000 

euros.
Además podrá ordenarse la suspensión temporal del reconocimiento de la 

organización interprofesional agroalimentaria, a efectos de lo establecido en la 
presente Ley, por plazo no superior a un año.

c) Las infracciones muy graves con multa comprendida entre 150.001 euros y 
3.000.000 de euros.

Además podrá ordenarse la suspensión temporal del reconocimiento de la 
organización interprofesional agroalimentaria, a efectos de lo establecido en la 
presente Ley, por un plazo comprendido entre un año y un día y tres años.

Asimismo, se podrá ordenar la retirada definitiva del reconocimiento a la 
organización interprofesional agroalimentaria, a los efectos previstos en esta Ley.
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2. Los criterios para la graduación de la sanción a aplicar serán los que 
determina la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. La resolución del procedimiento sancionador será competencia de:
a) El Director General de la Industria Alimentaria, cuando la cuantía total de la 

sanción propuesta por el instructor del expediente no supere los 100.000 euros.
b) El Secretario General de Agricultura y Alimentación, cuando dicha cuantía 

exceda de 100.000 euros y no supere los 300.000 euros.
c) El Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, cuando dicha 

cuantía exceda de 300.000 euros y no supere 600.000 euros.
d) El Consejo de Ministros, cuando dicha cuantía exceda de 600.000 euros o 

cuando se proponga como sanción la suspensión temporal o definitiva del 
reconocimiento de la organización interprofesional agroalimentaria.»

Trece. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 15.

«Artículo 15.  Consejo General de Organizaciones Interprofesionales 
Agroalimentarias.

2. El Consejo General de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias 
actuará en Pleno y en Comisión Permanente. El Pleno estará presidido por el 
Secretario General de Agricultura y Alimentación, y estará compuesto, en la forma en 
que se determine reglamentariamente, por representantes de los Ministerios de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, de Economía y Competitividad y de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, de las Comunidades Autónomas, de las 
organizaciones profesionales agrarias, organizaciones de cooperativas agrarias y 
pesqueras, organizaciones de productores pesqueros reconocidas, organizaciones 
de la industria y del comercio alimentario y de las organizaciones de consumidores.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 2/2000, de 7 de enero, Reguladora de 
los contratos-tipo de productos agroalimentarios.

Se modifica la Ley 2/2000, de 7 de enero, reguladora de los contratos-tipo de productos 
agroalimentarios, en la forma que a continuación se indica:

Uno. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 2.

«Artículo 2.  El contrato-tipo agroalimentario.
2. Se entiende por sistema agroalimentario, a los efectos de lo establecido en 

esta Ley, el conjunto de los sectores productivos agrícolas, ganadero, forestal y 
pesquero, así como los de transformación y comercialización de sus productos.»

Dos. Se da una nueva redacción al apartado d) del artículo 3:

«Artículo 3.  Contenido de los contratos.
d) Precios y condiciones de pago. El precio a percibir y los criterios para su 

actualización serán libremente fijados por las partes signatarias del contrato, las 
cuales podrán tener en cuenta, en su caso, indicadores de precios o costes. Estos 
indicadores deberán ser objetivos, transparentes y verificables, y no manipulables. 
En la fijación de los precios y condiciones de pago se tendrá en cuenta lo establecido 
al respecto por la normativa sectorial comunitaria.»

Tres. Se suprime el artículo 8.
Cuatro. Se da nueva redacción al segundo párrafo del artículo 10.

«Artículo 10.  Controversias.
En caso de que por la comisión de seguimiento, en el plazo y forma que 

reglamentariamente se establezca, no se logre una solución al conflicto, o en el de 
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discrepancia con la solución propuesta, las partes podrán recurrir a procedimientos 
arbitrales.»

Cinco. Se da nueva redacción al artículo 11.

«Artículo 11.  Infracciones y sanciones.
1. Se consideran infracciones leves:
a) La no remisión al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente de 

los resultados de la auditoría externa en el plazo reglamentariamente establecido.
b) La no remisión al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente de 

los datos a los que se refiere el artículo 4.1 de esta Ley.
2. Se consideran infracciones graves:
a) La no constitución por los proponentes del contrato tipo homologado de la 

comisión de seguimiento en el plazo reglamentariamente previsto.
b) El no cumplimiento de todos o alguno de los fines de la comisión de 

seguimiento.
c) La no realización de la auditoría externa establecida en la presente Ley.
d) La no remisión de información, o la remisión de datos falsos a la autoridad 

competente dentro del plazo fijado.
e) La reincidencia en una infracción leve de igual naturaleza en el mismo año 

contado desde la sanción por resolución firme en vía administrativa de la infracción 
anterior.

3. Se consideran infracciones muy graves.
a) La aplicación de las aportaciones económicas a destinos distintos de los 

contenidos en la memoria complementaria a que se refiere el artículo 5.3 de la 
presente Ley.

b) Acordar o realizar actividades con ánimo de lucro por la comisión de 
seguimiento.

c) La negativa absoluta a la actuación de los servicios públicos de inspección.
d) La reincidencia en una infracción grave de igual naturaleza en el mismo año 

contado desde la sanción por resolución firme en vía administrativa de la infracción 
anterior.

4. Las infracciones enumeradas en los apartados anteriores serán sancionadas:
a) Las infracciones leves con apercibimiento o multa de hasta 3.000 euros.
b) Las infracciones graves con multa comprendida entre 3.000 y 150.000 euros.
c) Las infracciones muy graves con multa comprendida entre 150.000 euros y 

3.000.000 de euros.
5. Los criterios para la graduación de la sanción a aplicar serán los que 

determina la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.»

Seis. Se da nueva redacción al artículo 12.

«Artículo 12.  Órganos competentes.
La resolución del procedimiento sancionador será competencia de:
a) El Director General de la Industria Alimentaria, cuando la cuantía total de la 

sanción propuesta por el instructor del expediente no supere los 100.000 euros.
b) El Secretario General de Agricultura y Alimentación, cuando dicha cuantía 

exceda de 100.000 euros y no supere los 300.000 euros.
c) El Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, cuando dicha 

cuantía exceda de 300.000 euros y no supere 600.000 euros.
d) El Consejo de Ministros, cuando dicha cuantía exceda de 600.000 euros.»
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Disposición final tercera.  Títulos competenciales.
La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª de la 

Constitución, que atribuye al Estado competencia sobre bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica.

Se exceptúa de lo anterior lo dispuesto en las letras f) y g) del artículo 5, el Título II y la 
disposición transitoria primera, que se amparan en las reglas 6.ª y 8.ª del artículo 149.1, que 
atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre legislación mercantil y legislación civil.

Constituyen legislación en materia de Hacienda general dictada al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución, lo dispuesto en la disposición adicional 
primera, apartado 15.f), de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria.

Disposición final cuarta.  Facultad de desarrollo.
Se habilita al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y 

aplicación de esta ley.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los cinco meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 18

Real Decreto 64/2015, de 6 de febrero, por el que se desarrolla 
parcialmente la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para 
mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria, y se modifica el 
Reglamento de la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las 
organizaciones interprofesionales agroalimentarias, aprobado por 

Real Decreto 705/1997, de 16 de mayo

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
«BOE» núm. 33, de 7 de febrero de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-1159

La Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la 
cadena alimentaria tiene entre sus fines conseguir un mayor equilibrio y transparencia en las 
relaciones comerciales entre los diferentes operadores, mejorar el acceso a la información y 
trazabilidad de la cadena alimentaria, regulando las prácticas comerciales y promoviendo 
códigos de buenas prácticas entre los operadores.

El presente real decreto establece disposiciones relativas a las buenas prácticas en la 
contratación alimentaria, al Observatorio de la Cadena Alimentaria, a los laboratorios 
agroalimentarios para el control oficial de la calidad comercial en origen de los productos 
agroalimentarios coordinados por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente y a la modificación del Reglamento de la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, 
reguladora de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias.

Se contiene en este reglamento el desarrollo de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, en consonancia con lo previsto en el Reglamento (UE) 1308/2013 del Parlamento y 
del Consejo Europeo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la organización común 
de mercados de los productos agrario, y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 
922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2011 y (CE) n.º 1234/2007, así como lo dispuesto en 
la Recomendación 2003/361/CE, de la Comisión, de 6 de mayo de 2003, sobre la definición 
de microempresas, pequeñas y medianas empresas.

El capítulo I establece como objeto del real decreto, el desarrollo de la Ley 12/2013, de 2 
de agosto, y algunas consideraciones generales para garantizar su cumplimiento.

El capítulo II, versa sobre algunos aspectos relacionados con el Código de Buenas 
Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria.

En la sección primera de este capítulo, se establece los requisitos necesarios para 
acogerse al proceso de mediación así como el procedimiento que seguirán los operadores 
que así lo soliciten.

En la sección segunda, se desarrolla el Registro Estatal de Buenas Prácticas Mercantiles 
en la Contratación Alimentaria como instrumento público en el que se inscribirá el Código de 
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Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria, y a todos aquellos operadores 
que interviniendo en la cadena alimentaria, se adhieran a él.

La ley posibilita la inscripción en el Registro de otros códigos con mayor nivel de 
exigencia para los operadores que el establecido en el Código de Buenas Prácticas 
Mercantiles en la Contratación Alimentaria, de nivel nacional o suprarregional, así como a los 
operadores adheridos a ellos.

Asimismo, en esta sección, se establecen los principios generales del Registro Estatal, 
los sujetos y actos susceptibles de inscribirse en dicho Registro, así como el procedimiento, 
contenido y consecuencias de la inscripción, el procedimiento de cancelación, 
desarrollándose, por último, un artículo sobre la publicidad del Registro.

El capítulo III desarrolla la composición y el funcionamiento del Observatorio de la 
Cadena Alimentaria que sustituye al Observatorio de Precios de los Alimentos, cuya 
normativa de creación se deroga por la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

El nuevo observatorio continuará ejerciendo las funciones relacionadas con los precios 
de los alimentos y asumirá nuevas funciones relacionadas con el funcionamiento de la 
cadena alimentaria. El Observatorio de la Cadena Alimentaria se compone del Pleno, de la 
Comisión Ejecutiva y de los Grupos de Trabajo que se creen al efecto.

El capítulo IV está dedicado a la Red de Laboratorios Agroalimentarios de control de la 
calidad comercial en origen y a la Mesa de coordinación de laboratorios agroalimentarios.

La Red de Laboratorios Agroalimentarios de control de la calidad comercial en origen, 
que regula la disposición adicional segunda de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, es un 
instrumento de naturaleza científico-técnica, que da apoyo a la Mesa de Coordinación de 
Laboratorios Agroalimentarios y que permite una gestión más eficaz del control analítico 
oficial de la calidad comercial en origen de los productos agroalimentarios y medios de la 
producción agraria.

La calidad agroalimentaria en general tiene una doble vertiente, en primer lugar por 
calidad comercial agroalimentaria entendemos el conjunto de propiedades y características 
de un alimento, consecuencia de las exigencias previstas en las disposiciones obligatorias 
relativas a las materias primas o ingredientes utilizados en su elaboración, a los procesos 
utilizados en la misma, así como a la composición y presentación del producto final. En 
segundo lugar por calidad diferenciada (Denominaciones de Origen Protegidas, Indicaciones 
Geográficas Protegidas o Espacialidades Tradicionales Garantizadas) se entiende el 
conjunto de características de un producto agrario y alimentario, vinculadas a un origen 
geográfico o tradición, consecuencia del cumplimiento de requisitos establecidos en 
disposiciones de carácter voluntario, relativas a sus materias primas o procedimientos de 
producción, transformación o comercialización.

Las disposiciones recogidas en el presente real decreto se refieren exclusivamente a la 
calidad comercial agroalimentaria llevada a cabo en origen, quedando fuera del ámbito de 
aplicación de este real decreto los controles de calidad llevados a cabo en los puntos de 
venta al consumidor final, en las expediciones a la Unión Europea, en las operaciones de 
comercio exterior, o bien los controles sanitarios, competencia todos ellos de otras 
Administraciones.

La Mesa de Coordinación de Laboratorios Agroalimentarios, aprobada por la Conferencia 
Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural, se constituye como un grupo de trabajo para que 
se lleve a cabo la coordinación de los laboratorios que intervienen en el control oficial de la 
calidad comercial en origen de los productos agroalimentarios y medios de producción 
agraria, y al mismo tiempo, como foro de intercambio y de información en temas 
relacionados con estos laboratorios y métodos de análisis, favoreciendo así, el desarrollo y la 
continuidad de estas tareas.

La disposición final primera incluye la modificación del Real Decreto 705/1997, de 16 de 
mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, 
reguladora de las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias.

Se modifican determinados aspectos del procedimiento de reconocimiento de las 
Organizaciones Interprofesionales Alimentarias así como del de revocación y retirada del 
reconocimiento de las mismas. Se adecua el procedimiento de extensión de normas al 
procedimiento de tramitación normativa previsto en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno. Se designa al Director de la Agencia de Información y Control 
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Alimentarios como competente para iniciar el expediente sancionador en determinados 
sectores conforme a la Ley 12/2013, de 2 de agosto, y por último se modifica la composición 
del Pleno del Consejo General de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, de su 
Comisión Permanente y el procedimiento de nombramiento y cese de los miembros del 
Consejo.

En la tramitación del presente real decreto han sido consultados las comunidades 
autónomas y el sector afectado.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 
con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 6 de febrero de 2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposición general

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto desarrollar parcialmente la Ley 12/2013, de 2 de 

agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria en relación con 
el Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria, con el 
Observatorio de la Cadena Alimentaria, con la red de Laboratorios Agroalimentarios y 
desarrollar parcialmente la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las 
organizaciones interprofesionales, modificando su Reglamento aprobado por el Real Decreto 
705/1997, de 16 de mayo.

CAPÍTULO II
Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria

Sección 1.ª Mediación

Artículo 2.  Requisitos y procedimiento.
1. El Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria incluirá la 

facultad de que en caso de que no hubiere acuerdo entre las organizaciones de productores 
y los compradores en el precio de los contratos alimentarios que tengan por objeto productos 
agrarios no transformados, en su primera venta, cualquiera de ambas partes podrá acogerse 
al procedimiento de mediación siempre que cumplan los siguientes requisitos:

a) Tratarse de una relación contractual en la que el vendedor sea una Organización de 
Productores, que opere en nombre y representación de sus asociados, con personalidad 
jurídica propia y reconocida de acuerdo con lo previsto en la normativa comunitaria en el 
ámbito de la Política Agrícola Común o de la Política Pesquera Común.

b) La relación contractual debe referirse a un producto agrario no transformado, en su 
primera venta.

c) Ambos operadores deben estar adheridos al Código de Buenas Prácticas.
2. Cualquiera de las partes que desee iniciar el procedimiento de mediación deberá 

dirigirse al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, a través de la Dirección 
General de la Industria Alimentaria, para solicitar la emisión de un certificado sobre el 
cumplimiento de los requisitos anteriores.

3. Una vez que la parte solicitante disponga del certificado emitido por el Ministerio sobre 
su posibilidad de acceso al proceso de mediación podrá solicitar a cualquiera de las 
instituciones de mediación establecidas al amparo de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles, la realización del correspondiente acto de 
mediación, siguiendo el procedimiento establecido en el título IV de la citada ley.
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El procedimiento de mediación se iniciará una vez que una de las partes lo solicite, 
según establece el artículo 16.1 in fine de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

4. Una vez concluido el proceso de mediación, el solicitante enviará una copia del acta y, 
en su caso, acuerdo de mediación a la Dirección General de la Industria Alimentaria.

5. El contenido de la mediación no tendrá carácter vinculante para las partes salvo que 
así lo hayan expresamente acordado con carácter previo a la misma, de acuerdo con el 
artículo 16 de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

Sección 2.ª Registro Estatal de Buenas Prácticas Mercantiles de la 
Contratación Alimentaria

Artículo 3.  Principios generales del Registro Estatal de Buenas Prácticas Mercantiles de la 
Contratación Alimentaria.

1. El Registro Estatal de Buenas Prácticas Mercantiles de la Contratación Alimentaria 
creado en el artículo 17 de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, será único para todo el territorio 
del Estado y será gestionado por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.

2. Los procedimientos de inscripción y cancelación en el Registro se ajustarán a lo 
establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en este real decreto, 
y serán de carácter gratuito.

Artículo 4.  Sujetos y actos sujetos a inscripción.
1. En el Registro se inscribirán:
a) Los operadores de la cadena alimentaria adheridos voluntariamente al Código de 

Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria al que se refiere el capítulo I del 
título III de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

b) Los operadores de la cadena alimentaria adheridos voluntariamente a cualquiera de 
los otros códigos de buenas prácticas mercantiles a los que se refiere el capítulo II del título 
III de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

2. En el Registro se inscribirán los siguientes actos:
a) El texto del Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación Alimentaria al 

que se refiere el capítulo I del título III de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.
b) El acuerdo por el que se aprueba el Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la 

Contratación Alimentaria, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 12/2003, de 
2 de agosto.

c) Los textos de los otros códigos de buenas prácticas mercantiles a los que se refiere el 
capítulo II del título III de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

d) Los acuerdos por los que se aprueban los otros códigos de buenas prácticas 
mercantiles.

e) La adhesión y la baja de los operadores a cualquiera de los códigos mencionados en 
las letras anteriores.

f) Las modificaciones que se produzcan tanto en el Código de Buenas Prácticas 
Mercantiles en la Contratación Alimentaria, como en los otros códigos de buenas prácticas 
mercantiles.

g) El cese de la aplicación de cualquiera de los códigos inscritos en el Registro que se 
produzca de acuerdo con el procedimiento que esté previsto en cada uno de ellos.

3. El Director General de la Industria Alimentaria, como responsable del Registro 
establecerá la organización interna del mismo.

Artículo 5.  Procedimiento de inscripción.
1. La inscripción en el Registro del Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la 

Contratación Alimentaria y de su acuerdo, se producirá de oficio en el plazo máximo de un 
mes desde que el mismo fuera acordado.
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Las modificaciones que se produzcan y que afecten a los actos inscritos en el Registro 
en relación con el mencionado Código, se realizarán igualmente de oficio en el plazo de un 
mes desde que se hubieran producido.

2. La inscripción de los otros códigos de buenas prácticas mercantiles podrá solicitarse 
en cualquier momento a instancia de las partes que los hayan acordado. La solicitud para la 
inscripción deberá ajustarse al modelo que se recoge en el anexo I del presente Real 
Decreto y deberá acompañarse, del texto íntegro del código. Sólo se procederá a la 
inscripción del código, tras comprobarse que cumpla con lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 
2 de agosto, y en el presente real decreto.

3. La inscripción de los operadores adheridos voluntariamente a los códigos citados en 
los dos apartados anteriores, se realizará en cualquier momento previa comunicación de los 
interesados a la Dirección General de la Industria Alimentaria, mediante modelo que se 
recoge en el anexo II de este real decreto. A dicha comunicación se acompañará 
documentación acreditativa de su adhesión al código que corresponda de los que se 
encuentren ya inscritos en el Registro.

4. En ambos casos, los interesados deberán instar la modificación de cualquier acto 
inscrito que no se adecue a la realidad, en el plazo de un mes desde que ésta se produjera 
indicando la nueva situación, debidamente acompañada de la documentación acreditativa 
para su incorporación al archivo.

5. En cualquiera de los casos anteriores, podrá utilizarse la sede electrónica del 
departamento, según lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso electrónico 
de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Artículo 6.  Contenido de la inscripción.
1. La inscripción del Código de Buenas Prácticas Mercantiles de la Contratación 

Alimentaria y de los otros códigos de buenas prácticas mercantiles, comprenderá:
a) El contenido del código que sea objeto de inscripción.
b) El nombre, apellidos, de las personas físicas, y la razón o denominación social de las 

personas jurídicas que hayan acordado el código que se inscribe, así como su domicilio, 
correo electrónico y el número de identificación fiscal, respectivamente.

c) La identificación y autorización del encargado del Registro y la fecha de la inscripción 
en el Registro.

2. La inscripción de los operadores adheridos voluntariamente al Código de Buenas 
Prácticas Mercantiles de la Contratación Alimentaria y a los otros códigos de buenas 
prácticas mercantiles, comprenderá:

a) El nombre y apellidos, si son personas físicas, y la razón o denominación social, en el 
caso de las personas jurídicas, así como su domicilio, nacionalidad y el número de 
identificación fiscal, en ambos casos.

b) Actividad a la que se dedica y Código de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas (CNAE) vigente.

c) Reconocimiento de la condición de organización de productores, en su caso, según la 
legislación vigente.

d) La identificación y autorización del encargado del Registro y la fecha de la inscripción 
en el Registro.

3. El encargado del Registro procederá a asignar a cada código registrado y a cada 
operado un código de identificación.

Artículo 7.  Consecuencias de la inscripción.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 17.2 de la Ley 12/2013, de 2 de 

agosto, los operadores adheridos voluntariamente al Código de Buenas Prácticas 
Mercantiles en la Contratación Alimentaria tras su inscripción en el Registro Estatal podrán 
utilizar la mención «Acogido al Código de Buenas Prácticas Mercantiles en la Contratación 
Alimentaria».
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El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente pondrá a disposición de los 
operadores adheridos al mencionado Código e inscritos en el Registro Estatal un logotipo 
que creará a tal efecto.

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 17.2 de la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, la inscripción de los operadores en el Registro se tendrá en cuenta en la normativa 
reguladora de las ayudas y subvenciones que en relación con la alimentación y la cadena 
alimentaria se promuevan por parte del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente.

3. El Ministerio realizará periódicamente campañas de promoción para dar a conocer a 
los consumidores la importancia y significación de la inscripción en el Registro por parte de 
los distintos operadores de la cadena agroalimentaria, así como del logotipo que se cree a 
tal efecto.

Artículo 8.  Procedimiento de cancelación.
1. Se procederá a la cancelación registral del Código de Buenas Prácticas Mercantiles 

de la Contratación Alimentaria y de cualquiera de los otros códigos de buenas prácticas, de 
oficio o a instancia de parte, cuando cese su vigencia de acuerdo con lo que se haya 
dispuesto a tal efecto en los propios códigos.

La cancelación deberá ser notificada a todas las partes que acordaron el código.
2. Se procederá a la cancelación registral de los operadores adheridos a cualquiera de 

los códigos mencionados en el apartado anterior, que hayan causado baja.
La cancelación deberá ser notificada al interesado.
3. Las solicitudes de cancelación a instancia de parte deberán dirigirse a la Dirección 

General de la Industria Alimentaria. Para este acto también podrá utilizarse la sede 
electrónica del departamento, según lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
Acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Artículo 9.  Publicidad del Registro.
1. El Registro Estatal de Buenas Prácticas Mercantiles de la Contratación Alimentaria es 

público.
2. La información obtenida del Registro no podrá tratarse para fines que resulten 

incompatibles con el principio de publicidad formal que justificó su obtención. No obstante, el 
Ministerio podrá utilizar dicha información para las comunicaciones oficiales a los 
operadores.

3. En todo caso el tratamiento de la información de carácter personal, se hará de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal.

CAPÍTULO III
Funcionamiento y composición del Observatorio de la Cadena Alimentaria

Artículo 10.  Funcionamiento.
1. El Observatorio de la Cadena Alimentaria funciona en Pleno, en Comisión Ejecutiva y 

en los Grupos de Trabajo que se creen al efecto, y se regirá por un reglamento interno que 
se desarrollará una vez constituido.

2. El Pleno del Observatorio de la Cadena Alimentaria se reunirá con carácter ordinario, 
al menos, dos veces a lo largo del año y, con carácter extraordinario, cuando lo convoque el 
presidente, a iniciativa propia o a solicitud de, al menos, la tercera parte de sus miembros.

Compete al presidente convocar las reuniones del Pleno del Observatorio con, al menos, 
diez días de antelación y fijar el orden del día.

El plazo de la convocatoria podrá reducirse motivadamente, hasta un mínimo de 
cuarenta y ocho horas de antelación, a aquélla en que deba iniciarse la sesión 
correspondiente.

3. La Comisión Ejecutiva se reunirá cuando así lo determine su ordenamiento de 
régimen interno.
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4. El Observatorio mantendrá contactos institucionales, a través de comisiones o grupos 
de trabajo, de consulta y cooperación, con otros órganos de cometido similar, especialmente 
con la Agencia de Información y Control Alimentarios.

5. El Observatorio establecerá sus normas de funcionamiento a través de su reglamento 
interno. En lo no previsto en el presente real decreto y en sus normas de funcionamiento, se 
aplicará lo dispuesto en el capítulo II, título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 11.  El Pleno del Observatorio de la Cadena Alimentaria.
1. El Pleno del Observatorio de la Cadena Alimentaria estará integrado por los siguientes 

miembros:
a) Presidente: el Director General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente, cuyo voto, en caso de empate, tendrá carácter dirimente.
b) Vicepresidente El Director General de Comercio Interior, del Ministerio de Economía y 

Competitividad, que sustituirá, en su caso, al presidente.
c) Vocales:
– Cinco Vocales representantes del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 

Ambiente con rango de Subdirector General: uno a propuesta del Secretario General de 
Pesca, uno a propuesta del Director General de Producciones y Mercados Agrarios, uno a 
propuesta de la Dirección General de la Industria Alimentaria, uno a propuesta de la 
Subsecretaría, y el Director de la Agencia de Información y Control Alimentario.

– Tres Vocales representantes de los siguientes órganos y organismos de la 
Administración General del Estado con rango de Subdirector General: uno de la Dirección 
General de Política Económica, uno de la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición, y uno del Instituto Nacional de Estadística.

– Cinco representantes de las comunidades autónomas, que irán rotando en períodos de 
tres años siguiendo el orden alfabético en castellano.

– Un Vocal representante de cada una de las tres principales organizaciones 
profesionales agrarias representativas a nivel estatal.

– Un Vocal de Cooperativas Agro-alimentarias.
– Un Vocal representante de la Federación Nacional de Cofradías de Pescadores.
– Cuatro Vocales de las principales organizaciones representativas de las industrias 

agroalimentarias en el ámbito estatal.
– Dos Vocales de las organizaciones sindicales representativas de los trabajadores del 

sector agroalimentario.
– Cuatro Vocales de las asociaciones de ámbito estatal de la distribución alimentaria 

(mayorista y minorista).
– Un Vocal del Consejo de Consumidores y Usuarios.
Se podrán nombrar hasta un máximo de seis Vocales invitados de entre las asociaciones 

u organizaciones que lo soliciten a la Presidencia del Pleno.
d) Actuará como Secretario, el titular de la Subdirección General de Estructura de la 

Cadena Alimentaria, que tendrá voz, pero no voto, en las deliberaciones del Pleno.
2. Corresponde al presidente del Observatorio el nombramiento de los Vocales que 

serán propuestos por las respectivas unidades y organizaciones de procedencia.
3. Corresponde al Pleno del Observatorio de la Cadena Alimentaria todas las funciones 

indicadas en el artículo 20 de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.
4. El Pleno del Observatorio, directamente o a través de la Comisión Ejecutiva, podrá 

constituir comisiones o grupos de trabajo para el estudio de temas concretos de interés, 
relacionados con la finalidad del Observatorio. Podrá acordarse la asistencia de los expertos 
que se consideren necesarios a los grupos de trabajo.

5. El presidente del Observatorio podrá permitir la asistencia a las reuniones del Pleno 
del Observatorio de la Cadena Alimentaria de aquellas asociaciones del sector que así lo 
hubieran solicitado previamente, en cuyo caso, tendrán voz pero no voto en las 
deliberaciones del mismo.
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Artículo 12.  Comisión Ejecutiva del Observatorio de la Cadena Alimentaria.
1. La Comisión Ejecutiva del Observatorio estará compuesta por el presidente, el 

vicepresidente, diez representantes elegidos por el Pleno de entre sus miembros debiéndose 
mantener la misma estructura de representación y el Secretario del Pleno, que actuará como 
Secretario de la Comisión.

2. La Comisión Ejecutiva ejercerá las funciones que expresamente le delegue el Pleno 
del Observatorio de la Cadena. Todos sus miembros tendrán voz y voto, a excepción del 
Secretario que sólo tendrá voz.

Artículo 13.  Financiación.
Los gastos derivados de su funcionamiento y de la elaboración de estudios no 

supondrán, en ningún caso, aumento del gasto público, ni sus miembros percibirán dietas 
por el ejercicio de sus funciones, y se financiarán con cargo al Presupuesto de Gastos del 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

CAPÍTULO IV
Red de Laboratorios Agroalimentarios de control de la calidad comercial en 

origen

Artículo 14.  Fines.
1. La Red de Laboratorios Agroalimentarios de control de la calidad comercial en origen 

(denominada LagroRed), coordinada por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, tiene como fines más destacados:

a) Desarrollar métodos analíticos.
b) Fomentar la acreditación.
c) Facilitar la comunicación.
Todo ello entre los laboratorios que realizan el control oficial de la calidad comercial en 

origen de los productos agroalimentarios y medios de producción agraria.
Quedan excluidos los laboratorios que realizan el control oficial de calidad de los 

productos agroalimentarios en los puntos de venta al consumidor final, en las expediciones a 
la Unión Europea, en las operaciones de comercio exterior, o bien aquéllos que realizan los 
controles sanitarios, competencia todos ellos de otras Administraciones.

2. Esta Red se configura esencialmente como un instrumento para dar apoyo a la Mesa 
de Coordinación de los Laboratorios Agroalimentarios en el desarrollo de sus funciones de 
colaboración, cooperación y coordinación de los laboratorios que realizan el control oficial de 
la calidad comercial en origen de los productos agroalimentarios y medios de producción 
agraria y de optimizar sus recursos materiales y humanos.

Artículo 15.  Naturaleza.
1. LagroRed se constituye como una herramienta informática gestionada por la Dirección 

General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, a través de la Subdirección General de Control y de Laboratorios Alimentarios.

2. En LagroRed se incorporarán los datos de los laboratorios designados por las 
autoridades competentes de las diferentes Administraciones Públicas y los de los 
laboratorios agroalimentarios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
para realizar el control analítico oficial de la calidad comercial en origen de los productos 
agroalimentarios y medios de producción agraria.

Asimismo, la Dirección General de la Industria Alimentaria podrá incluir los datos de otros 
laboratorios, al objeto de que puedan participar en algunas de las actividades que se 
desarrollen a través de LagroRed.

3. Con la información que conste en LagroRed, la Subdirección General de Control y de 
Laboratorios Alimentarios confeccionará un catálogo de los laboratorios integrantes de la 
Red, especificando su cartera de servicios.
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4. LagroRed también proporcionará el soporte técnico necesario a la Mesa de 
Coordinación de Laboratorios Agroalimentarios para que pueda llevar a cabo las funciones 
que ésta tiene asignadas.

Artículo 16.  Funcionamiento de la Red de Laboratorios Agroalimentarios de control de la 
calidad comercial en origen.

1. La Red dispone de una parte pública de carácter informativo, a la que se puede 
acceder libremente y otra de acceso privado limitada a los laboratorios de control oficial 
miembros de la Red y a otras unidades implicadas en dicho control oficial.

2. La información incluida en LagroRed, se revisará de acuerdo a los criterios 
establecidos en la Mesa de Coordinación de Laboratorios Agroalimentarios y se actualizará 
de forma periódica, al menos una vez al año, siendo los laboratorios integrantes de la misma 
los que directamente lleven a cabo dichas actualizaciones. Este proceso será coordinado por 
la Subdirección General de Control y de Laboratorios Alimentarios que establecerá los 
plazos al efecto. No obstante, los laboratorios deberán modificar su información siempre que 
se produzcan cambios significativos en la misma.

Artículo 17.  Medios y gastos de mantenimiento.
El funcionamiento de LagroRed no supondrá incremento del gasto público y será 

atendido con los medios materiales y de personal existentes en la Dirección General de la 
Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

Artículo 18.  Designación y comunicación de los laboratorios que realizan el control oficial 
de la calidad comercial en origen de los productos agroalimentarios y medios de producción 
agraria.

1. La relación de los laboratorios que sean designados por las autoridades competentes 
de las diferentes Administraciones Públicas como laboratorios de control oficial para el 
control de la calidad comercial en origen conforme a la normativa que le sea de aplicación, 
deberá ser comunicada a la Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, para su conocimiento e inclusión en LagroRed. 
Esta notificación deberá comprender los datos del laboratorio y las tareas para las que ha 
sido designado como laboratorio de control oficial, especificando el alcance de su 
acreditación.

2. Los laboratorios designados deberán cumplir durante todo el tiempo que desarrollen 
su actividad como laboratorio de control oficial, los requisitos exigidos para su designación y 
deberán comunicar a la autoridad competente que les designó, cualquier modificación al 
respecto. Esta Autoridad, a su vez, trasladará dicha información a la Dirección General de la 
Industria Alimentaria que procederá en consecuencia.

Artículo 19.  Mesa de coordinación de laboratorios agroalimentarios.
Se constituye la Mesa de Coordinación de Laboratorios Agroalimentarios, con carácter 

de grupo de trabajo, que estará integrada por representantes del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente y de las comunidades autónomas. Asimismo, con carácter 
puntual y cuando se considere oportuno, se podrá requerir la participación de otro personal 
especializado, así como de representantes de los sectores u otras organizaciones, en razón 
de la materia a tratar, con voz pero sin voto.

Dicha Mesa, que estará presidida por el Director General de la Industria Alimentaria 
realizará y desarrollará los estudios y trabajos técnicos relacionados con:

1. Mejorar la coordinación y armonización de las actuaciones en materia de métodos de 
análisis de los productos agroalimentarios y medios de la producción agraria, en los 
laboratorios designados para realizar el control analítico oficial de la calidad comercial en 
origen de dichos productos.

2. Potenciar las actuaciones encaminadas a mejorar la gestión relacionada con la calidad 
en los laboratorios agroalimentarios.
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3. Intensificar la colaboración y cooperación de todas las Administraciones Públicas con 
competencias en el control analítico oficial de la calidad comercial en origen de los productos 
agroalimentarios y medios de producción agraria, con objeto de racionalizar y optimizar los 
recursos disponibles.

4. Promover los cauces de colaboración y comunicación con los sectores 
agroalimentarios y asociaciones interprofesionales en cuestiones de metodología analítica.

5. Facilitar la formación adecuada, continua y progresiva del personal de los laboratorios 
responsable de los análisis oficiales de la calidad comercial en origen de los productos 
agroalimentarios y medios de la producción agraria.

El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá establecer, a 
propuesta de la Mesa, y si procede, mecanismos para la realización de determinados 
trabajos y estudios acordados en dicha Mesa.

Disposición adicional única.  Constitución de institución de mediación.
Sin menoscabo de lo dispuesto en el artículo 2 del presente real decreto, el Ministerio de 

Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá constituirse en institución de mediación de 
conformidad con la Ley 5/2012, de 6 de julio, si así lo considera necesario.

Disposición final primera.  Modificación del Reglamento de la Ley 38/1994, de 30 de 
diciembre, reguladora de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias.

Se modifica el Reglamento de la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las 
Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, que figura como Anexo al Real Decreto 
705/1997, de 16 de mayo, en la forma que a continuación se indica.

Uno. El párrafo c) del artículo 2 queda redactado en los siguientes términos:
«c) Acreditación del grado de implantación de la organización interprofesional 

agroalimentaria, mediante un baremo, que propuesto por la organización 
interprofesional solicitante del reconocimiento y, previo su refrendo por los miembros 
de las distintas ramas de actividad de la misma, deberá ser aprobado por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.»

Dos. El artículo 3 queda redactado como sigue:

«Artículo 3.  Actos de instrucción.
Los actos de instrucción necesarios para el conocimiento y comprobación de los 

datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán por la 
Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.»

Tres. El artículo 4 queda redactado como sigue:

«Artículo 4.  Informes.
La Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente solicitará, a efectos del reconocimiento, informe no 
vinculante del Consejo General de Organizaciones Interprofesionales 
Agroalimentarias. Asimismo podrán solicitarse cuantos informes sean necesarios 
para resolver.»

Cuatro. El artículo 7 queda redactado como sigue:

«Artículo 7.  Propuesta de resolución.
Finalizado el trámite de audiencia, el titular de la Dirección General de la Industria 

Alimentaria, por conducto del titular de la Secretaría General de Agricultura y 
Alimentación, elevará a la Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la 
correspondiente propuesta de resolución.»

Cinco. El apartado 1 del artículo 8 queda redactado como sigue:
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«1. El expediente de reconocimiento de la organización interprofesional 
agroalimentaria, se resolverá mediante orden ministerial en el plazo máximo de tres 
meses a partir del día siguiente a la fecha de entrada de la solicitud en cualquiera de 
los registros del órgano administrativo competente.

Dicha resolución se notificará a la organización interprofesional agroalimentaria 
solicitante, con las razones que la motivan.»

Seis. Los apartados 1 y 2 del artículo 9 quedan redactados como sigue:

«Artículo 9.  Revocación del reconocimiento.
1. El Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, de oficio o a 

instancia de parte, revocará el reconocimiento de aquéllas organizaciones 
interprofesionales agroalimentarias que incurran en alguno de los supuestos 
previstos en el artículo 11 de la Ley, previa audiencia de dichas organizaciones e 
informe del Consejo General de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias.

2. La resolución por la que se revoca o retira el reconocimiento de una 
organización interprofesional agroalimentaria, se notificará a dicha organización, con 
expresión de las razones que la motivan, y se publicará en el Boletín oficial del 
Estado a efectos informativos. Asimismo se procederá a inscribir la revocación en el 
registro de organizaciones interprofesionales agroalimentarias.»

Siete. El artículo 11 queda redactado como sigue:

«Artículo 11.  Actos de instrucción.
Los actos de instrucción necesarios para el conocimiento y comprobación de los 

datos en los que se fundamenta la extensión de norma se realizarán por la Dirección 
General de la Industria Alimentaria.

En todo caso se solicitará a los Departamentos ministeriales que pudieran estar 
implicados, cuanta información o documentación se considere conveniente.»

Ocho. El artículo 12 queda redactado como sigue:

«Artículo 12.  Informes.
La Dirección General de la Industria Alimentaria solicitará a efectos de extensión 

de normas, informe del Consejo General de Organizaciones Interprofesionales 
Agroalimentarias, el cual deberá ser emitido en el plazo máximo de un mes. En todo 
caso, los proyectos de órdenes de extensión de normas habrán de ser informados 
por la Secretaría General Técnica del Departamento. Asimismo podrán solicitarse 
cuántos informes y consultas sean necesarios en el procedimiento de elaboración de 
los proyectos de órdenes de extensión de normas.»

Nueve. El artículo 13 queda redactado como sigue:

«Artículo 13.  Información pública.
El acuerdo para el que se solicita extensión de normas y, en su caso, las 

aportaciones económicas correspondientes, se someterá a información pública por la 
Dirección General de la Industria Alimentaria mediante anuncio en el “Boletín Oficial 
del Estado”, a fin de que los interesados puedan examinar el expediente en el lugar 
que se indique y presentar las alegaciones que se estimen pertinentes en el plazo 
que se establezca en dicho anuncio, el cual no podrá ser inferior a quince días.»

Diez. Se suprime el artículo 14.
Once. El artículo 15 queda redactado como sigue:

«Artículo 15.  Aprobación.
La aprobación de la extensión de normas tendrá lugar mediante Orden del 

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, que determinará el período 
de vigencia del acuerdo que se hace extensivo.
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Cuando la materia objeto de extensión de normas esté relacionada con la 
competencia de varios Departamentos ministeriales, se aprobará mediante orden 
ministerial conjunta.»

Doce. El artículo 18 queda redactado como sigue:

«Artículo 18.  Órganos competentes.
El órgano competente para iniciar el expediente sancionador es el Director 

General de la Industria Alimentaria, que nombrará instructor al Subdirector General 
competente por razón de la materia o del sector. En el caso de los sectores oleícolas, 
lácteos y de aquellos otros que se determinen reglamentariamente, de acuerdo con 
lo establecido en el apartado 5 de la Disposición adicional primera de la Ley 12/2013, 
de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria, 
iniciará e instruirá el Director de la Agencia de Información y Control Alimentarios.»

Trece. El artículo 23 queda redactado como sigue:

«Artículo 23.  Composición.
1. El Consejo General de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, 

como órgano colegiado adscrito a la Secretaría General de Agricultura del Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, actuará en Pleno y en Comisión 
Permanente.

2. El Pleno del Consejo General de Organizaciones Interprofesionales 
Agroalimentarias estará integrado por:

a) Presidente: El titular de la Secretaría General de Agricultura y Alimentación.
b) Vicepresidente: El titular de la Dirección General de la Industria Alimentaria.
c) Vocales:
Tres representantes del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 

Ambiente, siendo uno de ellos el titular de la Secretaría General Técnica.
Dos representantes del Ministerio de Economía y Competitividad.
Un representante del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.
Siete representantes de las comunidades autónomas.
Seis representantes de las organizaciones profesionales agrarias.
Dos representantes de las organizaciones de cooperativas agrarias.
Cuatro representantes de las organizaciones de cooperativas pesqueras y de 

organizaciones de productores pesqueros reconocidas.
Seis representantes de las organizaciones de la industria y del comercio 

alimentario.
Un representante de las organizaciones de consumidores.
Actuará como Secretario el titular de la Subdirección General de Estructura de la 

Cadena Alimentaria.
3. La Comisión Permanente estará integrada por:
a) Presidente: El titular de la Dirección General de la Industria Alimentaria.
b) Vicepresidente: El titular de la Secretaría General Técnica del Ministerio de 

Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.
c) Vocales:
Dos representantes del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.
Cuatro representantes de las comunidades autónomas.
Tres representantes de las organizaciones profesionales agrarias.
Un representante de las organizaciones de cooperativas agrarias.
Dos representantes de las organizaciones de cooperativas pesqueras y de 

organizaciones de productores pesqueros reconocidas.
Tres representantes de las organizaciones de la industria y del comercio 

agroalimentario.
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Actuará como Secretario el Secretario del Consejo.»
Catorce. El apartado 1 del artículo 31 queda redactado como sigue:

«Artículo 31.  Nombramiento y cese.
1. Los miembros del Consejo serán nombrados por el presidente del Consejo, 

por un período de cuatro años de acuerdo con las siguientes normas:
a) Los Vocales representantes de la Administración General del Estado, 

miembros titulares del Consejo, que tendrán rango al menos de Director General, 
serán propuestos por los respectivos Subsecretarios de los Departamentos 
representados.

b) Los representantes de las comunidades autónomas serán propuestos por sus 
respectivas Administraciones. El derecho a representación para cada período de las 
comunidades autónomas se ejercerá de acuerdo con los siguientes criterios:

1.º Las dos comunidades autónomas con mayor aportación al producto interior 
bruto (PIB) agroalimentario nacional.

2.º Las dos comunidades autónomas con mayor importancia relativa medida en 
PIB agroalimentario, para todos aquellos sectores en los que haya reconocidas 
organizaciones interprofesionales agroalimentarias y no estén incluidas en el 
supuesto previsto en el párrafo a).

3.º La comunidad autónoma con mayor aportación al PIB pesquero nacional no 
incluida en los supuestos previstos en los párrafos a) y b) anteriores.

4.º Las dos comunidades autónomas que no hubieran estado representadas en 
el Consejo en períodos anteriores, atendiendo a los criterios previstos en los párrafos 
anteriores y siguiendo el orden alfabético en castellano.

c) Los representantes de las diversas organizaciones representativas serán 
propuestos por aquellas entidades que al respecto se determine, en función de su 
representatividad.

d) Cada Vocal tendrá un suplente que será propuesto y nombrado en la misma 
forma que el titular.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto se dicta de conformidad con la habilitación contenida en el artículo 

149.1, 13.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica.

Disposición final tercera.  Contención de gasto público.
Las medidas incluidas en esta norma serán atendidas con las dotaciones 

presupuestarias ordinarias del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y no 
podrán suponer incremento de dotaciones ni de retribuciones ni de otros gastos de personal.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I
Modelo de solicitud para la inscripción de los otros códigos de buenas 

prácticas mercantiles
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ANEXO II
Modelo de solicitud para la inscripción de operadores adheridos 
voluntariamente al código de buenas prácticas mercantiles en la contratación 

alimentaria y/o a los otros códigos según la Ley 12/2013, de 2 de agosto
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§ 19

Real Decreto 66/2015, de 6 de febrero, por el que se regula el 
régimen de controles a aplicar por la Agencia de Información y 
Control Alimentarios, previstos en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de 

medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria

Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente
«BOE» núm. 33, de 7 de febrero de 2015
Última modificación: 17 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2015-1161

Téngase en cuenta que las referencias hechas a la "Agencia de Información y Control Alimentarios" se 
entenderán hechas a la "Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A", según establece la disposición 
adicional única del Real Decreto 368/2023, de 16 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11643

La Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la 
cadena alimentaria, tiene como finalidad mejorar el funcionamiento y la vertebración de la 
cadena alimentaria, de manera que aumente la eficacia y competitividad del sector 
agroalimentario español y se reduzca el desequilibrio en las relaciones comerciales entre los 
diferentes operadores de la cadena de valor, en el marco de una competencia justa que 
redunde en beneficio no sólo del sector, sino también de los consumidores.

En su disposición adicional primera, la Ley 12/2013, de 2 de agosto, procede a la 
modificación del organismo autónomo Agencia para el Aceite de Oliva, que ha pasado a 
denominarse Agencia de Información y Control Alimentarios, asumiendo además de las 
funciones que venía ejerciendo, aquellas nuevas relacionadas con el control del 
cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013.

La Agencia de Información y Control Alimentarios es un organismo autónomo de los 
previstos en el artículo 43.1.a) de la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado con personalidad jurídica diferenciada, patrimonio y 
tesorería propios, así como autonomía de gestión, en los términos establecidos en dicha Ley 
y en su Estatuto, aprobado por el Real Decreto 227/2014, de 4 de abril.

Con la nueva Agencia se establece un organismo autónomo encargado de llevar a cabo 
las funciones que tiene legalmente encomendadas, propiciando un control efectivo de la 
cadena alimentaria, produciéndose de una misma manera y con un mismo nivel de 
cumplimiento de objetivos en todo el territorio nacional.

Los fines y funciones generales de la Agencia de Información y Control Alimentarios han 
quedado recogidos en su Estatuto, aprobado por Real Decreto 227/2014, de 4 de abril. En 
materia de controles, corresponde a la Agencia de Información y Control Alimentarios 
comprobar el cumplimiento de las obligaciones por parte de los operadores del sector 
oleícola, y lácteo así como la de aquellos otros sectores que reglamentariamente se 
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determinen, así como establecer y desarrollar el régimen de control necesario para 
comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

Conforme a lo previsto en el artículo 3 de su Estatuto, los controles que lleve a cabo la 
Agencia se harán sin perjuicio de las funciones que tengan encomendadas otros 
organismos, como ocurre en el sector lácteo.

Para llevar a cabo las tareas de inspección encomendadas a la Agencia de Información y 
Control Alimentarios es preciso establecer y desarrollar un régimen de control en el que se 
precisen los elementos sustanciales de la actividad inspectora, a fin de que el ejercicio de las 
funciones encomendadas al organismo autónomo se lleven a cabo con la seguridad y 
garantía precisas para todos los que intervienen en la cadena alimentaria y que serán 
sujetos de sus actividades inspectoras.

En el capítulo I se recogen las cuestiones generales del real decreto, tratando del objeto 
del mismo, el ámbito y finalidad de los controles, la atribución de las funciones de control del 
cumplimiento de lo establecido en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, a la Agencia de 
Información y Control Alimentarios, las relaciones con otras Administraciones Públicas y, 
finalmente, el régimen jurídico que será de aplicación a la Agencia.

En el capítulo II, que lleva por título «Los Servicios de Inspección de la Agencia de 
Información y Control Alimentarios», se trata del personal acreditado por su Director para 
llevar a cabo las tareas de control, los derechos, prerrogativas y consideraciones del mismo, 
sus deberes, así como del uso de bases informáticas por la Agencia de Información y 
Control Alimentarios.

En el capítulo III se trata de las actuaciones de la Agencia de Información y Control 
Alimentarios, comprendiendo aspectos referentes a las actuaciones inspectoras, la 
planificación de las actuaciones, el lugar y tiempo de las mismas, los obligados en el 
procedimiento de inspección, los derechos de los sujetos obligados, la asistencia de 
representantes y asesores a las inspecciones, la iniciación y el desarrollo de las actuaciones 
inspectoras, las facultades del personal inspector, la documentación de las actuaciones 
inspectoras, el valor probatorio de las actas levantadas por el personal acreditado, la firma 
de las actas de control, las actuaciones complementarias, el deber de auxilio y colaboración, 
los informes de las actuaciones de control, el registro de las actuaciones y, finalmente, el 
deber de secreto.

Debido a que este real decreto transciende la mera regulación de la actividad de control 
e inspección y entra dentro de la actividad sancionadora reconocida a la Agencia de 
Información y Control Alimentarios, se ha incluido en el reglamento el capítulo IV, titulado 
«Consecuencias derivadas de la actuación inspectora», donde se contemplan las reglas 
generales de actuación, así como las consecuencias que tendrán las mismas en el ámbito 
de las obligaciones impuestas para el mantenimiento de los sistemas de información, 
seguimiento y análisis de los mercados; en los casos de incumplimientos de pago de las 
aportaciones obligatorias a las organizaciones interprofesionales; de denuncias por 
incumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto; de irregularidades 
constatadas en el ejercicio de sus funciones y, finalmente, en los casos de infracción a la 
normativa sobre el comercio.

No se procede al desarrollo mediante este real decreto de las funciones de gestión y 
mantenimiento de los sistemas de información, seguimiento y análisis y control de los 
mercados lácteos hasta en tanto no se proceda a su desarrollo por otra norma 
reglamentaria.

La disposición derogatoria única deroga el Real Decreto 257/1999, de 12 de febrero, por 
el que se regula la supervisión de las ayudas comunitarias al aceite de oliva y la aceituna de 
mesa por la Agencia para el Aceite de Oliva.

Este real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución, que 
reserva al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 
con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo 
con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 6 de febrero de 2015,
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DISPONGO:

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de los controles de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, por la 

Agencia de Información y Control Alimentarios

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto establecer el régimen de controles que será de 

aplicación por la Agencia de Información y Control Alimentarios para comprobar el 
cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria. Así mismo, el real decreto desarrolla las 
previsiones de dicha Ley sobre la actividad sancionadora reconocida a la Agencia.

Artículo 2.  Ámbito de los controles.
1. Los controles que lleve a cabo la Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., 

tendrán por finalidad el examen, la comprobación y la investigación de las obligaciones 
impuestas a los operadores de la cadena alimentaria en virtud de la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria, para controlar 
su cumplimiento; así como, en el caso de constatarse incumplimientos, determinar si se han 
cometido posibles infracciones en materia de contratación alimentaria tipificadas en la misma 
ley que den lugar al correspondiente procedimiento sancionador.

2. Para el caso de que la Agencia de Información y Control Alimentarios tuviera que 
llevar a cabo alguna actuación en la que las competencias inspectoras fueran concurrentes 
con la de cualquier otra entidad, se llevarán a cabo previamente los mecanismos de 
coordinación y colaboración que fueran necesarios para su realización, mediante los 
correspondientes Acuerdos de Colaboración.

Artículo 3.  Relaciones con otras Administraciones Públicas.
1. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., podrá solicitar de las demás 

Administraciones Públicas, especialmente de las comunidades autónomas, incluidas las 
Autoridades de Ejecución previstas en el artículo 28.4 de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, la 
cooperación, asistencia activa e información que precise para el ejercicio de sus funciones 
de control. Por su parte, la Agencia, en el ejercicio de sus competencias, colaborará con 
otras Administraciones públicas cuando sea requerida al efecto en los términos del capítulo II 
del título III de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

2. Cuando una Administración pública conozca hechos o circunstancias que puedan 
suponer un incumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, por constituir 
una infracción tipificada en la misma lo pondrá en conocimiento de la Agencia de Información 
y Control Alimentarios con los elementos probatorios que procedan.

Artículo 4.  Régimen jurídico.
1. Las funciones, facultades y actuaciones relacionadas con los controles para la 

comprobación del cumplimento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, se 
regirán:

a) Por la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la 
cadena alimentaria y normas que la desarrollen.

b) Por el Estatuto de la Agencia de Información y Control Alimentarios, aprobado por el 
Real Decreto 227/2014, de 4 de abril.

c) Por el presente real decreto y por cuantas otras disposiciones integren el 
ordenamiento jurídico vigente y resulten de aplicación.

2. En todo caso, se aplicará supletoriamente la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público; la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas; la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
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General Tributaria; la Ley 47/2003, General Presupuestaria, y las normas que las 
desarrollen.

CAPÍTULO II
Los Servicios de Inspección de la Agencia de Información y Control 

Alimentarios

Artículo 5.  Personal inspector.
1. Las actuaciones derivadas de las funciones señaladas en el artículo 2 se realizarán 

por el personal funcionario de la Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A. 
debidamente acreditado por el Director de la Agencia de Información y Control Alimentarios, 
O.A., mediante su tarjeta de identificación profesional.

2. En los casos en los que el Director lo considere oportuno, los funcionarios 
debidamente acreditados de la Agencia de Información y Control Alimentarios podrán 
auxiliarse de expertos, técnicos y especialistas que resulten de especial interés en las tareas 
de control. Los mismos no tendrán la consideración de agentes de la autoridad y su actividad 
únicamente se circunscribirá al auxilio y colaboración con el personal inspector, a las 
órdenes de los cuales ejercerá su labor.

Artículo 6.  Situación del personal inspector.
1. Los funcionarios de la Agencia de Información y Control Alimentarios, debidamente 

acreditados por el Director para llevar a cabo las inspecciones, en el ejercicio de sus 
funciones, serán considerados como agentes de la autoridad, a los efectos de la 
responsabilidad administrativa y penal de quienes los intimiden o les hagan resistencia o 
acometan o empleen fuerza contra ellos, de hecho o de palabra, en actos de servicio o con 
motivo del mismo.

2. El desempeño de la función inspectora por el personal funcionario de la Agencia de 
Información y Control Alimentarios será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, 
profesión o actividad, público o privado, que pueda impedir o menoscabar el estricto 
cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia.

Artículo 7.  Principios de actuación.
1. En el ejercicio de sus funciones, los funcionarios de la Agencia de Información y 

Control Alimentarios informarán a los interesados, con motivo de las actuaciones 
inspectoras, de sus derechos y deberes, para facilitarles el cumplimiento de sus 
obligaciones.

2. El personal funcionario de la Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., 
debidamente acreditado por el Director de la Agencia deberá abstenerse de intervenir en las 
actuaciones, informando a su superior jerárquico, cuando concurra cualquiera de los motivos 
a que se refiere el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

3. Deberán guardar secreto sobre los hechos y de cuantas informaciones de naturaleza 
confidencial hayan tenido conocimiento.

4. La infracción de cualquiera de los deberes de secreto o sigilo constituirá falta 
administrativa grave, sin perjuicio de que por su naturaleza la conducta pudiera ser 
constitutiva de delito, de acuerdo con lo previsto en el Reglamento de régimen disciplinario 
de los funcionarios de la Administración del Estado, aprobado por el Real Decreto 33/1986, 
de 10 de enero.

5. Los inspectores de la Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., realizarán 
sus funciones debidamente acreditados mediante su tarjeta de identificación profesional, 
iniciándose las inspecciones mediante la presentación de su tarjeta de identificación 
profesional a los inspeccionados, los apoderados o representantes de los operadores de la 
cadena alimentaria.
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Artículo 8.  Uso de bases informáticas por la Agencia de Información y Control Alimentarios.
1. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., está facultada para utilizar, en 

sus tareas de control, las bases de datos propias, así como para precisar el auxilio de 
aquellas otras cuya titularidad o gestión corresponda a la Administración General del Estado, 
solicitando el suministro de la información que precise en los términos establecidos en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

2. Los datos de carácter personal que figuren en dichos sistemas, así como los que 
figuren en los ficheros automatizados que pueda crear la Agencia de Información y Control 
Alimentarios, O.A., relacionados con sus actividades inspectoras, podrán usarse para 
finalidades distintas de aquéllas para las que los datos hubieran sido recogidos, siempre y 
cuando dichas finalidades se correspondan con las funciones atribuidas normativamente a la 
Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A.

3. Quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de los datos de carácter 
personal de los ficheros automatizados que utilice la Agencia de Información y Control 
Alimentarios están obligados al secreto profesional respecto de los mismos y al deber de 
guardarlos.

CAPÍTULO III
Actuaciones de la Agencia de Información y Control Alimentarios

Artículo 9.  Disposiciones generales.
1. Los resultados de cualquiera de las actuaciones inspectoras de la Agencia de 

Información y Control Alimentarios, debidamente documentados, serán utilizados en todo 
caso en orden al adecuado desempeño de las funciones que ésta tiene encomendadas.

2. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., cuando compruebe en el 
desarrollo de sus funciones el incumplimiento, por algún operador, de las obligaciones que le 
incumben, que pueda constituir una infracción administrativa contemplada en la Ley 12/2013, 
de 2 de agosto, llevará a cabo las correspondientes medidas que se recogen en el capítulo 
IV de este real decreto.

3. Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Agencia de Información y Control 
Alimentarios, O.A., en sus tareas de control sólo podrán utilizarse para los fines que tiene 
encomendados. Esta documentación no podrá ser retirada de las dependencias de la 
Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., sin la preceptiva autorización del 
Director.

Artículo 10.  Actuaciones Inspectoras.
1. Las actuaciones inspectoras se llevarán a cabo para la correcta aplicación de la Ley 

12/2013, de 2 de agosto.
2. Las actuaciones de la Agencia de Información y Control Alimentarios podrán ser, entre 

otras, para:
a) (Suprimida)
b) Examinar la correspondencia entre los datos que figuren en las denuncias 

presentadas por las organizaciones de los sectores o mercados oleícolas (aceite de oliva y 
aceitunas de mesa), lácteos y vinícolas, y los que arrojen los sistemas de información de 
dichos mercados, que gestione la Agencia, a los efectos de iniciar e instruir los expedientes 
sancionadores por incumplimiento en el pago de las aportaciones obligatorias a dichas 
organizaciones interprofesionales.

c) Comprobar que los operadores de la cadena alimentaria cumplen las obligaciones 
establecidas en la Ley 12/2013, de 2 de agosto; pudiendo llevar a cabo un procedimiento de 
toma de muestras en aquellos casos que estimen oportunos.

d) Aquellos otros controles que sean solicitados por el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente en el ámbito de las funciones establecidas en el Estatuto de 
la Agencia de Información y Control Alimentarios.
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3. Las actuaciones de obtención de información se dirigirán al conocimiento de los datos 
o antecedentes de cualquier naturaleza que obren en poder de una persona o entidad y 
tengan trascendencia en el buen funcionamiento de la cadena alimentaria.

4. Los funcionarios debidamente acreditados para proceder a una inspección ejercerá 
sus poderes previa presentación de una acreditación escrita del Director de la Agencia de 
Información y Control Alimentarios que indique el objeto y la finalidad de la inspección, así 
como la fecha en la que vaya a practicarse.

5. En los casos en los que se haya solicitado de la autoridad judicial la correspondiente 
autorización para llevar a cabo las actuaciones inspectoras, ésta será presentada a los 
interesados por parte de los inspectores designados por el Director de la Agencia de 
Información y Control Alimentarios.

Artículo 11.  Planificación de las actuaciones.
1. El ejercicio de las tareas de control encomendadas a la Agencia de Información y 

Control Alimentarios se adecuará al Plan de Control.
2. El Plan de Control incluirá los criterios que hayan de servir para seleccionar las 

actuaciones inspectoras de comprobación e investigación que hayan de efectuarse.
3. El Plan de Control será aprobado por el Director de la Agencia de Información y 

Control Alimentarios. Se comunicarán al Consejo Asesor de la Agencia, para su 
conocimiento, los Planes aprobados desde la última reunión, con el resultado de los mismos.

4. Cualquier adición o modificación del Plan de Control, durante su ejecución, deberá ser 
aprobado por el Director de la Agencia de Información y Control Alimentarios, justificándose 
su necesidad de forma motivada, acompañándose de las memorias o informes precisos.

5. El Plan de Control se desarrollará en Planes de Trabajo, en los que se establecerán 
las actuaciones inspectoras de la Agencia de Información y Control Alimentarios, que 
tendrán carácter reservado y no serán objeto de publicidad.

6. Se deberá velar especialmente para que a través de la actividad inspectora la Agencia 
de Información y Control Alimentarios:

a) No se distorsione la libertad de mercado ni la libre competencia.
b) Se guarde la confidencialidad de los operadores inspeccionados y, en su caso, 

sancionados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 24 bis y 29 de la Ley 12/2013, de 2 
de agosto.

Artículo 12.  Lugar y tiempo de las actuaciones.
1. Las actuaciones de comprobación e investigación podrán desarrollarse, según los 

casos, en el lugar donde el inspeccionado tenga su domicilio social, despacho, oficina, 
almacén o industria; en el lugar donde radique la explotación; en las propias dependencias 
de la Agencia de Información y Control Alimentarios, o allí donde exista alguna prueba, al 
menos parcial, relativa a los hechos que puedan ser relevantes para determinar la existencia 
de infracciones a la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

2. Las actividades de inspección de la Agencia de Información y Control Alimentarios que 
se desarrollen en sus dependencias tendrán lugar dentro de la jornada de trabajo vigente.

3. En el caso de que las actividades de control se desarrollen en los locales del 
inspeccionado, se observará, con carácter general, la jornada laboral de oficina o de la 
actividad que rija en los mismos, sin perjuicio de que pueda actuarse de común acuerdo en 
otras horas y días. En el caso de que, dada la naturaleza de las comprobaciones realizadas, 
la interrupción de la inspección pueda ocasionar graves perjuicios al resultado de los 
controles, aquélla podrá proseguir durante el tiempo estrictamente indispensable, una vez 
concluida la jornada laboral.

4. En el caso de que las actividades de control se desarrollen en los locales del 
inspeccionado, y éstos fueran una explotación ganadera de animales vivos, se observará, 
con carácter general, la normativa en materia de bienestar y sanidad animal, amoldando la 
actividad inspectora a la naturaleza de una explotación ganadera, con el fin de no crear 
perjuicio alguno a los animales presentes en la misma.

5. La Agencia de Información y Control Alimentarios podrá, además, efectuar controles 
sin previo aviso, incluso fuera de la jornada laboral de las empresas inspeccionadas, siempre 
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que, en este último supuesto, tenga conocimiento de que se esté realizando alguna actividad 
en las instalaciones de los sujetos o entidades obligados contemplados en el ámbito de 
aplicación de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

Artículo 13.  Los obligados en el procedimiento de inspección.
1. Están obligados a atender al personal de la Agencia de Información y Control 

Alimentarios debidamente acreditado por el Director para llevar a cabo inspecciones:
a) (Suprimida)
b) (Suprimida)
c) Los operadores de la cadena alimentaria que estén incluidos en el ámbito de 

aplicación de la Ley 12/2013, de 2 de agosto.
d) Toda persona física o jurídica que pueda proporcionar cualquier clase de datos e 

informaciones de que disponga sobre el objeto de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, y que 
puedan resultar necesarios con el objeto y finalidad de la inspección.

2. Los funcionarios de la Agencia de Información y Control Alimentarios debidamente 
acreditados por el Director para llevar a cabo inspecciones podrán exigir que se acredite la 
identidad, carácter y facultades de la persona o personas con cuyo concurso y asistencia se 
vayan a realizar las actuaciones.

Artículo 14.  Derechos de los sujetos obligados.
Los sujetos obligados que deban soportar las actuaciones de comprobación, vigilancia e 

inspección por los servicios de inspección de la Agencia de Información y Control 
Alimentarios, O.A., tendrán los derechos que sean reconocidos por el artículo 13 y por las 
letras b), f), g), h) e i) del artículo 53.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y por la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, y en particular los siguientes:

a) A ser notificados del inicio y del objeto de las actuaciones inspectoras. En los 
supuestos en los que la índole de la inspección así lo requiera, por tratarse de una actuación 
inopinada, la notificación de las actuaciones de control se efectuará en el momento de 
iniciarse las mismas.

b) A un procedimiento sin dilaciones indebidas.
c) A formular alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento, 

que deberán ser tenidos en cuenta por el personal inspector al redactar el informe de 
propuesta de sanción.

Artículo 15.  Asistencia de representantes y asesores a las inspecciones.
Los inspeccionados y los apoderados o representantes de los operadores de la cadena 

alimentaria podrán intervenir en aquellas actuaciones inspectoras que se realicen ante los 
mismos, asistidos por un asesor en los términos del artículo 85 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, quien podrá aconsejar a su cliente. La presencia de los asesores en ningún caso 
se considerará necesaria para la realización de las actividades inspectoras, que se llevará a 
cabo, en todo caso, de conformidad con las instrucciones dictadas por el Director de la 
Agencia al respecto.

Artículo 16.  Iniciación y desarrollo de las actuaciones inspectoras.
1. Las actuaciones de control que lleve a cabo la Agencia de Información y Control 

Alimentarios podrán llevarse a cabo:
a) Por propia iniciativa, como consecuencia de las previsiones contenidas en el Plan de 

Control.
b) Por la existencia de indicios razonables de incumplimiento de la Ley 12/2013, de 2 de 

agosto.
c) En virtud de denuncia.
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2. La Agencia de Información y Control Alimentarios podrá llevar a cabo, antes de 
proceder a la apertura de un expediente administrativo sancionador, una actuación 
preliminar, con objeto de conocer el alcance y las responsabilidades que puedan derivarse 
del contenido de la denuncia.

3. Cuando los funcionarios de la Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., 
debidamente acreditados por el Director del organismo autónomo para llevar a cabo 
inspecciones, actúen fuera de las dependencias de la Agencia, deberán identificarse 
mostrando su tarjeta de identidad profesional. Deberán, igualmente, al inicio de las 
actuaciones y en cualquier momento de las actuaciones inspectoras a solicitud del 
interesado, instruir a éste acerca del significado de las actuaciones, del procedimiento a 
seguir, de sus derechos y de las obligaciones y deberes que ha de observar para con la 
Agencia.

4. Iniciadas las actuaciones inspectoras, deberán proseguir hasta su terminación, de 
acuerdo con su naturaleza y carácter. Las actuaciones inspectoras se desarrollarán durante 
el tiempo que sea preciso en cada jornada, de acuerdo con las características propias de las 
comprobaciones en curso. Si duran varios días, al término de las actuaciones de cada día se 
suspenderán, fijando el inspector el lugar, el día y la hora para su reanudación, precintando 
en su caso las dependencias administrativas.

5. El plazo máximo de finalización de las actuaciones será de nueve meses a contar 
desde que la Agencia se encuentre en posesión de toda la información precisa, sin perjuicio 
de que, por circunstancias excepcionales o debido a la obstrucción de los controles por el 
inspeccionado, pueda prorrogarse este plazo por el Director de la Agencia a propuesta del 
inspector actuante, por un período no superior a tres meses improrrogables.

6. El personal de la Agencia de Información y Control Alimentarios debidamente 
acreditado por el Director para llevar a cabo inspecciones deberá practicar sus actuaciones 
procurando siempre perturbar en la menor medida posible el desarrollo normal de las 
actividades laborales, empresariales o profesionales del obligado.

Artículo 17.  Facultades del personal inspector.
1. De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional primera, apartados 8 y 9 de 

la Ley 12/2013 de 2 de agosto, los funcionarios de la Agencia de Información y Control 
Alimentarios debidamente acreditados por el Director para llevar a cabo inspecciones 
realizarán las actuaciones de inspección y control a las entidades y operadores que se les 
ordene, y en su actuación tendrán las siguientes facultades, que serán siempre 
proporcionadas al objeto de su actuación:

a) Acceder a cualquier local, terreno, instalación o medio de transporte utilizados por las 
personas físicas o jurídicas sometidas a control.

b) Verificar las existencias de sus almacenes, los productos obtenidos, los procesos que 
se aplican y las instalaciones, maquinaria y equipos utilizados.

c) Acceder a los libros y documentos relativos a la actividad de la entidad, cualquiera que 
sea su soporte material, incluido el electrónico, así como obtener copias o extractos, en 
cualquier formato y soporte, incluido el electrónico, de dichos libros y documentos.

d) Retener por un plazo máximo de cinco días los libros o documentos mencionados en 
la letra c) de este apartado. Excepcionalmente se entregarán los originales cuando no se 
pueda entregar copia autenticada de los mismos.

e) Precintar almacenes, instalaciones, depósitos, equipos, vehículos, libros o 
documentos y demás bienes de la entidad durante el tiempo y en la medida que sea 
necesario para la inspección.

f) Requerir a cualquier representante o miembro del personal al servicio de la persona 
objeto de control, las explicaciones que considere necesarias sobre las actividades, 
procesos, materiales o documentos relacionados con el objeto y finalidad de la inspección y 
guardar constancia de sus respuestas.

g) Tomar muestras de materias primas, productos intermedios y terminados para 
determinar su composición y características, así como de los subproductos generados.

h) Levantar acta en la que se reflejen las actuaciones realizadas, la información 
requerida y la obtenida y los hechos constatados.
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i) Acceder a los contratos efectuados en el ámbito de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, por 
el sujeto obligado objeto de control en los cuatro años anteriores.

j) Acceder al Registro de contratos alimentarios conforme al Real Decreto 1028/2022, de 
20 de diciembre, por el que se desarrolla el Registro de Contratos Alimentarios.

2. El ejercicio de las facultades descritas en las letras a) y e) requerirá el previo 
consentimiento expreso del afectado o, en su defecto, la correspondiente autorización 
judicial.

3. En cualquier momento del procedimiento, se podrá ordenar, de oficio o a instancia de 
parte, que se mantengan secretos los datos o documentos que se consideren confidenciales, 
formando con ellos pieza separada.

4. Las actuaciones inspectoras se darán por concluidas cuando, a juicio de los 
inspectores, se hayan obtenido los datos y pruebas necesarios para fundamentar los actos 
que proceda dictar, bien considerando correcta la situación del inspeccionado, o bien por 
disponer de los elementos necesarios para regularizar la misma con arreglo a Derecho.

Artículo 18.  Documentación de las actuaciones inspectoras.
1. Las actuaciones de los servicios de inspección de la Agencia de Información y Control 

Alimentarios se documentarán en actas de inspección.
2. Son actas de inspección aquellos documentos que extienden los funcionarios 

inspectores de la Agencia de Información y Control Alimentarios con el fin de recoger los 
resultados de sus actuaciones de comprobación e investigación sobre el terreno.

3. En las actas de inspección se consignarán, al menos:
a) El lugar y fecha de su formalización.
b) La identificación personal de los inspectores que la suscriben.
c) El nombre y apellidos, número de identificación fiscal y la firma de la persona con la 

que se extienden las actuaciones y el carácter o representación con que interviene en las 
mismas.

d) Los hechos constatados en la actuación inspectora.
e) El detalle de las actuaciones llevadas a cabo durante la inspección.
4. El personal inspector expedirá una copia del acta, así como una relación de 

documentos que se anexen a la misma, a los afectados.

Artículo 19.  Valor probatorio de las actas levantadas por los funcionarios.
De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 7 de la disposición adicional primera de la 

Ley 12/2013, las actas levantadas por los inspectores de la Agencia de Información y Control 
Alimentarios tendrán el carácter de documento público y, salvo que se acredite lo contrario, 
harán prueba de los hechos que en ellas se recojan.

Artículo 20.  Firma de las actas de inspección.
1. Las actas de inspección deberán ir firmadas por el inspector o inspectores de la 

Agencia de Información y Control Alimentarios que hayan realizado las correspondientes 
actuaciones, así como, en su caso, por la persona con la que se hubiera realizado el control, 
su representante o el encargado del local donde hubiese tenido lugar la inspección.

2. La negativa de los inspeccionados a firmar el acta no impedirá que ésta, una vez 
firmada por el inspector o inspectores de la Agencia de Información y Control Alimentarios 
acreditados para la inspección, tenga valor probatorio, debiendo hacer constar en la misma 
la negativa del inspeccionado a firmar el acta.

3. Al acta se adjuntará la relación de los documentos de los que se haya obtenido copia, 
así como un ejemplar de la misma, y, en su caso, la relación de aquellos documentos que 
hayan sido retenidos y trasladados temporalmente a la Agencia de Información y Control 
Alimentarios por el personal inspector, cualquiera que sea su soporte material.
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Artículo 21.  Actuaciones complementarias.
Cuando la índole del asunto así lo requiera, los funcionarios de la Agencia de 

Información y Control Alimentarios, debidamente acreditados por su Director, podrán 
solicitar, en el curso de las inspecciones, datos complementarios para completar las 
actuaciones de inspección. Si el obligado a cumplir este requerimiento es el propio 
inspeccionado, se indicará en el acta la documentación de que se trate y el tiempo en que 
ésta deberá ser remitida a la Agencia de Información y Control Alimentarios o puesta a 
disposición de los inspectores actuantes.

Artículo 22.  Toma de muestras.
1. La Agencia de Información y Control Alimentarios podrá tomar muestras, a los efectos 

previstos en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, en cualquier fase de la cadena alimentaria, de 
los productos.

2. Si, a la vista del resultado de los análisis practicados sobre dichos productos, se 
detectara un posible incumplimiento de la legislación aplicable en materia agroalimentaria o 
sanitaria, la Agencia de Información y Control Alimentarios lo comunicará a la mayor 
brevedad posible a los organismos competentes.

Artículo 23.  Auxilio y colaboración.
1. De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional primera, apartado 10 de la 

Ley 12/2013 de 2 de agosto, toda persona física o jurídica queda sujeta al deber de 
colaboración con la Agencia de Información y Control Alimentarios y está obligada a 
proporcionar, a requerimiento de ésta y en plazo, toda clase de datos e informaciones de que 
disponga y que puedan resultar necesarios con el objeto y finalidad de la inspección. Dicho 
plazo será de diez días, salvo que por la naturaleza de lo solicitado y las circunstancias del 
caso se fije de forma motivada un plazo diferente.

2. El incumplimiento de la obligación de suministrar la información que le sea requerida 
en el plazo señalado o el suministro de información incompleta se considerará infracción 
administrativa, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto.

Artículo 24.  Informe de las actuaciones de control.
El inspector o inspectores que han llevado a cabo las investigaciones emitirán, al finalizar 

el control, un informe en el que se recogerán todas las actuaciones llevadas a cabo.

Artículo 25.  Registro de las actuaciones.
La Agencia de información y Control Alimentarios relacionará, registrará y archivará sus 

actuaciones inspectoras en la forma que se determine por el Director del organismo y con el 
detalle preciso para el debido control, constancia y custodia de las mismas.

Artículo 26.  Deber de secreto.
Todos los que tomen parte en las actuaciones de control, inspección o tramitación de los 

expedientes sancionadores deberán guardar secreto sobre los hechos y de cuantas 
informaciones de naturaleza confidencial hayan tenido conocimiento. Asimismo, deberán 
guardar secreto sobre dichas actuaciones, los que las conociesen por razón de profesión, 
cargo o intervención como parte, incluso después de cesar en sus funciones.

CAPÍTULO IV
Consecuencias derivadas de la actuación inspectora

Artículo 27.  Reglas generales de actuación.
1. A la vista de los resultados que figuren en los informes de control, la Agencia de 

Información y Control Alimentarios, finalizada la actividad comprobatoria inspectora, podrá:
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a) Advertir al sujeto responsable, cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen, en 
los casos en los que de las comprobaciones efectuadas no resulte la comisión de una 
infracción administrativa, pero sí inobservancias o irregularidades que deban corregirse.

b) Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, adopte las 
medidas en orden al cumplimiento de la normativa, incluso con su justificación ante el 
funcionario actuante.

c) Llevar a cabo, en los casos de infracción a la Ley 12/2013, de 2 de agosto, las 
actuaciones administrativas que correspondan, de acuerdo con lo dispuesto en las mismas y 
en los artículos siguientes.

d) En los casos en que la Agencia de Información y Control Alimentarios tenga 
conocimiento de presuntas infracciones conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora 
de defensa de la competencia, o en materia de comercio de productos agroalimentarios, 
remitirá las actuaciones los organismos competentes o a los interesados, de acuerdo con los 
dispuesto en los artículos siguientes.

2. En el ejercicio de las competencia que se han atribuido a la Agencia de Información y 
Control Alimentarios en materia de procedimiento sancionador y con el fin de salvaguardar 
los derechos de los posibles afectados, ésta actuará de conformidad con lo establecido al 
respecto por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y el Reglamento del Procedimiento para el 
Ejercicio de la Potestad Sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de 
agosto.

Artículo 28.  Actuaciones en el ámbito de las obligaciones impuestas para el mantenimiento 
de los sistemas de información, seguimiento y análisis de los mercados.

(Suprimido)

Artículo 29.  Actuaciones en los casos de incumplimientos de pago de las aportaciones 
obligatorias a las organizaciones interprofesionales o de productores.

1. La Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., iniciará e instruirá, de acuerdo 
a su propio régimen, los expedientes sancionadores por incumplimientos en el pago de las 
aportaciones obligatorias a las organizaciones interprofesionales o de productores, 
reconocidas por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación en los productos o 
sectores oleícolas (aceite de oliva y aceitunas de mesa), lácteo y vinícola, y elevará a las 
autoridades competentes las propuestas de resolución que correspondan.

2. En las infracciones contempladas en el apartado anterior, el impago deberá ser 
denunciado por la organización interprofesional ante la autoridad competente, acompañando 
la documentación que acredite haber requerido el pago a los deudores, así como la admisión 
a trámite de la correspondiente demanda judicial o, en su caso, de la solicitud de laudo 
arbitral.

3. No obstante, cuando la aportación económica impagada o las cuotas en que se 
desglose se calculen sobre datos incluidos en declaraciones oficiales a la administración 
competente o constatados en sus actuaciones de control, no será necesario acreditar la 
presentación de la documentación mencionada en el párrafo anterior, siendo suficiente a 
estos efectos la aportación de una certificación extendida por el órgano administrativo 
encargado de la gestión de los datos incluidos en dichas declaraciones.

4. En el ámbito de las infracciones a la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de 
las organizaciones interprofesionales agroalimentarias, cuya instrucción corra a cargo de la 
Agencia de Información y Control Alimentarios, el plazo máximo para resolver el 
procedimiento sancionador y notificar la resolución expresa del mismo, será de seis meses.

Artículo 30.  Actuaciones en los casos de denuncias por incumplimiento de lo dispuesto en 
la Ley 12/2013, de 2 de agosto.

1. La Agencia de Información y Control Alimentarios realizará las comprobaciones que 
corresponda de las denuncias por incumplimientos de lo dispuesto en Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, que les sean presentadas e instruirá, en el caso que sea de su competencia, el 
correspondiente procedimiento sancionador para formular la propuesta de resolución que 
proceda a la autoridad competente, junto con las actuaciones realizadas.
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2. A los efectos de la iniciación de un procedimiento sancionador, las denuncias que se 
presenten por presunto incumplimiento de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, y que deba 
conocer la Agencia de Información y Control Alimentarios, deberán cumplir los requisitos 
establecidos en el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad 
Sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

3. En los casos en los que sea competente la Agencia de Información y Control 
Alimentarios para iniciar e instruir el procedimiento administrativo sancionador 
correspondiente por los hechos denunciados, la Agencia comunicará al denunciante la 
iniciación o no del procedimiento, si la denuncia va acompañada de una solicitud de 
iniciación.

4. En el ámbito de las infracciones a la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para 
mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria, cuya instrucción corra a cargo de la 
Agencia de Información y Control Alimentarios, O.A., el plazo máximo para resolver el 
procedimiento sancionador y notificar la resolución expresa del mismo, será de diez meses.

Artículo 31.  Actuaciones en los casos de irregularidades constatadas en el ejercicio de sus 
funciones.

1. En el caso de que la Agencia de Información y Control Alimentarios constate, en el 
ejercicio de sus funciones, incumplimientos de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, iniciará de oficio, en el caso de que la competencia para su resolución corresponda a 
la Administración General del Estado, el procedimiento sancionador que corresponda y, tras 
la correspondiente instrucción, propondrá a la autoridad competente la resolución que 
proceda.

2. Si, de conformidad con lo establecido en al artículo 26 de la Ley 12/2013, de 2 de 
agosto, la competencia fuera de una comunidad autónoma, la Agencia trasladará la 
información que proceda al órgano competente de ésta

Artículo 32.  Actuaciones en los casos de infracción a la normativa sobre la defensa de la 
competencia o del comercio.

1. Cuando, de las comprobaciones efectuadas por la Agencia de Información y Control 
Alimentarios se deduzca que los hechos constatados en el curso de los controles 
efectuados, pueden ser constitutivos de alguna de las conductas recogidas en los artículos 1 
al 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, trasladará las 
actuaciones realizadas a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a los 
efectos oportunos.

2. Cuando, de las comprobaciones efectuadas por la Agencia de Información y Control 
Alimentarios se deduzca que los hechos constatados en el curso de los controles 
efectuados, pueden ser constitutivos de alguna de las infracciones contempladas en la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, trasladará las actuaciones 
realizadas a la comunidad autónoma competente, a los efectos de la iniciación del 
procedimiento sancionador que corresponda.

Artículo 33.  Actuaciones en los casos de infracciones previstas en la Ley 6/2015, de 12 de 
mayo.

(Derogado)

Disposición derogatoria única.  Derogación del Real Decreto 257/1999.
Queda derogado el Real Decreto 257/1999, de 12 de febrero, por el que se regula la 

supervisión de las ayudas comunitarias al aceite de oliva y la aceituna de mesa por la 
Agencia para el Aceite de Oliva.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución, que 

reserva al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica.
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Disposición final segunda.  Mercado lácteo.
(Suprimida)

Disposición final tercera.  Facultad de desarrollo.
Se faculta al Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente para dictar cuantas 

disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación del presente real decreto, y en 
particular para modificar lo dispuesto en los artículos 2, 10, 13 y 29 en aplicación de lo 
dispuesto en el apartado 6, letra a) de la disposición adicional primera de la Ley 12/2013, de 
2 de agosto.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 20

Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, sobre seguridad 
general de los productos

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 9, de 10 de enero de 2004

Última modificación: 27 de febrero de 2018
Referencia: BOE-A-2004-511

El deber general de no lesionar ni poner en peligro la salud y la integridad física de las 
personas es una pieza clave y tradicional de diversos sectores de nuestro ordenamiento. 
Para concretar y hacer efectivo ese deber se ha dotado desde siempre de intensas y 
extensas potestades a las Administraciones públicas. Sobre todo, esto se ha desarrollado en 
la legislación y actuación administrativa sanitaria que ahora encuentra anclaje en el artículo 
43 de la Constitución Española, cuyo apartado 2 atribuye a los poderes públicos la tutela de 
la salud pública. Uno de los ámbitos en los que es más importante aquel deber general y, 
consecuentemente, las correlativas potestades de las Administraciones públicas es el de la 
producción y comercialización de bienes y servicios en el mercado. En cuanto esto afecta a 
los consumidores y usuarios, encuentra un nuevo fundamento constitucional en el artículo 51 
que, entre otras cosas, ordena a los poderes públicos la protección, mediante 
procedimientos eficaces, de la seguridad y salud de aquéllos.

Todas estas cuestiones han tenido y tienen un desarrollo legislativo suficiente en la Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, por sólo referirse a la legislación estatal. 
De la primera deben destacarse sus artículos 24, 25, 26, 31 y 40; de la segunda, los 
artículos 3, 4, 5 y 39. Todos ellos, además, suministran el fundamento legal para dictar esta 
disposición reglamentaria.

Sobre esas bases legales, existe una extensa regulación reglamentaria de todos los 
aspectos generales o específicos que concretan el contenido y forma de hacer efectivo el 
deber de no perjudicar la salud y seguridad de los consumidores y usuarios o, lo que es lo 
mismo, el deber general de no producir ni comercializar productos inseguros. Entre esas 
disposiciones reglamentarias debe destacarse, a estos efectos, el Real Decreto 44/1996, de 
19 de enero, de medidas para garantizar la seguridad general de los productos puestos a 
disposición del consumidor, que incorporó a nuestro ordenamiento jurídico la Directiva 
92/59/CEE del Consejo, de 29 de junio de 1992, de seguridad general de los productos. 
Dicha directiva ha sido sustituida y derogada por la Directiva 2001/95/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 3 de diciembre de 2001 relativa a la seguridad general de los 
productos, que introduce cambios sustanciales y mejoras técnicas notables.

La directiva se circunscribe a lo relativo a la salud y seguridad de los productos, dejando 
fuera de su ámbito lo que respecta a la protección de los intereses económicos de los 
consumidores y usuarios. Lo mismo se hace en esta disposición reglamentaria. Queda 
también al margen de la directiva, sin perjuicio de un mandato a la Comisión para que 
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presente concretas propuestas en este ámbito, la salubridad y seguridad de los servicios que 
se ofrecen en el mercado. Esa misma ha sido la opción seguida por este real decreto, 
aunque ni la legislación española sanitaria ni la de defensa del consumidor efectúan esta 
exclusión. Para todos los productos que puedan llegar al consumidor, incluidos los alimentos, 
este reglamento constituye una disposición de carácter horizontal y naturaleza supletoria, 
que completa y no interfiere con las específicas existentes.

El punto de partida de toda la regulación es el deber general de no perjudicar ni poner en 
riesgo la salud y seguridad de los consumidores, lo que se convierte en el deber de poner en 
el mercado únicamente productos seguros. Numerosos reglamentos, completados con otras 
especificaciones técnicas de carácter no obligatorio, códigos de buenas prácticas y otros 
elementos a los que se refiere esta disposición tienen el sentido último de establecer cuándo 
un producto es seguro y cuándo es peligroso. A este respecto, la incorporación de la 
directiva sólo requiere señalar unos criterios de evaluación, sin necesidad, desde luego, de 
habilitar la aprobación de esas otras normas que ya existen en nuestro derecho y que 
cuentan con una base legal suficiente.

En cualquier caso, sí es importante observar que, incluso la conformidad con todas esas 
normas, no excluye por completo la posibilidad de comprobar que un producto es peligroso y 
la necesidad de actuar en consecuencia.

Lo que sí hace este reglamento, siguiendo la directiva, es perfilar y delimitar aquel deber 
general, especificando su contenido diferenciadamente para los productores, en sentido 
amplio, y para los distribuidores. A este respecto destaca, junto con el deber de retirar del 
mercado los productos inseguros y de informar de los riesgos, la especial referencia al deber 
de los productores de mantenerse informados de los riesgos que sus productos puedan 
presentar, lo que no es más que un medio elemental para poder cumplir, con la mínima 
diligencia, con su deber de retirar del mercado los productos inseguros o hacer las 
correcciones necesarias para evitar los riesgos. En la misma línea, la expresa previsión del 
deber de recuperar los productos inseguros cuando ya estén a disposición del consumidor 
sólo supone una modalidad del deber de retirada. Para garantizar el cumplimiento de los 
deberes, las Administraciones públicas han de desplegar una extensa tarea de vigilancia a la 
que se refiere la directiva y que ya se encuentra regulada ampliamente en el derecho 
español, correspondiendo en gran medida a la legislación y ejecución autonómica, por lo que 
esta disposición se limita a incorporar lo previsto en la directiva, sin incluir el correspondiente 
desarrollo necesario para su plena virtualidad, pues éste ya existe.

Todos los deberes que este reglamento regula han de ser cumplidos espontáneamente 
por los sujetos sobre los que recaen. Todavía en esa situación, la Administración pública 
puede limitarse a advertir de la inobservancia del deber y a requerir su cumplimiento, sin que 
ello, que naturalmente no crea ningún nuevo deber, necesite de formalidades especiales. 
Pero, en determinadas circunstancias, lo anterior puede no ser suficiente. Para tal hipótesis, 
la directiva impone que en todos los Estados miembros haya autoridades competentes para 
ejercer potestades que garanticen la salud y seguridad de las personas adoptando las 
medidas adecuadas, entre las que enumera las más destacadas y típicas, como son las 
prohibiciones de comercializar y la retirada y recuperación administrativa de los productos 
inseguros.

Nuestro ordenamiento atribuye ya en leyes estas potestades a la Administración pública. 
Sin embargo, se ha considerado necesario introducir una regulación reglamentaria básica 
que desarrolle aquellas normas legales y cuyo contenido se ajuste rigurosamente a lo 
pretendido por la directiva. Se incluye así una mención específica al principio de cautela, en 
el marco de la Comunicación de la Comisión de 2 de febrero de 2000, sobre el recurso al 
principio de precaución, que permite actuar, aunque no haya una certidumbre científica total 
sobre la peligrosidad del producto.

A este respecto, debe subrayarse que cuando la Administración pública decida la 
retirada o recuperación de los productos inseguros asumirá, desde ese momento, como 
misión propia y no como una ejecución subsidiaria, las actuaciones para conseguir 
efectivamente tal retirada o recuperación, de manera que los particulares, en su caso, 
participarán colaborando en una actuación administrativa. Entre otras razones, tiene que ser 
así porque estas medidas, aunque deriven del incumplimiento de su deber por un sujeto, 
pueden ser necesarias cuando todavía no se sabe quién es el responsable o éste ha 
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desaparecido y afectarán a otros sujetos, como los distribuidores o los propios 
consumidores, que frecuentemente no habrán incumplido ningún deber ni habrán sido 
interesados necesarios en el procedimiento seguido para tomar la decisión. Además, esta 
caracterización de la retirada y recuperación de los productos inseguros es la única que 
puede garantizar eficazmente la salud y seguridad en los casos, siempre alarmantes, en que 
estas medidas proceden. En cualquier caso, la configuración de la ejecución de la retirada y 
recuperación de productos inseguros como una responsabilidad administrativa no impide la 
colaboración de los particulares, bajo la dirección y control de la Administración pública. Más 
aún, este reglamento, aunque atribuye a la Administración la ejecución de estas medidas, 
sólo prevé actuaciones materiales de retirada y recuperación como último remedio.

También con la intención de dar cabal y completo cumplimiento a la directiva en estas 
cuestiones y de asegurar la salubridad y seguridad de los productos sin merma de las 
garantías de los ciudadanos, se ha establecido la necesidad de un procedimiento 
administrativo para la adopción de estas medidas, prestando especial atención a las 
medidas provisionales y a la situación peculiar que suscitan los riesgos supraautonómicos, 
que obligan a tramitar tantos procedimientos como comunidades autónomas estén 
afectadas.

Finalmente, la disposición procede a la regulación de los sistemas de comunicación 
entre los órganos administrativos españoles competentes para garantizar la

seguridad de los productos puestos en el mercado y entre éstos y las instancias 
comunitarias, que, a su vez, sirven de cauce para las autoridades competentes en todos los 
Estados miembros. Dentro de estos sistemas de comunicación debe destacarse la red de 
alerta, instituida con la finalidad de transmitir cualquier información relativa a la existencia de 
un riesgo grave generado por un producto sometido al ámbito de aplicación de esta 
disposición y que constituye una de las piezas claves para garantizar una eficaz protección 
de la salud y seguridad de los consumidores en un entorno de comercio internacional tan 
intenso como el existente en la actualidad.

La incorporación al ordenamiento jurídico interno de lo dispuesto en la Directiva 
2001/95/CE, de 3 de diciembre de 2001 relativa a la seguridad general de los productos, se 
lleva a cabo por este real decreto, en cuya tramitación se han recabado los informes 
pertinentes del Consejo de Consumidores y Usuarios y de las organizaciones empresariales.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo, de Agricultura, Pesca 
y Alimentación y de Ciencia y Tecnología, con la aprobación previa de la Ministra de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 26 de diciembre de 2003,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I
Objetivo, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1.  Objetivo y ámbito de aplicación.
1. El objetivo de este real decreto es garantizar que los productos que se pongan en el 

mercado sean seguros.
2. Las disposiciones de este real decreto se aplicarán a todo producto destinado al 

consumidor, incluidos los ofrecidos o puestos a disposición de los consumidores en el marco 
de una prestación de servicios para que éstos los consuman, manejen o utilicen 
directamente o que, en condiciones razonablemente previsibles, pueda ser utilizado por el 
consumidor aunque no le esté destinado, que se le suministre o se ponga a su disposición, a 
título oneroso o gratuito, en el marco de una actividad comercial, ya sea nuevo, usado o 
reacondicionado.

3. No obstante lo previsto en el apartado anterior, lo dispuesto en este real decreto no se 
aplicará a los productos usados que se suministren como antigüedades o para ser reparados 
o reacondicionados antes de su utilización, siempre que el proveedor informe de ello 
claramente a la persona a la que suministre el producto.
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4. Cuando para un producto exista una normativa específica que tenga el mismo objetivo 
y que regule su seguridad, este real decreto sólo se aplicará con carácter supletorio a 
aquellos riesgos, categorías de riesgos o aspectos no regulados por dicha normativa.

5. Esta disposición se aplicará sin perjuicio de lo establecido en materia de 
responsabilidad por los daños ocasionados por productos defectuosos, y de las obligaciones 
que para los empresarios surjan de conformidad con la legislación civil y mercantil en los 
supuestos de retirada y recuperación de los productos de los consumidores.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta disposición, se entenderá por:
a) «Producto seguro»: cualquier producto que, en condiciones de utilización normales o 

razonablemente previsibles, incluidas las condiciones de duración y, si procede, de puesta 
en servicio, instalación y de mantenimiento, no presente riesgo alguno o únicamente riesgos 
mínimos compatibles con el uso del producto y considerados admisibles dentro del respeto 
de un nivel elevado de protección de la salud y de la seguridad de las personas, habida 
cuenta, en particular, de los siguientes elementos:

1.º Las características del producto, entre ellas su composición y envase.
2.º El efecto sobre otros productos, cuando razonablemente se pueda prever la 

utilización del primero junto con los segundos.
3.º La información que acompaña al producto. En particular, el etiquetado; los posibles 

avisos e instrucciones de uso y eliminación; las instrucciones de montaje y, si procede, 
instalación y mantenimiento, así como cualquier otra indicación o información relativa al 
producto.

4.º La presentación y publicidad del producto.
5.º Las categorías de consumidores que estén en condiciones de riesgo en la utilización 

del producto, en particular, los niños y las personas mayores.
La posibilidad de alcanzar niveles superiores de seguridad o de obtener otros productos 

que presenten menor grado de riesgo no será razón suficiente para considerar que un 
producto es inseguro.

b) «Producto inseguro»: cualquiera que no responda a la definición de producto seguro.
c) «Riesgo»: posibilidad de que los consumidores y usuarios sufran un daño para su 

salud o seguridad, derivado de la utilización, consumo o presencia de un producto. Para 
calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, entre otras posibles 
circunstancias, se valorará conjuntamente la probabilidad de que se produzca un daño y la 
severidad de éste. Se considerará riesgo grave aquel que en virtud de tales criterios exija 
una intervención rápida de las Administraciones públicas, aun en el caso de que los posibles 
daños para la salud y seguridad no se materialicen inmediatamente.

d) «Productor»:
1.º El fabricante de un producto cuando esté establecido en la Comunidad Europea. Se 

considerará también fabricante toda persona que se presente como tal estampando en el 
producto su nombre, marca o cualquier otro signo distintivo, o toda persona que proceda al 
reacondicionamiento del producto.

2.º El representante del fabricante cuando no esté establecido en la Comunidad Europea 
o, a falta de representante establecido en la Comunidad, el importador del producto.

3.º Los demás profesionales de la cadena de comercialización, en la medida en que sus 
actividades puedan afectar a las características de seguridad del producto.

e) «Distribuidor»: cualquier profesional de la cadena de comercialización cuya actividad 
no afecte a las características de seguridad de los productos.

f) «Norma UNE»: especificación técnica aprobada por los organismos de normalización 
reconocidos, cuya referencia haya sido publicada en el «Boletín Oficial del Estado», 
conforme a lo establecido en el Real Decreto 2200/1995, de 28 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de infraestructura para la calidad y seguridad industrial.
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Artículo 3.  Evaluación de la seguridad de un producto.
1. Se considerará que un producto que vaya a comercializarse en España es seguro 

cuando cumpla las disposiciones normativas de obligado cumplimiento en España que fijen 
los requisitos de salud y seguridad.

2. En los aspectos de dichas disposiciones normativas regulados por normas técnicas 
nacionales que sean transposición de una norma europea armonizada, se presumirá que 
también un producto es seguro cuando sea conforme a tales normas.

3. Cuando no exista disposición normativa de obligado cumplimiento aplicable o ésta no 
cubra todos los riesgos o categorías de riesgos del producto, para evaluar su seguridad, 
garantizando siempre el nivel de seguridad que los consumidores pueden esperar 
razonablemente, se tendrán en cuenta los siguientes elementos:

a) Normas técnicas nacionales que sean transposición de normas europeas no 
armonizadas.

b) Normas UNE.
c) Las recomendaciones de la Comisión Europea que establezcan directrices sobre la 

evaluación de la seguridad de los productos.
d) Los códigos de buenas prácticas en materia de seguridad de los productos que estén 

en vigor en el sector, especialmente cuando en su elaboración y aprobación hayan 
participado los consumidores y la Administración pública.

e) El estado actual de los conocimientos y de la técnica.
4. La conformidad de un producto con las disposiciones normativas que le sean 

aplicables o con alguno de los elementos recogidos en los apartados anteriores, habiendo 
incluso, en su caso, superado los correspondientes controles administrativos obligatorios, no 
impedirá a los órganos administrativos competentes adoptar alguna de las medidas previstas 
en esta disposición si, pese a todo, resultara inseguro, ni eximirá a los productores y 
distribuidores del cumplimiento de sus deberes.

5. A los efectos de la adopción de las correspondientes medidas administrativas de 
reacción, salvo prueba en contrario, se presumirá que un producto es inseguro cuando:

a) El producto o las instalaciones donde se elabore carezcan de las autorizaciones u 
otros controles administrativos preventivos necesarios establecidos con la finalidad directa 
de proteger la salud y seguridad de los consumidores y usuarios. En particular, cuando 
estando obligado a ello, el producto haya sido puesto en el mercado sin la correspondiente 
«declaración CE de conformidad», el «marcado CE» o cualquier otra marca de seguridad 
obligatoria.

b) Carezca de los datos mínimos que permitan identificar al productor.
c) Pertenezca a una gama, lote o una remesa de productos de la misma clase o 

descripción donde se haya descubierto algún producto inseguro.
6. Dentro del ámbito de aplicación de esta disposición, el Ministerio de Sanidad y 

Consumo, mediante resolución del Director del Instituto Nacional del Consumo, publicará en 
el «Boletín Oficial del Estado» las referencias de las normas UNE EN armonizadas, a efectos 
de la presunción arriba mencionada, actualizándolas y suprimiéndolas, en su caso, de igual 
forma.

7. Cuando alguna Administración pública tenga conocimiento o sospeche que el 
cumplimiento de una norma UNE EN armonizada no garantiza el deber general de 
seguridad, comunicará este hecho, junto con todos los datos de que disponga, al Instituto 
Nacional del Consumo. Este organismo, con carácter previo, resolverá si tal circunstancia 
puede tener su origen en la correspondiente norma europea armonizada o en una 
transposición deficiente. En el primer caso, se solicitará a la Comisión Europea que decida 
sobre la adecuación de la norma europea armonizada al deber general de seguridad. En el 
segundo, si el hecho se confirma, el Director del Instituto Nacional del Consumo resolverá la 
supresión, total o parcial, de la referencia de la norma en el listado oficialmente publicado de 
normas UNE EN armonizadas. En aquellos supuestos en que la Comisión Europea publique 
la supresión de la referencia de una norma del listado de normas europeas armonizadas, el 
Director del Instituto Nacional del Consumo procederá también a la publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» de la supresión de la norma UNE EN armonizada equivalente.
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8. Las resoluciones del Director del Instituto Nacional del Consumo a que se refieren los 
dos apartados anteriores requerirán un informe previo de la dirección general competente en 
materia de seguridad industrial.

CAPÍTULO II
Deberes para garantizar la seguridad general de los productos

Artículo 4.  Deberes de los productores.
1. Los productores tienen el deber de poner en el mercado únicamente productos 

seguros.
2. Dentro de los límites de sus respectivas actividades, los productores deben informar a 

los consumidores o usuarios por medios apropiados de los riesgos que no sean 
inmediatamente perceptibles sin avisos adecuados y que sean susceptibles de provenir de 
una utilización normal o previsible de los productos, habida cuenta de su naturaleza, sus 
condiciones de duración y las personas a las que van destinados. La facilitación de esta 
información no eximirá del cumplimiento de los demás deberes establecidos en la presente 
disposición.

3. Dentro de los límites de sus respectivas actividades y en función de las características 
de los productos, los productores deberán:

a) Mantenerse informados de los riesgos que dichos productos puedan presentar e 
informar convenientemente a los distribuidores. Con este fin, registrarán y estudiarán 
aquellas reclamaciones de las que pudiera deducirse la existencia de un riesgo y, en su 
caso, realizarán pruebas por muestreo de los productos comercializados o establecerán 
otros sistemas apropiados.

Cuando la forma de cumplir este deber esté determinada en los reglamentos específicos, 
se estará a lo que éstos prevean.

b) Cuando descubran o tengan indicios suficientes de que han puesto en el mercado 
productos que presentan para el consumidor riesgos incompatibles con el deber general de 
seguridad, adoptar, sin necesidad de requerimiento de los órganos administrativos 
competentes, las medidas adecuadas para evitar los riesgos, incluyendo informar a los 
consumidores mediante, en su caso, la publicación de avisos especiales, retirar los 
productos del mercado o recuperarlos de los consumidores.

c) Indicar, en el producto o en su envase, los datos de identificación de su empresa y de 
la referencia del producto o, si procede, del lote de fabricación, salvo en los casos en que la 
omisión de dicha información esté justificada. Los datos que se relacionan con el lote de 
fabricación deberán conservarse por el productor, para cualquier producto, durante tres 
años. En los productos con fecha de caducidad o consumo preferente, este plazo podrá 
reducirse al de un año a partir del final de esa fecha.

Artículo 5.  Deberes de los distribuidores.
1. Los distribuidores tienen el deber de distribuir sólo productos seguros, por lo que no 

suministrarán productos cuando sepan, o debieran saber, por la información que poseen y 
como profesionales, que no cumplen tal requisito.

2. Los distribuidores actuarán con diligencia para contribuir al cumplimiento de los 
requisitos de seguridad aplicables, en particular, durante el almacenamiento, transporte y 
exposición de los productos.

3. Dentro de los límites de sus actividades respectivas, participarán en la vigilancia de la 
seguridad de los productos puestos en el mercado, en concreto:

a) Informando a los órganos administrativos competentes y a los productores sobre los 
riesgos de los que tengan conocimiento.

b) Manteniendo, durante un plazo de tres años después de haber agotado las 
existencias de los productos, y proporcionando la documentación necesaria para averiguar el 
origen de los productos, en particular la identidad de sus proveedores, y, en caso de no ser 
minoristas, su destino, y proporcionando aquélla, en su caso, a las autoridades que la 
soliciten.
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c) Colaborando eficazmente en las actuaciones emprendidas por los productores y los 
órganos administrativos competentes para evitar dichos riesgos.

Artículo 6.  Otros deberes de productores y distribuidores.
1. Cuando los productores y los distribuidores sepan o deban saber, por la información 

que poseen y como profesionales, que un producto que ya han puesto a disposición de o 
suministrado a los consumidores en España presenta riesgos incompatibles con el deber 
general de seguridad, comunicarán tales hechos inmediatamente a los órganos 
administrativos competentes de la comunidad autónoma afectada. En el caso de que el 
producto esté o se haya suministrado a los consumidores de cualquier forma en el territorio 
de más de una comunidad autónoma, esta comunicación se dirigirá al órgano competente de 
la comunidad autónoma donde radique su domicilio social, que la transmitirá inmediatamente 
al Instituto Nacional del Consumo, para su traslado al resto de las comunidades autónomas 
afectadas.

2. Esta comunicación deberá contener, al menos:
a) Los datos que permitan identificar con precisión el producto o lote de productos.
b) Una descripción completa del riesgo que presentan los productos.
c) Toda la información disponible que sea útil para localizar el producto.
d) Una descripción de la actuación emprendida con el fin de prevenir los riesgos para los 

consumidores.
Esta comunicación se ajustará al formulario tipo que, en su caso, y de conformidad con 

lo que defina la Comisión Europea, establezca al respecto el Instituto Nacional del Consumo, 
previo informe de la Comisión de Cooperación de Consumo.

3. Mediante el mismo procedimiento del párrafo anterior, se podrán determinar las 
condiciones concretas, como las relativas a productos o circunstancias aislados, en las que 
no sea obligatoria la mencionada comunicación.

4. Los productores y los distribuidores, dentro de los límites de sus respectivas 
actividades, colaborarán con los órganos administrativos competentes, a petición de éstos, 
en las actuaciones emprendidas para evitar los riesgos que presenten los productos que 
suministren o hayan suministrado. En particular, deberán facilitar toda la información 
pertinente que se les demande, incluida aquella que pudiera estar protegida por el secreto 
comercial e industrial, en el plazo máximo de cinco días, salvo que por la urgencia del caso 
concreto se indique uno inferior. La información amparada por el secreto comercial e 
industrial no será divulgada ni destinada a otra finalidad distinta a la que justifica su 
recepción.

5. Los productores y distribuidores deberán mantener bajo estricto control los productos 
sometidos a medidas restrictivas, absteniéndose de disponer de ellos en cualquier forma 
hasta la autorización de los órganos administrativos competentes.

Artículo 7.  Deberes de otros sujetos.
De conformidad con lo previsto en el artículo 16.5 de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de 

Industria, los organismos de control deberán facilitar a los órganos administrativos 
competentes a los que se refiere el artículo 13 de este real decreto la información que éstos 
le requieran sobre los protocolos, auditorías, actas, informes o certificados que hayan 
emitido en el desarrollo de sus actividades en el ámbito de la seguridad de los productos.

CAPÍTULO III
Medidas administrativas no sancionadoras de restablecimiento o garantía de la 

seguridad

Artículo 8.  Principios generales.
1. Los órganos administrativos competentes, de oficio o como consecuencia de las 

denuncias o reclamaciones que presenten los consumidores u otras partes interesadas, 
adoptarán las medidas previstas en este capítulo con la máxima celeridad o incluso 
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inmediatamente cuando resulten necesarias para garantizar la salud o seguridad de los 
consumidores.

2. Las medidas adoptadas, así como los medios para su ejecución o efectividad, deberán 
ser congruentes con los motivos que las originen, proporcionadas con los riesgos que 
afronten y, de entre las que reúnan esos requisitos, las menos restrictivas de la libre 
circulación de mercancías y prestación de servicios, de la libertad de empresa y demás 
derechos afectados.

En todo caso, se tendrá en cuenta el principio de cautela, que posibilitará la adopción de 
las medidas previstas en este artículo para asegurar un nivel elevado de protección a los 
consumidores, cuando, tras haber evaluado la información disponible, se observe la 
posibilidad de que haya efectos nocivos para la salud o la seguridad, aunque siga existiendo 
incertidumbre científica.

3. En todo momento, los órganos administrativos competentes estimularán y favorecerán 
la concertación con los productores y distribuidores.

4. Las medidas a que se refiere este capítulo no tienen carácter sancionador y su 
adopción no prejuzga la responsabilidad penal o administrativa de los sujetos a los que 
afecte. Todo ello sin perjuicio de que la inobservancia de los deberes establecidos en este 
real decreto, así como la obstrucción o resistencia al ejercicio de las facultades 
administrativas previstas, se sancionará administrativamente conforme a lo previsto en la 
Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y la Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, o en la legislación autonómica aplicable 
cuando concurran los requisitos necesarios para ello, salvo en los casos en los que los 
hechos sean constitutivos de infracción penal.

5. A los efectos de lo previsto en este capítulo y sin perjuicio de otras finalidades, los 
órganos administrativos competentes, conforme a la legislación que en cada caso les resulte 
aplicable, podrán:

a) Organizar verificaciones adecuadas de las características de seguridad de los 
productos de alcance suficiente y que sean eficaces, incluso después de haber sido puestos 
en el mercado como productos seguros, hasta la última fase de utilización o de consumo.

b) Exigir toda la información necesaria a las partes interesadas.
c) Recoger muestras de los productos para someterlas a análisis de seguridad.
6. Toda la actividad de control a que se refiere el apartado anterior podrá ejercerse ante 

supuestos concretos, dentro de programas de vigilancia que se actualizarán periódicamente 
o como consecuencia de las denuncias o reclamaciones sobre la seguridad de los productos 
que presenten los consumidores u otros interesados.

Artículo 9.  Advertencias y requerimientos.
1. Los órganos administrativos competentes podrán advertir a los productores y 

distribuidores que incumplan algunos de los deberes regulados por este real decreto de su 
situación ilegal y, en su caso, requerirles su cumplimiento.

2. El requerimiento incluirá el resultado al que debe llegarse, el plazo para alcanzarlo y el 
seguimiento que se realizará o la forma en que los productores o distribuidores deberán 
justificar ante los órganos administrativos competentes las actuaciones que, en su caso, 
emprendan, dejando a éstos la posibilidad de elegir la forma y los medios para lograr tal 
resultado en tanto que ello no esté predeterminado legal o reglamentariamente, y sin 
perjuicio de que dichos órganos puedan recomendar la forma en que entienden que puede 
ser subsanado el incumplimiento.

3. En caso de que el productor o distribuidor no actúe en el plazo establecido o su 
actuación no sea satisfactoria o sea insuficiente, los órganos administrativos competentes 
podrán acordar alguna de las medidas del artículo siguiente.

Artículo 10.  Medidas administrativas de reacción para garantizar el deber general de 
seguridad de los productos.

Ante el incumplimiento de los deberes generales regulados en este real decreto, los 
órganos administrativos competentes podrán adoptar, inmediatamente o tras los 
requerimientos a que se refiere el artículo anterior, las medidas imprescindibles para 
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restablecer o garantizar la salud y seguridad y, entre otras, una o varias de las siguientes y 
cualesquiera otras de acompañamiento necesarias para su plena efectividad:

a) Para todo producto sobre el que existan indicios razonables de que pueda ser 
inseguro se podrá prohibir temporalmente que se suministre, se proponga su suministro o se 
exponga, durante el período necesario para efectuar las diferentes inspecciones, 
verificaciones o evaluaciones de seguridad o hasta que exista una certidumbre científica 
suficiente sobre la seguridad del producto.

b) Para todo producto inseguro se podrá prohibir su puesta en el mercado y establecer 
las medidas complementarias necesarias para garantizar el cumplimiento de esta 
prohibición. Si el riesgo del producto puede ser evitado con determinadas modificaciones, 
precauciones o condiciones previas a la puesta en el mercado, esta prohibición 
administrativa deberá indicarlas. En concreto, podrá indicarse que consten en el producto las 
advertencias pertinentes, redactadas de forma clara y fácilmente comprensible, sobre los 
riesgos que pueda entrañar, al menos en castellano. Cuando estas indicaciones sean 
cumplidas, el producto podrá comercializarse, debiendo el productor introducir algún 
elemento externo de diferenciación. La prohibición se podrá levantar limitando o 
condicionando el uso o destino del producto.

c) Para todo producto inseguro que ya haya sido puesto en el mercado, se podrán 
adoptar las medidas siguientes:

1.ª Acordar y proceder a su retirada del mercado y, como último recurso, su recuperación 
de los consumidores.

2.ª Acordar y proceder a su destrucción en condiciones apropiadas.

Artículo 11.  Procedimiento.
1. La adopción de alguna de las medidas recogidas en el artículo anterior precisará la 

instrucción de un procedimiento iniciado de oficio y tramitado conforme a lo previsto en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

En este procedimiento, no será necesaria la realización de los trámites de audiencia y 
prueba cuando hayan sido cumplimentados ante el mismo supuesto de hecho y ante idéntica 
medida en el procedimiento administrativo que haya seguido otra Administración 
autonómica. En este caso, en el expediente administrativo se incluirá una identificación del 
procedimiento y órgano donde se realizaron dichos trámites, así como toda la 
documentación que se haya recibido al respecto. También se dará por cumplido el trámite de 
audiencia cuando en el procedimiento se haya solicitado informe a la Comisión Técnica para 
la Seguridad de los Productos u órganos técnicos autonómicos similares y éstos hayan dado 
dicha audiencia y la resolución no se separe de tal informe.

2. En este procedimiento, de oficio o a instancia de parte, se podrán tomar con carácter 
provisional, de conformidad con lo previsto en el artículo 72.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, todas aquellas medidas que sean imprescindibles para que durante 
su tramitación no se origine un daño para la salud y seguridad de los consumidores y 
usuarios.

Siempre que sea posible sin merma de la eficaz protección de la salud y seguridad de 
los consumidores y usuarios, antes de adoptar la medida provisional, se permitirá al 
productor u otros sujetos que puedan aportar elementos de juicio relevantes la posibilidad de 
exponer su punto de vista. Si no fuera posible, esta consulta se realizará en un momento 
posterior tras la puesta en aplicación de la medida. Esta diligencia no será necesaria cuando 
en las inspecciones, actuaciones previas o requerimientos o advertencias formulados, 
aquellos sujetos hayan manifestado ya su punto de vista o se les haya ofrecido esta 
oportunidad.

3. Antes de la iniciación de cualquier procedimiento, también se podrán adoptar las 
medidas imprescindibles de conformidad con lo establecido en el artículo 72.2 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en la legislación estatal o autonómica aplicable en 
cada caso.
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4. Las medidas que permiten los dos apartados anteriores son las de inmovilización y 
retirada de productos, recuperación de productos de los consumidores, suspensión de 
actividades, ventas, ofertas o promocio nes y cualesquiera otras similares que sean 
necesarias para garantizar la salud y seguridad de los consumidores.

5. En cualquier momento en el que los particulares afectados decidan voluntariamente 
cumplir su deber de adoptar las medidas adecuadas para evitar los riesgos en la forma que 
el órgano administrativo competente considere que queda garantizada la salud y seguridad 
de consumidores y usuarios, se podrá dar por finalizado el procedimiento y dictar resolución 
en la que así se haga constar.

6. Cuando sea la Administración del Estado la competente para tramitar este 
procedimiento, el plazo máximo de duración será de seis meses.

Artículo 12.  Puesta en práctica de estas medidas.
1. La puesta en práctica de las medidas que se adopten en virtud de esta disposición 

podrán afectar a los productores ; a los distribuidores, en particular, al responsable de la 
distribución inicial en España; a los prestadores de servicios, y a cualquier otra persona que 
esté contribuyendo al riesgo o de la que dependa su superación y la completa efectividad de 
la medida adoptada.

2. El órgano administrativo competente garantizará y se responsabilizará de la plena 
efectividad de las medidas que acuerde, procediendo a la ejecución forzosa de las 
prohibiciones y mandatos desatendidos o a su realización directa.

3. Cuando el órgano administrativo competente acuerde proceder él mismo a la retirada, 
la recuperación o la destrucción de un producto, asumirá la organización para llevarla a 
efecto, sin perjuicio de la colaboración activa, bajo la dirección y vigilancia administrativa, de 
los productores y distribuidores del producto inseguro. Éstos están obligados a realizar 
cuantas actuaciones sean convenientes para la plena efectividad de la medida, empleando a 
tal fin sus medios personales y materiales.

Cuando las Administraciones públicas lo estimen necesario por la actitud de los 
particulares, la insuficiencia de su colaboración, por ser más adecuado a las circunstancias 
del caso o por otras razones similares, procederán a realizar las actividades materiales 
necesarias con sus propios medios y personal o por contratistas o entidades colaboradoras.

4. Los gastos de retirada, recuperación, realización de avisos especiales, almacenaje, 
traslado y cualesquiera otros similares, y, en su caso, la destrucción de los productos, serán 
a cargo de quienes con sus conductas ilegales los hubieran originado.

5. Independientemente de las acciones civiles y penales que correspondan, 
especialmente las relativas a la indemnización de daños y perjuicios, aquellos operadores 
que hayan soportado indebidamente gastos de los especificados en el apartado anterior 
podrán repetir contra quienes con sus conductas ilegales los hubieran originado.

Artículo 13.  Órganos administrativos competentes.
1. Los órganos administrativos competentes para ejercer las potestades reguladas en 

este real decreto serán los que correspondan de las comunidades autónomas y las Ciudades 
de Ceuta y Melilla, y en el ámbito de la competencia del Estado, con carácter general, el 
Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo, sin perjuicio 
de la coordinación y colaboración de otros órganos sectoriales que tengan también 
atribuidas competencias en el ámbito de la seguridad de los productos.

2. Cada comunidad autónoma y las Ciudades de Ceuta y Melilla comunicarán estos 
órganos administrativos competentes al Instituto Nacional del Consumo, al objeto del 
traslado de esta información a la Comisión Europea.

3. El Estado y las comunidades autónomas establecerán mecanismos de colaboración, 
cooperación y coordinación para garantizar la aplicación del deber de poner en el mercado y 
distribuir sólo productos seguros. En particular, la Conferencia Sectorial de Consumo, a 
través de la Comisión de Cooperación de Consumo. Igualmente, las comunidades 
autónomas establecerán instrumentos de colaboración, cooperación y coordinación con los 
municipios en esta materia, informando de éstos al Instituto Nacional del Consumo.

4. Los municipios, en el marco de lo dispuesto en el artículo 42.3 de la Ley 14/1986, de 
25 de abril, General de Sanidad, también controlarán el cumplimiento de los deberes 
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establecidos para la seguridad de los productos y ejercerán igualmente las competencias 
que les atribuya la legislación autonómica.

Artículo 14.  Supuestos en que la competencia corresponde a la Administración del Estado.
1. El Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo, 

podrá adoptar con la duración que sea imprescindible y de forma proporcionada a la 
situación que las motive alguna de las medidas previstas en este real decreto, cuya 
ejecución será a cargo de las comunidades autónomas, en los siguientes supuestos:

a) Cuando sólo se pueda hacer frente de manera apropiada a un riesgo grave para la 
salud y seguridad de los consumidores, adoptando medidas aplicables en el ámbito estatal, 
aunque hasta el momento el riesgo únicamente se hubiera manifestado en el territorio de 
una comunidad autónoma. En particular, cuando se trate de la adopción de una de las 
medidas requeridas por la Comisión Europea en virtud de lo previsto en el artículo 13 de la 
Directiva 2001/95/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de diciembre de 2001, 
relativa a la seguridad general de los productos.

b) Cuando ante un mismo riesgo grave las medidas adoptadas o previstas por las 
distintas comunidades autónomas resulten divergentes y tal divergencia sea un obstáculo 
para la garantía de seguridad de los productos, una vez agotados los instrumentos de 
coordinación y cooperación existentes.

2. A estos efectos, el Ministerio de Sanidad y Consumo, a fin de evaluar la seguridad de 
los productos, podrá llevar a cabo una investigación por iniciativa propia, debiendo los 
órganos administrativos competentes autonómicos facilitarle toda la información que les sea 
requerida al respecto.

Artículo 15.  Medidas adoptadas por el Ministerio de Sanidad y Consumo a requerimiento de 
la Comisión Europea.

1. En el supuesto recogido en el último inciso del artículo 14.1.a), el Ministerio de 
Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo, tomará todas las medidas 
necesarias para llevar a efecto la decisión aprobada por la Comisión Europea en un plazo 
inferior a 20 días, salvo que en dicha decisión se especifique un plazo distinto.

2. El Instituto Nacional del Consumo, en el plazo de un mes, concederá a las partes 
interesadas la posibilidad de formular alegaciones e informará del contenido de éstas a la 
Comisión.

3. Cuando estas medidas tengan carácter temporal deberán revalidarse por períodos 
máximos de un año, con arreglo a lo que disponga la Comisión Europea.

4. Salvo que el requerimiento de la Comisión Europea prevea otra cosa, se prohíbe la 
exportación desde España de los productos inseguros afectados por estas medidas.

Artículo 16.  Asesoramiento científico y Comisión Técnica para la Seguridad de los 
Productos.

1. Para el correcto ejercicio de las competencias reguladas en este real decreto, se 
podrán solicitar informes a expertos externos o de la propia Administración pública, o a otros 
órganos administrativos técnicos o consultivos.

2. Se crea la Comisión Técnica para la Seguridad de los Productos, adscrita al Ministerio 
de Sanidad y Consumo, como órgano técnico de asesoramiento y estudio en este ámbito. 
Esta comisión emitirá los informes que potestativamente le soliciten los órganos 
administrativos competentes para garantizar la seguridad de los productos puestos en el 
mercado sobre la eventual existencia de riesgos en los productos y las medidas adecuadas 
para hacerles frente. En la emisión de sus dictámenes se tendrán en cuenta únicamente 
criterios técnico-científicos, actuando a tal efecto con independencia funcional, y podrá dar 
audiencia a los interesados y solicitar los datos, ensayos o análisis que considere 
necesarios.

3. Esta comisión estará compuesta por 16 miembros, un secretario y un presidente.
4. Los miembros deberán ser personas con experiencia en materia de seguridad de los 

productos, de reconocido prestigio en este campo y no incursos en las causas de abstención 
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y recusación establecidas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Serán los 
siguientes:

a) 13 miembros serán nombrados por la Ministra de Sanidad y Consumo por un período 
de tres años renovable, con arreglo a la siguiente distribución:

1.º Uno a propuesta del Ministerio de Sanidad y Consumo, entre el personal a su 
servicio.

2.º Uno a propuesta del Ministerio de Ciencia y Tecnología, entre el personal a su 
servicio.

3.º Uno a propuesta del Ministerio de Economía, entre el personal destinado en la 
Secretaría de Estado de Comercio y Turismo.

4.º Uno a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, entre el personal a 
su servicio.

5.º Tres a propuesta de la Comisión de Cooperación de Consumo, entre candidatos 
presentados por las comunidades autónomas.

6.º Dos a propuesta de la asociación de entidades locales de ámbito estatal con mayor 
implantación.

7.º Dos a propuesta del Consejo de Consumidores y Usuarios.
8.º Dos a propuesta del Comité de contacto sobre seguridad de los productos.
b) Los otros tres miembros serán nombrados por el Director del Instituto Nacional del 

Consumo para cada sesión entre expertos provenientes de la comunidad científica, 
atendiendo a su preparación y conocimiento de los asuntos que vayan a tratarse.

5. El presidente, cuyo voto tendrá carácter dirimente, es el Director del Instituto Nacional 
del Consumo.

El secretario será designado por el presidente entre funcionarios de dicho organismo y 
tendrá voz pero no voto.

6. Esta comisión impulsará la coordinación y las acciones conjuntas con los órganos 
técnicos similares que puedan crear las comunidades autónomas.

7. El Ministerio de Sanidad y Consumo atenderá al funcionamiento de esta comisión 
técnica con sus medios personales, materiales y económicos, sin perjuicio de la posible 
articulación de un sistema de participación por parte de los órganos solicitantes del informe 
en el coste de éste.

8. En todo lo no previsto en este real decreto, esta comisión técnica se regirá por lo 
dispuesto en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 17.  Información de riesgos y derecho a la información de los consumidores.
1. Las Administraciones públicas, cuando lo juzguen necesario para proteger la salud y 

seguridad, dependiendo de la naturaleza y la gravedad del riesgo, podrán informar a los 
consumidores y usuarios potencialmente afectados, por los medios en cada caso más 
apropiados, de los riesgos o irregularidades existentes, de la identificación del producto y, en 
su caso, de las medidas adoptadas, así como de las precauciones procedentes tanto para 
que ellos mismos puedan protegerse del riesgo como para conseguir su colaboración en la 
eliminación de sus causas.

2. En el marco de la legislación general aplicable, los ciudadanos tendrán derecho de 
acceso, en general, a la información de que dispongan los órganos administrativos 
competentes con relación a los riesgos que los productos entrañen para la salud y la 
seguridad de los consumidores, de conformidad con las exigencias de transparencia y sin 
perjuicio de las restricciones necesarias para las actividades de control e investigación. En 
particular, los ciudadanos tendrán acceso a la información sobre la identificación del 
producto, la naturaleza del riesgo y las medidas adoptadas.

3. Salvo lo anterior, los órganos administrativos competentes adoptarán las medidas 
necesarias para que su personal no divulgue la información protegida por el secreto 
comercial o industrial obtenida a los efectos de este real decreto.
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CAPÍTULO IV
Sistemas de comunicación de información

Artículo 18.  Comunicación ordinaria de las medidas adoptadas.
1. En el ámbito de aplicación de este real decreto, cuando los órganos administrativos 

competentes adopten alguna de las medidas previstas en el artículo 10 u otras que 
supongan una restricción de la puesta en el mercado de los productos y no proceda su 
notificación a través de la red de alerta u otra norma específica prescriba dicha notificación, 
las comunicarán al Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del 
Consumo, a la mayor brevedad posible y, en todo caso, en el plazo máximo de 15 días. 
También se comunicará cualquier modificación o el levantamiento de las medidas adoptadas.

2. Esta comunicación no será precisa cuando el riesgo tenga unos efectos limitados a su 
propio territorio y no se prevea que pueda ser de interés para los demás órganos 
administrativos competentes en lo que se refiere a la seguridad de los productos.

3. Si la comunicación no reúne los requisitos exigidos en este real decreto o por 
cualquier causa se con siderase insuficiente, el Instituto Nacional del Consumo solicitará, al 
órgano que la remitió las aclaraciones, subsanaciones o informaciones adicionales 
necesarias. Tras recibir la comunicación y, en su caso, la información complementaria, la 
transmitirán inmediatamente al resto de órganos administrativos competentes, y si el riesgo 
no tiene unos efectos limitados al territorio español o puede resultar de interés su 
conocimiento en el ámbito de la Comunidad Europea, a la Comisión Europea.

4. Asimismo, el Instituto Nacional del Consumo trasladará a los órganos administrativos 
competentes autonómicos las comunicaciones procedentes de la Comisión Europea.

Artículo 19.  Red de alerta.
1. En el ámbito de aplicación de este real decreto, se crea un sistema estatal de 

intercambio rápido de información, en forma de red, integrado en el sistema europeo de 
alerta (RAPEX), con la finalidad de facilitar una comunicación e intercambio rápido de 
información de aquellas actuaciones que se adopten en caso de riesgo grave.

2. Los órganos administrativos competentes deberán comunicar inmediatamente al 
Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo, salvo que 
consideren que el riesgo grave tiene unos efectos limitados a su propio territorio y no se 
prevea que pueda ser de interés para los demás órganos administrativos competentes en lo 
que se refiere a la seguridad de los productos, lo siguiente:

a) Toda medida de reacción que hayan adoptado.
b) Los requerimientos que hayan dirigido a productores o distribuidores, siempre que 

éstos incluyan una recomendación de la forma en que el órgano administrativo competente 
entiende que debe ser subsanado el incumplimiento que ha generado el riesgo grave.

c) Las actuaciones voluntarias que hayan emprendido los productores y distribuidores en 
virtud de los deberes impuestos por esta disposición.

3. Esta comunicación se realizará cuando se disponga de los datos suficientes que 
permitan apreciar unos indicios razonables de la existencia del riesgo grave y será lo más 
completa posible, conteniendo, como mínimo, lo siguiente:

a) La información que permita identificar el producto.
b) Una descripción del riesgo y los resultados de toda prueba o análisis y sus 

conclusiones, que permita evaluar su importancia.
c) Según lo que proceda, el carácter y la duración de las medidas administrativas de 

reacción adoptadas, de las actuaciones voluntarias emprendidas por productores o 
distribuidores y del contenido del requerimiento.

d) La información que se posea sobre las cadenas de comercialización y sobre la 
distribución del producto, en particular, en las comunidades autónomas y los países de 
destino.

e) Toda la información pertinente que, en su caso, se haya podido obtener del productor 
o distribuidor del producto.
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4. El órgano administrativo notificante será el responsable de toda la información 
proporcionada.

5. También deberá comunicarse cualquier circunstancia o dato adicional que se 
manifieste con posterioridad a la primera comunicación, en particular, la modificación, 
suspensión o levantamiento de las medidas adoptadas en su momento y las razones que 
hayan llevado a ello.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, los órganos administrativos 
competentes podrán también comunicar los datos de que dispongan sobre la existencia de 
un riesgo grave, explicando los motivos por los que no han adoptado ninguna medida.

7. Si la comunicación no reúne los requisitos exigidos en este real decreto o por 
cualquier causa se considerase insuficiente, el Instituto Nacional del Consumo solicitará, en 
el plazo más breve posible, al órgano que la remitió las aclaraciones, subsanaciones o 
informaciones adicionales necesarias. Tras recibir la comunicación y, en su caso, la 
información complementaria, este organismo la transmitirá inmediatamente al resto de 
órganos administrativos competentes, y si el riesgo no tiene unos efectos limitados al 
territorio español o puede resultar de interés su conocimiento en el ámbito de la Comunidad 
Europea, a la Comisión Europea a través del sistema RAPEX.

8. Asimismo, el Instituto Nacional del Consumo dará traslado a los órganos 
administrativos competentes autonómicos de las comunicaciones procedentes de la 
Comisión Europea a través del sistema RAPEX, velando porque éstas reúnan los requisitos 
pertinentes. Estos órganos administrativos competentes comunicarán sin dilación alguna al 
Instituto Nacional del Consumo, para su traslado a la Comisión Europea, si el producto ha 
sido comercializado en su territorio, las medidas que, en su caso, hayan o prevean adoptar y 
toda información complementaria que hayan obtenido al respecto.

9. El responsable de la coordinación de esta red es el Ministerio de Sanidad y Consumo, 
a través del Instituto Nacional del Consumo, que, al mismo tiempo, será el punto de contacto 
del sistema RAPEX en España.

10. Cada comunidad autónoma comunicará al Instituto Nacional del Consumo el punto 
de contacto único, para todos los productos incluidos en el ámbito de aplicación de este real 
decreto, que designe a tal efecto, así como los mecanismos que establezca para garantizar 
su disponibilidad permanente.

Artículo 20.  Sistema estatal de comunicación de accidentes.
1. El Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo, 

propiciará la creación de un sistema estatal de comunicación de accidentes en los que estén 
implicados productos sometidos al ámbito de aplicación de este real decreto, como un 
instrumento de prevención que permita la detección de los productos inseguros o 
potencialmente inseguros, así como la existencia de una información necesaria a la hora de 
analizar un riesgo.

2. En este sistema se integrarán los hospitales y centros de salud dependientes de las 
Administraciones públicas, así como los órganos administrativos competentes para 
garantizar la seguridad general de los productos. Se fomentará la integración de las 
entidades sanitarias de carácter privado.

Disposición adicional primera.  Ciudades de Ceuta y Melilla.
Las referencias que esta disposición realiza a las comunidades autónomas se 

entenderán también realizadas a las Ciudades de Ceuta y Melilla, en el marco de sus 
competencias estatutariamente asumidas.

Disposición adicional segunda.  Códigos de buenas prácticas en actuaciones destinadas a 
garantizar la seguridad general de los productos.

1. Los códigos de buenas prácticas en actuaciones destinadas a garantizar la seguridad 
general de los productos a los que se refiere este real decreto se podrán elaborar por los 
sectores empresariales correspondientes, las asociaciones de consumidores y los órganos 
administrativos competentes.
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2. A los efectos de este real decreto, estos códigos están sometidos a una aprobación 
final por parte de los órganos administrativos competentes en la que se valore su utilidad 
como instrumento al servicio de la seguridad general de los productos.

3. Estos códigos podrán precisar, entre otros aspectos, el alcance del seguimiento por 
parte de los productores de los productos puestos en el mercado, las actuaciones que deben 
emprender en caso de sospecha razonable de la existencia de un riesgo, sus pautas de 
comportamiento, los sistemas de compensación e indemnización a los consumidores, los 
procedimientos de diálogo y comunicación con las Administraciones públicas y los medios de 
notificación a productores y distribuidores.

4. El Instituto Nacional del Consumo propiciará la elaboración y aprobará aquellos 
códigos de ámbito estatal, previa consulta con la Comisión de Cooperación de Consumo.

Disposición adicional tercera.  Comité de contacto sobre seguridad de los productos.
(Derogada)

Disposición adicional cuarta.  Directrices y guías de funcionamiento.
De conformidad con lo que establezca la Comisión Europea, el Instituto Nacional del 

Consumo, previo informe de la Comisión de Cooperación de Consumo, podrá aprobar unas 
directrices o guías de funcionamiento del sistema de red de alerta y de la comunicación 
ordinaria de las medidas de reacción adoptadas, donde se determine o concrete, entre otras 
posibles cuestiones, el formulario tipo de comunicación, la información que éste debe 
contener, los procedimientos de aplicación, sus plazos y los criterios para clasificar y ordenar 
las comunicaciones según su urgencia.

Disposición adicional quinta.  Aparatos de telecomunicaciones.
Los aparatos de telecomunicaciones regulados por el Reglamento que establece el 

procedimiento para la evaluación de la conformidad de los aparatos de telecomunicaciones, 
aprobado por el Real Decreto 1890/2000, de 20 de noviembre, se regirán por las 
prescripciones de éste y supletoriamente, en lo no dispuesto por el citado reglamento, por lo 
previsto en este real decreto, cuya aplicación para dichos aparatos se efectuará por los 
órganos previstos en el título V del citado reglamento.

Disposición adicional sexta.  Productos cosméticos y productos de cuidado personal.
Lo dispuesto en este real decreto no se aplicará a los productos cosméticos ni a los 

productos de cuidado personal, los cuales se regirán por su regulación específica. No 
obstante, se utilizará el sistema europeo de intercambio rápido de información (RAPEX) para 
transmitir la información relativa a riesgos graves relacionados con productos cosméticos a 
la Comisión Europea y a las autoridades competentes de los demás Estados miembros. A 
estos efectos, la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición y la 
Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios establecerán los mecanismos de 
coordinación pertinentes.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 44/1996, de 19 de enero, de medidas para garantizar la 

seguridad general de los productos puestos a disposición del consumidor.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta con carácter de norma básica al amparo del artículo 149.1.16.ª 

de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de bases y 
coordinación general de la sanidad, y en desarrollo de lo dispuesto en los artículos 24, 25.2 y 
3, 26 y 31.2 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y artículos 3 y 5.2 de la 
Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios. Se 
exceptúa de lo anterior el apartado 4 del artículo 15, que se dicta al amparo del artículo 
149.1.16.ª de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de 
sanidad exterior.
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Disposición final segunda.  Facultad de desarrollo.
Se faculta a los Ministros de Sanidad y Consumo, de Agricultura, Pesca y Alimentación y 

de Ciencia y Tecnología para dictar, en el ámbito de sus competencias, las disposiciones que 
sean necesarias para la ejecución y aplicación de lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final tercera.  Comunicación de órganos administrativos competentes y puntos 
de contacto.

En el plazo de tres meses a partir de la publicación de este real decreto en el «Boletín 
Oficial del Estado», las comunidades autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
comunicarán al Ministerio de Sanidad y Consumo los órganos administrativos competentes a 
que se refiere el artículo 13 y los puntos de contacto a que se refiere el artículo 19.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día 15 de enero de 2004.
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§ 21

Real Decreto 1334/1999, de 31 de julio, por el que se aprueba la 
Norma general de etiquetado, presentación y publicidad de los 

productos alimenticios

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 202, de 24 de agosto de 1999

Última modificación: 4 de marzo de 2015
Referencia: BOE-A-1999-17996

El Real Decreto 212/1992, de 6 de marzo, por el que se aprueba la Norma general de 
etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios, modificado por el Real 
Decreto 930/1995, de 9 de junio, incorpora al ordenamiento jurídico nacional la Directiva 
79/112/CEE, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros en 
materia de etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios destinados al 
consumidor final, así como sus posteriores modificaciones.

Asimismo, para garantizar una información adecuada a los consumidores, se adoptaron 
las Directivas 94/54/CE y 96/21/CE, relativas a la indicación en el etiquetado de 
determinados productos alimenticios de otras menciones obligatorias distintas de las 
previstas en la Directiva 79/112/CEE. La incorporación de estas Directivas al derecho 
nacional se ha llevado a cabo por los Reales Decretos 1908/1995, de 24 de noviembre, y 
1268/1997, de 24 de julio.

En fechas recientes se han producido nuevas modificaciones mediante la Directiva del 
Parlamento Europeo y del Consejo 97/4/CE, de 27 de enero, cuya finalidad es permitir, por 
medio de un etiquetado más completo, mejorar la información de los consumidores y 
respetar la lealtad de las transacciones comerciales.

Esta última Directiva completa, principalmente, las actuales disposiciones relativas a la 
denominación de venta de los productos alimenticios, colma una laguna técnica en materia 
de etiquetado de los productos alimenticios compuestos por un solo ingrediente y hace 
obligatoria la mención de las cantidades de algunos ingredientes.

La incorporación al ordenamiento jurídico interno, de lo dispuesto en la Directiva del 
Parlamento Europeo y del Consejo 97/4/CE, de 27 de enero, se lleva a cabo por el presente 
Real Decreto.

Al propio tiempo, se hace oportuno realizar una refundición de la Norma general de 
etiquetado, presentación y publicidad, aprobada por el Real Decreto 212/1992 y sus 
posteriores modificaciones, a efectos de una mayor clarificación del texto que haga más fácil 
su aplicación.

El presente Real Decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª y 
16.ª de la Constitución y de conformidad con el artículo 40.2 de la Ley 14/1986, de 25 de 
abril, General de Sanidad.

En la tramitación del procedimiento llevado a cabo para la aprobación del presente Real 
Decreto se ha dado audiencia a las asociaciones de consumidores y usuarios y a los 
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sectores afectados, habiendo emitido su informe preceptivo la Comisión Interministerial para 
la Ordenación Alimentaria.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo, de Economía y 
Hacienda, de Industria y Energía y de Agricultura, Pesca y Alimentación, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 31 
de julio,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación de la Norma general.
Se aprueba la adjunta Norma general de etiquetado, presentación y publicidad de los 

productos alimenticios.

Disposición adicional única.  Título competencial.
El presente Real Decreto y la Norma general que aprueba se dictan de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad y al 
amparo de lo establecido en el artículo 149.1.13.ª y 16.ª de la Constitución.

No obstante, la exigencia establecida en el primer párrafo del artículo 18 sólo tendrá 
carácter básico respecto de las indicaciones relativas a la lista de ingredientes, las 
instrucciones para la conservación y el modo de empleo.

Disposición transitoria única.  Prórroga de comercialización.
Hasta el 14 de febrero del año 2000, se podrán comercializar los productos alimenticios, 

que, cumpliendo las disposiciones anteriores, no se ajusten al presente Real Decreto.
No obstante, los productos etiquetados con anterioridad a esta fecha y que no se ajusten 

a lo dispuesto en este Real Decreto podrán comercializarse hasta que se agoten sus 
existencias.

Disposición derogatoria única.  Normas que se derogan.
Quedan derogados:
El Real Decreto 212/1992, de 6 de marzo, por el que se aprueba la Norma general de 

etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios.
El Real Decreto 930/1995, de 9 de junio, por el que se modifica la Norma general de 

etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios, aprobada por el Real 
Decreto 212/1992, de 6 de marzo.

El Real Decreto 1908/1995, de 24 de noviembre, por el que se modifica la Norma 
general de etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios, aprobada por 
el Real Decreto 212/1992, de 6 de marzo, a fin de indicar en el etiquetado de determinados 
productos alimenticios otras menciones obligatorias, y se modifica el Real Decreto 930/1995, 
de 9 de junio, permitiendo la comercialización de determinados productos.

El Real Decreto 1268/1997, de 24 de julio, relativo a la indicación en el etiquetado de 
determinados productos alimenticios de otras menciones obligatorias distintas de las 
previstas en el Real Decreto 212/1992, de 6 de marzo, y por el que se modifica el artículo 20 
de la Norma general de etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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NORMA GENERAL DE ETIQUETADO, PRESENTACIÓN Y PUBLICIDAD DE LOS 
PRODUCTOS ALIMENTICIOS

CAPÍTULO I

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
La presente Norma se aplicará al etiquetado de los productos alimenticios destinados a 

ser entregados sin ulterior transformación al consumidor final, así como a los aspectos 
relativos a su presentación y a la publicidad que se hace de ellos y que en esta Norma se 
regulan.

Se aplicará también a los productos alimenticios destinados a ser entregados a los 
restaurantes, hospitales, cantinas y otras colectividades similares, denominados en lo 
sucesivo «colectividades».

Artículo 2.  Productos excluidos.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la presente Norma, los productos 

destinados a ser exportados a países no pertenecientes a la Unión Europea.

CAPÍTULO II

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta Norma, se entiende por:
1. Etiquetado: las menciones, indicaciones, marcas de fábrica o comerciales, dibujos o 

signos relacionados con un producto alimenticio que figuren en cualquier envase, 
documento, rótulo, etiqueta, faja o collarín que acompañen o se refieran a dicho producto 
alimenticio.

2. Producto alimenticio envasado: la unidad de venta destinada a ser presentada sin 
ulterior transformación al consumidor final y a las colectividades, constituida por un producto 
alimenticio y el envase en el que haya sido acondicionado antes de ser puesto a la venta, ya 
recubra el envase al producto por entero o sólo parcialmente, pero de forma que no pueda 
modificarse el contenido sin abrir o modificar dicho envase.

3. Ingrediente: cualquier sustancia, incluidos los aditivos y los enzimas, utilizada en la 
fabricación o en la preparación de un producto alimenticio y que todavía se encuentra 
presente en el producto acabado, aunque sea en una forma modificada.

No se consideran ingredientes:
a) Los componentes de un ingrediente que en el curso del proceso de fabricación se 

hayan eliminado temporalmente para reincorporarlos después en cantidad que no sobrepase 
el contenido inicial.

b) Los aditivos y enzimas cuya presencia en un producto alimenticio se deba únicamente 
al hecho de que estaban contenidos en uno o varios ingredientes de dicho producto, siempre 
que no cumplan ya una función tecnológica en el producto acabado.

c) Los coadyuvantes tecnológicos.
d) Las sustancias utilizadas en las dosis estrictamente necesarias como disolventes o 

soportes para aditivos, enzimas y aromas.
e) Las sustancias que no sean aditivos pero que se utilicen del mismo modo y para los 

mismos fines que los auxiliares tecnológicos y que todavía se encuentren presentes en el 
producto acabado aunque sea en forma modificada.

4. Lote: conjunto de unidades de venta de un producto alimenticio producido, fabricado o 
envasado en circunstancias prácticamente idénticas.

5. Fecha de duración mínima: fecha hasta la cual el producto alimenticio mantiene sus 
propiedades específicas en condiciones de conservación apropiadas.
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CAPÍTULO III

Artículo 4.  Principios generales.
1. El etiquetado y las modalidades de realizarlo no deberán ser de tal naturaleza que 

induzcan a error al comprador, especialmente:
a) Sobre las características del producto alimenticio y, en particular, sobre su naturaleza, 

identidad, cualidades, composición, cantidad, duración, origen o procedencia y modo de 
fabricación o de obtención.

b) Atribuyendo al producto alimenticio efectos o propiedades que no posea.
c) Sugiriendo que el producto alimenticio posee características particulares, cuando 

todos los productos similares posean estas mismas características.
d) Atribuyendo a un producto alimenticio propiedades preventivas, terapéuticas o 

curativas de una enfermedad humana, ni mencionando dichas propiedades, sin perjuicio de 
las disposiciones aplicables a las aguas minerales naturales y a los productos alimenticios 
destinados a una alimentación especial.

2. Estas prohibiciones se aplicarán igualmente a la presentación de los productos 
alimenticios (en especial a la forma o al aspecto que se dé a éstos o a su envase, al material 
usado para éste y a la forma en que estén dispuestos, así como al entorno en que estén 
expuestos) y a la publicidad.

CAPÍTULO IV

Artículo 5.  Información obligatoria del etiquetado.
1. El etiquetado de los productos alimenticios requerirá solamente, salvo las excepciones 

previstas en este capítulo, las indicaciones obligatorias siguientes:
a) La denominación de venta del producto.
b) La lista de ingredientes.
c) La cantidad de determinados ingredientes o categoría de ingredientes.
d) El grado alcohólico en las bebidas con una graduación superior en volumen al 1,2 por 

100.
e) La cantidad neta, para productos envasados.
f) La fecha de duración mínima o la fecha de caducidad.
g) Las condiciones especiales de conservación y de utilización.
h) El modo de empleo, cuando su indicación sea necesaria para hacer un uso adecuado 

del producto alimenticio.
i) Identificación de la empresa: el nombre, la razón social o la denominación del 

fabricante o el envasador o de un vendedor establecido dentro de la Unión Europea y, en 
todo caso, su domicilio.

j) El lote.
k) El lugar de origen o procedencia.
l) Las previstas en el anexo IV para diversas categorías o tipos de productos 

alimenticios.
2. Los quesos y los embutidos, en todo caso, deberán cumplir los requisitos de 

etiquetado establecidos en el presente artículo. No obstante, cuando su venta sea 
fraccionada se atendrán a lo recogido en el artículo 15.

3. Las indicaciones obligatorias señaladas en el apartado 1 únicamente podrán 
complementarse, con carácter obligatorio, con las establecidas en las disposiciones 
comunitarias de aplicación directa o en las disposiciones nacionales que incorporen la 
normativa comunitaria.

Artículo 6.  Denominación de venta.
1. La denominación de venta de un producto alimenticio será la denominación prevista 

para este producto en las disposiciones de la Comunidad Europea que le sean aplicables.
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a) A falta de disposiciones de la Comunidad Europea, la denominación de venta será la 
denominación prevista por las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que le 
sean aplicables en España.

En defecto de lo anterior, estará constituida por el nombre consagrado por el uso en 
España, o por una descripción del producto alimenticio y de su utilización, si fuera necesario, 
lo suficientemente precisa para permitir al comprador conocer su naturaleza real y 
distinguirlo de los productos con los que pudiera confundirse.

b) Se admitirá también la utilización de la denominación de venta con la que el producto 
se fabrique y comercialice legalmente en el Estado miembro de procedencia.

Sin embargo, cuando la aplicación de las disposiciones de la presente Norma, en 
particular las previstas en el artículo 5, no sean suficientes para permitir a los consumidores 
conocer la naturaleza real del producto y distinguirlo de los productos con los que pudiera 
confundirlo, la denominación de venta deberá completarse con otras indicaciones 
descriptivas que habrán de figurar en su proximidad.

c) En casos excepcionales, la denominación de venta del Estado miembro de 
procedencia no se utilizará cuando el producto que designe se diferencie, desde el punto de 
vista de su composición o de su fabricación, del producto conocido bajo esta denominación 
hasta el punto de que las disposiciones del párrafo b) no basten para garantizar una 
información correcta a los consumidores.

2. No podrá ser sustituida la denominación de venta por una marca comercial o de 
fábrica o una denominación de fantasía.

3. La denominación de venta incluirá o irá acompañada de una indicación del estado 
físico en que se encuentra el producto alimenticio o del tratamiento específico a que ha sido 
sometido (tales como en polvo, liofilizado, congelado, concentrado, ahumado), en caso de 
que la omisión de dicha indicación pudiera inducir a confusión al comprador.

Todos los productos alimenticios que hayan sido tratados con radiación ionizante 
deberán llevar una de las menciones siguientes: «irradiado» o «tratado con radiación 
ionizante».

4. Acompañarán a la denominación de venta, en aquellos casos en que el anexo IV lo 
establezca, las menciones que en él se especifican.

5. Cuando el producto alimenticio está regulado por disposiciones específicas, deberán 
utilizarse las designaciones de calidad tipificadas, quedando expresamente prohibidos los 
adjetivos calificativos diferentes a los establecidos en las disposiciones correspondientes.

Artículo 7.  Lista de ingredientes.
1. La lista de ingredientes irá precedida del título «ingredientes» o de una mención 

apropiada que incluya tal palabra.
2. La lista de ingredientes estará constituida por la mención de todos los ingredientes en 

orden decreciente de sus pesos en el momento en que se incorporen durante el proceso de 
fabricación del producto.

No obstante:
a) El agua añadida y los ingredientes volátiles se indicarán en la lista en función de su 

peso en el producto acabado.
La cantidad de agua añadida como ingrediente en un producto alimenticio, se 

determinará sustrayendo de la cantidad total del producto acabado la cantidad total de los 
demás ingredientes empleados; esta cantidad podrá no tomarse en consideración si, en 
peso, no excede del 5 por 100 del producto acabado.

b) Cuando se trate de productos alimenticios concentrados o deshidratados destinados a 
ser reconstituidos mediante adición de agua, los ingredientes podrán mencionarse por orden 
decreciente de sus proporciones en el producto alimenticio reconstituido.

La lista de ingredientes deberá ir acompañada en estos casos de expresiones tales 
como: «Ingredientes del producto reconstituido» o «Ingredientes del producto ya preparado 
para el consumo».

c) Cuando se utilicen como ingredientes en un producto alimenticio mezclas de frutas, 
hortalizas o setas, en que ninguna predomine, en peso, de una manera significativa, y se 
utilicen en proporciones que puedan variar, podrán agruparse en la lista de ingredientes con 
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la denominación "frutas", "hortalizas" o "setas", seguida por la indicación "en proporción 
variable", seguida inmediatamente de la enumeración de las frutas, hortalizas o setas 
presentes; en tal caso, la mezcla se indicará en la lista de ingredientes, de conformidad con 
el párrafo introductorio de este apartado 2, en función del peso del conjunto de las frutas, 
hortalizas o setas presentes.

d) Cuando se utilicen ingredientes concentrados o deshidratados que se reconstituyan 
durante la fabricación del producto alimenticio, podrán mencionarse dichos ingredientes en la 
lista según su cuantía en peso antes de la concentración o deshidratación.

e) No se requerirá mencionar el agua en el caso del líquido de cobertura que 
normalmente no se consume, ni cuando se utilice en el proceso de fabricación solamente 
para reconstituir a su estado de origen un ingrediente utilizado en forma concentrada o 
deshidratada.

f) Los ingredientes que constituyan menos del dos por ciento del producto acabado 
podrán enumerarse en un orden diferente, a continuación de los demás ingredientes.

g) Cuando puedan utilizarse en la fabricación o la preparación de un producto alimenticio 
ingredientes similares o intercambiables sin que se altere su composición, su naturaleza o su 
valor percibido, y siempre que constituyan menos del dos por ciento del producto acabado, 
su designación en la lista de ingredientes podrá efectuarse con la indicación "contiene... 
y/o...", en caso de que al menos uno de los dos ingredientes como máximo esté presente en 
el producto acabado. Esta disposición no se aplicará a los aditivos ni a los ingredientes 
enumerados en el anexo V.

3. Cuando un ingrediente de un producto alimenticio haya sido elaborado a partir de 
varios ingredientes, se considerará a estos últimos como ingredientes de dicho producto.

En tal caso, dicho ingrediente compuesto podrá figurar en la lista de ingredientes bajo su 
denominación en la medida en que ésta esté regulada o consagrada por el uso, en función 
de su peso global, a condición de que vaya seguida inmediatamente por la enumeración de 
sus propios ingredientes.

No obstante, dicha enumeración no será obligatoria:
a) Cuando la composición del ingrediente compuesto se establezca en el marco de una 

norma comunitaria en vigor, siempre que el ingrediente compuesto constituya menos del dos 
por ciento del producto acabado; esta disposición no se aplicará a los aditivos, sin perjuicio 
de lo especificado en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 3.

b) Para ingredientes compuestos que consistan en mezclas de especias y/o de plantas 
aromáticas que constituyan menos del dos por ciento del producto acabado, salvo los 
aditivos, sin perjuicio de lo especificado en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 3.

c) Cuando el ingrediente compuesto sea un producto alimenticio para el que no se exija 
la lista de ingredientes.

4. Los ingredientes se designarán por su nombre específico, y siempre de acuerdo con 
las reglas del artículo 6, «Denominación de venta», excepto en los casos especificados en 
los apartados 5 y 6 del presente artículo.

5. Los ingredientes que pertenezcan a una de las categorías enumeradas en el anexo I y 
que sean componentes de otro producto alimenticio podrán designarse sólo con el nombre 
de dicha categoría, sin embargo, la designación «almidón» que figura en el anexo I deberá 
completarse siempre con la indicación de su origen vegetal específico, cuando dicho 
ingrediente pueda contener gluten.

6. Los ingredientes que pertenezcan a una de las categorías enumeradas en el anexo II 
se designarán obligatoriamente con el nombre de dicha categoría, seguido de su nombre 
específico o de su número CE. En el caso de ingredientes que pertenezcan a varias 
categorías se indicará la que corresponda a su función principal en el producto alimenticio de 
que se trate.

Las enzimas distintas de las mencionadas en el apartado 3.b) del artículo 3, deben 
designarse mediante el nombre de una de las categorías de ingredientes que figuran en el 
anexo II, seguido de su nombre específico.

7. Los aromas se designarán de conformidad con el anexo III de la presente Norma 
general.

8. No precisarán lista de ingredientes:
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a) Los productos alimenticios constituidos por un solo ingrediente, siempre que la 
denominación de venta sea idéntica al nombre del ingrediente, o siempre que la 
denominación de venta permita determinar la naturaleza del ingrediente sin riesgo de 
confusión.

b) Las frutas, las hortalizas frescas y las patatas, excepto las mondadas, cortadas o 
sometidas a cualquier otro tratamiento similar.

c) Las aguas de bebida envasadas gasificadas cuya denominación señale esta 
característica.

d) Los vinagres de fermentación que procedan de un solo producto base a los que no se 
les haya incorporado ningún otro ingrediente.

e) Los quesos, la mantequilla, la leche y la nata fermentadas, siempre que no se les 
hayan añadido más ingredientes que productos lácteos, enzimas y cultivos de 
microorganismos necesarios para la fabricación de los citados productos, y, en el caso de los 
quesos distintos de los frescos o fundidos, la sal precisa para su elaboración.

f) Las bebidas con un grado alcohólico adquirido superior en volumen al 1,2 por 100.
9. No obstante lo dispuesto en el apartado 8.f), todo ingrediente, tal como se define en el 

apartado 3 del artículo 3, que esté citado en el anexo V, deberá indicarse en la etiqueta 
cuando se encuentre en bebidas con un grado alcohólico adquirido superior al 1,2 por ciento. 
Tal indicación incluirá la palabra "contiene", seguida del nombre del ingrediente o de los 
ingredientes en cuestión. No obstante, podrá prescindirse de dicha indicación cuando el 
ingrediente figure ya con su nombre especifico en la lista de ingredientes o en la 
denominación de venta de la bebida.

10. No obstante lo dispuesto en el tercer párrafo del apartado 3, en los apartados 5, 6, 7 
y en los párrafos a), b), c), d) y e) del apartado 8, cualquier ingrediente que se utilice en la 
producción de un producto alimenticio que siga presente en el producto acabado, aunque 
sea en forma modificada, y que esté enumerado en el anexo V o proceda de ingredientes 
enumerados en el anexo V, se indicará en la etiqueta mediante una referencia clara al 
nombre de dicho ingrediente.

La indicación a que se refiere el párrafo anterior no será necesaria si la denominación 
comercial del producto se refiere claramente al ingrediente de que se trate.

No obstante lo dispuesto en los párrafos b), c), d) y e) del apartado 3 del artículo 3, 
cualquier sustancia que se utilice en la producción de un producto alimenticio y que siga 
presente en el producto acabado, aunque sea en forma modificada, y que proceda de los 
ingredientes enumerados en el anexo V será considerada como un ingrediente y se indicará 
en la etiqueta mediante una referencia clara al nombre del ingrediente del que proceda.

Artículo 8.  Indicación cuantitativa de ciertos ingredientes.
1. Se indicará la cantidad de un ingrediente o de una categoría de ingredientes utilizada 

en la fabricación o preparación de un producto alimenticio siempre que:
a) El ingrediente o la categoría de ingredientes de que se trate figure en la denominación 

de venta o el consumidor lo asocie en general con la denominación de venta; o
b) En el etiquetado se destaque el ingrediente o la categoría de ingredientes de que se 

trate por medio de palabras, imágenes o representación gráfica; o
c) Cuando el ingrediente o la categoría de ingredientes de que se trate sea esencial para 

definir un producto alimenticio y para distinguirlo de los productos con los que se pudiera 
confundir a causa de su denominación o de su aspecto.

2. No se aplicará la exigencia contemplada en el apartado 1 del presente artículo, en los 
siguientes casos:

a) A un ingrediente o una categoría de ingredientes:
1.º Cuyo peso neto escurrido se indique de conformidad con el apartado 6 del artículo 

10.
2.º Cuya cantidad debe figurar en el etiquetado en virtud de las disposiciones 

comunitarias.
3.º Que se utilice en dosis bajas con fines de aromatización.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 21  Norma general de etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios

– 458 –



4.º Que, aun cuando figure en la denominación de venta, no pueda determinar la 
elección del consumidor toda vez que la variación de cantidad no sea esencial para 
caracterizar al producto alimenticio o no sea suficiente para distinguir el producto de otros 
similares.

b) Cuando haya disposiciones comunitarias específicas que determinen de manera 
precisa la cantidad del ingrediente o de la categoría de ingredientes sin prever la indicación 
de los mismos en el etiquetado.

c) En los casos contemplados en el apartado 2.c) del artículo 7.
3. Los párrafos a) y b) del apartado 1 del presente artículo no se aplicarán:
a) Cuando las menciones "edulcorante(s)" o "azúcar(es) y edulcorante(s)" acompañen a 

la denominación de venta de un producto alimenticio con arreglo a lo establecido en el anexo 
IV.

b) A las menciones relativas a la incorporación de vitaminas y minerales, cuando dichas 
sustancias figuren en el etiquetado sobre propiedades nutritivas.

4. La cantidad mencionada, expresada en porcentaje, corresponderá a la cantidad del o 
de los ingredientes en el momento de su utilización.

5. Con excepción al principio establecido en el apartado 4 del presente artículo se 
aplicará a la indicación de las cantidades de ingredientes lo siguiente:

a) En el caso de los productos alimenticios que hayan perdido humedad como 
consecuencia de un tratamiento térmico o de otro tipo, la cantidad mencionada será la del 
ingrediente o ingredientes utilizados, referida al producto acabado ; dicha cantidad se 
expresará en porcentaje.

No obstante, si la cantidad de un ingrediente o la cantidad total de todos los ingredientes 
recogida en el etiquetado es superior al 100 por 100, en lugar del porcentaje se indicará el 
peso del ingrediente o ingredientes utilizados para preparar 100 gramos de producto 
acabado.

b) La cantidad de ingredientes volátiles se indicará en función de su importancia 
ponderal en el producto acabado.

La cantidad de los ingredientes utilizados en forma concentrada o deshidratada y 
reconstituidos podrá expresarse en función de su importancia ponderal antes de la 
concentración o deshidratación.

En el caso de alimentos concentrados o deshidratados a los que se haya de añadir agua, 
la cantidad de los ingredientes podrá expresarse en función de su importancia ponderal en el 
producto reconstituido.

6. La mención contemplada en el apartado 1 del presente artículo, figurará en la 
denominación de venta del producto alimenticio, o indicada junto a dicha denominación, o en 
la lista de ingredientes en relación con el ingrediente o categoría de ingredientes en cuestión.

7. Este artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el Real Decreto 930/1992, de 
17 de julio, por el que se aprueba la norma de etiquetado sobre propiedades nutritivas de los 
productos alimenticios.

Artículo 9.  Grado alcohólico.
Las bebidas con grado alcohólico superior en volumen al 1,2 por 100 deberán incluir la 

indicación del grado alcohólico volumétrico adquirido.
La cifra correspondiente al grado alcohólico incluirá un decimal como máximo e irá 

seguida del símbolo «% vol» y podrá estar precedida de la palabra «alcohol» o de la 
abreviatura «alc».

Las modalidades de especificación del grado alcohólico volumétrico se determinarán, en 
lo que respecta a los productos correspondientes a la partida arancelaria 22.04 (vino de uvas 
frescas, incluso encabezado, mosto de uva, excepto el de la partida 20.09), por las normas 
obligatorias de la Comunidad Europea o del propio ordenamiento español.
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Artículo 10.  Cantidad neta.
1. La cantidad neta de los productos alimenticios envasados se expresará:
a) En unidades de volumen para los productos líquidos.
b) En unidades de masa para los demás.
Se utilizará, según el caso, el litro (l o L), el centilitro (cl), el mililitro (ml) o bien el 

kilogramo (kg) o el gramo (g).
Las Reglamentaciones técnico-sanitarias o normas específicas podrán establecer 

excepciones a esta regla para algunos productos alimenticios.
2. Las Reglamentaciones técnico-sanitarias o normas específicas podrán establecer 

otras indicaciones de cantidad para determinados productos alimenticios que estén 
clasificados en categorías por cantidad. Cuando establezcan la indicación de un tipo de 
cantidad, tal como: cantidad nominal, cantidad mínima, cantidad media, esta cantidad será, a 
efectos de la presente Norma general la cantidad neta.

3. Cuando un envase esté constituido por dos o más envases individuales que 
contengan la misma cantidad del mismo producto se indicará la cantidad neta mencionando 
la cantidad neta contenida en cada envase individual y el número total de envases. No 
obstante, estas indicaciones no serán obligatorias cuando el número total de envases 
individuales pueda verse claramente y contarse fácilmente desde el exterior y cuando pueda 
verse claramente desde el exterior por lo menos una indicación de la cantidad neta 
contenida en cada envase individual.

4. Cuando un envase esté constituido por dos o más envases individuales que no se 
consideren unidades de venta se indicará la cantidad neta mencionando la cantidad neta 
total y el número total de envases individuales. Las Reglamentaciones técnico-sanitarias o 
normas específicas podrán prever, para ciertos productos alimenticios, que no se indique el 
número total de envases individuales.

5. En el caso de productos alimenticios que se vendan normalmente por unidades no 
será obligatoria la indicación de la cantidad neta, siempre y cuando el número de unidades 
pueda verse claramente y contarse fácilmente desde el exterior o, en su defecto, que venga 
indicada en el etiquetado.

6. Cuando un producto alimenticio sólido se presente en un líquido de cobertura, en el 
etiquetado se indicará también la masa neta escurrida de dicho producto alimenticio. Por 
líquido de cobertura se entenderán los productos mencionados a continuación, en su caso, 
mezclados entre ellos y también cuando se presenten en estado congelado o 
ultracongelado, siempre que el líquido sea únicamente accesorio respecto a los elementos 
esenciales del preparado y, en consecuencia, no resulte determinante para la compra: agua, 
soluciones acuosas de sales, salmueras, soluciones acuosas de ácidos alimentarios, 
vinagre, soluciones acuosas de azúcares, soluciones acuosas de otras sustancias o 
materias edulcorantes y de zumo de frutas o de hortalizas en el supuesto de frutas y 
hortalizas.

7. La indicación de la cantidad neta no será obligatoria para los productos alimenticios:
a) Que estén sujetos a pérdidas considerables de su volumen o de su masa y se vendan 

por unidades o se pesen ante el comprador.
b) Cuya cantidad neta sea inferior a 5 gramos o 5 mililitros. Esta excepción no se 

aplicará en el caso de especias y plantas aromáticas.
Las Reglamentaciones técnico-sanitarias o normas específicas podrán establecer a título 

excepcional y sin menoscabo de la información del comprador, umbrales superiores a los 5 
gramos o a 5 mililitros.

Artículo 11.  Marcado de fechas.
En el etiquetado de todo producto alimenticio figurará la fecha de duración mínima o, en 

su caso, la fecha de caducidad.
1. La fecha de duración mínima se expresará mediante las leyendas:
a) «Consumir preferentemente antes del ...» cuando la fecha incluya la indicación del 

día.
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b) «Consumir preferentemente antes del fin de...», en los demás casos.
2. Las indicaciones previstas en el apartado 1 anterior, irán acompañadas:
a) Bien de la fecha misma.
b) Bien de la indicación del lugar en que figura en el etiquetado.
Si fuere preciso, estas indicaciones se completarán con la referencia a las condiciones 

de conservación que deben observarse para asegurar la duración indicada.
3. La fecha estará compuesta por la indicación clara y en orden del día, el mes y el año.
No obstante, en el caso de los productos alimenticios:
a) Cuya duración sea inferior a tres meses bastará indicar el día y el mes.
b) Cuya duración sea superior a tres meses, pero sin sobrepasar los dieciocho meses, 

bastará indicar el mes y el año.
c) Cuya duración sea superior a dieciocho meses, bastará indicar el año.
4. Sin perjuicio de las disposiciones comunitarias de directa aplicación o de las 

nacionales que incorporen la normativa comunitaria que impongan otras indicaciones de 
fecha, no precisarán indicar la fecha de duración mínima los productos siguientes:

a) Las frutas y las hortalizas frescas, incluidas las patatas que no hayan sido peladas, 
cortadas o sometidas a cualquier otro tratamiento similar. Esta excepción no se aplicará a las 
semillas germinantes y a productos similares como los brotes de leguminosas.

b) Los vinos, vinos generosos, vinos espumosos, vinos aromatizados y los productos 
similares obtenidos a partir de frutas distintas de la uva, así como las bebidas de los códigos 
NC 2206 00 31 00, 2206 00 51 00 y 2206 00 81 00 y elaboradas a partir de uva o de mosto 
de uva.

c) Las bebidas con una graduación de un 10 por 100 o más en volumen de alcohol.
d) Las bebidas refrescantes sin alcohol, jugos de frutas, néctares de frutas y bebidas 

alcohólicas en envases individuales de más de cinco litros destinados a distribuirse a las 
colectividades.

e) Los productos de panadería o repostería que por su naturaleza se consumen 
normalmente en el plazo de veinticuatro horas después de su fabricación.

f) Los vinagres.
g) La sal de cocina.
h) Los azúcares en estado sólido.
i) Los productos de confitería consistentes casi exclusivamente en azúcares 

aromatizados y/o coloreados.
j) Las gomas de mascar y los productos similares de mascar.
k) Las porciones individuales de helados.
5. En el caso de productos alimenticios microbiológicamente muy perecederos y que por 

ello puedan suponer un peligro inmediato para la salud humana después de un corto período 
de tiempo, la fecha de duración mínima se cambiará por la fecha de caducidad, expresada 
mediante la leyenda «fecha de caducidad», seguida de la misma fecha o de una referencia 
al lugar donde se indica la fecha en la etiqueta. Dichas informaciones se completarán con 
una descripción de las condiciones de conservación que habrán de respetarse.

La fecha consistirá en la indicación clara según este orden: día, mes y, eventualmente, 
año.

Artículo 12.  Lote.
La indicación del lote se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 

1808/1991, de 13 de diciembre, por el que se regulan las menciones o marcas que permiten 
identificar el lote al que pertenece un producto alimenticio.

No obstante lo anterior, cuando se trate de porciones individuales de helados, la 
indicación que permita identificar el lote debe figurar en los envases de varias unidades.
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Artículo 13.  País de origen.
En los productos procedentes de los Estados miembros de la Unión Europea, se deberá 

indicar el lugar de origen o procedencia solamente en los casos en que su omisión pudiera 
inducir a error al consumidor sobre el origen o procedencia real del producto alimenticio.

Los productos originarios de países no pertenecientes a la Unión Europea deberán 
indicar el lugar de origen o procedencia, sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados o 
Convenios internacionales sobre la materia que resulten de aplicación en España.

Artículo 14.  Pequeños envases.
Cuando la cara mayor de los envases tenga una superficie inferior a 10 centímetros 

cuadrados solamente será obligatorio indicar la denominación del producto, la cantidad neta 
y el marcado de fechas.

Artículo 15.  Productos sin envasar.
(Derogado)

Artículo 16.  Productos envasados por los titulares del comercio minorista.
(Derogado)

CAPÍTULO V

Artículo 17.  Presentación de la información obligatoria.
1. Cuando los productos alimenticios se presenten envasados, las indicaciones de la 

información obligatoria del etiquetado, previstas en el artículo 5, figurarán en el envase o en 
una etiqueta unida al mismo.

a) No obstante, sin perjuicio de las obligaciones relativas a las cantidades nominales, las 
menciones obligatorias del etiquetado podrán figurar solamente en documentos comerciales 
cuando se garantice que dichos documentos, con todas las menciones del etiquetado, 
acompañan a los productos alimenticios o se han enviado antes de la entrega o al mismo 
tiempo que ésta, siempre que los productos alimenticios envasados:

1.º Estén destinados al consumidor final, pero comercializados en una fase anterior a la 
venta al mismo y cuando en esta fase no se trate de la venta a una colectividad.

2.º Estén destinados a ser entregados a las colectividades para ser preparados, 
transformados, fragmentados o cortados en ellas.

b) En el caso de los productos contemplados en el apartado anterior, las menciones del 
etiquetado obligatorio relativas a la denominación de venta, marcado de fechas e 
identificación de la empresa figurarán también en el embalaje exterior en que se presentan 
dichos productos en el momento de su comercialización.

2. Será obligatorio que figuren en el mismo campo visual, salvo para los envases a que 
se refiere el artículo 14, las indicaciones relativas a:

a) Denominación de venta.
b) Cantidad neta.
c) Marcado de fechas.
d) Grado alcohólico, en su caso.
3. (Derogado)
4. (Derogado)
5. En todos los casos, las indicaciones obligatorias deberán ser fácilmente 

comprensibles e irán inscritas en un lugar destacado y de forma que sean fácilmente 
visibles, claramente legibles e indelebles. Estas indicaciones no deberán ser disimuladas, 
tapadas o separadas de ninguna forma por otras indicaciones o imágenes.

6. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 17.1.a) y 17.1.b), los productos 
alimenticios, en general, destinados a ser entregados al consumidor, deben suministrarse a 
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los minoristas debidamente envasados o acondicionados con la información obligatoria 
contemplada en el artículo 5, bien sobre el envase o en los documentos correspondientes 
que acompañen al producto.

Artículo 18.  Lengua en el etiquetado.
Las indicaciones obligatorias del etiquetado de los productos alimenticios que se 

comercialicen en España se expresarán, al menos, en la lengua española oficial del Estado.
Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación a los productos tradicionales 

elaborados y distribuidos exclusivamente en el ámbito de una Comunidad Autónoma con 
lengua oficial propia.

CAPÍTULO VI

Artículo 19.  Etiquetado facultativo.
La información del etiquetado de los productos alimenticios podrá presentar cualquier 

mención adicional escrita, impresa o gráfica, siempre que no esté en contradicción con lo 
establecido en la presente Norma general.

ANEXO I
Categorías de ingredientes para los que la indicación de la categoría puede 

sustituir a la del nombre específico

Definición Designación

Aceites refinados que no sean de oliva.

«Aceite», completada:
– Bien por el calificativo, según el caso, «vegetal» o «animal».
– Bien por la indicación del origen específico vegetal o animal.
El calificativo «hidrogenado» deberá acompañar la mención de 
los aceites hidrogenados.

Grasas refinadas.

«Grasa», completada:
– Bien por el calificativo, según el caso, «vegetal» o «animal».
– Bien por la indicación del origen específico vegetal o animal.
El calificativo «hidrogenada» deberá acompañar la mención de 
las grasas hidrogenadas.

Mezclas de harinas procedentes de dos o más especies de cereales. «Harina» seguida de la enumeración de las especies de 
cereales de que proceda, por orden decreciente de peso.

Almidón/es y féculas nativos y almidones y féculas modificados por medios físicos o con enzimas. «Almidón(es) «/» fécula(s)».
Cualquier especie de pescado, cuando el pescado constituya un ingrediente de otro producto alimenticio y siempre que 
la denominación y la presentación de dicho producto no se refieran a una especie precisa de pescado. «Pescado».

Cualquier especie de queso, cuando el queso o una mezcla de quesos constituya un ingrediente de otro producto 
alimenticio y siempre que la denominación y la presentación de dicho producto no se refieran a una especie precisa de 
queso.

«Queso(s)».

Todas las especias y sus extractos cuyo peso no sea superior al 2 por 100 del peso del producto. «Especia(s)» o «Mezcla de especias».
Todas las plantas o partes de plantas aromáticas cuyo peso no sea superior al 2 por 100 del peso del producto. «Planta(s) aromática(s)» o «Mezcla de plantas aromáticas».
Todas las preparaciones de gomas utilizadas en la fabricación de la goma base para chicles. «Goma base».
Pan rallado de cualquier origen. «Pan rallado».
Todos los tipos de sacarosa. «Azúcar».
Dextrosa anhidra o monohidratada. «Dextrosa».
Jarabe de glucosa y jarabe de glucosa anhidra. «Jarabe de glucosa».
Todas las proteínas de la leche (caseínas, caseinatos y proteínas del suero y del lactosuero) y sus mezclas. «Proteínas de leche».
Manteca de cacao de presión «expeller» o refinada. «Manteca de cacao».
(Suprimido) (Suprimido)
(Suprimido) (Suprimido)
Todos los tipos de vino, según la definición recogida en el Reglamento (CEE) número 822/87 del Consejo (1). «Vino».

(1) DOCE L 84 de 27-3-1987. p. 1
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Definición Designación

Especies
Materia grasa

–
Porcentaje

Tejido conjuntivo (*)
–

Porcentaje
Los músculos del esqueleto (2) de las especies de mamíferos y de aves reconocidas como aptas para el consumo humano con los tejidos naturalmente 
incluidos o adheridos a ellos, en los que los contenidos totales de materia grasa y tejido conjuntivo no superen los valores que figuran a continuación y 
cuando la carne constituya un ingrediente de otro producto alimenticio. Los productos cubiertos por la definición comunitaria de «carne separada 
mecánicamente» son excluidos de la presente definición.

«Carne(s) de» y el (los) 
nombre(s) de la(s) especie(s) 
animal(es) de la(s) que 
provenga(n).

Límites máximos de materia grasa y de tejido conjuntivo para los ingredientes designados por el término «carne(s) de».
Mamíferos (excepto conejos y cerdos) y mezclas 
de especies con predominio de mamíferos 25 25

Cerdos 30 25
Aves y conejos 15 10

(*) El contenido de tejido conjuntivo se calcula estableciendo una relación entre los contenidos de colágeno y de proteínas de carne. El contenido 
de colágeno es ocho veces el contenido de hidroxiprolina.
Cuando se superen los límites máximos de materia grasa o tejido conjuntivo y se cumplan los demás criterios de definición de la «carne(s) de», el 
contenido de «carne(s) de» deberá ajustarse consecuentemente a la baja y la lista de ingredientes deberá mencionar, además de los términos 
«carne(s) de», la presencia de materia grasa y/o de tejido conjuntivo.

(2) El diafragma y los maséteros forman parte de los músculos del esqueleto, mientras que quedan excluidos el 
corazón, la lengua, los músculos de la cabeza (distintos de los maséteros), del carpo, del tarso y de la cola.

ANEXO II
Categorías de ingredientes que deben designarse obligatoriamente con el 
nombre de su categoría seguido de sus nombres específicos o del número CE

Colorante.
Conservador.
Antioxidante.
Emulgente
Espesante
Gelificante.
Estabilizador.
Potenciador del sabor.
Acidulante.
Corrector de acidez.
Antiaglomerante.
Almidón modificado (1).
Edulcorante.
Gasificante.
Antiespumante.
Agente de recubrimiento.
Sales fundentes (2).
Agente de tratamiento de la harina.
Endurecedor.
Humectante.
Agente de carga.
Gas propulsor.

(1) No se exige indicación del nombre específico o del número CE.
(2) Únicamente cuando se trate de quesos fundidos y productos a base de queso fundido.

ANEXO III
Designación de los aromas en la lista de ingredientes

1. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, los aromas serán designados por los 
siguientes términos:

– “aromas” o una designación o descripción más específica del aroma, si el componente 
aromatizante contiene aromas tal y como se definen en el artículo 3, apartado 2, letras b), c), 
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d), e), f), g) y h), del Reglamento (CE) n.º 1334/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de diciembre de 2008, relativo a aromas y determinados ingredientes alimentarios con 
propiedades aromatizantes utilizados en los alimentos.

– “aroma(s) de humo” o “aroma(s) de humo producidos a partir de alimentos o categorías 
o fuentes de alimentos” [por ejemplo, aroma(s) de humo a partir de haya] si la parte 
aromatizante contiene aromas tal como se definen en el artículo 3, apartado 2, letra f), del 
Reglamento (CE) n.º 1334/2008 y confieren un sabor ahumado a los alimentos.

2. El término “natural” para describir los aromas se utilizará con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 16 del Reglamento (CE) n.º 1334/2008.

ANEXO IV
Lista de los productos alimenticios en cuyo etiquetado deberá figurar una o 

varias indicaciones obligatorias adicionales

Tipo o categoría de los productos alimenticios Indicaciones
1. Productos alimenticios de duración prolongada gracias a la utilización de gases de envasado 
autorizados en aplicación del Real Decreto 1111/1991, de 12 de julio, por el que se modifica la 
Reglamentación técnico-sanitaria de aditivos alimentarios aprobada por el Real Decreto 3177/1983.

«Envasado en atmósfera protectora».

2. Productos alimenticios que contienen uno o varios de los edulcorante(s) autorizado(s) por el Real 
Decreto 2002/1995, de 7 de diciembre. «Con edulcorante(s)». Esta mención acompañará a la denominación de venta.

3. Productos alimenticios que contienen a la vez uno o varios azúcar(es) añadido(s) y uno o varios de 
los edulcorante(s) autorizado(s) por el Real Decreto 2002/1995, de 7 de diciembre.

«Con azúcar(es) y edulcorante(s)». Esta mención acompañará a la 
denominación de venta.

4. Productos alimenticios que contienen aspartamo. «Contiene una fuente de fenilalanina».
5. Productos alimenticios a los que se han incorporado polioles en una proporción superior al 10 por 
100. «Un consumo excesivo puede tener efectos laxantes».

6. Dulces o bebidas que contengan ácido glicirrícico o su sal amónica por adición de la sustancia o 
sustancias en sí, o de la planta del regaliz "Glycyrrhiza glabra", con una concentración superior o igual 
a 100 mg/kg o 10 mg/l.

Se añadirán las palabras "contiene regaliz" inmediatamente después de la lista 
de ingredientes, a menos que el término "regaliz" ya esté incluido en la lista de 
ingredientes o en el nombre con el que se comercializa el producto. A falta de 
una lista de ingredientes, la mención obligatoria se situará cerca del nombre con 
el que se comercializa el producto.

7. Dulces que contengan ácido glicirrícico o su sal amónica por adición de la sustancia o sustancias en 
sí, o de la planta de regaliz "Glycyrrhiza glabra", con una concentración superior o igual a 4 g/kg

Se añadirá el mensaje siguiente después de la lista de ingredientes: "contiene 
regaliz: las personas que padezcan hipertensión deberían evitar un consumo 
excesivo". A falta de una lista de ingredientes, la mención obligatoria se situará 
cerca del nombre con que se comercializa el producto.

8. Bebidas que contengan ácido glicirrícico o su sal amónica por adición de la sustancia o sustancias 
en sí o de la planta del regaliz "Glycyrrhiza glabra", con concentraciones superiores o iguales a 50 mg/l, 
o superiores o iguales a 300 mg/l en el caso de las bebidas que contengan más del 1,2 % en volumen 
de alcohol(1)

Se añadirá el mensaje siguiente después de la lista de ingredientes: "contiene 
regaliz: las personas que padezcan hipertensión deberán evitar un consumo 
excesivo". A falta de una lista de ingredientes, la mención obligatoria se situará 
cerca del nombre con el que se comercializa el producto.

(1) .El nivel máximo se aplicará a los productos tal como se presentan listos para su consumo o reconstituidos de acuerdo con las instrucciones de los fabricantes.

ANEXO V
Ingredientes a los que hacen referencia los apartados 9 y 10 del artículo 7

1. Cereales que contengan gluten (es decir, trigo, centeno, cebada, avena, espelta, 
kamut o sus variedades híbridas) y productos derivados, salvo:

a) jarabes de glucosa a base de trigo, incluida la dextrosa(1);
b) maltodextrinas a base de trigo(1);
c) jarabes de glucosa a base de cebada;
d) cereales utilizados para hacer destilados o alcohol etílico de origen agrícola para 

bebidas alcohólicas.
2. Crustáceos y productos a base de crustáceos.
3. Huevos y productos a base de huevo.
4. Pescado y productos a base de pescado, salvo:
a) gelatina de pescado utilizada como soporte de vitaminas o preparados de 

carotenoides;
b) gelatina de pescado o ictiocola utilizada como clarificante en la cerveza y el vino.
5. Cacahuetes y productos a base de cacahuetes.
6. Soja y productos a base de soja, salvo:
a) aceite y grasa de semilla de soja totalmente refinados(1);
b) tocoferoles naturales mezclados (E306), d-alfa tocoferol natural, acetato de d-alfa 

tocoferol natural y succinato de d-alfa tocoferol natural derivados de la soja;
c) fitosteroles y esteres de fitosterol derivados de aceites vegetales de soja;
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d) esteres de fitostanol derivados de fitosteroles de aceite de semilla de soja.
7. Leche y sus derivados (incluida la lactosa), salvo:
a) lactosuero utilizado para hacer destilados o alcohol etílico de origen agrícola para 

bebidas alcohólicas;
b) lactitol.
8. Frutos de cáscara, es decir, almendras (Amygdalus communis L.), avellanas (Corylus 

avellana), nueces (Juglans regia), anacardos (Anacardium occidentale), pacanas [Carya 
illinoensis (Wangenh.) K. Koch], castañas de Pará (Bertholletia excelsa), pistachos o 
alfóncigos (Pistacia vera), macadamias o nueces de Australia (Macadamia ternifolia) y 
productos derivados, salvo:

a) nueces utilizadas para hacer destilados o alcohol etílico de origen agrícola para 
bebidas alcohólicas.

9. Apio y productos derivados.
10. Mostaza y productos derivados.
11. Granos de sésamo y productos a base de granos de sésamo.
12. Dióxido de azufre y sulfitos en concentraciones superiores a 10 mg/kg o 10 mg/litro 

expresado como SO2.
13. Altramuces y productos a base de altramuces.
14. Moluscos y productos a base de moluscos.

(1) Se aplica también a los productos derivados, en la medida en que sea improbable que los procesos a que 
se hayan sometido aumenten el nivel de alergenicidad determinado por la EFSA para el producto del que derivan
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§ 22

Real Decreto 1907/1996, de 2 de agosto, sobre publicidad y 
promoción comercial de productos, actividades o servicios con 

pretendida finalidad sanitaria

Ministerio de Sanidad y Consumo
«BOE» núm. 189, de 6 de agosto de 1996

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1996-18085

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, ordena que las Administraciones 
públicas, en el ámbito de sus competencias, realicen «un control de la publicidad y 
propaganda comerciales para que se ajusten a criterios de veracidad en lo que atañe a la 
salud y para limitar todo aquello que puede constituir un perjuicio para la misma» (artículo 
27). Asimismo prevé la inspección y control de la promoción y publicidad de los centros y 
establecimientos sanitarios (artículo 30.1), la autorización previa de la publicidad de los 
medicamentos y productos sanitarios (artículo 102) y encomienda «a la Administración 
sanitaria del Estado valorar la seguridad, eficacia y eficiencia de las tecnologías relevantes 
para la salud y la asistencia sanitaria» (artículo 110).

La Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, permite regular la 
publicidad de los productos, bienes, actividades y servicios susceptibles de generar riesgos 
para la salud o seguridad de las personas y concretamente «la forma y condiciones de 
difusión de los mensajes publicitarios» (artículo 8).

La Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, declara expresamente prohibidos 
«los remedios secretos» y sanciona como falta muy grave su preparación (artículos 6.4 y 
108.2 y 7).

Asimismo, la Ley del Medicamento considera actividades prohibidas la distribución y 
comercialización de productos o preparados que se presenten como medicamentos sin estar 
legalmente reconocidos (artículo 7).

La Ley 25/1994, de 12 de julio, sobre Ejercicio de la Actividades de Radiodifusión 
Televisiva, declara «ilícita, en todo caso, la publicidad por televisión que fomente 
comportamientos perjudiciales para la salud o la seguridad de las personas» (artículo 9.1) y 
además prohíbe «la publicidad de medicamentos y de tratamientos médicos que sólo 
pueden obtenerse por prescripción facultativa en el territorio nacional» (artículo 10.1 b).

Las normas especiales que regulan los ensayos clínicos y los productos en fase de 
investigación clínica, las drogas y productos estupefacientes o psicotrópicos, los 
medicamentos, especialidades farmacéuticas, fórmulas magistrales, preparados oficinales, 
productos para diagnóstico, cosméticos, productos sanitarios y de higiene personal y 
productos para regímenes dietéticos o especiales establecen las condiciones y las 
limitaciones o prohibiciones concretas de su publicidad, promoción, distribución y venta, que 
son generalmente cumplidas por los sectores profesionales médicos y farmacéuticos y por 
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los correspondientes laboratorios o entidades de producción, distribución, dispensación y 
venta y cuyo estricto cumplimiento se exige por las autoridades sanitarias.

Al margen de tales productos, aparecen en el mercado y son objeto de publicidad, 
propaganda y promoción comercial de su tráfico, uso o consumo una serie de productos, 
materiales, sustancias, energías o métodos que se anuncian o presentan como útiles para el 
diagnóstico, prevención o tratamiento de enfermedades o desarrollos fisiológicos, 
modificación del estado físico y psicológico, restauración, corrección o modificación de 
funciones orgánicas, etc., sin que se ajusten a las normas especiales anteriormente citadas, 
ni tampoco cumplan, en ocasiones, las exigencias de veracidad, claridad e información sobre 
su contenido, composición, naturaleza o efectos.

Este tipo de productos, actividades o servicios con pretendida finalidad sanitaria suponen 
en algunos casos un presunto fraude para los consumidores y usuarios, hecho al que se 
añade además la utilización de mensajes, imágenes o referencias con apariencia sanitaria, 
médica, farmacéutica, terapéutica o preventiva que no se corresponden con la realidad ni 
con una previa comprobación técnica o científica debidamente contrastada con arreglo a las 
normas especiales que han de aplicarse. Todo ello da lugar a una información defectuosa y a 
una publicidad abusiva e incluso a daños efectivos a las personas, en la medida en que su 
composición o utilización pueda resultar peligrosa o sustituyan de forma irresponsable las 
atenciones y cuidados que se requieren en cada caso.

Por todo ello y en el ámbito de las disposiciones legales anteriormente citadas, se 
adoptan por este Real Decreto medidas sanitarias básicas y generales para la protección y 
defensa de la salud, que comprenden un mayor rigor y exigencia del cumplimiento de la 
normativa especial sanitaria, el establecimiento de prohibiciones y limitaciones concretas de 
publicidad o promoción con finalidades presuntamente sanitarias y, en último término, la 
posibilidad de que las autoridades sanitarias intervengan para restablecer la correcta 
información sanitaria, para impedir las actividades de publicidad o promoción que 
constituyan riesgo para la salud y para promover las acciones de cesación o rectificación que 
resulten procedentes.

Lo establecido en este Real Decreto se entiende sin perjuicio de las competencias 
propias de las Comunidades Autónomas y de lo establecido en la normativa para la defensa 
de los consumidores y usuarios.

Las citadas medidas responden al Acuerdo del Pleno de Senado de 17 de noviembre de 
1993 y han sido objeto de información, estudio y consideración por las asociaciones de 
consumidores y usuarios, las organizaciones profesionales sanitarias, las asociaciones de 
anunciantes y agencias de publicidad y las demás entidades y organismos interesados.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Sanidad y Consumo, de acuerdo con el Consejo 
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión celebrada el día 2 de 
agosto de 1996,

DISPONGO:

Artículo 1.  Control sanitario de la publicidad.
1. Las Autoridades sanitarias y demás órganos competentes en cada caso, de acuerdo 

con el artículo 27 de la Ley General de Sanidad, las disposiciones especiales aplicables en 
cada caso y lo establecido en este Real Decreto, controlarán la publicidad y promoción 
comercial de los productos, materiales, sustancias, energías o métodos que se anuncian o 
presentan como útiles para el diagnóstico, prevención o tratamiento de enfermedades o 
desarrollos fisiológicos, adelgazamiento, modificación del estado físico o psicológico, 
restauración, corrección o modificación de funciones orgánicas u otras pretendidas 
finalidades sanitarias, para que se ajusten a criterios de veracidad en lo que atañe a la salud 
y para limitar todo aquello que pueda constituir un perjuicio para la misma.

2. Los Colegios Profesionales, en el ámbito de sus competencias, podrán participar y 
colaborar en el cumplimiento de lo establecido en este Real Decreto.
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Artículo 2.  Prohibición de remedios secretos.
1. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley del Medicamento están prohibidos los remedios 

secretos, así como cualquier forma de publicidad, promoción o distribución de los mismos.
2. Cualquier producto, material, sustancia, energía o método que pretenda fines 

preventivos, diagnósticos o terapéuticos, así como su publicidad y promoción comercial, 
deberán cumplir los requisitos y estarán sujetos a las autorizaciones o controles establecidos 
en la Ley General de Sanidad, la Ley del Medicamento y disposiciones que las desarrollan.

Artículo 3.  Publicidad de medicamentos y productos sanitarios.
1. La publicidad de las especialidades farmacéuticas y de los productos sanitarios se 

rigen por su normativa especial.
2. En todo caso, está prohibida la publicidad de fórmulas magistrales, preparados 

oficinales y productos en fase de investigación clínica.

Artículo 4.  Prohibiciones y limitaciones de la publicidad con pretendida finalidad sanitaria.
Salvo lo establecido en el artículo 3.1 de este Real Decreto, queda prohibida cualquier 

clase de publicidad o promoción directa o indirecta, masiva o individualizada, de productos, 
materiales, sustancias, energías o métodos con pretendida finalidad sanitaria en los 
siguientes casos:

1. Que se destinen a la prevención, tratamiento o curación de enfermedades 
transmisibles, cáncer y otras enfermedades tumorales, insomnio, diabetes y otras 
enfermedades del metabolismo.

2. Que sugieran propiedades específicas adelgazantes o contra la obesidad.
3. Que pretendan una utilidad terapéutica para una o más enfermedades, sin ajustarse a 

los requisitos y exigencias previstos en la Ley del Medicamento y disposiciones que la 
desarrollan.

4. Que proporcionen seguridades de alivio o curación cierta.
5. Que utilicen como respaldo cualquier clase de autorizaciones, homologaciones o 

controles de autoridades sanitarias de cualquier país.
6. Que hagan referencia a su uso en centros sanitarios o a su distribución a través de 

oficinas de farmacia.
7. Que pretendan aportar testimonios de profesionales sanitarios, de personas famosas 

o conocidas por el público o de pacientes reales o supuestos, como medio de inducción al 
consumo.

8. Que pretendan sustituir el régimen de alimentación o nutrición comunes, 
especialmente en los casos de maternidad, lactancia, infancia o tercera edad.

9. Que atribuyan a determinadas formas, presentaciones o marcas de productos 
alimenticios de consumo ordinario, concretas y específicas propiedades preventivas, 
terapéuticas o curativas.

10. Que atribuyan a los productos alimenticios, destinados a regímenes dietéticos o 
especiales, propiedades preventivas, curativas u otras distintas de las reconocidas a tales 
productos conforme a su normativa especial.

11. Que atribuyan a los productos cosméticos propiedades distintas de las reconocidas a 
tales productos conforme a su normativa especial.

12. Que sugieran o indiquen que su uso o consumo potencian el rendimiento físico, 
psíquico, deportivo o sexual.

13. Que utilicen el término «natural» como característica vinculada a pretendidos efectos 
preventivos o terapéuticos.

14. Que atribuyan carácter superfluo o pretenda sustituir la utilidad de los medicamentos 
o productos sanitarios legalmente reconocidos.

15. Que atribuyan carácter superfluo o pretendan sustituir la consulta o la intervención de 
los profesionales sanitarios.

16. Y, en general, que atribuyan efectos preventivos o terapéuticos específicos que no 
estén respaldados por suficientes pruebas técnicas o científicas acreditadas y expresamente 
reconocidas por la Administración sanitaria del Estado.
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Artículo 5.  Prohibiciones a los profesionales sanitarios.
1. Queda expresamente prohibido a todos los profesionales sanitarios y a sus 

asociaciones o corporaciones amparar ningún tipo de promoción comercial o publicidad 
dirigida al público en que, con su nombre, profesión, especialidad, cargo o empleo, 
respalden utilidades preventivas, terapéuticas, de rehabilitación o cualquier otra pretendida 
finalidad sanitaria en los supuestos contemplados en los artículos 2 y 4 de este Real 
Decreto.

2. Queda igualmente prohibido amparar la promoción o publicidad a que se refiere el 
apartado anterior mediante actividades reales o supuestas de diagnóstico, pronóstico o 
prescripción a través de la televisión, la radio o cualesquiera otros medios de difusión o 
comunicación o por correspondencia.

3. Las mismas prohibiciones establecidas en este artículo alcanzan a cualquier persona 
o entidad que aparente un carácter sanitario, sin serlo.

Artículo 6.  Publicidad de los centros sanitarios.
1. La publicidad y la información de los centros o establecimientos sanitarios y de los 

centros de belleza, adelgazamiento, tratamiento o desarrollo físico o estético, así como de 
los servicios y prestaciones que realizan deberá ajustarse al contenido de la autorización 
sanitaria de tales centros o establecimientos.

2. Cualquier otro tipo de publicidad de tales centros, servicios o establecimientos 
requerirá la autorización previa y expresa de las autoridades sanitarias.

Artículo 7.  Transparencia y veracidad de la información y publicidad sanitarias.
1. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, toda información, publicidad 

o promoción comercial a que se refiere este Real Decreto deberá ajustarse a criterios de 
transparencia, exactitud y veracidad y evitará cualquier sesgo que pueda causar perjuicio a 
la salud o seguridad de las personas o a las legítimas expectativas de una información 
correcta y precisa en materia de salud y asistencia sanitaria.

2. Las agencias de publicidad, periódicos, revistas, emisoras de radio y televisión y 
cualquier otro medio de comunicación no admitirán publicidad que contravenga lo dispuesto 
en este Real Decreto.

3. Las autoridades sanitarias cuando consideren que determinada publicidad o 
promoción comercial no se ajusta a lo establecido en este Real Decreto, podrán formular, 
con carácter inmediato, la correspondiente advertencia a través de los medios de 
comunicación que la hayan facilitado, que la deberán difundir de forma gratuita, con objeto 
de mantener la correcta información sobre las autorizaciones, precauciones y controles 
sanitarios existentes en la materia de que se trate, y sin perjuicio de promover además las 
acciones de cesación y rectificación de la publicidad a que se refieren los artículos 25 y 
siguientes de la Ley General de Publicidad.

Artículo 8.  Infracciones, sanciones y suspensión sanitaria de actividades.
1. Lo establecido en este Real Decreto se entiende sin perjuicio de la imposición de las 

sanciones que en su caso procedan y de las medidas preventivas o de la clausura, cierre o 
suspensión de establecimientos, instalaciones o servicios a que se refieran los artículos 26 y 
37 de la Ley General de Sanidad.

2. Conforme a lo establecido en el artículo 35 B) 1.ª y 4.ª de la Ley General de Sanidad, 
tendrán la consideración de infracción grave el incumplimiento de los requisitos específicos 
que formulen las autoridades sanitarias a quienes incumplan las prohibiciones contenidas en 
los artículos 4, 5 y 6 de este Real Decreto.

3. Conforme a lo establecido en el artículo 35 C) 1.º tendrá la consideración de infracción 
muy grave cualquier forma de publicidad, promoción o distribución de los remedios secretos 
a que se refiere el artículo 2 de este Real Decreto.
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Disposición adicional primera.  Información y educación sanitarias.
Lo establecido en este Real Decreto no será obstáculo para las actuaciones de 

información o educación sanitarias realizadas, promovidas o autorizadas por las 
Administraciones públicas sanitarias, conforme a los artículos 6.2, 10.2, 18.1 y 30.1 de la Ley 
General de Sanidad, 84.5 de la Ley del Medicamento, y demás disposiciones concordantes.

Disposición adicional segunda.  Información a los interesados.
1. Con objeto de facilitar la aplicación de lo dispuesto en este Real Decreto, siempre con 

carácter voluntario y a solicitud de los interesados, la Dirección General de Farmacia y 
Productos Sanitarios expedirá las oportunas certificaciones en los términos previstos en el 
artículo 117 de la Ley del Medicamento, con indicación de las condiciones o requisitos a que 
se sujeta la publicidad y promoción comercial de los medicamentos y demás productos a que 
se refiere dicha Ley.

2. Igualmente, la Dirección General de Salud Pública emitirá certificación o informe 
respecto de los productos dietéticos o de régimen, alimentos y demás productos de uso o 
consumo humano, sujetos a reglamentaciones técnico-sanitarias, en el supuesto de que se 
pretendan anunciar con finalidad sanitaria.

3. En los demás casos, la Dirección General de Salud Pública, previos los informes de la 
Agencia de Evaluación de Tecnologías Sanitarias y los que en cada caso considere 
procedentes, podrá indicar si constan pruebas técnicas o científicas acreditadas y 
expresamente reconocidas por la Administración sanitaria del Estado, a efectos de lo 
establecido en el artículo 4.16, así como si la publicidad o promoción comercial propuesta se 
opone a lo establecido en este Real Decreto.

Disposición adicional tercera.  Normativa básica.
1. Lo establecido en los artículos 1, 4, 5, 6, 7 y 8, y en la disposición adicional primera de 

este Real Decreto tienen la consideración de normativa básica sanitaria, conforme a lo 
señalado en el artículo 149.1.16.ª de la Constitución.

2. Lo establecido en los artículos 2 y 3 tiene la consideración de legislación sobre 
productos farmacéuticos, conforme lo señalado en el artículo 149.1.16.ª de la Constitución y 
en la Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogados:
a) El Real Decreto 2827/1977, de 6 de octubre, sobre visado de la publicidad médico-

sanitaria.
b) La Orden de 26 de septiembre de 1983, sobre autorización, control y registro sanitario 

de determinados preparados para mantener o mejorar el estado o apariencia de las 
personas, en cuanto se oponga a lo establecido en este Real Decreto.

c) Las demás normas de igual o inferior rango en cuanto se opongan a lo establecido en 
este Real Decreto.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 23

Real Decreto 1801/2008, de 3 de noviembre, por el que se 
establecen normas relativas a las cantidades nominales para 

productos envasados y al control de su contenido efectivo

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 266, de 4 de noviembre de 2008

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2008-17629

El Real Decreto 1472/1989, de 1 de diciembre, por el que se regulan las gamas de 
cantidades nominales y de capacidades nominales para determinados productos envasados, 
fue dictado con la finalidad de lograr una mayor transparencia del mercado, así como una 
mayor racionalidad productiva, evitando en lo posible que los productos que se 
comercializaban en envases cuyos contenidos diferían poco entre sí pudiesen inducir a error 
al consumidor, al tiempo que llevó a cabo la necesaria armonización de nuestra legislación 
con diversas directivas comunitarias.

Posteriormente, el citado real decreto se ha modificado en diversas ocasiones con objeto 
de adaptar la regulación de la materia al contenido de distintas directivas europeas, entre 
ellas la Directiva 98/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 1998, 
relativa a la protección de los consumidores en materia de indicación de los precios de los 
productos ofrecidos a los consumidores, cuya transposición al ordenamiento interno se llevó 
a cabo mediante el Real Decreto 3423/2000, de 15 de diciembre, por el que se regula la 
indicación de los precios de los productos ofrecidos a los consumidores y usuarios, que 
contempla la obligación de informar acerca del precio por unidad de medida en los productos 
ofrecidos por los comerciantes a los consumidores, al objeto de facilitar la comparación de 
los precios, lo que incidía directamente en la justificación que amparaba la existencia de las 
gamas de cantidades nominales, finalidad que actualmente queda salvaguardada al existir 
una obligación de informar sobre el precio final, incluidos el IVA y todos los demás 
impuestos, por una unidad de medida del producto.

Por otra parte, sobre la premisa fundamental de haber asegurado los derechos de los 
consumidores, se estimaba necesario atender la petición de diversos sectores afectados, a 
fin de flexibilizar el mercado de acuerdo con lo que sucedía en los países de nuestro 
entorno.

Recientemente, debido a los cambios apreciados en las preferencias de los 
consumidores y a la innovación en el envasado y en la venta al por menor en los ámbitos 
comunitario y nacional, la Comisión Europea ha procedido a una revisión de esta materia 
con la finalidad de determinar si la legislación vigente hasta el momento seguía siendo 
adecuada. Como consecuencia de esta revisión se ha aprobado la Directiva 2007/45/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de septiembre de 2007, por la que se establecen 
normas relativas a las cantidades nominales para productos preenvasados, y se derogan las 
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Directivas 75/106/CEE y 80/232/CEE del Consejo y se modifica la Directiva 76/211/CEE del 
Consejo.

Todas estas circunstancias hacen necesario que se adopten en el ordenamiento español 
las disposiciones oportunas en relación a las cantidades nominales para productos 
envasados, con objeto de dar cumplimiento a la Directiva 2007/45/CE. Así pues, la 
incorporación al ordenamiento jurídico interno de esta directiva se lleva a cabo mediante este 
real decreto, que procede a liberalizar las cantidades nominales para productos envasados 
dirigidos al consumidor final, con la finalidad de dejar más libertad a los fabricantes para 
suministrar mercancías acordes con los gustos de los consumidores y mejorar así la 
competencia en materia de calidad y precio de los productos.

Por otra parte, teniendo en cuenta las implicaciones que en materia de control 
metrológico se derivan de la citada directiva, de conformidad con la Ley 3/1985, de 18 de 
marzo, de Metrología, y el Real Decreto 889/2006, de 21 de julio, por el que se regula el 
control metrológico del Estado sobre los instrumentos de medida, así como la dispersión 
normativa existente en materia de control del contenido efectivo de los productos envasados, 
en aras de una mayor racionalidad y claridad, por medio de este real decreto se procede a la 
refundición de las normas existentes. A tal efecto, se incorporan a este real decreto las 
normas del Real Decreto 723/1988, de 24 de junio, relativo al control del contenido efectivo 
de los productos alimenticios, por lo que las directivas que en su día se incorporaron al 
citado real decreto se contienen ahora en este real decreto.

En su tramitación ha sido sometido a consulta de las comunidades autónomas, se ha 
dado audiencia a las asociaciones de consumidores y usuarios y a los sectores afectados, y 
han emitido su informe preceptivo la Comisión Interministerial para la Ordenación 
Alimentaría y el Consejo Superior de Metrología.

Esta norma tiene carácter básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.12.ª y 13.ª, de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva 
en materia de legislación sobre pesas y medidas y sobre bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo, de Industria, Turismo 
y Comercio, y de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 31 de octubre de 
2008,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto:
1. Establecer normas relativas a las cantidades nominales para productos introducidos 

en envases.
2. Fijar las tolerancias del contenido de los productos envasados.
3. Fijar los errores máximos permitidos en la medida del contenido efectivo de los 

envases.
4. Fijar las modalidades de control estadístico del contenido de los productos envasados.
5. Fijar la responsabilidad de las personas físicas o jurídicas en relación al envasado de 

productos.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Este real decreto se aplicará a los productos envasados destinados al consumidor, a 

excepción de los productos enumerados en el anexo I que sean vendidos en tiendas libres 
de impuestos para su consumo fuera de la Unión Europea.

2. Las disposiciones establecidas sobre el control del contenido efectivo de los productos 
envasados se aplicarán en fábricas, plantas de envasado, almacenes de los distribuidores o 
en los almacenes de los importadores a los productos envasados y destinados a su venta en 
cantidades nominales unitarias constantes:

a) Iguales a valores prefijados por el envasador.
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b) Expresados en unidades de masa o volumen.
c) Iguales o superiores a cinco gramos o cinco mililitros e inferiores o iguales a 10 

kilogramos o 10 litros.

Artículo 3.  Definiciones.
A efectos de este real decreto se considera:
a) Envase: Unidad formada por el envase propiamente dicho y su contenido, de forma 

que la cantidad de producto que contiene no pueda variarse sin que el envase propiamente 
dicho sufra una apertura o modificación perceptible.

b) Cantidad nominal (masa nominal o volumen nominal): Es la masa o volumen de 
producto marcado en el etiquetado del envase; es decir, la cantidad de producto que se 
estima debe contener el envase.

c) Contenido efectivo: Es la cantidad (masa o volumen) de producto que contiene 
realmente el envase. Cuando se exprese en unidades de volumen, se entenderá referido a la 
temperatura de 20 ºC, con exclusión de los productos congelados y ultracongelados.

d) El «error por defecto» en un envase es la diferencia en menos del contenido efectivo 
respecto a la cantidad nominal.

e) El «error máximo por defecto tolerado» en un envase es la cantidad máxima que 
puede diferir en menos de la cantidad nominal.

f) El «contenido mínimo tolerado» en un envase es el obtenido restando a la cantidad 
nominal del envase el error máximo por defecto tolerado.

g) «Envase deficiente» es aquel cuyo contenido efectivo es inferior al contenido mínimo 
tolerado.

h) Lote: conjunto de envases de iguales cantidades nominales, modelo y fabricación, 
llenados en el mismo lugar y que son objeto del control.

Cuando el control de los envases se realiza al final de la cadena de envasado, el tamaño 
del lote es igual a la producción horaria máxima de aquélla. En otros casos, el tamaño se 
limita a 10.000 envases.

i) Control no destructivo: Control que no entraña la apertura del envase.
j) Control destructivo: Control que supone la apertura o destrucción del envase.

Artículo 4.  Comercialización y libre circulación de determinados productos.
1. Salvo los productos a los que se refiere el apartado 2 de este artículo y el artículo 5 de 

este real decreto, los productos envasados se comercializarán libremente en España 
cualquiera que sean las cantidades nominales del envase.

2. Los productos definidos en el apartado 2 del anexo I de este real decreto introducidos 
en envases en los intervalos que figuran en el apartado 1 del mismo, sólo podrán 
comercializarse si están envasados en las cantidades nominales que en ella se indican. 
Fuera de los referidos intervalos, la utilización de gamas de envases será libre.

Artículo 5.  Generadores aerosoles.
1. En los generadores aerosoles deberá indicarse la capacidad nominal total del 

recipiente de forma que no genere confusión con el contenido nominal en volumen.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5 de la Instrucción Técnica complementaria 

MIE-AP3, contemplada en el anexo del Real Decreto 2549/1994, de 29 de diciembre, por el 
que se modifica la Instrucción Técnica Complementaria MIE-AP3 del Reglamento de 
aparatos a presión, referente a generadores de aerosoles, los productos que se vendan en 
generadores aerosoles podrán no llevar la indicación de su contenido en peso nominal.

Artículo 6.  Envases múltiples formados por dos o más envases individuales no destinados 
a ser vendidos por separado.

1. A efectos de lo establecido en el artículo 4, cuando dos o más envases conformen un 
envase múltiple, las cantidades nominales enumeradas en el apartado 1 del anexo I se 
aplicarán a cada uno de los envases.
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2. Cuando un envase esté formado por dos o más envases individuales que no estén 
destinados a ser vendidos por separado, las cantidades nominales enumeradas en el 
apartado 1 del anexo I se aplicarán al envase.

Artículo 7.  Principios generales del control del contenido de los productos envasados.
El envasado deberá realizarse de tal forma que permita cumplir los siguientes requisitos:
a) Que la media del contenido efectivo de los envases no sea inferior a la cantidad 

nominal.
b) Que la proporción de envases con un error por defecto superior al máximo tolerado 

sea lo suficientemente pequeña para que permita a los lotes satisfacer los controles 
estadísticos de este real decreto.

c) Que ningún envase tenga un error por defecto superior al doble del error máximo por 
defecto tolerado.

Artículo 8.  Tolerancias.
El error máximo por defecto tolerado en el contenido de un envase se fija conforme al 

cuadro número 1.

CUADRO 1

Cantidad nominal
en gramos o en mililitros

Errores máximos por defecto tolerados
Masa Volumen

Porcentaje
–

Cantidad nominal
En gramos

Porcentaje
–

Cantidad nominal
En mililitros

De 5 a 50 9,0 - 9,0 -
De 51 a 100 - 4,5 - 4,5
De 101 a 200 4,5 - 4,5 -
De 201 a 300 - 9,0 - 9,0
De 301 a 500 3,0 - 3,0 -
De 501 a 1.000 - 15,0 - 15,0
De 1.001 a 10.000 1,5 - 1,5 -

En la aplicación del cuadro número 1 los valores calculados en unidades de masa o de 
volumen para los errores máximos por defecto tolerados, que se indican en porcentaje, se 
redondearán por exceso a la décima de gramo o de mililitro.

Artículo 9.  Inscripciones y marcado.
Todo envase debe llevar de forma indeleble, fácilmente legible y visible, según se 

especifica, las siguientes indicaciones:
a) La cantidad nominal (masa o volumen nominal) expresada, utilizando como unidades 

de medida el kilogramo o el gramo, el litro, el centilitro o el mililitro, por medio de cifras de 
una altura mínima de:

1.º) 6 milímetros, si la cantidad nominal es superior a 1.000 gramos o 100 centilitros.
2.º) 4 milímetros, si la cantidad nominal está comprendida entre 1.000 gramos o 100 

centilitros, inclusive, y 200 gramos o 20 centilitros, exclusive.
3.º) 3 milímetros, si la cantidad nominal está comprendida entre 200 gramos o 20 

centilitros, inclusive, y 50 gramos o 5 centilitros, exclusive.
4.º) 2 milímetros, si la cantidad nominal es igual o inferior a 50 gramos o 5 centilitros.
Irán seguidos del símbolo de la unidad de medida o bien de su nombre, conforme a lo 

dispuesto legalmente.
b) La inscripción que, de acuerdo con la legislación vigente, permita a los servicios de 

Inspección competentes identificar al envasador, al responsable del envasado o al 
importador, establecidos en la Comunidad.
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c) Los envases que respondan a las modalidades de control estadístico de lotes 
establecidas en este real decreto pueden recibir el signo CE «℮», que certifica, bajo 
responsabilidad del envasador o del importador, que el envase cumple con las disposiciones 
del mismo.

El signo CE «℮», de una altura mínima de 3 milímetros, se coloca en el mismo campo 
visual que la indicación de la masa o volumen nominales y toma la forma representada por el 
dibujo que sigue:

Las dimensiones de este dibujo se expresan en función de la unidad que representa el 
diámetro del circulo circunscrito a la letra «℮».

Artículo 10.  Modalidades en el control estadístico de lotes.
1. Los controles de los envases se efectuarán por muestreo y se ejercerán:
a) Uno sobre el contenido efectivo de cada uno de los envases de la muestra.
b) Otro sobre la media de los contenidos efectivos de los envases de la muestra.
2. Un lote se considerará aceptable si el resultado de los controles satisface los dos 

criterios de aceptación que se especifican en los artículos 11 y 12 de este real decreto.
3. Para cada uno de esos controles están previstos dos planes de muestreo:
a) Uno para un control no destructivo.
b) Otro para un control destructivo.
El control destructivo no debe utilizarse si se puede realizar un control no destructivo.
4. Previamente a los controles previstos en los artículos 11 y 12, se tomará al azar un 

número suficiente de envases del lote, con el fin de efectuar el control que requiere la 
muestra de medida.

La muestra necesaria para el control de la media se tomará al azar de la mencionada en 
el párrafo anterior y se marcará. Este marcado se efectuará antes del comienzo de las 
operaciones de medida.

5. A efectos del cálculo de los parámetros necesarios para el control estadístico de lotes 
se tendrán en cuenta los métodos de cálculo estadístico que se recogen en el anexo II de 
este real decreto.

Artículo 11.  Control del contenido efectivo.
1. Control no destructivo:
El control no destructivo se efectuará siguiendo el plan de muestreo que se recoge en el 

cuadro número 2.
El número de envases controlados en primer lugar debe ser igual al tamaño de la 

primera muestra que se indica en el cuadro número 2.
Si el número de envases deficientes encontrados en la primera muestra es inferior o 

igual al primer criterio de aceptación, el lote se considerará aceptado para este control.
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Si el número de envases deficientes encontrados en la primera muestra es igual o 
superior al primer criterio de rechazo, el lote se rechazará.

Si el número de envases deficientes encontrados en la primera muestra está 
comprendido entre el primer criterio de aceptación y el primer criterio de rechazo, se deberá 
utilizar una segunda muestra, cuyo tamaño viene dado en el cuadro número 2.

El número de envases deficientes encontrados en la primera y segunda muestras deben 
acumularse.

Si el número acumulado de envases deficientes es inferior o igual al segundo criterio de 
aceptación, el lote se considerará aceptado para este control.

Si el número acumulado de envases deficientes es superior o igual al segundo criterio de 
rechazo, el lote se rechazará.

CUADRO 2

Tamaño del lote
Muestras Número de envases deficientes

Orden Tamaño Tamaño
acumulado

Criterio
de aceptación

Criterio
de rechazo

De 100 a 500 1.º 30 30 1 3
 2.º 30 60 4 5

De 501 a 3.200 1.º 50 50 2 5
 2.º 50 100 6 7

De 3.201 o más 1.º 80 80 3 7
 2.º 80 160 8 9

Cuando el tamaño del lote sea inferior a 100 envases, el control no destructivo se 
realizará sobre la totalidad del mismo.

2. Control destructivo:
El control destructivo se efectuará siguiendo el plan de muestreo simple que se indica en 

el cuadro numero 3 y no debe ser utilizado más que para lotes cuyo tamaño sea igual o 
superior a 100.

El número de envases controlados debe ser igual a 20.
Si el número de envases deficientes encontrados en la muestra es inferior o igual al 

criterio de aceptación, el lote se considerará aceptado para este control.
Si el número de envases deficientes encontrados en la muestra es igual o superior al 

criterio de rechazo, el lote se rechazará.

CUADRO 3

Tamaño del lote Tamaño
de la muestra

Número de envases deficientes
Criterio

de aceptación
Criterio

de rechazo
Cualquier tamaño (≥ 100) 20 1 2

Artículo 12.  Control de la media del contenido efectivo del lote de envases.
Un lote se aceptará en este control si la media de los contenidos efectivos de los 

envases de la muestra cumple con la siguiente expresión:

En la que:
X¯ = Media de los contenidos efectivos de los envases de la muestra.
Qn = Cantidad nominal.
n = Tamaño de la muestra para este control.
s = Estimación de la desviación típica de los contenidos efectivos del lote.
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t(l - α) = Variable aleatoria de distribución de Student; función del número de grados de 
libertad v = n - 1 y de nivel de confianza (1 − α) = 0,995.

Los criterios de aceptación o rechazo para el control de la media son los expresados en 
los cuadros números 4 y 5.

CUADRO 4
1. Control no destructivo

Tamaño del lote Tamaño
de la muestra

Criterio
de aceptación

Criterio
de rechazo

De 100 a 500 30 _
X ≥ Qn – 0,503.s

_
X < Qn – 0,503.s

Más de 500 50 _
X ≥ Qn - 0,379.s

_
X < Qn – 0,379.s

CUADRO 5
2. Control destructivo

Tamaño del lote Tamaño
de la muestra

Criterio
de aceptación

Criterio
de rechazo

Cualquiera (≥ 100) 20 _
X ≥ Qn – 0,640.s

_
X < Qn – 0,640.s

Artículo 13.  Medición del contenido efectivo de los envases.
El contenido efectivo de los envases puede ser medido directamente con la ayuda de 

instrumentos de medida de masa o volumen o, si se trata de líquidos, indirectamente por 
pesada del producto y medida de su densidad, entendida como la relación entre masa y 
volumen.

Cualquiera que sea el método utilizado, el error cometido en la medida del contenido 
efectivo de un envase debe ser, como máximo, igual a la quinta parte del error máximo 
tolerado correspondiente a la cantidad nominal del envase.

Artículo 14.  Responsabilidades.
1. Corresponde a la persona física o jurídica cuyo nombre, razón social o denominación 

figure en la etiqueta del envase, o al importador establecido en la Unión Europea, en su 
caso, la responsabilidad de que los envases respondan a las prescripciones de este real 
decreto.

2. El contenido efectivo debe ser medido o controlado (en masa o volumen) bajo la 
responsabilidad de las personas físicas o jurídicas referidas en el apartado anterior, 
empleando un instrumento de medida sometido al control metrológico del Estado, apropiado 
a la naturaleza de la operación a efectuar. El control puede ser hecho por muestreo.

Para los productos cuya cantidad se exprese en unidades de volumen, una forma, entre 
otras, de satisfacer la obligación de medida o control es utilizar por el envasador recipientes-
medida con las características especiales determinadas por el Real Decreto 703/1988, de 1 
de julio, por el que se aprueban las características de las botellas utilizadas como 
recipientes-medida, o mediante otra disposición específica y siempre que la operación de 
envasado se efectúe en las condiciones que se prevean en las mismas o en este real 
decreto.

3. Cuando el contenido efectivo no se mida, el control por parte del responsable debe 
estar organizado de forma que se garantice el valor del contenido nominal conforme a las 
prescripciones de este real decreto. Con este fin, el responsable debe realizar controles de 
fabricación que sigan las modalidades de control previstas por este real decreto o de una 
eficacia comparable igual o superior, de forma que se cumplan los principios generales y 
tolerancias recogidos en los artículos 7 y 8, y debe tener a disposición de los servicios de 
inspección la documentación en la que se consignen los resultados de dicho control, con el 
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fin de certificar la realización regular y correcta de los controles, así como de las 
correcciones y ajustes cuya necesidad hayan demostrado.

4. Los plazos de conservación de los documentos a que se alude en este artículo serán 
los siguientes:

a) Para productos de duración mínima de hasta tres meses: Un año.
b) Para productos de duración mínima comprendida entre tres y 18 meses: Tres años.
c) Para productos de duración mínima superior a 18 meses: Cinco años.
No prescribirán los anteriores plazos en aquellos casos en que se haya incoado y 

notificado expediente administrativo.
5. En las importaciones procedentes de terceros países, el importador, en lugar de 

efectuar la medición o el control, podrá presentar la prueba de que cuenta con todas las 
garantías necesarias para asumir su responsabilidad.

Artículo 15.  Controles a efectuar por los servicios de inspección competentes.
1. El control de conformidad con este real decreto se efectuará por los servicios de 

inspección competentes mediante sondeo de los lotes ante el responsable o su 
representante legal y, en su defecto, ante la persona delegada.

El control estadístico se efectuará por muestreo en los lugares que establece el artículo 
2, conforme a las reglas de este real decreto o por otras de eficacia comparable.

2. Para el criterio del contenido mínimo tolerado (cuadros números 2 y 3), el plan de 
muestreo empleado por los servicios de inspección competentes será declarado comparable 
al de este real decreto si el valor de la abscisa correspondiente al punto de ordenada 0,10 de 
la curva de eficacia del primer plan (probabilidad de aceptación del lote = 0,10) se desvía en 
menos de 0,15 veces del valor de la abscisa del punto correspondiente de la curva de 
eficacia del plan de muestreo correspondiente de este real decreto.

3. Para el criterio de la media establecido por el método de la desviación típica (cuadros 
números 4 y 5), el plan de muestreo empleado por los servicios de inspección competentes 
será declarado comparable al de este real decreto si, al tener como variable del eje de las 
abscisas:

X= valor de la media real del lote.
en la curva de eficacia de los dos planes, el valor de la abscisa correspondiente al punto 

de ordenada 0,10 de la curva del primer plan (probabilidad de aceptación del lote = 0,10) se 
desvía en menos de 0,05 veces del valor de la abscisa del punto correspondiente de la curva 
de eficacia del plan de muestreo correspondiente de este real decreto.

4. Este real decreto no obstaculizará los controles que puedan llevar a cabo en todas las 
fases del comercio los servicios de inspección competentes; en particular, para comprobar 
que los envases responden a las prescripciones que en el mismo se establecen.

Articulo 16.  Prohibiciones, infracciones y sanciones.
1. Siempre que se rechace un lote como consecuencia del control, se prohíbe su 

comercialización hasta que se subsane el error detectado.
2. A efectos de comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en este real decreto, se 

admite como prueba concluyente el control ejercitado por los servicios de inspección 
competentes ante el responsable o su representante legal o, en su defecto, persona 
delegada.

3. Las infracciones a lo dispuesto en este real decreto serán sancionadas en cada caso 
por las autoridades competentes, de acuerdo con lo previsto en el Texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre; en el Real Decreto 
1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones en materia de 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 23  Normas relativas a las cantidades nominales para productos envasados

– 479 –



defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria o, cuando proceda, en la Ley 
3/1985, de 8 de marzo, de Metrología, desarrollada en el Real Decreto 889/2006, de 21 de 
julio, por el que se regula el control metrológico del Estado sobre instrumentos de medida, 
previa instrucción del correspondiente expediente administrativo.

Disposición adicional primera.  Símbolo CE «℮».
La utilización del símbolo CE «℮» establecida en el artículo 9.c) podrá autorizarse 

también cuando se utilicen métodos de control de eficacia comparable al recogido en la 
norma.

Dichos métodos serán aprobados mediante la oportuna disposición de desarrollo de este 
real decreto.

Disposición adicional segunda.  Modificación del Real Decreto 889/2006, de 21 de julio, 
por el que se regula el control metrológico del Estado sobre instrumentos de medida.

La referencia que realiza el epígrafe 2.1 del capítulo II del anexo X del Real Decreto 
889/2006, de 21 de julio, por el que se regula el control metrológico del Estado sobre 
instrumentos de medida, a los requisitos dispuestos por el Real Decreto 723/1988, de 24 de 
junio, relativo al control del contenido efectivo de los productos alimenticios, se entenderá 
realizada a este real decreto.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Se derogan el Real Decreto 1472/1989, de 1 de diciembre, por el que se regulan las 

gamas de cantidades nominales y capacidades nominales para determinados productos 
envasados; el Real Decreto 707/1990, de 1 de junio, por el que se establecen las gamas de 
cantidades nominales permitidas, para ciertos productos industriales envasados; la Norma 
general para el control del contenido efectivo de los productos alimenticios envasados, 
aprobada por el Real Decreto 723/1988, de 24 de junio; así como todas aquellas 
disposiciones de igual o inferior rango en lo que se opongan a lo dispuesto en este real 
decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.12.ª y 13.ª de la 

Constitución, que atribuyen al Estado, respectivamente, competencia exclusiva en materia 
de legislación sobre pesas y medidas y sobre bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica.

Disposición final segunda.  Incorporación del derecho comunitario al derecho español.
Mediante este real decreto se incorpora al ordenamiento jurídico interno la Directiva 

2007/45/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de septiembre de 2007, por la que 
se establecen normas relativas a las cantidades nominales para productos preenvasados, y 
se derogan las Directivas 75/106/CEE y 80/232/CEE del Consejo y se modifica la Directiva 
76/211/CEE del Consejo.

Disposición final tercera.  Modificación del Real Decreto 1424/1983, de 27 de abril, por el 
que se aprueba la Reglamentación Técnico-Sanitaria para la obtención de la sal y salmueras 
comestibles.

Se da nueva redacción al artículo 14.3 del Real Decreto 1424/1983, de 27 de abril, por el 
que se aprueba la Reglamentación Técnico-Sanitaria para la obtención de la sal y salmueras 
comestibles, cuyo tenor será el siguiente:

«14.3 En el caso de la sal yodada para uso directo los envases deberán ser 
impermeables.»

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el 11 de abril de 2009.
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ANEXO I
Gamas de las cantidades nominales del contenido de los envases

1. Productos vendidos por volumen (cantidad en ml)
Vino tranquilo: En el intervalo de 100 ml a 1.500 ml, sólo las ocho cantidades nominales 

siguientes: ml: 100 - 187 - 250 - 375 - 500 - 750 - 1.000 - 1.500.
Vino amarillo: En el intervalo de 100 ml a 1.500 ml, sólo la cantidad nominal siguiente: 

ml: 620.
Vino espumoso: En el intervalo de 125 ml a 1.500 ml, sólo las cinco cantidades 

nominales siguientes: ml: 125 -200 - 375 - 750 - 1.500.
Vino de licor: En el intervalo de 100 ml a 1.500 ml, sólo las siete cantidades nominales 

siguientes: ml: 100 - 200 -375 - 500 - 750 - 1.000 - 1.500.
Vino aromatizado: En el intervalo de 100 ml a 1.500 ml, sólo las siete cantidades 

nominales siguientes: ml: 100 -200 - 375 - 500 - 750 - 1.000 - 1.500.
Bebidas espirituosas: En el intervalo de 100 ml a 2.000 ml, sólo las nueve cantidades 

nominales siguientes: ml: 100 - 200 - 350 - 500 - 700 - 1.000 - 1.500 - 1.750 - 2.000.

2. Definiciones de los productos
Vino tranquilo: Vino con arreglo a la definición del artículo 1, apartado 2, letra b), del 

Reglamento (CE) número 1493/1999 del Consejo, de 17 de mayo de 1999, por el que se 
establece la organización común del mercado vitivinícola (1) (código NC ex 2204).

Vino amarillo: Vino con arreglo a la definición del artículo 1, apartado 2, letra b), del 
Reglamento (CE) número 1493/1999 (código NC ex 2204), con la denominación de origen 
«Côtes du Jura», «Arbois», «L’Étoile» o «Château-Chalon», en botellas según se definen en 
el punto 3 del anexo I del Reglamento (CE) número 753/2002 de la Comisión, de 29 de abril 
de 2002, que fija determinadas disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) 
no 1493/1999 del Consejo, en lo que respecta a la designación, denominación, presentación 
y protección de determinados productos vitivinícolas (2).

Vino espumoso: Vino con arreglo a la definición del artículo 1, apartado 2, letra b), y de 
los puntos 15, 16, 17 y 18 del anexo I del Reglamento (CE) número 1493/1999 (código NC 
2204 10).

Vino de licor: Vino con arreglo a la definición del artículo 1, apartado 2, letra b), y del 
punto 14 del anexo I del Reglamento (CE) no 1493/1999 (código NC 2204 21 - 2204 29).

Vino aromatizado: Vino aromatizado con arreglo a la definición del artículo 2, apartado 1, 
letra a), del Reglamento (CEE) número 1601/91 del Consejo, de 10 de junio de 1991, por el 
que se establecen las reglas generales relativas a la definición, designación y presentación 
de vinos aromatizados, de bebidas aromatizadas a base de vino y de cócteles aromatizados 
de productos vitivinícolas (3) (código NC 2205).

Bebidas espirituosas: Bebidas espirituosas con arreglo a la definición del artículo 2 del 
Reglamento (CE) número 110/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero 
de 2008, relativo a la definición, designación, presentación, etiquetado y protección de la 
indicación geográfica de bebidas espirituosas y por el que se deroga el Reglamento (CEE) 
número 1576/89 del Consejo.

(1) DO L 179, de 14-7-1999, p. 1. Reglamento modificado en último lugar por el Reglamento (CE) 
número 1791/2006 (DO L 363, de 20-12-2006, p. 1).

(2) DO L 118, de 4-5-2002, p. 1. Reglamento modificado en último lugar por el Reglamento (CE) 
número 382/2007 (DO L 95, de 5-4-2007, p. 12).

(3) DO L 149, de 14-6-1991, p. 1. Reglamento modificado en último lugar por el Acta de Adhesión de 2005.
(4) DO L 160, de 12-6-1989, p. 1. Reglamento modificado en último lugar por el Acta de Adhesión de 2005.
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ANEXO II
Métodos de cálculo estadístico

Denominando xi al valor de la medida del contenido efectivo del iésimo elemento de la 
muestra de n elementos.

1. La media de los valores de la muestra es:

2. La estimación de la desviación típica se determina por:
La suma de los cuadrados de los valores xi:

El cuadrado de la suma de los valores:

La suma corregida:

La estimación de la varianza:

La estimación de la desviación típica es:
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§ 24

Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, por el que se regulan y 
flexibilizan determinadas condiciones de aplicación de las 
disposiciones de la Unión Europea en materia de higiene de la 
producción y comercialización de los productos alimenticios y se 

regulan actividades excluidas de su ámbito de aplicación

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 322, de 10 de diciembre de 2020

Última modificación: 8 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-2020-15872

I
El Reglamento (CE) n.º 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero 

de 2002, por el que se establecen los principios y los requisitos generales de la legislación 
alimentaria, se crea la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria y se fijan procedimientos 
relativos a la seguridad alimentaria, establece el marco de regulación de la Unión Europea 
en materia de seguridad alimentaria.

Dicho Reglamento fue desarrollado y complementado por varias disposiciones, a las que 
se denomina en conjunto «paquete de higiene», entre las que se incluyen el Reglamento 
(CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativo a 
la higiene de los productos alimenticios; el Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas 
de higiene de los alimentos de origen animal; y el Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017, relativo a los controles y otras actividades 
oficiales realizados para garantizar la aplicación de la legislación sobre alimentos y piensos, 
y de las normas sobre salud y bienestar de los animales, sanidad vegetal y productos 
fitosanitarios (en adelante, reglamentos del paquete de higiene).

Por lo que se refiere al derecho interno, la Ley 17/2011, de 5 de julio, de Seguridad 
Alimentaria y Nutrición, constituye la base sobre la que se asienta el establecimiento de 
normas nacionales en materia de seguridad alimentaria, como aspecto fundamental de la 
salud pública. Se han de tener en cuenta, además, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General 
de Sanidad; la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública; la Ley 43/2002, de 
20 de noviembre, de Sanidad Vegetal; la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal; la 
Ley 11/2001, de 5 de julio, por la que se crea la Agencia Española de Seguridad Alimentaria 
y Nutrición, y la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de 
la cadena alimentaria.

Teniendo en cuenta la directa aplicación de las disposiciones de la Unión Europea, en el 
año 2006 se publicó el Real Decreto 640/2006, de 26 de mayo, por el que se regulan 
determinadas condiciones de aplicación de las disposiciones comunitarias en materia de 
higiene, de la producción y comercialización de los productos alimenticios, que tiene por 
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objeto el establecimiento de determinadas medidas que contribuyan a la correcta aplicación 
en España de los mencionados reglamentos, así como establecer normas de aplicación para 
algunos aspectos que no se contemplan en ellos.

Pasada más de una década desde la publicación de los citados reglamentos, con la 
experiencia adquirida, los avances científicos y en los sistemas de producción y de 
comercialización de alimentos, las nuevas demandas de la sociedad y la unidad del mercado 
interior, resulta conveniente proceder a la revisión del citado real decreto.

Además, los reglamentos del paquete de higiene ofrecen la posibilidad a los Estados 
miembros de establecer determinadas excepciones, adaptaciones o flexibilizaciones a los 
requisitos recogidos en los mismos, en relación con los requisitos estructurales de los 
establecimientos, para poder seguir utilizando métodos tradicionales en la producción, o para 
responder a las necesidades de las empresas situadas en regiones con condicionantes 
geográficos particulares, lo que facilitará el comercio de proximidad, manteniéndose los 
objetivos de higiene contemplados en dichos reglamentos.

Las medidas adoptadas en este real decreto contribuirán a la consecución de varios de 
los objetivos fijados en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada por la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015, 
que determina la prioridad del fomento del consumo de alimentos de cercanía. Asimismo, 
estas medidas están en línea con la estrategia de salud NAOS (Nutrición, Actividad Física y 
Prevención de la Obesidad) para la promoción de una alimentación saludable. Tienen en 
cuenta además las conclusiones generales del «informe final de una misión de investigación 
realizada en España del 19 al 29 de septiembre de 2017, con objeto de recopilar información 
sobre el estado de aplicación de las disposiciones y excepciones sobre flexibilidad previstas 
en la legislación de la UE sobre higiene en las pequeñas y medianas empresas», llevada a 
cabo por la Comisión Europea, en el que se concluye que España no está haciendo uso de 
todas las medidas que el paquete de higiene pone a disposición de los Estados miembros.

Por lo tanto, con esta norma se pretende dar respuesta a tres situaciones diferenciadas, 
por un lado, se establecen excepciones o adaptaciones para flexibilizar los requisitos 
recogidos en los reglamentos del paquete de higiene para determinados tipos de 
establecimientos y productos; por otro, se regulan actividades excluidas del ámbito de 
aplicación de estos reglamentos; y, por último, se establecen medidas que contribuyen a la 
correcta aplicación en España de la normativa de la Unión Europea.

De manera adicional, se integra, simplifica y adapta la normativa nacional sobre higiene 
de los alimentos que se encuentra dispersa en diversos reales decretos, la mayoría de ellos 
anteriores a los reglamentos del paquete de higiene, y que ahora se derogan.

II
Como primer bloque de medidas, en el capítulo II, se recogen excepciones o 

adaptaciones para flexibilizar los requisitos establecidos en los reglamentos del paquete de 
higiene para determinados tipos de establecimientos y productos.

Así, se establece el sistema de concesión de excepciones para la producción de 
alimentos con características tradicionales, de acuerdo con el procedimiento de 
comunicación simplificado previsto en el artículo 7 del Reglamento (CE) n.º 2074/2005 de la 
Comisión, de 5 de diciembre de 2005, por el que se establecen medidas de aplicación para 
determinados productos con arreglo a lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo y para la organización de controles oficiales con arreglo a 
lo dispuesto en los Reglamentos (CE) n.º 854/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo y 
(CE) n.º 882/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, se introducen excepciones a lo 
dispuesto en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo y se 
modifican los Reglamentos (CE) n.º 853/2004 y (CE) n.º 854/2004. Estos alimentos, muchos 
de los cuales se elaboran en regiones con dificultades geográficas especiales, forman parte 
del patrimonio cultural y resulta necesario establecer un sistema armonizado a nivel nacional 
para la concesión de excepciones y para su comunicación a la Comisión Europea.

También se establece el mecanismo para adoptar, en caso necesario, medidas de 
adaptación específicas adicionales, a través de normas nacionales, de acuerdo con el 
procedimiento previsto en los reglamentos del paquete de higiene para que los Estados 
miembros puedan aplicar medidas de flexibilidad. Este mecanismo debe ser completamente 
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transparente teniendo en cuenta que todos los alimentos fabricados con arreglo a las normas 
de higiene circularán libremente en toda la Unión Europea.

Adicionalmente, en el caso de pequeños mataderos, esta norma establece ciertas 
medidas de flexibilidad específicas, permitiendo excepciones y adaptaciones estructurales y 
de funcionamiento adecuadas a su pequeño tamaño.

Se permite el sacrificio de aves de corral y caza de granja fuera del matadero, 
estableciendo los requisitos para ello; la evisceración parcial de determinados ungulados, 
aves y lagomorfos siempre que se cumplan ciertas condiciones; el vaciado de estómagos de 
rumiantes jóvenes, sin necesidad de realizar el escaldado o lavado, cuando se van a 
destinar a la producción de cuajo ni de realizar el vaciado cuando los estómagos se destinan 
a la producción de cuajo en pasta. Este cuajo se utiliza de manera tradicional para la 
fabricación de determinados tipos de quesos artesanales y para su obtención se necesita, 
como materia prima, el estómago de los pequeños rumiantes sin vaciar por el rico contenido 
enzimático de la leche de su interior. Por otra parte, se permite el transporte de patas de 
ungulados desde un matadero sin desollar, lavar o depilar, haciendo uso de la habilitación 
establecida mediante el Reglamento (UE) n.º 1137/2014 de la Comisión, de 27 de octubre de 
2014, por el que se modifica el anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo en lo que respecta a la manipulación de determinados despojos de 
animales destinados al consumo humano. Se establece una marca sanitaria de dimensiones 
más reducidas en el caso de corderos, cabritos y lechones, teniendo en cuenta el tamaño de 
estos animales; se autoriza el uso de leche de rebaños que no cumplen determinados 
requisitos de sanidad animal en determinadas condiciones, así como el uso de leche que no 
cumple determinados criterios de células somáticas o gérmenes. Finalmente, se establecen 
criterios más flexibles en cuanto a la temperatura de transporte de la carne para la 
producción de productos específicos. Todo ello, basado en que el Reglamento (CE) n.º 
853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, permite que las 
autoridades competentes autoricen una serie de excepciones previstas en sus anexos y con 
el fin de que los operadores económicos, con el permiso de la autoridad competente, puedan 
hacer uso de estas opciones de manera armonizada para todo el territorio, favoreciendo la 
unidad de mercado.

Se establecen los mismos requisitos de higiene para el sacrificio de los animales lidiados 
y de los animales que por su peligrosidad no puedan ser trasladados a matadero que para 
los animales sacrificados de urgencia fuera del matadero, y se añaden, para los animales 
lidiados, algunos requisitos adicionales, teniendo en cuenta las características particulares 
de estos sacrificios, procediendo a la derogación del Real Decreto 260/2002, de 8 de marzo, 
por el que se fijan las condiciones sanitarias aplicables a la producción y comercialización de 
carnes de reses de lidia.

Se regula la posibilidad de que la autoridad competente autorice el corte de las canales 
de cerdos domésticos y de caballos antes de conocer los resultados del análisis para la 
detección de triquinas, y se dispone en qué condiciones puede concederse dicha 
autorización, haciendo uso de lo establecido en el Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1375 
de la Comisión, de 10 de agosto de 2015, por el que se establecen normas específicas para 
los controles oficiales de la presencia de triquinas en la carne.

Se establecen las condiciones en las que la autoridad competente puede autorizar 
excepcionalmente, y caso por caso, que los mataderos y los establecimientos que produzcan 
carne picada, preparados de carne y carne fresca de aves de corral en pequeñas cantidades 
sean eximidos de la aplicación de las frecuencias de muestreo establecidas en el 
Reglamento (CE) n.º 2073/2005 de la Comisión, de 15 de noviembre de 2005, relativo a los 
criterios microbiológicos aplicables a los productos alimenticios, de acuerdo con la previsión 
establecida en el mismo.

III
El segundo bloque de medidas, desarrollado en el capítulo III, consiste en la regulación 

de algunas actividades excluidas del ámbito de aplicación de la normativa de la Unión 
Europea en materia de higiene, relativas al consumo doméstico privado y al suministro 
directo por parte del productor de pequeñas cantidades de determinados productos al 
consumidor final o a establecimientos locales de venta al por menor para el abastecimiento 
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del consumidor final. En lo que se refiere al suministro directo, los reglamentos de higiene 
disponen que los Estados miembros han de establecer, con arreglo a su derecho nacional, 
normas que regulen dicha actividad.

Así, se regula el sacrificio de ungulados domésticos para consumo doméstico privado en 
términos similares a los establecidos en el Real Decreto 640/2006, de 26 de mayo, debiendo 
las autoridades competentes determinar las condiciones para su realización, teniendo en 
cuenta el cumplimiento de las disposiciones en relación con los subproductos y el bienestar 
de los animales. Debido al riesgo que supone la triquinosis, en el caso de especies sensibles 
a la triquina, incluidas las de caza destinadas al autoconsumo, se deberán someter a un 
análisis de detección de triquina.

Se establece que los requisitos de higiene para la producción primaria de alimentos 
deben ser, en todos los casos, iguales a los requisitos mínimos previstos en los reglamentos 
del paquete de higiene. Este planteamiento permitirá, además, que los productores primarios 
comercialicen sus productos sin ningún tipo de limitación geográfica. Todo ello, con 
independencia de la posibilidad que ofrece la normativa de la Unión Europea de adecuar el 
nivel de exigencia al tamaño y la naturaleza de las empresas.

Asimismo, se regulan los requisitos para el suministro directo por parte del productor de 
pequeñas cantidades de carne procedente de aves de corral y lagomorfos sacrificados en la 
explotación al consumidor final o a establecimientos locales de venta al por menor que 
suministran directamente dicha carne al consumidor final que, de acuerdo con el Real 
Decreto 640/2006, de 26 de mayo, quedaban restringidos al consumo doméstico privado, 
con excepción de las aves destinadas a la producción de foie gras. La mejora considerable 
de las condiciones higiénicas de las explotaciones de aves de corral y lagomorfos en los 
últimos años hacen posible permitir esta nueva actividad sin disminuir el nivel de exigencia 
en lo que a cuestiones de higiene de las explotaciones se refiere, siempre que se reúnan 
una serie de requisitos que garanticen el cumplimiento de los objetivos de los reglamentos 
de higiene.

Se procede a la modificación del Real Decreto 1084/2005, de 16 de septiembre, de 
ordenación de la avicultura de carne, y del Real Decreto 1547/2004, de 25 de junio, por el 
que se establecen normas de ordenación de las explotaciones cunícolas, debido a que la 
autorización del sacrificio en las explotaciones de aves de corral y lagomorfos para el 
suministro directo de carne precisa una adaptación de la información que deben contener los 
libros de registro de dichas explotaciones de manera que se recojan, de forma detallada, las 
bajas de los animales de la explotación.

Se establecen los requisitos para que, en determinados casos, los cazadores puedan 
suministrar pequeñas cantidades de carne de caza mayor silvestre al consumidor final o a 
establecimientos locales de venta al por menor que suministran directamente al consumidor 
final, de manera que se ofrezcan garantías sanitarias suficientes.

La situación sanitaria de la fauna silvestre en relación con ciertas enfermedades que 
pueden afectar a las personas o a los animales, y, en especial, la posible presencia de 
triquina en especies sensibles, aconseja establecer, con carácter general, que toda la carne 
de caza que se comercialice deba obtenerse en un establecimiento de manipulación de 
carne de caza. No obstante, en casos excepcionales y debidamente justificados, cumpliendo 
los requisitos que se establecen, es posible autorizar este tipo de suministro directo por parte 
de los cazadores.

IV
El tercer bloque de medidas, desarrollado en el capítulo IV, contiene aquellas que 

contribuyen a la correcta aplicación en España del Reglamento (CE) n.º 178/2002 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2002, de los reglamentos del paquete 
de higiene, y del Reglamento (CE) n.º 999/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
22 de mayo de 2001, por el que se establecen disposiciones para la prevención, el control y 
la erradicación de determinadas encefalopatías espongiformes transmisibles, sin perjuicio de 
la directa aplicación de los mismos. Estas medidas se incluyen con el objetivo de que su 
aplicación sea homogénea en todo el territorio nacional, facilitando el trabajo de los 
operadores comerciales y el control oficial por parte de las autoridades competentes.
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Así, se regulan los requisitos para la evisceración de las piezas de caza silvestre en el 
campo y la posterior obtención de su carne en establecimientos de manipulación de caza, 
teniendo en cuenta que la correcta gestión de los animales abatidos facilitará la obtención 
posterior de una carne en mejores condiciones sanitarias y que, además, la correcta gestión 
de los subproductos tendrá una incidencia directa en el control de enfermedades que afectan 
a los animales y a las personas.

También se permite que los propios cazadores puedan realizar entregas directas a los 
establecimientos de manipulación de caza para su inspección sanitaria y posterior 
comercialización, estableciendo unos requisitos que aseguren alcanzar los objetivos de 
seguridad previstos en los reglamentos de higiene. Con ello, se favorece el aprovechamiento 
de piezas de caza silvestre cobradas en ciertas modalidades, que en la actualidad no están 
siendo objeto de comercialización.

Se amplía el ámbito de comercialización de la carne de ungulados domésticos 
sacrificados de urgencia fuera de los mataderos y se suprime la obligación de llevar la marca 
sanitaria especial que se prevé en el Real Decreto 640/2006, de 26 de mayo, alineando la 
normativa nacional con la modificación del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, que ahora no limita el ámbito de 
comercialización de la carne de estos animales ni exige una marca sanitaria distinta del resto 
de ungulados sacrificados en un matadero.

Por otro lado, en el caso de los sacrificios de urgencia fuera del matadero, se exige que 
la inspección «ante mortem» la realice un veterinario oficial, en lugar de un veterinario, y que 
este firme un certificado, en lugar de una declaración, adaptándose a las nuevas 
disposiciones que se establecen en el Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 15 de marzo de 2017, y en el Reglamento Delegado (UE) 2019/624 de la 
Comisión, de 8 de febrero de 2019, relativo a normas específicas respecto a la realización de 
controles oficiales sobre la producción de carne y respecto a las zonas de producción y 
reinstalación de moluscos bivalvos vivos de conformidad con el Reglamento (UE) 2017/625 
del Parlamento Europeo y del Consejo.

En relación con la información al consumidor, se exige que determinados tipos de carne 
lleven un rótulo en el que se indique que los productos han de cocinarse antes de su 
consumo, de acuerdo con lo previsto en el capítulo VI de la sección I del anexo III del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004. Además, entre los requisitos adicionales para la comercialización de la carne de reses 
lidiadas, se establece la obligación de que esta carne se comercialice con una denominación 
específica que permita identificarla.

Se fijan los requisitos nacionales para la manipulación de los materiales especificados de 
riesgo en relación con las encefalopatías espongiformes transmisibles, teniendo en cuenta 
que la correcta gestión y eliminación de los materiales especificados de riesgo se considera 
la medida más eficaz para evitar la transmisión a los seres humanos, y la situación actual de 
estas enfermedades, en la que España se encuentra entre los países con riesgo 
insignificante de encefalopatía espongiforme bovina.

La normativa sobre encefalopatías espongiformes transmisibles se encuentra 
armonizada a nivel de la Unión Europea y permite que los Estados miembros autoricen la 
extracción de determinados materiales especificados de riesgo en lugares distintos de los 
mataderos y las salas de despiece. En España, el Real Decreto 1911/2000, de 24 de 
noviembre, por el que se regula la destrucción de los materiales especificados de riesgo en 
relación con las encefalopatías espongiformes transmisibles, que ha sido modificado a 
medida que la situación epidemiológica ha evolucionado favorablemente, tanto a nivel de la 
Unión Europea como a nivel de España, establece los lugares y las condiciones para su 
extracción. Se procede ahora a actualizar sus disposiciones y a su derogación.

En este real decreto se establecen una serie de requisitos para la leche cruda destinada 
a la venta directa al consumidor, adicionales a los de los reglamentos del paquete de 
higiene, como son la exigencia de que el establecimiento esté autorizado e inscrito en el 
Registro General de Empresas Alimentarias y Alimentos, el cumplimiento de unos criterios 
microbiológicos, la presentación para la venta al consumidor envasada, determinadas 
menciones obligatorias en el etiquetado informando de la necesidad de someterla a 
tratamiento térmico y de conservarla entre uno y cuatro grados centígrados y ciertas 
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limitaciones de su uso como materia prima. Todo ello, teniendo en cuenta que el Reglamento 
(CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, establece 
en su artículo 10.8 que un Estado miembro podrá mantener o establecer normas nacionales 
que prohíban o limiten la puesta en el mercado en su territorio de leche cruda destinada al 
consumo humano directo. En España no se ha hecho uso de este artículo y, por tanto, no 
existe ninguna limitación a la comercialización de leche cruda siempre y cuando se cumpla 
con los requisitos establecidos en los reglamentos del paquete de higiene. No obstante, tras 
la publicación, en 2015, de la Opinión Científica sobre los riesgos para la salud pública 
relacionados con el consumo de leche cruda (Scientific Opinion on the public health risks 
related to the consumption of raw drinking milk), por la Agencia Europea de Seguridad 
Alimentaria (EFSA), del Informe del Comité Científico de la Agencia Española de Consumo, 
Seguridad Alimentaria y Nutrición (AECOSAN) sobre los riesgos microbiológicos asociados 
al consumo de leche cruda y productos lácteos elaborados a base de leche cruda y, en 2020, 
del Informe del Comité Científico de la Agencia Española de Seguridad Alimentaria y 
Nutrición (AESAN) sobre la idoneidad de los requisitos adicionales de higiene aplicables a la 
leche cruda destinada a la venta directa al consumidor final, se ha puesto en evidencia que 
la normativa actual debe revisarse para garantizar la seguridad alimentaria y, por lo tanto, es 
necesario establecer una serie de condiciones adicionales para que se pueda destinar leche 
cruda a la venta directa al consumidor.

También se establecen los criterios que ha de cumplir el calostro, teniendo en cuenta que 
estos no están previstos en la legislación comunitaria y que el Reglamento (CE) n.º 853/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, dispone que mientras no se 
establezcan requisitos de la Unión Europea para el calostro se aplicarán los criterios 
nacionales. Por ello, es preciso cubrir este vacío legislativo.

Es necesario modificar el Código Alimentario Español, aprobado por el Decreto 
2484/1967, de 21 de septiembre, para ampliar la lista de las especies de caracoles silvestres 
que pueden ser objeto de comercialización y actualizar los requisitos de higiene en línea con 
los reglamentos de la Unión Europea. Esto se debe a que en España hay una gran tradición 
de consumo de diferentes especies de caracoles silvestres y el Código Alimentario Español, 
en la sección 3.ª del capítulo XIII regula aspectos sanitarios de los caracoles terrestres, 
incluyendo un listado con las especies consideradas aptas para el consumo humano, que no 
se corresponde en su totalidad con las establecidas en el Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, ni con las que realmente son 
objeto de consumo.

También se armonizan los requisitos exigibles a las comidas testigo en los 
establecimientos de comidas preparadas. El Real Decreto 3484/2000, de 29 de diciembre, 
por el que se establecen las normas de higiene para la elaboración, distribución y comercio 
de comidas preparadas, establece que las autoridades competentes, en determinados 
casos, podrán exigir a los responsables de los establecimientos elaboradores de comidas 
preparadas que dispongan de comidas testigo. Estas comidas testigo representarán a las 
diferentes comidas preparadas diariamente, para posibilitar la realización de los estudios 
epidemiológicos que, en su caso, sean necesarios. Se procede ahora a adoptar criterios más 
homogéneos en relación con estas comidas, en cuanto a sus lugares de preparación y al 
tiempo y forma de conservación.

En otro orden de cosas, y para una aplicación uniforme y armonizada en todo el territorio 
del Reglamento (CE) n.º 37/2005 de la Comisión, de 12 de enero de 2005, relativo al control 
de las temperaturas en los medios de transporte y los locales de depósito y almacenamiento 
de alimentos ultracongelados destinados al consumo humano, es necesario establecer una 
definición de la distribución local a efectos de su cumplimiento, dejando la posibilidad de que 
las autoridades competentes en las regiones insulares, por su especial limitación geográfica, 
puedan modificar las distancias establecidas.

El Real Decreto 361/2009, de 20 de marzo, por el que se regula la información sobre la 
cadena alimentaria que debe acompañar a los animales destinados a sacrificio, sistematizó 
las previsiones normativas de la Unión Europea sobre la información de la cadena 
alimentaria, estableciendo las obligaciones de los operadores económicos y de las 
autoridades competentes en relación con la información sobre la cadena alimentaria, y 
desarrolló los elementos mínimos de información sobre la cadena alimentaria que el 
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operador de la empresa alimentaria que expide los animales debe comunicar al operador 
económico del matadero y la forma de transmitirla.

Una vez puesta en marcha la transmisión de la información de la cadena alimentaria, y 
con la experiencia adquirida, es necesario modificar el referido real decreto para acogerse a 
la posibilidad ofrecida por el Reglamento (CE) n.º 1161/2009 de la Comisión, de 30 de 
noviembre de 2009, por el que se modifica el anexo II del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la información sobre la cadena 
alimentaria que debe comunicarse a los operadores de empresa alimentaria que exploten 
mataderos, y autorizar que la información pueda acompañar a los animales, salvo en 
determinados supuestos en los que la información deberá llegar con veinticuatro horas de 
antelación, al objeto de no poner en peligro los objetivos del Reglamento (CE) n.º 853/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004. Igualmente, es necesario 
introducir algunos cambios en la información mínima que debe transmitirse, al objeto de 
adecuar nuestra norma a las modificaciones legislativas de los reglamentos de higiene.

V
Este real decreto se ajusta a los principios de buena regulación a los que se refiere el 

artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, en particular, a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia. Así, este real decreto, 
atendiendo a los principios de necesidad y eficacia, persigue un interés general como es el 
de mejorar el marco regulatorio de la seguridad alimentaria, particularmente en lo que 
respecta a las habilitaciones contenidas en los reglamentos a los que se adapta, la 
flexibilización de la normativa aplicable a los pequeños establecimientos y la actualización de 
la normativa nacional que se ha quedado anticuada por la lógica evolución del ámbito 
regulado. Además, ajustándose al principio de proporcionalidad, supone la regulación 
imprescindible para atender al interés general antes expuesto, sin que suponga un 
incremento de las cargas administrativas, atendiendo al principio de eficiencia. Igualmente, 
su adopción contribuirá de manera importante a la seguridad jurídica del ámbito regulado, al 
ser coherente con el ordenamiento europeo, en concreto, con los reglamentos del paquete 
de higiene, y, por otra parte, lleva a cabo una unificación y simplificación de la dispersión 
normativa nacional existente en esta materia, incluyendo una disposición derogatoria 
pormenorizada que clarificará el marco jurídico de aplicación.

Así, entre otros, se derogan aquellos apartados del Código Alimentario Español que son 
contrarios o han quedado superados por los reglamentos del paquete de higiene, la 
normativa de la UE sobre información al consumidor, materiales en contacto con alimentos, 
aditivos alimentarios, aromas alimentarios contaminantes en los alimentos o residuos de 
plaguicidas en los alimentos.

En el proceso de elaboración de este real decreto, se han sustanciado los trámites 
preceptivos de consulta pública previa y de información pública. Asimismo, han sido 
consultadas las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, los sectores 
afectados y las asociaciones de consumidores y usuarios, habiendo emitido informe la 
Comisión Interministerial para la Ordenación Alimentaria. Asimismo, ha sido sometido al 
procedimiento previsto en la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de 
información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de 
la sociedad de la información, así como a lo dispuesto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 
de julio, por el que se regula la remisión de información en materia de normas y 
reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la 
información, que incorpora esta directiva al ordenamiento jurídico español.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.16.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases 
y coordinación general de la sanidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y en la habilitación contenida en la disposición 
final quinta de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal.
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Consumo y del Ministro de Agricultura, Pesca y 
Alimentación, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 9 de diciembre de 2020,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
Este real decreto tiene por objeto establecer la normativa básica en relación con:
a) Las excepciones y adaptaciones para determinados tipos de establecimientos y 

productos, para flexibilizar los requisitos recogidos en los anexos del Reglamento (CE) n.º 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativo a la higiene 
de los productos alimenticios; el Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas de higiene 
de los alimentos de origen animal; y el Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 15 de marzo de 2017, relativo a los controles y otras actividades oficiales 
realizados para garantizar la aplicación de la legislación sobre alimentos y piensos, y de las 
normas sobre salud y bienestar de los animales, sanidad vegetal y productos fitosanitarios.

b) Las actividades excluidas del ámbito de aplicación de los reglamentos mencionados 
con anterioridad.

c) Las medidas que contribuyan a la correcta aplicación en España de los citados 
reglamentos.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A efectos de este real decreto, serán de aplicación las definiciones contenidas en el 

Reglamento (CE) n.º 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 
2002, en los reglamentos del paquete de higiene, y en el Reglamento de Ejecución (UE) 
2015/1375 de la Comisión, de 10 de agosto de 2015, por el que se establecen normas 
específicas para los controles oficiales de la presencia de triquinas en la carne.

2. Asimismo, se entenderá por:
a) Autoridad competente: El Ministerio de Consumo y el Ministerio de Agricultura, Pesca 

y Alimentación, para el establecimiento de los requisitos básicos en materia de control e 
higiene alimentaria y comunicaciones con los restantes Estados miembros y la Comisión 
Europea en el ámbito de sus respectivas competencias, y los órganos que determinen las 
comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla para el desarrollo y ejecución de 
las normas básicas estatales e intercambios nacionales y con la Unión Europea.

b) Alimentos con características tradicionales: Alimentos que, en la comunidad autónoma 
donde son producidos tradicionalmente, son reconocidos históricamente como productos 
tradicionales, o producidos de acuerdo con referencias técnicas codificadas o registradas al 
proceso tradicional o siguiendo métodos de producción tradicionales, o bien protegidos como 
productos alimenticios tradicionales por una norma comunitaria, nacional, regional o local.

c) Pequeños mataderos: Los mataderos autorizados para el sacrificio de animales de 
cualquier especie de animal de abasto que no sacrifiquen más de cuarenta unidades de 
ganado mayor, en adelante UGM, por semana, con un máximo de dos mil UGM por año. En 
regiones insulares, incluida Canarias como región ultraperiférica, tendrán tal condición los 
mataderos que sacrifiquen un máximo de dos mil quinientas UGM por año, pudiendo 
ampliarse dicho límite por la Autoridad sanitaria competente tras la evaluación del riesgo. A 
efectos de este real decreto, serán de aplicación las correspondencias entre tipo de animal y 
UGM establecidas en el anexo I.

d) Reses de lidia: Los animales pertenecientes a la raza bovina de lidia, inscritos en el 
Libro Genealógico correspondiente a dicha raza.
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e) Carne de reses lidiadas: Todas las partes de las reses de lidia que sean aptas para el 
consumo humano, procedentes de reses lidiadas o corridas y sacrificadas fuera de un 
matadero durante un festejo o al finalizar éste.

f) Veterinario de servicio: El veterinario nombrado, de acuerdo con la legislación vigente 
sobre espectáculos taurinos, para intervenir en los mismos o el veterinario asignado para la 
intervención en prácticas de entrenamiento, enseñanza o toreo a puerta cerrada y otros 
festejos taurinos.

g) Material especificado de riesgo: Los tejidos que se establecen en el anexo IV del 
Reglamento (CE) n.º 999/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 
2001, por el que se establecen disposiciones para la prevención, el control y la erradicación 
de determinadas encefalopatías espongiformes transmisibles.

h) Comida preparada: Elaboración culinaria resultado de la preparación en crudo, del 
precocinado o cocinado de uno o varios productos alimenticios. Podrá presentarse envasada 
o no y dispuesta para su consumo, bien directamente, o bien tras un calentamiento o 
tratamiento culinario adicional.

CAPÍTULO II
Excepciones y adaptaciones para flexibilizar los requisitos de los reglamentos 

de higiene para determinados tipos de establecimientos y productos

Artículo 3.  Establecimientos que producen alimentos con características tradicionales.
1. Las excepciones concedidas a los establecimientos que producen alimentos con 

características tradicionales conforme a lo establecido en el artículo 7.2 del Reglamento (CE) 
n.º 2074/2005 de la Comisión, de 5 de diciembre de 2005, podrán ser individuales, si se 
otorgan a un establecimiento concreto que fabrica algún alimento o categoría de productos 
con características tradicionales, o generales, en el caso de que la excepción se conceda a 
todos los establecimientos que produzcan un alimento o categoría de productos con 
características tradicionales.

2. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición llevará a cabo la 
comunicación prevista en el artículo 7.3 del Reglamento (CE) n.º 2074/2005, de la Comisión, 
de 5 de diciembre de 2005. Para ello, las autoridades competentes de las comunidades 
autónomas remitirán a la Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición una 
notificación en la que incluirán la información a la que se hace referencia en el citado 
artículo. En el caso de las excepciones generales, serán las entidades o asociaciones 
representativas del sector solicitantes las que remitan esta información directamente a la 
Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, sin perjuicio de la información 
adicional que pueda ser proporcionada por las autoridades competentes.

3. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición mantendrá un listado 
público actualizado de las excepciones concedidas para establecimientos que producen 
alimentos con características tradicionales.

4. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, en colaboración con las 
autoridades competentes, elaborará una guía para facilitar la correcta aplicación de este 
artículo.

Artículo 4.  Procedimiento para la concesión de adaptaciones.
1. Para la concesión de adaptaciones de los requisitos establecidos en el anexo II del 

Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, de conformidad con lo establecido en su artículo 13.3 o en el anexo III del Reglamento 
(CE) n.º 853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, de 
conformidad con lo establecido en su artículo 10.3, las autoridades competentes de las 
comunidades autónomas remitirán a la Agencia Española de Seguridad Alimentaria y 
Nutrición una solicitud en la que incluirán la información referida en el artículo 13.5, letras a) 
a c) del Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril 
de 2004, o en el artículo 10.5 letras a) a c) del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, así como cualquier otra información 
pertinente que sea requerida por la Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición.
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2. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, junto con las autoridades 
competentes de las comunidades autónomas, valorará las adaptaciones propuestas 
realizando, cuando proceda, una evaluación del riesgo y estableciendo, en su caso, las 
medidas nacionales de adaptación de los requisitos solicitados.

3. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, previamente a la adopción 
de estas medidas, las notificará a la Comisión Europea y a los demás Estados miembros, 
debiendo proceder conforme a lo establecido en el artículo 13.5 del Reglamento (CE) n.º 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, o en el artículo 
10.5 del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de 
abril de 2004, según corresponda.

Artículo 5.  Excepciones y adaptaciones en pequeños mataderos.
1. En los pequeños mataderos definidos en el artículo 2, incluidos los mataderos móviles, 

y aquellos que solo faenan animales sacrificados de urgencia fuera de los mataderos, de 
conformidad con la habilitación contenida en el artículo 10.3 y 4.b) del Reglamento n.º 
853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y sin perjuicio del 
obligado cumplimiento del resto de requisitos recogidos en los reglamentos del paquete de 
higiene, no será necesario:

a) Disponer de establos o de corrales de espera, siempre y cuando el traslado de los 
animales desde la explotación de origen sea directo y el sacrificio se efectúe de forma 
inmediata tras su llegada al matadero.

b) Tener instalaciones independientes con cerradura para animales enfermos o que se 
sospeche que lo estén, si existe otra forma efectiva de aislarlos del resto de los animales.

c) En los mataderos de ungulados, contar con una sala independiente para vaciar y 
limpiar estómagos e intestinos siempre y cuando dichas operaciones se realicen en 
momentos diferentes al sacrificio y faenado y se adopten medidas para evitar el riesgo de 
contaminación. Tampoco será necesario si destinan estómagos e intestinos a subproductos 
sin vaciar.

d) En los mataderos de ungulados, contar con una sala independiente para la 
manipulación de tripas una vez limpias y la preparación y limpieza de otros despojos siempre 
y cuando dichas operaciones se realicen en momentos diferentes al sacrificio y faenado y se 
adopten medidas para evitar el riesgo de contaminación.

e) En los mataderos de ungulados y en los de aves de corral y lagomorfos, contar con 
salas independientes para la evisceración y el faenado siempre y cuando dichas operaciones 
se realicen en momentos diferentes y se adopten medidas para evitar el riesgo de 
contaminación.

f) Tener una sala de despiece independiente, siempre que, previa limpieza y 
desinfección, el sacrificio de animales se realice en momentos distintos, existan cámaras 
frigoríficas de capacidad suficiente, dispositivos necesarios para mantener la dependencia a 
doce grados centígrados durante el despiece y se adopten medidas para evitar el riesgo de 
contaminación.

g) Contar con instalaciones con cerradura para el almacenamiento frigorífico de carne 
retenida, si hay posibilidad de mantenerla separada del resto de la carne.

h) Disponer de local para el almacenamiento estanco de pieles, cuernos, pezuñas y 
cerdas siempre y cuando se garantice la retirada de manera inmediata tras la finalización de 
las operaciones de sacrificio y faenado.

i) Disponer de local para el almacenamiento de los subproductos si existe un 
emplazamiento o contenedor dentro del matadero que garantice que no habrá contaminación 
cruzada y que el almacenamiento se hace en condiciones de temperatura adecuada.

j) Disponer de una zona o lugar para el almacenamiento de estiércol y del contenido del 
tubo digestivo si se puede garantizar que la recogida y eliminación se realiza 
inmediatamente después de la finalización de las operaciones de sacrificio o faenado o bien 
el matadero no cuenta con corrales y/o no realiza el vaciado y lavado de tripas.

k) En los mataderos de ungulados, disponer de cámaras para una refrigeración 
inmediata de las canales tras la inspección «post mortem», siempre y cuando tras el faenado 
sean retiradas de forma inmediata en vehículo frigorífico con destino a una sala de despiece 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 24  Condiciones de aplicación de disposiciones Unión Europea en materia de higiene

– 492 –



o a una carnicería que cuenten con instalaciones de refrigeración suficientes en las que 
deberá alcanzarse la temperatura establecida en capítulo VII de la sección I del anexo III del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004 y el transporte no dure más de treinta minutos.

l) Disponer de una instalación adecuadamente equipada y que pueda cerrarse con llave 
o, en caso necesario, de un espacio para uso exclusivo del servicio veterinario oficial, 
siempre que este pueda utilizar para su uso alguna instalación o local contiguos.

2. Los mataderos cuya única actividad sea el faenado de animales sacrificados de 
urgencia fuera del matadero deberán cumplir lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 
853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, para este tipo de 
establecimientos, pudiendo adaptarse los requisitos de las instalaciones, incluido lo previsto 
en el apartado 1, al tipo de actividad que realizan, teniendo en cuenta que no reciben 
animales vivos.

Artículo 5 bis.  Materiales de las superficies en contacto con los alimentos.
No obstante lo establecido en el punto f del apartado 1 del capítulo II del anexo II del 

Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, siempre que se mantengan limpias, en buen estado de conservación y no supongan 
una fuente de contaminación para los productos alimenticios, se permite el uso de:

a) Mesas con tablero de madera de haya, roble o pino rojo para el manipulado de masas 
panarias y de bollería.

b) Cámaras de madera para la fermentación de las masas de panadería y bollería.
c) Tajos de corte para el despiece de la carne, siempre que sean de maderas tratadas, 

resistentes y se encuentren en perfecto estado de mantenimiento y limpieza.

Artículo 5 ter.  Métodos de producción tradicionales.
1. Conforme a lo establecido en los artículos 13.3 y 13.4.a).i) del Reglamento (CE) n.º 

852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y no obstante lo 
establecido en el punto 1 del capítulo II y en el punto 1 del capítulo V de su anexo II, estará 
permitido comercializar, siempre que tengan una actividad de agua inferior a 0,70, los 
siguientes alimentos tradicionales secados al aire libre:

a) Alimentos de origen animal: pescado seco, pulpo seco y pota seca.
b) Alimentos de origen vegetal: pimientos y ñoras secas, tomates secos, albaricoques 

secos, higos secos, uvas pasas, melocotones secos, ciruelas secas, plátanos secos.
c) Otros alimentos producidos siguiendo métodos equivalentes.
No obstante lo anterior, la actividad de agua de estos alimentos podrá ser superior a 

0,70, siempre que el operador demuestre que el proceso productivo logra un efecto 
equivalente mediante el empleo de una combinación de factores de conservación.

2. Conforme a lo establecido en los artículos 10.3 y 10.4.a).i) del Reglamento (CE) n.º 
853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y no obstante lo 
establecido en el punto 5, del capítulo IV, de la sección II de su anexo III se exceptuará del 
sangrado el sacrificio tradicional de pichones.

Artículo 6.  Sacrificio de aves de corral y de caza de cría fuera del matadero.
Se podrá realizar el sacrificio en explotación para su posterior traslado a un matadero o, 

en su caso, a una sala de despiece de:
a) Aves de corral, en los términos previstos en el capítulo VI de la sección II del anexo III 

del Reglamento (CE) n.º 853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004.

b) Caza de cría, en los términos previstos en los apartados 3, 3 bis y 4 de la sección III 
del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
29 de abril de 2004.
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Artículo 7.  Evisceración parcial de canales en los mataderos.
Conforme a lo establecido en el anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y concretamente en la letra d) 
del apartado 16 del capítulo IV de la sección I; en la letra c) del apartado 7 del capítulo IV de 
la sección II; en el apartado 5 del capítulo III de la sección IV; y en la letra c) del punto 7 del 
capítulo IV de la sección II:

1. Las canales de los ungulados domésticos, aves de corral, lagomorfos y animales de 
caza menor silvestre que figuren en la lista del anexo II podrán contener las vísceras, 
distintas al estómago y al intestino, que se mantengan en conexión anatómica con el cuerpo.

En el caso de las aves, las canales podrán contener también el proventrículo y la molleja.
2. En el caso de los ungulados domésticos, dichas vísceras serán siempre objeto de una 

inspección «post mortem».
3. En el caso de las aves de corral y lagomorfos, el operador económico garantizará la 

homogeneidad sanitaria de los lotes sacrificados. En la inspección «post mortem» el 
veterinario oficial se ocupará personalmente de efectuar, al menos, los siguientes controles:

a) El examen de las vísceras y cavidades del cuerpo de un porcentaje de animales 
determinado con base en la información de la cadena alimentaria, en la inspección «ante 
mortem» y en cualquier otra consideración pertinente.

b) La inspección completa de todas las canales del lote, si en las inspecciones por 
muestreo se constatara la presencia de alteraciones en las vísceras de varias canales.

Artículo 8.  Requisitos para los estómagos de rumiantes jóvenes y pequeños rumiantes 
lactantes destinados a la producción de cuajo.

1. Los estómagos deberán ser escaldados o lavados en los mataderos cuando se 
destinen a una transformación ulterior. No obstante, si se trata de estómagos de rumiantes 
jóvenes destinados a la producción de cuajo, solo será preciso vaciarlos, de acuerdo con el 
apartado 18.a) del capítulo IV, sección I del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

2. Los estómagos de los pequeños rumiantes lactantes podrán extraerse sin vaciar 
cuando se destinen a la producción tradicional de cuajo en pasta, de acuerdo con la 
habilitación contenida en el artículo 10.3 y 4 del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

Artículo 9.  Requisitos para el transporte de cabezas y patas de ungulados domésticos 
desde los mataderos.

El transporte de cabezas y patas de ungulados sin desollar o escaldar ni depilar desde el 
matadero a un establecimiento autorizado podrá realizarse, cumpliendo los requisitos del 
apartado 18.c) del capítulo IV, sección I del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

Artículo 10.  Dimensiones y caracteres de la marca sanitaria de corderos, cabritos y 
lechones.

Las dimensiones y caracteres de la marca sanitaria de corderos, cabritos y lechones, 
establecida en el anexo II del Reglamento de Ejecución (UE) 2019/627 de la Comisión, de 15 
de marzo 2019, por el que se establecen disposiciones prácticas uniformes para la 
realización de controles oficiales de los productos de origen animal destinados al consumo 
humano, de conformidad con el Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2074/2005 de la Comisión en lo 
que respecta a los controles oficiales, podrán reducirse utilizándose un sello de, como 
mínimo, 4,5 cm de anchura y 3 cm de altura. Las letras y cifras tendrán como mínimo una 
altura de 0,6 y 0,8 cm, respectivamente.
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Artículo 11.  Sacrificio de reses de lidia fuera del matadero.
El sacrificio de las reses de lidia lidiadas o corridas, tendrá la misma consideración y 

deberá cumplir los mismos requisitos en materia de higiene que los casos en los que se 
precisa un sacrificio urgente de un animal fuera del matadero, debido a un accidente que 
impide su transporte al mismo atendiendo a su bienestar, de acuerdo con lo establecido en el 
capítulo VI de la sección I del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

Artículo 12.  Uso de leche cruda procedente de rebaños que no cumplen los requisitos del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, en relación con la brucelosis y la tuberculosis.

La leche cruda procedente de animales que no cumplan los requisitos del punto 2 del 
apartado I del capítulo I de la sección IX del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, podrá utilizarse en los siguientes 
casos:

a) En el caso de las vacas y búfalas que no muestren una reacción positiva a las 
pruebas de la brucelosis o la tuberculosis ni presenten síntomas de estas enfermedades, y 
siempre que sea sometida a un tratamiento térmico hasta mostrar una reacción negativa a la 
prueba de la fosfatasa.

b) En el caso de animales de las especies ovina o caprina que no muestren una reacción 
positiva a las pruebas de la brucelosis, o que hayan sido vacunados contra la brucelosis en 
el marco de un programa autorizado de erradicación, y que no presenten síntomas de esta 
enfermedad. En este supuesto, la leche deberá destinarse a la elaboración de queso con un 
período de maduración de al menos 60 días o ser sometida a un tratamiento térmico hasta 
mostrar una reacción negativa a la prueba de la fosfatasa.

c) En el caso de hembras de otras especies que no muestren una reacción positiva a las 
pruebas de la tuberculosis ni de la brucelosis ni presenten síntomas de estas enfermedades, 
pero pertenezcan a un rebaño en el que se hayan detectado estas enfermedades a raíz de 
las inspecciones periódicas realizadas al respecto a los rebaños según los planes de 
inspección aprobados por la autoridad competente de la comunidad autónoma, y siempre 
que sea sometida a un tratamiento que garantice su inocuidad.

Artículo 13.  Uso de leche cruda que supera los parámetros de colonias de gérmenes y 
contenido de células somáticas.

1. Cuando los controles realizados en la granja de origen, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 50.1 del Reglamento de Ejecución (UE) 2019/627 de la Comisión, de 15 de 
marzo de 2019, demuestren que la leche cruda supera los parámetros en cuanto a colonias 
de gérmenes y al contenido de células somáticas establecidos en el apartado III del capítulo 
I de la sección IX del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 29 de abril de 2004, la autoridad competente de la comunidad autónoma 
remitirá al productor un requerimiento en el que se le indique que dispone de un plazo de 
tres meses desde su notificación para corregir esta situación.

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 50 del Reglamento de Ejecución (UE) 
2019/627 de la Comisión, de 15 de marzo de 2019, en relación con lo previsto en el artículo 
10.8.b) del Reglamento (CE) 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril 
de 2004, una vez transcurrido el plazo de tres meses a que se refiere el apartado anterior, 
aquellos productores que sigan superando los indicados parámetros deberán suspender la 
entrega de leche cruda, salvo que la autoridad competente de la comunidad autónoma 
autorice su entrega, con la debida información de las condiciones que presenta, a 
establecimientos que garanticen los siguientes requisitos de tratamiento y utilización:

a) La elaboración de quesos con un ciclo de maduración de sesenta días como mínimo y 
productos lácteos obtenidos en la fabricación de dichos quesos, con la condición de que los 
responsables de los establecimientos que elaboren estos quesos realicen un control de 
almacén de forma que se conozca y registre el tiempo de permanencia de cada lote de 
productos para garantizar una estancia mínima de sesenta días; o
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b) la elaboración de productos lácteos o productos a base de calostro a partir de esa 
leche o calostro, una vez hayan sido sometidos a los requisitos de tratamiento térmico 
establecidos en el capítulo II de la sección IX del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

3. Se mantendrán las restricciones previstas en el apartado anterior hasta que sean 
levantadas por la autoridad competente de la comunidad autónoma, previa demostración por 
parte del productor de la granja de origen de que la leche cruda que produce vuelve a 
cumplir los requisitos exigidos en el apartado III del capítulo I de la sección IX del anexo III 
del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004.

Artículo 14.  Carne pendiente del resultado de los análisis de triquina.
1. Las canales de cerdos domésticos y de caballos podrán cortarse en seis trozos, como 

máximo, en un matadero o en una sala de despiece de las mismas instalaciones, a la espera 
de los resultados del análisis para la detección de triquinas, a condición de que el operador 
de la empresa alimentaria garantice la plena trazabilidad.

2. No obstante lo anterior, y de acuerdo con el apartado b) del punto 5 del artículo 3 del 
Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1375 de la Comisión, de 10 de agosto de 2015, en la 
redacción dada por el Reglamento de Ejecución (UE) 2020/1478 de la Comisión de 14 de 
octubre de 2020, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1375 en lo 
relativo al muestreo, el método de referencia para la detección y las condiciones de 
importación respecto al control de las triquinas, la autoridad competente podrá autorizar 
excepcionalmente y, caso por caso, la posibilidad de cortar las canales en más de seis 
trozos en una sala de despiece situada en las mismas instalaciones o en salas contiguas al 
matadero, siempre que se cumplan las condiciones establecidas en la referida norma.

3. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, en colaboración con las 
autoridades competentes, establecerá los requisitos en los que se permitirá conceder dicha 
autorización.

Artículo 15.  Reducción de la frecuencia de muestreos microbiológicos.
1. Los mataderos y los establecimientos que produzcan carne picada, preparados de 

carne y carne fresca de aves de corral en pequeñas cantidades, podrán ser eximidos de la 
aplicación de las frecuencias de muestreo establecidas en el Reglamento (CE) n.º 
2073/2005 de la Comisión, de 15 de noviembre de 2005, relativo a los criterios 
microbiológicos aplicables a los productos alimenticios, en virtud de la autorización 
establecida al efecto en el artículo 3.2 del capítulo 3 del anexo I del citado reglamento 
cuando esté justificado en función de un análisis del riesgo y siempre que la autoridad 
competente lo autorice caso por caso.

2. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, en colaboración con las 
autoridades competentes, elaborará una guía para facilitar la correcta aplicación de este 
artículo.

3. A los efectos de reducción de la frecuencia de muestreos microbiológicos, la autoridad 
sanitaria de la Comunidad Autónoma de Canarias, como región ultraperiférica, podrá 
establecer otros límites de sacrificio aplicables a los pequeños mataderos de aves de corral.

Artículo 16.  Transporte de carne de ungulados domésticos y aves de corral para la 
producción de productos específicos.

1. Sin perjuicio del necesario cumplimiento de lo establecido en el capítulo VII de la 
sección I del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, el transporte de carne de ungulados domésticos para la 
producción de productos específicos desde los mataderos podrá tener lugar, de acuerdo con 
lo previsto en el apartado 3.a) del citado capítulo, antes de que se alcance una temperatura 
no superior a tres grados centígrados en el caso de los despojos y a siete grados 
centígrados en otros tipos de carne, siempre que la autoridad competente lo autorice caso 
por caso y se cumplan las siguientes condiciones:
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a) Que el transporte se efectúe de conformidad con los requisitos que las autoridades 
competentes de origen y de destino estipulen para el transporte desde un único 
establecimiento de origen a otro de destino, no permitiéndose el reparto por varios 
establecimientos. El medio de transporte debe ser frigorífico y permitir que la temperatura del 
interior de las carnes descienda durante el viaje.

b) Que la carne salga inmediatamente del matadero, o de una sala de despiece 
emplazada en el mismo lugar que las dependencias del matadero, y el transporte no dure 
más de dos horas.

c) Que dicho transporte esté justificado por razones tecnológicas. Los operadores 
económicos que soliciten acogerse a la excepción listarán los productos específicos que van 
a elaborar, adjuntando memoria técnica que documente un análisis del riesgo, la justificación 
tecnológica para solicitar la excepción y las medidas que se van a contemplar en los 
procedimientos permanentes basados en la metodología del análisis de peligros y puntos de 
control críticos (APPCC) en relación con la excepción a la refrigeración previa al transporte.

2. El hígado para la producción de foie gras podrá ser transportado a una temperatura 
superior a cuatro grados centígrados siempre y cuando la carne salga inmediatamente del 
matadero o la sala de despiece y la duración del transporte sea igual o inferior a dos horas, 
sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del capítulo V de la sección II del anexo III del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004.

3. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, en colaboración con las 
autoridades competentes, elaborará una guía para facilitar la correcta aplicación de este 
artículo.

Artículo 17.  Comunicación.
Los establecimientos que deseen utilizar la flexibilidad prevista en este capítulo, excepto 

la establecida en los artículos 12 y 13, deberán comunicarlo con carácter previo a la 
autoridad competente y, en caso de que así resulte necesario, obtener la preceptiva 
autorización para ello.

No obstante, la comunicación de las adaptaciones contenidas en los artículos 5 bis, 5 ter 
y 10 no será necesaria si el cumplimiento de los requisitos queda documentado en una 
actuación de control oficial.

CAPÍTULO III
Regulación de las actividades excluidas del ámbito de aplicación de los 

reglamentos de higiene: Consumo doméstico privado y suministros directos

Artículo 18.  Consumo doméstico privado de ungulados domésticos y carne de caza.
1. El sacrificio para consumo doméstico privado de ungulados domésticos se llevará a 

cabo en los términos que determine la autoridad competente de la comunidad autónoma, 
teniendo en cuenta, en particular, las disposiciones sobre materiales especificados de riesgo 
y los subproductos de origen animal no destinados al consumo humano y con la necesaria 
observancia de las específicas disposiciones sobre bienestar animal a cuyo cumplimiento 
obliga, en los casos de consumo doméstico privado, el artículo 10 del Reglamento (CE) n.º 
1099/2009 del Consejo, de 24 de septiembre de 2009, relativo a la protección de los 
animales en el momento de la matanza.

2. En el caso de las especies porcina y equina y de la carne de caza de especies 
sensibles a triquina, la autoridad competente de la comunidad autónoma establecerá un 
sistema que permita que todos los animales se sometan a un análisis de detección de 
triquina antes de su consumo, utilizando uno de los métodos establecidos en los capítulos I y 
II del anexo I y, en su caso, en el anexo III del Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1375 de 
la Comisión, de 10 de agosto de 2015.
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Artículo 19.  Suministro directo de pequeñas cantidades de carne de aves de corral, de 
lagomorfos y de caza silvestre.

1. El suministro directo por parte del productor de pequeñas cantidades de carne fresca 
procedentes de aves de corral y lagomorfos sacrificados en la explotación, destinados al 
consumidor final o a establecimientos de comercio al por menor que suministran 
directamente dicha carne al consumidor final, se podrá realizar cumpliendo los siguientes 
requisitos relativos al sacrificio en explotación y al suministro:

a) Requisitos de las explotaciones ganaderas: Podrán solicitar la autorización para el 
sacrificio de aves de corral o lagomorfos criados en su propia explotación para el suministro 
directo de pequeñas cantidades de carne al consumidor final o a establecimientos locales de 
venta al por menor que suministren directamente dicha carne como carne fresca al 
consumidor final:

1) Las explotaciones de codornices y/o perdices.
2) Las explotaciones de aves de corral de la especie Gallus gallus que utilicen uno de los 

siguientes sistemas de cría, reconocidos en la normativa europea y nacional:
a. Sistema de cría ecológica. Conforme a lo que establece el artículo 3.3.a) del Real 

Decreto 1084/2005, de 16 de septiembre, de ordenación de la avicultura de carne.
b. Explotaciones avícolas de carne que estén produciendo bajo alguno de las siguientes 

formas de cría recogidas en el artículo 3.4 del Real Decreto 1084/2005, de 16 de septiembre:
i. Campero tradicional.
ii. Campero criado en total libertad.
3) Las explotaciones de lagomorfos que:
a. Poseen menos de cincuenta madres o bien,
b. producen de acuerdo con alguno de los regímenes de calidad reconocidos en la 

normativa de la Unión Europea, conforme al Reglamento (UE) n.º 1151/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de noviembre de 2012, sobre los regímenes de calidad de los 
productos agrícolas y alimenticios;

c. Producen conforme al Reglamento (UE) 2018/848 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2018, sobre producción ecológica y etiquetado de los productos 
ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 834/2007 del Consejo; o

d. Producen conforme a otros estándares de calidad adicional, certificados por entidades 
acreditadas por la Entidad Nacional de Acreditación, de acuerdo con lo previsto en la norma 
UNE 17011:2017, o norma que la sustituya por la Entidad Nacional de Acreditación o, en su 
caso, que estén certificadas por la autoridad competente cuando esta asuma el papel de 
entidad de control de la figura de calidad adicional.

b) Autorización del sacrificio en explotación de aves y lagomorfos: Solicitud de 
autorización por parte de los titulares de explotaciones ganaderas:

1) Con carácter previo al inicio de su actividad, los titulares de las explotaciones 
ganaderas que deseen acogerse a esta excepción, deberán disponer de la autorización 
correspondiente emitida por la autoridad competente de la comunidad autónoma o de las 
ciudades de Ceuta y Melilla en que radiquen las mismas, de acuerdo con el artículo 6.3 del 
Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004.

2) Los titulares de las explotaciones ganaderas acompañarán la solicitud de autorización 
de la actividad que deseen realizar con, al menos, los siguientes datos: su nombre o razón 
social, el NIF, NIE o CIF, la sede del establecimiento y justificación del cumplimiento de los 
requisitos de las explotaciones ganaderas previstos en el apartado 1.

3) Los titulares de las explotaciones ganaderas comunicarán a la autoridad competente 
de la comunidad autónoma la modificación de cualquiera de los datos de los 
establecimientos autorizados, así como el cese definitivo de su actividad económica. Dicha 
comunicación se hará en el plazo máximo de un mes desde que se produzca la modificación 
o cese de la actividad.

Autorización de la actividad:
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1) La autoridad competente de la comunidad autónoma o de las ciudades de Ceuta y 
Melilla resolverá y notificará, en el plazo máximo de tres meses, la solicitud de la 
autorización para el sacrificio en la explotación y, en su caso, el despiece, tras una 
inspección «in situ», entendiéndose dicha solicitud desestimada transcurrido dicho plazo. 
Estos establecimientos, de conformidad con el artículo 2.1 del Real Decreto 191/2011, de 18 
de febrero, deberán inscribirse en el Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y 
Alimentos (RGSEAA) en los términos establecidos en los artículos 5 y 6 de dicho real 
decreto, e indicarse dicha información en el Registro General de Explotaciones Ganaderas 
(REGA).

2) Las autorizaciones podrán retirarse, previa audiencia al interesado, cuando el 
establecimiento o el operador dejen de cumplir con los requisitos que justificaron la misma.

c) Límites de sacrificio:
1) Los productores que se acojan a esta excepción podrán sacrificar en su explotación 

solo animales criados en la propia granja.
2) Además, la estancia mínima de los animales en la explotación antes del sacrificio será 

de, al menos:
a. Aves de corral de la especie Gallus gallus: La mitad del periodo mínimo de cría en los 

sistemas de cría que puedan acceder a esta excepción.
b. Codornices: Veinte días.
c. Perdices: Cincuenta días.
d. Lagomorfos: Treinta y cinco días.
3) Además, se establecen los siguientes límites para el número de animales sacrificados:
a. Para las explotaciones de aves de corral de la especie Gallus gallus, el límite de 

sacrificio será de 500 aves por semana, con un máximo de 25.000 aves al año.
b. Para las explotaciones de perdices y codornices, el límite de sacrificio semanal y anual 

será el doble que los límites establecidos en la letra a).
c. Para las explotaciones de lagomorfos, el límite de sacrificio será de 300 lagomorfos 

por semana, con un máximo de 15.600 lagomorfos al año.
d. En el caso de producción estacional, el operador podrá solicitar permiso escrito a la 

autoridad competente de la comunidad autónoma para superar las cifras semanales 
anteriores, aunque no el límite anual.

e. En el caso de los animales certificados como producción ecológica deberá cumplirse 
con los periodos de conversión y los límites de sacrificio establecidos en el Reglamento (CE) 
834/2007 del Consejo de 28 de junio de 2007 sobre producción ecológica y etiquetado de los 
productos ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CEE) n.º 2092/91, o, una vez 
que entre en aplicación, en el Reglamento (UE) 2018/848 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2018, sobre producción ecológica y etiquetado de los productos 
ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 834/2007 del Consejo.

d) Requisitos adicionales al anexo II del Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004: Las explotaciones autorizadas para el 
sacrificio de aves de corral o lagomorfos criados en su propia explotación deberán cumplir 
con lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, teniendo en cuenta que se trata de operadores de empresa 
alimentaria que intervienen en fases posteriores a la producción primaria y sus actividades 
conexas. Además, deberán cumplir los siguientes requisitos:

1) Los animales enfermos o que se sospeche lo estén y los sacrificados en aplicación de 
programas de erradicación o control de enfermedades no podrán sacrificarse en las 
instalaciones destinadas al sacrificio de animales para el consumo humano, salvo casos 
excepcionales autorizados expresamente por la autoridad competente de la comunidad 
autónoma.

2) Dispondrán de zonas separadas para el aturdimiento y sangrado, y para el escaldado 
y desplumado en aves o el desollado en conejos.
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Dispondrán de una sala independiente para la evisceración y faenado, salvo cuando 
dichas operaciones se realicen en momentos diferentes y se adopten medidas para evitar el 
riesgo de contaminación.

Dispondrán de una sala independiente para, en su caso, el despiece de las canales. No 
obstante, el despiece se podrá realizar en la sala de evisceración en momentos diferentes y 
previa limpieza.

3) Las operaciones de aturdimiento, sangrado, desuello, desplumado, evisceración y 
otros trabajos se llevarán a cabo sin demoras innecesarias, evitándose la contaminación de 
la carne. En especial, deberán tomarse las medidas oportunas para impedir que durante la 
evisceración se derrame el contenido del tubo digestivo.

4) Dispondrán de equipos que permitan la desinfección de utensilios empleados para el 
sacrificio y faenado.

5) Dispondrán de cámaras frigoríficas suficientes, que aseguren el mantenimiento de la 
carne producida a una temperatura igual o inferior a cuatro grados centígrados.

6) Comercializarán las canales y, en su caso, los despieces como carne fresca 
refrigerada, no estando permitida su congelación.

7) Las canales y sus cortes se comercializarán siempre a una temperatura entre menos 
dos y cuatro grados centígrados.

8) Las canales y, en su caso, los despieces, llevarán una Marca de Identificación que 
será rectangular, incluirá la leyenda «VENTA LOCAL» y el número de autorización del 
establecimiento y se fijará directamente en el producto, en el envase o en el embalaje, o bien 
podrá estamparse en una etiqueta fijada a cualquiera de los tres.

e) Comercialización:
1) El suministro directo se podrá realizar:
a. Directamente por el productor al consumidor final en la propia explotación o en 

mercados ocasionales o periódicos, estando permitido el reparto a domicilio, pero no el envío 
de estos productos por correspondencia.

b. Directamente por el productor, y sin intermediarios, a establecimientos de comercio al 
por menor permanentes que suministran directamente al consumidor final.

2) La distancia entre la explotación y los mercados o establecimientos no podrá superar 
los 100 kilómetros. No obstante, en regiones con limitaciones geográficas especiales o en el 
caso de regiones insulares, la autoridad competente de la comunidad autónoma podrá 
autorizar la comercialización en un radio superior dentro del territorio de la comunidad 
autónoma.

3) Sin perjuicio de lo establecido en la normativa general sobre la información alimentaria 
facilitada al consumidor de los productos alimenticios, el productor deberá facilitar al 
comprador un documento en el que figure:

a. El número de inscripción de la explotación en el Registro General Sanitario de 
Empresas Alimentarias (RGSEAA) donde consta la autorización para el sacrificio en la 
explotación,

b. la descripción de la mercancía, y
c. el peso neto del producto y la fecha de sacrificio.
4) De manera excepcional, se podrá autorizar la venta directa por parte del productor al 

consumidor final en ferias o eventos de características similares fuera del ámbito descrito en 
los puntos 1) y 2) anteriores.

El productor deberá portar dicha autorización para mostrarla a requerimiento de los 
servicios de control oficial en el lugar de venta.

5) En el caso de los productos certificados como producción ecológica se cumplirá con la 
exigencia de certificación establecida para la comercialización de productos ecológicos en el 
Reglamento (CE) 834/2007 del Consejo, de 28 de junio de 2007, sobre producción ecológica 
y etiquetado de los productos ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CEE) n.º 
2092/91, o, una vez que entre en aplicación, en el Reglamento (UE) 2018/848 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, sobre producción ecológica y 
etiquetado de los productos ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 
834/2007 del Consejo.
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f) Cumplimiento de otras normas: En el caso de las aves, las explotaciones ganaderas 
deberán cumplir lo establecido en los programas nacionales de control de determinados 
serotipos de Salmonella, en los cuales se establecen los controles oficiales y autocontroles 
que deben realizarse por parte de la autoridad competente de la comunidad autónoma y los 
operadores respectivamente.

En todos los casos, además, deberán cumplir con todas las obligaciones establecidas en 
la normativa europea y nacional que les sea de aplicación, en particular, la de subproductos 
de origen animal no destinados al consumo humano.

En relación con el bienestar animal, deberán cumplir lo establecido en los artículos 3.1, 
4.1 y 7.1 del Reglamento (CE) n.º 1099/2009, del Consejo, de 24 de septiembre de 2009.

2. Toda la carne de caza silvestre que se comercialice deberá obtenerse en un 
establecimiento de manipulación de caza, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento 
(CE) n.º 853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004. No 
obstante, en casos excepcionales y debidamente justificados, previa autorización de la 
autoridad competente de la comunidad autónoma, los cazadores podrán realizar el 
suministro directo de pequeñas cantidades de carne fresca de caza mayor silvestre al 
consumidor final o a establecimientos de comercio al por menor que suministran 
directamente esta carne al consumidor final, en los términos siguientes:

a) Se consideran pequeñas cantidades de carne de caza dos canales de caza mayor a la 
semana, por cazador (productor).

b) La obtención de la carne de caza y las instalaciones donde se realice deberán cumplir 
con lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, y en particular, su anexo II.

c) La autoridad competente de la comunidad autónoma establecerá un sistema que 
permita asegurar el control oficial y la inspección sanitaria de las carnes antes de su 
comercialización que, en el caso de especies sensibles a triquina, incluya un análisis de 
detección de triquina utilizando uno de los métodos establecidos en los capítulos I y II del 
anexo I y, en su caso, en el anexo III del anexo I Reglamento de Ejecución (UE) 2015/1375 
de la Comisión, de 10 de agosto de 2015.

d) El suministro directo se podrá realizar:
a. Directamente por el productor al consumidor final en el establecimiento donde se 

obtenga la carne.
b. Directamente por el productor, y sin intermediarios, a establecimientos de comercio al 

por menor permanentes que suministran directamente al consumidor final.
e) La comercialización de este tipo de carne solo se podrá realizar dentro del ámbito del 

municipio donde esté ubicado el establecimiento o bien dentro de la unidad sanitaria local, 
zona de salud o territorio de iguales características y finalidad que defina la autoridad 
competente de la comunidad autónoma correspondiente.

f) Las canales y, en su caso, los despieces llevarán una Marca de Identificación que será 
rectangular, incluirá la leyenda «VENTA LOCAL» y el número de registro del establecimiento 
y se fijará directamente en el producto, en el envase o en el embalaje, o bien podrá 
estamparse en una etiqueta fijada al producto, a su envase o a su embalaje.

g) El productor deberá facilitar al comprador un documento en el que figure:
a. El número de inscripción en el registro establecido al efecto,
b. la descripción de la mercancía, y
c. el peso neto del producto, la fecha, el coto o zona de caza, la localidad y la comunidad 

autónoma donde se ha abatido el animal.
3. El productor o cazador que realice suministro directo de pequeñas cantidades de 

carne fresca, a las que se refieren los apartados 1 y 2 de este artículo, deberá disponer de 
un registro que incluya las cantidades y fechas de los suministros y, en su caso, los 
establecimientos a los que haya suministrado sus productos, y pondrá esta información a 
disposición de las autoridades competentes si estas así lo solicitan.
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CAPÍTULO IV
Medidas que contribuyen a la correcta aplicación de los reglamentos de 

higiene

Artículo 20.  Suministro directo de productos primarios.
1. Cualquier suministro directo por parte del productor o recolector de productos 

primarios agrícolas estará sujeto al cumplimiento de lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004. De manera 
adicional, también estará sujeto al cumplimiento de lo establecido en el Real Decreto 9/2015, 
de 16 de enero, por el que se regulan las condiciones de aplicación de la normativa 
comunitaria en materia de higiene en la producción primaria agrícola.

2. Cualquier suministro directo por parte del productor o recolector de setas estará sujeto 
al cumplimiento de lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004. De manera adicional, también estará sujeto 
al cumplimiento de lo establecido en el artículo 6 del Real Decreto 30/2009, de 16 de enero, 
por el que se establecen las condiciones sanitarias para la comercialización de setas para 
uso alimentario.

3. Cualquier suministro directo por parte del productor o recolector de productos 
primarios de origen animal tales como huevos, miel o caracoles al consumidor final o a 
establecimientos de comercio al por menor que suministran directamente al consumidor final, 
estará sujeto al cumplimiento de lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y en particular en su anexo I, de 
la parte que le sea de aplicación del Reglamento (CE) n.º 853/2004, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 29 de abril de 2004 y a lo establecido en este real decreto.

De manera adicional, el suministro directo de productos de la pesca y de la acuicultura 
por parte del productor deberá realizarse de acuerdo con las precisiones contenidas en el 
Real Decreto 418/2015, de 29 de mayo, por el que se regula la primera venta de los 
productos pesqueros. En ningún caso se permite el suministro directo de moluscos bivalvos 
vivos, equinodermos, tunicados y gasterópodos marinos vivos por parte del productor 
primario al consumidor final, ni a establecimientos de comercio al por menor.

4. La Agencia Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición, en colaboración con el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y las demás autoridades competentes 
establecerá requisitos específicos y desarrollará guías para facilitar la correcta aplicación de 
las disposiciones previstas en este artículo.

Artículo 21.  Evisceración de piezas de caza silvestre.
1. La evisceración de piezas de caza menor silvestre se realizará sin demora indebida a 

su llegada al establecimiento de manipulación de caza en el caso de no haber sido 
evisceradas previamente.

2. La evisceración de piezas de caza mayor silvestre cumplirá las siguientes condiciones:
a) La extracción de estómagos e intestinos deberá realizarse de manera higiénica lo 

antes posible tras la muerte del animal y en un tiempo máximo de treinta minutos desde su 
llegada al lugar de evisceración, que será una zona de fácil limpieza y desinfección que 
permita la realización del examen de los animales abatidos. Esta zona dispondrá de uno o 
varios contenedores estancos, impermeables, de fácil limpieza y desinfección y con cierre 
que evite el acceso de animales, para el almacenamiento de los subproductos no destinados 
al consumo humano de los animales abatidos.

b) Las piezas de caza deberán llegar al lugar de evisceración con todas las vísceras, 
salvo en el caso de que exista una persona que haya recibido una formación, de acuerdo a 
lo establecido en el punto 4 del capítulo I de la sección IV del anexo III del Reglamento (CE) 
n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, que podrá 
retirar con anterioridad el estómago y los intestinos. La formación se acreditará mediante la 
posesión de un título de formación profesional, o de un certificado de profesionalidad, o bien 
de una certificación reconocida por la autoridad competente que permita acreditar que se 
reúnen los requisitos de formación exigidos por la normativa que resulte aplicable. Esta 
acreditación tendrá validez en todo el territorio nacional. Todo ello, sin perjuicio de la 
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aplicación de lo establecido en el Real Decreto 50/2018, de 2 de febrero, por el que se 
desarrollan las normas de control de subproductos animales no destinados al consumo 
humano y de sanidad animal, en la práctica cinegética de caza mayor.

c) No obstante, en determinados momentos y lugares con riesgo sanitario especial por la 
presencia de alguna enfermedad que afecte a las personas o los animales, la autoridad 
competente de la comunidad autónoma podrá exigir que, en todos los casos, las piezas de 
caza lleguen al lugar de evisceración con la cabeza y todas las vísceras.

d) Si una vez en el lugar de evisceración esta se realiza sin la presencia del veterinario 
encargado de los exámenes de los animales abatidos, las vísceras deberán poder 
identificarse como pertenecientes a un animal determinado.

e) En la gestión de los subproductos generados se deberá cumplir lo establecido en el 
Real Decreto 50/2018, de 2 de febrero, y aquellos otros requisitos que se establezcan en la 
normativa específica de gestión de subproductos que, por razones de salud pública, sanidad 
animal o medioambiental, determinen las autoridades competentes.

Artículo 22.  Entrega de piezas de caza por los cazadores a los establecimientos de 
manipulación de caza.

1. La entrega de piezas de caza menor silvestre por parte de un cazador a un 
establecimiento de manipulación de caza, sin que el examen sobre el terreno del cuerpo y, 
en su caso, de las vísceras extraídas lo realice un veterinario, se podrá realizar cuando se 
cumplan las siguientes condiciones:

a) Las piezas de caza menor silvestre irán acompañadas de una declaración numerada 
firmada por una persona que haya recibido una formación, de acuerdo a lo establecido en el 
punto 4 del capítulo I de la sección IV del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, en la que se señale que, tras el 
examen de las piezas no se observan características que indiquen que la carne presenta un 
riesgo sanitario, que no se ha detectado comportamiento anómalo antes de abatir la pieza y 
que no hay sospecha de contaminación ambiental. Además, en la declaración se indicará el 
número de piezas que ampara y el origen, la fecha de la caza y el establecimiento de 
destino. En caso de detectarse anomalías en los aspectos mencionados, se deberá informar 
de las mismas a la autoridad competente de la comunidad autónoma y las piezas de caza 
afectadas no podrán destinarse al consumo humano.

b) La formación se acreditará de la forma prevista en el artículo 21.2.b).
2. La entrega de piezas de caza mayor silvestre por parte de un cazador a un 

establecimiento de manipulación de caza, sin que el examen sobre el terreno del cuerpo y, 
en su caso, de las vísceras extraídas lo realice un veterinario, se podrá realizar cuando se 
cumplan las siguientes condiciones:

a) Las piezas habrán sido abatidas en las modalidades de rececho y aguardo o de 
similares características.

b) Las piezas de caza mayor silvestre se identificarán individualmente mediante un 
precinto numerado e irán acompañadas de una declaración numerada firmada por una 
persona que haya recibido una formación de acuerdo a lo establecido en el punto 4 del 
capítulo I de la sección IV del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y acreditada de la forma prevista el artículo 
21.2.b), en la que se señale que, tras el examen de las piezas no se observan características 
que indiquen que la carne presenta un riesgo sanitario, que no se ha detectado 
comportamiento anómalo antes de abatir la pieza y que no hay sospecha de contaminación 
ambiental. Además, se indicará el número de piezas que ampara y el origen, la hora y la 
fecha de la caza y el establecimiento de destino. En caso de detectarse anomalías, se 
deberá informar de las mismas a la autoridad competente de la comunidad autónoma y las 
piezas de caza afectadas no podrán destinarse al consumo humano.

c) La entrega al establecimiento de manipulación de caza se realizará lo antes posible y 
los cuerpos deberán ir acompañados de la cabeza (salvo los colmillos, astas y cuernos) y de 
todas las vísceras con excepción del estómago y los intestinos y se eviscerarán 
inmediatamente tras su llegada.

d) El máximo de piezas por cazador y día no superará el número de dos.
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Artículo 23.  Comercialización de carne de ungulados domésticos sacrificados de urgencia 
fuera del matadero.

Para la comercialización de sus carnes, deberá cumplirse lo establecido en el capítulo VI 
de la sección I del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004. Los animales irán acompañados al matadero de la 
declaración del operador que los haya criado, que incluya la información de la cadena 
alimentaria prevista en el Real Decreto 361/2009, de 20 de marzo, por el que se regula la 
información sobre la cadena alimentaria que debe acompañar a los animales destinados a 
sacrificio, y el certificado del veterinario oficial que realiza la inspección «ante mortem», cuyo 
modelo se establece en el anexo V del Reglamento de Ejecución (UE) 2019/628 de la 
Comisión de 8 de abril de 2019, relativo a los modelos de certificados oficiales para 
determinados animales y mercancías y por el que se modifican el Reglamento (CE) n.º 
2074/2005 y el Reglamento de Ejecución (UE) 2016/759 en lo que se refiere a dichos 
modelos de certificados. Esta declaración del operador deberá ajustarse al modelo y 
contener los datos mínimos recogidos en el anexo III.

Artículo 24.  Comercialización de carne de reses lidiadas.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 23, la carne de reses lidiadas se obtendrá de 

acuerdo con los siguientes requisitos adicionales:
a) Procederá de reses de lidia que:
i. Hayan sido lidiadas en espectáculos taurinos en los que se procede a su sacrificio en 

el ruedo o en los corrales de la plaza si hubiera sido devuelto durante la lidia, o
ii. Hayan sido lidiadas o corridas en espectáculos o festejos taurinos populares y 

posteriormente sacrificadas sin la presencia de público, en las dependencias de la plaza, o 
bien,

iii. Hayan sido lidiadas y sacrificadas en prácticas de entrenamiento, enseñanza o toreo a 
puerta cerrada, siempre que cuenten con un veterinario de servicio asignado.

b) Las reses de lidia, tras el arrastre o su aturdimiento serán sangradas lo antes posible y 
de forma higiénica.

c) Las reses sangradas se trasladarán obligatoriamente a un matadero, previamente 
notificado, ubicado en la propia comunidad autónoma. No obstante, podrán ser trasladadas a 
un matadero, previamente notificado, situado en otra comunidad autónoma si cada uno de 
los traslados se autoriza con la suficiente antelación por la autoridad competente de la 
comunidad autónoma de destino.

d) Los animales irán acompañados al matadero del documento de traslado de reses 
lidiadas sangradas, cumplimentado y firmado por el veterinario de servicio designado, cuyo 
modelo figura en el anexo IV. Dicho documento se considerará equivalente al certificado del 
veterinario oficial, mencionado en el artículo 23, e incluirá cuantas observaciones haya 
realizado y las anomalías detectadas, así como la toma de muestras biológicas que haya 
efectuado, en su caso, con indicación del motivo de las mismas.

e) Antes de proceder a la introducción de los animales muertos en el medio de 
transporte, deberán ser identificados individualmente y claramente, bajo la supervisión del 
veterinario de servicio, de manera indeleble y con medios aptos para su uso con alimentos. 
En dicha identificación constará, como mínimo, además del número de identificación y la 
mención «Reses de lidia lidiadas», la localidad, fecha y hora del sacrificio. El número de 
identificación individual constará en el documento de traslado, cuyo modelo figura en el 
anexo IV.

f) Los traslados al matadero se realizarán sin demora y lo antes posible y, en todo caso, 
en un plazo máximo de sesenta minutos, desde la finalización del espectáculo taurino, en un 
medio de transporte que garantice una temperatura en el interior del mismo de cero a cuatro 
grados centígrados.

g) Se procederá a su desuello, evisceración y faenado, en un matadero, lo antes posible 
y, como máximo, en un plazo de cinco horas desde la muerte del animal. Estas operaciones 
y las restantes condiciones de comercialización de esta carne, así como el control oficial de 
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la misma se regirán por la normativa aplicable al respecto en los reglamentos del paquete de 
higiene.

Artículo 25.  Requisitos de información alimentaria y denominación para determinados tipos 
de carne.

1. Los envases destinados al consumidor final que contengan carne picada de aves de 
corral, o de solípedos, o preparados de carne en los que hay carne separada 
mecánicamente deberán llevar, sin perjuicio de lo establecido en la normativa sobre la 
información alimentaria facilitada al consumidor de los productos alimenticios, un rótulo en el 
que se indique que los productos han de cocinarse antes de su consumo.

2. Durante toda su comercialización la carne de reses lidiadas se identificará como 
«carne de reses lidiadas».

Artículo 26.  Manipulación del material especificado de riesgo.
El material especificado de riesgo se deberá extraer en los establecimientos 

mencionados en el apartado 4.1 del anexo V del Reglamento (CE) n.º 999/2001 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001. No obstante, en virtud del 
apartado 4.3 del citado anexo, se permitirá:

1. La extracción de la médula espinal de ovinos y caprinos en salas de despiece 
expresamente autorizadas a tal efecto por la autoridad competente de la comunidad 
autónoma, siempre que cuenten con un protocolo de actuación concreta que garantice la 
seguridad de dichas operaciones y la completa retirada de la misma para su correcta 
destrucción.

2. La extracción de la columna vertebral de las canales o partes de las canales de bovino 
en puntos de venta al consumidor expresamente autorizados, supervisados y registrados a 
tal efecto por la autoridad competente de la comunidad autónoma.

3. La recogida de carne de la cabeza de bovinos en salas de despiece expresamente 
autorizadas a tal efecto por la autoridad competente de la comunidad autónoma, de 
conformidad con las disposiciones establecidas en el anexo V del Reglamento (CE) n.º 
999/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001.

Artículo 27.  Requisitos adicionales para la comercialización de leche cruda destinada a la 
venta directa al consumidor.

Se establecen las siguientes limitaciones a la puesta en el mercado de leche cruda 
destinada al consumo humano directo, haciendo uso de la posibilidad prevista en el artículo 
10.8 del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de 
abril de 2004:

1. La comercialización de leche cruda destinada a la venta directa al consumidor podrá 
realizarse por establecimientos autorizados e inscritos en el Registro General Sanitario de 
Empresas Alimentarias y Alimentos (RGSEAA) que cumplan el Reglamento (CE) n.º 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, el Reglamento 
(CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y la 
normativa nacional en relación con los controles que deben cumplir los operadores del sector 
lácteo y lo establecido en el anexo V.

2. La leche cruda para su venta al consumidor final o a establecimientos de comercio al 
por menor deberá presentarse siempre envasada. El cierre de los envases se realizará 
inmediatamente después de su llenado mediante un dispositivo de cierre que impida su 
contaminación y estará concebido de tal forma que, una vez que ha sido abierto sea fácil 
comprobar esta circunstancia.

3. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa general sobre la información alimentaria 
facilitada al consumidor de los productos alimenticios, en los envases que contengan leche 
cruda deberá aparecer claramente en la etiqueta:

a) La fecha de caducidad contemplada en el artículo 24.1 del Reglamento (UE) n.º 
1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre la 
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información alimentaria facilitada al consumidor, que no deberá ser superior a tres días 
después del ordeño.

b) Las siguientes indicaciones: «Leche cruda sin tratamiento térmico: Consumir 
únicamente tras hervir durante al menos un minuto» y «Conservar en refrigeración entre 1 y 
4 ºC».

4. Los establecimientos de comercio al por menor solo podrán utilizar leche cruda como 
materia prima o ingrediente para elaboración de productos alimenticios si la hierven o la 
someten a un tratamiento culinario equivalente.

No obstante, los establecimientos de restauración que sirvan alimentos a colectividades 
vulnerables, como hospitales, escuelas infantiles, colegios o residencias de ancianos, no 
podrán utilizar leche cruda.

5. Los titulares de las explotaciones productoras de leche no podrán suministrar leche 
cruda de su propia explotación directamente al consumidor final ni a establecimientos de 
comercio al por menor que suministren directamente al consumidor final, salvo que cumplan 
con lo establecido en los apartados 1 a 3 anteriores.

6. No obstante, lo establecido en los apartados anteriores no será exigible cuando los 
titulares de las explotaciones productoras de leche suministren leche cruda a un 
establecimiento de comercio al por menor de su misma titularidad con la finalidad de 
elaborar productos lácteos.

7. En todo caso, habrá de cumplirse con las disposiciones previstas en el Real Decreto 
989/2022, de 29 de noviembre, por el que se establecen normas básicas para el registro de 
los agentes del sector lácteo, movimientos de la leche y el control en el ámbito de la 
producción primaria y hasta la primera descarga.

Artículo 28.  Criterios relativos al calostro.
Los criterios aplicables al calostro en lo referente al número de gérmenes, células 

somáticas y los residuos de antibióticos, serán los recogidos para la leche cruda en los 
puntos 3 y 4 del apartado III, del capítulo I de la sección IX del anexo III del Reglamento (CE) 
n.º 853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

Artículo 29.  Comercialización de moluscos gasterópodos terrestres.
1. Se podrán comercializar para el consumo humano los moluscos gasterópodos 

terrestres y los huevos de las especies que figuran en el anexo VI, sin perjuicio de la 
normativa europea, nacional e internacional referida a la protección de la fauna silvestre.

2. Los moluscos gasterópodos terrestres solo podrán comercializarse en fresco si están 
vivos y sin signos evidentes de enfermedad. Además, los destinados a ser suministrados 
vivos al consumidor final, deberán expenderse limpios, especialmente de tierra o arena.

3. Los moluscos gasterópodos terrestres, tras su sacrificio, podrán ser comercializados, 
preparados o transformados de acuerdo con lo establecido en la sección XI del anexo III del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, en establecimientos autorizados.

Artículo 30.  Requisitos para los establecimientos de comidas preparadas.
1. El fraccionamiento de materias primas, productos intermedios y productos terminados, 

se realizará en función de las necesidades de trabajo o demanda, de manera que se utilicen 
las cantidades más reducidas posibles destinadas a su inmediata elaboración, consumo o 
venta y en condiciones de higiene tales que se evite toda posible contaminación o alteración 
de estos.

2. Las comidas preparadas se elaborarán con la menor antelación posible a su consumo, 
se servirán para su consumo cuanto antes, a menos que se refrigeren, congelen o se 
mantengan a una temperatura superior o igual a 63 °C.

3. Las comidas preparadas refrigeradas se mantendrán a una temperatura interna igual o 
inferior a:

a) 4 °C si su vida útil es superior a veinticuatro horas.
b) 8 °C si su vida útil es inferior a veinticuatro horas.
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4. Las comidas preparadas congeladas se mantendrán a una temperatura interna igual o 
inferior a –18 °C.

5. El operador que produzca las comidas preparadas podrá establecer temperaturas de 
conservación diferentes de las establecidas en el apartado 3, siempre que demuestre a la 
autoridad competente que estas temperaturas están basadas en evidencias científicas y que 
se garantice la seguridad de los productos.

6. Las comidas preparadas destinadas a ser refrigeradas o congeladas se someterán a 
los procedimientos adecuados para alcanzar, en el plazo más breve posible tras su 
elaboración, las temperaturas establecidas en los apartados 3 o 4 en el centro del producto. 
En el caso de las comidas preparadas en caliente, la temperatura en el centro del producto 
deberá disminuir de 60 °C a 10 °C en menos de dos horas.

7. Las comidas preparadas se mantendrán a las temperaturas de conservación indicadas 
en los apartados 2, 3 o 4 hasta su servicio y/o consumo. En su caso, se recalentarán de tal 
manera que deberá alcanzarse una temperatura de por lo menos 74 °C durante al menos 
quince segundos en el centro del alimento, en el término de una hora desde que se han 
retirado del frigorífico. Podrán aplicarse unas temperaturas de recalentamiento más bajas 
siempre que las combinaciones de tiempo/temperatura utilizadas sean equivalentes, a 
efectos de destrucción de microorganismos, a la combinación anteriormente citada.

El alimento recalentado deberá llegar a la persona consumidora lo antes posible. Todos 
los alimentos recalentados que no se consuman se descartarán y no volverán a calentarse ni 
se volverán al almacenar.

8. Deberán disponer de comidas testigo que representen las diferentes comidas 
preparadas servidas a las personas consumidoras diariamente, para posibilitar la realización 
de los estudios epidemiológicos que, en su caso, sean necesarios, los operadores 
económicos que elaboren o sirvan comidas preparadas:

a) Destinadas a residencias de mayores, centros de día, comedores escolares, escuelas 
infantiles, hospitales, campamentos infantiles u otras colectividades similares.

b) En comedores colectivos (institucionales, de empresa, etc., que tengan un menú 
común).

c) Para medios de transporte.
d) Para eventos, cuando esta sea la actividad principal de la empresa.
e) Por encargo para grupos o eventos de más de 40 personas.
9. Las comidas testigo referidas en el apartado 8 se recogerán en el momento del 

servicio, en el caso de que la elaboración y el servicio sean realizados en el mismo 
establecimiento. En el caso de que la elaboración y el servicio sean realizados en 
establecimientos diferentes, quien elabora recogerá la comida testigo en el momento más 
próximo a su salida del establecimiento y el operador que la sirva, en el momento del 
servicio.

10. Las comidas testigo estarán claramente identificadas y fechadas, se conservarán 
debidamente protegidas en refrigeración a una temperatura igual o inferior a 4 °C o en 
congelación a una temperatura igual o inferior a –18 °C, durante un mínimo de siete días y la 
cantidad corresponderá a una ración individual de como mínimo de 100 g.

11. Los contenedores para la distribución de comidas preparadas, así como las vajillas y 
cubiertos que no sean de un solo uso, serán higienizados mediante métodos mecánicos, 
provistos de un sistema que asegure su correcta limpieza y desinfección u otros equivalentes 
que sean aceptados por la autoridad competente.

CAPÍTULO V
Controles oficiales y régimen sancionador

Artículo 31.  Controles oficiales.
1. La autoridad competente llevará a cabo controles oficiales sobre el cumplimiento de lo 

previsto en este real decreto con regularidad, en función del riesgo y con la frecuencia 
apropiada de acuerdo con el artículo 9 del Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento 
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Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017. Estos controles se realizarán conforme al 
Plan Nacional de Control Oficial de la Cadena Alimentaria (PNCOCA).

2. Cuando los pequeños productores que desempeñen su actividad, tanto en la 
producción primaria y en las operaciones conexas como en cualquiera de las fases de 
producción, transformación y distribución de alimentos posteriores, sean objeto de control de 
las condiciones establecidas en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 29 de abril de 2004, y las que, en su caso, les sean de aplicación del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, las autoridades competentes tendrán en cuenta la naturaleza y el tamaño de las 
empresas, siempre que no se comprometan los objetivos de dichas normas, de acuerdo con 
las guías nacionales o de la UE que el operador esté aplicando al efecto. Para ello, se 
fomentará el desarrollo de guías de prácticas correctas de higiene, con la coordinación 
necesaria a los efectos de una protección igual frente a la salud en todo el territorio nacional.

Todas las medidas de flexibilidad establecidas en este real decreto aplicadas por los 
operadores económicos, deberán documentarse adecuadamente.

3. En orden a facilitar el control oficial, deberán estar identificados en el correspondiente 
registro:

a) Los productores o recolectores de productos primarios que realizan suministro directo 
al consumidor final o a establecimientos de comercio al por menor que suministran 
directamente al consumidor final, excepto los productores o recolectores de productos 
primarios agrícolas, que quedarán sujetos al cumplimiento de lo establecido para su registro 
en el Real Decreto 9/2015, de 16 de enero.

b) Los establecimientos acogidos a medidas de flexibilidad dispuestas en el presente real 
decreto.

Artículo 32.  Régimen sancionador.
En caso de incumplimiento de lo previsto en este real decreto o en la reglamentación en 

materia de higiene de la Unión Europea será de aplicación, en función de la materia, el 
régimen de infracciones y sanciones previsto en la Ley 17/2011, de 5 de julio, de Seguridad 
Alimentaria y Nutrición; en la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública; en la 
Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad; en la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de 
Sanidad Vegetal; en la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal; o en la Ley 32/2007, 
de 7 de noviembre, para el cuidado de los animales, en su explotación, transporte, 
experimentación y sacrificio, y en el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se 
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la 
producción agro-alimentaria, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro 
orden que pudieran concurrir.

Disposición adicional primera.  Definición de distribución local a efectos del cumplimiento 
del Reglamento (CE) n.º 37/2005, de la Comisión, de 12 de enero de 2005, relativo al control 
de las temperaturas en los medios de transporte y los locales de depósito y almacenamiento 
de alimentos ultracongelados destinados al consumo humano.

A efectos del cumplimiento del Reglamento (CE) n.º 37/200 de la Comisión, de 12 de 
enero de 2005, se entenderá por distribución local la realizada mediante vehículos que 
retornan sistemáticamente a su base de origen, cuyo radio de distribución desde el punto de 
carga no sea superior a 100 kilómetros y la capacidad de transporte útil sea igual o inferior a 
3.500 kilogramos, efectuando actos de venta y facturación a clientes, o entregando 
mercancías a través de albaranes preestablecidos.

No obstante lo anterior, en regiones insulares, la autoridad competente de la comunidad 
autónoma podrá establecer una distancia superior a los 100 kilómetros en su ámbito 
territorial.

Disposición adicional segunda.  Suministro de los establecimientos de comercio al por 
menor a otros establecimientos de estas mismas características.

(Suprimida)
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Disposición adicional tercera.  Cláusula del mercado único.
Las mercancías comercializadas legalmente en otro Estado miembro de la Unión 

Europea o en Turquía, u originarias de un Estado de la Asociación Europea de Libre 
Comercio signatario del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo y comercializadas 
legalmente en él, se consideran conformes con el presente real decreto, con excepción de la 
leche cruda destinada a la venta directa al consumidor que no cumpla unos requisitos 
equivalentes a los establecidos en el artículo 27. La aplicación de esta medida está sujeta al 
Reglamento (CE) n.º 764/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008, 
por el que se establecen procedimientos relativos a la aplicación de determinadas normas 
técnicas nacionales a los productos comercializados legalmente en otro Estado miembro y 
se deroga la Decisión n.º 3052/95/CE.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio para salas de tratamiento de reses de 
lidia.

No obstante lo establecido en el apartado p) de la disposición derogatoria única, durante 
un plazo de dos años desde la entrada en vigor de este real decreto, la carne de reses 
lidiadas también se podrá seguir obteniendo y comercializando en los términos previstos en 
el Real Decreto 260/2002, de 8 de marzo, por el que se fijan las condiciones sanitarias 
aplicables a la producción y comercialización de carnes de reses de lidia. Al final de dicho 
plazo, las salas de tratamiento de reses de lidia autorizadas antes de la entrada en vigor de 
este real decreto, que quieran seguir obteniendo y comercializando carne de reses lidiadas, 
deberán estar autorizadas como mataderos o bien como mataderos cuya única actividad sea 
el faenado de animales sacrificados de urgencia fuera del matadero.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en este real decreto y en particular:
a) Las siguientes partes del Código Alimentario Español, aprobado por el Decreto de 

Presidencia del Gobierno 2484/1967, de 21 de septiembre:
i. Los capítulos: IV, VI y VIII.
ii. La sección 2.ª del capítulo X; la sección 2.ª del capítulo XI; la sección 3.ª del capítulo 

XII; la sección 3.ª del capítulo XIII; la sección 3.ª del capítulo XIV, la sección 7.ª del capítulo 
XXIV, la sección 4.ª y la sección 5.ª del capítulo XXVI.

iii. Los apartados: 1.02.01, 1.02.02, 1.02.03, 1.02.07, 1.02.11, 1.02.12, 1.03.01, 1.03.05, 
1.03.06, 2.05.16, 2.05.18, 3.10.01, 3.10.02, 3.10.06, 3.10.35, 3.10.36, 3.10.40, 3.10.41, 
3.10.42, 3.10.43, 3.11.01, 3.11.02, 3.11.06, 3.11.07, 3.11.08, 3.11.09, 3.11.10, 3.11.11, 
3.11.12, 3.11.13, 3.11.14, 3.12.10, 3.12.11, 3.12.12, 3.13.04, 3.13.09, 3.13.11, 3.13.12, 
3.15.06.1, 3.15.06.2, 3.15.06.3, 3.15.07, 3.15.08, 3.15.17, 3.15.18, 3.15.35, 3.15.38 
(prohibiciones), 3.16.10, 3.16.11, 3.16.12, 3.16.32, 3.17.03, 3.17.07, 3.17.08, 3.17.10, 
3.20.13, 3.20.14, 3.20.51, 3.20.54, 3.20.60, 3.21.13, 3.22.15, 3.23.28, 3.23.47, 3.23.48, 
3.24.09, 3.24.10, 3.25.12, 3.25.13, 3.25.22, 3.25.23, 3.25.32, 3.25.33, 3.25.38, 3.25.49, 
3.25.50, 3.25.59, 3.25.72, 3.26.06, 3.26.07, 3.26.08, 3.29.17.

iv. Los puntos II a IX del apartado 3.13.10; la letra b) del apartado 3.14.08; la letra c) del 
apartado 3.15.15; las letras b), d) y e) del apartado 3.15.16; las letras b) y c) del apartado 
3.15.44; la letra f) del apartado 3.16.47; la letra a) del apartado 3.18.09; la letra c) del 
apartado 3.19.05; el segundo párrafo del apartado 3.20.08; la letra c) del apartado 3.20.19, la 
letra c) del apartado 3.20.49; la letra i) del apartado 3.20.55; las letras f) y g) del apartado 
3.21.12, la letra c) del apartado 3.21.24; la norma 5.ª del apartado 3.22.19; la letra d) del 
apartado 3.22.20; la norma 3ª del apartado 3.22.21; las letras g) h) e i) del apartado 3.22.31; 
la letra d) del apartado 3.23.23; el punto 7 del apartado 3.23.45; la letra c) del apartado 
3.23.46, la letra f) del apartado 3.24.08, la letra c) del apartado 3.24.13; la letra l) del 
apartado 3.25.11, las letras f) y j) del apartado 3.25.21, las letras g) y h) del apartado 
3.25.31, las letras a), b), d), e) y f) del apartado 3.25.60, las letras a), b) y c) del apartado 
3.29.18; la referencia al contenido de las etiquetas en la letra d) del apartado 3.29.18.
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v. Los criterios microbiológicos recogidos en los apartados: 3.14.09, 3.14.12, 3.15.05.2, 
3.15.05.5, 3.15.13, 3.15.43.

b) El punto 5 del artículo 4, la segunda frase del artículo 8 y el artículo 27 de la 
Reglamentación Técnico-Sanitaria para la elaboración, circulación y comercio de grasas 
comestibles (animales, vegetales y anhidras) margarinas, minarinas y preparados grasos, 
aprobada por Real Decreto 1011/1981, de 10 de abril.

c) Real Decreto 1125/1982, de 30 de abril, por el que se aprueba la Reglamentación 
Técnico-Sanitaria para la Elaboración, Circulación y Comercio de Materiales Poliméricos en 
relación con los productos alimenticios y alimentarios.

d) Real Decreto 3177/1983, de 16 de noviembre, por el que se aprueba la 
Reglamentación Técnico-Sanitaria de Aditivos Alimentarios.

e) El punto 2 del artículo 7 y los artículos 8 y 9 de la Orden de 12 de marzo de 1984, por 
la que se aprueba la norma de calidad para gelatinas comestibles destinadas al mercado 
interior.

f) El artículo 8 de la Orden de 15 de octubre de 1985, por la que se aprueba la Norma de 
Calidad para los Mejillones Cocidos y Congelados.

g) El primer párrafo del punto 1 del artículo 8 y el artículo 9 de la Orden de 15 de octubre 
de 1985, por la que se aprueba la Norma de Calidad para el Mejillón, Almeja y Berberecho 
en conserva.

h) Real Decreto 397/1990, de 16 de marzo, por el que se aprueban las condiciones 
generales de los materiales, para uso alimentario, distintos de los poliméricos.

i) Real Decreto 1477/1990, de 2 de noviembre, por el que se aprueba la reglamentación 
técnico-sanitaria de los aromas que se utilizan en los productos alimenticios y de los 
materiales de base para su producción.

j) Real Decreto 2001/1995, de 7 de diciembre, por el que se aprueba la lista positiva de 
aditivos colorantes autorizados para su uso en la elaboración de productos alimenticios, así 
como sus condiciones de utilización.

k) Real Decreto 2002/1995, de 7 de diciembre, por el que se aprueba la lista positiva de 
aditivos edulcorantes autorizados para su uso en la elaboración de productos alimenticios, 
así como sus condiciones de utilización.

l) El apartado 1 del artículo 6 y el artículo 11 del Real Decreto 618/1998, de 17 de abril, 
por el que se aprueba la reglamentación técnico-sanitaria para la elaboración, circulación y 
comercio de helados y mezclas envasadas para congelar.

m) Real Decreto 1911/2000, de 24 de noviembre, por el que se regula la destrucción de 
los materiales especificados de riesgo en relación con las encefalopatías espongiformes 
transmisibles.

n) Orden de 21 de junio de 2001, por la que se adoptan medidas complementarias de 
protección frente a las encefalopatías espongiformes transmisibles de los rumiantes.

ñ) Orden de 26 de julio de 2001 para la aplicación del anexo XI del Reglamento (CE) n.º 
999/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001, por el que se 
establecen disposiciones para la prevención, el control y la erradicación de determinadas 
encefalopatías espongiformes.

o) Real Decreto 142/2002, de 1 de febrero, por el que se aprueba la lista positiva de 
aditivos distintos de colorantes y edulcorantes para su uso en la elaboración de productos 
alimenticios, así como sus condiciones de utilización.

p) Real Decreto 260/2002, de 8 de marzo, por el que se fijan las condiciones sanitarias 
aplicables a la producción y comercialización de carnes de reses de lidia.

q) Real Decreto 640/2006, de 26 de mayo, por el que se regulan determinadas 
condiciones de aplicación de las disposiciones comunitarias en materia de higiene, de la 
producción y comercialización de los productos alimenticios.

r) Real Decreto 866/2008, de 23 de mayo, por el que se aprueba la lista de sustancias 
permitidas para la fabricación de materiales y objetos plásticos destinados a entrar en 
contacto con los alimentos y se regulan determinadas condiciones de ensayo.

s) Real Decreto 299/2009, de 6 de marzo, por el que se establecen las normas de 
identidad y pureza de los edulcorantes utilizados en los productos alimenticios.

t) Real Decreto 1465/2009, de 18 de septiembre, por el que se establecen las normas de 
identidad y pureza de los colorantes utilizados en los productos alimenticios.
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u) Real Decreto 1466/2009, de 18 de septiembre, por el que se establecen las normas 
de identidad y pureza de los aditivos alimentarios distintos de los colorantes y edulcorantes 
utilizados en los productos alimenticios.

v) Real Decreto 463/2011, de 1 de abril, por el que se establecen para los lagomorfos 
medidas singulares de aplicación de las disposiciones comunitarias en materia de higiene de 
la producción y comercialización de los productos alimenticios.

w) Real Decreto 1338/2011, de 3 de octubre, por el que se establecen distintas medidas 
singulares de aplicación de las disposiciones comunitarias en materia de higiene de la 
producción y comercialización de los productos alimenticios.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 1084/2005, de 16 de septiembre, 
de ordenación de la avicultura de carne.

El anexo II del Real Decreto 1084/2005, de 16 de septiembre, de ordenación de la 
avicultura de carne, queda redactado como sigue:

«ANEXO II
Contenido mínimo del Libro de registro de explotación

El Libro de registro de explotación contendrá, con carácter general, los siguientes 
datos:

a) Código de explotación.
b) Nombre y dirección de la explotación.
c) Identificación del titular y dirección completa.
d) Clasificación de la explotación, desglosada por cada una de las establecidas 

en el artículo 3.
e) Inspecciones y controles: fecha de realización, motivo, número de acta, en su 

caso, e identificación del veterinario actuante.
f) Capacidad máxima productiva de animales anual. Si procede, deberá indicarse 

por cada una de las clasificaciones establecidas en el artículo 3.1.
g) Entrada de lotes de animales: fecha, cantidad de animales y, si procede, 

categoría a la que pertenecen desglosado por cada una de las clasificaciones 
establecidas en el artículo 3.1; código de la explotación de procedencia y código de 
identificación del movimiento (código REMO).

h) Salida de lotes de animales: fecha, cantidad de animales y, si procede, 
categoría a la que pertenecen, desglosado por cada una de las clasificaciones 
establecidas en el artículo 3.1; código de la explotación, matadero o lugar de destino 
y código de identificación del movimiento (código REMO).

i) Bajas de los animales de la explotación: fecha, cantidad de animales, y, si 
procede, categoría a la que pertenecen y posibles causas.

j) Incidencias de cualquier enfermedad infecto-contagiosa y parasitaria, fecha, 
número de animales afectados y medidas practicadas para su control y eliminación, 
en su caso.

k) Censo total de animales mantenidos por explotación durante el año anterior 
desglosado, si procede, por cada una de las clasificaciones establecidas en el 
artículo 3.1, de acuerdo con la declaración prevista en el artículo 8.e).3.º

No obstante, el Libro de registro de los mataderos avícolas podrá no incluir los 
datos contenidos en los párrafos d), e), f) y k) de este anexo.

Lo dispuesto en los párrafos e), g), h), j) y k) de este anexo podrá registrarse a 
través de los documentos establecidos en el Real Decreto 328/2003, de 14 de 
marzo, o en otras normas, siempre y cuando todos los datos requeridos en los 
citados párrafos figuren en dichos documentos.»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 1547/2004, de 25 de junio, por 
el que se establecen normas de ordenación de las explotaciones cunícolas.

El anexo IV del Real Decreto 1547/2004, de 25 de junio, queda redactado como sigue:
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«ANEXO IV
Contenido mínimo del Libro de registro de explotación

El Libro de registro de explotación contendrá, con carácter general, los siguientes 
datos:

a) Código de explotación.
b) Nombre y dirección de la explotación.
c) Identificación del titular y dirección completa.
d) Clasificación zootécnica.
e) Inspecciones y controles: fecha de realización, motivo, número de acta (para 

los oficiales) e identificación del veterinario actuante.
f) Capacidad máxima. Deben indicarse expresamente los animales por categoría: 

machos reproductores, hembras reproductoras, animales de engorde, animales de 
reposición (hembras y machos), otros.

g) Entrada de lotes de animales: Fecha, cantidad de animales y categoría a la 
que pertenecen: machos reproductores, hembras reproductoras, animales de 
engorde, animales de reposición (hembras y machos), otros; código de la explotación 
de procedencia y código de identificación del movimiento (código REMO).

h) Salida de lotes de animales: fecha, cantidad de animales y categoría a la que 
pertenecen: machos reproductores, hembras reproductoras, animales de engorde, 
animales de reposición (hembras y machos), otros; código de la explotación, 
matadero o lugar de destino y código de identificación del movimiento (código 
REMO).

i) Bajas de los animales de la explotación: fecha, cantidad de animales y, si 
procede, categoría a la que pertenecen y posibles causas.

j) Incidencias de cualquier enfermedad infecto-contagiosa que tenga repercusión 
en la salud pública: fecha, número de animales afectados, medidas practicadas para 
su control y eliminación, en su caso.

k) Censo medio de animales durante el año anterior por categorías: machos 
reproductores, hembras reproductoras, animales de engorde, animales de reposición 
(hembras y machos), otros, de acuerdo con la declaración prevista en el artículo 
9.e).3.º

No obstante, el Libro de registro de los mataderos cunícolas no contendrá el 
apartado d), así como no será obligatorio que contenga los apartados e), f) y k).»

Disposición final tercera.  Modificación del Real Decreto 361/2009, de 20 de marzo, por el 
que se regula la información sobre la cadena alimentaria que debe acompañar a los 
animales destinados a sacrificio.

El Real Decreto 361/2009, de 20 de marzo, por el que se regula la información sobre la 
cadena alimentaria que debe acompañar a los animales destinados a sacrificio, queda 
redactado del siguiente modo:

Uno. Los apartados 3 y 4 del artículo 3 quedan redactados como sigue:
«3. El operador de la explotación ganadera, o el responsable autorizado, enviará 

la información de la cadena alimentaria de manera que el operador del matadero la 
reciba al menos veinticuatro horas antes de la llegada de los animales cuando se 
pongan en peligro los objetivos del Reglamento (CE) n.º 853/2004, así como cuando 
los animales procedan de explotaciones en las que se dé alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Explotaciones que se consideren sospechosas por haber arrojado resultados 
positivos, en el último año, a análisis de residuos en el ámbito del Real Decreto 
1749/1998, de 31 de julio, por el que se establecen las medidas de control aplicables 
a determinadas sustancias y sus residuos en los animales vivos y sus productos.

b) Explotaciones cuyos animales o medios de producción se encuentran 
inmovilizados por actuaciones judiciales en el ámbito de la salud pública o de la 
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seguridad alimentaria, y se ha autorizado el envío de los animales para su sacrificio 
en matadero.

c) Animales distintos de los lagomorfos que hayan sufrido algún tratamiento 
farmacológico dentro de los 30 días precedentes al envío al matadero.

d) Dentro de los Programas Nacionales de control o de erradicación de 
enfermedades los animales positivos, sospechosos u objeto de sacrificio o muestreo 
obligatorio.

e) Explotaciones en las que el nivel de decomisos totales o parciales afecte al 50 
% de los animales sacrificados en una misma jornada, y este hecho haya sido 
comunicado conforme al artículo 9. En este supuesto, se enviará la información de la 
cadena alimentaria con veinticuatro horas de antelación durante un mes a contar 
desde la fecha en la que se realizaron dichos decomisos.

4. En el resto de los supuestos, la información de la cadena alimentaria podrá 
llegar menos de veinticuatro horas antes de la llegada de los animales al matadero o 
acompañar a estos, en virtud de lo establecido en el apartado 7 de la sección III del 
anexo II del Reglamento (CE) 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
29 de abril de 2004. No obstante, cuando existan elementos de la información sobre 
la cadena alimentaria que puedan causar una perturbación importante de la actividad 
del matadero se comunicará, con tiempo suficiente antes de la llegada de los 
animales, al responsable de este último para que pueda planificar adecuadamente la 
actividad de sacrificio.»

Dos. El apartado 4 del artículo 5 queda redactado como sigue:
«4. Cuando se aplique la excepción prevista en el artículo 3.4, los operadores de 

los mataderos deberán evaluar la información pertinente y comunicar la información 
sobre la cadena alimentaria recibida al veterinario oficial. El sacrificio o faenado de 
los animales no podrán tener lugar hasta que el veterinario oficial lo permita.»

Tres. Se suprime la disposición adicional única.
Cuatro. La letra C del anexo II queda redactada como sigue:

«C. Información sobre los animales enviados.
1. Si los animales han sido objeto o no de una revisión general por un veterinario 

en las cuarenta y ocho horas anteriores al traslado de la documentación. En caso de 
haberse realizado y detectado anomalías de interés en su estado de salud, se 
indicará la sintomatología.

2. Animales sometidos a tratamientos, indicando nombre, fecha de 
administración y tiempo de espera de los medicamentos administrados en los últimos 
treinta días, y de aquellos que tengan un tiempo de espera mayor de treinta días 
administrados en los últimos noventa días.

3. En el caso de los porcinos, si son lechones no destetados de menos de cinco 
semanas.»

Cinco. La letra D del anexo II queda redactada como sigue:
«D. Información sobre la explotación de procedencia.
1. Calificación o estatuto sanitario de la explotación y, si es relevante, la 

calificación o estatuto sanitario de la comarca o provincia.
2. Presencia de alteraciones relevantes del estado sanitario de los demás 

animales de la explotación en las últimas cuarenta y ocho horas y si las hubiera, se 
describirá la sintomatología.

3. Diagnósticos por parte de un veterinario, en los doce meses anteriores al 
traslado, de enfermedades que puedan afectar a la inocuidad de la carne, 
relacionándolas, en su caso.

4. Resultados de los análisis de las muestras tomadas, en los últimos seis 
meses, en el marco de la vigilancia y el control de las zoonosis, haciendo referencia 
específicamente a los análisis en relación con Salmonella spp., en porcinos, y a 
Salmonella spp, Salmonella Enteritidis y Typhimurium en aves de corral.
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5. Muestras tomadas en animales, en los últimos seis meses, para investigar 
residuos, detallando las sustancias químicas analizadas y los resultados en caso 
positivo.

6. Informes, adjuntándolos, en el caso de notificación desde un matadero, de 
hallazgos con relevancia sanitaria en otros animales de esta explotación en los 
últimos dos años.

7. En su caso, las medidas suplementarias recogidas en el artículo 7.4.
8. Relación de programas de control o vigilancia de enfermedades en los que 

participan.
9. Nombre y dirección del veterinario privado que atiende normalmente la 

explotación.
10. Si se encuentra en uno de los supuestos contemplados en el artículo 3.4 en 

los que la información de la cadena alimentaria puede acompañar a los animales 
hasta el matadero.

11. Indicar si los animales proceden o no de explotaciones en régimen extensivo.
12. Para las explotaciones porcinas, indicar si proceden o no de explotaciones en 

las que el cumplimiento de las condiciones controladas, de estabulación en relación 
con Trichinella spp., ha sido reconocido oficialmente.

Esta información deberá ir acompañada con una declaración de conformidad 
firmada por el titular de la explotación de procedencia y de la fecha prevista de salida 
de los animales.

A su recepción en el matadero la declaración será firmada, en caso de 
conformidad, por el titular del matadero de destino indicando la fecha de recepción 
de los animales.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.16.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases 
y coordinación general de la sanidad.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Equivalencias entre tipo de animal y UGM

A efectos de la consideración de pequeños mataderos se aplicarán las siguientes 
correspondencias entre tipo de animal y UGM:

a) Animales bovinos adultos, tal y como se definen en el artículo 17.6 del Reglamento 
(CE) n.º 1099/2009 del Consejo, de 24 de septiembre de 2009, relativo a la protección de los 
animales en el momento de la matanza, y équidos: 1 UGM.

b) Otros animales bovinos: 0,50 UGM.
c) Cerdos con peso en vivo superior a 100 kg: 0,20 UGM.
d) Otros cerdos: 0,15 UGM.
e) Ovejas y cabras: 0,10 UGM.
f) Corderos, cabritos y cochinillos < de 15 kg de peso vivo: 0,05 UGM.
g) Lagomorfos: 0,0065 UGM.
h) Aves: según lo establecido en el anexo I del Real Decreto 637/2021, de 27 de julio, 

por el que se establecen las normas básicas de ordenación de las granjas avícolas.
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ANEXO II
Lista de ungulados domésticos, aves de corral, lagomorfos y animales de caza 
menor silvestre cuyas canales podrán contener, tras su sacrificio y 
evisceración, vísceras distintas al estómago y al intestino que se mantengan 
en conexión anatómica con el cuerpo, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 7
1. Ungulados domésticos:
– Corderos lechales.
– Cabritos lechales.
– Lechones.
2. Conejos.
3. Aves de corral domésticas que se ajusten a alguna de las siguientes condiciones:
– Que su evisceración se produzca en un matadero:
• Autorizado para el uso de etiquetado facultativo por la autoridad competente de la 

comunidad autónoma, conforme a los artículos 11 y 12 del Reglamento (CE) n.º 543/2008, 
de 16 de junio, por el que se establecen normas de desarrollo del Reglamento (CE) n.º 
1234/2007 del Consejo, en lo que atañe a la comercialización de carne de aves de corral.

• Que se encuentre en posesión del documento justificativo establecido en el artículo 29 
del Reglamento (CE) n.º 834/2007 del Consejo de 28 de junio de 2007 sobre producción y 
etiquetado de los productos ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CEE) n.º 
2092/91 o, una vez que entre en aplicación, del certificado establecido en el artículo 35 del 
Reglamento (UE) 2018/848 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de mayo de 2018, 
sobre producción ecológica y etiquetado de los productos ecológicos y por el que se deroga 
el Reglamento (CE) n.º 834/2007 del Consejo.

• Inscrito en el registro de operadores de las figuras de calidad diferenciada reconocidas 
conforme al Reglamento (UE) 1151/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
noviembre de 2012, sobre los regímenes de calidad de los productos agrícolas y alimenticios 
y habilitados para el uso de la marca correspondiente a la DOP/IGP/ETG.

– Que se trate de gallina córnica pesada o reproductora y pollo pesado.
4. Pavo, pato, pintada, oca, faisán, perdiz, codorniz y paloma.
5. Aves y lagomorfos de caza silvestre.
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ANEXO III
Modelo de declaración del titular de la explotación para el sacrificio de 

urgencia en la explotación

Declaración del titular de la explotación para el sacrificio de urgencia en la explotación
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ANEXO IV
Información a recoger en el documento de traslado de reses lidiadas sangradas
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ANEXO V
Requisitos en relación con la comercialización de leche cruda destinada a la 

venta directa al consumidor

Criterios microbiológicos aplicables a la leche cruda

Tabla 1. Criterios de seguridad

Micro-organismo Plan de muestreo (*) Límite (**) Método de análisis de referencia Estadio de aplicación del criterion c M
Campylobacter spp. 5 0 No detectado en 25 ml. EN ISO 10272-1 Producto comercializado durante su vida útil.

E. coli STEC O157. 5 0 No detectado en 25 ml.
EN ISO 16654

o
CEN/ISO TS 13136

Producto comercializado durante su vida útil.

Listeria monocytogenes. 5 0 No detectado en 25 ml. EN ISO 11290-1 Producto comercializado durante su vida útil.
Salmonella. 5 0 No detectado en 25 ml. EN ISO 6579-1 Producto comercializado durante su vida útil.

(*) n = número de unidades que constituyen la muestra; c = número de unidades de muestreo que dan valores 
superiores a M.

(**) Los límites indicados se aplican a cada unidad de muestra analizada.

Interpretación de los resultados de los análisis
Resultado satisfactorio: cuando todos los valores observados indican la ausencia de la 

bacteria.
Resultado insatisfactorio: cuando la bacteria se detecta, al menos, en una unidad de 

muestra.

Frecuencias de muestreo
Los análisis de los criterios de seguridad deberán efectuarse al menos una vez al mes.

Tabla 2. Criterios de higiene

Leche de vaca Leche de oveja Leche de otras especies
Número de gérmenes a 30 ºC (por ml). ≤ 50 000 (*) ≤ 250 000 (*) ≤ 500 000 (*)
Número de células somáticas (por ml). ≤ 300 000 (**)

(*) Media geométrica observada durante un período de dos meses, con un mínimo de dos muestras al mes.
(**) Media geométrica observada durante un período de tres meses, con un mínimo de una muestra al mes, a 

menos que la autoridad competente especifique otra metodología para tener en cuenta las variaciones estacionales 
de los niveles de producción.

ANEXO VI
Especies de moluscos gasterópodos terrestres comercializables

Familia ACHATINIDAE: Todas las especies.
Familia HELICIDAE:
Cepaea nemoralis (Linnaeus 1758).
Cepaea hortensis (Müller 1774).
Cornu aspersum aspersum (Müller 1774).
Cornu aspersum maxima (Müller 1774).
Eobania vermiculata (Müller 1774).
Helix lucorum (Linnaeus, 1758).
Helix melanostoma (Draparnaud 1801).
Helix pomatia (Linnaeus 1758).
Iberus gualtieranus (Linnaeus 1758).
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Iberus gualtieranus alonensis (Ferussac 1821).
Otala lactea (Müller 1774).
Otala punctata (Müller 1774).
Pseudotachea litturata (Pfeiffer 1851).
Pseudotachea splendida (Draparnaud 1801).
Theba pisana (Müller 1774).
Familia HYGROMIIDAE:
Cernuella virgata (Da Costa 1778).
Xerosecta cespitum (Draparnaud 1801).
Xerosecta promissa (Westerlund 1893).
Xerosecta reboudiana (Bourguignat 1863).
Familia SPHINCTEROCHILIDAE:
Sphincterochila baetica (Rossmässler 1854).
Sphincterochila candidissima (Draparnaud 1801).
Sphincterochila cariosula (Michaud, 1838).
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§ 25

Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial 

supraautonómico

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 114, de 13 de mayo de 2015

Última modificación: 24 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2015-5288

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
España se caracteriza por ser un país con gran diversidad cultural e histórica lo cual 

tiene reflejo en el reconocimiento de un gran número de alimentos con características 
propias de calidad debidas al ámbito geográfico en que han tenido origen, 
fundamentalmente, en forma de Denominaciones de Origen Protegidas (DOP) e 
Indicaciones Geográficas Protegidas (IGP).

Las DOP e IGP pueden ser consideradas como un elemento que favorece la 
diferenciación de la producción contribuyendo al incremento de la competitividad de las 
industrias agroalimentarias, fundamentalmente a través de la valorización de estos productos 
por parte del consumidor, siendo, al mismo tiempo, un instrumento vertebrador en el 
desarrollo y sostenibilidad de los tejidos rurales y erigiéndose como una seña de promoción 
de la imagen de los productos españoles en el exterior.

El primer marco jurídico de protección de las Denominaciones de Origen españolas data 
de 1932, momento en el cual nuestro país se dotó del primer marco legal en la materia, 
Estatuto del Vino, por Decreto de 8 de septiembre, posteriormente elevado a Ley por la de 
26 de mayo de 1933 y que tenía por objeto únicamente al vino. Con posterioridad, el marco 
nacional se modificó a través de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre, de Estatuto de la Viña, 
del Vino y de los Alcoholes, y que extendió el modelo al resto de alimentos. Finalmente, la 
Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y el Vino, supuso la última legislación nacional 
específica para el vino. Del mismo modo, cabe citar la sentencia del Tribunal Constitucional 
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(STC 112/1995) en la que, para hacer una distribución clara de competencias entre las 
Comunidades Autónomas y el Estado en esta materia, establece que «El Estado puede, sin 
duda, dictar normas válidas –con carácter básico o pleno según corresponda– allí donde las 
Comunidades Autónomas no tengan la competencia exclusiva. E igualmente puede ordenar 
las denominaciones de origen que abarquen el territorio de varias Comunidades Autónomas, 
una actuación que lógicamente sólo pueden efectuar los órganos generales del Estado».

Pero la evolución normativa en la materia no ha sido exclusiva de España, de tal forma 
que la Unión Europea se ha venido dotando desde la década de 1990, de manera progresiva 
y en constante evolución, de un marco legal que cubre el reconocimiento, protección y 
control de las DOP e IGP desde un enfoque armonizado y con elementos comunes para 
todos los Estados miembros. Este enfoque de la normativa europea, donde el papel de la 
Comisión Europea ha pasado a ser clave y protagonista, ha superado el planteamiento 
establecido en la normativa nacional.

En concreto, tras el examen llevado a cabo por la Unión Europea en los esquemas 
voluntarios reglamentados, las Directrices sobre mejores prácticas aplicables a los 
regímenes voluntarios de certificación de productos agrícolas y alimentarios y, sobre todo, el 
Reglamento (UE) n.º 1151/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de noviembre 
de 2012, sobre regímenes de calidad de los productos agrícolas y alimentarios, han venido a 
establecer el marco jurídico en el que deben encuadrarse tanto los nuevos tipos de 
etiquetado voluntario como los tradicionales derechos de la propiedad intelectual que 
vinculan la calidad al origen geográfico de los productos a través de las figuras de las DOP y 
las IGP, dando estabilidad a nivel europeo, mediante los preceptos principalmente del título II 
del citado Reglamento (UE), a estas figuras hoy protegidas también a nivel global por las 
normas de la Organización Mundial de Comercio y, en particular, por el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) 
aprobado en la Conferencia de Marrakech, el 15 de abril de 1994, que puso fin a la Ronda 
Uruguay y creó la propia Organización Mundial de Comercio.

Por todo ello, dada la creciente intensidad en la regulación del contenido de estos 
derechos de propiedad intelectual, especialmente por la Unión Europea, la disposición 
adicional quinta consagra la indiscutible prevalencia de dicho Derecho de la Unión Europea 
cuando regula en la actualidad o lo haga en el futuro aspectos, cualesquiera que estos sean, 
de estos derechos de propiedad intelectual sin dejar ámbitos o márgenes de apreciación a 
los Estados miembros.

En la defensa del modelo común es necesaria la implicación de los operadores, 
particularmente, a través entidades encargadas de la gestión de las DOP e IGP, las cuales 
deben contar con personalidad jurídica propia independiente de la Administración, aunque 
con una relación directa de colaboración. En este sentido, la adecuada y necesaria 
colaboración en la gestión de la figura de protección puede llegar a la atribución de funciones 
públicas en las entidades de gestión por lo que en el texto se contempla la creación de 
corporaciones de derecho público. De hecho en la propia norma se crean nueve 
corporaciones de derecho público para otros tantos Consejos Reguladores que en el 
momento de adopción de esta ley, ostentan la consideración de órganos desconcentrados 
de la Administración y que han solicitado expresamente acceder a esta fórmula legal.

II
Asimismo, para garantizar el buen funcionamiento del sistema no basta con el 

reconocimiento, la gestión y defensa de la figura de protección, también debe velarse por la 
adecuada y veraz información al consumidor, así como por el respeto a la competencia leal 
entre operadores. Reflejo de esta necesidad es la inclusión de los controles específicos 
sobre DOP e IGP en el marco regulatorio comunitario general de controles oficiales de 
piensos y alimentos.

Los nuevos preceptos establecidos por normativa europea en materia de control oficial y 
por la específica para las DOP e IGP, unidos a los múltiples cambios que ha experimentado 
el sector agroalimentario, motivan la necesidad de establecer un nuevo y único marco 
normativo nacional. Por tanto el objeto de esta ley es el establecimiento de un nuevo 
régimen jurídico, complementario a la regulación europea, aplicable a las DOP e IGP, cuyo 
ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma y delimite claramente las 
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funciones de sus entidades de gestión y el ejercicio del control oficial por parte de la 
autoridad competente.

En esta regulación, es esencial la parte relativa al control del cumplimiento de los 
requisitos establecidos con carácter obligatorio para la comercialización de los productos 
amparados, pues constituye un elemento indispensable para garantizar la seguridad jurídica 
de los diferentes operadores, y para no defraudar las expectativas de los consumidores.

A estos efectos la ley regula y desarrolla las competencias que el ordenamiento jurídico 
atribuye dentro de la Administración General del Estado al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente en relación con los productos agrarios y alimentarios 
amparados por una DOP o IGP, en particular las relativas a los controles oficiales, sin 
perjuicio de las competencias que puedan tener otros Departamentos ministeriales.

La Agencia de Información y Control Alimentarios, organismo autónomo del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, realizará funciones de control oficial antes de la 
comercialización de las DOP e IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una 
comunidad autónoma. Para asignarle estas nuevas funciones procede modificar la Ley 
12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena 
alimentaria, por la que se crea la Agencia de Información y Control Alimentarios con el fin de 
dotarla de nuevos fines y crear una tasa que se exigirá por la prestación de sus funciones de 
inspección y control y para lo cual habilita la normativa europea.

Asimismo, se recoge en esta ley de acuerdo con las previsiones de la normativa 
europea, la posibilidad de delegar tareas específicas relacionadas con los controles oficiales 
en organismos de control que actúen como organismos de certificación de producto, siempre 
que éstos cumplan unos determinados requisitos, relativos, fundamentalmente, a su 
competencia técnica, objetividad, y autorización expresa por parte de la autoridad 
competente.

Por otra parte respecto a la inspección y régimen sancionador, han sido revisados 
teniendo en cuenta la jurisprudencia resultante de la aplicación de la Ley 24/2003, de 10 de 
julio, de la Viña y el Vino. A este respecto destacar que en el apartado de prescripción y 
caducidad, si bien se recoge el principio de caducidad de la acción establecido en el artículo 
18.2 del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, ampliando el plazo, se especifica que no 
será de aplicación en el caso de procedimientos sancionadores caducados que deban ser 
reiniciados. De esta forma se respetan los efectos de la caducidad y la prescripción 
establecidos en nuestro ordenamiento jurídico (Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común).

III
La ley consta de un total de seis capítulos.
El capítulo I, sobre disposiciones generales establece el objeto y el ámbito de aplicación 

de la ley, así como sus fines y las definiciones básicas necesarias para la aplicación de la 
misma.

Mediante el capítulo II sobre cooperación entre las Administraciones públicas, se 
pretende potenciar los instrumentos de cooperación entre las Administraciones públicas, a 
partir de las experiencias desarrolladas en los últimos años. Bajo el principio de la 
voluntariedad, se trata de facilitar el desarrollo conjunto de actuaciones, con la finalidad de 
lograr una utilización más eficiente de los recursos con que cuenta el sistema de control de 
las DOP e IGP, lo que sin duda redundará en mejoras para el conjunto del sector sin 
necesidad de aportar recursos adicionales.

En particular, este capítulo aborda los diferentes supuestos en que la relación 
Administración General del Estado-comunidades autónomas se hace explícita. Se parte del 
respeto al ámbito propio de cada Administración y se arbitran fórmulas de relación, tales 
como el informe previo de la Administración que pueda verse afectada por decisiones o 
actuaciones de otra Administración, los convenios de colaboración y la constitución, en su 
caso, de consorcios para la gestión de intereses comunes, singularmente en el ámbito del 
control oficial de DOP e IGP y de los procedimientos sancionadores por infracciones 
tipificadas en esta ley.
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La colaboración se extiende a aspectos de la actuación pública especialmente sensibles, 
como son los correspondientes al ejercicio de la función inspectora.

Como exponente de los impulsos de colaboración que presiden la ley, ésta ha previsto 
que se puedan crear por acuerdo de la Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo 
Rural, las comisiones y grupos que resulten necesarios para la cooperación en el ámbito de 
la DOP e IGP.

El capítulo III define el sistema de protección de DOP e IGP de ámbito estatal. Se 
definen los principios generales del sistema y se identifican los productos afectados de 
acuerdo con la normativa europea aplicable. Asimismo, se regula el contenido y alcance de 
la protección otorgada a los nombres protegidos por estar asociados a una DOP e IGP, 
señalando que la protección se extiende desde la producción a todas las fases de la 
comercialización, presentación, publicidad, etiquetado y demás documentos comerciales de 
los productos afectados.

El capítulo IV regula las entidades de gestión, denominadas Consejos Reguladores, de 
DOP e IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma, que 
habrán de tener personalidad jurídica propia y contar con un órgano de gobierno, donde 
estén representados de manera paritaria todos los intereses económicos que participan en la 
obtención del producto y ser autorizadas por el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente. Está prevista en la ley la posibilidad de que se constituyan como 
corporaciones de derecho público a las que se pueda atribuir el ejercicio de determinadas 
funciones públicas.

El capítulo V regula aspectos generales del sistema de control de las DOP e IGP, que 
proporciona garantías para los operadores económicos y consumidores. Así se establece de 
manera explícita que corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente la verificación del cumplimiento del pliego de condiciones antes de la 
comercialización de DOP e IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad 
autónoma. Igualmente, en cumplimiento de la normativa europea, se prevé la facultad de 
delegar determinadas tareas de control en organismos de control que actúen como 
organismos de certificación de producto.

Por último, el capítulo VI, regula la inspección y el régimen sancionador aplicable en el 
ámbito de las competencias del Estado en materia de control de las DOP e IGP, tipificando 
las infracciones que quedan clasificadas como leves, graves y muy graves, y fijando la 
cuantía de las sanciones aplicables en cada caso. Se señalan, igualmente, los titulares de la 
competencia para incoar, tramitar y resolver los procedimientos sancionadores, así como las 
medidas cautelares que, en su caso, se puedan adoptar.

IV
Por otro lado, la ley, si bien deroga el título II –Sistema de protección del origen y la 

calidad de los vinos– de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y del Vino, así como otras 
disposiciones del mismo texto legal relacionadas con la citada materia, ya que buena parte 
de su contenido cabe considerar incompatible con el Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la 
organización común de mercados agrícolas y por el que se derogan los Reglamentos (CEE) 
922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y (CE) n.º 1234/2007, en las disposiciones 
adicionales segunda, tercera y cuarta se mantienen con rango de ley, y con carácter básico, 
las indicaciones relativas a las características de los vinos y la regulación de los términos 
tradicionales de los vinos, de forma coherente con lo dispuesto en las normas de la Unión 
Europea sobre dichas materias, contenida en la normativa indicada y en el R(CE) n.º 
607/2009 de la Comisión, de 14 de julio, por el que se establecen determinadas 
disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n.º 479/2008 del Consejo, en lo que atañe 
a las denominaciones de origen e indicaciones geográficas protegidas, a los términos 
tradicionales, al etiquetado y a la presentación de determinados productos vitivinícolas.

V
Este texto ha sido sometido al procedimiento previsto en la Directiva 98/34/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio, por la que se establece un procedimiento 
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de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas, y en el Real Decreto 
1337/1999, de 31 de julio, por el que se regula la remisión de información en materia de 
normas y reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad 
de la información, que incorpora esta Directiva al ordenamiento jurídico español.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
Esta ley tiene por objeto el establecimiento del régimen jurídico, complementario al 

establecido por el Derecho de la Unión Europea, que se recoge en la disposición adicional 
quinta, aplicable a las Denominaciones de Origen Protegidas, en lo sucesivo DOP, e 
Indicaciones Geográficas Protegidas, en lo sucesivo IGP; contempladas en el artículo 10 de 
esta ley cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma, en adelante 
de ámbito territorial supraautonómico, con especial atención al control oficial antes de la 
comercialización.

Artículo 2.  Fines.
Son fines de la ley los siguientes:
a) Regular la titularidad, el uso, la gestión y la protección de las DOP e IGP vinculadas a 

un origen cuyo ámbito territorial se extiende a más de una comunidad autónoma, con 
independencia del tipo de producto amparado, así como el régimen jurídico aplicable a su 
control.

b) Garantizar la protección de las DOP e IGP como derechos de propiedad intelectual 
por los medios previstos en esta ley y, en su caso, por los previstos por el Derecho de la 
Unión Europea que se recoge en la disposición adicional quinta y en el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC).

c) Proteger los derechos de los productores y de los consumidores, garantizando el 
cumplimiento del principio general de veracidad y justificación de la información que figure en 
el etiquetado de los productos amparados por una DOP o IGP cuyo ámbito territorial se 
extiende a más de una comunidad autónoma.

d) Favorecer la cooperación entre las Administraciones Públicas competentes.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta ley, se establecen las siguientes definiciones:
a) Pliego de condiciones: Documento normativo que establece los requisitos que debe 

cumplir un producto procedente de una DOP o IGP, también denominado «expediente 
técnico» para las indicaciones geográficas de bebidas espirituosas.

b) Operador: La persona física o jurídica responsable de asegurar que sus productos 
cumplen con los criterios establecidos en el pliego de condiciones antes de la 
comercialización del producto, así como con el resto de los preceptos de esta ley.

CAPÍTULO II
Cooperación entre Administraciones públicas

Artículo 4.  Principios de actuación.
1. En sus relaciones con las comunidades autónomas, la Administración General del 

Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ella ajustarán sus 
actuaciones a lo previsto en los artículos 3 y 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.
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2. En cualesquiera supuestos en los que las decisiones o las actuaciones de la 
Administración actuante puedan afectar a las competencias de otras Administraciones, 
aquélla deberá recabar informe de éstas últimas antes de resolver.

Artículo 5.  Supuestos que afecten a varias autoridades competentes.
Cuando estén afectados los territorios de varias comunidades autónomas y deban actuar 

éstas y la Administración General del Estado, las Administraciones afectadas podrán 
establecer aquellos mecanismos de colaboración y coordinación que estimen pertinentes 
para el adecuado ejercicio de las respectivas competencias, los cuales podrán prever la 
designación de un único órgano para la tramitación de los procedimientos administrativos 
correspondientes.

Artículo 6.  Convenios de colaboración.
Las Administraciones públicas competentes podrán suscribir convenios de colaboración 

y establecer para su gestión una organización común personificada en la forma prevista en 
el apartado 5 del artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La organización común asumirá las funciones que expresamente determine el convenio 
de colaboración y podrá recibir de las Administraciones competentes la encomienda de las 
atribuciones que sean precisas para el mejor cumplimiento de las tareas propias de dichas 
Administraciones, singularmente en el ámbito del control oficial de las DOP e IGP y los 
procedimientos sancionadores por infracciones tipificadas en esta ley.

Artículo 7.  Colaboración en el ejercicio de la función inspectora.
Las Administraciones públicas y los organismos públicos vinculados o dependientes de 

ella suministrarán, cuando sean requeridos para ello y de acuerdo con la normativa aplicable 
en cada caso, la información que se les solicite por los correspondientes servicios de 
inspección, y prestarán la colaboración necesaria.

En materia de inspección y control, las Administraciones públicas competentes podrán 
solicitar el apoyo necesario de cualquier otra autoridad, así como de las Fuerzas y Cuerpos 
de seguridad estatales, autonómicos o locales.

Artículo 8.  Órganos de cooperación en materia de Denominaciones de Origen Protegidas e 
Indicaciones Geográficas Protegidas.

De conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, por Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Agricultura y Desarrollo 
Rural se podrán crear aquellas comisiones y grupos que resulten necesarios para la 
cooperación en el ámbito de las DOP e IGP.

CAPÍTULO III
La protección de las Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones 

Geográficas Protegidas

Artículo 9.  Objetivos generales.
Son objetivos generales de las DOP e IGP, sin perjuicio de lo regulado por la normativa 

europea, los siguientes:
a) Proteger los derechos de los productores y de los consumidores, garantizando el 

cumplimiento del principio general de veracidad y justificación de la información que figure en 
el etiquetado de los productos agrarios y alimentarios amparados por una DOP o IGP.

b) Garantizar la especificidad del producto agrario o alimentario amparado por una DOP 
o IGP y su protección, manteniendo su diversidad y reputación comercial.

c) Proporcionar a los operadores un instrumento para la diferenciación de sus productos, 
como elemento adicional para contribuir a fortalecer la competencia leal y efectiva del sector.
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Artículo 10.  Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones Geográficas Protegidas.
Se consideran a los efectos de la presente ley las siguientes DOP e IGP que establece la 

normativa de la Unión Europea:
a) Las Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones Geográficas Protegidas de 

los productos vitivinícolas.
b) Las Indicaciones Geográficas de bebidas espirituosas.
c) Las Indicaciones Geográficas de vinos aromatizados, de bebidas aromatizadas a base 

de vino y de cócteles aromatizados de productos vitivinícolas.
d) Las Denominaciones de Origen Protegidas y las Indicaciones Geográficas Protegidas 

de otros productos de origen agrario o alimentario.

Artículo 11.  Denominaciones de Origen e Indicaciones Geográficas transfronterizas.
1. En el caso de las DOP o IGP cuyo ámbito territorial afecta al territorio nacional y, 

además, a otro u otros Estados miembros de la Unión Europea, la relación con la autoridad 
competente del otro u otros Estados miembros corresponderá a la Administración General 
del Estado a través del cauce correspondiente.

2. Se articularán los procedimientos de colaboración adecuados por parte de la 
Administración General del Estado y las comunidades autónomas afectadas por una 
indicación geográfica transfronteriza.

3. Para la adopción de las decisiones correspondientes, la Administración General del 
Estado consultará a las comunidades autónomas afectadas.

Artículo 12.  Titularidad, uso y gestión de los nombres protegidos por una DOP o IGP de 
ámbito territorial supraautonómico.

1. Los nombres protegidos por estar asociados con una DOP o IGP supraautonómica 
son bienes de dominio público estatal que no pueden ser objeto de apropiación individual, 
venta, enajenación o gravamen.

2. No podrá negarse el uso de los nombres protegidos a cualquier persona física o 
jurídica que cumpla los requisitos establecidos para cada DOP o IGP, salvo por sanción de 
pérdida temporal del uso del nombre protegido o por cualquier otra causa legalmente 
establecida.

Artículo 13.  Protección.
De conformidad con la protección ofrecida por la normativa de la Unión Europea:
1. Los nombres protegidos por estar asociados a una DOP o IGP no podrán utilizarse 

para la designación de otros productos comparables no amparados.
2. La protección se extenderá desde la producción a todas las fases de comercialización, 

a la presentación, a la publicidad, al etiquetado y a los documentos comerciales de los 
productos afectados. La protección se aplica contra cualquier uso indebido, imitación o 
evocación e implica la prohibición de emplear cualquier indicación falsa o falaz en cuanto a 
la procedencia, el origen geográfico, la naturaleza o las características esenciales de los 
productos en el envase o en el embalaje, en la publicidad o en los documentos relativos a 
ellos.

3. Los nombres que sean objeto de una DOP o IGP no podrán ser empleados en la 
designación, en la presentación o en la publicidad de productos de similar especie o 
servicios, a los que no les haya sido asignado el nombre y que no cumplan los requisitos de 
dicho tipo de protección o designación, aunque tales nombres vayan traducidos a otras 
lenguas o precedidos de expresiones como «tipo», «estilo », «imitación» u otros similares, ni 
aun cuando se indique el verdadero origen geográfico del producto. Tampoco podrán 
emplearse expresiones del tipo «producido en...», «con fabricación en...» u otras análogas.

4. Los nombres objeto de una DOP o IGP no podrán utilizarse como nombres de dominio 
de internet cuando su titular carezca de derechos o intereses legítimos sobre el nombre y lo 
emplee para la promoción o comercialización de productos comparables no amparados por 
ellas. A estos efectos, los nombres objeto de una DOP o IGP están protegidos frente a su 
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uso en nombres de dominio de internet que consistan, contengan o evoquen dichas DOP o 
IGP.

5. No podrán registrarse como marcas, nombres comerciales o razones sociales los 
signos que reproduzcan, imiten o evoquen una denominación protegida como DOP o IGP, 
siempre que se apliquen a los mismos productos o a productos similares, comparables o que 
puedan considerarse ingredientes o que puedan aprovecharse de la reputación de aquéllas.

6. Los operadores agrarios y alimentarios deberán introducir en las etiquetas y 
presentación de los productos acogidos a una DOP o IGP elementos suficientes para 
diferenciar de manera sencilla y clara su designación o tipo de protección y su origen 
geográfico o procedencia, y para evitar, en todo caso, la confusión en los consumidores.

7. No podrá exigirse a los operadores de una determinada DOP o IGP el uso de marcas 
en exclusiva para los productos de dicha DOP o IGP. En cualquier caso, la designación y 
presentación de los productos de dicho operador contendrá elementos identificativos 
suficientes para evitar que se induzca a error o confusión al consumidor.

8. A solicitud justificada del grupo de productores previsto en el apartado 1 del artículo 
14, se podrá regular, en los correspondientes pliegos de condiciones, la protección de los 
nombres geográficos de las subzonas y municipios, notablemente vinculados a las DOP e 
IGP, utilizados para la comercialización del producto agrario o alimentario amparado por 
tales figuras, siempre y cuando no se oponga a lo establecido en la normativa general sobre 
información alimentaria.

Artículo 14.  Reconocimiento de Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones 
Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico.

1. Todo grupo de productores de un producto determinado o un productor podrá solicitar 
el reconocimiento de una DOP o IGP, en la forma y condiciones previstas en la normativa de 
la Unión Europea.

2. El procedimiento en la fase nacional, establecido por normativa de la Unión Europea, 
corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, en el caso de 
una DOP o IGP cuyo ámbito territorial se extienda a más de una comunidad autónoma. 
Dicho procedimiento nacional será desarrollado reglamentariamente.

CAPÍTULO IV
Entidades de gestión

Artículo 15.  Composición.
La gestión de una o varias DOP o IGP podrá ser realizada por una entidad de gestión 

denominada Consejo Regulador, en el que estarán representados los operadores inscritos 
en los registros de la DOP o IGP correspondiente y que deberá disponer de la previa 
autorización del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente en los términos 
previstos reglamentariamente. Dicha entidad de gestión cumplirá, al menos, las siguientes 
condiciones:

a) Tener personalidad jurídica propia.
b) Contar con un órgano de gobierno, donde estén representados de manera paritaria 

todos los intereses económicos y sectoriales que participan de manera significativa en la 
obtención del producto protegido.

c) Contar con los medios necesarios para poder desarrollar sus funciones.
El plazo para resolver por parte del órgano competente del Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente que se determine reglamentariamente sobre la solicitud de 
autorización será de seis meses a contar desde la presentación de la solicitud. El transcurso 
de dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa permitirá al interesado entender 
desestimada su solicitud.
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Artículo 16.  Funciones.
Serán funciones de las entidades de gestión, con carácter indicativo y no exhaustivo, las 

siguientes:
a) La promoción y la defensa del producto protegido, así como procurar una exhaustiva 

protección del nombre amparado por la DOP o IGP, registrando a tal fin las correspondientes 
marcas, nombres de dominios de internet y otros derechos de propiedad industrial que 
puedan complementar la protección prevista por la legislación en esta materia.

Ejercer las acciones judiciales o extrajudiciales a su alcance para defender el nombre 
protegido por la DOP o IGP frente a su utilización ilegítima que constituyan actos de 
competencia desleal u otros usos indebidos.

b) Proponer las modificaciones del pliego de condiciones al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.

c) Llevar los registros de carácter interno exigidos por las normas técnicas de cada 
entidad, así como colaborar con el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
en el mantenimiento de los registros oficiales relacionados con la DOP o IGP.

d) Colaborar con el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y órganos 
competentes de las comunidades autónomas, en particular, en sus actuaciones de control 
oficial.

e) Con independencia de las denuncias que se puedan presentar ante otras autoridades 
administrativas u órganos judiciales, denunciar ante el Ministerio de Agricultura, Alimentación 
y Medio Ambiente prácticas no conformes a lo establecido en el pliego de condiciones y en 
la normativa legal vigente relacionada con el ámbito de aplicación de la presente ley, con 
independencia de las denuncias que se puedan presentar ante otras autoridades 
administrativas u órganos judiciales.

f) Calificar cada añada o cosecha en el caso de las DOP o IGP de vinos.
g) Aplicar unos estatutos que obliguen a sus miembros, entre otros, a lo siguiente:
1.º A aplicar las normas adoptadas por la entidad de gestión en materia de: notificación 

de la producción, comercialización y protección del medio ambiente;
2.º A facilitar la información solicitada por la entidad de gestión con fines estadísticos y 

seguimiento de la producción y comercialización;
3.º A someterse al régimen de control interno que, en su caso, estatutariamente se 

establezca;
4.º A responder de los incumplimientos de las obligaciones previstas en los estatutos, así 

como facilitar la supervisión de su cumplimiento; y
5.º A remitir las declaraciones o informes a que estén obligados.
Las anteriores funciones habrán de realizarse de acuerdo con la normativa nacional y 

europea, y en ningún caso se deberá facilitar o dar lugar a conductas contrarias a la 
competencia incompatibles con los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea.

Artículo 17.  Régimen jurídico.
Las entidades de gestión podrán adoptar la forma de corporación de derecho público con 

plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. A estos efectos:
a) Se relacionarán con la Administración General del Estado a efectos de esta ley a 

través del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.
b) Adquirirán personalidad jurídica desde que se constituyan sus órganos de gobierno.
c) Se regirán por el derecho privado. No obstante, sus actuaciones deberán ajustarse a 

lo dispuesto en la presente ley, a los reglamentos que la desarrollen, a la normativa europea 
que sea de aplicación, a sus estatutos y, en el ejercicio de potestades o funciones públicas, 
al Derecho administrativo.

d) Estarán integradas por los operadores inscritos en los registros oficiales de la DOP o 
IGP correspondiente.

e) Elaborarán y aprobarán unos estatutos que deberán ser sometidos, para su 
aprobación administrativa, al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y que 
deberán incluir, al menos, sus fines y funciones, organización, derechos y obligaciones de 
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los operadores que los integren, régimen económico y financiero, control interno, de existir, y 
régimen disciplinario. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente con 
carácter previo a denegar los estatutos someterá los mismos al dictamen del Consejo de 
Estado.

f) La estructura y funcionamiento deberán ser democráticos. A tales efectos podrá 
entenderse los sistemas de representación basados en el voto ponderado.

g) Realizarán cualquier otra función que, con independencia de las establecidas en la 
presente ley, les atribuya el ordenamiento jurídico, sus estatutos o resulten del pliego de 
condiciones de la DOP o IGP que sean compatibles con su naturaleza y con la normativa 
vigente.

h) Además de las funciones contempladas en el artículo 16, podrán realizar las 
siguientes que habrán de realizar de acuerdo con la normativa nacional y europea, y en 
ningún caso se deberá facilitar o dar lugar a conductas contrarias a la competencia 
incompatibles con los artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea:

1.º Llevar los registros oficiales exigidos por las normas de aplicación, incluidos los 
registros de operadores.

2.º Adoptar, en los términos previstos en la Política Agrícola Común y en el marco del 
pliego de condiciones aplicable a cada DOP o IGP, para cada campaña, según criterios de 
defensa y mejora de la calidad, los límites máximos de producción y de transformación o la 
autorización de cualquier aspecto de coyuntura anual que pueda influir en estos procesos. 
Dichas decisiones se harán públicas de forma que se garantice su posibilidad de acceso a 
todos los interesados y se comunicarán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente quien, cuando proceda, comunicará a la Comisión las medidas adoptadas.

3.º Emitir certificados de producto u operador acogido a la DOP o IGP a requerimiento 
del interesado que lo solicite.

4.º Establecer los requisitos mínimos que deben cumplir las etiquetas comerciales, que 
se comunicarán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y se harán 
públicos de forma que se garantice su posibilidad de acceso a todos los interesados.

5.º Establecer los requisitos y gestionar contraetiquetas, precintos y otros marchamos de 
garantía.

6.º Realizar todas aquellas funciones que les sean expresamente asignadas por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente relacionadas con las DOP e IGP, 
excluido el control oficial, salvo en las condiciones previstas en el artículo 23, en relación con 
los intereses tutelados por la figura de protección.

Las resoluciones que se adopten respecto del ejercicio de estas funciones podrán ser 
objeto de impugnación en vía administrativa ante el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente.

Artículo 18.  Financiación.
Las entidades de gestión podrán exigir contribuciones económicas a los operadores para 

financiar el coste derivado de sus normas de organización y funcionamiento.

Artículo 19.  Obligaciones de información y control.
Las entidades de gestión facilitarán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 

Ambiente la información que reglamentariamente se establezca, y se someterán a su control.

Artículo 20.  Ámbito geográfico.
Cuando el ámbito geográfico de una organización interprofesional agroalimentaria 

coincida con la zona de producción y elaboración de una DOP o IGP, y dicha organización 
interprofesional se encuentre regulada al amparo de lo dispuesto en la Ley 38/1994, de 30 
de diciembre, de organizaciones interprofesionales agroalimentarias, y esté, además, 
reconocida para el mismo producto que el de la DOP o IGP, y con el mismo requisito de 
paridad entre los diferentes subsectores, podrá establecerse, a solicitud de dicha 
Organización Interprofesional, que la representación en el órgano de gobierno de la entidad 
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de gestión, y la composición del mismo, sea la establecida en la Junta Directiva de la 
Organización Interprofesional.

CAPÍTULO V
El control de las Denominaciones de Origen Protegidas e Indicaciones 

Geográficas Protegidas

Artículo 21.  Autocontrol.
1. Los operadores, en todas y cada una de las etapas de producción y elaboración 

deberán establecer un sistema documentado de autocontrol de las operaciones del proceso 
productivo que se realicen bajo su responsabilidad, con el fin de cumplir lo establecido en la 
legislación específica correspondiente y asegurar el cumplimiento del pliego de condiciones 
de los productos así como cualquier otra disposición que le sea de aplicación.

2. Los operadores deberán conservar la documentación referida al autocontrol durante 
un período mínimo de cinco años, debiendo ampliarse en función de la vida útil del producto.

3. Las entidades de gestión podrán establecer, en el marco del control interno, sistemas 
de consultoría y asesoramiento orientados a facilitar a los operadores el cumplimiento del 
pliego de condiciones de un producto.

Artículo 22.  El control oficial.
1. El control oficial de las DOP e IGP antes de la comercialización consistirá en la 

verificación del cumplimiento del pliego de condiciones de un producto. Afectará a todas las 
etapas y actividades que se recojan en el mismo, incluido, en su caso, la producción, la 
manipulación, la clasificación, la elaboración, la transformación, la conservación, el 
envasado, el almacenamiento, el etiquetado, la presentación y el transporte.

2. El control oficial se aplicará también a todos los productos y elementos que 
intervengan en los procesos que forman parte de la cadena: materias primas, ingredientes, 
productos semiacabados o intermedios y productos terminados; los procesos y equipos 
tecnológicos de fabricación, elaboración y tratamiento de alimentos; los medios de 
conservación y de transporte; así como en el etiquetado, presentación y publicidad de los 
alimentos.

3. El control oficial consistirá en la inspección de los locales, instalaciones y 
explotaciones relacionados con el producto amparado por la figura de DOP o IGP, en la toma 
de muestras y en su análisis, y en el examen documental. También se aplicará a la 
verificación de la planificación y ejecución de los sistemas de autocontrol y control interno y 
de sus registros documentales.

4. El control oficial se atendrá a los principios de legalidad, proporcionalidad, seguridad, 
contradicción, agilidad y simplificación administrativa.

5. El control oficial es competencia del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente. El sistema de control para cada DOP o IGP será establecido previa consulta a la 
entidad de gestión.

Artículo 23.  Delegación de tareas de control oficial.
1. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá delegar 

determinadas tareas de control relacionadas con la verificación del cumplimiento del pliego 
de condiciones antes de la comercialización en uno o varios organismos de control que 
actúen como organismos de certificación de producto, de conformidad con lo establecido en 
la normativa europea sobre los controles oficiales.

2. Los organismos de control que actúen como organismos de certificación de producto 
deberán estar acreditados de conformidad con la norma UNE-EN ISO/IEC 17065:2012 o 
norma que la sustituya. En tanto obtienen la acreditación, el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente podrá conceder autorizaciones provisionales de doce meses 
para tales organismos.

3. En el caso de que los organismos de certificación conozcan irregularidades durante su 
labor de control, procederán a su denuncia ante la autoridad competente.
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4. El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá retirar o suspender 
la delegación si los organismos de control no están realizando correctamente las tareas que 
les han sido asignadas, en particular en los supuestos de la comisión de infracción grave o 
muy grave tipificadas en el apartado 2 del artículo 31 y en el apartado 2 del artículo 32 de 
esta ley. La delegación se retirará sin demora si el organismo de control no toma medidas 
correctoras adecuadas y oportunas.

5. Corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la 
supervisión de la labor realizada por los organismos delegados.

Artículo 24.  El control interno de las entidades de gestión.
1. Las entidades de gestión podrán establecer en sus estatutos un sistema de control 

interno destinado al seguimiento del cumplimiento de las obligaciones asumidas por los 
operadores, incluidas en el pliego de condiciones.

2. Cuando la entidad de gestión esté constituida como corporación de derecho público 
los informes derivados de la aplicación del sistema de control interno, relativos al 
incumplimiento del pliego de condiciones por parte de algún operador, podrán tener la 
consideración de solicitud de iniciación de procedimiento sancionador a petición razonada de 
otro órgano, previsto en el artículo 69, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. A tal 
efecto, la programación anual del control interno aplicado deberá ser aprobado por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

3. Adicionalmente a lo previsto en el apartado anterior, cuando la entidad de gestión esté 
constituida como corporación de derecho público, los hechos relativos al incumplimiento del 
pliego de condiciones por parte de algún operador constatados por el personal de la 
estructura encargada del control interno tendrán presunción de certeza y constituirán prueba 
documental pública a efectos de su valoración en el procedimiento sancionador sin perjuicio 
de las pruebas que en defensa de sus derechos o intereses pueda señalar o aportar el 
interesado. A tal efecto la estructura deberá estar acreditada de conformidad con la norma 
UNE-EN ISO/IEC 17020/2012 y comunicará al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente con regularidad y siempre que éste lo pida, los resultados de los controles 
llevados a cabo. Si los resultados de los controles revelan o hacen sospechar un 
incumplimiento, la estructura informará inmediatamente de ello a la autoridad competente.

4. Corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente la 
supervisión de la aplicación del sistema de control interno por parte de las entidades de 
gestión.

El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente podrá retirar la presunción 
de certeza y consideración de prueba documental pública, prevista en el apartado tercero del 
presente artículo, si los resultados de una auditoría o de una inspección revelan que la 
estructura encargada del control interno no lo está realizando adecuadamente. Se retirará 
sin demora si la estructura encargada del control interno no toma medidas correctoras 
adecuadas y oportunas.

Artículo 25.  Obligaciones de los operadores, de las entidades de gestión y de los 
organismos de control.

1. Todos los operadores, sus entidades de gestión, así como los organismos de control 
en que se hayan delegado determinadas tareas estarán obligados a conservar la 
documentación que establezca la normativa aplicable en cada caso en condiciones que 
permitan su comprobación y por un tiempo mínimo de cinco años pudiendo superarse hasta 
el final de la vida útil del producto.

2. Los operadores estarán obligados a:
a) Cumplir con el pliego de condiciones de la DOP o IGP, así como las normas 

necesarias para su correcta aplicación.
b) Suministrar toda clase de información sobre instalaciones, productos, servicios o 

sistemas de producción o elaboración, permitiendo la directa comprobación en el marco del 
control oficial.
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c) Mostrar la documentación administrativa, industrial, mercantil y contable relativa a su 
actividad que se considere necesaria para el desarrollo de las actuaciones de control oficial.

d) Facilitar que se obtenga copia o reproducción de la referida documentación.
e) Permitir que se practique la oportuna toma de muestras o cualquier otro tipo de control 

o ensayo sobre los productos o mercancías que elaboren, distribuyan, o comercialicen, y 
sobre las materias primas, aditivos o materiales que utilicen, en el marco de control oficial.

f) Facilitar los medios materiales y humanos necesarios de que dispongan para el 
desarrollo de las actuaciones de control oficial.

g) Notificar los datos necesarios para su correspondiente inscripción en los registros 
llevados por las entidades de gestión que se puedan establecer por disposiciones de 
organización y funcionamiento de las entidades de gestión o por norma reglamentaria. 
Cuando no exista entidad de gestión, a notificar tales datos al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.

h) Comunicar las etiquetas comerciales ante el órgano de gestión al menos quince días 
antes de su puesta en circulación. Ante tal comunicación, el órgano de gestión podrá 
presentar observaciones en el caso de haber establecido los requisitos previstos en el 
apartado 4.º de la letra h) del artículo 17 de esta ley.

i) Colaborar con las entidades de gestión y otras autoridades competentes para defender 
y promocionar la DOP o IGP y los productos amparados.

j) Contribuir económicamente a la financiación de las entidades de gestión para el 
desarrollo de las funciones que le son propias, de acuerdo en lo previsto en los artículos 18 y 
24.

3. Las entidades de gestión están obligadas a:
a) Suministrar toda la información que requieran los servicios de inspección.
b) Mostrar toda la documentación administrativa y contable relativa a su gestión que se 

considere necesaria por la inspección para el desarrollo de sus actuaciones.
c) Colaborar con los servicios de inspección de control oficial.
d) Denunciar a la autoridad competente las irregularidades que conociesen y, en 

particular, las detectadas mediante su control interno.
e) Llevar al día los libros y registros, así como realizar las declaraciones que 

reglamentariamente se establezcan.
f) Publicar los acuerdos y decisiones de carácter general.
4. Los organismos de control están obligados a:
a) Denunciar ante la autoridad competente las irregularidades encontradas en la 

realización de sus tareas de control.
b) Colaborar con la autoridad competente para el control oficial.
c) Informar de las actuaciones realizadas en las condiciones que reglamentariamente se 

establezcan, poniendo a disposición del control oficial las actuaciones realizadas en 
cumplimiento de las tareas delegadas.

d) Informar de los operadores que controlan, en desarrollo de sus funciones de 
certificación.

e) Llevar al día los libros y registros, así como realizar las declaraciones que 
reglamentariamente se establezcan.

CAPÍTULO VI
Inspección y régimen sancionador

Artículo 26.  Principios generales.
1. A los efectos de esta ley, se considerarán infracciones administrativas las que se 

tipifican en los artículos siguientes como leves, graves y muy graves.
2. El ejercicio de la potestad sancionadora en ejecución de lo dispuesto en esta ley 

corresponderá al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente siendo conforme 
a lo dispuesto en el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
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Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

3. Cuando los servicios del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente en 
el ejercicio de sus funciones de control oficial aprecien que pudiera existir riesgos para la 
salud de las personas, la salud animal y vegetal, incluido el material de reproducción vegetal, 
el medio ambiente o incumplimiento de la legislación en materia de calidad comercial o 
consumo, trasladarán la parte correspondiente de las actuaciones a las autoridades 
competentes.

Artículo 27.  Los inspectores como agentes de la autoridad.
1. En el ejercicio de sus funciones de control, los funcionarios que realicen las tareas de 

inspección tendrán el carácter de agente de la autoridad, con los efectos del apartado 3 del 
artículo 137 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, pudiendo solicitar el 
apoyo de cualquier autoridad, así como de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad estatales, 
autonómicas o locales.

2. Los inspectores podrán acceder directamente a las explotaciones, locales, 
instalaciones y medios de transporte, y a la documentación administrativa, industrial, 
mercantil y contable de las empresas que inspeccionen cuando lo consideren necesario en 
el curso de sus actuaciones que, en todo caso, tendrán carácter confidencial.

3. Los inspectores están obligados de modo estricto a cumplir el deber de secreto 
profesional. El incumplimiento de este deber será sancionado conforme a los preceptos de 
reglamento de régimen disciplinario correspondiente.

Artículo 28.  Acta de inspección.
1. En las actuaciones de inspección, el inspector levantará acta en la que constarán los 

datos relativos de la empresa o explotación inspeccionada y de la persona ante quien se 
realiza la inspección.

2. En el acta se harán constar además, las evidencias constatadas, las medidas que 
hubiera ordenado el inspector y todos los hechos relevantes para la inspección, en especial 
los que puedan tener incidencia en un eventual procedimiento sancionador.

3. El acta de inspección será firmada por el inspector y por el titular de la empresa o 
explotación sujeta a inspección, o por su representante legal o persona responsable y, en 
defecto de los mismos, por cualquier empleado. Se dejará copia del acta debidamente 
identificada al inspeccionado. Cuando las personas anteriormente citadas se negasen a 
intervenir en el acta, ésta será autorizada con la firma de un testigo si fuera posible, sin 
perjuicio de exigir las responsabilidades contraídas por tal negativa. El acta será autorizada 
con la firma del inspector en todo caso.

4. Las actas formalizadas de acuerdo con lo establecido en los apartados anteriores 
gozarán de presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus 
respectivos derechos puedan aportar los propios interesados.

5. Dicha acta se remitirá al órgano competente para iniciar las actuaciones, diligencias o 
procedimientos oportunos, incluido, en su caso, el procedimiento sancionador.

Artículo 29.  Medidas cautelares.
1. La autoridad competente, mediante acuerdo motivado, podrá adoptar las medidas 

cautelares que estime necesarias en relación con las infracciones graves y muy graves 
previstas en esta ley, para evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción y satisfacer 
las exigencias de los intereses generales.

2. Los inspectores, por razones de urgencia y para proteger provisionalmente los 
intereses implicados, podrán inmovilizar de manera cautelar las mercancías, productos, 
envases, etiquetas, y otros elementos relacionados con alguna de las infracciones graves o 
muy graves previstas en esta ley, siempre que exista un riesgo de daño a las personas, los 
animales o el medio ambiente, o puedan suponer un posible fraude o engaño al consumidor, 
haciendo constar en el acta tanto el objeto como los motivos de la intervención.
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3. Las medidas cautelares adoptadas por los inspectores deberán ser confirmadas, 
modificadas o levantadas, en un plazo no superior a quince días, por la autoridad 
competente. Las medidas cautelares perderán su efecto si transcurrido el citado plazo, no se 
produce un pronunciamiento expreso.

4. Si se inicia un procedimiento sancionador, dichas medidas cautelares deberán ser 
confirmadas o modificadas de forma expresa por el órgano competente para resolver el 
procedimiento. No obstante, por razones de urgencia inaplazable, la confirmación o 
modificación de las citadas medidas podrá acordarse por el órgano competente para iniciar 
el procedimiento sancionador o el instructor del mismo.

5. Cuando la presunta infracción detectada fuera imputable a una entidad de gestión, o a 
un organismo de control que actúe como organismo de certificación de producto, el órgano 
competente para incoar el procedimiento sancionador podrá acordar la suspensión cautelar 
del reconocimiento de la indicada entidad de gestión o de la delegación de determinadas 
tareas en el organismo de control, proponiendo a la autoridad competente para su 
designación o reconocimiento que establezca el sistema de gestión o de control que le 
sustituya en tanto se sustancia el procedimiento sancionador.

6. En todo caso las medidas previstas en este artículo podrán ser alzadas o modificadas, 
de oficio o a instancia de parte, durante la tramitación del procedimiento por acuerdo 
motivado de la autoridad que resuelva. Dichas medidas se extinguirán con la eficacia de la 
resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

7. Si existieran gastos ocasionados por las medidas adoptadas, correrán a cargo, según 
el caso, de los operadores, los organismos de control o las entidades de gestión.

8. Las medidas cautelares deberán ajustarse en intensidad, proporcionalidad y 
necesidades a los objetivos que se pretendan garantizar, ponderando los intereses en juego, 
eligiendo las que menos perjudiquen a la libertad de circulación de bienes, de empresa o de 
otros derechos afectados.

Artículo 30.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves:
a) La no presentación de los registros o libros-registro o documentación, cuya tenencia 

en las instalaciones inspeccionadas sea preceptiva cuando fueren requeridos para su control 
en actos de inspección, siempre que se considere una omisión de carácter ocasional.

b) Las inexactitudes o errores de cantidad de carácter ocasional en los registros, los 
documentos de acompañamiento, las declaraciones o en general en la documentación que 
fuera preceptiva, cuando la diferencia entre la cantidad consignada en los mismos y la 
correcta no supere un cinco por ciento de esta última.

c) El retraso en las anotaciones de los registros, la presentación de declaraciones y en 
general la documentación que fuera preceptiva cuando no haya transcurrido más de un mes 
desde la fecha en que debió practicarse el primer asiento no reflejado o la fecha límite para 
presentar la declaración o documentación, siempre que se considere un error u omisión de 
carácter ocasional.

d) La falta de comunicación de cualquier variación que afecte a los datos suministrados 
en el momento de la inscripción en los registros oficiales, cuando no haya transcurrido más 
de un mes desde que haya acabado el plazo fijado.

e) El suministro incompleto a la Administración competente o al organismo de control, de 
información o documentación necesarias para las funciones de inspección y control.

f) La expresión en forma distinta a la indicada en el respectivo pliego de condiciones o en 
la normativa específica de indicaciones obligatorias o facultativas en el etiquetado o en la 
presentación de los productos regulados en esta ley.

g) La aplicación en forma distinta a la legalmente establecida, salvo en lo previsto en las 
infracciones graves, de tratamientos, prácticas o procesos autorizados en la elaboración o 
transformación de los productos regulados en esta ley.

h) El traslado físico de las mercancías intervenidas cautelarmente sin autorización del 
órgano competente, siempre que no se violen los precintos ni las mercancías salgan de las 
instalaciones en las que fueron intervenidas, salvo causas de fuerza mayor debidamente 
justificadas.
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i) La no presentación de etiquetas comerciales a la entidad de gestión, cuando ésta 
tenga reconocida tal función.

Artículo 31.  Infracciones graves.
1. Se consideran infracciones graves las siguientes:
a) La falta de los registros o libros-registro o documentos de acompañamiento, 

declaraciones o, en general, cualquier documentación que fuera preceptiva, así como los 
errores, inexactitudes u omisiones en ellos que afecten a las características de los productos 
o mercancías consignados.

b) Las inexactitudes o errores de cantidad en los registros, los documentos de 
acompañamiento, las declaraciones, o en general, en la documentación que fuera 
preceptiva, cuando la diferencia entre la cantidad consignada y la real supere un cinco por 
ciento.

c) El retraso en las anotaciones de los registros, en la presentación de declaraciones y 
en general de la documentación que fuera preceptiva cuando haya transcurrido más de un 
mes desde la fecha en que debió practicarse el primer asiento no reflejado o la fecha límite 
para presentar la declaración o documentación.

d) El incumplimiento de la obligación de remitir información o documentación a la 
Administración competente o al organismo de control en el plazo establecido; la aportación 
de datos falsos así como la dilación y oposición a la toma de muestras necesarias para la 
inspección.

e) La falta de etiquetas, la omisión en las mismas de indicaciones obligatorias o su 
rotulación de forma no indeleble cuando fueren preceptivas para aquellos productos 
amparados por una DOP o IGP.

f) La utilización en el etiquetado, presentación o publicidad de los productos regulados en 
esta ley, de denominaciones, indicaciones, calificaciones, expresiones o signos que no 
cumplan con lo establecido en la normativa específica de la DOP o IGP o induzcan a 
confusión salvo lo previsto en las infracciones muy graves.

g) El incumplimiento de las normas específicas de la DOP o IGP sobre características, 
prácticas de producción, elaboración, transformación, conservación, almacenamiento, 
transporte, etiquetado, envasado o presentación.

h) La tenencia de maquinaria, instalaciones o substancias prohibidas o no autorizadas en 
el pliego de condiciones cuando sea preceptiva su autorización, para la elaboración o 
almacenamiento de los productos, en las instalaciones o almacenes de las empresas 
productoras, elaboradoras o envasadoras.

i) La manipulación o disposición en cualquier forma de mercancías intervenidas 
cautelarmente sin contar con la preceptiva autorización.

j) La expedición, comercialización o circulación de productos amparados por una DOP o 
IGP o sus materias primas sin estar provistos de las contraetiquetas, precintos numerados o 
cualquier otro medio de control establecido para el tipo de protección correspondiente.

k) La producción, elaboración, envasado, etiquetado o comercialización de productos 
amparados por una DOP o IGP en establecimientos, explotaciones, parcelas, instalaciones o 
industrias no inscritas en los registros de la correspondiente DOP o IGP.

l) La existencia de productos o de materias primas necesarias para la obtención del 
producto en instalaciones inscritas sin la preceptiva documentación que recoja su origen 
como producto amparado por la DOP o IGP, o la existencia en la instalación de 
documentación que acredite unas existencias de productos o materias primas necesarias 
para su obtención, sin la contrapartida de estos productos, admitiéndose una tolerancia del 
dos por cien en más o menos, con carácter general, y del uno por cien para las 
Denominaciones de Origen Calificadas.

m) El incumplimiento de la prohibición de introducir en instalaciones inscritas en una 
DOP o IGP de productos procedentes de plantaciones o instalaciones no inscritas en la 
misma, si tal condición se encuentra reflejada en el pliego de condiciones.

2. Para los organismos de control que actúen como organismos de certificación de 
producto y sus agentes de inspección, ensayo y certificación constituirán infracciones graves 
las siguientes:
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a) La expedición de certificados o informes cuyo contenido no se ajuste a la realidad de 
los hechos.

b) La realización de controles, inspecciones, ensayos o pruebas de forma incompleta o 
con resultados inexactos por una insuficiente constatación de los hechos o por la deficiente 
aplicación de normas técnicas.

c) El retraso superior a un mes, de la información o documentación a la que estuvieran 
obligados por disposición legal.

3. En lo que respecta a las entidades de gestión, constituirá infracción grave el retraso 
superior a un mes en la presentación de las declaraciones, informaciones o documentación a 
que estuvieran obligados por disposición legal.

Artículo 32.  Infracciones muy graves.
1. Se consideran infracciones muy graves las siguientes:
a) Las coacciones, amenazas, injurias, represalias, agresiones o cualquier otra forma de 

presión a las personas responsables o a su equipo técnico encargadas de las funciones de 
inspección o vigilancia administrativa, siempre que no sean constitutivas de delitos o faltas.

b) La negativa absoluta al ejercicio de la función inspectora.
c) La negativa a suministrar información, documentación o declaraciones cuando hubiera 

sido requerido para ello por la Administración competente o por el organismo de control.
d) La utilización, cuando no se tenga derecho a ello, de indicaciones, nombres, nombres 

comerciales, marcas, símbolos o emblemas que hagan referencia a los nombres amparados 
por una DOP o IGP, o que, por su similitud fonética o gráfica con los nombres protegidos o 
con los signos o emblemas que sean característicos, puedan inducir a confusión sobre la 
naturaleza, calidad u origen geográfico de los productos agrarios y alimentarios, aunque 
vayan precedidos por los términos «tipo», «estilo», «género», «imitación», «sucedáneo» u 
otros análogos.

e) El uso de los nombres protegidos en productos a los que expresamente se les haya 
negado, así como el incumplimiento de lo preceptuado en los apartados 2 y 3 del artículo 13.

f) La indebida tenencia, negociación o utilización de documentos, etiquetas, 
contraetiquetas, precintas y otros elementos de identificación propios de la DOP o IGP, 
contemplados en el pliego de condiciones o utilizados en su control.

Exclusivamente para los supuestos de indebida tenencia o utilización de etiquetas, 
contraetiquetas, precintas y otros elementos de identificación se podrá establecer un margen 
de tolerancia de un máximo del tres por cien.

g) La producción o elaboración de los productos amparados por una DOP o IGP con 
materias primas con un origen no autorizado en el correspondiente pliego de condiciones.

h) La ausencia en las etiquetas y presentación de los productos agroalimentarios de 
DOP e IGP de los elementos suficientes para diferenciar claramente su calificación y 
procedencia, con el fin de evitar producir confusión en los consumidores, derivada de la 
utilización de una misma marca, nombre comercial o razón social en la comercialización de 
tales productos correspondientes a distintas DOP e IGP o procedentes de diferentes ámbitos 
geográficos.

2. Para los organismos de control que actúen como organismos de certificación de 
productos y sus agentes de inspección, ensayo y certificación constituirán infracciones muy 
graves las siguientes:

a) Las tipificadas en el apartado 2 del artículo 31 de esta ley cuando de las mismas 
resulte un daño muy grave o se derive un peligro muy grave e inminente para las personas, 
la flora, la fauna o el medio ambiente.

b) La falta de suministro de datos o aportación de datos falsos en las declaraciones, 
información o documentación a la que estuvieren obligados por disposición legal o hubieran 
sido requeridos para ello por la Administración competente.

3. En lo que respecta a las entidades de gestión, constituirá infracción muy grave, la 
aportación a la Administración competente de datos falsos o no suministrar, cuando hubiera 
sido requerido para ello por la administración competente, las declaraciones, información o 
documentación a la que estuvieran obligados por disposición legal.
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Artículo 33.  Responsabilidad por las infracciones.
1. Serán responsables de las infracciones quienes por acción u omisión hubieran 

participado en las mismas, aún a título de simple negligencia.
2. Salvo que la normativa europea prevea un régimen diferente, de las infracciones en 

productos envasados serán responsables las firmas o razones sociales, incluido el 
distribuidor, que figuren en la etiqueta, bien nominalmente o mediante cualquier indicación 
que permita su identificación cierta. Se exceptúan los casos en que se demuestre 
falsificación o mala conservación del producto por el tenedor siempre que se especifiquen en 
el etiquetado las condiciones de conservación.

Asimismo, será responsable solidario el elaborador, fabricante o envasador que no figure 
en la etiqueta si se prueba que conocía la infracción cometida y prestó su consentimiento.

En el caso de que se hubiesen falsificado las etiquetas, la responsabilidad corresponderá 
al falsificador y a quienes conociendo la falsificación comercialicen los productos. En el caso 
de mala conservación del producto, la responsabilidad será del causante de la misma.

3. De las infracciones en productos a granel, o envasados sin etiqueta, o cuando en la 
etiqueta no figure ninguna firma o razón social, será responsable su tenedor, excepto cuando 
se pueda identificar de manera cierta la responsabilidad de un tenedor anterior, todo ello sin 
perjuicio de la responsabilidad que corresponda al actual.

4. Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley corresponda a varios 
sujetos conjuntamente, o si la infracción fuera imputable a varios y no resultara posible 
determinar el grado de participación de cada uno de ellos, todos responderán de forma 
solidaria del incumplimiento o de las infracciones que en su caso se cometan, así como de 
las sanciones que se impongan.

5. De las infracciones cometidas por las personas jurídicas, los organismos de control 
que actúen como organismo de certificación, y las entidades de gestión, responderán 
subsidiariamente los administradores o titulares de los mismos que no realizaren los actos 
necesarios que fuesen de su responsabilidad para el cumplimiento de las obligaciones 
infringidas, consintieren el incumplimiento por quienes de ellos dependan o adoptaren 
acuerdos que hicieran posible las infracciones.

6. También responderán subsidiariamente los técnicos responsables de la elaboración de 
los productos o de su control, respecto de las infracciones directamente relacionadas con su 
actividad profesional.

7. Sin perjuicio de las sanciones que procedan, los responsables de las infracciones 
quedarán obligados a indemnizar los daños y perjuicios que como consecuencia de las 
mismas se hubieran causado, que serán determinados por el órgano competente para 
imponer la sanción.

Artículo 34.  Sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con apercibimiento o multa de hasta 

2.000,00 euros, pudiendo rebasarse este importe hasta alcanzar el valor del beneficio ilícito 
obtenido o de las mercancías o productos objeto de infracción, correspondiente al ejercicio 
económico inmediatamente anterior al de la iniciación del procedimiento sancionador.

2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa comprendida entre 2.000,01 y 
30.000,00 euros, pudiendo rebasarse esta cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor del 
beneficio ilícito obtenido, o de las mercancías o productos objeto de infracción, 
correspondiente al ejercicio económico inmediatamente anterior al de la iniciación del 
procedimiento sancionador.

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa comprendida entre 
30.000,01 y 300.000 euros, pudiendo rebasarse esta cantidad hasta alcanzar el décuplo del 
valor del beneficio ilícito obtenido, o de las mercancías o productos objeto de infracción, 
correspondiente al ejercicio económico inmediatamente anterior al de la iniciación del 
procedimiento sancionador.

4. Los límites mínimos de las sanciones establecidos en los apartados anteriores, podrán 
ser reducidos hasta en un cincuenta por cien, cuando de las circunstancias económicas del 
infractor se dedujera que la sanción es demasiado onerosa para él en virtud del volumen o 
valor de la mercancía afectada por la infracción y del volumen de ventas o producción y la 
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posición de la empresa infractora en el sector, no se hubieran producido graves efectos 
perjudiciales para los intereses de los consumidores y no existiera reincidencia.

5. Cuando las infracciones graves sean cometidas por operadores acogidos a DOP o 
IGP y afecten a éstas, podrá imponerse como sanción accesoria la pérdida temporal del uso 
de las mismas por un plazo máximo de tres años. Si se tratase de infracciones muy graves, 
podrá imponerse como sanción accesoria la pérdida temporal por un plazo máximo de cinco 
años.

6. Las sanciones previstas en esta ley serán compatibles con la pérdida o retirada de 
derechos económicos previstos en la normativa europea o nacional.

Artículo 35.  Medidas complementarias.
Cuando se hayan intervenido cautelarmente mercancías, productos, envases o etiquetas 

relacionados con la infracción sancionada, la autoridad a la que corresponda resolver el 
procedimiento sancionador acordará su destino. En todo caso, los gastos originados 
correrán por cuenta del infractor, incluida la indemnización que deba abonarse al propietario 
de la mercancía decomisada cuando éste no sea el infractor.

Artículo 36.  Graduación de las sanciones.
1. Para la determinación concreta de la sanción que se imponga, entre las asignadas a 

cada tipo de infracción, se tomarán en consideración los siguientes criterios:
a) La existencia de intencionalidad o de simple negligencia.
b) La concurrencia de varias infracciones que se sancionen en el mismo procedimiento.
c) La naturaleza de los perjuicios causados; en particular, el efecto perjudicial que la 

infracción haya podido producir sobre los intereses económicos de los consumidores, los 
precios, el consumo o, en su caso, el prestigio de la DOP o IGP.

d) La reincidencia, por comisión en el término de tres años de más de una infracción de 
la misma naturaleza cuando así se haya declarado por resolución firme.

e) El volumen de ventas o producción y la posición de la empresa infractora en el sector.
f) El reconocimiento de la infracción y la subsanación de la falta o de los efectos de la 

misma antes de que se resuelva el correspondiente procedimiento sancionador.
g) El volumen y valor de las mercancías o productos afectados por la infracción.
h) La cuantía del beneficio ilícito obtenido.
2. La cuantía de la sanción podrá minorarse motivadamente cuando los hechos 

constitutivos de la infracción sancionada ocasionen, al mismo tiempo, la pérdida o reintegro 
de los beneficios comunitarios o nacionales.

3. Cuando en la instrucción del correspondiente procedimiento sancionador se determine 
la cuantía del beneficio ilícito obtenido por la comisión de las infracciones, la sanción que se 
imponga en ningún caso podrá ser inferior en su cuantía al mismo.

Artículo 37.  Prescripción y caducidad.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años, y 

las leves al año, a contar desde la fecha de comisión de la infracción.
2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años; las 

impuestas por infracciones graves a los dos años; y las impuestas por infracciones leves al 
año, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impone la sanción.

3. Caducará la acción para perseguir infracciones cuando conocida por la Administración 
la existencia de una infracción y finalizadas las diligencias dirigidas al esclarecimiento de los 
hechos, hubiera transcurrido un año sin que la autoridad competente hubiera ordenado 
incoar ningún procedimiento en relación con la infracción. En caso de caducidad del 
procedimiento este apartado no será de aplicación.

A estos efectos, cuando exista toma de muestras, las actuaciones de la inspección se 
entenderán finalizadas después de practicado el análisis inicial.

Las solicitudes de análisis contradictorios y dirimentes que fueren necesarios, 
interrumpirán los plazos de caducidad hasta que se practiquen.
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4. El plazo máximo para resolver el procedimiento sancionador y notificar la resolución 
expresa del procedimiento sancionador por las infracciones establecidas en la presente ley 
será de diez meses.

5. La toma de muestras y análisis efectuados, así como los actos, documentos y trámites 
cuyo contenido se hubiere mantenido igual de no haber caducado el procedimiento anterior, 
podrán conservarse y surtir efectos en el nuevo procedimiento sancionador.

Artículo 38.  Órganos competentes en materia sancionadora.
Serán competentes para la imposición de sanciones los siguientes órganos en lo que 

respecta a la DOP o IGP:
a) El Director General de la Industria Alimentaria, cuando la cuantía total de la sanción 

no supere los 150.000,00 euros.
b) El Secretario General de Agricultura y Alimentación, cuando dicha cuantía exceda de 

150.000,01 euros y no supere los 500.000,00 euros.
c) El Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, cuando dicha cuantía 

exceda de 500.000,01 euros y no supere 1.000.000,00 euros.
d) El Consejo de Ministros, cuando dicha cuantía exceda de 1.000.000,01 euros.
Será competente para acordar la incoación del expediente sancionador el Director 

General de la Industria Alimentaria.

Disposición adicional primera.  Corporaciones de derecho público.
1. Se crean las siguientes corporaciones de derecho público:
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Calificada ‘‘Rioja’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Cava’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Jumilla’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Calasparra’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Idiazabal’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Jamón de Huelva’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Denominación de Origen 

Protegida ‘‘Guijuelo’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Indicación Geográfica 

Protegida ‘‘Carne de Ávila’’».
La Corporación de derecho público «Consejo Regulador de la Indicación Geográfica 

Protegida ‘‘Espárrago de Navarra’’».
2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones y el procedimiento para la 

creación de Consejos Reguladores como corporaciones de derecho público distintos de los 
que se crean por esta disposición adicional. La resolución de dicho procedimiento 
corresponderá al titular del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
procediéndose a su creación mediante orden ministerial que deberá ser publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado».

3. Los órganos de gobierno de los Consejos Reguladores que existan a la entrada en 
vigor de esta ley, continuarán en sus funciones hasta la renovación de dichos órganos de 
gobierno que deberá tener lugar tras la aprobación de los estatutos regulada en la presente 
ley.

4. Todo el patrimonio, incluyendo bienes, derechos y obligaciones, así como el personal 
de los Consejos Reguladores establecidos antes de la entrada en vigor de la presente ley 
pasarán a formar parte de los Consejos Reguladores creados en aplicación de lo dispuesto 
en esta ley, subrogándose en todas las titularidades, activos o pasivos, sin solución de 
continuidad.
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Lo dispuesto en el párrafo anterior no afectará a los bienes y derechos de carácter 
patrimonial de la Administración General del Estado, que se regirán por lo dispuesto en la 
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

Disposición adicional segunda.  Indicaciones relativas a las características de los vinos.
A efectos de su protección, y sin perjuicio de las competencias que puedan tener las 

comunidades autónomas en materia de denominaciones de origen e indicaciones 
geográficas protegidas, se establecen las siguientes indicaciones relativas a las menciones 
de envejecimiento:

a) Indicaciones comunes para los vinos acogidos a una DOP o IGP correspondientes a 
la categoría 1 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se crea la organización 
común de mercados de los productos agrarios y por el que se derogan los Reglamentos 
(CEE) n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y (CE) n.º 1234/2007:

«Noble», que podrán utilizar los vinos sometidos a un período mínimo de envejecimiento 
de dieciocho meses en total, en recipiente de madera de roble de capacidad máxima de 600 
litros o en botella.

«Añejo», que podrán utilizar los vinos sometidos a un período mínimo de envejecimiento 
de veinticuatro meses en total, en recipiente de madera de roble de capacidad máxima de 
600 litros o en botella.

«Viejo», que podrán utilizar los vinos sometidos a un período mínimo de envejecimiento 
de treinta y seis meses, cuando este envejecimiento haya tenido un carácter marcadamente 
oxidativo debido a la acción de la luz, del oxígeno, del calor o del conjunto de estos factores.

b) Además de las indicaciones reguladas en el párrafo anterior, los vinos con DOP 
correspondientes a la categoría 1 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 1308/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre, podrán utilizar las siguientes:

«Crianza», que podrán utilizar los vinos tintos con un período mínimo de envejecimiento 
de veinticuatro meses, de los que al menos seis habrán permanecido en barricas de madera 
de roble de capacidad máxima de 330 litros; y los vinos blancos y rosados con un período 
mínimo de envejecimiento de dieciocho meses, de los que al menos seis habrán 
permanecido en barricas de madera de roble de la misma capacidad máxima.

«Reserva», que podrán utilizar los vinos tintos con un período mínimo de envejecimiento 
de treinta y seis meses, de los que habrán permanecido al menos doce en barricas de 
madera de roble de capacidad máxima de 330 litros, y en botella el resto de dicho período; 
los vinos blancos y rosados con un período mínimo de envejecimiento de veinticuatro meses, 
de los que habrán permanecido al menos seis en barricas de madera de roble de la misma 
capacidad máxima, y en botella el resto de dicho período.

«Gran reserva», que podrán utilizar los vinos tintos con un período mínimo de 
envejecimiento de sesenta meses, de los que habrán permanecido al menos dieciocho en 
barricas de madera de roble de capacidad máxima de 330 litros, y en botella el resto de 
dicho período; los vinos blancos y rosados con un período mínimo de envejecimiento de 
cuarenta y ocho meses, de los que habrán permanecido al menos seis en barricas de 
madera de roble de la misma capacidad máxima, y en botella el resto de dicho período.

c) Indicaciones propias de los vinos espumosos de calidad. Podrán utilizar las siguientes 
indicaciones:

«Premium» y «reserva», que podrán utilizar los vinos espumosos de calidad definidos en 
la normativa europea y los vinos espumosos con DOP.

«Gran reserva», que podrán utilizar los vinos con DOP «Cava», con un período mínimo 
de envejecimiento de treinta meses contados desde el tiraje hasta el degüelle.

Disposición adicional tercera.  Términos tradicionales.
Se regulan a continuación los términos tradicionales que indican que el vino está acogido 

a una DOP o IGP de vinos:
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«Vino de la tierra», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las 
categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 
1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una IGP.

«Vino de calidad de», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las 
categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 
1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una DOP. Los vinos se identificarán 
mediante la mención «vino de calidad de…», seguida del nombre de la región, comarca, 
localidad o lugar determinado donde se produzcan y elaboren.

«Denominación de origen», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las 
categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 
1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una DOP y se cumplan además los 
siguientes requisitos:

a) El vino deberá disfrutar de un elevado prestigio en el tráfico comercial en atención a 
su origen.

b) La región, comarca o lugar a la que se refiera la denominación de origen, tendrán que 
haber sido reconocidos previamente como ámbito geográfico de un vino de calidad con 
indicación geográfica con una antelación de, al menos, cinco años.

c) La delimitación geográfica de la DOP deberá incluir exclusivamente terrenos de 
especial aptitud para el cultivo de la vid.

«Denominación de origen calificada», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a 
una de las categorías 1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento 
(UE) 1308/2013, de 17 de diciembre, cuando esté acogido a una DOP y se cumplan, 
además de los requisitos exigidos para ostentar «Denominación de Origen», los siguientes:

a) La DOP en cuestión deberá haber utilizado obligatoriamente en sus vinos el término 
tradicional «denominación de origen» durante, al menos, 10 años.

b) Los vinos deberán comercializarse exclusivamente embotellados desde bodegas 
inscritas en el órgano de gestión de la DOP y ubicadas en su zona geográfica delimitada.

c) Los exámenes analíticos y organolépticos, incluidos en la comprobación anual sobre 
la DOP, deberán realizarse de forma sistemática, por lotes homogéneos de volumen limitado.

d) Las bodegas inscritas en el órgano de gestión de la DOP, que habrán de ser 
independientes y separadas, al menos, por una vía pública de otras bodegas o locales no 
inscritos, solamente deberán tener entrada de uva procedente de viñedos inscritos o mostos 
o vinos procedentes de otras bodegas también inscritas en la misma DOP, y en ellas se 
deberá elaborar o embotellar exclusivamente vino con derecho a la misma.

e) Dentro de la zona de producción de la DOP, deberán estar delimitados 
cartográficamente, por cada término municipal, los terrenos que se consideren aptos para 
producir vinos con derecho a la denominación de origen calificada.

«Vino de pago», que sólo podrá figurar en un vino perteneciente a una de las categorías 
1, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 15 y 16 del anexo VII, parte II, del Reglamento (UE) 1308/2013, de 17 
de diciembre, cuando esté acogido a una DOP, y se cumplan además los siguientes 
requisitos:

a) La zona geográfica de la DOP deberá ser un pago, entendiendo por tal, el paraje o 
sitio rural con características edáficas y de microclima propias que lo diferencian y distinguen 
de otros de su entorno, conocido con un nombre vinculado de forma tradicional y notoria al 
cultivo de los viñedos de los que se obtienen vinos con rasgos y cualidades singulares y 
cuya extensión máxima será limitada reglamentariamente por la Administración competente, 
de acuerdo con las características propias de cada Comunidad Autónoma, sin que pueda ser 
igual ni superior a la de ninguno de los términos municipales en cuyo territorio o territorios, si 
fueren más de uno, se ubique.

Se entiende que existe vinculación notoria con el cultivo de los viñedos, cuando el 
nombre del pago venga siendo utilizado de forma habitual en el mercado para identificar los 
vinos obtenidos en aquél durante un período mínimo de cinco años.

b) Los vinos deberán ser elaborados y embotellados por las personas físicas o jurídicas 
que, por sí mismas o por sus socios, ostenten la titularidad de los viñedos ubicados en el 
pago o con carácter excepcional y en los supuestos que la Administración competente lo 
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autorice reglamentariamente, en bodegas situadas en la proximidad del pago que, en todo 
caso, deberán estar situadas en alguno de los términos municipales por los cuales se 
extienda el vino de pago o en los colindantes.

c) Toda la uva que se destine a estos vinos deberá proceder de viñedos ubicados en el 
pago y el vino deberá elaborarse, almacenarse y, en su caso, criarse de forma separada de 
otros vinos.

d) En la elaboración de los vinos de pago se implantará un sistema de calidad integral, 
que se aplicará desde la producción de la uva hasta la puesta en el mercado de los vinos. 
Este sistema deberá cumplir, como mínimo, los requisitos establecidos para las 
Denominaciones de Origen Calificadas.

Disposición adicional cuarta.  Cava Calificado.
1. Atendiendo a las especificidades de la Denominación de Origen Protegida Cava, los 

operadores vitivinícolas acogidos a la misma que elaboren vinos amparados procedentes de 
viñedos ubicados en un paraje identificado situado en el interior de la zona geográfica 
delimitada, podrán solicitar, para el producto procedente de dicho paraje, hacer uso de la 
designación «Calificado» en el etiquetado, presentación y publicidad del mismo a condición 
de que se cumpla lo previsto en la disposición adicional tercera de esta Ley para el término 
tradicional «Denominación de Origen Calificada».

El nombre de dicho paraje podrá figurar a continuación de la expresión «Cava» junto con 
el término «Calificado», en su condición de «unidad geográfica menor» de la zona geográfica 
de la DOP «Cava».

Las condiciones específicas para el uso de esta mención serán desarrolladas en el 
pliego de condiciones de la Denominación de Origen Protegida Cava.

2. La regulación relativa a un paraje vitícola identificado contenida en el punto anterior 
podrá ser extensible a las Denominaciones de Origen Calificadas de vinos de ámbito 
territorial supraautonómico.

Los requisitos específicos de tal regulación deberán ser desarrollados en el respectivo 
pliego de condiciones.

Disposición adicional quinta.  Normativa de la Unión Europea específica.
En todo caso y en cuanto no dejen ámbitos o márgenes de apreciación a los Estados 

miembros, serán aplicables con carácter prevalente al contenido de la presente Ley, los 
Reglamentos de la Unión Europea que se mencionan a continuación junto con sus futuras 
modificaciones y Reglamentos de desarrollo así como cuantos puedan publicarse 
posteriormente por la Unión en la materia:

Reglamento (CE) n.º 110/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero de 
2008, relativo a la definición, designación, presentación, etiquetado y protección de las 
indicaciones geográficas de bebidas espirituosas y por el que se deroga el Reglamento 
(CEE) n.º 1576/89 del Consejo.

Reglamento (UE) n.º 1151/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
noviembre de 2012, sobre los regímenes de calidad de los productos agrícolas y 
alimenticios.

Reglamento (UE) n.º 1306/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, sobre la financiación, gestión y seguimiento de la Política Agrícola 
Común, por el que se derogan los Reglamentos (CE) n.º 352/78, (CE) n.º 165/94, (CE) n.º 
2799/98, (CE) n.º 814/2000, (CE) n.º 1290/2005 y (CE) n.º 485/2008 del Consejo.

Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, por el que se crea la organización común de mercados agrícolas y por el 
que se derogan los Reglamentos (CEE) n.º 922/72, (CEE) n.º 234/79, (CE) n.º 1037/2001 y 
(CE) n.º 1234/2007.

Reglamento (UE) n.º 251/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero 
de 2014, sobre la definición, designación, presentación, etiquetado y protección de las 
indicaciones geográficas, de los productos vitivinícolas aromatizados, y por el que se deroga 
el Reglamento (CEE) n.º 1601/91 del Consejo.
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Disposición adicional sexta.  Uso de los términos referidos a la agricultura ecológica en 
fertilizantes, acondicionadores del suelo, nutrientes, plaguicidas y productos fitosanitarios.

Los términos que hagan referencia al método de producción ecológica en el etiquetado, 
publicidad, presentación o documentos comerciales únicamente podrán utilizarse en 
fertilizantes, acondicionadores del suelo, nutrientes, plaguicidas y productos fitosanitarios, 
cuando cumplan los requisitos establecidos en la normativa de la Unión Europea sobre 
producción ecológica. En particular, que dichos productos y sustancias se encuentren 
contemplados en los anexos I y II del Reglamento (CE) n.º 889/2008 de la Comisión de 5 de 
septiembre de 2008, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento 
(CE) n.º 834/2007 del Consejo, sobre producción y etiquetado de los productos ecológicos, 
con respecto a la producción ecológica, su etiquetado y su control.

A efectos del procedimiento sancionador seguirán siendo de aplicación los artículos 38.2, 
39.2, 39.3, 40.2, 40.3, 40.4 y 42.4 del título III de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la Viña y 
el Vino, de acuerdo con lo dispuesto en el punto 1 de la disposición derogatoria única.

Disposición adicional séptima.  Régimen sancionador en materia de declaraciones 
obligatorias y contratos en el sector de la leche y los productos lácteos.

(Derogada)

Disposición transitoria primera.  Adaptación de las entidades de gestión.
Los Consejos Reguladores que se crean como corporaciones de derecho público en esta 

ley deberán remitir la propuesta de sus estatutos al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente ley. Para 
estos Consejos Reguladores no resulta de aplicación la letra b) del artículo 17.

Disposición transitoria segunda.  Plazo para el ejercicio de las competencias de control 
oficial.

En el plazo de doce meses, desde la entrada en vigor de esta ley, será de plena 
aplicación el modelo establecido en el capítulo V de esta ley. Durante ese tiempo, se 
mantendrá el régimen de control, con participación de los actuales Consejos Reguladores.

Disposición transitoria tercera.  Método de cálculo de valor del producto.
Hasta que no se produzca el desarrollo reglamentario que regule un método de cálculo 

del valor de la mercancía afectada en un procedimiento sancionador, será de aplicación el 
método de cálculo establecido en el artículo 120 del Reglamento de la Ley 25/1970, de 
Estatuto de la Viña, del Vino y de los Alcoholes, aprobado por el Decreto 835/1972, de 23 de 
marzo.

Disposición transitoria cuarta.  Actuaciones previas.
En aquello no regulado por esta ley y en tanto no se promulguen las normas 

reglamentarias sobre toma y análisis de muestras y sobre actuaciones previas a la iniciación 
de procedimientos sancionadores, en dicha materia, será de aplicación, a estos exclusivos 
efectos, el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y de la protección agroalimentaria.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta ley, y, en particular, los artículos 2.2.f); 3 y 9 del título I, el título II y los 
artículos 38.2, 39.2, 39.3, 40.2, 40.3, 40.4 y 42.4 del título III así como las disposiciones 
adicionales tercera, quinta, sexta, octava y novena de la Ley 24/2003, de 10 de julio, de la 
Viña y del Vino. Los citados artículos del título III podrán seguir siendo de aplicación para las 
comunidades autónomas que no hayan desarrollado la materia regulada en estos artículos.

Asimismo, quedan derogados los preceptos de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre, de 
Estatuto de la Viña, del Vino y de los Alcoholes, declarados vigentes por la disposición 
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derogatoria única de la Ley 24/2003, de 10 de julio, que contienen normas relativas a los 
Consejos Reguladores de los productos agrarios y alimentarios, con denominación de 
origen, distintos del vino, del vinagre de vino, de los vinos aromatizados, del brandy, del 
mosto y demás productos derivados de la uva.

2. Se deroga el Decreto 835/1972, de 23 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento 
de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre.

3. Se deroga el Real Decreto 2004/1979, de 13 de julio, por el que se regula la 
Constitución de los Consejos Reguladores de las Denominaciones de Origen y el Consejo 
General del Instituto Nacional de Denominaciones de Origen.

4. Queda derogado el Real Decreto 1573/1985, de 1 de agosto, por el que se regulan las 
denominaciones genéricas y específicas de productos alimentarios.

5. Queda derogado el Real Decreto 157/1988, de 22 de febrero, por el que se establece 
la normativa a que deben ajustarse las denominaciones de origen y las denominaciones de 
origen calificadas de vinos y sus respectivos Reglamentos.

6. Queda derogado el Real Decreto 728/1988, de 8 de julio, por el que se establece la 
normativa a que deben ajustarse las denominaciones de origen, específicas y genéricas de 
productos agroalimentarios no vínicos.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 23 y de las disposiciones adicional 
primera y final tercera de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el 
funcionamiento de la cadena alimentaria.

Uno. Se añade el siguiente apartado al artículo 23 de la Ley:
«6. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos 

años y las leves al año. El término de la prescripción se computará desde el día en 
que se hubiera cometido la infracción o, en el caso de infracciones continuadas, 
desde el que hayan cesado.»

Dos. El apartado 5 de la disposición adicional primera, quedará redactado de la siguiente 
forma:

«5. Los fines generales de la Agencia serán:
a) La gestión de los sistemas de información y control de los mercados oleícolas, 

lácteos y la de aquellos otros que se determinen reglamentariamente.
b) Desarrollar las funciones que reglamentariamente se determinen de control 

oficial antes de la comercialización de las Denominaciones de Origen Protegidas y de 
las Indicaciones Geográficas Protegidas, cuyo ámbito territorial se extienda a más de 
una Comunidad Autónoma.

c) El control del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 12/2013, de 2 de agosto, 
de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria.»

Tres. Se añade una nueva letra j) al apartado 6 de la disposición adicional primera:
«j) Establecer y desarrollar el régimen del control oficial de los operadores 

acogidos a Denominaciones de Origen Protegidas o a Indicaciones Geográficas 
Protegidas, cuyos ámbitos territoriales se extiendan a más de una comunidad 
autónoma, y el de sus respectivas entidades de gestión; iniciando e instruyendo, 
conforme a su propio régimen, los procedimientos sancionadores por los 
incumplimientos a la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico y 
formulando a las autoridades competentes las propuestas de resolución que 
correspondan.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 15 a la disposición adicional primera:
«15. Tasa por las actuaciones de inspección realizadas por la Agencia de 

Información y Control Alimentarios.
a) Establecimiento. Se crea la tasa por las actuaciones de inspección y control 

oficial que haya de realizar la Agencia de Información y Control Alimentarios en 
cumplimiento de la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
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Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico que se 
regirá por lo dispuesto en esta ley y por las demás fuentes normativas que establece 
el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasa y Precios Públicos.

b) Hecho Imponible. Constituye el hecho imponible de esta tasa las actuaciones 
de inspección y control oficial realizadas por la Agencia en cumplimiento de lo 
dispuesto en la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico.

c) Sujetos pasivos. Serán sujetos pasivos toda persona física o jurídica que esté 
obligada a someterse a las actuaciones de control oficial que desarrolle la Agencia 
en cumplimiento de la Ley 6/2015, de 12 de mayo, de Denominaciones de Origen e 
Indicaciones Geográficas Protegidas de ámbito territorial supraautonómico, 
incluyendo productores, agentes operadores, entidades de gestión o aquellas otras 
que realicen actividades relativas a la calidad diferenciada regulada por dicha ley, ya 
tengan personalidad jurídica propia o carezcan de ella, así como las personas físicas 
o jurídicas a las que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria.

d) Devengo. El devengo de la tasa se producirá cuando los servicios de 
Inspección de la Agencia levanten acta de las inspecciones.

e) Base Imponible. La Base imponible de la tasa se calculará en base al valor de 
las ventas, excluidos los impuestos indirectos, de los productos o servicios objeto de 
control, realizadas en el año natural previo al de inicio de la inspección.

f) Cuantía de la tasa. La cuantía de la tasa se calculará aplicando a la base 
imponible un tipo del 0,15 por ciento. En el caso de los productores, agentes, 
operadores y demás entidades sujetos a actuaciones de inspección en ningún caso 
la cuantía podrá ser inferior a 50 euros sin que exceda de 1.500 euros. En las 
entidades de gestión la cuantía de la tasa tendrá una cuota fija de 1.200 euros por 
cada inspección.

g) Gestión y liquidación. La Agencia liquidará la tasa, cuya orden de pago se 
notificará al sujeto pasivo para que su ingreso se realice en los plazos establecidos 
en el apartado 2 del artículo 62 de la Ley General Tributaria. En su defecto se 
procederá a su recaudación ejecutiva, en los términos que establece el Reglamento 
General de Recaudación. Reglamentariamente se establecerá la gestión de la tasa.

h) Afectación presupuestaria. El importe de lo recaudado por esta tasa constituye 
un recurso propio de la Agencia y se ingresará en su presupuesto.»

Cinco. Se añade el siguiente párrafo a la disposición final tercera. Títulos 
competenciales:

«Constituyen legislación en materia de Hacienda general dictada al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.14.ª de la Constitución, lo dispuesto en la disposición 
adicional primera, apartado 15.f), de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas 
para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria.»

Disposición final segunda.  Títulos competenciales.
1. Esta ley se aplica en el ámbito de competencias de la Administración General del 

Estado en los términos del artículo 1, a excepción de lo dispuesto en los apartados 
siguientes.

2. Constituyen legislación básica en materia de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, dictada al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.13.ª de la Constitución, los artículos 11, 13.6, y las disposiciones adicionales segunda 
y tercera.

3. Constituyen legislación en materia de propiedad intelectual e industrial dictada al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la Constitución, los artículos 2.b), 13.5, 
13.7 y 32.1.h).

Disposición final tercera.  Facultad de desarrollo.
Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean precisas para la aplicación y 

desarrollo de esta ley.
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Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 26

Real Decreto 1021/2022, de 13 de diciembre, por el que se regulan 
determinados requisitos en materia de higiene de la producción y 
comercialización de los productos alimenticios en establecimientos 

de comercio al por menor

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 305, de 21 de diciembre de 2022

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2022-21681

El Reglamento (CE) n.º 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero 
de 2002, por el que se establecen los principios y los requisitos generales de la legislación 
alimentaria, se crea la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria y se fijan procedimientos 
relativos a la seguridad alimentaria, establece el marco de regulación de la Unión Europea 
en materia de seguridad alimentaria.

Dicho reglamento fue desarrollado y complementado por varias disposiciones, a las que 
se denomina en conjunto «paquete de higiene», entre las que se incluyen el Reglamento 
(CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativo a 
la higiene de los productos alimenticios, y el Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, por el que se establecen normas específicas 
de higiene de los alimentos de origen animal.

En España además se complementa este marco regulatorio con la Ley 17/2011, de 5 de 
julio, de seguridad alimentaria y nutrición; la Ley 11/2001, de 5 de julio, por la que se crea la 
Agencia Española de Seguridad Alimentaria; la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad 
animal, y la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.

El Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, por el que se regulan y flexibilizan 
determinadas condiciones de aplicación de las disposiciones de la Unión Europea en materia 
de higiene de la producción y comercialización de los productos alimenticios y se regulan 
actividades excluidas de su ámbito de aplicación, establece disposiciones para el suministro 
de alimentos entre establecimientos de comercio al por menor.

Asimismo, permanecen vigentes algunas normas específicas para determinados 
sectores del comercio al por menor, anteriores a los reglamentos de higiene, que conviene 
actualizar y refundir en una sola norma en aras de la simplificación normativa.

Sin perjuicio de la directa aplicación de los reglamentos, este real decreto establece 
medidas de aplicación de los reglamentos del paquete de higiene en España, con el objetivo 
de que su implementación sea homogénea en todo el territorio nacional, facilitando el trabajo 
de los operadores comerciales y el control oficial por parte de las autoridades competentes. 
Para ello, se tiene en cuenta la experiencia adquirida en la implementación de los mismos, 
las nuevas tecnologías y conocimientos científicos, así como las demandas de la sociedad. 
Asimismo se considera la necesidad de contribuir al cumplimiento de los objetivos incluidos 
en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada por la Asamblea General de la 
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Organización de las Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015, en particular, al objetivo 
12, producción y consumo responsables, y en el Pacto Verde Europeo, hoja de ruta para 
dotar a la UE de una economía sostenible, cuya piedra angular es la estrategia De la Granja 
a la Mesa, para un sistema alimentario justo, saludable y respetuoso con el medio ambiente.

En atención a todo ello, en esta norma se desarrollan dos bloques de medidas. Por un 
lado, se establecen medidas que contribuyen a la correcta aplicación en España de la 
normativa de la Unión Europea y por otro, se hace uso de las disposiciones de flexibilidad 
que los reglamentos permiten desarrollar a los estados miembros, todo ello con objeto de 
favorecer la sostenibilidad del sistema alimentario, dentro del marco de seguridad 
alimentaria.

En el primer bloque, recogido en el capítulo II, se actualiza y clarifica la definición de 
actividad marginal, localizada y restringida, se establecen las temperaturas a las que tienen 
que mantenerse los alimentos en el comercio al por menor y se establecen requisitos 
específicos para la preparación de la carne fresca, carne picada, preparados de carne y 
productos cárnicos. Con estas medidas se equiparan los requisitos para realizar estas 
prácticas en el comercio al por menor de la carne con las aplicables al resto de 
establecimientos de comercio al por menor.

En el ámbito de los productos de la pesca y de los moluscos bivalvos, se establecen 
disposiciones sobre la exposición para la venta de estos productos y para la identificación e 
información a las personas consumidoras. Asimismo, se establecen los tratamientos a los 
que hay que someter al pescado con objeto de prevenir la anisakiasis. Por otro lado, se 
establecen disposiciones para la elaboración de alimentos en los que se utilice el huevo 
como ingrediente, teniendo en cuenta los últimos dictámenes científicos.

Se fijan los requisitos específicos para otras formas de comercialización de productos 
como las zonas de degustación, máquinas expendedoras y la elaboración de alimentos en 
locales que se utilizan principalmente como vivienda privada y se regula el acceso de 
animales de compañía a los establecimientos alimentarios y los requisitos para la venta de 
alimentos en establecimientos con perros y gatos destinados a interactuar con la clientela.

Adicionalmente, se establecen medidas para la comercialización de alimentos con 
defectos de forma, tamaño u otros que no afecten a su seguridad.

Además, se permite que la clientela lleve sus propios envases a los comercios al por 
menor y que los establecimientos de comercio al por menor puedan reutilizar algunos de sus 
envases, siempre que estos cumplan con las condiciones de higiene y la normativa 
correspondientes.

En el segundo bloque de medidas, recogido en el capítulo III, se establecen 
disposiciones para la concesión de adaptaciones de los reglamentos de higiene y para la 
utilización de sistemas de gestión de seguridad alimentaria adaptados a cada tipo de 
establecimiento. Estas medidas se adoptan teniendo en cuenta las disposiciones de 
flexibilidad que permiten los reglamentos del paquete de higiene.

Además, se modifica el Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, para, entre otras 
cuestiones, permitir el uso de ciertos materiales, establecer disposiciones para poder seguir 
utilizando determinados métodos de producción tradicional, así como para conceder 
adaptaciones de los reglamentos de higiene que sean aplicables no solo a establecimientos 
de comercio al por menor. También se establecen requisitos para la elaboración, el 
mantenimiento y la conservación de las comidas preparadas, y se matizan algunos aspectos 
contemplados en otros artículos.

Este real decreto se ajusta a los principios de buena regulación a los que se refiere el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, en particular, a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia. Así, este real decreto, 
atendiendo a los principios de necesidad y eficacia, persigue un interés general como es el 
de mejorar el marco regulatorio de la seguridad alimentaria, particularmente en lo que 
respecta a las habilitaciones contenidas en los reglamentos a los que se adapta, la 
flexibilización de la normativa aplicable a los pequeños establecimientos y la actualización de 
la normativa nacional que se ha quedado anticuada por la lógica evolución del ámbito objeto 
de regulación.
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Además, ajustándose al principio de proporcionalidad, este real decreto establece la 
regulación imprescindible para atender al interés general antes expuesto, sin que suponga 
un incremento de las cargas administrativas, atendiendo al principio de eficiencia. 
Igualmente, su adopción contribuirá de manera importante a la seguridad jurídica del ámbito 
regulado, al ser coherente con el ordenamiento europeo, en concreto, con los reglamentos 
del paquete de higiene, y, por otra parte, lleva a cabo una unificación y simplificación de la 
dispersión normativa nacional existente en esta materia, incluyendo una disposición 
derogatoria que clarificará el marco jurídico de aplicación, mejorando la transparencia de la 
regulación en este sector.

Asimismo, la norma se adecúa al principio de transparencia ya que, durante el 
procedimiento de su elaboración, se ha fomentado la participación activa de los potenciales 
destinatarios de la misma, facilitando un acceso sencillo, universal y actualizado al proyecto 
a través del trámite de consulta pública previsto en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre, del Gobierno, y del trámite de audiencia e información pública previsto en el 
artículo 26.6 de la mencionada ley.

Finalmente, en aplicación del principio de eficiencia, la norma racionaliza la gestión de 
los recursos públicos al suponer la eliminación de varias de las cargas administrativas 
existentes sin imponer más cargas administrativas nuevas que las estrictamente necesarias 
para la correcta aplicación de la norma.

En el proceso de elaboración de este real decreto, se han sustanciado los trámites 
preceptivos de consulta pública previa y de información pública. Asimismo, han sido 
consultadas las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, los sectores 
afectados y las asociaciones de personas consumidoras y usuarias, habiendo emitido 
informe la Comisión Interministerial para la Ordenación Alimentaria. Asimismo, ha sido 
sometido al procedimiento previsto en la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de 
información en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de 
la sociedad de la información, así como a lo dispuesto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 
de julio, por el que se regula la remisión de información en materia de normas y 
reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la 
información, que incorpora esta Directiva al ordenamiento jurídico español.

Este real decreto se dicta en virtud de lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, General de Sanidad, al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.16.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases 
y coordinación general de la sanidad.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Consumo, del Ministro de Agricultura, Pesca y 
Alimentación y de la Ministra de Sanidad, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 13 de diciembre de 2022,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
Este real decreto tiene por objeto establecer la normativa básica en relación con:
a) Los requisitos en materia de higiene de la producción, elaboración, transporte, 

almacenamiento y comercialización de los productos alimenticios en establecimientos de 
comercio al por menor, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones establecidas en el 
Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, relativo a la higiene de los productos alimenticios, y en el Reglamento (CE) n.º 
853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, por el que se 
establecen normas específicas de higiene de los alimentos de origen animal.

b) Las adaptaciones aplicables a los establecimientos de comercio al por menor para 
flexibilizar los requisitos recogidos en los anexos II y III, respectivamente, del Reglamento 
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(CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y del 
Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, haciendo uso de las medidas que los reglamentos de higiene pone a disposición de 
los estados miembros.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A efectos de este real decreto serán de aplicación las definiciones contempladas en el 

Reglamento (CE) n.º 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 
2002, así como en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 29 de abril de 2004; en el Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, y en la Ley 17/2011, de 5 de julio, de seguridad alimentaria 
y nutrición.

2. Asimismo, se entenderá por:
a) Establecimiento de comercio al por menor: aquel en el que se lleva a cabo la 

manipulación, preparación, elaboración o transformación de alimentos y su almacenamiento 
en el punto de venta o entrega a la persona consumidora final o a una colectividad, in situ o 
a distancia. Se incluyen los locales ambulantes o provisionales (como carpas, tenderetes y 
vehículos de venta ambulante), los almacenes de apoyo y las instalaciones en las que con 
carácter principal se realicen operaciones de venta a la persona consumidora final, así como 
establecimientos de restauración y hostelería. Quedan excluidas las explotaciones en las 
que se realice venta directa de productos primarios y los lugares donde se lleven a cabo 
operaciones de manipulación, preparación, almacenamiento y suministro ocasional de 
alimentos por particulares en acontecimientos tales como celebraciones religiosas, 
escolares, benéficas o municipales.

b) Comida preparada: la definida en el artículo 2.h) del Real Decreto 1086/2020, de 9 de 
diciembre, por el que se regulan y flexibilizan determinadas condiciones de aplicación de las 
disposiciones de la Unión Europea en materia de higiene de la producción y comercialización 
de los productos alimenticios y se regulan actividades excluidas de su ámbito de aplicación.

c) Colectividad: conjunto de personas consumidoras con unas características similares 
que demandan un servicio de comidas preparadas, tales como escuela, empresa, hospital, 
residencia o medio de transporte.

d) Carnicerías: los establecimientos dedicados a la manipulación, preparación, 
presentación y envasado y, en su caso, almacenamiento de carnes y despojos frescos, para 
su venta a la persona consumidora final. También podrán vender preparados de carne, 
productos cárnicos y otros productos de origen animal, que no sean de elaboración propia.

e) Carnicerías-salchicherías: los establecimientos dedicados a la actividad de carnicería, 
con elaboración de preparados de carne y embutidos de sangre y salazón de tocino, en 
obrador anexo o separado de las dependencias de venta.

f) Carnicerías-charcuterías: los establecimientos dedicados a la actividad de carnicería-
salchichería y a la de elaboración de productos cárnicos y platos cocinados cárnicos, en 
obrador anexo o separado de las dependencias de venta.

g) Pescaderías: los establecimientos, con o sin obrador anexo o separado de las 
dependencias de venta, dedicados a la manipulación, preparación, presentación, envasado 
y, en su caso, almacenamiento de pescados y mariscos para su venta a la persona 
consumidora final.

h) Establecimiento central: aquel establecimiento que cuenta con uno o varios obradores, 
anexos o no, pero ubicados en el mismo municipio o bien en la unidad sanitaria local, zona 
de salud o territorio definido por la autoridad competente correspondiente.

i) Obrador: la parte de un establecimiento de comercio al por menor, inaccesible al 
público, destinada a las actividades de manipulación, preparación, elaboración propia, 
envasado y, en su caso, almacenamiento de productos alimenticios. Tendrá la misma 
titularidad que el establecimiento central.

j) Sucursales: los establecimientos que incorporan a su comercialización habitual los 
productos preparados, producidos, elaborados o envasados en el establecimiento central u 
obrador, de igual titularidad que ellos y localizados en el municipio donde esté ubicado el 
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establecimiento central o bien en la unidad sanitaria local, zona de salud o territorio definido 
por la autoridad competente correspondiente.

k) Animales domésticos: los definidos en el artículo 3 de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de 
sanidad animal.

l) Almacén de apoyo: local o establecimiento cerrado al público de la misma titularidad 
que el establecimiento de venta, destinado a depositar materias primas, productos 
elaborados o materiales auxiliares y localizado en el municipio donde esté ubicado el 
establecimiento o bien en la unidad sanitaria local, zona de salud o territorio definido por la 
autoridad competente.

m) Zona de degustación: espacio de un establecimiento de comercio al por menor 
donde, como actividad complementaria, se sirven sus productos a la clientela para su 
consumo in situ.

CAPÍTULO II
Requisitos de higiene para los establecimientos de comercio al por menor

Artículo 3.  Suministro de alimentos de producción propia y productos de origen animal 
entre establecimientos de comercio al por menor.

1. Los establecimientos de comercio al por menor sólo podrán suministrar alimentos de 
producción propia y productos de origen animal a establecimientos de comercio al por menor 
de distinta titularidad si este suministro es marginal, localizado y restringido, cumpliendo 
todos los requisitos de los apartados 2, 3 y 4.

2. Una actividad se considerará marginal cuando:
a) El suministro de alimentos a otros establecimientos de comercio al por menor es 

inferior o igual al 25 % del volumen anual de alimentos comercializados, o
b) Supone una comercialización total de un máximo de 500 kg a la semana, incluyendo 

el suministro a consumidor final y a otros establecimientos de comercio al por menor.
3. Una actividad se considerará localizada si el establecimiento de comercio al por menor 

suministra productos alimenticios a otros establecimientos de comercio al por menor 
ubicados en la unidad sanitaria local, zona de salud o territorio de iguales características y 
finalidad que defina la autoridad competente correspondiente o entre zonas limítrofes. En el 
caso de comercio entre establecimientos de diferentes comunidades autónomas, el 
suministro podrá realizarse en un radio inferior o igual a 50 km desde el establecimiento de 
origen, siempre que los registros sanitarios autonómicos donde estén inscritos los 
establecimientos de origen y destino sean públicos y accesibles de forma efectiva. No 
obstante, en el caso de regiones insulares, la autoridad competente de la comunidad 
autónoma podrá autorizar la comercialización en un territorio más amplio de lo señalado en 
este punto, dentro de su comunidad autónoma.

4. Una actividad se considerará restringida cuando no se suministren productos 
alimenticios a establecimientos inscritos en el Registro General Sanitario de Empresas 
Alimentarias y Alimentos (RGSEAA), conforme a lo establecido en el Real Decreto 191/2011, 
de 18 de febrero, sobre Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y Alimentos.

5. Si un operador de un establecimiento de comercio al por menor suministra a otros 
establecimientos de comercio al por menor deberá presentar una declaración responsable 
en la que declare que cumple los requisitos para ello establecidos en este artículo. Contará 
con la documentación o registros que incluyan los datos de los establecimientos a los que 
suministra, las cantidades de alimentos suministradas y fechas de suministro.

6. Los establecimientos de comercio al por menor que dispongan de un establecimiento 
central con obrador y sucursales se considerarán una única unidad comercial, pero se 
inscribirán en el registro de las comunidades autónomas de manera independiente. En estos 
casos está permitido el suministro de productos alimenticios desde el establecimiento central 
con obrador a las sucursales, no considerándose suministro entre establecimientos de 
comercio al por menor.
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Artículo 4.  Requisitos de temperatura de los productos alimenticios.
1. Los productos alimenticios se mantendrán a las temperaturas internas que se indican 

en la siguiente tabla:

Alimento Temperatura de refrigeración
1. Carne de ungulados domésticos y de caza mayor silvestre o de 
cría, excepto ratites. Igual o inferior a 7 °C.

2. Despojos de ungulados domésticos, de caza de cría y silvestre, 
de aves de corral y de lagomorfos. Igual o inferior a 3 °C.

3. Carne de aves de corral, de lagomorfos, de caza menor 
silvestre y de ratites. Igual o inferior a 4 °C.

4. Preparados de carne. Igual o inferior a 4 °C.
5. Carne picada. Igual o inferior a 2 °C.
6. Moluscos bivalvos vivos y productos de la pesca que se 
mantengan vivos.

Temperatura que no afecte negativamente 
a su inocuidad y viabilidad.

7. Productos de la pesca frescos, productos de la pesca no 
transformados descongelados, crustáceos y moluscos cocidos y 
refrigerados.

Temperatura próxima a la de fusión del 
hielo (0-4 °C).

8. Leche cruda. 1-4 °C.
9. Productos de pastelería rellenos (salvo que sean estables a 
temperatura ambiente). Igual o inferior a 4 °C.

10. Frutas cortadas o peladas, vegetales cortados o pelados y 
zumos no pasteurizados listos para su consumo y elaborados en 
el comercio al por menor.

Igual o inferior a 4 °C.

11. Alimentos congelados o ultracongelados. Igual o inferior a –18 °C.

No obstante lo establecido en el punto 10 de la tabla, los melones, sandías, piñas y 
papayas cortadas por la mitad o en cuartos se podrán mantener a temperatura ambiente 
(20-25 °C) durante un tiempo máximo de tres horas después de realizar el corte. 
Transcurrido este tiempo, estas frutas se colocarán en un expositor refrigerado, 
manteniéndose así hasta su venta. El operador podrá establecer condiciones de 
conservación diferentes, siempre que demuestre a la autoridad competente que están 
basadas en evidencias científicas y que se garantice la seguridad de los productos. Se 
deberá registrar la hora de corte y se indicará mediante cartel, etiqueta u otros medios que el 
consumidor deberá refrigerar esta fruta. Los vegetales voluminosos cortados por la mitad, 
tales como repollos, coliflores o similares no precisarán refrigeración.

2. Los productos que no tienen establecida una temperatura de conservación en el 
apartado 1 ni en otra normativa, deberán almacenarse y transportarse a las temperaturas 
indicadas en la etiqueta, según lo recogido en el Reglamento (UE) n.º 1169/2011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, sobre la información 
alimentaria facilitada al consumidor y por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.º 
1924/2006 y (CE) n.º 1925/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se 
derogan la Directiva 87/250/CEE de la Comisión, la Directiva 90/496/CEE del Consejo, la 
Directiva 1999/10/CE de la Comisión, la Directiva 2000/13/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, las Directivas 2002/67/CE, y 2008/5/CE de la Comisión, y el Reglamento (CE) n.º 
608/2004 de la Comisión, por el operador que los ha producido y envasado, de acuerdo con 
lo establecido en su sistema de autocontrol.

3. En el caso de que los alimentos perecederos se transporten desde el establecimiento 
a la persona consumidora final o a otro establecimiento, el operador responsable del 
transporte deberá utilizar los medios adecuados de transporte para mantener las 
temperaturas de conservación indicadas dentro de los límites legales establecidos o, en 
ausencia de éstos, a las temperaturas indicadas en el apartado 2.

Artículo 5.  Operaciones de congelación, descongelación y recongelación de alimentos.
1. La congelación de materias primas o productos en un establecimiento de comercio al 

por menor cumplirá las siguientes condiciones:
a) Si se reciben envasados, se deberá mantener su envase original con la etiqueta en la 

que figure la fecha de caducidad o de consumo preferente. Al lado de la misma se colocará 
una nueva etiqueta en la que figure la fecha de congelación, de manera que sean visibles 
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ambas fechas. En caso de fraccionamiento se identificarán todas las fracciones de manera 
que se puedan vincular inequívocamente con toda la información de la etiqueta original.

b) Si se congelan materias primas que se reciben sin envasar, deberán envasarse 
previamente en recipientes aptos para uso alimentario y se colocará una etiqueta en la que 
figure la fecha de llegada al establecimiento y la fecha de congelación.

2. En el caso de la carne fresca, se deberá congelar inmediatamente tras su recepción o 
inmediatamente tras finalizar el periodo de maduración, salvo que vaya a destinarse a la 
donación, en cuyo caso se regirá por lo establecido en el punto 4 del capítulo VII de la 
sección I y en el punto 5 del capítulo V de la sección II del anexo III del Reglamento (CE) n.º 
853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004. No podrá venderse 
descongelada.

3. Cuando se congelen los productos elaborados en el propio establecimiento, con vistas 
a su posterior venta, utilización o donación, deberán envasarse y se colocará una etiqueta en 
la que figure la fecha de elaboración o transformación, la fecha de congelación y la fecha de 
caducidad o consumo preferente del producto congelado.

4. Los establecimientos de comercio al por menor que vayan a llevar a cabo la 
congelación deberán disponer de un equipo de congelación con la suficiente potencia para 
congelar los alimentos, de manera que alcancen una temperatura central no superior a –18 
°C siguiendo un descenso ininterrumpido de la temperatura.

5. Solo se podrá llevar a cabo la congelación en arcones o cámaras de mantenimiento 
de productos congelados si se garantiza que cumplen los requisitos del apartado anterior.

6. Los operadores que realicen congelación de alimentos de conformidad con lo 
establecido en el apartado 3, deberán contar con registros en los que se recojan al menos: la 
descripción del producto, cantidad, fecha de caducidad o consumo preferente previas, fecha 
de congelación, nueva fecha de consumo preferente y, en el caso de que se donen, el 
destino de los productos. Estos registros no serán necesarios si se incluye toda esta 
información en la etiqueta de los productos congelados, según lo recogido en el Reglamento 
(UE) 1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011.

7. Se podrán descongelar:
a) Los alimentos congelados que se van a poner a la venta descongelados siempre que 

la denominación del alimento vaya acompañada de la palabra «descongelado» y toda la 
información necesaria de acuerdo con lo establecido en el Reglamento (UE) 1169/2011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, y sin perjuicio de lo 
establecido en el Real Decreto 126/2015, de 27 de febrero, por el que se aprueba la norma 
general relativa a la información alimentaria de los alimentos que se presenten sin envasar 
para la venta al consumidor final y a las colectividades, de los envasados en los lugares de 
venta a petición del comprador, y de los envasados por los titulares del comercio al por 
menor.

b) Las materias primas que van a sufrir una elaboración o transformación en el propio 
establecimiento.

8. La descongelación de los productos alimenticios deberá realizarse en refrigeración, de 
manera que se evite la contaminación cruzada y el contacto con los líquidos de 
descongelación. No obstante, aquellos productos que lo requieran por razones tecnológicas, 
debidamente justificadas, podrán descongelarse a temperatura ambiente. Podrá además 
realizarse la descongelación en microondas o en agua corriente fría, cuando los alimentos se 
cocinen inmediatamente después de la descongelación.

9. Los establecimientos de comercio al por menor no podrán recongelar alimentos, salvo 
que estos hayan sufrido una transformación, tal y como se define en el Reglamento (CE) n.º 
852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, posterior a la 
primera congelación.

Artículo 6.  Requisitos específicos para las comidas preparadas.
Los establecimientos de comercio al por menor que intervengan en cualquier fase desde 

la producción hasta la entrega a la persona consumidora final de comidas preparadas 
deberán cumplir lo establecido en el artículo 30 del Real Decreto 1086/2020, de 9 de 
diciembre, que recoge los requisitos para los establecimientos de comidas preparadas.
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Artículo 7.  Requisitos específicos para las carnes frescas, carne picada, preparados de 
carne y productos cárnicos.

1. Las operaciones de deshuesado y despiece deberán realizarse lo más rápidamente 
posible, evitándose la acumulación de carne en la zona donde se lleven a cabo dichas 
operaciones y cualquier retraso de su traslado a las cámaras o elementos de 
almacenamiento, conservación o exposición.

2. El picado de la carne se efectuará a petición y a la vista del comprador. No obstante, 
el picado podrá realizarse con carácter previo, con arreglo a las necesidades del despacho 
diario, no pudiendo conservarse de un día para otro.

3. Los establecimientos de comercio al por menor que elaboren carne picada y 
preparados de carne, lo harán de acuerdo con lo establecido en los capítulos II y III de la 
sección V del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, y los que elaboren productos cárnicos, lo harán conforme a 
lo establecido en la sección VI del anexo III de dicho reglamento. No obstante, no se podrá 
elaborar carne separada mecánicamente en este tipo de establecimientos, ni tampoco se 
podrá utilizar como materia prima para los preparados de carne.

4. La temperatura de los obradores deberá garantizar una producción higiénica. Estos 
locales o parte de ellos estarán provistos de un dispositivo de acondicionamiento de aire, si 
fuera necesario. Además, en el caso de llevar a cabo elaboraciones con tratamiento térmico 
estarán provistos de equipos de extracción, o bien, establecerán un orden de elaboración 
que permita la separación en el tiempo, que alterne los usos del obrador para productos 
refrigerados y con tratamiento térmico de forma que no coincidan ambas elaboraciones a la 
vez.

Artículo 8.  Requisitos específicos para los productos de la pesca y moluscos bivalvos vivos.
1. Los establecimientos de comercio al por menor que sirven comida a las personas 

consumidoras finales o a colectividades, o que elaboran estos productos para su venta a la 
persona consumidora final, deben garantizar que los productos de la pesca derivados de 
pescados (excepto pescado de aguas continentales) o moluscos cefalópodos para consumir 
crudos, escabechados, en salazón o sometidos a cualquier otro tratamiento si este es 
insuficiente para matar las larvas de anisakis viables, han sido congelados a una 
temperatura igual o inferior en la totalidad del producto de:

a) –20 °C durante un mínimo de veinticuatro horas o
b) –35 °C durante un mínimo de quince horas.
Esta operación podrá ser llevada a cabo por estos establecimientos o en una etapa 

anterior, siempre que esté justificado documentalmente.
No obstante, si tales productos proceden de la acuicultura marina, pueden exceptuarse 

del requisito de la congelación siempre que cada lote se acompañe de una declaración del 
operador de origen en la que conste que proceden de la acuicultura, han sido criados a partir 
de embriones y han sido alimentados exclusivamente con una dieta libre de parásitos viables 
que presenten un peligro para la salud y que el operador de la empresa alimentaria haya 
verificado, mediante procedimientos aprobados por la autoridad competente, la ausencia de 
parásitos viables que entrañen un riesgo para la salud.

La declaración debe acompañar al lote físicamente o de manera electrónica y puede ser 
incluida en los documentos comerciales o en cualquier otra información que acompañe a los 
productos de la pesca, debiendo estar disponible antes de la puesta en el mercado de los 
mismos.

2. Las personas titulares de dichos establecimientos deberán informar a las personas 
consumidoras de que dichos productos han sido congelados o, en su caso, que proceden de 
sistemas de acuicultura que garantizan que están libres de anisakis, mediante los 
procedimientos que estimen apropiados, entre otros, mediante carteles o cartas-menú.

3. No es necesario que los operadores de los establecimientos de comercio al por menor 
lleven a cabo el tratamiento por congelación cuando los productos de la pesca vayan a ser 
sometidos antes de su consumo a un tratamiento térmico que mate el parásito viable en el 
que se alcance una temperatura mínima de 60 °C en el centro del producto durante al menos 
un minuto.
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4. Durante la exposición para la venta, cuando los productos de la pesca se conserven 
con hielo, este se añadirá tantas veces como sea necesario, teniendo en cuenta el tamaño 
de la pieza, de manera que mantengan la temperatura establecida en el artículo 4. En el 
caso de ejemplares grandes de especies de pescado asociadas a un alto contenido de 
histidina (particularmente especies de pescados de las familias siguientes: Scombridae, 
Clupeidae, Engraulidae, Coryfenidae, Pomatomidae y Scombresosidae), es preciso que el 
hielo rodee la pieza el máximo posible para asegurar la temperatura correcta en todo el 
producto. Además, se expondrá en el mostrador solo la cantidad necesaria para la venta y 
se irá reponiendo el producto conforme se vaya vendiendo, manteniendo el resto en la 
cámara frigorífica.

5. Los productos de la pesca listos para el consumo deberán mantenerse a la 
temperatura indicada en el artículo 4.1, apartado 7, de la tabla y durante el almacenamiento, 
la exposición y la venta deberán estar protegidos de cualquier foco de contaminación y 
separados de los productos crudos.

6. Los establecimientos que pongan a la venta productos de la pesca frescos, 
preparados y transformados pertenecientes a la familia de los Gempylidae, en particular el 
Ruvettus pretiosus (Escolar o Pez Mantequilla. Clavo, Escolar Rasposo, Lima, Cochinilla, 
Llima) y el Lepidocybium flavobrunneum (Escolar negro o Pez Mantequilla. Escolar chino, 
Negra) lo harán conforme a lo establecido en el punto 1 de la parte E del capítulo V de la 
sección VIII del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004. Además, los establecimientos que realicen alguna 
preparación con estos pescados deberán:

a) Comprobar que la etiqueta del pescado que reciben contiene la información obligatoria 
establecida en el apartado E, del capítulo V, de la sección VIII, del Reglamento (CE) n.º 
853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

b) Realizar las preparaciones culinarias teniendo en cuenta que se debe eliminar la 
mayor cantidad de grasa posible y descartando, en su caso, el caldo de cocción.

c) Informar a la clientela sobre la presencia en estos pescados de sustancias que 
pueden originar efectos gastrointestinales en las personas.

7. De manera general, los moluscos bivalvos vivos se expondrán en su envase original 
con la etiqueta a la vista. No obstante, cuando sea necesario, se podrán desenvasar para:

a) Exponerlos en la zona de venta. Solo se podrán exponer juntos aquellos que sean del 
mismo lote.

b) Introducirlos en envases más pequeños, sin posibilidad de mezclar lotes en un mismo 
envase.

8. Los establecimientos de comercio al por menor que empleen moluscos bivalvos vivos 
en sus elaboraciones (crudas o cocinadas) o los vendan de manera fraccionada, 
conservarán la etiqueta correspondiente a los envases durante al menos sesenta días tras la 
finalización del contenido del envase.

9. Las pescaderías y los establecimientos de restauración y hostelería podrán disponer 
de instalaciones tipo vivero o acuario, de uso exclusivo para el mantenimiento con vida de 
crustáceos y anguilas, a una temperatura y de un modo que no afecte negativamente a la 
inocuidad de los alimentos o a su viabilidad.

En particular, estas instalaciones:
a) Tendrán las características técnicas necesarias para asegurar la calidad del agua de 

mantenimiento, tales como, sistemas de limpieza, filtrado, desinfección y oxigenación.
b) Siempre que sea necesario para la supervivencia de los animales, contarán con 

sistemas de regulación de la temperatura adaptados a las especies que se vayan a 
mantener y conservarán las características del agua de su hábitat natural.

c) No se mantendrán juntas especies que no sean compatibles entre sí.
d) La densidad de animales debe ser adecuada para la capacidad del acuario.
En establecimientos de restauración los crustáceos y anguilas son de uso exclusivo para 

preparaciones en los mismos, no pudiendo venderse vivos.
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Artículo 9.  Requisitos específicos para los alimentos elaborados con huevo.
1. Los establecimientos de comercio al por menor podrán usar huevo crudo para 

elaborar alimentos que:
a) Se sometan a un tratamiento térmico donde se alcance una temperatura igual o 

superior a 70 °C durante dos segundos en el centro del producto o cualquier otra 
combinación de condiciones de tiempo y temperatura con la que se obtenga un efecto 
equivalente.

b) Se sometan a un tratamiento térmico donde se alcance una temperatura de 63 °C 
durante veinte segundos en el centro del producto y se sirvan para su consumo inmediato, 
como huevos fritos, tortillas u otras preparaciones.

2. Para elaborar productos que se van a consumir sin sufrir un tratamiento térmico que 
cumpla las condiciones del apartado 1, se deberá sustituir el huevo crudo por ovoproductos 
procedentes de establecimientos autorizados.

3. Los alimentos elaborados conforme a lo establecido en los apartados 1.a), que no 
sean estables a temperatura ambiente, y conforme al apartado 2, se conservarán a una 
temperatura igual o inferior a 8 °C y se consumirán en un máximo de veinticuatro horas a 
partir de su elaboración. Se deberá registrar la fecha y hora de elaboración.

Artículo 10.  Zonas de degustación en el comercio al por menor.
En los comercios al por menor podrán existir zonas de degustación de los productos que 

comercializan.
En el caso de que elaboren comidas preparadas, deberán cumplir con lo establecido en 

el artículo 30 del Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, y contarán con el equipo 
necesario, en una zona separada de la zona de ventas, donde elaboren las comidas de 
manera que se evite la contaminación cruzada entre los alimentos cocinados y aquellos 
expuestos a la venta en fresco, así como condensaciones que afecten negativamente a los 
productos expuestos.

Estos requisitos también son aplicables a las comidas preparadas destinadas a 
degustaciones gratuitas. Las comidas se ofrecerán en porciones individuales de manera que 
se puedan coger mediante palillos, cubiertos, etc., reutilizables o fabricados de material no 
plástico y se reduzca al mínimo el riesgo de contaminación. En relación con los utensilios y 
menaje empleados se deberá cumplir con lo dispuesto en el título V de la Ley 7/2022, de 8 
de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, y en la normativa 
vigente sobre envases y residuos de envases.

Artículo 11.  Identificación de los productos elaborados en el comercio al por menor.
Los productos alimenticios elaborados por los establecimientos de comercio al por menor 

se presentarán y etiquetarán de acuerdo con la normativa vigente de información alimentaria 
al consumidor y con la normativa específica en materia de comercialización y de calidad que 
les sea de aplicación.

Además, dichos alimentos, podrán incluir de manera voluntaria:
a) La expresión «ELABORADO POR» seguido del tipo y el nombre del establecimiento 

elaborador en la etiqueta, placa o marchamo del producto.
b) La mención «ELABORACIÓN PROPIA» en un cartel o rótulo próximo al producto, en 

un listado fuera del expositor o en una zona delimitada, cuando no se presenten envasados. 
Cuando presenten esta mención solo podrán venderse en el establecimiento donde se han 
elaborado o en las sucursales del mismo.

A tales efectos, no se considerará elaboración el fraccionamiento o el envasado de un 
producto alimenticio elaborado por otro fabricante, ni el corte o deshuesado de carne fresca, 
ni la limpieza o el corte de pescado.

Artículo 12.  Responsabilidades de los operadores de máquinas expendedoras.
1. En las máquinas expendedoras de alimentos, se deberá indicar en su parte exterior, 

de forma claramente legible y fácilmente visible, el nombre o razón social y dirección del 
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operador responsable del abastecimiento y mantenimiento de las mismas, así como un 
teléfono de contacto para atender de forma rápida posibles eventualidades, excepto las que 
estén ubicadas en el interior de un establecimiento de comercio al por menor que sean 
propiedad de la persona titular y siempre que haya personal responsable del establecimiento 
al que dirigirse en caso de cualquier eventualidad.

2. Los productos alimenticios ofrecidos en dichas máquinas se renovarán con la 
frecuencia necesaria, teniendo en cuenta su fecha de caducidad o consumo preferente y se 
mantendrán a las temperaturas de conservación establecidas en el artículo 4 o que resulten 
aplicables para cada tipo de producto.

3. En el caso de vender alimentos que requieren refrigeración, las máquinas 
expendedoras deberán contar con un sistema de alarma, que avise al operador responsable 
en caso de haber problemas de suministro eléctrico que pueden conllevar una alteración de 
las temperaturas, para poder tomar las medidas oportunas que garanticen la seguridad de 
los alimentos impidiendo la venta de productos en los que se ha roto la cadena de frío.

Artículo 13.  Suministro directo de alimentos preparados en locales utilizados principalmente 
como vivienda privada.

1. De manera adicional a lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 852/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, la comercialización de estos 
alimentos debe cumplir lo establecido en el presente artículo.

2. Cuando se lleve a cabo la actividad de preparación de alimentos en locales utilizados 
principalmente como vivienda privada, las zonas de la vivienda destinadas a dicha actividad 
tendrán la consideración de establecimiento de comercio al por menor, a los efectos del 
presente real decreto y demás normativa aplicable a este tipo de actividad y 
establecimientos.

3. Cuando el operador inicie la actividad deberá presentar a la autoridad competente, a 
los efectos de su inscripción en el correspondiente registro autonómico, una declaración 
responsable del cumplimiento de los requisitos legales aplicables al ejercicio de la actividad, 
que deberá incluir:

a) Horario en que se va a operar.
b) Productos que se van a elaborar.
c) Plano de la vivienda que refleje las estancias o zonas destinadas a dicha actividad.
d) Compromiso de asumir las obligaciones de someterse a los controles oficiales 

llevados a cabo por las autoridades competentes.
e) Compromiso de contar con la justificación documental contenida en el apartado 9.
4. Los alimentos preparados en locales utilizados principalmente como vivienda privada 

solo se podrán suministrar a la persona consumidora directamente en mercados ocasionales 
o periódicos, o mediante el reparto a domicilio siempre que el suministro se realice dentro de 
la unidad sanitaria local, zona de salud o territorio de iguales características y finalidad que 
defina la autoridad competente correspondiente donde radique la vivienda.

5. Los alimentos preparados en estos locales:
a) No se podrán servir para su consumo in situ, salvo que la autoridad competente de la 

comunidad autónoma lo permita.
b) No se podrán suministrar a colectividades ni en eventos.
c) No se podrán suministrar en el propio establecimiento, salvo que la autoridad 

competente de la comunidad autónoma lo permita.
d) No se podrán suministrar a otros establecimientos de comercio al por menor, salvo 

que la autoridad competente de la comunidad autónoma lo permita y establezca los 
requisitos necesarios para ello, con respeto a lo establecido con carácter básico en el 
artículo 3.

e) No se podrán congelar, ni tampoco las materias primas empleadas para elaborarlos. 
Solo se podrán mantener en congelación las materias primas que se adquieran ya 
congeladas.

6. Cuando los alimentos destinados a la venta se elaboren en las mismas instalaciones 
que aquellos destinados al consumo doméstico privado, será necesaria, al menos, una 
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separación temporal y cuando resulte necesario para evitar el riesgo de contaminación, una 
separación espacial, de las distintas actividades y productos.

Las materias primas y alimentos destinados a la venta deben estar claramente 
identificados y separados suficientemente de los destinados al uso doméstico privado para 
evitar el riesgo de contaminación.

7. Durante la elaboración de alimentos destinados a la venta no se permitirá el acceso de 
personas ajenas a esta actividad a las zonas de la vivienda destinadas a la elaboración.

En ningún caso se permitirá el acceso de animales domésticos a las zonas de la vivienda 
destinadas a la elaboración de alimentos.

8. Los alimentos preparados estarán limitados a:
a) Comidas preparadas sometidas a un tratamiento térmico suficiente para garantizar la 

seguridad de estas.
b) Productos de panadería y repostería estables a temperatura ambiente.
c) Mermeladas, confituras y jaleas, siempre que tras el envasado se sometan a un 

tratamiento térmico que garantice su seguridad.
d) Conservas de frutas, hortalizas o vegetales, siempre que tengan un pH inferior a 4,5.
e) Otros alimentos que las autoridades competentes de las comunidades autónomas 

permitan en sus territorios.
9. El volumen total de alimentos preparados deberá ser proporcional al tamaño de las 

instalaciones de manera que se garanticen unas prácticas correctas de higiene alimentaria y 
en ningún caso podrán superar los 100 kilogramos semanales, lo cual se demostrará 
documentalmente.

10. Los alimentos preparados se presentarán y etiquetarán de acuerdo con la normativa 
vigente de información alimentaria al consumidor y con la normativa específica en materia de 
comercialización y de calidad que les sea de aplicación y se deberá indicar la mención 
«Elaborado en vivienda particular» y la fecha de elaboración.

Artículo 14.  Acceso de animales a los establecimientos de comercio al por menor.
1. Está prohibido el acceso de cualquier animal a las zonas de los establecimientos de 

comercio al por menor donde se preparen, manipulen o almacenen alimentos, sin perjuicio 
de que el propietario del establecimiento pueda prohibir su acceso a otras zonas de uso 
exclusivo del personal de los establecimientos.

Asimismo, está prohibido el acceso de animales a los lugares de venta de alimentos 
(tales como supermercados, mercados, comercios de alimentación, etc.), salvo en el caso de 
los perros de asistencia y los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en el 
cumplimiento de sus funciones y bajo la supervisión de su responsable.

2. En las zonas de los establecimientos de hostelería y restauración donde únicamente 
se sirven alimentos (tales como comedores, terrazas, exterior de las barras, etc.), el 
operador del establecimiento puede permitir el acceso de animales domésticos, siempre que 
se cumplan los siguientes requisitos, sin perjuicio de otra normativa que les resulte de 
aplicación:

a) Informar a los dueños o responsables de los animales de los requisitos de acceso.
b) Los animales deberán estar sujetos por una correa, en un trasportín o controlados por 

otros medios.
c) Los animales deberán presentar un comportamiento y estado de higiene adecuados, 

sin signos evidentes de enfermedad como diarrea, vómitos, presencia de parásitos externos, 
secreciones anormales o heridas abiertas.

d) Se evitará que los animales entren en contacto con el equipo y útiles del local, con el 
personal del establecimiento, así como con las superficies de las mesas y de la barra y, en 
caso de contacto, se limpiarán y desinfectarán las zonas afectadas con los materiales 
adecuados.

e) Se les podrá dar de comer o beber utilizando, en todo caso, útiles expresamente 
diseñados para la alimentación de animales.

3. No obstante lo establecido en el apartado 2, los operadores de los establecimientos de 
hostelería y restauración podrán prohibir a su criterio el acceso de animales domésticos a 
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sus establecimientos, salvo en el caso de los perros de asistencia y los de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, en el cumplimiento de sus funciones y bajo la supervisión 
de su responsable.

4. Se informará de si está prohibido el acceso de animales domésticos mediante un 
cartel visible a la entrada del establecimiento.

5. Los establecimientos de hostelería y restauración que permitan la presencia de 
animales domésticos de las personas consumidoras en sus locales deberán contar con útiles 
de limpieza de uso exclusivo en caso de que los animales orinen, defequen o vomiten.

Artículo 15.  Establecimientos con perros o gatos propios destinados a interactuar con la 
clientela.

Sin perjuicio de otra normativa que le sea de aplicación, los establecimientos que sirvan 
alimentos y además cuenten con perros o gatos propios destinados a interactuar con la 
clientela, únicamente podrán servirlos en una estancia diferente o en una zona separada 
físicamente de los lugares donde se encuentren los animales y tendrán la consideración de 
comercio al por menor. Los animales no podrán acceder a las zonas donde se preparen, 
manipulen o almacenen los alimentos, sin perjuicio de que el propietario del establecimiento 
pueda prohibir su acceso a otras zonas de uso exclusivo del personal de los 
establecimientos.

Artículo 16.  Donación de alimentos.
1. Los establecimientos de comercio al por menor podrán donar productos alimenticios 

conforme a lo establecido en el capítulo V bis del anexo II del Reglamento (CE) n.º 852/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.

2. No obstante lo establecido en el apartado 1, en el caso de los huevos, podrán donarse 
una vez superado el límite de veintiún días a partir de la puesta, siempre que el operador de 
empresa alimentaria receptor transforme los huevos (con tratamiento térmico suficiente para 
garantizar la seguridad) antes de ofrecerlos a las personas consumidoras, pero no se podrán 
donar una vez superada su fecha de consumo preferente.

Artículo 17.  Alimentos con defectos que no afectan a la seguridad de los mismos.
Los establecimientos de comercio al por menor podrán vender productos alimenticios 

que presenten defectos, bajo la responsabilidad de quien vende, siempre que no afectan a la 
seguridad de estos y se informe de esta circunstancia a las personas consumidoras. Estos 
defectos podrán consistir en:

a) Defectos de forma y tamaño del alimento, sin perjuicio de lo establecido en otras 
normativas específicas, no siendo de aplicación, en concreto, a frutas y hortalizas.

b) Defectos gráficos en el etiquetado y defectos en el envasado, excepto las conservas 
que presenten abombamiento en su envase, siempre que no dificulten la lectura de la 
información obligatoria alimentaria establecida en el Reglamento (UE) n.º 1169/2011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011.

Artículo 18.  Empleo de recipientes reutilizables aptos para el contacto con alimentos.
1. Los operadores podrán servir los productos alimenticios en recipientes reutilizables 

aptos para el contacto con alimentos aportados por la propia clientela en el momento de 
hacer la compra.

2. La persona compradora será responsable de la higiene de los recipientes que aporta, 
así como de que estén fabricados con un material apto para el contacto de alimentos. No 
obstante, quien vende siempre podrá rechazar el uso de un recipiente si considera que el 
estado higiénico del mismo no es adecuado para garantizar la seguridad del producto.

3. Los operadores de establecimientos de comercio al por menor quedarán exentos de la 
responsabilidad por los problemas de seguridad alimentaria que se pudieran derivar de la 
utilización de recipientes aportados por la propia clientela.

4. Los operadores de establecimientos de comercio al por menor que elaboren productos 
alimenticios en recipientes reutilizables podrán reutilizarlos para el envasado de dichos 
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productos cuando sean retornados por la clientela, siempre que se garantice, por parte del 
operador, la adecuada limpieza y desinfección e idoneidad de los mismos.

5. Los establecimientos de restauración y hostelería deberán facilitar a la clientela que 
pueda llevarse, sin coste adicional alguno, los alimentos que no hayan consumido, salvo en 
los formatos de servicio de bufé libre o similares donde la disponibilidad de comida no está 
limitada, e informar de esta posibilidad de forma clara y visible en el propio establecimiento. 
Para ello utilizarán envases que sean aptos para el uso alimentario, reutilizables, o 
fácilmente reciclables, y, en los términos previstos en la normativa, admitirán que la clientela 
aporte su propio recipiente, siendo en este caso de aplicación lo establecido en los 
apartados 2 y 3. Para los envases o recipientes alimentarios de plástico de un solo uso 
deberá tenerse en cuenta las disposiciones previstas en el título V de la Ley 7/2022, de 8 de 
abril, en especial las relativas a la necesidad de reducir su consumo de cara a cumplir los 
objetivos del artículo 55.1 de dicha ley y a la obligación de su cobro.

CAPÍTULO III
Adaptaciones de los requisitos de higiene y flexibilidad del sistema de Análisis 

de Peligros y Puntos Críticos de Control (APPCC)

Artículo 19.  Procedimiento para la concesión de adaptaciones de los requisitos de higiene 
en establecimientos de comercio al por menor.

El procedimiento para la concesión a establecimientos de comercio al por menor de 
adaptaciones de los requisitos establecidos en el anexo II del Reglamento (CE) n.º 852/2004 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, de conformidad con lo 
dispuesto en su artículo 13.3, o en el anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, de conformidad con lo estipulado 
en su artículo 10.3, se realizará de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Real 
Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre.

Asimismo, a los establecimientos de comercio al por menor les será de aplicación lo 
establecido en los artículos 5 bis y 5 ter del mencionado real decreto.

Artículo 20.  Flexibilidad del sistema de Análisis de Peligros y Puntos de Control Crítico.
Los establecimientos de comercio al por menor deberán crear, aplicar y mantener 

actualizado un procedimiento permanente basado en los principios del Análisis de Peligros y 
Puntos de Control Crítico (en adelante, APPCC), conforme a lo establecido en el artículo 5 
del Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril, 
debiendo contar con una persona responsable de su aplicación.

Estos procedimientos o sistemas de gestión de la seguridad alimentaria se podrán 
aplicar de manera simplificada, tal y como se establece en la Comunicación de la Comisión 
con directrices sobre los sistemas de gestión de la seguridad alimentaria para las actividades 
de los minoristas del sector de la alimentación, incluida la donación de alimentos (2020/C 
199/01).

La aplicación voluntaria de guías de prácticas correctas de higiene y para la aplicación 
de los principios del sistema APPCC puede ser un medio para garantizar que se cumplen las 
normas sanitarias previstas en este real decreto y que se aplican adecuadamente los 
procedimientos mencionados.

CAPÍTULO IV
Controles oficiales y régimen sancionador

Artículo 21.  Controles oficiales.
1. La autoridad competente llevará a cabo controles oficiales sobre el cumplimiento de lo 

previsto en este real decreto, con regularidad, en función del riesgo y con la frecuencia 
apropiada de acuerdo con el Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 15 de marzo de 2017, relativo a los controles y otras actividades oficiales 
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realizados para garantizar la aplicación de la legislación sobre alimentos y piensos, y de las 
normas sobre salud y bienestar de los animales, sanidad vegetal y productos fitosanitarios, y 
por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.º 999/2001, (CE) n.º 396/2005, (CE) n.º 
1069/2009, (CE) n.º 1107/2009, (UE) n.º 1151/2012, (UE) n.º 652/2014, (UE) 2016/429 y 
(UE) 2016/2031 del Parlamento Europeo y del Consejo, los Reglamentos (CE) n.º 1/2005 y 
(CE) n.º 1099/2009 del Consejo, y las Directivas 98/58/CE, 1999/74/CE, 2007/43/CE, 
2008/119/CE y 2008/120/CE del Consejo, y por el que se derogan los Reglamentos (CE) n.º 
854/2004 y (CE) n.º 882/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, las Directivas 
89/608/CEE, 89/662/CEE, 90/425/CEE, 91/496/CEE, 96/23/CE, 96/93/CE y 97/78/CE del 
Consejo y la Decisión 92/438/CEE del Consejo (Reglamento sobre controles oficiales). Estos 
controles se realizarán conforme al Plan Nacional de Control Oficial de la Cadena 
Alimentaria (PNCOCA).

2. Los operadores darán al personal de las autoridades competentes acceso a sus 
instalaciones, equipos, sistemas de información y cualquier documentación pertinente y 
prestarán la debida asistencia y cooperación, en cumplimiento del artículo 15 del 
Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2017.

3. La autoridad competente, en caso de detectar incumplimientos por parte de los 
operadores, adoptará medidas para determinar el origen y alcance del incumplimiento y 
establecer la responsabilidad del operador, y para garantizar que el operador subsana el 
incumplimiento y evita que este se reproduzca, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 137 y 138 del Reglamento (UE) 2017/625 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 15 de marzo de 2017.

Artículo 22.  Régimen sancionador.
En caso de incumplimiento de lo previsto en este real decreto o en la reglamentación en 

materia de higiene de la Unión Europea será de aplicación, en función de la materia, el 
régimen de infracciones y sanciones previsto en la Ley 17/2011, de 5 de julio, de seguridad 
alimentaria y nutrición; en la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública; en la 
Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y en el Real Decreto 1945/1983, de 22 de 
junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa del 
consumidor y de la producción agro-alimentaria, sin perjuicio de las responsabilidades 
civiles, penales o de otro orden que pudieran concurrir.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en el mismo, y en particular las siguientes:
a) El artículo 11.1 de la Orden de 14 de junio de 1976 por la que se dictan normas sobre 

medidas higiénico-sanitarias en perros y gatos de convivencia humana.
b) La Orden de 14 de enero de 1986 por la que se aprueba la norma de calidad para 

carnes picadas de vacuno, ovino y porcino destinadas al mercado interior.
c) El apartado 7 de la Orden de 14 de enero de 1988 por la que se aprueba la norma 

general de identidad y pureza para el cuajo y otras enzimas coagulantes de leche destinados 
al mercado interior.

d) El Real Decreto 1254/1991, de 2 de agosto, por el que se dictan normas para la 
preparación y conservación de la mayonesa de elaboración propia y otros alimentos de 
consumo inmediato en los que figure el huevo como ingrediente.

e) El artículo 6.2 de la Reglamentación técnico-sanitaria para la elaboración, circulación y 
comercio de helados y mezclas envasadas para congelar, aprobada por el Real Decreto 
618/1998, de 17 de abril.

f) El Real Decreto 3484/2000, de 29 de diciembre, por el que se establecen las normas 
de higiene para la elaboración, distribución y comercio de comidas preparadas.

g) El Real Decreto 1376/2003, de 7 de noviembre, por el que se establecen las 
condiciones sanitarias de producción, almacenamiento y comercialización de las carnes 
frescas y sus derivados en los establecimientos de comercio al por menor.
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h) El Real Decreto 1420/2006, de 1 de diciembre, sobre prevención de la parasitosis por 
anisakis en productos de la pesca suministrados por establecimientos que sirven comida a 
los consumidores finales o a colectividades.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 191/2011, de 18 de febrero, 
sobre Registro General Sanitario de Empresas Alimentarias y Alimentos.

El Real Decreto 191/2011, de 18 de febrero, sobre Registro General Sanitario de 
Empresas Alimentarias y Alimentos, queda modificado como sigue:

Uno. El apartado 2 del artículo 2 queda redactado del siguiente modo:
«2. Quedan excluidos de la obligación de inscripción en el Registro, sin perjuicio 

de los controles oficiales correspondientes, los establecimientos de comercio al por 
menor definidos en el artículo 2 del Real Decreto 1021/2022, de 13 de diciembre, por 
el que se regulan determinados requisitos en materia de higiene de la producción y 
comercialización de los productos alimenticios en establecimientos de comercio al por 
menor.

Todos los establecimientos de comercio al por menor deberán inscribirse en los 
registros de las autoridades competentes de las comunidades autónomas establecidos 
al efecto, previa comunicación o declaración responsable, que no será habilitante, del 
operador de la empresa alimentaria a las autoridades competentes del lugar de 
ubicación del establecimiento. No obstante, cuando se trate de establecimientos en los 
que se sirven alimentos in situ a colectividades, la comunicación será hecha por la 
persona titular de las instalaciones.»

Dos. Se suprime la disposición adicional tercera.

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, 
por el que se regulan y flexibilizan determinadas condiciones de aplicación de las 
disposiciones de la Unión Europea en materia de higiene de la producción y comercialización 
de los productos alimenticios y se regulan actividades excluidas de su ámbito de aplicación.

El Real Decreto 1086/2020, de 9 de diciembre, por el que se regulan y flexibilizan 
determinadas condiciones de aplicación de las disposiciones de la Unión Europea en materia 
de higiene de la producción y comercialización de los productos alimenticios y se regulan 
actividades excluidas de su ámbito de aplicación, queda modificado como sigue:

Uno. La letra c) del artículo 2.2 queda redactada como sigue:
«c) Pequeños mataderos: Los mataderos autorizados para el sacrificio de 

animales de cualquier especie de animal de abasto que no sacrifiquen más de 
cuarenta unidades de ganado mayor, en adelante UGM, por semana, con un máximo 
de dos mil UGM por año. En regiones insulares, incluida Canarias como región 
ultraperiférica, tendrán tal condición los mataderos que sacrifiquen un máximo de dos 
mil quinientas UGM por año, pudiendo ampliarse dicho límite por la Autoridad sanitaria 
competente tras la evaluación del riesgo. A efectos de este real decreto, serán de 
aplicación las correspondencias entre tipo de animal y UGM establecidas en el anexo 
I.»

Dos. Se añade un artículo 5 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 5 bis.  Materiales de las superficies en contacto con los alimentos.
No obstante lo establecido en el punto f del apartado 1 del capítulo II del anexo II 

del Reglamento (CE) n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de 
abril de 2004, siempre que se mantengan limpias, en buen estado de conservación y 
no supongan una fuente de contaminación para los productos alimenticios, se permite 
el uso de:

a) Mesas con tablero de madera de haya, roble o pino rojo para el manipulado de 
masas panarias y de bollería.
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b) Cámaras de madera para la fermentación de las masas de panadería y bollería.
c) Tajos de corte para el despiece de la carne, siempre que sean de maderas 

tratadas, resistentes y se encuentren en perfecto estado de mantenimiento y 
limpieza.»

Tres. Se añade un artículo 5 ter con la siguiente redacción:

«Artículo 5 ter.  Métodos de producción tradicionales.
1. Conforme a lo establecido en los artículos 13.3 y 13.4.a).i) del Reglamento (CE) 

n.º 852/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y no 
obstante lo establecido en el punto 1 del capítulo II y en el punto 1 del capítulo V de su 
anexo II, estará permitido comercializar, siempre que tengan una actividad de agua 
inferior a 0,70, los siguientes alimentos tradicionales secados al aire libre:

a) Alimentos de origen animal: pescado seco, pulpo seco y pota seca.
b) Alimentos de origen vegetal: pimientos y ñoras secas, tomates secos, 

albaricoques secos, higos secos, uvas pasas, melocotones secos, ciruelas secas, 
plátanos secos.

c) Otros alimentos producidos siguiendo métodos equivalentes.
No obstante lo anterior, la actividad de agua de estos alimentos podrá ser superior 

a 0,70, siempre que el operador demuestre que el proceso productivo logra un efecto 
equivalente mediante el empleo de una combinación de factores de conservación.

2. Conforme a lo establecido en los artículos 10.3 y 10.4.a).i) del Reglamento (CE) 
n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, y no 
obstante lo establecido en el punto 5, del capítulo IV, de la sección II de su anexo III se 
exceptuará del sangrado el sacrificio tradicional de pichones.»

Cuatro. La letra b) del artículo 6 queda redactada del siguiente modo:
«b) Caza de cría, en los términos previstos en los apartados 3, 3 bis y 4 de la 

sección III del anexo III del Reglamento (CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 29 de abril de 2004.»

Cinco. El artículo 9 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 9.  Requisitos para el transporte de cabezas y patas de ungulados 
domésticos desde los mataderos.

El transporte de cabezas y patas de ungulados sin desollar o escaldar ni depilar 
desde el matadero a un establecimiento autorizado podrá realizarse, cumpliendo los 
requisitos del apartado 18.c) del capítulo IV, sección I del anexo III del Reglamento 
(CE) n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.»

Seis. El artículo 10 queda redactado como sigue:

«Artículo 10.  Dimensiones y caracteres de la marca sanitaria de corderos, cabritos y 
lechones.

Las dimensiones y caracteres de la marca sanitaria de corderos, cabritos y 
lechones, establecida en el anexo II del Reglamento de Ejecución (UE) 2019/627 de la 
Comisión, de 15 de marzo 2019, por el que se establecen disposiciones prácticas 
uniformes para la realización de controles oficiales de los productos de origen animal 
destinados al consumo humano, de conformidad con el Reglamento (UE) 2017/625 
del Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se modifica el Reglamento (CE) 
n.º 2074/2005 de la Comisión en lo que respecta a los controles oficiales, podrán 
reducirse utilizándose un sello de, como mínimo, 4,5 cm de anchura y 3 cm de altura. 
Las letras y cifras tendrán como mínimo una altura de 0,6 y 0,8 cm, respectivamente.»

Siete. El artículo 11 queda redactado como sigue:
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«Artículo 11.  Sacrificio de reses de lidia fuera del matadero.
El sacrificio de las reses de lidia lidiadas o corridas, tendrá la misma consideración 

y deberá cumplir los mismos requisitos en materia de higiene que los casos en los que 
se precisa un sacrificio urgente de un animal fuera del matadero, debido a un 
accidente que impide su transporte al mismo atendiendo a su bienestar, de acuerdo 
con lo establecido en el capítulo VI de la sección I del anexo III del Reglamento (CE) 
n.º 853/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.»

Ocho. Se añade un apartado 3 al artículo 15 con la siguiente redacción:
«3. A los efectos de reducción de la frecuencia de muestreos microbiológicos, la 

autoridad sanitaria de la Comunidad Autónoma de Canarias, como región 
ultraperiférica, podrá establecer otros límites de sacrificio aplicables a los pequeños 
mataderos de aves de corral.»

Nueve. El artículo 17 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 17.  Comunicación.
Los establecimientos que deseen utilizar la flexibilidad prevista en este capítulo, 

excepto la establecida en los artículos 12 y 13, deberán comunicarlo con carácter 
previo a la autoridad competente y, en caso de que así resulte necesario, obtener la 
preceptiva autorización para ello.

No obstante, la comunicación de las adaptaciones contenidas en los artículos 5 
bis, 5 ter y 10 no será necesaria si el cumplimiento de los requisitos queda 
documentado en una actuación de control oficial.»

Diez. La letra c del artículo 19.2.g) queda redactada como sigue:
«c. el peso neto del producto, la fecha, el coto o zona de caza, la localidad y la 

comunidad autónoma donde se ha abatido el animal.»
Once. Se añaden dos apartados 6 y 7 al artículo 27 con la siguiente redacción:

«6. No obstante, lo establecido en los apartados anteriores no será exigible 
cuando los titulares de las explotaciones productoras de leche suministren leche cruda 
a un establecimiento de comercio al por menor de su misma titularidad con la finalidad 
de elaborar productos lácteos.

7. En todo caso, habrá de cumplirse con las disposiciones previstas en el Real 
Decreto 989/2022, de 29 de noviembre, por el que se establecen normas básicas para 
el registro de los agentes del sector lácteo, movimientos de la leche y el control en el 
ámbito de la producción primaria y hasta la primera descarga.»

Doce. El artículo 30 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 30.  Requisitos para los establecimientos de comidas preparadas.
1. El fraccionamiento de materias primas, productos intermedios y productos 

terminados, se realizará en función de las necesidades de trabajo o demanda, de 
manera que se utilicen las cantidades más reducidas posibles destinadas a su 
inmediata elaboración, consumo o venta y en condiciones de higiene tales que se 
evite toda posible contaminación o alteración de estos.

2. Las comidas preparadas se elaborarán con la menor antelación posible a su 
consumo, se servirán para su consumo cuanto antes, a menos que se refrigeren, 
congelen o se mantengan a una temperatura superior o igual a 63 °C.

3. Las comidas preparadas refrigeradas se mantendrán a una temperatura interna 
igual o inferior a:

a) 4 °C si su vida útil es superior a veinticuatro horas.
b) 8 °C si su vida útil es inferior a veinticuatro horas.
4. Las comidas preparadas congeladas se mantendrán a una temperatura interna 

igual o inferior a –18 °C.
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5. El operador que produzca las comidas preparadas podrá establecer 
temperaturas de conservación diferentes de las establecidas en el apartado 3, siempre 
que demuestre a la autoridad competente que estas temperaturas están basadas en 
evidencias científicas y que se garantice la seguridad de los productos.

6. Las comidas preparadas destinadas a ser refrigeradas o congeladas se 
someterán a los procedimientos adecuados para alcanzar, en el plazo más breve 
posible tras su elaboración, las temperaturas establecidas en los apartados 3 o 4 en el 
centro del producto. En el caso de las comidas preparadas en caliente, la temperatura 
en el centro del producto deberá disminuir de 60 °C a 10 °C en menos de dos horas.

7. Las comidas preparadas se mantendrán a las temperaturas de conservación 
indicadas en los apartados 2, 3 o 4 hasta su servicio y/o consumo. En su caso, se 
recalentarán de tal manera que deberá alcanzarse una temperatura de por lo menos 
74 °C durante al menos quince segundos en el centro del alimento, en el término de 
una hora desde que se han retirado del frigorífico. Podrán aplicarse unas temperaturas 
de recalentamiento más bajas siempre que las combinaciones de tiempo/temperatura 
utilizadas sean equivalentes, a efectos de destrucción de microorganismos, a la 
combinación anteriormente citada.

El alimento recalentado deberá llegar a la persona consumidora lo antes posible. 
Todos los alimentos recalentados que no se consuman se descartarán y no volverán a 
calentarse ni se volverán al almacenar.

8. Deberán disponer de comidas testigo que representen las diferentes comidas 
preparadas servidas a las personas consumidoras diariamente, para posibilitar la 
realización de los estudios epidemiológicos que, en su caso, sean necesarios, los 
operadores económicos que elaboren o sirvan comidas preparadas:

a) Destinadas a residencias de mayores, centros de día, comedores escolares, 
escuelas infantiles, hospitales, campamentos infantiles u otras colectividades 
similares.

b) En comedores colectivos (institucionales, de empresa, etc., que tengan un 
menú común).

c) Para medios de transporte.
d) Para eventos, cuando esta sea la actividad principal de la empresa.
e) Por encargo para grupos o eventos de más de 40 personas.
9. Las comidas testigo referidas en el apartado 8 se recogerán en el momento del 

servicio, en el caso de que la elaboración y el servicio sean realizados en el mismo 
establecimiento. En el caso de que la elaboración y el servicio sean realizados en 
establecimientos diferentes, quien elabora recogerá la comida testigo en el momento 
más próximo a su salida del establecimiento y el operador que la sirva, en el momento 
del servicio.

10. Las comidas testigo estarán claramente identificadas y fechadas, se 
conservarán debidamente protegidas en refrigeración a una temperatura igual o 
inferior a 4 °C o en congelación a una temperatura igual o inferior a –18 °C, durante un 
mínimo de siete días y la cantidad corresponderá a una ración individual de como 
mínimo de 100 g.

11. Los contenedores para la distribución de comidas preparadas, así como las 
vajillas y cubiertos que no sean de un solo uso, serán higienizados mediante métodos 
mecánicos, provistos de un sistema que asegure su correcta limpieza y desinfección u 
otros equivalentes que sean aceptados por la autoridad competente.»

Trece. Se suprime la disposición adicional segunda.
Catorce. El anexo I queda redactado como sigue:

«ANEXO I
Equivalencias entre tipo de animal y UGM

A efectos de la consideración de pequeños mataderos se aplicarán las siguientes 
correspondencias entre tipo de animal y UGM:
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a) Animales bovinos adultos, tal y como se definen en el artículo 17.6 del 
Reglamento (CE) n.º 1099/2009 del Consejo, de 24 de septiembre de 2009, relativo a 
la protección de los animales en el momento de la matanza, y équidos: 1 UGM.

b) Otros animales bovinos: 0,50 UGM.
c) Cerdos con peso en vivo superior a 100 kg: 0,20 UGM.
d) Otros cerdos: 0,15 UGM.
e) Ovejas y cabras: 0,10 UGM.
f) Corderos, cabritos y cochinillos < de 15 kg de peso vivo: 0,05 UGM.
g) Lagomorfos: 0,0065 UGM.
h) Aves: según lo establecido en el anexo I del Real Decreto 637/2021, de 27 de 

julio, por el que se establecen las normas básicas de ordenación de las granjas 
avícolas.»

Quince. El apartado 2 del anexo II queda redactado como sigue:
«2. Conejos.»

Disposición final tercera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.16.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases 
y coordinación general de la sanidad.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 27

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 159, de 4 de julio de 2007

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2007-12946

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
El artículo 38 de la Constitución reconoce la libertad de empresa en el marco de una 

economía de mercado y la garantía y protección de la misma por los poderes públicos, de 
acuerdo con las exigencias de la economía en general y, en su caso, de la planificación. La 
existencia de una competencia efectiva entre las empresas constituye uno de los elementos 
definitorios de la economía de mercado, disciplina la actuación de las empresas y reasigna 
los recursos productivos en favor de los operadores o las técnicas más eficientes. Esta 
eficiencia productiva se traslada al consumidor en la forma de menores precios o de un 
aumento de la cantidad ofrecida de los productos, de su variedad y calidad, con el 
consiguiente incremento del bienestar del conjunto de la sociedad.

En este contexto, existe un acuerdo generalizado con respecto a la creciente importancia 
de la defensa de la competencia, que se ha consolidado como uno de los elementos 
principales de la política económica en la actualidad. Dentro de las políticas de oferta, la 
defensa de la competencia complementa a otras actuaciones de regulación de la actividad 
económica y es un instrumento de primer orden para promover la productividad de los 
factores y la competitividad general de la economía.

Por ello, resulta preciso disponer de un sistema que, sin intervenir de forma innecesaria 
en la libre toma de decisiones empresariales, permita contar con los instrumentos adecuados 
para garantizar el buen funcionamiento de los procesos del mercado.

Con este objeto se promulgó la Ley 16/1989, de Defensa de la Competencia, de 17 de 
julio, sobre cuya base se ha articulado un sistema basado en la existencia de dos órganos 
administrativos especializados de ámbito nacional para la lucha contra las prácticas 
restrictivas de la competencia y el control de concentraciones económicas, el Servicio y el 
Tribunal de Defensa de la Competencia.
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Desde su entrada en vigor, se han producido modificaciones, algunas de gran calado, y 
se han promulgado diversas normas de desarrollo. Además, se ha aprobado la Ley 1/2002, 
de 21 de febrero, de coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades 
Autónomas en materia de defensa de la competencia. Finalmente, en los últimos años se ha 
producido una importante reforma del marco comunitario de defensa de la competencia, que 
ha fructificado en el nuevo Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 
2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas y, sobre todo, en la 
modernización de la lucha contra las conductas restrictivas de la competencia centrada en el 
Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado de 
la Comunidad Europea.

En este marco, la presente Ley tiene por objeto la reforma del sistema español de 
defensa de la competencia para reforzar los mecanismos ya existentes y dotarlo de los 
instrumentos y la estructura institucional óptima para proteger la competencia efectiva en los 
mercados, teniendo en cuenta el nuevo sistema normativo comunitario y las competencias 
de las Comunidades Autónomas para la aplicación de las disposiciones relativas a prácticas 
restrictivas de la competencia según lo dispuesto en la Ley 1/2002 de 21 de febrero, de 
coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de 
defensa de la competencia.

Para ello, la Ley parte de la experiencia adquirida en los últimos quince años mediante la 
aplicación de las normas nacionales y comunitarias de competencia y está guiada por cinco 
principios claros: garantía de la seguridad jurídica de los operadores económicos, 
independencia de la toma de decisiones, transparencia y responsabilidad frente a la 
sociedad de los órganos administrativos encargados de la aplicación de la Ley, eficacia en la 
lucha contra las conductas restrictivas de la competencia y búsqueda de la coherencia de 
todo el sistema y, en particular, de una adecuada imbricación de los distintos planos 
institucionales que interactúan en este terreno.

II
La Ley se estructura en cinco títulos que regulan, respectivamente, las cuestiones 

sustantivas, los aspectos institucionales, la Comisión Nacional de la Competencia, las 
cuestiones procedimentales y el régimen sancionador.

El título primero recoge los aspectos sustantivos de los tres tipos de instrumentos 
principales de esta política: régimen aplicable a las conductas restrictivas de la competencia, 
principios del control de concentraciones y sistema de seguimiento y propuesta en materia 
de ayudas públicas.

Por lo que respecta al capítulo primero, relativo a las conductas restrictivas de la 
competencia, la Ley introduce cambios principalmente en tres líneas. En primer lugar, se 
aclaran y simplifican los diferentes tipos de infracción. En segundo lugar, se pasa del 
régimen de autorización singular de acuerdos prohibidos a un sistema de exención legal en 
línea con el modelo comunitario. En tercer lugar, se aclaran los efectos de la exención legal y 
el tratamiento de las conductas «de minimis».

En cuanto a los tipos de infracción, se mantiene la prohibición de los acuerdos entre 
empresas y del abuso de posición de dominio así como del falseamiento de la libre 
competencia por actos desleales, aclarándose la redacción de este último tipo. Sin embargo, 
se elimina la referencia específica al abuso de dependencia económica, que ya se encuentra 
regulado en la Ley 3/1991, de Competencia Desleal, y puede, por tanto, incardinarse en el 
falseamiento de la libre competencia por actos desleales.

En relación con el paso al sistema de exención legal, la Ley excluye de la prohibición 
aquellos acuerdos que reúnan determinados requisitos, en línea con los previstos en las 
normas comunitarias. En esencia, se trata de que las prohibiciones no sean aplicables a 
aquellas restricciones de la competencia proporcionales a los beneficios que generan en 
términos de eficiencia en la asignación de recursos y, por tanto, de bienestar general.

El cambio de sistema se completa con la desaparición de las autorizaciones singulares 
por parte de la autoridad de competencia y, por tanto, el paso a la autoevaluación por parte 
de las empresas del encaje legal de sus propios acuerdos.
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Con el fin de reforzar su seguridad jurídica y a pesar de que la remisión a las normas 
comunitarias es consustancial a la práctica de defensa de la competencia en España, la Ley 
se refiere expresamente al papel de los Reglamentos comunitarios de exención por 
categorías en la aplicación de la nueva exención legal en el ámbito nacional. También se 
mantiene la posibilidad de que el Gobierno apruebe este tipo de exenciones para aquellos 
acuerdos que no afecten al comercio entre Estados miembros. Asimismo, se contempla un 
sistema en línea con el comunitario para las declaraciones de inaplicabilidad de las 
prohibiciones a una conducta concreta.

Finalmente, se extiende a todos los tipos de infracción previstos en este capítulo la 
exención de las conductas que resulten de la aplicación de una norma con rango de Ley y de 
las conductas «de minimis», entendidas como aquéllas que, por su menor importancia, no 
son susceptibles de afectar de forma significativa a la competencia, cuyas características se 
concretarán mediante el correspondiente desarrollo reglamentario.

En cuanto al capítulo segundo, relativo a los aspectos sustantivos del control de las 
concentraciones económicas, la Ley aporta novedades en tres ámbitos principales. En 
primer lugar, aclara y amplía el concepto de concentración a efectos de control, 
estableciendo un procedimiento «simplificado» para aquellas operaciones menos 
susceptibles de afectar a la competencia. En segundo lugar, flexibiliza el régimen de 
notificación obligatoria con efecto suspensivo en tanto no recaiga resolución favorable de la 
Administración. Finalmente, refuerza la participación de la Comisión Nacional de la 
Competencia en el control de concentraciones, limita el papel del Gobierno en el mismo y 
concreta los criterios de valoración sustantiva que guiarán las decisiones de ambos órganos.

En cuanto al concepto de concentración, la Ley centra su definición en la existencia de 
un cambio estable en la estructura de control, «de iure» o «de facto», de una empresa, e 
incluye todas las empresas en participación con «plenas funciones», unificando así el 
tratamiento de aquéllas con carácter concentrativo y cooperativo. Además de revisarse al 
alza el umbral de cuota de mercado y preverse un mecanismo para la actualización del 
volumen de negocios, se introduce un sistema de notificación «simplificada» para aquellas 
operaciones menos susceptibles de obstaculizar el mantenimiento de la competencia 
efectiva en los mercados, con una tasa reducida.

En relación con la flexibilización del procedimiento, la Ley mantiene el régimen de 
notificación obligatoria con efecto suspensivo pero prevé el posible levantamiento de la 
obligación de suspender la ejecución de la concentración en cualquier momento del 
procedimiento. Además, el tratamiento de las ofertas públicas de adquisición de acciones se 
alinea con el comunitario, de forma que la obligación de suspensión únicamente afectará al 
ejercicio de los derechos de voto inherentes a los títulos y no a la posibilidad de lanzar la 
oferta, siempre que se cumpla con los plazos de notificación previstos en la Ley.

Por lo que respecta a los criterios de valoración sustantiva, la Ley separa claramente los 
que guiarán la toma de decisiones por parte de la Comisión Nacional de la Competencia, 
centrados en el mantenimiento de la competencia efectiva en los mercados, de aquellos en 
que podrá basarse la intervención del Gobierno, relacionados con la protección del interés 
general de la sociedad.

Así, por una parte se aclaran los elementos que valorará la Comisión Nacional de la 
Competencia, con sistematización de, entre otros posibles, los que se han venido 
considerando en los informes del Servicio y del Tribunal de Defensa de la Competencia 
hasta el momento, y con explicitación del tratamiento de las eficiencias empresariales y 
mantenimiento de la valoración de los aspectos cooperativos o de las restricciones a la 
competencia accesorias a las concentraciones. Por otra parte, se indican los criterios de 
valoración sustantiva que guiarán una decisión del Consejo de Ministros distinta de la de la 
Comisión Nacional de la Competencia, recogiéndose una lista no exhaustiva de criterios 
concretos.

El capítulo tercero se ocupa de las ayudas públicas. En este ámbito se completan las 
competencias de la Comisión Nacional de la Competencia, que podrá analizar los criterios 
de concesión de las ayudas desde la perspectiva de la competencia con el fin de emitir 
informes y dirigir recomendaciones a los poderes públicos. Para ello, se establecen 
determinadas obligaciones de información a la Comisión Nacional de la Competencia y se 
prevé expresamente la posible participación complementaria de los órganos competentes de 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 27  Ley de Defensa de la Competencia

– 570 –



las Comunidades Autónomas mediante la emisión de informes con respecto a las ayudas 
que concedan las Administraciones autonómicas y locales en el ámbito territorial de su 
competencia. Todo ello, por supuesto, sin perjuicio del sistema de control por parte de la 
Comisión Europea previsto en la normativa comunitaria.

El título segundo se ocupa del esquema institucional. El capítulo primero se refiere a los 
órganos administrativos competentes para la aplicación de esta Ley, con una novedad 
principal, la creación en el ámbito estatal de una institución única e independiente del 
Gobierno, la Comisión Nacional de la Competencia, que integrará a los actuales Servicio y 
Tribunal de Defensa de la Competencia que desaparecen. La Comisión Nacional de la 
Competencia presenta una estructura piramidal centrada en la existencia de dos órganos 
separados, la Dirección de Investigación y el Consejo, que realizan con independencia sus 
respectivas funciones de instrucción y resolución bajo la supervisión y coordinación del 
Presidente, apoyado en un conjunto de servicios comunes. En el capítulo segundo se prevén 
mecanismos para la coordinación de todos los órganos administrativos que intervienen en la 
aplicación de la Ley así como la coordinación con los reguladores sectoriales, con objeto de 
velar por la coherencia de la política de competencia, la eficiencia en la asignación de los 
recursos públicos y la seguridad jurídica de los operadores económicos.

En última instancia, se establecen pautas para guiar las relaciones entre los distintos 
órganos que, naturalmente, podrán verse complementadas por los mecanismos informales 
que puedan establecerse de cara a lograr la adecuada coordinación en el ejercicio diario de 
sus respectivas competencias. Adicionalmente, se establecen mecanismos para la 
cooperación con los órganos jurisdiccionales en los procesos de aplicación de las normas de 
competencia.

El título tercero se refiere a la Comisión Nacional de la Competencia, órgano encargado 
de aplicar esta Ley, promover y proteger el mantenimiento de una competencia efectiva en 
todos los sectores productivos y en todo el territorio nacional. En este ámbito, la Ley se 
estructura en dos capítulos: el primero regula los aspectos generales de la Comisión 
Nacional de la Competencia y el segundo sus órganos de dirección.

En cuanto a los aspectos generales, recogidos en el capítulo primero, la Ley especifica 
en primer lugar la naturaleza jurídica y régimen de funcionamiento de la nueva Comisión 
Nacional de la Competencia, detallando su composición y recursos económicos. En segundo 
lugar, se recogen las funciones de la nueva Comisión Nacional de la Competencia, tanto 
instructoras, resolutorias y de arbitraje como consultivas y de promoción y armonización de 
la defensa de la competencia en los mercados. Finalmente, se incluye una sección sobre la 
transparencia y responsabilidad social de la Comisión Nacional de la Competencia, en la que 
se incide en la publicidad de todas sus actuaciones así como en la especial responsabilidad 
ante la sociedad por su actuación.

Por lo que se refiere al capítulo segundo, relativo a los órganos de dirección de la 
Comisión Nacional de la Competencia, dos principios fundamentales rigen su diseño: la 
independencia de criterio de esta institución con respecto al Gobierno y la separación entre 
instrucción y resolución. Estos principios han de conjugarse además con la necesidad de 
coordinar adecuadamente las actuaciones de los órganos encargados de la instrucción y 
resolución, así como de asegurar la eficacia de la política de competencia como instrumento 
de política económica.

Por ello, la Ley especifica el régimen de nombramiento y cese de los órganos de 
dirección de la Comisión Nacional de la Competencia, orientado a garantizar su 
independencia en la toma de decisiones y, al mismo tiempo, la responsabilidad ante la 
sociedad por ellas.

Por otra parte, la Ley establece la independencia en el ejercicio de las funciones de 
instrucción o propuesta y resolución por parte de la Dirección de Investigación y del Consejo 
de la Comisión Nacional de la Competencia. No obstante, preserva la unidad de actuación y 
coordinación de todos los servicios y órganos bajo la dirección del Presidente de la Comisión 
Nacional de la Competencia, que cuenta con amplias funciones, entre otras, la jefatura de 
todo el personal, los planes plurianuales de inspección y presidir el Consejo de Defensa de 
la Competencia.

La labor de resolución del Consejo se centra en la adopción de decisiones sobre la base 
de las propuestas de la Dirección de Investigación en relación con los expedientes 
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sancionadores o de control de concentraciones. En el ámbito de conductas restrictivas de la 
competencia, el Consejo es competente tanto para acordar el archivo o sobreseimiento de 
las actuaciones y resolver la terminación convencional como para declarar la prohibición e 
imponer las sanciones correspondientes y acordar la imposición de medidas cautelares.

Por su parte, la labor instructora de la Dirección de Investigación se centra en la 
incoación y tramitación de los expedientes, la elevación de propuestas al Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia, la elaboración de informes y la asignación de 
expedientes con otros órganos.

El título cuarto regula los distintos procedimientos tanto por conductas prohibidas como 
de control de concentraciones. En este ámbito, la reforma se guía por la búsqueda del 
equilibrio entre los principios de seguridad jurídica y eficacia administrativa. Así, se 
simplifican notablemente los procedimientos y se separa con claridad, la instrucción y la pura 
resolución, con lo que se elimina la posible duplicación de actuaciones y los recursos 
administrativos contra actos que pongan fin al procedimiento.

El capítulo primero recoge las disposiciones comunes a los procedimientos de conductas 
restrictivas, medidas cautelares y control de concentraciones. En concreto, se detallan las 
normas en cuanto a plazos máximos para las resoluciones correspondientes a los 
procedimientos especiales previstos en esta Ley así como las facultades de la Comisión 
Nacional de la Competencia para recabar información, realizar inspecciones y vigilar el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la Ley y los recursos que proceden.

El capítulo segundo regula el procedimiento sancionador por conductas restrictivas, con 
una fase de instrucción por parte de la Dirección de Investigación en la que se realizarán 
todos los actos precisos para el esclarecimiento de los hechos y se garantizará la 
contradicción y el derecho de defensa de los denunciados. Tras la elevación del 
correspondiente informe-propuesta, el Consejo adoptará una resolución, realizadas las 
actuaciones complementarias de la instrucción que considere precisas, las consultas 
previstas por la normativa vigente y, en su caso, una vista. En línea con la normativa 
comunitaria, la Ley introduce la posibilidad de que en dicha resolución se impongan 
condiciones estructurales.

En este ámbito, cabe señalar la flexibilización del régimen de terminación convencional, 
centrado en la propuesta de compromisos por parte del presunto infractor, la negociación 
con la Dirección de Investigación y la elevación al Consejo de una propuesta de resolución, 
siempre antes del informe-propuesta, que podrá ser adoptada sin necesidad de contar con el 
acuerdo del resto de interesados del expediente.

En cuanto a las medidas cautelares, la Ley flexibiliza y agiliza el sistema para su 
acuerdo, en cualquier momento del procedimiento y sin plazo máximo de duración.

El capítulo tercero se refiere al procedimiento de control de concentraciones. En este 
ámbito, la Ley mantiene las dos fases del procedimiento y los reducidos plazos que vienen 
caracterizando al sistema en España pero asigna la competencia para su instrucción y 
resolución a la Comisión Nacional de la Competencia. En la primera fase, que durará un 
máximo de un mes, se analizarán y aprobarán las operaciones que no planteen problemas 
de competencia. En la segunda fase se realizará un análisis más detallado de la operación, 
con participación de terceros interesados, con el fin de que el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia adopte la resolución final.

En el procedimiento ante la Comisión Nacional de la Competencia se prevé, junto a la 
imposición de condiciones, la presentación de compromisos por parte de los notificantes 
para resolver los posibles problemas de competencia derivados de la concentración así 
como la posible consulta a terceros interesados sobre los mismos.

En caso de que la resolución del Consejo sea de prohibición o subordinación a 
compromisos o condiciones, el Ministro de Economía y Hacienda dispondrá de un plazo de 
quince días para elevar la concentración al Consejo de Ministros para su intervención. El 
acuerdo final del Consejo de Ministros, debidamente motivado, que podrá autorizar con o sin 
condiciones la concentración, deberá adoptarse en un plazo máximo de un mes tras la 
elevación del expediente, pudiendo solicitarse informe a la Comisión Nacional de la 
Competencia.

Finalmente, el título quinto recoge el régimen sancionador. En este ámbito, la Ley 
supone un importante avance en seguridad jurídica por cuanto realiza una graduación de las 
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diversas infracciones previstas por la misma y aclara las sanciones máximas de cada tipo, 
fijadas en términos de un porcentaje del volumen de ventas totales de los infractores. 
Asimismo, se especifican los criterios que determinarán la multa concreta en cada caso, en 
línea con las tendencias actuales en el ámbito europeo. Además, se prevé la publicidad de 
todas las sanciones impuestas en aplicación de la Ley, lo que reforzará el poder disuasorio y 
ejemplar de las resoluciones que se adopten.

También se introduce un procedimiento de clemencia, similar al vigente en el ámbito 
comunitario, en virtud del cual se exonerará del pago de la multa a las empresas que, 
habiendo formado parte de un cártel, denuncien su existencia y aporten pruebas sustantivas 
para la investigación, siempre y cuando cesen en su conducta infractora y no hayan sido los 
instigadores del resto de miembros del acuerdo prohibido. Igualmente, el importe de la multa 
podrá reducirse para aquellas empresas que colaboren pero no reúnan los requisitos para la 
exención total.

La Ley se completa con once disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, 
una derogatoria y tres disposiciones finales. En particular, mediante las Disposiciones 
Adicionales se introducen modificaciones en determinadas normas jurisdiccionales y 
procesales con el fin de articular adecuadamente la aplicación privada de las normas de 
competencia por parte de los órganos de lo mercantil, una de las principales aportaciones de 
la presente Ley.

Así, la disposición adicional primera establece, en aplicación de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, la competencia de los jueces de lo mercantil en la aplicación de los artículos 
1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, en línea con lo previsto en la normativa 
comunitaria en relación con los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea. Por 
su parte, la disposición adicional segunda modifica la Ley de Enjuiciamiento Civil con el fin 
de prever expresamente la participación de los órganos nacionales y comunitarios de 
competencia como «amicus curiae» en los procedimientos de aplicación de la normativa de 
competencia por parte de la jurisdicción competente así como diversos mecanismos de 
información para permitir la adecuada cooperación de los órganos administrativos con los 
judiciales. Finalmente, se prevé la posible suspensión de los procedimientos judiciales en 
determinadas circunstancias, cuando el juez competente considere necesario conocer el 
pronunciamiento administrativo para dictar una sentencia definitiva en aplicación de las 
normas nacionales y comunitarias de competencia.

Finalmente, la disposición adicional séptima modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa, para aclarar el régimen de recursos 
contra las resoluciones de los órganos nacionales y autonómicos de competencia así como 
el procedimiento de autorización judicial para el caso en que exista oposición a una 
inspección realizada en aplicación de la presente Ley.

TÍTULO I
De la defensa de la competencia

CAPÍTULO I
De las conductas prohibidas

Artículo 1.  Conductas colusorias.
1. Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica concertada o 

conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de 
impedir, restringir o falsear la competencia en todo o parte del mercado nacional y, en 
particular, los que consistan en:

a) La fijación, de forma directa o indirecta, de precios o de otras condiciones comerciales 
o de servicio.

b) La limitación o el control de la producción, la distribución, el desarrollo técnico o las 
inversiones.

c) El reparto del mercado o de las fuentes de aprovisionamiento.
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d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicio, de condiciones desiguales 
para prestaciones equivalentes que coloquen a unos competidores en situación 
desventajosa frente a otros.

e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones 
suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de comercio, no guarden 
relación con el objeto de tales contratos.

2. Son nulos de pleno derecho los acuerdos, decisiones y recomendaciones que, 
estando prohibidos en virtud de lo dispuesto en el apartado 1, no estén amparados por las 
exenciones previstas en la presente Ley.

3. La prohibición del apartado 1 no se aplicará a los acuerdos, decisiones, 
recomendaciones y prácticas que contribuyan a mejorar la producción o la comercialización 
y distribución de bienes y servicios o a promover el progreso técnico o económico, sin que 
sea necesaria decisión previa alguna a tal efecto, siempre que:

a) Permitan a los consumidores o usuarios participar de forma equitativa de sus ventajas.
b) No impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables 

para la consecución de aquellos objetivos, y
c) No consientan a las empresas partícipes la posibilidad de eliminar la competencia 

respecto de una parte sustancial de los productos o servicios contemplados.
4. La prohibición del apartado 1 no se aplicará a los acuerdos, decisiones, o 

recomendaciones colectivas, o prácticas concertadas o conscientemente paralelas que 
cumplan las disposiciones establecidas en los Reglamentos Comunitarios relativos a la 
aplicación del apartado 3 del artículo 81 del Tratado CE a determinadas categorías de 
acuerdos, decisiones de asociaciones de empresa y prácticas concertadas, incluso cuando 
las correspondientes conductas no puedan afectar al comercio entre los Estados miembros 
de la UE.

5. Asimismo, el Gobierno podrá declarar mediante Real Decreto la aplicación del 
apartado 3 del presente artículo a determinadas categorías de conductas, previo informe del 
Consejo de Defensa de la Competencia y de la Comisión Nacional de la Competencia.

Artículo 2.  Abuso de posición dominante.
1. Queda prohibida la explotación abusiva por una o varias empresas de su posición de 

dominio en todo o en parte del mercado nacional.
2. El abuso podrá consistir, en particular, en:
a) La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u otras condiciones comerciales 

o de servicios no equitativos.
b) La limitación de la producción, la distribución o el desarrollo técnico en perjuicio 

injustificado de las empresas o de los consumidores.
c) La negativa injustificada a satisfacer las demandas de compra de productos o de 

prestación de servicios.
d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicios, de condiciones desiguales 

para prestaciones equivalentes, que coloque a unos competidores en situación desventajosa 
frente a otros.

e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones 
suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de comercio no guarden 
relación con el objeto de dichos contratos.

3. La prohibición prevista en el presente artículo se aplicará en los casos en los que la 
posición de dominio en el mercado de una o varias empresas haya sido establecida por 
disposición legal.

Artículo 3.  Falseamiento de la libre competencia por actos desleales.
La Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las 

Comunidades Autónomas conocerán en los términos que la presente Ley establece para las 
conductas prohibidas, de los actos de competencia desleal que por falsear la libre 
competencia afecten al interés público.
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Artículo 4.  Conductas exentas por ley.
1. Sin perjuicio de la eventual aplicación de las disposiciones comunitarias en materia de 

defensa de la competencia, las prohibiciones del presente capítulo no se aplicarán a las 
conductas que resulten de la aplicación de una ley.

2. Las prohibiciones del presente capítulo se aplicarán a las situaciones de restricción de 
competencia que se deriven del ejercicio de otras potestades administrativas o sean 
causadas por la actuación de los poderes públicos o las empresas públicas sin dicho amparo 
legal.

Artículo 5.  Conductas de menor importancia.
Las prohibiciones recogidas en los artículos 1 a 3 de la presente Ley no se aplicarán a 

aquellas conductas que, por su escasa importancia, no sean capaces de afectar de manera 
significativa a la competencia. Reglamentariamente se determinarán los criterios para la 
delimitación de las conductas de menor importancia, atendiendo, entre otros, a la cuota de 
mercado.

Artículo 6.  Declaraciones de inaplicabilidad.
Cuando así lo requiera el interés público, la Comisión Nacional de la Competencia, 

mediante decisión adoptada de oficio, podrá declarar, previo informe del Consejo de Defensa 
de la Competencia, que el artículo 1 no es aplicable a un acuerdo, decisión o práctica, bien 
porque no se reúnan las condiciones del apartado 1 o bien porque se reúnan las condiciones 
del apartado 3 de dicho artículo. Dicha declaración de inaplicabilidad podrá realizarse 
también con respecto al artículo 2 de esta Ley.

CAPÍTULO II
De las concentraciones económicas

Artículo 7.  Definición de concentración económica.
1. A los efectos previstos en esta Ley se entenderá que se produce una concentración 

económica cuando tenga lugar un cambio estable del control de la totalidad o parte de una o 
varias empresas como consecuencia de:

a) La fusión de dos o más empresas anteriormente independientes, o
b) La adquisición por una empresa del control sobre la totalidad o parte de una o varias 

empresas.
c) La creación de una empresa en participación y, en general, la adquisición del control 

conjunto sobre una o varias empresas, cuando éstas desempeñen de forma permanente las 
funciones de una entidad económica autónoma.

2. A los efectos anteriores, el control resultará de los contratos, derechos o cualquier otro 
medio que, teniendo en cuenta las circunstancias de hecho y de derecho, confieran la 
posibilidad de ejercer una influencia decisiva sobre una empresa y, en particular, mediante:

a) derechos de propiedad o de uso de la totalidad o de parte de los activos de una 
empresa,

b) contratos, derechos o cualquier otro medio que permitan influir decisivamente sobre la 
composición, las deliberaciones o las decisiones de los órganos de la empresa.

En todo caso, se considerará que ese control existe cuando se den los supuestos 
previstos en el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

3. No tendrán la consideración de concentración:
a) La mera redistribución de valores o activos entre empresas de un mismo grupo.
b) La tenencia con carácter temporal de participaciones que hayan adquirido en una 

empresa para su reventa por parte de una entidad de crédito u otra entidad financiera o 
compañía de seguros cuya actividad normal incluya la transacción y negociación de títulos 
por cuenta propia o por cuenta de terceros, siempre y cuando los derechos de voto 
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inherentes a esas participaciones no se ejerzan con objeto de determinar el comportamiento 
competitivo de dicha empresa o sólo se ejerzan con el fin de preparar la realización de la 
totalidad o de parte de la empresa o de sus activos o la realización de las participaciones, y 
siempre que dicha realización se produzca en el plazo de un año desde la fecha de la 
adquisición. Con carácter excepcional, la Comisión Nacional de la Competencia podrá 
ampliar ese plazo previa solicitud cuando dichas entidades o sociedades justifiquen que no 
ha sido razonablemente posible proceder a la realización en el plazo establecido.

c) Las operaciones realizadas por sociedades de participación financiera en el sentido 
del apartado 3 del artículo 5 de la cuarta Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de 
1978, que adquieran con carácter temporal participaciones en otras empresas, siempre que 
los derechos de voto inherentes a las participaciones sólo sean ejercidos para mantener el 
pleno valor de tales inversiones y no para determinar el comportamiento competitivo de 
dichas empresas.

d) La adquisición de control por una persona en virtud de un mandato conferido por 
autoridad pública con arreglo a la normativa concursal.

Artículo 8.  Ámbito de aplicación.
1. El procedimiento de control previsto en la presente ley se aplicará a las 

concentraciones económicas cuando concurra al menos una de las dos circunstancias 
siguientes:

a) Que como consecuencia de la concentración se adquiera o se incremente una cuota 
igual o superior al 30 por ciento del mercado relevante de producto o servicio en el ámbito 
nacional o en un mercado geográfico definido dentro del mismo.

Quedan exentas del procedimiento de control todas aquéllas concentraciones 
económicas en las que, aun cumpliendo lo establecido en ésta letra a), el volumen de 
negocios global en España de la sociedad adquirida o de los activos adquiridos en el último 
ejercicio contable no supere la cantidad de 10 millones de euros, siempre y cuando las 
partícipes no tengan una cuota individual o conjunta igual o superior al 50 por ciento en 
cualquiera de los mercados afectados, en el ámbito nacional o en un mercado geográfico 
definido dentro del mismo.

b) Que el volumen de negocios global en España del conjunto de los partícipes supere 
en el último ejercicio contable la cantidad de 240 millones de euros, siempre que al menos 
dos de los partícipes realicen individualmente en España un volumen de negocios superior a 
60 millones de euros.

2. Las obligaciones previstas en la presente Ley no afectan a aquellas concentraciones 
de dimensión comunitaria tal como se definen en el Reglamento (CE) n.º 139/2004 del 
Consejo, de 20 de enero, sobre el control de las concentraciones entre empresas, salvo que 
la concentración haya sido objeto de una decisión de remisión por la Comisión Europea a 
España conforme a lo establecido en el citado Reglamento.

Artículo 9.  Obligación de notificación y suspensión de la ejecución.
1. Las concentraciones económicas que entren en el ámbito de aplicación del artículo 

anterior deberán notificarse a la Comisión Nacional de la Competencia previamente a su 
ejecución.

2. La concentración económica no podrá ejecutarse hasta que haya recaído y sea 
ejecutiva la autorización expresa o tácita de la Administración en los términos previstos en el 
artículo 38, salvo en caso de levantamiento de la suspensión.

3. Los apartados anteriores no impedirán realizar una oferta pública de adquisición de 
acciones admitidas a negociación en una bolsa de valores autorizada por la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores que sea una concentración económica sujeta a control de 
acuerdo con lo previsto en la presente Ley, siempre y cuando:

a) la concentración sea notificada a la Comisión Nacional de la Competencia en el plazo 
de cinco días desde que se presenta la solicitud de la autorización de la oferta a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, en caso de no haber sido notificada con anterioridad, y
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b) el comprador no ejerza los derechos de voto inherentes a los valores en cuestión o 
sólo los ejerza para salvaguardar el valor íntegro de su inversión sobre la base de una 
dispensa concedida por la Comisión Nacional de la Competencia.

4. Están obligados a notificar:
a) Conjuntamente las partes que intervengan en una fusión, en la creación de una 

empresa en participación o en la adquisición del control conjunto sobre la totalidad o parte de 
una o varias empresas.

b) Individualmente, la parte que adquiera el control exclusivo sobre la totalidad o parte de 
una o varias empresas.

5. En el caso de que una concentración sujeta a control según lo previsto en la presente 
Ley no hubiese sido notificada a la Comisión Nacional de la Competencia, ésta, de oficio, 
requerirá a las partes obligadas a notificar para que efectúen la correspondiente notificación 
en un plazo no superior a veinte días a contar desde la recepción del requerimiento.

No se beneficiarán del silencio positivo previsto en el artículo 38 aquellas 
concentraciones notificadas a requerimiento de la Comisión Nacional de la Competencia.

Transcurrido el plazo para notificar sin que se haya producido la notificación, la Dirección 
de Investigación podrá iniciar de oficio el expediente de control de concentraciones, sin 
perjuicio de la aplicación de las sanciones y multas coercitivas previstas en los artículos 61 a 
70.

6. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar el 
levantamiento de la suspensión de la ejecución de la concentración a que se refiere el 
apartado 2 de este artículo, a propuesta de la Dirección de Investigación y previa solicitud 
motivada.

La resolución se dictará previa ponderación, entre otros factores, del perjuicio que 
causaría la suspensión de la ejecución a las empresas partícipes en la concentración y del 
que la ejecución de la operación causaría a la libre competencia.

El levantamiento de la suspensión de la ejecución podrá estar subordinado al 
cumplimiento de condiciones y obligaciones que garanticen la eficacia de la decisión que 
finalmente se adopte.

Artículo 10.  Criterios de valoración sustantiva.
1. La Comisión Nacional de la Competencia valorará las concentraciones económicas 

atendiendo a la posible obstaculización del mantenimiento de una competencia efectiva en 
todo o en parte del mercado nacional.

En concreto, la Comisión Nacional de la Competencia adoptará su decisión atendiendo, 
entre otros, a los siguientes elementos:

a) la estructura de todos los mercados relevantes,
b) la posición en los mercados de las empresas afectadas, su fortaleza económica y 

financiera,
c) la competencia real o potencial de empresas situadas dentro o fuera del territorio 

nacional,
d) las posibilidades de elección de proveedores y consumidores, su acceso a las fuentes 

de suministro o a los mercados,
e) la existencia de barreras para el acceso a dichos mercados,
f) la evolución de la oferta y de la demanda de los productos y servicios de que se trate,
g) el poder de negociación de la demanda o de la oferta y su capacidad para compensar 

la posición en el mercado de las empresas afectadas,
h) las eficiencias económicas derivadas de la operación de concentración y, en particular, 

la contribución que la concentración pueda aportar a la mejora de los sistemas de 
producción o comercialización así como a la competitividad empresarial, y la medida en que 
dichas eficiencias sean trasladadas a los consumidores intermedios y finales, en concreto, 
en la forma de una mayor o mejor oferta y de menores precios.

2. En la medida en que la creación de una empresa en participación sujeta al control de 
concentraciones tenga por objeto o efecto coordinar el comportamiento competitivo de 
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empresas que continúen siendo independientes, dicha coordinación se valorará en función 
de lo establecido en los artículos 1 y 2 de la presente Ley.

3. En su caso, en la valoración de una concentración económica podrán entenderse 
comprendidas determinadas restricciones a la competencia accesorias, directamente 
vinculadas a la operación y necesarias para su realización.

4. El Consejo de Ministros, a efectos de lo previsto en el artículo 60 de esta Ley, podrá 
valorar las concentraciones económicas atendiendo a criterios de interés general distintos de 
la defensa de la competencia.

En particular, se entenderá como tales los siguientes:
a) defensa y seguridad nacional,
b) protección de la seguridad o salud públicas,
c) libre circulación de bienes y servicios dentro del territorio nacional,
d) protección del medio ambiente,
e) promoción de la investigación y el desarrollo tecnológicos,
f) garantía de un adecuado mantenimiento de los objetivos de la regulación sectorial.

CAPÍTULO III
De las ayudas públicas

Artículo 11.  Ayudas públicas.
1. La Comisión Nacional de la Competencia, de oficio o a instancia de las 

Administraciones Públicas, podrá analizar los criterios de concesión de las ayudas públicas 
en relación con sus posibles efectos sobre el mantenimiento de la competencia efectiva en 
los mercados con el fin de:

a) Emitir informes con respecto a los regímenes de ayudas y las ayudas individuales.
b) Dirigir a las Administraciones Públicas propuestas conducentes al mantenimiento de la 

competencia.
2. En todo caso, la Comisión Nacional de la Competencia emitirá un informe anual sobre 

las ayudas públicas concedidas en España que tendrá carácter público en los términos 
previstos en el artículo 27.3.b) de la presente Ley.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia remitirá a las Cortes 
Generales, a través de su Oficina Presupuestaria, un informe anual sobre las ayudas 
públicas concedidas en España. La Oficina pondrá dicha información a disposición de los 
Diputados, Senadores y las Comisiones parlamentarias

3. A los efectos de la realización de los informes y propuestas previstos en los apartados 
1 y 2 de este artículo, el órgano responsable de la notificación a la Comisión Europea deberá 
comunicar a la Comisión Nacional de la Competencia:

a) los proyectos de ayudas públicas incluidos en el ámbito de aplicación de los artículos 
87 y 88 del Tratado CE, en el momento de su notificación a la Comisión Europea.

b) las ayudas públicas concedidas al amparo de Reglamentos comunitarios de exención, 
así como los informes anuales recogidos en el artículo 21 del Reglamento (CE) n.º 659/1999 
del Consejo, de 22 de marzo de 1999, en el momento de su notificación a la Comisión 
Europea.

La Comisión Nacional de la Competencia habilitará los mecanismos de información y 
comunicación necesarios para que la información recibida esté a disposición de los órganos 
de Defensa de la Competencia de las Comunidades Autónomas.

4. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de la Competencia podrá requerir 
cualquier información en relación con los proyectos y las ayudas concedidas por las 
Administraciones públicas y, en concreto, las disposiciones por las que se establezca 
cualquier ayuda pública distinta de las contempladas en los apartados a) y b) del punto 
anterior.

5. Los órganos de Defensa de la Competencia de las Comunidades Autónomas podrán 
elaborar, igualmente, informes sobre las ayudas públicas concedidas por las 
Administraciones autonómicas o locales en su respectivo ámbito territorial, a los efectos 
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previstos en el apartado 1 de este artículo. Estos informes se remitirán a la Comisión 
Nacional de la Competencia a los efectos de su incorporación al informe anual. Lo anterior 
se entenderá sin perjuicio de las funciones en este ámbito de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

6. Lo establecido en este artículo se entenderá sin perjuicio de los artículos 87 a 89 del 
Tratado de la Comunidad Europea y del Reglamento (CE) n.º 659/1999 del Consejo, de 22 
de marzo de 1999, y de las competencias de la Comisión Europea y de los órganos 
jurisdiccionales comunitarios y nacionales en materia de control de ayudas públicas.

TÍTULO II
Del esquema institucional para la aplicación de esta Ley

CAPÍTULO I
De los órganos competentes para la aplicación de esta Ley

Artículo 12.  La Comisión Nacional de la Competencia.
(Derogado)
 

Artículo 13.  Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas.
1. Los órganos de las Comunidades Autónomas competentes para la aplicación de esta 

Ley ejercerán en su territorio las competencias ejecutivas correspondientes en los 
procedimientos que tengan por objeto las conductas previstas en los artículos 1, 2 y 3 de 
esta Ley de acuerdo con lo dispuesto en la misma y en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de 
Defensa de la Competencia.

2. Sin perjuicio de las competencias de la Comisión Nacional de la Competencia, los 
órganos competentes de las Comunidades Autónomas están legitimados para impugnar ante 
la jurisdicción competente actos de las Administraciones Públicas autonómicas o locales de 
su territorio sujetos al Derecho Administrativo y disposiciones generales de rango inferior a la 
ley de los que se deriven obstáculos al mantenimiento de una competencia efectiva en los 
mercados.

Artículo 14.  El Consejo de Ministros.
El Consejo de Ministros podrá intervenir en el procedimiento de control de 

concentraciones económicas de acuerdo con lo previsto en el artículo 60 de la presente Ley.

CAPÍTULO II
Mecanismos de colaboración y cooperación

Artículo 15.  Coordinación de la Comisión Nacional de la Competencia con los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas.

1. La coordinación de la Comisión Nacional de la Competencia con los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas se llevará a cabo según lo dispuesto en la Ley 
1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado y las 
Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Competencia.

2. A los efectos de facilitar la cooperación con los órganos jurisdiccionales y la 
coordinación con los órganos reguladores, la Comisión Nacional de la Competencia y los 
órganos de defensa de la competencia de las Comunidades Autónomas habilitarán los 
mecanismos de información y comunicación de actuaciones, solicitudes e informes previstos 
en los artículos 16 y 17 de la presente Ley respecto de aquellos procedimientos que hayan 
sido iniciados formalmente según lo previsto en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
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Coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de 
Defensa de la Competencia.

Artículo 16.  Cooperación con los órganos jurisdiccionales.
1. La Comisión Nacional de la Competencia por propia iniciativa podrá aportar 

información o presentar observaciones a los órganos jurisdiccionales sobre cuestiones 
relativas a la aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o 
relativas a los artículos 1 y 2 de esta Ley, en los términos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus 
competencias, por propia iniciativa podrán aportar información o presentar observaciones a 
los órganos jurisdiccionales sobre cuestiones relativas a la aplicación de los artículos 1 y 2 
de esta Ley, en los términos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. Los autos de admisión a trámite de las demandas y las sentencias que se pronuncien 
en los procedimientos sobre la aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la 
Comunidad Europea o de los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia se 
comunicarán a la Comisión Nacional de la Competencia en los términos previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. La Comisión Nacional de la Competencia habilitará los mecanismos 
de información necesarios para comunicar estas sentencias a los órganos autonómicos.

4. La Comisión Nacional de la Competencia remitirá a la Comisión Europea una copia 
del texto de las sentencias que se pronuncien sobre la aplicación de los artículos 81 y 82 del 
Tratado de la Comunidad Europea.

Artículo 17.  Coordinación con los reguladores sectoriales.
(Derogado)

Artículo 18.  Colaboración de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia con 
Autoridades Nacionales de Competencia de otros Estados miembros y con la Comisión 
Europea.

1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, al objeto de aplicar los 
artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y en el ejercicio de 
su facultad de colaboración con Autoridades Nacionales de Competencia de otros Estados 
miembros y con la Comisión Europea, podrá:

a) Intercambiar con la Comisión Europea y con las Autoridades Nacionales de 
Competencia de otros Estados miembros y utilizar como medio de prueba todo elemento de 
hecho o de derecho, incluida la información confidencial, en los términos previstos en la 
normativa europea. En particular, en relación con las declaraciones de clemencia, estas se 
podrán intercambiar con el consentimiento del solicitante o cuando dicho solicitante haya 
presentado su solicitud ante las citadas Autoridades de Competencia, siempre y cuando en 
la fecha de transmisión de la declaración de clemencia, el solicitante de clemencia no pueda 
retirar la información facilitada a la Autoridad de Competencia que reciba la declaración de 
clemencia.

b) Ejercer, a requerimiento de la Comisión Europea o de las Autoridades Nacionales de 
Competencia de otros Estados miembros, las facultades previstas en los artículos 39, 39 bis 
y 40 de esta ley, de conformidad con lo previsto en los artículos 20 a 22 del Reglamento (CE) 
n.° 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas 
sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado y en el artículo 24 de la 
Directiva (UE) 2019/1 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de diciembre de 2018, 
encaminada a dotar a las autoridades de competencia de los Estados miembros de medios 
para aplicar más eficazmente las normas sobre competencia y garantizar el correcto 
funcionamiento del mercado interior.

c) Autorizar con carácter excepcional a personal de las Autoridades Nacionales de 
Competencia de otros Estados miembros, para que, bajo la supervisión del personal de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, puedan asistir y ayudar activamente a 
esta en el ejercicio de las facultades previstas en los artículos 39 bis y 40, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 24.1 de la Directiva (UE) 2019/1, de 11 de diciembre de 2018.
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d) Notificar, en nombre y representación de las Autoridades Nacionales de Competencia 
de otros Estados miembros, los pliegos de concreción de hechos, las resoluciones en las 
que se acredite la existencia de prácticas prohibidas o la imposición de multas o multas 
coercitivas y cualquier otra decisión, acto o documento en relación con la aplicación de los 
artículos 101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 25 de la Directiva (UE) 2019/1, de 11 de diciembre de 2018.

e) Tramitar la ejecución de resoluciones firmes en aplicación de los artículos 101 y 102 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea por las que se imponen multas o multas 
coercitivas, en nombre y representación de las Autoridades Nacionales de Competencia de 
otros Estados miembros, de conformidad con lo previsto en el artículo 26 de la Directiva (UE) 
2019/1, de 11 de diciembre de 2018, cuando la empresa o asociación de empresas 
sancionada no esté establecida o no tenga suficientes activos para hacer frente a la multa en 
el Estado miembro que impone la multa.

f) Solicitar a otra Autoridad Nacional de Competencia de la Unión Europea que realice 
una inspección, una entrevista o un requerimiento de información en nombre y por cuenta de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, designando, en su caso, al 
personal de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para asistir y ayudar 
activamente en dicha inspección o entrevista, en aplicación del artículo 22 del Reglamento 
(CE) n.° 1/2003, de 16 de diciembre de 2002, y del artículo 24.1 de la Directiva (UE) 2019/1, 
de 11 de diciembre de 2018.

g) Actuar como autoridad requirente a efectos de la aplicación de los artículos 25 a 28 de 
la Directiva (UE) 2019/1, de 11 de diciembre de 2018.

h) Garantizar los contactos necesarios entre autoridades competentes de conformidad 
con lo previsto en el artículo 23 apartado 4 de la Directiva (UE) 2019/1, de 11 de diciembre 
de 2018. Las comunicaciones con los órganos jurisdiccionales se regirán conforme a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Las notificaciones y actuaciones realizadas por la Dirección de Competencia de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en virtud de este apartado se regirán 
por la legislación española aplicable a los actos de la propia Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia.

2. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en el ejercicio de sus 
funciones de control de concentraciones en operaciones que hayan sido notificadas en otros 
Estados miembros o ante la Comisión Europea o sean susceptible de serlo, y previa 
autorización expresa de las partes, podrá intercambiar con la Comisión Europea y con las 
Autoridades Nacionales de Competencia de otros Estados miembros y utilizar como medio 
de prueba todo elemento de hecho o de derecho, incluida la información confidencial.

3. La Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrá llevar a cabo investigaciones sobre casos de posible incumplimiento en 
el territorio nacional de los artículos 5, 6 y 7 del Reglamento (UE) 2022/1925 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 14 de septiembre de 2022 sobre mercados disputables y 
equitativos en el sector digital y por el que se modifican las Directivas (UE) 2019/1937 y (UE) 
2020/1828 (Reglamento de Mercados Digitales), conforme a lo previsto en su artículo 38. La 
Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá 
utilizar asimismo la información recibida de terceros en virtud del artículo 27 del Reglamento 
de Mercados Digitales.

Antes de adoptar la primera medida formal de investigación, la Dirección de 
Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia informará por 
escrito a la Comisión Europea.

La incoación de un procedimiento por parte de la Comisión Europea con arreglo al 
artículo 20 del Reglamento de Mercados Digitales privará a la Dirección de Competencia de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de llevar a cabo dicha investigación 
a los fines de aplicación de dicho Reglamento o de poner fin a una investigación que se halle 
en curso. La Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia informará a la Comisión Europea de las conclusiones de su investigación.

La investigación se realizará conforme a las normas aplicables a la información 
reservada que se refiere el artículo 49.2 de la presente ley.
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Para realizar dichas investigaciones, la Dirección de Competencia podrá hacer uso de 
las facultades de los artículos 39, 39 bis y 40 de la presente Ley, siendo de aplicación el 
régimen de infracciones y sanciones relativo a dichos preceptos.

La información recabada en las investigaciones que se refiere este apartado podrá ser 
utilizada para la aplicación de lo previsto en la presente ley.

La información recabada al amparo de lo previsto en la presente ley podrá ser utilizada 
para la aplicación de este apartado.

4. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en el marco de las 
inspecciones dentro de la Unión a las que se refiere el artículo 14 del Reglamento (UE) 
2022/2560 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de diciembre de 2022 sobre las 
subvenciones extranjeras que distorsionan el mercado interior (Reglamento de 
Subvenciones Extranjeras), podrá:

a) De conformidad con el apartado 5 del artículo 14 del Reglamento de Subvenciones 
Extranjeras, prestar asistencia activa a los funcionarios y demás acompañantes habilitados 
por la Comisión Europea para realizar inspecciones, ejerciendo las facultades a las que se 
refiere el apartado 2 del artículo 14 de dicho Reglamento.

b) Llevar a cabo en el territorio nacional las inspecciones u otras medidas de 
investigación establecidas en la presente ley solicitadas por la Comisión Europea, conforme 
a lo previsto en el apartado 7 del artículo 14 del Reglamento de subvenciones extranjeras.

Para ello, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá hacer uso de 
las facultades de los artículos 39, 39 bis y 40 de la presente ley, siendo de aplicación el 
régimen de infracciones y sanciones relativo a dichos preceptos.

La información recabada en las investigaciones que se refiere este apartado podrá ser 
utilizada para la aplicación de lo previsto en la presente ley.

La información recabada al amparo de lo previsto en la presente ley podrá ser 
intercambiada con la Comisión Europea para la aplicación de este apartado.

TÍTULO III
De la Comisión Nacional de la Competencia

Artículos 19 a 35.  
(Derogados)

TÍTULO IV
De los procedimientos

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Sección 1.ª Plazos de los procedimientos

Artículo 36.  Plazo máximo de los procedimientos.
1. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución que ponga fin al procedimiento 

sancionador por conductas restrictivas de la competencia será de veinticuatro meses a 
contar desde la fecha del acuerdo de incoación del mismo y su distribución entre las fases 
de instrucción y resolución se fijará reglamentariamente.

2. El plazo máximo para dictar y notificar las resoluciones del Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia en el procedimiento de control de 
concentraciones será:

a) De un mes en la primera fase, según lo previsto en el artículo 57, a contar desde la 
recepción en forma de la notificación por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.
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b) De tres meses en la segunda fase, según lo previsto en el artículo 58, a contar desde 
la fecha en que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
acuerda la apertura de la segunda fase.

c) De quince días en el caso de operaciones que cumplan las condiciones para utilizar el 
formulario abreviado, siempre y cuando se haya dirigido a la Dirección de Competencia, con 
carácter previo a la notificación, un borrador confidencial de formulario de notificación con el 
fin de aclarar los aspectos formales o sustantivos de la concentración.

3. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución de la persona titular del Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación Digital sobre la intervención del Consejo de 
Ministros según lo dispuesto en el artículo 60 será de quince días, contados desde la 
recepción de la correspondiente resolución dictada en segunda fase por el Consejo de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

4. El plazo máximo para adoptar y notificar un Acuerdo del Consejo de Ministros en el 
procedimiento de control de concentraciones será de un mes, contado desde la resolución 
de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital de elevar 
la operación al Consejo de Ministros.

5. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dicte y notifique la resolución sobre el recurso previsto en el artículo 47 contra 
las resoluciones y actos de la Dirección de Competencia será de tres meses.

6. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dicte y notifique la resolución relativa a la adopción de medidas cautelares 
prevista en el artículo 54 será de tres meses desde la solicitud. La solicitud solo podrá 
entenderse desestimada por silencio negativo transcurrido el plazo máximo de tres meses. 
Cuando la solicitud de medidas cautelares se presente antes de la incoación del expediente, 
el plazo máximo de tres meses comenzará a computarse desde la fecha del acuerdo de 
incoación.

7. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dicte y notifique la resolución sobre la adopción de medidas en el ámbito de los 
expedientes de vigilancia de obligaciones, resoluciones o acuerdos prevista en el artículo 41 
será de tres meses desde la correspondiente propuesta de la Dirección de Competencia.

8. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia resuelva sobre la consulta previa prevista en el artículo 55.2 será de un mes 
desde la recepción en forma de la misma.

Artículo 37.  Supuestos de ampliación de los plazos y suspensión de su cómputo.
1. El transcurso de los plazos máximos previstos legalmente para resolver un 

procedimiento se podrá suspender, mediante resolución motivada, en los siguientes casos:
a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias, la 

aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios.
b) Cuando deba solicitarse a terceros o a otros órganos de las Administraciones Públicas 

la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios.
c) Cuando sea necesaria la cooperación y la coordinación con la Unión Europea o con 

las Autoridades Nacionales de Competencia de otros países.
d) Cuando se interponga el recurso administrativo previsto en el artículo 47 o se 

interponga recurso contencioso-administrativo.
e) Cuando el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia acuerde la práctica de 

pruebas o de actuaciones complementarias de acuerdo con lo previsto en el artículo 51.
f) Cuando se produzca un cambio en la calificación jurídica de la cuestión sometida al 

Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, en los términos establecidos en el 
artículo 51.

g) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un acuerdo de 
terminación convencional en los términos establecidos en el artículo 52.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, se acordará la suspensión del 
plazo máximo para resolver los procedimientos:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 27  Ley de Defensa de la Competencia

– 583 –



a) Cuando la Comisión Europea haya incoado un procedimiento de aplicación de los 
artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea en relación con los mismos hechos. 
La suspensión se levantará cuando la Comisión Europea adopte la correspondiente decisión.

b) Cuando la Comisión Nacional de la Competencia requiera a los notificantes para la 
subsanación de deficiencias, la aportación de documentos y otros elementos de juicio 
necesarios para la resolución del expediente de control de concentraciones, según lo 
previsto en los apartados 4 y 5 del artículo 55 de la presente Ley.

c) Cuando se informe a la Comisión Europea en el marco de lo previsto en el artículo 
11.4 del Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado 
con respecto a una propuesta de resolución en aplicación de los artículos 81 y 82 del 
Tratado de la Comunidad Europea.

d) Cuando se solicite el informe de los reguladores sectoriales de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 17.2.c) y d) de esta Ley. Este plazo de suspensión no podrá 
exceder en ningún caso de tres meses.

3. La suspensión de los plazos máximos de resolución no suspenderá necesariamente la 
tramitación del procedimiento.

4. Excepcionalmente, podrá acordarse la ampliación del plazo máximo de resolución 
mediante motivación clara de las circunstancias concurrentes. En el caso de acordarse la 
ampliación del plazo máximo, ésta no podrá ser superior al establecido para la tramitación 
del procedimiento.

5. Contra el acuerdo que resuelva sobre la suspensión o sobre la ampliación de plazos, 
que deberá ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno en vía administrativa.

Artículo 38.Efectos  del silencio administrativo.
1. El transcurso del plazo máximo de veinticuatro meses establecido en el artículo 36.1 

para resolver el procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas 
determinará la caducidad del procedimiento.

2. El transcurso del plazo máximo establecido en el artículo 36.2.a) para la resolución en 
primera fase de control de concentraciones determinará la estimación de la correspondiente 
solicitud por silencio administrativo, salvo en los casos previstos en los artículos 9.5, 55.5 y 
57.2.d).

3. El transcurso del plazo máximo establecido en el artículo 36.2.b) para la resolución en 
segunda fase de control de concentraciones determinará la autorización de la concentración 
por silencio administrativo, salvo en los casos previstos en los artículos 9.5, 55.5 y 57.2.d).

4. El transcurso de los plazos previstos en el artículo 36.3 y 36.4 para la resolución de la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital sobre la 
intervención del Consejo de Ministros y, en su caso, para la adopción del correspondiente 
acuerdo de este último, determinará, de conformidad con lo previsto en el artículo 60.4, la 
inmediata ejecutividad de la correspondiente resolución del Consejo de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia.

5. El transcurso del plazo previsto en el artículo 36.5 para que el Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia resuelva los recursos contra resoluciones y 
actos de la Dirección de Competencia determinará su desestimación por silencio 
administrativo.

6. El transcurso de los plazos previstos en el artículo 36.6 y 36.7 para que el Consejo de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia resuelva en cuanto a adopción de 
medidas cautelares o en el marco de expedientes de vigilancia determinará su 
desestimación por silencio administrativo.

Sección 2.ª Facultades de la Comisión Nacional de la Competencia

Artículo 39.  Deberes de colaboración e información.
1. Toda persona física o jurídica y los órganos y organismos de cualquier Administración 

Pública quedan sujetos al deber de colaboración con la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia y están obligados a proporcionar, a requerimiento de esta y en plazo, toda 
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clase de datos e informaciones de que dispongan y que puedan resultar necesarias para la 
aplicación de esta ley.

Dicho plazo será de 10 días, salvo que por la naturaleza de lo solicitado o las 
circunstancias del caso se fije de forma motivada un plazo diferente.

Tales requerimientos de información serán proporcionados y no obligarán a los 
destinatarios de los mismos a admitir la comisión de una infracción de la normativa de 
competencia. La obligación de facilitar toda la información necesaria se referirá a información 
que sea accesible para los sujetos obligados, con independencia del soporte en que se 
almacene la información, tales como ordenadores portátiles, teléfonos móviles, otros 
dispositivos móviles o almacenamiento en la nube.

2. La colaboración, a instancia propia o a instancias de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, no implicará la condición de interesado en el correspondiente 
procedimiento.

Artículo 39 bis.  Entrevistas.
1. El deber de colaboración con la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

incluye la facultad de esta de realizar entrevistas a cualquier representante de una empresa 
o asociación de empresas, a cualquier representante de otras personas jurídicas, y a 
cualquier persona física, cuando puedan estar en posesión de datos e informaciones que 
puedan resultar necesarios para la aplicación de lo previsto en la presente ley.

2. La realización de entrevistas que se realicen previa convocatoria se motivará en el 
acto por el que, en su caso, se convoque al entrevistado.

3. Las entrevistas no podrán obligar a los destinatarios de las mismas a declarar contra 
sí mismos ni a admitir la comisión de una infracción de la normativa de competencia. Los 
entrevistados podrán contar con la presencia de asistencia letrada de su elección para que 
asista durante la celebración de la entrevista.

4. Las entrevistas se realizarán en las dependencias de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia por su personal y, en su caso, por personal de otras autoridades 
designado por esta. Asimismo, a propuesta de la Dirección de Competencia, las entrevistas 
podrán realizarse en la sede de una empresa o entidad previo consentimiento de la misma o 
a través de sistemas digitales que, mediante la videoconferencia u otro sistema similar, 
permitan la comunicación bidireccional y simultánea de imagen y sonido, la interacción 
visual, auditiva y verbal entre el entrevistado y el personal de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia.

5. Cuando la naturaleza de la actuación lo requiera, las entrevistas podrán ser grabadas 
y transcritas utilizando los medios materiales propios de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, sin que se permita su grabación por el entrevistado. Asimismo, 
el personal encargado de la entrevista podrá levantar acta de la misma en la que quede 
constancia de su contenido. El entrevistado podrá, en su caso, solicitar una copia del acta, 
grabación o transcripción de la entrevista.

Las grabaciones, transcripciones y actas extendidas tendrán naturaleza de documentos 
públicos y harán prueba de los hechos que motiven su formalización sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 42 en relación con el tratamiento de la información confidencial.

Artículo 40.  Facultades de inspección.
1. El ejercicio de las facultades de inspección de la Comisión Nacional de los Mercados y 

la Competencia en el ámbito de las funciones que tiene atribuidas por esta ley se regirá por 
lo dispuesto en este artículo y en su desarrollo reglamentario. Todo ello sin perjuicio de las 
facultades de inspección reguladas en el artículo 27 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de 
creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para las inspecciones 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en el ámbito de las funciones 
que tiene atribuidas por otras leyes.

2. La Dirección de Competencia podrá realizar todas las inspecciones necesarias, sin 
previo aviso, a las empresas y asociaciones de empresas, al domicilio particular de los 
empresarios, administradores y otros miembros del personal de las empresas que puedan 
estar en posesión de información que sea relevante, para la aplicación de esta ley.
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Estas inspecciones podrán realizarse ante la noticia de la posible existencia de una 
infracción en un determinado mercado conforme a lo establecido en esta ley, pudiendo ser 
inspeccionada cualquier entidad o sujeto presente en dicho mercado al objeto de verificar su 
posible participación en dichas conductas.

A estos efectos la persona titular de la Dirección de Competencia dictará una orden de 
inspección que indicará los sujetos investigados, el objeto y la finalidad de la inspección, la 
fecha en que dará comienzo y hará referencia a las sanciones previstas en esta ley, para el 
caso de que las entidades o sujetos obligados no se sometan a las inspecciones u obstruyan 
por cualquier medio la labor de inspección, así como al derecho a recurrir contra la misma.

3. Las actuaciones de inspección llevadas a cabo por la Dirección de Competencia 
podrán desarrollarse:

a) En cualquier despacho, oficina o dependencia de la entidad inspeccionada.
b) En el domicilio particular de los empresarios, administradores y otros miembros del 

personal de las empresas y en cualquier otro despacho, oficina, dependencia o lugar, 
cuando exista una sospecha razonable de que en los mismos puedan existir pruebas o 
documentación relevante para los hechos objeto de inspección.

c) En los propios locales de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
cuando los elementos sobre los que hayan de realizarse las actuaciones puedan ser 
examinados en ellos o para analizar y realizar búsquedas y seleccionar copias o extractos de 
documentos recabados en el curso de una inspección domiciliaria.

4. El personal de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia debidamente 
autorizado por la persona titular de la Dirección de Competencia tiene, en el ejercicio de sus 
funciones inspectoras, la consideración de agente de la autoridad y deberá acreditar su 
condición, si es requerido a ello, fuera de las oficinas públicas.

Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario al personal 
inspector de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para el ejercicio de las 
funciones de inspección, incluso como medida preventiva, para superar una posible 
oposición por parte de aquellos sometidos a la inspección.

La persona titular de la Dirección de Competencia podrá designar a acompañantes 
autorizados con el objeto de que presten apoyo y asistencia al personal inspector para la 
práctica de la actuación inspectora.

5. El personal encargado de la inspección levantará acta de sus actuaciones. Las actas 
extendidas tendrán naturaleza de documentos públicos y harán prueba de los hechos que 
motiven su formalización.

6. El personal inspector de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
autorizado por la persona titular de la Dirección de Competencia, así como el personal 
designado para prestar apoyo y asistencia para la práctica de la actuación inspectora tendrá 
las siguientes facultades de inspección:

a) Acceder a cualquier local, instalación, terreno y medio de transporte de las entidades y 
sujetos inspeccionados.

b) Precintar los locales, libros o documentación, sistemas informáticos o dispositivos 
electrónicos y demás bienes de la entidad inspeccionada durante el tiempo y en la medida 
en que sea necesario para la inspección.

c) Examinar los libros y cualquier otra documentación a la que tenga acceso la entidad o 
sujeto inspeccionado, con independencia del lugar y soporte en que se almacene. Esta 
facultad incluirá en particular:

i. La inspección de toda la documentación en soporte papel, incluidos los archivos 
físicos, documentos contractuales o la correspondencia comercial.

ii. La inspección de toda la documentación e información en soporte informático o 
electrónico, y todas las formas de correspondencia utilizadas por el sujeto o entidad 
inspeccionada y el personal al servicio de misma, independientemente de si aparecen como 
no leídos o han sido eliminados.

Dicha documentación e información incluirá tanto la que se encuentre almacenada en los 
sistemas informáticos y dispositivos electrónicos de la entidad inspeccionada y del personal 
al servicio de la misma, como la que se encuentre alojada en sistemas, servicios 
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informáticos o dispositivos proporcionados por terceros, sistemas y servicios de 
almacenamiento en la nube y toda aquella otra a la que tenga acceso la entidad 
inspeccionada.

d) Hacer u obtener copias o extractos, en cualquier formato, de los libros o documentos 
mencionados en la letra c).

e) Retener por un plazo máximo de diez días los libros o documentos mencionados en la 
letra c) y hacer u obtener copias o extractos, en cualquier formato, de dichos libros o 
documentos en los locales de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o en 
cualquier otro local que se designe.

f) Solicitar a cualquier representante o miembro del personal de la entidad inspeccionada 
explicaciones sobre hechos o documentos relevantes para la inspección y guardar 
constancia de sus respuestas.

g) Los inspectores podrán requerir la comparecencia física del personal de las entidades 
inspeccionadas o de las personas investigadas, así como de la aportación de cualquier 
documentación que obre en poder de los mismos o de cualquier dispositivo electrónico 
utilizado por dicho personal.

7. Las entidades están obligadas a someterse a las inspecciones que haya ordenado la 
persona titular de la Dirección de Competencia. Dicha obligación comprenderá a matrices, 
filiales o empresas que formen parte del mismo grupo empresarial de las empresas 
inspeccionadas en el sentido del artículo 42 del Código de Comercio en la medida en que 
exista una conexión directa entre estas y los hechos investigados. La negativa de la entidad 
inspeccionada a someterse a la inspección una vez notificada la correspondiente orden de 
inspección dará lugar a la incoación de un expediente sancionador como infracción 
independiente, según lo previsto en el artículo 62, sin perjuicio de que sea considerada una 
circunstancia agravante para fijar el importe de la sanción que pudiera imponérsele en 
aplicación del artículo 64.

Los sujetos y las entidades inspeccionadas y su personal, incluyendo a directivos, 
empleados y personal externo que preste servicios en las mismas, deberán prestar su 
colaboración para la práctica de la inspección, en particular, facilitando al personal inspector, 
en el ejercicio de sus funciones, el acceso a sus locales, instalaciones, terrenos y medios de 
transporte, así como a toda la documentación e información que les sea solicitada, con 
independencia del soporte y el lugar en el que se encuentre, y responder de forma veraz a 
las preguntas en el marco del epígrafe f) del apartado 5 que les sean formuladas por el 
personal inspector. Asimismo, deberán facilitar los medios técnicos y humanos pertinentes 
para facilitar la práctica de la inspección, en particular para garantizar el acceso efectivo a la 
información en soporte electrónico.

8. El ejercicio de las facultades señaladas en los epígrafes a) y b) del apartado 6, cuando 
el mismo implique restricción del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio o el 
acceso a dependencias, terrenos o medios de transporte distintos de los propios de las 
empresas o asociaciones de empresas investigadas, requerirá de autorización judicial. En 
este caso la Dirección de Competencia podrá, con carácter previo a la práctica de la 
inspección, solicitar la citada autorización al órgano judicial competente que resolverá en el 
plazo máximo de 48 horas.

Asimismo, podrán ejercerse dichas facultades previo consentimiento expreso de las 
entidades o sujetos inspeccionados, una vez informados sobre el objeto de la inspección 
recogido en la orden de inspección, las facultades de inspección previstas en la presente ley, 
el derecho a oponerse a la práctica de la inspección y las consecuencias de dicha oposición.

9. Los datos e informaciones obtenidos solo podrán ser utilizados por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia para las finalidades previstas en esta ley.

Artículo 41.  Vigilancia del cumplimiento de las obligaciones, resoluciones y acuerdos.
1. La Comisión Nacional de la Competencia vigilará la ejecución y el cumplimiento de las 

obligaciones previstas en la presente Ley y sus normas de desarrollo así como de las 
resoluciones y acuerdos que se adopten en aplicación de la misma, tanto en materia de 
conductas restrictivas como de medidas cautelares y de control de concentraciones.
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La vigilancia se llevará a cabo en los términos que se establezcan reglamentariamente y 
en la propia resolución de la Comisión Nacional de la Competencia o acuerdo de Consejo de 
Ministros que ponga fin al procedimiento.

La Comisión Nacional de la Competencia podrá solicitar la cooperación de los órganos 
autonómicos de defensa de la competencia y de los reguladores sectoriales en la vigilancia y 
cumplimiento de las obligaciones, resoluciones y acuerdos.

2. En caso de incumplimiento de obligaciones, resoluciones o acuerdos de la Comisión 
Nacional de la Competencia, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
resolverá, a propuesta de la Dirección de Investigación, sobre la imposición de multas 
sancionadoras y coercitivas, sobre la adopción de otras medidas de ejecución forzosa 
previstas en el ordenamiento y, en su caso, sobre la desconcentración.

Sección 3.ª Principios generales del procedimiento

Artículo 42.  Tratamiento de la información confidencial.
1. En cualquier momento del procedimiento, se podrá ordenar, de oficio o a instancia de 

parte, que se mantengan secretos los datos o documentos que se consideren confidenciales, 
formando con ellos pieza separada, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18 y en el 
Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16 de diciembre de 2002.

2. En todo caso, se formará pieza separada especial de carácter confidencial con la 
información remitida por la Comisión Europea en respuesta a la remisión del borrador de 
resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia previsto en el artículo 
11.4 del Reglamento (CE) n.º1/2003, de 16 de diciembre de 2002.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia formará pieza separada 
especial de confidencialidad con las solicitudes de clemencia y las declaraciones que 
puedan presentarse en el ámbito de esta. Las partes incoadas podrán tener acceso a dicha 
documentación para contestar la imputación formulada por la Dirección de Competencia. En 
todo caso, las partes incoadas no podrán obtener copias de las declaraciones de las 
personas físicas o jurídicas en el marco de solicitudes de clemencia ni de cualquier 
declaración adicional posterior que haya sido realizada por los solicitantes de clemencia de 
forma específica para su presentación en el ámbito de dichas solicitudes. Ello es sin perjuicio 
de que las partes incoadas puedan acceder y obtener copia de la documentación 
complementaria que aporte el solicitante de clemencia como prueba de la existencia de la 
infracción y que no constituye propiamente una declaración. Además de para la contestación 
a la imputación formulada por la Dirección de Competencia, las partes incoadas que hayan 
tenido acceso a dicha documentación solo podrán utilizar la información extraída de las 
solicitudes de clemencia cuando sea necesario para el ejercicio de sus derechos de defensa 
ante órganos jurisdiccionales nacionales en asuntos que estén directamente relacionados 
con el asunto en el que se haya concedido el acceso, y únicamente cuando la revisión 
jurisdiccional se refiera a:

a) La distribución entre los participantes en un cártel de una multa impuesta 
solidariamente por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia,

b) Una resolución del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia por la que se haya constatado una infracción de los artículos 1 o 2 de esta ley 
o de los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Artículo 43.  Deber de secreto.
1. Todos los que tomen parte en la tramitación de expedientes previstos en esta Ley o 

que conozcan tales expedientes por razón de profesión, cargo o intervención como parte, 
deberán guardar secreto sobre los hechos de que hayan tenido conocimiento a través de 
ellos y de cuantas informaciones de naturaleza confidencial hayan tenido conocimiento en el 
ejercicio de sus cargos, incluso después de cesar en sus funciones.

2. Sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que pudieran corresponder, la 
violación del deber de secreto se considerará siempre falta disciplinaria muy grave.
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Artículo 44.  Archivo de las actuaciones.
La Comisión Nacional de la Competencia podrá no iniciar un procedimiento o acordar el 

archivo de las actuaciones o expedientes incoados por falta o pérdida de competencia o de 
objeto. En particular, se considerará que concurre alguna de estas circunstancias en los 
siguientes casos:

a) Cuando la Comisión Nacional de la Competencia no sea competente para enjuiciar las 
conductas detectadas o denunciadas en aplicación del Reglamento (CE) n.º 1/2003 del 
Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre 
competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea, o se 
den las circunstancias previstas en el mismo para la desestimación de denuncias.

b) Cuando la operación notificada no sea una concentración sujeta al procedimiento de 
control por la Comisión Nacional de la Competencia previsto en la presente Ley.

c) Cuando la concentración notificada sea remitida a la Comisión Europea en aplicación 
del artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, 
sobre el control de las concentraciones entre empresas.

d) Cuando las partes de una concentración desistan de su solicitud de autorización o la 
Comisión Nacional de la Competencia tenga información fehaciente de que no tienen 
intención de realizarla.

Artículo 45.  Supletoriedad de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Los procedimientos administrativos en materia de defensa de la competencia se regirán 
por lo dispuesto en esta ley y su normativa de desarrollo y, supletoriamente, por la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 70 de esta 
Ley.

Artículo 45 bis.  Adecuación del procedimiento a los derechos fundamentales garantizados 
por la normativa europea.

En los procedimientos regulados en esta ley y en su normativa de desarrollo se 
garantizará en todo momento el cumplimiento de los principios generales del Derecho de la 
Unión y la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y la legislación nacional 
que sea de aplicación.

Artículo 46.  Prejudicialidad del proceso penal.
La existencia de una cuestión prejudicial penal de la que no pueda prescindirse para 

dictar la resolución o que condicione directamente el contenido de ésta determinará la 
suspensión del procedimiento mientras aquélla no sea resuelta por los órganos penales a 
quien corresponda.

Sección 4.ª De los recursos

Artículo 47.  Recurso administrativo contra las resoluciones y actos dictados por la Dirección 
de Investigación.

1. Las resoluciones y actos de la Dirección de Investigación que produzcan indefensión o 
perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos serán recurribles ante el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia en el plazo de diez días.

2. El Consejo inadmitirá sin más trámite los recursos interpuestos fuera de plazo.
3. Recibido el recurso, el Consejo pondrá de manifiesto el expediente para que las partes 

formulen alegaciones en el plazo de quince días.
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Artículo 48.  Recursos contra las resoluciones y actos dictados por el Presidente y por el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia.

1. Contra las resoluciones y actos del Presidente y del Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia no cabe ningún recurso en vía administrativa y sólo podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo en los términos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

2. En los supuestos previstos en el apartado 6 del artículo 58 de esta Ley, el plazo para 
interponer el recurso contencioso-administrativo se contará a partir del día siguiente al de la 
notificación de la resolución del Ministro de Economía y Hacienda o del Acuerdo de Consejo 
de Ministros o del transcurso de los plazos establecidos en los apartados 3 ó 4 del artículo 
36 de esta Ley, una vez que la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia sea eficaz, ejecutiva y haya puesto fin a la vía administrativa.

CAPÍTULO II
Del procedimiento sancionador en materia de conductas prohibidas

Sección 1.ª De la instrucción del procedimiento

Artículo 49.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento se inicia de oficio por la Dirección de Competencia, ya sea a 

iniciativa propia o del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o 
bien por denuncia. Cualquier persona física o jurídica, interesada o no, podrá formular 
denuncia de las conductas prohibidas por esta ley, con el contenido que se determinará 
reglamentariamente. La Dirección de Competencia incoará expediente cuando se observen 
indicios racionales de la existencia de conductas prohibidas y notificarán a los interesados el 
acuerdo de incoación, excepto en el supuesto previsto en el apartado 4 de este artículo.

2. Ante la noticia de la posible existencia de una infracción, la Dirección de Competencia 
podrá realizar una información reservada, incluso con investigación domiciliaria de las 
empresas implicadas, con el fin de determinar con carácter preliminar si concurren las 
circunstancias que justifiquen la incoación del expediente sancionador.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a propuesta 
de la Dirección de Competencia, podrá acordar no incoar los procedimientos derivados de la 
presunta realización de las conductas prohibidas por esta ley o por los artículos 101 o 102 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y el archivo de las actuaciones cuando 
considere que no hay indicios de infracción.

De conformidad con lo previsto en el artículo 10.2 de la Directiva (UE) 2019/1 de 11 de 
diciembre de 2018, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia informará a la 
Comisión Europea del archivo de las actuaciones cuando hubiera informado a esta del inicio 
de una investigación con base en los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea.

4. En caso de denuncia, la Dirección de Competencia podrá acordar no iniciar 
actuaciones por considerar que la investigación de los hechos que se contemplan en la 
misma no constituye una prioridad. Con este fin, comunicará al Consejo su intención de no 
iniciar procedimiento. Si en el plazo de 15 días el Consejo no ha motivado su oposición al 
respecto, la Dirección de Competencia procederá a ponerlo en conocimiento del 
denunciante.

Se podrán considerar que no son prioritarias, entre otras, aquellas denuncias que:
a) Aportan escasos elementos de prueba o indicios débiles, siendo reducida la 

probabilidad de que la Dirección de Competencia, dedicando recursos a ello, puedan probar 
la conducta ilícita.

b) Se refieren a conductas ilícitas cuyo alcance potencial es limitado o el daño potencial 
que pueden conllevar para el consumidor o para la competitividad de los mercados de 
factores productivos, bienes o servicios es escaso.
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c) Se refieren a conductas cuya prevención o erradicación es factible a través de otros 
instrumentos legales para preservar y promover la competencia, haciendo un uso más 
eficiente de los recursos de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Todo ello sin perjuicio de las prioridades que para la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia marque su Consejo de acuerdo con lo previsto en el artículo 20.16 de la 
Ley 3/2013, de 4 de junio, y de las facultades de dirección de la política general del Gobierno 
previstas en el artículo 3.2 de esa misma ley.

Artículo 50.  Instrucción del expediente sancionador.
1. La Dirección de Competencia, una vez incoado el expediente, practicará los actos de 

instrucción necesarios para el esclarecimiento de los hechos y la determinación de 
responsabilidades.

2. La empresa o asociación de empresas que invoque el amparo de lo dispuesto en el 
artículo 1.3 deberá aportar la prueba de que se cumplen las condiciones previstas en dicho 
apartado.

3. Los hechos que puedan ser constitutivos de infracción se recogerán en un pliego de 
concreción de hechos que se notificará a los interesados para que, en un plazo de un mes, 
puedan contestarlo y, en su caso, proponer las pruebas que consideren pertinentes.

4. Practicados los actos de instrucción necesarios, la Dirección de Competencia 
formulará propuesta de resolución que será notificada a los interesados y al Consejo de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para que, en el plazo de un mes, 
formulen las alegaciones que tengan por convenientes ante el Consejo. La propuesta de 
resolución fijará de forma motivada los hechos que se consideren probados y su exacta 
calificación jurídica, determinando la infracción que, en su caso, aquellos constituyan, la 
persona o personas responsables, la sanción que se proponga, incluyendo la exención o a la 
reducción de la multa, de acuerdo con lo previsto en los artículos 65 y 66, y la valoración de 
las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la 
decisión.

Sección 2.ª De la resolución del procedimiento sancionador

Artículo 51.  Procedimiento de resolución ante el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá ordenar, de oficio o a 
instancia de algún interesado, la práctica de pruebas distintas de las ya practicadas ante la 
Dirección de Investigación en la fase de instrucción así como la realización de actuaciones 
complementarias con el fin de aclarar cuestiones precisas para la formación de su juicio. El 
acuerdo de práctica de pruebas y de realización de actuaciones complementarias se 
notificará a los interesados, concediéndose un plazo de siete días para formular las 
alegaciones que tengan por pertinentes. Dicho acuerdo fijará, siempre que sea posible, el 
plazo para su realización.

2. La Dirección de Investigación practicará aquellas pruebas y actuaciones 
complementarias que le sean ordenadas por el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

3. A propuesta de los interesados, el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá acordar la celebración de vista.

4. Cuando el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia estime que la cuestión 
sometida a su conocimiento pudiera no haber sido calificada debidamente en la propuesta 
de la Dirección de Investigación, someterá la nueva calificación a los interesados y a ésta 
para que en el plazo de quince días formulen las alegaciones que estimen oportunas.

5. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, conclusas las actuaciones y, 
en su caso, informada la Comisión Europea de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.4 del 
Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, 
dictará resolución.
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Artículo 52.  Terminación convencional.
1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, a propuesta de la Dirección 

de Investigación, podrá resolver la terminación del procedimiento sancionador en materia de 
acuerdos y prácticas prohibidas cuando los presuntos infractores propongan compromisos 
que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del 
expediente y quede garantizado suficientemente el interés público.

2. Los compromisos serán vinculantes y surtirán plenos efectos una vez incorporados a 
la resolución que ponga fin al procedimiento.

3. La terminación del procedimiento en los términos establecidos en este artículo no 
podrá acordarse una vez elevado el informe propuesta previsto en el artículo 50.4.

Artículo 53.  Resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

1. Las resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrán declarar:

a) La existencia de conductas prohibidas por la presente ley o por los artículos 101 o 102 
del Tratado Funcionamiento de la Unión Europea.

b) La existencia de conductas que, por su escasa importancia, no sean capaces de 
afectar de manera significativa a la competencia.

c) No resultar acreditada la existencia de prácticas prohibidas.
2. Las resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia podrán contener:
a) La orden de cesación de las conductas prohibidas en un plazo determinado.
b) La imposición de condiciones u obligaciones determinadas, ya sean estructurales o de 

comportamiento. En la elección entre condiciones estructurales o de comportamiento de 
eficacia equivalente se optará por la que resulte menos gravosa para la empresa en 
cuestión.

c) La orden de remoción de los efectos de las prácticas prohibidas contrarias al interés 
público.

d) La imposición de multas.
e) El archivo de las actuaciones en los supuestos previstos en la presente ley.
f) Y cualesquiera otras medidas cuya adopción le autorice esta ley.
3. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá 

proceder, a propuesta de la Dirección de Competencia, que actuará de oficio o a instancia de 
parte, a la revisión de las condiciones y de las obligaciones impuestas en sus resoluciones 
cuando se acredite una modificación sustancial y permanente de las circunstancias tenidas 
en cuenta al dictarlas.

4. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá, de 
oficio o a instancia de parte, aclarar conceptos oscuros o suplir cualquier omisión que 
contengan sus resoluciones.

Las aclaraciones o adiciones podrán hacerse dentro de los cinco días hábiles siguientes 
a la notificación de la resolución o, en su caso, a la petición de aclaración o adición, que 
deberá presentarse dentro del plazo improrrogable de tres días siguientes al de la 
notificación.

Los errores materiales y los aritméticos podrán ser rectificados en cualquier momento.

Sección 3.ª De las medidas cautelares

Artículo 54.  Adopción de medidas cautelares.
1. Una vez incoado el expediente, el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y 

la Competencia podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, a propuesta o previo informe 
de la Dirección de Competencia, las medidas cautelares necesarias tendentes a asegurar la 
eficacia de la resolución que en su momento se dicte.
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2. Las medidas cautelares estarán motivadas, serán proporcionadas, limitadas 
temporalmente y dirigidas a asegurar la eficacia de la resolución que en su momento se 
dicte, sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o 
imposible reparación. En el caso de procedimientos referidos a la aplicación de los artículos 
101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia informará a la Red Europea de Competencia de la imposición de 
dichas medidas cautelares.

CAPÍTULO III
Del procedimiento de control de concentraciones económicas

Sección 1.ª De la notificación

Artículo 55.  Notificación de concentración económica.
1. El procedimiento de control de concentraciones económicas se iniciará una vez 

recibida en forma la notificación de la concentración de acuerdo con el formulario de 
notificación establecido reglamentariamente.

2. Con carácter previo a la presentación de la notificación podrá formularse consulta a la 
Comisión Nacional de la Competencia sobre:

a) si una determinada operación es una concentración de las previstas en el artículo 7,
b) si una determinada concentración supera los umbrales mínimos de notificación 

obligatoria previstos en el artículo 8.
3. Ante el conocimiento de la posible existencia de una concentración sujeta a control, la 

Dirección de Investigación podrá realizar actuaciones previas con el fin de determinar con 
carácter preliminar si concurren las circunstancias para su notificación obligatoria de acuerdo 
con el artículo 9.

4. La Comisión Nacional de la Competencia podrá requerir al notificante para que en un 
plazo de 10 días subsane cualquier falta de información o de documentos preceptivos y 
complete el formulario de notificación.

En caso de no producirse la subsanación dentro de plazo, se tendrá al notificante por 
desistido de su petición, pudiendo proceder la Comisión Nacional de la Competencia al 
archivo de las actuaciones.

5. La Comisión Nacional de la Competencia podrá requerir en cualquier momento del 
procedimiento a la parte notificante para que, en un plazo de diez días, aporte documentos u 
otros elementos necesarios para resolver.

En caso de que el notificante no cumplimente el requerimiento o lo haga fuera del plazo 
establecido al efecto, no se beneficiará del silencio positivo previsto en el artículo 38.

6. En cualquier momento del procedimiento, la Comisión Nacional de la Competencia 
podrá solicitar a terceros operadores la información que considere oportuna para la 
adecuada valoración de la concentración. Asimismo, podrá solicitar los informes que 
considere necesarios para resolver a cualquier organismo de la misma o distinta 
Administración.

Artículo 56.  Formulario abreviado de notificación.
1. Se podrá presentar un formulario abreviado de notificación, que será establecido 

reglamentariamente, para su uso, entre otros, en los siguientes supuestos:
a) Cuando no exista solapamiento horizontal o vertical entre las partes de la operación 

porque ninguna de ellas realice actividades económicas en el mismo mercado geográfico y 
de producto de referencia o en mercados relacionados de modo ascendente o descendente 
dentro del proceso de producción y comercialización.

b) Cuando la participación de las partes en los mercados, por su escasa importancia, no 
sea susceptible de afectar significativamente a la competencia, de acuerdo con lo que se 
establezca reglamentariamente.
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c) Cuando una parte adquiera el control exclusivo de una o varias empresas o partes de 
empresa sobre la cual tiene ya el control conjunto.

d) Cuando, tratándose de una empresa en participación, ésta no ejerza ni haya previsto 
ejercer actividades dentro del territorio español o cuando dichas actividades sean 
marginales.

2. La Comisión Nacional de la Competencia podrá exigir la presentación del formulario 
ordinario de notificación cuando, aún cumpliéndose las condiciones para utilizar el formulario 
abreviado, determine que es necesario para una investigación adecuada de los posibles 
problemas de competencia. En este caso, el plazo máximo de resolución y notificación del 
procedimiento empezará a computar de nuevo desde la fecha de presentación del formulario 
ordinario.

Sección 2.ª De la instrucción y resolución del procedimiento

Artículo 57.  Instrucción y resolución en la primera fase.
1. Recibida en forma la notificación, la Dirección de Investigación formará expediente y 

elaborará un informe de acuerdo con los criterios de valoración del artículo 10, junto con una 
propuesta de resolución.

2. Sobre la base del informe y de la propuesta de resolución de la Dirección de 
Investigación, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia dictará resolución en 
primera fase, en la que podrá:

a) Autorizar la concentración.
b) Subordinar su autorización al cumplimiento de determinados compromisos propuestos 

por los notificantes.
c) Acordar iniciar la segunda fase del procedimiento, cuando considere que la 

concentración puede obstaculizar el mantenimiento de la competencia efectiva en todo o 
parte del mercado nacional.

d) Acordar la remisión de la concentración a la Comisión Europea de acuerdo con el 
artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el 
control de las concentraciones entre empresas y el archivo de la correspondiente 
notificación. En este caso, se notificará dicha remisión al notificante, indicándole que la 
competencia para adoptar una decisión sobre el asunto corresponde a la Comisión Europea 
de acuerdo con la normativa comunitaria y que, por tanto, la operación no se puede 
beneficiar del silencio positivo previsto en el artículo 38.

e) Acordar el archivo de las actuaciones en los supuestos previstos en la presente Ley.

Artículo 58.  Instrucción y resolución en la segunda fase.
1. Una vez iniciada la segunda fase del procedimiento, la Dirección de Investigación 

elaborará una nota sucinta sobre la concentración que, una vez resueltos los aspectos 
confidenciales de la misma, será hecha pública y puesta en conocimiento de las personas 
físicas o jurídicas que puedan resultar afectadas y del Consejo de Consumidores y Usuarios, 
para que presenten sus alegaciones en el plazo de 10 días.

En el supuesto de que la concentración incida de forma significativa en el territorio de 
una Comunidad Autónoma, la Dirección de Investigación solicitará informe preceptivo, no 
vinculante, a la Comunidad Autónoma afectada, a la que remitirá junto con la nota sucinta, 
copia de la notificación presentada, una vez resueltos los aspectos confidenciales de la 
misma, para emitir el informe en el plazo de veinte días.

2. Los posibles obstáculos para la competencia derivados de la concentración se 
recogerán en un pliego de concreción de hechos elaborado por la Dirección de Investigación, 
que será notificado a los interesados para que en un plazo de 10 días formulen alegaciones.

3. A solicitud de los notificantes, se celebrará una vista ante el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia.

4. Recibida la propuesta de resolución definitiva de la Dirección de Investigación, el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia adoptará la decisión final mediante una 
resolución en la que podrá:
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a) Autorizar la concentración.
b) Subordinar la autorización de la concentración al cumplimiento de determinados 

compromisos propuestos por los notificantes o condiciones.
c) Prohibir la concentración.
d) Acordar el archivo de las actuaciones en los supuestos previstos en la presente Ley.
5. Las resoluciones adoptadas por el Consejo de la Comisión Nacional de la 

Competencia serán comunicadas al Ministro de Economía y Hacienda al mismo tiempo de 
su notificación a los interesados.

6. Las resoluciones en segunda fase en las que el Consejo de la Comisión Nacional de 
la Competencia prohíba una concentración o la subordine al cumplimiento de compromisos o 
condiciones no serán eficaces ni ejecutivas y no pondrán fin a la vía administrativa:

a) Hasta que el Ministro de Economía y Hacienda haya resuelto no elevar la 
concentración al Consejo de Ministros o haya transcurrido el plazo legal para ello establecido 
en el artículo 36 de esta Ley.

b) En el supuesto de que el Ministro de Economía y Hacienda haya decidido elevar la 
concentración al Consejo de Ministros, hasta que el Consejo de Ministros haya adoptado un 
acuerdo sobre la concentración que confirme la resolución del Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia o haya transcurrido el plazo legal para ello establecido en el 
artículo 36 de esta Ley.

Artículo 59.  Presentación de compromisos.
1. Cuando de una concentración puedan derivarse obstáculos para el mantenimiento de 

la competencia efectiva, las partes notificantes, por propia iniciativa o a instancia de la 
Comisión Nacional de la Competencia, podrán proponer compromisos para resolverlos.

2. Cuando se propongan compromisos, el plazo máximo para resolver y notificar el 
procedimiento se ampliará en 10 días en la primera fase y 15 días en la segunda fase.

3. Los compromisos propuestos por las partes notificantes podrán ser comunicados a los 
interesados o a terceros operadores con el fin de valorar su adecuación para resolver los 
problemas para la competencia derivados de la concentración así como sus efectos sobre 
los mercados.

Artículo 60.  Intervención del Consejo de Ministros.
1. El Ministro de Economía y Hacienda podrá elevar la decisión sobre la concentración al 

Consejo de Ministros por razones de interés general cuando, en segunda fase, el Consejo de 
la Comisión Nacional de la Competencia:

a) Haya resuelto prohibir la concentración.
b) Haya resuelto subordinar su autorización al cumplimiento de determinados 

compromisos propuestos por los notificantes o condiciones.
2. La resolución del Ministro de Economía y Hacienda se comunicará a la Comisión 

Nacional de la Competencia al mismo tiempo de su notificación a los interesados.
3. El Consejo de Ministros podrá:
a) Confirmar la resolución dictada por el Consejo de la Comisión Nacional de la 

Competencia.
b) Acordar autorizar la concentración, con o sin condiciones. Dicho acuerdo deberá estar 

debidamente motivado en razones de interés general distintas de la defensa de la 
competencia, de acuerdo con lo establecido en el artículo 10. Antes de adoptar el Acuerdo 
correspondiente, se podrá solicitar informe a la Comisión Nacional de la Competencia.

4. Transcurridos los plazos indicados en el artículo 36 sin que el Ministro de Economía y 
Hacienda o el Consejo de Ministros hayan adoptado una decisión, la resolución expresa del 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia en segunda fase será eficaz, 
inmediatamente ejecutiva y pondrá fin a la vía administrativa, entendiéndose que la misma 
ha acordado:
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a) Subordinar la autorización de la concentración a los compromisos o condiciones 
previstos en la citada resolución.

b) Prohibir la concentración, pudiendo el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia:

1.º Ordenar que no se proceda a la misma, cuando la concentración no se hubiera 
ejecutado.

2.º Ordenar las medidas apropiadas para el restablecimiento de una competencia 
efectiva, incluida la desconcentración, cuando la concentración ya se hubiera ejecutado.

5. El Acuerdo de Consejo de Ministros será comunicado a la Comisión Nacional de la 
Competencia al mismo tiempo de su notificación a las partes.

TÍTULO V
Del régimen sancionador

Artículo 61.  Sujetos infractores.
1. Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas que realicen las acciones u 

omisiones tipificadas como infracciones en esta ley o, en el caso de empresas, sus 
sucesores legales o económicos.

2. A los efectos de la aplicación de esta ley, la actuación de una empresa es también 
imputable a las empresas o personas que la controlan, excepto cuando su comportamiento 
económico no venga determinado por alguna de ellas.

3. Cuando se imponga una multa a una asociación, unión o agrupación de empresas y 
esta no sea solvente, la asociación estará obligada a recabar las contribuciones de sus 
miembros hasta cubrir el importe de la multa.

En caso de que no se aporten dichas contribuciones a la asociación dentro del plazo 
fijado por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, se podrá exigir el pago 
de la multa a cualquiera de las empresas cuyos representantes sean miembros de los 
órganos de gobierno de la asociación de que se trate.

Una vez que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia haya requerido el 
pago con arreglo a lo dispuesto en el párrafo anterior, podrá exigir el pago del saldo a 
cualquier miembro de la asociación que operase en el mercado en que se hubiese producido 
la infracción cuando ello sea necesario para garantizar el pago íntegro de la multa.

No obstante, no se exigirá el pago contemplado en los párrafos segundo y tercero a las 
empresas que demuestren que no han aplicado la decisión o recomendación de la 
asociación constitutiva de infracción y que o bien ignoraban su existencia o se distanciaron 
activamente de ella antes de que se iniciase la investigación del caso.

La responsabilidad financiera de cada empresa con respecto al pago de la multa no 
podrá ser superior al 10 por ciento de su volumen de negocios total en el ejercicio 
inmediatamente anterior.

Artículo 62.  Infracciones.
1. Las infracciones establecidas en la presente ley se clasifican en leves, graves y muy 

graves.
2. Son infracciones leves:
a) Haber presentado a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la 

notificación de la concentración económica fuera de los plazos previstos en los artículos 
9.3.a) y 9.5.

b) No haber notificado una concentración requerida de oficio por la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia según lo previsto en el artículo 9.5.

3. Son infracciones graves:
a) El falseamiento de la libre competencia por actos desleales en los términos 

establecidos en el artículo 3.
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b) La ejecución de una concentración sujeta a control de acuerdo con lo previsto en esta 
ley antes de haber sido notificada a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
o antes de que haya recaído y sea ejecutiva resolución expresa o tácita autorizando la 
misma sin que se haya acordado el levantamiento de la suspensión.

c) La obstrucción por cualquier medio de la labor de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia en el marco de un requerimiento de información, una entrevista 
o una inspección, contraviniendo las obligaciones establecidas respectivamente en los 
artículos 39, 39 bis y 40. Entre otras, constituyen obstrucción a la labor de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia las siguientes conductas:

1.º No presentar o hacerlo de forma incompleta, incorrecta, engañosa o falsa, los libros, 
documentos o cualquier otra información solicitada por la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia en el marco de un requerimiento de información o una 
inspección.

2.º No comparecer, no someterse a una entrevista o responder a las preguntas 
formuladas por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia de forma 
incompleta, inexacta o engañosa.

3.º No responder a las preguntas formuladas por la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia en el marco de lo previsto en el artículo 40.5.f) de esta ley, o hacerlo de 
forma incompleta, inexacta o engañosa.

4.º Romper los precintos colocados por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia en el marco de una inspección.

4. Son infracciones muy graves:
a) El desarrollo de conductas tipificadas en el artículo 1 de esta ley y en el artículo 101 

del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
b) El abuso de posición de dominio tipificado en el artículo 2 de esta ley y en el artículo 

102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
c) Incumplir o contravenir lo establecido en una resolución, acuerdo o compromiso 

adoptado en aplicación de la presente ley, tanto en materia de conductas restrictivas como 
de control de concentraciones.

Artículo 63.  Sanciones.
1. Los órganos competentes podrán imponer a los agentes económicos, empresas, 

asociaciones, uniones o agrupaciones de aquellas que, deliberadamente o por negligencia, 
infrinjan lo dispuesto en la presente ley las siguientes sanciones, para cada una de las 
infracciones declaradas:

a) Las infracciones leves con multa de hasta el 1 por ciento del volumen de negocios 
total mundial de la empresa infractora en el ejercicio inmediatamente anterior al de la 
imposición de la multa.

b) Las infracciones graves con multa de hasta el 5 por ciento del volumen de negocios 
total mundial de la empresa infractora en el ejercicio inmediatamente anterior al de la 
imposición de la multa.

c) Las infracciones muy graves con multa de hasta el 10 por ciento del volumen de 
negocios total mundial de la empresa infractora en el ejercicio inmediatamente anterior al de 
imposición de la multa.

El volumen de negocios total de las asociaciones, uniones o agrupaciones de empresas 
se determinará tomando en consideración el volumen de negocios total mundial de sus 
miembros, salvo cuando en el mismo expediente se sancione tanto a empresas asociadas 
como a la asociación a la que pertenecen. En este caso, para la determinación del volumen 
de negocios total de las asociaciones, uniones o agrupaciones de empresas no se 
computará el volumen de negocios total mundial de las empresas asociadas que hayan sido 
sancionadas en el mismo expediente.

2. Además de la sanción prevista en el apartado anterior, cuando el infractor sea una 
persona jurídica, se podrá imponer una multa de hasta 60.000 euros a cada uno de sus 
representantes legales o a las personas que integran los órganos directivos que hayan 
intervenido en la conducta.
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Quedan excluidas de la sanción aquellas personas que, formando parte de los órganos 
colegiados de administración, no hubieran asistido a las reuniones o hubieran votado en 
contra o salvado su voto.

3. En caso de que no sea posible delimitar el volumen de negocios a que se refiere el 
apartado 1, las infracciones tipificadas en la presente ley serán sancionadas en los términos 
siguientes:

a) Las infracciones leves con multa de 100.000 a 500.000 euros.
b) Las infracciones graves con multa de 500.001 hasta 10 millones de euros.
c) Las infracciones muy graves con multa de más de 10 millones de euros.

Artículo 64.  Criterios para la determinación del importe de las sanciones.
1. El importe de las sanciones se fijará atendiendo, entre otros, a los siguientes criterios:
a) La dimensión y características del mercado afectado por la infracción.
b) La cuota de mercado de la empresa o empresas responsables.
c) El alcance de la infracción.
d) La duración de la infracción.
e) El efecto de la infracción sobre los derechos y legítimos intereses de los consumidores 

y usuarios o sobre otros operadores económicos.
f) Los beneficios ilícitos obtenidos como consecuencia de la infracción.
g) Las circunstancias agravantes y atenuantes que concurran en relación con cada una 

de las empresas responsables.
2. Para fijar el importe de las sanciones se tendrán en cuenta, entre otras, las siguientes 

circunstancias agravantes:
a) La comisión repetida de infracciones tipificadas en la presente Ley.
b) La posición de responsable o instigador de la infracción.
c) La adopción de medidas para imponer o garantizar el cumplimiento de las conductas 

ilícitas.
d) La falta de colaboración u obstrucción de la labor inspectora, sin perjuicio de la posible 

consideración como infracción independiente según lo previsto en el artículo 62.
3. Para fijar el importe de la sanción se tendrán en cuenta, entre otras, las siguientes 

circunstancias atenuantes:
a) La realización de actuaciones que pongan fin a la infracción.
b) La no aplicación efectiva de las conductas prohibidas.
c) La realización de actuaciones tendentes a reparar el daño causado.
Se considerará atenuante cualificada el efectivo resarcimiento del daño con anterioridad 

a que se dicte la resolución.
d) La colaboración activa y efectiva con la Comisión Nacional de la Competencia llevada 

a cabo fuera de los supuestos de exención y de reducción del importe de la multa regulados 
en los artículos 65 y 66 de esta Ley.

Artículo 65.  Exención del pago de la multa.
1. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia eximirá a una empresa o a una persona física del pago de la 
multa que hubiera podido imponerle cuando:

a) Sea la primera en aportar elementos de prueba que, a juicio de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, le permitan ordenar el desarrollo de una inspección en 
los términos establecidos en el artículo 40 en relación con un cártel, siempre y cuando en el 
momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la 
misma, o

b) Sea la primera en aportar elementos de prueba que, a juicio de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia, le permitan comprobar una infracción del artículo 1 en 
relación con un cártel, siempre y cuando, en el momento de aportarse los elementos, la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia no disponga de elementos de prueba 
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suficiente para establecer la existencia de la infracción y no se haya concedido una exención 
a una empresa o persona física en virtud de lo establecido en la letra a).

2. Para que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia conceda la 
exención prevista en el apartado anterior, la empresa o, en su caso, la persona física que 
haya presentado la correspondiente solicitud deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Cooperar plena, continua y diligentemente con la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia, en los términos en que se establezcan reglamentariamente, a lo largo de 
todo el procedimiento administrativo de investigación.

b) Poner fin a su participación en la presunta infracción en el momento en que facilite los 
elementos de prueba a que hace referencia este artículo, excepto en aquellos supuestos en 
los que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia estime necesario que dicha 
participación continúe con el fin de preservar la eficacia de una inspección.

c) No haber destruido elementos de prueba relacionados con la solicitud de exención ni 
haber revelado, directa o indirectamente, a terceros distintos de la Comisión Europea o de 
otras Autoridades de Competencia, su intención de presentar esta solicitud o su contenido.

d) No haber adoptado medidas para obligar a otras empresas a participar en la 
infracción.

3. La exención del pago de la multa concedida a una empresa beneficiará igualmente a 
sus representantes legales, o a las personas integrantes de los órganos directivos y que 
hayan intervenido en el acuerdo o decisión, siempre y cuando hayan colaborado con la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

4. La exención prevista en el apartado 1 comprenderá también la de la prohibición de 
contratar prevista en el artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público.

5. La empresa o la persona física que vaya a presentar una solicitud de exención del 
pago de la multa podrá solicitar un indicador que reserve el puesto para dar tiempo al 
solicitante a presentar los elementos de prueba necesarios para aplicar el apartado 1 de este 
artículo.

Artículo 66.  Reducción del importe de la multa.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá reducir el importe de 

la multa correspondiente en relación con aquellas empresas o personas físicas que, sin 
reunir los requisitos establecidos en el apartado 1 del artículo anterior:

a) faciliten elementos de prueba de la presunta infracción que aporten un valor añadido 
significativo con respecto a aquellos de los que ya dispongan la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, y

b) cumplan los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del apartado 2 del artículo 
anterior.

2. El nivel de reducción del importe de la multa se calculará atendiendo a la siguiente 
regla:

a) La primera empresa o persona física que cumpla lo establecido en el apartado 
anterior, podrá beneficiarse de una reducción de entre el 30 y el 50 por ciento.

b) La segunda empresa o persona física podrá beneficiarse de una reducción de entre el 
20 y el 30 por ciento.

c) Las sucesivas empresas o personas físicas podrán beneficiarse de una reducción de 
hasta el 20 por ciento del importe de la multa.

3. En caso de aportación por parte de una empresa o persona física de elementos de 
prueba que permitan establecer hechos adicionales con repercusión directa en el importe de 
la multa, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia no tendrá en cuenta esos 
hechos adicionales al determinar el importe de la multa correspondiente a dicha empresa o 
persona física.

4. La reducción del importe de la multa correspondiente a una empresa será aplicable, 
en el mismo porcentaje, a la multa que pudiera imponerse a sus representantes o a las 
personas que integran los órganos directivos que hayan intervenido en el acuerdo o 
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decisión, siempre que hayan colaborado con la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

5. La reducción del importe de la multa prevista en este artículo podrá comprender la 
exclusión de la prohibición de contratar prevista en el artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público.

Artículo 67.  Multas coercitivas.
La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, independientemente de las 

multas sancionadoras y sin perjuicio de la adopción de otras medidas de ejecución forzosa 
previstas en el ordenamiento, podrá imponer, previo requerimiento del cumplimiento a las 
empresas, asociaciones, uniones o agrupaciones de estas, y agentes económicos en 
general, multas coercitivas de hasta un 5 por ciento del volumen de negocios total mundial 
medio diario durante el ejercicio social anterior por cada día de retraso contado a partir de la 
fecha fijada en el previo requerimiento, con el fin de obligarlas:

a) A cesar en una conducta que haya sido declarada prohibida conforme a lo dispuesto 
en la ley.

b) A deshacer una operación de concentración que haya sido declarada prohibida 
conforme a lo dispuesto en la ley.

c) A la remoción de los efectos provocados por una conducta restrictiva de la 
competencia.

d) Al cumplimiento de los compromisos o condiciones adoptados en las resoluciones de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o en los acuerdos de Consejo de 
Ministros según lo previsto en la presente ley.

e) Al cumplimiento de lo ordenado en una resolución, requerimiento o acuerdo de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o del Consejo de Ministros.

f) Al cumplimiento del deber de colaboración establecido en el artículo 39.
g) Al cumplimiento del deber de acudir a las entrevistas del artículo 39 bis. En particular, 

se impondrá multa coercitiva a la entidad a la que preste servicios o a la que represente la 
persona física convocada a las entrevistas por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia para la recopilación de información en relación con el objeto de una 
investigación. En el caso de que la relación de representación o de prestación de servicios 
con la entidad ya no esté vigente en el momento de aplicación de la multa coercitiva, esta se 
impondrá a la persona física convocada a la entrevista y será de hasta 5.000 euros al día.

h) Al cumplimiento de las medidas cautelares.
i) A no obstruir la inspección y a presentar los libros y cualquier otra documentación 

requerida, de conformidad con lo previsto en el artículo 40.
No se impondrán multas coercitivas, y se interrumpirá la prescripción y la exigibilidad de 

las multas coercitivas ya impuestas, durante la tramitación del procedimiento sancionador 
ante las Autoridades Nacionales de Competencia de otros Estados miembros o ante la 
Comisión Europea con respecto a unos mismos hechos que constituyan una infracción 
prohibida por los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Artículo 68.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los dos años 

y las leves al año. El término de la prescripción se computará desde el día en que se hubiera 
cometido la infracción o, en el caso de infracciones continuadas, desde el que hayan cesado.

2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a 
los cuatro años, las impuestas por la comisión de infracciones graves a los dos años y las 
impuestas por infracciones leves al año.

3. La prescripción se interrumpe por cualquier acto de la Administración tendente al 
cumplimiento de la ley y por los actos realizados por los interesados al objeto de asegurar, 
cumplimentar o ejecutar las resoluciones correspondientes.

4. La prescripción para la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia se 
interrumpe durante la tramitación del procedimiento sancionador ante las Autoridades 
Nacionales de Competencia de otros Estados miembros o ante la Comisión Europea con 
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respecto a unos mismos hechos que constituyan una infracción prohibida por esta ley o por 
los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

La interrupción de la prescripción comenzará en el momento de la notificación de la 
primera medida de investigación formal por parte de la Autoridad Nacional de Competencia 
de otro Estado miembro o de la Comisión Europea, y se producirá para todos los sujetos que 
hayan participado en la infracción, desde el momento en que al menos uno de ellos tenga 
conocimiento formal del acto que motiva la interrupción, debiendo notificarse esta 
circunstancia al resto de sujetos.

La interrupción de la prescripción se mantendrá mientras la resolución sancionadora sea 
objeto de revisión en un proceso jurisdiccional.

Lo dispuesto en este apartado se aplicará también a las multas coercitivas reguladas en 
el artículo 67.

Artículo 69.  Publicidad de las sanciones.
Serán públicas, en la forma y condiciones que se prevea reglamentariamente, las 

sanciones impuestas en aplicación de esta Ley, su cuantía, el nombre de los sujetos 
infractores y la infracción cometida.

Artículo 70.  Normativa aplicable y órganos competentes.
1. A excepción de las infracciones previstas en el artículo 62 correspondientes a los 

artículos 1, 2 y 3, el procedimiento para la imposición de las sanciones previstas en este 
Título se regirá por lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en su normativa de desarrollo.

2. La Dirección de Competencia será el órgano competente para la iniciación e 
instrucción del procedimiento sancionador y el Consejo de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia para la resolución del mismo.

3. La recaudación de las multas, incluidas aquellas a las que se refiere el artículo 18.1.e), 
corresponderá a la Administración General del Estado en período voluntario y a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria en período ejecutivo, conforme a lo establecido en el 
Reglamento General de Recaudación aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

TÍTULO VI
De la compensación de los daños causados por las prácticas restrictivas de la 

competencia

Artículo 71.  Responsabilidad por las infracciones del Derecho de la competencia.
1. Los infractores del Derecho de la competencia serán responsables de los daños y 

perjuicios causados.
2. A efectos de este título:
a) Se considera como infracción del Derecho de la competencia toda infracción de los 

artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea o de los artículos 1 
o 2 de la presente ley.

b) La actuación de una empresa es también imputable a las empresas o personas que la 
controlan, excepto cuando su comportamiento económico no venga determinado por alguna 
de ellas.

Artículo 72.  Derecho al pleno resarcimiento.
1. Cualquier persona física o jurídica que haya sufrido un perjuicio ocasionado por una 

infracción del Derecho de la competencia, tendrá derecho a reclamar al infractor y obtener su 
pleno resarcimiento ante la jurisdicción civil ordinaria.

2. El pleno resarcimiento consistirá en devolver a la persona que haya sufrido un 
perjuicio a la situación en la que habría estado de no haberse cometido la infracción del 
Derecho de la competencia. Por tanto dicho resarcimiento comprenderá el derecho a la 
indemnización por el daño emergente y el lucro cesante, más el pago de los intereses.
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3. El pleno resarcimiento no conllevará una sobrecompensación por medio de 
indemnizaciones punitivas, múltiples o de otro tipo.

Artículo 73.  Responsabilidad conjunta y solidaria.
1. Las empresas y las asociaciones, uniones o agrupaciones de empresas, que hubieran 

infringido de forma conjunta el Derecho de la competencia serán solidariamente 
responsables del pleno resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por la infracción.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, y sin perjuicio del derecho al pleno 
resarcimiento, cuando el infractor fuera una pequeña o mediana empresa conforme a la 
definición dada en la Recomendación 2003/361/CE de la Comisión, de 6 de mayo de 2003, 
sobre la definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas, sólo será 
responsable ante sus propios compradores directos e indirectos en el caso de que:

a) su cuota de mercado en el respectivo mercado fuera inferior al cinco por ciento en 
todo momento durante la infracción, y

b) la aplicación del régimen de responsabilidad solidaria previsto en el apartado 1 
mermara irremediablemente su viabilidad económica y causara una pérdida de todo el valor 
de sus activos.

3. La excepción prevista en el apartado 2 no se aplicará cuando:
a) La empresa hubiese dirigido la infracción o coaccionado a otras empresas para que 

participaran en la infracción, o
b) la empresa hubiese sido anteriormente declarada culpable de una infracción del 

Derecho de la competencia.
4. Como excepción al apartado 1, los sujetos beneficiarios de la exención del pago de 

multa en el marco de un programa de clemencia serán responsables solidariamente:
a) Ante sus compradores o proveedores directos o indirectos, y
b) ante otras partes perjudicadas solo cuando no se pueda obtener el pleno 

resarcimiento de las demás empresas que estuvieron implicadas en la misma infracción del 
Derecho de la competencia.

5. El infractor que hubiera pagado una indemnización podrá repetir contra el resto de los 
infractores por una cuantía que se determinará en función de su responsabilidad relativa por 
el perjuicio causado.

El importe de la contribución del infractor beneficiario de la exención del pago de multa 
en el marco de un programa de clemencia no excederá de la cuantía del perjuicio que haya 
ocasionado a sus propios compradores o proveedores directos o indirectos. Cuando el 
perjuicio se cause a una persona o empresa distinta de los compradores o proveedores 
directos o indirectos de los infractores, el importe de cualquier contribución del beneficiario 
anteriormente citado a otros infractores se determinará en función de su responsabilidad 
relativa por dicho perjuicio.

Artículo 74.  Plazo para el ejercicio de las acciones de daños.
1. La acción para exigir la responsabilidad por los daños y perjuicios sufridos como 

consecuencia de las infracciones del Derecho de la competencia prescribirá a los cinco 
años.

2. El cómputo del plazo comenzará en el momento en el que hubiera cesado la infracción 
del Derecho de la competencia y el demandante tenga conocimiento o haya podido 
razonablemente tener conocimiento de las siguientes circunstancias:

a) La conducta y el hecho de que sea constitutiva de una infracción del Derecho de la 
competencia;

b) el perjuicio ocasionado por la citada infracción; y
c) la identidad del infractor.
3. El plazo se interrumpirá si una autoridad de la competencia inicia una investigación o 

un procedimiento sancionador en relación con una infracción del Derecho de la competencia 
relacionados con la acción de daños. La interrupción terminará un año después de que la 
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resolución adoptada por la autoridad de competencia sea firme o se dé por concluido el 
procedimiento de cualquier otra forma.

4. Asimismo se interrumpirá el plazo cuando se inicie cualquier procedimiento de 
solución extrajudicial de controversias sobre la reclamación de los daños y perjuicios 
ocasionados. La interrupción, sin embargo, solo se aplicará en relación con las partes que 
estuvieran inmersas o representadas en la solución extrajudicial de la controversia.

Artículo 75.  Efecto de las resoluciones de las autoridades de la competencia o de los 
tribunales competentes.

1. La constatación de una infracción del Derecho de la competencia hecha en una 
resolución firme de una autoridad de la competencia española o de un órgano jurisdiccional 
español se considerará irrefutable a los efectos de una acción por daños ejercitada ante un 
órgano jurisdiccional español.

2. En aquellos casos en los que, debido al ejercicio de las acciones de daños por 
infracción de las normas de la competencia se reclamen daños y perjuicios, se presumirá, 
salvo prueba en contrario, la existencia de una infracción del Derecho de la competencia 
cuando haya sido declarada en una resolución firme de una autoridad de la competencia u 
órgano jurisdiccional de cualquier otro Estado miembro, y sin perjuicio de que pueda alegar y 
probar hechos nuevos de los que no tuvo conocimiento en el procedimiento originario.

3. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de los derechos y obligaciones de los 
tribunales en virtud del artículo 267 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Artículo 76.  Cuantificación de los daños y perjuicios.
1. La carga de la prueba de los daños y perjuicios sufridos por la infracción del Derecho 

de la competencia corresponderá a la parte demandante.
2. Si se acreditara que el demandante sufrió daños y perjuicios pero resultara 

prácticamente imposible o excesivamente difícil cuantificarlos con precisión en base a las 
pruebas disponibles, los tribunales estarán facultados para estimar el importe de la 
reclamación de los daños.

3. Se presumirá que las infracciones calificadas como cártel causan daños y perjuicios, 
salvo prueba en contrario.

4. En los procedimientos relativos a las reclamaciones de daños y perjuicios por 
infracciones del Derecho de la competencia, las autoridades de la competencia españolas 
podrán informar sobre los criterios para la cuantificación de las indemnizaciones que los 
infractores deban satisfacer a quienes hubiesen resultado perjudicados como consecuencia 
de aquéllas, cuando le sea requerido por el tribunal competente.

Artículo 77.  Efectos de las soluciones extrajudiciales sobre el derecho al resarcimiento de 
los daños.

1. El derecho al resarcimiento de daños y perjuicios de la persona perjudicada que 
hubiera sido parte en un acuerdo extrajudicial se reducirá en la parte proporcional que el 
sujeto infractor con quien hubiera alcanzado el acuerdo tenga en el perjuicio que la infracción 
del Derecho de la competencia le ocasionó.

2. Los infractores con los que no se hubiera alcanzado un acuerdo extrajudicial no 
podrán exigir del infractor que hubiera sido parte en el acuerdo una contribución por la 
indemnización restante.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando los coinfractores que no 
hubieran alcanzado un acuerdo extrajudicial no pudieran pagar la indemnización restante, la 
persona perjudicada podrá reclamársela a aquel con quien celebró el acuerdo, salvo pacto 
en contrario.

4. Al determinar el importe de la contribución que un coinfractor puede recuperar de 
cualquier otro coinfractor con arreglo a su responsabilidad relativa por el daño causado por la 
infracción del Derecho de la competencia, los tribunales tendrán debidamente en cuenta los 
daños y perjuicios abonados en el contexto de un acuerdo extrajudicial previo en el que haya 
participado el coinfractor respectivo.
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Artículo 78.  Sobrecostes y derecho al pleno resarcimiento.
1. El derecho al resarcimiento enunciado en este título se referirá únicamente al 

sobrecoste efectivamente soportado por el perjudicado, que no haya sido repercutido y le 
haya generado un daño.

En ningún caso el resarcimiento del daño emergente sufrido en cualquier nivel de la 
cadena podrá superar el perjuicio del sobrecoste a ese nivel.

El derecho al pleno resarcimiento también conllevará el derecho del perjudicado a 
reclamar y obtener una indemnización por lucro cesante como consecuencia de una 
repercusión total o parcial de los sobrecostes.

2. Los tribunales estarán facultados para calcular con arreglo a derecho la parte del 
sobrecoste repercutido.

3. El demandado podrá invocar en su defensa el hecho de que el demandante haya 
repercutido la totalidad o una parte del sobrecoste resultante de la infracción del Derecho de 
la Competencia.

La carga de la prueba de que el sobrecoste se repercutió recaerá en el demandado, que 
podrá exigir, en una medida razonable, la exhibición de pruebas en poder del demandante o 
de terceros.

Artículo 79.  Prueba de sobrecostes y de su repercusión.
1. Cuando en el ejercicio de una acción de daños la existencia de la reclamación o la 

determinación del importe de la indemnización dependa de si se repercutió un sobrecoste al 
demandante o en qué medida se repercutió, teniendo en cuenta la práctica comercial de que 
los aumentos de precio se repercuten sobre puntos posteriores de la cadena de suministro, 
la carga de la prueba de la existencia y cuantía de tal repercusión recaerá sobre la parte 
demandante, que podrá exigir, en una medida razonable, la exhibición de pruebas en poder 
del demandado o de terceros.

2. Se presumirá que el comprador indirecto ha acreditado que se le repercutió el 
sobrecoste cuando pruebe que:

a) El demandado ha cometido una infracción del Derecho de la competencia;
b) la infracción del Derecho de la competencia tuvo como consecuencia un sobrecoste 

para el comprador directo del demandado; y
c) el comprador indirecto adquirió los bienes o servicios objeto de la infracción del 

Derecho de la competencia, o adquirió bienes o servicios derivados de aquellos o que los 
contuvieran.

La presunción quedará sin efecto si la parte demandada probase que los sobrecostes no 
se repercutieron, en todo o en parte, en el comprador indirecto.

Artículo 80.  Acciones de daños ejercitadas por demandantes situados en distintos niveles 
de la cadena de suministro.

1. Con el fin de evitar que las acciones de daños ejercitadas por los demandantes de 
distintos niveles de la cadena de suministro aboquen a una responsabilidad múltiple o a la 
ausencia de responsabilidad del infractor, los tribunales que conozcan de una reclamación 
por daños y perjuicios derivados de una infracción del Derecho de la competencia, a la hora 
de evaluar si se cumplen las reglas de la carga de la prueba sobre repercusión de 
sobrecostes establecidas en los artículos precedentes, podrán, a través de los medios 
disponibles en el marco del derecho de la Unión Europea o del Derecho nacional, tomar en 
consideración debidamente los siguientes elementos:

a) Las acciones por daños que estén relacionadas con la misma infracción del Derecho 
de la competencia, pero hayan sido interpuestas por demandantes situados en otros niveles 
de la cadena de suministro;

b) las resoluciones derivadas de acciones por daños a que se refiere la letra anterior;
c) la información pertinente de dominio público derivada de la aplicación pública del 

Derecho de la competencia.
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2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de los derechos y obligaciones de los 
órganos jurisdiccionales nacionales de conformidad con el artículo 30 del Reglamento (UE) 
n.º 1215/2012.

Artículo 81.  Efecto suspensivo de la solución extrajudicial de controversias.
Los tribunales que conozcan de una acción de daños por infracciones del Derecho de la 

competencia podrán suspender el procedimiento durante un máximo de dos años en caso de 
que las partes en el procedimiento estén intentando una vía de solución extrajudicial de la 
controversia relacionada con la citada pretensión.

Disposición adicional primera.  De la jurisdicción contencioso administrativa y de los 
Juzgados de lo Mercantil.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86 ter 2. letra f de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial, los Juzgados de lo Mercantil conocerán de cuantas 
cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil respecto de los 
procedimientos de aplicación de los artículos 1 y 2 de esta ley y de los artículos 101 y 102 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

2. Cuando la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia actúe como 
autoridad requirente a los efectos de lo previsto en el artículo 18.1 g), los litigios serán 
competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa y se regirán por la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, cuando se refieran a:

a) la legalidad de los pliegos de concreción de hechos, las resoluciones en las que se 
acredite la existencia de prácticas prohibidas o la imposición de multas o multas coercitivas y 
cualquier otra decisión, acto o documento en relación con la aplicación de los artículos 101 y 
102 o de las resoluciones firmes en aplicación de los artículos 101 y 102 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea por las que se imponen multas o multas coercitivas, y

b) la legalidad del instrumento uniforme que permite la ejecución en el Estado miembro 
de la autoridad requerida.

3. Cuando la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia actúe como 
autoridad requerida, serán competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa y se 
regirán por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, los litigios referentes a 
las medidas de ejecución adoptadas en España o referentes a la validez de una notificación 
efectuada por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil.

Uno. Se introduce el artículo 15 bis de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, en los términos siguientes:

«Artículo 15 bis.  Intervención en procesos de defensa de la competencia.
1. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos 

competentes de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias 
podrán intervenir, sin tener la condición de parte, por propia iniciativa o a instancia 
del órgano judicial, mediante la aportación de información o presentación de 
observaciones escritas sobre cuestiones relativas a la aplicación de los artículos 81 y 
82 del Tratado de la Comunidad Europea o los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa 
de la Competencia. Con la venia del correspondiente órgano judicial, podrán 
presentar también observaciones verbales. A estos efectos, podrán solicitar al 
órgano jurisdiccional competente que les remita o haga remitir todos los documentos 
necesarios para realizar una valoración del asunto de que se trate.

La aportación de información no alcanzará a los datos o documentos obtenidos 
en el ámbito de las circunstancias de aplicación de la exención o reducción del 
importe de las multas previstas en los artículos 65 y 66 de la Ley de Defensa de la 
Competencia.
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2. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas aportarán la información o presentarán 
las observaciones previstas en el número anterior diez días antes de la celebración 
del acto del juicio a que se refiere el artículo 433 de esta Ley o dentro del plazo de 
oposición o impugnación del recurso interpuesto.»

Dos. Se modifica el artículo 212 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
añadiendo un nuevo número, que será el 3, en los siguientes términos:

«3. Las sentencias que se dicten en los procedimientos sobre la aplicación de los 
artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o los artículos 1 y 2 de la Ley 
de Defensa de la Competencia se comunicarán por el Secretario judicial a la 
Comisión Nacional de la Competencia.»

Tres. Se modifica el artículo 249 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
añadiendo un nuevo inciso, en su número 4.º, en los siguientes términos:

«4.º Las demandas en materia de competencia desleal, defensa de la 
competencia, en aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad 
Europea o de los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, propiedad 
industrial, propiedad intelectual y publicidad, siempre que no versen exclusivamente 
sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento 
que les corresponda en función de la cuantía que se reclame. No obstante, se estará 
a lo dispuesto en el punto 12 del apartado 1 del artículo 250 de esta Ley cuando se 
trate del ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y 
de los intereses difusos de los consumidores y usuarios en materia de publicidad.»

Cuatro. Se modifica el artículo 404 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, añadiendo un nuevo párrafo en los siguientes términos:

«En los procesos en los que sean de aplicación los artículos 81 y 82 del Tratado 
de la Comunidad Europea o los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la 
Competencia, el Secretario judicial dará traslado a la Comisión Nacional de la 
Competencia del auto admitiendo la demanda en el plazo previsto en el párrafo 
anterior.»

Cinco. Se modifica el artículo 434 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, añadiendo un nuevo número, que será el 3, en los siguientes términos:

«3. Se podrá suspender el plazo para dictar sentencia en los procedimientos 
sobre la aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o 
de los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia cuando el tribunal 
tenga conocimiento de la existencia de un expediente administrativo ante la Comisión 
Europea, la Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas y resulte necesario conocer el pronunciamiento del órgano 
administrativo. Dicha suspensión se adoptará motivadamente, previa audiencia de 
las partes, y se notificará al órgano administrativo. Este, a su vez, habrá de dar 
traslado de su resolución al tribunal.

Contra el auto de suspensión del proceso sólo se dará recurso de reposición.»
Seis. Se modifica el artículo 461 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 

añadiendo un nuevo número, que será el 5, en los términos siguientes:
«5. En los procesos en los que sean de aplicación los artículos 81 y 82 del 

Tratado de la Comunidad Europea o los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la 
Competencia, el Secretario judicial dará traslado a la Comisión Nacional de la 
Competencia del escrito de interposición del recurso de apelación.»

Siete. Se modifica el artículo 465 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, añadiendo un nuevo número, que será el 5, en los siguientes términos:

«5. Se podrá suspender el plazo para dictar sentencia en los procedimientos 
sobre la aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o 
de los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia cuando el tribunal 
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tenga conocimiento de la existencia de un expediente administrativo ante la Comisión 
Europea, la Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas y resulte necesario conocer el pronunciamiento del órgano 
administrativo. Dicha suspensión se adoptará motivadamente, previa audiencia de 
las partes, y se notificará al órgano administrativo. Este, a su vez, habrá de dar 
traslado de su resolución al tribunal.

Contra el auto de suspensión del proceso sólo se dará recurso de reposición.»

Disposición adicional tercera.  Comunicaciones de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

La Comisión Nacional de la Competencia podrá publicar Comunicaciones aclarando los 
principios que guían su actuación en aplicación de la presente Ley. En particular, las 
Comunicaciones referentes a los artículos 1 a 3 de esta Ley se publicarán oído el Consejo 
de Defensa de la Competencia.

Disposición adicional cuarta.  Definiciones.
1. A efectos de lo previsto en esta Ley, se entiende por empresa cualquier persona o 

entidad que ejerza una actividad económica, con independencia del estatuto jurídico de 
dicha entidad y de su modo de financiación.

2. A efectos de lo dispuesto en esta ley se entiende por cártel todo acuerdo o práctica 
concertada entre dos o más competidores cuyo objetivo consista en coordinar su 
comportamiento competitivo en el mercado o influir en los parámetros de la competencia 
mediante prácticas tales como, entre otras, la fijación o la coordinación de precios de compra 
o de venta u otras condiciones comerciales, incluso en relación con los derechos de la 
propiedad intelectual e industrial; la asignación de cuotas de producción o de venta; el 
reparto de mercados y clientes, incluidas las colusiones en licitaciones, las restricciones de 
las importaciones o exportaciones o las medidas contra otros competidores contrarias a la 
competencia.

3. A efectos de lo dispuesto en el Título VI de esta ley se entenderá por:
1) “acción por daños”: toda acción conforme al Derecho nacional, mediante la cual una 

parte presuntamente perjudicada, o una persona en representación de una o varias partes 
presuntamente perjudicadas cuando el Derecho de la Unión o nacional prevean esta 
facultad, o una persona física o jurídica que se haya subrogado en los derechos de la parte 
presuntamente perjudicada, incluida la persona que haya adquirido la acción, presente ante 
un órgano jurisdiccional nacional una reclamación tendente al resarcimiento de daños y 
perjuicios;

2) “programa de clemencia”: todo programa relativo a la aplicación del artículo 101 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea o una disposición análoga de la legislación 
nacional según el cual un participante en un cártel secreto, independientemente de las otras 
empresas implicadas, coopera con la investigación de la autoridad de la competencia, 
facilitando voluntariamente declaraciones de lo que él mismo conozca del cártel y de su 
papel en el mismo, a cambio de lo cual recibe, mediante una decisión o un sobreseimiento 
del procedimiento, la exención del pago de cualquier multa por su participación en el cártel o 
una reducción de la misma;

3) “declaración en el marco de un programa de clemencia”: toda declaración, verbal o 
escrita, efectuada voluntariamente por una empresa o una persona física, o en su nombre, a 
una autoridad de la competencia, o la documentación al respecto, en la que se describan los 
conocimientos que esa empresa o persona física posea sobre un cártel y su papel en el 
mismo, y que se haya elaborado específicamente para su presentación a la autoridad con el 
fin de obtener la exención o una reducción del pago de las multas en el marco de un 
programa de clemencia, sin que esta definición incluya la información preexistente;

4) “información preexistente”: las pruebas que existen independientemente del 
procedimiento de una autoridad de la competencia, tanto si esa información consta en el 
expediente de una autoridad de la competencia como si no;

5) “solicitud de transacción”: toda declaración efectuada voluntariamente por una 
empresa, o en su nombre, a una autoridad de la competencia en la que se reconozca o 
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renuncie a discutir su participación y responsabilidad en una infracción del Derecho de la 
competencia, y que haya sido elaborada específicamente para que la autoridad de la 
competencia pueda aplicar un procedimiento simplificado o acelerado;

6) “sobrecoste”: la diferencia entre el precio realmente pagado y el precio que habría 
prevalecido de no haberse cometido una infracción del Derecho de la competencia;

7) “comprador directo”: una persona física o jurídica que haya adquirido directamente de 
un infractor productos o servicios que fueron objeto de una infracción del Derecho de la 
competencia;

8) “comprador indirecto”: una persona física o jurídica que haya adquirido no 
directamente del infractor sino de un comprador directo o de uno posterior, productos o 
servicios que fueron objeto de una infracción del Derecho de la competencia, o productos o 
servicios que los contengan o se deriven de ellos.

Disposición adicional quinta.  Referencias a los órganos nacionales de competencia 
existentes en otras normas.

1. La Comisión Nacional de la Competencia será la Autoridad Nacional de Competencia 
a los efectos del Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, 
relativo a la aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 
del Tratado.

2. Las referencias de la normativa vigente al Tribunal de Defensa de la Competencia y al 
Servicio de Defensa de la Competencia se entenderán hechas a la Comisión Nacional de la 
Competencia.

3. No obstante, las referencias de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coordinación de 
las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de defensa de la 
competencia, al Tribunal de Defensa de la Competencia y al Servicio de Defensa de la 
Competencia se entenderán realizadas al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia y a la Dirección de Investigación, respectivamente. Sin perjuicio de lo anterior, 
el Consejo de Defensa de la Competencia será presidido por el Presidente de la Comisión 
Nacional de la Competencia.

Disposición adicional sexta.  Extinción del Tribunal de Defensa de la Competencia y del 
Servicio de Defensa de la Competencia.

1. Quedan extinguidos el Organismo Autónomo Tribunal de Defensa de la Competencia 
y el Servicio de Defensa de la Competencia.

2. Se traspasarán a la Comisión Nacional de la Competencia los medios materiales del 
Tribunal de Defensa de la Competencia y del Servicio de Defensa de la Competencia y 
aquélla se subrogará en los derechos y obligaciones de los que éstos sean titulares de forma 
que se garantice la máxima economía de recursos.

3. Los funcionarios y el personal que en el momento de entrada en vigor de esta Ley 
presten sus servicios en el Tribunal de Defensa de la Competencia y en el Servicio de 
Defensa de la Competencia, se integrarán en la Comisión Nacional de la Competencia.

Disposición adicional séptima.  Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Uno. Se da nueva redacción al artículo 8.6 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en los términos siguientes:

«6. Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de las 
autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso 
requiera el consentimiento de su titular, siempre que ello proceda para la ejecución 
forzosa de actos de la Administración pública.

Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo la 
autorización o ratificación judicial de las medidas que las autoridades sanitarias 
consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen privación o 
restricción de la libertad o de otro derecho fundamental.

Además, los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo conocerán de las 
autorizaciones para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios 
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de transporte que haya sido acordada por la Comisión Nacional de la Competencia, 
cuando, requiriendo dicho acceso e inspección el consentimiento de su titular, éste 
se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición.»

Dos. Se da nueva redacción al artículo 10.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en los términos siguientes:

«Artículo 10.  Competencias de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los 
Tribunales Superiores de Justicia.

1. Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia conocerán en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación 
con:

a) Los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas, cuyo conocimiento no esté atribuido a los Juzgados de lo 
Contencioso-Administrativo.

b) Las disposiciones generales emanadas de las Comunidades Autónomas y de 
las Entidades locales.

c) Los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las asambleas 
legislativas de las Comunidades Autónomas, y de las instituciones autonómicas 
análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, en materia de personal, 
administración y gestión patrimonial.

d) Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-
Administrativos Regionales y Locales que pongan fin a la vía económico-
administrativa.

e) Las resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Central en 
materia de tributos cedidos.

f) Los actos y disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de 
Comunidades Autónomas, así como los recursos contencioso-electorales contra 
acuerdos de las Juntas Electorales sobre proclamación de electos y elección y 
proclamación de Presidentes de Corporaciones locales, en los términos de la 
legislación electoral.

g) Los convenios entre Administraciones públicas cuyas competencias se ejerzan 
en el ámbito territorial de la correspondiente Comunidad Autónoma.

h) La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley 
Orgánica 9/1983, de 15 de julio, Reguladora del Derecho de Reunión.

i) Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General del 
Estado cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel 
orgánico sea inferior al de Ministro o Secretario de Estado en materias de personal, 
propiedades especiales y expropiación forzosa.

j) Los actos y resoluciones de los órganos de las Comunidades Autónomas 
competentes para la aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia.

k) Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamente a 
la competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional.»

Tres. Se modifica el apartado 3 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, con la siguiente 
redacción:

«3. Las resoluciones y actos del Presidente y del Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia, directamente, en única instancia, ante la Sala de lo 
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.»

Disposición adicional octava.  Referencias a la Comisión Nacional de la Competencia y a 
sus órganos de dirección.

Las referencias contenidas en esta Ley a la Comisión Nacional de la Competencia y a 
sus órganos de dirección relativas a funciones, potestades administrativas y procedimientos, 
se entenderán también realizadas a los órganos de instrucción y resolución correspondientes 
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de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia cuando las mismas se 
refieran a las competencias correspondientes previstas en el artículo 13 de esta Ley.

Disposición adicional novena.  Asistencia jurídica a la Comisión Nacional de la 
Competencia.

La asistencia jurídica, consistente en el asesoramiento, representación y defensa en 
juicio, de la Comisión Nacional de la Competencia se llevará a cabo de conformidad con la 
Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.

Disposición adicional décima.  Modificación de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
Coordinación de las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia 
de Defensa de la Competencia.

Uno. Se modifica el artículo 5.Uno.3 de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coordinación 
de las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia de defensa de 
la competencia, en los términos siguientes:

«3. El Consejo de Defensa de la Competencia, como órgano de participación y 
colaboración entre la Administración General del Estado y las Comunidades 
Autónomas, asumirá las siguientes funciones:

a) Realizar el seguimiento periódico de la política de defensa de la competencia 
por parte de las distintas Administraciones públicas.

b) Promover el intercambio de información y la realización y publicación de 
estudios en los que se pongan de manifiesto los criterios seguidos por las distintas 
Administraciones en aplicación de la normativa de defensa de la competencia y, en 
su caso, la necesidad de hacer que éstos sean uniformes.

c) Informar sobre los proyectos de disposiciones de carácter general que afecten 
a las materias de la defensa de la competencia en las que las Comunidades 
Autónomas tienen competencias de ejecución.

d) Elaborar directrices sobre la interpretación del apartado 2 del artículo 1 de la 
presente Ley.»

Dos. Se modifica el artículo 5.Dos, letra b), de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
coordinación de las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia 
de defensa de la competencia, en los términos siguientes:

«b) La Comisión Nacional de la Competencia remitirá a los órganos autonómicos 
una nota sucinta de las actuaciones practicadas de oficio y copia de todas las 
denuncias, respecto de las que existan indicios racionales de infracción, que se 
refieran a conductas que afecten a su respectiva Comunidad Autónoma.»

Tres. Se modifica el artículo 5 apartado Cuatro, de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
coordinación de las competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas en materia 
de defensa de la competencia, en los términos siguientes:

«La Comisión Nacional de la Competencia, en el ejercicio de las funciones que le 
son propias, recabará del órgano autonómico informe preceptivo, no vinculante, a 
emitir en el plazo de veinte días, en relación con aquellas conductas previstas en los 
artículos 1, 2 y 3 de la Ley de Defensa de la Competencia o los artículos 81 y 82 del 
Tratado de la Comunidad Europea que, afectando a un ámbito supraautonómico o al 
conjunto del mercado nacional, incidan de forma significativa en el territorio de la 
respectiva Comunidad Autónoma.

Para ello, la Comisión Nacional de la Competencia remitirá al órgano autonómico 
de la respectiva Comunidad Autónoma copia del pliego de concreción de hechos y, 
en su caso, de la denuncia y de los documentos y pruebas practicadas que consten 
en el expediente, indicándose este hecho en la notificación a los interesados del 
citado pliego.

La Comisión Nacional de la Competencia comunicará al órgano autonómico de la 
respectiva Comunidad Autónoma los acuerdos y resoluciones adoptados, tanto en la 
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fase de instrucción como de resolución, que pongan fin al procedimiento, respecto de 
estas conductas.»

Disposición adicional undécima.  Modificación de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

En la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, se incluye, entre los Organismos 
relacionados en el apartado 1, «...la Comisión Nacional de la Competencia».

Disposición adicional duodécima.  Comunicación de posibles infracciones a través del 
canal externo de comunicaciones de la Dirección de Competencia de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia.

1. Cualquier persona física podrá informar a través del canal externo de comunicaciones 
de la Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
sobre cualesquiera acciones u omisiones que puedan constituir infracciones de esta ley.

2. La comunicación de infracciones realizada por los informantes no tendrá la 
consideración de denuncia, a los efectos previstos en el artículo 49 de esta ley, ni de 
solicitud de exención ni de reducción del pago de la multa, a los efectos de los artículos 65 y 
66 de esta ley.

3. La comunicación puede llevarse a cabo de forma anónima. En otro caso, se 
preservará la identidad del informante, que sólo podrá ser comunicada a la Autoridad judicial, 
al Ministerio Fiscal o a la autoridad administrativa competente en el marco de una 
investigación penal, disciplinaria o sancionadora.

4. Las personas que comuniquen posibles infracciones de esta ley a través del canal 
externo de comunicaciones de la Dirección de Competencia tendrán derecho a las medidas 
de apoyo y protección previstas en la Ley reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

5. Recibida la comunicación a través del canal externo de comunicaciones, la Dirección 
de Competencia procederá a su registro, siéndole asignado un código de identificación. El 
registro de las comunicaciones externas estará contenido en una base de datos segura y de 
acceso restringido exclusivamente al personal de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia convenientemente autorizado por el titular de la Dirección de Competencia, en 
la que se registrarán todas las comunicaciones recibidas, cumplimentando los siguientes 
datos:

a) Fecha de recepción.
b) Código de identificación.
c) Actuaciones desarrolladas.
d) Medidas adoptadas.
e) Fecha de cierre.
6. En un plazo no superior a diez días hábiles desde su recepción, la Dirección de 

Competencia procederá a acusar recibo de la comunicación, a menos que la comunicación 
sea anónima o el informante expresamente hubiera renunciado a recibir comunicaciones 
relativas a la investigación.

7. La Dirección de Competencia comprobará si la comunicación expone hechos o 
conductas que puedan constituir indicios de infracciones de esta ley. En el caso de que los 
hechos expuestos recayeran en el ámbito de competencias propio de otros órganos, dará 
traslado de los mismos a las autoridades y organismos competentes, comunicándoselo al 
informante, salvo que la comunicación fuera anónima o el informante hubiera renunciado a 
recibir comunicaciones de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. Dicho 
traslado se realizará de forma que se mantengan las garantías señaladas para preservar la 
confidencialidad de la identidad del informante.

8. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. prestará a los 
informantes a que se refiere la presente disposición las medidas de apoyo y aplicará el 
régimen sancionador en lo relativo a las medidas de protección, previstas en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción.
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9. Los apartados anteriores serán de aplicación igualmente a los canales de información 
de las autoridades autonómicas de competencia.

Disposición transitoria primera.  Procedimientos iniciados formalmente.
1. Los procedimientos sancionadores en materia de conductas prohibidas incoados 

antes de la entrada en vigor de esta Ley se tramitarán y resolverán con arreglo a las 
disposiciones vigentes en el momento de su inicio. En todo caso se entenderán caducadas 
las solicitudes presentadas en aplicación del artículo 4 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de 
Defensa de la Competencia.

2. Los procedimientos de control de concentraciones iniciados antes de la entrada en 
vigor de esta Ley se tramitarán y resolverán con arreglo a las disposiciones vigentes en el 
momento de su inicio.

3. En la tramitación de los procedimientos indicados en los apartados anteriores, las 
referencias al Tribunal de Defensa de la Competencia y al Servicio de Defensa de la 
Competencia se entenderán realizadas, respectivamente, al Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia y a la Dirección de Investigación.

Disposición transitoria segunda.  Constitución de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición adicional sexta de la presente Ley, el 
Presidente del Tribunal de Defensa de la Competencia y los Vocales pasarán a ostentar la 
condición de Presidente y Consejeros de la Comisión Nacional de la Competencia hasta la 
expiración de su mandato, sin posibilidad de otro nombramiento posterior para el mismo 
cargo.

2. Con el fin de adaptar la composición del número de miembros del Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia a lo dispuesto en los artículos 20.b) y 33.1 de la 
presente Ley, la reducción a seis Consejeros se irá produciendo progresivamente en función 
de la expiración del mandato del Presidente y los Vocales del Tribunal de Defensa de la 
Competencia en los términos previstos en el apartado anterior.

3. La designación de los nuevos Consejeros tendrá lugar a partir del momento en que el 
número de consejeros sea inferior a seis.

4. En el plazo de tres meses de la entrada en vigor de esta Ley, se procederá a la 
designación del Director de Investigación. Hasta tanto no se realice la misma, el Director 
General de Defensa de la Competencia continuará ejerciendo sus funciones.

Disposición derogatoria.  
1. Por la presente Ley queda derogada la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 

Competencia, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en 
esta Ley.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Real Decreto 1443/2001, de 21 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, en lo referente al control de concentraciones económicas y los artículos 2 y 3 
del capítulo I, los artículos 14 y 15, apartados 1 a 4, del capítulo II y el capítulo III del Real 
Decreto 378/2003, de 28 de marzo, por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, 
de Defensa de la Competencia, en materia de exenciones por categorías, autorización 
singular y registro de defensa de la competencia seguirán en vigor hasta que el Gobierno 
apruebe, en su caso, nuevos textos reglamentarios, en lo que no se oponga en lo previsto en 
la presente Ley.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.13.ª de la Constitución.
Se exceptúan de lo anterior los siguientes preceptos:
La disposición adicional primera, que se dicta al amparo del artículo 149.1.5.ª de la 

Constitución.
Los artículos 12, apartado 3 y 16; y las disposiciones adicionales segunda, séptima y 

novena, que se dictan al amparo del artículo 149.1. 6.ª de la Constitución.
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El artículo 23, que se dicta al amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
1. El Gobierno y el Ministro de Economía y Hacienda, de acuerdo con lo previsto en esta 

Ley y en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán dictar las normas 
reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

2. En particular, se autoriza al Gobierno para que en el plazo de 6 meses dicte las 
disposiciones reglamentarias que desarrollen la presente Ley en cuanto a los 
procedimientos, el tratamiento de las conductas de menor importancia, y el sistema de 
clemencia o exención y reducción de multa a las empresas que colaboren en la lucha contra 
los cárteles.

3. Igualmente, se autoriza al Gobierno para que, previo informe de la Comisión Nacional 
de la Competencia, mediante Real Decreto modifique los umbrales establecidos en el 
artículo 8 de la presente Ley. En todo caso, la Comisión Nacional de la Competencia 
realizará cada tres años una valoración de la aplicación de dichos umbrales a los efectos de 
proponer, en su caso, su modificación al Gobierno.

4. En el plazo de tres meses tras la constitución del Consejo de la Comisión Nacional de 
la Competencia, el Consejo de Ministros aprobará mediante Real Decreto, previo informe de 
la Comisión Nacional de la Competencia, el Estatuto de la misma, en el que se establecerán 
cuantas cuestiones relativas al funcionamiento y régimen de actuación de la Comisión 
Nacional de la Competencia resulten necesarias conforme a las previsiones de esta Ley y, 
en particular, las siguientes:

a) la estructura orgánica de la Comisión Nacional de la Competencia;
b) la distribución de competencias entre los distintos órganos;
c) el régimen de su personal.
5. Asimismo, se autoriza al Gobierno para que mediante Real Decreto modifique la 

regulación de la estructura organizativa del Ministerio de Economía y Hacienda de acuerdo 
con la nueva organización institucional contemplada en esta Ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
1. La presente Ley entrará en vigor el 1 de septiembre de 2007.
2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, los artículos 65 y 66 de esta Ley 

entrarán en vigor en el mismo momento que su reglamento de desarrollo.
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§ 28

Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 10, de 11 de enero de 1991
Última modificación: 3 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-1991-628

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley:

PREÁMBULO
I. La competencia desleal, aun constituyendo una pieza legislativa de importancia capital 

dentro del sistema del Derecho mercantil, ha sido un sector del que tradicionalmente ha 
estado ausente el legislador. Esta circunstancia, parcialmente remediada por la reciente 
aprobación de las Leyes 32/1988, de 10 de noviembre de Marcas, y 34/1988 de 11 de 
noviembre General de Publicidad, había propiciado la formación de una disciplina 
discontinua y fragmentaria que muy pronto habría de revelarse obsoleta y de quedar, en la 
realidad de los hechos, desprovista de fuerza. En efecto, las normas que tradicionalmente 
han nutrido dicha disciplina se encontraban dispersas en leyes de distinta edad y 
procedencia; contemplaban únicamente aspectos parciales (y a menudo meramente 
marginales) de esa vasta realidad que es la competencia desleal; respondían a modelos de 
regulación desfasados, que en la actualidad -según ha mostrado nuestra más reciente y 
atenta doctrina- carecen de parangón en el Derecho comparado e incluso de anclaje en la 
evolución general del propio; y, en fin, eran normas que ni siquiera dentro de sus limitaciones 
podían considerarse eficaces, debido a la escasa calidad y flexibilidad de su aparato 
sancionador. El régimen de la competencia desleal se había convertido así en un escenario 
normativo languideciente, al amparo del cual pudieron proliferar prácticas concurrenciales 
incorrectas que en no pocas ocasiones han ocasionado un grave deterioro de nuestro tráfico 
mercantil.

II. La presente Ley, completando y, en ocasiones, refundiendo los esfuerzos de la 
racionalización sectoriales iniciados por las ya recordadas leyes de Marcas y Publicidad, 
aspira a poner término a la tradicional situación de incertidumbre y desamparo que ha vivido 
el sector, creando un marco jurídico cierto y efectivo, que sea capaz de dar cauce a la cada 
vez más enérgica y sofisticada lucha concurrencial. Varias circunstancias hacían inexcusable 
esta iniciativa.
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La primera viene dada por la creciente demanda social que al respecto se ha dejado 
sentir en los últimos tiempos. La apertura de nuevos mercados. La emancipación de nuestra 
vida mercantil de vínculos corporativos y proteccionistas y una mayor sensibilidad de 
nuestros hombres de empresa hacia la innovación de las estrategias comerciales han abierto 
nuevas perspectivas a nuestra economía, pero al propio tiempo han puesto de manifiesto el 
peligro de que la libre iniciativa empresarial sea objeto de abusos, que con frecuencia se 
revelan gravemente nocivos para el conjunto de los intereses que confluyen en el sector. El 
interés privado de los empresarios, el interés colectivo de los consumidores y el propio 
interés público del Estado al mantenimiento de un orden concurrencial debidamente 
saneado.

La Ley responde, en segundo lugar, a la necesidad de homologar, en el plano 
internacional, nuestro ordenamiento concurrencial. España ha omitido esta equiparación en 
ocasiones anteriores. Pero en el momento presente, esa situación ya no podía prolongarse 
por más tiempo sin grave inconveniente. El ingreso en la Comunidad Económica Europea 
exigía, en efecto, la introducción en el entramado de nuestro Derecho mercantil y económico 
de una disciplina de la competencia desleal que estableciese condiciones concurrenciales 
similares a las que reinan o imperan en el conjunto de los demás Estados miembros. Desde 
esta perspectiva, la presente Ley se propone dar un paso más en la dirección iniciada por la 
reciente Ley de Marcas, por medio de la cual se ha tratado de materializar el compromiso 
contraído en los artículos 10 bis. y 10 ter. del Convenio de la Unión de París.

Obedece la Ley, finalmente, a la necesidad de adecuar el ordenamiento concurrencial a 
los valores que han cuajado en nuestra constitución económica. La Constitución Española 
de 1978 hace gravitar nuestro sistema económico sobre el principio de libertad de empresa 
y, consiguientemente, en el plano institucional, sobre el principio de libertad de competencia. 
De ello se deriva, para el legislador ordinario, la obligación de establecer los mecanismos 
precisos para impedir que tal principio pueda verse falseado por prácticas desleales, 
susceptibles eventualmente de perturbar el funcionamiento concurrencial del mercado. Esta 
exigencia constitucional se complementa y refuerza por la derivada del principio de 
protección del consumidor, en su calidad de parte débil de las relaciones típicas de mercado, 
acogido por el artículo 51 del texto constitucional. Esta nueva vertiente del problema en 
general desconocida por nuestro Derecho tradicional de la competencia desleal, ha 
constituido un estimulo adicional de la máxima importancia para la emanación de la nueva 
legislación.

III. Las circunstancias antes señaladas, al tiempo que ponen de manifiesto la oportunidad 
de la Ley, dan razón de los criterios y objetivos que han presidido su elaboración; a saber: 
generalidad, modernidad e institucionalidad. El propósito que ha guiado al legislador ha sido, 
en efecto, el de elaborar una Ley general, capaz de satisfacer la heterogénea demanda 
social que registra el sector desde la perspectiva unitaria del fenómeno concurrencial; una 
Ley moderna, inspirada en los modelos de regulación más avanzados y susceptible de situar 
a nuestro ordenamiento de la competencia en la órbita del Derecho europeo del momento; 
una Ley, en fin, de corte institucional, apta para garantizar o asegurar una ordenación del 
juego competitivo acorde con la escala de valores e intereses que ha cristalizado en nuestra 
constitución económica.

El resultado no podía ser otro que una profunda renovación de nuestro vigente Derecho 
de la competencia desleal. Dicha renovación se advierte, cuando menos, en el triple plano 
de la orientación, de la configuración y de la realización de la disciplina.

1. Por lo que se refiere al principio de los planos mencionados, la Ley introduce un 
cambio radical en la concepción tradicional del Derecho de la competencia desleal. Este deja 
de concebirse como un ordenamiento primariamente dirigido a resolver los conflictos entre 
los competidores para convertirse en un instrumento de ordenación y control de las 
conductas en el mercado. La institución de la competencia pasa a ser así el objeto directo de 
protección. Significativo a este respecto es, entre otros muchos, el artículo 1. También, y muy 
especialmente, el artículo 5 en el que, implícitamente al menos, se consagra la noción de 
abuso de la competencia. Esta nueva orientación de la disciplina trae consigo una apertura 
de la misma hacia la tutela de intereses que tradicionalmente habían escapado a la atención 
del legislador mercantil. La nueva Ley, en efecto, se hace portadora no sólo de los intereses 
privados de los empresarios en conflicto, sino también de los intereses colectivos del 
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consumo. Esta ampliación y reordenación de los intereses protegidos está presente a lo 
largo de todos los preceptos de la Ley. Particularmente ilustrativo resulta el artículo 19, que 
atribuye legitimación activa para el ejercicio de las acciones derivadas de la competencia 
desleal a los consumidores (individual y colectivamente considerados).

2. En lo que atañe a la configuración sustantiva de la disciplina, las novedades no son 
menos importantes. A este respecto resultan especialmente destacables los dos primeros 
capítulos de la Ley, en los que, respectivamente, se incardinan la parte general y la parte 
especial de la disciplina.

En el Capítulo I, y específicamente en los artículos 2 y 3, se establecen los elementos 
generales del ilícito concurrencial (aplicables a todos los supuestos concretos tipificados en 
el Capítulo II, excepción hecha del previsto en el artículo 13, relativo a la violación de 
secretos industriales). A la hora de perfilar tales elementos o presupuestos de aplicación de 
la disciplina se ha seguido por imperativo de la orientación institucional y social de la Ley, un 
criterio marcadamente restrictivo. Para que exista acto de competencia desleal basta, en 
efecto, con que se cumplan las dos condiciones previstas en el párrafo primero del artículo 2; 
Que el acto se «realice en el mercado» (es decir, que se trate de un acto dotado de 
trascendencia externa) y que se lleve a cabo con «fines concurrenciales» (es decir, que el 
acto -según se desprende del párrafo segundo del citado artículo- tenga por finalidad 
«promover o asegurar la difusión en el mercado de las prestaciones propias o de un 
tercero»). Si dichas circunstancias concurren, el acto podrá ser perseguido en el marco de la 
nueva Ley. No es necesaria ninguna otra condición ulterior; y concretamente -según se 
encarga de precisar el artículo 3- no es necesario que los sujetos -agente y paciente- del 
acto sean empresarios (la Ley también resulta aplicable a otros sectores del mercado: 
artesanía, agricultura, profesiones liberales, etc.), ni se exige tampoco que entre ellos medie 
una relación de competencia. En este punto, y por exigencia de sus propios puntos de 
partida, la Ley ha incorporado las orientaciones más avanzadas del Derecho comparado, 
desvinculando la persecución del acto del tradicional requisito de la relación de competencia, 
que sólo tiene acomodo en el seno de una concepción profesional y corporativa de la 
disciplina.

Las disposiciones generales del Capítulo I se cierran con una norma unilateral de 
Derecho internacional privado que establece un criterio de conexión -el mercado afectado 
por el acto de competencia desleal- en plena armonía con la inspiración institucional de la 
Ley.

El núcleo dispositivo de la Ley se halla ubicado en el Capítulo II, donde se tipifican las 
conductas desleales. El capítulo se abre con una generosa cláusula general de la que en 
buena medida va a depender -como muestra la experiencia del Derecho comparado- el éxito 
de la Ley y la efectiva represión de la siempre cambiante fenomenología de la competencia 
desleal. El aspecto tal vez más significativo de la cláusula general radica en los criterios 
seleccionados para evaluar la deslealtad del acto. Se ha optado por establecer un criterio de 
obrar, como es la «buena fe», de alcance general, con lo cual, implícitamente, se han 
rechazado los más tradicionales («corrección profesional», «usos honestos en materia 
comercial e industrial», etc.), todos ellos sectoriales y de inequívoco sabor corporativo.

Pero la amplitud de la cláusula general no ha sido óbice para una igualmente generosa 
tipificación de los actos concretos de competencia desleal, con la cual se aspira a dotar de 
mayor certeza a la disciplina. El catálogo incluye, junto a las más tradicionales prácticas de 
confusión (artículo 6), denigración (artículo 9) y explotación de la reputación ajena (artículo 
12), los supuestos de engaño (artículo 7), de violación de secretos (artículo 13), de inducción 
a la infracción contractual (artículo 14) y otros que sólo han cobrado un perfil nítido y riguroso 
en la evolución europea de las últimas décadas, tales como la venta con primas y obsequios 
(artículo 8), la violación de normas (artículo 15), la discriminación (artículo 16) y la venta a 
pérdida (artículo 17). De acuerdo con la finalidad de la Ley, que en definitiva se cifra en el 
mantenimiento de mercados altamente transparentes y competitivos, la redacción de los 
preceptos anteriormente citados ha estado presidida por la permanente preocupación de 
evitar que prácticas concurrenciales incómodas para los competidores puedan ser 
calificadas, simplemente por ello, de desleales. En este sentido, se ha tratado de hacer 
tipificaciones muy restrictivas, que en algunas ocasiones, más que dirigirse a incriminar una 
determinada práctica, tienden a liberalizarla o por lo menos a zanjar posibles dudas acerca 
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de su deslealtad. Significativos a este respecto son los artículos 10 y 11, relativos a la 
publicidad comparativa y a los actos de imitación e incluso los ya citados artículos 16 y 17 en 
materia de discriminación y venta a pérdida.

3. La Ley se esfuerza, finalmente, por establecer mecanismos sustantivos y procesales 
suficientemente eficaces para una adecuada realización de la disciplina. Al respecto resultan 
relevantes los Capítulos III y IV. En el primero de ellos se regulan con detalle las acciones 
derivadas del acto de competencia desleal. Los extremos más significativos se hallan 
contemplados por los artículos 18 y 19. El artículo 18 realiza un censo completo de tales 
acciones (declarativa, de cesación, de remoción, de rectificación, de resarcimiento de daños 
y perjuicios y de enriquecimiento injusto), poniendo a disposición de los interesados un 
amplio abanico de posibilidades para una eficaz persecución del ilícito concurrencial. El 
artículo 19 disciplina en términos muy avanzados la legitimación activa para el ejercicio de 
las acciones anteriormente mencionadas. La novedad reside en la previsión, junto a la 
tradicional legitimación privada (que se amplía al consumidor perjudicado), de una 
legitimación colectiva (atribuida a las asociaciones profesionales y de consumidores). De 
este modo se pretende armonizar este sector de la normativa con la orientación general de 
la Ley y al mismo tiempo multiplicar la probabilidad de que las conductas incorrectas no 
queden sin sanción.

El Capítulo IV alberga algunas especialidades procesales que se ha creído oportuno 
introducir al objeto de conseguir, sin merma de las debidas garantías, un mayor rigor, y una 
mayor eficacia y celeridad en las causas de competencia desleal. Desde esta perspectiva 
resultan particularmente elocuentes los artículos 24 y 25. El primero de ellos prevé un 
generoso catálogo de diligencias preliminares, encaminado a facilitar al posible demandante 
la obtención de la información necesaria para preparar el juicio. La experiencia demuestra 
que sin instrumentos de este tipo, a través de los cuales se asegure el acceso al ámbito 
interno de la empresa que presumiblemente ha cometido una práctica desleal, las acciones 
de competencia desleal se hallan, con frecuencia, condenadas al fracaso. El segundo de los 
preceptos mencionados, el artículo 25, regula las medidas cautelares, otra de las piezas 
clave para una eficaz defensa del interesado contra los actos de competencia desleal.

El capítulo -y con él la Ley- se cierra con una disposición inspirada por la Directiva CEE 
en materia de publicidad engañosa. Se trata del artículo 26, que contempla la posibilidad de 
que el juez invierta, en beneficio del demandante, la carga de la prueba relativa a la falsedad 
e inexactitud de las indicaciones o manifestaciones enjuiciadas en una causa de 
competencia desleal. Ciertamente, la norma se halla ya recogida en la Ley General de 
Publicidad. No está de más, sin embargo, que se reitere en el ámbito de la legislación 
general, debido a su más amplia proyección.

IV. Finalmente ha de hacerse una referencia a la oportunidad de la presente Ley desde el 
punto de vista de la distribución territorial de competencias. La premisa de la que se ha 
partido es que la «competencia desleal» constituye una materia reservada a la competencia 
del Estado. Esta es, en efecto, la conclusión a la que se arriba en aplicación del artículo 149 
número 1 de la Constitución, tanto en sus apartados 6 y 8 que atribuyen al Estado la 
competencia exclusiva sobre la «legislación mercantil» y las «bases de las obligaciones 
contractuales» como, en cierto modo, en su apartado 13, que reserva al Estado las «bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica». Este punto de vista se 
refuerza apelando a la doctrina del Tribunal Constitucional a tenor de la cual el límite 
implícito de la competencia autonómica ha de situarse en la necesidad de garantizar la 
«unidad de mercado» en el territorio nacional.

El legislador es consciente, ciertamente, de que la materia de la «competencia desleal» 
se halla muy próxima a las materias de «comercio interior» y de «tutela del consumidor» 
respecto de las cuales las Comunidades Autónomas tienen asumidas competencias. 
Precisamente por ello ha tratado de ser especialmente escrupuloso a la hora de delimitar el 
objeto y el campo de su regulación. La cuestión es clara con relación al título competencial 
de «comercio interior», cuyas materias quedan perfectamente excluidas de la presente Ley. 
Más dudas puede suscitar, a primera vista, el título relativo a la «protección del consumidor». 
Un examen atento de la normativa aprobada enseguida muestra, sin embargo, que tampoco 
por este lado se han mezclado o confundido ordenes materiales y competenciales distintas. 
La Ley, en efecto, disciplina directa e inmediatamente la actividad concurrencial. El hecho de 
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que a la hora de establecer el cauce jurídico de esa actividad haya tenido en cuenta, muy 
especialmente por cierto, los intereses de los consumidores no significa que haya invadido 
terrenos que no son propios de su regulación; significa simplemente que, en el trance de 
reglamentar los comportamientos de los operadores del mercado, se ha guiado -de acuerdo 
con los criterios consolidados en la evolución actual del Derecho comparado y por imperativo 
de la propia Carta Constitucional- por la necesidad de reforzar la posición del consumidor 
como parte débil de las relaciones típicas del mercado.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Finalidad.
Esta ley tiene por objeto la protección de la competencia en interés de todos los que 

participan en el mercado, y a tal fin establece la prohibición de los actos de competencia 
desleal, incluida la publicidad ilícita en los términos de la Ley General de Publicidad.

Artículo 2.  Ámbito objetivo.
1. Los comportamientos previstos en esta Ley tendrán la consideración de actos de 

competencia desleal siempre que se realicen en el mercado y con fines concurrenciales.
2. Se presume la finalidad concurrencial del acto cuando, por las circunstancias en que 

se realice, se revele objetivamente idóneo para promover o asegurar la difusión en el 
mercado de las prestaciones propias o de un tercero.

3. La ley será de aplicación a cualesquiera actos de competencia desleal, realizados 
antes, durante o después de una operación comercial o contrato, independientemente de 
que éste llegue a celebrarse o no.

Artículo 3.  Ámbito subjetivo.
1. La ley será de aplicación a los empresarios, profesionales y a cualesquiera otras 

personas físicas o jurídicas que participen en el mercado.
2. La aplicación de la Ley no podrá supeditarse a la existencia de una relación de 

competencia entre el sujeto activo y el sujeto pasivo del acto de competencia desleal.

CAPÍTULO II
Actos de competencia desleal

Artículo 4.  Cláusula general.
1. Se reputa desleal todo comportamiento que resulte objetivamente contrario a las 

exigencias de la buena fe.
En las relaciones con consumidores y usuarios se entenderá contrario a las exigencias 

de la buena fe el comportamiento de un empresario o profesional contrario a la diligencia 
profesional, entendida ésta como el nivel de competencia y cuidados especiales que cabe 
esperar de un empresario conforme a las prácticas honestas del mercado, que distorsione o 
pueda distorsionar de manera significativa el comportamiento económico del consumidor 
medio o del miembro medio del grupo destinatario de la práctica, si se trata de una práctica 
comercial dirigida a un grupo concreto de consumidores.

A los efectos de esta ley se entiende por comportamiento económico del consumidor o 
usuario toda decisión por la que éste opta por actuar o por abstenerse de hacerlo en relación 
con:

a) La selección de una oferta u oferente.
b) La contratación de un bien o servicio, así como, en su caso, de qué manera y en qué 

condiciones contratarlo.
c) El pago del precio, total o parcial, o cualquier otra forma de pago.
d) La conservación del bien o servicio.
e) El ejercicio de los derechos contractuales en relación con los bienes y servicios.
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Igualmente, a los efectos de esta ley se entiende por distorsionar de manera significativa 
el comportamiento económico del consumidor medio, utilizar una práctica comercial para 
mermar de manera apreciable su capacidad de adoptar una decisión con pleno conocimiento 
de causa, haciendo así que tome una decisión sobre su comportamiento económico que de 
otro modo no hubiera tomado.

2. Para la valoración de las conductas cuyos destinatarios sean consumidores, se tendrá 
en cuenta al consumidor medio.

3. Las prácticas comerciales que, dirigidas a los consumidores o usuarios en general, 
únicamente sean susceptibles de distorsionar de forma significativa, en un sentido que el 
empresario o profesional pueda prever razonablemente, el comportamiento económico de un 
grupo claramente identificable de consumidores o usuarios especialmente vulnerables a 
tales prácticas o al bien o servicio al que se refieran, por presentar una discapacidad, por 
tener afectada su capacidad de comprensión o por su edad o su credulidad, se evaluarán 
desde la perspectiva del miembro medio de ese grupo. Ello se entenderá, sin perjuicio de la 
práctica publicitaria habitual y legítima de efectuar afirmaciones exageradas o respecto de 
las que no se pretenda una interpretación literal.

Artículo 5.  Actos de engaño.
1. Se considera desleal por engañosa cualquier conducta que contenga información falsa 

o información que, aun siendo veraz, por su contenido o presentación induzca o pueda 
inducir a error a los destinatarios, siendo susceptible de alterar su comportamiento 
económico, siempre que incida sobre alguno de los siguientes aspectos:

a) La existencia o la naturaleza del bien o servicio.
b) Las características principales del bien o servicio, tales como su disponibilidad, sus 

beneficios, sus riesgos, su ejecución, su composición, sus accesorios, el procedimiento y la 
fecha de su fabricación o suministro, su entrega, su carácter apropiado, su utilización, su 
cantidad, sus especificaciones, su origen geográfico o comercial o los resultados que pueden 
esperarse de su utilización, o los resultados y características esenciales de las pruebas o 
controles efectuados al bien o servicio.

c) La asistencia posventa al cliente y el tratamiento de las reclamaciones.
d) El alcance de los compromisos del empresario o profesional, los motivos de la 

conducta comercial y la naturaleza de la operación comercial o el contrato, así como 
cualquier afirmación o símbolo que indique que el empresario o profesional o el bien o 
servicio son objeto de un patrocinio o una aprobación directa o indirecta.

e) El precio o su modo de fijación, o la existencia de una ventaja específica con respecto 
al precio.

f)  La necesidad de un servicio o de una pieza, sustitución o reparación.
g) La naturaleza, las características y los derechos del empresario o profesional o su 

agente, tales como su identidad y su solvencia, sus cualificaciones, su situación, su 
aprobación, su afiliación o sus conexiones y sus derechos de propiedad industrial, comercial 
o intelectual, o los premios y distinciones que haya recibido.

h) Los derechos legales o convencionales del consumidor o los riesgos que éste pueda 
correr.

2. Cuando el empresario o profesional indique en una práctica comercial que está 
vinculado a un código de conducta, el incumplimiento de los compromisos asumidos en 
dicho código, se considera desleal, siempre que el compromiso sea firme y pueda ser 
verificado, y, en su contexto fáctico, esta conducta sea susceptible de distorsionar de manera 
significativa el comportamiento económico de sus destinatarios.

3. También se considera desleal cualquier operación de comercialización de un bien 
como idéntico a otro comercializado en otros Estados miembros, cuando dicho bien presente 
una composición o unas características significativamente diferentes, a menos que esté 
justificado por factores legítimos y objetivos.

Artículo 6.  Actos de confusión.
Se considera desleal todo comportamiento que resulte idóneo para crear confusión con 

la actividad, las prestaciones o el establecimiento ajenos.
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El riesgo de asociación por parte de los consumidores respecto de la procedencia de la 
prestación es suficiente para fundamentar la deslealtad de una práctica.

Artículo 7.  Omisiones engañosas.
1. Se considera desleal la omisión u ocultación de la información necesaria para que el 

destinatario adopte o pueda adoptar una decisión relativa a su comportamiento económico 
con el debido conocimiento de causa. Es también desleal si la información que se ofrece es 
poco clara, ininteligible, ambigua, no se ofrece en el momento adecuado, o no se da a 
conocer el propósito comercial de esa práctica, cuando no resulte evidente por el contexto.

2. Para la determinación del carácter engañoso de los actos a que se refiere el apartado 
anterior, se atenderá al contexto fáctico en que se producen, teniendo en cuenta todas sus 
características y circunstancias y las limitaciones del medio de comunicación utilizado.

Cuando el medio de comunicación utilizado imponga limitaciones de espacio o de 
tiempo, para valorar la existencia de una omisión de información se tendrán en cuenta estas 
limitaciones y todas las medidas adoptadas por el empresario o profesional para transmitir la 
información necesaria por otros medios.

Artículo 8.  Prácticas agresivas.
1. Se considera desleal todo comportamiento que teniendo en cuenta sus características 

y circunstancias, sea susceptible de mermar de manera significativa, mediante acoso, 
coacción, incluido el uso de la fuerza, o influencia indebida, la libertad de elección o 
conducta del destinatario en relación al bien o servicio y, por consiguiente, afecte o pueda 
afectar a su comportamiento económico.

A estos efectos, se considera influencia indebida la utilización de una posición de poder 
en relación con el destinatario de la práctica para ejercer presión, incluso sin usar fuerza 
física ni amenazar con su uso.

2. Para determinar si una conducta hace uso del acoso, la coacción o la influencia 
indebida se tendrán en cuenta:

a) El momento y el lugar en que se produce, su naturaleza o su persistencia.
b) El empleo de un lenguaje o un comportamiento amenazador o insultante.
c) La explotación por parte del empresario o profesional de cualquier infortunio o 

circunstancia específicos lo suficientemente graves como para mermar la capacidad de 
discernimiento del destinatario, de los que aquél tenga conocimiento, para influir en su 
decisión con respecto al bien o servicio.

d) Cualesquiera obstáculos no contractuales onerosos o desproporcionados impuestos 
por el empresario o profesional cuando la otra parte desee ejercitar derechos legales o 
contractuales, incluida cualquier forma de poner fin al contrato o de cambiar de bien o 
servicio o de suministrador.

e) La comunicación de que se va a realizar cualquier acción que, legalmente, no pueda 
ejercerse.

Artículo 9.  Actos de denigración.
Se considera desleal la realización o difusión de manifestaciones sobre la actividad, las 

prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero que sean aptas 
para menoscabar su crédito en el mercado, a no ser que sean exactas, verdaderas y 
pertinentes.

En particular, no se estiman pertinentes las manifestaciones que tengan por objeto la 
nacionalidad, las creencias o ideología, la vida privada o cualesquiera otras circunstancias 
estrictamente personales del afectado.

Artículo 10.  Actos de comparación.
La comparación pública, incluida la publicidad comparativa, mediante una alusión 

explícita o implícita a un competidor estará permitida si cumple los siguientes requisitos:
a) Los bienes o servicios comparados habrán de tener la misma finalidad o satisfacer las 

mismas necesidades.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 28  Ley de Competencia Desleal

– 620 –



b) La comparación se realizará de modo objetivo entre una o más características 
esenciales, pertinentes, verificables y representativas de los bienes o servicios, entre las 
cuales podrá incluirse el precio.

c) En el supuesto de productos amparados por una denominación de origen o indicación 
geográfica, denominación específica o especialidad tradicional garantizada, la comparación 
sólo podrá efectuarse con otros productos de la misma denominación.

d) No podrán presentarse bienes o servicios como imitaciones o réplicas de otros a los 
que se aplique una marca o nombre comercial protegido.

e) La comparación no podrá contravenir lo establecido por los artículos 5, 7, 9, 12 y 20 
en materia de actos de engaño, denigración y explotación de la reputación ajena.

Artículo 11.  Actos de imitación.
1. La imitación de prestaciones e iniciativas empresariales o profesionales ajenas es 

libre, salvo que estén amparadas por un derecho de exclusiva reconocido por la ley.
2. No obstante, la imitación de prestaciones de un tercero se reputará desleal cuando 

resulte idónea para generar la asociación por parte de los consumidores respecto a la 
prestación o comporte un aprovechamiento indebido de la reputación o el esfuerzo ajeno.

La inevitabilidad de los indicados riesgos de asociación o de aprovechamiento de la 
reputación ajena excluye la deslealtad de la práctica.

3. Asimismo, tendrá la consideración de desleal la imitación sistemática de las 
prestaciones e iniciativas empresariales o profesionales de un competidor cuando dicha 
estrategia se halle directamente encaminada a impedir u obstaculizar su afirmación en el 
mercado y exceda de lo que, según las circunstancias, pueda reputarse una respuesta 
natural del mercado.

Artículo 12.  Explotación de la reputación ajena.
Se considera desleal el aprovechamiento indebido, en beneficio propio o ajeno, de las 

ventajas de la reputación industrial, comercial o profesional adquirida por otro en el mercado.
En particular, se reputa desleal el empleo de signos distintivos ajenos o de 

denominaciones de origen falsas acompañados de la indicación acerca de la verdadera 
procedencia del producto o de expresiones tales como «modelos», «sistema», «tipo», 
«clase» y similares.

Artículo 13.  Violación de secretos.
Se considera desleal la violación de secretos empresariales, que se regirá por lo 

dispuesto en la legislación de secretos empresariales.

Artículo 14.  Inducción a la infracción contractual.
1. Se considera desleal la inducción a trabajadores, proveedores, clientes y demás 

obligados, a infringir los deberes contractuales básicos que han contraído con los 
competidores.

2. La inducción a la terminación regular de un contrato o el aprovechamiento en beneficio 
propio o de un tercero de una infracción contractual ajena sólo se reputará desleal cuando, 
siendo conocida, tenga por objeto la difusión o explotación de un secreto industrial o 
empresarial o vaya acompañada de circunstancias tales como el engaño, la intención de 
eliminar a un competidor del mercado u otras análogas.

Artículo 15.  Violación de normas.
1. Se considera desleal prevalerse en el mercado de una ventaja competitiva adquirida 

mediante la infracción de las leyes. La ventaja ha de ser significativa.
2. Tendrá también la consideración de desleal la simple infracción de normas jurídicas 

que tengan por objeto la regulación de la actividad concurrencial.
3. Igualmente, en el marco de lo dispuesto en el artículo 2, se considera desleal la 

contratación de extranjeros sin autorización para trabajar obtenida de conformidad con lo 
previsto en la legislación sobre extranjería.
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4. Igualmente, en el marco de lo dispuesto en el artículo 2, se considera desleal el 
incumplimiento reiterado de las normas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales.

Artículo 16.  Discriminación y dependencia económica.
1. El tratamiento discriminatorio del consumidor en materia de precios y demás 

condiciones de venta se reputará desleal, a no ser que medie causa justificada.
2. Se reputa desleal la explotación por parte de una empresa de la situación de 

dependencia económica en que puedan encontrarse sus empresas clientes o proveedores 
que no dispongan de alternativa equivalente para el ejercicio de su actividad. Esta situación 
se presumirá cuando un proveedor, además de los descuentos o condiciones habituales, 
deba conceder a su cliente de forma regular otras ventajas adicionales que no se conceden 
a compradores similares.

3. Tendrá asimismo la consideración de desleal:
a) La ruptura, aunque sea de forma parcial, de una relación comercial establecida sin 

que haya existido preaviso escrito y preciso con una antelación mínima de seis meses, salvo 
que se deba a incumplimientos graves de las condiciones pactadas o en caso de fuerza 
mayor.

b) La obtención, bajo la amenaza de ruptura de las relaciones comerciales, de precios, 
condiciones de pago, modalidades de venta, pago de cargos adicionales y otras condiciones 
de cooperación comercial no recogidas en el contrato de suministro que se tenga pactado.

Artículo 17.  Venta a pérdida.
1. Salvo disposición contraria de las leyes o de los reglamentos, la fijación de precios es 

libre.
2. No obstante, la venta realizada bajo coste, o bajo precio de adquisición, se reputará 

desleal en los siguientes casos:
a) Cuando sea susceptible de inducir a error a los consumidores acerca del nivel de 

precios de otros productos o servicios del mismo establecimiento.
b) Cuando tenga por efecto desacreditar la imagen de un producto o de un 

establecimiento ajenos.
c) Cuando forme parte de una estrategia encaminada a eliminar a un competidor o grupo 

de competidores del mercado.

Artículo 18.  Publicidad ilícita.
La publicidad considerada ilícita por la Ley General de Publicidad, se reputará desleal.

CAPÍTULO III
Prácticas comerciales con los consumidores o usuarios

Artículo 19.  Prácticas comerciales desleales con los consumidores.
1. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 19 y 20 del texto refundido de la Ley 

General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
únicamente tendrán la consideración de prácticas comerciales desleales con los 
consumidores y usuarios, las previstas en este capítulo y en los artículos 4, 5, 7 y 8 de esta 
ley.

2. Las prácticas comerciales reguladas en los artículos 21 a 31, ambos inclusive, son en 
todo caso y en cualquier circunstancia, prácticas comerciales desleales con los 
consumidores.

Artículo 20.  Practicas engañosas por confusión para los consumidores.
En las relaciones con consumidores y usuarios, se reputan desleales aquéllas prácticas 

comerciales, incluida la publicidad comparativa, que, en su contexto fáctico y teniendo en 
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cuenta todas sus características y circunstancias, creen confusión, incluido el riesgo de 
asociación, con cualesquiera bienes o servicios, marcas registradas, nombres comerciales u 
otras marcas distintivas de un competidor, siempre que sean susceptibles de afectar al 
comportamiento económico de los consumidores y usuarios.

Artículo 21.  Prácticas engañosas sobre códigos de conducta u otros distintivos de calidad.
1. Se reputan desleales por engañosas, las prácticas comerciales que afirmen sin ser 

cierto:
a) Que el empresario o profesional está adherido a un código de conducta.
b) Que un código de conducta ha recibido el refrendo de un organismo público o 

cualquier otro tipo de acreditación.
c) Que un empresario o profesional, sus prácticas comerciales, o un bien o servicio ha 

sido aprobado, aceptado o autorizado por un organismo público o privado, o hacer esa 
afirmación sin cumplir las condiciones de la aprobación, aceptación o autorización.

2. La exhibición de un sello de confianza o de calidad o de un distintivo equivalente, sin 
haber obtenido la necesaria autorización, es igualmente, en todo caso, una práctica 
comercial desleal por engañosa.

Artículo 22.  Prácticas señuelo y prácticas promocionales engañosas.
Se considera desleal por engañoso:
1. Realizar una oferta comercial de bienes o servicios a un precio determinado sin 

revelar la existencia de motivos razonables que hagan pensar al empresario o profesional 
que dichos bienes o servicios u otros equivalentes no estarán disponibles al precio ofertado 
durante un período suficiente y en cantidades razonables, teniendo en cuenta el tipo de bien 
o servicio, el alcance de la publicidad que se le haya dado y el precio de que se trate.

2. Realizar una oferta comercial de bienes o servicios a un precio determinado para 
luego, con la intención de promocionar un bien o servicio diferente, negarse a mostrar el bien 
o servicio ofertado, no aceptar pedidos o solicitudes de suministro, negarse a suministrarlo 
en un período de tiempo razonable, enseñar una muestra defectuosa del bien o servicio 
promocionado o desprestigiarlo.

3. Las prácticas comerciales relativas a las ventas en liquidación cuando sea incierto que 
el empresario o profesional se encuentre en alguno de los supuestos previstos en el artículo 
30.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista o que, en 
cualquier otro supuesto, afirmen que el empresario o profesional está a punto de cesar en 
sus actividades o de trasladarse sin que vaya a hacerlo.

4. Las prácticas comerciales que ofrezcan un premio, de forma automática, o en un 
concurso o sorteo, sin conceder los premios descritos u otros de calidad y valor equivalente.

5. Describir un bien o servicio como «gratuito», «regalo», «sin gastos» o cualquier 
fórmula equivalente, si el consumidor o usuario tiene que abonar dinero por cualquier 
concepto distinto del coste inevitable de la respuesta a la práctica comercial y la recogida del 
producto o del pago por la entrega de éste.

6. Crear la impresión falsa, incluso mediante el uso de prácticas agresivas, de que el 
consumidor o usuario ya ha ganado, ganará o conseguirá un premio o cualquier otra ventaja 
equivalente si realiza un acto determinado, cuando en realidad:

a) No existe tal premio o ventaja equivalente.
b) O la realización del acto relacionado con la obtención del premio o ventaja equivalente 

está sujeto a la obligación, por parte del consumidor o usuario, de efectuar un pago o incurrir 
en un gasto.

Artículo 23.  Practicas engañosas sobre la naturaleza y propiedades de los bienes o 
servicios, su disponibilidad y los servicios posventa.

Se reputa desleal, por engañoso:
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1. Afirmar o crear por otro medio la impresión de que un bien o servicio puede ser 
comercializado legalmente no siendo cierto.

2. Alegar que los bienes o servicios pueden facilitar la obtención de premios en juegos 
de azar.

3. Proclamar, falsamente, que un bien o servicio puede curar enfermedades, 
disfunciones o malformaciones.

4. Afirmar, no siendo cierto, que el bien o servicio sólo estará disponible durante un 
período de tiempo muy limitado o que sólo estará disponible en determinadas condiciones 
durante un período de tiempo muy limitado a fin de inducir al consumidor o usuario a tomar 
una decisión inmediata, privándole así de la oportunidad o el tiempo suficiente para hacer su 
elección con el debido conocimiento de causa.

5. Comprometerse a proporcionar un servicio posventa a los consumidores o usuarios 
sin advertirles claramente antes de contratar que el idioma en el que este servicio estará 
disponible no es el utilizado en la operación comercial.

6. Crear la impresión falsa de que el servicio posventa del bien o servicio promocionado 
está disponible en un Estado miembro distinto de aquel en el que se ha contratado su 
suministro.

Artículo 24.  Prácticas de venta piramidal.
Se considera desleal por engañoso, en cualquier circunstancia, crear, dirigir o 

promocionar un plan de venta piramidal en el que el consumidor o usuario realice una 
contraprestación a cambio de la oportunidad de recibir una compensación derivada 
fundamentalmente de la entrada de otros consumidores o usuarios en el plan, y no de la 
venta o suministro de bienes o servicios.

Artículo 25.  Prácticas engañosas por confusión.
Se reputa desleal por engañoso promocionar un bien o servicio similar al comercializado 

por un determinado empresario o profesional para inducir de manera deliberada al 
consumidor o usuario a creer que el bien o servicio procede de este empresario o 
profesional, no siendo cierto.

Artículo 26.  Prácticas comerciales encubiertas.
Se consideran desleales por engañosas las prácticas que:
1. Incluyan como información en los medios de comunicación o en servicios de la 

sociedad de la información o redes sociales, comunicaciones para promocionar un bien o 
servicio, pagando el empresario o profesional por dicha promoción, sin que quede 
claramente especificado en el contenido, o a través de imágenes y sonidos claramente 
identificables para el consumidor o usuario, que se trata de un contenido publicitario.

2. Faciliten resultados de búsquedas en respuesta a las consultas en línea efectuadas 
por un consumidor o usuario sin revelar claramente cualquier publicidad retribuida o pago 
dirigidos específicamente a que los bienes o servicios obtengan una clasificación superior en 
los resultados de las búsqueda, entendiendo por clasificación la preeminencia relativa 
atribuida a los bienes o servicios, en su presentación, organización o comunicación por parte 
del empresario, independientemente de los medios tecnológicos empleados para dicha 
presentación, organización o comunicación.

Artículo 27.  Otras prácticas engañosas.
Igualmente se consideran desleales por engañosas las prácticas que:
1. Presenten los derechos que otorga la legislación a los consumidores o usuarios como 

si fueran una característica distintiva de la oferta del empresario o profesional.
2. Realicen afirmaciones inexactas o falsas en cuanto a la naturaleza y la extensión del 

peligro que supondría para la seguridad personal del consumidor y usuario o de su familia, el 
hecho de que el consumidor o usuario no contrate el bien o servicio.
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3. Transmitan información inexacta o falsa sobre las condiciones de mercado o sobre la 
posibilidad de encontrar el bien o servicio, con la intención de inducir al consumidor o usuario 
a contratarlo en condiciones menos favorables que las condiciones normales de mercado.

4. Incluyan en la documentación de comercialización una factura o un documento similar 
de pago que dé al consumidor o usuario la impresión de que ya ha contratado el bien o 
servicio comercializado, sin que éste lo haya solicitado.

5. Afirmen de forma fraudulenta o creen la impresión falsa de que un empresario o 
profesional no actúa en el marco de su actividad empresarial o profesional, o presentarse de 
forma fraudulenta como un consumidor o usuario.

6. Consistan en la reventa de entradas de espectáculos a los consumidores o usuarios si 
el empresario las adquirió empleando medios automatizados para sortear cualquier límite 
impuesto al número de entradas que puede adquirir cada persona o cualquier otra norma 
aplicable a la compra de entradas.

7. Afirmen que las reseñas de un bien o servicio son añadidas por consumidores y 
usuarios que han utilizado o adquirido realmente el bien o servicio, sin tomar medidas 
razonables y proporcionadas para comprobar que dichas reseñas pertenezcan a tales 
consumidores y usuarios.

8. Añadan o encarguen a otra persona física o jurídica que incluya reseñas o 
aprobaciones de consumidores falsas, o distorsionen reseñas de consumidores o usuarios o 
aprobaciones sociales con el fin de promocionar bienes o servicios.

Artículo 28.  Prácticas agresivas por coacción.
Se reputan desleales por agresivas las prácticas comerciales que hagan creer al 

consumidor o usuario que no puede abandonar el establecimiento del empresario o 
profesional o el local en el que se realice la práctica comercial, hasta haber contratado, salvo 
que dicha conducta sea constitutiva de infracción penal.

Artículo 29.  Prácticas agresivas por acoso.
1. Se considera desleal por agresivo realizar visitas en persona al domicilio del 

consumidor o usuario, ignorando sus peticiones para que el empresario o profesional 
abandone su casa o no vuelva a personarse en ella.

2. Igualmente se reputa desleal realizar propuestas no deseadas y reiteradas por 
teléfono, fax, correo electrónico u otros medios de comunicación a distancia, salvo en las 
circunstancias y en la medida en que esté justificado legalmente para hacer cumplir una 
obligación contractual.

El empresario o profesional deberá utilizar en estas comunicaciones sistemas que le 
permitan al consumidor dejar constancia de su oposición a seguir recibiendo propuestas 
comerciales de dicho empresario o profesional.

Para que el consumidor o usuario pueda ejercer su derecho a manifestar su oposición a 
recibir propuestas comerciales no deseadas, cuando éstas se realicen por vía telefónica, las 
llamadas deberán realizarse desde un número de teléfono identificable.

Este supuesto se entenderá sin perjuicio de lo establecido en la normativa vigente sobre 
protección de datos personales, servicios de la sociedad de la información, 
telecomunicaciones y contratación a distancia con los consumidores o usuarios, incluida la 
contratación a distancia de servicios financieros.

Artículo 30.  Prácticas agresivas en relación con los menores.
Se reputa desleal por agresivo, incluir en la publicidad una exhortación directa a los 

niños para que adquieran bienes o usen servicios o convenzan a sus padres u otros adultos 
de que contraten los bienes o servicios anunciados.

Artículo 31.  Otras prácticas agresivas.
Se considera desleal por agresivo:
1. Exigir al consumidor o usuario, ya sea tomador, beneficiario o tercero perjudicado, que 

desee reclamar una indemnización al amparo de un contrato de seguro, la presentación de 
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documentos que no sean razonablemente necesarios para determinar la existencia del 
siniestro y, en su caso, el importe de los daños que resulten del mismo o dejar 
sistemáticamente sin responder la correspondencia al respecto, con el fin de disuadirlo de 
ejercer sus derechos.

2. Exigir el pago inmediato o aplazado, la devolución o la custodia de bienes o servicios 
suministrados por el comerciante, que no hayan sido solicitados por el consumidor o usuario, 
salvo cuando el bien o servicio en cuestión sea un bien o servicio de sustitución suministrado 
de conformidad con lo establecido en la legislación vigente sobre contratación a distancia 
con los consumidores y usuarios.

3. Informar expresamente al consumidor o usuario de que el trabajo o el sustento del 
empresario o profesional corren peligro si el consumidor o usuario no contrata el bien o 
servicio.

4. Las visitas no solicitadas efectuadas por el empresario en el domicilio del consumidor 
o usuario o las excursiones organizadas por el mismo con el objetivo o el efecto de 
promocionar o vender bienes o servicios, en el caso de que no respeten los términos de las 
restricciones establecidas en virtud del artículo 19.7 del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

CAPÍTULO IV
Acciones derivadas de la competencia desleal

Artículo 32.  Acciones.
1. Contra los actos de competencia desleal, incluida la publicidad ilícita, podrán 

ejercitarse las siguientes acciones:
1.ª Acción declarativa de deslealtad.
2.ª Acción de cesación de la conducta desleal o de prohibición de su reiteración futura. 

Asimismo, podrá ejercerse la acción de prohibición, si la conducta todavía no se ha puesto 
en práctica.

3.ª Acción de remoción de los efectos producidos por la conducta desleal.
4.ª Acción de rectificación de las informaciones engañosas, incorrectas o falsas.
5.ª Acción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por la conducta 

desleal, si ha intervenido dolo o culpa del agente.
6.ª Acción de enriquecimiento injusto, que sólo procederá cuando la conducta desleal 

lesione una posición jurídica amparada por un derecho de exclusiva u otra de análogo 
contenido económico.

2. En las sentencias estimatorias de las acciones previstas en el apartado anterior, 
números 1.ª a 4.ª, el tribunal, si lo estima procedente, y con cargo al demandado, podrá 
acordar la publicación total o parcial de la sentencia o, cuando los efectos de la infracción 
puedan mantenerse a lo largo del tiempo, una declaración rectificadora.

Además, esta publicidad podrá realizarse a criterio del tribunal y previa remisión al 
efecto, a través de la Autoridad para la Igualdad de Trato y la No Discriminación y los 
observatorios o de los órganos competentes del departamento u organismo con 
competencias en materia de igualdad entre mujeres y hombres de ámbito nacional o su 
equivalente en el ámbito autonómico.

Artículo 33.  Legitimación activa.
1. Cualquier persona física o jurídica que participe en el mercado, cuyos intereses 

económicos resulten directamente perjudicados o amenazados por la conducta desleal, está 
legitimada para el ejercicio de las acciones previstas en el artículo 32.1, 1.ª a 5.ª

Frente a la publicidad ilícita está legitimada para el ejercicio de las acciones previstas en 
el artículo 32.1, 1.ª a 5.ª, cualquier persona física o jurídica que resulte afectada y, en 
general, quienes tengan un derecho subjetivo o un interés legítimo.
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La acción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por la conducta desleal 
podrá ejercitarse, igualmente, por los legitimados conforme a lo previsto en el artículo 11.2 
de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

La acción de enriquecimiento injusto sólo podrá ser ejercitada por el titular de la posición 
jurídica violada.

2. Las acciones contempladas en el artículo 32.1, 1.ª a 4.ª, podrán ejercitarse además 
por las asociaciones, corporaciones profesionales o representativas de intereses 
económicos, cuando resulten afectados los intereses de sus miembros.

3. Ostentan legitimación activa para el ejercicio de las acciones previstas en el artículo 
32.1, 1.ª a 4.ª, en defensa de los intereses generales, colectivos o difusos, de los 
consumidores y usuarios:

a) El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 
comunidades autónomas y de las corporaciones locales competentes en materia de defensa 
de los consumidores y usuarios.

b) Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos 
en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios o, 
en su caso, en la legislación autonómica en materia de defensa de los consumidores y 
usuarios.

c) Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad Europea constituidas para 
la protección de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y 
usuarios que estén habilitadas mediante su inclusión en la lista publicada a tal fin en el 
«Diario Oficial de las Comunidades Europeas».

4. El Ministerio Fiscal podrá ejercitar la acción de cesación en defensa de los intereses 
generales, colectivos o difusos, de los consumidores y usuarios.

Artículo 34.  Legitimación pasiva.
1. Las acciones previstas en el artículo 32 podrán ejercitarse contra cualquier persona 

que haya realizado u ordenado la conducta desleal o haya cooperado a su realización. No 
obstante, la acción de enriquecimiento injusto sólo podrá dirigirse contra el beneficiario del 
enriquecimiento.

2. Si la conducta desleal se hubiera realizado por trabajadores u otros colaboradores en 
el ejercicio de sus funciones y deberes contractuales, las acciones previstas en el artículo 
32.1, 1.ª a 4.ª, deberán dirigirse contra el principal. Respecto a las acciones de resarcimiento 
de daños y de enriquecimiento injusto se estará a lo dispuesto por el Derecho Civil.

Artículo 35.  Prescripción.
Las acciones de competencia desleal previstas en el artículo 32 prescriben por el 

transcurso de un año desde el momento en que pudieron ejercitarse y el legitimado tuvo 
conocimiento de la persona que realizó el acto de competencia desleal; y, en cualquier caso, 
por el transcurso de tres años desde el momento de la finalización de la conducta.

La prescripción de las acciones en defensa de los intereses generales, colectivos o 
difusos, de los consumidores y usuarios, se rige por lo dispuesto en el artículo 56 del texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias.

Artículo 36.  Diligencias preliminares.
1. Quien pretenda ejercitar una acción de competencia desleal podrá solicitar del juez la 

práctica de diligencias para la comprobación de aquellos hechos cuyo conocimiento resulte 
objetivamente indispensable para preparar el juicio.

2. Tales diligencias se sustanciarán de acuerdo con lo previsto en los artículos 129 a 132 
de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, y podrán extenderse a todo el ámbito 
interno de la empresa.
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CAPÍTULO V
Códigos de conducta

Artículo 37.  Fomento de los códigos de conducta.
1. Las corporaciones, asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales y de 

consumidores podrán elaborar, para que sean asumidos voluntariamente por los 
empresarios o profesionales, códigos de conducta relativos a las prácticas comerciales con 
los consumidores, con el fin de elevar el nivel de protección de los consumidores y 
garantizando en su elaboración la participación de las organizaciones de consumidores.

2. Los códigos de conducta respetarán la normativa de defensa de la competencia y se 
les dará una publicidad suficiente para su debido conocimiento por los destinatarios.

3. Las Administraciones públicas promoverán la participación de las organizaciones 
empresariales y profesionales en la elaboración a escala comunitaria de códigos de 
conducta con este mismo fin.

4. La aplicación de estos códigos de conducta se encomendará a los sistemas de 
autorregulación, establecidos por organismos sin ánimo de lucro, que cuenten con 
dedicación exclusiva a actividades de autorregulación y exclusión expresa de intereses 
profesionales. Estos organismos de autorregulación se dotarán de órganos independientes 
de control para asegurar el cumplimiento eficaz de los compromisos asumidos por las 
empresas adheridas. Podrán incluir, entre otras, medidas colectivas de autocontrol previo de 
los contenidos publicitarios, y deberán establecer sistemas eficaces de resolución 
extrajudicial de reclamaciones que cumplan los requisitos establecidos en la normativa 
comunitaria y, como tales, sean notificados a la Comisión Europea, de conformidad con lo 
previsto en la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento 
jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo, o 
cualquier disposición equivalente.

5. El recurso a los órganos de control de los códigos de conducta en ningún caso 
supondrá la renuncia a las acciones judiciales previstas en el artículo 32, pero con él se 
entenderá cumplido el requisito de procedibilidad exigido por el artículo 5 y la disposición 
adicional sexta de la Ley Orgánica de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público 
de Justicia.

Téngase en cuenta que los apartados 4 y 5, modificados por la disposición final 9 de la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 2025 
según determina su disposición final 38.1.

Redacción anterior:
"4. Los sistemas de autorregulación se dotarán de órganos independientes de control para 

asegurar el cumplimiento eficaz de los compromisos asumidos por las empresas adheridas. Sus 
códigos de conducta podrán incluir, entre otras, medidas individuales o colectivas de autocontrol 
previo de los contenidos publicitarios, y deberán establecer sistemas eficaces de resolución 
extrajudicial de reclamaciones que cumplan los requisitos establecidos en la normativa 
comunitaria y, como tales, sean notificados a la Comisión Europea, de conformidad con lo 
previsto en la Resolución del Consejo de 25 de mayo de 2000 relativo a la red comunitaria de 
órganos nacionales de solución extrajudicial de litigios en materia de consumo o cualquier 
disposición equivalente.

5. El recurso a los órganos de control de los códigos de conducta en ningún caso supondrá 
la renuncia a las acciones judiciales previstas en el artículo 32."

Artículo 38.  Acciones frente a códigos de conducta.
1. Frente a los códigos de conducta que recomienden, fomenten o impulsen conductas 

desleales o ilícitas podrán ejercitarse las acciones de cesación y rectificación previstas en el 
artículo 32.1, 2.ª y 4.ª
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2. Con carácter previo al ejercicio de las acciones previstas en el apartado anterior, 
dirigidas frente a los responsables de los códigos de conducta que reúnan los requisitos 
establecidos en el artículo 37.4, deberá instarse del responsable de dicho código la cesación 
o rectificación de la recomendación desleal, así como el compromiso de abstenerse de 
realizarla cuando todavía no se hayan producido.

La solicitud deberá realizarse por cualquier medio que permita tener constancia de su 
contenido y de la fecha de su recepción.

El responsable del código de conducta estará obligado a emitir el pronunciamiento que 
proceda en el plazo de 15 días desde la presentación de la solicitud, plazo durante el cual, 
quien haya iniciado este procedimiento previo, no podrá ejercitar la correspondiente acción 
judicial.

Transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior, sin que se haya notificado al 
reclamante la decisión o cuando ésta sea insatisfactoria o fuera incumplida, quedará 
expedita la vía judicial.

Artículo 39.  Acciones previas frente a empresarios y profesionales adheridos a códigos de 
conducta.

1. Cuando la acción se fundamente en las causas previstas en el artículo 5.2, se instará, 
con carácter previo al ejercicio de las acciones previstas en el artículo 32.1, 2.ª y 4.ª, ante el 
órgano de control del código de conducta, la cesación o rectificación del acto o la práctica 
comercial de quienes de forma pública estén adheridos al mismo, así como el compromiso 
de abstenerse de realizar el acto o la práctica desleal cuando éstos todavía no se hayan 
producido.

El órgano de control estará obligado a emitir el pronunciamiento que proceda en el plazo 
de 15 días desde la presentación de la solicitud, plazo durante el cual, quien haya iniciado 
este procedimiento previo, no podrá ejercitar la correspondiente acción judicial.

Transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior, sin que se haya notificado al 
reclamante la decisión o cuando ésta sea insatisfactoria o fuera incumplida, quedará 
expedita la vía judicial.

2. En el resto de los supuestos de acciones dirigidas a obtener la cesación o la 
rectificación de una conducta desleal de quienes públicamente estén adheridos a códigos de 
conducta que reúnan los requisitos del artículo 37.4, la acción previa ante el órgano de 
control prevista en el apartado anterior será potestativa.

Disposición adicional única.  Definición de publicidad.
A los efectos de esta ley se entiende por publicidad la actividad así definida en el artículo 

2 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de la Publicidad.
 

Disposición transitoria.  
Las acciones judiciales que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigor de la 

presente Ley, se tramitarán de acuerdo con las normas sustantivas y procesales antes 
vigentes.

Disposición derogatoria.  
A la entrada en vigor de esta Ley, quedarán derogados los artículos 87, 88 y 89 de la Ley 

32/1988 de 10 de noviembre de Marcas.
Asimismo, quedarán derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo dispuesto en la presente Ley.
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§ 29

Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 274, de 15 de noviembre de 1988

Última modificación: 1 de marzo de 2023
Referencia: BOE-A-1988-26156

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley:
La adhesión de España a las Comunidades Europeas implica, entre otros, el 

compromiso de actualizar la legislación española en aquellas materias en las que ha de ser 
armonizada con la comunitaria.

El Consejo de las Comunidades Europeas aprobó con fecha 10 de septiembre de 1984 
una directiva relativa a la armonización de las disposiciones legislativas, reglamentarias y 
administrativas de los países miembros en lo que afecta la publicidad engañosa.

La legislación general sobre la materia está constituida en España por la Ley 61/1964, de 
11 de junio, por la que se aprueba el Estatuto de la Publicidad, norma cuyo articulado ha 
caído en gran parte en desuso, por carecer de la flexibilidad necesaria para adaptarse a un 
campo como el de la publicidad, especialmente dinámico, y por responder a presupuestos 
políticos y administrativos alejados de los de la Constitución.

Las circunstancias precedentes aconsejan la aprobación de una nueva Ley general 
sobre la materia, que sustituya en su totalidad al anterior Estatuto y establezca el cauce 
adecuado para la formación de jurisprudencia en su aplicación por los Jueces y Tribunales.

En tal sentido, el Estado tiene competencia para regular dicha materia de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 149, 1, 1.º, 6.º y 8.º de la Constitución.

La publicidad, por su propia índole, es una actividad que atraviesa las fronteras. La Ley 
no sólo ha seguido las directrices comunitarias en la materia, sino que ha procurado también 
inspirarse en las diversas soluciones vigentes en el espacio jurídico intereuropeo.

El contenido de la Ley se distribuye en cuatro Títulos. En los Títulos I y II se establecen 
las disposiciones generales y las definiciones o tipos de publicidad ilícita. Se articulan 
asimismo las diferentes modalidades de intervención administrativa en los casos de 
productos, bienes, actividades o servicios susceptibles de generar riesgos para la vida o la 
seguridad de las personas.

En el Título III, constituido por normas de derecho privado, se establecen aquellas 
especialidades de los contratos publicitarios que ha parecido interesante destacar sobre el 
fondo común de la legislación civil y mercantil. Estas normas se caracterizan por su 
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sobriedad. Se han recogido, no obstante, las principales figuras de contratos y de sujetos de 
la actividad publicitaria que la práctica del sector ha venido consagrando.

En el Título IV se establecen las normas de carácter procesal que han de regir en 
materia de sanción y represión de la publicidad ilícita, sin perjuicio del control voluntario de la 
publicidad que al efecto pueda existir realizado por organismos de autodisciplina.

En este sentido se atribuye a la jurisdicción ordinaria la competencia para dirimir las 
controversias derivadas de dicha publicidad ilícita en los términos de los artículos 3.º al 8.º 
Esta es una de las innovaciones que introduce esta Ley, decantándose por una opción 
distinta a la contemplada en el Estatuto de la Publicidad de 1964. Este último contempla la 
figura de un órgano administrativo, «El Jurado Central de Publicidad», competente para 
entender de las cuestiones derivadas de la actividad publicitaria. Por razones obvias, entre 
otras, las propias constitucionales derivadas de lo dispuesto en el artículo 24.2 en donde se 
fija un principio de derecho al juez ordinario, así como las que se desprenden de la 
estructura autonómica del Estado, se ha optado por atribuir esa competencia a los 
Tribunales Ordinarios.

De conformidad con lo establecido en los artículos 4 y siguientes de la Directiva 84/450 
de la CEE sobre publicidad engañosa, se instituye en este Titulo un procedimiento sumario 
encaminado a obtener el cese de la publicidad ilícita.

El proceso de cesación se articula con la máxima celeridad posible, sin merma de las 
garantías necesarias para el ejercicio de una actividad de tanta trascendencia económica y 
social como es la publicitaria. La tramitación se realizará conforme a lo previsto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1981 para los juicios de menor cuantía, con una serie 
de modificaciones, inspiradas en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del 
Derecho a la Rectificación, y en las directrices comunitarias, y tendentes a adaptar la 
práctica judicial a las peculiaridades del fenómeno publicitario.

El Juez, atendidos todos los intereses implicados y, especialmente, el interés general, 
podrá acordar la cesación provisional o la prohibición de la publicidad ilícita, así como 
adoptar una serie de medidas encaminadas a corregir los efectos que la misma hubiera 
podido ocasionar.

Por último, en la Disposición Transitoria se establece que las normas que regulan la 
publicidad de los productos a que se refiere el artículo 8.o conservarán su vigencia hasta 
tanto no se proceda a su modificación para adaptarlas a lo dispuesto en la presente Ley.

La Disposición Derogatoria prevé la derogación íntegra del Estatuto de la Publicidad de 
1964 y de cuantas normas se opongan a lo establecido en la nueva Ley.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La publicidad se regirá por esta Ley, por la Ley de Competencia Desleal y por las normas 

especiales que regulen determinadas actividades publicitarias.

Artículo 2.  
A los efectos de esta Ley, se entenderá por:
– Publicidad: Toda forma de comunicación realizada por una persona física o jurídica, 

pública o privada, en el ejercicio de una actividad comercial, industrial, artesanal o 
profesional, con el fin de promover de forma directa o indirecta la contratación de bienes 
muebles o inmuebles, servicios, derechos y obligaciones.

– Destinatarios: Las personas a las que se dirija el mensaje publicitario o a las que éste 
alcance.

TÍTULO II
De la publicidad ilícita y de las acciones para hacerla cesar
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Artículo 3.  Publicidad ilícita.
Es ilícita:
a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere los valores y 

derechos reconocidos en la Constitución Española, especialmente a los que se refieren sus 
artículos 14, 18 y 20, apartado 4. Se entenderán incluidos en la previsión anterior los 
anuncios que presenten a las mujeres de forma vejatoria, bien utilizando particular y 
directamente su cuerpo o partes del mismo como mero objeto desvinculado del producto que 
se pretende promocionar, bien su imagen asociada a comportamientos estereotipados que 
vulneren los fundamentos de nuestro ordenamiento, coadyuvando a generar las violencias a 
que se refieren la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género y la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de 
garantía integral de la libertad sexual.

Asimismo, se entenderá incluida en la previsión anterior cualquier forma de publicidad 
que coadyuve a generar violencia o discriminación en cualquiera de sus manifestaciones 
sobre las personas menores de edad, o fomente estereotipos de carácter sexista, racista, 
estético o de carácter homofóbico o transfóbico o por razones de discapacidad, así como la 
que promueva la prostitución.

Igualmente, se considerará incluida en la previsión anterior la publicidad que promueva 
las prácticas comerciales para la gestación por sustitución.

b) La publicidad dirigida a menores que les incite a la compra de un bien o de un 
servicio, explotando su inexperiencia o credulidad, o en la que aparezcan persuadiendo de la 
compra a padres o tutores. No se podrá, sin un motivo justificado, presentar a los niños en 
situaciones peligrosas. No se deberá inducir a error sobre las características de los 
productos, ni sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en el 
niño para utilizarlos sin producir daño para sí o a terceros.

c) La publicidad subliminal.
d) La que infrinja lo dispuesto en la normativa que regule la publicidad de determinados 

productos, bienes, actividades o servicios.
e) La publicidad engañosa, la publicidad desleal y la publicidad agresiva, que tendrán el 

carácter de actos de competencia desleal en los términos contemplados en la Ley de 
Competencia Desleal.

Artículo 4.  Publicidad subliminal.
A los efectos de esta ley, será publicidad subliminal la que mediante técnicas de 

producción de estímulos de intensidades fronterizas con los umbrales de los sentidos o 
análogas, pueda actuar sobre el público destinatario sin ser conscientemente percibida.

Artículo 5.  Publicidad sobre determinados bienes o servicios.
1. La publicidad de materiales o productos sanitarios y de aquellos otros sometidos a 

reglamentaciones técnico-sanitarias, así como la de los productos, bienes, actividades y 
servicios susceptibles de generar riesgos para la salud o seguridad de las personas o de su 
patrimonio, o se trate de publicidad sobre juegos de suerte, envite o azar, podrá ser regulada 
por sus normas especiales o sometida al régimen de autorización administrativa previa. 
Dicho régimen podrá asimismo establecerse cuando la protección de los valores y derechos 
constitucionalmente reconocidos así lo requieran.

2. Los reglamentos que desarrollen lo dispuesto en el número precedente y aquellos que 
al regular un producto o servicio contengan normas sobre su publicidad especificarán:

a) La naturaleza y características de los productos, bienes, actividades y servicios cuya 
publicidad sea objeto de regulación. Estos reglamentos establecerán la exigencia de que en 
la publicidad de estos productos se recojan los riesgos derivados, en su caso, de la 
utilización normal de los mismos.

b) La forma y condiciones de difusión de los mensajes publicitarios.
c) Los requisitos de autorización y, en su caso, registro de la publicidad, cuando haya 

sido sometida al régimen de autorización administrativa previa.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 29  Ley General de Publicidad

– 632 –



En el procedimiento de elaboración de estos reglamentos será preceptiva la audiencia de 
las organizaciones empresariales representativas del sector, de las asociaciones de 
agencias y de anunciantes y de las asociaciones de consumidores y usuarios, en su caso, a 
través de sus órganos de representación institucional.

3. El otorgamiento de autorizaciones habrá de respetar los principios de libre 
competencia, de modo que no pueda producirse perjuicio de otros competidores.

La denegación de solicitudes de autorización deberá ser motivada.
Una vez vencido el plazo de contestación que las normas especiales establezcan para 

los expedientes de autorización, se entenderá otorgado el mismo por silencio administrativo 
positivo.

4. Los productos estupefacientes, psicotrópicos y medicamentos, destinados al consumo 
de personas y animales, solamente podrán ser objeto de publicidad en los casos, formas y 
condiciones establecidos en las normas especiales que los regulen.

5. Se prohíbe la comunicación comercial audiovisual de bebidas alcohólicas con un nivel 
superior a veinte grados, excepto cuando sea emitida entre la 1:00 y las 5:00 horas.

La comunicación comercial audiovisual de bebidas alcohólicas con un nivel igual o 
inferior a veinte grados, se someterá a los requisitos establecidos en la normativa de 
comunicación audiovisual.

Queda prohibida la publicidad de bebidas alcohólicas con graduación alcohólica superior 
a veinte grados en aquellos lugares donde esté prohibida su venta o consumo.

La forma, contenido y condiciones de la publicidad de bebidas alcohólicas serán 
limitados reglamentariamente en orden a la protección de la salud y seguridad de las 
personas, teniendo en cuenta los sujetos destinatarios, la no inducción directa o indirecta a 
su consumo indiscriminado y en atención a los ámbitos educativos, sanitarios y deportivos.

Con los mismos fines que el párrafo anterior el Gobierno podrá, reglamentariamente, 
extender las prohibiciones previstas en este apartado para bebidas con más de veinte 
grados a bebidas con graduación alcohólica inferior a veinte grados.

6. El incumplimiento de las normas especiales que regulen la publicidad de los 
productos, bienes, actividades y servicios a que se refieren los apartados anteriores, tendrá 
consideración de infracción a los efectos previstos en la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y en la Ley General de Sanidad.

Artículo 6.  Acciones frente a la publicidad ilícita.
1. Las acciones frente a la publicidad ilícita serán las establecidas con carácter general 

para las acciones derivadas de la competencia desleal por el capítulo IV de la Ley 3/1991, de 
10 de enero, de Competencia Desleal.

Si el contenido de la publicidad incumple los requisitos legalmente exigidos en esta o 
cualquier otra norma específica o sectorial, a la acción de cesación prevista en esta Ley 
podrá acumularse siempre que se solicite la de nulidad y anulabilidad, la de incumplimiento 
de obligaciones, la de resolución o rescisión contractual y la de restitución de cantidades que 
correspondiera

2. Adicionalmente, frente a la publicidad ilícita por utilizar de forma discriminatoria o 
vejatoria la imagen de la mujer o por promover las prácticas comerciales para la gestación 
por sustitución, están legitimados para el ejercicio de las acciones previstas en el artículo 
32.1, 1.ª a 4.ª de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal:

a) La Delegación del Gobierno para la Violencia de Género.
b) El Instituto de la Mujer o su equivalente en el ámbito autonómico.
c) Las asociaciones legalmente constituidas que tengan como objetivo único la defensa 

de los intereses de la mujer y no incluyan como asociados a personas jurídicas con ánimo de 
lucro.

d) El Ministerio Fiscal.
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TÍTULO III
De la contratación publicitaria

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 7.  
Los contratos publicitarios se regirán por las normas contenidas en el presente Título, y 

en su defecto por las reglas generales del Derecho Común. Lo dispuesto en el mismo sera 
de aplicación a todos los contratos publicitarios, aun cuando versen sobre actividades 
publicitarias no comprendidas en el artículo 2.

Artículo 8.  
A lo efectos de esta Ley:
– Es anunciante la persona natural o jurídica en cuyo interés se realiza la publicidad.
– Son agencias de publicidad las personas naturales o jurídicas que se dediquen 

profesionalmente y de manera organizada a crear, preparar, programar o ejecutar publicidad 
por cuenta de un anunciante.

Tendrán la consideración de medios de publicidad las personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, que, de manera habitual y organizada, se dediquen a la difusión de 
publicidad a través de los soportes o medios de comunicación social cuya titularidad 
ostenten.

Artículo 9.  
Los medios de difusión deslindarán perceptiblemente las afirmaciones efectuadas dentro 

de su función informativa de las que hagan como simples vehículos de publicidad. Los 
anunciantes deberán asimismo desvelar inequívocamente el carácter publicitario de sus 
anuncios.

Artículo 10.  
El anunciante tiene derecho a controlar la ejecución de la campaña de publicidad.
Para garantizar este derecho, las organizaciones sin fines lucrativos constituidas 

legalmente en forma tripartita por anunciantes, agencias de publicidad y medios de difusión 
podrán comprobar la difusión de los medios publicitarios y, en especial, las cifras de tirada y 
venta de publicaciones periódicas.

Esta comprobación se hará en régimen voluntario.

Artículo 11.  
En los contratos publicitarios no podrán incluirse cláusulas de exoneración, imputación o 

limitación de la responsabilidad frente a terceros en que puedan incurrir las partes como 
consecuencia de la publicidad.

Artículo 12.  
Se tendrá por no puesta cualquier cláusula por la que, directa o indirectamente, se 

garantice el rendimiento económico o los resultados comerciales de la publicidad, o se 
prevea la exigencia de responsabilidad por esta causa.
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CAPÍTULO II
De los contratos publicitarios

Sección 1.ª Contrato de publicidad

Artículo 13.  
Contrato de publicidad es aquél por el que un anunciante encarga a una agencia de 

publicidad, mediante una contraprestación, la ejecución de publicidad y la creación, 
preparación o programación de la misma.

Cuando la agencia realice creaciones publicitarias, se aplicarán también las normas del 
contrato de creación publicitaria.

Artículo 14.  
El anunciante deberá abstenerse de utilizar para fines distintos de los pactados cualquier 

idea, información o material publicitario suministrado por la agencia. La misma obligación 
tendrá la agencia respecto de la información o material publicitario que el anunciante le haya 
facilitado a efectos del contrato.

Artículo 15.  
Si la publicidad no se ajustase en sus elementos esenciales a los términos del contrato o 

a las instrucciones expresas del anunciante, éste podrá exigir una rebaja de la 
contraprestación o la repetición total o parcial de la publicidad en los términos pactados, y la 
indemnización, en uno y otro caso, de los perjuicios que se le hubieren irrogado.

Artículo 16.  
Si la agencia injustificadamente no realiza la prestación comprometida o lo hace fuera 

del término establecido, el anunciante podrá resolver el contrato y exigir la devolución de lo 
pagado, así como la indemnización de daños y perjuicios.

Asimismo, si el anunciante resolviere o incumpliere injustificada y unilateralmente el 
contrato con la agencia sin que concurran causas de fuerza mayor o lo cumpliere sólo de 
forma parcial o defectuosa, la agencia podrá exigir la indemnización por daños y perjuicios a 
que hubiere lugar.

La extinción del contrato no afectará a los derechos de la agencia por la publicidad 
realizada antes del cumplimiento.

Sección 2.ª Contrato de difusión publicitaria

Artículo 17.  
Contrato de difusión publicitaria es aquél por el que, a cambio de una contraprestación 

fijada en tarifas preestablecidas, un medio se obliga en favor de un anunciante o agencia a 
permitir la utilización publicitaria de unidades de espacio o de tiempo disponibles y a 
desarrollar la actividad técnica necesaria para lograr el resultado publicitario.

Artículo 18.  
Si el medio, por causas imputables al mismo, cumpliere una orden con alteración, 

defecto o menoscabo de algunos de sus elementos esenciales, vendrá obligado a ejecutar 
de nuevo la publicidad en los términos pactados. Si la repetición no fuere posible, el 
anunciante o la agencia podrán exigir la reducción del precio y la indemnización de los 
perjuicios causados.

Artículo 19.  
Salvo caso de fuerza mayor, cuando el medio no difunda la publicidad, el anunciante o a 

la agencia podrán optar entre exigir una difusión posterior en las mismas condiciones 
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pactadas o denunciar el contrato con devolución de lo pagado por la publicidad no difundida. 
En ambos casos, el medio deberá indemnizar los daños y perjuicios ocasionados.

Si la falta de difusión fuera imputable al anunciante o a la agencia, el responsable vendrá 
obligado a indemnizar al medio y a satisfacerle íntegramente el precio, salvo que el medio 
haya ocupado total o parcialmente con otra publicidad las unidades de tiempo o espacio 
contratadas.

Sección 3.ª Contrato de creación publicitaria

Artículo 20.  
Contrato de creación publicitaria es aquél por el que, a cambio de una contraprestación, 

una persona física o jurídica se obliga en favor de un anunciante o agencia a idear y elaborar 
un proyecto de campaña publicitaria, una parte de la misma o cualquier otro elemento 
publicitario.

Artículo 21.  
Las creaciones publicitarias podrán gozar de los derechos de propiedad industrial o 

intelectual cuando reúnan los requisitos exigidos por las disposiciones vigentes.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los derechos de explotación de las 

creaciones publicitarias se presumirán, salvo pacto en contrario, cedidos en exclusiva al 
anunciante o agencia, en virtud del contrato de creación publicitaria y para los fines previstos 
en el mismo.

Sección 4.ª Contrato de patrocinio

Artículo 22.  
El contrato de patrocinio publicitario es aquél por el que el patrocinado, a cambio de una 

ayuda económica para la realización de su actividad deportiva, benéfica, cultural, científica o 
de otra índole, se compromete a colaborar en la publicidad del patrocinador.

El contrato de patrocinio publicitario se regirá por las normas del contrato de difusión 
publicitaria en cuanto le sean aplicables.

Artículo 23.  
(Sin contenido)

Artículo 24.  
(Sin contenido)

TÍTULO IV
De la acción de cesación y rectificación y de los procedimientos

Artículos 25 a 33.  
(Derogados)

DISPOSICIÓN ADICIONAL
(Derogada)

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
Las normas que regulan la publicidad de los productos a que se refiere el artículo 8 

conservarán su vigencia hasta tanto no se proceda a su modificación para adaptarlas a lo 
dispuesto en la presente Ley.
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogada la Ley 61/1964, de 11 de junio, por lo que se aprueba el Estatuto de la 

Publicidad, y cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en la presente Ley.
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§ 30

Real Decreto 261/2008, de 22 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de Defensa de la Competencia

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 50, de 27 de febrero de 2008

Última modificación: 28 de abril de 2021
Referencia: BOE-A-2008-3646

La Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, en el marco del artículo 38 
de la Constitución e inspirada en las normas comunitarias de política de competencia, tiene 
por objeto garantizar la existencia de una competencia suficiente y protegerla frente a todo 
ataque contrario al interés público.

En este nuevo marco general, en el que la Ley 15/2007, de 3 de julio, ha establecido una 
reforma sustancial del sistema español de defensa de la competencia con objeto de reforzar 
los mecanismos ya existentes en la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, a la que sustituye, y dotarlo de los instrumentos y de la estructura institucional 
óptima para proteger la competencia efectiva en los mercados, teniendo en cuenta el nuevo 
sistema normativo comunitario y las competencias de las comunidades autónomas para la 
aplicación de las disposiciones relativas a conductas restrictivas de la competencia, así 
como la de los órganos jurisdiccionales en los procesos de aplicación de las normas de 
competencia, se hace necesario el desarrollo reglamentario de la nueva norma.

La Ley 15/2007, de 3 de julio, en la disposición final segunda, habilitó al Gobierno para 
que en el plazo de seis meses dictase las disposiciones reglamentarias que desarrollasen la 
misma en cuanto a los procedimientos, el tratamiento de las conductas de menor 
importancia y el sistema de clemencia o exención y reducción de multa a aquellas empresas 
que colaborasen en la lucha contra los cárteles.

Entre tanto, en lo que no se oponga en lo previsto en la citada ley, ha mantenido vigente 
en la disposición derogatoria única los textos reglamentarios que desarrollaban y 
complementaban la Ley de 1989, en particular, el Real Decreto 1443/2001, de 21 de 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, en lo referente al control 
de concentraciones económicas y los artículos 2 y 3 del capítulo I, los artículos 14 y 15, 
apartados 1 a 4, del capítulo II y el capítulo III del Real Decreto 378/2003, de 28 de marzo, 
por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, en materia de exenciones por 
categorías, autorización singular y registro de defensa de la competencia.

El Gobierno, continuando con la reforma del sistema nacional de protección y promoción 
de la competencia, ha elaborado el presente Reglamento, que aborda cuestiones 
fundamentales de desarrollo de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, 
y cuya aprobación queda recogida en el artículo único de este real decreto.

El Reglamento se estructura en dos títulos, el primero de ellos, De la defensa de la 
competencia, desarrolla cuestiones sustantivas de la Defensa de la Competencia reguladas 
en la Ley 15/2007, de 3 de julio, específicamente, aspectos relacionados con las conductas 
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de menor importancia, las concentraciones económicas, las ayudas públicas y la promoción 
de la competencia; y el segundo, De los procedimientos en materia de defensa de la 
competencia, desarrolla distintos procedimientos regulados en la citada Ley 15/2007, de 3 de 
julio.

Por lo que respecta al título primero, en el capítulo primero se desarrolla lo dispuesto en 
el artículo 5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, relativo a las conductas de menor importancia, 
determinando los criterios para la delimitación de dichas conductas. No obstante, teniendo 
en cuenta la práctica y la experiencia que se vaya adquiriendo al respecto, así como las 
Comunicaciones de la Comisión Europea en esta materia, la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá elaborar una Comunicación para aclarar dichos criterios.

El capítulo segundo, relativo a las concentraciones económicas, desarrolla lo previsto en 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, respecto de los umbrales de notificación, en relación con el 
cálculo de la cuota de mercado y del volumen de negocios y la valoración de las eficiencias 
económicas derivadas de la operación de concentración.

El capítulo tercero, de las ayudas públicas, desarrolla lo dispuesto en el artículo 11 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, en especial, los mecanismos de información y comunicación de 
las ayudas públicas, teniendo en cuenta la normativa comunitaria al respecto. Para ello se ha 
previsto en el Reglamento la creación de un Centro informativo telemático de las ayudas 
públicas nacionales que hayan sido publicados en diarios oficiales.

El capítulo cuarto se centra en la función a desarrollar por la Comisión Nacional de la 
Competencia de promoción de la competencia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 26 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, mediante la elaboración de informes, estudios, trabajos de 
investigación y propuestas, con la necesaria colaboración de los diferentes sectores 
económicos y organismos públicos y privados. Para el ejercicio de esta función de 
promoción de la competencia, el Reglamento establece el deber de colaboración con la 
Comisión Nacional de la Competencia.

En el título segundo, De los Procedimientos en materia de defensa de la competencia, se 
desarrollan los distintos procedimientos regulados en la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
conteniendo el capítulo primero las disposiciones comunes a todos ellos. Junto con el 
cómputo de los plazos y los requisitos de las notificaciones, se desarrollan ampliamente el 
contenido de las facultades de inspección, así como la colaboración, en materia de poderes 
de investigación, con los órganos competentes, por una parte de las comunidades 
autónomas, y por otra con la Comisión Europea y otras autoridades nacionales de 
competencia de otros Estados miembros.

El capítulo segundo desarrolla cuestiones relativas al procedimiento sancionador en 
materia de conductas prohibidas, desarrollando en este ámbito los instrumentos 
incorporados en la Ley 15/2007, de 3 de julio, en este procedimiento, con fundamento en el 
necesario equilibrio entre los principios de seguridad jurídica y eficacia administrativa.

Precisamente para garantizar una mayor eficiencia en la asignación de los recursos 
públicos, sin que ello suponga una merma de la seguridad jurídica de los operadores 
económicos, y una aplicación coherente de las normas de competencia, se ha previsto que 
las autoridades administrativas de competencia puedan no iniciar un procedimiento 
sancionador cuando los hechos denunciados no presenten un interés público suficiente. Esta 
no iniciación del procedimiento por la Comisión Nacional de la Competencia no obsta a que 
el denunciante pueda ejercitar una acción ante los Juzgados de lo Mercantil en aplicación de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, atendiendo a la naturaleza de este procedimiento judicial, más 
adecuado para la solución de los problemas planteados en la denuncia.

De acuerdo con lo previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, y las funciones que en 
aplicación de esta ley se han atribuido al Juez de lo Mercantil, que no sólo conocen de los 
procedimientos de aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado constitutivo de la 
Comunidad Europea y su derecho derivado, sino también de los procedimientos de 
aplicación de los artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, puede que sea ésta la 
instancia más adecuada para conocer una determinada denuncia, para garantizar una 
adecuada imbricación de los distintos planos institucionales que interactúan en este ámbito y 
la necesaria coherencia del nuevo sistema de defensa de la competencia.

Teniendo en cuenta la práctica y la experiencia que se vaya adquiriendo al respecto, la 
Comisión Nacional de la Competencia podrá elaborar una comunicación para aclarar los 
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principios que guíen su actuación en relación con los motivos por los que no procede la 
iniciación del procedimiento.

En este capítulo hay una sección específica que desarrolla el programa de clemencia, 
regulándose los procedimientos de exención y de reducción del importe de la multa, 
previstos en los artículos 65 y 66 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, cuya entrada en vigor ha 
quedado demorada al momento de la entrada en vigor del presente Reglamento.

El capítulo tercero desarrolla el procedimiento de control de concentraciones 
económicas, adjuntándose en los anexos al Reglamento los formularios ordinario y 
abreviado de notificación de las operaciones de concentración.

En el capítulo cuarto, Del procedimiento arbitral, se desarrolla la función de arbitraje en 
aplicación del artículo 24.f) de la Ley 15/2007, así como este procedimiento arbitral. La 
función de arbitraje podrá plantearse ante la Comisión Nacional de la Competencia para 
resolver controversias relativas a la aplicación de la normativa de defensa de la competencia 
en España. En el Reglamento se contienen algunas especificidades sobre el procedimiento, 
aplicándose supletoriamente las reglas de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, 
indicándose que la sumisión arbitral a la Comisión Nacional de la Competencia podrá ser por 
convenio arbitral o por declaración individual de una empresa, en este último caso cuando se 
trate de hacer efectivos compromisos o condiciones establecidos en resoluciones de la 
Comisión Nacional de la Competencia y siempre que se deposite otra declaración individual 
de sumisión por parte de otra empresa afectada por la controversia.

El capítulo quinto desarrolla el procedimiento de aprobación de Comunicaciones por la 
Comisión Nacional de la Competencia, siendo necesario el dictamen del Consejo de 
Defensa de la Competencia cuando éstas afecten a la aplicación de los artículos 1 a 3 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, y estableciéndose también la iniciativa de éste para solicitar al 
Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia la elaboración de dichas 
comunicaciones.

Finaliza el Reglamento con una disposición adicional única, en virtud de la cual todas 
aquellas referencias a la Comisión Nacional de la Competencia y a sus órganos directivos, 
se entienden realizadas a los órganos de instrucción y resolución correspondientes de las 
comunidades autónomas, y con dos disposiciones transitorias. La primera de ellas prevé la 
aplicación del Reglamento a todos los procedimientos incoados, en el caso de los 
sancionadores, e iniciados, en los procedimientos de control de concentración, con 
posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 15/2007. La disposición transitoria segunda está 
referida a la vigilancia de los acuerdos de Consejo de Ministros adoptados conforme a la Ley 
16/1989, de 17 de julio.

El Reglamento ha sido informado favorablemente por la Agencia Española de Protección 
de Datos, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 37.h) de la Ley Orgánica, de 13 
de diciembre, de Protección de datos de Carácter Personal, y 5.b) del estatuto de la Agencia, 
aprobado por Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo.

Igualmente, este Reglamento ha sido informado favorablemente por el Consejo de 
Defensa de la Competencia celebrado el día 19 de julio de 2007, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 5 de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las 
competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la 
Competencia, así como por la Comisión Nacional de la Competencia, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 25.a) de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, con la aprobación previa 
de la Ministra de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 22 de febrero de 2008,

D I S P O N G O :

Artículo único.  Aprobación del Reglamento de Defensa de la Competencia.
De conformidad con lo dispuesto en la disposición final segunda de la Ley 15/2007, de 3 

de julio, de Defensa de la Competencia, se aprueba el Reglamento de Defensa de la 
Competencia, que tiene por objeto el desarrollo de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa 
de la Competencia y cuyo texto se incluye a continuación.
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Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en este real decreto, y en particular:
a) El Real Decreto 1443/2001, de 21 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 

16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en lo referente al control de 
concentraciones económicas.

b) Los artículos 2 y 3 del capítulo I, los artículos 14 y 15, apartados 1 a 4, del capítulo II y 
el capítulo III del Real Decreto 378/2003, de 28 de marzo, por el que se desarrolla la Ley 
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en materia de exenciones por 
categorías, autorización singular y registro de defensa de la competencia, cuya vigencia se 
había mantenido hasta la aprobación de este texto reglamentario, de acuerdo con la 
disposición derogatoria de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se habilita al Ministro de Economía y Hacienda para dictar, previo informe de la 

Comisión Nacional de la Competencia, las disposiciones necesarias para el desarrollo de 
este real decreto. En particular, se habilita al Ministro de Economía y Hacienda para la 
modificación o desarrollo de los anexos incluidos en este real decreto, previo informe de la 
Comisión Nacional de la Competencia.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

REGLAMENTO DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA

TÍTULO I
De la Defensa de la Competencia

CAPÍTULO I
De las conductas de menor importancia

Artículo 1.  Conductas de menor importancia atendiendo a la cuota de mercado.
A efectos de lo establecido en el artículo 5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa 

de la Competencia, se entenderán de menor importancia, sin que sea necesaria una previa 
declaración a tal efecto:

a) Las conductas entre empresas competidoras, reales o potenciales, cuando su cuota 
de mercado conjunta no exceda del 10 por ciento en ninguno de los mercados relevantes 
afectados.

b) Las conductas entre empresas que no sean competidoras, ni reales ni potenciales, 
cuando la cuota de mercado de cada una no exceda del 15 por ciento en ninguno de los 
mercados relevantes afectados.

c) En los casos en los que no resulte posible determinar si se trata de una conducta 
entre competidores o entre no competidores, se aplicará el porcentaje del 10 por ciento de 
cada uno en los mercados relevantes afectados.

d) Cuando, en un mercado de referencia, la competencia se vea restringida por los 
efectos acumulativos de acuerdos paralelos para la venta de bienes o servicios concluidos 
por proveedores o distribuidores diferentes, los porcentajes de cuota de mercado fijados en 
los apartados anteriores quedarán reducidos al 5 por ciento. No se apreciará la existencia de 
un efecto acumulativo si menos del 30 por ciento del mercado de referencia está cubierto por 
redes paralelas de acuerdos.
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Artículo 2.  Conductas excluidas del concepto de menor importancia.
1. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se entenderán de 

menor importancia las conductas entre competidores que tengan por objeto, directa o 
indirectamente, de forma aislada o en combinación con otros factores controlados por las 
empresas partícipes:

a) La fijación de los precios de venta de los productos a terceros;
b) la limitación de la producción o las ventas;
c) el reparto de mercados o clientes, incluidas las pujas fraudulentas, o la restricción de 

las importaciones o las exportaciones.
2. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se entenderán de 

menor importancia las conductas entre no competidores que tengan por objeto, directa o 
indirectamente, de forma aislada o en combinación con otros factores controlados por las 
empresas partícipes:

a) El establecimiento de un precio de reventa fijo o mínimo al que haya de ajustarse el 
comprador;

b) la restricción de las ventas activas o pasivas a usuarios finales por parte de los 
miembros de una red de distribución selectiva, sin perjuicio de la posibilidad de que el 
proveedor restrinja la capacidad de dichos miembros para operar fuera del establecimiento 
autorizado;

c) la restricción de los suministros recíprocos entre distribuidores pertenecientes a un 
mismo sistema de distribución selectiva, incluso entre distribuidores que operen en distintos 
niveles comerciales;

d) la restricción acordada entre un proveedor de componentes y un comprador que los 
incorpora a otros productos que limite la capacidad del proveedor de vender esos 
componentes como piezas sueltas a usuarios finales, a talleres de reparación 
independientes o a proveedores de otros servicios a los que el comprador no haya 
encomendado la reparación o el mantenimiento de sus productos;

e) el establecimiento de cualquier cláusula de no competencia cuya duración sea 
indefinida o exceda de cinco años;

f) la restricción del territorio en el que el comprador pueda vender los bienes o servicios 
contractuales, o de los clientes a los que pueda vendérselos, excepto:

1.º La restricción de las ventas activas en el territorio o al grupo de clientes reservados 
en exclusiva al proveedor o asignados en exclusiva por el proveedor a otro comprador, 
cuando tal prohibición no limite las ventas de los clientes del comprador;

2.º la restricción de las ventas a usuarios finales por un comprador que opere en el 
comercio al por mayor;

3.º la restricción de las ventas a distribuidores no autorizados por los miembros de un 
sistema de distribución selectiva; y

4.º la restricción de la capacidad del comprador de vender componentes a clientes que 
los usarían para fabricar el mismo tipo de bienes que los que produce el proveedor.

3. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se entenderán de 
menor importancia los acuerdos, decisiones o recomendaciones colectivas o prácticas 
concertadas o conscientemente paralelas entre competidores que, a efectos del acuerdo, 
operen en niveles distintos de la cadena de producción o distribución, cuando dichos 
acuerdos contengan cualquiera de las restricciones contempladas en los apartados 1 y 2 de 
este artículo.

4. Con independencia de lo establecido en el artículo anterior, no se entenderán de 
menor importancia:

a) Las conductas desarrolladas por empresas titulares o beneficiarias de derechos 
exclusivos;

b) las conductas desarrolladas por empresas presentes en mercados relevantes en los 
que más del 50 por ciento esté cubierto por redes paralelas de acuerdos verticales cuyas 
consecuencias sean similares.

5. A efectos de lo establecido en este artículo:
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a) Se entenderá por ventas activas la aproximación activa a clientes individuales dentro 
del territorio exclusivo o del grupo de clientes exclusivo de otro distribuidor mediante, entre 
otros, correo directo o visitas; publicidad en medios de comunicación, otras actividades 
destinadas específicamente a aquellos clientes, y el establecimiento de un almacén o un 
centro de distribución en el territorio exclusivo de otro distribuidor.

b) Se entenderá por ventas pasivas la respuesta a pedidos no suscitados activamente 
procedentes de clientes individuales o grupos de clientes específicos, incluida la entrega de 
bienes y servicios a dichos clientes.

c) Se entenderá por cláusula de no competencia cualquier obligación directa o indirecta 
que prohíba al comprador fabricar, adquirir, vender o revender bienes o servicios que 
compitan con los bienes o servicios contractuales, o cualquier obligación, directa o indirecta, 
que exija al comprador adquirir al proveedor o a otra empresa designada por éste más del 80 
por ciento del total de sus compras de los bienes o servicios contractuales y de sus 
sustitutos en el mercado de referencia, calculadas sobre la base del valor de sus compras en 
el año precedente.

Artículo 3.  Otras conductas de menor importancia.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores y a efectos de lo establecido en 

los artículos 5 y 53.1.b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia podrá declarar no aplicables los artículos 1 a 3 de la citada ley a las 
conductas que, atendiendo a su contexto jurídico y económico, no sean aptas para afectar 
de manera significativa a la competencia.

2. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, oído el Consejo de Defensa 
de la Competencia, podrá adoptar Comunicaciones para desarrollar los criterios de 
delimitación de las conductas de menor importancia del artículo 5 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.

CAPÍTULO II
De las concentraciones económicas

Artículo 4.  Cálculo de la cuota de mercado.
1. A los efectos de lo previsto en los artículos 8.1.a) y 56.1 de la Ley 15/2007, de 3 de 

julio, se entenderá, en todo caso que la cuota de mercado resultante de una operación de 
concentración en un mercado relevante será la suma de las cuotas de mercado en el mismo 
de las empresas partícipes en la operación.

2. A los efectos de lo previsto en los artículos 8.1.a) y 56.1 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, se entenderá, en todo caso que:

a) Existe adquisición de cuota cuando aun existiendo control previo por parte de la 
adquirente se produjera como consecuencia de la concentración económica un cambio en 
las características del control, sea éste conjunto o exclusivo.

b) Asimismo, existe adquisición de cuota cuando se produce la creación de una empresa 
en participación y las matrices aporten todo o parte de su negocio a la entidad de nueva 
creación.

Artículo 5.  Cálculo del volumen de negocios.
1. A los efectos previstos en el artículo 8.1.b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el volumen 

de negocios global en España comprenderá la cifra resultante de la venta de productos y de 
la prestación de servicios que correspondan a las actividades ordinarias de las empresas 
partícipes en la operación de concentración en el último ejercicio contable, previa deducción 
del importe de las bonificaciones y de demás reducciones sobre las ventas, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido y de los demás impuestos directamente relacionados con el volumen 
de negocios.

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier adquisición o cesión de control de la totalidad o 
parte de empresas posterior a la fecha de cierre de las cuentas auditadas de las empresas 
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partícipes, quedará reflejada en el volumen de negocios utilizado a efectos de la notificación 
de la operación de concentración.

El volumen de negocios realizado en España incluirá los productos vendidos y los 
servicios prestados a empresas o consumidores en España.

2. Para el cálculo del volumen de negocios de una empresa partícipe se sumarán los 
volúmenes de negocios de las empresas siguientes:

a) La empresa partícipe,
b) las empresas controladas por la empresa partícipe en exclusiva o conjuntamente, y
c) las empresas que controlen exclusiva o conjuntamente a la empresa partícipe.
3. El volumen de negocios total de una empresa partícipe no tendrá en cuenta las 

transacciones que hayan tenido lugar entre empresas de un mismo grupo.
4. A los efectos de evitar la doble contabilización, cuando la adquirida ya estuviera 

controlada por una o varias de las adquirentes se imputará únicamente a la adquirida la 
integridad de su volumen de negocios.

5. Cuando la operación de concentración consista en la adquisición de una rama de 
actividad, unidad de negocio, establecimiento o, en general, de una parte de una o más 
empresas y con independencia de que dicha parte tenga personalidad jurídica propia, sólo 
se tendrá en cuenta, en lo que corresponde a la adquirida, el volumen de negocios relativo a 
la parte objeto de la adquisición.

6. Cuando dos o más concentraciones en el sentido del párrafo anterior tengan lugar en 
un período de dos años entre los mismos compradores y vendedores, las mismas se 
considerarán como una sola concentración realizada en la fecha de la última operación.

7. Sin perjuicio de lo anterior, se observarán las siguientes reglas específicas:
a) En el caso de que alguna de las partícipes de la operación de concentración sea un 

fondo de inversión, su volumen de negocios vendrá determinado por la suma del volumen de 
negocios de sus empresas gestoras y por el volumen de negocios de las empresas 
controladas por los fondos de inversión gestionados por dichas gestoras.

b) En el caso de entidades de crédito y otras entidades financieras el volumen de 
negocios será sustituido por la suma de las siguientes partidas de ingresos percibidos por la 
entidad en España según se definen en la Directiva 86/635/CEE, del Consejo, de 8 de 
diciembre, relativa a las cuentas anuales y cuentas consolidadas de los bancos y otras 
entidades financieras, previa deducción, en su caso, del Impuesto sobre el Valor Añadido y 
de otros impuestos directamente relacionados con dichos ingresos:

1.º Intereses y productos asimilados.
2.º Rendimientos de títulos, ya sean acciones, participaciones y otros títulos de renta 

variable, incluidas las participaciones en empresas del grupo.
3.º Comisiones cobradas.
4.º Beneficios netos procedentes de operaciones financieras.
5.º Otros resultados de explotación.
El volumen de negocios de las entidades de crédito y otras entidades financieras 

obtenido en España se corresponderá con el de las sucursales o divisiones de la entidad 
radicada en España.

c) En el caso de entidades aseguradoras, el volumen de negocios será sustituido por el 
valor de las primas brutas emitidas que comprendan todos los importes cobrados y 
pendientes de cobro en concepto de contratos de seguro establecidos por dichas compañías 
o por cuenta de las mismas, incluyendo las primas cedidas a las reaseguradoras y tras la 
deducción de los impuestos y gravámenes aplicados sobre la base del importe de las 
distintas primas o del volumen total de éstas, tomando en cuenta las primas brutas abonadas 
por residentes en España.

El método de cálculo se refiere a las actividades propias del negocio asegurador o 
crediticio respectivamente, sin perjuicio de que se incluyan en el volumen de negocios total 
el correspondiente a las sociedades controladas por las partícipes que ejercen otras 
actividades, que será calculado según las normas generales.
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Artículo 6.  Valoración de las eficiencias económicas.
Para que la Comisión Nacional de la Competencia tenga en cuenta las eficiencias 

económicas previstas en el artículo 10.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, invocadas por las 
partes en una operación de concentración, el notificante deberá describir su naturaleza y 
efectos, cuantificando los mismos cuando sea posible así como el plazo en que prevé que se 
desarrollen, acreditando todos estos aspectos con los medios a su alcance.

CAPÍTULO III
De las ayudas públicas

Artículo 7.  Informes y propuestas.
1. De acuerdo con lo dispuesto en los apartados 1 y 4 del artículo 11 de la Ley 15/2007, 

de 3 de julio, y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 39 de la citada Ley, previo 
requerimiento de la Comisión Nacional de la Competencia, las Administraciones públicas 
deberán facilitar a ésta en el plazo establecido, toda la información que la Comisión Nacional 
de la Competencia considere necesaria a los efectos de la realización de los informes y 
propuestas previstos en los apartados 1, 2 y 4 del citado artículo 11, de la Ley 15/2007, de 3 
de julio.

2. Cuando la Comisión Nacional de la Competencia actúe a instancia de otra 
Administración Pública, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.1 de la Ley 15/2007, de 
3 de julio, ésta deberá identificar los órganos concedentes de las ayudas públicas y los 
regímenes de ayudas o ayudas individuales sobre los que se plantea el pronunciamiento de 
la Comisión Nacional de la Competencia, así como toda aquella documentación que pudiera 
ser relevante para analizar los efectos de estas ayudas sobre el mantenimiento de la 
competencia efectiva en los mercados.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
análisis de los criterios de concesión de las ayudas públicas en relación con sus posibles 
efectos sobre el mantenimiento de la competencia efectiva en los mercados versará sobre 
los aspectos tanto jurídicos como económicos del instrumento utilizado, sin perjuicio de lo 
establecido en los artículos 87 a 89 del Tratado de la Comunidad Europea y su normativa de 
desarrollo, y de las competencias de la Comisión Europea y de los órganos jurisdiccionales 
comunitarios y nacionales en materia de control de ayudas públicas. Entre otros se podrán 
analizar los siguientes aspectos:

a) El plan estratégico, en su caso, en que el proyecto de régimen de ayudas se integra, 
en cuanto instrumento de planificación de políticas públicas que fija objetivos e identifica los 
fallos de mercado;

b) las bases reguladoras si se trata de una línea de ayuda o su fundamento jurídico si se 
trata de una ayuda individual;

c) la prueba de sopesamiento de la ayuda, que analizará los aspectos positivos y 
negativos de su concesión, entre ellos la adecuación del instrumento utilizado, su efecto 
incentivador o la necesidad y proporcionalidad de la misma.

4. El informe anual sobre las ayudas públicas de la Comisión Nacional de la 
Competencia incluirá entre sus Anexos los informes que, en su caso, hayan elaborado los 
órganos de Defensa de la Competencia de las Comunidades Autónomas sobre las ayudas 
públicas concedidas por las Administraciones autonómicas o locales en su respectivo ámbito 
territorial.

Artículo 8.  Mecanismos de comunicación de las ayudas públicas.
1. De acuerdo con el artículo 11.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el órgano responsable 

de la notificación de las ayudas a la Comisión Europea deberá incluir en la información 
remitida a la Comisión Nacional de la Competencia todos aquellos datos que permitan 
realizar un seguimiento efectivo de las mismas, incluidas las eventuales decisiones u 
observaciones emanadas de la Comisión Europea.
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2. La Comisión Nacional de la Competencia establecerá un sistema de acceso a los 
órganos de Defensa de la Competencia de las comunidades autónomas respecto de la 
información obtenida de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.3 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, garantizando la confidencialidad de la información en cada caso.

3. De acuerdo con los principios de publicidad y transparencia recogidos en el artículo 27 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Comisión Nacional de la Competencia creará un Centro 
informativo telemático de las ayudas públicas nacionales que hayan sido publicadas en 
diarios oficiales.

CAPÍTULO IV
De la promoción de la competencia

Artículo 9.  Ejercicio de la función de promoción de la competencia.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 26.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 

Comisión Nacional de la Competencia promoverá la existencia de una competencia efectiva 
en los mercados, en beneficio de todos los partícipes en el mercado y, en particular, de los 
consumidores. Esta función se desarrollará con los instrumentos que se consideren 
adecuados y, en especial, mediante la elaboración de informes, estudios, trabajos de 
investigación y propuestas.

2. A los efectos de los artículos 25 y 26 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Comisión 
Nacional de la Competencia podrá elaborar informes y propuestas respecto de los proyectos 
y proposiciones de normas, así como dirigir a las Administraciones Públicas propuestas para 
la modificación o supresión de las restricciones a la competencia efectiva derivadas de su 
actuación o para el mantenimiento o restablecimiento de la competencia en los mercados. 
En particular, la Comisión Nacional de la Competencia informará los proyectos y 
proposiciones de normas que remita el Ministerio de Economía y Hacienda.

3. La Comisión Nacional de la Competencia podrá dirigir al Ministerio de Economía y 
Hacienda las propuestas de elaboración y reforma normativa que afecten a la competencia.

Artículo 10.  Deber de colaboración e información en relación con la promoción de la 
competencia.

1. La Comisión Nacional de la Competencia cuenta, para el ejercicio de la función de 
promoción de la competencia, con las facultades que la Ley 15/2007, de 3 de julio, le 
atribuye para la ejecución de sus competencias. En particular, podrá recabar de los sectores 
económicos afectados datos e informaciones sobre la situación de los mercados.

2. A efectos de lo establecido en el artículo 39 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, toda 
persona física o jurídica y los órganos y organismos de cualquier Administración Pública 
quedan sujetos al deber de colaboración con la Comisión Nacional de la Competencia y 
están obligados a proporcionar, a requerimiento de ésta y en plazo, toda clase de datos e 
informaciones de que dispongan y que puedan resultar necesarios para el ejercicio, por parte 
de la Comisión Nacional de la Competencia, de su función de promover la competencia 
efectiva en los mercados, a que se refiere el artículo 26.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

3. Ante el incumplimiento de los deberes de colaboración e información con la Comisión 
Nacional de la Competencia a que se refiere este artículo, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 21 de este Reglamento.
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TÍTULO II
De los procedimientos en materia de defensa de la competencia

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Artículo 11.  Práctica de las notificaciones.
1. A los efectos de la práctica de las notificaciones a que se refieren los artículos 36 y 37 

de la Ley 15/2007, de 3 de julio, las partes interesadas en el expediente deberán designar un 
lugar en la localidad en la que se encuentre la sede de la autoridad de competencia o indicar 
e identificar los medios electrónicos pertinentes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 
de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios 
Públicos, donde pueda hacerse la notificación hasta las veinticuatro horas del último día del 
plazo.

2. De acuerdo con el artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se 
entenderá cumplida la obligación de notificar con el intento de notificación, que contenga 
cuando menos el texto íntegro de la resolución, debidamente acreditado dentro del plazo 
máximo establecido.

Artículo 12.  Cómputo de los plazos máximos de los procedimientos en casos de 
suspensión.

1. En caso de suspensión del plazo máximo, el órgano competente de la Comisión 
Nacional de la Competencia deberá adoptar un acuerdo en el que se señale la causa de la 
suspensión, de acuerdo con lo previsto en el artículo 37 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
entendiéndose suspendido el cómputo del plazo:

a) En los supuestos previstos en el artículo 37.1.a) y b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por 
el destinatario, o, en su defecto, durante el plazo concedido;

b) en el supuesto previsto en el artículo 37.1.e) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, durante 
el tiempo necesario para la incorporación de los resultados de las pruebas o de actuaciones 
complementarias al expediente;

c) en el supuesto previsto en el artículo 37.1.g) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, cuando 
se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un acuerdo de terminación 
convencional, desde el acuerdo de inicio de las actuaciones y hasta la conclusión, en su 
caso, de las referidas negociaciones;

d) en el supuesto previsto en el artículo 37.2.b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, por el 
tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el 
destinatario, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 4 y 5 del artículo 55 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio;

e) en el supuesto del artículo 37.2.d) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, por el tiempo que 
medie entre la petición de informe, que deberá notificarse a los interesados, y la recepción 
del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos;

f) en los demás supuestos del artículo 37 de la Ley 15/2007, se entenderá suspendido el 
cómputo del plazo desde la fecha del acuerdo de suspensión, que habrá de notificarse a los 
interesados.

2. Para el levantamiento de la suspensión del plazo máximo, el órgano competente de la 
Comisión Nacional de la Competencia deberá dictar un nuevo acuerdo en el que se 
determinará que se entiende reanudado el cómputo del plazo desde el día siguiente al de la 
resolución del incidente que dio lugar a la suspensión y la nueva fecha del plazo máximo 
para resolver el procedimiento. Este acuerdo de levantamiento de la suspensión será 
igualmente notificado a los interesados.
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3. En los casos de suspensión del plazo, el día final del plazo se determinará añadiendo 
al término del plazo inicial, los días naturales durante los que ha quedado suspendido el 
plazo.

Artículo 13.  . Facultades de inspección.
1. A los efectos del artículo 40 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el personal de la 

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá ir acompañado de expertos o 
peritos en las materias sobre las que verse la inspección, así como de expertos en 
tecnologías de la información y otros acompañantes, incluidos los designados en virtud del 
artículo 18.1 letra c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, para prestar apoyo y asistencia para la 
práctica de la actuación inspectora, todos ellos debidamente autorizados por el Director de 
Competencia.

2. A efectos de lo establecido en el artículo 40 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
personal autorizado por la persona titular de la Dirección de Competencia podrá realizar 
inspecciones en los domicilios particulares de los empresarios, administradores y otros 
miembros del personal de las empresas, cuando puedan estar en posesión de información 
que sea relevante para la aplicación de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

El ejercicio de las facultades señaladas en los epígrafes a) y b) del artículo 40.6 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, cuando el mismo implique restricción del derecho fundamental a 
la inviolabilidad del domicilio o el acceso a dependencias, terrenos o medios de transporte 
distintos de los propios de las empresas o asociaciones de empresas investigadas, requerirá 
de autorización judicial. En este caso la Dirección de Competencia podrá, con carácter 
previo a la práctica de la inspección, solicitar la citada autorización al órgano judicial 
competente que resolverá en el plazo máximo de 48 horas. Asimismo, podrán ejercerse 
dichas facultades previo consentimiento expreso de las entidades o sujetos inspeccionados, 
una vez informados sobre el objeto de la inspección recogido en la orden de inspección, las 
facultades de inspección previstas en la presente ley, el derecho a oponerse a la práctica de 
la inspección y las consecuencias de dicha oposición.

3. El personal autorizado para proceder a realizar una inspección ejercerá sus poderes 
previa presentación de una autorización escrita de la persona titular de la Dirección de 
Competencia que indique el objeto y la finalidad de la inspección, los sujetos investigados, 
los datos, documentos, operaciones, informaciones y otros elementos que hayan de ser 
objeto de la inspección, la fecha en la que la inspección vaya a practicarse y el alcance de la 
misma. La autorización escrita incluirá, asimismo, las sanciones previstas en la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, para el caso de que las empresas no se sometan a las inspecciones u 
obstruyan por cualquier medio la labor de inspección de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, así como el derecho a recurrir contra la misma.

El ejercicio de las facultades señaladas en los epígrafes a) y b) del artículo 40.6 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, cuando el mismo implique restricción del derecho fundamental a 
la inviolabilidad del domicilio o el acceso a dependencias, terrenos o medios de transporte 
distintos de los propios de las empresas o asociaciones de empresas investigadas, requerirá 
de autorización judicial. En este caso la Dirección de Competencia podrá, con carácter 
previo a la práctica de la inspección, solicitar la citada autorización al órgano judicial 
competente que resolverá en el plazo máximo de 48 horas. Asimismo, podrán ejercerse 
dichas facultades previo consentimiento expreso de las entidades o sujetos inspeccionados, 
una vez informados sobre el objeto de la inspección recogido en la orden de inspección, las 
facultades de inspección previstas en la presente ley, el derecho a oponerse a la práctica de 
la inspección y las consecuencias de dicha oposición.

4. De todas las entradas e inspecciones realizadas en locales, terrenos, instalaciones, 
medios de transporte y domicilios se levantará un acta firmada por el funcionario autorizado 
y por la persona ante la cual se haya realizado la inspección o, en caso de que esta no se 
encontrara presente en el momento de la firma, por la persona a quien autorice para ello. La 
negativa de estas personas a firmar el acta no impedirá que esta, una vez firmada por dos 
funcionarios autorizados, tenga valor probatorio. Al acta se adjuntará la relación de los 
documentos de los que se haya obtenido copia, así como un ejemplar de la misma, y, en su 
caso, la relación de aquellos documentos que hayan sido retenidos y trasladados 
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temporalmente a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia por el personal 
inspector, cualquiera que sea su soporte material.

5. El personal inspector expedirá una copia del acta y de los demás documentos anexos 
a la misma a los afectados.

Artículo 14.  Colaboración con los órganos competentes de las comunidades autónomas en 
materia de poderes de investigación.

A efectos de lo previsto en el artículo 40 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, relativo a las 
facultades de inspección, en los procedimientos que tengan por objeto las conductas 
previstas en los artículos 1, 2 y 3 de esa Ley, la Comisión Nacional de la Competencia y los 
órganos competentes de las comunidades autónomas y éstos entre sí, podrán solicitarse 
mutuamente la asistencia de su personal.

Artículo 15.  Colaboración con la Comisión Europea y con otras Autoridades Nacionales de 
Competencia en materia de poderes de investigación.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia es la autoridad competente 
para colaborar en las inspecciones y en otros poderes de investigación con la Comisión 
Europea y con otras Autoridades Nacionales de Competencia en los términos establecidos 
en el Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las 
normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, en el Reglamento 
(CE) 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones 
entre empresas, y en la de la Directiva (UE) 2019/1 del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 11 de diciembre de 2018, encaminada a dotar a las autoridades de competencia de los 
Estados miembros de medios para aplicar más eficazmente las normas sobre competencia y 
garantizar el correcto funcionamiento del mercado interior.

Artículo 16.  Coordinación con los Presidentes de los órganos reguladores sectoriales.
A los efectos de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 17 de la Ley 15/2007, de 3 de 

julio, las reuniones del Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia con los 
presidentes de los organismos reguladores sectoriales se celebrarán, al menos, anualmente 
o cuando se considere necesario por cualquiera de ellos, atendiendo a la situación de la 
competencia efectiva del sector económico respectivo o a circunstancias puntuales que le 
puedan afectar.

Artículo 17.  Deber de colaboración.
1. A efectos de lo establecido en el artículo 39 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, los 

órganos de la Comisión Nacional de la Competencia, al solicitar información necesaria para 
el ejercicio de sus funciones previstas en la Ley 15/2007, de 3 de julio, advertirán al 
destinatario del requerimiento del plazo de que dispone para remitir la información solicitada 
y de la imposición de la multa coercitiva que, en caso de incumplimiento, podrá ser acordada 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

2. Transcurrido el plazo mencionado en el apartado anterior sin que se haya cumplido el 
requerimiento, los órganos de la Comisión Nacional de la Competencia podrán reiterar el 
mismo, fijando un nuevo plazo que no podrá ser superior a la mitad del establecido 
inicialmente, apercibiendo al destinatario del requerimiento de que, una vez transcurrido este 
plazo se procederá a la imposición de una multa coercitiva.

3. La imposición de la multa coercitiva se regirá por lo establecido en el artículo 21 del 
presente Reglamento.

Artículo 18.  Información administrativa y atención al ciudadano.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 

Comisión Nacional de la Competencia prestará los servicios de información administrativa y 
atención al ciudadano, así como de gestión de quejas y sugerencias en relación con la 
defensa de la competencia, con arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto 208/1996, de 9 de 
febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y atención al 
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ciudadano, y en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco 
general para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado.

Artículo 19.  Vista ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia.
1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar la celebración 

de vista, previa solicitud de los interesados o cuando la considere adecuada para el examen 
y enjuiciamiento del objeto del expediente. En la solicitud, dirigida a la Secretaría del 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, los interesados comunicarán las 
personas que tienen interés en asistir a la vista, expresando la condición que ostenten en 
relación con los interesados.

2. La celebración de la vista será contradictoria. En ella intervendrán los interesados, sus 
representantes, el personal de la Dirección de Investigación y las personas autorizadas por 
el Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia. El Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia podrá también requerir la presencia en la vista de aquellas 
personas que considere oportunas, comunicando este hecho a los interesados con 
indicación de su identidad, cargo y ocupación profesional, debiendo quedar garantizada en 
todo caso la confidencialidad de las actuaciones.

3. La vista comenzará con la exposición de la propuesta de resolución e informe del 
representante de la Dirección de Investigación, y terminará con la exposición por los 
interesados de sus alegaciones, concediéndose a los interesados y al representante de la 
Dirección de Investigación un nuevo turno para que, brevemente, puedan aclarar, rectificar 
hechos o conceptos y concretar su posición.

El Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia podrá dirigir a los interesados 
y al representante de la Dirección de Investigación las preguntas que estime oportunas y 
conceder autorización a cualquiera de los Consejeros para que lo haga.

4. Tendrá el Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia todas las facultades 
necesarias para conservar y restablecer el orden en las vistas y mantener el respeto debido 
al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia y a los demás poderes públicos, 
pudiendo corregir en el acto a los intervinientes, incluso pudiendo ordenar, si lo estimara 
necesario, desalojar la sala. En particular, el Presidente de la Comisión Nacional de la 
Competencia tendrá la facultad de llamar al orden a los interesados cuando se apartaren de 
las cuestiones objeto del expediente, pudiendo retirarles el uso de la palabra.

Artículo 20.  Tratamiento de información confidencial.
Cualquier persona que presente documentos ante la Comisión Nacional de la 

Competencia, al solicitar la confidencialidad de datos o informaciones, deberá hacerlo de 
forma motivada ante el órgano competente en el marco de la tramitación del expediente en 
cuestión, y deberá presentar, además, una versión no confidencial de los mismos.

Artículo 21.  Imposición de multas coercitivas.
1. A efectos de lo establecido en el artículo 67 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, son 

competentes para imponer multas coercitivas:
a) La Dirección de Competencia, respecto de las obligaciones establecidas en sus 

acuerdos y actos, en el supuesto de incumplimiento de los deberes establecidos en los 
artículos 39 y 39 bis de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

b) El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, de oficio o a 
propuesta de la Dirección de Competencia, respecto de las obligaciones establecidas en sus 
resoluciones, requerimientos y acuerdos y, en su caso, respecto de las establecidas en los 
acuerdos de Consejo de Ministros.

2. El acuerdo o resolución que declare el incumplimiento de una obligación impondrá, en 
su caso, la multa coercitiva correspondiente, fijando su cuantía total en función del volumen 
de negocios total mundial medio diario y del número de días de retraso en el cumplimiento, y 
concediendo un nuevo plazo para el cumplimiento de la obligación.

3. Transcurrido el plazo señalado en el apartado anterior sin que la obligación se haya 
cumplido, los órganos de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrán 
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imponer una nueva multa coercitiva por el tiempo transcurrido, y reiterar su imposición tantas 
veces como sea necesario hasta el cumplimiento de la obligación.

4. La imposición de multas coercitivas se entenderá sin perjuicio de la apertura, en los 
casos en los que proceda de acuerdo con lo establecido en el artículo 62 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, del correspondiente procedimiento sancionador, que se tramitará según lo 
dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas y en sus normas de desarrollo.

Artículo 22.  Pago de las multas, multas coercitivas y tasas.
1. El pago de las multas y multas coercitivas deberá realizarse en los plazos previstos en 

los apartados 2 y 5 del artículo 62 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
sin perjuicio de la normativa autonómica que sea de aplicación.

2. El devengo de la tasa por análisis y estudio de las operaciones de concentración se 
producirá cuando el sujeto pasivo presente la notificación prevista en el artículo 9 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio. La recaudación de la tasa en vía ejecutiva se efectuará conforme a lo 
previsto en el Reglamento General de Recaudación, mediante la celebración de convenios 
con la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Artículo 23.  Publicidad.
1. Conforme al artículo 27 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, los acuerdos, resoluciones e 

informes de la Comisión Nacional de la Competencia que se dicten en aplicación de la 
normativa de Defensa de la Competencia, serán publicados en la página web de la Comisión 
Nacional de la Competencia (www.cncompetencia.es), una vez notificados a los interesados.

2. La publicación a la que se refiere el apartado anterior se efectuará tras resolver, en su 
caso, los aspectos confidenciales de su contenido y previa disociación de los datos de 
carácter personal a los que se refiere el artículo 3.a) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, salvo en lo que se refiere al 
nombre de los infractores.

Artículo 24.  Recurso contra las resoluciones y actos dictados por la Dirección de 
Investigación.

1. Conforme a lo establecido en el artículo 47 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, una vez 
presentado el recurso administrativo contra las resoluciones y actos dictados por la Dirección 
de Investigación ante el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, éste instará a 
la Dirección de Investigación para que le remita copia del expediente junto con su informe en 
el plazo de cinco días.

2. Si hubiera otros interesados se les dará traslado del recurso y se les pondrá de 
manifiesto el expediente para que en el plazo de quince días aleguen cuanto estimen 
procedente.

CAPÍTULO II
Del procedimiento sancionador en materia de conductas prohibidas

Sección 1.ª De la instrucción del procedimiento sancionador

Artículo 25.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento sancionador se inicia siempre de oficio por la Dirección de 

Competencia:
a) Por propia iniciativa, tras haber tenido conocimiento directo o indirecto de las 

conductas susceptibles de constituir infracción.
b) A iniciativa del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.
c) Por denuncia, con el contenido indicado en el apartado siguiente.
2. La denuncia dirigida a la Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia deberá contener, como mínimo, la siguiente información 
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pudiendo el denunciante aportar los datos e información adicionales recogidos en el anexo I 
del presente Reglamento:

a) Nombre o razón social, domicilio, teléfono y número de fax del/de los denunciantes y, 
en el caso de que estos actúen por medio de representante, acreditación de la 
representación y domicilio a efectos de notificaciones.

b) Nombre o razón social, domicilio y, en su caso, número de teléfono y de fax o 
cualquier otro medio electrónico pertinente de los denunciados.

c) Hechos de los que se deriva la existencia de una infracción y pruebas, en su caso, de 
los mismos, así como definición y estructura del mercado relevante.

d) En su caso, justificación de los intereses legítimos de acuerdo con el artículo 4 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, para ser considerado interesado en el eventual expediente 
sancionador.

3. Si la denuncia no reuniera los requisitos establecidos en el apartado 2 se requerirá al 
denunciante para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o aporte la documentación 
requerida, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de la 
denuncia.

4. El desistimiento del denunciante no impediría a la Dirección de Competencia realizar 
de oficio todas aquellas actuaciones que considerase necesarias.

5. La formulación en forma de una denuncia no vincula a la Dirección de Competencia 
para iniciar el procedimiento sancionador. La Dirección de Competencia comunicará al 
denunciante la no iniciación del procedimiento cuando se trate de una denuncia que no 
constituya una prioridad de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.4 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio. En el resto de los casos, el acuerdo de no iniciación del procedimiento del 
Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a propuesta de la 
Dirección de Competencia, deberá comunicarse al denunciante, indicando los motivos por 
los que no procede la iniciación del procedimiento de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
49.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

Artículo 26.  Información reservada.
En el marco de la información reservada prevista en el artículo 49.2 de la Ley 15/2007, 

de 3 de julio, la Dirección de Investigación podrá dirigir solicitudes de información al 
denunciante, a los denunciados y a terceros. Cuando la Dirección de Investigación solicite 
información al denunciado, le notificará todos los elementos objetivos contenidos en la 
denuncia y relacionados con los hechos denunciados.

Artículo 27.  Acuerdo de no incoación y archivo de la denuncia.
1. Con el fin de que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia pueda acordar no incoar procedimiento y archivar las actuaciones en los 
términos establecidos en los artículos 44 y 49.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección 
de Competencia le dará traslado de la denuncia recibida, de las actuaciones previas 
practicadas, en su caso, y de una propuesta de archivo.

2. Cuando el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a la 
vista de la propuesta de archivo, estime que pudiera haber indicios de infracción de la 
normativa de defensa de la competencia, instará de la Dirección de Competencia la 
incoación del correspondiente expediente.

3. El acuerdo de desestimación de la denuncia deberá comunicarse al denunciante, 
indicando los motivos por los que no procede la iniciación del procedimiento de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 49.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

Artículo 28.  Incoación del expediente.
1. La incoación del expediente se formalizará con el contenido mínimo siguiente:
a) Identificación de los presuntos responsables y de los denunciantes, si los hubiere.
b) Hechos que motivan la incoación.
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c) Instructor o instructores y, en su caso, Secretario de instrucción, con indicación del 
régimen de recusación.

d) En su caso, personas que ostenten la condición de interesado.
2. El acuerdo de incoación del expediente se notificará a los interesados, dándose 

traslado de una copia de la denuncia a los denunciados.
3. En la página web de la Comisión Nacional de la Competencia se hará público el hecho 

de la incoación de expedientes por la Dirección de Investigación.
4. El plazo de instrucción del expediente será de doce meses a contar desde la fecha del 

acuerdo de incoación. El transcurso del plazo máximo de dieciocho meses desde la fecha 
del acuerdo de incoación del procedimiento sancionador sin que se hubiera resuelto el 
procedimiento determinará la caducidad del mismo de acuerdo con lo establecido en el 
apartado 1 del artículo 38 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

Artículo 29.  Acumulación, desglose y ampliación de expedientes.
La Dirección de Investigación, por propia iniciativa o a instancia de los interesados, podrá 

disponer la acumulación de expedientes cuando entre ellos exista una conexión directa, así 
como su desglose cuando la naturaleza de los hechos denunciados haga necesaria la 
tramitación de procedimientos independientes. Asimismo, podrá disponer la ampliación del 
acuerdo de incoación cuando en el curso de la instrucción se aprecie la participación de 
otros presuntos responsables, la presunta comisión de otras infracciones, o se personen 
nuevos interesados no incluidos en dicho acuerdo.

Artículo 30.  Incorporación de información a un expediente.
La Dirección de Investigación podrá acordar la incorporación a un expediente de la 

información obrante en otro cuando la misma sea necesaria para el esclarecimiento de los 
hechos investigados en aquél. El acuerdo de incorporación será notificado a los interesados 
y a los terceros que hubieran remitido la información objeto de incorporación, 
concediéndoles un plazo de 5 días para que aleguen cuanto estimen conveniente para la 
defensa de sus derechos e intereses.

Artículo 31.  Acceso al expediente.
Una vez incoado el expediente los interesados podrán acceder a éste y obtener copias 

individualizadas de todos los documentos que integren el expediente de la Comisión 
Nacional de la Competencia, a excepción de los secretos comerciales de otros interesados o 
terceros, así como de cualquier otra información confidencial, mediante su personación en 
las dependencias de la Comisión Nacional de la Competencia, de forma que no se vea 
afectada la eficacia del funcionamiento de ésta y sin que se pueda formular solicitud 
genérica sobre el expediente.

Artículo 32.  Actos de investigación, alegaciones y prueba.
1. El instructor realizará cuantas actuaciones resulten necesarias para el esclarecimiento 

de los hechos y la determinación de responsabilidades, recabando los datos, informaciones 
y material probatorio relevantes para determinar la existencia de infracciones y dando, 
cuando se estime procedente, participación a los interesados.

2. Los interesados podrán, en cualquier momento de la instrucción del procedimiento 
sancionador aducir las alegaciones y proponer la práctica de las pruebas que consideren 
relevantes para la defensa de sus intereses. La Dirección de Investigación deberá resolver 
sobre la práctica de la prueba de forma motivada. Contra la denegación de práctica de 
prueba no cabrá recurso alguno.

Artículo 33.  Pliego de concreción de hechos.
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 50.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, los 

hechos que puedan ser constitutivos de infracción se recogerán en un pliego de concreción 
de hechos que será notificado a los interesados, quienes en un plazo de quince días podrán 
contestarlo y, en su caso, proponer las pruebas que consideren pertinentes. Recibidas las 
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alegaciones y practicadas las pruebas o, en su caso, transcurrido el plazo de quince días, la 
Dirección de Investigación procederá al cierre de la fase de instrucción, notificándolo a los 
interesados, con el fin de redactar la propuesta de resolución prevista en el artículo 50.4 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio.

2. Cuando los hechos que puedan ser constitutivos de infracción, afectando a un ámbito 
supraautonómico o al conjunto del mercado nacional, inciden de forma significativa en el 
territorio de una comunidad autónoma, la Dirección de Investigación notificará al órgano 
autonómico respectivo una copia del pliego de concreción de hechos y, en su caso, de la 
denuncia y de los documentos y pruebas practicadas que consten en el expediente, para 
que remita en un plazo de veinte días informe preceptivo, no vinculante. Esta solicitud de 
informe preceptivo será notificada a los interesados, a los efectos del artículo 37.1 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio.

3. Cuando la Dirección de Investigación considere que no se ha acreditado la existencia 
de prácticas prohibidas lo notificará a los interesados, que dispondrán de un plazo de quince 
días para efectuar las alegaciones o proponer la práctica de las pruebas que estimen 
pertinentes. Recibidas las alegaciones y practicadas las pruebas o, en su caso, transcurrido 
el plazo de quince días, la Dirección de Investigación procederá al cierre de la fase de 
instrucción, notificándolo a los interesados, con el fin de redactar la propuesta de resolución 
prevista en el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

No obstante lo anterior, si a la vista de las alegaciones presentadas o de las pruebas 
practicadas, la Dirección de Investigación considerase que pudiera haber hechos 
constitutivos de infracción, se estará a lo dispuesto en el apartado 1, elaborándose el 
correspondiente pliego de concreción de hechos.

Artículo 34.  Propuesta de resolución e informe.
1. La propuesta de resolución deberá contener los antecedentes del expediente, los 

hechos acreditados, sus autores, la calificación jurídica que le merezcan los hechos, la 
propuesta de declaración de existencia de infracción y, en su caso, los efectos producidos en 
el mercado, la responsabilidad que corresponda a sus autores, las circunstancias agravantes 
y atenuantes concurrentes y la propuesta de la Dirección de Investigación relativa a la 
exención o reducción del importe de la multa a la que se refieren los artículos 65 y 66 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio. Cuando la Dirección de Investigación considere que no ha 
quedado acreditada la existencia de prácticas prohibidas pondrá de manifiesto dicha 
circunstancia en su propuesta de resolución.

La propuesta de resolución, que incluirá las alegaciones aducidas por los interesados a 
lo largo de la instrucción y las pruebas propuestas por éstos, indicando si se practicaron o 
no, será notificada a los interesados para que, en el plazo de quince días, formulen las 
alegaciones que tengan por convenientes. Las alegaciones a la propuesta de resolución de 
la Dirección de Investigación deben contener, en su caso, las propuestas de las partes en 
relación con la práctica de pruebas y actuaciones complementarias ante el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia, así como la solicitud de celebración de vista.

2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 50.5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
transcurrido el plazo previsto en el apartado anterior, la Dirección de Investigación elevará al 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia el expediente, junto con el informe que 
contendrá la propuesta de resolución y las alegaciones recibidas a dicha propuesta.

Artículo 35.  Preclusión.
La Dirección de Investigación no tendrá en cuenta en su informe las alegaciones 

presentadas por los interesados fuera de los plazos concedidos en virtud de los apartados 1 
y 3 del artículo 33 de este Reglamento para contestar al pliego de concreción de hechos o, 
en su caso, la notificación de la Dirección de Investigación manifestándoles que no ha 
quedado acreditada la existencia de prácticas prohibidas. Asimismo, la Dirección de 
Investigación denegará la práctica de pruebas adicionales transcurridos dichos plazos. En 
todo caso los escritos serán incorporados al expediente, indicándose expresamente que se 
han presentado fuera de plazo.
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Sección 2.ª De la resolución del procedimiento sancionador

Artículo 36.  Pruebas y actuaciones complementarias.
1. Recibido el expediente, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá 

acordar la práctica de pruebas, bien de oficio o a instancia de los interesados, instando a la 
Dirección de Investigación su práctica. El Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá rechazar la práctica de aquellas pruebas propuestas por los interesados 
que pudiendo haber sido propuestas en fase de instrucción ante la Dirección de 
Investigación no lo hubieren sido.

2. El resultado de las diligencias de prueba practicadas por la Dirección de Investigación 
será remitido al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, que lo pondrá de 
manifiesto a los interesados para que, en el plazo de diez días, aleguen cuanto estimen 
conveniente acerca de su alcance o importancia.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar la práctica de 
actuaciones complementarias por la Dirección de Investigación, estableciendo la 
intervención que los interesados hayan de tener en la misma. Los interesados dispondrán de 
un plazo de diez días para valorar el resultado de las actuaciones complementarias 
practicadas.

4. Si el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia estimase que la existencia 
de prácticas prohibidas no hubiera quedado suficientemente acreditada en el informe de la 
Dirección de Investigación, podrá instar de ésta la realización de las actuaciones 
complementarias que sean precisas para el esclarecimiento de los hechos.

Realizadas las actuaciones complementarias, la Dirección de Investigación elaborará 
una nueva propuesta de resolución en la que se incluirá, en su caso, la nueva valoración de 
los hechos, que será elevada al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia. La 
propuesta será notificada a los interesados para que, en un plazo de quince días, formulen 
las alegaciones que estimen oportunas.

Artículo 37.  Otras actuaciones del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia.
1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, en cualquier momento de la 

fase de resolución del expediente sancionador, podrá pronunciarse sobre la condición de 
interesado de todas aquellas personas que acrediten intereses legítimos de acuerdo con el 
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. De conformidad con el artículo 51.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia podrá, asimismo, acordar la celebración de vista, 
previa solicitud de los interesados o cuando la considere adecuada para el análisis o 
enjuiciamiento de las pretensiones objeto del expediente. En dicha solicitud deberá 
contenerse la información a que hace referencia el artículo 19.1 de este Reglamento.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia notificará al resto de 
interesados la solicitud de vista, al objeto de que puedan manifestar, en el plazo que se les 
indique, su voluntad de asistir y, en tal caso, aportar la información a que hace referencia el 
artículo 19.1 de este Reglamento. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
comunicará a los interesados que hubiesen solicitado asistir a la vista oral la fecha y la hora 
de celebración de la misma.

Artículo 38.  Contenido de la resolución.
1. Las resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia contendrán 

los antecedentes del expediente, los hechos probados, sus autores, la calificación jurídica y 
los fundamentos jurídicos de la decisión.

2. Asimismo, de conformidad con el artículo 53.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en sus 
resoluciones el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia declarará, según los 
casos, la existencia de conductas prohibidas por la Ley de Defensa de la Competencia y/o 
por los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea; la existencia de conductas 
que, por su escasa importancia, no sean capaces de afectar de manera significativa a la 
competencia o que no ha resultado acreditada la existencia de prácticas prohibidas.
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3. Igualmente, en virtud del artículo 53.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo de 
la Comisión Nacional de la Competencia podrá ordenar la cesación de las conductas 
prohibidas en un plazo determinado, imponer condiciones u obligaciones, estructurales o de 
comportamiento, ordenar la remoción de los efectos de las prácticas prohibidas contrarias al 
interés público, imponer multas, archivar actuaciones y adoptar cualesquiera otras medidas 
cuya adopción le autorice la Ley de Defensa de la Competencia.

Artículo 39.  Terminación convencional de los procedimientos sancionadores.
1. De conformidad con el artículo 52 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en cualquier 

momento del procedimiento previo a la elevación del informe propuesta previsto en el 
artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Competencia podrá acordar, a 
propuesta de los presuntos autores de las conductas prohibidas, el inicio de las actuaciones 
tendentes a la terminación convencional de un procedimiento sancionador en materia de 
acuerdos y prácticas prohibidas. Este acuerdo de inicio de la terminación convencional será 
notificado a los interesados, indicándose si queda suspendido el cómputo del plazo máximo 
del procedimiento hasta la conclusión de la terminación convencional.

2. Los presuntos infractores presentarán su propuesta de compromisos ante la Dirección 
de Competencia en el plazo que esta fije en el acuerdo de iniciación de la terminación 
convencional, que no podrá ser superior a tres meses. Dicha propuesta será trasladada al 
Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para su conocimiento.

3. Si los presuntos infractores no presentaran los compromisos en el plazo señalado por 
la Dirección de Competencia se les tendrá por desistidos de su petición de terminación 
convencional, continuándose la tramitación del procedimiento sancionador. Asimismo, se 
entenderá que los presuntos infractores desisten de su petición si, una vez presentados los 
compromisos ante la Dirección de Competencia y habiendo considerado esta que los 
mismos no resuelven adecuadamente los efectos sobre la competencia derivados de las 
conductas objeto del expediente o no garantizan suficientemente el interés público, los 
presuntos infractores no presentaran, en el plazo establecido a tal efecto por la Dirección de 
Competencia, nuevos compromisos que, a juicio de ésta, resuelvan los problemas 
detectados.

4. La propuesta de compromisos será remitida por la Dirección de Competencia a los 
demás interesados con el fin de que puedan aducir, en el plazo que se señale, cuantas 
alegaciones crean convenientes.

5. La Dirección de Competencia elevará al Consejo de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia la propuesta de terminación convencional para su adopción e 
incorporación a la resolución que ponga fin al procedimiento. Recibida la propuesta de 
terminación convencional y, en su caso, informada la Comisión Europea de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 11.4 del Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16 de diciembre de 2002, el 
Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá:

a) Resolver el expediente sancionador por terminación convencional, estimando 
adecuados los compromisos presentados.

b) Resolver que los compromisos presentados no resuelven adecuadamente los efectos 
sobre la competencia derivados de las conductas objeto del expediente o no garantizan 
suficientemente el interés público, en cuyo caso, podrá conceder un plazo para que los 
presuntos infractores presenten ante el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia nuevos compromisos que resuelvan los problemas detectados. Si, 
transcurrido este plazo, los presuntos infractores no hubieran presentado nuevos 
compromisos, se les tendrá por desistidos de su petición y el Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia instará a la Dirección de Competencia la 
continuación del procedimiento sancionador.

6. La resolución que ponga fin al procedimiento mediante la terminación convencional 
establecerá como contenido mínimo:

a) La identificación de las partes que resulten obligadas por los compromisos.
b) El ámbito personal, territorial y temporal de los compromisos.
c) El objeto de los compromisos y su alcance.
d) El régimen de vigilancia del cumplimiento de los compromisos.
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7. Se podrá abrir un nuevo procedimiento sancionador por infracción de los artículos 1, 2 
o 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o por infracción de los artículos 101 o 102 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea cuando se hayan producido cambios sustanciales en 
cualquiera de los hechos en los que se hubiera basado la resolución de terminación 
convencional, cuando las partes obligadas actúen de forma contraria a los compromisos 
asumidos o cuando la resolución se hubiera basado en información incompleta, incorrecta, 
engañosa o falsa facilitada por las partes.

La apertura del nuevo procedimiento sancionador será compatible con la incoación de 
otros procedimientos sancionadores por las infracciones previstas en los artículos 62.4.c) o 
62.3.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, así como con la imposición de multas coercitivas de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de la misma ley.

Sección 3.ª De las medidas cautelares

Artículo 40.  Clases de medidas cautelares.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 54 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 

Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá adoptar, entre otras, las 
siguientes medidas cautelares tendentes a asegurar la eficacia de la resolución:

a) Órdenes de cesación o de imposición de condiciones determinadas para evitar el 
daño que pudieran causar las conductas a que el expediente se refiere.

b) Fianza de cualquier clase declarada bastante por el Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia para responder de la indemnización de los daños y perjuicios que se 
pudieran causar.

2. No se podrán dictar medidas cautelares que puedan originar perjuicios irreparables a 
los interesados o que impliquen violación de derechos fundamentales.

Artículo 41.  Adopción y régimen jurídico de las medidas cautelares.
1. La Dirección de Investigación, durante la fase de instrucción del procedimiento 

sancionador, podrá proponer al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, de 
oficio o a instancia de los interesados, la adopción de medidas cautelares. Si las medidas 
cautelares hubieran sido solicitadas por los interesados, la Dirección de Investigación, en el 
plazo de dos meses a contar desde la presentación de la solicitud o, en su caso, de la 
adopción del acuerdo de incoación, elevará la propuesta al Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia, sin perjuicio de lo cual la petición sólo podrá entenderse desestimada 
por silencio negativo transcurrido el plazo máximo de tres meses, que se computará de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 36.6 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

2. Cuando durante la fase de resolución del procedimiento sancionador los interesados 
soliciten al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia la adopción de medidas 
cautelares o éste considere que dicha adopción es necesaria, solicitará informe a la 
Dirección de Investigación sobre su procedencia. Si las medidas cautelares hubieran sido 
solicitadas por los interesados, la Dirección de Investigación elevará su informe en el plazo 
de dos meses a contar desde la petición de informe por el Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, una vez recibida la propuesta 
o, en su caso, el informe de la Dirección de Investigación oirá a los interesados en el plazo 
de cinco días, transcurridos los cuales resolverá sobre la procedencia de las medidas.

4. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, de oficio o a instancia de los 
interesados, y previo informe de la Dirección de Investigación, podrá acordar en cualquier 
momento de la tramitación del procedimiento sancionador, la suspensión, modificación o 
revocación de las medidas cautelares en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no 
pudieran ser conocidas al tiempo de su adopción, concediendo a los interesados un plazo de 
5 días para que aleguen cuanto estimen pertinente para la defensa de sus derechos e 
intereses.

5. Las medidas cautelares cesarán cuando se adopte la resolución del Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia que ponga fin al procedimiento y en ningún caso su 
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propuesta, adopción, suspensión, modificación o revocación suspenderá la tramitación del 
procedimiento.

6. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en caso 
de incumplimiento de las medidas cautelares acordadas el Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia podrá imponer multas coercitivas que se regirán por lo dispuesto en el 
artículo 21 del presente Reglamento.

Sección 4.ª De la vigilancia

Artículo 42.  Vigilancia del cumplimiento de las obligaciones y resoluciones del Consejo de 
la Comisión Nacional de la Competencia.

1. A efectos de lo establecido en el artículo 41 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, al adoptar la resolución o el acuerdo 
que imponga una obligación, deberá advertir a su destinatario del plazo de que dispone para 
cumplirlo, apercibiéndole de la cuantía de la multa coercitiva que, en caso de incumplimiento, 
le podrá ser impuesta por cada día de retraso en los términos previstos en el artículo 67 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio.

2. Una vez que la resolución o el acuerdo sean ejecutivos, la Dirección de Investigación 
llevará a cabo todas las actuaciones precisas para vigilar su cumplimiento.

3. Cuando la Dirección de Investigación estime un posible incumplimiento de las 
obligaciones y resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá 
elaborar un informe de vigilancia que será notificado a los interesados para que, en el plazo 
de quince días, formulen las alegaciones que tengan por convenientes.

4. Recibidas las alegaciones de los interesados y, en su caso, practicadas las 
actuaciones adicionales que se consideren necesarias, la Dirección de Investigación remitirá 
el informe de vigilancia al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia a efectos de 
que éste declare el cumplimiento de las obligaciones impuestas, o bien declare su 
incumplimiento.

5. La resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia que declare el 
incumplimiento de una obligación podrá imponer la multa coercitiva correspondiente, según 
lo establecido en el artículo 21 de este Reglamento.

Sección 5.ª Del procedimiento de declaración de inaplicabilidad

Artículo 43.  Declaraciones de inaplicabilidad.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 

procedimiento de declaración de inaplicabilidad se inicia de oficio por la Dirección de 
Investigación, ya sea a iniciativa propia o del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia, elaborando una propuesta de declaración de inaplicabilidad tras valorar el 
cumplimiento de las condiciones previstas en el citado artículo 6 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, que será elevada al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia.

2. Para la elaboración de la propuesta de declaración de inaplicabilidad, la Dirección de 
Investigación realizará las actuaciones que sean necesarias, recabando los datos, 
informaciones y material probatorio relevantes.

3. Recibida la propuesta de declaración de inaplicabilidad, el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia podrá instar a la Dirección de Investigación la práctica de 
pruebas o la realización de actuaciones complementarias con el fin de aclarar cuestiones 
precisas para la formación de su juicio.

4. Con carácter previo a la adopción de la declaración de inaplicabilidad por el Consejo 
de la Comisión Nacional de la Competencia, éste requerirá informe al Consejo de Defensa 
de la Competencia, que será emitido en el plazo de un mes.

5. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá someter a consulta 
pública la propuesta de declaración de inaplicabilidad, al objeto de que se presenten 
observaciones, durante un plazo no inferior quince días.
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Sección 6.ª De la retirada de la exención por categorías

Artículo 44.  Inicio del procedimiento de retirada de la exención por categorías.
1. La Comisión Nacional de la Competencia podrá retirar, de acuerdo con lo establecido 

en los correspondientes Reglamentos de exención por categorías, el beneficio de la 
exención prevista en los apartados 4 y 5 del artículo 1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, si 
comprobara que, en un caso determinado, un acuerdo que disfruta de una exención produce 
efectos incompatibles con las condiciones previstas en el artículo 1.3 de la Ley 15/2007, de 3 
de julio.

2. Asimismo, dicho procedimiento podrá iniciarse cuando se den las condiciones de 
retirada previstas en el Reglamento comunitario de exención por categorías que fuese 
aplicable al supuesto concreto.

Artículo 45.  Procedimiento de retirada de la exención por categorías.
1. Cuando la Dirección de Investigación estime que existen indicios suficientes de que se 

ha producido algunas de las circunstancias contempladas en el artículo anterior de este 
Reglamento, incoará el procedimiento para retirar la exención. El acuerdo de incoación del 
expediente se notificará a los interesados.

2. La Dirección de Investigación realizará la instrucción que sea necesaria para la 
constatación de los hechos que fundamenten la retirada de la exención, recabando los 
datos, informaciones y material probatorio relevantes para concretar los hechos, dando, en 
su caso, participación a los interesados.

3. Los hechos se concretarán y calificarán en un informe que la Dirección de 
Investigación notificará a los interesados, para que en el plazo de diez días formulen las 
alegaciones que estimen pertinentes y propongan la práctica de las pruebas que estimen 
oportunas. En el plazo máximo de tres meses a contar desde la fecha de incoación del 
expediente de retirada, la Dirección de Investigación elevará el informe propuesta al Consejo 
de la Comisión Nacional de la Competencia. Las pruebas propuestas por los interesados 
serán recogidas en este informe, expresando su práctica o, en su caso, su denegación.

4. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, recibido el informe propuesta 
de la Dirección de Investigación, podrá instar a ésta la práctica de pruebas distintas de las ya 
practicadas en la fase de instrucción así como la realización de actuaciones 
complementarias con el fin de aclarar cuestiones precisas para la formación de su juicio. El 
acuerdo de práctica de pruebas y de realización de actuaciones complementarias se 
notificará a los interesados, concediéndose un plazo de diez días para que formulen las 
alegaciones que tengan por pertinentes. Dicho acuerdo fijará, siempre que sea posible, el 
plazo para su realización.

5. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, conclusas las actuaciones y, 
en su caso, informada la Comisión Europea de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.4 del 
Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, 
dictará y notificará la resolución en el plazo máximo de seis meses a contar desde la fecha 
del acuerdo de incoación del expediente. El transcurso de este plazo sin que se haya dictado 
y notificado la resolución determinará la caducidad del procedimiento.

6. La resolución que acuerde la retirada de la exención concederá a los interesados un 
plazo para que adapten sus conductas a las condiciones establecidas en dicha resolución, 
advirtiendo que el transcurso del plazo sin que se hayan realizado las adaptaciones 
necesarias, determinará la apertura del correspondiente expediente sancionador y, en su 
caso, la imposición de multas coercitivas de acuerdo con lo establecido en el artículo 67 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, y en el artículo 21 del presente Reglamento.
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Sección 7.ª De los procedimientos de exención y de reducción del importe de la 
multa

Artículo 46.  Presentación de las solicitudes de exención del pago de la multa.
1. El procedimiento de exención del pago de la multa se iniciará a instancia de la 

empresa o persona física solicitante que haya participado en el cártel. El solicitante deberá 
presentar ante la Dirección de Competencia una solicitud formal de exención acompañada 
de toda la información y elementos de prueba de que disponga teniendo en cuenta, según 
proceda, lo establecido en las letras a) o b) del artículo 65.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
y en el apartado tercero de este artículo.

La solicitud se podrá presentar en la lengua oficial de otro Estado miembro de la Unión 
Europea siempre que exista un acuerdo al respecto entre el solicitante y la Dirección de 
Competencia.

2. A petición del solicitante, la Dirección de Competencia podrá aceptar que la solicitud 
se presente verbalmente. Esta declaración, que irá acompañada de la información y de los 
elementos de prueba a los que se hace referencia en el apartado siguiente, será grabada en 
las dependencias de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, registrándose 
su trascripción.

3. El solicitante de la exención del pago de la multa al amparo de lo establecido en el 
artículo 65.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, deberá facilitar a la Dirección de Competencia, 
la siguiente información y elementos de prueba:

a) El nombre o razón social y la dirección del solicitante.
b) El nombre o razón social, la dirección de las empresas y los datos profesionales de 

todas las personas físicas que participen o hayan participado en el cártel.
c) Una descripción detallada del cártel que incluya:
Sus objetivos, actividades y funcionamiento.
Los productos, servicios y el territorio afectados.
La duración estimada y la naturaleza del cártel.
d) Pruebas del cártel que estén en posesión del solicitante o de las que este pueda 

disponer en el momento de presentar su solicitud, en particular, pruebas contemporáneas del 
mismo, que permitan verificar su existencia.

e) Relación de las solicitudes de exención o de reducción del importe de la multa que el 
solicitante, en su caso, haya presentado o vaya a presentar ante otras autoridades de 
competencia en relación con el mismo cártel.

4. El orden de recepción de las solicitudes de exención se fijará atendiendo a su fecha y 
hora de entrada en el registro del órgano de competencia al que se dirijan para su 
tramitación, con independencia del registro en el que hayan sido presentadas. El solicitante 
podrá requerir al órgano de competencia la expedición de un recibo de la presentación de 
esta solicitud, en la que deberá constar la fecha y hora de entrada en el registro de dicho 
órgano.

5. La Dirección de Competencia podrá conceder, previa petición motivada del solicitante, 
un indicador del puesto que ocupa este en una solicitud de exención del pago de la multa 
mientras presenta la información y las pruebas necesarias para cumplir con los requisitos del 
artículo 65.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. El solicitante deberá presentar ante la 
Dirección de Competencia la información señalada en las letras a), b), c) y e) del apartado 3 
de este artículo en la medida en que esté disponible. El indicador del puesto que ocupa el 
solicitante será válido durante el plazo que la Dirección de Competencia determine. La 
Dirección de Competencia tendrá la facultad de valorar si la información y pruebas aportadas 
son suficientes para otorgar el indicador del puesto regulado en este apartado. Una vez 
completada la solicitud de clemencia se entenderá que la fecha de presentación de la 
solicitud de exención es la fecha de la solicitud del indicador del puesto. La solicitud de un 
indicador para la reserva de puesto se podrá presentar en la lengua oficial de otro Estado 
miembro de la Unión Europea siempre que exista un acuerdo al respecto entre el solicitante 
y la Dirección de Competencia.
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Artículo 47.  Tramitación de las solicitudes de exención del pago de la multa.
1. La Dirección de Investigación examinará la información y los elementos de prueba 

presentados y comprobará si se cumplen las condiciones del artículo 65.1 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, en cuyo caso acordará la exención condicional del pago de la multa, 
notificándolo a la empresa o persona física solicitante.

2. Si no se cumpliesen las condiciones establecidas en el artículo 65.1 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, o la solicitud de exención fuera presentada con posterioridad a la 
notificación del pliego de concreción de hechos, la Dirección de Investigación rechazará la 
solicitud de exención, notificándolo al solicitante, que podrá retirar la información y los 
elementos de prueba que haya presentado o solicitar a la Dirección de Investigación que 
ambos sean examinados de acuerdo con lo establecido en el artículo 66 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio. La retirada de la información y los elementos de prueba no impedirá a la 
Dirección de Investigación hacer uso de sus facultades de investigación con el fin de obtener 
los mismos.

3. El examen de las solicitudes de exención del pago de la multa se hará siguiendo el 
orden de recepción de las mismas.

4. Si al término del procedimiento sancionador, el solicitante hubiese cumplido los 
requisitos establecidos en el artículo 65.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia, de acuerdo con la propuesta de la Dirección de 
Investigación, concederá al solicitante la exención del pago de la multa en la resolución que 
ponga fin a dicho procedimiento. En caso contrario, el solicitante no podrá beneficiarse de 
ningún trato favorable con arreglo a lo dispuesto en la presente sección, excepto en el 
supuesto de incumplimiento de lo establecido en el artículo 65.2.d) de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, en cuyo caso podrá concederse una reducción del importe de la multa.

Artículo 48.  Solicitudes abreviadas de exención.
1. En los casos en los que la empresa haya presentado o vaya a presentar una solicitud 

de exención del pago de la multa ante la Comisión Europea por ser esta la autoridad de 
competencia particularmente bien situada para conocer del cártel, se podrá presentar ante la 
Dirección de Competencia una solicitud abreviada de exención.

2. La solicitud abreviada se presentará por escrito ante la Dirección de Competencia, 
pudiendo también aceptar la Dirección de Competencia que la solicitud se presente 
verbalmente previa petición del solicitante.

3. Se entenderá que la Comisión Europea es la autoridad de competencia 
particularmente bien situada para conocer del cártel cuando este tenga efectos sobre la 
competencia en más de tres Estados miembros.

4. Las solicitudes abreviadas deberán contener, al menos, la siguiente información:
a) Nombre o razón social y dirección de la empresa solicitante.
b) Nombre o razón social de las empresas participantes en el cártel.
c) Productos y territorios afectados por el cártel.
d) Duración estimada y naturaleza del cártel.
e) Estados miembros en cuyo territorio puedan encontrarse elementos probatorios del 

cártel.
f) Información sobre las solicitudes de exención o de reducción del pago de la multa que 

el solicitante haya presentado o tenga intención de presentar ante otras autoridades de 
competencia en relación con el mismo cártel.

La Dirección de Competencia solo podrá requerir al solicitante la presentación de 
aclaraciones en relación con la información enumerada en este apartado, estableciendo un 
plazo para ello.

La solicitud se podrá presentar en la lengua oficial de otro Estado miembro de la Unión 
Europea siempre que exista un acuerdo al respecto entre el solicitante y la Dirección de 
Competencia.

5. El orden de recepción de las solicitudes abreviadas se fijará atendiendo a su fecha y 
hora de entrada en el registro de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 
con independencia del registro en el que hayan sido presentadas. El solicitante podrá 
requerir a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia la expedición de un 
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recibo de la presentación de esta solicitud, en la que deberá constar la fecha y hora de 
entrada en el registro de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

6. La Dirección de Competencia examinará la solicitud abreviada e informará al 
solicitante si se ha recibido previamente alguna solicitud abreviada o completa en relación 
con el mismo cartel y sobre si la solicitud abreviada contiene todos los elementos 
establecidos en el apartado 4.

7. Con carácter excepcional, la Dirección de Competencia podrá requerir al solicitante 
que complete la solicitud abreviada con la información y elementos de prueba pertinentes si 
resulta necesario para decidir a qué autoridad de competencia se le asignará el caso.

8. En el supuesto de que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia sea 
finalmente la autoridad de competencia que conozca total o parcialmente del cartel, la 
empresa deberá completar la solicitud abreviada con la información y elementos de prueba 
pertinentes, disponiendo para ello de un plazo de diez días a contar desde la fecha en que la 
Comisión Europea notifique la asignación del caso a favor de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. En este supuesto, se entenderá que la fecha y hora de 
recepción de la solicitud es la de la presentación de la solicitud abreviada si la duración, 
productos y territorios afectados por el cartel coinciden con la solicitud presentada ante la 
Comisión Europea.

Artículo 49.  Solicitudes de reducción del importe de la multa.
1. La empresa o persona física que solicite la reducción del importe de la multa deberá 

facilitar a la Comisión Nacional de la Competencia elementos de prueba que aporten un 
valor añadido significativo con respecto a aquéllos de los que ésta disponga.

2. Se entenderá que aportan un valor añadido significativo aquellos elementos de prueba 
que, ya sea por su naturaleza, ya por su nivel de detalle, permitan aumentar la capacidad de 
la Comisión Nacional de la Competencia de probar los hechos de que se trate.

Artículo 50.  Presentación y tramitación de las solicitudes de reducción del importe de la 
multa y solicitudes abreviadas de reducción del importe de la multa.

1. El procedimiento de reducción del importe de la multa se iniciará a instancia de la 
empresa o persona física que haya participado en el cártel, debiendo esta presentar a tal 
efecto, ante la Dirección de Competencia, una solicitud formal junto con los correspondientes 
elementos de prueba, de acuerdo con lo previsto en el artículo 46.3 de este reglamento. La 
solicitud se podrá presentar en la lengua oficial de otro Estado miembro de la Unión Europea 
siempre que exista un acuerdo al respecto entre el solicitante y la Dirección de Competencia. 
A petición del solicitante, la Dirección de Competencia podrá aceptar que la solicitud se 
presente verbalmente, acompañada de la correspondiente información y elementos de 
prueba, siendo grabada en las dependencias de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia y registrándose su trascripción.

2. El orden de recepción de las solicitudes de reducción del importe de la multa se fijará 
atendiendo a su fecha y hora de entrada en el registro del órgano de competencia al que se 
dirijan para su tramitación, con independencia del registro en el que hayan sido presentadas. 
El solicitante podrá requerir al órgano de competencia la expedición de un recibo de la 
presentación de esta solicitud, en la que deberá constar la fecha y hora de entrada en el 
registro de dicho órgano.

3. La Dirección de Competencia podrá aceptar solicitudes de reducción del importe de la 
multa presentadas con posterioridad a la notificación del pliego de concreción de hechos 
cuando, teniendo en cuenta la información obrante en el expediente, la naturaleza o el 
contenido de los elementos de prueba aportados por el solicitante así lo justifiquen.

4. La Dirección de Competencia no examinará los elementos de prueba presentados por 
una empresa o persona física que solicite la reducción del importe de la multa sin antes 
haberse pronunciado sobre la exención condicional relativa a solicitudes previas de exención 
relacionadas con el mismo cártel.

5. La Dirección de Competencia, a más tardar en el momento de notificar el pliego de 
concreción de hechos previsto en el artículo 50.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
comunicará a la empresa o persona física solicitante su propuesta al Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia sobre la reducción del importe de la multa por 
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reunirse los requisitos establecidos en el artículo 66.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o bien 
le informará de que no procede dicha propuesta por no cumplirse los requisitos para obtener 
la reducción.

Si la solicitud de reducción del importe de la multa fue presentada con posterioridad a la 
notificación del pliego de concreción de hechos, la Dirección de Competencia comunicará al 
solicitante su propuesta sobre la reducción del importe de la multa en la propuesta de 
resolución prevista en el artículo 50.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

6. De acuerdo con lo previsto en el artículo 34.1 de este reglamento, la Dirección de 
Competencia incluirá en la propuesta de resolución su propuesta de reducción del importe 
de la multa. La propuesta de reducción se hará dentro de los intervalos que corresponda 
según lo dispuesto en el artículo 66.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

7. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia fijará el 
porcentaje de reducción aplicable a cada empresa o persona física en la resolución que 
ponga fin al procedimiento sancionador.

8. En los casos en los que la empresa haya presentado o vaya a presentar una solicitud 
de reducción del importe de la multa ante la Comisión Europea por ser esta la autoridad de 
competencia particularmente bien situada para conocer del cártel, se podrá presentar ante la 
Dirección de Competencia una solicitud abreviada de reducción del importe de la multa, 
siendo de aplicación las mismas reglas que las previstas en los apartados 2 a 8 del artículo 
48 de este reglamento.

Artículo 51.  Tratamiento de las solicitudes de exención o de reducción del importe de la 
multa.

1. La Comisión Nacional de la Competencia tratará como confidencial el hecho mismo de 
la presentación de una solicitud de exención o de reducción del importe de la multa, y 
formará pieza separada especial con todos los datos o documentos de la solicitud que 
considere de carácter confidencial, incluida, en todo caso, la identidad del solicitante.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, los 
interesados tendrán acceso a los datos o documentos que, formando pieza separada 
especial de confidencialidad, sean necesarios para contestar al pliego de concreción de 
hechos.

3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, no se pondrán obtener copias de 
cualquier declaración del solicitante de exención o de reducción del importe de la multa que 
haya sido realizada por éste de forma específica para su presentación junto con la 
correspondiente solicitud.

Artículo 52.  Deber de cooperación de los solicitantes de exención o de reducción del 
importe de la multa.

A efectos de lo establecido en los artículos 65.2.a) y 66.1.b) de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, se entenderá que el solicitante de la exención o de la reducción del importe de la multa 
coopera plena, continua y diligentemente con la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia cuando, a lo largo de todo el procedimiento, cumpla los siguientes requisitos:

a) Facilite sin dilación a la Dirección de Competencia toda la información y los elementos 
de prueba relevantes relacionados con el presunto cártel que estén en su poder o a su 
disposición.

b) Quede a disposición de la Dirección de Competencia para responder sin demora a 
todo requerimiento que pueda contribuir al esclarecimiento de los hechos.

c) Facilite a la Dirección de Competencia entrevistas con los empleados y directivos 
actuales de la empresa y, en su caso, con los directivos anteriores.

d) Se abstenga de destruir, falsificar u ocultar información o elementos de prueba 
relevantes relativos al presunto cártel desde el mismo momento en que contempla solicitar la 
exención o reducción del importe de la multa.

e) Se abstenga de divulgar la presentación de la solicitud de exención o de reducción del 
importe de la multa, así como el contenido de la misma, desde el mismo momento en que 
contempla su presentación.
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Artículo 53.  Mecanismos de coordinación con los órganos competentes de las 
comunidades autónomas en los procedimientos de exención del importe de la multa.

1. En los supuestos en los que la solicitud de exención se formule ante una autoridad 
autonómica de competencia, el órgano competente de dicha comunidad autónoma, con 
carácter previo a la resolución sobre la exención condicional, notificará la solicitud de 
exención a la Comisión Nacional de la Competencia, acompañada de toda la información y 
elementos de prueba de que disponga. En dicha notificación expresará el órgano, estatal o 
autonómico, que considere competente, en aplicación de los mecanismos de coordinación y 
asignación de competencias previstos en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación 
de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la 
Competencia.

2. Igualmente, con carácter previo a la resolución sobre la exención condicional, la 
Dirección de Investigación notificará al órgano competente de la comunidad autónoma las 
solicitudes de exención, acompañada de toda la información y elementos de prueba de que 
disponga, en aquellos supuestos en los que resulte de aplicación la Ley 1/2002, de 21 de 
febrero, y las conductas denunciadas no afecten a un ámbito superior al de su comunidad 
autónoma. En dicha notificación la Dirección de Investigación expresará el órgano, estatal o 
autonómico, que considere competente.

3. Si en aplicación del artículo 2.4 de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, se produjera un 
cambio de asignación de autoridad competente, se reconocerá la exención condicional 
previamente acordada.

CAPÍTULO III
Del procedimiento de control de concentraciones económicas

Sección 1.ª De la notificación

Artículo 54.  Notificación de concentración económica.
1. La notificación prevista en los artículos 55 y 56 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, podrá 

realizarse desde que exista proyecto o acuerdo de concentración. A estos efectos, se 
considerará que existe proyecto o acuerdo:

a) En los supuestos de adquisición del control, existe proyecto o acuerdo de 
concentración desde el momento en que los partícipes consientan en realizar la operación 
que origine la concentración, y determinen la forma, el plazo y las condiciones en que vaya a 
ejecutarse.

Cuando los partícipes sean sociedades, se considerará que el acuerdo existe cuando 
haya sido adoptado por el órgano de administración, aun cuando por aplicación de normas 
legales o estatutarias fuera necesaria su adopción o ratificación posterior por otro órgano 
societario.

b) Cuando se trate de una oferta pública de adquisición, siempre que exista acuerdo del 
Consejo de Administración de las oferentes y se haya anunciado públicamente su intención 
de presentar tal oferta.

c) En el caso de fusiones de sociedades se entenderá que existe proyecto o acuerdo de 
concentración cuando se cumpla lo dispuesto en la normativa societaria.

2. La existencia de cláusulas que de cualquier modo condicionen la futura formalización 
o ejecución de dichos acuerdos no exime del cumplimiento del deber de notificar.

3. Si una vez notificado el proyecto de concentración y previamente a la resolución del 
expediente, las partes desisten de la misma, el notificante pondrá inmediatamente en 
conocimiento de la Dirección de Investigación esta circunstancia, acreditándola formalmente, 
a la vista de lo cual el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá acordar sin 
más trámite el archivo de las actuaciones.
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Artículo 55.  Notificación a través de representante.
1. Las partes obligadas a notificar de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 

de julio, podrán hacerlo por sí mismas o a través de representante debidamente acreditado.
2. Si la notificación fuera presentada por persona distinta de las obligadas a notificar de 

acuerdo con el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, o que carezca de representación 
debidamente acreditada, la Dirección de Investigación dictará resolución de inadmisión a 
trámite de la notificación.

Artículo 56.  Forma y contenido de la notificación.
1. La notificación prevista en los artículos 55 y 56 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, se 

presentará en la Comisión Nacional de la Competencia siguiendo el modelo oficial de 
formulario ordinario de notificación que figura como anexo II, o en el modelo oficial de 
formulario abreviado que figura como anexo III en los supuestos previstos en el artículo 56 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio. En el caso de notificación conjunta, se utilizará un solo 
formulario.

Adicionalmente, el notificante podrá aportar cuantos análisis, informes o estudios se 
hayan llevado a cabo y considere relevantes con relación a la concentración.

2. El obligado a notificar podrá dirigir a la Dirección de Investigación un borrador 
confidencial de formulario de notificación con el fin de aclarar los aspectos formales o 
sustantivos de la concentración, sin que ello suponga el devengo de la tasa prevista en el 
artículo 23 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

3. Sin perjuicio de que la Dirección de Investigación pueda requerir al notificante 
información adicional en cualquier momento del procedimiento, se entenderá que la 
recepción en forma de la notificación a la que se refiere el artículo 55.1 de la Ley 15/2007, de 
3 de julio, se produce, en todo caso, cuando estén cumplimentados todos los apartados del 
formulario de notificación.

Sin perjuicio de lo anterior, previa solicitud motivada del notificante, la Dirección de 
Investigación podrá eximir de la presentación de determinados apartados o documentos 
contemplados en el formulario de notificación.

4. Si la notificación no fuera presentada en forma, la Dirección de Investigación podrá 
dictar resolución de inadmisión a trámite de la notificación.

5. La Dirección de Investigación comunicará al notificante la fecha en la que se ha 
recibido en forma en la Comisión Nacional de la Competencia la notificación, así como la 
fecha en la que vence inicialmente el plazo máximo para resolver en primera fase.

6. Una vez recibida en forma la notificación, si la Dirección de Investigación comprueba 
que falta información o que se ha de completar la información contenida en cualquiera de los 
apartados del formulario de notificación, requerirá al notificante para que subsane esta falta 
de información en un plazo de diez días. En caso de no producirse la subsanación dentro de 
plazo, se tendrá al notificante por desistido de su petición, aunque ello no obsta a que la 
Dirección de Investigación pueda iniciar de oficio el expediente de control de 
concentraciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9.5 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.

7. El notificante informará inmediatamente a la Comisión Nacional de la Competencia 
sobre cualquier modificación relevante que pueda afectar al contenido del formulario de la 
notificación de la concentración durante la tramitación del expediente.

8. Conforme a lo previsto en el artículo 37.4 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección 
de Investigación podrá acordar la ampliación del plazo de resolución cuando:

a) Se presuma que la información aportada por el notificante sea engañosa o falsa, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley 15/2007, de 3 de julio;

b) se produzca una modificación esencial en los hechos contenidos en la notificación con 
posterioridad a la misma y que el notificante conociera o debiera haber conocido, siempre 
que dicha modificación pueda tener un efecto significativo sobre la evaluación de la 
concentración;

c) aparezca nueva información con posterioridad a la notificación que el notificante 
conociera o debiera haber conocido, sin perjuicio de que la Comisión Nacional de la 
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Competencia haya sido informada, siempre que esta nueva información pueda tener un 
efecto significativo sobre la evaluación de la concentración.

Artículo 57.  Formulario abreviado de notificación.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 

formulario abreviado de notificación se utilizará con el fin de notificar concentraciones 
cuando se cumpla, entre otros, uno de los siguientes supuestos:

a) Cuando ninguna de las partícipes en la concentración realice actividades económicas 
en el mismo mercado geográfico y de producto de referencia o en mercados relacionados 
ascendente o descendentemente dentro del proceso de producción y comercialización en los 
que opere cualquiera otra de las partícipes en la operación.

b) Cuando la participación de las partes en los mercados, por su escasa importancia, no 
sea susceptible de afectar significativamente a la competencia. Se considerará que existe 
una participación de menor importancia cuando en una concentración de las definidas en el 
artículo 8 de la Ley 15/2007, de 3 de julio:

1.º Las partícipes en la concentración no alcancen una cuota conjunta superior al 15 por 
ciento en el mismo mercado de producto o servicio en el ámbito nacional o en un mercado 
geográfico definido dentro del mismo, o en el caso de alcanzar una cuota conjunta superior 
al 15 por ciento e inferior al 30 por ciento, sea con una adición de cuota no superior al 2 por 
ciento, y

2.º las partícipes en la concentración no alcancen una cuota individual o conjunta del 
25% en un mercado de producto verticalmente relacionado con un mercado de producto en 
el que opere cualquier otra parte de la concentración en el ámbito nacional o en un mercado 
geográfico definido dentro del mismo.

c) Cuando una parte adquiera el control exclusivo de una o varias empresas o partes de 
empresa sobre las cuales ya tiene el control conjunto.

d) Cuando tratándose de una empresa en participación, ésta no ejerza ni haya previsto 
ejercer actividades dentro del territorio español o cuando dichas actividades sean 
marginales. Se considerará que las actividades de una empresa en participación son 
marginales en España cuando su volumen de negocios no supere o previsiblemente no vaya 
a superar los 6 millones de euros.

2. La Dirección de Investigación es la competente para requerir del notificante la 
presentación de un formulario ordinario de acuerdo con lo previsto en el artículo 56.2 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, entre otros, en los siguientes supuestos:

a) En aquellos casos en los que es difícil definir los mercados de referencia, los casos en 
que una parte sea un nuevo operador o un operador en potencia o un titular de una patente 
importante;

b) en los casos en los que no sea posible determinar adecuadamente las cuotas de 
mercado de las partes;

c) en los mercados con altas barreras a la entrada, con un alto grado de concentración o 
con problemas conocidos de competencia;

d) cuando al menos dos de las partes de la concentración estén presentes en mercados 
adyacentes estrechamente relacionados;

e) en las operaciones que puedan plantear problemas de coordinación;
f) cuando una parte adquiera el control exclusivo de una empresa en participación de la 

que ya tenga el control conjunto, cuando la parte que adquiere y la empresa en participación 
tengan conjuntamente una posición de mercado fuerte o cuando la empresa en participación 
y la parte que adquiere tengan posiciones fuertes en mercados verticalmente relacionados;

g) cuando el formulario abreviado contiene información incorrecta o engañosa.

Artículo 58.  Levantamiento de la suspensión de la ejecución.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 9.6 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 

notificante podrá solicitar en cualquier momento del procedimiento, e incluso al presentar el 
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borrador confidencial de formulario de notificación, el levantamiento de la suspensión total o 
parcial de la ejecución de la misma.

2. El notificante solicitará el levantamiento total o parcial de la suspensión de la ejecución 
mediante escrito motivado en el que expondrá los perjuicios que pueda causar la suspensión 
a la concentración y, en su caso, presentará a la Dirección de Investigación compromisos 
tendentes a eliminar los posibles efectos negativos que la ejecución de la concentración 
pudiera causar a la competencia efectiva.

3. El levantamiento de la suspensión de la ejecución será acordado por el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia a propuesta de la Dirección de Investigación.

Artículo 59.  Consulta previa a la notificación.
1. La consulta a que se refiere el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, se dirigirá 

por escrito a la Dirección de Investigación por cualquiera de las empresas partícipes en la 
concentración.

2. Corresponderá a la Dirección de Investigación la tramitación de las consultas previas y 
al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia la resolución de las mismas a 
propuesta de la Dirección de Investigación.

3. En dicha consulta deberá facilitarse a la Dirección de Investigación una descripción de 
la concentración y de las partes que intervienen, del volumen de negocios de las empresas 
partícipes en el último ejercicio contable, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, y toda la información necesaria para determinar los mercados 
relevantes y las cuotas de las empresas partícipes en los mismos, de acuerdo con las 
secciones 5.ª y 6.ª del modelo oficial de notificación previsto en el anexo II.

4. Si la información suministrada fuera considerada insuficiente, la Dirección de 
Investigación podrá requerir a las partes para que aporten la información adicional, con 
indicación de que, si así no lo hicieran, se les tendrá por desistidos de su consulta, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 9.5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

5. En aquellos casos en que la consulta formulada no se adecuase al objeto establecido 
en el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Investigación dictará 
resolución de inadmisión a trámite de la misma.

6. Las actuaciones a las que se refiere el artículo 55.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
tendrán carácter confidencial.

Artículo 60.  Tasa por análisis y estudio de las operaciones de concentración.
1. La tasa se autoliquidará por el sujeto pasivo. El ingreso de las autoliquidaciones podrá 

efectuarse en las entidades de depósito autorizadas para actuar como entidades 
colaboradoras en la recaudación, conforme a lo dispuesto en el Reglamento General de 
Recaudación y en la Orden de 4 de junio de 1998, por la que se regulan determinados 
aspectos de la gestión recaudatoria de las tasas que constituyen derechos de la Hacienda 
Pública. Alternativamente, el pago de la tasa podrá realizarse por vía telemática.

2. La cuantía de la tasa se calculará conforme a lo previsto en los apartados 5 y 6 del 
artículo 23 de la Ley 15/2007, de 3 de julio. A los efectos del cálculo del volumen de 
negocios global en España del conjunto de partícipes se tendrá en cuenta el último ejercicio 
contable y se calculará conforme a lo previsto en el artículo 5 del presente Reglamento.

3. Cuando se haya ingresado una cuota tributaria inferior a la que hubiera tenido que 
ingresarse de acuerdo con el apartado 3 del presente artículo, el notificante está obligado a 
realizar la correspondiente liquidación complementaria.

4. También está obligado el notificante a realizar la liquidación complementaria 
correspondiente cuando haya presentado el formulario de notificación abreviado y la 
Dirección de Investigación le haya exigido la presentación del formulario ordinario, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 57.2 de este Reglamento.

5. De acuerdo con la normativa sobre tasas, una vez elaborado el informe en primera 
fase al que se refiere el artículo 57 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, se devolverán, previa 
solicitud del notificante, las cantidades ingresadas por la tasa cuando:

a) La operación notificada no sea una concentración de las previstas en el artículo 7 de 
la Ley 15/2007, de 3 de julio,
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b) tratándose de una concentración de las previstas en el artículo 7 de la Ley 15/2007, 
de 3 de julio, no cumpla los requisitos de notificación obligatoria previstos en el artículo 8 de 
la mencionada Ley,

c) se trate de una concentración que España haya decidido remitir a la Comisión 
Europea de acuerdo con el artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 
de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas.

Sección 2.ª Del procedimiento

Artículo 61.  Confidencialidad del expediente.
1. De acuerdo con el artículo 27.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el hecho de la 

iniciación de un expediente de control de concentraciones será público, en particular, la 
fecha de presentación de la notificación, los nombres de las empresas partícipes, el sector 
económico afectado y una descripción sumaria de la operación.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, las actuaciones que en relación con 
la notificación lleve a cabo la Dirección de Investigación tendrán carácter confidencial hasta 
la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia tanto en primera como 
en segunda fase.

3. Recaída la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia en 
primera o en segunda fase, se notificarán la resolución y el informe previsto en los artículos 
57 y 58 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, al notificante para que, en el plazo de cinco días, 
pueda solicitar motivadamente a la Dirección de Investigación la declaración de 
confidencialidad de los contenidos que considere confidenciales. Una vez recibida la solicitud 
de declaración de confidencialidad, la Dirección de Investigación resolverá sobre la misma 
en el plazo de 10 días.

4. Si el notificante no hubiera solicitado la declaración de confidencialidad dentro del 
plazo de cinco días mencionado, se entenderá que no hay contenidos confidenciales y se 
podrán publicar inmediatamente en su totalidad la resolución y el informe correspondientes.

Artículo 62.  Procedimiento en la primera fase.
1. Recibida en forma la notificación o de oficio, de acuerdo con lo previsto en el artículo 

9.5 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de Investigación iniciará el procedimiento de 
control de concentraciones, formará expediente y procederá al análisis de la concentración, 
elevando al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia un informe y una propuesta 
de resolución basada en el informe, expresando su criterio sobre si la concentración 
notificada puede obstaculizar el mantenimiento de la competencia efectiva en todo o parte 
del mercado nacional. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57.2 de la Ley 15/2007, de 
3 de julio, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia dictará resolución en 
primera fase.

2. Cuando la operación analizada no reúna los requisitos previstos en los artículos 7 y 8 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, previo informe de la Dirección de Investigación, el Consejo 
de la Comisión Nacional de la Competencia podrá resolver sobre si la operación debe ser 
tratada como un acuerdo de empresas sujeto a las normas sobre acuerdos y prácticas 
restrictivas o abusivas de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

Artículo 63.  Informe de los reguladores sectoriales.
1. A los efectos del artículo 17.2.c) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la Dirección de 

Investigación solicitará informe al regulador sectorial, que se acompañará de una copia de la 
notificación presentada.

2. En la solicitud de informe se fijará un plazo para la emisión de éste por el regulador 
sectorial. Transcurrido dicho plazo, la Dirección de Investigación podrá acordar levantar la 
suspensión del plazo, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 37.2.d) de la Ley 15/2007, de 
3 de julio.
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Artículo 64.  Aplicación del Reglamento (CE) n.º 139/2004, del Consejo, de 20 de enero de 
2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas.

Cuando la Comisión Europea remita una concentración de acuerdo con el artículo 4.4 o 
con el artículo 9 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, 
sobre el control de las concentraciones entre empresas, los obligados legalmente a notificar 
deberán presentar ante la Comisión Nacional de la Competencia el formulario de 
notificación, de acuerdo con la Ley 15/2007, de 3 de julio, y este Reglamento. La Dirección 
de Investigación iniciará el procedimiento de control de concentraciones, formará expediente 
y procederá a su tramitación de acuerdo con lo previsto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, y su 
normativa de desarrollo.

Artículo 65.  Instrucción del procedimiento en la segunda fase.
1. Una vez acuerde el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia iniciar la 

segunda fase del procedimiento, la nota sucinta a que hace referencia el artículo 58.1 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, será comunicada al notificante con el objeto de que éste 
manifieste por escrito, en el plazo máximo de dos días, los extremos de la información 
contenida en la nota que, a su juicio y en su caso deban mantenerse confidenciales. 
Transcurrido dicho plazo, la Dirección de Investigación decidirá el contenido definitivo de la 
nota sucinta a efectos de su publicación y puesta en conocimiento de las personas físicas o 
jurídicas que puedan resultar afectadas y del Consejo de Consumidores y Usuarios.

2. La nota sucinta será publicada en la página web de la Comisión Nacional de la 
Competencia, al objeto de que cualquier afectado pueda aportar información en un plazo de 
diez días.

3. Cuando la concentración incida de forma significativa en el territorio de una comunidad 
autónoma, la Dirección de Investigación notificará al órgano autonómico respectivo la nota 
sucinta junto con copia de la notificación presentada, así como el informe elaborado por la 
Dirección de Investigación, para que remita en un plazo de veinte días informe preceptivo, no 
vinculante. Esta solicitud de informe preceptivo será notificada a los interesados, a los 
efectos del artículo 37.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 
Dirección de Investigación elaborará un pliego de concreción de hechos que, previa 
comunicación al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, será notificado a los 
interesados.

Artículo 66.  Solicitud de condición de interesado.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 58.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, las 

personas físicas o jurídicas que puedan resultar afectadas sólo podrán solicitar su condición 
de interesados una vez iniciada la segunda fase del procedimiento de control de 
concentraciones económicas.

2. En la nota sucinta se concederá un plazo de diez días dentro del cual se podrá 
solicitar la condición de interesado en el procedimiento y, en su caso, presentar alegaciones, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 58.1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, valorando el derecho 
subjetivo o interés legítimo acreditado, decidirá sobre las solicitudes de condición de 
interesado, aceptándolas o denegándolas de forma motivada, en un plazo de diez días. A tal 
efecto, no se considerarán interesados a las personas físicas o jurídicas afectadas por el 
mero hecho de que se les haya remitido la nota sucinta.

4. Las personas físicas o jurídicas que hubieran solicitado la condición de interesados en 
el plazo señalado en la nota sucinta, una vez aceptada dicha solicitud por el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia, tendrán intervención plena en los distintos trámites 
del procedimiento, en los términos establecidos en la Ley 15/2007, de 3 de julio, y en el 
presente Reglamento.

5. El ejercicio de los derechos que corresponde a las partes declaradas interesadas en 
ningún caso podrá alterar el normal desarrollo del procedimiento, ni suponer dilación en los 
plazos, ni retroacción de los trámites ya vencidos.
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Artículo 67.  Vista del expediente y alegaciones.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, tras la 

notificación del pliego de concreción de hechos a los interesados, éstos podrán solicitar a la 
Dirección de Investigación tomar vista del expediente, una vez depurados los aspectos 
confidenciales del mismo y, en su caso, formular alegaciones en un plazo de diez días.

2. En el caso de que de las alegaciones remitidas surjan nuevos elementos de juicio que 
la Dirección de Investigación considere necesario contrastar, ésta podrá conceder al 
notificante o al resto de interesados un nuevo plazo para que remitan sus observaciones al 
respecto.

3. Vencidos los plazos para remitir las alegaciones a las que hacen referencia los 
apartados 1 y 2 del presente artículo, se entenderá concluido el trámite de audiencia, salvo 
que el notificante solicite la celebración de la vista oral prevista en el artículo 58.3 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, y se elevará la propuesta de resolución al Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia.

4. La Dirección de Investigación no tendrá en cuenta en su informe las alegaciones 
presentadas fuera de los plazos a los que hacen referencia los apartados 1 y 2 del presente 
artículo. En todo caso estas alegaciones serán incorporadas al expediente, indicándose 
expresamente que se han presentado fuera de plazo.

Artículo 68.  Vista oral.
1. El notificante podrá solicitar al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia la 

celebración de una vista con arreglo al artículo 58.3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en 
cualquier momento hasta doce días después de ser notificado el pliego de concreción de 
hechos. En dicha solicitud deberá contenerse la información a que hace referencia el artículo 
19.1 de este Reglamento.

2. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia notificará al resto de 
interesados la solicitud de vista del notificante o su consideración de celebrar vista para el 
análisis o enjuiciamiento de las pretensiones objeto del expediente, al objeto de que puedan 
manifestar, en el plazo que se les indique, su voluntad de asistir y, en tal caso, aportar la 
información a que hace referencia el artículo 19.1 de este Reglamento.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de Competencia comunicará a los interesados 
que hubiesen solicitado asistir a la vista oral la fecha y la hora de celebración de la misma.

4. En su caso, una vez celebrada la vista se entenderá concluido el trámite de audiencia, 
y se elevará la propuesta de resolución al Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

Artículo 69.  Presentación de compromisos en primera y en segunda fase.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el 

notificante podrá presentar compromisos ante la Dirección de Investigación:
a) En primera fase, en un plazo de hasta veinte días a contar desde la notificación en 

forma de la concentración a la Comisión Nacional de la Competencia.
b) En segunda fase, en un plazo de hasta treinta y cinco días a contar desde el acuerdo 

del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia de inicio de la segunda fase del 
procedimiento.

2. Cuando se ofrezcan compromisos, el notificante indicará motivadamente, al tiempo de 
su presentación, cualquier información que tenga carácter confidencial y proporcionarán por 
separado una versión no confidencial de los mismos.

3. La Dirección de Investigación trasladará la propuesta de compromisos del notificante 
al Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia para su conocimiento.

4. La Dirección de Investigación examinará los compromisos presentados por el 
notificante y podrá solicitar la modificación de los mismos cuando considere que son 
insuficientes para eliminar los posibles obstáculos a la competencia que puedan derivarse de 
la operación.
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5. Los compromisos presentados en primera fase sólo podrán ser aceptados cuando el 
problema de competencia detectado sea claramente identificable y pueda ser fácilmente 
remediado.

6. El notificante deberá presentar las propuestas de modificación de compromisos dentro 
de los plazos indicados en el apartado 1 del presente artículo. Transcurridos dichos plazos, 
la Dirección de Investigación no está obligada a considerar los compromisos propuestos o 
sus modificaciones.

7. La propuesta de compromisos definitiva del notificante quedará recogida en la 
propuesta de resolución de la Dirección de Investigación en orden a someterse a la 
valoración del Consejo de la Comisión Nacional de Competencia.

Artículo 70.  Intervención del Consejo de Ministros.
1. Una vez notificada la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la 

Competencia al Ministro de Economía y Hacienda de acuerdo con el apartado 6 del artículo 
58 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, a requerimiento del Ministro de Economía y Hacienda, el 
Secretario del Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia le dará traslado de copia 
del expediente.

2. A los efectos del artículo 60.3.b) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, el Consejo de 
Ministros, a través del Ministro de Economía y Hacienda, podrá solicitar informe a la 
Comisión Nacional de la Competencia, que deberá emitirlo en el plazo de diez días.

Artículo 71.  Vigilancia de las obligaciones, resoluciones y acuerdos.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 41 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, la 

Dirección de Investigación llevará a cabo las actuaciones necesarias para vigilar la ejecución 
y el cumplimiento de las obligaciones previstas en la mencionada Ley y en sus normas de 
desarrollo, así como de las resoluciones y acuerdos que se adopten en aplicación de la 
misma en materia de control de concentraciones.

2. En el caso de que las obligaciones impuestas deriven de un acuerdo del Consejo de 
Ministros, dicho acuerdo especificará el órgano administrativo que, de acuerdo con las 
atribuciones que le sean propias, deba ser el responsable de la vigilancia.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia resolverá las cuestiones que 
puedan suscitarse durante la vigilancia, previa propuesta de la Dirección de Investigación. 
En todo caso, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia resolverá declarando 
finalizada la vigilancia.

4. Se considerará interesado en la vigilancia al responsable del cumplimiento de la 
obligación dispuesta en la Ley 15/2007, de 3 de julio, o sus normas de desarrollo, resolución 
o Acuerdo en materia de control de concentraciones sobre la que se esté llevando a cabo la 
vigilancia.

CAPÍTULO IV
Del procedimiento arbitral

Artículos 72 a 78.  
(Derogados)

CAPÍTULO V
Del procedimiento de aprobación de comunicaciones

Artículo 79.  Comunicaciones de la Comisión Nacional de la Competencia.
1. Las comunicaciones dictadas por la Comisión Nacional de la Competencia se 

elaborarán por orden de su Presidente, que recabará la emisión de un informe por la 
Dirección de Investigación y, cuando lo estime conveniente, por otros servicios técnicos de la 
Comisión Nacional de la Competencia.
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2. Cuando las comunicaciones afecten a la aplicación de los artículos 1 a 3 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio, el Consejo de Defensa de la Competencia podrá dirigir propuesta al 
Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia para que éste ordene su elaboración. 
En todo caso, las Comunicaciones referentes a los artículos 1 a 3 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, se publicarán oído el Consejo de Defensa de la Competencia.

3. Cuando la naturaleza de la comunicación lo requiera, el Presidente de la Comisión 
Nacional de la Competencia acordará un periodo de información o consulta pública a través 
de la página web de la Comisión Nacional de la Competencia.

4. Las comunicaciones de la Comisión Nacional de Competencia serán publicadas en la 
página web de la Comisión Nacional de la Competencia y en el «Boletín Oficial del Estado».

Disposición adicional única.  Referencias a la Comisión Nacional de la Competencia y a 
sus órganos de dirección.

Las referencias contenidas en este Reglamento a la Comisión Nacional de la 
Competencia y a sus órganos de dirección relativas a funciones, potestades administrativas 
y procedimientos, se entenderán también realizadas a los órganos de instrucción y 
resolución correspondientes de las Comunidades Autónomas con competencia en la materia 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

Disposición transitoria primera.  Tramitación de los procedimientos incoados tras la 
entrada en vigor de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

Las disposiciones de este Reglamento serán de aplicación a los procedimientos 
sancionadores en materia de conductas prohibidas incoados después de la entrada en vigor 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, y a los procedimientos de 
control de concentraciones iniciados después de la entrada en vigor de la misma.

Disposición transitoria segunda.  Vigilancia de acuerdos del Consejo de Ministros 
adoptados conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Tras la entrada en vigor de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, 
la Dirección de Investigación vigilará la ejecución y cumplimiento de los Acuerdos del 
Consejo de Ministros que hubiesen sido adoptados en aplicación del artículo 17 de la Ley 
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia. En todo caso, la Dirección de 
Investigación será la competente para resolver declarando finalizada la vigilancia de dichos 
acuerdos del Consejo de Ministros.

En caso de que se constatara el incumplimiento de lo ordenado en los citados acuerdos 
del Consejo de Ministros, la Dirección de Investigación será la competente, previa audiencia 
a los interesados, para recomendar al Gobierno la imposición de las multas previstas en los 
apartados 3 y 4 del artículo 18 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, sin perjuicio de la adopción de otras medidas de ejecución forzosa previstas 
en el ordenamiento.

Disposición transitoria tercera.  Autorizaciones singulares concedidas conforme a la Ley 
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Las autorizaciones singulares concedidas al amparo de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de 
Defensa de la Competencia, cuyo plazo no haya vencido a la entrada en vigor de este 
Reglamento, quedarán extinguidas, sin perjuicio de que los acuerdos no se consideran 
prohibidos mientras cumplan las condiciones previstas en el apartado 3 del artículo 1 de la 
Ley 15/2007, de 3 de julio, sin decisión administrativa expresa al respecto y bajo la 
evaluación de las propias empresas.

ANEXO I
Contenido de la denuncia

1. Identificación de las partes.
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1.1 Denunciante.
1.1.1 Denominación o razón social completa, Número de Identificación Fiscal o Número 

de Identidad Extranjero, domicilio, teléfono y fax. Persona de contacto y número de fax. En el 
caso de denuncias presentadas por empresarios individuales o sociedades sin personalidad 
jurídica que operen bajo un nombre comercial, identifíquese, asimismo, a los propietarios o 
socios, indicando sus nombres, apellidos y dirección.

1.1.2 Sucinta descripción de la empresa o asociación de empresas que presentan la 
denuncia, incluyendo su objeto social y el ámbito territorial en el que opera.

1.1.3 En el caso de denuncias presentadas en nombre de un tercero o por más de una 
persona, identifíquese al representante (o al mandatario común) y adjúntese copia del poder 
de representación.

1.2 Denunciados.
1.2.1 Denominación o razón social completa, Número de Identificación Fiscal o Número 

de Identidad Extranjero, domicilio y, en su caso, número de teléfono y fax.
1.2.2 Sucinta descripción de las empresas.
1.2.3 Forma y alcance de la participación de los denunciados en la práctica denunciada.
2. Objeto de la denuncia.
Descripción detallada de los hechos de los que se derivan la existencia de una infracción 

de las normas españolas y/o comunitarias de competencia, señalando:
2.1 Qué prácticas de las empresas o las asociaciones de empresas denunciadas tienen 

por objeto, producen o pueden producir el efecto de impedir, restringir o falsear la 
competencia en todo o en parte del mercado nacional o del mercado europeo.

2.2 En qué medida las prácticas denunciadas afectan a las condiciones de competencia 
en el mercado relevante y en qué medida afectan a los intereses de los denunciantes.

2.3 Cuáles son los productos o servicios y los mercados geográficos afectados por las 
prácticas denunciadas.

2.4 Si existe alguna regulación particular que afecte a las condiciones de competencia en 
los mercados afectados.

2.5 Si existe algún amparo legal para dicha práctica.
2.6 Cuáles son los preceptos infringidos por la práctica denunciada.
2.7 Si se solicita la adopción de medidas cautelares, cómo pueden éstas asegurar la 

eficacia de la resolución que en su momento se dicte y cuáles son los riesgos derivados de 
que se adopten y de que no se concedan para el funcionamiento del mercado y para los 
intereses de los denunciantes.

2.8 Si se solicita el tratamiento confidencial de parte de la información, delimítese el 
alcance de la confidencialidad, teniendo en cuenta que nadie puede ser condenado por 
pruebas que no le sean puestas de manifiesto, y adjúntese una versión no confidencial de 
los documentos en los que obre dicha información.

3. Datos relativos al mercado.
3.1 Naturaleza de los bienes o servicios afectados por la práctica denunciada, con 

mención, en su caso, del código de la nomenclatura combinada española (nueve cifras) o del 
código de clasificación nacional de actividades económicas (c.n.a.e.) en el caso de servicios.

3.2 Estructura del o de los mercados de estos bienes o servicios: ámbito geográfico, 
oferentes y demandantes, cuotas de mercado, grado de competencia existente en el mismo, 
existencia de productos sustitutivos, dificultades de acceso al mercado que puedan 
encontrar nuevos competidores, existencia de legislación que afecte a las condiciones de 
competencia en el mercado, así como cualquier otro dato o información relativa al mercado 
que pueda ser relevante a efectos del eventual procedimiento sancionador.

4. Existencia de interés legítimo.
Motivos por los que el denunciante estime que cumple las condiciones previstas en el 

artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para ser considerado 
interesado en el eventual expediente sancionador que pueda llegar a incoarse.
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5. Pruebas.
5.1 Identificación y dirección de las personas o instituciones que puedan testimoniar o 

certificar los hechos expuestos, en particular las de las personas afectadas por la presunta 
infracción.

5.2 Documentos referentes a los hechos expuestos o que tengan una relación directa 
con los mismos (textos de acuerdos, condiciones de transacción, documentos comerciales, 
circulares, publicidad, actas de negociaciones o asambleas, etc.). De los documentos que 
contengan información que deba ser considerada confidencial, apórtense los originales 
completos en pieza separada, así como copia censurada de tal modo que ésta pueda ser 
incorporada al expediente.

5.3 Estadísticas u otros datos que se refieran a los hechos expuestos (relativas, por 
ejemplo, a la evolución y formación de los precios, a las condiciones de oferta o de venta, a 
las condiciones usuales de las transacciones, o a la existencia de boicoteo o discriminación).

5.4 Características técnicas de la producción, ventas, necesidad de licencias, existencia 
de otras barreras de entrada en el mercado, y aportándose, o en su caso citándose, las 
referencias útiles de estudios sectoriales o de mercado y de aplicación de las normas de 
competencia, incluso de Derecho comparado, en casos similares o cercanos.

5.5 Existencia de cualquier otra prueba de la infracción, con indicación de la forma de 
actuación necesaria para que pueda ser aportada.

6. Acciones adoptadas.
Descripción de las gestiones efectuadas y de las acciones iniciadas con anterioridad a la 

denuncia, con el fin de hacer cesar la presunta infracción o sus efectos perjudiciales sobre 
las condiciones de competencia. Remítase la información de todas las gestiones y acciones 
de que se tenga conocimiento, incluso de las realizadas por cualquier otro afectado por la 
conducta objeto de la denuncia o por conductas similares. Precísese los procedimientos 
administrativos o judiciales y, en su caso, la identificación de los asuntos y los resultados de 
los procedimientos.

7. Otras informaciones.
Remisión de cualquier otra información disponible que podría permitir a los órganos de 

defensa de la competencia apreciar la existencia de prácticas prohibidas y los remedios más 
eficaces para restaurar las condiciones de competencia.

ANEXO II
Formulario ordinario de notificación de las concentraciones económicas

1. Cómo notificar.
El formulario de notificación debe dirigirse a la Comisión Nacional de la Competencia (en 

adelante CNC). Con independencia del registro en el que se presente la notificación, el inicio 
del cómputo de los plazos del procedimiento de control de concentraciones no se produce 
hasta la entrada en forma de la notificación en el registro de la CNC.

El formulario de notificación y sus documentos anejos deben presentarse con una copia 
en papel y otra en formato electrónico.

Este formulario de notificación se compone de:
a) Una carátula en la que se indicará la identidad del notificante (o de su representante), 

la identidad de los otros partícipes, la naturaleza de la operación, una descripción sumaria de 
la misma, el sector económico, la solicitud de confidencialidad y, en su caso, de 
levantamiento de la suspensión de la ejecución de la operación, así como lugar, fecha y 
firmas de los notificantes.

b) Las informaciones requeridas en las secciones 1 a 8 que deben facilitarse por su 
orden en hoja aparte y con mención del número marginal de referencia.

2. Solicitud de confidencialidad.
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El notificante indicará en la carátula de la notificación, de forma motivada, las 
informaciones que deban tratarse confidencialmente respecto a terceros o, en su caso, 
respecto a alguno de los partícipes en la operación. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 20 del presente Reglamento, deberá presentar una versión no confidencial de 
la notificación.

Sección 0. Carátula
Notificante:
Representante (si procede):
Otros partícipes:
Tipo de operación:
Sector económico (Código NACE):
Solicita:
1. Que esta notificación sea considerada a los efectos recogidos en el artículo 55 de la 

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.
2. Que la información contenida en las secciones... y en los anexos... de esta notificación 

sea tratada confidencialmente respecto de terceros y se mantenga secreta, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 42 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, por ser contenidos 
confidenciales de las empresas que participan en la concentración.

3. En su caso, el levantamiento de la obligación de suspensión de la ejecución de la 
concentración notificado, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.

Los abajo firmantes declaran que las informaciones que se proporcionan en el presente 
formulario y sus anexos son ciertas, que las opiniones son veraces y que las estimaciones 
han sido realizadas de buena fe.

Lugar, fecha y firma/s del notificante o del representante.

Sección 1.ª Información sobre las Partes
1.1 Información sobre la parte o partes que notifican.
Facilite los siguientes datos:
1.1.1 Denominación o razón social completa.
En el caso de personas físicas o sociedades sin personalidad jurídica que operen bajo 

un nombre comercial, indicar los nombres y apellidos de la persona o personas, o la 
denominación de la sociedad.

1.1.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de identificación.
1.1.3 Naturaleza de las actividades de la empresa.
1.1.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, dirección, 

número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico.
1.1.5 Dirección del notificante (o de cada uno de los notificantes) a la que puedan 

enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones de la Comisión Nacional de 
Competencia. Nombre, apellidos, número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico 
de una persona autorizada para recibir los documentos en esa dirección.

1.2 Información sobre las otras partícipes en la operación de concentración.
1.2.1 Denominación o razón social completa.
En el caso de adquisición de una parte de una o más empresas sin personalidad jurídica 

propia, identifíquese con su nombre comercial así como la razón social de los vendedores.
1.2.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de identificación.
1.2.3 Naturaleza de las actividades de la empresa.
1.2.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, dirección, 

número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico.
1.2.5 Dirección de otro partícipe en la concentración (o de otros partícipes) a la que 

puedan enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones de la Comisión 
Nacional de Competencia. Nombre, apellidos, número de teléfono, fax y dirección de correo 
electrónico de una persona autorizada para recibir los documentos en esa dirección.
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1.3 Notificación efectuada por representante.
La notificación realizada por representante deberá acompañarse del documento que 

acredite la representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción jurada si dicho 
poder está redactado en lengua no oficial del Estado español. En la acreditación deberá 
constar el nombre, apellidos y el cargo de las personas que conceden dicha acreditación.

Indíquese:
1.3.1 Nombre de las personas o entidades designadas representantes.
1.3.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de identificación.
1.3.3 Persona con quien puede establecerse contacto. Dirección, número de teléfono, 

fax y dirección de correo electrónico.
1.3.4 Dirección del representante (en Madrid, a ser posible) para el envío de 

correspondencia y la entrega de documentos.

Sección 2.ª Naturaleza, características y dimensión de la operación de concentración
2.1 Descripción de la naturaleza de la operación.
Descríbase de forma sucinta la operación de concentración, indicando, entre otras 

cosas:
2.1.1 Si la concentración constituye:
a) Una fusión entre sociedades anteriormente independientes.
b) Una adquisición de activos.
c) Una adquisición de participaciones de cualquier tipo que permita alcanzar el control 

exclusivo o conjunto de otra empresa.
d) La creación de una empresa en participación con plenas funciones en el sentido del 

artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.
e) Un contrato o cualquier otro medio que confiera un control directo o indirecto conforme 

a lo previsto en el artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.
2.1.2 Si se ven afectadas por la operación la totalidad o partes de las empresas 

partícipes.
2.1.3 Si una de las partes presenta una oferta pública de adquisición de otra, indíquese 

si esta operación cuenta con la aprobación del órgano de administración de esta última.
2.2 Elementos económicos y financieros de la operación.
Explique brevemente los pormenores económicos y financieros de la operación, 

indicando en particular, cuando proceda:
2.2.1 Los activos o valores y la cuantía y forma de la contraprestación (por ejemplo, 

fondos a percibir u obligaciones) ofrecida o convenida.
2.2.2 Las condiciones de cualquier oferta de valores efectuada.
2.2.3 Si alguna o algunas de las partes en la operación cuenta para su realización con 

apoyo financiero, de carácter público o no, se hará constar tal extremo, especificando la 
naturaleza y cuantía de tal apoyo.

2.2.4 La estructura de la propiedad y de control tras la realización de la operación.
2.2.5 El calendario de la operación, con especial referencia a la fecha en que se alcanzó 

el proyecto o acuerdo de concentración y a la fecha prevista o propuesta de los 
acontecimientos que den lugar a la ejecución de la operación.

2.2.6 Indíquese la lógica económica de la operación notificada.
2.3 Volumen de negocios de las partícipes.
La parte notificante deberá indicar los siguientes datos referidos a todas las partícipes en 

la operación de concentración durante el último ejercicio económico, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 5 de este Reglamento.

2.3.1 Volumen de negocios mundial.
2.3.2 Volumen de negocios en la Unión Europea.
2.3.3 Volumen de negocios en España.
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2.4. Señálese por qué la concentración notificada no entra en el ámbito de aplicación del 
Reglamento (CE) n.º 139/2004, del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las 
concentraciones entre empresas.

2.5 Indíquese en qué otros países y en qué fecha se ha notificado o se proyecta notificar 
la concentración.

Sección 3.ª Restricciones accesorias
3.1 Indíquese si existen restricciones a la competencia que se consideran accesorias a la 

operación de concentración notificada en el acuerdo que da lugar a la misma.
3.2 En el caso de que la contestación al punto 3.1 sea afirmativa indique si dichas 

restricciones consisten en:
3.2.1 Acuerdos o cláusulas de no competencia.
3.2.2 Acuerdos o cláusulas de no captación de recursos humanos o de otro tipo.
3.2.3 Acuerdos o cláusulas de confidencialidad.
3.2.4 Obligaciones de compra o de suministro.
3.2.5 Acuerdos de licencia.
3.2.6 Otros acuerdos o cláusulas que puedan ser valorados como restricciones a la 

competencia.
3.3 Para cada uno de los puntos del apartado 3.2 en los que la respuesta sea afirmativa, 

indique:
3.3.1 Duración del acuerdo, cláusula u obligación.
3.3.2 Contenido del acuerdo, cláusula u obligación.
3.3.3 Justificación de que tales acuerdos, cláusulas u obligaciones deban ser tratados 

como una restricción accesoria a la operación de concentración notificada.

Sección 4.ª Propiedad y control previos
Para cada una de las partícipes que intervienen en la concentración facilite una relación 

completa de todas las empresas pertenecientes al mismo grupo que operen en cualquiera de 
los mercados afectados, con indicación de su sede.

A efectos de la pertenencia a un grupo, la relación de control se entenderá de acuerdo 
con el artículo 7.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, y con lo establecido en la sección 2.ª del 
presente formulario, relativa a la naturaleza y características de la operación de 
concentración.

En particular, la lista deberá incluir una relación completa de:
4.1 Todas las empresas o personas bajo cuyo control, directo o indirecto, se encuentren 

cada una de las partícipes;
4.2 Todas las empresas que operen en cualquiera de los mercados relevantes 

controladas directa o indirectamente:
a) por las partícipes;
b) por cualquier otra de las empresas mencionadas en el punto 4.1.
Especifique la naturaleza y medios de control con respecto a cada empresa o persona 

que figure en la lista.
A la información consignada en esta sección pueden adjuntarse organigramas o 

diagramas de organización para ilustrar la estructura de propiedad y control de las 
empresas.

Con respecto a las partícipes de la concentración y a cada una de las empresas o 
personas indicadas en respuesta a la sección 4.1, facilite:

4.3 Una relación completa de cualesquiera otras empresas que operen en los mercados 
relevantes (definidos en la sección 5.ª del presente formulario) en las que las empresas o 
personas del grupo posean, individual o colectivamente, el 10% o más de los derechos de 
voto, del capital emitido en acciones o de otros títulos.

En cada caso indique quién es el titular y el porcentaje que posee.
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4.4 Con respecto a cada empresa, una relación de los miembros de sus consejos de 
administración que lo sean también de los consejos de administración o de vigilancia de 
cualquier otra empresa que opere en los mercados afectados; y, si procede, con respecto a 
cada empresa, una relación de los miembros de sus consejos de vigilancia que también lo 
sean de los consejos de administración de cualquier otra empresa que opere en los 
mercados afectados.

En cada caso, indique el nombre de la otra empresa y el cargo de que se trate.
4.5 Datos pormenorizados de las adquisiciones de empresas que operen en los 

mercados afectados, tal y como se definen en la sección 5.ª, realizadas por los grupos 
indicados en la sección 4.1 en los últimos 3 años.

Para una mejor comprensión, pueden ilustrarse los datos aportados en esta sección con 
organigramas o diagramas de organización.

Sección 5.ª Definición de mercados
Con respecto a cada una de las empresas partícipes se indicarán:
5.1 Los sectores económicos en los que operan, señalando su código NACE de cuatro 

cifras, con indicación de las asociaciones sectoriales existentes.
5.2 Los bienes o servicios comercializados por cada una de las empresas partícipes en 

la operación de concentración, agrupándolos por categorías comerciales significativas y, en 
su caso, las variaciones en la cartera de productos o servicios que se prevean en la 
operación de concentración.

5.3 Delimitación de los mercados.
El notificante debe delimitar los mercados tomando en consideración los puntos 

siguientes:
5.3.1 Mercados de producto.
Un mercado de producto comprende la totalidad de los productos y servicios que los 

consumidores consideran intercambiables o sustituibles en razón de sus características, 
físicas y técnicas, nivel de precio, el uso que se prevé hacer de ellos, sistema de distribución 
o definiciones legales o reglamentarias del producto.

Para la definición de los mercados de producto hay que tener en cuenta la posible 
existencia de productos y servicios sustitutivos a los que las partes de la operación ofrecen, 
los cuales pueden actuar como restricción competitiva a su comportamiento. Esta restricción 
competitiva puede provenir de la existencia en el mercado de otros productos y servicios que 
los consumidores consideran intercambiables (sustituibilidad por el lado de la demanda) o de 
la existencia de otros oferentes dispuestos a dedicar con inmediatez sus recursos a la oferta 
de dichos productos y servicios (sustituibilidad por el lado de la oferta).

Motive en la definición los factores que determinan la inclusión de unos productos y la 
exclusión de otros, teniendo en cuenta, por ejemplo, su sustituibilidad, las condiciones de 
competencia, los precios, la elasticidad cruzada de la demanda u otros factores pertinentes 
(por ejemplo, sustituibilidad desde el punto de vista de la oferta cuando proceda).

5.3.2 Mercados geográficos.
El mercado geográfico comprende la zona en la que las empresas partícipes desarrollan 

actividades de suministro y demanda de los productos o servicios de referencia, en las que 
las condiciones de competencia son suficientemente homogéneas y que puede distinguirse 
de otras zonas geográficas próximas debido en particular a que en éstas las condiciones de 
competencia son sensiblemente distintas.

Entre los factores que intervienen a la hora de determinar el mercado geográfico cabe 
citar la naturaleza y las características de los productos y servicios en cuestión, la existencia 
de barreras de entrada, las preferencias de los consumidores, la existencia de diferencias 
apreciables en las cuotas de mercado de las empresas en zonas geográficas próximas y la 
existencia de importantes diferencias de precios u otros factores pertinentes.

5.4 Mercados relevantes.
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A efectos de la información solicitada en el presente formulario, los mercados relevantes 
están compuestos por los mercados de producto en España o en un ámbito geográfico 
definido dentro del mismo, en los que se den las siguientes circunstancias:

a) Que dos o más partícipes de la operación desarrollen actividades empresariales en el 
mismo mercado de producto y la concentración dé lugar a una cuota de mercado individual o 
combinada de al menos el 15%.

b) Que las partícipes en la concentración alcancen una cuota individual o combinada del 
25% en un mercado de producto verticalmente relacionado con un mercado de producto en 
el que opere cualquier otra parte de la concentración en el ámbito nacional o en un mercado 
geográfico definido dentro del mismo.

5.4.1 Indique cada uno de los mercados relevantes, conforme a lo establecido en la 
sección 5.4 del formulario, en:

a) El ámbito geográfico nacional.
b) En un mercado geográfico definido dentro del mercado nacional.
5.4.2 Exponga la posición del notificante sobre el alcance del mercado geográfico en el 

sentido del punto 5.3.2 aplicable a cada uno de los mercados indicados en la sección 
anterior (5.4.1).

5.5 Otros mercados en los que la operación notificada pueda tener un impacto 
significativo.

5.5.1 Sobre la base de las definiciones de la sección 5.3, describa el alcance de los 
mercados tanto de producto, como geográficos, distintos de los mercados afectados 
señalados en la sección 5.4 en que la operación notificada pueda tener un alcance 
significativo:

a) Cualquiera de las partícipes de la concentración tenga una cuota de mercado superior 
al 25% y otra de las partícipes sea un competidor potencial respecto de ese mercado. Cabe 
considerarse que una partícipe es competidor potencial especialmente cuando tiene 
planeado entrar en un mercado o ha desarrollado o ha puesto en práctica en los últimos dos 
años tales planes.

b) cualquiera de las partícipes de la concentración tenga una cuota de mercado superior 
al 25% y otra de las partícipes en la concentración sea titular de derechos de propiedad 
intelectual importantes para ese mercado.

c) cualquiera de las partícipes en la concentración esté presente en un mercado de 
producto que sea un mercado relacionado estrechamente con un mercado de producto en el 
que opere otra de las sociedades partícipes y sus cuotas de mercado individuales o 
combinadas sean, al menos, de 25%.

Sección 6.ª Información sobre los mercados relevantes
Para cada mercado relevante facilite la siguiente información:
6.1 Cuotas de mercado.
Para el mercado nacional, los mercados definidos de ámbito inferior al nacional y, en su 

caso, para los mercados definidos en ámbitos superiores al nacional, señale para los tres 
últimos años:

a) La estimación del tamaño total del mercado expresado en valor y en el tipo de 
unidades que habitualmente se utilicen en el sector.

b) La estimación de la parte que corresponde a cada una de las empresas y grupos que 
se concentran y a cada una de las principales empresas o grupos de empresas 
competidoras cuya cuota supere el 5%.

6.2 Estructura de la oferta.
Facilítese la siguiente información:
6.2.1 Facilite nombre y apellidos, dirección, número de teléfono, fax y dirección de correo 

electrónico del jefe del departamento jurídico de cada uno de los competidores.
6.2.2 Describa la estructura de oferta del mercado y facilite la relación de los principales 

proveedores, con sus respectivos porcentajes de participación en el volumen total de 
compras de las empresas partícipes en la operación de concentración.
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6.2.3 Describa en detalle los canales y redes de distribución existentes en el mercado así 
como los utilizados por las empresas que se concentran señalando en qué grado la 
distribución es efectuada por terceros o por las mismas empresas u otras de su grupo.

6.2.4 Estime la capacidad de producción total en el mercado español durante los tres 
últimos años y la proporción que corresponde a las partes. Señale la ubicación de las 
instalaciones de producción de éstas y la tasa de utilización de la capacidad.

6.2.5 Especifique si alguna de las partes de la concentración o cualquier competidor 
tiene productos y servicios nuevos, o productos y servicios que vayan a salir al mercado en 
poco tiempo o planea ampliar capacidad de producción o venta.

6.2.6 Indíquese cuáles son, en el último ejercicio, los niveles de precios practicados por 
las empresas que se concentran en relación con los de sus principales competidores y 
cuáles son los criterios y factores para su determinación.

6.2.7 Descríbanse los principales factores que determinan la estructura de costes de los 
productos y servicios que componen el mercado y cuáles pueden ser los principales factores 
que marquen diferencias entre competidores.

6.2.8 Otros factores que determinen la estructura y características de la oferta del 
mercado.

6.3 Estructura de la demanda.
Facilítese la siguiente información:
6.3.1 Facilite nombre y apellidos, dirección, número de teléfono, fax y dirección de correo 

electrónico del jefe del departamento jurídico de cada uno de los principales clientes.
6.3.2 Describa la estructura de la demanda del mercado y facilite la relación de los 

principales clientes, con sus respectivos porcentajes de participación en el volumen total de 
ventas de las empresas partícipes en la operación. A tal efecto valore los siguientes factores:

Fase de los mercados (en expansión, madurez, declive, nacimiento) y estimación de la 
tasa de crecimiento;

importancia de las preferencias del cliente, por ejemplo en términos de fidelidad a una 
marca, prestación de servicios preventa y postventa, oferta de una gama de productos o 
efectos de red;

qué papel juega la diferenciación del producto en términos de características o calidad y 
grado de sustituibilidad de los productos de las partes en la concentración;

valoración de los costes de cambio (en tiempo y dinero) que han de asumir los clientes 
para cambiar de proveedor;

grado de concentración o fragmentación de la clientela y posible distribución en distintos 
grupos (cliente-tipo de cada grupo);

importancia de los contratos de distribución exclusiva y de otros tipos de contratos a 
largo plazo;

otros factores que determinen la estructura y características de la demanda del mercado.
6.4 Barreras a la entrada de nuevas empresas al mercado.
6.4.1 Describa en detalle las dificultades de acceso al mercado que puedan encontrar 

nuevos competidores, con especial mención de cualquiera de las siguientes que sea de 
aplicación:

a) Limitaciones a la competencia de productos importados debidas a barreras 
arancelarias o no arancelarias.

b) Limitación de acceso a los factores de producción, tales como materias primas, bienes 
intermedios, o personal cualificado.

c) Limitaciones en la creación de la red de distribución, señalando sus causas.
d) Dificultades derivadas del coste total de entrada para un nuevo competidor por 

necesidad de capital, promoción, publicidad, distribución, mantenimiento, investigación y 
desarrollo, etc.

e) Cualesquiera barreras legales o reglamentarias como la exigencia de una autorización 
oficial o la existencia de normas específicas de cualquier tipo así como las barreras 
derivadas de los procedimientos de certificación de productos o de la necesidad de labrarse 
una buena reputación en el mercado.
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f) Cualesquiera restricciones derivadas de la existencia de patentes, conocimientos 
técnicos (know-how) u otros derechos de propiedad intelectual e industrial así como de las 
derivadas de la concesión de licencias sobre tales derechos e indíquese si las partes son 
titulares de patentes o licenciatarias.

6.4.2 Indíquese si ha accedido al mercado alguna empresa importante durante los 
últimos tres años (o, si procede, un período más largo) y si es previsible la entrada de un 
nuevo operador al mercado y en qué plazo. Si las respuestas son afirmativas, aporte la 
información disponible sobre dichas empresas y persona de contacto.

6.5 Investigación y desarrollo.
6.5.1 Describa el papel y la importancia de las actividades de investigación y desarrollo 

para poder mantenerse de forma competitiva a largo plazo en los mercados considerados, 
teniendo en cuenta aspectos tales como tendencia, evolución del desarrollo tecnológico, 
principales innovaciones realizadas y ciclo de innovación.

6.5.2 Describa la naturaleza de las actividades I+D de las partes y la proporción de los 
gastos en I+D respecto a la cifra de negocios así como su significación en el mercado.

6.6 Aspectos cooperativos.
6.6.1 Indíquese si existen acuerdos de cooperación horizontal o vertical entre las 

empresas partícipes o entre éstas y otros competidores en los mercados afectados por la 
operación o en mercados conexos. En su caso, descríbase pormenorizadamente los mismos 
y apórtese copia de ellos (investigación y desarrollo, de licencia, de producción conjunta, de 
especialización, distribución, suministro a largo plazo y de intercambio de información).

6.6.2 En los casos de notificación de un control conjunto, indíquese si las empresas 
matrices mantienen o mantendrán actividad significativa en los mismos mercados, 
ascendentes o descendentes o en un mercado próximo estrechamente relacionado con 
respecto a la empresa en participación. En caso afirmativo, descríbase la participación de las 
matrices y de la empresa en común en cada uno de estos mercados, indicando la 
participación de cada una en los volúmenes de negocios de las otras.

6.7 Aspectos verticales de la operación.
Describa las implicaciones de la operación sobre los mercados ascendentes y 

descendentes del mercado relevante, así como el grado de integración vertical de los 
mismos y la posición de las partes en la operación.

Sección 7.ª Cuestiones generales
7.1 Describa y cuantifique la contribución que la operación de concentración puede 

aportar respecto a:
7.1.1 La mejora de los sistemas de producción o comercialización.
7.1.2 El fomento del progreso técnico-económico.
7.1.3 Favorecer los intereses de los consumidores o usuarios.
7.2 En el caso de que los anteriores beneficios son eficiencias que deben ser tenidas en 

cuenta a la hora de valorar la operación de concentración, acredite mediante los medios que 
estime pertinentes las mismas, cuantifíquelas, justificando el plazo en que se considera 
previsible que se desarrollen sus efectos y motive porque son:

Específicas de la operación de concentración.
No pueden obtenerse por medios alternativos.
Se trasladarán a los consumidores.
7.3 Indíquense los contextos comunitario y mundial en los que se sitúa la operación y la 

posición de las partes en ellos. Señálense los efectos previsibles para las partes de la 
operación respecto a tales contextos, en particular en cuanto a su competitividad 
internacional.
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Sección 8.ª Documentos anejos
a) Copia de los informes de gestión y cuentas anuales correspondiente al último ejercicio 

de las empresas que participen en la operación, y en su caso, de sus matrices.
b) Copia de la versión definitiva o más reciente de los documentos relativos al acuerdo 

que dé lugar a la operación de concentración y traducción si están redactados en lengua no 
oficial del Estado español, sin perjuicio de que pueda exigirse por la Dirección de 
Investigación traducción jurada de estos documentos.

c) Análisis, informes o estudios que se consideren relevantes.
d) Acuerdos de cooperación u otros según las Secciones 3.2 y 5.6.
e) Cuando se trate de ofertas públicas deberá acompañarse también el folleto de oferta 

que debe presentarse ante la Comisión Nacional del Mercado de Valores o su equivalente en 
otros países.

f) El justificante de pago de la tasa conforme a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio.

g) Poder de representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción jurada si 
está redactado en lengua no oficial del Estado español.

h) Copias de los informes o documentos explicativos que con motivo de la operación 
hayan preparado o encargado a terceros las partes para cualquiera de sus órganos de 
dirección, para los accionistas o para inversores y analistas.

Indique para cada uno de estos documentos (si no figura en el mismo) la fecha de 
elaboración, el nombre y apellidos y condición de las personas que los hayan elaborado.

ANEXO III
Formulario abreviado de notificación de las concentraciones económicas

1. Cómo notificar.
El formulario de notificación debe dirigirse a la CNC. Con independencia del registro en 

el que se presente la notificación, el inicio del cómputo de los plazos del procedimiento de 
control de concentraciones no se produce hasta la entrada en forma de la notificación en el 
registro de la CNC.

El formulario de notificación y sus documentos anejos deben presentarse con una copia 
en papel y otra en formato electrónico.

Este formulario de notificación se compone de:
a) Una carátula en la que se indicará la identidad del notificante (y representante, si 

procede), la identidad de los otros partícipes, la naturaleza de la operación, una descripción 
sumaria de la misma, motivación de la presentación del formulario abreviado, el sector 
económico, la solicitud de confidencialidad y, en su caso, de levantamiento de la suspensión 
de la ejecución de la operación, así como lugar, fecha y firmas de los notificantes.

b) Las informaciones requeridas en las secciones 1 a 7 que deben facilitarse por su 
orden en hoja aparte y con mención del número marginal de referencia.

2. Solicitud de confidencialidad.
El notificante indicará en la carátula de la notificación, de forma motivada, las 

informaciones que deban tratarse confidencialmente respecto a terceros o, en su caso, 
respecto a alguno de los partícipes en la operación. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 20 del presente Reglamento, deberá presentar una versión no confidencial de 
la notificación.

Sección 0. Carátula
Notificante:
Representante (si procede):
Otros partícipes:
Tipo de operación:
Sector económico:
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Solicita:
1. Que esta notificación sea considerada a los efectos recogidos en el/los apartado/s ... 

del artículo 56 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, con base en 
los siguientes motivos:

2. Que la información contenida en las secciones... y en los anexos... de esta notificación 
sea tratada confidencialmente respecto de terceros y se mantenga secreta, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 42 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, por ser contenidos 
confidenciales de las empresas que participan en la concentración.

3. En su caso, el levantamiento de la obligación de suspensión de la ejecución de la 
concentración notificado, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio.

Los abajo firmantes declaran que las informaciones que se proporcionan en el presente 
formulario y sus anexos son ciertas, que las opiniones son veraces y que las estimaciones 
han sido realizadas de buena fe.

Lugar, fecha y firma/s del notificante o del representante.

Sección 1.ª Información sobre las partes
1.1 Información sobre la parte o partes que notifican.
Facilite los siguientes datos:
1.1.1 Denominación o razón social completa.
En el caso de personas físicas o sociedades sin personalidad jurídica que operen bajo 

un nombre comercial, indicar los nombres y apellidos de la persona o personas o la 
denominación de la sociedad.

1.1.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de identificación.
1.1.3 Naturaleza de las actividades de la empresa.
1.1.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, dirección, 

número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico.
1.1.5 Dirección del notificante (o de cada uno de los notificantes) a la que puedan 

enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones de la Comisión Nacional de 
Competencia. Nombre, apellidos, número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico 
de una persona autorizada para recibir los documentos en esa dirección.

1.2 Información sobre las otras partícipes en la operación de concentración.
1.2.1 Denominación o razón social completa.
En el caso de adquisición de una parte de una o más empresas sin personalidad jurídica 

propia, identifíquese con su nombre comercial así como la razón social de los vendedores.
1.2.2. Domicilio social y número de identificación fiscal o código de identificación.
1.2.3 Naturaleza de las actividades de la empresa.
1.2.4 Nombre y apellidos de la persona de contacto, cargo en la empresa, dirección, 

número de teléfono, fax y dirección de correo electrónico.
1.2.5 Dirección de otro partícipe en la concentración (o de otros partícipes) a la que 

puedan enviarse documentos y, en especial, resoluciones y decisiones de la Comisión 
Nacional de Competencia. Nombre, apellidos, número de teléfono, fax y dirección de correo 
electrónico de una persona autorizada para recibir los documentos en esa dirección.

1.3 Notificación efectuada por representante.
La notificación realizada por representante deberá acompañarse del documento que 

acredite la representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción jurada si dicho 
poder está redactado en lengua no oficial del Estado español. En la acreditación deberá 
constar el nombre, apellidos y el cargo de las personas que conceden dicha acreditación.

Indíquese:
1.3.1 Nombre de las personas o entidades designadas representantes.
1.3.2 Domicilio social y número de identificación fiscal o código de identificación.
1.3.3 Persona con quien puede establecerse contacto. Dirección, número de teléfono, 

fax y dirección de correo electrónico.
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1.3.4 Dirección del representante (en Madrid, a ser posible) para el envío de 
correspondencia y la entrega de documentos.

Sección 2.ª Naturaleza, características y dimensión de la operación de concentración
2.1 Descripción de la naturaleza de la operación.
Descríbase de forma sucinta la operación de concentración, indicando, entre otras 

cosas:
2.1.1. Si la concentración constituye:
a) Una fusión entre sociedades anteriormente independientes.
b) Una adquisición de activos.
c) Una adquisición de participaciones de cualquier tipo que permita alcanzar el control 

exclusivo o conjunto de otra empresa.
d) La creación de una empresa en participación con plenas funciones en el sentido del 

artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.
e) Un contrato o cualquier otro medio que confiera un control directo o indirecto conforme 

a lo previsto en el artículo 7 de la Ley 15/2007, de 3 de julio.
2.1.2 Si se ven afectadas por la operación la totalidad o partes de las empresas 

partícipes.
2.1.3 Si una de las partes presenta una oferta pública de adquisición de otra, indíquese 

si esta operación cuenta con la aprobación del órgano de administración de esta última.
2.1.4 Describa brevemente la estructura económica y financiera de la operación de 

concentración.
2.1.5 Señale la fecha prevista para o propuesta de los principales actos conducentes al 

perfeccionamiento de la concentración.
Indique la estructura de propiedad o de control propuesta tras la realización de la 

operación.
2.1.6 Indique todo apoyo financiero o de otro tipo de cualquier procedencia (incluso 

organismos públicos recibido por alguna de las partes y la naturaleza y cuantía de dicho 
apoyo.

2.1.7 Indique el valor de la operación (el precio de compra o el valor de todos los activos 
afectados, según el caso).

2.2 Volumen de negocios de las partícipes.
La parte notificante deberá indicar los siguientes datos referidos a todos los partícipes en 

la operación de concentración durante el último ejercicio económico, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 5 de este Reglamento.

2.2.1 Volumen de negocios mundial.
2.2.2 Volumen de negocios en la Unión Europea.
2.2.3 Volumen de negocios en España.
2.3 Si la operación consiste en la adquisición del control conjunto de una empresa en 

participación proporcione la siguiente información:
2.3.1 El volumen de negocios de la empresa en participación y/o el volumen de negocios 

de las actividades aportadas a la empresa en participación y/o
2.3.2 El valor total de los activos transferidos a la empresa en participación.
2.4 Señálese por qué la concentración notificada no entra en el ámbito de aplicación del 

Reglamento (CEE) n.º 139/2004, del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de 
las concentraciones entre empresas.

2.5 Indíquese en qué otros países y en qué fecha se ha notificado o se proyecta notificar 
la concentración.

2.6 Describa los motivos económicos de la operación.

Sección 3.ª Restricciones accesorias
3.1 Indíquese si existen restricciones a la competencia que se consideran accesorias a la 

operación de concentración notificada en el acuerdo que da lugar a la misma.
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3.2 En el caso de que la contestación al punto 3.1 sea afirmativa indique si las 
restricciones accesorias a la operación consisten en:

3.2.1 Acuerdos o cláusulas de no competencia.
3.2.2 Acuerdos o cláusulas de no captación de recursos humanos o de otro tipo.
3.2.3 Acuerdos o cláusulas de confidencialidad.
3.2.4 Obligaciones de compra o de suministro.
3.2.5 Acuerdos de licencia.
3.2.6 Otros acuerdos o cláusulas que puedan ser valorados como accesorios a la 

operación de concentración.
3.3 Para cada uno de los puntos del apartado 3.2 en los que la respuesta sea afirmativa, 

indique:
3.3.1 Duración del acuerdo, cláusula u obligación.
3.3.2 Contenido del acuerdo, cláusula u obligación.
3.3.3 Justifique el hecho de que estos acuerdos, cláusulas u obligaciones sean tratados 

como una restricción accesoria a la concentración.

Sección 4.ª Propiedad y control previos
Para cada una de las partícipes que intervienen en la concentración facilite una relación 

completa de todas las empresas pertenecientes al mismo grupo que operen en cualquiera de 
los mercados relevantes, con indicación de su sede.

A efectos de la pertenencia a un grupo, la relación de control se entenderá de acuerdo 
con el artículo 7.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, y con lo establecido en la sección 2.ª del 
presente formulario, relativa a la naturaleza y características de la operación de 
concentración.

En particular, la lista deberá incluir una relación completa de:
4.1 Todas las empresas o personas bajo cuyo control, directo o indirecto, se encuentren 

cada una de las partícipes;
4.2 Todas las empresas que operen en cualquiera de los mercados relevantes 

controladas directa o indirectamente:
a) Por las partícipes;
b) por cualquier otra de las empresas mencionadas en el punto 4.1.
Especifique la naturaleza y medios de control con respecto a cada empresa o persona 

que figure en la lista.
La información suministrada en esta sección puede ir acompañada de gráficos o 

diagramas que ayuden a una mejor descripción de la estructura de control de las empresas 
antes y después de la operación.

Sección 5.ª Definición de los mercados
Con respecto a cada una de las empresas partícipes se indicarán:
5.1 Los sectores económicos en los que operan, señalando su código NACE de cuatro 

cifras, e indicación de las asociaciones sectoriales existentes.
5.2 Los bienes o servicios comercializados por cada una de las empresas partícipes en 

la operación de concentración, agrupándolos por categorías comerciales significativas y, en 
su caso, las variaciones en la cartera de productos o servicios que se prevean en la 
operación de concentración. Para cada uno de estos bienes y servicios se deberá hacer una 
descripción de las características principales de los mismos.

5.3 Delimitación de los mercados.
El notificante debe delimitar los mercados tomando en consideración los puntos 

siguientes:
5.3.1 Mercados de producto.
Un mercado de productos comprende la totalidad de los productos y servicios que los 

consumidores consideran intercambiables o sustituibles en razón de sus características, 
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físicas y técnicas, nivel de precio, el uso que se prevé hacer de ellos, sistema de distribución 
o definiciones legales o reglamentarias del producto.

Para la definición de los mercados de producto hay que tener en cuenta la posible 
existencia de productos y servicios sustitutivos a los que las partes de la operación ofrecen, 
los cuales pueden actuar como restricción competitiva a su comportamiento. Esta restricción 
competitiva puede provenir de la existencia en el mercado de otros productos y servicios que 
los consumidores consideran intercambiables (sustituibilidad por el lado de la demanda) o de 
la existencia de otros oferentes dispuestos a dedicar con inmediatez sus recursos a la oferta 
de dichos productos y servicios (sustituibilidad por el lado de la oferta).

Motive en la definición los factores que determinan la inclusión de unos productos y la 
exclusión de otros, teniendo en cuenta, por ejemplo, su sustituibilidad, las condiciones de 
competencia, los precios, la elasticidad cruzada de la demanda u otros factores pertinentes 
(por ejemplo, sustituibilidad desde el punto de vista de la oferta cuando proceda).

5.3.2 Mercados geográficos.
El mercado geográfico comprende la zona en la que las empresas partícipes desarrollan 

actividades de suministro y demanda de los productos o servicios de referencia, en las que 
las condiciones de competencia son suficientemente homogéneas y que puede distinguirse 
de otras zonas geográficas próximas debido en particular a que en éstas las condiciones de 
competencia son sensiblemente distintas.

Entre los factores que intervienen a la hora de determinar el mercado geográfico cabe 
citar la naturaleza y las características de los productos y servicios en cuestión, la existencia 
de barreras de entrada, las preferencias de los consumidores, la existencia de diferencias 
apreciables en las cuotas de mercado de las empresas en zonas geográficas próximas y la 
existencia de importantes diferencias de precios u otros factores pertinentes.

5.4 Mercados relevantes.
A efectos de la información solicitada en el presente formulario, los mercados relevantes 

están compuestos por los mercados de producto en España o en un ámbito geográfico 
definido dentro del mismo, en los que se den las siguientes circunstancias:

a) Que dos o más partícipes de la operación desarrollen actividades empresariales en el 
mismo mercado de producto.

b) Que las partícipes en la concentración alcancen una cuota individual o combinada del 
25% en un mercado de producto verticalmente relacionado con un mercado de producto en 
el que opere cualquier otra parte de la concentración en el ámbito nacional o en un mercado 
geográfico definido dentro del mismo.

Sección 6.ª Información sobre los mercados relevantes
Para cada mercado relevante facilite la siguiente información:
6.1 Una estimación de las dimensiones globales del mercado nacional, los mercados 

definidos de ámbito inferior al nacional y, en su caso, los mercados definidos en ámbitos 
superiores al nacional, tanto en valor (euros) como en volumen (unidades) de las ventas.

Indique la base y las fuentes de los cálculos y facilite documentos, en la medida en que 
estén disponibles, que confirmen suficientemente estos cálculos.

6.2 Las ventas en valor y en volumen, así como una estimación de la cuota de mercado 
de cada una de las partícipes en la concentración en el mercado nacional, los mercados 
definidos de ámbito inferior al nacional y, en su caso, en los mercados definidos en ámbitos 
superiores al nacional.

Indique, asimismo, si se han registrado cambios significativos en las cuotas de ventas y 
de mercado durante los últimos tres ejercicios.

Sección 7.ª Documentos anejos
a) Copia de los informes de gestión y cuentas anuales correspondientes al último 

ejercicio de las empresas que participen en la operación, y en su caso, de sus matrices.
b) Copia de la versión definitiva o más reciente de los documentos relativos al acuerdo 

que dé lugar a la operación de concentración y traducción si están redactados en lengua no 
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oficial del Estado español, sin perjuicio de que pueda exigirse por la Dirección de 
Investigación traducción jurada de estos documentos.

c) Análisis, informes o estudios que se consideren relevantes.
d) Acuerdos de cooperación u otros según la Sección 3.2.
e) Cuando se trate de ofertas públicas deberá acompañarse también el folleto de oferta 

que debe presentarse ante la Comisión Nacional del Mercado de Valores o su equivalente en 
otros países.

f) El justificante de pago de la tasa conforme a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 
15/2007, de 3 de julio.

g) Poder de representación o fotocopia compulsada del mismo con traducción jurada si 
está redactado en lengua no oficial del Estado español.

h) Copias de los informes o documentos explicativos que con motivo de la operación 
hayan preparado o encargado a terceros las partes para cualquiera de sus órganos de 
dirección, para los accionistas o para inversores y analistas.

Indique para cada uno de estos documentos (si no figura en el mismo) la fecha de 
elaboración, el nombre y apellidos y condición de las personas que los hayan elaborado.
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§ 31

Real Decreto 378/2003, de 28 de marzo, por el que se desarrolla la 
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en 
materia de exenciones por categorías, autorización singular y registro 

de defensa de la competencia

Ministerio de Economía
«BOE» núm. 90, de 15 de abril de 2003

Última modificación: 27 de febrero de 2008
Referencia: BOE-A-2003-7744

La Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, prohíbe en su artículo 1 
toda conducta que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, falsear 
o restringir la competencia en la totalidad o parte del mercado nacional.

La ley recoge también la posibilidad de que determinadas conductas de las prohibidas 
por el artículo 1 puedan, no obstante, ser autorizables siempre que se cumplan 
determinados requisitos. Ello es lógico, si tenemos en cuenta que determinados acuerdos 
entre empresas son beneficiosos para el mercado. Así, el artículo 3 recoge los supuestos 
para la autorización de prácticas prohibidas y el artículo 5 permite que el Gobierno, mediante 
los denominados reglamentos de exención, autorice determinadas categorías de acuerdos, 
decisiones, recomendaciones o prácticas que, conforme al artículo 3 de la ley, podrían ser 
objeto de una autorización singular. Mediante esta técnica, procedente del derecho 
comunitario, la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, permite la 
autorización en bloque de acuerdos o prácticas restrictivas de la competencia, cuando se 
dan las condiciones previstas por la propia ley.

De acuerdo con estas previsiones, se aprobó el Real Decreto 157/1992, de 21 de 
febrero, por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, en materia de exenciones por categorías, autorización singular y Registro de 
Defensa de la Competencia. Este real decreto incorporaba al ordenamiento jurídico español 
la exención de aquellos acuerdos o prácticas, referidas al mercado nacional, que ya habían 
sido objeto de exención por el derecho comunitario mediante la misma técnica.

Desde la promulgación de este real decreto en 1992, el ordenamiento comunitario ha 
experimentado una profunda transformación en la materia, con la aprobación de varios 
reglamentos de exención, entre los que deben citarse el Reglamento (CE) n.º 1400/2002 de 
la Comisión, de 31 de julio de 2002, el Reglamento (CE) n.º 240/1996 de la Comisión, de 31 
de enero de 1996, el Reglamento (CE) n.º2790/1999 de la Comisión, de 22 de diciembre de 
1999, el Reglamento (CE) n.º 2658/2000 de la Comisión, de 29 de noviembre de 2000, el 
Reglamento (CE) n.º 2659/2000 de la Comisión, de 29 de noviembre de 2000, y el 
Reglamento (CE) n.º358/2003 de la Comisión, de 27 de febrero de 2003. Estos reglamentos 
han supuesto un importante cambio de orientación en la política comunitaria de exenciones, 
han dado una mayor libertad de actuación a las empresas sin poder sustancial para alterar el 
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mercado, y han centrado la actuación de las autoridades en aquellos casos con mayor 
repercusión en la vida económica.

La búsqueda de la necesaria coherencia económica y jurídica entre la normativa 
comunitaria y nacional en materia de exenciones por categorías, así como razones de 
seguridad jurídica para las empresas que operan en España, recomiendan sustituir el Real 
Decreto 157/1992 por uno nuevo que incorpore los nuevos reglamentos de exenciones 
comunitarios, incluido el relativo al sector de los seguros que no fue incorporado entonces 
por su aprobación posterior a la entrada en vigor del real decreto al que éste sustituye y que 
también ha sido recientemente modificado.

Junto a esta actualización de la normativa nacional sobre exenciones por categorías y su 
sincronización con la vigente en el contexto comunitario, este real decreto también introduce 
algunas modificaciones en el procedimiento de autorización singular regulado en el capítulo 
II, para adaptarlo a las reformas introducidas por las Leyes 52/1999, de 28 de diciembre, de 
reforma de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, 1/2002, de 21 de 
febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en 
materia de Defensa de la Competencia, subsanar algunas de las deficiencias detectadas a lo 
largo de los 10 años de aplicación, y admitir expresamente la automática recepción por el 
derecho nacional, sin necesidad de acto expreso, de las modificaciones y sustituciones que 
experimenten los reglamentos comunitarios, lo que en el momento actual no es posible por 
la interpretación que ha prevalecido en este punto del Real Decreto 157/1992 que se deroga.

En este sentido, se ha simplificado la regulación de la tramitación por el Tribunal de 
Defensa de la Competencia de la concesión de la autorización, prescindiendo del casuismo 
procedimental en que incurriría el Real Decreto 157/1992, con lo que se dota al Tribunal de 
una mayor libertad de movimientos sin mengua ninguna de las garantías de los interesados 
en el expediente. Resuelve también el nuevo reglamento las dificultades de interpretación 
que resultaban de la desconexión entre los artículos 4.2 y 4, 10.4 y 46.3 de la Ley 16/1989, 
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, respecto de la continuación de la práctica 
objeto de solicitud mientras se tramita su autorización. Por su parte, en la renovación de la 
autorización se prevé la resolución directa por el Tribunal a la vista del informe de vigilancia 
que el Servicio de Defensa de la Competencia le remite antes de que la caducidad de la 
autorización se produzca. Y, por último, se precisan los supuestos de revocación y 
modificación de las autorizaciones singulares, indicando el procedimiento de tramitación, y 
se dedica un artículo especial a la retirada de las exenciones por categorías.

En todo caso, el ejercicio de las competencias estatales y autonómicas para la 
tramitación del procedimiento de autorización definido por este real decreto habrá de 
enmarcarse en los criterios establecidos en los puntos de conexión previstos en el artículo 1 
de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado y las 
Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Competencia.

La regulación del Registro de Defensa de la Competencia, recogida en el capítulo III, 
especifica la información registral accesible a los particulares y modifica los datos que deben 
de inscribirse en lo referente al control de concentraciones, de conformidad con la nueva 
regulación introducida por el Real Decreto 1443/2001, de 21 de diciembre, por el que se 
desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en lo referente al 
control de las concentraciones económicas.

Finalmente, se modifica el régimen de recursos previsto en el capítulo IV para adaptarlo 
a la nueva redacción del artículo 47 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, introducida también por la Ley 52/1999.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía, previa aprobación del Ministro de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 28 de marzo de 2003,
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DISPONGO:

CAPÍTULO PRELIMINAR
Objeto

Artículo 1.  Objeto.
Este real decreto tiene por objeto autorizar las categorías de acuerdos, decisiones, 

recomendaciones y prácticas concertadas o conscientemente paralelas a las que se refiere 
el artículo 5 de Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, ordenar el 
procedimiento para la concesión de autorizaciones singulares previsto en el artículo 4 de la 
citada ley y regular el Registro de defensa de la competencia.

CAPÍTULO I
Exenciones por categorías

Artículo 2.  Exenciones por categorías.
(Derogado)

Artículo 3.  Retirada de la exención.
(Derogado)

Artículo 4.  Acuerdos excluidos del régimen de exención.
Cuando por su naturaleza o contenido un acuerdo no se ajuste exactamente a ninguna 

de las categorías exentas, las partes deberán solicitar la autorización singular por el 
procedimiento previsto en el artículo 38 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, y en este real decreto.

CAPÍTULO II
Procedimiento de autorización singular

Artículo 5.  Solicitud de autorización.
1. Las solicitudes de autorización singular de acuerdos, decisiones, recomendaciones y 

prácticas prohibidas, al amparo del artículo 3 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa 
de la Competencia, se presentarán, en el formulario de solicitud que figura como anexo de 
este real decreto, ante el Servicio.

2. La solicitud deberá contener, en todo caso, todos los datos necesarios para poder 
apreciar la naturaleza y efectos de la conducta y, en particular, los datos identificativos de las 
partes que intervienen, el objeto de la solicitud y la información sobre el mercado o mercados 
afectados.

3. Cuando participen en el acuerdo, decisión, recomendación o práctica varias empresas 
o asociaciones o agrupaciones de empresas, las solicitudes se presentarán en un único 
formulario que será suscrito por todos los partícipes o por un mandatario común. Si la 
solicitud fuera presentada sólo por alguna de entre las empresas participantes, ésta deberá 
acreditar haber enviado copia completa de la solicitud a las demás empresas.

4. El solicitante acompañará la documentación requerida en el anexo citado, en 
documento original o copia auténtica. El texto del acuerdo o contrato, o la descripción de la 
práctica, para los que se solicita autorización se presentarán en castellano o con traducción 
al castellano si estuviese redactado en otra lengua.

Artículo 6.  Subsanación.
Si la solicitud de autorización no reúne los requisitos que señala el artículo anterior, se 

requerirá al interesado para que, en un plazo de 10 días, subsane la falta o aporte la 
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información preceptiva, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido 
en su petición y se archivará, previa resolución que declare su desistimiento.

Artículo 7.  Admisión a trámite y audiencia de los interesados.
1. Recibida en forma la solicitud, en la providencia de iniciación de expediente de 

autorización se nombrará instructor y secretario, lo que se notificará a los interesados, con 
expresa referencia a la fecha de iniciación y a la autoridad competente para su resolución.

2. Iniciado el expediente, el Servicio publicará una nota sucinta sobre sus extremos 
fundamentales, al objeto de que cualquier interesado pueda aportar información en un plazo 
que no excederá de 15 días. La referida nota se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» 
y, en su caso, en cualquier otro medio de difusión que garantice una publicidad suficiente, 
según lo preceptuado en el artículo 36.5 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la 
Competencia.

3. Al mismo tiempo, el Servicio realizará las indagaciones que estime necesarias, oirá a 
los interesados y solicitará el preceptivo informe del Consejo de Consumidores y Usuarios 
previsto por el artículo 22.5 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de 
Consumidores y Usuarios.

Artículo 8.  Calificación de la solicitud.
1. En el plazo máximo de 30 días desde la recepción en forma de la solicitud prevista en 

el artículo 5, el Servicio cumplimentará los trámites anteriores, calificará la solicitud y remitirá 
el expediente al Tribunal.

2. Cuando el Servicio considere que la información suministrada es manifiestamente 
insuficiente para calificar la solicitud, requerirá al solicitante o a quien proceda para que 
faciliten los datos e información necesarios en un plazo de 10 días, y quedará suspendido el 
plazo de 30 días hasta tanto sea cumplimentado el requerimiento.

3. En la calificación, el Servicio hará constar si considera que el acuerdo, decisión o 
práctica no exige autorización o, en caso contrario, si procede o no procede su autorización.

4. Si calificase que la autorización es procedente, el Servicio hará expresa indicación del 
supuesto de autorización aplicable conforme al artículo 3 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, 
de Defensa de la Competencia, y, en su caso, si se deben establecer modificaciones, 
condiciones y obligaciones, así como el período de tiempo por el que ha de otorgarse la 
autorización.

Artículo 9.  Admisión del expediente por el Tribunal.
1. El Tribunal, recibido el expediente, resolverá sobre su admisión en el plazo de cinco 

días, teniendo en cuenta si se han aportado los antecedentes necesarios. En otro caso, 
interesará del Servicio la práctica de las diligencias oportunas, las cuales podrán ser 
complementadas con las que éste considere pertinentes dentro siempre del plazo señalado 
por el Tribunal.

2. Admitido el expediente a trámite y nombrado ponente, el Tribunal, antes de dictar 
resolución, oirá, en su caso, y las veces que considere necesarias, a los interesados y al 
Servicio, conjunta o separadamente, y podrá decidir la práctica de prueba que se practicará 
en el plazo que el Tribunal señale. La audiencia será preceptiva cuando la autorización vaya 
a establecer modificaciones, condiciones u obligaciones y cuando el Servicio hubiese 
calificado en contra de la autorización solicitada.

Artículo 10.  Carga de la prueba.
La prueba de los hechos, datos o circunstancias alegados como supuestos que, 

conforme al artículo 3 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, 
puedan motivar la autorización corresponde al solicitante.

Artículo 11.  Contenido de la resolución.
1. La resolución por la que se conceda o deniegue la autorización será motivada.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 31  Exenciones por categorías, autorización singular y registro de defensa de la competencia

– 691 –



2. La resolución que conceda la autorización incluirá en su parte dispositiva el supuesto 
o supuestos de autorización aplicables conforme al artículo 3 de la Ley 16/1989, de 17 de 
julio, de Defensa de la Competencia, y separadamente cada una de las modificaciones, 
condiciones, obligaciones o cargas que se establezcan y las consecuencias de su 
incumplimiento, así como el período de tiempo por el que se otorga y la fecha de su 
efectividad que no podrá ser anterior a la fecha de presentación de la solicitud.

3. No se impondrán multas por infracción del artículo 1 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, 
de Defensa de la Competencia, respecto de los acuerdos, decisiones, recomendaciones y 
prácticas a que se refiera la solicitud que hayan sido ejecutados desde su presentación, 
salvo que el Tribunal se haya opuesto expresamente a la puesta en práctica, de acuerdo con 
el artículo 10.4 de la citada ley. Si la resolución denegara la autorización, intimará, en su 
caso, a los solicitantes y a los demás autores de las prácticas prohibidas que hayan sido 
parte en el expediente para que desistan de aquéllas, y les prevendrá de que si 
desobedecieran la intimación incurrirán en las sanciones previstas en el artículo 10 de la Ley 
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Artículo 12.  Notificación y registro.
1. La resolución se notificará al solicitante y demás interesados, si los hubiera, en el 

plazo máximo de seis meses a contar desde la presentación, en forma, de la solicitud, sin 
perjuicio de las interrupciones en el cómputo de los plazos previstas en el artículo 8. Se dará 
traslado, asimismo, al Servicio de Defensa de la Competencia para su inscripción en el 
registro.

2. A tal efecto, el Tribunal, al dar traslado al Servicio de sus resoluciones, acompañará el 
documento o documentos que contengan el acuerdo, recomendación o práctica objeto del 
expediente.

Artículo 13.  Resoluciones sobre aplicación provisional.
1. El Tribunal en el plazo de tres meses desde la presentación de la solicitud de 

autorización, y sin perjuicio de las interrupciones en el cómputo de los plazos previstas en el 
artículo 8, podrá dictar resolución motivada por la que se acuerde que no procede la 
aplicación provisional del acuerdo, decisión o recomendación o práctica objeto del 
expediente.

2. Si no lo hiciera, las empresas partícipes podrán proceder a su aplicación provisional. 
En tal caso, cuando el Tribunal dicte resolución, si fuese negativa o impusiese 
modificaciones, condiciones u obligaciones, la resolución fijará la fecha a partir de la cual ha 
de cesar la aplicación provisional, y no podrá producir ningún efecto retroactivo por el 
periodo de aplicación provisional, según lo previsto en el artículo 4.4 de la Ley 16/1989.

Artículo 14.  Revocación y modificación de autorizaciones singulares.
1. (Derogado)
2. (Derogado)
3. (Derogado)
4. (Derogado)
5. El Tribunal, recibida la propuesta del Servicio, decidirá en el plazo de cinco días su 

admisión a trámite o su devolución al Servicio para la práctica de nuevas diligencias, que 
podrán ser completadas con las que éste considere pertinentes, dentro siempre del plazo 
señalado por el Tribunal.

6. Decidida la admisión a trámite y nombrado ponente, el Tribunal oirá a los interesados 
y al Servicio, conjunta o separadamente, las veces que considere necesarias, podrá 
practicar prueba y dictará resolución que será notificada a los interesados en el plazo 
máximo de seis meses a contar desde el día siguiente al de la resolución del Tribunal que 
acordó la incoación del expediente.

Artículo 15.  Retirada de la exención por categorías.
1. (Derogado)
2. (Derogado)
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3. (Derogado)
4. (Derogado)
5. Si en el curso del procedimiento el beneficiario de la exención solicitara una 

autorización singular, ésta se acumulará al expediente de retirada de la exención y el 
Servicio incluirá también la calificación de la solicitud de autorización en el informe que 
remita el Tribunal.

Artículo 16.  Renovación de la autorización.
Antes de finalizar el plazo para que el que se concedió la autorización, el interesado 

podrá solicitar su renovación al Tribunal, quien, previo informe de vigilancia del Servicio, la 
renovará o interesará del Servicio la instrucción de un expediente que se tramitará como el 
de concesión de autorización singular.

Artículo 17.  Solicitud de autorización concurrente con expediente sancionador.
1. Cuando, iniciado un expediente sancionador, los interesados solicitaran la autorización 

del acuerdo, decisión, recomendación o práctica objeto del expediente, al amparo de lo 
previsto por el artículo 38.3 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, 
deberán formalizar la solicitud conforme a lo previsto por el artículo 5 de este real decreto.

2. La solicitud será objeto de información pública conforme al artículo 7, y su tramitación 
podrá acumularse a la del expediente sancionador, en cuyo caso el Servicio incluirá también 
la calificación de la solicitud de autorización en el informe que remita el Tribunal.

3. La resolución del Tribunal que ponga fin a este expediente contendrá por separado la 
declaración que proceda sobre las prácticas o acuerdos objeto del expediente sancionador, 
con los pronunciamientos accesorios que conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de 
Defensa de la Competencia, correspondan, y la declaración que conceda o deniegue la 
autorización en los términos establecidos por el artículo 11 de este real decreto.

4. En el supuesto de que con posterioridad a la presentación de una solicitud de 
autorización singular se formulara denuncia por los mismos hechos, en el informe de 
calificación de la solicitud se informará al Tribunal de Defensa de la Competencia del 
contenido de la denuncia.

CAPÍTULO III
Registro de defensa de la competencia

Artículos 18 a 22.  
(Derogados)

CAPÍTULO IV
Recursos

Artículo 23.  Recursos contra los actos del Servicio.
1. Los actos del Servicio que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto, 

determinen la imposibilidad de continuar un procedimiento o produzcan indefensión o 
perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos, serán recurribles ante el pleno del 
Tribunal de Defensa de la Competencia en el plazo de 10 días.

2. No se considerará que existe indefensión por denegación de práctica de pruebas 
solicitadas por parte interesada, siempre que dicha decisión se adopte mediante resolución 
debidamente motivada y las pruebas cuya práctica se solicita sean manifiestamente 
improcedentes o innecesarias y, en todo caso, cuando puedan practicarse ante el Tribunal.

3. En estos casos, y en todos aquellos en que el recurso interpuesto carezca 
manifiestamente de fundamento, el Tribunal podrá declarar su inadmisibilidad en resolución 
motivada.
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Artículo 24.  Recursos contra las resoluciones del Tribunal.
El régimen de los recursos contra las resoluciones del Tribunal reguladas en este real 

decreto será el establecido por el artículo 49 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa 
de la Competencia.

Disposición adicional única.  Referencias a los órganos de las comunidades autónomas 
con competencias en materia de defensa de la competencia.

Las referencias al Tribunal de Defensa de la Competencia y al Servicio de Defensa de la 
Competencia contenidas en este real decreto se entenderán efectuadas a los órganos 
competentes de las comunidades autónomas cuando las potestades administrativas y los 
procedimientos en él regulados se ejerzan o tramiten en relación con conductas que, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de 
Defensa de la Competencia, sean competencia de las comunidades autónomas.

Disposición transitoria única.  Acuerdos ya vigentes.
Se entenderán autorizados los acuerdos pertenecientes a alguna de las categorías 

enumeradas en el artículo 2 y que estuvieran ya vigentes antes de su entrada en vigor, 
siempre que cumplan las condiciones de exención exigibles para cada una de ellas. 
Asimismo se entenderán autorizados los acuerdos comprendidos en dichas categorías que, 
en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto, sean modificados 
por las partes para adaptarlos a las condiciones de exención requeridas para la respectiva 
categoría.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 157/1992, de 21 de febrero, por el que se desarrolla la 

Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en materia de exenciones por 
categorías, autorización singular y Registro de Defensa de la Competencia.

Disposición final primera.  Facultades de desarrollo.
El Ministro de Economía podrá, mediante orden, modificar el formulario contenido en el 

anexo de este real decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I
Formulario de solicitud de autorización singular (artículo 4, ley 16/1989)

NOTAS:
1. Este formulario se compone:
a) De una carátula en la que se indicará la identidad de los partícipes, la naturaleza del 

acuerdo y el sector económico, así como lugar, fecha y firmas de los solicitantes.
b) De las informaciones requeridas en las secciones 1 a 8, para lo que se recomienda 

facilitarlas por su orden en hoja aparte y con mención del número marginal de referencia.
2. La cumplimentación de este formulario no excluye la posibilidad de que se solicite 

información adicional.
3. La parte o partes indicarán en la solicitud, de forma motivada, las informaciones que 

deban tratarse confidencialmente, bien respecto a su divulgación entre las partes en el 
acuerdo bien respecto a terceros.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley 16/1989, el Servicio y el Tribunal 
de Defensa de la Competencia en cualquier momento del expediente podrán ordenar, de 
oficio o a instancia del interesado, que se mantengan secretos los datos o documentos que 
consideren confidenciales, formando con ellos pieza separada.

4. Este formulario no suple la notificación a la Comisión de las Comunidades Europeas 
prevista en el Reglamento n.º17 del Consejo de la Comunidad Económica Europea, de 6 de 
febrero de 1962.

5. La solicitud se presentará en:
Servicio de Defensa de la Competencia.
Dirección General de Defensa de la Competencia.
P.º de La Castellana, 162 - 28071 Madrid.

I. Identificación de los partícipes
1. Identidad del solicitante.
a) Denominación o razón social completa, numero de identificación fiscal, domicilio, 

teléfono y fax.
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Para el caso de comerciantes individuales o sociedades sin personalidad jurídica que 
operen bajo un nombre comercial, indicar también los nombres, apellidos y dirección del o de 
los propietarios o de los socios.

b) Sucinta descripción de la empresa o asociación de empresas que presentan la 
solicitud. Incluir objeto social y ámbito territorial en el que opera.

c) Enumeración de los socios que poseen participaciones significativas en el capital de la 
sociedad. Participación en otras empresas.

d) Si la solicitud se presenta en nombre de un tercero o por más de una persona, indicar 
la dirección y la calidad del representante (o del mandatario común) y unir la prueba de su 
poder de representación.

2. Identidad de los demás partícipes.
a) Denominación o razón social completa, número de identificación fiscal, domicilio, 

teléfono y fax.
b) Sucinta descripción de las empresas.
c) Indicar, en su caso, de qué forma estos otros partícipes han sido informados de esta 

solicitud.

II. Objeto de la solicitud
3. Breve descripción del acuerdo, decisión, recomendación o práctica para la que se 

solicita autorización.
4. Datos relativos al mercado. Naturaleza de los bienes o servicios afectados por el 

acuerdo, decisión, recomendación o práctica. Indique, si lo conoce, el código de la 
Nomenclatura Combinada Española (9 cifras) o código de clasificación nacional de 
actividades económicas (CNAE) en el caso de servicios. Describa la estructura del o de los 
mercados de estos bienes o servicios: vendedores, compradores, extensión geográfica, 
volumen de negocios, grado de competencia, facilidad o dificultad para nuevos 
suministradores de penetrar en el mercado; productos sustitutivos. Si notifica un contrato tipo 
(por ejemplo, con distribuidores) indique cuantos contratos individuales piensa celebrar. Si 
tiene conocimiento de estudios de mercado, dé las referencias.

5. Datos relativos a las partes.
a) Indicar si alguno de los partícipes forma parte de un grupo de empresas.
b) Cifra de ventas en euros en el último ejercicio y parte estimada de esta cifra que 

corresponde al objeto de la solicitud y cuota de mercado que representa.
c) Control existente sobre los competidores.
6. Datos relativos al acuerdo.
a) Acompañe copia de los acuerdos, contratos, decisiones o recomendaciones en 

castellano, o con traducción al castellano si estuviese redactado en otra lengua.
Si el contenido del acuerdo no consta por escrito o sólo parcialmente, dar una 

descripción completa de aquél.
b) Detallar las cláusulas que figuran en el acuerdo, decisión, recomendación o práctica 

que puedan restringir la libertad de los partícipes para tomar decisiones comerciales 
autónomas, especialmente las relativas a:

Los precios de compra o de venta, los descuentos y otras condiciones de transacción.
Las cantidades de productos que se han de fabricar o distribuir, o de servicios que se 

han de ofrecer.
El desarrollo técnico o las inversiones.
La elección de mercado o de fuente de abastecimiento.
Las compras o ventas a terceros.
La aplicación de condiciones técnicas a entregas de bienes o servicios equivalentes.
La oferta separada o conjunta de productos o servicios diferentes.
c) ¿Ha notificado este contrato a la Comisión de las Comunidades Europeas? ¿Cuál fue 

el resultado? ¿Ha recibido autorización o certificación negativa?
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7. Motivos que justifican la autorización singular en virtud del artículo 3 de la 
Ley 16/1989.

Expónganse con el mayor fundamento posible los motivos que, a juicio del solicitante, 
justifican la concesión de una autorización singular y, en especial:

1.º En qué medida los acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas contribuyen a 
mejorar la producción o la comercialización de bienes y servicios, o a promover el progreso 
técnico o económico y cumplen los siguientes requisitos:

a) Permiten a los consumidores y usuarios participar de forma adecuada de sus 
ventajas.

b) No imponen a las empresas interesadas más restricciones que las indispensables 
para la consecución de aquellos objetivos.

c) No consienten a las empresas partícipes la posibilidad de eliminar la competencia 
respecto de una parte sustancial de los productos o servicios contemplados.

O, alternativamente:
2.º En qué medida los acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas tienen por 

objeto la promoción o la defensa de las exportaciones y se encuentran justificados por la 
situación económica general o el interés público.

3.º En qué medida los acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas tienen por 
objeto la adecuación de la oferta a la demanda cuando se manifiesta en el mercado una 
tendencia sostenida de disminución de ésta, o cuando el exceso de capacidad productiva es 
claramente antieconómico y se encuentran justificados por la situación económica general o 
el interés público.

4.º En qué medida los acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas pueden 
producir una elevación suficientemente importante del nivel social y económico de zonas o 
sectores deprimidos y se encuentran justificados por la situación económica general o el 
interés público.

5.º En qué medida los acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas no son 
capaces de afectar de manera significativa a la competencia en el mercado por su escasa 
importancia.

NOTA: En el caso de que concurran varias de las circunstancias enumeradas, 
explíquelas separadamente haciendo referencia al número marginal anteriormente indicado.

8. Otras informaciones.
Suministre cualquier otra información disponible que en su opinión podría permitir a los 

órganos de la competencia apreciar si el acuerdo, decisión, recomendación o práctica 
contiene otros beneficios que pudieran justificar la autorización.

Información relacionada

• Se mantiene la vigencia de los artículos 2 y 3 del capítulo I, los artículos 14 y 15, apartados 1 
a 4, del capítulo II y el capítulo III del presente Real Decreto hasta que el Gobierno apruebe, 
en su caso, nuevos textos reglamentarios, según establece la disposición derogatoria única.2 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2007-12946, en lo que no se oponga a lo previsto 
en la misma.
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§ 32

Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 287, de 30 de noviembre de 2007

Última modificación: 3 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-2007-20555

I
Este real decreto legislativo cumple con la previsión recogida en la disposición final 

quinta de la Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los 
consumidores y usuarios, que habilita al Gobierno para que, en el plazo 12 meses, proceda 
a refundir en un único texto la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y las normas de transposición de las directivas comunitarias 
dictadas en materia de protección de los consumidores y usuarios que inciden en los 
aspectos regulados en ella, regularizando, aclarando y armonizando los textos legales que 
tengan que ser refundidos.

Para la identificación de las normas objeto de refundición se ha considerado el listado del 
anexo de la Directiva 98/27/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 
1998, relativa a las acciones de cesación en materia de protección de los intereses de los 
consumidores y usuarios, que identifica las disposiciones comunitarias dictadas en materia 
de protección de los consumidores y usuarios, y, en consecuencia, las normas de 
transposición respecto de las cuales debe examinarse la procedencia de su incorporación al 
texto refundido.

Analizado el anexo de la citada directiva, se integran en el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias las 
normas de transposición de las directivas comunitarias que, dictadas en materia de 
protección de los consumidores y usuarios, inciden en los aspectos contractuales regulados 
en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, 
y que establecen el régimen jurídico de determinadas modalidades de contratación con los 
consumidores, a saber: los contratos celebrados a distancia y los celebrados fuera de 
establecimiento comercial.

La regulación sobre garantías en la venta de bienes de consumo, constituye 
transposición de directiva comunitaria que incide en el ámbito de la garantía regulado por la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, procediéndose, igualmente a 
su refundición.

Asimismo, se incorpora a la refundición la regulación sobre viajes combinados, por 
tratarse de una norma de transposición de directiva comunitaria que se integra en el acervo 
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comunitario de protección de los consumidores y establece un régimen jurídico específico en 
la contratación con consumidores no afectado por las normas estatales sectoriales sobre 
turismo.

Además, se incorpora al texto refundido la regulación sobre la responsabilidad civil por 
daños causados por productos defectuosos, norma de transposición de directiva comunitaria 
que incide en aspectos esenciales regulados en la Ley General de Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, y que, como de manera unánime reconoce la doctrina y 
jurisprudencia requiere aclarar y armonizar sus respectivas regulaciones, al objeto de 
asegurar una adecuada integración entre ellas, superando aparentes antinomias.

Otras normas de transposición de las directivas comunitarias citadas en el anexo de la 
Directiva 98/27/CE, sin embargo, instrumentan regímenes jurídicos muy diversos que 
regulan ámbitos sectoriales específicos alejados del núcleo básico de la protección de los 
consumidores y usuarios.

Tal es el caso de las leyes que regulan los servicios de la sociedad de la información y el 
comercio electrónico, las normas sobre radiodifusión televisiva y la Ley 29/2006, de 26 de 
julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios.

La Ley 7/1995, de 23 de marzo, de crédito al consumo, aún cuando contiene una 
regulación específica de los contratos con consumidores, no se incorpora a la refundición en 
consideración a su incidencia específica, también, en el ámbito financiero. Tales 
circunstancias determinan que las prescripciones de la Ley de crédito al consumo se 
completen no sólo con las reglas generales contenidas en la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, sino también con aquéllas propias 
reguladoras de los servicios financieros, en particular las referidas a las obligaciones de las 
entidades de crédito en relación con la información a los clientes, publicidad y transparencia 
de las operaciones. Por ello, se considera que se integra de manera más armónica la 
regulación sobre crédito al consumo en este grupo de disposiciones financieras. Coadyuva 
esta decisión la incorporación al ordenamiento jurídico interno, mediante Ley 22/2007, de 11 
de julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los 
consumidores, de la Directiva 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
septiembre de 2002, relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros 
destinados a los consumidores, y por la que se modifican la Directiva 90/619/CEE del 
Consejo y las Directivas 97/7/CE y 98/27/CE.

El peculiar régimen de constitución de los derechos de aprovechamiento por turno de 
bienes inmuebles de uso turístico y el establecimiento de normas tributarias específicas en la 
Ley 42/1998, de 15 de diciembre, que transpuso al ordenamiento jurídico interno la Directiva 
94/47/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 1994, desaconseja, 
asimismo, su inclusión en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias dada su indudable incidencia 
también en los ámbitos registral y fiscal, ajenos al núcleo básico de protección de los 
consumidores.

Tampoco es objeto de refundición la Ley 34/1998, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, ya que su ámbito subjetivo de aplicación incluye también las relaciones entre 
empresarios y su contenido está pendiente de revisión como consecuencia de la aprobación 
de la Directiva 2005/29/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, 
relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas con los consumidores en el 
mercado interior, que debe ser incorporada a nuestro ordenamiento jurídico.

Por último, las normas reglamentarias que transponen directivas dictadas en materia de 
protección a los consumidores y usuarios, tales como las relativas a indicación de precios, 
etiquetado, presentación y publicidad de productos alimenticios, etcétera, no se incorporan al 
texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, toda vez que, como ha declarado el Consejo de Estado, la 
delegación legislativa no autoriza a incorporar al texto refundido disposiciones 
reglamentarias, ni para degradar el rango de las disposiciones legales excluyéndolas de la 
refundición.

En consecuencia, el cumplimiento del mandato contenido en la disposición final quinta 
de la Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los consumidores y 
usuarios, exige incorporar al texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
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Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, la Ley 26/1991, de 21 de 
noviembre, sobre contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles; la 
regulación dictada en materia de protección a los consumidores y usuarios en la Ley 
47/2002, de 19 de diciembre, de reforma de la Ley de Ordenación del Comercio Minorista, 
para la transposición al ordenamiento jurídico español de la Directiva sobre contratos a 
distancia; la Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías en la Venta de Bienes de Consumo, la 
Ley 22/1994, de 6 de julio, de responsabilidad civil por los daños causados por productos 
defectuosos y la Ley 21/1995, de 6 de julio, sobre viajes combinados.

II
El texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 

otras leyes complementarias se estructura en cuatro libros.
El libro primero se divide en cinco títulos. El primero, relativo a las disposiciones 

generales, incorpora una delimitación del ámbito de aplicación de la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y una lista de conceptos 
reiteradamente utilizados en ella, asegurando una mayor claridad en la redacción, evitando 
repeticiones innecesarias e integrando las lagunas que había identificado la doctrina. En este 
título se regulan, asimismo, los derechos de los consumidores y usuarios y la legislación 
básica sobre ellos.

El título II de este libro primero contiene la regulación del derecho de representación, 
consulta y participación e incorpora el régimen jurídico básico de las asociaciones de 
consumidores y usuarios adoptado en la modificación normativa introducida por la Ley de 
mejora de la protección de los consumidores y usuarios.

En el título III del libro primero se incorpora la regulación en materia de cooperación 
institucional, especialmente relevante en la protección de los consumidores y usuarios 
teniendo en cuenta las competencias en la materia de las comunidades autónomas y de las 
entidades locales. Se integra así en un título específico la regulación de la Conferencia 
Sectorial de Consumo incorporada en la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios en la modificación realizada por la Ley de mejora de los consumidores y usuarios y 
las disposiciones específicas sobre cooperación institucional en materia de formación y 
control de la calidad.

Se fundamentan, en consecuencia, las disposiciones de este título en el principio de 
cooperación, en relación con el cual el Tribunal Constitucional, entre otras en STC 13/2007, 
FJ 7, viene señalando que «las técnicas de cooperación y colaboración «son 
consustanciales a la estructura compuesta del Estado de las Autonomías» (STC 13/1992, de 
6 de febrero, F.7; y en el mismo sentido SSTC 132/1996, de 22 de julio F.6 y 109/1998, de 21 
de mayo, F.14) y que el principio de cooperación «que no necesita justificarse en preceptos 
constitucionales o estatutarios concretos» (STC 141/1993, de 22 de abril, F.6.ñ; y en el 
mismo sentido STC 194/2004, de 4 de noviembre, F.9) «debe presidir el ejercicio respectivo 
de competencias compartidas por el Estado y las comunidades autónomas (STC 13/1988, 
de 4 de febrero, F.2; en el mismo sentido, STC 102/1995, de 26 de junio, f. 31) (...)».

La sentencia del Tribunal Constitucional 15/1989, de 26 de enero de 1989, y el régimen 
jurídico vigente, atendiendo a las competencias asumidas por las comunidades autónomas y 
las entidades locales en materia de protección de los consumidores y usuarios, ha exigido 
regularizar y aclarar muchas de las disposiciones contenidas en la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y ahora incorporadas al libro 
primero, títulos I y III.

En particular, se circunscriben las obligaciones impuestas a los medios de comunicación, 
a la radio y televisión de titularidad estatal, insertándose tales obligaciones en el ámbito de la 
potestad de autoorganización de la Administración General del Estado.

Igualmente, atendiendo a las competencias de las entidades locales en materia de 
defensa de los consumidores y usuarios y sin perjuicio de la participación de la asociación de 
entidades locales con mayor implantación en la Conferencia Sectorial de Consumo, 
conforme previene el artículo 5.8 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se 
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establece expresamente la cooperación institucional entre la Administración General del 
Estado y las entidades locales a través de la asociación con mayor implantación.

El título IV contiene las disposiciones en materia de procedimiento sancionador e 
infracciones y sanciones.

El título V, último del libro, articula el acceso a la justicia de los consumidores y, en 
particular, incorpora la regulación de las acciones de cesación frente a las conductas 
contrarias a la regulación contenida en el texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias y el Sistema Arbitral de 
Consumo.

En la regulación del Sistema Arbitral del Consumo contenida en el capítulo II de este 
título V, se incorporan las importantes modificaciones introducidas por la Ley de mejora de la 
protección de los consumidores y usuarios, en el régimen jurídico de este eficaz mecanismo 
de resolución extrajudicial de conflictos.

Conforme a la regulación adoptada, los pactos de sumisión al arbitraje se conducen al 
momento en el que el consumidor puede evaluar correctamente el alcance de la decisión 
que, en la mayor parte de los casos, se ve obligado a adoptar, y que es aquél en el que 
surge la controversia. Se eleva con ello la protección del usuario ante fórmulas arbitrales no 
siempre lícitas y se garantiza la no renuncia previa a los derechos reconocidos legalmente. 
Esta regla se completa con la determinación de la nulidad de los pactos suscritos 
contraviniéndola, en aplicación de las previsiones de la propia Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios sobre la irrenunciabilidad de los derechos reconocidos por 
la ley al consumidor. La tipificación de su vulneración, como infracción de consumo, se 
deduce claramente de la letra k) del artículo 49.1 en el que se califica como tal el 
incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidas en esta Ley y 
disposiciones que la desarrollen.

Se incorpora al articulado, asimismo, las precisiones introducidas por la reiterada Ley 
44/2006, de 29 de diciembre, sobre la determinación reglamentaria de los supuestos en que 
podrá interponerse reclamación ante la Junta Arbitral Nacional frente a las resoluciones de 
las juntas arbitrales territoriales sobre admisión e inadmisión de solicitudes de arbitraje y el 
establecimiento, asimismo, en la norma reglamentaria, de los supuestos en que actuará un 
árbitro único en la administración del arbitraje de consumo.

El libro segundo, que regula relaciones jurídicas privadas, se estructura en cinco títulos. 
El título I, en el que se contienen las disposiciones generales de los contratos con los 
consumidores, siguiendo el régimen contenido en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y estableciendo, conforme a las 
previsiones de las normas que se incorporan al texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, el régimen común 
del derecho de desistimiento en aquellos contratos en los que se prevé tal derecho.

Se incorporan en este título las disposiciones introducidas por la Ley de mejora de la 
protección de los consumidores, en materia de contratos con los consumidores.

Esta ley, para evitar la imposición a los consumidores de obstáculos onerosos o 
desproporcionados para el ejercicio de los derechos reconocidos en el contrato y en 
coherencia con lo previsto en la Directiva 2005/29/CEE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de mayo de 2005, sobre prácticas comerciales desleales, que prohíbe los 
obstáculos no contractuales para el ejercicio de tales derechos, y en tal sentido deberá ser 
transpuesta a nuestro ordenamiento jurídico, prohíbe las cláusulas contractuales que 
establezcan estas limitaciones y, en particular, la imposición de plazos de duración excesiva 
o las limitaciones que excluyan u obstaculicen el derecho del consumidor a poner fin al 
contrato.

En los contratos de prestación de servicios o suministro de bienes de tracto sucesivo o 
continuado, se han observado prácticas obstruccionistas al derecho del consumidor a 
ponerles fin. Para evitarlas, se introducen reformas para que quede claramente establecido, 
tanto en la fase previa de información como en la efectiva formalización contractual, el 
procedimiento mediante el cual el consumidor puede ejercitar este derecho y se asegura que 
pueda ejercitarlo en la misma forma en que contrató, sin sanciones o cargas.

Estas reglas se completan con dos previsiones. De un lado, la integración del contrato 
conforme a la buena fe objetiva, según las reglas de interpretación e integración del Código 
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Civil y las exigencias de la leal competencia. Se refuerza así la posición contractual del 
consumidor y se establece con claridad en la norma la interpretación que del artículo 1258 
del Código Civil mantenían la doctrina y jurisprudencia más avanzada.

De otro lado, estableciendo la necesidad de que la información precontractual obligatoria 
se facilite al consumidor de forma gratuita, sin costes adicionales. Esta previsión tiene por 
objeto evitar prácticas lesivas, conforme a las cuales el cumplimiento de las obligaciones 
legales de los empresarios no sólo suponen costes adicionales a los consumidores, sino una 
retribución adicional al operador, mediante la utilización de las nuevas tecnologías. Nuevas 
tecnologías que, por otra parte, permiten la prestación gratuita de la información mínima 
exigible, conforme ya está previsto en algunos ámbitos de la actividad económica.

El título II establece el régimen jurídico en materia de cláusulas contractuales no 
negociadas individualmente y cláusulas abusivas, conforme a las previsiones contenidas en 
la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Es en este título en el que quedan incorporadas las modificaciones introducidas por la 
Ley de mejora en materia de cláusulas y prácticas abusivas. Tal es el caso del 
fortalecimiento de la protección del consumidor adquirente de vivienda cuando se precisa el 
carácter abusivo de las cláusulas que le trasladen gastos que corresponden al profesional, 
como los impuestos en los que el sujeto pasivo es el vendedor, o los gastos de las 
conexiones a los suministros generales de la vivienda, con el fin de evitar cláusulas no 
negociadas que trasladan dichos gastos al consumidor.

Se incorporan, asimismo, las previsiones tendentes a dar mayor claridad en las 
modalidades de cálculo del precio de los contratos, evitando la facturación de servicios no 
prestados efectivamente.

En materia contractual, asimismo, se clarifica la equiparación entre las estipulaciones 
contractuales no negociadas y las prácticas no consentidas expresamente con idénticos 
efectos para los usuarios y en el ámbito sancionador.

Los títulos III y IV se destinan, respectivamente, a regular los contratos con 
consumidores celebrados a distancia y fuera de los establecimientos mercantiles.

Se incorporan así al texto refundido las disposiciones destinadas a regular las relaciones 
jurídicas con los consumidores en los contratos a distancia de bienes y servicios contenidas 
en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, modificada por la 
Ley 47/2002, de 19 de diciembre, de reforma de la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio 
Minorista, para la transposición al ordenamiento jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en 
materia de contratos a distancia y para la adaptación de la Ley a diversas directivas 
comunitarias.

Como consecuencia de esta refundición la regulación sobre contratos a distancia 
contenida en la Ley 7/1996, de 15 de enero, queda vigente para la regulación de las 
relaciones empresariales.

Igualmente se incorpora al texto refundido la regulación contenida en la Ley 26/1991, de 
21 de noviembre, sobre contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles.

El título V, último del libro segundo, regula el régimen de garantías y servicios posventa, 
integrando armónicamente el régimen de garantías previsto en la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y la regulación contenida en la Ley 23/2003, de 10 
de julio, de Garantías en la Venta de Bienes de Consumo.

El libro tercero armoniza el régimen de responsabilidad civil por daños causados por 
productos defectuosos, previsto en la Ley 22/1994, de 6 de julio, y las disposiciones sobre 
responsabilidad contenidas en el capítulo VIII de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Este libro se divide en tres títulos. El título I en el que se contienen las disposiciones 
comunes en materia de responsabilidad por daños causados por bienes y servicios 
defectuosos, el título II en el que se regula la responsabilidad civil causada por productos 
defectuosos y el título III en el que se regula la responsabilidad causada por el resto de los 
bienes y servicios.

En el libro cuarto, por último, se incorpora la regulación específica sobre viajes 
combinados. Este libro de divide en dos títulos, el primero sobre disposiciones generales y el 
segundo sobre resolución del contrato y responsabilidades.
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Las tres disposiciones transitorias del texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias garantizan que no se altere 
el régimen transitorio respecto de la garantía comercial, mantienen el régimen transitorio en 
los bienes que han de ser considerados como bienes de naturaleza duradera y determinan la 
inaplicabilidad de la Ley 22/1994, de 6 de julio, a los productos que aún pudiera haber en 
nuestro mercado, puestos en circulación con anterioridad al 8 de julio de 1994.

En tres disposiciones finales se mantiene la habilitación al Gobierno para modificar las 
cuantías establecidas en el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias y para el desarrollo reglamentario 
de lo dispuesto en la ley, manteniendo la aplicabilidad del régimen reglamentario en materia 
de infracciones y sanciones en los términos previstos en la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios.

La atribución al Gobierno, en la disposición final segunda, de facultades de desarrollo 
reglamentario en el ámbito de sus competencias incluye las materias sobre las que el Estado 
tiene competencias exclusivas y excepcionalmente, en relación con las normas enumeradas 
en el apartado 2 de la disposición final primera del real decreto legislativo, en aquéllos 
supuestos en los conforme a la doctrina constitucional, y con el carácter de excepcionalidad 
proclamado por el Tribunal Constitucional, se justifica el recurso al reglamento para 
establecer normas básicas.

Conforme a esta doctrina, la invocación de esta «dispensa excepcional» de la suficiencia 
de rango normativo de las bases (STC 69/1988, 194/2004) sólo esta justificada en 
determinados supuestos. Así, «cuando resulta complemento indispensable para asegurar el 
mínimo común denominador establecido en las normas básicas» (entre otras SSTC 25/1983, 
32/1983 y 48/1988); o «cuando, por la naturaleza de la materia, resultan complemento 
necesario para garantizar la consecución de la finalidad objetiva a que responde la 
competencia estatal sobre las bases» o, por último, cuando la ley formal no es el instrumento 
idóneo para regular exhaustivamente todos los aspectos básicos de la materia debido al 
«carácter marcadamente técnico o a la naturaleza coyuntural y cambiante» de los mismos» 
(STC 131/1996).

De este modo, siendo constitucionalmente admisible reconocer al Gobierno la potestad 
de complementar las normas básicas con disposiciones reglamentarias, tal posibilidad queda 
circunscrita a los supuestos en que tal facultad es constitucionalmente admisible conforme a 
la doctrina del Tribunal Constitucional.

III
El texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 

otras leyes complementarias pretende, asimismo, aproximar la legislación nacional en 
materia de protección de los consumidores y usuarios a la legislación comunitaria, también 
en la terminología utilizada. Se opta por ello por la utilización de los términos consumidor y 
usuario y empresario.

Así, el concepto de consumidor y usuario se adapta a la terminología comunitaria, pero 
respeta las peculiaridades de nuestro ordenamiento jurídico en relación con las «personas 
jurídicas».

El consumidor y usuario, definido en la ley, es la persona física o jurídica que actúa en un 
ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional. Esto es, que interviene en las 
relaciones de consumo con fines privados, contratando bienes y servicios como destinatario 
final, sin incorporarlos, ni directa, ni indirectamente, en procesos de producción, 
comercialización o prestación a terceros.

Se incorporan, asimismo, las definiciones de empresario, productor, producto y 
proveedor, al objeto de unificar la terminología utilizada en el texto. Las definiciones de 
empresario, productor y producto son las contenidas en las normas que se refunden. El 
concepto de proveedor es el de cualquier empresario que suministra o distribuye productos 
en el mercado, distinguiéndose del vendedor, que, aunque no se define, por remisión a la 
legislación civil es quien interviene en un contrato de compraventa, en el caso de esta ley, 
actuando en el marco de su actividad empresarial.

Por otra parte, las referencias a las Administraciones públicas competentes o la inclusión 
en el texto refundido de normas sobre contratos cuyo control administrativo está atribuido a 
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administraciones sectoriales distintas de las competentes en materia de consumo, no tiene 
efectos de atribución o modificación de las competencias administrativas atribuidas por la 
normativa estatal o autonómica que resulte de aplicación.

El texto refundido no prejuzga cuáles sean las Administraciones públicas competentes 
en relación con las materias contenidas en él, consciente de que la protección de los 
consumidores es una materia pluridisciplinar en la que concurren diversas Administraciones. 
Las Administraciones públicas competentes serán, en cada caso, las que tengan atribuida tal 
competencia por razón de la materia con pleno respeto a la autonomía organizativa de las 
distintas Administraciones involucradas, en particular en las materias relacionadas con la 
salud y el turismo.

IV
En la tramitación del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, se ha dado audiencia al Consejo 
de Consumidores y Usuarios y a las organizaciones empresariales más representativas y se 
ha contado con el parecer de las comunidades autónomas, de la Federación Española de 
Municipios y Provincias y del Consejo Económico y Social.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo y de Justicia, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 16 de noviembre de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único.  Aprobación del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

Se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, al que se incorpora lo dispuesto en la Ley 26/1984, 
de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y la regulación 
sobre contratos con los consumidores o usuarios celebrados fuera de los establecimientos 
mercantiles y a distancia; las disposiciones sobre garantías en la venta de bienes de 
consumo; la regulación sobre responsabilidad civil por los daños causados por productos 
defectuosos y la regulación sobre viajes combinados.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Se derogan las siguientes disposiciones:
1. Los artículos 48 y 65.1, letras n) y ñ) y la disposición adicional primera de la Ley 

7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista. Igualmente se derogan en la 
disposición final única de la Ley 7/1996, de 15 de enero, las menciones que se realizan al 
artículo 48 y la disposición adicional primera en su párrafo primero e íntegramente su último 
párrafo.

2. La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios.

3. Ley 26/1991, de 21 de noviembre, sobre contratos celebrados fuera de los 
establecimientos mercantiles.

4. Ley 22/1994, de 6 de julio, de responsabilidad civil por los daños causados por 
productos defectuosos.

5. Ley 21/1995, de 6 de julio, reguladora de los viajes combinados
6. Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías en la Venta de Bienes de Consumo

Disposición final primera.  Título competencial.
1. El capítulo I del título I del libro primero, en el que se define su ámbito de aplicación y 

el artículo 10, tienen carácter básico en relación con los preceptos del apartado 2 de esta 
disposición y se dictan en el uso de competencias exclusivas del Estado en relación con las 
disposiciones del apartado 3.
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2. Los artículos 8, 9, 17.1 y 3, 18, 23. 1 y 3, 25 y 26; los capítulos III y V del título I del 
libro primero y el título IV del libro primero tienen carácter básico al dictarse al amparo de las 
competencias que corresponden al Estado en el artículo 149.1.1.ª, 13.ª, 16.ª y 18.ª de la 
Constitución Española.

3. El artículo 24 y el título V del libro primero, los libros segundo, tercero y cuarto, las 
disposiciones transitorias y las disposiciones finales se dictan en base a las competencias 
exclusivas que corresponden al Estado en materia de legislación mercantil, procesal y civil, 
conforme al artículo 149.1. 6.ª y 8.ª de la Constitución española.

4. El resto de los preceptos del título II del libro primero serán de aplicación a las 
asociaciones de consumidores y usuarios de competencia estatal.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias

LIBRO PRIMERO
Disposiciones generales

TÍTULO I
Ámbito de aplicación y derechos básicos de los consumidores y usuarios

CAPÍTULO I
Ámbito de aplicación

Artículo 1.  Principios generales.
En desarrollo del artículo 51.1 y 2 de la Constitución que, de acuerdo con el artículo 53.3 

de la misma, tiene el carácter de principio informador del ordenamiento jurídico, esta norma 
tiene por objeto establecer el régimen jurídico de protección de los consumidores y usuarios 
en el ámbito de las competencias del Estado.

En todo caso, la defensa de los consumidores y usuarios se hará en el marco del 
sistema económico diseñado en los artículos38 y 128 de la Constitución y con sujeción a lo 
establecido en el artículo 139.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
Está norma será de aplicación a las relaciones entre consumidores o usuarios y 

empresarios.

Artículo 3.  Conceptos de consumidor y usuario y de persona consumidora vulnerable.
1. A efectos de esta ley, y sin perjuicio de lo dispuesto expresamente en sus libros 

tercero y cuarto, son consumidores o usuarios las personas físicas que actúen con un 
propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión.

Son también consumidores a efectos de esta norma las personas jurídicas y las 
entidades sin personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una 
actividad comercial o empresarial.

2. Asimismo, a los efectos de esta ley y sin perjuicio de la normativa sectorial que en 
cada caso resulte de aplicación, tienen la consideración de personas consumidoras 
vulnerables respecto de relaciones concretas de consumo, aquellas personas físicas que, de 
forma individual o colectiva, por sus características, necesidades o circunstancias 
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personales, económicas, educativas o sociales, se encuentran, aunque sea territorial, 
sectorial o temporalmente, en una especial situación de subordinación, indefensión o 
desprotección que les impide el ejercicio de sus derechos como personas consumidoras en 
condiciones de igualdad.

Artículo 4.  Concepto de empresario.
A efectos de lo dispuesto en esta norma, se considera empresario a toda persona física 

o jurídica, ya sea privada o pública, que actúe directamente o a través de otra persona en su 
nombre o siguiendo sus instrucciones, con un propósito relacionado con su actividad 
comercial, empresarial, oficio o profesión.

Artículo 5.  Concepto de productor.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 138, a efectos de lo dispuesto en esta norma 

se considera productor al fabricante del bien o al prestador del servicio o su intermediario, o 
al importador del bien o servicio en el territorio de la Unión Europea, así como a cualquier 
persona que se presente como tal al indicar en el bien, ya sea en el envase, el envoltorio o 
cualquier otro elemento de protección o presentación, o servicio su nombre, marca u otro 
signo distintivo.

Artículo 6.  Concepto de producto.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 136, a los efectos de esta norma, es 

producto todo bien mueble conforme a lo previsto en el artículo 335 del Código Civil.

Artículo 7.  Concepto de proveedor.
A efectos de esta norma es proveedor el empresario que suministra o distribuye 

productos en el mercado, cualquiera que sea el título o contrato en virtud del cual realice 
dicha distribución.

CAPÍTULO II
Derechos básicos de los consumidores y usuarios

Artículo 8.  Derechos básicos de los consumidores y usuarios.
1. Son derechos básicos de los consumidores y usuarios y de las personas 

consumidoras vulnerables:
a) La protección contra los riesgos que puedan afectar su salud o seguridad.
b) La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales; en particular frente a 

las prácticas comerciales desleales y la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.
c) La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos.
d) La información correcta sobre los diferentes bienes o servicios en formatos que 

garanticen su accesibilidad y la educación y divulgación para facilitar el conocimiento sobre 
su adecuado uso, consumo o disfrute, así como la toma de decisiones óptimas para sus 
intereses.

e) La audiencia en consulta, la participación en el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones generales que les afectan directamente y la representación de sus intereses, a 
través de las asociaciones, agrupaciones, federaciones o confederaciones de consumidores 
y usuarios legalmente constituidas.

f) La protección de sus derechos mediante procedimientos eficaces, en especial en 
relación con las personas consumidoras vulnerables.

2. Los derechos de las personas consumidoras vulnerables gozarán de una especial 
atención, que será recogida reglamentariamente y por la normativa sectorial que resulte de 
aplicación en cada caso. Los poderes públicos promocionarán políticas y actuaciones 
tendentes a garantizar sus derechos en condiciones de igualdad, con arreglo a la concreta 
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situación de vulnerabilidad en la que se encuentren, tratando de evitar, en cualquier caso, 
trámites que puedan dificultar el ejercicio de los mismos.

Artículo 9.  Bienes y servicios de uso común.
Los poderes públicos protegerán prioritariamente los derechos de los consumidores y 

usuarios cuando guarden relación directa con bienes o servicios de uso o consumo común, 
ordinario y generalizado.

Artículo 10.  Irrenunciabilidad de los derechos reconocidos al consumidor y usuario.
La renuncia previa a los derechos que esta norma reconoce a los consumidores y 

usuarios es nula, siendo, asimismo, nulos los actos realizados en fraude de ley de 
conformidad con lo previsto en el artículo 6 del Código Civil.

CAPÍTULO III
Protección de la salud y seguridad

Artículo 11.  Deber general de seguridad.
1. Los bienes o servicios puestos en el mercado deben ser seguros.
2. Se consideran seguros los bienes o servicios que, en condiciones de uso normales o 

razonablemente previsibles, incluida su duración, no presenten riesgo alguno para la salud o 
seguridad de las personas, o únicamente los riesgos mínimos compatibles con el uso del 
bien o servicio y considerados admisibles dentro de un nivel elevado de protección de la 
salud y seguridad de las personas.

Artículo 12.  Información a los consumidores y usuarios sobre los riesgos de los bienes o 
servicios.

1. Los empresarios pondrán en conocimiento previo del consumidor y usuario, por 
medios apropiados, los riesgos susceptibles de provenir de una utilización previsible de los 
bienes y servicios, habida cuenta de su naturaleza, características, duración y de las 
personas a las que van destinados, conforme a lo previsto en el artículo 18 y normas 
reglamentarias que resulten de aplicación.

2. Los productos químicos y todos los artículos que en su composición lleven sustancias 
clasificadas como peligrosas deberán ir envasados con las debidas garantías de seguridad y 
llevar de forma visible las oportunas indicaciones que adviertan el riesgo de su manipulación.

Artículo 13.  Otras obligaciones específicas para la protección de la salud y seguridad de los 
consumidores y usuarios.

Cualquier empresario que intervenga en la puesta a disposición de bienes y servicios a 
los consumidores y usuarios estará obligado, dentro de los límites de su actividad respectiva, 
a respetar las siguientes reglas:

a) La prohibición de tener o almacenar productos reglamentariamente no permitidos o 
prohibidos, en los locales o instalaciones de producción, transformación, almacenamiento o 
transporte de alimentos o bebidas.

b) El mantenimiento del necesario control de forma que pueda comprobarse con rapidez 
y eficacia el origen, distribución, destino y utilización de los bienes potencialmente inseguros, 
los que contengan sustancias clasificadas como peligrosas o los sujetos a obligaciones de 
trazabilidad.

c) La prohibición de venta a domicilio de bebidas y alimentos, sin perjuicio del reparto, 
distribución o suministro de los adquiridos o encargados por los consumidores y usuarios en 
establecimientos comerciales autorizados para venta al público, y del régimen de 
autorización de ventas directas a domicilio que vengan siendo tradicionalmente practicadas 
en determinadas zonas del territorio nacional.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 707 –



d) El cumplimiento de la normativa que establezcan las entidades locales o, en su caso, 
las comunidades autónomas sobre los casos, modalidades y condiciones en que podrá 
efectuarse la venta ambulante de bebidas y alimentos.

e) La prohibición de suministro de bienes que carezcan de las marcas de seguridad 
obligatoria o de los datos mínimos que permitan identificar al responsable del bien.

f) La obligación de retirar, suspender o recuperar de los consumidores y usuarios, 
mediante procedimientos eficaces, cualquier bien o servicio que no se ajuste a las 
condiciones y requisitos exigidos o que, por cualquier otra causa, suponga un riesgo 
previsible para la salud o seguridad de las personas.

g) La prohibición de importar productos que no cumplan lo establecido en esta norma y 
disposiciones que la desarrollen.

h) Las exigencias de control de los productos manufacturados susceptibles de afectar a 
la seguridad física de las personas, prestando a este respecto la debida atención a los 
servicios de reparación y mantenimiento.

i) La prohibición de utilizar ingredientes, materiales y demás elementos susceptibles de 
generar riesgos para la salud y seguridad de las personas. En particular, la prohibición de 
utilizar tales materiales o elementos en la construcción de viviendas y locales de uso público.

Artículo 14.  Reglamentos de bienes y servicios.
1. Los reglamentos reguladores de los diferentes bienes y servicios determinarán, en la 

medida que sea preciso para asegurar la salud y seguridad de los consumidores y usuarios:
a) Los conceptos, definiciones, naturaleza, características y clasificaciones.
b) Las condiciones y requisitos de las instalaciones y del personal cualificado que deba 

atenderlas.
c) Los procedimientos o tratamientos usuales de fabricación, distribución y 

comercialización, permitidos, prohibidos o sujetos a autorización previa.
d) Las reglas específicas sobre etiquetado, presentación y publicidad.
e) Los requisitos esenciales de seguridad, incluidos los relativos a composición y calidad.
f) Los métodos oficiales de análisis, toma de muestras, control de calidad e inspección.
g) Las garantías, responsabilidades, infracciones y sanciones.
h) El régimen de autorización, registro y revisión.
2. Para asegurar la protección de la salud y seguridad de los consumidores y usuarios 

las Administraciones públicas competentes podrán establecer reglamentariamente medidas 
proporcionadas en cualquiera de las fases de producción y comercialización de bienes y 
servicios, en particular en lo relativo a su control, vigilancia e inspección.

Artículo 15.  Actuaciones administrativas.
1. Ante situaciones de riesgo para la salud y seguridad de los consumidores y usuarios, 

las Administraciones públicas competentes podrán adoptar las medidas que resulten 
necesarias y proporcionadas para la desaparición del riesgo, incluida la intervención directa 
sobre las cosas y la compulsión directa sobre las personas. En estos supuestos, todos los 
gastos que se generen serán a cargo de quien con su conducta los hubiera originado, con 
independencia de las sanciones que, en su caso, puedan imponerse. La exacción de tales 
gastos y sanciones podrá llevarse a cabo por el procedimiento administrativo de apremio.

2. Las Administraciones públicas, atendiendo a la naturaleza y gravedad de los riesgos 
detectados, podrán informar a los consumidores y usuarios afectados por los medios más 
apropiados en cada caso sobre los riesgos o irregularidades existentes, el bien o servicio 
afectado y, en su caso, las medidas adoptadas, así como de las precauciones procedentes, 
tanto para protegerse del riesgo, como para conseguir su colaboración en la eliminación de 
sus causas.

3. Los responsables de la coordinación de los sistemas estatales de intercambio de 
información integrados en los sistemas europeos de alertas, trasladarán las comunicaciones 
que reciban a las autoridades aduaneras cuando, conforme a la información facilitada en las 
comunicaciones, los productos o servicios alertados procedan de terceros países.
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Artículo 16.  Medidas extraordinarias ante situaciones de urgencia y necesidad.
Con carácter excepcional, ante situaciones de extrema gravedad que determinen una 

agresión indiscriminada a la salud y seguridad de los consumidores y usuarios en más de 
una comunidad autónoma, el Gobierno podrá constituir durante el tiempo imprescindible para 
hacer cesar la situación, un órgano en el que se integraran y participaran activamente las 
comunidades autónomas afectadas, que asumirá, las facultades administrativas que se le 
encomienden para garantizar la salud y seguridad de las personas, sus intereses 
económicos y sociales, la reparación de los daños sufridos, la exigencia de 
responsabilidades y la publicación de los resultados.

CAPÍTULO IV
Derecho a la información, formación y educación

Artículo 17.  Información, formación y educación de los consumidores y usuarios.
1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la 

formación y educación de los consumidores y usuarios, asegurarán que estos dispongan de 
la información precisa para el eficaz ejercicio de sus derechos y velarán para que se les 
preste la información comprensible sobre el adecuado uso y consumo de los bienes y 
servicios puestos a su disposición en el mercado.

2. Los medios de comunicación social de titularidad pública estatal dedicarán espacios y 
programas, no publicitarios, a la información y educación de los consumidores y usuarios. En 
tales espacios y programas, de acuerdo con su contenido y finalidad, se facilitará el acceso o 
participación de las asociaciones de consumidores y usuarios representativas y los demás 
grupos o sectores interesados, en la forma que se acuerde con dichos medios.

3. En el cumplimiento de lo dispuesto en los apartados anteriores, se prestará especial 
atención a aquellos sectores que, debido a su complejidad o características propias, cuenten 
con mayor proporción de personas consumidoras vulnerables entre sus clientes o usuarios, 
atendiendo de forma precisa a las circunstancias que generan la situación de concreta 
vulnerabilidad.

Artículo 18.  Etiquetado y presentación de los bienes y servicios.
1. El etiquetado y presentación de los bienes y servicios y las modalidades de realizarlo 

deberán ser de tal naturaleza que no induzca a error al consumidor y usuario, 
especialmente:

a) Sobre las características del bien o servicio y, en particular, sobre su naturaleza, 
identidad, cualidades, composición, cantidad, duración, origen o procedencia y modo de 
fabricación o de obtención.

b) Prohibiendo ambigüedades sobre su contenido, y en especial respecto a los alérgenos 
alimentarios, debiendo ser el etiquetado claro y riguroso en la información exacta del 
contenido.

c) Atribuyendo al bien o servicio efectos o propiedades que no posea.
d) Sugiriendo que el bien o servicio posee características particulares, cuando todos los 

bienes o servicios similares posean estas mismas características.
2. Sin perjuicio de las exigencias concretas que se establezcan reglamentariamente y de 

la normativa sectorial que en cada caso resulte de aplicación, que prestarán especial 
atención a las personas consumidoras vulnerables, todos los bienes y servicios puestos a 
disposición de los consumidores y usuarios deberán ser de fácil acceso y comprensión, 
ofrecidos en formatos que garanticen su accesibilidad y, en todo caso, incorporar, 
acompañar o, en último caso, permitir obtener, de forma clara y comprensible, información 
veraz, eficaz, suficiente y accesible sobre sus características esenciales, en particular sobre 
las siguientes:

a) Nombre y dirección completa del productor.
b) Naturaleza, composición y finalidad.
c) Calidad, cantidad, categoría o denominación usual o comercial, si la tienen.
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d) Fecha de producción o suministro y lote, cuando sea exigible reglamentariamente, 
plazo recomendado para el uso o consumo o fecha de caducidad.

e) Instrucciones o indicaciones para su correcto uso o consumo, así como la correcta 
gestión sostenible de sus residuos, advertencias y riesgos previsibles.

f) Información sobre los servicios de información y atención al cliente así como los 
procedimientos de interposición de quejas y reclamaciones.

3. Sin perjuicio de las excepciones previstas legal o reglamentariamente, las indicaciones 
obligatorias del etiquetado y presentación de los bienes o servicios comercializados en 
España deberán figurar, al menos, en castellano, lengua española oficial del Estado.

CAPÍTULO V
Protección de los legítimos intereses económicos de los consumidores y 

usuarios

Artículo 19.  Principio general y prácticas comerciales.
1. Los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios 

deberán ser respetados en los términos establecidos en esta norma, aplicándose, además, 
lo previsto en las normas civiles y mercantiles, en las regulaciones sectoriales de ámbito 
estatal, así como en la normativa comunitaria y autonómica que resulten de aplicación. En 
particular, en los procedimientos en que se ejerciten acciones promovidas por consumidores 
y usuarios, cuando el empresario no contribuyera a una solución consensuada de una 
controversia que tuviera su base en una cláusula de idéntica significación que otra ya 
declarada nula por abusiva por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, o por sentencia firme 
que constara inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación, o por 
sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea resolviendo específicamente sobre la 
materia, el órgano judicial que condene a la restitución de cantidades al empresario 
impondrá de oficio una indemnización por mora que consistirá en el pago de un interés anual 
igual al del interés legal del dinero vigente en el momento en que se devengue, 
incrementado en el 50 por 100. Estos intereses se considerarán producidos por días. A los 
efectos de este párrafo se entiende que una cláusula tiene idéntica significación a otra 
cuando su contenido y efectos sean iguales, pese a la existencia de diferencias no 
sustanciales en la redacción de las mismas. No obstante, transcurridos dos años desde la 
condena a la restitución de cantidades, el interés anual no podrá ser inferior al 20 por 100.

Será término inicial del cómputo de dichos intereses la fecha del abono por los 
consumidores y usuarios de las cantidades que deban ser restituidas por el empresario. Será 
término final del cómputo de intereses el día de la total restitución de la cantidad debida por 
el empresario.

No habrá lugar a la indemnización por mora del empresario cuando la falta de restitución 
debida por el empresario a los consumidores y usuarios esté fundada en una causa 
justificada o que no le fuere imputable. En la determinación de la indemnización por mora del 
empresario no será de aplicación lo dispuesto en el artículo 1108 del Código Civil, ni lo 
preceptuado en el artículo 576 de la Ley 1/2000, de 22 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la 
disposición final 16 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en 
vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"1. Los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios deberán 

ser respetados en los términos establecidos en esta norma, aplicándose, además, lo previsto en 
las normas civiles y mercantiles, en las regulaciones sectoriales de ámbito estatal, así como en 
la normativa comunitaria y autonómica que resulten de aplicación."

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 710 –

http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2025-76#df-16


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes, para la protección de los 
legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios, las prácticas 
comerciales de los empresarios dirigidas a ellos están sujetas a lo dispuesto en esta ley, en 
la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, y en la Ley 7/1996, de 15 de enero, 
de Ordenación del Comercio Minorista, no obstante la normativa sectorial que en cada caso 
resulte de aplicación. A estos efectos, se consideran prácticas comerciales de los 
empresarios con los consumidores y usuarios todo acto, omisión, conducta, manifestación o 
comunicación comercial, incluida la publicidad y la comercialización, directamente 
relacionada con la promoción, la venta o el suministro de bienes o servicios, incluidos los 
bienes inmuebles, así como los derechos y obligaciones, con independencia de que sea 
realizada antes, durante o después de una operación comercial.

No tienen la consideración de prácticas comerciales las relaciones de naturaleza 
contractual, que se regirán conforme a lo previsto en el artículo 59.

3. Lo dispuesto en el apartado anterior no obsta la aplicación de:
a) Las normas que regulen las prácticas comerciales que puedan afectar a la salud y 

seguridad de los consumidores y usuarios, incluidas las relativas a la seguridad de bienes y 
servicios.

b) Las normas sobre certificación y grado de pureza de los objetos fabricados con 
metales preciosos.

4. Las normas previstas en esta ley en materia de prácticas comerciales y las que 
regulan las prácticas comerciales en materia de medicamentos, etiquetado, presentación y 
publicidad de los productos, indicación de precios, aprovechamiento por turno de bienes 
inmuebles, crédito al consumo, comercialización a distancia de servicios financieros 
destinados a los consumidores y usuarios, comercio electrónico, inversión colectiva en 
valores mobiliarios, normas de conducta en materia de servicios de inversión, oferta pública 
o admisión de cotización de valores y seguros, incluida la mediación y cualesquiera otras 
normas de carácter sectorial que regulen aspectos concretos de las prácticas comerciales 
desleales previstos en normas comunitarias prevalecerán en caso de conflicto sobre la 
legislación de carácter general aplicable a las prácticas comerciales desleales.

El incumplimiento de las disposiciones a que hace referencia este apartado será 
considerado en todo caso práctica desleal por engañosa, en iguales términos a lo dispuesto 
en el artículo 19.2 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, en relación 
con las prácticas engañosas reguladas en los artículos 20 a 27 de dicha ley.

5. En relación con las prácticas comerciales relativas a servicios financieros y bienes 
inmuebles, y en el ámbito de las telecomunicaciones o energético, podrán establecerse 
normas legales o reglamentarias que ofrezcan una mayor protección al consumidor o 
usuario.

6. Las políticas públicas que inciden en el ámbito del consumo y las prácticas 
comerciales orientadas a las personas consumidoras vulnerables estarán destinadas, en su 
caso y siempre dentro del ámbito de las relaciones entre consumidores o usuarios y 
empresarios, a prever y remover, siempre que sea posible, las circunstancias que generan la 
situación de vulnerabilidad, así como a paliar sus efectos y a garantizar el ejercicio de sus 
derechos en condiciones de igualdad, en particular en relación con las comunicaciones 
comerciales o información precontractual facilitada, la atención post contractual o el acceso a 
bienes o servicios básicos.

7. La Administración pública competente, con el fin de proteger en mayor medida los 
intereses legítimos de los consumidores y usuarios, podrá restringir, en los términos que se 
establezca, determinadas formas y aspectos de las visitas no solicitadas efectuadas por el 
empresario en el domicilio del consumidor y usuario o las excursiones organizadas por el 
mismo con el objetivo o efecto de promocionar o vender bienes o servicios. Las 
disposiciones que se adopten serán proporcionadas y no discriminatorias, sin que en ningún 
caso puedan implicar la prohibición de los citados canales de venta, salvo cuando se basen 
en motivos distintos a la protección de los consumidores, tales como el interés público o el 
respeto de la vida privada de los mismos.
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Artículo 20.  Información necesaria en la oferta comercial de bienes y servicios.
1. Las prácticas comerciales que, de un modo adecuado al medio de comunicación 

utilizado, incluyan información sobre las características del bien o servicio y su precio, 
posibilitando que el consumidor o usuario tome una decisión sobre la contratación, y siempre 
que no pueda desprenderse claramente del contexto, deberán contener, al menos, la 
siguiente información:

a) Nombre, razón social y domicilio completo del empresario responsable de la oferta 
comercial y, en su caso, nombre, razón social y dirección completa del empresario por cuya 
cuenta actúa.

b) Las características esenciales del bien o servicio de una forma adecuada a su 
naturaleza y al medio de comunicación utilizado.

c) El precio final completo, incluidos los impuestos, desglosando, en su caso, el importe 
de los incrementos o descuentos que sean de aplicación a la oferta y los gastos adicionales 
que se repercutan al consumidor o usuario.

En el resto de los casos en que, debido a la naturaleza del bien o servicio, no pueda 
fijarse con exactitud el precio en la oferta comercial, deberá informarse sobre la base de 
cálculo que permita al consumidor o usuario comprobar el precio. Igualmente, cuando los 
gastos adicionales que se repercutan al consumidor o usuario no puedan ser calculados de 
antemano por razones objetivas, debe informarse del hecho de que existen dichos gastos 
adicionales y, si se conoce, su importe estimado.

En los contratos celebrados a distancia o fuera del establecimiento comercial, el 
comerciante facilitará de forma clara y comprensible información sobre el precio cuando este 
haya sido personalizado sobre la base de una toma de decisiones automatizada. Esta 
personalización no podrá derivar en incrementos del precio final de venta cuando se 
produzca un incremento de la demanda en contextos de urgencia, riesgo o necesidad de la 
persona consumidora.

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se entenderá por contexto de urgencia, 
riesgo o necesidad de la persona consumidora, el derivado de cualquier situación que pueda 
ser calificada como emergencia de protección civil, en los términos regulados en la Ley 
17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil.

d) Los procedimientos de pago y los plazos de entrega y ejecución del contrato, cuando 
se aparten de las exigencias de la diligencia profesional, entendiendo por tal el nivel de 
competencia y cuidados especiales que cabe esperar de un empresario conforme a las 
prácticas honestas del mercado.

e) En su caso, existencia del derecho de desistimiento.
f) En el caso de bienes y servicios ofrecidos en mercados en línea, si el tercero que 

ofrece el bien o servicio tiene la condición de empresario o no, con arreglo a su declaración 
al proveedor del mercado en línea.

2. A efectos del cumplimiento de lo previsto en el apartado anterior y sin perjuicio de la 
normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, la información necesaria a incluir en 
la oferta comercial deberá facilitarse a los consumidores o usuarios, principalmente cuando 
se trate de personas consumidoras vulnerables, en términos claros, comprensibles, veraces 
y en un formato que garantice su accesibilidad, de forma que aseguren su adecuada 
comprensión y permitan la toma de decisiones óptimas para sus intereses.

3. Las prácticas comerciales consistentes en ofrecer a los consumidores y usuarios la 
posibilidad de buscar bienes y servicios ofertados por distintos empresarios o consumidores 
y usuarios sobre la base de una consulta en forma de palabra clave, expresión u otro tipo de 
dato introducido, independientemente de dónde se realicen las transacciones en último 
término, deberán contener, en una sección específica de la interfaz en línea que sea fácil y 
directamente accesible desde la página en la que se presenten los resultados de la 
búsqueda, la siguiente información:

a) Información general relativa a los principales parámetros que determinan la 
clasificación de los bienes y servicios presentados al consumidor y usuario como resultado 
de la búsqueda.

b) La importancia relativa de dichos parámetros frente a otros.
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El presente apartado no se aplicará a proveedores de motores de búsqueda en línea, tal 
como se definen en el artículo 2.6) del Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia 
para los usuarios profesionales de servicios de intermediación en línea.

4. Las prácticas comerciales en las que un empresario facilite el acceso a las reseñas de 
los consumidores y usuarios sobre bienes y servicios deberán contener información sobre el 
hecho de que el empresario garantice o no que dichas reseñas publicadas han sido 
efectuadas por consumidores y usuarios que han utilizado o adquirido realmente el bien o 
servicio. A tales efectos, el empresario deberá facilitar información clara a los consumidores 
y usuarios sobre la manera en que se procesan las reseñas.

5. La carga de la prueba en relación con el cumplimiento de los requisitos de información 
establecidos en este artículo incumbirá al empresario.

6. El incumplimiento de lo dispuesto en los apartados anteriores será considerado una 
práctica desleal por engañosa en el sentido del artículo 7 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, 
de Competencia Desleal.

Artículo 20 bis.  Medidas correctoras como consecuencia de las prácticas comerciales 
desleales a disposición de los consumidores y usuarios perjudicados.

1. Para el ejercicio de las acciones contempladas en el artículo 32.1, 1.ª a 4.ª de la Ley 
3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, se considerará acreditado, salvo prueba 
en contrario, el uso de prácticas comerciales desleales contra los consumidores y usuarios 
que haya sido constatado en una resolución firme de una autoridad competente o de un 
órgano jurisdiccional.

2. Las personas que hubieran realizado de forma conjunta la infracción referida en el 
apartado anterior serán solidariamente responsables del resarcimiento de los daños y 
perjuicios ocasionados.

3. En ningún caso, la existencia de una práctica comercial desleal puede ser utilizada en 
contra de los intereses de los consumidores y usuarios.

Artículo 21.  Régimen de comprobación y servicios de atención al cliente.
1. El régimen de comprobación, reclamación, garantía y posibilidad de renuncia o 

devolución que se establezca en los contratos, deberá permitir que el consumidor y usuario 
se asegure de la naturaleza, características, condiciones y utilidad o finalidad del bien o 
servicio; pueda reclamar con eficacia en caso de error, defecto o deterioro; pueda hacer 
efectivas las garantías de calidad o nivel de prestación ofrecidos, y obtener la devolución 
equitativa del precio de mercado del bien o servicio, total o parcialmente, en caso de 
incumplimiento o cumplimiento defectuoso.

La devolución del precio del producto habrá de ser total en el caso de falta de 
conformidad del producto con el contrato, en los términos previstos en el título V del libro II.

2. Las oficinas y servicios de información y atención al cliente que las empresas pongan 
a disposición del consumidor y usuario deberán asegurar que éste tenga constancia de sus 
quejas y reclamaciones, mediante la entrega de una clave identificativa y un justificante por 
escrito, en papel o en cualquier otro soporte duradero. Si tales servicios utilizan la atención 
telefónica o electrónica para llevar a cabo sus funciones deberán garantizar una atención 
personal directa, más allá de la posibilidad de utilizar complementariamente otros medios 
técnicos a su alcance.

Las oficinas y servicios de información y atención al cliente serán diseñados utilizando 
medios y soportes que sigan los principios de accesibilidad universal y, en su caso, medios 
alternativos para garantizar el acceso a los mismos.

Se deberán identificar claramente los servicios de atención al cliente en relación a las 
otras actividades de la empresa, prohibiéndose expresamente la utilización de este servicio 
para la utilización y difusión de actividades de comunicación comercial de todo tipo.

En caso de que el empresario ponga a disposición de los consumidores y usuarios una 
línea telefónica a efectos de comunicarse con él en relación con el contrato celebrado, el uso 
de tal línea no podrá suponer para el consumidor y usuario un coste superior al coste de una 
llamada a una línea telefónica fija geográfica o móvil estándar.
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En el supuesto de utilizarse, de acuerdo con el párrafo anterior, una línea telefónica de 
tarificación especial que suponga un coste para el consumidor o usuario, el empresario 
facilitará al consumidor, junto con la información sobre dicha línea telefónica de tarificación 
especial y en igualdad de condiciones, información sobre un número geográfico o móvil 
alternativo.

No obstante lo anterior, en los supuestos de servicios de carácter básico de interés 
general, las empresas prestadoras de los mismos deberán disponer, en cualquier caso, de 
un teléfono de atención al consumidor gratuito. A estos efectos, tendrán la consideración de 
servicios de carácter básico de interés general los de suministro de agua, gas, electricidad, 
financieros y de seguros, postales, transporte aéreo, ferroviario y por carretera, protección de 
la salud, saneamiento y residuos, así como aquellos que legalmente se determinen.

3. En todo caso, y con pleno respeto a lo dispuesto en los apartados precedentes, los 
empresarios pondrán a disposición de los consumidores y usuarios información sobre la 
dirección postal, número de teléfono, fax, cuando proceda, y dirección de correo electrónico 
en los que el consumidor y usuario, cualquiera que sea su lugar de residencia, pueda 
interponer sus quejas y reclamaciones o solicitar información sobre los bienes o servicios 
ofertados o contratados. Los empresarios comunicarán además su dirección legal si esta no 
coincidiera con la dirección habitual para la correspondencia.

Los empresarios deberán dar respuesta a las reclamaciones recibidas en el plazo más 
breve posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes desde la presentación de la 
reclamación.

4. En el supuesto de que el empresario no hubiera resuelto satisfactoriamente una 
reclamación interpuesta directamente ante el mismo por un consumidor, este podrá acudir a 
una entidad de resolución alternativa notificada a la Comisión Europea, de conformidad con 
lo previsto en la ley por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

Los empresarios facilitarán el acceso a este tipo de entidades, proporcionando a los 
consumidores la información a la que vienen obligados por el artículo 41 de dicha ley.

TÍTULO II
Derecho de representación, consulta y participación y régimen jurídico de las 

asociaciones de consumidores y usuarios

CAPÍTULO I
Régimen jurídico básico de las asociaciones de consumidores y usuarios

Artículo 22.  Objeto.
Este título tiene por objeto adoptar, conforme a lo previsto en el artículo 1.3 de la Ley 

Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de asociación, el régimen básico 
de las asociaciones de consumidores y la regulación específica a la que quedan sometidas 
las asociaciones de consumidores y usuarios de ámbito supraautonómico.

Artículo 23.  Concepto y fines.
1. Son asociaciones de consumidores y usuarios las organizaciones sin ánimo lucro que, 

constituidas conforme a lo previsto en la legislación sobre asociaciones y reuniendo los 
requisitos específicos exigidos en esta norma y sus normas de desarrollo y, en su caso, en la 
legislación autonómica que les resulte de aplicación, tengan como finalidad la defensa de los 
derechos e intereses legítimos de los consumidores, incluyendo su información, formación y 
educación, bien sea con carácter general, bien en relación con bienes o servicios 
determinados.

También son asociaciones de consumidores y usuarios las entidades constituidas por 
consumidores con arreglo a la legislación de cooperativas, que respeten los requisitos 
básicos exigidos en esta norma y entre cuyos fines figure, necesariamente, la educación y 
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formación de sus socios, y estén obligadas a constituir un fondo con tal objeto, según su 
legislación específica.

2. Las asociaciones de consumidores y usuarios podrán integrarse en uniones, 
federaciones o confederaciones que tengan idénticos fines y cumplan los requisitos 
específicos exigidos por esta norma.

3. Las asociaciones de consumidores y usuarios deben actuar para el cumplimiento de 
sus fines con independencia frente a los operadores del mercado y a los poderes públicos, 
sin que la obtención de subvenciones u otros recursos públicos concedidos en base a 
criterios de objetividad puedan mermar tal independencia.

Artículo 24.  Legitimación de las asociaciones de consumidores y usuarios.
1. Las asociaciones de consumidores y usuarios constituidas conforme a lo previsto en 

este título y en la normativa autonómica que les resulte de aplicación, son las únicas 
legitimadas para actuar en nombre y representación de los intereses generales de los 
consumidores y usuarios.

Las asociaciones o cooperativas que no reúnan los requisitos exigidos en este título o en 
la normativa autonómica que les resulte de aplicación, sólo podrán representar los intereses 
de sus asociados o de la asociación, pero no los intereses generales, colectivos o difusos, 
de los consumidores.

2. A efectos de lo previsto en el artículo 11.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tendrán la 
consideración legal de asociaciones de consumidores y usuarios representativas las que 
formen parte del Consejo de Consumidores y Usuarios, salvo que el ámbito territorial del 
conflicto afecte fundamentalmente a una comunidad autónoma, en cuyo caso se estará a su 
legislación específica.

Artículo 25.  Uso exclusivo de la denominación de asociación de consumidores y usuarios.
Se prohíbe utilizar los términos consumidor o usuario, la denominación de asociación de 

consumidores y usuarios o cualquier otra expresión similar que induzca a error o confusión 
sobre su naturaleza o su legitimidad para la defensa de los derechos e intereses de los 
consumidores y usuarios, a aquellas organizaciones que no reúnan los requisitos exigidos en 
esta norma o en la normativa autonómica que les resulte de aplicación.

Artículo 26.  Pérdida de la condición de asociación de consumidores y usuarios.
Las asociaciones de consumidores y usuarios que incurran en alguna de las 

prohibiciones previstas por la legislación que les resulte de aplicación perderán, en todo caso 
y por un período no inferior a los cinco años siguientes desde que dejaron de concurrir tales 
circunstancias, su condición de asociación de consumidores y usuarios.

CAPÍTULO II
Independencia y transparencia de las asociaciones de consumidores y 

usuarios

Artículo 27.  Requisitos de independencia.
En cumplimiento del deber de independencia, en particular, las asociaciones de 

consumidores no podrán:
a) Incluir como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro.
b) Percibir ayudas económicas o financieras de las empresas o grupo de empresas que 

suministran bienes o servicios a los consumidores o usuarios.
No tendrán la consideración de ayudas económicas las aportaciones que se realicen en 

las condiciones de transparencia establecidas en esta norma y normas reglamentarias, no 
mermen la independencia de la asociación y tengan su origen en los convenios o acuerdos 
de colaboración regulados en este capítulo.

c) Realizar comunicaciones comerciales de bienes y servicios.
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A estos efectos se entiende por comunicación comercial todo acto, conducta o 
manifestación, incluida la publicidad, no meramente informativa, que se relacione 
directamente con la promoción o venta de bienes y servicios.

d) Autorizar el uso de su denominación, imagen o cualquier otro signo representativo en 
la publicidad comercial realizada por los operadores del mercado, o no realizar las 
actuaciones tendentes a impedir dicha utilización, a partir del momento en que se tenga 
conocimiento de esta conducta.

A estos efectos no se considerarán operadores de mercado las sociedades mercantiles 
en las que participen las asociaciones de consumidores en los términos contemplados en el 
artículo siguiente.

e) Dedicarse a actividades distintas de la defensa de los intereses de los consumidores o 
usuarios, salvo lo previsto en el artículo 23.1, párrafo segundo.

f) Incumplir las obligaciones de transparencia previstas en los artículos 29 a 31, ambos 
inclusive.

g) Actuar la organización o sus representantes legales con manifiesta temeridad, 
judicialmente apreciada.

h) Incumplir cualquier otra obligación impuesta a las asociaciones de consumidores y 
usuarios, legal o reglamentariamente.

Artículo 28.  Participación en sociedades mercantiles.
1. Las asociaciones de consumidores podrán participar en sociedades mercantiles 

siempre que éstas reúnan los siguientes requisitos:
a) Tengan como objeto social exclusivo el desarrollo de actividades instrumentales 

concretamente delimitadas que sirvan a los fines de información, formación y defensa de los 
consumidores y usuarios.

b) Su capital social corresponda íntegramente a asociaciones de consumidores que 
reúnan los requisitos exigidos por la legislación que les resulte de aplicación y cuyos 
beneficios sólo se repartan entre las asociaciones de consumidores que participen en el 
capital social.

Estas sociedades mercantiles están sometidas a las prohibiciones previstas en el artículo 
anterior y a la obligación de depositar sus cuentas, que en todo caso deberán ajustarse a la 
normativa que les resulte de aplicación según su naturaleza, en el Instituto Nacional del 
Consumo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31.

2. Del cumplimiento por estas sociedades mercantiles de lo dispuesto en este título, 
serán responsables las asociaciones de consumidores que participen en su capital social en 
los términos previstos en ella, pudiendo derivar, en su caso, en la pérdida de la condición de 
asociación de consumidores.

Artículo 29.  Definición del marco de colaboración con los operadores del mercado.
1. Estatutariamente o por acuerdo adoptado en asamblea general, las asociaciones de 

consumidores y usuarios definirán, con pleno respeto a lo establecido en esta norma, cuál es 
el marco legítimo de su colaboración con los operadores del mercado de cualquier sector de 
actividad, en defensa de los derechos de los consumidores y la leal competencia, así como 
los supuestos en que podrán celebrarse convenios o acuerdos de colaboración con éstos, su 
alcance y modo de instrumentarlos.

2. Los estatutos o acuerdos de asamblea general en los que se establezca este marco 
de colaboración con los operadores del mercado de las asociaciones de ámbito 
supraautonómico, se depositarán en el Instituto Nacional del Consumo y en la Secretaría del 
Consejo de Consumidores y Usuarios.

Artículo 30.  Convenios o acuerdos de colaboración.
Los convenios o acuerdos de colaboración, de duración temporal o indefinida, de las 

asociaciones de consumidores y usuarios con empresas, agrupaciones o asociaciones de 
empresas, fundaciones o cualquier organización sin ánimo de lucro deberán cumplir los 
siguientes requisitos:
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a) Tener como finalidad exclusiva el desarrollo de proyectos específicos de información, 
formación y defensa de los consumidores y usuarios, mejorando su posición en el mercado.

b) Respetar los principios de independencia y transparencia.
c) Consistir en la realización de actuaciones, trabajos, estudios o publicaciones de 

interés general para los consumidores y usuarios.
d) Ser depositados, así como sus modificaciones, prórrogas o denuncias, en el Instituto 

Nacional del Consumo y en la Secretaría del Consejo de Consumidores y Usuarios.

Artículo 31.  Depósito de las cuentas anuales.
Las cuentas anuales de las asociaciones de consumidores y usuarios se depositarán en 

el Instituto Nacional del Consumo en el plazo de un mes desde el día siguiente a la fecha de 
su aprobación por los órganos estatutarios correspondientes.

Tales cuentas anuales, integradas por el balance, la cuenta de resultados y la memoria, 
deberán formularse de conformidad con las normas de adaptación del Plan General de 
Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos, aprobadas por el artículo 1 del Real Decreto 
776/1998, de 30 de abril.

Artículo 32.  Publicidad de la información depositada por las asociaciones de consumidores 
y usuarios.

1. La información depositada por las asociaciones de consumidores y usuarios a que se 
refieren los artículos precedentes será pública.

2. Reglamentariamente podrán establecerse los plazos, condiciones y requisitos 
adicionales de las obligaciones de depósito y acceso reguladas en este capítulo.

CAPÍTULO III
Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios

Artículo 33.  Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios.
1. Las asociaciones de consumidores y usuarios de ámbito estatal y todas aquéllas que 

no desarrollen principalmente sus funciones en el ámbito de una comunidad autónoma, 
deberán figurar inscritas en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios 
que se gestiona en el Instituto Nacional del Consumo.

Tras su denominación, estas asociaciones de consumidores y usuarios indicarán su 
número de inscripción registral.

2. El cumplimiento de los requisitos exigidos en los capítulos I y II de este título será 
condición indispensable para acceder a la inscripción en el Registro Estatal de Asociaciones 
de Consumidores y Usuarios.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, reglamentariamente se establecerán los 
requisitos mínimos de implantación territorial, número de asociados y programas de 
actividades a desarrollar que deberán acreditar las asociaciones de consumidores y usuarios 
para su inscripción en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios.

Artículo 34.  Control de los requisitos exigidos para la inscripción.
El Instituto Nacional del Consumo podrá pedir a las asociaciones de consumidores y 

usuarios que soliciten su inscripción en el Registro Estatal de Asociaciones de 
Consumidores y Usuarios o a las ya inscritas en él, cuanta documentación e información sea 
precisa para verificar el cumplimiento y mantenimiento de los requisitos exigidos en este 
título.

Asimismo, podrán realizar, por sí o mediante la contratación con entidades externas e 
independientes, auditorias de cuentas con idéntica finalidad.

Artículo 35.  Exclusión del Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios.
1. La realización por las asociaciones de consumidores y usuarios inscritas en el 

Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios de alguna de las actuaciones 
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prohibidas por los artículos 23.3, 27 y 28 dará lugar a su exclusión de dicho registro, previa 
tramitación del procedimiento administrativo previsto reglamentariamente.

2. La resolución de exclusión del Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y 
Usuarios determinará la pérdida de esta condición, en todo caso, y por un período no inferior 
a cinco años desde la fecha de la exclusión, sin perjuicio del mantenimiento de su 
personalidad jurídica con arreglo a la legislación general de asociaciones o cooperativas.

Artículo 36.  Colaboración con los Registros autonómicos.
1. A los exclusivos efectos de publicidad, en el Registro Estatal de Asociaciones de 

Consumidores y Usuarios podrá figurar información sobre las asociaciones de consumidores 
inscritas en los registros que, con tal finalidad, pudieran crearse en las comunidades 
autónomas.

2. El Instituto Nacional del Consumo cooperará con las comunidades autónomas para 
que la información a que se refiere el apartado anterior figure en el Registro Estatal de 
Asociaciones de Consumidores y Usuarios y les facilitará información de las asociaciones de 
consumidores de ámbito nacional o que no desarrollen principalmente sus funciones en el 
ámbito de una comunidad autónoma inscritas en él.

CAPÍTULO IV
Representación y consulta

Artículo 37.  Derechos de las asociaciones de consumidores y usuarios.
Las asociaciones de consumidores y usuarios de ámbito supraautonómico, legalmente 

constituidas e inscritas en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios 
tendrán derecho, en los términos que legal o reglamentariamente se determinen, a:

a) Ser declaradas de utilidad pública.
b) Percibir ayudas y subvenciones públicas.
c) Representar, como asociación de consumidores y usuarios, a sus asociados y ejercer 

las correspondientes acciones en defensa de los mismos, de la asociación o de los intereses 
generales, colectivos o difusos, de los consumidores y usuarios.

d) Disfrutar del derecho de asistencia jurídica gratuita en la forma prevista en la Ley 
1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.

e) Integrarse, en los términos que reglamentariamente se determine, en el Consejo de 
Consumidores y Usuarios.

Artículo 38.  Consejo de Consumidores y Usuarios.
1. Como órgano nacional de consulta y representación institucional de los consumidores 

y usuarios a través de sus organizaciones, el Consejo de Consumidores y Usuarios integrará 
las asociaciones de consumidores y usuarios de ámbito supraautonómico que, atendiendo a 
su implantación territorial, número de socios, trayectoria en el ámbito de la protección de los 
consumidores y usuarios y programas de actividades a desarrollar, sean más 
representativas.

Reglamentariamente se determinará la composición y funciones del Consejo de 
Consumidores y Usuarios.

2. La Administración fomentará la colaboración entre el Consejo de Consumidores y 
Usuarios y las asociaciones de consumidores que lo integran con las organizaciones de 
empresarios.

3. El Consejo de Consumidores y Usuarios articulará mecanismos de cooperación con 
los órganos de consulta y representación de los consumidores constituidos por las 
comunidades autónomas. A través de los mecanismos habilitados por el Consejo de 
Consumidores y Usuarios, éste y los respectivos órganos consultivos podrán colaborar en la 
elaboración de los dictámenes que les sean solicitados en trámite de audiencia.
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Artículo 39.  Audiencia en consulta en el proceso de elaboración de las disposiciones de 
carácter general.

1. El Consejo de Consumidores y Usuarios será oído en consulta, en el procedimiento de 
elaboración de disposiciones de carácter general de ámbito estatal relativas a materias que 
afecten directamente a los consumidores y usuarios.

2. Será preceptiva su audiencia en los siguientes casos:
a) Reglamentos de aplicación de esta norma.
b) Reglamentaciones sobre bienes o servicios de uso y consumo.
c) Ordenación del mercado interior y disciplina del mercado.
d) Precios y tarifas de servicios, en cuanto afecten directamente a los consumidores o 

usuarios, y se encuentren legalmente sujetos a control de las Administraciones públicas.
e) Condiciones generales de los contratos o modelos de contratos regulados o 

autorizados por los poderes públicos en servicios de interés general o prestados a los 
consumidores por empresas públicas.

f) En los demás casos en que una ley así lo establezca.
3. Las asociaciones empresariales serán oídas en consulta en el procedimiento de 

elaboración de las disposiciones de carácter general relativas a materias que les afecten 
directamente.

Será preceptiva su audiencia en los supuestos contenidos en los apartados a), b), c) y f) 
del apartado anterior.

4. Se entenderá cumplido dicho trámite preceptivo de audiencia cuando las asociaciones 
citadas se encuentren representadas en los órganos colegiados que participen en la 
elaboración de la disposición. En los demás casos, la notificación o comunicación se dirigirá 
a la federación o agrupación empresarial correspondiente.

TÍTULO III
Cooperación institucional

CAPÍTULO I
Conferencia Sectorial de Consumo

Artículo 40.  Conferencia Sectorial de Consumo.
1. La Conferencia Sectorial de Consumo, presidida por el Ministro de Sanidad y 

Consumo e integrada por éste y los consejeros competentes en esta materia de las 
comunidades autónomas, es el máximo órgano de cooperación institucional del Estado con 
las comunidades autónomas.

2. Sin perjuicio de la participación de la asociación de ámbito estatal de entidades locales 
con mayor implantación en la Conferencia Sectorial de Consumo, conforme a lo previsto en 
el artículo 5.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, el Ministerio de Sanidad y Consumo 
impulsará la cooperación institucional con las corporaciones locales a través de dicha 
asociación, estableciendo, en su caso órganos permanentes de cooperación institucional, de 
conformidad con lo previsto en la regulación de las bases de régimen local.

Artículo 41.  Funciones de la Conferencia Sectorial de Consumo.
Son funciones de la Conferencia Sectorial de Consumo:
a) Servir de cauce de colaboración, comunicación e información entre las comunidades 

autónomas y la Administración General del Estado en materia de consumo.
b) Aprobar los criterios comunes de actuación y coordinación, así como las propuestas 

en relación con la política del sector.
c) Aprobar los planes, proyectos y programas conjuntos.
d) Hacer efectiva la participación de las comunidades autónomas en los asuntos 

comunitarios europeos en la materia.
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e) Facilitar la información recíproca en materia de consumo, diseñar estadísticas 
comunes y poner a disposición de los ciudadanos los datos de las estadísticas estatales 
obtenidas por ella.

f) Cooperar e impulsar las campañas nacionales de inspección y control.
g) Promover la promulgación de la normativa oportuna en materia de consumo o su 

reforma e informar, en su caso, las disposiciones reglamentarias sobre la materia.
h) Establecer criterios de actuación cuando resulten competentes varias comunidades 

autónomas.
i) Programar el empleo racional de medios materiales de posible utilización común.
j) Articular un sistema de formación y perfeccionamiento del personal con tareas 

específicas en el ámbito de consumo.
k) Cuantas otras funciones le atribuya la legislación vigente.

CAPÍTULO II
Cooperación institucional en materia de formación y control de la calidad

Artículo 42.  Cooperación en materia de formación.
En la Conferencia Sectorial de Consumo y sus órganos de cooperación institucional 

podrán acordarse medidas tendentes a fomentar la formación y educación en materia de 
consumo de:

a) Los educadores.
b) El personal al servicio de las Administraciones públicas competentes en materia de 

consumo, especialmente de quienes desarrollen funciones de ordenación, inspección, 
control de calidad e información.

c) El personal que presta servicios en las asociaciones de consumidores y usuarios y en 
las organizaciones empresariales.

d) Los empresarios que, directa o indirectamente, desarrollan su actividad en el ámbito 
del consumo.

Artículo 43.  Cooperación en materia de control de la calidad.
Los órganos de cooperación institucional con las comunidades autónomas, competentes 

por razón de la materia, podrán acordar la realización de campañas o actuaciones 
programadas de control de mercado, directamente o en colaboración con las asociaciones 
de consumidores y usuarios, especialmente en relación con:

a) Los bienes y servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado.
b) Los bienes y servicios que reflejen un mayor grado de incidencias en los estudios 

estadísticos o epidemiológicos.
c) Los bienes o servicios sobre los que se produzca un mayor número de reclamaciones 

o en los que, por el tipo de estas, quepa deducir razonablemente que existen situaciones 
especialmente lesivas para los derechos de los consumidores y usuarios o que afecten, en 
particular, a las personas consumidoras vulnerables.

d) Los bienes y servicios que sean objeto de programas específicos de investigación.
e) Aquellos otros bienes o servicios en que así se acuerde atendiendo a sus 

características, su especial complejidad o cualquier otra razón de oportunidad.

Artículo 44.  Información sobre la calidad de los bienes y servicios.
1. Las Administraciones públicas competentes podrán hacer públicos los resultados de 

los estudios de mercado y de las campañas o actuaciones de control realizadas por ellas.
2. Salvo por razones de salud y seguridad, los centros de investigación de la 

Administración General del Estado que intervengan en el control de la calidad de los bienes 
y servicios, podrán divulgar o autorizar la divulgación de los datos concretos sobre bienes o 
servicios obtenidos en los estudios, análisis o controles de calidad realizados por ellos, en 
cualquiera de las siguientes circunstancias:
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a) Exista conformidad expresa del empresario que suministra los correspondientes 
bienes o servicios.

b) Los resultados obtenidos hayan servido de base para la imposición de una sanción 
administrativa firme.

c) Los resultados obtenidos reflejen defectos o excesos que superen los índices o 
márgenes de tolerancia reglamentariamente establecidos y se haya facilitado su 
comprobación como garantía para los interesados o estos hayan renunciado a la misma.

d) Los datos que se divulguen, reflejen resultados sobre composición, calidad, 
presentación, o cualquier otro similar, dentro de los índices o márgenes de tolerancia 
reglamentariamente establecidos.

3. En los supuestos a que se refieren los párrafos a), c) y d) del apartado anterior, antes 
de autorizar la publicación de los resultados de los estudios, ensayos, análisis o controles de 
calidad, deberá darse audiencia, por el plazo de 10 días, a los productores implicados.

4. Cuando los datos cuya divulgación se pretenda se hayan obtenido a requerimiento de 
otra Administración pública, no podrán publicarse los resultados obtenidos si existe oposición 
expresa de esta.

Artículo 45.  Otros instrumentos de control y fomento de la calidad de los bienes y servicios.
La Conferencia Sectorial de Consumo y sus órganos de cooperación institucional podrán 

acordar:
a) El desarrollo de programas de prospección de mercado, mediante la realización de 

análisis comparativos de bienes y servicios que se ajusten a los requisitos que sobre la 
práctica de tales análisis comparativos se establezcan reglamentariamente que, en todo 
caso, debe garantizar los derechos de las partes afectadas.

b) La realización de un análisis estadístico de las reclamaciones y quejas planteadas por 
los consumidores y usuarios en el territorio del Estado.

c) Los requisitos que deben acreditar los empresarios merecedores de premios o 
distintivos de calidad de ámbito estatal.

TÍTULO IV
Potestad sancionadora

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 46.  Principios generales.
1. Las infracciones en materia de consumo serán objeto de las sanciones administrativas 

correspondientes, previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales o de otro orden que pudiesen corresponder.

2. En los supuestos en que las infracciones tipificadas en esta ley pudieran ser 
constitutivas de delito, el órgano competente comunicará tal extremo a la autoridad judicial o 
al Ministerio Fiscal. La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano 
competente la resolución o acuerdo que hubieran adoptado. De no haberse estimado la 
existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado resolución de otro tipo que ponga 
fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el procedimiento sancionador. En todo 
caso, el órgano competente quedará vinculado por los hechos declarados probados en vía 
judicial.

3. La instrucción de causa penal ante los tribunales de Justicia suspenderá la tramitación 
del expediente administrativo sancionador que hubiere sido incoado por los mismos hechos 
y, en su caso, la eficacia de los actos administrativos de imposición de sanción. No obstante, 
la instrucción de causa penal no será obstáculo para que la Administración adopte las 
medidas necesarias para salvaguardar la salud, seguridad y otros intereses de los 
consumidores en virtud de las potestades no sancionadoras que tenga conferidas.
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4. En ningún caso se producirá una doble sanción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

5. Cuando el mismo hecho y en función de idéntico ataque a los intereses públicos 
pueda ser calificado como infracción con arreglo a dos o más preceptos de esta Ley o de 
otras normas sancionadoras, se aplicará el que prevea más específicamente la conducta 
realizada y, si todos ofrecieran los mismos caracteres, el que establezca mayor sanción, sin 
perjuicio de que prevalezcan y sean de aplicación preferente las disposiciones sectoriales 
respecto de aquellos aspectos expresamente previstos en las disposiciones del derecho de 
la Unión Europea de las que traigan causa.

6. Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u 
otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave 
cometida, sin perjuicio de que, al calificar la infracción o al fijar la extensión de la sanción, se 
tengan en cuenta todas las circunstancias.

7. Cuando se trate de hechos concurrentes constitutivos de infracción, procederá la 
imposición de todas las sanciones o multas previstas en esta y las otras Leyes aplicables 
para cada una de las infracciones. No obstante, al imponer las sanciones, se tendrán en 
cuenta, a efectos de su graduación, las otras sanciones recaídas para que conjuntamente 
resulten proporcionadas a la gravedad de la conducta del infractor.

Se considerará que hay hechos concurrentes constitutivos de infracción cuando el 
mismo sujeto haya incumplido diversos deberes que supongan diferentes lesiones del mismo 
o de distintos intereses públicos sin que una de las infracciones conlleve necesariamente la 
otra, aunque haya servido para facilitarla o encubrirla, y ello con independencia de que se 
refieran a los mismos productos o servicios, o que esos incumplimientos sean sancionables 
conforme al mismo tipo de infracción.

8. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se sancionará como única infracción, 
aunque valorando la totalidad de la conducta, la pluralidad continuada de acciones u 
omisiones idénticas o similares realizadas por un sujeto en relación con una serie de 
productos o prestaciones del mismo tipo.

9. Cuando se vean afectados los intereses generales, colectivos o difusos de los 
consumidores y usuarios, las asociaciones de consumidores y usuarios constituidas 
conforme a lo previsto en esta norma, o en la normativa autonómica que les resulte de 
aplicación, se podrán personar en el procedimiento administrativo sancionador, en tanto no 
haya recaído resolución definitiva, y tendrán la consideración de partes interesadas en el 
mismo cuando el objeto de las actuaciones administrativas coincida con los fines 
establecidos en sus respectivos Estatutos y prueben la afectación concreta de los derechos 
e intereses legítimos de alguno de sus socios por las prácticas objeto del procedimiento.

10. En aquellos procesos en los que la parte actora alegue discriminación y aporte 
indicios fundados sobre su existencia corresponderá a la parte contra la que se dirija la queja 
o la demanda la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente 
probada, de las medidas adoptadas y de proporcionalidad. A los efectos de lo dispuesto en 
el párrafo anterior, la administración competente en materia de consumo, así como los 
órganos judiciales de oficio o a instancia de parte podrán recabar informe de los organismos 
públicos competentes en materia de igualdad.

11. Lo establecido en este título lo es con plena garantía de las competencias de las 
comunidades autónomas en materia de protección de los consumidores, pudiendo estas 
establecer la regulación necesaria para el pleno ejercicio de dichas competencias.

En concreto, mediante norma con rango de ley podrán preverse otras circunstancias o 
supuestos adicionales a los previstos en los artículos 48.3, 48.4, 49.2 y 50. Igualmente, las 
sanciones previstas en el artículo 49 y los plazos de prescripción y caducidad establecidos 
en el artículo 52 serán considerados como mínimos, pudiendo ser desarrollados y ampliados 
por normas con rango de ley.

CAPÍTULO II
Infracciones y sanciones
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Artículo 47.  Infracciones en materia de defensa de los consumidores y usuarios.
1. Son infracciones en materia de defensa de los consumidores y usuarios las siguientes:
a) El incumplimiento de los requisitos, condiciones, obligaciones o prohibiciones de 

naturaleza sanitaria.
b) Las acciones u omisiones que produzcan riesgos o daños efectivos para la salud o 

seguridad de los consumidores y usuarios, ya sea en forma consciente o deliberada, ya sea 
por abandono de la diligencia y precauciones exigibles en la actividad, servicio o instalación 
de que se trate.

c) El incumplimiento o transgresión de los requisitos previos que concretamente formulen 
las autoridades competentes para situaciones específicas, al objeto de evitar 
contaminaciones, circunstancias o conductas nocivas de otro tipo que puedan resultar 
gravemente perjudiciales para la salud pública.

d) La alteración, adulteración o fraude en bienes y servicios susceptibles de consumo por 
adición o sustracción de cualquier sustancia o elemento, alteración de su composición o 
calidad o incumplimiento de las condiciones que correspondan a su naturaleza.

e) El incumplimiento del régimen de garantías y servicios posventa, o del régimen de 
reparación de productos de naturaleza duradera.

f) El incumplimiento de las normas reguladoras de precios, la imposición injustificada de 
condiciones sobre prestaciones no solicitadas o cantidades mínimas o cualquier otro tipo de 
intervención o actuación ilícita que suponga un incremento de los precios o márgenes 
comerciales.

g) El incumplimiento de las normas relativas a registro, normalización o denominación de 
productos, etiquetado, envasado y publicidad de bienes y servicios, incluidas las relativas a 
la información previa a la contratación.

h) El incumplimiento de las disposiciones sobre seguridad en cuanto afecten o puedan 
suponer un riesgo para los consumidores y usuarios.

i) La obstrucción o negativa a suministrar datos o a facilitar las funciones de información, 
vigilancia o inspección.

j) La introducción o existencia de cláusulas abusivas en los contratos, así como la no 
remoción de sus efectos una vez declarado judicialmente su carácter abusivo o sancionado 
tal hecho en vía administrativa con carácter firme.

k) Las limitaciones o exigencias injustificadas al derecho del consumidor de poner fin a 
los contratos de prestación de servicios o suministro de productos de tracto sucesivo o 
continuado, la obstaculización al ejercicio de tal derecho del consumidor a través del 
procedimiento pactado, la falta de previsión de éste o la falta de comunicación al usuario del 
procedimiento para darse de baja en el servicio.

l) Toda actuación discriminatoria contra personas consumidoras vulnerables 
independientemente del motivo o contra cualquier consumidor o usuario por el ejercicio de 
los derechos que confiere esta Ley o sus normas de desarrollo, ya sea no atendiendo sus 
demandas, negándoles el acceso a los establecimientos o dispensándoles un trato o 
imponiéndoles unas condiciones desiguales, así como el incumplimiento de las prohibiciones 
de discriminación previstas en el Reglamento (UE) 2018/302, cuando dicha actuación no sea 
constitutiva de delito.

m) El uso de prácticas comerciales desleales con los consumidores o usuarios.
n) Las conductas discriminatorias en el acceso a los bienes y la prestación de los 

servicios y, en especial, las previstas como tales en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, cuando no sean constitutivas de delito.

ñ) La negativa a aceptar el pago en efectivo como medio de pago dentro de los límites 
establecidos por la normativa tributaria y de prevención y lucha contra el fraude fiscal

o) El incumplimiento de los deberes y prohibiciones impuestos por la Administración 
mediante órdenes o como medidas cautelares o provisionales dictadas con el fin de evitar la 
producción o continuación de riesgos o lesiones para los consumidores y usuarios, así como 
el incumplimiento de los compromisos adquiridos para poner fin a la infracción y corregir sus 
efectos.
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p) La obstrucción o negativa a suministrar las condiciones generales de la contratación 
que establece el artículo 81.1 de esta ley o cualquier otra información requerida por la 
Administración competente en el ejercicio de sus competencias de acuerdo con esta ley.

q) El incumplimiento de las obligaciones en relación con los servicios de atención al 
cliente incluidas en esta norma.

r) El incumplimiento del régimen establecido en materia de contratos celebrados fuera de 
los establecimientos mercantiles.

s) El incumplimiento de las obligaciones que la regulación de contratos celebrados a 
distancia impone en materia de plazos de ejecución y de devolución de cantidades 
abonadas; el envío o suministro, con pretensión de cobro, de bienes o servicios no 
solicitados por el consumidor y usuario; el uso de técnicas de comunicación que requieran el 
consentimiento expreso previo o la falta de oposición del consumidor y usuario, cuando no 
concurra la circunstancia correspondiente; así como la negativa u obstrucción al ejercicio del 
derecho de desistimiento.

t) El incumplimiento de las obligaciones que la regulación de contratos celebrados a 
distancia impone en materias no recogidas en la letra anterior.

u) Cualquier otro incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones 
establecidas en esta norma o en disposiciones que la desarrollen, que no esté previsto en 
los tipos recogidos en este artículo será considerado infracción de la normativa de consumo 
y sancionado en los términos previstos en la legislación autonómica que resulte de 
aplicación.

Artículo 48.  Calificación y Graduación de las infracciones.
1. Las infracciones contrarias a la salud de los consumidores y usuarios recogidas en las 

letras a) b) y c) del artículo anterior se calificarán de conformidad con lo previsto en el 
artículo 35 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Las mismas reglas, 
adaptando las referencias al bien jurídico protegido, se aplicarán respecto a las infracciones 
lesivas de la seguridad de los consumidores y usuarios.

2. Cuando no sea de aplicación lo previsto en el apartado anterior, las infracciones se 
calificarán inicialmente por los caracteres de la acción u omisión y de la culpabilidad del 
responsable conforme a las siguientes reglas:

a) Las infracciones de los apartados f), g), i), k), l), m), n), ñ), p), q) y t) del artículo 47 se 
calificarán como leves, salvo que tengan la consideración de graves de acuerdo con el 
apartado tercero de este artículo.

b) Las infracciones de los apartados d), e), h), j), o), r) y s) se calificarán como graves, 
salvo que tengan la consideración de muy graves de acuerdo con el apartado tercero de este 
artículo.

c) Los reglamentos de los diferentes productos, actividades y servicios podrán concretar 
la gravedad de las especificaciones de infracción que prevean atendiendo a los criterios 
señalados en esta Ley, sin que en ningún caso puedan constituir nuevas infracciones o 
sanciones, ni alterar la naturaleza o límites que esta Ley contiene.

3. Las infracciones que, de acuerdo con el apartado anterior, merezcan en principio la 
calificación de leve o grave de acuerdo con el apartado anterior serán calificadas 
respectivamente como graves o muy graves si concurriere alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Haber sido realizadas aprovechando situaciones de necesidad de determinados 
bienes, productos o servicios de uso o consumo ordinario y generalizado, así como originar 
igual situación.

b) Haberse realizado explotando la especial inferioridad, subordinación o indefensión de 
determinados consumidores o grupos de ellos.

c) Cometerse con incumplimiento total de los deberes impuestos o con una habitualidad, 
duración u otras circunstancias cualitativas o cuantitativas que impliquen desprecio 
manifiesto de los intereses públicos protegidos por esta Ley.

d) Producir una alteración social grave, injustificada y previsible en el momento de la 
comisión, originando alarma o desconfianza en los consumidores o usuarios o incidiendo 
desfavorablemente en un sector económico.
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e) Realizarse prevaliéndose de la situación de predominio del infractor en un sector del 
mercado.

f) Ser reincidente el responsable por la comisión de cualesquiera delitos o infracciones 
lesivas de los intereses de los consumidores o usuarios en las condiciones y plazos 
previstos en el artículo 29.3.d) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público.

4. Las infracciones que, de acuerdo con los apartados anteriores, merezcan en principio 
la calificación de grave o muy grave se considerarán respectivamente como leve o grave si 
antes de iniciarse el procedimiento sancionador el responsable corrigiera diligentemente las 
irregularidades en que consista la infracción siempre que no haya causado perjuicios 
directos, devolviera voluntariamente las cantidades cobradas, colaborara activamente para 
evitar o disminuir los efectos de la infracción u observara espontáneamente cualquier otro 
comportamiento de análogo significado.

No obstante, no se tendrá en cuenta lo dispuesto en el párrafo anterior, y se impondrá la 
sanción en su grado máximo, cuando se acredite alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de una infracción continuada o de una práctica habitual.
b) Que la infracción comporte un riesgo para la salud o la seguridad de los consumidores 

y usuarios, salvo que el riesgo forme parte del tipo infractor.
5. Cuando concurrieran circunstancias del apartado 3 con las del apartado 4 se podrán 

compensar para la calificación de la infracción.

Artículo 49.  Sanciones.
1. La imposición de sanciones deberá garantizar, en cualquier circunstancia, que la 

comisión de una infracción no resulte más beneficiosa para la parte infractora que el 
incumplimiento de las normas infringidas. Sobre esta base, las infracciones serán 
sancionadas con multa comprendida entre los siguientes importes máximos y mínimos:

a) Infracciones leves: entre 150 y 10.000 euros, pudiéndose sobrepasar esas cantidades 
hasta alcanzar entre dos y cuatro veces el beneficio ilícito obtenido.

b) Infracciones graves: entre 10.001 y 100.000 euros pudiéndose sobrepasar esas 
cantidades hasta alcanzar entre cuatro y seis veces el beneficio ilícito obtenido.

c) Infracciones muy graves: ente 100.001 y 1.000.000 de euros, pudiéndose sobrepasar 
esas cantidades hasta alcanzar entre seis y ocho veces el beneficio ilícito obtenido.

No obstante, cuando la aplicación de los rangos indicados anteriormente conlleve la 
imposición de una sanción desproporcionada en relación con la capacidad económica del 
infractor se podrá utilizar el rango asignado a la calificación de un menor nivel de gravedad 
para el cálculo de la sanción.

2. Para determinar, dentro de los mínimos y máximos establecidos, el importe de la multa 
correspondiente a cada infracción, se atenderá especialmente a la concurrencia de alguna 
de las circunstancias de los apartados 3 o 4 del artículo anterior que no hubieran podido ser 
tenidas en cuenta para alterar la calificación de la infracción o que no se dieran con todos 
sus requisitos, además de la naturaleza de la infracción, el grado de culpabilidad o la 
existencia de intencionalidad, el carácter continuado de la infracción, el número de 
consumidores afectados, el nivel de los daños y perjuicios que hayan sufrido, las sanciones 
impuestas por la misma infracción a su autor en otros Estados miembros en casos 
transfronterizos así como el volumen de negocio anual o cualquier otro indicador de su 
capacidad económica.

3. El beneficio ilícito se calculará, cuando no pueda ser determinado exactamente, con 
criterios estimativos e incluirá el aumento de ingresos y el ahorro de gastos que haya 
supuesto directa o indirectamente la infracción sin descontar multas, perjuicios de los 
comisos o cierres, ni las cantidades que por cualquier concepto haya tenido que abonar el 
responsable a la Administración o a los consumidores y usuarios como consecuencia de la 
infracción.

4. La clausura o cierre de establecimientos, instalaciones o servicios que no cuenten con 
las autorizaciones o registros sanitarios preceptivos, o la suspensión de su funcionamiento 
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hasta tanto se rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos por razones de 
sanidad, higiene o seguridad y la retirada del mercado precautoria o definitiva de bienes o 
servicios por razones de salud y seguridad, no tienen el carácter de sanción.

5. Cuando se impongan sanciones con arreglo al artículo 21 del Reglamento (UE) 
2017/2394, su importe máximo para infracciones muy graves, equivaldrá al 4 % del volumen 
de negocio anual del empresario en España o en los Estados miembros afectados por la 
infracción. En caso de no disponerse de esta información, se podrán imponer multas cuyo 
importe máximo equivaldrá a dos millones de euros.

6. El órgano competente para imponer la sanción podrá resolver la terminación del 
procedimiento sancionador cuando los presuntos infractores propongan compromisos que 
resuelvan los efectos sobre los consumidores y usuarios derivados de las conductas objeto 
del expediente y quede garantizado suficientemente el interés público. Los compromisos 
serán vinculantes y surtirán plenos efectos una vez incorporados a la resolución que ponga 
fin al procedimiento.

7. Cuando hayan adquirido firmeza en vía administrativa, las resoluciones por la que se 
ponga fin al procedimiento sancionador en relación con infracciones que tengan la 
calificación de muy graves conforme a esta norma, así como aquellas que se dicten con 
arreglo al artículo 21 del Reglamento (UE) 2017/2394, serán de libre acceso y publicadas en 
la página web de la autoridad correspondiente, una vez sea notificada a los interesados. 
Dicha publicación se llevará a cabo tras resolver, en su caso, sobre los aspectos 
confidenciales de su contenido y previa disociación de los datos de carácter personal a los 
que se refiere el artículo 4.1 Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, salvo 
en lo que se refiere al nombre de los infractores.

Artículo 50.  Sanciones accesorias.
La administración pública competente podrá acordar en relación con las infracciones en 

materia de defensa de los consumidores y usuarios previstas en esta norma las siguientes 
sanciones accesorias:

1. El comiso de las mercancías objeto de la infracción que sean propiedad del 
responsable, salvo que ya se hubiere adoptado definitivamente para preservar los intereses 
públicos o que, pudiendo resultar de lícito comercio tras las modificaciones que procedan, su 
valor, sumado a la multa, no guarde proporción con la gravedad de la infracción, en cuyo 
caso podrá no acordarse tal medida o acordarse solo parcialmente en aras de la 
proporcionalidad. La resolución sancionadora que imponga esta sanción decidirá el destino 
que, dentro de las previsiones que en su caso se encuentren establecidas en la normativa 
aplicable, deba dar la Administración competente a los productos decomisados. Todos los 
gastos que origine el comiso, incluidos los de transporte y destrucción, serán de cuenta del 
infractor.

2. La publicidad de las sanciones leves y graves impuestas, cuando hayan adquirido 
firmeza en vía administrativa, así como los nombres, apellidos, denominación o razón social 
de las personas naturales o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las 
infracciones, siempre que concurra riesgo para la salud o seguridad de los consumidores y 
usuarios, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o acreditada intencionalidad en 
la infracción.

3. El cierre temporal del establecimiento, instalación o servicio por un plazo máximo de 
cinco años en los casos de infracciones muy graves.

4. La exigencia al infractor de rectificación de los incumplimientos identificados en la 
resolución que ponga fin al procedimiento.

Artículo 51.  Personas responsables.
1. Son responsables de las infracciones de consumo las personas físicas o jurídicas que 

dolosa o culposamente incurran en las mismas.
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2. Cuando en relación con los mismos bienes o servicios e infracciones conexas hayan 
intervenido distintos sujetos, como fabricantes o importadores, envasadores, marquistas, 
distribuidores o minoristas, cada uno será responsable de su propia infracción.

3. Asimismo, la responsabilidad de los coautores de una misma infracción será 
independiente y se impondrá a cada uno la sanción correspondiente a la infracción en la 
extensión adecuada a su culpabilidad y demás circunstancias personales. En particular, se 
entenderán incluidos en este caso los anunciantes y agencias de publicidad respecto de las 
infracciones de publicidad subliminal, engañosa o que infrinja lo dispuesto en la normativa 
sobre publicidad de determinados bienes o servicios.

4. Los importadores o quienes distribuyan por primera vez en el mercado nacional 
productos de consumo que puedan afectar a la seguridad y salud de los consumidores o 
usuarios, tienen el deber de asegurar que dichos productos cumplen los requisitos exigibles 
para ser puestos a disposición de los consumidores o usuarios. Asimismo, responderán 
solidariamente de las sanciones impuestas a sus suministradores o proveedores, con 
independencia de la responsabilidad que les corresponda por sus propias infracciones 
cuando, dentro de su deber de diligencia, no hayan adoptado las medidas que estén a su 
alcance, incluyendo la facilitación de información, para prevenir las infracciones cometidas 
por estos.

5. Cuando una infracción sea imputada a una persona jurídica podrán ser consideradas 
también como responsables las personas que integren sus organismos rectores o de 
dirección, así como los técnicos responsables de la elaboración y control.

6. Conforme a lo previsto en el artículo 28.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, en el 
procedimiento sancionador podrá exigirse al infractor la reposición de la situación alterada 
por la infracción a su estado original y, en su caso, la indemnización de daños y perjuicios 
causados al consumidor o usuario, que será determinada y exigida por el órgano al que 
corresponda el ejercicio de la potestad sancionadora debiendo notificarse al infractor para 
que proceda a su satisfacción en un plazo que será determinado en función de la cuantía. 
De no satisfacerse la indemnización en el plazo que al efecto se determine en función de su 
cuantía, se procederá en la forma prevista en el artículo 101 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

7. La atribución al empresario de la carga de probar el cumplimiento de las obligaciones 
que le competen de conformidad con lo previsto en esta ley también abarca el ámbito 
administrativo sancionador en el caso de obligaciones de dar o hacer por parte del 
empresario.

Artículo 52.  Prescripción y caducidad.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y 

las leves al año. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves 
prescribirán a los cinco años, las impuestas por la comisión de infracciones graves a los tres 
años y las impuestas por infracciones leves al año.

2. El plazo de prescripción de la infracción de la normativa de consumo no comenzará a 
computar hasta que esta se manifieste o exteriorice y, en el caso de infracciones 
continuadas, solo cuando finalice la acción infractora o el último acto con que la infracción se 
consume.

3. Interrumpirán la prescripción las actuaciones judiciales en el ámbito penal sobre los 
mismos hechos o sobre otros hechos conexos cuya separación de los constitutivos de la 
infracción de la normativa de consumo sea jurídicamente imposible, de manera que la 
sentencia que pudiera recaer vinculara a la Administración actuante.

4. Igualmente interrumpirá la prescripción de las infracciones de la normativa de 
consumo la iniciación de procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora por los 
mismos hechos, con conocimiento del interesado, sobre la base de normativa sectorial si, 
finalmente, apreciándose identidad de fundamento, procediese la aplicación preferente de la 
normativa de consumo. En estos supuestos, se reiniciará el cómputo del plazo de 
prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al presunto responsable.

5. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya 
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transcurrido el plazo para recurrirla. Interrumpirá la prescripción en estos supuestos la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a 
transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por causa no imputable 
al infractor. En el caso de desestimación presunta del recurso de alzada o de reposición 
interpuesto contra la resolución por la que se imponga la sanción, el plazo de prescripción de 
la sanción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo 
legalmente previsto para la resolución de dichos recursos.

6. Se producirá la caducidad del procedimiento sancionador en caso de no haber recaído 
resolución transcurridos nueve meses desde su iniciación. La falta de impulso de alguno de 
los trámites seguidos en el procedimiento no producirá por sí misma su caducidad. Si se 
acuerda la acumulación en un único procedimiento de infracciones que hasta entonces se 
tramitaban separadamente, el plazo para dictar resolución se contará desde el acuerdo de 
iniciación del último de los procedimientos incoado.

Las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento caducado, así como los 
documentos y otros elementos de prueba obtenidos en dicho procedimiento, conservarán su 
validez y eficacia a efectos probatorios en otros procedimientos iniciados o que puedan 
iniciarse con posterioridad en relación con el mismo u otro responsable.

En cualquier caso, podrá iniciarse un procedimiento sancionador en tanto no haya 
prescrito la infracción, con independencia del momento en que hubieran finalizado las 
diligencias preliminares dirigidas al esclarecimiento de los hechos o la caducidad de un 
procedimiento previo sobre los mismos hechos.

7. De forma complementaria a los supuestos recogidos en el artículo 22 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, el transcurso del plazo de nueve meses previsto para resolver el 
procedimiento se podrá suspender, mediante resolución motivada, cuando deba solicitarse a 
terceros la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios o cuando se 
requiera la cooperación o coordinación con otras autoridades de consumo de otras 
comunidades autónomas o de la Unión Europea. A tales efectos, el tiempo de suspensión 
abarcará el tiempo que transcurra desde la remisión de la solicitud hasta la recepción de la 
información solicitada por el órgano competente para continuar el procedimiento.

8. La muerte del infractor extingue la responsabilidad. En caso de sanciones pecuniarias 
impuestas sobre entidades disueltas y liquidadas, la administración correspondiente podrá 
dirigirse, para el cobro de las sanciones pecuniarias impuestas a dichas entidades, contra los 
socios o partícipes que responderán solidariamente del importe de la deuda y hasta el límite 
del valor de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado.

CAPÍTULO III
Régimen de competencias y puntos de enlace

Artículo 52 bis.  Administración competente.
1. Las Administraciones españolas que en cada caso resulten competentes sancionarán 

las infracciones de consumo cometidas en territorio español cualquiera que sea la 
nacionalidad, el domicilio o el lugar en que radiquen los establecimientos del responsable.

Las autoridades competentes en materia de consumo sancionarán, asimismo, las 
conductas tipificadas como infracciones en materia de defensa de los consumidores y 
usuarios de los empresarios de los sectores que cuenten con regulación específica, en tanto 
en cuanto dicha regulación no atribuya la competencia sancionadora en materia de consumo 
a otra administración, y las prácticas comerciales desleales con los consumidores o 
usuarios.

2. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, corresponderá a los órganos 
administrativos de las comunidades autónomas la tramitación y resolución de los 
procedimientos sancionadores derivados de la aplicación de las infracciones previstas en la 
presente Ley cometidas, aunque parcialmente, en sus respectivos territorios.

3. Las infracciones se entenderán cometidas en cualquiera de los lugares en que se 
desarrollen las acciones u omisiones constitutivas de las mismas y, además, salvo en el caso 
de infracciones relativas a los requisitos de los establecimientos e instalaciones o del 
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personal, en todos aquellos en que se manifieste la lesión o riesgo para los intereses de los 
consumidores y usuarios protegidos por la norma sancionadora.

En concreto, en relación con el lugar de manifestación de la lesión o riesgo indicado en 
el párrafo anterior, las infracciones cometidas a través de internet se considerarán cometidas 
en el lugar en el que el consumidor o usuario tenga su residencia habitual tanto en el caso 
de que la infracción se produzca en el marco de un contrato de consumo como cuando la 
infracción derive de una práctica comercial no vinculada a un contrato de consumo pero 
haya sido dirigida de forma activa por parte del empresario a dicho consumidor o usuario.

4. En caso en que, de conformidad con las reglas anteriores, resultasen competentes 
órganos de diversas administraciones autonómicas, se establecerán mecanismos de 
colaboración en el seno de la Comisión Sectorial de Consumo.

5. No obstante, cuando la infracción produzca lesiones o riesgos para los intereses de 
los consumidores o usuarios de forma generalizada en el territorio de más de una comunidad 
autónoma, de tal forma que se pueda ver afectada la unidad de mercado nacional y la 
competencia en el mismo de acuerdo con lo establecido en este precepto, la competencia 
corresponderá a los órganos competentes en materia de consumo de la Administración 
General del Estado.

A estos efectos, cuando los órganos competentes en materia de consumo de la 
Administración General del Estado inicien un procedimiento sancionador sobre la base de la 
competencia establecida en este apartado, deberán comunicarlo motivadamente a las 
autoridades de consumo de las comunidades autónomas, y de las ciudades autónomas de 
Ceuta y Melilla. Con independencia de lo anterior, las autoridades de consumo de las 
comunidades autónomas, y de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, tendrán 
competencia para los expedientes sancionadores de acuerdo con los apartados 1 a 4 de 
este artículo, y los órganos competentes en materia de consumo de la Administración 
General del Estado deberán tener en cuenta las sanciones impuestas por estas autoridades 
con carácter previo para la determinación de la sanción correspondiente, en aras de 
garantizar su proporcionalidad.

En caso de que sea competente la Administración General del Estado, la competencia 
corresponderá a la Dirección General competente en materia de consumo de la 
Administración General del Estado cuando la sanción impuesta no supere los 100.000 euros 
ni implique el cierre temporal del establecimiento, instalación o servicio y a la Secretaría 
General competente en materia de consumo de la Administración General del Estado en el 
resto de supuestos. En todo caso, la competencia de la Secretaría General competente en 
materia de consumo de la Administración General del Estado se extenderá de acuerdo con 
lo previsto en este apartado a las infracciones generalizadas o generalizadas con dimensión 
en la Unión Europea, previstas en el Reglamento (UE) 2017/2394, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 12 de diciembre de 2017, y a las cometidas a través de internet cuando la 
residencia o domicilio del responsable, siempre que coincida con el lugar en que se realice 
efectivamente la gestión administrativa y dirección del negocio, esté fuera de la Unión 
Europea.

Para considerar que una infracción de la normativa de consumo produce lesiones o 
riesgos para los intereses de los consumidores o usuarios de forma generalizada, de tal 
forma que se pueda ver afectada la unidad de mercado nacional y la competencia en el 
mismo, se tendrán en cuenta, entre otras circunstancias, el número de consumidores y 
usuarios afectados, la dimensión del mercado donde opere la compañía infractora, la cuota 
de mercado de la entidad correspondiente o los efectos de la conducta sobre los 
competidores efectivos o potenciales y sobre los consumidores y usuarios.

Artículo 52 ter.  Oficina de enlace.
1. La Dirección General competente en materia de consumo de la Administración 

General del Estado actuará como Oficina de enlace única a los efectos del Reglamento (UE) 
2017/2394, del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2017.

2. Dicho órgano será responsable de coordinar las actividades de investigación y 
ejecución que realicen las autoridades competentes, otras autoridades públicas 
contempladas en el artículo 6 del Reglamento (UE) 2017/2394 y, en su caso, los organismos 
designados, en relación con las infracciones reguladas en dicho Reglamento.
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3. El órgano referido en el apartado 1 comunicará a la Comisión Europea las autoridades 
competentes que sean responsables de que se cumpla la legislación de la Unión que 
protege los intereses de los consumidores o usuarios y garantizará que colaboren 
estrechamente, de modo que puedan desempeñar eficazmente sus funciones.

4. Las autoridades competentes designadas dispondrán al menos de las facultades 
mínimas de investigación y ejecución previstas en el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2017/2394 y las ejercerán de conformidad con su artículo 10.

5. Con sujeción a lo establecido en el artículo 103 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las 
autoridades competentes podrán imponer multas coercitivas, una vez efectuado 
requerimiento de ejecución de los actos y resoluciones administrativas destinadas al 
cumplimiento de lo establecido en el Reglamento (UE) 2017/2394. El requerimiento deberá 
advertir del plazo establecido para su cumplimiento, así como de la cuantía de la multa que 
pudiere ser impuesta en caso de incumplimiento. Para la determinación del plazo se estará a 
la naturaleza y extensión de la obligación, debiendo ser suficiente para su cumplimiento, no 
pudiendo exceder la cuantía de la multa de 3.000 euros o del 10% del importe de la 
obligación, si esta fuere cuantificable. Si la persona requerida no diere cumplimiento a lo 
ordenado en el plazo establecido, el órgano competente podrá reiterar las multas por 
períodos que sean suficientes para su cumplimiento, no pudiendo, en cualquier caso, 
otorgarse un plazo inferior al establecido en el primer requerimiento. Estas multas son 
independientes de las que puedan imponerse en concepto de sanción y compatibles con 
ellas.

TÍTULO V
Procedimientos judiciales y extrajudiciales de protección de los consumidores 

y usuarios

CAPÍTULO I
Acciones de cesación

Artículo 53.  Acciones de cesación.
La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al demandado a 

cesar en la conducta y a prohibir su reiteración futura. Asimismo, la acción podrá ejercerse 
para prohibir la realización de una conducta cuando esta haya finalizado al tiempo de 
ejercitar la acción, si existen indicios suficientes que hagan temer su reiteración de modo 
inmediato.

A efectos de lo dispuesto en este capítulo, también se considera conducta contraria a 
esta norma en materia de cláusulas abusivas la recomendación de utilización de cláusulas 
abusivas.

A cualquier acción de cesación podrá acumularse siempre que se solicite la de nulidad y 
anulabilidad, la de incumplimiento de obligaciones, la de resolución o rescisión contractual y 
la de restitución de cantidades que se hubiesen cobrado en virtud de la realización de las 
conductas o estipulaciones o condiciones generales declaradas abusivas o no transparentes, 
así como la de indemnización de daños y perjuicios que hubiere causado la aplicación de 
tales cláusulas o prácticas. De dicha acción acumulada accesoria conocerá el mismo 
juzgado encargado de la acción principal, la de cesación por la vía prevista en la ley 
procesal.

(Último párrafo suprimido)

Artículo 54.  Legitimación.
1. Frente a las conductas contrarias a lo dispuesto en la presente norma en materia de 

cláusulas abusivas, contratos celebrados fuera de establecimiento mercantil, venta a 
distancia, garantías en la venta de productos y viajes combinados, estarán legitimados para 
ejercitar la acción de cesación:
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a) El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 
comunidades autónomas y de las corporaciones locales competentes en materia de defensa 
de los consumidores y usuarios.

b) Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos 
en esta norma o, en su caso, en la legislación autonómica en materia de defensa de los 
consumidores y usuarios.

c) El Ministerio Fiscal.
d) Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad Europea constituidas para 

la protección de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y 
usuarios que estén habilitadas mediante su inclusión en la lista publicada a tal fin en el 
«Diario Oficial de las Comunidades Europeas».

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la finalidad de la misma y los intereses 
afectados legitiman el ejercicio de la acción.

2. Todas las entidades citadas en el apartado anterior podrán personarse en los 
procesos promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno para la defensa de 
los intereses que representan.

3. La legitimación para el ejercicio de la acción de cesación frente al resto de conductas 
de empresarios contrarias a la presente norma que lesionen intereses colectivos o intereses 
difusos de los consumidores y usuarios, se regirá por lo dispuesto en el artículo 11, 
apartados 2 y 3, de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Asimismo, estarán legitimados para el ejercicio de esta acción:
a) El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 

comunidades autónomas y de las corporaciones locales competentes en materia de defensa 
de los consumidores.

b) El Ministerio Fiscal.

Artículo 55.  Acciones de cesación en otro Estado miembro de la Unión Europea.
1. El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 

comunidades autónomas y de las corporaciones locales competentes en materia de defensa 
de los consumidores y usuarios podrán ejercitar acciones de cesación en otro Estado 
miembro de la Comunidad Europea, cuando estén incluidos en la lista publicada en el 
«Diario Oficial de las Comunidades Europeas».

El Ministerio de Justicia notificará a la Comisión Europea cada una de dichas entidades, 
con su denominación y finalidad, previa solicitud de dichos órganos o entidades, y dará 
traslado de esa notificación al Instituto Nacional del Consumo.

2. Las asociaciones de consumidores y usuarios presentes en el Consejo de 
Consumidores y Usuarios podrán ejercitar acciones de cesación en otro Estado miembro de 
la Comunidad Europea cuando estén incluidas en la lista publicada en el «Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas», debiendo solicitar del Instituto Nacional del Consumo la 
incorporación a dicha lista.

El Ministerio de Justicia notificará a la Comisión Europea cada una de dichas entidades, 
con su denominación y finalidad, a instancia del Instituto Nacional del Consumo.

Artículo 56.  Imprescriptibilidad de las acciones de cesación.
Las acciones de cesación previstas en este título son imprescriptibles, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo 19, apartado 2 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones 
generales de la contratación en relación con las condiciones generales inscritas en el 
Registro de Condiciones Generales de la Contratación.
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CAPÍTULO II
Sistema Arbitral del Consumo

Artículo 57.  Sistema Arbitral del Consumo.
1. El Sistema Arbitral del Consumo es el sistema extrajudicial de resolución de resolución 

de conflictos entre los consumidores y usuarios y los empresarios a través del cual, sin 
formalidades especiales y con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, se 
resuelven las reclamaciones de los consumidores y usuarios, siempre que el conflicto no 
verse sobre intoxicación, lesión o muerte o existan indicios racionales de delito.

2. La organización, gestión y administración del Sistema Arbitral de Consumo y el 
procedimiento de resolución de los conflictos, se establecerá reglamentariamente por el 
Gobierno. En dicho reglamento podrá preverse la decisión en equidad, salvo que las partes 
opten expresamente por el arbitraje de derecho, el procedimiento a través del cual se 
administrará el arbitraje electrónico, los supuestos en que podrá interponerse una 
reclamación ante la Junta Arbitral Nacional frente a las resoluciones de las Juntas arbitrales 
territoriales sobre admisión o inadmisión de las solicitudes de arbitraje y los casos en que 
actuará un árbitro único en la administración del arbitraje de consumo.

3. Los órganos arbitrales estarán integrados por representantes de los sectores 
empresariales interesados, de las organizaciones de consumidores y usuarios y de las 
Administraciones públicas.

4. No serán vinculantes para los consumidores los convenios arbitrales suscritos con un 
empresario antes de surgir el conflicto. La suscripción de dicho convenio, tendrá para el 
empresario la consideración de aceptación del arbitraje para la solución de las controversias 
derivadas de la relación jurídica a la que se refiera, siempre que el acuerdo de sometimiento 
reúna los requisitos exigidos por las normas aplicables.

Artículo 58.  Sumisión al Sistema Arbitral del Consumo.
1. La sumisión de las partes al Sistema Arbitral del Consumo será voluntaria y deberá 

constar expresamente, por escrito, por medios electrónicos o en cualquier otra forma 
admitida legalmente que permita tener constancia del acuerdo.

2. Quedarán sin efecto los convenios arbitrales y las ofertas públicas de adhesión al 
arbitraje de consumo formalizados por quienes sean declarados en concurso de acreedores. 
A tal fin, el auto de declaración de concurso será notificado al órgano a través del cual se 
hubiere formalizado el convenio y a la Junta Arbitral Nacional, quedando desde ese 
momento el deudor concursado excluido a todos los efectos del Sistema Arbitral de 
Consumo.

LIBRO SEGUNDO
Contratos y garantías

TÍTULO I
Contratos con los consumidores y usuarios

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 59.  Ámbito de aplicación.
1. Son contratos con consumidores y usuarios los realizados entre un consumidor o un 

usuario y un empresario.
2. Los contratos con consumidores y usuarios se regirán, en todo lo que no esté 

expresamente establecido en esta norma o en leyes especiales, por el derecho común 
aplicable a los contratos.
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La regulación sectorial de los contratos con los consumidores y usuarios deberá respetar 
el nivel de protección dispensado en esta ley, sin perjuicio de que prevalezcan y sean de 
aplicación preferente las disposiciones sectoriales respecto de aquellos aspectos 
expresamente previstos en las disposiciones del derecho de la Unión Europea de las que 
traigan causa.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, la regulación sectorial podrá elevar el nivel 
de protección conferido por esta ley siempre que respete, en todo caso, las disposiciones del 
derecho de la Unión Europea.

3. Los contratos con consumidores y usuarios que incorporen condiciones generales de 
la contratación están sometidos, además, a la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones 
generales de la contratación.

4. El ámbito de aplicación de este Libro también abarcará los contratos en virtud de los 
cuales el empresario suministra o se compromete a suministrar contenidos o servicios 
digitales al consumidor o usuario y este facilita o se compromete a facilitar datos personales, 
salvo cuando los datos personales facilitados por el consumidor o usuario sean tratados 
exclusivamente por el empresario con el fin de suministrar los contenidos o servicios 
digitales objeto de un contrato de compraventa o de servicios o para permitir que el 
empresario cumpla los requisitos legales a los que está sujeto, y el empresario no trate esos 
datos para ningún otro fin.

Artículo 59 bis.  Definiciones.
1. A los efectos de este libro se entenderá por:
a) “Bienes con elementos digitales”: todo objeto mueble tangible que incorpore 

contenidos o servicios digitales o esté interconectado con ellos de tal modo que la ausencia 
de dichos contenidos o servicios digitales impediría que los bienes realizasen sus funciones.

b) “Bienes elaborados conforme a las especificaciones del consumidor y usuario”: todo 
bien no prefabricado para cuya elaboración sea determinante una elección o decisión 
individual por parte del consumidor y usuario.

c) “Compatibilidad”: la capacidad de los bienes de funcionar con los aparatos (hardware) 
o programas (software) con los cuales se utilizan normalmente los bienes del mismo tipo, sin 
necesidad de convertir los bienes, aparatos (hardware) o programas (software), así como la 
capacidad de los contenidos o servicios digitales de funcionar con los aparatos (hardware) o 
programas (software) con los cuales se utilizan normalmente los contenidos o servicios 
digitales del mismo tipo, sin necesidad de convertir los contenidos o servicios digitales.

d) “Contenido digital”: los datos producidos y suministrados en formato digital.
e) “Contrato complementario”: un contrato por el cual el consumidor y usuario adquiere 

bienes o servicios sobre la base de otro contrato celebrado con un empresario, incluidos los 
contratos a distancia o celebrados fuera del establecimiento, y dichos bienes o servicios son 
proporcionados por el empresario o un tercero sobre la base de un acuerdo entre dicho 
tercero y el empresario.

f) “Contrato de compraventa o venta”: todo contrato celebrado, en el ámbito de una 
relación de consumo, en virtud del cual el empresario transmite o se compromete a transmitir 
la propiedad de bienes al consumidor o usuario pudiendo llevar incluido la prestación de 
servicios.

g) “Contrato de servicios”: todo contrato, con excepción del contrato de venta o 
compraventa, celebrado en el ámbito de una relación de consumo, en virtud del cual el 
empresario presta o se compromete a prestar un servicio al consumidor o usuario, incluido 
aquel de carácter digital.

h) “Datos personales”: toda información sobre una persona física identificada o 
identificable, considerándose así toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o 
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un 
número de identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios 
elementos propios de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o 
social de dicha persona.
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i) “Durabilidad”: la capacidad de los bienes de mantener sus funciones y rendimiento 
requeridos en condiciones normales de utilización durante el tiempo que sea razonable en 
función del tipo de bien.

j) “Entorno digital”: el aparato (hardware), programa (software) y cualquier conexión a la 
red que el consumidor y usuario utilice para acceder a los contenidos o servicios digitales o 
para hacer uso de ellos.

k) “Establecimiento mercantil”: toda instalación inmueble de venta al por menor en la que 
el empresario ejerce su actividad de forma permanente; o toda instalación móvil de venta al 
por menor en la que el empresario ejerce su actividad de forma habitual.

l) “Funcionalidad”: la capacidad de los contenidos o servicios digitales de realizar sus 
funciones teniendo en cuenta su finalidad.

m) “Garantía comercial”: todo compromiso asumido por un empresario o un productor (el 
“garante”) frente al consumidor o usuario, además de sus obligaciones legales con respecto 
a la garantía de conformidad, de reembolsar el precio pagado o de sustituir, reparar o prestar 
un servicio de mantenimiento relacionado con el bien o el contenido o servicio digital, en 
caso de que no se cumplan las especificaciones o cualquier otro requisito no relacionado con 
la conformidad del bien o del contenido o servicio digital con el contrato, enunciados en la 
declaración de garantía o en la publicidad, disponible en el momento o antes de la 
celebración del contrato.

n) “Integración”: la conexión e incorporación de los contenidos o servicios digitales con 
los componentes del entorno digital del consumidor o usuario para que los contenidos o 
servicios digitales se utilicen con arreglo a los requisitos de conformidad previstos en el título 
IV de este libro.

ñ) “Interoperabilidad”: la capacidad de los bienes o de los contenidos o servicios digitales 
de funcionar con aparatos (hardware) o programas (software) distintos de aquellos con los 
cuales se utilizan normalmente los bienes o los contenidos o servicios digitales del mismo 
tipo.

o) “Servicio digital”: un servicio que permite al consumidor o usuario crear, tratar, 
almacenar o consultar datos en formato digital, o un servicio que permite compartir datos en 
formato digital cargados o creados por el consumidor u otros usuarios de ese servicio, o 
interactuar de cualquier otra forma con dichos datos.

p) “Servicio financiero”: todo servicio en el ámbito bancario, de crédito, de seguros, de 
pensión privada, de inversión o de pago.

q) “Soporte duradero”: todo instrumento que permita al consumidor o usuario y al 
empresario almacenar información que se le haya dirigido personalmente de forma que en el 
futuro pueda consultarla durante un período de tiempo acorde con los fines de dicha 
información y que permita su fiel reproducción. Entre otros, tiene la consideración de soporte 
duradero, el papel, las memorias USB, los CD-ROM, los DVD, las tarjetas de memoria o los 
discos duros de ordenador, los correos electrónicos, así como los mensajes SMS.

r) “Subasta pública”: método de venta en el que el empresario ofrece bienes o servicios a 
los consumidores o usuarios, que asisten o se les da la posibilidad de asistir a la subasta en 
persona, aunque sea por medios telemáticos, mediante un procedimiento de puja 
transparente y competitivo, dirigido por un subastador y en el que el adjudicatario esté 
obligado a comprar los bienes o servicios.

2. A los efectos de este libro, título I, capítulo I, artículos 66 bis y 66 ter, y de los títulos III 
y IV, se consideran “bienes” a las cosas muebles corporales. El agua, el gas y la electricidad 
se considerarán “bienes” cuando estén envasados para su comercialización en un volumen 
delimitado o en cantidades determinadas.

3. A los efectos del artículo 20 y de este libro, se considera «mercado en línea» un 
servicio que emplea programas (software), incluidos un sitio web, parte de un sitio web o una 
aplicación, operado por el empresario o por cuenta de éste, que permite a los consumidores 
o usuarios celebrar contratos a distancia con otros empresarios o consumidores, y se 
considera «proveedor de un mercado en línea» a todo empresario que pone a disposición de 
los consumidores o usuarios un mercado en línea. A los mismos efectos, se entiende por 
«clasificación», la preeminencia relativa atribuida a los bienes y servicios, en su 
presentación, organización o comunicación por parte del empresario, independientemente de 
los medios tecnológicos empleados para dicha presentación, organización o comunicación.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 734 –



Artículo 60.  Información previa al contrato.
1. Antes de que el consumidor y usuario quede vinculado por un contrato y oferta 

correspondiente, el empresario deberá facilitarle de forma clara, comprensible y accesible, la 
información relevante, veraz y suficiente sobre las características principales del contrato, en 
particular sobre sus condiciones jurídicas y económicas.

Sin perjuicio de la normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, los términos 
en que se suministre dicha información, principalmente cuando se trate de personas 
consumidoras vulnerables, además de claros, comprensibles, veraces y suficientes, se 
facilitarán en un formato fácilmente accesible, garantizando en su caso la asistencia 
necesaria, de forma que aseguren su adecuada comprensión y permitan la toma de 
decisiones óptimas para sus intereses.

2. Serán relevantes las obligaciones de información sobre los bienes o servicios 
establecidas en esta norma y cualesquiera otras que resulten de aplicación y, además:

a) Las características principales de los bienes o servicios, en la medida adecuada al 
soporte utilizado y a los bienes o servicios.

b) La identidad del empresario, incluidos los datos correspondientes a la razón social, el 
nombre comercial, su dirección completa y su número de teléfono y, en su caso, del 
empresario por cuya cuenta actúe.

c) El precio total, incluidos todos los impuestos y tasas. Si por la naturaleza de los bienes 
o servicios el precio no puede calcularse razonablemente de antemano o está sujeto a la 
elaboración de un presupuesto, la forma en que se determina el precio así como todos los 
gastos adicionales de transporte, entrega o postales o, si dichos gastos no pueden ser 
calculados razonablemente de antemano, el hecho de que puede ser necesario abonar 
dichos gastos adicionales.

En toda información al consumidor y usuario sobre el precio de los bienes o servicios, 
incluida la publicidad, se informará del precio total, desglosando, en su caso, el importe de 
los incrementos o descuentos que sean de aplicación, de los gastos que se repercutan al 
consumidor y usuario y de los gastos adicionales por servicios accesorios, financiación, 
utilización de distintos medios de pago u otras condiciones de pagos similares.

d) Los procedimientos de pago, entrega y ejecución, la fecha en que el empresario se 
compromete a entregar los bienes o a ejecutar la prestación del servicio.

e) Además del recordatorio de la existencia de una garantía legal de conformidad para 
los bienes, el contenido digital y los servicios digitales, la existencia y las condiciones de los 
servicios posventa y las garantías comerciales.

f) La duración del contrato, o, si el contrato es de duración indeterminada o se prolonga 
de forma automática, las condiciones de resolución. Además, de manera expresa, deberá 
indicarse la existencia de compromisos de permanencia o vinculación de uso exclusivo de 
los servicios de un determinado prestador así como las penalizaciones en caso de baja en la 
prestación del servicio.

g) La lengua o lenguas en las que podrá formalizarse el contrato, cuando no sea aquella 
en la que se le ha ofrecido la información previa a la contratación.

h) La existencia del derecho de desistimiento que pueda corresponder al consumidor y 
usuario, el plazo y la forma de ejercitarlo.

i) La funcionalidad de los bienes con elementos digitales, el contenido digital y los 
servicios digitales, incluidas las medidas técnicas de protección aplicables, como son, entre 
otras, la protección a través de la gestión de los derechos digitales o la codificación regional.

j) Toda compatibilidad e interoperabilidad relevante de los bienes con elementos 
digitales, el contenido digital y los servicios digitales conocidos por el empresario o que 
quepa esperar razonablemente que conozca, como son, entre otros, el sistema operativo, la 
versión necesaria o determinados elementos de los soportes físicos.

k) El procedimiento para atender las reclamaciones de los consumidores y usuarios, así 
como, en su caso, la información sobre el sistema extrajudicial de resolución de conflictos 
prevista en el artículo 21.4.

3. El apartado 1 se aplicará también a los contratos para el suministro de agua, gas o 
electricidad –cuando no estén envasados para la venta en un volumen delimitado o en 
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cantidades determinadas–, calefacción mediante sistemas urbanos y contenido digital que 
no se preste en un soporte material.

4. La información precontractual debe facilitarse al consumidor y usuario de forma 
gratuita y al menos en castellano y en su caso, a petición de cualquiera de las partes, deberá 
redactarse también en cualquiera de las otras lenguas oficiales en el lugar de celebración del 
contrato.

5. La carga de la prueba en relación con el cumplimiento de los requisitos de información 
establecidos en este artículo incumbirá al empresario.

Artículo 60 bis.  Pagos adicionales.
1. Antes de que el consumidor y usuario quede vinculado por cualquier contrato u oferta, 

el empresario deberá obtener su consentimiento expreso para todo pago adicional a la 
remuneración acordada para la obligación contractual principal del empresario. Estos 
suplementos opcionales se comunicarán de una manera clara y comprensible y su 
aceptación por el consumidor y usuario se realizará sobre una base de opción de inclusión. 
Si el empresario no ha obtenido el consentimiento expreso del consumidor y usuario, pero lo 
ha deducido utilizando opciones por defecto que éste debe rechazar para evitar el pago 
adicional, el consumidor y usuario tendrá derecho al reembolso de dicho pago.

2. Corresponde al empresario probar el cumplimiento de las obligaciones a que este 
artículo se refiere.

Artículo 60 ter.  Cargos por la utilización de medios de pago.
1. Los empresarios no podrán facturar a los consumidores y usuarios, por el uso de 

determinados medios de pago, cargos que superen el coste soportado por el empresario por 
el uso de tales medios.

2. Corresponde al empresario probar el cumplimiento de las obligaciones a que este 
artículo se refiere.

Artículo 61.  Integración de la oferta, promoción y publicidad en el contrato.
1. La oferta, promoción y publicidad de los bienes o servicios se ajustarán a su 

naturaleza, características, utilidad o finalidad y a las condiciones jurídicas o económicas de 
la contratación.

2. El contenido de la oferta, promoción o publicidad, las prestaciones propias de cada 
bien o servicio, las condiciones jurídicas o económicas y garantías ofrecidas serán exigibles 
por los consumidores y usuarios, aún cuando no figuren expresamente en el contrato 
celebrado o en el documento o comprobante recibido y deberán tenerse en cuenta en la 
determinación del principio de conformidad con el contrato.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, si el contrato celebrado contuviese 
cláusulas más beneficiosas, estas prevalecerán sobre el contenido de la oferta, promoción o 
publicidad.

Artículo 62.  Contrato.
1. En la contratación con consumidores y usuarios debe constar de forma inequívoca su 

voluntad de contratar o, en su caso, de poner fin al contrato.
2. Se prohíben, en los contratos con consumidores y usuarios, las cláusulas que 

impongan obstáculos onerosos o desproporcionados para el ejercicio de los derechos 
reconocidos al consumidor en el contrato.

3. En particular, en los contratos de prestación de servicios o suministro de productos de 
tracto sucesivo o continuado se prohíben las cláusulas que establezcan plazos de duración 
excesiva o limitaciones que excluyan u obstaculicen el derecho del consumidor y usuario a 
poner fin al contrato.

El consumidor y usuario podrá ejercer su derecho a poner fin al contrato en la misma 
forma en que lo celebró, sin ningún tipo de sanción o de cargas onerosas o 
desproporcionadas, tales como la pérdida de las cantidades abonadas por adelantado, el 
abono de cantidades por servicios no prestados efectivamente, la ejecución unilateral de las 
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cláusulas penales que se hubieran fijado contractualmente o la fijación de indemnizaciones 
que no se correspondan con los daños efectivamente causados.

4. Los contratos de prestación de servicios o suministro de productos de tracto sucesivo 
o continuado deberán contemplar expresamente el procedimiento a través del cual el 
consumidor y usuario puede ejercer su derecho a poner fin al contrato.

5. En caso de que el usuario incumpla el compromiso de permanencia adquirido con la 
empresa, la penalización por baja o cese prematuro de la relación contractual, será 
proporcional al número de días no efectivos del compromiso de permanencia acordado.

Artículo 63.  Confirmación documental de la contratación realizada.
1. En los contratos con consumidores y usuarios se entregará recibo justificante, copia o 

documento acreditativo con las condiciones esenciales de la operación, incluidas las 
condiciones generales de la contratación, aceptadas y firmadas por el consumidor y usuario, 
cuando éstas sean utilizadas en la contratación.

2. Salvo lo previsto legalmente en relación con los contratos que, por prescripción legal, 
deban formalizarse en escritura pública, la formalización del contrato será gratuita para el 
consumidor, cuando legal o reglamentariamente deba documentarse éste por escrito o en 
cualquier otro soporte de naturaleza duradera.

3. En los contratos con consumidores y usuarios, estos tendrán derecho a recibir la 
factura en papel. En su caso, la expedición de la factura electrónica estará condicionada a 
que el empresario haya obtenido previamente el consentimiento expreso del consumidor. La 
solicitud del consentimiento deberá precisar la forma en la que se procederá a recibir la 
factura electrónica, así como la posibilidad de que el destinatario que haya dado su 
consentimiento pueda revocarlo y la forma en la que podrá realizarse dicha revocación.

El derecho del consumidor y usuario a recibir la factura en papel no podrá quedar 
condicionado al pago de cantidad económica alguna.

Artículo 64.  Documentación complementaria en la compraventa de viviendas.
En el caso de viviendas cuya primera transmisión se efectúe después de la entrada en 

vigor de esta norma, se facilitará además la documentación prevista en la Ley de Ordenación 
de la Edificación o norma autonómica que resulte de aplicación.

Artículo 65.  Integración del contrato.
Los contratos con los consumidores y usuarios se integrarán, en beneficio del 

consumidor, conforme al principio de buena fe objetiva, también en los supuestos de omisión 
de información precontractual relevante.

Artículo 66.  Comparecencia personal del consumidor y usuario.
En la contratación con consumidores y usuarios no se podrá hacer obligatoria la 

comparecencia personal del consumidor y usuario para realizar cobros, pagos o trámites 
similares, debiendo garantizarse, en todo caso, la constancia del acto realizado.

Artículo 66 bis.  Entrega de bienes y suministro de contenidos o servicios digitales que no 
se presten en soporte material.

1. Salvo que las partes acuerden otra cosa, el empresario entregará los bienes mediante 
la transmisión de su posesión material o control al consumidor o usuario, sin ninguna demora 
indebida y en un plazo máximo de 30 días naturales a partir de la celebración del contrato y 
suministrará los contenidos o servicios digitales sin demora indebida tras la celebración del 
contrato.

La obligación de suministro por parte del empresario se entenderá cumplida cuando:
a) El contenido digital o cualquier medio adecuado para acceder al contenido digital o 

descargarlo sea puesto a disposición del consumidor o usuario o sea accesible para él o 
para la instalación física o virtual elegida por el consumidor y usuario para ese fin.

b) El servicio digital sea accesible para el consumidor o usuario o para la instalación 
física o virtual elegida por el consumidor o usuario a tal fin.
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2. Si el empresario no cumple su obligación de entrega, el consumidor o usuario lo 
emplazará para que cumpla en un plazo adicional adecuado a las circunstancias.

En el caso de que el empresario no cumpla su obligación de suministro, el consumidor o 
usuario podrá solicitar que le sean suministrados los contenidos o servicios digitales sin 
demora indebida o en un período de tiempo adicional acordado expresamente por las partes.

Si el empresario continúa sin cumplir con la entrega o suministro, el consumidor o 
usuario tendrá derecho a resolver el contrato.

3. No obstante lo anterior, el consumidor o usuario tendrá derecho a resolver el contrato 
en el momento en el que se dé alguna de las siguientes situaciones:

a) El empresario haya rechazado entregar los bienes o haya declarado, o así se 
desprenda claramente de las circunstancias, que no suministrará los contenidos o servicios 
digitales.

b) Las partes hayan acordado o así se desprenda claramente de las circunstancias que 
concurran en la celebración del contrato, que para el consumidor o usuario es esencial que 
la entrega o el suministro se produzca en una fecha determinada o anterior a esta. En el 
supuesto de tratarse de bienes, dicho acuerdo deberá haberse producido antes de la 
celebración del contrato.

4. Cuando el consumidor o usuario resuelva el contrato de suministro de contenidos o 
servicios digitales con arreglo al presente artículo, se aplicarán en consecuencia los artículos 
119 ter y 119 quáter.

5. Recaerá en el empresario la carga de la prueba sobre el cumplimiento de las 
obligaciones que le corresponden en virtud de este artículo.

6. Este artículo no será aplicable a los contratos excluidos del ámbito del Título IV de 
este Libro que aparecen relacionados en el apartado 2 del artículo 114, a excepción de los 
señalados en su apartado a).

Artículo 66 ter.  Transmisión del riesgo.
Cuando el empresario envíe al consumidor y usuario los bienes comprados, el riesgo de 

pérdida o deterioro de éstos se transmitirá al consumidor y usuario cuando él o un tercero 
por él indicado, distinto del transportista, haya adquirido su posesión material. No obstante, 
en caso de que sea el consumidor y usuario el que encargue el transporte de los bienes o el 
transportista elegido no estuviera entre los propuestos por el empresario, el riesgo se 
transmitirá al consumidor y usuario con la entrega de los bienes al transportista, sin perjuicio 
de sus derechos frente a éste.

Artículo 66 quáter.  Prohibición de envíos y suministros no solicitados.
1. Queda prohibido el envío y el suministro al consumidor y usuario de bienes, de agua, 

gas o electricidad, de calefacción mediante sistemas urbanos, de contenido digital o de 
prestación de servicios no solicitados por él, cuando dichos envíos y suministros incluyan 
una pretensión de pago de cualquier naturaleza.

En caso de que así se haga, y sin perjuicio de la infracción que ello suponga, el 
consumidor y usuario receptor no estará obligado a su devolución o custodia, ni podrá 
reclamársele pago alguno por parte del empresario que envió el bien o suministró el servicio 
no solicitado. En tal caso, la falta de respuesta del consumidor y usuario a dicho envío, 
suministro o prestación de servicios no solicitados no se considerará consentimiento.

En caso de contratos para el suministro de agua, gas, electricidad –cuando no estén 
envasados para la venta en un volumen delimitado o en cantidades determinadas–, o 
calefacción mediante sistemas urbanos, en los que el suministro ya se estuviera prestando 
previamente al suministro no solicitado al nuevo suministrador, se entenderá el interés del 
consumidor en continuar con el suministro del servicio con su suministrador anterior, 
volviendo a ser suministrado por éste quién tendrá derecho a cobrar los suministros a la 
empresa que suministró indebidamente.

2. Si el consumidor y usuario decide devolver los bienes recibidos no responderá por los 
daños o deméritos sufridos, y tendrá derecho a ser indemnizado por los gastos y por los 
daños y perjuicios que se le hubieran causado.
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Artículo 67.  Normas de derecho internacional privado.
1. La ley aplicable a los contratos celebrados con consumidores y usuarios se 

determinará por lo previsto en el Reglamento (CE) n.º 593/2008 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales 
(Roma I), así como por las demás disposiciones del Derecho de la Unión Europea que les 
sean de aplicación. Cuando no se haya podido determinar el contenido de la ley extranjera, 
se aplicará subsidiariamente la ley material española.

2. Las normas de protección frente a las cláusulas abusivas contenidas en los artículos 
82 a 91, ambos inclusive, serán aplicables a los consumidores y usuarios, cualquiera que 
sea la ley elegida por las partes para regir el contrato, cuando éste mantenga una estrecha 
relación con el territorio de un Estado miembro del Espacio Económico Europeo.

Se entenderá, en particular, que existe un vínculo estrecho cuando el empresario 
ejerciere sus actividades en uno o varios Estados miembros del Espacio Económico 
Europeo, o por cualquier medio de publicidad o comunicación dirigiere tales actividades a 
uno o varios Estados miembros y el contrato estuviere comprendido en el marco de esas 
actividades. En los contratos relativos a inmuebles se entenderá, asimismo, que existe un 
vínculo estrecho cuando se encuentren situados en el territorio de un Estado miembro.

3. Las normas de protección en materia de garantías contenidas en los artículos 114 a 
126 ambos inclusive, serán aplicables a los consumidores y usuarios, cualquiera que sea la 
ley elegida por las partes para regir el contrato, cuando éste mantenga una estrecha relación 
con el territorio de un Estado miembro del Espacio Económico Europeo.

Se entenderá, en particular, que existe un vínculo estrecho cuando el bien haya de 
utilizarse, ejercitarse el derecho o realizarse la prestación en alguno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, o el contrato se hubiera celebrado total o parcialmente en 
cualquiera de ellos, o una de las partes sea ciudadano de un Estado miembro de la Unión 
Europea o presente el negocio jurídico cualquier otra conexión análoga o vínculo estrecho 
con el territorio de la Unión Europea.

CAPÍTULO II
Derecho de desistimiento

Artículo 68.  Contenido y régimen del derecho de desistimiento.
1. El derecho de desistimiento de un contrato es la facultad del consumidor y usuario de 

dejar sin efecto el contrato celebrado, notificándoselo así a la otra parte contratante en el 
plazo establecido para el ejercicio de ese derecho, sin necesidad de justificar su decisión y 
sin penalización de ninguna clase.

Serán nulas de pleno de derecho las cláusulas que impongan al consumidor y usuario 
una penalización por el ejercicio de su derecho de desistimiento.

2. El consumidor tendrá derecho a desistir del contrato en los supuestos previstos legal o 
reglamentariamente y cuando así se le reconozca en la oferta, promoción publicidad o en el 
propio contrato.

3. El derecho de desistimiento atribuido legalmente al consumidor y usuario se regirá en 
primer término por las disposiciones legales que lo establezcan en cada caso y en su defecto 
por lo dispuesto en este Título.

Artículo 69.  Obligación de informar sobre el derecho de desistimiento.
1. Cuando la ley atribuya el derecho de desistimiento al consumidor y usuario, el 

empresario contratante deberá informarle por escrito en el documento contractual, de 
manera clara, comprensible y precisa, del derecho de desistir del contrato y de los requisitos 
y consecuencias de su ejercicio, incluidas las modalidades de restitución del bien o servicio 
recibido. Deberá entregarle, además, un documento de desistimiento, identificado 
claramente como tal, que exprese el nombre y dirección de la persona a quien debe enviarse 
y los datos de identificación del contrato y de los contratantes a que se refiere.

2. Corresponde al empresario probar el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 
anterior.
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Artículo 70.  Formalidades para el ejercicio del desistimiento.
El ejercicio del derecho de desistimiento no estará sujeto a formalidad alguna, bastando 

que se acredite en cualquier forma admitida en derecho. En todo caso se considerará 
válidamente ejercitado mediante el envío del documento de desistimiento o mediante la 
devolución de los productos recibidos.

Artículo 71.  Plazo para el ejercicio del derecho de desistimiento.
1. El consumidor y usuario dispondrá de un plazo mínimo de catorce días naturales para 

ejercer el derecho de desistimiento.
2. Siempre que el empresario haya cumplido con el deber de información y 

documentación establecido en el artículo 69.1, el plazo a que se refiere el apartado anterior 
se computará desde la recepción del bien objeto del contrato o desde la celebración de éste 
si el objeto del contrato fuera la prestación de servicios.

3. Si el empresario no hubiera cumplido con el deber de información y documentación 
sobre el derecho de desistimiento, el plazo para su ejercicio finalizará doce meses después 
de la fecha de expiración del periodo de desistimiento inicial, a contar desde que se entregó 
el bien contratado o se hubiera celebrado el contrato, si el objeto de éste fuera la prestación 
de servicios.

Si el deber de información y documentación se cumple durante el citado plazo de doce 
meses, el plazo legalmente previsto para el ejercicio del derecho de desistimiento empezará 
a contar desde ese momento.

4. Para determinar la observancia del plazo para desistir se tendrá en cuenta la fecha de 
expedición de la declaración de desistimiento.

Artículo 72.  Prueba del ejercicio del derecho de desistimiento.
Corresponde al consumidor y usuario probar que ha ejercitado su derecho de 

desistimiento conforme a lo dispuesto en este capítulo.
En el caso de las personas consumidoras vulnerables, se facilitará la prueba del ejercicio 

del derecho de desistimiento bastando una afirmación de parte en plazo.

Artículo 73.  Gastos vinculados al desistimiento.
El ejercicio del derecho de desistimiento no implicará gasto alguno para el consumidor y 

usuario. A estos efectos se considerará lugar de cumplimiento el lugar donde el consumidor 
y usuario haya recibido la prestación.

Artículo 74.  Consecuencias del ejercicio del derecho de desistimiento.
1. Ejercido el derecho de desistimiento, las partes deberán restituirse recíprocamente las 

prestaciones de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1.303 y 1.308 del Código Civil.
2. El consumidor y usuario no tendrá que rembolsar cantidad alguna por la disminución 

del valor del bien, que sea consecuencia de su uso conforme a lo pactado o a su naturaleza, 
o por el uso del servicio.

3. El consumidor y usuario tendrá derecho al rembolso de los gastos necesarios y útiles 
que hubiera realizado en el bien.

4. (Suprimido)

Artículo 75.  Imposibilidad de devolver la prestación por parte del consumidor y usuario.
1. La imposibilidad de devolver la prestación objeto del contrato por parte del consumidor 

y usuario por pérdida, destrucción u otra causa no privarán a éste de la posibilidad de ejercer 
el derecho de desistimiento.

En estos casos, cuando la imposibilidad de devolución le sea imputable, el consumidor y 
usuario responderá del valor de mercado que hubiera tenido la prestación en el momento del 
ejercicio del derecho de desistimiento, salvo que dicho valor fuera superior al precio de 
adquisición, en cuyo caso responderá de éste.

2. Cuando el empresario hubiera incumplido el deber de información y documentación 
sobre el derecho de desistimiento, la imposibilidad de devolución sólo será imputable al 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 740 –



consumidor y usuario cuando éste hubiera omitido la diligencia que le es exigible en sus 
propios asuntos.

Artículo 76.  Devolución de sumas percibidas por el empresario.
Cuando el consumidor y usuario haya ejercido el derecho de desistimiento, el empresario 

estará obligado a devolver las sumas abonadas por el consumidor y usuario sin retención de 
gastos. La devolución de estas sumas deberá efectuarse sin demoras indebidas y, en 
cualquier caso, antes de que hayan transcurrido 14 días naturales desde la fecha en que 
haya sido informado de la decisión de desistimiento del contrato por el consumidor y usuario.

Transcurrido dicho plazo sin que el consumidor y usuario haya recuperado la suma 
adeudada, tendrá derecho a reclamarla duplicada, sin perjuicio de que además se le 
indemnicen los daños y perjuicios que se le hayan causado en lo que excedan de dicha 
cantidad.

Corresponde al empresario la carga de la prueba sobre el cumplimiento del plazo.

Artículo 76 bis.  Efectos del ejercicio del derecho de desistimiento en los contratos 
complementarios.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de 
contratos de crédito al consumo, el ejercicio, por parte del consumidor y usuario de su 
derecho de desistimiento conforme a las disposiciones de esta ley, tendrá por efecto la 
extinción automática y sin coste alguno para el consumidor y usuario de todo contrato 
complementario, excepto en aquellos casos en que sean complementarios de contratos 
celebrados a distancia o fuera del establecimiento en los que, sin perjuicio de su extinción 
automática, el consumidor y usuario deberá asumir los costes previstos en los artículos 
107.2 y 108 de esta norma.

2. Ejercido el derecho de desistimiento sobre el contrato principal, las partes deberán 
restituirse recíprocamente las prestaciones recibidas en virtud del contrato complementario, 
sin ninguna demora indebida y, en cualquier caso, antes de que hayan transcurrido 14 días 
naturales desde la fecha en que el consumidor y usuario haya informado al empresario de su 
decisión de desistir del contrato principal.

En el supuesto de que el empresario no reintegre todas las cantidades abonadas en 
virtud del contrato complementario en el plazo señalado, el consumidor y usuario podrá 
reclamar que se le pague el doble de la suma adeudada, sin perjuicio a su derecho de ser 
indemnizado por los daños y perjuicios sufridos en lo que excedan de dicha cantidad. 
Corresponde al empresario la carga de la prueba sobre el cumplimiento del plazo.

El consumidor y usuario tendrá derecho al reembolso de los gastos necesarios y útiles 
que hubiera realizado en el bien.

3. En caso de que al consumidor y usuario le sea imposible devolver la prestación objeto 
del contrato complementario por pérdida, destrucción u otra causa que le sea imputable, 
responderá del valor de mercado que hubiera tenido la prestación en el momento del 
ejercicio del derecho de desistimiento, salvo que dicho valor fuera superior al precio de 
adquisición, en cuyo caso responderá de éste.

4. Cuando el empresario hubiera incumplido el deber de información y documentación 
sobre el derecho de desistimiento del contrato principal, la imposibilidad de devolución sólo 
será imputable al consumidor y usuario cuando éste hubiera omitido la diligencia que le es 
exigible en sus propios asuntos.

5. Lo dispuesto en los apartados anteriores será también de aplicación a los contratos 
complementarios de otros celebrados a distancia o fuera del establecimiento, regulados en el 
título III del libro II de esta ley.

Artículo 77.  Desistimiento de un contrato vinculado a financiación al consumidor y usuario.
Cuando se ejercite el derecho de desistimiento en los contratos celebrados entre un 

empresario y un consumidor y usuario, incluidos los contratos a distancia y los celebrados 
fuera del establecimiento mercantil del empresario, y el precio a abonar por el consumidor y 
usuario haya sido total o parcialmente financiado mediante un crédito concedido por el 
empresario contratante o por parte de un tercero, previo acuerdo de éste con el empresario 
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contratante, el ejercicio del derecho de desistimiento implicará al tiempo la resolución del 
crédito sin penalización alguna para el consumidor y usuario.

Artículo 78.  Acciones de nulidad o resolución.
La falta de ejercicio del derecho de desistimiento en el plazo fijado no será obstáculo 

para el posterior ejercicio de las acciones de nulidad o resolución del contrato cuando 
procedan conforme a derecho.

Artículo 79.  Derecho contractual de desistimiento.
A falta de previsiones específicas en la oferta, promoción, publicidad o en el propio 

contrato el derecho de desistimiento reconocido contractualmente, éste se ajustará a lo 
previsto en este título.

El consumidor y usuario que ejercite el derecho de desistimiento contractualmente 
reconocido no tendrá en ningún caso obligación de indemnizar por el desgaste o deterioro 
del bien o por el uso del servicio debido exclusivamente a su prueba para tomar una decisión 
sobre su adquisición definitiva.

En ningún caso podrá el empresario exigir anticipo de pago o prestación de garantías, 
incluso la aceptación de efectos que garanticen un eventual resarcimiento en su favor para el 
caso de que se ejercite el derecho de desistimiento.

TÍTULO II
Condiciones generales y cláusulas abusivas

CAPITULO I
Cláusulas no negociadas individualmente

Artículo 80.  Requisitos de las cláusulas no negociadas individualmente.
1. En los contratos con consumidores y usuarios que utilicen cláusulas no negociadas 

individualmente, incluidos los que promuevan las Administraciones públicas y las entidades y 
empresas de ellas dependientes, aquéllas deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión 
directa, sin reenvíos a textos o documentos que no se faciliten previa o simultáneamente a la 
conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, deberá hacerse referencia expresa en el 
documento contractual.

b) Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al consumidor y usuario el 
conocimiento previo a la celebración del contrato sobre su existencia y contenido. En ningún 
caso se entenderá cumplido este requisito si el tamaño de la letra del contrato fuese inferior 
a los 2.5 milímetros, el espacio entre líneas fuese inferior a los 1.15 milímetros o el 
insuficiente contraste con el fondo hiciese dificultosa la lectura.

c) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en 
todo caso excluye la utilización de cláusulas abusivas.

2. Cuando se ejerciten acciones individuales, en caso de duda sobre el sentido de una 
cláusula prevalecerá la interpretación más favorable al consumidor.

Artículo 81.  Aprobación e información.
1. Las empresas que celebren contratos con los consumidores y usuarios, a solicitud de 

la Agencia Española de Consumo y Seguridad Alimentaria y Nutrición, de los órganos o 
entidades correspondientes de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales 
competentes en materia de defensa de los consumidores y usuarios, dentro del ámbito de 
sus respectivas competencias, estarán obligadas a remitir las condiciones generales de 
contratación que integren dichos contratos, en el plazo máximo de un mes desde la 
recepción de la solicitud, al objeto de facilitar el estudio y valoración del posible carácter 
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abusivo de determinadas cláusulas y, en su caso, ejercitar las competencias que en materia 
de control y sanción les atribuye esta ley.

2. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, en el ejercicio 
profesional de sus respectivas funciones públicas, informarán a los consumidores y usuarios 
en los asuntos propios de su especialidad y competencia.

3. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones que utilicen las empresas públicas o 
concesionarias de servicios públicos, estarán sometidas a la aprobación y control de las 
Administraciones públicas competentes, cuando así se disponga como requisito de validez y 
con independencia de la consulta al Consejo de Consumidores y Usuarios, prevista en esta 
u otras leyes, todo ello sin perjuicio de su sometimiento a las disposiciones generales de 
esta norma.

CAPÍTULO II
Cláusulas abusivas

Artículo 82.  Concepto de cláusulas abusivas.
1. Se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas 

individualmente y todas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en contra de 
las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio 
importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato.

2. El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que una cláusula aislada se 
hayan negociado individualmente no excluirá la aplicación de las normas sobre cláusulas 
abusivas al resto del contrato.

El empresario que afirme que una determinada cláusula ha sido negociada 
individualmente, asumirá la carga de la prueba.

3. El carácter abusivo de una cláusula se apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de 
los bienes o servicios objeto del contrato y considerando todas las circunstancias 
concurrentes en el momento de su celebración, así como todas las demás cláusulas del 
contrato o de otro del que éste dependa.

4. No obstante lo previsto en los apartados precedentes, en todo caso son abusivas las 
cláusulas que, conforme a lo dispuesto en los artículos 85 a 90, ambos inclusive:

a) vinculen el contrato a la voluntad del empresario,
b) limiten los derechos del consumidor y usuario,
c) determinen la falta de reciprocidad en el contrato,
d) impongan al consumidor y usuario garantías desproporcionadas o le impongan 

indebidamente la carga de la prueba,
e) resulten desproporcionadas en relación con el perfeccionamiento y ejecución del 

contrato, o
f) contravengan las reglas sobre competencia y derecho aplicable.

Artículo 83.  Nulidad de las cláusulas abusivas y subsistencia del contrato.
Las cláusulas abusivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas. A 

estos efectos, el Juez, previa audiencia de las partes, declarará la nulidad de las cláusulas 
abusivas incluidas en el contrato, el cual, no obstante, seguirá siendo obligatorio para las 
partes en los mismos términos, siempre que pueda subsistir sin dichas cláusulas.

Las condiciones incorporadas de modo no transparente en los contratos en perjuicio de 
los consumidores serán nulas de pleno derecho.

Artículo 84.  Autorización e inscripción de cláusulas declaradas abusivas.
Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, en el ejercicio 

profesional de sus respectivas funciones públicas, no autorizarán ni inscribirán aquellos 
contratos o negocios jurídicos en los que se pretenda la inclusión de cláusulas declaradas 
nulas por abusivas en sentencia inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación.
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Artículo 85.  Cláusulas abusivas por vincular el contrato a la voluntad del empresario.
Las cláusulas que vinculen cualquier aspecto del contrato a la voluntad del empresario 

serán abusivas y, en todo caso, las siguientes:
1. Las cláusulas que reserven al empresario que contrata con el consumidor y usuario un 

plazo excesivamente largo o insuficientemente determinado para aceptar o rechazar una 
oferta contractual o satisfacer la prestación debida.

2. Las cláusulas que prevean la prórroga automática de un contrato de duración 
determinada si el consumidor y usuario no se manifiesta en contra, fijando una fecha límite 
que no permita de manera efectiva al consumidor y usuario manifestar su voluntad de no 
prorrogarlo.

3. Las cláusulas que reserven a favor del empresario facultades de interpretación o 
modificación unilateral del contrato, salvo, en este último caso, que concurran motivos 
válidos especificados en el contrato.

En los contratos referidos a servicios financieros lo establecido en el párrafo anterior se 
entenderá sin perjuicio de las cláusulas por las que el empresario se reserve la facultad de 
modificar sin previo aviso el tipo de interés adeudado por el consumidor o al consumidor, así 
como el importe de otros gastos relacionados con los servicios financieros, cuando aquéllos 
se encuentren adaptados a un índice, siempre que se trate de índices legales y se describa 
el modo de variación del tipo, o en otros casos de razón válida, a condición de que el 
empresario esté obligado a informar de ello en el más breve plazo a los otros contratantes y 
éstos puedan resolver inmediatamente el contrato sin penalización alguna.

Igualmente podrán modificarse unilateralmente las condiciones de un contrato de 
servicios financieros de duración indeterminada por los motivos válidos expresados en él, 
siempre que el empresario esté obligado a informar al consumidor y usuario con antelación 
razonable y éste tenga la facultad de resolver el contrato, o, en su caso, rescindir 
unilateralmente, sin previo aviso en el supuesto de razón válida, a condición de que el 
empresario informe de ello inmediatamente a los demás contratantes.

4. Las cláusulas que autoricen al empresario a resolver anticipadamente un contrato de 
duración determinada, si al consumidor y usuario no se le reconoce la misma facultad, o las 
que le faculten a resolver los contratos de duración indefinida en un plazo 
desproporcionadamente breve o sin previa notificación con antelación razonable.

Lo previsto en este párrafo no afecta a las cláusulas en las que se prevea la resolución 
del contrato por incumplimiento o por motivos graves, ajenos a la voluntad de las partes, que 
alteren las circunstancias que motivaron la celebración del contrato.

5. Las cláusulas que determinen la vinculación incondicionada del consumidor y usuario 
al contrato aún cuando el empresario no hubiera cumplido con sus obligaciones.

6. Las cláusulas que supongan la imposición de una indemnización 
desproporcionadamente alta, al consumidor y usuario que no cumpla sus obligaciones.

7. Las cláusulas que supongan la supeditación a una condición cuya realización dependa 
únicamente de la voluntad del empresario para el cumplimiento de las prestaciones, cuando 
al consumidor y usuario se le haya exigido un compromiso firme.

8. Las cláusulas que supongan la consignación de fechas de entrega meramente 
indicativas condicionadas a la voluntad del empresario.

9. Las cláusulas que determinen la exclusión o limitación de la obligación del empresario 
de respetar los acuerdos o compromisos adquiridos por sus mandatarios o representantes o 
supeditar sus compromisos al cumplimiento de determinadas formalidades.

10. Las cláusulas que prevean la estipulación del precio en el momento de la entrega del 
bien o servicio o las que otorguen al empresario la facultad de aumentar el precio final sobre 
el convenido, sin que en ambos casos existan razones objetivas y sin reconocer al 
consumidor y usuario el derecho a resolver el contrato si el precio final resulta muy superior 
al inicialmente estipulado.

Lo establecido en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de la adaptación de 
precios a un índice, siempre que tales índices sean legales y que en el contrato se describa 
explícitamente el modo de variación del precio.

11. Las cláusulas que supongan la concesión al empresario del derecho a determinar si 
el bien o servicio se ajusta a lo estipulado en el contrato.
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Artículo 86.  Cláusulas abusivas por limitar los derechos básicos del consumidor y usuario.
En cualquier caso serán abusivas las cláusulas que limiten o priven al consumidor y 

usuario de los derechos reconocidos por normas dispositivas o imperativas y, en particular, 
aquellas estipulaciones que prevean:

1. La exclusión o limitación de forma inadecuada de los derechos legales del consumidor 
y usuario por incumplimiento total o parcial o cumplimiento defectuoso del empresario.

En particular las cláusulas que modifiquen, en perjuicio del consumidor y usuario, las 
normas legales sobre conformidad con el contrato de los bienes o servicios puestos a su 
disposición o limiten el derecho del consumidor y usuario a la indemnización por los daños y 
perjuicios ocasionados por dicha falta de conformidad.

2. La exclusión o limitación de la responsabilidad del empresario en el cumplimiento del 
contrato, por los daños o por la muerte o por las lesiones causadas al consumidor y usuario 
por una acción u omisión de aquél.

3. La liberación de responsabilidad del empresario por cesión del contrato a tercero, sin 
consentimiento del deudor, si puede engendrar merma de las garantías de éste.

4. La privación o restricción al consumidor y usuario de las facultades de compensación 
de créditos, retención o consignación.

5. La limitación o exclusión de la facultad del consumidor y usuario de resolver el 
contrato por incumplimiento del empresario.

6. La imposición de renuncias a la entrega de documento acreditativo de la operación.
7. La imposición de cualquier otra renuncia o limitación de los derechos del consumidor y 

usuario.

Artículo 87.  Cláusulas abusivas por falta de reciprocidad.
Son abusivas las cláusulas que determinen la falta de reciprocidad en el contrato, 

contraria a la buena fe, en perjuicio del consumidor y usuario y, en particular:
1. La imposición de obligaciones al consumidor y usuario para el cumplimiento de todos 

sus deberes y contraprestaciones, aun cuando el empresario no hubiere cumplido los suyos.
2. La retención de cantidades abonadas por el consumidor y usuario por renuncia, sin 

contemplar la indemnización por una cantidad equivalente si renuncia el empresario.
3. La autorización al empresario para resolver el contrato discrecionalmente, si al 

consumidor y usuario no se le reconoce la misma facultad.
4. La posibilidad de que el empresario se quede con las cantidades abonadas en 

concepto de prestaciones aún no efectuadas cuando sea él mismo quien resuelva el 
contrato.

5. Las estipulaciones que prevean el redondeo al alza en el tiempo consumido o en el 
precio de los bienes o servicios o cualquier otra estipulación que prevea el cobro por 
productos o servicios no efectivamente usados o consumidos de manera efectiva.

En aquellos sectores en los que el inicio del servicio conlleve indisolublemente unido un 
coste para las empresas o los profesionales no repercutido en el precio, no se considerará 
abusiva la facturación por separado de tales costes, cuando se adecuen al servicio 
efectivamente prestado.

6. Las estipulaciones que impongan obstáculos onerosos o desproporcionados para el 
ejercicio de los derechos reconocidos al consumidor y usuario en el contrato, en particular en 
los contratos de prestación de servicios o suministro de productos de tracto sucesivo o 
continuado, la imposición de plazos de duración excesiva, la renuncia o el establecimiento 
de limitaciones que excluyan u obstaculicen el derecho del consumidor y usuario a poner fin 
a estos contratos, así como la obstaculización al ejercicio de este derecho a través del 
procedimiento pactado, cual es el caso de las que prevean la imposición de formalidades 
distintas de las previstas para contratar o la pérdida de las cantidades abonadas por 
adelantado, el abono de cantidades por servicios no prestados efectivamente, la atribución al 
empresario de la facultad de ejecución unilateral de las cláusulas penales que se hubieran 
fijado contractualmente o la fijación de indemnizaciones que no se correspondan con los 
daños efectivamente causados.
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Artículo 88.  Cláusulas abusivas sobre garantías.
En todo caso se consideraran abusivas las cláusulas que supongan:
1. La imposición de garantías desproporcionadas al riesgo asumido.
Se presumirá que no existe desproporción en los contratos de financiación o de 

garantías pactadas por entidades financieras que se ajusten a su normativa específica.
2. La imposición de la carga de la prueba en perjuicio del consumidor y usuario en los 

casos en que debería corresponder a la otra parte contratante.
3. La imposición al consumidor de la carga de la prueba sobre el incumplimiento, total o 

parcial, del empresario proveedor a distancia de servicios financieros de las obligaciones 
impuestas por la normativa específica sobre la materia.

Artículo 89.  Cláusulas abusivas que afectan al perfeccionamiento y ejecución del contrato.
En todo caso tienen la consideración de cláusulas abusivas:
1. Las declaraciones de recepción o conformidad sobre hechos ficticios, y las 

declaraciones de adhesión del consumidor y usuario a cláusulas de las cuales no ha tenido 
la oportunidad de tomar conocimiento real antes de la celebración del contrato.

2. La transmisión al consumidor y usuario de las consecuencias económicas de errores 
administrativos o de gestión que no le sean imputables.

3. La imposición al consumidor de los gastos de documentación y tramitación que por ley 
corresponda al empresario. En particular, en la compraventa de viviendas:

a) La estipulación de que el consumidor ha de cargar con los gastos derivados de la 
preparación de la titulación que por su naturaleza correspondan al empresario (obra nueva, 
propiedad horizontal, hipotecas para financiar su construcción o su división y cancelación).

b) La estipulación que obligue al consumidor a subrogarse en la hipoteca del empresario 
o imponga penalizaciones en los supuestos de no subrogación.

c) La estipulación que imponga al consumidor el pago de tributos en los que el sujeto 
pasivo es el empresario.

d) La estipulación que imponga al consumidor los gastos derivados del establecimiento 
de los accesos a los suministros generales de la vivienda, cuando ésta deba ser entregada 
en condiciones de habitabilidad.

4. La imposición al consumidor y usuario de bienes y servicios complementarios o 
accesorios no solicitados.

5. Los incrementos de precio por servicios accesorios, financiación, aplazamientos, 
recargos, indemnización o penalizaciones que no correspondan a prestaciones adicionales 
susceptibles de ser aceptados o rechazados en cada caso expresados con la debida 
claridad o separación.

6. La negativa expresa al cumplimiento de las obligaciones o prestaciones propias del 
empresario, con reenvío automático a procedimientos administrativos o judiciales de 
reclamación.

7. La imposición de condiciones de crédito que para los descubiertos en cuenta corriente 
superen los límites que se contienen en el artículo 19.4 de la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de 
Crédito al Consumo.

8. La previsión de pactos de renuncia o transacción respecto al derecho del consumidor 
y usuario a la elección de fedatario competente según la ley para autorizar el documento 
público en que inicial o ulteriormente haya de formalizarse el contrato.

Artículo 90.  Cláusulas abusivas sobre competencia y derecho aplicable.
Son, asimismo, abusivas las cláusulas que establezcan:
1. La sumisión a arbitrajes distintos del arbitraje de consumo, salvo que se trate de 

órganos de arbitraje institucionales creados por normas legales para un sector o un supuesto 
específico.

2. La previsión de pactos de sumisión expresa a Juez o Tribunal distinto del que 
corresponda al domicilio del consumidor y usuario, al lugar del cumplimiento de la obligación 
o aquél en que se encuentre el bien si éste fuera inmueble.
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3. La sumisión del contrato a un Derecho extranjero con respecto al lugar donde el 
consumidor y usuario emita su declaración negocial o donde el empresario desarrolle la 
actividad dirigida a la promoción de contratos de igual o similar naturaleza.

Artículo 91.  Contratos relativos a valores, instrumentos financieros y divisas.
Las cláusulas abusivas referidas a la modificación unilateral de los contratos, a la 

resolución anticipada de los contratos de duración indefinida y al incremento del precio de 
bienes y servicios, no se aplicarán a los contratos relativos a valores, con independencia de 
su forma de representación, instrumentos financieros y otros bienes y servicios cuyo precio 
esté vinculado a una cotización, índice bursátil, o un tipo del mercado financiero que el 
empresario no controle, ni a los contratos de compraventa de divisas, cheques de viaje o 
giros postales internacionales en divisas.

TÍTULO III
Contratos celebrados a distancia y contratos celebrados fuera del 

establecimiento mercantil

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 92.  Ámbito de aplicación.
1. Se regirán por lo dispuesto en este título los contratos celebrados a distancia con los 

consumidores y usuarios en el marco de un sistema organizado de venta o prestación de 
servicios a distancia, sin la presencia física simultánea del empresario y del consumidor y 
usuario, y en el que se hayan utilizado exclusivamente una o más técnicas de comunicación 
a distancia hasta el momento de la celebración del contrato y en la propia celebración del 
mismo.

Entre otras, tienen la consideración de técnicas de comunicación a distancia: el correo 
postal, Internet, el teléfono o el fax.

2. Las disposiciones de este título serán también de aplicación a los siguientes contratos 
celebrados con consumidores y usuarios fuera del establecimiento mercantil:

a) Contratos celebrados con la presencia física simultánea del empresario y del 
consumidor y usuario, en un lugar distinto al establecimiento mercantil del empresario.

b) Contratos en los que el consumidor y usuario ha realizado una oferta en las mismas 
circunstancias que las que se contemplan en la letra a).

c) Contratos celebrados en el establecimiento mercantil del empresario o mediante el 
uso de cualquier medio de comunicación a distancia inmediatamente después de que haya 
existido contacto personal e individual con el consumidor y usuario en un lugar que no sea el 
establecimiento mercantil del empresario, con la presencia física simultánea del empresario 
y el consumidor y usuario.

d) Contratos celebrados durante una excursión organizada por el empresario con el fin 
de promocionar y vender productos o servicios al consumidor y usuario.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 y del carácter irrenunciable de los 
derechos reconocidos al consumidor y usuario en este título, serán válidas las cláusulas 
contractuales que sean más beneficiosas para el consumidor y usuario.

4. Todos los contratos y ofertas celebrados fuera del establecimiento mercantil se 
presumen sometidos a las disposiciones de este título, correspondiendo al empresario la 
prueba en contrario.

Artículo 93.  Excepciones.
La regulación establecida en este título no será de aplicación:
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a) A los contratos de servicios sociales, incluidos la vivienda social, el cuidado de los 
niños y el apoyo a familias y personas necesitadas, temporal o permanentemente, incluida la 
atención a largo plazo.

b) A los contratos de servicios relacionados con la salud, prestados por un profesional 
sanitario a pacientes para evaluar, mantener o restablecer su estado de salud, incluidos la 
receta, dispensación y provisión de medicamentos y productos sanitarios, con independencia 
de que estos servicios se presten en instalaciones sanitarias.

c) A los contratos de actividades de juego por dinero que impliquen apuestas de valor 
monetario en juegos de azar, incluidas las loterías, los juegos de casino y las apuestas.

d) A los contratos de servicios financieros.
e) A los contratos de creación, adquisición o transferencia de bienes inmuebles o de 

derechos sobre los mismos.
f) A los contratos para la construcción de edificios nuevos, la transformación sustancial 

de edificios existentes y el alquiler de alojamientos para su uso como vivienda.
g) A los contratos relativos a los viajes combinados del artículo 151.1.b), excepto los 

apartados 2 y 6 del artículo 98.
h) A los contratos relativos a la protección de los consumidores y usuarios con respecto 

a determinados aspectos de los contratos de aprovechamiento por turno de bienes de uso 
turístico, de adquisición de productos vacacionales de larga duración, de reventa y de 
intercambio regulados en la Ley 4/2012, de 6 de julio, de contratos de aprovechamiento por 
turno de bienes de uso turístico, de adquisición de productos vacacionales de larga duración, 
de reventa y de intercambio y normas tributarias.

i) A los contratos que, con arreglo a la legislación vigente, deban celebrarse ante un 
fedatario público, obligado por ley a ser independiente e imparcial y a garantizar, mediante el 
suministro de una información jurídica comprensible, que el consumidor y usuario celebra el 
contrato únicamente previa reflexión suficiente y con pleno conocimiento de su alcance 
jurídico.

j) A los contratos para el suministro de productos alimenticios, bebidas u otros bienes de 
consumo corriente en el hogar, suministrados físicamente por un empresario mediante 
entregas frecuentes y regulares en el hogar o lugar de residencia o de trabajo del 
consumidor y usuario.

k) A los contratos de servicios de transporte de pasajeros, sin perjuicio de la aplicación 
del artículo 98.2.

l) A los contratos celebrados mediante distribuidores automáticos o instalaciones 
comerciales automatizadas.

m) A los contratos celebrados con operadores de telecomunicaciones a través de 
teléfonos públicos para la utilización de esos teléfonos, o celebrados para el establecimiento 
de una única conexión de teléfono, Internet o fax por parte de un consumidor y usuario.

n) A los contratos de bienes vendidos por la autoridad judicial tras un embargo u otro 
procedimiento.

Artículo 94.  Comunicaciones comerciales y contratación electrónica.
En las comunicaciones comerciales por correo electrónico u otros medios de 

comunicación electrónica y en la contratación a distancia de bienes o servicios por medios 
electrónicos, se aplicará además de lo dispuesto en este título, la normativa específica sobre 
servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico.

Cuando lo dispuesto en este título entre en contradicción con el contenido de la 
normativa específica sobre servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico, 
ésta será de aplicación preferente, salvo lo previsto en el artículo 97.7, párrafo segundo.

Artículo 95.  Servicios de intermediación en los contratos a distancia.
Los operadores de las técnicas de comunicación a distancia, entendiendo por tales a las 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que sean titulares de las técnicas de 
comunicación a distancia utilizadas por los empresarios, están obligados a procurar, en la 
medida de sus posibilidades y con la diligencia debida, que éstos respeten los derechos que 
este título reconoce a los consumidores y usuarios y cumplan las obligaciones que en él se 
les imponen.
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Lo dispuesto en el párrafo anterior no será exigible a los prestadores de servicios de 
intermediación de la sociedad de la información, que se regirán por lo previsto en la 
normativa específica sobre servicios de la sociedad de la información y el comercio 
electrónico.

Artículo 96.  Comunicaciones comerciales a distancia.
1. En todas las comunicaciones comerciales a distancia deberá constar inequívocamente 

su carácter comercial.
2. En el caso de comunicaciones telefónicas, deberá precisarse explícita y claramente, al 

inicio de cualquier conversación con el consumidor y usuario, la identidad del empresario, o 
si procede, la identidad de la persona por cuenta de la cual efectúa la llamada, así como 
indicar la finalidad comercial de la misma. En ningún caso, las llamadas telefónicas se 
efectuarán antes de las 9 horas ni más tarde de las 21 horas ni festivos o fines de semana.

3. La utilización por parte del empresario de técnicas de comunicación que consistan en 
un sistema automatizado de llamadas sin intervención humana o el telefax necesitará el 
consentimiento expreso previo del consumidor y usuario.

El consumidor y usuario tendrá derecho a no recibir, sin su consentimiento, llamadas con 
fines de comunicación comercial que se efectúen mediante sistemas distintos de los 
referidos en el apartado anterior, cuando hubiera decidido no figurar en las guías de 
comunicaciones electrónicas disponibles al público, ejercido el derecho a que los datos que 
aparecen en ellas no sean utilizados con fines de publicidad o prospección comercial, o 
solicitado la incorporación a los ficheros comunes de exclusión de envío de comunicaciones 
comerciales regulados en la normativa de protección de datos personales.

4. El consumidor y usuario tendrá derecho a oponerse a recibir ofertas comerciales no 
deseadas, por teléfono, fax u otros medios de comunicación equivalente.

En el marco de una relación preexistente, el consumidor y usuario tendrá asimismo 
derecho a oponerse a recibir comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro 
medio de comunicación electrónica equivalente. Debe ser informado en cada una de las 
comunicaciones comerciales de los medios sencillos y gratuitos para oponerse a recibirlas.

5. En aquellos casos en que una oferta comercial no deseada se realice por teléfono, las 
llamadas deberán llevarse a cabo desde un número de teléfono identificable. Cuando el 
usuario reciba la primera oferta comercial del emisor, deberá ser informado tanto de su 
derecho a manifestar su oposición a recibir nuevas ofertas como a obtener el número de 
referencia de dicha oposición. A solicitud del consumidor y usuario, el empresario estará 
obligado a facilitarle un justificante de haber manifestado su oposición que deberá remitirle 
en el plazo más breve posible y en todo caso en el plazo máximo de un mes.

El emisor estará obligado a conservar durante al menos un año los datos relativos a los 
usuarios que hayan ejercido su derecho a oponerse a recibir ofertas comerciales, junto con 
el número de referencia otorgado a cada uno de ellos, y deberá ponerlos a disposición de las 
autoridades competentes.

6. En todo caso, deberán cumplirse las disposiciones vigentes sobre protección de los 
menores y respeto a la intimidad. Cuando para la realización de comunicaciones comerciales 
se utilicen datos personales sin contar con el consentimiento del interesado, se 
proporcionará al destinatario la información que señala el artículo 30.2 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y se ofrecerá al 
destinatario la oportunidad de oponerse a la recepción de las mismas.

CAPÍTULO II
Información precontractual y contratos

Artículo 97.  Información precontractual de los contratos a distancia y los contratos 
celebrados fuera del establecimiento mercantil.

1. Antes de que el consumidor y usuario quede vinculado por cualquier contrato a 
distancia o celebrado fuera del establecimiento o cualquier oferta correspondiente, el 
empresario le facilitará de forma clara y comprensible, con especial atención en caso de 
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tratarse de personas consumidoras vulnerables, a las que se les facilitará en formatos 
adecuados, accesibles y comprensibles, la siguiente información:

a) Las características principales de los bienes o servicios, en la medida adecuada al 
soporte utilizado y a los bienes o servicios de que se trate.

b) La identidad del empresario, incluido su nombre comercial.
c) La dirección completa del establecimiento del empresario, número de teléfono y 

dirección de correo electrónico. Asimismo, cuando el empresario facilite otros medios de 
comunicación en línea que garanticen que el consumidor o usuario puede mantener 
cualquier tipo de correspondencia escrita, incluida la fecha y el horario de dicha 
correspondencia, con el empresario en un soporte duradero, la información también incluirá 
detalles sobre esos otros medios. Todos estos medios de comunicación facilitados por el 
empresario permitirán al consumidor o usuario ponerse en contacto y comunicarse con el 
empresario de forma rápida y eficaz. Cuando proceda, el empresario facilitará también la 
dirección completa y la identidad del empresario por cuya cuenta actúa.

d) Si es diferente de la dirección facilitada de conformidad con la letra c), la dirección 
completa de la sede del empresario y, cuando proceda, la del empresario por cuya cuenta 
actúa, a la que el consumidor o usuario puede dirigir sus reclamaciones.

e) El precio total de los bienes o servicios, incluidos los impuestos y tasas, o, si el precio 
no puede calcularse razonablemente de antemano por la naturaleza de los bienes o de los 
servicios, la forma en que se determina el precio, así como, cuando proceda, todos los 
gastos adicionales de transporte, entrega o postales y cualquier otro gasto o, si dichos 
gastos no pueden ser calculados razonablemente de antemano, el hecho de que puede ser 
necesario abonar dichos gastos adicionales. En el caso de un contrato de duración 
indeterminada o de un contrato que incluya una suscripción, el precio incluirá el total de los 
costes por período de facturación. Cuando dichos contratos se cobren con arreglo a una 
tarifa fija, el precio total también significará el total de los costes mensuales. Cuando no sea 
posible calcular razonablemente de antemano el coste total, se indicará de forma precisa la 
forma en que se determina el precio.

f) Cuando proceda, que el precio ha sido personalizado sobre la base de una toma de 
decisiones automatizada.

g) El coste de la utilización de la técnica de comunicación a distancia para la celebración 
del contrato, en caso de que dicho coste se calcule sobre una base diferente de la tarifa 
básica.

h) Los procedimientos de pago, entrega y ejecución, la fecha en que el empresario se 
compromete a entregar los bienes o a ejecutar la prestación de los servicios, así como, 
cuando proceda, el sistema de tratamiento de las reclamaciones del empresario.

i) La lengua o lenguas en las que podrá formalizarse el contrato, cuando ésta no sea la 
lengua en la que se le ha ofrecido la información previa a la contratación.

j) Cuando exista un derecho de desistimiento, las condiciones, el plazo y los 
procedimientos para ejercer ese derecho, así como el modelo de formulario de desistimiento.

k) Cuando proceda, la indicación de que el consumidor o usuario tendrá que asumir el 
coste de la devolución de los bienes en caso de desistimiento y, para los contratos a 
distancia, cuando los bienes, por su naturaleza, no puedan devolverse normalmente por 
correo postal, el coste de la devolución de los mismos.

l) En caso de que el consumidor o usuario ejercite el derecho de desistimiento tras la 
presentación de una solicitud con arreglo al artículo 98.8 o al artículo 99.3, la información de 
que en tal caso el consumidor o usuario deberá abonar al empresario unos gastos 
razonables de conformidad con el artículo 108.3.

m) Cuando con arreglo al artículo 103 no proceda el derecho de desistimiento, la 
indicación de que al consumidor o usuario no le asiste dicho derecho, o las circunstancias en 
las que lo perderá cuando sí le corresponda.

n) Un recordatorio de la existencia de una garantía legal de conformidad para los bienes, 
contenido digital o servicios digitales.

ñ) Cuando proceda, la existencia de asistencia posventa al consumidor y usuario, 
servicios posventa y garantías comerciales, así como sus condiciones.

o) La existencia de códigos de conducta pertinentes y la forma de conseguir ejemplares 
de los mismos, en su caso. A tal efecto, se entiende por código de conducta el acuerdo o 
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conjunto de normas no impuestas por disposiciones legales, reglamentarias o 
administrativas, en el que se define el comportamiento de aquellos empresarios que se 
comprometen a cumplir el código en relación con una o más prácticas comerciales o 
sectores económicos.

p) La duración del contrato, cuando proceda, o, si el contrato es de duración 
indeterminada o se prolonga de forma automática, las condiciones de resolución.

q) Cuando proceda, la duración mínima de las obligaciones del consumidor o usuario 
derivadas del contrato.

r) Cuando proceda, la existencia y las condiciones de los depósitos u otras garantías 
financieras que el consumidor o usuario tenga que pagar o aportar a solicitud del 
empresario.

s) Cuando proceda, la funcionalidad de los bienes con elementos digitales, el contenido 
digital o los servicios digitales, incluidas las medidas técnicas de protección aplicables.

t) Cuando proceda, toda compatibilidad e interoperabilidad relevante de los bienes con 
elementos digitales, el contenido digital o los servicios digitales conocidos por el empresario 
o que quepa esperar razonablemente que este pueda conocer.

u) Cuando proceda, la posibilidad de recurrir a un mecanismo extrajudicial de resolución 
de conflictos al que esté sujeto el empresario y los métodos para tener acceso al mismo.

2. El apartado 1 se aplicará también a los contratos para el suministro de agua, gas, 
electricidad –cuando no estén envasados para la venta en un volumen delimitado o en 
cantidades determinadas–, calefacción mediante sistemas urbanos y contenido digital que 
no se preste en un soporte material.

3. En las subastas públicas, la información a que se refiere el apartado 1.b), c) y d), 
podrá ser sustituida por los datos equivalentes del subastador.

4. La información contemplada en el apartado 1.j), k) y l) podrá proporcionarse a través 
del modelo de documento de información al consumidor o usuario sobre el desistimiento 
establecido en la letra A del anexo I. El empresario habrá cumplido los requisitos de 
información contemplados en el apartado 1.j), k) y l), cuando haya proporcionado dicha 
información correctamente cumplimentada.

5. La información a que se refiere el apartado 1 formará parte integrante del contrato a 
distancia o celebrado fuera del establecimiento y no se alterará a menos que las partes 
dispongan expresamente lo contrario. Corresponderá al empresario probar el correcto 
cumplimiento de sus deberes informativos y, en su caso, el pacto expreso del contenido de la 
información facilitada antes de la celebración del contrato.

6. Si el empresario no cumple los requisitos de información sobre gastos adicionales u 
otros costes contemplados en el apartado 1.e), o sobre los costes de devolución de los 
bienes contemplados en el apartado 1.k), el consumidor o usuario no tendrá la obligación de 
abonar dichos gastos o costes.

7. Los requisitos de información establecidos en este capítulo se entenderán como 
adicionales a los requisitos que figuran en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio y en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, si una disposición general o sectorial 
sobre prestación de servicios, incluidos los servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, relativa al contenido o el modo en que se debe proporcionar la 
información entrase en conflicto con alguna disposición de esta ley, prevalecerá la 
disposición de esta ley, sin perjuicio de que prevalezcan y sean de aplicación preferente las 
disposiciones sectoriales respecto de aquellos aspectos expresamente previstos en las 
disposiciones del derecho de la Unión Europea de las que traigan causa.

8. La carga de la prueba en relación con el cumplimiento de los requisitos de información 
establecidos en este artículo incumbirá al empresario.

Artículo 97 bis.  Requisitos de información específicos adicionales para contratos 
celebrados en mercados en línea.

1. Antes de que un consumidor o usuario quede obligado por un contrato a distancia, o 
cualquier oferta correspondiente, en un mercado en línea, el proveedor del mercado en línea 
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le facilitará, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 y 20 de esta norma y en la Ley 
3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, de forma clara, comprensible y adecuada 
a las técnicas de comunicación a distancia, con especial atención en caso de tratarse de 
personas consumidoras vulnerables, a las que se les facilitará en formatos adecuados, 
accesibles y comprensibles, la siguiente información:

a) Información general, facilitada en una sección específica de la interfaz en línea que 
sea fácil y directamente accesible desde la página en la que se presenten las ofertas, 
relativa a los principales parámetros que determinan la clasificación de las ofertas 
presentadas al consumidor o usuario como resultado de la búsqueda y la importancia 
relativa de dichos parámetros frente a otros.

b) Si el tercero que ofrece los bienes, servicios o contenido digital tiene la condición de 
empresario o no, con arreglo a su declaración al proveedor del mercado en línea.

c) Cuando el tercero que ofrece los bienes, servicios o contenido digital no sea un 
empresario, la mención expresa de que la normativa en materia de protección de los 
consumidores y usuarios no es de aplicación al contrato.

d) Cuando proceda, cómo se reparten las obligaciones relacionadas con el contrato entre 
el tercero que ofrece los bienes, servicios o contenido digital y el proveedor del mercado en 
línea, entendiéndose esta información sin perjuicio de cualquier responsabilidad que el 
proveedor del mercado en línea o el tercero empresario tenga en relación con el contrato en 
virtud de otra normativa de la Unión Europea o nacional.

e) En su caso, las garantías y seguros ofrecidos por el proveedor del mercado en línea.
f) Los métodos de resolución de conflictos y, en su caso, el papel desempeñado por el 

proveedor del mercado en línea en la solución de controversias.
2. La carga de la prueba en relación con el cumplimiento de los requisitos de información 

establecidos en este artículo incumbirá al empresario.

Artículo 98.  Requisitos formales de los contratos a distancia.
1. En los contratos a distancia, el empresario facilitará al consumidor y usuario, en la 

lengua utilizada en la propuesta de contratación o bien, en la lengua elegida para la 
contratación, y, al menos, en castellano, la información exigida en el artículo 97.1 o la pondrá 
a su disposición de forma acorde con las técnicas de comunicación a distancia utilizadas, en 
términos claros y comprensibles y deberá respetar, en particular, el principio de buena fe en 
las transacciones comerciales, así como los principios de protección de quienes sean 
incapaces de contratar. Siempre que dicha información se facilite en un soporte duradero 
deberá ser legible.

2. Si un contrato a distancia que ha de ser celebrado por medios electrónicos implica 
obligaciones de pago para el consumidor o usuario, el empresario pondrá en conocimiento 
de éste de una manera clara y destacada, y justo antes de que efectúe el pedido, la 
información establecida en el artículo 97.1.a), e), p) y q).

El empresario deberá velar por que el consumidor o usuario, al efectuar el pedido, 
confirme expresamente que es consciente de que el pedido implica una obligación de pago. 
Si la realización de un pedido se hace activando un botón o una función similar, estos 
deberán etiquetarse, de manera que sea fácilmente legible, únicamente con la expresión 
''pedido con obligación de pago'' o una formulación análoga no ambigua que indique que la 
realización del pedido implica la obligación de realizar un pago al empresario. En caso 
contrario, el consumidor o usuario no quedará obligado por el contrato o pedido.

3. Los sitios web de comercio deberán indicar de modo claro y legible, a más tardar al 
inicio del procedimiento de compra, si se aplica alguna restricción de entrega y cuáles son 
las modalidades de pago aceptadas.

4. Si el contrato se celebra a través de una técnica de comunicación a distancia en la 
que el espacio o el tiempo para facilitar la información son limitados, el empresario facilitará 
en ese soporte específico o a través de él, antes de la celebración de dicho contrato, como 
mínimo la información precontractual sobre las características principales de los bienes o 
servicios, la identidad del empresario, el precio total, el derecho de desistimiento, la duración 
del contrato y, en el caso de contratos de duración indefinida, las condiciones de resolución, 
tal como se refiere en el artículo 97.1, letras a), b), e), j) y p) de la presente ley, excepto el 
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modelo de formulario de desistimiento que figura en el anexo I, letra B, a que se refiere la 
letra j). El empresario facilitará al consumidor o usuario las demás informaciones que figuran 
en el artículo 97, incluido el modelo de formulario de desistimiento, de una manera apropiada 
con arreglo al apartado 1.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 si el empresario llama por teléfono al 
consumidor y usuario para celebrar un contrato a distancia, deberá revelar, al inicio de la 
conversación, su identidad y, si procede, la identidad de la persona por cuenta de la cual 
efectúa la llamada, así como indicar el objeto comercial de la misma.

6. En aquellos casos en que sea el empresario el que se ponga en contacto 
telefónicamente con un consumidor y usuario para llevar a cabo la celebración de un 
contrato a distancia, deberá confirmar la oferta al consumidor y usuario por escrito, o salvo 
oposición del mismo, en cualquier soporte de naturaleza duradera. El consumidor y usuario 
sólo quedará vinculado una vez que haya aceptado la oferta mediante su firma o mediante el 
envío de su acuerdo por escrito, que, entre otros medios, podrá llevarse a cabo mediante 
papel, correo electrónico, fax o sms.

7. El empresario deberá facilitar al consumidor y usuario la confirmación del contrato 
celebrado en un soporte duradero y en un plazo razonable después de la celebración del 
contrato a distancia, a más tardar en el momento de entrega de los bienes o antes del inicio 
de la ejecución del servicio. Tal confirmación incluirá:

a) Toda la información que figura en el artículo 97.1, salvo si el empresario ya ha 
facilitado la información al consumidor y usuario en un soporte duradero antes de la 
celebración del contrato a distancia, y

b) Cuando proceda, la confirmación del previo consentimiento expreso del consumidor y 
usuario y del conocimiento por su parte de la pérdida del derecho de desistimiento de 
conformidad con el artículo 103.m).

8. En caso de que un consumidor o usuario desee que la prestación de servicios o el 
suministro de agua, gas o electricidad, –cuando no estén envasados para la venta en un 
volumen delimitado o en cantidades determinadas–, o de calefacción mediante sistemas 
urbanos, dé comienzo durante el plazo de desistimiento previsto en el artículo 104, y el 
contrato imponga al consumidor o usuario una obligación de pago, el empresario le exigirá 
que presente una solicitud expresa solicitando el comienzo del contrato, así como una 
declaración de que, una vez que el empresario haya ejecutado íntegramente el contrato, 
habrá perdido su derecho de desistimiento.

9. Corresponde al empresario probar el cumplimiento de las obligaciones a que este 
artículo se refiere. El empresario deberá adoptar las medidas adecuadas y eficaces que le 
permitan identificar inequívocamente al consumidor y usuario con el que celebra el contrato.

10. Este artículo se entenderá sin perjuicio de las disposiciones sobre la celebración de 
contratos y la realización de pedidos por vía electrónica establecidas en la Ley 34/2002, de 
11 de julio.

Artículo 99.  Requisitos formales de los contratos celebrados fuera del establecimiento.
1. En los contratos celebrados fuera del establecimiento, el empresario facilitará al 

consumidor y usuario la información exigida en el artículo 97.1 en papel o, si este está de 
acuerdo, en otro soporte duradero. Dicha información deberá ser legible y estar redactada al 
menos en castellano y en su caso, a petición de cualquiera de las partes, deberá redactarse 
también en cualquiera de las otras lenguas oficiales en el lugar de celebración del contrato y 
en términos claros y comprensibles.

2. El empresario deberá facilitar al consumidor y usuario una copia del contrato firmado o 
la confirmación del mismo en papel o, si éste está de acuerdo, en un soporte duradero 
diferente, incluida, cuando proceda, la confirmación del previo consentimiento expreso del 
consumidor y usuario y del conocimiento por su parte de la pérdida del derecho de 
desistimiento a que se refiere el artículo 103.m).

3. En caso de que un consumidor o usuario desee que la prestación de servicios o el 
suministro de agua, gas, electricidad –cuando no estén envasados para la venta en un 
volumen delimitado o en cantidades determinadas–, o de calefacción mediante sistemas 
urbanos, dé comienzo durante el plazo de desistimiento previsto en el artículo 104, y el 
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contrato imponga al consumidor o usuario una obligación de pago, el empresario le exigirá 
que presente en un soporte duradero una solicitud expresa solicitando el comienzo del 
contrato, así como una declaración de que, una vez que el empresario haya ejecutado 
íntegramente el contrato, habrá perdido su derecho de desistimiento.

4. Corresponde al empresario probar el cumplimiento de las obligaciones a que este 
artículo se refiere. El empresario deberá adoptar las medidas adecuadas y eficaces que le 
permitan identificar inequívocamente al consumidor y usuario con el que celebra el contrato.

Artículo 100.  Consecuencias del incumplimiento.
1. El contrato celebrado sin que se haya facilitado al consumidor y usuario la copia del 

contrato celebrado o la confirmación del mismo, de acuerdo con los artículos 98.7 y 99.2, 
podrá ser anulado a instancia del consumidor y usuario por vía de acción o excepción.

2. En ningún caso podrá ser invocada la causa de nulidad por el empresario, salvo que el 
incumplimiento sea exclusivo del consumidor y usuario.

3. El empresario asumirá la carga de la prueba del cumplimiento de lo dispuesto en este 
artículo.

Artículo 101.  Necesidad de consentimiento expreso.
1. En ningún caso la falta de respuesta a la oferta de contratación podrá considerarse 

como aceptación de ésta.
2. Si el empresario, sin aceptación explícita del consumidor y usuario destinatario de la 

oferta, le suministrase el bien o servicio ofertado, se aplicará lo dispuesto en el artículo 66 
quáter.

CAPÍTULO III
Derecho de desistimiento

Artículo 102.  Derecho de desistimiento.
1. Salvo las excepciones previstas en el artículo 103, el consumidor o usuario tendrá 

derecho a desistir del contrato durante un periodo de catorce días naturales sin indicar el 
motivo y sin incurrir en ningún coste distinto de los previstos en los artículos 107.2 y 108.

En el caso de los contratos celebrados en el contexto de visitas no solicitadas efectuadas 
por el empresario en el domicilio del consumidor o usuario o de excursiones organizadas por 
el empresario con el objetivo o efecto de promocionar o vender bienes o servicios, el plazo 
de desistimiento se amplía a treinta días naturales.

2. Serán nulas de pleno derecho las cláusulas que impongan al consumidor y usuario 
una penalización por el ejercicio de su derecho de desistimiento o la renuncia al mismo.

Artículo 103.  Excepciones al derecho de desistimiento.
El derecho de desistimiento no será aplicable a los contratos que se refieran a:
a) La prestación de servicios, una vez que el servicio haya sido completamente 

ejecutado, y si el contrato impone al consumidor o usuario una obligación de pago, cuando la 
ejecución haya comenzado, con previo consentimiento expreso del consumidor o usuario y 
con el conocimiento por su parte de que, una vez que el empresario haya ejecutado 
íntegramente el contrato, habrá perdido su derecho de desistimiento.

b) El suministro de bienes o la prestación de servicios cuyo precio dependa de 
fluctuaciones del mercado financiero que el empresario no pueda controlar y que puedan 
producirse durante el periodo de desistimiento.

c) El suministro de bienes confeccionados conforme a las especificaciones del 
consumidor y usuario o claramente personalizados.

d) El suministro de bienes que puedan deteriorarse o caducar con rapidez.
e) El suministro de bienes precintados que no sean aptos para ser devueltos por razones 

de protección de la salud o de higiene y que hayan sido desprecintados tras la entrega.
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f) El suministro de bienes que después de su entrega y teniendo en cuenta su naturaleza 
se hayan mezclado de forma indisociable con otros bienes.

g) El suministro de bebidas alcohólicas cuyo precio haya sido acordado en el momento 
de celebrar el contrato de venta y que no puedan ser entregadas antes de 30 días, y cuyo 
valor real dependa de fluctuaciones del mercado que el empresario no pueda controlar.

h) Los contratos en los que el consumidor y usuario haya solicitado específicamente al 
empresario que le visite para efectuar operaciones de reparación o mantenimiento urgente; 
si, en esa visita, el empresario presta servicios adicionales a los solicitados específicamente 
por el consumidor o suministra bienes distintos de las piezas de recambio utilizadas 
necesariamente para efectuar las operaciones de mantenimiento o reparación, el derecho de 
desistimiento debe aplicarse a dichos servicios o bienes adicionales.

i) El suministro de grabaciones sonoras o de vídeo precintadas o de programas 
informáticos precintados que hayan sido desprecintados por el consumidor y usuario 
después de la entrega.

j) El suministro de prensa diaria, publicaciones periódicas o revistas, con la excepción de 
los contratos de suscripción para el suministro de tales publicaciones.

k) Los contratos celebrados mediante subastas públicas.
l) El suministro de servicios de alojamiento para fines distintos del de servir de vivienda, 

transporte de bienes, alquiler de vehículos, comida o servicios relacionados con actividades 
de esparcimiento, si los contratos prevén una fecha o un periodo de ejecución específicos.

m) El suministro de contenido digital que no se preste en un soporte material cuando la 
ejecución haya comenzado y, si el contrato impone al consumidor o usuario una obligación 
de pago, cuando se den las siguientes condiciones:

1.º El consumidor o usuario haya otorgado su consentimiento previo para iniciar la 
ejecución durante el plazo del derecho de desistimiento.

2.º El consumidor o usuario haya expresado su conocimiento de que, en consecuencia, 
pierde su derecho de desistimiento; y

3.º El empresario haya proporcionado una confirmación con arreglo al artículo 98.7 o al 
artículo 99.2.

Artículo 104.  Plazo para el ejercicio del derecho de desistimiento.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105, el plazo de desistimiento concluirá a los 

catorce días naturales o, en su caso, a los treinta días naturales, contados a partir de:
a) El día de la celebración del contrato, en el caso de los contratos de servicios.
b) El día que el consumidor y usuario o un tercero por él indicado, distinto del 

transportista, adquiera la posesión material de los bienes solicitados, en el caso de los 
contratos de venta, o bien:

1.º En caso de entrega de múltiples bienes encargados por el consumidor o usuario en el 
mismo pedido y entregados por separado, el día que el consumidor o usuario o un tercero 
por él indicado, distinto del transportista, adquiera la posesión material del último de los 
bienes.

2.º En caso de entrega de un bien compuesto por múltiples componentes o piezas, el día 
que el consumidor o usuario o un tercero por él indicado, distinto del transportista, adquiera 
la posesión material del último componente o pieza.

3.º En caso de contratos para la entrega periódica de bienes durante un plazo 
determinado, el día que el consumidor o usuario o un tercero por él indicado, distinto del 
transportista, adquiera la posesión material del primero de esos bienes.

c) En el caso de los contratos para el suministro de agua, gas o electricidad –cuando no 
estén envasados para la venta en un volumen delimitado o en cantidades determinadas–, o 
de calefacción mediante sistemas urbanos o de contenido digital que no se preste en un 
soporte material, el día en que se celebre el contrato.

Artículo 105.  Omisión de información sobre el derecho de desistimiento.
1. Si el empresario no ha facilitado al consumidor o usuario la información sobre el 

derecho de desistimiento, tal como se establece en el artículo 97.1.j), el periodo de 
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desistimiento finalizará doce meses después de la fecha de expiración del periodo de 
desistimiento inicial, determinada de conformidad con el artículo 104.

2. Si el empresario ha facilitado al consumidor o usuario la información contemplada en 
el apartado anterior en el plazo de doce meses a partir de la fecha contemplada en el 
artículo 104, el plazo de desistimiento expirará a los catorce días naturales o, en su caso, a 
los treinta días naturales de la fecha en que el consumidor y usuario reciba la información.

Artículo 106.  Ejercicio y efectos del derecho de desistimiento.
1. Antes de que venza el plazo de desistimiento, el consumidor y usuario comunicará al 

empresario su decisión de desistir del contrato. A tal efecto, el consumidor y usuario podrá 
utilizar el modelo de formulario de desistimiento que figura en el anexo B de esta ley; o bien 
realizar otro tipo de declaración inequívoca en la que señale su decisión de desistir del 
contrato.

2. El consumidor y usuario habrá ejercido su derecho de desistimiento dentro del plazo 
contemplado en el artículo 104 y en el artículo 105, cuando haya enviado la comunicación 
relativa al ejercicio del derecho de desistimiento antes de que finalice dicho plazo. Para 
determinar la observancia del plazo para desistir se tendrá en cuenta la fecha de expedición 
de la declaración de desistimiento.

3. El empresario podrá ofrecer al consumidor y usuario, además de las posibilidades 
contempladas en el apartado 1, la opción de cumplimentar y enviar electrónicamente el 
modelo de formulario de desistimiento que figura en el anexo B, o cualquier otra declaración 
inequívoca a través del sitio web del empresario. En tales casos, el empresario comunicará 
sin demora al consumidor y usuario en un soporte duradero el acuse de recibo de dicho 
desistimiento.

4. La carga de la prueba del ejercicio del derecho de desistimiento recaerá en el 
consumidor y usuario.

5. El ejercicio del derecho de desistimiento extinguirá las obligaciones de las partes de 
ejecutar el contrato a distancia o celebrado fuera del establecimiento, o de celebrar el 
contrato, cuando el consumidor y usuario haya realizado una oferta.

6. En caso de contratos para el suministro de agua, gas, electricidad –cuando no estén 
envasados para la venta en un volumen delimitado o en cantidades determinadas–, o 
calefacción mediante sistemas urbanos, en los que el suministro ya se estuviera realizando 
previamente a la contratación del servicio, salvo que expresamente se indique lo contrario, 
se entenderá el interés del consumidor en continuar con el suministro del servicio, volviendo 
a ser suministrado por su suministrador anterior. Por el contrario, si previamente a la 
contratación del servicio no se estuviera realizando el suministro, la solicitud de desistimiento 
supondrá la baja del servicio.

Artículo 107.  Obligaciones y derechos del empresario en caso de desistimiento.
1. El empresario reembolsará todo pago recibido del consumidor y usuario, incluidos, en 

su caso, los costes de entrega, sin demoras indebidas y, en cualquier caso, antes de que 
hayan transcurrido 14 días naturales desde la fecha en que haya sido informado de la 
decisión de desistimiento del contrato del consumidor y usuario de conformidad con el 
artículo 106.

El empresario deberá efectuar el reembolso a que se refiere el primer párrafo utilizando 
el mismo medio de pago empleado por el consumidor para la transacción inicial, a no ser 
que el consumidor haya dispuesto expresamente lo contrario y siempre y cuando el 
consumidor no incurra en ningún gasto como consecuencia del reembolso.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, en caso de que el consumidor y usuario 
haya seleccionado expresamente una modalidad de entrega diferente a la modalidad menos 
costosa de entrega ordinaria, el empresario no estará obligado a reembolsar los costes 
adicionales que de ello se deriven.

3. Salvo en caso de que el empresario se haya ofrecido a recoger él mismo los bienes, 
en los contratos de venta, el empresario podrá retener el reembolso hasta haber recibido los 
bienes, o hasta que el consumidor y usuario haya presentado una prueba de la devolución 
de los bienes, según qué condición se cumpla primero.
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4. En lo que respecta a los datos personales del consumidor o usuario, el empresario 
cumplirá las obligaciones aplicables con arreglo al Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos, así como a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

5. El empresario se abstendrá de utilizar cualquier contenido, distinto de los datos 
personales, proporcionado o creado por el consumidor o usuario al utilizar los contenidos o 
servicios digitales suministrados por el empresario, excepto cuando dicho contenido cumpla 
alguna de las siguientes condiciones:

a) No tenga ninguna utilidad fuera del contexto de los contenidos o servicios digitales 
suministrados por el empresario.

b) Esté exclusivamente relacionado con la actividad del consumidor o usuario durante el 
uso de los contenidos o servicios digitales suministrados por el empresario.

c) Haya sido agregado con otros datos por el empresario y no pueda desagregarse o 
sólo se pueda realizando esfuerzos desproporcionados.

d) Haya sido generado conjuntamente por el consumidor o usuario y otras personas, y 
otros consumidores o usuarios puedan continuar haciendo uso del contenido.

6. Salvo en las situaciones a que se refiere el apartado 5, letras a), b) o c), el empresario 
pondrá a disposición del consumidor o usuario, a petición de éste, cualquier contenido 
distinto de los datos personales que el consumidor o usuario haya proporcionado o creado al 
utilizar los contenidos o servicios digitales suministrados por el empresario.

7. El consumidor o usuario tendrá derecho a recuperar dichos contenidos sin cargo 
alguno, sin impedimentos por parte del empresario, en un plazo razonable y en un formato 
utilizado habitualmente y legible electrónicamente.

8. El empresario podrá impedir al consumidor o usuario cualquier uso posterior a la fecha 
de desistimiento de los contenidos o servicios digitales, en particular haciendo que estos no 
sean accesibles para el consumidor o usuario o inhabilitándole la cuenta de usuario, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 6.

Artículo 108.  Obligaciones y responsabilidad del consumidor y usuario en caso de 
desistimiento.

1. Salvo si el propio empresario se ofrece a recoger los bienes, el consumidor y usuario 
deberá devolverlos o entregarlos al empresario, o a una persona autorizada por el 
empresario a recibirlos, sin ninguna demora indebida y, en cualquier caso, a más tardar en el 
plazo de 14 días naturales a partir de la fecha en que comunique su decisión de 
desistimiento del contrato al empresario, de conformidad con el artículo 106. Se considerará 
cumplido el plazo si el consumidor y usuario efectúa la devolución de los bienes antes de 
que haya concluido el plazo de 14 días naturales.

El consumidor y usuario sólo soportará los costes directos de devolución de los bienes, 
salvo si el empresario ha aceptado asumirlos o no le ha informado de que le corresponde 
asumir esos costes.

En el caso de contratos celebrados fuera del establecimiento en los que los bienes se 
hayan entregado ya en el domicilio del consumidor y usuario en el momento de celebrarse el 
contrato, el empresario recogerá a su propio cargo los bienes cuando, por la naturaleza de 
los mismos, no puedan devolverse por correo.

2. El consumidor o usuario sólo será responsable de la disminución de valor de los 
bienes resultante de una manipulación de los mismos distinta a la necesaria para establecer 
su naturaleza, sus características o su funcionamiento. En ningún caso el consumidor o 
usuario será responsable de la disminución de valor de los bienes si el empresario no le ha 
informado de su derecho de desistimiento con arreglo al artículo 97.1.j).

3. En caso de desistimiento del contrato, el consumidor o usuario se abstendrá de utilizar 
el contenido o servicio digital y de ponerlo a disposición de terceros.

4. Cuando un consumidor y usuario ejerza el derecho de desistimiento tras haber 
realizado una solicitud de conformidad con lo dispuesto en el artículo 98.8 o en el artículo 
99.3, abonará al empresario un importe proporcional a la parte ya prestada del servicio en el 
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momento en que haya informado al empresario del ejercicio del derecho de desistimiento, en 
relación con el objeto total del contrato. El importe proporcional que habrá de abonar al 
empresario se calculará sobre la base del precio total acordado en el contrato. En caso de 
que el precio total sea excesivo, el importe proporcional se calculará sobre la base del valor 
de mercado de la parte ya prestada del servicio.

5. El consumidor o usuario no asumirá ningún coste por:
a) La prestación de los servicios o el suministro de agua, gas o electricidad –cuando no 

estén envasados para la venta en un volumen delimitado o en cantidades determinadas– o 
de calefacción mediante sistemas urbanos, de forma total o parcial, durante el período de 
desistimiento, cuando:

1.º El empresario no haya facilitado información con arreglo al artículo 97.1.j) o l); o
2.º El consumidor o usuario no haya solicitado expresamente que la prestación del 

servicio se inicie durante el plazo de desistimiento con arreglo al artículo 98.8 y al artículo 
99.3.

b) El suministro, en su totalidad o en parte, de contenido digital que no se preste en un 
soporte material, cuando:

1.º El consumidor o usuario no haya dado expresamente su consentimiento previo a la 
ejecución antes de que finalice el periodo de catorce o, en su caso, treinta días naturales 
contemplado en el artículo 102;

2.º El consumidor o usuario no sea consciente de que renuncia a su derecho de 
desistimiento al dar su consentimiento; o

3.º El empresario no haya dado la confirmación con arreglo al artículo 98.7 o al artículo 
99.2.

6. Con excepción de lo dispuesto en el artículo 107.2, y en este artículo, el consumidor y 
usuario no incurrirá en ninguna responsabilidad como consecuencia del ejercicio del derecho 
de desistimiento.

CAPÍTULO IV
Ejecución del contrato

Artículo 109.  Ejecución del contrato a distancia.
Salvo que las partes hayan acordado otra cosa, el empresario deberá ejecutar el pedido 

sin ninguna demora indebida y a más tardar en el plazo de 30 días naturales a partir de la 
celebración del contrato.

Artículo 110.  Falta de ejecución del contrato a distancia.
En caso de no ejecución del contrato por parte del empresario por no encontrarse 

disponible el bien o servicio contratado, el consumidor y usuario deberá ser informado de 
esta falta de disponibilidad y deberá poder recuperar sin ninguna demora indebida las sumas 
que haya abonado en virtud del mismo.

En caso de retraso injustificado por parte del empresario respecto a la devolución de las 
sumas abonadas, el consumidor y usuario podrá reclamar que se le pague el doble del 
importe adeudado, sin perjuicio a su derecho de ser indemnizado por los daños y perjuicios 
sufridos en lo que excedan de dicha cantidad.

Artículo 111.  Sustitución del bien o servicio contratado a distancia.
De no hallarse disponible el bien o servicio contratado, cuando el consumidor y usuario 

hubiera sido informado expresamente de tal posibilidad, el empresario podrá suministrar sin 
aumento de precio un bien o servicio de características similares que tenga la misma o 
superior calidad.
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En este caso, el consumidor y usuario podrá ejercer sus derechos de desistimiento y 
resolución en los mismos términos que si se tratara del bien o servicio inicialmente 
requerido.

Artículo 112.  Pago del contrato a distancia mediante tarjeta.
1. Cuando el importe de una compra o de un servicio hubiese sido cargado fraudulenta o 

indebidamente utilizando el número de una tarjeta de pago, el consumidor y usuario titular de 
ella podrá exigir la inmediata anulación del cargo. En tal caso, las correspondientes 
anotaciones de adeudo y reabono en las cuentas del empresario y del consumidor y usuario 
titular de la tarjeta se efectuarán a la mayor brevedad.

2. Sin embargo, si la compra hubiese sido efectivamente realizada por el consumidor y 
usuario titular de la tarjeta y la exigencia de devolución no fuera consecuencia de haberse 
ejercido el derecho de desistimiento o de resolución, aquél quedará obligado frente al 
empresario al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia de 
dicha anulación.

Artículo 113.  Responsabilidad solidaria en los contratos celebrados fuera del 
establecimiento.

Del cumplimiento de las obligaciones establecidas en este título responderán 
solidariamente el empresario por cuya cuenta se actúe y el mandatario, comisionista o 
agente que hayan actuado en nombre propio.

TÍTULO IV
Garantías y servicios posventa

CAPÍTULO I
Disposiciones generales sobre garantía

Artículo 114.  Ámbito de aplicación.
1. Están incluidos en el ámbito de aplicación de este título los contratos de compraventa 

de bienes existentes o de bienes que hayan de producirse o fabricarse y los contratos de 
suministro de contenidos o servicios digitales, incluyéndose como tales todos aquellos que 
tengan por objeto la entrega de soportes materiales que sirvan exclusivamente como 
portadores de contenidos digitales.

El Reglamento (UE) 2016/679, General de Protección de Datos, así como la Ley 9/2014, 
de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones y su normativa de desarrollo, se aplicarán a 
cualesquiera datos personales tratados en las relaciones contempladas en los apartados 
anteriores, prevaleciendo sus disposiciones en caso de conflicto con lo regulado en este 
Título.

2. Lo previsto en este título no será de aplicación a:
a) Los animales vivos.
b) Los bienes de segunda mano adquiridos en subasta administrativa a la que los 

consumidores y usuarios puedan asistir personalmente.
c) La prestación de servicios distintos de los servicios digitales, independientemente de 

que el empresario haya utilizado formas o medios digitales para obtener el resultado del 
servicio o para entregarlo o transmitirlo al consumidor o usuario.

d) Los servicios de comunicaciones electrónicas prestados por lo general a cambio de 
una remuneración a través de redes de comunicaciones electrónicas, con la excepción de 
los servicios que suministren contenidos transmitidos mediante redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas o ejerzan control editorial sobre ellos, y que incluyen:

1.º El servicio de acceso a internet, entendido según la definición del punto 2) del párrafo 
segundo del artículo 2 del Reglamento (UE) 2015/2120 del Parlamento Europeo y del 
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Consejo, de 25 de noviembre de 2015, por el que se establecen medidas en relación con el 
acceso a una internet abierta.

2.º El servicio de comunicaciones interpersonales, excepto los servicios de 
comunicaciones interpersonales independientes de la numeración.

3.º Los servicios consistentes, en su totalidad o principalmente, en el transporte de 
señales, como son los servicios de transmisión utilizados para la prestación de servicios 
máquina a máquina y para la radiodifusión.

e) Los contenidos o servicios digitales relacionados con la salud prescritos o 
suministrados por un profesional sanitario a pacientes para evaluar, mantener o restablecer 
su estado de salud, incluidos la receta, dispensación y provisión de medicamentos y 
productos sanitarios.

f) Los servicios de juego que impliquen apuestas de valor pecuniario en juegos de azar, 
incluidos aquellos con un elemento de destreza, como las loterías, los juegos de casino, los 
juegos de póquer y las apuestas, por medios electrónicos o cualquier otra tecnología 
destinada a facilitar la comunicación y a petición individual del receptor de dichos servicios.

g) Los servicios financieros.
h) El programa (software) ofrecido por el empresario bajo una licencia libre y de código 

abierto, cuando el consumidor o usuario no pague ningún precio y los datos personales 
facilitados por el consumidor o usuario sean tratados exclusivamente por el empresario con 
el fin de mejorar la seguridad, compatibilidad o interoperabilidad de ese programa (software) 
concreto.

i) El suministro de los contenidos digitales cuando estos se pongan a disposición del 
público en general por un medio distinto de la transmisión de señales como parte de una 
actuación o acontecimiento, como las proyecciones cinematográficas digitales.

j) El contenido digital proporcionado de conformidad con la Ley 37/2007, de 16 de 
noviembre, sobre reutilización de la información del sector por organismos del sector público 
de cualquier Estado miembro de la Unión Europea.

En el caso a que se refiere la letra b), los consumidores o usuarios podrán acceder 
fácilmente a información clara y comprensible de que no se aplican los derechos derivados 
del presente título.

3. Los artículos 126 y 126 bis no se aplicarán cuando un paquete en el sentido del 
Código Europeo de las Comunicaciones Electrónicas, incluya elementos de un servicio de 
acceso a internet, tal como se define en el artículo 2.2) del Reglamento (UE) 2015/2120, o 
un servicio de comunicaciones interpersonales basado en numeración, según la definición 
del citado Código.

 

Artículo 115.  Conformidad de los bienes y de los contenidos o servicios digitales.
Los bienes, los contenidos o servicios digitales que el empresario entregue o suministre 

al consumidor o usuario se considerarán conformes con el contrato cuando cumplan los 
requisitos subjetivos y objetivos establecidos que sean de aplicación siempre que, cuando 
corresponda, hayan sido instalados o integrados correctamente, todo ello sin perjuicio de los 
derechos de terceros a los que se refiere el segundo párrafo del artículo 117.

Artículo 115 bis.  Requisitos subjetivos para la conformidad.
Para ser conformes con el contrato, los bienes y los contenidos o servicios digitales 

deberán cumplir, en particular y cuando sean de aplicación, los siguientes requisitos:
a) Ajustarse a la descripción, tipo de bien, cantidad y calidad y poseer la funcionalidad, 

compatibilidad, interoperabilidad y demás características que se establezcan en el contrato.
b) Ser aptos para los fines específicos para los que el consumidor o usuario los necesite 

y que este haya puesto en conocimiento del empresario como muy tarde en el momento de 
la celebración del contrato, y respecto de los cuales el empresario haya expresado su 
aceptación.
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c) Ser entregados o suministrados junto con todos los accesorios, instrucciones, también 
en materia de instalación o integración, y asistencia al consumidor o usuario en caso de 
contenidos digitales según disponga el contrato.

d) Ser suministrados con actualizaciones, en el caso de los bienes, o ser actualizados, 
en el caso de contenidos o servicios digitales, según se establezca en el contrato en ambos 
casos.

Artículo 115 ter.  Requisitos objetivos para la conformidad.
1. Además de cumplir cualesquiera requisitos subjetivos para la conformidad, los bienes 

y los contenidos o servicios digitales deberán cumplir todos los siguientes requisitos:
a) Ser aptos para los fines a los que normalmente se destinen bienes o contenidos o 

servicios digitales del mismo tipo, teniendo en cuenta, cuando sea de aplicación, toda norma 
vigente, toda norma técnica existente o, a falta de dicha norma técnica, todo código de 
conducta específico de la industria del sector.

b) Cuando sea de aplicación, poseer la calidad y corresponder con la descripción de la 
muestra o modelo del bien o ser conformes con la versión de prueba o vista previa del 
contenido o servicio digital que el empresario hubiese puesto a disposición del consumidor o 
usuario antes de la celebración del contrato.

c) Cuando sea de aplicación, entregarse o suministrarse junto con los accesorios, en 
particular el embalaje, y las instrucciones que el consumidor y usuario pueda 
razonablemente esperar recibir.

d) Presentar la cantidad y poseer las cualidades y otras características, en particular 
respecto de la durabilidad del bien, la accesibilidad y continuidad del contenido o servicio 
digital y la funcionalidad, compatibilidad y seguridad que presentan normalmente los bienes y 
los contenidos o servicios digitales del mismo tipo y que el consumidor o usuario pueda 
razonablemente esperar, dada la naturaleza de los mismos y teniendo en cuenta cualquier 
declaración pública realizada por el empresario, o en su nombre, o por otras personas en 
fases previas de la cadena de transacciones, incluido el productor, especialmente en la 
publicidad o el etiquetado. El empresario no quedará obligado por tales declaraciones 
públicas, si demuestra alguno de los siguientes hechos:

1.º Que desconocía y no cabía razonablemente esperar que conociera la declaración en 
cuestión.

2.º Que, en el momento de la celebración del contrato, la declaración pública había sido 
corregida del mismo o similar modo en el que había sido realizada.

3.º Que la declaración pública no pudo influir en la decisión de adquirir el bien o el 
contenido o servicio digital.

2. En el caso de contratos de compraventa de bienes con elementos digitales o de 
suministro de contenidos o servicios digitales, el empresario velará por que se comuniquen y 
suministren al consumidor o usuario las actualizaciones, incluidas las relativas a la 
seguridad, que sean necesarias para mantener la conformidad, durante cualquiera de los 
siguientes períodos:

a) Aquel que el consumidor o usuario pueda razonablemente esperar habida cuenta del 
tipo y la finalidad de los bienes con elementos digitales o de los contenidos o servicios 
digitales, y teniendo en cuenta las circunstancias y la naturaleza del contrato, cuando el 
contrato establezca un único acto de suministro o una serie de actos de suministro 
separados, en su caso.

b) Aquel en el que deba suministrarse el contenido o servicio digital con arreglo al 
contrato de compraventa de bienes con elementos digitales o al contrato de suministro, 
cuando este prevea un plazo de suministro continuo durante un período de tiempo. No 
obstante, cuando el contrato de compraventa de bienes con elementos digitales prevea un 
plazo de suministro continuo igual o inferior a tres años, el período de responsabilidad será 
de tres años a partir del momento de la entrega del bien.

3. En caso de que el consumidor o usuario no instale en un plazo razonable las 
actualizaciones proporcionadas de conformidad con el apartado anterior, el empresario no 
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será responsable de ninguna falta de conformidad causada únicamente por la ausencia de la 
correspondiente actualización, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a) El empresario hubiese informado al consumidor o usuario acerca de la disponibilidad 
de la actualización y de las consecuencias de su no instalación; y

b) El hecho de que el consumidor o usuario no instalase la actualización o no lo hiciese 
correctamente no se debiera a deficiencias en las instrucciones facilitadas.

4. Cuando el contrato prevea el suministro continuo de contenidos o servicios digitales a 
lo largo de un período, estos serán conformes durante todo ese período.

5. No habrá lugar a responsabilidad por faltas de conformidad en el sentido de lo 
dispuesto en los apartados 1 o 2 cuando, en el momento de la celebración del contrato, el 
consumidor o usuario hubiese sido informado de manera específica de que una determinada 
característica de los bienes o de los contenidos o servicios digitales se apartaba de los 
requisitos objetivos de conformidad establecidos en los apartados 1 o 2 y el consumidor o 
usuario hubiese aceptado de forma expresa y por separado dicha divergencia.

6. Salvo que las partes lo hayan acordado de otro modo, los contenidos o servicios 
digitales se suministrarán de conformidad con la versión más reciente disponible en el 
momento de la celebración del contrato.

Artículo 115 quater.  Instalación incorrecta de los bienes e integración incorrecta de los 
contenidos o servicios digitales.

La falta de conformidad que resulte de una instalación incorrecta del bien o integración 
incorrecta de los contenidos o servicios digitales en el entorno digital del consumidor o 
usuario se equiparará a la falta de conformidad, cuando se de alguna de las siguientes 
condiciones:

a) La instalación o integración incorrecta haya sido realizada por el empresario o bajo su 
responsabilidad y, en el supuesto de tratarse de una compraventa de bienes, su instalación 
esté incluida en el contrato.

b) En el contrato esté previsto que la instalación o la integración la realice el consumidor 
o usuario, haya sido realizada por éste y la instalación o la integración incorrecta se deba a 
deficiencias en las instrucciones de instalación o integración proporcionadas por el 
empresario o, en el caso de bienes con elementos digitales, proporcionadas por el 
empresario.

Artículo 116.  Incompatibilidad de acciones.
El ejercicio de las acciones que contempla este título será incompatible con el ejercicio 

de las acciones derivadas del saneamiento previstas en el Código Civil.
En todo caso, el consumidor o usuario tendrá derecho, de acuerdo con la legislación civil 

y mercantil, a ser indemnizado por los daños y perjuicios derivados de la falta de 
conformidad.

CAPÍTULO II
Responsabilidad del empresario y derechos del consumidor y usuario

Artículo 117.  Responsabilidad del empresario y derechos del consumidor y usuario en caso 
de falta de conformidad de los bienes, contenidos o servicios digitales. Derechos de terceros.

1. El empresario responderá ante el consumidor o usuario de cualquier falta de 
conformidad que exista en el momento de la entrega del bien, contenido o servicio digital, 
pudiendo el consumidor o usuario, mediante una simple declaración, exigir al empresario la 
subsanación de dicha falta de conformidad, la reducción del precio o la resolución del 
contrato. En cualquiera de estos supuestos el consumidor o usuario podrá exigir, además, la 
indemnización de daños y perjuicios, si procede.

El consumidor o usuario tendrá derecho a suspender el pago de cualquier parte 
pendiente del precio del bien o del contenido o servicio digital adquirido hasta que el 
empresario cumpla con las obligaciones establecidas en el presente título.
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2. Cuando, a consecuencia de una vulneración de derechos de terceros, en particular de 
los derechos de propiedad intelectual, se impida o limite la utilización de los bienes o de los 
contenidos o servicios digitales, el consumidor o usuario podrá exigir igualmente, en el 
supuesto de su falta de conformidad, las medidas correctoras previstas en el apartado 
anterior, salvo que una ley establezca en esos casos la rescisión o nulidad del contrato.

Artículo 118.  Régimen jurídico de la puesta en conformidad.
1. Si el bien no fuera conforme con el contrato, para ponerlo en conformidad, el 

consumidor o usuario tendrá derecho a elegir entre la reparación o la sustitución, salvo que 
una de estas dos opciones resultare imposible o que, en comparación con la otra medida 
correctora, suponga costes desproporcionados para el empresario, teniendo en cuenta todas 
las circunstancias y, entre ellas las recogidas en el apartado 3 de este artículo, así como si la 
medida correctora alternativa se podría proporcionar sin mayores inconvenientes para el 
consumidor o usuario.

2. Si los contenidos o servicios digitales no fueran conformes con el contrato, el 
consumidor o usuario tendrá derecho a exigir que sean puestos en conformidad.

3. El empresario podrá negarse a poner los bienes o los contenidos o servicios digitales 
en conformidad cuando resulte imposible o suponga costes desproporcionados, teniendo en 
cuenta todas las circunstancias, y entre ellas:

a) El valor que tendrían los bienes o los contenidos o servicios digitales si no hubiera 
existido falta de conformidad.

b) La relevancia de la falta de conformidad.
4. Las medidas correctoras para la puesta en conformidad se ajustarán a las siguientes 

reglas:
a) Serán gratuitas para el consumidor o usuario. Dicha gratuidad comprenderá los gastos 

necesarios en que se incurra para que los bienes sean puestos en conformidad, 
especialmente los gastos de envío, transporte, mano de obra o materiales.

b) Deberán llevarse a cabo en un plazo razonable a partir del momento en que el 
empresario haya sido informado por el consumidor o usuario de la falta de conformidad.

c) Deberán realizarse sin mayores inconvenientes para el consumidor o usuario, habida 
cuenta de la naturaleza de los bienes o de los contenidos o servicios digitales y de la 
finalidad que tuvieran para el consumidor o usuario.

5. Cuando proceda la reparación o la sustitución del bien, el consumidor o usuario lo 
pondrá a disposición del empresario y este, en su caso, recuperará el bien sustituido a sus 
expensas de la forma que menos inconvenientes genere para el consumidor o usuario 
dependiendo del tipo de bien.

6. Cuando una reparación requiera la retirada de bienes que hayan sido instalados de 
forma coherente con su naturaleza y finalidad antes de manifestarse la falta de conformidad 
o, cuando se sustituyan, la obligación de repararlos o sustituirlos incluirá la retirada de los no 
conformes y la instalación de los bienes sustituidos o reparados, o la asunción de los costes 
de dicha retirada e instalación por cuenta del empresario.

7. El consumidor o usuario no será responsable de ningún pago por el uso normal de los 
bienes sustituidos durante el período previo a su sustitución.

Artículo 119.  Régimen jurídico de la reducción del precio y resolución del contrato.
El consumidor o usuario podrá exigir una reducción proporcionada del precio o la 

resolución del contrato, en cualquiera de los siguientes supuestos:
a) En relación con bienes y los contenidos o servicios digitales, cuando la medida 

correctora consistente en ponerlos en conformidad resulte imposible o desproporcionada en 
el sentido del apartado 3 del artículo 118.

b) El empresario no haya llevado a cabo la reparación o la sustitución de los bienes o no 
lo haya realizado de acuerdo con lo dispuesto en los apartados 5 y 6 del artículo 118 o no lo 
haya hecho en un plazo razonable siempre que el consumidor o usuario hubiese solicitado la 
reducción del precio o la resolución del contrato.
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c) El empresario no haya puesto los contenidos o servicios digitales en conformidad de 
acuerdo con las reglas recogidas en el apartado 4 del artículo 118.

d) Aparezca cualquier falta de conformidad después del intento del empresario de poner 
los bienes o los contenidos o servicios digitales en conformidad.

e) La falta de conformidad sea de tal gravedad que se justifique la reducción inmediata 
del precio o la resolución del contrato.

f) El empresario haya declarado, o así se desprenda claramente de las circunstancias, 
que no pondrá los bienes o los contenidos o servicios digitales en conformidad en un plazo 
razonable o sin mayores inconvenientes para el consumidor o usuario.

Artículo 119 bis.  La reducción del precio.
1. La reducción del precio será proporcional a la diferencia existente entre el valor que el 

bien o el contenido o servicio digital hubiera tenido en el momento de la entrega o suministro 
de haber sido conforme con el contrato y el valor que el bien o el contenido o servicio digital 
efectivamente entregado o suministrado tenga en el momento de dicha entrega o suministro.

2. Cuando el contrato estipule que los contenidos o servicios digitales se suministren 
durante un período de tiempo a cambio del pago de un precio, la reducción en precio se 
aplicará al período de tiempo durante el cual los contenidos o servicios digitales no hubiesen 
sido conformes.

Artículo 119 ter.  La resolución del contrato.
1. El consumidor o usuario ejercerá el derecho a resolver el contrato mediante una 

declaración expresa al empresario indicando su voluntad de resolver el contrato.
2. La resolución no procederá cuando la falta de conformidad sea de escasa importancia, 

salvo en los supuestos en que el consumidor o usuario haya facilitado datos personales 
como contraprestación, correspondiendo la carga de la prueba al empresario.

3. Cuando la falta de conformidad se refiera sólo a algunos de los bienes entregados en 
virtud del mismo contrato y haya motivos para su resolución, el consumidor o usuario podrá 
resolver el contrato sólo respecto de dichos bienes y, en relación con cualesquiera de los 
otros bienes, podrá resolverlo también si no se puede razonablemente esperar que el 
consumidor o usuario acepte conservar únicamente los bienes conformes.

4. Las obligaciones de las partes en caso de resolución del contrato de compraventa de 
bienes serán las siguientes:

a) El empresario reembolsará al consumidor o usuario el precio pagado por los bienes 
tras la recepción de estos o, en su caso, de una prueba aportada por el consumidor o 
usuario de que los ha devuelto.

b) El consumidor o usuario restituirá al empresario, a expensas de este último, los 
bienes.

5. Las obligaciones y derechos del empresario en caso de resolución del contrato de 
suministro de contenidos o servicios digitales serán los siguientes:

a) El empresario reembolsará al consumidor o usuario todos los importes pagados con 
arreglo al contrato.

No obstante, en los casos en los que el contrato establezca el suministro de los 
contenidos o servicios digitales a cambio del pago de un precio y durante un período de 
tiempo determinado, y los contenidos o servicios digitales hayan sido conformes durante un 
período anterior a la resolución del contrato, el empresario reembolsará al consumidor o 
usuario únicamente la parte proporcional del precio pagado correspondiente al período de 
tiempo durante el cual los contenidos o servicios digitales no fuesen conformes, así como 
toda parte del precio pagado por el consumidor o usuario como pago a cuenta de cualquier 
período restante del contrato en caso de que este no hubiese sido resuelto.

b) En lo que respecta a los datos personales del consumidor o usuario, el empresario 
cumplirá las obligaciones aplicables con arreglo al Reglamento (UE) 2016/679 general de 
protección de datos, así como a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales.
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c) El empresario se abstendrá de utilizar cualquier contenido, distinto de los datos 
personales, proporcionado o creado por el consumidor o usuario al utilizar los contenidos o 
servicios digitales suministrados por el empresario, excepto cuando dicho contenido cumpla 
alguna de las condiciones recogidas en el artículo 107.5.

d) Salvo en las situaciones a que se refiere el artículo 107.5, letras a), b) o c), el 
empresario pondrá a disposición del consumidor o usuario, a petición de este, cualquier 
contenido distinto de los datos personales que el consumidor o usuario haya proporcionado 
o creado al utilizar los contenidos o servicios digitales suministrados por el empresario.

e) El consumidor o usuario tendrá derecho a recuperar los contenidos digitales que haya 
creado al utilizar los contenidos o servicios digitales sin cargo alguno, sin impedimentos por 
parte del empresario, en un plazo razonable y en un formato utilizado habitualmente y legible 
electrónicamente.

f) El empresario podrá impedir al consumidor o usuario cualquier uso posterior de los 
contenidos o servicios digitales, en particular, haciendo que estos no sean accesibles para el 
consumidor o usuario o inhabilitándole la cuenta de usuario, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la letra d).

6. Las obligaciones del consumidor o usuario en caso de resolución del contrato de 
suministro de contenidos o servicios digitales serán las siguientes:

a) Tras la resolución del contrato, el consumidor o usuario se abstendrá de utilizar los 
contenidos o servicios digitales y de ponerlos a disposición de terceros.

b) Cuando los contenidos digitales se hayan suministrado en un soporte material, el 
consumidor o usuario, a solicitud y a expensas del empresario, devolverá el soporte material 
a este último sin demora indebida. Si el empresario decide solicitar la devolución del soporte 
material, dicha solicitud se realizará en el plazo de catorce días a partir de la fecha en que se 
hubiese informado al empresario de la decisión del consumidor o usuario de resolver el 
contrato.

c) Al consumidor o usuario no se le podrá reclamar ningún pago por cualquier uso 
realizado de los contenidos o servicios digitales durante el período previo a la resolución del 
contrato durante el cual los contenidos o servicios digitales no hayan sido conformes.

7. El ejercicio por el consumidor o usuario de su derecho a retirar su consentimiento u 
oponerse al tratamiento de datos personales permitirá que el empresario resuelva el contrato 
siempre y cuando el suministro de los contenidos o servicios digitales sea continuo o 
consista en una serie de actos individuales y se encuentre pendiente de ejecutar en todo o 
en parte. En ningún caso el ejercicio de estos derechos por el consumidor supondrá el pago 
de penalización alguna a su cargo.

Artículo 119 quater.  Plazos y modalidades de reembolso por parte del empresario en caso 
de reducción del precio o resolución del contrato.

1. Todo reembolso que el empresario deba realizar al consumidor o usuario debido a la 
reducción del precio o a la resolución del contrato se ejecutará sin demora indebida y, en 
cualquier caso, en un plazo de catorce días a partir de la fecha en la que el empresario haya 
sido informado de la decisión del consumidor o usuario de reclamar su correspondiente 
derecho.

No obstante lo anterior, en el caso de que se trate de la resolución de un contrato de 
compraventa de bienes, el plazo para el reembolso en el párrafo anterior empezará a contar 
a partir de que se haya dado cumplimiento a lo previsto en el 119 ter 4.a).

2. El empresario efectuará el reembolso indicado en el apartado anterior utilizando el 
mismo medio de pago empleado por el consumidor o usuario para la adquisición del bien o 
de los contenidos o servicios digitales, salvo que se hubiese acordado expresamente entre 
las partes de otro modo, y siempre que no suponga un coste adicional para el consumidor o 
usuario.

3. El empresario no podrá imponer al consumidor o usuario ningún cargo por el 
reembolso.
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CAPÍTULO III
Ejercicio de derechos por el consumidor y usuario

Artículo 120.  Plazo para la manifestación de la falta de conformidad.
1. En el caso de contrato de compraventa de bienes o de suministro de contenidos o 

servicios digitales suministrados en un acto único o en una serie de actos individuales, el 
empresario será responsable de las faltas de conformidad que existan en el momento de la 
entrega o del suministro y se manifiesten en un plazo de tres años desde la entrega en el 
caso de bienes o de dos años en el caso de contenidos o servicios digitales, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 115 ter, apartado 2, letras a) y b).

En los bienes de segunda mano, el empresario y el consumidor o usuario podrán pactar 
un plazo menor al indicado en el párrafo anterior, que no podrá ser inferior a un año desde la 
entrega.

2. En el caso de contenidos o servicios digitales o de bienes con elementos digitales, 
cuando el contrato prevea el suministro continuo de contenidos o servicios digitales durante 
un período de tiempo determinado, el empresario será responsable de cualquier falta de 
conformidad de los contenidos o servicios digitales que se produzca o se manifieste dentro 
del plazo durante el cual deben suministrarse los contenidos o servicios digitales de acuerdo 
con el contrato. No obstante, si el contrato de compraventa de bienes con elementos 
digitales establece el suministro continuo de los contenidos o servicios digitales durante un 
período inferior a tres años, el plazo de responsabilidad será de tres años a partir del 
momento de la entrega.

Artículo 121.  Carga de la prueba.
1. Salvo prueba en contrario, se presumirá que las faltas de conformidad que se 

manifiesten en los dos años siguientes a la entrega del bien o en el año siguiente al 
suministro del contenido o servicio digital suministrado en un acto único o en una serie de 
actos individuales, ya existían cuando el bien se entregó o el contenido o servicio digital se 
suministró, excepto cuando para los bienes esta presunción sea incompatible con su 
naturaleza o la índole de la falta de conformidad.

En los bienes de segunda mano, el empresario y el consumidor y usuario podrán pactar 
un plazo de presunción menor al indicado en el párrafo anterior, que no podrá ser inferior al 
período de responsabilidad pactado por la falta de conformidad, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 120.1.

2. En el caso de los contenidos o servicios digitales o de bienes con elementos digitales, 
cuando el contrato prevea el suministro continuo de contenidos o servicios digitales durante 
un período de tiempo determinado, la carga de la prueba respecto de si los contenidos o 
servicios digitales eran conformes durante el período indicado en el apartado 2 del artículo 
120 recaerá sobre el empresario cuando la falta de conformidad se manifieste en dicho 
período de tiempo.

3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el empresario demuestre que el entorno 
digital del consumidor o usuario no es compatible con los requisitos técnicos de los 
contenidos o servicios digitales objeto del contrato, y cuando el empresario haya informado 
al consumidor o usuario sobre dichos requisitos técnicos de forma clara y comprensible con 
anterioridad a la celebración del contrato.

4. El consumidor o usuario cooperará con el empresario en la medida de lo 
razonablemente posible y necesario para establecer si la causa de la falta de conformidad de 
los contenidos o servicios digitales en el momento indicado en el artículo 120, apartados 1 o 
2, según sea de aplicación, radica en el entorno digital del consumidor o usuario. La 
obligación de cooperación se limitará a los medios técnicos disponibles que sean menos 
intrusivos para el consumidor o usuario. Cuando el consumidor o usuario se niegue a 
cooperar, y siempre que el empresario haya informado al consumidor o usuario de dicho 
requisito de forma clara y comprensible con anterioridad a la celebración del contrato, la 
carga de la prueba sobre si la falta de conformidad existía o no en el momento indicado en el 
artículo 120, apartados 1 o 2, según sea de aplicación, recaerá sobre el consumidor o 
usuario.
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5. Los apartados 3 y 4 del presente artículo no serán de aplicación a los bienes con 
elementos digitales.

Artículo 122.  Suspensión del cómputo de plazos.
1. Las medidas correctoras para poner el bien o el contenido o servicio digital en 

conformidad suspenden el cómputo de los plazos a que se refieren los artículos 120 y 121.
2. El período de suspensión comenzará en el momento en que el consumidor o usuario 

ponga el bien o el contenido o servicio digital a disposición del empresario y concluirá en el 
momento en que se produzca la entrega del bien o el suministro del contenido o servicio 
digital, ya conforme, al consumidor o usuario.

3. Durante el año posterior a la entrega del bien o el suministro del contenido o servicio 
digital ya conforme, el empresario responderá de las faltas de conformidad que motivaron la 
puesta en conformidad, presumiéndose que se trata de la misma falta de conformidad 
cuando se reproduzcan los defectos del mismo origen que los inicialmente manifestados.

Artículo 123.  Documentación justificativa.
1. Salvo prueba en contrario, la entrega o el suministro se entienden hechos en el día 

que figure en la factura o tique de compra, o en el albarán de entrega correspondiente si este 
fuera posterior.

2. El empresario deberá entregar al consumidor o usuario que ejercite su derecho a 
poner el bien o el contenido o servicio digital en conformidad justificación documental sobre 
la puesta a disposición del bien o del contenido o servicio digital por parte del consumidor y 
usuario en la que conste la fecha de entrega y la falta de conformidad que origina el ejercicio 
del derecho, así como justificación documental de la entrega al consumidor o usuario del 
bien o del suministro del contenido o servicio digital ya conforme, en la que conste la fecha 
de esta entrega y la descripción de la medida correctora efectuada.

Artículo 124.  Prescripción de la acción.
La acción para reclamar el cumplimiento de lo previsto en el capítulo II de este título 

prescribirá a los cinco años desde la manifestación de la falta de conformidad.

Artículo 125.  Acción contra el productor y de repetición.
1. Cuando al consumidor o usuario le resulte imposible o le suponga una carga excesiva 

dirigirse al empresario por la falta de conformidad, podrá reclamar directamente al productor 
con el fin de conseguir que el bien o el contenido o servicio digital sea puesto en 
conformidad.

Con carácter general, y sin perjuicio de que cese la responsabilidad del productor, a los 
efectos de este título, en los mismos plazos y condiciones que los establecidos para el 
empresario, el productor responderá por la falta de conformidad cuando esta se refiera al 
origen, identidad o idoneidad de los bienes o de los contenidos o servicios digitales, de 
acuerdo con su naturaleza y finalidad y con las normas que los regulan.

2. Quien haya respondido frente al consumidor o usuario dispondrá del plazo de un año 
para repetir frente al responsable de la falta de conformidad. Dicho plazo se computará a 
partir del momento en que se ejecutó la medida correctora.

CAPÍTULO IV
Modificación de los contenidos o servicios digitales

Artículo 126.  Modificación de los contenidos o servicios digitales.
Cuando el contrato establezca que el suministro de los contenidos o servicios digitales, o 

el acceso a estos por parte del consumidor o usuario, se haya de garantizar durante un 
período de tiempo, el empresario podrá modificar los contenidos o servicios digitales más 
allá de lo necesario para mantener la conformidad de los contenidos o servicios digitales con 
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arreglo a los artículos 115 bis y 115 ter, si se cumplen, de forma cumulativa, los siguientes 
requisitos:

a) El contrato permite tal modificación y proporciona una razón válida para realizarla.
b) La modificación se realiza sin costes adicionales para el consumidor o usuario.
c) El consumidor o usuario es informado de forma clara y comprensible acerca de la 

modificación.
d) En caso de que el consumidor o usuario tenga derecho a resolver el contrato de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 126 bis, se informe al consumidor o usuario, con 
una antelación razonable y en un soporte duradero, de las características y el momento de la 
modificación y de su derecho a resolver el contrato, o sobre la posibilidad de mantener los 
contenidos o servicios digitales sin tal modificación con arreglo al apartado 4 de dicho 
artículo.

Artículo 126 bis.  Resolución del contrato por modificación de los contenidos o servicios 
digitales.

1. El consumidor o usuario tendrá derecho a resolver el contrato si la modificación afecta 
negativamente a su acceso a los contenidos o servicios digitales o a su uso, salvo si dicho 
efecto negativo es de menor importancia.

2. En el supuesto recogido en el apartado anterior, el consumidor o usuario tendrá 
derecho a resolver el contrato sin cargo alguno en un plazo de treinta días naturales a partir 
de la recepción de la información o a partir del momento en que el empresario modifique los 
contenidos o servicios digitales, si esto ocurriera de forma posterior.

3. En el caso de que el consumidor o usuario resuelva el contrato de conformidad con los 
apartados anteriores, se aplicarán los artículos 119 ter y 119 quáter.

4. Este artículo no será de aplicación si el empresario ha dado al consumidor y usuario la 
posibilidad de mantener, sin costes adicionales, los contenidos o servicios digitales sin la 
modificación y estos siguen siendo conformes.

CAPÍTULO V
Garantías comerciales y servicios posventa

Artículo 127.  Garantías comerciales.
1. Toda garantía comercial será vinculante para el garante en las condiciones 

establecidas en la declaración de garantía comercial y en la publicidad asociada disponible 
en el momento de la celebración del contrato o antes de dicha celebración. El productor que 
ofrezca al consumidor o usuario una garantía comercial de durabilidad con respecto a 
determinados bienes por un período de tiempo determinado será responsable directamente 
frente al consumidor o usuario, durante todo el período de la garantía comercial de 
durabilidad, de la reparación o sustitución. El productor podrá ofrecer al consumidor o 
usuario condiciones más favorables en la declaración de garantía comercial de durabilidad.

Si las condiciones establecidas en el documento de garantía comercial son menos 
favorables para el consumidor o usuario que las enunciadas en la publicidad asociada, la 
garantía comercial será vinculante según las condiciones enunciadas en la publicidad 
relativa a la garantía comercial, a menos que antes de la celebración del contrato la 
publicidad asociada se haya corregido del mismo modo o de modo comparable a aquella.

2. La declaración de garantía comercial se entregará al consumidor o usuario en un 
soporte duradero a más tardar en el momento de entrega de los bienes y estará redactada, 
al menos, en castellano y en su caso, a petición de cualquiera de las partes, deberá 
redactarse también en cualquiera de las otras lenguas oficiales en el lugar de celebración del 
contrato, de manera clara y comprensible.

3. La declaración de garantía comercial incluirá, al menos, lo siguiente:
a) Una declaración precisa de que el consumidor o usuario tiene derecho a medidas 

correctoras por parte del empresario, de forma gratuita, en caso de falta de conformidad de 
los bienes y de que la garantía comercial no afectará a dichas medidas. Dicha gratuidad 
comprenderá los gastos necesarios en que se incurre para que los bienes o los contenidos o 
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servicios digitales sean puestos en conformidad, especialmente los gastos de envío, 
transporte, mano de obra o materiales.

b) El nombre y la dirección del garante.
c) El procedimiento que debe seguir el consumidor o usuario para conseguir la aplicación 

de la garantía comercial.
d) La designación de los bienes o de los contenidos o servicios digitales a los que se 

aplica la garantía comercial.
e) Las condiciones de la garantía comercial, entre otras, su plazo de duración y alcance 

territorial.
El incumplimiento de este apartado no afectará al carácter vinculante de la garantía 

comercial para el garante.

Artículo 127 bis.  Reparación y servicios posventa.
1. El productor garantizará, en todo caso, la existencia de un adecuado servicio técnico, 

así como de repuestos durante el plazo mínimo de diez años a partir de la fecha en que el 
bien deje de fabricarse.

2. Queda prohibido incrementar los precios de los repuestos al aplicarlos en las 
reparaciones. La lista de precios de los repuestos deberá estar a disposición del público así 
como la del resto de servicios aparejados, debiéndose diferenciar en la factura los diferentes 
conceptos.

3. La acción o derecho de recuperación de los bienes entregados por el consumidor o 
usuario al empresario para su reparación prescribirá un año después del momento de la 
entrega. Reglamentariamente, se establecerán los datos que deberá hacer constar el 
empresario en el momento en que se le entrega un bien para su reparación y las formas en 
que podrá acreditarse la mencionada entrega.

LIBRO TERCERO
Responsabilidad civil por bienes o servicios defectuosos

TÍTULO I
Disposiciones comunes en materia de responsabilidad

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 128.  Indemnización de daños.
Todo perjudicado tiene derecho a ser indemnizado en los términos establecidos en este 

Libro por los daños o perjuicios causados por los bienes o servicios.
Las acciones reconocidas en este libro no afectan a otros derechos que el perjudicado 

pueda tener a ser indemnizado por daños y perjuicios, incluidos los morales, como 
consecuencia de la responsabilidad contractual, fundada en la falta de conformidad de los 
bienes o servicios o en cualquier otra causa de incumplimiento o cumplimiento defectuoso 
del contrato, o de la responsabilidad extracontractual a que hubiere lugar.

Artículo 129.  Ámbito de protección.
1. El régimen de responsabilidad previsto en este libro comprende los daños personales, 

incluida la muerte, y los daños materiales, siempre que éstos afecten a bienes o servicios 
objetivamente destinados al uso o consumo privados y en tal concepto hayan sido utilizados 
principalmente por el perjudicado.

2. El presente libro no será de aplicación para la reparación de los daños causados por 
accidentes nucleares, siempre que tales daños se encuentren cubiertos por convenios 
internacionales ratificados por los Estados miembros de la Unión Europea.
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Artículo 130.  Ineficacia de las cláusulas de exoneración o limitación de la responsabilidad.
Son ineficaces frente al perjudicado las cláusulas de exoneración o de limitación de la 

responsabilidad civil prevista en este libro.

Artículo 131.  Seguro.
El Gobierno, previa audiencia de los interesados y de las asociaciones de consumidores 

y usuarios, podrá establecer un sistema de seguro obligatorio de responsabilidad civil 
derivada de los daños causados por bienes o servicios defectuosos y un fondo de garantía 
que cubra, total o parcialmente, los daños consistentes en muerte, intoxicación y lesiones 
personales.

CAPÍTULO II
Responsabilidad

Artículo 132.  Responsabilidad solidaria.
Las personas responsables del mismo daño por aplicación de este libro lo serán 

solidariamente ante los perjudicados. El que hubiera respondido ante el perjudicado tendrá 
derecho a repetir frente a los otros responsables, según su participación en la causación del 
daño.

Artículo 133.  Intervención de un tercero.
La responsabilidad prevista en este libro no se reducirá cuando el daño sea causado 

conjuntamente por un defecto del bien o servicio y por la intervención de un tercero. No 
obstante, el sujeto responsable que hubiera satisfecho la indemnización podrá reclamar al 
tercero la parte que corresponda a su intervención en la producción del daño.

Artículo 134.  Retraso en el pago de la indemnización.
1. El beneficiario de las indemnizaciones, tiene derecho a una compensación, sobre la 

cuantía de la indemnización, por los daños contractuales y extracontractuales durante el 
tiempo que transcurra desde la declaración judicial de responsabilidad hasta su pago 
efectivo.

2. Dicha compensación se determinará según lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

TÍTULO II
Disposiciones específicas en materia de responsabilidad

CAPÍTULO I
Daños causados por productos

Artículo 135.  Principio general.
Los productores serán responsables de los daños causados por los defectos de los 

productos que, respectivamente, fabriquen o importen.

Artículo 136.  Concepto legal de producto.
A los efectos de este capítulo se considera producto cualquier bien mueble, aún cuando 

esté unido o incorporado a otro bien mueble o inmueble, así como el gas y la electricidad.

Artículo 137.  Concepto legal de producto defectuoso.
1. Se entenderá por producto defectuoso aquél que no ofrezca la seguridad que cabría 

legítimamente esperar, teniendo en cuenta todas las circunstancias y, especialmente, su 
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presentación, el uso razonablemente previsible del mismo y el momento de su puesta en 
circulación.

2. En todo caso, un producto es defectuoso si no ofrece la seguridad normalmente 
ofrecida por los demás ejemplares de la misma serie.

3. Un producto no podrá ser considerado defectuoso por el solo hecho de que tal 
producto se ponga posteriormente en circulación de forma más perfeccionada.

Artículo 138.  Concepto legal de productor.
1. A los efectos de este capítulo es productor, además del definido en el artículo 5, el 

fabricante o importador en la Unión Europea de:
a) Un producto terminado.
b) Cualquier elemento integrado en un producto terminado.
c) Una materia prima.
2. Si el productor no puede ser identificado, será considerado como tal el proveedor del 

producto, a menos que, dentro del plazo de tres meses, indique al dañado o perjudicado la 
identidad del productor o de quien le hubiera suministrado o facilitado a él dicho producto. La 
misma regla será de aplicación en el caso de un producto importado, si el producto no indica 
el nombre del importador, aun cuando se indique el nombre del fabricante.

Artículo 139.  Prueba.
El perjudicado que pretenda obtener la reparación de los daños causados tendrá que 

probar el defecto, el daño y la relación de causalidad entre ambos.

Artículo 140.  Causas de exoneración de la responsabilidad.
1. El productor no será responsable si prueba:
a) Que no había puesto en circulación el producto.
b) Que, dadas las circunstancias del caso, es posible presumir que el defecto no existía 

en el momento en que se puso en circulación el producto.
c) Que el producto no había sido fabricado para la venta o cualquier otra forma de 

distribución con finalidad económica, ni fabricado, importado, suministrado o distribuido en el 
marco de una actividad profesional o empresarial.

d) Que el defecto se debió a que el producto fue elaborado conforme a normas 
imperativas existentes.

e) Que el estado de los conocimientos científicos y técnicos existentes en el momento de 
la puesta en circulación no permitía apreciar la existencia del defecto.

2. El productor de una parte integrante de un producto terminado no será responsable si 
prueba que el defecto es imputable a la concepción del producto al que ha sido incorporado 
o a las instrucciones dadas por el fabricante de ese producto.

3. En el caso de medicamentos, alimentos o productos alimentarios destinados al 
consumo humano, los sujetos responsables, de acuerdo con este capítulo, no podrán 
invocar la causa de exoneración del apartado 1, letra e).

Artículo 141.  Límite de responsabilidad.
La responsabilidad civil del productor por los daños causados por productos defectuosos, 

se ajustará a las siguientes reglas:
a) De la cuantía de la indemnización de los daños materiales se deducirá una franquicia 

de 500,00 euros.
b) La responsabilidad civil global del productor por muerte y lesiones personales 

causadas por productos idénticos que presenten el mismo defecto tendrá como límite la 
cuantía de 63.106.270,96 euros.
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Artículo 142.  Daños en el producto defectuoso.
Los daños materiales en el propio producto no serán indemnizables conforme a lo 

dispuesto en este capítulo, tales daños darán derecho al perjudicado a ser indemnizado 
conforme a la legislación civil y mercantil.

Artículo 143.  Prescripción de la acción.
1. La acción de reparación de los daños y perjuicios previstos en este capítulo prescribirá 

a los tres años, a contar desde la fecha en que el perjudicado sufrió el perjuicio, ya sea por 
defecto del producto o por el daño que dicho defecto le ocasionó, siempre que se conozca al 
responsable de dicho perjuicio. La acción del que hubiese satisfecho la indemnización contra 
todos los demás responsables del daño prescribirá al año, a contar desde el día del pago de 
la indemnización.

2. La interrupción de la prescripción se rige por lo establecido en el Código Civil.

Artículo 144.  Extinción de la responsabilidad.
Los derechos reconocidos al perjudicado en este capítulo se extinguirán transcurridos 10 

años, a contar desde la fecha en que se hubiera puesto en circulación el producto concreto 
causante del daño, a menos que, durante ese período, se hubiese iniciado la 
correspondiente reclamación judicial.

Artículo 145.  Culpa del perjudicado.
La responsabilidad prevista en este capítulo podrá reducirse o suprimirse en función de 

las circunstancias del caso, si el daño causado fuera debido conjuntamente a un defecto del 
producto y a culpa del perjudicado o de una persona de la que éste deba responder 
civilmente.

Artículo 146.  Responsabilidad del proveedor.
El proveedor del producto defectuoso responderá, como si fuera el productor, cuando 

haya suministrado el producto a sabiendas de la existencia del defecto. En este caso, el 
proveedor podrá ejercitar la acción de repetición contra el productor.

CAPÍTULO II
Daños causados por otros bienes y servicios

Artículo 147.  Régimen general de responsabilidad.
Los prestadores de servicios serán responsables de los daños y perjuicios causados a 

los consumidores y usuarios, salvo que prueben que han cumplido las exigencias y 
requisitos reglamentariamente establecidos y los demás cuidados y diligencias que exige la 
naturaleza del servicio.

Artículo 148.  Régimen especial de responsabilidad.
Se responderá de los daños originados en el correcto uso de los servicios, cuando por su 

propia naturaleza, o por estar así reglamentariamente establecido, incluyan necesariamente 
la garantía de niveles determinados de eficacia o seguridad, en condiciones objetivas de 
determinación, y supongan controles técnicos, profesionales o sistemáticos de calidad, hasta 
llegar en debidas condiciones al consumidor y usuario.

En todo caso, se consideran sometidos a este régimen de responsabilidad los servicios 
sanitarios, los de reparación y mantenimiento de electrodomésticos, ascensores y vehículos 
de motor, servicios de rehabilitación y reparación de viviendas, servicios de revisión, 
instalación o similares de gas y electricidad y los relativos a medios de transporte.

Sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones legales, las responsabilidades 
derivadas de este artículo tendrán como límite la cuantía de 3.005.060,52 euros.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 772 –



Artículo 149.  Responsabilidad por daños causados por la vivienda.
Será aplicable el régimen de responsabilidad establecido en el artículo anterior a quienes 

construyan o comercialicen viviendas, en el marco de una actividad empresarial, por los 
daños ocasionados por defectos de la vivienda que no estén cubiertos por un régimen legal 
específico.

LIBRO CUARTO
Viajes combinados y servicios de viaje vinculados

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 150.  Ámbito de aplicación.
1. Este libro será de aplicación, en los términos establecidos en el mismo, a la oferta, 

contratación y ejecución de los viajes combinados y de los servicios de viaje vinculados, 
definidos en el artículo siguiente.

2. La regulación establecida en este libro no será de aplicación a:
a) Los viajes combinados y los servicios de viaje vinculados de duración inferior a 

veinticuatro horas, a menos que se incluya el alojamiento.
b) Los viajes combinados que se ofrezcan, y los servicios de viaje vinculados que se 

faciliten, de manera ocasional, sin reiteración en un mismo año y sin ánimo de lucro, siempre 
que vayan dirigidos única y exclusivamente a los miembros de la entidad que lo organiza y 
no al público en general y no se utilicen medios publicitarios para su promoción, ni sean de 
general conocimiento.

c) Los viajes combinados y los servicios de viaje vinculados contratados sobre la base de 
un convenio general para la organización de viajes de negocios entre un empresario y otra 
persona física o jurídica que actúe con fines relacionados con su actividad comercial, 
negocio, oficio o profesión.

En estos supuestos, la no sujeción al régimen legal general previsto en este libro para 
los viajes combinados ha de ser informada expresamente en la documentación del viaje 
facilitada a los viajeros.

3. No quedarán eximidos de las obligaciones establecidas en este libro los organizadores 
de viajes combinados, o, en su caso, los minoristas, así como los empresarios que facilitan 
servicios de viaje vinculados, aunque declaren que actúan exclusivamente como prestadores 
de un servicio de viaje, como intermediarios o en cualquier otra calidad, o que los servicios 
que prestan no constituyen un viaje combinado o servicios de viaje vinculados.

Artículo 151.  Definiciones.
1. A los efectos de este libro se entenderá por:
a) "Servicio de viaje":
1.º El transporte de pasajeros.
2.º El alojamiento cuando no sea parte integrante del transporte de pasajeros y no tenga 

un fin residencial.
3.º El alquiler de turismos, de otros vehículos de motor en el sentido del artículo 2. 21 del 

Real Decreto 750/2010, de 4 de junio, por el que se regulan los procedimientos de 
homologación de vehículos de motor y sus remolques, máquinas autopropulsadas o 
remolcadas, vehículos agrícolas, así como de sistemas, partes y piezas de dichos vehículos, 
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así como el alquiler de motocicletas que requieran un permiso de conducción de categoría A, 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 4.2.d) del Real Decreto 818/2009, de 8 de mayo, por 
el que se aprueba el Reglamento General de Conductores.

4.º Cualquier otro servicio turístico que no forme parte integrante de un servicio de viaje 
de los definidos en los tres apartados anteriores.

b) "Viaje combinado": la combinación de, al menos, dos tipos de servicios de viaje a 
efectos del mismo viaje o vacación, si esos servicios:

1.º son combinados por un solo empresario, incluso a petición o según la selección del 
viajero, antes de que se celebre un único contrato por la totalidad de los servicios, o

2.º con independencia de la celebración de contratos distintos con diferentes prestadores 
de servicios de viaje, esos servicios:

i) son contratados en un único punto de venta y seleccionados antes de que el viajero 
acepte pagar,

ii) son ofrecidos, vendidos o facturados a un precio a tanto alzado o global,
iii) son anunciados o vendidos como «viaje combinado» o bajo una denominación similar,
iv) son combinados después de la celebración de un contrato en virtud del cual el 

empresario permite al viajero elegir entre una selección de distintos tipos de servicios de 
viaje, o

v) son contratados con distintos empresarios a través de procesos de reserva en línea 
conectados en los que el nombre del viajero, sus datos de pago y su dirección de correo 
electrónico son transmitidos por el empresario con el que se celebra el primer contrato a otro 
u otros empresarios con quienes se celebra otro contrato, a más tardar veinticuatro horas 
después de la confirmación de la reserva del primer servicio de viaje.

La combinación de servicios de viaje en la que se combine como máximo uno de los 
tipos de servicios de viaje a que se refieren los apartados 1.º, 2.º o 3.º de la letra a) con uno 
o varios de los servicios turísticos a que se refiere su apartado 4.º, no se considerará un 
viaje combinado si estos servicios turísticos no representan una proporción igual o superior 
al veinticinco por ciento del valor de la combinación y no se anuncian o no constituyen por 
alguna otra razón una característica esencial de la combinación, o si solo han sido 
seleccionados y contratados después de que se haya iniciado la ejecución de un servicio de 
viaje contemplado en los mencionados apartados 1.º, 2.º o 3.º

c) "Contrato de viaje combinado": el contrato por el conjunto del viaje combinado o, si 
dicho viaje se realiza con arreglo a contratos distintos, todos los contratos que regulen los 
servicios de viaje incluidos en el mismo.

d) "Inicio del viaje combinado": el comienzo de la ejecución de los servicios de viaje 
incluidos en el viaje combinado.

e) "Servicios de viaje vinculados": al menos dos tipos diferentes de servicios de viaje 
adquiridos con objeto del mismo viaje o vacación, que, sin constituir un viaje combinado, den 
lugar a la celebración de contratos distintos con cada uno de los prestadores individuales de 
servicios de viaje, si un empresario facilita:

1.º con ocasión de una única visita o contacto con su punto de venta, la selección y el 
pago separado de cada servicio de viaje por parte de los viajeros, o

2.º de manera específica, la contratación de al menos un servicio de viaje adicional con 
otro empresario, siempre que tenga lugar a más tardar veinticuatro horas después de la 
confirmación de la reserva del primer servicio de viaje.

Cuando se adquiera como máximo uno de los servicios de viaje a que se refieren los 
apartados 1.º, 2.º o 3.º de la letra a) y uno o varios de los servicios turísticos a que se refiere 
su apartado 4º, no constituirán servicios de viaje vinculados si estos últimos no representan 
una proporción igual o superior al veinticinco por ciento del valor de la combinación y no se 
anuncian o no constituyen por alguna otra razón una característica esencial del viaje o 
vacación.

f) "Viajero": toda persona que tiene la intención de celebrar un contrato o tiene derecho a 
viajar en virtud de un contrato celebrado con arreglo a este libro.
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g) "Organizador": un empresario que combina y vende u oferta viajes combinados 
directamente, a través de o junto con otro empresario, o el empresario que transmite los 
datos del viajero a otro empresario a efectos de lo indicado en el párrafo b) 2.º v).

h) "Minorista": empresario distinto del organizador que vende u oferta viajes combinados 
por un organizador.

i) "Establecimiento": el definido en el artículo 3.5 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, 
sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

j) "Circunstancias inevitables y extraordinarias": una situación fuera del control de la parte 
que alega esta situación y cuyas consecuencias no habrían podido evitarse incluso si se 
hubieran adoptado todas las medidas razonables.

k) "Falta de conformidad": la no ejecución o la ejecución incorrecta de los servicios de 
viaje incluidos en un contrato de viaje combinado.

l) "Menor": toda persona menor de dieciocho años.
m) "Punto de venta": toda instalación de venta al por menor, tanto mueble como 

inmueble, o un sitio web de venta al por menor o un dispositivo similar de venta minorista en 
línea, incluso cuando estos sitios web o dispositivos se presenten a los viajeros como un 
dispositivo único, incluido un servicio telefónico.

n) "Repatriación": el regreso del viajero al lugar de salida o a cualquier otro lugar 
acordado por las partes contratantes.

2. A los efectos de lo dispuesto en este libro, se entenderá por empresario, sin perjuicio 
de la definición establecida en el artículo 4, a aquel que atiende a los viajeros de manera 
presencial o en línea, tanto si actúa como organizador, minorista, empresario que facilita 
servicios de viaje vinculados o como prestador de servicios de viaje.

CAPÍTULO II
Disposiciones comunes en materia de responsabilidad

Artículo 152.  Responsabilidad por errores en la reserva.
El empresario será responsable de los errores debidos a defectos técnicos que se 

produzcan en el sistema de reservas que le sean atribuibles, así como de los errores 
cometidos durante el proceso de reserva, cuando el empresario haya aceptado gestionar la 
reserva de un viaje combinado o de servicios de viaje que formen parte de servicios de viaje 
vinculados.

El empresario no será responsable de los errores de reserva atribuibles al viajero o 
causados por circunstancias inevitables y extraordinarias.

TÍTULO II
Viajes combinados

CAPÍTULO I
Obligaciones de información y contenido del contrato de viaje combinado

Artículo 153.  Información precontractual.
1. Antes de que el viajero quede obligado por cualquier contrato de viaje combinado u 

oferta correspondiente, el organizador, y también el minorista, cuando el viaje combinado se 
venda a través de este último, proporcionarán al viajero el formulario con la información 
normalizada relativa al viaje combinado que figura en el anexo II, A o B, así como la 
siguiente información que resulte aplicable al viaje combinado:

a) Las principales características de los servicios de viaje que se señalan a continuación:
1.º El destino o los destinos del viaje, el itinerario y los períodos de estancia, con sus 

fechas y, cuando se incluya el alojamiento, el número de pernoctaciones incluidas.
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2.º Los medios de transporte, sus características y categorías, los puntos, fechas y horas 
de salida y de regreso, la duración, los lugares de las paradas intermedias y las conexiones 
de transporte. Si la hora exacta está aún por determinar, se informará al viajero de la hora 
aproximada de salida y de regreso.

3.º La ubicación, las principales características y, si procede, la categoría turística del 
alojamiento con arreglo a las normas del correspondiente país de destino.

4.º Las comidas previstas.
5.º Las visitas, excursiones u otros servicios incluidos en el precio total acordado del 

viaje combinado.
6.º En caso de que esta información no pueda deducirse del contexto, indicación de si 

alguno de los servicios de viaje se prestará al viajero como parte de un grupo y, en caso 
afirmativo, cuando sea posible, el tamaño aproximado del grupo.

7.º Si el disfrute de otros servicios turísticos depende de la capacidad del viajero para 
comunicarse verbalmente de manera eficaz, el idioma en que se prestarán dichos servicios.

8.º Si el viaje o vacación es en términos generales apto para personas con movilidad 
reducida y, a petición del viajero, información precisa sobre la idoneidad del viaje o vacación 
en función de sus necesidades.

b) El nombre comercial, la dirección completa del organizador y, en su caso, del 
minorista, así como el número de teléfono y la dirección de correo electrónico de ambos.

c) El precio total del viaje combinado con todos los impuestos incluidos y, en su caso, 
todas las comisiones, recargos y otros costes adicionales o, si dichos costes no pueden 
calcularse razonablemente antes de la celebración del contrato, una indicación del tipo de 
costes adicionales que el viajero podría tener que soportar.

d) Las modalidades de pago, incluido cualquier importe o porcentaje del precio que deba 
abonarse en concepto de anticipo y los plazos para abonar el saldo, o las garantías 
financieras que tenga que pagar o aportar el viajero.

e) El número mínimo de personas necesario para la realización del viaje combinado y la 
fecha límite a que se refiere el artículo 160.3.a), antes del inicio del viaje combinado, para la 
posible cancelación del contrato si no se alcanza dicho número.

f) Información general sobre los requisitos de pasaporte y visado, incluido el tiempo 
aproximado para la obtención de visados, e información sobre los trámites sanitarios para el 
viaje y la estancia en el país de destino.

g) Indicación de que el viajero puede resolver el contrato en cualquier momento antes del 
inicio del viaje combinado, a cambio del pago de una penalización adecuada o, en su caso, 
de la penalización tipo aplicada por este concepto por el organizador, de conformidad con el 
artículo 160.1.

h) Información sobre la suscripción de un seguro facultativo que cubra los gastos 
originados en caso de que el viajero decida poner fin al contrato o los gastos de asistencia, 
incluidos los de repatriación, en caso de accidente, enfermedad o fallecimiento.

i) La información exigida por la normativa vigente en materia de protección de datos de 
carácter personal.

Cuando se trate de contratos celebrados por teléfono se facilitará al viajero la 
información normalizada tal como figura en el anexo II.B y la información indicada en las 
letras a) a h), ambas inclusive, de este apartado.

2. En la contratación de viajes combinados, tal como se definen en el apartado b).2.º.v) 
del artículo 151.1, el organizador y el empresario a los que se transmiten los datos 
garantizarán que cada uno de ellos facilite, antes de que el viajero esté obligado por contrato 
o por cualquier oferta correspondiente, la información indicada en las letras a) a h), ambas 
inclusive, del apartado anterior, en la medida en que sea pertinente para los respectivos 
servicios de viaje que ofrezcan. El organizador también facilitará al mismo tiempo la 
información normalizada por medio del formulario que figura en el anexo II.C.

3. La información a que se hace referencia en los apartados 1 y 2 deberá facilitarse al 
viajero, al menos, en castellano y en su caso, a petición de cualquiera de las partes, deberá 
redactarse también en cualquiera de las otras lenguas oficiales en el lugar de celebración del 
contrato y de forma clara, comprensible y destacada, y cuando se facilite por escrito deberá 
ser legible.
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Artículo 154.  Carácter vinculante de la información precontractual.
1. La información facilitada al viajero con arreglo a las letras a), c), d), e) y g) del artículo 

153.1, formará parte integrante del contrato de viaje combinado y no se modificará salvo que 
las partes contratantes acuerden expresamente lo contrario. El organizador y, en su caso, el 
minorista, antes de la celebración del contrato de viaje combinado, comunicarán al viajero, 
de forma clara, comprensible y destacada, todos los cambios de la información 
precontractual.

2. Si antes de la celebración del contrato el organizador y, en su caso, el minorista no 
cumplen con los requisitos de información sobre comisiones, recargos u otros costes 
adicionales que establece el artículo 153.1.c), el viajero no tendrá que soportarlos.

Artículo 155.  Contenido del contrato de viaje combinado y documentos que se entregarán 
antes del inicio del viaje.

1. Los contratos de viaje combinado deberán estar redactados en un lenguaje claro y 
comprensible y, si están por escrito, deberán ser legibles. En el momento de la celebración 
del contrato o posteriormente sin demora, el organizador o, en su caso, el minorista, 
proporcionará al viajero una copia del contrato o una confirmación del mismo en un soporte 
duradero. El viajero tendrá derecho a reclamar una copia del contrato en papel si este se ha 
celebrado en presencia física de ambas partes.

En el caso de contratos celebrados fuera del establecimiento, el viajero deberá recibir 
una copia del contrato de viaje combinado o de su confirmación en soporte papel o, si está 
de acuerdo, en otro soporte duradero.

2. El contrato o su confirmación recogerá el contenido íntegro de lo acordado, incluida 
toda la información mencionada en el artículo 153.1, así como la información siguiente:

a) Necesidades especiales del viajero aceptadas por el organizador.
b) Indicación de que el organizador y el minorista son responsables de la correcta 

ejecución de todos los servicios de viaje incluidos en el contrato, de conformidad con el 
artículo 161, y están obligados a prestar asistencia si el viajero se halla en dificultades de 
conformidad con el artículo 163.2.

c) El nombre de la entidad garante en caso de insolvencia, el nombre de la entidad 
garante del cumplimiento de la ejecución del contrato de viaje combinado, y los datos de 
contacto, incluida su dirección completa, en un documento resumen o certificado y, cuando 
proceda, el nombre de la autoridad competente designada a tal fin y sus datos de contacto.

d) El nombre, dirección completa, número de teléfono, dirección de correo electrónico y, 
si ha lugar, número de fax del representante local del organizador y, en su caso, del 
minorista, de un punto de contacto o de otro servicio que permita al viajero, a su elección, 
ponerse en contacto con cualquiera de ellos rápidamente y comunicarse con ellos 
eficazmente, pedir asistencia cuando tenga dificultades o presentar una reclamación por 
cualquier falta de conformidad advertida durante la ejecución del viaje combinado.

e) Indicación de que el viajero debe comunicar toda falta de conformidad advertida 
durante la ejecución del viaje combinado de conformidad con el artículo 161.2.

f) En el caso de que viajen menores que no estén acompañados por un familiar u otro 
adulto autorizado, siempre que el viaje combinado incluya el alojamiento, información que 
permita el contacto directo con el menor o con la persona responsable del mismo en el lugar 
de estancia de este.

g) Información sobre los procedimientos internos de tramitación de reclamaciones 
disponibles y sobre sistemas de resolución alternativa de litigios, de conformidad con la Ley 
7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo, y si procede, sobre la 
entidad de resolución de litigios a la que esté adherida el empresario y sobre la plataforma a 
que se refiere el Reglamento (UE) n.º 524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
21 de mayo de 2013, sobre resolución de litigios en línea en materia de consumo y por el 
que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE.

h) Información de que el viajero tiene derecho a ceder el contrato a otro viajero, de 
conformidad con el artículo 157.
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3. En los contratos de viajes combinados, tal como se definen en el apartado b).2.º.v) del 
artículo 151.1, el empresario al que se remiten los datos informará al organizador de la 
celebración del contrato que dé lugar a la constitución del viaje combinado. El empresario 
facilitará al organizador la información necesaria para que este cumpla con sus obligaciones.

Tan pronto como el organizador haya sido informado de que se ha constituido el viaje 
combinado facilitará al viajero en un soporte duradero toda la información a la que se refiere 
el apartado 2 anterior.

4. La información mencionada en los apartados 2 y 3 se proporcionará de forma clara, 
comprensible y destacada.

5. Con suficiente antelación al inicio del viaje combinado, el organizador o, en su caso, el 
minorista proporcionarán al viajero los recibos, vales y billetes necesarios, la información 
acerca de la hora de salida programada y, si procede, la hora límite para facturar, así como 
la hora programada de las escalas, conexiones de transporte y llegada.

Artículo 156.  Carga de la prueba.
La carga de la prueba en relación con el cumplimiento de los requisitos de información 

establecidos en este capítulo recaerá en el empresario.

CAPÍTULO II
Modificaciones del contrato antes del inicio del viaje combinado

Artículo 157.  Cesión del contrato de viaje combinado a otro viajero.
1. El viajero podrá ceder el contrato de viaje combinado a una persona que reúna todas 

las condiciones aplicables a ese contrato.
2. La cesión deberá ser comunicada previamente al organizador o, en su caso, al 

minorista, en un soporte duradero, con una antelación razonable de al menos siete días 
naturales al inicio del viaje combinado.

3. El cedente del contrato y el cesionario responderán solidariamente de la cantidad 
pendiente de pago del precio acordado, así como de cualquier comisión, recargo u otros 
costes adicionales derivados de la cesión. El organizador o, en su caso, el minorista 
informarán al cedente acerca de los costes efectivos de la cesión. Tales costes deberán ser 
razonables y, en todo caso, no superarán los costes efectivamente soportados por el 
organizador y el minorista a causa de la cesión.

4. El organizador y, en su caso, el minorista proporcionarán al cedente las pruebas de las 
comisiones, recargos u otros costes adicionales derivados de la cesión del contrato.

Artículo 158.  Modificación del precio.
1. Después de la celebración del contrato, los precios únicamente podrán incrementarse 

si en el mismo se reserva expresamente esa posibilidad y se establece que el viajero tiene 
derecho a una reducción del precio conforme al apartado 4. En tal caso, el contrato indicará 
el modo en que han de calcularse las revisiones del precio.

El incremento de los precios solo será posible como consecuencia directa de cambios 
en:

a) el precio del transporte de pasajeros derivado del coste del combustible o de otras 
fuentes de energía,

b) el nivel de los impuestos o tasas sobre los servicios de viaje incluidos en el contrato, 
exigidos por terceros que no están directamente involucrados en la ejecución del viaje 
combinado, incluidas las tasas, impuestos y recargos turísticos, de aterrizaje y de embarque 
o desembarque en puertos y aeropuertos, o

c) los tipos de cambio de divisa aplicables al viaje combinado.
2. Si el aumento de precio mencionado en el apartado anterior excede del ocho por 

ciento del precio total del viaje combinado, se aplicará lo dispuesto en los apartados del 2 al 
5 del artículo 159.
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3. Con independencia de su cuantía, solo será posible un aumento de precio si el 
organizador o, en su caso, el minorista lo notifican al viajero de forma clara y compresible, 
con una justificación de este incremento, y le proporcionan su cálculo en un soporte 
duradero a más tardar veinte días naturales antes del inicio del viaje combinado.

4. Si el contrato estipula la posibilidad de aumentar los precios, el viajero tendrá derecho 
a una reducción del precio correspondiente a toda disminución de los costes a los que se 
hace referencia en las letras a), b) y c) del apartado 1 que se produzca en el periodo 
comprendido entre la celebración del contrato y el inicio del viaje combinado.

5. Cuando se produzca una disminución del precio, el organizador y, en su caso, el 
minorista tendrán derecho a deducir los gastos administrativos reales del reembolso debido 
al viajero. Si el viajero lo solicita, el organizador y, en su caso, el minorista deberá aportar la 
prueba de estos gastos administrativos.

Artículo 159.  Alteración de otras cláusulas del contrato.
1. El organizador no podrá modificar unilateralmente las cláusulas del contrato antes del 

inicio del viaje combinado, con excepción del precio de conformidad con el artículo 158, 
salvo que se haya reservado este derecho en el contrato, que el cambio sea insignificante y 
que el propio organizador o, en su caso, el minorista informen al viajero de forma clara, 
comprensible y destacada en un soporte duradero.

2. Si antes del inicio del viaje combinado el organizador se ve obligado a modificar 
sustancialmente alguna de las principales características de los servicios de viaje a que se 
refiere el artículo 153.1.a), no puede cumplir con alguno de los requisitos especiales a que 
se refiere el artículo 155.2.a) o propone aumentar el precio del viaje en más del ocho por 
ciento de conformidad con el artículo 158.2, el viajero podrá, en un plazo razonable 
especificado por el organizador, aceptar el cambio propuesto o resolver el contrato sin pagar 
penalización.

El viajero que resuelva el contrato de viaje combinado podrá aceptar un viaje combinado 
sustitutivo que le ofrezca el organizador o, en su caso, el minorista, de ser posible de calidad 
equivalente o superior.

3. El organizador o, en su caso, el minorista deberá comunicar sin demora al viajero, de 
forma clara, comprensible y destacada y en un soporte duradero:

a) Las modificaciones propuestas contempladas en el apartado 2 y, cuando proceda de 
conformidad con el apartado 4, su repercusión en el precio del viaje combinado.

b) Un plazo razonable en el que el viajero deberá informar de su decisión con arreglo al 
apartado 2.

c) La indicación de que en el supuesto de que el viajero no notifique su decisión en el 
plazo indicado en la letra b) se entenderá que opta por resolver el contrato sin penalización 
alguna.

d) En su caso, el viaje combinado sustitutivo ofrecido y su precio.
4. Cuando las modificaciones del contrato de viaje combinado o el viaje combinado 

sustitutivo den lugar a un viaje combinado de calidad o coste inferior, el viajero tendrá 
derecho a una reducción adecuada del precio.

5. En caso de resolución por el viajero del contrato de viaje combinado antes de su inicio, 
en virtud del apartado 2, sin pago de penalización o no aceptación por parte del viajero de un 
viaje combinado sustitutivo, el organizador o, en su caso, el minorista reembolsarán sin 
demora indebida todos los pagos realizados por el viajero o por un tercero en su nombre y, 
en cualquier caso, en un plazo no superior a catorce días naturales a partir de la fecha de 
resolución del contrato. A estos efectos, se aplicará lo dispuesto en los apartados 2 a 5 del 
artículo 162.

CAPÍTULO III
Terminación del contrato de viaje combinado
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Artículo 160.  Resolución, cancelación y derecho de desistimiento antes del inicio del viaje.
1. En cualquier momento anterior al inicio del viaje combinado el viajero podrá resolver el 

contrato en cuyo caso el organizador, o, en su caso, el minorista podrán exigirle que pague 
una penalización que sea adecuada y justificable. El contrato podrá especificar una 
penalización tipo que sea razonable basada en la antelación de la resolución del contrato 
con respecto al inicio del viaje combinado y en el ahorro de costes y los ingresos esperados 
por la utilización alternativa de los servicios de viaje. En ausencia de una penalización tipo, el 
importe de la penalización por la resolución del contrato equivaldrá al precio del viaje 
combinado menos el ahorro de costes y los ingresos derivados de la utilización alternativa de 
los servicios de viaje. El organizador o, en su caso, el minorista deberán facilitar al viajero 
que lo solicite una justificación del importe de la penalización.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando concurran circunstancias 
inevitables y extraordinarias en el lugar de destino o en las inmediaciones que afecten de 
forma significativa a la ejecución del viaje combinado o al transporte de pasajeros al lugar de 
destino, el viajero tendrá derecho a resolver el contrato antes del inicio del mismo sin pagar 
ninguna penalización. En este caso, el viajero tendrá derecho al reembolso completo de 
cualquier pago realizado, pero no a una compensación adicional.

3. El organizador podrá cancelar el contrato y reembolsar al viajero la totalidad de los 
pagos que este haya realizado, pero no será responsable de compensación adicional alguna 
si:

a) el número de personas inscritas para el viaje combinado es inferior al número mínimo 
especificado en el contrato y el organizador o, en su caso, el minorista notifican al viajero la 
cancelación dentro del plazo fijado en el mismo, que a más tardar será de:

1.º veinte días naturales antes del inicio del viaje combinado en el caso de los viajes de 
más de seis días de duración,

2.º siete días naturales antes del inicio del viaje combinado en el caso de los viajes de 
entre dos y seis días de duración,

3.º cuarenta y ocho horas antes del inicio del viaje combinado en el caso de viajes de 
menos de dos días de duración, o

b) el organizador se ve en la imposibilidad de ejecutar el contrato por circunstancias 
inevitables y extraordinarias y se notifica la cancelación al viajero sin demora indebida antes 
del inicio del viaje combinado.

4. El organizador o, en su caso, el minorista, proporcionará los reembolsos exigidos en 
los apartados 2 y 3, o, con respecto al apartado 1, reembolsará cualquier pago realizado por 
el viajero o en su nombre, por el viaje combinado, menos la penalización correspondiente. 
Dichos reembolsos o devoluciones se realizarán al viajero sin demora indebida y, en 
cualquier caso, en un plazo no superior a catorce días naturales después de la terminación 
del contrato de viaje combinado.

5. En el caso de los contratos de viaje combinado celebrado fuera del establecimiento, el 
viajero dispondrá de un plazo de catorce días para ejercer su derecho desistimiento del 
contrato de viaje combinado, sin necesidad de justificación.

CAPÍTULO IV
Ejecución del viaje combinado

Artículo 161.  Responsabilidad por la ejecución del viaje combinado y derecho de 
resarcimiento.

1. Los organizadores y los minoristas de viajes combinados responderán frente al viajero 
del correcto cumplimiento de los servicios de viaje incluidos en el contrato en función de las 
obligaciones que les correspondan por su ámbito de gestión del viaje combinado, con 
independencia de que estos servicios los deban ejecutar ellos mismos u otros prestadores.

No obstante lo anterior, el viajero podrá dirigir las reclamaciones por el incumplimiento o 
cumplimiento defectuoso de los servicios que integran el viaje combinado indistintamente 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 780 –



ante organizadores o minoristas, que quedarán obligados a informar sobre el régimen de 
responsabilidad existente, tramitar la reclamación de forma directa o mediante remisión a 
quien corresponda en función del ámbito de gestión, así como a informar de la evolución de 
la misma al viajero aunque esté fuera de su ámbito de gestión.

La falta de gestión de la reclamación por parte del minorista supondrá que deberá 
responder de forma solidaria con el organizador frente al viajero del correcto cumplimiento 
de las obligaciones del viaje combinado que correspondan al organizador por su ámbito de 
gestión. De igual modo, la falta de gestión de la reclamación por parte del organizador 
supondrá que deberá responder de forma solidaria con el minorista frente al viajero del 
correcto cumplimiento de las obligaciones del viaje combinado que correspondan al 
minorista por su ámbito de gestión.

En estos supuestos, le corresponderá al minorista u organizador, en su caso, la carga de 
la prueba de que ha actuado diligentemente en la gestión de la reclamación y, en cualquier 
caso, que ha iniciado la gestión de la misma con carácter inmediato tras su recepción.

Quien responda de forma solidaria ante el viajero por la falta de gestión de la 
reclamación tendrá el derecho de repetición frente al organizador o al minorista al que le sea 
imputable el incumplimiento o cumplimiento defectuoso del contrato en función de su 
respectivo ámbito de gestión del viaje combinado.

Cuando un organizador o un minorista abone una compensación, en función de su 
ámbito de gestión, conceda una reducción del precio o cumpla las demás obligaciones que 
impone esta ley, podrá solicitar el resarcimiento a terceros que hayan contribuido a que se 
produjera el hecho que dio lugar a la compensación, a la reducción del precio o al 
cumplimiento de otras obligaciones.

2. El viajero deberá informar al organizador o, en su caso, al minorista sin demora 
indebida, teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso, de cualquier falta de 
conformidad que observe durante la ejecución de un servicio de viaje incluido en el contrato.

3. Si cualquiera de los servicios incluidos en el viaje no se ejecuta de conformidad con el 
contrato, el organizador y, en su caso, el minorista deberán subsanar la falta de conformidad, 
salvo que resulte imposible o si ello entraña un coste desproporcionado, teniendo en cuenta 
la gravedad de la falta de conformidad y el valor de los servicios de viaje afectados. En caso 
de que con arreglo a este apartado no se subsane la falta de conformidad será de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 162.

4. Sin perjuicio de las excepciones previstas en el apartado anterior, si el organizador o 
el minorista no subsanan la falta de conformidad en un plazo razonable establecido por el 
viajero, el propio viajero podrá hacerlo y solicitar el reembolso de los gastos necesarios. No 
será preciso que el viajero especifique un plazo límite si el organizador o, en su caso, el 
minorista se niegan a subsanar la falta de conformidad o si se requiere una solución 
inmediata.

5. Cuando una proporción significativa de los servicios de viaje no pueda prestarse 
según lo convenido en el contrato de viaje combinado, el organizador o, en su caso, el 
minorista, ofrecerá, sin coste adicional alguno para el viajero, fórmulas alternativas 
adecuadas, de ser posible de calidad equivalente o superior a las especificadas en el 
contrato, para la continuación del viaje combinado, también cuando el regreso del viajero al 
lugar de salida no se efectúe según lo acordado.

Si las fórmulas alternativas propuestas dan lugar a un viaje combinado de menor calidad 
que la especificada en el contrato, el organizador o, en su caso, el minorista aplicarán al 
viajero una reducción adecuada del precio.

El viajero solo podrá rechazar las fórmulas alternativas propuestas si no son 
comparables a lo acordado en el contrato de viaje combinado o si la reducción del precio 
concedida es inadecuada.

6. Cuando una falta de conformidad afecte sustancialmente a la ejecución del viaje y el 
organizador o, en su caso, el minorista no la hayan subsanado en un plazo razonable 
establecido por el viajero, este podrá poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización y 
solicitar, en su caso, tanto una reducción del precio como una indemnización por los daños y 
perjuicios causados, de conformidad con el artículo 162.

Si no es posible encontrar fórmulas de viaje alternativas o el viajero rechaza las 
propuestas de conformidad con el apartado 5, párrafo 3, tendrá derecho, en su caso, tanto a 
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una reducción de precio como a una indemnización por daños y perjuicios de conformidad 
con el artículo 162, sin que se ponga fin al contrato de viaje combinado.

Si el viaje combinado incluye el transporte de pasajeros, el organizador y, en su caso, el 
minorista, en los casos indicados en los dos párrafos anteriores, repatriará además al viajero 
en un transporte equivalente sin dilaciones indebidas y sin coste adicional.

7. Si es imposible garantizar el retorno del viajero según lo convenido en el contrato 
debido a circunstancias inevitables y extraordinarias, el organizador o, en su caso, el 
minorista asumirán el coste del alojamiento que sea necesario, de ser posible de categoría 
equivalente, por un período no superior a tres noches por viajero. Cuando la normativa 
europea sobre derechos de los pasajeros, aplicable a los correspondientes medios de 
transporte para el regreso del viajero, establezca períodos más largos, se aplicarán dichos 
períodos.

8. La limitación de costes a que se refiere el apartado anterior no se aplicará a las 
personas con discapacidad o movilidad reducida, tal como se definen en el artículo 2.a) del 
Reglamento (CE) n.º 1107/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 
2006, sobre los derechos de las personas con discapacidad o movilidad reducida en el 
transporte aéreo, ni a sus acompañantes, mujeres embarazadas y menores no 
acompañados, así como a las personas con necesidad de asistencia médica específica, si 
sus necesidades particulares han sido participadas al organizador o, en su caso, al minorista 
al menos cuarenta y ocho horas antes del inicio del viaje. El organizador y el minorista no 
podrán invocar las circunstancias inevitables y extraordinarias a efectos de la limitación de 
responsabilidad, conforme al apartado 7, si el transportista no puede acogerse a estas 
circunstancias en virtud de la normativa europea.

Artículo 162.  Reducción del precio e indemnización por daños y perjuicios.
1. El viajero tendrá derecho a una reducción del precio adecuada por cualquier periodo 

durante el cual haya habido falta de conformidad, a menos que el organizador o el minorista 
demuestren que la falta de conformidad es imputable al viajero.

2. El viajero tendrá derecho a recibir una indemnización adecuada del organizador o, en 
su caso, del minorista por cualquier daño o perjuicio que sufra como consecuencia de 
cualquier falta de conformidad. La indemnización se abonará sin demora indebida.

3. El viajero no tendrá derecho a una indemnización por daños y perjuicios si el 
organizador o, en su caso, el minorista demuestran que la falta de conformidad es:

a) imputable al viajero,
b) imputable a un tercero ajeno a la prestación de los servicios contratados e imprevisible 

o inevitable, o
c) debida a circunstancias inevitables y extraordinarias.
4. En la medida en que los convenios internacionales que vinculan a la Unión Europea 

limiten el alcance o las condiciones del pago de indemnizaciones por parte de prestadores 
de servicios de viaje incluidos en un viaje combinado, las mismas limitaciones se aplicarán a 
los organizadores y minoristas. En los demás casos, el contrato podrá limitar la 
indemnización que debe pagar el organizador o el minorista siempre que esa limitación no se 
aplique a los daños corporales o perjuicios causados de forma intencionada o por 
negligencia y que su importe no sea inferior al triple del precio total del viaje.

5. Todo derecho a indemnización o reducción del precio en virtud de lo establecido en 
esta ley no afectará a los derechos de los viajeros contemplados en:

a) El Reglamento (CE) n.º 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de 
febrero de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y 
asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o 
gran retraso de los vuelos, y se deroga el Reglamento (CEE) n.º 295/91.

b) El Reglamento (CE) n.º 1371/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2007, sobre los derechos y las obligaciones de los viajeros de ferrocarril.

c) El Reglamento (CE) n.º 392/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
abril de 2009, sobre la responsabilidad de los transportistas de pasajeros por mar en caso de 
accidente.
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d) El Reglamento (UE) n.º 1177/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de 
noviembre de 2010, sobre los derechos de los pasajeros que viajan por mar y por vías 
navegables y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004.

e) El Reglamento (UE) n.º 181/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
febrero de 2011, sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que se 
modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004.

f) Los convenios internacionales.
Los viajeros tendrán derecho a presentar reclamaciones con arreglo a esta ley, a dichos 

reglamentos y a los convenios internacionales. La indemnización o reducción del precio 
concedida en virtud de esta ley y la concedida en virtud de dichos reglamentos y convenios 
internacionales se deducirán la una de la otra para evitar el exceso de indemnización.

Artículo 163.  Posibilidad de ponerse en contacto con el organizador a través del minorista y 
obligación de prestar asistencia.

1. El viajero podrá enviar mensajes, peticiones o quejas en relación con la ejecución del 
viaje combinado directamente al minorista a través del cual fue adquirido. El minorista 
transmitirá dichos mensajes, peticiones o quejas al organizador sin demora indebida. A 
efectos del cumplimiento de los términos o plazos de prescripción, el acuse de recibo por el 
minorista de los mensajes, peticiones o quejas se considerará acuse de recibo por el 
organizador.

2. El organizador y el minorista deberán proporcionar asistencia adecuada y sin demora 
indebida al viajero en dificultades, en especial en caso de circunstancias inevitables y 
extraordinarias, en particular mediante:

a) el suministro de información adecuada sobre los servicios sanitarios, las autoridades 
locales y la asistencia consular, y

b) la asistencia al viajero para establecer comunicaciones a distancia y la ayuda para 
encontrar fórmulas de viaje alternativas.

El organizador y, en su caso, el minorista podrán facturar un recargo razonable por dicha 
asistencia si la dificultad se ha originado intencionadamente o por negligencia del viajero. 
Dicho recargo no superará en ningún caso los costes reales en los que haya incurrido el 
organizador o el minorista.

CAPÍTULO V
Garantías

Artículo 164.  Efectividad y alcance de la garantía frente a la insolvencia.
1. Los organizadores y los minoristas de viajes combinados establecidos en España 

tendrán la obligación de constituir una garantía y adaptarla cuando sea necesario. Dicha 
garantía podrá constituirse mediante la creación de un fondo de garantía, la contratación de 
un seguro, un aval u otra garantía financiera, en los términos que determine la 
Administración competente. Si el transporte de pasajeros está incluido en el contrato de viaje 
combinado se constituirá una garantía para la repatriación de los viajeros, pudiendo 
ofrecerse la continuación del viaje combinado. La exigencia de esta garantía quedará sujeta 
en todo caso a lo establecido en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad 
de mercado.

Los organizadores y los minoristas no establecidos en un Estado miembro de la Unión 
Europea que vendan u ofrezcan viajes combinados en España, o que por cualquier medio 
dirijan dichas actividades a España, estarán también obligados a prestar dicha garantía.

2. La garantía deberá ser efectiva y cubrir los costes que sean previsibles de manera 
razonable. Cubrirá el importe de los pagos realizados directamente por los viajeros, o por un 
tercero en su nombre, en relación con viajes combinados en temporada alta, teniendo en 
cuenta el período comprendido entre los pagos anticipados y los pagos finales y la 
finalización de los viajes combinados, así como el coste estimado de las repatriaciones en 
caso de insolvencia. La cobertura necesaria podrá calcularse a partir de los datos 
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comerciales más recientes, como es el volumen de negocios en concepto de viajes 
combinados realizado en el ejercicio anterior, pero deberá adaptarse en caso de que 
aumenten los riesgos, especialmente debido a un incremento importante de la venta de 
estos viajes.

3. La insolvencia se entenderá producida tan pronto como sea evidente que por la falta 
de liquidez de los organizadores o de los minoristas los servicios de viaje dejen de 
ejecutarse, no vayan a ejecutarse o vayan a ejecutarse solo en parte, o cuando los 
prestadores de servicios requieran a los viajeros pagar por ellos. Producida la insolvencia, la 
garantía deberá estar disponible pudiendo el viajero acceder fácilmente a la protección 
garantizada, sin perjuicio de que se le ofrezca la continuación del viaje combinado. Los 
reembolsos correspondientes a servicios de viaje no ejecutados se efectuarán sin demora 
indebida previa solicitud del viajero.

4. La protección frente a la insolvencia del organizador y del minorista beneficiará a los 
viajeros sin tener en cuenta su lugar de residencia, el lugar de salida, el lugar dónde se haya 
vendido el viaje combinado o el Estado miembro en que esté situada la entidad garante en 
caso de insolvencia.

5. Cuando la ejecución del viaje combinado se vea afectada por la insolvencia del 
organizador o del minorista, la garantía se activará gratuitamente para las repatriaciones y, 
en caso necesario, para la financiación del alojamiento previo a la repatriación, sin implicar 
ningún adelanto de pago para el viajero.

Artículo 165.  Garantía de la responsabilidad contractual.
Los organizadores y los minoristas de viajes combinados tendrán la obligación de 

constituir una garantía que responderá con carácter general del cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la prestación de sus servicios frente a los contratantes de un viaje 
combinado. En todo caso, los viajeros podrán reclamar esta garantía directamente al sistema 
de cobertura constituido.

Artículo 166.  Reconocimiento mutuo de la protección frente a la insolvencia y cooperación 
administrativa.

1. A los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley en 
cuanto a la protección frente a la insolvencia, las autoridades autonómicas competentes 
aceptarán toda protección constituida por un organizador y, en su caso, por un minorista, 
cuando proceda conforme a las medidas adoptadas por la normativa del Estado miembro de 
su establecimiento. Así mismo, las autoridades autonómicas competentes en esta materia 
aceptarán toda protección constituida por un organizador y, en su caso, por un minorista, 
cuando proceda conforme a las medidas adoptadas según la normativa de la comunidad 
autónoma de su establecimiento.

2. El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo actuará como punto de contacto central 
para facilitar la cooperación administrativa europea y nacional. Las autoridades autonómicas 
competentes en esta materia llevarán a cabo el control de los organizadores y, en su caso, 
de los minoristas que operen en sus correspondientes comunidades autónomas y notificarán 
sus datos a través del punto de contacto central a los demás Estados miembros y a la 
Comisión.

3. El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo facilitará recíprocamente a los puntos 
de contacto centrales de los otros Estados miembros toda la información necesaria sobre los 
requisitos del régimen nacional de protección frente a la insolvencia, así como la identidad 
de la entidad o entidades garantes que ofrezcan dicha protección a un determinado 
organizador o minorista establecido en territorio español. Las comunidades autónomas 
facilitarán al Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, como punto de contacto central, 
toda la información necesaria sobre los requisitos del régimen de protección frente a la 
insolvencia, así como la identidad de la entidad o entidades garantes que ofrezcan dicha 
protección a un determinado organizador o minorista establecido en su territorio. En todo 
caso, remitirán una primera respuesta en un plazo máximo de quince días hábiles desde la 
recepción de la solicitud del punto de contacto central.

4. Los puntos de contacto centrales de los otros Estados miembros podrán acceder 
libremente al listado de los organizadores y minoristas que cumplan sus obligaciones de 
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protección frente a la insolvencia gestionado por el Ministerio de Industria, Comercio y 
Turismo. Este listado será de acceso público, incluido el acceso en línea.

5. Cuando existan dudas sobre la protección frente a la insolvencia de un organizador o 
de un minorista que no esté establecido en España, el Ministerio de Industria, Comercio y 
Turismo deberá pedir aclaraciones al Estado miembro de establecimiento del empresario. 
Respecto a los empresarios establecidos en España, el Ministerio de Industria, Comercio y 
Turismo responderá a las solicitudes de otros Estados miembros lo antes posible, habida 
cuenta de la urgencia y la complejidad del asunto. En todo caso, se remitirá una primera 
respuesta antes de quince días hábiles desde la recepción de la solicitud.

TÍTULO III
Servicios de viaje vinculados

Artículo 167.  Requisitos de protección frente a la insolvencia.
1. Los empresarios que faciliten servicios de viaje vinculados deberán constituir una 

garantía para el reembolso de todos los pagos que reciban de los viajeros en la medida en 
que uno de los servicios de viaje que estén incluidos no se ejecute a consecuencia de su 
insolvencia. Si dichos empresarios son la parte responsable del transporte de pasajeros la 
garantía cubrirá también la repatriación de los viajeros. La garantía podrá constituirse 
mediante la creación de un fondo de garantía, la contratación de un seguro, un aval u otra 
garantía financiera, en los términos que determine la Administración competente. La 
exigencia de esta garantía quedará sujeta en todo caso a lo establecido en la Ley 20/2013, 
de 9 de diciembre.

Los empresarios no establecidos en un Estado miembro de la Unión Europea que 
faciliten servicios de viaje vinculados en España, o que por cualquier medio dirijan dichas 
actividades a España, estarán también obligados a prestar dicha garantía.

2. La garantía que se constituya deberá cumplir con lo dispuesto en los artículos 164 y 
166.

3. La insolvencia se entenderá producida tan pronto como sea evidente que por la falta 
de liquidez de los empresarios los servicios de viaje dejen de ejecutarse, no vayan a 
ejecutarse o vayan a ejecutarse solo en parte, o cuando los prestadores de servicios 
requieran a los viajeros pagar por ellos. Producida la insolvencia, la garantía deberá estar 
disponible pudiendo el viajero acceder fácilmente a la protección garantizada. Los 
reembolsos correspondientes a servicios de viaje no ejecutados se efectuarán sin demora 
indebida previa solicitud del viajero.

Artículo 168.  Requisitos de información.
1. Antes de que el viajero quede obligado por cualquier contrato que dé lugar a servicios 

de viaje vinculados o por cualquier oferta correspondiente, el empresario que facilite estos 
servicios, incluidos los casos en que el empresario no esté establecido en un Estado 
miembro pero por cualquier medio dirija tales actividades a España, indicará de forma clara, 
comprensible y destacada:

a) que el viajero no podrá acogerse a ninguno de los derechos que se aplican 
exclusivamente a los viajes combinados conforme a lo previsto en esta ley y que cada 
prestador de servicios será el único responsable de la correcta prestación contractual de su 
servicio, y

b) que el viajero gozará de la protección frente a la insolvencia contemplada en el 
artículo 167.

A fin de cumplir con lo dispuesto en el presente apartado, el empresario que facilite unos 
servicios de viaje vinculados proporcionará al viajero dicha información mediante el 
formulario normalizado correspondiente que figura en el anexo III. Cuando el carácter 
especial de los servicios de viaje vinculados no esté contemplado por ninguno de los 
formularios que figuran en dicho anexo proporcionará la información contenida en el mismo.
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2. Si el empresario que facilite servicios de viaje vinculados no ha cumplido con los 
requisitos establecidos en el artículo 167 y en el apartado 1 de este artículo, se aplicarán los 
derechos y obligaciones establecidos en los artículos 157 y 160 y en el capítulo IV del título II 
de este libro en relación con los servicios de viaje que forman parte de los servicios de viaje 
vinculados.

3. Cuando unos servicios de viaje vinculados sean el resultado de la celebración de un 
contrato entre un viajero y un empresario que no facilita dichos servicios, este último 
informará al empresario que los facilita de la celebración del correspondiente contrato.

TÍTULO IV
De la prescripción de las reclamaciones y régimen sancionador

Artículo 169.  Prescripción de las reclamaciones.
El plazo de prescripción para presentar reclamaciones con arreglo a este libro será de 

dos años.

Artículo 170.  Régimen sancionador.
A lo dispuesto en este libro no le es de aplicación el régimen de infracciones y sanciones 

previsto en el libro primero, título IV, capítulo II, siéndole de aplicación el régimen de 
infracciones y sanciones previsto en la legislación específica sobre la materia dictada por las 
Administraciones públicas competentes en materia de turismo o por aquellas que en cada 
caso tengan atribuida la competencia por razón de la materia. Las sanciones que se 
establezcan deberán ser efectivas, proporcionadas y disuasorias.

Disposición adicional única.  Nulidad de determinadas cláusulas.
1. Serán nulas aquellas cláusulas, estipulaciones, condiciones o pactos que excluyan a 

una de las partes por tener VIH/SIDA u otras condiciones de salud. Asimismo, será nula la 
renuncia a lo estipulado en esta disposición por la parte que tenga VIH/SIDA u otras 
condiciones de salud.

2. Serán nulas aquellas cláusulas, estipulaciones, condiciones o pactos que excluyan a 
una de las partes por haber padecido cáncer antes de la fecha de suscripción del contrato o 
negocio jurídico, una vez que hayan transcurrido cinco años desde la finalización del 
tratamiento radical sin recaída posterior. Al efecto, de forma previa a la suscripción de un 
contrato de consumo, independientemente del sector, no se podrá solicitar a la persona 
consumidora información oncológica una vez que hayan transcurrido cinco años desde la 
finalización del tratamiento radical sin recaída posterior. Asimismo, será nula la renuncia a lo 
estipulado en esta disposición por la parte que haya padecido cáncer en los casos 
anteriores.

3. El Gobierno, mediante real decreto, podrá modificar los plazos establecidos en la 
presente disposición, conjuntamente o para patologías oncológicas específicas, en función 
de la evolución de la evidencia científica.

Disposición transitoria primera.  Garantía comercial.
1. Lo dispuesto en esta norma respecto de la garantía comercial adicional no será de 

aplicación a los productos puestos en circulación antes del 11 de septiembre de 2003.
2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, en relación con los bienes de 

naturaleza duradera puestos en circulación antes de dicha fecha, el productor o, en su 
defecto, el vendedor deberá entregar al consumidor y usuario una garantía, formalizada por 
escrito, en la que, como mínimo, se asegure al titular de la garantía:

a) La reparación totalmente gratuita de los vicios o defectos originarios y de los daños y 
perjuicios por ellos ocasionados.

b) En los supuestos en que la reparación efectuada no fuera satisfactoria y el objeto no 
revistiese las condiciones óptimas para cumplir el uso a que estuviese destinado, el titular de 
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la garantía tendrá derecho a la sustitución del objeto adquirido por otro de idénticas 
características o a la devolución del precio pagado.

3. El documento de garantía al que se refiere el apartado anterior tendrá el siguiente 
contenido mínimo:

a) El objeto sobre el que recaiga la garantía.
b) El garante.
c) El titular de la garantía.
d) Los derechos del titular de la garantía.
e) El plazo de duración de la garantía que, en ningún caso será inferior a 6 meses desde 

la fecha de entrega, salvo cuando la naturaleza del bien lo impidiera y sin perjuicio de las 
disposiciones legales o reglamentarias para bienes o servicios concretos.

Disposición transitoria segunda.  Productos de naturaleza duradera.
En tanto no se concreten por el Gobierno los productos de naturaleza duradera, se 

entenderá que tales productos son los enumerados en el anexo II del Real Decreto 
1507/2000, de 1 de septiembre, por el que se actualizan los catálogos de productos y 
servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado y de bienes de naturaleza 
duradera, a efectos de lo dispuesto, respectivamente, en los artículos 2, apartado 2, y 11, 
apartados 2 y 5, de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
normas concordantes.

Disposición transitoria tercera.  Responsabilidad civil por los daños causados por 
productos defectuosos puestos en circulación con anterioridad al 8 de julio de 1994.

Las normas del libro tercero, título II, capítulo I de esta norma no serán de aplicación a la 
responsabilidad civil derivada de los daños causados por productos puestos en circulación 
antes de 8 de julio de 1994.

Esta responsabilidad se regirá por las reglas del capítulo II del citado título, con las 
siguientes reglas adicionales:

1. Con carácter general, y sin perjuicio de lo que resulte más favorable al consumidor y 
usuario, en virtud de otras disposiciones o acuerdos convencionales, regirán los siguientes 
criterios en materia de responsabilidad:

a) El productor, suministrador o proveedor de productos a los consumidores y usuarios, 
responde del origen, identidad e idoneidad de los mismos, de acuerdo con su naturaleza y 
finalidad y con las normas que los regulan.

b) En el caso de productos a granel responde el tenedor de los mismos, sin perjuicio de 
que se pueda identificar y probar la responsabilidad del anterior tenedor, proveedor o 
suministrador.

c) En el supuesto de productos envasados, etiquetados y cerrados con cierre íntegro, 
responde la firma o razón social que figure en su etiqueta, presentación o publicidad. Podrá 
eximirse de esa responsabilidad probando su falsificación o incorrecta manipulación por 
terceros, que serán los responsables.

2. En todo caso será de aplicación el régimen de responsabilidad previsto en el artículo 
148 a los productos alimenticios, los de higiene, limpieza, cosméticos, especialidades o 
productos farmacéuticos, gas, electricidad, vehículos de motor, juguetes y productos 
dirigidos a los niños.

3. Si a la producción de daños concurrieren varias personas, responderán solidariamente 
ante los perjudicados. El que pagare al perjudicado tendrá derecho a repetir de los otros 
responsables, según su participación en la causación de los daños.

Disposición final primera.  Modificación de cuantías.
Se autoriza al Gobierno a modificar las cuantías establecidas esta norma. Las cuantías 

de los artículos 49 y 148 se modificarán teniendo en cuenta la variación de los índices de 
precios al consumo y las previstas en el artículo 141 para adaptarlas a las revisiones 
periódicas de la normativa comunitaria.
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Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno para dictar, en materia de su competencia, las disposiciones 

precisas para la aplicación de esta norma. En particular, el Gobierno determinará los 
productos de naturaleza duradera.

Disposición final tercera.  Aplicabilidad del régimen reglamentario en materia de 
infracciones y sanciones.

A efectos de lo establecido en el libro primero, título IV, capítulo II de esta norma será de 
aplicación el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria, sin 
perjuicio de sus ulteriores modificaciones o adaptaciones por el Gobierno.

Disposición final cuarta.  Ampliación a otras enfermedades.
El Gobierno, en el plazo de un año, presentará un proyecto de ley en el que determinará 

la aplicación de los principios de esta ley a otras enfermedades respecto a las que pueda 
considerarse que se aplican los mismos efectos excluyentes en las relaciones jurídicas.

ANEXO I
Información sobre el ejercicio del derecho de desistimiento

A. Modelo de documento de información al consumidor y usuario sobre el desistimiento
Derecho de desistimiento:
Tiene usted derecho a desistir del presente contrato en un plazo de catorce/treinta (*) 

días naturales sin necesidad de justificación.
El plazo de desistimiento expirará a los catorce/treinta (*) días naturales del día (1).
Para ejercer el derecho de desistimiento, deberá usted notificarnos (2) su decisión de 

desistir del contrato a través de una declaración inequívoca (por ejemplo, una carta enviada 
por correo postal o correo electrónico). Podrá utilizar el modelo de formulario de 
desistimiento que figura a continuación, aunque su uso no es obligatorio (3).

Para cumplir el plazo de desistimiento, basta con que la comunicación relativa al ejercicio 
por su parte de este derecho sea enviada antes de que venza el plazo correspondiente.

Consecuencias del desistimiento:
En caso de desistimiento por su parte, le devolveremos todos los pagos recibidos de 

usted, incluidos los gastos de entrega (con la excepción de los gastos adicionales 
resultantes de la elección por su parte de una modalidad de entrega diferente a la modalidad 
menos costosa de entrega ordinaria que ofrezcamos) sin ninguna demora indebida y, en 
todo caso, a más tardar 14 días naturales a partir de la fecha en la que se nos informe de su 
decisión de desistir del presente contrato. Procederemos a efectuar dicho reembolso 
utilizando el mismo medio de pago empleado por usted para la transacción inicial, a no ser 
que haya usted dispuesto expresamente lo contrario; en todo caso, no incurrirá en ningún 
gasto como consecuencia del reembolso (4).

(5)
(6)
Instrucciones para su cumplimentación:
(1) Insértese una de las expresiones que aparecen entre comillas a continuación:
a) en caso de un contrato de servicios o de un contrato para el suministro de agua, gas o 

electricidad –cuando no estén envasados para la venta en un volumen delimitado o en 
cantidades determinadas–, de calefacción mediante sistemas urbanos o de contenido digital 
que no se preste en un soporte material: "de la celebración del contrato";

b) en caso de un contrato de venta: "que usted o un tercero por usted indicado, distinto 
del transportista, adquirió la posesión material de los bienes";
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c) en caso de un contrato de entrega de múltiples bienes encargados por el consumidor 
y usuario en el mismo pedido y entregados por separado: "que usted o un tercero por usted 
indicado, distinto del transportista, adquirió la posesión material del último de esos bienes";

d) en caso de entrega de un bien compuesto por múltiples componentes o piezas: "que 
usted o un tercero por usted indicado, distinto del transportista, adquirió la posesión material 
del último componente o pieza";

e) en caso de un contrato para la entrega periódica de bienes durante un plazo 
determinado: "que usted o un tercero por usted indicado, distinto del transportista, adquirió la 
posesión material del primero de esos bienes".

(2) Insértese su nombre, su dirección completa, su número de teléfono y su dirección de 
correo electrónico.

(3) Si usted ofrece al consumidor y usuario en su sitio web la opción de cumplimentar y 
enviar electrónicamente información relativa a su desistimiento del contrato, insértese el 
texto siguiente: "Tiene usted asimismo la opción de cumplimentar y enviar electrónicamente 
el modelo de formulario de desistimiento o cualquier otra declaración inequívoca a través de 
nuestro sitio web [insértese la dirección electrónica]. Si recurre a esa opción, le 
comunicaremos sin demora en un soporte duradero (por ejemplo, por correo electrónico) la 
recepción de dicho desistimiento".

(4) En caso de un contrato de venta en el que usted no se haya ofrecido a recoger los 
bienes en caso de desistimiento, insértese la siguiente información: "Podremos retener el 
reembolso hasta haber recibido los bienes, o hasta que usted haya presentado una prueba 
de la devolución de los mismos, según qué condición se cumpla primero".

(5) Si el consumidor y usuario ha recibido bienes objeto del contrato insértese el texto 
siguiente:

(a) insértese:
– "Recogeremos los bienes", o bien
– "Deberá usted devolvernos o entregarnos directamente los bienes o a… (insértese el 

nombre y el domicilio, si procede, de la persona autorizada por usted a recibir los bienes), sin 
ninguna demora indebida y, en cualquier caso, a más tardar en el plazo de 14 días naturales 
a partir de la fecha en que nos comunique su decisión de desistimiento del contrato. Se 
considerará cumplido el plazo si efectúa la devolución de los bienes antes de que haya 
concluido dicho plazo";

(b) insértese:
– "Nos haremos cargo de los costes de devolución de los bienes";
– "Deberá usted asumir el coste directo de devolución de los bienes";
– En caso de que, en un contrato a distancia, usted no se ofrezca a hacerse cargo de los 

costes de devolución de los bienes y estos últimos, por su naturaleza, no puedan devolverse 
normalmente por correo: "Deberá usted asumir el coste directo de devolución de los bienes, 
… euros (insértese el importe)"; o, si no se puede realizar por adelantado un cálculo 
razonable del coste de devolución de los bienes: "Deberá usted asumir el coste directo de 
devolución de los bienes. Se calcula que dicho coste se eleva a aproximadamente … euros 
(insértese el importe) como máximo", o bien

– En caso de que, en un contrato celebrado fuera del establecimiento, los bienes, por su 
naturaleza, no puedan devolverse normalmente por correo y se hayan entregado ya en el 
domicilio del consumidor y usuario en el momento de celebrarse el contrato: "Recogeremos 
a nuestro cargo los bienes";

(c) "Solo será usted responsable de la disminución de valor de los bienes resultante de 
una manipulación distinta a la necesaria para establecer la naturaleza, las características y el 
funcionamiento de los bienes".

(6) En caso de un contrato para la prestación de servicios o para el suministro de agua, 
gas o electricidad –cuando no estén envasados para la venta en un volumen delimitado o en 
cantidades determinadas–, o calefacción mediante sistemas urbanos, insértese lo siguiente: 
"Si usted ha solicitado que la prestación de servicios o el suministro de agua/ gas/ 
electricidad/ calefacción mediante sistemas urbanos (suprímase lo que no proceda) dé 
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comienzo durante el período de desistimiento, nos abonará un importe proporcional a la 
parte ya prestada del servicio en el momento en que nos haya comunicado su desistimiento, 
en relación con el objeto total del contrato".

B. Modelo de formulario de desistimiento

(sólo debe cumplimentar y enviar el presente formulario si desea desistir del contrato)
– A la atención de (aquí se deberá insertar el nombre del empresario, su dirección 

completa y su dirección de correo electrónico):
– Por la presente le comunico/comunicamos (*) que desisto de mi/desistimos de nuestro 

(*) contrato de venta del siguiente bien/prestación del siguiente servicio (*)
– Pedido el/recibido el (*)
– Nombre del consumidor y usuario o de los consumidores y usuarios
– Domicilio del consumidor y usuario o de los consumidores y usuarios
– Firma del consumidor y usuario o de los consumidores y usuarios (solo si el presente 

formulario se presenta en papel)
– Fecha

(*) Táchese lo que no proceda.

ANEXO II

A. Formulario de información normalizada para contratos de viaje combinado en los que sea 
posible utilizar hiperenlaces

La combinación de servicios de viaje que se le ofrece es un viaje combinado en el 
sentido del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 de noviembre.

Por lo tanto, usted gozará de todos los derechos que se aplican en el marco de la UE a 
los viajes combinados. La(s) empresa(s) XY será(n) plenamente responsable(s) de la 
correcta ejecución del viaje combinado en su conjunto.

Además, como exige la legislación, la(s) empresa(s) XY está(n) cubierta(s) por una 
garantía para reembolsarle los pagos realizados y, si el transporte está incluido en el viaje, 
asegurar su repatriación en caso de que incurra(n) en insolvencia.

Más información sobre sus principales derechos con arreglo al texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre (que se proporcionará 
mediante un hiperenlace).

Siguiendo el hiperenlace, el viajero recibirá la siguiente información:
Principales derechos en virtud del texto refundido de la Ley General para la Defensa de 

los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre:

– Los viajeros recibirán toda la información esencial sobre el viaje combinado antes de 
celebrar el contrato.

– Siempre habrá como mínimo un empresario responsable de la correcta ejecución de 
todos los servicios de viaje incluidos en el contrato.

– Se proporcionará a los viajeros un número de teléfono de emergencia o los datos de 
un punto de contacto donde puedan contactar con el organizador o el minorista.

– Los viajeros podrán ceder el viaje combinado a otra persona, con un preaviso 
razonable y, en su caso, con sujeción al pago de gastos adicionales.

– El precio del viaje combinado solo se podrá aumentar si se producen gastos 
específicos (por ejemplo, en los precios de combustible) y está expresamente estipulado en 
el contrato, y en ningún caso en los últimos veinte días anteriores al inicio del viaje 
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combinado. Si el aumento de precio excede del ocho por ciento del precio del viaje 
combinado, el viajero podrá poner fin al contrato. Si el organizador se reserva el derecho de 
aumentar el precio, el viajero tendrá derecho a una reducción del precio si disminuyen los 
gastos correspondientes.

– Los viajeros podrán poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización y obtener el 
reembolso completo de todos los pagos realizados si se modifica significativamente alguno 
de los elementos esenciales del viaje combinado que no sea el precio. Si el empresario 
responsable del viaje combinado lo cancela antes de su inicio, los viajeros tendrán derecho 
al reembolso de los pagos realizados y, cuando proceda, a una compensación.

– En circunstancias excepcionales, por ejemplo en caso de que en el lugar de destino 
existan graves problemas de seguridad que puedan afectar al viaje combinado, los viajeros 
podrán poner fin al contrato antes del inicio del viaje combinado sin pagar ninguna 
penalización.

– Además, los viajeros podrán poner fin al contrato en cualquier momento antes del inicio 
del viaje combinado mediante el pago de una penalización por terminación, que sea 
adecuada y justificable.

– Si, después del inicio del viaje combinado, no pueden prestarse elementos 
significativos de este, deberán ofrecerse al viajero fórmulas alternativas adecuadas, sin coste 
adicional. Los viajeros podrán poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización en caso 
de no ejecución de los servicios cuando ello afecte sustancialmente a la ejecución del viaje 
combinado y el organizador o, en su caso, el minorista no consigan solucionar el problema.

– Los viajeros también tendrán derecho a una reducción del precio y/o a una 
indemnización por daños y perjuicios en caso de no ejecución o ejecución incorrecta de los 
servicios de viaje.

– El organizador y el minorista deberán proporcionar asistencia al viajero en caso de que 
este se encuentre en dificultades.

– Si el organizador o el minorista incurren en insolvencia se procederá al reembolso de 
los pagos. En caso de que el organizador o, en su caso, el minorista incurran en insolvencia 
después del inicio del viaje combinado y este incluya el transporte, se garantizará la 
repatriación de los viajeros. XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia 
con YZ [la entidad garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una 
compañía de seguros-]. Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros 
podrán ponerse en contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente 
(datos de contacto, entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de 
teléfono).

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).

B. Formulario de información normalizada para contratos de viaje combinado en supuestos 
distintos de los contemplados en la parte A

La combinación de servicios de viaje que se le ofrece es un viaje combinado en el 
sentido del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 de noviembre.

Por lo tanto, usted gozará de todos los derechos que se aplican en el marco de la Unión 
Europea a los viajes combinados. La(s) empresa(s) XY será(n) plenamente responsable(s) 
de la correcta ejecución del viaje combinado en su conjunto.

Además, como exige la legislación, la(s) empresa(s) XY está(n) cubierta(s) por una 
garantía para reembolsarle los pagos realizados y, si el transporte está incluido en el viaje, 
asegurar su repatriación en caso de que incurra(n) en insolvencia.

Principales derechos en virtud del texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre:
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– Los viajeros recibirán toda la información esencial sobre el viaje combinado antes de 
celebrar el contrato de viaje combinado.

– Siempre habrá como mínimo un empresario responsable de la correcta ejecución de 
todos los servicios de viaje incluidos en el contrato.

– Se proporcionará a los viajeros un número de teléfono de emergencia o los datos de 
un punto de contacto donde puedan contactar con el organizador y, en su caso, con el 
minorista.

– Los viajeros podrán ceder el viaje combinado a otra persona, con un preaviso 
razonable y, en su caso, con sujeción al pago de gastos adicionales.

– El precio del viaje combinado solo se podrá aumentar si se producen gastos 
específicos (por ejemplo, en los precios de combustible) y está expresamente estipulado en 
el contrato, y en ningún caso en los últimos veinte días anteriores al inicio del viaje 
combinado. Si el aumento de precio excede del ocho por ciento del precio del viaje 
combinado, el viajero podrá poner fin al contrato. Si el organizador se reserva el derecho de 
aumentar el precio, el viajero tendrá derecho a una reducción del precio si disminuyen los 
gastos correspondientes.

– Los viajeros podrán poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización y obtener el 
reembolso completo de todos los pagos realizados si se modifica significativamente alguno 
de los elementos esenciales del viaje combinado que no sea el precio. Si el empresario 
responsable del viaje combinado lo cancela antes de su inicio, los viajeros tendrán derecho 
al reembolso de los pagos realizados y, cuando proceda, a una compensación.

– En circunstancias excepcionales, por ejemplo en caso de que en el lugar de destino 
existan graves problemas de seguridad que puedan afectar al viaje combinado, los viajeros 
podrán poner fin al contrato antes del inicio del viaje combinado, sin pagar ninguna 
penalización.

– Además, los viajeros podrán poner fin al contrato en cualquier momento antes del inicio 
del viaje combinado mediante el pago de una penalización por terminación que sea 
adecuada y justificable.

– Si, después del inicio del viaje combinado, no pueden prestarse elementos 
significativos del mismo, deberán ofrecerse al viajero fórmulas alternativas adecuadas, sin 
coste adicional. Los viajeros podrán poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización en 
caso de no ejecución de los servicios cuando ello afecte sustancialmente a la ejecución del 
viaje combinado y el organizador y, en su caso, el minorista no consigan solucionar el 
problema.

– Los viajeros también tendrán derecho a una reducción del precio y/o a una 
indemnización por daños y perjuicios en caso de no ejecución o ejecución incorrecta de los 
servicios de viaje.

– El organizador y el minorista deberán proporcionar asistencia al viajero en caso de que 
este se encuentre en dificultades.

– Si el organizador o el minorista incurren en insolvencia se procederá al reembolso de 
los pagos. En caso de que el organizador o, en su caso, el minorista incurran en insolvencia 
después del inicio del viaje combinado y este incluya el transporte, se garantizará la 
repatriación de los viajeros. XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia 
con YZ [la entidad garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una 
compañía de seguros-]. Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros 
podrán ponerse en contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente 
(datos de contacto, entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de 
teléfono).

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).

C. Formulario de información normalizada en caso de transmisión de datos por parte de un 
organizador a otro empresario de conformidad con el artículo 151.1.b).2.º v)

Si usted celebra un contrato con la empresa AB antes de que se cumplan veinticuatro 
horas de la recepción de la confirmación de la reserva enviada por la empresa XY, el servicio 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 32  Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios

– 792 –



de viaje ofrecido por XY y AB constituirá un viaje combinado en el sentido del texto refundido 
de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre

Por lo tanto, usted gozará de todos los derechos que se aplican en el marco de la UE a 
los viajes combinados. La empresa XY será plenamente responsable de la correcta 
ejecución del viaje combinado en su conjunto.

Además, como exige la legislación, la empresa XY está cubierta por una garantía para 
reembolsarle los pagos realizados y, si el transporte está incluido en el viaje, asegurar su 
repatriación en caso de que incurra en insolvencia.

Más información sobre derechos principales con arreglo al texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre (que se proporcionará 
mediante un hiperenlace).

Siguiendo el hiperenlace el viajero recibirá la siguiente información:
Principales derechos en virtud del texto refundido de la Ley General para la Defensa de 

los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre:

– Los viajeros recibirán toda la información esencial sobre los servicios de viaje antes de 
celebrar el contrato de viaje combinado.

– Siempre habrá como mínimo un empresario responsable de la correcta ejecución de 
todos los servicios de viaje incluidos en el contrato.

– Se proporcionará a los viajeros un número de teléfono de emergencia o los datos de 
un punto de contacto donde puedan contactar con el organizador y, en su caso, con el 
minorista.

– Los viajeros podrán ceder el viaje combinado a otra persona, con un preaviso 
razonable y, en su caso, con sujeción al pago de gastos adicionales.

– El precio del viaje combinado solo se podrá aumentar si se producen gastos 
específicos (por ejemplo, en los precios de combustible) y está expresamente estipulado en 
el contrato, y en ningún caso en los últimos veinte días anteriores al inicio del viaje 
combinado. Si el aumento de precio excede del ocho por ciento del precio del viaje 
combinado, el viajero podrá poner fin al contrato. Si el organizador se reserva el derecho de 
aumentar el precio, el viajero tendrá derecho a una reducción del precio si disminuyen los 
gastos correspondientes.

– Los viajeros podrán poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización y obtener el 
reembolso completo de todos los pagos realizados si se modifica significativamente alguno 
de los elementos esenciales del viaje combinado que no sea el precio. Si el empresario 
responsable del viaje combinado lo cancela antes de su inicio, los viajeros tendrán derecho 
al reembolso de los pagos realizados y, cuando proceda, a una compensación.

– En circunstancias excepcionales, por ejemplo en caso de que en el lugar de destino 
existan graves problemas de seguridad que puedan afectar al viaje combinado, los viajeros 
podrán poner fin al contrato antes del inicio del viaje combinado sin pagar ninguna 
penalización.

– Además, los viajeros podrán poner fin al contrato en cualquier momento antes del inicio 
del viaje combinado mediante el pago de una penalización por terminación que sea 
adecuada y justificable.

– Si, después del inicio del viaje combinado, no pueden prestarse elementos 
significativos del mismo, deberán ofrecerse al viajero fórmulas alternativas adecuadas, sin 
coste adicional. Los viajeros podrán poner fin al contrato sin pagar ninguna penalización en 
caso de no ejecución de los servicios cuando ello afecte sustancialmente a la ejecución del 
viaje combinado y el organizador y, en su caso, el minorista no consigan solucionar el 
problema.

– Los viajeros también tendrán derecho a una reducción del precio y/o indemnización por 
daños y perjuicios en caso de no ejecución o ejecución incorrecta de los servicios de viaje.

– El organizador y el minorista deberán proporcionar asistencia al viajero en caso de que 
este se encuentre en dificultades.
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– Si el organizador o el minorista incurren en insolvencia se procederá al reembolso de 
los pagos. En caso de que el organizador o, en su caso, el minorista incurran en insolvencia 
después del inicio del viaje combinado y este incluya el transporte, se garantizará la 
repatriación de los viajeros. XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia 
con YZ [la entidad garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una 
compañía de seguros-]. Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros 
podrán ponerse en contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente 
(datos de contacto, entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de 
teléfono).

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).

 

ANEXO III

A. Formulario de información normalizada en caso de que el empresario que facilita servicios 
de viaje vinculados en línea en el sentido del artículo 151.1.e).1.º sea un transportista que 

vende un billete de ida y vuelta
Si, después de haber seleccionado y pagado un servicio de viaje, usted reserva servicios 

de viaje adicionales para su viaje o vacación a través de nuestra empresa, XY, NO gozará de 
los derechos que se aplican a los viajes combinados en virtud del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Por lo tanto, nuestra empresa, XY, no será responsable de la correcta ejecución de 
dichos servicios de viaje adicionales. En caso de problemas, sírvase ponerse en contacto 
con el prestador de servicios correspondiente.

No obstante, si usted reserva servicios de viaje adicionales durante la misma visita del 
sitio web de reservas de nuestra empresa, XY, estos servicios formarán parte de unos 
servicios de viaje vinculados. En este caso, tal y como exige el Derecho de la Unión 
Europea, la empresa XY ha suscrito una garantía de protección para reembolsarle los pagos 
abonados a XY en concepto de servicios que no se hayan ejecutado por insolvencia de XY y, 
en caso necesario, para su repatriación. Tenga en cuenta que no se procederá al reembolso 
en caso de insolvencia del prestador de servicios correspondiente.

Más información sobre protección frente a la insolvencia (que se proporcionará mediante 
un hiperenlace).

Siguiendo el hiperenlace el viajero recibirá la siguiente información:
XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia con YZ [la entidad 

garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una compañía de 
seguros-].

Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros podrán ponerse en 
contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente (datos de contacto, 
entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de teléfono).

Nota: La protección frente a la insolvencia no incluye contratos con partes distintas de 
XY que puedan ejecutarse pese a la insolvencia de XY.

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).
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B. Formulario de información normalizada en caso de que el empresario que facilita servicios 
de viaje vinculados en línea en el sentido del artículo 151.1.e).1.º sea un empresario distinto 

del transportista que vende el billete de ida y vuelta
Si, después de haber seleccionado y pagado un servicio de viaje, usted reserva servicios 

de viaje adicionales para su viaje o vacación a través de nuestra empresa, XY, NO gozará de 
los derechos que se aplican a los viajes combinados en virtud del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Por lo tanto, nuestra empresa, XY, no será responsable de la correcta ejecución de los 
distintos servicios de viaje. En caso de problemas, sírvase ponerse en contacto con el 
prestador de servicios correspondiente.

No obstante, si usted reserva servicios de viaje adicionales durante la misma visita del 
sitio web de reservas de nuestra empresa, XY, estos servicios formarán parte de unos 
servicios de viaje vinculados. En este caso, tal y como exige la normativa, la empresa XY ha 
suscrito una garantía de protección para reembolsarle los pagos abonados a XY en concepto 
de servicios que no se hayan ejecutado por insolvencia de XY. Tenga en cuenta que no se 
procederá al reembolso en caso de insolvencia del prestador de servicios correspondiente.

Más información sobre protección frente a la insolvencia (que se proporcionará mediante 
un hiperenlace).

Siguiendo el hiperenlace el viajero recibirá la siguiente información:
XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia con YZ [la entidad 

garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una compañía de 
seguros-].

Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros podrán ponerse en 
contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente (datos de contacto, 
entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de teléfono).

Nota: La protección frente a la insolvencia no incluye contratos con partes distintas de 
XY que puedan ejecutarse pese a la insolvencia de XY.

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).

C. Formulario de información normalizada en caso de servicios de viaje vinculados en el 
sentido del artículo 151.1.e).1º, en los que los contratos se celebren en presencia física 
simultánea del empresario (distinto del transportista que vende un billete de ida y vuelta) y 

del viajero
Si, después de haber seleccionado y pagado un servicio de viaje, usted reserva servicios 

de viaje adicionales para su viaje o vacación a través de nuestra empresa, XY, NO gozará de 
los derechos que se aplican a los viajes combinados en virtud del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Por lo tanto, nuestra empresa, XY, no será responsable de la correcta ejecución de los 
distintos servicios de viaje. En caso de problemas, sírvase ponerse en contacto con el 
prestador de servicios correspondiente.

Sin embargo, si usted reserva servicios de viaje adicionales durante la misma visita o 
contacto con nuestra empresa, XY, estos servicios formarán parte de unos servicios de viaje 
vinculados. En este caso, tal y como exige la normativa, la empresa XY ha suscrito una 
garantía de protección para reembolsarle los pagos abonados a XY en concepto de servicios 
que no se hayan ejecutado por insolvencia de XY. Tenga en cuenta que no se procederá al 
reembolso en caso de insolvencia del prestador de servicios correspondiente.

Más información sobre protección frente a la insolvencia (que se proporcionará mediante 
un hiperenlace).

Siguiendo el hiperenlace el viajero recibirá la siguiente información:
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XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia con YZ [la entidad 
garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una compañía de 
seguros-]

Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros podrán ponerse en 
contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente (datos de contacto, 
entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de teléfono).

Nota: La protección frente a la insolvencia no incluye contratos con partes distintas de 
XY que puedan ejecutarse pese a la insolvencia de XY.

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).

D. Formulario de información normalizada en caso de que el empresario que facilita servicios 
de viaje vinculados en línea en el sentido del artículo 151.1.e).2º, sea un transportista que 

vende un billete de ida y vuelta
Si usted reserva unos servicios de viaje adicionales para su viaje o vacación mediante 

este(os) enlace(s), NO gozará de los derechos que se aplican a los viajes combinados en 
virtud del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios 
y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre.

Por lo tanto, nuestra empresa, XY, no será responsable de la correcta ejecución de 
dichos servicios de viaje adicionales. En caso de problemas, sírvase ponerse en contacto 
con el prestador de servicios correspondiente.

Sin embargo, si usted reserva servicios de viaje adicionales mediante este(os) enlace(s) 
antes de veinticuatro horas desde la recepción de la confirmación de la reserva por parte de 
nuestra empresa, XY, estos servicios formarán parte de unos servicios de viaje vinculados. 
En este caso, tal y como exige la normativa, la empresa XY ha suscrito una garantía de 
protección para reembolsarle los pagos abonados a XY en concepto de servicios que no se 
hayan ejecutado por insolvencia de XY y, en caso necesario, a efectos de repatriación. 
Tenga en cuenta que no se procederá al reembolso en caso de insolvencia del prestador de 
servicios correspondiente.

Más información sobre protección frente a la insolvencia (que se proporcionará mediante 
un hiperenlace)

Siguiendo el hiperenlace el viajero recibirá la siguiente información:
XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia con YZ [la entidad 

garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una compañía de 
seguros-].

Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros podrán ponerse en 
contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente (datos de contacto, 
entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de teléfono).

Nota: La protección frente a la insolvencia no incluye contratos con partes distintas de 
XY que pueden ejecutarse pese a la insolvencia de XY.

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).

E. Formulario de información normalizada en caso de que el empresario que facilita unos 
servicios de viaje vinculados en línea en el sentido del artículo 151.1.e).2º, sea un 

empresario distinto del transportista que vende el billete de ida y vuelta
Si usted reserva servicios de viaje adicionales para su viaje o vacación mediante 

este(os) enlace(es), NO gozará de los derechos que se aplican a los viajes combinados en 
virtud del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios 
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y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre.

Por lo tanto, nuestra empresa, XY, no será responsable de la correcta ejecución de los 
servicios de viaje adicionales. En caso de problemas, sírvase ponerse en contacto con el 
prestador de servicios correspondiente.

Sin embargo, si usted reserva servicios de viaje adicionales mediante este(os) enlace(s) 
antes de veinticuatro horas desde la confirmación de la reserva por parte de nuestra 
empresa, XY, estos servicios formarán parte de unos servicios de viaje vinculados. En este 
caso, tal y como exige la normativa, la empresa XY ha suscrito una garantía de protección 
para reembolsarle los pagos abonados a XY en concepto de servicios que no se hayan 
ejecutado por insolvencia de XY. Tenga en cuenta que no se procederá al reembolso en caso 
de insolvencia del prestador de servicios correspondiente.

Más información sobre protección frente a la insolvencia [que se proporcionará mediante 
un hiperenlace]

Siguiendo el hiperenlace el viajero recibirá la siguiente información:
XY ha suscrito una garantía de protección frente a la insolvencia con YZ [la entidad 

garante en caso de insolvencia -por ejemplo, un fondo de garantía o una compañía de 
seguros-].

Si se deniegan servicios debido a la insolvencia de XY, los viajeros podrán ponerse en 
contacto con dicha entidad o, en su caso, con la autoridad competente (datos de contacto, 
entre otros, nombre, dirección completa, correo electrónico y número de teléfono).

Nota: La protección frente a la insolvencia no incluye contratos con partes distintas de 
XY que puedan ejecutarse pese a la insolvencia de XY.

Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre (hiperenlace).
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§ 33

Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago 
y otras medidas urgentes en materia financiera

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 24 de noviembre de 2018
Última modificación: 28 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2018-16036

I
La existencia de un mercado de servicios de pago adecuado constituye un requisito 

básico en la construcción de un mercado único eficiente dentro de la Unión Europea. Para 
ello, la regulación de los servicios de pago ha de promover, en particular, un entorno que 
propicie el desarrollo ágil de las transacciones de pago, unas reglas comunes respecto a su 
operatividad, un abanico suficientemente amplio de opciones de pago para los usuarios y 
unas normas de protección efectiva a los usuarios de servicios de pago. La seguridad y la 
homogeneidad en los procesos de pago son piezas clave en la mejora de la eficiencia y la 
reducción de los costes de dichos procesos, tanto a nivel nacional como en aquellos pagos 
realizados entre Estados miembros.

La Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, puso los cimientos para 
asentar las bases comunes en la regulación de la prestación de servicios de pago dentro de 
nuestro ordenamiento jurídico, transponiendo el contenido de la Directiva 2007/64/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, sobre servicios de pago en 
el mercado interior, por la que se modifican las Directivas 97/7/CE, 2002/65/CE, 2005/60/CE 
y 2006/48/CE y por la que se deroga la Directiva 97/5/CE. Además de establecer un marco 
de protección homogéneo para los usuarios de servicios de pago, dicha ley facilitó 
considerablemente la aplicación operativa de los instrumentos de pago en euros dentro de la 
zona única de pagos, la Single Euro Payments Area o SEPA.

Consolidada la zona única de pagos, se hace preciso avanzar en la adaptación de la 
regulación a los nuevos cambios tecnológicos que permiten a los usuarios disponer de forma 
más fiable de nuevos servicios de pago y nuevos agentes que van implantándose de forma 
cada vez más intensa, especialmente en el contexto de un mercado más amplio que el 
nacional.

El aprovechamiento de las innovaciones producidas en los últimos años y la necesidad 
de generar un entorno más seguro y fiable para su desarrollo se encuentran en la base de la 
aprobación de la nueva Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo 
de 25 de noviembre de 2015 sobre servicios de pago en el mercado interior y por la que se 
modifican las Directivas 2002/65/CE, 2009/110/CE y 2013/36/UE y el Reglamento (UE) 
n.º 1093/2010 y se deroga la Directiva 2007/64/CE, en sustitución de la del 2007, que junto 
al Reglamento (UE) 2015/751 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril 
de 2015, sobre las tasas de intercambio aplicadas a las operaciones de pago con tarjeta, 
forman las piezas de ensamblaje del nuevo marco regulador de los servicios de pago. Este 
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nuevo marco europeo, que este real decreto-ley incorpora parcialmente a nuestro 
ordenamiento jurídico, tiene como principales objetivos facilitar y mejorar la seguridad en el 
uso de sistemas de pago a través de internet, reforzar el nivel de protección al usuario contra 
fraudes y abusos potenciales, respecto del previsto en la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, 
así como promover la innovación en los servicios de pago a través del móvil y de internet.

Caracterizan este nuevo marco aspectos nacidos de la experiencia en la aplicación del 
anterior, en cada uno de los tres aspectos básicos que regula: los servicios a prestar, la 
transparencia frente al usuario y las obligaciones de las partes intervinientes.

II
Este real decreto-ley se articula sobre la base de un esquema muy similar al de la 

Directiva que principalmente transpone, opción esta que, además de mejorar el grado de 
armonización y homogeneidad con el marco europeo común, facilita la sistematicidad en la 
interpretación del conjunto normativo. Así, el real decreto-ley se estructura en cinco títulos, 
con un total de 72 artículos, tres disposiciones adicionales, nueve transitorias, una 
derogatoria y trece finales.

El título preliminar contiene las disposiciones generales que regulan los aspectos 
principales del texto legal. Desde el punto de vista objetivo, se delimita el ámbito de 
aplicación por lo que concierne a los servicios de pago.

Entre los servicios de pago regulados por este real decreto-ley se incluyen dos nuevos: 
iniciación de pagos e información sobre cuentas. Ambos servicios suponen el acceso de 
terceros a las cuentas de los usuarios de servicios de pago.

Los servicios de iniciación de pagos permiten a su proveedor dar al beneficiario de la 
orden de pago la seguridad de que el pago se ha iniciado. La finalidad de esta operativa es 
dar un incentivo al beneficiario para que entregue el bien o preste el servicio sin dilación 
desde el momento en el que se da la orden de pago. Tales servicios ofrecen una solución 
tanto a los comerciantes como a los usuarios de servicios de pago y garantizando la 
posibilidad de hacer compras en línea aun cuando no posean tarjetas de pago.

Los servicios de información sobre cuentas proporcionan al usuario del servicio de pago 
información agregada en línea sobre una o varias cuentas de pago mantenidas en sus 
proveedores de servicios de pago, lo que permite al usuario del servicio de pago tener en 
todo momento una información global e inmediata de su situación financiera.

Ninguno de estos dos servicios ha sido objeto hasta ahora de una regulación específica 
en el ordenamiento jurídico español. En un contexto de crecimiento de la oferta, esta 
circunstancia ha planteado cierta inseguridad jurídica en aspectos tan relevantes como la 
protección de los usuarios de servicios de pago, los parámetros de seguridad con los que 
dichos servicios son prestados, así como la responsabilidad, la competencia y el régimen de 
protección de datos.

Por otro lado, desde el punto de vista del ámbito objetivo de aplicación, se mantiene el 
principio de que el real decreto-ley es de aplicación a todos los servicios que se prestan en 
territorio español, cualquiera que sea el origen o el destino final de las operaciones. Por 
tanto, se establece un sólo sistema para los proveedores que estén sujetos a la Ley 
española, sin afectar a las operaciones que tuvieran lugar únicamente en territorio del resto 
de los Estados miembros de la Unión Europea.

El real decreto-ley establece un sistema de autorización para el acceso a la prestación 
de servicios de pago, de conformidad con lo establecido en la Directiva (UE) 2015/2366 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015, al igual que ya hacía la 
Directiva 2007/64/CE. Ambas normas consideran necesario el establecimiento de un 
régimen prudencial por el que se introduce una licencia única para ciertos proveedores de 
servicios de pago no vinculados a la captación de depósitos o a la emisión de dinero 
electrónico. Tal autorización está sujeta a una serie de requisitos estrictos y exhaustivos, 
uniformes en toda la Unión Europea.

Además, se amplía la protección prevista para los consumidores a las microempresas en 
relación con la transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables a los 
servicios de pago, resolución y modificación del contrato marco y los derechos y 
obligaciones en relación con la prestación y utilización de servicios de pago. No obstante, se 
excepciona a las microempresas de la aplicación del derecho a ordenar la devolución de los 
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adeudos domiciliados como consecuencia de una operación de pago autorizada iniciada por 
un beneficiario o a través del mismo, durante un plazo de ocho semanas contadas a partir de 
la fecha de adeudo de los fondos en su cuenta. El motivo es que la atribución de tal derecho 
a las microempresas distorsionaría el sistema de gestión de los adeudos domiciliados, 
ocasionando a las microempresas perjuicios derivados del riesgo de crédito que tendrían 
que asumir los proveedores de servicios de pago en dicho periodo.

Respecto del título I, que establece las líneas generales del régimen de autorizaciones 
de entidades de pago, la novedad más relevante se encuentra en el hecho de que se 
transfieren al Banco de España las competencias relativas a su tramitación y el 
otorgamiento, que hasta este momento venía ostentando el Ministerio de Economía y 
Empresa. El Banco de España, que anteriormente debía emitir un informe preceptivo dentro 
de dicho procedimiento, ahora asume la responsabilidad última de otorgar la correspondiente 
autorización.

Con bastante frecuencia, los proveedores de servicios de pago acogidos a una exclusión 
del ámbito de aplicación de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, no consultaban a las 
autoridades competentes para determinar si sus actividades estaban incluidas o excluidas 
del ámbito de aplicación de dicha ley, sino que se basaban en sus propios análisis. Esto dio 
lugar a enormes disparidades en la aplicación de ciertas exclusiones, también entre los 
distintos Estados miembros de la Unión Europea. Para evitar los problemas derivados de 
ello, este real decreto-ley obliga a notificar al Banco de España los servicios de pago que se 
prestan acogiéndose a las exclusiones recogidas en el artículo 4.k), incisos 1.º y 2.º, y l), de 
modo que éste pueda evaluar si se cumplen o no los requisitos establecidos para ser 
excluidos de la aplicación del real decreto-ley y garantizar, de esta forma, una interpretación 
homogénea.

En el título II se mantiene en líneas generales para todos los servicios de pago el 
sistema de transparencia en cuanto a las condiciones y los requisitos de información 
aplicables a dichos servicios, dando siempre un margen notable a la libertad contractual.

En el título III se establecen los derechos y las obligaciones de los proveedores y de los 
usuarios en relación con servicios de pago. El cambio más relevante introducido en este 
título deriva de la regulación de los servicios de iniciación de pagos y de información sobre 
cuentas de pago, en particular sobre la delimitación de las responsabilidades derivadas del 
uso de ambos servicios. Además, se introduce un nuevo capítulo que regula los riesgos 
operativos y de seguridad de los proveedores de servicios de pago.

El título IV recoge el régimen sancionador aplicable a los proveedores de servicios de 
pago que se integra dentro del correspondiente a la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, a través de la disposición final 
sexta.

En cuanto a las disposiciones adicionales primera a tercera, mantienen el régimen 
aplicable a los adeudos o abonos correspondientes a operaciones distintas de las de pago, 
el relativo a la retirada de efectivo en cajeros automáticos y las facultades del Banco de 
España como autoridad competente para determinar la información que deben remitirle los 
proveedores de servicios de pago.

Las disposiciones transitorias primera a novena buscan la adaptación de las entidades 
de pago y entidades de dinero electrónico a la nueva regulación contenida en el título I, y en 
particular de aquellas empresas que venían prestando los servicios de iniciación de pagos e 
información sobre cuentas de pago.

La disposición final primera actualiza la lista de sistemas de pagos y de liquidación de 
valores tras la integración de la comunidad española en la plataforma paneuropea 
TARGET2-Securities.

La disposición final segunda modifica la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
Instituciones de Inversión Colectiva, para adaptar nuestro ordenamiento al Reglamento (UE) 
n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017 sobre fondos 
del mercado monetario, que establece una regulación armonizada para este tipo de fondos 
de inversión y que impone a los Estados miembros la obligación de establecer un régimen 
sancionador. Desde el 21 de julio de 2018 dicho Reglamento es de aplicación, por lo que se 
incluye el régimen sancionador de los incumplimientos de dicha norma europea en la 
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva con vistas a 
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establecer los tipos infractores que reflejen los incumplimientos de las obligaciones del 
Reglamento.

La disposición final tercera adapta a las exigencias de la Directiva (UE) 2015/2366 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015 la regulación sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros.

La disposición final cuarta modifica la Ley de Sociedades de Capital añadiendo un nuevo 
supuesto en el que no es posible la separación del accionista por falta de distribución de 
dividendos para el caso de los socios de las entidades de crédito y otras entidades 
financieras que no sean sociedades cotizadas sujetas al Reglamento (UE) n.º 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 sobre los requisitos prudenciales 
de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.º 648/2012.

La disposición final quinta modifica la normativa sobre las entidades de dinero 
electrónico en el sentido establecido por la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015.

La disposición final sexta modifica el régimen sancionador de la Ley 10/2014, de 26 de 
junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, para adaptarla a la 
actividad de prestación de servicios de pago y completar la adaptación de la normativa a la 
Directiva 2013/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, relativa 
al acceso a la actividad de las entidades de crédito y a la supervisión prudencial de las 
entidades de crédito y las empresas de inversión, por la que se modifica la 
Directiva 2002/87/CE y se derogan las Directivas 2006/48/CE y 2006/49/CE y homologar el 
régimen sancionador español al de otros Estados Miembros y el Banco Central Europeo. 
Destaca especialmente la habilitación de un canal adecuado para que toda persona que 
disponga de conocimiento o sospecha fundada de incumplimiento de las obligaciones en 
materia de supervisión prudencial de entidades de crédito previstas en dicha ley y su 
normativa de desarrollo tenga la posibilidad y el derecho a comunicarlo al Banco de España 
con las debidas garantías (también conocido como whistleblowing).

Esta misma disposición final también realiza ajustes en materia de supervisión y sanción 
de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, que garanticen una mejor 
transposición de la mencionada Directiva 2013/36/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de junio de 2013. En concreto, se trata de concretar que todos los centros de 
actividad establecidos en territorio español por entidades de crédito europeas cuya 
administración central se encuentre en otro Estado miembro se considerarán una única 
sucursal, y de asegurar el adecuado intercambio de información entre el Banco de España y 
otras autoridades competentes de la Unión Europea, en el caso de entidades españolas 
controladas por una entidad matriz de la Unión Europea.

La disposición final séptima modifica la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la 
financiación empresarial, para atribuir al Banco de España la autorización de los 
establecimientos financieros de crédito híbridos. En la medida que los Establecimientos 
Financieros de Crédito híbridos prestan servicios de pago, esta modificación es coherente 
con el hecho de que se le atribuyan al Banco de España las competencias en autorización 
de las entidades de pago en este real decreto-ley.

La disposición final octava modifica la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y 
resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, en lo que se refiere 
a la definición de sucursales en España de entidades sujetas a dicha ley. Esta modificación 
pretende transponer correctamente lo previsto para las sucursales de entidades establecidas 
fuera de la Unión Europea en la Directiva 2014/59/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 15 de mayo de 2014, por la que se establece un marco para la reestructuración 
y la resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión, y por la que se 
modifican la Directiva 82/891/CEE del Consejo, y las Directivas 2001/24/CE, 2002/47/CE, 
2004/25/CE, 2005/56/CE, 2007/36/CE, 2011/35/UE, 2012/30/UE y 2013/36/UE, y los 
Reglamentos (UE) n.º 1093/2010 y (UE) n.º 648/2012. En este sentido, se hace también 
necesaria la modificación del artículo 53 para aclarar que el FROB podrá recaudar 
contribuciones de las sucursales en España de entidades establecidas fuera de la Unión 
Europea. Asimismo, esta disposición final contiene previsiones para clarificar las facultades 
del FROB como autoridad de resolución ejecutiva en el momento de llevar a cabo una 
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resolución, con respecto a las limitaciones y requisitos exigidos en la normativa societaria, de 
acuerdo con la Directiva 2014/59/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo 
de 2014.

La disposición final novena modifica el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre. Los objetivos que se 
persiguen con esta modificación son los siguientes: en primer lugar, se lleva a cabo una 
adecuación formal y técnica de algunas de sus disposiciones. En segundo lugar, se adapta 
la norma a distintos reglamentos europeos recientes cuya entrada en vigor y aplicación 
efectiva ya se ha producido, en concreto:

– el Reglamento (UE) n.º 2016/1011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de 
junio de 2016, sobre los índices utilizados como referencia en los instrumentos financieros y 
en los contratos financieros o para medir la rentabilidad de los fondos de inversión, y por el 
que se modifican las Directivas 2008/48/CE y 2014/17/UE y el Reglamento (UE) n.º 
596/2014;

– el Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril 
de 2014, sobre el abuso de mercado y por el que se derogan la Directiva 2003/6/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y las Directivas 2003/124/CE, 2003/125/CE 
y 2004/72/CE de la Comisión;

– el Reglamento (UE) n.º 1286/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de 
noviembre de 2014 sobre los documentos de datos fundamentales relativos a los productos 
de inversión minorista vinculados y los productos de inversión basados en seguros; y

– el Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de 
noviembre de 2015 sobre transparencia de las operaciones de financiación de valores y de 
reutilización y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012.

En tercer lugar, se completa la transposición de dos Directivas parcialmente 
transpuestas. Por una parte, la Directiva de Ejecución (UE) 2015/2392 de la Comisión, de 17 
de diciembre de 2015, relativa al Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento Europeo y 
del Consejo en lo que respecta a la comunicación de posibles infracciones o infracciones 
reales de dicho Reglamento a las autoridades competentes; y la Directiva 2013/36/UE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013 relativa al acceso a la actividad 
de las entidades de crédito y a la supervisión prudencial de las entidades de crédito y las 
empresas de inversión, por la que se modifica la Directiva 2002/87/CE y se derogan las 
Directivas 2006/48/CE y 2006/49/CE.

De esta forma, la norma vertebradora de la regulación aplicable a los mercados de 
valores queda plenamente adaptada al Derecho europeo vigente, asegurando que la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores cuenta con todos los instrumentos de supervisión 
necesarios para garantizar el buen funcionamiento de dichos mercados y la adecuada 
protección del inversor.

Las disposiciones finales décima a decimotercera recogen los títulos competenciales, la 
declaración de incorporación de Derecho de la Unión Europea, la habilitación para el 
desarrollo reglamentario y la entrada en vigor.

III
Concurren en este caso circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que 

justifican la aprobación de esta norma como real decreto-ley.
En primer lugar, urge completar la transposición de la Directiva (UE) 2015/2366 del 

Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015, dado que el plazo de 
transposición no sólo está vencido, sino que la Comisión Europea ha remitido carta de 
emplazamiento por infracción por falta de transposición al Reino de España.

Pero, además, urge completar la transposición de la Directiva (UE) 2015/2366 para evitar 
graves perjuicios a las entidades de crédito y entidades de pago españolas, así como a los 
usuarios de servicios de pago. La incertidumbre regulatoria a la que están sometidas estas 
empresas por la falta de transposición en plazo les produce un importante coste y una 
incertidumbre que afecta a su competitividad en los mercados europeos, incertidumbre que 
no es disipada mediante el llamado efecto directo de las Directivas.
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Asimismo, la falta de transposición de dicha Directiva en plazo está afectando a la 
capacidad de atracción del mercado español como mercado en el que se puedan instalar 
nuevos proveedores de servicios de pago procedentes de otros países. En un contexto de 
creciente movilidad de estas empresas, muchas de las cuales están valorando en la 
actualidad el traslado de su domicilio social a otros Estados miembros de la Unión Europea, 
la existencia de un marco regulatorio cierto y estable deviene una condición absolutamente 
imprescindible que determina sus decisiones de inversión.

La falta de trasposición también concurre en relación con la Directiva de ejecución (UE) 
2015/2392 de la Comisión, de 17 de diciembre de 2015, relativa al Reglamento (UE) n.º 
596/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la comunicación de 
posibles infracciones o infracciones reales de dicho Reglamento a las autoridades 
competentes, puesto que la Comisión Europea ha remitido carta de emplazamiento por 
infracción al Reino de España por falta de transposición e incluso se ha sustanciado 
procedimiento de infracción ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

Urge asimismo modificar la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y 
solvencia de entidades de crédito, en primer lugar para completar la trasposición de la 
Directiva 2013/36/UE, en la medida en que la Comisión Europea ha suspendido la ejecución 
del recurso de incumplimiento condicionada a la aprobación urgente de esta modificación. Es 
necesario asimismo acometer estas modificaciones con prontitud para garantizar el nivel de 
eficacia y homogeneidad con la normativa de otros países miembros de la Unión Europea 
proyectado por la Directiva. Precisamente, a este último aspecto responde también el ajuste 
del régimen sancionador que se realiza, que también emana de la mencionada 
Directiva 2013/36/UE, y que se homologa con el de los países de nuestro entorno y con el 
del Banco Central Europeo.

En la misma línea de asegurar la adecuada aplicación en España de la normativa de 
solvencia de la Unión Europea, se modifica la Ley de Sociedades de Capital para garantizar 
el cumplimiento de las condiciones impuestas por el Reglamento (UE) n.º 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio en lo que se refiere a los requisitos de 
solvencia. Esta modificación resulta urgente y necesaria dada la publicación del informe de 
la Autoridad Bancaria Europea de 20 de julio de 2018 de seguimiento de los instrumentos de 
capital ordinario de nivel 1 emitidos por entidades de la UE, interpretando dicho Reglamento, 
según el cual los instrumentos de capital de las entidades financieras sujetos a ciertas 
cláusulas como la que se regula podrían no ser computables a efectos de los requisitos de 
solvencia contenidos en el mismo. Así, urge acometer la mencionada reforma para 
garantizar la adecuada protección de la solvencia de las entidades financieras y, por tanto, 
de la estabilidad financiera y de la protección del valor a largo plazo del capital en manos de 
los accionistas.

Igualmente, resulta de extraordinaria y urgente necesidad la adaptación del texto 
refundido de la Ley del Mercado de Valores a los Reglamentos (UE) n.º 2016/1011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, sobre los índices utilizados como 
referencia en los instrumentos financieros y en los contratos financieros o para medir la 
rentabilidad de los fondos de inversión, y por el que se modifican las Directivas 2008/48/CE 
y 2014/17/UE y el Reglamento (UE) n.º 596/2014; el Reglamento (UE) n.º 596/2014 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, sobre el abuso de mercado y por 
el que se derogan la Directiva 2003/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, y las 
Directivas 2003/124/CE, 2003/125/CE y 2004/72/CE de la Comisión; el Reglamento (UE) n.º 
1286/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 26 de noviembre de 2014 sobre los 
documentos de datos fundamentales relativos a los productos de inversión minorista 
vinculados y los productos de inversión basados en seguros; y el Reglamento (UE) 
n.º 2015/2365 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015 sobre 
transparencia de las operaciones de financiación de valores y de reutilización y por el que se 
modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012. Esta adaptación se lleva a cabo a través de la 
disposición final novena, introduciendo coherencia y seguridad jurídica en nuestro 
ordenamiento a través de la adaptación del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores 
(especialmente de su régimen sancionador) a Reglamentos europeos ya vigentes. Aunque 
estos Reglamentos ya eran de directa aplicación, resulta extraordinaria y urgentemente 
necesario adaptar el ordenamiento nacional a los mismos para introducir certidumbre en los 
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operadores y en la labor supervisora de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, de 
forma que tenga todas las herramientas de supervisión necesarias para garantizar el buen 
funcionamiento de los mercados de valores dentro del texto legislativo que vertebra los 
mismos. Esto mismo es aplicable a la adaptación de la Ley 35/2003 de Instituciones de 
Inversión Colectiva al Reglamento (UE) n.º 2017/1131 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre fondos del mercado monetario. Además, es 
importante destacar a estos efectos que los siguientes Reglamentos de la UE imponían la 
obligación a los Estados miembros de notificar a la Comisión Europea antes de una fecha 
determinada las sanciones administrativas que hubiesen incorporado en sus ordenamientos 
jurídicos para garantizar su eficacia. Dichas fechas límite eran las siguientes: Reglamento 
(UE) n.º 2016/1011, el 1 de enero de 2018; Reglamento (UE) n.º 1286/2014, el 31 de 
diciembre de 2016; Reglamento (UE) n.º 2015/2365, el 13 de julio de 2017; y el Reglamento 
(UE) n.º 2017/1131, el 21 de julio de 2018.

Además, la disposición final novena realiza algunas adaptaciones técnicas del texto 
refundido de la Ley del Mercado de Valores. La necesidad de estas adaptaciones se ha 
puesto de manifiesto tras llevar a cabo su modificación por parte del Real Decreto-
ley 14/2018, de 28 de septiembre, por el que se modifica el texto refundido de la Ley del 
Mercado de Valores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, y 
buscan dar plena efectividad a las novedades introducidas en la norma de referencia en 
materia de mercado de valores. El Real Decreto-ley 14/2018, avanzó en la incorporación a 
nuestro ordenamiento jurídico del paquete normativo MIFID II y su aprobación resultó de 
extraordinaria y urgente necesidad en primer lugar porque el plazo de transposición de la 
Directiva estaba vencido y la Comisión Europea había demandado al Reino de España ante 
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea por falta de transposición completa de esta 
Directiva, en segundo lugar para evitar graves perjuicios derivados de la incertidumbre 
regulatoria a las empresas de servicios y actividades de inversión españolas, en tercer lugar 
porque la falta de transposición en plazo estaba afectando a la capacidad de atracción del 
mercado español como mercado en el que se puedan instalar nuevas empresas de servicios 
y actividades de inversión, y en cuarto lugar por la extraordinaria y urgente necesidad de 
dotar a la Comisión Nacional del Mercado de Valores de las nuevas facultades de 
supervisión y de las herramientas de cooperación interadministrativas que MIFID II otorgaba 
a los organismos públicos supervisores de las empresas de servicios y actividades de 
inversión y mercados de valores de la Unión Europea.

Por otra parte, urge corregir errores detectados en la transposición nacional de la 
Directiva 2014/59/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, por la 
que se establece un marco para la reestructuración y la resolución de entidades de crédito y 
empresas de servicios de inversión. La definición que hasta la fecha contenía la 
Ley 11/2015, de 18 de junio, que la transpone, no permitía al FROB recaudar las 
contribuciones al Fondo de Resolución Nacional correspondientes a las sucursales de 
entidades de terceros países no comunitarios en España.

En segundo lugar, la Ley 11/2015, de 18 de junio, en relación a dicha Directiva, debe 
recoger adecuadamente la previsión de que las autoridades de resolución cuenten en todo 
momento con los poderes necesarios para llevar a cabo su cometido. Así, el régimen de 
resolución de las entidades de crédito y empresas de servicios de inversión en crisis se 
caracteriza por ser un procedimiento administrativo, especial y completo, que procura la 
máxima celeridad en la intervención de la entidad, en aras de facilitar la continuidad de sus 
funciones esenciales, al tiempo que se minimiza el impacto de su inviabilidad en el sistema 
económico y en los recursos públicos. Asegurar la estabilidad financiera y evitar el riesgo de 
contagio son igualmente esenciales en la correcta ejecución de la resolución de una entidad. 
Para todo ello, la celeridad en el proceso es esencial.

Respecto a las modificaciones que se realizan en la Ley 41/1999 para actualizar la lista 
de sistemas de pagos y de compensación y liquidación de valores. Hay que tener en cuenta 
dos elementos que unidos justifican la extraordinaria y urgente necesidad de la modificación. 
Por una parte, los objetivos de la Directiva 98/26/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 19 de mayo, sobre la firmeza de la liquidación en los sistemas de pagos y de liquidación 
de valores que se transpone en esta Ley 41/1999 son principalmente tres. En primer lugar 
reducir los riesgos jurídicos que lleva aparejada la participación en sistemas de pagos y de 
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liquidación de valores, sobre todo en lo que se refiere a la firmeza de las liquidaciones, la 
validez legal de los acuerdos de compensación y la exigibilidad jurídica de las garantías 
aportadas por los participantes para responder de sus obligaciones, así como minimizar las 
perturbaciones financieras que pudieran ocasionarse por no contar con los instrumentos 
jurídicos adecuados, sobre todo en los casos de insolvencia. En segundo lugar, garantizar 
que en el mercado interior puedan efectuarse pagos sin impedimento alguno, contribuyendo 
así al funcionamiento eficiente y económico de los mecanismos de pagos transfronterizos en 
la Unión Europea. Por último, la norma pretende contribuir, mediante la aceptación de 
garantías constituidas con fines de política monetaria, a la consecución de la mayor 
estabilidad monetaria y al desarrollo del marco jurídico necesario para que el Sistema 
Europeo de Bancos Centrales y el Banco Central Europeo puedan llevar a cabo su política 
monetaria.

Por otra parte, la reciente reforma del sistema de compensación, liquidación y registro de 
valores y la integración de la comunidad española en la plataforma paneuropea de 
liquidación TARGET2-Securities hacen que sea extraordinariamente urgente actualizar la 
lista de sistemas a los que se aplican las reglas de la Ley 41/1999 y la protección que otorga 
a las operaciones que se liquidan en dichos sistemas. De lo contrario, no se podrán cumplir 
adecuadamente los objetivos de la directiva, de capital importancia para el buen 
funcionamiento del mercado interior de servicios financieros.

Además, este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas del 
Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la 
Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

IV
Este real decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 

seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige el artículo 129 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Por lo que se refiere a los principios de necesidad y eficacia, este real decreto-ley es el 
instrumento óptimo para llevar a cabo la transposición de aquellas materias de la Directiva 
(UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015 que 
requieran norma con rango de ley, así como la de aquellas otras Directivas cuya 
transposición parcial también se produce con esta norma, o bien, de determinadas 
adaptaciones que se realizan en normas nacionales al objeto de ajustarse a los 
Reglamentos comunitarios citados. En efecto, en todos estos casos, la necesidad surge 
principalmente de la obligación de realizar las actuaciones y ajustes para adaptar el derecho 
nacional al Derecho de la Unión, al objeto de lograr la mayor eficacia en el cumplimiento de 
los fines que se persiguen. Además de los objetivos específicos del mercado de pagos que 
busca lograr este real decreto-ley, en el resto de adaptaciones efectuadas se intenta mejorar 
la supervisión tanto en materia de solvencia, como en protección del inversor y de la 
integridad de los mercados, mejorando su eficacia; el establecimiento de canales de 
denuncia; la mejora de los procedimientos de resolución; y, en definitiva, una mayor 
armonización al marco legal común comunitario, lo que no hace sino mejorar la eficacia y la 
seguridad jurídica en estas materias.

En cuanto al principio de proporcionalidad, este real decreto-ley sigue el principio que 
guía la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre 
de 2015 que se transpone parcialmente, en el sentido de guardar el necesario equilibrio 
entre proporcionar un marco legal adecuado, ágil y que favorezca el desarrollo y la 
innovación en el mercado de servicios de pagos, de un lado, y garantizar un nivel de 
protección adecuado a los usuarios de servicios de pago, de otro. Lo mismo cabe decir del 
resto de los aspectos que desarrolla este real decreto-ley, bien en la transposición de 
directivas, bien en los ajustes introducidos como consecuencia de reglamentos comunitarios, 
al establecer la regulación imprescindible para poder llevar a cabo los fines contenidos en los 
mismos. En la adaptación a nuestro ordenamiento de este derecho comunitario se ha 
buscado evitar imponer una mayor carga o restricciones a los interesados, más allá de las 
que señalan estas normas comunitarias.
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El principio de seguridad jurídica queda reforzado con este real decreto-ley, toda vez 
que, dado lo profuso de las modificaciones que hubiera sido necesario acometer, se ha 
optado por elaborar una Ley de Servicios de Pago de nueva planta. De esta forma se mejora 
el conocimiento y comprensión de la norma por parte de sus destinatarios, facilitando su 
interpretación y aplicación frente a la alternativa de un texto modificativo. Por otro lado, la 
armonización de nuestro ordenamiento jurídico con el derecho comunitario en todas las 
materias transpuestas o adaptadas, no hace sino fortalecer la seguridad jurídica en las 
mismas.

En aplicación del principio de transparencia, tanto en la fase de consulta pública como en 
la de audiencia pública sobre la transposición de la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015, los interesados han tenido acceso tanto 
al documento de apoyo, como al anteproyecto articulado en la página web del Ministerio de 
Economía y Empresa. De ambos procedimientos se han recibido numerosas observaciones 
que se han tenido en cuenta en la elaboración de este texto. De igual manera, en el caso 
concreto modificación del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, recogido en la 
disposición final novena, el mismo fue sometido tanto a consulta como a audiencia pública.

Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley no impone 
carga administrativa alguna adicional que no sea estrictamente necesaria para dar 
cumplimiento a las obligaciones derivadas de las normas que transpone o adapta, 
aprobándose además las mismas con la mayor urgencia posible, lo que no hace sino 
redundar en su mayor eficiencia.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1. 6.ª, 11.ª, 
y 13.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado las competencias exclusivas sobre 
legislación mercantil, bases de la ordenación de crédito, banca y seguro, y bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, respectivamente.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Economía y Empresa, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 23 de noviembre de 2018,

DISPONGO:

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El objeto de este real decreto-ley es la regulación de los servicios de pago, 

relacionados en el apartado 2, que se presten con carácter profesional en territorio español, 
incluyendo la forma de prestación de dichos servicios, el régimen jurídico de las entidades de 
pago, el régimen de transparencia e información aplicable a los servicios de pago, así como 
los derechos y obligaciones respectivas tanto de los usuarios de los servicios de pago como 
de los proveedores de los mismos.

2. Los servicios de pago que regula este real decreto-ley son:
a) Los servicios que permiten el ingreso de efectivo en una cuenta de pago y todas las 

operaciones necesarias para la gestión de una cuenta de pago.
b) Los servicios que permiten la retirada de efectivo de una cuenta de pago y todas las 

operaciones necesarias para la gestión de una cuenta de pago.
c) La ejecución de operaciones de pago, incluida la transferencia de fondos, a través de 

una cuenta de pago en el proveedor de servicios de pago del usuario u otro proveedor de 
servicios de pago:

1.º Ejecución de adeudos domiciliados, incluidos los adeudos domiciliados no 
recurrentes.

2.º Ejecución de operaciones de pago mediante tarjeta de pago o dispositivo similar.
3.º Ejecución de transferencias, incluidas las órdenes permanentes.
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d) La ejecución de operaciones de pago cuando los fondos estén cubiertos por una línea 
de crédito abierta para un usuario de servicios de pago:

1.º Ejecución de adeudos domiciliados, incluidos los adeudos domiciliados no 
recurrentes,

2.º Ejecución de operaciones de pago mediante tarjeta de pago o dispositivo similar,
3.º Ejecución de transferencias, incluidas las órdenes permanentes.
e) La emisión de instrumentos de pago o adquisición de operaciones de pago.
f) El envío de dinero.
g) Los servicios de iniciación de pagos.
h) Los servicios de información sobre cuentas.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación a los servicios de pago.
1. Este real decreto-ley se aplicará a los servicios de pago prestados dentro de España.
Los títulos II y III se aplicarán a las operaciones de pago efectuadas en una moneda de 

un Estado miembro de la Unión Europea cuando tanto el proveedor de servicios de pago del 
ordenante como el del beneficiario, o el único proveedor de servicios de pago que intervenga 
en la operación de pago, estén situados en España. En las operaciones de pago efectuadas 
en una moneda de un Estado miembro de la Unión Europea en las que uno de los 
proveedores esté situado en España y el otro u otros lo estén en otro Estado miembro de la 
Unión Europea, se aplicarán los títulos II y III a las partes de tales operaciones de pago 
llevadas a cabo en España.

Respecto de aquellas partes de las operaciones de pago efectuadas en una moneda que 
no sea la de un Estado miembro que se lleven a cabo en España, cuando al menos uno de 
los proveedores de servicios de pago que intervengan en la operación de pago esté situado 
en España y el otro esté situado en la Unión Europea, se aplicarán el título II, salvo la 
información que se deba facilitar al usuario de servicios de pago conforme a lo que 
reglamentariamente se determine sobre el plazo máximo de ejecución del servicio de pago 
tanto en operaciones de pago singulares como en aquellas reguladas por un contrato marco, 
y el título III, salvo los artículos 53 a 57.

A aquellas partes de la operación de pago, cualquiera que sea la moneda en la que se 
efectúe, que se lleven a cabo en España, en las que alguno de los proveedores de servicios 
de pago esté situado fuera de la Unión Europea, se les aplicarán el título II, salvo la 
información que se deba facilitar al usuario de servicios de pago conforme a lo que 
reglamentariamente se determine sobre el plazo máximo de ejecución del servicio de pago 
tanto en operaciones de pago singulares como en aquellas reguladas por un contrato marco, 
los requisitos necesarios para la devolución de los fondos, y la información previa relativa al 
plazo máximo de ejecución de cada operación de pago en el seno de un contrato marco, y el 
título III, salvo el artículo 35.2, 35.3 y los artículos 48, 49 y 53, el artículo 55.1, y los 
artículos 60 y 63.

2. Los proveedores de servicios de pago no discriminarán a los usuarios de servicios de 
pago que residan legalmente en la Unión por razón de nacionalidad, lugar de residencia, 
nacimiento, origen racial o étnico, sexo, religión, convicción u opinión, edad, discapacidad, 
orientación o identidad género, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social o 
razón contemplada en el artículo 21 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea, cuando soliciten o accedan a una cuenta de pago. Las condiciones aplicables a la 
posesión de una cuenta de pago no serán en modo alguno discriminatorias.

3. Este real decreto-ley se aplicará sin perjuicio de lo previsto en la Ley 16/2011, de 24 
de junio, de contratos de crédito al consumo, en aquellos casos en que un instrumento o 
servicio de pago incluya la concesión de un crédito de esa naturaleza.

Artículo 3.  Definiciones.
A efectos de este real decreto-ley, se entenderá por:
1. Adeudo domiciliado: servicio de pago destinado a efectuar un cargo en la cuenta de 

pago del ordenante, en el que la operación de pago es iniciada por el beneficiario sobre la 
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base del consentimiento dado por el ordenante al beneficiario, al proveedor de servicios de 
pago del beneficiario o al proveedor de servicios de pago del propio ordenante.

2. Adquisición de operación de pago: un servicio de pago prestado por un proveedor de 
servicios de pago que ha convenido mediante contrato con un beneficiario en aceptar y 
procesar las operaciones de pago, de modo que se produzca una transferencia de fondos al 
beneficiario.

3. Agente: una persona física o jurídica que presta servicios de pago en nombre de una 
entidad de pago.

4. Autenticación: procedimiento que permita al proveedor de servicios de pago 
comprobar la identidad de usuario de un servicio de pago o la validez de la utilización de 
determinado instrumento de pago, incluida la utilización de credenciales de seguridad 
personalizadas del usuario.

5. Autenticación reforzada de cliente: la autenticación basada en la utilización de dos o 
más elementos categorizados como conocimiento (algo que solo conoce el usuario), 
posesión (algo que solo posee el usuario) e inherencia (algo que es el usuario), que son 
independientes –es decir, que la vulneración de uno no compromete la fiabilidad de los 
demás–, y concebida de manera que se proteja la confidencialidad de los datos de 
identificación.

6. Beneficiario: la persona física o jurídica que sea el destinatario previsto de los fondos 
que hayan sido objeto de una operación de pago.

7. Contenido digital: bien o servicio producido y suministrado en formato digital, cuya 
utilización o consumo se limita al empleo de un dispositivo técnico y no incluye en modo 
alguno la utilización o consumo de bienes o servicios físicos.

8. Consumidor: una persona física que, en los contratos de servicios de pago objeto de 
este real decreto-ley, actúa con fines ajenos a su actividad económica, comercial o 
profesional.

9. Contrato marco: un contrato de servicio de pago que rige la ejecución futura de 
operaciones de pago individuales y sucesivas, y que puede estipular la obligación de abrir 
una cuenta de pago y las correspondientes condiciones para ello.

10. Credenciales de seguridad personalizadas: elementos personalizados que el 
proveedor de servicios de pago proporciona al usuario de servicios de pago a efectos de 
autenticación.

11. Cuenta de pago: una cuenta a nombre de uno o varios usuarios de servicios de pago 
que sea utilizada para la ejecución de operaciones de pago.

12. Datos de pago sensibles: datos, incluidas las credenciales de seguridad 
personalizadas, que pueden ser utilizados para cometer un fraude. Por lo que respecta a las 
actividades de los proveedores de servicios de iniciación de pagos y los proveedores de 
servicios de información sobre cuentas, el nombre del titular de la cuenta y el número de la 
misma no constituyen datos de pago sensibles.

13. Día hábil: día de apertura comercial, a los efectos necesarios para la ejecución de 
una operación de pago, de los proveedores de servicios de pago del ordenante o del 
beneficiario que intervienen en la ejecución de la operación de pago. En el caso de cuentas 
de pago contratadas telemáticamente, se seguirá el calendario correspondiente a la plaza en 
la que esté ubicada la sede social del proveedor de servicios de pago con el que se hubieren 
contratado.

14. Emisión de instrumentos de pago: servicio de pago en el cual un proveedor de 
servicios de pago se compromete mediante contrato a proporcionar a un ordenante un 
instrumento de pago que permite iniciar y procesar las operaciones de pago del ordenante.

15. Entidad de pago: una persona jurídica a la cual se haya otorgado autorización para 
prestar y ejecutar servicios de pago en toda la Unión Europea, en los términos previstos en 
el artículo 11.

16. Estado miembro de acogida: el Estado miembro de la Unión Europea distinto del 
Estado miembro de la Unión Europea de origen en el cual el proveedor de servicio de pago 
tiene un agente o una sucursal o presta servicios de pago.

17. Estado miembro de origen: uno de los siguientes:
a) El Estado miembro de la Unión Europea en el que el proveedor de servicio de pago 

tenga fijado su domicilio social o;
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b) Si el proveedor de servicio de pago no posee domicilio social con arreglo a la 
legislación nacional, el Estado miembro de la Unión Europea en el que tenga fijada su 
administración central.

18. Fecha de valor: fecha utilizada por un proveedor de servicios de pago como 
referencia para el cálculo del interés sobre los fondos abonados o cargados a una cuenta de 
pago.

19. Fondos: los billetes y monedas, dinero bancario o dinero electrónico, entendido como 
todo valor monetario almacenado por medios electrónicos o magnéticos que represente un 
crédito sobre el emisor, que se emita al recibo de fondos con el propósito de efectuar 
operaciones de pago y que sea aceptado por una persona física o jurídica distinta del emisor 
de dinero electrónico.

20. Fondos propios: fondos según la definición del artículo 4, apartado 1, punto 118, del 
Reglamento (UE) n.º 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio 
de 2013, sobre los requisitos prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de 
inversión, y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012, donde al menos el 75 
por ciento del capital de nivel 1 adopta la forma del capital ordinario de nivel 1 a que se 
refiere el artículo 50 de dicho Reglamento, y el capital de nivel 2 no excede de un tercio del 
capital de nivel 1.

21. Grupo: un grupo de empresas en el sentido del artículo 42 del Código de Comercio o 
de los artículos 4, 5, 6 y 7 del Reglamento Delegado (UE) N.º 241/2014 de la Comisión, de 7 
de enero de 2014, por el que se completa el Reglamento (UE) n.º 575/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo en lo relativo a las normas técnicas de regulación aplicables a los 
requisitos de fondos propios de las entidades, que estén vinculadas entre sí por una relación 
a tenor del artículo 10.1 o del 113.6 o 113.7 del Reglamento (UE) n.º 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los requisitos prudenciales 
de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.º 648/2012.

22. Identificador único: una combinación de letras, números o signos especificados por el 
proveedor de servicios de pago al usuario de dichos servicios, que este último debe 
proporcionar a fin de identificar de forma inequívoca al otro usuario del servicio de pago o la 
cuenta de pago de ese otro usuario en una operación de pago.

23. Instrumento de pago: cualquier dispositivo personalizado o conjunto de 
procedimientos acordados entre el usuario de servicios de pago y el proveedor de servicios 
de pago y utilizados para iniciar una orden de pago.

24. Medio de comunicación a distancia: cualquier medio que, sin la presencia física 
simultánea del proveedor de servicios de pago y del usuario de servicios de pago, pueda 
emplearse para la celebración de un contrato de servicios de pago.

25. Microempresa: una empresa, considerando como tal tanto a las personas físicas que 
realizan una actividad profesional o empresarial como a las personas jurídicas, que, en la 
fecha de celebración del contrato de servicios de pago ocupa a menos de diez personas y 
cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance general anual no supera los dos millones 
de euros, de conformidad con lo establecido en los artículos 1 y 2, apartados 1 y 3, del 
anexo de la Recomendación de la Comisión, de 6 de mayo de 2003, sobre la definición de 
microempresas, pequeñas y medianas empresas.

26. Operación de pago: una acción, iniciada por el ordenante o por cuenta de éste, o por 
el beneficiario, consistente en ingresar, transferir o retirar fondos, con independencia de 
cualesquiera obligaciones subyacentes entre el ordenante y el beneficiario.

27. Operación remota de pago: operación de pago iniciada a través de internet o de un 
dispositivo que pueda utilizarse para la comunicación a distancia.

28. Orden de pago: toda instrucción cursada por un ordenante o beneficiario a su 
proveedor de servicios de pago por la que se solicite la ejecución de una operación de pago.

29. Ordenante: la persona física o jurídica titular de una cuenta de pago que autoriza una 
orden de pago a partir de dicha cuenta o, en el caso de que no exista una cuenta de pago, la 
persona física o jurídica que dicta una orden de pago.

30. Entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas: persona física o 
jurídica que se haya registrado para ejercer a título profesional únicamente las actividades a 
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que se refiere el artículo 1.2.h), en los términos previstos en el artículo 15 y que ostenta la 
condición de proveedor de servicios de pago.

31. Proveedor de servicios de iniciación de pagos: el proveedor de servicios de pago que 
ejerce a título profesional las actividades a que se refiere el artículo 1.2.g).

32. Proveedor de servicios de pago: las entidades y organismos contemplados en los 
apartados 1 y 2 del artículo 5, y las personas físicas o jurídicas que se acojan a las 
exenciones previstas en los artículos 14 y 15.

33. Proveedor de servicios de pago gestor de cuenta: un proveedor de servicios de pago 
que facilita a un ordenante una o varias cuentas de pago y se encarga de su mantenimiento.

34. Red de comunicaciones electrónicas: una red según se define en el apartado 31 del 
anexo II de la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones.

35. Servicio de comunicaciones electrónicas: un servicio según se define en el 
apartado 35 del anexo II de la Ley 9/2014, de 9 de mayo.

36. Servicio de envío de dinero: un servicio de pago que permite recibir fondos de un 
ordenante sin que se cree ninguna cuenta de pago a nombre del ordenante o del 
beneficiario, con el único fin de transferir una cantidad equivalente a un beneficiario o a otro 
proveedor de servicios de pago que actúe por cuenta del beneficiario o recibir fondos por 
cuenta del beneficiario y ponerlos a disposición de éste.

37. Servicio de pago: una o más actividades empresariales enumeradas en el 
artículo 1.2 de este real decreto-ley.

38. Servicio de información sobre cuentas: servicio en línea cuya finalidad consiste en 
facilitar información agregada sobre una o varias cuentas de pago de las que es titular el 
usuario del servicio de pago bien en otro proveedor de servicios de pago, bien en varios 
proveedores de servicios de pago.

39. Servicio de iniciación del pago: servicio que permite iniciar una orden de pago, a 
petición del usuario del servicio de pago, respecto de una cuenta de pago abierta con otro 
proveedor de servicios de pago.

40. Sistema de pago: un sistema de transferencia de fondos regulado por disposiciones 
formales y normalizadas, y dotado de normas comunes para el tratamiento, liquidación o 
compensación de operaciones de pago.

41. Soporte duradero: un instrumento que permita al usuario de servicios de pago 
almacenar la información que le ha sido transmitida personalmente, de manera fácilmente 
accesible para su futura consulta, durante un período de tiempo adecuado para los fines de 
dicha información, y que permita la reproducción sin cambios de la información almacenada.

42. Sucursal: un centro de actividad, distinto de la administración central, que constituye 
una parte de una entidad de pago, desprovisto de personalidad jurídica, y que efectúa 
directamente todas o algunas de las operaciones inherentes a la actividad de la entidad de 
pago. Todos los centros de actividad establecidos en un mismo Estado miembro por una 
entidad de pago cuya administración central esté en otro Estado miembro se considerarán 
una única sucursal.

43. Tipo de cambio de referencia: tipo de cambio empleado como base para calcular 
cualquier cambio de divisas, ya sea facilitado por el proveedor del servicio de pago o 
proceda de una fuente accesible al público.

44. Tipo de interés de referencia: tipo de interés empleado como base para calcular 
intereses que deban aplicarse y procedente de una fuente accesible al público que pueda 
ser verificada por las dos partes en un contrato de servicios de pago.

45. Transferencia: servicio de pago destinado a efectuar un abono en una cuenta de 
pago de un beneficiario mediante una operación de pago o una serie de operaciones de 
pago con cargo a una cuenta de pago de un ordenante por el proveedor de servicios de 
pago que mantiene la cuenta de pago del ordenante, y prestado sobre la base de las 
instrucciones dadas por el ordenante.

46. Usuario de servicios de pago: la persona física o jurídica que hace uso de un servicio 
de pago, ya sea como ordenante, beneficiario o ambos.

Artículo 4.  Exclusiones a la aplicación.
Este real decreto-ley no se aplicará a las siguientes actividades:
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a) las operaciones de pago efectuadas exclusivamente en efectivo y directamente del 
ordenante al beneficiario, sin intervención de ningún intermediario;

b) las operaciones de pago del ordenante al beneficiario a través de un agente comercial 
autorizado mediante acuerdo para negociar o concluir la compra o venta de bienes o 
servicios por cuenta exclusiva del ordenante o del beneficiario;

c) el transporte físico, como actividad profesional, de billetes y monedas, incluidos su 
recogida, tratamiento y entrega;

d) las operaciones de pago consistentes en la recogida y entrega no profesionales de 
dinero en efectivo realizadas en el marco de actividades no lucrativas o benéficas;

e) los servicios en los que el beneficiario proporciona dinero en efectivo al ordenante 
como parte de una operación de pago, a instancia expresa del usuario del servicio de pago 
inmediatamente antes de la ejecución de una operación de pago, mediante el pago 
destinado a la compra de bienes o servicios;

f) las operaciones de cambio de divisas «efectivo por efectivo» (cambio de billetes), en 
las que los fondos no se mantengan en una cuenta de pago;

g) las operaciones de pago realizadas por medio de cualquiera de los siguientes 
documentos girados contra un proveedor de servicios de pago a fin de poner fondos a 
disposición del beneficiario:

1.º Cheques en papel regulados por el Convenio de Ginebra de 19 de marzo de 1931 
que establece una Ley uniforme sobre cheques,

2.º Cheques en papel similares a los contemplados en el inciso anterior y regulados por 
el Derecho de Estados miembros que no sean parte en el Convenio de Ginebra de 19 de 
marzo de 1931 que establece una Ley uniforme sobre cheques,

3.º Efectos en papel con arreglo al Convenio de Ginebra de 7 de junio de 1930 que 
establece una Ley uniforme sobre letras de cambio y pagarés,

4.º Efectos en papel similares a los contemplados en el inciso anterior y regulados por el 
Derecho de los Estados miembros que no sean partes en el Convenio de Ginebra de 7 de 
junio de 1930 que establece una Ley uniforme sobre letras de cambio y pagarés,

5.º Vales en papel,
6.º Cheques de viaje en papel,
7.º Giros postales en papel, según la definición de la Unión Postal Universal;
h) las operaciones de pago realizadas por medio de un sistema de compensación y 

liquidación de pagos o valores o entre agentes de compensación y liquidación, entidades de 
contrapartida central, cámaras de compensación o bancos centrales y otros participantes en 
el sistema, y proveedores de servicios de pago, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8;

i) las operaciones de pago relacionadas con la gestión de carteras, incluyendo 
dividendos, réditos u otras distribuciones, o con amortizaciones o ventas, realizadas por 
personas mencionadas en la letra h) o por empresas de servicios de inversión, entidades de 
crédito, instituciones de inversión colectiva y sus Gestoras, Planes y Fondos de Pensiones y 
sus Gestoras y cualquier otra entidad autorizada a custodiar instrumentos financieros;

j) los servicios prestados por proveedores de servicios técnicos como soporte a la 
prestación de servicios de pago, sin que dichos proveedores lleguen a estar en ningún 
momento en posesión de los fondos que deban transferirse, incluidos el tratamiento y 
almacenamiento de datos, los servicios de confianza y de protección de la intimidad, la 
autenticación de datos y entidades, el suministro de tecnología de la información y el 
suministro de redes de comunicación, suministro y mantenimiento de terminales y 
dispositivos empleados para los servicios de pago, con exclusión de los servicios de 
iniciación de pagos y servicios de información sobre cuentas;

k) los servicios basados en instrumentos de pago específicos que solo se pueden utilizar 
de forma limitada y que cumplan alguna de las condiciones siguientes:

1.º Instrumentos que permiten al titular adquirir bienes o servicios únicamente en los 
locales del emisor o dentro de una red limitada de proveedores de servicios en virtud de un 
acuerdo comercial directo con un emisor profesional, de acuerdo con las condiciones que se 
establezcan reglamentariamente;

2.º Instrumentos que únicamente pueden utilizarse para adquirir una gama muy limitada 
de bienes o servicios;
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3.º Instrumentos cuya validez está limitada al territorio nacional, facilitados a petición de 
una empresa o entidad del sector público, que están regulados por una autoridad pública con 
fines sociales o fiscales específicos y que sirven para adquirir bienes y servicios concretos 
de proveedores que han suscrito un acuerdo comercial con el emisor.

l) las operaciones de pago de un proveedor de redes o servicios de comunicación 
electrónica, incluyendo operaciones entre personas distintas del proveedor y el suscriptor, 
efectuadas con carácter adicional a la prestación de servicios de comunicación electrónica 
en favor de un suscriptor de la red o servicio:

1.º para la compra de contenido digital y servicios de voz, con independencia del 
dispositivo utilizado para dicha compra o consumo del contenido digital y cargadas en la 
factura correspondiente, o;

2.º realizadas desde o a través de un dispositivo electrónico y cargadas en la factura 
correspondiente, en el marco de una actividad benéfica o para el encargo, adquisición o 
validación de billetes o entradas de servicios de transporte, entretenimiento, aparcamiento, 
espectáculos y cualquier otro que se determine reglamentariamente excluidos los bienes 
físicos, siempre que ninguna operación de pago a las que se refieren los incisos 1.º y 2.º 
supere la cuantía de 50 euros y cumpla una de las condiciones siguientes:

i. Que el importe acumulado de las operaciones de pago de un suscriptor no exceda 
de 300 euros al mes, o;

ii. Que, en caso de que el suscriptor tenga un contrato de prepago con el proveedor de la 
red o servicio de comunicación electrónica, el importe acumulado de las operaciones de 
pago no exceda de 300 euros al mes;

m) las operaciones de pago efectuadas entre proveedores de servicios de pago, sus 
agentes o sucursales por cuenta propia;

n) las operaciones de pago y servicios conexos entre las empresas de un mismo grupo 
sin intermediación alguna de un proveedor de servicios de pago distinto de la de una 
empresa que pertenezca al mismo grupo;

ñ) los servicios de retirada de efectivo en cajeros automáticos prestados por los 
proveedores que actúen en nombre de uno o varios emisores de tarjetas y que no sean parte 
del contrato marco con el usuario de servicios de pago que retire dinero de una cuenta de 
pago, siempre y cuando dichos proveedores no presten otros servicios de pago 
contemplados en el artículo 1.2. No obstante, se deberá facilitar al cliente la información 
relativa a toda comisión o gasto aplicable a la retirada de fondos con anterioridad a dicha 
retirada, así como a la recepción del efectivo una vez llevada a cabo la operación, todo ello 
en el marco de lo previsto en los artículos 29 y 30 y sus normas de desarrollo respecto de los 
gastos aplicables a las operaciones de pago singulares y a los servicios de cambio de divisa, 
incluyendo la información relativa al tipo de cambio que se empleará para la conversión de la 
operación de pago.

Artículo 5.  Reserva de actividad.
1. Sin perjuicio de las disposiciones establecidas para la prestación de servicios 

transfronterizos en el artículo 22 de este real decreto-ley por otros proveedores de servicios 
de pago de la Unión Europea, solo podrán prestar, con carácter profesional, los servicios de 
pago relacionados en el artículo 1 las siguientes categorías de proveedores de servicios de 
pago:

a) Las entidades de crédito a que se refiere el artículo 1 de la Ley 10/2014, de 26 de 
junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, incluidas las 
sucursales en España de entidades de crédito extranjeras, tanto si las administraciones 
centrales de esas sucursales están ubicadas en el interior de la Unión Europea como si lo 
están fuera de ella.

b) Las entidades de dinero electrónico a que se refiere el artículo 2.1 b) de la 
Ley 21/2011, de 26 de julio, de dinero electrónico, incluidas las sucursales en España de 
entidades de dinero electrónico extranjeras, tanto si las administraciones centrales de esas 
sucursales están ubicadas en el interior de la Unión Europea como si lo están fuera de ella, 
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en la medida en que los servicios de pago prestados por las sucursales estén vinculados a la 
emisión de dinero electrónico.

c) Las entidades de pago, reguladas en el título I y las entidades acogidas a lo 
establecido en los artículos 14 y 15.

d) La Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, S.A., respecto de los servicios de pago 
para cuya prestación se encuentra facultada en virtud de su normativa específica.

2. A los efectos de este real decreto-ley, también se considerarán proveedores de 
servicios de pago, cuando no actúen en su condición de autoridades públicas:

a) el Banco Central Europeo, el Banco de España y los demás bancos centrales 
nacionales;

b) la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades 
Locales.

3. Se prohíbe prestar cualquiera de los servicios de pago enumerados en el artículo 1 a 
toda persona física o jurídica que no sea proveedor de servicios de pago ni esté 
explícitamente excluida del ámbito de aplicación de este real decreto-ley.

Artículo 6.  Deber de notificación.
1. Los proveedores de servicios de pago que ejerzan alguna de las actividades 

contempladas en el artículo 4, letra k), incisos 1.º o 2.º, o que ejerzan las dos actividades, y 
que hayan ejecutado en los 12 meses precedentes operaciones de pago por un valor total 
superior a un millón de euros deberán enviar al Banco de España, una notificación que 
contenga una descripción de los servicios ofrecidos y en la que se precise a cuáles de las 
exclusiones contempladas en el artículo 4, letra k), incisos 1.º o 2.º, se considera sujeto el 
ejercicio de tal actividad.

Basándose en dicha notificación, el Banco de España adoptará una decisión motivada, 
atendiendo a los criterios contemplados en el artículo 4, letra k), en caso de que la actividad 
no cumpla los criterios para ser excluida del ámbito de aplicación del real decreto-ley, e 
informará de ello al interesado.

2. Las personas que ejerzan alguna de las actividades contempladas en el artículo 4, 
letra l) deberán enviar anualmente al Banco de España, a lo largo del primer trimestre, una 
notificación y un informe anual de un experto independiente externo que certifique que tal 
actividad se ajusta a los límites indicados en el artículo 4, letra l).

3. El Banco de España informará a la Autoridad Bancaria Europea (ABE) de las 
actividades notificadas en virtud de los apartados 1 y 2, indicando a qué exclusión están 
acogidas dichas actividades.

4. La descripción de las actividades notificadas con arreglo a los apartados 1 y 2 se hará 
pública en el registro señalado en el artículo 13.

Artículo 7.  Servicio de información sobre cuentas.
Los usuarios de servicios de pago tendrán derecho a recurrir a servicios que permitan 

acceder a la información sobre cuentas, salvo que no se pueda acceder en línea a la 
correspondiente cuenta de pago.

La prestación de servicios de información sobre cuentas no se supeditará a la existencia 
de una relación contractual a tal fin entre los proveedores de servicios de información sobre 
cuentas y los proveedores de servicios de pago gestores de cuentas.

Artículo 8.  Acceso a los sistemas de pago.
1. Las normas de acceso a los sistemas de pago de los proveedores de servicios de 

pago autorizados que sean personas jurídicas serán objetivas, no discriminatorias y 
proporcionadas y no dificultarán el acceso más de lo que sea necesario para prevenir 
riesgos específicos, tales como riesgos de liquidación, riesgos operativos y riesgos de 
explotación, y garantizar la estabilidad operativa y financiera del sistema de pago.

En particular, los sistemas de pago no podrán imponer a los proveedores de servicios de 
pago, a los usuarios de servicios de pago o a otros sistemas de pago, ninguno de los 
requisitos siguientes:
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a) normas que restrinjan la participación efectiva en otros sistemas de pago;
b) normas que discriminen entre los proveedores de servicios de pago registrados en 

relación con los derechos, obligaciones y facultades de los participantes; ni,
c) cualquier restricción basada en el estatuto institucional.
2. El apartado 1 no será aplicable a:
a) los sistemas de pago reconocidos con arreglo a lo dispuesto en la Ley 41/1999, de 12 

de noviembre, sobre sistemas de pagos y de liquidación de valores;
b) los sistemas de pago integrados exclusivamente por proveedores de servicios de 

pago que pertenezcan a un grupo.
A efectos de lo previsto en el apartado 1.a), cuando un participante en un sistema de 

pago reconocido permita cursar órdenes de transferencia a través del sistema a un 
proveedor de servicios de pago autorizado o registrado que no participe en dicho sistema, 
dicho participante deberá ofrecer esta misma posibilidad de manera objetiva, proporcionada 
y no discriminatoria, previa solicitud, a otros proveedores de servicios de pago autorizados o 
registrados con arreglo al apartado 1. En caso de denegación, el participante expondrá al 
proveedor de servicios de pago solicitante los motivos detallados de la misma.

3. Los apartados 1.b) y c), no serán aplicables a los sistemas de pago en que un único 
proveedor de servicios de pago, ya sea como entidad única o como grupo actúe o pueda 
actuar como proveedor del servicio de pago del ordenante y del beneficiario y sea 
responsable exclusivo de la gestión del sistema.

4. Los sistemas de pago a los que sea de aplicación el apartado 1, que tengan su 
administración central, en España o que estén gestionados por una sociedad o entidad 
española, estarán obligados a comunicar al Banco de España sus normas de acceso. El 
Banco de España hará públicos los sistemas de pago que le hayan comunicado aquellas 
normas.

5. El Banco de España, en ejercicio de sus funciones de vigilancia del funcionamiento de 
los sistemas de pago se encargará de supervisar el cumplimiento de lo establecido en este 
artículo, resultando de aplicación lo establecido en el artículo 16 de la Ley 13/1994, de 1 de 
junio, de autonomía del Banco de España.

Artículo 9.  Acceso a cuentas abiertas en entidades de crédito.
Las entidades de pago tendrán acceso a los servicios de cuentas de pago de las 

entidades de crédito de forma objetiva, no discriminatoria y proporcionada. Dicho acceso 
será lo suficientemente amplio como para permitir que las entidades de pago presten 
servicios de pago sin obstáculos y con eficiencia.

En caso de denegación por una entidad de crédito de la solicitud de apertura de una 
cuenta de pago por parte de una entidad de pago o de la resolución unilateral por una 
entidad de crédito del contrato marco de una entidad de pago, la entidad de crédito remitirá 
de forma inmediata al Banco de España y a la entidad de pago la decisión debidamente 
motivada y basada, en particular, en un análisis de los riesgos específicos de la entidad de 
pago concreta de que se trate o en la falta de adecuación a los criterios objetivos, no 
discriminatorios y proporcionados que la entidad de crédito haya hecho públicos de forma 
previa y general.

TÍTULO I
Régimen jurídico de las entidades de pago

Artículo 10.  Entidad de pago y actividades.
1. La denominación «entidad de pago», así como su abreviatura «EP», quedará 

reservada a las entidades definidas en el artículo 3.15, las cuales podrán incluirlas en su 
denominación social, en la forma en que reglamentariamente se determine.

2. Las entidades de pago no podrán llevar a cabo la captación de depósitos u otros 
fondos reembolsables del público en la forma prevista en el artículo 3.1 de la Ley 10/2014, 
de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, ni emitir 
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dinero electrónico. Los fondos recibidos por dichas entidades de los usuarios de servicios de 
pago para la prestación de servicios de pago no constituirán depósitos, dinero electrónico u 
otros fondos reembolsables.

Artículo 11.  Autorización.
1. La autorización para operar como entidad de pago podrá contemplar todos o alguno 

de los servicios de pago citados en el artículo 1.2, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 15 para el caso de que se preste únicamente el servicio previsto en la letra h) del 
artículo 1.2.

2. Corresponderá al Banco de España, previo informe del Servicio ejecutivo de la 
Comisión de prevención del blanqueo de capitales e infracciones monetarias en los aspectos 
de su competencia, autorizar la creación de las entidades de pago. La solicitud de 
autorización deberá ser resuelta dentro de los tres meses siguientes a su recepción o al 
momento en que se complete la documentación necesaria para adoptar la decisión. La 
solicitud de autorización se entenderá desestimada por silencio administrativo si transcurrido 
ese plazo máximo no se hubiera notificado resolución expresa, sin perjuicio del deber de 
dictar resolución expresa y notificarla. La denegación de la autorización deberá ser motivada.

El régimen de autorización de las entidades de pago se orientará al mantenimiento del 
mayor nivel posible de competencia en la prestación de servicios de pago y el procedimiento 
de autorización estará presidido por los principios de celeridad, antiformalista y economía 
procedimental.

El Banco de España comunicará a la Secretaría General del Tesoro y Financiación 
Internacional la apertura del procedimiento de autorización, indicando los elementos 
esenciales del expediente que se ha de tramitar, y la finalización del mismo, así como 
cualquier otra información que reglamentariamente se determine.

2. Los requisitos exigibles para la autorización lo serán también, en los términos que se 
indiquen reglamentariamente, para conservarla.

3. La autorización de entidades de pago requerirá que su administración central, su 
domicilio social y una parte de sus actividades de prestación de servicios de pago se 
encuentren en España.

4. Se faculta al Gobierno para establecer el régimen jurídico aplicable a la autorización, 
registro, condiciones y ámbito geográfico del ejercicio de la actividad de las entidades de 
pago, en particular, las exigencias de fondos propios y garantías, seguridad y control de 
riesgos, así como los requisitos de los que puedan quedar excepcionados en función de su 
actividad, tamaño y volumen de operaciones.

5. En caso de que se produzca cualquier cambio que afecte a la exactitud de la 
información y la documentación aportada en el procedimiento de autorización, la entidad de 
pago informará de ello sin demora al Banco de España.

Artículo 12.  Denegación de la autorización.
La autorización para operar como entidad de pago se denegará cuando:
a) La entidad de pago carezca de procedimientos de gobierno corporativo adecuados, 

incluida una buena organización administrativa y contable o de procedimientos de control 
interno idóneos, que garanticen la gestión sana y prudente de la entidad.

A estos efectos, las entidades de pago dispondrán, en condiciones proporcionadas al 
carácter, escala y complejidad de sus actividades, de una estructura organizativa adecuada, 
con líneas de responsabilidad bien definidas, transparentes y coherentes, así como de 
procedimientos eficaces de identificación, gestión, control y comunicación de los riesgos a 
los que estén o puedan estar expuestos, junto con mecanismos adecuados de control 
interno, incluidos procedimientos administrativos y contables sólidos. Tales métodos, 
procedimientos y mecanismos serán exhaustivos y proporcionados a la naturaleza, escala y 
complejidad de la actividad desarrollada por la entidad.

b) Si, atendiendo a la necesidad de garantizar una gestión sana y prudente de la entidad, 
no se considera adecuada la idoneidad de los accionistas que vayan a tener una 
participación significativa. Entre otros factores, la idoneidad se apreciará en función de:
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1.º La honorabilidad comercial y profesional de los accionistas, conforme al 
artículo 24.3.a) de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito y su desarrollo reglamentario. Esta honorabilidad se presumirá cuando 
los accionistas sean Administraciones públicas.

2.º Los medios patrimoniales con que cuentan dichos accionistas para atender los 
compromisos asumidos.

3.º La falta de transparencia en la estructura del grupo al que eventualmente pueda 
pertenecer la entidad, o la existencia de graves dificultades para inspeccionar u obtener la 
información necesaria sobre el desarrollo de sus actividades.

c) Sus administradores y directores generales responsables de la gestión y de los 
servicios de pago no tengan la honorabilidad comercial y profesional requerida, conforme al 
artículo 24.3.a) de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito, o carezcan de la experiencia o los conocimientos mínimos necesarios.

d) Existan vínculos estrechos, según se definen en el artículo 4, apartado 1, punto 38, 
del Reglamento (UE) 575/2013, entre la entidad de pago y otras personas físicas o jurídicas, 
que obstaculicen el ejercicio efectivo de las funciones de supervisión.

e) El buen ejercicio de la función de supervisión se vea obstaculizado por las 
disposiciones legales, reglamentarias o administrativas del Derecho de un tercer país, 
aplicables a una o varias de las personas físicas o jurídicas con las que la entidad de pago 
mantenga vínculos estrechos, o por problemas relacionados con la aplicación de dichas 
disposiciones legales, reglamentarias o administrativas.

f) Incumpla los requisitos de capital social mínimo.
g) La información y las pruebas que acompañen a la solicitud no obtengan una 

valoración favorable respecto del cumplimiento de todos los requisitos establecidos en este 
real decreto-ley o en su desarrollo reglamentario para la autorización de las entidades de 
pago.

Artículo 13.  Registro.
1. Una vez obtenida la autorización y tras su constitución e inscripción en el Registro 

Mercantil, las entidades de pago deberán, antes de iniciar sus actividades, quedar inscritas 
en el registro especial del Banco de España. En dicho registro se harán constar los servicios 
de pago para los que se haya habilitado a cada entidad de pago, sus agentes, los países en 
los que pretenda actuar, así como, en su caso, la revocación de su autorización y aquella 
información que se establezca reglamentariamente.

2. Igualmente, figuraran inscritas en dicho registro las personas físicas o jurídicas que 
disfruten de las exclusiones de autorización previstas en las letras k), incisos 1.º o 2.º, y l) del 
artículo 4, así como, en su caso, la revocación de la exención. El Banco de España notificará 
a la Autoridad Bancaria Europea la información que consigne en este registro, siendo 
responsable de la exactitud de la misma. El registro será público y accesible a través de 
internet.

Artículo 14.  Régimen de exención de las entidades de pago.
1. La personas físicas o jurídicas que presten los servicios de pago enumerados en las 

letras a) a f) del artículo 1.2 quedarán exentas del régimen previsto en este título, si bien 
deberán inscribirse, previa verificación por el Banco de España de los requisitos recogidos 
en este artículo, en el registro especial al que se refiere el artículo 13, y les será de 
aplicación lo previsto en los artículos 20, 23, 26, y 27, siempre que:

a) el valor total medio de las operaciones de pago ejecutadas en los 12 meses 
precedentes por la persona de que se trate, incluidos los posibles agentes con respecto a los 
cuales asume plena responsabilidad, no exceda de 3.000.000 euros mensuales. Dicho 
requisito evaluará con respecto a la cuantía total de las operaciones de pago prevista en su 
plan de negocios, a menos que el Banco de España exija la modificación de dicho plan, y

b) ninguna de las personas físicas responsables de la gestión o el ejercicio de la 
actividad haya sido condenada por delitos de blanqueo de capitales o financiación del 
terrorismo u otros delitos de carácter financiero.
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2. Toda persona acogida al régimen de registro de conformidad con el apartado anterior:
a) Estará obligada a fijar su administración central, o lugar de residencia en España.
b) Será tratada como entidad de pago, si bien no podrá ejercer los derechos de 

establecimiento y libre prestación de servicios en el territorio de la Unión Europea.
c) Comunicará al Banco de España todo cambio de su situación que ataña a las 

condiciones especificadas en el apartado 1.
d) Deberá solicitar la autorización prevista en el artículo 11 en el plazo de 30 días 

naturales a contar desde el momento en el que el valor total medio de las operaciones de 
pago ejecutadas en los 12 meses precedentes exceda de 3.000.000 euros mensuales.

3. El Banco de España podrá revocar la inclusión de las personas señaladas en el 
apartado 1 en el registro cuando dejen de cumplirse las condiciones establecidas en este 
artículo. Dicha revocación será inscrita en el registro y notificada, de forma motivada, a la 
Autoridad Bancaria Europea.

4. El Banco de España informará anualmente al Ministerio de Economía y Empresa del 
número de personas físicas y jurídicas a las que aplique el régimen previsto en este artículo 
y comunicará el valor total de las operaciones de pago ejecutadas a 31 de diciembre de cada 
año natural, de acuerdo con lo señalado en el apartado 1.a).

5. El régimen de registro previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio del 
cumplimiento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo y su desarrollo reglamentario.

6. Se faculta al Gobierno para establecer el régimen jurídico aplicable al registro y 
condiciones del ejercicio de la actividad de las personas a las que se refiere el apartado 1.

Artículo 15.  Entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas.
1. Las entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas se sujetarán, en 

la forma que se determine reglamentariamente, al procedimiento de inscripción en el registro 
especial del Banco de España al que se refiere el artículo 13. En ese registro figurarán 
además de las entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas, sus agentes 
y sucursales en otros Estados.

Las entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas serán tratadas 
como entidades de pago, si bien no les será de aplicación lo previsto en los artículos 10.1, 
11, 12, 14, 16.1, 17, 18, 19, 20 y 21 y los títulos II y III, salvo lo establecido en los artículos 
29, 39, 41 y 66 a 68 en la forma que reglamentariamente se determine.

2. Las entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas tendrán su 
administración central, su domicilio social o, en su caso, su lugar de residencia y una parte 
de sus actividades de prestación de servicios de pago en España.

Los requisitos exigibles para el registro lo serán también, en los términos que se indiquen 
reglamentariamente, para conservarlo. En caso de que se produzca cualquier cambio que 
afecte a la exactitud de la información y la documentación aportada en la solicitud de registro 
como entidad prestadora del servicio de información sobre cuentas, la entidad informará de 
ello sin demora al Banco de España.

3. Se faculta al Gobierno para establecer el régimen jurídico aplicable al registro, 
condiciones y ámbito geográfico del ejercicio de la actividad de las entidades prestadoras del 
servicio de información sobre cuentas. El régimen de registro de entidades prestadoras del 
servicio de información sobre cuentas se orientará al mantenimiento del mayor nivel posible 
de competencia en la prestación de servicios de pago y el procedimiento de registro estará 
presidido por los principios de celeridad, antiformalista y economía procedimental.

Artículo 16.  Seguro de responsabilidad civil profesional o garantía equivalente.
1. Las entidades de pago que soliciten autorización para prestar los servicios de pagos 

señalados en el artículo 1.2.g) estarán obligadas, como condición para su autorización, a 
tener un seguro de responsabilidad civil profesional, que cubra los territorios en los que 
ofrezcan servicios, o alguna otra garantía equivalente, a juicio del Banco de España, de que 
pueden hacer frente a las responsabilidades a que se refieren los artículos 45, 61 y 63.

2. Las entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas quedarán 
obligadas, como condición para su registro, a tener un seguro de responsabilidad civil 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 33  Real Decreto-ley de servicios de pago y medidas urgentes en materia financiera

– 817 –



profesional, que cubra los territorios en los que ofrezcan servicios, o alguna otra garantía 
equivalente, a juicio del Banco de España, de que pueden hacer frente a las 
responsabilidades que les incumben respecto del proveedor de servicios de pago gestor de 
cuenta o del usuario de servicios de pago, derivadas del acceso no autorizado o fraudulento 
a información de la cuenta de pago o de la utilización no autorizada o fraudulenta de dicha 
información.

3. El Banco de España podrá determinar los criterios que deban utilizarse para estipular 
el importe mínimo del seguro de responsabilidad civil profesional u otra garantía equivalente 
a que se refieren los apartados 1 y 2.

Artículo 17.  Régimen de control de participaciones significativas.
1. A los efectos de este real decreto-ley se entenderá por participación significativa en 

una entidad de pago aquella que alcance, de forma directa o indirecta, al menos el 10 por 
ciento del capital o los derechos de voto de la entidad, y aquéllas que, sin llegar al porcentaje 
señalado, permitan ejercer una influencia notable en la entidad. Se podrá determinar 
reglamentariamente, habida cuenta de las características de los distintos tipos de entidades 
de pagos, cuándo se deberá presumir que una persona física o jurídica puede ejercer una 
influencia notable.

2. Las entidades de pago deberán comunicar al Banco de España, en la forma y plazos 
que éste establezca, la información sobre su estructura de capital.

Toda persona física o jurídica que, por sí sola o actuando de forma concertada con otras, 
haya decidido adquirir o incrementar, directa o indirectamente, una participación significativa 
en el sentido del artículo 4, apartado 1, punto 36, del Reglamento (UE) n.º 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, en una entidad de pago, de tal 
manera que la proporción de derechos de voto o de capital poseída pase a ser igual o 
superior al 20, 30 o 50 por ciento, o que, en virtud de la adquisición, pudiera llegar a 
controlar la entidad de pago, deberá notificar su intención previamente y por escrito al Banco 
de España, indicando la cuantía de la participación prevista e incluyendo toda la información 
que fuera pertinente a juicio del Banco de España. Dicha información deberá ser pertinente 
para la evaluación, y proporcional y adecuada a la naturaleza del adquirente potencial y de la 
adquisición propuesta. Lo anterior se aplicará asimismo a toda persona física o jurídica que 
decida deshacerse, directa o indirectamente, de una participación significativa o reducirla de 
tal manera que la proporción de derechos de voto o de capital poseída pase a ser inferior 
al 20, 30 o 50 por ciento, o que pudiera dejar de tener el control efectivo de la entidad de 
pago.

3. En el caso de que el control de una entidad de pago vaya a ser ejercido por una 
persona física o jurídica, se trate o no de una entidad regulada, domiciliada o autorizada en 
un país que no sea miembro de la Unión Europea, cabrá exigir de quienes la controlen la 
prestación de una garantía, en los términos que prevea el Banco de España, que alcance a 
la totalidad de las actividades de pago de la entidad que se pretende crear.

4. A los efectos de este artículo, se entenderá que existe control cuando concurra alguno 
de los supuestos previstos en el artículo 42 del Código de Comercio.

5. Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, a las entidades de pago les resultará de 
aplicación el régimen en materia de participaciones significativas previsto para las entidades 
de crédito en el título I, capítulo III, de la Ley 10/2014, de 26 de junio, en el título I, capítulo II, 
del Real Decreto 84/2015, de 13 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 10/2014, de 26 
de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, y en sus normas de 
desarrollo, con las especialidades que reglamentariamente puedan establecerse.

6. Las medidas de intervención y de sustitución previstas en el artículo 20 de la 
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades de 
crédito, podrán aplicarse a las entidades de pago.

Artículo 18.  Revocación de la autorización de las entidades de pago y del registro de las 
entidades reguladas en los artículos 14 y 15.

1. La autorización concedida a una entidad de pago y el registro de las entidades 
reguladas en los artículos 14 y 15 sólo podrá ser revocado, motivadamente, en los siguientes 
supuestos:
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a) Si no hace uso de la autorización o registro en un plazo de doce meses.
b) Si interrumpe de hecho las actividades autorizadas o registradas durante un período 

superior a seis meses.
c) Si se acredita que obtuvo la autorización o registro por medio de declaraciones falsas 

o por otro medio irregular.
d) Si incumple las condiciones que motivaron la autorización o registro o no informa al 

Banco de España de todo cambio significativo a este respecto.
e) Por incumplimiento de las previsiones del artículo 16 sobre el seguro de 

responsabilidad civil u otra garantía comparable.
f) Por renuncia expresa a la autorización o registro.
g) Cuando pueda constituir una amenaza para la estabilidad del sistema de pagos o 

poner en peligro la confianza en el mismo en caso de seguir prestando servicios de pago.
h) Como sanción.
La revocación podrá referirse a todos o sólo a algunos de los servicios de pago 

previamente autorizados o registrados. En este último caso, la autorización o registro 
permanecerá vigente aunque limitada a los servicios de pago restantes. Dicha circunstancia 
se hará constar en los registros correspondientes.

2. El Banco de España será competente para acordar la revocación. La revocación de la 
autorización o registro estará sujeta al mismo procedimiento previsto para la autorización o 
registro, con las especialidades que reglamentariamente puedan establecerse.

3. Cuando el Banco de España tenga conocimiento de que a una entidad de pago o una 
entidad prestadora del servicio de información sobre cuentas de otro Estado miembro que 
opera en España le ha sido revocada su autorización o registro, acordará de inmediato las 
medidas pertinentes para que la entidad no inicie nuevas actividades de pago, así como para 
salvaguardar los intereses de los usuarios de pago.

4. La revocación se hará constar en todos los registros públicos correspondientes y, tan 
pronto como sea notificada a la entidad, conllevará la imposibilidad de iniciar nuevas 
operaciones de pago en aquellos servicios de pago que sean objeto de revocación, sin 
perjuicio de la ejecución de las ya iniciadas. Igualmente, la entidad de pago cuya 
autorización sea revocada deberá suprimir inmediatamente de su denominación social la 
expresión entidad de pago si se hubiera incluido en la misma.

5. Cuando se hubiese acordado la revocación de la autorización de una entidad de pago 
o el registro de una entidad prestadora del servicio de información sobre cuentas, el Banco 
de España informará de ello a las autoridades supervisoras competentes de los Estados 
miembros donde aquella actúe en régimen de libertad de establecimiento y de libre 
prestación de servicios.

Artículo 19.  Capital y fondos propios.
1. Las entidades de pago deberán mantener en todo momento, un capital inicial que 

incluya uno o más de los elementos a los que se refiere el artículo 26, apartado 1, letras a) a 
e), del Reglamento (UE) n.º 575/2013, con arreglo a lo siguiente:

a) en caso de que la entidad de pago solo preste el servicio de pago a que se refiere el 
artículo 1.2.f), su capital no será en ningún momento inferior a 20.000 EUR;

b) en caso de que la entidad de pago preste el servicio de pago a que se refiere el 
artículo 1.2.g), su capital no será en ningún momento inferior a 50.000 EUR;

c) en caso de que la entidad de pago preste cualquiera de los servicios de pago a que se 
refieren las letras a) a e) del artículo 1.2, su capital no será en ningún momento inferior 
a 125.000 EUR.

Además del capital mínimo exigible, las entidades de pago que presten todos o alguno 
de los servicios recogidos en las letras a) a f) del artículo 1.2 deberán mantener en todo 
momento un volumen suficiente de fondos propios en relación con los indicadores de 
negocio de conformidad con el método que éstas elijan de entre los que se establezcan 
reglamentariamente.

2. En relación con las obligaciones mencionadas en el apartado anterior, el Banco de 
España:
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a) Podrá exceptuar a las entidades de pago que estén incluidas en la supervisión 
consolidada de la entidad de crédito matriz en virtud de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito del cumplimiento individual de 
las exigencias de fondos propios establecidas, cuando se satisfagan las condiciones 
recogidas en el artículo 7 del Reglamento (UE) n.º 575/2013, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de junio de 2013.

b) Podrá exigir, sobre la base de la evaluación de los procesos de gestión del riesgo, de 
la base de datos de los riesgos de pérdidas y de los mecanismos de control internos de la 
entidad de pago, que la entidad de pago posea una cifra de fondos propios hasta un 20 por 
ciento superior, o permitir que la entidad de pago posea una cifra de fondos propios hasta 
un 20 por ciento inferior a la que resulte de las exigencias mínimas de capital requeridas a la 
entidad conforme a las normas del apartado 1 de este precepto.

c) Adoptará las medidas necesarias para impedir el uso múltiple de los elementos que 
puedan considerarse como fondos propios cuando la entidad de pago pertenezca al mismo 
grupo de otra entidad de pago, entidad de crédito, empresa de inversión, empresa de gestión 
de activos o empresa de seguros. El presente apartado se aplicará también cuando una 
entidad de pago tenga carácter híbrido y realice actividades distintas de la prestación de 
servicios de pago. En particular, el Banco de España podrá exigir el cumplimiento a nivel 
consolidado o subconsolidado de los requerimientos del apartado 1, que las participaciones 
de dichas entidades se deduzcan para el cálculo de los fondos propios o se incluyan 
ponderadas de manera adecuada para el cálculo de los requerimientos de capital o que se 
adopten cualesquiera otras medidas adecuadas.

d) Podrá adoptar las medidas necesarias para garantizar la existencia de capital 
suficiente para los servicios de pago, en particular, cuando las actividades de la entidad de 
pago en relación con servicios distintos de los pagos perjudiquen o puedan perjudicar la 
solidez financiera de la misma.

3. Cuando una entidad de pago no alcance los niveles mínimos de fondos propios 
establecidos de conformidad con este artículo, la entidad deberá destinar a la formación de 
reservas los porcentajes de sus beneficios o excedentes líquidos que reglamentariamente se 
determinen, sometiendo a tal efecto su distribución a la previa autorización del Banco de 
España.

Artículo 20.  Actividades.
1. Además de la prestación de los servicios de pago que se contemplan en el artículo 1.2 

de este real decreto-ley, las entidades de pago estarán habilitadas para llevar a cabo las 
siguientes actividades:

a) la prestación de servicios operativos o servicios auxiliares estrechamente 
relacionados, tales como la garantía de la ejecución de operaciones de pago, servicios de 
cambio de divisas, actividades de custodia y almacenamiento y tratamiento de datos;

b) la gestión de sistemas de pago, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8;
c) las actividades empresariales distintas de la prestación de servicios de pago, con 

arreglo a la legislación nacional y de la Unión Europea aplicable.
No obstante, cuando una entidad de pago que realice los servicios señalados en los 

apartados a) a g) del artículo 1.2 realice simultáneamente otras actividades económicas 
distintas de los servicios de pago, y dichas actividades perjudiquen o puedan perjudicar la 
solidez financiera de la entidad de pago o puedan crear graves dificultades para el ejercicio 
de su supervisión el Banco de España podrá exigirle que constituya una entidad separada 
para la prestación de los servicios de pago.

2. Las entidades de pago únicamente podrán mantener cuentas de pago que se utilicen 
de forma exclusiva para operaciones de pago. Dichas cuentas quedarán sujetas a las 
restantes limitaciones operativas que reglamentariamente se determinen para asegurar su 
finalidad.

3. Las entidades de pago podrán conceder créditos en relación con los servicios de pago 
contemplados en las letras d) y e) del artículo 1.2 únicamente si se cumplen las siguientes 
condiciones:
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a) Que no constituya su actividad principal y se trate de un crédito concedido 
exclusivamente en relación con la ejecución de una operación de pago, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la normativa de crédito al consumo respecto a la concesión de créditos 
mediante tarjeta de crédito;

b) Que el crédito concedido en relación con el pago, ejecutado con arreglo al artículo 22 
sea reembolsado dentro de un plazo corto que, en ningún caso, supere los doce meses;

c) Que dicho crédito no se conceda con cargo a los fondos recibidos o en posesión a 
efectos de la ejecución de una operación de pago; y,

d) Que los fondos propios de la entidad de pago sean en todo momento adecuados, 
conforme a los criterios que a tal efecto establezca el Banco de España, teniendo en cuenta 
la cuantía total de los créditos concedidos.

Artículo 21.  Protección de los fondos de los usuarios de servicios de pago.
1. Las entidades de pago que presten los servicios de pago a que se refieren las letras a) 

a f) del artículo 1.2 protegerán los fondos recibidos de los usuarios de servicios de pago o 
recibidos a través de otro proveedor de servicios de pago para la ejecución de las 
operaciones de pago, sujetándose a uno de los dos procedimientos siguientes:

a) Los fondos no se confundirán en ningún momento con los fondos de ninguna persona 
física o jurídica que no sean usuarios de servicios de pago en cuyo nombre se dispone de 
los fondos y, en caso de que todavía estén en posesión de la entidad de pago y aún no se 
hayan entregado al beneficiario o transferido a otro proveedor de servicios de pago al final 
del día hábil siguiente al día en que se recibieron los fondos, se depositarán en una cuenta 
separada en una entidad de crédito o se invertirán en activos seguros, líquidos y de bajo 
riesgo en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Una vez depositados los fondos en una cuenta separada, los fondos quedarán 
protegidos y los usuarios de servicios de pago, en caso de concurso de la entidad de pago, 
gozarán de un derecho absoluto de separación sobre las cuentas y activos mencionados en 
el párrafo precedente, con respecto a posibles reclamaciones de otros acreedores de la 
entidad de pago.

b) Los fondos estarán cubiertos por una póliza de seguro u otra garantía comparable de 
una compañía de seguros o de una entidad de crédito que no pertenezcan al mismo grupo 
que la propia entidad de pago, por una cantidad equivalente a la que habría sido separada 
en caso de no existir la póliza de seguro u otra garantía comparable, que se hará efectiva en 
caso de que la entidad de pago sea incapaz de hacer frente a sus obligaciones financieras.

El procedimiento adoptado por la entidad se hará público en la forma que se determine 
reglamentariamente y figurará en el registro especial a que se refiere el artículo 13.

2. En caso de que una entidad destine una fracción de los fondos a los que se refiere el 
apartado anterior a operaciones de pago futuras, y el resto se utilice para servicios distintos 
de los servicios de pago, la fracción destinada a operaciones de pago futuras también estará 
sujeta a los requisitos establecidos en el apartado 1. En caso de que dicha fracción sea 
variable o no se conozca con antelación, se aplicará el presente apartado sobre la base de 
una hipótesis acerca de la fracción representativa que se destinará a servicios de pago, 
siempre que esa fracción representativa pueda ser objeto, a satisfacción del Banco de 
España, de una estimación razonable a partir de datos históricos.

Artículo 22.  Solicitud de ejercicio del derecho de establecimiento y libre prestación de 
servicios.

1. Cuando una entidad de pago o una entidad prestadora del servicio de información 
sobre cuentas española pretenda prestar servicios de pago por primera vez en otro Estado 
miembro, bien ejerciendo el derecho de libertad de establecimiento o bien en régimen de 
libre prestación de servicios, deberá comunicarlo previamente al Banco de España, en la 
forma y con el contenido que este determine. A la comunicación acompañará, al menos, la 
siguiente información:

a) El nombre, la dirección y el número de registro en el Banco de España de la entidad.
b) El Estado o Estados miembros en los que se proponga operar.
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c) El servicio o servicios de pago que vayan a prestarse.
d) En caso de que la entidad se proponga utilizar a agentes, la información sobre los 

mismos que reglamentariamente se determine.
e) En caso de que la entidad se proponga operar a través de una sucursal, la siguiente 

información:
1.º) Un plan de negocios que incluya un cálculo de las previsiones presupuestarias para 

los tres primeros ejercicios, que demuestre que la entidad podrá emplear sistemas, recursos 
y procedimientos adecuados y proporcionados para operar correctamente, en relación con el 
ejercicio de actividades de servicios de pago en el Estado o Estados miembros en los que se 
proponga operar.

2.º) Una descripción de los métodos de gobierno empresarial y de los mecanismos de 
control interno de la entidad, incluidos procedimientos administrativos, de gestión del riesgo y 
contables, que demuestre que dichos métodos de gobierno empresarial, mecanismos de 
control y procedimientos son proporcionados, apropiados, sólidos y adecuados, en relación 
con el ejercicio de actividades de servicios de pago en el Estado o Estados miembros en los 
que se proponga operar.

3.º) Una descripción de la estructura organizativa de la sucursal.
4.º) La identidad de los responsables de la gestión de la sucursal.
Asimismo, si la entidad se propone externalizar funciones operativas relacionadas con 

los servicios de pago a otras entidades del Estado o Estados miembros en los que se 
proponga operar, deberá informar de ello al Banco de España.

Una vez analizada y valorada de forma positiva la documentación requerida, el Banco de 
España comunicará toda la información anterior en el plazo de un mes a contar desde la 
fecha en la que la hayan recibido a las autoridades competentes del Estado o Estados 
miembros en los que la entidad se proponga operar e informará a la entidad de que ha 
transmitido la información.

Si las autoridades competentes del Estado miembro de acogida informaran al Banco de 
España de un motivo razonable de inquietud que les suscite el proyecto de contratar a un 
agente o establecer una sucursal, en particular en relación con el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo a efectos de la Directiva (UE) 2015/849, y el Banco de España no 
estuviera de acuerdo con la evaluación de las autoridades competentes del Estado miembro 
de acogida, deberá notificar a estas últimas las razones de su decisión.

El Banco de España denegará en el plazo máximo de tres meses el registro del agente o 
la sucursal, o suprimirá la inscripción en el registro si ya se hubiera practicado, cuando la 
valoración de su situación, en particular a la luz de la información recibida de las autoridades 
competentes del Estado miembro de acogida, sea desfavorable.

Esta decisión se comunicará por el Banco de España a la autoridad competente del 
Estado miembro de acogida y a la entidad de pago.

El agente o sucursal podrá comenzar sus actividades en el correspondiente Estado o 
Estados miembros de acogida una vez inscrito en el registro a que se refiere el artículo 13.

La entidad notificará al Banco de España la fecha a partir de la cual comienza a ejercer 
sus actividades a través del agente o sucursal en el correspondiente Estado miembro de 
acogida. El Banco de España informará de ello a las autoridades competentes del Estado 
miembro de acogida.

Las entidades comunicarán sin demora al Banco de España toda modificación pertinente 
de la información comunicada de conformidad con este apartado.

Las entidades autorizadas en España que se hayan acogido, total o parcialmente, a las 
exenciones permitidas por el artículo 32 de la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015, sobre servicios de pago en el mercado 
interior, no podrán prestar servicios de pago en otro Estado miembro de la Unión Europea 
ejerciendo el derecho de libertad de establecimiento o en régimen de libre prestación de 
servicios.

2. Las entidades autorizadas en otro Estado miembro de la Unión Europea, que no se 
hayan acogido, total o parcialmente, a las exenciones permitidas por el artículo 32 de la 
Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre 
de 2015, sobre servicios de pago en el mercado interior, podrán prestar en España, bien 
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mediante la apertura de una sucursal, bien en régimen de libre prestación de servicios, 
directamente o a través de agentes, los servicios de pago contemplados en el artículo 1.2.

Recibida una comunicación de la autoridad supervisora del Estado miembro de origen de 
la entidad, que contenga, al menos, la información prevista en el apartado 1 anterior, y 
cumplidos los demás requisitos que reglamentariamente se determinen, el Banco de España 
comunicará en el plazo de un mes a las autoridades del Estado miembro de origen la 
información oportuna sobre el proyecto de la entidad de prestar servicios de pago al amparo 
del ejercicio de la libertad de establecimiento o de la libre prestación de servicios. En 
particular, el Banco de España informará a las del Estado miembro de origen de todo motivo 
razonable de inquietud que suscite el proyecto de contratar a un agente o establecer una 
sucursal, en particular en relación con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo a efectos de la Directiva (UE) 2015/849.

Si, tras las comunicaciones entre ambas autoridades, la autoridad competente del 
Estado miembro de origen estima favorablemente la solicitud, se procederá a inscribir el 
agente o la sucursal en el correspondiente registro especial del Banco de España, momento 
a partir del cual podrá la entidad iniciar sus actividades en España.

3. Reglamentariamente se determinará la forma de proceder en el caso de que la entidad 
pretenda efectuar cambios que entrañen modificación de las informaciones comunicadas al 
Banco de España.

4. Las entidades a las que se refiere el apartado 2 deberán respetar en el ejercicio de su 
actividad en España las disposiciones dictadas por razones de interés general, ya sean 
éstas de ámbito estatal, autonómico o local.

5. Respecto a la prestación de servicios de pago transfronterizos por las entidades de 
crédito se estará a lo dispuesto en la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito.

6. La prestación de servicios de pago en terceros países, incluso mediante la creación o 
adquisición de filiales, quedará sujeta, en los términos que reglamentariamente se 
determinen, a la previa autorización del Banco de España.

7. Los apartados anteriores se entenderán sin perjuicio de las competencias atribuidas a 
las autoridades supervisoras por la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo 
de capitales y de la financiación del terrorismo y sus disposiciones de desarrollo, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2015/847 del parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativo a la información que acompaña a las 
transferencias de fondos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1781/2006.

Artículo 23.  Utilización de agentes y delegación de la prestación de funciones de las 
entidades de pago y entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas.

1. Reglamentariamente se fijará el régimen de actuación y los requisitos que deban 
reunir quienes actúen con carácter habitual como agentes de las entidades de pago y de las 
entidades prestadoras del servicio de información sobre cuentas autorizadas en España y 
las condiciones a que estarán sometidos en el ejercicio de su actividad, tanto respecto de los 
que actúen en España, como de los de las entidades autorizadas en España que actúen en 
otros países. En particular, la entidad autorizada en España que tenga el propósito de 
prestar servicios de pago a través de un agente deberá comunicar al Banco de España la 
siguiente información:

a) nombre y domicilio del agente;
b) una descripción de los mecanismos de control interno que vaya a utilizar el agente a 

fin de cumplir las obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y a la financiación del 
terrorismo, descripción que se actualizará sin demora en caso de que se introduzcan 
modificaciones de importancia en los datos comunicados en la notificación inicial;

c) la identidad de los administradores y personas responsables de la gestión del agente 
al que vaya a recurrirse para la prestación de servicios de pago, y, para los agentes que no 
sean proveedores de servicios de pago, una prueba de su honorabilidad y profesionalidad, si 
el agente es una persona física, o de la honorabilidad de sus administradores y personas 
responsables de la gestión si es una persona jurídica;

d) los servicios de pago de la entidad que se encomendarán al agente; y
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e) el número o código de identificación único del agente, si ha lugar.
2. En un plazo de dos meses a partir de la recepción de la información a que se refiere el 

apartado 1, el Banco de España comunicará a la entidad si el agente ha sido incluido o no en 
el registro a que se refiere el artículo 13. Los agentes podrán comenzar a prestar servicios 
de pago una vez inscritos en el registro.

Si el Banco de España considera que la información que se le ha facilitado es incorrecta, 
tomará las disposiciones adicionales oportunas para verificarla antes de inscribir al agente 
en el registro.

Si, tras las disposiciones de verificación adoptadas, el Banco de España sigue dudando 
de que la información que se le ha proporcionado en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 
sea correcta, denegará la inclusión del agente de que se trate en el registro contemplado en 
el artículo 13 e informará de ello a la entidad sin demora indebida.

3. Si la entidad desea prestar servicios de pago en otro Estado miembro mediante la 
contratación de un agente deberá seguir los procedimientos establecidos en el artículo 22.

4. Reglamentariamente se establecerán las condiciones en las que las entidades podrán 
delegar la prestación de funciones operativas relacionadas con los servicios de pago. En 
todo caso, cuando una entidad pretenda externalizar dichas funciones, deberá informar de 
ello al Banco de España.

La externalización de funciones operativas importantes, incluidos los sistemas 
informáticos, deberá realizarse de modo tal que no afecte significativamente ni a la calidad 
del control interno de la entidad ni a la capacidad de las autoridades competentes para 
controlar y hacer un seguimiento a posteriori del cumplimiento por la entidad de todas las 
obligaciones que establece este real decreto-ley.

Se considerará que una función operativa es importante si una anomalía o deficiencia en 
su ejecución puede afectar de manera sustancial a la capacidad de la entidad para cumplir 
permanentemente las condiciones que se derivan de su autorización, o sus demás 
obligaciones en el marco de este real decreto-ley, o afectar a los resultados financieros, a la 
solidez o a la continuidad de sus servicios de pago.

5. Las entidades serán plenamente responsables de los actos de sus empleados y de 
cualesquiera agentes, personas físicas o jurídicas, a las que se hayan externalizado sus 
actividades.

6. La entidad autorizada en España comunicará sin demora al Banco de España toda 
modificación relativa al recurso a entidades a las que se externalicen actividades y a 
agentes, incluidos nuevos agentes.

7. Las entidades se asegurarán de que los agentes que actúen en su nombre informen 
de ello a los usuarios de servicios de pago.

8. Las entidades que ejerzan actividades en territorio nacional por medio de agentes en 
régimen de libertad de establecimiento y cuya administración central esté situada en otro 
Estado miembro deberán nombrar y comunicar al Banco de España, dentro de los supuestos 
y condiciones que determine la Comisión Europea mediante normas técnicas de regulación, 
un punto de contacto central situado en España, con el fin de garantizar una comunicación 
fluida y una notificación adecuada de la información exigida por este real decreto-ley y su 
normativa de desarrollo, sin perjuicio de las disposiciones contra el blanqueo de dinero y 
contra la financiación del terrorismo, y de facilitar la supervisión por las autoridades 
competentes de los Estados miembros de origen y de acogida, en particular mediante la 
transmisión a dichas autoridades de los documentos y la información que estas soliciten.

Artículo 24.  Conservación de la información.
Las entidades de pago conservarán todos los documentos necesarios a efectos del 

presente Título durante, al menos, seis años, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 10/2010, 
de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, 
así como en otras disposiciones nacionales o de la Unión Europea aplicables.

Artículo 25.  Contabilidad y auditoría.
1. Se faculta al titular del Ministerio de Economía y Empresa para establecer y modificar 

las normas de contabilidad y los modelos de los estados financieros públicos y reservados 
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de las entidades de pago, disponiendo la frecuencia, forma y plazo con que los 
correspondientes datos deberán ser suministrados al Banco de España y hacerse públicos 
con carácter general por las propias entidades de pago. En el ejercicio de esta facultad, para 
el cual podrá habilitarse al Banco de España, no existirán más restricciones que la exigencia 
de que los criterios de publicidad sean homogéneos para todas las entidades de pago.

2. Las entidades de pago deberán someter sus cuentas anuales a la auditoría de 
cuentas prevista en el artículo 1.2 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas, 
de conformidad con lo previsto en su Disposición Adicional primera.

3. Será de aplicación a los auditores de las entidades de pago lo dispuesto en la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 22/2015. La obligación de informar que allí se 
establece se entenderá referida al Banco de España.

4. Las entidades de pago que lleven a cabo otras actividades económicas distintas de la 
prestación de servicios de pago deberán informar separadamente en la memoria de las 
cuentas anuales de los activos, pasivos, ingresos y gastos de la actividad relativa, de un 
lado, a los servicios de pago y, de otro, a las actividades auxiliares o vinculadas a ellos, y la 
relativa a las restantes actividades no relacionadas con ellos.

Artículo 26.  Supervisión.
1. Corresponderá al Banco de España el control e inspección de los proveedores de 

servicios de pago de las letras c) y d) del artículo 5.1 cuando lleven a cabo la prestación de 
servicios de pago y su inscripción en el registro que se creará al efecto. El citado control e 
inspección se realizará de forma proporcionada, suficiente y adecuada para los riesgos a los 
que se encuentran expuestas las entidades de pago, en el marco de lo establecido por el 
Título III de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito, con las adaptaciones que reglamentariamente se determinen. Esta 
competencia se extenderá a cualquier oficina, centro o agente dentro o fuera del territorio 
español y, en la medida en que el cumplimiento de las funciones encomendadas al Banco de 
España lo exija, a las sociedades que se integren en el grupo de la afectada y a cualquier 
entidad en que se hayan externalizado actividades.

A estos efectos, el Banco de España podrá recabar de las entidades y personas sujetas 
a su supervisión cuanta información sea necesaria para comprobar el cumplimiento de la 
normativa de ordenación y disciplina a que aquellas estén sujetas. Con el fin de que el 
Banco de España pueda obtener dicha información, o confirmar su veracidad, las entidades 
y personas mencionadas quedan obligadas a poner a disposición del Banco cuantos libros, 
registros y documentos considere precisos, incluidos los programas informáticos, ficheros y 
bases de datos, sea cual sea su soporte, físico o virtual. Igualmente, podrá efectuar 
inspecciones in situ en los proveedores de servicios de pago a que se refiere el apartado 1, 
en cualesquiera agentes o sucursales que presten servicios de pago bajo la responsabilidad 
del proveedor de servicios de pago o en cualquier entidad a la que se hayan externalizado 
actividades.

También podrá emitir recomendaciones o guías adaptadas a las necesidades y al 
régimen propio de los proveedores de servicios de pago de las letras c) y d) del artículo 5.1 
cuando lleven a cabo la prestación de servicios de pago de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 54 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito.

2. El Banco de España deberá informar a las autoridades competentes del Estado 
miembro de acogida siempre que desee efectuar inspecciones in situ en el territorio de este 
último.

El Banco de España podrá encomendar a las autoridades competentes del Estado 
miembro de acogida la realización de inspecciones in situ en la entidad de que se trate.

3. El Banco de España podrá, en el ejercicio de sus propias competencias de control, en 
particular en lo que se refiere al adecuado funcionamiento del sistema de pagos, 
inspeccionar los agentes y sucursales de entidades autorizadas en otros Estados miembros 
de la Unión Europea. Asimismo, podrá asumir la realización de las inspecciones que en 
relación con esas sucursales le hayan sido encomendadas por las autoridades supervisoras 
del Estado miembro donde la entidad haya sido autorizada.
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Todo lo anterior se entiende con independencia de las competencias del propio Banco de 
España o de otras autoridades españolas responsables de que la actividad de la sucursal se 
realice de conformidad con las normas de interés general aplicables.

4. Para el adecuado ejercicio de sus funciones, el Banco de España podrá recabar de los 
agentes y sucursales de las entidades autorizadas en otros Estados miembros de la Unión 
Europea que operen en España la información periódica que precise sobre sus actividades 
en España.

También podrá recabar, a efectos estadísticos e informativos, aquella información que 
sea necesaria para supervisar el cumplimiento de los títulos II y III de este real decreto-ley 
cuando se trate de agentes y sucursales que ejerzan actividades de prestación de servicios 
de pago en régimen de libertad de establecimiento.

Toda entidad que tenga en territorio español agentes o sucursales estará obligada a 
facilitar al Banco de España la información, puntual o periódica, que éste le requiera para el 
cumplimiento de su función de supervisión.

5. El Banco de España supervisará las medidas adoptadas por las entidades para 
asegurar que los agentes o terceros a los que recurra en España para la realización de 
funciones operativas cumplan las obligaciones establecidas en este real decreto-ley y su 
desarrollo reglamentario.

6. La supervisión del Banco de España podrá alcanzar igualmente a las personas 
españolas que controlen entidades de otros Estados miembros de la Unión Europea, dentro 
del marco de la colaboración con las autoridades responsables de la supervisión de dichas 
entidades.

7. Las resoluciones que dicte el Banco de España en el ejercicio de las funciones a que 
se refieren los apartados anteriores serán susceptibles de recurso de alzada ante el titular 
del Ministerio de Economía y Empresa.

8. Las medidas de intervención y de sustitución previstas en el Capítulo V del Título III y 
el artículo 20 de Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito, podrán aplicarse a los proveedores de servicios de pago de las 
letras c) y d) del artículo 5.1 cuando lleven a cabo la prestación de servicios de pago, con las 
especificidades que reglamentariamente puedan establecerse.

9. Si el Banco de España determina que la actividad prestada en régimen de libre 
prestación de servicios, los agentes o sucursales en territorio español de una entidad 
autorizada por otro Estado miembro incumplen las disposiciones de este real decreto-ley o 
su desarrollo reglamentario, informará de ello sin demora a la autoridad competente del 
Estado miembro de origen, al objeto de que ésta, tras evaluar la información recibida, pueda 
adoptar todas las medidas oportunas para garantizar que la entidad ponga fin a la 
irregularidad de que se trate.

10. En situaciones de urgencia que requieran una intervención inmediata a fin de hacer 
frente a una amenaza grave para los intereses colectivos de los usuarios de servicios de 
pago, el Banco de España podrán adoptar medidas cautelares temporales, paralelamente a 
la cooperación transfronteriza entre autoridades competentes y en espera de que las 
autoridades competentes del Estado miembro de origen tomen, en su caso, las medidas 
previstas en el apartado anterior. Tales medidas deberán ser adecuadas y proporcionadas a 
su objetivo y no deberán dar preferencia a los usuarios de los servicios de pago de la entidad 
españoles sobre los usuarios de dichos servicios de otros Estados miembros.

Cuando proceda a tenor de la situación de urgencia, el Banco de España informará a las 
autoridades competentes del Estado miembro de origen y las autoridades competentes de 
cualquier otro Estado miembro afectado, así como a la Comisión Europea y a la ABE, y en 
todo caso sin demora injustificada, de las medidas cautelares adoptadas y de los motivos de 
la adopción de dichas medidas.

Artículo 27.  Información y secreto profesional.
1. En el ejercicio de sus funciones de supervisión e inspección de las entidades de pago, 

el Banco de España colaborará con las autoridades que tengan encomendadas funciones 
semejantes en otros Estados y podrá comunicar informaciones relativas a la dirección, 
gestión y propiedad de estas entidades, así como las que puedan facilitar el control de 
solvencia de las mismas y su supervisión o sirva para evitar, perseguir o sancionar 
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conductas irregulares; igualmente, podrá suscribir, a tal efecto, acuerdos de colaboración 
con dichas autoridades.

En el caso de que las autoridades competentes no pertenezcan a otro Estado miembro, 
el suministro de estas informaciones exigirá que exista reciprocidad y que las autoridades 
competentes se hallen sujetas al deber de secreto profesional en condiciones que, como 
mínimo, sean equiparables a las establecidas por las leyes españolas.

En el caso de que las autoridades competentes pertenezcan a otro Estado miembro, el 
Banco de España facilitará a las interesadas, por propia iniciativa, cualquier información que 
sea esencial para el ejercicio de sus tareas de supervisión, y, cuando se le solicite, toda 
información pertinente a iguales fines.

2. Será asimismo de aplicación, con las adaptaciones que reglamentariamente se 
determinen, lo dispuesto en el Capítulo III del título III de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, tanto a los efectos previstos en 
el apartado anterior como a los restantes contemplados en el propio artículo.

3. Adicionalmente, el Banco de España podrá intercambiar información que sea 
relevante para el ejercicio de sus respectivas competencias con:

a) El Banco Central Europeo y los bancos centrales nacionales de los Estados miembros 
de la Unión Europea, en su calidad de autoridades monetarias y de supervisión, y, en su 
caso, con otras autoridades públicas responsables de la vigilancia de los sistemas de pago y 
liquidación, y de la autorización y supervisión de las entidades de pago.

b) La Autoridad Bancaria Europea, en su función de contribuir al funcionamiento 
consecuente y coherente de los mecanismos de supervisión a que se refiere el artículo 1, 
apartado 5, letra a), del Reglamento (UE) n.º 1093/2010.

c) Otras autoridades pertinentes designadas en virtud de este real decreto-ley, del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE, de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo y sus disposiciones de desarrollo y de otras 
disposiciones de Derecho de la Unión Europea aplicables a los proveedores de servicios de 
pago.

4. El artículo 82 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y 
solvencia de entidades de crédito, será de aplicación, con las adaptaciones que 
reglamentariamente puedan adoptarse, respecto de los datos, documentos e informaciones 
que obren en poder del Banco de España en virtud del ejercicio de la función supervisora de 
las entidades de pago.

TÍTULO II
Transparencia de las condiciones y requisitos de información aplicables a los 

servicios de pago, resolución y modificación del contrato marco

Artículo 28.  Ámbito de aplicación.
1. El presente título será de aplicación a las operaciones de pago singulares, a los 

contratos marco y a las operaciones de pago sujetas a dichos contratos.
2. Cuando el usuario del servicio de pago no sea un consumidor ni microempresa, las 

partes en las operaciones y contratos mencionados en el apartado anterior podrán acordar 
que no se aplique, en todo o en parte, este título y sus disposiciones de desarrollo.

Artículo 29.  Transparencia de las condiciones y los requisitos de información aplicables a 
los servicios de pago.

1. El proveedor de servicios de pago facilitará al usuario de servicios de pago, de un 
modo fácilmente accesible para él, toda la información y condiciones relativas a la prestación 
de los servicios de pago que en desarrollo de este real decreto-ley se fijen.
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2. Cuando una cuenta de pago se ofrezca como parte de un paquete, junto con otro 
producto o servicio no asociado a una cuenta de pago, el proveedor de servicios de pago 
informará al usuario de servicios de pago si es o no posible obtener la cuenta de pago sin 
adquirir el paquete y, en caso afirmativo, le facilitará por separado información sobre los 
costes y las comisiones asociadas a cada uno de los otros productos y servicios ofrecidos en 
ese paquete que pueda adquirirse por separado.

3. El titular del Ministerio de Economía y Empresa determinará los requisitos de 
información y demás condiciones aplicables a las operaciones de pago singulares y a las 
operaciones de pago reguladas por un contrato marco, las excepciones al régimen general 
de información para los instrumentos de pago de escasa cuantía y al dinero electrónico, así 
como el contenido mínimo del contrato marco y del folleto informativo, junto con sus 
modalidades de difusión.

Artículo 30.  Gastos de información.
1. El proveedor de servicios de pago no podrá cobrar al usuario del servicio de pago por 

el suministro de la información indicada en el presente título y sus disposiciones de 
desarrollo.

2. El proveedor de servicios de pago y el usuario de servicios de pago podrán acordar 
que se cobren gastos por la comunicación de información adicional a la exigida por norma 
legal o reglamentaria o con mayor frecuencia que la exigida por las mismas, o por la 
transmisión de ésta por medios de comunicación distintos de los especificados en el contrato 
marco, siempre y cuando la información se facilite a petición del usuario del servicio de pago.

3. Cuando el proveedor de servicios de pago pueda cobrar los gastos en concepto de 
información con arreglo a lo dispuesto en el apartado 2, esos gastos serán razonables y 
acordes con los costes efectivamente soportados por el proveedor de servicios de pago.

Artículo 31.  Carga de la prueba en relación con los requisitos de información.
La carga de la prueba del cumplimiento de los requisitos en materia de información 

establecidos en el presente título y sus disposiciones de desarrollo recaerá sobre el 
proveedor de servicios de pago.

Artículo 32.  Resolución del contrato marco.
1. El usuario del servicio de pago podrá resolver el contrato marco en cualquier 

momento, sin necesidad de preaviso alguno. El proveedor de servicios de pago procederá al 
cumplimiento de la orden de resolución del contrato marco antes de transcurridas 24 horas 
desde la recepción de la solicitud del usuario.

2. En caso de que se trate del contrato marco de una cuenta de pago, el proveedor de 
servicios de pago pondrá a disposición del usuario del servicio de pago el saldo que, en su 
caso, la misma presentase a su favor, y el usuario deberá entregar al proveedor de servicios 
de pago, para su inutilización, todos los instrumentos de pago asociados a la cuenta de 
pago.

No obstante, no se aplicará lo previsto en el apartado 1 si el usuario tuviera contratado 
con el proveedor de servicios de pagos otro producto o servicio financiero para cuya gestión 
sea necesario mantener abierta una cuenta de pago con el proveedor de servicios de pago, 
o en aquellos otros supuestos que se determinen reglamentariamente.

En estos casos, el proveedor de servicios de pago no podrá modificar unilateralmente el 
coste de la cuenta de pago o introducir concepto alguno del que se derive un coste para el 
usuario superior al vigente en el momento de la solicitud de resolución prevista en el 
apartado 1, siempre que el usuario de servicios de pago no utilice la cuenta de pago para 
finalidades distintas de las relacionadas con el producto o servicio financiero para cuya 
gestión se mantiene abierta.

3. La resolución de un contrato marco será gratuita para el usuario de servicios de pago 
a no ser que el contrato haya estado en vigor durante menos de seis meses. En este último 
caso, cualquier comisión o gasto aplicable por la resolución del contrato marco será 
adecuado y acorde con los costes.
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4. De acordarse así en el contrato marco, el proveedor de servicios de pago podrá 
resolver un contrato marco celebrado por un período indefinido si avisa con una antelación 
mínima de dos meses.

5. De las comisiones y los gastos que se cobren periódicamente por los servicios de 
pago, el usuario de servicios de pago solo abonará la parte proporcional adeudada hasta la 
resolución del contrato. Cuando dichas comisiones y gastos se hayan pagado por anticipado, 
se reembolsarán de manera proporcional a la duración del plazo que cubra la comisión o 
gasto de que se trate.

6. Los preceptos de este artículo se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en el Código 
Civil sobre los derechos de las partes a solicitar la declaración de nulidad del contrato marco. 
Asimismo, se aplicarán supletoriamente las previsiones del Código Civil sobre la resolución 
de las obligaciones contractuales.

Artículo 33.  Modificación de las condiciones del contrato marco.
1. El proveedor de servicios de pago deberá proponer cualquier modificación de las 

condiciones contractuales y de la información y las condiciones a las que se refiere el 
artículo 29 de manera clara, individualizada, sin acumularla a otra información o a publicidad, 
y en papel u otro soporte duradero, en la forma que se determine por el titular del Ministerio 
de Economía y Empresa, y con una antelación no inferior a dos meses respecto de la fecha 
en que entre en vigor la modificación propuesta. El usuario de servicios de pago podrá 
aceptar o rechazar las modificaciones del contrato marco antes de la fecha propuesta para 
su entrada en vigor por el mismo medio que le sean notificadas.

No obstante, se podrán aplicar de manera inmediata todas aquellas modificaciones que, 
inequívocamente, resulten más favorables para los usuarios de servicios de pago.

Todas las modificaciones propuestas deberán destacarse con claridad. Cuando se haya 
convenido así, el proveedor de servicios de pago informará al usuario de servicios de pago 
de que cabe considerar que ha aceptado la modificación de las condiciones de que se trate 
en caso de no comunicar al proveedor de servicios de pago su no aceptación con 
anterioridad a la fecha propuesta de entrada en vigor. Esta advertencia se destacará, en su 
caso, tanto en el contrato marco como en la comunicación que conforme a este apartado se 
remita al cliente. En tal supuesto, el proveedor de servicios de pago especificará que el 
usuario de servicios de pago tendrá el derecho a resolver el contrato marco sin coste alguno 
y con efecto a partir de cualquier momento anterior a la fecha en que se habría aplicado la 
modificación, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 32.2 y 32.3.

2. Las modificaciones de los tipos de interés o de cambio podrán aplicarse de inmediato 
y sin previo aviso, siempre que así se haya acordado en el contrato marco y que las 
variaciones se basen en los tipos de interés o de cambio de referencia acordados. El usuario 
de servicios de pago será informado de toda modificación del tipo de interés lo antes posible, 
a menos que las partes hayan acordado una frecuencia específica o un procedimiento de 
comunicación o puesta a disposición de la información. No obstante, los cambios en los tipos 
de interés o de cambio que sean más favorables para los usuarios de servicios de pago 
podrán aplicarse sin previo aviso.

3. Las modificaciones de los tipos de interés o de cambio utilizados en las operaciones 
de pago se aplicarán y calcularán de una forma neutra y que no resulte discriminatoria con 
respecto a los usuarios de servicios de pago.
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TÍTULO III
Derechos y obligaciones en relación con la prestación y utilización de servicios 

de pago

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Artículo 34.  Ámbito de aplicación y excepciones.
1. Cuando el usuario de servicios de pago no sea un consumidor ni una microempresa, 

las partes podrán convenir que no se apliquen, total o parcialmente, los artículos 35.1, 36.3, 
44, 46, 48, 52, 60 y 61 del presente título. También podrán convenir las partes que no se 
aplique total o parcialmente el artículo 49 y un plazo distinto del que se establece en el 
artículo 43 cuando el usuario de servicios de pago no sea un consumidor.

2. En caso de dinero electrónico e instrumentos de pago que, con arreglo al contrato 
marco, solo afecten a operaciones de pago individuales no superiores a 30 euros, o que 
tengan un límite de gasto de 150 euros o bien permitan almacenar fondos que no exceden 
en ningún momento la cantidad de 150 euros los proveedores de servicios de pago podrán 
convenir con sus usuarios de servicios de pago que:

a) no se apliquen el artículo 41.b), el artículo 42, apartado 1, letras c) y d), ni el 
artículo 46, apartado 3, si el instrumento de pago no permite su bloqueo ni impedir futuras 
utilizaciones;

b) no se apliquen los artículos 44, 45 ni el artículo 46, apartados 1 y 3, si el instrumento 
de pago se utiliza de forma anónima o el proveedor de servicios de pago es incapaz, por 
otros motivos intrínsecos del propio instrumento de pago, de demostrar que la operación de 
pago ha sido autorizada;

c) no obstante lo dispuesto en el artículo 51, apartado 1, el proveedor de servicios de 
pago no tenga la obligación de notificar al usuario del servicio de pago su rechazo de la 
orden de pago si la no ejecución resulta evidente en el contexto de que se trate;

d) no obstante lo dispuesto en el artículo 52, el ordenante no pueda revocar la orden de 
pago una vez que la haya transmitido o haya dado su consentimiento para efectuar la 
operación de pago al beneficiario;

e) no obstante lo dispuesto en los artículos 55 y 56, se apliquen otros períodos de 
ejecución.

3. Para las operaciones de pago a nivel nacional, los límites del apartado anterior se 
elevarán al doble de las cantidades allí indicadas. Para los instrumentos de pago en 
modalidad de prepago los límites serán de 500 euros.

4. Cuando el proveedor de servicios de pago del ordenante no tenga capacidad para 
bloquear la cuenta o el instrumento de pago no se aplicará lo dispuesto en los artículos 445 
y 456 de este Real Decreto-ley, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan, 
al dinero electrónico, tal y como se define en el apartado segundo del artículo 1.2 de la 
Ley 21/2011, de 26 de julio, de dinero electrónico.

Artículo 35.  Gastos y comisiones aplicables.
1. Las comisiones percibidas por servicios de pago serán las que se fijen libremente 

entre proveedor de servicios de pago y sus clientes. Sólo podrán percibirse comisiones o 
repercutirse gastos por servicios solicitados en firme o aceptados expresamente por un 
cliente y siempre que respondan a servicios efectivamente prestados o gastos habidos. Los 
proveedores de servicios de pago no podrán establecer comisiones para la prestación del 
servicio de retirada de efectivo en ventanilla cuando se trate de personas mayores de 
sesenta y cinco años o con discapacidad reconocida igual o superior al 33 por ciento.

El proveedor de servicios de pago no podrá cobrar al usuario del servicio de pago por el 
cumplimiento de sus obligaciones de información o por las medidas correctivas o preventivas 
contempladas en este Título, salvo que se hubiera pactado otra cosa de conformidad con lo 
previsto en los artículos 30.2, 51.1, 52.5 y el último párrafo del artículo 59.2. En esos casos, 
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los gastos serán recogidos en el contrato entre el usuario y el proveedor de servicios de 
pago y serán adecuados y acordes con los costes efectivamente soportados por el 
proveedor de servicios de pago.

2. En toda prestación de servicios de pago en la que tanto el proveedor de servicios de 
pago del ordenante como el del beneficiario estén situados en España, o uno de los 
proveedores esté situado en España y el otro u otros lo estén en otro Estado miembro de la 
Unión Europea, o en las que solo intervenga un proveedor de servicios de pago que esté 
situado en España, el beneficiario pagará los gastos cobrados por su proveedor de servicios 
de pago y el ordenante abonará los gastos cobrados por su proveedor de servicios de pago.

3. Los beneficiarios de las operaciones de pago no podrán exigir al ordenante el pago de 
gastos o cuotas adicionales por la utilización de cualesquiera instrumentos de pago.

4. Los beneficiarios de las operaciones de pago podrán ofrecer al ordenante una 
reducción en el precio u otra ventaja que le incite de algún otro modo a utilizar un 
instrumento de pago concreto.

CAPÍTULO II
Autorización de operaciones de pago

Artículo 36.  Consentimiento y retirada del consentimiento.
1. Las operaciones de pago se considerarán autorizadas cuando el ordenante haya dado 

el consentimiento para su ejecución. A falta de tal consentimiento la operación de pago se 
considerará no autorizada. El consentimiento para la ejecución de una operación de pago 
podrá darse también por conducto del beneficiario o del proveedor de servicios de iniciación 
de pagos.

El ordenante y su proveedor de servicios de pago acordarán la forma en que se dará el 
consentimiento, así como el procedimiento de notificación del mismo.

2. El consentimiento podrá otorgarse con anterioridad a la ejecución de la operación o, si 
así se hubiese convenido, con posterioridad a la misma, conforme al procedimiento y límites 
acordados entre el ordenante y su proveedor de servicios de pago.

3. El ordenante podrá retirar el consentimiento en cualquier momento, pero no después 
de la irrevocabilidad a que se refiere el artículo 52. Cuando el consentimiento se hubiese 
dado para una serie de operaciones de pago, su retirada implicará que toda futura operación 
de pago que estuviese cubierta por dicho consentimiento se considerará no autorizada.

Artículo 37.  Confirmación de la disponibilidad de fondos.
1. Los proveedores de servicios de pago gestores de cuenta, previa solicitud de un 

proveedor de servicios de pago que emita instrumentos de pago basados en tarjetas, 
confirmarán inmediatamente la disponibilidad de fondos en la cuenta de pago del ordenante 
para la ejecución de una operación de pago basada en una tarjeta, siempre que se cumplan 
todas las condiciones siguientes:

a) que la cuenta de pago del ordenante sea accesible en línea en el momento de la 
solicitud;

b) que el ordenante haya dado consentimiento explícito al proveedor de servicios de 
pago gestor de cuenta para que responda a las solicitudes de proveedores de servicios de 
pago específicos de facilitar confirmación de que el importe correspondiente a una operación 
de pago basada en una tarjeta determinada está disponible en la cuenta de pago del 
ordenante;

c) que el consentimiento a que hace referencia la letra b) debe darse antes de que se 
realice la primera solicitud de confirmación.

2. El proveedor de servicios de pago podrá solicitar la confirmación a que hace 
referencia el apartado 1 cuando se cumplan todas las condiciones siguientes:

a) que el ordenante haya dado consentimiento explícito al proveedor de servicios de 
pago que solicite dicha confirmación;

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 33  Real Decreto-ley de servicios de pago y medidas urgentes en materia financiera

– 831 –



b) que el ordenante haya iniciado la operación de pago basada en una tarjeta por el 
importe en cuestión utilizando un instrumento de pago basado en tarjeta emitido por el 
proveedor de servicios de pago;

c) que el proveedor de servicios de pago se identifique ante el proveedor de servicios de 
pago gestor de cuenta antes de cada solicitud de confirmación, y se comunique de manera 
segura con el proveedor de servicios de pago gestor de cuenta, de conformidad con lo 
previsto en el Reglamento Delegado 2018/389 y a los criterios que, dentro de las 
disposiciones de la Autoridad Bancaria Europea que le resulten aplicables, determine el 
Banco de España.

3. De conformidad con la normativa de protección de datos personales, la confirmación a 
que hace referencia el apartado 1 consistirá únicamente en una simple respuesta de «sí» o 
«no» y no en un extracto del saldo de cuenta. Esa respuesta no se conservará ni utilizará 
para fines distintos de la ejecución de la operación de pago con tarjeta.

4. La confirmación a que hace referencia el apartado 1 no permitirá al proveedor de 
servicios de pago gestor de cuenta bloquear fondos en la cuenta de pago del ordenante.

5. El ordenante podrá solicitar al proveedor de servicios de pago gestor de cuenta que le 
comunique la identificación del proveedor de servicios de pago y la respuesta facilitada.

6. El presente artículo no se aplicará a las operaciones de pago iniciadas mediante 
instrumentos de pago basados en tarjetas en los que se almacene dinero electrónico tal 
como se define en la Ley 21/2011, de 26 de julio, de dinero electrónico.

Artículo 38.  Normas de acceso a la cuenta de pago en caso de servicios de iniciación de 
pagos.

1. Siempre que se pueda acceder en línea a la correspondiente cuenta de pago, todo 
ordenante podrá recurrir a un proveedor de servicios de iniciación de pagos para obtener los 
servicios de pago a que se refiere el artículo 1.2.g).

2. Si el ordenante da su consentimiento explícito para que se efectúe un pago de 
conformidad con el artículo 36, el proveedor de servicios de pago gestor de cuenta tomará 
las disposiciones indicadas en el apartado 4 para garantizar que el ordenante pueda ejercer 
su derecho a utilizar el servicio de iniciación de pagos.

3. El proveedor de servicios de iniciación de pagos:
a) en ningún momento entrará en poder de los fondos del ordenante en relación con la 

prestación del servicio de iniciación de pagos;
b) garantizará que las credenciales de seguridad personalizadas del usuario de servicios 

de pago no sean accesibles a terceros, con excepción del usuario y del emisor de las 
credenciales de seguridad personalizadas, y que las transmite a través de canales seguros y 
eficientes;

c) garantizará que cualquier otra información sobre el usuario de servicios de pago 
obtenida al prestar servicios de iniciación de pagos se facilita exclusivamente al beneficiario 
y únicamente con el consentimiento explícito del usuario de servicios de pago;

d) cada vez que se inicie un pago, se identificará ante el proveedor de servicios de pago 
gestor de cuenta del titular de la cuenta y se comunicará de manera segura con el proveedor 
de servicios de pago gestor de cuenta, el ordenante y el beneficiario, conforme a lo previsto 
en el Reglamento Delegado 2018/389 y a los criterios que, dentro de las disposiciones de la 
Autoridad Bancaria Europea que le resulten aplicables, determine el Banco de España;

e) no almacenará datos de pago sensibles del usuario de servicios de pago;
f) no solicitará al usuario de servicios de pago ningún dato distinto de los necesarios para 

prestar el servicio de iniciación del pago;
g) no utilizará, almacenará o accederá a ningún dato para fines distintos de la prestación 

del servicio de iniciación de pagos expresamente solicitado por el ordenante;
h) no modificará el importe, el destinatario ni ningún otro elemento de la operación.
4. El proveedor de servicios de pago gestor de cuenta:
a) establecerá una comunicación segura con los proveedores de servicios de iniciación 

de pagos, de conformidad con lo previsto en el artículo 68 y en las normas técnicas de la 
ABE que resulten aplicables;
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b) inmediatamente después de la recepción de la orden de pago procedente de un 
proveedor de servicios de iniciación de pagos, facilitará al proveedor de servicios de 
iniciación de pagos o pondrá a su disposición toda la información sobre el inicio de la 
operación de pago y toda la información a la que tenga acceso con relación a la ejecución de 
la operación de pago al proveedor de servicios de iniciación de pagos;

c) tratará las órdenes de pago transmitidas a través de los servicios de un proveedor de 
servicios de iniciación de pagos sin discriminación alguna con respecto a las órdenes de 
pago transmitidas directamente por el ordenante, salvo por causas objetivas, en particular en 
lo que se refiere a los plazos, la prioridad o los gastos aplicables.

5. La prestación de servicios de iniciación de pagos no se supeditará a la existencia de 
una relación contractual a tal fin entre los proveedores de servicios de iniciación de pagos y 
los proveedores de servicios de pago gestores de cuentas.

Artículo 39.  Normas de acceso a la información sobre cuentas de pago y uso de dicha 
información en caso de servicios de información sobre cuentas.

1. El proveedor de servicios de pago que preste el servicio de información sobre cuentas:
a) prestará sus servicios exclusivamente sobre la base del consentimiento explícito del 

usuario del servicio de pago;
b) garantizará que las credenciales de seguridad personalizadas del usuario de servicios 

de pago no sean accesibles a terceros, con excepción del usuario y del emisor de las 
credenciales de seguridad personalizadas, y que, cuando las transmita el proveedor de 
servicios de pago que preste el servicio de información sobre cuentas, la transmisión se 
realice a través de canales seguros y eficientes;

c) en cada comunicación, se identificará ante el proveedor o proveedores de servicios de 
pago gestores de cuenta del usuario de servicios de pago y se comunicará de manera 
segura con el proveedor o proveedores de servicios de pago gestores de cuenta y el usuario 
del servicio de pago, de conformidad con lo previsto en el Reglamento Delegado 2018/389 y 
a los criterios que, dentro de las disposiciones de la Autoridad Bancaria Europea que le 
resulten aplicables, determine el Banco de España;

d) accederá únicamente a la información de las cuentas de pago designadas por el 
usuario y las operaciones de pago correspondientes;

e) no solicitará datos de pago sensibles vinculados a las cuentas de pago;
f) no utilizará, almacenará o accederá a ningún dato, para fines distintos de la prestación 

del servicio de información sobre cuentas expresamente solicitado por el usuario del servicio 
de pago, de conformidad con las normas sobre protección de datos.

3. En lo que se refiere a las cuentas de pago, el proveedor de servicios de pago gestor 
de cuenta:

a) establecerá una comunicación segura con los proveedores de servicios de 
información sobre cuentas, y

b) tratará las peticiones de datos transmitidas a través de los servicios de un proveedor 
de servicios de pago que preste el servicio de información sobre cuentas sin discriminación 
alguna, salvo por causas objetivas.

Artículo 40.  Limitaciones a la utilización del instrumento de pago y al acceso a las cuentas 
de pago por proveedores de servicios de pago.

1. Cuando se emplee un instrumento de pago específico a fin de notificar el 
consentimiento, el ordenante y el proveedor de servicios de pago podrán acordar un límite 
de gasto aplicable a las operaciones de pago ejecutadas mediante dicho instrumento de 
pago.

2. Siempre que se haya acordado en el contrato marco, el proveedor de servicios de 
pago podrá reservarse el derecho de bloquear el instrumento de pago por razones 
objetivamente justificadas relacionadas con la seguridad del instrumento de pago, la 
sospecha de una utilización no autorizada o fraudulenta del mismo o, en caso de que esté 
asociado a una línea de crédito, un aumento significativo del riesgo de que el ordenante 
pueda ser incapaz de hacer frente a su obligación de pago.
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3. En los supuestos previstos en el apartado anterior, el proveedor de servicios de pago 
informará al ordenante, en la forma convenida, del bloqueo del instrumento de pago y de los 
motivos para ello. Esta comunicación se producirá con carácter previo al bloqueo y, de no 
resultar posible, inmediatamente después del mismo, a menos que la comunicación de tal 
información resulte comprometida por razones de seguridad objetivamente justificadas o 
fuese contraria a cualquier otra disposición normativa.

4. El proveedor de servicios de pago desbloqueará el instrumento de pago o lo sustituirá 
por otro nuevo una vez que hayan dejado de existir los motivos para bloquear su utilización. 
Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del usuario a solicitar el desbloqueo en 
tales circunstancias. El desbloqueo del instrumento de pago o su sustitución por uno nuevo 
se realizará sin coste alguno para el usuario del servicio de pago.

5. Un proveedor de servicios de pago gestor de cuenta podrá denegar el acceso a una 
cuenta de pago a un proveedor de servicios de pago que preste el servicio de información 
sobre cuentas o un proveedor de servicios de iniciación de pagos por razones objetivamente 
justificadas y debidamente documentadas relacionadas con el acceso no autorizado o 
fraudulento a la cuenta de pago por parte del proveedor de servicios de pago que preste el 
servicio de información sobre cuentas o el proveedor de servicios de iniciación de pagos, en 
particular con la iniciación no autorizada o fraudulenta de una operación de pago. En tales 
casos, el proveedor de servicios de pago gestor de cuenta informará al ordenante, de la 
manera convenida, de la denegación del acceso a la cuenta de pago y de los motivos para 
ello. Esa información será facilitada al ordenante, de ser posible, antes de denegar el acceso 
y, a más tardar, inmediatamente después de la denegación, a menos que la comunicación de 
tal información ponga en peligro medidas de seguridad objetivamente justificadas o esté 
prohibida por otras disposiciones legales.

El proveedor de servicios de pago gestor de cuenta permitirá el acceso a la cuenta de 
pago una vez dejen de existir los motivos para denegar el acceso.

6. En los casos contemplados en el apartado 5, el proveedor de servicios de pago gestor 
de cuenta comunicará inmediatamente al Banco de España el incidente relacionado con el 
proveedor de servicios de servicios de pago que preste el servicio de información sobre 
cuentas o el proveedor de servicios de iniciación de pagos. La información incluirá los datos 
pertinentes del caso y los motivos para tomar medidas. El Banco de España evaluará el caso 
y, cuando sea necesario, adoptará las medidas adecuadas.

Artículo 41.  Obligaciones del usuario de servicios de pago en relación con los instrumentos 
de pago y las credenciales de seguridad personalizadas.

El usuario de servicios de pago habilitado para utilizar un instrumento de pago:
a) utilizará el instrumento de pago de conformidad con las condiciones que regulen la 

emisión y utilización del instrumento de pago que deberán ser objetivas, no discriminatorias y 
proporcionadas y, en particular, en cuanto reciba un instrumento de pago, tomará todas las 
medidas razonables a fin de proteger sus credenciales de seguridad personalizadas;

b) en caso de extravío, sustracción o apropiación indebida del instrumento de pago o de 
su utilización no autorizada, lo notificará al proveedor de servicios de pago o a la entidad que 
este designe, sin demora indebida en cuanto tenga conocimiento de ello.

Artículo 42.  Obligaciones del proveedor de servicios de pago en relación con los 
instrumentos de pago.

1. El proveedor de servicios de pago emisor de un instrumento de pago:
a) Se cerciorará de que las credenciales de seguridad personalizadas del instrumento de 

pago solo sean accesibles para el usuario de servicios de pago facultado para utilizar dicho 
instrumento, sin perjuicio de las obligaciones que incumben al usuario de servicios de pago 
con arreglo al artículo 41.

b) Se abstendrá de enviar instrumentos de pago que no hayan sido solicitados, salvo en 
caso de que deba sustituirse un instrumento de pago ya entregado al usuario de servicios de 
pago.

Esta sustitución podrá venir motivada por la incorporación al instrumento de pago de 
nuevas funcionalidades, no expresamente solicitadas por el usuario, siempre que en el 
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contrato marco se hubiera previsto tal posibilidad y la sustitución se realice con carácter 
gratuito para el cliente.

c) Garantizará que en todo momento estén disponibles medios adecuados y gratuitos 
que permitan al usuario de servicios de pago efectuar una notificación en virtud del 
artículo 41.b), o solicitar un desbloqueo con arreglo a lo dispuesto en el artículo 40.4. A este 
respecto, el proveedor de servicios de pago facilitará, también gratuitamente, al usuario de 
dichos servicios, cuando éste se lo requiera, medios tales que le permitan demostrar que ha 
efectuado dicha comunicación, durante los 18 meses siguientes a la misma.

d) Ofrecerá al usuario de servicios de pago la posibilidad de efectuar una notificación en 
virtud del artículo 41.b), gratuitamente y cobrar, si acaso, únicamente los costes de 
sustitución directamente imputables al instrumento de pago.

e) Impedirá cualquier utilización del instrumento de pago una vez efectuada la 
notificación en virtud del artículo 41.b).

2. El proveedor de servicios de pago soportará los riesgos derivados del envío de un 
instrumento de pago al usuario de servicios de pago o del envío de cualesquiera elementos 
de seguridad personalizados del mismo.

Artículo 43.  Notificación y rectificación de operaciones de pago no autorizadas o ejecutadas 
incorrectamente.

1. El usuario de servicios de pago obtendrá la rectificación por parte del proveedor de 
servicios de pago de una operación de pago no autorizada o ejecutada incorrectamente 
únicamente si el usuario de servicios de pago se lo comunica sin demora injustificada, en 
cuanto tenga conocimiento de cualquiera de dichas operaciones que sea objeto de 
reclamación, incluso las cubiertas por el artículo 60, y, en todo caso, dentro de un plazo 
máximo de trece meses contados desde la fecha del adeudo.

Los plazos para la notificación establecidos en el párrafo primero no se aplicarán cuando 
el proveedor de servicios de pago no le haya proporcionado ni puesto a su disposición la 
información sobre la operación de pago con arreglo a lo establecido en el título II.

2. Cuando intervenga un proveedor de servicios de iniciación de pagos, el usuario de 
servicios de pago deberá obtener la rectificación del proveedor de servicios de pago gestor 
de cuenta en virtud del apartado 1, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.2, y el 
artículo 60.1.

Artículo 44.  Prueba de la autenticación y ejecución de las operaciones de pago.
1. Cuando un usuario de servicios de pago niegue haber autorizado una operación de 

pago ya ejecutada o alegue que ésta se ejecutó de manera incorrecta, corresponderá al 
proveedor de servicios de pago demostrar que la operación de pago fue autenticada, 
registrada con exactitud y contabilizada, y que no se vio afectada por un fallo técnico u otra 
deficiencia del servicio prestado por el proveedor de servicios de pago.

Si el usuario de servicios de pago inicia la operación de pago a través de un proveedor 
de servicios de iniciación de pagos, corresponderá a éste demostrar que, dentro de su 
ámbito de competencia, la operación de pago fue autenticada y registrada con exactitud y no 
se vio afectada por un fallo técnico u otras deficiencias vinculadas al servicio de pago del 
que es responsable.

2. A los efectos de lo establecido en el apartado anterior, el registro por el proveedor de 
servicios de pago, incluido, en su caso, el proveedor de servicios de iniciación de pagos, de 
la utilización del instrumento de pago no bastará, necesariamente, para demostrar que la 
operación de pago fue autorizada por el ordenante, ni que éste ha actuado de manera 
fraudulenta o incumplido deliberadamente o por negligencia grave una o varias de sus 
obligaciones con arreglo al artículo 41.

3. Corresponderá al proveedor de servicios de pago, incluido, en su caso, el proveedor 
de servicios de iniciación de pagos, probar que el usuario del servicio de pago cometió 
fraude o negligencia grave.

4. El proveedor de servicios de pago conservará la documentación y los registros que le 
permitan acreditar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título y sus 
disposiciones de desarrollo y las facilitará al usuario en el caso de que así le sea solicitado, 
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durante, al menos, seis años. No obstante, el proveedor de servicios de pago conservará la 
documentación relativa al nacimiento, modificación y extinción de la relación jurídica que le 
une con cada usuario de servicios de pago al menos durante el periodo en que, a tenor de 
las normas sobre prescripción puedan resultarles conveniente para promover el ejercicio de 
sus derechos contractuales o sea posible que les llegue a ser exigido el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo establecido en la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, así como en otras disposiciones nacionales o de la Unión Europea aplicables.

Artículo 45.  Responsabilidad del proveedor de servicios de pago en caso de operaciones 
de pago no autorizadas.

1. Sin perjuicio del artículo 43 de este real decreto-ley, en caso de que se ejecute una 
operación de pago no autorizada, el proveedor de servicios de pago del ordenante devolverá 
a éste el importe de la operación no autorizada de inmediato y, en cualquier caso, a más 
tardar al final del día hábil siguiente a aquel en el que haya observado o se le haya notificado 
la operación, salvo cuando el proveedor de servicios de pago del ordenante tenga motivos 
razonables para sospechar la existencia de fraude y comunique dichos motivos por escrito al 
Banco de España, en la forma y con el contenido y plazos que éste determine. En su caso, 
el proveedor de servicios de pago del ordenante restituirá la cuenta de pago en la cual se 
haya efectuado el adeudo al estado en el que se habría encontrado de no haberse efectuado 
la operación no autorizada.

La fecha de valor del abono en la cuenta de pago del ordenante no será posterior a la 
fecha de adeudo del importe devuelto.

2. Cuando la operación de pago se inicie a través de un proveedor de servicios de 
iniciación de pagos, el proveedor de servicios de pago gestor de cuenta devolverá 
inmediatamente y, en cualquier caso, a más tardar al final del día hábil siguiente, el importe 
de la operación de pago no autorizada y, en su caso, restituirá la cuenta de pago en la cual 
se haya efectuado el adeudo al estado en el que se habría encontrado de no haberse 
efectuado la operación no autorizada.

Si el responsable de la operación de pago no autorizada es el proveedor de servicios de 
iniciación de pagos, deberá resarcir de inmediato al proveedor de servicios de pago gestor 
de cuenta, a petición de este, por las pérdidas sufridas o las sumas abonadas para efectuar 
la devolución al ordenante, incluido el importe de la operación de pago no autorizada. De 
conformidad con el artículo 44.1, corresponderá al proveedor de servicios de iniciación de 
pagos demostrar que, dentro de su ámbito de competencia, la operación de pago fue 
autenticada y registrada con exactitud y no se vio afectada por un fallo técnico u otras 
deficiencias vinculadas al servicio de pago del que es responsable.

3. Podrán determinarse otras indemnizaciones económicas de conformidad con la 
normativa aplicable al contrato celebrado entre el ordenante y el proveedor de servicios de 
pago o el contrato celebrado entre el ordenante y el proveedor de servicios de iniciación de 
pagos, en su caso.

Artículo 46.  Responsabilidad del ordenante en caso de operaciones de pago no 
autorizadas.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 45, el ordenante podrá quedar obligado a 
soportar, hasta un máximo de 50 euros, las pérdidas derivadas de operaciones de pago no 
autorizadas resultantes de la utilización de un instrumento de pago extraviado, sustraído o 
apropiado indebidamente por un tercero, salvo que:

a) al ordenante no le resultara posible detectar la pérdida, la sustracción o la apropiación 
indebida de un instrumento de pago antes de un pago, salvo cuando el propio ordenante 
haya actuado fraudulentamente, o

b) la pérdida se debiera a la acción o inacción de empleados o de cualquier agente, 
sucursal o entidad de un proveedor de servicios de pago al que se hayan externalizado 
actividades.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 33  Real Decreto-ley de servicios de pago y medidas urgentes en materia financiera

– 836 –



El ordenante soportará todas las pérdidas derivadas de operaciones de pago no 
autorizadas si el ordenante ha incurrido en tales pérdidas por haber actuado de manera 
fraudulenta o por haber incumplido, deliberadamente o por negligencia grave, una o varias 
de las obligaciones que establece el artículo 41. En esos casos, no será de aplicación el 
importe máximo contemplado en el párrafo primero.

En todo caso, el ordenante quedará exento de toda responsabilidad en caso de 
sustracción, extravío o apropiación indebida de un instrumento de pago cuando las 
operaciones se hayan efectuado de forma no presencial utilizando únicamente los datos de 
pago impresos en el propio instrumento, siempre que no se haya producido fraude o 
negligencia grave por su parte en el cumplimiento de sus obligaciones de custodia del 
instrumento de pago y las credenciales de seguridad y haya notificado dicha circunstancia 
sin demora.

2. Si el proveedor de servicios de pago del ordenante no exige autenticación reforzada 
de cliente, el ordenante solo soportará las posibles consecuencias económicas en caso de 
haber actuado de forma fraudulenta. En el supuesto de que el beneficiario o el proveedor de 
servicios de pago del beneficiario no acepten la autenticación reforzada del cliente, deberán 
reembolsar el importe del perjuicio financiero causado al proveedor de servicios de pago del 
ordenante.

3. Salvo en caso de actuación fraudulenta, el ordenante no soportará consecuencia 
económica alguna por la utilización, con posterioridad a la notificación a que se refiere el 
artículo 41.b), de un instrumento de pago extraviado o sustraído.

4. Si el proveedor de servicios de pago no tiene disponibles medios adecuados para que 
pueda notificarse en todo momento el extravío o la sustracción de un instrumento de pago, 
según lo dispuesto en el artículo 42.1.c), el ordenante no será responsable de las 
consecuencias económicas que se deriven de la utilización de dicho instrumento de pago, 
salvo en caso de que haya actuado de manera fraudulenta.

Artículo 47.  Operaciones de pago en las cuales el importe de la operación no se conoce 
con antelación.

1. Si una operación de pago es iniciada por el beneficiario o a través del beneficiario en 
el contexto de una operación de pago basada en una tarjeta, cualquiera que sea el canal 
utilizado, y el importe exacto se desconoce en el momento en que el ordenante da su 
consentimiento para la ejecución de la operación de pago, el proveedor de servicios de pago 
del ordenante solo podrá bloquear fondos en la cuenta de pago del ordenante si este último 
ha consentido en la cantidad exacta de fondos que ha de bloquearse.

2. El proveedor de servicios de pago del ordenante liberará los fondos bloqueados en la 
cuenta de pago del ordenante con arreglo al apartado 1 sin demora una vez que haya 
recibido la información referente al importe exacto de la operación de pago y, como muy 
tarde, inmediatamente después de haber recibido la orden de pago.

Artículo 48.  Devoluciones por operaciones de pago iniciadas por un beneficiario o a través 
del mismo.

1. El ordenante tendrá derecho a obtener de su proveedor de servicios de pago, con 
fecha valor no posterior a la del adeudo, la devolución de la cantidad total correspondiente a 
las operaciones de pago autorizadas, iniciadas por un beneficiario o a través de él, que 
hayan sido ejecutadas siempre que se satisfagan las siguientes condiciones:

a) que la autorización no especificase, en el momento en que se dio, el importe exacto 
de la operación de pago;

b) que el importe supere el que el ordenante podía esperar razonablemente teniendo en 
cuenta las anteriores pautas de gasto, las condiciones del contrato marco y las 
circunstancias pertinentes al caso.

A petición del proveedor de servicios de pago, corresponderá al ordenante demostrar 
que se cumplen tales condiciones.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del presente artículo, además del 
derecho reconocido en el apartado 1, en relación con los adeudos domiciliados 
contemplados en el artículo 1 del Reglamento (UE) n.º 260/2012 del Parlamento Europeo y 
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del Consejo, de 14 de marzo de 2012, por el que se establecen requisitos técnicos y 
empresariales para las transferencias y los adeudos domiciliados en euros, y se modifica el 
Reglamento (CE) n.º 924/2009, el ordenante tendrá un derecho incondicional de devolución 
dentro de los plazos establecidos en el artículo 49.

3. A efectos del apartado 1.b), anterior, el ordenante no podrá invocar motivos 
relacionados con el cambio de divisa cuando se hubiera aplicado el tipo de cambio de 
referencia acordado con su proveedor de servicios de pago.

4. En todo caso, el ordenante y el proveedor de servicios de pago podrán convenir en el 
contrato marco que aquél no tenga derecho de reembolso cuando:

a) el ordenante haya dado su consentimiento para que se ejecute la operación de pago 
directamente al proveedor de servicios de pago, y

b) en su caso, el proveedor de servicios de pago o el beneficiario hayan proporcionado o 
puesto a disposición del ordenante, en la forma acordada, información relativa a la futura 
operación de pago al menos con cuatro semanas de antelación a la fecha prevista.

Artículo 49.  Solicitudes de devolución por operaciones de pago iniciadas por un beneficiario 
o a través del mismo.

1. El ordenante podrá solicitar la devolución a que se refiere el artículo 48 por una 
operación de pago autorizada iniciada por un beneficiario o a través del mismo, durante un 
plazo de ocho semanas contadas a partir de la fecha de adeudo de los fondos en su cuenta.

2. En el plazo de diez días hábiles desde la recepción de una solicitud de devolución, el 
proveedor de servicios de pago deberá devolver el importe íntegro de la operación de pago o 
bien comunicar al ordenante las razones objetivas que justifican su denegación de 
devolución, e indicar en este caso los procedimientos de reclamación, judiciales y 
extrajudiciales, a disposición del usuario, para el caso de que el ordenante no esté conforme 
con las razones ofrecidas.

En el caso de adeudos domiciliados a los que se refiere el artículo 48.2, el proveedor de 
servicios de pago no podrá denegar la devolución, sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 48.4.

CAPÍTULO III
Ejecución de operaciones de pago

Sección 1.ª Órdenes de pago e importes transferidos

Artículo 50.  Recepción de órdenes de pago.
1. El momento de recepción de una orden de pago será aquel en que la misma es 

recibida por el proveedor de servicios de pago del ordenante, con independencia de que 
haya sido transmitida directamente por el ordenante, por cuenta de éste por un proveedor de 
servicios de iniciación, o indirectamente a través del beneficiario. No se adeudará la cuenta 
del ordenante antes de la recepción de la orden de pago.

Si el momento de la recepción no es un día hábil para el proveedor de servicios de pago 
del ordenante, la orden de pago se considerará recibida el siguiente día hábil. El proveedor 
de servicios de pago podrá establecer, poniéndolo en conocimiento del ordenante, una hora 
límite próxima al final del día hábil a partir de la cual cualquier orden de pago que se reciba 
se considerará recibida el siguiente día hábil.

2. Si el usuario de servicios de pago que inicia la orden de pago y el proveedor de 
servicios de pago acuerdan que la ejecución de la orden de pago comience en una fecha 
específica o al final de un período determinado, o bien el día en que el ordenante haya 
puesto fondos a disposición del proveedor de servicios de pago, se considerará que el 
momento de recepción a efectos del artículo 55 es el día acordado. Si este día no fuese un 
día hábil para el proveedor de servicios de pago, la orden de pago se considerará recibida el 
siguiente día hábil.
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Artículo 51.  Rechazo de órdenes de pago.
1. Si el proveedor de servicios de pago rechaza ejecutar una orden de pago o iniciar una 

operación de pago, deberá notificar al usuario de servicios de pago dicha negativa, los 
motivos de la misma y el procedimiento para rectificar los posibles errores de hecho que la 
hayan motivado, salvo que otra norma prohíba tal notificación.

La notificación se realizará o hará accesible del modo convenido lo antes posible y, en 
cualquier caso, dentro del plazo de ejecución al que se refiere el artículo 55.

El contrato marco podrá contener una cláusula que permita al proveedor de servicios de 
pago cobrar una comisión razonable por esta notificación cuando la negativa estuviera 
objetivamente justificada.

2. En caso de que se cumplan todas las condiciones fijadas en el contrato marco entre el 
ordenante y el proveedor de servicios de pago gestor de la cuenta, éste no podrá negarse a 
ejecutar una orden de pago autorizada, con independencia de que la misma haya sido 
iniciada por el ordenante, por cuenta de él por un proveedor de servicios de iniciación de 
pagos, por un beneficiario o a través del mismo, salvo que lo prohíba una disposición 
normativa.

3. A los efectos de lo establecido en los artículos 55 y 60, las órdenes de pago cuya 
ejecución haya sido rechazada no se considerarán recibidas.

Artículo 52.  Irrevocabilidad de una orden de pago.
1. El usuario de servicios de pago no podrá revocar una orden de pago después de ser 

recibida por el proveedor de servicios de pago del ordenante, salvo que se especifique otra 
cosa en el presente artículo.

2. Cuando la operación de pago sea iniciada por un proveedor de servicios de iniciación 
de pagos, o por el beneficiario o a través de él, el ordenante no revocará la orden de pago 
una vez haya dado al proveedor de servicios de iniciación de pagos su consentimiento para 
iniciar la operación de pago o una vez haya dado su consentimiento para que se ejecute la 
operación de pago al beneficiario.

3. No obstante, en los casos de adeudo domiciliado y sin perjuicio de los derechos de 
devolución fijados en este real decreto-ley, el ordenante podrá revocar una orden de pago a 
más tardar al final del día hábil anterior al día convenido para el adeudo de los fondos en la 
cuenta del ordenante.

4. En el caso en que el momento de recepción se corresponda con una fecha 
previamente acordada entre el usuario de servicios de pago que inicia la orden y su 
proveedor de servicios de pago, aquél podrá revocar la orden de pago a más tardar al final 
del día hábil anterior al día convenido.

5. Una vez transcurridos los plazos establecidos en los apartados 1 a 4 anteriores, la 
orden de pago podrá revocarse únicamente si así se ha convenido entre el usuario de 
servicios de pago y los correspondientes proveedores de tales servicios de pago. En los 
casos indicados en los apartados 2 y 3 anteriores será necesario, además, el consentimiento 
del beneficiario. De haberse convenido así en el contrato marco, el proveedor de servicios de 
pago correspondiente podrá cobrar gastos por la revocación.

Artículo 53.  Importes transferidos e importes recibidos.
1. Con carácter general, los proveedores de servicios de pago del ordenante y del 

beneficiario y todos los posibles intermediarios que intervengan en la operación de pago 
deberán transferir la totalidad del importe de la operación de pago absteniéndose de deducir 
gasto alguno del importe transferido.

2. No obstante, el beneficiario y el proveedor de servicios de pago podrán acordar que 
éste deduzca sus propios gastos del importe transferido antes de abonárselo al beneficiario. 
En este caso, el importe total de la operación de pago, junto con los gastos, aparecerán por 
separado en la información facilitada al beneficiario.

3. Si se deducen del importe transferido otros gastos distintos de los contemplados en el 
apartado anterior, el proveedor de servicios de pago del ordenante garantizará la recepción 
por el beneficiario del importe total de las operaciones de pago iniciadas por el ordenante.
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En el caso de operaciones de pago iniciadas por el beneficiario o realizadas a través de 
él, el proveedor de servicios de pago del ordenante garantizará que el beneficiario reciba el 
importe total de la operación de pago.

Sección 2.ª Plazo de ejecución y fecha de valor

Artículo 54.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Sección se aplicará:
a) a las operaciones de pago realizadas en euros;
b) las operaciones de pago nacionales en la moneda de un Estado miembro que no 

forme parte de la zona del euro;
c) las operaciones de pago que solo impliquen una conversión de moneda entre el euro y 

la moneda de un Estado miembro que no forme parte de la zona del euro, siempre que la 
correspondiente conversión se lleve a cabo en el Estado miembro que no forme parte de la 
zona del euro y, en el caso de operaciones de pago transfronterizas, la transferencia 
transfronteriza se realice en euros.

2. Las previsiones que se establecen son asimismo de aplicación para las restantes 
operaciones de pago, salvo acuerdo en contrario entre el usuario de servicios de pago y su 
proveedor de servicios de pago, salvo lo dispuesto en el artículo 58 que no es disponible por 
las partes. No obstante, cuando el usuario de servicios de pago y su proveedor de servicios 
de pago acuerden un plazo de ejecución superior al previsto en el artículo 55, en las 
operaciones de pago dentro de la Unión Europea, dicho plazo no excederá de cuatro días 
hábiles a contar desde el momento de la recepción de la orden de pago.

Artículo 55.  Operaciones de pago a una cuenta de pago.
1. El proveedor de servicios de pago del ordenante, tras el momento de recepción de la 

orden de pago con arreglo al artículo 50, garantizará que el importe de la operación de pago 
es abonado en la cuenta del proveedor de servicios de pago del beneficiario, como máximo 
al final del día hábil siguiente. No obstante, el plazo señalado podrá prolongarse en un día 
hábil para las operaciones de pago iniciadas en papel.

2. El proveedor de servicios de pago del beneficiario establecerá la fecha de valor y de 
disponibilidad de la cantidad de la operación de pago en la cuenta de pago del beneficiario 
tras haber recibido los fondos de conformidad con el artículo 58.

3. El proveedor de servicios de pago del beneficiario transmitirá una orden de pago 
iniciada por el beneficiario o a través de él al proveedor de servicios de pago del ordenante 
dentro de los plazos convenidos entre el beneficiario y el proveedor de servicios de pago, de 
forma que, por lo que se refiere a los adeudos domiciliados y a las operaciones con tarjeta, 
permita la ejecución del pago en la fecha convenida.

Artículo 56.  Beneficiarios no titulares de cuentas de pago en el proveedor de servicios de 
pago.

Cuando el beneficiario no sea titular de una cuenta de pago en el proveedor de servicios 
de pago, el proveedor de servicios de pago que reciba los fondos para el beneficiario deberá 
ponerlos a disposición de éste en el plazo establecido en el artículo 55.

Artículo 57.  Efectivo ingresado en una cuenta de pago.
Cuando un consumidor o microempresa ingrese efectivo en una cuenta de pago en un 

proveedor de servicios de pago en la moneda de esa cuenta de pago, podrá disponer del 
importe ingresado desde el mismo momento en que tenga lugar la recepción de los fondos. 
La fecha de valor del ingreso será la del día en que se realice el mismo.

En caso de que el usuario de servicios de pago no sea un consumidor o una 
microempresa, se podrá establecer que se disponga del importe ingresado como máximo al 
día hábil siguiente al de la recepción de los fondos. Igual fecha valor habrá de otorgarse, en 
ese caso, a los fondos ingresados.
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Artículo 58.  Fecha de valor y disponibilidad de los fondos.
1. La fecha de valor del abono en la cuenta de pago del beneficiario no será posterior al 

día hábil en que el importe de la operación de pago se abonó en la cuenta del proveedor de 
servicios de pago del beneficiario.

El proveedor de servicios de pago del beneficiario se asegurará de que el importe de la 
operación de pago esté a disposición del beneficiario inmediatamente después de que dicho 
importe haya sido abonado en la cuenta del proveedor de servicios de pago del beneficiario, 
si por parte del proveedor de servicios de pago del beneficiario:

a) no hay conversión de moneda, o
b) hay conversión de moneda entre el euro y la divisa de un Estado miembro o entre las 

divisas de dos Estados miembros.
La obligación impuesta en el presente apartado será aplicable también a los pagos 

efectuados en el ámbito interno de un proveedor de servicios de pago.
2. La fecha de valor del cargo en la cuenta de pago del ordenante no será anterior al 

momento en que el importe de la operación de pago se cargue en dicha cuenta.

Sección 3.ª Responsabilidad

Artículo 59.  Identificadores únicos incorrectos.
1. Cuando una orden de pago se ejecute de acuerdo con el identificador único, se 

considerará correctamente ejecutada en relación con el beneficiario especificado en dicho 
identificador.

2. Si el identificador único facilitado por el usuario de servicios de pago es incorrecto, el 
proveedor no será responsable, con arreglo al artículo 60, de la no ejecución o de la 
ejecución defectuosa de la operación de pago.

No obstante, el proveedor de servicios de pago del ordenante se esforzará 
razonablemente por recuperar los fondos de la operación de pago. El proveedor de servicios 
de pago del beneficiario cooperará en estos esfuerzos también comunicando al proveedor de 
servicios de pago del ordenante toda la información pertinente para el cobro de los fondos.

En caso de que no sea posible recobrar los fondos con arreglo al párrafo primero, el 
proveedor de servicios de pago del ordenante facilitará al ordenante, previa solicitud por 
escrito, toda la información de que disponga que sea pertinente para que el ordenante 
interponga una reclamación legal a fin de recuperar los fondos.

De haberse convenido así en el contrato marco, el proveedor podrá cobrar gastos al 
usuario del servicio de pago por la recuperación de los fondos.

3. Cuando el usuario de servicios de pago facilitara información adicional a la requerida 
por su proveedor para la correcta iniciación o ejecución de las órdenes de pago, el proveedor 
de servicios de pago únicamente será responsable, a los efectos de su correcta realización, 
de la ejecución de operaciones de pago de acuerdo con el identificador único facilitado por el 
usuario de servicios de pago.

Artículo 60.  Responsabilidad del proveedor de servicios de pago en caso de no ejecución o 
de ejecución defectuosa o con retraso de una orden de pago.

1. En el caso de las órdenes de pago iniciadas directamente por el ordenante, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos 43, 59 y 64, el proveedor de servicios de pago del 
ordenante será responsable frente al ordenante de la correcta ejecución de la operación de 
pago, a menos que el proveedor de servicios de pago del ordenante pueda demostrar al 
ordenante y, en su caso, al proveedor de servicios de pago del beneficiario, que este último 
proveedor recibió el importe de la operación de pago de conformidad con el artículo 55. En 
tal caso, el proveedor de servicios de pago del beneficiario será responsable frente al 
beneficiario de la correcta ejecución de la operación de pago.

Cuando sea responsable el proveedor de servicios de pago del ordenante con arreglo a 
lo dispuesto en el párrafo primero, devolverá sin demora injustificada al ordenante la 
cantidad correspondiente a la operación de pago no ejecutada o ejecutada de forma 
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defectuosa y, en su caso, restablecerá el saldo de la cuenta de pago a la situación en que 
hubiera estado si no hubiera tenido lugar la operación de pago defectuosa.

La fecha de valor del abono en la cuenta de pago del ordenante no será posterior a la 
fecha en que se haya efectuado el adeudo del importe.

Cuando sea responsable el proveedor de servicios de pago del beneficiario con arreglo a 
lo dispuesto en el párrafo primero, pondrá inmediatamente a disposición del beneficiario el 
importe correspondiente a la operación de pago y, en su caso, abonará el importe 
correspondiente en la cuenta de pago del beneficiario.

La fecha de valor del abono en la cuenta de pago del beneficiario no será posterior a la 
fecha en que se habría atribuido la fecha de valor al importe en caso de ejecución correcta 
de la operación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 58.

Cuando una operación de pago se ejecute con retraso, el proveedor de servicios de 
pago del beneficiario asegurará que, previa solicitud del proveedor de servicios de pago del 
ordenante que actúe en su nombre, la fecha de valor del abono en la cuenta de pago del 
beneficiario no sea posterior a la fecha que se habría atribuido al importe en caso de 
ejecución correcta de la operación.

En el caso de una operación de pago no ejecutada o ejecutada de manera defectuosa en 
la que el ordenante haya iniciado la orden de pago, el proveedor de servicios de pago del 
ordenante, previa petición y con independencia de la responsabilidad que se determine con 
arreglo al presente apartado, tratará inmediatamente de rastrear la operación de pago y 
notificará al ordenante los resultados. No se cobrará por ello ningún gasto al ordenante.

2. En el caso de órdenes de pago iniciadas por el beneficiario o a través de él, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos 43, 59 y 64, el proveedor de servicios de pago del 
beneficiario será responsable frente al beneficiario de la correcta transmisión de la orden de 
pago al proveedor de servicios de pago del ordenante, de conformidad con el artículo 55.3. 
Cuando el proveedor de servicios de pago del beneficiario sea responsable con arreglo a lo 
dispuesto en el presente párrafo, devolverá inmediatamente el importe de la orden de pago 
al proveedor del servicio de pago del ordenante.

Cuando la transmisión de la orden de pago se efectúe con retraso, la fecha de valor 
correspondiente al abono del importe en la cuenta de pago del beneficiario no será posterior 
a la fecha de valor que hubiera tenido en caso de ejecución correcta de la operación.

Además, y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 43, 59, y 64, el proveedor de 
servicios de pago del beneficiario será responsable frente al beneficiario de la tramitación de 
la operación de pago de conformidad con las obligaciones que le incumben con arreglo al 
artículo 58. Cuando el proveedor de servicios de pago del beneficiario sea responsable con 
arreglo a lo dispuesto en el presente párrafo, velará por que el importe de la operación de 
pago esté a disposición del beneficiario inmediatamente después de que dicho importe sea 
abonado en su propia cuenta. La fecha de valor correspondiente al abono del importe en la 
cuenta de pago del beneficiario no será posterior a la fecha de valor que habría tenido en 
caso de ejecución correcta de la operación.

En caso de una operación de pago no ejecutada o ejecutada de forma defectuosa con 
respecto a la cual el proveedor de servicios de pago del beneficiario no sea responsable, 
según lo dispuesto en los párrafos primero y tercero, el proveedor de servicios de pago del 
ordenante será responsable frente al ordenante. Cuando el proveedor de servicios de pago 
del ordenante incurra así en responsabilidad, devolverá al ordenante, según proceda y sin 
demora injustificada, el importe de la operación de pago no ejecutada o ejecutada de forma 
defectuosa y restituirá la cuenta de pago en la cual se haya efectuado el adeudo al estado 
en el que se habría encontrado de no haberse efectuado la operación de pago defectuosa. 
La fecha de valor del abono en la cuenta de pago del ordenante no será posterior a la fecha 
en que se haya efectuado el adeudo del importe.

La obligación en virtud del párrafo cuarto no se aplicará al proveedor de servicios de 
pago del ordenante si dicho proveedor puede demostrar que el proveedor de servicios de 
pago del beneficiario ha recibido el importe de la operación de pago, incluso si el pago 
simplemente se ha ejecutado con retraso. En tal caso, el proveedor del servicio de pago del 
beneficiario atribuirá una fecha de valor al importe correspondiente al abono del importe en 
la cuenta de pago del beneficiario que no será posterior a la fecha de valor que habría tenido 
en caso de ejecución correcta de la operación.
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En el caso de una operación de pago no ejecutada o ejecutada de manera defectuosa en 
la que la orden de pago haya sido iniciada por el beneficiario o a través de él, el proveedor 
de servicios de pago del beneficiario, previa petición y con independencia de la 
responsabilidad que se determine con arreglo al presente apartado, tratará inmediatamente 
de rastrear la operación de pago y notificará al beneficiario los resultados. No se cobrará por 
ello ningún gasto al beneficiario.

Artículo 61.  Responsabilidad del proveedor de servicios de iniciación de pagos por no 
ejecución o ejecución defectuosa de operaciones de pago.

1. En lo que respecta a las operaciones de pago iniciadas por el ordenante a través de 
un proveedor de servicios de iniciación de pagos, el proveedor de servicios de pago gestor 
de cuenta, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 43 y 59, devolverá al ordenante el 
importe de la operación de pago no ejecutada o ejecutada de forma defectuosa y, en su 
caso, restituirá la cuenta de pago en la cual se haya efectuado el cargo al estado en el que 
se habría encontrado de no haberse efectuado la operación defectuosa.

Corresponderá al proveedor de servicios de iniciación de pagos demostrar que el 
proveedor de servicios de pago gestor de cuenta del ordenante había recibido la orden de 
pago de conformidad con el artículo 50 y que, dentro de su ámbito de competencia, la 
operación de pago fue autenticada y registrada con exactitud y no se vio afectada por un 
fallo técnico u otras deficiencias vinculadas a la no ejecución, la ejecución defectuosa o la 
ejecución con retraso de la operación.

2. Si el responsable de la no ejecución, la ejecución defectuosa o la ejecución con 
retraso de la operación de pago es el proveedor de servicios de iniciación de pagos, deberá 
resarcir de inmediato al proveedor de servicios de pago gestor de cuenta, a petición de este, 
por las pérdidas sufridas o las sumas abonadas para efectuar la devolución al ordenante.

Artículo 62.  Indemnización adicional.
Sin perjuicio de las indemnizaciones adicionales que pudieran determinarse de 

conformidad con la normativa aplicable al contrato celebrado entre el usuario y su proveedor, 
cada proveedor de servicios de pago será responsable frente a su respectivo usuario de 
todos los gastos que ocasionen y sean de su responsabilidad de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 60 y 61, así como de los intereses que hubieran podido aplicarse al 
usuario como consecuencia de la no ejecución o de la ejecución defectuosa o con retraso de 
operaciones de pago.

Artículo 63.  Derecho de resarcimiento.
En caso de que la responsabilidad de un proveedor de servicios de pago con arreglo a 

los artículos 45, 60 y 61 sea atribuible a otro proveedor de servicios de pago o a un 
intermediario, aquel podrá repetir contra el proveedor o intermediario responsable las 
posibles pérdidas ocasionadas, así como las cantidades abonadas. Ello sin perjuicio de otras 
compensaciones suplementarias que pudieran establecerse de conformidad con los 
acuerdos concluidos entre el proveedor de servicios de pago y sus intermediarios, y con la 
legislación aplicable a los acuerdos concluidos entre ambas partes.

Habrá asimismo lugar a indemnización en caso de que alguno de los proveedores de 
servicios de pago no haga uso de la autenticación reforzada de clientes.

Artículo 64.  Ausencia de responsabilidad cuando concurran circunstancias excepcionales e 
imprevisibles.

La responsabilidad establecida con arreglo a los Capítulos II y III de este Título no se 
aplicará en caso de circunstancias excepcionales e imprevisibles fuera del control de la parte 
que invoca acogerse a estas circunstancias, cuyas consecuencias hubieran sido inevitables 
a pesar de todos los esfuerzos en sentido contrario, o en caso de que a un proveedor de 
servicios de pago se le apliquen otras obligaciones legales.
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CAPÍTULO IV
Protección de datos

Artículo 65.  Protección de datos.
1. El tratamiento y cesión de los datos relacionados con las actividades a las que se 

refiere este real decreto-ley se encuentran sometidos a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE y en la 
normativa española de protección de datos, y en la normativa nacional que lo desarrolla.

CAPÍTULO V
Riesgos operativos y de seguridad

Artículo 66.  Gestión de riesgos operativos y de seguridad.
1. Los proveedores de servicios de pago establecerán un marco, de conformidad con lo 

que disponga el Banco de España, con medidas paliativas y mecanismos de control 
adecuados para gestionar los riesgos operativos y de seguridad relacionados con los 
servicios de pago que prestan. Como parte de ese marco, los proveedores de servicios de 
pago establecerán y mantendrán procedimientos eficaces de gestión de incidentes, en 
particular para la detección y la clasificación de los incidentes operativos y de seguridad de 
carácter grave.

2. Los proveedores de servicios de pago proporcionarán al Banco de España, con la 
periodicidad y forma que éste determine, al menos una vez al año, una evaluación 
actualizada y completa de los riesgos operativos y de seguridad asociados a los servicios de 
pago que prestan y de la adecuación de las medidas paliativas y los mecanismos de control 
aplicados en respuesta a tales riesgos.

Artículo 67.  Notificación de incidentes.
1. Los proveedores de servicios de pago notificarán al Banco de España, de forma 

inmediata y en la forma que este determine, los incidentes operativos o de seguridad graves.
Si el incidente de seguridad afectara o pudiera afectar a los intereses financieros de los 

usuarios de sus servicios de pago, el proveedor de servicios de pago les informará sin 
dilación indebida del incidente y de todas las medidas paliativas disponibles que pueden 
adoptar para mitigar las consecuencias adversas del incidente.

2. El Banco de España facilitará sin dilación indebida los detalles pertinentes del 
incidente a la Autoridad Bancaria Europea (ABE) y al Banco Central Europeo (BCE). El 
Banco de España, tras evaluar la importancia del incidente para otras autoridades 
nacionales, les informará según corresponda.

El Banco de España colaborará con la ABE y el BCE en la valoración de la importancia 
que pueda tener el incidente para otras autoridades pertinentes de la Unión Europea y 
nacionales y les notificarán el incidente según corresponda.

3. Cuando el Banco de España sea notificado por otra autoridad competente en la forma 
señalada en el apartado anterior tomará, en su caso, las medidas necesarias para proteger 
la seguridad inmediata del sistema financiero.

4. Los proveedores de servicios de pago facilitarán al Banco de España, en la forma y 
con la periodicidad que este determine, al menos anualmente, datos estadísticos sobre 
fraude relacionado con diferentes medios de pago. Dicha información será facilitada por el 
Banco de España en forma agregada a la ABE y al BCE.

5. El Banco de España colaborará con el Instituto Nacional de Ciberseguridad con la 
finalidad de elevar la confianza digital. En particular, le trasladará los incidentes de seguridad 
más frecuentes y significativos comunicados por los proveedores de servicios de pago 
conforme a lo previsto en los apartados anteriores, con los criterios y la periodicidad que se 
acuerde entre ambas instituciones.
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Artículo 68.  Autenticación.
1. Los proveedores de servicios de pago aplicarán la autenticación reforzada de clientes, 

en la forma, con el contenido y con las excepciones previstas en la correspondiente norma 
técnica aprobada por la Comisión Europea, cuando el ordenante:

a) acceda a su cuenta de pago en línea;
b) inicie una operación de pago electrónico;
c) realice por un canal remoto cualquier acción que pueda entrañar un riesgo de fraude 

en el pago u otros abusos.
2. En lo que se refiere a la iniciación de las operaciones de pago electrónico mencionada 

en el apartado 1, letra b) respecto de las operaciones remotas de pago electrónico, los 
proveedores de servicios de pago aplicarán una autenticación reforzada de clientes que 
incluya elementos que asocien dinámicamente la operación a un importe y un beneficiario 
determinados.

3. En los casos a los que se refiere el apartado 1, los proveedores de servicios de pago 
contarán con medidas de seguridad adecuadas para proteger la confidencialidad y la 
integridad de las credenciales de seguridad personalizadas de los usuarios de los servicios 
de pago.

4. Los apartados 2 y 3 se aplicarán asimismo cuando los pagos se inicien a través de un 
proveedor de servicios de iniciación de pagos. Los apartados 1 y 3 se aplicarán asimismo 
cuando la información se solicite a través de un proveedor de servicios de pago que preste 
servicios de información sobre cuentas.

5. El proveedor de servicios de pago gestor de cuenta permitirá al proveedor de servicios 
de iniciación de pagos y al proveedor de servicios de pago que preste servicios de 
información sobre cuentas utilizar los procedimientos de autenticación facilitados al usuario 
de servicios de pago por el proveedor de servicios de pago gestor de cuenta de conformidad 
con los apartados 1 y 3 y cuando intervenga el proveedor de servicios de iniciación de 
pagos, de conformidad con los apartados 1, 2 y 3.

6. No obstante, no será preciso aplicar la autenticación reforzada de clientes a la que se 
refiere el apartado 1 a los supuestos indicados en el artículo 98.1.b) de la Directiva (UE) 
2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015.

CAPÍTULO VI
Procedimientos de resolución alternativa de litigios

Artículo 69.  Resolución de reclamaciones por los proveedores de servicios de pago.
1. Los proveedores de servicios de pago dispondrán de un Servicio de atención al cliente 

que resolverá las reclamaciones que les presenten sus usuarios de servicios de pago en 
relación con los derechos y obligaciones que se derivan de los Títulos II y III de este Real 
Decreto-ley en papel o, si así acuerdan el proveedor y el usuario, en otro soporte duradero. 
En dicha respuesta tratarán todas las cuestiones planteadas a más tardar quince días 
hábiles después de la recepción de la reclamación.

2. En situaciones excepcionales, si no puede ofrecerse una respuesta en el plazo de 
quince días hábiles por razones ajenas a la voluntad del proveedor de servicios de pago, 
éste deberá enviar una respuesta provisional, en la que indique claramente los motivos del 
retraso de la contestación a la reclamación y especifique el plazo en el cual el usuario de los 
servicios de pago recibirá la respuesta definitiva. En cualquier caso, el plazo para la 
recepción de la respuesta definitiva no excederá de un mes.

3. Los órganos previstos en la legislación sobre protección de los clientes de servicios 
financieros cooperarán, en el caso de litigios transfronterizos, con los organismos 
competentes de la resolución de estos conflictos en el ámbito comunitario.

4. En lo no previsto en este artículo, y en tanto no se oponga al mismo, será de 
aplicación el artículo 29 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del 
Sistema Financiero, y su desarrollo reglamentario.

5. Reglamentariamente podrán desarrollarse los aspectos organizativos y 
procedimentales de los Servicios de atención al cliente a que se refiere este artículo.
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Artículo 70.  Resolución alternativa de conflictos.
1. Las quejas y reclamaciones que presenten los usuarios de servicios de pago que 

estén relacionadas con sus intereses y derechos legalmente reconocidos, y que deriven de 
presuntos incumplimientos por los proveedores de servicios de pago previstos en el 
artículo 5.1 de las disposiciones de este real decreto-ley, de sus normas de desarrollo, de los 
estándares o de las buenas prácticas y usos financieros que resulten aplicables serán 
resueltas, cuando se cree, por la entidad de resolución alternativa en el ámbito de la 
actividad financiera a la que hace referencia la disposición adicional primera de la 
Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

2. El resto de entidades acreditadas conforme a lo dispuesto en la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre, que den cobertura a reclamaciones de consumo de todos los sectores 
económicos, podrán conocer igualmente de este tipo de litigios, siempre que ambas partes 
se hayan sometido voluntariamente a su competencia.

TÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 71.  Disposiciones generales.
1. A los proveedores de servicios de pago señalados en el artículo 5.1, así como a 

quienes ostenten cargos de administración o dirección en los mismos, les será de aplicación 
directa el régimen sancionador previsto en el Título IV de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, así como el Real 
Decreto 2119/1993, de 3 diciembre, sobre el procedimiento sancionador aplicable a los 
sujetos que actúan en los mercados financieros.

2. Se designa al Banco de España como autoridad nacional competente para garantizar 
y vigilar el cumplimiento efectivo de este real decreto-ley.

3. Tendrán consideración de normas de ordenación y disciplina como las que se refiere 
el artículo 2 de la Ley 10/2014, de 26 de junio:

a) las disposiciones contenidas en este real decreto-ley y las normas que la desarrollen, 
con excepción de lo previsto en los artículos 35.3 y 62,

b) las disposiciones del Reglamento (CE) 924/2009 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de septiembre de 2009, relativo a los pagos transfronterizos en la 
Comunidad y por el que se deroga el Reglamento (CE) 2560/2001,

c) las disposiciones contenidas en el Reglamento (UE) N.º 260/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012 por el que se establecen requisitos técnicos 
y empresariales para las transferencias y los adeudos domiciliados en euros, y se modifica el 
Reglamento (CE) n.º 924/2009,

d) el Reglamento (UE) 2015/751 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril 
de 2015, sobre las tasas de intercambio aplicadas a las operaciones de pago con tarjeta,

e) el capítulo III del Título I de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de 
medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia,

f) los artículos 16, 28.2 y 29.1 del Reglamento (UE) 2016/1011 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 8 de junio de 2016, sobre los índices utilizados como referencia en los 
instrumentos financieros y en los contratos financieros o para medir la rentabilidad de los 
fondos de inversión, y por el que se modifican las Directivas 2008/48/CE y 2014/17/UE y el 
Reglamento (UE) n.º 596/2014; y

g) cualesquiera otras leyes y disposiciones de carácter general que contengan preceptos 
específicamente referidos a los proveedores de servicios de pago y de obligada observancia 
para los mismos.

4. Las actividades llevadas a cabo por los agentes y sucursales de los proveedores de 
servicios de pago autorizados en otro Estado miembro que sean contrarias a lo establecido 
en los Títulos II y III serán sancionadas de conformidad con lo previsto en el apartado 1.
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5. El Banco de España establecerá los procedimientos necesarios para que los usuarios 
de servicios de pago y demás partes interesadas, incluidas las asociaciones de 
consumidores legitimadas por la normativa estatal o autonómica según corresponda a su 
ámbito de incidencia y representatividad, puedan presentarle denuncias en relación con 
presuntas infracciones, por parte de los proveedores de servicios de pago, de las 
disposiciones previstas en este real decreto-ley y su desarrollo reglamentario.

Sin perjuicio del derecho a presentar una demanda ante el órgano jurisdiccional 
competente, el Banco de España deberá, en su respuesta motivada, informar al denunciante 
de la existencia de los procedimientos extrajudiciales de resolución alternativa de litigios 
establecidos en virtud del artículo 70.

6. En caso de infracción o sospecha de infracción de las disposiciones contenidas en los 
títulos II y III, las autoridades competentes para aplicar el régimen sancionador serán las del 
Estado miembro de origen del proveedor de servicios de pago, excepto en el caso de los 
agentes y sucursales que ejerzan sus actividades en España al amparo del derecho de 
establecimiento, para los cuales la autoridad competente será el Banco de España.

Artículo 72.  Infracciones de las Administraciones públicas y del Banco de España.
1. Cuando las infracciones a que se refiere el artículo 71 fuesen cometidas por una 

Administración Pública, el Banco de España dictará una resolución estableciendo las 
medidas que procede adoptar para que cesen o se corrijan los efectos de la infracción. Esta 
resolución se notificará además de a la Administración Pública infractora, al órgano del que 
dependa jerárquicamente y a los afectados si los hubiera.

2. El Banco de España designará el órgano específico dentro de su estructura que será 
competente para dictar la resolución a la que se refiere el apartado 1 cuando las infracciones 
fueran cometidas por el propio Banco de España como consecuencia de la prestación de 
servicios de pago. Dicho órgano actuará con plena independencia respecto de aquellos 
departamentos y servicios cuya función sea la prestación de servicios de pago.

3. El órgano competente podrá proponer también la iniciación de actuaciones 
disciplinarias, si procedieran. El procedimiento y las sanciones a aplicar serán las 
establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario aplicable al personal de las 
Administraciones Públicas o el aplicable al Banco de España, en su caso.

4. Se deberán comunicar al Banco de España las resoluciones que recaigan en relación 
con las medidas y actuaciones a que se refieren los apartados anteriores.

5. El Banco de España comunicará al Defensor del Pueblo las actuaciones que efectúe y 
las resoluciones que dicte al amparo de los apartados anteriores, al objeto de que éste 
adopte las medidas que entienda necesarias en el marco de sus competencias.

6. A los efectos de este artículo se entenderá por Administración Pública los entes a los 
que hacen referencia las letras a) a c) del artículo 2.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
régimen jurídico del sector público.

Disposición adicional primera.  Régimen aplicable a los adeudos o abonos 
correspondientes a operaciones distintas de las de pago.

Lo dispuesto en el artículo 58 se aplicará a aquellas operaciones distintas de las 
contempladas en el apartado 2 del artículo 1, cuyo abono o adeudo se produzca en cuentas 
de pago u otras cuentas a la vista mantenidas en entidades de crédito.

En el caso de cheques u otras operaciones sujetas a cláusula suspensiva, lo dispuesto 
en el artículo 58 sólo será de aplicación cuando se haya producido el abono en firme en la 
cuenta del proveedor de servicios de pago.

Disposición adicional segunda.  Retirada de efectivo en cajeros automáticos.
1. Lo dispuesto en la presente disposición adicional resultará de aplicación a:
a) Los siguientes proveedores de servicios de pago, cuando sean titulares de cajeros 

automáticos, en territorio español, aptos para ser utilizados en operaciones de retirada de 
efectivo:

1) las entidades de crédito.
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2) las entidades de pago.
3) las entidades de dinero electrónico.
4) los establecimientos financieros de crédito autorizados para operar como entidades de 

pago híbridas o entidades de dinero electrónico híbridas.
5) las sucursales en España de las entidades indicadas en los ordinales 1) a 4) 

anteriores que estén autorizadas en un Estado miembro de la Unión Europea o en terceros 
Estados.

b) Los proveedores de servicios de pago indicados en la letra a) residentes en España y 
autorizados para emitir tarjetas u otros instrumentos de pago en territorio español.

c) Los proveedores de servicios de retirada de efectivo en cajeros automáticos 
contemplados en el artículo 4.ñ), cuando sean titulares de cajeros automáticos en territorio 
español.

2. En caso de retirada de efectivo con tarjeta u otros instrumentos de pago, el proveedor 
de servicios de pago titular del cajero automático no podrá exigir cantidad alguna a los 
clientes de los demás proveedores de servicios de pago previstos en el apartado 1, sin 
perjuicio de la comisión que pueda exigir al proveedor de servicios de pago emisor de la 
tarjeta o instrumento de pago.

3. Antes de que se proceda a la retirada de efectivo a débito por el titular de la tarjeta o 
instrumento de pago y con el fin de recabar su consentimiento explícito, el proveedor de 
servicios de pago titular del cajero deberá informarle de la comisión que por dicha retirada 
vaya a cobrarse al proveedor de servicios de pago emisor de la tarjeta o instrumento de 
pago, así como de la posibilidad de que dicha comisión le sea repercutida por esta última 
total o parcialmente.

En el caso de retirada de efectivo a crédito, la información anterior deberá incluir, 
asimismo, el importe máximo adicional que le podrá aplicar el proveedor de servicios de 
pago emisor de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 6.

4. El consentimiento del titular de la tarjeta o instrumento de pago obligará al proveedor 
de servicios de pago emisor al pago de la comisión exigida por el proveedor de servicios de 
pago titular del cajero, siempre que el primero disponga de saldo suficiente para atender la 
retirada de efectivo y la cantidad que el proveedor de servicios de pago emisor le pueda 
repercutir de acuerdo con el apartado 6.

5. La comisión a satisfacer por el proveedor de servicios de pago emisor de la tarjeta o 
instrumento de pago al proveedor de servicios de pago titular del cajero podrá ser objeto de 
acuerdo entre ambas partes.

A falta de acuerdo, la comisión que determine el proveedor de servicios de pago titular 
del cajero será la misma en todo el territorio nacional y no será discriminatoria, sin que 
puedan derivarse diferencias para prestaciones equivalentes; asimismo, la comisión no 
podrá distinguir en función del tipo de los clientes del proveedor de servicios de pago y sólo 
podrá revisarse semestralmente.

Los acuerdos y decisiones que se adopten al amparo de este apartado deberán en todo 
caso ser acordes con la normativa de defensa de la competencia.

6. Por la retirada de efectivo a débito en cajeros automáticos de otros proveedores de 
servicios de pago, el proveedor de servicios de pago emisor de la tarjeta o instrumento de 
pago no podrá repercutir a su cliente cantidad superior a la comisión que le haya cobrado el 
proveedor de servicios de pago titular del cajero de conformidad con el apartado anterior, ni 
aplicarle cantidad adicional alguna por cualquier otro concepto. Dentro del límite anterior, la 
cantidad a repercutir será la que libremente se fije en el contrato entre el proveedor de 
servicios de pago emisor de la tarjeta o instrumento de pago y su cliente.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en las retiradas de efectivo a 
crédito, en las que el proveedor de servicios de pago emisor de la tarjeta o instrumento de 
pago podrá aplicar al cliente un importe adicional por este concepto. En todo caso, dicho 
importe no podrá ser superior al que aplique al cliente por la retirada de efectivo a crédito en 
sus propios cajeros.

7. Los proveedores de servicios de pago titulares de los cajeros o emisores de las 
tarjetas o instrumentos de pago deberán informar al Banco de España de las comisiones por 
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la retirada de efectivo a que se refiere el apartado 5. La información anterior se suministrará 
en la forma y con el contenido y periodicidad que determine el Banco de España.

Disposición adicional tercera.  Obligaciones de información.
Los proveedores de servicios de pago comunicarán al Banco de España, con la forma y 

periodicidad que éste establezca, la información que aquel entienda necesaria para el 
ejercicio de sus funciones como autoridad nacional competente encargada de vigilar el 
adecuado cumplimiento de las disposiciones relativas a los servicios de pago.

Disposición adicional cuarta.  Medidas de aplicación del Reglamento (UE) n.º 260/2012 
del Parlamento europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012, por el que se establecen 
requisitos técnicos y empresariales para las transferencias y los adeudos domiciliados en 
euros, y se modifica el Reglamento (CE) n.º 924/2009.

1. Se designa al Banco de España como autoridad competente responsable de 
garantizar el cumplimiento por los proveedores de servicios de pago del Reglamento (UE) n.º 
260/2012, del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012 por el que se 
establecen requisitos técnicos y empresariales para las transferencias y los adeudos 
domiciliados en euros, y se modifica el Reglamento (CE) n.º 924/2009.

2. Se designa al Banco de España como autoridad competente responsable de 
garantizar el cumplimiento del artículo 9 del Reglamento (UE) n.º 260/2012, del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012, respecto de las empresas, empresarios o 
profesionales que actúen en desarrollo de su actividad comercial, empresarial, oficio o 
profesión y no tengan la consideración de proveedor de servicios de pago y sean 
beneficiarios de una orden de pago cuyo ordenante sea otra empresa, empresario o 
profesional que actúe en desarrollo de su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión 
y no tenga la consideración de proveedor de servicios de pago.

3. En relación con los sujetos previstos en el apartado 2, el Banco de España podrá:
a) Solicitar la remisión, con la forma que éste establezca, de la información que entienda 

necesaria para el ejercicio de las funciones previstas en el apartado 2, así como, en su caso, 
emitir los oportunos requerimientos. En particular, en caso de denuncia o sospecha de algún 
incumplimiento, las empresas, empresarios o profesionales mencionadas en dicho apartado 
quedarán obligadas a poner a disposición del Banco de España cuantos libros, registros y 
documentos este considere precisos, incluidos los programas informáticos, ficheros y bases 
de datos, sea cual sea su soporte, físico o virtual.

b) Imponer sanciones por la comisión de las siguientes infracciones:
i) Muy graves:
1.º La negativa o resistencia a la actuación del Banco de España en el ejercicio de la 

función prevista en el apartado 2, siempre que medie requerimiento expreso y por escrito al 
respecto.

2.º Las infracciones graves cuando durante los cinco años anteriores a su comisión le 
hubiera sido impuesta al sujeto sanción firme en vía administrativa por el mismo tipo de 
infracción.

Por la comisión de infracciones muy graves el Banco de España podrá imponer una 
multa, que deberá ser efectiva, proporcionada y disuasoria, que no podrá superar el 10% del 
importe neto anual de la cifra de negocios del sujeto sancionado.

Adicionalmente, el Banco de España podrá imponer como medida accesoria una 
amonestación pública con publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la identidad del 
infractor, la naturaleza de la infracción y la sanción impuesta.

ii) Graves:
1.º El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 9 del Reglamento (UE) n.º 260/2012, 

del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012, salvo que tenga carácter 
ocasional o aislado.

2.º La no remisión al Banco de España de los datos o documentos que deban serle 
remitidos o que el mismo requiera en el ejercicio de la función prevista en el apartado 2 o su 
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remisión incompleta o inexacta. A los efectos de esta infracción, se entenderá también como 
falta de remisión, la remisión extemporánea fuera del plazo previsto en la norma 
correspondiente o del plazo concedido por el órgano competente al efectuar el 
requerimiento.

Por la comisión de infracciones graves el Banco de España podrá imponer una multa, 
que deberá ser efectiva, proporcionada y disuasoria, que no podrá superar el 5% del importe 
neto anual de la cifra de negocios del sujeto sancionado.

Adicionalmente, el Banco de España podrá imponer como medida accesoria una 
amonestación pública con publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la identidad del 
infractor, la naturaleza de la infracción y la sanción impuesta.

iii) Leves:
El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 9 del Reglamento (UE) n.º 260/2012, del 

Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de marzo de 2012, cuando dicho incumplimiento 
tenga carácter ocasional o aislado.

Por la comisión de infracciones leves el Banco de España podrá imponer una multa, que 
deberá ser efectiva, proporcionada y disuasoria, que no podrá superar el 1% del importe 
neto anual de la cifra de negocios del sujeto sancionado.

4. En relación con los sujetos previstos en el apartado 2, cuando el sujeto infractor sea 
una entidad sometida a la supervisión de la Comisión Nacional de los Mercados de Valores o 
la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, será preceptivo para la imposición 
de la correspondiente sanción por infracciones graves o muy graves, el informe del 
respectivo supervisor.

5. En relación con los sujetos previstos en el apartado 2, en lo no previsto en esta 
Disposición Adicional será de aplicación lo establecido en los artículos 90, 95, 103, 107,108, 
109, 110, 111, 113, 114 y 117 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, así como el Real Decreto 
2119/1993, de 3 diciembre, sobre el procedimiento sancionador aplicable a los sujetos que 
actúan en los mercados financieros.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio para las entidades de pago que 
cuentan con autorización.

1. Las entidades de pago que hubieran comenzado a ejercer actividades con arreglo a la 
Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, y su normativa de desarrollo antes 
de la entrada en vigor de este real decreto-ley, podrán proseguir sus actividades de 
conformidad con lo previsto en dicha ley, sin necesidad de obtener la autorización prevista 
en el artículo 11 de este real decreto-ley y sus disposiciones de desarrollo durante un 
máximo de cuatro meses.

2. Las entidades de pago a que se refiere el apartado anterior deberán presentar ante el 
Banco de España dentro de los dos meses posteriores a la entrada en vigor de este real 
decreto-ley la información pertinente, a fin de que pueda determinarse si dichas entidades se 
ajustan a los requisitos establecidos en la misma y su normativa de desarrollo y, en caso de 
que no sea así, las medidas que han de adoptarse para garantizar su cumplimiento o si 
procede retirar la autorización.

Las entidades de pago que reúnan los requisitos anteriores serán autorizadas e inscritas 
en el registro especial de entidades de pago del Banco de España, según lo establecido en 
el artículo 11 de este real decreto-ley. Si transcurrido el plazo de cuatro meses señalado en 
el párrafo primero de este apartado no hubiera quedado acreditado que esas entidades de 
pago cumplen tales requisitos, aquellas tendrán prohibido prestar servicios de pago a partir 
de dicha fecha.

3. Las entidades de pago a que se refiere el apartado 1 recibirán automáticamente 
autorización y se inscribirán en el correspondiente registro si el Banco de España tienen ya 
constancia del cumplimiento de los requisitos establecidos en este real decreto-ley, 
informando de ello a las entidades de pago afectadas antes de concederles la autorización.
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Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio para las entidades de pago cuya 
actividad consista en el servicio recogido en el artículo 1.2.g) de la Ley 16/2009, de 13 de 
noviembre.

No obstante lo dispuesto en la disposición transitoria primera, las entidades de pago 
autorizadas a prestar los servicios de pago indicados en la redacción del artículo 1.2.g) de la 
Ley 16/2009, de 13 de noviembre, previa a la entrada en vigor de este real decreto-ley 
conservarán dicha autorización para prestar los servicios de pago previstos en el 
artículo 1.2.c) de este real decreto-ley si, a más tardar el 13 de enero de 2020, el Banco de 
España tiene constancia de que cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 19 de 
este real decreto-ley y en su normativa de desarrollo.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio para los servicios de iniciación de 
pagos o de información sobre cuentas.

Las personas jurídicas que prestasen servicios de iniciación de pagos o de información 
sobre cuentas con anterioridad al 12 de enero de 2016 podrán continuar realizando tales 
actividades hasta que transcurran 18 meses desde la entrada en vigor del Reglamento 
Delegado (UE) 2018/389 de la Comisión de 27 de noviembre de 2017, por el que se 
complementa la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo 
relativo a las normas técnicas de regulación para la autenticación reforzada de clientes y 
unos estándares de comunicación abiertos, comunes y seguros.

Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio para entidades de dinero electrónico 
que cuentan con autorización.

1. Las entidades de dinero electrónico que hubieran iniciado su actividad con arreglo a la 
Ley 21/2011, de 26 de julio, y su normativa de desarrollo antes de la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, podrán seguir ejerciéndola de conformidad con lo previsto en dicha ley, sin 
necesidad de obtener la autorización prevista en el artículo 4 de la Ley 21/2011, de 26 de 
julio, en la redacción dada por este real decreto-ley, y sus disposiciones de desarrollo, 
durante un máximo de cuatro meses.

2. Las entidades de dinero electrónico a que se refiere el apartado anterior deberán 
presentar ante el Banco de España dentro de los dos meses posteriores a la entrada en 
vigor de este real decreto-ley la información pertinente, a fin de que pueda determinarse si 
dichas entidades se ajustan a los requisitos establecidos en el artículo 4 de la Ley 21/2011, 
de 26 de julio, y su normativa de desarrollo y, en caso de que no sea así, las medidas que 
han de adoptarse para garantizar su cumplimiento o si procede retirar la autorización.

Las entidades de dinero electrónico que reúnan los requisitos anteriores serán 
autorizadas e inscritas en el registro especial de entidades de dinero electrónico del Banco 
de España, según lo establecido en el artículo 4 de la Ley 21/2011, de 26 de julio. Se 
prohibirá la prestación de servicios de pago a aquellas entidades de dinero electrónico que 
no hayan acreditado el cumplimiento de tales requisitos una vez transcurrido el plazo al que 
se refiere el párrafo primero.

3. Las entidades de dinero electrónico a que se refiere el apartado 1 recibirán 
automáticamente autorización y se inscribirán en el correspondiente registro si el Banco de 
España tienen ya constancia del cumplimiento de los requisitos para prestar servicios de 
pago de conformidad con lo establecido en este real decreto-ley, informando de ello a las 
entidades de dinero electrónico afectadas antes de concederles la autorización.

Disposición transitoria quinta.  Contratos en vigor.
Los contratos que los proveedores de servicios de pago que operen en España tengan 

suscritos con su clientela, a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, para la 
regulación de las condiciones en las que ha de tener lugar la prestación de los servicios de 
pago a los que se refiere este real decreto-ley, seguirán siendo válidos una vez entre en 
vigor la misma, sin perjuicio de la aplicación, a partir de dicho momento, de las disposiciones 
de carácter imperativo que resulten más favorables para los consumidores y microempresas.
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Disposición transitoria sexta.  Establecimiento de los procesos necesarios para asegurar 
el cumplimiento de los límites establecidos en el artículo 4.l.

Aquellas empresas que presten la actividad prevista en el artículo 4.l) dispondrán de un 
plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley para establecer los 
procesos internos necesarios que aseguren que no se superan los límites monetarios 
establecidos en dicha norma.

Disposición transitoria séptima.  Régimen transitorio para la resolución de quejas y 
reclamaciones de los usuarios de servicios de pago.

Hasta la entrada en vigor de la ley prevista en la disposición adicional primera de la 
Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo, el servicio de 
reclamaciones del Banco de España regulado en el artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, atenderá las quejas y 
reclamaciones que presenten los usuarios de servicios de pago, que estén relacionadas con 
sus intereses y derechos legalmente reconocidos, y que deriven de presuntos 
incumplimientos por las entidades reclamadas, de la normativa de transparencia y protección 
de la clientela o de las buenas prácticas y usos financieros.

El servicio de reclamaciones del Banco de España ajustará su proceder en la resolución 
de las quejas y reclamaciones que presenten los usuarios de servicios de pago a los 
principios de profesionalidad, adecuación, imparcialidad, efectividad e independencia 
organizativa y funcional.

Disposición transitoria octava.  Prohibición de abuso por los proveedores de servicios de 
pago gestores de cuenta.

Durante el período anterior a la fecha de cumplimiento del Reglamento Delegado (UE) 
2018/389 de la Comisión de 27 de noviembre de 2017, por el que se complementa la 
Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a las normas 
técnicas de regulación para la autenticación reforzada de clientes y unos estándares de 
comunicación abiertos, comunes y seguros, ningún proveedor de servicios de pago gestor 
de cuenta podrá abusar de la situación de incumplimiento para impedir o dificultar la 
utilización de servicios de iniciación de pagos y servicios de información sobre cuentas en 
relación con las cuentas de cuya gestión se encargue.

Disposición transitoria novena.  Procedimientos de autorización en curso.
1. A los procedimientos de autorización de entidades de pago, de entidades de dinero 

electrónico o de establecimientos financieros de crédito híbridos ya iniciados antes de la 
entrada en vigor del desarrollo reglamentario del título I les serán de aplicación las normas 
establecidas en este real decreto-ley, en el artículo 5 de la Directiva (UE) 2015/2366 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015 y aquellas otras 
disposiciones del Real Decreto 712/2010, de 28 de mayo, de régimen jurídico de los 
servicios de pago y de las entidades de pago que no se opongan a lo dispuesto en aquéllas.

2. A los procedimientos de registro de entidades prestadoras del servicio de información 
sobre cuentas ya iniciados antes de la entrada en vigor del desarrollo reglamentario del título 
I les será de aplicación lo previsto en este real decreto-ley, en el artículo 5, apartado 1, letras 
a), b), e) a h), j), l), n), p) y q) de la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 25 de noviembre de 2015 y por las disposiciones del Real Decreto 712/2010, 
de 28 de mayo, de régimen jurídico de los servicios de pago y de las entidades de pago que 
no se opongan a lo dispuesto en aquéllas.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogada la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, así como 

cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real 
decreto-ley.
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Disposición final primera.  Modificación de la Ley 41/1999, de 12 de noviembre, sobre 
sistemas de pagos y de liquidación de valores.

El artículo 8 de la Ley 41/1999, de 12 de noviembre, sobre sistemas de pagos y de 
compensación y liquidación de valores queda redactado como sigue;

«Artículo 8.  Sistemas españoles reconocidos por esta ley.
A efectos de lo dispuesto en la presenta ley, y sin perjuicio de que puedan 

reconocerse nuevos sistemas en el futuro de conformidad con el artículo 4, se 
consideran y reconocen como sistemas españoles de pagos y de compensación y 
liquidación de valores y productos financieros derivados los siguientes;

1. El Sistema Nacional de Compensación Electrónica, gestionado por la 
Sociedad Española de Sistemas de pago, Sociedad Anónima, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 17 de la presente ley.

2. El sistema de liquidación de valores ARCO, gestionado por la Sociedad de 
Gestión de los Sistemas de Registro, Compensación y Liquidación de Valores, S.A. 
Unipersonal.

3. La entidad de contrapartida central BME Clearing S.A.U.
4. TARGET 2-Banco de España (abreviado TARGET 2-BE), sistemas de pagos 

gestionado por el Banco de España y componente español del sistema de grandes 
pagos denominados en euros «TARGET 2», gestionado por el Sistema Europeo de 
Bancos Centrales, incluidas sus conexiones con los demás componentes nacionales 
de TARGET 2.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
Instituciones de Inversión Colectiva.

La Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, queda 
modificada como sigue:

Primero. Se modifica el artículo 69.1, que pasa a tener la siguiente redacción:
«1. Quedan sujetos al régimen de supervisión, inspección y sanción de esta Ley, 

en lo que se refiere al cumplimiento de esta Ley y su normativa de desarrollo, así 
como de las normas de Derecho de la Unión Europea que contengan preceptos 
específicamente referidos a las mismas, incluido el Reglamento (UE) n.º 2017/1131, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017 sobre fondos del 
mercado monetario:

a) Las IIC previstas en el artículo 2.1 de esta Ley.
b) Las sociedades gestoras previstas en el título IV de esta ley y sus agentes, 

extendiéndose esta competencia a cualquier oficina o centro dentro o fuera del 
territorio español.

c) Los depositarios de IIC.
d) Quienes realicen operaciones propias de cualquiera de los sujetos anteriores 

y, en general, las restantes personas físicas y jurídicas en cuanto puedan verse 
afectadas por las normas de esta Ley y sus disposiciones reglamentarias, en 
particular a los efectos de comprobar si infringen las reservas de actividad y 
denominación previstas en el artículo 14.»

Segundo. Se modifican a las letras a, b, e, n, w, z ter y z septies del artículo 80, que 
quedan redactadas en los siguientes términos:

«a. La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores en el 
plazo establecido en las normas u otorgado por ésta, de cuantos documentos, datos 
o informaciones deban remitírsele en virtud de lo dispuesto en la Ley y en sus 
normas de desarrollo, así como de las normas de Derecho de la Unión Europea que 
contengan preceptos específicamente referidos a las mismas, o que dicha Comisión 
requiera en el ejercicio de sus funciones, cuando exista un interés de ocultación o 
negligencia grave atendiendo a la relevancia de la comunicación no realizada y a la 
demora en que se hubiese incurrido y cuando con ello se dificulte la apreciación de la 
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solvencia de la entidad o, en su caso, de la situación patrimonial de las ECR o EICC 
gestionadas.

Del mismo modo constituye infracción muy grave la remisión a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores de información incompleta o de datos inexactos, no 
veraces o engañosos, cuando en estos supuestos la incorrección sea relevante. La 
relevancia de la incorrección se determinará teniendo en cuenta, entre otros, los 
siguientes criterios: Que se puedan conocer públicamente las circunstancias que 
permiten influir en la apreciación del valor del patrimonio y en las perspectivas de la 
institución, en particular los riesgos inherentes que comporta, y que se pueda 
conocer si la institución cumple o no con la normativa aplicable.»

«b. La inversión en cualesquiera activos distintos de los autorizados legalmente y, 
en su caso, en los artículos 9 a 16 del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017 sobre fondos del 
mercado monetario, o de los permitidos por el folleto, el documento con los datos 
fundamentales para el inversor, los estatutos o el reglamento de la IIC, siempre que 
ello desvirtúe el objeto de la IIC, perjudique gravemente los intereses de los 
accionistas o partícipes, o se trate de incumplimiento reiterado.»

«e. El incumplimiento de los límites a la inversión o de los coeficientes de 
inversión mínima, incluidos, en su caso, aquellos contenidos en los artículos 17 y 18 
del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, o de las condiciones 
establecidas en el folleto, el documento con los datos fundamentales para el inversor, 
los estatutos o el reglamento de la IIC, siempre que ello desvirtúe el objeto de la IIC o 
perjudique gravemente los intereses de los accionistas, partícipes y terceros, o se 
trate de un incumplimiento reiterado.»

«n. El incumplimiento por parte de las sociedades gestoras de las funciones y 
obligaciones contempladas en el artículo 46, así como, en su caso, de las 
obligaciones contenidas en los artículos 19, 20, 21, 23, 24, 25, 27, 28 y 34 del 
Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, siempre que conlleven un 
perjuicio grave para los partícipes o accionistas de una IIC.»

«w. La obtención de la autorización en virtud de esta ley, o en su caso, del 
Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, a través de declaraciones falsas, 
omisiones o por otro medio irregular, o el incumplimiento de las condiciones 
presentadas para la obtención de la autorización cuando en este último caso se 
produzca perjuicio grave para los intereses de partícipes o accionistas o se trate de 
una conducta reiterada.»

«z ter. La valoración de los activos propiedad de las IIC apartándose de lo 
establecido por la normativa, incluida, en su caso, la contenida en los artículos 29 
a 33 del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 14 de junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, cuando ello perjudique 
gravemente los intereses de los partícipes o accionistas, se trate de una conducta 
reiterada o tenga impacto sustancial en el valor liquidativo de la IIC.»

«z septies. El incumplimiento de lo previsto en el artículo 17 así como, en su 
caso, de los artículos 26 y 36 del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, 
siempre que conlleve un perjuicio grave para los inversores.»

Tercero. Se modifican a las letras c, g, t, v, y, z quinquies y del artículo 81, que quedan 
redactadas en los siguientes términos:

«c. El incumplimiento de los límites a la inversión o de los coeficientes de 
inversión mínima, incluidos, en su caso, aquellos contenidos en [os artículos 17 y 18 
del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
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junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, cuando no deba calificarse como 
infracción muy grave.»

«g. El incumplimiento por parte de las sociedades gestoras de las funciones y 
obligaciones contempladas en el artículo 46, así como, en su caso, de las 
obligaciones contenidas en los artículos 19, 20, 21, 23 24, 25, 27, 28 y 34 y 37 del 
Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, cuando no deba ser calificada 
como falta muy grave.»

«t. La inversión en cualesquiera activos distintos de los autorizados por la 
normativa aplicable, incluida, en su caso, la contenida en los artículos 9 a 16 del 
Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, o de los permitidos por el folleto, 
el documento con los datos fundamentales para el inversor, los estatutos, o el 
reglamento de la IIC, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.»

«v. La valoración de los activos propiedad de las IIC apartándose de lo 
establecido por la normativa, incluida, en su caso, la contenida en los artículos 29 
a 33 del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 14 de junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, cuando no deba 
calificarse como infracción muy grave.»

«y. El uso indebido de las denominaciones a las que se refieren los artículos 14 
y 40.7 de esta Ley y normas de desarrollo, así como, en su caso, el artículo 6 del 
Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario.»

«z quinquies. El incumplimiento de lo previsto en el artículo 17, así como, en su 
caso, en los artículos 26 y 36 del Reglamento (UE) n.º 2017/1131, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017 sobre fondos del mercado monetario, 
cuando no deba calificarse como infracción muy grave.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores.

El segundo párrafo del artículo 8 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores queda 
redactado en los siguientes términos:

«Cuando sea de aplicación el Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de 
servicios de pago y otras medidas urgentes en materia financiera, las disposiciones 
en materia de información contenidas en el artículo 7.1 de esta ley, con excepción de 
lo establecido en el párrafo 2 apartados c) a g), lo dispuesto en el párrafo 3, 
apartados a), b) y e) y lo incluido en el párrafo 4, apartado b), se sustituirán por lo 
establecido en el artículo 29 de dicho real decreto-ley y sus disposiciones de 
desarrollo, en los términos que allí se establezcan.»

Disposición final cuarta.  Modificación del texto refundido de la Ley de Sociedades de 
Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.

Se añade una disposición adicional undécima al texto refundido de la Ley de Sociedades 
de Capital, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional undécima.  Derecho de separación en instituciones 
financieras.

No resultará de aplicación el artículo 348 bis de esta ley a las entidades de 
crédito; a los establecimientos financieros de crédito; a las empresas de servicios de 
inversión a las que les resulte de aplicación el Reglamento (UE) n.º 575/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre los requisitos 
prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y por el que se 
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modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012; a las entidades de pago, y a las entidades 
de dinero electrónico.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 21/2011, de 26 de julio, de dinero 
electrónico.

La Ley 21/2011, de 26 de julio, de dinero electrónico, queda modificada como sigue:
Uno. El artículo 4 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 4.  Autorización y registro.
1. Corresponde al Banco de España, previo informe del servicio ejecutivo de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en los 
aspectos de su competencia, autorizar la creación de las entidades de dinero 
electrónico, así como el establecimiento en España de sucursales de dichas 
entidades autorizadas o domiciliadas en un Estado no miembro de la Unión Europea. 
La solicitud de autorización deberá resolverse dentro de los tres meses siguientes a 
su recepción o al momento en que se complete la documentación exigible. La 
autorización se entenderá desestimada por silencio administrativo si transcurrido ese 
plazo máximo no se hubiera notificado resolución expresa. La denegación de la 
autorización deberá motivarse.

El régimen de autorización de las entidades de dinero electrónico se orientará al 
mantenimiento del mayor nivel posible de competencia en la prestación de servicios 
de pago y el procedimiento de autorización estará presidido por los principios de 
celeridad, antiformalista y economía procedimental.

El Banco de España comunicará a la Secretaría General del Tesoro y 
Financiación Internacional la apertura del procedimiento de autorización, indicando 
los elementos esenciales del expediente que se ha de tramitar, y la finalización del 
mismo, así como cualquier otra información que reglamentariamente se determine.

2. La autorización para la creación de una entidad de dinero electrónico se 
denegará:

a) Cuando ésta carezca de procedimientos de gobierno corporativo adecuados, 
incluida una buena organización administrativa y contable o de procedimientos de 
control interno adecuados, que garanticen la gestión sana y prudente de la entidad.

A estos efectos, las entidades de dinero electrónico dispondrán, en condiciones 
proporcionadas al carácter, escala y complejidad de sus actividades, de una 
estructura organizativa adecuada, con líneas de responsabilidad bien definidas, 
transparentes y coherentes, así como de procedimientos eficaces de identificación, 
gestión, control y comunicación de los riesgos a los que estén o puedan estar 
expuestos, junto con mecanismos adecuados de control interno, incluidos 
procedimientos administrativos y contables sólidos. Tales métodos, procedimientos y 
mecanismos serán exhaustivos y proporcionados a la naturaleza, escala y 
complejidad de la actividad desarrollada por la entidad.

b) Si, atendiendo a la necesidad de garantizar una gestión sana y prudente de la 
entidad, no se considera adecuada la idoneidad de los accionistas o socios que 
vayan a tener una participación significativa.

A los efectos de esta ley se entenderá por participación significativa en una 
entidad de dinero electrónico española aquella que alcance, de forma directa o 
indirecta, al menos el 10 por ciento del capital o de los derechos de voto de la 
entidad, y aquéllas que, sin llegar al porcentaje señalado, permitan ejercer una 
influencia notable en la entidad. Se podrá determinar reglamentariamente cuándo se 
deberá presumir que una persona física o jurídica puede ejercer una influencia 
notable.

La idoneidad se apreciará en función de:
1.º La honorabilidad comercial y profesional de los accionistas o socios conforme 

al artículo 30 del Real Decreto 84/2015, de 13 de febrero, por el que se desarrolla la 
Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de 
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crédito. Esta honorabilidad se presumirá cuando los accionistas o socios sean 
Administraciones públicas;

2.º Los medios patrimoniales con que cuentan dichos accionistas o socios para 
atender los compromisos asumidos;

3.º La falta de transparencia en la estructura del grupo al que eventualmente 
pueda pertenecer la entidad, o la existencia de graves dificultades para inspeccionar 
u obtener la información necesaria sobre el desarrollo de sus actividades.

c) Cuando sus administradores y directores generales responsables de la gestión 
y de la prestación de los servicios de la entidad no tengan la honorabilidad comercial 
y profesional requerida conforme al artículo 30 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, o carezcan de la 
experiencia o los conocimientos mínimos necesarios.

d) Existan vínculos estrechos, según se definen en el artículo 4, apartado 1, 
punto 38, del Reglamento (UE) 575/2013, entre la entidad de dinero electrónico y 
otras personas físicas o jurídicas, que obstaculicen el ejercicio efectivo de las 
funciones de supervisión

e) Cuando el buen ejercicio de la supervisión de la entidad por parte del Banco 
de España se vea obstaculizado por la normativa vigente en un Estado no miembro 
de la Unión Europea que resulte aplicable a una o varias de las personas físicas o 
jurídicas con las que la entidad de dinero electrónico mantenga vínculos estrechos o 
a consecuencia de dicha reglamentación.

f) Cuando incumpla los requisitos de capital mínimo o los demás que 
reglamentariamente se establezcan para la autorización de las entidades de dinero 
electrónico.

g) La información y las pruebas que acompañen a la solicitud no obtengan una 
valoración favorable respecto del cumplimiento de todos los requisitos establecidos 
en esta ley o en su desarrollo reglamentario para la autorización de las entidades de 
dinero electrónico.

3. Una vez obtenida la autorización y tras su inscripción en el Registro Mercantil, 
las entidades de dinero electrónico deberán, antes de iniciar sus actividades, quedar 
inscritas en el registro especial de entidades de dinero electrónico que se creará en 
el Banco de España. En ese registro figurarán además de las entidades de dinero 
electrónico autorizadas, sus agentes y sucursales. En él se harán constar las 
actividades para las que se haya autorizado a cada entidad de dinero electrónico. El 
registro será público, accesible a través de internet y se actualizará periódicamente.

4. La autorización de entidades de dinero electrónico con forma societaria 
requerirá que su administración central su domicilio social y una parte de sus 
actividades de prestación de servicios de pago se encuentren en España.

5. Reglamentariamente podrá establecerse el régimen jurídico aplicable a la 
creación y condiciones de ejercicio de la actividad de las entidades de dinero 
electrónico y, en particular, las exigencias de fondos propios y garantías, de acuerdo 
con las previsiones contenidas en esta ley.

6. Los requisitos exigibles para la autorización lo serán también, en los términos 
que se indiquen reglamentariamente, para conservarla.»

Dos. El apartado 5 del artículo 5 pasa a tener la siguiente redacción:
«5. El Banco de España será competente para acordar la revocación.»

Tres. Cinco. Se da nueva redacción al artículo 10 en el siguiente sentido:

«Artículo 10.  Contabilidad y Auditoría.
1. Se faculta al titular del Ministerio de Economía y Empresa para establecer y 

modificar las normas de contabilidad y los modelos de los estados financieros 
públicos y reservados de las entidades de dinero electrónico, disponiendo la 
frecuencia, forma y plazo con que los correspondientes datos deberán ser 
suministrados al Banco de España y hacerse públicos con carácter general por las 
propias entidades. En el ejercicio de esta facultad, para el cual podrá habilitarse al 
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Banco de España, no existirán más restricciones que la exigencia de que los criterios 
de publicidad sean homogéneos para todas las entidades de dinero electrónico.

2. Las entidades de dinero electrónico deberán someter sus cuentas anuales a la 
auditoría de cuentas prevista en el artículo 1.2 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de 
Auditoría de Cuentas, de conformidad con lo previsto en su disposición adicional 
primera.

3. Será de aplicación a los auditores de las entidades de pago lo dispuesto en la 
disposición adicional séptima de la Ley 22/2015. La obligación de informar que allí se 
establece se entenderá referida al Banco de España.

4. En lo que se refiere a la obligación de informar separadamente en la memoria 
de las cuentas anuales, de los activos, pasivos, ingresos y gastos correspondientes a 
las distintas actividades desarrolladas por las entidades de dinero electrónico, tal 
obligación deberá observarse respecto de las partidas correspondientes a la emisión 
de dinero electrónico, a la prestación de servicios de pago no vinculados a dicha 
emisión y a las restantes actividades, de forma que los tres grupos de actividades 
aparezcan claramente identificados.»

Cuatro. Se añade un artículo 16 bis con el siguiente tenor literal:

«Artículo 16 bis.  Acceso a cuentas abiertas en entidades de crédito.
Las entidades de dinero electrónico tendrán acceso a los servicios de cuentas de 

pago de las entidades de crédito de forma objetiva, no discriminatoria y 
proporcionada. Dicho acceso será lo suficientemente amplio como para permitir que 
las entidades de dinero electrónico presten servicios de pago sin obstáculos y con 
eficiencia.

En caso de denegación por una entidad de crédito de la solicitud de apertura de 
una cuenta de pago por parte de una entidad de dinero electrónico o de la resolución 
unilateral por una entidad de crédito del contrato marco de una entidad de dinero 
electrónico, la entidad de crédito remitirá de forma inmediata al Banco de España y a 
la entidad de dinero electrónico la decisión debidamente motivada y basada, en 
particular, en un análisis de los riesgos específicos de la entidad de dinero 
electrónico concreta de que se trate o en la falta de adecuación a los criterios 
objetivos, no discriminatorios y proporcionados que la entidad de crédito haya hecho 
públicos de forma previa y general.»

Cinco. Se añade una disposición adicional primera con el siguiente tenor literal:

«Disposición adicional primera.  Aplicación a las entidades de dinero electrónico 
de determinados preceptos del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de 
servicios de pago y otras medidas urgentes en materia financiera.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, los artículos 10 a 13 y 22 a 27, del 
Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras medidas 
urgentes en materia financiera, y su normativa de desarrollo se aplicarán a las 
entidades de dinero electrónico.

2. Las entidades de dinero electrónico podrán distribuir y reembolsar dinero 
electrónico por intermediación de personas físicas o jurídicas que actúen en su 
nombre. Cuando las entidades de dinero electrónico distribuyan dinero en otros 
Estados miembros de la Unión Europea contratando a esas personas físicas o 
jurídicas, se les aplicarán los artículos, 22 y 27 del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 
de noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia financiera, y 
su normativa de desarrollo.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades de dinero 
electrónico no emitirán dinero electrónico por intermediación de agentes. Las 
entidades de dinero electrónico estarán autorizadas para prestar los servicios de 
pago a los que se refiere el artículo 8, apartado 1, letra a), de esta ley, por 
intermediación de agentes únicamente si se cumplen las condiciones recogidas en el 
artículo 23 del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y 
otras medidas urgentes en materia financiera.»
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Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 10/2014, de 26 de junio:
Uno. El apartado 1 del artículo 12 queda redactado del siguiente modo:

«1. Las entidades de crédito autorizadas en otro Estado miembro de la Unión 
Europea podrán realizar en España, bien mediante la apertura de una sucursal, bien 
en régimen de libre prestación de servicios, las actividades que gocen de 
reconocimiento mutuo dentro de la Unión Europea recogidas en el anexo a esta ley. 
A tal efecto la autorización, los estatutos y el régimen jurídico al que esté sometida la 
entidad deberán habilitarla para ejercer las actividades que pretenda realizar. Todos 
los centros de actividad establecidos en territorio español por una misma entidad de 
crédito cuya administración central se encuentre en otro Estado miembro se 
considerarán una única sucursal.»

Dos. Se añade un tercer apartado al artículo 61 con el siguiente tenor literal:
«3. En ejercicio de su labor supervisora sobre entidades de crédito autorizadas 

en España y controladas por una entidad de crédito supervisada en base 
consolidada por otra autoridad competente de un Estado miembro de la Unión 
Europea, el Banco de España solicitará al supervisor en base consolidada 
correspondiente la información relativa a la aplicación de métodos y metodologías 
establecidos en la presente ley y en el Reglamento (UE) n.º 575/2013, de 26 de 
junio, que pueda estar previamente a disposición del supervisor en base 
consolidada.»

Tres. Se introducen tres nuevas letras al final del artículo 92, con el siguiente tenor literal:
«z) La realización de actos u operaciones con incumplimiento de las obligaciones 

previstas en las normas indicadas en el artículo 71.3 del Real Decreto-ley 19/2018, 
de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia 
financiera, siempre que por el número de afectados, la reiteración de la conducta o 
los efectos sobre la confianza de la clientela y la estabilidad del sistema financiero 
tales incumplimientos puedan estimarse como especialmente relevantes;

aa) La prestación reiterada y con carácter profesional de alguno de los servicios 
de pago señalados en el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de 
noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia financiera, sin 
tener la condición de proveedor de servicio de pago, así como el empleo de alguna 
de las denominaciones reservadas a éstos sin haber sido autorizada o registrada.

ab) El incumplimiento del deber de confidencialidad y custodia sobre los datos 
obtenidos por un proveedor de servicios de pago de los señalados en el artículo 5.1 
en la prestación de cualquiera de los servicios de pago a que se refiere el artículo 1.2 
del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras 
medidas urgentes en materia financiera, salvo que, por el número de afectados o por 
la importancia de la información, tales incumplimientos puedan estimarse poco 
relevantes.»

Cuatro. Se introducen tres nuevas letras al final del artículo 93, con el siguiente tenor 
literal:

«v) la realización de actos u operaciones con incumplimiento de las obligaciones 
señaladas en las normas indicadas en el artículo 71.3 del Real Decreto-ley 19/2018, 
de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia 
financiera, si no se dan las circunstancias descritas en el artículo 92.z), salvo que 
tales hechos tengan carácter ocasional o aislado;

w) la no remisión al Banco de España de los datos o documentos que deban 
serle remitidos o que el mismo requiera en el ejercicio de sus funciones de 
supervisión en aplicación de lo previsto en las normas indicadas en el artículo 71.3 
del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras 
medidas urgentes en materia financiera, o su remisión incompleta o inexacta. A los 
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efectos de esta letra se entenderá, asimismo, como falta de remisión, la remisión 
extemporánea fuera del plazo previsto en la norma correspondiente o del plazo 
concedido por el órgano competente al efectuar, en su caso, el oportuno 
requerimiento;

x) El incumplimiento del deber de confidencialidad y custodia sobre los datos 
obtenidos por un proveedor de servicios de pago de los señalados en el artículo 5.1 
en la prestación de cualquiera de los servicios de pago a que se refiere el artículo 1.2 
del Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios de pago y otras 
medidas urgentes en materia financiera, siempre que ello no suponga una infracción 
muy grave de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior.»

Cinco. Se suprime, en el primer párrafo del artículo 97.1 la referencia «de crédito», y se 
modifica el número 2.º del artículo 97.1.a), que queda con la siguiente redacción:

«2.º De hasta el 10% del volumen de negocios neto anual total, incluidos los 
ingresos brutos procedentes de intereses a percibir e ingresos asimilados, los 
rendimientos de acciones y otros valores de renta fija o variable y las comisiones o 
corretajes a cobrar de conformidad con el artículo 316 del Reglamento (UE) n.º 
575/2013, que haya realizado la entidad en el ejercicio anterior; o de 
hasta 10.000.000 de euros, si aquel porcentaje fuera inferior a esta última cifra, 
cuando se trate de entidades de crédito, o de aquellas que realicen sin autorización 
actividades reservadas a cualesquiera entidades supervisadas por el Banco de 
España.

De hasta el 10% de los recursos propios de la entidad en el ejercicio anterior; o 
multa de hasta 1.000.000 de euros, si aquel porcentaje fuera inferior a esta cifra, 
cuando se trate de entidades supervisadas por el Banco de España distintas de las 
entidades de crédito, o de aquellas otras que, sin estar autorizadas, utilicen 
denominaciones reservadas a las entidades de crédito.

Cuando la entidad infractora fuese una filial de otra empresa, se tendrán en 
consideración, a efectos de determinar el importe de la multa, los recursos propios de 
la empresa matriz en el ejercicio anterior.»

Seis. Se suprime, en el primer párrafo del artículo 98.1 la referencia «de crédito», y se 
modifica la letra b) del artículo 98.1, que queda con la siguiente redacción:

«b) De hasta el 5% del volumen de negocios neto anual total, incluidos los 
ingresos brutos procedentes de intereses a percibir e ingresos asimilados, los 
rendimientos de acciones y otros valores de renta fija o variable y las comisiones o 
corretajes a cobrar de conformidad con el artículo 316 del Reglamento (UE) n.º 
575/2013 que haya realizado la entidad en el ejercicio anterior; o de hasta 5.000.000 
de euros, si aquel porcentaje fuera inferior a esta última cifra, cuando se trate de 
entidades de crédito, o de aquellas que realicen sin autorización actividades 
reservadas a cualesquiera entidades supervisadas por el Banco de España.

De hasta el 5% de los recursos propios de la entidad en el ejercicio anterior; o 
multa de hasta 500.000 de euros, si aquel porcentaje fuera inferior a esta cifra, 
cuando se trate de entidades supervisadas por el Banco de España distintas de las 
entidades de crédito, o de aquellas otras que, sin estar autorizadas, utilicen 
denominaciones reservadas a las entidades de crédito.

Cuando la entidad infractora fuese una filial de una empresa matriz, se tendrán 
en consideración, a efectos de determinar el importe de la multa, los recursos propios 
de la empresa matriz en el ejercicio anterior.»

Siete. Se modifica el artículo 99.1, que queda así redactado:
«1. Por la comisión de infracciones leves se impondrá a la entidad infractora una 

multa que podrá ser, a juicio del órgano competente para resolver:
a) Del tanto al doble del importe de los beneficios derivados de la infracción, 

cuando dichos beneficios puedan cuantificarse; o
b) De hasta el 1% del volumen de negocios neto anual total, incluidos los 

ingresos brutos procedentes de intereses a percibir e ingresos asimilados, los 
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rendimientos de acciones y otros valores de renta fija o variable y las comisiones o 
corretajes a cobrar de conformidad con el artículo 316 del Reglamento (UE) n.º 
575/2013 que haya realizado la entidad en el ejercicio anterior; o multa de 
hasta 1.000.000 de euros, si aquel porcentaje fuera inferior a esta última cifra, 
cuando se trate de entidades de crédito, o de aquellas que realicen sin autorización 
actividades reservadas a cualesquiera entidades supervisadas por el Banco de 
España.

De hasta el 1% del de los recursos propios de la entidad en el ejercicio anterior; o 
multa de hasta 100.000 euros, si aquel porcentaje fuera inferior a esta cifra, cuando 
se trate de entidades supervisadas por el Banco de España distintas de las entidades 
de crédito, o de aquellas otras que, sin estar autorizadas, utilicen denominaciones 
reservadas a las entidades de crédito.

Cuando la entidad infractora fuese una filial de una empresa matriz, se tendrán 
en consideración, a efectos de determinar el importe de la multa, los recursos propios 
de la empresa matriz en el ejercicio anterior»

Ocho. Se modifica el artículo 102.1, que queda así redactado:

«Artículo 102.  Sanciones a los que ejerzan cargos de administración o de dirección 
por la comisión de infracciones leves.

1. Con independencia de la sanción que, en su caso, corresponda imponer a la 
entidad de crédito infractora por la comisión de infracciones leves, podrán imponerse 
multa por importe de hasta 500.000 euros a cada una de las personas que, 
ejerciendo cargos de administración o dirección, de hecho o de derecho, en la 
misma, sean responsables de la infracción.

Además de la sanción prevista en el párrafo anterior, podrá imponerse como 
medida accesoria la amonestación privada.»

Nueve. Se da nueva redacción a los apartados 5, 6 y 7 del artículo 115, con el siguiente 
tenor literal:

«5. Las sanciones y amonestaciones por infracciones muy graves y graves serán 
publicadas en el “Boletín Oficial del Estado” una vez que sean firmes en la vía 
administrativa. La publicación deberá incluir, por lo menos, información sobre el tipo y 
la naturaleza de la infracción y la identidad de las personas responsables de la 
misma.

6. En relación con lo previsto en el apartado anterior, excepcionalmente, el Banco 
de España podrá, o bien retrasar la publicación hasta el momento en que dejen de 
existir los motivos que justifiquen tal retraso, o bien publicar la sanción impuesta de 
forma anónima, cuando a su criterio se produzca alguna de las circunstancias 
siguientes:

a) Cuando la sanción se imponga a una persona física y, tras una evaluación 
previa, la publicación de los datos personales resulte ser desproporcionada.

b) Cuando la publicación pudiera poner en peligro la estabilidad de los mercados 
financieros o una investigación penal en curso.

c) Cuando la publicación pudiera causar un daño desproporcionado a las 
entidades o personas físicas implicadas, en la medida en que se pueda determinar el 
daño.

7. Las sanciones y amonestaciones por infracciones muy graves y graves 
deberán asimismo ser publicadas en la página web del Banco de España, en un 
plazo máximo de 15 días hábiles desde que la sanción o amonestación sea firme en 
vía administrativa, con el contenido de la información a la que se hace referencia en 
el apartado 5, pudiendo adoptarse las medidas contempladas en el apartado 6 en los 
supuestos en él previstos.

Cuando se interponga recurso en vía judicial contra la decisión de imponer una 
sanción o medida, el Banco de España también publicará de inmediato en su sitio 
web oficial esa información, así como toda información posterior relativa al resultado 
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de ese recurso. Además, también se publicará toda decisión que anule o condone 
una decisión previa de imponer una sanción o medida.

El Banco de España mantendrá publicada toda la información a que se refieren 
los apartados anteriores en su sitio web oficial durante cinco años, como mínimo, tras 
su publicación.»

Diez. Se añade un Capítulo V al Título IV a la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito con la siguiente redacción:

«CAPÍTULO V
Comunicación de infracciones

Artículo 119.  Tipos y canal para las comunicaciones.
1. Toda persona que disponga de conocimiento o sospecha fundada de 

incumplimiento de las obligaciones en materia de supervisión prudencial de 
entidades de crédito previstas en esta ley y su normativa de desarrollo, siempre que 
estén previstas en la Directiva 2013/36/UE, de 26 de junio, o en el Reglamento (UE) 
n.º 575/2013, de 26 de junio, podrá comunicarlo al Banco de España en la forma y 
con las garantías establecidas en este artículo.

2. Las comunicaciones deberán presentarse por cualquier vía que permita la 
constancia fehaciente de la identidad del comunicante y de su presentación ante el 
Banco de España.

3. Mediante la publicación en su página web, el Banco de España facilitará la 
información básica sobre el procedimiento de comunicación de infracciones, en 
particular sobre las medidas de protección de la identidad del comunicante.

Artículo 120.  Contenido mínimo de las comunicaciones.
1. Las comunicaciones a que se refiere el artículo anterior deberán incluir la 

identificación de la persona que las formula y presentar elementos fácticos de los que 
razonablemente derive, al menos, una sospecha fundada de infracción.

2. Una vez recibida la comunicación, el Banco de España realizará las 
correspondientes comprobaciones para determinar si existe o no sospecha fundada 
de infracción y su relevancia disciplinaria.

3. Cuando la incoación del procedimiento sancionador se hubiese solicitado 
expresamente en la comunicación, el Banco de España informará a la persona que 
envía la comunicación del inicio, en su caso, de un procedimiento sancionador. Si 
tras la comunicación se iniciase procedimiento sancionador a partir de los hechos 
comunicados, el Banco de España informará de su inicio al comunicante. La 
comunicación no otorgará por sí misma la condición de interesado en el 
procedimiento sancionador a la persona comunicante.

4. El Banco de España también informará, en su caso, de la remisión de los 
hechos a otras Autoridades, dentro o fuera de España.

Artículo 121.  Garantías de confidencialidad.
1. El Banco de España dispondrá de mecanismos que garanticen la 

confidencialidad de la identidad del comunicante y de la información comunicada. 
Las comunicaciones recibidas no tendrán valor probatorio y no podrán ser 
incorporadas directamente a diligencias administrativas o judiciales.

2. Cualquier transmisión de la comunicación, dentro o fuera del Banco de 
España, se realizará sin revelar, directa o indirectamente, los datos personales del 
comunicante, ni de las personas incluidas en la comunicación, excepto en los 
siguientes casos:

a) Cuando los datos personales de la persona presuntamente infractora o de 
terceros distintos del comunicante resulten necesarios para la realización de 
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actuaciones previas, la iniciación, instrucción y resolución de un procedimiento 
administrativo sancionador, o bien de un proceso judicial.

b) Cuando los datos personales del comunicante sean expresamente requeridos 
por un órgano judicial del orden penal en el curso de diligencias de investigación o 
proceso penal. Estos datos tendrán un nivel de protección mínimo equivalente al de 
las personas objeto de investigación o de sanción por parte del órgano competente.

c) Cuando los datos personales incluidos en la comunicación resulten necesarios 
a autoridades equivalentes a autoridades nacionales competentes en el ámbito de la 
Unión Europea, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en las normas 
europeas o nacionales que resulten de aplicación, o de terceros Estados, siempre 
que el nivel de protección de la confidencialidad de los datos personales resulte 
equivalente al vigente en España.

d) Cuando así lo permita la normativa de protección de datos.

Artículo 122.  Protección en el ámbito laboral y contractual.
1. La comunicación de alguna de las infracciones a que se refiere el artículo 119:
a) No constituirá violación o incumplimiento de las restricciones sobre divulgación 

de información impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, 
reglamentaria o administrativa que pudieran afectar a la persona comunicante, a las 
personas estrechamente vinculadas con ésta, a las sociedades que administre o de 
las que sea titular real.

b) No constituirá infracción de ningún tipo en el ámbito de la normativa laboral por 
parte de la persona comunicante, ni de ella podrá derivar trato injusto o 
discriminatorio por parte del empleador.

c) No generará ningún derecho de compensación o indemnización a favor de la 
empresa a la que presta servicios la persona comunicante o de un tercero, aun 
cuando se hubiera pactado la obligación de comunicación previa a dicha empresa o 
a un tercero.

2. El Banco de España informará de forma práctica y precisa al comunicante 
sobre las vías de recurso y procedimientos disponibles en derecho para la protección 
frente a posibles perjuicios que pudieran derivar de alguna de las situaciones 
previstas en el apartado anterior. Asimismo, prestará asistencia efectiva informando 
al comunicante de sus derechos, emitiendo, en su caso, la correspondiente 
certificación de su condición de denunciante para hacerla efectiva ante los tribunales 
de justicia. Igualmente, dispondrá los medios necesarios para asistir a la persona 
comunicante que lo requiera frente a riesgos reales derivados de la comunicación, 
que incluirán, en particular, la acreditación de la existencia, el contenido y el valor 
material que de la comunicación haya podido derivar.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la 
financiación empresarial.

La Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial, queda 
modificada como sigue:

Uno. Se añade un segundo párrafo al apartado 1 del artículo 9, con el siguiente tenor 
literal:

«No obstante, la autorización de los establecimientos financieros de crédito 
híbridos a que se refiere el artículo 11 se concederá por el Banco de España, previo 
informe del Servicio ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias en los aspectos de su competencia, de 
conformidad con el procedimiento que se prevea reglamentariamente.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 11, que pasa a tener el siguiente tenor literal:
«1. Las empresas que pretendan constituirse como establecimientos financieros 

de crédito y, a su vez, prestar servicios de pago, requerirán una única autorización 
específica que les faculte para el ejercicio de sus actividades y que corresponderá al 
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Banco de España previo informe del Servicio ejecutivo de la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en los aspectos de su 
competencia. Una vez otorgada la autorización, tendrán la consideración de 
entidades de pago híbridas.

Asimismo, las empresas que pretendan constituirse como establecimientos 
financieros de crédito, y, a su vez, emitir dinero electrónico, requerirán una única 
autorización específica que les faculte para el ejercicio de sus actividades y que 
corresponderá al Banco de España previo informe del Servicio ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en los 
aspectos de su competencia. Una vez otorgada la autorización, tendrán la 
consideración de entidades de dinero electrónico.»

Disposición final octava.  Modificación de la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y 
resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión.

La Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de crédito y 
empresas de servicios de inversión, queda modificada como sigue:

Uno. La letra e) artículo 1.2 queda modificada de la siguiente manera:
«e) Las sucursales en España de entidades que estén establecidas fuera de la 

Unión Europea, de conformidad con las condiciones específicas establecidas en esta 
Ley.»

Dos. El párrafo segundo del artículo 53.1.a) queda modificado de la siguiente manera:
«Con el fin de alcanzar este nivel, el FROB recaudará, al menos anualmente, 

contribuciones ordinarias de las entidades y de las sucursales en España de 
entidades establecidas fuera de la Unión Europea de conformidad con los siguientes 
criterios:»

Tres. El apartado 2 del artículo 64 queda redactado de la siguiente manera:
«2. Para que el FROB pueda alcanzar los objetivos y los principios de la 

resolución, establecidos en los artículos 3 y 4, en el ejercicio de las facultades 
administrativas generales recogidas en el apartado anterior y de las restantes 
previstas en esta Ley, no resultarán de aplicación las limitaciones y demás requisitos 
exigidos en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, ni en la Ley 3/2009, de 3 de abril, 
sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, ni en la legislación 
aplicable a las cooperativas de crédito, en relación con las operaciones de aumento y 
reducción de capital, de conversión de instrumentos de capital o de recapitalización 
interna, modificaciones estructurales o cualquier otra operación necesaria para para 
la aplicación de los instrumentos y medidas previstos en esta ley. Tampoco será 
necesaria la elaboración de los informes preceptivos que las referidas normas 
puedan prever.»

Disposición final novena.  Modificación del texto refundido de la Ley del Mercado de 
Valores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre.

El texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el apartado 7 del artículo 85 que pasa a tener la siguiente redacción:
«7. La CNMV notificará a la Autoridad Europea de Valores y Mercados (AEVM) y 

demás autoridades competentes de conformidad con los artículos 244 y 245 bis los 
datos pormenorizados de las limitaciones de posiciones exactas que tiene intención 
de fijar de conformidad con el método de cálculo establecido por la AEVM en virtud 
de los apartados 1 y 2 y de los sistemas de control de las posiciones referidas en el 
apartado 4.»
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Dos. Se modifica el apartado 5 del artículo 86 y se introduce un nuevo apartado 6 en 
dicho artículo en los siguientes términos:

«5. A efectos del cumplimiento de las obligaciones de comunicación previstas en 
este artículo, las empresas de servicios y actividades de inversión o los organismos 
rectores del mercado que gestionen un centro de negociación, clasificarán a las 
personas que mantengan posiciones en un derivado sobre materias primas, un 
derecho de emisión o un derivado, en las categorías y de conformidad con los 
criterios que se determinen reglamentariamente.

6. Reglamentariamente se podrán desarrollar las obligaciones previstas en este 
artículo.»

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 142 en los siguientes términos:
«1. Las empresas de servicios y actividades de inversión a las que se refiere el 

artículo 143.1.b) que ejecuten órdenes de inversores relativas a instrumentos 
financieros podrán mantenerlos por cuenta propia siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones:

a) Que tales posiciones deriven únicamente de la imposibilidad de la empresa de 
inversión de cumplir las órdenes precisas recibidas de clientes,

b) que el valor total de mercado de tales posiciones no supere el 15 por ciento 
del capital inicial de la empresa,

c) que la empresa satisfaga los requisitos establecidos en los artículos 92 a 95 y 
en la parte cuarta del Reglamento (UE) n.º 575/2013, de 26 de junio de 2013, sobre 
los requisitos prudenciales de las entidades de crédito y las empresas de inversión, y 
por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012; y

d) que tales posiciones revistan un carácter fortuito y provisional y estén 
estrictamente limitadas al tiempo necesario para realizar la transacción de que se 
trate.»

Cuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 143 en los siguientes términos:
«3. Las agencias de valores son aquellas empresas de servicios de inversión que 

profesionalmente sólo pueden operar por cuenta ajena, con representación o sin ella. 
Podrán realizar los servicios de inversión y los servicios auxiliares previstos en los 
artículos 140 y 141, respectivamente, con excepción de los previstos en el 
artículo 140.1.c) y f), y en el artículo 141.b).»

Cinco. Se modifican los apartados 1, 2 y 3 del artículo 145 en los siguientes términos:
1. Se modifican las letras a), c) y d) del apartado 1 en los siguientes términos:

«a) Los artículos 182.1 y 2, 183.1 y 2, 193, 194, 195, 195 bis, 196, 196 bis de 
esta ley y los artículos 27, 30, 31, 32, 33, 34, 38, 40 y 43 del Real Decreto-
ley 21/2017, de 29 de diciembre,»

«c) los artículos 69, 164, 168, 170, 171 y 173 de esta ley y los artículos 25 y 37 
del Real Decreto-ley 21/2017, de 29 de diciembre,

d) los artículos 197 y 276 bis a 276 sexies de esta ley; y».
2. Se modifica la letra a) del apartado 2 en los siguientes términos:

«a) Los artículos 139.2, 193.2.a), b), c), d), e) f) y h), 193.3.b), d) y e), 194, 203, 
204, 205, 206, 207, 208, 208 bis, 208 ter, 209, 210, 211, 212, 213, 214, 215 216, 217, 
218, 219, 220 bis, 220 ter, 220 quater, 220 quinquies, y 220 sexies de esta ley; y»,

3. Se modifican las letras a), b), c) y d) del apartado 3 en los siguientes términos:
«a) Los artículos 182.1 y 2, 183.1 y 2, el artículo 193.2.a), b), c), d) y e) y el 

artículo 194,
b) los artículos 208 a 220 sexies,
c) los artículos 146, 147 y 221.1.b),
d) los artículos 197, 276 bis a 276 sexies y el Título VIII de esta ley.»
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Seis. Se modifica el primer párrafo del apartado 2 del artículo 171 en los siguientes 
términos:

«2. Cuando una empresa de un tercer país se proponga prestar en España 
servicios o actividades de inversión, con o sin servicios auxiliares, a clientes 
minoristas o a los clientes profesionales a que se refiere el artículo 206 de esta ley, 
deberá establecer una sucursal en España y solicitar a la CNMV, en caso de que se 
trate de una empresa de servicios y actividades de inversión, o al Banco de España, 
en caso de que se trate de una entidad de crédito, la correspondiente autorización, 
en los términos y condiciones contemplados, para las empresas de servicios y 
actividades de inversión, en el artículo 173 de esta ley y en sus disposiciones de 
desarrollo y, para las entidades de crédito, en el artículo 13 de la Ley 10/2014, de 26 
de junio, y sus disposiciones de desarrollo.»

Siete. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 187 en los siguientes términos:
«b) Lo dispuesto en los artículos 184, 184 bis, 185 y 185 bis también será de 

aplicación a los miembros del órgano de administración y de alta dirección de 
entidades dominantes de las empresas de servicios y actividades de inversión 
mencionadas en el apartado 1, cuando dicha entidad dominante, sea una sociedad 
financiera de cartera o una sociedad financiera mixta de cartera.»

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 188 en los siguientes términos:
«1. Las empresas de servicios y actividades de inversión contempladas en el 

artículo 187.1 anterior que sean significativas y sus entidades dominantes deberán 
constituir un comité de nombramientos y un comité de remuneraciones, integrados 
por miembros del órgano de administración que no desempeñen funciones ejecutivas 
en la entidad. El comité de nombramientos establecerá un objetivo de representación 
equilibrada para el sexo menos representado en el órgano de administración y 
elaborará orientaciones sobre cómo alcanzar dicho objetivo.»

Nueve. Se modifica el apartado 3 del artículo 207 en los siguientes términos:
«3. Las empresas que presten servicios y actividades de inversión autorizadas 

para ejecutar órdenes por cuenta de terceros, negociar por cuenta propia o recibir y 
transmitir órdenes, podrán realizar estas operaciones y los servicios auxiliares 
directamente relacionados con ellas, con las entidades señaladas en los apartados 
anteriores sin necesidad de cumplir las obligaciones establecidas en los 
artículos 208, 208 ter, 209.2, 213, 214, 215, 216, 217, 218, 219, 220 bis a 220 sexies, 
221 y 222 a 224, siempre que aquellas entidades sean informadas previamente de 
ello y no soliciten expresamente que se les apliquen.»

Diez. Se modifica el apartado 1 del artículo 213 en los siguientes términos:
«1. Cuando preste servicios de asesoramiento en materia de inversiones o de 

gestión de carteras, la empresa de servicios de inversión obtendrá la información 
necesaria sobre los conocimientos y experiencia del cliente o posible cliente en el 
ámbito de inversión correspondiente al tipo concreto de producto o servicio, su 
situación financiera, incluida su capacidad para soportar pérdidas, y sus objetivos de 
inversión incluida su tolerancia al riesgo, con el fin de que la empresa pueda 
recomendarle los servicios de inversión e instrumentos financieros que sean idóneos 
para él y que, en particular, mejor se ajusten a su nivel de tolerancia al riesgo y su 
capacidad para soportar pérdidas.»

Once. Se modifica la letra c) del apartado 3 del artículo 217 en los siguientes términos:
«c) Los instrumentos financieros de deuda recogidos en el Anexo.a).2.º) que a su 

vez sean pasivos admisibles para la recapitalización interna de acuerdo con lo 
establecido en la sección 4.ª del capítulo VI de la Ley 11/2015, de 18 de junio.»

Doce. Se modifica el apartado 1 del artículo 220 quáter en los siguientes términos:
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«1. Cuando preste el servicio de gestión de carteras, la empresa de servicios y 
actividades de inversión no aceptará y retendrá honorarios, comisiones u otros 
beneficios monetarios o no monetarios abonados o proporcionados por un tercero o 
por una persona que actúe por cuenta de un tercero en relación con la prestación del 
servicio a los clientes.»

Trece. Se modifican los artículos 225 a 231, que pasarán a tener el siguiente contenido:

«Artículo 225.  Autoridad competente.
1. La CNMV será la autoridad competente para la aplicación del Reglamento 

(UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014.
2. La persona titular del Ministerio de Economía y Empresa y, con su habilitación 

expresa, la CNMV, podrán adoptar las normas de desarrollo y ejecución que resulten 
precisas para el cumplimiento del Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, y el resto de las disposiciones 
vigentes en materia de abuso de mercado.

3. No obstante, se faculta expresamente a la CNMV a desarrollar todas aquellas 
cuestiones para las que el Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, sobre abuso de mercado, habilita expresamente a la autoridad 
competente. En concreto, la CNMV podrá determinar cuáles son las prácticas de 
mercado aceptadas, de conformidad con lo dispuesto con el artículo 13 del 
Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre abuso 
de mercado, mediante su aprobación por la correspondiente Circular.

Artículo 226.  Difusión pública por emisores de información privilegiada.
Los emisores de valores o instrumentos financieros que sean objeto de 

negociación en un mercado regulado español, o respecto de los que haya sido 
solicitada la admisión a negociación, deberán comunicar tan pronto como sea posible 
a la CNMV, que procederá a hacerla pública en su página web, la información 
privilegiada que le concierna directamente a que se refiere el artículo 17 del 
Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de abril 
de 2014.

Artículo 227.  Difusión pública por emisores de otra información relevante.
Los emisores de valores o instrumentos financieros que sean objeto de 

negociación en un mercado regulado comunicarán también a la CNMV, que 
igualmente procederá a hacerlas públicas en su página web, las restantes 
informaciones de carácter financiero o corporativo relativas al propio emisor o a sus 
valores o instrumentos financieros que cualquier disposición legal o reglamentaria les 
obligue a hacer públicas en España o que consideren necesario, por su especial 
interés, difundir entre los inversores.

Artículo 228.  Modo y términos para la publicación de información privilegiada y otra 
información relevante.

1. La CNMV podrá determinar el modo y términos en que se publicarán a través 
de su página web las informaciones a las que se refieren los artículos anteriores. En 
todo caso, cuando se haga pública información privilegiada, se hará constar 
expresamente tal condición y en la página web de la CNMV se presentará dicha 
información de modo separado de cualesquiera otras informaciones comunicadas 
por emisores.

2. Los SMN y los SOC deberán contar con medios técnicos que garanticen la 
difusión pública de la información privilegiada que les sea comunicada por emisores 
de valores o instrumentos financieros que sean objeto de negociación en ellos o 
respecto de los que haya sido solicitada la admisión a negociación. Dichos medios 
técnicos también podrán ser utilizados en relación con la restante información de 
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carácter financiero o corporativo que los citados emisores deban difundir entre los 
inversores.

Artículo 229.  Retraso de la difusión de información privilegiada.
El emisor o el participante del mercado de derechos de emisión que, en el marco 

de lo previsto en el artículo 17.4 del Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, decida retrasar la difusión de 
información privilegiada, no estará obligado a remitir la justificación de la 
concurrencia de las condiciones que permiten tal retraso cuando realice la preceptiva 
comunicación del mismo a la CNMV, salvo que ésta lo solicite expresamente.

Artículo 230.  Operaciones realizadas por personas con responsabilidades de 
dirección y personas estrechamente vinculadas.

1. La obligación de notificación de las operaciones a las que se refiere el 
artículo 19.1 del Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014, nacerá cuando, dentro de un año natural, la suma 
sin compensaciones de todas las operaciones alcance la cifra de 20.000 euros. A 
partir de esa primera comunicación, los sujetos obligados deberán comunicar todas y 
cada una de las operaciones subsiguientes efectuadas referidas en dicho artículo.

2. En relación con lo dispuesto en el artículo 19.3, último párrafo, del Reglamento 
(UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, las operaciones a las que 
se refiere el artículo 19.1 de dicho Reglamento, que hayan sido notificadas por las 
personas con responsabilidades de dirección en emisores que hayan solicitado la 
admisión de sus instrumentos financieros en un mercado regulado o admitidos a 
negociación en un mercado regulado, así como las operaciones notificadas por las 
personas estrechamente vinculadas con ellas, se harán públicas por la CNMV.

La obligación de difusión pública de las operaciones notificadas por las personas 
con responsabilidades de dirección en los emisores referidos en el párrafo anterior o 
por las personas estrechamente vinculadas con ellas, establecida en el artículo 19 
del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
abril de 2014, se dará por cumplida para dichas sociedades emisoras en caso de que 
estas difundan la información correspondiente a través de los medios técnicos 
previstos por la CNMV.

Se faculta a la CNMV para desarrollar los procedimientos y formas de realizar la 
difusión pública a la que se hace referencia en el apartado anterior.

Artículo 231.  Obligaciones para los SMN y los SOC en relación con las operaciones 
realizadas por personas con responsabilidades de dirección y personas 
estrechamente vinculadas.

Los SMN y los SOC deberán contar con medios técnicos que garanticen la 
difusión pública de las operaciones a las que se refiere el artículo 19.1 del 
Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril 
de 2014, que hayan sido notificadas por las personas con responsabilidades de 
dirección en emisores de instrumentos financieros negociados exclusivamente en un 
SMN o en un SOC, los admitidos a negociación en un SMN o para los que se haya 
solicitado la admisión a negociación en un SMN, así como las notificadas por las 
personas estrechamente vinculadas con ellas. Dichos medios técnicos deberán 
cumplir con los términos establecidos en el artículo 19.3 del Reglamento (UE) n.º 
596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre abuso de mercado, y en el 
Reglamento de Ejecución (UE) n.º 2016/1055 de la Comisión, de 29 de junio 
de 2016.

La obligación de difusión pública de las operaciones notificadas por las personas 
con responsabilidades de dirección en los emisores referidos en el párrafo anterior o 
por las personas estrechamente vinculadas con ellas, establecida en el artículo 19 
del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
abril de 2014, se dará por cumplida para dichas sociedades emisoras en caso de que 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 33  Real Decreto-ley de servicios de pago y medidas urgentes en materia financiera

– 868 –



las mismas difundan la información pertinente a través de los medios técnicos 
previstos por los SMN o por los SOC, según corresponda.»

Catorce. Se suprime el artículo 232 que queda sin contenido.
Quince. Se modifica el artículo 233 en los siguientes términos:
1. Se introducen unas nuevas letras m), n), ñ) y o) en el apartado 1 con la siguiente 

redacción:
«m) Las personas físicas y jurídicas que realicen actuaciones sujetas al 

Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
noviembre de 2014, sobre los documentos de datos fundamentales relativos a los 
productos de inversión minoristas vinculados y los productos de inversión basados 
en seguros, en cuanto se refiere a los productos de inversión minorista 
empaquetados incluidos en el ámbito de esta ley.

n) Los administradores de índices de referencia y las entidades supervisadas de 
conformidad con lo previsto en el artículo 40 del Reglamento (UE) n.º 2016/1011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, sobre los índices 
utilizados como referencia en los instrumentos financieros y en los contratos 
financieros o para medir la rentabilidad de los fondos de inversión, así como las 
restantes personas físicas o jurídicas, en tanto puedan verse afectadas por las 
normas de dicho Reglamento y su disposiciones de desarrollo.

ñ) Las personas físicas y jurídicas sujetas al Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, sobre 
transparencia de las operaciones de financiación de valores y de reutilización y por el 
que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012.

o) Las personas físicas y jurídicas sujetas al Reglamento (UE) n.º 596/2014, 
de 16 de abril de 2014.»

2. Se modifica el apartado 4 en los siguientes términos:
«4. Respecto a lo establecido en el Reglamento (UE) n.º 596/2014, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril, la CNMV será competente para 
su aplicación en relación con los instrumentos, contratos, conductas, operaciones, 
ofertas, órdenes y, en general, acciones y omisiones a las que se refiere el artículo 2 
de dicho reglamento y, en concreto, de las actuaciones llevadas a cabo:

a) en territorio español respecto de cualesquiera valores negociables y demás 
instrumentos financieros,

b) fuera del territorio español en relación con valores negociables y demás 
instrumentos financieros admitidos a negociación o para los que se haya cursado 
una solicitud de admisión a negociación en un mercado regulado, en un SMN, en un 
SOC, o subastados en una plataforma de subasta que operen en territorio español; y

c) fuera del territorio español en relación con los instrumentos financieros no 
comprendidos en las letras a) o b) cuyo precio o valor dependa de los instrumentos 
financieros mencionados en esas letras o tenga un efecto sobre el precio o valor de 
los mismos.»

3. Se introduce un nuevo apartado 6 con la siguiente redacción:
«6. De conformidad con el apartado primero del artículo 40 del Reglamento (UE) 

n.º 2016/1011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, sobre 
los índices utilizados como referencia en los instrumentos financieros y en los 
contratos financieros o para medir la rentabilidad de los fondos de inversión, y por el 
que se modifican las Directivas 2008/1481/CE y 2014/1171/UE y el Reglamento (UE) 
n.º 596/2014, se designa a la Comisión Nacional del Mercado de Valores como 
autoridad competente.

Sin perjuicio de lo anterior, el Banco de España ejercerá las funciones de 
supervisión, inspección y sanción en relación con las obligaciones previstas en el 
artículo 16 de dicho Reglamento en lo que se refiere al cumplimiento de tales 
obligaciones por parte de las entidades supervisadas contribuidoras de datos para 
índices elaborados por el Banco de España, así como en los artículos 28.2 y 29.1 de 
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dicho Reglamento en lo que se refiere al cumplimiento de tales obligaciones en 
relación con el uso de índices de referencia en los contratos financieros a que se 
refiere el apartado 18) del artículo 3.1 del citado Reglamento por parte de entidades 
sujetas a la supervisión del Banco de España en materia de transparencia y 
protección del cliente.

Asimismo, de acuerdo con el artículo 40.2 de dicho Reglamento, la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores será la autoridad de coordinación e intercambio de 
información.»

Dieciséis. Se modifica el artículo 234 en los siguientes términos:
1. Se modifica la letra d) que queda redactada como sigue:

«d) Requerir los registros telefónicos y de tráfico de datos de que dispongan las 
personas o entidades a las que se refiere el artículo 233.1 TRLMV. Conforme a lo 
dispuesto en la disposición adicional decimoquinta de la Ley Orgánica de Protección 
de Datos, cuando no haya podido obtener por otros medios la información necesaria 
para realizar sus labores de supervisión o inspección, la CNMV, podrá en los 
términos previstos en dicha disposición, recabar de los operadores que presten 
servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los prestadores 
de servicios de la sociedad de la información los datos que obren en su poder 
relativos a la comunicación electrónica o servicio de la sociedad de la información 
proporcionados por dichos prestadores que sean distintos a su contenido y resulten 
imprescindibles para el ejercicio de dichas labores.

A tal efecto, el órgano competente de la CNMV deberá solicitar la 
correspondiente autorización judicial, cuando la misma implique restricción de 
derechos fundamentales, al Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo, que 
resolverá en el plazo máximo de cuarenta y ocho horas.»

2. Se modifica el apartado 2.v) del artículo 234, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«v) Requerir, por escrito o verbalmente, a las personas y entidades enumeradas 
en el artículo 230 que hagan pública de manera inmediata la información que aquella 
estime pertinente sobre sus actividades relacionadas con el mercado de valores o 
que puedan influir en éste. De no hacerlo directamente los obligados, lo hará la 
propia CNMV.»

3. Se introducen una nueva letra z) en el apartado 2 del artículo 234 con el siguiente 
contenido:

«z) En relación con la comercialización de productos de inversión minorista 
empaquetados, la CNMV podrá adoptar las siguientes medidas:

1.º Prohibir la comercialización de un producto de inversión minorista 
empaquetado.

2.º Suspender la comercialización de un producto de inversión minorista 
empaquetado.

3.º Prohibir que se facilite un documento de datos fundamentales que incumpla 
los requisitos de los artículos 6, 7, 8 o 10 del Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, y exigir la 
publicación de una nueva versión del documento.

4.º Cualquier otra atribuida a la autoridad competente designada por el 
correspondiente Estado miembro en el Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014.»

4. El apartado 5 queda redactado como sigue:
«5. Las medidas a que se refiere el apartado 2. e), f), i), j), k),l), m), ñ), o), q), r), 

s), u), w), y) y z) podrán adoptarse como medida provisional en el transcurso de un 
expediente sancionador, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 56 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera 
recaer, el buen fin del procedimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la 
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infracción y las exigencias de los intereses generales, o como medida de supervisión 
prudencial o de conductas, para garantizar el correcto ejercicio de su función 
supervisora, la eficaz protección de los inversores o el correcto funcionamiento de los 
mercados de valores, manteniéndose mientras permanezca la causa que las hubiera 
motivado.»

5. Se añade un nuevo apartado 14 con la siguiente redacción:
«14. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores, la CNMV, como 

autoridad competente, podrá ejercer todas y cada una de las facultades que el 
Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de 
junio de 2016 reconoce a las autoridades competentes, entre otras, las 
específicamente señaladas en el artículo 41.1 por cualquiera de los modos 
señalados en el artículo 41.2 de dicho Reglamento.»

Diecisiete. Se añade una nueva letra p) en el artículo 238:
«p) Un registro de información privilegiada relativa a emisores de instrumentos 

financieros que hayan sido admitidos a negociación en mercados regulados o para 
los que se haya solicitado la admisión a un mercado regulado.»

Dieciocho. Se añaden dos nuevos apartados 7 y 8 al artículo 244 con la siguiente 
redacción:

«7. En ejercicio de su función supervisora, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores solicitará a las autoridades competentes de otros Estados miembros aquella 
información relativa a la aplicación de métodos y metodologías establecidos en esta 
ley y su normativa de desarrollo que resulten de la transposición de la 
Directiva 2013/36/UE, de 26 de junio, o en el Reglamento (UE) n.º 575/2013, de 26 
de junio, que pueda estar previamente a disposición del supervisor en otro Estado 
miembro.

8. En el caso de que en el ejercicio de su función supervisora sobre cualquier 
persona a la que se refiere el artículo 233, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores tuviera conocimiento de información que, aun no correspondiendo con su 
ámbito de supervisión, pudiera ser de interés para el ejercicio de la función 
supervisora de una autoridad supervisora de un Estado miembro de la Unión 
Europea, comunicará inmediatamente dicha información a la autoridad del Estado 
miembro correspondiente sin que esto pudiera en ningún caso entenderse como 
ejercicio de la función supervisora por parte de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores.»

Diecinueve. El apartado 4 del artículo 271 queda redactado como sigue:
«4. Se consideran normas de ordenación y disciplina del Mercado de Valores las 

leyes y disposiciones de carácter general que contengan preceptos específicamente 
referidos a las entidades comprendidas en el artículo 233.1.a) y b) o a la actividad 
relacionada con el mercado de valores de las personas o entidades a que se refiere 
el artículo 233.1.b) y c) y que sean de obligada observancia para las mismas. Entre 
las citadas disposiciones se entenderán comprendidas las aprobadas por órganos 
del Estado, de las Comunidades Autónomas que tengan atribuidas competencias en 
la materia, los reglamentos de la Unión Europea y demás normas aprobadas por las 
instituciones de la Unión Europea que resulten de aplicación directa, así como las 
Circulares aprobadas por la Comisión Nacional del Mercado de Valores previstas en 
el artículo 21.

En particular, se considerarán normas de ordenación y disciplina del mercado de 
valores:

a) El Reglamento (UE) n.º 1031/2010 de la Comisión de 12 de noviembre 
de 2010

b) El Reglamento (UE) n.º 236/2012 de 14 de marzo de 2012.
c) El Reglamento (UE) n.º 648/2012 de 4 de julio de 2012.
d) El Reglamento (UE) n.º 575/2013, de 26 de junio de 2013.
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e) El Reglamento (UE) n.º 909/2014, de 23 de julio de 2014.
f) Reglamento (UE) n.º 600/2014, de 15 de mayo de 2014.
g) Reglamento (UE) n.º 2016/1011, de 8 de junio de 2016.
h) Reglamento (UE) n.º 596/2014, de 16 de abril de 2014.
i) Reglamento (UE) n.º 1286/2014, de 26 de noviembre de 2014.
j) Reglamento (UE) n.º 2015/2365, de 25 de noviembre de 2015.
k) Los Reglamentos delegados o de ejecución que adopte la Comisión Europea 

en desarrollo o ejecución de las normas europeas de ordenación y disciplina del 
mercado de valores.»

Veinte. Se suprime el artículo 254 («Cooperación en materia de abuso de mercado»), 
que queda sin contenido.

Veintiuno. Se modifica el apartado 1 del artículo 276 bis, que queda redactado de la 
siguiente forma:

«1. Toda persona que tenga conocimiento o sospecha fundada de la comisión de 
posibles infracciones o infracciones reales previstas en la presente Ley, en el 
Reglamento (UE) n.º 600/2014, en el Reglamento (UE) n.º 596/2014, de 16 de abril, 
sobre abuso de mercado, en el Reglamento (UE) n.º 1286/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, en el Reglamento (UE) n.º 
575/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio en lo que respecta 
a las empresas de servicios de inversión o en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
Instituciones de Inversión Colectiva; podrá comunicarla a la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores en la forma y con las garantías establecidas en este artículo.»

Veintidós. Se modifica el artículo 282 en los siguientes términos:
1. Se modifica el apartado 3 en los siguientes términos:

«3. La inobservancia del deber de información previsto en los artículos 123, 125, 
126 o en el artículo 19 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 16 de abril de 2014, cuando exista un interés de ocultación o 
negligencia grave, atendiendo a la relevancia de la comunicación no realizada y a la 
demora en que se hubiese incurrido.»

2. Se suprimen los apartados 5 a 8.
3. Se modifican los apartados 9 y 10 en los siguientes términos:

«9. El incumplimiento, no meramente ocasional o aislado, por parte de las 
empresas de servicios y actividades de inversión, de los organismos rectores que 
gestionen un centro de negociación o de cualquier otra entidad o persona de los 
límites de posición al volumen de una posición neta en derivados sobre materias 
primas establecidos conforme al artículo 85.

10. El incumplimiento, no meramente ocasional o aislado, por parte de las 
empresas de servicios y actividades de inversión y de los organismos rectores que 
gestionen un centro de negociación del establecimiento y la aplicación de los 
controles de la gestión de las posiciones a los que se refiere el artículo 85 o de las 
obligaciones de comunicación y clasificación establecidas en los artículos 86 a 88.»

4. Se añaden los nuevos apartados 13 a 22 al artículo 282, con la siguiente redacción:
«13. La inobservancia del deber de información o notificación previsto en los 

artículos 109, 111, 112 o en el artículo 19 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, cuando exista un interés 
de ocultación o negligencia grave, atendiendo a la relevancia de la comunicación no 
realizada y a la demora en que se hubiese incurrido.

14. No publicar la información exigida incumpliendo con ello el artículo 431.1 a 3 
o el artículo 451.1 del Reglamento (UE) n.º 575/2013, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de junio, así como la publicación de dicha información de forma 
incompleta o inexacta.
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15. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento (UE) n.º 
596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) la conducta produzca una alteración significativa de la cotización,
b) el importe de los fondos utilizados o el volumen o el valor de los instrumentos 

financieros utilizados en la comisión de la infracción sea relevante, o
c) el beneficio real o potencial o las pérdidas evitadas como consecuencia de la 

comisión de la infracción sea relevante.
16. El incumplimiento de alguna de las prohibiciones establecidas en el 

artículo 14 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014, cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) el importe de los fondos utilizados o el volumen o el valor de los instrumentos 
financieros utilizados en la comisión de la infracción sea relevante,

b) el beneficio real o potencial o la pérdida evitada como consecuencia de la 
comisión de la infracción sea relevante, o

c) el infractor haya tenido conocimiento de la información por su condición de 
miembro de los órganos de administración, dirección o control del emisor, por el 
ejercicio de su profesión, trabajo o funciones o figure o debiera haber figurado en los 
registros a los que se refieren los artículos 18 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014.

17. El incumplimiento, por parte de un emisor o participante del mercado de 
derechos de emisión, de alguna de las obligaciones establecidas en los apartados 1, 
2, 4, 5 u 8 del artículo 17 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 16 de abril de 2014, cuando se haya puesto en grave riesgo la 
transparencia e integridad del mercado.

18. El incumplimiento de la obligación de establecer y mantener los mecanismos, 
sistemas y procedimientos para prevenir, detectar y notificar las órdenes u 
operaciones sospechosas de constituir abuso de mercado, según lo dispuesto en los 
apartados 1 o 2 del artículo 16 del Reglamento 596/2014, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 16 de abril de 2014.

19. El incumplimiento de la obligación de llevanza de las listas de iniciados 
establecida en el artículo 18 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014 o la llevanza con vicios o defectos 
esenciales que impidan conocer la identidad de las personas con acceso a 
información privilegiada o la fecha y hora exacta de este acceso.

20. El incumplimiento de las obligaciones de notificación establecidas en el 
apartado 1 del artículo 4 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 16 de abril de 2014.

21. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los siguientes artículos 
del Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
noviembre de 2015, sobre transparencia de las operaciones de financiación de 
valores y de reutilización y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012, 
de 4 de julio, cuando se haya puesto en grave riesgo la transparencia e integridad del 
mercado:

a) artículo 4, sobre la obligación de las contrapartes de las operaciones de 
financiación de valores de notificación y conservación de la información relativa a 
dichas operaciones,

b) artículo 15, sobre las condiciones que deben cumplirse para la reutilización de 
instrumentos financieros recibidos como garantía.»

Veintitrés. Se modifica el apartado 13 y se introduce un nuevo apartado 14 en el 
artículo 283 en los siguientes términos:
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«13. La inobservancia reiterada y grave por quienes presten servicios de 
suministro de datos de las obligaciones de funcionamiento y organización interna 
previstas en los artículos 197 undecies a 197 quaterdecies.

14. La inobservancia reiterada y grave por quienes presten servicios de 
suministro de datos de las obligaciones de difusión, comunicación y tratamiento de la 
información previstas en los artículos 197 octies a 197 decies.»

Veinticuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 285 en los siguientes términos:
«1. La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores por las 

entidades enumeradas en el artículo 233, en el plazo establecido en las normas u 
otorgado por ésta, de cuantos documentos, datos o informaciones deban remitírsele 
en virtud de lo dispuesto en la ley, en sus normas de desarrollo o del Derecho de la 
Unión Europea, o que la Comisión Nacional del Mercado de Valores requiera en el 
ejercicio de sus funciones, cuando por la relevancia de la información o de la demora 
en que se hubiese incurrido se haya dificultado gravemente la apreciación sobre su 
situación o actividad, así como la remisión de información incompleta o con datos 
inexactos o no veraces, cuando en estos supuestos la incorrección sea relevante.»

Veinticinco. Se introduce un nuevo artículo 289 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 289 bis.  Infracciones por incumplimientos del Reglamento (UE) n.º 
1286/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, 
sobre los documentos de datos fundamentales relativos a los productos de inversión 
minorista vinculados y los productos de inversión basados en seguros.

Sin perjuicio de las infracciones previstas en este capítulo, son infracciones muy 
graves los siguientes incumplimientos del Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014:

1. El incumplimiento de la obligación de elaboración del documento de datos 
fundamentales por el productor y de publicación en su página web, a que se refiere el 
artículo 5.1 del reglamento.

2. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 6, 7 y 8.1 a 3, del 
reglamento, sobre forma y contenido del documento de datos fundamentales cuando 
la información del documento afectada por el incumplimiento sea relevante o el 
número de inversores afectado por él sea significativo.

3. La realización no meramente ocasional o aislada de comunicaciones 
comerciales sobre el producto de inversión minorista empaquetado que incumplan lo 
dispuesto en el artículo 9 del reglamento.

4. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado de lo dispuesto en el 
artículo 10.1 del reglamento relativo al examen y revisión del documento de datos 
fundamentales.

5. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado de las obligaciones de 
suministro del documento de datos fundamentales impuestas por el artículo 13.1, 3. 
y 4, y 14 del reglamento.

6. El incumplimiento de la obligación de establecer los procedimientos y 
mecanismos de reclamación a que se refiere el artículo 19 del reglamento o su 
inaplicación cuando el número de inversores afectados sea significativo.»

Veintiséis. Se introduce un nuevo artículo 289 ter con el siguiente contenido:

«Artículo 289 ter.  Infracciones por incumplimientos del Reglamento (UE) n.º 
2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, sobre los 
índices utilizados como referencia en los instrumentos financieros y en los contratos 
financieros o para medir la rentabilidad de los fondos de inversión, y por el que se 
modifican las Directivas 200/49/CE y 2014/17/UE y el Reglamento (UE) n.º 596/2014.

Sin perjuicio de las infracciones previstas en este capítulo, son infracciones muy 
graves los siguientes incumplimientos del Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016:
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1. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por parte de los 
administradores de los requisitos de gobernanza y control contemplados en los 
artículos 4 al 10 del reglamento.

2. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado de lo dispuesto en los 
artículos 11.1.a), b), c) y e) y del artículo 11.2 y 3 del Reglamento, relativo a los datos 
de cálculo para la elaboración de un índice de referencia.

3. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por parte de los 
administradores de lo dispuesto en el artículo 12 del reglamento, relativo a la 
metodología para determinar el índice de referencia.

4. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por parte de los 
administradores de las obligaciones en materia de transparencia y requisitos de los 
procedimientos de consulta establecidos en el artículo 13 del reglamento.

5. El incumplimiento por parte de los administradores de las obligaciones 
establecidas en el artículo 14 del Reglamento siempre que se trate de una conducta 
no meramente ocasional o aislada o se perjudique gravemente a los intereses de 
personas físicas o jurídicas.

6. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por parte de los 
administradores de las obligaciones establecidas en el artículo 15 del reglamento.

7. El incumplimiento por parte de los de los contribuidores supervisados de los 
requisitos de gobernanza y control establecidos en el artículo 16 del reglamento 
cuando se trate de una conducta no meramente ocasional o aislada o se perjudique 
gravemente a los intereses de personas físicas o jurídicas.

8. El incumplimiento por parte de los administradores de las obligaciones 
establecidas en el artículo 21 del reglamento.

9. El incumplimiento por los administradores o por los contribuidores 
supervisados de las obligaciones establecidas con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 23 del reglamento cuando exista negligencia grave atendiendo a la 
relevancia de la omisión o demora que se hubiere producido.

10. El incumplimiento por los administradores de lo dispuesto en los artículos 24, 
25 y 26 del reglamento cuando exista interés de ocultación o negligencia grave 
atendiendo a la relevancia de la omisión o demora que se hubiere producido.

11. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por los administradores 
de las obligaciones establecidas en los artículos 27 y 28.1 del reglamento.

12. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por las entidades 
supervisadas de las obligaciones establecidas en el artículo 28.2 del reglamento.

13. El uso no meramente ocasional o aislado de índices de referencia por parte 
de las entidades supervisadas con incumplimiento de la obligación establecida en el 
artículo 29.1 del reglamento.

14. La omisión o falsedad en la información que debe contener el folleto según lo 
establecido en el artículo 29.2 del reglamento.

15. El incumplimiento del deber de obtener autorización o inscripción registral de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34 del reglamento de manera que suponga el 
ejercicio no meramente ocasional o aislado de actividades propias de un 
administrador sin la correspondiente autorización o inscripción.

16. La obtención de la autorización o inscripción a que se refiere el artículo 34 del 
reglamento por medio de declaraciones falsas o por otro medio irregular.

17. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por los administradores 
de las demás obligaciones establecidas en el artículo 34 del reglamento.

18. El incumplimiento no meramente ocasional o aislado por los administradores 
o por los contribuidores de las obligaciones establecidas en el Anexo I del 
reglamento en relación con los índices de referencia de tipos de interés.

19. El incumplimiento no meramente ocasional o asilado por los administradores 
de las obligaciones establecidas en el Anexo II del reglamento en relación con los 
índices de referencia de materias primas.

20. Las acciones u omisiones que supongan un incumplimiento de las medidas 
adoptadas por la CNMV en el ejercicio de su potestad supervisora, inspectora y de 
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control, así como la negativa o resistencia a dicha actuación según lo previsto en el 
artículo 41 del reglamento.»

Veintisiete. Se modifica el artículo 295 en los siguientes términos:
1. Se modifica el apartado 3 que pasa a tener el siguiente contenido:

«3. La inexistencia de la página web prevista en el artículo 539.2 del texto 
refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2010, de 2 de julio, o la falta de publicación en la misma de la 
información señalada en dicho artículo y en el del artículo 17 del Reglamento (UE) 
n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014 o en sus 
normas de desarrollo, cuando no constituya infracción muy grave.»

2. Se suprimen los apartados 4 a 7.
3. El apartado 9 del artículo 295 queda redactado como sigue:

«9. El incumplimiento, por parte de las empresas de servicios y actividades de 
inversión y de los organismos rectores que gestionen un centro de negociación, de 
las obligaciones de comunicación y clasificación establecidas en los artículos 86 
a 88, cuando no constituya infracción muy grave.»

4. Se añaden los nuevos apartados 11 a 22, con la siguiente redacción:
«11. La falta de remisión a la Comisión Nacional del Mercado de Valores por las 

entidades enumeradas en el artículo 233, en el plazo establecido en las normas u 
otorgado por ésta, de cuantos documentos, datos o informaciones deban remitírsele 
en virtud de lo dispuesto en la ley, en sus normas de desarrollo o del Derecho de la 
Unión Europea, o que la Comisión Nacional del Mercado de Valores requiera en el 
ejercicio de sus funciones, así como la remisión de información incompleta o con 
datos inexactos o no veraces, cuando no constituyan infracción muy grave.

12. El incumplimiento de las disposiciones establecidas en el artículo 11 del 
Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril 
de 2014, sobre abuso de mercado en la realización de una prospección de mercado 
que no constituya infracción muy grave por constituir comunicación ilícita de 
información privilegiada.

13. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento (UE) 
n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre abuso de mercado, 
de 16 de abril de 2014, cuando no constituya infracción muy grave.

14. El incumplimiento de la obligación de comunicación a la CNMV de órdenes u 
operaciones sospechosas de constituir abuso de mercado, establecida en el 
artículo 16.1 y 2 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014.

15. El incumplimiento de alguna de las prohibiciones u obligaciones establecidas 
en el artículo 14, o en el artículo 17.1, 2, 4, 5 u 8 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, cuando no constituya 
infracción muy grave.

16. El incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo 18 
del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
abril de 2014 cuando no constituya infracción muy grave.

17. La inobservancia del deber de información o notificación previsto en los 
artículos 115, 117, 118 o en el artículo 19 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014 sobre abuso de mercado, 
cuando no constituya infracción muy grave.

18. El incumplimiento de la prohibición establecida en el apartado 11 del 
artículo 19 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014.

19. La elaboración o difusión de recomendaciones de inversión o información de 
otro tipo en la que se recomiende o sugiera una estrategia de inversión sin cumplir 
con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 20 del Reglamento (UE) n.º 596/2014, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014.
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20. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 22.2 del 
Reglamento (UE) n.º 600/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de 
mayo de 2014, sobre el almacenamiento de los datos relativos a la información a 
efectos de transparencia y de otros cálculos por parte de los APA y PIC, cuando no 
constituya infracción muy grave.

21. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los siguientes artículos 
del Reglamento (UE) n.º 2015/2356 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
noviembre de 2015, sobre transparencia de las operaciones de financiación de 
valores y de reutilización y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012, 
de 4 de julio, cuando no constituyan infracción muy grave:

a) artículo 4, sobre la obligación de las contrapartes de las operaciones de 
financiación de valores de notificación y conservación de la información relativa a 
dichas operaciones

b) artículo 15, sobre las condiciones que deben cumplirse para la reutilización de 
instrumentos financieros recibidos como garantía.

22. El incumplimiento de la obligación de disponer de los procedimientos a que 
se refiere el artículo 24.3 del Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015.»

Veintiocho. Se modifica el apartado 15 y se introduce un nuevo apartado 16 en el 
artículo 296 con la siguiente redacción:

«15. La inobservancia por quienes presten servicios de suministro de datos de 
las obligaciones de funcionamiento y organización interna previstas en los 
artículos 197 undecies a 197 quaterdecies, cuando no constituyan infracción muy 
grave.

16. La inobservancia por quienes presten servicios de suministro de datos de las 
obligaciones de difusión, comunicación y tratamiento de la información previstas en 
los artículos 197 octies a 197 decies, cuando no constituyan infracción muy grave.»

Veintinueve. Se introduce unos nuevos apartados 5 y 6 en el artículo 298 con el siguiente 
contenido:

«5. Los siguientes incumplimientos del Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014:

a) El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 6, 7 y 8. 1 a 3, del 
reglamento, cuando no constituya infracción muy grave.

b) La realización meramente ocasional o aislada de comunicaciones comerciales 
sobre el producto de inversión minorista empaquetado que incumplan lo dispuesto en 
el artículo 9 del reglamento.

c) El incumplimiento meramente ocasional o aislado de lo dispuesto en el 
artículo 10.1 del Reglamento relativo al examen y revisión del documento de datos 
fundamentales.

d) El incumplimiento meramente ocasional o aislado de las obligaciones 
impuestas por los artículos 13. 1, 3 y 4, y 14 del reglamento.

e) La inaplicación de los procedimientos y mecanismos de reclamación a que se 
refiere el artículo 19 del reglamento, cuando no constituya infracción muy grave.

6. Los siguientes incumplimientos del reglamento (UE) n.º 2016/1011, de 8 de 
junio de 2016:

a) El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 289 ter 
cuando no constituyan infracción muy grave.

b) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 11.1.d) y 11.4 del reglamento.
c) La falta de cooperación o el desacato en relación con una investigación, 

inspección o solicitud realizada por la CNMV de conformidad con el artículo 41 del 
reglamento, cuando dicha conducta no deba calificarse como muy grave.»

Treinta. Se introduce un nuevo apartado 4 en el artículo 300 con la siguiente redacción:
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«4. Los siguientes incumplimientos del Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016:

a) El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 289 ter 
cuando no constituyan infracción muy grave o grave.

b) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 11.1.d) y en el 11.4 del 
reglamento, cuando no constituya infracción grave por su escasa relevancia.

c) La falta de cooperación o el desacato en relación con una investigación, 
inspección o solicitud realizada por la CNMV de conformidad con el artículo 41 del 
Reglamento, cuando dicha conducta no deba calificarse como muy grave o grave.»

Treinta y uno. Se modifica el artículo 302 en los siguientes términos:
1. Se modifican los apartados 10, 13, 14 y 16 en los siguientes términos:

«10. Suspensión no superior a diez años de la autorización a una empresa de 
servicios y actividades de inversión o de otras entidades inscritas en los registros de 
la Comisión Nacional del Mercado de Valores.»

«13. Amonestación pública en el «Boletín Oficial del Estado» que indicará la 
persona responsable y el carácter de la infracción, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 313 ter.

14. Asimismo, cuando se trate del incumplimiento de la reserva de actividad 
prevista en el artículo 278, se impondrá al infractor la sanción recogida en el 
apartado 1, entendiendo en este caso por beneficio bruto, los ingresos obtenidos por 
el infractor en el desarrollo de la actividad reservada, sin que la multa pueda ser 
inferior a 600.000 euros.»

«16. Cuando se trate de infracciones cometidas por las personas a las que se 
refiere el artículo 233.1.b), las sanciones que se impongan no perjudicarán la 
capacidad de otras autoridades competentes de la Unión Europea para imponer 
sanciones de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.º 1060/2009, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre.

En el caso de que una empresa de servicios de inversión adquiera una 
participación a pesar de la oposición de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, con independencia de cualquier otra sanción que pueda imponerse, se 
dispondrá bien la suspensión del ejercicio de los correspondientes derechos de 
votos, bien la nulidad de los votos emitidos o la posibilidad de anularlos.»

2. Se introducen unos nuevos apartados 17 a 22 con el siguiente contenido:
«17. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 

en el Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 
de abril de 2014, que constituyan infracción muy grave, la multa que se impondrá 
será:

a) Si el infractor es una persona jurídica, su importe será de hasta la mayor de 
las siguientes cantidades:

1.º 30.000.000 euros o el treinta por ciento del volumen de negocios anual total 
de la persona jurídica según las últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano 
de administración, por las infracciones de los artículos 14 o 15 del Reglamento,

2.º 5.000.000 euros o el cuatro por ciento de su volumen de negocios anual total 
según las últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano de administración, 
por las infracciones de los artículos 16 o 17 del Reglamento,

3.º 2.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 18, 19 o 20 del 
reglamento.

b) Si el infractor es una persona física, su importe será de hasta:
1.º 10.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 14 o 15,
2.º 2.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 16 o 17,
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3.º 1.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 18, 19 o 20, todos ellos 
del Reglamento. (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 
abril de 2014.

También podrán aplicarse a los incumplimientos del Reglamento 596/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014 previstos en este 
apartado, las sanciones previstas en los apartados 9 a 13 de este artículo.

18. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 
en el Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 
de noviembre de 2014, que constituyan infracción muy grave, la multa que se 
impondrá será:

a) Si el infractor es una persona jurídica, su importe será de hasta la mayor de 
las siguientes cantidades:

1.º 10.000.000 euros.
2.º El cinco por ciento del volumen de negocios anual total de la persona jurídica 

según las últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano de administración.
3.º El quíntuplo del importe de los beneficios obtenidos o de las pérdidas evitadas 

mediante la infracción, en el caso de que puedan determinarse.
b) Si el infractor es una persona física, su importe será de hasta la mayor de las 

siguientes cantidades:
1.º 2.000.000 euros.
2.º El quíntuplo del importe de los beneficios obtenidos o de las pérdidas evitadas 

mediante la infracción, en el caso de que puedan determinarse.
19. En el caso de que se impongan una o varias sanciones o alguna de las 

medidas administrativas previstas en el artículo 272.2 y) de esta ley, la CNMV podrá 
emitir una comunicación directa, o requerir su emisión al productor del producto de 
inversión minorista empaquetado o a la persona que asesore sobre él o que lo 
venda, destinada a los inversores minoristas afectados y en la que se les informe 
sobre la sanción o medida administrativa e indique dónde presentar quejas o 
reclamaciones para obtener una compensación.

20. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 
en el Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 
de junio de 2016, que constituyan infracción muy grave, la multa que se impondrá 
será:

a) si el infractor es una persona física, su importe será de hasta la mayor de las 
cuantías siguientes:

1.º en caso de infracción de los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10, del artículo 11.1.a), 
b), c) y e), del artículo 11. 2 y 3, y de los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 21, 23, 24, 25, 
26, 27, 28, 29 y 34, 500.000 euros,

2.º en caso de infracción del artículo 11, apartado 1, letra d), o del artículo 11, 
apartado 4, 100.000 euros, o el triple del importe de las ganancias obtenidas o las 
pérdidas evitadas euros gracias a la infracción, cuando las mismas puedan 
determinarse.

b) si el infractor es una persona jurídica, su importe será de hasta la mayor de las 
cuantías siguientes:

1.º en caso de infracción de los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, del artículo 11, 
apartado 1, letras a), b), c) y e), del artículo 11, apartados 2 y 3, o de los artículos 12, 
13, 14, 15, 16, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 34:

1.000.000 euros, o
el 10 por ciento de su volumen de negocios total anual, de acuerdo con las 

últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano de dirección,
2.º en caso de infracción del artículo 11.1.d), o del artículo 11.4:
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250.000 euros, o
el 2 por ciento de su volumen de negocios total anual de acuerdo con las últimas 

cuentas disponibles aprobadas por el órgano de dirección, o
el triple del importe de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas gracias a 

la infracción, cuando las mismas puedan determinarse.
A los efectos de la letra b) de este apartado 20, cuando la persona jurídica sea 

una empresa matriz o una filial de una empresa matriz que deba elaborar cuentas 
financieras consolidadas, conforme a la Directiva 2013/34/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, el volumen de negocios total anual 
pertinente será el volumen de negocios total anual o el tipo de ingresos 
correspondientes conforme a la Directiva 86/635/CEE del Consejo, de 8 de diciembre 
de 1986, en el caso de los bancos, y la Directiva 91/674/CEE del Consejo, de 19 de 
diciembre de 1991, en el caso de las empresas de seguros, de acuerdo con las 
últimas cuentas consolidadas disponibles aprobadas por el órgano de dirección de la 
empresa matriz última, o, si la persona fuera una asociación, el 10 por ciento de los 
volúmenes de negocios agregados de sus miembros.

21. Sin perjuicio de las sanciones descritas en los apartados anteriores, la CNMV 
también podrá imponer alguna de las sanciones siguientes por incumplimientos del 
Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de 
junio de 2016:

a) emitir un requerimiento por el que se conmine al administrador o a la entidad 
supervisada responsable de la infracción a que ponga fin a la misma y se abstenga 
de repetirla.

b) exigir la restitución de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas gracias 
a la infracción, cuando las mismas puedan determinarse.

c) efectuar una amonestación pública en la que se indique el administrador o la 
entidad supervisada responsable y la naturaleza de la infracción.

d) revocar o suspender por un plazo no superior a 10 años la autorización o la 
inscripción registral de un administrador.

e) prohibir por un plazo no superior a 10 años que cualquier persona física que 
se considere responsable de la infracción ejerza funciones de dirección en 
administradores o contribuidores supervisados.

22. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 
en el Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 
de noviembre de 2015 sobre transparencia de las operaciones de financiación de 
valores y de reutilización y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012, 
que constituyan infracción muy grave, la multa que se impondrá será hasta la mayor 
de las siguientes cantidades:

‒ el quíntuplo del importe de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas con 
la infracción, en caso de que puedan determinarse y aunque sean superiores a las 
cantidades determinadas a continuación,

– en el caso de una persona jurídica, por las infracciones del artículo 4 del 
Reglamento (UE) n.º 2015/2365, la multa será de 7.000.000 euros o el 12 por ciento 
de su volumen de negocios total durante el ejercicio precedente, de acuerdo con los 
últimos estados financieros disponibles aprobados por el órgano de dirección,

– en el caso de una persona jurídica, por las infracciones del artículo 15 del 
Reglamento (UE) n.º 2015/2365, la multa será de 20.000.000 euros o el 12 por ciento 
de su volumen de negocios total durante el ejercicio precedente, de acuerdo con los 
últimos estados financieros disponibles aprobados por el órgano de dirección.

En ambos casos, cuando la persona jurídica sea una empresa matriz o una filial 
de una empresa matriz que deba elaborar cuentas consolidadas de conformidad con 
la Directiva 2013/34/UE, el volumen de negocios total anual pertinente será el 
volumen de negocios total anual, o el tipo de ingresos correspondientes, conforme a 
la legislación pertinente de la Unión Europea en materia de contabilidad, de acuerdo 
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con las cuentas consolidadas disponibles más recientes aprobadas por el órgano de 
dirección de la empresa matriz última.

– en el caso de una persona física, la sanción será de hasta 7.000.000 de 
euros.»

Treinta y dos. Se modifica el artículo 303 en los siguientes términos:
1. Se modifica el apartado 11 que pasa a tener la siguiente redacción:

«11. En el caso de que una empresa de servicios y actividades de inversión 
adquiera una participación significativa a pesar de la oposición de la CNMV, con 
independencia de cualquier otra sanción que pueda imponerse, se dispondrá bien la 
suspensión del ejercicio de los correspondientes derechos de voto, bien la nulidad de 
los votos emitidos o la posibilidad de anularlos.»

2. Se añaden unos nuevos apartados 12 al 16, con la siguiente redacción:
«12. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 

en el Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 
de abril de 2014, que constituyan infracción grave, la multa que se impondrá será:

a) Si el infractor es una persona jurídica, su importe será de hasta la mayor de 
las siguientes cantidades:

1.º 15.000.000 euros o el quince por ciento del volumen de negocios anual total 
de la persona jurídica según las últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano 
de administración, por las infracciones de los artículos 14 o 15,

2.º 2.500.000 euros o el dos por ciento de su volumen de negocios anual total 
según las últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano de administración, 
por las infracciones de los artículos 16 o 17,

3.º 1.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 18, 19 o 20 del 
reglamento.

b) Si el infractor es una persona física, su importe será de hasta:
1.º 5.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 14 o 15 del reglamento,
2.º 1.000.000 euros, por las infracciones de los artículos 16 o 17 del reglamento,
3.º 500.000 euros, por las infracciones de los artículos 18, 19 o 20, todos ellos del 

reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril 
de 2014.

También podrán aplicarse a los incumplimientos del Reglamento 596/2014, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014 previstos en este 
apartado, las sanciones previstas en los apartados 6 a 9 de este artículo.

13. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 
en el reglamento (UE) n.º 1286/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 
de noviembre de 2014, que constituyan infracción grave, la multa que se impondrá 
será:

a) Si el infractor es una persona jurídica, su importe será de hasta la mayor de 
las siguientes cantidades:

1.º 5.000.000 euros.
2.º El tres por ciento del volumen de negocios anual total de la persona jurídica 

según las últimas cuentas disponibles aprobadas por el órgano de administración.
3.º El doble del importe de los beneficios obtenidos o de las pérdidas evitadas 

mediante la infracción, en el caso de que puedan determinarse.
b) Si el infractor es una persona física, su importe será de hasta la mayor de las 

siguientes cantidades:
1.º 1.000.000 euros.
2.º El doble del importe de los beneficios obtenidos o de las pérdidas evitadas 

mediante la infracción, en el caso de que puedan determinarse.
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En el caso de que se impongan una o varias sanciones o medidas 
administrativas previstas en el artículo 234.2.z), la CNMV podrá emitir una 
comunicación directa, o requerir su emisión al productor del producto de inversión 
minorista empaquetado o a la persona que asesore sobre él o que lo venda, 
destinada a los inversores minoristas afectados y en la que se les informe sobre la 
sanción o medida administrativa e indique dónde presentar quejas o reclamaciones 
para obtener una compensación.

14. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 
en el Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 
de junio de 2016, que constituyan infracción grave, la multa que se impondrá será:

a) si el infractor es una persona física, su importe será de hasta la mayor de las 
cuantías siguientes:

1.º en caso de infracción de los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10, del artículo 11.1. a), 
b), c) y e), del artículo 11. 2 y 3, y de los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 21, 23, 24, 25, 
26, 27, 28, 29 y 34, 250.000 euros,

2.º en caso de infracción del artículo 11.1. d), o del artículo 11.4, 50.000 euros,
3.º el doble del importe de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas 

gracias a la infracción, cuando las mismas puedan determinarse.
b) si el infractor es una persona jurídica, su importe será de hasta la mayor de las 

cuantías siguientes:
1.º en caso de infracción de los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, del artículo 11.1.a), 

b), c) y e), del artículo 11. 2 y 3, o de los artículos 12, 13, 14, 15, 16, 21, 23, 24, 25, 
26, 27, 28, 29 y 34:

500.000 euros, o
el 5 por ciento de su volumen de negocios total anual, de acuerdo con las últimas 

cuentas disponibles aprobadas por el órgano de dirección,
2.º en caso de infracción del artículo 11.1. d), o del artículo 11. 4:
125.000 euros, o
el 1 por ciento de su volumen de negocios total anual de acuerdo con las últimas 

cuentas disponibles aprobadas por el órgano de dirección, o
el doble del importe de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas gracias a 

la infracción, cuando las mismas puedan determinarse.
A los efectos del apartado b) de este apartado 14, cuando la persona jurídica sea 

una empresa matriz o una filial de una empresa matriz que deba elaborar cuentas 
financieras consolidadas, conforme a la Directiva 2013/34/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, el volumen de negocios total anual 
pertinente será el volumen de negocios total anual o el tipo de ingresos 
correspondientes conforme a la Directiva 86/635/CEE del Consejo, de 8 de diciembre 
de 1986, en el caso de los bancos, y la Directiva 91/674/CEE del Consejo, de 19 de 
diciembre de 1991, en el caso de las empresas de seguros, de acuerdo con las 
últimas cuentas consolidadas disponibles aprobadas por el órgano de dirección de la 
empresa matriz última, o, si la persona fuera una asociación, el 5 por ciento de los 
volúmenes de negocios agregados de sus miembros.

15. Sin perjuicio de las sanciones descritas en los apartados anteriores, la CNMV 
también podrá imponer alguna de las sanciones siguientes por incumplimientos del 
Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de 
junio de 2016:

a) emitir un requerimiento por el que se conmine al administrador o a la entidad 
supervisada responsable de la infracción a que ponga fin a la misma y se abstenga 
de repetirla,

b) exigir la restitución de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas gracias 
a la infracción, cuando las mismas puedan determinarse,

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 33  Real Decreto-ley de servicios de pago y medidas urgentes en materia financiera

– 882 –



c) efectuar una amonestación pública en la que se indique el administrador o la 
entidad supervisada responsable y la naturaleza de la infracción,

d) revocar o suspender por un plazo no superior a 5 años la autorización o la 
inscripción registral de un administrador,

e) prohibir por un plazo no superior a 5 años que cualquier persona física que se 
considere responsable de la infracción ejerza funciones de dirección en 
administradores o contribuidores supervisados.

16. En el caso de incumplimientos de las obligaciones o prohibiciones previstas 
en el Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 
de noviembre de 2015 sobre transparencia de las operaciones de financiación de 
valores y de reutilización y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012, 
que constituyan infracción grave, la multa que se impondrá será hasta la mayor de 
las siguientes cantidades:

– El triple del importe de las ganancias obtenidas o las pérdidas evitadas con la 
infracción, en caso de que puedan determinarse y aunque sean superiores a las 
cantidades determinadas a continuación,

– en el caso de una persona jurídica, por las infracciones del artículo 4 del 
Reglamento (UE) n.º 2015/2365, 5.000.000 euros o el 10% de su volumen de 
negocios total durante el ejercicio precedente, de acuerdo con los últimos estados 
financieros disponibles aprobados por el órgano de dirección; y, por las infracciones 
del artículo 15 del Reglamento (UE) n.º 2015/2365, 15.000.000 euros o el 10% de su 
volumen de negocios total durante el ejercicio precedente, de acuerdo con los 
últimos estados financieros disponibles aprobados por el órgano de dirección.

En ambos casos, cuando la persona jurídica sea una empresa matriz o una filial 
de una empresa matriz que deba elaborar cuentas consolidadas de conformidad con 
la Directiva 2013/34/UE, el volumen de negocios total anual pertinente será el 
volumen de negocios total anual, o el tipo de ingresos correspondientes, conforme a 
la legislación pertinente de la Unión Europea en materia de contabilidad, de acuerdo 
con las cuentas consolidadas disponibles más recientes aprobadas por el órgano de 
dirección de la empresa matriz última.

– en el caso de una persona física, 5.000.000 euros.»
Treinta y tres. Se añade un nuevo apartado 6 en el artículo 306 con el siguiente 

contenido:
«6. Separación del cargo de administración o dirección que ocupe el infractor en 

cualquier entidad financiera, con inhabilitación permanente para ejercer cargos de 
administración o dirección en cualquier otra entidad de las previstas en el 
artículo 233.1.a) y 233.c).2.º, 4.º y 5.º, cuando la misma persona haya sido 
sancionada por cometer en un plazo de diez años dos o más incumplimientos de las 
obligaciones o prohibiciones previstas en los artículos 14 o 15 del Reglamento (UE) 
n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014.»

Treinta y cuatro. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 310 con el siguiente 
contenido:

«3. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores, las sanciones 
aplicables por la comisión de infracciones de obligaciones o prohibiciones previstas 
en el Reglamento (UE) n.º 2016/1011, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 
de junio de 2016, se determinarán por los criterios recogidos en el artículo 43 de 
dicho Reglamento.»

Treinta y cinco. Se modifica la disposición adicional tercera en los siguientes términos:

«Disposición adicional tercera.  Régimen jurídico de los derechos de emisión.
1. Las empresas que prestan servicios de inversión y las entidades de crédito 

autorizadas a prestar servicios de inversión podrán, además de realizar las 
actividades recogidas en el artículo 140, presentar ofertas en nombre de sus clientes 
en las subastas de derechos de emisión de gases de efecto invernadero a que se 
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refiere el Reglamento (UE) n.º 1031/2010 de la Comisión, de 12 de noviembre 
de 2010, sobre el calendario, la gestión y otros aspectos de las subastas de los 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero con arreglo a la 
Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, por la que se establece 
un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero 
en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo. A tal fin, 
deberán incluir esta actividad en su autorización.

2. Constituirá una infracción muy grave el incumplimiento de las normas de 
conducta a que se refiere el artículo 59 del Reglamento (UE) n.º 1031/2010, de la 
Comisión, de 12 de noviembre de 2010.

3. La CNMV cooperará con otras autoridades competentes de la Unión Europea, 
con las plataformas de subastas y con la entidad supervisora de las subastas 
siempre que sea necesario para llevar a cabo las funciones establecidas en el 
Reglamento (UE) n.º 1031/2010, de la Comisión, de 12 de noviembre de 2010, y en 
relación con las materias y en los términos que en dicho Reglamento se regulan.

4. Se exceptúa del deber de secreto regulado en el artículo 288 a las 
informaciones que la CNMV deba facilitar a las autoridades competentes, a las 
plataformas de subastas y a la entidad supervisora de las subastas, en materia de 
subastas de derechos de emisión de conformidad con el Reglamento (UE) n.º 
1031/2010, de la Comisión, de 12 de noviembre de 2010.»

Treinta y seis. Se añade una nueva disposición adicional decimosegunda con el 
siguiente contenido:

«Disposición adicional decimosegunda.  Disposiciones específicas relativas al 
Instituto de Crédito Oficial.

Aquellos organismos públicos que tengan entre sus objetivos principalmente la 
mejora de la economía nacional e inviertan exclusivamente por cuenta propia no les 
será aplicable esta Ley en lo que se refiere a las actividades o servicios de inversión, 
siendo de aplicación a los mismos aquellas disposiciones relativas a las obligaciones 
derivadas de la regulación de los diferentes mercados que se prevén en la presente 
norma.»

Disposición final décima.  Títulos competenciales.
Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.6.ª, 11.ª 

y 13.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado las competencias exclusivas sobre 
legislación mercantil, bases de la ordenación de crédito, banca y seguro, y bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, respectivamente.

Disposición final decimoprimera.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante este real decreto-ley se incorporan al ordenamiento jurídico español las 

siguientes normas:
a) Parcialmente, la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo 

de 25 de noviembre de 2015 sobre servicios de pago en el mercado interior y por la que se 
modifican las Directivas 2002/65/CE, 2009/110/CE y 2013/36/UE y el Reglamento (UE) 
no 1093/2010 y se deroga la Directiva 2007/64/CE.

b) Parcialmente, la Directiva de ejecución (UE) 2015/2392 de la Comisión, de 17 de 
diciembre de 2015, relativa al Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo en lo que respecta a la comunicación de posibles infracciones o infracciones reales 
de dicho Reglamento a las autoridades competentes.

c) Parcialmente, la Directiva 2013/36/UE del Parlamento y del Consejo, de 26 de junio 
de 2013, relativa al acceso a la actividad de las entidades de crédito y a la supervisión 
prudencial de las entidades de crédito y las empresas de inversión, por la que se modifica la 
Directiva 2002/87/CE y se derogan las Directivas 2006/48/CE y 2006/49/CE.
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Disposición final decimosegunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo, ejecución y cumplimiento de lo previsto en este real decreto-ley.
Asimismo, el Banco de España podrá dictar las disposiciones de desarrollo que sean 

necesarias para garantizar la adecuada aplicación de aquellas previsiones de este real 
decreto-ley en las que se le reconoce expresamente como autoridad nacional en relación 
con los servicios de pago, incluidas las previstas en los artículos 17.3, 19.2, 20.3.d) y 45.1, 
así como para establecer la información que los proveedores de servicios de pago a los que 
se refiere el artículo 5.1 le deberán comunicar. Esas disposiciones de desarrollo se 
entenderán sin perjuicio de las previsiones que, conforme al Derecho de la Unión Europea, 
adopten las instituciones y organismos de la Unión Europea, en aplicación de la Directiva 
(UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2015.

Disposición final decimotercera.  Entrada en vigor del real decreto-ley y aplicación de 
algunos de sus preceptos.

1. Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior:
a) los títulos II y III serán de aplicación a los tres meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado»;
b) las medidas de seguridad a que se refieren los artículos 37, 38, 39 y 68, serán de 

aplicación una vez hayan transcurrido 18 meses desde la entrada en vigor del Reglamento 
Delegado (UE) 2018/389 de la Comisión de 27 de noviembre de 2017, por el que se 
complementa la Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo en lo 
relativo a las normas técnicas de regulación para la autenticación reforzada de clientes y 
unos estándares de comunicación abiertos, comunes y seguros, sin perjuicio de que hasta 
esa fecha ningún proveedor de servicios de pago gestor de cuenta podrá impedir o dificultar 
la utilización de servicios de iniciación de pagos y servicios de información sobre cuentas en 
relación con las cuentas de cuya gestión se encargue.

c) la redacción dada a los artículos 119.3 y 121.1 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, por la disposición final 
sexta.Diez de este real decreto-ley, entrarán en vigor a los tres meses de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 34

Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con 
los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios 
de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o 

crédito

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 79, de 1 de abril de 2009

Última modificación: 16 de marzo de 2019
Referencia: BOE-A-2009-5391

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

PREÁMBULO

I
El artículo 51 de la Constitución Española establece que los poderes públicos 

garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante 
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los 
mismos. Asimismo, promoverán su información y educación, fomentarán sus organizaciones 
y las oirán en las cuestiones que puedan afectarles.

En cumplimiento de este mandato constitucional, el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, incorpora, en el ámbito de 
las competencias estatales, el régimen general de la protección de los consumidores y 
usuarios.

Sin embargo, la protección de los consumidores y usuarios no se limita a un enfoque 
general sino que tiene una amplia presencia en todos los sectores de la vida económica con 
normas de protección específicas. En concreto, en el sector financiero la protección a los 
consumidores y usuarios es de especial relevancia, dado que están en juego no sólo sus 
intereses económicos sino también la estabilidad del sistema.

En este sentido hay que señalar que la normativa de protección de los consumidores y 
usuarios es bastante amplia en este ámbito. Así, los productos y servicios ofrecidos por las 
entidades de crédito en sus relaciones con los consumidores y usuarios se regulan 
específicamente por las normas de ordenación y disciplina supervisadas por el Banco de 
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España. Por otra parte, existe un numeroso conjunto de normas que responde al tipo de 
«regulación por producto» que busca unificar los requisitos que han de cumplir ciertos 
productos financieros, de forma que estos requisitos sean similares sea cual sea la entidad 
que los presta, ya se trate de una entidad de crédito o de cualquier otra empresa.

En particular, el régimen jurídico específico de la protección de los consumidores en 
relación al crédito al consumo está contenido en la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito 
al Consumo, que incorpora la Directiva 87/102/CEE del Consejo, de 22 de diciembre de 
1986, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros en materia de crédito al consumo, y que ha sido 
modificada por la Ley 39/2002, de 28 de octubre, de transposición al ordenamiento jurídico 
español de diversas directivas comunitarias en materia de protección de los intereses de los 
consumidores y usuarios, y el artículo 134 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social. Esta Ley se complementa por la Ley 
28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, que establece el régimen de 
los contratos de venta a plazos de bienes muebles corporales no consumibles e 
identificables, de los contratos de préstamo destinados a facilitar su adquisición y de las 
garantías que se constituyan para asegurar el cumplimiento de las obligaciones nacidas de 
los mismos. Por otra parte, la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia 
de servicios financieros destinados a los consumidores, transposición de la Directiva 
2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, contiene 
el régimen jurídico específico de la protección de los consumidores en los servicios 
financieros que se comercializan a distancia.

Sin embargo, este amplio conjunto de normas no cubre todas las necesidades de 
protección de los consumidores y usuarios en un sector tan dinámico como el financiero, 
donde tanto la innovación de los productos como la aparición de nuevos prestadores de 
servicios es constante. Esta característica del sector financiero obliga a los poderes públicos 
a prestar una permanente atención para garantizar los derechos de los consumidores y 
usuarios. En concreto, dos fenómenos, que hasta la fecha no contaban con una previsión 
normativa específica, están adquiriendo en la actualidad un gran auge: los créditos y 
préstamos hipotecarios concedidos por empresas que no son entidades de crédito y los 
servicios de intermediación del crédito. Ambos son el objeto fundamental de esta Ley, que 
los regula con el objetivo de salvaguardar los intereses económicos y los derechos de los 
consumidores y usuarios.

II
El primero de los fenómenos es consecuencia del vertiginoso crecimiento del crédito 

hipotecario, vinculado al incremento de la demanda en el mercado inmobiliario. Cuando 
estos créditos o préstamos hipotecarios son concedidos por las entidades de crédito, sujetas 
a la supervisión del Banco de España, se cuenta con una regulación específica en materia 
de subrogación y modificación de préstamos hipotecarios y en materia de transparencia de 
las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, contenida, respectivamente, en la 
Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos hipotecarios, y 
en la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de 
los préstamos hipotecarios.

Sin embargo, dado que en el ordenamiento español esta actividad no está reservada a 
las entidades de crédito, cuando dicha actividad se desarrolla por otro tipo de empresas 
queda sometida únicamente a la legislación general de protección de los consumidores, sin 
otras exigencias particulares de transparencia ni un marco específico de garantías exigibles 
por quienes contratan préstamos o créditos hipotecarios con esas empresas.

Por otra parte, recientemente han proliferado en nuestro país actividades de 
intermediación de préstamos que se muestran especialmente activas en lo referente a la 
agrupación de deudas. Esta actividad, realizada por empresas que no entran dentro de la 
categoría de entidad de crédito, aunque de auge reciente en nuestro país, está muy presente 
en otros países, donde una parte importante de los préstamos que conceden las entidades 
son objeto de intermediación.

Ambas actividades, desarrolladas con los necesarios niveles de transparencia y 
profesionalidad, pueden ser útiles a los consumidores que decidan contratar estos servicios 
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al posibilitar una búsqueda más eficiente de los créditos y préstamos disponibles en el 
mercado, al tiempo que estas entidades permiten que los consumidores ganen poder de 
negociación frente a los prestamistas, pudiendo así acceder a mejores condiciones en los 
préstamos que contratan. Debido a que hasta ahora estas actividades están sometidas 
exclusivamente a la legislación mercantil y civil y a las normas generales de protección de 
los consumidores y usuarios, esta Ley viene a establecer una regulación específica que, sin 
afectar los potenciales beneficios que puede reportar a los consumidores, establece un 
marco transparente en las relaciones de éstos con las empresas que les ofrecen contratos 
de préstamo o crédito hipotecario o de servicios de intermediación para la celebración de 
cualquier tipo de contrato de préstamo o crédito.

III
Con esta finalidad, se limita el ámbito de aplicación de la Ley a las empresas distintas a 

las entidades de crédito y a los supuestos de concesión de créditos o préstamos hipotecarios 
y de prestación de servicios de intermediación financiera, en el marco de la legislación 
general de protección de los consumidores, sin perjuicio de la normativa específica de 
determinados productos como el crédito al consumo o la venta a plazos de bienes muebles.

Se excluye a las entidades de crédito, sometidas a las normas de ordenación y disciplina 
de crédito y supervisadas por el Banco de España y se respeta el régimen actualmente 
vigente en materia de crédito al consumo, venta a plazos de bienes muebles y 
comercialización a distancia de servicios financieros, que se han demostrado eficaces en el 
cumplimiento de sus fines, y que esta Ley viene a complementar estableciendo un régimen 
de protección similar en su ámbito de aplicación para los consumidores y usuarios.

Esta Ley se estructura en una exposición de motivos, tres capítulos que agrupan un total 
de 22 artículos, una disposición transitoria y cuatro disposiciones finales.

IV
El artículo 1 delimita el ámbito de aplicación de la Ley desde un punto de vista objetivo y 

subjetivo, en los términos señalados anteriormente. Por razón de la actividad, la Ley es de 
aplicación a la concesión de préstamos o créditos hipotecarios y a la intermediación o 
asesoramiento en la concesión de préstamos o créditos. Desde un punto de vista subjetivo 
se limita a las empresas que no sean entidades de crédito.

En orden a garantizar un alto nivel de protección de los consumidores y usuarios, 
asegurando la transparencia y la leal competencia, el artículo 3 impone la obligación de 
inscripción de las empresas en los registros públicos que a tal efecto se creen por las 
comunidades autónomas en el ejercicio de sus competencias, contemplándose asimismo la 
creación de un Registro estatal. Este Registro se nutrirá de la información que le faciliten las 
comunidades autónomas y de las inscripciones de las empresas extranjeras.

El círculo de colaboración, imprescindible para el funcionamiento de los registros, entre 
las distintas Administraciones públicas y las empresas del sector, se cierra con el 
establecimiento de la obligación de éstas de facilitar a aquéllas información veraz y 
comprobable.

La Ley contempla obligaciones de transparencia en la información precontractual, de 
forma que las empresas deban tener a disposición de los consumidores, gratuitamente, las 
condiciones generales de la contratación que utilicen. Esta información, además, debe estar 
disponible en las páginas web.

Se imponen también obligaciones de transparencia en relación con los precios de forma 
que, aunque existe libertad de tarifas y comisiones, con las limitaciones legales de general 
aplicación, se declara que las empresas no podrán aplicar cantidades superiores a las que 
deriven de las tarifas correspondientes y que las comisiones deberán responder a servicios 
efectivamente prestados o a gastos ocasionados. En relación con el régimen de 
compensación por amortización anticipada, la Ley establece con claridad que a los 
préstamos o créditos hipotecarios concedidos a partir del 9 de diciembre de 2007 les serán 
únicamente exigibles las compensaciones previstas en la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, 
por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación del mercado hipotecario 
y otras normas del sistema hipotecario y financiero, esto es, la compensación por 
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desistimiento y, en su caso, la compensación por riesgo de tipo de interés. Además, se exige 
que las tarifas se recojan en un folleto, que las empresas deberán remitir a los registros 
antes de su aplicación, y se exige que las empresas dispongan de un tablón de anuncios en 
los establecimientos abiertos al público.

Las empresas deberán contar con un seguro de responsabilidad civil o aval bancario que 
cubra las responsabilidades en que pudieran incurrir frente a los consumidores. Las 
prestaciones de dicho seguro, cuya suma asegurada mínima se determinará 
reglamentariamente mediante real decreto del Consejo de Ministros, estarán exclusivamente 
destinadas a atender los perjuicios causados a sus clientes derivados de la realización de los 
servicios propios de la actividad de intermediación o concesión de créditos o préstamos 
hipotecarios.

Asimismo, se exige a las empresas que prestan estos servicios la carga de la prueba 
sobre el cumplimiento de las obligaciones que les impone esta Ley y se regula el acceso a 
los sistemas de resolución extrajudicial de conflictos y las acciones de cesación frente a las 
conductas contrarias a la Ley que lesionen los intereses generales, colectivos o difusos, de 
los consumidores.

En cuanto al régimen sancionador, el incumplimiento de las obligaciones impuestas en la 
Ley constituye infracción en materia de protección de los consumidores y usuarios, 
sancionándose por las autoridades competentes conforme a lo previsto en la legislación 
autonómica. Para la determinación de la Administración pública competente se estará a lo 
dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

V
El capítulo II de la Ley aborda la regulación de las obligaciones a las que se deben 

ajustar las empresas que realizan la actividad de concesión de créditos o préstamos 
hipotecarios en las comunicaciones comerciales y la publicidad, que deberá mencionar la 
tasa anual equivalente mediante un ejemplo representativo y ello siempre que indiquen el 
tipo de interés o cualesquiera cifras relacionadas con el coste del préstamo o crédito.

Además se exige que las empresas que concedan préstamos o créditos hipotecarios 
entreguen a los consumidores un folleto informativo y gratuito con un contenido mínimo.

Respecto de la información previa al contrato, se establecen, con carácter novedoso, las 
informaciones que la empresa debe facilitar al consumidor, con una antelación mínima de 
cinco días a la firma del contrato, sobre la propia empresa, sobre el producto o servicio 
ofrecido y sobre el contrato. Esta información previa incluye elementos esenciales para la 
adopción de una decisión informada y responsable, tales como la descripción de las 
principales características de los contratos y el precio total que debe pagar el consumidor.

También se establecen algunas reglas respecto de la tasación del bien y otros servicios 
accesorios, de forma que en los supuestos en los que la empresa concierte o efectúe 
directamente la tasación del inmueble u otro servicio que sea por cuenta del consumidor, se 
indique la identidad de los profesionales seleccionados al efecto, así como las tarifas de 
honorarios aplicables.

Las empresas vendrán obligadas a efectuar una oferta vinculante de préstamo o crédito 
al consumidor o, en su caso, a notificarle la denegación del mismo. La oferta se formulará 
por escrito, firmada por el representante de la empresa y, salvo que medien circunstancias 
extraordinarias o no imputables a la empresa, tendrá un plazo de validez no inferior a diez 
días hábiles desde su fecha de entrega.

Respecto al contrato de préstamo o crédito hipotecario, se establece que deberán 
cumplir las condiciones previstas en la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de 
las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios. En todo caso, los contratos 
incluirán los derechos que correspondan a las partes en orden a la modificación del coste 
total del crédito. Se extienden a las empresas las obligaciones que ya cumplen las entidades 
de crédito respecto del contenido de las escrituras públicas en las que se formalicen los 
préstamos hipotecarios.

Por su parte, las empresas tienen que satisfacer las exigencias sobre los índices o tipos 
de referencia, que ya cumplen las entidades de crédito, y que se recogen, en el caso de 
préstamos hipotecarios a tipo de interés variable, en la citada Orden de 5 de mayo de 1994.
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Respecto de la actividad de intermediación, debe subrayarse el hecho de que esta Ley 
no aborda en el capítulo III el régimen jurídico de los contratos sobre los que se intermedia, 
por lo que si, por ejemplo, la intermediación recae sobre un préstamo al consumo, el régimen 
jurídico de tal contrato de préstamo continúa rigiéndose por lo que establezca la Ley 7/1995, 
de 23 de marzo, y ello tanto si el contrato de préstamo es otorgado por una empresa o por 
una entidad de crédito. Es decir, lo que regula el capítulo III de esta Ley es el régimen 
jurídico de la transparencia de los propios contratos de intermediación celebrados por 
empresas.

Así, en materia de comunicaciones comerciales y publicidad, además de señalar que 
siempre que indiquen el tipo de interés o cualesquiera cifras relacionadas con el coste del 
préstamo o crédito, la publicidad deberá cumplir las exigencias establecidas por la normativa 
aplicable al préstamo o crédito sobre el que recae el asesoramiento o intermediación, se 
establecen otras previsiones, tales como que las empresas deberán indicar en sus 
comunicaciones comerciales y publicidad el alcance de sus funciones y representación, 
precisando, en particular, si trabaja en exclusiva con una entidad de crédito o empresa o 
vinculada con varias entidades de crédito u otras empresas, o como intermediarios 
independientes. Además, en el caso de que la comunicación comercial se refiera a la 
agrupación de distintos créditos o préstamos en uno solo, deberá facilitarse, de forma clara, 
concisa y destacada, cualquier tipo de gastos relacionados con la citada agrupación.

Respecto de la información previa al contrato, se establecen las informaciones que la 
empresa debe facilitar al consumidor, con una antelación mínima de quince días a la firma 
del contrato, sobre la propia empresa, sobre el servicio ofrecido y sobre el contrato de 
intermediación. Esta información previa incluye elementos esenciales para la adopción de 
una decisión informada y responsable, tales como la descripción de las principales 
características de los contratos y el precio total que debe pagar el consumidor.

Esta Ley contempla específicamente el derecho de desistimiento en los contratos de 
intermediación. Así, se establece que deberá otorgarse al consumidor un derecho de 
desistimiento en los catorce días naturales siguientes a la formalización del contrato, sin 
alegación de causa alguna y sin penalización.

Se regulan también obligaciones adicionales en la actividad de intermediación, de 
manera que las empresas que trabajen en exclusiva para una entidad de crédito u otra 
empresa, no podrán percibir retribución alguna de los clientes.

Las empresas independientes sólo podrán percibir retribución cuando se haya pactado el 
importe de la remuneración mediante documento en papel u otro soporte duradero y se 
prohíbe a las empresas percibir de los clientes o las empresas el precio o los fondos que 
constituyan el contrato principal.

Asimismo, los intermediarios independientes estarán obligados a seleccionar entre los 
productos que se ofrecen en el mercado los que mejor se adapten a las características que 
el consumidor les haya manifestado, presentándoles, al menos, tres ofertas vinculantes de 
entidades de crédito sobre cuyas condiciones jurídicas y económicas asesorará al 
consumidor.

Finalmente la Ley regula pormenorizadamente el régimen transitorio de adaptación a los 
requisitos exigibles, los títulos competenciales que amparan su promulgación, las facultades 
de desarrollo y su entrada en vigor.

Por tanto, con el objetivo fundamental de mejorar la protección de los consumidores y 
usuarios, esta Ley extiende a las empresas que ofrecen contratos de préstamo o crédito 
hipotecario, distintas de las entidades de crédito, obligaciones hasta ahora exigibles en 
exclusiva a estas últimas, en particular en materia de transparencia de comisiones y tipos e 
información precontractual de los créditos y préstamos hipotecarios, y, además, se articula 
un régimen jurídico específico al que quedan sometidas las empresas que realicen 
operaciones de intermediación, con particular detalle para los supuestos de reunificación de 
créditos o préstamos.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación a la contratación de los consumidores con 

aquellas personas físicas o jurídicas (en adelante, las empresas) que, de manera 
profesional, realicen cualquiera de las actividades que consistan en:

a) La concesión de préstamos o créditos hipotecarios, distintos a los previstos en el 
artículo 2.1.a) y b) de la Ley 5/2019, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, bajo 
la forma de pago aplazado, apertura de crédito o cualquier otro medio equivalente de 
financiación.

b) La intermediación para la celebración de un contrato de préstamo o crédito con 
cualquier finalidad, a un consumidor, salvo la prevista en el artículo 2.2 de la Ley 5/2019, 
reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, mediante la presentación, propuesta o 
realización de trabajos preparatorios para la celebración de los mencionados contratos, 
incluida, en su caso, la puesta a disposición de tales contratos a los consumidores para su 
suscripción.

A los proveedores de bienes y servicios que actúen como intermediarios para la 
contratación de préstamos o créditos destinados a la financiación de los productos que 
comercialicen, únicamente les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 22.5.

Tienen la consideración de consumidores las personas físicas y jurídicas que, en los 
contratos a que se refiera esta Ley, actúan en un ámbito ajeno a su actividad empresarial o 
profesional.

2. Lo dispuesto en esta Ley no será de aplicación cuando las actividades previstas en el 
apartado anterior sean prestadas por entidades de crédito o sus agentes, ni a las actividades 
incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de 
Bienes Muebles.

3. Lo establecido en esta Ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en otras leyes 
generales o en la legislación de protección de los derechos de los consumidores y usuarios, 
en particular en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones 
generales de la contratación, la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, la 
Ley de 23 de julio de 1908, de nulidad de los contratos de préstamos usurarios, la 
Ley 16/2011, de 24 de junio, de Contratos de Crédito al Consumo y la Ley 22/2007, de 11 de 
julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los 
consumidores. En caso de conflicto, será de aplicación la norma que contenga un régimen 
más preciso de control de las actividades definidas en el apartado primero o suponga una 
mayor protección de los consumidores y usuarios.

Artículo 2.  Carácter imperativo.
Los derechos reconocidos por esta Ley a los consumidores que contraten las actividades 

incluidas en su ámbito de aplicación son irrenunciables, siendo nulos la renuncia previa a 
tales derechos y los actos realizados en fraude de Ley, conforme a lo previsto en el artículo 6 
del Código Civil.

Artículo 3.  Registros públicos de empresas.
1. Con carácter previo al inicio del ejercicio de su actividad, las empresas deberán 

inscribirse en los registros de las comunidades autónomas correspondientes a su domicilio 
social.

2. Las empresas que desarrollan sus actividades en territorio español domiciliadas fuera 
de España deberán inscribirse en el Registro estatal que se cree en el Instituto Nacional del 
Consumo.

En el Registro estatal, accesible por medios electrónicos, figurarán los datos 
identificativos de la empresa, el ámbito territorial en el que desarrolla su actividad, la 
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actividad desarrollada y los demás extremos que reglamentariamente se establezcan. 
También figurarán los datos identificativos de la entidad aseguradora o bancaria con la que 
se haya contratado el seguro de responsabilidad civil o el aval bancario previsto en el 
artículo 7 y cuantos datos referidos a dicho seguro o aval que se establezcan en el 
mencionado desarrollo reglamentario.

3. El Registro estatal recogerá, asimismo, los datos suministrados por las comunidades 
autónomas que, en el ejercicio de sus competencias, creen registros, y pondrá a disposición 
de los registros autonómicos la información sobre los datos que obren en él.

4. Estos registros serán públicos y de acceso gratuito e incluirán la información 
actualizada que faciliten las empresas.

5. Las empresas incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley están obligadas a 
facilitar información veraz y comprobable a las Administraciones públicas competentes y a 
los responsables de los registros.

Artículo 4.  Obligaciones de transparencia en relación con los contratos.
1. Las empresas deberán tener a disposición de los consumidores las condiciones 

generales de la contratación que utilicen. Los consumidores no tendrán que afrontar ningún 
gasto ni asumir compromiso alguno por su recepción. Esta información deberá estar 
disponible en la página web de las empresas, si éstas disponen de ella, y en los 
establecimientos abiertos al público u oficinas en que presten sus servicios.

2. La accesibilidad de las personas con discapacidad a la información prevista en el 
apartado anterior deberá garantizarse en los términos exigidos legal o reglamentariamente.

Artículo 5.  Obligaciones de transparencia en relación con los precios.
1. Las empresas establecerán libremente sus tarifas de comisiones, condiciones y 

gastos repercutibles a los consumidores, sin otras limitaciones que las contenidas en esta 
Ley, en la Ley de 23 de julio de 1908 y en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, en materia de cláusulas abusivas.

En las tarifas de comisiones o compensaciones y gastos repercutibles, incluidas las 
actividades de asesoramiento, se indicarán los supuestos y, en su caso, periodicidad con 
que serán aplicables. Las comisiones o compensaciones y gastos repercutidos deben 
responder a servicios efectivamente prestados o a gastos habidos. En ningún caso podrán 
cargarse comisiones o gastos por servicios no aceptados o solicitados en firme y de forma 
expresa por el consumidor.

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, en los préstamos o créditos 
hipotecarios será de aplicación lo dispuesto en materia de compensación por amortización 
anticipada por la legislación específica reguladora del mercado hipotecario, salvo que se 
tratara de préstamos o créditos hipotecarios concedidos con anterioridad al 9 de diciembre 
de 2007 y el contrato estipule el régimen de la comisión por amortización anticipada 
contenido en la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios, en cuyo caso, será éste el aplicable.

Las restantes comisiones y gastos repercutibles a cargo del consumidor, que la empresa 
aplique sobre estos préstamos o créditos, deberán responder a la prestación de un servicio 
específico distinto de la concesión o de la administración ordinaria del préstamo o crédito.

3. Las empresas no podrán cargar cantidades superiores a las que se deriven de las 
tarifas, aplicando condiciones más gravosas o repercutiendo gastos no previstos.

4. Las empresas están obligadas a notificar al Registro en el que figuren inscritas, con 
carácter previo a su aplicación, los precios de los servicios, las tarifas de las comisiones o 
compensaciones y gastos repercutibles que aplicarán, como máximo, a las operaciones y 
servicios que prestan, y los tipos de interés máximos de los productos que comercializan, 
incluidos, en su caso, los tipos de interés por demora.

5. Los precios, tarifas y gastos repercutibles a que se refiere el apartado anterior se 
recogerán en un folleto, que se redactará de forma clara, concreta y fácilmente comprensible 
para los consumidores, evitando la inclusión de conceptos innecesarios o irrelevantes. Este 
folleto, que estará disponible para los consumidores conforme a lo previsto en el artículo 
siguiente, será asimismo remitido al Registro en el que figuren inscritas y su contenido se 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 34  Ley que regula la contratación con los consumidores de préstamos hipotecarios

– 892 –



ajustará a las normas que reglamentariamente puedan dictar las Comunidades Autónomas 
en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 6.  Tablón de anuncios.
1. Las empresas dispondrán, en todos y cada uno de los establecimientos abiertos al 

público, de un tablón de anuncios permanente, que se situará en lugar destacado de forma 
que atraiga la atención del consumidor. Su contenido deberá resultar fácilmente legible 
garantizando, en los términos exigidos legal o reglamentariamente, la accesibilidad de las 
personas con discapacidad, pudiendo a tal efecto habilitar la consulta de la información que 
debe figurar en el tablón de anuncios en otro lugar del establecimiento, siempre que dicha 
circunstancia se ponga de manifiesto en dicho tablón.

En el tablón se recogerá toda aquella información que las empresas deban poner en 
conocimiento de los consumidores, tales como la existencia y disponibilidad del folleto de 
tarifas; referencia a la existencia de mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos; 
normativa que regula la protección de los consumidores; en su caso, el derecho de los 
consumidores a solicitar ofertas vinculantes; y demás extremos que reglamentariamente 
determinen las comunidades autónomas en el ejercicio de sus competencias.

Las empresas que realicen actividades de intermediación además informarán en el 
tablón de anuncios del derecho del consumidor a desistir del contrato de intermediación en 
los catorces días siguientes a su formalización, sin alegación de causa y sin penalización.

2. Las empresas que ofrezcan la posibilidad de realizar sus actividades a través de 
Internet incluirán en la dirección propia de la empresa, en posición suficientemente 
destacada, su denominación social y, en su caso, nombre comercial, su domicilio social así 
como una mención a su inscripción en los registros a que se refiere el artículo 3 de esta Ley.

También incluirán, en posición similar y de forma que atraiga la atención del consumidor, 
las informaciones de obligatoria inserción en el tablón de anuncios regulado en este artículo, 
así como el folleto de tarifas de forma que su consulta sea accesible, sencilla y gratuita, sin 
perjuicio del coste de la conexión. Tanto las informaciones como el folleto deben ser 
accesibles para el público en general, no pudiendo quedar restringido su acceso a los 
clientes de la empresa.

Artículo 7.  Seguro de responsabilidad civil o aval bancario.
Con carácter previo a su inscripción en los registros previstos en el artículo 3, las 

empresas deberán contratar un seguro de responsabilidad civil con entidad autorizada o un 
aval bancario que cubra las responsabilidades en que pudieran incurrir frente a los 
consumidores por los perjuicios derivados de la realización de los servicios propios de la 
actividad de intermediación o concesión de préstamos o créditos hipotecarios. La suma 
asegurada mínima y el importe mínimo del aval se determinarán reglamentariamente.

Artículo 8.  Prueba.
Corresponde a las empresas la prueba del cumplimiento de las obligaciones que les 

impone esta Ley.

Artículo 9.  Infracciones y sanciones.
1. El incumplimiento por las empresas de las disposiciones de esta Ley será sancionado 

como infracción en materia de consumo, aplicándosele lo dispuesto en el régimen 
sancionador general sobre protección de los consumidores y usuarios previsto en el libro 
primero, título IV del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras Leyes complementarias y normativa autonómica que resulte de aplicación.

2. El incumplimiento de la obligación de inscripción en el Registro estatal previsto en el 
artículo 3 será considerado infracción muy grave, siendo competente para la imposición de 
las sanciones el Instituto Nacional del Consumo, aplicándose lo dispuesto en los artículos 51 
y 52 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras Leyes complementarias y normativa complementaria.
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Artículo 10.  Resolución extrajudicial de conflictos.
Las empresas podrán someter sus conflictos con los consumidores a arbitraje de 

consumo, mediante su adhesión al Sistema Arbitral del Consumo, conforme a lo previsto en 
la regulación específica de éste.

Artículo 11.  Acciones de cesación.
1. Podrá ejercitarse la acción de cesación contra las conductas contrarias a esta Ley que 

lesionen los intereses tanto colectivos como difusos de los consumidores y usuarios.
2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al demandado a 

cesar en la conducta contraria a esta Ley y a prohibir su reiteración futura. Asimismo, la 
acción podrá ejercerse para prohibir la realización de una conducta cuando ésta haya 
finalizado al tiempo de ejercitar la acción, si existen indicios suficientes que hagan temer su 
reiteración de modo inmediato.

3. Estarán legitimados para ejercitar la acción de cesación:
a) El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 

comunidades autónomas y de las corporaciones locales competentes en materia de defensa 
de los consumidores y usuarios.

b) Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos 
en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, o, en su caso, en la legislación 
autonómica en materia de defensa de los consumidores y usuarios.

c) El Ministerio Fiscal.
4. Todas las entidades citadas en el apartado anterior podrán personarse en los 

procesos promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno para la defensa de 
los intereses que representan.

CAPÍTULO II
Actividad de contratación de préstamos o créditos hipotecarios

Artículo 12.  Comunicaciones comerciales y publicidad.
1. En la publicidad y comunicaciones comerciales de las empresas y en los anuncios y 

ofertas exhibidos en sus establecimientos abiertos al público en los que se ofrezcan 
préstamos o créditos hipotecarios, siempre que se haga referencia al importe del crédito o 
préstamo o se indique el tipo de interés o cualesquiera cifras relacionadas con el coste del 
crédito o préstamo, las empresas deberán mencionar también la tasa anual equivalente, 
mediante un ejemplo representativo, así como aquellos otros extremos que, siendo 
compatibles con la legislación sobre prácticas comerciales desleales con los consumidores, 
reglamentariamente determinen las comunidades autónomas.

2. En el caso de que la comunicación comercial se refiera a la agrupación de distintos 
créditos o préstamos en uno solo, deberá facilitarse información de forma clara, concisa y 
destacada de cualquier tipo de gastos relacionados con la citada agrupación. Además se 
prohíbe hacer referencia a la reducción de la cuota mensual a pagar, sin mencionar de forma 
expresa el aumento del capital pendiente y el plazo de pago del nuevo préstamo o crédito.

Artículo 13.  Folleto informativo sobre préstamos o créditos hipotecarios.
1. Las empresas deberán informar obligatoriamente a los consumidores que soliciten 

préstamos o créditos hipotecarios mediante la entrega gratuita de un folleto en el que conste 
la información prevista en el artículo 14.1.a) y con el contenido mínimo del anexo I de la 
Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de los 
préstamos hipotecarios.

El consumidor podrá conservar en su poder el folleto, aun cuando opte por no concertar 
el préstamo o crédito con la empresa.

2. El folleto informativo indicará con claridad los gastos preparatorios de la operación, 
tales como asesoramiento, tasación, comprobación de la situación registral del inmueble, u 
otros que sean a cargo del consumidor aun cuando el préstamo o crédito no llegue a 
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otorgarse, así como los demás extremos que, siendo compatibles con la legislación 
comunitaria sobre la materia, determinen las comunidades autónomas reglamentariamente. 
La información sobre estos gastos es vinculante cuando la empresa concierte o efectúe 
directamente la prestación del servicio.

3. La información sobre el resto de los gastos, tipos de interés, tarifas o comisiones 
respetará lo dispuesto en el artículo 5, indicando expresamente el carácter orientativo de 
aquéllos que estén sujetos al resultado de la negociación y a las condiciones concretas de la 
operación que se contrate.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en materia de publicidad y prácticas 
desleales.

Artículo 14.  Información previa al contrato.
1. La empresa deberá suministrar de forma gratuita al consumidor, con una antelación 

mínima de cinco días naturales a la celebración del contrato y, en todo caso, antes de que 
asuma cualquier obligación derivada de la oferta o del contrato de préstamo o crédito 
hipotecario, al menos la siguiente información:

a) En cuanto a la propia empresa:
1.º Identidad, número o código de identificación fiscal, razón social, domicilio social y 

actividad principal de la empresa.
2.º En su caso, página web de la empresa y su carácter de franquiciado.
3.º Póliza de seguro de responsabilidad civil o aval y entidad aseguradora o de crédito 

con la que se haya contratado.
4.º El Registro, autonómico o estatal, en el que la empresa esté inscrita y su número de 

registro.
b) En cuanto al préstamo o crédito hipotecario ofrecido:
1.º Una descripción de las principales características del contrato de préstamo o crédito.
2.º El precio total que debe pagar el consumidor a la empresa con inclusión de todas las 

comisiones, cargas y gastos, así como todos los impuestos pagados a través de la empresa 
o, cuando no pueda indicarse un precio exacto, la base de cálculo que permita al consumidor 
comprobar el precio, así como la tasa anual equivalente expresada mediante un ejemplo 
representativo.

3.º Una advertencia que indique que el préstamo o crédito ofrecido está relacionado con 
instrumentos u operaciones que implican riesgos especiales, tales como que el precio del 
contrato se incremente de manera significativa, ya deriven de sus características específicas 
o de las operaciones que se vayan a ejecutar o cuyo precio depende de fluctuaciones en 
mercados financieros ajenos al control de la empresa y cuyos resultados históricos no son 
indicadores de resultados futuros. En todo caso, el consumidor, a través de tal advertencia, 
deberá obtener un conocimiento adecuado de los riesgos asociados a la financiación de 
estas operaciones, con especial referencia al riesgo de tipo de interés asumido.

4.º La indicación de que puedan existir otros impuestos o gastos que no se paguen a 
través de la empresa o que no los facture ella misma. No obstante en el caso de que estos 
gastos fueran causados por entidades o personas designadas por la empresa deberá 
hacerse constar cuáles son y su cuantía.

5.º Las modalidades de pago y de ejecución.
c) En cuanto al contrato de préstamo o crédito hipotecario:
1.º Los supuestos en que existe el derecho a obtener una oferta vinculante conforme a lo 

previsto en el artículo 16, su duración y las condiciones y modo para ejercerlo.
2.º Información acerca de cualquier derecho que puedan tener las partes para resolver el 

contrato anticipadamente o unilateralmente con arreglo a la legislación que resulte aplicable 
y a las condiciones del contrato, incluidas las compensaciones que pueda contener el 
contrato en ese caso.

3.º En cuanto a los medios de reclamación, a qué sistemas de resolución extrajudicial de 
conflictos puede el consumidor tener acceso y cómo puede acceder a ellos.
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4.º Lengua o lenguas en las que podrá formalizarse el contrato, en este caso a elección 
del consumidor, cuando ésta no sea la lengua en la que se le ha ofrecido la información 
previa a la contratación.

5.º Legislación y tratamiento tributario aplicable al contrato.
2. La información prevista en este artículo se prestará por escrito o en cualquier soporte 

de naturaleza duradera que permita la constancia de la fecha de su recepción por el 
destinatario y su conservación, reproducción y acceso a dicha información.

3. El incumplimiento de los requisitos relativos a la información previa que se deriven de 
los contratos, así como los relativos al suministro de dicha información previa, que se 
establecen en este artículo, podrá dar lugar a la invalidez de los contratos, de acuerdo con lo 
previsto en la legislación civil, sin perjuicio de la integración de los contratos conforme a lo 
previsto en los artículos 61 y 65 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias.

4. Las comunidades autónomas, en el ejercicio de sus competencias en materia de 
consumo, podrán determinar reglamentariamente cualquier otra información, compatible con 
la legislación comunitaria sobre la materia, que la empresa deba comunicar al consumidor de 
forma previa al contrato.

Artículo 15.  Tasación del bien y otros servicios accesorios.
1. Cuando la empresa concierte o efectúe directamente la prestación de los servicios 

preparatorios de la operación, cuyo gasto sea por cuenta del consumidor, deberá indicar a 
éste la identidad de los profesionales o entidades seleccionados al efecto, así como de las 
tarifas de los honorarios aplicables, debiendo entregar al consumidor el servicio contratado 
por la empresa o prestado por ella, si el crédito o préstamo hipotecario no llega a 
formalizarse, o una copia en el caso contrario.

En particular, las empresas deberán entregar al consumidor copia del informe de 
tasación si la operación llega a formalizarse, o el original de dicho informe, en caso contrario.

2. Los servicios previstos en el apartado anterior deberán prestarse conforme a lo 
previsto en el artículo 14.2.

Artículo 16.  Oferta vinculante.
1. Efectuadas la tasación del inmueble y, en su caso, las oportunas comprobaciones 

sobre la situación registral de la finca y la capacidad financiera del prestatario, las empresas 
vendrán obligadas a efectuar una oferta vinculante de préstamo o crédito al consumidor o, 
en su caso, a notificarle la denegación del préstamo o crédito.

2. La oferta se formulará por escrito y especificará, en su mismo orden, las condiciones 
financieras correspondientes a las cláusulas financieras señaladas en el anexo II de la Orden 
de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de los préstamos 
hipotecarios, para la escritura de préstamo. La oferta deberá ser firmada por representante 
de la empresa y, salvo que medien circunstancias extraordinarias o no imputables a la 
empresa, tendrá un plazo de validez no inferior a diez días hábiles desde su fecha de 
entrega.

3. En el documento que contenga la oferta vinculante se hará constar de forma 
destacada el derecho del consumidor, en caso de que acepte la oferta, a examinar el 
proyecto de documento contractual, con una antelación de tres días, en el despacho del 
notario autorizante.

Artículo 17.  Contrato.
1. Los contratos de préstamo o crédito hipotecario concedidos por las empresas deberán 

cumplir las condiciones previstas en la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de 
las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios.

2. Adicionalmente, los contratos incluirán, en su caso, los derechos que 
contractualmente correspondan a las partes en orden a la modificación del coste total del 
préstamo o crédito. En todo caso, en los préstamos o créditos hipotecarios concedidos por 
las empresas a tipo de interés variable éstas únicamente podrán utilizar como índices o tipos 
de referencia aquéllos que cumplan las siguientes condiciones:
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a) Que no dependan exclusivamente de la propia empresa, ni sean susceptibles de 
influencia por ella en virtud de acuerdos o prácticas conscientemente paralelas con otras 
empresas o entidades.

b) Que los datos que sirvan de base al índice sean agregados de acuerdo con un 
procedimiento matemático objetivo.

3. La notificación individualizada al consumidor de las variaciones experimentadas en el 
tipo de interés aplicable no será precisa, en el caso de préstamos o créditos hipotecarios a 
tipo de interés variable, cuando se den simultáneamente las siguientes circunstancias:

a) Que se haya pactado la utilización de un índice o tipo de referencia oficial de los 
previstos en la disposición adicional segunda de la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre 
transparencia de las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios.

b) Que el tipo de interés aplicable al préstamo o crédito esté definido en la forma prevista 
en las letras a) o b) del número 1 de la cláusula 3.ª bis del anexo II de la Orden de 5 de 
mayo de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de los préstamos 
hipotecarios.

4. En el caso de amortización anticipada de préstamos o créditos hipotecarios se estará 
a lo dispuesto por la legislación especial en materia de mercado hipotecario.

5. Las escrituras públicas en las que se formalicen los préstamos o créditos hipotecarios 
concedidos por las empresas contendrán, debidamente separadas de las restantes, las 
cláusulas financieras que ajustarán su orden y contenido a lo establecido en el anexo II de la 
citada Orden de 5 de mayo de 1994. Las demás cláusulas de tales documentos 
contractuales no podrán desvirtuar el contenido de aquéllas en perjuicio del consumidor.

Artículo 18.  Deberes notariales y registrales.
1. En su condición de funcionarios públicos y derivado de su deber genérico de control 

de legalidad de los actos y negocios que autorizan, los notarios denegarán la autorización 
del préstamo o crédito con garantía hipotecaria cuando el mismo no cumpla la legalidad 
vigente y, muy especialmente, los requisitos previstos en esta Ley.

Del mismo modo, los registradores denegarán la inscripción de las escrituras públicas de 
préstamo o crédito con garantía hipotecaria cuando no cumplan la legalidad vigente y, muy 
especialmente, los requisitos previstos en esta Ley.

2. En particular, los notarios informarán al consumidor del valor y alcance de las 
obligaciones que asume y, en cualquier caso, deberán:

a) Comprobar si existen discrepancias entre la información previa al contrato, las 
condiciones financieras de la oferta vinculante del préstamo o del crédito y las cláusulas 
jurídicas y financieras del documento contractual, advirtiendo al consumidor de las 
diferencias que, en su caso, hubiera constatado y de su derecho a desistir de la operación.

b) En el caso de préstamo o crédito a tipo de interés variable, advertir expresamente al 
consumidor cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Que el índice o tipo de interés de referencia pactado no sea uno de los oficiales a los 
que se refiere la disposición adicional segunda de la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre 
transparencia de las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios.

2.º Que el tipo de interés aplicable durante el período inicial sea inferior al que resultaría 
teóricamente de aplicar en dicho período inicial el tipo de interés variable pactado para 
períodos posteriores.

3.º Que se hubieran establecido límites a la variación del tipo de interés. En particular, 
cuando las limitaciones no sean semejantes al alza y a la baja, el notario consignará 
expresamente en la escritura esa circunstancia, advirtiendo de ello a ambas partes, salvo 
que resultara de aplicación lo dispuesto en el artículo 84 del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias, en 
cuyo caso procederá conforme lo indicado en dicho precepto.

c) En el caso de préstamos o créditos a tipo de interés fijo, comprobar que el coste 
efectivo de la operación que se hace constar a efectos informativos en el documento se 
corresponde efectivamente con las condiciones financieras del préstamo o crédito.
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d) En el caso de que esté prevista alguna cantidad a satisfacer al prestamista con 
ocasión del reembolso anticipado del préstamo o crédito, o que dichas facultades del 
consumidor se limiten de otro modo o no se mencionen expresamente, consignar 
expresamente en la escritura dicha circunstancia, y advertir de ello al consumidor.

e) En el caso de que el préstamo o crédito esté denominado en divisas, advertir al 
consumidor sobre el riesgo de fluctuación del tipo de cambio.

f) Comprobar que ninguna de las cláusulas no financieras del contrato implican, para el 
consumidor, comisiones o gastos que debieran haberse incluido en las cláusulas financieras.

3. La decisión del funcionario por la que deniegue la autorización del préstamo o crédito 
con garantía hipotecaria, o la inscripción de alguna de sus cláusulas, deberá efectuarse 
mediante escrito motivado en hechos y fundamentos de derecho. Dicha decisión será 
recurrible ante la Dirección General de los Registros y del Notariado conforme a la 
legislación específica.

CAPÍTULO III
Actividad de intermediación

Artículo 19.  Comunicaciones comerciales y publicidad.
1. En la publicidad y comunicaciones comerciales y en los anuncios y ofertas exhibidos 

en los establecimientos abiertos al público de las empresas en los que se ofrezca la 
intermediación para la celebración de un contrato de préstamo o crédito, con cualquier 
finalidad, siempre que indiquen el tipo de interés o cualesquiera cifras relacionadas con el 
coste del crédito o préstamo, deberán cumplirse las exigencias establecidas por la normativa 
que resulte aplicable al préstamo o crédito de que se trate sobre el que se ofrece la 
intermediación, así como aquellos otros extremos que, siendo compatibles con la legislación 
sobre prácticas comerciales desleales con los consumidores, reglamentariamente 
determinen las comunidades autónomas.

2. En el desarrollo de estas actividades, las comunicaciones comerciales de las 
empresas deberán indicar de forma expresa e inequívoca que la actividad que se 
promociona es de intermediación en la concesión de préstamos o créditos.

3. Las empresas deberán indicar, en sus comunicaciones comerciales y publicidad, el 
alcance de sus funciones y representación, precisando, en particular, si trabajan en exclusiva 
con una entidad de crédito o empresa o vinculadas con varias entidades de crédito u otras 
empresas, o como intermediarios independientes.

Son intermediarios de préstamos o créditos independientes las empresas que, sin 
mantener vínculos contractuales que supongan afección con entidades de crédito o 
empresas que comercialicen créditos o préstamos, ofrezcan asesoramiento independiente, 
profesional e imparcial a quienes demanden su intervención para la obtención de un crédito 
o préstamo. Se presume, en todo caso, que ha existido asesoramiento independiente, 
profesional e imparcial cuando se presenten las tres ofertas vinculantes previstas en el 
artículo 22.4.

4. En el caso de que la comunicación comercial se refiera a la agrupación de distintos 
créditos o préstamos en uno solo, deberá facilitarse información de forma clara, concisa y 
destacada de cualquier tipo de gastos relacionados con la citada agrupación. Además se 
prohíbe hacer referencia a la reducción de la cuota mensual a pagar, sin mencionar de forma 
expresa el aumento del capital pendiente y el plazo de pago del nuevo préstamo o crédito.

Artículo 20.  Información previa al contrato.
1. Las empresas que realicen las actividades de intermediación deberán suministrar de 

forma gratuita al consumidor, con una antelación mínima de quince días naturales a la 
celebración del contrato de intermediación y, en todo caso, antes de que asuma cualquier 
obligación derivada del contrato, al menos la siguiente información:

a) En cuanto a la propia empresa:
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1.º Identidad, número o código de identificación fiscal, razón social, domicilio social y 
actividad principal de la empresa.

2.º En su caso, página web de la empresa y su carácter de franquiciado.
3.º Póliza de seguro de responsabilidad civil o aval y entidad aseguradora o de crédito 

con la que se haya contratado.
4.º El Registro, autonómico o estatal, en el que la empresa esté inscrita y su número de 

registro.
b) En cuanto al servicio de intermediación ofrecido:
1.º Una descripción de las principales características de los contratos de intermediación.
2.º El precio total que debe pagar el consumidor a la empresa por el servicio prestado, 

con inclusión de todas las comisiones, cargas y gastos, así como todos los impuestos 
pagados a través de la empresa o, cuando no pueda indicarse un precio exacto, la base de 
cálculo que permita al consumidor comprobar el precio.

3.º La indicación de que puedan existir otros impuestos o gastos que no se paguen a 
través de la empresa o que no los facture ella misma. No obstante en el caso de que estos 
gastos fueran causados por entidades o personas designadas por la empresa deberá 
hacerse constar cuáles son y su cuantía.

4.º Las modalidades de pago y de ejecución.
5.º Además, en el caso de que se proponga la agrupación de préstamos o créditos en 

uno solo, deberá informarse sobre la tasa anual equivalente y las características esenciales 
del préstamo o crédito propuesto y su comparación con los préstamos o créditos que se 
proponen agrupar. En la comparación se tendrán en cuenta, asimismo, todos los gastos y 
comisiones por el servicio de intermediación y todos los gastos y comisiones del contrato de 
préstamo o crédito propuesto.

c) En cuanto al contrato de intermediación:
1.º La existencia del derecho de desistimiento, su duración y las condiciones y modo 

para ejercerlo.
2.º La información acerca de cualquier derecho, distinto del contemplado en el punto 

anterior, que puedan tener las partes para resolver el contrato anticipadamente o 
unilateralmente con arreglo a la legislación que resulte aplicable y a las condiciones del 
contrato, incluidas las compensaciones que pueda contener el contrato en ese caso.

3.º En cuanto a los medios de reclamación, a qué sistemas de resolución extrajudicial de 
conflictos puede el consumidor tener acceso y cómo puede acceder a ellos.

4.º Lengua o lenguas en las que podrá formalizarse el contrato, en este caso, a elección 
del consumidor, cuando ésta no sea la lengua en la que se le ha ofrecido la información 
previa a la contratación.

5.º Legislación y tratamiento tributario aplicable al contrato.
2. La información prevista en este artículo tendrá carácter vinculante y se prestará por 

escrito o en cualquier soporte de naturaleza duradera que permita la constancia, 
conservación, reproducción y acceso de la información y de la fecha de recepción de la 
misma por el destinatario.

3. El incumplimiento de los requisitos relativos a la información previa que se deriven de 
los contratos, así como los relativos al suministro de dicha información previa, que se 
establecen en este artículo, podrá dar lugar a la invalidez de los contratos, de acuerdo con lo 
previsto en la legislación civil, sin perjuicio de la integración de los contratos conforme a lo 
previsto en los artículos 61 y 65 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras Leyes complementarias.

4. Las comunidades autónomas, en el ejercicio de sus competencias en materia de 
consumo, podrán determinar reglamentariamente cualquier otra información, compatible con 
la legislación comunitaria sobre la materia, que la empresa deba comunicar al consumidor de 
forma previa al contrato.

Artículo 21.  Contrato.
1. Los contratos de intermediación celebrados por empresas con consumidores se harán 

constar por escrito o cualquier otro soporte duradero que permita su constancia, y se 
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formalizarán en tantos ejemplares como partes intervengan, debiéndose entregar a cada una 
de ellas su correspondiente ejemplar debidamente firmado. Deberán recoger de forma 
explícita y clara, al menos, el contenido relativo a la información previa al contrato, a que se 
refiere el artículo anterior.

2. El consumidor podrá desistir en los catorce días naturales siguientes a la formalización 
del contrato de intermediación sin alegación de causa alguna y sin penalización.

Artículo 22.  Obligaciones adicionales en la actividad de intermediación.
1. Las empresas que trabajen en exclusiva para una o varias entidades de crédito u otras 

empresas no podrán percibir retribución alguna de los clientes.
2. Las empresas independientes sólo podrán percibir retribución cuando se haya pactado 

el importe de la remuneración mediante documento en papel u otro soporte duradero.
3. Se prohíbe a las empresas percibir de los consumidores el precio o los fondos que 

constituyan el contrato principal.
4. Las empresas independientes estarán obligadas a seleccionar entre los productos que 

se ofrecen en el mercado los que mejor se adapten a las características que el consumidor 
les haya manifestado, presentándoles, al menos, tres ofertas vinculantes de entidades de 
crédito u otras empresas sobre cuyas condiciones jurídicas y económicas asesorará al 
consumidor.

5. Las empresas, en la actividad de intermediación, están obligadas, en todo caso, a 
prestar al consumidor la información que resulte exigible por la normativa específica sobre el 
contrato o contratos de préstamo o crédito que ofrezcan al consumidor.

Disposición adicional única.  Referencias normativas.
Las citas de esta Ley a la Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las 

condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, se entenderán realizadas a cualquier 
otra disposición posterior que la modifique o derogue y por la que el Ministerio de Economía 
y Hacienda regule la transparencia de las condiciones financieras de los préstamos 
hipotecarios.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio de adaptación a los requisitos exigidos.
1. Las empresas que desarrollen las actividades incluidas en esta Ley que a la entrada 

en vigor de la misma no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 12 y 19, en 
relación con las comunicaciones comerciales y publicidad, deberán adaptarse a los mismos 
en el plazo máximo de tres meses a partir de su entrada en vigor.

2. Las exigencias relativas a las obligaciones de transparencia en relación con los 
contratos, información previa al contrato, los requisitos de forma y contenido de los 
contratos, así como las obligaciones en materia de tasación y servicios accesorios, régimen 
de compensación por amortización anticipada, comisión de apertura en los préstamos o 
créditos hipotecarios sobre viviendas y oferta vinculante, previstas en los artículos 4, 5 14, 
15, 16, 17, 20 y 21, resultarán exigibles en las relaciones precontractuales y en los contratos 
que se celebren a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Las exigencias relativas a las obligaciones de transparencia en relación con los precios y 
el tablón de anuncios, previstas en los artículos 5 y 6, resultarán exigibles transcurridos tres 
meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

3. Una vez constituidos los registros públicos de empresas a que se refiere el artículo 3, 
las empresas deberán proceder a su inscripción en el plazo de los tres meses siguientes a 
su constitución.

Una vez transcurridos seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, las empresas 
cuyo domicilio social esté situado en una comunidad autónoma que, en el ejercicio de sus 
competencias, haya optado por no crear el registro público autonómico en dicho plazo, 
deberán inscribirse provisionalmente en el Registro estatal regulado en dicho artículo en el 
plazo previsto en el párrafo precedente, sin perjuicio de que el Registro estatal transfiera los 
datos al registro autonómico competente cuando se proceda a su constitución.
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Disposición final primera.  Modificación de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

El párrafo c) del apartado 2 del artículo 2 de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, queda redactado en los 
siguientes términos:

«c) Las personas físicas o jurídicas que actúen en el ejercicio de su profesión como 
auditores, contables externos o asesores fiscales, así como las personas físicas o jurídicas, 
distintas de las mencionadas en el apartado 1 anterior, dedicadas profesionalmente a la 
actividad de concesión de préstamos o créditos o a la intermediación en la concesión de 
préstamos o créditos.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1.ª, 6.ª, 8.ª, 11.ª y 13.ª 

de la Constitución Española.

Disposición final tercera.  Facultad de desarrollo.
1. Corresponde a las comunidades autónomas, en su respectivo ámbito territorial, 

aprobar las normas de desarrollo y ejecución de esta Ley, salvo lo previsto en los artículos 3, 
en relación al Registro estatal, y 7 respecto de la fijación del importe de la suma asegurada 
mínima y el importe mínimo del aval.

2. Se habilita al Ministro de Sanidad y Consumo para desarrollar lo dispuesto en el 
artículo 3 de esta Ley. En todo caso, en el plazo de seis meses, a partir de la entrada en 
vigor de esta Ley, se constituirá el Registro estatal al que se refiere el citado artículo 3.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 35

Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 151, de 25 de junio de 2011
Última modificación: 28 de marzo de 2014

Referencia: BOE-A-2011-10970

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Durante las tres últimas décadas, el mercado del crédito al consumo ha experimentado 

un importante desarrollo, a la vez que sus agentes y las técnicas financieras han 
evolucionado con gran rapidez.

Los primeros trabajos comunitarios en materia de crédito al consumo perseguían, 
básicamente, la armonización de las distorsiones de la competencia en el mercado común, 
aunque también se atendió a la protección social de la legislación crediticia. Resultado de 
estos trabajos ha sido la Directiva 87/102/CEE del Consejo, de 22 de diciembre de 1986, 
relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados miembros en materia de crédito al consumo, que fue modificada por la Directiva 
90/88/ CEE del Consejo, de 22 de febrero de 1990, sobre todo en lo que se refiere a la 
fórmula matemática y la composición del porcentaje anual de cargas financieras.

Ya en el año 1995, la Comisión, en el informe sobre la aplicación de la Directiva 
87/102/CEE, propone modificar esta norma con el fin de adaptarla a la evolución de las 
técnicas financieras y elevar su nivel de protección del consumidor a la media de los Estados 
miembros. Con este propósito realiza una amplia consulta a las partes interesadas.

De los informes y consultas sobre la aplicación de esta norma comunitaria se desprende 
que existen diferencias sustanciales entre las legislaciones de los Estados miembros de la 
Unión Europea en el ámbito del crédito al consumo, debido a que éstas, además de utilizar 
los mecanismos de protección del consumidor previstos en la Directiva, utilizan otros en 
función de las distintas situaciones jurídicas o económicas nacionales existentes. Estas 
diferencias entorpecen el funcionamiento del mercado interior y reducen las posibilidades de 
los consumidores de acogerse directamente al crédito al consumo transfronterizo.
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Además de estas consideraciones de homogeneidad de las legislaciones nacionales de 
contenido económico, es necesario desarrollar un mercado crediticio más transparente y 
eficaz dentro del espacio europeo para promover las actividades transfronterizas, y 
garantizar la confianza de los consumidores mediante unos mecanismos que les ofrezcan un 
grado de protección suficiente.

Al ser numerosas las modificaciones que habría que introducir en la Directiva 
87/102/CEE como consecuencia de la evolución del sector del crédito al consumo, y en aras 
de la claridad de la legislación comunitaria, se ha optado por derogar dicha Directiva y 
reemplazarla por la Directiva 2008/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
abril de 2008, relativa a los contratos de crédito al consumo y por la que se deroga la 
Directiva 87/102/CEE del Consejo.

II
En la redacción de esta Ley, que tiene por objeto incorporar al ordenamiento jurídico 

interno la Directiva 2008/48/CE y que deroga la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al 
Consumo, han sido determinantes los siguientes dos criterios:

De una parte, se ha de respetar la vocación de la Directiva, que impone una 
armonización total, de forma que los Estados miembros no pueden mantener o introducir 
disposiciones nacionales distintas a las disposiciones armonizadas establecidas en esta 
norma europea, si bien tal restricción no impide mantener o adoptar normas nacionales en 
caso de que no existan disposiciones armonizadas. La información normalizada europea 
sobre el crédito al consumo y, en particular, la tasa anual equivalente correspondiente al 
crédito, calculada de idéntica forma en toda la Unión Europea, dotan al mercado crediticio de 
una mayor transparencia, permite que las distintas ofertas puedan compararse y aumentan 
las posibilidades de los consumidores de acogerse al crédito al consumo transfronterizo.

También se pretende conservar aquellas previsiones de nuestro Derecho interno que 
ofrecen una mayor protección en el ámbito del crédito al consumo sin que vengan exigidas 
por la normativa comunitaria. Por ello, esta Ley recoge las previsiones de la Ley 7/1995 
relativas a la oferta vinculante, a la eficacia de los contratos vinculados a la obtención de un 
crédito, al cobro indebido y a la penalización por falta de forma y por omisión de cláusulas 
obligatorias en los contratos. Asimismo, mantiene la aplicación parcial de la Ley a los 
contratos de crédito cuyo importe total es superior a 75.000 euros.

III
La Ley se aplica a aquellos contratos en que el prestamista concede o se compromete a 

conceder a un consumidor un crédito bajo la forma de pago aplazado, préstamo, apertura de 
crédito o cualquier medio equivalente de financiación. La consideración de consumidores se 
circunscribe a las personas físicas que actúan en un ámbito ajeno a su actividad empresarial 
o profesional.

La delimitación del ámbito objetivo de aplicación de esta Ley, así como la definición de 
los conceptos que en la misma se utilizan, responden al interés de adaptar la norma a la 
constante evolución de las técnicas financieras y a la conveniencia de que sus disposiciones 
puedan acoger futuras formas de crédito.

Con la finalidad de mejorar la información de los consumidores, la Ley incide en las 
actuaciones previas a la contratación del crédito. En concreto, regula de forma detallada la 
información básica que ha de figurar en la publicidad y las comunicaciones comerciales y en 
los anuncios de ofertas que se exhiban en los locales comerciales en los que se ofrezca un 
crédito o la intermediación para la celebración de un contrato de crédito.

Asimismo, establece una lista de las características del crédito sobre las que el 
prestamista, y en su caso el intermediario de crédito, ha de informar al consumidor antes de 
asumir éste cualquier obligación en virtud de un contrato u oferta de crédito, información 
precontractual que deberá ser facilitada en un impreso normalizado en los términos previstos 
en la Directiva. Además, obliga a los prestamistas, y en su caso a los intermediarios, a 
ayudar al consumidor en la decisión sobre el contrato de crédito que, de entre los productos 
propuestos, responde mejor a sus necesidades y situación financiera. Esta asistencia se 
concreta en la obligación de explicar al consumidor de forma personalizada las 
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características de los productos propuestos, así como la información precontractual 
correspondiente, y de advertirle de los riesgos en caso de impago o de endeudamiento 
excesivo, a fin de que éste pueda comprender las repercusiones del contrato de crédito en 
su situación económica.

Particular interés reviste la introducción de nuevas prácticas responsables en esta fase 
de la relación crediticia, concretamente, la obligación del prestamista de evaluar la solvencia 
del prestatario con carácter previo a la celebración del contrato de crédito, para lo cual podrá 
servirse de la información obtenida por sus propios medios y de la facilitada por el futuro 
prestatario, incluida la consulta de bases de datos. Si bien la realización de esta evaluación 
es obligatoria siempre, su alcance queda a criterio del prestamista en función de la relación 
comercial entre éste y su cliente. Las previsiones de esta Ley se circunscriben al contrato de 
crédito al consumo, conforme a la Directiva que se transpone, sin perjuicio de la legislación 
sectorial, en particular de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, que las 
entidades de crédito deberán observar respecto a la responsabilidad en el crédito y 
protección de los usuarios de servicios financieros.

Para garantizar la libre competencia entre prestamistas, las condiciones de acceso a las 
bases de datos sobre la solvencia patrimonial de los consumidores han de ser iguales para 
todos los prestamistas establecidos en la Unión Europea. Estas bases de datos se rigen por 
la normativa de protección de datos de carácter personal, con la particularidad del derecho 
del solicitante de un crédito, al que éste le sea denegado en base a la consulta de datos, a 
conocer de forma inmediata y gratuita los resultados de la consulta efectuada.

La mayor exigencia de información al consumidor sobre sus derechos y obligaciones se 
refleja en la regulación del contenido de los contratos, la cual se adapta a la especificidad de 
los distintos tipos de contrato de crédito.

En la fase de ejecución del contrato, la Ley regula el derecho de las partes a poner fin a 
un contrato de duración indefinida, así como el derecho del consumidor al reembolso 
anticipado del crédito y la posición del prestatario ante la cesión de los derechos del 
prestamista derivados de un contrato de crédito. Si bien estas dos últimas cuestiones ya 
están contempladas en la Ley 7/1995, ahora tienen su antecedente en la Directiva que se 
transpone. También introduce el derecho del consumidor a desistir del contrato de crédito, en 
cuya regulación se han seguido los criterios que rigen para el ejercicio de este derecho en la 
comercialización a distancia de servicios financieros.

La fórmula matemática para el cálculo de la tasa anual equivalente tiene por finalidad 
definir de forma clara y completa el coste total de un crédito para el consumidor y lograr que 
este porcentaje sea totalmente comparable en todos los Estados de la Unión Europea. La 
habilitación al Ministerio de Economía y Hacienda para establecer supuestos adicionales 
para el cálculo de la tasa anual equivalente facilita el ajuste de estas previsiones a ulteriores 
modificaciones que la Comisión acuerde en ejercicio de sus competencias.

En cuanto al régimen sancionador, el incumplimiento por entidades de crédito de las 
obligaciones impuestas por de esta Ley se sanciona conforme a lo establecido en la 
normativa sobre disciplina e intervención de las entidades de crédito. El incumplimiento por 
las demás personas físicas y jurídicas constituye infracción en materia de protección de los 
consumidores y usuarios.

Si bien el régimen sancionador tiene por finalidad garantizar la aplicación de toda la Ley, 
con el fin de promover unas prácticas responsables en la fase previa al contrato se incide 
con especial énfasis en el cumplimiento de las obligaciones relativas a la información 
precontractual y de evaluación de la solvencia del consumidor.

El régimen de impugnaciones abre la vía de reclamación extrajudicial para la resolución 
de los conflictos entre consumidores y prestamistas, así como intermediarios de crédito, e 
incorpora la regulación de las acciones de cesación frente a las conductas contrarias a esta 
Ley.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Contrato de crédito al consumo.
1. Por el contrato de crédito al consumo un prestamista concede o se compromete a 

conceder a un consumidor un crédito bajo la forma de pago aplazado, préstamo, apertura de 
crédito o cualquier medio equivalente de financiación.

2. No se considerarán contratos de crédito a los efectos de esta Ley los que consistan en 
el suministro de bienes de un mismo tipo o en la prestación continuada de servicios, siempre 
que en el marco de aquéllos asista al consumidor el derecho a pagar por tales bienes o 
servicios a plazos durante el período de su duración.

Artículo 2.  Partes del contrato de crédito.
1. A efectos de esta Ley, se entenderá por consumidor la persona física que, en las 

relaciones contractuales reguladas por esta Ley, actúa con fines que están al margen de su 
actividad comercial o profesional.

2. El prestamista es la persona física o jurídica que concede o se compromete a 
conceder un crédito en el ejercicio de su actividad comercial o profesional.

3. El intermediario de crédito es la persona física o jurídica que no actúa como 
prestamista y que en el transcurso de su actividad comercial o profesional, contra una 
remuneración que puede ser de índole pecuniaria o revestir cualquier otra forma de beneficio 
económico acordado:

1.º Presenta u ofrece contratos de crédito,
2.º asiste a los consumidores en los trámites previos de los contratos de crédito, distintos 

de los indicados en el inciso 1.º), o
3.º celebra contratos de crédito con consumidores en nombre del prestamista.

Artículo 3.  Contratos excluidos.
Quedan excluidos de la presente Ley:
a) Los contratos de crédito garantizados con hipoteca inmobiliaria.
b) Los contratos de crédito cuya finalidad sea adquirir o conservar derechos de 

propiedad sobre terrenos o edificios construidos o por construir.
c) Los contratos de crédito cuyo importe total sea inferior a 200 euros.
A estos efectos, se entenderá como única la cuantía de un mismo crédito, aunque 

aparezca distribuida en contratos diferentes celebrados entre las mismas partes y para la 
adquisición de un mismo bien o servicio, aun cuando los créditos hayan sido concedidos por 
diferentes miembros de una agrupación, tenga ésta o no personalidad jurídica.

d) Los contratos de arrendamiento o de arrendamiento financiero en los que no se 
establezca una obligación de compra del objeto del contrato por el arrendatario ni en el 
propio contrato ni en otro contrato aparte. Se considerará que existe obligación si el 
prestamista así lo ha decidido unilateralmente.

e) Los contratos de crédito concedidos en forma de facilidad de descubierto y que tengan 
que reembolsarse en el plazo máximo de un mes, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 
7 del artículo 12 y en el artículo 19.

f) Los contratos de crédito concedidos libres de intereses y sin ningún otro tipo de 
gastos, y los contratos de crédito en virtud de los cuales el crédito deba ser reembolsado en 
el plazo máximo de tres meses y por los que sólo se deban pagar unos gastos mínimos. A 
estos efectos, los gastos mínimos no podrán exceder en su conjunto, excluidos los 
impuestos, del 1 por ciento del importe total del crédito, definido en la letra c) del artículo 6.

En los contratos vinculados a que se refiere el artículo 29 de esta Ley, se presumirá, 
salvo pacto en contrario, que el prestamista y el proveedor de bienes o de servicios han 
pactado una retribución por la que éste abonará a aquél una cantidad por la celebración del 
contrato de préstamo. En tal caso, el contrato de crédito al consumo no se considerará 
gratuito.
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g) Los contratos de crédito concedidos por un empresario a sus empleados a título 
subsidiario y sin intereses o cuyas tasas anuales equivalentes sean inferiores a las del 
mercado, y que no se ofrezcan al público en general.

A estos efectos se entenderá por tasas anuales equivalentes inferiores a las del mercado 
las que sean inferiores al tipo de interés legal del dinero.

h) Los contratos de crédito celebrados con empresas de servicios de inversión o con 
entidades de crédito con la finalidad de que un inversor pueda realizar una operación relativa 
a uno o más de los instrumentos financieros enumerados en el artículo 2 de la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del Mercado de Valores, cuando la empresa de inversión o la entidad de 
crédito que concede el crédito participe en la operación.

i) Los contratos de crédito que son el resultado de un acuerdo alcanzado en los 
tribunales.

j) Los contratos de crédito relativos al pago aplazado, sin intereses, comisiones ni otros 
gastos, de una deuda existente.

k) Los contratos de crédito para cuya celebración se pide al consumidor que entregue un 
bien al prestamista como garantía de seguridad y en los que la responsabilidad del 
consumidor está estrictamente limitada a dicho bien.

Artículo 4.  Aplicación parcial de la Ley.
1. Se entiende que hay posibilidad de descubierto en aquel contrato de crédito explícito 

mediante el cual un prestamista pone a disposición de un consumidor fondos que superen el 
saldo en la cuenta a la vista del consumidor.

En el caso de los contratos en los que el crédito se conceda en forma de posibilidad de 
descubierto y que deban reembolsarse previa petición o en el plazo máximo de tres meses, 
solo serán aplicables los artículos 1 a 7, el apartado 1 y las letras a) y b) del apartado 2 del 
artículo 9, los artículos 12 a 15, los apartados 1 y 4 del artículo 16 y los artículos 17, 19, 29 y 
31 a 36.

2. Se considera descubierto tácito aquel descubierto aceptado tácitamente mediante el 
cual un prestamista pone a disposición de un consumidor fondos que superen el saldo de la 
cuenta a la vista del consumidor o la posibilidad de descubierto convenida.

En el caso de los contratos de descubiertos tácitos, sólo serán aplicables los artículos 1 
a 7, 20 y 34 a 36.

3. Se considera excedido tácito sobre los límites pactados en cuenta de crédito aquél 
excedido aceptado tácitamente mediante el cual un prestamista pone a disposición de un 
consumidor fondos que superen el límite pactado en la cuenta de crédito del consumidor.

En el caso de los contratos de excedidos tácitos sobre los límites pactados en cuenta de 
crédito, sólo serán aplicables los artículos 1 a 7, 20 y 34 a 36.

4. A los contratos de crédito que prevean que el prestamista y el consumidor pueden 
establecer acuerdos relativos al pago aplazado o los métodos de reembolso cuando el 
consumidor ya se encuentre en situación de falta de pago del contrato de crédito inicial, 
siempre que tales acuerdos puedan evitar la posibilidad de actuaciones judiciales relativas al 
impago y el consumidor no se vea sometido a condiciones menos favorables que las 
establecidas en el contrato de crédito inicial, sólo serán aplicables los artículos 1 a 7, 9, 12, 
13 y 15, el apartado 1 del artículo 16, las letras a) a i), l) y r) del apartado 2 del artículo 16, el 
apartado 4 del artículo 16, los artículos 18, 20, 27 y 30 y los artículos 32 a 36.

Sin embargo, si el contrato entra dentro del ámbito de aplicación del apartado 1 del 
presente artículo, sólo serán aplicables las disposiciones previstas en dicho apartado.

5. En los contratos de crédito cuyo importe total sea superior a 75.000 euros sólo serán 
aplicables los artículos 1 a 11, 14, 15 y 32 a 36.

Artículo 5.  Carácter imperativo de las normas.
1. Los consumidores no podrán renunciar a los derechos reconocidos en esta Ley.
2. La renuncia a los derechos reconocidos por esta Ley a los consumidores y los actos 

contrarios a la misma son nulos. Los actos realizados en fraude de ley serán sancionados 
como tales según lo dispuesto en el artículo 6 del Código Civil.

3. Las normas de protección a los consumidores contenidas en esta Ley serán de 
aplicación no sólo cuando el correspondiente contrato de crédito se rija por la legislación 
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española o ésta de cualquier otro modo resulte de aplicación, sino también cuando la ley 
elegida por las partes para regir el contrato sea la de un tercer Estado, siempre que el 
contrato tenga un vínculo estrecho con el territorio de un Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo.

Se entenderá, en particular, que existe un vínculo estrecho cuando el prestamista o el 
intermediario de crédito ejerciere sus actividades en uno o varios Estados miembros del 
Espacio Económico Europeo o por cualquier medio de publicidad o comunicación dirigiere 
tales actividades a uno o varios Estados miembros y el contrato de crédito estuviere 
comprendido en el marco de esas actividades.

Artículo 6.  Contenido económico del contrato.
A los efectos de esta Ley se entiende por:
a) Coste total del crédito para el consumidor: todos los gastos, incluidos los intereses, las 

comisiones, los impuestos y cualquier otro tipo de gastos que el consumidor deba pagar en 
relación con el contrato de crédito y que sean conocidos por el prestamista, con excepción 
de los gastos de notaría. El coste de los servicios accesorios relacionados con el contrato de 
crédito, en particular las primas de seguro, se incluye asimismo en este concepto si la 
obtención del crédito en las condiciones ofrecidas está condicionada a la celebración del 
contrato de servicios.

b) Importe total adeudado por el consumidor: la suma del importe total del crédito más el 
coste total del crédito para el consumidor.

c) Importe total del crédito: el importe máximo o la suma de todas las cantidades puestas 
a disposición del consumidor en el marco de un contrato de crédito.

d) Tasa anual equivalente: el coste total del crédito para el consumidor, expresado como 
porcentaje anual del importe total del crédito concedido, más los costes contemplados en el 
apartado 2 del artículo 32, si procede.

e) Tipo deudor: el tipo de interés expresado como porcentaje fijo o variable aplicado con 
carácter anual al importe del crédito utilizado.

f) Tipo deudor fijo: tipo deudor acordado por el prestamista y el consumidor en el contrato 
de crédito para la duración total del contrato de crédito o para períodos parciales, que se fija 
utilizando un porcentaje fijo específico. Si en el contrato de crédito no se establecen todos 
los tipos deudores fijos, el tipo deudor fijo se considerará establecido sólo para los períodos 
parciales para los que los tipos deudores se establezcan exclusivamente mediante un 
porcentaje fijo específico acordado al celebrarse el contrato de crédito.

Artículo 7.  Requisitos de la información.
1. La información que con arreglo a esta Ley se ha de proporcionar al consumidor, ya 

sea con carácter previo al contrato, durante su vigencia o para su extinción, constará en 
papel o en cualquier otro soporte duradero. Por soporte duradero se entiende todo 
instrumento que permita al consumidor conservar la información que se le transmita 
personalmente de forma que en el futuro pueda recuperarla fácilmente durante un período 
de tiempo adaptado a los fines de dicha información, y que permita la reproducción idéntica 
de la información almacenada.

2. El incumplimiento de los requisitos relativos a la información previa y al suministro de 
la misma que se establecen en los artículos 10 y 12, dará lugar a la anulabilidad del contrato. 
En caso de que se mantenga la eficacia del contrato, éste se integrará conforme a lo previsto 
en el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, y demás normas aplicables.

3. Lo dispuesto en esta Ley, en particular en los artículos 10 y 12, deberá entenderse sin 
perjuicio del necesario cumplimiento de las obligaciones de información establecidas en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y 
sus disposiciones de desarrollo.
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CAPÍTULO II
Información y actuaciones previas a la celebración del contrato de crédito

Artículo 8.  Oferta vinculante.
El prestamista que ofrezca un crédito a un consumidor estará obligado a entregarle antes 

de la celebración del contrato, si el consumidor así lo solicita, un documento con todas las 
condiciones del crédito en términos idénticos a lo establecido en el artículo 10 para la 
información previa al contrato, como oferta vinculante que deberá mantener durante un plazo 
mínimo de catorce días naturales desde su entrega, salvo que medien circunstancias 
extraordinarias o no imputables a él.

Si esta oferta se hace al mismo tiempo que se comunica la información previa al contrato 
prevista en el artículo 10, deberá facilitarse al consumidor en un documento separado que 
podrá adjuntarse a la Información normalizada europea sobre crédito al consumo.

Artículo 9.  Información básica que deberá figurar en la publicidad.
1. La información básica establecida en este artículo deberá incluirse en la publicidad y 

comunicaciones comerciales, así como en los anuncios y ofertas exhibidos en los locales 
comerciales, en los que se ofrezca un crédito o la intermediación para la celebración de un 
contrato de crédito, siempre que indiquen el tipo de interés o cualesquiera cifras 
relacionadas con el coste del crédito para el consumidor.

2. La información básica especificará los elementos siguientes de forma clara, concisa y 
destacada mediante un ejemplo representativo:

a) El tipo deudor fijo o variable, así como los recargos incluidos en el coste total del 
crédito para el consumidor.

b) El importe total del crédito.
c) La tasa anual equivalente, salvo en el caso de los contratos en los que el crédito se 

conceda en forma de posibilidad de descubierto y que deban reembolsarse previa petición o 
en el plazo de tres meses, indicados en el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 4.

d) En su caso, la duración del contrato de crédito.
e) En el caso de los créditos en forma de pago aplazado de un bien o servicio en 

particular, el precio al contado y el importe de los posibles anticipos.
f) En su caso, el importe total adeudado por el consumidor y el importe de los pagos a 

plazos.
La información básica deberá publicarse con una letra que resulte legible y con un 

contraste de impresión adecuado.
3. Si se condicionara la concesión del crédito en las condiciones ofrecidas a la 

celebración de un contrato relativo a un servicio accesorio vinculado con el contrato de 
crédito, en particular un seguro, y el coste de ese servicio no pudiera determinarse de 
antemano, dicha condición deberá mencionarse de forma clara, concisa y destacada, junto 
con la tasa anual equivalente.

Artículo 10.  Información previa al contrato.
1. El prestamista y, en su caso, el intermediario de crédito deberán facilitar de forma 

gratuita al consumidor, con la debida antelación y antes de que el consumidor asuma 
cualquier obligación en virtud de un contrato u oferta de crédito sobre la base de las 
condiciones del crédito ofrecidas por el prestamista y, en su caso, de las preferencias 
manifestadas y de la información facilitada por el consumidor, la información que sea precisa 
para comparar las diversas ofertas y adoptar una decisión informada sobre la suscripción de 
un contrato de crédito.

2. Esta información, en papel o en cualquier otro soporte duradero, se facilitará mediante 
la Información normalizada europea sobre el crédito al consumo que figura en el anexo II.

3. Dicha información deberá especificar:
a) El tipo de crédito.
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b) La identidad y el domicilio social del prestamista, así como en su caso la identidad y el 
domicilio social del intermediario del crédito implicado.

c) El importe total del crédito y las condiciones que rigen la disposición de fondos.
d) La duración del contrato de crédito.
e) En caso de créditos en forma de pago diferido por un bien o servicio y de contratos de 

crédito vinculados, el producto o servicio y su precio al contado.
f) El tipo deudor y las condiciones de aplicación de dicho tipo, y, si se dispone de ellos, 

los índices o tipos de referencia aplicables al tipo deudor inicial, así como los períodos, 
condiciones y procedimientos de variación del tipo deudor.

Si se aplican diferentes tipos deudores en diferentes circunstancias, la información arriba 
mencionada respecto de todos los tipos aplicables.

g) La tasa anual equivalente y el importe total adeudado por el consumidor, ilustrado 
mediante un ejemplo representativo que incluya todas las hipótesis utilizadas para calcular 
dicha tasa.

Cuando el consumidor haya informado al prestamista sobre uno o más componentes de 
su crédito preferido, como por ejemplo la duración del contrato de crédito y su importe total, 
el prestamista deberá tener en cuenta dichos componentes.

Si el contrato de crédito prevé diferentes formas de disposición de fondos con diferentes 
tasas o tipos de préstamo, y el prestamista se acoge al supuesto contemplado en la parte II, 
letra b), del anexo I, deberá indicar que, para ese tipo de contrato de crédito, la tasa anual 
equivalente podría ser más elevada con otros mecanismos de disposición de fondos.

h) El importe, el número y la periodicidad de los pagos que deberá efectuar el 
consumidor y en su caso el orden en que deben asignarse los pagos a distintos saldos 
pendientes sometidos a distintos tipos deudores a efectos de reembolso.

i) En su caso, los gastos de mantenimiento de una o varias cuentas, si fuera necesario 
para registrar a la vez las operaciones de pago y de disposición del crédito, salvo que la 
apertura de la cuenta sea facultativa, los gastos relativos a la utilización de un medio de 
pago que permita efectuar a la vez las operaciones de pago y de disposición del crédito, así 
como cualquier gasto derivado del contrato de crédito y las condiciones en que dichos 
gastos podrán modificarse.

j) En su caso, la existencia de costes adeudados al notario por el consumidor al suscribir 
el contrato de crédito.

k) Los servicios accesorios al contrato de crédito, en particular de seguro, cuando la 
obtención del crédito o su obtención en las condiciones ofrecidas estén condicionadas a la 
suscripción del servicio accesorio. Deberán también facilitarse las condiciones que 
alternativamente se aplicarían al contrato de crédito al consumo si no se contrataran los 
servicios accesorios y, en particular, pólizas de seguros.

l) El tipo de interés de demora, así como las modalidades para su adaptación y, cuando 
procedan, los gastos por impago.

m) Una advertencia sobre las consecuencias en caso de impago.
n) Cuando proceda, las garantías exigidas.
o) La existencia o ausencia de derecho de desistimiento.
p) El derecho de reembolso anticipado y, en su caso, información sobre el derecho del 

prestamista a una compensación y sobre la manera en que se determinará esa 
compensación con arreglo al artículo 30.

q) El derecho del consumidor a ser informado de forma inmediata y gratuita del resultado 
de la consulta de una base de datos para la evaluación de su solvencia, conforme al artículo 
15, apartado 2.

r) El derecho del consumidor a recibir gratuitamente, previa solicitud, una copia del 
proyecto del contrato de crédito, salvo que en el momento de la solicitud el prestamista no 
esté dispuesto a celebrar el contrato de crédito con el consumidor.

s) En su caso, el período de tiempo durante el cual el prestamista queda vinculado por la 
información precontractual.

4. Cualquier información adicional que el prestamista pueda comunicar al consumidor 
será facilitada en un documento aparte que podrá adjuntarse a la Información normalizada 
europea sobre el crédito al consumo.
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5. Se considera que el prestamista ha cumplido los requisitos de información de los 
apartados 1, 2 y 3 del presente artículo y de los apartados 1 y 2 del artículo 7 de la 
Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros 
destinados a los consumidores, si facilita la Información normalizada europea sobre el 
crédito al consumo.

6. En el caso de comunicación a través de telefonía vocal a que se refiere la 
Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de servicios financieros 
destinados a los consumidores, la descripción de las características principales del servicio 
financiero deberá incluir al menos los elementos considerados en el apartado 3, letras c), d), 
e), f), h) y k) del presente artículo, junto con la tasa anual equivalente ilustrada mediante un 
ejemplo representativo y el importe total adeudado por el consumidor.

7. Si el contrato se hubiera suscrito, a petición del consumidor, utilizando un medio de 
comunicación a distancia que no permita facilitar la información prevista en el apartado 3, en 
particular en el caso contemplado en el apartado 6, el prestamista facilitará al consumidor 
toda la información precontractual utilizando el formulario de Información normalizada 
europea sobre crédito al consumo inmediatamente después de la celebración del contrato.

8. Además de la Información normalizada europea sobre el crédito al consumo, se 
facilitará gratuitamente al consumidor, previa petición, una copia del proyecto del contrato de 
crédito, salvo cuando el prestamista no esté dispuesto, en el momento de la solicitud, a 
celebrar el contrato de crédito con el consumidor.

9. En el caso de los contratos de crédito en que los pagos efectuados por el consumidor 
no producen una amortización correspondiente del importe total del crédito, sino que sirven 
para reconstituir el capital en las condiciones y los períodos establecidos en el contrato de 
crédito o en un contrato accesorio, la información precontractual deberá incluir, además, una 
declaración clara y concisa de que tales contratos no prevén una garantía de reembolso del 
importe total del crédito del que se haya dispuesto en virtud del contrato, salvo que se 
conceda dicha garantía.

Artículo 11.  Asistencia al consumidor previa al contrato.
Los prestamistas y, en su caso, los intermediarios de crédito facilitarán al consumidor 

explicaciones adecuadas de forma individualizada para que éste pueda evaluar si el contrato 
de crédito propuesto se ajusta a sus intereses, a sus necesidades y a su situación financiera, 
si fuera preciso explicando la información precontractual, las características esenciales de 
los productos propuestos y los efectos específicos que pueden tener sobre el consumidor, 
incluidas las consecuencias en caso de impago por parte del mismo.

Artículo 12.  Información previa a determinados contratos de crédito.
1. El prestamista y, cuando proceda, el intermediario de crédito deberán facilitar de forma 

gratuita al consumidor, con la debida antelación y antes de que éste asuma cualquier 
obligación en virtud del contrato de crédito o una oferta relativa a los contratos de crédito 
previstos en el párrafo segundo del apartado 1 y en el apartado 4 del artículo 4, sobre la 
base de las condiciones del crédito ofrecidas por el prestamista y, en su caso, de las 
preferencias manifestadas por el consumidor y de la información facilitada por el mismo, la 
información que sea precisa para comparar las diversas ofertas y adoptar una decisión 
informada sobre la suscripción de un contrato de crédito.

2. Dicha información deberá especificar:
a) El tipo de crédito.
b) La identidad y el domicilio social del prestamista, así como, en su caso, la identidad y 

el domicilio social del intermediario del crédito implicado.
c) El importe total del crédito.
d) La duración del contrato de crédito.
e) El tipo deudor, las condiciones de aplicación de dicho tipo, los índices o tipos de 

referencia aplicables al tipo deudor inicial, los recargos aplicables desde la suscripción del 
contrato de crédito y, en su caso, las condiciones en las que puedan modificarse.

f) Las condiciones y procedimiento para poner fin al contrato de crédito.
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g) Cuando así se contemple en los contratos de crédito a los que se refiere el párrafo 
segundo del apartado 1 del artículo 4, una indicación de que podrá exigirse al consumidor el 
reembolso de la totalidad del importe del crédito en cualquier momento.

h) El tipo de interés de demora, así como las modalidades para su adaptación y, cuando 
proceda, los gastos por impago.

i) El derecho del consumidor a ser informado de forma inmediata y gratuita del resultado 
de la consulta de una base de datos para la evaluación de su solvencia, conforme al 
apartado 2 del artículo 15.

j) En los contratos de crédito a los que se refiere el apartado 1 del artículo 4, los gastos 
aplicables desde el momento de la celebración de dichos contratos y, en su caso, las 
condiciones en que dichos gastos podrán modificarse.

k) Cuando proceda, el período de tiempo durante el cual el prestamista queda vinculado 
por la información precontractual.

3. Esta información se facilitará en papel o en cualquier otro soporte duradero, y figurará 
toda ella de manera igualmente destacada. Podrá facilitarse mediante la Información 
normalizada europea sobre el crédito al consumo que figura en el anexo III.

4. Se considerará que el prestamista ha cumplido los requisitos de información de los 
apartados anteriores y de los apartados 1 y 2 del artículo 7 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, 
sobre comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores, si 
ha facilitado la Información normalizada europea sobre el crédito al consumo.

5. En el caso de los contratos de crédito indicados en el apartado 4 del artículo 4, la 
información proporcionada al consumidor conforme a los apartados 1 y 2 del presente 
artículo incluirá además:

a) la tasa anual equivalente ilustrada mediante un ejemplo representativo que mencione 
todas las hipótesis utilizadas para calcularla;

b) el importe, el número y la periodicidad de los pagos que deberá efectuar el 
consumidor y, cuando proceda, el orden en que deben asignarse los pagos a distintos saldos 
pendientes sometidos a distintos tipos deudores a efectos de reembolso, y

c) el derecho de reembolso anticipado y, en su caso, información sobre el derecho del 
prestamista a una compensación y sobre la manera en que se determinará esa 
compensación.

Sin embargo, si el contrato de crédito estuviera también comprendido en el ámbito de 
aplicación del párrafo segundo del apartado 1 del artículo 4, sólo serán aplicables las 
disposiciones mencionadas en los apartados 1 y 2 del presente artículo.

6. En el caso de las comunicaciones por telefonía vocal, y cuando el consumidor solicite 
disponer de la posibilidad de descubierto con efecto inmediato, la descripción de las 
principales características del servicio financiero incluirá al menos:

a) Para los contratos de crédito indicados en el párrafo segundo del apartado 1 del 
artículo 4, los elementos indicados en las letras c), e) y g) del apartado 2 de este artículo; y

b) para los contratos de crédito indicados en el apartado 4 del artículo 4, los elementos 
indicados en las letras c) y e) del apartado 2 de este artículo, el elemento indicado en la letra 
a) del apartado 5 de este artículo y la especificación de la duración del contrato de crédito.

7. En el caso de los contratos de crédito concedidos en forma de facilidad de descubierto 
y que deban ser reembolsados en el plazo máximo de un mes, la descripción de las 
principales características del servicio financiero incluirá al menos los elementos indicados 
en las letras c), e) y g) del apartado 2.

8. Además de la información a que aluden los apartados 1 a 6 de este artículo, se 
facilitará al consumidor, previa petición, una copia del proyecto del contrato de crédito que 
contenga la información contemplada en el artículo 16, cuando este último sea aplicable.

Lo establecido en el párrafo anterior no será de aplicación cuando el prestamista no esté 
dispuesto, en el momento de la solicitud, a celebrar el contrato de crédito con el consumidor.

9. Cuando el contrato se hubiera suscrito, a petición del consumidor, utilizando un medio 
de comunicación a distancia que no permita facilitar la información prevista en los apartados 
1, 2 y 5, incluidos los casos mencionados en el apartado 6, se considerará que el 
prestamista ha cumplido sus obligaciones con arreglo a los apartados 1 y 5 si 
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inmediatamente después de la celebración del contrato de crédito facilita al consumidor la 
información contractual de acuerdo con el artículo 16, en la medida en que sea aplicable.

10. Si el prestamista vincula la obtención del crédito en las condiciones ofrecidas con la 
contratación de servicios accesorios, en particular un contrato de seguro, deberá informarse 
de esta circunstancia y de su coste, así como de las condiciones que alternativamente se 
aplicarían al contrato de crédito si no se contrataran los servicios accesorios y, en particular, 
el contrato de seguro.

Artículo 13.  Excepciones a los requisitos de información precontractual.
Los artículos 10, 11 y 12 no se aplicarán a los proveedores de bienes o servicios que 

sólo actúen como intermediarios de crédito a título subsidiario, sin perjuicio de las 
obligaciones del prestamista de garantizar que el consumidor recibe la información y 
asistencia precontractual a que se refieren dichos artículos y sin las cuales no se podrá 
formalizar un contrato de crédito al consumo.

A los efectos de este artículo, se considera que los proveedores de bienes y servicios 
actúan como intermediarios de crédito a título subsidiario si su actividad como intermediarios 
no constituye el objeto principal de su actividad comercial, empresarial o profesional.

Artículo 14.  Obligación de evaluar la solvencia del consumidor.
1. El prestamista, antes de que se celebre el contrato de crédito, deberá evaluar la 

solvencia del consumidor, sobre la base de una información suficiente obtenida por los 
medios adecuados a tal fin, entre ellos, la información facilitada por el consumidor, a solicitud 
del prestamista o intermediario en la concesión de crédito. Con igual finalidad, podrá 
consultar los ficheros de solvencia patrimonial y crédito, a los que se refiere el artículo 29 de 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
en los términos y con los requisitos y garantías previstos en dicha Ley Orgánica y su 
normativa de desarrollo.

En el caso de las entidades de crédito, para la evaluación de la solvencia del consumidor 
se tendrán en cuenta, además, las normas específicas sobre gestión de riesgos y control 
interno que les son aplicables según su legislación específica.

2. Si las partes acuerdan modificar el importe total del crédito tras la celebración del 
contrato de crédito, el prestamista deberá actualizar la información financiera de que 
disponga sobre el consumidor y evaluar su solvencia antes de aumentar significativamente el 
importe total del crédito.

CAPÍTULO III
Acceso a ficheros

Artículo 15.  Acceso a ficheros.
1. Los ficheros sobre solvencia patrimonial y crédito están sometidos a la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, a las normas 
que la desarrollan y a lo establecido en este artículo.

2. Si la denegación de una solicitud de crédito se basa en la consulta de un fichero, el 
prestamista deberá informar al consumidor inmediata y gratuitamente de los resultados de 
dicha consulta y de los pormenores de la base de datos consultada.

3. La información a que se refiere el apartado anterior no se facilitará al consumidor en 
los supuestos en que una ley o una norma de la Unión Europea de aplicación directa así lo 
prevea, o sea contrario a objetivos de orden público o de seguridad pública.

4. Los responsables de los ficheros a que se refiere este artículo deberán facilitar a los 
prestamistas de los demás Estados miembros de la Unión Europea el acceso a las bases de 
datos para la evaluación de la solvencia de los consumidores, en condiciones no 
discriminatorias respecto de los prestamistas españoles.
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CAPÍTULO IV
Información y derechos en relación con los contratos de crédito

Artículo 16.  Forma y contenido de los contratos.
1. Los contratos de crédito sometidos a la presente Ley se harán constar por escrito en 

papel o en otro soporte duradero y se redactarán con una letra que resulte legible y con un 
contraste de impresión adecuado.

Todas las partes contratantes recibirán un ejemplar del contrato de crédito.
2. Además de las condiciones esenciales del contrato, el documento deberá especificar, 

de forma clara y concisa, los siguientes datos:
a) El tipo de crédito.
b) La identidad y el domicilio social de las partes contratantes, así como, si procede, la 

identidad y el domicilio social del intermediario de crédito.
c) La duración del contrato de crédito.
d) El importe total del crédito y las condiciones de disposición del mismo.
e) En el caso de créditos en forma de pago diferido de un bien o servicio o en el caso de 

contratos de crédito vinculados, el producto o servicio y su precio al contado.
f) El tipo deudor y las condiciones de aplicación de dicho tipo y, si se dispone de ellos, los 

índices o tipos de referencia aplicables al tipo deudor inicial, así como los períodos, 
condiciones y procedimientos de variación del tipo deudor y, si se aplican diferentes tipos 
deudores en diferentes circunstancias, la información arriba mencionada respecto de todos 
los tipos aplicables.

g) La tasa anual equivalente y el importe total adeudado por el consumidor, calculados 
en el momento de la suscripción del contrato de crédito. Se mencionarán todas las hipótesis 
utilizadas para calcular dicho porcentaje.

h) El importe, el número y la periodicidad de los pagos que deberá efectuar el 
consumidor y, cuando proceda, el orden en que deben asignarse los pagos a distintos saldos 
pendientes sometidos a distintos tipos deudores a efectos de reembolso.

i) En caso de amortización del capital de un contrato de crédito de duración fija, el 
derecho del consumidor a recibir gratuitamente un extracto de cuenta, en forma de cuadro 
de amortización, previa solicitud y en cualquier momento a lo largo de toda la duración del 
contrato de crédito.

El cuadro de amortización indicará los pagos adeudados, así como los períodos y las 
condiciones de pago de tales importes. Este cuadro deberá contener un desglose de cada 
reembolso periódico que muestre la amortización del capital, los intereses calculados sobre 
la base del tipo deudor y, en su caso, los costes adicionales.

Cuando el tipo de interés no sea fijo o los costes adicionales puedan variar en virtud del 
contrato de crédito, en el cuadro de amortización figurará de forma clara y concisa la 
indicación de que los datos del cuadro solo serán válidos hasta la siguiente modificación del 
tipo deudor o de los costes adicionales en virtud del contrato de crédito.

j) Si deben pagarse recargos e intereses sin amortización de capital, una relación de los 
períodos y las condiciones de pago de los intereses deudores y de los gastos conexos 
recurrentes y no recurrentes.

k) Cuando proceda, los gastos de mantenimiento de una o varias cuentas que registren a 
la vez operaciones de pago y de disposición del crédito, salvo que la apertura de la cuenta 
sea opcional, los gastos relativos a la utilización de un medio de pago que permita efectuar 
tanto operaciones de pago como de disposición del crédito, así como los demás gastos 
derivados del contrato de crédito y las condiciones en que dichos costes pueden modificarse.

l) El tipo de interés de demora aplicable en el momento de la celebración del contrato de 
crédito y los procedimientos para su ajuste y, cuando proceda, los gastos por impago.

m) Las consecuencias en caso de impago.
n) Cuando proceda, una declaración que establezca el abono de gastos de notaría.
o) Las garantías y los seguros a los que se condicione la concesión del crédito, cuya 

contratación se ajustará a la legislación específica de los mismos.
p) La existencia o ausencia de derecho de desistimiento y el plazo y demás condiciones 

para ejercerlo, incluida la información relativa a la obligación del consumidor de pagar el 
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capital dispuesto y los intereses de conformidad con el artículo 28, apartado 2, letra b), y el 
importe del interés diario.

q) Información sobre los derechos derivados del artículo 29, así como las condiciones 
para el ejercicio de dichos derechos.

r) El derecho de reembolso anticipado, el procedimiento aplicable, así como en su caso 
información sobre el derecho del prestamista a una compensación y sobre la manera en que 
se determinará esa compensación. Para el caso de reembolso anticipado y en caso de que 
el contrato de crédito tenga vinculado uno de seguro, el derecho del prestatario a la 
devolución de la prima no consumida en los términos que establezca la póliza.

s) El procedimiento que deberá seguirse para ejercer el derecho de poner fin al contrato 
de crédito.

t) La existencia o no de procedimientos extrajudiciales de reclamación y recurso para el 
consumidor, y, en caso de que existan, la forma en que el consumidor puede acceder a ellos.

u) Las demás condiciones del contrato, cuando proceda.
v) En su caso, nombre y dirección de la autoridad de supervisión competente.
3. En el supuesto contemplado en la letra i) del apartado anterior, el prestamista deberá 

poner gratuitamente a disposición del consumidor un extracto de cuenta en forma de cuadro 
de amortización en cualquier momento a lo largo de toda la duración del contrato de crédito.

4. En el caso de los contratos de crédito en que los pagos efectuados por el consumidor 
no producen una amortización correspondiente del importe total del crédito, sino que sirven 
para reconstituir el capital en las condiciones y los períodos establecidos en el contrato de 
crédito o en un contrato accesorio, la información contractual exigida en virtud del apartado 2 
deberá incluir una declaración clara y concisa de que tales contratos no prevén una garantía 
de reembolso del importe total del crédito del que se haya dispuesto en virtud del contrato de 
crédito, salvo que se conceda dicha garantía.

Artículo 17.  Información que debe mencionarse en los contratos de crédito en forma de 
posibilidad de descubierto.

Los contratos de crédito en forma de posibilidad de descubierto contemplados en el 
párrafo segundo del apartado 1 del artículo 4, se redactarán con una letra que resulte legible 
y con un contraste de impresión adecuado, debiendo especificarse, de forma clara y concisa, 
los siguientes datos:

a) El tipo de crédito.
b) La identidad y el domicilio social de las partes contratantes, así como, si procede, la 

identidad y el domicilio social del intermediario de crédito.
c) La duración del contrato de crédito.
d) El importe total del crédito y las condiciones de disposición del mismo.
e) El tipo deudor y las condiciones de aplicación de dicho tipo y, si se dispone de ellos, 

los índices o tipos de referencia aplicables al tipo deudor inicial, así como los períodos, 
condiciones y procedimientos de variación del tipo deudor y, si se aplican diferentes tipos 
deudores en diferentes circunstancias, la información arriba mencionada respecto de todos 
los tipos aplicables.

f) El coste total del crédito para el consumidor, calculados en el momento de la 
suscripción del contrato de crédito y de conformidad con la letra a) del artículo 6.

g) La indicación de que al consumidor podrá exigírsele que reembolse la totalidad del 
importe del crédito en cualquier momento.

h) El procedimiento que deberá seguirse para ejercer el derecho de desistimiento del 
contrato de crédito.

i) Información sobre los gastos aplicables desde el momento de la celebración de dichos 
contratos de crédito y, en su caso, las condiciones en que dichos gastos podrán modificarse.

Artículo 18.  Información sobre el tipo deudor.
1. El prestamista informará al consumidor de toda modificación del tipo deudor antes de 

que el cambio entre en vigor. La información detallará el importe de los pagos tras la entrada 
en vigor del nuevo tipo deudor, y, si cambiara el número o la frecuencia de los pagos, los 
correspondientes detalles.
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2. No obstante, en el contrato de crédito las partes podrán acordar que la información 
indicada en el apartado 1 se proporcione al consumidor de forma periódica en los casos en 
que la modificación en el tipo deudor se deba a una modificación de un tipo de referencia, 
siempre y cuando el nuevo tipo de referencia sea publicado oficialmente por el Ministerio de 
Economía y Hacienda o por el Banco de España y la información al respecto esté disponible 
también en los locales del prestamista.

Artículo 19.  Obligación de información vinculada a los contratos de crédito en forma de 
posibilidad de descubierto.

1. Si se concede un contrato de crédito en forma de posibilidad de descubierto, el 
prestamista deberá además informar al consumidor, con una periodicidad al menos 
trimestral, mediante un extracto de cuenta en papel o cualquier otro soporte duradero, de lo 
siguiente:

a) El período preciso al que se refiere el extracto de cuenta.
b) Los importes de los que se ha dispuesto y la fecha de disposición.
c) La fecha y el saldo del extracto anterior.
d) El nuevo saldo.
e) La fecha y el importe de los pagos efectuados por el consumidor.
f) El tipo deudor aplicado.
g) Los recargos que se hayan aplicado.
h) En su caso, el importe mínimo que deba pagarse.
2. Además, el consumidor será informado de los incrementos del tipo deudor o de los 

recargos que deba pagar antes de que las modificaciones en cuestión entren en vigor.
No obstante, las partes podrán acordar en el contrato de crédito que la información sobre 

las modificaciones del tipo deudor se proporcione del modo indicado en el apartado 1 en los 
casos en que la modificación en el tipo deudor se deba a una modificación de un tipo de 
referencia, siempre y cuando el nuevo tipo de referencia sea publicado oficialmente por el 
Ministerio de Economía y Hacienda o por el Banco de España, y la información al respecto 
esté disponible también en los locales del prestamista.

Artículo 20.  Descubierto tácito.
1. En el caso de un contrato para abrir una cuenta a la vista, donde existe la posibilidad 

de que se permita al consumidor un descubierto tácito, el contrato contendrá la información a 
la que se refiere la letra e) del apartado 2 del artículo 12.

2. Además, el prestamista proporcionará en cualquier caso esa información de forma 
periódica.

3. En caso de descubierto tácito importante que se prolongue durante un período 
superior a un mes, el prestamista informará al consumidor sin demora de los siguientes 
extremos:

a) Del descubierto tácito.
b) Del importe del descubierto tácito.
c) Del tipo deudor.
d) De las posibles penalizaciones, gastos o intereses de demora aplicables.
4. En ningún caso podrá aplicarse a los créditos que se concedan en forma de 

descubiertos a los que se refiere este artículo un tipo de interés que dé lugar a una tasa 
anual equivalente superior a 2,5 veces el interés legal del dinero.

Artículo 21.  Penalización por falta de forma y por omisión de cláusulas obligatorias.
1. El incumplimiento de la forma escrita a que se refiere el párrafo primero del apartado 1 

del artículo 16 dará lugar a la anulabilidad del contrato.
2. En el supuesto de que el documento del contrato no contenga la mención a la tasa 

anual equivalente a la que se refiere la letra g) del apartado 2 del artículo 16, la obligación 
del consumidor se reducirá a abonar el interés legal en los plazos convenidos.
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3. En el supuesto de que el documento del contrato no contenga la mención a que se 
refiere la letra h) del apartado 2 del artículo 16, y siempre que no exista omisión o inexactitud 
en el plazo, la obligación del consumidor se reducirá a pagar el precio al contado o el 
nominal del crédito en los plazos convenidos.

En el caso de omisión o inexactitud de los plazos, dicho pago no podrá ser exigido al 
consumidor antes de la finalización del contrato.

4. En el caso de que los datos exigidos en el apartado 2 del artículo 16 y en el artículo 17 
figuren en el documento contractual pero sean inexactos, se modularán, en función del 
perjuicio que debido a tal inexactitud sufra el consumidor, las consecuencias previstas en los 
apartados 2 y 3 anteriores.

Artículo 22.  Modificación del coste total del crédito.
1. El coste total del crédito no podrá ser modificado en perjuicio del consumidor, a no ser 

que esté previsto en acuerdo mutuo de las partes formalizado por escrito. Estas 
modificaciones deberán ajustarse a lo establecido en los apartados siguientes.

2. La variación del coste del crédito se deberá ajustar, al alza o a la baja, a la de un 
índice de referencia objetivo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 85.3 del Texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

3. En el acuerdo formalizado por las partes se contendrán, como mínimo, los siguientes 
extremos:

a) Los derechos que contractualmente correspondan a las partes en orden a la 
modificación del coste total del crédito inicialmente pactado y el procedimiento a que ésta 
deba ajustarse.

b) El diferencial que se aplicará, en su caso, al índice de referencia utilizado para 
determinar el nuevo coste.

c) La identificación del índice utilizado o, en su defecto, una definición clara del mismo y 
del procedimiento para su cálculo. Los datos que sirvan de base al índice deberán ser 
agregados de acuerdo con un procedimiento objetivo.

4. Las modificaciones en el coste total del crédito distintas de las contempladas en el 
artículo 18 y en el apartado 2 del artículo 19 deberán ser notificadas por el prestamista al 
consumidor de forma individualizada. Esa notificación, que deberá efectuarse con la debida 
antelación, incluirá el cómputo detallado, según el procedimiento de cálculo acordado, que 
da lugar a esa modificación, e indicará el procedimiento que el consumidor podrá utilizar 
para reclamar ante el prestamista en caso de que discrepe del cálculo efectuado.

Artículo 23.  Liquidaciones a realizar por la ineficacia o resolución del contrato de 
adquisición.

En caso de créditos concedidos para la adquisición de bienes determinados, cuando el 
prestamista o el vendedor recupere el bien como consecuencia de la nulidad o la resolución 
de los contratos de adquisición o financiación de dichos bienes, las partes deberán restituirse 
recíprocamente las prestaciones realizadas. En todo caso, el empresario o el prestamista a 
quien no sea imputable la nulidad del contrato tendrá derecho a deducir:

a) El 10 por 100 del importe de los plazos pagados en concepto de indemnización por la 
tenencia de las cosas por el comprador.

b) Una cantidad igual al desembolso inicial por la depreciación comercial del objeto. 
Cuando esta cantidad sea superior a la quinta parte del precio de venta, la deducción se 
reducirá a esta última.

Por el deterioro de la cosa vendida, si lo hubiere, podrá exigir el vendedor, además, la 
indemnización que en derecho proceda.

Artículo 24.  Obligaciones cambiarias.
Cuando en la adquisición de bienes o servicios concurran las circunstancias previstas en 

el apartado 1 del artículo 29, si el consumidor y su garante se hubieran obligado 
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cambiariamente mediante la firma en letras de cambio o pagarés, podrán oponer al tenedor 
al que afecten las mencionadas circunstancias las excepciones que se basen en sus 
relaciones con el proveedor de los bienes o servicios correspondientes.

Artículo 25.  Cobro indebido.
1. Todo cobro indebido derivado de un contrato de crédito devengará inmediatamente el 

interés legal. Si el interés contractual fuese superior al legal, devengará inmediatamente el 
primero.

2. Si el cobro indebido se hubiera producido por dolo o negligencia del prestamista, el 
consumidor tendrá el derecho a la indemnización de los daños y perjuicios causados, que en 
ningún caso será inferior al interés legal incrementado en cinco puntos o al del contrato, si es 
superior al interés legal, incrementado a su vez en cinco puntos.

Artículo 26.  Eficacia de los contratos de consumo vinculados a la obtención de un crédito.
1. La eficacia de los contratos de consumo cuyo objeto sea la adquisición por parte de un 

consumidor de bienes o servicios, en los que el consumidor y el proveedor hayan acordado 
que el pago del precio por parte del consumidor se financie total o parcialmente mediante un 
contrato de crédito, quedará condicionada a la efectiva obtención de ese crédito. Será nulo el 
pacto en el contrato de consumo por el que se obligue al consumidor a un pago al contado o 
a otras fórmulas de pago, para el caso de que no se obtenga el crédito previsto.

Se tendrán por no puestas las cláusulas en las que el proveedor exija que el crédito para 
su financiación únicamente pueda ser otorgado por un determinado prestamista.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29, la ineficacia del contrato de consumo 
determinará también la ineficacia del contrato de crédito destinado a su financiación, con los 
efectos previstos en el artículo 23.

3. En todo caso, deberá quedar documentalmente acreditada la identidad del proveedor 
de los bienes o servicios en el contrato de consumo y la del prestamista en el contrato de 
crédito, de forma que cada uno de ellos aparezca ante el consumidor como sujeto de las 
operaciones relacionadas con los respectivos contratos de los que es parte.

El consumidor dispondrá en todo momento de la opción de no concertar el contrato de 
crédito, realizando el pago en la forma que acuerde con el proveedor del contrato de 
consumo.

Artículo 27.  Contratos de crédito de duración indefinida.
1. El consumidor podrá poner fin gratuitamente y en cualquier momento, por el 

procedimiento habitual o en la misma forma en que lo celebró, a un contrato de crédito de 
duración indefinida, a menos que las partes hayan convenido un plazo de notificación. El 
plazo de preaviso no podrá exceder de un mes.

2. Si así ha sido pactado en el contrato de crédito, el prestamista podrá poner fin por el 
procedimiento habitual a un contrato de crédito de duración indefinida dando al consumidor 
un preaviso de dos meses como mínimo, notificado mediante documento en papel o en otro 
soporte duradero.

3. Si así ha sido pactado en el contrato de crédito, el prestamista podrá, por razones 
objetivamente justificadas, poner fin al derecho del consumidor a disponer de cantidades de 
un contrato de crédito de duración indefinida.

El prestamista informará al consumidor de la terminación del contrato, indicando las 
razones de la misma mediante notificación en papel u otro soporte duradero, en la medida 
de lo posible antes de la terminación y, a más tardar, inmediatamente después de ella.

No se comunicará la información a que se refiere el párrafo anterior cuando su 
comunicación esté prohibida por una norma de la Unión Europea o sea contraria a objetivos 
de orden público o de seguridad pública.

4. Si se hubiera suscrito un contrato de seguro accesorio al de crédito, el contrato de 
seguro se extinguirá al mismo tiempo que éste y el consumidor tendrá derecho al reembolso 
de la parte de prima no consumida.
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Artículo 28.  Derecho de desistimiento.
1. El derecho de desistimiento de un contrato de crédito es la facultad del consumidor de 

dejar sin efecto el contrato celebrado, comunicándoselo así a la otra parte contratante en un 
plazo de catorce días naturales sin necesidad de indicar los motivos y sin penalización 
alguna.

El plazo para ejercer el derecho de desistimiento se iniciará en la fecha de suscripción 
del contrato de crédito o bien, si fuera posterior, en la fecha en que el consumidor reciba las 
condiciones contractuales y la información recogida en el artículo 16.

2. El consumidor que ejerza el derecho de desistimiento tendrá las obligaciones 
siguientes:

a) Comunicarlo al prestamista antes de que expire el plazo previsto en el apartado 1, 
ateniéndose a la información facilitada por este último de acuerdo con la letra p) del apartado 
2 del artículo 16, por medios que permitan dejar constancia de la notificación de cualquier 
modo admitido en Derecho.

Se considerará que se ha respetado el plazo si la notificación se ha enviado antes de la 
expiración del plazo, siempre que haya sido efectuada mediante documento en papel o 
cualquier otro soporte duradero a disposición del prestamista y accesible para él.

b) Pagar al prestamista el capital y el interés acumulado sobre dicho capital entre la 
fecha de disposición del crédito y la fecha de reembolso del capital, sin ningún retraso 
indebido y a más tardar a los treinta días naturales de haber enviado la notificación de 
desistimiento al prestamista.

Los intereses adeudados se calcularán sobre la base del tipo deudor acordado.
El prestamista no tendrá derecho a reclamar al consumidor ninguna otra compensación 

en caso de desistimiento, excepto la compensación de los gastos no reembolsables 
abonados por el prestamista a la Administración Pública.

3. En caso de que un prestamista o un tercero proporcione un servicio accesorio 
relacionado con el contrato de crédito sobre la base de un acuerdo entre ese tercero y el 
prestamista, el consumidor dejará de estar vinculado por dicho servicio accesorio si ejerce su 
derecho de desistimiento respecto del contrato de crédito conforme a lo dispuesto en el 
presente artículo. En caso de que este servicio accesorio sea un contrato de seguro de vida, 
el derecho de desistimiento se regirá en lo que sea aplicable por lo establecido en el artículo 
83.a) de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, y en el resto de casos, el 
consumidor tendrá derecho al reembolso de la parte de prima no consumida.

4. Si el consumidor tiene derecho de desistimiento con arreglo a los apartados 
anteriores, no se aplicarán los artículos 10 y 11 de la Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre 
comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los consumidores, ni el 
artículo 110 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre.

Artículo 29.  Contratos de crédito vinculados. Derechos ejercitables.
1. Por contrato de crédito vinculado se entiende aquel en el que el crédito contratado 

sirve exclusivamente para financiar un contrato relativo al suministro de bienes específicos o 
a la prestación de servicios específicos y ambos contratos constituyen una unidad comercial 
desde un punto de vista objetivo.

2. Si el consumidor ha ejercido su derecho de desistimiento respecto a un contrato de 
suministro de bienes o servicios financiado total o parcialmente mediante un contrato de 
crédito vinculado, dejará de estar obligado por este último contrato sin penalización alguna 
para el consumidor.

3. El consumidor, además de poder ejercitar los derechos que le correspondan frente al 
proveedor de los bienes o servicios adquiridos mediante un contrato de crédito vinculado, 
podrá ejercitar esos mismos derechos frente al prestamista, siempre que concurran todos los 
requisitos siguientes:

a) Que los bienes o servicios objeto del contrato no hayan sido entregados en todo o en 
parte, o no sean conforme a lo pactado en el contrato.
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b) Que el consumidor haya reclamado judicial o extrajudicialmente, por cualquier medio 
acreditado en derecho, contra el proveedor y no haya obtenido la satisfacción a la que tiene 
derecho.

Artículo 30.  Reembolso anticipado.
1. El consumidor podrá liquidar anticipadamente, de forma total o parcial y en cualquier 

momento, las obligaciones derivadas del contrato de crédito. En tal caso, tendrá derecho a 
una reducción del coste total del crédito que comprenda los intereses y costes, incluso si 
éstos hubieran sido ya pagados, correspondientes a la duración del contrato que quede por 
transcurrir.

2. En caso de reembolso anticipado del crédito, el prestamista tendrá derecho a una 
compensación justa y justificada objetivamente por los posibles costes directamente 
derivados del reembolso anticipado del crédito, siempre que el reembolso anticipado se 
produzca dentro de un período en el cual el tipo deudor sea fijo.

Dicha compensación no podrá ser superior al 1 por 100 del importe del crédito 
reembolsado anticipadamente si el período restante entre el reembolso anticipado y la 
terminación acordada del contrato de crédito es superior a un año. Si el período no supera 
un año, la compensación no podrá ser superior al 0,5 por 100 del importe del crédito 
reembolsado anticipadamente.

3. No podrá reclamarse compensación alguna por reembolso anticipado:
a) Si el reembolso se ha efectuado en cumplimiento de un contrato de seguro destinado 

a garantizar el reembolso del crédito.
b) En caso de posibilidad de descubierto.
c) Si el reembolso anticipado se produce dentro de un período para el que no se haya 

fijado el tipo de interés deudor.
4. Si el prestamista demuestra la existencia de pérdidas producidas de forma directa 

como consecuencia del reembolso anticipado del crédito, podrá reclamar excepcionalmente 
una compensación más elevada que la establecida en el apartado 2 de este artículo.

Si la compensación reclamada por el prestamista supera las pérdidas sufridas realmente, 
el consumidor podrá exigir la reducción correspondiente.

En este caso, las pérdidas consistirán en aplicar a la cantidad anticipada la diferencia 
entre el tipo de interés acordado inicialmente y el tipo de interés al que el prestamista pueda 
prestar el importe del reembolso anticipado en el mercado en el momento de dicho 
reembolso, teniendo asimismo en cuenta el impacto del reembolso anticipado en los gastos 
administrativos. A estos efectos, se considerará como tipo de mercado el Euribor al plazo 
más cercano a la fecha de vencimiento del préstamo.

5. Ninguna compensación excederá del importe del interés que el consumidor habría 
pagado durante el período de tiempo comprendido entre el reembolso anticipado y la fecha 
pactada de finalización del contrato de crédito.

6. El reembolso anticipado de créditos que cuenten con un seguro vinculado a la 
amortización del crédito o a cuya suscripción se haya condicionado la concesión del crédito 
o su concesión en las condiciones ofrecidas, dará lugar a la devolución por parte de la 
entidad aseguradora al consumidor de la parte de prima no consumida.

Artículo 31.  Cesión de los derechos.
1. Cuando los derechos del prestamista en virtud de un contrato de crédito o el propio 

contrato sean cedidos a un tercero, el consumidor tendrá derecho a oponer contra el tercero 
las mismas excepciones y defensas que le hubieren correspondido contra el acreedor 
originario, incluida la compensación.

2. Se informará al consumidor de la cesión indicada en el apartado anterior, excepto 
cuando el prestamista original, de acuerdo con el nuevo titular, siga prestando los servicios 
relativos al crédito al consumidor.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 35  Ley de contratos de crédito al consumo

– 919 –



CAPÍTULO V
Tasa anual equivalente

Artículo 32.  Cálculo de la tasa anual equivalente.
1. La tasa anual equivalente, que iguala sobre una base anual el valor actual de todos 

los compromisos existentes o futuros asumidos por el prestamista y por el consumidor, se 
calculará de acuerdo con la fórmula matemática que figura en la parte I del anexo I.

Los compromisos a que se refiere el párrafo anterior incluyen las disposiciones del 
crédito, los reembolsos y los gastos contemplados en la letra a) del artículo 6.

2. Para calcular la tasa anual equivalente se determinará el coste total del crédito para el 
consumidor, exceptuando los gastos que éste tendría que pagar por el incumplimiento de 
alguna de sus obligaciones con arreglo al contrato de crédito y los gastos, distintos del precio 
de compra, que corran por cuenta del consumidor en la adquisición de bienes o servicios, 
tanto si la transacción se paga al contado como a crédito.

Los costes de mantenimiento de una cuenta que registre a la vez operaciones de pago y 
de disposición del crédito, los costes relativos a la utilización de un medio de pago que 
permita ambas operaciones, así como otros costes relativos a las operaciones de pago, se 
incluirán en el coste total del crédito para el consumidor, salvo en caso de que la apertura de 
la cuenta sea opcional y los costes de ésta se hayan especificado de forma clara y por 
separado en el contrato de crédito o cualquier otro contrato suscrito con el consumidor.

3. El cálculo de la tasa anual equivalente se realizará partiendo del supuesto básico de 
que el contrato de crédito se mantendrá vigente durante el período de tiempo acordado y 
que el prestamista y el consumidor cumplirán sus obligaciones en las condiciones y en los 
plazos que se hayan acordado en el contrato de crédito.

4. En los contratos de crédito que contengan cláusulas que permitan modificaciones del 
tipo deudor y, en su caso, los gastos incluidos en la tasa anual equivalente que no sean 
cuantificables en el momento del cálculo, la tasa anual equivalente se calculará partiendo del 
supuesto básico de que el tipo deudor y los demás gastos se mantendrán fijos al nivel inicial 
y se aplicarán hasta el término del contrato de crédito.

5. Si fuera necesario, la tasa anual equivalente se podrá calcular tomando como base los 
supuestos adicionales que figuran en el anexo I.

CAPÍTULO VI
Intermediarios de crédito

Artículo 33.  Obligaciones de los intermediarios de crédito respecto de los consumidores.
1. Son obligaciones de los intermediarios de crédito:
a) Indicar en su publicidad y en la documentación destinada a los consumidores el 

alcance de sus funciones y representación, precisando en particular si trabajan en exclusiva 
con una o varias empresas o como intermediarios independientes.

b) En caso de que el consumidor deba pagar una remuneración al intermediario de 
crédito por sus servicios, informar de ella al consumidor y acordar con éste el importe de la 
misma, que deberá constar en papel u otro soporte duradero, antes de la celebración del 
contrato de crédito.

c) En caso de que el consumidor deba pagar una remuneración al intermediario de 
crédito por sus servicios, este último deberá comunicar el importe de la misma al 
prestamista, a efectos del cálculo de la tasa anual equivalente.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de las obligaciones 
señaladas en la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con los 
consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la 
celebración de contratos de préstamo o crédito, y sin perjuicio de las obligaciones señaladas 
en la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados, si se 
condicionara la concesión del crédito en las condiciones ofrecidas a la celebración de un 
contrato de seguro.
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CAPÍTULO VII
Régimen sancionador

Artículo 34.  Infracciones y sanciones administrativas.
1. El incumplimiento de las disposiciones de esta Ley por personas físicas y jurídicas 

distintas de las previstas en el apartado 2 será sancionado como infracción en materia de 
consumo, aplicándosele lo dispuesto en el régimen sancionador general de protección de los 
consumidores y usuarios previsto en el Título IV del libro primero del Texto Refundido de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, y 
demás normas aplicables, así como en las normas establecidas en las leyes autonómicas 
correspondientes.

No obstante, el incumplimiento de las disposiciones relativas a la información previa al 
contrato, según establece el artículo 10, y la obligación de evaluar la solvencia del 
consumidor prevista en el artículo 14, siempre que no tengan carácter ocasional o aislado, 
se considerarán como infracciones graves, pudiendo ser en su caso consideradas como 
infracciones muy graves atendiendo a los criterios previstos en el artículo 50 del citado Texto 
Refundido.

2. En el caso de entidades de crédito, se considerarán normas de ordenación y disciplina 
las disposiciones contenidas en el capítulo I exceptuado el artículo 5, en el capítulo II, en el 
capítulo III exceptuado el apartado 1 del artículo 15, en el capítulo V, en el capítulo VI 
exceptuado el apartado 2 del artículo 33, en los artículos 16 a 20 y en el artículo 35 de la 
presente Ley. Su incumplimiento, siempre que no tenga carácter ocasional o aislado, será 
sancionado como infracción grave, de acuerdo con lo previsto en la Ley 26/1988, de 29 de 
julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito.

3. En el expediente sancionador no podrán resolverse las cuestiones civiles o 
mercantiles que suscite el incumplimiento de las disposiciones de esta Ley.

4. Cuando el incumplimiento de los deberes de información a los que se refiere el 
apartado 3 del artículo 7 de esta Ley fuera constitutivo de infracción tipificada en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, será 
de aplicación el régimen de esta última, correspondiendo la competencia en materia 
sancionadora a la Agencia Española de Protección de Datos.

CAPÍTULO VIII
Régimen de impugnaciones

Artículo 35.  Reclamación extrajudicial.
1. El prestamista, el intermediario de crédito y el consumidor podrán someter sus 

conflictos al arbitraje de consumo, mediante adhesión de aquéllos al Sistema Arbitral del 
Consumo o a otros sistemas de resolución extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista 
que publica la Comisión Europea sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores y que respete los principios establecidos por la normativa europea, así como a 
los mecanismos previstos en la legislación sobre protección de los clientes de servicios 
financieros, en la medida en que el prestamista o el intermediario de crédito estén sometidos 
a los mecanismos previstos en ella.

2. Los órganos arbitrales de consumo o los órganos previstos en la legislación sobre 
protección de los clientes de servicios financieros, que intervengan en la resolución de estas 
reclamaciones, habrán de cooperar en la resolución de los conflictos de carácter 
transfronterizo que se produzcan a nivel intracomunitario, a través de la Red transfronteriza 
de denuncia extrajudicial sobre servicios financieros o cualquier otro mecanismo habilitado al 
efecto.

Artículo 36.  Acción de cesación.
Contra las conductas contrarias a esta Ley podrá ejercitarse la acción de cesación 

conforme a lo previsto en los artículos 53, apartados 1 y 2 del 54, 55 y 56 del texto refundido 
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de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, y, 
en lo no previsto por ésta, será de aplicación la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

A la acción de cesación frente a estas cláusulas o prácticas en el ámbito de aplicación de 
esta Ley, podrá acumularse, como accesoria, la de devolución de cantidades que se 
hubiesen cobrado en virtud de su aplicación y la de indemnización de daños y perjuicios que 
hubiere causado la aplicación de las mismas.

Disposición transitoria.  Contratos preexistentes.
La presente Ley no se aplicará a los contratos de crédito en curso en la fecha de su 

entrada en vigor.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los artículos 18, 19, 27 y 31, así como 

los apartados 2 y 3 del artículo 20 de esta Ley, serán de aplicación a los contratos de crédito 
de duración indefinida que hayan sido celebrados antes de la entrada en vigor de esta Ley.

Estos contratos deberán adaptarse a lo previsto en la presente Ley en el plazo de doce 
meses contados desde su fecha de entrada en vigor. Para ello, las entidades remitirán a sus 
clientes, a través del medio de comunicación pactado, las modificaciones contractuales 
derivadas de la aplicación de esta Ley, a fin de que puedan otorgar su consentimiento a los 
cambios introducidos. Si no hubiera sido pactado el medio de comunicación, la notificación 
se efectuará a través de un medio fiable e independiente de la entidad notificante, a efectos 
de acreditar la realización de la comunicación.

Si transcurridos tres meses desde la recepción de la comunicación el cliente no hubiera 
manifestado su oposición a dichos cambios, este consentimiento se considerará tácitamente 
concedido. Esta circunstancia, junto a la que se indica en el párrafo siguiente, figurará, de 
manera preferente y destacada, en la comunicación personalizada que la entidad haga llegar 
al cliente.

Cuando el cliente manifieste su disconformidad con las nuevas condiciones establecidas, 
podrá resolver, sin coste alguno a su cargo, los contratos hasta entonces vigentes.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas las siguientes disposiciones:
a) La Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al Consumo.
b) Cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a esta Ley.

Disposición final primera.  Normativa sectorial.
Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación a las entidades de crédito, sin perjuicio de la 

normativa sectorial que les sea aplicable siempre que no se oponga a las previsiones 
contenidas en aquélla.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a 
plazos de bienes muebles.

Se modifican el artículo 2 y el apartado 7 del artículo 7 de la Ley 28/1998, de 13 de julio, 
de Venta a plazos de bienes muebles, en los siguientes términos:

Uno. El artículo 2 tendrá la siguiente redacción:
«Los contratos sujetos a esta Ley que también se encuentren incluidos en el 

ámbito de aplicación de la Ley de Contratos de Crédito al Consumo se regirán por los 
preceptos de esta última.

La presente Ley se aplicará con carácter supletorio a los contratos a que se 
refiere el párrafo anterior.»

Dos. El número 7 del artículo 7 tendrá la siguiente redacción:
«La indicación de la tasa anual equivalente definida en el artículo 32 de la Ley de 

Contratos de Crédito al Consumo.»
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Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

El artículo 519 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, pasa a tener la 
siguiente redacción:

«Artículo 519.  Acción ejecutiva de consumidores y usuarios fundada en sentencia 
de condena sin determinación individual de los beneficiados.

Cuando las sentencias de condena a que se refiere la regla primera del 
artículo 221 no hubiesen determinado los consumidores o usuarios individuales 
beneficiados por aquélla, el tribunal competente para la ejecución, a solicitud de uno 
o varios interesados y con audiencia del condenado, dictará auto en el que resolverá 
si, según los datos, características y requisitos establecidos en la sentencia, 
reconoce a los solicitantes como beneficiarios de la condena. Con testimonio de este 
auto, los sujetos reconocidos podrán instar la ejecución. El Ministerio Fiscal podrá 
instar la ejecución de la sentencia en beneficio de los consumidores y usuarios 
afectados.»

Disposición final cuarta.  Modificación de los supuestos para el cálculo de la tasa anual 
equivalente.

Si los supuestos que figuran en el artículo 32 y en la parte II del anexo I de esta Ley no 
resultan suficientes para calcular la tasa anual equivalente de manera uniforme o no se 
ajustan ya a la situación comercial del mercado, por el Ministro de Economía y Hacienda 
podrán determinarse los supuestos adicionales necesarios para el cálculo de la tasa anual 
equivalente o modificar los ya existentes, de conformidad con lo previsto en el apartado 5 del 
artículo 19 de la Directiva 2008/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril 
de 2008, relativa a los contratos de crédito al consumo y por la que se deroga la Directiva 
87/102/CEE del Consejo.

Disposición final quinta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1. 6.ª, 8.ª, 11.ª y 13.ª de 

la Constitución Española.

Disposición final sexta.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta Ley se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2008/48/CE 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, relativa a los contratos de 
crédito al consumo y por la que se deroga la Directiva 87/102/CEE del Consejo.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de su completa publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I

I. Ecuación de base que traduce la equivalencia de las disposiciones del crédito, por 
una parte, y de los reembolsos y pagos, por otra

La ecuación de base, que define la tasa anual equivalente (TAE), expresa la equivalencia 
anual entre, por un lado, la suma de los valores actualizados de las disposiciones del crédito 
y, por otro, la suma de los valores actualizados de los importes de los reembolsos y pagos 
de gastos, es decir:

m   m’  
Σ Ck (1 + X)-tk = Σ Dℓ (1 + X)-sℓ
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k=1   ℓ = 1  

Donde:
– X es la TAE.
– m es el número de orden de la última disposición del crédito.
– k es el número de orden de una operación de disposición de crédito, por lo que 1 ≤ k ≤ 

m.
– Ck es el importe de la disposición número k.
– tk es el intervalo de tiempo, expresado en años y fracciones de año, entre la fecha de la 

primera operación de disposición y la fecha de cada una de las disposiciones siguientes, de 
modo que t1 = 0.

– m’ es el número de orden del último reembolso o pago de gastos.
– ℓ es el número de orden de un reembolso o pago de gastos.
– Dℓ es el importe de un reembolso o pago de gastos.
– sℓ es el intervalo de tiempo, expresado en años y fracciones de año, entre la fecha de 

la primera disposición y la de cada reembolso o pago de gastos.
Observaciones:
a) Las sumas abonadas por cada una de las partes en diferentes momentos no son 

necesariamente iguales ni se abonan necesariamente a intervalos iguales.
b) la fecha inicial es la de la primera disposición de fondos.
c) Los intervalos entre las fechas utilizadas en los cálculos se expresarán en años o 

fracciones de año. Un año tiene 365 días (en el caso de los años bisiestos, 366), 52 
semanas o doce meses normalizados. Un mes normalizado tiene 30,41666 días (es decir, 
365/12), con independencia de que el año sea bisiesto o no.

d) El resultado del cálculo se expresará con una precisión de un decimal como mínimo. 
Si la cifra del decimal siguiente es superior o igual a 5, el primer decimal se redondeará a la 
cifra superior.

e) Se puede reformular la ecuación utilizando solamente un sumatorio y empleando la 
noción de flujos (A1), que serán positivos o negativos, es decir, respectivamente pagados o 
percibidos en los periodos 1 a k, y expresados en años, a saber:

  n  
S = Σ Ak (1 + X)-tk

  k=1  

Donde S es el saldo de los flujos actualizados, cuyo valor será nulo si se quiere 
conservar la equivalencia de los flujos.

II. Supuestos adicionales para calcular la tasa anual equivalente
Los supuestos adicionales para calcular la tasa anual equivalente serán los siguientes:
a) Si un contrato de crédito da al consumidor libertad de disposición de fondos, se 

considerará que el consumidor ha dispuesto del importe total del crédito inmediata y 
totalmente;

b) Si un contrato de crédito establece diferentes formas de disposición de fondos con 
diferentes tasas o tipos deudores, se considerará que se ha dispuesto del importe total del 
crédito al más alto de los tipos deudores y con las tasas más elevadas aplicadas a la 
categoría de transacción más comúnmente utilizada en ese tipo de contrato de crédito;

c) Si un contrato de crédito da al consumidor libertad de disposición de fondos en 
general, pero impone, entre las diferentes formas de disposición, una limitación respecto del 
importe y del período de tiempo, se considerará que se ha dispuesto del importe del crédito 
en la fecha más temprana prevista en el contrato de crédito y con arreglo a dichos límites de 
disposición de fondos;

d) En el caso de un crédito en forma de posibilidad de descubierto, se considerará que 
se ha dispuesto del importe total del crédito en su totalidad y por toda la duración del 
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contrato de crédito. Si la duración de la posibilidad de descubierto no se conoce, la tasa 
anual equivalente se calculará basándose en el supuesto de que la duración del crédito es 
de tres meses;

e) En el caso de un contrato de crédito de duración indefinida que no sea en forma de 
posibilidad de descubierto, se presumirá:

1.º Que el crédito se concede por un período de un año a partir de la fecha de la 
disposición de fondos inicial y que el pago final hecho por el consumidor liquida el saldo de 
capital, intereses y otros gastos, en su caso,

2.º Que el consumidor devuelve el crédito en doce plazos mensuales iguales, a partir de 
un mes después de la fecha de la disposición de fondos inicial; no obstante, en caso de que 
el capital tenga que ser reembolsado en su totalidad en un pago único, dentro de cada 
período de pago, se presumirá que se producen disposiciones y reembolsos sucesivos de 
todo el capital por parte del consumidor a lo largo del período de un año; los intereses y otros 
gastos se aplicarán de conformidad con estas disposiciones y reembolsos de capital y 
conforme a lo establecido en el contrato de crédito.

A los efectos del presente punto, se considerará contrato de crédito de duración 
indefinida un contrato de crédito que no tiene duración fija e incluye créditos que deben 
reembolsarse en su totalidad dentro o después de un período, pero que, una vez devueltos, 
vuelven a estar disponibles para una nueva disposición de fondos;

f) En el caso de contratos de crédito distintos de los créditos en forma de posibilidad de 
descubierto y de duración indefinida contemplados en los supuestos de las letras d) y e):

1.º Si no pueden determinarse la fecha o el importe de un reembolso de capital que debe 
efectuar el consumidor, se presumirá que el reembolso se hace en la fecha más temprana 
prevista en el contrato de crédito y conforme al importe más bajo establecido en el mismo,

2.º Si no se conoce la fecha de celebración del contrato de crédito, se presumirá que la 
fecha de la disposición inicial es la fecha que tenga como resultado el intervalo más corto 
entre esa fecha y la del primer pago que deba hacer el consumidor;

g) Cuando no puedan determinarse la fecha o el importe de un pago que debe efectuar 
el consumidor conforme al contrato de crédito o a los supuestos establecidos en las letras d), 
e) o f), se presumirá que el pago se hace con arreglo a las fechas y condiciones exigidas por 
el prestamista y, cuando estas sean desconocidas:

1.º Los gastos de intereses se pagarán junto con los reembolsos de capital,
2.º Los gastos distintos de los intereses expresados como una suma única se pagarán 

en la fecha de celebración del contrato de crédito,
3.º Los gastos distintos de los intereses expresados como varios pagos se pagarán a 

intervalos regulares, comenzando en la fecha del primer reembolso de capital y, si el importe 
de tales pagos no se conoce, se presumirá que tienen importes iguales,

4.º El pago final liquidará el saldo de capital, intereses y otros gastos, en su caso;
h) Si todavía no se ha acordado el límite máximo aplicable al crédito, se presumirá que 

es de 1.500,00 euros;
i) Si durante un período o por un importe limitados se proponen diferentes tipos deudores 

y tasas, se considerará que el tipo deudor y las tasas corresponden al tipo más alto de toda 
la duración del contrato de crédito;

j) En los contratos de crédito al consumo en los que se haya convenido un tipo deudor 
fijo en relación con el período inicial, finalizado el cual se determina un nuevo tipo deudor, 
que se ajusta periódicamente con arreglo a un indicador convenido, el cálculo de la tasa 
anual equivalente partirá del supuesto de que, al final del período de tipo deudor fijo, el tipo 
deudor es el mismo que en el momento de calcularse la tasa anual equivalente, en función 
del valor del indicador convenido en ese momento.

ANEXO II
Información normalizada europea sobre el crédito al consumo

1. Identidad y detalles de contacto del prestamista y/o del intermediario.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 35  Ley de contratos de crédito al consumo

– 925 –



Prestamista
Dirección
Número de teléfono (*)
Correo electrónico (*)
Número de fax (*)
Dirección de página web (*)

[Identidad]
[Dirección social para uso del consumidor]

Si ha lugar,
Intermediario del crédito
Dirección
Número de teléfono (*)
Correo electrónico (*)
Número de fax (*)
Dirección de página web (*)

[Identidad]
[Dirección social para uso del consumidor]

(*) Estos datos son facultativos para el prestamista.
Cuando se indique «si ha lugar», el prestamista tendrá que rellenar el apartado si la 

información es pertinente para el producto crediticio, pero si la información no es pertinente 
para el tipo de crédito de que se trate, deberá suprimir los datos correspondientes o la 
sección entera.

Las indicaciones que se hallan entre corchetes constituyen una explicación para el 
prestamista que han de ser sustituidas por la información correspondiente,

2. Descripción de las características principales del producto de crédito.

Tipo de crédito  
Importe total del crédito
Es decir, el importe máximo o la suma de todas las cantidades puestas a 
disposición del consumidor en el marco de un contrato de crédito.

 

 

Condiciones que rigen la disposición de fondos.
Es decir, cuándo y cómo el consumidor obtendrá el dinero.  

Duración del contrato de crédito  

Los plazos y, en su caso, el orden en que se realizarán los pagos a plazos.

Deberá usted pagar lo 
siguiente:
[el importe, el número y la 
frecuencia de los pagos que ha 
de hacer el consumidor]
Intereses y/o gastos que 
deberá pagar el consumidor de 
la manera siguiente:

Importe total que deberá usted pagar
Es decir, el importe del capital prestado más los intereses y posibles gastos 
relacionados con su crédito.

[Suma del importe total del 
crédito y de los gastos totales 
del crédito]

Si ha lugar,
El crédito se concede en forma de pago diferido por un bien o servicio o está 
relacionado con el suministro de bienes específicos o con la prestación de un 
servicio.
Nombre del producto/servicio
Precio al contado

 

Si ha lugar,
Garantías requeridas
Descripción de la garantía que usted ofrece en relación con el contrato de 
crédito.

[Tipo de garantía]

Si ha lugar,
Los reembolsos no suponen la inmediata amortización del capital.  

3. Costes del crédito.

El tipo deudor o, si ha lugar, los diferentes tipos deudores que se 
aplican al contrato de crédito

[ %
- fijo o
- variable (con el índice o tipo de 
referencia aplicable al tipo deudor 
inicial)
- períodos]
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Tasa anual equivalente (TAE)
La TAE es el coste total del crédito expresado en forma de porcentaje 
anual del importe total del crédito.
La TAE sirve para comparar diferentes ofertas.

[ %. Aquí figurará un ejemplo 
representativo que incluya todos los 
supuestos utilizados para calcular la 
tasa]

¿Es obligatorio para obtener el crédito en sí, o
en las condiciones ofrecidas,
- tomar una póliza de seguros que garantice el crédito, u
- otro servicio accesorio?
Si los costes de estos servicios no son conocidos del prestamista, no 
se incluyen en la TAE.

Sí/no; [en caso afirmativo, tipo de 
seguro]
Sí/no; [en caso afirmativo, tipo de 
servicio accesorio]

Costes relacionados  
Si ha lugar,
para mantener una o varias cuentas se requiere registrar tanto las 
transacciones de pago como la disposición del crédito

 

Si ha lugar,
Importe de los costes por utilizar un medio de pago específico (por 
ejemplo, una tarjeta de crédito)

 

Si ha lugar,
Demás costes derivados del contrato de crédito.  

Si ha lugar,
Condiciones en que pueden modificarse los gastos antes mencionados 
relacionados con el contrato de crédito

 

Si ha lugar,
Honorarios obligatorios de notaría.  

Costes en caso de pagos atrasados
La no realización de un pago podrá acarrearle graves consecuencias 
(por ejemplo la venta forzosa) y dificultar la obtención de un crédito.

Usted deberá pagar […(tipo de 
interés aplicable y acuerdos para su 
ajuste y, si procede, gastos por 
impago)] por pagos atrasados.

4. Otros aspectos jurídicos importantes.

Derecho de desistimiento
Usted tiene derecho a desistir del contrato de crédito en el plazo de 14 días 
naturales

Sí/no

Reembolso anticipado
Usted tiene derecho a reembolsar anticipada-mente el crédito total o parcialmente 
en cualquier momento

 

Si ha lugar,
El prestamista tiene derecho a compensación en caso de reembolso anticipado

[Determinación de la 
compensación (método de 
cálculo) de acuerdo con el 
artículo 30 de la Ley de 
Contratos de Crédito al 
Consumo]

Consulta de una base de datos
El prestamista tiene que informarle de inmediato y sin cargo del resultado de una 
consulta de una base de datos si se rechaza la solicitud de crédito sobre la base 
de una consulta de ese tipo. Esto no se aplica si la difusión de esa información 
está prohibida por una ley o por el Derecho de la Unión Europea o es contraria a 
los objetivos de orden público o de la seguridad pública.

 

Derecho a un proyecto del contrato de crédito
Usted tiene derecho, previa petición, a obtener de forma gratuita una copia del 
proyecto de contrato de crédito. Esta disposición no se aplicará si en el momento 
de la solicitud el prestamista no está dispuesto a celebrar con usted el contrato de 
crédito.

 

Si ha lugar
Período durante el cual el prestamista está vinculado por la información 
precontractual.
Si ha lugar,

Esta información será 
válida desde … hasta …

5. Información adicional en caso de comercialización a distancia de servicios financieros.

a) Relativa al prestamista  
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Si ha lugar,
Representante del prestamista en su Estado 
miembro de residencia
Dirección
Número de teléfono (*)
Correo electrónico (*)
Número de fax (*)
Dirección de la página web (*)

[Identidad]
[Dirección social para uso del consumidor]

Si ha lugar,
Registro

[El registro comercial en que está inscrito el prestamista 
y su número de registro o un medio de identificación 
equivalente en ese registro]

Si ha lugar,
La autoridad de supervisión  

b) Relativa al contrato de crédito  

Si ha lugar,
Ejercicio del derecho de desistimiento

[Instrucciones prácticas para ejercer el derecho de 
desistimiento indicando, entre otras cosas, el período 
para el ejercicio de dicho derecho; la dirección a la que 
debe enviarse la notificación del derecho de 
desistimiento; las consecuencias de no ejercer el 
derecho de desistimiento]

Si ha lugar,
La legislación que el prestamista acepta como base 
para el establecimiento de relaciones con usted 
antes de la celebración del contrato de crédito.

 

Si ha lugar,
Cláusula sobre la legislación aplicable que rige en 
relación con el contrato de crédito y/o tribunal 
competente.

[Aquí figurará la cláusula pertinente]

Si ha lugar,
Régimen lingüístico

La información y los términos contractuales se facilitarán 
en [lengua]. Con su consentimiento,

 durante la duración del contrato de crédito nos 
comunicaremos con usted en [lengua o lenguas]

c) Relativa al recurso  

Existencia y acceso a los procedimientos 
extrajudiciales de reclamación y recurso

[Si existe o no acceso a procedimientos extrajudiciales 
de reclamación y recurso para el consumidor que es 
parte en el contrato a distancia, y, de ser así, cómo 
puede el consumidor tener acceso a ellos]

(*) Estos datos son facultativos para el prestamista

ANEXO III
Información europea de créditos al consumo

Para:
1. Descubiertos.
2. Créditos al consumo ofrecidos por determinadas organizaciones de crédito (artículo 2, 

apartado 5, de la Directiva 2008/48/CE).
3. Conversión de la deuda.
1. Identidad y detalles de contacto del prestamista/intermediario del crédito.

Prestamista
Dirección
Número de teléfono (*)
Correo electrónico (*)
Número de fax (*)
Dirección de la página web (*)

[Identidad]
[Dirección social para uso del consumidor]

Si ha lugar
Intermediario del crédito
Dirección
Número de teléfono (*)
Correo electrónico (*)
Número de fax (*)
Dirección de la página web (*)

[Identidad]
[Dirección social para uso del consumidor]
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(*) Estos datos son facultativos para el prestamista

Cuando se indique «si ha lugar», el prestamista tendrá que rellenar el apartado si la 
información es pertinente para el producto crediticio, pero si la información no es pertinente 
para el tipo de crédito del que se trate, deberá suprimir los datos correspondientes o la 
sección entera.

Las indicaciones que se hallan entre corchetes constituyen una explicación para el 
prestamista que han de ser sustituidas por la información correspondiente.

2. Descripción de las características principales del producto de crédito.

Tipo de crédito  
Importe total del crédito
Es decir, el importe máximo o la suma de todas las cantidades puestas a disposición del consumidor en el 
marco de un contrato de crédito.

 

Duración del contrato de crédito  
Si ha lugar,
Se le puede solicitar el reembolso del importe del crédito en su totalidad, previa petición, en cualquier 
momento.

 

3. Costes del crédito.

Tipo deudor o, si ha lugar, los diferentes tipos 
deudores que se aplican al contrato de crédito

[ %
- fijo, o
- variable (con el índice o tipo de referencia aplicable al 
tipo deudor inicial)]

Si ha lugar,
Tasa anual equivalente (TAE) (*)
La TAE es el coste total del crédito expresado en 
forma de porcentaje anual del importe total del 
crédito. La TAE sirve para comparar diferentes 
ofertas.

[ % Aquí figurará un ejemplo representativo que 
incluya todos los supuestos utilizados para calcular la 
tasa]

Si ha lugar,
Costes
Si ha lugar,
Condiciones en que estos gastos pueden modificarse

[Los costes aplicables en el momento en que se 
celebró el contrato de crédito]

Costes en caso de pagos atrasados
Usted deberá pagar [… (tipo de interés aplicable y 
acuerdos para su ajuste y, si procede, gastos por 
impago)] por pagos atrasados

(*) No aplicable a los contratos de crédito en forma de posibilidad de descubierto y que han de reembolsarse 
previa petición o en el plazo máximo de tres meses.

4. Otros aspectos jurídicos importantes.

Terminación del contrato de crédito
[Condiciones y 
procedimiento para poner 
fin al contrato de crédito]

Consulta de una base de datos
El prestamista deberá informarle de inmediato y sin cargo del resultado de una 
consulta de una base de datos si se rechaza la solicitud de crédito sobre la base 
de una consulta de ese tipo. Esto no se aplica si la difusión de esa información 
está prohibida por una ley o por la legislación de la Unión Europea o es contraria 
a los objetivos de orden público o de seguridad pública.

 

Si ha lugar,
Período durante el cual el prestamista está vinculado por la información 
precontractual
Si ha lugar,

Esta información será 
válida desde … hasta …

5. Información adicional si la información precontractual la proporcionan determinadas 
organizaciones de crédito (artículo 2, apartado 5, de la Directiva 2008/48/CE) o si se ofrece 
para un crédito al consumidor destinado a la conversión de una deuda.
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Plazos y, cuando proceda, el orden en que se 
asignarán dichos plazos.

Se deberá pagar lo siguiente:
[Ejemplo representativo de un cuadro de plazos que 
incluya el importe, el número y la frecuencia de 
pagos por parte del consumidor]

Importe total que deberá usted reembolsar  
Reembolso anticipado
Usted tiene derecho a reembolsar anticipadamente el 
crédito total o parcialmente, en cualquier momento.
Si ha lugar,
El prestamista tiene derecho a compensación en caso 
de reembolso anticipado
Si ha lugar,

[Determinación de la compensación (método de 
cálculo) con arreglo al artículo 30 de la Ley de 
Contratos de Crédito al Consumo]

6. Información adicional en caso de comercialización a distancia de servicios financieros.

a) Relativa al prestamista  
Si ha lugar,
Representante del prestamista en el Estado miembro 
donde reside
Dirección
Número de teléfono (*)
Correo electrónico (*)
Número de fax (*)
Página web (*)

[Identidad]
[Dirección social que deberá utilizar el consumidor]

Si ha lugar,
Registro

[El registro comercial en que está inscrito el 
prestamista y su número de registro o un medio de 
identificación equivalente en ese registro]

Si ha lugar,
La autoridad de supervisión  

b) Relativa al contrato de crédito  

Derecho de desistimiento
Tiene usted derecho a desistir del contrato de crédito 
en un plazo de 14 días naturales.
Si ha lugar,
Ejercicio del derecho de desistimiento

Sí/no
[Instrucciones prácticas para ejercer el derecho de 
desistimiento indicando, entre otras cosas, la dirección 
a la que debe enviarse la notificación del derecho de 
desistimiento y las consecuencias de no ejercer el 
derecho de desistimiento]

Si ha lugar,
La ley escogida por el prestamista como base para el 
establecimiento de relaciones con usted con 
anterioridad a la celebración del contrato de crédito

 

Si ha lugar,
Cláusula sobre la legislación aplicable al contrato de 
crédito y/o tribunal competente

[Aquí figurará la cláusula pertinente]

Si ha lugar,
Régimen lingüístico

La información y los términos contractuales se 
facilitarán en [lengua]. Con su consentimiento, durante 
la duración del contrato de crédito nos comunicaremos 
con usted en [lengua o lenguas].

c) Relativa al recurso  

Existencia y acceso a los procedimientos 
extrajudiciales de reclamación y recurso

[Si existe o no acceso a procedimientos extrajudiciales 
de reclamación y recurso para el consumidor que es 
parte en el contrato a distancia, y, de ser así, cómo 
puede el consumidor tener acceso a ellos]

(*) Estos datos son optativos para el prestamista.
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§ 36

Ley 43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los consumidores 
en la contratación de bienes con oferta de restitución del precio

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 299, de 14 de diciembre de 2007

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2007-21491

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO
A lo largo de la historia, se ha pasado desde una producción de autoconsumo, en la que 

los individuos producían lo necesario para su supervivencia, a la producción de la economía 
de mercado actual, en la que se comercializa para un mercado impersonal y anónimo, 
guiado por motivaciones económicas y estimulado por la publicidad y la competencia. En 
ocasiones el consumidor emplea o gasta un caudal monetario no sólo con la idea de 
satisfacer sus necesidades o deseos más inmediatos, sino también con el objeto de adquirir 
bienes cuya utilidad radica en su mera posesión y colección. En este sentido, la realidad 
demuestra que determinados bienes, unitariamente o formando parte de una colección o un 
conjunto, resultan particularmente atractivos para dicho fin y que, además, manifiestan una 
aptitud directa o indirecta para la denominada generación de valor o mero depósito de valor 
frente al carácter naturalmente perecedero de otros bienes consumibles.

Las condiciones de comercialización de estos bienes, entendiendo por tal su enajenación 
mediante contratos traslativos del dominio o figuras que cumplan similar función económica, 
pueden revestir las más diversas modalidades y en tal sentido el legislador ha venido 
dejando a la libre voluntad de las partes el establecimiento de cualesquiera pactos o 
condiciones que tengan por conveniente, no constituyendo en principio dicha 
comercialización una actividad que requiriese de mayor atención regulatoria, quedando 
sujeta, por tanto, a los mecanismos de protección del consumidor diseñados por la normativa 
general reguladora de la actividad económica.

No obstante, cuando la actividad de venta directa a los particulares de dichos bienes 
lleva aparejado un pacto de recompra de los mismos, el consumidor, desde una situación 
asimétrica respecto a la información, tiende a prestar poca atención a los bienes objetos del 
contrato y a las condiciones del vendedor, debilitándose su posición frente a este último. Con 
el objeto de reforzar la posición del consumidor, se dictó la disposición adicional cuarta de la 
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Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, cuya inclusión tuvo 
por objeto o finalidad completar la regulación integral de la comercialización y publicidad de 
los bienes de que se trata, en el sentido de asegurar que el consumidor recibe una 
información precontractual amplia acerca de los bienes, su proceso de valoración y de la 
situación económica financiera del vendedor, que tiene que facilitar, entre otra información, 
una copia de sus cuentas auditadas. Asimismo, se estableció un régimen sancionador, a 
aplicar por parte de las autoridades de consumo, que pretendía asegurar que la 
comercialización de este tipo de bienes se realiza en las condiciones informativas previstas.

La realidad ha evidenciado, no obstante, que el tráfico de este tipo de bienes, bajo 
determinadas circunstancias, especialmente cuando el pacto de recompra se acompaña de 
una promesa o compromiso de revalorización cierto, hace que el consumidor atienda 
principalmente a la promesa de revaloración, y no preste atención suficiente a elementos 
importantes como las garantías ofrecidas para respaldar la mencionada promesa.

Por ello, resulta necesario complementar las actuales obligaciones de información, 
previstas en la disposición adicional mencionada y construir un marco completo de 
regulación, reforzando la protección de la parte más débil del contrato, el consumidor, 
mediante el otorgamiento de garantías a su favor.

Esta Ley se compone de 8 artículos, además de dos disposiciones adicionales, una 
disposición transitoria, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.

El artículo 1 define el ámbito de aplicación, poniendo el acento en lo que constituye la 
auténtica naturaleza de la actividad mercantil: la comercialización de bienes con oferta de 
recuperación del precio y, en la mayor parte de los casos, con ofrecimiento de revalorización. 
Aclarando, no obstante, para mayor seguridad que, en todo caso, se incluyen en el ámbito 
de aplicación de esta Ley las actividades reguladas hasta ahora como comercialización de 
bienes tangibles.

Quedando claro en la norma que la actividad regulada no es financiera, se aborda la 
regulación de las relaciones jurídicas con los consumidores estableciendo mecanismos de 
transparencia en la información y garantías adicionales para la protección del consumidor.

Tienen consideración de consumidores y usuarios los definidos en el artículo 1.2 y 3 de 
la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

En el artículo 2 se regulan las comunicaciones comerciales, prohibiéndose que induzcan 
a confusión al consumidor con las actividades de tipo financiero, en particular mediante la 
utilización de expresiones propias de este sector, tales como inversión, ahorro, rentabilidad, 
u otras equivalentes. Exigiendo que en todas las comunicaciones comerciales se informe 
expresamente que los bienes o servicios a través de los que se realice la actividad no tienen 
garantizado ningún valor de mercado.

El artículo 3 aborda la regulación de la información precontractual, siendo este aspecto 
uno de los más novedosos y necesarios. Se exige que la información precontractual se 
preste por escrito o en soporte de naturaleza duradera que permita la constancia y 
conservación de la información. La oferta contractual será vinculante para el empresario 
debiendo mantenerla durante quince días, durante los cuales no podrá celebrarse el 
contrato.

Se asegura así un período de reflexión al consumidor sobre las condiciones 
contractuales que se le ofrecen. Con carácter previo a la contratación deberá informarse al 
consumidor sobre las características esenciales de los bienes o servicios ofertados y si se 
hace entrega de ellos al usuario o, en su caso, destino que se les da y responsable de su 
custodia, gestión o administración; el precio completo, incluidos impuestos, de los bienes o 
servicios a través de los que se realice la actividad y, en su caso, las revalorizaciones que se 
ofrezcan y los datos objetivos en que se base la información sobre posibles revalorizaciones 
futuras y el precio completo, incluido impuestos, que cobre la empresa o profesional por sus 
servicios y forma de pago.

Se debe informar, asimismo, de la forma y gastos de la formalización del contrato y si 
éstos van a ser asumidos por la empresa o profesional o por el consumidor o usuario y del 
carácter vinculante de la oferta para la empresa o profesional y el período de reflexión que la 
Ley concede al consumidor.
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También, se deberá informar de la obligación de la empresa de constituir garantías 
previstas en ella, así como de cualquier otra ofrecida y del riesgo económico de los bienes o 
servicios comercializados.

El contrato se regula en el artículo 4, estableciéndose que, en todo caso, se formalizará 
en escritura pública, debiendo reflejar todos los compromisos adquiridos por las partes y los 
derechos y obligaciones de las mismas en cada operación. Además, en el artículo 5 se exige 
que la empresa en la fecha de formalización del contrato haya suscrito un seguro de 
caución, aval bancario o cualquier otra garantía individualizada que asegure al consumidor la 
cuantía del importe de restitución ofrecido.

En el artículo 6 se establece la nulidad de los contratos celebrados contraviniendo las 
disposiciones de la Ley.

La prueba, según el artículo 7, del cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley 
corresponderá al empresario o profesional.

El artículo 8 establece que en el régimen de infracciones y sanciones y en la 
determinación de la administración autonómica competente para el control, inspección y 
sanción se estará a la legislación general de consumo, estatal o autonómica.

La disposición adicional primera establece el plazo de un mes desde la publicación de la 
Ley para fijar los aranceles de los derechos correspondientes a la intervención de los 
notarios en los términos previstos en esta Ley.

En la disposición transitoria única se declara la aplicación de esta Ley a los contratos 
cuya renovación se produzca tras su entrada en vigor.

La disposición final primera dispone que se dicta al amparo de lo establecido en el 
articulo 149.1.1.ª, 6.ª, 8.ª y 13.ª de la Constitución, como título competencial. Se añade por 
último en la disposición final segunda que corresponde a las Comunidades Autónomas, en 
su respectivo ámbito territorial, aprobar las normas de desarrollo y ejecución de esta Ley.

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley es de aplicación a las relaciones jurídicas con los consumidores y usuarios 

de las personas físicas o jurídicas que, en el ejercicio de una actividad empresarial o 
profesional no regulada por la legislación financiera, comercializan bienes con oferta de 
restitución posterior, en uno o varios pagos, de todo o parte del precio pagado por el 
consumidor o una cantidad equivalente, con o sin promesa de revalorización de este 
importe.

En particular, quedan sometidos al ámbito de aplicación de esta Ley las relaciones 
jurídicas con los consumidores y usuarios de las personas físicas o jurídicas que, en el 
ejercicio de una actividad empresarial o profesional:

a) Comercializan bienes mediante contratos de mandato de compra y venta de bienes y 
otros contratos que permitan realizar esta actividad, percibiendo el precio de adquisición de 
los mismos o una comisión y comprometiéndose a enajenarlos por cuenta del consumidor 
entregando a éste, en varios o en un único pago, el importe de su venta o una cantidad para 
el supuesto de que no halle un tercero adquirente de los bienes en la fecha pactada.

b) Comercializan bienes mediante los contratos indicados en el párrafo anterior con 
ofrecimiento de revalorización, o en su caso, con garantía de restitución del precio de 
adquisición o cualquier otro importe.

2. Los bienes a que se refiere el apartado anterior son sellos, obras de arte, 
antigüedades, joyas, árboles, bosques naturales, animales en todo caso y asimismo aquellos 
otros bienes susceptibles de ser objeto de la actividad descrita en el apartado anterior.

3. A los efectos de esta Ley, son consumidores o usuarios las personas físicas o jurídicas 
que adquieren, utilizan o disfrutan como destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, 
productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que sea la naturaleza pública o 
privada, individual o colectiva de quienes los producen, facilitan, suministran o expiden.

No tendrán la consideración de consumidores o usuarios quienes sin constituirse en 
destinatarios finales, adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios, con el 
fin de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o prestación a 
terceros.
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4. Lo dispuesto en esta Ley será de aplicación a los empresarios o profesionales que 
operen mediante establecimiento permanente situado en territorio español o establecidos en 
España, así como a los empresarios o profesionales establecidos en otro Estado, cuando el 
consumidor con el que se entabla la relación esté domiciliado en España.

Artículo 2.  Comunicaciones comerciales.
1. Las comunicaciones comerciales, incluida la publicidad y la información 

precontractual, además de los requisitos exigidos en la legislación vigente, en particular en 
relación con la veracidad y las comunicaciones comerciales desleales, no deberán inducir a 
confusión al consumidor con las actividades de tipo financiero, evitando la utilización de 
expresiones propias de este sector, tales como inversión, ahorro, rentabilidad, interés o 
equivalentes.

2. En todas las comunicaciones comerciales se informará expresamente, de forma clara 
y destacada, que los bienes a través de los que se realice la actividad no tienen garantizado 
ningún valor de mercado, así como, cuando proceda, se informará de igual manera, el 
ofrecimiento de revalorización o garantía de restitución.

Artículo 3.  Información precontractual.
1. Las empresas y profesionales deben poner a disposición de los consumidores y 

usuarios, de forma comprensible, la información relevante, veraz y suficiente sobre las 
características esenciales del contrato, en particular sobre las condiciones jurídicas y 
económicas de los bienes objeto del mismo. Entre otras, se prestará información sobre:

a) Nombre, razón social, domicilio completo y código de identificación fiscal o número de 
identificación fiscal del responsable de la oferta contractual.

b) Identificación individualizada y características esenciales de los bienes ofertados y si 
se hace entrega de ellos al usuario o, en su caso, destino que se les da y responsable de su 
custodia, gestión o administración.

c) Importe total del contrato, incluyendo impuestos, y desglosando de forma diferenciada 
los siguientes conceptos:

Precio del bien.
Precio completo que cobra la empresa o profesional por sus servicios y forma de pago.
Gastos de custodia, cuando proceda.
Cualquier otro gasto que se repercuta en el consumidor o usuario.
Costes adicionales por servicios, accesorios, financiación u otras condiciones de pago 

similares.
d) El importe de la oferta de restitución y, en su caso, el compromiso de revalorización.
e) La obligación de elevar el contrato a escritura pública e indicación de que los gastos 

de otorgamiento de escritura serán de cuenta de la empresa o profesional y los de la primera 
copia del consumidor.

f) La obligación de la empresa de constituir las garantías previstas en el artículo 5 y 
cuantía del importe garantizado.

g) El carácter vinculante de la oferta para la empresa o profesional, la obligación de 
mantener ésta durante 15 días durante los cuales se prohíbe la celebración del contrato y la 
prohibición de percibir cualquier anticipo del consumidor durante dicho período, tal y como se 
dispone en el apartado 2.

h) Duración total del contrato y fechas de las obligaciones asumidas por las partes.
i) Garantías adicionales ofrecidas y riesgo económico de los bienes comercializados.
j) Lengua o lenguas en las que podrá formalizarse el contrato, cuando ésta no sea la 

lengua en la que se le ha ofrecido la información previa a la contratación.
k) Legislación y tratamiento tributario aplicable al contrato.
l) Disposiciones relativas a las reclamaciones que puedan formularse.
2. La oferta contractual a que se refiere el apartado anterior, de carácter vinculante para 

la empresa o profesional, deberá mantenerse durante al menos quince días naturales, 
durante los cuales no podrá celebrarse el contrato, ni anticiparse cantidad alguna.
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3. La información prevista en el apartado anterior se prestará de forma gratuita, por 
escrito o en cualquier soporte de naturaleza duradera que permita la constancia, 
conservación, reproducción y acceso de la información, y de la fecha de recepción de la 
misma por el destinatario, garantizando, en los términos exigidos legal o 
reglamentariamente, la accesibilidad de las personas con discapacidad.

Artículo 4.  Contrato.
1. Las estipulaciones contractuales deberán reflejar fielmente los derechos y 

obligaciones de las partes en relación con lo dispuesto en esta Ley y cualquier otra 
disposición de carácter imperativo que resulte de aplicación y, en particular, el contenido de 
la oferta vinculante, garantizando, en los términos exigidos legal o reglamentariamente, la 
accesibilidad de las personas con discapacidad.

2. Los contratos se formalizarán en escritura pública, la cual reflejará de forma clara y 
explícita, en un solo contrato que incluya todas las operaciones mercantiles:

a) Todos los compromisos adquiridos por las partes.
b) Los derechos y obligaciones de las partes en cada operación, incluyendo todos los 

elementos necesarios que determinen las condiciones del contrato.
c) Las causas de nulidad conforme al artículo 6 de la Ley.
d) Indicación expresa de que los bienes a través de los que se realice la actividad no 

tienen garantizado ningún valor de mercado.
3. Los gastos de otorgamiento de escritura y los de escrituras de modificación, 

aclaración, subsanación y rectificación correrán por cuenta de la empresa o profesional, los 
de la primera copia por cuenta del consumidor y los de copias sucesivas por cuenta de quien 
las solicite. En cualquier caso el consumidor dispondrá de cinco días previos a la firma para 
consultar los términos de la escritura, incluida la constitución del aval o garantía análoga.

4. El notario autorizante deberá dar fe de los requisitos de validez del contrato, del 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3 de esta Ley, y de la fecha de la recepción por el 
consumidor de la oferta contractual. El notario autorizante deberá incorporar a la escritura 
pública testimonio de la constitución de las garantías previstas en el artículo siguiente, 
quedando constancia documental de las mismas en la escritura pública. En todo caso, 
deberá entregarse al cliente un ejemplar del contrato debidamente fechado y firmado.

Artículo 5.  Garantías.
Con carácter previo a la formalización del contrato, la empresa deberá haber suscrito con 

una entidad habilitada para ello, un seguro de caución, aval bancario o cualquier otra 
garantía prestada por bancos, cajas de ahorros, cooperativas de crédito u otros 
establecimientos financieros de crédito que asegure individualmente al consumidor la 
cuantía del importe de restitución ofrecido, debiendo entregársele copia de la póliza o 
resguardo de la garantía al consumidor.

Estas garantías deberán mantenerse durante toda la vigencia del contrato. En caso 
contrario, cualquiera que fuera la causa alegada por la empresa o profesional, el consumidor 
estará legitimado para instar la acción de nulidad prevista en el artículo siguiente.

Artículo 6.  Nulidad de los contratos.
Los contratos celebrados contraviniendo cualquiera de las disposiciones de esta Ley, 

incluidas las relativas a las comunicaciones comerciales e información precontractual 
obligatoria, serán nulos estando legitimados el consumidor para el ejercicio de esta acción 
individual de nulidad y las entidades a las que se refiere el artículo 11 de la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil. Esta acción se entiende sin perjuicio de las acciones de 
cesación previstas en el artículo 10 ter de la Ley 26/1984, de 19 julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Artículo 7.  Prueba.
Corresponde a la empresa o profesional la prueba del cumplimiento de las obligaciones 

previstas en esta Ley.
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Artículo 8.  Infracciones y sanciones.
1. Constituyen infracciones muy graves en materia de protección de los consumidores y 

usuarios el incumplimiento de las obligaciones impuestas en los artículos 2, 3, 4 y 5 de esta 
Ley.

2. Constituye infracción grave la comisión de una infracción leve si durante los cinco 
años anteriores a su comisión hubiera sido impuesta al infractor una sanción por el mismo 
tipo de infracción. El plazo indicado comenzará a computarse desde el momento en que se 
agote la vía administrativa relativa al procedimiento sancionador respectivo.

3. Constituyen infracciones leves el incumplimiento de las obligaciones relativas a las 
comunicaciones comerciales e información precontractual establecidas en los artículos 2 y 3 
siempre que se trate de simples irregularidades en la observancia de las mismas que se 
lleven a cabo con carácter meramente ocasional o aislado.

4. Las infracciones tipificadas en los apartados anteriores serán sancionadas por las 
autoridades competentes en materia de protección de los consumidores y usuarios conforme 
a lo previsto en la legislación autonómica que resulte de aplicación. Para la determinación de 
la Administración Pública competente se estará a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y en la legislación autonómica que 
resulte de aplicación.

5. Lo dispuesto en los apartados precedentes se entiende sin perjuicio de la legislación 
estatal, o autonómica de carácter contable, fiscal y, en su caso, económica, a la que estén 
sometidas las empresas incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley.

Disposición adicional primera.  Aranceles notariales.
El Gobierno aprobará en el plazo de un mes desde la publicación de esta Ley los 

aranceles de los derechos correspondientes a la intervención de los notarios en los términos 
previstos en esta Ley.

Disposición adicional segunda.  Medidas adicionales de apoyo.
1. El Gobierno presentará, en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de la Ley, un 

informe que contenga el balance de las medidas adoptadas por el Gobierno hasta la entrada 
en vigor de la presente Ley en relación al mandato aprobado por el Congreso de los 
Diputados, en su sesión del día 25 de mayo de 2006, en defensa de los afectados por los 
procesos concursales de las entidades Fórum Filatélico y Afinsa.

2. El Gobierno, en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de la Ley, presentará un 
plan de trabajo en el que se analicen medidas adicionales de apoyo a los afectados por la 
declaración de concurso de las empresas Forum Filatélico y Afinsa Bienes Tangibles. En 
particular, mediante una mejora de la línea ICO de anticipos a cuenta aprobada por Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 27 de abril de 2007, que amplíe del 15 al 17,5 por ciento y 
de 3.000 a 6.000 euros los límites contemplados en el diseño actual de la línea.

Para aquellos colectivos en situación de especial dificultad económica los límites 
anteriores podrán ampliarse hasta el 40 por ciento de la cantidad reconocida en el concurso 
con un límite máximo de hasta 15.000 euros. Para determinar la situación de especial 
necesidad económica se atenderá a la concurrencia de los siguientes factores, que habrán 
de considerarse acumulativamente:

a) Estar en situación de desempleo, jubilación o discapacidad o ser perceptor de 
prestaciones económicas del sistema de Seguridad Social inferiores en su conjunto al salario 
mínimo interprofesional.

b) Ser titular de bienes y derechos con un valor, determinado conforme a las reglas de 
valoración de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, inferior a la 
cuantía fijada como mínimo exento en el artículo 28.2 de la citada Ley. Para calcular esta 
cuantía no se computarán los derechos reconocidos en los procesos concursales de las 
entidades citadas.

c) Ser perceptor, a los efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, de 
rentas brutas no superiores a 22.000 euros.

d) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.
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3. El Gobierno, en el plazo de seis meses, elaborará un estudio en el que se analicen el 
impacto de las medidas previstas en el apartado anterior y las posibles alternativas que 
coadyuven a la devolución máxima posible a los afectados por la declaración de concurso de 
las entidades Fórum Filatélico y Afinsa, en los ejercicios económicos correspondientes entre 
los años 2008 y 2011, colaborando con la administración concursal para facilitar una solución 
ordenada al proceso concursal de las empresas afectadas, a coste cero para el Estado. A 
estos efectos, el Estado podrá admitir en adjudicación en pago de las cantidades que 
pudieran corresponderle como créditos concursales, bienes muebles cuya liquidación 
pudiera resultar compleja y dilatada en el tiempo.

Disposición transitoria única.  Período transitorio.
1. Esta Ley será de aplicación a los contratos cuya renovación expresa o tácita se 

produzca tras su entrada en vigor.
2. Los contratos de duración superior a diez años que a la entrada en vigor de esta Ley 

tengan un plazo de vigencia superior a cinco años deberán adaptarse a lo dispuesto en el 
artículo 5 en el plazo máximo de tres años desde su entrada en vigor, salvo que las partes 
en dicho plazo, de común acuerdo, opten por resolver el contrato y, en su caso, negociar uno 
nuevo en otras condiciones. A falta de acuerdo de las partes sobre la distribución de los 
gastos de constitución de las garantías previstas en el artículo 5, éstos se distribuirán por la 
mitad.

3. Lo dispuesto en los apartados precedentes no será de aplicación a los contratos de 
empresas que estén incursas en procedimientos concursales.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Se derogan las disposiciones adicionales cuarta y quinta de la Ley 35/2003, de 4 de 

noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

Disposición final primera.  Título competencial.
1. Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.1.ª, 6.ª, 8.ª y 13.ª de 

la Constitución española.
2. Corresponde a las comunidades autónomas, en su respectivo ámbito territorial, 

aprobar las normas de desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposición final segunda.  Régimen supletorio.
En lo no previsto en esta Ley se aplicará la legislación de protección de los derechos de 

los consumidores y usuarios.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 37

Ley 22/2007, de 11 de julio, sobre comercialización a distancia de 
servicios financieros destinados a los consumidores

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2007

Última modificación: 24 de noviembre de 2018
Referencia: BOE-A-2007-13411

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
La presente Ley tiene como objeto completar la incorporación al ordenamiento jurídico 

español de la Directiva 2002/65/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
septiembre de 2002, relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros 
destinados a los consumidores. Una parte de ella fue incorporada mediante la Ley 34/2003, 
de 4 de noviembre, de modificación y adaptación de la normativa comunitaria de la 
legislación de seguros privados.

Esta Directiva debe aplicarse de conformidad con el Tratado de la Unión Europea y con 
el Derecho derivado, en particular con la Directiva 2000/31/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 8 de junio, relativa a determinados aspectos de los servicios de la sociedad 
de la información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior, conocida como 
la «Directiva sobre comercio electrónico», que fue incorporada al ordenamiento jurídico 
español mediante la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico.

Lo que la Directiva y, por tanto, la Ley denominaron como sociedad de la información se 
refiere a la extraordinaria expansión de las redes de telecomunicaciones y, en especial, de 
Internet, como vehículo de transmisión e intercambio de todo tipo de información. Se señaló 
entonces, y se ve confirmado en la realidad, que la incorporación de esas nuevas 
tecnologías a la vida económica y social ofrece innumerables ventajas, como la mejora de la 
eficiencia empresarial, el incremento de las posibilidades de elección de los usuarios y la 
aparición de nuevas fuentes de empleo.
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Pero la aparición y el desarrollo de Internet y las nuevas tecnologías causan 
incertidumbres jurídicas inevitables que han de ser compensadas con las necesarias 
reformas legislativas.

A esta preocupación hizo frente la primera Directiva de carácter general sobre comercio 
electrónico y, posteriormente, la Directiva específica sobre servicios financieros que ahora se 
incorpora al Derecho español.

Por otra parte, el legislador comunitario, al considerar que los servicios financieros 
demandaban una regulación específica, quiso extenderla más allá de la contratación 
electrónica, a todos los servicios que se prestaran a distancia, sin la presencia física de las 
partes contratantes, como es el caso de la contratación por vía telefónica, por fax u otros 
sistemas de alcance similar, toda vez que la Directiva 97/7/CE, de 20 de mayo, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a la protección de los consumidores en materia 
de contratos a distancia, había excluido expresamente de su ámbito de aplicación a los 
servicios financieros.

II
En consecuencia, la regulación específica sobre comercialización a distancia de los 

servicios financieros, dentro del objetivo general de ofrecer una adecuada protección a los 
clientes consumidores de servicios financieros, contiene elementos peculiares.

Se respeta, como es obligado, lo esencial de la libertad contractual y, por ello, se insiste 
en la vigencia del Convenio de Roma de 1980 sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales en la comercialización a distancia de los servicios financieros.

Aunque ello no obsta para que se armonicen las normas de los Estados miembros de la 
Unión Europea en aspectos que se consideran imprescindibles para la construcción del 
mercado interior. En el caso objeto de esta Ley, lo más importante es la protección de los 
consumidores, ya que en otras disposiciones ya está asegurada la protección de servicios 
financieros prestados en los Estados miembros con completa libertad, en el marco de la 
legislación comunitaria.

III
Los objetivos principales de la Directiva y, por tanto, de la Ley se centran en una mayor 

protección de los consumidores, atendiendo siempre a las especiales características de los 
servicios financieros.

En prueba de ello, se establece un régimen riguroso en cuanto a la información que 
deben recibir los consumidores antes de la celebración del contrato. Puede considerarse que 
las exigencias son suficientes para que el contrato pueda cerrarse con completo 
conocimiento por las partes contratantes de sus respectivos derechos y obligaciones.

La figura singular que se regula es el derecho de desistimiento, en cuya virtud el cliente 
puede rescindir el contrato firmado en un plazo determinado sin argumentar más que su 
voluntad de hacerlo. Pero dada la naturaleza de muchos servicios financieros, este derecho 
no lo podrá ejercitar en los importantes casos que la Ley recoge. Estos casos se 
fundamentan, principalmente, en la inevitable fluctuación de las condiciones de muchos 
contratos financieros, lo que hace necesario que las obligaciones contractuales hayan de 
cumplirse desde el inicio de la formalización del contrato o porque esas condiciones 
contractuales exijan una seguridad jurídica especial, como es el caso de las hipotecas.

Debe también destacarse que la Ley ofrece garantías complementarias a los 
consumidores para protegerse contra el uso fraudulento de las tarjetas de pago cuando 
fueran utilizadas para el pago de servicios financieros e igualmente en cuanto concierne a 
servicios y comunicaciones no solicitadas.

La Ley asegura, por otra parte, la necesaria defensa judicial para el consumidor y 
promueve, de manera decidida, el uso de la reclamación extrajudicial, cuando la requiera el 
consumidor.

Por último, la Ley establece un equilibrado régimen sancionador, armonizando el que 
establece la Ley 34/2002, de servicios de la sociedad de la información con los regímenes 
específicos vigentes para los prestadores de servicios financieros.
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CAPÍTULO I
Objeto, ámbito de aplicación y carácter imperativo de los derechos recogidos 

en la Ley

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley establece el régimen específico que habrá de aplicarse a los contratos con 

consumidores de servicios financieros prestados, negociados y celebrados a distancia, sin 
perjuicio de la aplicación de la normativa general sobre servicios de la sociedad de la 
información y comercio electrónico que se contiene en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico y, en su caso, en el capítulo 
II del Título III y disposición adicional primera de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
ordenación del comercio minorista y demás normativa de aplicación general a los 
consumidores, así como la normativa especial que rige la prestación de los servicios 
financieros en cada caso.

Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Esta Ley se aplicará a los contratos de servicios financieros prestados a distancia por 

las entidades de crédito, las empresas de servicios de inversión, las entidades 
aseguradoras, las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva, las entidades 
gestoras de fondos de pensiones, los mediadores de seguros, las sociedades gestoras de 
entidades de capital riesgo y cualesquiera otras que presten servicios financieros, así como 
las sucursales en España de entidades extranjeras de la misma naturaleza, que figuren 
inscritas en alguno de los registros administrativos de entidades a cargo del Banco de 
España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, o, en su caso, de las Comunidades Autónomas, cuando se trate de 
determinadas empresas aseguradoras.

2. En el caso de servicios financieros prestados por sujetos distintos de los mencionados 
en el apartado precedente, esta Ley se aplicará a los proveedores de los mismos 
establecidos en España y a los que se ofrezcan a través de un establecimiento permanente 
situado en España.

A los efectos de esta Ley, se entenderá que un proveedor de servicios está establecido 
en España u opera mediante un establecimiento permanente situado en territorio español 
cuando se den las circunstancias y presunciones previstas en el artículo 2 de la Ley 34/2002, 
de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico.

3. Las disposiciones de esta Ley se aplicarán igualmente cuando la contratación a 
distancia se lleve a cabo con la participación de uno o varios intermediarios.

4. Esta Ley, teniendo en consideración lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 34/2002, 
también se aplicará a los proveedores de servicios establecidos en otro Estado miembro de 
la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo cuando el destinatario de los servicios 
radique en España y resulten afectadas las siguientes materias:

a) Emisión de publicidad por instituciones de inversión colectiva.
b) Actividad de seguro directo realizada en régimen de derecho de establecimiento o en 

régimen de libre prestación de servicios.
c) Obligaciones nacidas de los contratos celebrados por personas que tengan la 

condición de consumidores.
d) Régimen de elección por las partes contratantes de la legislación aplicable a su 

contrato.
e) Licitud de las comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio de 

comunicación electrónica equivalente no solicitada.
Estos proveedores de servicios quedarán igualmente sometidos a las normas del 

ordenamiento jurídico español que regulen dichas materias.
En todo caso, la constitución, transmisión, modificación y extinción de derechos reales 

sobre bienes inmuebles sitos en España se sujetará a los requisitos formales de validez y 
eficacia establecidos en el ordenamiento jurídico español.
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No será aplicable lo dispuesto en las letras a) a e) a los supuestos en que, de 
conformidad con las normas reguladoras de las materias enumeradas anteriormente, no 
fuera de aplicación la ley del país en que resida o esté establecido el destinatario del 
servicio.

5. Sin perjuicio de que a los proveedores establecidos en países que no sean miembros 
de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo les sea de aplicación lo dispuesto en 
los artículos 7.2, relativo al principio de libre prestación de servicios, y 8, relativo a las 
restricciones a la prestación de servicios, de la Ley 34/2002, las obligaciones previstas en 
esta Ley se aplicarán a esos proveedores cuando dirijan sus servicios específicamente al 
territorio español, siempre que ello no contravenga lo establecido en tratados o convenios 
internacionales que sean aplicables.

Artículo 3.  Carácter imperativo.
Los consumidores de los servicios financieros prestados a distancia no podrán renunciar 

a los derechos que se les reconocen en esta Ley.
La renuncia a los derechos reconocidos por esta Ley a los consumidores es nula, siendo 

asimismo nulos los actos realizados en fraude de esta Ley, conforme a lo previsto en el 
artículo 6 del Código Civil.

Las normas de protección a los consumidores contenidas en esta Ley serán de 
aplicación cuando la ley elegida por las partes para regir el contrato sea la de un Estado no 
comunitario, siempre que el contrato tenga un vínculo estrecho con el territorio de un Estado 
miembro del Espacio Económico Europeo.

Se entenderá, en particular, que existe un vínculo estrecho cuando el proveedor ejerciere 
sus actividades en uno o varios Estados miembros del Espacio Económico Europeo o por 
cualquier medio de publicidad o comunicación dirigiere tales actividades a uno o varios 
Estados miembros y el contrato estuviere comprendido en el marco de esas actividades. En 
los contratos relativos a inmuebles se entenderá, asimismo, que existe un vínculo estrecho 
cuando se encuentren situados en el territorio de un Estado miembro.

Artículo 4.  Ámbito material.
1. Se comprenden en el ámbito de la Ley los contratos celebrados entre un proveedor y 

un consumidor y las ofertas relativas a los mismos siempre que generen obligaciones para el 
consumidor, cuyo objeto es la prestación de todo tipo de servicios financieros a los 
consumidores, en el marco de un sistema de venta o prestación de servicios a distancia 
organizado por el proveedor, cuando utilice exclusivamente técnicas de comunicación a 
distancia, incluida la propia celebración del contrato.

En el caso de contratos relativos a servicios financieros que comprendan un acuerdo 
inicial de servicio seguido por operaciones sucesivas o una serie de distintas operaciones del 
mismo tipo escalonadas en el tiempo, las disposiciones de la presente Ley solamente se 
aplicarán al acuerdo inicial.

En caso de que no exista un acuerdo inicial de servicio pero que las operaciones 
sucesivas o distintas del mismo tipo escalonadas en el tiempo se realicen entre las mismas 
partes, los artículos 7 y 8 de la presente Ley se aplicarán cuando se realice la primera 
operación. No obstante, cuando no se realice operación alguna de la misma naturaleza 
durante más de un año, la realización de la operación siguiente se entenderá como la 
primera de una nueva serie de operaciones, siendo en consecuencia de aplicación lo 
dispuesto en los artículos 7 y 8 de la Ley.

2. A los efectos de la presente Ley, se entenderán por servicios financieros los servicios 
bancarios, de crédito o de pago, los servicios de inversión, las operaciones de seguros 
privados, los planes de pensiones y la actividad de mediación de seguros. En particular, se 
entenderá por:

a) servicios bancarios, de crédito o de pago: las actividades relacionadas en el artículo 
52 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito.

b) servicios de inversión: los definidos como tales en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del 
Mercado de Valores.
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c) operaciones de seguros privados: las definidas en el artículo 3 del Texto Refundido de 
la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 6/2004, de 29 de octubre.

d) planes de pensiones: los definidos en el artículo 1 del Texto Refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre.

e) actividad de mediación en seguros: la definida en el artículo 2 de la Ley 26/2006, de 
17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados.

3. Se entiende que el contrato se celebra a distancia cuando para su negociación y 
celebración se utiliza exclusivamente una técnica de comunicación a distancia, sin presencia 
física y simultánea del proveedor y el consumidor, consistente en la utilización de medios 
telemáticos, electrónicos, telefónicos, fax u otros similares.

CAPÍTULO II
Régimen de los contratos a distancia

Artículo 5.  Las partes.
Las partes del contrato a distancia son el proveedor y el consumidor.
Se considera como proveedor toda persona física o jurídica, privada o pública, que, en el 

marco de sus actividades comerciales o profesionales, presta un servicio financiero a 
distancia. A los efectos de esta Ley, se considera como proveedores a quienes intervengan 
por cuenta propia como intermediarios en cualquier fase de la comercialización.

A los efectos de esta Ley, se consideran como consumidores las personas físicas que, 
en los contratos a distancia, actúan con un propósito ajeno a su actividad empresarial o 
profesional.

Artículo 6.  Instrumentos técnicos.
1. En la comercialización a distancia de los servicios financieros, deberá quedar 

constancia de las ofertas y la celebración de los contratos en un soporte duradero. Por 
soporte duradero se entiende todo instrumento que permita al consumidor almacenar la 
información dirigida personalmente a él, de modo que pueda recuperarla fácilmente durante 
un período de tiempo adecuado para los fines para los que la información está destinada y 
que permita la reproducción sin cambios de la información almacenada.

2. Se entiende por proveedor de una técnica de comunicación a distancia toda persona, 
física o jurídica, pública o privada, cuya actividad comercial o profesional consista en poner 
directamente a disposición de los proveedores de servicios financieros una o más técnicas 
de comunicación a distancia.

Artículo 7.  Requisitos de información previa al contrato.
1. El proveedor del servicio financiero deberá suministrar al consumidor, con tiempo 

suficiente y antes de que éste asuma cualquier obligación derivada de la oferta o del contrato 
a distancia, al menos, la información que a continuación se detalla.

1) En cuanto al propio proveedor:
a) la identidad y actividad principal del proveedor, la dirección geográfica en que el 

proveedor esté establecido y cualquier otra dirección geográfica que proceda para las 
relaciones del consumidor con el proveedor;

b) cuando intervenga un representante del proveedor establecido en el Estado miembro 
de residencia del consumidor, la identidad de dicho representante legal, la calidad con la que 
éste actúa, su dirección geográfica, teléfono, fax y, en su caso, correo electrónico a los 
cuales pueda dirigirse el consumidor para sus relaciones con el representante, así como la 
identidad completa del proveedor;

c) en caso de que las relaciones comerciales del consumidor sean con algún profesional 
distinto del proveedor, como los representantes o intermediarios de entidades financieras, la 
identidad de dicho profesional, la condición con arreglo a la que actúa respecto al 
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consumidor y la dirección geográfica que proceda para las relaciones del consumidor con el 
profesional;

d) cuando el proveedor esté inscrito en un registro público, el registro en el que el 
proveedor esté inscrito y su número de registro, o medios equivalentes de identificación en 
dicho registro;

e) si el proveedor o una determinada actividad del proveedor está sujeta a un régimen de 
autorización, los datos de la correspondiente autoridad de supervisión.

2) En cuanto al servicio financiero:
a) una descripción de las principales características del servicio financiero, en los 

términos que determinen las normas reglamentarias de desarrollo;
b) el precio total que debe pagar el consumidor al proveedor del servicio financiero, con 

inclusión de todas las comisiones, cargas y gastos, así como todos los impuestos pagados a 
través del proveedor o, cuando no pueda indicarse un precio exacto, la base de cálculo que 
permita al consumidor comprobar el precio;

c) en su caso, una advertencia que indique que el servicio financiero está relacionado 
con instrumentos que implican riesgos especiales, tales como los de escasa o nula liquidez, 
la posibilidad de que no se reembolsen íntegramente los fondos depositados o de que el 
precio del servicio se incremente de manera significativa, ya deriven de sus características 
específicas o de las operaciones que se vayan a ejecutar o cuyo precio depende de 
fluctuaciones en mercados financieros ajenos al control del proveedor, y cuyos resultados 
históricos no son indicadores de resultados futuros;

d) la indicación de que puedan existir otros impuestos o gastos que no se paguen a 
través del proveedor o que no los facture él mismo;

e) toda limitación del período durante el cual la información suministrada sea válida;
f) las modalidades de pago y de ejecución;
g) cualquier coste suplementario específico para el consumidor inherente a la utilización 

de la técnica de comunicación a distancia, en caso de que se repercuta dicho coste;
h) en el caso de los planes de pensiones se informará al consumidor de que las 

cantidades aportadas y el ahorro generado se destinarán únicamente a cubrir las situaciones 
previstas en el contrato y no podrán ser recuperados para otro fin distinto que los supuestos 
excepcionales contemplados en las condiciones contractuales, todo ello de acuerdo con lo 
previsto en la normativa aplicable.

3) En cuanto al contrato a distancia:
a) la existencia o no de derecho de desistimiento, de conformidad con el artículo 10 y, de 

existir tal derecho, su duración y las condiciones para ejercerlo, incluida la información 
relativa al importe que el consumidor pueda tener que abonar con arreglo al artículo 11, así 
como las consecuencias de la falta de ejercicio de ese derecho y su pérdida cuando, antes 
de ejercer este derecho, se ejecute el contrato en su totalidad por ambas partes, a petición 
expresa del consumidor;

b) las instrucciones para ejercer el derecho de desistimiento, indicando, entre otros 
aspectos, a qué dirección postal o electrónica debe dirigirse la notificación del desistimiento;

c) la duración contractual mínima, en caso de contratos de prestación de servicios 
financieros permanentes o periódicos;

d) información acerca de cualquier derecho, distinto del contemplado en la letra a), que 
puedan tener las partes a resolver el contrato anticipadamente o unilateralmente con arreglo 
a las condiciones del contrato, incluidas las penalizaciones que pueda contener el contrato 
en ese caso;

e) el Estado o Estados miembros en cuya legislación se basa el proveedor para 
establecer relaciones con el consumidor, antes de la celebración del contrato;

f) las cláusulas contractuales, si las hubiere, relativas a la ley aplicable al contrato a 
distancia y a la jurisdicción competente para conocer el asunto;

g) la lengua o las lenguas en que las condiciones contractuales y la información previa 
se presentan, y la lengua o lenguas en que podrá formalizarse el contrato y ejecutarse las 
prestaciones derivadas del mismo, de acuerdo con el consumidor.

4) En cuanto a los medios de reclamación e indemnización:
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a) a qué sistemas de resolución extrajudicial de conflictos, de carácter público o privado, 
puede el consumidor tener acceso y cómo puede acceder a ellos,

b) la existencia de fondos de garantía u otros mecanismos de indemnización, sean de 
carácter obligatorio o voluntario.

2. Toda la información exigida en el apartado 1 deberá suministrarse indicando 
inequívocamente su finalidad comercial y se comunicará de manera clara y comprensible por 
cualquier medio que se adapte a la técnica de comunicación a distancia utilizada, respetando 
debidamente, en particular, los principios de buena fe en las transacciones comerciales y los 
principios que regulan la protección de las personas que carecen de capacidad de obrar y 
los derechos en materia de accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

3. En el caso de comunicación a través de telefonía vocal, se observarán las siguientes 
normas:

a) al comienzo de toda conversación con el consumidor se indicará claramente la 
identidad del proveedor y el fin comercial de la llamada iniciada por el proveedor;

b) previa aceptación expresa del consumidor, sólo deberá suministrarse la información 
siguiente:

1.º la identidad de la persona en contacto con el consumidor y su vínculo con el 
proveedor;

2.º una descripción de las características principales del servicio financiero;
3.º el precio total que debe pagar el consumidor al proveedor del servicio financiero, 

incluidos todos los impuestos pagados a través del proveedor o, cuando no se pueda indicar 
un precio exacto, la base del cálculo que permita al consumidor comprobar el precio;

4.º indicación de que pueden existir otros impuestos o gastos que no se paguen a través 
del proveedor o que no los facture él mismo;

5.º la existencia o inexistencia de un derecho de desistimiento, de conformidad con el 
artículo 10 y, de existir tal derecho, su duración y las condiciones para ejercerlo, incluida la 
información relativa al importe que el consumidor pueda tener que abonar con arreglo al 
artículo 11;

c) el proveedor informará al consumidor acerca de la existencia de información adicional 
disponible previa petición y del tipo de información en cuestión.

4. La información sobre las obligaciones contractuales, que deberá comunicarse al 
consumidor durante la fase precontractual, deberá ser conforme a las obligaciones 
contractuales que resulten de la legislación a la que se sujete el contrato, si se celebra.

Artículo 8.  Requisitos adicionales de información.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 7, serán de aplicación los requisitos 

adicionales de información previa establecidos en la legislación especial que sea aplicable al 
servicio financiero objeto del contrato a distancia.

Cuando sea de aplicación el Real Decreto-ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios 
de pago y otras medidas urgentes en materia financiera, las disposiciones en materia de 
información contenidas en el artículo 7.1 de esta ley, con excepción de lo establecido en el 
párrafo 2 apartados c) a g), lo dispuesto en el párrafo 3, apartados a), b) y e) y lo incluido en 
el párrafo 4, apartado b), se sustituirán por lo establecido en el artículo 29 de dicho real 
decreto-ley y sus disposiciones de desarrollo, en los términos que allí se establezcan

Artículo 9.  Comunicación de las condiciones contractuales y de la información previa.
1. El proveedor comunicará al consumidor todas las condiciones contractuales, así como 

la información contemplada en los anteriores artículos 7 y 8, en soporte de papel u otro 
soporte duradero accesible al consumidor, con suficiente antelación a la posible celebración 
del contrato a distancia o a la aceptación de una oferta y, en todo caso, antes de que el 
consumidor asuma las obligaciones mediante cualquier contrato a distancia u oferta.

2. Sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos de incorporación de las condiciones 
generales de contratación, el proveedor habrá de cumplir las obligaciones previstas en el 
apartado 1, inmediatamente después de la formalización del contrato cuando éste se hubiera 
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celebrado a petición del consumidor utilizando una técnica de comunicación a distancia que 
no permita transmitir las condiciones contractuales y la información exigida con arreglo a lo 
previsto en dicho apartado 1.

3. En cualquier momento de la relación contractual, el consumidor tendrá derecho, si así 
lo solicita, a obtener las condiciones contractuales en soporte de papel. Además, el 
consumidor tendrá el derecho de cambiar la técnica o técnicas de comunicación a distancia 
utilizadas, salvo que sea incompatible con el contrato celebrado o con la naturaleza del 
servicio financiero prestado.

4. El incumplimiento de los requisitos relativos a la información previa que se deriven de 
los contratos, así como los relativos a la comunicación de dicha información previa, que se 
establecen en el Capítulo II, en los artículos 7, 8 y 9 de la presente Ley, podrá dar lugar a la 
nulidad de los contratos, de acuerdo con lo previsto en la legislación española.

Artículo 10.  Derecho de desistimiento.
1. El consumidor dispondrá de un plazo de catorce días naturales para desistir del 

contrato a distancia, sin indicación de los motivos y sin penalización alguna.
El mencionado plazo será de treinta días naturales en el caso de contratos relacionados 

con seguros de vida.
El plazo para ejercer el derecho de desistimiento empezará a correr desde el día de la 

celebración del contrato, salvo en relación con los seguros de vida, en cuyo caso el plazo 
comenzará cuando se informe al consumidor de que el contrato ha sido celebrado. No 
obstante, si el consumidor no hubiera recibido las condiciones contractuales y la información 
contractual indicada en el artículo 7.1, el plazo para ejercer el derecho de desistimiento 
comenzará a contar el día en que reciba la citada información.

2. El derecho de desistimiento no se aplicará a los contratos relativos a:
a) servicios financieros cuyo precio dependa de fluctuaciones de los mercados 

financieros que el proveedor no pueda controlar, que pudieran producirse durante el plazo en 
el transcurso del cual pueda ejercerse el derecho de desistimiento, entre ellos, las 
transacciones sobre:

1.º operaciones de cambio de divisas,
2.º instrumentos del mercado monetario,
3.º valores negociables,
4.º participaciones en instituciones de inversión colectiva,
5.º contratos financieros de futuros, incluidos los instrumentos equivalentes que 

impliquen una liquidación en efectivo,
6.º contratos de futuros sobre tipos de interés,
7.º contratos de permuta sobre tipos de interés, sobre divisas o los ligados a acciones o 

a un índice sobre acciones, opciones destinadas a la compra o venta de cualquiera de los 
instrumentos relacionados en los anteriores guiones, incluidos los instrumentos equivalentes 
que impliquen una liquidación en efectivo. Concretamente, se incluyen en esta categoría las 
opciones sobre divisas y sobre tipos de interés,

8.º contratos referenciados a índices, precios o tipos de interés de mercado,
9.º contratos vinculados, en los que, al menos, uno de los negocios jurídicos suponga 

una transacción de las mencionadas en los guiones anteriores. A los efectos de esta Ley, se 
considerarán contratos vinculados aquellos negocios jurídicos complejos resultado de la 
yuxtaposición de dos o más negocios jurídicos independientes, en los que, como resultado 
de esa yuxtaposición, la ejecución de uno dependa de la de todos los demás, ya sea 
simultánea o sucesivamente;

b) los contratos de seguros siguientes:
1.º contratos de seguro en los que el tomador asuma el riesgo de la inversión, así como 

los contratos en los que la rentabilidad garantizada esté en función de inversiones asignadas 
a los mismos,

2.º los de viaje, equipaje o seguros similares de una duración inferior a un mes,
3.º aquellos cuyos efectos terminen antes del plazo al que se refiere el apartado 1,
4.º los que den cumplimiento a una obligación de aseguramiento del tomador,
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5.º los planes de previsión asegurados;
c) contratos que se hayan ejecutado en su totalidad por ambas partes a petición expresa 

del consumidor antes de que éste ejerza su derecho de desistimiento, como las órdenes de 
transferencia y las operaciones de gestión de cobro;

d) créditos destinados principalmente a la adquisición o conservación de derechos de 
propiedad en terrenos o en inmuebles existentes o por construir, o destinados a renovar o 
mejorar inmuebles;

e) créditos garantizados ya sea por una hipoteca sobre un bien inmueble o por un 
derecho sobre un inmueble;

f) las declaraciones de consumidores hechas con la intervención de Notario, siempre y 
cuando éste dé fe de que se han garantizado los derechos del consumidor contemplados en 
el artículo 7;

g) los planes de pensiones.
3. El consumidor que ejerza el derecho de desistimiento lo habrá de comunicar al 

proveedor en los términos previstos por el contrato, antes de que finalice el plazo 
correspondiente, por un procedimiento que permita dejar constancia de la notificación de 
cualquier modo admitido en Derecho. Se considerará que la notificación ha sido hecha 
dentro de plazo si se hace en un soporte de papel o sobre otro soporte duradero, disponible 
y accesible al destinatario, y se envía antes de expirar el plazo.

4. En el caso de que al contrato a distancia sobre el que se haya ejercido el derecho de 
desistimiento, se le haya vinculado otro contrato a distancia de servicios financieros 
prestados por el mismo proveedor o por un tercero, previo acuerdo con el proveedor, dicho 
contrato adicional también quedará resuelto, sin penalización alguna.

5. Las previsiones contenidas en la presente Ley en relación con el derecho de 
desistimiento no serán de aplicación a los contratos resueltos como consecuencia del 
ejercicio del derecho de desistimiento reconocido en otra norma.

Artículo 11.  Pago del servicio prestado antes del desistimiento.
1. El consumidor que ejerza el derecho de desistimiento solamente estará obligado a 

pagar, a la mayor brevedad, el servicio financiero realmente prestado por el proveedor de 
conformidad con el contrato, hasta el momento del desistimiento.

El importe que el consumidor deba pagar no rebasará el importe proporcional de la parte 
ya prestada del servicio comparada con la cobertura total del contrato, ni será en ningún 
caso de tal magnitud que equivalga a una penalización.

2. El proveedor no podrá exigir pago alguno al consumidor en cualquiera de las 
siguientes situaciones:

a) Si no demuestra que le ha facilitado la información exigida en el artículo 7.1.3), a).
b) Si inicia la ejecución del contrato, sin haberlo solicitado el consumidor, antes de que 

expire el periodo de desistimiento.
3. El proveedor reembolsará al consumidor a la mayor brevedad, y dentro de un plazo 

máximo de treinta días naturales, cualquier cantidad que haya percibido de éste con arreglo 
a lo establecido en el contrato a distancia, salvo el importe mencionado en el apartado 1. 
Dicho plazo se iniciará el día en que el proveedor reciba la notificación del desistimiento.

4. El consumidor devolverá al proveedor cualquier cantidad que haya recibido de éste, a 
la mayor brevedad, y, en todo caso, en el plazo máximo de treinta días naturales, a contar 
desde la notificación del desistimiento.

Artículo 12.  Pago mediante tarjeta.
(Derogado)

Artículo 13.  Servicios no solicitados.
1. No se podrán prestar servicios financieros a un consumidor, incluso en el supuesto de 

renovación tácita de un contrato a distancia, sin la solicitud previa de aquél, cuando esta 
prestación implique una exigencia de pago inmediato o aplazado.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 37  Ley de comercialización a distancia de servicios financieros destinados a consumidores

– 946 –



No se considerará que existe renovación tácita de un contrato a distancia, en el caso de 
las diferentes prestaciones derivadas de un contrato sucesivo o cuando la renovación al 
vencimiento del contrato esté expresamente prevista en el contrato inicialmente suscrito a 
falta de denuncia por una de las partes y siempre que no se modifiquen las condiciones 
contractuales inicialmente pactadas.

2. En el caso de prestación no solicitada, el consumidor quedará eximido de toda 
obligación, sin que la falta de respuesta pueda considerase como consentimiento. No 
obstante, si el consumidor hiciera uso efectivo del servicio financiero no solicitado deberá 
satisfacer el importe de la parte realmente utilizada o disfrutada, sin que tal deber suponga la 
prestación del consentimiento para obligarse mediante un nuevo contrato no solicitado ni la 
obligación de satisfacer gastos o comisiones, ni, en general, cantidades no acordadas 
previamente con la entidad proveedora del servicio.

Artículo 14.  Comunicaciones no solicitadas.
1. Será necesario el consentimiento previo del consumidor para que un proveedor pueda 

utilizar como técnica de comunicación a distancia sistemas automáticos de llamada sin 
intervención humana o mensajes de fax.

Las comunicaciones no solicitadas por vía telefónica, por fax o por vía electrónica se 
regirán por lo dispuesto, respectivamente, en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, y en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico, así como, en su caso, por lo previsto en sus 
respectivas normativas de desarrollo.

Sólo será posible la utilización por parte del proveedor de otras técnicas de 
comunicación a distancia que permitan una comunicación individual, distintas de las 
mencionadas en el párrafo anterior, con el consentimiento previo del consumidor.

2. El uso de las técnicas descritas en el anterior apartado no supondrán gasto alguno 
para el consumidor.

Artículo 15.  Acciones de cesación.
1. Podrá ejercitarse la acción de cesación contra las conductas contrarias a la presente 

Ley que lesionen los intereses tanto colectivos como difusos de los consumidores y usuarios.
2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al demandado a 

cesar en la conducta contraria a la presente Ley y a prohibir su reiteración futura. Asimismo, 
la acción podrá ejercerse para prohibir la realización de una conducta cuando ésta haya 
finalizado al tiempo de ejercitar la acción, si existen indicios suficientes que hagan temer su 
reiteración de modo inmediato.

3. Estarán legitimados para ejercitar la acción de cesación:
a) El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 

Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales competentes en materia de 
defensa de los consumidores.

b) Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos 
en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios 
o, en su caso, en la legislación autonómica en materia de defensa de los consumidores.

c) El Ministerio Fiscal.
d) Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad Europea constituidas para 

la protección de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores que 
estén habilitadas mediante su inclusión en la lista publicada a tal fin en el «Diario Oficial de la 
Unión Europea».

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la finalidad de la misma y los intereses 
afectados legitiman el ejercicio de la acción.

Todas las entidades citadas en este apartado podrán personarse en los procesos 
promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno para la defensa de los 
intereses que representan.
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4. Los proveedores de técnicas de comunicación a distancia pondrán fin, cuando así les 
sea requerido judicialmente, a la prestación del servicio de comunicación a distancia que 
esté siendo utilizado indebidamente.

Artículo 16.  Reclamación extrajudicial.
1. El proveedor y el consumidor podrán someter sus conflictos al arbitraje de consumo, 

mediante adhesión de aquéllos al Sistema Arbitral del Consumo, o a otros sistemas de 
resolución extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista que publica la Comisión Europea 
sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos con consumidores y que respete los 
principios establecidos por la normativa comunitaria, así como a los mecanismos previstos 
en la legislación sobre protección de los clientes de servicios financieros.

2. Los órganos arbitrales de consumo o los órganos previstos en la legislación sobre 
protección de los clientes de servicios financieros, que intervengan en la resolución de 
reclamaciones sobre servicios financieros prestados a distancia, habrán de cooperar en la 
resolución de los conflictos de carácter transfronterizo que se produzcan a nivel 
intracomunitario, a través de la «Red transfronteriza de denuncia extrajudicial sobre servicios 
financieros» (FIN_NET) o cualquier otro mecanismo habilitado al efecto.

Artículo 17.  Carga de la prueba.
Corresponderá al proveedor la carga de la prueba del cumplimiento de las obligaciones 

que le incumban al amparo de esta Ley, en materia de información al consumidor, así como 
del consentimiento del consumidor para la celebración del contrato y, cuando proceda, para 
su ejecución.

CAPÍTULO III
Régimen sancionador

Artículo 18.  Sanciones administrativas.
1. Los proveedores de servicios financieros a distancia estarán sujetos al régimen 

sancionador establecido en este Capítulo cuando la presente Ley les sea de aplicación y, 
subsidiariamente, al previsto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la Información y de Comercio Electrónico.

2. En el caso de los proveedores de servicios financieros incluidos en el artículo 2.1 de 
esta Ley, se considerarán normas de ordenación y disciplina, las disposiciones contenidas 
en la presente Ley relativas a la obligación de dejar constancia de las ofertas y la celebración 
de los contratos en un soporte duradero según establece el artículo 6.1; a los requisitos de 
información previa al contrato establecidos en el artículo 7; a las obligaciones de 
comunicación de las condiciones contractuales y de la información previa reguladas en el 
artículo 9 y a las contenidas en el artículo 14 relativas a servicios no solicitados. Su 
incumplimiento será sancionado según lo establecido por la normativa sectorial 
correspondiente, con las siguientes especialidades:

a) Para las entidades de crédito, y cualesquiera otras que presten servicios financieros, 
de acuerdo con el artículo 2.1 de esta Ley, que figuren inscritas en los registros 
administrativos del Banco de España, y siempre que las infracciones no tengan carácter 
ocasional o aislado, como una infracción grave, de acuerdo con lo previsto en la Ley 
26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito.

b) Para las empresas de servicios de inversión, las instituciones de inversión colectiva, 
las entidades de capital riesgo y sus sociedades gestoras, respectivamente, como una 
infracción grave de acuerdo con lo previsto en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores, la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, y la Ley 
1/1999, de 5 de enero, reguladora de las Entidades de Capital Riesgo y de sus sociedades 
gestoras.

c) Para las entidades aseguradoras, como infracción grave o muy grave de acuerdo con 
los artículos 40.4.b y 40.3.b del Texto Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los 
seguros privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre.
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d) Para los mediadores de seguros, como infracción grave o muy grave de acuerdo con 
los artículos 55.3.a) y 55.2.c) de la Ley 26/2006, de 17 de julio, de Mediación de seguros y 
reaseguros privados.

e) Para las entidades gestoras de fondos de pensiones, como infracción grave o muy 
grave de acuerdo con los artículos 35.3.ñ) y 35.4.ñ) del Texto Refundido de la Ley de 
regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobada por Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre.

3. En el caso de proveedores de servicios financieros distintos de los contemplados en el 
apartado 2 precedente, el incumplimiento de las disposiciones de esta Ley será sancionado 
como infracción en materia de consumo, aplicándosele lo dispuesto en la legislación 
específica sobre protección de consumidores y usuarios.

4. Cuando, como consecuencia de una actuación sancionadora, se tuviera conocimiento 
de hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones tipificadas en otras leyes, se dará 
cuenta de los mismos a los órganos u organismos competentes para su supervisión y 
sanción.

5. El consumidor podrá rescindir el contrato en todo momento, sin gastos y sin 
penalización alguna.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley 26/1984, 19 de julio, general para la 
defensa de consumidores y usuarios.

Se introduce un nuevo apartado, 19 bis, a la disposición adicional primera («Cláusulas 
abusivas») con la siguiente redacción:

«19 bis. La imposición al consumidor de la carga de la prueba sobre el 
incumplimiento, total o parcial, del proveedor a distancia de servicios financieros de 
las obligaciones impuestas por la norma que los regula.»

Disposición adicional segunda.  Plan de medidas de lucha contra las actividades de 
captación a distancia de información confidencial de forma fraudulenta.

En el plazo de seis meses, el Gobierno, conjuntamente con las Comunidades 
Autónomas, y en colaboración con los agentes económicos afectados, presentará un plan de 
medidas de lucha contra las actividades de captación a distancia de información confidencial 
de forma fraudulenta, incorporando medidas de protección de los consumidores y usuarios 
que prioricen los elementos de seguridad en las transacciones y minimicen los riesgos y 
consecuencias económicas que para los ciudadanos se derivan de estas conductas 
delictivas.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogados a la entrada en vigor de esta Ley:
a) El artículo 6 bis de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.
b) El párrafo segundo del apartado 1 del artículo 83.a) de la Ley 50/1980, de 8 de 

octubre, de Contrato de Seguro.
c) Del apartado 2 del artículo 83.a) de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de 

Seguro, el inciso que dice: «Tratándose de un contrato de seguro comercializado a distancia, 
la comunicación se hará de acuerdo con las instrucciones que el tomador haya recibido de 
conformidad con lo previsto en el apartado 3 del artículo 60 de la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados».

d) La disposición adicional segunda de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de 
Seguro.

e) El primer párrafo del apartado 3, el apartado 4 y el apartado 5 del artículo 60 del Texto 
Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados, aprobado por Real 
Decreto legislativo 6/2004, de 29 de octubre.
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Disposición final primera.  Competencia constitucional.
La presente Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.6.ª, 8.ª, 11.ª y 13.ª de la 

Constitución, sin perjuicio de las competencias que, en su caso, correspondan a las 
Comunidades Autónomas.

Disposición final segunda.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta Ley se completa la incorporación al ordenamiento jurídico español de la 

Directiva 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, 
relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los 
consumidores.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial del 

Estado.
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§ 38

Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la 
contratación

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 89, de 14 de abril de 1998

Última modificación: 16 de marzo de 2019
Referencia: BOE-A-1998-8789

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Preámbulo
La presente Ley tiene por objeto la transposición de la Directiva 93/13/CEE, del Consejo, 

de 5 de abril de 1993, sobre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con 
consumidores, así como la regulación de las condiciones generales de la contratación, y se 
dicta en virtud de los títulos competenciales que la Constitución Española atribuye en 
exclusiva al Estado en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª, por afectar a la legislación mercantil y civil.

Se ha optado por llevar a cabo la incorporación de la Directiva citada mediante una Ley 
de Condiciones Generales de la Contratación, que al mismo tiempo, a través de su 
disposición adicional primera, modifique el marco jurídico preexistente de protección al 
consumidor, constituido por la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios.

La protección de la igualdad de los contratantes es presupuesto necesario de la justicia 
de los contenidos contractuales y constituye uno de los imperativos de la política jurídica en 
el ámbito de la actividad económica. Por ello la Ley pretende proteger los legítimos intereses 
de los consumidores y usuarios, pero también de cualquiera que contrate con una persona 
que utilice condiciones generales en su actividad contractual.

Se pretende así distinguir lo que son cláusulas abusivas de lo que son condiciones 
generales de la contratación.

Una cláusula es condición general cuando está predispuesta e incorporada a una 
pluralidad de contratos exclusivamente por una de las partes, y no tiene por qué ser abusiva. 
Cláusula abusiva es la que en contra de las exigencias de la buena fe causa en detrimento 
del consumidor un desequilibrio importante e injustificado de las obligaciones contractuales y 
puede tener o no el carácter de condición general, ya que también puede darse en contratos 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

– 951 –



particulares cuando no existe negociación individual de sus cláusulas, esto es, en contratos 
de adhesión particulares.

Las condiciones generales de la contratación se pueden dar tanto en las relaciones de 
profesionales entre sí como de éstos con los consumidores. En uno y otro caso, se exige 
que las condiciones generales formen parte del contrato, sean conocidas o -en ciertos casos 
de contratación no escrita- exista posibilidad real de ser conocidas, y que se redacten de 
forma transparente, con claridad, concreción y sencillez. Pero, además, se exige, cuando se 
contrata con un consumidor, que no sean abusivas.

El concepto de cláusula contractual abusiva tiene así su ámbito propio en la relación con 
los consumidores. Y puede darse tanto en condiciones generales como en cláusulas 
predispuestas para un contrato particular al que el consumidor se limita a adherirse. Es decir, 
siempre que no ha existido negociación individual.

Esto no quiere decir que en las condiciones generales entre profesionales no pueda 
existir abuso de una posición dominante. Pero tal concepto se sujetará a las normas 
generales de nulidad contractual. Es decir, nada impide que también judicialmente pueda 
declararse la nulidad de una condición general que sea abusiva cuando sea contraria a la 
buena fe y cause un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes, 
incluso aunque se trate de contratos entre profesionales o empresarios. Pero habrá de tener 
en cuenta en cada caso las características específicas de la contratación entre empresas.

En este sentido, sólo cuando exista un consumidor frente a un profesional es cuando 
operan plenamente la lista de cláusulas contractuales abusivas recogidas en la Ley, en 
concreto en la disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios, que ahora se introduce. De conformidad con la 
Directiva transpuesta, el consumidor protegido será no sólo el destinatario final de los bienes 
y servicios objeto del contrato, sino cualquier persona que actúe con un propósito ajeno a su 
actividad profesional.

En el artículo 10 bis y en la disposición adicional primera de la misma Ley, que lo 
desarrolla, se han recogido las cláusulas declaradas nulas por la Directiva y además las que 
con arreglo a nuestro Derecho se han considerado claramente abusivas.

Con ello se ejercita la facultad del Estado obligado a transponer la Directiva comunitaria 
de poder incrementar el nivel de protección más allá de las obligaciones mínimas que 
aquélla impone.

La Ley se estructura en siete capítulos, tres disposiciones adicionales, una disposición 
transitoria, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.

I
El capítulo I relativo a «Disposiciones generales», recoge el concepto de condición 

general de la contratación basado en la predisposición e incorporación unilateral de las 
mismas al contrato. En su formulación se han tenido en cuenta orientaciones 
jurisprudenciales anteriores, las aportaciones doctrinales sobre la materia y los criterios 
utilizados por el Derecho comparado.

Se regula también su ámbito de aplicación tanto desde un punto de vista territorial como 
objetivo, siguiendo en lo primero el criterio de inclusión no sólo de los contratos sometidos a 
la legislación española sino también de aquellos contratos en los que, aun sometidos a la 
legislación extranjera, la adhesión se ha realizado en España por quien tiene en su territorio 
la residencia o domicilio. En definitiva, cuando la declaración negocial se haya producido en 
territorio español regirá (en cuanto a las condiciones generales) la ley española, conforme al 
Convenio sobre la Ley aplicable a las Obligaciones Contractuales, abierto a la firma en 
Roma el 19 de junio de 1980, ratificado por Instrumento de 7 de mayo de 1993 («Boletín 
Oficial del Estado» de 19 de julio), al atribuirle el carácter de disposición imperativa (artícu 
los 3 y 5.2 de dicho Convenio).

Desde el punto de vista objetivo se excluyen ciertos contratos que por sus características 
específicas, por la materia que tratan y por la alienidad de la idea de predisposición 
contractual, no deben estar comprendidos en la Ley, como son los administrativos, los de 
trabajo, los de constitución de sociedades, los que regulen relaciones familiares y los 
sucesorios. Tampoco se extiende la Ley -siguiendo el criterio de la Directiva- a aquellos 
contratos en los que las condiciones generales ya vengan determinadas por un Convenio 
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internacional en que España sea parte o por una disposición legal o administrativa de 
carácter general y de aplicación obligatoria para los contratantes. Conforme al criterio del 
considerando décimo de la Directiva, todos estos supuestos de exclusión deben entenderse 
referidos no sólo al ámbito de las condiciones generales, sino también al de cláusulas 
abusivas regulados en la Ley 26/1984, que ahora se modifica.

La Ley regula además en este capítulo los requisitos para que la incorporación de una 
cláusula general se considere ajustada a Derecho y opta por la interpretación de las 
cláusulas oscuras en la forma más ventajosa para el adherente.

II
El capítulo II sanciona con nulidad las cláusulas generales no ajustadas a la Ley, 

determina la ineficacia por no incorporación de las cláusulas que no reúnan los requisitos 
exigidos en el capítulo anterior para que puedan entenderse incorporadas al contrato. Esta 
nulidad, al igual que la contravención de cualquier otra norma imperativa o prohibitiva, podrá 
ser invocada, en su caso, por los contratantes conforme a las reglas generales de la nulidad 
contractual, sin que puedan confundirse tales acciones individuales con las acciones 
colectivas de cesación o retractación reconocidas con carácter general a las entidades o 
corporaciones legitimadas para ello en el capítulo IV y que tienen un breve plazo de 
prescripción.

III
En el capítulo III la Ley crea un Registro de Condiciones Generales de la Contratación, 

de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Directiva y conforme a los preceptos legales 
de otros Estados miembros de la Unión Europea. Registro que se estima sumamente 
conveniente como medio para hacer efectivo el ejercicio de acciones contra las condiciones 
generales no ajustadas a la Ley. Se trata de un Registro jurídico, regulado por el Ministerio 
de Justicia, que aprovechará la estructura dispensada por los Registradores de la Propiedad 
y Mercantiles. Ello no obstante, las funciones calificadoras nunca se extenderán a lo que es 
competencia judicial, como es la apreciación de la nulidad de las cláusulas, sin perjuicio de 
las funciones estrictamente jurídicas encaminadas a la práctica de las anotaciones 
preventivas reguladas en la Ley, a la inscripción de las resoluciones judiciales y a la 
publicidad de las cláusulas en los términos en que resulten de los correspondientes asientos. 
La inscripción en este Registro, para buscar un equilibrio entre seguridad jurídica y agilidad 
en la contratación, se configura como voluntaria, si bien legitimando ampliamente para 
solicitar su inscripción a cualquier persona o entidad interesada, como fórmula para permitir 
la posibilidad efectiva de un conocimiento de las condiciones generales. Ello no obstante, se 
admite que en sectores específicos el Ministerio de Justicia, a instancia de parte interesada o 
de oficio, y en propuesta conjunta con otros departamentos ministeriales, pueda configurar la 
inscripción como obligatoria.

El carácter eminentemente jurídico de este Registro deriva de los efectos «erga omnes» 
que la inscripción va a atribuir a la declaración judicial de nulidad, los efectos prejudiciales 
que van a producir los asientos relativos a sentencias firmes en otros procedimientos 
referentes a cláusulas idénticas, así como del cómputo del plazo de prescripción de las 
acciones colectivas, además del dictamen de conciliación que tendrá que emitir su titular. En 
definitiva, el Registro de Condiciones Generales va a posibilitar el ejercicio de las acciones 
colectivas y a coordinar la actuación judicial, permitiendo que ésta sea uniforme y no se 
produzca una multiplicidad de procesos sobre la misma materia descoordinados y sin 
posibilidad de acumulación.

IV
El capítulo IV regula las acciones colectivas encaminadas a impedir la utilización de 

condiciones generales que sean contrarias a la Ley, como son la acción de cesación, dirigida 
a impedir la utilización de tales condiciones generales; la de retractación, dirigida a prohibir y 
retractarse de su recomendación, siempre que en algún momento hayan sido efectivamente 
utilizadas, y que permitirá actuar no sólo frente al predisponente que utilice condiciones 
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generales nulas, sino también frente a las organizaciones que las recomienden, y la 
declarativa, dirigida a reconocer su cualidad de condición general e instar la inscripción de 
las mismas en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación. Todo ello sin 
perjuicio de la posibilidad de ejercitar las acciones individuales de nulidad conforme a las 
reglas comunes de la nulidad contractual o la de no incorporación de determinadas cláusulas 
generales.

La Ley parte de que el control de la validez de las cláusulas generales tan sólo 
corresponde a Jueces y Tribunales, sin perjuicio de la publicidad registral de las resoluciones 
judiciales relativas a aquéllas a través del Registro regulado en el capítulo III y del deber de 
colaboración de los profesionales ejercientes de funciones públicas.

Este capítulo IV también regula la legitimación activa para la interposición de las 
acciones colectivas de cesación, retractación y declarativa, incluyendo entre las entidades 
legitimadas a las asociaciones de consumidores y usuarios, aunque sin ser las únicas por 
ser mayor el campo de actuación que tiene la Ley.

También se regula la legitimación pasiva, el plazo de prescripción (considerándose 
suficiente a efectos de seguridad jurídica dos años desde la inscripción de las condiciones 
generales en el correspondiente Registro, sin perjuicio de su posible ejercicio en todo caso si 
no hubiera transcurrido un año desde que se dictase una resolución judicial declarativa de la 
nulidad de las cláusulas), las reglas de su tramitación y la eficacia de las sentencias, que 
podrán ser no sólo invocadas en otros procedimientos sino que directamente vincularán al 
Juez en otros procedimientos dirigidos a obtener la nulidad contractual de cláusulas idénticas 
utilizadas por el mismo predisponente.

V
El capítulo V regula la publicidad, por decisión judicial, de las sentencias de cesación o 

retractación (aunque limitando la publicidad al fallo y a las cláusulas afectadas para no 
encarecer el proceso) y su necesaria inscripción en el Registro de Condiciones Generales de 
la Contratación.

VI
El capítulo VI regula la obligación profesional de los Notarios y de los Registradores de la 

Propiedad y Mercantiles en orden al cumplimiento de esta Ley, así como de los Corredores 
de Comercio en el ámbito de sus respectivas competencias.

VII
El capítulo VII regula el régimen sancionador por el incumplimiento de la normativa sobre 

condiciones generales de la contratación, en particular la persistencia en la utilización o 
recomendación de cláusulas generales nulas.

VIII
La disposición adicional primera de la Ley está dirigida a la modificación de la Ley 

26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.
En la línea de incremento de protección respecto de los mínimos establecidos en la 

Directiva, la Ley mantiene el concepto amplio de consumidor hasta ahora existente, 
abarcando tanto a la persona física como a la jurídica que sea destinataria final de los bienes 
y servicios, si bien debe entenderse incluida también -según el criterio de la Directiva- a toda 
aquella persona que actúe con un propósito ajeno a su actividad profesional aunque no fuera 
destinataria final de los bienes o servicios objeto del contrato.

A diferencia de las condiciones generales, se estima procedente que también las 
Administraciones públicas queden incluidas, como estaban hasta ahora, en el régimen de 
protección de consumidores y usuarios frente a la utilización de cláusulas abusivas.

La Ley introduce una definición de cláusula abusiva, añadiendo un artículo 10 bis a la 
Ley 26/1984, considerando como tal la que en contra de las exigencias de la buena fe cause, 
en detrimento del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones 
contractuales.
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Al mismo tiempo se añade una disposición adicional primera a la citada Ley 26/1984, 
haciendo una enumeración enunciativa de las cláusulas abusivas, extraídas en sus líneas 
generales de la Directiva, pero añadiendo también aquellas otras que aún sin estar previstas 
en ella se estima necesario que estén incluidas en el Derecho español por su carácter 
claramente abusivo.

La regulación específica de las cláusulas contractuales en el ámbito de los 
consumidores, cuando no se han negociado individualmente (por tanto también los contratos 
de adhesión particulares), no impide que cuando tengan el carácter de condiciones 
generales se rijan también por los preceptos de la Ley de Condiciones Generales de la 
Contratación.

IX
La disposición adicional segunda modifica la Ley Hipotecaria para acomodar las 

obligaciones profesionales de los Registradores de la Propiedad a la normativa sobre 
protección al consumidor y sobre condiciones generales, adecuando a las mismas y a la 
legislación sobre protección de datos de las labores de calificación, información y publicidad 
formal. Dentro del ámbito de la seguridad jurídica extrajudicial, bajo la autoridad suprema y 
salvaguardia de Jueces y Tribunales, las normas registrales, dirigidas a la actuación 
profesional del Registrador, dados los importantes efectos de los asientos que practican, 
deben acomodarse a los nuevos requerimientos sociales, con la garantía añadida del 
recurso gubernativo contra la calificación, que goza de la naturaleza jurídica de los actos de 
jurisdicción voluntaria, todo lo cual contribuirá a la desjudicialización de la contratación 
privada y del tráfico jurídico civil y mercantil, sobre la base de que la inscripción asegura los 
derechos, actos y hechos jurídicos objeto de publicidad.

X
La disposición transitoria prevé la inscripción voluntaria de los contratos celebrados con 

anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, salvo que norma expresa determine la 
obligatoriedad de su inscripción en el Registro de Condiciones Generales de la Contratación, 
y ello sin perjuicio de la inmediata aplicación de los preceptos relativos a las acciones de 
cesación y retractación.

XI
La disposición derogatoria deja sin efecto el punto 2 de la disposición adicional segunda 

de la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, como consecuencia de la reforma del 
artículo 10, número 3, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios.

XII
La disposición final primera regula el título competencial, atribuyendo aplicación plena a 

los preceptos de la Ley por tratarse de materias afectantes al Derecho civil y mercantil, y por 
la regulación de un Registro jurídico estatal.

XIII
La disposición final segunda regula la autorización al Gobierno para el desarrollo 

reglamentario de la Ley.

XIV
La disposición final tercera determina la fecha de entrada en vigor de la Ley.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito objetivo.
1. Son condiciones generales de la contratación las cláusulas predispuestas cuya 

incorporación al contrato sea impuesta por una de las partes, con independencia de la 
autoría material de las mismas, de su apariencia externa, de su extensión y de cualesquiera 
otras circunstancias, habiendo sido redactadas con la finalidad de ser incorporadas a una 
pluralidad de contratos.

2. El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que una o varias cláusulas 
aisladas se hayan negociado individualmente no excluirá la aplicación de esta Ley al resto 
del contrato si la apreciación global lleva a la conclusión de que se trata de un contrato de 
adhesión.

Artículo 2.  Ámbito subjetivo.
1. La presente Ley será de aplicación a los contratos que contengan condiciones 

generales celebrados entre un profesional -predisponente- y cualquier persona física o 
jurídica -adherente.

2. A los efectos de esta Ley se entiende por profesional a toda persona física o jurídica 
que actúe dentro del marco de su actividad profesional o empresarial, ya sea pública o 
privada.

3. El adherente podrá ser también un profesional, sin necesidad de que actúe en el 
marco de su actividad.

Artículo 3.  Ámbito territorial. Disposiciones imperativas.
La presente Ley se aplicará a las cláusulas de condiciones generales que formen parte 

de contratos sujetos a la legislación española.
También se aplicará a los contratos sometidos a legislación extranjera cuando el 

adherente haya emitido su declaración negocial en territorio español y tenga en éste su 
residencia habitual, sin perjuicio de lo establecido en los tratados o convenios 
internacionales. Cuando el adherente sea un consumidor se aplicará lo dispuesto en el 
apartado 3 del artículo 10 bis de la Ley General para la Defensa de Consumidores y 
Usuarios.

Artículo 4.  Contratos excluidos.
La presente Ley no se aplicará a los contratos administrativos, a los contratos de trabajo, 

a los de constitución de sociedades, a los que regulan relaciones familiares y a los contratos 
sucesorios.

Tampoco será de aplicación esta Ley a las condiciones generales que reflejen las 
disposiciones o los principios de los Convenios internacionales en que el Reino de España 
sea parte, ni las que vengan reguladas específicamente por una disposición legal o 
administrativa de carácter general y que sean de aplicación obligatoria para los contratantes.

Artículo 5.  Requisitos de incorporación.
1. Las condiciones generales pasarán a formar parte del contrato cuando se acepte por 

el adherente su incorporación al mismo y sea firmado por todos los contratantes. Todo 
contrato deberá hacer referencia a las condiciones generales incorporadas.

No podrá entenderse que ha habido aceptación de la incorporación de las condiciones 
generales al contrato cuando el predisponente no haya informado expresamente al 
adherente acerca de su existencia y no le haya facilitado un ejemplar de las mismas.

2. Los adherentes podrán exigir que el Notario autorizante no transcriba las condiciones 
generales de la contratación en las escrituras que otorgue y que se deje constancia de ellas 
en la matriz, incorporándolas como anexo. En este caso el Notario comprobará que los 
adherentes tienen conocimiento íntegro de su contenido y que las aceptan.
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3. Cuando el contrato no deba formalizarse por escrito y el predisponente entregue un 
resguardo justificativo de la contraprestación recibida, bastará con que el predisponente 
anuncie las condiciones generales en un lugar visible dentro del lugar en el que se celebra el 
negocio, que las inserte en la documentación del contrato que acompaña su celebración; o 
que, de cualquier otra forma, garantice al adherente una posibilidad efectiva de conocer su 
existencia y contenido en el momento de la celebración.

4. (Derogado)
5. La redacción de las cláusulas generales deberá ajustarse a los criterios de 

transparencia, claridad, concreción y sencillez. Las condiciones incorporadas de modo no 
transparente en los contratos en perjuicio de los consumidores serán nulas de pleno 
derecho.

Artículo 6.  Reglas de interpretación.
1. Cuando exista contradicción entre las condiciones generales y las condiciones 

particulares específicamente previstas para ese contrato, prevalecerán éstas sobre aquéllas, 
salvo que las condiciones generales resulten más beneficiosas para el adherente que las 
condiciones particulares.

2. Las dudas en la interpretación de las condiciones generales oscuras se resolverán a 
favor del adherente. En los contratos con consumidores esta norma de interpretación sólo 
será aplicable cuando se ejerciten acciones individuales.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, y en lo no previsto en el mismo, 
serán de aplicación las disposiciones del Código Civil sobre la interpretación de los 
contratos.

CAPÍTULO II
No incorporación y nulidad de determinadas condiciones generales

Artículo 7.  No incorporación.
No quedarán incorporadas al contrato las siguientes condiciones generales:
a) Las que el adherente no haya tenido oportunidad real de conocer de manera completa 

al tiempo de la celebración del contrato o cuando no hayan sido firmadas, cuando sea 
necesario, en los términos resultantes del artículo 5.

b) Las que sean ilegibles, ambiguas, oscuras e incomprensibles, salvo, en cuanto a 
estas últimas, que hubieren sido expresamente aceptadas por escrito por el adherente y se 
ajusten a la normativa específica que discipline en su ámbito la necesaria transparencia de 
las cláusulas contenidas en el contrato.

Artículo 8.  Nulidad.
1. Serán nulas de pleno derecho las condiciones generales que contradigan en perjuicio 

del adherente lo dispuesto en esta Ley o en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva, 
salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención.

2. En particular, serán nulas las condiciones generales que sean abusivas, cuando el 
contrato se haya celebrado con un consumidor, entendiendo por tales en todo caso las 
definidas en el artículo 10 bis y disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Artículo 9.  Régimen aplicable.
1. La declaración judicial de no incorporación al contrato o de nulidad de las cláusulas de 

condiciones generales podrá ser instada por el adherente de acuerdo con las reglas 
generales reguladoras de la nulidad contractual.

2. La sentencia estimatoria, obtenida en un proceso incoado mediante el ejercicio de la 
acción individual de nulidad o de declaración de no incorporación, decretará la nulidad o no 
incorporación al contrato de las cláusulas generales afectadas y aclarará la eficacia del 
contrato de acuerdo con el artículo 10, o declarará la nulidad del propio contrato cuando la 
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nulidad de aquellas o su no incorporación afectara a uno de los elementos esenciales del 
mismo en los términos del artículo 1261 del Código Civil.

Artículo 10.  Efectos.
1. La no incorporación al contrato de las cláusulas de las condiciones generales o la 

declaración de nulidad de las mismas no determinará la ineficacia total del contrato, si éste 
puede subsistir sin tales cláusulas, extremo sobre el que deberá pronunciarse la sentencia.

2. La parte del contrato afectada por la no incorporación o por la nulidad se integrará con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 1258 del Código Civil y disposiciones en materia de 
interpretación contenidas en el mismo.

CAPÍTULO III
Del Registro de Condiciones Generales de la Contratación

Artículo 11.  Registro de Condiciones Generales.
1. Se crea el Registro de Condiciones Generales de la Contratación, que estará a cargo 

de un Registrador de la Propiedad y Mercantil, conforme a las normas de provisión previstas 
en la Ley Hipotecaria.

La organización del citado Registro se ajustará a las normas que se dicten 
reglamentariamente.

2. En dicho Registro podrán inscribirse las cláusulas contractuales que tengan el carácter 
de condiciones generales de la contratación con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley, a 
cuyo efecto se presentarán para su depósito, por duplicado, los ejemplares, tipo o modelos 
en que se contengan, a instancia de cualquier interesado, conforme a lo establecido en el 
apartado 8 del presente artículo. Los formularios de los préstamos y créditos hipotecarios 
comprendidos en el ámbito de aplicación de la Ley 5/2019, reguladora de los contratos de 
crédito inmobiliario, deberán depositarse obligatoriamente por el prestamista en el Registro 
antes de empezar su comercialización. Adicionalmente, el Gobierno, a propuesta conjunta 
del Ministerio de Justicia y del Departamento ministerial correspondiente, podrá imponer la 
inscripción obligatoria en el Registro de las condiciones generales en determinados sectores 
específicos de la contratación.

3. Serán objeto de anotación preventiva la interposición de las demandas ordinarias de 
nulidad o de declaración de no incorporación de cláusulas generales, así como las acciones 
colectivas de cesación, de retractación y declarativa previstas en el capítulo IV, así como las 
resoluciones judiciales que acuerden la suspensión cautelar de la eficacia de una condición 
general.

Dichas anotaciones preventivas tendrán una vigencia de cuatro años a contar desde su 
fecha, siendo prorrogable hasta la terminación del procedimiento en virtud de mandamiento 
judicial de prórroga.

4. Serán objeto de inscripción las ejecutorias en que se recojan sentencias firmes 
estimatorias de cualquiera de las acciones a que se refiere el apartado anterior. 
Obligatoriamente se remitirán al Registro de Condiciones Generales las sentencias firmes 
dictadas en acciones colectivas o individuales por las que se declare la nulidad, cesación o 
retractación en la utilización de condiciones generales abusivas.

5. El Registro de Condiciones Generales de la Contratación será público.
6. Todas las personas tienen derecho a conocer el contenido de los asientos registrales.
7. La publicidad de los asientos registrales se realizará bajo la responsabilidad y control 

profesional del Registrador.
8. La inscripción de las condiciones generales podrá solicitarse:
a) Por el predisponente.
b) Por el adherente y los legitimados para ejercer la acción colectiva, si consta la 

autorización en tal sentido del predisponente. En caso contrario, se estará al resultado de la 
acción declarativa.

c) En caso de anotación de demanda o resolución judicial, en virtud del mismo 
mandamiento, que las incorporará.
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9. El Registrador extenderá, en todo caso, el asiento solicitado, previa calificación de la 
concurrencia de los requisitos establecidos.

10. Contra la actuación del Registrador podrán interponerse los recursos establecidos en 
la legislación hipotecaria.

CAPÍTULO IV
Acciones colectivas de cesación, retractación y declarativa de condiciones 

generales

Artículo 12.  Acciones de cesación, retractación y declarativa.
1. Contra la utilización o la recomendación de utilización de condiciones generales que 

resulten contrarias a lo dispuesto en esta Ley, o en otras leyes imperativas o prohibitivas, 
podrán interponerse, respectivamente, acciones de cesación y retractación.

2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al demandado a 
eliminar de sus condiciones generales las que se reputen nulas y a abstenerse de utilizarlas 
en lo sucesivo, determinando o aclarando, cuando sea necesario, el contenido del contrato 
que ha de considerarse válido y eficaz.

A la acción de cesación podrá acumularse, como accesoria, la de devolución de 
cantidades que se hubiesen cobrado en virtud de las condiciones a que afecte la sentencia y 
la de indemnización de daños y perjuicios que hubiere causado la aplicación de dichas 
condiciones.

3. La acción de retractación tendrá por objeto obtener una sentencia que declare e 
imponga al demandado, sea o no el predisponente, el deber de retractarse de la 
recomendación que haya efectuado de utilizar las cláusulas de condiciones generales que se 
consideren nulas y de abstenerse de seguir recomendándolas en el futuro.

4. La acción declarativa se dirigirá a obtener una sentencia que reconozca una cláusula 
como condición general de la contratación y ordene su inscripción, cuando ésta proceda 
conforme a lo previsto en el inciso final del apartado 2 del artículo 11 de la presente Ley.

Artículo 13.  Sometimiento a dictamen de conciliación.
Previamente a la interposición de las acciones colectivas de cesación, retractación o 

declarativa, podrán las partes someter la cuestión ante el Registrador de Condiciones 
Generales en el plazo de quince días hábiles sobre la adecuación a la Ley de las cláusulas 
controvertidas, pudiendo proponer una redacción alternativa a las mismas. El dictamen del 
Registrador no será vinculante.

Artículo 14.  Competencia material y tramitación del proceso.
(Derogado)

Artículo 15.  Competencia territorial.
(Derogado)

Artículo 16.  Legitimación activa.
Las acciones previstas en el artículo 12 podrán ser ejercitadas por las siguientes 

entidades:
1. Las asociaciones o corporaciones de empresarios, profesionales y agricultores que 

estatutariamente tengan encomendada la defensa de los intereses de sus miembros.
2. Las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación.
3. Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos 

en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, 
o, en su caso, en la legislación autonómica en materia de defensa de los consumidores.

4. El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales competentes en materia de 
defensa de los consumidores.
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5. Los colegios profesionales legalmente constituidos.
6. El Ministerio Fiscal.
7. Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad Europea constituidas para 

la protección de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores que 
estén habilitadas mediante su inclusión en la lista publicada a tal fin en el "Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas".

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la finalidad de la misma y los intereses 
afectados legitiman el ejercicio de la acción.

Todas las entidades citadas en este artículo podrán personarse en los procesos 
promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno, para la defensa de los 
intereses que representan.

Artículo 17.  Legitimación pasiva.
1. La acción de cesación procederá contra cualquier profesional que utilice condiciones 

generales que se reputen nulas.
2. La acción de retractación procederá contra cualquier profesional que recomiende 

públicamente la utilización de determinadas condiciones generales que se consideren nulas 
o manifieste de la misma manera su voluntad de utilizarlas en el tráfico, siempre que en 
alguna ocasión hayan sido efectivamente utilizadas por algún predisponente.

3. La acción declarativa procederá contra cualquier profesional que utilice las 
condiciones generales.

4. Las acciones mencionadas en los apartados anteriores podrán dirigirse conjuntamente 
contra varios profesionales del mismo sector económico o contra sus asociaciones que 
utilicen o recomienden la utilización de condiciones generales idénticas que se consideren 
nulas.

Artículo 18.  Intervinientes en el proceso y recurso de casación.
(Derogado)

Artículo 19.  Prescripción.
1. Las acciones colectivas de cesación y retractación son, con carácter general, 

imprescriptibles.
2. No obstante, si las condiciones generales se hubieran depositado en el Registro 

General de Condiciones Generales de la Contratación, dichas acciones prescribirán a los 
cinco años, computados a partir del día en que se hubiera practicado dicho depósito y 
siempre y cuando dichas condiciones generales hayan sido objeto de utilización efectiva.

3. Tales acciones podrán ser ejercitadas en todo caso durante los cinco años siguientes 
a la declaración judicial firme de nulidad o no incorporación que pueda dictarse con 
posterioridad como consecuencia de la acción individual.

4. La acción declarativa es imprescriptible.

Artículo 20.  Efectos de la sentencia.
(Derogado)

CAPÍTULO V
Publicidad de las sentencias

Artículo 21.  Publicación.
El fallo de la sentencia dictada en el ejercicio de una acción colectiva, una vez firme, 

junto con el texto de la cláusula afectada, podrá publicarse por decisión judicial en el 
«Boletín Oficial del Registro Mercantil» o en un periódico de los de mayor circulación de la 
provincia correspondiente al Juzgado donde se hubiera dictado la sentencia, salvo que el 
Juez o Tribunal acuerde su publicación en ambos, con los gastos a cargo del demandado y 
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condenado, para lo cual se le dará un plazo de quince días desde la notificación de la 
sentencia.

Artículo 22.  Inscripción en el Registro de Condiciones Generales.
En todo caso en que hubiere prosperado una acción colectiva o una acción individual de 

nulidad o no incorporación relativa a condiciones generales, el Secretario judicial dirigirá 
mandamiento al titular del Registro de Condiciones Generales de la Contratación para la 
inscripción de la sentencia en el mismo.

CAPÍTULO VI
Información sobre condiciones generales

Artículo 23.  Información.
1. Los Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles advertirán en el ámbito de 

sus respectivas competencias de la aplicabilidad de esta Ley, tanto en sus aspectos 
generales como en cada caso concreto sometido a su intervención.

2. Los Notarios, en el ejercicio profesional de su función pública, velarán por el 
cumplimiento, en los documentos que autoricen, de los requisitos de incorporación a que se 
refieren los artículos 5 y 7 de esta Ley. Igualmente advertirán de la obligatoriedad de la 
inscripción de las condiciones generales en los casos legalmente establecidos.

3. En todo caso, el Notario hará constar en el contrato el carácter de condiciones 
generales de las cláusulas que tengan esta naturaleza y que figuren previamente inscritas en 
el Registro de Condiciones Generales de la Contratación, o la manifestación en contrario de 
los contratantes.

4. Los Corredores de Comercio en el ámbito de sus competencias, conforme a los 
artículos 93 y 95 del Código de Comercio, informarán sobre la aplicación de esta Ley.

CAPÍTULO VII
Régimen sancionador

Artículo 24.  Régimen sancionador.
La falta de inscripción de las condiciones generales de la contratación en el Registro 

regulado en el capítulo III cuando sea obligatoria o la persistencia en la utilización o 
recomendación de condiciones generales respecto de las que ha prosperado una acción de 
cesación o retractación, será sancionada con multa del tanto al duplo de la cuantía de cada 
contrato por la Administración del Estado, a través del Ministerio de Justicia, en los términos 
que reglamentariamente se determinen, en función del volumen de contratación, del número 
de personas afectadas y del tiempo transcurrido desde su utilización.

No obstante, las sanciones derivadas de la infracción de la normativa sobre 
consumidores y usuarios, se regirá por su legislación específica.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios:

Uno. El párrafo b) del apartado 1 del artículo 2 queda redactado de la forma siguiente:
«La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales; en particular, 

frente a la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.»
Dos. El artículo 10 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 10.  
1. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones que se apliquen a la oferta o 

promoción de productos o servicios, y las cláusulas no negociadas individualmente 
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relativas a tales productos o servicios, incluidos los que faciliten las Administraciones 
públicas y las entidades y empresas de ellas dependientes, deberán cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de 
comprensión directa, sin reenvíos a textos o documentos que no se faciliten previa o 
simultáneamente a la conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, deberán 
hacerse referencia expresa en el documento contractual.

b) Entrega, salvo renuncia expresa del interesado, de recibo justificante, copia o 
documento acreditativo de la operación, o en su caso, de presupuesto debidamente 
explicado.

c) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo 
que en todo caso excluye la utilización de cláusulas abusivas.

2. En caso de duda sobre el sentido de una cláusula prevalecerá la interpretación 
más favorable para el consumidor.

3. Si las cláusulas tienen el carácter de condiciones generales, conforme a la Ley 
sobre Condiciones Generales de la Contratación, quedarán también sometidas a las 
prescripciones de ésta.

4. Los convenios arbitrales establecidos en la contratación a que se refiere este 
artículo serán eficaces si, además de reunir los requisitos que para su validez exigen 
las leyes, resultan claros y explícitos. La negativa del consumidor o usuario a 
someterse a un sistema arbitral distinto del previsto en el artículo 31 de esta Ley no 
podrá impedir por sí misma la celebración del contrato principal.

5. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones que utilicen las empresas públicas 
o concesionarias de servicios públicos, estarán sometidas a la aprobación y control 
de las Administraciones públicas competentes, cuando así se disponga como 
requisito de validez y con independencia de la consulta prevista en el artículo 22 de 
esta Ley. Todo ello sin perjuicio de su sometimiento a las disposiciones generales de 
esta Ley.

6. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, en el ejercicio 
profesional de sus respectivas funciones públicas, no autorizarán ni inscribirán 
aquellos contratos o negocios jurídicos en los que se pretenda la inclusión de 
cláusulas declaradas nulas por abusivas en sentencia inscrita en el Registro de 
Condiciones Generales.

Los Notarios, los Corredores de Comercio y los Registradores de la Propiedad y 
Mercantiles, en el ejercicio profesional de sus respectivas funciones públicas, 
informarán a los consumidores en los asuntos propios de su especialidad y 
competencia.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 10 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 10 bis.  
1. Se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no 

negociadas individualmente que en contra de las exigencias de la buena fe causen, 
en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos y 
obligaciones de las partes que se deriven del contrato. En todo caso se considerarán 
cláusulas abusivas los supuestos de estipulaciones que se relacionan en la 
disposición adicional de la presente Ley.

El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que una cláusula aislada se 
hayan negociado individualmente no excluirá la aplicación de este artículo al resto 
del contrato.

El profesional que afirme que una determinada cláusula ha sido negociada 
individualmente, asumirá la carga de la prueba.

El carácter abusivo de una cláusula se apreciará teniendo en cuenta la 
naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato y considerando todas las 
circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, así como todas las 
demás cláusulas del contrato o de otro del que éste dependa.
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2. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas las cláusulas, 
condiciones y estipulaciones en las que se aprecie el carácter abusivo. La parte del 
contrato afectada por la nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por el artículo 
1258 del Código Civil. A estos efectos, el Juez que declara la nulidad de dichas 
cláusulas integrará el contrato y dispondrá de facultades moderadoras respecto de 
los derechos y obligaciones de las partes, cuando subsista el contrato, y de las 
consecuencias de su ineficacia en caso de perjuicio apreciable para el consumidor o 
usuario. Sólo cuando las cláusulas subsistentes determinen una situación no 
equitativa en la posición de las partes que no pueda ser subsanada podrá declarar la 
ineficacia del contrato.

3. Las normas de protección de los consumidores frente a las cláusulas abusivas 
serán aplicables, cualquiera que sea la Ley que las partes hayan elegido para regir el 
contrato, en los términos previstos en el artículo 5 del Convenio de Roma de 1980, 
sobre la Ley aplicable a las obligaciones contractuales.»

Cuatro. Se añade un último párrafo al artículo 23 en los siguientes términos:
«Los poderes públicos asimismo velarán por la exactitud en el peso y medida de 

los bienes y productos, la transparencia de los precios y las condiciones de los 
servicios postventa de los bienes duraderos.»

Cinco. Se añade un nuevo apartado 9 al artícu lo 34 con la siguiente redacción:
«9. La introducción de cláusulas abusivas en los contratos.»

El actual apartado 9 pasa a numerarse como 10, con el mismo contenido.
Seis. Se añade una disposición adicional primera con esta redacción:

«Disposición adicional primera.  Cláusulas abusivas.
A los efectos previstos en el artículo 10 bis, tendrán el carácter de abusivas al 

menos las cláusulas o estipulaciones siguientes:
I. Vinculación del contrato a la voluntad del profesional.
1.ª Las cláusulas que reserven al profesional que contrata con el consumidor un 

plazo excesivamente largo o insuficientemente determinado para aceptar o rechazar 
una oferta contractual o satisfacer la prestación debida, así como las que prevean la 
prórroga automática de un contrato de duración determinada si el consumidor no se 
manifiesta en contra, fijando una fecha límite que no permita de manera efectiva al 
consumidor manifestar su voluntad de no prorrogarlo.

2.ª La reserva a favor del profesional de facultades de interpretación o 
modificación unilateral del contrato sin motivos válidos especificados en el mismo, así 
como la de resolver anticipadamente un contrato con plazo determinado si al 
consumidor no se le reconoce la misma facultad o la de resolver en un plazo 
desproporcionadamente breve o sin previa notificación con antelación razonable un 
contrato por tiempo indefinido, salvo por incumplimiento del contrato o por motivos 
graves que alteren las circunstancias que motivaron la celebración del mismo.

En los contratos referidos a servicios financieros lo establecido en el párrafo 
anterior se entenderá sin perjuicio de las cláusulas por las que el prestador de 
servicios se reserve la facultad de modificar sin previo aviso el tipo de interés 
adeudado por el consumidor o al consumidor, así como el importe de otros gastos 
relacionados con los servicios financieros, cuando aquéllos se encuentren adaptados 
a un índice, siempre que se trate de índices legales y se describa el modo de 
variación del tipo, o en otros casos de razón válida, a condición de que el profesional 
esté obligado a informar de ello en el más breve plazo a los otros contratantes y 
éstos puedan resolver inmediatamente el contrato. Igualmente podrán modificarse 
unilateralmente las condiciones de un contrato de duración indeterminada, siempre 
que el prestador de servicios financieros esté obligado a informar al consumidor con 
antelación razonable y éste tenga la facultad de resolver el contrato, o, en su caso, 
rescindir unilateralmente, sin previo aviso en el supuesto de razón válida, a condición 
de que el profesional informe de ello inmediatamente a los demás contratantes.
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3.ª La vinculación incondicionada del consumidor al contrato aun cuando el 
profesional no hubiera cumplido con sus obligaciones, o la imposición de una 
indemnización desproporcionadamente alta, al consumidor que no cumpla sus 
obligaciones.

4.ª La supeditación a una condición cuya realización dependa únicamente de la 
voluntad del profesional para el cumplimiento de las prestaciones, cuando al 
consumidor se le haya exigido un compromiso firme.

5.ª La consignación de fechas de entrega meramente indicativas condicionadas a 
la voluntad del profesional.

6.ª La exclusión o limitación de la obligación del profesional de respetar los 
acuerdos o compromisos adquiridos por sus mandatarios o representantes o 
supeditar sus compromisos al cumplimiento de determinadas formalidades.

7.ª La estipulación del precio en el momento de la entrega del bien o servicio, o la 
facultad del profesional para aumentar el precio final sobre el convenido, sin que en 
ambos casos existan razones objetivas o sin reconocer al consumidor el derecho a 
rescindir el contrato si el precio final resultare muy superior al inicialmente estipulado.

Lo establecido en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de la adaptación 
de precios a un índice, siempre que sean legales y que en ellos se describa 
explícitamente el modo de variación del precio.

8.ª La concesión al profesional del derecho a determinar si el bien o servicio se 
ajusta a lo estipulado en el contrato.

II. Privación de derechos básicos del consumidor.
9.ª La exclusión o limitación de forma inadecuada de los derechos legales del 

consumidor por incumplimiento total o parcial o cumplimiento defectuoso del 
profesional.

En particular las cláusulas que modifiquen, en perjuicio del consumidor, las 
normas legales sobre vicios ocultos, salvo que se limiten a reemplazar la obligación 
de saneamiento por la de reparación o sustitución de la cosa objeto del contrato, 
siempre que no conlleve dicha reparación o sustitución gasto alguno para el 
consumidor y no excluyan o limiten los derechos de éste a la indemnización de los 
daños y perjuicios ocasionados por los vicios y al saneamiento conforme a las 
normas legales en el caso de que la reparación o sustitución no fueran posibles o 
resultasen insatisfactorias.

10. La exclusión o limitación de responsabilidad del profesional en el 
cumplimiento del contrato, por los daños o por la muerte o lesiones causados al 
consumidor debidos a una acción u omisión por parte de aquél, o la liberación de 
responsabilidad por cesión del contrato a tercero, sin consentimiento del deudor, si 
puede engendrar merma de las garantías de éste.

11. La privación o restricción al consumidor de las facultades de compensación 
de créditos, así como de la de retención o consignación.

12. La limitación o exclusión de forma inadecuada de la facultad del consumidor 
de resolver el contrato por incumplimiento del profesional.

13. La imposición de renuncias a la entrega de documento acreditativo de la 
operación.

14. La imposición de renuncias o limitación de los derechos del consumidor.
III. Falta de reciprocidad.
15. La imposición de obligaciones al consumidor para el cumplimiento de todos 

sus deberes y contraprestaciones, aun cuando el profesional no hubiere cumplido los 
suyos.

16. La retención de cantidades abonadas por el consumidor por renuncia, sin 
contemplar la indemnización por una cantidad equivalente si renuncia el profesional.

17. La autorización al profesional para rescindir el contrato discrecionalmente, si 
al consumidor no se le reconoce la misma facultad, o la posibilidad de que aquél se 
quede con las cantidades abonadas en concepto de prestaciones aún no efectuadas 
cuando sea él mismo quien rescinda el contrato.
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IV. Sobre garantías.
18. La imposición de garantías desproporcionadas al riesgo asumido. Se 

presumirá que no existe desproporción en los contratos de financiación o de 
garantías pactadas por entidades financieras que se ajusten a su normativa 
específica.

19. La imposición de la carga de la prueba en perjuicio del consumidor en los 
casos en que debería corresponder a la otra parte contratante.

V. Otras.
20. Las declaraciones de recepción o conformidad sobre hechos ficticios, y las 

declaraciones de adhesión del consumidor a cláusulas de las cuales no ha tenido la 
oportunidad de tomar conocimiento real antes de la celebración del contrato.

21. La transmisión al consumidor de las consecuencias económicas de errores 
administrativos o de gestión que no le sean imputables.

22. La imposición al consumidor de los gastos de documentación y tramitación 
que por Ley imperativa corresponda al profesional. En particular, en la primera venta 
de viviendas, la estipulación de que el comprador ha de cargar con los gastos 
derivados de la preparación de la titulación que por su naturaleza correspondan al 
vendedor (obra nueva, propiedad horizontal, hipotecas para financiar su construcción 
o su división y cancelación).

23. La imposición al consumidor de bienes y servicios complementarios o 
accesorios no solicitados.

24. Los incrementos de precio por servicios accesorios, financiación, 
aplazamientos, recargos, indemnización o penalizaciones que no correspondan a 
prestaciones adicionales susceptibles de ser aceptados o rechazados en cada caso 
expresados con la debida claridad o separación.

25. La negativa expresa al cumplimiento de las obligaciones o prestaciones 
propias del productor o suministrador, con reenvío automático a procedimientos 
administrativos o judiciales de reclamación.

26. La sumisión a arbitrajes distintos del de consumo, salvo que se trate de 
órganos de arbitraje institucionales creados por normas legales para un sector o un 
supuesto específico.

27. La previsión de pactos de sumisión expresa a Juez o Tribunal distinto del que 
corresponda al domicilio del consumidor, al lugar del cumplimiento de la obligación o 
aquél en que se encuentre el bien si fuera inmueble, así como los de renuncia o 
transacción respecto al derecho del consumidor a la elección de fedatario 
competente según la Ley para autorizar el documento público en que inicial o 
ulteriormente haya de formalizarse el contrato.

28. La sumisión del contrato a un Derecho extranjero con respecto al lugar donde 
el consumidor emita su declaración negocial o donde el profesional desarrolle la 
actividad dirigida a la promoción de contratos de igual o similar naturaleza.

29. La imposición de condiciones de crédito que para los descubiertos en cuenta 
corriente superen los límites que se contienen en el artículo 19.4 de la Ley 7/1995, de 
23 de marzo, de Crédito al Consumo.

Las cláusulas abusivas referidas a la modifi cación unilateral de los contratos y 
resolución anticipada de los de duración indefinida, y al incremento del precio de 
bienes y servicios, no se aplicarán a los contratos relativos a valores, con 
independencia de su forma de representación, instrumentos financieros y otros 
productos y servi cios cuyo precio esté vinculado a una cotización, índice bursátil, o 
un tipo del mercado financiero que el profesional no controle, ni a los contratos de 
compraventa de divisas, cheques de viaje, o giros postales internacionales en 
divisas.

Se entenderá por profesional, a los efectos de esta disposición adicional, la 
persona física o jurídica que actúa dentro de su actividad profesional, ya sea pública 
o privada.»

Siete. Se añade una disposición adicional segunda con la siguiente redacción:
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«Disposición adicional segunda.  Ámbito de aplicación.
Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación a todo tipo de contratos en los 

que intervengan consumidores, con las condiciones y requisitos en ella establecidos, 
a falta de normativa sectorial específica, que en cualquier caso respetará el nivel de 
protección del consumidor previsto en aquélla.»

Disposición adicional segunda.  Modificación de la legislación hipotecaria.
Se modifican los artículos 222, 253 y 258 de la Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 

8 de febrero de 1946, en los siguientes términos:
Uno. El artículo 222 bajo el epígrafe «Sección 1.ª De la información registral» queda con 

la siguiente redacción:
«1. Los Registradores pondrán de manifiesto los libros del Registro en la parte 

necesaria a las personas que, a su juicio, tengan interés en consultarlos, sin sacar 
los libros de la oficina, y con las precauciones convenientes para asegurar su 
conservación.

2. La manifestación, que debe realizar el Registrador, del contenido de los 
asientos registrales tendrá lugar por nota simple informativa o por certificación, 
mediante el tratamiento profesional de los mismos, de modo que sea efectiva la 
posibilidad de publicidad sin intermediación, asegurando, al mismo tiempo, la 
imposibilidad de su manipulación o televaciado.

Se prohíbe a estos efectos al acceso directo, por cualquier medio físico o 
telemático, a los archivos de los Registradores de la Propiedad, que responderán de 
su custodia, integridad y conservación, así como la incorporación de la publicidad 
registral obtenida a bases de datos para su comercialización.

3. En cada tipo de manifestación se hará constar su valor jurídico. La información 
continuada no alterará la naturaleza de la forma de manifestación elegida, según su 
respectivo valor jurídico.

4. La obligación del Registrador al tratamiento profesional de la publicidad formal 
implica que la misma se exprese con claridad y sencillez, sin perjuicio de los 
supuestos legalmente previstos de certificaciones literales a instancia de autoridad 
judicial o administrativa o de cualquier interesado.

5. La nota simple tiene valor puramente informativo y consiste en un extracto 
sucinto del contenido de los asientos relativos a la finca objeto de manifestación, 
donde conste la identificación de la misma, la identidad del titular o titulares de los 
derechos inscritos sobre la misma, y la extensión, naturaleza y limitaciones de éstos. 
Asimismo, se harán constar las prohibiciones o restricciones que afecten a los 
titulares o derechos inscritos.

6. Los Registradores, al calificar el contenido de los asientos registrales, 
informarán y velarán por el cumplimiento de las normas aplicables sobre la 
protección de datos de carácter personal.

7. Los Registradores en el ejercicio profesional de su función pública deberán 
informar a cualquier persona que lo solicite en materias relacionadas con el Registro. 
La información versará sobre los medios registrales más adecuados para el logro de 
los fines lícitos que se propongan quienes la soliciten.

8. Los interesados podrán elegir libremente el Registrador a través del cual 
obtener la información registral relativa a cualquier finca, aunque no pertenezca a la 
demarcación de su Registro, siempre que deba expedirse mediante nota simple 
informativa o consista en información sobre el contenido del Índice General 
Informatizado de fincas y derechos. La llevanza por el Colegio de Registradores de la 
Propiedad y Mercantiles del citado Índice General no excluye la necesidad de que las 
solicitudes de información acerca de su contenido se realicen a través de un 
Registrador.

Los Registradores, en el ejercicio profesional de su función pública, están 
obligados a colaborar entre sí, y estarán interconectados por telefax o correo 
electrónico a los efectos de solicitud y remisión de notas simples informativas.»
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Dos. A continuación del artículo 222, se añadirá el siguiente epígrafe: «Sección 2.ª De 
las certificaciones».

Tres. El artículo 253 queda redactado así:
«1. Al pie de todo título que se inscriba en el Registro de la Propiedad pondrá el 

Registrador una nota, firmada por él, que exprese la calificación realizada, y en virtud 
de la misma el derecho que se ha inscrito, la persona a favor de quien se ha 
practicado, la especie de inscripción o asiento que haya realizado, el tomo y folio en 
que se halle, el número de finca y el de la inscripción practicada, y los efectos de la 
misma, haciendo constar la protección judicial del contenido del asiento. Asimismo se 
expresarán los derechos que se han cancelado como menciones o por caducidad, al 
practicar la inscripción del título.

2. Simultáneamente a la nota de inscripción, extenderá nota simple informativa 
expresiva de la libertad o gravamen del derecho inscrito, así como de las 
limitaciones, restricciones o prohibiciones que afecten al derecho inscrito.

3. En los supuestos de denegación o suspensión de la inscripción del derecho 
contenido en el título, después de la nota firmada por el Registrador, hará constar 
éste, si lo solicita el interesado en la práctica del asiento, en un apartado denominado 
bservaciones'', los medios de subsanación, rectificación o convalidación de las faltas 
o defectos subsanables e insubsanables de que adolezca la documentación 
presentada a efectos de obtener el asiento solicitado. En este supuesto, si la 
complejidad del caso lo aconseja, el interesado en la inscripción podrá solicitar 
dictamen vinculante o no vinculante, bajo la premisa, cuando sea vinculante, del 
mantenimiento de la situación jurídico registral y de la adecuación del medio 
subsanatorio al contenido de dicho dictamen. Todo ello sin perjuicio de la plena 
libertad del interesado para subsanar los defectos a través de los medios que estime 
más adecuados para la protección de su derecho.»

Cuatro. El artículo 258, que irá precedido del epígrafe «Información y protección al 
consumidor», queda redactado así:

«1. El Registrador, sin perjuicio de los servicios prestados a los consumidores por 
los centros de información creados por su colegio profesional, garantizará a cualquier 
persona interesada la información que le sea requerida, durante el horario habilitado 
al efecto, en orden a la inscripción de derechos sobre bienes inmuebles, los 
requisitos registrales, los recursos contra la calificación y la minuta de inscripción.

2. El Registrador denegará la inscripción de aquellas cláusulas declaradas nulas 
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artícu lo 10 bis de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

3. Los interesados en una inscripción, anotación preventiva o cancelación, 
podrán exigir que antes de extenderse estos asientos en los libros se les dé 
conocimiento de su minuta.

Si los interesados notaren en la minuta de inscripción realizada por el Registrador 
algún error u omisión, podrán pedir que se subsane, acudiendo al Juzgado de 
Primera Instancia en el caso de que el Registrador se negare a hacerlo.

El Juez, en el término de seis días, resolverá lo que proceda sin forma de juicio, 
pero oyendo al Registrador.

4. El Registrador cuando, al calificar si el título entregado o remitido reúne los 
requisitos del artículo 249 de esta Ley, deniegue en su caso la práctica del asiento de 
presentación solicitado, pondrá nota al pie de dicho título con indicación de las 
omisiones advertidas y de los medios para subsanarlas, comunicándolo a quien lo 
entregó o remitió en el mismo día o en el siguiente hábil.

5. La calificación del Registrador, en orden a la práctica de la inscripción del 
derecho, acto o hecho jurídico, y del contenido de los asientos registrales, deberá ser 
global y unitaria.»

Disposición adicional tercera.  
Existirá un Registro de Condiciones Generales de la Contratación al menos en la 

cabecera de cada Tribunal Superior de Justicia.
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Disposición adicional cuarta.  
Las referencias contenidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil a los consumidores y 

usuarios, deberán entenderse realizadas a todo adherente, sea o no consumidor o usuario, 
en los litigios en que se ejerciten acciones individuales o colectivas derivadas de la presente 
Ley de Condiciones Generales de la Contratación.

Asimismo, las referencias contenidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil a las asociaciones 
de consumidores y usuarios, deberán considerarse aplicables igualmente, en los litigios en 
que se ejerciten acciones colectivas contempladas en la presente Ley de Condiciones 
Generales de la Contratación, a las demás personas y entes legitimados activamente para 
su ejercicio.

Disposición transitoria única.  Aplicación y adaptación.
Los contratos celebrados antes de la entrada en vigor de esta Ley, que contengan 

condiciones generales, podrán inscribirse en el Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación, salvo que por norma expresa se determine la obligatoriedad de la inscripción, 
en cuyo caso deberán hacerlo en el plazo que indique dicha norma.

Desde la entrada en vigor de esta Ley, podrán ejercitarse las acciones de cesación, de 
retractación y declarativa reguladas en la misma.

Disposición derogatoria única.  
Queda derogado el apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 36/1988, de 

5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición final primera.  Título competencial.
Todo el contenido de la presente Ley es, conforme al artículo 149.1, 6.ª y 8.ª de la 

Constitución Española, de competencia exclusiva del Estado.

Disposición final segunda.  Autorizaciones.
Se autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones de desarrollo o ejecución de la 

presente Ley, en las que podrán tomarse en consideración las especialidades de los distintos 
sectores económicos afectados, así como para fijar el número y la residencia de los 
Registros de Condiciones Generales de la Contratación.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».

Información relacionada

• Véase la Instrucción de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, que interpreta determinados aspectos de la presente Ley en la redacción dada por 
la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario. Ref. BOE-
A-2019-8934
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§ 39

Real Decreto 1828/1999, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro de Condiciones Generales de la 

Contratación

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 306, de 23 de diciembre de 1999

Última modificación: 25 de abril de 2002
Referencia: BOE-A-1999-24356

La Ley 7/1998, de 13 de abril, ha creado, en su artículo 11, el Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación, cuya organización, según el apartado primero del citado 
artículo, "se ajustará a las normas que se dicten reglamentariamente".

En el artículo 11 de la Ley, se recogen los aspectos principales de este Registro, en 
cuanto a su contenido, publicidad y función del registrador, quien, según el apartado 9, 
"extenderá en todo caso el asiento solicitado, previa calificación de la concurrencia de los 
requisitos establecidos".

Como señala el Consejo de Estado, el Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación "es un Registro de cláusulas contractuales y de sentencias cuya finalidad 
primordial según la Ley 7/1998, que ha de interpretarse a la luz de la Constitución y de la 
Directiva 93/13/CEE, es proteger al consumidor frente a las cláusulas abusivas y evitar que 
se incluyan tales cláusulas en los contratos celebrados con los consumidores, sobre todo 
como medio para hacer efectivo el ejercicio de acciones contra las condiciones generales no 
ajustadas a la Ley". El Registro ha de ser ante todo un medio adecuado y eficaz para que 
cese el uso de las cláusulas abusivas en los contratos celebrados entre profesionales y 
consumidores y la consecuente protección de éstos, teniendo en cuenta que la declaración 
como abusivas de las cláusulas corresponde, en exclusiva, a jueces y tribunales.

La exposición de motivos de la Ley explica la naturaleza y finalidad de este Registro al 
afirmar: "El carácter eminentemente jurídico de este Registro deriva de los efectos "erga 
omnes'' que la inscripción va a atribuir a la declaración judicial de nulidad, los efectos 
prejudiciales que van a producir los asientos relativos a sentencias firmes en otros 
procedimientos referentes a cláusulas idénticas, así como del cómputo del plazo de 
prescripción de las acciones colectivas, además del dictamen de conciliación que tendrá que 
emitir su titular. En definitiva, el Registro de Condiciones Generales va a posibilitar el 
ejercicio de las acciones colectivas y a coordinar la actividad judicial, permitiendo que ésta 
sea uniforme y no se produzca una multiplicidad de procesos sobre la misma materia 
descoordinados y sin posibilidad de acumulación".

El efecto "erga omnes" y prejudicial de la sentencia se determina en el artículo 20 de la 
Ley. En particular su apartado primero establece que "la sentencia estimatoria obtenida en 
un proceso incoado mediante el ejercicio de la acción de cesación impondrá al demandado 
la obligación de eliminar de sus condiciones generales las cláusulas que declare contrarias a 
lo prevenido en esta Ley o en otras leyes imperativas, y la de abstenerse de utilizarlas en lo 
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sucesivo; por otra parte, aclarará la eficacia del contrato". Además, según su apartado 
cuarto, "la sentencia dictada en recurso de casación conforme al artículo 18.3 de esta Ley, 
una vez constituya doctrina legal, vinculará a todos los ulteriores jueces en los eventuales 
ulteriores procesos en que se inste la nulidad de cláusulas idénticas a las que hubieran sido 
objeto de la referida sentencia, siempre que se trate del mismo predisponente". Por su parte, 
el artículo 10.6, apartado primero, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios, en la redacción dada al mismo por la disposición adicional 
primera de la Ley impone a los notarios y a los registradores de la propiedad y mercantiles 
que "no autorizarán ni inscribirán aquellos contratos o negocios jurídicos en los que se 
pretenda la inclusión de cláusulas declaradas nulas por abusivas en sentencia inscrita en el 
Registro de Condiciones Generales".

Para la Ley es fundamental que la sentencia sea objeto de publicidad registral, de 
manera que el artículo 22 ordena que en todo caso en que hubiera prosperado una acción 
colectiva o una acción individual de nulidad o no incorporación relativa a condiciones 
generales, el juez dictará mandamiento al titular del Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación para la inscripción de la sentencia en el mismo.

La Ley de Condiciones Generales de la Contratación ha articulado un sistema voluntario 
de depósito previo de los modelos contractuales en los que se utilicen condiciones generales 
y de inscripción obligatoria de las sentencias relativas a éstas, como vía para que, a través 
de la publicidad de los mismos, puedan conocerse y ejercitarse las acciones colectivas por 
las asociaciones de consumidores y usuarios y demás personas legitimadas legalmente. 
Con ello se evita que necesariamente tenga que actuarse de forma individual para combatir 
judicialmente -una por una- las cláusulas no incorporadas o nulas (entre ellas las abusivas) 
contenidas en cada contrato. El Registro de Condiciones Generales de la Contratación 
posibilita así el ejercicio de las acciones colectivas.

Los profesionales (empresarios y profesionales propiamente dichos) no infractores 
procurarán obtener la inscripción de las condiciones generales que utilicen dado el efecto de 
transparencia de su actividad que ello les dará en el tráfico jurídico e instarán la publicidad 
de la validez de las cláusulas que declaren jueces y tribunales. Pero el depósito -como regla 
general- sólo será obligatorio en los sectores específicos que por otro Real Decreto pueda 
determinar el Gobierno. Con ello se logra un equilibrio entre interés público e interés privado, 
entendiendo por éste tanto el de los consumidores como el de los empresarios. En cualquier 
caso, tanto la Ley como los instrumentos jurídicos que aseguran su eficacia (entre ellos el 
Registro), así como la reacción jurídica ante su transgresión (efecto de cosa juzgada, "erga 
omnes" y "ultra partes" ; sanciones administrativas; etcétera) en nada afectarán, como es 
lógico, a los profesionales que no utilicen cláusulas abusivas ; la Ley tiene así una gran 
utilidad práctica de carácter disuasorio.

El desarrollo reglamentario del Registro de Condiciones Generales, que ahora se lleva a 
cabo, se ha basado en el carácter voluntario del depósito ; en la libertad formal que rodea a 
los modelos de contratos que tienen que ser depositados ; en la utilización de la 
infraestructura ya existente dispensada por los actuales Registros de Venta a Plazos de 
Bienes Muebles que se integrarán en el Registro de Bienes Muebles.

Para garantizar el cumplimiento de la disposición adicional tercera de la Ley 7/1998, se 
ha considerado necesario la articulación del Registro de Condiciones Generales a través de 
Registros provinciales (uno por provincia) y uno Central.

Por otra parte, la disposición final segunda de la Ley 19/1989, de 25 de julio, de Reforma 
parcial y adaptación de la legislación mercantil a las Directivas de la Comunidad Económica 
Europea en materia de sociedades, autorizó al Gobierno para la regulación del Registro de 
Bienes Muebles, en el cual se unificarían los actuales Registros de Hipoteca Mobiliaria y 
Prenda sin Desplazamiento y los de Buques y Aeronaves.

De la misma manera, la disposición adicional única de la Ley 6/1990, de 2 de julio, sobre 
modificación de la Ley 50/1965, de 17 de julio, sobre Ventas de Bienes Muebles a Plazos, 
estableció que también el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles se integraría en el 
Registro de Bienes Muebles. E igualmente la disposición adicional tercera de la Ley 28/1998, 
de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles, establece que el Registro de Venta a 
Plazos de Bienes Muebles se integrará en el Registro de Bienes Muebles, a cargo de los 
registradores de la propiedad y mercantiles, conforme disponga su Reglamento.
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En este Real Decreto se procede a la creación del Registro de Bienes Muebles, como 
verdadero Registro de titularidades sobre bienes muebles y no meramente de gravámenes, 
en base a la habilitación concedida por las normas anteriores, si bien se añade también el 
Registro de Condiciones Generales de la Contratación como una sección diferenciada dentro 
de él.

Todas estas materias son encuadrables dentro del derecho privado civil y mercantil, y en 
particular en la ordenación de los Registros públicos de trascendencia jurídica, dentro del 
tráfico privado, por lo que este Real Decreto se dicta al amparo de lo establecido en la 
disposición final segunda de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de 
la Contratación, y del artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución española.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Justicia, de acuerdo con el Consejo de Estado 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 3 de diciembre de 1999,

D I S P O N G O :

Artículo único.  Aprobación del Reglamento del Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación.

Se aprueba el Reglamento del Registro de Condiciones Generales de la Contratación 
adjunto.

Disposición adicional única.  Creación del Registro de Bienes Muebles.
1. Se crea el Registro de Bienes Muebles, integrado por las siguientes secciones:
1.ª Sección de Buques y Aeronaves.
2.ª Sección de Automóviles y otros Vehículos de Motor.
3.ª Sección de Maquinaria industrial, establecimientos mercantiles y bienes de equipo.
4.ª Sección de otras Garantías reales.
5.ª Sección de otros bienes muebles registrables.
6.ª Sección del Registro de Condiciones Generales de la Contratación.
2. El Registro de Bienes Muebles es un Registro de titularidades y gravámenes sobre 

bienes muebles, así como de condiciones generales de la contratación. Dentro de cada una 
de las secciones que lo integran se aplicará la normativa específica reguladora de los actos 
o derechos inscribibles que afecten a los bienes, o a la correspondiente a las condiciones 
generales de la contratación.

3. El Registro Central de Venta a Plazos de Bienes Muebles y el Registro Central de 
Condiciones Generales de la Contratación son secciones de un único Registro de Bienes 
Muebles Central, que podrá estar a cargo de más de un registrador en régimen de división 
personal en los términos que determine el Ministerio de Justicia.

4. Una vez practicada la inscripción en cada una de las secciones, el registrador 
competente remitirá copia al registrador central en el plazo máximo de dos días hábiles 
siguientes.

Para la remisión podrán utilizarse soportes magnéticos de almacenamiento. También 
podrá realizarse mediante comunicación telemática a través de terminales o de equipos 
autónomos susceptibles de comunicación directa con el ordenador del Registro Central.

5. El registrador de bienes muebles central podrá expedir publicidad formal e 
instrumental de la base de datos formada por los datos remitidos por los registradores de 
bienes muebles.

6. En lo demás no previsto se estará, en cuanto sea aplicable, a lo dispuesto en la 
Ordenanza del Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, el Reglamento del Registro 
Mercantil y el Reglamento Hipotecario.

Disposición transitoria única.  Competencia en tanto se aprueba la demarcación registral 
del Registro de Bienes Muebles.

Hasta que no se modifique la demarcación registral correspondiente al Registro de 
Bienes Muebles, las secciones que lo integran seguirán a cargo del registrador de la 
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propiedad y mercantil que en el momento de la entrada en vigor de este Real Decreto 
ostente la competencia.

No obstante, los libros del Registro de Hipoteca Mobiliaria deberán trasladarse al 
Registro de Bienes Muebles en el plazo máximo de un año a contar de la entrada en vigor de 
este Real Decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
El presente Real Decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución 

y será de aplicación en toda España, sin perjuicio de las normas sobre interpretación de los 
contratos recogidas en la Compilación de Derecho Civil Foral o Fuero Nuevo de Navarra.

Disposición final segunda.  Fecha de entrada en funcionamiento del Registro de 
Condiciones Generales.

El funcionamiento del Registro de Bienes Muebles, y, dentro de él, del Registro de 
Condiciones Generales, comenzará a la entrada en vigor del presente Real Decreto.

Disposición final tercera.  Habilitación al Ministerio de Justicia para resolver las cuestiones 
que suscite la entrada en funcionamiento del Registro.

El Ministerio de Justicia, a través de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, dictará las disposiciones necesarias para resolver cuantas cuestiones se susciten 
en la aplicación de este Real Decreto en orden al funcionamiento del Registro de Bienes 
Muebles.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto y el Reglamento por él aprobado entrará en vigor a los dos 

meses de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado".

REGLAMENTO DEL REGISTRO DE CONDICIONES GENERALES DE LA 
CONTRATACIÓN

Artículo 1.  Definición.
El Registro de Condiciones Generales de la Contratación es un Registro de 

trascendencia jurídica en el tráfico privado, dependiente del Estado, que tiene por objeto la 
publicidad de las condiciones generales de la contratación y de las resoluciones judiciales 
que puedan afectar a su eficacia, en los términos previstos por la Ley 7/1998, de 13 de abril, 
sobre Condiciones Generales de la Contratación, y este Reglamento.

Artículo 2.  Contenido.
1. Serán objeto de inscripción en el Registro de Condiciones Generales de la 

Contratación:
a) Las condiciones generales de la contratación.
b) (Anulado)
c) (Anulado)
d) La persistencia en la utilización de cláusulas declaradas judicialmente nulas 

acreditada suficientemente al registrador.
2. Serán objeto de anotación preventiva:
a) La interposición de acciones individuales de nulidad o de declaración de no 

incorporación de condiciones generales, junto con el texto de la cláusula afectada.
b) La interposición de acciones colectivas de cesación, retractación o declarativas de 

condiciones generales, junto con el texto de la cláusula afectada.
c) Las resoluciones judiciales que acuerden la suspensión cautelar de la eficacia de una 

condición general, junto con el texto de la cláusula afectada.
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Dichas anotaciones preventivas tendrán una vigencia de cuatro años a contar de la fecha 
de la misma anotación, siendo prorrogable hasta la terminación del procedimiento en virtud 
de mandamiento judicial de prórroga. Una vez prorrogadas no se cancelarán sino en virtud 
de resolución judicial que acredite la finalización del procedimiento o que lleve a cabo la 
ejecución provisional de la sentencia dictada en el mismo, de conformidad con lo 
establecido en las vigentes leyes procesales.

3. Serán objeto de asiento de cancelación a instancia de parte interesada:
a) Las anotaciones preventivas practicadas en el ejercicio de una acción individual de 

nulidad o no incorporación de condiciones generales, cuando la acción no hubiera 
prosperado por desistimiento.

b) Las anotaciones preventivas practicadas en el ejercicio de una acción colectiva de 
cesación, retractación o declarativa de condiciones generales, cuando la acción no hubiera 
prosperado por desistimiento.

En los casos de los párrafos anteriores, si hubiera transacción extraprocesal, deberá 
ésta incorporarse y ratificarse ante el juez que hubiera ordenado la anotación, en cuyo caso 
producirá los mismos efectos que el desistimiento.

c) Las anotaciones preventivas en que se hubiera acordado la suspensión cautelar de la 
eficacia de una condición general, cuando la decisión judicial se hubiere revocado.

d) Las anotaciones preventivas a que se refieren los párrafos anteriores, por caducidad, 
cuando hayan transcurrido cuatro años desde su fecha sin que se haya prorrogado dentro 
del plazo de vigencia inicial.

Téngase en cuenta que se declara la nulidad del inciso destacado del apartado 2 por 
Sentencia del TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

Artículo 3.  Organización del Registro.
1. El Registro de Condiciones Generales constituye una Sección del Registro de Bienes 

Muebles y se integra por los Registros provinciales y por el Central, que se llevarán por los 
registradores de la propiedad y mercantiles y se proveerán conforme a la Ley Hipotecaria.

2. La organización de los citados Registros se ajustará a lo dispuesto en este 
Reglamento y a las normas que dicte el Ministerio de Justicia.

3. El Registro Central, con sede en Madrid, llevará a cabo las funciones de coordinación 
entre los Registros provinciales. El Registro Central no asumirá la función de Registro 
Provincial de Madrid.

Artículo 4.  Competencia.
Las condiciones generales de los contratos, y los mandamientos y ejecutorias relativas a 

resoluciones judiciales se inscribirán en el Registro correspondiente al domicilio social o 
profesional del predisponente, o en su defecto al del establecimiento principal desde donde 
dirija y gestione fundamentalmente sus negocios.

Artículo 5.  Voluntariedad del depósito salvo ensectores obligatorios.
(Anulado)

Artículo 6.  Libros del Registro.
En los Registros provinciales de Condiciones Generales de la Contratación se llevarán 

los siguientes libros:
a) Libro Diario de Presentación.
b) Libro de depósito y demás inscripciones y anotaciones.
c) Índice de profesionales.
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Artículo 7.  Libertad de forma.
Las condiciones generales serán objeto de inscripción mediante el depósito del 

documento, ejemplar, tipo o modelo en que se contengan, que no necesitará ajustarse a 
ningún formulario de carácter oficial ni exigirá constancia de nota administrativa alguna sobre 
su situación fiscal.

Artículo 8.  Sistema de folio personal.
1. El Registro de Condiciones Generales se llevará por el sistema de folio personal, de 

manera que las condiciones generales se inscribirán, clasificarán y consultarán por razón de 
la persona del predisponente.

2. Las condiciones generales podrán también ser consultadas por razón de la materia y 
por sectores específicos de la contratación.

3. A estos efectos, dentro de las condiciones generales del mismo predisponente se 
clasificarán por razón de la materia, asignando a cada una la misma denominación o nombre 
identificativo que, en su caso, hubiera utilizado aquél.

Artículo 9.  Libro Diario de Presentación.
1. De la presentación de las condiciones generales o de las resoluciones judiciales a que 

se refiere este Reglamento, se practicará un asiento en el Libro Diario en el que se 
identificará al representante y se relacionarán los modelos, ejecutorias o mandamientos 
presentados. Este asiento tendrá una vigencia de quince días hábiles.

2. La presentación podrá realizarse en cualquiera de los Registros de la Propiedad, 
Mercantiles o de Bienes Muebles de España.

3. Los modelos se presentarán por duplicado junto con solicitud suscrita por el 
profesional, sea persona física o jurídica, que las utilice o recomiende. En la solicitud se 
hará constar el nombre, apellidos o denominación social, número o cédula de identificación 
fiscal (NIF o CIF), número del código de actividades económicas (CNAE), domicilio o 
establecimiento principal del profesional que efectúa el depósito, así como el nombre, 
apellidos o denominación social de los de su representante si se realiza a través de éste ; y 
denominación identificativa de las condiciones generales de las que se solicita el depósito.

4. También podrá presentar los modelos de condiciones generales cualquier persona 
física o jurídica que se hubiera adherido a algún contrato que las contenga, siempre que 
conste la autorización para ello por el predisponente en el mismo o mediante escrito suscrito 
por él o su representante, que el registrador archivará. Con los mismos requisitos podrá 
efectuar el depósito cualquier entidad legitimada para interponer las acciones colectivas 
declarativa, de cesación o retractación.

5. En caso de falta de conformidad del predisponente, sólo podrán ser objeto de depósito 
las condiciones generales en virtud de ejecutoria de la sentencia firme estimatoria de una 
acción declarativa, de cesación o retractación. Entretanto se tomará anotación preventiva 
de la demanda si el juez, a instancia del interesado, así lo ordena.

6. Cuando se trate de resoluciones judiciales referentes a condiciones generales de la 
contratación, para la presentación deberá acompañarse mandamiento al efecto presentado 
por duplicado que contenga literalmente las condiciones generales afectadas. Uno de los 
ejemplares del mandamiento se devolverá al juez que lo hubiera librado con nota de haberse 
practicado el depósito y el otro se archivará.

7. El registrador practicará asiento de presentación y devolverá uno de los duplicados al 
presentante con nota acreditativa de la presentación efectuada.

8. Si la presentación se hubiera realizado en un Registro no competente, el registrador 
practicará asiento de presentación en su Diario y remitirá el mismo día al registrador de 
destino competente por telecopia, correo electrónico o similar, copia de los modelos 
presentados, lo que hará constar al pie de la solicitud. Por la misma vía el registrador de 
destino acusará recibo en el mismo día o, si éste es inhábil en su Registro, el día siguiente 
hábil y en lo sucesivo se entenderá con el presentante. El registrador de origen consignará 
este acuse de recibo por medio de nota al margen del asiento de presentación en el Libro 
Diario.
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Téngase en cuenta que se declara la nulidad de los incisos destacados de los apartados 3 y 
5 por Sentencia del TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

Artículo 10.  Presentación por vía telemática o en soporte magnético.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrá remitirse directamente a los 

Registros provinciales por vía telemática o en soporte magnético el clausulado de aquellos 
predisponentes que lo hubieren solicitado así al registrador de condiciones generales de la 
contratación correspondiente. Para ello deberá utilizarse una firma electrónica avanzada que 
permita apreciar la identidad del remitente, debidamente certificada, conforme a lo dispuesto 
en el Real Decreto-ley 14/1999, de 17 de septiembre, sobre firma electrónica.

2. De la misma forma podrá el registrador comunicarse con los interesados.

Artículo 11.  Libro de Depósito de Condiciones Generales.
1. El Libro de Depósito de Condiciones Generales será de hojas móviles y deberá 

elaborarse por procedimientos informáticos o sustituirse por ficheros manuales o archivos 
informáticos, en cuyo caso deberán recogerse todas las circunstancias exigidas por la Ley y 
este Reglamento.

2. Los archivos informáticos serán objeto de copias de seguridad diariamente.
3. A cada predisponente se le asignará un número correlativo, a medida que se realicen 

depósitos de condiciones generales suyas. En cada folio, que irá precedido por el número 
asignado al predisponente y subnumerado correlativamente dentro de aquél, se hará constar 
además del nombre del predisponente, el tipo de asiento practicado, denominación o nombre 
identificativo de las condiciones generales, traslado literal de éstas, los datos de 
presentación en el Libro Diario, la fecha del depósito y los datos del legajo o archivo 
informático donde se contengan los modelos.

4. El registrador hará constar al pie del duplicado del modelo los datos del asiento, con 
referencia al folio del Libro de Depósito de Condiciones Generales en que se hubiera 
practicado.

Artículo 12.  Rectificación o modificación de modelos de condiciones generales previamente 
inscritos.

La rectificación o modificación parcial por el predisponente de los modelos de 
condiciones generales ya inscritas, se realizará con los mismos requisitos que el depósito del 
clausulado que se rectifica, pero se hará constar además en el Registro de Condiciones 
Generales de la Contratación por nota al margen del asiento relativo a las condiciones 
generales modificadas.

Artículo 13.  Índice de profesionales.
El registrador de condiciones generales llevará un índice por orden alfabético y por 

procedimientos informáticos en el que se incorporará, al menos, la identificación del 
predisponente y un extracto de los diferentes asientos practicados relativos al mismo en el 
Libro de Depósito de Condiciones Generales, con indicación del libro, folio y asiento de que 
se trate.

Artículo 14.  Actuación profesional del registrador.
1. El registrador, de conformidad con el artículo 11.9 de la Ley, extenderá en todo caso el 

asiento solicitado, previa calificación de la concurrencia de los requisitos establecidos. A 
estos efectos, conforme a las reglas de competencia que establece el artículo 4, verificará en 
el plazo de cinco días hábiles el carácter de condiciones generales de las cláusulas cuyo 
depósito se solicita y la legitimación para solicitarlo.

2. El registrador deberá comprobar la identidad del presentante y si no es el mismo 
predisponente exigirá que acredite debidamente su representación. Tratándose de 
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predisponente persona jurídica, el registrador comprobará la representación orgánica o 
voluntaria de la persona física que intervenga en su nombre.

3. El registrador denegará, en el plazo señalado en el apartado 1, el depósito de las 
condiciones generales en los siguientes casos:

a) Cuando la persona que solicita el depósito no estuviera legitimada para ello o no 
acreditase suficientemente su representación.

b) Cuando se trate de cláusulas contenidas en contratos administrativos, contratos de 
trabajo, contratos de constitución de sociedades, contratos reguladores de relaciones 
familiares o sucesorios.

c) Cuando no sea un profesional el predisponente. La cualidad de profesional se 
acreditará al registrador por cualquier medio admitido en derecho, en particular por el 
certificado de alta a efectos del Impuesto de Actividades Económicas.

d) Cuando de las circunstancias concurrentes resulte que las cláusulas no han sido 
redactadas con la finalidad de ser incorporadas a una pluralidad de contratos. Sin perjuicio 
de que se pueda acreditar de cualquier otra forma aquella finalidad, se entenderá que existe 
cuando se acompañe más de un contrato en el que sí se hubieran incorporado.

4. El registrador suspenderá el depósito de las condiciones generales ilegibles en tanto 
se aclaran sus términos por el predisponente, sin perjuicio de las facultades que en el 
ejercicio de la función jurisdiccional corresponde a jueces y tribunales.

5. La comunicación de la existencia de defectos al presentante se realizará mediante 
telecopia, correo electrónico o procedimiento telemático similar al domicilio señalado en la 
instancia y se hará constar al margen del Libro Diario. Caso de que el presentante careciera 
de medios de recepción telemáticos, la comunicación se hará por escrito y se remitirá por 
correo al citado domicilio, por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción.

Artículo 15.  Persistencia en la utilización de cláusulas nulas.
1. La persistencia en la utilización de cláusulas declaradas judicialmente nulas, por 

acción individual o colectiva, podrá ser objeto de inscripción separada en el Registro de 
Condiciones Generales de la Contratación, mediante el depósito, a instancia de cualquier 
adherente o legitimado para interponer acciones colectivas, del ejemplar de contrato en el 
que aparezcan tales cláusulas, siempre que previamente se haya inscrito la sentencia 
judicial firme de nulidad y se acredite al registrador suficientemente por cualquier medio 
admitido en derecho la persistencia en dicha utilización.

2. Se presumirá que existe persistencia en la utilización cuando los contratos en 
que aquéllas se incorporen tengan fecha posterior a la sentencia, siempre que hayan 
transcurrido tres meses desde la fecha de la inscripción de la sentencia firme en el 
Registro. El registrador comunicará al predisponente la presentación de estos contratos, 
para que en el plazo de siete días hábiles pueda hacer las alegaciones que estime 
conveniente.

3. Una vez acreditada la persistencia en la utilización, el registrador procederá a hacer 
constar la misma en el Registro mediante un asiento a continuación de la inscripción de la 
sentencia, salvo que existan asientos intermedios, en cuyo caso se hará constar a 
continuación de éstos. La persistencia en la utilización de condiciones generales declaradas 
nulas judicialmente podrá ser objeto de ulteriores asientos a medida que se exhiban al 
registrador nuevos contratos en que tales cláusulas se utilicen.

4. Tales asientos sólo podrán ser cancelados con el consentimiento de cada uno de los 
adherentes o legiti mados para interponer las acciones colectivas a cuya instancia se hubiere 
practicado la inscripción o por resolución judicial firme.

5. El registrador de condiciones generales de la contratación comunicará al Ministerio de 
Justicia, en el mismo día que las hubiere practicado, las anotaciones preventivas realizadas 
por persistencia en la utilización de cláusulas nulas.
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Téngase en cuenta se declara la nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia 
TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

Artículo 16.  Conexión entre los Registros provinciales y el Central.
El registrador provincial en cuyo Registro se hubiera verificado la inscripción de las 

condiciones generales, comunicará telemáticamente al registrador central el depósito 
efectuado, por referencia al predisponente, su sector de actividad, hoja, asiento y 
denominación identificativa de las condiciones generales, en el plazo máximo de dos días 
hábiles.

Artículo 17.  Efectos de la inscripción.
1. Las acciones colectivas de cesación y retractación prescriben por el transcurso de dos 

años desde la fecha en que se practicó la inscripción de las condiciones generales cuya 
utilización o recomendación pretenden hacer cesar.

2. (Anulado)
3. Los notarios y los registradores de la propiedad y mercantiles no autorizarán ni 

inscribirán aquellos contratos o negocios jurídicos en los que se pretendan contener o se 
incluyan cláusulas declaradas nulas por abusivas en sentencia inscrita en el Registro de 
Condiciones Generales.

Artículo 18.  Incorporación de condiciones generales depositadas.
(Anulado)

Artículo 19.  Información sobre el contenido del Registro.
1. Todas las personas tienen el derecho a conocer el contenido de los asientos 

registrales.
2. La información sobre los asientos registrales puede tener lugar como publicidad 

formal, que se realizará bajo la responsabilidad y control profesional del registrador que a 
dota de valor jurídico, o a través de publicación periódica de su contenido.

3. La información se facilitará por razón del predisponente o de la materia. Tratándose de 
condiciones generales declaradas judicialmente abusivas por sentencia inscrita, que estén 
comprendidas en la disposición adicional primera de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, podrán también consultarse por razón del 
epígrafe o cláusula, de la 1 a la 29, en la que estuvieran incluidas.

Téngase en cuenta que se declara la nulidad del inciso destacado del apartado 2 por 
Sentencia del TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

Artículo 20.  Publicidad formal, instrumental y continuada.
1. (Anulado)
2. Asimismo dispondrá de medios telemáticos que aseguren la solicitud y recepción por 

esta vía de publicidad formal por cualquier interesado, siempre que al mismo tiempo 
garanticen la imposibilidad de manipulación o televaciado de los datos del Registro.

3. La publicidad formal podrá obtenerse a través de cualquier registrador de la 
propiedad, mercantil o de bienes muebles de España. Los registradores mercantiles 
podrán hacer constar en la publicidad formal que expidan la circunstancia de que la 
sociedad o entidad inscrita ha depositado condiciones generales de sus contratos.

4. Los registradores de condiciones generales dispondrán, a través del Registro Central, 
de una base de datos, con carácter de publicidad instrumental, que estará integrada por un 
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extracto de las condiciones generales depositadas y de las resoluciones judiciales recaídas 
sobre las mismas, que hubieran sido inscritas o anotadas preventivamente en cualquiera de 
los Registros provinciales o en el Registro Central.

El registrador central dará traslado trimestralmente de las modificaciones habidas en la 
base de datos al Consejo de Consumidores y Usuarios y al Instituto Nacional de Consumo, 
para su conocimiento y traslado a los responsables de consumo de las Comunidades 
Autónomas.

5. Los registradores provinciales y central actuarán coordinadamente, formando en 
común la base de datos, a la que podrá accederse telemáticamente desde cualquiera de 
ellos por cualquier persona física o jurídica, pública o privada, si bien aquéllos adoptarán las 
medidas técnicas adecuadas para impedir la manipulación o televaciado del contenido de 
aquélla.

6. Cualquier interesado podrá igualmente solicitar al registrador de condiciones 
generales información continuada sobre esta publicidad instrumental, de manera que pueda 
tener conocimiento inmediato de las condiciones generales depositadas en todos o algún 
sector específico de la contratación, o de las resoluciones judiciales afectantes a aquellas 
que hayan sido anotadas o inscritas en el Registro.

7. Las anotaciones preventivas canceladas por caducidad o por resolución judicial no se 
comprenderán en la base de datos de publicidad instrumental.

Téngase en cuenta se declara la nulidad del inciso destacado del apartado 3 por Sentencia 
del TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

Artículo 21.  Publicación.
(Anulado)

Artículo 22.  Dictamen de conciliación.
1. Previamente a la interposición de las acciones colectivas de cesación, retractación o 

declarativa podrán las partes someter la cuestión ante el registrador provincial de 
condiciones generales de la contratación competente para que, en el plazo de quince días 
hábiles siguientes a la solicitud, dictamine sobre la adecuación de las cláusulas 
controvertidas a la Ley.

2. El dictamen no será vinculante, salvo que las dos partes expresamente lo hicieren 
constar así en la solicitud o cuando del examen realizado se aprecie que alguna 
cláusula está incluida en las previstas en la disposición adicional primera de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

3. El dictamen podrá consistir en proponer a éstas una redacción alternativa de todas o 
algunas de las cláusulas cuestionadas, o en determinar el alcance o interpretación de 
alguna de ellas. El registrador también podrá proponer como suya la redacción alternativa 
sugerida por alguna de las partes.

4. (Anulado)

Téngase en cuenta que se declara la nulidad de los incisos destacados de los apartados 2 y 
el 3 por Sentencia del TS de 12 de febrero de 2002. Ref. BOE-A-2002-6863

Artículo 23.  Recursos.
(Anulado)

Artículo 24.  Aplicación supletoria de los Reglamentos Mercantil e Hipotecario.
(Anulado)

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 39  Reglamento del Registro de Condiciones Generales de la Contratación

– 978 –

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2002-6863
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2002-6863


§ 40

Real Decreto 894/2005, de 22 de julio, por el que se regula el 
Consejo de Consumidores y Usuarios

Ministerio de Sanidad y Consumo
«BOE» núm. 204, de 26 de agosto de 2005

Última modificación: 8 de abril de 2009
Referencia: BOE-A-2005-14550

La Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, 
derecho reconocido como fundamental en el artículo 22 de la Constitución Española, resalta 
la importancia que tienen las asociaciones como instrumento de participación.

Del mismo modo, el artículo 51 de la Constitución Española que recoge los derechos de 
los consumidores y usuarios, establece como principio rector de la política social y 
económica el fomento de las asociaciones de consumidores y usuarios y su audiencia en las 
cuestiones que pudieran afectarles.

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, desarrolla el citado precepto en su artículo 22 y precisa que el Gobierno 
determinará la composición y funciones de un Consejo, como órgano de representación y 
consulta a nivel nacional, integrado por representantes de asociaciones de consumidores y 
usuarios.

En cumplimiento de este mandato, así como del contenido en la disposición final cuarta 
de la Ley 26/1984, de 19de julio, el Real Decreto 825/1990, de 22 de junio, sobre derecho de 
representación, consulta y participación de los consumidores y usuarios a través de sus 
asociaciones, configura el Consejo de Consumidores y Usuarios, cuya estructura y 
funcionamiento han sido posteriormente modificados por el Real Decreto 2211/1995, de 28 
de diciembre, y por el Real Decreto 1203/2002, de 20 de noviembre.

Es, precisamente, la necesaria consolidación de las organizaciones de consumidores y 
usuarios, como interlocutores sociales especialmente cualificados, lo que ha llevado a dicho 
Consejo a una evolución permanente para adaptar sus estructuras y funcionamiento a las 
especiales características que ha venido presentando el panorama asociativo en cada 
momento, así como a la necesidad de dotar sus actuaciones de agilidad y eficacia como 
instrumento imprescindible para paliar las desigualdades del consumidor en las relaciones 
del mercado.

La evolución social y económica, la complejidad de los mercados y la propia evolución 
del derecho de consumo, así como la experiencia acumulada en el funcionamiento del 
Consejo de Consumidores y Usuarios, han hecho que los instrumentos habilitados en las 
disposiciones citadas sean, en estos momentos, poco operativos en orden al efectivo 
ejercicio del derecho de representación, consulta y participación de los consumidores y 
usuarios.

Por ello, la nueva concepción del Consejo requiere una regulación que difiera, en 
determinados aspectos, de la anterior, que le otorgue una estructura interna fuerte, le 
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permita un funcionamiento ágil y reconozca el importante papel que desempeña en el 
contexto actual del consumo y de las demás políticas públicas.

Por las razones expuestas, se ha elaborado este real decreto que regula, 
exclusivamente, el Consejo de Consumidores y Usuarios, frente a la integración de la 
regulación anterior en el Real Decreto 825/1990, de 22 de junio, por el que se regulaban 
otras materias como, por ejemplo, el Registro de asociaciones de consumidores y usuarios.

La nueva regulación no sólo establece con precisión las funciones del Consejo, sino que 
determina, también, la forma de elección y funciones del presidente, del vicepresidente y del 
secretario; establece el número máximo de vocales en doce y enumera sus derechos y 
obligaciones, y regula, también, la estructura y funcionamiento de sus órganos, la 
representación y participación en otros órganos e instituciones y la forma de financiación del 
Consejo.

Asimismo, este real decreto establece una serie de requisitos que habrán de cumplirse 
por parte de las organizaciones para formar parte del Consejo de Consumidores y Usuarios, 
como acreditar las actividades informativas y formativas desarrolladas en los últimos cinco 
años, contar con un número determinado de socios individuales o con una implantación 
territorial suficiente, entre otras cuestiones. La selección se llevará a cabo previa 
convocatoria pública a través de la oportuna orden ministerial.

En la tramitación de esta disposición se ha dado audiencia a las comunidades 
autónomas y al Consejo de Consumidores y Usuarios.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad y Consumo, con la aprobación previa 
del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 22 de julio de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo 1.  Naturaleza y adscripción.
1. El Consejo de Consumidores y Usuarios es el órgano de representación y consulta de 

ámbito nacional de las organizaciones de consumidores y usuarios con implantación estatal.
2. El Consejo de Consumidores y Usuarios ejerce la representación institucional de las 

organizaciones de consumidores y usuarios ante la Administración General del Estado u 
otras entidades y organismos, de carácter estatal o supranacional.

3. El Consejo de Consumidores y Usuarios estará adscrito al Ministerio de Sanidad y 
Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo.

Artículo 2.  Funciones del Consejo de Consumidores y Usuarios.
Son funciones del Consejo de Consumidores y Usuarios:
a) Informar con carácter preceptivo en los casos previstos en el artículo 39.2 del texto 

refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre. Los 
informes sobre disposiciones de carácter general equivaldrán al trámite de audiencia previsto 
en el artículo 24.1 c) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

b) Realizar el seguimiento de las alegaciones e informes emitidos en trámite de 
audiencia por el Consejo de Consumidores y Usuarios, al objeto de evaluar su repercusión y 
efectividad.

c) Proponer y, en su caso, designar a los representantes de las asociaciones y 
cooperativas de consumidores y usuarios en órganos colegiados, organismos o entidades, 
públicas o privadas, de ámbito estatal o supranacional, en los que deban estar 
representadas.

d) Proponer a las Administraciones públicas, a través del Instituto Nacional del Consumo, 
cuantas cuestiones se consideren de interés para los consumidores y usuarios.

Asimismo, formular al Instituto Nacional del Consumo, sin perjuicio de las funciones que 
este tiene encomendadas, cuantas propuestas normativas o de actuación se consideren de 
interés para la defensa de los consumidores y usuarios.

e) Colaborar en cuantas iniciativas públicas se adopten en materia de protección de los 
consumidores y usuarios, prestando su apoyo y asesoramiento, así como emitir cuantos 
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informes le sean solicitados por el Instituto Nacional del Consumo o cualquier otro órgano o 
entidad de la Administración General del Estado, en materia de su competencia.

f) Solicitar información de las Administraciones públicas competentes sobre materias de 
interés general o sectorial que afecten a los consumidores y usuarios.

g) Solicitar, proponer o realizar informes o estudios necesarios para el desarrollo de sus 
funciones.

h) Impulsar la colaboración y diálogo entre asociaciones de consumidores y usuarios y 
cooperativas de consumidores y usuarios de ámbito supraestatal, estatal, autonómico o 
local, así como entre sus órganos de representación.

i) Favorecer el diálogo social, en especial, potenciando la colaboración con las 
organizaciones empresariales y sindicales.

j) Cuantas funciones les sean atribuidas por otras disposiciones.

Artículo 3.  Composición del Consejo de Consumidores y Usuarios.
1. El Consejo de Consumidores y Usuarios estará integrado por un presidente, hasta un 

máximo de 15 vocales en representación de las asociaciones y cooperativas de 
consumidores y usuarios inscritas en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y 
Usuarios, uno de los cuales actuará como vicepresidente, y un secretario.

2. El presidente será designado por los vocales del Consejo por mayoría de dos tercios 
de sus miembros, entre personalidades de reconocido prestigio en la defensa de los 
consumidores y usuarios, a propuesta del Ministro de Sanidad y Consumo. En el caso de no 
alcanzarse dicha mayoría, asumirá la presidencia transitoriamente el director del Instituto 
Nacional del Consumo.

Su nombramiento, que se realizará por el Ministro de Sanidad y Consumo, se publicará 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Serán funciones del presidente:
a) Ejercer la representación del Consejo de Consumidores y Usuarios.
b) Acordar la convocatoria de las sesiones, fijando el orden del día, para lo que tendrá en 

cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miembros formuladas con la suficiente 
antelación.

c) Presidir las sesiones y dirimir con su voto los empates que se produzcan, a los efectos 
de la adopción de acuerdos.

d) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de presidente del Consejo o 
le estén atribuidas por la normativa vigente.

3. El vicepresidente será elegido por y entre los vocales del Consejo, por mayoría de dos 
tercios de sus miembros. El vicepresidente sustituirá al presidente en casos de vacante, 
ausencia, enfermedad u otra causa legalmente establecida, y realizará todas aquellas 
funciones que le sean encomendadas por el presidente o por el Pleno del Consejo para la 
gestión, organización y buen funcionamiento de este.

4. Será secretario del Consejo un funcionario del Instituto Nacional del Consumo 
designado por su presidente, que participará en las deliberaciones del Consejo con voz pero 
sin voto.

El secretario del Consejo desempeñará las siguientes funciones:
a) Convocar las sesiones por orden del presidente y remitir las citaciones a los miembros 

del Consejo.
b) Recibir los actos de comunicación de los miembros con el Consejo y, por tanto, las 

notificaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cualquier otra clase de escritos de los 
que deba tener conocimiento.

c) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones, 
así como expedir certificaciones de las consultas, dictámenes y acuerdos aprobados.

d) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de secretario o le estén 
atribuidas por la normativa vigente.

5. Los vocales del Consejo serán nombrados por el Ministro de Sanidad y Consumo, a 
propuesta del Presidente del Instituto Nacional del Consumo, tras la designación de un vocal 
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titular y un suplente por parte de cada asociación o cooperativa de consumidores y usuarios 
seleccionada para estar representada en el Consejo de Consumidores y Usuarios.

El nombramiento de los vocales del Consejo de Consumidores y Usuarios será publicado 
en el «Boletín Oficial del Estado».

6. La selección de las asociaciones, federaciones, confederaciones y cooperativas de 
consumidores y usuarios para formar parte del Consejo se realizará, de acuerdo con lo 
previsto en los artículos 33.1 y 38.1 del texto refundido de la Ley General de Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, entre las más representativas de las que se hallen 
inscritas en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios.

A estos efectos, seis meses antes de la finalización del mandato del Consejo, se 
procederá por orden del Ministro de Sanidad y Consumo a la convocatoria del 
correspondiente proceso selectivo.

Una vez publicada la convocatoria, las asociaciones interesadas deberán presentar una 
solicitud de participación, que deberá acompañarse de la siguiente documentación:

a) Memoria descriptiva de la estructura organizativa y funcional del concurrente a la 
convocatoria, en la que se comprendan, entre otros, datos referidos a la estructura y gastos 
de personal (incluyendo personal directivo), inmuebles y locales propios o arrendados en 
que se ejerce la actividad e ingresos y gastos de la entidad en los dos últimos años.

b) Certificación del responsable legal de la asociación u organización, acreditativa de 
que, en la fecha de presentación de la solicitud, sigue cumpliendo los requisitos exigidos 
para su inscripción en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios 
conforme al texto refundido de la Ley General de Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias.

El Instituto Nacional del Consumo podrá auditar en cualquier momento el cumplimiento, 
por parte de las organizaciones, de los anteriores requisitos en la forma en que estime 
pertinente. En el caso de comprobarse la no veracidad de los datos aportados y el 
consiguiente incumplimiento de los requisitos exigidos por alguna de las organizaciones, se 
procederá a la exclusión de esta del Consejo de Consumidores y Usuarios.

7. Según el baremo que concrete la orden de convocatoria del proceso selectivo, para la 
valoración de la representatividad de las asociaciones solicitantes se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios:

a) La implantación territorial, para lo que se considerarán los informes sobre 
representatividad de las asociaciones de consumidores y usuarios integradas en las de 
ámbito supraautonómico, presentados a estos efectos por las autoridades de consumo de 
las comunidades autónomas y de las ciudades con Estatuto de Autonomía, conforme a su 
legislación específica y en sus respectivos ámbitos territoriales.

b) El número de socios individuales, que no puede ser inferior a 10.000.
c) La trayectoria en el ámbito de la protección de los consumidores y usuarios, que podrá 

acreditarse en los términos que determine la convocatoria mediante criterios como la 
presencia en órganos de representación y consulta de los consumidores y usuarios, la 
participación en el Sistema Arbitral de Consumo, el ejercicio de acciones judiciales en 
defensa de los intereses generales de los consumidores y usuarios, el mantenimiento de 
servicios de consultas y reclamaciones de los consumidores y usuarios, la realización de 
actividades informativas y formativas en consonancia con los fines atribuidos a estas 
entidades en el artículo 23.1 del texto refundido de la Ley General de Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, o la disposición de un volumen 
mínimo de recursos propios no procedentes de financiación pública.

d) Los programas de actividades a desarrollar que tengan por finalidad la realización de 
actuaciones concretas de información, defensa y protección de los derechos e intereses 
legítimos de los consumidores y usuarios, no contemplados en el párrafo anterior, y que 
sean relevantes por su número, repercusión social o importancia efectiva para los 
consumidores.

Las solicitudes de asociaciones u organizaciones no inscritas en el Registro Estatal de 
Asociaciones de Consumidores y Usuarios no serán admitidas a trámite.
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El Instituto Nacional del Consumo podrá auditar, en cualquier momento y en la forma que 
se estime pertinente, el cumplimiento de la veracidad de los datos aportados para la 
valoración de la representatividad de las asociaciones solicitantes. En el caso de 
comprobarse la no veracidad de los datos aportados por la correspondiente asociación en la 
fecha de la solicitud y durante el mandato del Consejo de Consumidores y Usuarios, se 
procederá a su exclusión del mismo.

8. La solicitud de participación en la citada convocatoria de una federación, 
confederación o unión de asociaciones excluirá la de sus organizaciones asociadas.

9. Las asociaciones, federaciones, confederaciones y cooperativas representadas en el 
Consejo de Consumidores y Usuarios gozarán de los beneficios previstos en la normativa 
vigente para los miembros del Consejo.

Artículo 4.  Derechos y obligaciones de los vocales.
1. Son derechos de los vocales titulares y suplentes del Consejo:
a) Participar con voz y voto en todas las reuniones del Pleno, así como en las reuniones 

de las comisiones técnicas del Consejo que les correspondan, pudiendo exigir, en su caso, 
que quede constancia de los votos particulares que expresen, así como los motivos en que 
se fundamente su oposición al criterio adoptado.

b) Solicitar y acceder a la documentación que obre en poder del Consejo o que, aunque 
no esté en posesión de este, sea preciso pedir para el ejercicio de sus funciones.

c) Disponer, con un plazo de antelación lo más amplio posible, y, en todo caso, no inferior 
a 48 horas, de la convocatoria de las reuniones, del orden del día y de la documentación 
precisa para preparar la reunión.

d) Presentar sugerencias en relación con la actividad del Consejo y proponer al 
presidente la incorporación de cualquier cuestión en el orden del día de las reuniones.

e) Formular ruegos y preguntas
f) Cualesquiera otros derechos reconocidos por la normativa vigente.
2. Son obligaciones de los vocales titulares y suplentes del Consejo:
a) Asistir a las reuniones del Consejo participando de manera activa en los trabajos que 

se desarrollen o encomienden.
b) Presentar, en el plazo acordado, los dictámenes, informes, estudios o mociones que le 

sean solicitados por el Pleno o por el presidente del Consejo.
c) Abstenerse en los debates, en la adopción de acuerdos o en los trabajos del Consejo 

en los que tenga interés personal, directo o indirecto.
d) Guardar secreto sobre las deliberaciones en los debates y trabajos del Consejo.
e) Justificar ante la secretaría del Consejo los gastos ocasionados por la asistencia a 

reuniones y efectuar las correspondientes liquidaciones de dietas.

Artículo 5.  Mandato y cese.
1. El mandato del Consejo y por tanto de sus miembros será de cuatro años a partir de la 

fecha de la publicación de sus respectivos nombramientos en el «Boletín Oficial del Estado».
2. Todas las designaciones realizadas para integrar las comisiones técnicas y la 

presencia exterior del Consejo de Consumidores y Usuarios concluyen con el mandato de 
los miembros de dicho Consejo.

3. El presidente cesará en su cargo por renuncia, expiración del término de su mandato o 
por separación acordada por dos tercios de los vocales miembros del Consejo, por 
incapacidad permanente para el ejercicio del cargo, incumplimiento grave de sus 
obligaciones o condena por delito doloso.

El cese del presidente del Consejo será publicado en el «Boletín Oficial del Estado».
4. El vicepresidente y los vocales del Consejo cesarán en su cargo por renuncia; por 

expiración del término de su mandato; por revocación de su designación por sus respectivas 
organizaciones, la cual se llevará a cabo siempre que exista en la persona del vocal 
incapacidad permanente para el ejercicio del cargo, incumplimiento grave de sus 
obligaciones o condena por delito doloso, o por disolución o exclusión del registro de la 
asociación o cooperativa de consumidores y usuarios que les designó.
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Las circunstancias mencionadas serán comunicadas por escrito al secretario del 
Consejo, junto con la designación, en su caso, de un nuevo vocal, por parte de la asociación 
o cooperativa de consumidores y usuarios.

El cese de los vocales del Consejo, así como las nuevas designaciones, serán 
publicados en el «Boletín Oficial del Estado».

5. En los supuestos previstos en este artículo, el miembro del Consejo que cese en sus 
funciones continuará en ejercicio hasta el nombramiento de la persona que habrá de 
sustituirle. Nombrado sustituto, éste ejercerá sus funciones hasta la expiración del 
correspondiente mandato del Consejo.

Artículo 6.  Funcionamiento.
1. El Consejo de Consumidores y Usuarios contará con los siguientes órganos:
a) El Pleno.
b) Las comisiones técnicas.
2. El Pleno estará constituido por el presidente, el vicepresidente, los vocales y el 

secretario.
El Pleno es el órgano competente para aprobar el régimen de funcionamiento interno del 

Consejo, establecer sus líneas generales de actuación, realizar la previsión anual de gastos 
y aprobar la memoria anual.

Además, desarrollará las funciones previstas en el artículo 2, y aprobará sus dictámenes 
por mayoría, sin perjuicio de la posibilidad de establecer por parte de sus miembros votos 
particulares en un determinado asunto.

El Pleno será el órgano encargado de designar a los presidentes y vocales de las 
comisiones técnicas y dirigir su funcionamiento. Asimismo, podrá convocar a expertos, 
seleccionados por razón de la materia que se vaya a tratar, y a representantes de colectivos 
interesados o afectados por ésta.

El Pleno se reunirá en sesión ordinaria mensualmente, previa convocatoria de su 
presidente, y en sesión extraordinaria, a iniciativa de su presidente o cuando lo soliciten, al 
menos, la mitad de sus miembros.

3. Las comisiones técnicas se crearán a propuesta del presidente con el voto favorable 
de la mayoría de los miembros del Pleno y serán las responsables de analizar las diferentes 
materias que se sometan al Consejo y de elaborar los correspondientes informes o 
dictámenes para su sometimiento al Pleno. Cada comisión técnica deberá ser presidida por 
un vocal del Pleno y sus componentes podrán ser vocales con experiencia en la materia de 
que se trate o expertos propuestos por las asociaciones que tengan representación en el 
Consejo. La secretaría de las comisiones la ejercerá el secretario del Consejo o, por 
delegación, un funcionario del Instituto Nacional del Consumo.

En el seno de las comisiones técnicas, podrá invitarse a participar a representantes de 
los órganos consultivos autonómicos en materia de consumo, cuando se estime conveniente 
dada la materia que se vaya a tratar.

4. El presidente del Consejo, de conformidad con lo establecido en el artículo 2, podrá 
invitar a los representantes de los órganos consultivos autonómicos en materia de consumo, 
como cauce de diálogo e intercambio de información y experiencias.

5. En lo no previsto en este real decreto, el Consejo se regirá por su propio reglamento 
interno de funcionamiento y, en todo caso, por lo dispuesto en el capítulo II del título II de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

6. El Consejo elaborará todos los años un informe memoria sobre el desarrollo de sus 
actividades, en el que, además, se recogerán las sugerencias de dicho órgano en el ámbito 
de su competencia, así como un seguimiento de las alegaciones, dictámenes e informes 
emitidos en el trámite de audiencia, al objeto de evaluar su repercusión efectiva en la 
normativa aprobada. La memoria deberá ser aprobada en los cinco primeros meses del año 
siguiente.
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Artículo 7.  Representación y participación de los miembros del Consejo en otros órganos, 
instituciones u organismos.

1. Al inicio de cada mandato, se procederá a actualizar la representación del Consejo de 
Consumidores y Usuarios en los diferentes órganos en que este tenga representación.

2. Para facilitar una amplia participación en los órganos de representación y contar con la 
presencia de todas las organizaciones de consumidores y usuarios presentes en el Consejo, 
sus miembros podrán presentar tantas candidaturas para los órganos, instituciones u 
organismos, como puestos tenga asignado el propio Consejo.

Serán requisitos de los candidatos que se presenten poseer una formación adecuada 
respecto a la naturaleza del órgano en que se vaya a participar, pertenecer a alguna de las 
organizaciones representadas en el Consejo de Consumidores y Usuarios o mantener algún 
tipo de relación laboral o de servicio con ellas, y contar con la suficiente disponibilidad para 
asistir a las reuniones que sean convocadas.

El Presidente del Consejo, una vez analizado el cumplimiento por parte de las 
candidaturas presentadas de los requisitos establecidos en el párrafo anterior y oídos todos 
los vocales del Consejo, presentará al Pleno una propuesta global de participación de 
representantes del Consejo para todos los órganos u organismos externos, propuesta que 
deberá ser aprobada por el Pleno por mayoría de dos tercios.

Las designaciones de representantes del Consejo tendrán una duración de cuatro años, 
salvo previsión distinta establecida por la normativa reguladora del órgano colegiado u 
organismo.

3. La designación para representar al Consejo en otros órganos lleva implícita para quien 
la ejerza la obligación de mantener informado al Consejo a través de la secretaría del 
Consejo, de las convocatorias de las reuniones, de los órdenes del día, de los trabajos, de 
las actas de las reuniones y de cualquier otro aspecto que se considere relevante, así como 
la obligación de solicitar su opinión previa.

Artículo 8.  Gastos de funcionamiento.
El Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Instituto Nacional del Consumo, 

proveerá al Consejo de los medios necesarios para el cumplimiento de sus funciones.
A tales efectos:
a) El Instituto Nacional del Consumo procederá anualmente al libramiento de los créditos 

necesarios para atender los gastos de funcionamiento del Consejo, con cargo a su propio 
presupuesto, sin que ello implique incremento de gasto.

b) Asimismo, el Ministerio de Sanidad y Consumo dictará las normas precisas para que 
el Instituto Nacional del Consumo preste al Consejo los apoyos técnicos, administrativos y 
logísticos que aquel necesitase para el cumplimiento de sus funciones específicas.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio de representación de los consumidores 
y usuarios.

A partir de la publicación de este real decreto, en un plazo máximo de seis meses se 
procederá a la constitución de un nuevo Consejo de Consumidores y Usuarios de 
conformidad con la nueva estructura, composición y funciones atribuidas en este real 
decreto.

Posteriormente, la constitución del Consejo de Consumidores y Usuarios, en sucesivas 
renovaciones, se llevará a cabo como máximo a los dos meses de la publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» del nombramiento de sus miembros.

En todo caso, frente a cualquier renovación del Consejo, y hasta su constitución efectiva, 
continuará en funciones el Consejo saliente.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogados el capítulo II del Real Decreto 825/1990, de 22 de junio, sobre el 

derecho de representación, consulta y participación de los consumidores y usuarios a través 
de sus asociaciones, en la redacción dada por el Real Decreto 1203/2002, de 20 de 
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noviembre, así como la disposición adicional y las disposiciones transitorias primera y 
segunda.

Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan 
a lo establecido en este real decreto.

Disposición final primera.  Desarrollo normativo.
Se faculta al Ministro de Sanidad y Consumo para adoptar cuantas medidas 

complementarias sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real 
decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 41

Real Decreto 3423/2000, de 15 de diciembre, por el que se regula la 
indicación de los precios de los productos ofrecidos a los 

consumidores y usuarios

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 311, de 28 de diciembre de 2000

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2000-24118

El Real Decreto 2160/1993, de 10 de diciembre, por el que se regula la indicación de 
precios de los productos ofrecidos a los consumidores y usuarios, así como las Directivas 
79/581/CEE, de 19 de junio, modificada por la 88/315/CEE, y la Directiva 88/314/CEE, de 7 
de junio, incorporadas a nuestro ordenamiento jurídico nacional por dicho Real Decreto, 
establecen un estrecho vínculo entre la normalización de los envases y la indicación de 
precios, ya que se pensó que una política en favor de las gamas podía ser una alternativa a 
la indicación del precio por unidad de medida, siempre que la comparación de los precios se 
viera igualmente facilitada.

La experiencia de estos años ha demostrado lo difícil que resulta mantener esta 
conexión y a la vez, facilitar una información transparente a los consumidores sobre los 
precios, por este motivo se ha aplazado en dos ocasiones la entrada en vigor de la 
obligación de indicar el precio por unidad de medida para los productos envasados en 
cantidades preestablecidas cuya última referencia podemos citar el Real Decreto 865/1998, 
de 8 de mayo, por el que se aplaza hasta el 18 de marzo del año 2000 la entrada en vigor de 
lo establecido en la disposición transitoria única del Real Decreto 2160/1993, de 10 de 
diciembre, por el que se regula la indicación de precios de los productos ofrecidos a los 
consumidores y usuarios.

En consecuencia, se ha llevado a cabo una revisión de la normativa actual con el fin de 
simplificarla, mediante la supresión del vínculo que existía entre la indicación del precio por 
unidad de medida y las gamas y, a la vez, permitir a los Estados miembros disponer de la 
posibilidad de exención del precio por unidad de medida para los casos en que es necesario 
tener en cuenta las características de la realidad socioeconómica nacional, los hábitos de 
consumo y los productos afectados, y así se ha adoptado la Directiva 98/6/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero, relativa a la protección de los 
consumidores en materia de indicación de precios de los productos ofrecidos a los 
consumidores, que deroga las Directivas 79/581/CEE y 88/314/CEE.

La obligación de indicar el precio de venta y el precio de unidad de medida contribuye de 
manera notable a la mejora de la información de los consumidores, ya que de esta forma se 
les da óptimas posibilidades para evaluar y comparar el precio de los productos y permitirles, 
por tanto, elegir con mayor conocimiento de causa sobre la base de comparaciones simples.
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Con esta disposición se establece una obligación general de indicar el precio de venta y 
el precio por unidad de medida a la vez, para todos los productos, tanto si se trata de 
productos alimenticios como no alimenticios.

Asimismo, dispone de la posibilidad de exenciones del precio por unidad de medida 
cuanto esta indicación no ofrezca ninguna información útil a los consumidores.

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, define lo que se entiende por consumidor y establece en su artículo 13 que los 
productos puestos a disposición de los consumidores deben incorporar o llevar consigo una 
información veraz, eficaz y suficiente sobre sus características esenciales y entre ellas se 
menciona la indicación del precio de los productos.

La incorporación al ordenamiento jurídico interno de lo dispuesto en la Directiva 98/6/CE, 
de 26 de febrero, se lleva a cabo por el presente Real Decreto.

En la tramitación del presente Real Decreto se han recabado los informes pertinentes del 
Consejo de Consumidores y Usuarios y de las organizaciones empresariales, habiendo 
emitido su informe preceptivo la Comisión Interministerial para la Ordenación Alimentaria.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Sanidad y Consumo, de Agricultura, Pesca 
y Alimentación, de Economía y de Ciencia y Tecnología, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 15 de diciembre 
de 2000,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto y ámbito.
1. El presente Real Decreto tiene por objeto regular la indicación del precio de venta y 

del precio por unidad de medida de los productos ofrecidos por los comerciantes a los 
consumidores, a fin de mejorar la información de los consumidores y facilitar la comparación 
de los precios.

2. Sin perjuicio de la normativa específica, no se aplicará esta disposición a:
a) Los productos suministrados con ocasión de una prestación de servicios.
b) Las ventas en subasta pública.
c) Las antigüedades y las obras de arte.
3. En cuanto a los medicamentos, se estará a lo dispuesto en el artículo 19.3 de la Ley 

25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento.

Artículo 2.  Definiciones.
A efectos del presente Real Decreto se entiende por:
a) «Precio de venta»: el precio final de una unidad del producto o de una cantidad 

determinada del producto, incluidos el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) y todos los 
demás impuestos.

b) «Precio por unidad de medida»: el precio final, incluidos el IVA y todos los demás 
impuestos, por un kilogramo, un litro, un metro, un metro cuadrado o un metro cúbico del 
producto o una unidad de producto, o, con respecto a los productos especificados en el 
anexo II, la cantidad establecida en dicho anexo. Teniendo en cuenta que se puede emplear 
sólo una unidad de medida para cada categoría de productos.

c) «Producto vendido a granel»: el producto que no haya sido envasado previamente y 
se mida en presencia del consumidor.

d) «Comerciante»: cualquier persona física o jurídica que venda u ofrezca en venta 
productos al consumidor dentro del marco de su actividad comercial o profesional.

e) «Consumidor»: se entenderá por consumidor lo definido en el artículo primero, 
apartados 2 y 3, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios.

f) «Antigüedades»: los bienes muebles útiles u ornamentales, excluidas las obras de arte 
y los objetos de colección, que tengan más de cien años de antigüedad y cuyas 
características originales fundamentales no hubieran sido alteradas por modificaciones 
efectuadas durante los cien últimos años.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 41  Indicación de los precios de los productos ofrecidos a los consumidores y usuarios

– 988 –



g) «Obras de arte»:
1.º Las pinturas, dibujos y pinturas al pastel, incluidas las reproducciones, realizadas 

totalmente a mano, con exclusión de los artículos manufacturados decorados a mano y de 
los dibujos industriales.

2.º Las litografías, grabados y estampas firmadas y numeradas por el artista y obtenidas 
por medio de piedras litográficas, planchas u otras superficies grabadas totalmente 
ejecutadas a mano.

3.º Las obras originales de arte estatutario y escultórico, con exclusión de las 
reproducciones en serie de las obras de artesanía de carácter comercial.

h) «Producto de fantasía»: producto que por su creatividad y originalidad no le hace 
comparable con otros, en relación con la motivación de compra del consumidor.

Artículo 3.  Indicación de los precios y excepciones.
1. Se indicará el precio de venta en todos los productos ofrecidos por los comerciantes a 

los consumidores.
2. Se indicará el precio por unidad de medida en:
a) Todos los productos que deban llevar una indicación de la cantidad a cuya magnitud 

deberán referirse.
b) Los productos comercializados por unidades o piezas, utilizándose en este caso el 

uno como referencia de la unidad.
3. No obstante lo anterior, no se indicará el precio por unidad de medida:
a) Cuando éste sea idéntico al precio de venta.
b) En los productos relacionados en el anexo I.
4. Respecto de los productos vendidos a granel, deberá indicarse únicamente el precio 

por unidad de medida.
5. En todas las formas de publicidad que mencionen el precio de venta de los productos 

a que se refiere el apartado 1 se indicará también el precio por unidad de medida, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo.

Artículo 4.  Características y presentación de los precios.
1. El precio de venta y el precio por unidad de medida deberán ser:
a) Inequívocos, fácilmente identificables y claramente legibles, situándose en el mismo 

campo visual.
b) Visibles por el consumidor sin necesidad de que éste tenga que solicitar dicha 

información.
2. Los precios vendrán expresados, al menos, en pesetas, en cuanto subdivisión del 

euro, hasta el 31 de diciembre del año 2001, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 35 de 
la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre introducción del euro.

3. En los casos en que las disposiciones requieran la indicación del peso neto y del peso 
neto escurrido de determinados productos envasados previamente, bastará la indicación del 
precio por unidad de medida del peso neto escurrido.

Artículo 5.  Inspección.
La vigilancia e inspección de cuanto se establece en el presente Real Decreto se llevará 

a cabo en los lugares de venta al consumidor final y se realizará por los órganos de las 
Comunidades Autónomas competentes en materia de protección al consumidor.

Artículo 6.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones a lo dispuesto en la presente disposición serán sancionadas de acuerdo 

con lo previsto en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, en el artículo 68 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación 
del Comercio Minorista, y en el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se 
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regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la 
producción agro-alimentaria.

Disposición transitoria única.  Período transitorio.
Las Comunidades Autónomas podrán establecer un período transitorio a partir de la 

fecha de entrada en vigor para la indicación del precio por unidad de medida, a los productos 
envasados previamente en cantidades preestablecidas comercializados por pequeños 
comercios al por menor en donde la venta se realice con vendedor que atienda 
personalmente al cliente y que sirva los productos, así como en la venta ambulante.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 2160/1993, de 10 de diciembre, por el que se regula la 

indicación de precios de los productos ofrecidos a los consumidores y usuarios.

Disposición final primera.  Desarrollo.
Se faculta a la Ministra de Sanidad y Consumo, previo informe de los Ministerios de 

Economía, de Ciencia y Tecnología y de Agricultura, Pesca y Alimentación, según proceda 
en el ámbito de sus respectivas competencias, para dictar las normas necesarias de 
modificación de los anexos del presente Real Decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Quedan exceptuados de la indicación del precio por unidad de medida:
a) Los productos que se comercializan en cantidades inferiores a 50 g o ml.
b) Los productos de diferente naturaleza que se vendan en un mismo envase y no se 

comercialicen individualmente productos iguales a los que lo forman.
c) Los productos que se comercialicen mediante venta automática.
d) Porciones individuales de helado.
e) Los vinos de mesa con indicación geográfica y los vinos con denominación de origen.
f) Las bebidas espirituosas con denominación geográfica.
g) Los productos alimenticios de fantasía.

ANEXO II
Teniendo en cuenta las particularidades de venta de cada producto y sin perjuicio de lo 

establecido en el artículo 2, se considera que:
a) En el caso de los huevos la unidad de medida se considerará la docena.
b) En los complementos alimenticios la unidad de medida se referirá a 100 g o 100 ml.
c) En los detergentes destinados al uso doméstico para el lavado de ropa en máquinas 

automáticas, la unidad de medida se referirá a la cantidad necesaria para un lavado en 
condiciones normales de suciedad y dureza del agua de 25 grados franceses.

d) En el tabaco de pipa la unidad de medida se considerará 100 g.
e) En los productos cosméticos la unidad de medida se referirá a 100 g o 100 ml.
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§ 42

Real Decreto 515/1989, de 21 de abril, sobre protección de los 
consumidores en cuanto a la información a suministrar en la compra-

venta y arrendamiento de viviendas

Ministerio de Sanidad y Consumo
«BOE» núm. 117, de 17 de mayo de 1989

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1989-11181

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, consagra como un derecho básico de los consumidores y usuarios «la información 
correcta sobre los diferentes productos o servicios» y la educación o divulgación para facilitar 
el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute [artículo 2.1, d)], señalando 
expresamente que éste, junto con los demás derechos de los consumidores y usuarios, 
serán protegidos prioritariamente cuando guarden relación directa con productos o servicios 
de uso común, ordinario y generalizado (artículo 2.2).

La vivienda constituye en la actualidad uno de estos productos de uso ordinario y 
generalizado. Su utilización mediante compra o en arrendamiento, constituye una actividad 
no sólo cotidiana, sino de gran trascendencia en la vida del consumidor. La propia Ley 
26/1984, parece entenderlo como se desprende del hecho significativo de la mención 
expresa a la vivienda en tres de sus artículos que son: Los artículos 5.2, j), 10.1, c), y 13.2 
en los que se tratan aspectos como los materiales de construcción, gastos que pueden 
repercutir en el comprador y documentación a entregar en la adquisición de una vivienda.

El presente Real Decreto, surge así ante la necesidad de regular de forma sistemática un 
aspecto de especial trascendencia para el consumidor o usuario, como es la información que 
ha de serle suministrada en la adquisición o arrendamiento de una vivienda.

Asimismo, y de acuerdo con Io establecido en el artículo 22 de la citada Ley 26/1984, de 
19 de julio, han sido oídos en consulta, tanto las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, 
como de Empresarios relacionados con este sector.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Sanidad y Consumo, de acuerdo con el Consejo 
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 21 de abril 
de 1989,

DISPONGO:

Artículo 1.  
1. El presente Real Decreto es de aplicación a la oferta, promoción y publicidad que se 

realice para la venta o arrendamiento de viviendas que se efectúe en el marco de una 
actividad empresarial o profesional, siempre que aquellos actos vayan dirigidos a 
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consumidores, conforme a los términos del artículo primero, apartados 2 y 3, de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

A los efectos de este Real Decreto se consideran arrendamientos los que se hallan 
sujetos a la Ley de Arrendamientos Urbanos.

2. Este Real Decreto no será de aplicación a las ventas que se efectúen mediante 
subasta pública, judicial o administrativa.

Artículo 2.  
Sin perjuicio del cumplimiento de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 

Publicidad, toda oferta, promoción y publicidad dirigida a la venta o arrendamiento de 
viviendas se ajustará a las verdaderas características, condiciones y utilidad de la vivienda 
expresando siempre si la misma se encuentra en construcción o si la edificación ha 
concluido.

Artículo 3.  
1. La oferta, promoción y publicidad dirigida a la venta o arrendamiento de viviendas se 

hará de manera que no induzca ni pueda inducir a error a sus destinatarios, de modo tal que 
afecte a su comportamiento económico, y no silenciará datos fundamentales de los objetos 
de la misma.

2. Los datos, características y condiciones relativas a la construcción de la vivienda, a su 
ubicación, servicios e instalaciones, adquisición, utilización y pago que se incluyan en la 
oferta, promoción y publicidad serán exigibles aun cuando no figuren expresamente en el 
contrato celebrado.

Artículo 4.  
Quienes realicen las actividades sujetas a este Real Decreto deberán tener a disposición 

del público, y en su caso, de las autoridades competentes, la información siguiente:
1. El nombre o razón social, domicilio y, en su caso, los datos de la inscripción en el 

Registro Mercantil, del vendedor o arrendador.
2. Plano general del emplazamiento de la vivienda y plano de la vivienda misma, así 

como descripción y trazado de las redes eléctrica, de agua, gas y calefacción y garantías de 
las mismas, y de las medidas de seguridad contra incendios con que cuente el inmueble.

3. Descripción de la vivienda con expresión de su superficie útil, y descripción general 
del edificio en el que se encuentra, de las zonas comunes y de los servicios accesorios.

4. Referencia a los materiales empleados en la construcción de la vivienda, incluidos los 
aislamientos térmicos y acústicos, y del edificio y zonas comunes y servicios accesorios.

5. Instrucciones sobre el uso y conservación de las instalaciones que exijan algún tipo de 
actuación o conocimiento especial y sobre evacuación del inmueble en caso de emergencia.

6. Datos identificadores de la inscripción del inmueble en el Registro de la Propiedad o 
expresión de no hallarse inscrito en el mismo.

7. Precio total o renta de la vivienda y servicios accesorios y forma de pago.

Artículo 5.  
1. Cuando se promocionen viviendas para su venta se tendrá a disposición del público o 

de las autoridades competentes, además:
1. Copia de las autorizaciones legalmente exigidas para la construcción de la vivienda y 

de la cédula urbanística o certificación acreditativa de las circunstancias urbanísticas de la 
finca, con referencia al cumplimiento de las operaciones reparcelatorios o compensatorias, 
así como de la licencia o acto equivalente para la utilización u ocupación de la vivienda, 
zonas comunes y servicios accesorios.

2. Estatutos y normas de funcionamiento de la Comunidad de Propietarios, en su caso, 
así como información de los contratos de servicios y suministros de la comunidad.

Si la Comunidad de Propietarios ya está funcionando se facilitará un extracto de cuentas 
y obligaciones de la vivienda objeto de la venta.
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3. Información en cuanto al pago de los tributos de todas clases que graven la propiedad 
o utilización de la vivienda.

4. Forma en que está previsto documentar el contrato con sus condiciones generales y 
especiales, haciendo constar de modo especialmente legible lo siguiente:

a) Que el consumidor no soportará los gastos derivados de la titulación que 
correspondan legalmente al vendedor.

b) Los artículos 1.280, 1.º y 1.279 del Código Civil.
c) El derecho a la elección de Notario que corresponde al consumidor, sin que éste 

pueda imponer Notario que, por su competencia territorial carezca de conexión razonable 
con alguno de los elementos personales o reales del negocio.

5. En el caso de que la vivienda o las zonas comunes o elementos accesorios no se 
encuentren totalmente edificados se hará constar con toda claridad la fecha de entrega y la 
fase en que en cada momento se encuentra la edificación.

6. Cuando se trate de primera transmisión se indicará el nombre y domicilio del 
Arquitecto y el nombre o razón social y domicilio del constructor.

Artículo 6.  
1. La información será especialmente detallada y clara en cuanto al precio de venta, 

debiéndose tener a disposición del público y de las autoridades competentes una nota 
explicativa que contendrá los siguientes datos:

1.° Precio total de la venta, que se entenderá, que incluyen en su caso, los honorarios de 
Agente y el IVA, si la venta se halla sujeta a este impuesto. En otro caso se indicará la cuota 
que corresponda por el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados.

2.° Forma de pago.–En el caso de preverse aplazamientos se indicará el tipo de interés 
aplicable y las cantidades que corresponderá abonar por principal e intereses y fecha de 
vencimiento de unos y otros.

3.° Medios de pago admisibles para las cantidades aplazadas.
4.° Si se prevé la subrogación del consumidor en alguna operación de crédito no 

concertada por él, con garantía real sobre la propia vivienda se indicará con claridad el 
Notario autorizante de la correspondiente escritura, fecha de esta, datos de su inscripción en 
el Registro de la Propiedad y la responsabilidad hipotecaria que corresponde a cada 
vivienda, con expresión de vencimientos y cantidades.

5.° Garantías que deberá constituir el comprador por el precio o la parte de él, aplazado.
2. En la nota explicativa se hará constar que del impone total de la venta se deducirá 

cualquier cantidad entregada a cuenta por el adquirente o por cuenta del adquirente antes de 
la formalización de la operación.

Artículo 7.  
En el caso de que la vivienda no se encuentre totalmente terminada se deberá tener a 

disposición del público y de las autoridades competentes copia del documento o documentos 
en los que se formalizan las garantías entregadas a cuenta según la Ley 57/1968, de 27 de 
julio.

Artículo 8.  
Cuando se entreguen folletos o documentos similares se harán constar siempre en los 

mismos, al menos, los datos sobre ubicación y los contenidos en los números 1, 3, 4, 6 y 7 
del artículo cuarto y los de los artículos 6.° y 7.°, con indicación del período de validez que 
tienen las menciones expresadas. También se harán constar los lugares en los que se 
encuentra a disposición del público, la información a que se refieren los artículos anteriores.
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Artículo 9.  
A la firma del contrato todo adquirente de vivienda comprendido en el ámbito de 

aplicación del presente Real Decreto tiene derecho a recibir a costa del vendedor copia de 
los documentos a que se refieren los artículos anteriores.

Artículo 10.  
Los documentos contractuales de compra-venta o arrendamiento de viviendas deberán ir 

redactados con la debida claridad y sencillez, sin referencia o remisión a textos o 
documentos que no se faciliten previa o simultáneamente a la celebración del contrato.

Igualmente deberán responder a los principios de buena fe y justo equilibrio de las 
contraprestaciones, lo que, entre otras, implica la prohibición de inclusión de cláusulas que:

A) No reflejen con claridad u omitan, en los casos de pago diferido, la cantidad aplazada, 
el tipo de interés anual sobre los saldos pendientes de amortización y las condiciones de 
amortización de los créditos concedidos y las cláusulas que de cualquier forma faculten al 
vendedor a incrementar el precio aplazado durante la vigencia del contrato.

B) Impongan un incremento del precio por servicios, accesorios, financiación, 
aplazamientos, recargos, indemnizaciones o penalizaciones que no correspondan a 
prestaciones adicionales efectivas que puedan ser libremente aceptadas o rechazadas por el 
comprador o arrendatario con independencia del contrato principal. A tales efectos:

1. Las reformas de obra motivadas en causas diligentemente no previsibles en el 
momento de la aprobación de los proyectos de urbanización o construcción que hayan de 
originar modificación del precio estipulado, serán previamente comunicadas a los 
adquirentes quienes deberán dar su conformidad a la cuantía exacta que la reforma 
produzca.

2. Las reformas que propongan los adquirentes serán asimismo objeto de formalización 
documental que contendrá sucinta descripción de su contenido y concretas repercusiones 
que deriven en el precio y plazo de entrega que hubiesen sido pactados.

C) Supongan la repercusión al comprador o arrendatario de fallos, defectos o errores 
administrativos o bancarios que no los sean directamente imputables.

D) Impongan, en la primera venta de viviendas, la obligación de abonar los gastos 
derivados de la preparación de la titulación que por Ley o por naturaleza corresponden al 
vendedor (obra nueva, propiedad horizontal, hipotecas para financiar su construcción o su 
división o cancelación).

Artículo 11.  
1. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a otros Departamentos 

Ministeriales, dentro de sus atriuciones específicas, el incumplimiento de cualquiera de los 
preceptos contenidos en la presente disposición se considerará infracción en materia de 
protección al consumidor, de acuerdo con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 26/1984, 
de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, cuya tipificación 
específica se contempla en los artículos 3.° y 5.° del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, 
que regula las infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la 
producción agroalimentaria.

2. Las infracciones a que se refiere el presente artículo se calificarán como leves, graves 
y muy graves, atendiendo a los criterios establecidos en el artículo 35 de la Ley 26/1984, de 
19 de julio, así como en los artículos 6.°, 7.° y 8.º del Real Decreto 1945/1983, de 22 de 
junio.

3. Las infracciones a que se refiere el presente Real Decreto serán sancionadas con 
multa, de acuerdo con la graduación establecida en el artículo 36 de la Ley 26/1984, de 19 
de julio.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.  
La publicidad, promoción y oferta de viviendas de protección oficial se regirán por las 

correspondientes normas de su legislación específica y, en lo no previsto en ella, por lo 
dispuesto en el presente Real Decreto.

Segunda.  
Lo establecido en este Real Decreto será de aplicación supletoria respecto de las 

Comunidades Autónomas que estatutariamente hayan asumido la competencia plena sobre 
la defensa de los consumidores y usuarios, excepto los artículos 3.º, apartado 2, y 10, que 
tendrán vigencia en todo el Estado, en virtud de lo dispuesto en la regla 8.º del artículo 
149.1, de la Constitución Española.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
La venta o arrendamiento de viviendas construidas y habitadas en el momento de la 

entrada en vigor del presente Real Decreto se ajustarán a las exigencias contenidas en el 
mismo, excepto los artículos 4.° 2, en cuanto se refiere al trazado de las instalaciones de los 
servicios y el artículo 5.° 1, 1).

A los efectos del presente Real Decreto, la venta precedida de la reforma completa o 
rehabilitación de la vivienda se considerará primera transmisión.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en la presente disposición.

DISPOSICIÓN FINAL
Este Real Decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación.
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§ 43

Real Decreto 1468/1988, de 2 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de etiquetado, presentación y publicidad de los 
productos industriales destinados a su venta directa a los 

consumidores y usuarios

Ministerio de Sanidad y Consumo
«BOE» núm. 294, de 8 de diciembre de 1988

Última modificación: 3 de octubre de 1989
Referencia: BOE-A-1988-28089

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» de 24 de julio, establece entre otros el 
derecho básico de los consumidores y usuarios a una información correcta sobre los 
diferentes productos puestos a su disposición en el mercado, a fin de facilitar el necesario 
conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute.

La inexistencia, en la actualidad, de una norma que, con carácter general, establezca el 
contenido y requisitos mínimos exigibles en el etiquetado, presentación y publicidad de los 
productos industriales susceptibles de uso y consumo, similar a la aprobada por Real 
Decreto 1122/1988, de 23 de septiembre, para productos alimenticios envasados, permite 
que el consumidor o usuario no tenga, en algunos casos, un conocimiento suficiente de las 
características esenciales y de los posibles riesgos que pudieran originar como 
consecuencia de una incorrecta o indebida manipulación de los productos que adquiere.

De otra parte, la presencia progresiva en el mercado nacional de productos de 
importación, en cuyas etiquetas aparecen, con gran frecuencia, expresiones en idiomas 
extranjeros sin las oportunas traducciones a la lengua española oficial del Estado, impiden, 
en general, una adecuada información y conocimiento suficiente por parte de los usuarios.

Por todo ello, se considera oportuna la regulación genérica del etiquetado, presentación 
y publicidad de los productos industriales de uso y consumo directo, haciendo expresa 
exclusión de aquellos cuyas características o régimen jurídico propio no hacen aconsejable 
su regulación por la presente disposición, y estableciendo la obligatoriedad de que tanto los 
datos de identificación, como los folletos informativos que se ofrecen al público 
conjuntamente con productos cuyo funcionamiento o características resulten más o menos 
complejas, sean fácilmente comprensibles para que cumplan la misión a la que están 
destinados, además de permitir que el consumidor realice un correcto uso de lo que adquiere 
y con las debidas garantías de seguridad.

El presente Real Decreto se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 39.1 de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios que, en 
conexión con las previsiones contenidas en el artículo 3.° de la misma autoriza a la 
Administración del Estado para aprobar los reglamentos sobre etiquetado, presentación y 
publicidad de los productos destinados al consumo.
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Por lo demás, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la citada Ley 26/1984, 
de 19 de julio, en el trámite de la norma han sido oídas en consulta tanto las Asociaciones de 
Consumidores y Usuarios como los Empresarios, relacionados con este sector y de 
conformidad con el procedimiento de información en materia de normas y reglamentaciones 
técnicas establecido en la Comunidad Económica Europea, mediante Directiva 83/189/CEE, 
del Consejo, de 28 de marzo, ésta ha ido informada favorablemente por la Comisión.

En su virtud, oídos las Asociaciones de Consumidores y Usuarios y los sectores 
empresariales afectados, a propuesta del Ministro de Sanidad y Consumo, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 2 de 
diciembre de 1988,

D I S P O N G O :

Artículo único.  
Se aprueba el Reglamento de Etiquetado, Presentación y Publicidad de los Productos 

Industriales Destinados a su Venta Directa a los Consumidores y Usuarios, con el carácter 
de norma básica, en virtud de la habilitación conferida al Estado por la  regla I del artículo 
149.1 de la Constitución, por lo que se refiere a los artículos 6.º, 7.º, en sus apartados 5 y 7 , 
y artículo 8.º,  apartado 1. Los demás preceptos regirán, con carácter supletorio, para las 
Comunidades Autónomas que estatutariamente hayan asumido la competencia plena sobre 
defensa de los consumidores y usuarios, excepto los artículos 2.º y 4.º, que tendrán vigencia 
en todo el Estado, en virtud de lo dispuesto en la regla 10 del artículo 149.1 de la 
Constitución Española.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
Durante el plazo de doce meses siguientes a la entrada en vigor del presente Real 

Decreto podrán utilizarse las etiquetas que cumplan con las disposiciones vigentes en el 
momento de dicha entrada en vigor, ampliándose en dos años más para los productos 
existentes en almacenes o detallistas en la fecha de publicación de este Reglamento, 
debidamente identificados.

DISPOSICIÓN FINAL
Se faculta a los Ministros de Sanidad y Consumo, Economía y Hacienda e Industria y 

Energía, para que en el ámbito de sus competencias dicten las normas complementarias que 
desarrollen este Real Decreto.

REGLAMENTO DE ETIQUETADO, PRESENTACION Y PUBLICIDAD DE LOS 
PRODUCTOS INDUSTRIALES DESTINADOS A SU VENTA DIRECTA A LOS 

CONSUMIDORES Y USUARIOS

TITULO PRIMERO
Objeto de la norma y ámbito de aplicación

Artículo 1.  
El presente Reglamento tiene por objeto regular el etiquetado de los productos 

industriales dispuestos para su venta directa al consumidor, en el mercado interior, tanto 
envasados como sin envasar, así como su presentación, incluida la forma de exposición y 
publicidad de los mismos.

Artículo 2.  
Los productos procedentes de un Estado miembro de la Comunidad Económica Europea 

o firmante del Acuerdo de Ginebra sobre obstáculos técnicos al comercio de 12 de abril de 
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1979, legalmente comercializados en éste, se presumirá satisfacer las exigencias en materia 
de etiquetado del presente Reglamento, si su etiqueta o presentación asegura una 
información suficiente al consumidor en castellano y no le induce a error.

Artículo 3.  
Quedan excluidos del cumplimiento de las disposiciones sobre etiquetado de la presente 

norma los siguientes productos:
– Cosméticos y productos sanitarios.
– Productos farmacéuticos.
– Productos alimenticios.
– Productos artesanos.
– Los productos considerados como obras de arte o antigüedades.
– Todos aquellos productos industriales que tengan normativa específica en esta 

materia.

Artículo 4.  
Los productos industriales destinados exclusivamente a la exportación a países no 

miembros de la Comunidad Económica Europea y que no cumplan las disposiciones 
vigentes para su comercialización y venta en el mercado interior, deberán estar identificados 
de forma inequívoca para evitar su consumo en el mercado nacional.

TITULO II
Definiciones

Artículo 5.  
Para los fines de esta norma se entenderá por:
5.1 Productos industriales: Todo bien, artículo u objeto de carácter duradero o fungible 

que, siendo resultado de un proceso industrial, esté destinado para su venta directa a los 
consumidores o usuarios o a través de su comercialización en establecimientos minoristas.

5.2 Consumidores o usuarios: Las personas físicas o jurídicas que adquieren, utilizan o 
disfrutan, como destinatarios finales, productos, bienes, artículos u objetos cualquiera que 
sea la naturaleza pública o privada, individual o colectiva de quienes lo producen, faciliten, 
suministren o expidan.

No tendrán la consideración de consumidor o usuario quienes sin constituirse en 
destinatarios finales, adquieran, almacenen, utilicen o consuman productos industriales, con 
el fin de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o 
prestación a terceros.

5.3 Etiqueta: Toda leyenda, marca, imagen u otro elemento o signo descriptivo o gráfico, 
escrito, impreso, estampado, litografiado, marcado, grabado en relieve, huecograbado, 
adherido o sujeto al envase o sobre el propio producto industrial.

5.4 Etiquetado: Toda información escrita, impresa o gráfica relativa a un producto 
industrial, que preceptivamente debe acompañar a este cuando se presenta para la venta al 
consumidor.

5.5 Publicidad: Toda forma de comunicación realizada por una persona física o jurídica, 
pública o privada, en el ejercicio de una actividad comercial, industrial, artesanal o 
profesional, con el fin de promover de forma directa o indirecta la contratación de bienes 
muebles o inmuebles, servicios, derechos y obligaciones.

5.6 Envase: Todo tipo de recipientes (incluidos los paquetes, las envolturas y demás), 
que contiene un producto industrial para su venta como un artículo individualizable al que 
cubra total o parcialmente.

5.7 Lote de fabricación: Toda cantidad de productos industriales producidos en 
condiciones esencialmente iguales durante un período determinado de tiempo.
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5.8 Productos artesanos: A los exclusivos efectos de esta disposición se considerarán 
como productos artesanos a aquellos que hayan sido fabricados por personas físicas o 
jurídicas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que la actividad que realicen figure en el correspondiente repertorio de oficios 
artesanos.

b) Que la actividad desarrollada sea de carácter preferentemente manual o cuando 
menos individualizada, sin que pierda tal carácter por el empleo de utillaje o maquinaria 
auxiliar.

c) Que el número de trabajadores no familiares, empleados con carácter permanente, no 
exceda de diez, excepción hecha de los aprendices alumnos.

TITULO III
Principios generales

Artículo 6.  
El etiquetado, la presentación y la publicidad de los productos industriales objeto de uso 

y consumo directo y regulados por el presente Reglamento estarán sujetos a los siguientes 
principios:

6.1 Todos los productos puestos a disposición de los consumidores y usuarios deberán 
incorporar, llevar consigo o permitir de forma cierta y objetiva una información eficaz, veraz y 
suficiente sobre sus características esenciales.

6.2 No dejarán lugar a dudas respecto de la verdadera naturaleza del producto.
6.3 No inducirán a error o engaño por medio de inscripciones, signos, anagramas o 

dibujos.
6.4 No se omitirán o falsearán datos de modo que con ello pueda inducirse a error o 

engaño al consumidor o propicien una falsa imagen del producto.
6.5 No contendrán indicaciones, sugerencias o formas de presentación que puedan 

suponer confusión con otros productos.
6.6 Declararán la calidad o calidades del producto o de sus elementos en base a normas 

específicas de calidad, cuando dichas normas existan.
6.7 Advertirán de la peligrosidad que tiene el producto o sus partes integrantes, cuando 

de su utilización pudieran resultar riesgos previsibles.

TITULO IV
Información obligatoria del etiquetado y rotulación

Artículo 7.  
Los datos mínimos exigibles que necesariamente deberán figurar en el etiquetado de los 

productos industriales que lleguen al consumidor, a fin de asegurarle una información 
suficiente, serán los siguientes:

7.1 Nombre o denominación usual o comercial del producto, que será aquel por el que 
sea conocido con el fin de que pueda identificarse plenamente su naturaleza, distinguiéndole 
de aquellos con los que se pueda confundir salvo para los productos que razonablemente 
sean identificables.

7.2 Composición: Este dato debe hacerse figurar en la etiqueta cuando la aptitud para el 
consumo o utilización del producto dependa de los materiales empleados en su fabricación, 
o bien sea una característica de su pureza, riqueza, calidad, eficacia o seguridad,

7.3 Plazo recomendado para su uso o consumo, cuando se trate de productos que por el 
transcurso del tiempo pierdan alguna de sus cualidades. Se podrán determinar otras fechas 
que sustituyan o acompañen a ésta en aquellos casos en los que justificadamente el 
producto lo requiera.
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7.4 Contenido neto del producto, expresado en unidades de masa o volumen, cuando se 
trate de productos susceptibles de ser usados en fracciones o el número de unidades en su 
caso.

7.5 Características esenciales del producto, instrucciones, advertencias, consejos o 
recomendaciones sobre instalación, uso y mantenimiento, manejo, manipulación, 
peligrosidad o condiciones de seguridad, en el caso de que dicha información sea necesaria 
para el uso correcto y seguro del producto.

7.6 Lote de fabricación, cuando el proceso de elaboración se realice en series 
identificables, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.7.

7.7 Identificación de la Empresa. Se indicará el nombre o la razón social o la 
denominación del fabricante o del envasador o transformador o de un vendedor, establecidos 
en la Comunidad Económica Europea y, en todo caso, su domicilio.

7.8 Se deberá, además, indicar el lugar de procedencia u origen, en el caso de que su 
omisión pudiera inducir a error al consumidor, en cuanto el verdadero origen o procedencia 
del producto. Los productos importados de terceros países no firmantes del Acuerdo de 
Ginebra sobre obstáculos técnicos al comercio de 12 de abril de 1979, deberán hacer 
constar en su etiquetado el país de origen.

7.9 Potencia máxima, tensión de alimentación y consumo energético en el caso de 
productos que utilicen energía eléctrica para su normal funcionamiento.

7.10 Consumo específico y tipo de combustible, en su caso, en productos que utilicen 
otros tipos de energía.

Artículo 8.  
8.1 Todas las inscripciones a las que se ha hecho referencia deberán figurar, al menos, 

en castellano, lengua española oficial del Estado.
8.2 Los datos obligatorios del etiquetado deberán aparecer con caracteres claros, bien 

visibles, indelebles y fácilmente legibles por el consumidor, no pudiéndose usar abreviaturas, 
excepto para las unidades de las magnitudes físicas reseñadas que se atendrán a lo que 
dispone la legislación oficial vigente.

8.3 Las etiquetas que contengan los datos obligatorios se situarán sobre el propio 
producto o en su envase y de forma que sean perfectamente visibles por el consumidor o 
usuario.

No obstante, en los productos duraderos de uso repetido o por razones justificadas de 
espacio, los datos obligatorios podrán figurar en folletos o documentos que acompañen al 
mismo.

8.4 Los productos industriales que se suministren no envasados al consumidor deberán 
incorporar la información obligatoria, bien en etiqueta sobre el propio producto, de acuerdo 
con la definición de etiqueta establecida en la presente disposición, o bien en folleto o 
documento que acompañe a los mismos y que debe entregarse al comprador, salvo que las 
características del producto o su forma de comercialización no lo permitan, en cuyo caso se 
conservarán en poder del vendedor para permitir una correcta identificación del producto y 
suministrar la correspondiente información al consumidor que lo solicite.

Artículo 9.  
Al etiquetado obligatorio podrá acompañar otro tipo de información, siempre y cuando no 

esté en contradicción con lo establecido en esta disposición.

TITULO V
Competencias, infracciones y sanciones

Artículo 10.  
La vigilancia e inspección de cuanto se establece en el presente Reglamento y normas 

que lo desarrollen, se llevará a cabo en los lugares de venta al consumidor final y se 
realizará por los órganos de las Administraciones Públicas en materia de protección al 
consumidor, en el ámbito de sus competencias.
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Artículo 11.  
El incumplimiento de las prescripciones contenidas en la presente disposición constituirá 

infracción administrativa en materia de Defensa del Consumidor y se sancionará de acuerdo 
con las disposiciones vigentes en la materia.
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§ 44

Real Decreto 58/1988, de 29 de enero, sobre protección de los 
derechos del consumidor en el servicio de reparación de aparatos de 

uso doméstico

Ministerio de Sanidad y Consumo
«BOE» núm. 29, de 3 de febrero de 1988

Última modificación: 31 de diciembre de 2009
Referencia: BOE-A-1988-2809

La experiencia adquirida desde la iniciación de la actividad administrativa en materia de 
consumo ha puesto de manifiesto la gran importancia desde el punto de vista económico y 
social que representa para el usuario la prestación del servicio de reparación de aparatos de 
uso doméstico que utilizan energía, y por ello la necesidad de disponer de una normativa 
básica que recoja de forma adecuada los derechos de los usuarios y que tenga en cuanta 
las competencias de las Comunidades Autónomas.

Muchos de los aspectos recogidos en este Real Decreto constituyen un gran avance en 
cuanto a la protección de los derechos del consumidor y usuario. Deben ser destacados por 
la novedad que suponen en cuanto a su regulación los relativos a la obligación de entregar 
presupuesto previo escrito, salvo renuncia expresa a él por el usuario; requisito de 
facturación, garantía de las reparaciones, hojas de reclamaciones, e información mínima 
ofrecida al usuario de tales servicios.

La entrada en vigor, por otra parte, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, dictada en desarrollo del artículo 51.1 de la 
Constitución, obliga a recoger en esta nueva normativa reguladora de la prestación del 
servicio de los talleres de reparación de los aparatos mencionados, los avances legislativos 
producidos en el campo de la protección y defensa de los consumidores y usuarios.

En particular, y dada su relevancia para la real protección del consumidor, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo undécimo, apartado 5, de la meritada Ley, se determina la 
exigencia de un servicio de asistencia técnica y la existencia de repuestos durante un plazo 
determinado, como presupuestos necesarios para la comercialización de dichos aparatos.

Asimismo, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de dicha Ley 26/1984, han 
sido oídas en consulta, tanto las Asociaciones de Consumidores y Usuarios como de 
Empresarios relacionados con este sector,

En su virtud y a propuesta del Ministro de Sanidad y Consumo, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 
de enero de 1988,
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DISPONGO:

TÍTULO PRIMERO
Ámbito de aplicación y derecho a la admisión

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1.1 La presente disposición se aplicará a todas las personas físicas o jurídicas que se 

dediquen a la instalación, conservación, reparación o mantenimiento de aparatos de uso 
doméstico.

1.2 A los efectos de la presente disposición se establecen las siguientes definiciones:
1.2.1 Aparatos de uso doméstico: Son aquellos bienes de consumo duradero de uso 

doméstico que utilicen, directa o indirectamente para su funcionamiento o aplicación, 
cualquier tipo de energía y/o la transformen.

1.2.2 «Servicio de Asistencia Técnica» (SAT): Son aquellos establecimientos o personas 
que, cumpliendo los requisitos reglamentarios establecidos para esta actividad, se dediquen 
a la reparación, instalación y/o conservación o mantenimiento de aparatos de uso doméstico 
y presten sus servicios tanto en los locales donde se desarrolla su actividad como en los 
domicilios de los usuarios.

1.2.3 «SAT Oficial de Marca»: Son aquellos servicios de asistencia técnica que posean 
autorización escrita del fabricante o de su representante legal en España.

En el caso de los talleres no autorizados como SAT oficiales de marca, queda prohibida 
la ostentación de referencias a marcas, tanto en el exterior como en el interior del taller, que 
pueda inducir a confusión o error al usuario, respecto a la vinculación citada en el presente 
artículo.

1.2.4 Piezas de repuesto. En este concepto se incluyen:
a) Todo elemento o conjunto de elementos que realicen una función correcta y 

específica, incluso decorativa, en el aparato de uso doméstico.
b) Toda pieza necesaria para el correcto funcionamiento del aparato de uso doméstico.

Artículo 2.  Derecho a la admisión.
2.1 Las solicitudes de prestación de algún servicio por parte de los usuarios, conforme al 

uso establecido, deberán ser admitidas por los servicios de asistencia técnica, de acuerdo 
con lo dispuesto en el presente Reglamento.

2.2 Se atenderá al usuario, sin discriminación alguna, y por orden de petición del 
servicio, salvo causa justificada, no debiendo los servicios cubiertos por garantía sufrir 
ninguna postergación.

2.3 El servicio de asistencia técnica efectuará todas las reparaciones requeridas siempre 
que la realización de las mismas esté dentro de sus posibilidades. En todo caso informará 
por escrito al usuario de forma previa sobre aquela o aquellas que no pueda reparar, con 
expresión de los motivos de tal imposibilidad.

2.4 Los SAT oficiales de marca no estarán obligados a la reparación de aparatos de 
marcas distintas a las que representan o no hayan sido legalmente importados, pero sí 
quedarán obligados a reparar todos los de la marca y gama que representen y se encuentre 
anunciada su reparación en el servicio de asistencia técnica correspondiente de forma clara 
y visible para el usuario, cualquiera que haya sido el establecimiento o el lugar de compra, 
en los términos establecidos en el presente artículo.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 44  Derechos del consumidor en el servicio de reparación de aparatos de uso doméstico

– 1003 –



TÍTULO II
Presupuesto previo. Resguardo de depósito. Piezas de repuesto y facturas

Artículo 3.  Presupuesto previo y resguardo de depósito.
3.1 Todo usuario o quién actúe en su nombre tiene derecho a un presupuesto previo 

escrito. Este presupuesto tendrá una validez mínima de treinta días desde la fecha de 
comunicación al usuario.

3.2 En el presupuesto deberá figurar:
3.2.1 Nombre, domicilio y número de identificación fiscal del SAT.
3.2.2 Nombre y domicilio del usuario.
3.2.3 Marca, modelo y número de serie del aparato.
3.2.4 Motivo de la reparación.
3.2.5 Diagnóstico de la avería.
3.2.6 Pagos a satisfacer por la prestación del servicio o servicios requeridos, referencia 

genérica a las piezas de repuesto a utilizar, o cualquier otro concepto.
3.2.7 Fecha y firma de persona responsable del S.A.T.
3.2.8 Fecha prevista de entrega del aparato ya reparado, o en su caso, la fecha de la 

reparación cuando ésta se vaya a realizar en el domicilio del usuario.
3.2.9 Espacio reservado para la fecha y la firma de aceptación por el usuario.
3.2.10 Tiempo de validez del presupuesto.
3.3 Otras prescripciones sobre el presupuesto:
3.3.1 Los precios presupuestados para piezas de repuesto deberán corresponder con los 

precios de venta al público de las mismas. A falta de éstos, deberán corresponder, como 
máximo, con los precios de venta al público, aplicados usualmente por los talleres del ramo.

3.3.2 La cuantía del presupuesto, en lo relativo a la mano de obra, deberá corresponder, 
también como máximo, al valor de los precios aplicables por tiempo de trabajo, a que se 
refiere el artículo 8.º, 8.1.1 del presente Real Decreto y a los tiempos de ocupación real 
previstos para la reparación.

3.3.3 La cuantía del presupuesto que se refiere a otros servicios deberá corresponder, 
como máximo, con los precios exhibidos de los mismos, según se dispone en el artículo 8.º, 
8.1.1 del presente Real Decreto.

3.4 El presupuesto deberá responder tanto en lo que se refiere a los daños descritos 
como a su valoración, a la realidad estricta de los mismos.

3.5 El usuario quedará obligado a satisfacer al SAT el importe de la elaboración del 
presupuesto sólo cuando, habiéndolo solicitado no fuera aceptado. En este caso, como 
importe de dicho presupuesto, podrán exigirse, como máximo.

Para pequeños aparatos de uso doméstico y otros no contemplados en los grupos 
siguientes: Quince minutos del valor del tiempo de trabajo a que se refiere el artículo 8.1.1.

Para línea blanca y similares: Treinta minutos del valor del tiempo de trabajo a que se 
refiere el artículo 8.1.1.

Para línea marrón y electrónica: Sesenta minutos del valor del tiempo de trabajo a que 
se refiere el artículo 8.1.1.

3.6 Todo usuario quedará obligado igualmente a satisfacer el pago correspondiente a los 
gastos de almacenamiento, a partir del plazo de un mes de la fecha en que debiera haber 
recogido el aparato.

El plazo empezará a contar desde que se comunique al interesado que el mismo está ya 
reparado y a su disposición, siempre y cuando esta circunstancia de cobro por almacenaje 
se encuentre claramente reflejada en una tabla expuesta al público, con indicación de dichos 
gastos.

3.7 El presupuesto solicitado deberá estar a disposición del usuario en un plazo 
adecuado a la reparación o servicio interesado, que no podrá ser superior a cinco días 
hábiles.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 44  Derechos del consumidor en el servicio de reparación de aparatos de uso doméstico

– 1004 –



3.8 En el caso de que el presupuesto no sea aceptado por el usuario, el aparato deberá 
devolverse en las mismas condiciones en las que fue entregado antes de la realización del 
presupuesto.

3.9 El escrito de renuncia, deberá ser redactado de forma clara y concisa, evitando 
cualquier otra referencia o explicación que pudiera inducir a error al usuario respecto a la 
naturaleza y consecuencias de tal renuncia.

3.10 Las averías o defectos ocultos que, eventualmente, puedan aparecer durante la 
confección del presupuesto o durante la reparación del aparato deben ser puestos en 
conocimiento del usuario a la mayor brevedad posible.

a) Cuando exista presupuesto inicial, deberá confeccionarse otro adicional 
correspondiente a la reparación de la avería o defecto oculto no previsto, al objeto de que el 
usuario exprese su conformidad.

b) En aquellos casos en que el usuario hubiera renunciado al presupuesto previo por 
escrito, el servicio de asistencia técnica deberá poner en conocimiento de aquél, en la forma 
que considere más conveniente, la existencia de la avería o defecto oculto siempre que la 
cantidad adicional que suponga esta nueva reparación no exceda de:

– 10 por 100 del valor del aparato, cuando este no exceda de 10.000 pesetas.
– 8 por 100 del valor del aparato, cuando esté comprendido entre 10.000 y 50.000 

pesetas.
– 6 por 100 del valor del aparato, cuando éste exceda de 50.000 pesetas.
A estos efectos el aparato se valorará como si hubiese de adquirirse nuevo en el 

mercado.
En caso de superar los límites señalados, se deberá ofertar nuevamente la elaboración 

de presupuesto.
3.11 En todos los casos en que el aparato de uso doméstico quede depositado en el 

servicio de asistencia técnica, tanto para la elaboración de un presupuesto, como para llevar 
a cabo una reparación previamente aceptada, el servicio de asistencia técnica entregará al 
usuario un resguardo acreditativo de su depósito. En los casos en que exista presupuesto, 
éste, debidamente firmado por el SAT y el usuario, hará las veces de resguardo de depósito.

3.11.1 En el resguardo de depósito deberán constar, al menos, los siguientes datos:
3.11.1.1 Número de orden correlativo.
3.11.1.2 Marca, modelo y número de serie del aparato.
3.11.1.3 Nombre, domicilio y número de identificación fiscal del SAT.
3.11.1.4 Nombre y domicilio del usuario.
3.11.1.5 Especificación detallada de los daños manifiestamente visibles, presuntas 

averías existentes, defectos observados, y/o en su caso, servicios a realizar.
3.11.1.6 Fecha de recepción del aparato.
3.11.1.7 Plazo previsto de entrega, bien del presupuesto solicitado, bien del aparato ya 

reparado.
3.11.1.8 Firma del usuario y de persona autorizada del SAT.
3.11.2 La presentación del resguardo será necesaria tanto para la recogida del 

presupuesto previo, como para la retirada del aparato.
En caso de pérdida del resguardo, el usuario deberá identificarse a plena satisfacción del 

SAT.
3.12 Los servicios de asistencia técnica quedarán obligados a conservar la 

documentación relativa a resguardos y presupuestos previos durante un período mínimo de 
seis meses.

Artículo 4.  Piezas de repuesto.
4.1 Todas las piezas de respuesto que se utilicen en las reparaciones deberán ser 

nuevas, excepto si el usuario da su consentimiento por escrito para que se utilicen piezas de 
repuesto usadas o recuperadas o no originales, éstas estén en perfectas condiciones de uso 
para el que van destinadas y a precio más bajo de las nuevas si existieran en el mercado.
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4.2 El servicio de asistencia técnica que efectúe la reparación, está obligado a ofrecer al 
usuario y a entregarle, al término de la misma, si así lo desea, las piezas de repuesto que 
hayan sido sustituidas, siempre que la reparación no esté amparada por la garantía del 
aparato.

4.3 Todos los servicios de asistencia técnica están obligados a tener a disposición del 
público justificación documental que acredite el origen, naturaleza y precio de las piezas de 
repuesto utilizadas en las reparaciones.

4.4 Queda prohibida toda sustitución innecesaria de piezas, cuando ello suponga un 
incremento de costo para el usuario o una posible degradación del aparato.

4.5 Todos los servicios de asistencia técnica están obligados a dar servicio de piezas de 
repuesto durante el menos siete años para las funcionales, salvo en el caso de aparatos 
cuyo precio de venta no supere las 10.000 pesetas, que será de cinco años, y dos para las 
estéticas, contados todos ellos a partir del cese de la fabricación de ese modelo.

Todas las piezas de repuesto, deberán servirse al cliente en un plazo no superior a un 
mes desde la fecha de solicitud para los aparatos de importación y no superior a quince días 
para las piezas correspondientes a aparatos nacionales.

4.6 Los fabricantes, importadores y representantes oficiales de las marcas, estarán 
obligados a facilitar los repuestos de la marca o marcas representadas a los usuarios o 
servicios de asistencia técnica, oficiales o no, que lo solicitaren, siempre que tengan 
existencias de los mismos, y en todo caso en el plazo señalado en el apartado anterior.

Artículo 5.  Factura.
5.1 Todos los servicios de asistencia técnica están obligados a entregar al usuario 

factura, en la que se detallarán las operaciones realizadas, las piezas de repuesto utilizadas 
y el tiempo de mano de obra empleado, con expresión de sus respectivos importes. 
Igualmente deberá reflejarse la cuantía de los conceptos por desplazamiento, transporte u 
otros que se facturen incluyéndose los datos fiscales en la forma prevista en su normativa 
reguladora.

Asimismo, deberán fijar en factura los siguientes datos:
5.1.1 Número de orden correlativo.
5.1.2 Nombre, domicilio y número de identificación fiscal del SAT.
5.1.3 Nombre y domicilio del usuario.
5.1.4 Marca y modelo del aparato reparado.
5.1.5 Fecha y firma de persona responsable de SAT.
5.2 La cuantía de la factura deberá corresponder tanto en lo que se refiere a la 

valoración de piezas de repuesto, como a la mano de obra y a la prestación de otros 
servicios, a lo establecido en los puntos 3.3.1, 3.3.2 y 3.3.3 del artículo 3.º del presente Real 
Decreto.

No obstante lo anterior, los servicios de asistencia técnica podrán facturar quince, treinta 
o sesenta minutos según se trate de pequeño aparato de uso doméstico, línea blanca o 
electrónica o línea marrón, respectivamente, como tiempo mínimo de trabajo cuando el 
servicio se realice en el domicilio del usuario y el tiempo real de ocupación fuera inferior al 
citado anteriormente por tratarse de una avería de sencilla reparación.

5.3 Cuando exista presupuesto, la cuantía y concepto de la factura deberá 
corresponderse con éste.

5.4 En aquellos servicios realizados en el domicilio del usuario, los gastos del 
desplazamiento, que deberán reflejarse en factura, no podrán ser exigidos más que por una 
sola vez, aun cuando el servicio requerido afecte a varios aparatos y aun cuando fueran 
necesarios varios desplazamientos para la realización del mismo servicio. No se cobrará el 
desplazamiento si el usuario está ausente.
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TÍTULO III
Garantía de las reparaciones. Hojas de reclamaciones

Artículo 6.  Garantía de las reparaciones.
6.1 Todas las reparaciones o instalaciones efectuadas en cualquier servicio de asistencia 

técnica, quedarán grantizadas en las condiciones que establece este artículo.
6.2 La garantía que otorgue el servicio de asistencia técnica al respecto tendrá un 

período de validez mínimo de tres meses.
6.3 El período de garantía se entenderá desde la fecha de la entrega del aparato y 

tendrá validez en tanto en cuanto el mismo no sea manipulado o reparado por terceros.
6.4 La garantía se entiende total sobre la reparación efectuada y afectará a todos los 

gastos que se puedan ocasionar, tales como los del transporte que la reparación exija y el 
desplazamiento de los operarios que hubieran de efectuar dicha reparación siempre que 
correspondan a los abonados en factura anterior, las piezas de repuesto y material de 
cualquier clase que hubiera de utilizarse, así como la imposición fiscal que grave esa nueva 
operación.

6.5 No se podrá reclamar nueva reparación con cargo a la garantía, cuando la avería, se 
produzca como consecuencia de un uso inadecuado del aparato, o por causas de fuerza 
mayor. Esta circunstancia habrá de ser probada por el servicio de asistencia técnica que 
otorgó la garantía.

6.6 Si durante el período de garantía se reprodujera total o parcialmente una avería 
reparada o surgiera una nueva deficiencia originada por la misma reparación o instalación, el 
usuario deberá comunicar esta circunstancia al servicio de asistencia técnica que prestó la 
garantía. En este caso el usuario tendrá derecho a la reparación gratuita en el servicio de 
asistencia técnica garante.

6.7 Si durante el período de garantía de la reparación, se produce una nueva avería y no 
existe acuerdo entre el servicio de asistencia técnica y el usuario respecto a si la deficiencia 
está cubierta por la garantía prestada, el usuario podrá optar entre utilizar los servicios del 
propio servicio de asistenica técnica garante o los de otros distintos, para que la deficiencia 
sea subsanada. Si se ejercitase la segunda opción el usuario deberá comunicarlo así al 
servicio de asistencia técnica que prestó la garantía, con antelación suficiente para que 
pueda intervenir en el nuevo proceso de reparación. Realizada ésta y de persistir la falta de 
acuerdo, el usuario deberá satisfacer el importe. Con posterioridad, el usuario podrá 
presentar la correspondiente denuncia ante los Servicios competentes.

6.8 El Servicio de asistencia técnica no se reponsabilizará de la avería sobrevenida 
cuando el fallo se derive de la no aceptación por parte del usuario de la reparación de 
averías ocultas previamente comunicadas conforme a lo previsto en el punto 3.1, del artículo 
3.º, siempre y cuando la referida falta de aceptación se haga constar en la factura.

6.9 El servicio de asistencia técnica quedará obligado a devolver al usuario de forma 
inmediata, las cantidades percibidas en exceso sobre los precios reglamentarios, sobre los 
anunciados, o sobre los presupuestos aceptados.

6.10 Cuando de la tramitación de un expediente se desprenda la existencia de 
negligencia o fraude en la calidad de los servicios efectuados, en la resolución del mismo, se 
podrá acordar la expedición a favor del usuario de testimonio bastante sobre los extremos 
que resulten oportunos, para que el usuario, si lo desea, deduzca las acciones que le 
correspondan ante los órganos jurisdiccionales.

6.11 Todos los servicios de asistencia técnica, estarán obligados a devolver a los 
usuarios, los aparatos en el mismo estado en que fueron entregados, salvo con las lógicas 
modificaciones que hayan sido consecuencia de las reparaciones y/o servicios que sobre el 
mismo se hayan realizado.

6.12 Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo VIII de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios por el que 
se regula el régimen de garantías y responsabilidades.
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Artículo 7.  Hojas de reclamaciones.
7.1 Todo usuario que crea no ser atendido correctamente por un servicio de asistencia 

técnica tiene derecho a presentar reclamación ante las autoridades competentes en materia 
de consumo y en todo caso podrá acudir a la Asociación de Consumidores y Usuarios que 
estime conveniente en solicitud de asesoramiento, para tratar de obtener la más rápida y 
posible solución en su caso, bien sea con el fin de que le represente ésta ante los 
organismos competentes, o por otros medios que pudieran arbitrarse.

7.2 Todos los establecimientos de Servicios de Asistencia Técnica tendrá a disposición 
de los clientes «Hojas de reclamaciones».

7.3 Las «Hojas de reclamaciones» estarán integradas por un juego unitario de impresos 
conforme al modelo oficial que se inserta como anexo al presente Real Decreto, compuesto 
por un folio original de color blanco, una copia rosa y otra color verde.

7.4 En caso de la no existencia o negativa a facilitar las hojas de reclamaciones, el 
usuario podrá presentar la reclamación por el medio que considere más adecuado.

7.5 La existencia de «Hojas de reclamaciones» se anunciará según se especifica en el 
artículo 8.º, 1.2 de esta disposición.

7.6 Para formular su reclamación, el usuario de un SAT podrá solicitar a la persona 
responsable que se halle al frente del mismo la entrega de una «Hoja de reclamaciones».

El usuario deberá hacer constar su nombre, domicilio y número del documento nacional 
de identidad o pasaporte, así como los demás datos a que se refiere el impreso, exponiendo 
claramente los hechos motivo de queja, con expresión de la fecha en que esta sé formule.

El usuario remitirá antes de que transcurra un mes desde la finalización de la garantía o 
la entrega del aparato, en su caso, el original de la «Hoja de reclamaciones» a las 
autoridades competentes en materia de consumo correspondientes al lugar donde se 
encuentre ubicado el servicio de asistencia técnica, conservando la copia verde en su poder 
y entregando la copia rosa al Director o persona responsable del SAT. Al original de la 
reclamación el usuario unirá cuantas pruebas o documentos sirvan para la mejor valoración 
de los hechos, especialmente el resugardo o factura.

El servicio de asistencia técnica deberá cumplimentar los datos de identificación del 
mismo que constan en la «Hoja de reclamaciones». Una vez expuestos los movitos de queja 
del usuario, la «Hoja de reclamaciones» podrá ser suscrita por el establecimiento, que podrá 
realizar cuantas consideraciones estime oportunas respecto de su contenido, en el lugar 
habilitado para ello.

7.7 En el plazo de quince días hábiles desde la recepción, la autoridad competente en 
materia de consumo acusará recibo al reclamante y, caso de considerarlo pertinente, dará 
traslado de la queja a la Empresa afectada, asociación de SAT y Entidades oportunas 
otorgándoles un plazo de diez días hábiles para que aleguen cuanto estimen conveniente.

La autoridad competente en materia de consumo pondrá en conocimiento del interesado 
todas las actuaciones realizadas.

7.8 El desistimiento del usuario en la reclamación implicará el archivo de las actuaciones 
practicadas, sin perjuicio de la potestad de la Administración para incoar expediente de oficio 
por cualquier irregularidad que proceda.

7.9 Formuladas las alegaciones o transcurrido el plazo fijado para ello, la autoridad 
competente en materia de consumo iniciará, si procediera, la tramitación del oportuno 
expediente, de acuerdo con las disposiciones vigentes en materia de defensa del 
consumidor; sin perjuicio de las acciones civiles o penales que correspondan.

7.10 El sistema de reclamaciones establecido en el presente artículo se entiende sin 
perjuicio del procedimiento establecido en las disposiciones vigentes que regulan las 
infracciones y sanciones en materia de defensa de los consumidores y usuarios.

TÍTULO IV
Información al usuario

Artículo 8.  Información al usuario.
8.1 (Derogado)
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8.2 (Derogado)
8.3 Todos los servicios de asistencia técnica tendrán a disposición del público, tanto en 

los servicios prestados en sus propios establecimientos como en los domicilios de los 
usuarios, la documentación a que se refiere el artículo 4.º, apartado 4.3, del presente Real 
Decreto.

8.4 No podrán incluirse en los resguardos, presupuestos, facturas o cualquier otra 
documentación que emitan los SAT, cláusulas que afecten a los derechos de los usuarios en 
tamaño de letra inferior a 1,5 milímetros de altura.

8.5 Se prohíbe la inclusión en resguardos, presupuestos, facturas u otros documentos 
expedidos por el SAT de cláusulas que se opongan a lo establecido en este Real Decreto.

8.6 Las hojas de reclamaciones a que se refiere el artículo anterior deberán 
confeccionarse de acuerdo con lo establecido en el anexo de este Real Decreto, y figurar, al 
menos, en castellano.

TÍTULO V
Competencias, infracciones y sanciones

Artículo 9.  Competencias.
La vigilancia e inspección de cuanto se establece en el presente Real Decreto y normas 

que lo desarrollan se realizará por los órganos de las Administraciones Públicas 
competentes en materia de protección al consumidor.

Artículo 10.  Infracciones y sanciones.
10.1 El incumplimiento de cualquiera de los preceptos contenidos en la presente 

disposición se considerará infracción en materia de protección al consumidor, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, cuya tipificación específica se contempla en los 
artículos 3.º y 5.º del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, que regula las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria.

10.2 Las infracciones a que se refiere el presente artículo se calificarán como leves, 
graves y muy graves, atendiendo a los criterios establecidos en el artículo 35 de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, así como en los artículos 6.º, 7.º y 8.º del Real Decreto 1945/1983, 
de 22 de junio.

10.3 Las infracciones a que se refiere el presente Real Decreto serán sancionadas con 
multas de acuerdo con la graduación establecida en el artículo 36 de la Ley 26/1984, de 19 
de julio.

Disposición adicional primera.  
La comercialización de aparatos de uso doméstico en el territorio nacional exigirá la 

existencia de servicio de asistencia técnica que asuma la reparación, conservación y 
mantenimiento de dichos aparatos y el suministro de piezas de repuesto durante, al menos, 
siete años para las funcionales, salvo en el caso de aparatos cuyo precio de venta no supere 
las 10.000 pesetas que será de cinco años, y dos para las estéticas, contados todos ellos a 
partir del cese de la fabricación o importación del modelo.

Disposición adicional segunda.  
Lo establecido en el presente Real Decreto será de aplicación supletoria respecto de las 

disposiciones que dicten las Comunidades Autonómas que tengan competencias normativas 
en materia de defensa de consumidores y usuarios.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en la presente disposición.
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Disposición final primera.  
Se faculta al Ministro de Sanidad y Consumo para dictar las disposiciones 

complementarias en desarrollo de lo que dispone el presente Real Decreto.

Disposición final segunda.  
El presente Real Decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO
HOJA DE RECLAMACIÓN

a) La presente hoja de reclamación es un medio que la Administración pone a 
disposición de los clientes de los talleres de reparación de aparatos de uso doméstico, a fin 
de que puedan formular sus quejas en el mismo lugar en que se produzcan los hechos.

b) El usuario deberá hacer constar su nombre, domicilio y número del documento 
nacional de identidad o pasaporte, su relación con el titular del aparato, así como los demás 
datos a que se refiere el impreso, exponiendo claramente los hechos motivo de queja, con 
expresión de la fecha en que se formula.

c) El Servicio de Asistencia Técnica (SAT) deberá cumplimentar los datos de 
identificación del mismo que constan en la hoja de reclamación. Una vez expuestos los 
motivos de queja del usuario, la hoja de reclamación podrá ser suscrita por el SAT, que 
podrá realizar cuantas consideraciones estime oportunas respecto de su contenido, en el 
lugar habilitado para ello.

d) El usuario remitirá antes de que transcurra un mes desde la entrega del aparato o, en 
su caso, desde la finalización de la garantía, el original de la hoja de reclamación, de color 
blanco, a las autoridades competentes en materia de consumo de la localidad, conservando 
la copia verde en su poder y entregando la de color rosa a la persona responsable del SAT.

e) Al original de la reclamación el usuario unirá cuantas pruebas o documentos sirvan 
para la mejor valoración de los hechos, especialmente la factura, cuando se trate de 
reclamación sobre precios.
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§ 45

Real Decreto 1457/1986, de 10 de enero, por el que se regulan la 
actividad industrial y la prestación de servicios en los talleres de 
reparación de vehículos automóviles, de sus equipos y componentes

Presidencia del Gobierno
«BOE» núm. 169, de 16 de julio de 1986
Última modificación: 20 de junio de 2020

Referencia: BOE-A-1986-18896

La actividad de reparación de vehículos automóviles fue objeto de regulación por el 
Decreto 809/1972, de 6 de abril, que abordaba dicho tema en una doble vertiente: Por un 
lado, señalaba las condiciones de instalación de los talleres dedicados a tal actividad y 
establecía los requisitos necesarios para el ejercicio de la misma, y, por otro, esbozaba el 
cuadro de derechos y garantías que correspondían a los usuarios o clientes.

La regulación de la actividad industrial de estos talleres se establece en este Decreto, en 
el contexto de una política industrial interventora y dentro de una situación administrativa 
incipiente en materia de normalización y homologación del automóvil en su utilización en las 
vías públicas, a cuya consecución debía suplir en buena parte. Asimismo, determinadas 
funciones y competencias como las de inspección técnica de vehículos carecían de 
suficientes estructuras propias o de órganos específicos que fueron desarrollados o creados 
con posterioridad y cuyos objetivos debieron ser atendidos en lo posible por el citado 
Decreto.

La experiencia adquirida desde la entrada en vigor del Decreto 809/1972, ha puesto de 
relieve, ante la gran importancia que tiene el sector de talleres de reparación de vehículos 
automóviles y de sus equipos derivada del extenso parque existente en la actualidad y de la 
incidencia en la economía y en la seguridad, tanto nacional como individual, la necesidad de 
disponer de una normativa básica de la actividad compatible con las vigentes directrices 
liberadoras de la actividad industrial, que recoja de forma adecuada los derechos de los 
usuarios, que tenga en cuenta las competencias que hayan sido transferidas a las 
Comunidades Autónomas y que delimite al propio tiempo las áreas de actuación de los 
Ministerios de Industria y Energía y de Sanidad y Consumo, dentro del marco de una íntima 
coordinación y colaboración, dada la profunda interrelación existente entre la actividad 
industrial propiamente dicha y los derechos de los usuarios a una adecuada información y a 
la defensa de su seguridad e intereses.

Las posteriores disposiciones liberalizadoras en materia de política industrial y, en 
particular, el Real Decreto 2135/1980, de 20 de septiembre, han dejado sin efecto gran parte 
de lo dispuesto en el citado Decreto 809/1972, de 6 de abril, al tiempo que se ha 
desarrollado extensamente la normativa de seguridad y de su control en el automóvil por los 
órganos competentes en materia de Seguridad Industrial del Ministerio de Industria y 
Energía.
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La entrada en vigor, por otra parte, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, dictada en desarrollo del artículo 51.1 de la 
Constitución, obliga a recoger en esta nueva normativa reguladora de la prestación de 
servicios de los talleres, los avances legislativos producidos en el campo de la protección y 
defensa de los consumidores y usuarios.

En este sentido, el presente Real Decreto recoge los principios y directrices consagrados 
en la citada Ley, procurando adaptarse tanto en su estructura como en su contenido a los 
mandatos en ella establecidos. Por otra parte, la prudencia normativa aconseja no abordar 
en el presente texto aspectos contenidos en la Ley 26/1984, pero necesitados para su 
aplicación del oportuno desarrollo reglamentario, como ocurre con el sistema arbitral previsto 
en el articulo 31 de la citada Ley, sobre el que parece más adecuado, antes de establecerlo 
para esta materia, esperar la regulación que con carácter general se establezca en las 
normas de desarrollo de la misma.

Asimismo, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de dicha Ley 26/1984 han 
sido oídos, en consulta, tanto las Asociaciones de consumidores y usuarios como las de 
empresarios relacionadas con este sector en el procedimiento de elaboración de esta 
disposición.

En su virtud, y a propuesta de los Ministros de Industria y Energía y de Sanidad y 
Consumo, oído el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 10 de enero de 1986,

DISPONGO:

TÍTULO PRELIMINAR
Ámbito de aplicación

Artículo 1.  
El presente Real Decreto tiene por objeto regular la actividad industrial y la prestación de 

servicios de los talleres de reparación de vehículos automóviles y de sus equipos y 
componentes.

A efectos del presente real decreto, se entiende por vehículo automóvil todo vehículo de 
motor que sirve, normalmente, para el transporte de personas o cosas, o de ambas a la vez, 
o para la tracción de otros vehículos con aquel fin, definido en el anexo II del Real Decreto 
2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Vehículos. 
A efectos de este real decreto, se entenderán incluidos, asimismo, las motocicletas, 
ciclomotores, remolques y vehículos especiales.

TÍTULO I
Conceptos y clasificaciones

Artículo 2.  Concepto de talleres.
A efectos del presente Real Decreto, se entiende por talleres de reparación de vehículos 

automóviles y de sus equipos y componentes, aquellos establecimientos industriales en los 
que se efectúen operaciones encaminadas a la restitución de las condiciones normales del 
estado y de funcionamiento de vehículos automóviles o de equipos y componentes de los 
mismos, en los que se hayan puesto de manifiesto alteraciones en dichas condiciones con 
posterioridad al término de su fabricación.

Por extensión, la presente normativa afectará también a la actividad industrial 
complementaria de instalación de accesorios en vehículos automóviles, con posterioridad al 
término de su fabricación, y que sean compatibles con las Reglamentaciones vigentes en 
materia de seguridad y sanidad.
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Artículo 3.  Clasificación de los talleres.
A efectos de lo dispuesto en el presente Real Decreto, los talleres de reparación de 

vehículos automóviles y de sus equipos y componentes se clasifican en:
1. Por su relación con los fabricantes de vehículos y de equipos y componentes:
a) Talleres genéricos, o independientes: Los que no están vinculados a ninguna marca 

que implique especial tratamiento o responsabilidad acreditada por aquélla.
b) Talleres oficiales de marca. Los que están vinculados a Empresas fabricantes de 

vehículos automóviles o de equipos o componentes, nacionales o extranjeros, en los 
términos que se establezcan por convenio escrito.

2. Por su rama de actividad, aplicable a los talleres que efectúen trabajos de reparación 
de vehículos exceptuando los de motocicletas:

a) De mecánica: trabajos de reparación o sustitución en el sistema mecánico del 
vehículo, incluidas sus estructuras portantes y equipos y elementos auxiliares excepto el 
equipo eléctrico.

b) De electricidad-electrónica: trabajos de reparación o sustitución en el equipo eléctrico-
electrónico del automóvil.

c) De carrocerías: trabajos de reparación o sustitución de elementos de carrocería no 
portantes, guarnicionería y acondicionamiento interior y exterior de los mismos.

d) De pintura: trabajos de pintura, revestimiento y acabado de carrocerías.
3. Motocicletas: Trabajos de reparación o sustitución, en vehículos de dos o tres ruedas 

a motor o similares.
4. Por su especialidad: Según los trabajos limitados a actividades de reparación o 

sustitución sobre determinados equipos o sistemas del vehículo.

TÍTULO II
Condiciones y requisitos de la actividad industrial

Artículo 4.  Inicio de actividad.
1. Antes de la apertura de un taller de reparación de automóviles, dada su vinculación a 

la seguridad vial, la persona física o jurídica que desee ejercer esta actividad deberá 
presentar en la comunidad autónoma del territorio donde esté ubicado el taller, una 
declaración responsable en la que el titular del taller o el representante legal del mismo 
indique la clasificación del taller, manifieste que cumple los requisitos establecidos en los 
apartados 7 y 8 de este artículo, que dispone de la documentación que así lo acredita, que 
se compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de la actividad y que se 
responsabiliza de que la ejecución de los trabajos se efectúa de acuerdo con las normas y 
requisitos que se establecen en este real decreto.

2. La puesta en servicio del establecimiento del taller y de las instalaciones de éste 
sometidas a legislación específica de seguridad industrial, se regirán por lo previsto en la 
misma.

3. Las comunidades autónomas deberán posibilitar que la declaración responsable sea 
realizada por medios electrónicos

No se podrá exigir la presentación de documentación acreditativa del cumplimiento de 
los requisitos junto con la declaración responsable. No obstante, esta documentación deberá 
estar disponible para su presentación ante la Autoridad competente cuando ésta así lo 
requiera en el ejercicio de sus facultades de inspección, comprobación y control.

4. El órgano competente de la comunidad autónoma asignará, de oficio, un número de 
identificación del taller y remitirá al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio los datos 
correspondientes para su inclusión en el Registro Integrado Industrial regulado en el título IV 
de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, y en su normativa reglamentaria de 
desarrollo.

5. De acuerdo con la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, la declaración 
responsable habilita por tiempo indefinido para el ejercicio de la actividad al taller de 
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reparación de vehículos automóviles, de sus equipos y componentes, desde el día de su 
presentación.

6. Al amparo de lo previsto en el apartado 3 del artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, la Administración competente podrá regular un 
procedimiento para comprobar a posteriori lo declarado por el interesado.

La no presentación de la declaración, así como la inexactitud, falsedad u omisión, de 
datos o manifestaciones que deban figurar en dicha declaración, habilitará a la 
Administración competente para dictar resolución, que deberá ser motivada y previa 
audiencia del interesado, por la que se declare la imposibilidad de seguir ejerciendo la 
actividad y, si procede, se inhabilite temporalmente para el ejercicio de la actividad.

7. Los talleres deberán disponer de la siguiente documentación:
a) Proyecto o proyectos técnicos de las instalaciones sujetas al cumplimiento de 

reglamentos de seguridad si en estos son exigibles, formados por memorias, planos y 
presupuestos redactados y firmados por técnicos competentes.

b) Estudio técnico que incluirá, al menos, una relación detallada de los útiles, equipos y 
herramientas de que disponen, de acuerdo con las ramas de actividad que vayan a 
desarrollar así como una relación detallada de los diversos trabajos y servicios que podrá 
prestar el taller.

c) Autorización escrita del fabricante nacional, o del representante legal del fabricante 
extranjero, en el caso de tratarse de los “talleres oficiales de marca” a que se refiere el 
artículo 3.º1.b).

8. Los talleres deberán disponer de los medios técnicos necesarios para realizar su 
actividad en condiciones de seguridad que deberán aparecer relacionados en los estudios 
técnicos. Los instrumentos, aparatos, medios y sistemas de medida que sean necesarios 
para hacer las reparaciones estarán sujetos a la normativa específica de control metrológico 
del Estado que les sean de aplicación, debiendo ser calibrados y verificados, con la 
periodicidad establecida por la misma.

9. La actividad de asistencia mecánica o eléctrica en carretera deberá ser realizada 
como servicio dependiente de un taller, por medios propios o por colaboración de terceros.

Dicho taller deberá cumplir los requisitos establecidos en el artículo 4 de este real 
decreto. En todo caso, dicho taller será responsable de la calidad de la reparación y del 
cumplimiento de la normativa vigente.

No será necesaria la presentación de una declaración responsable para los prestadores 
legalmente establecidos en otros Estados miembros que ejerzan la actividad de asistencia 
mecánica o eléctrica en carretera, que estarán sujetos, en todo caso, al cumplimiento de la 
normativa vigente relativa a los trabajos de reparación de vehículos.

10. El incumplimiento de los requisitos exigidos, verificado por la autoridad competente, 
conllevará el cese automático de la actividad, salvo que pueda incoarse un expediente de 
subsanación de errores sin perjuicio de las sanciones que pudieran derivarse de la gravedad 
de las actuaciones realizadas.

La autoridad competente, en este caso, abrirá, un expediente informativo al titular de la 
instalación, que tendrá quince días naturales a partir de la comunicación para aportar las 
evidencias o descargos correspondientes.

11. En todo caso, el título V de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, será de 
aplicación con los efectos y sanciones que procedan una vez incoado el correspondiente 
expediente sancionador.

12. El órgano competente de la comunidad autónoma dará traslado inmediato al 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio de la inhabilitación temporal, las modificaciones 
y el cese de la actividad a los que se refieren los apartados precedentes para la 
actualización de los datos en el Registro Integrado Industrial regulado en el título IV de la Ley 
21/1992, de 16 de julio, de Industria, tal y como lo establece su normativa reglamentaria de 
desarrollo.

Artículo 5.  Modificaciones y cese de actividad.
El titular del taller de reparación de vehículos automóviles o el representante legal del 

mismo deberá comunicar, al órgano competente de la comunidad autónoma donde presentó 
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la declaración responsable, las modificaciones de los datos recogidos en dicha declaración, 
así como el cese de su actividad. La comunicación deberá realizarse en el plazo de un mes 
desde que se produzcan las modificaciones o el cese de la actividad.

Asimismo, la comunidad autónoma remitirá al Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio esta información para la actualización de los datos del taller en el Registro 
Integrado Industrial regulado en el título IV de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, y 
en su normativa reglamentaria de desarrollo.

Artículo 6.  Placa-distintivo,.
1. Los talleres legalmente clasificados ostentarán en la fachada del edificio y en un lugar 

fácilmente visible la placa-distintivo que le corresponda, según lo señalado en el anexo II del 
presente Real Decreto.

2. La placa-distintivo que se ajustará en todas sus partes y detalles al modelo diseñado 
en el anexo II, está compuesta por una placa metálica, cuadrada, de 480 milímetros de lado 
con sus cuatro vértices redondeados y el fondo en color azul.

3. De arriba a abajo, la placa estará dividida en tres espacios o fajas desiguales, con las 
dimensiones señaladas en el anexo II y destinadas:

– La primera, o más alta, a las cuatro ramas de actividad.
– La segunda, o intermedia, a las especialidades.
– La tercera, o más baja, a las siglas de la provincia de ubicación del taller, y al número 

de identificación del taller asignado por la comunidad autónoma. En ningún caso la obtención 
de este número de identificación podrá constituir un requisito previo para el inicio del 
ejercicio de la actividad.

Artículo 7.  Características de la placa-distintivo.
1. Para cada una de las ramas de mecánica, electricidad-electrónica, carrocería o pintura 

del automóvil se establecen los símbolos que se indican en el anexo II del presente real 
decreto que consisten en una llave inglesa, una flecha quebrada, un martillo y una pistola de 
pintar, respectivamente, en color azul sobre fondo blanco.

2. La parte alta de la placa distintivo estará dividida en cuatro rectángulos verticales 
separados entre sí, destinados a cada uno de los símbolos representativos de las cuatro 
ramas de la actividad a que puedan dedicarse los talleres. En la placa-distintivo de cada 
taller sólo se incluirán en los respectivos rectángulos los símbolos que correspondan a su 
actividad y quedarán vacíos los restantes espacios.

3. La parte segunda o intermedia de la placa-distintivo, estará dividida, a su vez y por su 
mitad, en dos rectángulos horizontales. El rectángulo de la izquierda (izquierda del 
espectador o derecha de la placa) quedará reservado para las respectivas contraseñas de 
los Centros de Diagnosis u otras especialidades, de acuerdo con lo que se legisle en su 
momento. El rectángulo de la derecha (derecha del espectador o izquierda de la placa) 
estará destinado al símbolo correspondiente a taller de reparaciones de motocicletas.

4. El símbolo del taller de reparación de motocicletas a que se refiere el párrafo anterior 
estará constituido por el perfil de dicho vehículo en dirección a la izquierda del espectador, 
en color azul, sobre fondo blanco. Este espacio, cuando se trate de talleres dedicados 
únicamente a la reparación de vehículos automóviles de más de tres ruedas, permanecerá 
vacío.

5. El espacio inferior, o tercera parte en que se divide la placa-distintivo, estará a su vez 
subdividido en dos zonas diferenciadas:

– La de la izquierda (del espectador) destinada a las siglas de la provincia donde radique 
el taller.

– La de la derecha (del espectador) destinada a estampar el número de identificación del 
taller asignado por la comunidad autónoma.

Artículo 8.  Ostentación de referencias a marcas.
En el caso de los talleres no clasificados como oficiales de marca, con arreglo a lo 

previsto en el artículo 3.°, queda prohibida la ostentación de referencias a marcas, tanto en 
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el exterior como en el interior del taller, que puedan inducir a confusión o error al usuario, 
respecto a la vinculación citada en el articulo 3.°punto 1.b).

Artículo 9.  Piezas de repuesto.
1. Todos los elementos, piezas o conjuntos que los talleres utilicen en sus reparaciones 

deberán ser nuevos y adecuados al modelo de vehículo objeto de reparación con las 
excepciones que se enuncian:

a) Previa conformidad escrita del cliente, los talleres podrán instalar elementos, equipos 
o conjuntos reacondicionados o reconstruidos por los fabricantes de los mismos, por los 
servicios autorizados por éstos, o por industrias especializadas autorizadas expresamente 
por el Ministerio de Industria y Energía.

El taller facilitará al cliente información de la procedencia de los elementos, equipos o 
conjuntos y de la garantía de los mismos. En el caso de industrias especializadas 
autorizadas por el Ministerio de Industria y Energía deberá constar además, 
fehacientemente, dicha circunstancia y el número de Registro Especial de Fabricantes de 
Partes, Piezas y Equipos para Vehículos Automóviles que les correspondan.

b) Podrán ser instalados determinados elementos o conjuntos usados, reconstruidos por 
talleres especialistas, expresamente autorizados por el Ministerio de Industria y Energía, 
para la utilización exclusiva de éstos en las reparaciones que ellos efectúen en vehículos, 
cuyos modelos incorporen el conjunto reconstruido, previa conformidad escrita del cliente y 
siempre que el taller se responsabilice también por escrito de que tales conjuntos se hallan 
en buen estado y ofrecen suficiente garantía.

c) Previa conformidad escrita del cliente, podrán utilizarse piezas usadas o no 
específicas del modelo de vehículo a reparar, siempre que el taller se responsabilice por 
escrito de que las piezas usadas se encuentran en buen estado o de que las piezas no 
específicas permiten una adaptación con garantía suficiente en el modelo de vehículo que se 
repara, en los casos siguientes:

– Por razón de urgencia justificada.
– Por tratarse de elementos de modelos que se han dejado de fabricar y de figurar en las 

existencias normales de los almacenes de repuestos.
– Por cualquier otra razón aceptada por el usuario; siempre y cuando no afecte a 

elementos activos o conjuntos de los sistemas de frenado, suspensión y dirección del 
vehículo.

2. Queda prohibido a todos los talleres, sea cual fuere su clasificación, instalar en los 
vehículos automóviles, piezas, elementos o conjuntos cuya utilización no esté permitida por 
lo dispuesto en el Código de la Circulación.

3. Las piezas, elementos o conjuntos que los talleres utilicen en sus reparaciones 
deberán llevar fijada de manera legible e indeleble la marca del fabricante, si este requisito 
es exigido por la legislación específica. Asimismo deberán llevar además la contraseña de 
homologación en el caso que por disposición del Ministerio de Industria y Energía sea 
obligatoria.

4. El pequeño material (arandelas, pasadores, etc.), que por su configuración o tamaño 
no permita fijar sobre él la marca del fabricante, deberá poder identificarse por la marca del 
mismo fijada en etiquetas, marchamos o en el estuche o paquete que lo contenga.

5. El taller que efectúe la reparación está obligado a presentar al cliente, y a entregarle al 
término de la misma, salvo manifestación expresa de éste, las piezas, elementos o conjuntos 
que hayan sido sustituidos.

6. Todos los talleres están obligados a tener a disposición del público justificación 
documental que acredite el origen y precio de los repuestos utilizados en las reparaciones.

7. Queda prohibida toda sustitución innecesaria de piezas, cuando ello suponga un 
incremento de costo para el usuario o una posible degradación del vehículo.
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TÍTULO III
Centros de Diagnosis y Dictámenes Técnicos

Artículo 10.  Centros de Diagnosis.
Se establecen los Centros de Diagnosis a efectos de completar y apoyar la actividad de 

reparación de vehículos automóviles, en orden a su mayor efectividad y racionalización y a 
fin de realizar controles de calidad sobre las reparaciones e instalaciones realizadas en los 
vehículos automóviles.

Los Centros de Diagnosis tienen fines distintos a los talleres de reparación y están 
especialmente dedicados a comprobar y certificar el estado técnico de un vehículo tanto en 
su estructura como en sus equipos, sistemas, partes y componentes.

Para llevar a cabo su misión, los Centros de Diagnosis contarán con los medios 
materiales y profesionales que se especifiquen, en orden al tipo de informes técnicos que 
deban emitir.

Las funciones, características, requisitos y demás aspectos relativos a los Centros de 
Diagnosis, se especificarán a través de normas adecuadas, de conformidad con lo 
establecido en la disposición final primera de este Real Decreto.

Artículo 11.  Dictámenes técnicos.
1. En la tramitación de los expedientes de sanción de talleres iniciados tanto a instancia 

de parte como de oficio, la Administración, a fin de determinar las responsabilidades a que 
hubiere lugar, podrá solicitar informes técnicos de las Asociaciones Provinciales de talleres 
de reparación de vehículos y de su Confederación Nacional, así como de las Asociaciones 
de Consumidores y Usuarios, de aquellas otras Asociaciones que ostenten la representación 
del sector, o de las Entidades que se consideren oportunas.

2. En la tramitación de los expedientes, podrán utilizarse como pruebas orientativas de la 
adecuada facturación de todos los talleres, y no sólo de los talleres oficiales de marca, las 
tablas de tiempos de trabajos a que se hace referencia en el artículo 12.2 de la presente 
disposición, así como cualquier otra documentación que se considere oportuna por el 
instructor del mismo.

TÍTULO IV
Garantías, responsabilidades

Artículo 12.  Información al usuario.
1. (Derogado)
2. Los talleres oficiales de marca tendrán, además, a disposición del público en todo 

momento los catálogos y tarifas, actualizados, de las piezas que utilicen en sus 
reparaciones; también tendrán a disposición del público las tablas de tiempos de trabajos, y 
su sistema de valoración en pesetas, para aquellas operaciones susceptibles de 
determinación previa, que serán facilitadas a estos talleres por el fabricante nacional o el 
representante legal del fabricante extranjero.

3. No podrán incluirse en los resguardos, presupuestos, facturas o cualquier otra 
documentación que emitan los talleres, cláusulas que afecten a los derechos de los usuarios, 
en tamaño de letra inferior a 1,5 milímetros de altura.

4. Se prohíbe la inclusión, en resguardos, presupuestos, facturas u otros documentos 
expedidos por el taller, de cláusulas que se opongan a lo establecido en este Real Decreto y 
demás disposiciones vigentes.

5. Las hojas de reclamaciones a que se refiere el presente articulo deberán 
confeccionarse de acuerdo con lo establecido en el anexo III de este Real Decreto, y figurar, 
al menos, en la lengua española oficial del Estado.

6. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 22 de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, que establece las obligaciones de información de los prestadores.
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Artículo 13.  Derecho de admisión.
1. Los talleres atenderán al público en sus establecimientos, siempre que las peticiones 

se presenten dentro del horario establecido.
Los servicios cubiertos por garantía no deberán sufrir ninguna postergación.
2. Los talleres oficiales a que se hace referencia en el artículo 3.° 1, b), del presente Real 

Decreto podrán reservarse el derecho de admisión de los vehículos de otras marcas que no 
sean su representada.

Artículo 14.  Presupuesto y reguardo de depósito.
1. Todo usuario o quien actúe en su nombre tiene derecho a un presupuesto escrito.
Este presupuesto tendrá una validez mínima de doce días hábiles.
2. En el presupuesto debe figurar:
a) El número de identificación fiscal y el domicilio del taller.
b) El nombre y domicilio del usuario.
c) La identificación del vehículo, con expresión de marca, modelo, matrícula y número de 

kilómetros recorridos.
d) Reparaciones a efectuar, elementos a reparar o sustituir y/o cualquier otra actividad, 

con indicación del precio total desglosado a satisfacer por el usuario.
e) La fecha y la firma del prestador del servicio.
f) La fecha prevista de entrega del vehículo ya reparado, a partir de la aceptación del 

presupuesto.
g) Indicación del tiempo de validez del presupuesto.
h) Espacio reservado para la fecha y la firma de aceptación por el usuario.
3. Las normas de desarrollo del presente Real Decreto determinarán los índices, 

módulos o criterios para la fijación del coste del presupuesto para el usuario.
4. En el caso de que el presupuesto no sea aceptado por el usuario, el vehículo deberá 

devolvérsele en análogas condiciones a las que fue entregado antes de la realización del 
presupuesto.

5. Únicamente podrá procederse a la prestación del servicio una vez el usuario, o 
persona autorizada, haya concedido su conformidad mediante la firma del presupuesto o 
haya renunciado de forma fehaciente a la elaboración del mismo.

6. Las averías o defectos ocultos que eventualmente puedan aparecer durante la 
reparación del vehículo deberán ser puestos en conocimiento del usuario en el plazo máximo 
de cuarenta y ocho horas, con expresión de su importe, y solamente previa conformidad 
expresa del mismo podrá realizarse la reparación.».

7. En todos los casos en que el vehículo quede depositado en el taller, tanto para la 
elaboración de un presupuesto como para llevar a cabo una reparación previamente 
aceptada el taller entregará al usuario un resguardo acreditativo del depósito del vehículo. 
En los casos en que exista presupuesto, éste, debidamente firmado por el taller y el usuario, 
hará las veces de resguardo de depósito.

7.1 En el resguardo de depósito deberán constar, al menos, los siguientes datos:
a) El número de identificación fiscal y el domicilio del taller.
b) El nombre y domicilio del usuario.
c) La identificación del vehículo, con expresión de marca, modelo, matrícula y número de 

kilómetros recorridos, así como si el depósito del vehículo se efectúa para la confección del 
presupuesto o para la reparación del vehículo.

d) Descripción sucinta de la reparación y/o servicios a prestar, con sus importes, si 
fueran ya conocidos, en el caso de que el vehículo se entregue para reparación.

e) Fecha prevista de entrega, bien del presupuesto solicitado, bien del vehículo 
reparado.

f) Fecha y firma del prestador del servicio.
7.2 La presentación del resguardo será necesaria tanto para la recogida del presupuesto, 

como para la retirada del vehículo.
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7.3 En caso de pérdida del resguardo, el usuario deberá identificarse a plena satisfacción 
del taller.

8. El plazo de entrega, bien del presupuesto solicitado, bien del vehículo reparado 
deberá guardar, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, la adecuada 
relación con la entidad de la avería y/o las operaciones a realizar.

9. El usuario podrá desistir del encargo realizado en cualquier momento, abonando al 
taller el importe por los trabajos efectuados hasta la retirada del vehículo.

Artículo 15.  Factura y gastos de estancia.
1. Todos los talleres están obligados a entregar al cliente factura escrita, firmada y 

sellada, debidamente desglosada y en la que se especifiquen cualquier tipo de cargos 
devengados, las operaciones realizadas, piezas o elementos utilizados y horas de trabajo 
empleadas, señalando para cada concepto su importe, de acuerdo con lo que se indica en 
los artículos 12 y 14 del presente Real Decreto.

2. Únicamente podrán devengarse gastos de estancia cuando, confeccionado el 
presupuesto o reparado el vehículo, y puesto en conocimiento del usuario este hecho, no 
proceda dicho usuario al pronunciamiento sobre la aceptación o no del presupuesto o a la 
retirada del vehículo en el plazo de tres días hábiles. En todo caso, dichos gastos de 
estancia sólo procederán cuando el vehículo se encuentre en locales bajo custodia del taller 
y por los días que excedan del citado plazo.

Artículo 16.  Garantía de las reparaciones.
1. Todas las reparaciones o instalaciones efectuadas en cualquier taller quedarán 

garantizadas, al menos, en las condiciones que establece este artículo.
2. La garantía que otorgue el taller al respecto caducará a los tres meses o 2.000 

kilómetros recorridos. La garantía relativa a la reparación de vehículos industriales caducará 
a los quince días o 2.000 kilómetros recorridos. Todo ello salvo que las piezas incluidas en la 
reparación tengan un plazo de garantía superior, en cuyo caso y para éstas regirá el de 
mayor duración. El período de garantía se entenderá desde la fecha de entrega del vehículo 
y tendrá validez siempre que el vehículo no sea manipulado o reparado por terceros.

3. La garantía se entiende total, incluyendo materiales aportados y mano de obra, y 
afectará a todos los gastos que se puedan ocasionar, tales como los del transporte que la 
reparación exija, el desplazamiento de los operarios que hubieran de efectuarla cuando el 
vehículo averiado no pueda desplazarse, el valor de la mano de obra y material de cualquier 
clase, así como la imposición fiscal que grave esa nueva operación.

4. Producida una avería durante el período de garantía en la parte o partes reparadas, el 
taller garante, previa comunicación del usuario, deberá reparar gratuitamente dicha avería. A 
tal objeto indicará al usuario si la nueva reparación será efectuada por el propio taller garante 
o por otro taller que actúe en su nombre.

5. La eventual aportación de piezas por el usuario, para la reparación de su vehículo, no 
afectará en ningún supuesto a la seguridad vial, y, en todo caso, el taller que las montó no 
garantizará las mismas.

6. El taller no se responsabilizará de la avería sobrevenida en relación con la o las 
reparaciones anteriores efectuadas, cuando el fallo mecánico se derive de la no aceptación 
por parte del usuario de la reparación de anomalías o de averías ocultas, previamente 
comunicadas conforme a lo previsto en el punto 6 del artículo 14, siempre y cuando la 
referida falta de aceptación se haya hecho constar en la factura, así como la necesidad de 
su reparación.

7. El taller quedará obligado a devolver al cliente de forma inmediata las cantidades 
percibidas en exceso sobre los precios reglamentarios, sobre los anunciados o sobre los 
presupuestos aceptados.

8. Cuando de la tramitación de un expediente se desprenda la existencia de negligencia 
o fraude en la calidad de los servidos efectuados o en la aceptación de garantías, en la 
resolución del mismo se acordará la expedición a favor del usuario de testimonio bastante 
sobre los extremos que resulten oportunos, para que el usuario, si lo desea, deduzca las 
acciones que le correspondan ante la jurisdicción competente.
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9. El taller no podrá, bajo ningún concepto, utilizar para usos propios o de terceros 
ningún vehículo que haya sido dejado en reparación, sin permiso expreso del propietario.

10. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo VIII, de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios por el que 
se regula el régimen de garantías y responsabilidades.

Artículo 17.  Reclamaciones.
1. Todos los talleres de reparación de vehículos automóviles tendrán a disposición de los 

clientes «Hojas de Reclamaciones», conforme al modelo oficial que se inserta con anexo III 
al presente Real Decreto y que estarán integradas por un juego unitario de impresos 
compuesto por un folio original de color blanco, una copia color rosa, otra color verde y otra 
color amarillo.

2. En caso de no existencia o negativa a facilitar las Hojas de Reclamaciones, el usuario 
podrá presentar la reclamación por el medio que considere más adecuado.

3. Las reclamaciones se formularán ante la autoridad competente en materia de 
consumo en el plazo máximo de dos meses desde la entrega del vehículo, o de la 
finalización de la garantía, quien en el plazo de quince días hábiles desde su recepción y, 
caso de considerarlo pertinente, comunicará la queja a la Empresa afectada, a la Asociación 
Provincial de Talleres correspondiente, y a las Entidades del sector que se entiendan 
oportunas, otorgándoles un plazo que será de diez días hábiles para que aleguen cuanto 
estimen conveniente.

Formuladas las alegaciones o transcurrido el plazo fijado para ello, se iniciará, si 
procediere, la tramitación del oportuno expediente de acuerdo con las disposiciones vigentes 
en materia de defensa del consumidor, sin perjuicio de las acciones civiles o penales que 
correspondan.

El desistimiento del usuario en la reclamación implicará el archivo de la misma, sin 
perjuicio de la potestad de la Administración para incoar expediente de oficio por cualquier 
irregularidad que proceda.

4. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 23 de la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, que establece las obligaciones de los prestadores en materia de reclamaciones.

TÍTULO V
Competencias, infracciones y sanciones

Artículo 18.  Competencias.
Los Ministerios de Industria y Energía, y de Sanidad y Consumo velarán, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, por el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Real 
Decreto.

Artículo 19.  Infracciones.
1. A efecto de lo dispuesto en el presente Real Decreto, y sin perjuicio de lo establecido 

en la Ley 26/1984, de 19 de julio, y en el Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que 
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la 
producción agroalimentaria, se consideran infracciones específicas en esta materia las 
siguientes:

a) Toda sustitución innecesaria de piezas que suponga un incremento injustificado de 
costos para el usuario o una posible degradación del vehículo y la imposición al usuario de 
adquisición de accesorios o piezas complementarias no solicitadas.

b) La utilización de piezas, elementos o conjuntos usados sin autorización, inadecuados 
o no marcados y/u homologados, cuando estos últimos requisitos sean preceptivos, así 
como también, la utilización o uso de elementos, partes, accesorios o líquidos de gobierno 
del vehículo sin consentimiento expreso del propietario del mismo.
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c) La negativa a la realización del presupuesto, o cualquier tipo de reticencia, demora o 
discriminación en la admisión de un vehículo por haber sido exigida la realización del mismo 
o la realización de presupuestos que no respondan en su descripción o valoración a la 
realidad de las averías o daños de vehículo, cuando tales presupuestos puedan tener 
efectos perjudiciales para terceros.

d) La existencia de cláusulas en resguardos, presupuestos, facturas u otros documentos 
emitidos por el taller, que se opongan a lo establecido en esta disposición y demás 
disposiciones vigentes.

e) La expedición de facturas en que conste la realización de trabajos que no han sido 
efectuados o la inclusión de repuestos y accesorios que no han sido aportados a la 
reparación y, asimismo, la aplicación de precios o márgenes comerciales en cuantía superior 
a los límites autorizados, establecidos o declarados.

f) La negativa del taller a devolver al cliente las cantidades percibidas en exceso sobre 
los precios establecidos o sobre los presupuestos aceptados.

g) La falta de «Hojas de Reclamaciones» o la negativa a facilitar las mismas.
h) La utilización del vehículo para asuntos propios, sin la autorización expresa del 

propietario, por el taller.
i) La ostentación de referencia a marcas de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.° 

del presente Real Decreto.
j) Y en general, el incumplimiento de cualquiera de los preceptos contenidos en la 

presente disposición y normas que lo desarrollen y que serán sancionados en la forma que 
sea procedente por el Ministerio de Industria y Energía, el de Sanidad y Consumo o las 
Comunidades Autónomas, de acuerdo a sus respectivas competencias.

2. Las infracciones a que se refiere el presente artículo se calificarán como leves, graves 
y muy graves, atendiendo a los criterios establecidos en el artículo 35 de la Ley 26/1984, de 
19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, así como en los 
artículos 6.º, 7.º y 8.º del Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las 
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la producción 
agroalimentaria.

Artículo 20.  Sanciones.
1. Las infracciones a que se refiere el presente Real Decreto serán sancionadas con 

multas de acuerdo con la siguiente graduación:
Infracciones leves, hasta 500.000 pesetas.
Infracciones graves, hasta 2.500.000 pesetas, pudiendo rebasar dicha cantidad hasta 

alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios de la infracción.
Infracciones muy graves, hasta 100.000.000 de pesetas, pudiendo rebasar dicha 

cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la 
infracción.

2. En los supuestos de infracciones muy graves podrá acordarse el cierre temporal del 
establecimiento, instalación o servicio por un plazo máximo de cinco años. En tal caso, será 
de aplicación lo previsto en el artículo 57.4, de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, por la que se 
aprueba el Estatuto de los Trabajadores.

3. Las cuantías señaladas anteriormente deberán ser revisadas y actualizadas 
periódicamente por el Gobierno, teniendo en cuenta variación de los índices de precios al 
consumo.

Disposición transitoria primera.  
Los talleres de reparación de vehículos automóviles inscritos en el Registro Industrial con 

anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente Real Decreto deberán adaptarse a lo 
dispuesto en el mismo en el plazo de un año a partir de la fecha de entrada en vigor del 
mismo e inscribirse en el Registro Especial, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4.º
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Disposición transitoria segunda.  
Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente Real Decreto, será de aplicación a las 

reclamaciones sobre el servicio de talleres de reparación de vehículos automóviles el 
sistema arbitral previsto en el artículo 31 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, de acuerdo con lo 
que establezcan las normas que la desarrollen.

Disposición adicional primera.  
Lo dispuesto en el presente Real Decreto se entenderá sin perjuicio de las competencias 

que corresponden a las Comunidades Autónomas de acuerdo con sus respectivos Estatutos.

Disposición adicional segunda.  Modelo de declaración responsable.
Corresponderá a las comunidades autónomas elaborar y mantener disponibles los 

modelos de declaración responsable. A efectos de la inclusión en el Registro Integrado 
Industrial regulado en el título IV de la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, el órgano 
competente en materia de industria del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio elaborará 
y mantendrá actualizada una propuesta de modelo de declaración responsable en formato 
electrónico, que deberá incluir los datos que se suministrarán al indicado registro, y que 
estará disponible en la página web del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio 
www.mityc.es.

Disposición final primera.  
Se faculta a los Ministerios de Industria y Energía, y de Sanidad y Consumo para dictar, 

en el ámbito de sus respectivas competencias, las disposiciones necesarias para el 
desarrollo de lo dispuesto en el presente Real Decreto.

Disposición final segunda.  
Queda derogado el Decreto de la Presidencia del Gobierno 809/1972, de 6 de abril, por 

el que se regula la actividad de talleres de reparación de automóviles; la Orden de la 
Presidencia del Gobierno de 1 de marzo de 1973, sobre aplicación de dicho Decreto, y la 
Orden del Ministerio de Industria de 8 de febrero de 1975, por la que se modifica el anexo I 
del mismo, así como cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en el presente Real Decreto.

ANEXO I
Equipamiento mínimo necesario, según ramas de actividad y especialidades 
para la inscripción de los talleres de reparación de vehículos automóviles en el 

Registro Especial
(Suprimido)
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ANEXO II
MODELO DE PLACA DISTINTIVO

ANEXO III
Hoja de Reclamación

a) La presente Hoja de Reclamación es un medio que la Administración pone a 
disposición de los clientes de los talleres de reparación de vehículos automóviles, a fin de 
que puedan formular sus quejas en el mismo lugar en que se produzcan los hechos.

b) Para formular su reclamación, el usuario podrá solicitar del taller contratante del 
servicio, la entrega de una «Hoja de Reclamaciones».

c) El usuario deberá hacer constar su nombre, domicilio y número del documento 
nacional de identidad o pasaporte, su relación con el titular del vehículo, así como los demás 
datos a que se refiere el impreso, exponiendo claramente los hechos motivo de queja, con 
expresión de la fecha en que ésta se formule.

d) El taller deberá cumplimentar los datos de identificación del mismo que constan en la 
«Hoja de Reclamaciones». Una vez expuestos los motivos de queja del usuario, la «Hoja de 
Reclamaciones» podrá ser suscrita por el taller, que podrá realizar cuantas consideraciones 
estime oportunas respecto de su contenido, en el lugar habilitado para ello.

e) El usuario remitirá el original de la «Hoja de Reclamaciones», en el plazo máximo de 
dos meses naturales, desde la entrega del vehículo o la finalización, en su caso, de la 
garantía, a las autoridades competentes en materia de consumo, correspondientes al lugar 
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donde se encuentre ubicado el taller, conservando la copia verde en su poder y entregando 
las copias rosa y amarilla al taller.

f) Al original de la reclamación, el cliente unirá cuantas pruebas o documentos sirvan 
para el mejor enjuiciamiento de los hechos, especialmente facturas, presupuestos y 
resguardos.

Sello 
del 

Organismo 
competente

HOJA DE RECLAMACIÓN

Los datos del recuadro (en rojo) serán rellenados por el taller

 
.................................................................................................................................................................................................................................. 
                                                                                         Nombre o razón social del taller
 
..................................................................................................................................................................................................................................
Dirección: Calle o plaza                                                              Provincia o localidad                                                                         Teléfono
 
..................................................................................................................................................................................................................................
Servicio oficial de                                                                     Rama(s) de actividad(es)                                                                   Especialidad
 
..................................................................................................................................................................................................................................
                                                            Número del taller en el Registro Especial del Ministerio de Industria y Energía

A rellenar por el reclamante
A las ................ horas del día ..... de ................ de 19 ..... (fecha de la declaración
Don ................................................................................................. (reclamante)
Nacionalidad ......................... DNI o pasaporte ........................ y relación con el titular del 

vehículo ...........................................................
Dirección: .............................................................................................................................

........................................................................
                                                              Calle o plaza, provincia o localidad y teléfono
Datos del 

vehículo:  ....................................................................................................................................
.................................................

                                                           Marca, modelo, matrícula y número de kilómetros
Motivo de la reclamación:
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
                                                                                       Firma del interesado
 
 
Alegaciones del taller:
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
........................................................................................................................
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........................................................................................................................

........................................................................................................................
                                                                                      Firma y sello del taller
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§ 46

Real Decreto 1205/2011, de 26 de agosto, sobre la seguridad de los 
juguetes

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 209, de 31 de agosto de 2011

Última modificación: 3 de noviembre de 2022
Referencia: BOE-A-2011-14252

El Real Decreto 880/1990, de 29 de junio, por el que se aprueban las normas de 
seguridad de los juguetes, incorporó al ordenamiento jurídico español la Directiva 
88/378/CEE del Consejo, de 3 de mayo de 1988, relativa a la aproximación de las 
legislaciones de los Estados Miembros sobre la seguridad de los juguetes.

La mencionada directiva ha sido objeto de sucesivas modificaciones, que han tenido su 
consiguiente reflejo en nuestro ordenamiento jurídico con la modificación del real decreto 
citado.

Así, la Directiva 93/68/CEE del Consejo, de 22 de julio de 1993, por la que se 
modificaron determinados preceptos del contenido de doce directivas, entre las que se 
encontraba la relativa a la seguridad de los juguetes, fue transpuesta por medio del Real 
Decreto 204/1995, de 10 de febrero.

En diciembre de 2008 se aprobó la Directiva 2008/112/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de diciembre, que modifica diversas directivas, entre ellas la 88/378/CEE, 
para adaptarlas al Reglamento (CE) n.º 1272/2008, sobre clasificación, etiquetado y 
envasado de sustancias y mezclas, y que a su vez fue transpuesta mediante el Real Decreto 
1285/2010, de 15 de octubre, por el que se modifica el Real Decreto 880/1990, de 29 de 
junio, por el que se aprueban las normas de seguridad de los juguetes, en relación con las 
sustancias o mezclas utilizadas en su fabricación.

Por último, en 2009 fue aprobada la Directiva 2009/48/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 18 de junio de 2009, sobre la seguridad de los juguetes, que procede a revisar y 
mejorar algunos aspectos de la Directiva 88/378/CEE, sustituyéndola progresivamente por 
las normas contenidas en la misma.

El Reglamento (CE) n.º 765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 
2008, por el que se establecen los requisitos de acreditación y vigilancia del mercado 
relativos a la comercialización de los productos, establece disposiciones horizontales en 
materia de acreditación de los organismos de evaluación de la conformidad, del marcado CE 
y del marco comunitario de vigilancia del mercado, así como de los controles de los 
productos que se introducen en el mercado comunitario, que también son aplicables en el 
sector de los juguetes.

Esta directiva se armoniza igualmente con las disposiciones contenidas en la Decisión 
n.º 768/2008/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008, sobre un 
marco común para la comercialización de los productos. En consecuencia, algunas 
definiciones, las obligaciones generales de los agentes económicos, la presunción de 
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conformidad, la objeción formal contra normas armonizadas, las reglas para el marcado CE, 
los requisitos de los organismos de evaluación de la conformidad y los procedimientos de 
notificación, así como las disposiciones sobre los procedimientos relativos a los productos 
que presenten un riesgo deben armonizarse con dicha Decisión.

La incorporación al ordenamiento jurídico español de la Directiva 2009/48/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009 se realiza con este real decreto, 
del que hay que destacar los aspectos que seguidamente se relatan.

Para facilitar su aplicación a los fabricantes y las autoridades competentes, se clarifica su 
ámbito de aplicación, completando la lista de productos a los que no se aplica, 
especialmente en el caso de algunos productos nuevos, como los videojuegos y los 
periféricos, y estableciendo nuevas definiciones específicas para el sector de los juguetes.

Se establece un reparto claro y proporcionado de las obligaciones correspondientes al 
papel de cada agente en el proceso de suministro y distribución. Los agentes económicos 
que intervienen en la cadena de suministro y distribución de juguetes deben garantizar un 
nivel elevado de protección del interés público, así como la salud, seguridad y protección de 
los consumidores y del medio ambiente, y garantizar la competencia leal dentro del mercado, 
adoptando las medidas oportunas para asegurarse de que, en condiciones de utilización 
normal y razonablemente previsibles, los juguetes que comercializan no ponen en peligro la 
seguridad y la salud de los niños.

Además, los juguetes que se introduzcan en el mercado deben respetar las normas 
contenidas en este real decreto, así como el resto de la normativa aplicable en materia de 
seguridad de los productos y, en especial, la prevista en el Real Decreto 1801/2003, de 26 
de diciembre, sobre seguridad general de los productos, que se aplica de manera 
complementaria, correspondiendo a los agentes económicos la responsabilidad de velar por 
la conformidad de los juguetes, con arreglo a la función que desempeñen en la cadena de 
suministro.

Por otra parte, hay que señalar que el Real Decreto 330/2008, de 29 de febrero, por el 
que se adoptan medidas de control a la importación de determinados productos respecto a 
las normas aplicables en materia de seguridad de los productos, establece un procedimiento 
de control reforzado para una serie de productos procedentes de terceros países, 
considerados como sensibles, entre los que se incluyen los juguetes.

En la tramitación de este real decreto se ha dado audiencia a los sectores afectados y se 
ha consultado a las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, habiendo 
emitido informe el Consejo de Consumidores y Usuarios.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad y del 
Ministro de Industria, Turismo y Comercio, con la aprobación previa del Ministro de Política 
Territorial, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 26 de agosto de 2011,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Este real decreto establece las normas de seguridad de los juguetes, aplicándose a 

los productos diseñados o previstos, exclusivamente o no, para ser utilizados con fines de 
juego por niños menores de catorce años, así como la libre circulación de los mismos.

2. La comercialización en el territorio español de los juguetes que cumplan lo dispuesto 
en este real decreto no podrá ser prohibida, limitada u obstaculizada.

3. Los productos enumerados en el anexo I de este real decreto no se considerarán 
juguetes a efectos del mismo.

4. Este real decreto no se aplicará a los juguetes siguientes:
a) equipo de terrenos de juego destinado a un uso público;
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b) máquinas de juego automáticas, funcionen o no con moneda, destinadas a un uso 
público;

c) vehículos de juguete equipados con motores de combustión;
d) motores de vapor de juguete; y
e) hondas y tirachinas.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de este real decreto, se entiende por:
1) «comercialización»: todo suministro, remunerado o gratuito, de un juguete para su 

distribución, consumo o uso, en el mercado comunitario en el transcurso de una actividad 
comercial;

2) «introducción en el mercado»: primera comercialización de un juguete en el mercado 
comunitario;

3) «fabricante»: toda persona física o jurídica que fabrica un juguete, o que manda 
diseñar o fabricar un juguete, y lo comercializa con su nombre o marca comercial;

4) «representante autorizado»: toda persona física o jurídica establecida en la Unión 
Europea que ha recibido un mandato por escrito de un fabricante para actuar en su nombre 
en relación con tareas específicas;

5) «importador»: toda persona física o jurídica establecida en la Unión Europea que 
introduce un juguete de un tercer país en el mercado comunitario;

6) «distribuidor»: toda persona física o jurídica de la cadena de suministro, distinta del 
fabricante o el importador, que comercializa un juguete;

7) «agentes económicos»: el fabricante, el representante autorizado, el importador y el 
distribuidor;

8) «norma armonizada»: especificación técnica, de carácter no obligatorio, adoptada por 
un organismo de normalización, a saber el Comité Europeo de Normalización (CEN), el 
Comité Europeo de Normalización Electrotécnica (CENELEC) o el Instituto Europeo de 
Normas de Telecomunicación (ETSI), en el marco de un mandato de la Comisión otorgado 
con arreglo a los procedimientos establecidos en la Directiva 98/34/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se establece un procedimiento de 
información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a 
los servicios de la sociedad de la información, transpuesta a derecho interno español 
mediante Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio.

9) «legislación comunitaria de armonización»: toda legislación comunitaria que armonice 
las condiciones para la comercialización de los productos;

10) «acreditación»: declaración por un organismo nacional de acreditación de que un 
organismo de evaluación de la conformidad cumple los requisitos fijados con arreglo a 
normas armonizadas y, cuando proceda, otros requisitos adicionales, incluidos los 
establecidos en los esquemas sectoriales pertinentes, para ejercer actividades específicas 
de evaluación de la conformidad, en los términos previstos en el Reglamento (CE) n.º 
765/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008, por el que se 
establecen los requisitos de acreditación y vigilancia del mercado relativos a la 
comercialización de los productos y por el que se deroga el Reglamento (CEE) n.º 339/93;

11) «evaluación de la conformidad»: proceso por el que se demuestra si se cumplen los 
requisitos específicos relativos a un juguete;

12) «organismo de evaluación de la conformidad»: organismo que desempeña 
actividades de evaluación de la conformidad que incluyen calibración, ensayo, certificación e 
inspección;

13) «recuperación»: cualquier medida destinada a obtener la devolución de un juguete 
ya puesto a disposición del usuario final;

14) «retirada»: cualquier medida destinada a impedir la comercialización de un juguete 
que se encuentra en la cadena de suministro;

15) «vigilancia del mercado»: actividades llevadas a cabo y medidas tomadas por las 
autoridades públicas para velar por que los juguetes cumplan los requisitos legales 
establecidos por la legislación comunitaria de armonización y no entrañen un riesgo para la 
salud y la seguridad o para otros asuntos relacionados con la protección del interés público;
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16) «marcado CE»: marcado por el que el fabricante indica que el juguete es conforme a 
los requisitos aplicables establecidos en la legislación comunitaria de armonización que 
prevé su colocación;

17) «producto funcional»: aquel que funciona y se utiliza de la misma manera que un 
producto, un aparato o una instalación destinados a ser utilizados por adultos y que puede 
ser un modelo a escala de aquellos;

18) «juguete funcional»: juguete que funciona y se utiliza de la misma manera que un 
producto, un aparato o una instalación destinados a ser utilizados por adultos y que puede 
ser un modelo a escala de aquellos;

19) «juguete acuático»: un juguete destinado a ser utilizado en agua poco profunda y 
que es capaz de transportar o soportar a un niño en el agua;

20) «velocidad de diseño»: la velocidad de funcionamiento potencial determinada por el 
diseño del juguete;

21) «juguete de actividad»: juguete para uso doméstico cuya estructura de apoyo 
permanece inmóvil durante la actividad y que está destinado a que un niño practique alguna 
de las siguientes actividades: escalar, saltar, columpiarse, deslizarse, balancearse, girar, 
arrastrarse o trepar, o cualquier combinación de las mismas;

22) «juguete químico»: juguete destinado al manejo directo de sustancias y mezclas 
químicas y a ser utilizado de manera acorde con la edad y bajo la supervisión de un adulto;

23) «juego de mesa olfativo»: juego que tiene por objeto ayudar al niño a que aprenda a 
reconocer distintos olores o sabores;

24) «kit de cosméticos»: juguete que tiene por objeto ayudar al niño a aprender a fabricar 
productos como fragancias, jabones, cremas, champús, espumas de baño, esmaltes, barras 
de labios, maquillaje, dentífricos y suavizantes;

25) «juego gustativo»: juego que tiene por objeto permitir a los niños hacer golosinas o 
platos que conllevan el uso de ingredientes alimentarios, tales como edulcorantes, líquidos, 
polvos y aromas;

26) «daño»: lesión física u otro tipo de perjuicio para la salud, inclusive efectos para la 
salud a largo plazo;

27) «peligro»: posible causa de daño;
28) «riesgo»: tasa probable de aparición de un peligro causante de daño y la gravedad 

del daño;
29) «destinado a»: expresión utilizada para indicar que un padre o supervisor puede 

suponer razonablemente que un juguete, por sus funciones, dimensiones y características, 
se destina al uso de niños del grupo de edad que se indica.

Articulo 3.  Autoridades de vigilancia del mercado.
1. A los efectos de este real decreto, se entiende por autoridades de vigilancia del 

mercado las previstas en los artículos 13 y 14 del Real Decreto 1801/2003, de 26 de 
diciembre, sobre seguridad general de los productos, en sus respectivos ámbitos de 
competencias y en el artículo 2.1 del Real Decreto 330/2008, de 29 de febrero, por el que se 
adoptan medidas de control a la importación de determinados productos respecto a las 
normas aplicables en materia de seguridad de los productos.

2. Las autoridades de vigilancia del mercado, en su respectivo ámbito competencial, son 
las responsables de llevar a cabo actividades y adoptar medidas, incluidas las de 
coordinación, con el objetivo de velar porque los juguetes cumplan las disposiciones que les 
sean aplicables y, en cualquier caso, no entrañen un riesgo para los intereses públicos 
protegidos por tales disposiciones.

3. Corresponde a las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, en el 
ámbito de sus competencias, determinar sus autoridades de vigilancia del mercado. 
Igualmente, podrán establecer mecanismos de colaboración, cooperación y coordinación con 
los municipios en esta materia. Dichas comunidades autónomas comunicarán todos estos 
datos -así como cualquier modificación posterior- al Instituto Nacional de Consumo, a fin de 
posibilitar, mediante el procedimiento establecido, la información de los mismos a la 
Comisión Europea y a los demás Estados miembros.
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Articulo 4.  Vigilancia del mercado.
1. Las actividades de vigilancia del mercado de los juguetes introducidos en el mercado 

comunitario se organizarán y llevarán acabo de conformidad con los artículos 15 a 29 del 
Reglamento (CE) n.º 765/2008. Además de los citados artículos, se aplicará el artículo 35 de 
este real decreto.

2. Cuando las autoridades competentes adopten medidas previstas en este real decreto, 
y en particular las contempladas en este artículo, tendrán debidamente en cuenta el principio 
de precaución.

CAPÍTULO II
Obligaciones de los agentes económicos

Articulo 5.  Obligaciones de los fabricantes.
1. Cuando introduzcan sus juguetes en el mercado, los fabricantes se asegurarán de que 

éstos se han diseñado y fabricado de conformidad con los requisitos establecidos en el 
artículo 11 y en el anexo II de este real decreto.

2. Los fabricantes elaborarán el expediente del producto exigido de acuerdo con el 
artículo 20 y aplicarán o habrán aplicado el procedimiento de evaluación de la conformidad 
con arreglo al artículo 18. Cuando se haya demostrado la conformidad de un juguete con los 
requisitos aplicables mediante este procedimiento, los fabricantes elaborarán una 
declaración CE de conformidad, tal y como se contempla en el artículo 14, y colocarán el 
marcado CE tal y como se establece en el artículo 16.1.

3. Los fabricantes conservarán el expediente del producto y la declaración CE de 
conformidad durante un período de diez años después de la introducción del juguete en el 
mercado.

4. Los fabricantes se asegurarán de que existen procedimientos para que la producción 
en serie mantenga su conformidad. Deberán tomarse debidamente en consideración los 
cambios en el diseño o las características del juguete y los cambios en las normas 
armonizadas con arreglo a las cuales se declara la conformidad de un juguete. Siempre que 
se considere oportuno con respecto a los riesgos que presenta un juguete, los fabricantes, a 
fin de proteger la salud y la seguridad de los consumidores, someterán a ensayo muestras 
de los juguetes comercializados, investigarán y, en su caso, mantendrán un registro de las 
reclamaciones, los juguetes no conformes y los retirados, y mantendrán informados a los 
distribuidores de todo seguimiento. En todo caso, el establecimiento de un registro de 
reclamaciones deberá motivarse de forma oportuna, justificando su necesidad y 
proporcionalidad para proteger la salud y seguridad de los consumidores.

5. Los fabricantes se asegurarán de que sus juguetes llevan un número de tipo, lote, 
serie o modelo u otro elemento que permita su identificación, o, si el tamaño o la naturaleza 
del juguete no lo permite, de que la información requerida figura en el embalaje o en un 
documento que acompañe al juguete.

6. Los fabricantes indicarán su nombre, su nombre comercial registrado o marca 
comercial registrada y su dirección de contacto en el juguete o, cuando no sea posible, en su 
envase o en un documento que acompañe al juguete. La dirección indicará un punto único 
de contacto con el fabricante.

7. Los fabricantes garantizarán que el juguete vaya acompañado de las instrucciones y 
de la información relativa a la seguridad al menos en castellano.

8. Los fabricantes que consideren o tengan motivos para pensar que un juguete que han 
introducido en el mercado no es conforme con lo establecido en este real decreto adoptarán 
inmediatamente las medidas correctoras necesarias para hacerlo conforme, retirarlo o, si 
procede, pedir su devolución. Además, cuando el juguete presente un riesgo, los fabricantes 
informarán inmediatamente de ello a la autoridad de vigilancia de mercado, siguiendo el 
procedimiento descrito en el artículo 6 del Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, 
sobre seguridad general de los productos, y darán detalles, en particular, sobre la no 
conformidad y las medidas correctoras adoptadas.

9. Sobre la base de una solicitud motivada de una autoridad de vigilancia de mercado, 
los fabricantes le facilitarán toda la información y documentación necesarias para demostrar 
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la conformidad de un juguete, en una lengua fácilmente comprensible para esa autoridad. 
Cooperarán con dicha autoridad, a petición de la misma, en cualquier acción destinada a 
eliminar los riesgos que entrañen los juguetes que han introducido en el mercado.

Artículo 6.  Representantes autorizados.
1. Un fabricante podrá designar, mediante mandato escrito, a un representante 

autorizado.
2. Las obligaciones establecidas en el artículo 5.1 de este real decreto y la elaboración 

del expediente del producto no formarán parte del mandato del representante autorizado.
3. Los representantes autorizados efectuarán las tareas especificadas en el mandato 

recibido del fabricante. El mandato deberá permitir al representante autorizado realizar como 
mínimo las tareas siguientes:

a) mantener la declaración CE de conformidad y la documentación técnica a disposición 
de las autoridades de vigilancia durante un período de diez años después de la introducción 
del juguete en el mercado;

b) sobre la base de una solicitud motivada de una autoridad de vigilancia del mercado, 
facilitar a dicha autoridad toda la información y documentación necesarias para demostrar la 
conformidad de un juguete;

c) cooperar con las autoridades competentes, a petición de éstas, en cualquier acción 
destinada a eliminar los riesgos que entrañen los juguetes objeto de su mandato.

Artículo 7.  Obligaciones de los importadores.
1. Los importadores solo introducirán en el mercado juguetes conformes.
2. Antes de introducir un juguete en el mercado los importadores se asegurarán de que 

el fabricante ha llevado a cabo el procedimiento adecuado de evaluación de la conformidad. 
Garantizarán que el fabricante ha elaborado el expediente del producto, que el juguete lleva 
la marca de conformidad exigida y va acompañado de los documentos exigidos, y que el 
fabricante ha respetado los requisitos enunciados en el artículo 5, apartados 5 y 6.

Si un importador considera o tiene motivos para creer que un juguete no cumple los 
requisitos establecidos en el artículo 11 y en el anexo II, no lo introducirá en el mercado 
hasta que sea conforme. Además, cuando el juguete presente un riesgo, el importador 
informará de ello al fabricante y a la autoridad de vigilancia del mercado correspondiente.

3. Los importadores indicarán su nombre, su nombre comercial registrado o marca 
comercial registrada y su dirección de contacto en el juguete o, cuando no sea posible, en su 
envase o en un documento que lo acompañe.

4. Los importadores garantizarán que el juguete vaya acompañado de las instrucciones y 
de la información relativa a la seguridad al menos en castellano.

5. Mientras sean responsables de un juguete, los importadores se asegurarán de que las 
condiciones de almacenamiento o transporte no comprometen el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 11 y en el anexo II de este real decreto.

6. Cuando se considere pertinente con respecto a los riesgos que presenta un juguete, 
los importadores, a fin de proteger la salud y la seguridad de los consumidores, efectuarán 
pruebas por muestreo de los juguetes comercializados, investigarán y, en su caso, llevarán 
un registro de las reclamaciones, de los juguetes no conformes y de los retirados, y 
mantendrán informados a los distribuidores de este seguimiento.

7. Los importadores que consideren o tengan motivos para pensar que un juguete que 
han introducido en el mercado no es conforme a este real decreto adoptarán inmediatamente 
las medidas correctoras necesarias para hacerlo conforme, retirarlo o, si procede, pedir su 
devolución. Además, cuando el juguete presente un riesgo, los importadores informarán 
inmediatamente de ello a la autoridad de vigilancia del mercado correspondiente, siguiendo 
el procedimiento descrito en el artículo 6 del Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, y 
darán detalles, en particular, sobre la no conformidad y las medidas correctoras adoptadas.

8. Durante un período de diez años desde la comercialización del juguete, los 
importadores mantendrán una copia de la declaración CE de conformidad a disposición de 
las autoridades de vigilancia del mercado y se asegurarán de que, previa petición, dichas 
autoridades reciban una copia de la documentación técnica.
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9. Sobre la base de una solicitud motivada de una autoridad de vigilancia del mercado, 
los importadores le facilitarán toda la información y documentación necesarias para 
demostrar la conformidad del juguete en una lengua fácilmente comprensible para esa 
autoridad. Cooperarán con dicha autoridad, a petición de la misma, en cualquier acción 
destinada a eliminar los riesgos que entrañen los juguetes que han introducido en el 
mercado.

Artículo 8.  Obligaciones de los distribuidores.
1. Al comercializar un juguete, los distribuidores actuarán con el debido cuidado en 

relación con los requisitos aplicables.
2. Antes de comercializar un juguete, los distribuidores se asegurarán de que lleve la 

marca de conformidad requerida, de que vaya acompañado de los documentos necesarios y 
de las instrucciones y la información relativa a la seguridad al menos en castellano, y de que 
el fabricante y el importador hayan respetado los requisitos enunciados en el artículo 5, 
apartados 5 y 6, y en el artículo 7, apartado 3. Si un distribuidor considera o tiene motivos 
para creer que un juguete no cumple los requisitos establecidos en el artículo 11 y en el 
anexo II, solo podrá proceder a su comercialización tras hacerlo conforme. Además, cuando 
el juguete presente un riesgo, el distribuidor informará al fabricante y a la autoridad de 
vigilancia del mercado correspondiente.

3. Mientras sean responsables de un juguete, los distribuidores se asegurarán de que las 
condiciones de almacenamiento o transporte no comprometen el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 11 y en el anexo II.

4. Los distribuidores que consideren o tengan motivos para pensar que un juguete que 
han comercializado no es conforme a la legislación comunitaria de armonización pertinente 
velarán por que se adopten las medidas correctoras necesarias para hacerlo conforme, 
retirarlo del mercado o, si procede, pedir su devolución. Además, cuando el juguete presente 
un riesgo, los distribuidores informarán inmediatamente de ello a las autoridades de 
vigilancia del mercado siguiendo el procedimiento descrito en el artículo 6 del Real Decreto 
1801/2003, de 26 de diciembre, y darán detalles, en particular, sobre la no conformidad y las 
medidas correctoras adoptadas.

5. Sobre la base de una solicitud motivada de una autoridad de vigilancia del mercado, 
los distribuidores le facilitarán toda la información y documentación necesarias para 
demostrar la conformidad del juguete en una lengua fácilmente comprensible para esa 
autoridad. Cooperarán con dicha autoridad, a petición de la misma, en cualquier acción 
destinada a eliminar los riesgos que entrañen los juguetes que hayan comercializado.

Artículo 9.  Casos en los que las obligaciones de los fabricantes se aplican a los 
importadores y los distribuidores.

A los efectos de este real decreto, se considerará fabricante y, por consiguiente, estará 
sujeto a las obligaciones del fabricante con arreglo al artículo 5, a un importador o 
distribuidor que introduzca un juguete en el mercado con su nombre o marca comercial o 
modifique un juguete ya introducido en el mercado de manera que pueda afectar al 
cumplimiento de los requisitos aplicables.

Artículo 10.  Identificación de los agentes económicos.
Los agentes económicos identificarán, previa solicitud, ante las autoridades de vigilancia 

del mercado:
a) a cualquier agente económico que les haya suministrado un juguete;
b) a cualquier agente económico al que hayan suministrado un juguete.
Los agentes económicos estarán en condiciones de presentar la información a que se 

refiere el párrafo primero durante un período de diez años después de que el juguete haya 
sido comercializado, en el caso del fabricante, y durante un período de diez años después de 
que hayan suministrado el juguete, en el caso de otros agentes económicos.
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CAPÍTULO III
Conformidad de los juguetes

Artículo 11.  Requisitos esenciales de seguridad.
1. Las autoridades competentes adoptarán todas las medidas necesarias para 

asegurarse de que los juguetes no puedan comercializarse si no cumplen los requisitos 
esenciales de seguridad establecidos en el apartado 2 de este artículo, por lo que respecta 
al requisito general de seguridad, y en el anexo II, por lo que respecta a los requisitos 
particulares de seguridad.

2. Los juguetes, incluidas las sustancias químicas que contengan, no comprometerán la 
seguridad ni la salud de los usuarios ni de otras personas cuando se utilicen para su destino 
normal o se utilicen conforme a su uso previsible, teniendo en cuenta el comportamiento de 
los niños. Se tendrá en cuenta la capacidad de los usuarios y, en su caso, de sus 
supervisores, especialmente en el caso de los juguetes que se destinen al uso de niños 
menores de treinta y seis meses o de otros grupos de edad específicos.

Las etiquetas colocadas de conformidad con el artículo 12.2, y las instrucciones que 
acompañen a los juguetes deberán alertar a los usuarios o a sus supervisores de los peligros 
inherentes a los juguetes y los riesgos de daños que entrañe su uso e indicar cómo evitarlos.

3. Los juguetes introducidos en el mercado deberán cumplir los requisitos esenciales de 
seguridad durante su período de uso previsible y normal.

Artículo 12.  Advertencias.
1. Cuando proceda, para un uso seguro, las advertencias hechas a efectos del artículo 

11.2 especificarán las restricciones apropiadas relativas al usuario, de conformidad con el 
anexo V, parte A. Por lo que respecta a las categorías de juguetes enumeradas en el anexo 
V, parte B, se utilizarán las advertencias establecidas en dicha parte. Las advertencias 
establecidas en los puntos 2 a 5 del anexo V, parte B, se utilizarán como están redactadas 
en los mismos. Los juguetes no llevarán ninguna de las advertencias específicas 
contempladas en el apartado 1 si están en contradicción con su uso previsto, determinado 
en virtud de su función, dimensión y características.

2. El fabricante indicará las advertencias de manera claramente visible y legible, 
fácilmente comprensible y precisa en el juguete, en una etiqueta pegada o en el embalaje y, 
si procede, en las instrucciones de uso que acompañen al juguete. Los juguetes pequeños 
que se vendan sin embalaje llevarán las advertencias apropiadas colocadas directamente en 
ellos. Las advertencias irán precedidas de la palabra «Advertencia» o «Advertencias», según 
el caso. Las advertencias que determinen la decisión de compra del juguete, tales como las 
que especifican las edades mínimas y máximas de los usuarios, así como las demás 
advertencias aplicables establecidas en el anexo V, figurarán en el embalaje destinado al 
consumidor o, si no, estarán claramente visibles para el consumidor antes de la compra, 
inclusive cuando la compra se efectúe «on line».

3. De conformidad con el artículo 5.7, las advertencias e instrucciones de seguridad 
estarán redactadas al menos en castellano.

Artículo 13.  Presunción de conformidad y normas armonizadas.
Se considerará que los juguetes que estén provistos del marcado CE y vayan 

acompañados de la declaración CE de conformidad, cuyo contenido se indica en el anexo III, 
cumplen lo dispuesto en este real decreto.

Un juguete fabricado de conformidad con una norma armonizada, cuya referencia se 
haya publicado en el «Diario Oficial de la Unión Europea», se considerará conforme a los 
requisitos esenciales de seguridad y de salud cubiertos por dicha norma armonizada.

Se presumirá que los juguetes conformes a las normas nacionales o partes de ellas, 
correspondientes a las armonizadas cuyas referencias se hayan publicado en el «Diario 
Oficial de la Unión Europea», cumplen los requisitos que contemplan dichas normas o partes 
de ellas, establecidos en el artículo 11 y el anexo II.
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Artículo 14.  Declaración CE de conformidad.
1. La declaración CE de conformidad afirmará que se ha demostrado el cumplimiento de 

los requisitos especificados en el artículo 11 y el anexo II.
2. La declaración CE de conformidad contendrá como mínimo los elementos 

especificados en el anexo III de este real decreto y los módulos pertinentes establecidos en 
el anexo II de la Decisión n.º 768/2008/CE, y se actualizará continuamente si así lo solicita 
una autoridad de vigilancia del mercado. Dicha declaración se ajustará al modelo establecido 
en el anexo III de este real decreto y se redactará al menos en castellano.

3. Al elaborar una declaración CE de conformidad, el fabricante asumirá la 
responsabilidad de la conformidad del juguete.

Artículo 15.  Principios generales del marcado CE.
1. Los juguetes comercializados llevarán el marcado CE.
2. El marcado CE estará sujeto a los principios generales contemplados en el artículo 30 

del Reglamento (CE) n.º 765/2008.
3. Se presumirá que los juguetes que llevan el marcado CE cumplen el presente real 

decreto.
4. Los juguetes que no lleven el marcado CE o que de otro modo no cumplan este real 

decreto podrán figurar en ferias de muestras y exposiciones, a condición de que vayan 
acompañados de un signo que indique claramente que no lo cumplen y que no se 
comercializarán antes de que se hayan hecho conformes.

Artículo 16.  Reglas y condiciones para la colocación del marcado CE.
1. El marcado CE se colocará de manera visible, legible e indeleble en el juguete, o bien 

en una etiqueta pegada o en el envase. En el caso de juguetes de tamaño reducido y de 
juguetes compuestos de partes pequeñas, el marcado CE podrá colocarse en una etiqueta o 
en un folleto adjunto. Si no es posible desde el punto de vista técnico en el caso de los 
juguetes vendidos en expositores de mostrador, y a condición de que el expositor se utilizase 
originalmente como envase de los juguetes, el marcado CE se colocará en el expositor de 
mostrador. Si el marcado CE no es visible desde el exterior del embalaje, caso de haberlo, 
se colocará como mínimo en el embalaje.

2. El marcado CE se colocará antes de que el juguete se introduzca en el mercado. 
Podrá ir seguido de un pictograma o de cualquier otra marca que indique un riesgo o uso 
especial.

CAPÍTULO IV
Evaluación de la conformidad

Artículo 17.  Evaluaciones de la seguridad.
Antes de introducir un juguete en el mercado, los fabricantes efectuarán un análisis de 

los peligros químicos, físicos, mecánicos, eléctricos, de inflamación, higiénicos y radiactivos 
que el juguete pueda presentar, así como una evaluación de la posible exposición a esos 
peligros. Dejarán registro de ello.

Artículo 18.  Procedimientos de evaluación de la conformidad aplicables.
1. Antes de introducir un juguete en el mercado, el fabricante aplicará los procedimientos 

de evaluación de la conformidad especificados en los apartados 2 y 3 para demostrar que el 
juguete cumple los requisitos establecidos en el artículo 11 y el anexo II de este real decreto.

2. Si el fabricante ha aplicado las normas nacionales correspondientes a las normas 
armonizadas cuyo número de referencia ha sido publicado en el «Diario Oficial de la Unión 
Europea», abarcando todos los requisitos de seguridad pertinentes para el juguete, utilizará 
el procedimiento del control interno de la producción establecido en el anexo II, módulo A, de 
la Decisión n.º 768/2008/CE.
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3. El juguete será sometido al examen CE de tipo contemplado en el artículo 19 
combinado con el procedimiento de conformidad con el tipo establecido en el anexo II, 
módulo C, de la Decisión n.º 768/2008/CE en los casos siguientes:

a) cuando no existan normas armonizadas que contemplen todos los requisitos de 
seguridad pertinentes para el juguete;

b) cuando las normas armonizadas contempladas en la letra a) sí existan pero el 
fabricante no las haya aplicado o solo las haya aplicado parcialmente;

c) cuando las normas armonizadas contempladas en la letra a), o alguna de ellas, se 
hayan publicado con una restricción;

d) cuando el fabricante considere que la naturaleza, el diseño, la fabricación o la finalidad 
del juguete deben someterse a la verificación de un tercero.

Artículo 19.  Examen CE de tipo.
1. La solicitud del examen CE de tipo, su realización y la expedición del correspondiente 

certificado se efectuarán de conformidad con los procedimientos establecidos en el anexo II, 
módulo B, de la Decisión n.º 768/2008/CE. El examen CE de tipo se realizará de acuerdo 
con lo especificado en el citado módulo B (combinación de tipo de producción y tipo de 
diseño), apartado 2, segundo guión. Además de esas disposiciones, se aplicarán los 
requisitos establecidos en los apartados 2 a 5 de este artículo.

2. La solicitud de un examen CE de tipo incluirá una descripción del juguete y la 
indicación del lugar de fabricación y su dirección.

3. Cuando un organismo de evaluación de la conformidad notificado con arreglo al 
artículo 21 de este real decreto (denominado en lo sucesivo «organismo notificado») efectúe 
un examen CE de tipo, evaluará -de ser necesario, con el fabricante- el análisis de los 
peligros que puede presentar el juguete realizado por el fabricante con arreglo al artículo 17.

4. El certificado del examen CE de tipo incluirá una referencia a este real decreto y a la 
directiva 2009/48/CE, una imagen a color, una descripción clara del juguete, con sus 
dimensiones, y una lista de los ensayos realizados con la referencia del correspondiente 
informe de ensayo. El certificado del examen CE de tipo se revisará cada vez que sea 
necesario, especialmente si se modifican el proceso de fabricación, las materias primas o los 
componentes del juguete y, en cualquier caso, cada cinco años.

El certificado del examen CE de tipo se retirará si el juguete no cumple los requisitos de 
seguridad establecidos en el artículo 11 y el anexo II de este real decreto.

El Instituto Nacional del Consumo se asegurará de que los organismos que haya 
notificado no conceden un certificado de examen CE a juguetes a los que se haya denegado 
o retirado un certificado.

5. La documentación técnica y la correspondencia sobre los procedimientos del examen 
CE de tipo se redactarán en la lengua española oficial del Estado u otra aceptable por el 
organismo notificado.

Artículo 20.  Expediente del producto.
1. El expediente del producto mencionado en el artículo 5.2 comprenderá todos los datos 

o detalles pertinentes acerca de los medios utilizados por el fabricante para asegurarse de 
que los juguetes cumplen los requisitos esenciales y particulares de seguridad aplicables 
establecidos en el artículo 11 y en el anexo II y, en particular, incluirá los documentos 
indicados en el anexo IV.

2. El expediente del producto se redactará en una de las lenguas oficiales de la UE, 
teniendo en cuenta el requisito establecido en el artículo 19.5.

3. Previa petición razonada de la autoridad de vigilancia del mercado, el fabricante 
proporcionará la traducción de las partes del expediente del producto en la lengua solicitada 
por dicha autoridad en el plazo de treinta días, salvo que un riesgo grave e inmediato 
justifique un plazo más corto.

4. Si el fabricante no cumple las obligaciones previstas en los apartados 1, 2 y 3, la 
autoridad de vigilancia del mercado podrá exigirle que solicite a un organismo notificado que 
efectúe un ensayo, a su propio cargo, en un período de tiempo no mayor de treinta días 
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naturales para verificar el cumplimiento de las normas armonizadas y de los requisitos 
esenciales de seguridad.

CAPÍTULO V
Notificación de organismos de evaluación de la conformidad

Artículo 21.  Notificación.
El Instituto Nacional del Consumo notificará a la Comisión y a los demás Estados 

miembros de la Unión Europea los organismos autorizados a realizar tareas de evaluación 
de la conformidad para terceros con arreglo a lo dispuesto en el artículo 19.

Artículo 22.  Autoridades notificantes.
1. El Instituto Nacional del Consumo, como autoridad notificante, será responsable del 

establecimiento y la aplicación de los procedimientos necesarios para evaluar y notificar los 
organismos de evaluación de la conformidad, a efectos de este real decreto y de supervisar 
los organismos notificados, lo que incluye el cumplimiento del artículo 28.

2. Esta autoridad podrá encomendar la evaluación y la supervisión contempladas en el 
apartado 1 al organismo nacional de acreditación, asumiendo la plena responsabilidad de las 
tareas realizadas por el mismo.

Artículo 23.  Requisitos relativos a las autoridades notificantes.
1. La autoridad a que se refiere el artículo 22 de este real decreto deberá cumplir los 

siguientes requisitos:
a) Deberá establecerse de forma que no exista ningún conflicto de interés con los 

organismos de evaluación de la conformidad.
b) Se organizará y gestionará de manera que se preserve la objetividad e imparcialidad 

de sus actividades.
c) Se organizará de forma que toda decisión relativa a la notificación del organismo de 

evaluación de la conformidad sea adoptada por personas competentes distintas de las que 
llevaron a cabo la evaluación.

d) No ofrecerá ni ejercerá ninguna actividad, incluidos los servicios de consultas de 
carácter comercial o competitivo, que efectúen los organismos de evaluación de la 
conformidad.

e) Preservará la confidencialidad de la información obtenida.
f) Dispondrá de suficiente personal competente para efectuar adecuadamente sus 

tareas.

Artículo 24.  Obligación de información.
La autoridad a que se refiere el artículo 22 de este real decreto informará a la Comisión 

de sus procedimientos de evaluación y notificación de organismos de evaluación de la 
conformidad y de supervisión de los organismos notificados, así como de cualquier cambio 
en la información transmitida.

Artículo 25.  Requisitos de los organismos notificados.
1. A efectos de la notificación, el organismo de evaluación de la conformidad deberá 

cumplir los requisitos establecidos en los apartados 2 a 11 de este artículo.
2. El organismo de evaluación de la conformidad deberá estar constituido de 

conformidad con el ordenamiento jurídico y tener personalidad jurídica propia.
3. El organismo de evaluación de la conformidad será independiente de la organización o 

el juguete que evalúa. Se puede considerar como organismo de evaluación a un organismo 
perteneciente a una asociación comercial o una federación profesional que represente a las 
empresas que participan en el diseño, la fabricación, el suministro, el montaje, el uso o el 
mantenimiento de los juguetes que evalúa, a condición de que se garantice su 
independencia y la ausencia de conflictos de interés.
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4. El organismo de evaluación de la conformidad, sus máximos directivos y el personal 
responsable de la realización de las tareas de evaluación de la conformidad no serán el 
diseñador, el fabricante, el proveedor, el instalador, el comprador, el dueño, el usuario o el 
encargado del mantenimiento de los juguetes que deben evaluarse, ni el representante 
autorizado de cualquiera de ellos. Ello no es óbice para que se usen los juguetes evaluados 
necesarios para las actividades del organismo de evaluación de la conformidad o para que 
se utilicen dichos juguetes con fines personales. Los organismos de evaluación de la 
conformidad, sus máximos directivos y el personal responsable de la realización de las 
tareas de evaluación de la conformidad no intervendrán directamente en el diseño o la 
fabricación, la comercialización, la instalación, el uso o el mantenimiento de estos juguetes, 
ni representarán a las partes que participan en estas actividades. No efectuarán ninguna 
actividad que pueda entrar en conflicto con su independencia de criterio o su integridad en 
relación con las actividades de evaluación de la conformidad para las que han sido 
notificados. Ello se aplicará en particular a los servicios de asesoramiento. Los organismos 
de evaluación de la conformidad se asegurarán de que las actividades de sus filiales o 
subcontratistas no afecten a la confidencialidad, objetividad e imparcialidad de sus 
actividades de evaluación de la conformidad.

5. Los organismos de evaluación de la conformidad y su personal llevarán a cabo las 
actividades de evaluación de la conformidad con el máximo nivel de integridad profesional y 
con la competencia técnica exigida para el campo especifico, y estarán libres de cualquier 
presión o incentivo, especialmente de índole financiera, que pudiera influir en su apreciación 
o en el resultado de sus actividades de evaluación de la conformidad, en particular la que 
pudieran ejercer personas o grupos de personas que tengan algún interés en los resultados 
de estas actividades.

6. El organismo de evaluación de la conformidad será capaz de llevar a cabo todas las 
tareas de evaluación de la conformidad que le sean asignadas de conformidad con el 
artículo 19 y para las que ha sido notificado, independientemente de que realice las tareas el 
propio organismo o se realicen en su nombre y bajo su responsabilidad. En todo momento, 
para cada procedimiento de evaluación de la conformidad y para cada tipo o categoría de 
juguetes para los que ha sido notificado, el organismo de evaluación de la conformidad 
dispondrá:

a) del personal necesario con conocimientos técnicos y experiencia suficiente y 
adecuada para realizar las tareas de evaluación de la conformidad;

b) de las descripciones de procedimientos con arreglo a los cuales se efectúa la 
evaluación de la conformidad, garantizando la transparencia y la posibilidad de reproducción 
de estos procedimientos; de políticas y procedimientos adecuados que permitan distinguir 
entre las tareas que realiza como organismo notificado y cualquier otra actividad;

c) de procedimientos para llevar a cabo sus actividades, teniendo debidamente en 
cuenta el tamaño de las empresas, el sector en que operan, su estructura, el grado de 
complejidad de la tecnología del juguete de que se trate y si el proceso de producción es en 
serie. El organismo de evaluación de la conformidad dispondrá de los medios necesarios 
para realizar adecuadamente las tareas técnicas y administrativas relacionadas con las 
actividades de evaluación de la conformidad y tendrá acceso a todo el equipo o las 
instalaciones que necesite.

7. El personal que efectúe las actividades de evaluación de la conformidad tendrá:
a) una buena formación técnica y profesional para realizar todas las actividades de 

evaluación de la conformidad correspondientes al ámbito para el que ha sido notificado el 
organismo de evaluación de la conformidad;

b) un conocimiento satisfactorio de los requisitos de las evaluaciones que efectúa y la 
autoridad necesaria para efectuar tales operaciones;

c) un conocimiento y una comprensión adecuados de los requisitos esenciales, de las 
normas armonizadas aplicables y de las disposiciones pertinentes de la legislación 
comunitaria de armonización aplicable, así como de las normas de aplicación 
correspondientes;

d) la capacidad necesaria para la elaboración de los certificados, los documentos y los 
informes que demuestren que se han efectuado evaluaciones.
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8. Se garantizará la imparcialidad de los organismos de evaluación de la conformidad, de 
sus máximos directivos y de su personal de evaluación. La remuneración de los máximos 
directivos y del personal de evaluación del organismo de evaluación de la conformidad no 
dependerá del número de evaluaciones realizadas ni de los resultados de dichas 
evaluaciones.

9. Los organismos de evaluación de la conformidad suscribirán un seguro de 
responsabilidad civil u otra garantía financiera, que cubra la responsabilidad civil en que 
pudieran incurrir en el desarrollo de las funciones previstas en este real decreto, durante el 
tiempo que mantenga la condición de acreditado.

10. El personal del organismo de evaluación de la conformidad deberá observar el 
secreto profesional acerca de toda la información recabada en el marco de sus tareas, salvo 
con respecto a las autoridades competentes. Se protegerán los derechos de propiedad 
industrial.

11. Los organismos de evaluación de la conformidad participarán en las actividades 
pertinentes de normalización y las actividades del grupo de coordinación de organismos 
notificados establecido con arreglo al artículo 37, o se asegurarán de que su personal de 
evaluación esté informado al respecto, y aplicarán a modo de directrices generales las 
decisiones y los documentos administrativos que resulten de las labores del grupo.

Artículo 26.  Presunción de conformidad.
Si un organismo de evaluación de la conformidad demuestra que cumple los criterios 

establecidos en las normas españolas o partes de las mismas correspondientes a las 
armonizadas pertinentes, cuyas referencias se han publicado en el «Diario Oficial de la 
Unión Europea», se presumirá que cumple los requisitos establecidos en el articulo 25 en la 
medida en que dichas normas aplicables cubran esos requisitos.

Artículo 27.  Impugnación de normas armonizadas.
Cuando una autoridad competente impugne las normas armonizadas contempladas en el 

artículo 26, será de aplicación lo previsto en el artículo 38.

Artículo 28.  Filiales y subcontratación de organismos notificados.
1. Cuando el organismo notificado subcontrate tareas específicas relacionadas con la 

evaluación de la conformidad o recurra a una filial, se asegurará de que el subcontratista o la 
filial cumplen los requisitos establecidos en el artículo 25 e informará a la autoridad 
notificante en consecuencia.

2. El organismo notificado asumirá la plena responsabilidad de las tareas realizadas por 
los subcontratistas o las filiales, con independencia de donde tengan su sede.

3. Las actividades solo podrán subcontratarse o delegarse en una filial previo 
consentimiento del cliente.

4. El organismo notificado mantendrá a disposición de la autoridad notificante los 
documentos pertinentes sobre la evaluación de las cualificaciones del subcontratista o de la 
filial, así como el trabajo que estos realicen con arreglo al artículo 19.

Artículo 29.  Solicitud de notificación.
1. Los organismos de evaluación de la conformidad presentarán una solicitud de 

notificación al Instituto Nacional del Consumo con arreglo a este real decreto.
2. La solicitud a que se refiere el apartado 1 irá acompañada de una descripción de las 

actividades de evaluación de la conformidad, del módulo o módulos de evaluación de la 
conformidad y del juguete o juguetes para los que el organismo se considere competente, 
así como de un certificado de acreditación, si lo hay, expedido por un organismo nacional de 
acreditación que haya superado la evaluación por pares, que declare que el organismo de 
evaluación de la conformidad cumple los requisitos establecidos en el artículo 25.

3. Si el organismo de evaluación de la conformidad en cuestión no puede facilitar un 
certificado de acreditación, entregará a la autoridad notificante todas las pruebas 
documentales necesarias para verificar, reconocer y supervisar regularmente que cumple los 
requisitos establecidos en el artículo 25.
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Artículo 30.  Procedimiento de notificación.
1. La autoridad notificante solo podrá notificar organismos de evaluación de la 

conformidad que satisfagan los requisitos establecidos en el artículo 25.
2. En sus notificaciones a la Comisión y a los demás Estados miembros, la autoridad 

notificante utilizará el sistema de notificación electrónica desarrollado y gestionado por la 
Comisión.

3. La notificación incluirá información detallada de las actividades de evaluación de la 
conformidad, el módulo o los módulos de evaluación de la conformidad, el juguete o los 
juguetes objeto de la evaluación y la certificación de competencia pertinente.

4. Si la notificación no está basada en el certificado de acreditación mencionado en el 
artículo 29.2, la autoridad notificante transmitirá a la Comisión y a los demás Estados 
miembros de la Unión Europea las pruebas documentales que demuestren la competencia 
del organismo de evaluación de la conformidad y las disposiciones existentes destinadas a 
garantizar que se controlará periódicamente al organismo y que este continuará 
satisfaciendo los requisitos establecidos en el artículo 25.

5. El organismo en cuestión solo podrá realizar las actividades de un organismo 
notificado si la Comisión o los demás Estados miembros no han formulado ninguna objeción 
en el plazo de dos semanas a partir de la notificación en caso de que se utilice un certificado 
de acreditación o de dos meses a partir de la notificación en caso de no se utilice la 
acreditación. Sólo ese organismo será considerado organismo notificado a efectos de este 
real decreto y de la Directiva 2009/48/CE.

6. El Instituto Nacional del Consumo informará a la Comisión y a los demás Estados 
miembros de la Unión Europea de todo cambio relevante posterior a la notificación.

Artículo 31.  Números de identificación y listas de organismos notificados.
Cada organismo notificado dispondrá de un solo número de identificación que le será 

asignado por la Comisión, incluso si el organismo es notificado con arreglo a varios actos 
comunitarios.

Artículo 32.  Cambios en la notificación.
1. Si la autoridad notificante comprueba o es informada de que un organismo notificado 

ha dejado de cumplir los requisitos establecidos en el artículo 25 o no está cumpliendo sus 
obligaciones, la autoridad notificante restringirá, suspenderá o retirará la notificación, según 
el caso, en función de la gravedad del incumplimiento de tales requisitos u obligaciones. 
Informará de ello inmediatamente a la Comisión y a los demás Estados miembros.

2. En caso de restricción, suspensión o retirada de la notificación o si el organismo 
notificado ha cesado su actividad, el Estado miembro notificante adoptará las medidas 
oportunas para que los expedientes de dicho organismo sean tratados por otro organismo 
notificado o se pongan a disposición de las autoridades notificantes y de vigilancia 
responsables cuando éstas los soliciten.

Artículo 33.  Obligaciones operativas de los organismos notificados.
1. Los organismos notificados realizarán evaluaciones de la conformidad siguiendo los 

procedimientos de evaluación de la conformidad establecidos en el artículo 19.
2. Las evaluaciones de la conformidad se llevarán a cabo de manera proporcionada, 

evitando cargas innecesarias a los agentes económicos. Los organismos de evaluación de la 
conformidad realizarán sus actividades tomando debidamente en consideración el tamaño 
de la empresa, el sector en el que opera, su estructura, el grado de complejidad de la 
tecnología del juguete en cuestión y el carácter masivo o de serie del proceso de producción. 
Para ello, respetarán en cualquier caso el grado de rigor y el nivel de protección requerido 
para que el juguete cumpla este real decreto.

3. Si un organismo notificado comprueba que el fabricante no cumple los requisitos 
establecidos en el artículo 11 y el anexo II o las normas armonizadas o especificaciones 
técnicas correspondientes, le pedirá que adopte las medidas correctoras adecuadas y no 
expedirá el certificado de examen CE de tipo contemplado en el artículo 19.4.
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4. Si en el transcurso de la supervisión de la conformidad consecutiva a la expedición del 
certificado de examen CE de tipo, un organismo notificado constata que el juguete ya no es 
conforme, instará al fabricante a adoptar las medidas correctoras adecuadas y, si es 
necesario, suspenderá o retirará dicho certificado.

5. Si no se adoptan medidas correctoras o estas no surten el efecto exigido, el 
organismo notificado restringirá, suspenderá o retirará cualquier certificado de examen CE 
de tipo, según el caso.

Artículo 34.  Obligación de información de los organismos notificados.
1. Los organismos notificados informarán a la autoridad notificante:
a) de cualquier denegación, restricción, suspensión o retirada de certificados de examen 

CE de tipo;
b) de cualquier circunstancia que afecte al ámbito ya las condiciones de notificación;
c) de cualquier solicitud de información que hayan recibido de las autoridades de 

vigilancia del mercado en relación con las actividades de evaluación de la conformidad;
d) previa solicitud, de las actividades de evaluación de la conformidad realizadas dentro 

del ámbito de su notificación y de cualquier otra actividad realizada, con inclusión de 
actividades y subcontrataciones transfronterizas.

2. Los organismos notificados proporcionarán a los demás organismos notificados con 
arreglo a la Directiva 2009/48/CE que realicen actividades de evaluación de la conformidad 
similares, que evalúen los mismos juguetes con información pertinente sobre cuestiones 
relacionadas con resultados negativos y, previa solicitud, con resultados positivos de la 
evaluación de la conformidad.

Artículo 35.  Instrucciones destinadas al organismo notificado.
1. Las autoridades de vigilancia del mercado podrán pedir a un organismo notificado que 

proporcione información relativa a cualquier certificado de examen CE de tipo que haya 
expedido o retirado, o relativa a cualquier denegación de ese certificado, lo que incluye los 
informes de ensayo y la documentación técnica.

2. Si las autoridades de vigilancia del mercado consideran que un juguete concreto no 
cumple los requisitos esenciales de seguridad establecidos en el artículo 11 y el anexo II, 
darán instrucciones, cuando proceda, al organismo notificado para que retire el certificado de 
examen CE de tipo para dichos juguetes.

3. Si es necesario, especialmente en los casos especificados en el artículo 19.4, párrafo 
segundo, las autoridades de vigilancia del mercado darán instrucciones al organismo 
notificado para que revise el certificado de examen CE de tipo.

Artículo 36.  Intercambio de experiencia.
La autoridad notificante participará en el intercambio de experiencias con otras 

autoridades notificantes de los Estados miembros de la Unión Europea, según disponga la 
Comisión.

Artículo 37.  Coordinación de los organismos notificados.
Los organismos notificados españoles estarán obligados a participar, directamente o por 

delegación en otros, en los intercambios de experiencias que la Comisión Europea organice 
entre las autoridades responsables del nombramiento, notificación y supervisión de los 
organismos notificados en cada Estado miembro, y los propios organismos notificados, con 
objeto de coordinar la aplicación uniforme de la Directiva 2009/48/CE, así como en los foros 
de organismos notificados organizados a nivel comunitario.
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CAPÍTULO VI
Medidas particulares

Artículo 38.  Impugnación de normas armonizadas.
1. Cuando la autoridad competente de vigilancia del mercado, de oficio o a solicitud de 

interesado, considere que una norma armonizada no cubre de manera totalmente 
satisfactoria los requisitos esenciales de salud y seguridad de los que trata, y que están 
incluidos en el artículo 11 y en el anexo II de este real decreto, lo comunicará al Instituto 
Nacional de Consumo.

2. El Instituto Nacional de Consumo, planteará el asunto ante el Comité creado con 
arreglo al artículo 5 de la Directiva 98/34/CE, a través del cauce establecido, exponiendo sus 
motivos, a fin de que la Comisión Europea, a tenor del dictamen de dicho Comité, tome la 
decisión –según el caso– de publicar, no publicar, publicar con restricciones, mantener, 
mantener con restricciones o retirar la referencia de la norma armonizada de que se trate en 
el «Diario Oficial de la Unión Europea».

Artículo 39.  Cláusula de salvaguardia.
1. Cuando una autoridad de vigilancia del mercado, de oficio o a solicitud de interesado, 

compruebe que un juguete provisto del marcado CE, acompañado de la declaración CE de 
conformidad y utilizada de acuerdo con su uso previsto o en condiciones razonablemente 
previsibles, puede poner en peligro la salud y la seguridad de las personas adoptará todas 
las medidas necesarias para retirar dicho juguete del mercado, prohibir su comercialización 
y/o limitar su libre circulación, comunicándolo al Instituto Nacional del Consumo.

2. El Instituto Nacional del Consumo, mediante el procedimiento establecido, informará 
inmediatamente a la Comisión Europea y a los demás Estados miembros de tales medidas e 
indicará los motivos de su decisión, en particular si la no conformidad se debe:

a) A que no se cumplen los requisitos esenciales a los que se refiere el artículo 11.
b) A un defecto en las propias normas armonizadas a las que se refiere el artículo 26.
3. Cuando las medidas previstas en el apartado 1 de este artículo se basen en un 

defecto de las normas armonizadas, se iniciará el procedimiento de impugnación regulado 
en el artículo 38 de este real decreto.

4. A resultas de la decisión que adopte la Comisión Europea al respecto, la autoridad de 
vigilancia del mercado competente deberá tomar las medidas pertinentes para conformarse 
a la misma. En caso de tratarse de cláusulas de salvaguardia interpuestas por otros Estados 
miembros, que la Comisión hubiera considerado justificadas, también se podrán aplicar las 
correspondientes medidas a los juguetes idénticos que se hallaren en el mercado español.

5. Cuando un juguete no conforme esté provisto del marcado CE, la autoridad de 
vigilancia del mercado competente tomará las medidas adecuadas contra el responsable del 
producto y lo comunicará al Instituto Nacional de Consumo, a fin de que éste informe de ello 
a la Comisión Europea.

Artículo 40.  Procedimiento en el caso de juguetes que entrañan un riesgo a nivel nacional.
1. Cuando las autoridades de vigilancia del mercado adopten medidas con arreglo al 

artículo 20 del Reglamento (CE) n.º 765/2008 o tengan motivos suficientes para pensar que 
un juguete sujeto a este real decreto supone un riesgo para la salud o la seguridad de las 
personas, llevarán a cabo una evaluación relacionada con el juguete en cuestión respecto a 
todos los requisitos establecidos en este real decreto. Los agentes económicos 
correspondientes cooperarán en función de las necesidades con las autoridades de 
vigilancia del mercado.

Si en el transcurso de la evaluación, las autoridades de vigilancia del mercado 
comprueban que el juguete no cumple los requisitos establecidos en este real decreto, 
pedirán sin demora al agente económico correspondiente que adopte las medidas 
correctoras adecuadas para ponerlo en conformidad con los citados requisitos, retirarlo del 
mercado o recuperarlo en un plazo de tiempo razonable, proporcional a la naturaleza del 
riesgo, que ellas prescriban.
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Las autoridades de vigilancia del mercado, en consecuencia, informarán de ello al 
organismo notificado correspondiente.

El artículo 21 del Reglamento (CE) n.º 765/2008 será de aplicación a las medidas a que 
se refiere el párrafo segundo del presente apartado.

2. Cuando las autoridades de vigilancia del mercado consideren que el incumplimiento 
no se limita al territorio nacional, lo comunicará al Instituto Nacional de Consumo, que a su 
vez informará a la Comisión y a los demás Estados miembros de los resultados de la 
evaluación y de las medidas que han pedido que adopte el agente económico 
correspondiente.

3. El agente económico correspondiente se asegurará de que se adoptan todas las 
medidas correctoras pertinentes en relación con los juguetes afectados que haya 
comercializado en toda la Unión Europea.

4. Si el agente económico correspondiente no adopta las medidas correctoras 
adecuadas en el plazo de tiempo indicado en el apartado 1, las autoridades de vigilancia del 
mercado adoptarán todas las medidas provisionales adecuadas para prohibir o restringir la 
comercialización del juguete, retirarlo del mercado o recuperarlo, lo comunicarán al Instituto 
Nacional de Consumo, que a su vez informará a la Comisión y a los demás Estados 
miembros de estas medidas.

Si en el plazo de tres meses tras la recepción de la información indicada en el párrafo 
anterior, ningún Estado miembro ni la Comisión presentan objeción alguna sobre las 
medidas provisionales adoptadas las autoridades de vigilancia en el mercado, las medidas 
se considerarán justificadas.

5. La información mencionada en el apartado 4 de este artículo incluirá todos los detalles 
disponibles, en particular los datos necesarios para identificar el juguete no conforme y 
precisar su origen, la naturaleza de la supuesta no conformidad y del riesgo que entraña y la 
naturaleza y duración de las medidas adoptadas, así como los argumentos expresados por 
el agente económico correspondiente. En particular, las autoridades de vigilancia del 
mercado indicarán si la no conformidad se debe a uno de los motivos siguientes:

a) el juguete no cumple los requisitos relacionados con la salud o la seguridad de las 
personas; o

b) las normas armonizadas mencionadas en el artículo 26 que confieren la presunción de 
conformidad presentan defectos.

6. Si el procedimiento se iniciase en otro estado miembro de la Unión Europea, el 
Instituto Nacional de Consumo, a iniciativa propia o a propuesta de una autoridad de 
vigilancia del mercado, informará sin demora a la Comisión y a los demás Estados miembros 
de toda medida que se haya adoptado en España y de cualquier dato adicional sobre la no 
conformidad del juguete en cuestión que tenga a su disposición y, en caso de desacuerdo 
con la medida notificada por el Estado miembro que inició el procedimiento, presentará sus 
objeciones al respecto.

7. Las autoridades de vigilancia de mercado velarán por que se adopten sin demora las 
medidas restrictivas adecuadas respecto del juguete en cuestión, tales como la retirada del 
juguete del mercado.

Artículo 41.  Intercambio de información: sistema comunitario de intercambio rápido de 
información.

Si una medida contemplada en el artículo 40.4 es un tipo de medida que, con arreglo al 
artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 765/2008, debe notificarse a través del Sistema 
Comunitario de Intercambio Rápido de Información, se seguirá el procedimiento descrito en 
el artículo 19 del Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, sobre seguridad general de 
los productos.

En dicho supuesto, no será necesario hacer una notificación separada con arreglo a 
dicho artículo 40.4, a condición de que se cumplan las condiciones siguientes:

a) la notificación del Sistema Comunitario de Intercambio Rápido de Información indica 
que el presente real decreto exige también la notificación de la medida;

b) la notificación del Sistema Comunitario de Intercambio Rápido de Información va 
acompañada de la información contemplada en el artículo 40.5.
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Artículo 42.  Incumplimiento formal.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40, si las autoridades de vigilancia del 

mercado constatan una de las situaciones indicadas a continuación, pedirán al agente 
económico correspondiente que subsane el incumplimiento en cuestión:

a) se ha colocado el marcado CE incumpliendo el artículo 15 o el artículo 16;
b) no se ha colocado el marcado CE de conformidad;
c) no se ha establecido la declaración CE de conformidad;
d) no se ha establecido correctamente la declaración CE de conformidad;
e) la documentación técnica no está disponible o está incompleta.
2. Si persiste la falta de conformidad indicada en el apartado 1, las autoridades en 

cuestión adoptarán todas las medidas adecuadas para restringir o prohibir la 
comercialización del juguete, o se asegurarán de que se recupera o se retira del mercado.

Artículo 43.  Medidas adoptadas.
Las medidas a que se refiere este capítulo no tienen carácter sancionador y su adopción 

no prejuzga la responsabilidad penal o administrativa de los sujetos a los que afecte.

CAPÍTULO VII
Disposiciones administrativas específicas

Artículo 44.  Presentación de informes.
Al menos tres meses antes del 20 de julio de 2014 y a continuación cada cinco años, las 

autoridades de vigilancia del mercado enviarán al Instituto Nacional de Consumo un informe 
sobre la aplicación de este real decreto, que incluirá una evaluación de su eficacia y de la 
situación de la seguridad de los juguetes, así como una presentación de las actividades de 
vigilancia del mercado.

El Instituto Nacional del Consumo remitirá a la Comisión lo reflejado en dichos informes a 
más tardar antes del 20 de julio de 2014, ya continuación cada cinco años.

Artículo 45.  Transparencia y confidencialidad.
Cuando las autoridades de vigilancia del mercado adopten medidas con arreglo a lo 

dispuesto en este real decreto, serán de aplicación los requisitos de transparencia y de 
confidencialidad previstos en el artículo 17 del Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre.

Artículo 46.  Motivación de las medidas.
Toda medida adoptada con arreglo a este real decreto que prohíba o limite la 

introducción en el mercado de un juguete, u ordene su retirada del mercado o recuperación, 
deberá señalar los motivos exactos en que se basa.

Tales medidas se notificarán inmediatamente a la parte interesada, con indicación de las 
vías de recurso disponibles con arreglo a lo previsto en la ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

CAPÍTULO VIII
Régimen sancionador

Artículo 47.  Régimen sancionador.
1. El régimen de infracciones y sanciones por incumplimiento de lo establecido en este 

real decreto será el previsto en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 noviembre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, así como las normas autonómicas de aplicación en 
la materia.
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2. Las infracciones se calificarán como leves, graves y muy graves. En lo que respecta a 
este real decreto, serán:

a) infracciones leves:
Los defectos formales de etiquetado que no tengan incidencia en las condiciones del uso 

seguro del juguete.
Los defectos formales del marcado CE.
b) infracciones graves:
Los defectos de etiquetado del juguete con incidencia en la seguridad, como los 

correspondientes a advertencias, instrucciones de uso o recomendaciones sobre la edad 
adecuada del niño.

La falta de datos de identificación del responsable de poner en el mercado el juguete.
El uso del marcado CE incorrectamente.
La no disposición o presentación, a petición de las autoridades, de la documentación 

referida en los anexos III y IV del real decreto.
c) infracciones muy graves:
El incumplimiento de los requisitos de seguridad a que se refieren el artículo 11 y el 

anexo II del real decreto.
3. Las infracciones señaladas serán sancionadas en cuanto a tipo y cuantía de acuerdo 

con las establecidas en los artículos 51 y 52 del citado Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 noviembre.

4. Las autoridades competentes para acordar e imponer las sanciones correspondientes, 
serán las que se establezcan de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 del presente real 
decreto.

En los casos en los que la competencia sancionadora corresponda al Estado, la 
autoridad competente sería el Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad a través del 
Instituto Nacional del Consumo.

Disposición adicional única.  Normativa aplicable.
1. Este real decreto se entenderá sin perjuicio de la aplicación de los artículos 129 a 148 

(Libro III) del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre.

2. Igualmente, el Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, sobre seguridad general 
de los productos, se aplicará a los juguetes de conformidad con lo dispuesto en su artículo 1, 
apartados 2 y 4.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio de comercialización.
1. No se impedirá la comercialización en el mercado de juguetes que sean conformes 

con el Real Decreto 880/1990, de 29 de junio, y que se hayan introducido en el mercado 
antes del 20 de julio de 2011.

2. Además de lo establecido en el apartado 1, las autoridades competentes no impedirán 
la comercialización en el mercado de juguetes que cumplan todos los requisitos de este real 
decreto, excepto los establecidos en la parte III del anexo II, siempre que dichos juguetes 
cumplan los requisitos establecidos en la parte II, punto 3, del anexo II del Real Decreto 
880/1990, de 29 de junio y que se hayan introducido en el mercado antes del 20 de julio de 
2013.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
El Real Decreto 880/1990, de 29 de junio, queda derogado a partir de la entrada en vigor 

del presente Real Decreto, a excepción del artículo 2.1, y el anexo II, parte II, punto 3, que 
quedarán derogados a partir del 20 de julio de 2013.

Las referencias realizadas en el ordenamiento jurídico al real decreto derogado se 
entenderán hechas a este real decreto.
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Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.16.ª de la 

Constitución que atribuye al Estado la competencia de dictar las bases y coordinación 
general en materia de sanidad, salvo los artículos 7 y 9 que se dictan al amparo del primer 
inciso del citado artículo 149.1.16.ª que atribuye al Estado la competencia exclusiva en 
sanidad exterior.

Disposición final segunda.  Incorporación de derecho de la Unión Europea.
Mediante este real decreto se incorpora al derecho español la Directiva 2009/48/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, sobre la seguridad de los 
juguetes.

Disposición final tercera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se faculta a la Ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad y al Ministro de Industria, 

Turismo y Comercio para dictar, en el ámbito de sus competencias, las disposiciones que 
sean necesarias para la aplicación y desarrollo de lo dispuesto en este real decreto.

Se autoriza a la Ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad y al Ministro de Industria, 
Turismo y Comercio para modificar conjunta o separadamente, de acuerdo con sus 
respectivas competencias, los anexos de este real decreto, a fin de mantenerlos adaptados 
al progreso técnico y, especialmente, a lo dispuesto en la normativa comunitaria.

Se faculta a la Ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad y al Ministro de Industria, 
Turismo y Comercio para fijar la cuantía del seguro de responsabilidad civil que de 
conformidad con el artículo 25, apartado 9, deben suscribir los organismos de evaluación de 
la conformidad.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Lista de productos que, en particular, no se consideran juguetes a efectos de 

este real decreto (a que se refiere el artículo 1.3)
1. Objetos decorativos para actos festivos y celebraciones.
2. Productos para coleccionistas adultos, a condición de que los productos o su embalaje 

lleven una indicación visible y legible de que están destinados a coleccionistas no menores 
de catorce años. Ejemplos de esta categoría:

a) modelos a escala detallados y fieles,
b) kits de montaje de los modelos a escala detallados,
c) muñecas populares y decorativas y otros artículos similares,
d) reproducciones históricas de juguetes, y
e) reproducciones de armas de fuego reales.
3. Equipos deportivos, incluidos los patines de ruedas, los patines en línea y los 

monopatines destinados a niños con una masa corporal superior a 20 kg.
4. Bicicletas con una altura máxima de sillín superior a 435 mm, medida como la 

distancia vertical entre el suelo y el punto más alto de la superficie del sillín, con el sillín 
colocado en posición horizontal y la tija en la marca inferior.

5. Patinetes y otros medios de transporte diseñados para el deporte o destinados a 
utilizarse en vías públicas o caminos públicos.

6. Vehículos eléctricos destinados a utilizarse en vías públicas, caminos públicos o sus 
aceras.

7. Equipo acuático destinado a utilizarse en aguas profundas y accesorios para aprender 
a nadar para niños, como flotadores de asiento y artículos de ayuda para nadar.

8. Rompecabezas de más de 500 piezas.
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9. Armas y pistolas de gas comprimido, salvo las armas y pistolas de agua, y arcos de 
tiro de más de 120 cm de largo.

10. Fuegos artificiales, incluidas las cápsulas fulminantes que no están diseñadas 
específicamente para juguetes.

11. Productos y juegos que utilizan proyectiles puntiagudos, como conjuntos de dardos 
con puntas metálicas.

12. Productos educativos funcionales, como hornos eléctricos, planchas u otros 
productos funcionales cuya tensión supere 24 voltios vendidos exclusivamente con fines 
educativos bajo la supervisión de adultos.

13. Productos destinados a utilizarse con fines pedagógicos, como equipo científico, en 
colegios y otros contextos educativos bajo la vigilancia de instructores adultos.

14. Equipo electrónico, como ordenadores personales y consolas de juego, utilizado para 
acceder a software interactivo y sus periféricos asociados, si el equipo electrónico o los 
periféricos asociados no están diseñados y destinados específica mente para niños y tienen 
un valor lúdico de por sí, como los ordenadores personales de diseño especial, los teclados, 
las palancas de mando o los volantes.

15. El software interactivo destinado al ocio y el entretenimiento, como los juegos de 
ordenador y sus soportes de almacenamiento, por ejemplo, los CD.

16. Los chupetes para bebés.
17. Las lámparas atractivas para los niños.
18. Los transformadores eléctricos para juguetes.
19. Accesorios de moda para niños que no están destinados al juego.

ANEXO II
Requisitos particulares de seguridad

I. Propiedades físicas y mecánicas.
1. Los juguetes y sus partes, así como sus fijaciones en el caso de juguetes fijos, 

deberán tener la resistencia mecánica y, en su caso, la estabilidad suficiente para soportar 
las tensiones resultantes de su uso sin que se produzcan roturas o deformaciones que 
puedan causar lesiones físicas.

2. Los bordes, salientes, cuerdas, cables y fijaciones accesibles de los juguetes deberán 
diseñarse y fabricarse de manera que se reduzca lo más posible el riesgo de lesiones físicas 
que pudiera provocar el contacto con ellos.

3. Los juguetes deberán diseñarse y fabricarse de forma que no presenten riesgos o solo 
los riesgos mínimos inherentes al uso de los mismos que pudiera provocar el movimiento de 
sus partes.

4.
a) Los juguetes y sus partes no deberán presentar riesgo de estrangulamiento.
b) Los juguetes y sus partes no deberán presentar ningún riesgo de asfixia por 

interrupción del flujo del aire como consecuencia de una obstrucción de las vías respiratorias 
externa a la boca y la nariz.

c) Los juguetes y sus partes deberán tener unas dimensiones tales que no presenten 
riesgo de asfixia por interrupción del flujo de aire como consecuencia de una obstrucción 
interna de las vías respiratorias por objetos bloqueados en la boca o la faringe o alojados en 
la entrada de las vías respiratorias inferiores.

d) Los juguetes claramente destinados al uso de niños menores de treinta y seis meses, 
así como sus componentes y partes separables, deberán tener unas dimensiones tales que 
no puedan tragarse o inhalarse. Esta norma se aplica también a otros juguetes destinados a 
ponerse en la boca, así como a sus componentes y partes separables.

e) El embalaje de comercialización al por menor de los juguetes no deberá presentar 
ningún riesgo de estrangulamiento o asfixia como consecuencia de una obstrucción de las 
vías respiratorias externa a la boca y la nariz.

f) Los juguetes distribuidos en alimentos o mezclados con alimentos deberán tener un 
embalaje propio que, en la forma suministrada, tenga unas dimensiones que impidan que 
pueda tragarse o inhalarse.
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g) Los embalajes de juguetes contemplados en las letras e) y f) que sean esféricos, en 
forma de huevo o elipsoidales y las partes separables de los mismos, o de los embalajes 
cilíndricos con bordes redondeados, deberán tener unas dimensiones tales que impidan que 
se produzca una obstrucción de las vías respiratorias por quedar bloqueados en la boca o la 
faringe, o alojados en la entrada de las vías respiratorias inferiores.

h) Se prohíben los juguetes unidos sólidamente a un alimento en el momento del 
consumo, de modo que deba consumirse el alimento para acceder directamente a ellos. Las 
partes de los juguetes que, de otro modo, vayan unidas directamente al alimento deberán 
cumplir los requisitos previstos en las letras c) y d).

5. Los juguetes acuáticos deberán diseñarse y fabricarse de forma que se reduzca lo 
más posible, habida cuenta del uso recomendado de los juguetes, el riesgo de pérdida de 
flotabilidad del juguete y de pérdida de capacidad de porte del niño.

6. Los juguetes en los que se pueda entrar y que constituyan por tanto un espacio 
cerrado deberán tener un sistema de salida que el usuario previsto pueda abrir fácilmente 
desde el interior.

7. Los juguetes que confieran movilidad a sus usuarios deberán, en la medida de lo 
posible, incorporar un sistema de freno adaptado al tipo de juguete y proporcional a la 
energía cinética que este genere. Dicho sistema deberá ser fácil de utilizar para el usuario y 
no entrañar riesgo de eyección o de lesiones físicas del usuario o de otras personas. Deberá 
limitarse la velocidad de diseño máxima de los juguetes eléctricos en los que el niño vaya 
montado para reducir al mínimo el riesgo de lesión.

8. La forma y la composición de los proyectiles y la energía cinética que estos puedan 
generar al ser lanzados por un juguete diseñado para ese fin no deberán entrañar riesgo de 
lesión física del usuario o de otras personas, habida cuenta de la naturaleza del juguete.

9. La fabricación de los juguetes deberá garantizar que:
a) la temperatura máxima y mínima que alcance cualquier superficie accesible no pueda 

provocar lesiones al tocarla; y
b) los líquidos y gases que se encuentren en el interior del juguete no alcancen 

temperaturas o presiones que, en caso de escape distinto del indispensable para el buen 
funcionamiento del juguete, puedan provocar quemaduras u otras lesiones físicas.

10. Los juguetes destinados a emitir un sonido deberán diseñarse y fabricarse, en 
términos de valores máximos del ruido de impulso y del ruido continuo, de tal manera que su 
sonido no pueda dañar el oído de los niños.

11. Los juguetes de actividad se fabricarán de manera que se reduzca lo más posible el 
riesgo de aplastamiento o prendimiento de partes del cuerpo y de la ropa y el riesgo de 
caídas, choques y ahogamiento. En particular, todas las superficies de los juguetes de 
actividad que sean accesibles para que uno o varios niños jueguen sobre ellas se diseñarán 
para soportar el peso de aquellos.

II. Inflamabilidad.
1. Los juguetes no deberán constituir un peligroso elemento inflamable en el entorno del 

niño. En consecuencia, deberán estar compuestos de materiales que cumplan una o varias 
de las condiciones siguientes:

a) no arden si se exponen directamente a una llama, una chispa u otra posible fuente de 
fuego;

b) no se inflaman con facilidad (la llama se apaga tan pronto como cesa la causa del 
fuego);

c) si arden, lo hacen lentamente y la velocidad de propagación de la llama es reducida; y
d) cualquiera que sea la composición química del juguete, ha sido diseñado para que 

retrase mecánicamente el proceso de combustión.
Los materiales combustibles no entrañan riesgo alguno de ignición para los demás 

materiales utilizados en el juguete.
2. Los juguetes que, por motivos esenciales relacionados con su funcionamiento, 

contengan sustancias o mezclas que cumplan los criterios de clasificación establecidos en la 
sección 1 del apéndice B del presente anexo, especialmente los materiales y equipos para 
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experimentos químicos, el montaje de maquetas, el moldeado plástico o cerámico, el 
esmaltado, la fotografía u otras actividades similares, no deberán contener sustancias o 
mezclas que, como tales, puedan volverse inflamables como consecuencia de la pérdida de 
componentes volátiles no inflamables.

3. Los juguetes distintos de las cápsulas fulminantes para juguetes no deberán ser 
explosivos o contener elementos o sustancias que puedan explotar si se utilizan según lo 
previsto en el artículo 11, apartado 2, párrafo primero.

4. Los juguetes y, en particular, los juegos y juguetes de química, no deberán contener 
sustancias o mezclas que:

a) puedan explotar, por reacción química o por calentamiento, si se mezclan;
b) puedan explotar si se mezclan con sustancias oxidantes; o
c) contengan componentes volátiles que sean inflamables en el aire y puedan formar 

mezclas de vapor/aire inflamables o explosivas.
III Propiedades químicas.
1. Los juguetes estarán diseñados y fabricados de tal manera que no presenten riesgos 

de efectos adversos para la salud humana debido a la exposición a sustancias o mezclas 
químicas que contengan o entren en su composición, si los juguetes se utilizan según lo 
previsto en el artículo 11, apartado 2, párrafo primero.

Los juguetes cumplirán la legislación comunitaria pertinente relativa a determinadas 
categorías de productos o a restricciones para determinadas sustancias y mezclas.

2. Los juguetes que, de por sí, sean sustancias o mezclas deberán ser también 
conformes a las disposiciones del Real Decreto 363/1995, de 10 de Marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento sobre clasificación, envasado y etiquetado de sustancias peligrosas, 
al Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre 
clasificación, envasado y etiquetado de preparados peligrosos y al Reglamento (CE) nº 
1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, sobre 
clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas, como corresponda, en 
relación con la clasificación, el envasado y el etiquetado de determinadas sustancias y 
mezclas.

3. Sin perjuicio de la aplicación de las restricciones correspondientes al párrafo segundo 
del punto 1, no se utilizarán en los juguetes, en componentes o en partes de juguetes 
microestructuralmente distintas, las sustancias clasificadas como carcinógenas, mutágenas 
o tóxicas para la reproducción (sustancias CMR), categoría 1A, 1B o 2, de acuerdo con el 
Reglamento (CE) n.° 1272/2008.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto 3, las sustancias o mezclas clasificadas como 
CMR de las categorías establecidas en la sección 3 del apéndice 8 podrán utilizarse en 
juguetes, en componentes o en partes de juguetes microestructuralmente distintas a 
condición de que se satisfaga una o varias de las condiciones siguientes:

a) dichas sustancias y mezclas estén contenidas en concentraciones individuales iguales 
o menores a las concentraciones pertinentes establecidas en los actos jurídicos comunitarios 
mencionados en la sección 2 del apéndice B para la clasificación de mezclas que contengan 
dichas sustancias;

b) dichas sustancias o mezclas sean inaccesibles para los niños por el medio que sea, 
incluida la inhalación, cuando el juguete se utilice con arreglo al artículo 11, apartado 2, 
párrafo primero;

c) se haya adoptado una decisión con arreglo al artículo 46, apartado 3 de la Directiva 
2009/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, para permitir la 
sustancia o mezcla y su uso, y la sustancia o mezcla en cuestión y sus usos permitidos 
figuren en el apéndice A.

Podrá adaptarse dicha decisión si se cumplen las siguientes condiciones:
i) el comité científico pertinente ha evaluado el uso de la sustancia o mezcla y lo ha 

considerado seguro, en particular por lo que respecta a la exposición;
ii) no se dispone de sustancias o mezclas alternativas adecuadas, lo que se documenta 

en un análisis de las alternativas; y
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iii) no está prohibido el uso de la sustancia o mezcla en artículos de consumo con arreglo 
al Reglamento (CE) n.º 1907/2006.

La Comisión otorgará un mandato al comité científico pertinente para que vuelva a 
evaluar las citadas sustancias o mezclas tan pronto como exista preocupación acerca de su 
seguridad y, como muy tarde, cada cinco años a partir de la fecha de adopción de una 
decisión con arreglo al artículo 46, apartado 3 de la Directiva 2009/48/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto 3, las sustancias o mezclas clasificadas como 
CMR de las categorías establecidas en la sección 4 del apéndice B podrán utilizarse en 
juguetes, en componentes o en partes de juguetes microestructuralmente distintas a 
condición de que se satisfaga una de las condiciones siguientes:

a) dichas sustancias y mezclas estén contenidas en concentraciones individuales iguales 
o menores a las concentraciones pertinentes establecidas en los actos jurídicos comunitarios 
mencionados en la sección 2 del apéndice B para la clasificación de mezclas que contengan 
dichas sustancias;

b) dichas sustancias o mezclas sean inaccesibles para los niños por el medio que sea, 
incluida la inhalación, cuando el juguete se utilice con arreglo al artículo 11, apartado 2, 
párrafo primero; o

c) se haya adoptado una decisión con arreglo al artículo 46, apartado 3 de la Directiva 
2009/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, para permitir la 
sustancia o mezcla y su uso, y la sustancia o mezcla en cuestión y sus usos permitidos 
figuren en el apéndice A.

Podrá adaptarse dicha decisión si se cumplen las siguientes condiciones:
i) el comité científico pertinente ha evaluado el uso de la sustancia o mezcla y lo ha 

considerado seguro, en particular por lo que respecta a la exposición;
ii) no está prohibido el uso de la sustancia o mezcla en artículos de consumo con arreglo 

al Reglamento (CE) n.º 1907/2006.
La Comisión otorgará un mandato al comité científico pertinente para que vuelva a 

evaluar las citadas sustancias o mezclas tan pronto como exista preocupación acerca de su 
seguridad y, como muy tarde, cada cinco años a partir de la fecha de adopción de una 
decisión con arreglo al artículo 46, apartado 3 de la Directiva 2009/48/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009.

6. Los puntos 3, 4 y 5 no se aplican al níquel en el acero inoxidable.
7. Los puntos 3, 4 y 5 no se aplican a los materiales que cumplan los valores límite 

específicos establecidos en el apéndice C, o, hasta que se hayan elaborado dichas 
disposiciones, pero no más tarde del 20 de julio de 2017, a los materiales cubiertos por las 
disposiciones relativas a los materiales destinados a entrar en contacto con alimentos y que 
cumplan dichas disposiciones, con arreglo al Reglamento (CE) n.º 1935/2004 y las medidas 
específicas respectivas para materiales particulares.

8. Sin perjuicio de la aplicación de los puntos 3 y 4, se prohibirán las sustancias 
nitrosaminas y nitrosables para su uso en juguetes destinados a niños menores de treinta y 
seis meses o en otros juguetes destinados a introducirse en la boca si la migración de la 
sustancia es igualo superior a 0,05 mg/kg para las nitrosaminas y a 1 mg/kg para las 
sustancias nitrosables.

9. La Comisión evaluará sistemática y regularmente la aparición de sustancias peligrosas 
de materiales en juguetes.

En dichas evaluaciones se tendrán en cuenta los informes de los organismos de 
vigilancia del mercado y las preocupaciones expuestas por los Estados miembros y las 
partes interesadas.

10. Los cosméticos de juguete, tales como los cosméticos para muñecas, cumplirán los 
requisitos de composición y etiquetado establecidos en el Real Decreto 1599/1997, de 17 de 
octubre, sobre productos Cosméticos.

11. Los juguetes no podrán contener las fragancias alergénicas siguientes:
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N° Nombre de la fragancia que produce alergia Número CAS
(1) Helenio (Inula helenium) 97676-35-2
(2) Alilisotiocianato 57-06-7
(3) Cianuro de bencilo 140-29-4
(4) 4-terc-butilfenol 98-54-4
(5) Aceite de quenopodio 8006-99-3
(6) Alcohol de ciclamen 4756-19-8
(7) Maleato de dietilo 141-05-9
(8) Dihidrocumarina 119-84-6
(9) 2,4-dihidroxi-3-metilbenzaldehído 6248-20-0
(10) 3,7-dimetil-2-octen-1-ol (6.7 -dihidrogeraniol) 40607-48-5
(11) 4,6-dimetil-8-terc-butilcumarina 17874-34-9
(12) Citraconato de dimetilo 617-54-9
(13) 7, 11-dimetil-4,6,10-dodecatrien-3-ona 26651-96-7
(14) 6,10-dimetil-3,5,9-undecatrien-2-ona 141-10-6
(15) Difenilamina 122-39-4
(16) Acrilato de etilo 140-88-5
(17) Hoja de higo, fresca y en preparaciones 68916-52-9
(18) trans-2-heptenal 18829-55-5
(19) trans-2-hexenal dietilacetal 67746-30-9
(20) trans-2-hexenal dimetilacetal 18318-83-7
(21) Alcohol hidroabietílico 13393-93-6
(22) 4-etoxifenol 622-62-8
(23) 6-lsopropil-2-decahidronaftalenol 34131-99-2
(24) 7 -metoxicumarina 531-59-9
(25) 4-metoxifenol 150-76-5
(26) 4-(p-metoxifenil)-3-buten-2 -ona 943-88-4
(27) 1-(p-metoxifenil)-1-penten-3-ona 104-27-8
(28) trans-2-butenoato de metilo 623-43-8
(29) 6-metilcumarina 92-48-8
(30) 7 -metilcumarina 2445-83-2
(31) 5-metil-2,3-hexanediona 13706-86-0
(32) Aceite de raíz de costus (Saussurea lappa Clarke) 8023-88-9
(33) 7 -etoxi-4-metilcumarina 87-05-8
(34) Hexahidrocumarina 700-82-3
(35) Bálsamo de Perú, en bruto (Exudación de Myroxylonpereirae (Royle) Klotzsch) 8007-00-9
(36) 2-pentilideno-ciclohexanona 25677-40-1
(37) 3,6,10-trimetil-3,5,9-undecatrien-2-ona 1117-41-5
(38) Aceite de verbena (Lippia citriodora Kunth) 8024-12-2
(39) Almizcle de abelmosco (4-terc-butil-3-metoxi-2,6-dinitrotolueno) 83-66-9
(40) 4-fenil-3-buten-2-ona 122-57-6
(41) Cinamal amílico 122-40-7
(42) Alcohol amilcinamílico 101-85-9
(43) Alcohol bencílico 100-51-6
(44) Salicilato bencílico 118-58-1
(45) Alcohol cinamílico 1 04-54-1
(46) Cinamal 104-55-2
(47) Citral 5392-40-5
(48) Cumarina 91-64-5
(49) Eugenol 97-53-0
(50) Geraniol 106-24-1
(51) Hidroxicitronelal 107-75-5
(52) Hidroximetil-pentilciclohexenocarbaldehído 31906-04-4
(53) lsoeugenol 97-54-1
(54) Extractos de Evernia prunastri 90028-68-5
(55) Extractos de Evernia furfuracea 90028-67-4
(56) Atranol (2,6-dihidroxi-4-metil-benzaldehído) 526-37-4
(57) Cloroatranol (3-cloro-2,6-dihidroxi-4-metil-benzaldehído) 57074-21-2
(58) Heptincarbonato de metilo 111-12-6

No obstante, se autorizará la presencia de restos de estas fragancias si esa presencia es 
técnicamente inevitable, incluso con buenas prácticas de fabricación, y si no es superior a 
100 ppm.

Por otro lado, en el juguete, en una etiqueta pegada, en el envase o en el folleto adjunto, 
se mencionarán los nombres de las fragancias alergénicas siguientes si se añaden, como 
tales, a un juguete en concentraciones que superen un 0,01 % en peso del juguete o de 
componentes del mismo:
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N.º Nombre de la fragancia que produce alergia Número CAS
(1) Alcohol anisílico 105-13-5
(2) Benzoato bencílico 120-51-4
(3) Cinamato bencílico 103-41-3

(4) Citronelol
106-22-9,
1117-61-9,
7540-51-4

(5) Farnesol 4602-84-0
(6) Hexilcinamaldehído 101-86-0
(7) Lilial 80-54-6
(8) d-Limoneno 5989-27-5
(9) Linalol 78-70-6
(10) (Suprimida)  
(11) 3-metil-4-(2,6,6-trimetil-2-ciclohexen-1-il)-3-buten-2-ona 127-51-5
(12) Acetilcedreno. 32388-55-9
(13) Salicilato de amilo. 2050-08-0
(14) trans-anetol. 4180-23-8
(15) Benzaldehído. 100-52-7

(16) Alcanfor. 76-22-2,
464-49-3

(17) Carvona. 99-49-0,
6485-40-1, 2244-16-8

(18) beta-cariofileno (ox.). 87-44-5
(19) Rosa cetona-4 (Damascenona). 23696-85-7
(20) alfa-damascona (TMCHB). 43052-87-5, 23726-94-5
(21) cis-beta-damascona. 23726-92-3
(22) delta-damascona. 57378-68-4
(23) Acetato de dimetilbencil carbinilo (DMBCA). 151-05-3
(24) Hexadecanolactona. 109-29-5
(25) Hexametilindanopirano. 1222-05-5
(26) (DL)-Limoneno. 138-86-3
(27) Acetato de linalilo. 115-95-7

(28) Mentol.
1490-04-6,
89-78-1,

2216-51-5
(29) Salicilato de metilo. 119-36-8
(30) 3-metil-5-(2,2,3-trimetil-3-ciclopenten-1-il)pent-4-en-2-ol. 67801-20-1
(31) alfa-pineno. 80-56-8
(32) beta-pineno. 127-91-3
(33) Propilidenftalida. 17369-59-4
(34) Salicilaldehído. 90-02-8
(35) alfa-santalol. 115-71-9
(36) beta-santalol. 77-42-9
(37) Esclareol. 515-03-7

(38) alfa-terpineol. 10482-56-1,
98-55-5

(39) Terpineol (mezcla de isómeros). 8000-41-7
(40) Terpinoleno. 586-62-9

(41) Tetrametil acetiloctahidro naftalenos. 54464-57-2, 54464-59-4, 68155-66-8, 
68155-67-9

(42) Trimetil bencenopropanol (majantol). 103694-68-4
(43) Vainillina. 121-33-5
(44) Aceite de Cananga odorata e Ylang-ylang. 83863-30-3, 8006-81-3
(45) Aceite de corteza de Cedrus atlantica. 92201-55-3, 8000-27-9
(46) Aceite de hoja de Cinnamomum cassia. 8007-80-5
(47) Aceite de corteza de Cinnamomum zeylanicum. 84649-98-9
(48) Aceite de flor de Citrus aurantium amara. 8016-38-4
(49) Aceite de piel de Citrus aurantium amara. 72968-50-4
(50) Aceite obtenido por presión de piel de Citrus bergamia. 89957-91-5
(51) Aceite obtenido por presión de piel de Citrus limonum. 84929-31-7
(52) Aceite obtenido por presión de piel de Citrus sinensis. 97766-30-8, 8028-48-6
(53) Aceites de Cymbopogon citratus/schoenanthus. 89998-14-1, 8007-02-01, 89998-16-3
(54) Aceite de hoja de Eucalyptus spp. 92502-70-0, 8000-48-4
(55) Aceite de hoja o de flor de Eugenia caryophyllus. 8000-34-8
(56) Jasminum grandiflorum/officinale. 84776-64-7, 90045-94-6, 8022-96-6
(57) Juniperus virginiana. 8000-27-9, 85085-41-2
(58) Aceite de fruto de Laurus nobilis. 8007-48-5
(59) Aceite de hoja de Laurus nobilis. 8002-41-3
(60) Aceite de semilla de Laurus nobilis. 84603-73-6
(61) Lavandula hybrida. 91722-69-9
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N.º Nombre de la fragancia que produce alergia Número CAS
(62) Lavandula officinalis. 84776-65-8
(63) Mentha piperita. 8006-90-4, 84082-70-2
(64) Mentha spicata. 84696-51-5
(65) Narcissus spp. Varios, incluido 90064-25-8
(66) Pelargonium graveolens. 90082-51-2, 8000-46-2
(67) Pinus mugo. 90082-72-7
(68) Pinus pumila. 97676-05-6
(69) Pogostemon cablin. 8014-09-3, 84238-39-1

(70) Aceite de flor de rosa (Rosa spp.).
Varios, incluidos 8007-01-0, 93334-48-6, 

84696-47-9, 84604-12-6, 90106-38-0, 
84604-13-7, 92347-25-6

(71) Santalum album. 84787-70-2, 8006-87-9
(72) Aguarrás (aceite). 8006-64-2, 9005-90-7, 8052-14-0

12. Se autorizará la utilización de las fragancias contempladas en los puntos 41 a 55 de 
la lista que figura en el punto 11, párrafo primero, y de las fragancias contempladas en los 
puntos 1 a 11 de la lista que figura en el párrafo tercero de dicho punto en los juegos de 
mesa olfativos, los kits de cosméticos y los juegos gustativos, siempre que:

i) Esas fragancias figuren claramente en una etiqueta sobre el embalaje y el embalaje 
lleve la advertencia prevista en el anexo V, parte B, punto 10;

ii) si procede, los productos resultantes fabricados por el niño de conformidad con las 
instrucciones cumplan los requisitos establecidos en el Real Decreto 1599/1997, de 17 de 
octubre; y

iii) en su caso, esas fragancias respeten la legislación pertinente en materia de 
alimentos.

Esos juegos de mesa olfativos, kits de cosméticos y juegos gustativos no podrán ser 
utilizados por niños menores de treinta y seis meses y deberán cumplir lo dispuesto en el 
anexo V, parte B, punto 1.

13. Sin perjuicio de los puntos 3, 4 y 5, no podrán superarse los siguientes límites de 
migración de los juguetes o sus componentes:

Elemento

mg/kg
de material para juguetes seco, 

quebradizo, en polvo o 
maleable

mg/kg
en material para juguetes 

líquido o pegajoso

mg/kg
en material para juguetes 

raspado

Aluminio 2 250 560 28 130
Antimonio 45 11,3 560
Arsénico 3,8 0,9 47
Bario 4 500 1 125 56 000
Boro 1 200 300 15 000
Cadmio 1,3 0,3 17
Cromo (III) 37,5 9,4 460
Cromo (VI) 0,02 0,005 0,053
Cobalto 10,5 2,6 130
Cobre 622,5 156 7 700
Plomo 2,0 0,5 23
Manganeso 1 200 300 15 000
Mercurio 7,5 1,9 94
Níquel 75 18,8 930
Selenio 37,5 9,4 460
Estroncio 4 500 1 125 56 000
Estaño 15 000 3750 180 000
Estaño orgánico 0,9 0,2 12
Cinc 3750 938 46 000

Estos límites no se aplicarán a los juguetes o sus componentes cuando, por su 
accesibilidad, función, volumen o masa, se excluya claramente todo peligro por el hecho de 
chuparlos, lamerlos, tragarlos o mantener un contacto cutáneo prolongado con ellos si se 
utilizan de acuerdo con lo especificado en el artículo 11, apartado 2, párrafo primero.

IV. Propiedades eléctricas
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1. Los juguetes no funcionarán con corriente eléctrica cuyo voltaje nominal sea superior 
a 24 voltios de corriente continua o el voltaje de corriente alterna equivalente y la tensión de 
sus partes accesibles no superará los 24 voltios de corriente continua o el voltaje de 
corriente alterna equivalente.

Los voltajes internos no superarán los 24 voltios de corriente continua o el voltaje de 
corriente alterna equivalente, salvo que se garantice que la tensión y la combinación de 
corriente generada no dan lugar a ningún riesgo de choque eléctrico nocivo, incluso si el 
juguete se rompe.

2. Las partes de juguetes en contacto o que puedan entrar en contacto con una fuente 
de electricidad capaz de provocar un choque eléctrico, así como los cables u otros 
conductores de electricidad a tales partes, deberán estar suficientemente aislados y 
protegidos mecánicamente para evitar el riesgo de choque.

3. Los juguetes eléctricos deberán diseñarse y fabricarse de forma que se garantice que 
todas las superficies directamente accesibles no alcancen temperaturas que puedan 
provocar quemaduras.

4. En condiciones de fallo previsibles, los juguetes deberán ofrecer protección contra los 
peligros eléctricos derivados de una fuente de corriente eléctrica.

5. Los juguetes eléctricos deberán ofrecer una protección adecuada contra el peligro de 
incendio.

6. Los juguetes eléctricos deberán diseñarse y fabricarse de tal manera que los campos 
eléctricos, magnéticos y electromagnéticos u otras radiaciones generadas por el equipo se 
mantengan dentro de los límites necesarios para su funcionamiento que deberán 
corresponder a un nivel seguro de acuerdo con el estado actual de la técnica generalmente 
reconocido, teniendo en cuenta las medidas comunitarias específicas.

7. Los juguetes que tienen un sistema de control electrónico deberán diseñarse y 
fabricarse de tal manera que funcionen con seguridad incluso cuando el sistema electrónico 
deja de funcionar correctamente o falla por una avería del propio sistema o por un factor 
externo.

8. Los juguetes deberán diseñarse y fabricarse de tal manera que no presenten ningún 
peligro para la salud o riesgo de lesión ocular o cutánea por el efecto de rayos láser, diodos 
luminiscentes (LED) o cualquier otro tipo de radiación.

9. El transformador eléctrico de un juguete no será parte integrante del mismo.
V. Higiene.
1. Los juguetes deberán diseñarse y fabricarse de manera que satisfagan las 

condiciones de higiene y limpieza para evitar todo riesgo de infección, enfermedad y 
contaminación.

2. Los juguetes destinados a niños menores de treinta y seis meses deberán diseñarse y 
fabricarse de forma que puedan limpiarse. Un juguete textil será lavable con este fin, excepto 
si contiene un mecanismo que pueda dañarse si se moja al lavarse. Los juguetes deberán 
seguir cumpliendo los requisitos de seguridad después de haber sido limpiados con arreglo a 
las disposiciones del presente punto y a las instrucciones del fabricante.

VI. Radioactividad
Los juguetes cumplirán todas las disposiciones pertinentes adoptadas con arreglo al 

capítulo III del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica.

Apéndice A

Lista de sustancias CMR y sus usos autorizados de conformidad con el anexo II, parte III, 
puntos 4, 5 y 6

Sustancia Clasificación Uso autorizado

Níquel CMR 2 En los juguetes y en los componentes de juguetes fabricados con acero inoxidable.
En los componentes de juguetes destinados a conducir la corriente eléctrica.
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Apéndice B

Clasificación de sustancias y mezclas
Debido al calendario de aplicación del Reglamento (CE) n.º 1272/2008, existen formas 

equivalentes de referirse a una clasificación determinada que deben utilizarse en diversos 
momentos.

1. Criterios para clasificar las sustancias y mezclas a los efectos del anexo II, parte II, 
punto 2, y el anexo V, parte B, punto 4.

A. Criterios que se aplicarán a partir del 20 de julio de 2011 y hasta el 31 de mayo de 
2015:

Sustancias:
La sustancia cumple los criterios de cualquiera de las siguientes clases o categorías de 

peligro establecidas en el anexo I del Reglamento (CE) n.º 1272/2008:
a) Clases de peligro 2.1 a 2.4, 2.6, 2.7, 2.8 tipos A y B, 2.9, 2.10, 2.12, 2.13 categorías 1 

y 2,2.14 categorías 1 y 2, 2.15 tipos A a F;
b) clases de peligro 3.1 a 3.6, 3.7 efectos adversos sobre la función sexual y la fertilidad 

o sobre el desarrollo, 3.8 efectos distintos de los narcóticos, 3.9 y 3.10;
c) clase de peligro 4.1;
d) clase de peligro 5.1.
Mezclas:
La mezcla es peligrosa con arreglo a lo dispuesto en el Real Decreto 363/1995, de 10 de 

marzo.
B. Criterio aplicable a partir del 1 de junio de 2015:
La sustancia o mezcla cumple los criterios de cualquiera de las siguientes clases o 

categorías de peligro establecidas en el anexo I del Reglamento (CE) n.º 1272/2008:
a) Clases de peligro 2.1 a 2.4, 2.6, 2.7, 2.8 tipos A y B, 2.9, 2.10, 2.12, 2.13 categorías 1 

y 2, 2.14 categorías 1 y 2,2.15 tipos A a F;
b) clases de peligro 3.1 a 3.6, 3.7 efectos adversos sobre la función sexual y la fertilidad 

o sobre el desarrollo, 3.8 efectos distintos de los narcóticos, 3.9 y 3.10;
c) clase de peligro 4.1:
d) clase de peligro 5.1.
2. Actos legislativos que rigen el uso de determinadas sustancias a los efectos de la 

parte III, puntos 4 a) y 5 a).
A partir del 20 de julio de 2011 y hasta el 31 de mayo de 2015, las concentraciones 

correspondientes para la clasificación de mezclas que contengan las sustancias serán las 
establecidas con arreglo al Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero.

A partir del 1 de junio de 2015, las concentraciones correspondientes para la 
clasificación de mezclas que contengan las sustancias serán las establecidas con arreglo al 
Reglamento (CE) n.º 1272/2008.

3. Categorías de sustancias y mezclas clasificadas como carcinógenas, mutágenas o 
tóxicas para la reproducción (CMR) a los efectos de la parte III, punto 4.

Sustancias:
Las disposiciones de la parte III, punto 4, se refieren a las sustancias clasificadas como 

CMR de categoría 1 A Y 1 B con arreglo al Reglamento (CE) n.º 1272/2008.
Mezclas:
A partir del 20 de julio de 2011 y hasta el 31 de mayo de 2015, las disposiciones de la 

parte III, punto 4, se refieren a mezclas clasificadas como CMR de categorías 1 y 2 con 
arreglo al Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero y al Real Decreto 363/1995, de 10 de 
marzo, según proceda.
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A partir del 1 de junio de 2015, las disposiciones de la parte III, punto 4, se refieren a las 
mezclas clasificadas como CMR de categorías 1A y 1B con arreglo al Reglamento (CE) n.º 
1272/2008.

4. Categorías de sustancias y mezclas clasificadas como carcinógenas, mutágenas o 
tóxicas para la reproducción (CMR) a los efectos de la parte III, punto 5.

Sustancias:
Las disposiciones de la parte III, punto 5, se refieren a las sustancias clasificadas como 

CMR de categoría 2 con arreglo al Reglamento (CE) n.º 1272/2008.
Mezclas:
A partir del 20 de julio de 2011 y hasta el 31 de mayo de 2015, las disposiciones de la 

parte III, punto 5, se refieren a mezclas clasificadas como CMR de categoría 3 con arreglo al 
Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero y Real Decreto 363/1995, de 10 de marzo, según 
proceda.

A partir del 1 de junio de 2015, las disposiciones de la parte III, punto 5, se refieren a las 
mezclas clasificadas como CMR de categoría 2 con arreglo al Reglamento (CE) n.º 
1272/2008.

5. Categorías de sustancias y mezclas clasificadas como carcinógenas, mutágenas o 
tóxicas para la reproducción (CMR) a los efectos del artículo 46, apartado 3 de la Directiva 
2009/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009.

Sustancias:
Las disposiciones del artículo 46, apartado 3 de la Directiva 2009/48/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, se refieren a las sustancias clasificadas 
como CMR de categorías 1A, 1B y 2 con arreglo al Reglamento (CE) n.º 1272/2008.

Mezclas:
A partir del 20 de julio de 2011 y hasta el 31 de mayo de 2015, las disposiciones del 

artículo 46, apartado 3 de la Directiva 2009/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
18 de junio de 2009, se refieren a mezclas clasificadas como CMR de categorías 1, 2 y 3 con 
arreglo a la Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero y Real Decreto 363/1995, de 10 de 
marzo, según proceda.

A partir del 1 de junio de 2015, las disposiciones del artículo 46, apartado 3 de la 
Directiva 2009/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, se 
refieren a las mezclas clasificadas como CMR de categorías 1A, 1B y 2 con arreglo al 
Reglamento (CE) n.º 1272/2008.

Apéndice C
Valores límites específicos para sustancias químicas utilizadas en juguetes destinados a 

niños menores de 36 meses o en otros juguetes destinados a introducirse en la boca

Sustancia No CAS Valor límite

Anilina. 62-53-3

30 mg/kg después de realizar una fragmentación reductora en el 
material textil de los juguetes y en el material de cuero de los 
juguetes.
10 mg/kg como anilina libre en pinturas de dedos.
30 mg/kg después de realizar una fragmentación reductora en 
pintura de dedos.

TCEP. 115-96-8. 5 mg/kg (límite de contenido).
TCPP. 13674-84-5. 5 mg/kg (límite de contenido).
TDCP. 13674-87-8. 5 mg/kg (límite de contenido).

Bisfenol A. 80-05-7. 0,04 mg/l (límite de migración), con arreglo a los métodos 
definidos en las normas EN 71-10:2005 y EN 71-11:2005.»

Formamida 75-12-7

20 μg/m3 (límite de emisiones) después de un máximo de 28 días 
tras el inicio de las pruebas de emisiones de los materiales de 
espuma de los juguetes que contienen más de 200 mg/kg de 
formamida (valor de corte basado en el contenido).
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Sustancia No CAS Valor límite

1,2-bencisotiazol-3(2H)-ona 2634-33-5
5 mg/kg (límite de contenido) en materiales acuosos de juguetes, 
de conformidad con los métodos establecidos en las normas EN 
71-10:2005 y EN 71-11:2005.

Masa de reacción de: 5-
cloro-2-metil-4-isotiazolin- 3-
ona [n.º EC 247-500-7] y 2-
metil-2H-isotiazol-3- ona [N.º 
EC 220-239-6] (3:1)

55965-84-9 1 mg/kg (límite de contenido) en materiales acuosos de juguetes.

5-cloro-2-metil-
isotiazolin-3(2H)-ona 26172-55-4 0,75 mg/kg (límite de contenido) en materiales acuosos de 

juguetes.

2-metilisotiazolin-3(2H)-ona 2682-20-4 0,25 mg/kg (límite de contenido) en materiales acuosos de 
juguetes.

Fenol 108-95-2

5 mg/l (límite de migración) en materiales poliméricos, con arreglo 
a los métodos definidos en las normas
EN 71-10:2005 y EN 71-11:2005.
10 mg/kg (límite de contenido) como conservante, con arreglo a 
los métodos definidos en las normas
EN 71-10:2005 y EN 71-11:2005.

Formaldehído 50-00-0

1,5 mg/l (límite de migración) en materiales poliméricos en 
juguetes.
0,1 ml/m3 (límite de emisión) en materiales de madera ligada con 
resina para la fabricación de juguetes.
30 mg/kg (límite de contenido) en materiales textiles en juguetes.
30 mg/kg (límite de contenido) en materiales de cuero en juguetes.
30 mg/kg (límite de contenido) en materiales de papel en juguetes.
10 mg/kg (límite de contenido) en materiales de base acuosa en 
juguetes.

ANEXO III
Declaración CE de conformidad

1. N°... (identificación única del juguete o los juguetes)
2. Nombre y dirección del fabricante o de su representante autorizado:
3. La presente declaración de conformidad se expide bajo la exclusiva responsabilidad 

del fabricante:
4. Objeto de la declaración (identificación del juguete que permita su trazabilidad). 

Incluirá una imagen en color de nitidez suficiente para permitir la identificación del juguete.
5. El objeto de la declaración descrita anteriormente es conforme a la legislación 

comunitaria de armonización pertinente:
6. Referencias a las normas armonizadas aplicadas o referencias a las especificaciones 

respecto a las cuales se declara la conformidad:
7. Si procede, el organismo notificado... (nombre, número) … ha efectuado... 

(descripción de la intervención) … y expide el certificado:
8. Información adicional:
Firmado por y en nombre de:
(lugar y fecha de expedición)
(nombre, cargo) (firma)

ANEXO IV
Expediente del producto

El expediente del producto mencionado en el artículo 20 incluirá, en particular, si es 
pertinente para la evaluación:

a) una descripción detallada del diseño y de la fabricación, incluidas la lista de los 
componentes y materiales utilizados en el juguete y las fichas de datos de seguridad sobre 
las sustancias químicas utilizadas que se pedirán a los proveedores de las sustancias 
químicas;

b) las evaluaciones de seguridad realizadas de acuerdo con el artículo 17;
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c) una descripción del procedimiento de evaluación de la conformidad aplicado;
d) una copia de la declaración CE de conformidad;
e) la dirección de los lugares de fabricación y de almacenamiento;
f) copias de los documentos que el fabricante haya presentado a un organismo notificado 

si ha participado en el proceso;
g) los informes de ensayo y la descripción de los medios por los que el fabricante 

garantiza la conformidad de la producción con las normas armonizadas si ha aplicado el 
procedimiento de control interno de la producción mencionado en el artículo 18.2; y

h) una copia del certificado de examen CE de tipo, una descripción de los medios por los 
que el fabricante garantiza la conformidad de la producción con el tipo de producto tal como 
se describe en el certificado de examen CE de tipo y las copias de los documentos que el 
fabricante presentó al organismo notificado, si presentó el juguete al examen CE de tipo y 
cumplió con el procedimiento de conformidad con el tipo de conformidad con el artículo 18.3.

ANEXO V
Advertencias

(A que se refiere el artículo 12.)

Parte A

Advertencias generales
Las restricciones respecto al usuario contempladas en el artículo 12.1, incluirán al menos 

la edad mínima o máxima de los usuarios de los juguetes y, en su caso, su capacidad y su 
peso máximo o mínimo, así como la necesidad de asegurarse de que el juguete se utilice 
únicamente bajo la supervisión de adultos.

Parte B

Advertencias específicas e indicaciones de precauciones que deben adoptarse al utilizar 
algunas categorías de juguetes

1. Juguetes no destinados a niños menores de treinta y seis meses.
Los juguetes que puedan resultar peligrosos para los niños menores de treinta y seis 

meses llevarán una advertencia, por ejemplo, «No conviene para niños menores de 36 
meses», «No conviene para niños menores de tres años» o una advertencia con el 
pictograma siguiente:

Estas advertencias irán acompañadas de una breve indicación, que podrá figurar en las 
instrucciones de uso, del peligro específico por el que se aplica la precaución.
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El presente punto no se aplicará a los juguetes que de forma manifiesta, por sus 
funciones, dimensiones, características, propiedades o demás elementos evidentes, no sean 
susceptibles de destinarse a niños menores de treinta y seis meses.

2. Juguetes de actividad.
Los juguetes de actividad llevarán la advertencia: «Solo para uso doméstico».
Los juguetes de actividad atados a un travesaño, así como otros juguetes de actividad, 

cuando proceda, irán acompañados de unas instrucciones de uso que pongan de relieve la 
necesidad de efectuar controles y revisiones periódicas de sus partes más importantes 
(suspensiones, sujeciones, fijaciones al suelo, etc.) y que precisen que, en caso de omisión 
de dichos controles, el juguete podría presentar un riesgo de caída o vuelco. Deberán 
proporcionarse también instrucciones sobre la forma correcta de montarlos, con indicación 
de las partes que puedan resultar peligrosas en caso de montaje incorrecto. Se indicará 
específicamente la superficie adecuada.

3. Juguetes funcionales.
Los juguetes funcionales llevarán la advertencia: «Utilícese bajo la vigilancia directa de 

un adulto».
Además, irán acompañados de instrucciones de uso en las que se indiquen las 

precauciones que deberá adoptar el usuario, advirtiéndole de que en caso de omisión de 
dichas precauciones se expondrá a los peligros -que deberán especificarse- propios del 
aparato o producto del que el juguete constituye un modelo a escala o una imitación. Se 
indicará también que el juguete debe mantenerse fuera del alcance de los niños menores de 
una edad determinada, edad que decidirá el fabricante.

4. Juguetes químicos.
Sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones establecidas en la legislación 

comunitaria aplicable relativa a la clasificación, el embalaje y el etiquetado de determinadas 
sustancias o mezclas, las instrucciones de uso de los juguetes que contengan sustancias o 
mezclas peligrosos por naturaleza advertirán de su peligrosidad e indicarán las precauciones 
que deberán adoptar los usuarios para evitar los peligros que entrañan, que deberán 
especificarse de manera concisa en función del tipo de juguete. Se mencionarán también los 
primeros auxilios que deban administrarse en caso de accidentes graves que pueda 
provocar el uso de dichos juguetes. Se indicará también que el juguete debe mantenerse 
fuera del alcance de los niños menores de una edad determinada, edad que decidirá el 
fabricante. Además de las indicaciones que se citan en el párrafo anterior, los juguetes 
químicos exhibirán en sus embalajes la siguiente advertencia: «No conviene para niños 
menores de (*) años. Utilícese bajo la vigilancia de un adulto».

Se consideran, en particular, juguetes químicos: los juegos de química, los equipos de 
inclusión en plástico, los minitalleres de cerámica, esmaltado o fotografía y los juguetes 
análogos que conlleven una reacción química o una alteración similar de la sustancia 
durante el uso.

(*) Edad que decidirá el fabricante.e. Además de las indicaciones que se citan en el párrafo anterior, los 
juguetes químicos exhibirán en sus embalajes la siguiente advertencia: «No conviene para niños menores de años. 
Utilícese bajo la vigilancia de un adulto».

5. Patines, patines de ruedas, patines en línea, monopatines, patinetes y bicicletas de 
juguete para niños.

Cuando estos productos se vendan como juguetes llevarán la siguiente advertencia: 
«Conviene utilizar equipo de protección. No utilizar en lugares con tráfico».

Además, las instrucciones de uso recordarán que el juguete debe utilizarse con 
prudencia, puesto que requiere mucha habilidad, para evitar caídas o choques que 
provoquen lesiones al usuario o a otras personas. Se dará también alguna indicación sobre 
el equipo de protección recomendado (cascos, guantes, rodilleras, coderas, etc.).

6. Juguetes destinados a utilizarse en el agua.
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Los juguetes destinados a utilizarse en el agua llevarán la siguiente advertencia:
«Utilizar solo en agua donde el niño pueda permanecer de pie y bajo vigilancia de un 

adulto.»
7. Juguetes en alimentos.
Los juguetes distribuidos en alimentos o mezclados con alimentos llevarán la siguiente 

advertencia:
«Contiene un juguete. Se recomienda la vigilancia de un adulto.»
8. Juguetes que imitan máscaras y cascos protectores.
Los juguetes que imitan máscaras y cascos protectores llevarán la siguiente advertencia: 

«Este juguete no ofrece protección».
9. Juguetes destinados a ser suspendidos encima de una cuna, un parque o un 

cochecito para bebés por medio de cordones, cuerdas, elásticos o correas.
Los juguetes destinados a ser suspendidos encima de una cuna, un parque o un 

cochecito para bebés por medio de cordones, cuerdas, elásticos o correas irán 
acompañados, en el embalaje, de la siguiente advertencia que estará indicada de forma 
permanente en el juguete:

«Para evitar posibles daños por estrangulamiento, este juguete debe retirarse cuando el 
niño empiece a intentar levantarse valiéndose de manos y rodillas.»

10. Embalaje para juegos de mesa olfativos, kit de cosméticos y juegos gustativos.
El embalaje para juegos de mesa olfativos, kit de cosméticos y juegos gustativos que 

contengan las fragancias contempladas en los puntos 41 a 55 de la lista que figura en el 
anexo II, parte III, punto 11, párrafo primero, y de las fragancias contempladas en los puntos 
1 a 11 de la lista que figura en el párrafo tercero de dicho punto llevará la siguiente 
advertencia:

«Contiene fragancias que pueden causar alergias.»
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§ 47

Real Decreto 820/1990, de 22 de junio, por el que se prohibe la 
fabricación y comercialización de los productos de apariencia 
engañosa que pongan en peligro la salud o seguridad de los 

consumidores

Ministerio de Sanidad y Consumo
«BOE» núm. 153, de 27 de junio de 1990
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1990-14814

La Directiva del Consejo 87/375/CEE, de 25 de junio, obliga a que los Estados miembros 
de las Comunidades Europeas prohíban en su territorio la fabricación y comercialización de 
cualquier producto no alimenticio con aspecto de serlo, que por su apariencia engañosa 
pueda inducir a confusión y entrañar un peligro para el consumidor.

La legislación española, en el Real Decreto 2330/1985, de 6 de noviembre, por el que se 
aprueban las normas de seguridad de los juguetes, útiles de uso infantil y artículos de 
broma, ya contenía una prohibición de este tipo, si bien no tan amplia como la prevista en la 
norma comunitaria, lo que ha hecho necesaria la elaboración del presente Real Decreto, a 
fin de adaptar nuestro derecho a la Directiva 87/375/CEE.

El presente Real Decreto se dicta de acuerdo con lo previsto en los apartados 2 y 5 del 
artículo 40 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, en relación con el artículo 
2.º de la citada Ley, así como de los artículos 5.1 y 39.1 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y al amparo del artículo 149.1, 1.ª, 
10.ª y 16.ª de la Constitución.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la Ley 26/1984, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, han sido oídas en consulta, tanto las Asociaciones 
de Consumidores y Usuarios como los empresarios relacionados con el sector.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Sanidad y Consumo, de acuerdo con el informe 
favorable de la Comisión Interministerial para la Ordenación Alimentaria, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 22 
de junio de 1990,

DISPONGO:

Artículo 1.  
1. Se prohíbe la fabricación y comercialización, así como la importación y exportación de 

los productos que por su apariencia engañosa pongan en peligro la seguridad o la salud de 
las personas.

2. Los productos a los que se refiere el apartado anterior son aquellos que sin ser 
alimenticios tienen una forma, un olor, un color, un aspecto, una presentación, un etiquetado, 
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un volumen o un tamaño tales que sea previsible que los consumidores, en particular los 
niños, los confundan con productos alimenticios, y por ello los lleven a la boca, los chupen o 
los ingieran, pudiendo esta acción implicar riesgos de asfixia, de intoxicación, de perforación 
o de obstrucción del tubo digestivo.

Artículo 2.  
1. Sin perjuicio de realizar cuantas otras acciones sean pertinentes, las autoridades 

competentes deberán retirar del mercado cualquier producto de los previstos en el artículo 
anterior.

2. Con objeto de cumplir la obligación de informar a la Comisión, establecida en la 
Directiva 87/375/CEE, de 25 de junio, las autoridades que adopten alguna medida para 
prohibir la comercialización, o fabricación o la retirada del mercado de los productos a que se 
refiere el presente Real Decreto, deberán comunicar dicha actuación a la Dirección General 
de Salud Alimentaria y Protección de los Consumidores en lo relacionado con el control 
sanitario de los productos contemplados en el Código Alimentario Español y al Instituto 
Nacional del Consumo en los demás supuestos.

La comunicación a la que se refiere el punto anterior no será necesaria cuando ya se 
exija una información sobre el producto, en virtud de la Decisión del Consejo 89/45/CEE, de 
21 de diciembre de 1988.

Artículo 3.  
La fabricación y comercialización de productos a que se refiere el artículo 1.º se 

considerará de conformidad a lo dispuesto en los artículos 35 y 36 de la Ley 14/1986, de 25 
de abril, General de Sanidad; en los artículos 34, 35 y 36 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y en los artículos 2.º, 3.4, y 10 del 
Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones 
en materia de defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
Lo dispuesto en el presente Real Decreto se considerará norma básica, en virtud de lo 

establecido en el artículo 149.1, 1.a, 10.a y 16.a, de la Constitución.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.  
Se faculta al Ministro de Sanidad y Consumo para dictar, en el ámbito de sus 

competencias, las disposiciones necesarias para el desarrollo del presente Real Decreto.

Segunda.  
El presente Real Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 48

Real Decreto 713/2024, de 23 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento que regula el Sistema Arbitral de Consumo

Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030
«BOE» núm. 178, de 24 de julio de 2024
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2024-15208

I
El artículo 51 de la Constitución Española insta a los poderes públicos a garantizar la 

defensa de los consumidores, protegiendo su seguridad, su salud y sus legítimos intereses 
económicos mediante procedimientos eficaces. Posteriormente, la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, en su artículo trigésimo 
primero mandataba al Gobierno la creación de un sistema arbitral que, sin formalidades 
especiales, atendiera y resolviera con carácter vinculante y ejecutivo las quejas o 
reclamaciones de los consumidores, siempre que no concurriera intoxicación, lesión o 
muerte, ni existieran indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio de su protección 
administrativa y judicial.

El Sistema Arbitral de Consumo aparece contemplado en los artículos 57 y 58 del texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre. Fue 
desarrollado reglamentariamente por primera vez mediante el Real Decreto 636/1993, de 3 
de mayo, derogado con posterioridad por el Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el 
que se regula el Sistema Arbitral de Consumo, vigente hasta ahora, y cuyo contenido se 
adecuaba a lo establecido en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, si bien 
manteniendo las características esenciales del arbitraje de consumo desde su origen e 
introduciendo las modificaciones necesarias para incrementar la seguridad jurídica de las 
partes y la homogeneidad del sistema. Todo ello con el fin de asegurar la confianza de los 
consumidores y usuarios y de los empresarios, favoreciendo la participación de las 
asociaciones u organizaciones que los representan y garantizando su voluntariedad al 
tratarse de un procedimiento que finaliza con una decisión vinculante y ejecutiva para las 
partes y supone la renuncia a la vía judicial.

Transcurridos más de dieciséis años desde la aprobación del Real Decreto 231/2008, de 
15 de febrero, se hace necesario acometer un nuevo desarrollo reglamentario para adaptar 
el Sistema Arbitral de Consumo a las nuevas normas aprobadas, tanto de la Unión Europea, 
como de carácter nacional. En particular, es preciso adecuar la norma a lo dispuesto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en tanto en cuanto las Juntas Arbitrales de Consumo son 
órganos de naturaleza administrativa, así como a lo establecido en la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, 
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del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución 
alternativa de litigios en materia de consumo.

La Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
obliga a los Estados miembros a garantizar a los consumidores residentes en la Unión 
Europea la posibilidad de resolver sus litigios con empresarios establecidos en cualquier 
Estado miembro, mediante la intervención de entidades de resolución alternativa que 
ofrezcan procedimientos de resolución alternativa o extrajudicial de litigios de consumo que 
sean independientes, imparciales, transparentes, efectivos, rápidos y justos. Por su parte, la 
Ley 7/2017, de 2 de noviembre, establece el procedimiento de acreditación y notificación a la 
Comisión Europea de las entidades de resolución de litigios que cumplan los requisitos en 
ella exigidos.

De este modo, las Juntas Arbitrales vienen obligadas, de conformidad con lo establecido 
en los convenios de constitución de las mismas, a solicitar su acreditación conforme a lo 
establecido en la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, y por tanto, a cumplir sus disposiciones en 
lo que se refiere a las propias Juntas Arbitrales como entidades de resolución alternativa, a 
los procedimientos gestionados por ellas y a los órganos responsables de la solución de los 
litigios planteados por los consumidores y usuarios. Con ello se mantienen los principios y 
condiciones que constituyen la garantía de un sistema extrajudicial de resolución de litigios 
de calidad y cuyas decisiones tienen carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, 
consumidores y empresarios.

II
Este real decreto se estructura en una exposición de motivos, un artículo único, una 

disposición adicional única, una disposición transitoria única, una disposición derogatoria 
única y cuatro disposiciones finales.

El artículo único prevé la aprobación del Reglamento que regula el Sistema Arbitral de 
Consumo, mientras que la disposición adicional única regula el régimen de protección de 
datos aplicable.

Para los procedimientos arbitrales iniciados antes de la entrada en vigor de la norma la 
disposición transitoria única prevé que prosigan su tramitación conforme a lo previsto en la 
normativa vigente en el momento en que se inició el procedimiento, mientras que las 
resoluciones sobre admisión o inadmisión de las ofertas públicas de adhesión de las 
empresas que se encuentren en trámite en la fecha de entrada en vigor de esta norma, se 
sustanciarán de acuerdo con lo establecido en el presente real decreto.

Asimismo, en la misma disposición transitoria se dispone que las ofertas limitadas de 
adhesión que se encuentren en vigor en la fecha de entrada en vigor de esta norma deberán 
adecuarse a esta norma en el plazo de seis meses desde el día siguiente a su entrada en 
vigor. Transcurrido ese plazo, se tendrán por no puestas las limitaciones de la oferta de 
adhesión, salvo denuncia expresa de esta por el empresario. Se ha optado por esta opción 
para una mayor protección de los consumidores, entendiendo la falta de adecuación expresa 
de las ofertas al nuevo texto como aceptación de la desaparición de las limitaciones. Para 
ello se ha tenido en cuenta que la admisión de ofertas limitadas ya era configurada como 
una excepción en el hasta ahora vigente reglamento, debiendo recaer informe de las Juntas 
Arbitrales de Consumo a través de la que se hubiera efectuado la oferta limitada, así como 
de la Comisión de Juntas, informe que debería tener en cuenta las directrices del Consejo 
del Sistema Arbitral de Consumo.

En virtud de la disposición derogatoria única, se deroga expresamente el Real Decreto 
231/2008, de 15 de febrero, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan, contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en el presente real decreto.

Las cuatro disposiciones finales se refieren al título competencial incardinado en el 
artículo 149.1, 5.ª y 6.ª de la Constitución Española, la aplicación supletoria de la Ley 
60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, la habilitación al Ministro 
con competencias en materia de consumo para el desarrollo normativo, y la entrada en vigor 
del real decreto a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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III
El Reglamento por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo se compone de 

cuatro capítulos, que agrupan un total de 45 artículos.
El capítulo I del Reglamento está dedicado a las disposiciones generales que resultan de 

aplicación al Sistema Arbitral de Consumo. En el artículo 1 se determina su objeto, la 
regulación de la organización del Sistema Arbitral de Consumo y de sus procedimientos, 
estableciendo el carácter extrajudicial, vinculante, ejecutivo y voluntario del arbitraje de 
consumo. En el artículo 2 se establece como ámbito de aplicación los litigios surgidos entre 
consumidores y empresarios, nacionales y transfronterizos, residentes en la Unión Europea, 
derivados de una relación de consumo, que versen sobre materias de libre disposición de las 
partes conforme a derecho.

En el capítulo II, que se estructura en tres secciones, en los artículos 3 a 20 se establece 
la organización del Sistema Arbitral de Consumo y se opta por mantener la misma 
organización existente hasta ahora: las Juntas Arbitrales de Consumo, que son los órganos 
de naturaleza administrativa que gestionan y administran el arbitraje de consumo; los 
órganos arbitrales integrados por las personas encargadas de resolver el litigio; y los 
órganos consultivos o de participación, es decir la Comisión de Juntas Arbitrales de 
Consumo y el Consejo del Sistema Arbitral de Consumo.

La sección 1.ª se denomina Juntas Arbitrales de Consumo y se establece su naturaleza 
administrativa, composición, funciones y ámbito competencial.

El procedimiento para la resolución de conflictos por las Juntas Arbitrales de Consumo 
tiene algunas especialidades, dado el carácter administrativo de las Juntas Arbitrales y la 
naturaleza administrativa de sus actuaciones y la naturaleza arbitral de las actuaciones de 
los árbitros, que son los órganos decisores del conflicto. Los plazos establecidos se han 
fijado en días hábiles, a excepción de los derivan de la regulación especial en materia de 
resolución extrajudicial de conflictos de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, que incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, garantizando así, en los artículos 35.3 y 45.1 y 2 de este 
Reglamento, el respeto a los plazos máximos fijados en días naturales por la citada Ley 
7/2017, de 2 de noviembre.

En la sección 2.ª, artículos 8 a 15, se regulan los órganos arbitrales, su naturaleza, la 
forma de proponer su nombramiento, el procedimiento de su acreditación y retirada de esta y 
su designación para actuar como decisores en los procedimientos arbitrales como órgano 
unipersonal o colegiado. Se designará un órgano unipersonal fundamentalmente en razón de 
que la cuantía de la pretensión sea inferior a 600 euros, aunque con excepciones como es el 
caso de asuntos de ausencia de complejidad, apreciada por la persona titular de la 
presidencia de la Junta Arbitral. La opción de designar un órgano arbitral unipersonal en 
estos casos responde a la necesidad de agilizar la resolución de los litigios, considerando la 
experiencia positiva de la intervención de los órganos arbitrales unipersonales, y teniendo en 
cuenta que la rapidez en la resolución del litigio es un elemento indispensable en el acceso a 
la justicia de las partes. Para asegurar su independencia e imparcialidad en el artículo 15 se 
regula su abstención y recusación.

La sección 3.ª, artículos 16 a 18, se dedica a la Comisión de Juntas Arbitrales de 
Consumo, órgano colegiado de naturaleza administrativa, adscrito al Ministerio con 
competencias en materia de consumo. La Comisión conocerá de los recursos interpuestos 
por las partes contra las resoluciones de admisión o inadmisión de las solicitudes de arbitraje 
que se fundamente en alguna de las causas previstas en el artículo 2. Además, emitirá los 
informes para la aclaración de dudas o interpretaciones de normas en la resolución de los 
litigios planteados a los órganos decisores de los litigios de consumo, con el fin de armonizar 
los criterios de decisión de aquellos y asegurar la independencia e imparcialidad de los 
órganos arbitrales. En coherencia con la naturaleza de órganos administrativos de las Juntas 
Arbitrales, las resoluciones de admisión e inadmisión dictadas por la persona titular de la 
presidencia de la Junta Arbitral, que no sean susceptibles de recurso ante la Comisión de 
Juntas Arbitrales, podrán ser objeto de la interposición del recurso potestativo de reposición 
en vía administrativa.

La sección 4.ª, artículos 19 a 22, está dedicada al Consejo del Sistema Arbitral de 
Consumo, órgano colegiado de representación y participación en esta materia que reduce su 
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composición y funciones, manteniéndose la representación de las diferentes 
Administraciones de consumo a las que están adscritas las Juntas Arbitrales de Consumo, 
de las asociaciones de consumidores y usuarios, de las organizaciones empresariales y de 
la entidad más representativa de las entidades locales.

El capítulo III, artículos 23 a 30, se refiere al convenio arbitral, a las ofertas de adhesión 
de los empresarios al Sistema Arbitral de Consumo y a su denuncia, a la resolución sobre la 
admisión o inadmisión de dichas ofertas, cuya competencia se atribuye al titular de la 
presidencia de la Junta Arbitral, así como a las bases de datos de empresas adheridas y el 
fomento de dicha adhesión. Se incorporan también en el artículo 23.6 las exigencias de 
información a las partes que la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, impone a los procedimientos 
de resolución de litigios de carácter vinculante. Una de las modificaciones de más calado de 
este reglamento es la desaparición, en el artículo 24, de la posibilidad de incluir limitaciones 
de cualquier tipo en las ofertas públicas de adhesión formuladas por los empresarios.

El distintivo de empresario adherido al Sistema Arbitral de Consumo pasa a ser único, al 
desaparecer las ofertas de adhesión limitadas, siendo, a partir de ahora, según se establece 
en el artículo 26, de utilización y exhibición obligatoria en cualquier soporte que permita al 
consumidor su conocimiento: portal de internet, condiciones generales de contratos, folletos 
informativos, carteles o cualquier otra comunicación comercial. Ello permitirá que los 
consumidores y usuarios puedan conocer, en el momento de la contratación de un bien o 
servicio, la existencia de una oferta de adhesión que les permita resolver sus litigios 
mediante el Sistema Arbitral, contribuyendo este conocimiento a incrementar su confianza y 
seguridad en la contratación que se dispongan a efectuar.

Igualmente, se garantiza el acceso de los ciudadanos a las ofertas públicas de adhesión 
de los empresarios a través de la creación de bases de datos de carácter electrónico, 
recogida en el artículo 27, con independencia de la obligación para las Juntas Arbitrales de 
poner a disposición de los consumidores los listados de empresarios adheridos en cualquier 
otro formato accesible. Cada Junta Arbitral de Consumo deberá dar publicidad a las ofertas 
de adhesión que reciba y comunicarlas al Ministerio con competencias en materia de 
consumo para su incorporación al listado nacional de empresarios adheridos, debiendo dicha 
información estar actualizada en todo momento. Además, como recoge el artículo 29, se 
producirá la baja en el registro público de ofertas de adhesión de empresarios al Sistema 
Arbitral en caso de denuncia o retirada de aquellas, extinción de su vigencia o en el supuesto 
de incumplimiento reiterado de las normas de protección de los consumidores por los 
empresarios adheridos.

El capítulo IV, artículos 31 a 45, se dedica al procedimiento arbitral y a las actuaciones 
administrativas previas.

El artículo 31 enumera los principios generales aplicable a los procedimientos: su 
carácter unidireccional, audiencia, contradicción, igualdad de las partes, gratuidad, 
confidencialidad y accesibilidad universal.

Los artículos 32 y 34 se refieren a la presentación de la solicitud de arbitraje y a su 
subsanación en caso de que la Junta Arbitral haya comprobado que no contienen los datos o 
documentación necesaria. En el artículo 33 se establece la comprobación de la competencia 
de la Junta Arbitral que ha recibido la solicitud, previa a la emisión de la resolución de 
admisión e inadmisión de las solicitudes, lo que se prevé en el artículo 35, en el que se 
establecen las causas tasadas de inadmisión de solicitudes.

La comprobación de la existencia de convenio arbitral válido está recogida en el artículo 
36. En caso de inexistencia de convenio se procederá a trasladar la solicitud al empresario 
reclamado para su aceptación o rechazo, dado el carácter voluntario del procedimiento. En 
los artículos 37 a 42 se recoge el procedimiento arbitral: inicio, traslado de la documentación, 
audiencia y pruebas. También se recoge en el artículo 40 la posibilidad de modificación de la 
pretensión por parte del consumidor y la reconvención del empresario.

El artículo 43 se refiere a la falta de comparecencia o inactividad de las partes, 
señalándose que no privarán de eficacia al procedimiento, no tendrán consideración de 
allanamiento ni impedirán que se dicte laudo que ponga fin al litigio.

El laudo o resolución que pone fin al procedimiento se encuentra recogido en los 
artículos 44 y 45. Respecto al contenido y forma del laudo, que ha de ser motivado, se 
remite el citado artículo 44 a lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
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Arbitraje. Se mantiene la posibilidad de que las partes alcancen un acuerdo consensuado 
que ponga fin al litigio entre ellas, ya sea antes del inicio del procedimiento o durante este, 
pudiendo, en caso de existencia de convenio arbitral, elevarse el acuerdo a laudo 
conciliatorio, salvo que el acuerdo ya haya sido cumplido o las partes rechacen esa 
posibilidad, lo que viene recogido en el artículo 38.

En cuanto al plazo para dictar el laudo, se fija en noventa días naturales a contar desde 
el día siguiente a la notificación del inicio del procedimiento arbitral, excepto en los casos 
que se trate de elevar a laudo un acuerdo consensuado entre las partes, en los que el plazo 
se reduce a un mes. Se posibilita la prórroga del plazo de noventa días naturales para 
decidir el litigio, en supuestos de especial complejidad.

Esta iniciativa de modificación normativa cumple los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia establecidos en el artículo 
129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, que conforman los principios de buena regulación.

Su necesidad y eficacia se justifican, tanto por el cumplimiento de la obligación de 
desarrollo reglamentario derivadas del artículo 57.2 del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, como por 
sus efectos de dotar de una mayor seguridad jurídica al Sistema Arbitral de Consumo, lo que 
redunda en una mayor protección de las personas consumidoras y en una mejora de su 
acceso a la justicia.

La proporcionalidad de la iniciativa se justifica también en el contenido del artículo 57.2 
del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, que indica que se desarrollarán reglamentariamente por el Gobierno los 
requisitos de organización, gestión y administración del Sistema Arbitral de Consumo y el 
procedimiento de resolución de los litigios.

La norma se adecúa al principio de eficiencia, al contribuir a la gestión racional de los 
recursos públicos existentes y limitar las cargas administrativas a las imprescindibles para la 
consecución de sus fines.

Por último, en cuanto al principio de transparencia, se ha dado cumplimiento a los 
trámites de consulta pública previa y de audiencia e información pública, de conformidad con 
las exigencias del artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
habiendo sido consultadas, además, las asociaciones de consumidores y usuarios más 
representativas, las comunidades autónomas y las entidades locales. Asimismo, se ha 
recabado el informe del Consejo General del Poder Judicial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1, 5.ª y 6.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en materia de 
administración de justicia y de legislación procesal, respectivamente, dando cumplimiento a 
lo dispuesto en la disposición final segunda del texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, que habilita al 
Gobierno para dictar, en materia de su competencia, las disposiciones precisas para la 
aplicación de dicha norma. Se ha contado con el parecer de las comunidades autónomas a 
través de la Conferencia Sectorial de Consumo, con la audiencia del Consejo de 
Consumidores y Usuarios y demás asociaciones de consumidores y usuarios, así como de 
las organizaciones empresariales, inscritas en los Registros o depósitos correspondientes en 
cada caso.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, 
con la aprobación previa del Ministro para la Transformación Digital y de la Función Pública, 
de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 23 de julio de 2024,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento.
Se aprueba el Reglamento que regula el Sistema Arbitral de Consumo, cuyo texto se 

incluye a continuación.
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Disposición adicional única.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento de los datos personales en virtud de esta norma se realiza en 

cumplimiento de una misión de interés público conforme a lo dispuesto en el artículo 6.1, 
apartado e), del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos).

2. Corresponde a la Dirección General de Consumo actuar como órgano responsable del 
tratamiento. Para el tratamiento de los datos personales se aplicarán las medidas de gestión 
previstas en el Reglamento General de Protección de Datos. Estas incluyen la recogida de 
los datos de acuerdo con el principio de minimización, la conservación de estos durante el 
tiempo estrictamente necesario para alcanzar las finalidades para las que fueron recabados 
y la adecuación a los requisitos del Esquema Nacional de Seguridad.

Disposición transitoria única.  Procedimientos arbitrales y de adhesión al Sistema Arbitral 
de Consumo iniciados antes de la entrada en vigor de este real decreto.

1. Las solicitudes de arbitrajes presentadas en una Junta Arbitral antes de la entrada en 
vigor de esta norma proseguirán su tramitación conforme a lo previsto en la normativa 
vigente en la fecha de la citada presentación.

2. Las ofertas de adhesión de los empresarios al Sistema Arbitral de Consumo que se 
encuentren en trámite, en la fecha de entrada en vigor de esta norma, se sustanciarán de 
acuerdo con lo establecido en el presente real decreto.

3. Las ofertas limitadas de adhesión que se encuentren en vigor en la fecha de entrada 
en vigor de esta norma deberán adecuarse a esta norma en el plazo de seis meses desde el 
día siguiente a su entrada en vigor. Transcurrido ese plazo, se tendrán por no puestas las 
limitaciones de la oferta de adhesión, salvo denuncia expresa de esta por el empresario.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el 

Sistema Arbitral de Consumo, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan, contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en el presente real decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta norma se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1, 5.ª y 6.ª de la 

Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en materia de 
administración de justicia y de legislación procesal, respectivamente.

Disposición final segunda.  Aplicación supletoria.
1. El procedimiento arbitral de consumo y todas las actuaciones llevadas a cabo por los 

órganos arbitrales se rigen por lo dispuesto en la presente norma y, en lo no previsto en ella, 
por la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 
en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

2. La actividad de las Juntas Arbitrales se rige, en lo no previsto expresamente en esta 
norma, por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, y en el resto de normas de Derecho administrativo.

Disposición final tercera.  Habilitación para el desarrollo normativo.
Se habilita a la persona titular del ministerio con competencias en materia de consumo 

para dictar las disposiciones precisas para la aplicación de esta norma.
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Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

REGLAMENTO QUE REGULA EL SISTEMA ARBITRAL DE CONSUMO

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El presente Reglamento tiene por objeto regular la organización y los procedimientos 

del Sistema Arbitral de Consumo.
2. Mediante el arbitraje de consumo los órganos arbitrales resuelven de forma 

extrajudicial, con carácter vinculante y ejecutivo para las partes, los litigios, nacionales o 
transfronterizos, dirigidos a empresarios y que son sometidos a su decisión por 
consumidores o usuarios residentes en la Unión Europea al considerar que existe una 
vulneración de sus derechos legal o contractualmente reconocidos.

3. La sumisión al arbitraje de consumo tiene naturaleza voluntaria para las partes que 
mantienen la controversia.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Únicamente podrán ser objeto de arbitraje de consumo las controversias surgidas 

entre consumidores o usuarios y empresarios a los que se refiere el artículo 1.2 que versen 
sobre materias de libre disposición de las partes conforme a derecho.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, no podrán ser objeto de arbitraje de 
consumo las controversias:

a) Que versen sobre intoxicación, lesión, muerte o aquellos en que existan indicios 
racionales de delito, incluida la responsabilidad por daños y perjuicios directamente derivada 
de ellos, conforme a lo previsto en el artículo 57.1 del texto refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

b) Que se refieran a servicios públicos de interés general, no económicos o 
prestacionales, facilitados por las administraciones públicas.

CAPÍTULO II
Organización del Sistema Arbitral de Consumo

Artículo 3.  Composición del Sistema Arbitral de Consumo.
El Sistema Arbitral de Consumo está integrado por las Juntas Arbitrales de Consumo, los 

órganos arbitrales que deciden los litigios, la Comisión de Juntas Arbitrales de Consumo y el 
Consejo del Sistema Arbitral de Consumo.

Sección 1.ª Juntas Arbitrales de Consumo

Artículo 4.  Naturaleza de las Juntas Arbitrales de Consumo.
1. Las Juntas Arbitrales de Consumo tienen la naturaleza de órganos administrativos.
2. Son Juntas Arbitrales de Consumo:
a) La Junta Arbitral Nacional, adscrita al Ministerio con competencias en materia de 

consumo.
b) Las Juntas Arbitrales territoriales, de ámbito autonómico o local, constituidas mediante 

la suscripción de convenio entre las administraciones públicas territoriales y el Ministerio con 
competencias en materia de consumo.
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Artículo 5.  Composición de las Juntas Arbitrales de Consumo.
1. Las Juntas Arbitrales estarán integradas por las personas titulares y suplentes de su 

presidencia y secretaría y por el personal que sirve de apoyo al desarrollo de sus funciones.
Los nombramientos de las personas que ostentan la presidencia y secretaría de la Junta, 

sean titulares o suplentes, deberán recaer en personal al servicio de las administraciones 
públicas y ser designados por la administración a la que esté adscrita la Junta Arbitral, 
publicándose su nombramiento en el diario oficial que corresponda a su ámbito territorial. En 
caso de vacante, ausencia, enfermedad, abstención o recusación, las personas titulares de 
dichos cargos serán sustituidas por las designadas como suplentes.

La composición de las Juntas Arbitrales de Consumo tendrá en cuenta el principio de 
presencia equilibrada de mujeres y hombres salvo por razones fundadas y objetivas, 
debidamente motivadas.

2. Las resoluciones dictadas por las personas titulares de la presidencia de las Juntas 
Arbitrales, a excepción de las previstas en el artículo 18.1.a), ponen fin a la vía 
administrativa, pudiendo interponerse frente a ellas recurso potestativo de reposición.

3. Las notificaciones de los actos administrativos dictados por la Junta Arbitral de 
Consumo se realizarán, conforme a lo dispuesto en los artículos 40 y siguientes de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. En el supuesto de que el acto que deba ser notificado no tenga carácter 
administrativo, la notificación se llevará a cabo conforme a la práctica de cada Junta Arbitral.

Artículo 6.  Funciones de las Juntas Arbitrales de Consumo.
Las Juntas Arbitrales gestionan el arbitraje institucional de consumo en el ámbito 

territorial propio de la administración pública a la que están adscritas, y desempeñan las 
siguientes funciones:

a) Fomentar el arbitraje de consumo entre consumidores y empresarios y las 
asociaciones u organizaciones de ambos, procurando la adhesión de las empresas al 
Sistema Arbitral de Consumo.

b) Conocer de las ofertas públicas de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo sobre las 
que resulten competentes, de conformidad con lo establecido en el artículo 25, así como 
conceder y retirar el distintivo de empresario adherido.

c) Gestionar y mantener actualizados, en su ámbito de actuación, los datos de los 
empresarios que hayan efectuado ofertas públicas de adhesión, mientras estas se 
encuentren en vigor.

d) Comunicar al Ministerio con competencias en materia de consumo los datos 
actualizados de los empresarios que hayan realizado ofertas públicas de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo.

e) Elaborar y actualizar la lista de las personas acreditadas como árbitros.
f) Facilitar una solución consensuada entre el consumidor o usuario que presenta una 

solicitud de arbitraje y el empresario reclamado siempre que se considere objetivamente 
posible, con el fin de evitar el inicio del procedimiento arbitral.

g) Admitir o inadmitir y, en su caso, archivar las solicitudes de arbitraje recibidas, así 
como impulsar y gestionar los procedimientos arbitrales de consumo.

h) Proveer de medios y realizar las actuaciones necesarias para el mejor ejercicio de las 
funciones de los órganos arbitrales.

i) Publicar en su portal de internet información anual sobre la actividad desarrollada 
conforme a lo previsto en el artículo 38 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en 
materia de consumo.

j) Publicar los laudos emitidos, cuyo contenido, respetando la privacidad de las partes, 
será público.

k) Poner a disposición de los consumidores y empresarios formularios de solicitud de 
arbitraje, de contestación y de aceptación de esta, así como de ofertas públicas de adhesión 
al Sistema Arbitral de Consumo.
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l) Cualquier otra actividad relacionada con el desarrollo de las funciones que le son 
propias.

Artículo 7.  Ámbito competencial de las Juntas Arbitrales de Consumo.
1. Será competente para conocer de las solicitudes de arbitraje la Junta Arbitral en cuyo 

ámbito territorial tenga su domicilio el consumidor que presenta la solicitud de arbitraje o en 
cuyo ámbito territorial tenga su domicilio el empresario en caso de que el consumidor resida 
en otro Estado Miembro de la Unión Europea.

2. Si, conforme al criterio previsto en el apartado anterior, existieran varias Juntas 
Arbitrales territoriales competentes en razón del ámbito territorial en que el empresario 
desempeñe su actividad, conocerá el asunto la Junta de inferior ámbito territorial.

3. Una Junta Arbitral de Consumo distinta de la que resulte competente según los 
apartados anteriores resolverá el litigio cuando el consumidor haya manifestado en el 
convenio arbitral o manifieste en cualquier otro momento su voluntad de someter la decisión 
de la controversia a la Junta Arbitral de ámbito autonómico o local a la que se encuentre 
adherido el empresario. Esta elección solo será eficaz si la sede de la Junta Arbitral se 
encuentra en la misma comunidad autónoma en la que el consumidor tiene su domicilio en el 
momento de presentar su solicitud.

Sección 2.ª Órganos arbitrales

Artículo 8.  Naturaleza de los órganos arbitrales.
1. Corresponde a los órganos arbitrales la decisión o resolución de los litigios planteados 

ante las Juntas Arbitrales.
2. Los órganos arbitrales pueden ser de carácter unipersonal o de carácter colegiado, 

integrados en este caso por tres árbitros, propuestos en la forma que se determina en el 
artículo 13.

3. Los órganos arbitrales serán asistidos, actuando con voz pero sin voto, por la persona 
titular de la secretaría de la Junta Arbitral o por cualquier otra designada por la persona 
titular de la presidencia de la Junta Arbitral de Consumo, pudiendo determinar que dicha 
función sea asumida por el órgano arbitral unipersonal o por la persona titular de la 
presidencia del órgano arbitral colegiado.

4. La persona que asuma la secretaría de los órganos arbitrales llevará a cabo las 
siguientes funciones:

a) Certificar las actuaciones del órgano arbitral y garantizar que los procedimientos y 
reglas de constitución y adopción de acuerdos son respetadas.

b) Levantar acta de las audiencias y, en su caso, custodiar las grabaciones de audiencias 
telemáticas, así como cualquier documentación aportada en aquellas, dando fe de su 
autenticidad.

c) Realizar las notificaciones de las actuaciones de los órganos arbitrales.
d) Facilitar a las partes interesadas la información que soliciten sobre el estado de las 

actuaciones arbitrales, que tendrá carácter confidencial.

Artículo 9.  Propuesta y listado de árbitros acreditados.
1. La administración pública a la que esté adscrita la Junta Arbitral, las asociaciones de 

consumidores y las organizaciones empresariales que participen en la gestión del Sistema 
Arbitral de Consumo estarán obligados a formular la propuesta de los árbitros que vayan a 
intervenir en los procedimientos que sean llevados a cabo en cada Junta Arbitral. Las 
propuestas se dirigirán a la persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral.

2. Las administraciones públicas solo podrán proponer como árbitros a personal a su 
servicio o al servicio de cualquier otra administración pública o del sector público 
institucional.

3. Las asociaciones de consumidores y las organizaciones empresariales solo podrán 
proponer árbitros si previamente se encuentran inscritas en los registros estatal o 
autonómicos correspondientes al ámbito territorial de la Junta.
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4. En las propuestas referidas en los apartados anteriores deberá indicarse si se 
efectúan para intervenir de forma general en todos los procedimientos o en aquellos 
relacionados con reclamaciones de algún sector económico concreto.

Artículo 10.  Acreditación de los árbitros.
1. Las personas propuestas para actuar como árbitros deberán solicitar su acreditación a 

la persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral de Consumo en cuyos procedimientos 
vayan a intervenir. La solicitud de acreditación implicará la aceptación del desempeño de las 
funciones que le son propias y su inclusión en el listado elaborado por dicha Junta Arbitral. 
La acreditación de los miembros integrantes de los órganos arbitrales se realizará por la 
persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral de Consumo, atendiendo a los requisitos 
de honorabilidad y cualificación.

La persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral de Consumo se entenderá 
acreditada como árbitro siempre que reúna el requisito de estar en posesión de la 
licenciatura o grado en Derecho, ya decida el arbitraje en derecho o en equidad.

2. En el caso de que la propuesta sea realizada por las administraciones públicas será 
requisito necesario para su acreditación, independientemente de que se trate de un arbitraje 
resuelto en derecho o en equidad, estar en posesión de la licenciatura o grado en Derecho.

No obstante, en aquellos casos en que el titular de la presidencia de la Junta Arbitral 
aprecie ausencia de complejidad en la reclamación y el arbitraje sea resuelto en equidad, 
podrá acreditar a quien esté en condiciones de justificar un conocimiento general suficiente 
del Derecho, además de formación específica o experiencia profesional en derecho de 
consumo, durante un periodo superior a dos años.

3. En los arbitrajes que deban decidirse en derecho, los árbitros designados a propuesta 
de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las organizaciones empresariales o 
profesionales deberán estar en posesión de grado o licenciatura en Derecho.

4. Concedida la acreditación, se notificará a los interesados por medios electrónicos, 
procediéndose a su inclusión en el listado público de árbitros de la Junta Arbitral de 
Consumo, que deberá ser permanentemente actualizado.

Artículo 11.  Retirada de la acreditación de los árbitros y baja en el listado correspondiente.
1. La persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral que haya concedido la 

acreditación de un árbitro será competente para proceder a su retirada y a la 
correspondiente baja en el listado de árbitros acreditados en los siguientes supuestos:

a) Por renuncia expresa del propio árbitro.
b) Cuando el árbitro deje de reunir los requisitos o cualificación exigidos para su 

acreditación.
c) Por incumplimiento o dejación de sus funciones o cuando exista un rechazo reiterado 

e injustificado a intervenir en los procedimientos.
d) Cuando lo solicite y justifique adecuadamente la entidad, asociación u organización 

que efectuó la propuesta.
e) Cuando la entidad, asociación u organización que efectuó la propuesta desaparezca, 

deje de reunir los requisitos para efectuar la propuesta o cese en la participación o 
colaboración con la Junta Arbitral.

f) Cuando el árbitro se encuentre desempeñando un cargo que pueda comprometer su 
independencia o apariencia de imparcialidad y, en consecuencia, la confianza de las partes.

2. El procedimiento de retirada de la acreditación, que en ningún caso tendrá carácter 
sancionador ni disciplinario, se iniciará de oficio o a instancia de parte, garantizándose los 
principios de audiencia y contradicción a los interesados, así como a la entidad, asociación u 
organización que hubieran efectuado la propuesta.

3. La retirada de la acreditación se entenderá sin perjuicio de la falta o imposibilidad de 
ejercicio de las funciones arbitrales en el curso de un procedimiento arbitral, a la que se 
refiere el artículo 19 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, en cuyo caso la 
pretensión de remoción se sustanciará conforme a lo dispuesto en el apartado precedente.
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Artículo 12.  Órganos arbitrales unipersonales.
1. Conocerá de los asuntos un órgano arbitral unipersonal, acreditado a propuesta de la 

administración pública:
a) Cuando las partes en litigio así lo acuerden.
b) Cuando el importe de la pretensión de la controversia sea inferior a 600 euros, salvo 

que la persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral de Consumo decida designar un 
órgano colegiado, de forma motivada, y a la vista de la complejidad del asunto.

c) Cuando se eleve a laudo conciliatorio el acuerdo consensuado alcanzado por las 
partes, salvo que en el momento de alcanzarse el acuerdo ya se hubiera designado un 
órgano arbitral colegiado, en cuyo caso conservará su competencia.

d) Cuando la persona titular de la presidencia aprecie ausencia de complejidad en el 
litigio, aunque la cuantía de la pretensión sea superior a 600 euros, debiendo, en este caso, 
indicarse expresamente tal circunstancia en el momento de la designación del órgano arbitral 
unipersonal.

2. Las partes, de común acuerdo, podrán oponerse, de forma expresa y motivadamente, 
a la designación de un órgano arbitral unipersonal, correspondiendo a la persona titular de la 
presidencia de la Junta Arbitral resolver sobre la oposición, una vez evaluados los motivos 
de oposición, y, en su caso, proceder a designar un órgano arbitral colegiado. La decisión 
adoptada sobre la oposición no podrá ser objeto de impugnación.

Artículo 13.  Órganos arbitrales colegiados.
1. En los supuestos no previstos en el artículo 12, conocerá de los asuntos un órgano 

arbitral colegiado, integrado por tres árbitros acreditados, propuestos cada uno, 
respectivamente, por la administración pública, por las asociaciones de consumidores y 
usuarios y por las organizaciones empresariales.

2. La presidencia de los órganos arbitrales colegiados será asumida por el árbitro 
propuesto por la administración pública.

Artículo 14.  Designación de los órganos arbitrales.
1. La designación de los órganos arbitrales que intervengan en los procedimientos, como 

titulares o suplentes, corresponde a la persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral.
La designación de árbitros se realizará por turno, entre los que figuren en la lista de 

árbitros acreditados ante la Junta Arbitral de Consumo. En el mismo acto el presidente 
designará, igualmente por turno, árbitros suplentes, sin que tal nombramiento implique que 
corra su turno para ulteriores designaciones como árbitros titulares.

2. En el caso de que transcurran diez días hábiles sin que los árbitros objeto del 
llamamiento por turno hubieran podido ser nombrados, la persona titular de la presidencia de 
la Junta Arbitral podrá proceder a su designación de manera directa.

3. Si el arbitraje se decidiera en derecho, todos los integrantes del órgano arbitral 
colegiado deberán acreditar estar en posesión del grado o licenciatura en Derecho.

Artículo 15.  Abstención y recusación de los órganos arbitrales.
1. Los órganos arbitrales actuarán en el ejercicio de sus funciones con la debida 

independencia e imparcialidad, estando obligados a abstenerse si concurriese cualquier 
circunstancia que pueda dar lugar a dudas sobre tales obligaciones o a la existencia de un 
conflicto de intereses, y guardarán confidencialidad sobre los asuntos que conozcan.

Quienes hayan intervenido, con carácter previo, en cualquier intento de logro de una 
solución consensuada entre las partes, ya sea en el mismo asunto o en cualquier otro que 
tuviera relación estrecha con aquel, no podrán ser designados árbitros, debiendo abstenerse 
en el caso de que en el momento de la designación se desconociese dicha circunstancia.

2. Si concurriesen circunstancias que dieran lugar a dudas justificadas sobre su 
independencia e imparcialidad, las partes podrán solicitar la recusación en el plazo de cinco 
días hábiles desde el día siguiente al que se hubiera notificado su designación para decidir el 
litigio, o desde la fecha en que tuvieran conocimiento de ellas.
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3. El recusado decidirá si acepta su recusación en el plazo de cinco días hábiles, 
excepto cuando se trate de la persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral, en cuyo 
caso se considerará aceptada y sin posibilidad de ser rechazada.

Si la recusación fuese rechazada, resolverá la persona titular de la presidencia de la 
Junta Arbitral, previa audiencia del recusado, en el plazo de tres días hábiles.

4. La resolución de la persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral acerca de la 
recusación deberá ser motivada y será notificada al interesado y a las partes que intervienen 
en el litigio.

5. Aceptada la recusación, el árbitro suplente continuará conociendo del procedimiento 
arbitral hasta su terminación, pudiendo, de forma motivada, ordenar la repetición de algunas 
actuaciones. En caso de no haber sido designado suplente se procederá a una nueva 
designación.

6. Si no prosperase la recusación planteada, la parte que la instó podrá hacer valer la 
recusación en la impugnación judicial del laudo.

7. El procedimiento arbitral quedará en suspenso en tanto no se decida sobre la 
recusación, ampliándose el plazo para dictar laudo previsto en el artículo 45 por un periodo 
igual al de la citada suspensión.

Sección 3.ª Comisión de Juntas Arbitrales de Consumo

Artículo 16.  Naturaleza de la Comisión de Juntas Arbitrales de Consumo.
La Comisión de las Juntas Arbitrales es un órgano colegiado de naturaleza 

administrativa, adscrito funcionalmente al Ministerio con competencias en materia de 
consumo.

Artículo 17.  Composición y funcionamiento de la Comisión de Juntas Arbitrales de 
Consumo.

1. La Comisión de Juntas Arbitrales estará integrada por la persona titular de la 
Presidencia de la Junta Arbitral Nacional, que ostentará a su vez su presidencia, y por dos 
vocales, uno designado por la Comisión Sectorial de Consumo y otro por la asociación de 
mayor implantación en el ámbito estatal representativa de las entidades locales que ostenten 
la presidencia de una Junta Arbitral territorial.

La secretaría de la Comisión de las Juntas Arbitrales será desempeñada por la persona 
titular de la secretaría de la Junta Arbitral Nacional, que asistirá a las reuniones con voz, 
pero sin voto.

La duración del mandato de los vocales de la Comisión de las Juntas Arbitrales será de 
cuatro años, cesando en el cargo por renuncia, incapacidad o finalización de su mandato, 
continuando en este último caso en funciones hasta tanto se proceda a la nueva 
designación.

2. En caso de vacante, ausencia o enfermedad de los miembros de la Comisión, se 
designará a sus sustitutos de la siguiente forma:

a) La persona titular de la presidencia será sustituida por su suplente, si lo hubiera, o por 
la persona titular de la Subdirección General de Regulación y Derechos de las Personas 
Consumidoras de la Dirección General de Consumo u otro representante de la Dirección 
General de Consumo del Ministerio con competencias en materia de consumo, con rango de 
subdirector o subdirectora.

b) La persona titular de la secretaría de la Comisión de Juntas Arbitrales será sustituida 
por su suplente o, en su defecto, se procederá a su designación entre personal al servicio de 
la Subdirección General de Regulación y Derechos de las Personas Consumidoras.

3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad de los vocales, la persona titular de la 
presidencia de la Comisión solicitará a los mismos órganos que designaron a los vocales 
titulares que procedan a la designación de sus sustitutos.

4. Los vocales de la Comisión de Juntas Arbitrales podrán ser reelegidos por un máximo 
de dos mandatos, procediéndose a la cobertura de las vacantes que se produzcan mediante 
nueva designación realizada en la misma forma que la inicial.
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5. La Comisión de las Juntas Arbitrales podrá solicitar, para el desarrollo de sus 
funciones, la asistencia y apoyo de personas acreditadas como árbitros en cualquier Junta 
Arbitral de Consumo, requiriendo a estas su designación, con carácter general para 
cualquier asunto o para algunos en concreto, con el único requisito de que acrediten una 
amplia experiencia sobre la materia de que se trate.

6. Los acuerdos de la Comisión de Juntas Arbitrales se adoptarán por mayoría, 
entendiéndose válidamente adoptados si en la votación concurren, al menos, dos de sus 
miembros, en cuyo caso la adopción del acuerdo requerirá unanimidad.

Artículo 18.  Funciones de la Comisión de Juntas Arbitrales de Consumo.
1. Corresponde a la Comisión de Juntas Arbitrales:
a) La resolución de los recursos interpuestos contra las resoluciones de admisión o 

inadmisión de las solicitudes de arbitraje, que se fundamenten en la vulneración del artículo 
2.

b) La emisión de informes técnicos, dictámenes o recomendaciones que sirvan de apoyo 
a los órganos arbitrales en el ejercicio de sus funciones, en particular en los supuestos de 
laudos que contengan pronunciamientos dispares ante hechos, fundamentos y pretensiones 
sustancialmente iguales.

2. Los informes, dictámenes o recomendaciones serán emitidos a solicitud de las 
personas titulares de las presidencias de las Juntas Arbitrales o de los órganos arbitrales en 
el plazo máximo de un mes, a contar desde el día siguiente a la recepción de la solicitud por 
la Secretaría de la Comisión de las Juntas Arbitrales, pudiendo requerir a los solicitantes 
cuanta documentación e información se considere oportuna.

3. Los informes, dictámenes o recomendaciones emitidos por la Comisión de Juntas 
Arbitrales no tendrán carácter vinculante, pudiendo los órganos arbitrales apartarse de su 
contenido de forma motivada.

4. Todos los informes, dictámenes o recomendaciones emitidos por la Comisión serán 
publicados en el Portal de Internet del Ministerio con competencias en materia de consumo.

Sección 4.ª Consejo del Sistema Arbitral de Consumo

Artículo 19.  Naturaleza del Consejo del Sistema Arbitral de Consumo.
El Consejo del Sistema Arbitral de Consumo es el órgano colegiado de representación y 

participación en materia de arbitraje de consumo, adscrito funcionalmente a la Dirección 
General de Consumo.

Artículo 20.  Composición del Consejo del Sistema Arbitral de Consumo.
1. El Consejo del Sistema Arbitral de Consumo está integrado por las personas titulares 

de su presidencia y vicepresidencia, así como por los consejeros.
2. La presidencia corresponde a la persona titular de la Dirección General de Consumo.
3. La vicepresidencia será desempeñada por la persona titular de la presidencia de la 

Sección de Arbitraje y Reclamaciones de la Comisión Sectorial de Consumo.
4. Son consejeros del Sistema Arbitral de Consumo:
a) La persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral Nacional.
b) Cuatro personas titulares de las presidencias de Juntas Arbitrales territoriales, dos de 

ellas designadas por la Comisión Sectorial de Consumo y dos por la asociación de mayor 
implantación en el ámbito estatal representativa de las entidades locales.

c) Dos representantes de las autoridades de consumo de las comunidades autónomas y 
de las Ciudades de Ceuta y Melilla, designados por la Comisión Sectorial de Consumo.

d) Un representante de la asociación de entidades locales con mayor implantación en el 
ámbito estatal, designado por dicha asociación.

e) Un representante del Consejo de Consumidores y Usuarios, designado por este 
órgano.

f) Un representante de las organizaciones empresariales, designado por las 
organizaciones más representativas de ámbito estatal.
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La duración del mandato de los consejeros será de cuatro años. Cesarán en el cargo por 
renuncia, incapacidad, o vencimiento del término de su mandato, permaneciendo en este 
caso en su cargo hasta tanto se proceda a las nuevas designaciones.

5. La secretaría del Consejo del Sistema Arbitral de Consumo, que tendrá voz, pero no 
voto, será desempeñada por la persona titular de la Subdirección General de Regulación y 
Derechos de las Personas Consumidoras de la Dirección General de Consumo.

Artículo 21.  Funcionamiento del Consejo del Sistema Arbitral de Consumo.
1. El Consejo del Sistema Arbitral de Consumo se reunirá al menos una vez al año, 

considerándose válidamente constituido cuando concurran el Presidente y Secretario o, en 
su caso, quienes les suplan y la mitad, al menos, de sus miembros.

2. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos emitidos. En caso de empate, 
dirimirá el asunto quien presida.

3. El Consejo del Sistema Arbitral de Consumo podrá ser convocado en cualquier 
momento para tratar un asunto que se someta a su decisión, siempre que así lo solicite un 
tercio de sus miembros.

Artículo 22.  Funciones del Consejo del Sistema Arbitral de Consumo.
Son funciones del Consejo del Sistema Arbitral de Consumo:
a) El seguimiento, el apoyo y las propuestas de mejora del Sistema Arbitral de Consumo.
b) La elaboración de directrices generales sobre cualquier asunto de especial interés que 

afecte a los diversos agentes que intervienen en el Sistema Arbitral de Consumo y requiera 
una respuesta homogénea.

c) El establecimiento de criterios homogéneos sobre la formación de los órganos 
arbitrales.

d) El desarrollo de cualquier función prevista legal o reglamentariamente y, en su caso, 
cualquier otro asunto que le encomiende la Comisión Sectorial de Consumo.

CAPÍTULO III
Convenio arbitral y ofertas públicas de adhesión de los empresarios

Artículo 23.  Formalización del convenio arbitral.
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato 

o de acuerdo independiente de las partes, deberá expresar la voluntad de las partes de 
resolver a través del arbitraje de consumo las controversias derivadas de una relación de 
consumo.

2. El convenio arbitral deberá constar por escrito, en un documento o documentos 
firmados por las partes, en formato electrónico cuando lo exija una norma. El convenio 
deberá ser accesible en todo momento para su posterior consulta y permitir su fiel 
reproducción durante el periodo de tiempo en que esté en vigor.

3. Cuando exista oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, en el modo 
establecido por el artículo siguiente, el convenio arbitral se entenderá válidamente 
formalizado por la mera presentación de la solicitud de arbitraje, siempre que la pretensión 
esté incluida en el ámbito de la actividad de la empresa o establecimiento.

4. Se entenderá válidamente formalizado el convenio arbitral por la mera presentación de 
la solicitud de arbitraje si resulta acreditado que en ese momento el empresario utiliza o 
exhibe el distintivo público de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, sin existir oferta de 
adhesión previa o habiendo perdido esta sus efectos.

5. En caso de que no conste la existencia de convenio arbitral en cualquiera de las 
formas señaladas en los apartados precedentes, la Junta Arbitral competente, una vez 
admitida a trámite una solicitud de arbitraje, la trasladará al reclamado para su aceptación o 
rechazo, conforme a lo previsto en el artículo 36.2.

6. En el momento de la prestación del consentimiento por las partes para la resolución 
de su litigio mediante el arbitraje de consumo, deberán ser informadas, preferentemente en 
los formularios normalizados puestos a disposición por las Juntas Arbitrales, de que la 
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existencia de un convenio arbitral válido impide a los tribunales conocer de los litigios 
sometidos a arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo invoque mediante declinatoria, 
así como de que la decisión que ponga fin al litigio tendrá carácter vinculante.

Artículo 24.  Oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
1. Los empresarios podrán formular por escrito y a través de medios electrónicos oferta 

pública y unilateral de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
2. En la oferta de adhesión deberá indicarse si se opta por que el arbitraje se decida en 

equidad, en derecho o indistintamente a elección del consumidor, así como el plazo de 
validez de la oferta. En el supuesto de no constar cualquiera de estos extremos, la oferta se 
entenderá realizada en equidad y por tiempo indefinido.

3. La oferta pública de adhesión será única, se entenderá realizada a todo el Sistema 
Arbitral de Consumo, sin limitaciones, y abarcará todas las actividades que desarrolle el 
empresario bajo el mismo número de identificación fiscal, nombre comercial o marca.

Los empresarios que tengan la condición de personas físicas y desarrollen actividades 
diferentes de venta o prestación de servicios en distintos establecimientos, o mediante venta 
a distancia por canales diferentes, deberán identificar claramente en la oferta de adhesión la 
actividad o actividades para las que efectúan la oferta.

4. A efectos de lo dispuesto en este capítulo, no se considerará que existe limitación de 
las ofertas públicas de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo cuando la adhesión se 
realice por un período superior un año, o se efectúe a las Juntas Arbitrales correspondientes 
al territorio en el que el empresario desarrolle principalmente su actividad. Cualquier otra 
condición incluida en la oferta de adhesión será considerada como limitación.

A estos efectos, se entiende que el empresario desarrolla principalmente su actividad en 
un determinado territorio cuando dirija su oferta de bienes y servicios a los consumidores 
domiciliados en ese territorio, a través de establecimientos abiertos al público o mediante 
técnicas de comunicación a distancia.

5. La oferta pública de adhesión, así como su denuncia, habrá de efectuarse por el 
empresario o representante con poder suficiente para disponer.

Artículo 25.  Competencia para resolver sobre las ofertas públicas de adhesión.
1. Será competente para resolver sobre la admisión o inadmisión de las ofertas públicas 

de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, la Junta Arbitral correspondiente al ámbito 
territorial en el que el empresario desarrolle principalmente su actividad.

Si en el ámbito territorial autonómico en el que el empresario desarrolla principalmente 
su actividad existieran varias Juntas Arbitrales, será competente para resolver sobre la oferta 
de adhesión la Junta Arbitral de superior ámbito territorial.

Si el empresario desarrolla su actividad principal en un ámbito territorial superior a una 
comunidad autónoma, será competente para resolver la oferta de adhesión la Junta Arbitral 
Nacional de Consumo.

2. Si, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, la Junta Arbitral ante la que se 
haya presentado la oferta pública de adhesión no resulta competente para su resolución, la 
trasladará en un plazo máximo de diez días hábiles a la Junta Arbitral competente para 
resolver, informando de ello al solicitante.

Artículo 26.  Resolución sobre la oferta pública de adhesión y concesión del distintivo de 
adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.

1. La persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral que resulte competente para 
conocer de la oferta pública de adhesión, resolverá motivadamente sobre su aceptación o 
rechazo y, en caso de aceptarla, otorgará al empresario el distintivo oficial que figura en el 
anexo.

2. Los empresarios adheridos al Sistema Arbitral de Consumo están obligados a utilizar 
en el distintivo oficial anteriormente referido en su portal de internet, debiendo constar 
también en las condiciones generales de los contratos de compraventa o de prestación de 
servicios que el empresario ofrezca al consumidor.
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Si el empresario no dispusiera de portal de internet o no existiera documentación relativa 
a las condiciones generales, el distintivo deberá ser exhibido en cualquier soporte que 
permita al consumidor su conocimiento, en particular a través de folletos informativos 
propios, carteles con la información en lugar accesible al consumidor o cualquier otra 
comunicación comercial.

3. La utilización de este distintivo oficial, por parte de los empresarios adheridos, deberá 
ajustarse a lo dispuesto en el anexo.

4. El distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo podrá figurar en castellano o 
en las demás lenguas cooficiales del Estado en las respectivas comunidades autónomas 
donde se utilice.

Artículo 27.  Base de datos de empresarios adheridos al Sistema Arbitral de Consumo.
1. El Ministerio con competencias en materia de consumo elaborará una base de datos 

electrónica de carácter público y de ámbito nacional en la que se incluyan la totalidad de 
ofertas de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo, aceptadas por cualquier Junta Arbitral.

2. Cada Junta Arbitral dispondrá de una base de datos pública, en formato electrónico y 
permanentemente actualizada, en la que se incluirán los datos de las ofertas públicas de 
adhesión vigentes o denunciadas sobre las que exista resolución, debiendo ser incorporados 
o dados de baja en la base de datos nacional de empresarios adheridos.

3. Las Juntas Arbitrales deberán comunicar cualquier modificación que se produzca en 
su base de datos de empresarios adheridos, con el fin de ser incorporadas a la base de 
datos de carácter nacional elaborada por el Ministerio con competencias en materia de 
consumo.

4. Las bases de datos electrónicas a las que se refieren los apartados anteriores serán 
accesibles a través de los portales de internet de las administraciones públicas a las que 
estén adscritas las Juntas Arbitrales y del Ministerio con competencias en materia de 
consumo, debiendo estar disponibles, igualmente, en las sedes de las Juntas Arbitrales, en 
un formato que garantice la accesibilidad universal.

Artículo 28.  Denuncia de la oferta pública de adhesión.
1. Las ofertas públicas de adhesión efectuadas por al Sistema Arbitral de Consumo 

podrán ser denunciadas ante la Junta Arbitral competente por el empresario o representante 
con poder suficiente para disponer, ya sea por escrito o por medios electrónicos.

2. La denuncia tendrá efectos transcurrido un mes desde la fecha de su comunicación a 
la Junta Arbitral, salvo que en la oferta pública de adhesión o en la denuncia se establezca 
un plazo superior. En la resolución de la presidencia de la Junta Arbitral que declare la 
admisión de la denuncia deberá constar su fecha de efectos, procediéndose por la Junta 
Arbitral a su baja en el listado de empresarios adheridos y dando traslado de la baja de la 
oferta a la base de datos de carácter nacional, gestionada por el Ministerio con 
competencias en materia de consumo.

3. La denuncia no afectará a los convenios arbitrales válidamente formalizados con 
anterioridad a la fecha en que la denuncia de la oferta de adhesión deba surtir efecto.

Artículo 29.  Baja en las bases de datos de empresarios adheridos al Sistema Arbitral de 
Consumo.

1. Los empresarios adheridos al Sistema Arbitral de Consumo causarán baja en las 
bases de datos de empresarios adheridos y, en consecuencia, no podrán hacer uso del 
distintivo concedido a partir de la fecha de efectos de aquella, en los siguientes supuestos:

a) Denuncia por el empresario o extinción de la oferta por vencimiento del plazo de su 
vigencia.

b) Utilización fraudulenta o engañosa del distintivo de adhesión.
c) Incumplimiento reiterado de los laudos arbitrales dictados por los órganos arbitrales de 

consumo.
d) Comisión de reiteradas infracciones calificadas como graves o muy graves en materia 

de protección al consumidor, que hayan sido sancionadas, con carácter firme, por las 
administraciones públicas competentes.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 48  Reglamento que regula el Sistema Arbitral de Consumo

– 1078 –



e) Realización de prácticas, constatadas por las administraciones públicas competentes 
en materia de protección al consumidor, que lesionen gravemente los derechos e intereses 
legítimos de los consumidores, aunque no hayan sido sancionadas previamente.

f) Declaración de concurso de acreedores de la empresa.
g) Cese de la actividad del empresario, disolución o liquidación de la empresa y extinción 

de su personalidad.
2. La persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral que hubiera concedido el 

distintivo oficial de empresario adherido, previa audiencia de este, dictará resolución 
motivada de retirada del distintivo y, en su caso, de su baja en las bases de datos 
correspondientes.

Artículo 30.  Fomento de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
Las administraciones públicas podrán establecer, de forma coordinada, incentivos en el 

ámbito de sus competencias para que los empresarios realicen ofertas de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo, facilitando así el acceso a la justicia de los consumidores a 
través de este mecanismo de resolución alternativa de litigios.

CAPÍTULO IV
Procedimiento arbitral y actuaciones administrativas previas

Artículo 31.  Principios generales del procedimiento.
1. El procedimiento arbitral de consumo tiene carácter unidireccional, en el sentido de 

que únicamente los consumidores y usuarios podrán presentar solicitudes de arbitraje con el 
fin de que sus litigios de consumo sean resueltos mediante este procedimiento.

2. El procedimiento arbitral de consumo se ajustará a los principios de audiencia, 
contradicción, igualdad entre las partes y gratuidad, garantizándose a los consumidores un 
acceso sencillo, por medios electrónicos o no, y con independencia del lugar en que se 
encuentren. Asimismo, se deberá garantizar la accesibilidad universal a sus procedimientos, 
trámites y oficinas y servicios de información y atención, utilizando medios y soportes que 
sigan los principios del diseño universal o, en su caso, implementando medios alternativos 
de adecuación efectiva para el acceso a ellos por parte de personas con discapacidad.

3. Los órganos arbitrales, las partes en litigio y quienes de cualquier manera intervengan 
en los procedimientos están obligados a guardar confidencialidad sobre la información que 
conozcan como consecuencia de su intervención.

4. El arbitraje de consumo se decidirá en equidad salvo que las partes, de común 
acuerdo, opten expresamente por la decisión en derecho. Si el empresario en su oferta de 
adhesión hubiera optado por que el litigio sea resuelto exclusivamente en derecho y el 
consumidor hubiera optado en su solicitud de forma expresa por que el litigio sea resuelto en 
equidad, se comunicará este hecho y se solicitará al reclamante su aceptación de la decisión 
en derecho, tratándose la solicitud como si no existiera adhesión previa en caso de falta de 
acuerdo.

5. Los órganos arbitrales colegiales adoptarán cualquier decisión o laudo por mayoría 
simple de miembros. En caso de empate en la adopción del acuerdo, decidirá la persona 
titular de la presidencia. No obstante, si el acuerdo tuviera puntos en los que sí existiera 
mayoría, se detallará en el propio acuerdo.

Los árbitros que se aparten de la decisión adoptada en un laudo podrán hacer constar su 
voto particular en el propio laudo.

6. Las normas jurídicas aplicables y las estipulaciones del contrato servirán de apoyo a la 
decisión en equidad que, en todo caso, deberá ser motivada.

7. La notificación de las actuaciones arbitrales, incluido el laudo, se realizará conforme a 
la práctica adoptada por la Junta Arbitral o, en su defecto, según lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre.
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Artículo 32.  Presentación de solicitudes de arbitraje.
1. El consumidor o usuario que considere que un empresario ha vulnerado sus derechos, 

reconocidos legal o contractualmente, podrá presentar solicitud de arbitraje en el registro de 
la Junta Arbitral competente, si existiera, o en cualquiera de los lugares a que se refiere el 
artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. En la solicitud de arbitraje deberán incluirse los siguientes datos:
a) Nombre, apellidos, domicilio y nacionalidad del consumidor, así como dirección de 

correo electrónico, en caso de disponer de ella.
En caso de que la solicitud sea formulada mediante representante, se identificará al 

mismo, aportando documento acreditativo de dicha representación.
b) Número de Documento Nacional de Identidad, número de pasaporte o Número de 

Identidad de Extranjero. En caso de formular la solicitud mediante representante, se 
indicarán el documento o número de identidad de ambos.

c) En el caso de que la Junta Arbitral notifique las actuaciones arbitrales de conformidad 
con lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, el consumidor podrá elegir que la 
práctica de la notificación se realice por medios electrónicos o en lugar físico.

d) Nombre, apellidos o razón social, NIF y domicilio del empresario reclamado, así como, 
si fuera conocida, su dirección a efectos de notificaciones. En caso de que el consumidor no 
disponga de alguno de estos datos, aportará cualquier otro dato que pueda resultar de 
interés para la completa identificación y localización del empresario reclamado.

e) Descripción de los hechos que motivan la controversia, exposición clara y concreta de 
las pretensiones, determinando su cuantía, si tuviera carácter económico y, en su caso, los 
fundamentos en que basa la pretensión. Se aportará, asimismo, cuanta documentación o 
pruebas sean necesarias para el conocimiento y solución del litigio.

f) La respuesta del empresario a la reclamación interpuesta ante el mismo o, en caso de 
no haber sido atendida transcurrido un mes desde su presentación, se aportará acreditación 
de haber intentado la comunicación con aquel.

g) En su caso, copia del convenio arbitral.
h) Firma del solicitante, o de la persona que actúa en su representación, y lugar y fecha 

de aquella.
3. Las Juntas Arbitrales facilitarán a las partes modelos normalizados de, al menos, la 

solicitud de arbitraje y de su aceptación en caso de no existencia de convenio arbitral, de la 
contestación a la solicitud por el empresario y de cuantos documentos se considere que 
puedan facilitar los trámites del procedimiento arbitral.

Artículo 33.  Determinación de la competencia territorial de la Junta Arbitral de Consumo.
La persona titular de la presidencia de la Junta Arbitral ante la que se haya presentado la 

solicitud de arbitraje conocerá sobre la competencia territorial de la Junta, trasladándola, en 
otro caso, a la Junta Arbitral de Consumo competente en el plazo de diez días hábiles desde 
la fecha de la presentación de la solicitud.

Artículo 34.  Verificación del contenido de la solicitud de arbitraje.
1. La Junta Arbitral competente en virtud del artículo anterior comprobará si la solicitud 

de arbitraje reúne los requisitos mínimos exigidos en el artículo 32.2.
2. En caso de que la solicitud de arbitraje no reuniese los requisitos indicados en el 

apartado anterior se requerirá a la parte reclamante su subsanación en un plazo que no 
podrá exceder de diez días hábiles, con la advertencia de que, si no aportara la 
documentación requerida en el plazo concedido, se le tendrá por desistido de su solicitud, 
procediéndose al archivo de las actuaciones.

Artículo 35.  Admisión e inadmisión de las solicitudes de arbitraje.
1. Una vez examinada la solicitud de arbitraje y la documentación aportada, la persona 

titular de la presidencia de la Junta Arbitral competente resolverá sobre la admisión o 
inadmisión de la solicitud de arbitraje, notificando dicha resolución al consumidor reclamante 
y al empresario reclamado en caso de que ya le hubiera sido trasladada a este la solicitud.
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2. Además de por las causas previstas en el artículo 2, la persona titular de la 
presidencia de la Junta Arbitral acordará la inadmisión de las solicitudes de arbitraje en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de reclamaciones infundadas o no se aprecie en ellas afectación de 
los derechos y legítimos intereses económicos de los consumidores y usuarios.

b) Si el litigio hubiera sido resuelto o planteado ante un órgano jurisdiccional u otra 
entidad acreditada y notificada a la Comisión Europea de conformidad con lo previsto en la 
Ley 7/2017, de 2 de noviembre, salvo que, en este último caso, se acredite el desistimiento 
del primer procedimiento.

En ningún caso se admitirá a trámite una solicitud de arbitraje previamente inadmitida 
por cualquier Junta Arbitral o sobre la que un órgano arbitral hubiera dado por terminadas 
sus actuaciones por cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 44, dejando 
expedita la vía judicial.

c) Si el consumidor no se hubiera puesto previamente en contacto con el empresario 
para tratar de resolver el asunto o no acredite haber intentado la comunicación con este. En 
todo caso, la reclamación habrá de ser admitida si hubiera transcurrido más de un mes 
desde que el consumidor presentó la reclamación al empresario y este no hubiera 
comunicado su resolución.

d) Si el consumidor presenta la solicitud de arbitraje transcurrido más de un año desde la 
interposición de la reclamación al efecto ante el empresario reclamado.

e) Si el contenido de la reclamación fuera vejatorio.
3. El plazo máximo para notificar la inadmisión de la solicitud de arbitraje será de veintiún 

días naturales a contar desde el día siguiente a la recepción en la Junta Arbitral competente 
de la solicitud completa.

4. La resolución de admisión o inadmisión de la solicitud en los supuestos previstos en el 
artículo 2 no pondrá fin a la vía administrativa y podrá ser impugnada por cualquiera de las 
partes ante la Comisión de Juntas Arbitrales.

El recurso se podrá interponer en el plazo de un mes desde su notificación ante la 
Comisión de las Juntas Arbitrales de Consumo o ante el presidente de la Junta Arbitral 
territorial que dictó la resolución recurrida, en cuyo caso se dará traslado del recurso, con su 
informe y copia completa y ordenada del expediente, a la Comisión de las Juntas Arbitrales 
de Consumo en el plazo de quince días hábiles.

El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de tres meses 
desde que se interpuso. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá 
entender desestimado el recurso. La resolución de este recurso pone fin a la vía 
administrativa.

5. En los demás supuestos la resolución sobre la admisión o inadmisión de la solicitud 
pondrá fin a la vía administrativa.

6. En el supuesto que se trate de impugnar la resolución de admisión de la solicitud por 
cualquier causa, habiendo sido notificada a las partes la designación del órgano arbitral, será 
este quien decida acerca de su propia competencia, incluida la oposición a la admisión de la 
solicitud de arbitraje.

Artículo 36.  Comprobación de existencia de convenio arbitral, traslado de la solicitud de 
arbitraje y contestación.

1. Admitida la solicitud de arbitraje, la Junta Arbitral procederá a notificar la resolución a 
las partes y comprobará la existencia de convenio arbitral válido.

2. En el supuesto de que no exista convenio arbitral válidamente formalizado, se dará 
traslado de la solicitud de arbitraje al empresario reclamado, otorgándole un plazo de diez 
días hábiles para la aceptación o rechazo de la solicitud, debiendo aportar, en caso de 
aceptación de dicha solicitud, la contestación a esta y adjuntar los documentos y propuesta 
de pruebas de que intente valerse en el procedimiento.

En el mismo acto en que se pide la aceptación, se podrá invitar al empresario reclamado 
a proponer una solución que ponga fin al litigio.

3. Si el empresario acepta el arbitraje propuesto, se entenderá formalizado el convenio 
arbitral. En el caso de que el empresario proponga una solución consensuada y esta sea 
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aceptada por el consumidor, se procederá a elevar aquella a laudo conciliatorio, a no ser que 
exista constancia de que el acuerdo ya hubiera sido cumplido por las partes o estas, de 
común acuerdo, renuncien a dicha posibilidad.

4. Si el empresario, en el plazo otorgado no acepta la invitación para resolver el litigio, se 
procederá a dictar resolución de archivo de la solicitud, dejando expedita la vía judicial, 
dándose traslado al consumidor de cualquier propuesta del empresario para alcanzar una 
solución consensuada que resuelva de forma total o parcial el litigio.

Artículo 37.  Inicio del procedimiento arbitral.
1. Formalizado convenio arbitral válido y constando la documentación completa y 

necesaria para la tramitación del procedimiento, la persona titular de la presidencia de la 
Junta Arbitral acordará el inicio del procedimiento arbitral.

El presidente de la Junta Arbitral de Consumo podrá acordar la acumulación de dos o 
más solicitudes de arbitraje en un mismo procedimiento, siempre que se trate del mismo 
empresario reclamado e idéntica pretensión, dando traslado a las partes de su decisión.

2. Acordado el inicio del procedimiento arbitral, se procederá a la designación del órgano 
arbitral que conocerá del litigio.

3. Serán notificadas a las partes, de forma individual o conjunta, la resolución o 
resoluciones en las que se acuerden las siguientes actuaciones:

a) La admisión a trámite de la solicitud si no hubiera sido notificada con anterioridad.
b) El inicio del procedimiento arbitral.
c) La designación del órgano arbitral.
4. Igualmente, y en caso de no haberse hecho con anterioridad, en la misma notificación 

anterior, o en otra diferente, se procederá a dar traslado de la solicitud de arbitraje al 
empresario reclamado, acompañándose del resto de la documentación aportada junto con la 
solicitud. En este acto, se otorgará al empresario un plazo de diez días hábiles para 
contestar a la solicitud de arbitraje, aportando los documentos y propuesta de pruebas de 
que intente valerse y formular, en su caso, reconvención a la pretensión.

En el mismo acto se podrá invitar al empresario a proponer una solución consensuada 
que ponga fin al litigio.

Artículo 38.  Elevación a laudo conciliatorio del acuerdo alcanzado entre las partes.
Alcanzado un acuerdo entre las partes, existiendo convenio arbitral válido, el órgano 

arbitral designado procederá sin más trámite, salvo que considere indispensable la práctica 
de alguna actuación, a dictar el laudo conciliatorio, siempre que no se dé alguna de las 
circunstancias previstas en el artículo 36.3.

Artículo 39.  Traslado de la documentación a las partes.
1. Las alegaciones contenidas en la contestación a la solicitud de arbitraje por el 

empresario reclamado, conforme a lo previsto en el artículo 36.2, párrafo primero y en el 
artículo 37.4 se integrarán, junto con la solicitud y la documentación aportada por las partes, 
en el procedimiento arbitral.

2. De todas las alegaciones, documentos y pruebas aportados al expediente por cada 
una de las partes en litigio, se dará traslado a la otra. Asimismo, se pondrán a su disposición 
cuantos dictámenes periciales o pruebas practicadas sirvan de fundamento en el laudo 
arbitral que ponga fin al procedimiento.

3. En cualquier momento del procedimiento, antes de que el órgano arbitral haya dictado 
el laudo según lo establecido en el artículo 44, se podrá instar a las partes a alcanzar un 
acuerdo consensuado.

Artículo 40.  Reconvención del empresario y modificación de la pretensión por el 
consumidor o usuario.

1. El empresario reclamado podrá proponer reconvención a la solicitud de arbitraje en el 
momento de contestación a esta.
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2. La reconvención solo podrá ser admitida por el órgano arbitral si existe conexión con 
la pretensión del consumidor. Admitida la reconvención, se otorgará a la persona reclamante 
un plazo de siete días hábiles a contar desde el día siguiente a su notificación para presentar 
alegaciones.

3. En cualquier momento, en el curso de las actuaciones arbitrales, el consumidor podrá 
modificar o ampliar la pretensión recogida en la solicitud, a menos que el órgano arbitral lo 
considere improcedente por razón de la demora con que se hubiere efectuado.

4. El empresario dispondrá de un plazo de siete días hábiles a partir del día siguiente a la 
notificación de la modificación o ampliación de la pretensión para dar contestación o, en su 
caso, proponer reconvención sobre la pretensión que haya sido modificada o ampliada, 
garantizándose, en todo caso, el principio de audiencia y contradicción de las partes, 
fijándose si fuera necesario una nueva fecha para la celebración de la audiencia, o una 
nueva audiencia en caso de que ya se hubiera celebrado con anterioridad.

5. La inadmisión de la modificación sustancial de la pretensión inicial o de la 
reconvención se recogerá en el laudo que ponga fin al procedimiento, debiendo ser 
fundamentada.

Artículo 41.  Audiencia.
1. El órgano arbitral dará audiencia a las partes, en la forma que el mismo determine, de 

forma escrita u oral, en modo presencial, a través de videoconferencias o utilizando otros 
medios técnicos que permitan la identificación y comunicación con las partes.

2. Las partes serán citadas a la audiencia con suficiente antelación y con la advertencia 
expresa de que en ella podrán efectuar las alegaciones y proponer las pruebas que 
consideren necesarias para hacer valer sus derechos y no hubieran sido propuestas con 
anterioridad.

3. La citación a la audiencia podrá efectuarse conjuntamente con las notificaciones de 
los actos previstos el artículo 37, apartados 3 y 4.

4. De la audiencia se levantará acta que será firmada por la persona que haya sido 
designada para desempeñar la secretaría del órgano arbitral y deberá recoger fecha y lugar 
en el que se realiza, identificación de los asistentes, pretensión y, en su caso, reconvención y 
hechos o circunstancias constatados durante su celebración, así como acuerdos adoptados. 
En el supuesto de que exista una grabación de la audiencia, se acompañará al acta de la 
audiencia, sin necesidad de hacer constar en ella los hechos y circunstancias que permitan 
ser reproducidos.

Artículo 42.  Prueba.
1. Las partes deberán aportar, junto con la solicitud de arbitraje o la contestación a esta, 

las pruebas de las que dispongan con relación al litigio, pudiendo, en su caso, proponer otras 
que serán practicadas, si fuera posible, en el acto de celebración de audiencia. El órgano 
arbitral resolverá sobre la admisión o rechazo de la práctica de dichas pruebas, pudiendo 
determinar de oficio otras pruebas complementarias cuando se considere necesario para la 
solución del litigio.

En el supuesto de imposibilidad de la práctica de las pruebas en el acto de audiencia, se 
adoptarán las medidas necesarias para garantizar los principios de igualdad y contradicción 
entre las partes en el momento que las pruebas se lleven a cabo.

2. El acuerdo del órgano arbitral sobre la práctica de la prueba en momento diferente del 
acto de audiencia será notificado a las partes con expresión de la fecha, hora y lugar de 
celebración, convocándolas a la práctica de aquellas pruebas en las que sea posible su 
presencia.

3. Los gastos ocasionados por la práctica de las pruebas serán satisfechos por la parte 
que la hubiera solicitado, o de forma igualitaria cuando hayan sido propuestas por ambas 
partes de común acuerdo.

4. El órgano arbitral podrá proponer de oficio la práctica de pruebas si lo considera 
necesario, siempre que las disponibilidades presupuestarias lo permitan, asumiendo en ese 
caso los gastos ocasionados la Junta Arbitral.
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5. En el supuesto de que el órgano arbitral aprecie mala fe o temeridad podrá distribuir 
los gastos ocasionados por la práctica de las pruebas en distinta forma a la prevista en los 
apartados anteriores, recogiéndose en el laudo que se dicte.

Artículo 43.  Falta de comparecencia e inactividad de las partes.
1. La no contestación, inactividad o incomparecencia injustificada de las partes en 

cualquier momento del procedimiento arbitral, incluida la audiencia, no impedirá que se dicte 
el laudo, ni privará de eficacia a este, siempre que el órgano arbitral pueda decidir el litigio 
con los hechos y documentos que consten en la solicitud de arbitraje y su contestación.

2. El silencio, la falta de actividad o la incomparecencia de las partes no se considerará 
como allanamiento o admisión de la pretensión o de los hechos alegados por la otra parte.

Artículo 44.  Terminación de actuaciones y emisión del laudo arbitral.
1. La forma y el contenido del laudo que, en todo caso, será motivado, se regirá por lo 

dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.
2. El órgano arbitral designado dará por terminadas sus actuaciones y dictará laudo 

poniendo fin al procedimiento arbitral, sin entrar en el fondo del asunto, quedando expedita la 
vía judicial, en los siguientes supuestos:

a) Cuando no disponga de los elementos indispensables para la solución del litigio.
b) Cuando las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones.
c) Cuando compruebe que la prosecución de las actuaciones resulta imposible o 

innecesaria.
d) Cuando la persona reclamante desista de su solicitud, a menos que el reclamado se 

oponga a ello y el órgano arbitral le reconozca un interés legítimo en obtener una solución 
definitiva del litigio.

Artículo 45.  Plazo para la emisión y notificación del laudo arbitral.
1. El laudo será dictado y notificado a las partes en un plazo de noventa días naturales 

contados desde que se acuerde el inicio del procedimiento.
2. En casos de especial complejidad, el órgano arbitral podrá acordar, de forma 

motivada, una prórroga de hasta noventa días naturales adicionales al plazo previsto en el 
apartado anterior, debiendo ser comunicada dicha ampliación a las partes.

3. Si las partes logran una solución consensuada sobre todos los aspectos del litigio, el 
plazo para dictar el laudo conciliatorio será de un mes a contar desde el día siguiente a la 
notificación del inicio del procedimiento, siempre que en dicho momento el acuerdo hubiera 
sido conocido por el órgano arbitral o, en su defecto, desde la fecha en que este lo hubiera 
conocido.
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ANEXO
Distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo

1. Denominación: Distintivo de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo.
2. Construcción gráfica:
Con carácter general, consistirá en una figura vertical constituida por cuatro elementos 

de texto e imagen. Las medidas exteriores del conjunto son 69 mm de ancho por 132 mm de 
alto. El primer elemento, arriba, consta de un rectángulo de 69 mm de ancho por 28 mm de 
alto. En línea negra de 0,5 mm. En su interior debe figurar la Junta Arbitral o el ámbito 
territorial de la oferta en letra mayúscula y centrado. Tipo de letra: helvética. Tamaño: 21,42. 
Escala horizontal: 100. Espaciado: 0. Interlineado: sólido. Estilo: negrita.

Debajo, el segundo elemento, solo texto, figura EMPRESARIO ADHERIDO en dos 
líneas. Tipo de letra: helvética. Escala horizontal: 100. Tamaño: 21,66. Espaciado: 0. 
Interlineado: sólido. Estilo: normal. La altura total de las dos líneas de texto es de 13 mm 
situadas a 3 mm del borde inferior del primer elemento y a 3 mm del tercero, debajo.

El tercer elemento consta de un recuadro de 69 x 69 mm, en color naranja, magenta 
47 % y amarillo 100 %. En su interior figura el logotipo de Arbitraje, centrado y calado en 
blanco. Las medidas del logotipo son 53,4 x 63,7 mm.
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El elemento inferior consta del texto ARBITRAJE DE CONSUMO, en dos líneas, la 
superior ARBITRAJE y la inferior DE CONSUMO, centrado, ocupando un espacio de 51,8 x 
13 mm. Tipo de letra: helvética. Tamaño: 21,42. Escala horizontal: 100. Espaciado: 0. 
Interlineado: sólido. Estilo: negrita. Separado del tercer elemento por un espacio de 3 mm.

3. Para su uso en formato electrónico se establece un tamaño mínimo en píxeles de 75 
de ancho por 138 de alto, debiendo guardar las proporciones en tamaños superiores.

4. En el caso de que el distintivo se incorpore en documentos en soporte papel o 
electrónico, en los que por sus dimensiones o características no puedan cumplirse lo 
estipulado en los apartados 2 o 3 para el tamaño o color del distintivo, podrán ser adaptados 
respetándose el contenido y proporciones señalados para el distintivo oficial.
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§ 49

Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2015
Última modificación: 4 de julio de 2018

Referencia: BOE-A-2015-8328

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
La Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes supuso en su día la reforma completa de 

nuestro sistema de patentes en el contexto del ingreso de España en la Comunidad 
Económica Europea (CEE), cuya negociación incluyó un capítulo sobre la materia, y la 
adhesión al Convenio sobre concesión de la Patente Europea, hecho en Múnich el 5 de 
octubre de 1973, que tuvieron lugar en aquel año de 1986.

La solidez y la flexibilidad de la Ley de Patentes ha permitido, a lo largo de sus tres 
décadas de vigencia, combinar la estabilidad de su marco regulador con los cambios 
necesarios para acomodarlo puntualmente a la evolución comunitaria e internacional de este 
sector del ordenamiento, sin que fuera necesaria una nueva Ley, bastando con reformas 
parciales de su articulado.

Ejemplos de esta evolución adaptativa fueron la Ley 10/2002, de 29 de abril, por la que 
se modifica la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, para la incorporación al Derecho 
español de la Directiva 98/44/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de julio, 
relativa a la protección jurídica de las invenciones biotecnológicas, y la Ley 19/2006, de 5 de 
junio, por la que se amplían los medios de tutela de los derechos de propiedad intelectual e 
industrial y se establecen normas procesales para facilitar la aplicación de diversos 
reglamentos comunitarios, además de otras muchas modificaciones menores, que afectaron 
tanto a la Ley como a su posterior desarrollo reglamentario.

Esto no obstante, desde la experiencia acumulada al aplicar la legislación vigente a una 
realidad que ha cambiado sustancialmente desde 1986, se hace necesaria una actualización 
general de la normativa para la que en esta ocasión, dado el número de preceptos afectados 
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y la naturaleza de los cambios, no basta con una simple reforma parcial como las realizadas 
hasta la fecha.

En el ámbito internacional varios factores han contribuido al cambio. Uno de ellos es el 
desplazamiento desde los procedimientos de concesión nacionales a los internacionales y el 
crecimiento, en número y en proporción, de las patentes tramitadas a través de estos 
últimos. En 1986 todas las patentes se concedían por vía nacional. Hoy más del 90 por 
ciento de las patentes con efectos en España lo son por la Oficina Europea de Patentes 
(OEP), y nuestro país puede ser designado o elegido en las solicitudes internacionales en 
virtud del Tratado de cooperación en materia de patentes, hecho en Washington el 19 de 
junio de 1970 (más conocido por su acrónimo inglés PCT), siendo además la Oficina 
Española de Patentes y Marcas (OEPM) Administración de Búsqueda y Examen Preliminar 
internacionales en el marco de dicho Tratado.

Otro factor de cambio, asociado al decisivo papel de la innovación como soporte del 
comercio internacional en una economía cada vez más globalizada, fue la integración de la 
Propiedad Industrial, a través del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual Relacionados con el Comercio (ADPIC), en el marco del Acuerdo por el que se 
establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), hecho en Marrakech el 15 de abril 
de 1994, al que se adhirió España el 1 de enero de 1995.

También hay que contar con el desarrollo posterior del Derecho de patentes de la Unión 
Europea, materializado hasta el momento en la citada Directiva relativa a la protección de las 
invenciones biotecnológicas, y en la creación de los certificados complementarios de 
protección para los medicamentos y para los productos fitosanitarios (CCP). A este 
entramado normativo hay que añadir el Tratado sobre el derecho de patentes, hecho en 
Ginebra el 1 de junio de 2000 (conocido también por su acrónimo en inglés, PLT), ratificado 
por España en 2013, que tiene por objeto facilitar la tramitación y evitar la pérdida 
involuntaria de derechos por motivos formales.

La reforma que ahora se aborda pretende, en este nuevo contexto, adecuar el marco 
legal a las necesidades actuales y facilitar la obtención rápida de títulos sólidos para los 
innovadores españoles, principales usuarios del sistema, puesto que las patentes 
concedidas por vía nacional son de origen español en más de un 95 por ciento. En los 
modelos de utilidad el porcentaje es similar.

Por ello uno de los motivos de esta actualización, en línea con los objetivos propuestos 
en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible y la Ley 14/2011, de 1 de junio, de 
la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, es el de simplificar y agilizar la protección de la 
innovación mediante patentes y reforzar la seguridad jurídica, estableciendo como único 
sistema para la concesión de patentes el de examen previo de novedad y actividad inventiva, 
cuya implantación gradual era lo inicialmente previsto en la Ley de Patentes de 1986. Se 
elimina, por tanto, el actual sistema opcional o «a la carta», introducido en la reforma llevada 
a cabo por el Real Decreto-ley 8/1998, de 31 de julio, de medidas urgentes en materia de 
propiedad industrial.

La figura del modelo de utilidad se modifica también en aspectos sustanciales, como son 
la determinación del estado de la técnica relevante, el tipo de invenciones que pueden ser 
protegidas bajo esta modalidad y las condiciones para ejercitar las acciones en defensa del 
derecho derivado de este título de protección.

En cuanto a los certificados de adición, que podían solicitarse durante toda la vida legal 
de la patente, apenas encuentran hoy reflejo en el derecho comparado europeo. Salvo 
alguna excepción aislada, en los países de nuestro entorno no se considera ya necesario 
regular unos títulos accesorios que puedan solicitarse durante toda la vida legal de la patente 
y no requieran actividad inventiva frente al objeto de la patente principal, fundamentalmente 
porque este tipo de mejoras quedan dentro del ámbito de protección de los medios 
equivalentes de la invención matriz.

Además la regulación de la prioridad interna permite durante un plazo la presentación 
mejorada de solicitudes posteriores y hace superfluo el mantenimiento de una figura por lo 
demás marginal, que ha sido escasamente utilizada por los titulares de las patentes en vigor. 
Por estas razones se eliminan de la regulación, contenida en el Título X de la Ley anterior.

También se actualizan disposiciones referidas a las llamadas en la Ley de Patentes 
de 1986 «invenciones laborales» y se incluyen otras sobre los CCP, las licencias 
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obligatorias, los procedimientos de nulidad, limitación y caducidad, el acceso a la 
representación profesional y su ejercicio en el marco de la trasposición de la 
Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre, relativa a 
los servicios en el mercado interior. Asimismo se refunden en la Ley, como es usual en el 
derecho comparado, las normas básicas para aplicar las vías europea e internacional de 
protección de las invenciones, recogidas en sendos reglamentos después de la Ley de 1986. 
A todos estos aspectos se aludirá en párrafos posteriores de esta introducción cuyo orden 
expositivo sigue la sistemática de la Ley.

Finalmente, en aras de la simplificación y claridad normativa resultaba preciso actualizar 
preceptos que remitían a disposiciones ya derogadas, eliminar otros que han dejado de tener 
sentido al desaparecer las circunstancias que los justificaron en su día, descargar la Ley de 
normas que pueden llevarse al reglamento, dotando al conjunto de mayor flexibilidad 
adaptativa, así como ajustar el nuevo texto a los criterios actuales que imponen la rotulación 
del articulado.

Es obvio que esta revisión general no puede abordarse desde una simple reforma parcial 
que se sume a las anteriores. Hace falta un nuevo texto legal que manteniendo en lo 
esencial la estructura del anterior marco regulador, incorpore dichas modificaciones 
conforme a las actuales directrices de técnica normativa, para mayor claridad y coherencia 
sistemática del conjunto de la regulación.

II
En las disposiciones preliminares del Título I se establece la unidad de registro en 

relación con el principio de unidad de mercado y la cobertura nacional de los títulos, entre los 
que se incluyen los certificados complementarios de protección de medicamentos y de 
productos fitosanitarios, y se amplía la legitimación para solicitarlos siguiendo el criterio 
abierto para los títulos comunitarios por sus respectivos reglamentos de creación, que se la 
reconocen a las personas físicas o jurídicas incluidas las entidades de derecho público.

El Título II, sobre patentabilidad, incorpora las modificaciones adoptadas para las 
patentes europeas tras el Acta de Revisión del Convenio sobre concesión de la Patente 
Europea (CPE), hecha en Munich el 29 de noviembre de 2000, al hacer explícita la 
posibilidad de patentar sustancias o composiciones ya conocidas para su uso como 
medicamento o para nuevas aplicaciones terapéuticas. En cuanto a los métodos de 
tratamiento quirúrgico, terapéutico y de diagnóstico seguirán excluidos de la protección por 
patente en los mismos supuestos en que lo estaban antes, pero sin necesidad de recurrir a 
la ficción de su falta de aplicación industrial.

Para mayor claridad, al delimitar el estado de la técnica se hace mención expresa, entre 
las interferencias, a las solicitudes anteriores de patente europea que designen España y 
hayan sido publicadas en español y las internacionales PCT que entren en fase nacional en 
España, que tampoco se mencionaban explícitamente en la Ley anterior, porque, cuando 
esta se promulgó, España aún no era parte de esos Convenios.

También se suprime el plazo de gracia para divulgaciones causadas por el solicitante o 
su causante que no impliquen explotación o un ofrecimiento comercial del invento. Esta 
excepción no existe en el derecho comparado europeo y puede perjudicar la novedad de la 
invención si se quiere extender su protección a países que no reconocen ese plazo de 
gracia.

III
El Título III, sobre derecho a la patente y designación del inventor se mantiene en lo 

esencial inalterado. Tampoco varía la regulación en el Título IV de las invenciones realizadas 
en el marco de una relación de empleo o de servicios en cuanto a la atribución de su 
titularidad. No obstante, se precisan las condiciones para el ejercicio de los derechos que la 
Ley reconoce a cada una de las partes en la relación de empleo o de servicios, buscando un 
mayor equilibrio entre el deber de información del empleado y el de respuesta y ejecución 
del compromiso asumido en su caso, por el empresario o empleador.

También se sustituye la presunción iuris et de iure, que permitía al empresario reclamar 
la titularidad de las invenciones cuya patente se solicitara dentro del año siguiente a la 
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extinción de la relación de empleo, por otra, que admite prueba en contrario, de que esas 
invenciones fueron realizadas durante la vigencia de la misma.

En lo que atañe a las invenciones realizadas por el personal investigador al servicio de 
las Universidades Públicas, los Organismos Públicos de Investigación, y los Organismos de 
Investigación de otras Administraciones Públicas se ha procurado adaptar la Ley de 
Patentes con la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación ─que 
modificó la propia Ley de Patentes en su disposición final segunda─ y con la Ley 2/2011, 
de 4 de marzo, de Economía Sostenible. Es esta una materia sobre la que inevitablemente 
existirá una cierta dispersión normativa dada la remisión de la propia Ley de Patentes a los 
órganos de gobierno de las Universidades y a la potestad reglamentaria del Gobierno o de 
las Comunidades Autónomas.

IV
El Título V es uno de los ejes de la reforma e incluye la solicitud de patente y los 

procedimientos de concesión, oposición y recursos, las normas de aplicación de los 
reglamentos comunitarios sobre certificados complementarios, y las disposiciones generales 
comunes a todos ellos.

La Ley simplifica al máximo los requisitos para obtener fecha de presentación, 
armonizados por el Tratado sobre el derecho de patentes (PTL) y que ya se aplican en los 
procedimientos internacionales anteriormente citados.

Entre los requisitos de la solicitud se incluye la obligación de informar sobre el origen 
geográfico o la fuente de procedencia de la materia biológica a que la invención se refiera, 
aunque esta información no prejuzgue la validez de la patente.

Otra novedad es el reconocimiento de la prioridad interna, para no discriminar a quienes 
presentan su primera solicitud en España y permitirles la presentación mejorada o corregida 
de solicitudes posteriores, beneficiándose de los efectos de la prioridad para los elementos 
comunes a las dos solicitudes.

En el sistema de concesión la Ley se aparta del régimen opcional introducido en la 
reforma llevada a cabo por el Real Decreto-ley 8/1998, de 31 de julio y vuelve al examen 
previo o sustantivo de novedad y actividad inventiva como único sistema de concesión de 
patentes, cuya implantación gradual, como ya se ha dicho, era lo inicialmente previsto en la 
Ley de 1986.

El modelo de procedimiento «a la carta», más basado en las preferencias de los usuarios 
que en el incentivo de la innovación, acaba en ocasiones por trasladar a los competidores el 
coste y la carga de anular patentes que nunca debieron ser concedidas, y propicia 
falseamientos de la competencia basados en títulos cuya presunción de validez solo puede 
ser destruida en vía judicial.

El sistema opcional es asimismo incongruente con el estatus de la OEPM como 
Administración de Examen Internacional en el marco del PCT, dotada de la capacitación 
necesaria –en personal y especialización– requeridas por la Organización Mundial de la 
Propiedad Intelectual (OMPI) para asumir estas funciones, y supone una incorrecta 
asignación de recursos públicos dedicados a la protección legal de la innovación en España, 
ya que la OEPM ha de dedicar parte de esos medios a tramitar solicitudes que luego son 
abandonadas tras un premioso examen técnico y de formalidades, o que han de ser 
concedidas en todo caso, con independencia de los resultados de la búsqueda del estado de 
la técnica.

Nada justifica, en efecto, la concesión de una patente cuando el informe sobre el estado 
de la técnica revela que la invención que es objeto de la misma no es tal, por carecer de 
novedad o actividad inventiva.

Dentro del modelo de concesión con examen previo generalizado que ahora se adopta 
también se introducen modificaciones en el procedimiento buscando un modelo más 
integrado cuyo objetivo es pasar directamente a la fase de búsqueda para todas las 
solicitudes, como ocurre en los procedimientos internacionales, de manera que su iniciación 
no esté sujeta a otras condiciones que las que son imprescindibles para la realización de la 
búsqueda misma.

Se sustituye así el anterior procedimiento por otro que integra la búsqueda con el 
examen técnico, y cuyas conclusiones se plasmarán en la opinión escrita. Esta será ya una 
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primera comunicación del examinador a cuyas observaciones y objeciones, si las hubiere, 
podrá contestar el interesado al pedir el examen sustantivo si decide continuar con la 
tramitación, modificando en su caso la solicitud en la medida necesaria para ajustarse a las 
exigencias legales.

Al adelantar la búsqueda se acelera el procedimiento en el aspecto esencial para el 
interesado, que es el de facilitarle el acceso puntual a la información relevante para decidir 
mantener su solicitud y, en su caso, patentar en el extranjero dentro del plazo de prioridad. 
Esta es la razón del pago inicial de la tasa de búsqueda, como ocurre también en el caso de 
las patentes europeas y en el procedimiento internacional PCT.

Por su parte en el examen sustantivo tendrá por objeto la comprobación de que tanto la 
solicitud de patente como la invención que constituye su objeto cumplen todos los requisitos, 
formales, técnicos y de patentabilidad establecidos en la Ley.

Para acelerar el procedimiento se sustituyen las oposiciones previas por un sistema de 
oposición post-concesión, que es el generalizado en el derecho comparado, aunque se 
mantienen las observaciones de terceros, que sin ser parte en el procedimiento, podrán 
presentarse una vez publicada la solicitud y referirse a cualquier aspecto relacionado con la 
patentabilidad de la invención. El sistema de oposición diferida obliga a modificar en 
consecuencia el régimen de recursos administrativos contra la concesión de la patente. 
Estos podrán interponerse por quienes hayan sido parte en el procedimiento de oposición y 
se dirigirán contra el acto resolutorio de la oposición planteada.

El Capítulo IV sobre CCP se limita a regular algunas cuestiones cuya comprobación la 
normativa comunitaria deja al derecho interno y el régimen de tasas. El resto de la regulación 
está ya contenida en la normativa comunitaria que es directamente aplicable a este tipo de 
títulos.

Finalmente se armonizan las reglas generales sobre el procedimiento e información de 
los terceros con las establecidas en materias comunes para las otras modalidades de 
Propiedad Industrial. Entre las novedades a destacar está la posibilidad de invocar el 
restablecimiento de derechos para el plazo de prioridad en línea con lo establecido en los 
procedimientos internacionales y en el PLT, las normas relativas a la modificación de la 
solicitud y reivindicaciones en los diversos procedimientos y la obligación de especificar por 
escrito las diferencias entre el texto anterior y el nuevo juego de reivindicaciones que lo 
modifica.

V
Los Títulos VI y VII ya han sido actualizados en reformas anteriores y apenas sufren 

cambios. El primero, donde se regulan el alcance y los límites del derecho de patente, fue 
modificado por la ya citada Ley 10/2002, de 29 de abril, y por la Ley 29/2006, de 26 de julio, 
de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, al mencionar 
expresamente entre los límites al derecho de patente, los estudios y ensayos realizados para 
la autorización de medicamentos incluidos la preparación, obtención y utilización del principio 
activo para estos fines.

No obstante en la nueva Ley se separan como supuestos distintos la excepción de uso 
experimental y la llamada «cláusula Bolar», que tienen distinto origen y finalidad, como ha 
sido reconocido por la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

Otras modificaciones menores consisten en hacer explícita la referencia a los medios 
equivalentes para determinar la extensión de la protección, en eliminar algunas normas que 
han quedado obsoletas al desaparecer los supuestos que las justificaban, y en matizar el 
alcance del agotamiento, como límite general al ejercicio del derecho.

Las acciones de defensa del titular de la patente, a las que se refiere el Título VII, 
también fueron actualizadas en la Ley 19/2006, de 5 de junio, mencionada al inicio de esta 
exposición, que incluyó normas referidas a las medidas provisionales y cautelares, la 
responsabilidad de los intermediarios y la fijación de indemnizaciones. No obstante, se 
mejora en algunos aspectos la adecuación a la Directiva 2004/48/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa al respeto de los derechos de 
propiedad intelectual, al establecer, para fijar los daños y perjuicios, un canon mínimo y no 
un canon máximo como ocurría hasta ahora.
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La Ley también añade las indemnizaciones coercitivas para garantizar el cese de la 
actividad infractora, y remite todo lo relacionado con el cálculo y liquidación de la 
indemnización a la fase de ejecución de la resolución sobre el fondo que haya apreciado la 
existencia de infracción, dado que en el momento de la interposición de la demanda el actor 
puede carecer de la información necesaria para concretar su pretensión indemnizatoria. Por 
otra parte, el considerable esfuerzo probatorio y alegatorio que requiere, tanto del actor 
como del demandado, la cuantificación de los daños y perjuicios, supone para el proceso 
una complejidad y un sobrecoste añadidos que no se justifica si a la postre la sentencia 
resulta ser absolutoria.

VI
El Título VIII sobre la solicitud de patente y la patente como objetos del derecho de 

propiedad se inicia con los principios generales de derecho registral, como son el de 
publicidad, la calificación registral basada en la legalidad y el efecto de cierre registral que es 
propio del principio de prioridad.

Por lo demás la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas Leyes 
para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, 
suprimió la exigencia de documento público en la formalización de transferencias y licencias, 
remitiendo al reglamento las condiciones de forma y documentación.

A la obligación de explotar la invención y al régimen de licencias obligatorias se dedica el 
Título IX.

En esta materia las adaptaciones en Leyes posteriores, como la Ley 66/1997, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social consistieron en reformas 
«de mínimos» que se limitaron a suprimir o modificar algunas disposiciones manifiestamente 
incompatibles con el ADPIC, pero dejaron intacto el resto de la regulación, que estaba 
basada en un presupuesto que dejó de existir una vez que el citado Acuerdo produjo efectos 
en España.

En efecto, cuando se redactó la Ley de Patentes de 1986 la obligación de explotar el 
objeto de la patente exigía su fabricación o ejecución en territorio nacional. Tras la aplicación 
del ADPIC en España, basta con tener abastecido el mercado interno mediante 
importaciones desde cualquier país miembro de la OMC. Un cambio tan radical dejó 
inoperante buena parte de la regulación anterior, puesto que, con ella, se pretendía evitar 
que las importaciones sustituyeran a la fabricación en el país y esto fue justamente lo que se 
legalizó después. Las consecuencias de este modelo liberalizador sobre los derechos de 
Propiedad Intelectual como soporte del comercio internacional son un buen ejemplo de lo 
que luego se ha dado en llamar globalización.

Hoy los supuestos de falta o insuficiencia de explotación se limitan básicamente a 
desabastecimientos o a otros abusos derivados de prácticas anticompetitivas o posiciones 
de dominio, que pueden abordarse desde el Derecho de la competencia o mediante la 
intervención directa del Gobierno por motivos de interés público. Estas posibilidades de 
actuación ya estaban previstas en la Ley de Patentes de 1986 y se mantienen con algunas 
variantes, en la actual.

La nueva Ley en consecuencia reordena y simplifica la regulación de las licencias 
obligatorias, eliminando numerosos artículos ligados al concepto de explotación anterior al 
ADPIC. Se incluyen sin embargo dos nuevos supuestos de licencias obligatorias, que son la 
necesidad de poner término a prácticas que una decisión administrativa firme de alcance 
nacional o comunitario, o una sentencia, hayan declarado contrarias a la legislación de 
defensa de la competencia, y las licencias obligatorias para la fabricación de medicamentos 
destinados a la exportación a países con problemas de salud pública previstas en el 
Reglamento (CE) n.º 816/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo 
de 2006 que las regula.

La posibilidad de interrumpir la explotación se limita a un año en lugar de los tres 
anteriores, plazo que resultaba injustificadamente largo cuando la explotación se desvincula 
de la fabricación en el país. Por las mismas razones se suprime el sometimiento condicional 
al régimen de licencias obligatorias.

Por lo demás, el intento previo de licencia contractual no se limita al caso de la 
dependencia y ahora se prevé con carácter general, salvo para los supuestos exceptuados 
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en el mencionado ADPIC. También se establece expresamente que la prueba de que la 
invención está siendo explotada corresponde al titular de la patente.

La tramitación y resolución se simplifica, regulándose un procedimiento con presentación 
de pruebas y alegaciones por las partes, traslado, contestación y posibilidad de mediación o, 
en su defecto, de una comisión de expertos ─uno por cada una de las partes y un tercero 
nombrado por la Oficina Española de Patentes y Marcas─, para determinar las condiciones 
de la licencia. La licencia obligatoria se extenderá a los CCP que al concederse la licencia o 
posteriormente recaigan sobre el objeto de la patente de base incluido en aquélla.

VII
Las normas relativas a nulidad y caducidad de las patentes contenidas en el Título X 

sufren algunas modificaciones derivadas de su adaptación a normas posteriores a las que se 
alude a continuación.

En el proceso de nulidad se suprime la prohibición de anular parcialmente una 
reivindicación, y se prevé que el titular de la patente pueda limitarla modificando las 
reivindicaciones, de manera que la patente así limitada sirva de base al proceso, como ya 
ocurre con las patentes europeas y se extienden los efectos de la nulidad a los CCP en la 
medida en que afecte al derecho sobre el producto protegido por la patente de base que 
fundamentó la concesión de aquéllos.

El Capítulo II de este mismo Título X regula un procedimiento de revocación o limitación 
a instancia del titular de la patente ante la Oficina Española de Patentes y Marcas, que 
puede iniciarse en cualquier momento durante la vida legal de la patente, y cuyos efectos 
son retroactivos, como ocurre con la nulidad total o parcial.

La rehabilitación de las patentes caducadas en caso de fuerza mayor se sustituye por la 
posibilidad más amplia y menos rígida del restablecimiento de derechos, que se aplicaría al 
mismo supuesto, y en consecuencia desaparece como figura autónoma. En todo caso la 
caducidad por falta de pago de una anualidad no se producirá antes de que transcurran los 
periodos de demora previstos en la Ley, y el pago podrá también realizarse por los titulares 
de derechos inscritos sobre la patente que pudieran verse afectados por la caducidad de la 
misma.

Respecto de las solicitudes y patentes de interés para la defensa nacional sujetas al 
régimen secreto, cuyo régimen se contempla en el Título XI se introducen algunos cambios 
al objeto de permitir la continuidad de su tramitación mientras dicho régimen se mantenga, y 
a concretar las condiciones que permitan presentar primeras solicitudes en el extranjero 
previa autorización de la Oficina Española de Patentes y Marcas, o de acuerdo con lo 
previsto en convenios internacionales en materia de defensa suscritos por España.

VIII
Las normas sobre jurisdicción y normas procesales ya se han actualizado con las 

reformas de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, la Ley 17/2001, de 7 de 
diciembre, de Marcas, y en la Ley 19/2006, de 5 de junio, por la que se amplían los medios 
de tutela de los derechos de propiedad intelectual e industrial y se establecen normas 
procesales para facilitar la aplicación de diversos reglamentos comunitarios.

En el Capítulo I del Título XII se reconoce la legitimación para el ejercicio de las 
acciones, además de a los titulares de los derechos inscritos, a quienes acrediten haber 
solicitado debidamente la inscripción del acto o negocio jurídico del que traiga causa el 
derecho que se pretende hacer valer, siempre que tal inscripción llegue a ser concedida.

En cuanto a la jurisdicción desaparecen las referencias al Juez de Primera Instancia y en 
su lugar se atribuye la competencia territorial al correspondiente Juez de lo Mercantil, de 
conformidad con el artículo 86.ter.2 a) de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial. La Ley trata además de conjugar la cercanía y descentralización de la justicia con la 
profundización en el modelo de especialización judicial en materia de patentes, afianzando 
este modelo mediante una concentración de los asuntos que atribuye la competencia 
objetiva al Juez de lo Mercantil de la ciudad sede del Tribunal Superior de Justicia en las que 
el Consejo General del Poder Judicial haya acordado atribuir en exclusiva el conocimiento de 
los asuntos de patentes, manteniéndose los mismos criterios de competencia territorial.
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Por otra parte se acomodan los plazos procesales a la complejidad propia de los litigios 
sobre patentes, dada la extraordinaria importancia de los dictámenes de peritos en litigios 
sobre patentes y la necesidad de disponer de los mismos tempestivamente en garantía del 
derecho de defensa, ampliándose los plazos para contestar demandas y reconvenciones en 
el artículo 119.

En lo que se refiere a la nulidad del título planteada, como excepción, se permite que el 
titular de la patente solicite en su caso su tratamiento como reconvención o limite sus 
reivindicaciones, con carácter principal o subsidiario, siempre en trámite escrito y con tiempo 
suficiente para que el solicitante de la nulidad modifique o mantenga sus pretensiones a la 
vista de la limitación propuesta.

También se prevé que cuando por circunstancias sobrevenidas la patente resultara 
modificada fuera del proceso por ejemplo, en un trámite de oposiciones ante la Oficina 
Europea de Patentes, su titular pueda solicitar que la patente así modificada sirva de base al 
proceso dando trámite de alegaciones a la contraparte.

Los Capítulos II y III sobre diligencias de comprobación de hechos y medidas cautelares 
incluyen algunas modificaciones encaminadas a concretar su alcance y a permitir que 
cuando sea preciso recabar información sensible se adopten las medidas necesarias para 
compatibilizar los intereses del demandado en preservar la confidencialidad de la 
información y el derecho a la tutela judicial efectiva de la parte procesal que la requiera.

También se recoge de forma clara e inequívoca la necesidad de que las diligencias de 
comprobación de hechos se practiquen sin que medie notificación previa a quien deba 
soportarlas para no frustrar el buen fin de las mismas.

Respecto de las medidas cautelares se precisa la regulación de la caución sustitutoria, 
cuyo importe se fijará por el órgano jurisdiccional durante la tramitación de las medidas y con 
audiencia de las partes, de manera que la fianza pueda concretarse en el mismo trámite sin 
que sea necesario abrir otro de alegaciones y pruebas sobre dicha caución. También se fija 
un plazo para que el demandado, una vez alzadas las medidas concrete, si procede, su 
pretensión indemnizatoria, y se prevé que si la fianza no alcanzara a cubrir todos los daños 
causados no haya que acudir a otro procedimiento para la ejecución de una resolución firme 
que ya determinó dichos perjuicios, y pueda seguir la vía de apremio contra el responsable.

Por último se introducen los escritos preventivos como instrumento procesal para 
defenderse frente a la posibilidad de medidas cautelares inaudita parte por quien ha sido 
requerido o teme ser sujeto pasivo de las mismas, de manera que pueda comparecer ante el 
órgano jurisdiccional competente y justificar preventivamente su posición.

El Capítulo IV de este Título XII se ocupa de la conciliación en materia de invenciones de 
empleados y del arbitraje y la mediación como mecanismos para la solución extrajudicial de 
controversias.

En cuanto a la primera, se revisan las normas de la Ley de Patentes de 1986 referidas a 
la conciliación ante la Oficina Española de Patentes y Marcas en caso de litigio, que pasa a 
ser voluntaria, y sobre la composición de la comisión encargada de aplicarla, cuya paridad 
quedaba en entredicho cuando, como era frecuente, el empleado, al plantear la reclamación, 
había dejado de pertenecer a la plantilla de la empresa. También se regula de forma más 
completa la propuesta de acuerdo y los efectos de la certificación del mismo por la dirección 
de la Oficina Española de Patentes y Marcas si hubiera conformidad, cuya ejecución se 
llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la ejecución 
de sentencias y convenios judicialmente aprobados.

Este tipo de conciliación se mantiene como una opción más que se suma a las ya 
existentes de mediación y de arbitraje reconocidas en el artículo 136 de esta Ley y en cuya 
aplicación se prevé la futura participación de la Oficina Española de Patentes y Marcas al 
incluirse entre sus fines y funciones los de posible institución mediadora y arbitral de acuerdo 
con la disposición final segunda.

IX
Para los modelos de utilidad el elemento común en el derecho comparado es, 

paradójicamente, la disparidad. Al ser un título cuya configuración legal no está sujeta a 
criterios de armonización internacionales esta disparidad afecta no sólo a los 
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procedimientos, sino a la concepción misma del título e incluso a su misma existencia, ya 
que esta modalidad no se reconoce en todos los países.

En España, los modelos de utilidad han sido un título de protección bien adaptado a las 
necesidades de nuestras empresas, como lo demuestra el número de solicitudes y el 
porcentaje de las presentadas que tienen origen nacional, que llega al 95 por ciento. Por ello, 
en su regulación, contenida en el Título XIII, se mantiene el planteamiento actual basado en 
el modelo sui generis y no en el de «patente simplificada», pero con algunos cambios 
tendentes a adaptar esta modalidad a las necesidades actuales y agilizar su tramitación.

La primera novedad importante es la equiparación del estado de la técnica relevante con 
el exigido para las patentes, evitando de este modo la incertidumbre que conlleva el 
concepto de divulgación y eliminando el concepto de novedad relativa, que tiene poco 
sentido en el mundo actual, muy distinto del de 1986 cuando no existían las posibilidades de 
acceso generalizado a todo tipo de información y fondos documentales mediante las nuevas 
tecnologías. En este punto, la diferencia esencial con las patentes sigue siendo la exigencia 
para los modelos de un nivel de actividad inventiva inferior a la de las patentes.

También se amplía el área de lo que puede protegerse como modelo de utilidad, hasta 
ahora prácticamente restringido al campo de la mecánica, excluyendo tan solo, además de 
los procedimientos e invenciones que tienen por objeto materia biológica, que también lo 
estaban, las sustancias y composiciones farmacéuticas, entendiendo por tales las 
destinadas a su uso como medicamento en la medicina humana o veterinaria. La exclusión 
se mantiene para estos sectores debido a sus especiales características, pero no para el 
resto de los productos químicos, sustancias o composiciones, que podrán acogerse a esta 
modalidad de protección.

En cuanto al procedimiento de concesión, las oposiciones de terceros siguen siendo 
previas y no posteriores a la concesión, dado que no habrá examen sustantivo como en las 
patentes y que, a diferencia del diseño industrial, con el modelo de utilidad se protegen 
reglas técnicas cuya exclusiva genera una proyección monopolística que no existe en el 
diseño. Por la misma razón, se condiciona el ejercicio de las acciones de defensa del 
derecho a la obtención de un informe sobre el estado de la técnica referido al objeto del título 
en el que se funde la acción, suspendiéndose la tramitación de la demanda, a instancia del 
demandado, hasta que el demandante aporte dicho informe a los autos.

X
Se introduce un nuevo Título XIV relativo a la aplicación en España del Convenio sobre 

concesión de Patentes Europeas (CPE), hecho en Munich el 5 de octubre de 1973 y el 
Tratado de cooperación en materia de patentes (PCT), hecho en Washington el 19 de junio 
de 1970, que, como es habitual en el derecho comparado, integra en la Ley las normas de 
aplicación de la vía europea y la vía internacional para la protección de las invenciones en 
España, refundiendo y sintetizando las principales disposiciones ya recogidas en sendos 
reglamentos aprobados después de la entrada en vigor de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, 
de Patentes, cuando España se adhirió a dichos convenios internacionales.

Las normas sobre representación, agentes y mandatarios, de las que se ocupa el Título 
XV ya fueron revisadas por el Real Decreto-ley 8/1998, de 31 de julio, de medidas urgentes 
en materia de propiedad industrial y posteriormente por la disposición adicional tercera de la 
Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas.

Las modificaciones que ahora se incorporan, referidas a los Agentes de la Propiedad 
Industrial, se adaptan a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio, regulando las normas básicas de acceso y ejercicio 
de la representación profesional en el marco de la Directiva 2005/36/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, sobre el reconocimiento de 
cualificaciones profesionales y al Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, que la 
traspone.

Se mantiene el examen de aptitud para el acceso a una profesión regulada como es la 
de Agente de la Propiedad Industrial, cuya cualificación debe acreditarse mediante título de 
formación y la superación de la prueba de aptitud, requisitos que como es obvio solo pueden 
cumplir las personas físicas, pero se suprimen otros requisitos para el acceso a esta 
profesión, como la constitución de la fianza o la contratación de un seguro de 
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responsabilidad. También se prevé el ejercicio de la representación profesional de los 
Agentes a través de personas jurídicas, que bajo ciertas condiciones podrán inscribirse como 
representantes habilitados en el Registro Especial de la Oficina Española de Patentes y 
Marcas.

Finalmente, se integra en la Ley lo que ya se había actualizado por vía reglamentaria, 
sustituyendo el anterior régimen de autorización por una declaración responsable que 
habilita para iniciar el ejercicio de la actividad de representación profesional.

En el Título XVI, sobre tasas y anualidades, se actualizan y reordenan las normas sobre 
tasas y su régimen de reembolsos, recargos, mantenimiento y exenciones, estableciéndose 
una reducción de un 50 por ciento de las tasas abonadas por solicitud, realización del 
informe sobre el estado de la técnica y examen, así como de las tres primeras anualidades, 
para determinados emprendedores y PYME. Por lo demás se mantiene la reducción de 
un 15 por ciento en el importe de las tasas vinculadas a la presentación electrónica de 
solicitudes o escritos cuando son abonadas previa o simultáneamente por dichos medios 
técnicos.

El pago de las anualidades deberá efectuarse dentro de los tres meses posteriores a la 
fecha de devengo, suprimiéndose los pagos anticipados. La fecha de devengo será para 
cada anualidad la del último día del mes aniversario de la fecha de presentación de la 
solicitud. No obstante, además de las demoras permitidas con los correspondientes 
recargos, se podrá regularizar el pago sin pérdida de derechos abonando la tasa de 
regularización adicional prevista en la tarifa segunda de la Ley durante el tiempo que 
transcurra hasta la fecha de devengo de la siguiente anualidad.

En las disposiciones adicionales, se confirma la aplicación supletoria de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, se prevé la futura fijación de los plazos máximos de 
resolución de los procedimientos de acuerdo con lo previsto en el artículo 59.3 de la 
Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible y se establece el silencio negativo sin 
perjuicio de la obligación de resolver mediante resolución expresa sin vinculación alguna al 
sentido del silencio.

Otras disposiciones adicionales se refieren a la publicidad y consulta de expedientes por 
medios telemáticos, a las comunicaciones con Juzgados y Tribunales en formato electrónico 
y al establecimiento por el Ministerio de Industria, Energía y Turismo de los mecanismos de 
coordinación y cooperación entre la OEPM y las Comunidades Autónomas, para que éstas 
permanezcan informadas a lo largo del procedimiento una vez publicada la solicitud. 
También se prevé la posibilidad de tramitación preferente para solicitudes relativas a 
tecnologías relacionadas con los objetivos contemplados en la Ley de Economía Sostenible 
antes citada, así como el establecimiento de programas de concesión acelerada a las que 
podrá acogerse expresamente el interesado en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen.

En las disposiciones finales se modifica la Ley 17/1975, de 2 de mayo, de creación del 
Organismo autónomo «Registro de la Propiedad Industrial» (hoy OEPM) para incluir entre 
sus fines el impulso de la mediación y el desempeño como institución arbitral y de acuerdo 
con la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, las funciones que por real decreto se le 
atribuyan para la solución de conflictos relativos a la adquisición, contratación y defensa de 
derechos de Propiedad Industrial en materias de libre disposición.

Las disposiciones finales tercera y cuarta modifican la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, 
de Marcas y la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial, en 
sus respectivas disposiciones adicionales primeras, con el fin de reconocer expresamente 
competencia a los Tribunales de Marca Comunitaria para conocer de los litigios civiles 
cuando se ejerciten de forma acumulada acciones comunitarias y nacionales cuyos títulos 
estén amparando idéntico o similar signo o diseño y al menos una de ellas esté 
fundamentada en un título comunitario.

La Ley se dicta al amparo de las competencias que la Constitución Española atribuye al 
Estado en el artículo 149.1.9.ª sobre legislación relativa a la propiedad industrial y 149.1.6.ª 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación procesal.
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TÍTULO I
Disposiciones preliminares

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
Para la protección de las invenciones industriales se concederán, de acuerdo con lo 

dispuesto en la presente Ley, los siguientes títulos de Propiedad Industrial:
a) Patentes de invención.
b) Modelos de utilidad.
c) Certificados complementarios de protección de medicamentos y de productos 

fitosanitarios.

Artículo 2.  Registro de Patentes.
1. El registro de los títulos reconocidos en esta Ley tiene carácter único en todo el 

territorio español y su concesión corresponde a la Oficina Española de Patentes y Marcas, 
salvo lo previsto en los tratados internacionales en los que España es parte o en el derecho 
de la Unión Europea.

2. La solicitud, la concesión y los demás actos o negocios jurídicos que afecten a 
derechos sobre los títulos mencionados en el apartado anterior se inscribirán en el Registro 
de Patentes, según lo previsto en esta Ley y en su Reglamento.

3. La inscripción en el Registro de Patentes legitimará a su titular para ejercitar las 
acciones reconocidas en esta Ley en defensa de los derechos derivados de los títulos 
mencionados en el artículo 1.

Artículo 3.  Legitimación.
1. Podrán solicitar los títulos de Propiedad Industrial las personas físicas o jurídicas, 

incluidas las entidades de derecho público.
2. Las personas mencionadas en el apartado 1 podrán invocar la aplicación en su 

beneficio de las disposiciones de cualquier tratado internacional que resulte de aplicación en 
España, en cuanto les fuere de aplicación directa, en todo lo que les sea más favorable 
respecto de lo dispuesto en esta Ley.

TÍTULO II
Patentabilidad

Artículo 4.  Invenciones patentables.
1. Son patentables, en todos los campos de la tecnología, las invenciones que sean 

nuevas, impliquen actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial.
Las invenciones a que se refiere el párrafo anterior podrán tener por objeto un producto 

compuesto de materia biológica o que contenga materia biológica, o un procedimiento 
mediante el cual se produzca, transforme o utilice materia biológica.

2. La materia biológica aislada de su entorno natural o producida por medio de un 
procedimiento técnico podrá ser objeto de una invención, aun cuando ya exista 
anteriormente en estado natural.

3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por «materia biológica» la materia que 
contenga información genética autorreproducible o reproducible en un sistema biológico y 
por «procedimiento microbiológico» cualquier procedimiento que utilice una materia 
microbiológica, que incluya una intervención sobre la misma o que produzca una materia 
microbiológica.

4. No se considerarán invenciones en el sentido de los apartados anteriores, en 
particular:

a) Los descubrimientos, las teorías científicas y los métodos matemáticos.
b) Las obras literarias, artísticas o cualquier otra creación estética, así como las obras 

científicas.
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c) Los planes, reglas y métodos para el ejercicio de actividades intelectuales, para 
juegos o para actividades económico-comerciales, así como los programas de ordenadores.

d) Las formas de presentar informaciones.
5. Lo dispuesto en el apartado anterior excluye la patentabilidad de las materias o 

actividades mencionadas en el mismo solamente en la medida en que la solicitud de patente 
o la patente se refiera exclusivamente a una de ellas considerada como tal.

Artículo 5.  Excepciones a la patentabilidad.
No podrán ser objeto de patente:
1. Las invenciones cuya explotación comercial sea contraria al orden público o a las 

buenas costumbres, sin que pueda considerarse como tal la explotación de una invención 
por el mero hecho de que esté prohibida por una disposición legal o reglamentaria.

En particular, no se considerarán patentables en virtud de lo dispuesto en el párrafo 
anterior:

a) Los procedimientos de clonación de seres humanos.
b) Los procedimientos de modificación de la identidad genética germinal del ser humano.
c) Las utilizaciones de embriones humanos con fines industriales o comerciales.
d) Los procedimientos de modificación de la identidad genética de los animales que 

supongan para estos sufrimientos sin utilidad médica o veterinaria sustancial para el hombre 
o el animal, y los animales resultantes de tales procedimientos.

2. Las variedades vegetales y las razas animales. Serán, sin embargo, patentables las 
invenciones que tengan por objeto vegetales o animales si la viabilidad técnica de la 
invención no se limita a una variedad vegetal o a una raza animal determinada.

3. Los procedimientos esencialmente biológicos de obtención de vegetales o de 
animales. A estos efectos se considerarán esencialmente biológicos aquellos procedimientos 
que consistan íntegramente en fenómenos naturales como el cruce o la selección.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no afectará a la patentabilidad de las invenciones 
cuyo objeto sea un procedimiento microbiológico o cualquier otro procedimiento técnico o un 
producto obtenido por dichos procedimientos.

4. Los métodos de tratamiento quirúrgico o terapéutico del cuerpo humano o animal, y 
los métodos de diagnóstico aplicados al cuerpo humano o animal. Esta disposición no será 
aplicable a los productos, en particular a las sustancias o composiciones, ni a las 
invenciones de aparatos o instrumentos para la puesta en práctica de tales métodos.

5. El cuerpo humano en los diferentes estadios de su constitución y desarrollo, así como 
el simple descubrimiento de uno de sus elementos, incluida la secuencia total o parcial de un 
gen.

Sin embargo un elemento aislado del cuerpo humano u obtenido de otro modo mediante 
un procedimiento técnico, incluida la secuencia o la secuencia parcial de un gen, podrá 
considerarse como una invención patentable, aun en el caso de que la estructura de dicho 
elemento sea idéntica a la de un elemento natural.

La aplicación industrial de una secuencia total o parcial de un gen deberá figurar 
explícitamente en la solicitud de patente.

6. Una mera secuencia de ácido desoxirribonucleico (ADN) sin indicación de función 
biológica alguna.

Artículo 6.  Novedad.
1. Se considera que una invención es nueva cuando no está comprendida en el estado 

de la técnica.
2. El estado de la técnica está constituido por todo lo que antes de la fecha de 

presentación de la solicitud de patente se ha hecho accesible al público en España o en el 
extranjero por una descripción escrita u oral, por una utilización o por cualquier otro medio.

3. Se entiende igualmente comprendido en el estado de la técnica el contenido de las 
solicitudes españolas de patentes o de modelos de utilidad, de solicitudes de patentes 
europeas que designen a España y de solicitudes de patente internacionales PCT que hayan 
entrado en fase nacional en España, tal como hubieren sido originariamente presentadas, 
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cuya fecha de presentación sea anterior a la que se menciona en el apartado precedente y 
que hubieren sido publicadas en español en aquella fecha o lo sean en otra posterior.

4. Lo dispuesto en los apartados 2 y 3 no excluirá la patentabilidad de cualquier 
sustancia o composición comprendida en el estado de la técnica para ser usada en alguno 
de los métodos mencionados en el artículo 5.4 siempre que su utilización para cualquiera de 
esos métodos no esté comprendida en el estado de la técnica.

5. Lo dispuesto en los apartados 2 y 3 no excluirá la patentabilidad de una sustancia o 
composición de las señaladas en el apartado 4 para una utilización determinada en alguno 
de los métodos mencionados en el artículo 5.4 siempre que dicha utilización no esté 
comprendida en el estado de la técnica.

Artículo 7.  Divulgaciones inocuas.
No se tomará en consideración para determinar el estado de la técnica una divulgación 

de la invención que, acaecida dentro de los seis meses anteriores a la fecha de presentación 
de la solicitud, haya sido consecuencia directa o indirecta:

a) De un abuso evidente frente al solicitante o su causante.
b) Del hecho de que el solicitante o su causante hubieren exhibido la invención en 

exposiciones oficiales u oficialmente reconocidas en el sentido del Convenio Relativo a 
Exposiciones Internacionales, firmado en París el 22 de noviembre de 1928 y revisado por 
última vez el 30 de noviembre de 1972.

En este caso será preciso que el solicitante, al presentar la solicitud, declare que la 
invención ha sido realmente exhibida y que, en apoyo de su declaración, aporte el 
correspondiente certificado dentro del plazo y en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente.

Artículo 8.  Actividad inventiva.
1. Se considera que una invención implica una actividad inventiva si aquélla no resulta 

del estado de la técnica de una manera evidente para un experto en la materia.
2. Si el estado de la técnica comprende documentos de los mencionados en el 

artículo 6.3 no serán tomados en consideración para decidir sobre la existencia de la 
actividad inventiva.

Artículo 9.  Aplicación industrial.
Se considera que una invención es susceptible de aplicación industrial cuando su objeto 

puede ser fabricado o utilizado en cualquier clase de industria, incluida la agrícola.

TÍTULO III
Derecho a la patente y designación del inventor

Artículo 10.  Derecho a la patente.
1. El derecho a la patente pertenece al inventor o a sus causahabientes y es transmisible 

por todos los medios que el derecho reconoce.
2. Si la invención hubiere sido realizada por varias personas conjuntamente, el derecho a 

obtener la patente pertenecerá en común a todas ellas.
3. Cuando una misma invención hubiere sido realizada por varias personas de forma 

independiente, el derecho a la patente pertenecerá a aquella cuya solicitud tenga una fecha 
anterior de presentación en España, siempre que dicha solicitud se publique con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 37.

4. En el procedimiento ante la Oficina Española de Patentes y Marcas se presume que el 
solicitante está legitimado para ejercer el derecho a la patente.
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Artículo 11.  Solicitud de patente por persona no legitimada.
1. Cuando, con base en lo dispuesto en esta Ley, una sentencia firme hubiera reconocido 

el derecho a la obtención de la patente a una persona distinta del solicitante, y siempre que 
la patente no hubiera llegado a ser concedida todavía, esa persona podrá, dentro del plazo 
de tres meses desde que la sentencia adquirió fuerza de cosa juzgada:

a) Continuar el procedimiento relativo a la solicitud subrogándose en el lugar del 
solicitante.

b) Presentar una nueva solicitud de patente para la misma invención que gozará de la 
misma prioridad.

c) Pedir que la solicitud sea denegada.
2. Lo dispuesto en el artículo 26.3 es aplicable a cualquier nueva solicitud presentada 

según lo establecido en el apartado anterior.
3. Presentada la demanda dirigida a conseguir la sentencia a que se refiere el apartado 1 

no podrá ser retirada la solicitud de patente sin el consentimiento del demandante. El Juez 
podrá acordar, como medida cautelar de conformidad con lo establecido en la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, la suspensión del procedimiento de concesión, una 
vez que la solicitud hubiere sido publicada, hasta que la firmeza de la sentencia o de la 
resolución que ponga término al procedimiento sea debidamente notificada, si fuere 
desestimatoria de la pretensión del actor, o hasta tres meses después de dicha notificación si 
fuese estimatoria.

Se levantará asimismo la suspensión siempre que la resolución que ponga término al 
procedimiento fuera estimatoria y firme y el actor solicite la continuación del mismo.

Artículo 12.  Reivindicación de titularidad.
1. Si la patente hubiere sido concedida a una persona no legitimada para obtenerla 

según lo dispuesto en el artículo 10, la persona legitimada en virtud de dicho artículo podrá 
reivindicar que le sea transferida la titularidad de la patente, sin perjuicio de cualesquiera 
otros derechos o acciones que puedan corresponderle.

2. Cuando una persona solo tenga derecho a una parte de la patente podrá reivindicar 
que le sea atribuida la cotitularidad de la misma conforme a lo dispuesto en el apartado 
anterior.

3. Los derechos mencionados en los apartados anteriores sólo serán ejercitables en un 
plazo de dos años desde la fecha en que se publicó la mención de la concesión en el 
«Boletín Oficial de la Propiedad Industrial». Este plazo no será aplicable si el titular, en el 
momento de la concesión o de la adquisición de la patente conocía que no tenía derecho a 
la misma.

4. Será objeto de anotación en el Registro de Patentes, a efectos de publicidad frente a 
terceros, la presentación de una demanda judicial para el ejercicio de las acciones 
mencionadas en el presente artículo, así como la sentencia o cualquier otra resolución firme 
que ponga fin al procedimiento iniciado en virtud de dicha demanda, a instancia de parte 
interesada.

Artículo 13.  Efectos del cambio de titularidad.
1. Cuando se produzca un cambio en la titularidad de una solicitud o de una patente 

como consecuencia de una sentencia de las previstas en el artículo anterior, las licencias y 
demás derechos de terceros sobre la patente se extinguirán por la inscripción en el Registro 
de Patentes de la persona legitimada.

2. Tanto el titular de la solicitud o de la patente como el titular de una licencia obtenida 
antes de que se inscriba la presentación de la demanda judicial, que con anterioridad a esa 
inscripción hubieran explotado la invención o hubieran hecho preparativos efectivos y reales 
con esa finalidad, podrán continuar o comenzar la explotación siempre que soliciten una 
licencia no exclusiva al nuevo titular inscrito en el Registro de Patentes, en un plazo de dos 
meses si se trata del anterior titular de la patente o, en el caso del licenciatario, de cuatro 
meses desde que hubieren recibido la notificación de la Oficina Española de Patentes y 
Marcas por la que se le comunica la inscripción del nuevo titular. La licencia ha de ser 
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concedida por un período adecuado y en unas condiciones razonables, que se fijarán, en 
caso necesario, por el procedimiento establecido en la presente Ley para las licencias 
obligatorias.

3. No es aplicable lo dispuesto en el apartado anterior si el titular de la patente o de la 
licencia hubiera actuado de mala fe en el momento en que comenzó la explotación o los 
preparativos para la misma.

Artículo 14.  Designación del inventor.
El inventor tiene, frente al titular de la solicitud de patente o de la patente, el derecho a 

ser mencionado como tal inventor en la patente.

TÍTULO IV
Invenciones realizadas en el marco de una relación de empleo o de servicios

Artículo 15.  Invenciones pertenecientes al empresario.
1. Las invenciones realizadas por el empleado o prestador de servicios durante la 

vigencia de su contrato o relación de empleo o de servicios con el empresario que sean fruto 
de una actividad de investigación explícita o implícitamente constitutiva del objeto de su 
contrato pertenecen al empresario.

2. El autor de la invención no tendrá derecho a una remuneración suplementaria por su 
realización, excepto si su aportación personal a la invención y la importancia de la misma 
para el empresario exceden de manera evidente del contenido explícito o implícito de su 
contrato o relación de empleo.

Artículo 16.  Invenciones pertenecientes al empleado o prestador de servicios.
Las invenciones en cuya realización no concurran las circunstancias previstas en el 

artículo 15.1 pertenecen al autor de las mismas.

Artículo 17.  Invenciones asumibles por el empresario.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo 16, cuando el empleado realizase una 

invención relacionada con su actividad profesional en la empresa y en su obtención hubiesen 
influido predominantemente conocimientos adquiridos dentro de la empresa o la utilización 
de medios proporcionados por ésta, el empresario tendrá derecho a asumir la titularidad de 
la invención o a reservarse un derecho de utilización de la misma.

2. Cuando el empresario asuma la titularidad de una invención o se reserve un derecho 
de utilización de la misma, el empleado tendrá derecho a una compensación económica 
justa fijada en atención a la importancia industrial y comercial del invento y teniendo en 
cuenta el valor de los medios o conocimientos facilitados por la empresa y las aportaciones 
propias del empleado. Dicha compensación económica podrá consistir en una participación 
en los beneficios que obtenga la empresa de la explotación o de la cesión de sus derechos 
sobre dicha invención.

Artículo 18.  Deber de información y ejercicio de los derechos por el empresario y el 
empleado.

1. El empleado que realice alguna de las invenciones a que se refieren los artículos 15 
y 17 deberá informar de ello al empresario mediante comunicación escrita, con los datos e 
informes necesarios para que éste pueda ejercitar los derechos que le correspondan. Esta 
comunicación deberá realizarse en el plazo de un mes a contar desde la fecha en que se 
haya concluido la invención. El incumplimiento de esta obligación llevará consigo la pérdida 
de los derechos que se reconocen al empleado en este Título.

2. Cuando se trate una invención asumible por el empresario de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 17, el empresario, en el plazo de tres meses contados a partir del día 
siguiente al de la recepción de la comunicación a que se refiere el apartado anterior, deberá 
evaluar la invención de que se trate y comunicar por escrito al empleado su voluntad de 
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asumir la titularidad de la invención o de reservarse un derecho de utilización sobre la 
misma.

Si el empresario, no comunica al empleado su voluntad de asumir la titularidad de la 
invención en los plazos previstos caducará su derecho, pudiendo el empleado presentar la 
solicitud de patente.

Si el empresario, habiendo comunicado al empleado su voluntad de asumir la titularidad 
de la invención, no presentase la solicitud de propiedad industrial dentro de un plazo 
adicional razonable fijado con el empleado, podrá este presentar la solicitud de patente en 
nombre y por cuenta del empresario.

3. Las mejoras técnicas no patentables obtenidas por el empleado en el desarrollo de las 
actividades previstas en los artículos 15 y 17 que mediante su explotación como secreto 
industrial ofrezcan al empleador una posición ventajosa similar a la obtenida a partir de un 
derecho de propiedad industrial, darán derecho a reclamar del empleador una compensación 
razonable fijada de acuerdo con los criterios establecidos en los artículos citados tan pronto 
como este último explote la propuesta.

4. Tanto el empresario como el empleado deberán prestar su colaboración en la medida 
necesaria para la efectividad de los derechos reconocidos en este Título, absteniéndose de 
cualquier actuación que pueda redundar en detrimento de tales derechos.

Artículo 19.  Carga de la prueba y renuncia de derechos.
1. Salvo prueba en contrario, las invenciones para las que se presente una solicitud de 

patente o de otro título de protección exclusiva dentro del año siguiente a la extinción de la 
relación de empleo o de servicios, se presumen realizadas durante la vigencia de ésta.

2. Será nula toda renuncia anticipada del empleado a los derechos que la Ley le otorga 
en este Título.

Artículo 20.  Ámbito de aplicación.
Las normas del presente Título serán asimismo aplicables a los funcionarios, empleados 

y trabajadores del Estado, Comunidades Autónomas, Provincias, Municipios y demás Entes 
Públicos, sin perjuicio de lo previsto en el artículo siguiente.

Artículo 21.  Invenciones realizadas por el personal investigador de las Universidades 
Públicas y de los Entes Públicos de Investigación.

1. Las invenciones realizadas por el personal investigador de los Centros y Organismos 
Públicos de Investigación de la Administración General del Estado, de los Centros y 
Organismos de investigación de otras Administraciones Públicas, de las Universidades 
Públicas, de las Fundaciones del Sector Público Estatal y de las Sociedades Mercantiles 
Estatales pertenecerán a las entidades cuyos investigadores las hayan obtenido en el 
ejercicio de las funciones que les son propias, cualquiera que sea la naturaleza de la relación 
jurídica por la que estén vinculados a ellas.

A estos efectos se considera en todo caso personal investigador el definido como tal en 
el artículo 13 de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, el 
personal técnico considerado en dicha Ley como personal de investigación y el personal 
técnico de apoyo que, conforme a la normativa interna de las universidades y de los centros 
de investigación, también tenga la consideración de personal de investigación.

2. Las invenciones contempladas en el apartado 1 deberán ser comunicadas por escrito 
a la entidad pública a cuyo servicio se halle el investigador autor de la misma en el plazo de 
tres meses desde la conclusión de la invención. La falta de comunicación por parte del 
personal investigador llevará consigo la pérdida de los derechos que se le reconocen en los 
apartados siguientes.

3. El organismo o la entidad pública, en el plazo de tres meses contados desde la 
recepción de la notificación a que se refiere el apartado precedente, deberán comunicar por 
escrito al autor o autores de la invención su voluntad de mantener sus derechos sobre la 
invención, solicitando la correspondiente patente, o de considerarla como secreto industrial 
reservándose el derecho de utilización sobre la misma en exclusiva. No podrá publicarse el 
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resultado de una investigación susceptible de ser patentada antes de que transcurra dicho 
plazo o hasta que la entidad o el autor hayan presentado la solicitud de patente.

Si el organismo o entidad pública no comunica en el plazo indicado su voluntad de 
mantener sus derechos sobre la invención, el autor o autores de la misma podrán presentar 
la solicitud de patente de acuerdo con lo previsto en el artículo 18.2.

4. El investigador tendrá en todo caso derecho a participar en los beneficios que 
obtengan las entidades en las que presta sus servicios de la explotación o de la cesión de 
sus derechos sobre dichas invenciones, cuando la patente se solicite a nombre de la entidad 
o se decida el secreto industrial. Estas entidades podrán también ceder la titularidad de 
dichas invenciones al autor de las mismas, reservándose una licencia no exclusiva, 
intransferible y gratuita de explotación o una participación de los beneficios que se obtengan 
de la explotación de esas invenciones determinada de conformidad con lo dispuesto en los 
apartados 6 y 7.

5. En los contratos o convenios que las entidades a que se refiere el apartado 1 celebren 
con entes públicos o privados, se deberá estipular a quién corresponderá la titularidad de las 
invenciones que el personal investigador pueda realizar en el marco de dichos contratos o 
convenios, así como todo lo relativo a los derechos de uso y explotación comercial y al 
reparto de los beneficios obtenidos.

6. El Consejo de Gobierno de la Universidad determinará las modalidades y la cuantía de 
la participación del personal investigador de la universidad en los beneficios que se obtengan 
con la explotación de las invenciones contempladas en este artículo, y en su caso, de la 
participación de la Universidad en los beneficios obtenidos por el investigador con la 
explotación de las mismas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 83 de la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades y en el artículo 64 de la Ley 2/2011, 
de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

7. Las modalidades y cuantía de la participación del personal investigador de los Entes 
Públicos de Investigación en los beneficios que se obtengan de la explotación o cesión de 
las invenciones contempladas en este artículo se establecerán por el Gobierno atendiendo a 
las características concretas de cada Ente Público de Investigación. Esta participación no 
tendrá en ningún caso naturaleza retributiva o salarial. Las Comunidades Autónomas podrán 
desarrollar por vía reglamentaria regímenes específicos de participación en beneficios para 
el personal investigador de Entes Públicos de Investigación de su competencia.

TÍTULO V
Solicitud y procedimiento de concesión

CAPÍTULO I
Presentación y requisitos de la solicitud de patente

Artículo 22.  Presentación de la solicitud.
1. La solicitud de patente se presentará en la Oficina Española de Patentes y Marcas o 

en el órgano competente de cualquier Comunidad Autónoma.
2. La solicitud de patente también podrá presentarse en los lugares previstos en el 

artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, dirigida a cualquiera 
de los órganos que, de conformidad con el apartado precedente, son competentes para 
recibir la solicitud.

3. A la presentación electrónica de solicitudes será de aplicación la Ley 11/2007, de 22 
de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Artículo 23.  Requisitos de la solicitud.
1. La solicitud de patente deberá contener:
a) Una instancia de solicitud, según el modelo oficial, dirigida al Director de la Oficina 

Española de Patentes y Marcas.
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b) Una descripción de la invención para la que se solicita la patente.
c) Una o varias reivindicaciones.
d) Los dibujos a los que se refieran la descripción o las reivindicaciones y, en su caso, las 

secuencias biológicas presentadas en el formato que se establezca reglamentariamente.
e) Un resumen de la invención.
2. Cuando la invención se refiera a materia biológica de origen vegetal o animal la 

solicitud deberá incluir la mención de su origen geográfico o la fuente de procedencia de 
dicha materia si estos datos fueran conocidos. Esta información no prejuzgará la validez de 
la patente.

En los supuestos previstos en el Reglamento (UE) n.º 511/2014 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 16 de abril de 2014, relativo a las medidas de cumplimiento de los usuarios 
del Protocolo de Nagoya sobre el acceso a los recursos genéticos y participación justa y 
equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización en la Unión, la solicitud de 
patente deberá asimismo contener, en la medida en que reglamentariamente se determine, 
la información que los usuarios de tales recursos vienen obligados a conservar con arreglo a 
lo previsto en la norma citada. La referida información tampoco prejuzgará la validez de la 
patente.

3. Tanto la solicitud como los demás documentos que hayan de presentarse en la Oficina 
Española de Patentes y Marcas deberán estar redactados en castellano y cumplir los 
requisitos que se establezcan reglamentariamente. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 24.1.c), en las Comunidades Autónomas donde exista otra lengua oficial, tales 
documentos podrán redactarse en dicha lengua debiendo ir acompañados de la 
correspondiente traducción al castellano, que se considerará auténtica en caso de duda 
entre ambas.

4. La presentación de la solicitud dará lugar al pago de la tasa correspondiente, así como 
de la tasa por realización del informe sobre el estado de la técnica.

Artículo 24.  Fecha de presentación.
1. La fecha de presentación de la solicitud será la del momento en que el solicitante 

entregue a las oficinas autorizadas para la recepción de solicitudes de patente la 
documentación que contenga al menos los siguientes elementos:

a) La indicación de que se solicita una patente.
b) Las informaciones que permitan identificar al solicitante y contactar con él.
c) Una descripción de la invención para la que se solicita la patente, aunque no cumpla 

con los requisitos formales establecidos en la Ley, o la remisión a una solicitud presentada 
con anterioridad.

A los efectos de obtención de una fecha de presentación, la descripción podrá 
redactarse en cualquier idioma debiendo presentarse la correspondiente traducción al 
castellano en el plazo reglamentariamente establecido.

2. La remisión a una solicitud anterior debe indicar el número de ésta, su fecha de 
presentación y la oficina en la que haya sido presentada. En la referencia habrá de hacerse 
constar que la misma sustituye a la descripción y, en su caso, a los dibujos.

3. Si la solicitud se remite a una anterior según lo previsto en el apartado precedente 
deberá presentarse una copia certificada de la solicitud anterior, acompañada, en su caso, 
de la correspondiente traducción al castellano, en el plazo fijado en el reglamento de 
ejecución.

4. La fecha de presentación de las solicitudes depositadas en una oficina de correos será 
la del momento en que dicha oficina reciba la documentación que contenga los elementos 
mencionados en los apartados anteriores, siempre que sean presentados por correo 
certificado en la forma prevista por el artículo 31 del Reglamento por el que se regula la 
prestación de los servicios postales, aprobado por Real Decreto 1829/1999, de 3 de 
diciembre. En todo caso la documentación deberá estar dirigida al órgano competente para 
recibir la solicitud.
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Artículo 25.  Designación del inventor.
La solicitud deberá designar al inventor. En el caso de que el solicitante no sea el 

inventor o no sea el único inventor, la designación deberá ir acompañada de una declaración 
en la que se exprese cómo ha adquirido el solicitante el derecho a la patente.

Artículo 26.  Unidad de invención.
1. La solicitud de patente no podrá comprender más que una sola invención o un grupo 

de invenciones relacionadas entre sí de tal manera que integren un único concepto inventivo 
general.

2. Las solicitudes que no cumplan lo dispuesto en el apartado anterior habrán de ser 
divididas de acuerdo con lo que se disponga reglamentariamente.

3. Las solicitudes divisionales tendrán la misma fecha de presentación que la solicitud 
inicial de la que procedan, en la medida en que su objeto estuviere ya contenido en aquella 
solicitud.

Artículo 27.  Descripción de la Invención.
1. La invención debe ser descrita en la solicitud de patente de manera suficientemente 

clara y completa para que un experto sobre la materia pueda ejecutarla.
2. Cuando la invención se refiera a una materia biológica no accesible al público, o a su 

utilización, y cuando la materia biológica no pueda ser descrita en la solicitud de patente de 
manera tal que un experto pueda reproducir la invención, sólo se considerará que la 
descripción cumple con lo dispuesto en el apartado anterior si, concurren los siguientes 
requisitos, tal como hayan sido desarrollados reglamentariamente:

a) Que la materia biológica haya sido depositada no más tarde de la fecha de 
presentación de la solicitud de patente en una institución reconocida legalmente para ello, en 
condiciones iguales a las establecidas por el Tratado de Budapest, sobre el reconocimiento 
internacional del depósito de microorganismos a los fines del procedimiento en materia de 
patentes, hecho en Budapest el 28 de abril de 1977 (en lo sucesivo Tratado de Budapest). 
En todo caso, se considerarán reconocidas las autoridades internacionales de depósito que 
hayan adquirido dicho rango de conformidad con el artículo 7 de dicho Tratado.

b) Que la solicitud, tal como ha sido presentada, contenga la información relevante de 
que disponga el solicitante sobre las características de la materia biológica depositada.

c) Que de conformidad con lo previsto en el Reglamento, se indique el nombre de la 
institución de depósito y el número del mismo.

3. Si la materia biológica depositada de acuerdo con lo previsto en el apartado anterior, 
dejase de estar disponible en la institución de depósito reconocida, se autorizará un nuevo 
depósito de esa materia, en condiciones análogas a las previstas en el Tratado de Budapest.

4. Todo nuevo depósito deberá ir acompañado de una declaración firmada por el 
depositante que certifique que la materia biológica objeto del nuevo depósito es la misma 
que se depositó inicialmente.

Artículo 28.  Reivindicaciones.
Las reivindicaciones definen el objeto para el que se solicita la protección. Deben ser 

claras y concisas y han de fundarse en la descripción.

Artículo 29.  Resumen.
El resumen de la invención servirá exclusivamente para una finalidad de información 

técnica. No podrá ser tomado en consideración para ningún otro fin, y en particular no podrá 
ser utilizado ni para la determinación del ámbito de la protección solicitada, ni para delimitar 
el estado de la técnica a los efectos de lo dispuesto en el artículo 6.3.

Artículo 30.  Prioridad.
1. Quienes hayan presentado regularmente una primera solicitud de patente de 

invención, de modelo de utilidad, o de certificado de utilidad en o para alguno de los Estados 
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parte en el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, hecho en París 
el 20 de marzo de 1883 o del Acuerdo por el que se establece la Organización Mundial del 
Comercio, o sus causahabientes, gozarán, para la presentación de una solicitud de patente 
en España sobre la misma invención, de un derecho de prioridad de doce meses a partir de 
la fecha de presentación de dicha primera solicitud, nacional o extranjera, en las condiciones 
establecidas en el artículo 4 del Convenio de París.

2. Tendrán el mismo derecho de prioridad mencionado en el apartado anterior quienes 
hubieren presentado una primera solicitud de protección en o para un Estado no mencionado 
en el apartado 1 que reconozca a las solicitudes presentadas en España un derecho de 
prioridad en condiciones y con efectos equivalentes a los previstos en el Convenio de París.

3. En virtud del ejercicio del derecho de prioridad se considerará como fecha de 
presentación de la solicitud, a efectos de lo dispuesto en los artículos 6, 10.3 y 139, la fecha 
de presentación de la solicitud anterior cuya prioridad hubiere sido válidamente reivindicada.

Artículo 31.  Reivindicación de la prioridad.
1. El solicitante que desee reivindicar la prioridad de una solicitud anterior deberá 

presentar, en la forma y plazos que reglamentariamente se establezcan, una declaración de 
prioridad y una copia certificada por la oficina de origen de la solicitud anterior acompañada 
de su traducción al español cuando esté redactada en otro idioma.

2. No será sin embargo necesaria la presentación de la copia de la solicitud anterior ni de 
la traducción cuando la reivindicación de prioridad no se considere relevante para determinar 
la patentabilidad de la invención, o la solicitud anterior o su traducción obren ya en poder de 
la Oficina Española de Patentes y Marcas o estén disponibles en una biblioteca digital.

3. Para una misma solicitud y, en su caso, para una misma reivindicación podrán 
reivindicarse prioridades múltiples, aunque tengan su origen en Estados diferentes. Si se 
reivindican prioridades múltiples, los plazos que hayan de computarse a partir de la fecha de 
prioridad se contarán desde la fecha de prioridad más antigua.

4. Cuando se reivindiquen una o varias prioridades, el derecho de prioridad sólo 
amparará a los elementos de la solicitud que estuvieren contenidos en la solicitud o 
solicitudes cuya prioridad hubiere sido reivindicada.

5. Aun cuando determinados elementos de la invención para los que se reivindique la 
prioridad no figuren entre las reivindicaciones formuladas en la solicitud anterior, podrá 
otorgarse la prioridad para los mismos si el conjunto de los documentos de aquella solicitud 
anterior revela de manera suficientemente clara y precisa tales elementos.

6. La reivindicación de prioridad implicará el pago de la tasa correspondiente.

CAPÍTULO II
Procedimiento de Concesión

Artículo 32.  Recepción de la solicitud y remisión a la OEPM.
1. El órgano competente de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 hará constar en el 

momento de recibir la solicitud su número de registro, el día, la hora y minuto de su 
presentación, y expedirá un recibo acreditativo o copia sellada de la documentación 
presentada en la forma que reglamentariamente se determine. Si no se hubiese hecho 
constar la hora, se le asignará la última del día. Si no se hubiese hecho constar el minuto, se 
le asignará el último de la hora.

2. Cuando el órgano competente para recibir la solicitud lo sea de una Comunidad 
Autónoma remitirá a la Oficina Española de Patentes y Marcas la documentación presentada 
dentro de los tres días siguientes al de su recepción. El incumplimiento de este plazo en 
ningún caso perjudicará al solicitante.

Artículo 33.  Establecimiento de fecha de presentación y admisión a trámite.
1. Dentro de los 10 días siguientes a su recepción, la Oficina Española de Patentes y 

Marcas comprobará si la solicitud de patente cumple los requisitos para que se le otorgue 
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una fecha de presentación y, si es así, la admitirá a trámite y procederá de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 34.

2. Si la faltara alguno de los requisitos necesarios para obtener fecha de presentación, 
se notificarán los defectos al interesado para que los subsane en el plazo establecido. La 
fecha de presentación será en ese caso la del momento en que la Oficina Española de 
Patentes y Marcas reciba la documentación con los defectos debidamente corregidos. Si los 
defectos no se subsanan en plazo, la solicitud no será admitida a trámite y así se 
comunicará, con indicación de los motivos, al solicitante.

3. Si las tasas de solicitud y la tasa por realización del informe sobre el estado de la 
técnica no hubieran sido abonadas con la solicitud, o no lo hubieren sido en su totalidad, se 
notificará esta circunstancia al solicitante para que realice o complete el pago en el plazo 
establecido. Transcurrido dicho plazo sin efectuar o completar el pago, se le tendrá por 
desistido de la solicitud.

4. Los plazos mencionados en los apartados anteriores son los fijados en el reglamento 
de ejecución de la presente Ley.

Artículo 34.  Patentes de interés para la defensa nacional.
La Oficina Española de Patentes y Marcas pondrá a disposición del Ministerio de 

Defensa, a los efectos previstos en el Título XI de esta Ley, todas las solicitudes de patentes 
que puedan ser de interés para la defensa nacional, estableciendo para ello la necesaria 
coordinación con dicho Ministerio.

Artículo 35.  Examen de oficio.
1. Admitida a trámite la solicitud, la Oficina Española de Patentes y Marcas verificará:
a) Si el objeto de la misma no está manifiestamente y en su totalidad excluido de la 

patentabilidad por aplicación de los artículos 4.4 y 5 de esta Ley.
b) Si se cumplen los requisitos relativos a la representación y a la reivindicación de 

prioridad en su caso, así como cualquier otro referido a la regularidad formal de la solicitud 
cuya comprobación haya de realizarse, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento, 
antes de la publicación de la solicitud.

2. La presencia de defectos formales en la documentación no suspenderá la realización 
del informe sobre el estado de la técnica a que se refiere el artículo siguiente, siempre que 
aquellos no sean de tal naturaleza que impidan su realización.

3. Si de la comprobación resulta que el objeto de la solicitud está excluido de 
patentabilidad conforme al apartado 1.a), o no se cumplen los requisitos mencionados en el 
apartado 1 b), se comunicarán éstas circunstancias al interesado para que formule sus 
alegaciones o subsane los defectos en el plazo establecido. Si los obstáculos persisten o los 
defectos no fueran corregidos en plazo, se denegará la solicitud mediante resolución 
motivada. Cuando los defectos se refieran al derecho de prioridad el solicitante perderá este 
derecho.

Artículo 36.  Emisión del informe sobre el estado de la técnica y de la opinión escrita.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas emitirá, tal como se establezca 

reglamentariamente, un informe sobre el estado de la técnica y una opinión escrita, 
preliminar y no vinculante, relativos a la solicitud de patente, realizados sobre la base de las 
reivindicaciones, teniendo debidamente en cuenta la descripción y, en su caso los dibujos o 
secuencias biológicas. Tanto del informe sobre el estado de la técnica como de la opinión 
escrita se dará traslado al solicitante.

2. El informe sobre el estado de la técnica se fundará en una búsqueda que, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 6.2 de la presente Ley, se extenderá a todo lo que se haya 
hecho accesible al público en España o en el extranjero por una descripción escrita u oral, 
por una utilización o por cualquier otro medio.

3. Cuando la falta de claridad o coherencia de la descripción o de las reivindicaciones 
impida proceder en todo o en parte a la elaboración del informe, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas efectuará la oportuna notificación al solicitante para que formule sus 
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alegaciones o subsane los defectos en el plazo reglamentariamente establecido. Para 
subsanar los defectos el solicitante podrá modificar las reivindicaciones. Si el solicitante no 
responde en el plazo establecido, o no precisa el objeto de la búsqueda en la medida 
suficiente para subsanar los defectos señalados, dicha Oficina realizará un informe sobre el 
estado de la técnica basado en una búsqueda parcial. Si ello no fuere posible, se denegará 
la solicitud mediante resolución motivada, y así se le notificará.

4. Si falta unidad de invención y el solicitante, a requerimiento de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, no divide su solicitud o no paga tasas adicionales, el procedimiento 
continuará para la invención o grupo de invenciones reivindicadas en primer lugar que 
cumplan las condiciones del artículo 26, teniéndole por desistido respecto de las restantes.

5. No serán objeto del informe sobre el estado de la técnica ni de la opinión escrita las 
solicitudes cuyo informe de búsqueda internacional haya sido realizado por la Oficina 
Española de Patentes y Marcas en su calidad de Administración encargada de la búsqueda 
internacional.

Artículo 37.  Publicación de la solicitud y del informe.
1. Transcurridos dieciocho meses desde la fecha de presentación de la solicitud o desde 

la fecha de prioridad que se hubiera reivindicado y superado el examen de oficio, la Oficina 
Española de Patentes y Marcas publicará lo antes posible la solicitud de patente, haciendo el 
correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial» y poniendo a 
disposición del público los documentos obrantes en el expediente de la solicitud de patente 
publicada. Asimismo, se editará un folleto que contendrá el texto de la descripción con las 
reivindicaciones y, en su caso, los dibujos o las secuencias biológicas, en la forma y con los 
elementos que se establezcan en el Reglamento de ejecución.

2. A petición del solicitante podrá publicarse la solicitud de patente, aun cuando no 
hubiera transcurrido el plazo mencionado en el apartado 1.

3. No tendrá lugar la publicación cuando la solicitud haya sido denegada, o se considere 
retirada o desistida, o haya sido retirada por el solicitante antes de que concluyan los 
preparativos técnicos para su publicación.

4. El informe sobre el estado de la técnica se publicará, haciendo el correspondiente 
anuncio en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial», y emitiendo un folleto con dicho 
informe junto con la solicitud de patente o posteriormente, si ésta hubiera sido ya publicada.

Artículo 38.  Observaciones de terceros.
Una vez publicada la solicitud cualquier persona podrá formular observaciones 

debidamente razonadas y documentadas sobre la patentabilidad de la invención objeto de la 
misma en la forma y plazo que reglamentariamente se establezca, sin que se interrumpa la 
tramitación. Estos terceros no se considerarán parte en el procedimiento.

Artículo 39.  Examen sustantivo.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas examinará previa petición del solicitante y 

de acuerdo con lo establecido en el Reglamento, si la solicitud de patente y la invención que 
constituye su objeto cumplen los requisitos formales, técnicos y de patentabilidad 
establecidos en la Ley.

2. La petición, que podrá formular el solicitante desde el momento del depósito de la 
solicitud, habrá de presentarse, en todo caso, antes de que transcurra el plazo de tres meses 
contados desde la publicación del informe sobre el estado de la técnica, no se considerará 
realizada hasta que se haya efectuado el pago de la tasa de examen. La revocación de la 
petición de examen equivaldrá a la retirada de la solicitud de patente.

3. Junto con la petición de examen sustantivo el solicitante podrá presentar 
observaciones al informe sobre el estado de la técnica, a la opinión escrita y a las 
observaciones de terceros y modificar, si lo estima oportuno, las reivindicaciones y los 
restantes documentos de la solicitud con sujeción a lo dispuesto en el artículo 48.

4. Transcurrido el plazo mencionado en el apartado 2 sin que el solicitante haya 
presentado su petición de examen, se entenderá que su solicitud ha sido retirada.
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Artículo 40.  Tramitación y resolución.
1. Cuando el examen no revele la falta de ningún requisito que lo impida, la Oficina 

Española de Patentes y Marcas concederá la patente solicitada.
2. Si como resultado del examen se apreciasen motivos que impiden en todo o en parte 

la concesión de la patente, se comunicarán éstos al solicitante para que en el plazo 
reglamentariamente establecido conteste a las objeciones señaladas por la Oficina Española 
de Patentes y Marcas o modifique, si lo estima oportuno, las reivindicaciones.

3. En caso de que el solicitante no realice ningún acto para obviar las objeciones 
formuladas por la Oficina Española de Patentes y Marcas, la patente deberá ser denegada. 
En los demás casos la Oficina Española de Patentes y Marcas resolverá una vez recibida la 
contestación del solicitante.

4. Si una vez recibida la contestación del solicitante y pese a las alegaciones o 
modificaciones aportadas, la Oficina Española de Patentes y Marcas considera que persisten 
motivos que impiden en todo o en parte la concesión de la patente se comunicarán estos al 
solicitante dándole nuevas oportunidades de corregir su solicitud o formular alegaciones, en 
las condiciones y plazos establecidos en el Reglamento, antes de resolver definitivamente 
sobre la concesión o denegación de la patente.

Artículo 41.  Anuncio de la concesión y publicación de la patente.
La concesión de la patente se anunciará en el «Boletín Oficial de la Propiedad 

Industrial», poniendo a disposición del público los documentos obrantes en el expediente de 
la patente concedida.

Artículo 42.  Edición del folleto de la patente.
Para cada patente concedida se editará un folleto que contendrá el texto de la 

descripción, con las reivindicaciones y los dibujos y en su caso, las secuencias biológicas, tal 
como se hubieren finalmente concedido. El folleto, cuyo contenido se establecerá 
reglamentariamente, mencionará también el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial» en 
que se hubiere anunciado la concesión.

En el folleto se hará constar que la patente se concede sin perjuicio de tercero y sin 
garantía del Estado en cuanto a la validez de la misma y a la utilidad del objeto sobre el que 
recae.

CAPÍTULO III
Oposiciones y recursos

Artículo 43.  Oposiciones.
1. Dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la concesión en el «Boletín 

Oficial de la Propiedad Industrial», cualquier persona podrá oponerse a la concesión por 
alguno de los siguientes motivos:

a) La invención reivindicada no reúne alguno de los requisitos de patentabilidad 
establecidos en el Título II de esta Ley.

b) Su descripción no es lo suficientemente clara y completa para que un experto en la 
materia pueda ejecutarla.

c) El objeto de la patente concedida excede del contenido de la solicitud tal como fue 
presentada.

2. La oposición deberá dirigirse a la Oficina Española de Patentes y Marcas en escrito 
motivado, acompañado de los correspondientes documentos probatorios y previo pago de la 
tasa correspondiente.

3. Admitido a trámite el escrito de oposición se comunicará al titular de la patente 
registrada para que éste presente sus alegaciones y modifique, si lo estima oportuno, las 
reivindicaciones. La Oficina Española de Patentes y Marcas dará traslado a cada una de las 
partes de las alegaciones y propuestas de modificación presentadas por la otra, 
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concediéndoles un trámite de réplica en cada caso, todo ello en los plazos y condiciones 
establecidos en el reglamento.

4. Transcurridos los plazos mencionados en el apartado precedente la Oficina Española 
de Patentes y Marcas resolverá estimando en todo o en parte las oposiciones presentadas, 
cuando concurra alguno de los motivos de oposición señalados en el apartado 1 o 
desestimándolas en caso contrario. No obstante, cuando pese a las modificaciones o 
alegaciones aportadas persistan motivos que impidan en todo o en parte el mantenimiento 
de la patente, se otorgará al titular al menos una oportunidad de subsanar el defecto, o 
presentar nuevas alegaciones, antes de resolver con carácter definitivo sobre la oposición 
planteada.

5. La resolución de la Oficina Española de Patentes y Marcas se publicará en el «Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial», recogiendo, en su caso, las modificaciones que se 
hubieran introducido en la patente. La protección conferida por esta Ley se extenderá 
retroactivamente a la patente así modificada.

6. Al efecto retroactivo de la revocación se le aplicará, en su caso, lo previsto en el 
artículo 104 respecto de la nulidad.

Artículo 44.  Recursos.
1. El recurso administrativo contra la concesión de una patente solo podrá interponerse 

por quienes hayan sido parte en un procedimiento de oposición y se dirigirá contra el acto 
resolutorio de la oposición planteada. A estos efectos podrá entenderse desestimada la 
oposición si transcurrido el plazo para resolverla y notificarla no hubiese recaído resolución 
expresa.

2. El solicitante de una patente podrá presentar recurso administrativo contra la 
resolución denegatoria de la solicitud de patente por parte de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas.

3. En el procedimiento de recurso el titular de la patente podrá modificar la solicitud con 
sujeción a lo dispuesto en el artículo 48.

CAPÍTULO IV
Certificados complementarios de protección de medicamentos y productos 

fitosanitarios

Artículo 45.  Solicitudes.
1. Las solicitudes de certificados complementarios de protección de medicamentos, las 

de prórroga de los mismos, y las de certificados complementarios de protección de 
productos fitosanitarios, se dirigirán a la Oficina Española de Patentes y Marcas en el 
modelo normalizado puesto a disposición de los usuarios por la Oficina en el que se harán 
constar las declaraciones y datos previstos en la normativa comunitaria tal como hayan sido 
desarrollados reglamentariamente.

2. Las solicitudes de certificados complementarios de protección y de su prórroga 
estarán sujetas al pago de la tasa correspondiente.

Artículo 46.  Tramitación.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas comprobará si la solicitud de certificado y el 

producto a que se refiere, o la de prórroga en su caso, cumplen los requisitos establecidos 
en la normativa comunitaria. La Oficina no investigará de oficio si la autorización de 
comercialización es la primera como medicamento o producto fitosanitario en la Unión 
Europea.

2. Si la solicitud y el producto objeto del certificado o la de su prórroga cumplen las 
condiciones establecidas en la normativa comunitaria, la Oficina los concederá. En caso 
contrario se comunicarán los defectos al solicitante para que los subsane o formule sus 
alegaciones en el plazo que reglamentariamente se establezca. Cuando los defectos no se 
corrijan en plazo y la Oficina considere que persisten las objeciones señaladas en la 
notificación, se denegará la solicitud.
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Tanto la solicitud como la resolución final se publicarán en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial», de acuerdo con lo que se disponga reglamentariamente. Contra las 
resoluciones de la Oficina podrá interponerse recurso de alzada de acuerdo con lo previsto 
en el régimen jurídico de las Administraciones Públicas, y del Procedimiento Administrativo 
Común y la disposición adicional primera de esta Ley.

Artículo 47.  Mantenimiento.
La tasa de mantenimiento del certificado complementario de protección se efectuará en 

un solo pago, cuya cuantía se fijará en función de la duración del certificado.

CAPÍTULO V
Disposiciones comunes a todos los procedimientos y a la información de los 

terceros

Artículo 48.  Modificaciones.
1. Salvo en los casos en que se trate de subsanar errores manifiestos, el interesado solo 

podrá modificar las reivindicaciones en aquellos trámites del procedimiento de concesión en 
que así lo permita la presente Ley, y con sujeción a lo que se establezca 
reglamentariamente. La posibilidad de modificar las reivindicaciones incluye la de modificar 
la descripción y, en su caso, los dibujos o las secuencias biológicas.

2. El solicitante podrá modificar las reivindicaciones, conforme a lo dispuesto en el 
apartado anterior, sin necesidad de contar con el consentimiento de quienes tengan 
derechos inscritos sobre su solicitud en el Registro de Patentes.

3. Toda modificación deberá ir acompañada de un escrito en el que el solicitante 
especifique las diferencias entre el texto nuevo y el texto sustituido indicando la razón de las 
modificaciones y el alcance de las mismas.

4. Cuando la patente haya sido modificada como consecuencia de un procedimiento de 
oposición, de limitación o de recurso o de una resolución judicial se editará un nuevo folleto, 
que contendrá el texto íntegro del documento de patente tal como haya quedado modificado 
siendo aplicable lo previsto en el artículo 43.5.

A falta de pago de la tasa la patente no producirá efectos. Si el procedimiento es de 
limitación, ésta se tendrá por no realizada.

5. La solicitud de la patente o la patente no podrán modificarse de manera que su objeto 
exceda del contenido de la solicitud tal como se haya presentado inicialmente.

6. En el procedimiento de oposición, o en su caso en el de limitación, la patente no podrá 
modificarse de modo que se amplíe la protección que confiere.

Artículo 49.  Rectificación de errores.
A instancia del solicitante se admitirán las modificaciones de los defectos de expresión o 

transcripción o de los errores contenidos en cualquier documento de la solicitud con sujeción 
a las limitaciones establecidas reglamentariamente. No obstante, si la petición de 
rectificación afecta a la descripción, las reivindicaciones, los dibujos o las secuencias 
biológicas, la rectificación deberá resultar evidente en el sentido de que se deduzca 
inmediatamente que ningún otro texto, dibujo o secuencia que el que resulte de la 
modificación puede haber sido propuesto por el solicitante.

Artículo 50.  Suspensión de los procedimientos.
La presencia de defectos en la documentación interrumpirá el procedimiento desde que 

se notifique al solicitante la existencia de los mismos, mediante el correspondiente suspenso 
en la tramitación, hasta que dichos defectos se subsanen o expire el plazo para ello.
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Artículo 51.  Cambio de modalidad.
1. En cualquier momento anterior a la finalización del examen sustantivo previsto en el 

artículo 39, el interesado podrá pedir la transformación de su solicitud de modo que el objeto 
de la misma quede protegido bajo un título distinto de Propiedad Industrial.

2. La Oficina Española de Patentes y Marcas, como consecuencia del examen que debe 
realizar en virtud de lo dispuesto en los artículos 35 y 40, podrá proponer al interesado el 
cambio de modalidad de la solicitud. El solicitante podrá aceptar o rechazar la propuesta, 
entendiéndose que la rechaza si en el plazo previsto en el Reglamento no pide 
expresamente el cambio de modalidad.

Si la propuesta es rechazada continuará la tramitación del expediente en la modalidad 
solicitada.

3. En el caso de que el solicitante pida el cambio de modalidad, se acordará el cambio, 
notificándosele los documentos que haya de presentar dentro del plazo reglamentariamente 
establecido para la nueva tramitación a que haya de someterse la solicitud. A falta de 
presentación oportuna de la nueva documentación se le tendrá por desistido y así se le 
comunicará.

4. Cuando la resolución acordando el cambio de modalidad se produzca después de la 
publicación de la solicitud de la patente, deberá publicarse en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial».

Artículo 52.  Retirada de la solicitud.
1. La solicitud de patente podrá ser retirada por el solicitante en cualquier momento 

antes de que la patente sea concedida.
2. Cuando figuren inscritos en el Registro de Patentes derechos de terceros sobre la 

solicitud, ésta sólo podrá ser retirada con el consentimiento de los titulares de tales 
derechos.

Artículo 53.  Restablecimiento de derechos.
1. El solicitante o el titular de una patente o cualquier otra parte en un procedimiento que, 

aun habiendo demostrado toda la diligencia requerida por las circunstancias, no hubiera 
podido cumplir un plazo en alguno de los procedimientos previstos en esta Ley será, previa 
petición, restablecido en sus derechos si la omisión hubiera tenido como consecuencia 
directa, en virtud de las disposiciones de esta Ley o de su Reglamento, la pérdida de un 
derecho. En el caso de que el plazo corresponda a la interposición de un recurso, tendrá 
como consecuencia su admisión a trámite, salvo lo previsto en el apartado 5.

2. La petición deberá presentarse por escrito en el plazo que primero expire de los 
siguientes:

i) dos meses contados a partir del cese del impedimento;
ii) doce meses contados a partir de la fecha de expiración del trámite omitido o, cuando 

una petición guarde relación con la falta de pago de una tasa de mantenimiento, doce meses 
contados a partir de la fecha de expiración del período de seis meses de pago con recargos 
al que se refiere el artículo 185.

El trámite incumplido deberá realizarse dentro de ese plazo. No obstante, en el caso de 
que el restablecimiento de derechos se solicite para el plazo previsto en el artículo 30 la 
petición deberá presentarse dentro de los dos meses siguientes a la expiración del mismo o 
antes de que concluyan los preparativos técnicos de la publicación de la solicitud posterior, 
aplicándose el plazo que expire antes.

3. La petición deberá motivarse, indicándose los hechos y las justificaciones que se 
aleguen en su apoyo. Sólo se tendrá por presentada cuando se haya pagado la tasa de 
restablecimiento de derechos.

4. Será competente para resolver la petición el órgano que lo sea para pronunciarse 
sobre el acto que no se hubiere cumplido.

5. Las disposiciones del presente artículo no serán aplicables a los plazos mencionados 
en el apartado 2 de este artículo y en los artículos 43.1 y 144. Tampoco serán de aplicación 
al plazo de interposición del recurso administrativo contra un acto declarativo de derechos.
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6. El titular de la solicitud o del registro restablecido en sus derechos no podrá invocar 
éstos frente a un tercero que, de buena fe, en el período comprendido entre la pérdida del 
derecho y la publicación de la mención de restablecimiento de ese derecho, hubiere 
comenzado a explotar la invención objeto de la solicitud o de la patente, o hubiese hecho 
preparativos serios y efectivos con esa finalidad, siempre que el tercero se limite a iniciar o 
continuar esa explotación en su empresa o para las necesidades de su empresa.

7. Contra la resolución que restablezca en sus derechos al solicitante podrán interponer 
recurso de alzada, tanto el tercero que pueda beneficiarse del derecho a continuar o a iniciar 
la explotación de la invención prevista en el apartado 6, como el tercero frente a quien 
puedan invocarse los derechos anteriores derivados de la solicitud objeto del 
restablecimiento de derechos.

8. La resolución de restablecimiento de derechos se inscribirá en el Registro de Patentes 
y se publicará en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial».

Artículo 54.  Revisión de los actos en vía administrativa y contencioso-administrativa.
1. Los actos y resoluciones dictados por los órganos de la Oficina Española de Patentes 

y Marcas serán recurribles de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

2. Las resoluciones de los recursos administrativos dictados por los órganos 
competentes de la Oficina Española de Patentes y Marcas que pongan fin a la vía 
administrativa serán recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

3. Frente a la resolución de concesión de una patente la Oficina Española de Patentes y 
Marcas no podrá ejercer de oficio o a instancia de parte la potestad revisora prevista en el 
artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, si la nulidad de la patente se funda en 
alguna de las causas previstas en el artículo 102 de la presente Ley. Dichas causas de 
nulidad sólo se podrán hacer valer ante los tribunales.

Artículo 55.  Consulta de expedientes.
1. Los expedientes relativos a solicitudes de patente, modelos de utilidad o de 

certificados complementarios de protección todavía no publicados sólo podrán ser 
consultados con el consentimiento del solicitante. Después de su publicación podrán ser 
consultados con sujeción a las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

2. Cualquiera que pruebe que el solicitante de una patente, de un modelo de utilidad o de 
un certificado complementario de protección ha pretendido hacer valer frente a él los 
derechos derivados de su solicitud podrá consultar el expediente antes de su publicación sin 
el consentimiento del solicitante.

3. Cuando se publique una solicitud divisional, una nueva solicitud de patente presentada 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 11.1 o la solicitud derivada de un cambio de 
modalidad de la protección según lo establecido en el artículo 51 cualquier persona podrá 
consultar el expediente de la solicitud inicial antes de su publicación y sin el consentimiento 
del solicitante.

4. Los expedientes correspondientes a solicitudes que hayan sido denegadas, retiradas 
o se tengan por desistidas antes de su publicación no serán accesibles al público.

5. En el caso de que se vuelva a presentar una de las solicitudes mencionadas en el 
apartado anterior, se considerará como una solicitud nueva sin perjuicio del posible derecho 
de prioridad que pudiera derivarse de la solicitud anterior.

Artículo 56.  Accesibilidad de la materia biológica.
1. La materia biológica depositada a que se refiere el artículo 27 será accesible:
a) Antes de la primera publicación de la solicitud de patente, sólo a quien tenga derecho 

a consultar el expediente de acuerdo con lo establecido en el artículo anterior.
b) Entre la primera publicación de la solicitud y la concesión de la patente, a toda 

persona que lo solicite o únicamente a un experto independiente si así lo pide el solicitante 
de la patente.
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c) Tras la concesión de la patente, y aunque la patente caduque o se anule, a toda 
persona que lo solicite.

2. El acceso se realizará mediante la entrega de una muestra de la materia biológica 
depositada, siempre y cuando la persona que lo solicite se comprometa mientras duren los 
efectos de la patente:

a) A no suministrar a terceros ninguna muestra de la materia biológica depositada o de 
una materia derivada de la misma, y

b) A no utilizar muestra alguna de la materia biológica depositada, o derivada de la 
misma, excepto con fines experimentales, salvo renuncia expresa del solicitante o del titular 
de la patente a dicho compromiso.

3. En caso de denegación o de retirada de la solicitud, el acceso a la materia depositada 
quedará limitado, a petición del solicitante y durante veinte años contados a partir de la fecha 
de presentación de la solicitud de la patente, a un experto independiente. En este caso será 
de aplicación lo dispuesto en el apartado 2.

4. Las peticiones del solicitante a que se refieren el párrafo b) del apartado 1 y el 
apartado 3 sólo podrán presentarse hasta la fecha en que se consideren concluidos los 
preparativos técnicos para la publicación de la solicitud de patente.

Artículo 57.  Obligación de facilitar información a terceros.
1. Cualquiera que pretenda hacer valer frente a un tercero derechos derivados de una 

solicitud de patente o de una patente ya concedida deberá darle a conocer el número de la 
misma.

2. Quien incluya en un producto, en sus etiquetas o embalajes, o en cualquier clase de 
anuncio o impreso, cualesquiera menciones tendentes a producir la impresión de que existe 
la protección de una solicitud de patente o de una patente ya concedida deberá hacer 
constar el número de las mismas.

TÍTULO VI
Efectos de la patente y de la solicitud de la patente

Artículo 58.  Duración y cómputo de los efectos.
La patente tiene una duración de veinte años improrrogables, contados a partir de la 

fecha de presentación de la solicitud y produce sus efectos desde el día en que se publica la 
mención de que ha sido concedida.

Artículo 59.  Prohibición de explotación directa de la invención.
1. La patente confiere a su titular el derecho a impedir a cualquier tercero que no cuente 

con su consentimiento:
a) La fabricación, el ofrecimiento para la venta, la introducción en el comercio o la 

utilización de un producto objeto de la patente o la importación o posesión del mismo para 
alguno de los fines mencionados.

b) La utilización de un procedimiento objeto de la patente o el ofrecimiento de dicha 
utilización, cuando el tercero sabe, o las circunstancias hacen evidente que la utilización del 
procedimiento está prohibida sin el consentimiento del titular de la patente.

c) El ofrecimiento para la venta, la introducción en el comercio o la utilización del 
producto directamente obtenido por el procedimiento objeto de la patente o la importación o 
posesión de dicho producto para alguno de los fines mencionados.

2. Cuando la patente tenga por objeto una materia biológica que, por el hecho de la 
invención, posea propiedades determinadas, los derechos conferidos por la patente se 
extenderán a cualquier materia biológica obtenida a partir de la materia biológica patentada 
por reproducción o multiplicación, en forma idéntica o diferenciada y que posea esas mismas 
propiedades.
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3. Cuando la patente tenga por objeto un procedimiento que permita producir una 
materia biológica que, por el hecho de la invención, posea propiedades determinadas, los 
derechos conferidos por la patente se extenderán a la materia biológica directamente 
obtenida por el procedimiento patentado y a cualquier otra materia biológica obtenida a partir 
de ella por reproducción o multiplicación, en forma idéntica o diferenciada, y que posea esas 
mismas propiedades.

4. Cuando la patente tenga por objeto un producto que contenga información genética o 
que consista en información genética, los derechos conferidos por la patente se extenderán, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 5, a toda materia a la que se 
incorpore el producto y en la que se contenga y ejerza su función la información genética.

Artículo 60.  Prohibición de explotación indirecta de la invención.
1. La patente confiere igualmente a su titular el derecho a impedir que sin su 

consentimiento cualquier tercero entregue u ofrezca entregar medios para la puesta en 
práctica de la invención patentada relativos a un elemento esencial de la misma a personas 
no habilitadas para explotarla, cuando el tercero sabe o las circunstancias hacen evidente 
que tales medios son aptos para la puesta en práctica de la invención y están destinados a 
ella.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no es aplicable cuando los medios a que el 
mismo se refiere sean productos que se encuentren corrientemente en el comercio, a no ser 
que el tercero incite a la persona a la que realiza la entrega a cometer actos prohibidos en el 
artículo anterior.

3. No tienen la consideración de personas habilitadas para explotar la invención 
patentada, en el sentido del apartado 1, quienes realicen los actos previstos en los párrafos 
a) a d) del artículo siguiente.

Artículo 61.  Límites generales y agotamiento del derecho de patente.
1. Los derechos conferidos por la patente no se extienden:
a) A los actos realizados en un ámbito privado y con fines no comerciales.
b) A los actos realizados con fines experimentales que se refieran al objeto de la 

invención patentada.
c) A la realización de los estudios y ensayos necesarios para obtener la autorización de 

comercialización de medicamentos en España o fuera de España, y los consiguientes 
requisitos prácticos, incluida la preparación, obtención y utilización del principio activo para 
estos fines.

d) A la preparación de medicamentos realizada en las farmacias extemporáneamente y 
por unidad en ejecución de una receta médica ni a los actos relativos a los medicamentos 
así preparados.

e) Al empleo del objeto de la invención patentada a bordo de buques de países de la 
Unión de París para la protección de la Propiedad Industrial, en el cuerpo del buque, en las 
máquinas, en los aparejos, en los aparatos y en los restantes accesorios, cuando esos 
buques penetren temporal o accidentalmente en las aguas españolas, siempre que el objeto 
de la invención sea utilizado exclusivamente para las necesidades del buque.

f) Al empleo del objeto de la invención patentada en la construcción o el funcionamiento 
de medios de locomoción, aérea o terrestre, que pertenezcan a países miembros de la Unión 
de París para la protección de la Propiedad Industrial o de los accesorios de los mismos, 
cuando esos medios de locomoción penetren temporal o accidentalmente en el territorio 
español.

g) A los actos previstos por el artículo 27 del Convenio sobre Aviación Civil Internacional, 
hecho en Chicago el 7 de diciembre de 1944, cuando tales actos se refieran a aeronaves de 
un Estado al cual sean aplicables las disposiciones del mencionado artículo.

2. Los derechos conferidos por la patente no se extienden a los actos relativos a un 
producto protegido por ella después de que ese producto haya sido puesto en el comercio en 
el Espacio Económico Europeo por el titular de la patente o con su consentimiento a menos 
que existan motivos legítimos que justifiquen que el titular de la patente se oponga a la 
comercialización ulterior del producto.
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3. Los derechos conferidos por la patente no se extenderán a los actos relativos a la 
materia biológica obtenida por reproducción o multiplicación de una materia biológica 
protegida objeto de la patente, después de que ésta haya sido puesta en el mercado en el 
Espacio Económico Europeo por el titular de la patente o con su consentimiento, cuando la 
reproducción o multiplicación sea el resultado necesario de la utilización para la que haya 
sido comercializada dicha materia biológica, y a condición de que la materia obtenida no se 
utilice posteriormente para nuevas reproducciones o multiplicaciones.

Esta limitación no se aplicará cuando existan motivos legítimos que justifiquen que el 
titular de la patente se oponga a la comercialización ulterior de la materia biológica.

Artículo 62.  Excepciones del ganadero y del agricultor.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo 59, la venta, o cualquier otra forma de 

comercialización de material de reproducción vegetal realizada por el titular de la patente o 
con su consentimiento a un agricultor para su explotación agrícola, implicará el derecho de 
éste último a utilizar el producto de su cosecha para ulterior reproducción o multiplicación 
realizada por él mismo en su propia explotación. El alcance y las modalidades de esta 
excepción corresponderán a las previstas en el artículo 14 del Reglamento (CE) n.º 2100/94, 
del Consejo, de 27 de julio, relativo a la protección comunitaria de las obtenciones vegetales 
y a la Ley 3/2000, de 7 de enero, de régimen jurídico de la protección de obtenciones 
vegetales.

2. No obstante lo dispuesto en el artículo 59, la venta o cualquier otra forma de 
comercialización de animales de cría o de material de reproducción animal realizada por el 
titular de la patente o con su consentimiento a un agricultor o ganadero, implicará la 
autorización a estos últimos para utilizar el ganado protegido con fines agrícolas o 
ganaderos. Ello incluirá la puesta a disposición del ganado o de otro material de 
reproducción animal para que el agricultor o ganadero pueda proseguir su actividad agrícola 
o ganadera, pero no la venta en el marco de una actividad de reproducción comercial o con 
esa finalidad. El alcance y las modalidades de esta excepción corresponderán con las que 
se fijen reglamentariamente.

Artículo 63.  Derechos derivados de la utilización anterior.
1. El titular de una patente no tiene derecho a impedir que quienes de buena fe y con 

anterioridad a la fecha de prioridad de la patente hubiesen venido explotando en España lo 
que resulte constituir el objeto de la misma, o hubiesen hecho preparativos serios y efectivos 
para explotar dicho objeto, prosigan o inicien su explotación en la misma forma en que la 
venían realizando hasta entonces o para la que habían hecho los preparativos y en la 
medida adecuada para atender a las necesidades razonables de su empresa. Los derechos 
de explotación solo son transmisibles juntamente con las empresas que los vengan 
ejerciendo.

2. Los derechos conferidos por la patente no se extienden a los actos relativos a un 
producto amparado por ella después de que ese producto haya sido puesto en el comercio 
por la persona que disfruta del derecho de explotación establecido en el apartado anterior.

Artículo 64.  Falta de cobertura frente a patentes anteriores.
El titular de una patente no podrá invocarla para defenderse frente a las acciones 

dirigidas contra él por infracción de otras patentes que tengan una fecha de prioridad anterior 
a la de la suya.

Artículo 65.  Patentes dependientes.
El hecho de que el invento objeto de una patente no pueda ser explotado sin utilizar la 

invención protegida por una patente anterior perteneciente a distinto titular no será obstáculo 
para la validez de aquélla. En este caso ni el titular de la patente anterior podrá explotar la 
patente posterior durante la vigencia de ésta sin consentimiento de su titular, ni el titular de la 
patente posterior podrá explotar ninguna de las dos patentes durante la vigencia de la 
patente anterior, a no ser que cuente con el consentimiento del titular de la misma o haya 
tenido una licencia obligatoria.
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Artículo 66.  Limitaciones legales.
La explotación del objeto de una patente no podrá llevarse a cabo en forma abusiva o 

contraria a la Ley, la moral, el orden público o la salud pública, y estará supeditada, en todo 
caso, a las prohibiciones o limitaciones, temporales o indefinidas, establecidas o que se 
establezcan por las disposiciones legales.

Artículo 67.  Protección provisional.
1. A partir de la fecha de su publicación, la solicitud de patente confiere a su titular una 

protección provisional consistente en el derecho a exigir una indemnización, razonable y 
adecuada a las circunstancias, de cualquier tercero que, entre aquella fecha y la fecha de 
publicación de la mención de que la patente ha sido concedida hubiera llevado a cabo una 
utilización de la invención que después de ese período estaría prohibida en virtud de la 
patente.

2. Esa misma protección provisional será aplicable aun antes de la publicación de la 
solicitud frente a la persona a quien se hubiera notificado la presentación y el contenido de 
ésta.

3. Cuando el objeto de la solicitud de patente esté constituido por un procedimiento 
relativo a un microorganismo, la protección provisional comenzará solamente desde que el 
microorganismo haya sido hecho accesible al público.

4. Se entiende que la solicitud de patente no ha tenido nunca los efectos previstos en los 
apartados anteriores cuando hubiera sido o se considere retirada, o cuando hubiere sido 
denegada o revocada en virtud de una resolución firme.

Artículo 68.  Alcance de la protección.
1. El alcance de la protección conferida por la patente o por la solicitud de patente se 

determina por las reivindicaciones. La descripción y los dibujos servirán para interpretar las 
reivindicaciones.

2. Para el período anterior a la concesión de la patente, el alcance de la protección se 
determinará por las reivindicaciones de la solicitud, tal como haya sido publicada. Esto no 
obstante, la patente, tal como hubiera sido concedida, o modificada en el curso de un 
procedimiento de oposición, de recurso, de limitación o de nulidad, determinará con carácter 
retroactivo la protección mencionada, siempre que ésta no haya resultado ampliada.

3. Para determinar el alcance de la protección conforme a los apartados 1 y 2 anteriores 
deberá tenerse debidamente en cuenta todo elemento equivalente a un elemento indicado 
en las reivindicaciones.

Artículo 69.  Alcance de la protección en las patentes de procedimiento.
1. Cuando se introduzca en España un producto con relación al cual exista una patente 

de procedimiento para la fabricación de dicho producto, el titular de la patente tendrá con 
respecto al producto introducido los mismos derechos que la presente Ley le concede en 
relación con los productos fabricados en España.

2. Si una patente tiene por objeto un procedimiento para la fabricación de productos o 
sustancias nuevos, se presume, salvo prueba en contrario, que todo producto o sustancia de 
las mismas características ha sido obtenido por el procedimiento patentado.

3. En la práctica de las diligencias para la prueba en contrario prevista en el apartado 
anterior se tomarán en consideración los legítimos intereses del demandado para la 
protección de sus secretos de fabricación y negocios.
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TÍTULO VII
Acciones por violación del derecho de patente

Artículo 70.  Defensa del derecho.
El titular de una patente podrá ejercitar ante los órganos judiciales las acciones que 

correspondan, cualquiera que sea su clase y naturaleza, contra quienes lesionen su derecho 
y exigir las medidas necesarias para su salvaguardia.

Artículo 71.  Acciones civiles.
1. El titular cuyo derecho de patente sea lesionado podrá, en especial, solicitar:
a) La cesación de los actos que violen su derecho, o su prohibición si éstos todavía no 

se han producido.
b) La indemnización de los daños y perjuicios sufridos.
c) El embargo de los objetos producidos o importados con violación de su derecho y de 

los medios exclusivamente destinados a tal producción o a la realización del procedimiento 
patentado.

d) La atribución en propiedad de los objetos o medios embargados en virtud de lo 
dispuesto en el apartado anterior cuando sea posible, en cuyo caso se imputará el valor de 
los bienes afectados al importe de la indemnización de daños y perjuicios. Si el valor 
mencionado excediera del importe de la indemnización concedida, el titular de la patente 
deberá compensar a la otra parte por el exceso.

e) La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la infracción de la 
patente y, en particular, la transformación de los objetos o medios embargados en virtud de 
lo dispuesto en el párrafo c), o su destrucción cuando ello fuera indispensable para impedir 
la infracción de la patente.

f) Excepcionalmente el órgano judicial podrá también, a petición del titular de la patente, 
ordenar la publicación de la sentencia condenatoria del infractor de la patente, a costa del 
condenado, mediante anuncios y notificaciones a las personas interesadas.

Las medidas comprendidas en los párrafos c) y e) serán ejecutadas a cargo del infractor, 
salvo que se aleguen razones fundadas para que no sea así.

2. Las medidas contempladas en los párrafos a) y e) del apartado precedente podrán 
también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios 
recurra un tercero para infringir derechos de patente, aunque los actos de dichos 
intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

Artículo 72.  Presupuestos de la indemnización de daños y perjuicios.
1. Quien, sin consentimiento del titular de la patente, fabrique, importe objetos protegidos 

por ella o utilice el procedimiento patentado, estará obligado en todo caso a responder de los 
daños y perjuicios causados.

2. Todos aquellos que realicen cualquier otro acto de explotación del objeto protegido por 
la patente sólo estarán obligados a indemnizar los daños y perjuicios causados si hubieren 
actuado a sabiendas o mediando culpa o negligencia. En todo caso, se entenderá que el 
infractor ha actuado a sabiendas si hubiera sido advertido por el titular de la patente acerca 
de la existencia de ésta, convenientemente identificada y de su infracción, con el 
requerimiento de que cesen en la misma.

Artículo 73.  Exhibición de documentos para el cálculo de la indemnización.
1. A fin de fijar la cuantía de los daños y perjuicios sufridos por la explotación no 

autorizada del invento, el titular de la patente podrá exigir la exhibición de los documentos 
del responsable que puedan servir para aquella finalidad.

2. En la ejecución de esta medida se tomarán en consideración los legítimos intereses 
del demandado para la protección de sus secretos empresariales de fabricación y negocios, 
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sin perjuicio del derecho del titular de la patente a disponer de la información necesaria para 
poder concretar el alcance de la indemnización a su favor cuando la investigación a estos 
efectos se realice en fase de ejecución de la resolución sobre el fondo que haya apreciado la 
existencia de infracción.

Artículo 74.  Cálculo de los daños y perjuicios e indemnizaciones coercitivas.
1. La indemnización de daños y perjuicios debida al titular de la patente comprenderá no 

sólo el valor de la pérdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado 
de obtener el titular a causa de la violación de su derecho. La cuantía indemnizatoria podrá 
incluir, en su caso, los gastos de investigación en los que se haya incurrido para obtener 
pruebas razonables de la comisión de la infracción objeto del procedimiento judicial.

2. Para fijar la indemnización por daños y perjuicios se tendrán en cuenta, a elección del 
perjudicado:

a) Las consecuencias económicas negativas, entre ellas los beneficios que el titular 
habría obtenido previsiblemente de la explotación de la invención patentada si no hubiera 
existido la competencia del infractor o alternativamente, los beneficios que este último haya 
obtenido de la explotación del invento patentado. En el caso de daño moral procederá su 
indemnización, aun no probada la existencia de perjuicio económico.

b) Una cantidad a tanto alzado que al menos comprenda la cantidad que el infractor 
hubiera debido pagar al titular de la patente por la concesión de una licencia que le hubiera 
permitido llevar a cabo su explotación conforme a derecho. Para su fijación se tendrá en 
cuenta especialmente, entre otros factores, la importancia económica del invento patentado, 
el tiempo de vigencia que le reste a la patente en el momento en que comenzó la infracción y 
el número y clase de licencias concedidas en ese momento.

3. Cuando el órgano jurisdiccional estime que el titular no cumple con la obligación de 
explotar la patente establecida en el artículo 90 la ganancia dejada de obtener se fijará de 
acuerdo con lo establecido en el párrafo b) del apartado anterior.

4. Cuando se condene a la cesación de los actos que infrinjan una patente el Tribunal 
fijará una indemnización coercitiva a favor del demandante adecuada a las circunstancias 
por día transcurrido hasta que se produzca la cesación efectiva de la infracción. El importe 
definitivo de esta indemnización, que se acumulará a la que le corresponda percibir con 
carácter general en aplicación del apartado 2, así como el día a partir del cual surgirá la 
obligación de indemnizar, se fijarán en ejecución de sentencia, de acuerdo con lo previsto en 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

5. Las diligencias relativas al cálculo o cuantificación y liquidación de daños de acuerdo 
con los criterios establecidos en este artículo se llevarán a cabo a partir de las bases fijadas 
en la sentencia conforme al procedimiento previsto en el Capítulo IV del Título V del Libro III 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 75.  Incidencia de los beneficios comerciales.
1. Para fijar la ganancia dejada de obtener según los criterios establecidos en el 

artículo 74.2 podrán incluirse en el cálculo de los beneficios, en la proporción que el órgano 
jurisdiccional estime razonable, los producidos por la explotación de aquellas cosas de las 
que el objeto inventado constituya parte esencial desde el punto de vista comercial.

2. Se entiende que el objeto inventado constituye parte esencial de un bien desde el 
punto de vista comercial cuando la consideración del invento incorporado suponga un factor 
determinante para la demanda de dicho bien.

Artículo 76.  Indemnización por desprestigio.
El titular de la patente podrá exigir también la indemnización del perjuicio que suponga el 

desprestigio de la invención patentada causado por el infractor por cualquier causa y, en 
especial, como consecuencia de una realización defectuosa o una presentación inadecuada 
de aquélla en el mercado.
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Artículo 77.  Deducción de las indemnizaciones ya percibidas.
De la indemnización debida por quien hubiera producido o importado sin consentimiento 

del titular de la patente los objetos protegidos por la misma se deducirán las 
indemnizaciones que éste haya percibido por el mismo concepto de quienes explotaron de 
cualquier otra manera el mismo objeto.

Artículo 78.  Prescripción y límite al ejercicio de las acciones.
1. Las acciones civiles derivadas de la infracción del derecho de patente prescriben a los 

cinco años, contados desde el momento en que pudieron ejercitarse.
2. El titular de la patente no podrá ejercitar las acciones establecidas en este Título frente 

a quienes exploten los objetos que hayan sido introducidos en el comercio por personas que 
le hayan indemnizado en forma adecuada los daños y perjuicios causados.

TÍTULO VIII
La solicitud de patente y la patente como objetos del derecho de propiedad

CAPÍTULO I
Inscripción registral, cotitularidad y expropiación

Artículo 79.  Inscripción en el Registro de Patentes.
1. En el Registro de Patentes se inscribirán, en la forma que se disponga 

reglamentariamente, tanto las solicitudes de patente como las patentes ya concedidas.
2. Salvo en el caso previsto en el artículo 13.1, la transmisión, las licencias y 

cualesquiera otros actos o negocios jurídicos, tanto voluntarios como necesarios, que 
afecten a las solicitudes de patentes o a las patentes ya concedidas, sólo surtirán efectos 
frente a terceros de buena fe desde que hubieren sido inscritos en el Registro de Patentes. 
Reglamentariamente se establecerá la forma y documentación necesaria para dichas 
inscripciones.

3. No podrán invocarse frente a terceros derechos sobre solicitudes de patente o sobre 
patentes que no estén debidamente inscritos en el Registro de Patentes. Tampoco podrá 
mencionar en sus productos una solicitud de patente o una patente quien no tenga inscrito 
un derecho suficiente para hacer esa mención. Los actos realizados con infracción de lo 
dispuesto en este apartado serán sancionados como actos de competencia desleal.

4. La Oficina Española de Patentes y Marcas calificará la legalidad, validez y eficacia de 
los actos que hayan de inscribirse en el Registro de Patentes. El Registro de Patentes será 
público.

5. Inscrito en el Registro de Patentes alguno de los derechos o gravámenes 
contemplados en el artículo 82.1, no podrá inscribirse ningún otro de igual o anterior fecha 
que resulte opuesto o incompatible con aquél. Si solo se hubiere anotado la solicitud de 
inscripción, tampoco podrá inscribirse ningún otro derecho o gravamen incompatible hasta 
que se resuelva aquella.

Artículo 80.  Cotitularidad.
1. Cuando la solicitud de patente o la patente ya concedida pertenezcan pro indiviso a 

varias personas, la comunidad resultante se regirá por lo acordado entre las partes, en su 
defecto por lo dispuesto en este artículo y en último término por las normas del derecho 
común sobre la comunidad de bienes.

2. Sin embargo, cada uno de los partícipes por sí solo podrá:
a) Disponer de la parte que le corresponda notificándolo a los demás comuneros que 

podrán ejercitar los derechos de tanteo y retracto. El plazo para el ejercicio del derecho de 
tanteo será de dos meses, contados a partir desde el envío de la notificación, y el del 
retracto, de un mes a partir de la inscripción de la cesión en el Registro de Patentes.

b) Explotar la invención previa notificación a los demás cotitulares.
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c) Realizar los actos necesarios para la conservación de la solicitud o de la patente.
d) Ejercitar acciones civiles o criminales contra los terceros que atenten de cualquier 

modo a los derechos derivados de la solicitud o de la patente común. El partícipe que 
ejercite tales acciones queda obligado a notificar a los demás comuneros la acción 
emprendida, a fin de que éstos puedan sumarse a la acción.

3. La concesión de licencia a un tercero para explotar la invención deberá ser otorgada 
conjuntamente por todos los partícipes, a no ser que el órgano jurisdiccional por razones de 
equidad, dadas las circunstancias del caso, faculte a alguno de ellos para otorgar la 
concesión mencionada

Artículo 81.  Expropiación.
1. Cualquier solicitud de patente o patente ya concedida podrá ser expropiada por causa 

de utilidad pública o de interés social, mediante la justa indemnización.
2. La expropiación podrá hacerse con el fin de que la invención caiga en el dominio 

público y pueda ser libremente explotada por cualquiera, sin necesidad de solicitar licencias, 
o con el fin de que sea explotada en exclusiva por el Estado, el cual adquirirá, en este caso, 
la titularidad de la patente.

3. La utilidad pública o el interés social será declarado por la Ley que ordene la 
expropiación, la cual dispondrá si la invención ha de caer en el dominio público o si ha de 
adquirir el Estado la titularidad de la patente o de la solicitud. El expediente que haya de 
instruirse se ajustará en todo, incluida la fijación del justiprecio, al procedimiento general 
establecido en la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre Expropiación Forzosa.

CAPÍTULO II
Transferencias, Licencias y Gravámenes

Artículo 82.  Principios generales.
1. Tanto la solicitud de patente como la patente son transmisibles y podrán darse en 

garantía o ser objeto de otros derechos reales, licencias, opciones de compra, embargos, 
otros negocios jurídicos o medidas que resulten del procedimiento de ejecución. En el 
supuesto de que se constituya una hipoteca mobiliaria, ésta se regirá por sus disposiciones 
específicas y se inscribirá en la sección cuarta del Registro de Bienes Muebles con 
notificación de dicha inscripción al Registro de Patentes para su inscripción en el mismo. A 
estos efectos ambos registros estarán coordinados para comunicarse telemáticamente los 
gravámenes inscritos o anotados en ellos.

2. Los actos a que se refiere el apartado anterior, cuando se realicen entre vivos, 
deberán constar por escrito para que sean válidos.

3. A los efectos de su cesión o gravamen la solicitud de patente o la patente ya 
concedida son indivisibles, aunque pueden pertenecer en común a varias personas.

4. Las disposiciones de este Capítulo se entienden sin perjuicio de las normas referidas 
al contenido y límites de los contratos de cesión y licencia sobre bienes inmateriales 
impuestos en otras Leyes nacionales que resulten aplicables, o de la aplicación, por los 
órganos nacionales o comunitarios correspondientes, de las disposiciones establecidas en 
los reglamentos comunitarios relativos a la aplicación del apartado 3 del artículo 101 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a determinadas categorías de acuerdos de 
transferencia de tecnología.

Artículo 83.  Licencias contractuales.
1. Tanto la solicitud de patente como la patente pueden ser objeto de licencias en su 

totalidad o en alguna de las facultades que integran el derecho de exclusiva, para todo el 
territorio nacional o para una parte del mismo. Las licencias pueden ser exclusivas o no 
exclusivas.

2. Podrán ser ejercitados los derechos conferidos por la patente o por la solicitud frente a 
un licenciatario que viole alguno de los límites de su licencia establecidos en virtud de lo 
dispuesto en el apartado anterior.
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3. Los titulares de licencias contractuales no podrán cederlas a terceros, ni conceder 
sublicencias, a no ser que se hubiere convenido lo contrario.

4. Salvo pacto en contrario, el titular de una licencia contractual tendrá derecho a realizar 
todos los actos que integran la explotación de la invención patentada, en todas sus 
aplicaciones, en todo el territorio nacional y durante toda la duración de la patente.

5. Se presumirá que la licencia no es exclusiva y que el licenciante podrá conceder otras 
licencias y explotar por sí mismo la invención.

6. La licencia exclusiva impide el otorgamiento de otras licencias y el licenciante sólo 
podrá explotar la invención si en el contrato se hubiera reservado expresamente ese 
derecho.

Artículo 84.  Conocimientos técnicos.
1. Salvo pacto en contrario, quien transmita una solicitud de patente o una patente o 

conceda una licencia sobre las mismas, está obligado a poner a disposición del adquirente o 
del licenciatario los conocimientos técnicos que posea y que resulten necesarios para poder 
proceder a una adecuada explotación de la invención.

2. El adquirente o licenciatario a quien se comuniquen conocimientos secretos estará 
obligado a adoptar las medidas necesarias para evitar su divulgación.

Artículo 85.  Responsabilidad del transmitente y del licenciante.
1. Quien transmita a título oneroso una solicitud de patente o una patente ya concedida u 

otorgue una licencia sobre las mismas responderá, salvo pacto en contrario, si 
posteriormente se declarara que carecía de la titularidad o de las facultades necesarias para 
la realización del negocio de que se trate. Cuando se retire o se deniegue la solicitud, se 
revoque la patente o se declare su nulidad se aplicará en todo caso lo dispuesto en el 
artículo 104.3, a no ser que se hubiera pactado una responsabilidad mayor para el 
transmitente o el licenciante.

2. El transmitente o licenciante responderá siempre, cuando hubiere actuado de mala fe. 
La mala fe se presume, salvo prueba en contrario, cuando no hubiere dado a conocer al otro 
contratante, haciéndolo constar en el contrato con mención individualizada de tales 
documentos, los informes o resoluciones, españoles o extranjeros, de que disponga o le 
conste su existencia, referente a la patentabilidad de la invención objeto de la solicitud o de 
la patente.

3. Las acciones a que se refieren los apartados anteriores prescribirán a los seis meses, 
contados desde la fecha de la resolución definitiva o de la sentencia firme que les sirva de 
fundamento. Serán de aplicación a las mismas las normas del Código Civil sobre 
saneamiento por evicción.

Artículo 86.  Responsabilidad frente a terceros.
1. Quien transmita una solicitud de patente o una patente ya concedida u otorgue una 

licencia sobre las mismas, responderá solidariamente con el adquirente o con el licenciatario 
de las indemnizaciones a que hubiere lugar como consecuencia de los daños y perjuicios 
ocasionados a terceras personas por defectos inherentes a la invención objeto de la solicitud 
o de la patente.

2. La parte que efectúe el pago de la indemnización a que se refiere el apartado anterior 
podrá repetir del declarado responsable las cantidades abonadas, a no ser que se hubiere 
pactado lo contrario, que hubiere procedido de mala fe o que, dadas las circunstancias del 
caso y por razones de equidad, deba ser él quien soporte en todo o en parte la 
indemnización establecida a favor de los terceros.
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CAPÍTULO III
Licencias de pleno derecho

Artículo 87.  Licencias de pleno derecho.
Son licencias de pleno derecho las que resultan de un ofrecimiento público de licencias 

contractuales no exclusivas, realizado por el titular de la patente, de acuerdo con lo previsto 
en este Capítulo.

Artículo 88.  Ofrecimiento de licencias de pleno derecho.
1. Si el titular de la patente hace un ofrecimiento de licencias de pleno derecho, 

declarando por escrito a la Oficina Española de Patentes y Marcas que está dispuesto a 
autorizar la utilización de la invención a cualquier interesado, en calidad de licenciatario, se 
reducirá a la mitad el importe de las tasas anuales que devengue la patente después de 
recibida la declaración. Cuando se produzca un cambio total de la titularidad de la patente 
como consecuencia del ejercicio de la acción judicial prevista en el artículo 12, el 
ofrecimiento se considerará que ha sido retirado al inscribirse al nuevo titular en el Registro 
de Patentes. La Oficina Española de Patentes y Marcas inscribirá en el Registro de Patentes 
y dará la adecuada publicidad a los ofrecimientos de licencias de pleno derecho.

2. El ofrecimiento podrá ser retirado en cualquier momento por medio de una notificación 
escrita dirigida a la Oficina Española de Patentes y Marcas siempre que nadie haya 
comunicado todavía al titular de la patente su intención de utilizar la invención. La retirada 
del ofrecimiento será efectiva a partir del momento de su notificación.

3. El importe de la reducción de tasas que hubiere tenido lugar desde que se comunicó 
el ofrecimiento hasta la retirada del mismo deberá abonarse dentro del mes siguiente a la 
retirada del ofrecimiento. Será aplicable a este caso lo dispuesto en el artículo 184.3, 
computándose el plazo de seis meses que en él se prevé a partir de la terminación del plazo 
anteriormente mencionado.

4. No podrá hacerse el ofrecimiento de licencias de pleno derecho cuando figure inscrita 
en el Registro de Patentes una licencia exclusiva o cuando hubiere sido presentada una 
solicitud de inscripción de una licencia de esa clase. Una vez presentado el ofrecimiento de 
licencias de pleno derecho, no podrá admitirse ninguna solicitud de inscripción de una 
licencia exclusiva en el Registro de Patentes, a menos que se retire o se considere retirado 
el ofrecimiento.

5. La aceptación de un ofrecimiento público de licencias de pleno derecho legitima a 
cualquier persona para utilizar la invención en calidad de licenciatario no exclusivo.

Artículo 89.  Obtención de licencias de pleno derecho.
1. Cualquiera que desee utilizar la invención sobre la base del ofrecimiento de licencias 

de pleno derecho deberá notificárselo a la Oficina Española de Patentes y Marcas indicando 
la utilización que vaya a hacerse de la invención. La Oficina Española de Patentes y Marcas 
remitirá la notificación tanto al titular de la patente como al solicitante.

2. El solicitante de la licencia estará legitimado para utilizar la invención en la forma 
indicada por él en el plazo de un mes contado desde la recepción de la notificación que le 
haya sido remitida por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

3. A falta de pacto entre las partes en el plazo indicado, la Oficina Española de Patentes 
y Marcas, a petición escrita de cualquiera de ellas y previa audiencia de ambas, fijará el 
importe adecuado de la compensación que haya de pagar el licenciatario o la modificará si 
hubieren acaecido o se hubieren conocido hechos que hagan aparecer como 
manifiestamente inadecuado el importe establecido. Sólo podrá pedirse que sea modificada 
la compensación establecida de este modo después de transcurrido un año desde que 
aquélla hubiere sido fijada por última vez. Para que la petición de fijar o modificar la 
compensación se considere presentada será preciso que haya sido abonada la tasa 
correspondiente.

4. Al término de cada trimestre del año natural, el licenciatario deberá informar al titular 
de la patente sobre la utilización que hubiere hecho de la invención y deberá abonarle la 
correspondiente compensación. Si no cumpliere las obligaciones mencionadas, el titular de 
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la patente podrá otorgarle un plazo suplementario que sea razonable para que las cumpla. 
Transcurrido el plazo infructuosamente, se cancelará la licencia, previa petición justificada 
por el titular de la patente.

TÍTULO IX
Obligación de explotar y licencias obligatorias

CAPÍTULO I
Obligación de explotar la invención y requisitos para la concesión de licencias 

obligatorias

Artículo 90.  Obligación de explotar.
1. El titular de la patente está obligado a explotar la invención patentada bien por sí o por 

persona autorizada por él mediante su ejecución en España o en el territorio de un Estado 
miembro de la Organización Mundial del Comercio, de forma que dicha explotación resulte 
suficiente para abastecer la demanda en el mercado español.

2. La explotación deberá realizarse dentro del plazo de cuatro años desde la fecha de 
presentación de la solicitud de patente, o de tres años desde la fecha en que se publique su 
concesión en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial», aplicándose automáticamente el 
plazo que expire más tarde.

3. La prueba de que la invención está siendo explotada de conformidad con lo dispuesto 
en el apartado 1 incumbe al titular de la patente.

Artículo 91.  Supuestos de concesión de licencias obligatorias.
Procederá la concesión de licencias obligatorias sobre una determinada patente cuando 

concurra alguno de los supuestos siguientes:
a) Falta o insuficiencia de explotación de la invención patentada.
b) Dependencia entre las patentes, o entre patentes y derechos de obtención vegetal.
c) Necesidad de poner término a prácticas que una decisión administrativa o 

jurisdiccional firme haya declarado contrarias a la legislación nacional o comunitaria de 
defensa de la competencia.

d) Existencia de motivos de interés público para la concesión.
e) Fabricación de productos farmacéuticos destinados a la exportación en aplicación del 

Reglamento (CE) n.º 816/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo 
de 2006, sobre la concesión de licencias obligatorias sobre patentes relativas a la fabricación 
de productos farmacéuticos destinados a la exportación a países con problemas de salud 
pública.

Artículo 92.  Licencias obligatorias por falta o insuficiencia de explotación.
1. Una vez finalizado el plazo previsto en el artículo 90 para iniciar la explotación de la 

invención patentada, cualquier persona podrá solicitar la concesión de una licencia 
obligatoria si en el momento de la solicitud, y salvo excusas legítimas, no se ha iniciado la 
explotación de la patente o cuando tal explotación, una vez transcurrido dicho plazo, haya 
sido interrumpida durante más de un año.

2. Se considerarán como excusas legítimas las dificultades objetivas de carácter técnico 
legal, ajenas a la voluntad y a las circunstancias del titular de la patente, que hagan 
imposible la explotación del invento o que impidan que esa explotación sea mayor de lo que 
es.

Artículo 93.  Licencias obligatorias por dependencia.
1. Cuando no sea posible explotar el invento protegido por una patente sin menoscabo 

de los derechos conferidos por una patente o por un derecho de obtención vegetal anterior, 
el titular de la patente posterior podrá solicitar una licencia obligatoria, para la explotación del 
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objeto de la patente o de la variedad objeto del derecho de obtención vegetal anterior, 
mediante el pago de un canon adecuado.

2. Cuando no sea posible explotar un derecho de obtención vegetal sin menoscabo de 
los derechos conferidos por una patente anterior, el obtentor podrá solicitar una licencia 
obligatoria, para la explotación del invento protegido por la patente, mediante el pago de un 
canon adecuado.

3. Si una patente tuviera por objeto un procedimiento para la obtención de una sustancia 
química o farmacéutica protegida por una patente en vigor, tanto el titular de la patente de 
procedimiento como el de la patente de producto, tendrán derecho a la obtención de una 
licencia obligatoria sobre la patente del otro titular.

4. Los solicitantes de las licencias a que se refieren los apartados anteriores deberán 
demostrar:

a) Que la invención o la variedad representa un progreso técnico significativo de 
considerable importancia económica con relación a la invención reivindicada en la patente 
anterior o a la variedad protegida por el derecho de obtención vegetal anterior.

b) Que han intentado, sin conseguirlo en un plazo prudencial, obtener del titular de la 
patente o del derecho de obtención vegetal anterior, una licencia contractual en los términos 
previstos en el artículo 97.1.

5. Cuando proceda la concesión de una licencia obligatoria por dependencia, también el 
titular de la patente o del derecho de obtención vegetal anterior podrá solicitar el 
otorgamiento, en condiciones razonables, de una licencia para utilizar la invención o la 
variedad protegida por la patente o por el derecho de obtención vegetal posterior.

6. Las licencias obligatorias por dependencia se otorgarán solamente con el contenido 
necesario para permitir la explotación de la invención protegida por la patente, o de la 
variedad protegida por el derecho de obtención vegetal de que se trate, y quedarán sin 
efecto al declararse la nulidad o la caducidad de alguno de los títulos entre los cuales se dé 
la dependencia.

7. La tramitación y la resolución de las solicitudes de licencias obligatorias por 
dependencia para el uso no exclusivo de una invención patentada, se regirá por lo dispuesto 
en la presente Ley. La tramitación y la resolución de las solicitudes de licencias obligatorias 
por dependencia para el uso de la variedad protegida por un derecho de obtentor se regirán 
por su legislación específica.

Artículo 94.  Licencias obligatorias para poner remedio a prácticas anticompetitivas.
1. La resolución administrativa o jurisdiccional firme que haya declarado la violación del 

derecho de la competencia por parte del titular de la patente se comunicará a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
o por el Juez o Tribunal que la haya emitido.

2. Cuando la resolución decrete directamente la sujeción de la patente al régimen de 
licencias obligatorias, la Oficina Española de Patentes y Marcas la publicará en el «Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial» y procederá de acuerdo con lo previsto en los artículos 98 
y 99 de esta Ley.

3. No será precisa en este caso la justificación de la negociación previa entre el titular de 
la patente y el potencial usuario, solicitante de la licencia obligatoria. La necesidad de 
corregir las prácticas anticompetitivas se podrá tener en cuenta al determinar el canon de la 
licencia.

4. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados precedentes, cuando el Gobierno 
considere que existen razones de interés público para poner término a prácticas 
anticompetitivas, la sujeción de la patente al régimen de licencias obligatorias podrá 
acordarse por real decreto de acuerdo con lo previsto en el artículo siguiente.

Artículo 95.  Licencias obligatorias por motivos de interés público.
1. Por motivo de interés público, el Gobierno podrá someter, en cualquier momento, una 

solicitud de patente o una patente ya otorgada, al régimen de licencias obligatorias, 
disponiéndolo así por real decreto.

2. Se considerará en todo caso que existen motivos de interés público cuando:
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a) La iniciación, el incremento o la generalización de la explotación del invento, o la 
mejora de las condiciones en que tal explotación se realiza, sean de primordial importancia 
para la salud pública o para la defensa nacional.

b) La falta de explotación o la insuficiencia en calidad o en cantidad de la explotación 
realizada implique grave perjuicio para el desarrollo económico o tecnológico del país.

c) Las necesidades de abastecimiento nacional así lo exijan.
3. El real decreto al que se hace referencia en el apartado 1 deberá ser acordado a 

propuesta del Ministerio de Industria, Energía y Turismo. En los casos en que la importancia 
de la explotación del invento se relacione con la salud pública o con la defensa nacional, la 
propuesta deberá formularse conjuntamente con el Ministro competente en materia de 
sanidad o de defensa, respectivamente.

4. El real decreto que disponga la sujeción de la patente al régimen de licencias 
obligatorias podrá establecer directamente, en todo o en parte, el alcance, condiciones y 
canon de licencia en los supuestos previstos en el artículo 97.2, o remitir la fijación de tales 
condiciones al oportuno procedimiento ante la Oficina Española de Patentes y Marcas 
previsto en el capítulo siguiente para su concreción en la resolución que conceda la licencia.

5. Cuando la sujeción al régimen de licencias obligatorias por motivos de interés público 
se deba a su importancia para la defensa nacional, podrá reservarse la posibilidad de 
solicitar tales licencias a una o varias empresas determinadas.

Artículo 96.  Licencias obligatorias para la fabricación de medicamentos destinados a países 
con problemas de salud pública.

1. Las solicitudes de licencias obligatorias presentadas en aplicación del Reglamento 
(CE) n.º 816/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2006, sobre la 
concesión de licencias obligatorias sobre patentes relativas a la fabricación de productos 
farmacéuticos destinados a la exportación a países con problemas de salud pública, se 
dirigirán a la Oficina Española de Patentes y Marcas, en los modelos normalizados que se 
establezcan al efecto. Las licencias se tramitarán conforme a lo dispuesto en el citado 
Reglamento (CE) n.º 816/2006 y se regirán por lo dispuesto en el mismo.

2. La licencia surtirá efecto a partir de la fecha en la que la resolución que la conceda se 
notifique al solicitante y al titular del derecho, aplicándose la que sea posterior. La resolución 
que acuerde la licencia establecerá el canon de la misma. La licencia podrá ser revocada por 
la Oficina Española de Patentes y Marcas si el licenciatario no cumple las condiciones bajo 
las que fue otorgada de acuerdo con lo previsto en el artículo 16 del citado Reglamento (CE) 
n.º 816/2006.

3. Sin perjuicio de cualquier otra consecuencia legalmente prevista toda infracción de la 
prohibición prevista en el artículo 13 del Reglamento (CE) n.º 816/2006 y en el artículo 2 del 
Reglamento (CE) n.º 953/2003 del Consejo, de 26 de mayo de 2003, destinado a evitar el 
desvío comercial hacia la Unión Europea de determinados medicamentos esenciales, se 
considerará una infracción de la patente sobre la que recae la licencia.

CAPÍTULO II
Procedimiento de concesión de las licencias obligatorias

Artículo 97.  Justificación previa del solicitante de la licencia.
1. Previamente a la solicitud de una licencia obligatoria el interesado deberá probar que 

ha intentado, sin conseguirlo en un plazo prudencial, obtener del titular de la patente una 
licencia contractual en términos y condiciones comerciales razonables. Para las licencias 
previstas en el artículo 96, y salvo que se den las circunstancias previstas en el artículo 9.2 
del Reglamento (CE) n.º 816/2006 al que se refiere el apartado 1 del artículo precedente, 
este plazo será en todo caso de treinta días, anteriores a la presentación de la solicitud.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será aplicable:
a) En los casos de emergencia nacional o en otras circunstancias de extrema urgencia.
b) En los casos de uso público no comercial.
c) En el supuesto previsto en la letra c) del artículo 91.
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Artículo 98.  Solicitud de la licencia.
1. La solicitud de licencia obligatoria, dirigida a la Oficina Española de Patentes y Marcas 

en el modelo normalizado que se establezca al efecto, deberá ir acompañada de la prueba 
que acredite el intento previo de licencia contractual, salvo en los casos previstos en el 
apartado 2 del artículo anterior. La solicitud estará sujeta al pago de la tasa correspondiente.

2. El solicitante, además de concretar su petición, deberá exponer las circunstancias que 
la justifiquen, aportar las pruebas de que disponga en apoyo de sus afirmaciones, y acreditar 
que cuenta con los medios y garantías suficientes para llevar a cabo una explotación real y 
efectiva de la invención patentada acorde con la finalidad de la licencia.

Artículo 99.  Tramitación y resolución.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas dará traslado de una copia de la solicitud 

con los documentos que la acompañen al titular de la patente, a fin de que conteste en el 
plazo máximo de un mes. La contestación deberá ir acompañada de las pruebas que 
justifiquen las alegaciones realizadas. Si el titular de la patente no contestara dentro del 
plazo, dicha Oficina procederá a la concesión de la licencia.

2. Cuando, valoradas las alegaciones y pruebas presentadas, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas considere que se dan las circunstancias que justifican la concesión de la 
licencia, invitará a las partes para que en el plazo de dos meses designen un mediador 
común o, en su defecto, nombre cada una un experto que, junto a un tercer experto 
nombrado por la mencionada Oficina, acuerden las condiciones de aquélla.

3. A falta de acuerdo sobre la designación de mediador o experto, o sobre las 
condiciones de la licencia en el plazo de dos meses adicionales, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas decidirá sobre la concesión de la licencia y resolverá en consecuencia.

4. La resolución que otorgue la licencia deberá determinar el contenido de ésta. En 
particular habrá de fijar el ámbito de la licencia, el canon, la duración, las garantías que deba 
prestar el licenciatario, y cualesquiera otras cláusulas que aseguren el cumplimiento por su 
parte de las condiciones que justifican la concesión de la licencia.

5. Durante la tramitación del expediente, la Oficina Española de Patentes y Marcas podrá 
realizar de oficio las actuaciones que sean pertinentes y puedan ser de utilidad para resolver 
sobre la concesión de la licencia. Dicha Oficina podrá suspender por una sola vez la 
tramitación a petición justificada de ambas partes, en las circunstancias previstas en el 
Reglamento de ejecución de esta Ley.

6. La resolución determinará los gastos que hayan de ser sufragados por cada parte, que 
serán los causados a instancia suya. Los gastos comunes serán pagados por mitad. Podrá 
imponerse el pago de todos los gastos a una de las partes cuando se declare que ha 
actuado con temeridad o mala fe.

7. La interposición de un recurso administrativo o jurisdiccional contra la resolución que 
ponga término al expediente no suspenderá la ejecución del acto impugnado, pero la Oficina 
Española de Patentes y Marcas podrá autorizar al licenciatario previa petición fundada de 
éste, a demorar el comienzo de la explotación hasta que sea firme la concesión de la 
licencia.

CAPÍTULO III
Régimen de las licencias obligatorias

Artículo 100.  Características de las licencias obligatorias.
1. Las licencias obligatorias no serán exclusivas.
2. La licencia llevará aparejada una remuneración adecuada según las circunstancias 

propias de cada caso, habida cuenta de la importancia económica de la invención.
3. Si la patente recae sobre tecnología de semiconductores las licencias obligatorias solo 

podrán tener por objeto un uso público no comercial o utilizarse para rectificar una práctica 
declarada anticompetitiva tras un procedimiento judicial o administrativo.

4. Las relaciones que mantengan el titular de la patente y el licenciatario con motivo de la 
concesión de una licencia obligatoria deberán atenerse a la buena fe. Para el titular de la 
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patente, la aplicación de este principio incluirá la obligación de poner a disposición del 
licenciatario los conocimientos técnicos que posea y resulten necesarios para poder 
proceder a una adecuada explotación comercial del invento.

En caso de violación de este principio, declarada por sentencia judicial, por parte del 
titular de la patente, el licenciatario podrá pedir a la Oficina Española de Patentes y Marcas 
que reduzca el canon fijado para la licencia, en proporción a la importancia que tenga para la 
explotación del invento la obligación incumplida. Si en las mismas condiciones se declarase 
la actuación del licenciatario contraria a la buena fe contractual, el licenciante podrá instar de 
la mencionada Oficina la extinción de la licencia obligatoria.

5. La licencia obligatoria comprenderá los certificados complementarios de protección 
que al concederse la licencia o posteriormente, recaigan sobre el objeto de la patente de 
base incluido en el ámbito de la licencia obligatoria.

6. En cuanto no se opongan a lo dispuesto en este Título o en la normativa comunitaria, 
serán de aplicación a las licencias obligatorias las normas establecidas para las licencias 
contractuales previstas en el Título VIII, Capítulo II, de esta Ley.

Artículo 101.  Cesión, modificación y cancelación de las licencias obligatorias.
1. Para que la cesión de una licencia obligatoria sea válida, será preciso que la licencia 

se transmita junto con la empresa o parte de la empresa que la explote y que la cesión sea 
expresamente anotada por la Oficina Española de Patentes y Marcas. Tratándose de 
licencias por dependencia de patentes será preciso, además, que la licencia se transmita 
junto con la patente dependiente.

2. Será nula, en todo caso, la concesión de sublicencias por parte del titular de una 
licencia obligatoria.

3. Tanto el licenciatario como el titular de la patente podrán solicitar de la Oficina 
Española de Patentes y Marcas la modificación del canon u otras condiciones de la licencia 
obligatoria cuando existan nuevos hechos que justifiquen el cambio y, en especial, cuando el 
titular de la patente otorgue, con posterioridad a la licencia obligatoria, licencias 
contractuales en condiciones injustificadamente más favorables a las de aquella.

4. Si el licenciatario incumpliera grave o reiteradamente algunas de las obligaciones que 
le corresponden en virtud de la licencia obligatoria, la Oficina Española de Patentes y 
Marcas, previa audiencia de la parte afectada, de oficio o a instancia de parte interesada, 
podrá cancelar la licencia.

TÍTULO X
Nulidad, revocación y caducidad de la patente

CAPÍTULO I
Nulidad

Artículo 102.  Causas de nulidad.
1. Se declarará la nulidad de la patente:
a) Cuando se justifique que no concurre, respecto del objeto de la patente, alguno de los 

requisitos de patentabilidad contenidos en el Título II de esta Ley.
b) Cuando no describa la invención de forma suficientemente clara y completa para que 

pueda ejecutarla un experto en la materia.
c) Cuando su objeto exceda del contenido de la solicitud de patente tal como fue 

presentada, o en el caso de que la patente hubiere sido concedida como consecuencia de 
una solicitud divisional o como consecuencia de una solicitud presentada con base en lo 
dispuesto en el artículo 11, cuando el objeto de la patente exceda del contenido de la 
solicitud inicial tal como ésta fue presentada.

d) Cuando se haya ampliado la protección conferida por la patente tras la concesión.
e) Cuando el titular de la patente no tuviera derecho a obtenerla conforme a lo dispuesto 

en el artículo 10.
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2. Si las causas de nulidad sólo afectan a una parte de la patente ésta quedará limitada 
mediante la modificación de la o las reivindicaciones afectadas y se declarará parcialmente 
nula. A estos efectos, en el escrito de contestación a las alegaciones de nulidad el titular de 
la patente, sin perjuicio de poder defender con carácter principal la validez de las 
reivindicaciones concedidas, podrá defender con carácter subsidiario el juego o los juegos 
de reivindicaciones que proponga en la contestación.

Artículo 103.  Ejercicio de la acción de nulidad.
1. Será pública la acción para impugnar la validez de la patente. Esto no obstante, en el 

caso previsto en el apartado 1, párrafo e), del artículo precedente sólo podrá solicitar la 
declaración de nulidad la persona legitimada para obtener la patente.

2. La acción de nulidad podrá ejercitarse durante toda la vida legal de la patente y 
durante los cinco años siguientes a la caducidad de ésta.

3. La acción se dirigirá siempre contra quien sea titular registral de la patente en el 
momento de la interposición de la demanda, y ésta deberá ser notificada a todas las 
personas titulares de derechos sobre la patente debidamente inscritos en el Registro de 
Patentes con el fin de que puedan personarse e intervenir en el proceso.

4. En el procedimiento de nulidad el titular de la patente podrá limitar el alcance de la 
misma modificando las reivindicaciones. La patente, así limitada, servirá de base al 
procedimiento.

5. No podrá demandarse ante la Jurisdicción civil la nulidad de una patente, invocando la 
misma causa de nulidad que hubiera sido ya objeto de pronunciamiento, en cuanto al fondo 
de la cuestión, en sentencia dictada en la vía contencioso-administrativa, sobre los mismos 
hechos invocados como causa de nulidad.

Artículo 104.  Efectos de la declaración de nulidad.
1. La declaración de nulidad implica que la patente no fue nunca válida, considerándose 

que ni la patente ni la solicitud que la originó han tenido nunca los efectos previstos en el 
Título VI de esta Ley, en la medida en que hubiere sido declarada la nulidad.

2. La nulidad de la patente determinará la de sus certificados complementarios en la 
medida en que afecte al derecho sobre el producto protegido por la patente de base que 
fundamentó la concesión de aquéllos.

3. Sin perjuicio de la indemnización de daños y perjuicios a que hubiere lugar cuando el 
titular de la patente, hubiera actuado de mala fe, el efecto retroactivo de la nulidad no 
afectará:

a) A las resoluciones sobre infracción de la patente que hubieran adquirido fuerza de 
cosa juzgada y hubieran sido ejecutadas con anterioridad a la declaración de nulidad.

b) A los contratos concluidos antes de la declaración de nulidad, en la medida en que 
hubieran sido ejecutados con anterioridad a la misma. Esto no obstante, por razones de 
equidad y en la medida que lo justifiquen las circunstancias, será posible reclamar la 
restitución de sumas pagadas en virtud del contrato.

4. Una vez firme, la declaración de nulidad de la patente tendrá fuerza de cosa juzgada 
frente a todos.

5. La sentencia que declare la nulidad, total o parcial, de la patente será, en todo caso, 
comunicada a la Oficina Española de Patentes y Marcas para que se proceda a la 
cancelación de su inscripción o a la modificación del título inscrito.

CAPÍTULO II
Revocación o limitación a instancia del titular de la patente

Artículo 105.  Petición de revocación o de limitación.
1. A petición de su titular, la patente cuya concesión sea firme podrá ser revocada o 

limitada modificando las reivindicaciones en cualquier momento de su vida legal, incluido el 
periodo de vigencia de los certificados complementarios en su caso.
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2. La solicitud de revocación o de limitación dirigida a la Oficina Española de Patentes y 
Marcas, se formulará en el impreso oficial establecido al efecto y solo se considerará 
válidamente formulada tras el pago de la tasa correspondiente.

3. No se admitirá la revocación o la limitación de una patente sobre la que existan 
derechos reales, opciones de compra, embargos o licencias inscritos en el Registro de 
Patentes sin que conste el consentimiento de los titulares de esos derechos. Tampoco se 
admitirá la solicitud de revocación o limitación si figurase inscrita en el Registro de Patentes 
la presentación de una demanda judicial reivindicando la titularidad de la patente o el 
reconocimiento de otros derechos patrimoniales sobre la misma en tanto no conste el 
consentimiento del demandante.

4. Cuando esté pendiente un procedimiento judicial sobre la validez de la patente y sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 120, la petición de limitación, dirigida a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, habrá de ser autorizada por el Juez o Tribunal que conozca 
del procedimiento.

Artículo 106.  Procedimiento.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas comprobará la regularidad de los 

documentos presentados y examinará si, en su caso, las reivindicaciones modificadas se 
ajustan a lo dispuesto en los artículos 28 y 48.

2. Si la documentación presenta defectos o si el nuevo juego de reivindicaciones no 
limita el objeto de la patente, se comunicarán las objeciones al interesado, indicando los 
motivos, para que éste corrija los defectos o presente sus alegaciones en el plazo 
establecido reglamentariamente. La solicitud será denegada si los defectos no son 
subsanados en plazo. No existiendo objeciones, o superadas éstas, se resolverá acordando 
la revocación o la limitación solicitada.

Artículo 107.  Efectos de la revocación o de la limitación.
1. Los efectos de la revocación o de la limitación son los mismos que los de la nulidad 

total o parcial. Las reivindicaciones modificadas determinarán retroactivamente el alcance de 
la protección conferida por la patente.

2. Los efectos de la revocación o de la limitación sobre resoluciones anteriores y los 
contratos concluidos con anterioridad a la resolución que la declare serán los previstos en el 
artículo 104.

CAPÍTULO III
Caducidad

Artículo 108.  Causas de caducidad.
1. Las patentes caducan:
a) Por la expiración del plazo para el que hubieren sido concedidas.
b) Por renuncia del titular.
c) Por falta de pago en tiempo oportuno de una anualidad y, en su caso, de la sobretasa 

correspondiente.
d) Si la invención no es explotada en los dos años siguientes a la concesión de la 

primera licencia obligatoria.
e) Por incumplimiento de la obligación de explotar prevista en el artículo 90, cuando el 

titular de la patente no pueda beneficiarse de las disposiciones del referido Convenio de 
París para la Protección de la Propiedad Industrial, de 20 de marzo de 1883 o del Acuerdo 
sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, 
hecho en Marrakech el 15 de abril de 1994 y resida habitualmente o tenga su 
establecimiento industrial o comercial en un país cuya legislación admita la adopción de una 
medida similar.

2. Sin perjuicio de su declaración por la Oficina Española de Patentes y Marcas y su 
publicación en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial», la caducidad de una patente 
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incorpora el objeto patentado al dominio público desde el momento en que se produjeron los 
hechos u omisiones que dieron lugar a ella, salvo en la parte en que ese mismo objeto 
estuviere amparado por otra patente anterior y vigente. Será aplicable a la caducidad de la 
patente de base por alguna de las causas previstas en los apartados 1.b) a 1.e), y desde el 
momento en que esta se produzca, lo dispuesto en el artículo 104.2 respecto a la nulidad.

3. En los supuestos de falta de pago de una anualidad, se entiende que la omisión que 
da lugar a la caducidad se produce al comienzo del año de la vida de la patente para el cual 
no hubiere sido abonada la anualidad. No obstante lo previsto en el apartado precedente, la 
caducidad no se producirá en este caso antes de que transcurran los seis meses de demora 
sin que se haya pagado la anualidad y la sobretasa correspondiente, o en su caso, la 
correspondiente tasa de regularización.

4. En el supuesto del apartado 1, párrafo d), la caducidad será declarada previa 
instrucción por la Oficina Española de Patentes y Marcas del correspondiente expediente 
administrativo.

Artículo 109.  Caducidad por falta de pago en tiempo oportuno de una anualidad.
1. Cuando existan embargos inscritos sobre una patente o una acción reivindicatoria en 

curso y su titular no hubiere pagado en tiempo oportuno una anualidad, no caducará dicha 
patente hasta el levantamiento del embargo o la desestimación definitiva de la acción 
reivindicatoria. El titular de la patente embargada podrá no obstante evitar la caducidad 
abonando las anualidades devengadas en el plazo de dos meses contados desde la fecha 
en la que se le comunique la cancelación del embargo.

2. Si como consecuencia de los procedimientos a que se refiere el apartado anterior se 
produjera un cambio en la titularidad de la patente el nuevo titular podrá abonar las 
anualidades devengadas en el plazo de dos meses a contar desde la fecha en la que la 
sentencia sobre la acción reivindicatoria hubiera ganado firmeza o desde que la autoridad o 
tribunal competente hubieran notificado a la Oficina Española de Patentes y Marcas la 
adjudicación definitiva de la patente embargada.

3. Transcurridos los plazos previstos en los apartados 1 y 2, la patente caducará si no se 
hubiere efectuado el correspondiente pago.

4. Tampoco caducará una patente por falta de pago en tiempo oportuno de una 
anualidad cuando se encuentre inscrita en el Registro de Patentes una hipoteca mobiliaria 
sobre la misma. El titular hipotecario podrá efectuar el pago en nombre de su propietario en 
el plazo de un mes a contar desde la finalización del plazo de recargos previsto en el 
artículo 185. Podrán también efectuar el pago en las mismas condiciones los titulares de 
otros derechos inscritos sobre la patente que pudieran verse afectados por su caducidad, sin 
perjuicio de su derecho a repetir frente al titular de la patente las cantidades abonadas.

Cuando la hipoteca se haya constituido a favor de la Hacienda Pública el pago quedará 
suspendido hasta la cancelación de la misma, sin que se produzca la caducidad de la 
patente por falta de pago de las anualidades pendientes, que deberán ser abonadas, bien 
por el titular de la patente que hipotecó la misma, bien por quien resulte nuevo propietario 
tras la ejecución de la garantía hipotecaria por el procedimiento administrativo de apremio.

Artículo 110.  Renuncia.
1. El titular podrá renunciar a toda la patente o a una o varias reivindicaciones de la 

misma.
2. La renuncia, dirigida a la Oficina Española de Patentes y Marcas, deberá presentarse 

por escrito y solo tendrá efectos frente a terceros una vez inscrita en el Registro de Patentes.
3. Cuando la renuncia sea parcial, la patente seguirá en vigor con referencia a las 

reivindicaciones no comprendidas en la renuncia, siempre que la renuncia no suponga la 
ampliación del objeto de la patente.

4. No se admitirá la renuncia de una patente sobre la que existan derechos reales, 
opciones de compra, embargos o licencias inscritos en el Registro de Patentes sin que 
conste el consentimiento de los titulares de esos derechos. Tampoco se admitirá la renuncia 
si existiera en curso una acción reivindicatoria o de nulidad sobre la patente y no constara el 
consentimiento del demandante.
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5. La renuncia a la patente se publicará en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial». 
Cuando la renuncia sea parcial se editará, previo pago de la tasa correspondiente, un nuevo 
folleto de la patente de acuerdo con lo que se disponga reglamentariamente.

TÍTULO XI
Patentes de interés para la defensa nacional

Artículo 111.  Sujeción al régimen de secreto.
1. El contenido de todas las solicitudes de patentes se mantendrá secreto hasta que 

transcurra un mes desde la fecha de su presentación. Antes de que finalice, la Oficina 
Española de Patentes y Marcas prorrogará este plazo hasta cuatro meses cuando estime 
que la invención puede ser de interés para la defensa nacional, notificando la prórroga al 
solicitante y poniendo inmediatamente a disposición del Ministerio de Defensa copia de la 
solicitud de la patente presentada.

2. A los efectos mencionados se establecerá la necesaria coordinación entre el Ministerio 
de Defensa y la Oficina Española de Patentes y Marcas para determinar cuándo una 
invención puede ser de interés para la defensa nacional. El Ministerio de Defensa podrá 
conocer bajo régimen de secreto todas las solicitudes presentadas.

3. Cuando el interés de la defensa nacional así lo exija, el Ministerio de Defensa 
requerirá a la Oficina Española de Patentes y Marcas para que antes de que finalice el plazo 
establecido en el apartado 1 decrete la tramitación secreta y haga la correspondiente 
notificación al solicitante.

4. Mientras la solicitud de patente o la patente estén sometidas al régimen de secreto el 
solicitante o el titular deberán abstenerse de cualquier actuación que pueda permitir el 
conocimiento de la invención por personas no autorizadas. El Ministerio de Defensa, a 
petición del titular, podrá autorizar actos encaminados a la explotación total o parcial del 
objeto de la solicitud o de la patente, señalando las condiciones a que estarán sometidos 
dichos actos.

5. La Oficina Española de Patentes y Marcas previo informe favorable del Ministerio de 
Defensa, podrá levantar el secreto impuesto sobre una solicitud o sobre una patente 
determinada.

6. Aquellas solicitudes de patente o patentes que han sido declaradas secretas en un 
país perteneciente al Tratado del Atlántico Norte y que reivindicando el derecho de prioridad 
se presenten en España, se mantendrán en régimen de secreto en tanto no se haya 
levantado dicho régimen en el país que lo declaró. Dichas solicitudes no podrán ser retiradas 
sin el permiso expreso de la autoridad que declaró el secreto.

Artículo 112.  Tramitación.
1. Las solicitudes de patente sujetas a régimen de secreto seguirán un trámite similar a 

aquéllas no secretas salvo en lo referente a la divulgación y publicación informando de los 
trámites en todo caso al Ministerio de Defensa y al titular de la solicitud o a su representante.

2. Mientras se mantenga el régimen de secreto los plazos que se computan para el 
solicitante a partir de la publicación del informe sobre el estado de la técnica empezarán a 
correr desde que la Oficina Española de Patentes y Marcas le comunique la posibilidad de 
realizar las actuaciones sujetas a dichos plazos.

3. El plazo para formular oposición a la concesión de la patente no se abrirá hasta que 
una vez levantado el régimen de secreto se publique la concesión en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial».

Artículo 113.  Mantenimiento del régimen de secreto.
La patente cuya concesión se hubiere tramitado en secreto se inscribirá en un Registro 

Secreto de la Oficina Española de Patentes y Marcas, y se mantendrá en ese mismo 
régimen durante un año a partir de la fecha de su concesión. La prolongación de ese plazo 
deberá renovarse anualmente, haciendo la correspondiente notificación al titular de la 
patente.
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Artículo 114.  Anualidades y compensación.
1. Las patentes secretas no estarán sujetas al pago de anualidades.
2. El titular de la patente podrá reclamar al Estado una compensación por el tiempo en 

que se mantuvo secreta. Esta compensación, que podrá ser reclamada por cada año 
transcurrido, será acordada entre las partes. Si no se llegara a un acuerdo, la compensación 
se fijará judicialmente, teniendo en cuenta la importancia de la invención y el beneficio que el 
titular hubiera podido obtener de la libre explotación de la misma.

3. Si la invención objeto de la patente secreta hubiera sido divulgada por culpa o 
negligencia de su titular, éste perderá el derecho a la compensación, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal a que hubiere lugar.

Artículo 115.  Solicitudes en el extranjero.
1. A efectos de lo dispuesto en los artículos anteriores, cuando se trate de invenciones 

realizadas en España y no se reivindique la prioridad de un depósito anterior en España no 
podrá solicitarse patente en ningún país extranjero antes de transcurridos los plazos 
previstos en el artículo 111.1, salvo que se hubiera hecho con expresa autorización de la 
Oficina Española de Patentes y Marcas. Esta autorización no podrá concederse para 
aquellas invenciones que interesen a la defensa nacional salvo que el Ministerio de Defensa 
lo autorice expresamente.

2. La petición de autorización deberá formalizarse, de acuerdo con lo que se disponga 
reglamentariamente, presentando en la Oficina Española de Patentes la solicitud con los 
documentos necesarios para que la Oficina proceda a efectuar el examen previsto en el 
artículo 111.1 en condiciones de secreto. La Oficina podrá requerir la presentación de una 
traducción si fuese necesario.

En el caso de que la invención no sea de interés para la defensa nacional, y su 
presentación fuera de España no contravenga lo previsto en convenios internacionales en 
materia de defensa suscritos por España, la Oficina Española de Patentes y Marcas se lo 
comunicará al solicitante en un plazo máximo de un mes, autorizándole a presentarla como 
primera solicitud en el extranjero. La autorización se entiende concedida si transcurrido dicho 
plazo la Oficina no se hubiere pronunciado al respecto.

3. Cuando el solicitante tenga su domicilio, sede social o residencia habitual en España 
se presumirá salvo prueba en contrario, que la invención se realizó en territorio español.

TÍTULO XII
Jurisdicción y normas procesales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 116.  Jurisdicción.
El conocimiento de todos los litigios que se susciten como consecuencia del ejercicio de 

acciones de cualquier clase y naturaleza que sean, derivadas de la aplicación de los 
preceptos de esta Ley, corresponderá en función de su delimitación competencial, al orden 
jurisdiccional civil, penal o contencioso-administrativo.

Artículo 117.  Legitimación para el ejercicio de las acciones.
1. Estarán legitimados para el ejercicio de las acciones a que se refiere el artículo 2.3 de 

esta Ley, además de los titulares de los derechos inscritos en el Registro de Patentes, 
quienes acrediten haber solicitado debidamente la inscripción en dicho registro del acto o 
negocio del que traiga causa el derecho que se pretenda hacer valer, siempre que dicha 
inscripción llegue a ser concedida.

2. Salvo pacto en contrario, el titular de una licencia exclusiva podrá ejercitar en su 
propio nombre todas las acciones que en la presente Ley se reconocen al titular de la 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 49  Ley de Patentes

– 1133 –



patente frente a los terceros que infrinjan su derecho, pero no podrá ejercitarlas el 
concesionario de una licencia no exclusiva.

3. El licenciatario, que conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, no esté legitimado 
para ejercitar las acciones por infracción de la patente, podrá requerir fehacientemente al 
titular de la misma para que entable la acción judicial correspondiente. Si el titular se negara 
o no ejercitara la oportuna acción dentro de un plazo de tres meses, podrá el licenciatario 
entablarla en su propio nombre, acompañando el requerimiento efectuado. Con anterioridad 
al transcurso del plazo mencionado, el licenciatario podrá pedir al Juez la adopción de 
medidas cautelares urgentes cuando justifique la necesidad de las mismas para evitar un 
daño importante, con presentación del referido requerimiento.

4. El licenciatario que ejercite una acción en virtud de lo dispuesto en alguno de los 
apartados anteriores deberá notificárselo fehacientemente al titular de la patente, el cual 
podrá personarse e intervenir en el procedimiento, ya sea como parte en el mismo o como 
coadyuvante.

Artículo 118.  Competencia.
1. Los litigios civiles que puedan surgir al amparo de la presente Ley se resolverán en el 

juicio que corresponda conforme a la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
2. Será objetivamente competente el Juez de lo Mercantil de la ciudad sede del Tribunal 

Superior de Justicia de aquellas Comunidades Autónomas en las que el Consejo General del 
Poder Judicial haya acordado atribuir en exclusiva el conocimiento de los asuntos de 
patentes.

3. En particular será territorialmente competente el Juez de lo Mercantil especializado a 
que se refiere el apartado anterior correspondiente al domicilio del demandado o, en su 
defecto, del lugar de residencia del representante autorizado en España para actuar en 
nombre del titular, si en la Comunidad Autónoma de su domicilio existieran Juzgados de lo 
Mercantil especializados en asuntos de patentes conforme al apartado 2.

De no existir, a elección del actor, será competente cualquier Juez de lo Mercantil a 
quien corresponda el conocimiento de asuntos de patentes de conformidad con el 
apartado 2.

4. En caso de acciones por violación del derecho de patente también será competente, a 
elección del demandante, el mismo juzgado a que se refiere el apartado anterior de la 
Comunidad Autónoma donde se hubiera realizado la infracción o se hubieran producido sus 
efectos, siempre que en dicha Comunidad Autónoma existieran Juzgados de lo Mercantil 
especializados en asuntos de patentes conforme al apartado 2.

De no existir, a elección del actor será competente cualquier Juez de lo Mercantil a quien 
correspondiera el conocimiento de asuntos de patentes de conformidad con el apartado 2.

Artículo 119.  Plazos en litigios en materia de patentes.
1. El demandado por cualquier acción civil regulada en la presente Ley dispondrá de un 

plazo de dos meses para contestar a la demanda y, en su caso, formular reconvención.
El mismo plazo regirá para contestar la reconvención, así como para contestar a la 

limitación de la patente solicitada por el titular de la misma a resultas de la impugnación de la 
validez del título realizada por vía de reconvención o de excepción por el demandado.

2. La previsión contenida en el artículo 337 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no operará, 
salvo que la demandada justifique cumplidamente la imposibilidad de aportar el o los 
informes de que pretenda valerse al contestar a la demanda o, en su caso, a la 
reconvención.

Artículo 120.  Nulidad de la patente del actor.
1. La persona frente a la que se ejercite una acción por violación de los derechos 

derivados de una patente podrá alegar, en toda clase de procedimientos, por vía de 
reconvención o por vía de excepción, la nulidad total o parcial de la patente del actor, de 
conformidad con las normas del Derecho procesal común. A tales efectos, se tendrá en 
cuenta lo dispuesto en el artículo 103.
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2. Si la nulidad se planteara mediante excepción, el titular de la patente dispondrá de 8 
días, desde la recepción de la contestación a la demanda, para solicitar del Juez o Tribunal 
que la excepción sea tratada como reconvención.

3. En el caso de que el titular de la patente, con carácter principal o subsidiario, optara 
por limitar la patente modificando sus reivindicaciones, deberá aportar el nuevo juego o 
juegos de reivindicaciones y su justificación en el trámite de contestación a la demanda de 
nulidad, de contestación a la reconvención o de contestación a la excepción de nulidad. El 
titular de la patente que haya ejercitado acción por infracción de la misma deberá, en el 
mismo trámite de contestación a la impugnación de su patente, razonar, y en su caso probar, 
en qué modo afectan las limitaciones propuestas a la acción de infracción ejercitada frente al 
demandado.

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, cuando por circunstancias 
sobrevenidas la patente resulte modificada fuera del proceso, el titular de la misma podrá 
solicitar que la patente así modificada sirva de base al proceso. En estos casos el Juez o 
Tribunal deberá conceder trámite de alegaciones a las demás partes del proceso.

5. El Juez o Tribunal dará traslado de la solicitud de limitación al instante de la nulidad en 
turno de alegaciones, para que mantenga o modifique sus pretensiones, a la vista de la 
limitación propuesta. El cómputo del plazo de dos meses previsto en el artículo 119.1 se 
iniciará desde el momento de la recepción de la solicitud de limitación de la patente 
presentada por el actor.

6. Presentada la solicitud de limitación con carácter principal o subsidiario, el Juez o 
Tribunal librará oficio a la Oficina Española de Patentes y Marcas para su inscripción como 
anotación preventiva. La resolución firme que resuelva sobre la limitación de la patente se 
notificará de oficio a dicha Oficina para su anotación registral y, en su caso, modificación de 
la patente.

7. En los procesos en que se ejerciten acciones por las que se cuestione la validez de 
una patente, el Juez o Tribunal podrá acordar, de acuerdo con lo previsto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y previo pago de la tasa correspondiente cuando se solicite a instancia 
de parte, la emisión de un informe pericial de la Oficina Española de Patentes y Marcas para 
que dictamine por escrito sobre aquellos extremos concretos en los que los informes 
periciales aportados por las partes resulten contradictorios. El autor del informe podrá ser 
llamado a declarar sobre el contenido del informe cuando sea requerido para ello por el Juez 
o Tribunal que conozca del asunto. En ningún caso se entenderá que esta disposición limita 
la discrecionalidad del Juez o Tribunal para recabar este dictamen del centro o institución 
que considere más conveniente dadas las circunstancias del caso.

Artículo 121.  Acción negatoria.
1. Cualquier interesado podrá ejercitar una acción contra el titular de una patente, para 

que el Juez competente declare que una actuación determinada no constituya una infracción 
de esa patente.

2. El interesado, con carácter previo a la presentación de la demanda, requerirá 
fehacientemente al titular de la patente para que se pronuncie sobre la oponibilidad entre la 
misma y la explotación industrial que el requirente lleve a cabo sobre territorio español o 
frente a los preparativos serios y efectivos que desarrolle a tales efectos. Transcurrido un 
mes desde la fecha del requerimiento sin que el titular de la patente se hubiera pronunciado 
o cuando el requirente no esté conforme con la respuesta, podrá ejercitar la acción prevista 
en el apartado anterior.

3. No podrá ejercitar la acción mencionada en el apartado 1 quien hubiere sido 
demandado por la infracción de la patente de que se trate.

4. Si el demandante prueba que la actuación a que se refiere su demanda no constituye 
una infracción de la patente, el Juez hará la declaración requerida.

5. La demanda deberá ser notificada a todas las personas titulares de derechos sobre la 
patente debidamente inscritos en el Registro de Patentes, con el fin de que puedan 
personarse e intervenir en el proceso. Esto no obstante, no podrán personarse en autos los 
licenciatarios contractuales cuando así lo disponga su contrato de licencia.

6. La acción a que se refiere el presente artículo podrá ser ejercitada junto con la acción 
para que se declare la nulidad de la patente.
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Artículo 122.  Tratamiento de la información confidencial.
Cuando para el esclarecimiento de los hechos objeto de los procedimientos judiciales a 

que se refiere este capítulo, ya sea a través de la práctica de diligencias preliminares o de 
medidas para el aseguramiento de la prueba, fuese necesario recabar información que a 
juicio del Juez o Tribunal sea de carácter confidencial, el órgano jurisdiccional adoptará la 
decisión de obtener o requerir la misma y dispondrá, a petición de las partes, las medidas y 
actuaciones necesarias para garantizar la confidencialidad de la información requerida y el 
derecho a la tutela judicial efectiva de la parte procesal que demande la información.

CAPÍTULO II
Diligencias de comprobación de hechos

Artículo 123.  Petición de las diligencias.
1. La persona legitimada para ejercitar las acciones derivadas de la patente podrá pedir 

al Juez que con carácter urgente acuerde la práctica de diligencias para la comprobación de 
hechos que pueden constituir violación del derecho exclusivo otorgado por la patente, sin 
perjuicio de las que puedan solicitarse al amparo del artículo 256.1 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil.

2. Antes de resolver sobre la petición formulada, el Juez podrá requerir los informes y 
ordenar las investigaciones que estime oportunas.

3. Solamente podrá acordarse la práctica de las diligencias cuando, dadas las 
circunstancias del caso, sea presumible la infracción de la patente y no sea posible 
comprobar la realidad de la misma sin recurrir a las diligencias solicitadas.

4. Al acordar, en su caso, la práctica de las diligencias solicitadas, el Juez, de acuerdo 
con lo previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil, fijará la caución que deberá prestar el 
peticionario para responder de los daños y perjuicios que eventualmente puedan 
ocasionarse.

5. Si el Juez no considerara suficientemente fundada la pretensión, la denegará por 
medio de auto que será apelable en ambos efectos.

Artículo 124.  Práctica de las diligencias.
1. Sin que medie en ningún caso notificación previa de su práctica a quien deba 

soportarla, en la diligencia de comprobación el Juez, con intervención del perito o peritos que 
a tal efecto haya designado, y oídas las manifestaciones de la persona con quien se 
entienda la diligencia, determinará si a la vista del examen practicado se puede estar 
llevando a cabo la infracción alegada de la patente. Cuando la invención no se fabrique o se 
ejecute en España, el examen y comprobación se referirán a los productos importados y/o 
comercializados objeto de la diligencia.

2. Cuando el Juez considere que a la vista del examen practicado no es presumible que 
se esté llevando a cabo la infracción de la patente, dará por terminada la diligencia, ordenará 
que se forme una pieza separada en la que se incluirán las actuaciones, que se mantendrá 
secreta, y dispondrá que el Secretario Judicial notifique al peticionario que no procede darle 
a conocer el resultado de las diligencias realizadas.

3. En los demás casos, el Juez, con intervención del perito o peritos designados al 
efecto, efectuará una detallada descripción de las máquinas, dispositivos, productos, 
procedimientos, instalaciones o actuaciones mediante la utilización de los cuales se lleve 
presumiblemente a cabo la infracción alegada.

4. En todo caso cuidará el Juez de que la diligencia de comprobación no sirva como 
medio para violar secretos industriales o para realizar actos que constituyan competencia 
desleal.

5. Contra la decisión del Juez sobre el resultado de la diligencia practicada no se dará 
recurso alguno.
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Artículo 125.  Certificaciones y copias de las diligencias.
1. De las diligencias de comprobación realizadas no podrán expedirse otras 

certificaciones ni copias que la destinada a la parte afectada y la precisa para que el 
solicitante de las mismas inicie la correspondiente acción judicial. El solicitante sólo podrá 
utilizar esta documentación para plantear dicha acción, con prohibición de divulgarla o 
comunicarla a terceros.

2. Si en el plazo de 30 días hábiles a partir de la fecha de la entrega al solicitante de la 
certificación de las diligencias no se hubiere presentado la correspondiente demanda 
ejercitando la acción judicial, quedarán aquéllas sin efecto y no podrán ser utilizados en 
ninguna otra acción judicial.

Artículo 126.  Compensación de la parte afectada.
La parte afectada por las diligencias de comprobación podrá reclamar en todo caso, de 

quien la hubiere solicitado, el afianzamiento de los gastos y daños que se le hubieren 
ocasionado, incluido el lucro cesante. El pago solo deberá realizarse si no se ejercita la 
acción principal o esta es rechazada, todo ello sin perjuicio de la responsabilidad general por 
daños y perjuicios en que pudiera haber incurrido el solicitante de las medidas en los casos 
que a ello hubiere lugar.

CAPÍTULO III
Medidas cautelares

Artículo 127.  Petición de medidas cautelares.
Quien ejercite o vaya a ejercitar una acción de las previstas en la presente Ley podrá 

solicitar del órgano judicial que haya de entender de la misma la adopción de medidas 
cautelares tendentes a asegurar la eficacia de dichas acciones, de conformidad con lo 
previsto en la misma y en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 128.  Posibles medidas cautelares.
1. Se podrán adoptar como medidas cautelares contra el presunto infractor las que 

aseguren debidamente la completa efectividad del eventual fallo que en su día recaiga, y en 
especial las siguientes:

a) La cesación de los actos que pudieran infringir el derecho del peticionario o su 
prohibición, cuando existan indicios racionales para suponer la inminencia de dichos actos.

b) La retención y depósito de las mercancías presuntamente infractoras del derecho del 
titular de la patente y de los medios exclusivamente destinados a tal producción o a la 
realización del procedimiento patentado.

c) El afianzamiento de la eventual indemnización de daños y perjuicios.
d) Las anotaciones registrales que procedan.
2. Las medidas cautelares previstas en el apartado 1 podrán también solicitarse, cuando 

sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir 
derechos de patente, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos 
una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser 
objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

3. No procederá la adopción de medidas cautelares cuando resultare que el demandado 
está amparado por un derecho fundado en una utilización anterior según el artículo 63.

Artículo 129.  Fianzas.
1. Al acordar, en su caso, las medidas cautelares solicitadas, el Juez fijará la caución que 

deberá prestar el peticionario para responder de los daños y perjuicios que eventualmente 
puedan ocasionarse. Si éste no prestara la caución en el plazo al efecto señalado por el 
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Juez, que en ningún caso será inferior a 5 días hábiles, se entenderá que renuncia a las 
medidas.

2. En caso de que las medidas solicitadas impliquen restricciones para la actividad 
industrial o comercial del demandado, el Juez podrá señalar al tiempo de acordarlas, el 
importe de la fianza mediante la prestación de la cual dicho demandado podrá sustituir en 
cualquier momento la efectividad de dichas medidas restrictivas acordadas.

3. En todo caso, las fianzas que con carácter principal o sustitutorio se decreten para el 
demandado, se fijarán siempre en un tanto por período de tiempo que transcurra, cuando las 
mismas deriven de unos actos de explotación industrial o comercial que puedan tener 
continuidad indefinida.

4. La fianza podrá consistir en un aval bancario. No se admitirán las fianzas personales.
5. Para la fijación del importe de las fianzas el Juez deberá oír a ambas partes durante la 

tramitación de las medidas, sin perjuicio de la aplicación del artículo 733.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Artículo 130.  Medidas cautelares en caso de apelación.
1. Si la sentencia de primera instancia dictada en el procedimiento civil de fondo 

estableciera pronunciamientos condenatorios para alguna de las partes y fuera objeto de 
apelación, se dará cuenta del recurso a la parte apelada para que ésta pueda, dentro del 
plazo de 3 días, exigir del Juez la adopción de las correspondientes medidas cautelares o la 
prestación de la oportuna fianza sustitutoria, tendentes al aseguramiento de la efectividad del 
fallo recaído, siempre que estas medidas no se hubieren adoptado previamente o fueren 
insuficientes.

2. El Juez de instancia mantendrá la competencia para tramitar y resolver lo pertinente 
sobre este incidente de aseguramiento, con independencia de la admisión de la apelación y 
la elevación de los autos principales al Tribunal al que corresponda conocer de los recursos 
de apelación.

Artículo 131.  Levantamiento de las medidas cautelares.
1. En el caso de formularse la petición de medidas cautelares antes de ejercitarse la 

acción principal, quedarán sin efecto en su totalidad si la demanda no se presentara en el 
plazo previsto por el artículo 730.2 de la Ley 1/2002, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

2. Las medidas cautelares que se hubieran acordado en su caso, quedarán siempre sin 
efecto, si la sentencia dictada en primera instancia no fuere favorable a los pedimentos para 
el aseguramiento de cuya efectividad hubieren sido aquellas medidas solicitadas, o se 
revocara la sentencia de primera instancia, en el supuesto de que ésta hubiera sido 
favorable a los referidos pedimentos. Será aplicable en todo caso lo previsto en el 
artículo 744 de la citada Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. El Secretario Judicial procederá a devolver las garantías al solicitante de las medidas 
cautelares transcurridos dos meses desde su levantamiento, sin perjuicio del plazo al que 
tenga derecho el perjudicado por las medidas cautelares para solicitar la indemnización por 
daños y perjuicios que aquellas le hubieran ocasionado.

4. La indemnización deberá determinarse de conformidad con lo establecido en el 
artículo 712 y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y si la fianza no fuera 
suficiente para hacer frente a todos los perjuicios ocasionados, se seguirá la vía de apremio 
contra el responsable.

Artículo 132.  Escritos preventivos.
1. La persona que prevea la interposición de una solicitud de medidas cautelares sin 

audiencia previa en su contra, podrá comparecer en legal forma ante el órgano o los órganos 
judiciales que considere competentes para conocer de dichas posibles medidas y justificar 
su posición mediante un escrito preventivo.

El Juez o Tribunal acordará la formación de un procedimiento de medidas cautelares que 
notificará al titular de la patente y, si en el plazo de tres meses las medidas cautelares fueran 
presentadas, aquél podrá dar al procedimiento el curso previsto en los artículos 733.1 
y 734.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin que ello sea obstáculo a la posibilidad de 
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acordarlas sin más trámite mediante auto en los términos y plazos del artículo 733.2 de dicha 
Ley.

2. El titular que considere que el Juez o Tribunal ante el que se presentó el escrito 
preventivo no es el competente, podrá presentar su solicitud de medidas cautelares ante 
aquél que entiende realmente competente, debiendo hacer constar en su solicitud la 
existencia del escrito preventivo y el órgano judicial ante el que éste se hubiere presentado.

CAPÍTULO IV
Solución extrajudicial de controversias

Artículo 133.  Conciliación en materia de invenciones de empleados.
Antes de iniciar acciones judiciales basadas en la aplicación de las normas del Título IV 

de esta Ley relativo a las invenciones realizadas en el marco de una relación de empleo o de 
servicios la cuestión litigiosa podrá ser sometida, si las partes así lo acuerdan, a un acto de 
conciliación ante la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Artículo 134.  Comisión de conciliación.
1. Para la conciliación se constituirá, de acuerdo con lo que se disponga 

reglamentariamente, una comisión presidida por un experto de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas designado por su Director y otros dos elegidos respectivamente por cada 
una de las partes en conflicto, o cuando el inventor sea una persona al servicio de cualquiera 
de las Administraciones Públicas, y por lo que se refiere al representante de éstas, en la 
forma que reglamentariamente se establezca dentro del marco de la legislación laboral o 
estatutaria aplicable a la relación de empleo.

2. Cuando se trate de invenciones realizadas por el personal al que se refiere el 
apartado 1 del artículo 21, el miembro de la comisión que represente a la Universidad o al 
organismo o centro de investigación se designará en la forma que dispongan los estatutos u 
otra normativa interna de la Universidad o la normativa reguladora del organismo o centro de 
investigación. En su defecto su designación corresponderá, en el supuesto de las 
Universidades al Consejo de Gobierno y, en el caso de los organismos o centros de 
investigación, a su máximo órgano de gobierno.

Artículo 135.  Propuesta de acuerdo y conformidad.
1. Una propuesta de acuerdo deberá dictarse por la comisión en un plazo máximo de dos 

meses desde que se solicitó la conciliación, y las partes deberán manifestar en el plazo 
máximo de 15 días si están o no conformes con dicha propuesta. En caso de que no sea 
posible constituir la comisión de conciliación por incomparecencia de alguna de las partes, o 
alguna de ellas no acepte la propuesta de acuerdo dentro de los plazos respectivos, se dará 
por concluido el procedimiento. La aceptación deberá ser expresa. En caso de silencio se 
entenderá que no existe conformidad.

2. Si hubiere conformidad, el Director de la Oficina Española de Patentes y Marcas 
emitirá una certificación del acuerdo según la propuesta aceptada por las partes. A los 
efectos previstos en el artículo 517, apartado 2.9.º, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la 
certificación del Director de la Oficina Española de Patentes y Marcas del acuerdo, según la 
propuesta aceptada por las partes, llevará aparejada ejecución.

3. La ejecución del acuerdo se llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados.

Artículo 136.  Arbitraje y mediación.
1. Los interesados podrán recurrir a la mediación o someter a arbitraje las cuestiones 

litigiosas surgidas entre ellos con ocasión del ejercicio de los derechos reconocidos en esta 
Ley, en aquellas materias no excluidas de la libre disposición de las partes conforme a 
derecho.

2. No son de libre disposición, y quedan excluidas de la mediación o el arbitraje, las 
cuestiones relativas a los procedimientos de concesión, oposición o recursos referentes a los 
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títulos regulados en esta Ley, cuando el objeto de la controversia sea el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para su concesión, su mantenimiento o su validez.

3. El laudo arbitral firme producirá efectos de cosa juzgada de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 43 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, que será de aplicación 
en todo lo no previsto por el presente artículo, y la Oficina Española de Patentes y Marcas 
procederá a realizar las actuaciones necesarias para su ejecución.

4. El acuerdo de mediación suscrito por el mediador y las partes, una vez que elevado a 
escritura pública u homologado por el Juez se constituya como título ejecutivo de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles, se comunicará a la Oficina Española de Patentes y Marcas para proceder a la 
ejecución del mismo.

5. Deberán comunicarse a la Oficina Española de Patentes y Marcas la presentación de 
los recursos que se interpongan frente al laudo arbitral o el ejercicio de una acción de 
nulidad contra lo convenido en el acuerdo de mediación. Una vez firmes las 
correspondientes resoluciones se comunicarán fehacientemente a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas a los efectos previstos en el apartado anterior.

TÍTULO XIII
Modelos de utilidad

CAPÍTULO I
Objeto y requisitos de protección

Artículo 137.  Invenciones que pueden ser protegidas como modelos de utilidad.
1. Podrán protegerse como modelos de utilidad, de acuerdo con lo dispuesto en este 

Título, las invenciones industrialmente aplicables que, siendo nuevas e implicando actividad 
inventiva, consisten en dar a un objeto o producto una configuración, estructura o 
composición de la que resulte alguna ventaja prácticamente apreciable para su uso o 
fabricación.

2. No podrán ser protegidas como modelos de utilidad además de las materias e 
invenciones excluidas de patentabilidad en aplicación de los artículos 4 y 5 de esta Ley, las 
invenciones de procedimiento, las que recaigan sobre materia biológica y las sustancias y 
composiciones farmacéuticas.

Artículo 138.  Derecho a la protección.
El derecho a la protección de modelos de utilidad pertenece al inventor o a su 

causahabiente y es transmisible por todos los medios que el Derecho reconoce.

Artículo 139.  Estado de la técnica.
1. El estado de la técnica con referencia al cual debe juzgarse la novedad y la actividad 

inventiva de las invenciones protegibles como modelos de utilidad, será el mismo que el 
establecido en el artículo 6.2 para las patentes de invención.

2. Se entiende igualmente comprendido en el estado de la técnica el contenido de las 
solicitudes anteriores a que se refiere el artículo 6.3.

Artículo 140.  Actividad inventiva.
1. Para su protección como modelo de utilidad, se considera que una invención implica 

una actividad inventiva si no resulta del estado de la técnica de una manera muy evidente 
para un experto en la materia.

2. Si el estado de la técnica comprende documentos de los mencionados en el 
artículo 139.2 no serán tomados en consideración para decidir sobre la existencia de la 
actividad inventiva.
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CAPÍTULO II
Solicitud y procedimiento de concesión

Artículo 141.  Presentación y contenido de la solicitud.
1. Para la obtención de un modelo de utilidad, deberá presentarse una solicitud dirigida a 

la Oficina Española de Patentes y Marcas indicativa de que esta es la modalidad que se 
solicita, con la documentación a que hace referencia el artículo 23.1. No será necesario que 
comprenda un resumen de la invención. La solicitud estará sujeta al pago de la tasa 
correspondiente.

2. La fecha de presentación de la solicitud será la del momento en que el órgano 
competente, según lo previsto en el artículo 22, reciba la documentación que contenga al 
menos los siguientes elementos:

a) La indicación de que se solicita un modelo de utilidad.
b) Las informaciones que permitan identificar al solicitante o contactar con él.
c) Una descripción de la invención para la que se solicita el modelo de utilidad, aunque 

no cumplan con los requisitos formales establecidos en la Ley, o la remisión a una solicitud 
presentada con anterioridad.

La remisión a una solicitud anterior debe indicar el número de ésta, su fecha de 
presentación y la oficina en que haya sido presentada. En la referencia habrá de hacerse 
constar que la misma sustituye a la descripción o, en su caso, a los dibujos.

Una copia certificada de la solicitud anterior, acompañada en su caso de la 
correspondiente traducción al castellano, deberá presentarse en el plazo previsto en el 
Reglamento de ejecución.

3. La fecha de presentación de las solicitudes presentadas en una oficina de correos 
será la prevista en el artículo 24.4.

Artículo 142.  Asignación de fecha de presentación y examen de oficio.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas comprobará si la solicitud reúne los 

requisitos para obtener una fecha de presentación y si la tasa correspondiente ha sido 
pagada. Será aplicable lo dispuesto en el artículo 33.2 para las patentes de invención.

2. Si la tasa no hubiera sido abonada con la solicitud, o no lo hubiere sido en su 
totalidad, se notificará esta circunstancia al solicitante para que realice o complete el pago en 
el plazo reglamentariamente establecido. Transcurrido dicho plazo sin efectuar o completar 
el pago, se le tendrá por desistido en la solicitud.

3. Admitida a trámite la solicitud, la Oficina Española de Patentes y Marcas verificará:
a) Si su objeto es susceptible de protección como modelo de utilidad.
b) Si aquélla cumple los requisitos establecidos en el Título V, Capítulo I tal como hayan 

sido desarrollados reglamentariamente.
La Oficina Española de Patentes y Marcas no examinará la novedad, la actividad 

inventiva, la suficiencia de la descripción o la aplicación industrial. Tampoco se realizará el 
informe sobre el estado de la técnica ni se emitirá la opinión escrita, previstos para las 
patentes de invención.

4. Si el examen revela defectos en la documentación o que el objeto de la solicitud no es 
susceptible de protección como modelo de utilidad, se comunicarán estas circunstancias al 
interesado para que en el plazo reglamentariamente establecido los corrija o formule sus 
alegaciones. Para subsanar los defectos apuntados, el solicitante podrá modificar las 
reivindicaciones o dividir la solicitud.

5. Se denegará la solicitud mediante resolución motivada cuando su objeto no sea 
susceptible de protección como modelo de utilidad o cuando persistan defectos o 
irregularidades que no hubieren sido subsanados. La mención de la denegación se publicará 
en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial».
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Artículo 143.  Publicación de la solicitud.
No existiendo motivos de denegación, o subsanados éstos, la Oficina Española de 

Patentes y Marcas pondrá a disposición del público los documentos del modelo solicitado 
haciendo el correspondiente anuncio el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial», en el 
cual se publicarán también las reivindicaciones del modelo solicitado y, en su caso, una 
reproducción de los dibujos.

Artículo 144.  Oposiciones a la solicitud.
1. Dentro de los dos meses siguientes a la publicación de la solicitud cualquier persona 

podrá formular oposición, alegando la falta de alguno de los requisitos legales exigidos para 
su concesión, incluidas la novedad, la actividad inventiva, la aplicación industrial o la 
suficiencia de la descripción. No podrá alegarse la falta de legitimación del solicitante, la cual 
deberá hacerse valer ante los Tribunales ordinarios.

2. El plazo previsto en el apartado precedente podrá prorrogarse por otros dos meses 
adicionales para presentar pruebas o completar alegaciones, siempre que la oposición se 
interponga válidamente dentro del plazo inicial y la prórroga se solicite antes de la expiración 
del mismo.

Artículo 145.  Procedimiento y resolución.
1. La oposición deberá formularse ante la Oficina Española de Patentes y Marcas, 

mediante escrito motivado acompañado en su caso de los correspondientes documentos 
probatorios. Con el escrito de oposición se acompañará el justificante del pago de la tasa de 
oposición.

2. Transcurridos los plazos legales sin que se hayan presentado oposiciones la Oficina 
Española de Patentes y Marcas dictará resolución concediendo el modelo de utilidad 
solicitado.

3. Si se presentaran oposiciones, la Oficina Española de Patentes y Marcas las 
comunicará al solicitante para que en el plazo reglamentariamente establecido formule por 
escrito sus alegaciones y modifique, si lo estima oportuno, las reivindicaciones, dando 
traslado a las partes de los escritos presentados por la otra, en las condiciones establecidas 
en el Reglamento de ejecución de la Ley.

4. Transcurridos los plazos de contestación y réplica, la Oficina Española de Patentes y 
Marcas resolverá estimando en todo o en parte las oposiciones presentadas cuando 
concurran motivos de oposición previstos en el artículo 144, o desestimándolas en caso 
contrario. No obstante, cuando pese a las modificaciones o alegaciones aportadas persistan 
motivos que impidan en todo o en parte la concesión del modelo se otorgará al solicitante un 
nuevo plazo dándole al menos una oportunidad, de acuerdo con lo establecido en dicho 
Reglamento, para que subsane el defecto o presente nuevas alegaciones, antes de resolver 
con carácter definitivo la oposición planteada.

5. La concesión del modelo de utilidad se anunciará en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial», poniendo a disposición del público los documentos obrantes en el 
expediente.

6. Para los modelos de utilidad no se editarán los folletos a que hace referencia el 
artículo 42.

Artículo 146.  Recursos.
1. El recurso administrativo contra la concesión del modelo de utilidad solo podrá 

referirse a aquellas cuestiones que puedan ser resueltas por la Administración durante el 
procedimiento de registro.

2. El recurso administrativo fundado en motivos de denegación de registro no 
examinados de oficio por la Administración, sólo podrá interponerse por quienes hayan sido 
parte en un procedimiento de oposición contra la concesión del registro basado en dichos 
motivos, y se dirigirá contra el acto resolutorio de la oposición planteada. A estos efectos 
podrá entenderse desestimada la oposición si, transcurrido el plazo para resolverla y 
notificarla, no hubiese recaído resolución expresa.
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3. Frente a la resolución de concesión de un modelo de utilidad, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas no podrá ejercer de oficio o a instancia de parte la potestad revisora 
prevista en el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, antes citada, si la nulidad 
del modelo se funda en alguna de las causas previstas en el artículo 149 de esta Ley. Dichas 
causas de nulidad sólo se podrán hacer valer ante los tribunales.

Artículo 147.  Publicación de las modificaciones.
Las modificaciones del modelo de utilidad como consecuencia de una oposición o de un 

recurso se publicarán haciendo el correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial». La publicación incluirá las reivindicaciones del modelo registrado y, en 
su caso, una reproducción de los dibujos.

CAPÍTULO III
Efectos de la concesión

Artículo 148.  Contenido del derecho y ejercicio de acciones.
1. La protección del modelo de utilidad atribuye a su titular los mismos derechos que la 

patente de invención.
2. La duración de la protección de los modelos de utilidad será de diez años 

improrrogables, contados desde la fecha de presentación de la solicitud, y producirá sus 
efectos a partir de la publicación de la mención de su concesión en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial».

3. Para el ejercicio de acciones encaminadas a dar efectividad a los derechos de 
exclusiva derivados de un modelo de utilidad solicitado con posterioridad a la entrada en 
vigor de la presente Ley será preciso que se haya obtenido o solicitado previamente, 
abonando la tasa correspondiente, el informe sobre el estado de la técnica previsto en el 
artículo 36.1 para las patentes, referido al objeto de título en el que se funde la acción.

4. El informe, una vez elaborado, será notificado al peticionario y puesto a disposición del 
público unido al expediente del modelo. En el supuesto de que se presente la demanda 
antes de aportar dicho informe el demandado podrá pedir la suspensión del plazo para 
contestarla hasta que se aporte dicho informe a los autos.

5. Una vez solicitado el informe sobre el estado de la técnica, y aunque éste no se 
hubiera aportado todavía, podrá instarse, de conformidad con lo previsto en esta Ley y en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, la adopción de medidas provisionales y cautelares, siempre que 
éstas no consistan en la paralización o cesación de la actividad industrial o comercial del 
demandado en relación con el objeto protegido.

Artículo 149.  Nulidad.
1. Se declarará la nulidad de la protección del modelo de utilidad:
a) Cuando su objeto no sea susceptible de protección conforme a lo dispuesto en los 

artículos 137 a 140 y en el Título II de esta Ley, en cuanto no contradiga lo establecido en los 
artículos mencionados.

b) Cuando no describa la invención de forma suficientemente clara y completa para que 
pueda ejecutarla un experto en la materia.

c) Cuando su objeto exceda del contenido de la solicitud de modelo de utilidad tal como 
fue presentado o, en el caso de que el modelo de utilidad hubiere sido concedido como 
consecuencia de una solicitud divisionaria o como consecuencia de una nueva solicitud 
presentada con base en lo dispuesto en el artículo 11, cuando el objeto del modelo de 
utilidad exceda del contenido de la solicitud inicial tal como éste fue presentado.

d) Cuando el alcance de la protección haya sido ampliado tras la concesión.
e) Cuando el titular del modelo de utilidad no tuviera derecho a obtenerlo conforme a lo 

dispuesto en los artículos 10 y 138.
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2. Si las causas de nulidad sólo afectan a una parte del modelo de utilidad, este quedará 
limitado mediante la modificación de la o las reivindicaciones afectadas y se declarará 
parcialmente nulo.

Artículo 150.  Aplicación de las disposiciones sobre las patentes.
En defecto de norma expresamente aplicable a los modelos de utilidad regirán para 

éstos las disposiciones establecidas en la presente Ley para las patentes de invención, 
siempre que no sean incompatibles con la especialidad de aquéllos. Les serán, en todo 
caso, aplicables las normas contenidas en el Título III sobre derecho a la patente y 
designación del inventor, Título IV sobre invenciones de empleados, Capítulo V del Título V 
sobre disposiciones generales del procedimiento y a la información de los terceros y Título X 
sobre nulidad, revocación y limitación a instancia del titular y caducidad de la patente.

TÍTULO XIV
Aplicación de los convenios internacionales

CAPÍTULO I
Presentación y efectos de las solicitudes de patente europea y de las patentes 

europeas en España

Artículo 151.  Ámbito de aplicación.
Las disposiciones de esta Ley y de su Reglamento de ejecución se aplicarán a las 

solicitudes de patente europea y a las patentes europeas que produzcan efectos en España, 
en todo lo que no se oponga al Convenio sobre concesión de Patentes Europeas, hecho en 
Munich el 5 de octubre de 1973, denominado en lo sucesivo CPE.

Artículo 152.  Presentación de solicitudes de patente europea.
1. Las solicitudes de patente europea podrán ser presentadas en la Oficina Española de 

Patentes y Marcas o en las Comunidades Autónomas competentes para admitir solicitudes 
de patentes nacionales según lo previsto en el artículo 22. Las Comunidades Autónomas 
remitirán dichas solicitudes de patente europea a la Oficina Española de Patentes y Marcas.

2. Cuando se trate de invenciones realizadas en España y no se reivindique la prioridad 
de un depósito anterior en España, la solicitud habrá de presentarse necesariamente de 
acuerdo con lo previsto en el apartado 1. Si el solicitante tuviera su domicilio, o sede social o 
residencia habitual en España se presumirá salvo prueba en contrario, que la invención se 
realizó en territorio español. Será aplicable a estas solicitudes lo dispuesto en el artículo 34 y 
en el Título XI de esta Ley. A falta de cumplimiento de esta obligación, la patente no 
producirá efectos en España.

3. Las solicitudes de patente europea en las que no concurran las circunstancias del 
apartado precedente podrán presentarse directamente en la Oficina Europea de Patentes.

4. Las solicitudes que se presenten en España podrán estar redactadas en cualquiera de 
los idiomas previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 14 del CPE. Si lo fueran en idioma 
distinto del español, la Oficina Española de Patentes y Marcas podrá solicitar una traducción 
al español, de acuerdo con lo que se disponga reglamentariamente.

Artículo 153.  Valor de la solicitud de patente europea y de la patente europea.
En las condiciones previstas en el CPE, la solicitud de patente europea a la que se haya 

concedido una fecha de presentación y la patente europea, tienen respectivamente el valor 
de un depósito nacional efectuado regularmente ante la Oficina Española de Patentes y 
Marcas y el de una patente nacional.
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Artículo 154.  Derechos conferidos por la solicitud de patente europea publicada.
1. Las solicitudes de patente europea, después de su publicación según lo previsto en el 

artículo 93 del CPE, gozarán en España de una protección provisional equivalente a la 
conferida a la publicación de las solicitudes nacionales a partir de la fecha en la que, previo 
pago de la tasa correspondiente, sea hecha accesible al público por la Oficina Española de 
Patentes y Marcas una traducción al español de las reivindicaciones. Una copia de los 
dibujos, en su caso, deberá acompañar a la traducción, aun cuando no comprenda 
expresiones a traducir.

2. Cuando el titular no tenga domicilio ni sede social en España, la traducción deberá ser 
realizada por un Agente de la Propiedad Industrial acreditado ante la Oficina Española de 
Patentes y Marcas o por un Traductor/a-Intérprete Jurado/a nombrado por el Ministerio de 
Asuntos Exteriores y de Cooperación. Reglamentariamente podrán establecerse otros 
criterios de validación que garanticen la autenticidad y fidelidad de las traducciones 
mencionadas en este artículo.

Artículo 155.  Traducción y publicación de la patente europea.
1. Cuando la Oficina Europea de Patentes conceda una patente europea que designe a 

España, su titular deberá proporcionar a la Oficina Española de Patentes y Marcas una 
traducción al español de la patente europea tal como haya sido concedida. También deberá 
aportarse la traducción en los supuestos en los que la patente haya sido mantenida en forma 
modificada, o limitada por la Oficina Europea de Patentes.

2. La traducción deberá remitirse a la Oficina Española de Patentes y Marcas en el plazo 
de tres meses contados desde la fecha en que se publique en el «Boletín Europeo de 
Patentes» la mención de que la patente ha sido concedida, modificada o limitada en los 
supuestos previstos en el apartado 1. Una copia de los dibujos en su caso deberá 
acompañar a la traducción, aun cuando no contenga expresiones a traducir. Será aplicable lo 
dispuesto en el apartado 2 del artículo precedente.

A falta de dicha traducción y del pago de la tasa para su publicación en el plazo 
establecido, la patente no producirá efectos en España.

3. La Oficina Española de Patentes y Marcas, en el plazo de un mes a partir de la fecha 
de remisión de la traducción, publicará una mención indicativa de la misma en el «Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial», con los datos necesarios para la identificación de la 
patente europea y, previo pago de la tasa correspondiente, un folleto con la traducción de la 
patente europea.

Artículo 156.  Registro de Patentes Europeas.
1. Tan pronto como la concesión de la patente europea haya sido mencionada en el 

«Boletín Europeo de Patentes», la Oficina Española de Patentes y Marcas la inscribirá en su 
Registro, con los datos mencionados en el Registro Europeo de Patentes.

2. Serán igualmente objeto de inscripción, la fecha en que se haya recibido y publicado 
la traducción mencionada en el artículo 155 o en su caso, la falta de dicha traducción. 
También se inscribirán los datos mencionados en el Registro Europeo de Patentes relativos 
a los procedimientos de oposición, recurso o limitación, así como los datos previstos para las 
patentes españolas.

Artículo 157.  Texto fehaciente de la solicitud de patente europea y de la patente europea.
1. La traducción al español de la solicitud de patente europea y de la patente europea, 

cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos precedentes, se considerará como 
fehaciente si el texto traducido confiere una protección menor que la que es concedida por 
dicha solicitud o por dicha patente en la lengua en que la solicitud fue depositada.

2. En todo momento se puede efectuar por el titular de la solicitud o de la patente una 
revisión de la traducción, la cual no adquirirá efecto hasta que la misma sea publicada por la 
Oficina Española de Patentes y Marcas. No se procederá a dicha publicación si no se 
hubiera justificado el pago de la tasa correspondiente.

3. Toda persona que, de buena fe, comience a explotar una invención o haya hecho 
preparativos efectivos y serios para ello, sin que tal explotación constituya una infracción de 
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la solicitud o de la patente de acuerdo con el texto de la traducción inicial, podrá continuar 
sin indemnización alguna con la explotación en su empresa o para las necesidades de ésta.

Artículo 158.  Transformación de la solicitud de patente europea en solicitud de patente 
nacional.

1. Una solicitud de patente europea puede ser transformada en solicitud de patente 
nacional:

a) En los casos previstos en el artículo 135.1.a) del CPE.
b) Cuando se considere rechazada por aplicación del artículo 90.5 del CPE en la medida 

en que se refiere al artículo 14.2 del mismo.
2. La solicitud de patente europea se considera, desde la fecha de recepción por la 

Oficina Española de Patentes y Marcas de la petición de transformación, como una solicitud 
de patente nacional y tendrá como fecha de presentación la otorgada por la Oficina Europea 
de Patentes a la solicitud de patente europea.

3. La solicitud de patente se tendrá por desistida si en el plazo y condiciones previstas en 
el Reglamento de esta Ley no se justifica el pago de las tasas exigibles para una solicitud de 
patente española en el momento de la presentación y no se aporta una traducción al español 
del texto original de la solicitud de patente europea o, en su caso, del texto modificado en el 
curso del procedimiento ante la Oficina Europea de Patentes, sobre el cual se desea fundar 
el procedimiento de concesión ante la Oficina Española de Patentes y Marcas. Será 
aplicable a la traducción el artículo 154.2.

Artículo 159.  Transformación de la solicitud de patente europea en solicitud de modelo de 
utilidad.

1. La solicitud de patente europea puede transformarse en solicitud de modelo de utilidad 
español cuando aquella haya sido denegada o retirada, o se haya considerado retirada, de 
acuerdo con lo previsto en el CPE.

2. Será de aplicación, referido a los modelos de utilidad, lo dispuesto en los apartados 2 
y 3 del artículo precedente.

Artículo 160.  Prohibición de doble protección.
1. En la medida en que una patente nacional tenga por objeto una invención para la cual 

una patente europea con efectos en España ha sido concedida al mismo inventor o a su 
causahabiente, con la misma fecha de presentación o de prioridad, la patente nacional deja 
de producir efectos a partir del momento en que:

a) El plazo previsto para formular oposición de la patente europea haya expirado, sin que 
ninguna oposición haya sido formulada.

b) El procedimiento de oposición haya terminado, manteniéndose la patente europea.
2. En el caso de que la patente nacional se haya concedido con posterioridad a 

cualquiera de las fechas indicadas en los párrafos a) y b), esta patente no producirá efectos.
3. La extinción o anulación posterior de la patente europea no determinará que la patente 

nacional recobre sus efectos.

Artículo 161.  Anualidades.
1. Para toda patente europea que tenga efectos en España se deberán abonar a la 

Oficina Española de Patentes y Marcas las anualidades previstas en la legislación vigente en 
materia de patentes nacionales.

2. Las anualidades serán exigibles en la OEPM a partir del año de la vida de la patente 
siguiente a aquel en el que la mención de la concesión de la patente europea haya sido 
publicada en el «Boletín Europeo de Patentes».

3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 141.2 del CPE, el pago de las anualidades 
deberá efectuarse aplicando el régimen de devengo, plazo, cuantía, forma y las demás 
condiciones previstas en la legislación vigente para las patentes nacionales.
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CAPÍTULO II
Aplicación del Tratado de cooperación en materia de patentes

Sección 1.ª Ámbito de aplicación y solicitudes internacionales depositadas en 
España

Artículo 162.  Ámbito de aplicación.
1. El presente capítulo se aplicará a las solicitudes internacionales en el sentido del 

artículo 2 del Tratado de cooperación en materia de patentes, para las cuales la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, actúe en calidad de oficina receptora, oficina designada u 
oficina elegida.

2. Las disposiciones de esta Ley y de su Reglamento se aplicarán a las solicitudes que 
designen a España y que hayan iniciado su tramitación ante la Oficina Española de Patentes 
y Marcas, en todo lo que no se oponga al citado Tratado.

Artículo 163.  La Oficina Española de Patentes y Marcas como Oficina Receptora.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas actuará como Oficina Receptora, en el 

sentido del artículo 2.xv) del Tratado de cooperación en materia de patentes, respecto de las 
solicitudes internacionales de nacionales españoles o de personas que tengan su sede 
social o su domicilio en España.

2. Cuando se trate de invenciones realizadas en España, y no se reivindique la prioridad 
de un depósito anterior en España, la solicitud internacional deberá ser presentada en la 
Oficina Española de Patentes y Marcas. El incumplimiento de esta obligación privará de 
efectos en España a la solicitud internacional.

Cuando el solicitante tenga su domicilio o sede social o residencia habitual en España se 
presumirá salvo prueba en contrario, que la invención se realizó en territorio español.

3. La solicitud internacional presentada en España será redactada en español. Además 
de las tasas prescritas por el mencionado Tratado, el depósito de la solicitud internacional 
dará lugar al pago de la tasa de transmisión prevista en el anexo de esta Ley y en el 
Reglamento de ejecución del Tratado.

Artículo 164.  Conversión de solicitudes internacionales.
1. A las solicitudes internacionales depositadas ante la Oficina Española de Patentes y 

Marcas les serán de aplicación las normas contenidas en el Título XI de esta Ley.
2. En caso de ser España Estado designado, si la autorización del Ministerio de Defensa 

prevista en el artículo 111 no fuera otorgada, la solicitud internacional será considerada 
desde su fecha de depósito como una solicitud nacional. En este caso, la tasa de 
transmisión será considerada como tasa por presentación de solicitud nacional.

3. Los anteriores apartados no serán aplicables cuando la solicitud internacional 
reivindique la prioridad de una solicitud nacional anterior cuyo contenido o cuya tramitación 
no se mantengan en secreto por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Artículo 165.  Reivindicación de prioridad de depósito anterior en España.
Si la solicitud internacional reivindica la prioridad de un depósito anterior en España, el 

documento de prioridad expedido por la Oficina Española de Patentes y Marcas podrá, a 
petición del solicitante en las condiciones previstas en el Reglamento de ejecución del 
Tratado de cooperación en materia de patentes, ser transmitido directamente a la Oficina 
Internacional. La petición estará sujeta al pago de la tasa que figura en el anexo de esta Ley 
que deberá abonarse por el solicitante a la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Artículo 166.  Prórroga de los plazos para el pago de tasas.
El pago de las tasas realizado en respuesta a una invitación dirigida al solicitante, en 

virtud de lo dispuesto en el Reglamento de ejecución del Tratado estará sujeto en favor de la 
Oficina Española de Patentes y Marcas, al abono de la tasa por pago tardío prevista en la 
regla 16.bis.2 del mismo. Esta tasa deberá abonarse en el plazo de un mes a partir de la 
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fecha de notificación de la invitación y su cuantía se determinará en cada caso según los 
criterios previstos en el citado Reglamento.

Sección 2.ª Solicitudes internacionales que designen o elijan a España

Artículo 167.  Actuación de la Oficina Española de Patentes y Marcas como Oficina 
Designada o Elegida.

La Oficina Española de Patentes y Marcas actuará en calidad de Oficina Designada o 
Elegida en el sentido del artículo 2.xiii) y xiv) del Tratado de cooperación en materia de 
patentes cuando España haya sido mencionada a tal efecto, con vistas a la obtención de una 
patente nacional, en la solicitud internacional, o en la petición de examen preliminar 
internacional.

Artículo 168.  Fecha de presentación y efectos de la solicitud internacional.
Una solicitud internacional que designe a España tendrá, desde el momento en que se le 

haya otorgado una fecha de presentación internacional en virtud del artículo 11 del Tratado 
de cooperación en materia de patentes, los efectos de una solicitud nacional regularmente 
presentada ante la Oficina Española de Patentes y Marcas desde dicha fecha. Esta fecha se 
considerará como la de presentación efectiva en España.

Artículo 169.  Tramitación de la solicitud internacional.
1. Para que la Oficina Española de Patentes y Marcas inicie la tramitación de la solicitud 

internacional, deberá presentarse en el plazo aplicable en virtud del artículo 22 o del 
artículo 39.1 del Tratado de cooperación en materia de patentes una traducción de la misma 
al español, tal como fue originariamente depositada y, en su caso, de las modificaciones 
realizadas en virtud del artículo 19 o del artículo 34 de dicho Tratado.

2. La Oficina Española de Patentes y Marcas podrá pedir al solicitante, si lo juzga 
necesario en el caso concreto, que entregue en el plazo que se le señale la traducción de la 
solicitud internacional visada por un Agente de la Propiedad Industrial acreditado ante dicha 
Oficina o por un Traductor/a-Intérprete Jurado/a nombrado por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación. Reglamentariamente podrán establecerse otros criterios de 
validación que garanticen la autenticidad y fidelidad de las traducciones mencionadas en 
este artículo.

3. El solicitante deberá pagar, en el plazo previsto en el apartado 1, las tasas por 
solicitud y por realización del informe sobre el estado de la técnica previstas para las 
patentes nacionales.

Artículo 170.  Publicación de la solicitud internacional.
1. La publicación, de conformidad con el artículo 21 del Tratado de cooperación en 

materia de patentes, de una solicitud internacional para la que la Oficina Española de 
Patentes y Marcas actúe como Oficina Designada sustituye a la publicación de la solicitud de 
patente nacional.

2. Si la solicitud internacional ha sido publicada en español, la protección provisional 
prevista en el artículo 67 de esta Ley surtirá efectos respecto de dicha solicitud a partir de la 
fecha de la publicación internacional. Si lo hubiere sido en otro idioma, la protección 
provisional surtirá efectos a partir de la fecha en la que su traducción al español, realizada en 
las condiciones del artículo 154.2 se encuentre a disposición del público en la Oficina 
Española de Patentes y Marcas. A estos efectos se publicará en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial» una mención de la fecha a partir de la cual la traducción de la solicitud 
se encuentra a disposición del público.

Artículo 171.  Revisión por la Oficina Española de Patentes y Marcas.
1. Cuando una Oficina Receptora distinta de la Oficina Española de Patentes y Marcas 

haya denegado fecha de depósito internacional a una solicitud internacional que designe o 
elija a España, o haya declarado que dicha solicitud se considera como retirada, o que se 
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considera retirada la designación de España, en virtud de los artículos 25.1.a) o 25.1.b) del 
Tratado de cooperación en materia de patentes, el solicitante puede pedir a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, en el plazo de dos meses desde la fecha de la notificación, 
que revise la cuestión y decida si la denegación o la declaración estaban justificados de 
conformidad con las disposiciones de dicho Tratado. Esta revisión podrá dar lugar a una 
decisión de la Oficina Española de Patentes y Marcas de tramitar la solicitud en fase 
nacional.

2. La revisión prevista en el párrafo anterior podrá pedirse, en las mismas condiciones, 
en el supuesto de que la solicitud internacional que designa o elige a España haya sido 
considerada como retirada por la Oficina Internacional en virtud del artículo 12.3 del Tratado 
de cooperación en materia de patentes.

Artículo 172.  Efectos de una patente concedida sobre la base de una solicitud 
internacional.

1. Una patente concedida por la Oficina Española de Patentes y Marcas sobre la base de 
una solicitud internacional, que designe o elija a España, tendrá los mismos efectos y el 
mismo valor que una patente concedida sobre la base de una solicitud nacional depositada 
de acuerdo con la presente Ley.

2. Cuando, por causa de una traducción incorrecta, el alcance de una patente concedida 
sobre la base de una solicitud internacional exceda el contenido de la solicitud internacional 
en su idioma original, se limitará retroactivamente el alcance de la patente, declarándose 
nulo y sin valor en la medida en que exceda del que le corresponde según la solicitud en su 
idioma original.

Artículo 173.  Efectos de la concesión de una patente basada en una solicitud internacional 
sobre una patente basada en una solicitud nacional.

1. En la medida en que una patente basada en una solicitud nacional tenga por objeto 
una invención para la cual ha sido concedida una patente sobre la base de una solicitud 
internacional, al mismo inventor o a su causahabiente, con la misma fecha de presentación o 
de prioridad, la patente basada en una solicitud nacional dejará de producir efectos a partir 
de la concesión de la patente basada en la solicitud internacional.

2. No producirá efectos la patente basada en una solicitud nacional cuando sea 
concedida con posterioridad a la fecha de concesión de la patente basada en una solicitud 
internacional.

3. La extinción o la anulación posterior de la patente basada en la solicitud internacional 
no afecta a las disposiciones previstas en este artículo.

Artículo 174.  La Oficina Española como Administración de Búsqueda y Examen preliminar 
Internacional.

La Oficina Española de Patentes y Marcas actuará en calidad de Administración 
encargada de la Búsqueda Internacional y en calidad de Administración encargada del 
Examen Preliminar Internacional de acuerdo con lo previsto en el Tratado de cooperación en 
materia de patentes, conforme al acuerdo concluido entre la Oficina Española de Patentes y 
Marcas y la Oficina Internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.

TÍTULO XV
Representación ante la Oficina Española de Patentes y Marcas

Artículo 175.  Capacidad y representación.
1. Podrán actuar ante la Oficina Española de Patentes y Marcas:
a) Los interesados con capacidad de obrar de conformidad con lo previsto en el Título III 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) Los Agentes de la Propiedad Industrial.
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2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 7.2 del Tratado sobre el derecho de 
patentes, hecho en Ginebra el 1 de junio de 2000, los no residentes en un Estado miembro 
de la Unión Europea deberán actuar mediante Agente de la Propiedad Industrial.

Artículo 176.  Agentes de la Propiedad Industrial.
1. Los Agentes de la Propiedad Industrial son las personas legalmente habilitadas que 

como profesionales liberales ofrecen y prestan habitualmente sus servicios para asesorar, 
asistir y representar a terceros en la obtención de las diversas modalidades de Propiedad 
Industrial y en la defensa ante la Oficina Española de Patentes y Marcas de los derechos 
derivados de las mismas.

2. Los Agentes podrán ejercer su actividad individualmente o a través de personas 
jurídicas válidamente constituidas de conformidad con la legislación de un Estado miembro 
de la Unión Europea y cuya sede social o centro de actividad principal se encuentre en 
territorio comunitario. Tanto los Agentes como las personas jurídicas a través de las cuales 
ejerzan su actividad podrán inscribirse en el Registro Especial de Agentes de la Oficina 
Española de Patentes y Marcas.

3. Para que una persona jurídica pueda obtener la inscripción en el Registro Especial de 
Agentes de la Oficina Española de Patentes y Marcas, al menos uno de los socios o 
asociados integrantes de la misma deberá acreditar la condición de Agente conforme a lo 
dispuesto en el artículo siguiente. La persona jurídica inscrita perderá la habilitación para el 
ejercicio de esta actividad profesional si en cualquier momento deja de cumplirse dicho 
requisito.

4. Responderán de la gestión profesional que se desarrolle bajo la forma social o 
asociativa tanto la persona jurídica como el Agente que actúe a través de la misma.

5. Los Agentes de la Propiedad Industrial estarán obligados a mantener la 
confidencialidad de los asuntos en los que intervengan y tendrán derecho a negarse a 
divulgar las comunicaciones intercambiadas con sus clientes o con terceras personas 
relativas a los procedimientos seguidos ante la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Entre otros, estará sometida a dichas condiciones toda comunicación o todo documento 
relativo a:

a) la valoración de la patentabilidad de una invención, la registrabilidad de un diseño 
industrial, de una marca o de un nombre comercial;

b) la preparación o la tramitación de una solicitud de patente, modelo de utilidad, diseño 
industrial, marca o nombre comercial;

c) cualquier opinión relativa a la validez, alcance de protección o infracción del objeto de 
una patente, modelo de utilidad, diseño industrial, marca o nombre comercial, así como de 
una solicitud de cualquiera de dichas modalidades.

6. Los representantes mencionados en el artículo 175.1 y que no sean agentes de la 
propiedad industrial, estarán obligados a lo mismo que se establece en el apartado 
precedente.

Artículo 177.  Acceso a la profesión de Agente de la Propiedad Industrial.
1. Para acceder a la profesión regulada de Agente de la Propiedad Industrial será 

necesario:
a) Ser mayor de edad y tener plena capacidad de obrar.
b) Tener un establecimiento o despacho profesional en un Estado miembro de la Unión 

Europea.
c) No haber sido condenado por delitos dolosos, salvo si se hubiera obtenido 

rehabilitación.
d) Estar en posesión de los títulos oficiales de Grado, Licenciado, Arquitecto o Ingeniero, 

expedidos por los Rectores de las Universidades, u otros títulos oficiales que estén 
legalmente equiparados a éstos.

e) Superar un examen de aptitud acreditativo de los conocimientos necesarios para la 
actividad profesional definida en el artículo anterior, en la forma que reglamentariamente se 
determine.
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2. La libertad de establecimiento en España para aquellos que hayan adquirido la 
cualificación profesional de Agente de la Propiedad Industrial en otro Estado miembro de la 
Unión Europea se regirá por lo previsto en la normativa comunitaria y en las disposiciones 
internas de incorporación y desarrollo de la misma, aplicándose a tales efectos lo previsto en 
el Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre.

Artículo 178.  Incompatibilidades.
El ejercicio de la profesión de Agente de la Propiedad Industrial, ya sea directamente o a 

través de personas jurídicas, es incompatible con todo empleo activo en la Oficina Española 
de Patentes y Marcas, en el Ministerio del que ésta dependa, en las Consejerías de Industria 
de las Comunidades Autónomas o en los órganos de las mismas que hayan asumido 
competencias en materia de Propiedad Industrial, y en Organismos Internacionales 
relacionados con la Propiedad Industrial.

Artículo 179.  Ejercicio de la actividad profesional y Registro Especial de Agentes y de la 
Oficina Española de Patentes y Marcas.

1. Para iniciar el ejercicio de la actividad como Agente de la Propiedad Industrial, 
directamente o a través de persona jurídica, será necesario haber presentado previamente 
ante la Oficina Española de Patentes y Marcas una declaración responsable en la que, de 
acuerdo con lo establecido en el Reglamento de ejecución de esta Ley, el interesado 
manifieste bajo su responsabilidad que cumple todos los requisitos establecidos en los 
artículos 176 y 177 y no se encuentra incurso en las incompatibilidades del artículo 178, que 
dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su 
cumplimiento en tanto no se produzca su baja por cualquiera de las circunstancias previstas 
en el artículo 180.

El cumplimiento de estos requisitos habilita para el ejercicio de la actividad profesional en 
todo el territorio nacional y por un periodo indefinido.

2. La documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos legales deberá estar 
disponible para su presentación ante la Oficina Española de Patentes y Marcas cuando ésta 
así lo requiera. A estos efectos se aceptarán los documentos procedentes de otro Estado 
miembro de la Unión Europea que demuestren que se cumplen tales requisitos, en los 
términos previstos en el artículo 17.2 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre 
acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

3. Una vez recibida la declaración a que se hace referencia en el apartado 1, la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, previo pago de la tasa correspondiente, inscribirá de oficio 
al Agente en su Registro Especial de Agentes de la Propiedad Industrial como 
representantes legalmente habilitados para actuar como tales ante la misma.

4. En sus relaciones con la Oficina Española de Patentes y Marcas, los Agentes deberán 
utilizar su nombre propio, seguido de la indicación de su condición de Agente y, en el caso 
de personas jurídicas, de la razón social bajo la cual actúen, así como el domicilio social 
correspondiente.

Artículo 180.  Cese de la habilitación para el ejercicio de la actividad de representación 
profesional.

1. El cese de la habilitación legal para actuar como Agente de la Propiedad Industrial se 
podrá producir por cualquiera de las siguientes causas:

a) Por fallecimiento, en el caso de personas físicas, o extinción, en el de personas 
jurídicas.

b) Por renuncia presentada por escrito ante la Oficina Española de Patentes y Marcas.
c) Por resolución motivada de la Oficina Española de Patentes y Marcas, previa 

comprobación del incumplimiento por el interesado de los requisitos exigidos por esta Ley 
para su habilitación como Agente. Cuando esto suceda, el interesado sólo podrá volver a 
presentar una declaración responsable, previa acreditación de los requisitos legales 
mencionados.

d) Por resolución judicial.
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2. En todos los casos anteriores, la Oficina Española de Patentes y Marcas cancelará de 
oficio la inscripción correspondiente en el Registro Especial de Agentes de la Propiedad 
Industrial.

3. Cuando el cese de la habilitación legal se produzca en aplicación del apartado 1.c) y la 
Oficina Española de Patentes y Marcas compruebe la falsedad, inexactitud u omisión de 
carácter esencial en los datos requeridos para el ejercicio de la actividad profesional, dicha 
Oficina podrá instruir el expediente sancionador establecido reglamentariamente y proponer 
al Ministro de Industria, Energía y Turismo el cese de la habilitación para el ejercicio de la 
representación profesional durante un periodo máximo de tres años.

4. La Oficina Española de Patentes y Marcas podrá asimismo dar de baja en su Registro 
al Agente o al representante habilitado e incoar en su caso el expediente sancionador en los 
términos previstos en el apartado precedente, cuando el Agente haya sido condenado por 
sentencia firme como consecuencia de hechos realizados en el ejercicio de su actividad 
profesional.

Artículo 181.  Libertad comunitaria de prestación de servicios y obligaciones de información.
1. Los Agentes de la Propiedad Industrial establecidos en otro Estado miembro que 

presten temporalmente sus servicios en España deberán cumplir las normas sobre acceso y 
ejercicio de la profesión aprobadas por el Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre, por el 
que se incorporan al ordenamiento jurídico español la Directiva 2005/36/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, y la Directiva 2006/100/CE, del 
Consejo, de 20 de noviembre de 2006, relativas al reconocimiento de cualificaciones 
profesionales, así como a determinados aspectos del ejercicio de la profesión de abogado y 
la normativa que lo desarrolla, debiendo presentar una declaración previa según el modelo 
aprobado por la Oficina Española de Patentes y Marcas, que deberá renovarse anualmente 
en caso de continuar la prestación temporal de servicios.

2. Las personas inscritas en el Registro Especial de Agentes de la Propiedad Industrial 
deberán informar a los destinatarios de sus servicios en los términos establecidos por el 
artículo 22 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, y cumplir con las obligaciones establecidas en la mencionada Ley.

TÍTULO XVI
Tasas y anualidades

Artículo 182.  Tasas.
1. Las bases y tipos de gravamen de las tasas por la realización de los servicios, 

prestaciones y actividades administrativas sobre Propiedad Industrial en materia de 
patentes, modelos de utilidad y certificados complementarios de protección de 
medicamentos y de productos fitosanitarios serán las que figuran en el anexo de la presente 
Ley, de la que forma parte integrante. Las cuantías que figuran en dicho anexo 
experimentarán la actualización que en su caso se establezca mediante Ley ordinaria o en la 
correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado para las tasas en general.

Su regulación estará sometida a lo dispuesto en esta Ley, y en cuanto no se opongan a 
lo dispuesto en la misma, en la Ley 17/1975, de 2 de mayo sobre creación del Organismo 
autónomo «Registro de la Propiedad Industrial», en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y 
Precios Públicos, y en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y disposiciones 
complementarias.

2. La falta de pago de la tasa dentro del plazo legal o reglamentariamente establecido 
privará de toda eficacia al acto para el cual haya debido pagarse.

3. Si dejara de abonarse una tasa establecida para la tramitación del expediente de 
concesión de alguno de los títulos regulados en esta Ley, se considerará que la solicitud ha 
sido retirada.
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Artículo 183.  Reembolso de las tasas.
1. En el caso de que la solicitud de patente o de otro título de protección previsto en esta 

Ley sea retirada, se tenga por desistida o sea denegada antes de iniciarse la prestación, 
servicio o actividad administrativa correspondiente, se devolverán al peticionario las tasas 
respectivamente abonadas por estos conceptos, con excepción de la tasa de solicitud.

2. Cuando el informe sobre el estado de la técnica pueda basarse parcial o totalmente en 
el informe de búsqueda internacional realizado en aplicación del Tratado de Cooperación en 
Materia de Patentes se reembolsará al solicitante el 25 por ciento, el 50 por ciento, el 75 por 
ciento o el 100 por ciento de la tasa, en función del alcance de dicho informe.

3. Cuando el examen sustantivo pueda basarse parcial o totalmente en el informe de 
examen preliminar internacional realizado por la Administración Encargada del Examen 
Preliminar internacional competente, se reembolsará al solicitante el 25 por ciento, el 50 por 
ciento, el 75 por ciento o el 100 por ciento de dicha tasa, en función del alcance de dicho 
informe.

4. La interposición de un recurso dará lugar al pago de la tasa de recurso. No procederá 
la devolución de la tasa salvo cuando el recurso fuera totalmente estimado al acogerse 
razones jurídicas indebidamente apreciadas en la resolución recurrida que fueran imputables 
a la Oficina Española de Patentes y Marcas. La devolución de la tasa deberá ser solicitada al 
interponerse el recurso y será acordada en la resolución del mismo.

Artículo 184.  Anualidades y tasa de mantenimiento.
1. Para mantener en vigor una patente o un modelo de utilidad o un certificado 

complementario de protección, el solicitante o el titular del mismo deberá abonar las 
anualidades, o en el caso de los certificados complementarios la tasa de mantenimiento, que 
figuran en el anexo mencionado en el artículo 182.1.

2. Las anualidades deberán pagarse por años adelantados, durante toda la vigencia de 
la patente o del modelo de utilidad. La fecha de devengo de cada anualidad será el último 
día del mes del aniversario de la fecha de presentación de la solicitud.

3. El pago de las anualidades devengadas antes de la publicación de la concesión de la 
patente en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial» deberá efectuarse dentro de los tres 
meses posteriores a la fecha de dicha publicación.

El pago de las anualidades devengadas después de la publicación de la concesión de la 
patente o en la misma fecha deberá efectuarse dentro de los tres meses posteriores a la 
fecha de devengo de la anualidad correspondiente.

Vencido el plazo para el pago de una anualidad sin haber hecho efectivo su importe, se 
podrá abonar el mismo con el correspondiente recargo dentro de los seis meses siguientes.

No obstante, para las anualidades cuya fecha de devengo sea posterior a la de 
publicación de la concesión en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial» o coincidente 
con la misma, y durante el tiempo que transcurra desde la finalización del plazo con recargo 
hasta la fecha de devengo de la siguiente anualidad, se podrá regularizar el pago abonando 
la tasa de regularización prevista en la tarifa segunda de esta Ley cuyo importe se añadirá al 
segundo de los recargos previstos en el artículo 185.

4. La tasa que debe abonarse por la presentación de la solicitud de patente o del modelo 
de utilidad exonera del pago de las dos primeras anualidades.

5. La fecha de devengo de la tasa de mantenimiento de los certificados complementarios 
de protección o de su prórroga será la de su entrada en vigor.

Cuando la fecha de devengo sea anterior a la de publicación en el «Boletín Oficial de la 
propiedad Industrial» de la concesión del certificado o, en su caso de la prórroga, el pago 
deberá realizarse dentro de los tres meses posteriores a la fecha de publicación.

Cuando la fecha de devengo coincida o sea posterior a dicha fecha de publicación el 
pago deberá efectuarse dentro de los tres meses posteriores a la fecha de devengo.

Vencido el plazo para el pago de la tasa de mantenimiento sin haber hecho efectivo su 
importe, se podrá abonar el mismo con el correspondiente recargo dentro de los seis meses 
siguiente.
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Artículo 185.  Recargos.
1. Transcurrido el plazo para el pago de una anualidad sin haber satisfecho su importe 

podrá abonarse la misma con un recargo del 25 por ciento dentro de los tres primeros meses 
y del 50 por ciento dentro de los tres siguientes, hasta un máximo de seis meses de demora.

2. Transcurrido el periodo de pago de la tasa de mantenimiento de los certificados 
complementarios o de la prórroga del certificado complementario de protección de 
medicamentos sin haber satisfecho su importe, podrá abonarse con un recargo del 25 por 
ciento, dentro de los tres primeros meses, y del 50 por ciento, dentro de los tres siguientes, 
hasta un máximo de seis meses de demora.

Artículo 186.  Reducción de tasas.
1. Los emprendedores que, teniendo la consideración de persona física o pequeña y 

mediana empresa (PYME), deseen obtener la protección de una invención mediante patente 
nacional o modelo de utilidad podrán solicitar que le sea concedida satisfaciendo el 50 por 
ciento de las tasas establecidas en concepto de solicitud, las anualidades tercera, cuarta y 
quinta, y en el caso de las patentes nacionales, de petición de informe sobre el estado de la 
técnica y de examen sustantivo.

Para ello se deberá presentar, junto a la solicitud de patente nacional o modelo de 
utilidad, la petición de reducción de tasas y acreditar, con la documentación que se exija 
reglamentariamente, que se ajustan a la definición de emprendedor de la Ley 14/2013, de 27 
de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización y a la definición de 
pequeña y mediana empresa (PYME) adoptada por la Recomendación 2003/361/CE, de la 
Comisión Europea, de 6 de mayo, sobre la definición de microempresas, pequeñas y 
medianas empresas o a la que, en caso de modificación o sustitución de la misma, sea 
aplicable en el momento de presentarse la solicitud.

2. Las solicitudes o escritos presentados por medios electrónicos tendrán una reducción 
de un 15 por ciento en el importe de las tasas a las que estén sujetas dichas solicitudes y 
escritos, si los mismos son presentados y las tasas son abonadas previa o simultáneamente 
por dichos medios técnicos.

3. No se admitirán otras exenciones o reducciones distintas de las reconocidas 
expresamente en esta Ley o de las que en su caso, se establezcan por acuerdos o tratados 
internacionales o en ejecución de los mismos.

Disposición adicional primera.  Régimen legal de los procedimientos.
Los procedimientos administrativos previstos en esta Ley se regirán por su normativa 

específica, y en lo no previsto en ella, por las disposiciones de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Disposición adicional segunda.  Plazos máximos de resolución de los procedimientos de 
Propiedad Industrial.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 59.3 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 
Economía Sostenible, los plazos máximos de resolución de los procedimientos 
administrativos de concesión y registro de las diversas modalidades de Propiedad Industrial 
se establecerán por orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo, previa propuesta de 
la Oficina Española de Patentes y Marcas.

2. En los supuestos de cambio de modalidad, el plazo máximo de resolución empezará a 
computarse a partir de la fecha de presentación de la documentación correspondiente a la 
nueva modalidad.

3. Cuando el plazo para realizar un trámite en alguno de los procedimientos previstos en 
las Leyes que regulan las diversas modalidades de propiedad industrial expire en sábado, el 
trámite de que se trate se podrá efectuar válidamente en el primer día hábil siguiente a ese 
sábado.

4. El vencimiento del plazo máximo de resolución para resolver una solicitud sin que se 
haya notificado resolución expresa, legitimará al interesado para entenderla desestimada a 
los solos efectos de permitirle la interposición del recurso administrativo o contencioso 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 49  Ley de Patentes

– 1154 –



administrativo que resulte procedente. La desestimación presunta en ningún caso excluirá el 
deber de dictar resolución expresa, la cual se adoptará sin vinculación alguna al sentido del 
silencio.

Disposición adicional tercera.  Tramitación preferente de solicitudes.
A propuesta de la Oficina Española de Patentes y mediante orden del Ministro de 

Industria, Energía y Turismo se podrá disponer la tramitación preferente de solicitudes de 
patentes y modelos de utilidad relativas a tecnologías relacionadas con los objetivos de 
sostenibilidad establecidos en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible.

Disposición adicional cuarta.  Tasas por la actuación de la Oficina Española de Patentes y 
Marcas en el marco del Tratado de cooperación en materia de patentes (PCT).

La cuantía de las tasas que, según lo dispuesto en el Tratado de cooperación en materia 
de patentes (PCT), establece cada Oficina por su actuación como Oficina Receptora y 
Administración Internacional PCT será, en lo que a la Oficina Española de Patentes y 
Marcas se refiere, la indicada en el anexo de esta Ley.

El resto de las tasas aplicables por la Oficina Española de Patentes y Marcas en el 
marco de este Tratado serán las establecidas en el Reglamento del Tratado PCT, en el 
Acuerdo entre la Oficina Española de Patentes y Marcas y la Oficina Internacional de la 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual relativo al funcionamiento de la Oficina 
Española de Patentes y Marcas como Administración Internacional PCT, así como en el 
Acuerdo Especial entre la Organización Europea de Patentes y el Gobierno del Reino de 
España relativo a la Cooperación en cuestiones relacionadas con el PCT, que estén vigentes 
cuando se solicite el servicio correspondiente.

Disposición adicional quinta.  Publicidad de solicitudes y resoluciones y consulta pública 
de expedientes.

1. La publicación de las solicitudes y resoluciones de concesión de los títulos de 
Propiedad Industrial incluirá el nombre y apellidos del solicitante o titular, si se trata de 
personas físicas, o la denominación o razón social si se trata de personas jurídicas, así como 
su nacionalidad y dirección postal.

2. Una vez publicadas las solicitudes podrán ser consultados los documentos que 
integren los expedientes de los correspondientes títulos, sin necesidad de consentimiento de 
los solicitantes o concesionarios de los mismos o de las demás partes personadas o 
intervinientes.

La consulta pública podrá efectuarse presencialmente o a través de medios telemáticos y 
con sujeción a las limitaciones legales o reglamentarias establecidas en la legislación vigente 
sobre Propiedad Industrial.

3. La consulta pública incluirá necesariamente la de los datos necesarios para identificar 
al titular de la solicitud o del derecho de Propiedad Industrial y contactar con él, así como a 
las partes personadas o intervinientes en el procedimiento, y en particular el nombre y 
apellidos, si se trata de personas físicas, su denominación o razón social si se trata de 
personas jurídicas y su dirección postal.

4. La consulta pública podrá incluir, salvo oposición expresa del interesado cuando se 
refieran a personas físicas, el teléfono y el número de identificación fiscal.

5. Se exceptuarán de la consulta pública las partes o documentos del expediente cuya 
confidencialidad haya sido solicitada por el interesado previamente a la petición de consulta, 
siempre que:

1.º No respondan a los fines de información pública propios del Registro de Patentes y
2.º Su consulta no esté justificada por intereses legítimos y preponderantes de la parte 

solicitante de aquella.
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Disposición adicional sexta.  Programas de concesión acelerada.
1. La Dirección de la Oficina Española de Patentes y Marcas podrá establecer mediante 

instrucción programas de concesión acelerada de patentes para aquellas solicitudes que no 
reivindiquen prioridad de solicitudes anteriores y respecto de las cuales el interesado:

a) Se acoja expresamente al programa de concesión acelerada de patentes.
b) Presente la solicitud de publicación anticipada y la petición de examen, abonando las 

tasas correspondientes, bien con la solicitud, o en el plazo que reglamentariamente se 
establezca.

En el caso de que la solicitud presente defectos, la OEPM se lo comunicará al solicitante 
y dará a éste un plazo para que corrija los defectos encontrados. Una vez transcurrido el 
plazo sin que se hayan corregido los defectos, se considerará que la solicitud de concesión 
acelerada no ha sido formulada y el procedimiento continuará por la vía habitual fuera del 
programa de concesión acelerada.

2. No será necesario motivar ni la solicitud de tramitación acelerada por el solicitante, ni 
la aplicación del programa por el órgano responsable de su tramitación.

Disposición adicional séptima.  Coordinación con los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas.

El Ministerio de Industria, Energía y Turismo establecerá los mecanismos de 
coordinación y cooperación adecuados entre la Oficina Española de Patentes y Marcas y las 
Comunidades Autónomas competentes para recibir las correspondientes solicitudes dirigidas 
a dicha Oficina. El órgano competente de la Comunidad Autónoma a través del cual se haya 
presentado la documentación en su caso, deberá permanecer informado a lo largo del 
procedimiento una vez publicada la solicitud. A tal efecto, se implantarán sistemas de 
intercomunicación y coordinación de los correspondientes Registros que garanticen la 
compatibilidad informática y la transmisión telemática de los asientos.

Disposición adicional octava.  Comunicaciones telemáticas con Juzgados y Tribunales.
1. Los documentos que hayan de remitirse a los Juzgados y Tribunales para su inclusión 

en cualquier tipo de procedimiento, se enviarán en formato electrónico de conformidad con lo 
establecido sobre comunicaciones electrónicas en la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora 
del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de 
Justicia, siempre y cuando aquéllos cuenten con los sistemas informáticos necesarios para 
su recepción y a través de los entornos cerrados de comunicación puestos a su disposición, 
los cuales garantizarán en todo caso la seguridad y la protección de los datos y/o 
documentos transmitidos.

2. Los documentos electrónicos públicos o privados se incorporarán como anexo al 
documento principal, siguiendo los sistemas previstos en esta Ley o en sus normas de 
desarrollo y conforme a lo previsto en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma 
electrónica.

Disposición adicional novena.  Ejercicio de acciones basadas en títulos cuya concesión no 
es firme en vía administrativa.

1. El artículo 120.4 se aplicará, en todo caso, a instancia de cualquiera de las partes en 
el proceso que tenga por objeto el ejercicio de acciones ya sean de nulidad o de infracción 
de la patente, cuando el título resulte modificado fuera del proceso como consecuencia de 
una resolución definitiva en vía administrativa sobre la concesión del título en que se funde la 
acción.

2. Si la resolución final fuera recurrida en vía contencioso-administrativa será de 
aplicación el artículo 42 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
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Disposición adicional décima.  Aplicación del régimen de tasas para la obtención y 
mantenimiento de los títulos previstos en esta Ley.

1. Las universidades públicas tendrán derecho a una bonificación del cincuenta por 
ciento en el importe de las tasas abonadas para la obtención y mantenimiento de los títulos 
de propiedad industrial regulados en esta Ley y solicitados con posterioridad a la entrada en 
vigor de la misma.

2. La bonificación será del cien por cien, siempre que acrediten que en el plazo 
establecido en el artículo 90.2 se ha producido una explotación económica real y efectiva de 
la patente o del modelo de utilidad. En este caso, las universidades podrán solicitar la 
devolución del importe de las tasas abonadas, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de los procedimientos.
1. Los procedimientos administrativos previstos en esta Ley e iniciados con anterioridad 

a su entrada en vigor serán tramitados y resueltos conforme a la normativa legal vigente en 
la fecha de la presentación de las correspondientes solicitudes.

2. A estos efectos, en las solicitudes originadas por división, cambio de modalidad o 
transformación de una solicitud, se considerará que su fecha de presentación es la fecha de 
presentación de la solicitud originaria.

Disposición transitoria segunda.  Normativa aplicable a los títulos de protección de las 
invenciones concedidos conforme a la legislación anterior.

A los títulos de protección de las invenciones solicitadas bajo la vigencia de la 
Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes les serán de aplicación las disposiciones 
contenidas en los títulos y capítulos de la presente Ley que se enuncian a continuación:

1.º Capítulo V del Título V «Disposiciones comunes a todos los procedimientos y a la 
información de los terceros» en la medida en que dichos procedimientos se refieran a 
actuaciones posteriores a la concesión del título.

2.º Título VI, «Efectos de la patente y de la solicitud de patente»; Título VII, «Acciones 
por violación del derecho de patente»; Título VIII, «La solicitud de la patente y la patente 
como objetos de derecho de propiedad»; Título IX, «Obligación de explotar y licencias 
obligatorias»; Título X, «Nulidad, revocación y caducidad de la patente»; Título XII, 
«Jurisdicción y normas procesales»; Título XIV, «Aplicación de los Convenios 
Internacionales».

3.º Capítulo III del Título XIII «Efectos de la concesión» con excepción de las causas de 
nulidad a las que se refiere el artículo 149.1.a) que serán las previstas en el 
artículos 153.1.a) de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes.

Disposición transitoria tercera.  Tasas y anualidades.
1. Las bases y tipos de gravamen de las tasas a que se refiere artículo 182.1 serán las 

vigentes en el momento de presentarse la solicitud o de solicitarse el servicio, prestación o 
actividad administrativa de que se trate.

2. El plazo para el pago de las anualidades de las patentes concedidas conforme a la 
Ley anterior, cuya fecha de devengo sea igual o posterior a la fecha de entrada en vigor de la 
presente Ley y no hayan sido pagadas con anterioridad a esa fecha, será el previsto en el 
artículo 184.3.

3. La reducción de tasas prevista en el artículo 186.1 se aplicará a las solicitudes de 
patentes y modelos de utilidad presentadas con posterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley.

4. El apartado 3 del artículo 186 se aplicará a las solicitudes presentadas con 
posterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley.

5. Las tasas de solicitud y mantenimiento de los certificados complementarios de 
protección serán las vigentes en el momento de solicitarse el certificado o la prórroga del 
mismo.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 49  Ley de Patentes

– 1157 –



Disposición transitoria cuarta.  Divulgaciones inocuas.
A las solicitudes presentadas dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigor 

de esta Ley les será de aplicación el artículo 7 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de 
Patentes.

Disposición transitoria quinta.  Aplicación del régimen sobre explotación y cesión de 
invenciones realizadas por los Entes Públicos de Investigación.

Las referencias que en el Real Decreto 55/2002, de 18 de enero, sobre explotación y 
cesión de invenciones realizadas en los entes públicos de investigación, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 20 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, se entienden 
referidas al artículo 21 de esta Ley.

Disposición transitoria sexta.  Acciones judiciales.
Las acciones judiciales que se hubieran iniciado antes de la entrada en vigor de la 

presente Ley se seguirán por el mismo procedimiento con arreglo al cual se hubieran 
incoado.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogada, dejando a salvo lo dispuesto en las disposiciones transitorias, la 

Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes y cuantas disposiciones de igual o inferior rango 
se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre 
hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento de posesión.

Los artículos cuarenta y cinco y cuarenta y seis de la Ley de 16 de diciembre de 1954 
sobre hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento de posesión, quedan redactados 
como sigue:

«Artículo cuarenta y cinco.  
1. Podrán sujetarse a hipoteca mobiliaria los derechos protegidos por la 

legislación de Propiedad Industrial tales como las patentes, topografías de productos 
semiconductores, marcas, nombres comerciales, diseños industriales, variedades 
vegetales y otras cualesquiera modalidades típicas, de conformidad con su Ley 
reguladora.

2. Podrá constituirse la garantía hipotecaria tanto por el propietario como por el 
licenciatario con facultad de ceder su derecho a tercero, tanto sobre el derecho en sí 
como sobre la solicitud de concesión del derecho. Pueden dar en garantía 
hipotecaria sus respectivos derechos los licenciatarios que sean titulares de licencias 
en su totalidad o en alguna de las facultades que integran el derecho de exclusiva, 
para todo el territorio nacional o para una parte del mismo; con la condición de 
licencia exclusiva o no exclusiva.

3. No son susceptibles de hipoteca mobiliaria los derechos de propiedad 
industrial registrables pero no registrados, los derechos personalísimos, carentes de 
contenido patrimonial o no enajenables y, en general, los que no sean susceptibles 
de apropiación individual.

4. La garantía se extiende a los derechos y mejoras resultantes de la adición, 
modificación o perfeccionamiento de los derechos registrados.

5. Inmediatamente después de haber practicado los asientos respectivos en el 
Registro de Bienes Muebles, el Registrador remitirá de oficio certificación de su 
contenido a la Oficina Española de Patentes y Marcas para su constancia registral en 
esta última y la coordinación entre sendos servicios de publicidad. La garantía 
registral se reputa constituida a los efectos previstos en esta Ley desde que quedare 
inscrita en el Registro de Bienes Muebles.

6. Respecto a los nombres de dominio en internet se estará a lo que dispongan 
las normas de su correspondiente Registro no pudiéndose gravar con hipoteca 
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mobiliaria los derechos no susceptibles de enajenación voluntaria de conformidad 
con lo previsto en la normativa aplicable.

7. Las normas del presente Capítulo establecen las reglas comunes para las 
hipotecas mobiliarias sobre derechos de propiedad industrial y sobre las hipotecas 
mobiliarias sobre derechos protegidos por la legislación de propiedad intelectual a los 
que se refiere el artículo siguiente.»

«Artículo cuarenta y seis.  
1. Podrá imponerse hipoteca mobiliaria tanto sobre los derechos de explotación 

de la obra como sobre todos aquellos derechos y modalidades de la propiedad 
intelectual de contenido patrimonial que sean susceptibles de transmisión inter vivos 
conforme a su Ley reguladora. También podrán sujetarse a hipoteca mobiliaria los 
derechos de explotación de una obra cinematográfica en los términos previstos en la 
Ley.

2. Podrá constituirse la garantía tanto por el propietario como por el cesionario, 
en exclusiva o como cesionario parcial, siempre que aquel tuviere facultad de 
enajenar su derecho a tercero.

3. No son susceptibles de hipoteca mobiliaria los derechos de propiedad 
intelectual registrables pero no registrados así como los derechos personalísimos 
tales como el llamado derecho moral de autor, los no enajenables y en general los 
que no sean susceptibles de apropiación individual.

4. A menos que otra cosa se pacte en el contrato, la garantía sobre la obra 
original no se extiende a las traducciones y adaptaciones; las revisiones, 
actualizaciones o anotaciones; los compendios, resúmenes o extractos; los arreglos 
musicales o cuales quiera transformaciones de la obra. Dichas transformaciones 
podrán ser objeto de otras tantas garantías separadas.

5. Inmediatamente después de haber practicado los asientos respectivos en el 
Registro de Bienes Muebles, el Registrador remitirá de oficio certificación de su 
contenido al Registro público competente donde figurase inscrita la modalidad de 
Propiedad Industrial objeto de la garantía para su constancia registral y la 
coordinación entre sendos servicios de publicidad. La hipoteca mobiliaria se reputa 
constituida a los efectos previstos en esta Ley desde que quedare inscrita en el 
Registro de Bienes Muebles.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación 
del Organismo autónomo «Registro de la Propiedad Industrial».

En la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del Organismo autónomo «Registro de 
la Propiedad Industrial», se modifica el apartado seis del artículo segundo y se adiciona un 
nuevo apartado siete al mismo artículo, con la siguiente redacción:

«Seis. Desempeñar como institución mediadora y arbitral, y de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles 
y Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, las funciones que por real decreto se 
le atribuyan para la solución de conflictos relativos a la adquisición, utilización, 
contratación y defensa de los derechos de Propiedad Industrial en aquellas materias 
no excluidas de la libre disposición de las partes conforme a derecho.

Siete. Cualquier otra función que la legislación vigente atribuya actualmente a la 
Oficina Española de Patentes y Marcas o las que en lo sucesivo le sean 
expresamente encomendadas en las materias propias de su competencia.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas.
La disposición adicional primera de la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas, queda 

redactada como sigue:
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«Disposición adicional primera.  Jurisdicción y normas procesales.
1. Las normas vigentes contenidas en el Título XII de la Ley 24/2015, de 24 de 

julio, de Patentes serán de aplicación a las distintas modalidades de signos 
distintivos de la presente Ley en todo aquello que no sea incompatible con su propia 
naturaleza, sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente apartado.

2. Los Juzgados de lo Mercantil que, conforme a la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, tienen atribuidas las funciones de Juzgados de Marca 
Comunitaria en aplicación del Reglamento (CE) n.º 207/2009, del Consejo, de 26 de 
febrero de 2009, sobre la marca comunitaria, serán competentes para conocer de los 
litigios civiles que deriven de la presente Ley cuando se ejerciten de manera 
acumulada acciones concernientes a marcas comunitarias y nacionales o 
internacionales idénticas o similares; o si existiere cualquier otra conexión entre las 
pretensiones y al menos una de ellas esté basada en un registro o solicitud de marca 
comunitaria. En estos casos la competencia corresponderá en exclusiva a los 
Juzgados de Marca Comunitaria.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección 
Jurídica del Diseño Industrial.

Se modifican los artículos 24, 29, 76, la Disposición adicional primera y el anexo de tasas 
de la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial, que quedan 
redactados como sigue:

Artículo 24.  Derecho de Prioridad Unionista.
Se adiciona un nuevo apartado 4 con la siguiente redacción:
«4. No será sin embargo necesaria la presentación de la copia de la solicitud 

anterior ni de la traducción cuando la reivindicación de prioridad no se considere 
relevante para determinar la validez del diseño registrado o la solicitud anterior o su 
traducción obren ya en poder de la Oficina Española de Patentes y Marcas o estén 
disponibles en una biblioteca o base de datos digital.»

Artículo 29.  
Se modifica el apartado 1 del artículo 29 «Examen de Oficio» cuya redacción 

será la siguiente:
«1. Superado el examen de forma y, en su caso, recibida la solicitud remitida por 

el órgano competente de la comunidad autónoma, la Oficina Española de Patentes y 
Marcas examinará de oficio:

a) Si el objeto de la solicitud constituye un diseño conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2.a) del artículo 1 de esta Ley.

b) Si el diseño cuyo registro se solicita es contrario al orden público o a las 
buenas costumbres.

c) Si el diseño cuyo registro se solicita supone un uso indebido de alguno de los 
elementos mencionados en el párrafo e) del artículo 13 de esta Ley.»

Artículo 76.  
Se modifica los apartados 4 y 5 del artículo 76 «Denegación y concesión de la 

protección en España» que quedan redactados como sigue:
«4. La Oficina Española de Patentes y Marcas notificará a la Oficina 

Internacional, en la forma y plazo establecido en la mencionada Acta de Ginebra, los 
motivos que justifiquen la denegación de los efectos del registro internacional en 
España.

5. En el caso de que la Oficina Española de Patentes y Marcas no haya 
denegado la protección en España tras el examen de oficio o de un procedimiento de 
oposición, la protección conferida por el registro internacional de un diseño producirá 
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efectos desde la fecha de su publicación por la Oficina Internacional. El titular del 
registro internacional tendrá los mismos derechos y vías de recurso que el solicitante 
o titular de un registro nacional.»

Disposición adicional primera.  Jurisdicción y normas procesales.
La disposición adicional primera queda redactada como sigue:
«1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2, las normas vigentes contenidas 

en el Título XII de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes serán de aplicación en 
lo relativo al ejercicio de acciones derivadas de la presente Ley y a la adopción de 
medidas provisionales y cautelares, en todo aquello que no sea incompatible con lo 
previsto en la misma.

2. Los Juzgados de lo Mercantil que, conforme a la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tienen atribuidas las funciones de Juzgados de Marca Comunitaria en 
aplicación del Reglamento (CE) n.º 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 2001 
sobre los dibujos y modelos comunitarios, serán competentes para conocer de los 
litigios civiles que deriven de la presente Ley cuando se ejerciten de manera 
acumulada acciones fundadas en títulos comunitarios y nacionales o internacionales 
sobre el mismo o similar diseño, o si existiere cualquier otra conexión entre las 
pretensiones y al menos una de ellas esté basada en un registro o solicitud de título 
comunitario. En estos casos la competencia corresponderá en exclusiva a los 
Juzgados de Marca Comunitaria.»

Anexo de Tasas.  
Modificación de la tarifa primera del anexo de tasas previstas en la disposición 

adicional tercera de la ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño 
Industrial.

El epígrafe 1.7 de la tarifa primera se modifica como sigue:
«1.7 Oposiciones: por formulación de oposición: 43,70 euros.
Por los diseños adicionales impugnados en la misma formulación de oposición a 

partir del décimo:
De 11 a 20 diseños: 34,96 euros
De 21 a 30 diseños: 27,96 euros
De 31 a 40 diseños: 22,37 euros
De 41 a 50 diseños: 17,89 euros.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del 
Servicio Exterior del Estado.

La disposición adicional décima sexta de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y 
del Servicio Exterior del Estado, queda redactada como sigue:

«Disposición adicional décima sexta.  Traducciones e interpretaciones de carácter 
oficial.

1. Reglamentariamente se determinarán los requisitos para que las traducciones 
e interpretaciones de una lengua extranjera al castellano y viceversa tengan carácter 
oficial. En todo caso, tendrán este carácter si han sido realizadas por quien se 
encuentre en posesión del título de Traductor-Intérprete Jurado que otorga el 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. Los requisitos para el 
otorgamiento de este título, así como el resto de elementos que conforman su 
régimen jurídico, se desarrollarán reglamentariamente.

2. El carácter oficial de una traducción o interpretación comporta que ésta pueda 
ser aportada ante órganos judiciales y administrativos en los términos que se 
determine reglamentariamente.

3. El Traductor-Intérprete Jurado certificará con su firma y sello la fidelidad y 
exactitud de la traducción e interpretación.
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4. La traducción e interpretación que realice un Traductor-Intérprete Jurado podrá 
ser revisada por la Oficina de Interpretación de Lenguas del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación a solicitud del titular del órgano administrativo, judicial, 
registro o autoridad competente ante quien se presente.»

Disposición final sexta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de la competencia estatal prevista por el artículo 149.1.9.ª 

de la Constitución en materia de legislación sobre Propiedad Industrial. Se exceptúan de lo 
anterior el título VII, título XII, la disposición adicional novena, disposición transitoria sexta, 
disposiciones finales segunda, tercera y cuarta, que se amparan en el artículo 149.1.6.ª de la 
Constitución que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación procesal.

Asimismo, se excepciona la disposición final primera, que se ampara en el 
artículo 149.1.8.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 
legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan.

Por otra parte, la disposición final quinta se ampara en el artículo 149.1.18.ª que atribuye 
al Estado la competencia exclusiva en materia de bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios.

Disposición final séptima.  Desarrollo de la Ley.
Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo y aplicación de esta Ley.

Disposición final octava.  Cláusula de salvaguardia.
Las medidas incluidas en esta Ley serán atendidas con las dotaciones presupuestarias 

ordinarias del organismo y no podrán suponer incremento de dotaciones ni de retribuciones 
ni de otros gastos de personal al servicio del sector público.

Disposición final novena.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el 1 de abril de 2017.

ANEXO
Las tasas y exacciones parafiscales unificadas a que se refiere el artículo décimo de la 

Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del Organismo autónomo «Registro de la 
Propiedad Industrial», aplicadas a servicios, prestaciones y actividades del Registro de la 
Propiedad Industrial derivados de la presente Ley, serán las siguientes:

 Euros
Tarifa primera. Adquisición y defensa de derechos  

1.1 Solicitudes:  
Por la solicitud de una demanda de depósito de patente de invención o modelo de utilidad, ya sea 
directamente o como consecuencia de la división de una solicitud inclusive la inserción de la 
solicitud en el «Boletín Oficial de la Propiedad Industrial»

100,38

Por solicitud de cambio de modalidad de protección 10,30
Por solicitud de informe sobre el estado de la técnica 684,65
Por solicitud de examen sustantivo 389,77
Por la presentación de un recurso o solicitud de revisión 88,09
Por solicitud de resolución urgente de un expediente 47,39
Por solicitud de restablecimiento de derechos 105,35
Por solicitud de revocación o limitación 74,19
Recurso o solicitud de revisión 88,09
Por solicitud de inscripción en el Registro Especial de Agentes de la Propiedad Industrial 74,01
Por solicitud para la Tramitación de certificados complementarios de protección de medicamentos-
productos fitosanitarios (CCP) 517,21

Por solicitud de prórroga de certificados complementarios de protección de medicamentos 517,21
1.2 Prioridad:  
Por cada prioridad reivindicada en materia de patentes y modelos de utilidad 19,65
1.3 Modificaciones:  
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 Euros
Por cualquier modificación del expediente, ya sean a la solicitud, descripción o reivindicaciones, ya 
sean aportaciones posteriores de documentos o rectificación de errores materiales, aritméticos o de 
hecho y en general por cualquier modificación en supuestos autorizados por la Ley

23,19

1.4 Contestación a suspenso:  
Por contestación a suspenso provocado por defectos formales de cualquier tipo de expediente 
tramitado en virtud de la presente Ley 42,06

1.5 Oposiciones:  
Por presentación de oposiciones a la concesión de expedientes de patentes y modelos de utilidad 43,27

Tarifa segunda. Mantenimiento y transmisión de derechos  
2.1 Anualidades:  
3.ª 18,48
4.ª 23,06
5.ª 44,11
6.ª 65,10
7.ª 107,47
8.ª 133,78
9.ª 167,88
10.ª 216,06
11.ª 270,82
12.ª 317,98
13.ª 365,05
14.ª 412,56
15.ª 440,59
16.ª 458,85
17.ª 490,00
18.ª 490,00
19.ª 490,00
20.ª 490,00
2.1.1 Tasas de mantenimiento de certificados complementarios de protección de medicamentos y de 
productos fitosanitarios:  

CCP de duración igual o inferior a un año 803,93
CCP de duración igual o inferior a dos años 1.688,24
CCP de duración igual o inferior a tres años 2.661,05
CCP de duración igual o inferior a cuatro años 3.731,05
CCP de duración igual o inferior a cinco años 4.908,12
Prórroga de CCP de duración igual o inferior a un año 803,93
2.2 Demoras y regularización:  
Por demoras en los pagos de anualidad, recargos del 25 por 100, dentro de los tres primeros 
meses, y del 50 por 100, dentro de los tres siguientes, hasta un máximo de seis meses de demora. 
No obstante, en los siguientes seis meses y hasta un máximo de tiempo que coincida con la fecha 
aniversario de la siguiente anualidad, el interesado podrá regularizar el pago de la anualidad no 
pagada abonando la tasa de regularización establecida en este apartado.

 

Por la regularización en el pago de las anualidades prevista en el artículo 184.3 100,00
2.3 Explotación y licencias:  
Por la tramitación de expedientes de puesta en explotación de patentes y modelos de utilidad 21,87
Por la tramitación de cada uno de los ofrecimientos de licencias de pleno derecho o licencia 
obligatoria en los casos previstos por la Ley 19,68

Por mediación de la Oficina para la obtención de una licencia contractual 131,14
2.4 Transferencias:  
Por tramitación de expedientes de inscripción de transmisiones o de cesiones o modificaciones. Por 
cada registro efectuado 13,24

2.5 Por la inscripción de cambio de nombre del titular:  
Por cada registro afectado 16,38

Tarifa tercera. Otros servicios  
3.1 Por cada certificación de datos registrados relativos a patentes, modelos de utilidad o 
certificados complementarios de protección o sus prórrogas, así como por la expedición de copia 
autorizada de cada uno de los documentos permitidos por la Ley

20,60

3.2 Consulta y vista de un expediente 3,56
Copia de documentos de un expediente 11,38
Por cada página que exceda de 10 1,13
Anuncio en «BOPI» de interposición de recurso contencioso administrativo 142,24
Anuncio en «BOPI» de fallo de recurso contencioso administrativo 142,24
3.3 Por la solicitud de informes periciales previstos en el art. 120.7 2.400

Tarifa cuarta  
4.1 Patentes europeas:  
Publicación de las reivindicaciones 107, 80
Publicación de un fascículo (hasta 22 páginas) 320,93
Página adicional fascículo 12,90
4.2 Patentes internacionales:  
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 Euros
Tasa de transmisión 74,25
Tasa por transmisión de documento de prioridad 29,69
Tasa de examen preliminar internacional 583,65
Tasa adicional de examen preliminar internacional 583,65

Véase, en cuanto a la modificación de los importes de las tasas contenidas en este Anexo, el 
art. 96 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268
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§ 50

Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 294, de 8 de diciembre de 2001

Última modificación: 28 de julio de 2022
Referencia: BOE-A-2001-23093

JUAN CARLOS IREY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La presente Ley tiene por objeto el régimen jurídico de los signos distintivos, categoría 

jurídica que configura uno de los grandes campos de la propiedad industrial.
La legislación sobre este tipo de propiedad es competencia exclusiva del Estado, de 

conformidad con el artículo 149.1.9.º de la Constitución.
Las razones que justifican la necesidad de reformar la Ley de Marcas, dando lugar a una 

nueva Ley, obedecen a tres órdenes de motivos. El primero, dar cumplimiento a la sentencia 
del Tribunal Constitucional 103/1999, de 3 de junio, que delimita las competencias que en 
materia de propiedad industrial corresponden a las Comunidades Autónomas y al Estado. El 
segundo, incorporar a nuestra legislación de marcas las disposiciones de carácter 
comunitario e internacional a que está obligado o se ha comprometido el Estado español. El 
tercer motivo, finalmente, obedece a la conveniencia de introducir en nuestro ordenamiento 
jurídico ciertas normas de carácter sustantivo y procedimental que vienen aconsejadas por la 
experiencia obtenida bajo la vigencia de la Ley anterior, las prácticas seguidas por otras 
legislaciones de nuestro entorno y la necesidad de adaptar nuestro sistema de registro de 
marcas a las exigencias de la nueva Sociedad de la Información.

II
En lo que se refiere a los motivos de carácter constitucional, la Ley plasma fielmente los 

criterios jurisprudenciales de delimitación de competencias, atribuyendo éstas a los órganos 
autonómicos o estatales conforme a lo dispuesto en la citada sentencia del Tribunal 
Constitucional. Los puntos de conexión se fijan de un modo amplio y flexible, para dar una 
correcta cobertura a las necesidades de los usuarios del sistema de registro y facilitarles un 
adecuado acceso a esta especial propiedad que constituye la protección de los signos 
distintivos.
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III
En orden a los compromisos adquiridos por el Estado español, la presente Ley da 

cumplimiento a los mismos, respondiendo a los altos niveles de armonización impuestos en 
el seno de la Comunidad Europea e Internacional.

La armonización comunitaria en materia de marcas se ha operado fundamentalmente a 
través de la Primera Directiva 89/104/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de 1988, relativa 
a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de marcas. Sus 
disposiciones, que ya fueron incorporadas por la Ley 32/1988, de Marcas, también han sido 
objeto de una plena transposición en la presente Ley. De las normas que se transponen 
deben destacarse las siguientes:

nuevo concepto de marca, reformulación de las causas de denegación y nulidad del 
registro, extensión al ámbito comunitario del agotamiento del derecho de marca, 
incorporación de la figura de la prescripción por tolerancia y reforzamiento de la obligación 
de uso de la marca y de las sanciones por su incumplimiento.

Dentro del Derecho Comunitario de Marcas merece también una mención especial el 
Reglamento (CE) número 40/94 del Consejo, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca 
comunitaria, por el que se crea un signo distintivo cuyos efectos se extienden a todo el 
territorio de la Comunidad. Si bien es cierto que este Reglamento no impone a los Estados 
miembros dictar disposiciones de aproximación de las marcas nacionales a la comunitaria -
salvo la obligación de regular la transformación de una marca comunitaria en marca 
nacional-, no lo es menos que la indicada aproximación es deseable, dado que permite evitar 
que dos títulos que producen idénticos efectos en España estén sujetos a normativas 
totalmente dispares. En este sentido muchas de las normas de la presente Ley son 
directamente tributarias de dicho Reglamento.

La Ley que ahora se aprueba contiene asimismo las reglas necesarias para adaptar 
nuestro Derecho a los esfuerzos armonizadores realizados en el seno de la Comunidad 
Internacional. De este modo, se incorporan las normas que permiten la aplicación en España 
del Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas, 
de 27 de junio de 1989; el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual Relacionados con el Comercio (Acuerdo ADPIC), que forma parte integrante del 
Acuerdo por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC), de 15 de 
abril de 1994; así como el Tratado sobre el Derecho de Marcas y su Reglamento, de 27 de 
octubre de 1994.

Comenzando por el Protocolo, su incorporación al Derecho español ha exigido reformar 
el Título que en la Ley se dedica a las marcas internacionales. Así, se admite la posibilidad 
de que la solicitud se funde no sólo en el registro nacional de marca, sino en su mera 
solicitud. Al mismo tiempo, se aprovecha la oportunidad para colmar ciertas lagunas, entre 
las que destaca la ausencia de cobertura legal para el examen nacional de una solicitud 
internacional. Al igual que ocurre con la marca comunitaria, también aquí se contempla la 
posibilidad de transformación en marca nacional.

Menor relevancia presenta la incorporación de las directrices contenidas en el ADPIC. Es 
incuestionable el extraordinario efecto que este Acuerdo ha tenido sobre la regulación 
mundial de la propiedad intelectual -incluidas las marcas-, al adaptarlo a las últimas 
exigencias del comercio internacional. Sin embargo, las reglas que en el indicado Acuerdo 
se dedican a las marcas ya han sido parcialmente recogidas en la Ley 32/1988, al estar ésta 
directamente inspirada en el entonces Proyecto de Primera Directiva Comunitaria de 
Armonización que, a su vez, influyó decisivamente en el ADPIC. Por ello, la adecuación a 
este Acuerdo sólo ha precisado las siguientes medidas específicas: la ampliación de la 
legitimación para poder solicitar el registro de una marca en España a los nacionales de los 
miembros de la Organización Mundial del Comercio (OMC); la incorporación del concepto de 
causas justificativas de la falta de uso de la marca; la protección reforzada de las marcas 
notorias registradas; y, finalmente, la introducción de una nueva prohibición absoluta de 
registro relativa a las falsas indicaciones geográficas de vinos y bebidas espirituosas, aun 
cuando no induzcan a error.

La respuesta de la Ley de Marcas a las exigencias contenidas en los instrumentos 
internacionales se ve culminada con la adecuación al Tratado sobre Derecho de Marcas, 
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adoptado en el marco de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. Es éste un 
tratado sobre formalidades y sobre formularios-tipo que, por medio de una unificación de 
alcance mundial de las solemnidades que han de seguirse en la solicitud de una marca y en 
las incidencias que pudieran acontecer durante su existencia, persigue simplificar y abaratar 
el registro de marcas en el mundo.

Entre las modificaciones a que ha dado lugar la recepción de este Tratado destacan la 
implantación de la marca multiclase (sistema que ya era aplicable a las marcas 
internacionales que entran en la fase nacional española); la consiguiente creación de tasas 
por clase; la supresión del deber de declaración de uso de la marca; la admisión de la 
división de la solicitud o registro de la marca; la supresión de la exigencia de titulación 
pública como requisito de inscripción del cambio de titularidad de una marca, si bien se 
mantiene el sistema tradicional con carácter optativo; y, por último, la desaparición de las 
tasas quinquenales. Todas estas modificaciones se incorporan a la nueva Ley, aunque las 
dos últimas ya fueron introducidas en nuestro ordenamiento (Ley 14/1999, de 4 de mayo, de 
Tasas y Precios Públicos por servicios prestados por el Consejo de Seguridad Nuclear), al 
haber entrado en vigor para España dicho Tratado el 17 de marzo de 1999 y no permitirse en 
el mismo demorar su instauración, a diferencia de lo que ocurre con el resto de las otras 
modificaciones, que ahora se implantan, pues las mismas pudieron posponerse hasta el 1 de 
agosto de 2002 en el acto de depósito del Instrumento de Ratificación mediante la oportuna 
declaración.

IV
No todas las novedades que introduce la presente Ley obedecen a la necesidad de 

armonizar nuestro Derecho con los Ordenamientos Comunitario e Internacional.
Existe un considerable número de artículos en los que se recogen opciones legislativas 

cuyo común denominador es el de dotar a la marca de un procedimiento ágil y lógico, 
introduciendo aquellas novedades que aconseja la experiencia de diez años de aplicación de 
la Ley de Marcas y aquellas otras que, habiendo revelado su utilidad en Estados de nuestro 
entorno jurídico, se hacen merecedoras de ser acogidas por nuestro Derecho. La Ley trata 
así de dar respuesta a la creciente demanda de agilidad y eficiencia que exigen nuestras 
empresas en la nueva Sociedad de la Información. Todo ello sin pérdida de los niveles de 
seguridad jurídica que la adquisición de estos derechos requiere.

La nueva Ley atempera el automatismo formal del nacimiento del derecho de marca, 
basado en el carácter constitutivo del registro, con el establecimiento del principio de la 
buena fe registral, al prever, como causa autónoma, la nulidad absoluta del registro de una 
marca, cuando la solicitud en que se basó dicho registro hubiera sido presentada de mala fe. 
Junto a este principio angular, la Ley recoge otros principios clásicos de carácter registral 
como los de publicidad, oposición, prioridad y tracto sucesivo, que presiden y racionalizan 
cuantas operaciones registrales se realicen respecto de la marca o de su solicitud.

El procedimiento de registro se reforma, suprimiendo del examen que ha de efectuar la 
Oficina Española de Patentes y Marcas (OEPM) el referido a las prohibiciones relativas, 
quedando reservado este examen de oficio sólo para las prohibiciones absolutas. Las 
prohibiciones relativas sólo serán examinadas por la OEPM cuando un tercero legitimado 
formule la correspondiente oposición a la solicitud de marca presentada a registro, sin 
perjuicio de que la OEPM comunique, a efectos informativos, la existencia de la solicitud de 
registro a quienes en una búsqueda informática de anterioridades pudieran gozar de un 
mejor derecho. La finalidad de esta novedad procedimental es triple: alinearse con los 
sistemas mayoritarios en nuestro entorno europeo y, en particular, con el sistema de la 
marca comunitaria; evitar el planteamiento por la Administración de conflictos artificiales al 
señalar de oficio marcas anteriores cuando su titular no tiene interés en oponerse a la nueva 
solicitud y finalmente, ganar en rapidez y eficacia. El sistema que se establece es, por otra 
parte, más acorde con la naturaleza y sentido de las prohibiciones de registro y con los 
intereses a tutelar, predominantemente públicos o generales en el caso de las prohibiciones 
absolutas, y de carácter privado en el caso de las prohibiciones relativas, que son así 
calificadas precisamente porque protegen derechos privados y, en consecuencia, su defensa 
no debe imponerse sino dejarse en manos de los propios interesados, quienes gozan en la 
presente Ley de todas las garantías del Estado de Derecho a través del trámite de oposición 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 50  Ley de Marcas

– 1167 –



o del ejercicio de la acción de nulidad para proteger sus legítimos intereses y derechos. 
Siendo el sistema que se implanta el más generalizado en el ámbito europeo y el seguido 
por la marca comunitaria, no existe ninguna razón que justifique que en España las marcas 
nacionales sufran un examen más riguroso que las comunitarias, pues ello sólo perjudicaría 
a los usuarios del sistema español, en beneficio de los usuarios del sistema comunitario que 
podrán obtener marcas comunitarias -con los mismos efectos en España que una marca 
nacional- sin examen de oficio de las prohibiciones relativas.

Dentro de la regulación del procedimiento, se introducen otras importantes novedades 
como la figura de la "restitutio in integrum", que ya incorporó el Reglamento sobre la Marca 
Comunitaria, a fin de evitar que por la inobservancia de un plazo se produzca la pérdida de 
un derecho, si el interesado demuestra haber actuado con la diligencia debida. Se 
contempla, así mismo, la suspensión del procedimiento de concesión cuando la oposición se 
basa en una mera solicitud de registro o cuando se hubiera entablado una acción 
reivindicatoria, de nulidad o de caducidad contra la marca oponente, así como en el 
supuesto de presentación de una solicitud de división o a petición conjunta de todos los 
interesados.

El cuerpo normativo que ahora se aprueba también contempla la posibilidad de someter 
a arbitraje los actos administrativos que hubieran puesto término al procedimiento de registro 
y regula los modos de notificación y la consulta pública de expedientes, adaptando el 
procedimiento de registro de los signos distintivos a las exigencias de la Sociedad de la 
Información, previendo la posibilidad de efectuar notificaciones por correo electrónico o de 
realizar consultas de expedientes por vías telemáticas. En este ámbito de adaptación a la 
Sociedad de la Información, merecen ser destacadas las previsiones contenidas en la Ley 
sobre la utilización futura de medios electrónicos o telemáticos para la presentación de 
solicitudes y demás documentos.

Especial mención debe hacerse del reforzamiento de la protección de las marcas 
notorias y renombradas. A estos efectos, se establece, por primera vez en nuestro 
ordenamiento, una definición legal del concepto de marca notoria y renombrada, fijando el 
alcance de su protección. La marca notoria es la conocida por el sector pertinente del público 
al que se destinan sus productos o servicios y, si está registrada, se protege por encima del 
principio de especialidad según su grado de notoriedad y, si no lo está, se faculta a su titular 
no sólo a ejercitar la correspondiente acción de nulidad, como hasta la fecha, sino además a 
presentar oposición al registro en la vía administrativa. Cuando la marca es conocida por el 
público en general, se considera que la misma es renombrada y el alcance de su protección 
se extiende a cualquier género de productos o servicios.

La misma protección se otorga al nombre comercial notorio o renombrado registrado.
En cuanto al contenido y alcance del derecho de marca, se fortalece la posición 

exclusiva del titular de la marca; al ampliar el alcance del "ius prohibendi" a los medios de 
identificación del producto o servicio, cuando exista la posibilidad de que dichos medios se 
utilicen para realizar actos prohibidos; al extender asimismo ese "ius prohibendi" a la 
utilización de la marca en redes de comunicación telemática; al instaurar, en ciertos casos, la 
responsabilidad objetiva del usurpador de la marca, sin sujeción a la concurrencia de culpa o 
negligencia; al considerar indemnizable el daño infligido al prestigio o reputación de la 
marca; y, finalmente, al habilitar al titular para impedir la reproducción de su marca en 
diccionarios, si ello perjudica su carácter distintivo.

Se supera la deficiencia técnica de la legislación anterior, estableciendo el mayor alcance 
del contenido del derecho de las marcas notorias y renombradas registradas y, en cuanto a 
las acciones que puede ejercitar el titular, se incorpora la de reclamar la destrucción de los 
bienes ilícitamente marcados.

Desaparecen formalmente las figuras de la marca derivada y de la ampliación de marca, 
en armonía con los sistemas mayoritarios de nuestro entorno comunitario, pues la protección 
que estas modalidades otorgaban se logra de modo más simple y con igual alcance 
mediante el registro de una nueva marca, en la que manteniendo el distintivo principal, se 
incorporen nuevos elementos distintivos de carácter accesorio, para el caso de las marcas 
derivadas, o mediante la solicitud de los nuevos productos o servicios a que se quiere 
extender la marca registrada, en el caso de la ampliación de marca.
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La nulidad y caducidad de la marca se completan y sistematizan. Respecto de la 
caducidad, la Ley introduce el principio general de que las marcas caducadas dejarán de 
surtir efectos jurídicos desde el momento en que se produjeron los hechos u omisiones que 
dieron lugar a la caducidad. En los casos de caducidad por falta de renovación, se 
introducen garantías en beneficio de quienes hubieran ejercido una acción reivindicatoria o 
fueran titulares inscritos de un embargo o de un derecho de hipoteca sobre la marca.

Se reordena la regulación de las marcas colectivas y de garantía, procurando que las 
diferencias que separan a estas dos modalidades de marcas aparezcan más nítidamente 
definidas, eliminando el confusionismo que siempre ha envuelto a las mismas.

El nuevo texto legal incorpora el derecho de toda persona jurídica, que no hubiera 
registrado como nombre comercial su denominación o razón social, a formular la oportuna 
oposición al registro de una marca o nombre comercial posteriormente solicitados o a 
reclamar ante los tribunales la anulación de los mismos si hubieran sido ya registrados, 
cuando dichos signos distintivos se apliquen a productos, servicios o actividades idénticos o 
similares a aquellos para lo que se usa dicha denominación o razón social, siempre que se 
pruebe el uso prioritario de ésta en todo el territorio nacional y exista riesgo cierto de 
confusión en el público. Se resuelve así el problema de la equiparación de trato de los 
extranjeros que puedan invocar el artículo 8 del Convenio de París para la protección de la 
propiedad industrial de 20 de marzo de 1883 o el principio de reciprocidad, a los que la Ley 
dispensa la misma protección.

Finalmente, la regulación del nombre comercial, aproximando este signo distintivo a las 
marcas, instaura el principio de su libre cesión y la aplicación de la Clasificación 
Internacional de Productos o Servicios al registro de estos signos.

La Ley, alineándose con los sistemas de nuestro entorno político y económico, suprime 
el carácter registral de los rótulos de establecimiento, dejando la protección de esta 
modalidad de propiedad industrial a las normas comunes de competencia desleal. Por otra 
parte, la protección antes otorgada por los rótulos de establecimiento podrá hacerse valer a 
través del registro de una marca o nombre comercial, pudiendo convivir en diferentes 
ámbitos territoriales si no existiera oposición de tercero, como consecuencia del nuevo 
procedimiento, en que se suprime el examen de oficio de las anterioridades.

La Ley fija minuciosamente en sus disposiciones transitorias el tránsito a este nuevo 
modo de protección de los rótulos de establecimiento inscritos durante la vigencia de 
legislaciones anteriores.

Por fin, se modifican las tasas exigibles por los servicios prestados al amparo de la Ley 
de Marcas, adecuándolas al marco internacional y comunitario y suprimiendo algunas de las 
existentes para simplificar este aspecto de la relación entre los interesados y la Oficina 
Española de Patentes y Marcas.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Para la protección de los signos distintivos se concederán, de acuerdo con la presente 

Ley, los siguientes derechos de propiedad industrial:
a) Las marcas.
b) Los nombres comerciales.
2. La solicitud, la concesión y los demás actos o negocios jurídicos que afecten a los 

derechos señalados en el apartado anterior se inscribirán en el Registro de Marcas, según lo 
previsto en esta Ley y en su Reglamento.

3. El Registro de Marcas tendrá carácter único en todo el territorio nacional y su llevanza 
corresponderá a la Oficina Española de Patentes y Marcas, sin perjuicio de las competencias 
que en materia de ejecución de la legislación de propiedad industrial corresponden a las 
Comunidades Autónomas, según se desarrolla en esta Ley.
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Artículo 2.  Adquisición del derecho.
1. El derecho de propiedad sobre la marca y el nombre comercial se adquiere por el 

registro válidamente efectuado de conformidad con las disposiciones de la presente Ley.
2. Cuando el registro de una marca hubiera sido solicitado con fraude de los derechos de 

un tercero o con violación de una obligación legal o contractual, la persona perjudicada 
podrá reivindicar ante los tribunales la propiedad de la marca, si ejercita la oportuna acción 
reivindicatoria con anterioridad a la fecha de registro o en el plazo de cinco años a contar 
desde la publicación de éste o desde el momento en que la marca registrada hubiera 
comenzado a ser utilizada conforme a lo previsto en el artículo 39. Presentada la demanda 
reivindicatoria, el Tribunal notificará la presentación de la misma a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas para su anotación en el Registro de Marcas y decretará, si procediera, la 
suspensión del procedimiento de registro de la marca.

3. Si como consecuencia de la sentencia que resuelva la acción reivindicatoria se 
produjera un cambio en la titularidad de la marca, las licencias y demás derechos de terceros 
sobre la misma se extinguirán por la inscripción del nuevo titular en el Registro de Marcas, 
sin perjuicio del derecho que les asista a reclamar de su transmitente.

Artículo 3.  Legitimación.
1. Podrán obtener el registro de marcas o nombres comerciales las personas físicas o 

jurídicas, incluidas las entidades de derecho público.
2. Las personas mencionadas en el apartado 1 podrán invocar la aplicación en su 

beneficio de las disposiciones de cualquier tratado internacional que resulte de aplicación en 
España, en cuanto les fuere de aplicación directa, en todo lo que les sea más favorable 
respecto de lo dispuesto en esta Ley.

TÍTULO II
Concepto de marca y prohibiciones de registro

CAPÍTULO I
Concepto de marca

Artículo 4.  Concepto de Marca.
Podrán constituir marcas todos los signos, especialmente las palabras, incluidos los 

nombres de personas, los dibujos, las letras, las cifras, los colores, la forma del producto o 
de su embalaje, o los sonidos, a condición de que tales signos sean apropiados para:

a) distinguir los productos o los servicios de una empresa de los de otras empresas y
b) ser representados en el Registro de Marcas de manera tal que permita a las 

autoridades competentes y al público en general determinar el objeto claro y preciso de la 
protección otorgada a su titular.

CAPÍTULO II
Prohibiciones absolutas

Artículo 5.  Prohibiciones absolutas.
1. No podrán registrarse como marca los signos siguientes:
a) Los que no puedan constituir marca por no ser conformes al artículo 4.
b) Los que carezcan de carácter distintivo.
c) Los que se compongan exclusivamente de signos o indicaciones que puedan servir en 

el comercio para designar la especie, la calidad, la cantidad, el destino, el valor, la 
procedencia geográfica o la época de obtención del producto o de la prestación del servicio u 
otras características de los productos o servicios.
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d) Los que se compongan exclusivamente de signos o indicaciones que se hayan 
convertido en habituales en el lenguaje común o en las costumbres leales y constantes del 
comercio.

e) Los constituidos exclusivamente por la forma u otra característica impuesta por la 
naturaleza misma del producto o por la forma u otra característica del producto necesaria 
para obtener un resultado técnico, o por la forma u otra característica que dé un valor 
sustancial al producto.

f) Los que sean contrarios a la Ley, al orden público o a las buenas costumbres.
g) Los que puedan inducir al público a error, por ejemplo, sobre la naturaleza, la calidad 

o el origen geográfico del producto o servicio.
h) Los excluidos de registro en virtud de la legislación nacional o de la Unión o por 

acuerdos internacionales en los que sea parte la Unión o el Estado español, que confieran 
protección a denominaciones de origen e indicaciones geográficas.

i) Los excluidos de registro en virtud de la legislación de la Unión o de acuerdos 
internacionales en los que esta sea parte y que confieran protección a los términos 
tradicionales de vinos.

j) Los excluidos de registro en virtud de la legislación de la Unión o de acuerdos 
internacionales en los que esta sea parte, que confieran protección a especialidades 
tradicionales garantizadas.

k) Los que consistan en, o reproduzcan en sus elementos esenciales, la denominación 
de una obtención vegetal anterior, registrada conforme a la legislación de la Unión o al 
Derecho nacional, o a los acuerdos internacionales en los que sea parte la Unión o España, 
que establezcan la protección de las obtenciones vegetales, y que se refieran a obtenciones 
vegetales de la misma especie o estrechamente conexas.

l) Los que reproduzcan o imiten el escudo, la bandera, las condecoraciones y otros 
emblemas de España, sus Comunidades Autónomas, sus municipios, provincias u otras 
entidades locales, a menos que medie la debida autorización.

m) Los que no hayan sido autorizados por las autoridades competentes y deban ser 
denegados en virtud del artículo 6 ter del Convenio de París.

n) Los que incluyan insignias, emblemas o escudos distintos de los contemplados en el 
artículo 6 ter del Convenio de París y que sean de interés público, salvo que su registro sea 
autorizado por la autoridad competente.

2. No se denegará el registro de una marca de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado 1, letras b), c) o d), si, antes de la fecha de concesión del registro, debido al uso 
que se ha hecho de la misma, hubiese adquirido un carácter distintivo.

CAPÍTULO III
Prohibiciones relativas

Artículo 6.  Marcas anteriores.
1. No podrán registrarse como marcas los signos:
a) Que sean idénticos a una marca anterior que designe productos o servicios idénticos.
b) Que, por ser idénticos o semejantes a una marca anterior y por ser idénticos o 

similares los productos o servicios que designan, exista un riesgo de confusión en el público; 
el riesgo de confusión incluye el riesgo de asociación con la marca anterior.

2. Por marcas anteriores se entenderá a los efectos del apartado 1:
a) Las marcas registradas cuya solicitud de registro tenga una fecha de presentación o 

de prioridad anterior a la de la solicitud objeto de examen, y que pertenezcan a las siguientes 
categorías: i) marcas españolas; ii) marcas que hayan sido objeto de un registro 
internacional que surta efectos en España; iii) marcas de la Unión Europea (en adelante 
marcas de la Unión).

b) Las marcas de la Unión registradas que, con arreglo a su Reglamento, reivindiquen 
válidamente la antigüedad de una de las marcas mencionadas en los puntos i) y ii) de la letra 
a), aun cuando esta última marca haya sido objeto de renuncia o se haya extinguido
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c) Las solicitudes de marca a las que hacen referencia las letras a) y b), a condición de 
que sean finalmente registradas.

d) Las marcas no registradas que en la fecha de presentación o prioridad de la solicitud 
de la marca en examen sean "notoriamente conocidas" en España en el sentido del artículo 
6 bis del Convenio de París.

Artículo 7.  Nombres comerciales anteriores.
1. No podrán registrarse como marcas los signos:
a) Que sean idénticos a un nombre comercial anterior que designe actividades idénticas 

a los productos o servicios para los que se solicita la marca.
b) Que por ser idénticos o semejantes a un nombre comercial anterior y por ser idénticas 

o similares las actividades que designa a los productos o servicios para los que se solicita la 
marca, exista un riesgo de confusión en el público ; el riesgo de confusión incluye el riesgo 
de asociación con el nombre comercial anterior.

2. A los efectos de este artículo se entenderá por nombres comerciales anteriores:
a) Los nombres comerciales registrados en España cuya solicitud de registro tenga una 

fecha de presentación o de prioridad anterior a la de la solicitud objeto de examen.
b) Las solicitudes de los nombres comerciales a los que hace referencia la letra anterior, 

a condición de que sean finalmente registradas.

Artículo 8.  Marcas y nombres comerciales renombrados.
1. No podrá registrase como marca un signo que sea idéntico o similar a una marca 

anterior, con independencia de que los productos o servicios para los cuales se haga la 
solicitud sean idénticos o sean o no similares a aquellos para los que se haya registrado la 
marca anterior, cuando la marca anterior goce de renombre en España o, si se trata de una 
marca de la Unión, en la Unión Europea, y con el uso de la marca posterior, realizado sin 
justa causa, se pudiera obtener una ventaja desleal del carácter distintivo o del renombre de 
la marca anterior, o dicho uso pudiera ser perjudicial para dicho carácter distintivo o dicho 
renombre.

2. La protección reforzada prevista en el apartado 1 será igualmente aplicable a los 
nombres comerciales renombrados.

Artículo 9.  Otros derechos anteriores.
1. Sin la debida autorización, no podrán registrarse como marcas:
a) El nombre civil o la imagen que identifique a una persona distinta del solicitante de la 

marca.
b) El nombre, apellido, seudónimo o cualquier otro signo que para la generalidad del 

público identifique a una persona distinta del solicitante.
c) Los signos que reproduzcan, imiten o transformen creaciones protegidas por un 

derecho de autor o por otro derecho de propiedad industrial distinto de los contemplados en 
los artículos 6 y 7.

d) El nombre comercial, denominación o razón social de una persona jurídica que antes 
de la fecha de presentación o prioridad de la marca solicitada identifique en el tráfico 
económico a una persona distinta del solicitante, si, por ser idéntica o semejante a estos 
signos y por ser idéntico o similar su ámbito de aplicación, existe un riesgo de confusión en 
el público. A estos efectos, el titular de esos signos habrá de probar el uso o conocimiento 
notorio de dichos signos en el conjunto del territorio nacional. Cumpliéndose estas 
condiciones, de igual protección gozarán los extranjeros que de acuerdo con el artículo 3 de 
esta Ley puedan invocar el artículo 8 del Convenio de París o el principio de reciprocidad, 
siempre que acrediten el uso o conocimiento notorio en España de su nombre comercial no 
registrado.

2. No podrán registrarse como marcas el nombre, apellidos, seudónimo o cualquier otro 
signo que identifique al solicitante del registro si los mismos incurren en alguna de las 
prohibiciones de registro contenidas en el presente Título.
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3. Además, se denegará el registro de la marca en la medida en que, con arreglo a la 
legislación de la Unión o al Derecho nacional que establezcan la protección de las 
denominaciones de origen y las indicaciones geográficas, concurran las siguientes 
condiciones:

a) Se hubiera presentado ya una solicitud de denominación de origen o de indicación 
geográfica de conformidad con la legislación de la Unión o del Derecho nacional antes de la 
fecha de solicitud de registro de la marca o de la fecha de la prioridad reivindicada para la 
misma, a condición de que dicha denominación de origen o indicación geográfica quede 
finalmente registrada.

b) Dicha denominación de origen o indicación geográfica confiera a la persona 
autorizada, en virtud de la legislación aplicable para ejercer los derechos que se derivan de 
la misma, el derecho a prohibir la utilización de una marca posterior.

Artículo 10.  Marcas de agentes o representantes.
1. A menos que justifique su actuación, el agente o representante del titular de una 

marca no podrá registrar esa marca a su nombre sin el consentimiento de dicho titular.
2. El titular perjudicado tendrá derecho a oponerse al registro de la marca o a formular 

contra la misma las correspondientes acciones de nulidad, reivindicatoria o de cesación, 
conforme a lo previsto en esta Ley y en el artículo 6 septies del Convenio de París. En 
particular, serán de aplicación a la acción reivindicatoria las previsiones contenidas en los 
apartados 2 y 3 del artículo 2.

TÍTULO III
Solicitud y procedimiento de registro

CAPÍTULO I
Solicitud de registro

Artículo 11.  Presentación de la solicitud.
1. La solicitud de registro de marca se presentará en el órgano competente de la 

Comunidad Autónoma donde el solicitante tenga su domicilio o un establecimiento industrial 
o comercial serio y efectivo.

2. Los solicitantes domiciliados en las Ciudades de Ceuta y Melilla presentarán la 
solicitud en la Oficina Española de Patentes y Marcas.

3. Los solicitantes no domiciliados en España presentarán la solicitud ante la Oficina 
Española de Patentes y Marcas.

4. También podrá presentarse la solicitud en el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma donde el representante del solicitante tuviera su domicilio legal o una sucursal 
seria y efectiva.

5. Podrán también presentarse las solicitudes ante la Oficina Española de Patentes y 
Marcas si el solicitante o su representante la solicitaran a través de un establecimiento 
comercial o industrial serio y efectivo que no tuviere carácter territorial.

6. El órgano competente para recibir la solicitud hará constar, en el momento de su 
recepción, el número de la solicitud y el día, la hora y el minuto de su presentación, en la 
forma que reglamentariamente se determine.

7. El órgano competente de la Comunidad Autónoma que reciba la solicitud remitirá a la 
Oficina Española de Patentes y Marcas, dentro de los cinco días siguientes al de su 
recepción, los datos de la solicitud en la forma y con el contenido que reglamentariamente se 
determinen.

8. La solicitud de registro de marca también podrá presentarse en los lugares previstos 
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, dirigida al órgano que, 
conforme a lo establecido en los apartados anteriores, resulte competente para recibir la 
solicitud.
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9. Tanto la solicitud como los demás documentos que hayan de presentarse en la Oficina 
Española de Patentes y Marcas deberán estar redactados en castellano. En las 
Comunidades Autónomas donde exista también otra lengua oficial, dichos documentos, 
además de en castellano, podrán redactarse en dicha lengua.

Artículo 12.  Requisitos de la solicitud.
1. La solicitud de registro de marca deberá contener, al menos:
a) Una instancia por la que se solicite el registro de marca.
b) La información que permita identificar al solicitante.
c) Una representación de la marca que cumpla los requisitos establecidos en el artículo 

4, letra b).
d) La lista de los productos o servicios para los que se solicita el registro.
2. La solicitud dará lugar al pago de una tasa, cuya cuantía vendrá determinada por el 

número de clases de productos o servicios del nomenclátor internacional establecido en 
virtud del Arreglo de Niza de 15 de junio de 1957 que se soliciten.

3. La solicitud de marca deberá cumplir los demás requisitos que se establezcan 
reglamentariamente.

Artículo 13.  Fecha de presentación de la solicitud.
1. La fecha de presentación de la solicitud será la del momento en que el órgano 

competente, conforme a lo previsto en el artículo 11, reciba los documentos que contengan 
los elementos establecidos en el apartado 1 del artículo 12.

2. La fecha de presentación de las solicitudes depositadas en una Oficina de Correos 
será la del momento en que dicha oficina reciba los documentos que contengan los 
elementos previstos en el apartado 1 del artículo 12, siempre que sean presentadas en 
sobre abierto, por correo certificado y con acuse de recibo, dirigido al órgano competente 
para recibir la solicitud. La Oficina de Correos hará constar el día, hora y minuto de su 
presentación.

3. Si alguno de los órganos o unidades administrativas a que se refieren los apartados 
anteriores no hubieran hecho constar, en el momento de la recepción de la solicitud, la hora 
de su presentación, se le asignará la última hora del día. Si no se hubiera hecho constar el 
minuto, se asignará el último minuto de la hora. Si no se hubiera hecho constar ni la hora ni 
el minuto, se asignará la última hora y minuto del día.

Artículo 14.  Derecho de prioridad unionista.
1. Quienes hubieran presentado regularmente una solicitud de registro de marca en 

alguno de los Estados miembros del Convenio de París o en algún miembro de la 
Organización Mundial del Comercio o sus causahabientes gozarán, para la presentación en 
España de una solicitud de registro de la misma marca, del derecho de prioridad establecido 
en el artículo 4 del Convenio de París.

2. Tendrán el mismo derecho de prioridad quienes hubieren presentado una primera 
solicitud de protección de la misma marca en un Estado u Organización internacional no 
mencionados en el apartado anterior, que reconozca a las solicitudes de registro de marcas 
presentadas en España un derecho de prioridad en condiciones y con efectos equivalentes a 
los previstos en el Convenio de París.

3. El solicitante que desee reivindicar la prioridad de una solicitud anterior deberá 
presentar, en la forma y plazos que reglamentariamente se establezcan, una declaración de 
prioridad y una copia certificada por la oficina de origen de la solicitud anterior acompañada 
de su traducción al castellano, cuando esa solicitud esté redactada en otro idioma. La 
reivindicación de prioridad implica el pago de la tasa correspondiente.

Artículo 15.  Prioridad de exposición.
1. El solicitante de una marca que hubiera designado con ella productos o servicios en 

una exposición oficial u oficialmente reconocida gozará del derecho de prioridad de la fecha 
de la primera presentación de los productos o servicios con la marca solicitada en la 
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exposición, siempre que la solicitud de registro de la marca se presente en el plazo de seis 
meses a partir de aquella fecha.

2. El solicitante que desee reivindicar la prioridad prevista en el apartado 1 deberá 
justificar, en los términos que se determinen reglamentariamente, que los productos o 
servicios se presentaron en la exposición con la marca solicitada y en la fecha invocada. La 
reivindicación de prioridad implica el pago de la tasa correspondiente.

CAPÍTULO II
Procedimiento de registro

Artículo 16.  Examen de admisibilidad y de forma.
1. El órgano competente para recibir la solicitud, conforme a lo previsto en el artículo 11, 

examinará:
a) Si la solicitud de marca cumple los requisitos para que se otorgue una fecha de 

presentación conforme al artículo 13.
b) Si se ha satisfecho la tasa de solicitud.
c) Si la solicitud de marca reúne los demás requisitos formales establecidos 

reglamentariamente.
d) Si el solicitante está legitimado para solicitar una marca, conforme al artículo 3 de esta 

Ley.
2. Si del examen resultara que la solicitud presenta alguna irregularidad o defecto, se 

decretará la suspensión de la tramitación del expediente y se otorgará al solicitante el plazo 
que reglamentariamente se determine para que los subsane o formule, en su caso, las 
alegaciones pertinentes.

3. Si la irregularidad consistiera en el incumplimiento de los requisitos necesarios para 
obtener una fecha de presentación, se otorgará la del día en que se subsane esta 
irregularidad.

4. Si la irregularidad consistiera en la falta de pago de la tasa de solicitud y transcurrido 
el plazo para subsanarla no se hubiera abonado dicha tasa en su totalidad, se continuará la 
tramitación respecto de aquellas clases totalmente pagadas, siguiendo el orden de la 
solicitud.

5. Transcurrido el plazo fijado en el apartado 2 sin que el interesado haya contestado, el 
órgano competente resolverá teniendo por desistida la solicitud. Se procederá del mismo 
modo cuando, a juicio del órgano competente, las irregularidades no hubieran sido 
debidamente subsanadas.

Artículo 17.  Remisión de la solicitud.
1. El órgano competente de la Comunidad Autónoma remitirá a la Oficina Española de 

Patentes y Marcas, con todo lo actuado, las solicitudes que hubieran superado el examen de 
forma o que hubieran subsanado los defectos imputados, con indicación, en su caso, de la 
fecha de presentación otorgada, si hubiera sido rectificada conforme a lo previsto en el 
apartado 3 del artículo 16.

2. Las solicitudes que hubieran sido tenidas por desistidas, serán notificadas a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas una vez que la resolución sea firme, con indicación de su 
fecha de adopción. Si la resolución hubiera sido impugnada, también se notificará esta 
circunstancia.

Artículo 18.  Publicación de la solicitud.
1. Recibida la solicitud de marca, la Oficina Española de Patentes y Marcas procederá a 

su publicación en el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial, salvo que la misma fuera 
contraria al orden público o las buenas costumbres conforme a lo previsto en el artículo 5.1, 
letra f). En este caso, se comunicará al interesado el reparo observado, para que, en el plazo 
que reglamentariamente se establezca, presente las alegaciones oportunas. La Oficina 
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Española de Patentes y Marcas resolverá, decretando la continuación de la tramitación o la 
denegación de la solicitud.

2. Si la solicitud padeciera algún defecto no percibido en trámites anteriores que 
imposibilitara su publicación, la Oficina Española de Patentes y Marcas comunicará el 
defecto al interesado para su subsanación, procediéndose conforme a lo establecido en el 
artículo 16.

3. La publicación de solicitud de marca, a que se refiere el apartado 1, deberá incluir:
a) El nombre y dirección del solicitante.
b) El nombre y dirección del representante, si lo hubiere.
c) El número del expediente, fecha de presentación y, en su caso, prioridad reclamada.
d) La reproducción del signo solicitado como marca y, en su caso, una declaración en los 

términos de la prevista en el apartado 2 del artículo 21.
e) La lista de los productos o servicios, con indicación de la clase del Nomenclátor 

Internacional.
4. Asimismo, la Oficina Española de Patentes y Marcas, en la forma que 

reglamentariamente se determine, comunicará la publicación de la solicitud a que se refiere 
el apartado 1, a efectos simplemente informativos, a los titulares de los signos anteriores 
registrados o solicitados que hubieran sido detectados como consecuencia de una búsqueda 
informática realizada por dicha Oficina de acuerdo con sus disponibilidades técnicas y 
materiales, y que en virtud de lo dispuesto en los artículos 6 y 7 pudieran formular oposición 
al registro de la nueva solicitud.

Artículo 19.  Oposiciones y observaciones de terceros.
1. Una vez publicada la solicitud de marca, podrán oponerse al registro de la misma 

invocando las prohibiciones de registro previstas en el Título II:
a) En los casos previstos en el artículo 5.1, cualquier persona física o jurídica que se 

considere perjudicada.
b) En los caso previstos en los artículos 6.1, 7.1 y 8, los titulares de las marcas o 

nombres comerciales anteriores contemplados en los artículos 6.2 y 7.2, así como los 
licenciatarios facultados por los titulares de dichas marcas o nombres comerciales.

c) En los casos previstos en el artículo 9, apartado 1, los titulares de los derechos 
anteriores contemplados en dicho apartado o las personas facultadas para ejercer esos 
derechos.

d) En los casos previstos en el artículo 9, apartado 3, las personas autorizadas a ejercer 
en virtud de la legislación aplicable los derechos que se derivan de la correspondiente 
denominación de origen o indicación geográfica protegida.

e) En el caso previsto en el artículo 10, apartado 1, los titulares de las marcas 
contempladas en dicho apartado

2. La oposición deberá formularse ante la Oficina Española de Patentes y Marcas 
mediante escrito motivado y debidamente documentado, en la forma y plazo que 
reglamentariamente se establezcan, y sólo se tendrá por presentada si en este plazo se 
abona la tasa correspondiente.

3. Podrá formularse oposición sobre la base de uno o más derechos anteriores siempre 
que pertenezcan todos al mismo titular, así como sobre la base de la totalidad o de una parte 
de los productos o servicios para los cuales se haya protegido o solicitado el derecho 
anterior, y dicha oposición podrá dirigirse contra la totalidad o una parte de los productos o 
servicios para los cuales se solicite la marca objeto de oposición.

4. Los órganos de las Administraciones Públicas y las asociaciones de consumidores y 
usuarios, constituidas e inscritas conforme a la legislación estatal o autonómica que les 
resulte de aplicación, así como los Consejos Reguladores u órganos rectores de las 
denominaciones de origen o indicaciones geográficas protegidas, podrán dirigir a la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, en el plazo previsto en el apartado 2, observaciones 
escritas, señalando las prohibiciones del artículo 5, en virtud de las cuales procedería 
denegar de oficio el registro de la marca. Dichos órganos y asociaciones no adquirirán la 
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cualidad de partes en el procedimiento, pero sus observaciones se notificarán al solicitante 
de la marca y se resolverán conforme a lo previsto en el artículo 22.

Artículo 20.  Examen de fondo.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas procederá, asimismo, a examinar de oficio 

si la solicitud de marca incurre en alguna de las prohibiciones contempladas en los artículos 
5 y 9.1, letra b). Si al efectuar este examen la Oficina observara algún defecto en la solicitud, 
lo notificará al solicitante conforme a lo previsto en el artículo 21.1.

2. Si en el plazo establecido no se hubiera formulado ninguna oposición u observaciones 
de terceros y del examen efectuado por la Oficina Española de Patentes y Marcas resultara 
que la solicitud de marca no incurre en las prohibiciones de los artículos 5 y 9.1, letra b), la 
marca será registrada. En este caso, la Oficina Española de Patentes y Marcas, en la forma 
que reglamentariamente se establezca, publicará un anuncio del registro de la marca en el 
Boletín Oficial de la Propiedad Industrial y expedirá el título de registro de la marca.

Artículo 21.  Suspensión de la solicitud y examen de la oposición.
1. Cuando se hubieren presentado oposiciones u observaciones de tercero o del examen 

realizado por la Oficina Española de Patentes y Marcas resultara que la solicitud incurre, 
para la totalidad o parte de los productos o servicios solicitados, en alguna de las 
prohibiciones o defectos a que se refiere el artículo 20.1, se decretará la suspensión del 
expediente y se comunicarán al solicitante las oposiciones u observaciones formuladas y los 
reparos señalados de oficio para que, en el plazo que reglamentariamente se determine, 
presente sus alegaciones.

2. En la contestación al suspenso, el solicitante podrá retirar, limitar, modificar o dividir la 
solicitud conforme a lo previsto en los artículos 23 y 24. Si el motivo del suspenso se fundara 
en que la marca solicitada contiene elementos incursos en las prohibiciones de las letras b), 
c) o d) del artículo 5.1, el solicitante podrá presentar una declaración excluyendo dichos 
elementos de la protección solicitada.

3. A instancia del solicitante, el titular de la marca anterior que hubiera formulado 
oposición aportará la prueba de que, en el curso de los cinco años anteriores a la fecha de 
presentación o fecha de prioridad de la marca posterior, la marca anterior ha sido objeto de 
un uso efectivo, conforme a lo previsto en el artículo 39, o de que han existido causas 
justificativas para su falta de uso, siempre que en dicha fecha de presentación o prioridad de 
la marca posterior la marca anterior lleve registrada al menos cinco años, conforme a lo 
previsto en el artículo 39. A falta de dicha prueba, se desestimará la oposición.

4. En el supuesto contemplado en el apartado anterior, y si se cumplen los requisitos 
previstos en el mismo, la Oficina Española de Patentes y Marcas dará traslado de la petición 
al oponente para que, en el plazo que reglamentariamente se determine, presente la 
correspondiente prueba de uso. La Oficina así mismo, dará traslado al solicitante de la 
prueba presentada para que, en el plazo que reglamentariamente se establezca, presente 
sus alegaciones.

5. Si la marca anterior se ha utilizado solamente para una parte de los productos o de los 
servicios para los que haya estado registrada, a efectos del examen de la oposición 
formulada, se considerará registrada solamente para dicha parte de los productos o 
servicios.

6. Los apartados 3, 4 y 5 del presente artículo serán también de aplicación cuando la 
marca anterior sea una marca de la Unión. En tal caso, el uso efectivo de una marca de la 
Unión se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del Reglamento (UE) 
n.º 2017/1001.

7. Mediante real decreto el Gobierno llevará a cabo el desarrollo reglamentario de lo 
previsto en este artículo.

Téngase en cuenta que los apartados 3 a 6, añadidos por el art. 1.10 Real Decreto-ley 
23/2018, de 21 de diciembre, entrarán en vigor el día en que, conforme a lo previsto en el 
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apartado 7, se desarrollen reglamentariamente, según establece la disposición final 7 del citado 
Real Decreto-ley. Ref. BOE-A-2018-17769

Artículo 22.  Resolución de la solicitud.
1. Transcurrido el plazo fijado para la contestación al suspenso, o en su caso los plazos 

previstos en el artículo 21.4, hayan contestado o no los interesados, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas acordará la concesión o denegación del registro de la marca, 
especificando sucintamente los motivos en que se funda dicha resolución.

2. Si la causa de denegación del registro de la marca sólo existiere para parte de los 
productos o servicios, la denegación del registro se limitará a los productos o servicios de 
que se trate.

3. La resolución de denegación del registro de la marca se publicará en el Boletín Oficial 
de la Propiedad Industrial en la forma que se determine reglamentariamente.

4. Concedido el registro de la marca, la Oficina Española de Patentes y Marcas, en la 
forma que se establezca reglamentariamente, procederá a su publicación en el «Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial» y a expedir el título de registro de la marca. Este título 
podrá expedirse por medios electrónicos.

CAPÍTULO III
Disposiciones generales sobre el procedimiento

Artículo 23.  Retirada, limitación y modificación de la solicitud.
1. El solicitante podrá en todo momento retirar su solicitud de marca o limitar la lista de 

los productos o servicios que aquélla contenga.
2. La solicitud de marca sólo podrá ser modificada, a instancia del solicitante, para 

rectificar su nombre y dirección, las faltas de expresión o de transcripción o los errores 
manifiestos, siempre que tal rectificación no afecte substancialmente a la marca ni amplíe o 
cambie la lista de productos o servicios. También podrá eliminarse del distintivo aquellos 
elementos que no alteren de manera significativa el carácter distintivo de la marca en la 
forma en que fue solicitada.

3. La limitación y modificación de la solicitud, cuando se efectúe de modo espontáneo 
por el solicitante y no como consecuencia de un suspenso decretado de oficio, dará lugar al 
pago de la tasa correspondiente.

Artículo 24.  División de la solicitud o del registro de la marca.
1. El solicitante o titular de una marca que comprenda varios productos o servicios podrá 

dividir la solicitud o registro de ésta en dos o más solicitudes o registros divisionales, 
distribuyendo los productos o servicios enumerados en la solicitud o registro inicial.

2. La división de la solicitud o registro de la marca sólo podrá efectuarse durante los 
procedimientos de registro o recurso y sólo será aceptada si, con dicha división, el suspenso, 
la oposición o el recurso quedaran circunscritos a una de las solicitudes o registros 
divisionales. También podrá efectuarse la división de la solicitud o del registro cuando se 
solicite una transmisión parcial de los mismos.

3. Las solicitudes o registros divisionales conservarán la fecha de presentación de la 
solicitud o registro inicial y el beneficio del derecho de prioridad, si lo hubiere.

4. La división estará sujeta a lo que se establezca reglamentariamente y dará lugar al 
pago de la tasa correspondiente.

Artículo 25.  Restablecimiento de derechos.
1. El solicitante o el titular de una marca o cualquier otra parte en un procedimiento ante 

la Oficina Española de Patentes y Marcas que, aun habiendo demostrado toda la diligencia 
requerida por las circunstancias, no hubiera podido respetar un plazo con respecto a dicha 
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Oficina, será, previa solicitud, restablecido en sus derechos si la imposibilidad hubiera tenido 
como consecuencia directa, en virtud de las disposiciones de esta Ley o de su Reglamento, 
la pérdida de un derecho. En el caso de que el plazo correspondiera a la interposición de un 
recurso tendrá como consecuencia su admisión a trámite, salvo lo previsto en el apartado 5.

2. La solicitud deberá presentarse por escrito a partir del cese del impedimento, en la 
forma y plazo que reglamentariamente se establezcan. El trámite incumplido deberá 
realizarse en ese plazo. La solicitud sólo será admisible en el plazo de un año a partir de la 
expiración del plazo no observado. Si se hubiere dejado de presentar la solicitud de 
renovación, se deducirá del período de un año el plazo suplementario de seis meses a que 
se refiere el segundo inciso del apartado 3 del artículo 32.

3. La solicitud deberá motivarse, indicándose los hechos y las justificaciones que se 
aleguen en su apoyo.

Sólo se tendrá por presentada cuando se haya pagado la tasa de restablecimiento de 
derechos.

4. Será competente para resolver la solicitud el órgano que lo sea para pronunciarse 
sobre el acto que no se hubiere cumplido.

5. Las disposiciones del presente artículo no serán aplicables a los plazos contemplados 
en el apartado 2 del presente artículo, en los apartados 1 y 2 del artículo 14, en el apartado 1 
del artículo 15 y en el apartado 2 del artículo 19. Tampoco serán aplicables estas 
disposiciones respecto del plazo de interposición de un recurso contra un acto declarativo de 
derechos.

6. Cuando se restablezca en sus derechos al solicitante o al titular de una marca, éste no 
podrá alegar sus derechos contra un tercero que, de buena fe, hubiere comercializado 
productos o hubiere prestado servicios bajo un signo idéntico o similar a la marca durante el 
período comprendido entre la pérdida del derecho sobre la solicitud o sobre la marca y la 
publicación de la mención del restablecimiento de ese derecho.

7. No procederá el restablecimiento del derecho sobre la solicitud o sobre la marca 
cuando en el período comprendido entre la pérdida de aquél y la presentación de la solicitud 
de restablecimiento un tercero haya solicitado o registrado de buena fe un signo idéntico o 
similar.

8. Contra la resolución que restablezca en sus derechos al solicitante podrá interponer 
recurso el tercero que pueda prevalerse de las disposiciones de los apartados 6 y 7.

Artículo 26.  Suspensión de procedimientos de tramitación.
La Oficina Española de Patentes y Marcas podrá suspender el procedimiento de 

tramitación:
a) Cuando la oposición se funde en una solicitud anterior, hasta el momento en que se 

produzca el registro definitivo de dicha solicitud o recaiga una resolución firme sobre la 
misma.

b) A instancia del solicitante que hubiera presentado contra el signo anterior oponente 
una solicitud o una demanda reconvencional de nulidad o de caducidad o una acción 
reivindicatoria, hasta que recaiga una resolución o sentencia firme, todo ello sin perjuicio de 
que la suspensión pueda ser decretada judicialmente

c) Cuando sea presentada una solicitud de división, por el tiempo preciso para la 
resolución de la misma.

d) A solicitud conjunta de todos los interesados, sin que la suspensión pueda en este 
caso exceder de seis meses.

Artículo 27.  Revisión de actos en vía administrativa.
1. Los actos y resoluciones dictados por los órganos de la Oficina Española de Patentes 

y Marcas serán recurribles de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

2. La interposición de un recurso dará lugar al pago de la tasa de recurso. No se 
procederá a la devolución de la tasa salvo cuando el recurso fuera totalmente estimado al 
acogerse razones jurídicas que, indebidamente apreciadas en la resolución, fueran 
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imputables a la Oficina Española de Patentes y Marcas. La devolución de la tasa deberá ser 
solicitada al interponerse el recurso y será acordada en la resolución del mismo.

3. Frente a la concesión de una marca la Oficina Española de Patentes y Marcas no 
podrá ejercer de oficio o a instancia de parte la potestad revisora prevista en el artículo 106 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, si la nulidad de la marca se funda en alguna de las causas 
previstas en los artículos 51 y 52 de la presente Ley. Dichas causas de nulidad solo se 
podrán hacer valer en los procedimientos previstos en dichos artículos.

4. Los actos y resoluciones dictados, en virtud de sus facultades, por los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas, serán recurribles con sujeción a lo dispuesto 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como en las normas orgánicas que 
rijan para los respectivos órganos.

Artículo 28.  Arbitraje.
1. Los interesados podrán someter a arbitraje las cuestiones litigiosas surgidas con 

ocasión del procedimiento para el registro de una marca, de conformidad con lo establecido 
en el presente artículo.

2. El arbitraje sólo podrá versar sobre las prohibiciones relativas previstas en los 
artículos 6.1.b), 7.1.b), 8 y 9 de la presente Ley. En ningún caso podrá someterse a arbitraje 
cuestiones referidas a la concurrencia o no de defectos formales o prohibiciones absolutas 
de registro.

3. El convenio arbitral sólo será válido si está suscrito, además de por el solicitante de la 
marca:

a) Por los titulares de los derechos anteriores que hubieren causado la denegación de la 
marca y, en su caso, por sus licenciatarios exclusivos inscritos.

b) Por los titulares de los derechos anteriores que hubieran formulado oposición al 
registro de la marca y, en su caso, por sus licenciatarios exclusivos inscritos.

c) Por quienes hubieran interpuesto recurso o hubieran comparecido durante el mismo.
4. El convenio arbitral deberá ser notificado a la Oficina Española de Patentes y Marcas 

por los interesados una vez finalizado el procedimiento administrativo de registro de la marca 
y antes de que gane firmeza el acto administrativo que hubiera puesto término al mismo. 
Resuelto el recurso de alzada contra el acto que conceda o deniegue el registro, quedará 
expedita la vía contencioso-administrativa salvo que se haga valer ante la oficina la firma de 
un convenio arbitral.

5. Suscrito el convenio arbitral, y mientras subsista, no cabrá interponer recurso 
administrativo alguno de carácter ordinario, declarándose la inadmisibilidad del mismo. 
Igualmente, de haberse interpuesto con anterioridad a la suscripción del convenio, se tendrá 
por desistido.

6. El laudo arbitral firme producirá efectos de cosa juzgada, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 37 de la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, de aplicación 
en todo lo no previsto por el presente artículo, y la Oficina Española de Patentes y Marcas 
procederá a realizar las actuaciones necesarias para su ejecución.

7. Deberá comunicarse a la Oficina Española de Patentes y Marcas la presentación de 
los recursos que se interpongan frente al laudo arbitral. Una vez firme éste, se comunicará 
fehacientemente a la Oficina Española de Patentes y Marcas para su ejecución.

Artículo 29.  Notificaciones.
1. Las notificaciones que deba efectuar la Oficina Española de Patentes y Marcas se 

ajustarán a las disposiciones de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de 
lo establecido en los apartados siguientes.

2. Cuando un destinatario así lo solicite y posea un buzón en la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, las notificaciones se podrán efectuar mediante el depósito en dicho 
buzón del acto o resolución que deba notificarse. En la notificación se indicará la fecha de 
depósito, y producirá sus efectos desde el quinto día siguiente al de depósito.
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3. Cuando el interesado así lo solicite, las notificaciones se realizarán mediante 
publicación en el "Boletín Oficial de la Propiedad Industrial", mediante telefax, mediante 
correo electrónico, o por cualquier otro medio técnico del que disponga la Oficina Española 
de Patentes y Marcas. Las notificaciones que se practiquen al interesado a través de un 
representante profesional lo serán en todo caso por medio de la publicación en el "Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial" de la decisión recaída, con indicación de si es o no 
definitiva en la vía administrativa, recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de 
presentarse y plazo para interponerlos sin perjuicio de que, además previamente, y con 
efectos meramente informativos, se hubiere comunicado el texto íntegro del acto a dicho 
representante por medio de su depósito en el buzón de que disponga en la Oficina Española 
de Patentes y Marcas, correo electrónico u otro medio idóneo de que disponga la Oficina, en 
la forma que reglamentariamente se determine.

4. Quienes sean parte en un procedimiento ante la Oficina Española de Patentes y 
Marcas en el que actúen por sí mismos y no tengan domicilio ni sede en España deberán, a 
efectos de notificaciones, designar una dirección postal en España o en el Espacio 
Económico Europeo o, en lugar de ellas, podrán indicar que las notificaciones les sean 
dirigidas por cualquier otro medio técnico de comunicación de que disponga la Oficina. Todo 
ello, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 2 del artículo 175 de la Ley 24/2015, de 24 de 
julio, de Patentes.

5. Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de 
la notificación en España o la notificación no hubiere podido practicarse después de dos 
intentos, la notificación se efectuará mediante publicación en el "Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial".

6. Las notificaciones que deban practicar los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas lo serán de acuerdo a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común y la normativa propia que les sea aplicable.

Artículo 30.  Consulta pública de expedientes.
1. Los expedientes relativos a solicitudes de registro todavía no publicadas sólo podrán 

ser consultados con el consentimiento del solicitante. No obstante, cualquiera que pruebe 
que el solicitante del registro ha pretendido hacer valer frente a él los derechos derivados de 
su solicitud, podrá consultar el expediente antes de la publicación de aquella y sin el 
consentimiento del solicitante.

2. Una vez publicada la solicitud, los expedientes podrán ser consultados, previa petición 
y con sujeción a las limitaciones que reglamentariamente se establezcan.

3. La situación jurídica de los expedientes se hará pública por medios telemáticos en la 
forma y con las limitaciones técnicas que puedan concurrir y las que reglamentariamente se 
establezcan.

TÍTULO IV
Duración, renovación y modificación de la marca registrada

Artículo 31.  Duración.
El registro de una marca se otorga por diez años contados desde la fecha de 

presentación de la solicitud y podrá renovarse por períodos sucesivos de diez años.

Artículo 32.  Renovación.
1. El registro de la marca se renovará previa solicitud del titular de la misma o de sus 

derechohabientes, presentada ante la Oficina Española de Patentes y Marcas o los órganos 
a que se refiere el artículo 11, que deberán acreditar esta cualidad en la forma que se 
disponga reglamentariamente. Si la solicitud no fuera presentada ante la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, el órgano que la reciba la remitirá, junto con la documentación que se 
acompañe, en el plazo de cinco días a la Oficina, contando el plazo para su resolución a 
partir de la recepción del expediente.
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2. La solicitud se presentará acompañada del justificante de pago de la tasa de 
renovación, cuya cuantía vendrá determinada por el número de clases que comprenda la 
solicitud de renovación.

3. La solicitud se presentará y la tasa se abonará en los seis meses anteriores a la 
expiración del registro.

En su defecto, podrá hacerse todavía de forma válida en un plazo de seis meses a partir 
de la expiración del registro, con la obligación de satisfacer, de forma simultánea, un recargo 
del 25 por ciento de la cuota si el ingreso tiene lugar durante los tres primeros meses, y de 
un 50 por ciento si se efectúa dentro de los tres siguientes.

4. Si la tasa de renovación o, en su caso, los recargos no fueran abonados en su 
totalidad, se concederá la renovación respecto de aquellas clases totalmente pagadas, 
siguiendo el orden de la solicitud.

5. Si la solicitud de renovación comprende tan sólo una parte de los productos o 
servicios para los que la marca ha sido registrada, el registro de la marca será renovado, 
únicamente, en relación con los productos o servicios de que se trate.

6. La renovación, que será inscrita en el Registro de Marcas y publicada en el "Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial", surtirá efectos desde el día siguiente al de la fecha de 
expiración del correspondiente período de diez años.

7. Si la renovación no fuera acordada se reembolsará, a petición del interesado, el 75 por 
ciento de la tasa de renovación pagada.

8. La Oficina Española de Patentes y Marcas podrá establecer que, en los casos de 
renovación total de la marca, el pago de la tasa de renovación pueda considerarse que 
constituye una solicitud de renovación. Reglamentariamente se establecerán las condiciones 
que han de cumplirse en esta modalidad de renovación.

Artículo 33.  Modificación.
1. La marca no se modificará en el Registro durante el período de vigencia, ni tampoco 

cuando se renueve.
No obstante, si la marca incluye el nombre y la dirección del titular, toda modificación o 

supresión de éstos que no afecte sustancialmente a la identidad de la marca tal como fue 
registrada originariamente, podrá registrarse a instancia del titular.

2. La solicitud de modificación, presentada ante la Oficina Española de Patentes y 
Marcas o el órgano competente de conformidad con lo establecido en el artículo 11, dará 
lugar al pago de la tasa correspondiente y si fuera registrada, se publicará en el "Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial" una reproducción de la marca tal como quede modificada. 
Cualquier tercero que se considere perjudicado podrá recurrir esta modificación.

Si la solicitud no se presentase ante la Oficina Española de Patentes y Marcas, se 
procederá de conformidad y con los efectos expresados en el apartado 1 del artículo 
anterior.

TÍTULO V
Contenido del derecho de marca

CAPÍTULO I
Efectos del registro de la marca y de su solicitud

Artículo 34.  Derechos conferidos por la marca.
1. El registro de una marca conferirá a su titular un derecho exclusivo sobre la misma.
2. Sin perjuicio de los derechos adquiridos por los titulares antes de la fecha de 

presentación de la solicitud de registro o de la fecha de prioridad de la marca registrada, el 
titular de dicha marca registrada estará facultado para prohibir a cualquier tercero el uso, sin 
su consentimiento, en el tráfico económico, de cualquier signo en relación con productos o 
servicios, cuando:
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a) El signo sea idéntico a la marca y se utilice para productos o servicios idénticos a 
aquellos para los que la marca esté registrada.

b) El signo sea idéntico o similar a la marca y se utilice para productos o servicios 
idénticos o similares a los productos o servicios para los cuales esté registrada la marca, si 
existe un riesgo de confusión por parte del público; el riesgo de confusión incluye el riesgo 
de asociación entre el signo y la marca.

c) El signo sea idéntico o similar a la marca, independientemente de si se utiliza para 
productos o servicios que sean idénticos o sean o no similares a aquellos para los que esté 
registrada la marca, cuando esta goce de renombre en España y, con el uso del signo 
realizado sin justa causa, se obtenga una ventaja desleal del carácter distintivo o del 
renombre de la marca o dicho uso sea perjudicial para dicho carácter distintivo o dicho 
renombre.

3. Cuando se cumplan las condiciones enunciadas en el apartado 2, podrá prohibirse en 
particular:

a) Colocar el signo en los productos o en su embalaje.
b) Ofrecer los productos, comercializarlos o almacenarlos con dichos fines u ofrecer o 

prestar servicios con el signo.
c) Importar o exportar los productos con el signo.
d) Utilizar el signo como nombre comercial o denominación social, o como parte de un 

nombre comercial o una denominación social.
e) Utilizar el signo en los documentos mercantiles y la publicidad.
f) Usar el signo en redes de comunicación telemáticas y como nombre de dominio.
g) Utilizar el signo en la publicidad comparativa de manera que vulnere la Directiva 

2006/114/CE.
4. Cuando exista el riesgo de que el embalaje, las etiquetas, los marbetes, los elementos 

de seguridad o dispositivos de autenticidad u otros soportes en los que se coloca la marca 
puedan ser utilizados en relación con determinados productos o servicios y ese uso 
constituya una violación de los derechos del titular de la marca en virtud de los apartados 2 y 
3, el titular de esa marca tendrá derecho a prohibir los siguientes actos en el tráfico 
económico:

a) la colocación de un signo idéntico o similar a la marca en el embalaje, las etiquetas, 
los marbetes, los elementos de seguridad o dispositivos de autenticidad u otros soportes en 
los que pueda colocarse la marca.

b) la oferta o comercialización, o el almacenamiento a tales fines, o bien la importación o 
exportación de embalajes, etiquetas, marbetes, elementos de seguridad o dispositivos de 
autenticidad, u otros soportes en los que esté colocada la marca.

5. Sin perjuicio de los derechos de los titulares adquiridos antes de la fecha de 
presentación de la solicitud o de la fecha de la prioridad de la marca registrada, el titular de 
esa marca registrada también tendrá derecho a impedir que, en el tráfico económico, 
terceros introduzcan productos en España, sin que sean despachados a libre práctica, 
cuando se trate de productos, incluido su embalaje, que provengan de terceros países y que 
lleven sin autorización una marca idéntica a la marca registrada para esos productos, o que 
no pueda distinguirse en sus aspectos esenciales de dicha marca.

Este derecho conferido al titular de la marca registrada se extinguirá si durante el 
procedimiento para determinar si se violó la marca registrada, iniciado de conformidad con el 
Reglamento (UE) n.º 608/2013, el declarante o el titular de los productos acredita que el 
titular de la marca registrada no tiene derecho a prohibir la comercialización de los productos 
en el país de destino final.

6. El titular de una marca registrada podrá impedir que los comerciantes o distribuidores 
supriman dicha marca sin su expreso consentimiento, si bien no podrá impedir que añadan 
por separado marcas o signos distintivos propios, siempre que ello no menoscabe la 
distintividad de la marca principal.

7. Las disposiciones de este artículo se aplicarán a la marca no registrada «notoriamente 
conocida» en España en el sentido del artículo 6 bis del Convenio de París, salvo lo previsto 
en la letra c) del apartado 2.
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Artículo 35.  Reproducción de la marca en diccionarios.
Si la reproducción de una marca en un diccionario, una enciclopedia o una obra de 

consulta similar, en formato impreso o electrónico, diera la impresión de que constituye el 
término genérico de los productos o servicios para los que está registrada la marca, el editor 
de la obra, a petición del titular de la marca, velará por que la reproducción de esta vaya 
acompañada sin demora, y en el caso de obras en formato impreso, a más tardar en la 
siguiente edición de la obra, de la indicación de que se trata de una marca registrada.

Artículo 36.  Agotamiento del derecho de marca.
1. El derecho conferido por el registro de marca no permitirá a su titular prohibir a 

terceros el uso de la misma para productos comercializados en el Espacio Económico 
Europeo con dicha marca por el titular o con su consentimiento.

2. El apartado 1 no se aplicará cuando existan motivos legítimos que justifiquen que el 
titular se oponga a la comercialización ulterior de los productos, en especial cuando el 
estado de los mismos se haya modificado o alterado tras su comercialización.

Artículo 37.  Limitaciones del derecho de marca.
1. Una marca no permitirá a su titular prohibir a un tercero hacer uso en el tráfico 

económico:
a) De su nombre o dirección, cuando el tercero sea una persona física.
b) De signos o indicaciones carentes de carácter distintivo o relativos a la especie, a la 

calidad, a la cantidad, al destino, al valor, a la procedencia geográfica, a la época de 
producción del producto o de la prestación del servicio o a otras características del producto 
o servicio.

c) De la marca, a efectos de designar productos o servicios como correspondientes al 
titular de esa marca o de hacer referencia a los mismos, en particular cuando el uso de esa 
marca sea necesario para indicar el destino de un producto o de un servicio, en particular 
como accesorios o piezas de recambio.

2. El apartado 1 solo se aplicará si la utilización por el tercero es conforme a las prácticas 
leales en materia industrial o comercial.

3. El derecho de marca no podrá invocarse para eximir a su titular de responder frente a 
las acciones dirigidas contra él por violación de otros derechos de propiedad industrial o 
intelectual que tengan una fecha de prioridad anterior.

Artículo 38.  Protección provisional.
1. El derecho conferido por el registro de la marca sólo se podrá hacer valer ante 

terceros a partir de la publicación de su concesión. No obstante, la solicitud de registro de 
marca confiere a su titular, desde la fecha de su publicación, una protección provisional 
consistente en el derecho a exigir una indemnización razonable y adecuada a las 
circunstancias, si un tercero hubiera llevado a cabo, entre aquella fecha y la fecha de 
publicación de la concesión, un uso de la marca que después de ese período quedaría 
prohibido.

2. Esa misma protección provisional será aplicable aun antes de la publicación de la 
solicitud frente a la persona a quien se hubiera notificado la presentación y el contenido de 
ésta.

3. Se entiende que la solicitud de registro de marca no ha tenido nunca los efectos 
previstos en el apartado 1 cuando hubiere sido o se hubiere tenido por desistida, o cuando 
hubiese sido denegada en virtud de una resolución firme.

4. La protección provisional prevista en este artículo sólo podrá reclamarse después de 
la publicación de la concesión del registro de la marca.
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CAPÍTULO II
Obligación de uso de la marca

Artículo 39.  Uso de la marca.
1. Si en el plazo de cinco años contados desde la fecha de su registro, la marca no 

hubiere sido objeto por parte de su titular de un uso efectivo en España para los productos o 
servicios para los cuales esté registrada, o si tal uso hubiere sido suspendido durante un 
plazo ininterrumpido de cinco años, la marca quedará sometida a los límites y las sanciones 
previstos en el artículo 21, apartados 3 y 5, el artículo 41, apartado 2, el artículo 54, apartado 
1, letra a) y el artículo 59, apartados 4 y 5, salvo que existan causas que justifiquen la falta 
de uso.

2. La fecha de cinco años a que se refiere el apartado anterior, se iniciará a partir del día 
en que el registro de la marca sea firme. Esta fecha se anotará en el Registro de Marcas.

3. Serán igualmente considerados como uso a efectos de lo dispuesto en el apartado 1:
a) el uso de la marca en una forma que difiera en elementos que no alteren el carácter 

distintivo de la marca en la forma bajo la cual esta haya sido registrada, con independencia 
de si la marca está o no registrada asimismo a nombre del titular en la forma en que se use.

b) poner la marca en los productos o en su presentación con fines exclusivamente de 
exportación.

4. El uso de la marca con consentimiento del titular se considerará hecho por el titular.
5. Se reconocerán como causas justificativas de la falta de uso de la marca las 

circunstancias obstativas que sean independientes de la voluntad de su titular, como las 
restricciones a la importación u otros requisitos oficiales impuestos a los productos o 
servicios para los que esté registrada.

CAPÍTULO III
Acciones por violación del derecho de marca

Artículo 40.  Posibilidad de ejercitar acciones civiles y penales.
El titular de una marca registrada podrá ejercitar ante los órganos jurisdiccionales las 

acciones civiles o penales que correspondan contra quienes lesionen su derecho y exigir las 
medidas necesarias para su salvaguardia, todo ello sin perjuicio de la sumisión a arbitraje, si 
fuere posible.

Artículo 41.  Acciones civiles que puede ejercitar el titular de la marca.
1. En especial, el titular cuyo derecho de marca sea lesionado podrá reclamar en la vía 

civil:
a) La cesación de los actos que violen su derecho.
b) La indemnización de los daños y perjuicios sufridos.
c) La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la violación y, en 

particular, que se retiren del tráfico económico los productos, embalajes, envoltorios, material 
publicitario, etiquetas u otros documentos en los que se haya materializado la violación del 
derecho de marca y el embargo o la destrucción de los medios principalmente destinados a 
cometer la infracción. Estas medidas se ejecutarán a costa del infractor, salvo que se 
aleguen razones fundadas para que no sea así.

d) La destrucción o cesión con fines humanitarios, si fuere posible, a elección del actor, y 
a costa siempre del condenado, de los productos ilícitamente identificados con la marca que 
estén en posesión del infractor, salvo que la naturaleza del producto permita la eliminación 
del signo distintivo sin afectar al producto o la destrucción del producto produzca un perjuicio 
desproporcionado al infractor o al propietario, según las circunstancias específicas de cada 
caso apreciadas por el Tribunal.

e) La atribución en propiedad de los productos, materiales y medios embargados en 
virtud de lo dispuesto en el apartado c) cuando sea posible, en cuyo caso se imputará el 
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valor de los bienes afectados al importe de la indemnización de daños y perjuicios. Si el valor 
mencionado excediera del importe de la indemnización concedida, el titular del derecho de 
marca deberá compensar a la otra parte por el exceso.

f) La publicación de la sentencia a costa del condenado mediante anuncios y 
notificaciones a las personas interesadas.

2. El titular de una marca podrá prohibir la utilización de un signo solo en la medida en 
que los derechos del titular no puedan ser objeto de una declaración de caducidad con 
arreglo al artículo 54, apartado 1, letra a) en el momento de entablar la acción por violación. 
Si el demandado lo solicita, el titular de la marca acreditará que, durante el periodo de cinco 
años anterior a la fecha de presentación de la acción, la marca se usó efectivamente 
conforme a lo previsto en el artículo 39 para los productos o servicios para los cuales está 
registrada y en que se fundamenta la acción, o que existen causas justificativas para su falta 
de uso, siempre que el registro definitivo de la marca se hubiera producido al menos cinco 
años antes de la fecha de presentación de la acción.

3. Las medidas contempladas en los párrafos a) y c) del apartado 1 de este artículo 
podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos 
servicios recurra un tercero para infringir derechos de marca, aunque los actos de dichos 
intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

Artículo 41 bis.  Protección del derecho del titular de una marca posterior en los procesos 
por violación de marca.

1. En las acciones por violación, el titular de una marca no podrá prohibir la utilización de 
una marca registrada posterior si esta última no pudiera declararse nula conforme al artículo 
52, apartados 2, al artículo 53 o al artículo 59, apartado 5.

2. En las acciones por violación, el titular de una marca no podrá prohibir la utilización de 
una marca de la Unión registrada posterior si esta última no pudiera declararse nula 
conforme al artículo 60, apartados 1, 3 o 4, al artículo 61, apartados 1 y 2, o al artículo 64, 
apartado 2, del Reglamento (UE) n.º 2017/1001.

3. Cuando el titular de una marca no tenga derecho a prohibir la utilización de una marca 
registrada posterior en virtud de los apartados 1 o 2, el titular de esta marca posterior no 
podrá prohibir la utilización de la marca anterior en una acción por violación, aunque el 
derecho de dicha marca anterior no pueda ya invocarse frente a la marca posterior.

Artículo 42.  Presupuestos de la indemnización de daños y perjuicios.
1. Quienes, sin consentimiento del titular de la marca, realicen alguno de los actos 

previstos en la letra a) del apartado 3 y en el apartado 4 del artículo 34, así como los 
responsables de la primera comercialización de los productos o servicios ilícitamente 
marcados, estarán obligados en todo caso a responder de los daños y perjuicios causados.

2. Todos aquellos que realicen cualquier otro acto de violación de la marca registrada 
solo estarán obligados a indemnizar los daños y perjuicios causados si hubieran sido 
advertidos suficientemente por el titular de la marca o, en su caso, por la persona legitimada 
para ejercitar la acción acerca de la existencia de esta, convenientemente identificada, y de 
su violación, con el requerimiento de que cesen en la misma, o cuando en su actuación 
hubiere mediado culpa o negligencia o la marca en cuestión fuera renombrada.

Artículo 43.  Cálculo de la indemnización de daños y perjuicios.
1. La indemnización de daños y perjuicios comprenderá no sólo las pérdidas sufridas, 

sino también las ganancias dejadas de obtener por el titular del registro de la marca causa 
de la violación de su derecho. El titular del registro de marca también podrá exigir la 
indemnización del perjuicio causado al prestigio de la marca por el infractor, especialmente 
por una realización defectuosa de los productos ilícitamente marcados o una presentación 
inadecuada de aquélla en el mercado. Asimismo, la cuantía indemnizatoria podrá incluir, en 
su caso, los gastos de investigación en los que se haya incurrido para obtener pruebas 
razonables de la comisión de la infracción objeto del procedimiento judicial.
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2. Para fijar la indemnización por daños y perjuicios se tendrá en cuenta, a elección del 
perjudicado:

a) Las consecuencias económicas negativas, entre ellas los beneficios que el titular 
habría obtenido mediante el uso de la marca si no hubiera tenido lugar la violación o, 
alternativamente, los beneficios que haya obtenido el infractor como consecuencia de la 
violación.

b) Una cantidad a tanto alzado que al menos comprenda la cantidad que el infractor 
hubiera debido pagar al titular de la marca por la concesión de una licencia que le hubiera 
permitido llevar a cabo su utilización conforme a derecho.

En el caso de daño moral procederá su indemnización, aun no probada la existencia del 
perjuicio económico.

3. Para la fijación de la indemnización se tendrá en cuenta, entre otras circunstancias, el 
renombre y prestigio de la marca y el número y clase de licencias concedidas en el momento 
en que comenzó la violación. En el caso de daño en el prestigio de la marca se atenderá, 
además, a las circunstancias de la infracción, gravedad de la lesión y grado de difusión en el 
mercado

4. A fin de fijar la cuantía de los daños y perjuicios sufridos, el titular de la marca podrá 
exigir la exhibición de los documentos del responsable que puedan servir para aquella 
finalidad.

5. El titular de la marca cuya violación hubiera sido declarada judicialmente tendrá, en 
todo caso y sin necesidad de prueba alguna, derecho a percibir en concepto de 
indemnización de daños y perjuicios el 1 por ciento de la cifra de negocios realizada por el 
infractor con los productos o servicios ilícitamente marcados. El titular de la marca podrá 
exigir, además, una indemnización mayor si prueba que la violación de su marca le ocasionó 
daños o perjuicios superiores, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados anteriores.

Artículo 44.  Indemnizaciones coercitivas.
Cuando se condene a la cesación de los actos de violación de una marca, el Tribunal 

fijará una indemnización de cuantía determinada no inferior a 600 euros por día transcurrido 
hasta que se produzca la cesación efectiva de la violación. El importe de esta indemnización 
y el día a partir del cual surgirá la obligación de indemnizar se fijará en ejecución de 
sentencia.

Artículo 45.  Prescripción de acciones.
1. Las acciones civiles derivadas de la violación del derecho de marca prescriben a los 

cinco años, contados desde el día en que pudieron ejercitarse.
2. La indemnización de daños y perjuicios solamente podrá exigirse en relación con los 

actos de violación realizados durante los cinco años anteriores a la fecha en que se ejercite 
la correspondiente acción.

CAPÍTULO IV
La marca como objeto de derecho de propiedad

Artículo 46.  Principios generales.
1. La marca o su solicitud podrá pertenecer pro indiviso a varias personas. La comunidad 

resultante se regirá por lo acordado entre las partes, en su defecto por lo dispuesto en este 
apartado y en último término por las normas del Derecho común sobre la comunidad de 
bienes. La concesión de licencias y el uso independiente de la marca por cada partícipe 
deberán ser acordados conforme a lo dispuesto en el artículo 398 del Código Civil. Cada 
partícipe podrá por sí solo ejercitar las acciones civiles y criminales en defensa de la marca, 
pero deberá notificarlo a los demás comuneros, a fin de que éstos puedan sumarse a las 
mismas y para que contribuyan al pago de los gastos habidos. En caso de cesión de la 
marca o de una participación, los partícipes podrán ejercitar el derecho de tanteo en el plazo 
de un mes a contar desde el momento en que fueran notificados del propósito y condiciones 
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en que se llevaría a cabo la cesión. A falta de aviso previo o si la cesión se hubiere realizado 
de forma distinta a lo prevenido en aquél, los partícipes podrán ejercitar el derecho de 
retracto, en igual plazo, desde la publicación de la inscripción de la cesión en el Registro de 
Marcas. La oposición absoluta e injustificada de un partícipe al uso de la marca de forma que 
pueda dar lugar a su declaración de caducidad se considerará, a todos los efectos, como 
renuncia a su derecho.

2. Con independencia de la transmisión de la totalidad o de parte de la empresa, la 
marca y su solicitud podrán transmitirse, darse en garantía o ser objeto de otros derechos 
reales, licencias, opciones de compra, embargos u otras medidas que resulten del 
procedimiento de ejecución, para todos o parte de los productos o servicios para los cuales 
estén registradas o solicitadas, e inscribirse en el Registro de Marcas, sin perjuicio de los 
demás negocios jurídicos de que fuere susceptible el derecho de marca. En el supuesto de 
que se constituya una hipoteca mobiliaria, ésta se regirá por sus disposiciones específicas y 
se inscribirá en la Sección Cuarta del Registro de Bienes Muebles, con notificación de dicha 
inscripción a la Oficina Española de Patentes y Marcas para su anotación en el Registro de 
Marcas. A estos efectos ambos registros estarán coordinados de forma que se comunicarán 
telemáticamente entre ellos los gravámenes sobre marcas inscritos o anotados en los 
mismos.

3. Los actos jurídicos contemplados en el apartado anterior sólo podrán oponerse frente 
a terceros de buena fe una vez inscritos en el Registro de Marcas.

4. Inscrito en el Registro de Marcas alguno de los derechos o gravámenes contemplados 
en el apartado 2, no podrá inscribirse ningún otro de igual o anterior fecha que resulte 
opuesto o incompatible con aquél. Si sólo se hubiera anotado la solicitud de inscripción, 
tampoco podrá inscribirse hasta la resolución de la misma ningún otro derecho o gravamen 
de la clase antes expresada.

5. La solicitud de inscripción que acceda primeramente al órgano competente será 
preferente sobre las que accedan con posterioridad, practicándose las operaciones 
registrales correspondientes según el orden de presentación.

6. El Registro de Marcas es público. La publicidad se hará efectiva, previo pago de las 
tasas o precios públicos correspondientes, mediante el acceso individualizado a las bases de 
datos, suministro de listados informáticos, consulta autorizada de los expedientes, obtención 
de copias de los mismos y certificaciones y, de forma gratuita, en la forma prevista en la 
disposición adicional undécima de la presente Ley.

Artículo 47.  Transmisión de la marca.
1. La transmisión de la empresa en su totalidad implicará la cesión de la marca, a no ser 

que exista acuerdo en contrario o que las circunstancias determinen claramente lo contrario. 
Esta disposición será aplicable a la obligación contractual de transmitir la empresa.

2. Si de los documentos que establecen la transmisión se dedujera de forma manifiesta 
que debido a esa transmisión la marca podría inducir al público a error, en particular sobre la 
naturaleza, la calidad o la procedencia geográfica de los productos o de los servicios para 
los cuales esté solicitada o registrada, se denegará la inscripción de la transmisión, a no ser 
que el adquirente acepte limitar la solicitud o el registro de la marca a productos o servicios 
para los cuales no resulte engañosa.

Artículo 48.  Licencia.
1. Tanto la solicitud como la marca podrán ser objeto de licencias sobre la totalidad o una 

parte de los productos y servicios para los cuales esté registrada y para todo o parte del 
territorio español. Las licencias podrán ser exclusivas o no exclusivas.

2. Los derechos conferidos por el registro de la marca o por su solicitud podrán ser 
ejercitados frente a cualquier licenciatario que viole alguna de las disposiciones del contrato 
de licencia relativas a su duración, a la forma protegida por el registro, a la naturaleza de los 
productos o servicios, al territorio en el cual pueda ponerse la marca o a la calidad de los 
productos fabricados o de los servicios prestados por el licenciatario.

3. El titular de una licencia no podrá cederla a terceros, ni conceder sublicencias, a no 
ser que se hubiere convenido lo contrario.
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4. Salvo pacto en contrario, el titular de una licencia tendrá derecho a utilizar la marca 
durante toda la duración del registro, incluidas las renovaciones, en todo el territorio nacional 
y en relación con todos los productos o servicios para los cuales la marca esté registrada.

5. Se entenderá, salvo pacto en contrario, que la licencia no es exclusiva y que el 
licenciante podrá conceder otras licencias y utilizar por sí mismo la marca.

6. Cuando la licencia sea exclusiva el licenciante sólo podrá utilizar la marca si en el 
contrato se hubiera reservado expresamente ese derecho.

7. Sin perjuicio de lo estipulado en el contrato de licencia, el licenciatario solo podrá 
ejercer acciones relativas a la violación de una marca con el consentimiento del titular de 
esta. Sin embargo, el titular de una licencia exclusiva podrá ejercer tal acción cuando el 
titular de la marca, habiendo sido requerido, no haya ejercido por sí mismo la acción por 
violación. A estos efectos, será de aplicación al licenciatario exclusivo de marca lo dispuesto 
en el artículo 117.3 y 4 de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes.

8. En el procedimiento por violación de marca entablado por el titular de la marca podrá 
intervenir cualquier licenciatario a fin de obtener reparación del perjuicio que se le haya 
causado

Artículo 49.  Solicitud de inscripción de las modificaciones de derechos.
1. La inscripción del cambio en la titularidad del registro de marca deberá solicitarse 

mediante instancia en la forma que se establezca reglamentariamente. La solicitud de 
inscripción deberá acompañarse del justificante de pago de la tasa correspondiente que se 
abonará según los registros afectados.

2. Si la transmisión de la titularidad resulta de un contrato, la instancia deberá expresarlo. 
A elección del solicitante se deberá acompañar a la instancia alguno de los siguientes 
documentos:

a) Copia auténtica del contrato o bien copia simple del mismo con legitimación de firmas 
efectuada por notario o por otra autoridad pública competente.

b) Extracto del contrato en el que conste por testimonio notarial o de otra autoridad 
pública competente que el extracto es conforme con el contrato original.

c) Certificado o documento de transferencia firmado tanto por el titular como por el nuevo 
propietario, ajustado al modelo que se establezca reglamentariamente.

3. Si el cambio en la titularidad se produce por una fusión, por imperativo de la ley, por 
resolución admi nistrativa o por decisión judicial, deberá acompañarse a la instancia 
testimonio emanado de la autoridad pública que emita el documento, o bien copia del 
documento que pruebe el cambio, autenticada o legitimada por notario o por otra autoridad 
pública competente. De la misma manera se solicitará la inscripción de embargos y demás 
medidas judiciales.

4. Los apartados anteriores serán aplicables, en todo aquello que no sea incompatible 
con su propia naturaleza, a la inscripción de los demás actos o negocios jurídicos 
contemplados en el apartado 2 del artículo 46, salvo la hipoteca mobiliaria que se regirá por 
sus disposiciones específicas y la constitución de otros derechos reales o de una opción de 
compra, para cuya inscripción deberá acompañarse alguno de los documentos públicos 
previstos en las letras a) o b) del apartado 2.

Artículo 50.  Procedimiento de inscripción de las modificaciones de derechos.
1. La inscripción de los actos y negocios jurídicos contemplados en el apartado 2 del 

artículo 46, podrá solicitarse tanto por el cedente como por el cesionario y la solicitud de 
inscripción se presentará, conforme a quien sea el solicitante, en el órgano que resulte 
competente de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.

2. Recibida la solicitud de inscripción, el órgano competente la numerará y fechará en el 
momento de su recepción y, dentro de los cinco días siguientes, remitirá, en su caso, los 
datos de la misma a la Oficina Española de Patentes y Marcas, en la forma que 
reglamentariamente se determine.

3. El órgano competente para la recepción examinará si la documentación presentada 
consta de:
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a) Una instancia de solicitud conforme al modelo oficial, conteniendo el número del 
registro de marca afectado, los datos de identificación del nuevo titular y la indicación de los 
productos o servicios a los que afecte la cesión o licencia, si no fueran totales.

b) El documento acreditativo de la cesión o licencia, de conformidad con lo dispuesto en 
los apartados 2, 3 y 4 del artículo 49.

c) El justificante de abono de la tasa correspondiente.
4. Si la solicitud de inscripción no cumpliera las condiciones previstas en el apartado 

anterior, el órgano competente comunicará las irregularidades observadas al solicitante, para 
que, en el plazo que reglamentariamente se establezca, las subsane. Si no se subsanasen, 
la solicitud de inscripción se tendrá por desistida, procediéndose, en su caso, conforme 
establece el apartado 2 del artículo 17. Si la solicitud no presentara ninguna de estas 
irregularidades o las mismas hubieran sido subsanadas, el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, si de él se tratara, procederá conforme a lo previsto en el apartado 1 
del artículo 17.

5. Recibida la solicitud de inscripción, la Oficina Española de Patentes y Marcas 
examinará la documentación presentada y calificará la legalidad, validez y eficacia de los 
actos que hayan de inscribirse. Si se observara algún defecto, se declarará en suspenso la 
tramitación de la inscripción, notificándolo al interesado para que, en el plazo que 
reglamentariamente se establezca, subsane los defectos que se hayan señalado.

Transcurrido ese plazo se resolverá la solicitud de inscripción.
6. Cuando la Oficina Española de Patentes y Marcas pueda dudar razonablemente de la 

veracidad de cualquier indicación contenida en la solicitud de inscripción o en los 
documentos que la acompañen, podrá exigir al solicitante la aportación de pruebas que 
acrediten la veracidad de esas indicaciones.

7. La Oficina Española de Patentes y Marcas resolverá concediendo o denegando, total 
o parcialmente, la solicitud de inscripción. En el caso de denegación se indicarán 
sucintamente los motivos de la misma. La resolución recaída se publicará en el "Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial", con mención expresa de los siguientes datos:

a) Nuevo titular del derecho.
b) Número de expediente.
c) Identificación de los registros afectados.
d) Fecha de resolución.
e) Representante, si hubiere intervenido.
f) El acto que dio origen a la inscripción.

TÍTULO VI
Nulidad y caducidad de la marca

CAPÍTULO I
Nulidad

Artículo 51.  Causas de nulidad absoluta.
1. El registro de la marca podrá declararse nulo mediante solicitud presentada ante la 

Oficina Española de Patentes y Marcas o mediante demanda reconvencional en una acción 
por violación de marca:

a) Cuando contravenga lo dispuesto en el artículo 5 de la presente Ley.
b) Cuando al presentar la solicitud de marca el solicitante hubiera actuado de mala fe.
2. La acción para pedir la nulidad absoluta de una marca registrada es imprescriptible.
3. No podrá ser declarada la nulidad de una marca, cuando habiéndose registrado 

contraviniendo el artículo 5, apartado 1, letras b), c) o d), dicha marca hubiera adquirido, 
antes de la fecha de presentación de la solicitud de nulidad o demanda reconvencional de 
nulidad, un carácter distintivo para los productos o servicios para los cuales esté registrada 
por el uso que se hubiera hecho de ella por su titular o con su consentimiento.
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4. Si la causa de nulidad solamente existiese para una parte de los productos o servicios 
para los cuales esté registrada la marca, su declaración solo se extenderá a los productos o 
servicios afectados.

Artículo 52.  Causas de nulidad relativa.
1. El registro de la marca podrá declararse nulo mediante solicitud presentada ante la 

Oficina Española de Patentes y Marcas o mediante demanda reconvencional en una acción 
por violación de marca cuando contravenga lo dispuesto en los artículos 6, 7, 8, 9 y 10.

2. El titular de un derecho anterior de los contemplado en los artículos 6, 7, 8 y 9.1 que 
haya tolerado el uso de una marca posterior registrada durante un período de cinco años 
consecutivos con conocimiento de dicho uso, no podrá solicitar en lo sucesivo la nulidad de 
la marca posterior basándose en dicho derecho anterior para los productos o los servicios 
para los cuales se hubiera utilizado la marca posterior, salvo que la solicitud de esta se 
hubiera efectuado de mala fe. En el supuesto contemplado en este apartado, el titular de la 
marca posterior no podrá oponerse al uso del derecho anterior, a pesar de que ese derecho 
ya no pueda invocarse contra la marca posterior.

3. No podrá declararse nula una marca cuando, antes de la presentación de la solicitud 
de nulidad o de la demanda de reconvención, el titular de uno de los derechos contemplados 
en los artículos citados en el apartado 1 hubiera dado expresamente su consentimiento al 
registro de esa marca.

4. El titular de alguno de los derechos contemplados en los artículos citados en el 
apartado 1 que hubiera solicitado previamente la nulidad de una marca o presentado 
demanda de reconvención en una acción por violación de marca, no podrá presentar otra 
solicitud de nulidad ni una demanda de reconvención fundada sobre otro de esos derechos 
que hubiera podido alegar en apoyo de la primera demanda.

5. Será de aplicación lo previsto en el apartado 4 del artículo 51.

Artículo 53.  Ausencia de carácter distintivo o de renombre de una marca anterior que 
impide declarar la nulidad de una marca registrada posterior.

Una solicitud de nulidad basada en una marca anterior no prosperará si no hubiese 
prosperado en la fecha de presentación o en la fecha de prioridad de la marca registrada 
posterior por alguno de los siguientes motivos:

a) Que la marca anterior, susceptible de ser declarada nula en virtud del artículo 5, 
apartado 1, letras b), c) o d), aún no hubiera adquirido carácter distintivo a tenor del artículo 
51, apartado 3.

b) Que la solicitud de nulidad se base en el artículo 6, apartado 1, letra b), y la marca 
anterior aún no hubiera adquirido un carácter suficientemente distintivo para fundamentar la 
existencia de riesgo de confusión, a tenor del citado artículo 6, apartado 1, letra b).

c) Que la solicitud de nulidad se base en el artículo 8, apartado 1, y la marca anterior aún 
no hubiera adquirido renombre a tenor de dicho artículo 8, apartado 1.

CAPÍTULO II
Caducidad

Artículo 54.  Caducidad.
1. Se declarará la caducidad de la marca mediante solicitud presentada ante la Oficina 

Española de Patentes y Marcas o mediante una demanda de reconvención en una acción 
por violación de marca:

a) Cuando no hubiera sido usada conforme al artículo 39 de esta Ley.
b) Cuando en el comercio se hubiera convertido, por la actividad o inactividad de su 

titular, en la designación usual de un producto o de un servicio para el que esté registrada.
c) Cuando a consecuencia del uso que de ella hubiera hecho el titular de la marca, o que 

se hubiera hecho con su consentimiento, para los productos o servicios para los que esté 
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registrada, la marca pueda inducir al público a error, especialmente acerca de la naturaleza, 
la calidad o la procedencia geográfica de estos productos o servicios.

2. Si la causa de caducidad solamente existiese para una parte de los productos o 
servicios para los cuales esté registrada la marca, su declaración solo se extenderá a los 
productos o servicios afectados.

3. Así mismo, la Oficina Española de Patentes y Marcas declarará la caducidad de la 
marca:

a) Cuando no hubiere sido renovada conforme a lo previsto en el artículo 32 de la 
presente Ley.

b) Cuando hubiera sido objeto de renuncia por su titular.

Artículo 55.  Caducidad por falta de renovación.
1. Cuando existan embargos inscritos sobre una marca o una acción reivindicatoria en 

curso y su titular no la hubiera renovado, no caducará dicha marca hasta el levantamiento 
del embargo o la desestimación definitiva de la acción reivindicatoria. Si como consecuencia 
de estos procedimientos se produjera un cambio en la titularidad de la marca, el nuevo titular 
podrá renovarla en el plazo de dos meses a contar desde la fecha en que la sentencia sobre 
la acción reivindicatoria hubiera ganado firmeza o desde que la autoridad o tribunal 
competente hubieran notificado a la Oficina Española de Patentes y Marcas la adjudicación 
definitiva de la marca embargada. Transcurrido este plazo, la marca caducará si no hubiere 
sido renovada.

2. Tampoco caducará una marca por falta de renovación cuando se encuentre inscrita en 
el Registro de Marcas una hipoteca mobiliaria sobre la misma. El titular hipotecario, si el 
propietario de la marca no lo hubiere realizado, podrá solicitar la renovación en nombre de 
este último en el plazo de dos meses a contar desde la finalización del plazo de demora 
previsto en el artículo 32.3 de esta Ley. El titular hipotecario también podrá abonar las tasas 
de renovación en el plazo de dos meses desde la finalización del plazo en que debieron ser 
pagadas por el propietario. La inactividad del titular hipotecario en los plazos previstos 
determinará la caducidad de la marca, lo que se comunicará en forma telemática al Registro 
de Bienes Muebles en la misma forma establecida en el artículo 46.2 de esta Ley.

Artículo 56.  Renuncia de la marca.
1. El titular podrá renunciar a toda la marca o a parte de los productos o servicios para 

los cuales esté registrada.
2. La renuncia deberá presentarse ante la Oficina Española de Patentes y Marcas o los 

órganos a que se refiere el artículo 11, por escrito y solo tendrá efectos una vez inscrita en el 
Registro de Marcas. Si la solicitud se presentase ante un órgano distinto de la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, el órgano que la reciba la remitirá a aquella, junto con la 
documentación que la acompañe, en el plazo de cinco días siguientes a su recepción.

3. No podrá admitirse la renuncia del titular de una marca sobre la que existan derechos 
reales, opciones de compra, embargos o licencias inscritos en el Registro de Marcas, sin que 
conste el consentimiento de los titulares de esos derechos. Tampoco se admitirá la renuncia 
si existiera en curso una acción reivindicatoria sobre la marca y no constara el 
consentimiento del demandante.

Artículo 57.  Caducidad por falta de uso de la marca.
En la solicitud o demanda reconvencional de caducidad por falta de uso de la marca 

corresponderá al titular de la misma demostrar que ha sido usada con arreglo al artículo 39 o 
que existen causas justificativas de la falta de uso. No podrá declararse la caducidad de la 
marca si, en el intervalo entre la expiración del período de cinco años a que se refiere el 
artículo 39 y la presentación de la solicitud o demanda reconvencional de caducidad, se 
hubiera iniciado o reanudado un uso efectivo de la marca; no obstante, el comienzo o la 
reanudación del uso en un plazo de tres meses anterior a la presentación de la solicitud o 
demanda reconvencional de caducidad, plazo que empezará a correr en fecha no anterior a 
la de expiración del período ininterrumpido de cinco años de no utilización, no se tomará en 
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cuenta si los preparativos para el inicio o la reanudación del uso se hubieran producido 
después de haber conocido el titular que la solicitud o demanda reconvencional de 
caducidad podría ser presentada.

CAPÍTULO III
Disposiciones comunes

Artículo 58.  Solicitud de nulidad o caducidad.
1. Podrán presentar ante la Oficina Española de Patentes y Marcas una solicitud de 

nulidad o caducidad del registro de la marca:
a) En los casos previstos en los artículo 51 y 54.1. a), b), y c), cualquier persona física o 

jurídica, así como las agrupaciones u organismos que representen a fabricantes, 
productores, prestadores de servicios o comerciantes y las asociaciones de consumidores y 
usuarios, legalmente constituidas e inscritas conforme a la legislación estatal o autonómica 
que les resulte de aplicación, que se consideren perjudicados y tengan capacidad procesal.

b) En los casos previstos en el artículo 52, las personas contempladas en las letras b) a 
e) del artículo 19, apartado 1.

2. La solicitud deberá formularse mediante escrito motivado y debidamente 
documentado, y solo se tendrá por presentada una vez que se haya pagado la tasa 
correspondiente.

3. Podrá dirigirse una solicitud de caducidad o de nulidad contra la totalidad o una parte 
de los productos o servicios para los que esté registrada la marca impugnada.

4. Podrá presentarse una solicitud de nulidad sobre la base de uno o más derechos 
anteriores siempre que pertenezcan todos al mismo titular.

Artículo 59.  Examen de la solicitud de nulidad y caducidad.
1. Recibida la solicitud de nulidad o caducidad, la Oficina Española de Patentes y Marcas 

dará traslado de la misma al titular de la marca impugnada para que, en el plazo que 
reglamentariamente se determine, presente sus alegaciones y pruebas. En el curso del 
examen de la solicitud de nulidad o caducidad, la Oficina podrá requerir a las partes, cuantas 
veces considere necesario, para que, en el plazo que reglamentariamente se establezca, 
contesten a las alegaciones o pruebas presentadas por la otra parte.

2. A instancia del titular de la marca impugnada, el titular de la marca anterior que sea 
parte en el procedimiento de nulidad, aportará prueba de que, en el curso de los cinco años 
anteriores a la solicitud de nulidad, la marca anterior ha sido objeto de un uso efectivo, tal 
como establece el artículo 39, para los productos o los servicios para los cuales esté 
registrada, y en los que se basa la solicitud de nulidad, o de que han existido causas 
justificativas para la falta de uso, a condición de que el procedimiento de registro de la marca 
anterior haya finalizado al menos cinco años antes de la fecha de presentación de la solicitud 
de nulidad.

3. Si en la fecha de presentación de la solicitud o en la fecha de prioridad de la marca 
impugnada, hubiera expirado el plazo de cinco años durante el cual la marca anterior debía 
haber sido objeto de un uso efectivo conforme a lo previsto en el artículo 39, el titular de la 
marca anterior, además de la prueba exigida en virtud del apartado 2 del presente artículo, 
aportará la prueba de que, en el curso de los cinco años anteriores a la fecha de 
presentación de la solicitud o a la fecha de prioridad de la marca impugnada, la marca 
anterior ha sido objeto de un uso efectivo, o de que han existido causas justificativas para su 
falta de uso.

4. En el supuesto contemplado en el apartado 2, y si se cumplen los requisitos previstos 
en el mismo, la Oficina Española de Patentes y Marcas dará traslado de la petición al titular 
de la marca anterior para que, en el plazo que reglamentariamente se determine, presente la 
correspondiente prueba de uso conforme a lo previsto en los apartados 2 y 3. La Oficina así 
mismo dará traslado al titular de la marca impugnada de la prueba presentada para que, en 
el plazo que reglamentariamente se establezca, presente sus alegaciones.
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5. A falta de las pruebas a que se refieren los apartados 2 y 3, la solicitud de nulidad 
basada en una marca anterior se desestimará.

6. Si la marca anterior se ha utilizado conforme a lo dispuesto en el artículo 39, 
solamente para una parte de los productos o servicios para los que estuviera registrada, a 
efectos del examen de la solicitud de nulidad, se considerará registrada solamente para 
dicha parte de los productos o servicios.

7. Los apartados 2 a 6 del presente artículo serán de aplicación también cuando la 
marca anterior sea una marca de la Unión. En tal caso, el uso efectivo de una marca de la 
Unión se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del Reglamento (UE) 
n.º 2017/1001.

Artículo 60.  Efectos de la caducidad y de la nulidad.
1. La marca registrada se considerará que no ha tenido, a partir de la fecha de la 

solicitud de caducidad o de la demanda de reconvención, los efectos señalados en la 
presente Ley en la medida en que se haya declarado la caducidad de los derechos del titular. 
A instancia de parte podrá fijarse en la resolución sobre la solicitud o demanda de caducidad 
una fecha anterior en que se hubiera producido alguna de las causas de caducidad.

2. La marca registrada se considerará que no ha tenido, desde el principio, los efectos 
señalados en la presente Ley en la medida en que se haya declarado la nulidad de la marca.

3. Sin perjuicio de la indemnización de daños y perjuicios a que hubiere dado lugar 
cuando el titular de la marca hubiere actuado de mala fe, el efecto retroactivo de la nulidad o 
caducidad no afectará:

a) A las resoluciones sobre violación de la marca que hubieran adquirido fuerza de cosa 
juzgada y hubieran sido ejecutadas antes de la declaración de nulidad o caducidad.

b) A los contratos concluidos antes de la declaración de nulidad o caducidad en la 
medida en que hubieran sido ejecutados con anterioridad a esa declaración. Esto no 
obstante, por razones de equidad, y en la medida en que lo justifiquen las circunstancias, 
será posible reclamar la restitución de sumas pagadas en virtud del contrato.

4. Cuando se declare la caducidad o nulidad de una marca, el acreedor hipotecario 
podrá dar por vencida la obligación garantizada.

Artículo 61.  Firmeza de las resoluciones judiciales y administrativas.
1. Los tribunales desestimarán toda demanda de reconvención por nulidad o caducidad 

si la Oficina Española de Patentes y marcas ya se hubiere pronunciado con anterioridad, 
mediante resolución ya firme, sobre una solicitud con el mismo objeto y con la misma causa, 
entre las mismas partes.

2. La Oficina Española de Patentes y Marcas no admitirá una solicitud de nulidad o 
caducidad cuando un tribunal o la propia Oficina hubieran resuelto entre las mismas partes 
una demanda reconvencional o una solicitud con el mismo objeto y la misma causa y esa 
sentencia o resolución hubieran adquirido firmeza.

3. No podrá solicitar ante la Oficina Española de Patentes y Marcas o demandar ante la 
jurisdicción civil la nulidad de una marca, invocando la misma causa de nulidad que hubiera 
sido ya objeto de pronunciamiento, en cuanto al fondo de la cuestión, en sentencia firme 
dictada en recurso contencioso-administrativo, quien hubiera sido parte en el mismo.

Artículo 61 bis.  Normas en materia de conexión de causas.
1. A no ser que existan razones especiales para proseguir el procedimiento, el tribunal 

ante el que se hubiere formulado una demanda reconvencional por nulidad o caducidad de 
marca, suspenderá su fallo de oficio, previa audiencia de las partes, o a instancia de parte y 
previa audiencia de las demás, si la validez de la marca ya se hallara impugnada ante otro 
tribunal o ante la Oficina Española de Patentes y Marcas.

2. A no ser que existan razones especiales para proseguir el procedimiento, la Oficina 
Española de Patentes y Marcas suspenderá de oficio la resolución de una solicitud de 
nulidad o caducidad de marca, previa audiencia de las partes, o a instancia de parte y previa 
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audiencia de las demás, si la validez de la marca se hallara ya impugnada mediante 
demanda de reconvención ante un tribunal.

3. Cuando un tribunal tenga que resolver sobre una violación de marca y dicha marca 
estuviera pendiente de una demanda o solicitud de nulidad o caducidad ante otro tribunal o 
ante la Oficina Española de Patentes y Marcas, el tribunal, a petición de ambas partes o de 
una de ellas, oída la contraria, podrá mediante auto decretar la suspensión del proceso, 
hasta que el otro tribunal o la Oficina dicten resolución firme sobre la nulidad o caducidad 
formuladas.

4. La pendencia o litispendencia, con todos sus efectos procedimentales o procesales, 
se producirá desde la presentación de la solicitud o demanda, siempre que las mismas sean 
admitidas.

5. Interpuesta una demanda por violación de marca ante un tribunal, el demandado no 
podrá formular como defensa una solicitud de nulidad o caducidad de dicha marca ante la 
Oficina Española de Patentes y Marcas, sino que habrá de interponer la correspondiente 
demanda de reconvención ante dicho tribunal.

6. La acción negatoria no podrá interponerse junto con la acción de nulidad o caducidad 
de la marca.

Artículo 61 ter.  Anotaciones registrales y comunicaciones entre órganos.
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas anotará en el Registro de Marcas la 

interposición de toda solicitud o demanda de nulidad o caducidad de marca, así como toda 
resolución o sentencia firmes que recayeran sobre las mismas.

2. El tribunal ante el que se haya presentado una demanda de reconvención por nulidad 
o caducidad de una marca comunicará de oficio a la Oficina la fecha de interposición de la 
misma. La Oficina, si dicha marca tuviera pendiente de resolución una solicitud de nulidad o 
caducidad, informará de ello al tribunal, así como de la ausencia, en su caso, de dicha 
circunstancia.

3. Si ante la Oficina estuviera pendiente de resolución una solicitud de caducidad o de 
nulidad de la marca de fecha de presentación anterior a la de interposición de la demanda de 
reconvención, el tribunal, una vez informado conforme al apartado anterior, suspenderá el 
fallo de conformidad con el artículo 61 bis, apartado 1, hasta que la resolución sobre la 
solicitud sea firme. La Oficina comunicará esta resolución firme al tribunal.

4. El tribunal que hubiere dictado una sentencia sobre una demanda de reconvención por 
nulidad o caducidad, que hubiere adquirido firmeza, comunicará de oficio dicha sentencia a 
la Oficina Española de Patentes y Marcas para que proceda conforme a lo previsto en el 
apartado 1 y, en su caso, en el apartado 5.

5. Una vez firme la resolución o sentencia que declare la nulidad o caducidad de la 
marca, la Oficina Española de Patentes y Marcas procederá inmediatamente a la 
cancelación de la inscripción del registro y a su publicación en el «Boletín Oficial de la 
Propiedad Industrial». En el caso de que la marca cancelada tuviera inscrita una hipoteca 
mobiliaria vigente, la cancelación se notificará telemáticamente al Registro de Bienes 
Muebles.

TÍTULO VII
Marcas colectivas y marcas de garantía

CAPÍTULO I
Marcas colectivas

Artículo 62.  Concepto y titularidad.
1. Se entenderá por marca colectiva todo signo que, cumpliendo los requisitos previstos 

en el artículo 4, sirva para distinguir los productos o servicios de los miembros de la 
asociación titular de la marca de los productos o servicios de otras empresas.
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2. Solo podrán solicitar marcas colectivas las asociaciones de fabricantes, productores, 
prestadores de servicios o comerciantes que tengan capacidad, en su propio nombre, para 
ser titulares de derechos y obligaciones, celebrar contratos o realizar otros actos jurídicos, y 
que tengan capacidad procesal, así como las personas jurídicas de Derecho público.

3. No obstante lo dispuesto en el artículo 5.1.c), podrán registrarse como marcas 
colectivas los signos o indicaciones que puedan servir en el comercio para señalar la 
procedencia geográfica de los productos o de los servicios. El derecho conferido por la 
marca colectiva no permitirá a su titular prohibir a un tercero el uso en el comercio de tales 
signos o indicaciones, siempre que dicho uso se realice con arreglo a prácticas leales en 
materia industrial o comercial; en particular dicha marca no podrá oponerse a un tercero 
autorizado a utilizar una denominación geográfica.

Artículo 63.  Reglamento de uso.
1. La solicitud de registro de marca colectiva deberá ser acompañada de un reglamento 

de uso, en el que, además de los datos de identificación de la asociación solicitante, se 
especificarán las personas autorizadas a utilizar la marca, las condiciones de afiliación a la 
asociación, las condiciones de uso de la marca, los motivos por los que puede prohibirse el 
uso de la marca a un miembro de la asociación y demás sanciones en que puede incurrir.

2. Si la marca colectiva consistiera en una indicación de procedencia geográfica, el 
reglamento de uso deberá prever que cualquier persona cuyos productos o servicios 
provengan de esa zona geográfica y cumplan las condiciones prescritas por el mismo, podrá 
hacerse miembro de la asociación.

Artículo 64.  Denegación de la solicitud.
1. La solicitud de registro de una marca colectiva será denegada en la forma y por los 

mismos motivos que una marca individual y, además, cuando no cumpla lo dispuesto en los 
artículos 62 y 63, o cuando el reglamento de uso sea contrario a la ley, al orden público o a 
las buenas costumbres.

2. La solicitud de marca colectiva será también denegada cuando pueda inducir al 
público a error sobre el carácter o la significación de la marca, en particular cuando pueda 
dar la impresión de ser algo distinto de una marca colectiva.

3. No se denegará la solicitud si el solicitante, mediante una modificación del reglamento 
de uso, cumpliere los requisitos enunciados en los apartados 1 y 2.

Artículo 65.  Modificación del reglamento de uso.
1. El titular de la marca colectiva deberá someter a la Oficina Española de Patentes y 

Marcas toda propuesta de modificación del reglamento de uso. Se desestimará la 
modificación cuando el reglamento de uso modificado no cumpla los requisitos del artículo 
63 o incurra en alguna de las prohibiciones de registro del artículo 64.

2. La modificación del reglamento de uso surtirá efectos a partir de su inscripción en la 
Oficina Española de Patentes y Marcas.

Artículo 66.  Causas de nulidad.
Además de por las causas de nulidad previstas en los artículos 51 y 52, se declarará la 

nulidad del registro de una marca colectiva, mediante solicitud presentada ante la Oficina 
Española de Patentes y Marcas o mediante una demanda de reconvención en una acción 
por violación, cuando hubiera sido registrada contraviniendo lo dispuesto en el artículo 64, 
salvo que el titular de la marca, por una modificación del reglamento de uso, cumpliera las 
prescripciones de las citadas disposiciones.

Artículo 67.  Causas de caducidad.
Además de por las causas de caducidad señaladas en el artículo 54, se declararán 

caducados los derechos del titular de una marca colectiva, mediante solicitud presentada 
ante la Oficina Española de Patentes y Marcas o mediante una demanda de reconvención 
en una acción por violación, cuando:
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a) El titular no hubiera adoptado medidas razonables para prevenir cualquier uso de la 
marca que no fuera compatible con las condiciones de uso estipuladas por el reglamento de 
uso, incluida cualquier modificación de este que haya sido inscrita en el registro.

b) Como consecuencia del uso de la marca realizado por personas autorizadas, esta 
pueda inducir al público a error conforme a lo previsto en el artículo 64, apartado 2.

c) La modificación del reglamento de uso de la marca se hubiera inscrito en el registro 
contraviniendo lo dispuesto en el artículo 65, apartado 1, salvo si el titular de la marca, 
mediante una nueva modificación del reglamento de uso, se ajustara a los requisitos fijados 
en dicho artículo.

CAPÍTULO II
Marcas de garantía

Artículo 68.  Concepto.
1. Se entenderá por marca de garantía todo signo que, cumpliendo los requisitos 

previstos en el artículo 4, sirva para distinguir los productos o servicios que el titular de la 
marca certifica respecto de los materiales, el modo de fabricación de los productos o de 
prestación de los servicios, el origen geográfico, la calidad, la precisión u otras 
características de los productos y servicios que no posean esa certificación.

2. Toda persona física o jurídica, incluidas las instituciones, autoridades y organismos de 
Derecho público, podrá solicitar marcas de garantía, a condición de que dichas personas no 
desarrollen una actividad empresarial que implique el suministro de productos o la prestación 
de servicios del tipo que se certifica

3. Será aplicable a las marcas de garantía lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 62.

Artículo 69.  Reglamento de uso.
1. La solicitud de registro de una marca de garantía deberá ser acompañada de un 

reglamento de uso en el que se indicarán las personas autorizadas a utilizar la marca, las 
características comunes de los productos o servicios que se van a certificar, la manera en 
que se verificarán estas características, los controles y vigilancia del uso de la marca que se 
efectuarán, las responsabilidades en que se pueda incurrir por el uso inadecuado de la 
marca y el canon que, en su caso, se exigirá a quienes utilicen la marca.

2. El reglamento de uso deberá ser informado favorablemente por el órgano 
administrativo competente en atención a la naturaleza de los productos o servicios a los que 
la marca de garantía se refiere. El informe se entenderá favorable por el transcurso del plazo 
de tres meses desde su solicitud sin que el órgano administrativo competente lo haya 
emitido. En caso de informe desfavorable, se denegará, en su caso, la solicitud de registro 
de la marca de garantía previa audiencia del solicitante.

3. Si la marca de garantía consistiera en una indicación de procedencia geográfica, el 
reglamento de uso deberá prever que cualquier persona, cuyos productos o servicios 
provengan de esa zona geográfica y cumplan las condiciones prescritas por el mismo, podrá 
utilizar la marca.

Artículo 70.  Denegación de la solicitud.
1. La solicitud de registro de una marca de garantía será denegada en la forma y por los 

mismos motivos que una marca individual y, además, cuando no cumpla lo dispuesto en los 
artículos 68 y 69, o cuando el reglamento de uso sea contrario a la ley, al orden público o a 
las buenas costumbres.

2. La solicitud de marca de garantía será también denegada cuando pueda inducir al 
público a error sobre el carácter o la significación de la marca, en particular cuando pueda 
dar la impresión de ser algo distinto de una marca de garantía.

3. No se denegará la solicitud si el solicitante, mediante una modificación del reglamento 
de uso, cumpliere los requisitos enunciados en los apartados 1 y 2.
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Artículo 71.  Modificación del reglamento de uso.
1. El titular de la marca de garantía deberá someter a la Oficina Española de Patentes y 

Marcas toda propuesta de modificación del reglamento de uso. Se desestimará la 
modificación cuando el reglamento de uso modificado no cumpla los requisitos del artículo 
69 o incurra en alguna de las prohibiciones del artículo 70.

2. La modificación del reglamento de uso surtirá efectos a partir de su inscripción en la 
Oficina Española de Patentes y Marcas.

Artículo 72.  Causas de nulidad.
Además de por las causas de nulidad previstas en los artículos 51 y 52, se declarará la 

nulidad del registro de una marca de garantía, mediante solicitud presentada ante la Oficina 
Española de Patentes y Marcas o mediante una demanda de reconvención en una acción 
por violación, cuando hubiera sido registrada contraviniendo lo dispuesto en el artículo 70, 
salvo que el titular de la marca, por una modificación del reglamento de uso, cumpliera las 
prescripciones de las citadas disposiciones.

Artículo 73.  Causas de caducidad.
Además de por las causas de caducidad señaladas en el artículo 54, se declararán 

caducados los derechos del titular de una marca de garantía, mediante solicitud presentada 
ante la Oficina Española de Patentes y Marcas o mediante una demanda de reconvención 
en una acción por violación, cuando:

a) El titular haya dejado de cumplir los requisitos establecidos en el artículo 68, apartado 
2.

b) El titular no hubiere adoptado medidas razonables para prevenir cualquier uso de la 
marca que no sea compatible con las condiciones de uso estipuladas por el reglamento de 
uso, incluida cualquier modificación de este que haya sido inscrita en el registro.

c) A consecuencia del uso permitido por el titular de la marca, esta pueda inducir al 
público a error conforme a lo previsto en artículo 70, apartado 2.

d) La modificación del reglamento de uso de la marca se ha inscrito en el registro 
contraviniendo las disposiciones del artículo 71, apartado 1, salvo si el titular de la marca, 
mediante una nueva modificación del reglamento de uso, se ajustara a los requisitos fijados 
por dichas disposiciones.

CAPÍTULO III
Disposiciones comunes

Artículo 74.  Carácter público del reglamento de uso.
El reglamento de uso de las marcas colectivas o de garantía depositado en la Oficina 

Española de Patentes y Marcas podrá ser libremente consultado por cualquier persona, sin 
sujeción a pago de tasa.

Artículo 75.  Uso de la marca.
La exigencia de uso de las marcas colectivas y de garantía se entenderá cumplida por el 

uso que cualquier persona facultada haga conforme al artículo 39 de esta Ley.

Artículo 76.  Ejercicio de la acción por violación de marca.
1. Las disposiciones del artículo 48, apartados 7 y 8, relativas a los derechos de los 

licenciatarios, se aplicarán asimismo a toda persona facultada para utilizar una marca 
colectiva.

2. En el caso de las marcas de garantía, únicamente su titular o persona 
específicamente autorizada por el mismo podrá ejercer una acción por violación de marca.
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3. El titular de una marca colectiva o de garantía podrá reclamar, en nombre de las 
personas facultadas para utilizar la marca, la reparación del daño que estas hayan sufrido 
por el uso no autorizado de la marca.

Artículo 77.  Cesión de las marcas colectivas o de garantía.
Las marcas colectivas o de garantías solo podrán cederse, respectivamente, a una 

persona que cumpla los requisitos del artículo 62, apartado 2 o del artículo 68, apartado 2

Artículo 78.  Normas aplicables.
Las normas de la presente Ley relativas a las marcas individuales se aplicarán a las 

marcas colectivas y de garantía, salvo disposición contraria prevista en el presente Título.

TÍTULO VIII
Marcas internacionales

Artículo 79.  Solicitud de extensión territorial a España.
Siempre que el titular lo solicite expresamente, el registro internacional de una marca 

efectuado al amparo del Acta vigente en España del Arreglo de Madrid de 14 de abril de 
1891, relativo al Registro Internacional de Marcas (llamado en lo sucesivo "Arreglo de 
Madrid"), del Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid de 27 de junio de 1989 (llamado en 
lo sucesivo "Protocolo") o de ambos, extenderá sus efectos en España.

Artículo 80.  Denegación y concesión de la protección en España.
1. Se podrá denegar la protección de la marca internacional en España, de acuerdo con 

el artículo 5 del Arreglo de Madrid o el artículo 5 del Protocolo.
2. A efectos de la concesión o denegación serán aplicables al registro de la marca 

internacional, en lo que proceda, los artículos 19, 20, 21, 22, 25, 26, 27 y 28 y el apartado 4 
del artículo 29.

3. La publicación de la solicitud a que se refiere el artículo 18, queda reemplazada, para 
las marcas internacionales, por la publicación que la Oficina Internacional efectúa en su 
gaceta periódica conforme a lo previsto en el artículo 3.4) del Arreglo de Madrid o en el 
artículo 3.4) del Protocolo. La Oficina Española de Patentes y Marcas publicará en el "Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial" una mención de la referida publicación de la Oficina 
Internacional.

4. El plazo de oposición establecido en el artículo 19.2 empezará a contar a partir de la 
publicación en el "Boletín Oficial de la Propiedad Industrial" de la mención a que se refiere el 
apartado anterior.

5. La denegación de la protección provisional, en el supuesto previsto por el artículo 
21.1, o definitiva, en el supuesto previsto por el artículo 22.1, serán notificadas a la Oficina 
Internacional en la forma y plazo establecidos por el Reglamento común del Arreglo de 
Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas y del Protocolo concerniente a ese 
Arreglo (llamado en lo sucesivo "Reglamento común al Arreglo y al Protocolo").

Artículo 81.  Presentación de la solicitud de registro internacional.
1. La solicitud se presentará por el titular de una marca registrada en España, al amparo 

del Arreglo de Madrid, o por el titular o el mero solicitante de una marca, al amparo del 
Protocolo, en el órgano que resulte competente, de acuerdo con lo previsto en los apartados 
1, 2, 3 y 4 del artículo 11.

2. Al solicitarse el registro internacional, su renovación, o la inscripción de cualquier 
modificación se satisfará una tasa nacional, sin cuyo pago no será tramitada.

Artículo 82.  Examen preliminar de la solicitud internacional.
1. Recibida la solicitud de registro internacional, el órgano competente examinará:
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a) Si la solicitud ha sido presentada en el formulario oficial previsto por el Reglamento 
común al Arreglo y al Protocolo.

b) Si la tasa nacional ha sido pagada.
2. Si la solicitud presentada no cumpliera estos requisitos, se notificará al solicitante los 

defectos observados, para que, en el plazo que reglamentariamente se determine, los 
subsane. Si no se subsanasen, se resolverá teniendo por desistida la solicitud. Si la solicitud 
no presentara ninguno de estos defectos o los mismos hubieran sido subsanados, el órgano 
competente otorgará como fecha de la solicitud de registro internacional la fecha en que 
recibió la solicitud o la subsanación de ésta, según proceda, y la transmitirá, con todo lo 
actuado, a la Oficina Española de Patentes y Marcas dentro de los cinco días siguientes.

3. Recibida la solicitud, la Oficina Española de Patentes y Marcas, como Oficina de 
origen, examinará si:

a) El solicitante tiene derecho a pedir el registro internacional de acuerdo con los 
artículos 1 y 2 del Arreglo de Madrid o, en su caso, del artículo 2 del Protocolo.

b) Las indicaciones que figuran en la solicitud internacional se corresponden con las del 
registro nacional o, en su caso, con las de la solicitud de registro nacional, a los efectos de 
certificar esa conformidad según establece el artículo 3.1) del Arreglo de Madrid o, en su 
caso, el artículo 3.1) del Protocolo.

4. En el caso de que la solicitud internacional carezca de alguno de los requisitos 
examinados, la Oficina Española de Patentes y Marcas notificará los defectos al solicitante 
requiriéndole para que los subsane en el plazo reglamentariamente establecido. Si no se 
subsanasen, se resolverá teniendo por desistida la solicitud.

5. Si el solicitante subsana los defectos oportunamente, la Oficina Española de Patentes 
y Marcas indicará como fecha de la solicitud de registro internacional la fecha en que recibió 
la subsanación.

Artículo 83.  Transformación de un registro internacional.
1. Un registro internacional cancelado en virtud del artículo 6.4 del Protocolo podrá ser 

transformado en una solicitud de marca nacional para productos o servicios cubiertos en 
España por dicho registro internacional si dicha solicitud se dirige a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas en el plazo de tres meses a contar desde la fecha de cancelación de 
dicho registro internacional.

2. El peticionario de la transformación deberá presentar una solicitud de registro nacional 
conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de la presente Ley. Esta solicitud incluirá, además, 
los siguientes datos:

a) Indicación de que se trata de una solicitud de transformación.
b) Número y fecha del registro internacional en que se basa.
c) Indicación de si dicho registro está concedido o pendiente de concesión en España.
d) Designar un domicilio a efectos de notificaciones, de conformidad con el artículo 29.4.
A la solicitud de registro deberá adjuntarse una certificación de la Oficina Internacional 

en la que se indique la marca y los productos o servicios para los cuales la protección del 
registro internacional había tenido efectos en España antes de su cancelación. Esta 
certificación se acompañará de su traducción al castellano.

3. La solicitud de transformación se considerará presentada en la fecha del registro 
internacional o de la extensión posterior para España, según proceda, y, si tenía prioridad, 
gozará de este derecho. En lo demás, la solicitud de transformación se tramitará como una 
solicitud de marca nacional. No obstante, si la solicitud de transformación se refiriera a una 
marca internacional ya concedida en España, se acordará sin más trámite su concesión 
como marca nacional, aplicándosele las disposiciones del artículo 22.4. Contra este acuerdo 
no podrá formularse recurso basado en la concurrencia de prohibiciones absolutas o 
relativas, pero sí podrá fundarse en el incumplimiento de los requisitos exigidos para la 
válida transformación o concesión directa del registro internacional solicitado.

4. A los efectos de lo previsto en los artículos 31 y 32 de la presente Ley, se considerará 
como fecha de presentación la del día en que la solicitud de transformación hubiere sido 
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recibida por la Oficina Española de Patentes y Marcas o, en su caso, la prevista en el 
artículo 16.3 de esta Ley.

TÍTULO IX
Marcas de la Unión Europea

Artículo 84.  Presentación de una solicitud de marca de la Unión.
La presentación de una solicitud de marca de la Unión se efectuará en la Oficina de la 

Propiedad Intelectual de la Unión Europea, de conformidad con lo previsto en el artículo 30 
del Reglamento (UE) n.º 2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio 
de 2017, sobre la marca de la Unión Europea.

Artículo 85.  Declaración posterior de la caducidad o nulidad.
Cuando una marca de la Unión se beneficie de la antigüedad de una marca anterior con 

efectos en España, se podrá declarar la caducidad o nulidad de esta marca anterior, aunque 
la misma ya estuviera extinguida por la falta de renovación, renuncia del titular o impago de 
las tasas de mantenimiento, en su caso, siempre que la caducidad o nulidad se hubiera 
podido declarar en el momento de la renuncia o extinción. En este caso la antigüedad dejará 
de surtir efecto.

Artículo 86.  Transformación de la marca de la Unión.
1. El procedimiento de transformación de una solicitud o de una marca de la Unión en 

solicitud de marca nacional se iniciará con la recepción por la Oficina Española de Patentes 
y Marcas de la petición de transformación que le transmita la Oficina de la Propiedad 
Intelectual de la Unión Europea.

2. En el plazo que reglamentariamente se establezca desde la recepción de la petición 
de transformación por la Oficina Española de Patentes y Marcas, el solicitante deberá 
cumplir los siguientes requisitos:

a) Abonar las tasas establecidas en el artículo 12.2 de esta Ley.
b) Presentar una traducción al castellano de la petición de transformación y de los 

documentos que la acompañan cuando no estén redactados en este idioma.
c) Designar un domicilio a efectos de notificaciones, de conformidad con el artículo 29.4.
d) Suministrar cuatro reproducciones de la marca si la misma fuere gráfica o contuviere 

elementos gráficos.
3. Si en el plazo previsto en el apartado anterior no se cumplieran los requisitos exigidos 

en el mismo, la solicitud de transformación se tendrá por desistida. Si los requisitos fueran 
cumplidos, la Oficina Española de Patentes y Marcas resolverá sobre la admisibilidad de la 
transformación solicitada conforme a lo previsto en los artículos 139.2 y 141.1 Reglamento 
(UE) n.º 2017/1001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre la 
marca de la Unión Europea.

4. La solicitud de transformación se considerará presentada en la fecha de presentación 
que se le hubiere otorgado como solicitud de marca de la Unión y, si tenía prioridad o 
antigüedad reivindicada, gozará de estos derechos. Por lo demás, la solicitud de 
transformación se tramitará como una solicitud de marca nacional. No obstante, si la solicitud 
de transformación se refiriera a una marca de la Unión ya registrada, se acordará sin más 
trámite su concesión como marca nacional, aplicándosele las disposiciones del artículo 22.4, 
salvo que, debido a la renuncia, falta de renovación o a cualquier otra causa provocada por 
su titular, hubiera quedado pendiente de pronunciamiento en cuanto al fondo algún motivo de 
nulidad o caducidad capaz de afectar a la protección de la marca en España, en cuyo caso 
se tramitará como una solicitud de marca nacional. Contra el acuerdo de concesión directa 
previsto en este apartado no podrá formularse recurso basado en la concurrencia de 
prohibiciones absolutas o relativas, pero sí podrá fundarse en el incumplimiento de los 
requisitos exigidos para la válida transformación o concesión directa de la marca de la Unión 
solicitada.
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5. A los efectos de lo previsto en los artículos 31 y 32 de la presente Ley, se considerará 
como fecha de presentación la del día en que la solicitud de transformación hubiere sido 
recibida por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

TÍTULO X
Nombres comerciales

Artículo 87.  Concepto y normas aplicables.
1. Se entiende por nombre comercial todo signo susceptible de representación gráfica 

que identifica a una empresa en el tráfico mercantil y que sirve para distinguirla de las demás 
empresas que desarrollan actividades idénticas o similares.

2. En particular, podrán constituir nombres comerciales:
a) Los nombres patronímicos, las razones sociales y las denominaciones de las 

personas jurídicas.
b) Las denominaciones de fantasía.
c) Las denominaciones alusivas al objeto de la actividad empresarial.
d) Los anagramas y logotipos.
e) Las imágenes, figuras y dibujos.
f) Cualquier combinación de los signos que, con carácter enunciativo, se mencionan en 

los apartados anteriores.
3. Salvo disposición contraria prevista en este capítulo, serán de aplicación al nombre 

comercial, en la medida en que no sean incompatibles con su propia naturaleza, las normas 
de la presente Ley relativas a las marcas.

Artículo 88.  Prohibiciones de registro.
No podrán registrarse como nombres comerciales los signos siguientes:
a) Los que no puedan constituir nombre comercial por no ser conformes con el artículo 

87.
b) Los que incurran en alguna de las prohibiciones absolutas del artículo 5 de la presente 

Ley.
c) Los que puedan afectar a algún derecho anterior de los previstos en los artículos 6 a 

10 de esta Ley.

Artículo 89.  Clasificación y tasas aplicables.
1. En la solicitud de registro deberán especificarse las actividades que pretendan 

distinguirse con el nombre comercial solicitado, agrupándolas por clases conforme a la 
Clasificación Internacional de Productos y Servicios, según se trate de actividades de 
prestación de servicios o de actividades de producción o comercialización de productos.

2. La solicitud y la renovación del nombre comercial estarán sometidas al pago de las 
tasas correspondientes, según el número de clases que comprenda, en los mismos términos 
que las marcas.

Artículo 90.  Derechos conferidos por el registro.
El registro del nombre comercial confiere a su titular el derecho exclusivo a utilizarlo en el 

tráfico económico en los términos previstos en esta Ley.

Artículo 91.  Nulidad y caducidad del nombre comercial.
1. Siempre que no sea contrario a su propia naturaleza, se declarará la nulidad del 

nombre comercial en la forma y por las mismas causas previstas para las marcas y, además, 
cuando hubiere sido registrado contraviniendo lo dispuesto en el artículo 88 de la presente 
Ley.

2. Se declarará la caducidad del nombre comercial en la forma y por las mismas causas 
previstas para las marcas, siempre que ello no sea incompatible con su propia naturaleza.
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Disposición adicional primera.  Jurisdicción y normas procesales.
1. Las normas vigentes contenidas en el Título XII de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de 

Patentes, serán de aplicación a las distintas modalidades de signos distintivos regulados en 
la presente Ley en todo aquello que no sea incompatible con su propia naturaleza o contrario 
a lo previsto en la misma, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los siguientes apartados.

2. La competencia para declarar la nulidad y caducidad de los signos distintivos 
regulados en la presente Ley corresponderá por vía directa a la Oficina Española de 
Patentes y Marcas y por vía de reconvención a la jurisdicción civil, de acuerdo con lo previsto 
en los artículos 51, 52 y 54.

Disposición adicional segunda.  Tasas.
Las bases y tipos de gravamen de las tasas a que se refiere el apartado 4 del artículo 11 

de la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del Organismo autónomo "Registro de la 
Propiedad Industrial", serán, en materia de signos distintivos, las previstas en el anexo de la 
presente Ley.

Disposición adicional tercera.  Modificación de la Ley de Patentes.
1. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 125 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de 

Patentes, con la redacción siguiente:
"En el caso de acciones por violación del derecho de patente, también será 

competente, a elección del demandante, el mismo Juzgado a que se refiere el 
apartado anterior de la Comunidad Autónoma donde se hubiera realizado la violación 
o se hubieran producido sus efectos."

2. El artículo 155 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, queda redactado de la 
siguiente forma:

"1. Podrán actuar ante la Oficina Española de Patentes y Marcas:
a) Los interesados con capacidad de obrar de conformidad con lo previsto en el 

Título III de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) Los Agentes de la Propiedad Industrial.
2. Los no residentes en un Estado miembro de la Comunidad Europea deberán 

actuar, en todo caso, mediante Agente de la Propiedad Industrial."

Disposición adicional cuarta.  Cumplimiento de trámites.
Cuando un plazo para evacuar un trámite de un procedimiento en materia de propiedad 

industrial expire en sábado, el trámite de que se trate se podrá efectuar válidamente en el 
primer día hábil siguiente a ese sábado.

Disposición adicional quinta.  Plazos de resolución de los procedimientos.
Los plazos máximos de resolución de los procedimientos regulados en esta Ley se 

computarán desde la fecha de recepción en la Oficina Española de Patentes y Marcas de las 
respectivas solicitudes, y serán los siguientes:

a) Concesión de signos distintivos: doce meses si la solicitud no sufre ningún suspenso y 
no tuviera oposiciones, y veinte meses si concurriera alguna de las circunstancias anteriores.

b) Renovación de signos distintivos: ocho meses si no se produjera ningún suspenso y 
doce meses en caso contrario.

c) Inscripción de cesiones, derechos reales, licencias contractuales y otras 
modificaciones de derechos o de asientos registrales: seis meses si no concurriera ningún 
suspenso y ocho meses si concurriera esta circunstancia.

d) Restablecimiento de derechos: seis meses.
e) Transformación de registros internacionales:
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cinco meses si la solicitud de transformación se refiere a una marca internacional ya 
concedida en España, y el establecido para el procedimiento de concesión de marcas 
nacionales, en caso contrario.

f) Transformación de marcas comunitarias: cinco meses si la solicitud de transformación 
se refiere a una marca comunitaria ya registrada y el establecido para el procedimiento de 
concesión de marcas nacionales en caso contrario. En este caso, el plazo se computará 
desde la fecha en la que el solicitante cumpla los requisitos establecidos en el apartado 2 del 
artículo 86 de esta Ley.

g) Todo otro procedimiento en materia de propiedad industrial que no esté sometido a un 
plazo específico de resolución: veinte meses.

Disposición adicional sexta.  "Boletín Oficial de la Propiedad Industrial".
1. La Oficina Española de Patentes y Marcas publicará periódicamente el "Boletín Oficial 

de la Propiedad Industrial" en el que se insertarán las solicitudes, resoluciones y 
notificaciones relativas al servicio y a los procedimientos de las distintas modalidades de 
propiedad industrial, conforme a lo que se disponga en sus respectivas legislaciones.

2. La Oficina Española de Patentes y Marcas pondrá a disposición del público el "Boletín 
Oficial de la Propiedad Industrial" en soporte informático que haga posible su lectura.

Disposición adicional séptima.  Aplicación del restablecimiento de derechos a las demás 
modalidades registrales de propiedad industrial.

1. Las normas contenidas en el artículo 25 de la presente Ley serán de aplicación, en 
todo aquello que no sea incompatible con su propia naturaleza, a las patentes, modelos de 
utilidad, topografías de los productos semiconductores y modelos y dibujos industriales y 
artísticos.

2. Además de las excepciones previstas en el apartado 5 del artículo 25, tampoco será 
aplicable el restablecimiento de derechos a los plazos contemplados en los apartados 1 y 2 
del artículo 33 y en el apartado 2 del artículo 39 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de 
Patentes.

Disposición adicional octava.  Utilización de medios electrónicos.
1. Se faculta al Ministerio de Ciencia y Tecnología para que en el plazo de dos años 

determine, en colaboración con las Comunidades Autónomas que hayan asumido 
competencias en la materia, los supuestos en los que las comunicaciones e intercambio de 
documentación entre la Oficina Española de Patentes y Marcas, los órganos competentes, 
en su caso, de las Comunidades Autónomas y los usuarios de sus servicios podrán o, en su 
caso, deberán presentarse o remitirse en soporte electrónico. Las condiciones generales, 
requisitos y características técnicas de las comunicaciones y de los distintos documentos, 
serán fijadas por resolución del Director general de la Oficina Española de Patentes y 
Marcas.

2. Una vez establecidas las condiciones generales, requisitos y características técnicas 
de la presentación de solicitudes y escritos en soporte magnético o por medios telemáticos, 
quedará reducido en un 15 por ciento el importe de las tasas a que estén sujetas dichas 
solicitudes y escritos, si los mismos son presentados y las tasas son abonadas previa o 
simultáneamente por dichos medios técnicos.

Disposición adicional novena.  Comunicación de signos protegidos.
A los efectos del examen de fondo de las prohibiciones absolutas que ha de efectuar la 

Oficina Española de Patentes y Marcas, deberá comunicársele a esta Oficina:
a) Por el órgano competente del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, las 

denominaciones de origen, las indicaciones geográficas protegidas y las denominaciones de 
las variedades vegetales protegidas.

b) Por el órgano competente del Ministerio de Sanidad y Consumo la publicación que, en 
cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 15 de la Ley 25/1990, de 20 de 
diciembre, del Medicamento, efectúa de la lista de denominaciones oficiales españolas de 
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las sustancias autorizadas en España, así como la publicación que realiza la Organización 
Mundial de la Salud de las denominaciones comunes internacionales.

c) Por los órganos competentes de las distintas Administraciones públicas, los signos de 
interés público que, conforme a lo previsto en la letra k) del artículo 5.1, hayan de ser 
protegidos.

Disposición adicional décima.  Régimen contractual y presupuestario de las consultas a 
bases de datos efectuadas por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

1. Las consultas que efectúe la Oficina Española de Patentes y Marcas a bases de datos 
nacionales o extranjeras sobre desarrollo tecnológico o, en general, sobre propiedad 
industrial, no requerirán la celebración de contratos en los términos previstos en el texto 
refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real 
Decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio.

2. La utilización de esas bases de datos requerirá la existencia de crédito adecuado y 
suficiente en el presupuesto de gastos de la Oficina Española de Patentes y Marcas. El pago 
a los proveedores por las consultas efectuadas a dichas bases de datos podrá realizarse 
mediante expediente de pagos a justificar.

Disposición adicional undécima.  Prestación de servicios de información por medio de 
redes de comunicación telemática.

La Oficina Española de Patentes y Marcas, en colaboración con las Comunidades 
Autónomas, podrá poner a disposición a través de redes de comunicación telemática con 
carácter gratuito el "Boletín Oficial de la Propiedad Industrial", así como información sobre la 
situación jurídica de los expedientes, sobre identidades y parecidos entre signos distintivos, 
sobre patentes, modelos de utilidad y diseño industrial, sobre el archivo histórico y, en 
general, sobre aspectos relacionados con la propiedad industrial cuya divulgación se estime 
conveniente por razones de información tecnológica, difusión de la propiedad industrial u 
otra justificada.

Disposición adicional duodécima.  Aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Los procedimientos administrativos en materia de propiedad industrial y, en particular, los 
procedimientos de registro, renovación e inscripción de cesiones de derechos y demás actos 
registrales se regirán por su normativa específica y, subsidiariamente, por las disposiciones 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición adicional decimotercera.  Modificación de la Ley 17/1975, de 2 de mayo, 
sobre creación del Organismo autónomo "Registro de la Propiedad Industrial".

1. Se modifica el número 1 del artículo 3.º de la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre 
creación del Organismo autónomo "Registro de la Propiedad Industrial", que quedará 
redactado como sigue: "1. El Presidente del Organismo."

2. Se modifica el artículo 4.º de la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del 
Organismo autónomo "Registro de la Propiedad Industrial", que quedará redactado como 
sigue:

"Art. 4.º 1. El Presidente del Organismo será el Subsecretario del Ministerio de 
adscripción de la Oficina Española de Patentes y Marcas.

2. Son facultades del Presidente del Organismo:
a) Definir la política del Organismo y establecer las directrices de su actuación.
b) Aprobar la gestión del Director del Organismo.
c) Conocer el funcionamiento de la Oficina Española de Patentes y Marcas, por 

medio de los informes que periódicamente rinda el Director.
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d) Aprobar el anteproyecto del presupuesto de ingresos y gastos, así como la 
liquidación anual del mismo.

e) Aprobar la memoria anual de actividades del Organismo.
f) Adoptar, en su caso, acuerdos sobre los asuntos que por su naturaleza e 

importancia sean sometidos a su conocimiento."
3. Se modifica el artículo 5.º de la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del 

Organismo autónomo "Registro de la Propiedad Industrial", que quedará redactado como 
sigue:

"Art. 5.º 1. El Director de la Oficina Española de Patentes y Marcas será el 
ejecutor de las directrices marcadas por el Presidente del Organismo y ostentará la 
representación legal del Organismo y las facultades efectivas de dirección y gestión 
de los servicios ; tendrá a su cargo la vigilancia y fiscalización de todas las 
dependencias del Organismo; resolverá los asuntos propios de la competencia del 
mismo, y sus resoluciones en las materias de propiedad industrial de las que sea 
competente pondrán fin a la vía administrativa.

2. El nombramiento del Director de la Oficina Española de Patentes y Marcas se 
efectuará por Real Decreto a propuesta del Ministro del Departamento de adscripción 
del Organismo."

Disposición adicional decimocuarta.  Prohibición de otorgamiento de denominaciones de 
personas jurídicas que puedan originar confusión con una marca o nombre comercial 
renombrados.

Los órganos registrales competentes para el otorgamiento o verificación de 
denominaciones de personas jurídicas denegarán el nombre o razón social solicitado si 
coincidiera o pudiera originar confusión con una marca o nombre comercial renombrados en 
los términos que resultan de esta Ley, salvo autorización del titular de la marca o nombre 
comercial.

Disposición adicional decimoquinta.  Cooperación de la Oficina Española de Patentes y 
Marcas con Organizaciones Internacionales y Oficinas extranjeras.

Las actividades de formación y cooperación realizadas por la Oficina Española de 
Patentes y Marcas en colaboración con Organizaciones Internacionales y las que tenga con 
Oficinas de Propiedad Industrial extranjeras o sus trabajadores como beneficiarios, que 
pudieran ser consideradas como ayudas o subvenciones, no tendrán que estar precedidas 
por el trámite de publicidad y concurrencia.

Disposición adicional decimosexta.  Proyecto de Ley de nombres de dominio en la red.
El Gobierno, en el plazo oportuno y tras los estudios y consultas que fueren necesarios, 

remitirá al Congreso de los Diputados un proyecto de Ley sobre los nombres incluidos en el 
dominio en la red de país de primer nivel ".es". La regulación se inspirará, entre otros, en los 
criterios aplicados a los signos distintivos protegidos por la legislación de propiedad 
industrial.

Disposición adicional decimoséptima.  Extinción de sociedades por violación del derecho 
de marca.

Si la sentencia por violación del derecho de marca impusiera el cambio de denominación 
social y éste no se efectuara en el plazo de un año, la sociedad quedará disuelta de pleno 
derecho, procediendo el Registrador Mercantil de oficio a practicar la cancelación, y sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 44 de esta Ley.
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Disposición adicional decimoctava.  Proyecto de Ley de denominaciones de personas 
jurídicas.

El Gobierno, en el plazo oportuno y tras los estudios y consultas que fueren necesarios, 
remitirá al Congreso de los Diputados un proyecto de Ley sobre el régimen de las 
denominaciones sociales de las entidades jurídicas.

Disposición adicional decimonovena.  Proyecto de Ley de denominaciones de origen e 
indicaciones geográficas protegidas.

Por el Gobierno, en el plazo oportuno y tras los estudios y consultas que fueren 
necesarios, se procederá a remitir al Congreso de los Diputados un proyecto de Ley 
regulador de las denominaciones de origen e indicaciones geográficas protegidas que 
sustituya a la vigente Ley 25/1970, de 2 de diciembre, del Estatuto de la viña, del vino y de 
los alcoholes.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de los procedimientos.
Los procedimientos sobre marcas, nombres comerciales y rótulos de establecimiento 

iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley serán tramitados y resueltos conforme a la 
legislación anterior.

Disposición transitoria segunda.  Aplicación de la presente Ley a los derechos ya 
registrados.

1. Las marcas y nombres comerciales concedidos durante la vigencia de legislaciones 
anteriores se regirán por la presente Ley, salvo en lo que se dispone en los apartados 
siguientes.

2. Las marcas y nombres comerciales concedidos conforme al Estatuto de la Propiedad 
Industrial que no hubieran sido renovados durante la vigencia de la Ley de Marcas de 1988 
seguirán, en cuanto a su renovación y pago de quinquenios las siguientes normas:

a) La primera renovación que se efectúe de los mismos, tras la entrada en vigor de la 
presente Ley, se presentará dentro de los seis meses anteriores al término de los veinte 
años de su vida legal y se ajustará a lo previsto en el artículo 32. Esta renovación se 
otorgará por diez años contados desde la fecha de presentación de la solicitud inicial de 
registro. Las renovaciones posteriores se efectuarán conforme a las previsiones de esta Ley.

b) Hasta la primera renovación que se efectúe tras la entrada en vigor de la presente 
Ley, estas marcas y nombres comerciales estarán sujetos, bajo sanción de caducidad, al 
pago de los quinquenios correspondientes.

A estos efectos, la fecha de vencimiento de los quinquenios será el último día del mes en 
que se cumpla cada quinto aniversario de la fecha de concesión del registro, debiendo 
efectuarse el pago correspondiente dentro de los tres meses anteriores a la fecha de 
vencimiento o en el mes posterior a dicha fecha.

3. Las marcas y nombres comerciales no comprendidos en el apartado anterior, cuya 
concesión hubiera sido publicada o cuya última renovación hubiera sido solicitada bajo la 
vigencia de la Ley de Marcas de 1988, pero antes de la entrada en vigor de la Ley 14/1999, 
de Tasas y Precios Públicos por servicios prestados por el Consejo de Seguridad Nuclear, 
estarán sujetos, hasta la primera renovación que efectúen tras la entrada en vigor de la 
presente Ley, al pago de los quinquenios correspondientes, bajo sanción de caducidad. A 
estos efectos, la fecha de vencimiento del segundo quinquenio será el último día del mes en 
que se cumpla el quinto aniversario de la fecha de presentación de la solicitud inicial de 
registro, debiendo efectuarse el pago correspondiente dentro de los tres meses anteriores a 
la fecha de vencimiento o en el mes posterior a dicha fecha.

4. La cuantía de los quinquenios a que se refieren los apartados anteriores será la 
prevista en la tarifa 1.11 del anexo de la presente Ley. Finalizado el plazo para el pago del 
quinquenio correspondiente, sin haberse satisfecho su importe, podrá abonarse el mismo 
con un recargo del 25 por ciento dentro de los tres primeros meses y de un 50 por ciento 
dentro de los tres siguientes, hasta un máximo de seis meses de demora.
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Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio de los rótulos de establecimiento 
registrados.

1. Sin perjuicio de lo establecido en la presente disposición transitoria, los rótulos de 
establecimiento, mientras dure su vigencia registral y en la medida en que no sea 
incompatible con su propia naturaleza, se regirán por las normas de esta Ley.

2. Los rótulos de establecimiento continuarán temporalmente su existencia registral de 
acuerdo con lo que se dispone a continuación:

a) Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, los 
rótulos de establecimiento que se hallen vigentes podrán ser renovados por un período de 
siete años a contar desde la entrada en vigor de la citada Ley. Esta solicitud de renovación 
deberá acompañarse del justificante de pago del 50 por ciento de la tasa de renovación 
prevista en la tarifa 1.8.a) del anexo, para una sola clase. Cuando la renovación del rótulo de 
establecimiento sólo comprenda municipios ubicados en una única Comunidad Autónoma, la 
solicitud de renovación se presentará ante los órganos competentes de dicha Comunidad, a 
los que corresponderá su resolución y anotación registral pertinente, sin perjuicio de la 
oportuna comunicación a la Oficina Española de Patentes y Marcas, en el plazo de cinco 
días, tanto de la presentación de la solicitud de renovación como de la resolución adoptada, 
a efectos de su anotación registral. La Oficina Española de Patentes y Marcas, previa 
petición de los órganos autonómicos competentes, remitirá copia de estos expedientes de 
rótulo de establecimiento. Las tasas que han de abonarse por la renovación de estos rótulos 
serán percibidas por las Comunidades Autónomas competentes y se abonarán en la forma 
que las mismas dispongan.

b) Los rótulos de establecimiento que no hubieran sido renovados conforme a lo previsto 
en la letra anterior o aquellos que resulten concedidos con posterioridad a la entrada en vigor 
de la presente Ley, en virtud de lo establecido en la disposición transitoria primera, 
continuarán su existencia registral hasta la conclusión del período de diez o veinte años por 
el que hubieran sido concedidos o renovados por última vez. Los rótulos de establecimiento, 
comprendidos en esta letra, que estuvieran sometidos al pago de quinquenios, deberán 
abonar éstos, bajo sanción de caducidad, en el plazo previsto en el apartado 2.b) o en el 
apartado 3 de la disposición transitoria segunda, según la legislación bajo la que hubieran 
sido concedidos o renovados por última vez.

El apartado 4 de la citada disposición transitoria será también de aplicación.
Transcurrido el período de vigencia registral previsto en las letras anteriores, el registro 

de los rótulos de establecimiento será definitivamente cancelado, pasando a estar protegidos 
por las normas comunes de competencia desleal, conforme a lo dispuesto en los artículos 6 
y 12 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Com petencia Desleal y por lo dispuesto en la 
disposición transitoria siguiente.

3. Mientras dure la vigencia registral de los rótulos de establecimiento:
a) No podrán registrarse como marcas o nombres comerciales los signos que sean 

idénticos a un rótulo de establecimiento anteriormente solicitado o registrado para designar 
las mismas actividades que los productos, servicios o actividades para los que se solicitan la 
marca o nombre comercial. A estos efectos, el titular del rótulo de establecimiento podrá 
oponerse al registro de dichos signos conforme a lo previsto en el artículo 19 o solicitar la 
nulidad de los mismos si hubiesen sido registrados en contravención de lo dispuesto en este 
párrafo.

b) Podrá declararse la nulidad o caducidad de un rótulo de establecimiento en la forma y 
por las mismas causas previstas para las marcas. Su nulidad podrá declararse además 
cuando hubiere sido registrado a pesar de no distinguirse suficientemente de una marca, 
nombre comercial o rótulo de establecimiento, en este caso, para el mismo término 
municipal, que sean anteriores y para productos, servicios o actividades idénticos o 
similares.
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Disposición transitoria cuarta.  Protección extrarregistral de los rótulos de establecimiento 
definitivamente cancelados.

1. El titular o causahabiente de un rótulo de establecimiento que hubiere sido cancelado 
definitivamente en virtud de lo dispuesto en el último párrafo del apartado 2 de la disposición 
transitoria tercera, podrá oponerse al uso de una marca o nombre comercial en el término 
municipal para el que hubiere estado protegido registralmente, si dichos signos distintivos 
fueran posteriores e incompatibles con dicho rótulo en los términos establecidos en la letra a) 
del apartado 3 de la disposición transitoria tercera.

2. El apartado 1 dejará de ser aplicable si el titular del rótulo de establecimiento hubiere 
tolerado, teniendo conocimiento de ello, el uso de la marca o nombre comercial en el término 
municipal en el que dicho rótulo tiene protección, durante cinco años consecutivos, a no ser 
que la solicitud de estos signos distintivos se hubiera efectuado de mala fe.

3. Los titulares de marcas o nombres comerciales registrados posteriormente no podrán 
oponerse al uso de los rótulos de establecimiento contemplados en el apartado 1, incluso si 
los mismos, por aplicación del apartado anterior, no pudieran ya ser alegados contra dichas 
marcas o nombres comerciales posteriores.

4. Los derechos concedidos en esta disposición transitoria se extinguirán a los veinte 
años de haber sido cancelado el registro conforme a lo previsto en el último párrafo del 
apartado 2 de la disposición transitoria tercera, o si el rótulo de establecimiento dejara de ser 
usado por un plazo ininterrumpido de tres años.

Disposición transitoria quinta.  Inicio de las actividades registrales de los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas.

Las comunidades autónomas que estatutariamente tuvieran atribuida la competencia 
para la ejecución de la legislación de propiedad industrial, previa coordinación con la Oficina 
Española de Patentes y Marcas, publicarán en sus respectivos boletines oficiales la fecha a 
partir de la cual iniciará su funcionamiento el órgano competente de las mismas para recibir y 
examinar las solicitudes conforme a lo previsto en esta ley. Hasta la entrada en 
funcionamiento de dichos órganos, las funciones registrales que los mismos tienen atribuidas 
serán ejecutadas por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Asimismo, y hasta que dichos órganos entren en funcionamiento, la Oficina Española de 
Patentes y Marcas asignará como fecha de presentación a las solicitudes que en su caso se 
hubieren presentado ante las Administraciones de las citadas comunidades autónomas, la 
que se haya hecho constar por estas últimas como fecha de recepción de la documentación 
que contenga los elementos a que se refiere el artículo 13.

Disposición transitoria sexta.  Clasificación de los nombres comerciales.
1. En la primera renovación que se produzca tras la entrada en vigor de la presente Ley, 

los nombres comerciales concedidos bajo la legislación anterior se clasificarán conforme a lo 
previsto en el artículo 89 de esta Ley.

2. El solicitante de la renovación deberá presentar su propuesta de clasificación sin 
modificar el tenor literal de la lista de actividades, aunque podrá reordenarlas o renunciar a 
las que estime oportunas. En caso de que la Oficina Española de Patentes y Marcas no 
considerara correcta la clasificación presentada, propondrá al interesado una nueva 
clasificación para que, en el plazo que reglamentariamente se determine, se pronuncie sobre 
la misma. Transcurrido este plazo, la Oficina Española de Patentes y Marcas, haya 
contestado o no el interesado, resolverá.

3. Por esta primera renovación se abonará la tasa de renovación prevista en la tarifa 
1.8.a) del anexo, para una sola clase. Las renovaciones posteriores quedarán sujetas al 
pago de la tasa de renovación en la cuantía que corresponda, según el número de clases 
que comprenda la solicitud de renovación.

Disposición transitoria séptima.  Fusión de registros.
A petición del interesado en la primera renovación que se produzca tras la entrada en 

vigor de la presente Ley, podrán unificarse en un único registro las marcas concedidas para 
diferentes clases bajo la legislación anterior, siempre que concurra identidad de titular, de 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 50  Ley de Marcas

– 1209 –



signo y de fecha de presentación y se abonen las tasas de solicitud de renovación 
suplementarias correspondientes. Reglamentariamente se determinará el procedimiento de 
fusión.

Disposición transitoria octava.  Caducidad por falta de pago de quinquenios.
El artículo 56 de la presente Ley será aplicable a las marcas, nombres comerciales y 

rótulos de establecimiento cuando hubiera de declararse la caducidad de los mismos por la 
ausencia de pago de los quinquenios de mantenimiento.

Disposición derogatoria única.  
1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o 

se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.
2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones:
a) La Ley 32/1988, de 10 de noviembre, de Marcas.
b) Del Estatuto sobre Propiedad Industrial, aprobado por Real Decreto-ley de 26 de julio 

de 1929, texto refundido aprobado por Real Orden de 30 de abril de 1930 y ratificado con 
fuerza de Ley por la de 16 de septiembre de 1931, el capítulo II del Título XI, en cuanto 
afecta a las marcas, nombres comerciales y rótulos de establecimiento.

c) De la Ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del Organismo autónomo "Registro 
de la Propiedad Industrial", el apartado 4 del artículo 11 en cuanto afecta a las marcas, 
nombres comerciales y rótulos de establecimiento y la letra b) del párrafo segundo del 
apartado 5 del artículo 11.

d) El artículo segundo del Real Decreto-ley 8/1998, de 31 de julio, de medidas urgentes 
en materia de propiedad industrial.

e) De la Ley 14/1999, de 4 de mayo, de Tasas y Precios Públicos por servicios prestados 
por el Consejo de Seguridad Nuclear, las disposiciones adicionales sexta y séptima y la 
disposición transitoria segunda.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente Ley se dicta en virtud de la competencia estatal en materia de legislación 

sobre propiedad industrial, prevista por el artículo 149.1. 9.º de la Constitución.

Disposición final segunda.  Desarrollo de la Ley.
Se autoriza al Consejo de Ministros a dictar cuantas disposiciones de aplicación y 

desarrollo de la presente Ley sean necesarias.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el 31 de julio de 2002, salvo lo previsto en el Título V, 

artículo 85, disposiciones adicionales tercera, cuarta, octava, décima, undécima, 
decimotercera, decimocuarta y decimoquinta que entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el "Boletín Oficial del Estado".

ANEXO
Las tasas previstas en la disposición adicional segunda serán las siguientes:
TARIFA PRIMERA. Adquisición, defensa y mantenimiento de derechos.
1.1 Tasa de solicitud de registro:
a. De una marca o nombre comercial. Por la primera clase solicitada: 138,94 euros. Por 

la segunda clase y cada una de las sucesivas: 90,00 euros.
b. De una marca de garantía o colectiva. Por la primera clase solicitada: 277,85 euros. 

Por la segunda clase y cada una las sucesivas: 180,00 euros.
c. De un registro internacional (tasa nacional): 41,43 euros.
1.2 Tasa de división. Por cada solicitud o registro divisional resultante: 52,81 euros.
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1.3 Tasa de restablecimiento de derechos: 105,35 euros.
1.4 Tasa de solicitud de resolución urgente: 51,11 euros.
1.5 Por cada prioridad extranjera o de exposición reivindicada: 19,08 euros.
1.6 Modificaciones: por la modificación de la modalidad, distintivo, lista de productos o 

servicios, del reglamento de uso o, en general, por cualquier modificación del expediente 
autorizada por la Ley, ya sea de la solicitud o del registro de la marca, cuando se efectúe de 
modo espontáneo por el solicitante o titular y no como consecuencia de un suspenso 
decretado de oficio: 23,19 euros.

1.7 Oposiciones: Por formulación de oposición: 43,27 euros.
1.8 Tasas de la renovación del registro:
a. De una marca o nombre comercial. Por la primera clase renovada: 160,86 euros. Por 

la segunda clase renovada y cada una de las sucesivas: 108,00 euros.
b. De una marca de garantía o colectiva. Por la primera clase renovada: 323,10 euros. 

Por la segunda clase renovada y cada una de las sucesivas: 216,00 euros.
1.9 Demoras: por demoras en los pagos de las tasas de renovación y quinquenios 

sucesivos (régimen transitorio), los recargos serán del 25%, dentro de los tres primeros 
meses, y del 50%, dentro de los tres siguientes, hasta el máximo de seis meses de demora.

1.10 Recursos y revisión de actos administrativos: por la presentación de un recurso o 
solicitud de revisión: 88,09 euros.

Cuando la presentación del recurso se efectúe por medios telemáticos: reducción de un 
15% sobre el importe de la tasa.

1.11 Quinquenios sucesivos (régimen transitorio): 79,90 euros.
1.12 Nulidad o caducidad: por la presentación de una solicitud de nulidad o caducidad: 

200 euros.
TARIFA SEGUNDA. Inscripción de cesión de derechos y otras modificaciones.
2.1 Por la inscripción o cancelación de cambios en la titularidad, licencias, derechos 

reales, opciones de compra u otras trabas o medidas cautelares o de ejecución. Por cada 
registro afectado: 32,44 [hasta un máximo de 6.768,37 euros].

2.2 Por la inscripción del cambio de nombre del titular: por cada registro afectado 16,38 
euros, hasta un máximo de 2.789,65 euros.

TARIFA TERCERA. Otros servicios.
3.1 Certificaciones: 16,40 euros.
3.2 Consulta y vista de un expediente: 3,56 euros.
3.3 Copia de los documentos obrantes en el expediente: 11,38 euros más un suplemento 

por cada página que exceda de 10 de 1,13 euros.
TARIFA CUARTA. Publicaciones.
4.1 Por la publicación en el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial, a solicitud del 

recurrente, del anuncio de la interposición de un recurso contencioso-administrativo en 
materia de signos distintivos: 142,24 euros.

4.2 Por la publicación en el Boletín Oficial de la Propiedad Industrial a instancia de parte, 
del fallo de un recurso contencioso-administrativo sobre signos distintivos: 142,24 euros.

Información relacionada

• Las referencias hechas a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se entenderán 
realizadas a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, según establece la disposición adicional 2 del Real Decreto-ley 
23/2018, de 21 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-17769
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§ 51

Ley 12/1992, de 27 de mayo, sobre Contrato de Agencia

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 129, de 29 de mayo de 1992
Última modificación: 12 de abril de 2011

Referencia: BOE-A-1992-12347

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley:

Exposición de motivos

1
La incorporación al derecho español del contenido normativo de la Directiva 86/653/CEE, 

de 18 de diciembre de 1986, relativa a la coordinación de los Estados miembros en lo 
referente a los agentes comerciales independientes, plantea dos problemas fundamentales: 
el primero, de técnica legislativa, hace referencia a si esa incorporación debe realizarse 
mediante la reforma del Código de Comercio o, por el contrario, mediante una ley especial; 
el segundo, de política legislativa, es el relativo al contenido de la norma de trasposición.

1. La opción entre la reforma del Código de Comercio y la aprobación de una ley 
especial debe partir necesariamente del dato de que el contrato de agencia carece de 
tipificación legal, aunque existan regulaciones parciales de algunas agencias especiales. Al 
igual que los Códigos de su generación, el español de 1885 no regula más contrato de 
colaboración que el de comisión, configurado como mandato mercantil. Sin embargo, del 
tronco común de la comisión han ido surgiendo otros muchos contratos de colaboración, 
impulsados por nuevas necesidades económicas y sociales resultantes de las 
transformaciones del sistema de distribución de bienes y servicios. De este modo, los 
nuevos contratos mercantiles han ido perfilándose en la realidad social bajo variados y, con 
frecuencia, imprecisos nombres, correspondiendo a los Tribunales la delicada tarea de 
precisar los límites tipológicos y el contenido normativo.

En este contexto, la agencia ha permanecido hasta ahora al margen del Código, como 
contrato creado y desarrollado por la práctica. A la colaboración aislada y esporádica para 
contratar, característica del comisionista, se opone la colaboración estable o duradera propia 
del agente, merced a la cual promueve o promueve y concluye éste en nombre y por cuenta 
del principal contratos de la más variada naturaleza. En efecto, unas veces se limita el 
agente a buscar clientes; otras, además, contrata con ellos en nombre del empresario 
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representado. La incorporación de la Directiva 86/653/CEE parece constituir, por ello, una 
ocasión propicia para colmar esa laguna de la legislación mercantil, dotando al contrato de 
agencia de una regulación legal acorde con las necesidades de la época y las exigencias 
comunitarias.

En los ordenamientos jurídicos que disponen de una doble disciplina contractual, como el 
español, el carácter mercantil de este contrato está fuera de toda duda. Pero dicho carácter 
mercantil no condiciona la solución al problema de técnica legislativa. Hay, pues, que valorar 
con criterios de oportunidad la inclusión o exclusión en el Código del régimen jurídico de la 
agencia.

Desde esta perspectiva, la inclusión del régimen de la agencia dentro del Código de 
Comercio de 1885 no parece conveniente. Además de otras consideraciones de carácter 
sistemático, es menester tener presente que, en los últimos años, la muy importante reforma 
de la legislación mercantil llevada a cabo se ha desarrollado, fundamentalmente, a través de 
la aprobación de leyes separadas y no mediante la modificación del articulado de la primera 
ley mercantil.

2. El segundo problema aludido, el de política legislativa, se plantea también como 
consecuencia de la ya señalada falta de tipificación legal de la agencia. La Directiva 
86/653/CEE pretende armonizar las legislaciones estatales en algunos aspectos, que 
considera fundamentales, del derecho de los agentes comerciales independientes, siguiendo 
para ello el modelo alemán. El modelo seguido explica el criterio subjetivo del que parte la 
Directiva, que comienza precisamente delimitando la figura del agente comercial. Sin 
embargo, un planteamiento mínimamente coherente con el sistema jurídico español obliga a 
traducir esa normativa en términos formalmente objetivos, regulando el contrato de agencia.

Pero la Ley sobre el contrato de agencia no puede tener como contenido, únicamente, el 
que es propio de la referida Directiva. En el caso español, la incorporación de las soluciones 
comunitarias no puede implicar la armonización de normas legales inexistentes, sino que, en 
realidad, reclama la regulación del contrato de agencia. Por esta razón, no es aconsejable 
limitar el contenido de la ley especial a las normas de la Directiva 86/653/CEE: en efecto, 
parece más conveniente dotar al contrato de agencia de un régimen jurídico suficiente.

2
El capítulo I contiene las disposiciones generales, la primera de las cuales se ocupa de 

delimitar el objeto de la regulación. La referencia obligada ha sido, como es lógico, la 
Directiva 86/653/CEE y a fin de conservar cierta continuidad de terminología, por lo demás 
muy expresiva, la normativa en vigor sobre representantes de comercio.

1. En la definición de la agencia destaca el carácter de intermediario independiente que 
tiene el agente. La diferencia fundamental entre el representante de comercio y el agente 
comercial radica precisamente en esa independencia o autonomía, que falta en el primero. 
Esta característica básica, que aparece en el título de la Directiva y en su artículo definitorio, 
se contiene también en el primero de los artículos de la Ley: se regulan única y 
exclusivamente los agentes que merecen el calificativo de intermediarios independientes. El 
siguiente artículo determina cuándo esa independencia se presume inexistente. El agente, 
sea persona natural o jurídica, debe ser independiente respecto de la persona por cuenta de 
la cual actúa, a la que, a fin de evitar confusión con otras modalidades de colaboración, se 
evita denominarla comitente.

2. El agente puede ser un mero negociador es decir, una persona dedicada a promover 
actos y operaciones de comercio o asumir también la función de concluir los promovidos por 
él. En lugar del término , se ha preferido el más preciso de , que, además de parecer más 
correcto, es el utilizado por el Real Decre to 1438/1985, de 1 de agosto.

Aspecto particularmente importante es el relativo a la delimitación del objeto de esa 
actividad de promoción negocial. La Directiva lo fija en la venta o la compra de mercancías. 
Sin embargo, este criterio parece demasiado estrecho, razón por la cual se ha sustituido esa 
referencia a la actividad de compra o venta por otra más amplia: el agente se obliga a 
promover, o a promover y a concluir, actos u operaciones de comercio. La tradición de esta 
expresión que utiliza nuestro Código de Comercio al tratar de la comisión contribuye a una 
inserción más clara y terminante de la agencia entre los contratos mercantiles de 
colaboración.
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Por otra parte, no se exige que ese acto o esa operación de comercio recaiga, a su vez, 
sobre mercancías. El acto u operación de comercio que el agente promueve puede estar 
dirigido a la circulación de mercancías o, más genéricamente, a la circulación de bienes 
muebles y aun de servicios.

3. El agente comercial no actúa por cuenta propia, sino ajena sea por cuenta de uno o de 
varios empresarios: no se incluye la exclusiva como rasgo definidor , y cuando concluye 
actos y operaciones de comercio debe hacerlo en nombre del principal. No entra la Ley, sin 
embargo, en la consideración de la fuente del actuar representativo para la conclusión de los 
actos y operaciones de comercio promovidos por el agente, materia que queda confiada a 
los principios generales en materia de representación.

4. El contrato de agencia exige permanencia o estabilidad: es un contrato de duración. 
La Directiva señala que el agente se encarga de manera permanente de promover contratos 
o de promoverlos y concluirlos por cuenta ajena. La Ley conserva esta característica, pero, a 
fin de eliminar equívocos en torno al sentido de la estabilidad, concreta la propia definición al 
aclarar que la duración del contrato puede ser por tiempo determinado o indefinido. Tan es 
una agencia por tiempo indeterminado, como una agencia por un año o por varios.

5. El último elemento de la definición es el carácter retribuido del agente. La definición 
ofrecida por la Directiva no contiene una referencia precisa a este extremo, pero se deduce 
expresamente de ella al excluir de su ámbito a los agentes no remunerados. Ha parecido 
preferible incluir esa característica en el primer artículo de la Ley. Por otra parte, la ausencia 
de estipulación expresa en el contrato sobre este punto, no significa que sea gratuito, sino 
que la remuneración tiene que fijarse conforme a los usos.

3
El régimen jurídico del contrato de agencia se configura bajo el principio general de la 

imperatividad de los preceptos de la Ley, salvo expresa previsión en contrario.
En cuanto a su ámbito de aplicación, se ha considerado oportuno excluir expresamente a 

los agentes que actúen en mercados secundarios oficiales o reglamentados de valores. Pero 
lo más significativo de la solución legal es que se establece un derecho común aplicable a 
toda clase de agencias mercantiles, colmando con ello una importante laguna a la vez que 
se hermanan sus distintas modalidades contractuales.

4
El capítulo II, relativo al contenido del contrato, se divide en cinco Secciones. La primera 

trata de la actuación del agente; la segunda regula las obligaciones de las partes; la tercera 
se ocupa específicamente de la remuneración; la cuarta presta atención al pacto accidental 
sobre limitación de la competencia del agente una vez finalizado el contrato; y la quinta trata 
de la documentación del contrato.

En la redacción de la sección primera destaca, en particular, la determinación de las 
facultades del agente, con expresa previsión de la posibilidad de desarrollar la actividad 
profesional por cuenta de distintos empresarios, salvo que los bienes o los servicios sean 
idénticos o similares, en cuyo caso se requiere el consentimiento del empresario con el que 
primero se hubiera contratado.

El régimen jurídico de las obligaciones de las partes, que se contiene en la segunda 
Sección, está condicionado por el criterio de enumeración seguido por la Directiva.

La regulación de la obligación del empresario de remunerar la actividad del agente 
integra el contenido de la Sección tercera. En ella se reproduce, con ligeras modificaciones 
en la ordenación sistemática de los preceptos, el Capítulo III de la Directiva, al que se han 
añadido dos artículos, uno sobre reembolso de gastos y otro sobre la convención de riesgo y 
ventura.

Por su parte, la cuarta Sección trata de la prohibición de competencia que, por acuerdo 
de las partes, puede establecerse a cargo del agente.

Finalmente, en la Sección quinta se incluye la disciplina relativa a la documentación del 
contrato. En ella se establece su carácter consensual, que es la regla general en el derecho 
contractual español. No obstante, cada una de las partes tendrá derecho a exigir de la otra la 
formalización por escrito de los pactos contractuales y de sus modificaciones.
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5
El Capítulo III se ocupa de la extinción del contrato, distinguiendo los casos en que se 

hubiera pactado por tiempo determinado o por tiempo indefinido. En el primer caso, se 
dispone que el contrato se extinguirá por el vencimiento del término. Los contratos de 
duración determinada que se ejecuten por las partes después de transcurrido el plazo 
inicialmente previsto, quedan transformados en contratos de duración indefinida.

Para el caso de contratos de agencia concluidos por tiempo indefinido o que, habiéndose 
pactado por tiempo definido, se hubieran convertido o transformado en esta otra modalidad, 
se ha previsto que la denuncia unilateral de las partes requerirá preaviso.

Al establecer la duración del plazo de preaviso, se ha hecho uso de la facultad 
reconocida por la Directiva de ampliar de tres a seis el máximo legal, en función de la 
efectiva vigencia del contrato, así como de la de prohibir que, por convención entre las 
partes, se reduzcan los mínimos legales.

La Directiva deja a la legislación de los Estados miembros la determinación de las 
causas de extinción del contrato sin necesidad de preaviso. Se ha considerado conveniente 
establecer que los únicos supuestos en que puede tener lugar la extinción sin preaviso son 
el incumplimiento de las obligaciones, de un lado, y la quiebra y la suspensión de pagos de 
la contraparte, de otro.

Materia de singular relieve es la relativa a la indemnización debida al agente en caso de 
extinción del contrato. A fin de distinguir con claridad los diversos supuestos, se han 
regulado separadamente la indemnización por razón de clientela y la indemnización de 
daños y perjuicios.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Contrato de agencia.
Por el contrato de agencia una persona natural o jurídica, denominada agente, se obliga 

frente a otra de manera continuada o estable a cambio de una remuneración, a promover 
actos u operaciones de comercio por cuenta ajena, o a promoverlos y concluirlos por cuenta 
y en nombre ajenos, como intermediario independiente, sin asumir, salvo pacto en contrario, 
el riesgo y ventura de tales operaciones.

Artículo 2.  Independencia del agente.
1. No se considerarán agentes los representantes y viajantes de comercio dependientes 

ni, en general, las personas que se encuentren vinculadas por una relación laboral, sea 
común o especial, con el empresario por cuya cuenta actúan.

2. Se presumirá que existe dependencia cuando quien se dedique a promover actos u 
operaciones de comercio por cuenta ajena, o a promoverlos y concluirlos por cuenta y en 
nombre ajenos, no pueda organizar su actividad profesional ni el tiempo dedicado a la misma 
conforme a sus propios criterios.

Artículo 3.  Ambito de aplicación de la Ley y carácter imperativo de sus normas.
1. En defecto de ley que les sea expresamente aplicable, las distintas modalidades del 

contrato de agencia, cualquiera que sea su denominación, se regirán por lo dispuesto en la 
presente Ley, cuyos preceptos tienen carácter imperativo a no ser que en ellos se disponga 
expresamente otra cosa.

2. La presente Ley no será de aplicación a los agentes que actúen en mercados 
secundarios oficiales o reglamentados de valores.

Artículo 4.  Prescripción de acciones.
Salvo disposición en contrario de la presente Ley, la prescripción de las acciones 

derivadas del contrato de agencia se regirá por las reglas establecidas en el Código de 
Comercio.
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CAPÍTULO II
Contenido del contrato

Sección 1. Actuación del agente

Artículo 5.  Ejercicio de la agencia.
1. El agente deberá realizar, por sí mismo o por medio de sus dependientes, la 

promoción y, en su caso, la conclusión de los actos u operaciones de comercio que se le 
hubieren encomendado.

2. La actuación por medio de subagentes requerirá autorización expresa del empresario. 
Cuando el agente designe la persona del subagente responderá de su gestión.

Artículo 6.  Conclusión de actos y operaciones de comercio en nombre del empresario.
El agente está facultado para promover los actos u operaciones objeto del contrato de 

agencia, pero sólo podrá concluirlos en nombre del empresario cuando tenga atribuida esta 
facultad.

Artículo 7.  Actuación por cuenta de varios empresarios.
Salvo pacto en contrario, el agente puede desarrollar su actividad profesional por cuenta 

de varios empresarios. En todo caso, necesitará el consentimiento del empresario con quien 
haya celebrado un contrato de agencia para ejercer por su propia cuenta o por cuenta de 
otro empresario una actividad profesional relacionada con bienes o servicios que sean de 
igual o análoga naturaleza y concurrentes o competitivos con aquellos cuya contratación se 
hubiera obligado a promover.

Artículo 8.  Reconocimiento y depósito de los bienes vendidos.
El agente está facultado para exigir en el acto de la entrega el reconocimiento de los 

bienes vendidos, así como para efectuar el depósito judicial de dichos bienes en el caso de 
que el tercero rehusara o demorase sin justa causa su recibo.

Sección 2. Obligaciones de las partes

Artículo 9.  Obligaciones del agente.
1. En el ejercicio de su actividad profesional, el agente deberá actuar lealmente y de 

buena fe, velando por los intereses del empresario o empresarios por cuya cuenta actúe.
2. En particular, el agente deberá:
a) Ocuparse con la diligencia de un ordenado comerciante de la promoción y, en su caso, 

de la conclusión de los actos u operaciones que se le hubieren encomendado.
b) Comunicar al empresario toda la información de que disponga, cuando sea necesaria 

para la buena gestión de los actos u operaciones cuya promoción y, en su caso, conclusión, 
se le hubiere encomendado, así como, en particular, la relativa a la solvencia de los terceros 
con los que existan operaciones pendientes de conclusión o ejecución.

c) Desarrollar su actividad con arreglo a las instrucciones razonables recibidas del 
empresario, siempre que no afecten a su independencia.

d) Recibir en nombre del empresario cualquier clase de reclamaciones de terceros sobre 
defectos o vicios de calidad o cantidad de los bienes vendidos y de los servicios prestados 
como consecuencia de las operaciones promovidas, aunque no las hubiera concluido.

e) Llevar una contabilidad independiente de los actos u operaciones relativos a cada 
empresario por cuya cuenta actúe.

Artículo 10.  Obligaciones del empresario.
1. En sus relaciones con el agente, el empresario deberá actuar lealmente y de buena fe.
2. En particular, el empresario deberá:
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a) Poner a disposición del agente, con antelación suficiente y en cantidad apropiada, los 
muestrarios, catálogos, tarifas y demás documentos necesarios para el ejercicio de su 
actividad profesional.

b) Procurar al agente todas las informaciones necesarias para la ejecución del contrato 
de agencia y, en particular, advertirle, desde que tenga noticia de ello, cuando prevea que el 
volumen de los actos u operaciones va a ser sensiblemente inferior al que el agente hubiera 
podido esperar.

c) Satisfacer la remuneración pactada.
3. Dentro del plazo de quince días, el empresario deberá comunicar al agente la 

aceptación o el rechazo de la operación comunicada. Asimismo deberá comunicar al agente, 
dentro del plazo más breve posible, habida cuenta de la naturaleza de la operación, la 
ejecución, ejecución parcial o falta de ejecución de ésta.

Sección 3. Remuneración del agente

Artículo 11.  Sistemas de remuneración.
1. La remuneración del agente consistirá en una cantidad fija, en una comisión o en una 

combinación de los dos sistemas anteriores. En defecto de pacto, la retribución se fijará de 
acuerdo con los usos de comercio del lugar donde el agente ejerza su actividad. Si éstos no 
existieran, percibirá el agente la retribución que fuera razonable teniendo en cuenta las 
circunstancias que hayan concurrido en la operación.

2. Se reputa comisión cualquier elemento de la remuneración que sea variable según el 
volumen o el valor de los actos u operaciones promovidos, y, en su caso, concluidos por el 
agente.

3. Cuando el agente sea retribuido total o parcialmente mediante comisión, se observará 
lo establecido en los artículos siguientes de esta sección.

Artículo 12.  Comisión por actos u operaciones concluidos durante la vigencia del contrato 
de agencia.

1. Por los actos y operaciones que se hayan concluido durante la vigencia del contrato 
de agencia, el agente tendrá derecho a la comisión cuando concurra alguna de las 
circunstancias siguientes:

a) Que el acto u operación de comercio se hayan concluido como consecuencia de la 
intervención profesional del agente.

b) Que el acto u operación de comercio se hayan concluido con una persona respecto de 
la cual el agente hubiera promovido y, en su caso, concluido con anterioridad un acto u 
operación de naturaleza análoga.

2. Cuando el agente tuviera la exclusiva para una zona geográfica o para un grupo 
determinado de personas, tendrá derecho a la comisión, siempre que el acto u operación de 
comercio se concluyan durante la vigencia del contrato de agencia con persona 
perteneciente a dicha zona o grupo, aunque el acto u operación no hayan sido promovidos ni 
concluidos por el agente.

Artículo 13.  Comisión por actos u operaciones concluidos con posterioridad a la extinción 
del contrato de agencia.

1. Por los actos u operaciones de comercio que se hayan concluido después de la 
terminación del contrato de agencia, el agente tendrá derecho a la comisión cuando concurra 
alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que el acto u operación se deban principalmente a la actividad desarrollada por el 
agente durante la vigencia del contrato, siempre que se hubieran concluido dentro de los tres 
meses siguientes a partir de la extinción de dicho contrato.

b) Que el empresario o el agente hayan recibido el encargo o pedido antes de la 
extinción del contrato de agencia, siempre que el agente hubiera tenido derecho a percibir la 
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comisión de haberse concluido el acto u operación de comercio durante la vigencia del 
contrato.

2. El agente no tendrá derecho a la comisión por los actos u operaciones concluidos 
durante la vigencia del contrato de agencia, si dicha comisión correspondiera a un agente 
anterior, salvo que, en atención a las circunstancias concurrentes, fuese equitativo distribuir 
la comisión entre ambos agentes.

Artículo 14.  Devengo de la comisión.
La comisión se devengará en el momento en que el empresario hubiera ejecutado o 

hubiera debido ejecutar el acto u operación de comercio, o éstos hubieran sido ejecutados 
total o parcialmente por el tercero.

Artículo 15.  Derecho de información del agente.
1. El empresario entregará al agente una relación de las comisiones devengadas por 

cada acto u operación, el último día del mes siguiente al trimestre natural en que se hubieran 
devengado, en defecto de pacto que establezca un plazo inferior. En la relación se 
consignarán los elementos esenciales en base a los que haya sido calculado el importe de 
las comisiones.

2. El agente tendrá derecho a exigir la exhibición de la contabilidad del empresario en los 
particulares necesarios para verificar todo lo relativo a las comisiones que le correspondan y 
en la forma prevenida en el Código de Comercio. Igualmente, tendrá derecho a que se le 
proporcionen las informaciones de que disponga el empresario y que sean necesarias para 
verificar su cuantía.

Artículo 16.  Pago de la comisión.
La comisión se pagará no más tarde del último día del mes siguiente al trimestre natural 

en el que se hubiere devengado, salvo que se hubiere pactado pagarla en un plazo inferior.

Artículo 17.  Pérdida del derecho a la comisión.
El agente perderá el derecho a la comisión si el empresario prueba que el acto u 

operaciones concluidas por intermediación de aquél entre éste y el tercero no han sido 
ejecutados por circunstancias no imputables al empresario. En tal caso, la comisión que 
hubiera percibido el agente a cuenta del acto u operación pendiente de ejecución, deberá ser 
restituida inmediatamente al empresario.

Artículo 18.  Reembolso de gastos.
Salvo pacto en contrario, el agente no tendrá derecho al reembolso de los gastos que le 

hubiera originado el ejercicio de su actividad profesional.

Artículo 19.  Garantía de las operaciones a cargo del agente.
El pacto por cuya virtud el agente asuma el riesgo y ventura de uno, de varios o de la 

totalidad de los actos u operaciones promovidos o concluidos por cuenta de un empresario, 
será nulo si no consta por escrito y con expresión de la comisión a percibir:

Sección 4. Prohibición de competencia

Artículo 20.  Limitaciones contractuales de la competencia.
1. Entre las estipulaciones del contrato de agencia, las partes podrán incluir una 

restricción o limitación de las actividades profesionales a desarrollar por el agente una vez 
extinguido dicho contrato.

2. El pacto de limitación de la competencia no podrá tener una duración superior a dos 
años a contar desde la extinción del contrato de agencia. Si el contrato de agencia se 
hubiere pactado por un tiempo menor, el pacto de limitación de la competencia no podrá 
tener una duración superior a un año.
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Artículo 21.  Requisitos de validez del pacto de limitación de la competencia.
El pacto de limitación de la competencia, que deberá formalizarse por escrito para su 

validez, sólo podrá extenderse a la zona geográfica o a ésta y al grupo de personas 
confiados al agente y sólo podrá afectar a la clase de bienes o de servicios objeto de los 
actos u operaciones promovidos o concluidos por el agente.

Sección 5. Formalización del contrato

Artículo 22.  Derecho a la formalización por escrito.
Cada una de las partes podrá exigir de la otra, en cualquier momento, la formalización 

por escrito del contrato de agencia, en el que se harán constar las modificaciones que, en su 
caso, se hubieran introducido en el mismo.

CAPÍTULO III
Extinción del contrato

Artículo 23.  Duración del contrato.
El contrato de agencia podrá pactarse por tiempo determinado o indefinido. Si no se 

hubiera fijado una duración determinada, se entenderá que el contrato ha sido pactado por 
tiempo indefinido.

Artículo 24.  Extinción del contrato por tiempo determinado.
1. El contrato de agencia convenido por tiempo determinado, se extinguirá por 

cumplimiento del término pactado.
2. No obstante lo dispuesto en el número anterior, los contratos de agencia por tiempo 

determinado que continúen siendo ejecutados por ambas partes después de transcurrido el 
plazo inicialmente previsto, se considerarán transformados en contratos de duración 
indefinida.

Artículo 25.  Extinción del contrato de agencia por tiempo indefinido: el preaviso.
1. El contrato de agencia de duración indefinida, se extinguirá por la denuncia unilateral 

de cualquiera de las partes mediante preaviso por escrito.
2. El plazo de preaviso será de un mes para cada año de vigencia del contrato, con un 

máximo de seis meses. Si el contrato de agencia hubiera estado vigente por tiempo inferior a 
un año, el plazo de preaviso será de un mes.

3. Las partes podrán pactar mayores plazos de preaviso, sin que el plazo para el 
preaviso del agente pueda ser inferior, en ningún caso, al establecido para el preaviso del 
empresario.

4. Salvo pacto en contrario el final del plazo de preaviso coincidirá con el último día del 
mes.

5. Para la determinación del plazo de preaviso de los contratos por tiempo determinado 
que se hubieren transformado por ministerio de la ley en contratos de duración indefinida, se 
computará la duración que hubiera tenido el contrato por tiempo determinado, añadiendo a la 
misma el tiempo transcurrido desde que se produjo la transformación en contrato de 
duración indefinida.

Artículo 26.  Excepciones de las reglas anteriores.
1. Cada una de las partes de un contrato de agencia pactado por tiempo determinado o 

indefinido podrá dar por finalizado el contrato en cualquier momento, sin necesidad de 
preaviso, en los siguientes casos:

a) Cuando la otra parte hubiere incumplido, total o parcialmente, las obligaciones legal o 
contractualmente establecidas.

b) Cuando la otra parte hubiere sido declarada en concurso.
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2. En tales casos se entenderá que el contrato finaliza a la recepción de la notificación 
escrita en la que conste la voluntad de darlo por extinguido y la causa de la extinción.

Artículo 27.  Extinción por causa de muerte.
El contrato de agencia se extinguirá por muerte o declaración de fallecimiento del 

agente. No se extinguirá por muerte o declaración de fallecimiento del empresario, aunque 
puedan denunciarlo sus sucesores en la empresa con el preaviso que proceda.

Artículo 28.  Indemnización por clientela.
1. Cuando se extinga el contrato de agencia, sea por tiempo determinado o indefinido, el 

agente que hubiese aportado nuevos clientes al empresario o incrementado sensiblemente 
las operaciones con la clientela preexistente, tendrá derecho a una indemnización si su 
actividad anterior puede continuar produciendo ventajas sustanciales al empresario y resulta 
equitativamente procedente por la existencia de pactos de limitación de competencia, por las 
comisiones que pierda o por las demás circunstancias que concurran.

2. El derecho a la indemnización por clientela existe también en el caso de que el 
contrato se extinga por muerte o declaración de fallecimiento del agente.

3. La indemnización no podrá exceder, en ningún caso, del importe medio anual de las 
remuneraciones percibidas por el agente durante los últimos cinco años o, durante todo el 
período de duración del contrato, si éste fuese inferior.

Artículo 29.  Indemnización de daños y perjuicios.
Sin perjuicio de la indemnización por clientela, el empresario que denuncie 

unilateralmente el contrato de agencia de duración indefinida, vendrá obligado a indemnizar 
los daños y perjuicios que, en su caso, la extinción anticipada haya causado al agente, 
siempre que la misma no permita la amortización de los gastos que el agente, instruido por 
el empresario, haya realizado para la ejecución del contrato.

Artículo 30.  Supuestos de inexistencia del derecho a la indemnización.
El agente no tendrá derecho a la indemnización por clientela o de daños y perjuicios:
a) Cuando el empresario hubiese extinguido el contrato por causa de incumplimiento de 

las obligaciones legal o contractualmente establecidas a cargo del agente.
b) Cuando el agente hubiese denunciado el contrato, salvo que la denuncia tuviera como 

causa circunstancias imputables al empresario, o se fundara en la edad, la invalidez o la 
enfermedad del agente y no pudiera exigírsele razonablemente la continuidad de sus 
actividades.

c) Cuando, con el consentimiento del empresario, el agente hubiese cedido a un tercero 
los derechos y las obligaciones de que era titular en virtud del contrato de agencia.

Artículo 31.  Prescripción.
La acción para reclamar la indemnización por clientela o la indemnización de daños y 

perjuicios prescribirá al año a contar desde la extinción del contrato.

Disposición adicional primera.  
1. Hasta la aprobación de una Ley reguladora de los contratos de distribución, el régimen 

jurídico del contrato de agencia previsto en la presente Ley se aplicará a los contratos de 
distribución de vehículos automóviles e industriales, por los que una persona natural o 
jurídica, denominada distribuidor, se obliga frente a otra, el proveedor, de manera continuada 
o estable y a cambio de una remuneración, a promover actos u operaciones de comercio de 
estos productos por cuenta y en nombre de su principal, como comerciante independiente, 
asumiendo el riesgo y ventura de tales operaciones.

2. En defecto de Ley expresamente aplicable, las distintas modalidades de contratos de 
distribución de vehículos automóviles e industriales, cualquiera que sea su denominación, se 
regirán por lo dispuesto en la presente Ley, cuyos preceptos tienen carácter imperativo.
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3. Será nulo todo pacto en contrario por el que el proveedor se reserve la facultad de 
modificar unilateralmente el contenido esencial de estos contratos y, en particular, la gama 
completa de productos y servicios contractuales, el plan de negocio del distribuidor, las 
inversiones y plazo de amortización, la remuneración fija y variable, los precios de los 
productos y servicios, las condiciones generales de venta y garantía posventa, las directrices 
comerciales y los criterios de selección de los distribuidores.

4. El distribuidor únicamente vendrá obligado a realizar las inversiones especificas que 
sean necesarias para la ejecución del contrato que figuren expresamente relacionadas, de 
forma individualizada, en el contrato o sus modificaciones, y únicamente en el caso de que 
se establezca para cada una de ellas el período en el que se considere que quedarán 
amortizadas.

A estos efectos, se considerarán inversiones específicas aquellas que no puedan ser 
aprovechadas de modo real y efectivo para usos distintos a la ejecución del contrato de 
distribución.

5. Cuando el proveedor exija al distribuidor una compra mínima de productos 
contractuales para disponer de un stock calculado en función de los objetivos comerciales, el 
distribuidor podrá devolverle los productos suministrados y no pedidos por clientes una vez 
transcurran sesenta días desde su adquisición. En este caso, el proveedor estará obligado a 
recomprar al distribuidor los productos devueltos en las mismas condiciones en que se 
compraron.

6. En caso de extinción del contrato, ya sea por vencimiento de su plazo o por cualquier 
otra causa, el distribuidor tendrá derecho a percibir las siguientes cantidades en concepto de 
compensación o indemnización por los conceptos que se indican:

a) El importe correspondiente al valor de las inversiones especificas pendiente de 
amortización en el momento de la extinción del contrato.

b) Una indemnización por clientela que en ningún caso podrá ser inferior al importe 
medio anual de las ventas efectuadas por el proveedor al distribuidor durante los últimos 
cinco años de vigencia del contrato, o durante todo el período de vigencia del contrato si éste 
hubiese sido inferior.

c) Las indemnizaciones del personal laboral del que haya tenido que prescindir el 
distribuidor por la extinción del contrato.

d) Asimismo, en cualquier caso de extinción del contrato, el proveedor vendrá obligado a 
adquirir del distribuidor todas aquellas mercancías que se hallen en poder de este último, al 
mismo precio por el que hubieren sido vendidas.

Las anteriores compensaciones se establecen sin perjuicio del derecho de 
indemnización a favor de la parte correspondiente por los daños y perjuicios ocasionados por 
los incumplimientos contractuales en que hubiere podido incurrir la otra parte, siendo nulo 
cualquier pacto en contrario.

7. El proveedor no podrá negar su consentimiento a la cesión total o parcial del contrato 
de distribución de vehículos automóviles e industriales si la empresa cesionaria se 
compromete por escrito a mantener la organización, estructura y recursos que el empresario 
cedente mantenía afectos a la actividad de distribución.

8. La competencia para el conocimiento de las acciones derivadas del contrato de 
distribución comercial de vehículos automóviles e industriales corresponderá al Juez del 
domicilio del distribuidor, siendo nulo cualquier pacto en sentido distinto.

Téngase en cuenta que la aplicación y efectos jurídicos de esta disposición queda 
suspendida hasta la entrada en vigor de la Ley de contratos de distribución comercial, según 
establece la disposición final 4 de la Ley 7/2011, de 11 de abril. Ref. BOE-A-2011-6549.

Disposición adicional segunda.  
La competencia para el conocimiento de las acciones derivadas del contrato de agencia 

corresponderá al Juez del domicilio del agente, siendo nulo cualquier pacto en contrario.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 51  Ley sobre Contrato de Agencia

– 1221 –

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-6549


Disposición transitoria.  
Hasta el día 1 de enero de 1994, los preceptos de la presente Ley no serán de aplicación 

a los contratos de agencia celebrados con anterioridad a la fecha de su entrada en vigor.
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§ 52

Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes Muebles

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 167, de 14 de julio de 1998

Última modificación: 11 de octubre de 2011
Referencia: BOE-A-1998-16717

JUAN CARLOS I REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley 50/1965, de 17 de julio, sobre Venta a Plazos de Bienes Muebles, constituyó 

dentro de nuestro ordenamiento un precedente fundamental en la legislación protectora de 
los consumidores, sin excluir al adquirente de bienes de equipo que se integran en procesos 
productivos. A través del sistema de aplazamiento de pago y de préstamos destinados a 
facilitar la adquisición de los bienes, se pretendió regular una serie de operaciones que 
hiciesen posible el acceso a los mismos concediendo unas importantes garantías al 
vendedor.

Es característico de la moderna legislación, y muy en especial de la que responde a la 
incorporación al Derecho interno de las Directivas dictadas en el ámbito de la Unión 
Europea, el incremento de la protección que se dispensa al consumidor de todo tipo de 
bienes y servicios. Precisamente, la presente Ley se dicta por imperativo de la Ley 7/1995, 
de 23 de marzo, de Crédito al Consumo, cuyo objeto fue incorporar al Derecho español la 
Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas 87/102/CEE, de 22 de diciembre de 
1986, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros en materia de crédito al consumo, y su posterior 
modificación por la Directiva 90/88/CEE, de 22 de febrero de 1990. De este modo, en la 
citada Ley de Crédito al Consumo se protege al consumidor a quien se concede un crédito 
para satisfacer necesidades personales mediante disposiciones que obligan al concedente a 
informar, en los términos legalmente previstos, acerca de las características y condiciones 
del crédito, y a mantener su oferta durante un plazo determinado. Asimismo, permite al 
consumidor, previo cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 15 de la Ley 7/1995, 
de 23 de marzo, de Crédito al Consumo, oponer excepciones derivadas del contrato frente al 
empresario con el que hubiere contratado y frente a aquél o aquéllos con los que de algún 
modo estuviera vinculado por la concesión del crédito y prohíbe exigir pago alguno al 
consumidor para el caso de que no se obtenga el crédito de financiación previsto. Otras 
disposiciones que, en definitiva, redundan en beneficio del consumidor son la definición de 
conceptos como coste total del crédito y tasa anual equivalente, información sobre los 
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anticipos en descubiertos y límite del interés aplicable a los créditos concedidos en forma de 
descubiertos en cuentas corrientes.

La necesidad de modificar la Ley 50/1965 viene determinada por la coincidencia parcial o 
superposición de su ámbito de aplicación con la Ley de Crédito al Consumo que, en su 
artículo 1, se refiere a la concesión de un «crédito bajo la forma de pago aplazado, 
préstamo». Esta superposición dio lugar a que la Ley de Crédito al Consumo tuviera en 
cuenta el texto que es hoy objeto de reforma. Tanto es así que la disposición final tercera de 
ésta, a cuyo mandato da cumplimiento la presente Ley, concede al Gobierno un plazo de 
seis meses para presentar a las Cortes Generales un proyecto de Ley de modificación de la 
Ley 50/1965, sobre la regulación de la venta a plazos de bienes muebles.

Tenía una especial relevancia el contenido de la disposición final segunda de la Ley de 
Crédito al Consumo que, en su párrafo primero, declaraba de aplicación preferente este 
texto y de aplicación supletoria la Ley 50/1965 cuando coincidían sus ámbitos. Asimismo, el 
párrafo segundo declaraba de aplicación necesaria a todos los contratos sujetos a la Ley 
50/1965 determinados preceptos de la de Crédito al Consumo. Dada esta situación, la 
presente Ley parte del criterio básico de remitir a la Ley de Crédito al Consumo las medidas 
que tengan como finalidad fundamental el incremento del nivel de protección al consumidor y 
de centrar en la Ley de venta a plazos la regulación del contrato de compraventa de bienes 
muebles. De este modo, se ha introducido en su articulado un nuevo precepto que hace 
referencia expresa a este sistema de aplicación preferente y supletoria de ambos cuerpos 
legales, se ha incorporado el contenido de los artículos de la Ley de Crédito al Consumo que 
son de aplicación necesaria y se ha derogado su compleja disposición final segunda.

En la presente Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles se ha respetado, en gran 
medida, la estructura del texto y la redacción del articulado de la Ley 50/1965, también 
objeto de derogación. En cuanto a las modificaciones operadas por este texto, se advierte en 
primer lugar una reducción del número de preceptos que lo componen, toda vez que, como 
ya se ha apuntado, queda deferida a otros la defensa del consumidor y desaparecen 
artículos que en la actualidad quedaban absolutamente vacíos de contenido, tanto por la 
actual configuración administrativa como por la práctica económica de las ventas aplazadas 
con nuevos medios de pago. En segundo lugar, las modificaciones de mayor relevancia se 
centran en mantener el ámbito de aplicación de la Ley anterior y precisar que sólo los 
contratos que tengan por objeto bienes muebles identificables accederán al Registro previsto 
en la Ley y se beneficiarán de las garantías de su inscripción; en suprimir el desembolso 
inicial como condición necesaria para la perfección del contrato y en facilitar el procedimiento 
previsto para el cobro de los créditos nacidos de los contratos inscritos en el Registro a 
través de mecanismos como fijar el tipo de la primera subasta en el precio de venta al 
contado si, a este efecto, las partes no han fijado otro en el contrato.

En tercer lugar, hay numerosas remisiones a la Ley de Crédito al Consumo, tanto 
haciendo referencias expresas como trayendo a la Ley el contenido de aquellas 
disposiciones encaminadas a proteger al consumidor y que se han declarado de aplicación 
necesaria a las ventas a plazos. Así, se introduce como mención obligatoria del contrato la 
expresión de la tasa anual equivalente y su modificación conforme a la Ley de Crédito al 
Consumo; el régimen de penalizaciones que prevé para la omisión o expresión inexacta de 
cláusulas obligatorias; el de publicidad relativa al precio de las cosas ofrecidas en venta a 
plazos y el de deducciones a favor del vendedor o prestamista que, ante el incumplimiento 
de las obligaciones del comprador, haya optado por resolver el contrato. Finalmente, y salvo 
precisiones de menor entidad, se mantiene lo dispuesto por la ley anterior en cuanto a la 
definición de los contratos de préstamo de financiación, a la facultad de desestimiento del 
comprador, al Registro de reservas de dominio y prohibiciones de disponer, a la competencia 
judicial y facultad moderadora de Jueces y Tribunales y a la ineficacia de los pactos, 
cláusulas y condiciones que se dirijan a eludir su cumplimiento. Se prevé, asimismo, la 
inscripción del arrendamiento financiero, haciendo constar su especial y propia naturaleza 
jurídica, distinta de la compraventa a plazos; la anotación preventiva de demanda y embargo 
y, por otro lado, la integración del Registro regulado por el artículo 15, en el futuro Registro 
de Bienes Muebles.

Por último, dado que regula el régimen de perfeccionamiento, eficacia y ejecución de los 
contratos de ventas a plazos, la presente Ley se dicta al amparo de lo establecido en los 
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artículos 149.1, 6.ª, 8.ª y 11.ª de la Constitución, salvo aquellos aspectos que constituyan 
normas de publicidad e información a los consumidores.

CAPÍTULO I
Definiciones y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de los contratos de venta a plazos de 

bienes muebles corporales no consumibles e identificables, de los contratos de préstamo 
destinados a facilitar su adquisición y de las garantías que se constituyan para asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones nacidas de los mismos.

2. A los efectos de esta Ley, se considerarán bienes identificables todos aquellos en los 
que conste la marca y número de serie o fabricación de forma indeleble o inseparable en una 
o varias de sus partes fundamentales, o que tengan alguna característica distintiva que 
excluya razonablemente su confusión con otros bienes.

Artículo 2.  Aplicación supletoria de la Ley.
Los contratos sujetos a esta Ley que también se encuentren incluidos en el ámbito de 

aplicación de la Ley de Contratos de Crédito al Consumo se regirán por los preceptos de 
esta última.

La presente Ley se aplicará con carácter supletorio a los contratos a que se refiere el 
párrafo anterior.

Artículo 3.  Definición del contrato de venta a plazos.
A los efectos de esta Ley, se entenderá por venta a plazos el contrato mediante el cual 

una de las partes entrega a la otra una cosa mueble corporal y ésta se obliga a pagar por 
ella un precio cierto de forma total o parcialmente aplazada en tiempo superior a tres meses 
desde la perfección del mismo.

También se entenderán comprendidos en esta Ley los actos o contratos, cualquiera que 
sea su forma jurídica o la denominación que las partes les asignen, mediante las cuales las 
partes se propongan conseguir los mismos fines económicos que con la venta a plazos.

Artículo 4.  Contratos de préstamo de financiación para las ventas a plazos.
1. Los préstamos destinados a facilitar la adquisición, a los que se refiere el artículo 1, 

podrán ser de financiación a vendedor o de financiación a comprador.
2. Tendrán la consideración de contratos de préstamo de financiación a vendedor:
a) Aquéllos en virtud de los cuales éste cede o subroga a un financiador en su crédito 

frente al comprador nacido de un contrato de venta a plazos con o sin reserva de dominio.
b) Aquéllos mediante los cuales dicho vendedor y un financiador se conciertan para 

proporcionar la adquisición del bien al comprador contra el pago de su coste de adquisición 
en plazo superior a tres meses.

3. Tendrán la consideración de contratos de préstamo de financiación a comprador, 
aquéllos configurados por vendedor y comprador, determinantes de la venta sujeta a esta 
Ley y en virtud de los cuales un tercero facilite al comprador, como máximo, el coste de 
adquisición del bien a que se refiere esta Ley, reservándose las garantías que se convengan, 
quedando obligado el comprador a devolver el importe del préstamo en uno o varios plazos 
superiores a tres meses.

Artículo 5.  Exclusiones.
Quedan excluidos de la presente Ley:
1. Las compraventas a plazos de bienes muebles que, con o sin ulterior transformación o 

manipulación, se destinen a la reventa al público y los préstamos cuya finalidad sea financiar 
tales operaciones.
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2. Las ventas y préstamos ocasionales efectuados sin finalidad de lucro.
3. Los préstamos y ventas garantizados con hipoteca o prenda sin desplazamiento sobre 

los bienes objeto del contrato.
4. Aquellos contratos de venta a plazos o préstamos para su financiación cuya cuantía 

sea inferior a la que se determine reglamentariamente.
5. Los contratos de arrendamiento financiero.

CAPÍTULO II
Régimen aplicable

Artículo 6.  Forma y eficacia.
1. Para la validez de los contratos sometidos a la presente Ley será preciso que consten 

por escrito. Se formalizarán en tantos ejemplares como partes intervengan, entregándose a 
cada una de ellas su correspondiente ejemplar debidamente firmado.

2. La eficacia de los contratos de venta a plazos en los que se establezca expresamente 
que la operación incluye la obtención de un crédito de financiación quedará condicionada a 
la efectiva obtención de este crédito.

3. Será nulo el pacto incluido en el contrato por el que se obligue al comprador a un pago 
al contado o a otras fórmulas de pago para el caso de que no se obtenga el crédito de 
financiación previsto.

Se tendrán por no puestas las cláusulas en las que el vendedor exija que el crédito para 
su financiación únicamente pueda ser otorgado por un determinado concedente.

Artículo 7.  Contenido del contrato.
Los contratos sometidos a la presente Ley, además de los pactos y cláusulas que las 

partes libremente estipulen, contendrán con carácter obligatorio las circunstancias 
siguientes:

1. Lugar y fecha del contrato.
2. El nombre, apellidos, razón social y domicilio de las partes y, en los contratos de 

financiación, el nombre o razón social del financiador y su domicilio. Se hará constar también 
el número o código de identificación fiscal de los intervinientes.

3. La descripción del objeto vendido, con las características necesarias para facilitar su 
identificación.

4. El precio de venta al contado, el importe del desembolso inicial cuando exista, la parte 
que se aplaza y, en su caso, la parte financiada por un tercero. En los contratos de 
financiación constará el capital del préstamo.

5. Cuando se trate de operaciones con interés, fijo o variable, una relación del importe, el 
número y la periodicidad o las fecha de los pagos que debe realizar el comprador para el 
reembolso de los plazos o del crédito y el pago de los intereses y los demás gastos, así 
como el importe total de estos pagos cuando sea posible.

6. El tipo de interés nominal. En el supuesto de operaciones concertadas a interés 
variable se establecerá la fórmula para la determinación de aquél.

7. La indicación de la tasa anual equivalente definida en el artículo 32 de la Ley de 
Contratos de Crédito al Consumo.

8. La relación de elementos que componen el coste total del crédito, con excepción de 
los relativos al incumplimiento de las obligaciones contractuales, especificando cuáles se 
integran en el cálculo de la tasa anual equivalente.

9. Cuando se pacte, la cesión que de sus derechos frente al comprador realice el 
vendedor, subrogando a un tercero, y el nombre o razón social y domicilio de éste; o la 
reserva de la facultad de ceder a favor de persona aún no determinada, cuando así se pacte.

10. La cláusula de reserva de dominio, si así se pactara, así como el derecho de cesión 
de la misma o cualquier otra garantía de las previstas y reguladas en el ordenamiento 
jurídico.
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11. La prohibición de enajenar o de realizar cualquier otro acto de disposición en tanto no 
se haya pagado la totalidad del precio o reembolsado el préstamo, sin la autorización por 
escrito del vendedor o, en su caso, del financiador.

12. El lugar establecido por las partes a efectos de notificaciones, requerimientos y 
emplazamientos. Si no se consignara, las notificaciones, requerimientos y emplazamientos 
se efectuarán en el domicilio propio de cada obligado. También se hará constar un domicilio 
donde se verificará el pago.

13. La tasación del bien para que sirva de tipo, en su caso, a la subasta. También podrá 
fijarse una tabla o índice referencial que permita calcular el valor del bien a los efectos de lo 
señalado en el artículo 16.

14. La facultad de desistimiento establecida en el artículo 9.

Artículo 8.  Penalización por omisión o expresión inexacta de cláusulas obligatorias.
1. La omisión de alguna de las circunstancias imperativas señaladas en los 

números4y5delartículo anterior, que no fuere imputable a la voluntad del comprador o 
prestatario, reducirá la obligación de éstos a pagar exclusivamente el importe del precio al 
contado o el nominal del crédito, con derecho a satisfacerlo en los plazos convenidos, exento 
de todo recargo por cualquier concepto.

En el caso de omisión o inexactitud de los plazos, dicho pago no podrá ser exigido al 
comprador antes de la finalización del contrato.

2. La omisión de las circunstancias señaladas en los números6y7delartículo anterior 
reducirá la obligación del comprador a abonar el interés legal en los plazos convenidos.

3. La omisión de la relación a que se refiere el número 8 del artículo anterior determinará 
que no será exigible al comprador el abono de los gastos no citados en el contrato, ni la 
constitución o renovación de garantía alguna.

4. En el caso de que los contenidos a que se refieren los dos apartados anteriores sean 
inexactos, se modularán, en función del perjuicio que debido a tal inexactitud sufra el 
comprador, las consecuencias previstas para su omisión.

5. La omisión o expresión inexacta de las demás circunstancias del artículo anterior 
podrá reducir la obligación del comprador a pagar exclusivamente el importe del precio al 
contado o, en su caso, del nominal del préstamo. Esta reducción deberá ser acordada por el 
Juez si el comprador justifica que ha sido perjudicado.

Artículo 9.  Facultad de desistimiento.
1. El consumidor podrá desistir del contrato dentro de los siete días hábiles siguientes a 

la entrega del bien, comunicándolo mediante carta certificada u otro medio fehaciente al 
vendedor y, en su caso, al financiador, siempre que se cumplan todos los requisitos 
siguientes:

a) No haber usado del bien vendido más que a efectos de simple examen o prueba.
b) Devolverlo, dentro del plazo señalado anteriormente, en el lugar, forma y estado en 

que lo recibió y libre de todo gasto para el vendedor.
El deterioro de los embalajes, cuando fuese necesario para acceder al bien, no impedirá 

su devolución.
c) Proceder, cuando así se haya pactado, a indemnizar al vendedor en la forma 

establecida contractualmente, por la eventual depreciación comercial del bien.
Dicha indemnización no podrá ser superior a la quinta parte del precio de venta al 

contado. A este fin habrá de aplicarse el desembolso inicial si existiera.
d) Reintegrar el préstamo concedido en virtud de alguno de los contratos regulados en el 

artículo 4.3, en los términos acordados en los mismos para el caso de desistimiento.
2. Este derecho será irrenunciable, sin que la no constancia de tal cláusula en el contrato 

prive al comprador de la facultad de desistimiento.
Si como consecuencia del ejercicio de este derecho se resolviera el contrato de venta a 

plazos también se dará por resuelto el contrato de financiación al vendedor y, en tal caso, el 
financiador sólo podrá reclamar el pago a éste.

3. Una vez transcurrido el plazo para el ejercicio de la facultad de desistimiento surtirán 
los efectos derivados del contrato. No obstante, en cualquier momento de vigencia del 
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contrato, el comprador podrá pagar anticipadamente, de forma total o parcial, el precio 
pendiente de pago o reembolsar anticipadamente el préstamo obtenido, sin que en ningún 
caso puedan exigírsele intereses no devengados. En tal supuesto, el comprador sólo podrá 
quedar obligado a abonar, por razón del pago anticipado o reembolso, la compensación que 
para tal supuesto se hubiera pactado y que no podrá exceder del 1,5 por 100 del precio 
aplazado o del capital reembolsado anticipadamente en los contratos con tipo de interés 
variable y del 3 por 100 en los contratos con tipo de interés fijo. Salvo pacto, los pagos 
parciales anticipados no podrán ser inferiores al 20 por 100 del precio.

4. En caso de adquisición de vehículos de motor susceptibles de matriculación podrá 
excluirse mediante pacto el derecho de desistimiento, o modalizarse su ejercicio de forma 
distinta a lo previsto en esta Ley.

Artículo 10.  Incumplimiento del comprador.
1. Si el comprador demora el pago de dos plazos o del último de ellos, el vendedor, sin 

perjuicio de lo que dispone el artículo siguiente, podrá optar entre exigir el pago de todos los 
plazos pendientes de abono o la resolución del contrato.

Cuando el vendedor optare por la resolución del contrato, las partes deberán restituirse 
recíprocamente las prestaciones realizadas. El vendedor o prestamista tendrá derecho:

a) Al 10 por 100 de los plazos vencidos en concepto de indemnización por la tenencia de 
las cosas por el comprador.

b) A una cantidad igual al desembolso inicial, si existiera, por la depreciación comercial 
del objeto. Cuando no exista el desembolso inicial, o éste sea superior a la quinta parte del 
precio de venta al contado, la deducción se reducirá a esta última.

Por el deterioro de la cosa vendida, si lo hubiere, podrá exigir el vendedor, además, la 
indemnización que en derecho proceda.

2. La falta de pago de dos plazos o del último de ellos dará derecho al tercero que 
hubiere financiado la adquisición en los términos del artículo 4 para exigir el abono de la 
totalidad de los plazos que estuvieren pendientes, sin perjuicio de los derechos que le 
correspondan como cesionario del vendedor y de lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 11.  Facultad moderadora de Jueces y Tribunales.
Los Jueces y Tribunales, con carácter excepcional y por justas causas apreciadas 

discrecionalmente, tales como desgracias familiares, paro, accidentes de trabajo, larga 
enfermedad u otros infortunios, podrán señalar nuevos plazos o alterar los convenidos, 
determinando, en su caso, el recargo en el precio por los nuevos aplazamientos de pago.

Igualmente, tendrán facultades moderadoras de las cláusulas penales pactadas para el 
caso de pago anticipado o incumplimiento por parte del comprador.

Artículo 12.  Competencia judicial.
(Derogado)

Artículo 13.  Publicidad.
La publicidad relativa al precio de los bienes ofrecidos en venta a plazos deberá expresar 

el precio de adquisición al contado y el precio total a plazos. En caso de que se hubiera 
estipulado un tipo de interés variable, se fijará el precio estimado total según el tipo vigente 
en el momento de la celebración del contrato, haciendo constar expresamente que se ha 
calculado así.

En la publicidad y en los anuncios y ofertas exhibidos en locales comerciales, en los que 
se ofrezca un crédito o la intermediación para la celebración de un contrato sujeto a esta Ley 
deberá, en todo caso, indicarse el tipo de interés, así como la tasa anual equivalente, 
mediante un ejemplo representativo.
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Artículo 14.  Cláusulas ineficaces.
Se tendrán por no puestos los pactos, cláusulas y condiciones de los contratos regulados 

en la presente Ley que fuesen contrarios a sus preceptos o se dirijan a eludir su 
cumplimiento.

CAPÍTULO III
Otras disposiciones

Artículo 15.  Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles.
1. Para que sean oponibles frente a terceros las reservas de dominio o las prohibiciones 

de disponer que se inserten en los contratos sujetos a la presente Ley, será necesaria su 
inscripción en el Registro a que se refiere el párrafo siguiente. La inscripción se practicará 
sin necesidad de que conste en los contratos nota administrativa sobre su situación fiscal.

El Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles se llevará por los Registradores de la 
Propiedad y Mercantiles y se sujetará a las normas que dicte el Ministerio de Justicia.

2. A todos los efectos legales se presumirá que los derechos inscritos en el Registro 
existen y pertenecen a su titular en la forma determinada por el asiento respectivo.

Igualmente se presumirá, salvo prueba en contrario, que los contratos inscritos son 
válidos.

Como consecuencia de lo dispuesto anteriormente, no podrá ejercitarse ninguna acción 
contradictoria del dominio de bienes muebles o de derechos inscritos a nombre de persona o 
entidad determinada sin que, previamente, o a la vez, se entable demanda de nulidad o 
cancelación de la inscripción correspondiente. Si la demanda contradictoria del dominio 
inscrito va dirigida contra el titular registral, se entenderá implícita la demanda aludida en el 
inciso anterior.

3. En caso de embargo preventivo o ejecución forzosa respecto de bienes muebles se 
sobreseerá todo procedimiento de apremio respecto de dichos bienes o sus productos o 
rentas tan pronto como conste en autos, por certificación del registrador, que sobre los 
bienes en cuestión constan inscritos derechos en favor de persona distinta de aquella contra 
la cual se decretó el embargo o se sigue el procedimiento, a no ser que se hubiese dirigido 
contra ella la acción en concepto de heredera de quien aparezca como dueño en el Registro. 
Al acreedor ejecutante le quedará reservada su acción para perseguir en el mismo juicio 
otros bienes del deudor y para ventilar en el juicio correspondiente el derecho que creyere 
asistirle en cuanto a los bienes respecto de los cuales se suspenda el procedimiento.

El que remate bienes sujetos a prohibición de disponer inscrita en el Registro en los 
términos de esta Ley los adquirirá con subsistencia de la obligación de pago garantizada con 
dicha prohibición, de la que responderá solidariamente con el primitivo deudor hasta su 
vencimiento.

Artículo 16.  Incumplimiento del deudor.
1. El acreedor podrá recabar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los 

contratos regulados por la presente Ley mediante el ejercicio de las acciones que 
correspondan en procesos de declaración ordinarios, en el proceso monitorio o en el proceso 
de ejecución, conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Únicamente constituirán título suficiente para fundar la acción ejecutiva sobre el 
patrimonio del deudor los contratos de venta a plazos de bienes muebles que consten en 
alguno de los documentos a que se refieren los números 4.º y 5.º del apartado segundo del 
artículo 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

2. En caso de incumplimiento de un contrato inscrito en el Registro de Venta a Plazos de 
Bienes Muebles y formalizado en el modelo oficial establecido al efecto, el acreedor podrá 
dirigirse directa y exclusivamente contra los bienes adquiridos a plazos, con arreglo al 
siguiente procedimiento:

a) El acreedor, a través de fedatario público competente para actuar en el lugar donde se 
hallen los bienes, donde haya de realizarse el pago o en el lugar donde se encuentre el 
domicilio del deudor, requerirá de pago a éste, expresando la cantidad total reclamada y la 
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causa del vencimiento de la obligación. Asimismo, se apercibirá al deudor de que, en el 
supuesto de no atender al pago de la obligación, se procederá contra los bienes adquiridos a 
plazos en la forma establecida en el presente artículo.

Salvo pacto en contrario, la suma líquida exigible en caso de ejecución será la 
especificada en la certificación expedida por el acreedor, siempre que se acredite, por 
fedatario público, haberse practicado aquella liquidación en la forma pactada por las partes 
en el contrato y que el saldo coincide con el que aparece en la cuenta abierta al deudor.

b) El deudor, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que sea requerido, 
deberá pagar la cantidad exigida o entregar la posesión de los bienes al acreedor o a la 
persona que éste hubiera designado en el requerimiento.

c) Si el deudor no pagase, pero voluntariamente hiciera entrega de los bienes adquiridos 
a plazos, se procederá a su enajenación en pública subasta, con intervención de Notario o 
Corredor de Comercio colegiado, según sus respectivas competencias.

En la subasta se seguirán, en cuanto fuesen de aplicación, las reglas establecidas en el 
artículo 1.872 del Código Civil y disposiciones complementarias, así como las normas 
reguladoras de la actividad profesional de Notarios y Corredores de Comercio. En la primera 
subasta servirá como tipo el valor fijado a tal efecto por las partes en el contrato.

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, el acreedor podrá optar por la 
adjudicación de los bienes para pago de la deuda sin necesidad de acudir a la pública 
subasta. En tal caso, será de aplicación lo dispuesto en la letra e) de este apartado.

d) Cuando el deudor no pagare la cantidad exigida ni entregare los bienes para la 
enajenación en pública subasta a que se refiere la letra anterior, el acreedor podrá reclamar 
del tribunal competente la tutela sumaria de su derecho, mediante el ejercicio de las 
acciones previstas en los números 10.º y 11.º del apartado primero del artículo 250 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil.

e) La adquisición por el acreedor de los bienes entregados por el deudor no impedirá la 
reclamación entre las partes de las cantidades que correspondan, si el valor del bien en el 
momento de su entrega por el deudor, conforme a las tablas o índices referenciales de 
depreciación establecidos en el contrato, fuese inferior o superior a la deuda reclamada.

En caso de no haberse pactado un procedimiento para el cálculo de la depreciación del 
bien, el acreedor deberá acreditarla en el correspondiente proceso declarativo.

f) La adquisición de los bienes subastados no impedirá la reclamación de las cantidades 
que correspondan, si el valor del bien obtenido en la subasta fuese inferior o superior a la 
deuda reclamada.

3. Cuando el bien vendido con pacto de reserva de dominio o prohibición de disponer, 
inscrito en el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, se hallare en poder de persona 
distinta al comprador, se requerirá a ésta, a través de fedatario público, para que, en un 
plazo de tres días hábiles, pague el importe reclamado o desampare el bien.

Si pagare, se subrogará en el lugar del acreedor satisfecho contra el comprador. Si 
desamparase el bien, se entenderán con él todas las diligencias del trámite ejecutorio, se 
siga éste ante fedatario público o en vía judicial, entregándosele el remanente que pudiera 
resultar después de pagado el actor.

Si el poseedor del bien se opone al pago o al desamparo, se procederá conforme a lo 
dispuesto en la letra d) y siguientes del apartado anterior.

4. Los requerimientos y notificaciones previstos en los apartados anteriores se 
efectuarán en el domicilio que a este efecto haya designado el comprador en el contrato 
inicial. Dicho domicilio podrá ser modificado ulteriormente, siempre que de ello se dé 
conocimiento al vendedor o acreedor y se haga constar en el Registro de Venta a Plazos de 
Bienes Muebles.

5. El acreedor, para el cobro de los créditos nacidos de los contratos otorgados en 
escritura pública o en póliza intervenida por Corredor de Comercio colegiado, así como de 
aquellos contratos formalizados en el modelo oficial establecido al efecto e inscritos en el 
Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, gozará de la preferencia y prelación 
establecidos en los artículos 1.922.2. o y 1.926.1. a del Código Civil.

Cuando los contratos reúnan estos mismos requisitos formales, y se hubiera inscrito la 
reserva de dominio pactada, en los supuestos de quiebra o concurso de acreedores no se 
incluirán en la masa los bienes comprados a plazos mientras no esté satisfecho el crédito 
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garantizado, sin perjuicio de llevar a aquélla el sobrante del precio obtenido en la subasta. 
En los supuestos de suspensión de pagos el acreedor tendrá la condición de singularmente 
privilegiado, con derecho de abstención según los artículos 15 y 22 de la Ley de Suspensión 
de Pagos.

Disposición adicional primera.  Arrendamiento financiero.
1. Los contratos de arrendamiento financiero, regulados en la disposición adicional 

séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades 
de Crédito, que se refieran a bienes muebles que reúnan las características señaladas en el 
artículo 1, podrán ser inscritos en el Registro establecido en el artículo 15 de esta Ley.

2. El arrendador financiero podrá recabar el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de los contratos regulados por la presente Ley mediante el ejercicio de las acciones que 
correspondan en procesos de declaración ordinarios, en el proceso monitorio o en el proceso 
de ejecución, conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Únicamente constituirán título suficiente para fundar la acción ejecutiva sobre el 
patrimonio del deudor los contratos de arrendamiento financiero que consten en alguno de 
los documentos a que se refieren los números 4.º y 5.º del apartado segundo del artículo 517 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. En caso de incumplimiento de un contrato de arrendamiento financiero que conste en 
alguno de los documentos a que se refieren los números 4.º y 5.º del apartado segundo del 
artículo 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil o que se haya inscrito en el Registro de Venta 
a Plazos de Bienes Muebles y formalizado en el modelo oficial establecido al efecto, el 
arrendador, podrá pretender la recuperación del bien conforme a las siguientes reglas:

a) El arrendador, a través de fedatario público competente para actuar en el lugar donde 
se hallen los bienes, donde haya de realizarse el pago o en el lugar donde se encuentre el 
domicilio del deudor, requerirá de pago al arrendatario financiero, expresando la cantidad 
total reclamada y la causa del vencimiento de la obligación.

Asimismo, se apercibirá al arrendatario de que, en el supuesto de no atender el pago de 
la obligación, se procederá a la recuperación de los bienes en la forma establecida en la 
presente disposición.

b) El arrendatario, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquél en que sea 
requerido, deberá pagar la cantidad exigida o entregar la posesión de los bienes al 
arrendador financiero o a la persona que éste hubiera designado en el requerimiento.

c) Cuando el deudor no pagare la cantidad exigida ni entregare los bienes al arrendador 
financiero, éste podrá reclamar del tribunal competente la inmediata recuperación de los 
bienes cedidos en arrendamiento financiero, mediante el ejercicio de las acciones previstas 
en el número 11.º del apartado primero del artículo 250 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

d) El Juez ordenará la inmediata entrega del bien al arrendador financiero en el lugar 
indicado en el contrato. Todo ello, sin perjuicio del derecho de las partes a plantear otras 
pretensiones relativas al contrato de arrendamiento financiero en el proceso declarativo que 
corresponda.

La interposición de recurso contra la resolución judicial no suspenderá, en ningún caso, 
la recuperación y entrega del bien.

4. Los requerimientos y notificaciones, prevenidos en los apartados anteriores, se 
efectuarán en el domicilio del arrendatario financiero fijado en el contrato inicial.

Dicho domicilio podrá ser modificado ulteriormente siempre que de ello se dé 
conocimiento al arrendador y se haga constar en el Registro de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles.

5. El arrendador financiero tendrá el derecho de abstención del convenio de acreedores, 
regulado en el artículo 22 de la Ley de Suspensión de Pagos, pudiendo ejercitar los 
derechos reconocidos en la Ley de forma separada.

En los supuestos de quiebra o concurso de acreedores, los bienes cedidos en 
arrendamiento financiero no se incluirán en la masa, debiéndose poner a disposición del 
arrendador financiero, previo reconocimiento judicial, de su derecho.

Lo dispuesto en los párrafos precedentes se entenderá, sin perjuicio del derecho del 
arrendador financiero, al cobro de las cuotas adeudadas en la fecha de la declaración del 
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estado legal de suspensión de pagos, quiebra, concurso de acreedores y quita y espera del 
arrendamiento financiero, en la forma prevista en la Ley para dichos supuestos.

6. Los contratos de arrendamiento financiero se inscribirán en una sección especial del 
Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles.

7. Lo previsto en los apartados 2, 3, 4 y 5 será de aplicación a los contratos de 
arrendamiento de bienes muebles.

Disposición adicional segunda.  Anotación preventiva de demanda y embargo.
Cuando el mandamiento judicial ordene la práctica de una anotación preventiva de 

embargo o, en su caso, de demanda de propiedad, de un bien mueble no inscrito, el 
acreedor o demandante podrá solicitar del Juez, en el mismo procedimiento, que requiera 
del deudor o demandado la inscripción previa y el depósito o secuestro judicial del bien, bajo 
advertencia de que, en otro caso, dicha anotación abrirá folio en el Registro de Venta a 
Plazos de Bienes Muebles para asegurar la ejecución de la resolución judicial.

Dicha anotación tendrá una vigencia de cuatro años y, una vez transcurrido dicho plazo, 
se cancelará de oficio o a instancia de cualquier interesado, si no consta en el Registro su 
prórroga.

Las mismas reglas se aplicarán a los procedimientos administrativos de apremio, 
conforme a su propia naturaleza.

Disposición adicional tercera.  Registro de Bienes Muebles.
El Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles se integrará en el futuro Registro de 

Bienes Muebles, a cargo de los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, conforme 
disponga su Reglamento.

Disposición adicional cuarta.  Sección de obras y grabaciones audiovisuales.
Se crea una sección adicional en el Registro de Bienes Muebles destinada a la 

inscripción, con eficacia frente a terceros, de las obras y grabaciones audiovisuales, sus 
derechos de explotación y, en su caso, de las anotaciones de demanda, embargos, cargas, 
limitaciones de disponer, hipotecas, y otros derechos reales impuestos sobre las mismas, en 
la forma que se determine reglamentariamente.

Disposición transitoria única.  
Los contratos de venta a plazos de bienes muebles, nacidos al amparo de la Ley 

50/1965, de 17 de julio, se regirán por sus disposiciones. No obstante, los contratos inscritos 
en el Registro, que hayan nacido bajo el mandato de la Ley 50/1965, se regirán por la 
presente Ley en todo cuanto no se oponga a lo dispuesto en aquélla.

A los efectos de la aplicación a estos contratos del procedimiento previsto en el artículo 
16.2 de esta Ley, servirá de tipo de la primera subasta el precio de venta al contado según 
conste estipulado en los mismos.

Disposición derogatoria única.  
1. Se deroga la Ley 50/1965, de 17 de julio, sobre Venta a Plazos de Bienes Muebles.
2. Se deroga la disposición final segunda de la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al 

Consumo.
3. Se deroga el Decreto 1193/1966, de 12 de mayo, por el que se dictan disposiciones 

complementarias de la Ley 50/1965, sobre Venta a Plazos de Bienes Muebles.
4. Queda en vigor la Orden de 15 de noviembre de 1982, por la que se aprobó la 

Ordenanza para el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles, en todo aquello que no 
se oponga a la presente Ley.

5. Quedan sin efecto cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo 
establecido en esta Ley.
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Disposición final primera.  Habilitación al Gobierno.
El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministros de Justicia y de Economía y 

Hacienda, dictará las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Disposición final segunda.  Habilitación al Ministro de Justicia.
El Ministro de Justicia dictará las disposiciones relativas a la organización y 

funcionamiento del Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los sesenta días de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 53

Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 309, de 26 de diciembre de 2003

Última modificación: 6 de octubre de 2015
Referencia: BOE-A-2003-23646

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
España se ha mostrado siempre sensible a los requerimientos de armonización del 

régimen jurídico del arbitraje, en particular del comercial internacional, para favorecer la 
difusión de su práctica y promover la unidad de criterios en su aplicación, en la convicción de 
que una mayor uniformidad en las leyes reguladoras del arbitraje ha de propiciar su mayor 
eficacia como medio de solución de controversias.

La Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, es tributaria de esta vocación, ya antes 
manifestada explícitamente en el Real Decreto 1094/1981, de 22 de mayo, que abrió las 
puertas al arbitraje comercial internacional, teniendo en cuenta que "el incremento de las 
relaciones comerciales internacionales, en particular en el área iberoamericana, y la 
inexistencia de adecuados servicios de arbitraje comercial internacional en nuestro país 
determina que la utilización de la técnica arbitral por empresarios y comerciantes de la citada 
área se efectúe con referencia a instituciones de otro contexto cultural idiomático, con el 
efecto negativo que ello representa para España y la pérdida que para nuestro país significa 
la ruptura de las vinculaciones con los citados países en materia de tan creciente interés 
común".

Esta ley prolonga esa sensibilidad, esa vocación y esa práctica, pero con la pretensión 
de producir un salto cualitativo. Así, su principal criterio inspirador es el de basar el régimen 
jurídico español del arbitraje en la Ley Modelo elaborada por la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, de 21 de junio de 1985 (Ley Modelo de 
CNUDMI/UNCITRAL), recomendada por la Asamblea General en su Resolución 40/72, de 11 
de diciembre de 1985, "teniendo en cuenta las exigencias de la uniformidad del derecho 
procesal arbitral y las necesidades de la práctica del arbitraje comercial internacional". El 
legislador español sigue la recomendación de las Naciones Unidas, acoge como base la Ley 
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Modelo y, además, toma en consideración los sucesivos trabajos emprendidos por aquella 
Comisión con el propósito de incorporar los avances técnicos y atender a las nuevas 
necesidades de la práctica arbitral, particularmente en materia de requisitos del convenio 
arbitral y de adopción de medidas cautelares.

La Ley Modelo responde a un sutil compromiso entre las tradiciones jurídicas europeo-
continental y anglosajona producto de un cuidado estudio del derecho comparado. Su 
redacción no responde, por ello, plenamente a los cánones tradicionales de nuestro 
ordenamiento, pero facilita su difusión entre operadores pertenecientes a áreas económicas 
con las que España mantiene activas y crecientes relaciones comerciales. Los agentes 
económicos de dichas áreas adquirirán, por tanto, mayor certidumbre sobre el contenido del 
régimen jurídico del arbitraje en España, lo que facilitará y aun impulsará que se pacten 
convenios arbitrales en los que se establezca nuestro país como lugar del arbitraje. La Ley 
Modelo resulta más asequible a los operadores económicos del comercio internacional, 
habituados a una mayor flexibilidad y adaptabilidad de las normas a las peculiaridades de 
casos concretos surgidos en escenarios muy diversos.

La nueva ley se dicta con conciencia de los innegables avances que su precedente, la 
Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, supuso para la regulación y modernización del 
régimen de esta institución en nuestro ordenamiento jurídico. Durante su vigencia se ha 
producido una notable expansión del arbitraje en nuestro país; ha aumentado en gran 
medida el tipo y el número de relaciones jurídicas, sobre todo contractuales, para las que las 
partes pactan convenios arbitrales; se ha asentado el arbitraje institucional; se han 
consolidado prácticas uniformes, sobre todo en arbitrajes internacionales; se ha generado un 
cuerpo de doctrina estimable; y se ha normalizado la utilización de los procedimientos 
judiciales de apoyo y control del arbitraje.

Sin embargo, las consideraciones hechas anteriormente revelan que, partiendo del 
acervo descrito, resulta necesario impulsar otro nuevo e importante avance en la regulación 
de la institución mediante la señalada incorporación de nuestro país al elenco creciente de 
Estados que han adoptado la Ley Modelo. Además, el tiempo transcurrido desde la entrada 
en vigor de la Ley 36/1988 ha permitido detectar en ella lagunas e imperfecciones. El 
arbitraje es una institución que, sobre todo en su vertiente comercial internacional, ha de 
evolucionar al mismo ritmo que el tráfico jurídico, so pena de quedarse desfasada. La 
legislación interna de un país en materia de arbitraje ha de ofrecer ventajas o incentivos a las 
personas físicas y jurídicas para que opten por esta vía de resolución de conflictos y porque 
el arbitraje se desarrolle en el territorio de ese Estado y con arreglo a sus normas. Por 
consiguiente, tanto las necesidades de mejora y seguimiento de la evolución del arbitraje 
como la acomodación a la Ley Modelo hacen necesaria la promulgación de esta ley.

II
La nueva regulación se sistematiza en nueve títulos.
El título I contiene las disposiciones generales sobre arbitraje.
El artículo 1 determina el ámbito de aplicación de la ley sobre la base de los siguientes 

criterios:
En primer lugar, se dejan a salvo, como no podía ser de otro modo, las disposiciones 

contenidas en convenios internacionales de los que España sea parte.
En segundo lugar, en lo que respecta a la contraposición entre arbitraje ordinario y 

arbitrajes especiales, esta ley pretende ser una ley general, aplicable, por tanto, 
íntegramente a todos los arbitrajes que no tengan una regulación especial; pero también 
supletoriamente a los arbitrajes que la tengan, salvo en lo que sus especialidades se 
opongan a lo previsto en esta ley o salvo que alguna norma legal disponga expresamente su 
inaplicabilidad.

En tercer lugar, en lo que respecta a la contraposición entre arbitraje interno y arbitraje 
internacional, esta ley opta claramente por una regulación unitaria de ambos. Dentro de lo 
que se ha dado en llamar la alternativa entre dualismo (que el arbitraje internacional sea 
regulado totalmente o en gran medida por preceptos distintos que el arbitraje interno) y 
monismo (que, salvo contadas excepciones, los mismos preceptos se apliquen por igual al 
arbitraje interno e internacional), la ley sigue el sistema monista. Son pocas y muy 
justificadas las normas en que el arbitraje internacional requiere una regulación distinta de la 
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del arbitraje interno. Aun con la conciencia de que el arbitraje internacional responde en 
muchas ocasiones a exigencias distintas, esta ley parte de la base -corroborada por la 
tendencia actual en la materia- de que una buena regulación del arbitraje internacional ha de 
serlo también para el arbitraje interno, y viceversa. La Ley Modelo, dado que se gesta en el 
seno de la CNUDMI/UNCITRAL, está concebida específicamente para el arbitraje comercial 
internacional ; pero su inspiración y soluciones son perfectamente válidas, en la inmensa 
mayoría de los casos, para el arbitraje interno. Esta ley sigue en este aspecto el ejemplo de 
otras recientes legislaciones extranjeras, que han estimado que la Ley Modelo no sólo 
resulta adecuada para el arbitraje comercial internacional, sino para el arbitraje en general.

En cuarto lugar, la delimitación del ámbito de aplicación de la ley es territorial. No 
obstante, hay determinados preceptos, relativos a ciertos casos de intervención judicial, que 
deben aplicarse también a aquellos arbitrajes que se desarrollen o se hayan desarrollado en 
el extranjero. El criterio, en todo caso, es también territorial, puesto que se trata de normas 
procesales que han de ser aplicadas por nuestros tribunales.

El artículo 2 regula las materias objeto de arbitraje sobre la base del criterio de la libre 
disposición, como hacía la Ley 36/1988. Sin embargo, se reputa innecesario que esta ley 
contenga ningún elenco, siquiera ejemplificativo, de materias que no son de libre disposición. 
Basta con establecer que la arbitrabilidad de una controversia coincide con la disponibilidad 
de su objeto para las partes. En principio, son cuestiones arbitrables las cuestiones 
disponibles. Es concebible que por razones de política jurídica haya o pueda haber 
cuestiones que sean disponibles para las partes y respecto de las que se quiera excluir o 
limitar su carácter arbitrable. Pero ello excede del ámbito de una regulación general del 
arbitraje y puede ser objeto, en su caso, de disposiciones específicas en otros textos legales.

Respecto de las materias objeto de arbitraje se introduce también la regla, para el 
arbitraje internacional, de que los Estados y entes dependientes de ellos no puedan hacer 
valer las prerrogativas de su ordenamiento jurídico. Se pretende con ello que, a estos 
efectos, el Estado sea tratado exactamente igual que un particular.

El artículo 3 regula la determinación del carácter internacional del arbitraje, que resulta 
relevante para la aplicación de aquellos artículos que contienen reglas especiales para los 
arbitrajes internacionales que se desarrollen en nuestro territorio. Así, se establece por 
primera vez en nuestro ordenamiento en qué casos un arbitraje es internacional; lo que debe 
facilitar la interpretación y aplicación de esta ley en el contexto del tráfico jurídico 
internacional. Además, debe tenerse en cuenta que existen convenios internacionales cuya 
aplicación exige una definición previa del arbitraje internacional. La determinación del 
carácter internacional del arbitraje sigue sustancialmente los criterios de la Ley Modelo. A 
éstos resulta conveniente añadir otro: que la relación jurídica de la que dimana la 
controversia afecte a los intereses del comercio internacional. Se trata de un criterio 
ampliamente desarrollado en otros ordenamientos, con el que se pretende dar cabida a 
supuestos en que, aunque no concurran los elementos anteriormente establecidos por la ley, 
resulte indudable su carácter internacional a la luz de las circunstancias del caso. Por otra 
parte, la ley evita la confusión que la pluralidad de domicilios de una persona, admitida en 
otros ordenamientos, podría causar a la hora de determinar si un arbitraje es internacional o 
no.

El artículo 4 contiene una serie de reglas de interpretación, entre las que tienen especial 
relevancia las que dotan de contenido a las normas legales dispositivas de esta ley mediante 
la remisión, por voluntad de las partes, a la de una institución arbitral o al contenido de un 
reglamento arbitral. Así, esta ley parte en la mayoría de sus reglas de que debe primar la 
autonomía de la voluntad de las partes. Mas esa voluntad se entiende integrada por las 
decisiones que pueda adoptar, en su caso, la institución administradora del arbitraje, en 
virtud de sus normas, o las que puedan adoptar los árbitros, en virtud del reglamento arbitral 
al que las partes se hayan sometido. Se produce, por tanto, una suerte de integración del 
contenido del contrato de arbitraje o convenio arbitral, que, por mor de esta disposición, pasa 
a ser en tales casos un contrato normativo. De este modo, la autonomía privada en materia 
de arbitraje se puede manifestar tanto directamente, a través de declaraciones de voluntad 
de las partes, como indirectamente, mediante la declaración de voluntad de que el arbitraje 
sea administrado por una institución arbitral o se rija por un reglamento arbitral. En este 
sentido, la expresión institución arbitral hace referencia a cualquier entidad, centro u 
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organización de las características previstas que tenga un reglamento de arbitraje y, 
conforme a él, se dedique a la administración de arbitrajes. Pero se precisa que las partes 
pueden someterse a un concreto reglamento sin encomendar la administración del arbitraje 
a una institución, en cuyo caso el reglamento arbitral también integra la voluntad de las 
partes.

El artículo 5 establece las reglas sobre notificaciones, comunicaciones y cómputo de 
plazos, que se aplican tanto a las actuaciones tendentes a poner en marcha el arbitraje 
como al conjunto de su tramitación. Se regulan la forma, el lugar y el tiempo de las 
notificaciones y comunicaciones. Respecto del cómputo de los plazos por días, se dispone 
que se trata de días naturales. Esta regla no es aplicable en el seno de los procedimientos 
judiciales de apoyo o control del arbitraje, en que rigen las normas procesales, pero sí a los 
plazos establecidos, en su caso, para la iniciación de dichos procedimientos, como, por 
ejemplo, el ejercicio de la acción de anulación del laudo.

El artículo 6 contiene una disposición sobre renuncia tácita a las facultades de 
impugnación, directamente inspirada -como tantas otras- en la Ley Modelo, que obliga a las 
partes en el arbitraje a la denuncia tempestiva e inmediata de las violaciones de normas 
dispositivas, esto es, aplicables en defecto de voluntad de las partes.

El artículo 7, sobre intervención judicial en el arbitraje, es un corolario del denominado 
efecto negativo del convenio arbitral, que impide a los tribunales conocer de las 
controversias sometidas a arbitraje. De este modo, la intervención judicial en los asuntos 
sometidos a arbitraje ha de limitarse a los procedimientos de apoyo y control, expresamente 
previstos por la ley.

El artículo 8 contiene, directamente o por remisión, las normas de competencia objetiva y 
territorial para el conocimiento de todos los procedimientos de apoyo y control del arbitraje, 
incluso de aquellos que no se encuentran regulados en esta ley, sino en la de Enjuiciamiento 
Civil. Para el exequátur de laudos extranjeros se atribuye competencia a las Audiencias 
Provinciales, en vez de -como hasta ahora- a la Sala Primera del Tribunal Supremo, con la 
finalidad de descargar a ésta y ganar celeridad.

III
El título II regula los requisitos y efectos del convenio arbitral, sin perjuicio de la 

aplicación de las normas generales sobre contratos en todo lo no específicamente previsto 
en esta ley. En líneas generales, la ley trata de perfeccionar la legislación anterior, 
precisando algunos puntos que se habían revelado problemáticos.

Han de destacarse algunas novedades introducidas respecto de los requisitos de forma 
del convenio arbitral.

La ley refuerza el criterio antiformalista. Así, aunque se mantiene la exigencia de que el 
convenio conste por escrito y se contemplan las diversas modalidades de constancia escrita, 
se extiende el cumplimiento de este requisito a los convenios arbitrales pactados en soportes 
que dejen constancia, no necesariamente escrita, de su contenido y que permitan su 
consulta posterior. Se da así cabida y se reconoce la validez al uso de nuevos medios de 
comunicación y nuevas tecnologías. Se consagra también la validez de la llamada cláusula 
arbitral por referencia, es decir, la que no consta en el documento contractual principal, sino 
en un documento separado, pero se entiende incorporada al contenido del primero por la 
referencia que en él se hace al segundo. Asimismo, la voluntad de las partes sobre la 
existencia del convenio arbitral se superpone a sus requisitos de forma. En lo que respecta a 
la ley aplicable al convenio arbitral, se opta por una solución inspirada en un principio de 
conservación o criterio más favorable a la validez del convenio arbitral. De este modo, basta 
que el convenio arbitral sea válido con arreglo a cualquiera de los tres regímenes jurídicos 
señalados en el apartado 6 del artículo 9: las normas elegidas por las partes, las aplicables 
al fondo de la controversia o el derecho español.

La ley mantiene los llamados efectos positivo y negativo del convenio arbitral. Respecto 
de este último, se mantiene la regla de que debe ser hecho valer por las partes y 
específicamente por el demandado a través de la declinatoria. Además, se precisa que la 
pendencia de un proceso judicial en el que se haya interpuesto declinatoria no impide que el 
procedimiento arbitral se inicie o prosiga; de modo que la incoación de un proceso judicial no 
puede ser sin más utilizada con la finalidad de bloquear o dificultar el arbitraje. Y se aclara 
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que la solicitud de medidas cautelares a un tribunal no supone en modo alguno renuncia 
tácita al arbitraje; aunque tampoco hace actuar sin más el efecto negativo del convenio 
arbitral. Con ello se despeja cualquier duda que pudiere subsistir acerca de la posibilidad de 
que se acuerden judicialmente medidas cautelares respecto de una controversia sometida a 
arbitraje, aun antes de que el procedimiento arbitral haya comenzado. Esta posibilidad es 
indudable a la luz de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pero es importante que se recoja 
también en la legislación de arbitraje. Además, da cobertura a una eventual solicitud de 
medidas cautelares ante un tribunal extranjero respecto de un arbitraje regido por la ley 
española.

IV
El título III se dedica a la regulación de la figura del árbitro o árbitros. La ley prefiere las 

expresiones árbitro o árbitros a la de tribunal arbitral, que puede causar confusión con los 
tribunales judiciales. Además, en la mayor parte de los preceptos la referencia a los árbitros 
incluye tanto los supuestos en que hay un colegio arbitral como aquellos en los que el árbitro 
es único.

La ley opta por establecer que a falta de acuerdo de las partes se designará un solo 
árbitro. Es ésta una opción guiada por razones de economía. En cuanto a la capacidad para 
ser árbitro, se opta por el criterio de la mayor libertad de las partes, como es hoy la regla 
general en los países más avanzados en materia de arbitraje: nada impone la ley, salvo que 
se trate de personas naturales con capacidad de obrar plena. Serán las partes directamente 
o las instituciones arbitrales las que con total libertad y sin restricciones -no adecuadas a la 
realidad del arbitraje- designen a los árbitros. Sólo para los casos en que resulte necesario 
suplir la voluntad de las partes, la ley prevé y regula las situaciones que pueden presentarse 
en la designación de los árbitros, para evitar la paralización del arbitraje. En estos casos es 
necesaria la actuación judicial, si bien se pretende, de un lado, que el procedimiento judicial 
pueda ser rápido y, de otro, dar criterios al Juez de Primera Instancia para realizar la 
designación. Muestras de lo primero son la remisión al juicio verbal y la no recurribilidad 
separada de las resoluciones interlocutorias que el Juzgado dicte en este procedimiento, así 
como de la que proceda a la designación. Muestra de lo segundo es la regla acerca de la 
conveniencia de que en los arbitrajes internacionales el árbitro único o el tercer árbitro sea 
de nacionalidad diferente a la de las partes. Debe destacarse, además, que el juez no está 
llamado en este procedimiento a realizar, ni de oficio ni a instancia de parte, un control de 
validez del convenio arbitral o una verificación de la arbitrabilidad de la controversia, lo que, 
de permitirse, ralentizaría indebidamente la designación y vaciaría de contenido la regla de 
que son los árbitros los llamados a pronunciarse, en primer término, sobre su propia 
competencia. Por ello, el juez sólo debe desestimar la petición de nombramiento de árbitros 
en el caso excepcional de inexistencia de convenio arbitral, esto es, cuando prima facie 
pueda estimar que realmente no existe un convenio arbitral; pero el juez no está llamado en 
este procedimiento a realizar un control de los requisitos de validez del convenio.

Se establece el deber de todos los árbitros, al margen de quien los haya designado, de 
guardar la debida imparcialidad e independencia frente a las partes en el arbitraje. Garantía 
de ello es su deber de revelar a las partes cualquier hecho o circunstancia susceptible de 
poner en duda su imparcialidad o independencia. Se elimina el reenvío a los motivos de 
abstención y recusación de jueces y magistrados, por considerar que no siempre son 
adecuados en materia de arbitraje ni cubren todos los supuestos, y se prefiere una cláusula 
general. Respecto del procedimiento de recusación, la premisa es una vez más la libertad de 
las partes, ya sea por acuerdo directo o por remisión a un reglamento arbitral. En su defecto, 
se establece que sean el árbitro o los árbitros quienes decidan sobre la recusación, sin 
perjuicio de poder hacer valer los motivos de recusación como causa de anulación del laudo. 
La posibilidad de acudir directamente a los tribunales frente a la decisión desestimatoria de 
la recusación tendría, sin duda, la ventaja de una certidumbre preliminar sobre la 
imparcialidad, pero se prestaría a una utilización dilatoria de esta facultad. Se estima que 
serán mucho menos frecuentes los supuestos en que una recusación será indebidamente 
desestimada y dará lugar a la nulidad de todo el procedimiento arbitral que los casos en que 
se formularían pretensiones inmediatas ante la autoridad judicial con la finalidad de dilatar el 
procedimiento.
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La ley se ocupa igualmente de otros supuestos que pueden conducir al cese de alguno 
de los árbitros en sus funciones y al nombramiento de sustituto. Se prevé la posibilidad de 
que en tales casos haya que repetir actuaciones ya practicadas, pero no se obliga a ello.

V
El título IV se dedica a la importante cuestión de la competencia de los árbitros.
El artículo 22 establece la regla, capital para el arbitraje, de que los árbitros tienen 

potestad para decidir sobre su competencia. Es la regla que la doctrina ha bautizado con la 
expresión alemana Kompetenz-Kompetenz y que la Ley de 1988 ya consagraba en términos 
menos precisos. Esta regla abarca lo que se conoce como separabilidad del convenio 
arbitral respecto del contrato principal, en el sentido de que la validez del convenio arbitral no 
depende de la del contrato principal y que los árbitros tienen competencia para juzgar incluso 
sobre la validez del convenio arbitral. Además, bajo el término genérico de competencia han 
de entenderse incluidas no sólo las cuestiones que estrictamente son tales, sino 
cualesquiera cuestiones que puedan obstar a un pronunciamiento de fondo sobre la 
controversia (salvo las relativas a las personas de los árbitros, que tienen su tratamiento 
propio). La ley establece la carga de que las cuestiones relativas a la competencia de los 
árbitros sean planteadas a limine. Ha de resaltarse que el hecho de que una de las partes 
colabore activamente en la designación de los árbitros no supone ningún tipo de renuncia 
tácita a hacer valer la incompetencia objetiva de éstos. Es una lógica consecuencia de la 
regla de Kompetenz-Kompetenz: si son los árbitros los que han de decidir sobre su propia 
competencia, la parte está simplemente contribuyendo a designar a quien o a quienes 
podrán decidir sobre dicha competencia. Lo contrario abocaría a la parte a una situación 
absurda: debería permanecer pasiva durante la designación de los árbitros para poder luego 
alegar su falta de competencia sobre la controversia. La regla de la alegación previa de las 
cuestiones atinentes a la competencia de los árbitros tiene una razonable modulación en los 
casos en que la alegación tardía está, a juicio de los árbitros, justificada, en la medida en 
que la parte no pudo realizar esa alegación con anterioridad y que su actitud durante el 
procedimiento no puede ser interpretada como una aceptación de la competencia de los 
árbitros. Queda a la apreciación de los árbitros la conveniencia de que las cuestiones 
relativas a su competencia sean resueltas con carácter previo o junto con las cuestiones de 
fondo. La ley parte de la base de que los árbitros pueden dictar tantos laudos como 
consideren necesarios, ya sea para resolver cuestiones procesales o de fondo; o dictar un 
solo laudo resolviendo todas ellas.

El artículo 23 incorpora una de las principales novedades de la ley: la potestad de los 
árbitros para adoptar medidas cautelares. Dicha potestad puede ser excluida por las partes, 
directamente o por remisión a un reglamento arbitral; pero en otro caso se considera que la 
aceptan. La ley ha considerado preferible no entrar a determinar el ámbito de esta potestad 
cautelar. Obviamente, los árbitros carecen de potestad ejecutiva, por lo que para la ejecución 
de las medidas cautelares será necesario recurrir a la autoridad judicial, en los mismos 
términos que si de un laudo sobre el fondo se tratara.

Sin embargo, si dentro de la actividad cautelar cabe distinguir entre una vertiente 
declarativa y otra ejecutiva, esta ley les reconoce a los árbitros la primera, salvo acuerdo en 
contrario de las partes. Esta norma no deroga ni restringe la posibilidad, prevista en los 
artículos 8 y 11 de esta ley y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de que la parte interesada 
inste de la autoridad judicial la adopción de medidas cautelares. Las potestades arbitral y 
judicial en materia cautelar son alternativas y concurrentes, sin perjuicio del juego del 
principio de buena fe procesal.

VI
El título V regula las actuaciones arbitrales. La ley vuelve a partir del principio de 

autonomía de la voluntad y establece como únicos límites al mismo y a la actuación de los 
árbitros el derecho de defensa de las partes y el principio de igualdad, que se erigen en 
valores fundamentales del arbitraje como proceso que es. Garantizado el respeto a estas 
normas básicas, las reglas que sobre el procedimiento arbitral se establecen son dispositivas 
y resultan, por tanto, aplicables sólo si las partes nada han acordado directamente o por su 
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aceptación de un arbitraje institucional o de un reglamento arbitral. De este modo, las 
opciones de política jurídica que subyacen a estos preceptos quedan subordinadas siempre 
a la voluntad de las partes.

En lo que respecta al lugar del arbitraje, hay que destacar que se permite la celebración 
de audiencias y de deliberaciones en sede distinta de la del arbitraje. La determinación del 
lugar o sede del arbitraje es jurídicamente relevante en muchos aspectos, pero su fijación no 
debe suponer rigidez para el desarrollo del procedimiento.

El inicio del arbitraje se fija en el momento en que una parte recibe el requerimiento de la 
otra de someter la controversia a decisión arbitral. Parece lógico que los efectos jurídicos 
propios del inicio del arbitraje se produzcan ya en ese momento, incluso aunque no esté 
perfectamente delimitado el objeto de la controversia. Las soluciones alternativas permitirían 
actuaciones tendentes a dificultar el procedimiento.

La determinación del idioma o idiomas del arbitraje corresponde lógicamente a las partes 
y, en su defecto, a los árbitros. No obstante, salvo que alguna de las partes se oponga, se 
permite que se aporten documentos o se practiquen actuaciones en idioma no oficial del 
arbitraje sin necesidad de traducción. Con ello se consagra una regla práctica muy 
extendida, que admite la aportación de documentos o declaraciones en otro idioma.

En el arbitraje no se reproducen necesariamente siempre las posiciones procesales 
activa y pasiva de un proceso judicial; o no en los mismos términos. Al fin y al cabo, la 
determinación del objeto de la controversia, siempre dentro del ámbito del convenio arbitral, 
se produce de forma progresiva. Sin embargo, la práctica arbitral demuestra que quien inicia 
el arbitraje formula en todo caso una pretensión frente a la parte o partes contrarias y se 
convierte, por tanto, en actor; y ello sin perjuicio de que el demandado pueda reconvenir. 
Parece, por tanto, razonable que, sin perjuicio de la libertad de las partes, el procedimiento 
arbitral se estructure sobre la base de una dualidad de posiciones entre demandante y 
demandado. Esta conveniencia, sin embargo, debe ser flexibilizada a la hora de configurar 
los requisitos de los actos de las partes en defensa de sus respectivas posiciones. De este 
modo, no se establecen propiamente requisitos de forma y contenido de los escritos de 
alegaciones de las partes. La función de la demanda y de la contestación a que se refiere el 
artículo 29 no es sino la de ilustrar a los árbitros sobre el objeto de la controversia, sin 
perjuicio de alegaciones ulteriores. No entran aquí en juego las reglas propias de los 
procesos judiciales en cuanto a requisitos de demanda y contestación, documentos a 
acompañar o preclusión. El procedimiento arbitral, incluso en defecto de acuerdo de las 
partes, se configura con gran flexibilidad, acorde con las exigencias de la institución.

Esa flexibilidad se da también en el desarrollo ulterior del procedimiento. Cabe que el 
procedimiento sea en ciertos casos predominantemente escrito, si las circunstancias del 
caso no exigen la celebración de audiencias. Sin embargo, la regla es la celebración de 
audiencias para la práctica de pruebas. La ley trata de evitar, además, que la inactividad de 
las partes pueda paralizar el arbitraje o comprometer la validez del laudo.

La fase probatoria del arbitraje está también presidida por la máxima libertad de las 
partes y de los árbitros -siempre que se respeten el derecho de defensa y el principio de 
igualdad- y por la máxima flexibilidad. La ley establece únicamente normas sobre la prueba 
pericial, de singular importancia en el arbitraje contemporáneo, aplicables en defecto de 
voluntad de las partes. Estas normas están encaminadas a permitir tanto los dictámenes 
emitidos por peritos designados directamente por las partes como los emitidos por peritos 
designados, de oficio o a instancia de parte, por los árbitros, y a garantizar la debida 
contradicción respecto de la pericia.

Se regula igualmente la asistencia judicial para la práctica de pruebas, que es una de las 
tradicionales funciones de apoyo judicial al arbitraje. La asistencia no tiene que consistir 
necesariamente en que el tribunal practique determinadas pruebas; en ciertos casos, bastará 
con otras medidas que permitan a los árbitros practicarlas por sí mismos, como, por ejemplo, 
medidas de aseguramiento o requerimientos de exhibición de documentos.

VII
El título VI se dedica al laudo y a otras posibles formas de terminación del procedimiento 

arbitral. El artículo 34 regula la importante cuestión de qué normas han de aplicarse a la 
resolución del fondo de la controversia, sobre la base de los siguientes criterios: 1.º) La 
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premisa es, una vez más, como en la Ley de 1988, la libertad de las partes. 2.º) Se invierte 
la regla que la ley de 1988 contenía a favor del arbitraje de equidad. La preferencia por el 
arbitraje de derecho en defecto de acuerdo de las partes es la orientación más generalizada 
en el panorama comparado. Resulta, además, muy discutible que la voluntad de las partes 
de someterse a arbitraje, sin más especificaciones, pueda presumirse que incluya la de que 
la controversia sea resuelta en equidad y no sobre la base de los mismos criterios jurídicos 
que si hubiere de resolver un tribunal. El arbitraje de equidad queda limitado a los casos en 
que las partes lo hayan pactado expresamente, ya sea a través de una remisión literal a la 
"equidad", o a términos similares como decisión "en conciencia", "ex aequo et bono", o que 
el árbitro actuará como "amigable componedor". No obstante, si las partes autorizan la 
decisión en equidad y al tiempo señalan normas jurídicas aplicables, los árbitros no pueden 
ignorar esta última indicación. 3.º) Siguiendo la orientación de los ordenamientos más 
avanzados, se suprime la exigencia de que el derecho aplicable deba tener relación con la 
relación jurídica o con la controversia, ya que se trata de un requisito de difusos contornos y 
difícil control. 4.º) La ley prefiere la expresión "normas jurídicas aplicables" a la de "derecho 
aplicable", en la medida en que esta última parece englobar la exigencia de remisión a un 
concreto ordenamiento jurídico de un Estado, cuando en algunos casos lo que ha de 
aplicarse son normas de varios ordenamientos o reglas comunes del comercio internacional. 
5.º) La ley no sujeta a los árbitros a un sistema de reglas de conflicto.

En la adopción de decisiones, cuando se trata de un colegio arbitral, y sin perjuicio de las 
reglas que directa o indirectamente puedan fijar las partes, se mantiene la lógica regla de la 
mayoría y la de que a falta de decisión mayoritaria decide el presidente. Se introduce la 
norma que permite habilitar al presidente para decidir cuestiones de procedimiento, 
entendiéndose por tales, a estos efectos, no cualesquiera cuestiones distintas al fondo de la 
controversia, sino, más limitadamente, las relativas a la mera tramitación o impulso 
procesales.

Se prevé la posibilidad de que los árbitros dicten un laudo sobre la base del contenido de 
un previo acuerdo alcanzado por las partes. Esta previsión, que podría reputarse innecesaria 
-dado que las partes tienen poder de disposición sobre el objeto de la controversia-, no lo es, 
porque a través de su incorporación a un laudo el contenido del acuerdo adquiere la eficacia 
jurídica de aquél. Los árbitros no pueden rechazar esta petición discrecionalmente, sino sólo 
por una causa jurídica fundada. La ley no hace sino dar cobertura legal a algo ya frecuente 
en la práctica y que no merece objeción alguna.

En cuanto al contenido del laudo, ha de destacarse el reconocimiento legal de la 
posibilidad de dictar laudos parciales, que pueden versar sobre alguna parte del fondo de la 
controversia o sobre otras cuestiones, como la competencia de los árbitros o medidas 
cautelares. La ley pretende dar cabida a fórmulas flexibles de resolución de los litigios que 
son comunes en la práctica arbitral. Así, por ejemplo, que primero se decida acerca de si 
existe responsabilidad del demandado y sólo después se decida, si es el caso, la cuantía de 
la condena. El laudo parcial tiene el mismo valor que el laudo definitivo y, respecto de la 
cuestión que resuelve, su contenido es invariable.

Respecto de la forma del laudo, debe destacarse que -análogamente a lo dispuesto para 
el convenio arbitral- la ley permite no sólo que el laudo conste por escrito en soportes 
electrónicos, ópticos o de otro tipo, sino también que no conste en forma escrita, siempre 
que en todo caso quede constancia de su contenido y sea accesible para su ulterior 
consulta. Tanto en la regulación de los requisitos de forma del convenio arbitral como en la 
de los del laudo la ley considera necesario admitir la utilización de cualesquiera tecnologías 
que cumplan los requisitos señalados. Pueden, pues, desarrollarse arbitrajes en que se 
utilicen tan sólo soportes informáticos, electrónicos o digitales, si las partes así lo consideran 
conveniente.

La ley introduce la novedad de que el plazo para emitir el laudo, en defecto de acuerdo 
de las partes, se compute desde la presentación de la contestación o desde la expiración del 
plazo para presentarla. Esta novedad responde a la necesidad de que la celeridad propia del 
arbitraje sea adecuada a las exigencias prácticas. Un plazo de seis meses desde la 
aceptación de los árbitros se ha revelado en no pocos casos de imposible cumplimiento y 
obliga en ocasiones a una tramitación excesivamente rápida o a la omisión de ciertos actos 
de alegación o, sobre todo, de prueba, por la exigencia de cumplir el plazo para dictar el 
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laudo. La ley considera que es igualmente razonable que la prórroga del plazo pueda ser 
acordada por los árbitros directamente y que no necesite el acuerdo de todas las partes. El 
freno a un posible retraso injustificado en la decisión de la controversia se encuentra, entre 
otras causas, en la responsabilidad de los árbitros.

En materia de condena en costas se introducen ciertas precisiones sobre su contenido 
posible.

Se suprime el carácter preceptivo de la protocolización notarial del laudo. Esta exigencia 
es desconocida en prácticamente todas las legislaciones de arbitraje, por lo que se opta por 
no mantenerla, salvo que alguna de las partes lo pida antes de que el laudo se notifique, por 
considerarlo conveniente a sus intereses. El laudo es, por tanto, válido y eficaz aunque no 
haya sido protocolizado, de modo que el plazo para ejercitar la acción de anulación 
transcurre desde su notificación, sin que sea necesario que la protocolización, cuando haya 
sido pedida, preceda a la notificación. Y tampoco la fuerza ejecutiva del laudo se hace 
depender de su protocolización, aunque en el proceso de ejecución, llegado el caso, el 
ejecutado podrá hacer valer por vía de oposición la falta de autenticidad del laudo, supuesto 
que puede presumirse excepcional.

La ley contempla determinadas formas de terminación anormal del procedimiento arbitral 
y da respuesta al problema de la extensión del deber de los árbitros de custodia de las 
actuaciones.

En la regulación de la corrección y aclaración del laudo se modifican los plazos, para 
hacerlos más ade cuados a la realidad, y se distingue en función de que el arbitraje sea 
interno o internacional, dado que en este último caso puede bien suceder que las dificultades 
de deliberación de los árbitros en un mismo lugar sean mayores. Se introduce además la 
figura del complemento del laudo para suplir omisiones.

VIII
El título VII regula la anulación y revisión del laudo. Respecto de la anulación, se evita la 

expresión "recurso", por resultar técnicamente incorrecta. Lo que se inicia con la acción de 
anulación es un proceso de impugnación de la validez del laudo. Se sigue partiendo de la 
base de que los motivos de anulación del laudo han de ser tasados y no han de permitir, 
como regla general, una revisión del fondo de la decisión de los árbitros. El elenco de los 
motivos y su apreciabilidad de oficio o sólo a instancia de parte se inspiran en la Ley Modelo. 
Se amplía el plazo para el ejercicio de la acción de anulación, lo que no ha de perjudicar a la 
parte que haya obtenido pronunciamientos de condena a su favor, porque el laudo, aun 
impugnado, tiene fuerza ejecutiva.

El procedimiento para el ejercicio de la acción de anulación trata de conjugar las 
exigencias de rapidez y de mejor defensa de las partes. Así, tras una demanda y una 
contestación escritas, se siguen los trámites del juicio verbal.

IX
El título VIII se dedica a la ejecución forzosa del laudo. En realidad, la Ley de 

Enjuiciamiento Civil contiene todas las normas, tanto generales como específicas, sobre esta 
materia. Esta ley se ocupa únicamente de la posibilidad de ejecución forzosa del laudo 
durante la pendencia del procedimiento en que se ejercite la acción de anulación. La ley opta 
por atribuir fuerza ejecutiva al laudo aunque sea objeto de impugnación. Ningún sentido 
tendría que la ejecutividad del laudo dependiera de su firmeza en un ordenamiento que 
permite ampliamente la ejecución provisional de sentencias. La ejecutividad del laudo no 
firme se ve matizada por la facultad del ejecutado de obtener la suspensión de la ejecución 
mediante la prestación de caución para responder de lo debido, más las costas y los daños y 
perjuicios derivados de la demora en la ejecución. Se trata de una regulación que trata de 
ponderar los intereses de ejecutante y ejecutado.

X
El título IX regula el exequátur de laudos extranjeros, compuesto por un único precepto 

en el que, además de mantenerse la definición de laudo extranjero como aquel que no ha 
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sido dictado en España, se hace un reenvío a los convenios internacionales en los que 
España sea parte y, sobre todo, al Convenio de Nueva York de 1958. Dado que España no 
ha formulado reserva alguna a este convenio, resulta aplicable con independencia de la 
naturaleza comercial o no de la controversia y de si el laudo ha sido o no dictado en un 
Estado parte en el convenio. Esto significa que el ámbito de aplicación del Convenio de 
Nueva York en España hace innecesario un régimen legal interno de exequátur de laudos 
extranjeros, sin perjuicio de lo que pudieran disponer otros convenios internacionales más 
favorables.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley se aplicará a los arbitrajes cuyo lugar se halle dentro del territorio español, 

sean de carácter interno o internacional, sin perjuicio de lo establecido en tratados de los que 
España sea parte o en leyes que contengan disposiciones especiales sobre arbitraje.

2. Las normas contenidas en los apartados 3, 4 y 6 del artículo 8, en el artículo 9, 
excepto el apartado 2, en los artículos 11 y 23 y en los títulos VIII y IX de esta ley se 
aplicarán aun cuando el lugar del arbitraje se encuentre fuera de España.

3. Esta ley será de aplicación supletoria a los arbitrajes previstos en otras leyes.
4. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley los arbitrajes laborales.

Artículo 2.  Materias objeto de arbitraje.
1. Son susceptibles de arbitraje las controversias sobre materias de libre disposición 

conforme a derecho.
2. Cuando el arbitraje sea internacional y una de las partes sea un Estado o una 

sociedad, organización o empresa controlada por un Estado, esa parte no podrá invocar las 
prerrogativas de su propio derecho para sustraerse a las obligaciones dimanantes del 
convenio arbitral.

Artículo 3.  Arbitraje internacional.
1. El arbitraje tendrá carácter internacional cuando en él concurra alguna de las 

siguientes circunstancias:
a) Que, en el momento de celebración del convenio arbitral, las partes tengan sus 

domicilios en Estados diferentes.
b) Que el lugar del arbitraje, determinado en el convenio arbitral o con arreglo a éste, el 

lugar de cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones de la relación jurídica de la 
que dimane la controversia o el lugar con el que ésta tenga una relación más estrecha, esté 
situado fuera del Estado en que las partes tengan sus domicilios.

c) Que la relación jurídica de la que dimane la controversia afecte a intereses del 
comercio internacional.

2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, si alguna de las partes tiene más 
de un domicilio, se estará al que guarde una relación más estrecha con el convenio arbitral; y 
si una parte no tiene ningún domicilio, se estará a su residencia habitual.

Artículo 4.  Reglas de interpretación.
Cuando una disposición de esta ley:
a) Deje a las partes la facultad de decidir libremente sobre un asunto, esa facultad 

comprenderá la de autorizar a un tercero, incluida una institución arbitral, a que adopte esa 
decisión, excepto en el caso previsto en el artículo 34.

b) Se refiera al convenio arbitral o a cualquier otro acuerdo entre las partes, se entenderá 
que integran su contenido las disposiciones del reglamento de arbitraje al que las partes se 
hayan sometido.
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c) Se refiera a la demanda, se aplicará también a la reconvención, y cuando se refiera a 
la contestación, se aplicará asimismo a la contestación a esa reconvención, excepto en los 
casos previstos en el párrafo a) del artículo 31 y en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 
38.

Artículo 5.  Notificaciones, comunicaciones y cómputo de plazos.
Salvo acuerdo en contrario de las partes y con exclusión, en todo caso, de los actos de 

comunicación realizados dentro de un procedimiento judicial, se aplicarán las disposiciones 
siguientes:

a) Toda notificación o comunicación se considerará recibida el día en que haya sido 
entregada personalmente al destinatario o en que haya sido entregada en su domicilio, 
residencia habitual, establecimiento o dirección. Asimismo, será válida la notificación o 
comunicación realizada por télex, fax u otro medio de telecomunicación electrónico, 
telemático o de otra clase semejante que permitan el envío y la recepción de escritos y 
documentos dejando constancia de su remisión y recepción y que hayan sido designados 
por el interesado. En el supuesto de que no se descubra, tras una indagación razonable, 
ninguno de esos lugares, se considerará recibida el día en que haya sido entregada o 
intentada su entrega, por correo certificado o cualquier otro medio que deje constancia, en el 
último domicilio, residencia habitual, dirección o establecimiento conocidos del destinatario.

b) Los plazos establecidos en esta ley se computarán desde el día siguiente al de 
recepción de la notificación o comunicación. Si el último día del plazo fuere festivo en el lugar 
de recepción de la notificación o comunicación, se prorrogará hasta el primer día laborable 
siguiente. Cuando dentro de un plazo haya de presentarse un escrito, el plazo se entenderá 
cumplido si el escrito se remite dentro de aquél, aunque la recepción se produzca con 
posterioridad. Los plazos establecidos por días se computarán por días naturales.

Artículo 6.  Renuncia tácita a las facultades de impugnación.
Si una parte, conociendo la infracción de alguna norma dispositiva de esta ley o de algún 

requisito del convenio arbitral, no la denunciare dentro del plazo previsto para ello o, en su 
defecto, tan pronto como le sea posible, se considerará que renuncia a las facultades de 
impugnación previstas en esta ley.

Artículo 7.  Intervención judicial.
En los asuntos que se rijan por esta ley no intervendrá ningún tribunal, salvo en los 

casos en que ésta así lo disponga.

Artículo 8.  Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje.
1. Para el nombramiento y remoción judicial de árbitros será competente la Sala de lo 

Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde tenga 
lugar el arbitraje; de no estar éste aún determinado, la que corresponda al domicilio o 
residencia habitual de cualquiera de los demandados; si ninguno de ellos tuviere domicilio o 
residencia habitual en España, la del domicilio o residencia habitual del actor, y si éste 
tampoco los tuviere en España, la de su elección.

2. Para la asistencia judicial en la práctica de pruebas será competente el Juzgado de 
Primera Instancia del lugar del arbitraje o el del lugar donde hubiere de prestarse la 
asistencia.

3. Para la adopción judicial de medidas cautelares será tribunal competente el del lugar 
en que el laudo deba ser ejecutado y, en su defecto, el del lugar donde las medidas deban 
producir su eficacia, de conformidad con lo previsto en el artículo 724 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

4. Para la ejecución forzosa de laudos o resoluciones arbitrales será competente el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado de acuerdo con lo previsto en 
el apartado 2 del artículo 545 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
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5. Para conocer de la acción de anulación del laudo será competente la Sala de lo Civil y 
de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma donde aquél se 
hubiere dictado.

6. Para el reconocimiento de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros será 
competente la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Autónoma del domicilio o lugar de residencia de la parte frente a la que se 
solicita el reconocimiento o del domicilio o lugar de residencia de la persona a quien se 
refieren los efectos de aquellos, determinándose subsidiariamente la competencia territorial 
por el lugar de ejecución o donde aquellos laudos o resoluciones arbitrales deban producir 
sus efectos.

Para la ejecución de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros será competente el 
Juzgado de Primera Instancia con arreglo a los mismos criterios.

TÍTULO II
Del convenio arbitral y sus efectos

Artículo 9.  Forma y contenido del convenio arbitral.
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato 

o de acuerdo independiente, deberá expresar la voluntad de las partes de someter a arbitraje 
todas o algunas de las controversias que hayan surgido o puedan surgir respecto de una 
determinada relación jurídica, contractual o no contractual.

2. Si el convenio arbitral está contenido en un contrato de adhesión, la validez de dicho 
convenio y su interpretación se regirán por lo dispuesto en las normas aplicables a ese tipo 
de contrato.

3. El convenio arbitral deberá constar por escrito, en un documento firmado por las 
partes o en un intercambio de cartas, telegramas, télex, fax u otros medios de 
telecomunicación que dejen constancia del acuerdo.

Se considerará cumplido este requisito cuando el convenio arbitral conste y sea 
accesible para su ulterior consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.

4. Se considerará incorporado al acuerdo entre las partes el convenio arbitral que conste 
en un documento al que éstas se hayan remitido en cualquiera de las formas establecidas en 
el apartado anterior.

5. Se considerará que hay convenio arbitral cuando en un intercambio de escritos de 
demanda y contestación su existencia sea afirmada por una parte y no negada por la otra.

6. Cuando el arbitraje fuere internacional, el convenio arbitral será válido y la 
controversia será susceptible de arbitraje si cumplen los requisitos establecidos por las 
normas jurídicas elegidas por las partes para regir el convenio arbitral, o por las normas 
jurídicas aplicables al fondo de la controversia, o por el derecho español.

Artículo 10.  Arbitraje testamentario.
También será válido el arbitraje instituido por disposición testamentaria para solucionar 

diferencias entre herederos no forzosos o legatarios por cuestiones relativas a la distribución 
o administración de la herencia.

Artículo 11.  Convenio arbitral y demanda en cuanto al fondo ante un Tribunal.
1. El convenio arbitral obliga a las partes a cumplir lo estipulado e impide a los tribunales 

conocer de las controversias sometidas a arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo 
invoque mediante declinatoria. El plazo para la proposición de la declinatoria será dentro de 
los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda.

2. La declinatoria no impedirá la iniciación o prosecución de las actuaciones arbitrales.
3. El convenio arbitral no impedirá a ninguna de las partes, con anterioridad a las 

actuaciones arbitrales o durante su tramitación, solicitar de un tribunal la adopción de 
medidas cautelares ni a éste concederlas.
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Artículo 11 bis.  Arbitraje estatutario.
1. Las sociedades de capital podrán someter a arbitraje los conflictos que en ellas se 

planteen.
2. La introducción en los estatutos sociales de una cláusula de sumisión a arbitraje 

requerirá el voto favorable de, al menos, dos tercios de los votos correspondientes a las 
acciones o a las participaciones en que se divida el capital social.

3. Los estatutos sociales podrán establecer que la impugnación de los acuerdos sociales 
por los socios o administradores quede sometida a la decisión de uno o varios árbitros, 
encomendándose la administración del arbitraje y la designación de los árbitros a una 
institución arbitral.

Artículo 11 ter.  Anulación por laudo de acuerdos societarios inscribibles.
1. El laudo que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse en el 

Registro Mercantil. El “Boletín Oficial del Registro Mercantil” publicará un extracto.
2. En el caso de que el acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro Mercantil, el 

laudo determinará, además, la cancelación de su inscripción, así como la de los asientos 
posteriores que resulten contradictorios con ella.

TÍTULO III
De los árbitros

Artículo 12.  Número de árbitros.
Las partes podrán fijar libremente el número de árbitros, siempre que sea impar. A falta 

de acuerdo, se designará un solo árbitro.

Artículo 13.  Capacidad para ser árbitro.
Pueden ser árbitros las personas naturales que se hallen en el pleno ejercicio de sus 

derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos 
en el ejercicio de su profesión. Salvo acuerdo en contrario de las partes, la nacionalidad de 
una persona no será obstáculo para que actúe como árbitro.

Artículo 14.  Arbitraje institucional.
1. Las partes podrán encomendar la administración del arbitraje y la designación de 

árbitros a:
a) Corporaciones de Derecho público y Entidades públicas que puedan desempeñar 

funciones arbitrales, según sus normas reguladoras.
b) Asociaciones y entidades sin ánimo de lucro en cuyos estatutos se prevean funciones 

arbitrales.
2. Las instituciones arbitrales ejercerán sus funciones conforme a sus propios 

reglamentos.
3. Las instituciones arbitrales velarán por el cumplimiento de las condiciones de 

capacidad de los árbitros y por la transparencia en su designación, así como su 
independencia.

Artículo 15.  Nombramiento de los árbitros.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, en los arbitrajes que no deban decidirse en 

equidad, cuando el arbitraje se haya de resolver por árbitro único se requerirá la condición 
de jurista al árbitro que actúe como tal.

Cuando el arbitraje se haya de resolver por tres o más árbitros, se requerirá que al 
menos uno de ellos tenga la condición de jurista.

2. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento para la designación de los 
árbitros, siempre que no se vulnere el principio de igualdad. A falta de acuerdo, se aplicarán 
las siguientes reglas:
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a) En el arbitraje con un solo árbitro, éste será nombrado por el tribunal competente a 
petición de cualquiera de las partes.

b) En el arbitraje con tres árbitros, cada parte nombrará uno y los dos árbitros así 
designados nombrarán al tercero, quien actuará como presidente del colegio arbitral. Si una 
parte no nombra al árbitro dentro de los 30 días siguientes a la recepción del requerimiento 
de la otra para que lo haga, la designación del árbitro se hará por el tribunal competente, a 
petición de cualquiera de las partes. Lo mismo se aplicará cuando los árbitros designados no 
consigan ponerse de acuerdo sobre el tercer árbitro dentro de los 30 días contados desde la 
última aceptación.

En caso de pluralidad de demandantes o de demandados, éstos nombrarán un árbitro y 
aquéllos otro. Si los demandantes o los demandados no se pusieran de acuerdo sobre el 
árbitro que les corresponde nombrar, todos los árbitros serán designados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las partes.

c) En el arbitraje con más de tres árbitros, todos serán nombrados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las partes.

3. Si no resultare posible designar árbitros a través del procedimiento acordado por las 
partes, cualquiera de ellas podrá solicitar al tribunal competente el nombramiento de los 
árbitros o, en su caso, la adopción de las medidas necesarias para ello.

4. Las pretensiones que se ejerciten en relación con lo previsto en los apartados 
anteriores se sustanciarán por los cauces del juicio verbal.

5. El tribunal únicamente podrá rechazar la petición formulada cuando aprecie que, de 
los documentos aportados, no resulta la existencia de un convenio arbitral.

6. Si procede la designación de árbitros por el tribunal, éste confeccionará una lista con 
tres nombres por cada árbitro que deba ser nombrado. Al confeccionar dicha lista el tribunal 
tendrá en cuenta los requisitos establecidos por las partes para ser árbitro y tomará las 
medidas necesarias para garantizar su independencia e imparcialidad. En el supuesto de 
que proceda designar un solo árbitro o un tercer árbitro, el tribunal tendrá también en cuenta 
la conveniencia de nombrar un árbitro de nacionalidad distinta a la de las partes y, en su 
caso, a la de los árbitros ya designados, a la vista de las circunstancias concurrentes. A 
continuación, se procederá al nombramiento de los árbitros mediante sorteo.

7. Contra las resoluciones definitivas que decidan sobre las cuestiones atribuidas en este 
artículo al tribunal competente no cabrá recurso alguno.

Artículo 16.  Aceptación de los árbitros.
Salvo que las partes hayan dispuesto otra cosa, cada árbitro, dentro del plazo de 15 días 

a contar desde el siguiente a la comunicación del nombramiento, deberá comunicar su 
aceptación a quien lo designó. Si en el plazo establecido no comunica la aceptación, se 
entenderá que no acepta su nombramiento.

Artículo 17.  Motivos de abstención y recusación.
1. Todo árbitro debe ser y permanecer durante el arbitraje independiente e imparcial. En 

todo caso, no podrá mantener con las partes relación personal, profesional o comercial.
2. La persona propuesta para ser árbitro deberá revelar todas las circunstancias que 

puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad e independencia. El árbitro, a 
partir de su nombramiento, revelará a las partes sin demora cualquier circunstancia 
sobrevenida.

En cualquier momento del arbitraje cualquiera de las partes podrá pedir a los árbitros la 
aclaración de sus relaciones con algunas de las otras partes.

3. Un árbitro sólo podrá ser recusado si concurren en él circunstancias que den lugar a 
dudas justificadas sobre su imparcialidad o independencia, o si no posee las cualificaciones 
convenidas por las partes. Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombrado por ella, o en 
cuyo nombramiento haya participado, por causas de las que haya tenido conocimiento 
después de su designación.

4. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el árbitro no podrá haber intervenido como 
mediador en el mismo conflicto entre éstas.
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Artículo 18.  Procedimiento de recusación.
1. Las partes podrán acordar libremente el procedimiento de recusación de los árbitros.
2. A falta de acuerdo, la parte que recuse a un árbitro expondrá los motivos dentro de los 

quince días siguientes a aquel en que tenga conocimiento de la aceptación o de cualquiera 
de las circunstancias que puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad o 
independencia. A menos que el árbitro recusado renuncie a su cargo o que la otra parte 
acepte la recusación, corresponderá a los árbitros decidir sobre ésta.

3. Si no prosperase la recusación planteada con arreglo al procedimiento acordado por 
las partes o al establecido en el apartado anterior, la parte recusante podrá, en su caso, 
hacer valer la recusación al impugnar el laudo.

Artículo 19.  Falta o imposibilidad de ejercicio de las funciones.
1. Cuando un árbitro se vea impedido de hecho o de derecho para ejercer sus funciones, 

o por cualquier otro motivo no las ejerza dentro de un plazo razonable, cesará en su cargo si 
renuncia o si las partes acuerdan su remoción. Si existe desacuerdo sobre la remoción y las 
partes no han estipulado un procedimiento para salvar dicho desacuerdo, se aplicarán las 
siguientes reglas:

a) La pretensión de remoción se sustanciará por los trámites del juicio verbal. Se podrá 
acumular la solicitud de nombramiento de árbitros, en los términos previstos en el artículo 
15, para el caso de que se estime la de remoción.

Contra las resoluciones definitivas que se dicten no cabrá recurso alguno.
b) En el arbitraje con pluralidad de árbitros los demás árbitros decidirán la cuestión. Si no 

pudieren alcanzar una decisión, se aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior.
2. La renuncia de un árbitro a su cargo o la aceptación por una de las partes de su cese, 

conforme a lo dispuesto en el presente artículo o en el apartado 2 del artículo anterior, no se 
considerará como un reconocimiento de la procedencia de ninguno de los motivos 
mencionados en las citadas normas.

Artículo 20.  Nombramiento de árbitro sustituto.
1. Cualquiera que sea la causa por la que haya que designar un nuevo árbitro, se hará 

según las normas reguladoras del procedimiento de designación del sustituido.
2. Una vez nombrado el sustituto, los árbitros, previa audiencia de las partes, decidirán si 

ha lugar a repetir actuaciones ya practicadas.

Artículo 21.  Responsabilidad de los árbitros y de las instituciones arbitrales. Provisión de 
fondos.

1. La aceptación obliga a los árbitros y, en su caso, a la institución arbitral, a cumplir 
fielmente el encargo, incurriendo, si no lo hicieren, en responsabilidad por los daños y 
perjuicios que causaren por mala fe, temeridad o dolo. En los arbitrajes encomendados a 
una institución, el perjudicado tendrá acción directa contra la misma, con independencia de 
las acciones de resarcimiento que asistan a aquélla contra los árbitros.

Se exigirá a los árbitros o a las instituciones arbitrales en su nombre la contratación de 
un seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente, en la cuantía que 
reglamentariamente se establezca. Se exceptúan de la contratación de este seguro o 
garantía equivalente a las Entidades públicas y a los sistemas arbitrales integrados o 
dependientes de las Administraciones públicas.

2. Salvo pacto en contrario, tanto los árbitros como la institución arbitral podrán exigir a 
las partes las provisiones de fondos que estimen necesarias para atender a los honorarios y 
gastos de los árbitros y a los que puedan producirse en la administración del arbitraje. A falta 
de provisión de fondos por las partes, los árbitros podrán suspender o dar por concluidas las 
actuaciones arbitrales. Si dentro del plazo alguna de las partes no hubiere realizado su 
provisión, los árbitros, antes de acordar la conclusión o suspensión de las actuaciones, lo 
comunicarán a las demás partes, por si tuvieren interés en suplirla dentro del plazo que les 
fijaren.
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TÍTULO IV
De la competencia de los árbitros

Artículo 22.  Potestad de los árbitros para decidir sobre su competencia.
1. Los árbitros estarán facultados para decidir sobre su propia competencia, incluso 

sobre las excepciones relativas a la existencia o a la validez del convenio arbitral o 
cualesquiera otras cuya estimación impida entrar en el fondo de la controversia. A este 
efecto, el convenio arbitral que forme parte de un contrato se considerará como un acuerdo 
independiente de las demás estipulaciones del mismo. La decisión de los árbitros que 
declare la nulidad del contrato no entrañará por sí sola la nulidad del convenio arbitral.

2. Las excepciones a las que se refiere el apartado anterior deberán oponerse a más 
tardar en el momento de presentar la contestación, sin que el hecho de haber designado o 
participado en el nombramiento de los árbitros impida oponerlas. La excepción consistente 
en que los árbitros se exceden del ámbito de su competencia deberá oponerse tan pronto 
como se plantee, durante las actuaciones arbitrales, la materia que exceda de dicho ámbito.

Los árbitros sólo podrán admitir excepciones opuestas con posterioridad si la demora 
resulta justificada.

3. Los árbitros podrán decidir las excepciones de que trata este artículo con carácter 
previo o junto con las demás cuestiones sometidas a su decisión relativas al fondo del 
asunto. La decisión de los árbitros sólo podrá impugnarse mediante el ejercicio de la acción 
de anulación del laudo en el que se haya adoptado. Si la decisión fuese desestimatoria de 
las excepciones y se adoptase con carácter previo, el ejercicio de la acción de anulación no 
suspenderá el procedimiento arbitral.

Artículo 23.  Potestad de los árbitros de adoptar medidas cautelares.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán, a instancia de cualquiera 

de ellas, adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias respecto del objeto del 
litigio. Los árbitros podrán exigir caución suficiente al solicitante.

2. A las decisiones arbitrales sobre medidas cautelares, cualquiera que sea la forma que 
revistan, les serán de aplicación las normas sobre anulación y ejecución forzosa de laudos.

TÍTULO V
De la sustanciación de las actuaciones arbitrales

Artículo 24.  Principios de igualdad, audiencia y contradicción.
1. Deberá tratarse a las partes con igualdad y darse a cada una de ellas suficiente 

oportunidad de hacer valer sus derechos.
2. Los árbitros, las partes y las instituciones arbitrales, en su caso, están obligadas a 

guardar la confidencialidad de las informaciones que conozcan a través de las actuaciones 
arbitrales.

Artículo 25.  Determinación del procedimiento.
1. Conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, las partes podrán convenir libremente 

el procedimiento al que se hayan de ajustar los árbitros en sus actuaciones.
2. A falta de acuerdo, los árbitros podrán, con sujeción a lo dispuesto en esta Ley, dirigir 

el arbitraje del modo que consideren apropiado. Esta potestad de los árbitros comprende la 
de decidir sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas, sobre su práctica, 
incluso de oficio, y sobre su valoración.

Artículo 26.  Lugar del arbitraje.
1. Las partes podrán determinar libremente el lugar del arbitraje. A falta de acuerdo, lo 

determinarán los árbitros, atendidas las circunstancias del caso y la conveniencia de las 
partes.
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los árbitros podrán, previa 
consulta a las partes y salvo acuerdo en contrario de éstas, reunirse en cualquier lugar que 
estimen apropiado para oír a los testigos, a los peritos o a las partes, o para examinar o 
reconocer objetos, documentos o personas. Los árbitros podrán celebrar deliberaciones en 
cualquier lugar que estimen apropiado.

Artículo 27.  Inicio del arbitraje.
Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, la fecha en que el demandado haya 

recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje se considerará la de inicio del 
arbitraje.

Artículo 28.  Idioma del arbitraje.
1. Las partes podrán acordar libremente el idioma o los idiomas del arbitraje. A falta de 

acuerdo, y cuando de las circunstancias del caso no permitan delimitar la cuestión, el 
arbitraje se tramitará en cualquiera de las lenguas oficiales en el lugar donde se desarrollen 
las actuaciones. La parte que alegue desconocimiento del idioma tendrá derecho a 
audiencia, contradicción y defensa en la lengua que utilice, sin que esta alegación pueda 
suponer la paralización del proceso.

Salvo que en el acuerdo de las partes se haya previsto otra cosa, el idioma o los idiomas 
establecidos se utilizarán en los escritos de las partes, en las audiencias, en los laudos y en 
las decisiones o comunicaciones de los árbitros, sin perjuicio de lo señalado en el párrafo 
primero.

En todo caso, los testigos, peritos y terceras personas que intervengan en el 
procedimiento arbitral, tanto en actuaciones orales como escritas, podrán utilizar su lengua 
propia. En las actuaciones orales se podrá habilitar como intérprete a cualquier persona 
conocedora de la lengua empleada, previo juramento o promesa de aquella.

2. Los árbitros, salvo oposición de alguna de las partes, podrán ordenar que, sin 
necesidad de proceder a su traducción, cualquier documento sea aportado o cualquier 
actuación realizada en idioma distinto al del arbitraje.

Artículo 29.  Demanda y contestación.
1. Dentro del plazo convenido por las partes o determinado por los árbitros y a menos 

que las partes hayan acordado otra cosa respecto del contenido de la demanda y de la 
contestación, el demandante deberá alegar los hechos en que se funda, la naturaleza y las 
circunstancias de la controversia y las pretensiones que formula, y el demandado podrá 
responder a lo planteado en la demanda. Las partes, al formular sus alegaciones, podrán 
aportar todos los documentos que consideren pertinentes o hacer referencia a los 
documentos u otras pruebas que vayan a presentar o proponer.

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cualquiera de ellas podrá modificar o ampliar 
su demanda o contestación durante el curso de las actuaciones arbitrales, a menos que los 
árbitros lo consideren improcedente por razón de la demora con que se hubiere hecho.

Artículo 30.  Forma de las actuaciones arbitrales.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros decidirán si han de celebrarse 

audiencias para la presentación de alegaciones, la práctica de pruebas y la emisión de 
conclusiones, o si las actuaciones se sustanciarán solamente por escrito. No obstante, a 
menos que las partes hubiesen convenido que no se celebren audiencias, los árbitros las 
señalarán, en la fase apropiada de las actuaciones, si cualquiera de las partes lo solicitara.

2. Las partes serán citadas a todas las audiencias con suficiente antelación y podrán 
intervenir en ellas directamente o por medio de sus representantes.

3. De todas las alegaciones escritas, documentos y demás instrumentos que una parte 
aporte a los árbitros se dará traslado a la otra parte. Asimismo, se pondrán a disposición de 
las partes los documentos, dictámenes periciales y otros instrumentos probatorios en que los 
árbitros puedan fundar su decisión.
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Artículo 31.  Falta de comparecencia de las partes.
Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando, sin alegar causa suficiente a juicio de 

los árbitros:
a) El demandante no presente su demanda en plazo, los árbitros darán por terminadas 

las actuaciones, a menos que, oído el demandado, éste manifieste su voluntad de ejercitar 
alguna pretensión.

b) El demandado no presente su contestación en plazo, los árbitros continuarán las 
actuaciones, sin que esa omisión se considere como allanamiento o admisión de los hechos 
alegados por el demandante.

c) Una de las partes no comparezca a una audiencia o no presente pruebas, los árbitros 
podrán continuar las actuaciones y dictar el laudo con fundamento en las pruebas de que 
dispongan.

Artículo 32.  Nombramiento de peritos por los árbitros.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros podrán nombrar, de oficio o a 

instancia de parte, uno o más peritos para que dictaminen sobre materias concretas y 
requerir a cualquiera de las partes para que facilite al perito toda la información pertinente, le 
presente para su inspección todos los documentos u objetos pertinentes o le proporcione 
acceso a ellos.

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, cuando una parte lo solicite o cuando los 
árbitros lo consideren necesario, todo perito, después de la presentación de su dictamen, 
deberá participar en una audiencia en la que los árbitros y las partes, por sí o asistidas de 
peritos, podrán interrogarle.

3. Lo previsto en los apartados precedentes se entiende sin perjuicio de la facultad de las 
partes, salvo acuerdo en contrario, de aportar dictámenes periciales por peritos libremente 
designados.

Artículo 33.  Asistencia judicial para la práctica de pruebas.
1. Los árbitros o cualquiera de las partes con su aprobación podrán solicitar del tribunal 

competente asistencia para la práctica de pruebas, de conformidad con las normas que le 
sean aplicables sobre medios de prueba. Esta asistencia podrá consistir en la práctica de la 
prueba ante el tribunal competente o en la adopción por éste de las concretas medidas 
necesarias para que la prueba pueda ser practicada ante los árbitros.

2. Si así se le solicitare, el Tribunal practicará la prueba bajo su exclusiva dirección. En 
otro caso, el Tribunal se limitará a acordar las medidas pertinentes. En ambos supuestos el 
Secretario judicial entregará al solicitante testimonio de las actuaciones.

TÍTULO VI
Del pronunciamiento del laudo y de la terminación de las actuaciones

Artículo 34.  Normas aplicables al fondo de la controversia.
1. Los árbitros sólo decidirán en equidad si las partes les han autorizado expresamente 

para ello.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el arbitraje sea 

internacional, los árbitros decidirán la controversia de conformidad con las normas jurídicas 
elegidas por las partes. Se entenderá que toda indicación del derecho u ordenamiento 
jurídico de un Estado determinado se refiere, a menos que se exprese lo contrario, al 
derecho sustantivo de ese Estado y no a sus normas de conflicto de leyes.

Si las partes no indican las normas jurídicas aplicables, los árbitros aplicarán las que 
estimen apropiadas.

3. En todo caso, los árbitros decidirán con arreglo a las estipulaciones del contrato y 
tendrán en cuenta los usos aplicables.
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Artículo 35.  Adopción de decisiones colegiadas.
1. Cuando haya más de un árbitro, toda decisión se adoptará por mayoría, salvo que las 

partes hubieren dispuesto otra cosa. Si no hubiere mayoría, la decisión será tomada por el 
presidente.

2. Salvo acuerdo de las partes o de los árbitros en contrario, el presidente podrá decidir 
por sí solo cuestiones de ordenación, tramitación e impulso del procedimiento.

Artículo 36.  Laudo por acuerdo de las partes.
1. Si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que ponga fin total 

o parcialmente a la controversia, los árbitros darán por terminadas las actuaciones con 
respecto a los puntos acordados y, si ambas partes lo solicitan y los árbitros no aprecian 
motivo para oponerse, harán constar ese acuerdo en forma de laudo en los términos 
convenidos por las partes.

2. El laudo se dictará con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente y tendrá la misma 
eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el fondo del litigio.

Artículo 37.  Plazo, forma, contenido y notificación del laudo.
1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros decidirán la controversia en un 

solo laudo o en tantos laudos parciales como estimen necesarios.
2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, los árbitros deberán decidir la controversia 

dentro de los seis meses siguientes a la fecha de presentación de la contestación a que se 
refiere el artículo 29 o de expiración del plazo para presentarla. Salvo acuerdo en contrario 
de las partes, este plazo podrá ser prorrogado por los árbitros, por un plazo no superior a 
dos meses, mediante decisión motivada. Salvo acuerdo en contrario de las partes, la 
expiración del plazo sin que se haya dictado laudo definitivo no afectará a la eficacia del 
convenio arbitral ni a la validez del laudo dictado, sin perjuicio de la responsabilidad en que 
hayan podido incurrir los árbitros.

3. Todo laudo deberá constar por escrito y ser firmado por los árbitros, quienes podrán 
dejar constancia de su voto a favor o en contra. Cuando haya más de un árbitro, bastarán las 
firmas de la mayoría de los miembros del colegio arbitral o sólo la de su presidente, siempre 
que se manifiesten las razones de la falta de una o más firmas.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que el laudo consta por 
escrito cuando de su contenido y firmas quede constancia y sean accesibles para su ulterior 
consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.

4. El laudo deberá ser siempre motivado, a menos que se trate de un laudo pronunciado 
en los términos convenidos por las partes conforme al artículo anterior.

5. Constarán en el laudo la fecha en que ha sido dictado y el lugar del arbitraje, 
determinado de conformidad con el apartado 1 del artículo 26. El laudo se considerará 
dictado en ese lugar.

6. Con sujeción a lo acordado por las partes, los árbitros se pronunciarán en el laudo 
sobre las costas del arbitraje, que incluirán los honorarios y gastos de los árbitros y, en su 
caso, los honorarios y gastos de los defensores o representantes de las partes, el coste del 
servicio prestado por la institución administradora del arbitraje y los demás gastos originados 
en el procedimiento arbitral.

7. Los árbitros notificarán el laudo a las partes en la forma y en el plazo que éstas hayan 
acordado o, en su defecto, mediante entrega a cada una de ellas de un ejemplar firmado de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado 3, dentro del mismo plazo establecido en el 
apartado 2.

8. El laudo podrá ser protocolizado notarialmente.
Cualquiera de las partes, a su costa, podrá instar de los árbitros, antes de la notificación, 

que el laudo sea protocolizado.

Artículo 38.  Terminación de las actuaciones.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, sobre notificación y, en su caso, 

protocolización del laudo, y en el artículo siguiente, sobre su corrección, aclaración y 
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complemento, las actuaciones arbitrales terminarán y los árbitros cesarán en sus funciones 
con el laudo definitivo.

2. Los árbitros también ordenarán la terminación de las actuaciones cuando:
a) El demandante desista de su demanda, a menos que el demandado se oponga a ello 

y los árbitros le reconozcan un interés legítimo en obtener una solución definitiva del litigio.
b) Las partes acuerden dar por terminadas las actuaciones.
c) Los árbitros comprueben que la prosecución de las actuaciones resulta innecesaria o 

imposible.
3. Transcurrido el plazo que las partes hayan señalado a este fin o, en su defecto, el de 

dos meses desde la terminación de las actuaciones, cesará la obligación de los árbitros de 
conservar la documentación del procedimiento. Dentro de ese plazo, cualquiera de las partes 
podrá solicitar a los árbitros que le remitan los documentos presentados por ella. Los árbitros 
accederán a la solicitud siempre que no atente contra el secreto de la deliberación arbitral y 
que el solicitante asuma los gastos correspondientes al envío, en su caso.

Artículo 39.  Corrección, aclaración, complemento y extralimitación del laudo.
1. Dentro de los diez días siguientes a la notificación del laudo, salvo que las partes 

hayan acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá, con notificación a la otra, solicitar a los 
árbitros:

a) La corrección de cualquier error de cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza 
similar.

b) La aclaración de un punto o de una parte concreta del laudo.
c) El complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas en él.
d) La rectificación de la extralimitación parcial del laudo, cuando se haya resuelto sobre 

cuestiones no sometidas a su decisión o sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje.
2. Previa audiencia de las demás partes, los árbitros resolverán sobre las solicitudes de 

corrección de errores y de aclaración en el plazo de diez días, y sobre la solicitud de 
complemento y la rectificación de la extralimitación, en el plazo de veinte días.

3. Dentro de los 10 días siguientes a la fecha del laudo, los árbitros podrán proceder de 
oficio a la corrección de errores a que se refiere el párrafo a) del apartado 1.

4. Lo dispuesto en el artículo 37 se aplicará a las resoluciones arbitrales sobre 
corrección, aclaración, complemento y extralimitación del laudo.

5. Cuando el arbitraje sea internacional, los plazos de 10 y 20 días establecidos en los 
apartados anteriores serán plazos de uno y dos meses, respectivamente.

TÍTULO VII
De la anulación y de la revisión del laudo

Artículo 40.  Acción de anulación del laudo.
Contra un laudo definitivo podrá ejercitarse la acción de anulación en los términos 

previstos en este título.

Artículo 41.  Motivos.
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación alegue y 

pruebe:
a) Que el convenio arbitral no existe o no es válido.
b) Que no ha sido debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las 

actuaciones arbitrales o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos.
c) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión.
d) Que la designación de los árbitros o el procedimiento arbitral no se han ajustado al 

acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo fuera contrario a una norma imperativa de 
esta Ley, o, a falta de dicho acuerdo, que no se han ajustado a esta ley.
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e) Que los árbitros han resuelto sobre cuestiones no susceptibles de arbitraje.
f) Que el laudo es contrario al orden público.
2. Los motivos contenidos en los párrafos b), e) y f) del apartado anterior podrán ser 

apreciados por el tribunal que conozca de la acción de anulación de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal en relación con los intereses cuya defensa le está legalmente atribuida.

3. En los casos previstos en los párrafos c) y e) del apartado 1, la anulación afectará sólo 
a los pronunciamientos del laudo sobre cuestiones no sometidas a decisión de los árbitros o 
no susceptibles de arbitraje, siempre que puedan separarse de las demás.

4. La acción de anulación del laudo habrá de ejercitarse dentro de los dos meses 
siguientes a su notificación o, en caso de que se haya solicitado corrección, aclaración o 
complemento del laudo, desde la notificación de la resolución sobre esta solicitud, o desde la 
expiración del plazo para adoptarla.

Artículo 42.  Procedimiento.
1. La acción de anulación se sustanciará por los cauces del juicio verbal, sin perjuicio de 

las siguientes especialidades:
a) La demanda deberá presentarse conforme a lo establecido en el artículo 399 de la Ley 

1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, acompañada de los documentos justificativos 
de su pretensión, del convenio arbitral y del laudo, y, en su caso, contendrá la proposición de 
los medios de prueba cuya práctica interese el actor.

b) El Secretario Judicial dará traslado de la demanda al demandado, para que conteste 
en el plazo de veinte días. En la contestación, acompañada de los documentos justificativos 
de su oposición, deberá proponer todos los medios de prueba de que intente valerse. De 
este escrito, y de los documentos que lo acompañan, se dará traslado al actor para que 
pueda presentar documentos adicionales o proponer la práctica de prueba.

c) Contestada la demanda o transcurrido el correspondiente plazo, el Secretario Judicial 
citará a la vista, si así lo solicitan las partes en sus escritos de demanda y contestación. Si 
en sus escritos no hubieren solicitado la celebración de vista, o cuando la única prueba 
propuesta sea la de documentos, y éstos ya se hubieran aportado al proceso sin resultar 
impugnados, o en el caso de los informes periciales no sea necesaria la ratificación, el 
Tribunal dictará sentencia, sin más trámite.

2. Frente a la sentencia que se dicte no cabrá recurso alguno.

Artículo 43.  Cosa juzgada y revisión de laudos.
El laudo produce efectos de cosa juzgada y frente a él sólo cabrá ejercitar la acción de 

anulación y, en su caso, solicitar la revisión conforme a lo establecido en la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil para las sentencias firmes.

TÍTULO VIII
De la ejecución forzosa del laudo

Artículo 44.  Normas aplicables.
La ejecución forzosa de los laudos se regirá por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 

Civil y en este título.

Artículo 45.  Suspensión, sobreseimiento y reanudación de la ejecución en caso de ejercicio 
de la acción de anulación del laudo.

1. El laudo es ejecutable aun cuando contra él se haya ejercitado acción de anulación. 
No obstante, en ese caso el ejecutado podrá solicitar al tribunal competente la suspensión 
de la ejecución, siempre que ofrezca caución por el valor de la condena más los daños y 
perjuicios que pudieren derivarse de la demora en la ejecución del laudo. La caución podrá 
constituirse en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 53  Ley de Arbitraje

– 1254 –



artículo 529 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Presentada la solicitud de suspensión, el 
tribunal, tras oír al ejecutante, resolverá sobre la caución.

Contra esta resolución no cabrá recurso alguno.
2. El Secretario judicial alzará la suspensión y ordenará que continúe la ejecución 

cuando conste al Tribunal la desestimación de la acción de anulación, sin perjuicio del 
derecho del ejecutante a solicitar, en su caso, indemnización de los daños y perjuicios 
causados por la demora en la ejecución, a través de los cauces ordenados en los artículo 
712 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. El Secretario judicial alzará la ejecución, con los efectos previstos en los artículos 533 
y 534 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuando conste al Tribunal que ha sido estimada la 
acción de anulación.

Si la anulación afectase sólo a las cuestiones a que se refiere el apartado 3 del 
artículo 41 y subsistiesen otros pronunciamientos del laudo, se considerará estimación 
parcial, a los efectos previstos en el apartado 2 del artículo 533 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.

TÍTULO IX
Del exequátur de laudos extranjeros

Artículo 46.  Carácter extranjero del laudo. Normas aplicables.
1. Se entiende por laudo extranjero el pronunciado fuera del territorio español.
2. El exequátur de laudos extranjeros se regirá por el Convenio sobre reconocimiento y 

ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras, hecho en Nueva York, el 10 de junio de 
1958, sin perjuicio de lo dispuesto en otros convenios internacionales más favorables a su 
concesión, y se sustanciará según el procedimiento establecido en el ordenamiento procesal 
civil para el de sentencias dictadas por tribunales extranjeros.

Disposición adicional única.  Arbitrajes de consumo.
Esta ley será de aplicación supletoria al arbitraje a que se refiere la Ley 26/1984, de 19 

de julio, general de defensa de consumidores y usuarios, que en sus normas de desarrollo 
podrá establecer la decisión en equidad, salvo que las partes opten expresamente por el 
arbitraje en derecho.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio.
1. En los casos en que con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley el demandado 

hubiere recibido el requerimiento de someter la controversia a arbitraje o se hubiere iniciado 
el procedimiento arbitral, éste se regirá por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de 
diciembre, de Arbitraje. No obstante, se aplicarán en todo caso las normas de esta ley 
relativas al convenio arbitral y a sus efectos.

2. A los laudos dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta ley les serán de 
aplicación las normas de ésta relativas a anulación y revisión.

3. Los procedimientos de ejecución forzosa de laudos y de exequátur de laudos 
extranjeros que se encontraren pendientes a la entrada en vigor de esta ley se seguirán 
sustanciando por lo dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición derogatoria única.  Derogaciones.
Queda derogada la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

1. El número 2.º del apartado 2 del artículo 517, queda redactado en los siguientes 
términos:

"2.º Los laudos o resoluciones arbitrales."
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2. Se añade un nuevo párrafo al número 1.º del apartado 1 del artículo 550 con la 
siguiente redacción:

"Cuando el título sea un laudo, se acompañarán, además, el convenio arbitral y 
los documentos acreditativos de la notificación de aquél a las partes."

3. Se adiciona un número 4.º al apartado 1 del artículo 559 con esta redacción:
"4.º Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral no protocolizado notarialmente, la 

falta de autenticidad de éste."

Disposición final segunda.  Habilitación competencial.
Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 

legislación mercantil, procesal y civil, establecida en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el "Boletín Oficial 

del Estado".
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§ 54

Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 162, de 7 de julio de 2012
Última modificación: 3 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2012-9112

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO

I
Una de las funciones esenciales del Estado de Derecho es la garantía de la tutela judicial 

de los derechos de los ciudadanos. Esta función implica el reto de la implantación de una 
justicia de calidad capaz de resolver los diversos conflictos que surgen en una sociedad 
moderna y, a la vez, compleja.

En este contexto, desde la década de los años setenta del pasado siglo, se ha venido 
recurriendo a nuevos sistemas alternativos de resolución de conflictos, entre los que destaca 
la mediación, que ha ido cobrando una importancia creciente como instrumento 
complementario de la Administración de Justicia.

Entre las ventajas de la mediación es de destacar su capacidad para dar soluciones 
prácticas, efectivas y rentables a determinados conflictos entre partes y ello la configura 
como una alternativa al proceso judicial o a la vía arbitral, de los que se ha de deslindar con 
claridad. La mediación está construida en torno a la intervención de un profesional neutral 
que facilita la resolución del conflicto por las propias partes, de una forma equitativa, 
permitiendo el mantenimiento de las relaciones subyacentes y conservando el control sobre 
el final del conflicto.

II
A pesar del impulso que en los últimos años ha experimentado en España, en el ámbito 

de las Comunidades Autónomas, hasta la aprobación del Real Decreto-ley 5/2012 se carecía 
de una ordenación general de la mediación aplicable a los diversos asuntos civiles y 
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mercantiles, al tiempo que asegurara su conexión con la jurisdicción ordinaria, haciendo así 
efectivo el primero de los ejes de la mediación, que es la desjudicialización de determinados 
asuntos, que pueden tener una solución más adaptada a las necesidades e intereses de las 
partes en conflicto que la que podría derivarse de la previsión legal.

La mediación, como fórmula de autocomposición, es un instrumento eficaz para la 
resolución de controversias cuando el conflicto jurídico afecta a derechos subjetivos de 
carácter disponible. Como institución ordenada a la paz jurídica, contribuye a concebir a los 
tribunales de justicia en este sector del ordenamiento jurídico como un último remedio, en 
caso de que no sea posible componer la situación por la mera voluntad de las partes, y 
puede ser un hábil coadyuvante para la reducción de la carga de trabajo de aquéllos, 
reduciendo su intervención a aquellos casos en que las partes enfrentadas no hayan sido 
capaces de poner fin, desde el acuerdo, a la situación de controversia.

Asimismo, esta Ley incorpora al Derecho español la Directiva 2008/52/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. Sin embargo, su regulación va más allá del 
contenido de esta norma de la Unión Europea, en línea con la previsión de la disposición 
final tercera de la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifica el Código Civil y la Ley 
de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio, en la que se encomendaba al 
Gobierno la remisión a las Cortes Generales de un proyecto de ley sobre mediación.

La Directiva 2008/52/CE se limita a establecer unas normas mínimas para fomentar la 
mediación en los litigios transfronterizos en asuntos civiles y mercantiles. Por su lado, la 
regulación de esta norma conforma un régimen general aplicable a toda mediación que 
tenga lugar en España y pretenda tener un efecto jurídico vinculante, si bien circunscrita al 
ámbito de los asuntos civiles y mercantiles y dentro de un modelo que ha tenido en cuenta 
las previsiones de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Conciliación Comercial Internacional 
de 24 de junio de 2002.

Precisamente, el transcurso del plazo de incorporación al ordenamiento jurídico español 
de la Directiva 2008/52/CE, que finalizó el 21 de mayo de 2011, justificó el recurso al real 
decreto-ley, como norma adecuada para efectuar esa necesaria adaptación de nuestro 
Derecho, con lo que se puso fin al retraso en el cumplimiento de esta obligación, con las 
consecuencias negativas que comporta para los ciudadanos y para el Estado por el riesgo 
de ser sancionado por las instituciones de la Unión Europea.

Las exclusiones previstas en la presente norma no lo son para limitar la mediación en los 
ámbitos a que se refieren sino para reservar su regulación a las normas sectoriales 
correspondientes.

III
El modelo de mediación se basa en la voluntariedad y libre decisión de las partes y en la 

intervención de un mediador, del que se pretende una intervención activa orientada a la 
solución de la controversia por las propias partes. El régimen que contiene la Ley se basa en 
la flexibilidad y en el respeto a la autonomía de la voluntad de las partes, cuya voluntad, 
expresada en el acuerdo que la pone fin, podrá tener la consideración de título ejecutivo, si 
las partes lo desean, mediante su elevación a escritura pública. En ningún caso pretende 
esta norma encerrar toda la variedad y riqueza de la mediación, sino tan sólo sentar sus 
bases y favorecer esta alternativa frente a la solución judicial del conflicto. Es aquí donde se 
encuentra, precisamente, el segundo eje de la mediación, que es la deslegalización o 
pérdida del papel central de la ley en beneficio de un principio dispositivo que rige también 
en las relaciones que son objeto del conflicto.

La figura del mediador es, de acuerdo con su conformación natural, la pieza esencial del 
modelo, puesto que es quien ayuda a encontrar una solución dialogada y voluntariamente 
querida por las partes. La actividad de mediación se despliega en múltiples ámbitos 
profesionales y sociales, requiriendo habilidades que en muchos casos dependen de la 
propia naturaleza del conflicto. El mediador ha de tener, pues, una formación general que le 
permita desempeñar esa tarea y sobre todo ofrecer garantía inequívoca a las partes por la 
responsabilidad civil en que pudiese incurrir.

Igualmente, la Ley utiliza el término mediador de manera genérica sin prejuzgar que sea 
uno o varios.
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Se tiene presente el papel muy relevante en este contexto de los servicios e instituciones 
de mediación, que desempeñan una tarea fundamental a la hora de ordenar y fomentar los 
procedimientos de mediación.

Corolario de esta regulación es el reconocimiento del acuerdo de mediación como título 
ejecutivo, lo que se producirá con su ulterior elevación a escritura pública, cuya ejecución 
podrá instarse directamente ante los tribunales. En la regulación del acuerdo de mediación 
radica el tercer eje de la mediación, que es la desjuridificación, consistente en no determinar 
de forma necesaria el contenido del acuerdo restaurativo o reparatorio.

El marco flexible que procura la Ley pretende ser un aliciente más para favorecer el 
recurso a la mediación, de tal forma que no tenga repercusión en costes procesales 
posteriores ni se permita su planteamiento como una estrategia dilatoria del cumplimiento de 
las obligaciones contractuales de las partes. Así se manifiesta en la opción de la suspensión 
de la prescripción cuando tenga lugar el inicio del procedimiento frente a la regla general de 
su interrupción, con el propósito de eliminar posibles desincentivos y evitar que la mediación 
pueda producir efectos jurídicos no deseados.

La presente Ley se circunscribe estrictamente al ámbito de competencias del Estado en 
materia de legislación mercantil, procesal y civil, que permiten articular un marco para el 
ejercicio de la mediación, sin perjuicio de las disposiciones que dicten las Comunidades 
Autónomas en el ejercicio de sus competencias.

Con el fin de facilitar el recurso a la mediación, se articula un procedimiento de fácil 
tramitación, poco costoso y de corta duración en el tiempo.

IV
El articulado de esta Ley se estructura en cinco títulos.
En el título I, bajo la rúbrica «Disposiciones generales», se regula el ámbito material y 

espacial de la norma, su aplicación a los conflictos transfronterizos, los efectos de la 
mediación sobre los plazos de prescripción y caducidad, así como las instituciones de 
mediación.

El título II enumera los principios informadores de la mediación, a saber: el principio de 
voluntariedad y libre disposición, el de imparcialidad, el de neutralidad y el de 
confidencialidad. A estos principios se añaden las reglas o directrices que han de guiar la 
actuación de las partes en la mediación, como son la buena fe y el respeto mutuo, así como 
su deber de colaboración y apoyo al mediador.

El título III contiene el estatuto mínimo del mediador, con la determinación de los 
requisitos que deben cumplir y de los principios de su actuación. Para garantizar su 
imparcialidad se explicitan las circunstancias que el mediador ha de comunicar a las partes, 
siguiéndose en esto el modelo del Código de conducta europeo para mediadores.

El título IV regula el procedimiento de mediación. Es un procedimiento sencillo y flexible 
que permite que sean los sujetos implicados en la mediación los que determinen libremente 
sus fases fundamentales. La norma se limita a establecer aquellos requisitos imprescindibles 
para dar validez al acuerdo que las partes puedan alcanzar, siempre bajo la premisa de que 
alcanzar un acuerdo no es algo obligatorio, pues, a veces, como enseña la experiencia 
aplicativa de esta institución, no es extraño que la mediación persiga simplemente mejorar 
relaciones, sin intención de alcanzar un acuerdo de contenido concreto.

Finalmente, el título V establece el procedimiento de ejecución de los acuerdos, 
ajustándose a las previsiones que ya existen en el Derecho español y sin establecer 
diferencias con el régimen de ejecución de los acuerdos de mediación transfronterizos cuyo 
cumplimiento haya de producirse en otro Estado; para ello se requerirá su elevación a 
escritura pública como condición necesaria para su consideración como título ejecutivo.

V
Las disposiciones finales cohonestan la regulación con el encaje de la mediación con los 

procedimientos judiciales.
Se reforman, así, la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Navegación, y la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios 
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Profesionales, para incluir entre sus funciones, junto al arbitraje, la mediación, permitiendo 
así su actuación como instituciones de mediación.

Se operan también una serie de modificaciones de carácter procesal que facilitan la 
aplicación de la mediación dentro del proceso civil. Se regula así la facultad de las partes 
para disponer del objeto del juicio y someterse a mediación, así como la posibilidad de que 
sea el juez el que invite a las partes a llegar a un acuerdo y, a tal fin, se informen de la 
posibilidad de recurrir a la mediación. Se trata de una novedad que, dentro del respeto a la 
voluntad de las partes, trata de promover la mediación y las soluciones amistosas de los 
litigios. Por otro lado, se prevé la declinatoria como remedio frente al incumplimiento de los 
pactos de sometimiento a mediación o frente a la presentación de una demanda estando en 
curso la misma.

La modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil comprende, por último, la de los 
preceptos necesarios para la inclusión del acuerdo de mediación dentro de los títulos que 
dan derecho al despacho de la ejecución.

Con estas modificaciones se articula la adecuada interrelación entre la mediación y el 
proceso civil, reforzando la eficacia de esta institución.

VI
Por último, esta Ley reforma la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las 

profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, con el objetivo de dar satisfacción a 
las legítimas expectativas de los estudiantes de Derecho que, en el momento de la 
publicación de aquella Ley, se encontraban matriculados en sus estudios universitarios y, 
como consecuencia de la publicación de la misma, ven completamente alteradas las 
condiciones de acceso a las profesiones de abogado y procurador.

Con arreglo a la Ley 34/2006, para obtener el título profesional de abogado o procurador 
de los tribunales es necesario, además de estar en posesión del título universitario de 
licenciado en Derecho o del correspondiente título de grado, probar su capacitación 
profesional mediante la superación de la correspondiente formación especializada y de 
carácter oficial que se adquiere a través de cursos de formación acreditados por el Ministerio 
de Justicia y el Ministerio de Educación, así como superar una posterior evaluación.

La modificación que se aprueba es congruente con la exposición de motivos de la propia 
Ley 34/2006, que declara como objetivo no quebrar «las expectativas actuales de los 
estudiantes de la licenciatura o grado en Derecho». Sin embargo, la vacatio legis de cinco 
años que fijó inicialmente la Ley se ha revelado insuficiente para dar satisfacción a un 
colectivo de estudiantes que no han podido completar sus estudios en dicho periodo de 
cinco años. Se trataría de resolver problemas de los estudiantes que se matricularon en 
licenciaturas de Derecho con anterioridad al 31 de octubre de 2006, momento en el que no 
se exigían los títulos profesionales para el ejercicio de las profesiones de abogado y 
procurador y que no han podido finalizar sus estudios en el citado plazo. Por una omisión no 
querida del legislador, dichos estudiantes sufren una discriminación, puesto que se quiebran 
las expectativas legítimas que tenían en el momento en el que comenzaron a cursar sus 
estudios en Derecho. Pero, además, se aprovecha la ocasión para reconocer un régimen 
especial de acceso al ejercicio profesional para los licenciados en Derecho, cualquiera que 
sea el momento en que inicien o finalicen sus estudios, atendiendo de este modo a diversas 
iniciativas planteadas en sede parlamentaria.

Por otra parte, se contempla la situación de los poseedores de títulos extranjeros 
susceptibles de homologación al título español de licenciado en Derecho, mediante la 
introducción de una nueva disposición adicional que permite acceder a las profesiones 
jurídicas a quienes hubiesen iniciado el procedimiento de homologación antes de la entrada 
en vigor de la Ley.

La futura modificación contemplará la expedición de los títulos profesionales por parte 
del Ministerio de Justicia.

Además, para acabar con la incertidumbre generada por el apartado 3 de la disposición 
transitoria única de la citada Ley 34/2006, se introduce una mejora técnica en la redacción 
aclarando que no es necesario estar en posesión del título de licenciado o grado en 
Derecho, sino que basta estar en condiciones de obtenerlo, es decir, no es necesario estar 
en la posesión material del título, sino haber concluido los estudios cuando entra en vigor la 
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Ley. Con ello se salvaguardan los derechos de los licenciados que habiendo finalizado sus 
estudios, por el retraso o descuido en la solicitud de los títulos a las universidades queden 
excluidos del ámbito de la disposición transitoria de la Ley.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Concepto.
Se entiende por mediación aquel medio adecuado de solución de controversias en que 

dos o más partes intentan voluntariamente, a través de un procedimiento estructurado, 
alcanzar por sí mismas un acuerdo con la intervención de un mediador.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.1 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 1. Concepto.
Se entiende por mediación aquel medio de solución de controversias, cualquiera que sea su 

denominación, en que dos o más partes intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas un 
acuerdo con la intervención de un mediador."

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley es de aplicación a las mediaciones en asuntos civiles o mercantiles, incluidos 

los conflictos transfronterizos, siempre que no afecten a derechos y obligaciones que no 
estén a disposición de las partes en virtud de la legislación aplicable.

En defecto de sometimiento expreso o tácito a esta Ley, la misma será aplicable cuando, 
al menos, una de las partes tenga su domicilio en España y la mediación se realice en 
territorio español.

2. Quedan excluidos, en todo caso, del ámbito de aplicación de esta Ley:
a) La mediación penal.
b) La mediación con las Administraciones públicas.
c) La mediación laboral.

Artículo 3.  Mediación en conflictos transfronterizos.
1. Un conflicto es transfronterizo cuando al menos una de las partes está domiciliada o 

reside habitualmente en un Estado distinto a aquél en que cualquiera de las otras partes a 
las que afecta estén domiciliadas cuando acuerden hacer uso de la mediación o sea 
obligatorio acudir a la misma de acuerdo con la ley que resulte aplicable. También tendrán 
esta consideración los conflictos previstos o resueltos por acuerdo de mediación, cualquiera 
que sea el lugar en el que se haya realizado, cuando, como consecuencia del traslado del 
domicilio de alguna de las partes, el pacto o algunas de sus consecuencias se pretendan 
ejecutar en el territorio de un Estado distinto.

2. En los litigios transfronterizos entre partes que residan en distintos Estados miembros 
de la Unión Europea, el domicilio se determinará de conformidad con los artículos 59 y 60 
del Reglamento (CE) n.º 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la 
competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia 
civil y mercantil.
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Artículo 4.  Efectos de la mediación sobre los plazos de prescripción y caducidad.
La solicitud de inicio de la mediación conforme al artículo 16 interrumpirá la prescripción 

o suspenderá la caducidad de acciones desde la fecha en la que conste la recepción de 
dicha solicitud por el mediador o el depósito ante la institución de mediación en su caso, 
reiniciándose o reanudándose respectivamente el cómputo de los plazos en el caso de que 
en el plazo de quince días naturales desde la fecha de la recepción de la solicitud por el 
mediador o institución mediadora no se hubiera intentado por estos la comunicación con la 
otra parte, así como en el caso de que en el plazo de quince días naturales desde la 
recepción de la propuesta por la parte requerida, o desde la fecha de intento de la 
comunicación si dicha recepción no se produce, no se mantenga la primera reunión dirigida 
a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito.

En caso de que se abra la mediación, la interrupción o la suspensión se prolongará hasta 
la fecha de la firma del acuerdo de mediación o, en su defecto, la firma del acta final, o 
cuando se produzca la terminación de la mediación por alguna de las causas previstas en 
esta ley.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.2 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 4. Efectos de la mediación sobre los plazos de prescripción y caducidad.
La solicitud de inicio de la mediación conforme al artículo 16 suspenderá la prescripción o la 

caducidad de acciones desde la fecha en la que conste la recepción de dicha solicitud por el 
mediador, o el depósito ante la institución de mediación en su caso.

Si en el plazo de quince días naturales a contar desde la recepción de la solicitud de inicio 
de la mediación no se firmara el acta de la sesión constitutiva prevista en el artículo 19, se 
reanudará el cómputo de los plazos.

La suspensión se prolongará hasta la fecha de la firma del acuerdo de mediación o, en su 
defecto, la firma del acta final, o cuando se produzca la terminación de la mediación por alguna 
de las causas previstas en esta Ley."

Artículo 5.  Las instituciones de mediación.
1. Tienen la consideración de instituciones de mediación las entidades públicas o 

privadas, españolas o extranjeras, y las corporaciones de derecho público que tengan entre 
sus fines el impulso de la mediación, facilitando el acceso y administración de la misma, 
incluida la designación de mediadores, debiendo garantizar la transparencia en la referida 
designación. Si entre sus fines figurase también el arbitraje, adoptarán las medidas para 
asegurar la separación entre ambas actividades.

La institución de mediación no podrá prestar directamente el servicio de mediación, ni 
tendrá más intervención en la misma que la que prevé esta Ley.

Las instituciones de mediación darán a conocer la identidad de los mediadores que 
actúen dentro de su ámbito, informando, al menos, de su formación, especialidad y 
experiencia en el ámbito de la mediación a la que se dediquen.

2. Estas instituciones podrán implantar sistemas de mediación por medios electrónicos, 
en especial para aquellas controversias que consistan en reclamaciones dinerarias.

3. El Ministerio de Justicia y las Administraciones públicas competentes velarán por que 
las instituciones de mediación respeten, en el desarrollo de sus actividades, los principios de 
la mediación establecidos en esta Ley, así como por la buena actuación de los mediadores, 
en la forma que establezcan sus normas reguladoras.
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TÍTULO II
Principios informadores de la mediación

Artículo 6.  Requisito de procedibilidad y libre disposición.
1. La mediación es uno de los medios adecuados de solución de controversias a los que 

las partes pueden acudir para intentar encontrar una solución extrajudicial a la controversia y 
cumplir con el requisito de procedibilidad previsto en el artículo 403.2 de la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil.

A efectos procesales, se entenderá cumplido este requisito con la celebración, al menos, 
de una sesión inicial ante el mediador, siempre que quede en ella constancia del objeto de la 
controversia y de los demás requisitos establecidos en el artículo 17. A dicha sesión habrán 
de asistir las partes, personalmente si se trata de personas físicas, y el representante legal o 
persona con facultad para transigir, si se trata de personas jurídicas.

Téngase en cuenta que esta última actualización de la rúbrica y del apartado 1, establecida 
por la disposición final 20.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, 
entra en vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 6. Voluntariedad y libre disposición.
1. La mediación es voluntaria."

2. Cuando exista un pacto por escrito que exprese el compromiso de someter a 
mediación las controversias surgidas o que puedan surgir, se deberá intentar el 
procedimiento pactado de buena fe, antes de acudir a la jurisdicción o a otra solución 
extrajudicial. Dicha cláusula surtirá estos efectos incluso cuando la controversia verse sobre 
la validez o existencia del contrato en el que conste.

3. Nadie está obligado a mantenerse en el procedimiento de mediación ni a concluir un 
acuerdo.

Artículo 7.  Igualdad de las partes e imparcialidad de los mediadores.
En el procedimiento de mediación se garantizará que las partes intervengan con plena 

igualdad de oportunidades, manteniendo el equilibrio entre sus posiciones y el respeto hacia 
los puntos de vista por ellas expresados, sin que el mediador pueda actuar en perjuicio o 
interés de cualquiera de ellas.

Artículo 8.  Neutralidad.
Las actuaciones de mediación se desarrollarán de forma que permitan a las partes en 

conflicto alcanzar por sí mismas un acuerdo de mediación, actuando el mediador de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 13.

Artículo 9.  Confidencialidad.
1. El procedimiento de mediación y la documentación utilizada en el mismo es 

confidencial, salvo la información relativa a si las partes acudieron o no a mediación y al 
objeto de la controversia. La obligación de confidencialidad se extiende al mediador, que 
quedará protegido por el secreto profesional, a las instituciones de mediación y a las partes 
intervinientes de modo que no podrán revelar la información que hubieran podido obtener 
derivada del procedimiento.

2. La confidencialidad de la mediación y de su contenido impide que los mediadores o 
las personas que participen en el procedimiento de mediación estén obligados, en el ámbito 
de un procedimiento judicial o de un arbitraje, a declarar sobre la información y 
documentación derivada de dicho procedimiento de mediación o a aportar documentación 
relacionada con él, excepto:
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a) Cuando todas las partes de manera expresa y por escrito se hayan dispensado 
recíprocamente o al mediador del deber de confidencialidad.

b) Cuando se esté tramitando la impugnación de la tasación de costas y su solicitud de 
exoneración o moderación según lo previsto en el artículo 245 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, a esos únicos efectos y sin que pueda utilizarse para otros 
diferentes ni en procesos posteriores.

c) Cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces del orden 
jurisdiccional penal.

d) Cuando sea necesario por razones imperiosas de orden público, en particular cuando 
así lo requiera la protección del interés superior del menor o la prevención de daños a la 
integridad física o psicológica de una persona.

Salvo en dichas excepciones, si se pretendiese por alguna de las partes la aportación de 
la información confidencial como prueba en un proceso judicial o un arbitraje no será 
admitida por aplicación de lo dispuesto en el artículo 183.3 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil.

3. La infracción del deber de confidencialidad generará responsabilidad en los términos 
previstos en el ordenamiento jurídico.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.4 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 9. Confidencialidad.
1. El procedimiento de mediación y la documentación utilizada en el mismo es confidencial. 

La obligación de confidencialidad se extiende al mediador, que quedará protegido por el secreto 
profesional, a las instituciones de mediación y a las partes intervinientes de modo que no 
podrán revelar la información que hubieran podido obtener derivada del procedimiento.

2. La confidencialidad de la mediación y de su contenido impide que los mediadores o las 
personas que participen en el procedimiento de mediación estén obligados a declarar o aportar 
documentación en un procedimiento judicial o en un arbitraje sobre la información y 
documentación derivada de un procedimiento de mediación o relacionada con el mismo, 
excepto:

a) Cuando las partes de manera expresa y por escrito les dispensen del deber de 
confidencialidad.

b) Cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces del orden 
jurisdiccional penal.

3. La infracción del deber de confidencialidad generará responsabilidad en los términos 
previstos en el ordenamiento jurídico."

Artículo 10.  Las partes en la mediación.
1. Sin perjuicio del respeto a los principios establecidos en esta Ley, la mediación se 

organizará del modo que las partes tengan por conveniente.
2. Las partes sujetas a mediación actuarán entre sí conforme a los principios de lealtad, 

buena fe y respeto mutuo.
Durante el tiempo en que se desarrolle la mediación las partes no podrán ejercitar contra 

las otras partes ninguna acción judicial o extrajudicial en relación con su objeto, con 
excepción de la solicitud de las medidas cautelares u otras medidas urgentes 
imprescindibles para evitar la pérdida irreversible de bienes y derechos.

El compromiso de sometimiento a mediación y la iniciación de ésta impide a los 
tribunales conocer de las controversias sometidas a mediación durante el tiempo en que se 
desarrolle ésta, siempre que la parte a quien interese lo invoque mediante declinatoria.

3. Las partes deberán prestar colaboración y apoyo permanente a la actuación del 
mediador, manteniendo la adecuada deferencia hacia su actividad.
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TÍTULO III
Estatuto del mediador

Artículo 11.  Condiciones para ejercer de mediador.
1. Pueden ser mediadores las personas naturales que se hallen en pleno ejercicio de sus 

derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos 
en el ejercicio de su profesión.

Las personas jurídicas que se dediquen a la mediación, sean sociedades profesionales o 
cualquier otra prevista por el ordenamiento jurídico, deberán designar para su ejercicio a una 
persona natural que reúna los requisitos previstos en esta Ley.

2. El mediador deberá estar en posesión de título oficial universitario o de formación 
profesional superior y contar con formación específica para ejercer la mediación, que se 
adquirirá mediante la realización de uno o varios cursos específicos impartidos por 
instituciones debidamente acreditadas, que tendrán validez para el ejercicio de la actividad 
mediadora en cualquier parte del territorio nacional.

3. El mediador deberá suscribir un seguro o garantía equivalente que cubra la 
responsabilidad civil derivada de su actuación en los conflictos en que intervenga.

4. Para actuar como mediador en los supuestos exigidos en el artículo 16.1 será 
necesaria la inscripción en el Registro de Mediadores e Instituciones de Mediación 
dependiente del Ministerio de Justicia o, en su caso, en los registros de mediadores 
habilitados por las Comunidades Autónomas.

Téngase en cuenta que el apartado 4, añadido por la disposición final 20.5 de la Ley 
Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 2025, 
según determina su disposición final 38.1

Artículo 12.  Calidad y autorregulación de la mediación.
El Ministerio de Justicia y las Administraciones públicas competentes, en colaboración 

con las instituciones de mediación, fomentarán y requerirán la adecuada formación inicial y 
continua de los mediadores, la elaboración de códigos de conducta voluntarios, así como la 
adhesión de aquéllos y de las instituciones de mediación a tales códigos.

Artículo 13.  Actuación del mediador.
1. El mediador facilitará la comunicación entre las partes y velará por que dispongan de 

la información y el asesoramiento suficientes.
La asistencia de los abogados de las partes a cada una de las sesiones de mediación, 

de haber varias, será consensuada con las partes y el mediador y su inasistencia a alguna 
de ellas no invalidará el procedimiento de mediación cuando así se haya acordado.

Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la 
disposición final 20.6 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en 
vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"1. El mediador facilitará la comunicación entre las partes y velará porque dispongan de la 

información y el asesoramiento suficientes."

2. El mediador desarrollará una conducta activa tendente a lograr el acercamiento entre 
las partes, con respeto a los principios recogidos en esta Ley.

3. El mediador podrá renunciar a desarrollar la mediación, con obligación de entregar un 
acta a las partes en la que conste su renuncia.
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4. El mediador no podrá iniciar o deberá abandonar la mediación cuando concurran 
circunstancias que afecten a su imparcialidad.

5. Antes de iniciar o de continuar su tarea, el mediador deberá revelar cualquier 
circunstancia que pueda afectar a su imparcialidad o bien generar un conflicto de intereses. 
Tales circunstancias incluirán, en todo caso:

a) Todo tipo de relación personal, contractual o empresarial con una de las partes.
b) Cualquier interés directo o indirecto en el resultado de la mediación.
c) Que el mediador, o un miembro de su empresa u organización, hayan actuado 

anteriormente a favor de una o varias de las partes en cualquier circunstancia, con 
excepción de la mediación.

En tales casos el mediador sólo podrá aceptar o continuar la mediación cuando asegure 
poder mediar con total imparcialidad y siempre que las partes lo consientan y lo hagan 
constar expresamente.

El deber de revelar esta información permanece a lo largo de todo el procedimiento de 
mediación.

Artículo 14.  Responsabilidad de los mediadores.
La aceptación de la mediación obliga a los mediadores a cumplir fielmente el encargo, 

incurriendo, si no lo hicieren, en responsabilidad por los daños y perjuicios que causaren. El 
perjudicado tendrá acción directa contra el mediador y, en su caso, la institución de 
mediación que corresponda con independencia de las acciones de reembolso que asistan a 
ésta contra los mediadores. La responsabilidad de la institución de mediación derivará de la 
designación del mediador o del incumplimiento de las obligaciones que le incumben.

Artículo 15.  Coste de la mediación.
1. El coste de la mediación, haya concluido o no con el resultado de un acuerdo, se 

dividirá por igual entre las partes, salvo pacto en contrario.
2. Tanto los mediadores como la institución de mediación podrán exigir a las partes la 

provisión de fondos que estimen necesaria para atender el coste de la mediación.
Si las partes o alguna de ellas no realizaran en plazo la provisión de fondos solicitada, el 

mediador o la institución, podrán dar por concluida la mediación. No obstante, si alguna de 
las partes no hubiere realizado su provisión, el mediador o la institución, antes de acordar la 
conclusión, lo comunicará a las demás partes, por si tuvieren interés en suplirla dentro del 
plazo que hubiera sido fijado.

TÍTULO IV
Procedimiento de mediación

Artículo 16.  Solicitud de inicio.
1. El procedimiento de mediación podrá iniciarse:
a) De común acuerdo entre las partes. En este caso la solicitud incluirá la designación 

del mediador o la institución de mediación en la que llevarán a cabo la mediación, así como 
el acuerdo sobre el lugar en el que se desarrollarán las sesiones y la lengua o lenguas de las 
actuaciones.

b) Por una de las partes en cumplimiento de un pacto de sometimiento a mediación 
existente entre aquellas.

c) Por una de las partes antes del ejercicio de acciones judiciales y en cumplimiento del 
requisito de procedibilidad previsto en el artículo 403.2 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil.

d) Por derivación judicial o del letrado o la letrada de la Administración de Justicia, previa 
conformidad de las partes en los términos previstos en las leyes procesales.
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2. La solicitud se formulará ante las instituciones de mediación o ante el mediador 
propuesto por una de las partes a las demás o ya designado por ellas.

3. Cuando de manera voluntaria se inicie una mediación estando en curso un proceso 
judicial, las partes de común acuerdo podrán solicitar su suspensión de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación procesal.

En los casos en que se derive a mediación por el juez, jueza o tribunal o por el letrado o 
letrada de la Administración de Justicia durante el curso del proceso, las partes designarán 
un mediador o institución de mediación debidamente acreditados ante los registros de 
mediadores del Ministerio de Justicia o de las Comunidades Autónomas. Si no llegasen a un 
acuerdo en la designación en el plazo común de cinco días, se nombrará el que por turno 
corresponda de la lista de mediadores de cada especialidad que exista en el Servicio de 
medios adecuados de solución de controversias o ante los propios tribunales.

En todos los casos, la no aceptación por el mediador designado en primer lugar, salvo 
que sea justificada, se entenderá como renuncia automática a la designación efectuada, sin 
perjuicio de las responsabilidades disciplinarias en que pueda incurrir por razón de dicha 
negativa.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.7 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 16. Solicitud de inicio.
1. El procedimiento de mediación podrá iniciarse:

a) De común acuerdo entre las partes. En este caso la solicitud incluirá la designación del 
mediador o la institución de mediación en la que llevarán a cabo la mediación, así como el 
acuerdo sobre el lugar en el que se desarrollarán las sesiones y la lengua o lenguas de las 
actuaciones.

b) Por una de las partes en cumplimiento de un pacto de sometimiento a mediación 
existente entre aquéllas.

2. La solicitud se formulará ante las instituciones de mediación o ante el mediador 
propuesto por una de las partes a las demás o ya designado por ellas.

3. Cuando de manera voluntaria se inicie una mediación estando en curso un proceso 
judicial, las partes de común acuerdo podrán solicitar su suspensión de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación procesal."

Artículo 17.  Sesión inicial.
1. Recibida la solicitud y salvo pacto en contrario de las partes, el mediador o la 

institución de mediación citará a las partes para la celebración de la sesión inicial. En caso 
de inasistencia injustificada de cualquiera de las partes a dicha sesión se entenderá que 
rehúsan la mediación solicitada y se tendrá por cumplido el requisito de procedibilidad. La 
información de qué parte o partes no asistieron a la sesión no será confidencial.

En esa sesión el mediador informará a las partes de las posibles causas que puedan 
afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; así como de las 
características de la mediación, su coste, la organización del procedimiento y las 
consecuencias jurídicas del acuerdo que se pudiera alcanzar, y del plazo para firmar el acta 
de la sesión constitutiva.

Las partes habrán de manifestar durante la sesión el objeto de la controversia para que 
el intento de mediación pueda entenderse como suficiente para considerar cumplido el 
requisito de procedibilidad previo a la interposición de la demanda.

2. El mediador deberá expedir, a petición de cualquiera de las partes, un documento en 
el que deberá hacer constar:

a) La identidad del mediador, su cualificación, colegio profesional o institución a la que 
pertenece.
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b) La identidad de las partes.
c) El objeto de la controversia.
d) La fecha de la sesión.
e) La declaración solemne de que las dos partes han intervenido de buena fe en el 

proceso, para que surta efectos ante la autoridad judicial correspondiente.
f) En su caso, la inasistencia de cualquiera de las partes.
La certificación por el mediador de la asistencia de las partes a esta sesión inicial, o el 

inicio del proceso de mediación de buena fe, aun cuando posteriormente se abandone por el 
desistimiento de cualquiera de las partes, satisface el requisito de procedibilidad del intento 
negociador previo a la interposición de la demanda.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.8 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 17. Información y sesiones informativas
1. Recibida la solicitud y salvo pacto en contrario de las partes, el mediador o la institución 

de mediación citará a las partes para la celebración de la sesión informativa. En caso de 
inasistencia injustificada de cualquiera de las partes a la sesión informativa se entenderá que 
desisten de la mediación solicitada. La información de qué parte o partes no asistieron a la 
sesión no será confidencial.

En esa sesión el mediador informará a las partes de las posibles causas que puedan 
afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; así como de las 
características de la mediación, su coste, la organización del procedimiento y las consecuencias 
jurídicas del acuerdo que se pudiera alcanzar, así como del plazo para firmar el acta de la 
sesión constitutiva.

2. Las instituciones de mediación podrán organizar sesiones informativas abiertas para 
aquellas personas que pudieran estar interesadas en acudir a este sistema de resolución de 
controversias, que en ningún caso sustituirán a la información prevista en el apartado 1."

Artículo 18.  Pluralidad de mediadores.
1. La mediación será llevada a cabo por uno o varios mediadores.
2. Si por la complejidad de la materia o por la conveniencia de las partes se produjera la 

actuación de varios mediadores en un mismo procedimiento, éstos actuarán de forma 
coordinada.

Artículo 19.  Sesión constitutiva.
1. El procedimiento de mediación comenzará mediante una sesión constitutiva en la que 

las partes expresarán su deseo de desarrollar la mediación y dejarán constancia de los 
siguientes aspectos:

a) El programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del 
procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación.

b) La información del coste de la mediación o las bases para su determinación, con 
indicación separada de los honorarios de la persona mediadora y de otros posibles gastos.

c) La declaración de aceptación voluntaria por las partes de la mediación y de que 
asumen las obligaciones de ella derivadas.

d) El lugar de celebración y la lengua del procedimiento.
2. De la sesión constitutiva se levantará un acta en la que consten estos aspectos, que 

será firmada tanto por las partes como por la persona o personas mediadoras. En otro caso, 
dicha acta declarará que la mediación se ha intentado sin efecto.
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Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.9 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 19. Sesión constitutiva.
1. El procedimiento de mediación comenzará mediante una sesión constitutiva en la que las 

partes expresarán su deseo de desarrollar la mediación y dejarán constancia de los siguientes 
aspectos:

a) La identificación de las partes.
b) La designación del mediador y, en su caso, de la institución de mediación o la aceptación 

del designado por una de las partes.
c) El objeto del conflicto que se somete al procedimiento de mediación.
d) El programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del 

procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación.
e) La información del coste de la mediación o las bases para su determinación, con 

indicación separada de los honorarios del mediador y de otros posibles gastos.
f) La declaración de aceptación voluntaria por las partes de la mediación y de que asumen 

las obligaciones de ella derivadas.
g) El lugar de celebración y la lengua del procedimiento.
2. De la sesión constitutiva se levantará un acta en la que consten estos aspectos, que será 

firmada tanto por las partes como por el mediador o mediadores. En otro caso, dicha acta 
declarará que la mediación se ha intentado sin efecto."

Artículo 20.  Duración del procedimiento.
1. La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus 

actuaciones se concentrarán en el mínimo número de sesiones.
2. En los casos en que se opte por el intento de mediación como requisito de 

procedibilidad, la duración de la mediación no podrá exceder de tres meses desde la 
recepción de la solicitud por el mediador.

Téngase en cuenta que esta última actualización, establecida por la disposición final 20.10 
de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 
2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"Artículo 20. Duración del procedimiento.
La duración del procedimiento de mediación será lo más breve posible y sus actuaciones se 

concentrarán en el mínimo número de sesiones."

Artículo 21.  Desarrollo de las actuaciones de mediación.
1. El mediador convocará a las partes para cada sesión con la antelación necesaria, 

dirigirá las sesiones y facilitará la exposición de sus posiciones y su comunicación de modo 
igual y equilibrado.

2. Las comunicaciones entre el mediador y las personas en conflicto podrán ser o no 
simultáneas.

3. El mediador comunicará a todas las partes la celebración de las reuniones que tengan 
lugar por separado con alguna de ellas, sin perjuicio de la confidencialidad sobre lo tratado. 
El mediador no podrá ni comunicar ni distribuir la información o documentación que la parte 
le hubiera aportado, salvo autorización expresa de esta.
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Artículo 22.  Terminación del procedimiento.
1. El procedimiento de mediación puede concluir en acuerdo o finalizar sin alcanzar 

dicho acuerdo, bien sea porque todas o alguna de las partes ejerzan su derecho a dar por 
terminadas las actuaciones, comunicándoselo al mediador, bien porque haya transcurrido el 
plazo máximo acordado por las partes para la duración del procedimiento, así como cuando 
el mediador aprecie de manera justificada que las posiciones de las partes son 
irreconciliables o concurra otra causa que determine su conclusión.

Con la terminación del procedimiento se devolverán a cada parte los documentos que 
hubiere aportado. Con los documentos que no hubieren de devolverse a las partes, se 
formará un expediente que deberá conservar y custodiar el mediador o, en su caso, la 
institución de mediación, una vez terminado el procedimiento, por un plazo de cuatro meses.

2. La renuncia del mediador a continuar el procedimiento o el rechazo de las partes a su 
mediador sólo producirá la terminación del procedimiento cuando no se llegue a nombrar un 
nuevo mediador.

3. El acta final determinará la conclusión del procedimiento y, en su caso, reflejará los 
acuerdos alcanzados de forma clara y comprensible, o su finalización por cualquier otra 
causa.

El acta deberá ir firmada por todas las partes y por el mediador o mediadores y se 
entregará un ejemplar original a cada una de ellas. En caso de que alguna de las partes no 
quisiera firma el acta, el mediador hará constar en la misma esta circunstancia, entregando 
un ejemplar a las partes que lo deseen.

Artículo 23.  El acuerdo de mediación.
1. El acuerdo de mediación puede versar sobre una parte o sobre la totalidad de las 

materias sometidas a la mediación.
En el acuerdo de mediación deberá constar la identidad y el domicilio de las partes, el 

lugar y fecha en que se suscribe, las obligaciones que cada parte asume y que se ha 
seguido un procedimiento de mediación ajustado a las previsiones de esta Ley, con 
indicación del mediador o mediadores que han intervenido y, en su caso, de la institución de 
mediación en la cual se ha desarrollado el procedimiento.

2. El acuerdo de mediación deberá firmarse por las partes o sus representantes.
3. Del acuerdo de mediación se entregará un ejemplar a cada una de las partes, 

reservándose otro el mediador para su conservación.
El mediador informará a las partes del carácter vinculante del acuerdo alcanzado y de 

que pueden instar su elevación a escritura pública al objeto de configurar su acuerdo como 
un título ejecutivo.

4. Contra lo convenido en el acuerdo de mediación sólo podrá ejercitarse la acción de 
nulidad por las causas que invalidan los contratos.

Artículo 24.  Actuaciones desarrolladas por medios electrónicos.
1. Las partes podrán acordar que todas o alguna de las actuaciones de mediación, 

incluida la sesión constitutiva y las sucesivas que estimen conveniente, se lleven a cabo por 
medios electrónicos, por videoconferencia u otro medio análogo de transmisión de la voz o la 
imagen, siempre que quede garantizada la identidad de los intervinientes y el respeto a los 
principios de la mediación previstos en esta Ley.

2. La mediación que consista en una reclamación de cantidad que no exceda de 600 
euros se desarrollará preferentemente por medios electrónicos, salvo que el empleo de éstos 
no sea posible para alguna de las partes.
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TÍTULO V
Ejecución de los acuerdos

Artículo 25.  Formalización del título ejecutivo.
1. Las partes podrán elevar a escritura pública el acuerdo alcanzado tras un 

procedimiento de mediación.
El acuerdo de mediación se presentará por cualquiera de las partes ante un notario 

acompañado de copia de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento, sin que 
sea necesaria la presencia del mediador.

2. Para llevar a cabo la elevación a escritura pública del acuerdo de mediación, el notario 
verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos en esta Ley y que su contenido no es 
contrario a Derecho.

3. Cuando el acuerdo de mediación haya de ejecutarse en otro Estado, además de la 
elevación a escritura pública, será necesario el cumplimiento de los requisitos que, en su 
caso, puedan exigir los convenios internacionales en que España sea parte y las normas de 
la Unión Europea.

4. Cuando el acuerdo se hubiere alcanzado en una mediación desarrollada después de 
iniciar un proceso judicial, las partes podrán solicitar del tribunal su homologación de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Téngase en cuenta que esta última actualización de los apartados 1, segundo párrafo, y 4, 
establecida por la disposición final 20.11 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-
A-2025-76, entra en vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"1. Las partes podrán elevar a escritura pública el acuerdo alcanzado tras un procedimiento 

de mediación.
El acuerdo de mediación se presentará por las partes ante un notario acompañado de copia 

de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento, sin que sea necesaria la 
presencia del mediador.

[...]
4. Cuando el acuerdo se hubiere alcanzado en una mediación desarrollada después de 

iniciar un proceso judicial, las partes podrán solicitar del tribunal su homologación de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil."

Artículo 26.  Tribunal competente para la ejecución de los acuerdos de mediación.
La ejecución de los acuerdos resultado de una mediación iniciada estando en curso un 

proceso se instará ante el tribunal que homologó el acuerdo.
Si se tratase de acuerdos formalizados tras un procedimiento de mediación será 

competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se hubiera firmado el acuerdo 
de mediación, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 545 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Artículo 27.  Ejecución de los acuerdos de mediación transfronterizos.
1. Sin perjuicio de lo que dispongan la normativa de la Unión Europea y los convenios 

internacionales vigentes en España, el reconocimiento y ejecución de un acuerdo de 
mediación se producirá en la forma prevista en la Ley de cooperación jurídica internacional 
en materia civil.

2. Un acuerdo de mediación que no haya sido declarado ejecutable por una autoridad 
extranjera sólo podrá ser ejecutado en España previa elevación a escritura pública por 
notario español a solicitud de las partes, o de una de ellas con el consentimiento expreso de 
las demás.
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3. El documento extranjero no podrá ser ejecutado cuando resulte contrario al orden 
público español.

Disposición adicional primera.  Reconocimiento de instituciones o servicios de mediación.
Las instituciones o servicios de mediación establecidos o reconocidos por las 

Administraciones públicas de acuerdo con lo dispuesto en las leyes podrán asumir las 
funciones de mediación previstas en esta Ley siempre que cumplan las condiciones 
establecidas en la misma para actuar como instituciones de mediación.

Disposición adicional segunda.  Impulso a la mediación.
1. Las Administraciones públicas competentes para la provisión de medios materiales al 

servicio de la Administración de Justicia proveerán la puesta a disposición de los órganos 
jurisdiccionales y del público de información sobre la mediación como alternativa al proceso 
judicial.

2. Las Administraciones públicas competentes procurarán incluir la mediación dentro del 
asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso, previstos en el artículo 6 de la Ley 
1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, en la medida que permita reducir 
tanto la litigiosidad como sus costes.

Disposición adicional tercera.  Escrituras públicas de formalización de acuerdos de 
mediación.

Para el cálculo de los honorarios notariales de la escritura pública de formalización de los 
acuerdos de mediación se aplicarán los aranceles correspondientes a los «Documentos sin 
cuantía» previstos en el número 1 del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de 
noviembre, por el que se aprueba el arancel de los notarios.

Disposición adicional cuarta.  Igualdad de oportunidades para las personas con 
discapacidad.

Los procedimientos de mediación deberán garantizar la igualdad de oportunidades para 
las personas con discapacidad. A tal fin, deberán atenerse a lo dispuesto en el Real Decreto 
366/2007, de 16 de marzo, por el que se establecen las condiciones de accesibilidad y no 
discriminación de las personas con discapacidad en sus relaciones con la Administración 
General del Estado.

En especial se deberá garantizar la accesibilidad de los entornos, la utilización de la 
lengua de signos y los medios de apoyo a la comunicación oral, el braille, la comunicación 
táctil o cualquier otro medio o sistema que permita a las personas con discapacidad 
participar plenamente del proceso.

Los medios electrónicos a los que se refiere el artículo 24 de esta Ley deberán atenerse 
a las condiciones de accesibilidad previstas en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico.

Disposición derogatoria.  
Queda derogado el Real Decreto-ley 5/2012, de 5 de marzo, de mediación en asuntos 

civiles y mercantiles.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios 
Profesionales.

La letra ñ) del artículo 5 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, 
pasa a tener la siguiente redacción:

«ñ) Impulsar y desarrollar la mediación, así como desempeñar funciones de 
arbitraje, nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación 
vigente.»
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Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

La letra i del apartado 1 del artículo 2 de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, pasa a tener la siguiente redacción:

«i) Impulsar y desarrollar la mediación, así como desempeñar funciones de 
arbitraje mercantil, nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la 
legislación vigente.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

Se modifican los artículos 19, 39, 63, 65, 66, 206, 335, 347, 395, 414, 415, 438, 440, 
443, 517, 518, 539, 545, 548, 550, 556, 559, 576 y 580 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, en los términos siguientes:

Uno. El apartado 1 del artículo 19 queda redactado en los siguientes términos:
«1. Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y podrán 

renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a arbitraje y transigir 
sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o establezca 
limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero.»

Dos. Se modifica el artículo 39, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 39.  Apreciación de la falta de competencia internacional o de jurisdicción a 
instancia de parte.

El demandado podrá denunciar mediante declinatoria la falta de competencia 
internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden 
jurisdiccional o por haberse sometido a arbitraje o mediación la controversia.»

Tres. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 63 queda redactado del siguiente 
modo:

«1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima 
en el juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que 
se ha interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales 
extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores.»

Cuatro. Se da nueva redacción al párrafo segundo del apartado 2 del artículo 65:
«Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en 

haberse sometido el asunto a arbitraje o a mediación.»
Cinco. El artículo 66 queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 66.  Recursos en materia de competencia internacional, jurisdicción, 
sumisión a arbitraje o mediación y competencia objetiva.

1. Contra el auto absteniéndose de conocer por falta de competencia 
internacional, por pertenecer el asunto a tribunal de otro orden jurisdiccional, por 
haberse sometido el asunto a arbitraje o a mediación o por falta de competencia 
objetiva, cabrá recurso de apelación.

2. Contra el auto por el que se rechace la falta de competencia internacional, de 
jurisdicción o de competencia objetiva, sólo cabrá recurso de reposición, sin perjuicio 
de alegar la falta de esos presupuestos procesales en la apelación contra la 
sentencia definitiva.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación cuando el auto 
rechace la sumisión del asunto a arbitraje o a mediación.»

Seis. Se modifica la regla 2.ª del apartado 1 del artículo 206, que pasa a tener la 
siguiente redacción:
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«2.ª Se dictarán autos cuando se decidan recursos contra providencias o 
decretos, cuando se resuelva sobre admisión o inadmisión de demanda, 
reconvención, acumulación de acciones, admisión o inadmisión de la prueba, 
aprobación judicial de transacciones, acuerdos de mediación y convenios, medidas 
cautelares y nulidad o validez de las actuaciones.

También revestirán la forma de auto las resoluciones que versen sobre 
presupuestos procesales, anotaciones e inscripciones registrales y cuestiones 
incidentales, tengan o no señalada en esta Ley tramitación especial, siempre que en 
tales casos la ley exigiera decisión del Tribunal, así como las que pongan fin a las 
actuaciones de una instancia o recurso antes de que concluya su tramitación 
ordinaria, salvo que, respecto de estas últimas, la ley hubiera dispuesto que deban 
finalizar por decreto.»

Siete. Se añade un apartado 3 nuevo al artículo 335, con la siguiente redacción:
«3. Salvo acuerdo en contrario de las partes, no se podrá solicitar dictamen a un 

perito que hubiera intervenido en una mediación o arbitraje relacionados con el 
mismo asunto.»

Ocho. El párrafo segundo del apartado 1 del artículo 347 queda redactado de la forma 
siguiente:

«El tribunal sólo denegará las solicitudes de intervención que, por su finalidad y 
contenido, hayan de estimarse impertinentes o inútiles, o cuando existiera un deber 
de confidencialidad derivado de la intervención del perito en un procedimiento de 
mediación anterior entre las partes.»

Nueve. El segundo párrafo del apartado 1 del artículo 395 pasa a tener la siguiente 
redacción:

«Se entenderá que, en todo caso, existe mala fe, si antes de presentada la 
demanda se hubiese formulado al demandado requerimiento fehaciente y justificado 
de pago, o si se hubiera iniciado procedimiento de mediación o dirigido contra él 
demanda de conciliación.»

Diez. Se sustituye el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 414 por los siguientes:
«En esta convocatoria, si no se hubiera realizado antes, se informará a las partes 

de la posibilidad de recurrir a una negociación para intentar solucionar el conflicto, 
incluido el recurso a una mediación, en cuyo caso éstas indicarán en la audiencia su 
decisión al respecto y las razones de la misma.

La audiencia se llevará a cabo, conforme a lo establecido en los artículos 
siguientes, para intentar un acuerdo o transacción de las partes que ponga fin al 
proceso, examinar las cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución 
de éste y a su terminación mediante sentencia sobre su objeto, fijar con precisión 
dicho objeto y los extremos, de hecho o de derecho, sobre los que exista 
controversia entre las partes y, en su caso, proponer y admitir la prueba.

En atención al objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que 
intenten un acuerdo que ponga fin al proceso, en su caso a través de un 
procedimiento de mediación, instándolas a que asistan a una sesión informativa.»

Once. Los apartados 1 y 3 del artículo 415 pasan a tener la siguiente redacción:
«1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y comprobará si 

subsiste el litigio entre ellas.
Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen dispuestas a 

concluirlo de inmediato, podrán desistir del proceso o solicitar del tribunal que 
homologue lo acordado.

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso 
de conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a mediación o 
arbitraje.
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En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los requisitos 
de capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes 
debidamente acreditados, que asistan al acto.»

«3. Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo o no se mostrasen dispuestas 
a concluirlo de inmediato, la audiencia continuará según lo previsto en los artículos 
siguientes.

Cuando se hubiera suspendido el proceso para acudir a mediación, terminada la 
misma, cualquiera de las partes podrá solicitar que se alce la suspensión y se señale 
fecha para la continuación de la audiencia.»

Doce. Se añade una excepción 4.ª al apartado 3 del artículo 438, con la siguiente 
redacción:

«4.ª En los procedimientos de separación, divorcio o nulidad y en los que tengan 
por objeto obtener la eficacia civil de las resoluciones o decisiones eclesiásticas, 
cualquiera de los cónyuges podrá ejercer simultáneamente la acción de división de la 
cosa común respecto de los bienes que tengan en comunidad ordinaria indivisa. Si 
hubiere diversos bienes en régimen de comunidad ordinaria indivisa y uno de los 
cónyuges lo solicitare, el tribunal puede considerarlos en conjunto a los efectos de 
formar lotes o adjudicarlos.»

Trece. El apartado 1 del artículo 440 queda redactado como sigue:
«El secretario judicial, examinada la demanda, la admitirá o dará cuenta de ella al 

tribunal para que resuelva lo que proceda conforme a lo previsto en el artículo 404. 
Admitida la demanda, el secretario judicial citará a las partes para la celebración de 
vista en el día y hora que a tal efecto señale, debiendo mediar diez días, al menos, 
desde el siguiente a la citación y sin que puedan exceder de veinte.

En la citación se informará a las partes de la posibilidad de recurrir a una 
negociación para intentar solucionar el conflicto, incluido el recurso a una mediación, 
en cuyo caso éstas indicarán en la audiencia su decisión al respecto y las razones de 
la misma.

En la citación se hará constar que la vista no se suspenderá por inasistencia del 
demandado y se advertirá a los litigantes que han de concurrir con los medios de 
prueba de que intenten valerse, con la prevención de que si no asistieren y se 
propusiere y admitiere su declaración, podrán considerarse admitidos los hechos del 
interrogatorio conforme a lo dispuesto en el artículo 304. Asimismo, se prevendrá a 
demandante y demandado de lo dispuesto, en el artículo 442, para el caso de que no 
comparecieren a la vista.

La citación indicará también a las partes que, en el plazo de los tres días 
siguientes a la recepción de la citación, deben indicar las personas que por no 
poderlas presentar ellas mismas, han de ser citadas por el secretario judicial a la 
vista para que declaren en calidad de partes o de testigos. A tal fin, facilitarán todos 
los datos y circunstancias precisos para llevar a cabo la citación. En el mismo plazo 
de tres días podrán las partes pedir respuestas escritas a cargo de personas 
jurídicas o entidades públicas, por los trámites establecidos en el artículo 381 de esta 
Ley.»

Catorce. El apartado 3 del artículo 443 queda redactado como sigue:
«3. Oído el demandante sobre las cuestiones a que se refiere el apartado 

anterior, así como las que considerare necesario proponer acerca de la personalidad 
y representación del demandado, el tribunal resolverá lo que proceda y, si manda 
proseguir el juicio, el demandado podrá pedir que conste en acta su disconformidad, 
a los efectos de apelar contra la sentencia que en definitiva recaiga.

En atención al objeto del proceso, el tribunal podrá invitar a las partes a que 
intenten un acuerdo que ponga fin al proceso, en su caso, a través de un 
procedimiento de mediación, instándolas a que asistan a una sesión informativa. Las 
partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del proceso de 
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conformidad con lo previsto en el artículo 19.4, para someterse a mediación o 
arbitraje.»

Quince. El número 2 del apartado 2 del artículo 517 pasa a tener la siguiente redacción:
«2. Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo 

estos últimos haber sido elevados a escritura pública de acuerdo con la Ley de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.»

Dieciséis. El artículo 518 pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 518.  Caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia judicial, o 
resolución arbitral o acuerdo de mediación.

La acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución del tribunal o del 
secretario judicial que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el 
proceso, en resolución arbitral o en acuerdo de mediación caducará si no se 
interpone la correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes 
a la firmeza de la sentencia o resolución.»

Diecisiete. Se añade un nuevo párrafo al apartado 1 del artículo 539, con la siguiente 
redacción:

«Para la ejecución derivada de un acuerdo de mediación o un laudo arbitral se 
requerirá la intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad por la que 
se despache ejecución sea superior a 2.000 euros.»

Dieciocho. El apartado 2 del artículo 545 queda redactado en los siguientes términos:
«2. Cuando el título sea un laudo arbitral o un acuerdo de mediación, será 

competente para denegar o autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el 
Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dictado el laudo o se hubiera 
firmado el acuerdo de mediación.»

Diecinueve. Se modifica el artículo 548:

«Artículo 548.  Plazo de espera de la ejecución de resoluciones procesales o 
arbitrales o de acuerdos de mediación.

No se despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de 
acuerdos de mediación, dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la 
resolución de condena sea firme, o la resolución de aprobación del convenio o de 
firma del acuerdo haya sido notificada al ejecutado.»

Veinte. Se añade un nuevo párrafo al ordinal 1.º del apartado 1 del artículo 550, con la 
siguiente redacción:

«Cuando el título sea un acuerdo de mediación elevado a escritura pública, se 
acompañará, además, copia de las actas de la sesión constitutiva y final del 
procedimiento.»

Veintiuno. Se modifica la rúbrica y el párrafo primero del apartado 1 del artículo 556, que 
pasan a tener la siguiente redacción:

«Artículo 556.  Oposición a la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de 
los acuerdos de mediación.

1. Si el título ejecutivo fuera una resolución procesal o arbitral de condena o un 
acuerdo de mediación, el ejecutado, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación del auto en que se despache ejecución, podrá oponerse a ella por escrito 
alegando el pago o cumplimiento de lo ordenado en la sentencia, laudo o acuerdo, 
que habrá de justificar documentalmente.»

Veintidós. Se da nueva redacción al ordinal 3.º del apartado 1 del artículo 559:
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«3.º Nulidad radical del despacho de la ejecución por no contener la sentencia o 
el laudo arbitral pronunciamientos de condena, o porque el laudo o el acuerdo de 
mediación no cumpla los requisitos legales exigidos para llevar aparejada ejecución, 
o por infracción, al despacharse ejecución, de lo dispuesto en el artículo 520.»

Veintitrés. El apartado 3 del artículo 576 queda redactado de la siguiente forma:
«3. Lo establecido en los anteriores apartados será de aplicación a todo tipo de 

resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional, los laudos arbitrales y los 
acuerdos de mediación que impongan el pago de cantidad líquida, salvo las 
especialidades legalmente previstas para las Haciendas Públicas.»

Veinticuatro. Se da nueva redacción al artículo 580, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«Artículo 580.  Casos en que no procede el requerimiento de pago.
Cuando el título ejecutivo consista en resoluciones del secretario judicial, 

resoluciones judiciales o arbitrales o que aprueben transacciones o convenios 
alcanzados dentro del proceso, o acuerdos de mediación, que obliguen a entregar 
cantidades determinadas de dinero, no será necesario requerir de pago al ejecutado 
para proceder al embargo de sus bienes.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el 
acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales.

Se modifican el artículo 2 y la disposición transitoria única y se añaden dos nuevas 
disposiciones adicionales, octava y novena, a la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el 
acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, en los términos 
siguientes:

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 2, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Los títulos profesionales regulados en esta Ley serán expedidos por el 
Ministerio de Justicia.»

Dos. Se añade una nueva disposición adicional octava, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional octava.  Licenciados en Derecho.
Los títulos profesionales que se regulan en esta Ley no serán exigibles a quienes 

obtengan un título de licenciado en Derecho con posterioridad a la entrada en vigor 
de la misma, siempre que en el plazo máximo de dos años, a contar desde el 
momento en que se encuentren en condiciones de solicitar la expedición del título 
oficial de licenciado en Derecho, procedan a colegiarse, como ejercientes o no 
ejercientes.»

Tres. Se añade una nueva disposición adicional novena, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional novena.  Títulos extranjeros homologados.
Los títulos profesionales que se regulan en esta Ley no serán exigibles a quienes 

en el momento de entrada en vigor de la presente Ley hubieran solicitado la 
homologación de su título extranjero al de licenciado en Derecho, siempre que en el 
plazo máximo de dos años, a contar desde el momento en que obtengan dicha 
homologación, procedan a colegiarse, como ejercientes o no ejercientes.»

Cuatro. Se modifica el apartado 3 de la disposición transitoria única, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«3. Quienes en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley se 
encontraran en posesión del título de licenciado o grado en Derecho o en 
condiciones de solicitar su expedición y no estuvieran comprendidos en el apartado 
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anterior, dispondrán de un plazo máximo de dos años, a contar desde su entrada en 
vigor, para proceder a colegiarse, como ejercientes o no ejercientes, sin que les sea 
exigible la obtención de los títulos profesionales que en ella se regulan.»

Disposición final quinta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 

legislación mercantil, procesal y civil, establecida en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la 
Constitución. No obstante lo anterior, la modificación de la Ley 34/2006 se efectúa al amparo 
del artículo 149.1.1.ª, 6.ª y 30.ª de la Constitución.

Disposición final sexta.  Incorporación de normas de la Unión Europea.
Mediante esta Ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2008/52/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre ciertos aspectos de la 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

Disposición final séptima.  Procedimiento simplificado de mediación por medios 
electrónicos para reclamaciones de cantidad.

El Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Justicia, promoverá la resolución de los 
conflictos que versen sobre reclamaciones de cantidad a través de un procedimiento de 
mediación simplificado que se desarrollará exclusivamente por medios electrónicos. Las 
pretensiones de las partes, que en ningún caso se referirán a argumentos de confrontación 
de derecho, quedarán reflejadas en los formularios de solicitud del procedimiento y su 
contestación que el mediador o la institución de mediación facilitarán a los interesados. El 
procedimiento tendrá una duración máxima de un mes, a contar desde el día siguiente a la 
recepción de la solicitud y será prorrogable por acuerdo de las partes.

Disposición final octava.  Desarrollo reglamentario del control del cumplimiento de los 
requisitos de la mediación exigidos en la Ley.

1. El Gobierno, a iniciativa del Ministro de Justicia, podrá prever reglamentariamente los 
instrumentos que se consideren necesarios para la verificación del cumplimiento de los 
requisitos exigidos en esta Ley a los mediadores y a las instituciones de mediación, así como 
de su publicidad. Estos instrumentos podrán incluir la creación de un Registro de Mediadores 
y de Instituciones de Mediación, dependiente del Ministerio de Justicia y coordinado con los 
Registros de Mediación de las Comunidades Autónomas, y en el que en atención al 
incumplimiento de los requisitos previstos en esta Ley se podrá dar de baja a un mediador.

2. Las Administraciones públicas competentes determinarán la duración y contenido 
mínimo del curso o cursos que con carácter previo habrán de realizar los mediadores para 
adquirir la formación necesaria para el desempeño de la mediación, así como la formación 
continua que deben recibir. Dicha formación incluirá, entre otras materias, sendos módulos 
de igualdad, de atención a las personas con discapacidad, de detección de violencia de 
género que tenga en cuenta la perspectiva de discapacidad, de perspectiva de género y de 
infancia y de diversidad sexual, de género y familiar para todos los mediadores que deseen 
actuar en el ámbito del Derecho de familia.

También deberá incluir formación en necesidades específicas de las personas con una 
edad de sesenta y cinco años o más que garantice su participación en el procedimiento de 
mediación en condiciones de igualdad.

El Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente el alcance de la obligación de 
aseguramiento de la responsabilidad civil de los mediadores.
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Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la 
disposición final 20.12 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en 
vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.1

Redacción anterior:
"2. El Gobierno, a iniciativa del Ministerio de Justicia, podrá determinar la duración y 

contenido mínimo del curso o cursos que con carácter previo habrán de realizar los mediadores 
para adquirir la formación necesaria para el desempeño de la mediación, así como la formación 
continua que deben recibir.

Reglamentariamente se podrá desarrollar el alcance de la obligación de aseguramiento de 
la responsabilidad civil de los mediadores."

Disposición final novena.  Evaluación de las medidas adoptadas por la presente Ley.
El Gobierno deberá remitir a las Cortes Generales, en el plazo de dos años, un informe 

sobre la aplicación, la efectividad y los efectos del conjunto de medidas adoptadas por la 
presente Ley a los efectos de evaluar su funcionamiento.

Dicho informe incluirá asimismo la posible adopción de otras medidas, tanto sustantivas 
como procedimentales, que, a través de las oportunas iniciativas, mejoren la mediación en 
asuntos civiles y mercantiles.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 55

Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa 

a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 268, de 4 de noviembre de 2017

Última modificación: 3 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-2017-12659

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
En la evolución de la protección jurídica del consumidor, tanto en los ordenamientos 

nacionales como en el derecho comunitario, se pueden distinguir, algo distantes, aunque no 
del todo separadas, dos etapas. En una primera etapa se reconocen principios y derechos 
en favor de los consumidores, mientras que en una segunda etapa los Estados advierten 
que no es suficiente el reconocimiento de un repertorio de derechos a los consumidores por 
lo que resulta imprescindible el establecimiento de cauces adecuados para que estos 
puedan hacer valer los derechos reconocidos en la etapa anterior.

Las leyes pueden reconocer al consumidor un amplio elenco de derechos, pero la 
eficiencia de un derecho protector de los consumidores se va a medir, no sólo por la 
perfección o equidad de sus normas, sino también por la existencia de cauces sencillos, 
rápidos y gratuitos o de escaso coste a través de los cuales se puedan hacer exigibles sus 
derechos cuando estos no hayan sido respetados adecuadamente.

En las dos últimas décadas del siglo XX, la Comisión Europea empieza a mostrar su 
preocupación por el problema del acceso de los consumidores a la justicia en los Estados 
miembros y utiliza esta expresión no de forma limitada, en cuanto al acceso de aquellos a los 
distintos tipos de tribunales ordinarios o especializados, sino incluyendo también a otras 
instancias o mecanismos de diversa naturaleza como la mediación, la conciliación y el 
arbitraje. Se empieza entonces a incidir en el hecho de que las dificultades observadas se 
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acrecientan considerablemente cuando el consumidor y el empresario residen en diferentes 
Estados miembros y entran en juego las normas sobre competencia judicial internacional.

Dos comunicaciones remitidas al Consejo Europeo por la Comisión de las Comunidades 
Europeas en los años 1985 y 1987, constituyen los antecedentes de la Resolución del 
Consejo de la CEE de 25 de junio de 1987, sobre el acceso de los consumidores a la 
justicia, en la que se invitaba a la Comisión a ampliar algunos análisis anteriores sobre el 
tema, al tiempo que se sugería un análisis de la evaluación de las barreras que podrían 
obstaculizar el acceso de los consumidores a la justicia sobre la base de tres elementos, 
como son el tiempo empleado, el coste económico soportado y la eficacia conseguida.

Fruto de este análisis, la Comisión Europea presentaba el 16 de noviembre de 1993 el 
Libro Verde sobre el acceso de los consumidores a la justicia y solución de litigios en materia 
de consumo en el mercado único, que constituía un definitivo impulso sobre la materia y en 
el que se ponían de manifiesto los problemas específicos de los consumidores en el ejercicio 
de sus derechos, así como la dimensión comunitaria del problema, señalando que el acceso 
a la justicia, además de ser uno de los derechos reconocidos por el Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos, es una condición de eficacia jurídica de cualquier 
ordenamiento jurídico, y como tal condición también debe ser tenida en cuenta por el 
ordenamiento jurídico comunitario.

Los análisis de la Comisión Europea concluían en reconocer las ventajas ofrecidas por la 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo como medio de conseguir una 
solución extrajudicial, sencilla, rápida y asequible. Unos años antes, el ordenamiento jurídico 
español ya había comenzado a mostrar su interés por poner a disposición de los 
consumidores medios sencillos y rápidos para la solución de sus litigios y de forma 
innovadora e inesperada, por la escasa tradición de la institución jurídica, había optado por 
el arbitraje como procedimiento de solución de los litigios de los consumidores. Así, el 
artículo 31 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, señaló que el Gobierno establecería un sistema arbitral que, sin formalidades 
especiales, atendiera y resolviera con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes las 
quejas o reclamaciones de los consumidores o usuarios, siempre que no concurriera 
intoxicación, lesión o muerte, ni existiesen indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio 
de la protección administrativa y de la judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 
de la Constitución Española. En cumplimiento de ese mandato se aprobó el Real 
Decreto 636/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el sistema arbitral de consumo, 
posteriormente derogado por el Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se 
regula el Sistema Arbitral de Consumo, actualmente vigente.

La Comisión Europea, consciente de la importancia del tema y con el fin de establecer 
unos requisitos mínimos de calidad exigibles a los mecanismos extrajudiciales de solución 
de litigios, adopta, algunos años después, la Recomendación 98/257/CE, de 30 de marzo 
de 1998, relativa a los principios aplicables a los órganos responsables de la solución 
extrajudicial de los litigios en materia de consumo (que proponen o imponen una solución), y 
la Recomendación 2001/310/CE, de 4 de abril de 2001, relativa a los principios aplicables a 
los órganos extrajudiciales de resolución consensual de litigios en materia de consumo.

El Consejo Europeo, en su Resolución de 25 de mayo de 2000, relativa a la creación de 
una red comunitaria de órganos nacionales encargados de la solución extrajudicial de litigios 
de consumo, decide dar un paso adelante, invitando a los Estados miembros a la notificación 
de todos los organismos extrajudiciales que acreditaran el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la primera de las Recomendaciones antes mencionadas con el fin de 
integrarlos en una red comunitaria. En virtud de dicha Resolución fueron notificadas a la 
Comisión Europea las Juntas Arbitrales de Consumo que resuelven mediante arbitraje y, por 
tanto, con carácter vinculante y ejecutivo, los litigios entre consumidores y empresarios.

Sin embargo, estas Recomendaciones han resultado insuficientes para garantizar el 
acceso de los consumidores a mecanismos de solución extrajudicial de conflictos a través de 
este tipo de entidades de resolución alternativa y a sus procedimientos en todas las áreas 
geográficas y sectoriales de la Unión Europea. Quince años después del inicio de la 
notificación a la Comisión Europea de estas entidades de resolución alternativa, los 
consumidores y empresarios continúan sin conocer las vías de recurso extrajudicial, lo que 
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sin duda constituye un obstáculo para el desarrollo y buen funcionamiento del mercado 
interior.

II
La Comunicación de la Comisión Europea de 13 de abril de 2011, titulada «Acta del 

Mercado Único (Doce prioridades para estimular el crecimiento y reforzar la confianza)», 
identificó la legislación sobre resolución alternativa de litigios, incluidos los derivados del 
comercio electrónico, como uno de los obstáculos para la consecución del fin perseguido, 
motivo por el cual fijó como una de las doce prioridades el desarrollo de esta legislación para 
estimular el crecimiento, reforzar la confianza y avanzar en la realización del Mercado Único.

Con el fin de contribuir a alcanzar esta finalidad y mantener un alto nivel de protección 
del consumidor, se aprueban tanto la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de 
consumo y por la que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la 
Directiva 2009/22/CE, como el Reglamento (UE) n.º 524/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, sobre resolución de litigios en línea en materia de 
consumo y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la 
Directiva 2009/22/CE, instrumentos ambos interrelacionados y complementarios.

La Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
que es de armonización mínima, obliga a los Estados miembros a garantizar a los 
consumidores residentes en la Unión Europea la posibilidad de resolver sus litigios con 
empresarios establecidos en cualquier Estado miembro mediante la intervención de 
entidades de resolución alternativa que ofrezcan procedimientos de resolución alternativa o 
extrajudicial de litigios de consumo que sean independientes, imparciales, transparentes, 
efectivos, rápidos y justos. Los litigios a los que se refiere la garantía de resolución 
alternativa son aquellos, de carácter nacional o transfronterizo, relativos a obligaciones 
contractuales derivadas de contratos de compraventa o de prestación de servicios.

Cada Estado miembro debe cumplir con dicha obligación, garantizando la existencia de 
entidades de resolución alternativa que tras acreditar, como mínimo, el cumplimiento de los 
principios, requisitos y garantías establecidos en dicha directiva, den cobertura, al menos, a 
la resolución de litigios en los que estén implicados empresarios establecidos en su territorio. 
Si, pese al cumplimiento general de esa garantía, en un supuesto determinado no existiera 
en su territorio una entidad competente para la resolución de un conflicto, los Estados 
pueden recurrir complementariamente a entidades de resolución alternativa establecidas en 
otro Estado miembro, ya sean transnacionales o paneuropeas.

Para el cumplimiento de este mandato los Estados miembros deben partir de las 
entidades de resolución alternativa de litigios de consumo ya existentes y de los 
procedimientos gestionados por estas, manteniendo así el respeto a sus respectivas 
tradiciones jurídicas en materia de resolución alternativa o extrajudicial de litigios de 
consumo. Esto no impedirá la creación de nuevas entidades que desarrollen la misma 
actividad, pero tanto unas como otras, las entidades ya creadas y las de nueva creación, 
deberán ajustarse por igual a las exigencias y procedimientos establecidos por los Estados 
miembros si desean ser acreditadas.

III
La presente ley incorpora al Derecho español la Directiva 2013/11/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, garantizando la existencia de entidades de 
resolución alternativa establecidas en España que cumplan con los requisitos, garantías y 
obligaciones exigidas por la misma.

De esta forma, los consumidores residentes en España o en cualquier Estado miembro 
de la Unión Europea tendrán la posibilidad de resolver sus litigios de consumo con 
empresarios establecidos en España acudiendo a entidades de resolución alternativa de 
calidad que hayan sido acreditadas por la autoridad competente e incluidas en un listado 
nacional de entidades acreditadas, el cual será trasladado a la Comisión Europea para que 
sea incluido en el listado único de entidades notificadas por los diferentes Estados miembros 
de la Unión Europea.
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Son las propias entidades las que, voluntariamente, podrán solicitar su acreditación ante 
la autoridad competente que proceda, quien dictará resolución tras realizar un análisis y 
evaluación del cumplimiento por las mismas de todos los requisitos exigidos en esta ley. 
Aquellas entidades de resolución alternativa que no se encuentren acreditadas de 
conformidad con el procedimiento establecido en esta norma ejercerán sus funciones en la 
forma prevista para cada caso.

Las entidades de resolución alternativa de litigios que deseen obtener la acreditación que 
concede la autoridad competente deberán estar establecidas en España y cumplir los 
requisitos exigidos por esta ley, y las mismas podrán tener naturaleza pública o privada.

En sectores donde exista un alto nivel de conflictividad y una adhesión limitada a 
entidades de resolución de conflictos, se articularán todas las medidas administrativas y 
normativas necesarias para corregir esta situación, incluidas las sancionadoras. Para ello 
anualmente se evaluarán los sectores más problemáticos y las cuestiones más reclamadas 
en orden a introducir las modificaciones normativas o las políticas que alienten la inclusión 
de estos sectores de actividad en los sistemas de resolución de conflictos que cumplan con 
los principios y garantías que recoge esta ley. Sin perjuicio de que tales mecanismos 
privados internos de reclamación se regulen conforme a los criterios y exigencias que recoge 
esta ley de conformidad a la Directiva 2013/11/UE.

IV
Esta ley se estructura en 45 artículos, distribuidos en un título preliminar y tres títulos, 

tres disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y ocho disposiciones finales.
En el Título preliminar, bajo la rúbrica «Disposiciones generales», se establecen el objeto 

y finalidad de la ley, las definiciones y su ámbito de aplicación, así como los efectos de la 
presentación de una reclamación ante una entidad de resolución alternativa acreditada.

La ley se refiere a los litigios, de carácter nacional o transfronterizo, surgidos entre un 
consumidor y un empresario con ocasión o como consecuencia de un contrato de 
compraventa o de prestación de servicios, celebrado o no a través de internet, 
independientemente del sector económico al que correspondan.

Se incluyen también dentro del ámbito de aplicación de esta ley los litigios derivados de 
las prácticas comerciales llevadas a cabo por empresarios adheridos a códigos de conducta. 
En concreto, y si bien la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 
de mayo de 2013, no hace ninguna referencia a los sistemas de resolución extrajudicial de 
reclamaciones en materia publicitaria, recogidos en el ordenamiento jurídico español en el 
artículo 37.4 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, se considera 
procedente incluir estos sistemas dentro del ámbito de aplicación de esta ley, teniendo en 
cuenta su sujeción a la misma normativa comunitaria y el hecho de que, de no ser incluidos, 
quedarían huérfanos de regulación, no resultando posible su notificación a la Comisión 
Europea.

De esta forma, los requisitos exigibles a los sistemas extrajudiciales de resolución de 
litigios, ya sean relativos a las obligaciones derivadas de los contratos de compraventa o de 
prestación de servicios o a aquellos derivados del incumplimiento de códigos de conducta en 
materia de competencia desleal y publicidad alternativa, quedan sujetos al mismo régimen 
legal, sin distinción alguna.

Esta ley no se aplica a los servicios no económicos de interés general, ni a determinadas 
reclamaciones referidas a servicios relacionados con la salud, ni tampoco a aquellas 
reclamaciones dirigidas a prestadores públicos de enseñanza complementaria o superior. 
Asimismo, quedan fuera de su ámbito de aplicación los litigios entre empresarios, la 
negociación directa entre el consumidor y el empresario, los procedimientos de resolución 
alternativa iniciados o gestionados por los empresarios, así como los intentos o actuaciones 
realizadas en el marco de un procedimiento judicial con el fin de intentar solucionar el 
conflicto objeto del mismo.

La Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
otorga a los Estados miembros libertad para decidir si las entidades acreditadas en su 
territorio están facultadas para imponer una solución a las partes y considera vinculantes 
aquellos procedimientos que tienen como resultado la imposición a cualquiera de ellas de la 
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solución del conflicto, sin hacer referencia alguna al hecho de que aquellos conlleven o no la 
renuncia a la vía judicial, pero estableciendo un tratamiento diferente para ambos supuestos.

En esta línea, la ley define como procedimiento con resultado vinculante aquel que tenga 
como resultado la imposición a cualquiera de las partes de la solución adoptada, con 
independencia de que el resultado conlleve o no la renuncia a la vía judicial, y como 
procedimiento con resultado no vinculante aquel que finalice con un acuerdo entre las 
partes, adoptado por sí mismas o mediante la intervención de un tercero, o que termine con 
una propuesta de solución, con independencia de que las partes puedan posteriormente 
otorgar a su acuerdo carácter vinculante o comprometerse a aceptar la proposición 
efectuada por la persona encargada de la solución del litigio –sería, por ejemplo, el caso de 
la mediación, cuyo resultado no se impone sino que es fruto del acuerdo de las partes, con 
independencia de que pueda adquirir carácter de título ejecutivo si las partes optan por ello-.

El Título I de la ley, que se estructura en dos capítulos, se refiere a la acreditación de las 
entidades de resolución alternativa para su posterior inclusión en el listado nacional de 
entidades acreditadas elaborado por la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición y, a la postre, en el listado consolidado de entidades acreditadas de la 
Comisión Europea.

El Capítulo I de este Título I, denominado «Requisitos exigibles para la acreditación de 
las entidades de resolución alternativa», se estructura en tres secciones en las que se 
agrupan los requisitos exigibles a determinados aspectos de las mismas, a los 
procedimientos que gestionan y a las personas encargadas de la resolución de dichos 
procedimientos.

Es importante destacar que esta ley no regula ni desarrolla procedimientos de resolución 
alternativa de litigios, sino que se limita a establecer los requisitos que buscan la 
armonización de la calidad de las entidades de resolución alternativa a las que pueden 
recurrir los consumidores y los empresarios para la solución de sus litigios.

Atendiendo a un elemental criterio de prudencia, la ley impide acceder a la acreditación 
europea a las entidades de resolución alternativa de litigios de consumo en las cuales las 
personas encargadas de la resolución del litigio estén empleadas o retribuidas directamente 
por el empresario reclamado. Este mismo criterio ha sido seguido por todos los Estados 
miembros en la transposición de la Directiva con la única excepción del sistema francés, que 
permite la acreditación de estas entidades como entidades RAL europeas.

Por otro lado, con el fin de asegurar la eficacia de los procedimientos llevados a cabo por 
las entidades acreditadas, se establece un plazo máximo de resolución de los mismos que 
se fija en noventa días a contar desde el momento en que la entidad haya recibido la 
reclamación completa.

Además, para que las entidades de resolución alternativa puedan ser acreditadas el 
coste de los procedimientos que gestionen deberá ser gratuito para el consumidor. La 
directiva nada establece respecto al coste de estos procedimientos de resolución alternativa 
para el empresario, no incluyéndose tampoco en la ley ninguna cantidad mínima o máxima 
que deba soportar este, dejando libertad a las entidades de resolución alternativa 
acreditadas para su fijación.

El Capítulo II del Título I, relativo al procedimiento para la acreditación de las entidades 
de resolución alternativa, regula, entre otros aspectos, las autoridades competentes para la 
acreditación, la incorporación de aquellas a los listados de entidades acreditadas para su 
posterior notificación a la Comisión Europea, así como la exclusión de las entidades de 
dichos listados en caso de pérdida de los requisitos de acreditación o de incumplimiento de 
las obligaciones asumidas por las mismas.

La ley determina el procedimiento a seguir para la acreditación de las entidades de 
resolución alternativa que lo soliciten. Con carácter general para todos los sectores 
económicos la ley designa como autoridades competentes para la acreditación a la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición, que actuará además como punto 
de contacto único con la Comisión Europea. No obstante, las Comunidades Autónomas que 
en su legislación hayan asumido y desarrollado competencias en materia de mediación de 
consumo, podrán designar autoridades competentes para la acreditación de entidades de 
resolución alternativa de litigios de consumo que finalicen con una decisión no vinculante 
para las partes. Igualmente se atribuye a las Comunidades Autónomas la competencia para 
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la acreditación de entidades que lleven a cabo procedimientos administrativos establecidos y 
desarrollados en su legislación.

Para el sector financiero se establecen algunas especialidades, designándose como 
autoridades competentes para dicho ámbito al Banco de España, a la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones del 
Ministerio de Economía, Industria y Competitividad, cada uno de ellos para las entidades que 
actúen en su respectivo sector de supervisión. Además, en la disposición adicional primera 
se mandata al Gobierno para remitir a las Cortes Generales un proyecto de ley en la que se 
regule una entidad única para la resolución de litigios de consumo en dicho sector. No 
obstante, en la misma disposición adicional se posibilita que las Juntas Arbitrales de 
Consumo, que dan cobertura a reclamaciones de todos los sectores económicos, puedan 
seguir conociendo de los litigios de consumo correspondientes al sector financiero, siempre 
que ambas partes, de forma voluntaria, lo acepten.

Y lo mismo ocurre en materia de protección de los usuarios del transporte aéreo, a la 
que hace referencia la disposición adicional segunda de esta ley, designándose para este 
ámbito como autoridad competente a la persona titular del Ministerio de Fomento.

El Título II, denominado «Obligaciones de las entidades de resolución alternativa 
acreditadas», recoge las diferentes obligaciones que asume cada una de estas entidades a 
consecuencia de su acreditación y establece que cuando una autoridad competente 
determine que se ha incumplido alguna de dichas obligaciones deberá requerir a la entidad 
para que subsane de inmediato el incumplimiento, advirtiéndole que si transcurre un plazo 
de tres meses sin haberlo subsanado será excluida del correspondiente listado de entidades 
acreditadas.

El Título III se estructura en dos capítulos y se denomina «Otras disposiciones». El 
Capítulo I, bajo la rúbrica «Obligaciones de información de los empresarios», establece para 
todos los empresarios la obligación de informar acerca de la existencia de entidades 
acreditadas de resolución alternativa de litigios.

Esta obligación de información, que constituye una novedad importante, afecta a todos 
los empresarios, estén o no adheridos a las entidades de resolución alternativa acreditadas, 
tipificándose su vulneración como infracción sancionable en materia de protección de los 
consumidores y usuarios. Dicha obligación viene a dejar sin efecto las obligaciones previstas 
en los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que hacían referencia a la 
Recomendación 98/257/CE, de 30 de marzo de 1998, y a la Recomendación 2001/310/CE, 
de 4 de abril de 2001, que constituyen los antecedentes de la directiva que con esta ley se 
transpone.

El Capítulo II de este Título III, bajo el título «Actuaciones de las administraciones 
públicas competentes», establece la información que sobre las entidades de resolución 
alternativa acreditadas deben proporcionar el Centro Europeo del Consumidor y las 
administraciones públicas, la asistencia jurídica a los consumidores en caso de litigios 
transfronterizos y la cooperación entre las instituciones públicas y las entidades acreditadas, 
así como con las redes en que estas se integren.

La parte final de la ley contiene tres disposiciones adicionales, una disposición 
derogatoria y ocho disposiciones finales.

La disposición adicional primera se refiere a las entidades de resolución alternativa en el 
ámbito de la actividad financiera y la disposición adicional segunda a las entidades de 
resolución alternativa en el ámbito de la protección de los usuarios del transporte aéreo.

Por su parte, las disposiciones finales cuarta y quinta modifican, respectivamente, el 
texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y el Real 
Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo.

La modificación de los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios responde al hecho, ya 
mencionado, de haber quedado afectado su contenido por la incorporación de la nueva 
obligación de información de los empresarios sobre la resolución alternativa de litigios de 
consumo, mientras que la modificación de los artículos 37 y 49 del Real Decreto 231/2008, 
de 15 de febrero, obedece a la necesidad de adaptar el procedimiento arbitral de consumo a 
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los requisitos exigidos en esta ley para los procedimientos de resolución alternativa, 
especialmente en cuanto al plazo máximo de resolución del conflicto.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. Esta ley tiene como finalidad garantizar a los consumidores residentes en la Unión 

Europea el acceso a mecanismos de resolución alternativa de litigios en materia de consumo 
que sean de alta calidad por ser independientes, imparciales, transparentes, efectivos, 
rápidos y justos.

2. A estos efectos, la presente ley tiene como objeto:
a) Determinar los requisitos que deben reunir las entidades de resolución alternativa de 

litigios para que, en el marco de aplicación de esta ley, puedan ser incluidas en el listado de 
entidades acreditadas por cada autoridad competente así como en el listado nacional de 
entidades que elabore la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

b) Regular el procedimiento para la acreditación de las entidades de resolución 
alternativa de litigios que lo soliciten.

c) Establecer las obligaciones que deben asumir las entidades de resolución alternativa 
acreditadas.

d) Garantizar el conocimiento por los consumidores de la existencia de entidades de 
resolución alternativa de litigios de consumo acreditadas, mediante el establecimiento de la 
obligación de información de los empresarios y la actuación de las Administraciones Públicas 
competentes.

Artículo 2.  Definiciones.
A efectos de esta ley se entenderá por:
a) «Consumidor»: toda persona física que actúe con fines ajenos a su actividad 

comercial, empresarial, oficio o profesión, así como toda persona jurídica y entidad sin 
personalidad jurídica que actúe sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad 
comercial o empresarial, salvo que la normativa aplicable a un determinado sector 
económico limite la presentación de reclamaciones ante las entidades acreditadas a las que 
se refiere esta ley exclusivamente a las personas físicas.

b) «Empresario»: toda persona física o jurídica, ya sea privada o pública, que actúe, por 
sí misma o a través de otra persona a su cargo o en su nombre, con fines relacionados con 
sus actividades comerciales o empresariales, su oficio o su profesión.

c) «Organización profesional o asociación empresarial»: toda organización o asociación 
sin ánimo de lucro que reúne a diferentes profesionales o empresas de un sector 
determinado para la gestión y logro de sus propios fines.

d) «Contrato de compraventa»: todo contrato en virtud del cual el empresario transmita o 
se comprometa a transmitir a un consumidor la propiedad de ciertos bienes y el consumidor 
pague o se comprometa a pagar su precio, incluido cualquier contrato cuyo objeto esté 
constituido a la vez por bienes y servicios.

e) «Contrato de prestación de servicios»: todo contrato, con excepción de un contrato de 
compraventa, en virtud del cual el empresario preste o se comprometa a prestar un servicio 
al consumidor y usuario y éste pague o se comprometa a pagar su precio.

f) «Litigio nacional de consumo»: litigio de naturaleza contractual derivado de un contrato 
de compraventa o de prestación de servicios en el que en el momento de realizar la orden de 
pedido el consumidor y el empresario tengan su residencia y establecimiento en España.

g) «Litigio transfronterizo de consumo»: litigio de naturaleza contractual derivado de un 
contrato de compraventa o de prestación de servicios en el que el consumidor, en el 
momento de realizar la orden de pedido, tenga su residencia en un Estado miembro de la 
Unión Europea diferente a aquel en que el empresario esté establecido.

A estos efectos, se tendrá en cuenta lo siguiente:
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1.º Si el empresario es una persona física, se considerará establecido en el lugar donde 
realice su actividad.

2.º Si se trata de una empresa u otro tipo de persona jurídica o de una asociación de 
personas naturales o jurídicas, se considerará establecido en el lugar donde desarrolle 
principalmente su actividad, tenga su domicilio social o administración central o disponga de 
una sucursal, agencia o cualquier otro tipo de establecimiento.

h) «Entidad de resolución alternativa»: persona física o entidad, de naturaleza pública o 
privada, que independientemente de cómo se denomine o mencione, lleva a cabo 
procedimientos de resolución alternativa de litigios de consumo.

i) «Entidad de resolución alternativa acreditada» o «entidad acreditada»: entidad de 
resolución alternativa establecida de manera duradera en España que ha obtenido la 
acreditación por resolución de la autoridad competente y figura incorporada en el listado 
nacional de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

j) «Procedimiento de resolución alternativa»: procedimiento de resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo llevado a cabo con la intervención de una entidad que 
propone, impone o facilita una solución entre las partes.

k) «Procedimiento con resultado vinculante»: procedimiento de resolución alternativa que 
finaliza con la imposición a cualquiera de las partes de la solución adoptada, conlleve o no la 
renuncia a la vía judicial.

l) «Procedimiento con resultado no vinculante»: procedimiento de resolución alternativa 
que finaliza con un acuerdo alcanzado entre las partes, adoptado por sí mismas o mediante 
la intervención de un tercero, o que termina con una propuesta de solución, con 
independencia de que las partes posteriormente puedan otorgar a su acuerdo carácter 
vinculante o comprometerse a aceptar la proposición efectuada por la persona encargada de 
la solución del litigio.

m) «Autoridad competente»: toda autoridad designada a efectos de esta ley para la 
evaluación y acreditación de entidades de resolución alternativa a efectos de su consiguiente 
inclusión en un listado de entidades acreditadas.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será de aplicación a las entidades de resolución alternativa establecidas en 

España, tanto públicas como privadas, que propongan, impongan o faciliten una solución 
entre las partes en el ámbito de la resolución alternativa de litigios de consumo, nacionales o 
transfronterizos, relativos a obligaciones contractuales derivadas de contratos de 
compraventa o de prestación de servicios, y que voluntariamente soliciten su acreditación 
para ser incluidas en el listado nacional de entidades acreditadas que elabore la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición.

Asimismo, la presente ley será de aplicación a las entidades que, actuando en el ámbito 
de la resolución alternativa de litigios relativos al cumplimiento por las empresas adheridas 
de los compromisos asumidos en códigos de conducta sobre prácticas comerciales o de 
publicidad, a los que se refiere el artículo 37.4 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 
Competencia Desleal, soliciten voluntariamente su acreditación para ser incluidas en el 
listado nacional de entidades acreditadas.

2. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley:
a) La negociación directa entre el consumidor y el empresario.
b) Los procedimientos de resolución alternativa de litigios iniciados por los empresarios 

contra los consumidores.
c) Los procedimientos ante sistemas de resolución gestionados por los empresarios u 

oficinas y servicios de información y de atención al cliente.
d) Los litigios entre empresarios.
e) Los intentos o actuaciones realizadas en el marco de un procedimiento judicial con el 

fin de intentar solucionar el litigio objeto del mismo.
f) Las reclamaciones que se refieran a servicios no económicos de interés general.
g) Las reclamaciones referidas a servicios relacionados con la salud, prestados por un 

profesional sanitario con el fin de evaluar, mantener o restablecer el estado de salud de los 
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pacientes, así como la extensión de recetas, dispensación y provisión de medicamentos y 
productos sanitarios.

h) Las reclamaciones dirigidas a prestadores públicos de enseñanza complementaria o 
superior.

Artículo 4.  Efectos de la presentación de reclamaciones ante una entidad de resolución 
alternativa acreditada.

1. La presentación de una reclamación ante una entidad acreditada suspenderá o 
interrumpirá los plazos de caducidad y de prescripción de acciones conforme a lo 
establecido en la normativa que resulte de aplicación en cada caso.

2. Cuando de manera voluntaria se inicie ante una entidad acreditada un procedimiento 
de resolución alternativa con resultado no vinculante, estando en curso un proceso judicial, 
las partes, de común acuerdo, podrán solicitar su suspensión de conformidad con la 
legislación procesal.

TÍTULO I
Acreditación de las entidades de resolución alternativa

CAPÍTULO I
Requisitos exigibles para la acreditación de las entidades de resolución 

alternativa

Sección 1.ª Requisitos relativos al lugar de establecimiento de las entidades, a 
su estatuto o reglamento de funcionamiento y al ámbito territorial de los litigios 

en que intervengan

Artículo 5.  Lugar de establecimiento de las entidades de resolución alternativa.
1. Las entidades de resolución alternativa deben estar establecidas en España.
2. A estos efectos, se entiende que una entidad de resolución alternativa se encuentra 

establecida en España en los siguientes supuestos:
a) Si está gestionada por una persona física, cuando realice en España su actividad de 

resolución alternativa de litigios.
b) Si está gestionada por una persona jurídica o por una asociación de personas físicas 

o jurídicas, cuando realice actividades de resolución alternativa de litigios o tenga su 
domicilio social en España.

c) Si está gestionada por una autoridad u organismo público, o adscrita a los mismos, 
cuando tenga su sede en España.

Artículo 6.  Estatuto o reglamento de funcionamiento de las entidades de resolución 
alternativa.

1. Las entidades de resolución alternativa deberán disponer de un estatuto o reglamento 
de funcionamiento que conste en soporte duradero, sea fácilmente accesible para todos los 
ciudadanos e incluya, al menos, los siguientes aspectos:

a) La información relativa a su organización y forma de financiación.
b) El tipo de litigios que resuelven y las causas de inadmisión a trámite de las 

reclamaciones.
c) Toda la información relativa al procedimiento que, de conformidad con lo establecido 

en esta ley, vengan obligadas a proporcionar a las partes, antes, durante o después del 
procedimiento, así como aquella relativa a los efectos jurídicos del resultado del 
procedimiento y su coste para las partes. Esta información se proporcionará de forma clara y 
comprensible.

d) La forma de nombramiento, cualificación y experiencia de las personas encargadas de 
resolver el litigio.
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2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, cuando las entidades de 
resolución alternativa ofrezcan procedimientos con resultado vinculante para el consumidor 
se requerirá que la creación o constitución de dichas entidades se haya efectuado por una 
norma con rango de ley o reglamentario.

Artículo 7.  Ámbito territorial de los litigios en que intervengan las entidades de resolución 
alternativa.

Las entidades de resolución alternativa deben ofrecer o llevar a cabo procedimientos que 
resuelvan litigios en materia de consumo de carácter nacional y transfronterizo, en línea o 
no, incluidos aquellos cubiertos por el Reglamento (UE) n.º 524/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013.

Sección 2.ª Requisitos relativos a los procedimientos gestionados por las 
entidades de resolución alternativa

Artículo 8.  Principios rectores.
Los procedimientos de resolución alternativa gestionados por las entidades de resolución 

alternativa deben respetar, en todo caso, los principios de independencia, imparcialidad, 
transparencia, eficacia y equidad.

Si se tratara de procedimientos con resultado vinculante para las partes, deberán 
además ajustarse a los principios y garantías específicos, establecidos en esta ley para ese 
tipo de procedimientos.

Artículo 9.  Voluntariedad.
Ninguna de las partes tendrá la obligación de participar en el procedimiento ante una 

entidad de resolución alternativa de litigios de consumo, excepto cuando una norma especial 
así lo establezca. En ningún caso la decisión vinculante que ponga fin a un procedimiento de 
participación obligatoria podrá impedir a las partes el acceso a la vía judicial.

Artículo 10.  Defensa y asesoramiento de las partes.
1. Las entidades de resolución alternativa informarán a las partes de que no están 

obligadas a actuar asistidas por abogado o asesor jurídico. No obstante, si el consumidor y 
el empresario pretendieran valerse de abogado o asesor jurídico, deberán comunicarlo a la 
entidad de resolución de conflictos dentro de los tres días siguientes a la fecha de 
presentación de la reclamación, en el caso del consumidor, o de la recepción de la 
reclamación si se tratara del empresario.

2. Las partes tendrán acceso al procedimiento en cualquiera de sus fases pudiendo 
comparecer por sí mismas, representadas o asistidas por tercero, y solicitar, si así lo desean, 
asesoramiento independiente.

Artículo 11.  Coste de los procedimientos.
Los procedimientos deben ser gratuitos para los consumidores.

Artículo 12.  Acceso a los procedimientos.
1. El acceso de las partes a los procedimientos, ya sea en línea o no, debe ser sencillo y 

de fácil identificación, con independencia del lugar donde se encuentren.
2. Las oficinas y los servicios de información y atención de las entidades de resolución 

alternativa deben estar diseñados utilizando medios y soportes que sigan los principios de 
accesibilidad universal o, en su caso, medios alternativos para garantizar el acceso a los 
mismos de personas con discapacidad o de avanzada edad.

Artículo 13.  Eficacia de los pactos previos entre consumidor y empresario de sometimiento 
a un procedimiento con resultado no vinculante.

No serán vinculantes para el consumidor los acuerdos suscritos antes del surgimiento de 
un litigio entre un consumidor y un empresario con objeto de someterse a un procedimiento 
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con resultado no vinculante. Para el empresario el acuerdo será vinculante en la medida en 
que reúna las condiciones de validez exigidas por la normativa aplicable a dicho acuerdo. 
Este consentimiento no será necesario cuando el empresario se encuentre obligado, por ley 
o por su adhesión previa, a participar en dicho procedimiento.

Artículo 14.  Garantías específicas de información en los procedimientos que finalicen con 
una propuesta de solución.

1. En los procedimientos que finalicen con la propuesta de una solución, las entidades de 
resolución alternativa deben informar a las partes, previamente a su inicio, de lo siguiente:

a) Que pueden retirarse del procedimiento en cualquier momento en caso de que no 
estén satisfechas con su funcionamiento o tramitación.

b) Que no están obligadas a aceptar la solución propuesta, así como de los efectos 
jurídicos de su aceptación o rechazo.

c) Que la participación en dicho procedimiento no excluye la posibilidad de acudir a la vía 
judicial para obtener la reparación de sus derechos.

d) Que una resolución judicial sobre ese mismo asunto podría ser diferente a la adoptada 
en ese procedimiento.

2. Antes de dar su consentimiento a una solución propuesta, las partes deben disponer 
de un plazo de reflexión no inferior a tres días hábiles a contar desde la recepción de la 
propuesta.

3. Si, de conformidad con lo establecido en la normativa aplicable, la solución que ponga 
fin al procedimiento fuera vinculante para el empresario, a causa de la previa aceptación por 
el consumidor de la propuesta de solución, las garantías previstas en los apartados 
anteriores se entenderán referidas exclusivamente al consumidor.

Artículo 15.  Eficacia de los pactos previos entre consumidor y empresario de sometimiento 
a un procedimiento con resultado vinculante y garantía de consentimiento informado en los 
pactos posteriores al surgimiento del litigio.

1. No serán vinculantes para el consumidor los acuerdos suscritos antes del surgimiento 
de un litigio entre un consumidor y un empresario con objeto de someterse a un 
procedimiento con resultado vinculante.

2. Para el empresario el acuerdo celebrado antes del surgimiento del litigio será 
vinculante si reúne las condiciones de validez exigidas por la normativa aplicable a dicho 
acuerdo. Este acuerdo no será necesario cuando el empresario se encuentre obligado, por 
ley o por su adhesión previa, a participar en dicho procedimiento.

3. El sometimiento del consumidor y del empresario al procedimiento ante una entidad 
de resolución alternativa de litigios de consumo cuya decisión sea vinculante requerirá, junto 
a la existencia de un acuerdo posterior al surgimiento del litigio, que en el momento de la 
prestación del consentimiento las partes sean informadas de que la decisión tendrá carácter 
vinculante, y de si la misma les impide acudir a la vía judicial, debiendo constar por escrito, o 
por otro medio equivalente, su aceptación expresa. Esta garantía de consentimiento 
informado no será de aplicación al empresario cuando se encuentre obligado, por ley o por 
su adhesión previa, a participar en dicho procedimiento.

Artículo 16.  Aplicación de normas imperativas en procedimientos con resultado vinculante 
para el consumidor.

1. En los procedimientos con resultado vinculante para el consumidor:
a) Si el litigio tuviera carácter nacional, la solución impuesta por la entidad de resolución 

alternativa no podrá privar al consumidor de la protección que le proporcionen aquellas 
normas imperativas o que no puedan excluirse mediante acuerdo en virtud de la legislación 
española.

b) Si el litigio tuviera carácter transfronterizo y existiera conflicto de leyes, la resolución 
impuesta por la entidad de resolución alternativa no podrá privar al consumidor de la 
protección que le proporcionen aquellas normas imperativas que no puedan excluirse 
mediante acuerdo en virtud de la legislación aplicable al contrato de consumo determinada, 
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según proceda, conforme a lo establecido por el convenio de Roma de 19 de junio de 1980 
sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales, conforme al Reglamento 593/2008, 
de 17 de julio de 2008, relativo a la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I), o 
conforme a las normas del sistema español de Derecho internacional privado que sean 
transposición de Directivas europeas y que hayan establecido soluciones especiales para la 
regulación de los contratos transfronterizos de consumo vinculados con el Mercado Interior 
Europeo.

2. A los efectos de este artículo, la residencia habitual del consumidor se determinará 
según lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 593/2008 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de julio de 2008.

Artículo 17.  Requisitos de presentación y recepción de las reclamaciones.
1. Las partes podrán presentar sus reclamaciones, así como cuanta documentación sea 

necesaria, en línea o no. En caso de que no fuese posible la utilización por las partes de 
medios electrónicos, la entidad de resolución alternativa debe posibilitar su presentación por 
cualquier otro medio que permita la identificación del reclamante.

2. En el momento en el que una entidad de resolución alternativa ante la que se haya 
presentado una reclamación reciba toda la documentación con la información pertinente en 
relación con la misma, previa subsanación en su caso, lo notificará de inmediato a las partes 
indicando, por cualquier medio que permita tener constancia de ello, la fecha en la que dicha 
recepción completa ha tenido lugar.

Artículo 18.  Inadmisión a trámite de una reclamación.
1. Las entidades deberán establecer en su estatuto o reglamento las causas por las que 

se puede inadmitir a trámite una reclamación, no siendo posible la inadmisión por un motivo 
distinto a los que se señalan a continuación:

a) Si el consumidor no se hubiera puesto previamente en contacto con el empresario 
para tratar de resolver el asunto o no acreditara haber intentado la comunicación con este. 
En todo caso, la reclamación habrá de ser admitida si hubiera transcurrido más de un mes 
desde que el consumidor presentó la reclamación al empresario y este no ha comunicado su 
resolución.

b) Si la reclamación resultare manifiestamente infundada o no se apreciara afectación de 
los derechos y legítimos intereses del consumidor.

c) Si el contenido de la reclamación fuera vejatorio.
d) Si el litigio hubiera sido resuelto o planteado ante otra entidad acreditada o ante un 

órgano jurisdiccional.
e) Si el consumidor presentara ante la entidad de resolución alternativa la reclamación 

transcurrido más de un año desde la interposición de la misma ante el empresario reclamado 
o su servicio de atención al cliente.

f) Si, tratándose de un procedimiento con resultado vinculante para el consumidor, el 
litigio planteado versa sobre intoxicación, lesión, muerte o existen indicios racionales de 
delito, incluida la responsabilidad por daños y perjuicios directamente derivada de ellos.

2. El establecimiento de las causas de inadmisión a trámite de una reclamación por las 
entidades de resolución alternativa se hará teniendo en cuenta las características de las 
reclamaciones y la tipología de contratos de las empresas reclamadas, y en ningún caso 
podrá menoscabar el acceso de los consumidores al procedimiento de resolución alternativa 
de litigios en materia de consumo.

3. La inadmisión a trámite de una reclamación se tiene que notificar motivadamente al 
reclamante en un plazo máximo de veintiún días naturales desde la recepción del expediente 
de reclamación, considerándose en este caso que se ha cumplido con la finalidad prevista 
en el artículo 1.1.

Artículo 19.  Igualdad y contradicción entre las partes en el procedimiento.
1. En el procedimiento se debe garantizar el principio de igualdad entre las partes, 

manteniendo el respeto hacia sus manifestaciones y el equilibrio de sus posiciones.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 55  Ley relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo

– 1291 –



2. Se debe garantizar a las partes un plazo razonable para formular sus alegaciones. 
Todas las alegaciones formuladas se tienen que poner a disposición de la otra parte junto 
con las pruebas o documentos que hubieran sido aportados.

3. Se debe garantizar a las partes el suministro e intercambio de información y 
documentación relativa a su reclamación, ya sea por vía electrónica o por cualquier otro 
medio, posibilitando en todo momento el acceso al estado de su tramitación.

Artículo 20.  Duración de los procedimientos.
1. El resultado del procedimiento se debe dar a conocer a las partes en un plazo máximo 

de noventa días naturales contados desde la fecha de la presentación de la reclamación o, 
en su caso, desde la fecha en que conste en soporte duradero que se ha recibido la 
documentación completa y necesaria para tramitar el procedimiento.

A estos efectos, una reclamación se considerará completa cuando se acompañe de los 
datos y documentos mínimos necesarios para poder tramitar el expediente.

2. Cuando concurra especial complejidad en el litigio de cuya solución se trate se puede 
prorrogar el plazo señalado en el apartado anterior. Dicha prórroga no puede ser superior al 
plazo previsto para la resolución del litigio y se tiene que comunicar a las partes 
motivadamente.

Artículo 21.  Requisitos relativos a la resolución y su notificación.
La decisión, propuesta o acta de acuerdo amistoso que ponga fin al procedimiento debe 

estar debidamente motivada y ser notificada a las partes por escrito o en cualquier otro 
soporte duradero.

Sección 3.ª Requisitos relativos a las personas encargadas de la resolución de 
los procedimientos gestionados por las entidades de resolución alternativa

Artículo 22.  Condiciones y cualificación de las personas encargadas de resolver los litigios.
1. La resolución de los litigios corresponde en exclusiva a las personas físicas que 

reúnan las siguientes condiciones:
a) Se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles, no hayan sido inhabilitadas por 

sentencia firme para el desarrollo de esa función y no incurran en incompatibilidad con el 
ejercicio de su profesión habitual.

b) Estén en posesión de los conocimientos y las competencias necesarios en el ámbito 
de la resolución alternativa o judicial de litigios con consumidores, así como de un 
conocimiento general suficiente del Derecho.

2. Las personas encargadas de la resolución de litigios o, en su nombre, las entidades 
de resolución alternativa en las que intervengan, tienen que suscribir un seguro o garantía 
equivalente que cubra la responsabilidad civil derivada de su actuación en los 
procedimientos.

Quedan exceptuadas de lo anterior las entidades de resolución alternativa de naturaleza 
pública, así como las personas que intervengan en sus procedimientos de resolución de 
litigios.

Artículo 23.  Principios de independencia e imparcialidad.
1. En el ejercicio de sus funciones, las personas encargadas de la resolución de litigios 

deben actuar en todo momento con la debida independencia e imparcialidad, garantizándose 
que:

a) Sean nombradas para un mandato no inferior a dos años, no pudiendo ser removidas 
de sus funciones sin causa justificada.

b) No reciban instrucciones de ninguna de las partes, ni de sus representantes, ni 
mantengan, ni hayan mantenido en los tres años precedentes con ellas relación personal, 
profesional o comercial.
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En todo momento cualquiera de las partes podrá solicitar aclaración de la relación que 
dichas personas mantienen con la otra parte.

c) La retribución que perciban por el desempeño de sus funciones no guardará relación 
alguna con el resultado del procedimiento.

2. Cuando la resolución de un litigio corresponda a un órgano colegiado, el mismo debe 
estar compuesto por una representación paritaria de asociaciones de consumidores y 
usuarios, constituidas de acuerdo a lo previsto en la normativa estatal o autonómica de 
protección a los consumidores, y de las asociaciones empresariales, así como por una 
persona independiente.

Artículo 24.  Actuaciones en caso de conflicto de intereses de la persona encargada de la 
resolución de un litigio con las partes.

1. Las personas que intervengan en la resolución de un litigio están obligadas a revelar a 
la entidad acreditada y a las partes, sin dilación alguna, cualquier circunstancia que pueda 
dar lugar a un conflicto de intereses o pueda suscitar dudas en relación a su independencia 
e imparcialidad. Esta obligación será exigible a lo largo de todo el procedimiento.

2. En caso de que concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado 
anterior, la persona encargada de la resolución del litigio se debe abstener de continuar con 
el procedimiento, debiendo proceder la entidad al nombramiento de una persona sustituta.

3. Cuando no resulte posible el nombramiento de una persona sustituta, la entidad 
deberá comunicar este hecho a las partes, continuando el procedimiento si estas no 
presentaran objeciones.

4. En el supuesto de que cualquiera de las partes se opusiera a la continuación del 
procedimiento por entender que no queda garantizada la independencia e imparcialidad, se 
tiene que informar a aquellas sobre la posibilidad de plantear su litigio ante otra entidad 
acreditada que resulte competente. Si las partes entendieran que la falta de independencia o 
imparcialidad deriva de una mala práctica podrán presentar una reclamación ante la entidad 
de resolución alternativa, procediendo ésta a su traslado a la autoridad competente.

5. Las garantías previstas en los apartados anteriores se entenderán sin perjuicio de la 
posibilidad de las partes de retirarse del procedimiento en el supuesto previsto en el 
artículo 14.1.a).

Artículo 25.  Garantías adicionales de imparcialidad exigibles a las personas encargadas de 
la resolución de un litigio empleadas por organizaciones profesionales o asociaciones 
empresariales.

Cuando las personas encargadas de la resolución de un litigio sean empleadas o 
retribuidas exclusivamente por una organización profesional o una asociación empresarial de 
la que sea miembro el empresario reclamado, se deberá acreditar, además de los restantes 
requisitos establecidos en esta Sección 3.ª, la existencia de un presupuesto independiente, 
específico y suficiente para el cumplimiento de sus funciones.

Esta exigencia no será aplicable cuando se trate de un órgano colegiado compuesto por 
igual número de representantes de la organización profesional o de la asociación 
empresarial que los emplee o los retribuya y de la organización de consumidores que haya 
sido designada por la entidad.

CAPÍTULO II
Del procedimiento para la acreditación de las entidades de resolución 

alternativa

Sección 1.ª Autoridades competentes

Artículo 26.  Autoridades competentes para la acreditación de entidades de resolución 
alternativa.

1. Con carácter general para todos los sectores económicos y sin perjuicio de lo 
establecido en los apartados siguientes, la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, 
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Seguridad Alimentaria y Nutrición es la autoridad competente para la acreditación de las 
entidades de resolución alternativa que lo soliciten.

2. Las Comunidades Autónomas, y en su caso las Ciudades Autónomas de Ceuta y 
Melilla, podrán designar una autoridad competente para la acreditación de entidades de 
resolución alternativa establecidas en su ámbito territorial en los siguientes supuestos:

a) Entidades que lleven a cabo procedimientos que finalicen con una decisión no 
vinculante para las partes, siempre que en su legislación hayan desarrollado la competencia 
de mediación en materia de consumo.

El lugar de establecimiento de este tipo de entidades se determinará de conformidad con 
los mismos criterios establecidos en el artículo 5.2.

b) Entidades que tramiten procedimientos administrativos establecidos y desarrollados 
en su legislación.

La designación por una Comunidad Autónoma de la autoridad competente de 
acreditación será comunicada a la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición.

3. Las autoridades competentes para la acreditación de entidades de resolución 
alternativa que desarrollen su actividad en el ámbito del sector financiero serán el Banco de 
España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad, cada una de 
ellas respecto de los litigios de que conozca la entidad de resolución alternativa del sector 
financiero con respecto a las entidades sometidas a su supervisión.

La persona titular del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad podrá dictar las 
disposiciones precisas en relación al desarrollo de la actividad de la autoridad competente de 
acreditación, inclusión en el listado nacional y control de las entidades acreditadas por esta 
autoridad para la resolución de litigios en el sector financiero.

4. La autoridad competente para la acreditación de entidades de resolución alternativa 
de litigios sobre los derechos de los usuarios del transporte aéreo establecidos en la 
normativa de la Unión Europea será, a todos los efectos previstos en esta ley, la persona 
titular del Ministerio de Fomento.

5. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, la autoridad competente para la 
acreditación de las entidades de resolución alternativa que gestionen procedimientos con 
resultado vinculante para el consumidor y que conozcan de reclamaciones de todos los 
sectores económicos, será la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición.

6. Todas las autoridades competentes designadas conforme a lo previsto en este artículo 
para la acreditación de entidades de resolución alternativa serán comunicadas a la Comisión 
Europea por la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

7. La información sobre las entidades acreditadas en la forma señalada en este artículo 
será trasladada a la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición, con 
el fin de ser incluida en el listado nacional y el listado único de la Comisión Europea, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 32 de esta ley.

Artículo 27.  Autoridad competente y punto de contacto único para el traslado de 
información sobre las entidades acreditadas a la Comisión Europea.

1. La Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición es el punto de contacto único con la Comisión Europea a los efectos de esta ley, 
siendo la autoridad competente responsable del traslado a la Comisión Europea de la 
siguiente información:

a) El listado nacional de entidades acreditadas y la permanente actualización de los 
datos recogidos en el mismo.

b) El informe íntegro sobre el desarrollo y funcionamiento de las entidades acreditadas 
previsto en el artículo 28.2.

2. Corresponde igualmente a la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, 
Seguridad Alimentaria y Nutrición la publicación de la información anterior.
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Artículo 28.  Informe de las autoridades competentes sobre las entidades acreditadas.
1. Cada autoridad competente elaborará un informe sobre el desarrollo y funcionamiento 

de las entidades de resolución alternativa que haya acreditado, en cuyo contenido:
a) Se determinen sus mejores prácticas.
b) Se señalen, sobre la base de estadísticas, las deficiencias que obstaculizan su 

actividad en los litigios nacionales y transfronterizos de consumo.
c) Se formulen recomendaciones sobre la manera de mejorar su funcionamiento y 

hacerlo más eficaz y eficiente.
2. El informe elaborado por cada autoridad competente se remitirá a la Agencia Española 

de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición con antelación suficiente para que ésta 
elabore un informe único referido a todas las entidades acreditadas y, en su condición de 
punto de contacto único con la Comisión Europea, proceda a su remisión y publicación no 
más tarde del día 9 de julio de 2018. Con posterioridad a esta fecha los informes serán 
elaborados y remitidos puntualmente cada cuatro años.

Sección 2.ª Procedimiento de acreditación

Artículo 29.  Inicio del procedimiento de acreditación.
1. El procedimiento de acreditación de las entidades de resolución alternativa se iniciará 

a solicitud del interesado.
2. Las entidades de resolución alternativa deberán dirigir su solicitud de acreditación a la 

autoridad competente que corresponda y la misma deberá contener necesariamente los 
datos siguientes:

a) Datos identificativos de la entidad, así como su domicilio postal, dirección electrónica y 
dirección del sitio web. Esta información deberá acompañarse de documentación justificativa 
de que la entidad se encuentra establecida en España.

b) Información sobre la estructura y financiación de la entidad.
c) Copia del estatuto o reglamento de organización y funcionamiento de la entidad al que 

se refiere el artículo 6.1.
d) Información sobre las personas físicas encargadas de la resolución de litigios, su 

formación y experiencia, identificación de la persona física o jurídica que las emplea, forma 
de retribución y duración del mandato.

e) Descripción detallada del procedimiento de resolución alternativa que gestionen, así 
como del carácter vinculante o no, para cada una de las partes, de las resoluciones que 
adopten.

f) Si resulta necesaria la presencia física de las partes o de sus representantes en el 
procedimiento de resolución alternativa y si el mismo se desarrollará de forma oral o escrita.

g) Las tarifas que, en su caso, se aplican a los empresarios.
h) La duración media de los procedimientos de resolución alternativa.
i) Las lenguas oficiales españolas e idiomas en los que pueden presentarse las 

reclamaciones y desarrollarse el procedimiento de resolución alternativa. Se garantizará, en 
todo caso, la utilización del castellano y cuando la haya, de la lengua cooficial de la 
Comunidad Autónoma donde se encuentre establecida la entidad.

j) Los tipos de litigios que atienden y el sector o categoría al que se refieren.
k) Las causas de inadmisión a trámite de las reclamaciones, siempre de conformidad con 

lo previsto en el artículo 18.
l) El cumplimiento de los requisitos específicos de independencia e imparcialidad 

establecidos en esta ley para las personas empleadas o retribuidas exclusivamente por 
organizaciones profesionales o asociaciones empresariales.

m) Declaración motivada sobre el cumplimiento de todos los requisitos a los que se 
refiere esta ley, acompañada de la documentación justificativa.

Artículo 30.  Desarrollo del procedimiento de acreditación.
1. Si con la solicitud de acreditación no se aportaran los datos y documentos requeridos 

se concederá a la entidad de resolución alternativa un plazo de diez días para su 
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subsanación, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistida de su 
solicitud y se archivará el procedimiento.

2. La autoridad competente podrá solicitar cuantos informes y documentación adicional 
considere necesarios para verificar el cumplimiento de los requisitos necesarios para obtener 
la acreditación.

Artículo 31.  Resolución del procedimiento.
1. El procedimiento de acreditación finalizará por cualquiera de las causas previstas en el 

artículo 84 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

2. La resolución deberá ser dictada y notificada por la autoridad competente que 
corresponda en el plazo máximo de tres meses desde la fecha en que su solicitud haya 
tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para 
su tramitación.

3. La resolución del procedimiento de acreditación pone fin a la vía administrativa.

Artículo 32.  Incorporación al listado nacional y notificación a la Comisión Europea.
1. Concedida la acreditación a una entidad de resolución alternativa, la autoridad 

competente procederá a su inclusión en un listado de entidades acreditadas por ella que 
deberá contener la información a la que se refieren los párrafos a), e), f), g), i), j) y k) del 
artículo 29.2. Seguidamente y de forma inmediata, trasladará dicha información a la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición para su incorporación al listado 
nacional al que se refiere el apartado siguiente.

Si la resolución de acreditación hubiese sido dictada por la Presidencia de la Agencia 
Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición, la entidad será incorporada 
directamente a dicho listado nacional.

2. La Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición es responsable 
de la elaboración del listado nacional de entidades acreditadas por las diferentes autoridades 
competentes.

Una vez elaborado, la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad 
Alimentaria y Nutrición procederá, sin dilación indebida, a la notificación de dicho listado 
nacional a la Comisión Europea.

3. Cualquier actualización o modificación que se produzca en relación con la información 
de los listados de las diferentes autoridades competentes será trasladada, sin dilación 
indebida, a la Presidencia de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición a efectos de la permanente actualización de los datos recogidos en el listado 
nacional de entidades acreditadas.

4. El listado de entidades acreditadas por cada autoridad competente deberá ser 
accesible en su sitio web, disponiéndose un enlace con el sitio web de la Agencia Española 
de Consumo, Seguridad Alimentaria y Nutrición en el que figure el listado nacional de 
entidades acreditadas, así como con el sitio web de la Comisión Europea en el que se 
incluya el listado de entidades notificadas por los diferentes Estados miembros. Igualmente, 
las autoridades competentes facilitarán un enlace electrónico a la plataforma de resolución 
de litigios en línea establecida por la Unión Europea.

Adicionalmente, las autoridades competentes deberán poner a disposición del público los 
listados anteriores en soporte duradero distinto al soporte electrónico.

Sección 3.ª Exclusión de una entidad de los listados de entidades acreditadas

Artículo 33.  Incumplimiento de los requisitos de acreditación o de las obligaciones 
asumidas por las entidades acreditadas.

En el momento en que una autoridad competente determine que una entidad acreditada 
por la misma ha dejado de reunir alguno de los requisitos necesarios para la acreditación 
previstos en el Título I o ha incumplido alguna de las obligaciones establecidas en el Título II, 
requerirá a dicha entidad para que subsane de inmediato el incumplimiento detectado, 
advirtiéndole que si transcurre un plazo de tres meses sin haber subsanado el 
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incumplimiento, será excluida del correspondiente listado de entidades acreditadas a que se 
refiere el artículo anterior.

Artículo 34.  Notificación a la Comisión Europea de la exclusión de una entidad del listado 
nacional de entidades.

La exclusión de una entidad del listado nacional de entidades será notificada a la 
Comisión Europea en la forma prevista en el artículo 32.

TÍTULO II
Obligaciones de las entidades de resolución alternativa acreditadas

Artículo 35.  Obligaciones de información y transparencia.
1. Las entidades acreditadas deberán facilitar en su página web, y en cualquier otro 

soporte duradero, el acceso a una información clara y comprensible relativa a:
a) Sus datos identificativos e información de contacto, incluyendo dirección postal y de 

correo electrónico.
b) Su inclusión en el listado nacional de entidades acreditadas al que se refiere el 

artículo 32 y, en su caso, su integración y participación en cualquier red de entidades.
c) Las personas encargadas de la resolución del conflicto, su forma de nombramiento y 

duración de su mandato, así como cualquier información que permita el conocimiento y 
comprobación de su formación, cualificación, experiencia, independencia e imparcialidad.

d) Los tipos de litigios que entran dentro de su competencia.
e) Las normas de procedimiento de resolución de los litigios.
f) Las lenguas oficiales españolas e idiomas en los que pueden presentarse las 

reclamaciones y en los que se desarrollan sus procedimientos.
g) Si el litigio será resuelto en derecho o en equidad y si se aplicará en su resolución un 

código de conducta o cualquier otro tipo de regulación específica.
h) Cualquier información, documentación o requisito que las partes deben aportar o 

acreditar antes del inicio del procedimiento, incluido el hecho de haber intentado con carácter 
previo resolver el asunto directamente con el empresario.

i) Las causas de inadmisión a trámite de una reclamación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 18.

j) Si las partes pueden retirarse o no del procedimiento, el momento en que sea posible 
su abandono y las consecuencias de este.

k) La duración media de sus procedimientos de resolución alternativa.
l) El efecto jurídico del resultado del procedimiento de resolución alternativa, incluidas las 

sanciones que pudieran ser impuestas por las administraciones públicas competentes por 
incumplimiento de la solución.

m) Si el resultado o decisión del procedimiento tiene fuerza ejecutiva.
n) Los costes que deberá asumir cada una de las partes y las reglas o normas para su 

atribución.
ñ) La posibilidad de presentar, ante la propia entidad de resolución alternativa, una 

reclamación motivada por su mal funcionamiento o malas prácticas. De la reclamación, la 
entidad dará traslado a la autoridad competente, acompañada de un informe de 
contestación.

2. Las entidades acreditadas incluirán en un lugar preferente y fácilmente identificable en 
su sitio web los siguientes enlaces:

a) Con el sitio web de la Agencia Española de Consumo, Seguridad Alimentaria y 
Nutrición donde figure el listado nacional de entidades acreditadas y, en el caso de que la 
acreditación hubiera sido efectuada por una autoridad competente distinta de aquella, se 
incluirá también un enlace con el sitio web donde conste el listado de entidades acreditadas 
por esta.
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b) Con el sitio web de la Comisión Europea en el que figure el listado consolidado de 
entidades acreditadas y notificadas por todos los Estados miembros, así como con la 
plataforma de resolución de litigios en línea establecida por la Unión Europea.

Artículo 36.  Garantías de confidencialidad y de protección de datos de carácter personal.
1. Las entidades acreditadas garantizarán que los procedimientos de resolución 

alternativa de litigios que gestionen sean confidenciales.
A estos efectos, y entre otras actuaciones, velarán para que tanto las personas 

encargadas de la decisión del litigio, sujetas al secreto profesional, como las partes en litigio, 
no revelen la información que hubieran podido obtener con ocasión del procedimiento.

2. Las entidades acreditadas adoptarán las medidas necesarias para asegurar que el 
tratamiento de los datos personales cumpla con lo establecido en la normativa vigente en 
materia de protección de datos de carácter personal.

Esta obligación se extenderá al tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la 
tramitación de los procedimientos de resolución alternativa como consecuencia de las 
cesiones que se efectúen en el marco de la cooperación e intercambio de información de las 
entidades acreditadas o sus redes y en el intercambio de información con autoridades y 
administraciones públicas.

3. La infracción del deber de confidencialidad por las entidades acreditadas o por las 
personas encargadas de la decisión del litigio generará la responsabilidad prevista en el 
ordenamiento jurídico.

Artículo 37.  Actualización de información.
Las entidades acreditadas trasladarán a la autoridad competente que corresponda, 

dentro del plazo de 15 días laborables, cualquier modificación que afecte a los datos 
comunicados por las mismas, así como a los requisitos, obligaciones y garantías exigidas en 
esta ley.

Artículo 38.  Información anual de actividad.
1. Con carácter anual, antes del 31 de marzo de cada ejercicio, las entidades 

acreditadas pondrán a disposición de los ciudadanos, en su sitio web, en un soporte 
duradero o por cualquier otro medio que consideren adecuado, información clara y 
fácilmente comprensible sobre su actividad en el ejercicio anterior, haciendo referencia al 
menos a los siguientes aspectos:

a) El número de litigios recibidos, con indicación de sus causas y del sector económico al 
que corresponden.

b) Las prácticas empresariales reiteradas que hayan originado los litigios tratados, así 
como los problemas sistemáticos o significativos que sean recurrentes e incidan en la 
conflictividad entre consumidores y empresarios. Esta información deberá ir acompañada de 
recomendaciones relativas al modo de evitar o resolver tales problemas en el futuro.

c) El número de litigios que la entidad acreditada hubiera inadmitido a trámite, así como 
el desglose de sus causas. Esta información se facilitará en términos absolutos y relativos 
respecto del volumen total de reclamaciones recibidas por la entidad.

d) El número total de procedimientos de resolución alternativa que se interrumpieron sin 
haberse dictado resolución, los motivos que ocasionaron tal interrupción y el porcentaje de 
estos procedimientos en relación al total de reclamaciones recibidas.

e) La duración media de sus procedimientos de resolución alternativa.
f) El índice de cumplimiento voluntario por las partes de la solución que puso fin al litigio, 

si la entidad dispusiera de dicha información.
g) La cooperación con redes de entidades acreditadas que faciliten la resolución de 

litigios transfronterizos y una valoración de la eficacia de su integración en dichas redes.
h) Una evaluación de la eficacia del procedimiento ofrecido por la entidad acreditada con 

indicación de las actuaciones que permitirían mejorar sus resultados.
i) La formación facilitada a las personas encargadas de la resolución del litigio.
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2. La información recogida en el apartado anterior será trasladada por la entidad 
acreditada a la autoridad competente que corresponda cada dos años.

Artículo 39.  Formación y autorregulación.
1. Las entidades acreditadas serán responsables de la formación de las personas 

encargadas de la resolución de litigios, comunicando a la autoridad competente los 
programas de formación inicial y continua que lleven a cabo.

2. Las entidades de resolución alternativa promoverán la elaboración o adhesión a 
códigos de conducta aplicables a las personas que intervengan en la resolución del litigio.

TÍTULO III
Otras disposiciones

CAPÍTULO I
Obligaciones de información de los empresarios

Artículo 40.  Obligación de información de los empresarios sobre las entidades acreditadas.
1. El empresario que esté adherido a una entidad acreditada en España o en cualquier 

Estado miembro de la Unión Europea o venga obligado por una norma o código de conducta 
a aceptar su intervención en la resolución de sus litigios, deberá informar a los consumidores 
de la posibilidad de recurrir a dicha entidad.

2. La información anterior deberá incluir la identificación completa de la entidad 
acreditada competente, incluyendo la dirección de su página web. Esta información se 
ofrecerá de manera clara, e identificable, comprensible y mediante un acceso fácil en su 
página web, debiendo constar también en las condiciones generales de los contratos de 
compraventa o de prestación de servicios que el empresario ofrezca al consumidor.

Si el empresario no dispusiera de sitio web o no existiera documentación relativa a las 
condiciones generales, el suministro de esta información se efectuará de cualquier manera 
que permita al consumidor su conocimiento, en particular a través de folletos informativos 
propios, carteles con la información en lugar accesible al consumidor o cualquier otra 
comunicación comercial.

3. Cuando una reclamación presentada directamente por el consumidor al empresario no 
haya podido ser resuelta, éste deberá facilitar al consumidor la información relativa a si se 
encuentra adherido a una entidad de resolución alternativa de litigios de consumo o si está 
obligado por una norma o código de conducta a participar en el procedimiento ante una 
concreta entidad. De no ser así, deberá facilitarle la información relativa, al menos, a una 
entidad que sea competente para conocer de la reclamación, haciendo la indicación de si 
participará en el procedimiento ante la entidad o entidades indicadas.

Esta información se adecuará en cuanto a su contenido y forma de prestarla a lo previsto 
en el apartado 2 y será facilitada en papel o en cualquier otro soporte duradero en el 
momento de la contestación de la reclamación o en el plazo máximo de un mes desde su 
interposición si el empresario no hubiera contestado la misma de forma expresa.

4. La información prevista en los apartados anteriores será proporcionada por el 
empresario, sin perjuicio de cualquier otra obligación de información adicional que sea 
exigible en materia de resolución extrajudicial de litigios de consumo de conformidad con la 
normativa que resulte de aplicación.

5. El empresario que celebre contratos de compraventa o de prestación de servicios en 
línea, así como las plataformas de comercio electrónico o mercados en línea, deberán incluir 
en su sitio web un enlace que permita un acceso identificable y fácil a la plataforma de 
resolución de litigios en línea de la Unión Europea a la que se refiere el Reglamento (UE) n.º 
524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013.
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Artículo 41.  Incumplimiento de la obligación de información de los empresarios.
El incumplimiento por los empresarios de la obligación de información establecida en el 

artículo anterior tendrá la consideración de infracción grave en materia de defensa de los 
consumidores y usuarios, aplicándose lo dispuesto en el régimen sancionador general 
previsto en el título IV del libro primero del texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, así como en la normativa autonómica 
correspondiente, sin perjuicio de la existencia de otras posibles infracciones en materia de 
información al consumidor que vengan tipificadas en la normativa sectorial que resulte de 
aplicación.

CAPÍTULO II
Actuaciones de las administraciones públicas competentes

Artículo 42.  Información general sobre las entidades acreditadas y sobre su acceso.
1. El Centro Europeo del Consumidor y las administraciones públicas con competencia 

en materia de protección de los consumidores facilitarán enlaces entre sus sitios web y el 
sitio o sitios web de la Comisión Europea en los que figure el listado consolidado de las 
entidades acreditadas y notificadas por los diferentes Estados miembros. Asimismo, deberán 
facilitar un enlace con la plataforma electrónica de resolución de litigios en línea de la Unión 
Europea.

2. El Centro Europeo del Consumidor facilitará a los ciudadanos, en soporte duradero, al 
menos una copia de la relación de entidades acreditadas competentes para la resolución del 
litigio sobre el que se requiera información y, si fuera posible, una copia del listado 
consolidado de la Comisión Europea en el que figuran incluidas las diferentes entidades 
acreditadas y notificadas por los Estados miembros.

3. Las administraciones públicas competentes, en el marco de la cooperación y 
colaboración con las asociaciones de consumidores y las organizaciones empresariales, 
promoverán la publicación por estas del listado consolidado de entidades acreditadas 
elaborado por la Comisión Europea, indicando la forma de acceso a su publicación. 
Igualmente se promoverá entre aquellas organizaciones y asociaciones la difusión de la 
información sobre la plataforma electrónica de presentación de reclamaciones de la Unión 
Europea y la posibilidad de recurrir a los procedimientos de las entidades acreditadas para la 
resolución alternativa de los litigios de consumo.

Artículo 43.  Asistencia a los consumidores en los litigios transfronterizos.
En el caso de tratarse de un litigio transfronterizo de consumo, el Centro Europeo del 

Consumidor proporcionará asistencia y ayuda a los consumidores, para el acceso a 
cualquier entidad acreditada competente establecida en otro Estado miembro, así como en 
relación a las resoluciones emitidas por dichas entidades.

También corresponderá al Centro Europeo del Consumidor en España las funciones de 
punto de contacto de resolución de litigios en línea a que se refiere el artículo 7 del 
Reglamento 524/2013/UE.

Artículo 44.  Garantía complementaria de acceso a una entidad de resolución alternativa 
establecida en otro Estado miembro.

En el supuesto de que no exista una entidad de resolución alternativa acreditada 
establecida en España que sea competente para la resolución de algún tipo de litigio, de 
forma complementaria se garantizará y facilitará el acceso a una entidad incluida en el 
listado consolidado de la Comisión Europea que se encuentre establecida en otro Estado 
miembro y dé cobertura a empresarios de diferentes Estados miembros de la Unión 
Europea.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 55  Ley relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo

– 1300 –



Artículo 45.  Cooperación entre las entidades acreditadas y las administraciones públicas 
competentes.

1. Las administraciones públicas competentes fomentarán la creación de redes 
generales y sectoriales de entidades acreditadas y su integración en ellas.

2. Las entidades acreditadas deberán cooperar con las autoridades competentes y con 
las administraciones públicas en materia de protección al consumidor, especialmente en el 
intercambio mutuo de información sobre las prácticas empresariales objeto de las 
reclamaciones presentadas por los consumidores. Igualmente, las autoridades competentes 
deberán poner a disposición de las entidades acreditadas cualquier tipo de estudio o 
información técnica o jurídica disponible que pueda resultar relevante para el tratamiento de 
litigios individuales.

3. Las entidades acreditadas procederán de forma periódica al intercambio recíproco de 
información con el fin de favorecer la consecución de mejores prácticas en la solución de 
litigios nacionales y transfronterizos.

4. Si existiera dentro de la Unión Europea una red sectorial de entidades de resolución 
alternativa de litigios transfronterizos de consumo, se promoverá la integración en ella de las 
entidades de resolución alternativa de dicho sector que hubieran sido notificadas a la 
Comisión Europea.

Disposición adicional primera.  Las entidades de resolución alternativa en el ámbito de la 
actividad financiera.

1. Para la resolución, con carácter vinculante o no, de litigios de consumo en el sector 
financiero, será creada por ley, y comunicada a la Comisión Europea, tras su acreditación 
por la autoridad competente, una única entidad, con competencias en este ámbito. Esta ley 
obligará a las entidades financieras a participar en los procedimientos ante dicha entidad de 
resolución alternativa de litigios para el ámbito de su actividad. El resto de entidades 
acreditadas que den cobertura a reclamaciones de consumo de todos los sectores 
económicos, podrán conocer igualmente de este tipo de litigios, siempre que ambas partes 
se hayan sometido voluntariamente al procedimiento.

2. A estos efectos, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales, en el plazo de ocho 
meses desde la entrada en vigor de esta ley, un proyecto de ley que regule el sistema 
institucional de protección del cliente financiero, así como su organización y funciones.

3. Hasta que entre en vigor la ley prevista en el apartado anterior, los servicios de 
reclamaciones regulados en el artículo 30 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de 
Medidas de Reforma del Sistema Financiero, acomodarán su funcionamiento y 
procedimiento a lo previsto en la presente ley y, en especial, se garantizará su 
independencia organizativa y funcional en el seno del organismo donde están incardinados 
con el fin de poder ser acreditados como entidad de resolución alternativa de litigios 
financieros.

Disposición adicional segunda.  Las entidades de resolución alternativa en el ámbito de 
protección de los usuarios del transporte aéreo.

1. Para la resolución alternativa de litigios en que resulten de aplicación los Reglamentos 
de la Unión Europea en materia de protección de los usuarios del transporte aéreo, será 
acreditada y notificada a la Comisión Europea una única entidad, que conocerá, con arreglo 
a lo establecido en esta disposición, de aquellos conflictos que afecten a todos los pasajeros, 
aunque no tengan la condición de consumidores y ya esté la compañía establecida en la 
Unión Europea o fuera de ella.

Las entidades a las que se hace referencia en el artículo 6.2 que den cobertura a 
reclamaciones de consumo de todos los sectores económicos, podrán conocer igualmente 
de este tipo de litigios en el ámbito de aplicación de esta Ley, siempre que ambas partes se 
hayan sometido voluntariamente a tales procedimientos.

2. Por orden de la persona titular del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, se regulará el procedimiento de resolución alternativa de los litigios mencionados en 
el párrafo primero del apartado anterior, que será de aceptación obligatoria y resultado 
vinculante para las compañías aéreas.
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3. La entidad acreditada pondrá fin al procedimiento anterior mediante decisión 
motivada. Transcurrido el plazo previsto en el artículo 20 de esta Ley sin que se haya 
notificado la decisión, se entenderá que la decisión es desestimatoria de la reclamación 
formulada por el pasajero.

El pasajero podrá retirarse en cualquier momento del procedimiento si no está satisfecho 
con su funcionamiento o tramitación, debiendo ser informado por la entidad acreditada de 
este extremo al inicio del procedimiento.

La decisión adoptada por la entidad acreditada podrá ser impugnada por parte de la 
compañía aérea cuando considere que la misma no es conforme a Derecho. Puesto que la 
decisión de la entidad acreditada no será vinculante para el pasajero, en todo caso se 
entenderá sin perjuicio de las acciones civiles que el pasajero tenga frente a la compañía 
aérea.

La impugnación de la decisión, mediante la formulación de la correspondiente demanda 
por la compañía, habrá de efectuarse dentro de los dos meses siguientes a su notificación o, 
en caso de que se haya solicitado corrección o aclaración, desde la notificación de la 
respuesta a esta solicitud, o desde la expiración del plazo de diez días desde que esta se 
efectuó sin que se haya notificado respuesta expresa. La demanda se tramitará por los 
cauces del juicio verbal.

El pasajero y la entidad acreditada podrán no comparecer en el procedimiento judicial, 
entendiéndose que se remiten a la decisión de la entidad acreditada. En este procedimiento 
nunca se impondrán las costas al pasajero.

4. Sin perjuicio del derecho de la compañía aérea a impugnar la decisión de la entidad 
acreditada, transcurrido un mes desde que fuera emitida la decisión podrá solicitarse por el 
pasajero su ejecución ante el juzgado competente. A estos efectos, la decisión, debidamente 
certificada por la entidad acreditada, tendrá la consideración de título ejecutivo extrajudicial, 
de conformidad con lo dispuesto en el numeral 9.º del apartado 2 del artículo 517 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

En todo caso, la compañía aérea remitirá a la entidad acreditada justificante del 
cumplimiento de la decisión tan pronto como esta se produzca, indicando si ha impugnado la 
decisión ante el juzgado competente.

Téngase en cuenta que esta modificación de los apartados 3 y 4, establecida por la 
disposición final 27 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-A-2025-76, entra en 
vigor el 3 de abril de 2025, según determina su disposición final 38.

Redacción anterior:
"3. La entidad acreditada pondrá fin al procedimiento anterior mediante decisión motivada. 

Transcurrido el plazo previsto en el artículo 20 de esta Ley sin que se haya notificado la 
decisión, se entenderá que la decisión es desestimatoria de la reclamación formulada por el 
pasajero.

El pasajero podrá retirarse en cualquier momento del procedimiento si no está satisfecho 
con su funcionamiento o tramitación, debiendo ser informado por la entidad acreditada de este 
extremo al inicio del procedimiento.

La decisión adoptada por la entidad acreditada podrá ser impugnada por parte de la 
compañía aérea, ante el juzgado de lo mercantil competente, cuando considere que la misma 
no es conforme a Derecho. Puesto que la decisión de la entidad acreditada no será vinculante 
para el pasajero, en todo caso se entenderá sin perjuicio de las acciones civiles que el pasajero 
tenga frente a la compañía aérea.

La impugnación de la decisión, mediante la formulación de la correspondiente demanda por 
la compañía, habrá de efectuarse dentro de los dos meses siguientes a su notificación o, en 
caso de que se haya solicitado corrección o aclaración, desde la notificación de la respuesta a 
esta solicitud, o desde la expiración del plazo de diez días desde que esta se efectuó sin que se 
haya notificado respuesta expresa. La demanda se tramitará por los cauces del juicio verbal.

El pasajero y la entidad acreditada podrán no comparecer en el procedimiento judicial, 
entendiéndose que se remiten a la decisión de la entidad acreditada. En este procedimiento 
nunca se impondrán las costas al pasajero.
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4. Sin perjuicio del derecho de la compañía aérea a impugnar la decisión de la entidad 
acreditada, transcurrido un mes desde que fuera emitida la decisión podrá solicitarse por el 
pasajero su ejecución ante el juzgado de lo mercantil competente. A estos efectos, la decisión, 
debidamente certificada por la entidad acreditada, tendrá la consideración de título ejecutivo 
extrajudicial, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 9.º del apartado 2 del artículo 517 
de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

En todo caso, la compañía aérea remitirá a la entidad acreditada justificante del 
cumplimiento de la decisión tan pronto como esta se produzca, indicando si ha impugnado la 
decisión ante el juzgado competente."

5. Hasta que entre en vigor la orden mencionada en el apartado 2, la Agencia Estatal de 
Seguridad Aérea deberá acomodar su funcionamiento y procedimiento a lo previsto en esta 
Ley con el fin de poder ser acreditada como entidad de resolución alternativa de litigios en 
materia de derechos de los usuarios del transporte aéreo.

Disposición adicional tercera.  Plan de ayudas a la gestión de las Juntas Arbitrales de 
Consumo.

Con el objeto de facilitar a las Juntas Arbitrales de Consumo el cumplimiento del plazo 
de resolución previsto en el artículo 20 y acceder a la acreditación europea, el Gobierno 
aprobará un Plan de ayudas a la gestión de las Juntas Arbitrales de Consumo que permita 
dotarlas de medios humanos y materiales suficientes para poder dictar el laudo en el citado 
plazo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta ley.

Disposición final primera.  Título competencial.
La presente ley se dicta en base a las competencias exclusivas que corresponden al 

Estado en materia de legislación mercantil, procesal y civil, conforme a las reglas 6.ª y 8.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución Española.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario y habilitación normativa.
1. El Gobierno desarrollará reglamentariamente lo establecido en esta ley.
2. Se habilita al Gobierno para modificar, mediante real decreto, el contenido previsto en 

la disposición final sexta de esta ley.

Disposición final tercera.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2013/11/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución 
alternativa de litigios en materia de consumo y por la que se modifica el Reglamento (CE) n.º 
2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE.

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 63 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, que queda redactado en los siguientes términos:

«Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en 
el juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se 
ha interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales 
extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional, a árbitros o a mediadores, 
excepto en los supuestos en que exista un pacto previo entre un consumidor y un 
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empresario de someterse a un procedimiento de resolución alternativa de litigios de 
consumo y el consumidor sea el demandante.»

Disposición final quinta.  Modificación del texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Se modifican los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, que quedan redactados en los 
siguientes términos:

«3. En todo caso, y con pleno respeto a lo dispuesto en los apartados 
precedentes, los empresarios pondrán a disposición de los consumidores y usuarios 
información sobre la dirección postal, número de teléfono, fax, cuando proceda, y 
dirección de correo electrónico en los que el consumidor y usuario, cualquiera que 
sea su lugar de residencia, pueda interponer sus quejas y reclamaciones o solicitar 
información sobre los bienes o servicios ofertados o contratados. Los empresarios 
comunicarán además su dirección legal si esta no coincidiera con la dirección 
habitual para la correspondencia.

Los empresarios deberán dar respuesta a las reclamaciones recibidas en el plazo 
más breve posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes desde la 
presentación de la reclamación.

4. En el supuesto de que el empresario no hubiera resuelto satisfactoriamente 
una reclamación interpuesta directamente ante el mismo por un consumidor, este 
podrá acudir a una entidad de resolución alternativa notificada a la Comisión 
Europea, de conformidad con lo previsto en la ley por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en 
materia de consumo.

Los empresarios facilitarán el acceso a este tipo de entidades, proporcionando a 
los consumidores la información a la que vienen obligados por el artículo 41 de dicha 
ley.»

Disposición final sexta.  Modificación del Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el 
que se regula el Sistema Arbitral de Consumo.

El Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de 
Consumo, queda modificado como sigue:

Uno. El párrafo b) del apartado 3 y el apartado 4 del artículo 37 quedan redactados del 
siguiente modo:

«b) Si no consta la existencia de convenio arbitral previo o éste no es válido, en 
el plazo más breve posible se dará traslado de la solicitud de arbitraje al reclamado, 
dándole un plazo de quince días para la aceptación del arbitraje y de la mediación 
previa en los supuestos en que proceda, así como para, en su caso, contestar a la 
solicitud formulando las alegaciones que estime oportunas para hacer valer su 
derecho y, en su caso, presentar los documentos que estime pertinentes o proponer 
las pruebas de que intente valerse.

Transcurrido dicho plazo sin que conste la aceptación del arbitraje por el 
reclamado, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo ordenará el archivo de la 
solicitud, notificándoselo a las partes.

Si el reclamado contesta aceptando el arbitraje de consumo, se considerará 
iniciado el procedimiento en la fecha de entrada de la aceptación en la Junta Arbitral 
de Consumo, dictando su presidente acuerdo de iniciación del procedimiento arbitral. 
En la notificación al reclamante del acuerdo de iniciación del procedimiento se hará 
constar expresamente la admisión a trámite de la solicitud de arbitraje y la invitación 
a la mediación previa, en el caso de que no conste realizado este trámite.»
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«4. El plazo para dictar la resolución prevista en el apartado 2 será de veintiún 
días naturales a contar desde el día siguiente a la recepción en la Junta competente 
de la solicitud o su subsanación.»

Dos. El apartado 1 del artículo 49 pasa a tener la siguiente redacción:
«1. El laudo se dictará y notificará a las partes en un plazo de noventa días 

naturales contados desde que se acuerde el inicio del procedimiento por haber 
recibido el órgano arbitral la documentación completa necesaria para su tramitación, 
según lo dispuesto en el artículo 37.3.

El órgano arbitral, en caso de especial complejidad, podrá adoptar, de forma 
motivada, una prórroga que no podrá ser superior al plazo previsto para la resolución 
del litigio, comunicándose a las partes.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 
asuntos civiles y mercantiles.

Se suprime el párrafo d) del apartado 2 del artículo 2 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 56

Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de 
eficiencia del Servicio Público de Justicia. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 3, de 3 de enero de 2025
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2025-76

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas en materia de eficiencia procesal del Servicio Público de Justicia

CAPÍTULO I
Medios adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 2.  Concepto y caracterización de los medios adecuados de solución de 
controversias en vía no jurisdiccional.

A los efectos de esta ley, se entiende por medio adecuado de solución de controversias 
cualquier tipo de actividad negociadora, reconocida en esta u otras leyes, estatales o 
autonómicas, a la que las partes de un conflicto acuden de buena fe con el objeto de 
encontrar una solución extrajudicial al mismo, ya sea por sí mismas o con la intervención de 
una tercera persona neutral.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación de los medios adecuados de solución de controversias.
1. Las disposiciones de este título son de aplicación a los asuntos civiles y mercantiles, 

incluidos los conflictos transfronterizos. A estos efectos tendrán la consideración de 
conflictos transfronterizos los definidos en el artículo 3 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.

En defecto de sometimiento expreso o tácito a lo dispuesto en este título, su regulación 
será aplicable cuando, al menos, una de las partes tenga su domicilio en España y la 
actividad negociadora se realice en territorio español.

2. Quedan excluidos, en todo caso, de lo dispuesto en este título las materias laboral, 
penal y concursal, así como los asuntos de cualquier naturaleza, con independencia del 
orden jurisdiccional ante el que deban ventilarse, en los que una de las partes sea una 
entidad perteneciente al sector público.
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Artículo 4.  Principio de autonomía privada en el desarrollo de los medios adecuados de 
solución de controversias.

1. Las partes son libres para convenir o transigir, a través de estos medios, sobre sus 
derechos e intereses, siempre que lo acordado no sea contrario a la ley, a la buena fe ni al 
orden público. Las partes pueden alcanzar acuerdos totales o parciales. En el caso de 
acuerdos parciales, las partes podrán presentar demanda para ejercitar sus pretensiones 
respecto a los extremos de la controversia en los que se mantenga la discrepancia.

No obstante, no podrán ser sometidos a medios adecuados de solución de 
controversias, ni aun por derivación judicial, los conflictos que versen sobre materias que no 
estén a disposición de las partes en virtud de la legislación aplicable, pero sí será posible su 
aplicación en relación con los efectos y medidas previstos en los artículos 102 y 103 del 
Código Civil, sin perjuicio de la homologación judicial del acuerdo alcanzado.

2. En ningún caso podrán aplicarse dichos medios de solución de controversias, a los 
conflictos de carácter civil que versen sobre alguna de las materias excluidas de la 
mediación, conforme a lo dispuesto en el apartado 9 del artículo 89 de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Artículo 5.  Requisito de procedibilidad.
1. En el orden jurisdiccional civil, con carácter general, para que sea admisible la 

demanda se considerará requisito de procedibilidad acudir previamente a algún medio 
adecuado de solución de controversias de los previstos en el artículo 2. Para entender 
cumplido este requisito habrá de existir una identidad entre el objeto de la negociación y el 
objeto del litigio, aun cuando las pretensiones que pudieran ejercitarse, en su caso, en vía 
judicial sobre dicho objeto pudieran variar.

Se considerará cumplido este requisito si se acude previamente a la mediación, a la 
conciliación o a la opinión neutral de una persona experta independiente, si se formula una 
oferta vinculante confidencial o si se emplea cualquier otro tipo de actividad negociadora, 
reconocida en esta u otras leyes, estatales o autonómicas, pero que cumpla lo previsto en 
las secciones 1.ª y 2 ª, de este capítulo o en una ley sectorial. Singularmente, se considerará 
cumplido el requisito cuando la actividad negociadora se desarrolle directamente por las 
partes, o entre sus abogados o abogadas bajo sus directrices y con su conformidad, así 
como en los supuestos en que las partes hayan recurrido a un proceso de Derecho 
colaborativo.

2. Se exigirá actividad negociadora previa a la vía jurisdiccional como requisito de 
procedibilidad en todos los procesos declarativos del libro II y en los procesos especiales del 
libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, con excepción de los que 
tengan por objeto las siguientes materias:

a) la tutela judicial civil de derechos fundamentales;
b) la adopción de las medidas previstas en el artículo 158 del Código Civil;
c) la adopción de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad;
d) la filiación, paternidad y maternidad;
e) la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien 

haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute;
f) la pretensión de que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo 

de obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que 
amenace causar daños a quien demande;

g) el ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección 
específicos, la entrada en domicilios y restantes lugares para la ejecución forzosa de 
medidas de protección de menores o la restitución o retorno de menores en los supuestos de 
sustracción internacional;

h) el juicio cambiario.
3. No será preciso acudir a un medio adecuado de solución de controversias para la 

interposición de una demanda ejecutiva, la solicitud de medidas cautelares previas a la 
demanda, la solicitud de diligencias preliminares ni para la iniciación de expedientes de 
jurisdicción voluntaria, con excepción de los expedientes de intervención judicial en los casos 
de desacuerdo conyugal y en la administración de bienes gananciales, así como de los de 
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intervención judicial en caso de desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad. Tampoco 
será preciso acudir a un medio adecuado de solución de controversias para presentar la 
petición de requerimiento europeo de pago conforme al Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un 
proceso monitorio europeo, o solicitar el inicio de un proceso europeo de escasa cuantía, 
conforme al Reglamento (CE) n.º 861/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de 
julio de 2007, por el que se establece un proceso europeo de escasa cuantía.

4. La iniciativa de acudir a los medios adecuados de solución de controversias puede 
proceder de una de las partes, de ambas de común acuerdo o bien de una decisión judicial o 
del letrado o la letrada de la Administración de Justicia de derivación de las partes a este tipo 
de medios.

Para el caso de que todas las partes plantearan acudir a un medio adecuado de solución 
de controversias y no existiera acuerdo sobre cuál de ellos utilizar, se empleará aquel que se 
haya propuesto antes temporalmente.

Artículo 6.  Asistencia letrada.
1. Las partes podrán acudir a cualquiera de los medios adecuados de solución de 

controversias asistidas de abogado.
2. Únicamente será preceptiva la asistencia letrada a las partes cuando se utilice como 

medio adecuado de solución de controversias la formulación de una oferta vinculante, 
excepto cuando la cuantía del asunto controvertido no supere los dos mil euros o bien 
cuando una ley sectorial no exija la intervención de letrado o letrada para la realización o 
aceptación de la oferta.

3. En los casos en que no siendo preceptiva la asistencia letrada, cualquiera de las 
partes pretendiera servirse de ella, lo hará constar así en el requerimiento o en el plazo de 
tres días desde la fecha de recepción de la propuesta por la parte requerida. En ambos 
casos, deberá comunicarse tal circunstancia a la otra parte para que pueda decidir valerse 
también de asistencia letrada en el plazo de los tres días siguientes a la recepción de la 
notificación.

Artículo 7.  Efectos de la apertura del proceso de negociación y de su terminación sin 
acuerdo.

1. La solicitud de una de las partes dirigida a la otra para iniciar un procedimiento de 
negociación a través de un medio adecuado de solución de controversias, en la que se 
defina adecuadamente el objeto de la negociación, interrumpirá la prescripción o suspenderá 
la caducidad de acciones desde la fecha en la que conste el intento de comunicación de 
dicha solicitud a la otra parte en el domicilio personal o lugar de trabajo que le conste a la 
persona solicitante, o bien a través del medio de comunicación electrónico empleado por las 
partes en sus relaciones previas.

La interrupción o la suspensión se prolongará hasta la fecha de la firma del acuerdo o de 
la terminación del proceso de negociación sin acuerdo.

El cómputo de los plazos se reiniciará o reanudará respectivamente en el caso de que no 
se mantenga la primera reunión dirigida a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta 
por escrito en el plazo de treinta días naturales a contar desde la fecha de recepción de la 
solicitud de negociación por la parte a la que se dirige, o desde la fecha del intento de 
comunicación, si dicha recepción no se produce.

En el caso de que alguna propuesta concreta de acuerdo no tenga respuesta por la 
contraparte en el plazo de treinta días naturales desde la fecha de recepción, se reiniciará o 
reanudará respectivamente el cómputo de plazos.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, en el caso de que intervenga 
una tercera persona neutral, se seguirán las siguientes reglas:

a) en el caso de intervenir una persona mediadora, se estará a lo dispuesto por el 
artículo 4 de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

b) en el caso de intervenir una persona conciliadora, la solicitud de inicio de la 
conciliación interrumpirá la prescripción o suspenderá la caducidad de acciones desde la 
fecha en la que conste la recepción de dicha solicitud por la persona conciliadora, 
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reiniciándose o reanudándose, respectivamente, el cómputo de los plazos en el caso de que 
en el plazo de quince días naturales desde la fecha de la recepción de la solicitud por la 
persona conciliadora no se hubiese intentado por esta la comunicación con la otra parte, así 
como en el caso de que en el plazo de quince días naturales desde la recepción de la 
propuesta por la parte a la que se dirige la solicitud de conciliación, o desde la fecha de 
intento de la comunicación si dicha recepción no se produce, no se mantenga la primera 
reunión dirigida a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito.

En caso de que se abra la conciliación, la interrupción o la suspensión se prolongará 
hasta la fecha de la firma del acuerdo o cuando se produzca la terminación de la 
conciliación.

c) en el caso de intervenir una persona experta independiente, se interrumpirá la 
prescripción o suspenderá la caducidad de acciones desde la fecha de la designación de 
mutuo acuerdo de la persona experta, reiniciándose o reanudándose respectivamente el 
cómputo de los plazos a partir de la fecha de aceptación del acuerdo final por todas las 
partes o de emisión de la certificación prevista en el artículo 18.5.

d) en el caso de intervenir un letrado o letrada de la Administración de Justicia, se estará 
a lo dispuesto por la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, respecto a la 
suspensión de la caducidad y la interrupción de la prescripción, que se aplicará 
supletoriamente en los casos de intervención como conciliador de un notario o notaria, 
registrador o registradora.

3. En el caso de que la solicitud inicial de negociación no tenga respuesta o bien de que 
el proceso negociador finalice sin acuerdo, las partes deberán formular la demanda dentro 
del plazo de un año a contar, respectivamente, desde la fecha de recepción de la solicitud de 
negociación por la parte a la que se haya dirigido la misma o, en su caso, desde la fecha de 
terminación del proceso de negociación sin acuerdo, para que pueda entenderse cumplido el 
requisito de procedibilidad.

Si se hubieran acordado medidas cautelares durante la tramitación del proceso 
negociador, las partes deberán presentar la demanda ante el mismo tribunal que conoció de 
aquellas en los veinte días siguientes desde la terminación del proceso negociador sin 
acuerdo o desde la fecha en que deba entenderse finalizado el proceso de negociación sin 
acuerdo conforme a esta ley.

Si las medidas cautelares se hubieran acordado antes del inicio del proceso negociador, 
el plazo de veinte días para presentar la demanda se suspenderá y reanudará, 
respectivamente, en los términos previstos en el apartado 1.

4. Si se iniciara un proceso judicial con el mismo objeto que el de la previa actividad 
negociadora intentada sin acuerdo, los tribunales deberán tener en consideración la 
colaboración de las partes respecto a la solución consensuada y el eventual abuso del 
servicio público de Justicia al pronunciarse sobre las costas o en su tasación, y asimismo 
para la imposición de multas o sanciones previstas, todo ello en los términos establecidos en 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 8.  Actuaciones desarrolladas por medios telemáticos.
1. Las partes podrán acordar que todas o alguna de las actuaciones de negociación en el 

marco de un medio adecuado de solución de controversias, se lleven a cabo por medios 
telemáticos, por videoconferencia u otro medio análogo de transmisión de la voz o la imagen, 
siempre que quede garantizada la identidad de los intervinientes y el respeto a las normas 
previstas en este título y, en su caso, a la normativa de desarrollo específicamente 
contemplada para la mediación.

2. Cuando el objeto de controversia sea una reclamación de cantidad que no exceda de 
seiscientos euros se desarrollará preferentemente por medios telemáticos, salvo que el 
empleo de éstos no sea posible para alguna de las partes.

Artículo 9.  Confidencialidad y protección de datos.
1. El proceso de negociación y la documentación utilizada en el mismo son 

confidenciales, salvo la información relativa a si las partes acudieron o no al intento de 
negociación previa y al objeto de la controversia.
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La obligación de confidencialidad se extiende a las partes, a los abogados o abogadas 
intervinientes y, en su caso, a la tercera persona neutral que intervenga, que quedarán 
sujetos al deber y derecho de secreto profesional, de modo que ninguno de ellos podrá 
revelar la información que hubieran podido obtener derivada del proceso de negociación.

2. En particular, las partes, los abogados o abogadas y la tercera persona neutral no 
podrán declarar o aportar documentación derivada del proceso de negociación o relacionada 
con el mismo ni ser obligados a ello en un procedimiento judicial o en un arbitraje, excepto:

a) Cuando todas las partes de manera expresa y por escrito se hayan dispensado 
recíprocamente o al abogado o abogada o a la tercera persona neutral del deber de 
confidencialidad.

b) Cuando se esté tramitando la impugnación de la tasación de costas y solicitud de 
exoneración o moderación de las mismas según lo previsto en el artículo 245 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y a esos únicos fines, sin que pueda utilizarse 
para otros diferentes ni en procesos posteriores.

c) Cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces y juezas 
del orden jurisdiccional penal.

d) Cuando sea necesario por razones de orden público, en particular cuando así lo 
requiera la protección del interés superior del menor o la prevención de daños a la integridad 
física o psicológica de una persona.

En consecuencia, y salvo dichas excepciones, si se pretendiese por alguna de las partes 
la aportación como prueba en el proceso de la información confidencial, no será admitida por 
los tribunales por aplicación de lo dispuesto en el artículo 283.3 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil.

3. En caso de que se revele información o se aporte documentación en infracción de lo 
dispuesto en este artículo, la autoridad judicial la inadmitirá y dispondrá que no se incorpore 
al expediente, sin perjuicio, además, de la responsabilidad que dicha infracción genere en 
los términos previstos en el ordenamiento jurídico.

4. Los tratamientos de datos de carácter personal de las personas físicas se realizarán 
con estricta sujeción a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de 
datos), y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales.

Artículo 10.  Acreditación del intento de negociación y terminación del proceso sin acuerdo.
1. A los efectos de acreditar que se ha intentado una actividad negociadora previa y 

cumplir el requisito de procedibilidad, dicha actividad negociadora o el intento de la misma 
deberá ser recogida documentalmente.

2. Si no hubiera intervenido una tercera persona neutral, la acreditación se cumplirá 
mediante cualquier documento firmado por ambas partes en el que se deje constancia de la 
identidad de las mismas y, en su caso, de las personas profesionales o expertas que hayan 
participado asesorándolas, la fecha, el objeto de la controversia, la fecha de la reunión o 
reuniones mantenidas, en su caso, y la declaración responsable de que las dos partes han 
intervenido de buena fe en el proceso. En su defecto, podrá acreditarse el intento de 
negociación mediante cualquier documento que pruebe que la otra parte ha recibido la 
solicitud o invitación para negociar o, en su caso, la propuesta, en qué fecha, y que ha 
podido acceder a su contenido íntegro.

3. En el caso de que haya intervenido una tercera persona neutral gestionando la 
actividad negociadora, esta deberá expedir, a petición de cualquiera de las partes, un 
documento en el que deberá hacer constar:

a) La identidad del tercero, su cualificación, colegio profesional, institución a la que 
pertenece o registro en el que esté inscrito.

b) La identidad de las partes.
c) El objeto de la controversia.
d) La fecha de la reunión o reuniones mantenidas.
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e) La declaración solemne de que las dos partes han intervenido de buena fe en el 
proceso, para que surta efectos ante la autoridad judicial correspondiente.

En caso de que alguna de las partes no hubiese comparecido o hubiese rehusado la 
invitación a participar en la actividad negociadora, se consignará dicha circunstancia y, en su 
caso, la forma en la que se ha realizado la citación efectiva, la justificación de haber sido 
realizada, y la fecha de recepción de la misma.

4. Se entenderá que se ha producido la terminación del proceso sin acuerdo:
a) Si transcurrieran treinta días naturales a contar desde la fecha de recepción de la 

solicitud inicial de negociación por la otra parte y no se mantuviera la primera reunión o 
contacto dirigido a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito.

b) Si, una vez iniciada la actividad negociadora, transcurrieran treinta días desde que 
una de las partes haga una propuesta concreta de acuerdo a la otra, sin que se alcance 
acuerdo ni se obtenga respuesta por escrito. El plazo de treinta días comenzará a contar 
desde la fecha de recepción de la propuesta concreta de acuerdo.

c) Si transcurrieran tres meses desde la fecha de celebración de la primera reunión sin 
que se hubiera alcanzado un acuerdo. No obstante lo anterior, las partes tienen derecho a 
continuar de mutuo acuerdo con la actividad negociadora más allá de dicho plazo.

d) Si cualquiera de las partes se dirige por escrito a la otra dando por terminadas las 
negociaciones, quedando constancia del intento de comunicación de ser esa su voluntad.

Artículo 11.  Honorarios de los profesionales que intervengan.
1. Cuando las partes acudan al proceso negociador asistidas por sus abogados o 

abogadas habrán de abonar los respectivos honorarios, salvo que se tenga derecho al 
beneficio de justicia gratuita.

2. Se asegurará la existencia de mecanismos públicos para la solución de conflictos de 
acceso gratuito para las partes. Si las partes deciden optar por otros mecanismos en el caso 
de que intervenga una tercera persona neutral, sus honorarios profesionales serán objeto de 
acuerdo previo con las partes intervinientes. Si la parte invitada a participar en el proceso 
negociador no acepta la intervención de la tercera persona neutral propuesta unilateralmente 
por la otra parte, deberá esta abonar íntegramente, de haberlos, los honorarios devengados 
hasta ese momento por la tercera persona neutral.

Sección 2.ª De los efectos de la actividad negociadora

Artículo 12.  Formalización del acuerdo.
1. En el documento que recoja el acuerdo se deberá hacer constar la identidad y el 

domicilio de las partes y, en su caso, la identidad de sus abogadas y abogados y de la 
tercera persona neutral que haya intervenido, el lugar y fecha en que se suscribe, las 
obligaciones que cada parte asume y que se ha seguido un procedimiento de negociación 
ajustado a las previsiones de esta ley.

2. El acuerdo deberá firmarse por las partes y, en su caso, por sus representantes, y 
cada una de ellas tendrá derecho a obtener una copia. Si interviene una tercera persona 
neutral esta entregará un ejemplar a cada una de las partes y deberá reservarse otro 
ejemplar para su conservación.

3. Las partes podrán compelerse recíprocamente a elevar el acuerdo alcanzado a 
escritura pública.

De no atender la parte requerida la solicitud de elevación del acuerdo alcanzado a 
escritura pública, podrá otorgarse unilateralmente por la parte solicitante, debiendo hacerse 
la solicitud por medio del notario autorizante del instrumento público y dejar constancia en él.

No será necesaria la presencia del tercero neutral en el acto de otorgamiento de la 
escritura.

4. Los gastos de otorgamiento de escrituras serán abonados según lo acordado por las 
partes. En defecto de acuerdo, serán pagados por la parte que solicite la elevación a 
escritura pública, sin perjuicio de la repercusión como costas que, en su caso, pudiera 
producirse en el proceso de ejecución de conformidad con lo establecido en la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, teniendo la consideración de derechos arancelarios.
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5. Para llevar a cabo la elevación a escritura pública del acuerdo, el notario verificará el 
cumplimiento de los requisitos exigidos en esta ley y que su contenido no es contrario a 
Derecho.

6. Cuando el acuerdo haya de ejecutarse en otro Estado, además de la elevación a 
escritura pública será necesario el cumplimiento de los requisitos que, en su caso, puedan 
exigir los convenios internacionales en que España sea parte y las normas de la Unión 
Europea.

7. Cuando así lo exija la ley o el acuerdo se hubiere alcanzado en un proceso de 
negociación al que se hubiera derivado por el tribunal en el seno del proceso judicial, las 
partes podrán solicitar del tribunal su homologación.

Artículo 13.  Validez y eficacia del acuerdo.
1. El acuerdo puede versar sobre una parte o sobre la totalidad de las materias 

sometidas a negociación. El acuerdo alcanzado será vinculante para las partes, que no 
podrán presentar demanda con igual objeto. Contra lo convenido en dicho acuerdo solo 
podrá ejercitarse la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos, sin perjuicio 
de la oposición que pueda plantearse, en su caso, en el proceso de ejecución.

2. Para que tenga valor de título ejecutivo el acuerdo habrá de ser elevado a escritura 
pública, o ser homologado judicialmente cuando proceda en los términos previstos en el 
artículo anterior, o bien constar en la certificación a que se refiere el artículo 103 bis de la 
Ley Hipotecaria si es consecuencia de una conciliación registral.

Sección 3.ª De las diferentes modalidades de negociación previa a la vía 
jurisdiccional

Artículo 14.  Medios adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional con 
regulación especial.

1. A los efectos de cumplir el requisito de procedibilidad para la iniciación de la vía 
jurisdiccional, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5.1, las partes podrán acudir a 
cualquiera de las modalidades de negociación previa reguladas en este capítulo, a la 
mediación regulada en la Ley 5/2012, de 6 de julio, o a cualquier otro medio adecuado de 
solución de controversias previsto en otras normas. En particular, las partes podrán cumplir 
dicho requisito mediante la negociación directa o, en su caso, a través de sus abogados o 
abogadas, así como a través de un proceso de Derecho colaborativo.

2. La mediación se regirá por lo dispuesto en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación 
en asuntos civiles y mercantiles, y, en su caso, por la legislación autonómica que resulte de 
aplicación. No obstante, a efectos de lo dispuesto en esta ley, la mediación es uno de los 
medios adecuados de solución de controversias con el que se podrá cumplir el requisito de 
procedibilidad al que se refiere el artículo 5.1.

3. La conciliación ante notario se regirá por lo dispuesto en el capítulo VII del título VII de 
la Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
5.1.

4. La conciliación ante el registrador se regirá por lo dispuesto en el título IV bis de la Ley 
Hipotecaria, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5.1.

5. La conciliación ante el letrado o letrada de la Administración de Justicia se regirá por 
lo establecido en el título IX de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.

6. La conciliación ante el juez o la jueza de paz se regirá por lo establecido en el artículo 
47 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y por el título IX de la Ley 
15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria.

Artículo 15.  Conciliación privada.
1. Toda persona física o jurídica que se proponga ejercitar las acciones legales que le 

corresponden en defensa de un derecho, puede requerir a una persona con conocimientos 
técnicos o jurídicos relacionados con la materia de que se trate, para que gestione una 
actividad negociadora tendente a alcanzar un acuerdo conciliatorio con la parte a la que se 
pretenda demandar.
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2. Para intervenir como persona conciliadora se precisa:
a) Estar inscrita como ejerciente en uno de los colegios profesionales de la abogacía, 

procura, graduados sociales, economistas, notariado o en el de registradores de la 
propiedad, así como, en su caso, en cualquier otro colegio que esté reconocido legalmente; 
o bien estar inscrita como persona mediadora en los registros correspondientes o pertenecer 
a instituciones de mediación debidamente homologadas.

b) Ser imparcial y guardar los deberes de confidencialidad y secreto profesional.
c) En el caso de que se trate de una sociedad profesional, deberá cumplir los requisitos 

establecidos en la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, y estar inscrita 
en el Registro de Sociedades Profesionales del colegio profesional que corresponda a su 
domicilio, debiendo cumplir la persona que actúe como conciliadora los requisitos exigidos 
en este precepto.

3. El encargo profesional al conciliador puede realizarse por las dos partes de mutuo 
acuerdo o solo por una de ellas. En el encargo se ha de expresar sucintamente, pero con la 
necesaria claridad, el contenido de la discrepancia objeto de conciliación, así como la 
identidad y circunstancias de la otra u otras partes. De la misma forma se procederá cuando 
sean las dos partes, de mutuo acuerdo, las que soliciten la intervención de la persona que 
hayan convenido para la realización de tal actividad. A efectos de comunicación entre el 
conciliador y las partes, se deberá indicar específicamente el teléfono, el correo electrónico a 
efectos de citaciones, así como, en su caso, el medio del que se dispone para la realización 
de los encuentros virtuales mediante videoconferencia.

4. La persona conciliadora debe aceptar de forma expresamente documentada la 
responsabilidad de la gestión leal, objetiva, neutral e imparcial del encargo recibido. Estará 
sujeta a las responsabilidades que procedan por el ejercicio inadecuado de su función.

Artículo 16.  Funciones de la persona conciliadora.
Las funciones de la persona conciliadora son, esencialmente:
a) Realizar una sesión inicial informando a las partes de las posibles causas que puedan 

afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; así como de las 
características de la conciliación, su coste, la organización del procedimiento y las 
consecuencias jurídicas del acuerdo que se pudiera alcanzar.

b) Gestionar por sí misma, o por las personas que le auxilien y le den soporte 
administrativo, la recepción de la solicitud, la invitación a la otra parte, la citación para las 
reuniones presenciales o virtuales que se precisen.

c) Documentar un acta de inicio de la conciliación, firmada por todas las partes, 
delimitando el objeto de la controversia, los honorarios y si las partes van a comparecer por 
sí mismas o asistidas de letrado, letrada o representante legal.

d) Presidir las reuniones de las partes y dirigir todos los trámites del proceso de 
conciliación, bien sea personalmente o por medio de instrumentos telemáticos.

e) Dar la palabra de forma ordenada y equitativa a cada una de las partes, pudiendo 
realizar las sesiones conjuntas o individuales que estime pertinentes.

f) Poner de manifiesto a las partes las dimensiones extrajurídicas de la controversia y las 
ventajas que pueden obtenerse si se alcanza un acuerdo razonable.

g) Formular directamente a las partes posibles soluciones e invitarlas a que formulen 
posibles propuestas de solución que construyan un eficaz acuerdo común.

h) En el caso de que exista acuerdo total o parcial de las partes en el desarrollo del 
proceso de conciliación, requerir a las abogadas y los abogados de las partes, si estuviesen 
participando en el proceso, para que supervisen el acuerdo.

i) Elaborar un acta final en el que se recoja la propuesta sobre la que existe acuerdo total 
o parcial y firmar en su calidad de persona conciliadora dicho acuerdo junto con las partes y 
sus abogados y abogadas o representantes legales si estuviesen participando en el proceso.

j) En caso de desacuerdo, emitir una certificación acreditativa de que se ha intentado sin 
efecto la conciliación.

k) Si la parte requerida ha rehusado participar en el proceso conciliador, hacerlo constar 
en el certificado que emita.
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Artículo 17.  Oferta vinculante confidencial.
1. Cualquier persona que, con ánimo de dar solución a una controversia, formule una 

oferta vinculante confidencial a la otra parte, queda obligada a cumplir la obligación que 
asume, una vez que la parte a la que va dirigida la acepta expresamente. Dicha aceptación 
tendrá carácter irrevocable.

2. La forma de remisión tanto de la oferta como de la aceptación ha de permitir dejar 
constancia de la identidad del oferente, de su recepción efectiva por la otra parte y de la 
fecha en la que se produce dicha recepción, así como de su contenido.

3. La oferta vinculante tendrá carácter confidencial en todo caso, siéndole de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 9.

4. En el caso de que la oferta vinculante sea rechazada, o no sea aceptada 
expresamente por la otra parte en el plazo de un mes o en cualquier otro plazo mayor 
establecido por la parte requirente, la oferta vinculante decaerá y la parte requirente podrá 
ejercitar la acción que le corresponda ante el tribunal competente, entendiendo que se ha 
cumplido el requisito de procedibilidad. Basta en este caso acreditar la remisión de la oferta 
a la otra parte por manifestación expresa en el escrito de demanda o en la contestación a la 
misma, en su caso, a cuyo documento procesal se ha de acompañar el justificante de 
haberla enviado y de que la misma ha sido recibida por la parte requerida, sin que pueda 
hacerse mención a su contenido.

Artículo 18.  Opinión de persona experta independiente.
1. Las partes, con objeto de resolver una controversia, podrán designar de mutuo 

acuerdo a una persona experta independiente para que emita una opinión no vinculante 
respecto a la materia objeto de conflicto. Las partes estarán obligadas a entregar a la 
persona experta toda la información y pruebas de que dispongan sobre el objeto 
controvertido.

2. El dictamen podrá versar sobre cuestiones jurídicas o sobre cualquier otro aspecto 
técnico relacionado con la capacitación profesional del experto. Dicho dictamen, ya se emita 
antes de iniciarse un proceso judicial o durante la tramitación del mismo, tendrá carácter 
confidencial con los efectos previstos en el artículo 9.

3. Emitido el dictamen o la opinión no vinculante del experto, las partes dispondrán de un 
plazo de diez días hábiles desde su comunicación para hacer recomendaciones, 
observaciones o propuestas de mejora con el fin de aceptar la opinión escrita propuesta por 
el experto.

4. En el caso de que las conclusiones del dictamen fuesen aceptadas por todas las 
partes, el acuerdo se consignará en los términos previstos en el artículo 12 y tendrá los 
efectos previstos en el artículo 13.

5. En los casos en los que no se haya aceptado el dictamen por alguna de las partes o 
por ninguna de ellas, el experto designado extenderá a cada una de las partes una 
certificación de que se ha intentado llegar a un acuerdo por esta vía a los efectos de tener 
por cumplido el requisito de procedibilidad.

6. La persona experta deberá acreditar que está en posesión de los títulos oficiales que 
garanticen los conocimientos técnicos sobre la materia objeto de su informe. Su actuación 
deberá ser diligente y seguir los estándares propios de la actuación profesional que haya 
sido encomendada.

Al emitir su informe, todo experto deberá manifestar, bajo juramento o promesa de decir 
verdad, que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, tomando en 
consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio 
a cualquiera de las partes.

Artículo 19.  Proceso de Derecho colaborativo.
1. Las partes podrán acudir a un proceso de Derecho colaborativo, por el que, 

acompañadas y asesoradas cada una de ellas por una o un profesional de la abogacía 
ejerciente y con colegiación en un Colegio de la Abogacía, acreditado en Derecho 
colaborativo, y con la intervención, en su caso, de terceras personas neutrales expertas en 
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las diferentes materias sobre las que verse la controversia o facilitadoras de la 
comunicación, buscaran la solución consensuada, total o parcial, a su controversia.

2. Los principios fundamentales del proceso colaborativo son: la buena fe, la negociación 
sobre intereses, la transparencia, la confidencialidad, el trabajo en equipo entre las partes, 
sus abogadas y abogados y las terceras personas expertas neutrales que pudieran, en su 
caso, participar, así como la renuncia a tribunales por parte de los y las profesionales de la 
abogacía que hayan intervenido en el proceso, caso de no conseguirse una solución, total o 
parcial, de la controversia.

3. Tras un proceso colaborativo, los profesionales de la abogacía que hayan intervenido 
en el mismo redactarán un acta final por el que se haga constar las partes, profesionales 
intervinientes, sesiones llevadas a cabo, así como los acuerdos adoptados y las cuestiones 
sobre las que no haya sido posible alcanzar un acuerdo entre las partes.

[ . . . ]
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§ 57

Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la Actividad Comercial

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 111, de 13 de junio de 1994
«BOE» núm. 27, de 1 de febrero de 2012

Última modificación: 9 de julio de 2019
Referencia: BOE-A-2012-1540

Se hace saber a todos los ciudadanos de Euskadi que el Parlamento Vasco ha aprobado 
la siguiente Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la Actividad Comercial.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Transcurridos más de diez años desde la entrada en vigor de a Ley 9/1983, de 19 de 

mayo, que supone la primera experiencia ordenadora de a actividad comercial en nuestra 
Comunidad Autónoma, una serie de circunstancias aconsejan una nueva regulación 
administrativa de esta actividad.

Ha de comenzarse por señalar que la Ley 9/1983 constituye una referencia válida en 
muchos aspectos y que la práctica derivada de su aplicación informa completamente el 
nuevo texto. No obstante, algunos de sus preceptos sustanciales han de revisarse ante las 
perspectivas de nuestro mercado interior, ámbito material sobre el que se proyecta esta 
normativa.

En efecto, el 1 de enero de 1986 tiene lugar nuestro ingreso en las Comunidades 
Europeas, proceso dinámico de integración de Estados cuyo punto álgido es la puesta en 
marcha del Mercado Único Europeo. Esta circunstancia acarrea cambios de derecho y de 
hecho de los que va a resultar una nueva configuración de las relaciones sociales y 
económicas. En este orden de cosas cada vez tendrá menos sentido la referencia a 
mercados locales y cerrados para dar paso a mercados más amplios, abiertos y competidos.

El espíritu actualizador y modernizador que debe alumbrar nuestro mercado interior y 
nuestras empresas comerciales tiene múltiples manifestaciones en la nueva regulación.

En primer lugar, el ámbito material de la ley supera la tradicional concepción del 
comercio. Su consideración como eslabón intermedio necesario entre producción y consumo 
se amplía, ya que la conexión entre ambos se produce en múltiples supuestos sin necesidad 
de los servicios de distribución de un mediador. En otro sentido, la actividad de una empresa 
que distribuye productos debe quedar sometida a esta ley con independencia de que los 
mismos sean de consumo o no. Por otra parte, cualquier empresa que preste servicios debe 
ajustar su actividad a esta ley en lo no regulado por normativa específica relativa a los 
mismos.

Otra evidencia actualizadora interesante la constituye la regulación de fórmulas 
comerciales diferentes de las tradicionales que o son desconocidas en nuestra legislación 
hasta la fecha, como la venta a distancia, venta promocional, venta ocasional, venta a través 
de máquinas automáticas, o han sido objeto de regulación insuficiente.
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Este ánimo actualizador de la reforma resulta asimismo patente en la concepción de 
empresa comercial y de su funcionamiento que ofrece el nuevo texto. De una parte, los 
comerciantes han de conocer su negocio, planear sus actividades en el tiempo; en definitiva, 
organizar su empresa. Por otra, las empresas no han de incurrir en funcionamientos 
irregulares, perturbadores del mercado y de su necesaria transparencia, como única garantía 
para los múltiples intereses que en el mismo confluyen, en ocasiones en forma 
vehementemente enfrentada.

El espíritu renovador de la reforma se pone finalmente de relieve desde el momento en 
que, siendo una norma autonómica, sus preceptos intentan apurar la competencia normativa 
en la materia. Este ámbito está siendo perfilado por diferentes pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional en materias conexas o concurrentes, como las de bases de actividad 
económica, defensa de la competencia, condiciones básicas de igualdad, legislación privada 
y procesal y sanidad.

Una segunda idea inspiradora de la presente reforma legislativa se traduce en la 
preocupación sistematizadora que la preside. De acuerdo con ella, se reúne en un solo 
cuerpo normativo el conjunto de las disposiciones sobre ordenación, a las que se añade la 
regulación de la actividad comercial de promoción de productos y servicios, constituida por 
los certámenes comerciales. Asimismo, el nuevo texto integra disposiciones sobre publicidad 
e información, además de un título dedicado al control de la efectividad de los mandatos 
normativos.

La sistematización del texto ha sido realizada con sentido práctico, por cuanto la 
redacción de sus preceptos y las referencias inexcusables a otros regímenes conexos o 
concurrentes resultan ciertamente comprensibles. Con ello, la vocación normativa de la 
presente ley se ve favorecida por una meridiana claridad no exenta de precisión en sus 
contenidos, que por lo mismo pueden entenderse fácilmente desarrollables por vía 
reglamentaria. Con ello se refuerzan los aspectos de seguridad jurídica en esta materia tan 
esenciales al funcionamiento de un Estado de Derecho.

En tercer lugar, la reforma se plantea con un sentido más orientador, abierto y 
participativo. Su alcance orientador se refleja en la concepción de mercado y de la actividad 
comercial que expresan sus preceptos.

El valor abierto y participativo del mismo se manifiesta en diversos aspectos previos y 
posteriores a la aprobación de la norma.

Por una parte, cabe señalar que las labores preparatorias de la norma han contado con 
la participación de consumidores, trabajadores, empresarios y ayuntamientos. Las 
reflexiones que de ellas han surgido han contribuido a dar un enfoque más ajustado a sus 
preceptos, a la vez que a dotarla de una mayor receptividad hacia sus destinatarios.

Por otra parte, en la norma se introduce un órgano de participación colegiado sobre la 
actividad comercial, en el que por la vía del debate de los agentes sociales y económicos 
pueda desarrollarse una política más abierta y consensuada en la materia.

Quedan por indicar finalmente las competencias recogidas en la Ley Orgánica 3/1979, 
del Estatuto de Autonomía para el País Vasco, y señaladamente los preceptos recogidos en 
los números 25, 27, 28 y 31 de su artículo 10, como habilitantes de esta ley.

TÍTULO I
Ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto de la ley.
Es objeto de la presente ley la regulación administrativa de la actividad comercial y la 

ordenación y mejora de la estructura comercial en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 2.  Actividad comercial. Concepto.
A los efectos de la presente ley se entiende por actividad comercial la puesta a 

disposición del mercado de productos o mercancías adquiridas con esa finalidad, sin 
modificación sustancial de las mismas, así como la venta de bienes de consumo final 
realizada directamente por los productores, artesanos o industriales.
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Son bienes de consumo final los no destinados a integrarse en procesos de producción, 
comercialización o prestación de servicios a terceros.

Artículo 3.  Prestación de servicios.
También se considera actividad comercial la prestación de servicios cuando se oferten al 

mercado con el carácter final definido en el artículo anterior.
Esta ley será de aplicación a la prestación de servicios en todo aquello no regulado por 

normativa específica relativa a los mismos.

TÍTULO II
Del ejercicio de la actividad comercial

CAPÍTULO I
Principios generales y condiciones para su ejercicio

Artículo 4.  Marco de la actividad comercial.
El ejercicio de la actividad comercial se desarrollará de acuerdo con los principios de 

libre y leal competencia y de defensa de los consumidores y usuarios, en el marco de la 
economía de mercado y su planificación general.

Artículo 5.  Medidas excepcionales y prácticas no permitidas.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Gobierno Vasco, a propuesta 

del Departamento competente en materia de comercio, con carácter excepcional podrá 
adoptar medidas de intervención en los procesos de distribución de productos alimenticios 
y/o de primera necesidad cuando así lo exigieran déficits de abastecimiento.

2. En el ejercicio de la actividad comercial no podrán realizarse prácticas que supongan 
actual o potencial acaparamiento, paralización o encarecimiento injustificados en el proceso 
normal de distribución de los productos o prestación de servicios, o bien que supongan 
discriminación alguna, cuando supongan un perjuicio para los consumidores y usuarios.

Artículo 6.  Condiciones para su ejercicio.
1. El ejercicio de actividades comerciales se realizará por quienes ostenten la capacidad 

jurídica necesaria con arreglo a la legislación vigente.
2. Sin perjuicio del principio general de libertad de empresa, se podrán exigir 

determinadas condiciones y aptitudes o titulación para ejercer aquellas actividades 
comerciales sujetas a especial concesión o autorización administrativa, o que requieran un 
tratamiento singular por razón de la naturaleza del producto o servicio, así como por 
consideraciones de interés público.

3. El Gobierno podrá condicionar reglamentariamente, sin perjuicio de lo señalado en el 
artículo 21, el ejercicio de determinadas modalidades de actividad comercial a la prestación 
de garantías o fianzas, justificadas por causas de interés general.

Artículo 7.  Obligaciones de las empresas comerciales.
Las empresas comerciales deberán cumplir con las obligaciones sobre documentación, 

información, libros o registros establecidos para su régimen y funcionamiento, así como estar 
dadas de alta en los correspondientes epígrafes del Impuesto de Actividad Económica.
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CAPÍTULO II
De las condiciones de la oferta y de los precios

Artículo 8.  Condiciones de la oferta.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 4, en el ejercicio de la actividad comercial, el 

origen, la calidad y la cantidad de los productos o servicios, su precio y condiciones de venta 
o prestación, serán los ofrecidos y en todo caso los exigibles conforme a la normativa 
reguladora de los mismos.

A tal efecto, se prestará por el oferente la información que resulte apropiada para el 
conocimiento del producto o servicio, riesgos de su utilización y condiciones de adquisición.

2. Igualmente, en caso de transacción y a solicitud del adquirente, las empresas 
comerciales estarán obligadas a expedir documentación suficiente sobre los diversos 
extremos relativos a la transacción.

Artículo 9.  El precio en los productos y servicios.
1. El precio de los productos y servicios será fijado libremente por los oferentes, sin más 

limitaciones que las impuestas por la legislación vigente.
2. Los productos expuestos para su comercialización estarán marcados con su precio de 

forma clara, de modo que resulte innecesaria consulta alguna al oferente. Los precios de los 
artículos expuestos en los escaparates resultarán visibles desde el exterior. Todos los 
establecimientos que presten servicios a los usuarios exhibirán al público de forma 
perfectamente visible los precios aplicables a los mismos.

Reglamentariamente se establecerán las excepciones o condiciones especiales en la 
información de precios por motivo de seguridad, de homogeneidad o de la naturaleza del 
producto o servicio.

3. En los productos que se vendan a granel, se indicará el precio por unidad de medida. 
En aquellos productos que habitualmente se vendan a granel y se presenten a la venta en 
cantidades o volúmenes preestablecidos, se expondrán a la venta con indicación del precio 
por unidad de medida habitual, la medida del producto y el precio resultante.

4. El precio de venta anunciado se entenderá como el total del producto o servicio 
adquirido al contado, incluido el conjunto de los tributos.

5. El comerciante explicitará los medios de pago admitidos, así como la posibilidad o no 
de devolución del producto y condiciones de la misma cuando se derive, exclusivamente, del 
interés o conveniencia del comprador.

CAPÍTULO III
De la publicidad ilícita

Artículo 10.  Publicidad ilícita en el ejercicio de la actividad comercial.
1. El Gobierno Vasco, en los términos establecidos en el presente artículo y en orden a la 

protección de los legítimos intereses de los consumidores y usuarios, promoverá las 
acciones necesarias tendentes a evitar la utilización de la publicidad ilícita en el ejercicio de 
la actividad comercial.

2. A tal fin, y sin perjuicio de las acciones legalmente establecidas, el Gobierno Vasco 
podrá, de oficio o a instancia de parte, tramitar un procedimiento encaminado a instar el cese 
o rectificación de la publicidad ilícita ante la jurisdicción competente, de acuerdo con la 
legislación vigente en materia de publicidad.
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CAPÍTULO IV
Del establecimiento comercial

Artículo 11.  Establecimiento comercial.
La actividad comercial habrá de ejercerse en establecimiento comercial, salvo las 

excepciones previstas en el título III de esta ley, dedicado a las modalidades especiales de 
venta.

Se considerarán establecimientos comerciales las edificaciones y dependencias afectas 
a una actividad comercial.

Los horarios y días de apertura al público se expondrán de forma visible desde el exterior 
de los establecimientos.

Artículo 12.  Licencia de apertura.
(Derogado)

Artículo 13.  Implantación de grandes establecimientos comerciales.
(Derogado)

TÍTULO III
De las modalidades y prácticas especiales de venta

CAPÍTULO I
Ventas realizadas fuera de establecimiento comercial permanente

Artículo 14.  Clases.
Son ventas efectuadas fuera del establecimiento comercial permanente las denominadas 

venta ambulante, venta a domicilio, venta a distancia y venta ocasional.

Artículo 15.  Definición de ventas ambulantes.
Son ventas ambulantes aquellas realizadas fuera de un establecimiento comercial, en 

puestos o instalaciones desmontables, así como en vehículos. El ejercicio de la venta 
ambulante requerirá, cuando se lleve a cabo en espacios públicos, de la correspondiente 
autorización.

Artículo 16.  Regulación de la venta ambulante.
1. Los ayuntamientos podrán regular la venta ambulante en el territorio de su municipio. 

La regulación municipal concretará los lugares, perímetros exceptuados, frecuencia, horario 
y productos autorizados, y establecerá las características de los tipos de venta ambulante, 
diferenciando:

a) Mercados periódicos de carácter tradicional o de nueva implantación, ubicados en 
lugares o espacios determinados y de periodicidad fija. Estos sólo podrán celebrarse durante 
un máximo de dos días a la semana.

b) Mercados ocasionales instalados con motivo de ferias, fiestas o acontecimientos 
populares.

c) Venta realizada en camiones tienda o puestos instalados en la vía pública, que se 
autorizarán en circunstancias y condiciones precisas.

2. El ayuntamiento entregará a la persona que haya autorizado para el ejercicio de la 
venta ambulante dentro de su término municipal una tarjeta identificativa que contendrá los 
datos esenciales de la autorización y que estará expuesta en un lugar visible y a disposición 
de la clientela. Deberá figurar en la misma la dirección donde se atenderán, en su caso, las 
reclamaciones de las personas consumidoras. Dicha dirección deberá figurar en todo caso 
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en la factura o comprobante de la venta. Además de esto, cada titular autorizado a la venta 
ambulante deberá poseer un seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos de la 
actividad económica.

Artículo 17.  Perímetro urbano exceptuado.
En todos los municipios podrá determinarse un perímetro urbano exceptuado en el que 

la venta ambulante no podrá practicarse. La determinación de dicho perímetro se hará 
siguiendo exclusivamente criterios urbanísticos, ambientales o de accesibilidad.

Artículo 18.  Exclusiones.
Cada municipio establecerá aquellos mercados que con motivo de ferias, fiestas, 

acontecimientos populares o tradicionales queden excluidos de la prohibición de practicar la 
venta ambulante en el perímetro exceptuado al que se refiere al artículo anterior.

Artículo 19.  Vigilancia y control.
Respecto a la venta ambulante, corresponde a los ayuntamientos garantizar el 

cumplimiento de las normas higiénicas, sanitarias y de seguridad, y de ordenación de la 
actividad comercial, así como el control y sanción de las infracciones leves y graves, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas a otras Administraciones públicas.

Artículo 20.  Venta a domicilio.
1. Se considera venta a domicilio aquella en la que la oferta se produce en domicilios 

privados, lugares de ocio o reunión, centros de trabajo y similares que no sean el 
establecimiento del vendedor.

2. La publicidad de la oferta de este tipo de venta, que deberá ser entregada al 
consumidor, incluirá los siguientes extremos:

a) Identificación y domicilio de la empresa.
b) (Derogado)
c) Los datos esenciales del producto o servicio que permitan su identificación inequívoca 

en el mercado.
d) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
3. No se consideran comprendidos en el concepto anterior las entregas a domicilio de 

mercancías adquiridas por cualquier otro tipo de venta.

Artículo 21.  Requisitos.
1. Las empresas de venta a domicilio deberán tener a disposición de la autoridad 

administrativa cuantas autorizaciones sectoriales requieran por razón de su objeto y una 
relación actualizada del personal que intervenga en este tipo de venta.

2. La persona que lleve a cabo la venta deberá mostrar la documentación en la que 
conste la identidad de la empresa y el carácter con el que actúa.

Artículo 22.  Venta a distancia.
1. Se entiende por venta a distancia aquella en la que el vendedor efectúa su oferta al 

comprador a través de algún medio de comunicación, solicitando que los compradores 
formulen sus pedidos mediante el mismo u otro medio de comunicación a distancia.

2. (Derogado)
3. En todos los casos, se garantizará que el producto real sea de idénticas 

características que el producto ofrecido.
4. La publicidad de la oferta recogerá los siguientes extremos:
a) Identificación y domicilio de la empresa.
b) Los datos esenciales del producto o servicio que permitan su identificación inequívoca 

en el mercado.
c) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
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5. Sólo podrá efectuarse el envío de productos o servicios que previamente hayan sido 
solicitados por los consumidores o usuarios.

Lo señalado en el párrafo anterior no será de aplicación al envío de muestras o regalos 
de promoción, a condición de que figure claramente su carácter totalmente gratuito y la 
ausencia de toda obligación por parte del consumidor.

Artículo 23.  Venta ocasional.
1. Se denomina venta ocasional aquella que se realiza por un período inferior a un mes, 

en establecimientos que no tengan carácter comercial permanente para esta actividad, y que 
no constituya venta ambulante.

2. Esta modalidad de venta deberá ser comunicada al departamento del Gobierno Vasco 
competente en materia de comercio.

3. En la comunicación se informará sobre los siguientes extremos:
a) Identificación de la persona vendedora.
b) Descripción de las características de los productos.
c) Cumplimiento de los requisitos fiscales y administrativos.
d) Título de uso del local.
4. En aquellos supuestos en los que la venta ocasional sea en subasta no sujeta a 

legislación específica, entendiendo por subasta aquella en la que se adjudican productos a 
quien oferta un precio superior al del resto de los posibles adquirentes, se exigirá, además, 
la especificación de los requisitos mínimos para la adjudicación del producto.

CAPÍTULO II
Otras modalidades especiales de venta

Artículo 24.  Venta con rebaja.
1. Sin perjuicio de la libertad para fijar precios por parte del empresario, así como de la 

realización de las ofertas que estime oportunas, en la publicidad la denominación de rebaja 
se utilizará exclusivamente para aquellas ventas que se realicen, conforme a lo dispuesto en 
la legislación vigente, con reducción del precio habitual de venta con motivo de los cambios 
de estación, fin de temporada o renovación de existencias durante los períodos o 
temporadas que se señalen en dicha legislación. En todo caso, la publicidad de rebajas 
estará limitada a dos períodos o temporadas por año con una duración máxima de dos 
meses por temporada.

La realización de esta modalidad de venta se comunicará al Departamento competente 
en materia de comercio previamente a su inicio.

2. En estas ventas deberá señalarse de forma inequívoca, en cada producto, el precio 
anterior y el que se ofrece, con las particularidades previstas en el número 2 del artículo 9.

3. Queda prohibida la utilización de esta denominación en la venta de los siguientes 
artículos:

a) Los deteriorados.
b) Los adquiridos para esta finalidad.
c) Los que no estuvieran a la venta al consumidor final con un mes de antelación a la 

fecha de inicio de la venta con rebaja.
4. En el supuesto de que la venta con rebaja no afecte a la totalidad de los productos 

comercializados, los rebajados estarán suficientemente diferenciados del resto.

Artículo 25.  Venta de saldos.
1. Se entiende por venta de saldos aquella que tiene por objeto la de productos 

deteriorados o en desuso.
2. Este tipo de venta y su publicidad deberá ir acompañada de información suficiente de 

las circunstancias y causas concretas que la motiven.
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3. En el supuesto de que la venta de saldos no afecte a la totalidad de los productos 
comercializados, los artículos ofrecidos por esta modalidad de venta deberán estar 
físicamente separados de aquellos que no lo estén.

Artículo 26.  Venta en liquidación.
1. Se entiende por venta en liquidación aquella de carácter excepcional motivada por:
a) Cese total o parcial, definitivo o temporal, de la actividad comercial. En el supuesto de 

cese parcial tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.
b) Cierre o transformación del local.
2. La venta en liquidación se limitará a los productos o artículos que vengan formando 

parte de las existencias del establecimiento.
3. En toda publicidad de una venta en liquidación tendrá que indicarse las causas que la 

motivan, así como la fecha de comienzo y duración de la misma. Deberá indicarse 
igualmente el precio anterior y el que se ofrece para cada artículo u otro tipo de incentivo que 
se aplique a la liquidación.

4. La venta en liquidación habrá de ser comunicada al Departamento competente en 
materia de comercio con siete días de antelación a su inicio, indicándose la causa, la fecha 
de comienzo y la duración de la misma y relación de mercancías.

Artículo 27.  Condiciones.
Las ventas en liquidación habrán de efectuarse en el mismo establecimiento comercial 

en el que los productos hayan sido habitualmente objeto de venta, salvo en caso de fuerza 
mayor o de resolución judicial o administrativa que lo impida o que las causas que originen 
dicha venta así lo exijan.

Para denominar una venta en liquidación deberá transcurrir un período de 12 meses 
desde la finalización de la anterior, salvo que venga propiciada por causa de siniestro o 
fuerza mayor.

Artículo 28.  Venta en promoción.
1. Es venta en promoción aquella que tiene por finalidad dar a conocer o potenciar la 

venta de determinados productos o servicios ofreciendo a los compradores condiciones 
ventajosas mediante descuentos, regalos, premios o cualquier otro incentivo.

2. La venta en promoción tendrá que ir precedida o acompañada de información 
suficiente, en la que deberán figurar con claridad:

a) Los productos o servicios objeto de promoción.
b) Las condiciones de la promoción.
c) El período de vigencia de la promoción.
3. El vendedor dispondrá de existencias suficientes para satisfacer la demanda 

previsible, y la duración de la publicidad no excederá de la disponibilidad de existencias del 
producto ofertado.

4. Los productos o servicios objeto de venta promocional no podrán estar afectados por 
ninguna causa que reduzca su valor.

Artículo 29.  Venta automática.
1. Es venta automática la realizada mediante máquinas preparadas a tal efecto, previa 

introducción en las mismas del importe requerido, sin mediación del vendedor.
2. Para la práctica de esta modalidad figurarán en lugar visible de la máquina los 

siguientes datos:
a) (Derogado)
b) La identificación del vendedor y de su domicilio para los supuestos de avería y 

reclamación.
c) La descripción de las condiciones de funcionamiento y de los productos o servicios.
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3. Las máquinas utilizadas en este tipo de venta deben incorporar un sistema de 
devolución del dinero para los supuestos de inexistencia de mercancía o funcionamiento 
deficiente.

4. Para la venta a través de máquinas automáticas de bebidas alcohólicas y tabaco se 
estará a lo previsto en la Ley 15/1988, sobre Prevención, Asistencia y Reinserción en 
materia de Drogodependencias o normativa que la sustituya o desarrolle.

5. La venta automática de productos alimenticios sólo se permitirá cuando éstos se 
hallen envasados y etiquetados según la normativa específica vigente.

CAPÍTULO III
Prácticas comerciales especiales

Artículo 30.  Venta en cadena o en pirámide.
1. Se entiende por venta en pirámide o en cadena cualquier tipo de venta en la que se 

ofrece a los consumidores o usuarios productos o servicios a precio reducido e incluso 
gratuito a condición de que éstos consigan, directa o indirectamente, otros clientes o un 
determinado volumen de ventas.

2. Queda prohibida la mediación de los consumidores o usuarios en las prácticas en 
cadena o piramidales.

Artículo 31.  Oferta de premios o regalos mediante sorteo.
Cuando un comerciante comunique a cualquier consumidor o usuario que ha sido 

agraciado por sorteo con un premio o bien con la entrega de un obsequio, no puede 
condicionar, directa o indirectamente, su entrega a la compra de productos o servicios.

TÍTULO IV
De los certámenes comerciales

Artículos 32 a 37.  
(Derogados)

TÍTULO V
De las infracciones y sanciones

Artículo 38.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden pudieran derivarse, constituye 

infracción en materia de ordenación de la actividad comercial:
a) La realización de las prácticas prohibidas en el apartado 2 del artículo 5.
b) El incumplimiento de las condiciones establecidas para el ejercicio de la actividad 

comercial.
c) El incumplimiento de las condiciones que deben reunir los productos o servicios 

ofertados, la falta de información sobre los mismos y el incumplimiento de las obligaciones 
sobre documentación, en los términos del artículo 8.

d) El incumplimiento de las disposiciones sobre precios y otras condiciones de venta 
contenidas en el artículo 9.

e) La publicidad engañosa y la que infrinja lo dispuesto en la normativa que regule la 
publicidad de determinados productos, actividades, bienes o servicios, en los términos 
establecidos en la legislación vigente.

f) La realización de actividades comerciales al margen de lo establecido en el artículo 11.
g) El incumplimiento de las normas relativas a la apertura de establecimientos 

comerciales.
h) La infracción del régimen de horarios comerciales prevista en la legislación vigente 

consistente bien en la apertura del establecimiento comercial en horario o en domingo o en 
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día festivo no autorizados, bien en el incumplimiento del tiempo máximo de apertura del 
establecimiento o bien en la falta de exposición de modo visible del horario y días de 
apertura.

i) La venta ambulante con incumplimiento de las condiciones sobre productos, lugares, 
días y horas, así como titulares autorizados y su identificación permanente.

j) La venta a domicilio con incumplimiento de lo previsto en los artículos 20 y 21.
k) La venta a distancia con incumplimiento de lo previsto en el artículo 22.
l) La venta ocasional con incumplimiento de lo previsto en el artículo 23.
m) La venta con rebaja sin previa comunicación o con incumplimiento de lo previsto en el 

artículo 24.
n) La venta de saldos con incumplimiento de lo previsto en el artículo 25.
ñ) La venta en liquidación sin previa comunicación o con incumplimiento de lo previsto en 

los artículos 26 y 27.
o) La venta en promoción con incumplimiento de lo previsto en el artículo 28.
p) La venta automática con incumplimiento de lo previsto en el artículo 29.
q) La utilización del consumidor o usuario en la venta piramidal o en cadena.
r) Las prácticas comerciales sustentadas en sorteos contraviniendo lo establecido en el 

artículo 31.
s) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la obtención de información 

requerida por las autoridades y sus agentes en orden al ejercicio de las funciones de 
vigilancia de lo establecido en la presente ley y normas que la desarrollen, así como el 
suministro de información inexacta, incompleta o falsa.

2. Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves.

Artículo 39.  Infracciones leves.
Son infracciones leves las simples inobservancias de las disposiciones contenidas en la 

presente ley y en la normativa de desarrollo, sin trascendencia directa de carácter 
económico ni perjuicio para los consumidores, siempre que no estén calificadas como graves 
o muy graves.

Artículo 40.  Infracciones graves.
Se califican como graves las infracciones siguientes:
a) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.
b) Las que tengan trascendencia directa de carácter económico o causen perjuicio a los 

consumidores.
c) Las que concurran con infracciones sanitarias graves.
d) (Derogado)
e) La venta en rebaja de artículos que no hubieran sido puestos a la venta a su precio 

habitual con la antelación indicada en el artículo 24.
f) (Derogado)
g) Las contenidas en la letra s) del apartado 2 del artículo 38 cuando la negativa o 

resistencia sea reiterada o venga acompañada de coacciones, amenazas o cualquier otra 
forma de presión hacia las autoridades o sus agentes.

h) El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de actividades infractoras.

Artículo 41.  Infracciones muy graves.
Se calificarán como infracciones muy graves:
a) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.
b) Las que concurran con infracciones sanitarias muy graves o supongan grave riesgo 

para la seguridad de las personas.
c) Aquellas infracciones graves que procuren un beneficio económico desproporcionado 

o alteren gravemente el orden económico.
d) Las que originen graves perjuicios a los consumidores.
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Artículo 42.  Reincidencia.
Hay reincidencia cuando se hayan cometido en el término de un año más de una 

infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.

Artículo 43.  Sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con multas de hasta 25.000 euros.
2. Las infracciones graves serán sancionadas con multas de hasta 150.000 euros. Este 

límite podrá alcanzarse por los ayuntamientos en materia de venta ambulante.
3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multas de hasta 900.000 euros. 

Los órganos competentes para imponerlas serán la persona titular del departamento que 
tenga atribuida la materia de comercio, hasta 120.000 euros, y el Consejo de Gobierno, 
desde 120.001 hasta 900.000 euros.»

4. El Consejo de Gobierno podrá acordar, en el supuesto de infracciones muy graves que 
supongan un alto riesgo para la salud o grave perjuicio económico o tengan importante 
repercusión social, el cierre temporal de la empresa o establecimiento infractor por un plazo 
máximo de cinco años. En tal caso será de aplicación lo establecido en el artículo 39 de la 
Ley 8/1988, de 7 de abril de 1988, sobre Infracciones y Sanciones de orden social.

5. Las cuantías señaladas en este artículo para las sanciones podrán ser revisadas y en 
todo caso trienalmente actualizadas por decreto del Consejo de Gobierno, en función de la 
evolución del índice de precios al consumo.

Artículo 44.  Otras actuaciones administrativas.
1. Con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, la 

autoridad que ordene la incoación del expediente podrá acordar la intervención cautelar de 
las mercancías falsificadas, fraudulentas, no identificadas o que incumplan los requisitos 
mínimos establecidos para su comercialización. Esta medida de carácter provisional se 
adoptará mediante acuerdo motivado, previa audiencia del interesado.

2. Con idénticos requisitos que los establecidos en el apartado anterior se podrá acordar 
la clausura o cierre de establecimientos e instalaciones que no cuenten con las 
autorizaciones preceptivas, o la suspensión de la actividad comercial hasta que se 
rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos.

3. La autoridad a quien corresponda la resolución del expediente podrá acordar, como 
sanción accesoria, el decomiso de las mercancías falsificadas, fraudulentas, no identificadas 
o que incumplan los requisitos mínimos establecidos para su comercialización. El decomiso 
como efecto accesorio de la sanción se ajustará a las mismas reglas que ésta.

4. Asimismo, con carácter accesorio el órgano sancionador podrá acordar, en los 
supuestos de infracción muy grave, que conlleven un alto riesgo para la salud o grave 
perjuicio económico o tengan importante repercusión social, la publicidad de las sanciones 
firmes, con cargo al infractor.

Artículo 45.  Graduación de las sanciones.
En todo caso, para la graduación de las sanciones aplicables se tendrá en cuenta la 

trascendencia social de la infracción, el comportamiento especulativo del autor, la cuantía 
global de la operación objeto de infracción, la cuantía del beneficio obtenido con ella, la 
naturaleza de los servicios o productos vendidos, la posición en el mercado del infractor, los 
perjuicios causados y la intencionalidad o reiteración del infractor.

Artículo 46.  Inspección.
El Gobierno Vasco y los ayuntamientos, en el ejercicio de sus funciones de vigilancia, 

podrán inspeccionar productos, actividades, instalaciones y establecimientos comerciales, 
así como solicitar a las empresas cuanta información resulte precisa en relación con los 
mismos.
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Artículo 47.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento para la imposición de las sanciones a las infracciones previstas en esta 

ley y para los recursos que contra las resoluciones puedan interponerse será el establecido 
por la normativa de procedimiento administrativo en vigor.

Artículo 48.  Prescripción.
1. Las infracciones y sanciones previstas en esta ley prescribirán en los siguientes 

plazos:
a) Infracciones leves: un año.
b) Infracciones graves: dos años.
c) Infracciones muy graves: tres años.
2. El plazo de prescripción de las infracciones se computará desde el día en que se 

hubieran cometido.
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

TÍTULO VI
De la acción administrativa sobre la actividad comercial

Artículo 49.  Principios ordenadores.
La acción administrativa se orientará de acuerdo con los principios de libre y leal 

competencia y la defensa de los legítimos intereses de los consumidores y usuarios, 
arbitrándose cuantas medidas procuren la racionalización y modernización de la actividad 
comercial y la transparencia del mercado.

Artículo 50.  Reforma de las estructuras comerciales.
1. El Gobierno Vasco, a través del departamento competente en materia de comercio, 

desarrollará cuantas actuaciones persigan la reforma de las estructuras comerciales, y 
especialmente las encaminadas a:

a) La modernización de las técnicas y medios de comercialización.
b) La racionalización y reducción de costes del proceso de distribución.
c) La formación de agrupaciones o unidades integradas entre empresas de comercio.
d) La organización de enseñanzas profesionales a quienes se dedican o vayan a 

dedicarse a la actividad comercial, en coordinación con los departamentos competentes en 
materia de educación y trabajo.

e) La realización de estudios e investigaciones conducentes al mejor conocimiento de las 
estructuras y procesos de comercialización.

f) Subsanar las deficiencias de infraestructura comercial.
g) La asistencia técnica para la empresa comercial.
En la realización de tales actuaciones el Gobierno Vasco potenciará la colaboración con 

los ayuntamientos que posean planes municipales de orientación comercial destinados a la 
modernización del comercio local, así como con otras entidades públicas o privadas, 
suscribiendo los oportunos convenios o en la forma que resulte más adecuada a la 
consecución de los fines perseguidos.
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2. El Gobierno realizará una actuación pública de fomento y, para ello adoptará las 
medidas oportunas y arbitrará los medios necesarios para impulsar, en el ámbito de las 
actuaciones de promoción de la competitividad comercial y en un plazo de ocho años, un 
plan de adaptación del comercio minorista al nuevo marco, para situar al sector en niveles de 
competitividad equivalentes a los de las empresas de los países con los que comparte el 
mercado interior de la Unión Europea.

3. El plan de adaptación del comercio minorista mencionado en el apartado 2 del 
presente artículo abordará materias relacionadas con:

– El desarrollo de iniciativas de modernización de la empresa comercial que redunden en 
una mejora de la productividad empresarial, en el incremento de la calidad y su mejora 
competitiva y en nuevas prestaciones y servicios destinados al consumidor.

– Procesos de adecuación empresarial, favoreciendo la innovación y la modernización 
tecnológica asociadas a la gestión de las distintas funciones de la empresa.

– Instrumentos de colaboración empresarial que mitiguen los efectos de la atomización 
del sector y el redimensionamiento de las estructuras comerciales.

– La creación de estructuras de colaboración publico-privadas para el desarrollo de 
estrategias municipales, tanto urbanísticas como empresariales, desarrolladas a través de 
ejes comerciales que pongan en valor los entornos municipales como espacios de economía 
urbana.

– La transmisión o sucesión de la actividad.
– El análisis de impacto de género en el empleo de mujeres y hombres, tanto en el 

número de puestos como en las condiciones de trabajo o calidad de los empleos a crear.
4. Los ayuntamientos, en el marco de la presente ley y de acuerdo con las directrices, 

programas y actuaciones contenidas en el plan de adaptación del comercio minorista, 
podrán aprobar y ejecutar planes de orientación comercial que concretarán, para el ámbito 
municipal, los objetivos a alcanzar en materia de comercio y las específicas medidas de 
fomento que se adopten para su consecución. Dichos planes se realizarán en colaboración 
con las políticas y líneas de fomento que en materia de comercio establezca el departamento 
de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco competente en este ámbito. 
Entre los objetivos a alcanzar se considerará prioritario garantizar el mantenimiento de la 
estructura de distribución comercial urbana.

Estos planes deberán acomodarse a las previsiones que los planes urbanísticos 
municipales contemplen en relación con el uso comercial.

Los planes tendrán una duración limitada a siete años y serán aprobados por los 
respectivos ayuntamientos, previo informe, en su caso, del consejo asesor del planeamiento 
municipal y del consejo sectorial de comercio u órgano similar.

Cuando los planes afecten a más de un municipio, los ayuntamientos se mancomunarán 
y los planes de orientación comercial mancomunados deberán ser aprobados por todos los 
ayuntamientos concernidos.

TÍTULO VII
De la Comisión Consultiva de Comercio

Artículo 51.  La Comisión Consultiva de Comercio.
1. La Comisión Consultiva de Comercio será el órgano consultivo del Departamento 

competente en materia de comercio para el desarrollo reglamentario de esta ley, así como 
para la política de promoción en el campo de la distribución comercial. Sus funciones, 
composición y normas de funcionamiento serán objeto de desarrollo reglamentario.

2. En dicha Comisión estarán representados:
a) El Gobierno Vasco.
b) Las Diputaciones y Ayuntamientos.
c) Las empresas comerciales a través de sus organizaciones y de las Cámaras de 

Comercio.
d) Los trabajadores, a través de los sindicatos más representativos.
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e) Los consumidores y usuarios, a través de sus organizaciones.
f) Los técnicos y expertos que el Departamento competente en materia de comercio 

juzgue necesario nombrar para el mejor funcionamiento de la Comisión.

Disposición transitoria primera.  
Aquellos ayuntamientos en cuyo término municipal se ejerza la venta ambulante sin 

regulación al efecto deberán establecerla en el plazo máximo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley.

Disposición transitoria segunda.  
En tanto los ayuntamientos no adapten su planeamiento urbanístico, en todo caso antes 

del 28 de diciembre de 2009, a las previsiones establecidas en el artículo 13 de la presente 
ley y a las contenidas en el Plan Territorial Sectorial de Equipamientos Comerciales, revisado 
conforme a lo previsto en la disposición final tercera de esta ley, continuará siendo de 
aplicación el régimen previsto en el referido artículo en la redacción dada al mismo por la Ley 
7/2000, de 10 de noviembre, de modificación de la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la 
Actividad Comercial, así como las normas reglamentarias dictadas en su desarrollo.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley 9/1983, de 19 de mayo, y su modificación por Ley 3/1986, de 19 

de febrero. La restante normativa de ordenación comercial quedará vigente en cuanto no se 
oponga a la presente ley y hasta tanto no sea derogada por las disposiciones de desarrollo 
de la misma.

Disposición final.  
Se autoriza al Gobierno Vasco a dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y 

ejecución de cuanto se previene en la presente ley.
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§ 58

Ley 10/2019, de 27 de junio, de ordenación territorial de grandes 
establecimientos comerciales

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 129, de 9 de julio de 2019
«BOE» núm. 172, de 19 de julio de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-10600

Se hace saber a todos los ciudadanos y ciudadanas de Euskadi que el Parlamento 
Vasco ha aprobado la siguiente Ley 10/2019, de 27 de junio, de ordenación territorial de 
grandes establecimientos comerciales.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La ordenación territorial del País Vasco tiene por objeto la fijación de criterios y 

procedimientos indispensables para garantizar la coordinación de las acciones con 
incidencia en el territorio que desarrollan las diferentes administraciones públicas en ejercicio 
de sus respectivas competencias, con el fin, entre otros, de regular los procesos de 
asentamiento de las diferentes actividades económicas y sociales y asegurar de este modo 
el necesario equilibrio territorial de interés general, así como la determinación de las 
condiciones precisas para atraer su implantación en los espacios territoriales idóneos.

A la consecución de dichos objetivos se orienta el Plan Territorial Sectorial de Creación 
Pública de Suelo para Actividades Económicas y Equipamientos Comerciales del País 
Vasco, aprobado mediante Decreto 262/2004, de 21 de diciembre, como instrumento de 
referencia para la intervención, sectorial y urbanística, en operaciones de promoción pública 
de suelo para actividades económicas de carácter estratégico e interés general, y la 
definición de pautas para la implantación de grandes establecimientos comerciales. La 
experiencia acumulada desde su entrada en vigor ha demostrado que es una herramienta 
útil para la ordenación del suelo destinado a usos comerciales y económicos con criterios de 
sostenibilidad.

Sin embargo, la anulación judicial de las determinaciones del Plan Territorial Sectorial de 
Creación Pública de Suelo para Actividades Económicas y Equipamientos Comerciales que 
han impuesto limitaciones a la superficie máxima para equipamientos comerciales mediante 
las sentencias del Tribunal Supremo de 3 de septiembre de 2015 ha obligado a la apertura 
de un período de reflexión con objeto de acomodar su contenido a estas últimas. Lo que en 
esencia se desprende de dichos pronunciamientos es que, primero, cualesquiera 
restricciones a la implantación de grandes establecimientos comerciales deben estar 
suficientemente motivadas en una norma con rango de ley; segundo, la introducción de 
limitaciones superficiales a su implantación no puede obedecer a razones exclusivamente 
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comerciales y mercantiles, que como tales están proscritas por la Directiva 2006/123/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios en el 
mercado interior y la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio; y, tercero, dichas restricciones deben observar la triple 
condición de no discriminación, necesidad y proporcionalidad.

En estas circunstancias se hace imprescindible la aprobación de un texto legal, desde la 
perspectiva de la ordenación del territorio, que, ajustándose a las exigencias derivadas del 
Derecho europeo y estatal y a la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del 
Tribunal Supremo, garantice el insoslayable equilibrio territorial de interés general y defina 
las condiciones y reglas para la implantación de grandes establecimientos comerciales.

II
La presente ley toma como punto de partida la citada Directiva de Servicios 2006/123/CE 

del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios en 
el mercado interior y la jurisprudencia recaída al respecto del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, expresada en sentencias como las de 24 de marzo de 2011 (Comisión c. España) 
y 30 de enero de 2018 (Amersfoort y Appingedam). De ella se desprenden reglas claras.

En primer lugar, el establecimiento de limitaciones sobre el emplazamiento y el tamaño 
de los grandes establecimientos comerciales son admisibles siempre que se invoquen 
razones imperiosas de interés general y se acompañen del análisis de su oportunidad y 
proporcionalidad, así como de datos que las corroboren.

En segundo lugar, la introducción de medidas preventivas es adecuada per se para el 
logro de los objetivos de protección del medio ambiente y la ordenación del territorio.

En tercer lugar, la integración en el entorno urbano, los efectos sobre el uso de la red 
viaria y del transporte público y la variedad de la oferta disponible constituyen criterios lícitos, 
adecuados y proporcionados a los fines de la ordenación del territorio, la tutela del medio 
ambiente y la protección de las personas consumidoras.

En cuarto lugar, la preservación de la habitabilidad del centro urbano, evitando su 
vaciamiento, no entraña supeditar el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio a la 
acreditación de una necesidad económica o de una demanda en el mercado, a la evaluación 
de los efectos económicos, posibles o reales, de la actividad o a una apreciación de su 
ajuste a los objetivos de programación económica establecidos por las autoridades 
competentes.

En quinto lugar, el sometimiento del acceso a una actividad de servicios o su ejercicio al 
respeto de un límite cuantitativo o territorial es conforme a la Directiva 2006/123/CE, siempre 
que cumpla las condiciones contempladas en su artículo 15.3, esto es, que no sea 
discriminatorio y que, a la inversa, sea necesario justificándose en una razón imperiosa de 
interés general y proporcionado, sin ir más allá de lo preciso a tal fin y no pudiendo ser 
sustituido por otra medida menos restrictiva que permita alcanzar idéntico resultado.

En sexto lugar, la protección del entorno urbano salvaguardando la habitabilidad del 
centro de las ciudades y previniendo la existencia de locales desocupados en interés de una 
buena ordenación territorial dota de justificación objetiva a la interdicción de la implantación 
de ciertas actividades comerciales en una concreta zona geográfica ubicada fuera de ellos, 
de forma que representa una razón imperiosa de interés general legitimadora.

En séptimo y último lugar, la protección del entorno urbano legitima el diferente 
tratamiento de la implantación de una actividad comercial de mercancía voluminosa y 
compra esporádica, dirigiéndola preferentemente a la periferia de los núcleos urbanos, con 
respecto a la de la actividad comercial más tradicional y frecuente, de implantación 
preferente en los núcleos de población.

III
Sobre esta base, la presente ley establece un marco jurídico general para la 

implantación y eventual ampliación de los grandes establecimientos comerciales en el 
territorio del País Vasco. Dicho marco jurídico descansa sobre cuatro pilares: por un lado, la 
libertad de empresa constitucionalmente garantizada; por otro lado, la libertad de 
establecimiento consagrada por el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que no 
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consiente más limitaciones cuantitativas o territoriales que las que se basen en razones 
imperiosas de interés general; adicionalmente, el principio de desarrollo territorial y urbano 
sostenible contemplado tanto en el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación 
Urbana, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, como en la 
Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, y por último, el principio de coordinación 
interadministrativa.

Estos cuatro principios generales orientan e informan la ordenación de la implantación de 
los grandes establecimientos comerciales en aras de la consecución del equilibrio territorial 
de interés general que constituye la finalidad última de la política de ordenación territorial de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco.

IV
Los principios generales antedichos se encaminan al logro de nueve objetivos, que 

tienen su fundamento último en distintas razones imperiosas de interés general explicitadas 
en la Directiva 2006/123/CE: la ocupación sostenible y la preservación de los valores del 
suelo, incluidos los de carácter logístico; el fortalecimiento de un modelo de ciudad compacta 
en consonancia con la legislación, estatal y autonómica, en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo; el estímulo y el fomento de la regeneración y la recualificación de las 
áreas centrales de los núcleos urbanos, así como su dinamización económica y social; el 
fomento de la existencia de una diversidad de ofertas y usos comerciales adaptados a las 
necesidades de la población, el estímulo de la movilidad sostenible; la limitación necesaria 
de la futura expansión de las infraestructuras de comunicación en un territorio de 
dimensiones reducidas como el País Vasco; el impulso de un medio urbano dotado de los 
indispensables servicios de proximidad, incluidos los comerciales, dinámico, equilibrado y 
activo, que prevenga la desocupación estructural de locales comerciales en el centro de las 
ciudades y garantice la accesibilidad a las redes de servicios comerciales por una población 
con necesidades diversas en razón de su creciente envejecimiento; la tutela del patrimonio 
histórico y artístico, en especial de los centros urbanos; y la protección del paisaje, rural y 
urbano, así como del patrimonio cultural y natural, y el fomento de la biodiversidad urbana. 
Todos estos objetivos están vinculados, de forma directa e indirecta, a razones imperiosas 
de interés general tales como la protección del entorno urbano y del medio ambiente, la 
conservación del patrimonio histórico y artístico, la protección de las personas consumidoras 
y la salud pública.

La ley persigue de este modo la creación de unos espacios urbanos de más densidad, 
dotados de una mayor intensidad urbana, en los que coexistan armoniosamente una 
diversidad de usos, incluidos los comerciales, que por su proximidad faciliten los 
desplazamientos, peatonales y análogos, así como la optimización del uso de las 
infraestructuras de comunicación existentes, el impulso de la densificación de aquellos 
ámbitos y sectores que cuenten con una buena conexión con las redes de transporte 
colectivo en aras de una movilidad sostenible y la regeneración y recualificación de sus 
áreas centrales.

V
Del análisis estadístico realizado sobre implantación de los grandes establecimientos 

comerciales en estos últimos quince años –entendiendo por los mismos, según lo dispuesto 
en la legislación sectorial vigente hasta el momento, aquellos mayores de 700 metros 
cuadrados– se ha detectado una triple tipología, que ha mostrado evoluciones distintas. Por 
un lado, el comercio urbano tradicional, integrado en las áreas residenciales, en general de 
formato pequeño y mediano, ha sufrido una evolución recesiva en el periodo analizado.

Ello contrasta con la evolución positiva que ha mostrado otro tipo de actividad comercial 
de tamaño medio que se ha implantado fuertemente en las zonas de actividad económica, 
polígonos industriales, sustituyendo así la anterior actividad de uso productivo por el 
comercial; en particular, el de comercio menos cotidiano. Se observa también un retorno de 
este tipo de establecimientos de tamaño medio al entorno urbano y a las zonas 
residenciales, en correspondencia con dinámicas de revitalización urbana y comercial.
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Finalmente, los grandes establecimientos comerciales de mayor tamaño, de localización 
periférica a los núcleos de población, que desarrollan su actividad sirviéndose de los 
principales núcleos de comunicación, han crecido ligeramente durante el periodo de tiempo 
analizado, entre otras razones, por los efectos limitativos del Plan Territorial Sectorial.

Se hace preciso entonces contrastar la realidad de la evolución de estos grandes 
establecimientos comerciales con las nuevas iniciativas y criterios que se plantean desde la 
ordenación urbana y territorial asociadas a los principios de interés general como la 
promoción del desarrollo sostenible, la cohesión territorial, la consecución de tejidos urbanos 
densos y complejos en aras a la regeneración y la revitalización urbana, la movilidad 
sostenible y la protección de las personas consumidoras disponiendo la preferencia de 
localización próxima entre la actividad residencial y la comercial, la protección del entorno 
urbano, entre otros.

Semejantes razones imperiosas de interés general sirven de fundamento para dos fines: 
uno, la definición de los grandes establecimientos comerciales mediante la utilización de una 
escala basada en la clasificación de los municipios del País Vasco en tres categorías (A, B y 
C) establecida por la planificación territorial, en combinación con un criterio poblacional para 
el logro del ajuste más adecuado; y dos, la determinación de las condiciones de implantación 
de los grandes establecimientos comerciales con preferencia en las zonas urbanas 
residenciales, en línea con lo que viene sucediendo. Se persigue así la revitalización del 
comercio urbano, limitando su localización periférica o exterior a los núcleos de población y 
revirtiendo el actual proceso de reconversión de antiguos pabellones industriales con nueva 
actividad comercial; y ello con el último objeto de coherencia con la lógica de la zonificación 
urbanística previa que exigiría la preservación de la actividad productiva y que, en último 
término, legitima la localización externa en este tipo de polígonos. La excepción estriba en la 
tipología de comercio de mercancía voluminosa y de compra esporádica, denominado en 
esta ley como comercio singular, que el principio de proporcionalidad justifica que sea 
localizado en el exterior de los núcleos de población –por ejemplo, por exigencias de carga y 
descarga, compra esporádica, etc.–.

La ley impone la implantación de los grandes establecimientos comerciales en la trama 
urbana residencial delimitada por la ordenación estructural del planeamiento urbanístico y, 
de forma excepcional y debidamente justificada, en suelos urbanos continuos y colindantes 
con otros ámbitos de ordenación integrados en la malla urbana, aunque tengan un uso 
característico diferente del residencial, siempre que sean observadas cuatro condiciones 
cumulativas: la colindancia entre los suelos urbanos incorporados a la trama urbana 
residencial debe comportar como mínimo un 20 % del perímetro del ámbito de ordenación 
incorporado, dicha incorporación no ha de sobrepasar ni el 10 % de la superficie de suelo en 
la trama urbana residencial, ni las edificabilidades urbanísticas máximas establecidas en 
función de la clasificación de los municipios (30.000 m2t tratándose de los municipios de 
máxima centralidad), y debe contar con informe favorable de la Comisión de Ordenación del 
Territorio del País Vasco. La ley ofrece así distintas alternativas que definen un marco flexible 
para la ubicación de los grandes establecimientos comerciales dentro del respeto a sus 
objetivos generales.

VI
La ley es plenamente respetuosa con la garantía institucional de la autonomía local, 

motivo por el que deja claro que compete al planeamiento urbanístico la fijación de los 
requisitos en materia de emplazamiento, dimensiones, etc., para la implantación o 
ampliación de los grandes establecimientos comerciales. De este modo, la ley habilita la 
posible consideración de otros criterios por el planeamiento urbanístico, en el marco del 
interés general.

Sin embargo, la concurrencia de intereses supramunicipales impone el establecimiento 
de ciertas condiciones que salvaguarden los objetivos generales de la ley. Por tales motivos, 
la ley admite de manera excepcional la implantación de grandes establecimientos 
comerciales fuera de la trama urbana residencial en nuevas unidades territoriales 
delimitadas a tal fin por los instrumentos de ordenación territorial, cuando no superen las 
edificabilidades urbanísticas máximas predeterminadas en la misma (30.000 m2t en los 
casos de municipios de máxima centralidad) y dichas unidades territoriales delimitadas no 
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impliquen la determinación de ámbitos de ordenación de uso característico comercial de 
gran formato a tal fin.

De forma adicional, la ley prohíbe la proyección y la ejecución de nuevas redes en el 
sistema general viario y de comunicaciones, así como su mejora o complementación, y la 
saturación o afectación al aumento de su capacidad de servicio ejecutada durante los cinco 
años anteriores, exigiéndose a tal fin el informe favorable de la administración titular de la 
carretera afectada.

Asimismo, la ley prescribe la implantación preferente de los grandes establecimientos 
comerciales de carácter singular en ámbitos de suelo urbano con uso principal de 
actividades económicas, hasta el límite del 30 % de su edificabilidad urbanística.

Por lo demás, la ley contempla la posibilidad de la ampliación de los grandes 
establecimientos comerciales, siempre que sean observados varios requisitos, formales y 
materiales, dirigidos a garantizar la observancia de sus objetivos generales.

Además, la ley posibilita el desarrollo o establecimiento de criterios de ordenación de los 
grandes establecimientos comerciales de carácter complementario a través de la ordenación 
territorial y urbanística, dentro del respeto a la triple exigencia de no discriminación, 
necesidad y proporcionalidad.

Además, se admite la implantación de establecimientos comerciales de carácter 
minorista, distintos de los de carácter singular, en polígonos de actividad económica, terciario 
o industrial, ubicados en el exterior o periferia de los núcleos de población, y en todo caso, 
fuera de la trama urbana residencial cuando sobrepasen en su respectivo ámbito de 
ordenación los umbrales de dimensionamiento conjuntamente con los establecimientos ya 
preexistentes. Para ello, deberán revestir carácter complementario del uso principal del 
polígono, sin poder exceder el 30 % de su edificabilidad urbanística ni requerir el incremento 
de la capacidad de servicio de la red básica de infraestructuras de movilidad preexistentes.

VII
Por último, la ley contempla, entre otras previsiones, un régimen transitorio que posibilita 

la adaptación a la misma sin dificultades relevantes, deroga la regulación vigente hasta el 
presente, contenida en el artículo 13 de la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la Actividad 
Comercial, por razones de coherencia con su enfoque general y su propósito principal, así 
como la antedicha disposición final tercera de la Ley 7/2008, de 25 de junio, de segunda 
modificación de la Ley de Actividad Comercial, y que esta ley viene a sustituir, y autoriza al 
Gobierno Vasco para modificar, a través del correspondiente plan territorial parcial o plan 
territorial sectorial de creación pública de suelo para actividades económicas y de 
equipamientos comerciales, la relación de municipios integrados en cada una de las 
categorías definidas en el artículo 3.9 y los anejos I y II de la presente ley.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El objeto de la presente ley es la determinación del marco jurídico general de la 

implantación y, en su caso, la ampliación de los grandes establecimientos comerciales en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco, de conformidad con lo dispuesto por la Directiva 
2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006 y la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio.

2. La implantación o la ampliación de estos grandes establecimientos comerciales serán 
objeto de ordenación territorial y urbanística específica en función del impacto en el medio 
urbano y natural.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Quedan sujetos a la presente ley todos los grandes establecimientos comerciales 

ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco.
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2. A los efectos de lo dispuesto en la disposición adicional única de esta ley, se asimila a 
la consideración de gran establecimiento comercial la presencia en un mismo ámbito de 
ordenación ubicado fuera de la trama urbana residencial de varios establecimientos 
comerciales de carácter no singular que, aun no superando individualmente estas 
dimensiones, la sobrepasen conjuntamente.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de lo dispuesto por esta ley, los conceptos expuestos a continuación serán 

interpretados y aplicados con el significado y alcance siguientes:
1. Usos comerciales: los identificados como comerciales en el marco de la Clasificación 

Nacional de Actividades Económicas (CNAE-2009).
2. Comercio singular: aquel cuya distribución comercial, no teniendo carácter mayorista, 

se destine principalmente a alguna de las siguientes actividades:
a) Exposición y venta de muebles, electrodomésticos y aparatos electrónicos.
b) Exposición y venta de embarcaciones y otros vehículos de automoción.
c) Expedición de carburante.
d) Exposición y venta de artículos de construcción como maquinaria, materiales para la 

construcción, saneamiento, bricolaje y ferretería.
e) Centros de jardinería y viveros.
3. Grandes establecimientos comerciales: aquellas edificaciones, construcciones o 

instalaciones de carácter fijo y permanente, así como sus dependencias, que estén afectas 
al ejercicio regular de actividades comerciales y cumplan, como mínimo, las condiciones 
siguientes:

a) Estar destinadas en mayor o menor medida (exclusiva, preferente, parcial, continuada, 
periódica, ocasional) a estos usos comerciales (de una sola o de dos o más modalidades), 
complementados, en su caso, con otros usos tales como los siguientes: servicios de 
alojamiento (hoteles, hostales, alojamientos turísticos, campings, etc.); hostelería 
(restaurantes, bares, etc.); actividades e instalaciones deportivas, culturales y de ocio (cines, 
golf, etc.); y cualesquiera otros complementarios.

b) Contar con una edificabilidad urbanística, sobre y bajo rasante destinada a los usos 
citados, siguiente:

– Municipios de categoría A (máxima centralidad) y población de derecho superior a 
30.000 habitantes: 2.500 m2 de superficie de venta y 3.500 m2 de techo edificable.

– Municipios de categoría B (centralidad comarcal) y/o población de derecho superior a 
10.000 habitantes e inferior a 30.000 habitantes: 1.800 m2 de superficie de venta y 2.500 m2 

de techo edificable.
– Resto de municipios (categoría C) y/o población de derecho inferior a 10.000 

habitantes: 700 m2 de superficie de venta y 1.300 m2 de techo edificable.
La ausencia de concurrencia simultánea de ambas condiciones (categoría y tamaño de 

población) determinará la prevalencia del criterio poblacional en detrimento de la 
clasificación.

4. Edificabilidad urbanística: superficie de techo edificable de todas las superficies 
construidas en cualquier planta, sobre y bajo rasante, al margen de su adscripción 
específica, ya sea a superficie útil de exposición y venta, ya a cualquier otro tipo de uso 
complementario, con la única excepción de las superficies destinadas a los aparcamientos, 
que no computan.

5. Implantación: el inicio de una actividad comercial nueva en un gran establecimiento 
comercial.

6. Ampliación: el incremento de la edificabilidad urbanística de un establecimiento 
comercial existente.

7. Trama urbana residencial: el conjunto territorial integrado por el suelo urbano de uso 
característico residencial delimitado en cada municipio por la ordenación estructural del 
planeamiento general. La delimitación de la trama urbana residencial figurará en el 
planeamiento estructural urbanístico como contenido de la determinación de ordenación 
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estructural en la delimitación del suelo urbano, en aplicación del artículo 53.2.a) de la Ley 
2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo. En su defecto, se estará a la delimitación 
establecida, en el planeamiento correspondiente, del suelo urbano con uso característico 
residencial.

8. Unidad territorial: ámbito territorial que, en atención a su configuración territorial, su 
continuidad física (sin perjuicio de discontinuidad o interrupciones puntuales), su vinculación 
a una misma red de comunicaciones, etc., debe ser considerado como una única unidad 
territorial a los efectos de la implantación de grandes establecimientos comerciales.

Dicha unidad territorial podrá estar integrada por una, dos o más áreas, sectores, zonas 
globales, etc. Corresponderá al planeamiento territorial la delimitación de las unidades 
territoriales, que en todo caso tendrá carácter excepcional y habrá de ser debidamente 
justificada.

9. Categorías de municipios: a los efectos de la ordenación e implantación de grandes 
establecimientos comerciales, se distinguen las tres categorías que siguen:

a) Categoría A: municipios de máxima centralidad, comprendidos en el anejo I.
b) Categoría B: municipios de centralidad comarcal, comprendidos en el anejo II.
c) Categoría C: restantes municipios de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 4.  Principios generales.
La presente ley descansa sobre los principios generales que siguen:
1. El principio de libertad de empresa en el marco de la economía de mercado.
2. El principio de libertad de establecimiento, que no consiente más limitaciones que las 

de carácter cuantitativo o territoriales que no sean discriminatorias y, por el contrario, 
resulten necesarias, estén justificadas por una razón imperiosa de interés general y se 
ajusten al principio de proporcionalidad porque sean adecuadas para garantizar el logro del 
objetivo perseguido, no vayan más allá de lo necesario a tal fin y no puedan ser sustituidas 
por otras medidas menos restrictivas que permitan alcanzar idéntico resultado.

3. Las limitaciones cuantitativas o territoriales a la libertad de establecimiento deberán 
atender tan solo a criterios fundados en razones imperiosas de interés general, tales como la 
tutela del medio ambiente y del entorno urbano, incluida la planificación urbana y rural, la 
salvaguardia de la salud pública, la conservación del patrimonio histórico y artístico o la 
protección de las personas consumidoras, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea.

4. El principio de desarrollo sostenible, que debe contribuir a un uso racional de los 
recursos naturales en armonía con las exigencias de la economía, el empleo, la cohesión 
social, la igualdad de trato y de oportunidades, la salud, la protección de las personas 
consumidoras, la seguridad de la ciudadanía y la tutela del medio ambiente, la preservación 
del entorno urbano, incluyendo la conservación del patrimonio histórico y artístico.

5. Los principios de cooperación y coordinación entre las administraciones de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco con competencias en materia sectorial, de ordenación 
territorial o urbanística.

Artículo 5.  Objetivos de la ley.
Los principios generales de la ordenación e implantación de los grandes 

establecimientos comerciales están orientados a la consecución de los objetivos que siguen:
1. La ocupación sostenible del suelo y la preservación de sus valores, así como la 

protección de los entornos y del medio ambiente urbano, rural y natural, minimizando el 
impacto de las implantaciones de grandes establecimientos comerciales sobre el territorio, 
preservando por motivos de interés general los suelos de oportunidad estratégica con alto 
valor logístico situados en los nudos de comunicaciones y priorizando la localización externa 
a los núcleos de población de las actividades comerciales de carácter singular, atendiendo a 
sus mayores necesidades de superficie y la menor movilidad inducida que provocan.

2. El robustecimiento de un modelo de ciudad compacta en el que los usos residenciales 
se armonicen con actividades económicas compatibles con los mismos y en particular con 
actividades comerciales y de servicios en aras de su equilibrio y el de los núcleos 
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residenciales, estimulando la mezcla y diversidad de usos, la mayor proximidad posible de 
los servicios, las dotaciones y los equipamientos a la población residente y Ia cohesión e 
integración social, a la vista del incremento sostenido de la esperanza de vida, el significativo 
envejecimiento poblacional y su crecimiento muy lento con una tendencia al estancamiento 
en los próximos años.

3. El favorecimiento y el fomento de la regeneración y la recualificación de las áreas 
centrales de los núcleos urbanos mediante la implantación de todo tipo de establecimientos 
comerciales en condiciones que permitan incentivar la proyección y ejecución de los 
procesos de regeneración urbana del medio urbano y, por esta vía, los de recualificación 
urbana (saneamiento de las, infraestructuras, modernización terciaria, reordenación viaria) 
de los centros históricos, ensanches urbanos, etc., como centros de referencia de la 
actividad y la vida urbana.

4. La incentivación y el estímulo de la dinamización económica y social de las áreas 
centrales de los núcleos urbanos a través de la implantación o la ampliación de todo tipo de 
establecimientos comerciales en la trama urbana residencial, en su caso complementada en 
la forma que dispone esta ley.

5. El fomento de la existencia de una variedad de ofertas y usos comerciales adaptados 
a las necesidades de la población.

6. El estímulo de la movilidad sostenible mediante el robustecimiento de las redes de 
transporte público y colectivo y la ordenación e implantación de una diversidad de usos 
compatibles, incluidos los comerciales, en condiciones de proximidad con las zonas 
residenciales de forma que permitan, en defensa de la salud pública, los desplazamientos 
peatonales y análogos y posibiliten la reducción de los desplazamientos en modos de 
transporte privado que, siendo innecesarios, congestionan las infraestructuras públicas y 
contribuyen a la producción de emisiones contaminantes a la atmósfera.

7. La incentivación de un medio urbano que disponga de los necesarios servicios de 
proximidad, incluidos los comerciales, sea dinámico, equilibrado y activo en los planos social 
y económico, así como intercediendo para evitar la desocupación estructural de locales 
comerciales en el centro de las ciudades, asegurando el acceso de la población a las redes 
de servicios comerciales adaptado a sus necesidades y eliminando barreras urbanísticas y 
arquitectónicas.

8. La protección del patrimonio histórico y artístico, especialmente de los centros 
históricos de carácter comercial, donde la presencia de una actividad comercial coadyuve a 
su rehabilitación económica, social y urbanística.

9. La preservación del paisaje, rural y urbano, y del patrimonio cultural y natural, y el 
fomento de la biodiversidad urbana como elemento de calidad de vida y mejora de la salud 
de la población.

TÍTULO II
Condiciones para el establecimiento y la ampliación de grandes 

establecimientos comerciales

Artículo 6.  Condiciones de implantación de los grandes establecimientos comerciales.
1. La implantación de los grandes establecimientos comerciales no deberá precisar ni la 

proyección y ejecución de nuevas redes en el sistema general viario y de comunicaciones, ni 
su mejora o complementación, ni podrán conllevar su saturación o la afectación al 
incremento de su capacidad de servicio ejecutada en los cinco años anteriores. A tal fin, 
deberá recabarse informe favorable de la administración titular de la carretera afectada.

2. Los grandes establecimientos comerciales que no tengan carácter singular deberán 
implantarse en la trama urbana residencial delimitada por la ordenación estructural del 
planeamiento urbanístico.

3. Con carácter excepcional, y justificadamente, dicha trama urbana residencial podrá 
ser complementada por la ordenación urbanística estructural mediante la incorporación de 
suelos urbanos que sean continuos y colindantes con otros ámbitos de ordenación que, aun 
teniendo un uso característico distinto del residencial, queden comprendidos en la misma 
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malla urbana. En todo caso, dicha complementación requerirá que se cumplan de forma 
cumulativa las siguientes circunstancias:

a) Que la colindancia entre los suelos urbanos incorporados con la trama urbana 
residencial comporte al menos un 20 % del perímetro del ámbito de ordenación así 
incorporado.

b) Que la incorporación no comporte más del 10 % de la superficie de suelo de la trama 
urbana residencial.

c) Que en ningún caso la incorporación tenga por objeto el establecimiento de 
establecimientos comerciales con edificabilidades urbanísticas superiores a las siguientes:

– Municipios de máxima centralidad: 30.000 m2t.
– Municipios de centralidad comarcal: 15.000 m2t.
– Resto de municipios: 2.000 m2t.
d) Que se obtenga el informe favorable por parte de la Comisión de Ordenación del 

Territorio del País Vasco.
4. Excepcionalmente podrá admitirse la implantación de grandes establecimientos 

comerciales fuera de la trama urbana residencial en nuevas unidades territoriales 
delimitadas a tal fin por los instrumentos de ordenación territorial, siempre que concurran las 
siguientes circunstancias:

a) Que los grandes establecimientos comerciales tengan las siguientes edificabilidades 
urbanísticas superiores máximas:

– Municipios de máxima centralidad: 30.000 m2t.
– Municipios de centralidad comarcal: 15.000 m2t.
– Resto de municipios: 2.000 m2t.
b) Que las unidades territoriales delimitadas no comporten la determinación de ámbitos 

de ordenación de uso característico comercial de gran formato para el establecimiento de 
grandes establecimientos comerciales.

5. Los grandes establecimientos comerciales que tengan carácter singular se 
implantarán preferentemente en ámbitos de suelo urbano con uso principal de actividades 
económicas, siempre que no sobrepasen el 30 % de su edificabilidad urbanística.

Artículo 7.  Condiciones de ampliación de los grandes establecimientos comerciales.
La ampliación de los actuales grandes establecimientos comerciales estará sujeta al 

cumplimiento de los requisitos siguientes:
1. La justificación objetiva, debidamente acreditada, de su necesidad por razones de 

rehabilitación y/o recualificación urbana del entorno afectado.
2. No comportar la necesidad de incrementar la capacidad de servicio de la red básica 

de infraestructuras de movilidad preexistentes.
3. En los supuestos de grandes establecimientos comerciales situados fuera de la trama 

urbana residencial específicamente y con carácter cumulativo:
a) La observancia de un tope máximo del 10 % de la edificabilidad urbanística existente.
b) No sobrepasar los siguientes dimensionados máximos:
– Municipios de máxima centralidad: 33.000 m2t.
– Municipios de centralidad comarcal: 16.500 m2t.
– Resto de municipios: 2.200 m2t.
4. La obtención de un informe favorable de la Comisión de Ordenación del Territorio del 

País Vasco.

Artículo 8.  Condiciones complementarias de implantación o ampliación de los grandes 
establecimientos comerciales.

1. La ordenación territorial y urbanística podrá desarrollar o establecer criterios de 
ordenación de los grandes establecimientos comerciales complementarios a los establecidos 
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en los artículos anteriores con el objeto del logro de los fines de la ordenación establecidos 
en el artículo de esta ley u otros conexos, siempre que obedezcan a razones imperiosas de 
interés general, estén debidamente justificados y sean proporcionados a los fines 
perseguidos.

2. En particular, con relación a la implantación o la ampliación de grandes 
establecimientos comerciales, las normativas y ordenanzas de la ordenación 
correspondiente podrán, entre otras determinaciones posibles:

a) Desarrollar la categorización de los grandes establecimientos comerciales que se 
establece en esta ley.

b) Limitar y, en su caso, condicionar su implantación o la ampliación por razones 
imperiosas de interés general ligadas a la protección del patrimonio histórico o a la movilidad 
sostenible.

c) Exigir a la entidad promotora la aportación de unas dotaciones y servicios con carácter 
mínimo.

d) Imponer soluciones constructivas en la edificación para prevenir o minimizar el 
impacto ambiental en el entorno.

Disposición adicional única.  Implantación de otros establecimientos comerciales en 
polígonos de actividad económica con carácter periférico a los núcleos de población.

La implantación de establecimientos comerciales de carácter minorista, que no tengan 
carácter singular, en polígonos de actividad económica, terciario o industrial, que estén 
situados de forma exterior o periférica a los núcleos de población y en todo caso fuera de la 
trama urbana residencial, y que comporten superar en su respectivo ámbito de ordenación, 
junto a los establecimientos ya preexistentes, los umbrales de dimensionamiento de los 
grandes establecimientos comerciales, quedarán sujetos al cumplimiento de las siguientes 
condiciones:

1. Deberán tener carácter complementario del uso principal del polígono, no pudiendo 
sobrepasar el 30 % de la edificabilidad urbanística total del mismo.

2. No podrá comportar la necesidad de incrementar la capacidad de servicio de la red 
básica de infraestructuras de movilidad preexistentes.

3. En los municipios pertenecientes a las categorías B y C definidas en el articulado y 
anejos de la presente ley, no podrá comportar la superación del doble de las superficies de 
techo definidas en el artículo 3.3.b) de la presente ley a efectos de su consideración como 
gran establecimiento comercial para las categorías respectivas.

Estos tres extremos se habrán de justificar en la solicitud de licencia, de autorización o 
en la formulación de la comunicación, según corresponda, previa a su apertura.

Disposición transitoria.  
En los supuestos de revisiones o de modificaciones puntuales de instrumentos de 

ordenación territorial y urbanística cuyo objeto sea habilitar la implantación o ampliación de 
grandes establecimientos comerciales, serán de aplicación las disposiciones de esta ley a 
aquellos instrumentos que no hayan sido aprobados provisionalmente, o inicialmente en el 
supuesto de que la tramitación correspondiente no exija la aprobación provisional, a la fecha 
de la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en la presente ley y, en particular:
– El artículo 13 de la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la Actividad Comercial.
– La disposición final tercera de la Ley 7/2008, de 25 de junio, de segunda modificación 

de la Ley de Actividad Comercial.
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Disposición final primera.  
Se autoriza al Gobierno Vasco para dictar cuantas disposiciones estime necesarias para 

el desarrollo y aplicación de la presente ley.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Gobierno Vasco para modificar, mediante el correspondiente plan territorial 

parcial o plan territorial sectorial de creación pública de suelo para actividades económicas y 
de equipamientos comerciales, la relación de municipios integrados en cada una de las 
categorías definidas en el artículo 3.9 y los anejos I y II de la presente ley, siempre en 
consonancia con los principios y objetivos recogidos en la misma.

Disposición final tercera.  
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

del País Vasco».

Anexo I
Categoría A:
Municipios de máxima centralidad y población superior a 30.000 habitantes:
– A.F. de Álava Central:
Vitoria-Gasteiz.
– A.F. de Bilbao Metropolitano:
Barakaldo.
Basauri.
Bilbao.
Getxo.
Leioa.
Portugalete.
Santurtzi.
– A.F. de Donostia/San Sebastián:
Donostia/San Sebastián:
Irun.
Errenteria.

Anexo II
Categoría B:
Municipios de centralidad comarcal y/o población de entre 10.000 y 30.000 habitantes.
– A.F. de Llodio (Ayala):
Amurrio.
Laudio/Llodio.
– A.F. de Bilbao Metropolitano:
Etxebarri.
Galdakao.
Sestao.
Sopela.
Valle de Trápaga-Trapagaran.
– A.F. de Durango (Duranguesado):
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Amorebieta-Etxano.
Durango.
– A.F. de Gernika-Markina (Busturialdea-Artibai):
Gernika-Lumo.
– A.F. de Mungia (Mungialdea):
Mungia.
– A.F. de Arrasate-Bergara (Alto Deba):
Arrasate/Mondragón.
Bergara.
– A.F. de Eibar-Ermua (Bajo Deba):
Eibar.
Elgoibar.
– A.F. de Donostia/San Sebastián:
Andoain.
Hernani.
Hondarribia.
Lasarte-Oria.
Oiartzun.
Pasaia.
– A.F. de Beasain-Ordizia (Goierri):
Beasain.
Ordizia.
– A.F. de Tolosa (Tolosaldea):
Tolosa.
– A.F. de Zarauz-Azpeitia (Urola-Costa):
Azkoitia.
Azpeitia.
Zarautz.
Zumaia.
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§ 59

Ley 4/2023, de 27 de abril, del Estatuto de las personas 
consumidoras y usuarias

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 87, de 10 de mayo de 2023
«BOE» núm. 135, de 7 de junio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-13537

Se hace saber a todos los ciudadanos y ciudadanas de Euskadi que el Parlamento 
Vasco ha aprobado la Ley 4/2023, de 27 de abril, del Estatuto de las personas consumidoras 
y usuarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
Han pasado más de 15 años desde la entrada en vigor, el 31 de diciembre de 2003, del 

Estatuto Vasco de las Personas Consumidoras y Usuarias, aprobado por la Ley 6/2003, de 
22 de diciembre. Durante este tiempo, la perspectiva de la protección de los derechos en 
materia de consumo ha cambiado sustancialmente, tanto por la modificación de la realidad 
social sobre la que tal producción normativa ha de actuar como por la importante ampliación 
del acervo jurídico producido en los últimos años, especialmente, en el entorno de la Unión 
Europea.

De un lado, es indudable que la sociedad reclama la consideración y el fomento de un 
consumo responsable, en línea con el objetivo n.º 12, «Producción y consumo 
responsables», de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por la Asamblea 
General de Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015. Se trata de potenciar nuevos 
hábitos y actitudes que faciliten relaciones de consumo ajustadas a criterios de racionalidad 
y sostenibilidad, propiciando un consumo moderado, informado, reflexivo y consciente, con 
especial atención a la preservación del medio ambiente, la calidad de vida, la especificidad 
cultural, el endeudamiento familiar, la igualdad de mujeres y hombres, los riesgos admisibles 
y los demás factores que determinan un desarrollo socioeconómico individual y colectivo 
responsable. Al mismo tiempo, la experiencia de la crisis económica sufrida en los últimos 
años ha puesto de manifiesto la necesidad de prestar especial protección a las personas 
consumidoras o usuarias vulnerables y a los colectivos o grupos de personas que se 
encuentren en situación de inferioridad, subordinación, indefensión o discriminación, en su 
condición de consumidoras o usuarias.

A tales circunstancias hay que añadir el cambio sustancial de los hábitos de consumo 
que se ha producido en los últimos tiempos. En efecto, hoy en día asistimos a un mercado 
con tipos de productos y formas de uso muy novedosas, en gran medida de carácter 
tecnológico, ofrecidos usualmente en páginas web, a través de empresas diferentes, lo que 
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dificulta identificar en cada caso el carácter de la intervención, la posición y la 
responsabilidad jurídica de cada una de ellas. A ello se une el incremento considerable de 
las contrataciones a distancia o fuera de establecimiento mercantil, la relajación documental 
en las contrataciones, el aumento tanto de contratos verbales o sin formalización escrita 
como de contratos de adhesión, así como la aparición de nuevas formas de publicitar y 
comercializar los productos a distancia, sobre todo en el ámbito de la prestación de servicios, 
lo que conlleva una sucesión de distintas empresas prestadoras que concurren en la misma 
relación de consumo.

De otro lado, el cambio del marco normativo de referencia exige también una labor de 
adaptación y actualización normativa en nuestro ámbito. En este sentido, la Unión Europea 
ha dictado gran número de normas de protección en materia de consumo, regulando 
numerosos sectores y estableciendo mecanismos de protección tendentes a facilitar la 
ejecución real y efectiva de los derechos de las personas consumidoras y usuarias, a los que 
más adelante nos referiremos. Así mismo, el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, que aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, refundió la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y las normas de 
transposición de las directivas comunitarias dictadas en materia de protección de las 
personas consumidoras y usuarias que incidían en los aspectos regulados en ella. La 
disposición, que ha sido objeto de varias modificaciones posteriores, señala entre sus 
preceptos los que tienen carácter básico y los que se dictan al amparo de competencias 
exclusivas del Estado, estableciendo un marco a partir del cual ha de desarrollarse el 
Estatuto vasco de las Personas Consumidoras y Usuarias.

En el ámbito organizativo interno, la creación de Kontsumobide-Instituto Vasco de 
Consumo, mediante la Ley 9/2007, de 29 de junio, marca un hito que naturalmente ha de ser 
considerado en la nueva regulación. Dicho organismo autónomo, que tiene como objetivos 
definir, planificar, impulsar y ejecutar las políticas del Gobierno Vasco en materia de defensa 
y protección de las personas consumidoras y usuarias, asume con carácter general todas las 
competencias y funciones que con anterioridad correspondían al órgano del Gobierno Vasco 
competente en materia de consumo. Esta nueva estructura organizativa facilita una mejor y 
más rápida respuesta a las exigencias sociales cada vez mayores para asesorar y encauzar 
los conflictos que surgen en relación con el consumo.

II
La protección de los intereses de las personas consumidoras y usuarias es uno de los 

principios rectores de la política social y económica, que exige disponer de un marco jurídico 
adecuado para garantizar la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos, con 
especial atención a la información y a la educación; en virtud de lo dispuesto por el artículo 
51 de la Constitución, es una obligación de todos los poderes públicos, que, en 
consecuencia, alcanza tanto al Estado como a las comunidades autónomas y a la 
Administración local.

La materia «consumo», entendida como el conjunto de reglas jurídicas que tienen por 
objeto proteger a las personas consumidoras y usuarias, tiene carácter pluridisciplinar o 
trasversal y se articula a través de distintos sectores de la actividad administrativa, como la 
ordenación sanitaria, la industria, el comercio o los transportes. El Tribunal Constitucional ha 
puesto de relieve la dificultad de deslindar esta competencia, pues la defensa de las 
personas consumidoras «es un concepto de tal amplitud y de contornos tan imprecisos» que 
supone encontrarnos ante una «materia que se caracteriza ante todo por su contenido 
pluridisciplinar, en la que se concita una amplia variedad de materias» y es frecuente que 
una norma pueda estar comprendida en más de una de las reglas definitorias de 
competencias. En efecto, la regulación atinente a la protección del consumo puede ser parte 
de la legislación civil o mercantil, del derecho procesal, del régimen sobre determinados 
productos (farmacéuticos, explosivos, entre otros) o del comercio interior; además de ello, es 
susceptible de integrar las bases y la coordinación de la planificación general de la 
economía, las bases y coordinación general de la sanidad o la regulación de las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos o 
en el cumplimiento de sus deberes.
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En todo caso, la jurisprudencia constitucional ha ido elaborando una serie de reglas 
competenciales que han de ser consideradas, entre otras, de un lado, la reserva al Estado 
de las determinaciones legales que afecten al contenido de los contratos, así como el 
régimen de responsabilidad civil, el régimen de garantías, mediante el establecimiento de un 
servicio de posventa obligatorio, el régimen de la tutela judicial y las reglas de legitimación 
en orden al acceso de las personas consumidoras y usuarias a los tribunales y la regulación 
del arbitraje y las cláusulas abusivas; de otro lado, la atribución al ámbito legislativo 
autonómico de los aspectos jurídico-administrativos de las relaciones de consumo, en 
especial, de determinados tipos de ventas, de las normas preventivas contra las cláusulas 
abusivas y de aquellas que abordan aspectos administrativos sobre la condición y capacidad 
jurídica de las personas comerciantes, así como el derecho de información de las personas 
consumidoras y usuarias, a lo que hay que añadir el desarrollo de las bases estatales, en las 
materias citadas.

III
La presente ley contiene 163 artículos, dos disposiciones adicionales, tres disposiciones 

transitorias, una disposición derogatoria y una disposición final. La ley, que se estructura en 
siete títulos, contiene una regulación completa y sistemática de los derechos de las personas 
consumidoras y usuarias y de las actuaciones administrativas encaminadas a su promoción 
y garantía, de cuyo contenido, por su carácter novedoso, podemos destacar las siguientes 
cuestiones:

– La declaración, en el artículo 17, del principio de consumo responsable, que orientará 
las relaciones de consumo hacia criterios de racionalidad y sostenibilidad; y, más 
concretamente, con la finalidad de evitar el despilfarro alimentario, la regulación en el artículo 
18 de dos medidas referidas a los establecimientos que presten servicios de restauración, 
sin coste alguno para la clientela: de un lado, el ofrecimiento de agua de grifo para su 
consumo, y, de otro, poder llevarse los alimentos que no se hayan consumido, tras 
informarla de esta posibilidad de manera clara y visible, a través de la carta o menú o de 
avisos colocados en el establecimiento.

– La obligación, que se recoge en el artículo 23.1, de que los servicios médicos, tanto de 
Osakidetza-Servicio vasco de salud como de carácter privado, comuniquen los riesgos 
derivados del uso o consumo de un producto, que conozcan por razón de la atención 
prestada.

– La prohibición, recogida en el artículo 30, de vender bienes y servicios a domicilio, 
salvo que la visita haya sido aceptada previa y expresamente por las personas interesadas, 
correspondiendo a la empresa acreditar dicha aceptación.

– La protección contra abusos contractuales a través de la difusión de cláusulas y 
prácticas empresariales abusivas, informando sobre su contenido y características y las 
empresas que las realizan, cuando hayan sido objeto de sanción administrativa o 
declaración judicial en tal concepto, de conformidad con la previsión del artículo 35.2.

– En los suministros a las viviendas habituales de servicios de carácter básico de interés 
general, tales como agua, electricidad, gas, teléfono o Internet, la obligación de las empresas 
de ofrecer un plazo de subsanación a la persona usuaria, antes de interrumpir la prestación, 
de conformidad con el artículo 36.

– La regulación, en el artículo 37, de los servicios de atención a la clientela de las 
personas empresarias, las cuales deberán poner a disposición de las personas 
consumidoras y usuarias una dirección postal y, así mismo, una dirección electrónica o un 
número de teléfono de tipo geográfico; y, en el caso de grandes establecimientos 
comerciales, su personal habrá de contar con formación acreditada en materia de defensa 
de los derechos de las personas consumidoras y usuarias.

– El impulso de códigos de buenas prácticas empresariales y la posibilidad de que 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo participe en su elaboración, en los términos del 
artículo 40.

– La previsión contenida en los artículos 42.3 y 155, que permite que la resolución 
sancionadora en materia de consumo pueda acordar igualmente la obligación de resarcir por 
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los daños y perjuicios ocasionados y determinar el importe de la correspondiente 
indemnización, que será ejecutiva por la vía de apremio.

– La obligación establecida por el artículo 49, a cuyo tenor, los parques o espacios 
recreativos, autopistas y cualesquiera otras empresas que ofrezcan al público un servicio o 
actividad cuyo disfrute pueda verse afectado por obras de mantenimiento o reparación, 
afluencia de un elevado número de personas, previsión de condiciones meteorológicas 
adversas u otras circunstancias que puedan afectar al desarrollo de la actividad, deberán 
facilitar dicha información para que pueda ser tenida en cuenta por las personas 
consumidoras y usuarias antes de su contratación.

– La exigencia, establecida por el artículo 50, de que las ofertas en línea de servicios 
técnicos, asistencia al hogar, reparación u otros similares, informen con claridad a las 
personas consumidoras y usuarias acerca de la identidad de la empresa con la que vaya a 
celebrarse el contrato y de la responsabilidad que sobre tal contratación corresponde a las 
oferentes.

– La previsión del artículo 52, que permite a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo 
dar difusión de las reclamaciones planteadas, sus motivos, las empresas y los sectores 
afectados, cuando sea conveniente para garantizar la salud, la seguridad o los intereses 
económicos y sociales de las personas consumidoras y usuarias o su derecho a la 
información.

– Una regulación completa y sistemática, en el capítulo VII del título III, de las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias, estableciendo sus principios de 
actuación y los requerimientos de independencia y transparencia exigibles para poder utilizar 
tal denominación, así como los requisitos necesarios para ser consideradas asociaciones 
representativas.

– La apuesta clara, en el título IV de la ley, por la promoción de los sistemas alternativos 
de resolución de conflictos, a través de la regulación de la mediación; la consideración de 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo como autoridad competente para la acreditación 
de entidades de resolución alternativa de conflictos en materia de consumo en el ámbito de 
Euskadi; y la introducción de la adhesión al arbitraje como regla general en el sector público 
y en el ámbito de la contratación pública, así como su valoración en los premios de calidad y 
en el otorgamiento de ayudas y subvenciones.

– La inclusión en el título V de una regulación completa y sistemática y con carácter 
general –no solo en el ámbito del procedimiento sancionador– de las actuaciones 
administrativas de vigilancia y control de bienes y servicios y, entre ellas, las medidas 
provisionales a adoptar en caso de riesgo, la toma de muestras, incluidas las compras de 
prueba, y la práctica de análisis, en concordancia con lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en 
la normativa de la Unión Europea.

– Al abordar la regulación de la inspección de consumo, la autorización, en el artículo 
118.2, al personal inspector a no identificarse, cuando por tal motivo pueda frustrarse la 
finalidad de su actuación o en aquellos supuestos en los que ésta se realice en entornos 
incompatibles con la identificación; la previsión expresa, en el artículo 122.h), de la toma de 
muestras y compras de prueba bajo identidad encubierta, cuando sea necesario para 
comprobar el cumplimiento de la normativa afectada; previsiones que se completan con la 
posibilidad, reflejada en el artículo 118.2, de realizar inspecciones sin presencia de la 
persona objeto de las actuaciones cuando no haya obligación de identificarse, todo ello en 
línea con los criterios establecidos en las últimas normas de la Unión Europea.

– La inclusión en la regulación de la potestad sancionadora de un extenso catálogo de 
infracciones, en los artículos 135 a 142, ajustado al panorama normativo actual, así como, la 
posibilidad de publicar, sin carácter de sanción, una relación sucinta de las infracciones 
cometidas en los últimos tres años, con objeto de que las personas consumidoras y usuarias 
puedan conocerlas y prevenir la continuidad de las conductas ilícitas, según establece el 
artículo 154.

IV
Por lo que atañe a las competencias municipales, la nueva regulación no se propone 

innovar el diseño que ha venido funcionando con plena satisfacción hasta la fecha, al 
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amparo de la normativa vigente. Así, se parte de lo establecido por el artículo 17.1.11) de la 
Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi, a cuyo tenor los municipios 
podrán ejercer competencias propias en el ámbito material de ordenación y gestión de la 
defensa y protección de las personas consumidoras y usuarias. En tal marco, la presente ley, 
tras atribuir a los ayuntamientos la función de velar por la defensa de los derechos de las 
personas consumidoras y usuarias en el ámbito de su territorio, concretamente establece 
que, cuando dispongan de personal inspector, podrán ejercer funciones de vigilancia y 
control de bienes y servicios, así como la potestad sancionadora, en los términos señalados 
por el artículo 134.d), siempre que se trate de empresas y establecimientos domiciliados en 
su término municipal y la infracción se haya cometido en tal ámbito. El precepto citado 
delimita la competencia municipal a la imposición de sanciones de multa de hasta 50.000 
euros por la comisión de infracciones leves y graves.

De otro lado, la ley atribuye igualmente a los ayuntamientos funciones de fomento y 
apoyo de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias, actuaciones de 
información y formación de las personas consumidoras y usuarias y de tramitación de 
quejas, reclamaciones y denuncias. Y dispone que dichos cometidos se desarrollarán a 
través de las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias, 
cuando los ayuntamientos, en ejercicio de su potestad de autoorganización, se doten de 
ellas. En tales casos, las oficinas de información podrán tramitar quejas, reclamaciones y 
denuncias, así como realizar las funciones de mediación que se regulan en el título IV.

En definitiva, la opción del legislador permite complementar la actuación de 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, de carácter más especializado y con una visión 
más global de las políticas públicas en materia de consumo, con la de los distintos 
municipios, que cuentan con una mayor cercanía a las personas consumidoras y usuarias, 
así como la aplicación, en el caso de concurrencia de actuaciones administrativas, de los 
principios de especialidad, subsidiariedad, cooperación, coordinación y unidad de acción, tal 
y como establece el artículo 7 de la ley, con el objetivo de ofrecer una mejor y más eficaz 
protección a las personas consumidoras y usuarias.

V
El título I de la ley, sobre disposiciones generales, aborda su objeto y ámbito de 

aplicación y establece un principio general de protección de las personas consumidoras y 
usuarias, así como las definiciones más relevantes utilizadas en el texto normativo.

El título II, que se estructura en dos capítulos, contempla las competencias de las 
administraciones públicas de Euskadi. El capítulo I señala las competencias en materia de 
protección de las personas consumidoras y usuarias que corresponden al Gobierno Vasco y 
a sus distintos departamentos, a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, así como a los 
ayuntamientos; igualmente, regula los principios aplicables a los supuestos de concurrencia 
de actuaciones administrativas y la cooperación administrativa.

El capítulo II, dedicado a la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi, establece su 
naturaleza, funciones, composición y funcionamiento.

El título III de la ley se dedica a los derechos de las personas consumidoras y usuarias, y 
se divide en ocho capítulos, con el contenido que se indica a continuación. El capítulo I, 
sobre disposiciones generales, tras enumerar los derechos de las personas consumidoras y 
usuarias –que son objeto de desarrollo en los capítulos siguientes–, establece los ámbitos o 
las situaciones a las que deberá orientarse con carácter preferente la actuación protectora; 
así mismo, recoge el principio de irrenunciabilidad de los derechos en materia de consumo, 
de interpretación favorable a las personas consumidoras y usuarias, de buena fe y equilibrio 
de las posiciones jurídicas, así como el principio de consumo responsable; y regula, en 
concreto, dos medidas contra el despilfarro alimentario, a las que ya nos hemos referido al 
señalar las novedades de esta ley. En coherencia con lo expuesto, finaliza el capítulo 
condicionando las actuaciones en materia de consumo a la asunción por las personas 
consumidoras y usuarias de las responsabilidades que enumera.

El capítulo II regula el derecho a la protección frente a riesgos que afecten a la salud y la 
seguridad; en tal sentido, declara el deber general de seguridad, a cuyo tenor, los bienes y 
servicios puestos a disposición de las personas consumidoras o usuarias han de ser 
seguros, por remisión al Real Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, sobre seguridad 
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general de los productos, y al resto de la normativa que sea de aplicación; así mismo, 
establece el deber de informar sobre los riesgos, así como de comunicación de riesgos por 
parte de los servicios médicos, antes señalada.

El capítulo III aborda el derecho a la protección de los intereses económicos y sociales, 
en cuatro secciones. La sección primera regula el derecho a la conformidad de los bienes y 
servicios y las prácticas comerciales, establece el contenido de las ofertas comerciales y 
obliga a reprimir las prácticas comerciales ilícitas o agresivas; prohíbe, como se ha dicho, la 
venta a domicilio sin previa cita y declara el derecho a que consten por escrito las 
condiciones de las ofertas realizadas verbalmente antes de interrumpir la prestación de que 
se trate.

La sección segunda, sobre el principio de no discriminación y la protección contra 
abusos contractuales, recoge el derecho a acceder sin discriminación a los bienes y 
servicios, dentro de las disponibilidades del oferente, y prohíbe que se establezca una 
diferenciación en los precios en función del género; igualmente, establece la necesidad de 
actuar preventivamente contra los abusos contractuales y prevé la obligación –antes citada– 
que incumbe a las empresas de servicios de carácter básico de interés general en vivienda 
habitual, de ofrecer un plazo a la persona interesada antes de interrumpir la prestación.

La sección tercera regula los servicios de atención a la clientela en las empresas, 
estableciendo –como ya se ha señalado– la obligación de poner a disposición de las 
personas consumidoras y usuarias una dirección postal y, así mismo, una dirección 
electrónica o un número de teléfono, que será de tipo geográfico. Proclama también la 
atención diligente de las personas empresarias en la satisfacción de las quejas y 
reclamaciones que se pudieran formular y establece unas normas mínimas de obligado 
cumplimiento. Finalmente, en el caso de grandes establecimientos comerciales, exige que el 
servicio sea atendido por personal con formación acreditada en la materia; así mismo, en 
servicios de carácter básico de interés general en las viviendas, requiere que haya un 
teléfono de atención urgente.

La sección cuarta, finalmente, ordena promover los códigos de buenas prácticas como 
instrumento para la protección de los derechos de las personas consumidoras y usuarias y 
de mejora de la regulación del mercado; y atribuye a Kontsumobide-Instituto Vasco de 
Consumo y a los ayuntamientos en su caso el ejercicio de las acciones judiciales pertinentes 
para hacer cesar las actividades lesivas para los derechos e intereses de las personas 
consumidoras y usuarias.

El capítulo IV, dedicado al derecho a la reparación del daño derivado de bienes y 
servicios, contiene uno de los aspectos novedosos de esta ley –que ya se ha anticipado–, 
que permite contemplar en la propia resolución sancionadora el importe de la indemnización 
de daños y perjuicios ocasionados a la persona consumidora o usuaria.

El capítulo V, relativo al derecho a la información de las personas consumidoras y 
usuarias, está estructurado en tres secciones. La primera, que establece el contenido del 
derecho a la información sobre los bienes y servicios, regula la información mínima del 
etiquetado y la presentación de los bienes y servicios; la publicidad de las ofertas 
promocionales; y, además, la información sobre precios y otras informaciones, entre las que 
destaca la obligación –ya citada– de las empresas que desarrollen determinadas actividades 
o servicios de indicar, antes de la contratación, las incidencias que puedan afectar a su 
óptimo disfrute. La sección segunda, sobre actuaciones administrativas de información, tras 
enumerar los tipos de actuaciones, prevé, de un lado, la difusión de las reclamaciones 
planteadas, a la que ya se ha hecho alusión; y, de otro, las campañas específicas de 
información. Finalmente, la sección tercera tiene por objeto las oficinas de información a las 
personas consumidoras y usuarias, previendo su creación y coordinación, así como sus 
funciones.

El capítulo VI, que regula el derecho a la educación y a la formación en materia de 
consumo, establece una serie de actuaciones y responsabilidades de Kontsumobide-Instituto 
Vasco de Consumo en orden a su promoción.

El capítulo VII, sobre derecho de representación, participación y consulta, se estructura 
en cuatro secciones, que ofrecen una regulación completa de las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias. En la sección primera se incluyen las disposiciones generales 
sobre el reconocimiento y fomento del asociacionismo, la definición del concepto de 
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asociaciones de personas consumidoras y usuarias, vinculado a su inscripción en el registro 
específico, y la fijación de los requisitos de las asociaciones representativas en el ámbito de 
Euskadi, a quienes se otorga legitimación para representar los intereses generales o difusos 
de las personas consumidoras y usuarias en este ámbito.

En la sección segunda se establecen los principios de actuación y los requisitos de 
independencia y transparencia que deben cumplir todas las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias para poder utilizar esa denominación, y se dispone la obligación de 
depositar sus cuentas anuales en Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

En la sección tercera se regulan las funciones y los derechos de las asociaciones de 
personas consumidoras y usuarias y la colaboración entre asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias y organizaciones empresariales.

Finalmente, en la sección cuarta se ordena el Registro de Asociaciones de Personas 
Consumidoras y Usuarias de Euskadi y se prevé la baja de la inscripción, por una duración 
no inferior a cinco años de aquellas asociaciones que incumplan los requisitos exigibles, 
realicen actividades prohibidas o divulguen, dolosa o negligentemente, información errónea 
de la que se deriven daños o perjuicios para personas terceras. La baja de la inscripción 
tendrá una duración entre dos y cinco años en el caso de aquellas asociaciones que no 
puedan acreditar haber desarrollado durante el periodo de un año las actividades que les 
son propias.

El capítulo VIII aborda la regulación de los derechos lingüísticos de las personas 
consumidoras y usuarias, partiendo de los principios que inspiraron la Ley 10/1982, de 24 de 
noviembre, básica de normalización del uso del Euskera y la Ley 2/2012, de 9 de febrero, de 
modificación de la Ley 6/2003, de Estatuto de las Personas Consumidoras y Usuarias, en el 
sentido de entender que, en el ámbito de la utilización de los idiomas oficiales por las 
personas particulares no integradas en la Administración pública, es preferible la disposición 
de medidas de fomento y estímulo que refuercen la oportunidad de facilitar a la ciudadanía el 
uso de cualquiera de las lenguas cooficiales en los diferentes ámbitos en que se 
desenvuelve.

Por ello, partiendo de la configuración del derecho de toda persona consumidora y 
usuaria a expresarse en la lengua oficial que escoja, la ley ofrece distintas respuestas según 
la relación de aquellas se trabe con las entidades públicas o el sector privado. Con respecto 
a las primeras, la ley define su posición en términos análogos a los vigentes con 
anterioridad, de forma que, además de la puesta a disposición de las personas 
consumidoras y usuarias de una serie de documentos y otros elementos en euskera o en 
castellano o de forma bilingüe, comprende también el derecho de disponibilidad lingüística 
de dichas personas, esto es, el derecho a ser atendidas por las entidades públicas en la 
lengua oficial que elijan.

Junto a ello, la ordenación del sector privado se ciñe a establecer ciertas obligaciones en 
relación con los documentos y otros elementos que han de facilitarse en los idiomas 
oficiales, por parte de las empresas de sectores de carácter básico de interés general, así 
como por los grandes establecimientos comerciales, para cuya efectividad la disposición 
adicional primera concede el plazo de un año.

En coherencia con ese planteamiento, la ley hace un llamamiento a las administraciones 
públicas con competencias en la materia para que de forma coordinada articulen las 
medidas y los programas de promoción y fomento que permitan avanzar en la efectividad del 
ejercicio de los derechos lingüísticos que la ley reconoce a las personas consumidoras y 
usuarias. Para facilitar el conocimiento de esa efectividad, la disposición adicional segunda 
prevé la cumplimentación voluntaria periódica de cuestionarios.

El título IV, sobre actuaciones administrativas en el ámbito de la resolución de conflictos 
de consumo, se enmarca en la regulación vigente, constituida fundamentalmente por la Ley 
5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles y la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución 
alternativa de litigios en materia de consumo. El título está dividido en cuatro capítulos:

En el capítulo I, sobre disposiciones generales, se establece la obligación de 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo de llevar a cabo las actuaciones necesarias para 
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que las personas consumidoras y usuarias y las empresas puedan disponer de sistemas 
alternativos de resolución de conflictos.

En el capítulo II se regulan las quejas, reclamaciones y denuncias, así como las hojas de 
reclamaciones a disposición de las personas consumidoras o usuarias, respecto de las que 
se prevé la utilización de medios electrónicos.

En el capítulo III se regula la mediación, estableciendo los principios de actuación y el 
procedimiento, así como la consideración de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo 
como autoridad competente para la acreditación de entidades de resolución alternativa de 
conflictos en materia de consumo, en el ámbito territorial de Euskadi.

Finalmente, en el capítulo IV se contempla el arbitraje y se encomienda a Kontsumobide-
Instituto Vasco de Consumo articular el sistema arbitral de consumo, en coordinación con los 
ayuntamientos, a través de la Junta Arbitral de Consumo de Euskadi. Como novedad –ya 
señalada–, se establece la adhesión al arbitraje en el sector público y en las empresas que 
contraten con las administraciones públicas vascas, así como su valoración en el 
otorgamiento de premios de calidad y ayudas y subvenciones.

El título V regula las actuaciones administrativas de vigilancia y control, en tres capítulos. 
En el capítulo I, sobre medidas de carácter general, se establecen los principios de actuación 
y se atribuyen a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo facultades de control y vigilancia 
de bienes y servicios, que serán igualmente aplicables a los ayuntamientos que dispongan 
de personal inspector.

En el capítulo II se regula expresamente, por primera vez con carácter general –y no solo 
en el ámbito del procedimiento sancionador, como ya se ha señalado–, las medidas 
provisionales que pueden adoptarse en caso de riesgo, con arreglo al principio de 
proporcionalidad y siguiendo el procedimiento que se establece.

Igualmente, en el capítulo III se abordan –con igual carácter general para todas las 
actuaciones– la toma de muestras y las compras de prueba, incluso en la venta a distancia, 
así como la práctica de análisis, con previsión de la responsabilidad por los gastos derivados 
de tales operaciones y los distintos supuestos que pueden darse.

El título VI contempla la inspección de consumo. Destaca, por su novedad, como ya se 
ha dicho, la previsión expresa que autoriza al personal inspector a no identificarse cuando 
por tal circunstancia pueda frustrarse la finalidad de su actuación. Así mismo, se regulan el 
ámbito, los criterios y los principios de actuación, los deberes, la condición de autoridad, las 
funciones y facultades del personal inspector, las obligaciones de las personas objeto de 
inspección, el deber de colaboración, las modalidades de actuación y su documentación.

Finalmente, el título VII de la ley regula la potestad sancionadora, en seis capítulos. En el 
capítulo I, sobre disposiciones generales, se establece su ámbito de aplicación, la validez de 
documentos admitidos por otras administraciones y los órganos competentes para sancionar.

El capítulo II contiene una extensa tipificación de las infracciones, que se ajusta al 
panorama normativo vigente, distinguiendo entre infracciones en materia de protección de la 
salud y seguridad de las personas consumidoras y usuarias; infracciones por alteración, 
adulteración, fraude o engaño; infracciones en materia de información, comercialización y 
condiciones de venta y suministro de bienes y servicios; infracciones en materia de 
información precontractual; infracciones en materia de contratos con personas consumidoras 
y usuarias; infracciones en materia de garantía y servicio posventa; infracciones en relación 
con las actuaciones de vigilancia, control e inspección y otras infracciones.

En el capítulo III se regula la calificación de las infracciones, partiendo, como criterio 
general, de considerarlas como leves, salvo que concurra una o más de las circunstancias 
que establece: como criterio específico, se califican como graves o muy graves los 
incumplimientos que se señalan expresamente, y que hacen referencia al régimen de 
contratación fuera del establecimiento o a distancia; a la falta de ofrecimiento de 
determinada información en relación con la resolución alternativa de litigios; a la negativa, 
tras un segundo o posterior requerimiento, a facilitar datos o informaciones expresamente 
solicitadas; así como la comisión de otra infracción en los dos años anteriores.

El capítulo IV se estructura en tres secciones y regula las sanciones principales y 
accesorias y su graduación, de acuerdo con las circunstancias que establece. Como 
novedades, ya señaladas, hay que citar la posibilidad de publicar las infracciones cometidas, 
que no tiene carácter de sanción, y la previsión en la propia resolución sancionadora de la 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 59  Ley del Estatuto de las personas consumidoras y usuarias

– 1349 –



indemnización de daños y perjuicios a la persona perjudicada. El título se cierra con los 
capítulos V, sobre responsabilidad, y VI, sobre prescripción y caducidad.

Finalmente, las disposiciones transitorias primera y segunda mantienen la vigencia de 
los actuales decretos que establecen, respectivamente, los requisitos de las asociaciones de 
personas consumidoras y usuarias representativas, así como la regulación de las hojas de 
reclamaciones, hasta que se desarrollen reglamentariamente los preceptos que en la 
presente ley contemplan dichas cuestiones. La disposición transitoria tercera establece para 
las máquinas automáticas dispensadoras de bienes o servicios un plazo de adaptación de 
dos años para el cumplimiento de la obligación recogida en el artículo 25.3. La disposición 
derogatoria deja sin vigor la Ley 6/2003, de 22 de diciembre, de Estatuto de las Personas 
Consumidoras y Usuarias, así como el Decreto 123/2008, de 1 de julio, sobre los derechos 
lingüísticos de las personas consumidoras y usuarias, en aquellos de sus contenidos que no 
encuentren acomodo en la ley. Por último, la disposición final regula la entrada en vigor de la 
ley al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del País Vasco.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente ley tiene por objeto la protección, defensa y promoción de los derechos de 

las personas consumidoras y usuarias en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley las relaciones entre las 

administraciones públicas o los entes del sector público y las personas consumidoras y 
usuarias, cuando lleven a cabo actividades de servicio público por las que no haya de 
pagarse contraprestación o esta sea de naturaleza tributaria.

Artículo 2.  Principio general de protección de las personas consumidoras y usuarias.
La defensa y protección de las personas consumidoras y usuarias guiarán la actuación 

de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Euskadi y, en particular, de 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

Artículo 3.  Definiciones.
A los efectos de esta ley, se entiende por:
a) Brecha digital: diferencias entre colectivos sociales en el acceso, uso o impacto de las 

tecnologías de la información y la comunicación (TIC). Estos colectivos se definen en función 
de criterios socioeconómicos, geográficos, de género, edad y diversidad funcional.

b) Código de buenas prácticas: conjunto de normas de carácter voluntario en el marco 
de la autorregulación empresarial, que definen el comportamiento de personas empresarias 
que se comprometen a cumplirlas en relación con una o más prácticas comerciales o 
sectores económicos y cuyo objeto es mejorar la información, protección y defensa de las 
personas consumidoras y usuarias.

c) Consumo responsable: Se entiende por consumo responsable aquel que se realiza de 
forma moderada y reflexiva y basado en la libre, consciente e informada toma de decisiones 
en función de criterios económicos, sociales, laborales y medioambientales.

d) Denuncia: comunicación ante la Administración de unos determinados hechos 
relativos a una relación de consumo, que pueden ser constitutivos de infracción 
administrativa. La denuncia deberá expresar la identidad de la persona que la formule, la 
fecha en que se produjeron los hechos y, cuando sea posible, la identificación de los 
presuntos responsables.

e) Distintivo de calidad: signo externo o visible que pueden otorgar las administraciones 
públicas o los organismos legalmente acreditados a las personas empresarias que se 
adhieran a determinados códigos de buenas prácticas o a los bienes o servicios que tengan 
marcas de garantía.
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f) Establecimiento comercial: toda instalación inmueble en la que se practique la venta al 
por menor o en la que se ejerza una profesión u oficio de forma permanente, o toda 
instalación móvil en la que la persona empresaria ejerce su actividad de forma habitual.

g) Queja: manifestación que realiza una persona consumidora o usuaria, expresando su 
disconformidad sobre un bien o servicio objeto de una relación de consumo, sin ejercer otras 
pretensiones.

h) Mediación de consumo: procedimiento a través del cual la intervención de una tercera 
persona imparcial, neutral y experta intenta ayudar a las partes de una relación de consumo 
en la consecución, por ellas mismas, de un acuerdo satisfactorio para ambas.

i) Personas consumidoras y usuarias: las personas físicas que actúen con un propósito 
ajeno a una actividad comercial, empresarial, oficio o profesión. En todo caso, se presume 
que las personas físicas ostentan la condición de consumidoras o usuarias, salvo prueba en 
contrario.

Son también personas consumidoras o usuarias las personas jurídicas y las entidades 
sin personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad 
comercial o empresarial.

j) Personas consumidoras y usuarias vulnerables: aquellas personas físicas que, de 
forma individual o colectiva, respecto de relaciones concretas de consumo, por sus 
características, se encuentran, aunque sea territorial, sectorial o temporalmente, en una 
especial situación de subordinación, indefensión o desprotección que les impide el ejercicio 
de sus derechos como personas consumidoras o usuarias en condiciones de igualdad.

Lo indicado en este artículo se aplicará sin perjuicio de la normativa sectorial que en 
cada caso resulte de aplicación.

k) Persona empresaria: toda persona física o jurídica, ya sea privada o pública, que 
actúe directamente o a través de otra persona en su nombre o siguiendo sus instrucciones, 
con un propósito relacionado con su actividad comercial o empresarial, oficio o profesión.

l) Persona o entidad productora: quien fabrica el bien o presta el servicio o su persona 
intermediaria, o quien importa el bien o servicio en el territorio de la Unión Europea, así como 
cualquier persona que se presente como tal al indicar en el bien –ya sea en el envase, en el 
envoltorio o en cualquier otro elemento de protección o presentación– o servicio su nombre, 
marca u otro signo distintivo.

m) Persona o entidad proveedora o distribuidora: la persona empresaria que suministra o 
distribuye bienes en el mercado, cualquiera que sea el título o contrato en virtud del cual 
realice dicha distribución, con inclusión de las personas minoristas.

n) Práctica comercial: todo acto, omisión, conducta, manifestación o comunicación 
comercial, incluida la publicidad y la comercialización, directamente relacionado con la 
promoción, la venta o el suministro de bienes o servicios, incluidos los inmuebles, con 
independencia de que sea realizada antes, durante o después de una operación comercial.

No tienen la consideración de prácticas comerciales las relaciones de naturaleza 
contractual.

o) Precio: cualquier contraprestación, dineraria o de otro tipo, que deban realizar las 
personas consumidoras y usuarias para la adquisición de un bien o la prestación de un 
servicio, con independencia de que se presente bajo la denominación de puntos, canon, 
matrícula u otras análogas.

p) Reclamación: manifestación que realiza una persona consumidora o usuaria, 
poniendo en conocimiento de la Administración su disconformidad sobre un bien o servicio 
objeto de una relación de consumo, unida a la solicitud de que se cumplimente 
correctamente o se sustituya la prestación y en su caso se le resarza de los daños y 
perjuicios sufridos.

q) Relación de consumo: relación jurídica establecida entre una persona consumidora o 
usuaria y una persona empresaria, que comprende la información, oferta, promoción, 
publicidad, comercialización, utilización, venta y suministro de bienes o servicios, incluidos 
aquellos de carácter digital, y cuantas obligaciones se deriven de tales aspectos.

r) Resolución alternativa de conflictos: cualquier procedimiento distinto del jurisdiccional 
que permita poner fin a las controversias surgidas en el marco de una relación de consumo.
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s) Riesgo: probabilidad de que la salud, la seguridad o los intereses económicos de las 
personas consumidoras o usuarias sufran un daño o perjuicio derivado de la utilización, el 
consumo o la presencia de un producto, bien o servicio.

t) Servicios de carácter básico de interés general: los de suministro de agua, gas, 
electricidad, servicios de telefonía, financieros y de seguros, postales, transporte aéreo, 
ferroviario y por carretera, protección de la salud, saneamiento y residuos, así como aquellos 
que legalmente se determinen.

u) Empresa de servicios básicos: aquellas que atienden los servicios esenciales para la 
ciudadanía y empresas, tales como agua, energía, telefonía o seguros.

TÍTULO II
Competencias de las administraciones públicas de Euskadi

CAPÍTULO I
Competencias de las administraciones

Artículo 4.  Competencias de la Administración general de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi.

1. Corresponden al Gobierno Vasco las siguientes competencias:
a) Diseñar la planificación general de la política de protección de las personas 

consumidoras y usuarias en su ámbito territorial y promover planes de actuación 
interdepartamentales que afecten a aquella.

b) Aprobar los reglamentos en desarrollo y aplicación de esta ley.
c) Ejercer la potestad sancionadora en esta materia, en los términos establecidos en la 

presente ley.
2. Corresponde al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de consumo 

desarrollar las funciones previstas en la presente ley, y en particular, al menos, las siguientes 
actuaciones:

a) Realizar la inspección y control de mercado de bienes y productos y adoptar las 
medidas administrativas oportunas para la protección de las personas consumidoras frente a 
cada tipo de riesgo.

b) Fomentar y desarrollar los sistemas de resolución extrajudicial de conflictos de 
consumo.

c) Fomentar el asociacionismo de consumo.
d) Ejercer la potestad sancionadora, en los términos señalados en esta ley.
e) La resolución de los recursos de alzada contra los actos de naturaleza administrativa 

dictados por la Dirección de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.
3. Sin perjuicio de las atribuciones que en virtud de esta ley corresponden a 

Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, los departamentos del Gobierno Vasco 
competentes en materia de salud, vivienda, agroalimentación, medio ambiente, turismo y 
otras áreas específicas, ejercerán las funciones que expresamente les atribuya la normativa 
sectorial aplicable, de acuerdo con el principio de especialidad.

Artículo 5.  Competencias de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.
Corresponde a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo el ejercicio de las funciones 

en materia de protección a las personas consumidoras y usuarias no atribuidas 
expresamente en la presente ley a otros órganos o administraciones y, en particular, las 
establecidas por el artículo 4 de la Ley 9/2007, de 29 de junio, de creación de Kontsumobide-
Instituto Vasco de Consumo.
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Artículo 6.  Competencias de los ayuntamientos.
1. Corresponde a los ayuntamientos velar por la protección y defensa de las personas 

consumidoras y usuarias, en el ámbito de su territorio, con el alcance y contenido que les 
atribuye la presente ley y el resto de normas jurídicas que sean de aplicación, de 
conformidad con los principios de descentralización y de máxima proximidad de la gestión 
administrativa a la población.

2. Cuando dispongan de personal inspector, los ayuntamientos podrán ejercer las 
siguientes funciones:

a) Adoptar las medidas de vigilancia y control de bienes y servicios previstas en el título 
V de esta ley.

b) Ejercer la potestad sancionadora en la materia, en los términos señalados en el 
artículo 134.d) de esta ley, cuando se trate de personas empresarias domiciliadas o 
establecimientos instalados en su término municipal y la infracción se haya cometido en 
dicho término.

3. Igualmente corresponde a los ayuntamientos:
a) Fomentar y apoyar en su ámbito territorial a las asociaciones de personas 

consumidoras y usuarias.
b) Llevar a cabo actuaciones de información y formación dirigidas a las personas 

consumidoras y usuarias.
c) Recibir las quejas, reclamaciones y denuncias de las personas consumidoras y 

usuarias o de las asociaciones que las representen cuando estén legitimadas para 
interponerlas.

4. Las funciones señaladas en el apartado precedente se desarrollarán a través de las 
oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias, cuando los 
ayuntamientos, en ejercicio de su potestad de autoorganización, se doten de ellas.

En tal caso, dichas oficinas podrán tramitar quejas, reclamaciones y denuncias, y realizar 
funciones de mediación, de conformidad con lo dispuesto en el título IV de esta ley.

Artículo 7.  Concurrencia de actuaciones administrativas.
1. En los supuestos de concurrencia de varias administraciones, se actuará bajo los 

principios de especialidad, subsidiariedad, cooperación, coordinación y unidad de acción, a 
fin de garantizar una eficaz protección de las personas consumidoras y usuarias.

2. Con objeto de evitar disfunciones, los ayuntamientos que ejerzan la potestad 
sancionadora en materia de consumo lo comunicarán a Kontsumobide-Instituto Vasco de 
Consumo. Igualmente, remitirán las órdenes de incoación de expedientes sancionadores y 
las resoluciones sancionadoras que dicten, cuando sean definitivas en vía administrativa.

3. Cuando, por la naturaleza y gravedad de la infracción, haya de superarse la cuantía 
máxima de la multa que puedan imponer los ayuntamientos, estos remitirán lo actuado a 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, el cual deberá, a su vez, comunicarles cuantas 
actuaciones se deriven de su intervención.

Artículo 8.  Cooperación administrativa.
1. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán un elevado nivel de protección de las personas consumidoras y usuarias y 
ajustarán su actuación a los principios de colaboración y cooperación, conforme a las reglas 
generales de las relaciones interadministrativas.

2. El Gobierno Vasco podrá establecer convenios de colaboración con la Administración 
del Estado, las comunidades autónomas y las regiones de Europa, con objeto de mejorar el 
nivel de protección de las personas consumidoras y usuarias.

3. Igualmente, el Gobierno Vasco y Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrán 
acordar con las diversas administraciones las medidas que se estimen oportunas con objeto 
de optimizar la dedicación de los recursos humanos y materiales de que disponen y hacer 
efectivo y eficaz el control del cumplimiento de la normativa vigente aplicable en materia de 
protección de las personas consumidoras y usuarias.
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4. Los ayuntamientos y las diputaciones forales facilitarán a Kontsumobide-Instituto 
Vasco de Consumo, cuando este lo solicite, información actualizada sobre la titularidad y 
localización de las empresas y los establecimientos comerciales de su ámbito territorial.

CAPÍTULO II
La Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi

Artículo 9.  Naturaleza del órgano.
La Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi, adscrita a Kontsumobide-Instituto 

Vasco de Consumo, es un órgano asesor, de participación y de fomento de la colaboración y 
coordinación entre los agentes sociales involucrados en el consumo y con las distintas 
administraciones públicas competentes en la tutela de los derechos de las personas 
consumidoras y usuarias.

Artículo 10.  Funciones.
Corresponden a la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi las siguientes 

funciones:
a) Ser consultada en el procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter 

general dictadas en desarrollo de esta ley y, en general, en todos los demás casos en que se 
regulen materias que afecten a los intereses de las personas consumidoras y usuarias.

b) Proponer aquellas asociaciones de personas consumidoras y usuarias, de entre las 
incluidas en el artículo 62, que deban formar parte de órganos colegiados, organismos y 
entidades públicas o privadas, de ámbito autonómico, en los que deban estar representadas 
las personas consumidoras y usuarias.

c) Formular cuantas propuestas sean consideradas de interés en materia de defensa de 
los derechos de las personas consumidoras y usuarias y asesorar a Kontsumobide-Instituto 
Vasco de Consumo.

d) Solicitar información a las administraciones públicas competentes sobre materias de 
interés general o sectorial que afecten a las personas consumidoras y usuarias.

e) Ser oída en la elaboración de los códigos de buenas prácticas promovidos por 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

f) Proponer a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo la elaboración de estudios 
específicos sobre consumo, mercados y abastecimiento de productos y servicios.

Artículo 11.  Composición y funcionamiento.
1. La Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi será presidida por quien ostente la 

Dirección de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo y estará integrada por 
representantes de los intereses sociales, profesionales y económicos, de las 
administraciones públicas con competencias en las materias que afecten al sector del 
consumo y de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias. En su composición, 
se promoverá que los representantes designados sean conocedores y puedan expresarse 
tanto en euskera como en castellano.

2. Reglamentariamente se desarrollará su composición y régimen de funcionamiento.

TÍTULO III
Derechos de las personas consumidoras y usuarias

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 12.  Derechos de las personas consumidoras y usuarias.
1. Las personas consumidoras y usuarias son titulares de los siguientes derechos:
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a) A la protección frente a los riesgos que puedan afectar a su salud y seguridad, 
concebida aquella de forma integral, incluyendo, por tanto, los riesgos que amenacen al 
medio ambiente.

b) A la protección de sus intereses económicos y sociales, en particular frente a prácticas 
comerciales desleales y la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.

c) A la reparación del daño sufrido como consecuencia de la adquisición o el uso de 
bienes o servicios.

d) A la información correcta sobre los diferentes bienes o servicios y la educación y 
divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute, así 
como la toma de decisiones óptimas para sus intereses.

e) A la educación y a la formación en las cuestiones que puedan afectarlas como 
personas consumidoras y usuarias, con atención al principio de consumo responsable.

f) A la audiencia en consulta, la participación en el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones generales que las afectan directamente y la representación de sus intereses a 
través de las asociaciones, agrupaciones, federaciones o confederaciones de personas 
consumidoras y usuarias legalmente constituidas.

g) Al uso de las lenguas oficiales, en los términos de la presente ley.
2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo proporcionará a las personas 

consumidoras y usuarias la protección administrativa que proceda, con arreglo a lo dispuesto 
en los títulos IV y V de esta ley, especialmente cuando la relación de consumo afecte a las 
personas consumidoras y usuarias vulnerables.

Artículo 13.  Derechos objeto de especial protección.
1. La actuación de los poderes públicos se orientará preferentemente a proteger los 

derechos de las personas consumidoras y usuarias en las siguientes situaciones:
a) Cuando guarden relación directa con bienes o servicios de uso o consumo común, 

ordinario y generalizado.
b) Cuando afecten a las personas consumidoras y usuarias vulnerables.
2. Con tal finalidad, se pondrá especial atención a:
a) La idoneidad de los bienes destinados a las personas menores de edad.
b) Las necesidades específicas de las personas mayores.
c) La integración social como personas consumidoras y usuarias de las personas con 

discapacidad.
d) El etiquetado, la información, la publicidad, la composición y la calidad de los 

productos.
e) La seguridad de los aparatos y las instalaciones del hogar.
f) Las relaciones de consumo en los servicios de telefonía, Internet y otros servicios de 

comunicaciones electrónicas, así como los contratos celebrados a distancia y fuera del 
establecimiento comercial y los vinculados a financiación a las personas consumidoras y 
usuarias.

Artículo 14.  Irrenunciabilidad de los derechos.
1. Será nula la renuncia previa al ejercicio de los derechos reconocidos a las personas 

consumidoras y usuarias por esta ley, de acuerdo con la norma básica estatal. Así mismo, 
serán nulos los actos realizados en fraude de ley, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 6 del Código Civil.

2. Cuando la renuncia del derecho se produzca con posterioridad a su adquisición, se 
podrá exigir a quien la alegue que acredite que se ha otorgado, así como su carácter libre. 
La renuncia de una persona consumidora o usuaria no afectará a otras personas que se 
encuentren en análoga situación.

Artículo 15.  Interpretación favorable a las personas consumidoras y usuarias.
1. Las normas de protección a las personas consumidoras y usuarias se interpretarán a 

favor de estas.
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2. Las dudas o diferencias interpretativas a que dé lugar cualquier tipo de publicidad, 
comunicación comercial, oferta, práctica o cláusula que sean aplicables a una relación de 
consumo se resolverán a favor de las personas consumidoras o usuarias.

3. Cuando con la presente ley concurra en su aplicación otra disposición propia de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi, el conflicto se resolverá por aplicación del principio de 
condición más beneficiosa para las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 16.  Buena fe y equilibrio de las posiciones jurídicas.
Se promoverá la aplicación del principio de buena fe y justo equilibrio de las posiciones 

jurídicas de las partes en las relaciones de consumo, con interdicción de las prácticas 
comerciales desleales o abusivas y de la inserción de cláusulas abusivas en los contratos.

Artículo 17.  Principio de consumo responsable.
1. Las actuaciones públicas se orientarán a que las relaciones de consumo se ajusten a 

criterios de racionalidad y sostenibilidad que propicien un consumo moderado, informado, 
reflexivo y consciente, en relación con la preservación del medio ambiente, la calidad de 
vida, la especificidad cultural, el endeudamiento familiar, el objetivo de la igualdad de 
mujeres y hombres, los riesgos admisibles y demás factores que determinan un desarrollo 
socioeconómico individual y colectivo responsable.

2. En especial, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo fomentará el consumo de 
bienes de comercio justo, sostenible, de cercanía (km 0) y de temporada, de los que 
favorezcan la reducción del impacto de materiales plásticos y otros envases y recipientes de 
un solo uso y de los que utilicen materiales reutilizables o que sean reciclables.

Artículo 18.  Evitación del despilfarro alimentario.
1. Con la finalidad de evitar el despilfarro alimentario, los establecimientos que presten 

servicios de restauración deberán ofrecer a su clientela agua de grifo para su consumo, sin 
coste económico alguno por tal concepto.

2. Dichos establecimientos deberán informar a la clientela, de manera clara y visible, a 
través de la carta o menú, de avisos colocados en el establecimiento o de viva voz, de la 
posibilidad de llevarse los alimentos que no haya consumido.

Para ello, podrán utilizarse envases aptos para el uso alimentario o los que lleven las 
propias personas consumidoras con esta finalidad.

Artículo 19.  Responsabilidad de las personas consumidoras y usuarias.
Las actuaciones públicas en materia de consumo estarán encaminadas igualmente a 

que las personas consumidoras y usuarias asuman las responsabilidades que les 
correspondan y, en especial:

a) En la exigencia y el reconocimiento de los derechos de que son titulares, mediante la 
solicitud de las facturas y otros documentos acreditativos de las relaciones de consumo.

b) Evitando la adquisición y el uso de bienes y servicios producidos o comercializados de 
forma irregular o ilícita.

c) Haciendo un uso adecuado de los bienes y servicios que adquieran y atendiendo 
cuantas indicaciones y advertencias reciban al respecto.

d) Poniendo en conocimiento de las autoridades la existencia de riesgos para la salud y 
la seguridad de las personas consumidoras y usuarias, así como para sus derechos e 
intereses.

e) Colaborando con las administraciones competentes en materia de consumo, en orden 
a la resolución de conflictos y al control y cumplimiento de la normativa vigente.
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CAPÍTULO II
Derecho a la protección frente a riesgos que afecten a la salud y la seguridad

Artículo 20.  Deber general de seguridad.
1. Los bienes y servicios puestos a disposición de las personas consumidoras o usuarias 

han de ser seguros, en los términos establecidos por la normativa específica que resulte de 
aplicación.

2. El carácter gratuito de un producto o servicio facilitado a una persona consumidora o 
usuaria no excluye la exigencia de su seguridad.

3. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo fomentará la inclusión del sistema braille 
en el etiquetado, especialmente cuando sean susceptibles de afectar a la salud y la 
seguridad de las personas consumidoras o usuarias.

Artículo 21.  Deber de informar sobre los riesgos.
Las personas o entidades productoras, proveedoras o distribuidoras proporcionarán, por 

medios apropiados, dentro de los límites de sus respectivas actividades, información previa 
sobre los riesgos que puedan provenir de un uso previsible de los bienes o servicios, de 
conformidad con lo dispuesto por la normativa vigente.

Artículo 22.  Costes de requerimientos documentales.
En los procedimientos derivados del deber de seguridad, serán de cuenta de las 

personas empresarias los costes derivados del cumplimiento de los requerimientos 
documentales, como los de traducción de los documentos que se presenten en un idioma 
distinto a las lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

Artículo 23.  Obligación de comunicación de riesgos.
1. Osakidetza-Servicio vasco de salud y las empresas de servicios médicos de carácter 

privado, cuando, por razón de la atención prestada, tengan conocimiento de que la 
utilización, el consumo o la presencia de un determinado producto de consumo pueda 
producir daños de carácter grave para la salud o seguridad de las personas consumidoras o 
usuarias, han de comunicarlo a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

2. Igualmente, las asociaciones de personas consumidoras y usuarias han de poner en 
conocimiento de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo los accidentes comprobados de 
los que tuviesen conocimiento, derivados de la existencia de un riesgo en un producto de 
consumo.

3. Asimismo, las personas consumidoras y usuarias afectadas por los hechos de que se 
trate, podrán ponerlos en conocimiento de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

4. Se excluyen de la obligación regulada en el presente artículo los supuestos referidos a 
alimentos, así como a medicamentos, productos sanitarios, productos cosméticos y 
productos de cuidado personal que sean objeto de comunicación a la red de alerta 
alimentaria o al sistema de vigilancia de medicamentos y productos sanitarios, 
respectivamente.

CAPÍTULO III
Derecho a la protección de los intereses económicos y sociales

Sección 1.ª Conformidad de bienes y servicios y prácticas comerciales

Artículo 24.  Conformidad de los bienes y servicios.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a exigir que los bienes y 

servicios tengan la calidad, idoneidad y conformidad derivadas de la oferta, la promoción y la 
publicidad que se realicen, así como del contrato y de la normativa aplicable.

2. Concretamente ostentan los siguientes derechos:
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a) La adecuación de los bienes y servicios a las expectativas de uso, calidad y 
características de consumo que ofrecen.

b) Como mínimo, la calidad y las prestaciones que consten en el contrato, presupuesto, 
publicidad, comunicación comercial o cualquier otro documento que vincule a la persona 
empresaria en las relaciones de consumo.

c) Conocer el peso y la medida correctos de los bienes y la prestación correcta de los 
servicios.

d) La existencia de repuestos, en su caso, y el disfrute de un servicio técnico y de 
atención a la clientela adecuado sin demoras o retrasos injustificados, cuando sea 
obligatorio, de conformidad con la normativa específica aplicable.

e) La información sobre los derechos que les corresponden como adquirentes de bienes 
o servicios, especialmente en cuanto a la conformidad y garantía de los bienes de naturaleza 
duradera.

f) La información del origen de los bienes y servicios.

Artículo 25.  Documento justificativo de la relación de consumo.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a la entrega en papel de la 

factura u otro documento acreditativo de la relación de consumo, en el que consten la 
identificación de la persona empresaria, las condiciones esenciales de la operación, el bien o 
servicio contratado, la fecha y el precio final completo, desglosando, cuando así lo exija la 
legislación aplicable, la cuota tributaria y el tipo impositivo aplicado.

2. Dicha obligación será exigible en la adquisición de bienes y servicios a través de 
cualquier medio, incluidas las máquinas automáticas.

3. Podrá sustituirse la entrega de la factura o documento a que se refiere el apartado 1 
del presente artículo, por la factura electrónica o documento acreditativo previa 
manifestación expresa de la persona consumidora y usuaria de su conformidad a la 
sustitución.

4. En ningún caso la recepción de la factura o documento acreditativo de la relación de 
consumo, sea en formato en papel o digital, podrá estar condicionada al pago de cantidad 
económica alguna.

Artículo 26.  Resguardo de depósito.
1. Cuando, en el marco de una relación de consumo, la persona consumidora o usuaria 

entregue un bien para que se realice alguna verificación, comprobación, reparación, 
sustitución o cualquier otra intervención, en el resguardo de depósito que la persona 
empresaria entregue a la persona consumidora o usuaria constarán los datos necesarios 
que permitan una correcta identificación de las partes intervinientes, la identificación del bien, 
el motivo de la entrega, estado en el que se encuentra el bien, la fecha y el plazo en que 
será devuelto, el lugar en que se devolverá en caso de ser distinto al de la entrega, así como 
los extremos que al respecto exija la normativa específica aplicable.

2. Se presume que el bien se entrega en buenas condiciones, salvo que se indique otra 
cosa de forma expresa y detallada en el resguardo de depósito o ello sea incompatible con el 
motivo de la entrega.

3. La presentación del resguardo de depósito permitirá la recogida del bien depositado. 
En el caso de no disponerse del resguardo, la retirada quedará condicionada a la 
acreditación, por cualquiera de las formas admitidas en derecho, de la titularidad del bien.

Artículo 27.  Prácticas comerciales.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo adoptará las medidas oportunas para que 

las prácticas comerciales de los bienes o servicios se ajusten a su naturaleza, 
características, condiciones, utilidad o finalidad, sin perjuicio de lo establecido en las 
disposiciones sobre publicidad.

2. En especial, se atenderá a las prácticas comerciales que se dirijan a las personas 
consumidoras y usuarias vulnerables.
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Artículo 28.  Contenido de las ofertas comerciales.
1. Las ofertas comerciales han de contener, al menos, la siguiente información:
a) Nombre, razón social y domicilio completo de la persona empresaria responsable de 

la oferta comercial y, en su caso, nombre, razón social y dirección completa de la empresa 
por cuya cuenta actúa.

b) Las características esenciales del bien o servicio de una forma adecuada a su 
naturaleza y al medio de comunicación utilizado.

c) El precio final completo, incluidos los impuestos, desglosando, en su caso, el importe 
de los incrementos o descuentos que sean de aplicación a la oferta y los gastos adicionales 
que se repercutan a la persona consumidora o usuaria.

Cuando, por la naturaleza del bien o servicio, no pueda fijarse con exactitud el precio, 
deberá informarse sobre la base de cálculo utilizado, que permita su comprobación.

Cuando los gastos adicionales no puedan ser calculados de antemano por razones 
objetivas, ha de informarse de que existen dichos gastos adicionales y, si se conoce, de su 
importe estimado.

d) Los procedimientos de pago, plazos de entrega y ejecución del contrato, cuando se 
aparten de la diligencia profesional, entendiendo por tal el nivel de competencia y cuidados 
especiales que caben esperar de una persona empresaria conforme a las prácticas honestas 
del mercado.

e) En su caso, existencia del derecho de desistimiento.
f) En el caso de bienes y servicios ofrecidos en mercados en línea, si el tercero que 

ofrece el bien o servicio tiene la condición de empresario o no, con arreglo a su declaración 
al proveedor del mercado en línea.

2. A efectos del cumplimiento de lo previsto en el apartado anterior, y sin perjuicio de la 
normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, la información necesaria a incluir en 
la oferta comercial deberá facilitarse a las personas consumidoras o usuarias, principalmente 
cuando se trate de personas consumidoras y usuarias vulnerables, en términos claros, 
comprensibles, veraces y en un formato que garantice su accesibilidad, de forma que 
aseguren su adecuada comprensión y permitan la toma de decisiones óptimas para sus 
intereses.

3. Las prácticas comerciales consistentes en ofrecer a las personas consumidoras y 
usuarias la posibilidad de buscar bienes y servicios ofertados por distintas personas 
empresarias o personas consumidoras y usuarias sobre la base de una consulta en forma de 
palabra clave, expresión u otro tipo de dato introducido, independientemente de dónde se 
realicen las transacciones en último término, deberán contener, en una sección específica de 
la interfaz en línea que sea fácil y directamente accesible desde la página en la que se 
presenten los resultados de la búsqueda, la siguiente información:

a) Información general relativa a los principales parámetros que determinan la 
clasificación de los bienes y servicios presentados a las personas consumidoras y usuarias 
como resultado de la búsqueda.

b) La importancia relativa de dichos parámetros frente a otros.
El presente apartado no se aplicará a proveedores de motores de búsqueda en línea, tal 

como se definen en el artículo 2.6 del Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia 
para los usuarios profesionales de servicios de intermediación en línea.

Artículo 29.  Prácticas comerciales ilícitas.
1. Las ofertas comerciales de bienes y servicios destinados a las personas consumidoras 

y usuarias, sean cuales sean los soportes utilizados, se realizarán de forma que no induzcan 
a error sobre sus características y condiciones de adquisición, en el marco de la legislación 
general sobre publicidad ilícita y prácticas comerciales desleales.

2. Se consideran ilícitas las prácticas comerciales agresivas, entendiendo como tales las 
que puedan limitar la libertad de elección de la persona consumidora y usuaria, en especial 
de las consideradas vulnerables, mediante la utilización de la coacción, el acoso o la 
influencia indebida o desproporcionada, con ánimo de captar clientes y comercializar el 
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producto o servicio, a través del teléfono, los medios telemáticos, las visitas a domicilio o 
cualquier otro medio.

3. Igualmente, se consideran ilícitas las prácticas comerciales que persistan, a pesar de 
que la persona consumidora y usuaria haya manifestado expresamente, por los medios 
generalmente admitidos, su voluntad de no recibir comunicaciones comerciales.

Artículo 30.  Venta a domicilio.
1. La venta de productos o servicios en el domicilio de la persona consumidora o usuaria 

que no haya sido solicitada por ésta exige su autorización previa. Dicha autorización deberá 
obtenerse, al menos, 48 horas antes de la visita de venta y contener:

a) Fecha y hora de la visita.
b) Producto o servicio que quiere vender.
c) Razón y domicilio social de la empresa que vende el producto o servicio.
d) Nombre de la persona que realizará la visita.
2. Es responsabilidad de las personas empresarias acreditar la información y la 

autorización y presentarla ante las autoridades de consumo, si fuesen requeridas para ello.

Artículo 31.  Contratos celebrados a distancia y contratos celebrados fuera del 
establecimiento mercantil.

En todo lo referente a venta telefónica, telemática o contratos celebrados a distancia y/o 
fuera del establecimiento mercantil, se atenderá al libro II, Contratos celebrados a distancia y 
contratos celebrados fuera del establecimiento mercantil, del Real Decreto Legislativo 
1/2007.

Artículo 32.  Constancia de las condiciones de las ofertas realizadas verbalmente.
Cualquier oferta, modificación contractual o condición realizada verbalmente por una 

persona empresaria en la venta de bienes o la prestación de servicios, deberá ser 
formalizada por escrito, en papel o en cualquier otro soporte duradero y de manera 
inmediata.

Sección 2.ª Principio de no discriminación y protección contra abusos 
contractuales

Artículo 33.  Acceso sin discriminación a los bienes y servicios.
Las personas empresarias que suministren bienes o presten servicios tienen obligación 

de atender las demandas de las personas consumidoras o usuarias cuando su satisfacción 
esté dentro de sus disponibilidades. Queda prohibida cualquier discriminación por motivos de 
género, raza, religión, lugar de nacimiento, lugar de residencia, discapacidad o cualquiera 
otra circunstancia personal o social, sin perjuicio de la posibilidad de establecer diferencias 
en las condiciones de acceso directamente justificadas por criterios objetivos.

Artículo 34.  No discriminación en los precios en función del género.
No podrán asignarse diferentes precios a idénticos productos o servicios puestos a 

disposición de las personas consumidoras y usuarias en función del género de la persona 
destinataria.

Artículo 35.  Protección contra los abusos contractuales.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo adoptará las medidas necesarias para 

conseguir un cumplimiento efectivo de la legislación vigente en orden a la protección contra 
las cláusulas y las prácticas abusivas en las relaciones de consumo.

2. Con tal finalidad, podrá difundir dichas prácticas y cláusulas abusivas, informando 
sobre su contenido y características y las empresas que las realizan, cuando así se haya 
determinado por sanción administrativa firme o declaración judicial.
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Artículo 36.  Servicios de carácter básico de interés general en vivienda habitual.
1. Cuando no exista normativa específica aplicable, las personas empresarias que 

suministren en la vivienda habitual de las personas físicas servicios de carácter básico de 
interés general, antes de proceder a interrumpir la prestación de que se trate, por algún 
motivo justificado que afecte a las obligaciones de la persona usuaria, han de darle a esta un 
plazo de un mes para que pueda proceder a su subsanación.

2. Corresponde a las empresas acreditar que la persona usuaria ha recibido la 
notificación a que se refiere el apartado anterior.

3. Se excluyen de dicha obligación los cortes de suministro generales motivados por 
averías, reparaciones u otros análogos, así como los cortes de suministro de carácter 
individual, en caso de fraude flagrante o de riesgo para la seguridad.

Sección 3.ª Servicios de atención a la clientela

Artículo 37.  Servicios de atención a la clientela.
1. Las personas empresarias que produzcan, comercialicen u ofrezcan bienes y servicios 

deben poner a disposición de las personas consumidoras y usuarias una dirección postal y, 
así mismo, una dirección electrónica o un número de teléfono, que permita ponerse en 
contacto con ellas de forma rápida, con objeto de que puedan, si lo consideran necesario:

a) Solicitar asesoramiento o información sobre el bien o servicio objeto de la relación de 
consumo.

b) Formular las quejas o reclamaciones.
2. En el caso de que se ponga a disposición de la clientela una línea telefónica, esta no 

podrá suponer para la persona consumidora un coste superior al coste de una llamada a una 
línea telefónica fija geográfica o móvil estándar. No obstante, las personas empresarias 
prestadoras de servicios de carácter básico de interés general pondrán a disposición de las 
personas consumidoras o usuarias un teléfono de atención a la clientela de carácter gratuito.

3. Si el servicio de atención se presta a través de medios telefónicos o electrónicos, 
deberá garantizarse una atención personal directa, más allá de que puedan utilizarse 
complementariamente otros medios técnicos.

4. Los establecimientos calificados como grandes establecimientos comerciales, así 
como las grandes empresas dedicadas a la prestación de servicios, por la legislación vigente 
en materia de actividad comercial, dispondrán de personal afecto al servicio de atención a la 
clientela que habrá de contar con formación acreditada en materia de mediación y arbitraje, 
así como en la defensa de los derechos de las personas consumidoras o usuarias.

5. Los servicios de información a la clientela se adecuarán al principio de accesibilidad 
universal.

Artículo 38.  Atención a quejas y reclamaciones.
Las personas empresarias deben actuar diligentemente para encontrar una solución 

satisfactoria a las quejas y reclamaciones presentadas y, concretamente, están obligadas a:
a) Acusar recibo de las quejas y reclamaciones, asignándoles un número o clave, y 

entregar a la persona interesada un justificante de su presentación, en papel o en otro 
soporte duradero.

b) Dar respuesta en el plazo más breve posible, que no excederá de un mes desde la 
presentación de la queja o reclamación.

c) En caso de no resolverse satisfactoriamente la reclamación en el plazo indicado, 
cuando la empresa esté adherida a un sistema alternativo de resolución de litigios, o venga 
obligada por una norma o código de conducta a aceptar su intervención, deberá ofrecer a la 
persona consumidora o usuaria la información establecida por el artículo 40 de la Ley 
7/2017, de 2 de noviembre, que incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 59  Ley del Estatuto de las personas consumidoras y usuarias

– 1361 –



Artículo 39.  Teléfono de atención urgente en servicios de carácter básico de interés general 
en las viviendas.

Las personas empresarias que presten en las viviendas servicios de carácter básico de 
interés general pondrán a disposición de las personas consumidoras o usuarias un teléfono 
gratuito para la atención de averías y avisos de carácter urgente, que estará en 
funcionamiento veinticuatro horas al día todos los días del año.

Sección 4.ª Códigos de buenas prácticas y ejercicio de acciones

Artículo 40.  Impulso de buenas prácticas.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo promoverá las buenas prácticas como 

instrumento para la protección de los derechos de las personas consumidoras y usuarias y 
de mejora de la regulación del mercado.

2. A tal fin, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá firmar convenios con 
entidades públicas o privadas de carácter independiente, con objeto de colaborar en la 
efectividad y el control de los sistemas de autorregulación publicitaria y otros códigos de 
buenas prácticas, en garantía de los derechos de las personas consumidoras y usuarias.

3. La adopción por parte de las personas empresarias de códigos de buenas prácticas 
tendrá carácter voluntario y será independiente de las actividades de inspección, control y 
verificación que desarrollen las administraciones públicas competentes.

4. Sin perjuicio de su carácter voluntario, reglamentariamente se establecerán los 
requisitos y las condiciones para el reconocimiento oficial de los códigos de buenas 
prácticas.

Artículo 41.  Ejercicio de acciones.
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo y los ayuntamientos, en su caso, en los 

términos previstos por la legislación procesal vigente, ejercerán las acciones judiciales 
pertinentes para hacer cesar las actividades lesivas para los derechos e intereses de las 
personas consumidoras y usuarias, especialmente cuando afecten a las personas 
consumidoras y usuarias vulnerables.

CAPÍTULO IV
Derecho a la reparación del daño

Artículo 42.  Reparación de daños causados por bienes y servicios.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a la indemnización de los 

daños y perjuicios que hayan sufrido como consecuencia de la adquisición o del uso de los 
bienes y servicios que se pongan a su disposición en el mercado, de conformidad con la 
legislación vigente.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, así como los ayuntamientos, en su caso, 
informarán a las personas consumidoras y usuarias perjudicadas por la comisión de 
infracciones en materia de consumo, sobre los medios a su disposición para obtener el pleno 
resarcimiento de los daños y perjuicios que hayan sufrido.

3. De conformidad con lo previsto por el artículo 156 de esta ley, la resolución 
sancionadora que en su caso se dicte podrá acordar la obligación de resarcir los daños y 
perjuicios ocasionados.

Artículo 43.  Apoyo técnico.
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo y los ayuntamientos, en el ámbito de sus 

competencias, promoverán la celebración de convenios con universidades, colegios 
profesionales u otras instituciones o entidades públicas o privadas, con el objetivo de facilitar 
el acceso de las personas consumidoras y usuarias a los servicios técnicos necesarios para 
acreditar la existencia y el importe de los daños y perjuicios causados en su patrimonio como 
consecuencia del consumo de bienes o de la utilización de servicios.
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Artículo 44.  Daños derivados de la prestación de servicios públicos.
Los daños derivados de la prestación de un servicio público serán exigibles de 

conformidad con las reglas aplicables sobre responsabilidad patrimonial de las 
administraciones públicas.

CAPÍTULO V
Derecho a la información de las personas consumidoras y usuarias

Sección 1.ª Contenido del derecho a la información sobre los bienes y 
servicios

Artículo 45.  Información del etiquetado y presentación de los bienes y servicios.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a recibir, de forma cierta y 

objetiva, una información veraz, eficaz, correcta, suficiente, comprensible, de fácil acceso y 
transparente sobre los bienes y servicios puestos a su disposición de tal forma que puedan 
realizar una elección consciente y racional y utilizarlos de manera segura y satisfactoria.

2. Sin perjuicio del cumplimiento de los reglamentos de etiquetado y presentación, todos 
los bienes y servicios puestos a disposición de las personas consumidoras y usuarias 
deberán facilitar o permitir la siguiente información, de acuerdo con la naturaleza del bien o 
servicio y con la legislación vigente:

a) Nombre y dirección completa de la persona empresaria productora del bien o 
suministradora del servicio.

b) Origen, naturaleza, composición y finalidad de los productos.
c) Calidad, cantidad, categoría y denominación usual o comercial, si la tienen.
d) Fecha de producción o suministro y lote, cuando sea exigible reglamentariamente, y 

plazo recomendado para el uso o consumo o fecha de caducidad.
e) Instrucciones o indicaciones para su correcto uso o consumo, advertencias y riesgos 

previsibles.
f) Información sobre los servicios de información y atención al cliente, así como los 

procedimientos de interposición de quejas y reclamaciones.
3. La información ofrecida no ha de inducir a error sobre las características de los bienes 

y servicios puestos a su disposición, en particular, sobre su naturaleza, identidad, 
cualidades, composición, cantidad, duración, origen o procedencia y modo de fabricación o 
de obtención, ni resultar ambigua sobre su contenido, en especial, respecto a los alérgenos 
alimentarios, debiendo ser el etiquetado claro y riguroso en la información exacta del 
contenido, ni atribuir al bien o servicio efectos o propiedades que no posea, ni sugerir que 
tiene características particulares, cuando todos los bienes o servicios similares posean estas 
mismas características.

4. La obligación de informar será exigible a las personas empresarias responsables de la 
producción, importación, comercialización, distribución y venta de bienes o servicios.

5. Con excepción de los supuestos en los que así se prevea expresamente, el secreto de 
fabricación no podrá ser invocado para incumplir la obligación de información regulada en 
esta ley.

6. A las personas consumidoras deberá facilitarse un documento resumen que, de forma 
legible, clara, sencilla y suficiente, incluya las condiciones esenciales del producto o servicio 
que se ofrece y especialmente aquellas que tengan una afectación económica.

7. En los casos en los que se ofrezca financiación para la adquisición de un producto o 
servicio, deberá facilitarse un documento en el que se informe de forma clara y completa la 
comparativa del coste final del producto o servicio con y sin financiación.

Artículo 46.  Publicidad de las ofertas promocionales.
La publicidad de las ofertas promocionales o el ofrecimiento de condiciones especiales 

más beneficiosas para la persona consumidora, en relación con las practicadas 
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habitualmente por la empresa o el establecimiento, debe contener, al menos, las siguientes 
informaciones:

a) La fecha de inicio de la oferta promocional.
b) La duración de la oferta promocional, el número de unidades disponibles o el número 

de personas consumidoras o usuarias que pueden beneficiarse de aquella.
c) Los requisitos que deben cumplir las personas consumidoras o usuarias para 

beneficiarse de la oferta.
d) Las condiciones, la calidad y las prestaciones de los bienes o servicios ofertados en 

promoción.
e) Las ventajas que supone la oferta promocional.
f) La persona empresaria responsable de la oferta promocional, con indicación del 

nombre o la razón social y la dirección de los establecimientos donde pueda hacerse 
efectiva.

Artículo 47.  Información sobre precios.
1. Antes de que la persona consumidora o usuaria quede vinculada por un contrato u 

oferta, tiene derecho a conocer los precios de los bienes o las tarifas de los servicios. Tal 
información debe ofrecerse con claridad, de forma tal que no induzca a error o confusión.

2. Los precios o tarifas deberán comprender la cantidad final total que la persona 
consumidora o usuaria deba satisfacer como contraprestación, con inclusión de los tributos y 
de los recargos o descuentos aplicados.

3. El precio de los bienes en establecimientos comerciales deberá facilitarse de modo 
que sea accesible por su simple lectura, sin necesidad de solicitar información 
complementaria. En especial:

a) Si los bienes se muestran en un escaparate, los precios habrán de ser visibles desde 
el exterior, sin necesidad de entrar en el establecimiento comercial.

b) Cuando se trate de bienes iguales, expuestos en forma conjunta, a un mismo precio 
unitario, el precio podrá indicarse de forma genérica, para todos ellos.

c) Cuando se trate de bienes heterogéneos pero vendidos en forma conjunta, la 
indicación del precio expresará, como mínimo, el valor total del conjunto.

d) En los productos que se vendan a granel, se indicará el precio por unidad de medida. 
Cuando habitualmente se vendan a granel y se presenten a la venta en cantidades o 
volúmenes preestablecidos, se expondrán a la venta con indicación del precio por unidad de 
medida habitual, la medida del producto y el precio resultante.

4. No procederá la exigencia o el cobro de un precio superior al anunciado. Cuando 
exista discordancia entre los precios anunciados para un mismo producto o servicio, solo 
podrá exigirse el menor de ellos, salvo que se acredite error manifiesto de alguna de las 
partes o mala fe de la persona consumidora o usuaria.

Artículo 48.  Otras informaciones sobre establecimientos y empresas de prestación de 
servicios.

Los establecimientos y las empresas de prestación de servicios deberán informar sobre:
a) El horario de atención al público, de forma que sea visible desde el exterior del 

establecimiento, incluso cuando permanezca cerrado.
b) Si se encuentran adheridos a códigos de buenas prácticas o a sistemas alternativos 

de resolución de conflictos.

Artículo 49.  Información sobre las condiciones de desarrollo de las actividades o servicios.
Los parques o espacios recreativos, autopistas y cualesquiera otras empresas que 

ofrezcan al público un servicio o actividad cuyo disfrute pueda verse afectado por obras de 
mantenimiento o reparación, afluencia de un elevado número de personas, previsión de 
condiciones meteorológicas adversas u otras circunstancias que puedan afectar al desarrollo 
de la actividad deberán facilitar información sobre estas, cuando concurran, para que puedan 
ser tenidas en cuenta por las personas consumidoras y usuarias antes de su contratación.
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Artículo 50.  Información sobre la identidad de las personas empresarias en las ofertas en 
línea de servicios.

Quienes oferten en línea a las personas consumidoras la posibilidad de adquirir bienes o 
contratar servicios deberán informar con claridad y de forma permanentemente visible a las 
personas consumidoras y usuarias acerca de la identidad de la empresa con la que vaya a 
celebrarse el contrato o la adquisición del producto y de la responsabilidad que sobre tal 
contratación corresponde a las oferentes.

Sección 2.ª Actuaciones administrativas de información

Artículo 51.  Tipos de actuaciones.
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo y los ayuntamientos deberán llevar a cabo 

las siguientes actuaciones:
a) Impulsar la difusión de la información a las personas consumidoras y usuarias sobre 

sus derechos y la forma de ejercerlos, con especial atención a las personas consumidoras y 
usuarias vulnerables y a los colectivos especialmente protegidos y con necesidades 
específicas.

b) Realizar estudios sobre dinámicas de consumo, para fijar los instrumentos que 
permitan la elección de los bienes y servicios más adecuados a las necesidades de las 
personas consumidoras y usuarias.

c) Concertar fórmulas de participación en las campañas informativas con las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias, las organizaciones empresariales y las 
cámaras de comercio.

d) Promover espacios divulgativos sobre consumo en los medios de comunicación, ferias 
y otras manifestaciones públicas, resaltando especialmente el consumo responsable.

e) Fomentar distintivos de calidad para bienes y servicios del ámbito de Euskadi, en 
colaboración con las asociaciones de personas consumidoras y usuarias, organizaciones 
empresariales y cámaras de comercio.

f) Informar a las personas consumidoras y usuarias sobre los productos peligrosos 
detectados en el mercado, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan.

g) Impulsar la utilización de símbolos relativos a las cualidades medioambientales 
generalmente aceptadas, en la comercialización de bienes o servicios.

Artículo 52.  Difusión de reclamaciones.
Cuando la garantía de la salud, la seguridad o los intereses económicos y sociales de las 

personas consumidoras y usuarias o su derecho a la información lo aconsejen, 
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá dar difusión de las reclamaciones 
planteadas en ese sentido, sus motivos, las personas empresarias objeto de reclamación y 
los sectores afectados, con respeto al derecho a la protección de datos personales, en los 
términos que se deriven de la legislación aplicable en la materia.

Artículo 53.  Campañas específicas de información.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, directamente o en colaboración con los 

ayuntamientos o con las organizaciones y asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias, o con las organizaciones empresariales organizará campañas informativas, 
especialmente en relación con los siguientes bienes y servicios:

a) Los de uso o consumo común, ordinario o generalizado.
b) Los que sean objeto de un especial número de reclamaciones o quejas.
c) Los que sean objeto de programas específicos de investigación.
d) Aquellos otros que, debido a su régimen o proceso de producción y comercialización, 

puedan ser más fácilmente objeto de fraude o adulteración.
2. Estas campañas irán dirigidas a:
a) Conseguir un mayor conocimiento por parte de las personas consumidoras y usuarias 

de los modos de consumo o empleo de los bienes o servicios y la defensa de sus derechos.
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b) Prevenir los riesgos que puedan derivarse del uso inadecuado de productos 
eventualmente peligrosos, fundamentalmente los que puedan afectar en mayor grado a la 
salud, a la seguridad de las personas y al medio ambiente.

c) Evitar los fraudes en el proceso de comercialización de los bienes.
d) Evitar las situaciones de indefensión o inferioridad en que se puedan encontrar las 

personas consumidoras y usuarias, tanto en la contratación como durante la ejecución del 
contrato.

3. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo facilitará a las personas consumidoras y 
usuarias el acceso al contenido básico de la legislación vigente europea, estatal y 
autonómica sobre consumo, de manera sencilla, práctica y útil.

Sección 3.ª Oficinas de información a las personas consumidoras y usuarias

Artículo 54.  Creación y coordinación de oficinas de información.
1. Con el fin de facilitar a las personas consumidoras y usuarias la información y 

orientación precisas para el adecuado ejercicio de sus derechos, Kontsumobide-Instituto 
Vasco de Consumo promoverá la creación de oficinas de información a las personas 
consumidoras y usuarias municipales o de las asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias, facilitándoles asesoramiento técnico para su implantación si en su caso fuera 
solicitado.

2. La creación de oficinas municipales de información se ajustará al criterio de mayor 
proximidad a las personas consumidoras y usuarias, procurando que, al menos, exista una 
oficina en todos los municipios de más de 15.000 habitantes, prestando el servicio de forma 
directa o mancomunada.

3. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo coordinará la labor de las oficinas de 
información públicas y privadas, con la finalidad de mejorar su eficacia y evitar disfunciones. 
En especial, posibilitará el funcionamiento en red de las oficinas de información, con la 
finalidad de facilitar la circulación ágil de la información, evitar duplicidades en la tramitación 
de las reclamaciones y favorecer la identificación de los problemas y la planificación de las 
actuaciones.

4. Queda prohibida toda forma de publicidad, expresa o encubierta, de bienes o servicios 
en las oficinas de información a las personas consumidoras y usuarias a las que se refiere el 
presente artículo.

Artículo 55.  Funciones de las oficinas de información.
Las oficinas de información a las personas consumidoras y usuarias podrán asumir las 

siguientes funciones:
a) Informar y orientar a las personas consumidoras y usuarias para el adecuado ejercicio 

de sus derechos, así como tramitar y, en su caso, mediar en las reclamaciones de consumo 
dentro de su ámbito territorial de actuación.

b) Acusar recibo de las denuncias que presenten las personas consumidoras y usuarias, 
remitirlas a las entidades u órganos competentes para su tramitación y mantener a aquellas 
informadas sobre su curso.

c) Acusar recibo de las quejas presentadas por las personas consumidoras y usuarias, y 
tramitarlas.

d) Realizar tareas de educación y formación en materia de consumo.
e) Facilitar a las personas consumidoras y usuarias los datos referentes al registro y la 

autorización de los bienes o servicios puestos a su disposición en el mercado y los de 
aquellos que se encuentren suspendidos, retirados o prohibidos por su peligrosidad, así 
como informar sobre la regulación de los precios y las condiciones de los bienes o servicios 
de uso o de consumo común, ordinario y generalizado.

f) En el caso de oficinas de titularidad pública, prestar apoyo a las asociaciones de 
personas consumidoras y usuarias de su ámbito de actuación y facilitar a las personas 
consumidoras y usuarias toda la información necesaria sobre la existencia y actividades de 
dichas asociaciones, potenciando el asociacionismo en materia de consumo.
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g) Trasladar las solicitudes de arbitraje a la junta arbitral municipal que corresponda o, en 
su defecto, a la Junta Arbitral de Consumo de Euskadi.

h) Trasladar a los órganos competentes las peticiones concretas que reciban, en relación 
con los servicios que prestan.

i) Proponer a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo la elaboración de informes y 
estudios sobre consumo, mercados y suministro de productos y servicios.

CAPÍTULO VI
Derecho a la educación y a la formación en materia de consumo

Artículo 56.  Promoción de la educación y formación de las personas consumidoras y 
usuarias.

1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo velará por el acceso de las personas 
consumidoras y usuarias a la educación y formación en materia de consumo.

2. La formación de las personas consumidoras y usuarias estará orientada al 
conocimiento de sus derechos y la manera de ejercerlos y a señalar pautas de consumo que 
tiendan hacia la utilización racional de los recursos y el consumo responsable.

3. Los medios de comunicación de titularidad pública de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi dedicarán espacios no publicitarios, en bandas horarias adecuadas, que ofrezcan 
información de su interés a las personas consumidoras y usuarias. Se garantizará la 
participación en dichos programas de las administraciones públicas con competencia en 
materia de consumo, así como de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias.

Artículo 57.  Colaboración con otras administraciones.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo colaborará con los ayuntamientos y las 

instituciones competentes en el ámbito educativo para el desarrollo de programas de 
formación de especialistas en consumo.

2. Así mismo, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo colaborará con las entidades 
públicas y privadas autonómicas, estatales, comunitarias e internacionales, con objeto de 
llevar a cabo planes y programas formativos y educativos en materia de consumo.

3. Con objeto de desarrollar las actuaciones de colaboración previstas en este artículo, 
se podrán suscribir convenios con las correspondientes administraciones.

Artículo 58.  Objetivos de las actuaciones de educación y formación.
1. La educación y la formación de las personas consumidoras y usuarias está orientada 

a favorecer los siguientes objetivos:
a) Facilitar la comprensión y la utilización de la información en materia de consumo.
b) Difundir el conocimiento de los derechos y deberes de las personas consumidoras y 

usuarias, así como las formas más adecuadas de ejercerlos.
c) Fomentar la prevención de los riesgos que puedan derivarse del consumo de bienes o 

de la utilización de servicios.
d) Adecuar las pautas de consumo al principio de consumo responsable, de conformidad 

con lo previsto por el artículo 17 de esta ley.
e) Fomentar la economía circular de los bienes de consumo.
f) La formación de las personas consumidoras y usuarias en las relaciones de consumo 

digitales y en los nuevos medios de pago.
2. Para la consecución de los objetivos previstos en el apartado anterior, el sistema 

educativo incorporará en los currículos de las diferentes etapas y niveles de enseñanza 
reglada, contenidos en materia de consumo, adecuados para favorecer el tratamiento de la 
educación para el consumo, en la forma que mejor se ajuste a la finalidad pedagógica de 
cada uno de ellos.
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Artículo 59.  Programas de educación y formación.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo organizará programas de educación y 

formación de las personas consumidoras y usuarias, con los siguientes objetivos:
a) Formar a las personas consumidoras y usuarias para que en sus actos de consumo 

conozcan sus derechos y mantengan una actitud responsable que contribuya a un consumo 
sostenible y a la creación de una sociedad responsable y concienciada.

b) Potenciar la formación de su personal, especialmente de quienes desarrollen 
funciones de control de mercado e información y orientación a las personas consumidoras y 
usuarias, así como del personal de los ayuntamientos y de las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias, en colaboración con ellas.

c) Promover la implicación del personal docente en el desarrollo de la educación en 
materia de consumo, en los diferentes niveles educativos, así como proporcionar el material 
didáctico necesario para ello.

d) Promocionar y desarrollar, en colaboración con las organizaciones empresariales, la 
formación en materia de consumo de los distintos sectores empresariales, así como de sus 
personas trabajadoras.

2. En la organización de los citados programas de formación y educación y en la 
elaboración del correspondiente material didáctico, Kontsumobide-Instituto Vasco de 
Consumo propiciará el uso paritario de las lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi.

Artículo 60.  Otras actuaciones en materia de educación y formación.
Así mismo, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá desarrollar las siguientes 

actuaciones en materia de educación y formación de las personas consumidoras y usuarias:
a) Diseño, elaboración y desarrollo de acciones formativas orientadas a promocionar los 

principios de responsabilidad, sostenibilidad y solidaridad y dirigidas, entre otros, a:
– Personas consumidoras y usuarias.
– Centros de educación y de formación.
– Personas profesionales del mundo del consumo y agentes económicos.
– Personas profesionales del mundo de la comunicación.
b) Diseño, elaboración y publicación de material didáctico de apoyo a la educación y 

formación de las personas consumidoras y usuarias, en especial dirigido a la infancia, 
adolescencia y otros colectivos de especial protección.

c) Diseño y desarrollo de campañas informativas y formativas sobre consumo 
responsable y sostenible.

d) Cualquier otra acción que contribuya a la formación en consumo y a la construcción 
de una sociedad de personas consumidoras y usuarias responsables y activas.

CAPÍTULO VII
Derecho de representación, participación y consulta

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 61.  Reconocimiento y fomento del asociacionismo.
1. Se reconoce a las asociaciones de personas consumidoras y usuarias que desarrollen 

su actividad en el ámbito de Euskadi como el cauce de representación y participación para la 
defensa de los intereses de las personas consumidoras y usuarias.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo y los ayuntamientos fomentarán, en sus 
respectivos ámbitos, el asociacionismo de las personas consumidoras y usuarias, y 
asegurarán su participación en todos los ámbitos de la vida pública en los que se vean 
afectados, directa o indirectamente, sus derechos o intereses.
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Artículo 62.  Concepto de asociaciones de personas consumidoras y usuarias.
1. Tienen la consideración de asociaciones de personas consumidoras y usuarias las 

entidades sin ánimo de lucro constituidas al amparo de la legislación sobre asociaciones 
cuya finalidad sea la protección y defensa de los derechos e intereses de las personas 
consumidoras y usuarias, incluyendo su información, formación y educación, bien con 
carácter general, bien en relación con bienes o servicios determinados, cuando tengan su 
domicilio o una delegación en Euskadi, siempre que cumplan los requisitos establecidos en 
los artículos siguientes y figuren inscritas como tales en el Registro de Asociaciones de 
Personas Consumidoras y Usuarias de Euskadi.

2. Así mismo, tienen la consideración de asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias las entidades constituidas por personas consumidoras y usuarias con arreglo a la 
legislación de cooperativas, entre cuyos fines figure necesariamente la educación y 
formación de sus personas asociadas y estén obligadas a constituir un fondo con tal objeto, 
según su legislación específica, cuando tengan su domicilio o una delegación en la 
Comunidad Autónoma de Euskadi, y cumplan además los requisitos establecidos en los 
artículos siguientes y figuren inscritas como tales en el Registro de Asociaciones de 
Personas Consumidoras y Usuarias de Euskadi.

3. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias podrán integrarse en uniones, 
federaciones o confederaciones que tengan idénticos fines y cumplan los requisitos 
específicos exigidos por esta norma.

4. Las asociaciones u organizaciones que no cumplan los requisitos exigidos por esta ley 
no podrán utilizar, en su actuación en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi, la 
denominación de asociación de personas consumidoras y usuarias o cualquier otra 
expresión similar que induzca a error o confusión sobre su naturaleza o su legitimidad para 
la defensa de los derechos e intereses de aquellas.

Artículo 63.  Requisitos de las asociaciones representativas de personas consumidoras y 
usuarias.

Tendrán la consideración de asociaciones representativas las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias, así como las federaciones y confederaciones constituidas por 
ellas, que cumplan los requisitos de implantación territorial en Euskadi, número de personas 
asociadas y programa de actividades que se establezcan reglamentariamente y sean 
inscritas con tal carácter en el Registro de Asociaciones de Personas Consumidoras y 
Usuarias de Euskadi.

Artículo 64.  Representación de intereses generales o difusos.
1. La representación de los intereses generales de las personas consumidoras y 

usuarias corresponde en exclusiva a las asociaciones de personas consumidoras y usuarias 
constituidas conforme a lo previsto en este título.

Las asociaciones que no reúnan los requisitos exigidos en este título solo podrán 
representar los intereses de sus asociados o de la asociación, pero no los intereses 
generales, colectivos o difusos, de las personas consumidoras o usuarias.

2. A efectos de lo previsto en el artículo 11.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tendrán la 
consideración legal de asociaciones de personas consumidoras y usuarias representativas 
las que se regulan en el artículo 63.

Sección 2.ª Principios de actuación y requisitos de independencia y 
transparencia de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias

Artículo 65.  Principios de actuación.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias deben actuar para el 

cumplimiento de sus fines de acuerdo con los criterios de independencia frente a los 
operadores del mercado y a los poderes públicos, así como de transparencia, en los 
términos señalados en esta sección.

2. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias ajustarán sus actuaciones a 
los principios de buena fe, lealtad y diligencia, no pudiendo divulgar datos que no se 
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encuentren respaldados por acreditaciones, resultados analíticos o controles de calidad 
suficientemente contrastados, sin perjuicio de su derecho a presentar las denuncias que 
estimen oportunas.

Artículo 66.  Requisitos de independencia.
1. No se considera falta de independencia con respecto a los poderes públicos la 

obtención de subvenciones u otros recursos públicos concedidos sobre la base de criterios 
objetivos.

2. Con objeto de asegurar su independencia respecto a los operadores del mercado, las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias tendrán que abstenerse de realizar las 
siguientes actuaciones:

a) Incluir como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro.
b) Percibir ayudas económicas o financieras de las empresas o grupos de empresas que 

suministren bienes o servicios a las personas consumidoras o usuarias.
No tendrán la consideración de ayudas económicas las aportaciones que se realicen a 

través de convenios o acuerdos de colaboración, en las condiciones de transparencia 
establecidas en esta sección, siempre que efectivamente no mermen la independencia de la 
asociación.

c) Realizar comunicaciones comerciales de bienes y servicios.
A estos efectos, se entiende por comunicación comercial todo acto, conducta o 

manifestación, incluida la publicidad, no meramente informativa, que se relacione 
directamente con la promoción o venta de bienes y servicios.

d) Autorizar el uso de su denominación, imagen o cualquier otro signo representativo en 
la publicidad comercial realizada por los operadores del mercado u omitir las actuaciones 
tendentes a impedir dicha utilización, a partir del momento en que se tenga conocimiento de 
esta conducta.

No se considerarán operadores de mercado las sociedades mercantiles en las que 
participen las asociaciones de personas consumidoras en los términos contemplados en el 
artículo siguiente.

e) Dedicarse a actividades distintas de la defensa de los intereses de las personas 
consumidoras o usuarias.

3. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias constituidas con arreglo a la 
legislación de cooperativas deberán cumplir los requisitos de independencia recogidos en el 
apartado precedente exclusivamente en relación con su actuación como tales asociaciones, 
sin tener en cuenta la actividad económica propia de la entidad cooperativa.

Artículo 67.  Participación en sociedades mercantiles.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias podrán participar en 

sociedades mercantiles, siempre que éstas reúnan los siguientes requisitos:
a) Tener como objeto social exclusivo el desarrollo de actividades instrumentales 

concretamente delimitadas que sirvan a los fines de información, formación y defensa de las 
personas consumidoras y usuarias.

b) Que su capital social corresponda íntegramente a asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias que reúnan los requisitos exigidos por esta ley y cuyos beneficios 
solo se repartan entre aquellas.

c) Ajustarse a los requisitos de independencia y transparencia regulados para las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias en la presente ley, incluida la obligación 
de depositar sus cuentas en Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

2. El incumplimiento de lo dispuesto en el apartado anterior por parte de las sociedades 
mercantiles se considerará imputable a las propias asociaciones de personas consumidoras 
y usuarias que participen en su capital social, pudiendo derivarse de ello la pérdida de su 
consideración como asociaciones de personas consumidoras y usuarias.
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Artículo 68.  Definición del marco de colaboración con los operadores del mercado.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias definirán estatutariamente o 

mediante acuerdo de su asamblea general y con pleno respeto a lo establecido en esta ley:
a) El marco legítimo de su colaboración con los operadores del mercado en defensa de 

los derechos de personas consumidoras y usuarias y la leal competencia.
b) Los supuestos en que puedan celebrar convenios o acuerdos de colaboración con los 

operadores del mercado, su alcance y modo de instrumentarlos.
2. Los estatutos o acuerdos de la asamblea general en los que se establezca el citado 

marco de colaboración se depositarán en Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

Artículo 69.  Convenios o acuerdos de colaboración.
Los convenios o acuerdos de colaboración, de duración temporal o indefinida, entre las 

asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las empresas, agrupaciones o 
asociaciones de empresas, fundaciones o cualquier organización sin ánimo de lucro deberán 
cumplir los siguientes requisitos:

a) Tener como finalidad exclusiva el desarrollo de proyectos específicos de información, 
formación y defensa de las personas consumidoras y usuarias, mejorando su posición en el 
mercado.

b) Respetar los principios de independencia y transparencia.
c) Consistir en la realización de actuaciones, trabajos, estudios o publicaciones de 

interés general para las personas consumidoras y usuarias.
d) Ser depositados en Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

Artículo 70.  Depósito de las cuentas anuales.
Las cuentas anuales de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias se 

depositarán en Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo en el plazo de un mes desde que 
sean aprobadas por los órganos estatutarios correspondientes.

Artículo 71.  Publicidad de la información depositada por las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias.

1. La información depositada por las asociaciones de personas consumidoras y usuarias 
a que se refieren los artículos precedentes será pública.

2. Reglamentariamente podrán establecerse los plazos, condiciones y requisitos 
adicionales de las obligaciones de depósito reguladas en esta sección.

Sección 3.ª Funciones y derechos de las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias

Artículo 72.  Funciones de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias.
Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias constituidas de conformidad con 

lo dispuesto en esta ley tendrán las siguientes funciones:
a) La información a las personas consumidoras y usuarias sobre sus derechos y 

obligaciones.
b) La educación y la formación de las personas consumidoras y usuarias.
c) La protección jurídica de las personas consumidoras y usuarias, dirigida a la 

reparación e indemnización de los daños y perjuicios que sufran como consecuencia de la 
adquisición o el uso de bienes y servicios.

d) La gestión de los conflictos en materia de consumo, especialmente a través de la 
mediación.

e) El ejercicio de acciones en defensa de sus personas asociadas, de la organización y 
de los intereses generales o difusos de las personas consumidoras y usuarias, cuando 
ostenten la correspondiente legitimación, de conformidad con la legislación procesal vigente.
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f) La consulta, el informe y el asesoramiento a los poderes públicos en defensa de los 
derechos e intereses de las personas consumidoras y usuarias.

g) Cualquier otra función que, legal o convencionalmente, pueda derivarse de las 
relaciones de consumo en defensa de las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 73.  Derechos de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias constituidas de conformidad 

con esta ley tendrán derecho a:
a) Utilizar la denominación de asociación de personas consumidoras y usuarias y actuar, 

en general, en defensa y representación de sus intereses.
b) Representar a las personas consumidoras y usuarias ante las administraciones 

pública y obtener información sobre ellas en los términos que reglamentariamente se 
establezcan.

c) Promover sistemas de resolución alternativa de conflictos.
d) Ser consideradas parte interesada en los procedimientos administrativos de carácter 

sancionador promovidos por ellas mismas, en relación con la protección de los intereses de 
las personas consumidoras y usuarias.

e) Ejercer acciones judiciales y extrajudiciales en defensa de los socios y de las socias, 
así como de la asociación.

f) Exigir la rectificación pública de las comunicaciones e informaciones publicitarias 
engañosas o ilícitas, y ejercer, si procede, el correspondiente derecho de réplica, de acuerdo 
con las leyes.

g) Representar a las personas consumidoras y usuarias en los medios de comunicación 
públicos y privados.

h) Disfrutar del beneficio de justicia gratuita en los términos legalmente establecidos.
i) Ser declaradas de utilidad pública cuando reúnan los requisitos establecidos para ello, 

y gozar de las correspondientes exenciones y bonificaciones fiscales legalmente 
establecidas.

2. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias que tengan la condición de 
representativas podrán además ejercer los siguientes derechos:

a) Formar parte de los órganos colegiados de participación y representación de carácter 
general y sectorial que aborden cuestiones que puedan afectar a la defensa de las personas 
consumidoras y usuarias, en los términos que reglamentariamente se establezca.

b) Formar parte de la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi, en el modo en que 
reglamentariamente se determine, y participar, a través de ella, en el procedimiento de 
elaboración de disposiciones de carácter general que afecten directamente a los derechos e 
intereses que representan.

c) Participar en la elaboración y aprobación de los modelos de contrato de prestación de 
servicios a las personas consumidoras y usuarias, cuando sean prestados por las 
administraciones públicas a través de empresas públicas o privadas.

d) Participar en el sistema arbitral de consumo, de acuerdo con las disposiciones que lo 
regulan, adhiriéndose a este y nombrando árbitros que representen los intereses generales 
de las personas consumidoras y usuarias en los tribunales arbitrales.

e) Percibir las ayudas y subvenciones que oportunamente se aprueben para el desarrollo 
de sus fines, en los términos de las correspondientes convocatorias.

f) Ejercer acciones judiciales y extrajudiciales en defensa de los intereses generales o 
difusos de las personas consumidoras y usuarias en general, de conformidad con la 
legislación procesal aplicable.

Artículo 74.  Colaboración entre asociaciones de personas consumidoras y usuarias y 
organizaciones empresariales.

1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo fomentará la colaboración entre las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las organizaciones empresariales del 
ámbito de Euskadi.

2. A tal efecto, promoverá el desarrollo de las siguientes actuaciones:
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a) Fomentar el sistema arbitral de consumo.
b) Colaborar en la comunicación de los posibles riesgos, cuando por su amplitud sea 

necesaria una actuación pública para garantizar la eficacia de la medida.
c) Promover el desarrollo de símbolos de calidad empresarial en el ámbito de la 

Comunidad Autónoma de Euskadi.
d) Desarrollar actuaciones de información y formación con las personas consumidoras y 

usuarias sobre bienes y servicios de uso y consumo generalizado, y en especial con 
respecto a las personas con necesidades específicas.

e) Impulsar la autorregulación de los sectores empresariales por medio de la promoción 
de códigos de buenas prácticas y de otros mecanismos que puedan constituirse con estas 
finalidades.

f) Estimular las prácticas de un consumo socialmente responsable y ecológicamente 
sostenible, impulsando el consumo de bienes y servicios respetuosos con el medio 
ambiente.

g) Fomentar el cooperativismo de consumo.
h) Apoyar las iniciativas para promocionar la protección de las personas consumidoras y 

usuarias en los países en desarrollo.

Sección 4.ª Registro de asociaciones de personas consumidoras y usuarias de 
Euskadi

Artículo 75.  Registro de Asociaciones de Personas Consumidoras y Usuarias de Euskadi.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias que tengan su domicilio o una 

delegación en la Comunidad Autónoma de Euskadi deberán inscribirse en el Registro de 
Asociaciones de Personas Consumidoras y Usuarias de Euskadi para ejercer los derechos 
conferidos por la presente ley.

2. En el plazo de tres meses desde la solicitud, Kontsumobide resolverá sobre la 
procedencia de la inscripción y el carácter representativo de la asociación, en su caso.

3. Reglamentariamente se desarrollará el procedimiento para la inscripción y el 
funcionamiento del Registro de Asociaciones de Personas Consumidoras y Usuarias de 
Euskadi.

4. El registro estará adscrito a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.

Artículo 76.  Control de cumplimiento de requisitos.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá requerir a las asociaciones de 

personas consumidoras y usuarias que actúen en el ámbito de Euskadi la documentación e 
información precisa para verificar el cumplimiento de los requisitos que se regulan en esta 
ley.

2. Asimismo, podrá realizar, por sí o mediante la contratación con entidades externas e 
independientes, auditorías de cuentas con idéntica finalidad.

Artículo 77.  Baja de la inscripción en el registro.
1. Podrá acordarse la baja de la inscripción en el Registro de Asociaciones de Personas 

Consumidoras y Usuarias de Euskadi cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:
a) Que la asociación incumpla los requisitos y condiciones exigibles o lleve a cabo 

actuaciones prohibidas por esta ley o por la normativa que se dicte en su desarrollo y, en 
especial, cuando divulgue, por dolo o negligencia, información errónea en el ámbito de 
consumo, de la que se deriven daños o perjuicios para terceros.

b) Cuando, a requerimiento de la Administración, no pueda acreditar, durante el período 
de un año, haber llevado a cabo las actividades que le son propias.

2. La resolución de baja en el registro se adoptará tras la tramitación de un 
procedimiento administrativo en el que se garantice el derecho de audiencia de la 
asociación.
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3. La declaración de baja en el registro tendrá una duración no inferior a cinco años, en 
los supuestos contemplados en el párrafo a) del apartado uno de este artículo, y de entre 
uno y dos años, en el supuesto del párrafo b) del mismo apartado.

4. Transcurrido el plazo para el que se haya acordado la baja en el registro, la asociación 
podrá instar nuevamente su inscripción.

Artículo 78.  Colaboración con otros registros.
1. A los exclusivos efectos de publicidad, en el Registro de Asociaciones de Personas 

Consumidoras y Usuarias de Euskadi podrá figurar información sobre las asociaciones 
inscritas tanto en el registro estatal como en los registros que, con tal finalidad, puedan 
crearse en otras comunidades autónomas.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo cooperará con la Administración general 
del Estado y con las administraciones autonómicas en orden a facilitar la información precisa 
que haya de constar en los registros de cada administración, de conformidad con sus 
respectivas competencias.

CAPÍTULO VIII
Derechos lingüísticos

Artículo 79.  Derechos lingüísticos de las personas consumidoras y usuarias.
Con arreglo a lo establecido en la presente ley, las personas consumidoras y usuarias 

tienen derecho a recibir en euskera o en castellano la información sobre bienes y servicios y 
a utilizar cualquiera de las lenguas oficiales en sus relaciones de consumo.

Artículo 80.  Información sobre bienes y servicios.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a recibir en euskera y 

castellano la información sobre bienes y servicios en los términos contemplados en el 
artículo 45 de esta ley.

2. Se garantizará la presencia de las dos lenguas oficiales en las relaciones con las 
personas consumidoras y usuarias, mediante la puesta a disposición en euskera y en 
castellano o de forma bilingüe, de los siguientes elementos:

a) Los rótulos, avisos y, en general, las comunicaciones, escritas o verbales, dirigidas al 
público en general de los establecimientos radicados en Euskadi.

b) La oferta, promoción y publicidad de los bienes y servicios destinados a las personas 
consumidoras y usuarias, cualesquiera que sean los soportes utilizados.

c) Los impresos o modelos oficiales que se confeccionen, en papel o en formato 
electrónico, para su cumplimentación por las personas consumidoras y usuarias.

d) Los contratos de adhesión, con cláusulas tipo, contratos normados, las condiciones 
generales y la documentación que se refiera estos o que se desprenda de la realización de 
los citados contratos, salvo que la persona consumidora o usuaria opte expresamente a 
favor de la utilización de una de las dos lenguas oficiales.

e) Las comunicaciones escritas dirigidas a las personas consumidoras y usuarias en 
particular, así como las facturas, los presupuestos y otros documentos análogos, salvo que 
la persona consumidora y usuaria elija expresamente la utilización de una de las dos lenguas 
oficiales.

f) Los manuales de instrucciones de uso y mantenimiento, documentos de garantía, 
etiquetaje y envasado de los productos o servicios de los bienes producidos o elaborados en 
la Comunidad Autónoma de Euskadi deberán redactarse, al menos, en euskera y castellano.

Artículo 81.  Presentación y etiquetado de bienes y servicios.
1. Sin perjuicio de la exigencia de utilizar el castellano en la presentación y el etiquetado 

de determinados bienes y servicios, por razón de la protección de la salud y la seguridad, en 
los términos establecidos en la normativa vigente, la información que se facilite en los bienes 
y servicios distribuidos en el ámbito territorial de Euskadi, incluyendo la contenida en 
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etiquetas, envases e impresos o indicaciones sobre las instrucciones de uso, se expresará 
en euskera, en castellano, o en euskera y en castellano conjuntamente, según el deseo de la 
persona oferente.

2. En el caso de bienes con denominación de origen o denominación de calidad y 
productos artesanales regulados en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi, se 
promoverá el uso del euskera en su presentación y etiquetado.

3. En los demás supuestos, se promoverá la utilización de forma conjunta del euskera y 
el castellano en la información que se ofrezca sobre los bienes y servicios.

Artículo 82.  Entidades públicas.
1. A los efectos de lo dispuesto en la presente ley, tienen la consideración de entidades 

públicas:
a) Las administraciones públicas de Euskadi y la Administración del Estado radicada en 

el ámbito de la Comunidad Autónoma, incluyendo los entes sujetos a derecho público o 
privado dependientes de aquellas o que integran su administración institucional.

b) Las entidades de cualquier naturaleza que gestionan servicios públicos cuya 
titularidad corresponda a las administraciones mencionadas en el apartado anterior, cuando 
actúen en el ámbito de prestación de estos servicios.

c) Las entidades de cualquier naturaleza participadas mayoritariamente o controladas 
por las administraciones y entes mencionados en el apartado a). Se entenderá a estos 
efectos que existe una relación de control cuando se disponga de la mayoría de los derechos 
de voto de la entidad o se tenga derecho a nombrar a la mayoría de los miembros de los 
órganos de gobierno.

2. Las entidades públicas garantizarán la presencia de las dos lenguas oficiales en sus 
relaciones con las personas consumidoras y usuarias, mediante la puesta a disposición en 
euskera y en castellano o de forma bilingüe de los elementos señalados en los artículos 80.2 
y 81.1.

3. En sus relaciones con las entidades públicas, las personas consumidoras y usuarias 
tienen derecho a ser atendidas en la lengua oficial que elijan, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del 
Euskera.

4. Las disposiciones de esta ley aplicables a la Administración del Estado se entienden 
sin perjuicio de la competencia estatal para ordenar sus servicios.

Artículo 83.  Servicios de carácter básico de interés general, grandes establecimientos 
comerciales y otras personas empresarias privadas.

1. Las entidades que presten servicios de carácter básico de interés general y los 
establecimientos calificados como grandes establecimientos comerciales por la legislación 
vigente en materia de actividad comercial pondrán a disposición de las personas 
consumidoras y usuarias, en euskera y en castellano o de forma bilingüe, los elementos 
señalados en los artículos 80.2 y 81.1.

2. Las administraciones públicas de Euskadi, desde los departamentos correspondientes 
por razón de la materia y en uso de las competencias que tengan atribuidas, actuarán 
coordinadamente, a fin de facilitar el acceso y la extensión progresiva de lo establecido en el 
apartado anterior a las demás personas o entidades privadas proveedoras o distribuidoras 
de bienes o servicios, mediante la implementación de medidas de apoyo y promoción del 
uso del euskera, en los elementos señalados en los artículos 80.2 y 81.1.

Artículo 84.  Lengua de la atención al público en las relaciones de consumo.
1. Las entidades que reciban subvenciones destinadas específicamente a la integración 

del euskera en el ámbito de las relaciones laborales y en el de la atención al público deberán 
poder atender a las personas consumidoras y usuarias en la lengua oficial en que estas se 
expresen o soliciten.

2. Las administraciones públicas competentes, articularán coordinadamente las medidas 
de fomento que resulten necesarias para garantizar el derecho de las personas 
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consumidoras y usuarias para usar y ser atendidas en sus relaciones de consumo cualquiera 
que sea la lengua oficial en que se expresen.

Artículo 85.  Actuación pública de fomento.
1. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de 

normalización del uso del Euskera, las administraciones públicas competentes adoptarán las 
medidas oportunas para impulsar el uso del euskera en el ámbito de las relaciones de 
consumo.

2. Serán objeto de preferente atención las medidas de fomento que propicien la 
extensión del uso del euskera en el ámbito de relaciones de consumo entre particulares, 
entre ellas:

a) la oferta, promoción y publicidad de bienes y servicios,
b) la puesta a disposición de documentos o manuales de uso o instrucciones,
c) la lengua de atención a las personas consumidoras y usuarias.
3. Así mismo, las administraciones públicas vascas fomentarán activamente que en la 

atención y asesoramiento que presten las oficinas de información y atención que no sean de 
titularidad pública a las personas consumidoras y usuarias, se garantice que puedan 
relacionarse en el idioma de su elección.

4. Los planes sectoriales cuyo ámbito de actuación alcance las actividades derivadas de 
las relaciones de consumo promoverán líneas específicas de fomento que faciliten la 
presencia de las dos lenguas oficiales en el ejercicio de esta actividad.

5. Igualmente, las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, 
impulsarán la difusión de materiales con lenguaje especializado que faciliten el uso del 
euskera en el ámbito de consumo.

TÍTULO IV
Actuaciones administrativas en el ámbito de la resolución de conflictos de 

consumo

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 86.  Promoción y desarrollo de sistemas alternativos de resolución de conflictos.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo facilitará el acceso de las personas 

consumidoras y usuarias y de las personas empresarias a sistemas alternativos de 
resolución de conflictos derivados de las relaciones de consumo, en colaboración con las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y con las asociaciones empresariales.

2. Lo dispuesto en este título con respecto a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo 
será de aplicación igualmente a los ayuntamientos que, a través de las oficinas municipales 
de información a las personas consumidoras y usuarias, tramiten quejas, reclamaciones y 
denuncias y desarrollen funciones de mediación, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 6.4.

Artículo 87.  Procedencia de los sistemas alternativos de resolución de conflictos.
1. La resolución alternativa de conflictos derivados de las relaciones de consumo se 

canalizará a través de la mediación y el arbitraje de consumo, sin perjuicio de otros 
procedimientos específicos previstos para determinados sectores de la actividad.

2. Las personas consumidoras y usuarias, así como las personas empresarias, podrán 
someterse, con carácter voluntario, a los sistemas alternativos de resolución de conflictos 
derivados de las relaciones de consumo, siempre que afecten a materias sobre las que 
puedan disponer libremente.
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Artículo 88.  Utilización de medios electrónicos y telemáticos.
Se promoverá la implantación de sistemas electrónicos para la presentación y resolución 

de quejas, reclamaciones y denuncias y el desarrollo de la mediación y el arbitraje de 
consumo. Se garantizará que las personas consumidoras y usuarias puedan seguir 
planteando estos temas de forma presencial o telefónica, para evitar la brecha digital.

CAPÍTULO II
Tramitación de quejas, reclamaciones y denuncias

Artículo 89.  Quejas, reclamaciones y denuncias.
1. Las personas consumidoras y usuarias, directamente o por medio de las asociaciones 

que las representan, tienen derecho a hacer llegar a la Administración quejas, reclamaciones 
y denuncias en materia de consumo.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo o los servicios municipales competentes, 
en su caso, trasladarán el resultado de la tramitación a las personas que hayan presentado 
una queja o reclamación.

3. Las reclamaciones podrán dar lugar a la iniciación de un procedimiento de mediación, 
de conformidad con lo dispuesto en el siguiente capítulo.

4. Cuando a consecuencia de la presentación de una denuncia se incoe procedimiento 
sancionador, se comunicará tal circunstancia a la persona denunciante.

5. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de tramitación de las quejas, 
reclamaciones y denuncias que se presenten.

Artículo 90.  Hojas de reclamaciones.
1. Con objeto de facilitar la presentación de quejas, reclamaciones y denuncias, en todos 

los establecimientos comerciales se pondrá a disposición de las personas consumidoras y 
usuarias, hayan o no contratado con la persona empresaria, hojas de reclamaciones, en 
papel o formato electrónico, con los requisitos que se establezcan reglamentariamente.

2. Dicha obligación abarca a todas las personas físicas o jurídicas, titulares de 
establecimientos comerciales o de prestación de servicios, públicos o privados, situados en 
la Comunidad Autónoma de Euskadi.

3. Así mismo, la obligación incluye a las personas empresarias que no dispongan de 
establecimiento físico y las que operen a través de medios electrónicos, siempre que 
suministren bienes o servicios directamente a las personas consumidoras y usuarias, y 
tengan su domicilio social o fiscal en la Comunidad Autónoma de Euskadi.

4. La existencia de hojas de reclamaciones no impedirá la presentación de quejas, 
reclamaciones o denuncias a través de otros medios.

5. Reglamentariamente se establecerán los requisitos y la forma de presentación de las 
hojas de reclamaciones.

CAPÍTULO III
Mediación

Artículo 91.  Principios de actuación.
1. La actividad de mediación se ajustará a los principios de voluntariedad, imparcialidad, 

neutralidad y confidencialidad.
2. Las partes serán libres para acogerse a la mediación, así como de desistir de ella en 

cualquier momento.
3. Se ha de garantizar la igualdad de oportunidades de las partes y el equilibrio de sus 

posiciones, sin que la persona mediadora pueda actuar en perjuicio o interés de cualquiera 
de ellas.

4. La función de mediación ha de desarrollarse con neutralidad y, en consecuencia, la 
persona mediadora debe intentar ayudar a las partes a alcanzar por sí mismas los acuerdos 
pertinentes, sin imponer ninguna solución ni medida concreta.
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5. La persona mediadora se abstendrá de intervenir cuando concurra un conflicto de 
intereses con alguna de las partes.

6. Tanto la persona mediadora como las partes asumen un deber de confidencialidad y 
se comprometen a mantener el secreto sobre la mediación, de modo que no podrán revelar 
la información que hayan podido obtener como consecuencia de su participación en la 
mediación.

Artículo 92.  Procedimiento de mediación.
1. El procedimiento de mediación se iniciará por solicitud de una de las partes, con el 

acuerdo de la otra, o en cumplimiento de un pacto de sometimiento a mediación.
2. El procedimiento se tramitará de acuerdo con la voluntad de las partes, con respeto a 

los principios de lealtad, buena fe y respeto mutuo.
3. La persona mediadora podrá pertenecer a los servicios correspondientes de 

Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo o de los ayuntamientos, cuando estos dispongan 
de oficina municipal de información a las personas consumidoras y usuarias, o estar 
acreditada para tales funciones.

4. El procedimiento de mediación será gratuito para las personas consumidoras y 
usuarias.

5. El procedimiento de mediación podrá ser aplicado a cualquier relación de consumo, 
salvo que exista una regulación sectorial específica.

Artículo 93.  Naturaleza de los acuerdos.
1. Los acuerdos a los que lleguen las partes tras el procedimiento de mediación serán 

vinculantes en los términos que las propias partes hayan fijado.
2. Dichos acuerdos se deberán formalizar por escrito suscrito por las partes y la persona 

mediadora.
3. Los acuerdos serán ejecutivos con arreglo a la legislación vigente.

Artículo 94.  Acreditación de entidades de resolución alternativa de conflictos.
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo tendrá la consideración de autoridad 

competente para la acreditación de entidades de resolución alternativa de conflictos en 
materia de consumo, establecidas en el ámbito territorial de Euskadi, en relación con los 
procedimientos de mediación regulados en este título.

CAPÍTULO IV
Arbitraje

Artículo 95.  Junta Arbitral de Consumo de Euskadi.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo ejercerá las funciones de fomento, gestión 

y desarrollo del sistema arbitral de consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo de 
Euskadi y coordinará su funcionamiento con los ayuntamientos.

2. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo promoverá la adhesión a la Junta Arbitral 
de Consumo de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias, de las personas 
empresarias y profesionales y de sus respectivas organizaciones, con las que podrá suscribir 
convenios de colaboración con tal finalidad.

3. El Gobierno Vasco impulsará la firma de convenios para el establecimiento de colegios 
arbitrales, dependientes de la Junta Arbitral de Consumo de Euskadi, en aquellos municipios 
o mancomunidades que, debido a su población o número de solicitudes de arbitraje, así lo 
soliciten.

Artículo 96.  Adhesión al arbitraje en el sector público y la contratación pública.
1. Las empresas del sector público vasco deberán acordar, de conformidad con las 

normas que regulen su actuación, su adhesión al sistema arbitral de consumo.
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Se exceptúan de esta obligación las empresas públicas que cuenten con un sistema 
específico de resolución de reclamaciones establecido normativamente.

2. Cuando cualquiera de las entidades públicas de Euskadi enumeradas en el artículo 
82.1 de esta ley celebre un contrato de concesión de obras, concesión de servicios o de los 
previstos en el artículo 312 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, con un operador económico 
que ofrezca bienes o servicios a la persona consumidora y usuaria mediante una relación de 
consumo incluirá, como condición especial de ejecución en los pliegos de contratación, la 
adhesión de la empresa adjudicataria al sistema arbitral de consumo como método de 
resolución de conflictos entre la contratista y las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 97.  Valoración de la adhesión al arbitraje.
1. La adhesión al sistema arbitral de consumo se considerará como mérito objetivo en la 

valoración de los premios a la calidad que otorguen las administraciones públicas vascas a 
aquellas personas empresarias que ofrezcan bienes y servicios a las personas 
consumidoras y usuarias.

2. Las normas reguladoras de las ayudas o subvenciones valorarán la procedencia de la 
inclusión de dicha adhesión entre los criterios objetivos de adjudicación de las ayudas o 
subvenciones.

TÍTULO V
Actuaciones administrativas de vigilancia y control

CAPÍTULO I
Medidas de carácter general

Artículo 98.  Principios de actuación.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo y los ayuntamientos llevarán a cabo las 

actuaciones de vigilancia y control necesarias para garantizar la protección efectiva de los 
derechos de las personas consumidoras y usuarias, en los términos que se recogen en los 
artículos siguientes.

2. Con tal finalidad, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá dirigirse a las 
demás administraciones públicas, colegios profesionales y, en general, cualquier autoridad, 
proponiendo las medidas que en su caso puedan ser adoptadas en aplicación de la 
legislación sectorial correspondiente.

3. Lo dispuesto en este título con respecto a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo 
será de aplicación igualmente a los ayuntamientos que dispongan de personal inspector, de 
conformidad con el artículo 6.2 de esta ley.

Artículo 99.  Vigilancia y control de bienes y servicios.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo llevará a cabo las actuaciones necesarias 

para prevenir, detectar, impedir y, en su caso, sancionar la producción, fabricación, 
elaboración, almacenamiento, distribución y comercialización de bienes o servicios que no 
cumplan las condiciones exigidas para garantizar los derechos e intereses de las personas 
consumidoras y usuarias.

2. Las labores de vigilancia y control podrán desarrollarse en la forma y momento que 
mejor permitan conocer la realidad, y por los medios que en cada caso se consideren más 
adecuados.

3. En particular, podrán realizarse, directamente o en colaboración con otras entidades 
públicas o privadas, estudios, controles, ensayos, análisis y comprobaciones, referidas a 
cualquier fase del proceso de producción, fabricación, elaboración, almacenamiento, 
distribución o comercialización de bienes o prestación de servicios dirigidos a las personas 
consumidoras y usuarias.
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4. Dichas actuaciones podrán recaer tanto sobre los bienes y servicios destinados a la 
comercialización directa o indirecta en el mercado como sobre los locales y establecimientos 
mercantiles utilizados para su producción, fabricación, elaboración, almacenamiento, 
distribución o comercialización.

5. Se excluyen de las actuaciones de vigilancia y control reguladas en este título los 
supuestos de riesgos para la salud derivados de medicamentos, productos sanitarios, 
productos cosméticos, productos de cuidado personal y de alimentos, que sean objeto de 
procedimientos específicos de vigilancia y control por parte de las autoridades sanitarias.

Artículo 100.  Advertencias y requerimientos.
Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá advertir de su situación a las personas 

empresarias que incumplan alguno de los deberes que afecten a los derechos de las 
personas consumidoras y usuarias, así como requerirles su cumplimiento, en un plazo 
adecuado a la índole de la obligación y al riesgo detectado, sin perjuicio de las demás 
medidas contempladas en esta ley, incluida la incoación de expedientes sancionadores.

Artículo 101.  Plan anual de campañas.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo elaborará un plan anual de campañas de 

control de mercado, a fin de garantizar una protección homogénea de las personas 
consumidoras y usuarias.

2. Las actuaciones desarrolladas en ejecución del plan anual, así como su resultado, 
serán objeto de publicidad con la finalidad de mejorar el funcionamiento de los sectores 
afectados y de reforzar la protección de los derechos de las personas consumidoras y 
usuarias.

CAPÍTULO II
Medidas provisionales

Artículo 102.  Ámbito y supuestos.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá adoptar, de oficio o a instancia de 

parte, mediante acuerdo motivado, las medidas provisionales oportunas que sean 
imprescindibles para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen 
elementos de juicio suficientes para ello, de acuerdo con los principios de proporcionalidad, 
efectividad y menor onerosidad.

2. Estas medidas, que no tendrán carácter sancionador, podrán adoptarse en el curso de 
un procedimiento de tal naturaleza o de cualquier otro.

3. Por razones de urgencia, cuando haya indicios racionales de riesgo para la salud y 
seguridad de las personas consumidoras y usuarias o puedan lesionarse de forma grave los 
intereses económicos y sociales de aquellas, las medidas provisionales podrán ser 
adoptadas antes de la iniciación del procedimiento administrativo por el personal inspector 
de consumo, mediante el levantamiento de la correspondiente acta, en la que se justifique el 
motivo de las medidas y la urgencia de su adopción.

Artículo 103.  Proporcionalidad.
Las medidas provisionales serán proporcionadas a la gravedad de los riesgos, y se 

ajustarán a las siguientes reglas:
a) Se adoptarán las medidas menos restrictivas que sea posible para la libre circulación 

de mercancías y la libertad de empresa.
b) Se mantendrán durante el tiempo que sea estrictamente necesario para realizar las 

comprobaciones necesarias y eliminar los riesgos que hayan surgido o, cuando ello fuera 
posible, para eliminar el hecho que motivó la medida.

Artículo 104.  Tipos de medidas.
Se podrán adoptar los siguientes tipos de medidas provisionales:
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a) Suspender o prohibir temporalmente la oferta, promoción, comercialización o venta de 
un bien o la prestación de un servicio, que se realice a través de cualquier medio, incluidos 
los servicios de la sociedad de la información.

b) Imponer condiciones previas en cualquier fase de comercialización de bienes o 
prestación de servicios, con el fin de que se subsanen las deficiencias detectadas.

c) Inmovilización o intervención de determinados bienes, de forma que quede prohibida 
su disposición sin expresa autorización.

d) Inmovilización o retirada de determinados bienes del mercado y, en su caso, 
recuperación de los que estén en manos de las personas consumidoras y usuarias.

e) Destrucción de los bienes en condiciones adecuadas.
f) Clausura temporal de establecimientos o instalaciones.
g) Obligación de informar, incluso mediante la publicación de avisos especiales, a las 

personas que puedan verse afectadas, sobre la existencia del riesgo, de forma inmediata y 
por los medios más adecuados para asegurar su conocimiento.

h) Cualquier otra medida que se prevea expresamente en las leyes o que se estime 
necesaria para la desaparición del riesgo.

Artículo 105.  Procedimiento a seguir tras la adopción de las medidas.
1. En el plazo de 15 días hábiles desde que se hubieran adoptado, las medidas 

provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas mediante acuerdo de inicio 
del procedimiento, que dicte el órgano competente.

Antes del transcurso de dicho plazo, las medidas provisionales podrán dejarse sin efecto 
cuando se constate la desaparición de la circunstancia que haya justificado su adopción.

2. El acuerdo al que se refiere el apartado precedente se notificará a las personas 
interesadas, que podrán formular los recursos que procedan.

3. En caso de no dictarse en plazo el acuerdo de inicio del procedimiento o cuando en él 
no se contuviera un pronunciamiento expreso sobre las medidas adoptadas, estas quedarán 
sin efecto por el transcurso de dicho plazo.

4. Las medidas provisionales se extinguirán cuando surta efectos la resolución 
administrativa que ponga fin al procedimiento.

5. Los gastos ocasionados por las medidas provisionales y definitivas serán a cargo de 
quien, por acción u omisión, haya dado lugar a su adopción, sin perjuicio de lo dispuesto en 
los artículos 109 y 115.

6. La resolución que ponga fin al procedimiento deberá notificarse a las personas 
interesadas en el plazo de seis meses desde la fecha del acuerdo de iniciación.

7. Con la finalidad de evitar que se produzcan daños, podrá acordarse la tramitación de 
urgencia del procedimiento.

8. Lo dispuesto en este capítulo no impedirá, en su caso, la incoación de un 
procedimiento sancionador si concurren hechos constitutivos de infracción administrativa.

Artículo 106.  Ejecución forzosa.
Para la exacción de los gastos en los supuestos contemplados en los artículos 105.5, 

109.2 y 115.2 podrá utilizarse el procedimiento administrativo de apremio.

Artículo 107.  Servicio de alerta e información de riesgos.
1. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo dispondrá de un servicio de alerta de 

bienes de consumo, con objeto de coordinar las actuaciones con los municipios y con las 
demás administraciones y de facilitar el intercambio rápido de información y la reacción ante 
situaciones de riesgo para la salud o seguridad de las personas consumidoras y usuarias.

2. En caso de que sea necesario para la protección de las personas consumidoras y 
usuarias, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá informar sobre los riesgos o las 
irregularidades detectadas, los bienes o servicios y las empresas afectadas, las medidas 
provisionales y definitivas adoptadas y, en su caso, las precauciones que deban adoptarse.
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CAPÍTULO III
Toma de muestras y práctica de análisis

Artículo 108.  Supuestos.
1. La inspección de consumo, en el ejercicio de sus funciones, podrá tomar muestras y 

efectuar cualquier control o análisis sobre los bienes y servicios en cualquier fase de 
comercialización, a fin de comprobar su adecuación a la normativa aplicable sobre 
funcionalidad, composición, etiquetado, presentación, publicidad, seguridad y cualquier otro 
aspecto que pueda afectar a las personas consumidoras o usuarias.

2. Con la misma finalidad, la inspección de consumo podrá adquirir bienes o servicios 
como compras de prueba, incluso en la venta a distancia.

3. Lo dispuesto en este capítulo tendrá carácter supletorio cuando sea de aplicación otra 
normativa específica por razón del tipo de producto o procedimiento de que se trate.

Artículo 109.  Costes derivados de la toma de muestras y compras de prueba.
1. La Administración no deberá abonar a la persona empresaria el valor de las muestras 

o compras de prueba cuando en los análisis que realice se constate cualquier irregularidad.
2. En tal supuesto, si se hubiera hecho el abono anticipadamente, la Administración 

exigirá su reembolso mediante resolución motivada.

Artículo 110.  Efectos de los análisis practicados.
1. Cuando, a consecuencia de una prueba analítica, se detecte una irregularidad, se 

presumirá que el incumplimiento afecta a toda la producción, salvo en el caso de que el 
responsable del bien pueda acreditar que se limita a un lote o a un número determinado de 
unidades o que se trata de un fallo puntual del control de calidad.

2. A tal efecto, la persona empresaria deberá aportar, en el plazo de un mes desde la 
recepción de la notificación de los resultados analíticos, la acreditación de tales extremos.

Artículo 111.  Práctica de la toma de muestras.
1. La toma de muestras será documentada mediante acta de inspección, en la que se 

dejará constancia de todos los datos y circunstancias que sean necesarios para la correcta 
identificación del acto y del contenido e identidad de las muestras.

2. La muestra reglamentaria constará de tres ejemplares homogéneos, que serán 
precintados y etiquetados, de tal forma que quede garantizada la integridad de su contenido 
y la trazabilidad de cada ejemplar.

Artículo 112.  Práctica de las pruebas analíticas.
1. Las pruebas analíticas se realizarán en laboratorios oficiales, en laboratorios privados 

acreditados o en los que sean designados al efecto por Kontsumobide-Instituto Vasco de 
Consumo.

2. Cuando del resultado del análisis inicial se deduzcan incumplimientos y la persona 
empresaria no acepte los resultados, podrá solicitar la realización del análisis contradictorio.

3. Si se producen desacuerdos entre los dictámenes de los análisis inicial y 
contradictorio, el órgano competente designará otro laboratorio para que, a la vista de los 
antecedentes de los anteriores análisis y utilizando la tercera muestra, realice un tercer 
análisis, que tendrá carácter dirimente.

Artículo 113.  Realización de análisis en un único acto.
1. Se podrán realizar los análisis en un único acto, en los siguientes supuestos:
a) Cuando se trate de bienes perecederos o de difícil conservación.
b) Cuando concurran razones de urgencia, por los peligros que puedan derivarse para la 

seguridad de las personas consumidoras o usuarias.
c) Cuando concurran otras circunstancias técnicas que así lo aconsejen y se hagan 

constar expresamente en el acta.
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2. A tal efecto, se citarán en un único laboratorio a tres personas peritas, dos de ellas 
nombradas por la Administración y la tercera, por la persona interesada, y se practicarán los 
análisis inicial, contradictorio y, en su caso, dirimente, sin solución de continuidad.

Artículo 114.  Análisis de una única muestra.
1. Bastará el resultado analítico obtenido de una muestra compuesta por un único 

ejemplar, en los siguientes casos:
a) Cuando se trate de productos sometidos a certificación u homologación para 

determinar su seguridad o aptitud funcional.
b) Cuando, por la escasa cantidad o número de unidades disponibles de producto, su 

elevado valor económico o por otras circunstancias justificadas, que se harán constar en el 
acta, no sea posible o proporcionada la obtención de muestras por triplicado.

2. En estos casos, la realización de las pruebas se notificará a las personas 
responsables del producto.

Artículo 115.  Costes derivados de la realización de análisis.
1. Los gastos derivados de la realización del análisis contradictorio serán por cuenta de 

quien lo promueva.
2. Los gastos originados por la realización del análisis inicial y, en su caso, dirimente 

serán por cuenta de la persona empresaria cuando su resultado acredite alguna 
irregularidad. En otro caso, serán por cuenta de la Administración.

TÍTULO VI
La inspección de consumo

Artículo 116.  Ámbito de actuación.
1. Corresponde a la inspección de consumo llevar a cabo las actuaciones necesarias 

para prevenir, detectar, impedir y, en su caso, sancionar el incumplimiento de la normativa 
vigente en materia de consumo, en defensa de los derechos de las personas consumidoras 
y usuarias, en los términos que se establecen en el presente título.

2. La inspección de consumo ejercerá sus funciones en relación con los bienes y 
servicios puestos a disposición de las personas consumidoras y usuarias en cualquier fase 
de su comercialización.

3. Las referencias de esta ley a la inspección de consumo o a su personal se entenderán 
hechas tanto a la que dependa de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo como de los 
ayuntamientos, en caso de que existan servicios de inspección municipal, sin perjuicio de la 
normativa que les sea de aplicación en el ámbito municipal.

Artículo 117.  Criterios y principios de actuación.
1. El personal inspector ejercerá sus funciones con independencia, imparcialidad y 

objetividad, sin perjuicio de su dependencia orgánica y funcional con respecto a las 
autoridades administrativas.

2. El desarrollo de las funciones de inspección se ajustará a los criterios de 
profesionalización, coordinación, especialización y sujeción a los principios de legalidad, 
proporcionalidad y eficacia.

3. La organización y el funcionamiento de la inspección de consumo de Kontsumobide-
Instituto Vasco de Consumo se determinará reglamentariamente.

Artículo 118.  Identificación de la persona inspectora.
1. Con carácter general, cuando la persona inspectora se encuentre en el ejercicio de su 

función, se identificará como tal e informará a la persona inspeccionada del objeto de las 
actuaciones, así como de los derechos y deberes que le corresponden en dichas 
actuaciones.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 59  Ley del Estatuto de las personas consumidoras y usuarias

– 1383 –



2. Se exceptúan de lo anterior aquellos supuestos en los que la inspección se realice en 
entornos incompatibles con la identificación (telemáticos, telefónicos, etcétera) o cuando la 
finalidad de aquella pueda frustrarse por motivo de la identificación. En el acta o informe que 
elabore dejará constancia de las causas y circunstancias que justifican su modo de 
actuación.

3. La identificación de la persona inspectora podrá hacerse mediante un código 
identificativo, que sustituirá a la indicación de su nombre y apellidos.

Artículo 119.  Deberes del personal inspector.
En el desarrollo de las actuaciones propias de las funciones de inspección, el personal 

inspector tendrá los siguientes deberes específicos:
a) Observar el máximo respeto y consideración con las personas objeto de la inspección.
b) Guardar secreto y sigilo profesional respecto a los asuntos que conozca por razón de 

sus funciones.
c) Guardar confidencialidad respecto a los datos personales, quedando prohibida su 

cesión o comunicación a personas terceras.
d) Llevar a cabo sus actuaciones de forma que afecten lo menos posible a la actividad 

normal de las personas físicas o jurídicas objeto de inspección.

Artículo 120.  Condición de autoridad.
El personal inspector, en el ejercicio de sus funciones, tendrá la condición de autoridad a 

todos los efectos.

Artículo 121.  Funciones de la inspección de consumo.
La inspección de consumo llevará a cabo la vigilancia y control de los bienes y servicios 

objeto de su actuación, a través de las siguientes funciones:
a) Vigilar, verificar y constatar el cumplimiento de la normativa que pueda afectar, directa 

o indirectamente, a los derechos de las personas consumidoras y usuarias en la 
comercialización de bienes y la prestación de servicios puestos a su disposición.

b) Informar a las empresas durante la realización de sus actuaciones, sobre las 
exigencias, cumplimiento y aplicación de la normativa vigente en materia de protección y 
defensa de los derechos de las personas consumidoras y usuarias.

c) Realizar las actuaciones previas a un eventual procedimiento sancionador cuando lo 
estime necesario el órgano competente para su incoación.

d) Elaborar los informes que le sean requeridos por los órganos competentes en materia 
de mediación o arbitraje de consumo o en la tramitación de procedimientos sancionadores.

e) Participar en el estudio de los sectores del mercado para determinar los bienes y 
servicios de los que pudieran derivarse riesgos para la salud, seguridad y los intereses 
económicos de las personas consumidoras y usuarias, con la finalidad de incluirlos como 
objetivos prioritarios de las actividades de vigilancia y control.

f) Elaborar informes sobre la adecuación de los distintos sectores a la normativa 
protectora de los derechos de las personas consumidoras.

g) Ejecutar las órdenes dictadas por las autoridades competentes en materia de 
consumo.

h) Cualquier otra función que se le atribuya legal o reglamentariamente.

Artículo 122.  Facultades de la inspección de consumo.
En el ejercicio de sus funciones el personal de la inspección de consumo podrá:
a) Acceder sin previo aviso a los establecimientos industriales o comerciales abiertos al 

público y a cualquier dependencia u oficina en las que se realicen actividades que puedan 
afectar a las personas consumidoras y usuarias.

b) En caso de apreciar indicios de irregularidad que lo justifique, o cuando ello fuera 
necesario por razones de urgencia, acceder a cualquier lugar o recinto, aunque no estén 
abiertos al público en general.
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Cuando el inmueble constituya el domicilio de una persona física o jurídica y esta no 
preste el consentimiento para la entrada del personal inspector, deberá solicitarse 
previamente autorización judicial, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas que 
puedan derivarse de la negativa o resistencia a permitir el acceso a los locales e 
instalaciones.

c) Exigir la exhibición de los documentos que deban estar en disposición de la persona 
empresaria y obtener copias y reproducciones de ellos, aunque contengan datos de carácter 
personal.

d) Examinar toda la documentación mercantil, industrial o contable de la persona 
empresaria y, en particular, requerir a las personas intermediarias de servicios de la sociedad 
de la información que les informen sobre los datos transmitidos, las actividades realizadas y 
la identificación de los destinatarios de sus servicios.

e) Requerir el envío a las dependencias administrativas de la documentación solicitada 
que no se haya podido facilitar en el momento de la visita inspectora.

f) Solicitar de terceros datos o antecedentes útiles para la investigación.
g) Tomar fotografías y realizar mediciones y todo tipo de pruebas, investigaciones o 

exámenes necesarios para comprobar el cumplimiento de la normativa vigente en materia de 
consumo, así como tomar muestras para la realización de análisis y comprobaciones en la 
forma y condiciones que se determinen reglamentariamente.

h) Realizar tomas de muestras y compras de prueba bajo una identidad encubierta, 
cuando ello sea necesario para comprobar el cumplimiento de la normativa en materia de 
protección a las personas consumidoras y usuarias.

i) Requerir la comparecencia y colaboración de cualquier persona física o jurídica que de 
forma directa o indirecta pudiera tener alguna relación con el objeto de la inspección.

j) Realizar advertencias a las personas objeto de inspección, indicándoles la situación 
irregular en la que se encuentren, y requerirles para que realicen las adecuaciones 
necesarias.

k) Adoptar las medidas provisionales previstas en esta ley.
l) Proponer al órgano competente la adopción de las medidas que procedan para 

subsanar las irregularidades constatadas y colaborar en su ejecución.
m) Recabar la asistencia de personas con conocimientos técnicos especializados para la 

realización de sus funciones.

Artículo 123.  Obligaciones de las personas objeto de inspección.
Quienes sean objeto de una inspección de consumo deberán colaborar con el personal 

inspector, cumplir las obligaciones y facilitar todas aquellas actuaciones que se derivan de lo 
dispuesto en el artículo precedente.

Artículo 124.  Colaboración y auxilio a la inspección de consumo.
1. Las administraciones públicas y cuantas personas ejerzan funciones públicas 

prestarán a la inspección de consumo la colaboración que les sea solicitada cuando sea 
necesaria para el ejercicio de la función inspectora.

2. Las empresas del sector público de Euskadi, las organizaciones empresariales y 
corporativas, así como las asociaciones de personas consumidoras y usuarias, facilitarán 
cualquier información que les solicite la inspección de consumo en el ejercicio de sus 
funciones, incluidos datos de carácter personal cuando sean imprescindibles, con respeto al 
derecho a la protección de datos personales, en los términos que se deriven de la legislación 
aplicable a la materia.

3. El incumplimiento de la obligación recogida en el apartado anterior supondrá infracción 
en materia de consumo.

4. El personal inspector podrá recabar el auxilio y la colaboración de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad cuando sea preciso para la ejecución de sus cometidos.

Artículo 125.  Modalidades de actuación y su documentación.
1. La inspección de consumo desarrollará sus funciones a través de las siguientes 

actuaciones:
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a) Visitas de inspección, que se realizarán tanto en los establecimientos físicos como en 
los medios digitales, electrónicos o del comercio a distancia.

b) Comparecencias u otro tipo de actuaciones que se lleven a cabo en las dependencias 
de la inspección.

2. Las visitas de inspección se documentarán mediante actas; las comparecencias y las 
demás actuaciones, hechos y circunstancias de las que haya que dejar constancia se 
formalizarán mediante diligencias.

3. Los hechos constatados por el personal de la inspección de consumo, que se 
formalicen en las actas de inspección y en las diligencias, observando los requisitos legales 
pertinentes, tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas en contrario que 
pueden aportar las personas interesadas.

4. El personal inspector elaborará igualmente los informes necesarios para el desarrollo 
de sus funciones.

Artículo 126.  Actas de inspección.
1. Las visitas de inspección se documentarán mediante actas en las que se hará constar, 

como mínimo:
a) Identificación de la persona empresaria o establecimiento en el que se realiza la 

inspección o la actividad sobre la que esta se efectúa.
b) Identificación de la persona o personas que atiendan a la inspección, con expresión 

de la calidad en que actúen salvo si concurren los supuestos señalados en el artículo 118.2.
c) Identificación y firma de la persona inspectora actuante.
d) Lugar, fecha y hora de la actuación.
e) Objeto de la actuación inspectora.
f) Hechos, actos y negocios constatados.
2. Quien atienda la inspección podrá formular las manifestaciones que estime oportunas 

en relación con el contenido del acta.
En los supuestos en los que no sea necesaria la participación en la elaboración del acta 

de una persona que atienda a la inspección, las personas interesadas podrán formular las 
manifestaciones que estimen oportunas en relación con el acta una vez hayan sido puestos 
a su disposición los documentos elaborados por la inspección, según lo establecido en el 
artículo 128.

3. La firma del acta de inspección por la persona que atiende a la inspección no supone 
el reconocimiento de los presuntos incumplimientos e irregularidades descritos, ni la 
aceptación de las responsabilidades que se deriven.

La negativa a firmar el acta no invalida su contenido ni el procedimiento administrativo a 
que dé lugar, ni desvirtúa el valor probatorio a que se refiere. Si esta negativa se produce, se 
comunicará a la persona compareciente que puede firmar a los únicos efectos de recepción 
del documento, lo cual se hará constar.

4. Constarán en acta las actuaciones realizadas por parte de la inspección, tales como: 
controles de documentos, retirada de muestras, mediciones, pruebas practicadas, 
verificaciones, comprobaciones, medidas cautelares adoptadas, así como los requerimientos 
de documentación.

5. Al acta podrán adjuntarse los documentos, en papel o en otro soporte duradero, que el 
personal inspector estime pertinentes para asegurar el buen fin de las actuaciones.

Artículo 127.  Diligencias.
1. La inspección de consumo formalizará mediante diligencia los hechos y las 

circunstancias que constate, en relación con una actuación en el ámbito de sus funciones, 
así como, en su caso, las manifestaciones que realice la persona que haya comparecido a 
tal efecto.

2. Cuando sea necesario citar a una persona para realizar alguna actuación en las 
dependencias de la inspección de consumo, se le indicará el lugar, fecha y hora y objeto de 
la comparecencia, evitando perturbar, en la medida de lo posible, sus obligaciones laborales 
o profesionales.
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3. Quienes sean citados en representación de las personas empresarias podrán 
comparecer acompañados de otras personas que les asesoren y tendrán derecho a que se 
recojan en la diligencia las manifestaciones que realicen en relación con lo actuado.

Artículo 128.  Puesta a disposición de los documentos elaborados por la inspección.
Las actas de inspección y diligencias elaboradas por la inspección de consumo deberán 

ser puestas a disposición de la persona empresaria una vez finalizadas las actuaciones, 
salvo que los medios técnicos utilizados en estas no lo permitan. En tal caso, dichos 
documentos se facilitarán en el plazo máximo de tres días hábiles.

TÍTULO VII
Potestad sancionadora

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 129.  Administración competente para sancionar.
En sus respectivos ámbitos, corresponde a la Administración de la Comunidad 

Autónoma de Euskadi y a los ayuntamientos, en los términos que se señalan en el artículo 
6.2.b) y en este capítulo, el ejercicio de la potestad sancionadora en materia de defensa de 
las personas consumidoras y usuarias, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales 
o de otra índole que puedan concurrir.

Artículo 130.  Ámbito objetivo.
1. Los órganos competentes en materia de consumo previstos en esta ley sancionarán 

las infracciones tipificadas como infracciones en materia de defensa de las personas 
consumidoras y usuarias.

2. Asimismo, sancionarán las conductas tipificadas como infracciones en materia de 
defensa de las personas consumidoras y usuarias de las que resulten responsables las 
personas empresarias de los sectores que cuenten con regulación específica y las prácticas 
comerciales desleales con las personas consumidoras y usuarias, así como el 
incumplimiento por las empresas de la obligación de suministrar las condiciones generales 
de la contratación, cuando sean requeridas para ello por Kontsumobide-Instituto Vasco de 
Consumo.

Artículo 131.  Ámbito territorial.
1. La potestad sancionadora objeto de regulación en este título se ejercerá en relación 

con las infracciones que se cometan en el ámbito territorial de Euskadi. Así mismo, se 
ejercerá en relación con las infracciones que sean consecuencia de prácticas comerciales 
dirigidas a las personas consumidoras y usuarias de dicho ámbito, cualquiera que sea la 
nacionalidad o el domicilio de las personas responsables o el lugar en que se ubiquen los 
establecimientos.

2. Las infracciones se entenderán cometidas en cualquiera de los lugares en que se 
desarrollen las acciones u omisiones constitutivas de estas infracciones y, además, salvo en 
el caso de infracciones relativas a los requisitos de los establecimientos e instalaciones o del 
personal, en todos aquellos en que se manifieste la lesión o riesgo para los intereses de las 
personas consumidoras y usuarias protegidos por la norma sancionadora.

En concreto, en relación con el lugar de manifestación de la lesión o riesgo indicado en 
el párrafo anterior, las infracciones cometidas a través de Internet se considerarán cometidas 
en el lugar en el que la persona consumidora o usuaria tenga su residencia habitual tanto en 
el caso de que la infracción se produzca en el marco de un contrato de consumo como 
cuando la infracción derive de una práctica comercial no vinculada a un contrato de consumo 
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pero haya sido dirigida de forma activa por parte de la persona empresaria a dicha persona 
consumidora o usuaria.

3. Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá incoar expediente sancionador por 
infracciones en materia de consumo cuando resulten afectados los derechos e intereses de 
las personas consumidoras y usuarias residentes en Euskadi, a pesar de que los mismos 
hechos hayan sido objeto de sanción en otra comunidad autónoma, siempre que en la 
infracción objeto de sanción no se haya tenido en cuenta la afección a dichas personas.

Artículo 132.  Principios generales.
1. Las infracciones en materia de consumo serán objeto de las sanciones administrativas 

correspondientes, previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan corresponder.

2. En los supuestos en que las infracciones tipificadas en esta ley pudieran ser 
constitutivas de delito, el órgano competente en materia de consumo comunicará tal extremo 
a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal. De no haberse estimado la existencia de ilícito 
penal, o en el caso de haberse dictado resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento 
penal, podrá iniciarse o proseguir el procedimiento sancionador. En todo caso, el órgano 
competente quedará vinculado por los hechos declarados probados en vía judicial.

3. La instrucción de causa penal ante los tribunales de justicia suspenderá la tramitación 
del expediente administrativo sancionador que haya sido incoado por los mismos hechos y, 
en su caso, la eficacia de los actos administrativos de imposición de sanción. No obstante, la 
instrucción de causa penal no será obstáculo para que la Administración adopte las medidas 
necesarias para salvaguardar la salud, seguridad y otros intereses de las personas 
consumidoras y usuarias en virtud de las potestades no sancionadoras que tenga conferidas.

4. En ningún caso se producirá una doble sanción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

5. Cuando el mismo hecho y en función de idéntico ataque a los intereses públicos 
pueda ser calificado como infracción con arreglo a dos o más preceptos de esta ley o de 
otras normas sancionadoras, se aplicará el que prevea más específicamente la conducta 
realizada y, si todos ofrecieran los mismos caracteres, el que establezca mayor sanción, sin 
perjuicio de que prevalezcan y sean de aplicación preferente las disposiciones sectoriales 
respecto de aquellos aspectos expresamente previstos en las disposiciones del derecho de 
la Unión Europea de las que traigan causa.

6. Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u 
otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave 
cometida, sin perjuicio de que, al calificar la infracción o al fijar la extensión de la sanción, se 
tengan en cuenta todas las circunstancias.

7. Cuando se trate de hechos concurrentes constitutivos de infracción, procederá la 
imposición de todas las sanciones o multas previstas en esta y otras leyes aplicables para 
cada una de las infracciones. No obstante, al imponer las sanciones, se tendrán en cuenta, a 
efectos de su graduación, las otras sanciones recaídas para que conjuntamente resulten 
proporcionadas a la gravedad de la conducta del infractor.

Se considerará que hay hechos concurrentes constitutivos de infracción cuando el 
mismo sujeto haya incumplido diversos deberes que supongan diferentes lesiones del mismo 
o de distintos intereses públicos, sin que una de las infracciones conlleve necesariamente la 
otra, aunque haya servido para facilitarla o encubrirla, y ello con independencia de que se 
refieran a los mismos productos o servicios, o que esos incumplimientos sean sancionables 
conforme al mismo tipo de infracción.

8. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se sancionará como única infracción, 
aunque valorando la totalidad de la conducta, la pluralidad continuada de acciones u 
omisiones idénticas o similares realizadas por un sujeto en relación con una serie de 
productos o prestaciones del mismo tipo.

9. Cuando se vean afectados los intereses generales, colectivos o difusos de las 
personas consumidoras y usuarias, las asociaciones de personas consumidoras y usuarias 
constituidas conforme a lo previsto en esta ley tendrán la consideración de partes 
interesadas en el procedimiento administrativo sancionador correspondiente cuando el 
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objeto de las actuaciones administrativas coincida con los fines establecidos en sus 
respectivos estatutos.

Artículo 133.  Validez de documentos emitidos por otras administraciones.
En los procedimientos sancionadores que se incoen en materia de consumo, las actas 

de inspección u otros documentos emitidos válidamente por las autoridades competentes o 
sus agentes, tanto de otras comunidades autónomas como de otros estados miembros de la 
Unión Europea, tendrán la misma validez que si hubieran sido emitidos por los servicios de 
inspección de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo o de los ayuntamientos.

Artículo 134.  Órganos competentes para sancionar.
En el marco de las atribuciones reguladas por esta ley, son órganos competentes:
a) El Consejo de Gobierno, para decretar el cierre temporal de los establecimientos.
b) La persona titular del departamento del Gobierno Vasco competente en materia de 

consumo, para imponer sanciones por infracciones muy graves.
c) La Dirección de Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo, para la imposición de 

sanciones por infracciones graves y leves.
d) Los órganos correspondientes de los ayuntamientos, según la legislación de régimen 

local, para la imposición de sanciones de multa de hasta 50.000 euros por la comisión de 
infracciones leves y graves.

CAPÍTULO II
Tipificación de las infracciones

Artículo 135.  Infracciones en materia de protección de la salud y seguridad de las personas 
consumidoras y usuarias.

Constituyen infracciones en materia de protección de la salud y seguridad de las 
personas consumidoras y usuarias:

1. El incumplimiento de los requisitos, condiciones, obligaciones o prohibiciones en 
materia de salud y seguridad de los bienes y servicios puestos a disposición de las personas 
consumidoras y usuarias, establecidos legal o reglamentariamente.

2. Las acciones u omisiones que, aunque no supongan incumplimiento formal de 
ninguna disposición, produzcan riesgos o daños efectivos para la salud o seguridad de las 
personas consumidoras y usuarias, ya sea en forma consciente o deliberada, ya por 
abandono de la diligencia y precauciones exigibles en la actividad, servicio o instalación de 
que se trate.

3. El incumplimiento o desatención de los requerimientos o advertencias que 
concretamente formulen las autoridades competentes para situaciones específicas, al objeto 
de corregir o evitar situaciones o circunstancias que puedan resultar perjudiciales para la 
salud o seguridad de las personas consumidoras o usuarias.

4. El incumplimiento de las disposiciones sobre seguridad en cuanto afecten o puedan 
suponer un riesgo para las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 136.  Infracciones por alteración, adulteración, fraude o engaño.
Constituyen infracciones por alteración, adulteración, fraude o engaño:
1. La alteración, adulteración o fraude en bienes y servicios susceptibles de consumo por 

adición o sustracción de cualquier sustancia o elemento, alteración de su composición o 
calidad o incumplimiento de las condiciones que correspondan a su naturaleza.

2. La elaboración, distribución, suministro o venta de bienes cuando su composición o 
calidad no se ajuste a las disposiciones vigentes o a la correspondiente autorización 
administrativa o difiera de la declarada y anotada en el registro correspondiente y, en 
general, cualquier situación que induzca a engaño o confusión o que impida reconocer la 
verdadera naturaleza del bien o servicio.
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3. El incumplimiento, en cualquiera de las fases de la distribución de bienes o en la 
prestación de servicios, de las normas relativas al origen, naturaleza, calidad, precio, plazo, 
composición, cantidad, peso, tamaño y presentación por medio de envases, etiquetas, 
letreros, cierres, precintos u otros elementos relevantes.

4. Ofrecer bienes o servicios, por cualquier medio de publicidad o de suministro de 
información, atribuyéndoles cualidades, características, comprobaciones, certificaciones o 
resultados que difieran de los que realmente tienen o pueden obtener, o que induzca o 
pueda inducir a error, engaño o confusión a las personas a quienes se dirige, o que silencie 
datos fundamentales que impidan conocer las verdaderas características o naturaleza de los 
bienes o servicios.

5. Anunciar bienes o servicios sin advertir su contenido publicitario.
6. Otorgar, utilizar, exhibir o hacer publicidad de cualquier distintivo, oficial o no, marca 

de calidad o mención que por su apariencia o configuración pueda inducir a error a las 
personas consumidoras y usuarias, o hacerlo sin cumplir los presupuestos para ello.

7. Incumplir las obligaciones hacia las personas consumidoras y usuarias derivadas de 
códigos de conducta, a los que la persona empresaria se haya adherido voluntariamente.

8. Manipular los aparatos o sistemas de medición de los bienes o servicios suministrados 
a las personas consumidoras y usuarias.

9. Publicitar, exhibir o utilizar el distintivo de adhesión al sistema arbitral de consumo, 
cuando no se encuentre adherido a este o el de adhesión sin limitaciones a dicho sistema, 
cuando existieran.

10. Sustituir piezas, cuando no esté justificado, en la prestación de servicios de 
instalación o reparación de bienes y servicios a domicilio y de asistencia en el hogar para 
conseguir un aumento del precio, aunque la persona consumidora y usuaria haya dado su 
consentimiento; facturar trabajos no realizados, utilizar materiales de calidad inferior a la 
indicada en la prestación de dichos servicios y facturar por ellos un importe superior al de su 
precio de venta al público.

11. Ofrecer como premio o regalo bienes o servicios, cuando su coste se repercuta en el 
precio de la transacción, cuando por ello se reduzca la calidad o cantidad del objeto principal 
de la transacción y cuando, de cualquier otro modo, la persona consumidora y usuaria no 
reciba, de forma real y efectiva, lo que se le haya prometido en la oferta.

Artículo 137.  Infracciones en materia de información, comercialización y condiciones de 
venta y suministro de bienes y servicios.

Constituyen infracciones en materia de información, comercialización y condiciones de 
venta y suministro de bienes y servicios:

1. El incumplimiento de las normas o resoluciones administrativas que establezcan 
prohibiciones de venta, comercialización o distribución de determinados bienes o de 
prestación de servicios en determinados establecimientos o en relación con tipos específicos 
de personas consumidoras y usuarias.

2. Vender, comercializar o distribuir sin autorización administrativa bienes o servicios, 
cuando sea exigible.

3. El incumplimiento de las normas sobre envasado, marcado, etiquetado y presentación 
de productos.

4. Tener dispuestos para la venta bienes con fecha de consumo preferente o caducidad 
sobrepasada.

5. El incumplimiento de las normas relativas a la información y publicidad de los precios 
en los bienes y servicios.

6. Omitir la información exigible sobre el horario de atención al público de los 
establecimientos comerciales y las personas prestadoras de servicios.

7. Omitir la información sobre la adhesión a códigos de buenas prácticas o a sistemas 
alternativos de resolución de conflictos, en los casos en que el establecimiento o la persona 
empresaria resulten obligados a facilitarla.

8. No facilitar información a las personas consumidoras y usuarias, antes de su 
contratación, sobre obras de mantenimiento o reparación, afluencia de un elevado número 
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de personas, previsión de condiciones meteorológicas adversas o las demás circunstancias 
que puedan afectar al disfrute del servicio o actividad, cuando concurran.

9. Enviar comunicaciones publicitarias o promocionales por correo electrónico u otro 
medio de comunicación electrónica equivalente que previamente no hubieran sido solicitadas 
o expresamente autorizadas por la persona destinataria.

10. Incluir en el contrato la oferta, la promoción o la publicidad de bienes y servicios, 
formatos, tamaños de letras o contrastes que incumplan la normativa aplicable al respecto.

11. Incumplir las normas relativas a la documentación, información o registros 
obligatorios para el régimen y funcionamiento del establecimiento, empresa, instalación o 
servicio, cuando afecte a los derechos e intereses de las personas consumidoras o usuarias.

12. Incumplir las condiciones establecidas legal o reglamentariamente sobre las 
prácticas comerciales.

13. Incumplir la normativa o las condiciones convenidas sobre la entrega y el cambio de 
bienes y servicios promocionales o promocionados.

14. Acaparar y retirar del mercado bienes y servicios con la finalidad de incrementar sus 
precios o esperar los aumentos previsibles, en perjuicio de las personas consumidoras y 
usuarias.

15. No formalizar los seguros, avales y demás garantías impuestas normativamente en 
beneficio de las personas consumidoras y usuarias.

16. Asignar diferentes precios a bienes o servicios puestos a disposición de las personas 
consumidoras y usuarias que solo se diferencien por el género de la persona destinataria.

Artículo 138.  Infracciones en materia de información precontractual.
Constituyen infracciones en materia de información precontractual:
1. Poner a disposición de las personas consumidoras o usuarias bienes o servicios sin la 

información mínima o relevante, veraz, correcta, suficiente y transparente sobre sus 
características esenciales, así como sobre sus condiciones de utilización.

2. No proporcionar gratuitamente la información precontractual que debe facilitarse a la 
persona consumidora o usuaria.

3. Utilizar cualquier método de venta que no informe, no posibilite o dificulte la obtención 
de los descuentos a los que tengan derecho las personas consumidoras o usuarias.

4. No entregar presupuesto cuando sea preceptivo, entregarlo sin los requisitos legal o 
reglamentariamente previstos o cobrar por su elaboración, cuando esté prohibido.

5. No obtener el consentimiento previo de la persona consumidora o usuaria, cuando se 
modifique o se incremente el precio de los servicios presupuestados.

6. Realizar ofertas comerciales o modificaciones contractuales en la que se considere 
que la falta de respuesta de la persona destinataria de una oferta o de publicidad equivale a 
la aceptación del bien o servicio ofrecidos o la modificación del contrato, salvo que la norma 
específica aplicable le dé tal efecto.

7. No hacer constar en las comunicaciones comerciales realizadas a distancia, de modo 
inequívoco, el carácter comercial de la comunicación y la identidad de la empresa.

8. Realizar una visita a domicilio con el propósito de vender bienes o servicios sin que 
haya sido aceptada previa y expresamente por la persona consumidora o usuaria.

9. Ofrecer en línea la contratación de servicios técnicos, de asistencia al hogar, 
reparación o cualesquiera otros, sin informar con claridad a las personas consumidoras y 
usuarias acerca de la identidad de la persona empresaria con la que vaya a celebrarse el 
contrato o de la responsabilidad que sobre tal contratación corresponde a las oferentes.

Artículo 139.  Infracciones en materia de contratos con personas consumidoras y usuarias.
Constituyen infracciones en materia de contratos con personas consumidoras y usuarias:
1. La inclusión de cláusulas abusivas en los contratos que suscriban las personas 

consumidoras o usuarias o la realización de prácticas abusivas.
2. Incluir en los contratos cláusulas o realizar prácticas que excluyan o limiten los 

derechos de las personas consumidoras o usuarias reconocidos legal o reglamentariamente.
3. Incumplir los requisitos establecidos legalmente sobre las cláusulas no negociadas 

individualmente.
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4. No enviar inmediatamente a la persona consumidora o usuaria justificación de la 
contratación o modificación contractual efectuada telefónica o electrónicamente, incluyendo 
las condiciones generales y particulares.

5. No facilitar a la persona consumidora o usuaria, de manera inmediata, copia, en papel 
o cualquier otro soporte duradero, de cualquier oferta, modificación contractual o condición 
realizada verbalmente.

6. Vender al público bienes o prestar servicios a precios superiores a los máximos 
legalmente establecidos o a los precios comunicados o anunciados.

7. Imponer la condición, expresa o tácita, de comprar una cantidad mínima del bien 
solicitado o de contratar bienes o servicios accesorios no deseados, que no son objeto de la 
transacción, o vincular la formalización de otro contrato a la contratación realmente deseada, 
salvo que se trate de una unidad de venta o haya una relación funcional entre ellos, 
aprovechando la persona empresaria su posición de superioridad o prevaliéndose de una 
situación en la que se encuentre mermada la libertad de elección de la persona consumidora 
o usuaria.

8. Utilizar cualquier método de venta que induzca a pagar bienes o servicios accesorios 
que vienen predeterminados en la oferta, sin que la persona consumidora o usuaria los haya 
solicitado expresamente o cuando se induzca a la persona consumidora o usuaria a que los 
solicite.

9. Comercializar bienes y prestar servicios sin que la persona consumidora o usuaria 
pueda, en cualquiera de sus fases, identificar, localizar y contactar con la persona 
empresaria o profesional.

10. No prever o no informar los prestadores de servicios o de suministros de tracto 
sucesivo o continuado sobre el procedimiento para darse de baja del servicio, limitar 
injustificadamente este derecho u obstaculizar su ejercicio.

11. Suspender el suministro de servicios de carácter básico de interés general en 
vivienda habitual sin ofrecer la información o el plazo de subsanación que sea exigible 
contractual o normativamente en tales supuestos.

12. No informar a las personas consumidoras o usuarias, en los servicios cuyo consumo 
se calcule mediante contador, sobre el procedimiento de medición y sobre si se aplica el 
sistema de lectura real o estimada, cuando ello sea obligatorio; o aplicar un sistema de 
facturación de consumo incumpliendo los requisitos legal o reglamentariamente exigibles.

13. No entregar a la persona consumidora o usuaria la factura o el documento 
acreditativo de la relación de consumo, emitirlo incumpliendo los requisitos preceptivos, o 
cobrar o incrementar el precio por su entrega.

14. No entregar a la persona consumidora o usuaria el resguardo de depósito, cuando 
proceda, o emitirlo con incumplimiento de los requisitos preceptivos.

15. No facilitar a la persona consumidora o usuaria, gratuitamente y en soporte duradero, 
recibo justificante, copia o documento acreditativo de las condiciones esenciales del contrato 
en el que se incluyan todos los datos exigidos legal o reglamentariamente, junto con las 
condiciones generales de contratación, en su caso, aceptadas y firmadas por la persona 
consumidora o usuaria.

16. No integrar en el contrato las condiciones establecidas en la oferta, la promoción y la 
publicidad de bienes, productos y servicios, así como no ajustarse estos a las descripciones 
realizadas en la oferta, publicidad, presentación o a lo dispuesto en el contrato.

17. No facilitar a las personas consumidoras o usuarias, junto con el contrato, las 
instrucciones de uso y mantenimiento o cualquier otro documento exigido por la normativa, al 
efecto de poder utilizar, ocupar, mantener y conservar un bien.

18. Incluir en los contratos, en las instrucciones de uso o en las condiciones de 
utilización, formatos, tamaños de letras o contrastes que incumplan la normativa aplicable al 
respecto.

19. Toda actuación discriminatoria contra personas consumidoras y usuarias vulnerables, 
independientemente del motivo, o contra cualquier persona consumidora o usuaria por el 
ejercicio de los derechos que confiere esta ley o sus normas de desarrollo, ya sea no 
atendiendo sus demandas, negándoles el acceso a los establecimientos o dispensándoles 
un trato o imponiéndoles unas condiciones desiguales, así como el incumplimiento de las 
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prohibiciones de discriminación previstas en el Reglamento (UE) 2018/302, cuando dicha 
actuación no sea constitutiva de delito.

20. Las conductas discriminatorias en el acceso a los bienes y la prestación de los 
servicios, y en especial las previstas como tales en legislación sobre igualdad de mujeres y 
hombres.

21. El incumplimiento del régimen legalmente establecido en materia de contratos 
celebrados fuera de establecimientos mercantiles.

22. El incumplimiento de las obligaciones que la regulación de contratos celebrados a 
distancia impone en materia de plazos de ejecución y de devolución de cantidades 
abonadas; el envío o suministro a la persona consumidora o usuaria de cualquier tipo de 
bienes, contenido digital o prestación de servicios no solicitados por ella, cuando dichos 
envíos o suministros incluyan una pretensión de pago de cualquier naturaleza; el uso de 
técnicas de comunicación que requieran el consentimiento expreso previo o la falta de 
oposición de la persona consumidora y usuaria, cuando no concurra la circunstancia 
correspondiente; así como la negativa u obstrucción al ejercicio del derecho de 
desistimiento.

23. El incumplimiento de las obligaciones que la regulación de contratos celebrados a 
distancia impone en materias no recogidas en el apartado anterior.

24. El uso de técnicas de comunicación comercial que requieran el consentimiento 
expreso previo o la ausencia de oposición de la persona consumidora o usuaria, sin 
ajustarse a estos requisitos.

25. Incumplir la obligación de anular, a solicitud de la persona consumidora o usuaria, los 
cargos derivados de un uso fraudulento o indebido de la tarjeta de crédito, en los términos 
establecidos por la normativa vigente.

26. Imponer a la persona consumidora o usuaria la realización de una prestación o pago 
que normativa o contractualmente corresponda la persona empresaria.

27. Realizar o facturar trabajos de reparación, instalación o similares que no hayan sido 
solicitados o autorizados expresamente por la persona consumidora o usuaria.

28. Exigir cualquier tipo de contraprestación, precio o pago por bienes o servicios no 
entregados o no prestados.

29. Restringir o limitar la cantidad o calidad real de las prestaciones, o causar cualquier 
tipo de discriminación por razón de las condiciones, los medios o las formas de pago de los 
bienes o servicios.

30. La realización de transacciones en las que se impongan injustificadamente a la 
persona consumidora o usuaria condiciones, recargos o cobros indebidos, así como la no 
aceptación de los medios de pago admitidos legalmente u ofertados.

31. Cobrar por la utilización de medios de pagos, cantidades superiores a las permitidas 
legal o reglamentariamente.

32. El incumplimiento del plazo o los plazos acordados para la entrega de los bienes 
comprados o del plazo máximo fijado normativamente.

33. El retraso injustificado en la devolución de las cantidades abonadas por la persona 
consumidora o usuaria en caso de resolución del contrato por incumplimiento de las 
obligaciones de la persona empresaria previstas legalmente o establecidas en el contrato.

34. La obstrucción o negativa a suministrar las condiciones generales de la contratación 
que establece el artículo 81.1 del texto refundido de la Ley General de Defensa de los 
Consumidores y Usuarios o cualquier otra información requerida por la Administración 
competente en el ejercicio de sus competencias de acuerdo con esta ley.

Artículo 140.  Infracciones en materia de garantía y servicio posventa.
Constituyen infracciones en materia de garantía y servicio posventa:
1. Incumplir las obligaciones que se derivan de la falta de conformidad o del derecho de 

garantía legalmente establecido en la compra de bienes o en la prestación de servicios, o 
imponer injustificadamente condiciones, dificultades o retrasos para el cumplimiento de 
dichas obligaciones, incluidos los bienes que se ofrecen como premio o regalo.

2. No asumir o incumplir la garantía comercial publicitada o entregada a la persona 
consumidora y usuaria en el momento de la adquisición de bienes o servicios.
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3. Poner a disposición de las personas consumidoras o usuarias bienes de naturaleza 
duradera sin garantizar un servicio de asistencia técnica adecuado para su reparación y 
piezas de repuesto en la forma obligada o exigida, o no disponer de ellos en los supuestos y 
plazos establecidos por la normativa aplicable.

4. Comprometerse a proporcionar un servicio posventa a las personas consumidoras o 
usuarias sin advertirles claramente antes de contratar que el idioma en el que este servicio 
estará disponible no es el utilizado en la operación comercial.

5. Crear la impresión falsa de que el servicio posventa del bien o servicio promocionado 
está disponible en un Estado miembro distinto de aquel en el que se ha contratado.

6. Inducir a error sobre el carácter oficial de los servicios de asistencia técnica.
7. En general, cualquier incumplimiento de las disposiciones normativas sobre los 

servicios de asistencia técnica.

Artículo 141.  Infracciones en relación con las actuaciones de vigilancia, control e 
inspección.

Constituyen infracciones en relación con las actuaciones de vigilancia, control e 
inspección:

1. La resistencia, negativa u obstrucción a facilitar las labores de inspección o a 
suministrar datos o informaciones solicitadas por las autoridades competentes o sus agentes 
en el desarrollo de sus funciones, así como el suministro de información inexacta o 
incompleta o documentación falsa.

2. Impedir o dificultar el acceso del personal inspector a los locales y dependencias para 
desarrollar su labor de inspección y control.

3. No permitir o dificultar a la inspección el acceso a la documentación industrial, 
mercantil, contable o de cualquier otro tipo de las personas empresarias inspeccionadas.

4. Coaccionar o amenazar al personal encargado de las funciones de vigilancia, control e 
inspección, a los particulares, a las asociaciones de personas consumidoras y usuarias o a 
otras personas o entidades productoras, proveedoras o distribuidoras que hayan iniciado o 
pretendan iniciar una acción legal, que hayan presentado una denuncia o que participen en 
procedimientos ya incoados, o bien ejercer represalias o cualquier otra forma de presión.

5. Carecer de la documentación que sea exigible legal o reglamentariamente, o tenerla 
de modo defectuoso, cuando tal circunstancia afecte a la determinación o calificación de los 
hechos imputados.

6. La manipulación, traslado o disposición en cualquier forma no autorizada de las 
muestras depositadas, o de las mercancías decomisadas o sujetas a medidas provisionales.

7. El incumplimiento de los requerimientos y las medidas provisionales adoptadas de 
conformidad con lo dispuesto en esta ley.

8. La excusa reiterada, la negativa o la resistencia a la comparecencia ante las 
dependencias propias o de las autoridades competentes, cuando se haya hecho el oportuno 
requerimiento.

Artículo 142.  Otras infracciones.
Además de las infracciones tipificadas en los artículos anteriores, se considerarán 

también como infracciones en materia de consumo:
1. Realizar cualquier tipo de práctica comercial desleal, en los términos señalados por la 

legislación vigente.
2. No ofrecer los establecimientos que prestan servicios de restauración, a su clientela, 

agua de grifo para su consumo, sin coste económico alguno, o hacerlo cobrando alguna 
cantidad por tal concepto.

3. No facilitar los establecimientos que prestan servicios de restauración, a su clientela, 
que pueda llevarse, sin coste adicional, los alimentos que no haya consumido; o hacerlo 
cobrando alguna cantidad por tal concepto; o no informar de esta posibilidad de manera 
clara y visible.

4. No poner a disposición de las personas consumidoras y usuarias hojas de 
reclamaciones, en papel o formato electrónico, o no hacerlo con los requisitos que se 
establezcan reglamentariamente; negar su entrega a las personas que lo soliciten, hayan o 
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no contratado con la persona empresaria; o no exhibir, de modo visible, la información sobre 
su existencia.

5. No dar respuesta a las reclamaciones de las personas consumidoras o usuarias o 
hacerlo fuera de plazo.

6. Incumplir la normativa en materia de establecimiento, gratuidad, condiciones, 
contenido o funcionamiento de los servicios de atención a la clientela.

7. En los establecimientos calificados como grandes establecimientos comerciales por la 
legislación vigente en materia de actividad comercial, no ser atendido el servicio de atención 
a la clientela por personal con formación acreditada en materia de defensa de los derechos 
de las personas consumidoras y usuarias.

8. No ofrecer a las personas consumidoras o usuarias la información establecida por el 
artículo 40 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, que incorpora al ordenamiento jurídico 
español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 
2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo.

9. No facilitar los comerciantes que celebren contratos de compraventa o de prestación 
de servicios en línea, a las personas consumidoras y usuarias, la información recogida por el 
artículo 14 del Reglamento (UE) n.º 524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 
de mayo de 2013, sobre resolución de litigios en línea en materia de consumo y por el que 
se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004 y la Directiva 2009/22/CE (Reglamento sobre 
resolución de litigios en línea en materia de consumo).

10. En los servicios de carácter básico de interés general a las viviendas, no facilitar la 
atención telefónica gratuita para averías y avisos de carácter urgente durante veinticuatro 
horas todos los días del año.

11. Imponer a las personas consumidoras o usuarias el deber de comparecer 
personalmente para ejercer sus derechos o para realizar pagos, cobros o trámites similares; 
exigir la formalización de impresos y la aportación de datos innecesarios, y, en general, 
obstaculizar, impedir o dificultar el ejercicio de sus derechos.

12. No cumplir el acuerdo a que se haya llegado con la persona consumidora o usuaria 
en un proceso de mediación o no cumplir el laudo arbitral en plazo.

13. El incumplimiento relativo a los deberes y las prohibiciones impuestos por la 
Administración mediante órdenes o como medidas cautelares o provisionales dictadas con el 
fin de evitar la producción o continuación de riesgos o lesiones para las personas 
consumidoras y usuarias, así como el incumplimiento de los compromisos adquiridos para 
poner fin a la infracción y corregir sus efectos.

14. Cualquier otro incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones 
establecidos en la presente ley o en las demás disposiciones en materia de defensa de las 
personas consumidoras y usuarias, salvo las referentes a los derechos lingüísticos regulados 
en el capítulo VIII del título III de la ley.

CAPÍTULO III
Calificación de las infracciones

Artículo 143.  Calificación y graduación de las infracciones.
1. Las infracciones en materia de protección de la salud y seguridad de las personas 

consumidoras y usuarias recogidas en el artículo 135, apartados 1, 2 y 3, se calificarán de 
conformidad con lo previsto en el artículo 35 de la Ley 14/1986, General de Sanidad. Las 
mismas reglas, adaptando las referencias al bien jurídico protegido, se aplicarán respecto a 
las infracciones lesivas de la seguridad de las personas consumidoras y usuarias.

2. Cuando no sea de aplicación lo previsto en el apartado anterior, las infracciones se 
calificarán inicialmente por los caracteres de la acción u omisión y de la culpabilidad del 
responsable conforme a las siguientes reglas:

1.ª Se calificarán como graves, salvo que tengan la consideración de muy graves de 
acuerdo con el apartado tercero de este artículo, las infracciones tipificadas en:

a) El artículo 135, apartado 4,
b) El artículo 136, apartado 1,
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c) El artículo 138, apartados 6 y 8,
d) El artículo 139, apartados 1, 21 y 22,
e) El artículo 140,
f) El artículo 142, apartado 8, 9 y 13.
2.ª Las restantes infracciones en materia de defensa de las personas consumidoras y 

usuarias tipificadas en la presente ley se califican inicialmente como leves, salvo que tengan 
la consideración de graves de acuerdo con el apartado tercero de este artículo.

3. Las infracciones que, de acuerdo con el apartado anterior, merezcan en principio la 
calificación de leve o grave serán calificadas respectivamente como graves o muy graves si 
concurre alguna de las siguientes circunstancias:

a) Haber sido realizadas aprovechando situaciones de necesidad de determinados 
bienes, productos o servicios de uso o consumo ordinario y generalizado, así como originar 
igual situación.

b) Haberse realizado explotando la especial inferioridad, subordinación o indefensión de 
determinadas personas consumidoras o grupos de ellas.

c) Cometerse con incumplimiento total de los deberes impuestos o con una habitualidad, 
duración u otras circunstancias cualitativas o cuantitativas que impliquen desprecio 
manifiesto de los intereses públicos protegidos por esta ley.

d) Producir una alteración social grave, injustificada y previsible en el momento de la 
comisión, originando alarma o desconfianza en las personas consumidoras o usuarias o 
incidiendo desfavorablemente en un sector económico.

e) Realizarse prevaliéndose de la situación de predominio del infractor en un sector del 
mercado.

f) Ser reincidente el responsable por la comisión de cualesquiera delitos o infracciones 
lesivas de los intereses de las personas consumidoras o usuarias en las condiciones y 
plazos previstos en el artículo 29.3.d) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

4. Las infracciones que, de acuerdo con los apartados anteriores, merezcan en principio 
la calificación de grave o muy grave se considerarán respectivamente como leve o grave si 
antes de iniciarse el procedimiento sancionador el responsable corrige diligentemente las 
irregularidades en que consista la infracción siempre que no haya causado perjuicios 
directos, devolviera voluntariamente las cantidades cobradas, colaborara activamente para 
evitar o disminuir los efectos de la infracción u observara espontáneamente cualquier otro 
comportamiento de análogo significado.

No obstante, no se tendrá en cuenta lo dispuesto en el párrafo anterior, y se impondrá la 
sanción en su grado máximo, cuando se acredite alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de una infracción continuada o de una práctica habitual.
b) Que la infracción comporte un riesgo para la salud o la seguridad de las personas 

consumidoras y usuarias, salvo que el riesgo forme parte del tipo infractor.
5. Cuando concurrieran circunstancias del apartado 3 con las del apartado 4 se podrán 

compensar para la calificación de la infracción.

CAPÍTULO IV
Sanciones

Sección 1.ª Clasificación de las sanciones

Artículo 144.  Sanciones a imponer.
Por la comisión de las infracciones tipificadas en esta ley podrán imponerse las 

siguientes sanciones:
a) Como sanción principal, multa..
b) Además de las sanciones principales, podrá acordarse también, como sanciones 

accesorias, el decomiso y la destrucción de la mercancía, la publicidad de las sanciones y el 
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cierre del establecimiento, instalación o servicio, según se dispone en los artículos 
siguientes.

Artículo 145.  Sanción de multa.
1. La imposición de sanciones deberá garantizar, en cualquier circunstancia, que la 

comisión de una infracción no resulte más beneficiosa para la parte infractora que el 
cumplimiento de las normas infringidas. Sobre esta base, las infracciones serán sancionadas 
con multa comprendida entre los siguientes importes máximos y mínimos:

a) Para las infracciones leves, multa comprendida entre 150 y 10.000 euros, en los 
grados que se indican, pudiéndose sobrepasar esas cantidades hasta alcanzar entre dos y 
cuatro veces el beneficio ilícito obtenido:

– Grado mínimo: entre 150 y 3.000 euros.
– Grado medio: entre 3.001 y 7.000 euros.
– Grado máximo: entre 7.001 y 10.000 euros.
b) Para las infracciones graves, multa comprendida entre 10.001 y 100.000 euros, en los 

grados que se indican, pudiéndose sobrepasar esas cantidades hasta alcanzar entre cuatro 
y seis veces el beneficio ilícito obtenido:

– Grado mínimo: entre 10.001 y 30.000 euros.
– Grado medio: entre 30.001 y 70.000 euros.
– Grado máximo: entre 70.001 y 100.000 euros.
c) Para las infracciones muy graves, multa comprendida entre 100.001 y 1.000.000 

euros, en los grados que se indican, pudiéndose sobrepasar esas cantidades hasta alcanzar 
entre seis y ocho veces el beneficio ilícito obtenido:

– Grado mínimo: entre 100.001 y 300.000 euros.
– Grado medio: entre 300.001 y 650.000 euros.
– Grado máximo: entre 650.001 y 1.000.000 euros.
2. La imposición de sanciones deberá garantizar, en cualquier circunstancia, que la 

comisión de una infracción no resulte más beneficiosa para la parte infractora que el 
cumplimiento de las normas infringidas.

3. El beneficio ilícito se calculará, cuando no pueda ser determinado exactamente, con 
criterios estimativos e incluirá el aumento de ingresos y el ahorro de gastos que haya 
supuesto directa o indirectamente la infracción sin descontar multas, perjuicios de los 
comisos o cierres, ni las cantidades que por cualquier concepto haya tenido que abonar el 
responsable a la Administración o a las personas consumidoras y usuarias como 
consecuencia de la infracción.

Artículo 146.  Sanción de cierre del establecimiento, instalación o servicio.
1. Cuando se hayan cometido infracciones muy graves y el establecimiento, la 

instalación o el servicio radiquen en territorio de Euskadi, la resolución sancionadora podrá 
proponer al Consejo de Gobierno que, además de la sanción pecuniaria, acuerde su cierre 
temporal, por un plazo máximo de cinco años, así como las medidas complementarias que 
aseguren la plena eficacia de la decisión.

2. Cuando la infracción afecte a entidades prestadoras de servicios de la sociedad de la 
información, podrán adoptarse las medidas necesarias para la interrupción de la prestación, 
de conformidad con lo dispuesto por la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico o norma que la sustituya.

3. Del acuerdo de cierre deberá darse traslado al ayuntamiento del término en que se 
ubique el establecimiento, instalación o servicio.

4. La clausura o cierre de establecimientos, instalaciones o servicios que no cuenten con 
las autorizaciones o registros sanitarios preceptivos, o la suspensión de su funcionamiento 
hasta tanto se rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos por razones de 
sanidad, higiene o seguridad y la retirada del mercado precautoria o definitiva de bienes o 
servicios por razones de salud y seguridad no tienen el carácter de sanción.
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Artículo 147.  Sanción accesoria de decomiso de mercancías.
1.– En la misma resolución sancionadora, podrá acordarse como sanción accesoria, el 

decomiso de las mercancías adulteradas, deterioradas, falsificadas, fraudulentas, no 
identificadas o que puedan suponer riesgo para las personas consumidoras o usuarias. 
Cuando, pudiendo resultar de lícito comercio tras las modificaciones que procedan, su valor, 
sumado a la multa, no guarde proporción con la gravedad de la infracción, podrá no 
acordarse tal medida o acordarse solo parcialmente para que sea proporcional.

2.– La resolución acordará el destino final que deba darse a las mercancías 
decomisadas. En todo caso, dichas mercancías deberán destruirse si su utilización o su 
consumo constituyen un peligro para la salud.

3. Los gastos que originen las operaciones de intervención, depósito, decomiso, 
transporte, distribución y destrucción de las mercancías objeto de los hechos sancionados 
serán a cuenta de la persona responsable de la infracción.

 

Artículo 148.  Sanción accesoria de publicidad.
1. Por razones de ejemplaridad y en evitación de futuras conductas infractoras y siempre 

que concurra riesgo para la salud o seguridad de las personas consumidoras y usuarias, 
reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o acreditada intencionalidad en la 
infracción, la resolución sancionadora podrá acordar, como sanción accesoria, la publicidad 
de las sanciones impuestas.

2. La publicidad hará referencia a los nombres y apellidos o razón social de la persona 
responsable de la infracción, los hechos y el tipo de infracción cometida.

3. La publicación de estos datos se realizará, una vez que la resolución sancionadora 
sea firme en vía administrativa, a través de los medios de comunicación social que se 
estimen más adecuados a la finalidad de la sanción.

4. El coste de dicha publicación será sufragado por la persona empresaria sancionada.

Sección 2.ª Graduación de las sanciones

Artículo 149.  Criterios de graduación.
1. Para determinar la cuantía y extensión de las sanciones que hay que imponer se 

tendrán en cuenta las circunstancias agravantes, atenuantes y mixtas contempladas en los 
artículos siguientes.

2. La concurrencia de dichas circunstancias no supondrán un cambio en la calificación 
jurídica de la infracción.

3. Cuando no concurra ninguna circunstancia agravante ni atenuante, se impondrá la 
sanción en su grado medio.

4. Si concurre una o varias circunstancias agravantes, se impondrá la sanción en su 
grado máximo.

5. Si concurren una o más circunstancias atenuantes, se impondrá la sanción en su 
grado mínimo.

6. Se podrán compensar las circunstancias agravantes con las atenuantes.
7. No se tendrán en cuenta, para graduar la sanción, las circunstancias agravantes o 

atenuantes que ya hayan sido consideradas en la definición del tipo infractor o en su 
calificación.

8. La imposición de las sanciones pecuniarias se hará de manera que la comisión de las 
infracciones no resulte más beneficiosa que el cumplimiento de las normas infringidas, con 
respeto del principio de proporcionalidad.

Artículo 150.  Circunstancias agravantes.
Son circunstancias agravantes:
a) Aprovecharse de la posición relevante de la persona infractora en el mercado.
b) La afección directa a personas especialmente vulnerables, cuando tal condición tenga 

relación con los hechos constitutivos de infracción.
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c) La utilización de métodos, sistemas de contratación o interpretaciones normativas con 
el fin de eludir la aplicación de una norma protectora de las personas consumidoras y 
usuarias.

d) La voluntad manifiesta de no reparar los perjuicios causados a las personas 
consumidoras y usuarias.

e) Aprovecharse de una posición de poder respecto de una persona consumidora o 
usuaria o de una situación en la que la libertad de elección de esta se encuentre mermada 
por cualquier circunstancia.

Artículo 151.  Circunstancias atenuantes.
Son circunstancias atenuantes las siguientes:
a) Que la infracción se haya cometido por simple inobservancia de las normas derivada 

de error o ignorancia.
b) Que la persona responsable de la infracción colabore activamente con la 

Administración competente en materia de consumo, con la finalidad de disminuir o reparar 
las consecuencias derivadas de la comisión de la infracción.

c) El sometimiento de los hechos al arbitraje de consumo o a otro arbitraje institucional.

Artículo 152.  Circunstancias mixtas.
Son aquellas circunstancias que, en función de la naturaleza, motivos o efectos de la 

infracción, pueden agravar o atenuar la responsabilidad. Son circunstancias mixtas las 
siguientes:

a) El volumen de negocio en relación con los hechos objeto de la infracción y la 
capacidad económica de la persona empresaria.

b) La cuantía del beneficio ilícito obtenido.
c) Los daños o perjuicios causados a las personas consumidoras o usuarias.
d) El número de personas consumidoras o usuarias afectadas.
e) El grado de intencionalidad.

Artículo 153.  Reducción de sanciones pecuniarias.
1. En caso de que la sanción propuesta consista únicamente en la imposición de una 

multa, su importe se reducirá en un 20 por ciento cuando la persona responsable de la 
infracción reconozca su responsabilidad, mostrando su conformidad con el contenido de la 
resolución de inicio del procedimiento sancionador y renuncie a la presentación de recursos 
en vía administrativa.

2. El importe de la sanción propuesta se reducirá además en otro 20 por ciento cuando la 
persona responsable de la infracción realice el pago voluntario de la sanción antes de 
dictarse la resolución sancionadora y renuncie a la presentación de recursos en vía 
administrativa.

3. Se aplicará una reducción del 40 por ciento sobre el importe de la sanción propuesta, 
cuando la persona responsable de la infracción acredite haber compensado 
satisfactoriamente los daños y perjuicios ocasionados a las personas consumidoras y 
usuarias. La reducción, en su caso, tendrá carácter acumulativo a las señaladas en los 
apartados 1 y 2 de este artículo y no procederá cuando se hayan producido intoxicación, 
daños personales, enfermedad o muerte o concurran indicios racionales de la comisión de 
delitos.

4. La interposición de recursos administrativos supondrá la pérdida de la reducción 
realizada.

Sección 3.ª Otras disposiciones

Artículo 154.  Publicación de infracciones cometidas.
1. Con la finalidad de que las personas consumidoras y usuarias conozcan las 

infracciones cometidas en materia de consumo y puedan prevenir la continuidad de las 
conductas ilícitas, Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo podrá dar a conocer 
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públicamente una relación sucinta de las infracciones que hayan sido objeto de resolución 
firme en vía administrativa durante los tres años anteriores.

2. Dicha relación podrá contener la indicación de los nombres y apellidos o razón social 
de las personas responsables de la infracción, los hechos y el tipo de infracciones cometidas 
y la cuantía de la sanción impuesta.

3. La publicación a que se refiere el presente artículo no tendrá carácter de sanción.

Artículo 155.  Rectificaciones públicas.
Si la sanción se impone por infracciones en materia de publicidad, podrá exigirse a la 

persona responsable de la infracción, de oficio o a instancia de las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias, que publique a sus expensas y en condiciones análogas a las 
iniciales, una rectificación pública, que no tendrá carácter de sanción.

Artículo 156.  Indemnización de daños y perjuicios.
1. Con independencia de las sanciones establecidas por la presente ley, en la misma 

resolución sancionadora podrá preverse, como obligación de la persona responsable de la 
infracción, la reposición de la situación alterada por la infracción a su estado original y, en su 
caso, la devolución de las cantidades indebidamente percibidas y el importe de los demás 
daños y perjuicios que hayan sido acreditados.

2. En tales supuestos, cuando la persona consumidora o usuaria perjudicada no tenga la 
condición de parte interesada en el procedimiento sancionador, se le dará audiencia con 
objeto de que pueda acreditar los daños y perjuicios sufridos y formular las alegaciones que 
tenga por conveniente.

3. De no satisfacerse la indemnización en el plazo que al efecto se determine, se 
procederá a su cobro por la vía de apremio.

4. El importe de la indemnización, una vez que sea cobrado por la Administración, se 
reintegrará a la persona consumidora o usuaria perjudicada.

5. Contra la resolución que ponga fin al procedimiento podrán interponerse los recursos 
administrativos y jurisdiccionales que procedan.

Artículo 157.  Efectos de las sanciones sobre la concesión de subvenciones.
Podrá denegarse la concesión de una ayuda o subvención con cargo a los Presupuestos 

Generales de la Comunidad Autónoma cuando la empresa haya sido sancionada en los dos 
años anteriores a su convocatoria por la comisión de una infracción grave o muy grave de 
las reguladas en esta ley.

CAPÍTULO V
Responsabilidad por infracciones

Artículo 158.  Sujetos responsables.
1. Serán responsables de las infracciones tipificadas en esta ley aquellas personas 

físicas o jurídicas a las que, por acción u omisión, les sean imputables.
2. En particular, serán responsables, salvo prueba que acredite la responsabilidad de un 

tercero:
a) De las infracciones cometidas en productos envasados, etiquetados o cerrados con 

cierre íntegro:
– La firma o razón social que figure en el envase o etiqueta, presentación o publicidad. 

Dicha persona empresaria podrá eximirse de su responsabilidad si acredita su falsificación o 
incorrecta manipulación por terceras personas, a quienes se imputará la infracción.

– Quien distribuya, comercialice y envase dichos productos.
– Cuando la infracción consista en no utilizar el idioma exigible legal o 

reglamentariamente en el etiquetado o presentación del producto, quien lo distribuya o 
comercialice.
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– De las infracciones cometidas en relación con los productos comercializados con 
marca propia, genérica o de distribución, tanto la persona titular de la marca como quien los 
fabrique.

b) De las infracciones cometidas en productos que carezcan de etiquetado, cuando en la 
etiqueta no conste la identificación de la persona empresaria, o se vendan a granel, la 
persona tenedora.

c) De las infracciones relacionadas con la falta de conformidad de los productos, la 
persona o entidad proveedora o distribuidora.

Cuando a la persona consumidora o usuaria le resulte imposible o le suponga una carga 
excesiva dirigirse frente a la persona o entidad proveedora o distribuidora, podrá reclamar 
directamente a la persona o entidad productora, la cual responderá por la falta de 
conformidad cuando ésta se refiera al origen, la identidad o la idoneidad de los productos, de 
acuerdo con su naturaleza y finalidad y con las normas que los regulan.

d) De las infracciones cometidas por incumplimiento del régimen establecido en materia 
de garantías, así como del derecho de desistimiento reconocido legal o contractualmente, 
responderá la persona o entidad proveedora o distribuidora, salvo que no sea posible 
dirigirse contra ella, o ello constituya una carga excesiva, en cuyo caso, será responsable 
quien produzca los bienes.

e) De las infracciones cometidas en la prestación de servicios, la persona física o jurídica 
con la que se contrató la prestación del servicio o la que resulte legalmente obligada a 
prestarlo.

3. En el supuesto de infracciones cometidas en bienes procedentes de otros países de la 
Unión Europea o de estados que no formen parte de esta, se considerará responsable a la 
persona física o jurídica que en primer lugar introduzca o ponga en circulación el producto en 
el mercado español.

4. Cuando una infracción sea imputada a una persona jurídica, podrán ser consideradas 
responsables también las personas físicas que integren sus órganos rectores o de dirección, 
así como las personas técnicas responsables de la elaboración y el control de los productos 
o servicios en relación con los cuales se ha producido la infracción, de acuerdo con la 
legislación vigente en materia societaria.

Quedará exonerada de responsabilidad quien, formando parte de los órganos rectores o 
de dirección de la persona jurídica infractora, acredite su negativa o voto en contra en 
relación con las actuaciones constitutivas de la infracción.

5. La actuación infractora de una persona empresaria podrá ser imputada también a las 
personas físicas o jurídicas que la controlen o mantengan con ella un contrato de franquicia 
o de venta o comercialización en exclusiva de sus productos y servicios.

6. Las personas prestadoras de servicios de la sociedad de la información serán 
responsables de las acciones u omisiones que les sean imputables, en los términos 
establecidos por la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información 
y de comercio electrónico o norma que la sustituya.

7. Si en la comisión de la infracción concurren varias personas, responderán 
solidariamente todas ellas.

Artículo 159.  Responsabilidad por representación.
Quien se presente en el mercado como representante, actúe en nombre de otra 

empresa, haga ostentación pública de esta condición o actúe como si la tuviera, será 
responsable solidario con la empresa representada, salvo que se acredite ausencia de 
vinculación entre ellas.

Artículo 160.  Responsabilidad del receptor de la contraprestación.
Sin perjuicio de lo establecido en los preceptos anteriores, será también responsable de 

las infracciones cometidas en el marco de una relación de consumo, quien reciba una 
contraprestación de la persona consumidora o usuaria, sin perjuicio de su derecho de 
repetición frente a quien considere responsable.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 59  Ley del Estatuto de las personas consumidoras y usuarias

– 1401 –



CAPÍTULO VI
Prescripción y caducidad

Artículo 161.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones tipificadas en esta ley prescribirán:
a) A los cinco años, las infracciones muy graves.
b) A los tres años, las infracciones graves.
c) Al año, las infracciones leves.
2. El plazo de prescripción de las infracciones no comenzará a computar hasta que esta 

se manifieste o exteriorice y, en el caso de infracciones continuadas, solo cuando finalice la 
acción infractora o el último acto con que la infracción se consume.

En los supuestos de concurrencia de infracciones o de infracciones conexas, el plazo de 
prescripción será el que corresponda a la infracción más grave.

3. Interrumpirán la prescripción las actuaciones judiciales en el ámbito penal sobre los 
mismos hechos o sobre otros hechos conexos cuya separación de los constitutivos de la 
infracción de la normativa de consumo sea jurídicamente imposible, de manera que la 
sentencia que pudiera recaer vinculará a la Administración actuante.

4. Igualmente interrumpirá la prescripción de las infracciones la iniciación de 
procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora por los mismos hechos, con 
conocimiento de la persona interesada, sobre la base de normativa sectorial si, finalmente, 
apreciándose identidad de fundamento, procediese la aplicación preferente de la normativa 
de consumo. En estos supuestos, se reiniciará el cómputo del plazo de prescripción si el 
expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable 
a la presunta persona responsable.

Artículo 162.  Caducidad del procedimiento.
1. Se producirá la caducidad del procedimiento sancionador en caso de no haber recaído 

resolución transcurridos nueve meses desde su iniciación.
2. Si se acuerda la acumulación en un único procedimiento de infracciones que hasta 

entonces se tramitaban separadamente, el plazo para dictar resolución se contará desde el 
acuerdo de iniciación del último de los procedimientos incoados.

Artículo 163.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones establecidas en aplicación de esta ley prescribirán al término de los 

siguientes plazos: leves, al año; graves, a los tres años; y muy graves, a los cinco años.
2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 

a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya 
transcurrido el plazo para recurrirla. Interrumpirá la prescripción en estos supuestos la 
iniciación, con conocimiento de la persona interesada, del procedimiento de ejecución, 
volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por causa no 
imputable a la persona infractora. En el caso de desestimación presunta del recurso de 
alzada interpuesto contra la resolución por la que se impone la sanción, el plazo de 
prescripción de la sanción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que 
finalice el plazo legalmente previsto para la resolución de dicho recurso.

Disposición adicional primera.  Plazo de adaptación de las obligaciones del artículo 83.1.
La puesta a disposición de las personas consumidoras y usuarias de los elementos 

indicados el artículo 83.1 se efectuará antes de transcurrido un año desde la entrada en 
vigor de la ley tanto por las entidades que presten servicios de carácter básico de interés 
general como por los establecimientos calificados como grandes establecimientos 
comerciales por la legislación vigente en materia de actividad comercial.
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Disposición adicional segunda.  Cuestionario sobre el cumplimiento de los derechos 
lingüísticos.

Las entidades que presten servicios de carácter básico de interés general y los 
establecimientos calificados como grandes establecimientos comerciales por la legislación 
vigente remitirán al departamento competente en materia de consumo, cada cinco años o 
con la periodicidad que aquel determine, un cuestionario que les será facilitado a fin de 
identificar las actuaciones efectuadas en materia de derechos lingüísticos contemplados en 
este estatuto.

La confección del cuestionario, así como la evaluación de la información recibida, será 
realizada conjuntamente con el órgano competente en materia de política lingüística, y 
servirá de base para identificar la activación de las políticas necesarias para impulsar el 
cumplimiento de los derechos lingüísticos de las personas consumidoras y usuarias.

Disposición transitoria primera.  Requisitos de las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias representativas.

Hasta que se desarrolle reglamentariamente lo dispuesto por el artículo 62, se entenderá 
que los requisitos de implantación territorial, número de personas asociadas y programa de 
actividades de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias representativas, en 
todo lo que no sea contario a la presente ley, son los regulados por el Decreto 249/1985, de 
30 de julio, por el que se modifica el Decreto de 17 de agosto de 1981, sobre creación del 
Censo de Asociaciones de Consumidores, según lo establecido en la Ley sobre el Estatuto 
del Consumidor o disposición que la sustituya.

Disposición transitoria segunda.  Hojas de reclamaciones.
1. Hasta que no se desarrolle reglamentariamente lo dispuesto por el artículo 90 sobre 

hojas de reclamaciones, continuará vigente, en todo lo que no sea contrario a la presente 
ley, el Decreto 142/2014, de 1 de julio, de hojas de reclamaciones de consumo y del 
procedimiento de atención de quejas, reclamaciones y denuncias de las personas 
consumidoras y usuarias.

2. En ausencia de regulación específica, las hojas de reclamaciones electrónicas se 
ajustarán, en cuanto a su contenido, al modelo de hojas de reclamaciones del Anexo I de 
dicho decreto.

Disposición transitoria tercera.  Documento justificativo de consumo.
Las personas proveedoras de bienes o servicios mediante máquinas automáticas y que 

no hagan uso de la posibilidad prevista en el artículo 25.3, dispondrán de un plazo de dos 
años a partir de la entrada en vigor de la presente ley para la adecuación de estas, de cara 
al cumplimiento de la entrega de documento acreditativo de la relación de consumo.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
Quedan derogados:
1. La Ley 6/2003, de 22 de diciembre, de Estatuto de las Personas Consumidoras y 

Usuarias.
2. El Decreto 123/2008, de 1 de julio, sobre los derechos lingüísticos de las personas 

consumidoras y usuarias, en la medida en que se oponga a lo dispuesto en la presente ley.

Disposición final.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del País Vasco».
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§ 60

Decreto-ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación de los 
equipamientos comerciales

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5534, de 28 de diciembre de 2009

«BOE» núm. 15, de 18 de enero de 2010
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2010-738

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Gobierno ha aprobado y yo, en nombre del 

Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 67.6.a) del Estatuto de Autonomía de 
Cataluña, promulgo el siguiente Decreto-ley 1/2009, de 22 de diciembre, de Ordenación de 
los Equipamientos Comerciales.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La actividad comercial ha sido un factor determinante en la configuración y crecimiento 

de las ciudades europeas, especialmente en nuestro ámbito mediterráneo. Los lugares 
donde tradicionalmente se ha implantado el comercio han configurado los centros históricos 
de nuestros pueblos, ciudades y barrios y han tenido y siguen teniendo una incidencia 
innegable y determinante en la ordenación física del territorio.

La implantación del comercio ha sido sometida a criterios racionales de ordenación 
basados en parámetros que tienen como objetivo la protección de determinadas 
necesidades dotacionales básicas, fundamentadas en el interés general. La consecuencia 
ha sido que las ciudades y pueblos se han convertido en núcleos más compactos, más 
autosuficientes y socialmente más cohesionados, en los que el comercio ha ejercido una 
innegable función aglutinadora. Unas ciudades compactas que contribuyen a reducir la 
movilidad y evitar desplazamientos innecesarios. Unas ciudades equilibradas en las que el 
uso residencial se combina de una manera armónica, entre otras, con las actividades 
comerciales y de servicios. Unas ciudades socialmente cohesionadas que garantizan que los 
ciudadanos y ciudadanas, independientemente que tengan, o no, posibilidades de 
desplazarse, puedan satisfacer sus necesidades a partir de servicios públicos accesibles.

En este sentido, para poder disfrutar de unas poblaciones mejores para todo el mundo 
hay que promover una gestión urbana sostenible en la que el suelo tiene que ser tratado 
como un recurso limitado que se ha de utilizar de la manera más eficiente posible, 
delimitando la localización de los grandes proyectos comerciales de manera estratégica, con 
el fin de asegurar la accesibilidad mediante los transportes públicos disponibles. De la misma 
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manera, la adopción de criterios de gestión urbana sostenible es necesaria con el fin de 
obtener el mejor partido posible de los beneficios de la proximidad y de la aplicación de 
estrategias adelantadas de ahorro de recursos, con la finalidad de evitar el incremento de los 
efectos nocivos sobre el medio ambiente que comportan determinadas implantaciones 
comerciales periféricas. Éste precisamente es el sentido de los planteamientos formulados 
por los representantes de los distintos Estados de la Unión en la reunión de Potsdam con 
respecto a la Estrategia Territorial Europea por un desarrollo equilibrado y sostenible, en los 
que ya se reconocía la necesidad de control sobre la expansión territorial urbana para poder 
garantizar el crecimiento sostenible de las ciudades. Por este motivo es necesario adoptar el 
concepto de compacidad como uno de los principales criterios que han de presidir el 
desarrollo urbanístico con el fin de poder alcanzar los objetivos de preservación 
medioambiental fijados.

La experiencia acumulada a partir de la ordenación de los equipamientos comerciales en 
Cataluña y más concretamente a partir de la Ley 18/2005 de equipamientos comerciales, 
permite afirmar que la normativa ha contribuido a configurar este modelo territorial y a 
potenciar los núcleos urbanos respecto de las periferias, en consonancia con los principios 
fundamentales del desarrollo urbanístico del país.

En definitiva, se ha reforzado el papel de las ciudades en el territorio, se ha contribuido a 
potenciar la actividad en los núcleos urbanos, evitando, a su vez, problemas de accesibilidad 
y contaminación.

II
Por otra parte, el artículo 121.1 del Estatuto de Autonomía atribuye a la Generalidad de 

Cataluña la competencia exclusiva en materia de comercio que, en todo caso, incluye la 
determinación de las condiciones administrativas para el ejercicio de la actividad comercial y, 
entre otras cuestiones, la clasificación y la planificación territorial de los equipamientos 
comerciales, la regulación de los requisitos y del régimen de instalación, ampliación y cambio 
de actividad de los establecimientos y la adopción de medidas de policía administrativa en 
relación a la disciplina del mercado.

Teniendo en cuenta esta competencia exclusiva de la Generalidad y lo que establece el 
artículo 113 del Estatuto de autonomía, es necesario adaptar la normativa reguladora de la 
ordenación de los equipamientos comerciales a lo que establece la Directiva 2006/123/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre, relativa a los servicios en el 
mercado interior. Esta adaptación debe preservar la prosecución de determinados objetivos 
fundamentados en razones imperiosas de interés general de tipo urbanístico, 
medioambiental y de preservación del patrimonio histórico-artístico, que ampara la propia 
Directiva y que se concretan al garantizar el ejercicio de la libertad de establecimiento y la 
libre prestación de servicios en el ámbito territorial de Cataluña; establecer las directrices a 
las que se deben adecuar los establecimientos comerciales con el fin de satisfacer las 
necesidades de la ciudadanía, e impulsar un modelo de urbanismo comercial basado en la 
ocupación y la utilización racional del territorio, con usos comerciales que permitan un 
desarrollo sostenible; contribuir al establecimiento de modelos de ocupación del suelo que 
eviten al máximo la dispersión en el territorio; reducir la movilidad y evitar desplazamientos 
innecesarios, tanto de personas como de mercancías que congestionen las infraestructuras 
públicas e incrementen la contaminación atmosférica derivada del tráfico de vehículos 
inherente a la dinámica de funcionamiento de determinados tipos de establecimientos 
comerciales; potenciar el modelo de ciudad en el cual el uso residencial se armoniza con las 
actividades comerciales y de servicios; garantizar el aprovisionamiento, la diversidad de 
oferta y la multiplicidad de operadores en un modelo de ciudad que ofrezca las mismas 
posibilidades para todos los ciudadanos y ciudadanas; favorecer el equilibrio territorial en 
todas las comarcas y zonas urbanas de los municipios, para que se pueda disponer de una 
red de servicios comerciales suficiente y adaptada a las demandas de las personas 
consumidoras y usuarias de todo el territorio; alcanzar un alto nivel de protección de las 
personas y del medio ambiente en conjunto, para garantizar la calidad de vida, mediante la 
utilización de los instrumentos necesarios que permitan prevenir, minimizar, corregir y 
controlar los impactos ambientales que la implantación de establecimientos y el ejercicio de 
las actividades comerciales comportan y favorecer un desarrollo económico sostenible, con 
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los mínimos condicionantes posibles, en coherencia con los objetivos establecidos de 
preservación del medio ambiente.

Además, atendiendo a la experiencia alcanzada, junto con la evolución constante 
inherente a la actividad comercial, es aconsejable adecuar los mecanismos necesarios para 
conseguir los objetivos mencionados adaptando los criterios de valoración y de planificación 
a la realidad actual del territorio, teniendo en cuenta las competencias atribuidas a la 
Generalidad de Cataluña en materia de ordenación del territorio y urbanismo por el artículo 
149 del Estatuto de Autonomía. En esta línea, hay que introducir una distinción entre los 
establecimientos comerciales en función de su localización en el territorio, en concordancia 
con la planificación territorial y urbanística, teniendo en cuenta, especialmente, su incidencia 
sobre la movilidad, el medio ambiente y el patrimonio histórico-artístico.

Esta distinción se materializa, tanto en relación a la previsión de localización como en 
relación con el nivel de la intervención administrativa.

Con respecto a la localización de los establecimientos comerciales, en coherencia con 
los preceptos del Texto refundido de la Ley municipal y de régimen local de Cataluña, 
aprobado por el Decreto legislativo 2/2003, de 28 de abril, la posibilidad de implantarse está 
directamente relacionada con el catálogo de servicios del que han de disponer estos 
municipios. Así, se garantiza una respuesta adecuada a los impactos medioambientales –por 
lo que se refiere al tratamiento de residuos– y sobre la movilidad generada –por lo que se 
refiere a la disponibilidad de transporte urbano colectivo– que puedan generar las nuevas 
implantaciones comerciales. En esta línea, los municipios de menos de 5.000 habitantes 
pueden acoger establecimientos comerciales de hasta 800 metros cuadrados de superficie 
de venta, los municipios de entre 5.000 y 50.000 habitantes o asimilados y las capitales de 
comarca, pueden acoger establecimientos comerciales hasta 2.500 metros cuadrados de 
superficie de venta y son los municipios de más de 50.000 habitantes, o asimilados, y las 
capitales de comarca, los que pueden acoger los establecimientos de una superficie de 
venta igual o superior a 2.500 metros cuadrados.

Con respecto a la profundización de la intervención administrativa, a partir de los 1.300 
metros cuadrados de superficie de venta, se requiere una comunicación dirigida al 
departamento competente en materia de comercio de la Generalidad, que será el organismo 
encargado de velar por el control y la verificación de los datos mediante el mecanismo de la 
declaración responsable.

Además, en base a los estudios previos realizados, los establecimientos comerciales que 
superan los 2.500 metros cuadrados de superficie de venta, están sometidos a una licencia 
comercial para el otorgamiento de la cual, se valoran, entre otras, cuestiones específicas 
relacionadas con el impacto que generan en el medio ambiente, en la movilidad y en el 
paisaje.

III
El uso comercial se puede materializar en diferentes categorías de establecimientos. En 

función de los argumentos expuestos, y en determinados casos excepcionales, deben 
someterse a sistemas de control previo para su implantación, ampliación y cambio de 
actividad, siempre buscando el objetivo de la compacidad, con el fin de alcanzar el equilibrio 
territorial, con el mínimo impacto medioambiental posible, teniendo en cuenta la 
disponibilidad y previsiones relativas a la red viaria, las infraestructuras y el transporte 
público. Asimismo, y dentro del marco de desarrollo de políticas medioambientales y de 
movilidad, este Decreto-ley hace referencia a criterios a tener en cuenta en el procedimiento 
para el análisis de las implantaciones comerciales, ya sea mediante mecanismos de 
declaración responsable o de informes vinculantes emitidos por otras administraciones, 
evaluados dentro del marco del procedimiento establecido para el otorgamiento de las 
licencias comerciales.

En este sentido, la idoneidad y proporcionalidad de este mecanismo de control previo al 
ejercicio de determinadas actividades comerciales, que se regula en este Decreto-ley y que 
se concreta en aquellos establecimientos con una superficie de venta superior a 1.300 
metros cuadrados, se justifica por los perjuicios irreparables o de difícil reparación y 
cuantificación –tanto para los propios operadores como para terceros y para los bienes 
jurídicos a proteger–, inherentes a cualquier otro sistema de control a posteriori, vista la 
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magnitud del impacto comporta la ejecución y puesta en funcionamiento de los proyectos 
comerciales que están sujetos, con los correspondientes perjuicios añadidos que podría 
deriavarse del cese de una actividad económica de envergadura que ya se encuentre en 
funcionamiento.

Este mecanismo de control previo prevé examinar en primer lugar la adecuación del 
proyecto al planeamiento urbanístico vigente y a la localización adecuada en base a este 
Decreto-ley. Posteriormente, y de acuerdo con los correspondientes indicadores, se valora el 
impacto medioambiental del proyecto –a nivel de estructura y de funcionamiento del 
establecimiento– sobre el territorio, con especial atención a la incidencia que pueda tener 
sobre la red viaria, las infraestructuras públicas y el transporte público existente y previsible, 
teniendo en cuenta también las medidas encaminadas a favorecer la sostenibilidad 
ambiental, la protección de posibles afectaciones sobre el patrimonio cultural y a la 
respuesta a las demandas de las personas consumidoras y de la ciudadanía en general.

IV
La Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, relativa a los servicios de mercado 

interior (DSMI) supone un punto de inflexión en las relaciones entre el sector empresarial y 
las administraciones públicas, y, en consecuencia, con la actividad comercial y la 
implantación de sus equipamientos. Efectivamente, la DSMI supone, con respecto a la 
actividad económica y comercial, un cambio conceptual que favorece el régimen de 
comunicación sobre el de autorización e impulsa la interoperabilidad y coordinación entre los 
diferentes niveles administrativos que intervienen. Asimismo, este cambio ofrece la 
oportunidad de realizar una mejora sustancial a nivel operativo y organizativo en el ámbito de 
la simplificación administrativa y la tramitación electrónica con la puesta en funcionamiento 
de la Ventanilla Única Empresarial que la propia Directiva impulsa.

Asimismo, la DSMI hace necesaria la adaptación normativa de una parte importante de 
la regulación existente en el sector empresarial, y efectivamente, la ordenación de los 
equipamientos comerciales no es una excepción, de manera que el contenido del presente 
Decreto-ley recoge unos cambios sustanciales respecto a la anterior regulación los cuales 
están en plena sintonía con los pilares fundamentales en los que se sustenta la DSMI. En 
primer lugar, la importante tarea de simplificación administrativa que supone la ampliación 
del régimen de comunicación versus el de autorización y la eliminación de aportación de 
documentación en especial aquélla que se genera en cualquiera de las administraciones 
públicas. En segundo lugar, el impulso de los medios electrónicos, que supone un 
incremento importante de la accesibilidad a las administraciones públicas, un acercamiento 
al sector comercial y, en definitiva, una importante supresión de barreras que debe servir 
para impulsar la actividad económica. Finalmente, la DSMI destaca la importancia de la 
implantación de la Ventanilla Única Empresarial, cuya finalidad es desarrollar un importante 
papel de apoyo al prestador o prestadora de la actividad empresarial, concentrando las 
informaciones que necesita, y facilitar la tramitación administrativa, sea cuál sea la autoridad 
administrativa que detenta las competencias. Todos estos aspectos fundamentales de la 
DSMI están reflejados en el presente Decreto-ley.

En estos últimos años las administraciones públicas en general y la Administración de la 
Generalidad de Cataluña en particular, han realizado especiales esfuerzos con el fin de 
mejorar sus relaciones con la ciudadanía, incorporando el uso de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, modernizando su prestación de servicios y sobre todo 
obligándose a realizar las adaptaciones jurídicas, tecnológicas y organizativas necesarias 
que permitan garantizar los derechos de la ciudadanía a relacionarse por medios 
electrónicos. Por lo tanto, hace falta una adaptación tanto a la DSMI como al resto de la 
normativa vigente en materia de simplificación administrativa y de administración electrónica. 
En este sentido son destacables las aportaciones de tres normas, una de carácter estatal, 
pero básica para todas las administraciones públicas y dos de carácter reglamentario para la 
Administración de la Generalidad.

En primer lugar, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos 
a los servicios públicos. Esta Ley contiene muchos aspectos destacables relacionados con el 
reconocimiento de los derechos de la ciudadanía a relacionarse con las administraciones 
públicas por medios electrónicos y en consecuencia las correspondientes obligaciones de las 
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administraciones públicas para garantizar el cumplimiento de estos derechos. Pero en 
relación con el presente texto normativo, hay que destacar los aspectos relacionados con la 
cooperación inter y intra administrativa (título IV) que se convierte en uno de los elementos 
fundamentales de este Decreto-ley de ordenación de los equipamientos comerciales. 
Efectivamente, del presente texto normativo destacan aquellos aspectos relacionados con la 
coordinación interna de las unidades administrativas de la Generalidad responsables de 
elaborar informaciones imprescindibles para la valoración en las licencias comerciales y que 
requieren una importante coordinación entre ellas con el fin de no imponer cargas 
innecesarias a la persona comerciante o promotora. Este aspecto tiene que ser impulsado 
necesariamente con el fin de poder hacer realidad la interoperabilidad de los sistemas de 
información y conseguir los propósitos de mejora en la tramitación que pretende este 
Decreto-ley. Pero también son destacables las necesidades de coordinación e 
interoperabilidad entre las diferentes administraciones públicas afectadas y en especial entre 
los ayuntamientos y la Administración de la Generalidad, que han de conseguir una 
importante fluidez en sus comunicaciones, mediante el uso de las plataformas tecnológicas 
corporativas existentes.

En segundo lugar, hay que destacar también la importante aportación al texto del 
presente Decreto-ley, de aquellos aspectos relacionados con la simplificación administrativa 
contenidos en el Decreto 106/2008, de 6 de mayo, de medidas para la eliminación de 
trámites y la simplificación de procedimientos para facilitar la actividad económica. La 
implantación de este Decreto ha permitido evaluar los importantes beneficios para la 
actividad económica que supone la aplicación de un modelo simple de relación con la 
ciudadanía, mediante el uso de las declaraciones responsables (capítulo II) y la 
comprobación a posteriori de los datos declarados, así como las actuaciones necesarias 
para facilitar y simplificar la relación entre la Administración de la Generalidad y las 
empresas (capítulo I). La aplicación de este modelo supone también la realización de 
determinados cambios organizativos que permitan incidir en acciones de comprobación, 
inspección y si procede en una sanción administrativa, posterior al inicio de las actividades y 
en menor medida en los controles previos al inicio de la actividad económica.

Finalmente y en tercer lugar, el Decreto 56/2009 de 7 de abril, para el impulso y 
desarrollo de los medios electrónicos a la Administración de la Generalidad, en relación en la 
organización administrativa de la Generalidad, incide por un lado en el impulso de la 
interoperabilidad (capítulo III) y en la necesaria coordinación entre las diferentes 
administraciones públicas catalanas; y por otro, en todo lo que implica la tramitación 
electrónica, en la importancia de la simplificación previa de los trámites: cumplimiento de 
requisitos, aportación de documentos y en especial la eliminación de pasos innecesarios en 
los procedimientos. La implantación de servicios electrónicos es un deber, una obligación de 
las administraciones públicas que aportan una mayor proximidad, accesibilidad y 
transparencia a las relaciones de las administraciones con la ciudadanía, y que convierten 
en imprescindible la realización de determinadas actuaciones que afectan a tres ámbitos: 
actuaciones jurídicas, de las cuales el presente texto normativo es una muestra; actuaciones 
tecnológicas, que implican el uso de todas aquellas herramientas de carácter corporativo que 
permiten realizar los trámites por medios electrónicos; y finalmente de carácter organizativo, 
tanto con respecto a la simplificación procedimental como con respecto a las adaptaciones y 
cambios estructurales y en las formas de trabajar de los empleados y empleadas públicas 
que la han de llevar a cabo. Este Decreto-ley de ordenación de los equipamientos 
comerciales, perfectamente influenciado por todos estos referentes normativos, tanto de 
carácter europeo, estatal como nacional, pretende regular y ordenar la implantación de los 
establecimientos comerciales en Cataluña, con un espíritu de mejora y de proximidad propio 
de nuestros tiempos.

V
De acuerdo con lo que prevé el artículo 38 de la Ley 13/2008, de 5 de noviembre, de la 

presidencia de la Generalidad y del Gobierno, en relación con lo que determina el artículo 64 
del Estatuto de Autonomía de Cataluña esta disposición adopta la forma de Decreto-ley vista 
la extraordinaria y urgente necesidad de disponer de manera inmediata de un marco 
normativo regulador de los equipamientos comerciales adaptado a los principios y 
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prescripciones que establece la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior (DSMI). 
Según determina el artículo 44.1 de la DSMI los estados miembros disponen hasta el día 28 
de diciembre de 2009 para incorporar en su derecho interno, mediante las modificaciones e 
incorporaciones legales, reglamentarias y administrativas oportunas, con el fin de cumplir 
con lo que establece esta norma comunitaria, según obligación que dimana del artículo 249 
del Tratado constitutivo de la Unión.

En este sentido, la adaptación de la normativa en el ámbito de la ordenación de los 
equipamientos comerciales se ha visto impelida a llevarse a cabo en estos momentos por la 
concurrencia de diversos factores y por su propia complejidad. Por una parte, ha sido 
aprobada recientemente la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio, que incorpora al ordenamiento jurídico estatal la 
Directiva 2006/123/CE. Por otra parte, la DSMI y la mencionada Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, han evidenciado la necesidad de modificar la legislación estatal de ordenación 
del comercio minorista. Si bien, como se ha indicado anteriormente, la Generalidad de 
Cataluña ostenta competencia exclusiva para la regulación de los equipamientos 
comerciales, en los términos previstos por el artículo 121.1 del Estatuto de autonomía, 
también es cierto que no ha de ser ajena a las modificaciones en la referida normativa 
estatal y, en consecuencia, si se hubiera optado por adaptar la legislación de la ordenación 
de los equipamientos comerciales a la DSMI con carácter previo a la transposición efectuada 
por el legislador estatal, se podría haber propiciado una situación de inseguridad jurídica 
contraria al ordenamiento jurídico, que habría colocado a los operadores económicos de la 
distribución comercial que actúan en el territorio de Cataluña en la situación de disponer de 
un marco normativo autonómico adaptado a la Directiva y una normativa estatal todavía no 
traspuesta. La voluntad de evitar esta situación ha comportado que, al ser tan reciente el 
hecho de la aprobación de la legislación estatal mencionada y tan próxima la expiración del 
plazo para trasponer la Directiva, la adecuación de la normativa de ordenación de los 
equipamientos comerciales a la DSMI se convierta en una necesidad urgente que justifica la 
idoneidad del uso del Decreto-ley previsto en el artículo 64 del Estatuto de autonomía. 
Asimismo, el nuevo escenario legal, con la aplicación de la DSMI y las disposiciones 
estatales referidas anteriormente, igualmente aconsejan adoptar, con carácter de urgencia, 
esta medida legislativa extraordinaria con el fin de evitar situaciones que pueden comportar 
abundantes elementos de incertidumbre en relación con el marco legal aplicable a 
determinadas implantaciones comerciales, y las consecuencias que se puedan derivar del 
principio de efecto directo vertical que la jurisprudencia reconoce a determinados aspectos 
de las Directivas comunitarias.

Por lo tanto, la concurrencia de estas circunstancias justifican la necesidad extraordinaria 
y urgente de este Decreto-ley, de acuerdo con lo que prevé el artículo 38 de la Ley 13/2008, 
de 5 de noviembre, de la Presidencia de la Generalidad y del Gobierno.

VI
Este Decreto-ley se estructura en seis títulos (incluido el título preliminar), treinta y seis 

artículos, once disposiciones adicionales, nueve disposiciones transitorias, tres disposiciones 
derogatorias y cuatro disposiciones finales.

El título preliminar está dedicado al objeto y finalidad, ámbito de aplicación, y principios 
rectores de este Decreto-ley en el que figura también una relación de definiciones de 
determinados términos y conceptos a los efectos de lo que se establece en el articulado. En 
este apartado se especifican los elementos que determinan el alcance del Decreto-ley, los 
principios en los que se fundamenta y los objetivos que se persiguen de acuerdo con el 
marco jurídico establecido, tanto a nivel autonómico y estatal como comunitario.

En el título I se hace referencia a diversas fórmulas de clasificación de los 
establecimientos comerciales como herramienta para facilitar la interpretación y la aplicación 
del Decreto-ley. Así, en el artículo 6 se define detalladamente la clasificación por categoría 
de establecimiento dado que se determinan unos parámetros imprescindibles para articular y 
aplicar los mecanismos reguladores previstos en el Decreto-ley.

El título II está dedicado a la planificación y la ordenación del uso comercial. Consta de 
cuatro artículos donde se definen el concepto de trama urbana consolidada (TUC) y se 
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establecen los criterios y procedimientos para su delimitación. Asimismo, se relacionan las 
categorías de establecimientos con los diferentes ámbitos donde éstos son admitidos; y se 
regula como se incorporan los criterios de localización de los usos comerciales, previstos en 
este Decreto-ley, en los instrumentos de planificación urbanística.

En el título III se detallan los regímenes de intervención administrativa en la 
materialización del uso comercial. Además de los principios generales en que se fundamenta 
esta intervención administrativa, en este título también se establece cuáles son los criterios 
de valoración que de forma proporcionada y basados en razones imperiosas de interés 
general afectan al control de los establecimientos comerciales –localización, adecuación 
urbanística, movilidad generada, incidencia ambiental e impacto e integración paisajística–. 
También se regulan los procedimientos de los dos regímenes de intervención previstos –
comunicación y licencia comercial– para nuevas implantaciones, ampliaciones, cambios de 
actividad, remodelaciones y cambios de titularidad, así como los órganos a los que 
corresponde la competencia para su tramitación. Finalmente, se detalla el régimen jurídico 
de las correspondientes resoluciones y su vigencia y caducidad.

En el título IV se hace referencia al Plan de Competitividad del Comercio Urbano como 
instrumento que tiene por objeto contribuir a la mejora de la eficiencia del comercio poniendo 
al alcance del sector determinadas herramientas.

En el título V se determina, por una parte, cuáles son los órganos a los que corresponde 
intervenir tanto en la supervisión del cumplimiento de los preceptos contenidos en este 
Decreto-ley como en el control de las empresas con respecto a la libre y leal competencia en 
el ejercicio de la actividad comercial atribuido, en exclusiva, a la Autoridad Catalana de la 
Competencia, y de otra se establece el marco jurídico en el que se debe desarrollar el 
ejercicio de las competencias del personal inspector adscrito al Departamento competente 
en materia de comercio, así como la relación de los tipos infractores, los diferentes niveles 
de calificación de las infracciones y las medidas accesorias aplicables. También se hace 
referencia y se identifican las administraciones públicas que deben ejercer la potestad 
sancionadora, así como la normativa a que se ha de ajustar el procedimiento administrativo 
para sancionar las infracciones previstas en el presente Decreto-ley.

En las disposiciones adicionales, se reconocen, entre otras, facultades específicas al 
Ayuntamiento de Barcelona, según las características que le son propias de acuerdo con su 
condición de capital, específicamente reconocidas en la Carta Municipal; también se 
reconoce la especial incidencia que en el ámbito de los equipamientos comerciales tiene la 
Ley 2/1989, de 16 de febrero, de centros recreativos turísticos.

En las disposiciones transitorias, se regulan, entre otras, las previsibles situaciones de 
interinidad relativas a las tramas urbanas consolidadas y al régimen jurídico aplicable.

Las disposiciones derogatorias dejan sin efecto las normas que sustituye el presente 
Decreto-ley, salvo las situaciones de transitoriedad previstas, y también deroga de manera 
específica el capítulo II del título VII del mencionado Texto refundido de la Ley de tasas y 
precios públicos de la Generalidad de Cataluña, dado que desaparece la tasa vinculada a la 
tramitación de expedientes de análisis del grado de implantación de las empresas de 
distribución comercial, inherente al sistema de control económico a priori que se suprime con 
la regulación contenida en este Decreto-ley.

En las disposiciones finales se modifica el capítulo correspondiente a la tasa para la 
tramitación de la licencia comercial de la Generalidad regulada en el Texto refundido de la 
Ley de tasas y precios públicos de la Generalidad de Cataluña aprobado por el Decreto 
legislativo 3/2008, de 25 de junio, con el fin de adaptarla al nuevo procedimiento establecido, 
pero sin modificar su estructura y contenido. Por último, se prevé la entrada en vigor 
inmediata del Decreto-ley.

Por todo ello, en uso de la autorización que deriva del artículo 64 del Estatuto de 
Autonomía de Cataluña, a propuesta del Consejero de Innovación, Universidades y Empresa 
y de acuerdo con el Gobierno, decreto:
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TÍTULO PRELIMINAR
Objeto y finalidad, ámbito de aplicación, principios rectores y definiciones

Artículo 1.  Objeto del Decreto-ley.
El objeto de este Decreto-ley es establecer el marco jurídico al que se han de adecuar 

los establecimientos comerciales de los municipios de Cataluña.

Artículo 2.  Finalidad.
Este Decreto-ley tiene por finalidad regular la ordenación de los equipamientos 

comerciales en Cataluña y simplificar sus procedimientos de acuerdo con la Directiva 
2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006 (DOUE de 
27.12.06), relativa a los servicios en el mercado interior, y con la normativa de acceso 
electrónico de la ciudadanía a los Servicios Públicos, de eliminación de trámites y 
simplificación administrativa, y de impulso y desarrollo de los medios electrónicos en la 
Administración de la Generalidad.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
Quedan sometidos a este Decreto-ley los establecimientos en los que de manera regular 

se ejerce una actividad comercial.

Artículo 4.  Principios rectores del Decreto-ley.
4.1 Este Decreto-ley se fundamenta en los principios siguientes:
a) El principio general de libertad de empresa en el marco de la economía de mercado, 

dentro de una libre y leal competencia, modulada por las condiciones y disposiciones 
específicas que regulan la actividad comercial, las cuales en todo caso se han de basar en 
las premisas siguientes:

No discriminación.
Responder a necesidades justificadas por razones imperiosas de interés general.
Proporcionalidad de las medidas adoptadas por las razones imperiosas de interés 

general que las motivan.
Objetividad, claridad y transparencia.
Publicidad y accesibilidad.
b) El principio de cooperación, coordinación e interoperabilidad entre las 

administraciones, con el fin de alcanzar el máximo nivel de simplificación en los trámites 
administrativos, mediante la implantación de fórmulas como la «ventanilla única» y los 
medios electrónicos que permitan la formalización de los diferentes trámites previstos en 
este Decreto-ley a través de la red de las oficinas de gestión empresarial (OGE).

c) En la planificación de los equipamientos comerciales se deben tener en cuenta las 
diversas necesidades y expectativas del conjunto de la ciudadanía, evaluando su posibilidad 
de desplazamiento, así como la perspectiva de género para valorar aspectos y 
condicionantes específicos que afectan de manera distinta a mujeres y hombres.

4.2 Bajo estos principios se persiguen los objetivos siguientes:
a) El favorecimiento de la cohesión social, entendido como uno de los elementos que, 

junto con la cohesión ecológica, económica e institucional, conforman de manera conjunta e 
indisoluble la sostenibilidad pretendida, la cual implica necesariamente la prosecución de 
equilibrios económicos en lugar del tradicional crecimiento lineal y acumulativo; para 
garantizar, en este contexto, el aprovisionamiento, la diversidad de oferta y la multiplicidad 
de operadores en un modelo de ciudad que ofrezca las mismas posibilidades para todos los 
ciudadanos y ciudadanas y todos los sectores sociales, incluyendo en este objetivo la 
integración de las situaciones de dependencia.

b) La consecución del equilibrio territorial que garantice el acceso de todos los 
ciudadanos y ciudadanas a la red de servicios comerciales que se adapte a sus necesidades 
y exigencias.
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c) La potenciación de un modelo de ciudad compacta en que el uso residencial se 
armoniza con las actividades comerciales y de servicios, para fortalecer las estructuras 
comerciales como valores de la cultura mediterránea.

d) La reducción de la movilidad para evitar los desplazamientos innecesarios que 
congestionan las infraestructuras públicas e incrementan la contaminación atmosférica 
derivada del tráfico de vehículos.

e) Asegurar la adecuada protección de los entornos, incluidos los agrorurales y del 
medio ambiente urbano, rural y natural, reduciendo al máximo el impacto de las 
implantaciones sobre el territorio.

f) La preservación del suelo agrario, del patrimonio histórico-artístico y del paisaje de 
Cataluña, con el fin de evitar su destrucción, deterioro, sustitución ilegítima o 
transformaciones impropias, así como el impulso de su recuperación, rehabilitación y 
enriquecimiento, en concordancia con la normativa específica correspondiente.

Artículo 5.  Definiciones.
A efectos de este Decreto-ley y de las disposiciones que la desarrollen se entiende por:
a) Establecimiento comercial: Los locales, construcciones, instalaciones o espacios 

cubiertos o sin cubrir en los cuales se desarrollen actividades comerciales, tanto si estas 
actividades se desarrollan de manera continuada, periódica u ocasional e 
independientemente que se realicen con intervención de personal o con medios automáticos.

Quedan excluidos de esta consideración los espacios situados en la vía pública en los 
cuales se desarrollen mercados de venta no sedentaria, periódicos u ocasionales, 
debidamente autorizados por el respectivo ayuntamiento.

Los establecimientos comerciales pueden ser individuales o colectivos y se pueden 
clasificar teniendo en cuenta su superficie, el régimen de venta, el surtido y su relación con 
otros establecimientos.

b) Establecimientos de carácter colectivo: los integrados por un conjunto de 
establecimientos situados en uno o en diversos edificios en un mismo espacio comercial, en 
los cuales se llevan a cabo diferentes actividades comerciales.

Se entiende que dos o más establecimientos comparten un mismo espacio comercial si 
se da cualquiera de las circunstancias siguientes:

Acceso común desde la vía pública, de uso exclusivo o preferente de los comerciantes o 
clientes de la zona comercial.

Aparcamientos compartidos o adyacentes de uso preferente para los clientes de la zona 
comercial.

Servicios comunes para los comerciantes o para los clientes de la zona comercial.
Denominación o existencia de elementos que conforman una imagen común.
En todo caso se consideran establecimientos comerciales colectivos:
1. Centros comerciales, entendiendo como tales los que estén conformados por 

establecimientos comerciales que se encuentren situados dentro de un mismo edificio o en 
dos o más que estén comunicados y que hayan sido concebidos, localizados y gestionados 
como una unidad.

2. Galería comercial, es el conjunto de establecimientos minoristas de pequeña 
dimensión e independientes que comparten espacios comunes de circulación y 
determinados servicios. Las galerías comerciales pueden constituir por sí mismas un 
establecimiento comercial colectivo o a su vez formar parte de uno mayor.

3. Mercado municipal, es un establecimiento comercial colectivo de titularidad pública, 
que dispone de servicios comunes y requiere una gestión de funcionamiento también común, 
según las fórmulas jurídicas establecidas en la legislación de régimen local. El mercado está 
formado por un conjunto de locales comerciales, fundamentalmente de alimentación 
perecedera en régimen de venta personalizada, sin que ninguna de las empresas o grupo de 
empresas que los explotan pueda ocupar más del 60% de la superficie de venta del conjunto 
del mercado.

4. Recintos comerciales, cuando dos o más establecimientos se agrupan en diversos 
edificios en un mismo espacio comercial.
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No son recintos comerciales los establecimientos comerciales situados en los locales de 
los bajos de los edificios destinados a viviendas, hoteles u oficinas, siempre que estén 
ubicados dentro de la trama urbana consolidada.

c) Superficie de venta: Los espacios de los establecimientos comerciales en los que se 
exponen las mercancías, incluidos los espacios internos por los que puede transitar el 
público, los espacios en los que se efectúa el cobro de los artículos y/o servicios, y la 
superficie destinada a prestar servicios complementarios relacionados con los productos 
adquiridos y a la que puede acceder el público.

También se debe considerar superficie de venta la ocupada por las cajas, la superficie 
destinada a prestar servicios relativos a información, al pago, así como los espacios 
dedicados a la atención al público, y a servicios de reparación o manipulación, en general, 
de los productos adquiridos.

En los establecimientos comerciales que disponen de secciones de venta personalizada, 
se considera superficie de venta la zona ocupada por los vendedores detrás del mostrador, a 
la que no tiene acceso el público.

No constituyen superficie de venta, y por lo tanto se excluyen de su cómputo los 
espacios siguientes:

1) La superficie destinada a elaborar productos, cuando se haga exclusivamente en un 
lugar al que no tiene acceso el público.

2) Las superficies dedicadas exclusivamente a la restauración, a la comercialización de 
servicios, a actividades lúdicas en general, y específicas para niños y guarderías.

3) Las superficies de las zonas destinadas a carga, descarga y almacén, siempre que no 
sean accesibles al público.

4) La superficie de la zona destinada a oficinas.
5) La superficie de la zona destinada a aparcamiento siempre que en ella no se lleve a 

cabo ninguna actividad comercial.
6) Las superficies de las zonas destinadas a talleres, servicios técnicos y de personal a 

las que no tiene acceso el público.
7) Las superficies de todas las zonas en las que esté prohibido el acceso público.
8) En las nuevas implantaciones de establecimientos en formato supermercado, 

hipermercado y superficie especializada, la superficie comprendida entre las cajas y las 
puertas de salida, siempre que en esta zona no se desarrolle ninguna actividad comercial.

9) En los establecimientos comerciales de carácter colectivo, se excluyen, además, los 
espacios de libre circulación comunes al público en general, externos a los establecimientos 
individuales de los que forman parte. Este precepto no será de aplicación en el caso de los 
mercados municipales, donde sí computarán los espacios de libre circulación comunes al 
público en general.

10) Los lavabos para los clientes.
11) La zona ocupada por los surtidores de gasolina anexos a los establecimientos 

comerciales en que la actividad comercial se compagine con la venta de carburante.
d) Superficie edificada: La suma de todas las superficies cubiertas, correspondientes a 

las plantas que, de conformidad con las normas sobre ordenación urbanística, tengan la 
consideración de subterráneas, bajas y pisos. No computan las superficies en plantas 
subterráneas destinadas a aparcamiento o a carga y descarga.

e) Nueva implantación: El inicio de una nueva actividad comercial en un establecimiento 
determinado.

f) Ampliación: El aumento de la superficie de venta de un establecimiento determinado.
g) Cambio de actividad: El cambio o la modificación en el producto o gama de productos 

que esencialmente se ofrecen en un establecimiento determinado.
Se entiende que un establecimiento comercial se dedica esencialmente a la venta de un 

producto o gama de productos cuando destina, como mínimo, un 80% de su superficie de 
venta a estos productos.

h) Remodelación: cualquier modificación física, de la actividad o de las categorías de los 
establecimientos comerciales de un centro comercial o de una galería comercial que no 
implique una ampliación de la superficie de venta total autorizada.
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i) Cambio de titularidad: El cambio del titular de la actividad comercial, sin ninguna otra 
modificación ni en la estructura del establecimiento ni en el producto o gama de productos 
que esencialmente se ofrecen.

j) Parcela aislada: la parcela que no tiene ninguna linde común con otra parcela de 
aprovechamiento privado y que está rodeada, en todo su perímetro, por sistemas 
urbanísticos públicos.

TÍTULO I
Clasificación de los establecimientos comerciales

Artículo 6.  Tipos de clasificaciones.
A los efectos de lo que establece este Decreto-ley los establecimientos comerciales se 

clasifican por categoría de establecimiento, en función de su superficie de venta y de su 
singularidad.

1. Clasificación por categoría de establecimiento.
a) En razón de la superficie de venta:
Pequeños establecimientos comerciales (PEC): establecimientos, individuales o 

colectivos, con una superficie de venta inferior a 800 metros cuadrados.
Medianos establecimientos comerciales (MEC): establecimientos, individuales o 

colectivos, con una superficie de venta igual o superior a 800 metros cuadrados e inferior a 
1.300 metros cuadrados.

Grandes establecimientos comerciales (GEC): establecimientos, individuales o 
colectivos, con una superficie de venta igual o superior a 1.300 metros cuadrados e inferior a 
2.500 metros cuadrados.

Grandes establecimientos comerciales territoriales (GECT): establecimientos, 
individuales o colectivos, con una superficie de venta igual o superior a 2.500 metros 
cuadrados.

b) Por razón de la singularidad del establecimiento.
Establecimientos comerciales singulares (ECS): los establecimientos de venta al por 

mayor, los establecimientos dedicados esencialmente a la venta de automoción y 
carburantes, de embarcaciones y otros vehículos, de maquinaria, de materiales para la 
construcción y artículos de saneamiento, de pirotecnia, y los centros de jardinería y viveros.

Los establecimientos comerciales singulares se clasifican en pequeños establecimientos 
comerciales (PEC), medianos establecimientos comerciales (MEC), grandes 
establecimientos comerciales (GEC) y grandes establecimientos comerciales territoriales 
(GECT), de acuerdo con los tramos de superficie que establece la letra a.

2. Los mercados municipales se clasifican de acuerdo con las categorías que establece 
la letra a del apartado 1, en función de la superficie de venta de la que dispone el mayor 
local comercial que forma parte del mercado municipal.

3. Por reglamento pueden establecerse otras clasificaciones de los establecimientos 
comerciales a efectos estadísticos.

TÍTULO II
Planificación y ordenación territorial del uso comercial

Artículo 7.  Tramas urbanas consolidadas (TUC).
1. A los efectos de este Decreto-ley, se incluyen en la trama urbana consolidada de un 

municipio los ámbitos siguientes:
a) Los asentamientos de naturaleza compleja configurados por el casco histórico y sus 

ensanches donde, de acuerdo con el planeamiento urbanístico vigente, el uso residencial es 
dominante y compatible con el uso comercial.
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b) Las áreas residenciales plurifamiliares continuas a los asentamientos a los que hace 
referencia el apartado a), comprendidas dentro de suelo urbano o suelo urbanizable con 
ordenación urbanística detallada aprobada y vigente donde, de acuerdo con el planeamiento 
urbanístico el uso residencial es dominante y los usos comerciales están insertados con los 
usos residenciales.

c) Las áreas residenciales plurifamiliares no continuas con las áreas a las que se hace 
referencia los apartados a) y b), comprendidas dentro de suelo urbano o suelo urbanizable 
con ordenación urbanística detallada aprobada y vigente donde, de acuerdo con el 
planeamiento urbanístico el uso residencial es dominante y los usos comerciales están 
insertados con los usos residenciales, siempre que tengan una densidad bruta superior a 
cuarenta viviendas por hectárea.

d) Las áreas residenciales unifamiliares contiguas a los asentamientos o a las áreas a 
que hacen referencia las letras a),b) y c), comprendidas dentro de suelo urbano o suelo 
urbanizable con ordenación urbanística detallada aprobada y vigente.

2. A los efectos de este artículo:
a) Se entiende por áreas residenciales el conjunto formado por las zonas de 

aprovechamiento privado incluidas en polígonos de actuación urbanística en suelo urbano o 
en sectores en suelo urbano o urbanizable con planeamiento urbanístico derivado aprobado 
y vigente, con uso residencial dominante, y los sistemas que las vertebran, siempre y cuando 
configuren una ordenación unitaria que dé continuidad al conjunto del tejido urbano 
residencial.

b) Se interpreta que existe continuidad cuando se produce la contigüidad entre frentes de 
parcelación, vinculada a la confrontación de ordenaciones adyacentes apoyadas en un 
mismo vial.

Artículo 8.  Delimitación de las tramas urbanas consolidadas (TUC).
1. Al efecto de lo establecido en el presente decreto ley, debe delimitarse gráficamente el 

perímetro correspondiente a las tramas urbanas consolidadas de los municipios con una 
población de más de 5.000 habitantes y de las capitales de comarca, de acuerdo con las 
determinaciones del artículo 7.

Los municipios limítrofes que estén conurbados con uno de más de 50.000 habitantes 
mediante áreas residenciales y/o sistemas de comunicación que las vertebren pueden 
delimitar gráficamente el perímetro correspondiente al ámbito de la trama urbana 
consolidada supramunicipal conjuntamente con este, de mutuo acuerdo y de conformidad 
con el artículo 7. En este supuesto, en relación con la localización a la que se refiere el 
artículo 9, deben tenerse en cuenta para la totalidad de la trama urbana consolidada 
conjunta resultante los habitantes del municipio con más población. En cualquier caso, el 
plazo para solicitar la delimitación de la trama urbana consolidada conjunta finaliza el 31 de 
diciembre de 2014.

2. La primera delimitación de la trama urbana consolidada se sujeta al procedimiento 
siguiente:

a) El Ayuntamiento, con el trámite previo de información pública, en el plazo de un mes, 
ha de enviar el acuerdo del Pleno relativo a la propuesta de delimitación de la trama urbana 
consolidada a la dirección general competente en materia de urbanismo para su aprobación, 
junto con la documentación siguiente:

Memoria justificativa de la propuesta.
Planos a escala de los ámbitos a incluir en la trama urbana consolidada.
Expediente administrativo de la tramitación de la propuesta
b) La dirección general competente en materia de urbanismo debe formular una solicitud 

de informe a la dirección general competente en materia de comercio adjuntando la 
documentación necesaria para poder resolver la solicitud.

Este informe es preceptivo y tiene carácter vinculante en caso de ser desfavorable. La 
documentación se considera completa, a los efectos del plazo previsto en el apartado d) una 
vez se haya emitido el informe de la dirección general competente en materia de comercio, 
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que tiene que emitir informe en el plazo máximo de un mes. En caso de que no se emita 
informe en el plazo previsto, se pueden proseguir las actuaciones.

c) La delimitación se aprueba mediante resolución de la persona titular de la dirección 
general competente en materia de urbanismo, previa audiencia, si procede, al Ayuntamiento 
correspondiente, durante un plazo de quince días, en caso de que se deban introducir 
rectificaciones.

En caso de que las rectificaciones introducidas supongan una modificación sustancial de 
la propuesta informada por la dirección general competente en materia de comercio, ésta ha 
de emitir de nuevo el informe previsto en el apartado b).

d) El plazo para aprobar la delimitación es de dos meses a contar desde la fecha de 
presentación de la solicitud con la documentación completa. Transcurrido este plazo sin que 
se haya dictado y notificado la resolución, la delimitación se entiende efectuada en los 
términos previstos en la propuesta formulada por el Ayuntamiento.

e) La dirección general competente en materia de urbanismo ha de publicitar la 
delimitación de las tramas urbanas consolidadas mediante su publicación en el Diario Oficial 
de la Generalidad de Catalunya («DOGC»). Asimismo, ha de dar publicidad de la 
delimitación a través del portal de difusión telemática del planeamiento urbanístico.

3. Las modificaciones de las tramas urbanas consolidadas para incorporar los ámbitos a 
los que hacen referencia las letras b), c) y d) del artículo 7.1 están sujetas al procedimiento 
siguiente:

a) En caso de que una nueva figura de planeamiento urbanístico establezca la 
ordenación detallada de los ámbitos mencionados y especifique una nueva delimitación de la 
trama urbana consolidada, la dirección general competente en materia de urbanismo, de 
oficio, debe llevar a cabo la modificación de la trama urbana consolidada, siempre y cuando 
durante la tramitación del planeamiento la dirección general competente en materia de 
comercio haya emitido el informe previsto por el artículo 10.5 y no se hayan producido 
modificaciones en la regulación del uso comercial en relación con la propuesta que fue 
objeto dicho informe. Debe hacerse publicidad de la modificación, de acuerdo con lo 
establecido en la letra e del apartado 2.

b) En el resto de supuestos, se ha de seguir el procedimiento que prevé el apartado 2.
En los sectores incorporados a la nueva delimitación de la TUC no se pueden abrir 

establecimientos comerciales sujetos a licencia comercial hasta que las obras de 
urbanización de los sectores se hayan ejecutado.

Artículo 9.  Localización y ordenación del uso comercial.
1. Parámetros generales:
a) Los establecimientos comerciales pueden implantarse únicamente en las áreas donde 

se admite el uso comercial para la categoría correspondiente.
b) La ordenación de este uso está condicionada a los contenidos, criterios y parámetros 

urbanísticos, preservación del suelo agrario, desarrollo rural, de movilidad y de sostenibilidad 
ambiental, de eficiencia energética y de preservación del patrimonio histórico-artístico, que 
correspondan en virtud de este Decreto-ley y del resto de normas que le sea de aplicación.

2. Los pequeños establecimientos comerciales pueden implantarse en suelo urbano y 
urbanizable donde el uso residencial sea dominante, siempre que no configuren un gran 
establecimiento comercial colectivo o un gran establecimiento comercial territorial.

Los pequeños establecimientos comerciales dedicados a la venta directa de productos 
agrorurales del lugar donde se ubiquen se pueden implantar en los ámbitos permitidos por el 
planeamiento urbanístico.

Asimismo, los pequeños establecimientos comerciales, individuales o colectivos, pueden 
implantarse en estaciones de ferrocarril, puertos y aeropuertos; así como en los 
equipamientos de carácter turístico o que generen una afluencia de visitantes significativa. 
En estos casos, el uso comercial es complementario y secundario respecto de la actividad 
principal. Por reglamento deben establecerse los equipamientos incluidos en esta categoría 
y la definición de los conceptos complementario y secundario.
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3. Los medianos establecimientos comerciales y los grandes establecimientos 
comerciales sólo pueden implantarse en la trama urbana consolidada de los municipios de 
más de 5.000 habitantes o asimilables a éstos o que sean capital de comarca. Por 
reglamento, deben concretarse las características que han de concurrir para poder 
considerar un municipio como asimilable a uno de más de 5.000 habitantes.

Excepcionalmente se pueden implantar también fuera de la trama urbana consolidada 
cuando concurran alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que la implantación se produzca dentro de las zonas de acceso restringido de las 
estaciones de líneas transfronterizas y transregionales del sistema ferroviario que acojan el 
tren de alta velocidad o líneas de largo recorrido, de los puertos clasificados de interés 
general y de los aeropuertos con categoría de aeropuertos comerciales, según el Plan de 
aeropuertos, aeródromos y helipuertos de Cataluña 2009-2015.

b) (Derogado).
La excepcionalidad a que se refiere el apartado b) puede ser válida también para 

establecimientos comerciales colectivos, si en el momento de la solicitud de la licencia 
comercial ya queda definido el proyecto comercial, el cual tiene que cumplir todas y cada 
una de las características del artículo 5.b), así como el resto de las condiciones de la 
excepcionalidad mencionada.

Por reglamento se deben detallar las condiciones de estas excepcionalidades.
4. Los grandes establecimientos comerciales territoriales pueden implantarse 

únicamente en la trama urbana consolidada de los municipios de más de 50.000 habitantes 
o los asimilables a éstos o que sean capital de comarca. Por reglamento, deben concretarse 
las características que han de concurrir para considerar un municipio como asimilable a uno 
de más de 50.000 habitantes.

5. Los establecimientos comerciales singulares pueden implantarse en todos los ámbitos 
donde el planeamiento urbanístico vigente admite el uso comercial.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del Decreto-ley 7/2014, 
de 23 de diciembre, Ref. BOE-A-2015-1166. por el que se derogan el apartado 3.b) y el 
segundo párrafo del apartado 4, por Sentencia del TC 157/2016, de 22 de septiembre. Ref. 
BOE-A-2016-10021.

Redacción anterior:
"3. ...
b) Que sea justificada la localización fuera de la trama urbana consolidada de un establecimiento 

individual y siempre que se cumplan todas y cada una de las condiciones siguientes:
1) El emplazamiento tiene que estar situado en continuidad física con el tejido urbano residencial, que 

configura la TUC, sin que pueda estar separado de ésta por ninguna barrera física no permeable 
significativa.

2) El planeamiento urbanístico ha de admitir el uso comercial con carácter dominante o principal en la 
parcela donde se pretende implantar el establecimiento comercial.

3) El establecimiento comercial ha de localizarse en parcela aislada con acceso principal desde la calle 
perimetral a la TUC. Esta calle ha de dar continuidad o complementar la red viaria principal del municipio y 
facilitar la conexión urbana para peatones y bicicletas desde la zona residencial confrontante.

4) El establecimiento comercial debe estar a una distancia inferior a 200 metros, respecto de la entrada 
principal, de una parada de transporte público urbano integrado en la red municipal o se ha de prever la 
instalación de paradas, terminales o estaciones para atender los flujos de público previsibles..."

"4. Los grandes establecimientos comerciales territoriales pueden implantarse únicamente en la trama 
urbana consolidada de los municipios de más de 50.000 habitantes o los asimilables a éstos o que sean 
capital de comarca. Por reglamento, deben concretarse las características que han de concurrir para 
considerar un municipio como asimilable a uno de más de 50.000 habitantes.

Excepcionalmente, estos establecimientos pueden implantarse fuera de la trama urbana consolidada 
cuando concurran las circunstancias previstas en el apartado a) y b) del punto 3 de este artículo, siempre 
que se justifique también la conexión al transporte público interurbano".
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Artículo 10.  Incorporación de la localización comercial al planeamiento urbanístico.
1. El planeamiento urbanístico vigente y el que se apruebe queda afectado por las 

determinaciones de este Decreto-ley.
2. Los ayuntamientos, en el caso de formular, modificar o revisar su planeamiento 

urbanístico general, han de considerar el uso comercial y concretar el suelo en el cual este 
uso es admitido, de acuerdo con la delimitación de la trama urbana consolidada aprobada de 
su municipio, así como el régimen de compatibilidades con otros usos.

3. El uso comercial se articula en función de las categorías detalladas en el artículo 6.1.
4. En la tramitación del planeamiento urbanístico general y derivado, y en la de las 

modificaciones respectivas, una vez aprobados inicialmente, se ha de pedir informe al 
departamento competente en materia de comercio sobre las reservas de suelo para usos 
comerciales. Este informe, si es desfavorable, tiene carácter vinculante.

5. En los casos que indica el apartado anterior y de acuerdo con el procedimiento de 
aprobación de los planes de ordenación urbanística y planes urbanísticos derivados 
establecido en el artículo 83 del Texto refundido de la Ley de urbanismo, aprobado por el 
Decreto legislativo 1/2005, de 26 de julio, el órgano competente en la tramitación debe 
formular una solicitud de informe a la dirección general competente en materia de comercio 
adjuntando toda la documentación relativa al planeamiento necesaria para poder resolver la 
solicitud. Se ha de aportar, como mínimo, la memoria y los planos de ordenación y la 
normativa correspondiente.

6. La persona titular de la dirección general competente en materia de comercio ha de 
emitir informe en el plazo de dos meses. Transcurrido este plazo sin que lo haya emitido, se 
entiende que éste es favorable y se pueden proseguir las actuaciones.

7. Si el informe contiene prescripciones, se considera favorable una vez que éstas se 
incluyan en la aprobación definitiva de la figura de planeamiento. En caso contrario, el 
informe se entiende desfavorable y tiene carácter vinculante.

8. El departamento competente en materia de comercio ha de participar en la 
elaboración y la tramitación del planeamiento territorial parcial en relación a los usos 
comerciales, de acuerdo con lo que establece el artículo 14 de la Ley 23/1983, del 21 de 
noviembre, de política territorial.

TÍTULO III
Intervención administrativa en la materialización del uso comercial

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 11.  Principios generales.
1. El régimen de intervención administrativa en la materialización del uso comercial 

regulado en este Decreto-ley se fundamenta en las determinaciones contenidas en los 
artículos 5 y siguientes de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, relativa a los 
servicios del mercado interior.

2. Corresponde a las personas físicas o jurídicas promotoras o titulares de los 
establecimientos comerciales la formalización de las comunicaciones y la obtención, en su 
caso, de la correspondiente licencia comercial prevista en este Decreto-ley.

Los establecimientos comerciales colectivos que formen parte de un proyecto comercial 
definido están sometidos a un único régimen de intervención administrativa de comunicación 
o de licencia comercial para la totalidad del proyecto.

3. La tramitación y la resolución de los diferentes procedimientos previstos en este 
Decreto-ley se han de llevar a cabo bien ante el Ayuntamiento correspondiente o bien ante la 
dirección general competente en materia de comercio, según lo que se determina en el 
capítulo II de este título III.

4. De acuerdo con lo que determinan la normativa sobre acceso electrónico de los 
ciudadanos a los servicios públicos, sobre medidas para la eliminación de trámites y la 
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simplificación de procedimientos para facilitar la actividad económica y la relativa al impulso 
y el desarrollo de los medios electrónicos a la Administración de la Generalidad se deben 
articular las medidas necesarias con el fin de que los trámites previstos en este Decreto-ley 
puedan ser formalizados por medios electrónicos. De acuerdo con lo que determina el 
artículo 4.1.b) se ha de facilitar la realización de estos trámites a través de la red de oficinas 
de gestión empresarial (OGE).

Artículo 12.  Niveles de intervención administrativa.
Se establecen dos niveles de intervención administrativa en relación a la implantación, 

ampliación, cambio de actividad, remodelación y cambio de titularidad de los 
establecimientos comerciales:

a) Régimen de comunicación.
b) Régimen de licencia comercial.

Artículo 13.  Información pública y simplificación administrativa.
1. Toda la información relativa a la comunicación y al procedimiento de otorgamiento de 

la licencia comercial, así como los documentos normalizados, han de estar al alcance de las 
personas interesadas por cualquier medio presencial y electrónico.

2. En general, las personas interesadas pueden obtener información en relación a:
a) Los trámites necesarios relativos al procedimiento de comunicación y de otorgamiento 

de la licencia comercial.
b) Las autoridades competentes para formalizar la comunicación, la tramitación y el 

otorgamiento de la licencia comercial.
c) Los medios y condiciones de acceso a los registros y bases de datos públicas.
d) Las vías de impugnación de las resoluciones que la administración adopte.

Artículo 14.  Interrelación con la Administración local.
1. En proyectos que admitan el uso comercial, y para garantizar este uso, el 

ayuntamiento debe velar por el cumplimiento de alguna de estas dos condiciones:
a) Antes del otorgamiento de la licencia de obras, que la persona solicitante dispone de 

la licencia comercial, otorgada por la dirección general competente en materia de comercio, 
cuando esta es preceptiva de acuerdo con lo establecido por el presente decreto-ley.

b) Antes de la apertura del establecimiento, que la persona solicitante ha presentado la 
comunicación junto con la documentación correspondiente a la que se refieren los artículos 
17 y 18.

2. A petición del ayuntamiento o de la persona interesada, la dirección general 
competente en materia de comercio puede expedir, en cualquier momento, certificados de 
idoneidad del uso comercial en función del emplazamiento propuesto para establecimientos 
individuales o colectivos con una superficie de venta igual o superior a 1.300 metros 
cuadrados e inferior a 2.500 metros cuadrados.

Artículo 15.  Criterios de valoración para el otorgamiento de las licencias comerciales.
1. De acuerdo con los principios rectores descritos en el artículo 4, para el otorgamiento 

o la denegación de la licencia comercial se deben valorar los criterios siguientes:
a) La adecuación del proyecto al planeamiento urbanístico vigente.
b) La localización del proyecto en las áreas territoriales, previamente delimitadas, a 

efectos de acoger usos comerciales de acuerdo con este Decreto-ley.
c) La movilidad generada por el proyecto para establecimientos con una superficie de 

venta igual o superior a 2.500 metros cuadrados, con una atención especial a la incidencia 
en la red viaria y las infraestructuras públicas, y también a la existencia o no de medios de 
transporte público colectivo suficientes para atender los flujos de público previsibles y 
desincentivar el uso del vehículo particular.
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d) La incidencia ambiental del proyecto teniendo en cuenta los parámetros aplicables en 
materia ambiental y de eficiencia energética, de acuerdo con lo que determina la disposición 
adicional tercera.

e) El impacto e integración paisajística del proyecto, si procede, de acuerdo con el 
informe de la dirección general competente.

2. Reglamentariamente deben determinarse los requisitos que tienen que cumplir los 
establecimientos comerciales con una superficie de venta superior a 1.300 metros cuadrados 
con respecto a las plazas de aparcamiento, la movilidad, la accesibilidad, las zonas de carga 
y descarga y también en materia ambiental.

Artículo 16.  Tasas para la tramitación de las licencias comerciales.
La tramitación de los expedientes de solicitud de licencia comercial está sujeta al pago 

de una tasa, de acuerdo con lo que establece la normativa vigente sobre tasas y precios 
públicos de la Generalidad de Cataluña.

CAPÍTULO II
Procedimientos de tramitación

Sección I. Régimen de comunicación

Artículo 17.  Objeto y órgano competente.
1. Están sometidas a este régimen de comunicación:
a) Las nuevas implantaciones, las ampliaciones y los cambios de actividad de 

establecimientos comerciales individuales o colectivos con una superficie de venta igual o 
superior a 400 metros cuadrados e inferior a 2.500 metros cuadrados y sus ampliaciones 
cuando sean inferiores a 2.500 metros cuadrados de superficie total de venta después de la 
ampliación, salvo las excepciones establecidas por el artículo 9, que requieren licencia 
comercial.

b) Las nuevas implantaciones, los cambios de actividad de establecimientos comerciales 
singulares, individuales o colectivos, con una superficie de venta igual o superior a 400 
metros cuadrados e inferior a 5.000 metros cuadrados y sus ampliaciones cuando sean 
inferiores a 5.000 metros cuadrados de superficie de venta total después de la ampliación.

c) Los cambios de titular y las remodelaciones de los establecimientos comerciales 
individuales o colectivos con una superficie de venta igual o superior a 800 metros 
cuadrados.

2. Las comunicaciones relativas a nuevas implantaciones, ampliaciones y cambios de 
actividad de establecimientos comerciales individuales o colectivos a las que se refiere el 
apartado 1 se efectúan de acuerdo con lo establecido por la Ley 16/2015, de 21 de julio, de 
simplificación de la actividad administrativa de la Administración de la Generalidad y de los 
gobiernos locales de Cataluña y de impulso de la actividad económica. Las comunicaciones 
relativas a los establecimientos no incluidos en los anexos 1 y 2 de la Ley 16/2015 también 
se presentan en la ventanilla única empresarial mediante los canales de comunicación que 
en cada momento se habiliten. En todos los casos estas comunicaciones deben ser 
remitidas a la dirección general competente en materia de comercio en el plazo de un mes.

3. Las comunicaciones relativas a cambios de titular y remodelaciones reguladas por el 
artículo 14 de la Ley 16/2015 que se refieran a establecimientos con una superficie de venta 
igual o superior a 800 metros cuadrados se presentan en la ventanilla única empresarial 
mediante los canales de comunicación que en cada momento se habiliten y deben ser 
remitidas a la dirección general competente en materia de comercio en el plazo de un mes.

Artículo 18.  Documentos anexos a la comunicación.
1. La comunicación a la que se refiere el artículo 17 debe ir acompañada, de acuerdo 

con lo establecido por el artículo 13.1.b) de la Ley 16/2015, del proyecto técnico justificativo 
del cumplimiento de los requisitos establecidos por la normativa vigente para acceder al 
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ejercicio de la actividad firmado por un técnico competente, del certificado del técnico 
competente que sea responsable de la puesta en funcionamiento de la actividad y del 
certificado de acto de comprobación en materia de incendios, si el establecimiento comercial 
está incluido en los supuestos del anexo 1 la Ley 3/2010, de 18 de febrero, de prevención y 
seguridad en materia de incendios en establecimientos, actividades, infraestructuras y 
edificios.

2. Para el cumplimiento de lo establecido por el presente decreto ley, el proyecto técnico 
al que se refiere el apartado 1 debe contener, como mínimo, la siguiente documentación 
gráfica:

a) Plano de situación.
b) Plano de la planta del establecimiento en el que conste la superficie de venta con la 

distribución de la oferta comercial.
c) Plano en el que conste la dotación del aparcamiento con la distribución de las plazas 

de aparcamiento. En caso de que esté justificada una rebaja de plazas de aparcamiento, es 
necesario disponer del correspondiente informe justificativo municipal.

Sección II. Régimen de licencia comercial

Artículo 19.  Objeto y órgano competente.
Están sometidas al régimen de licencia comercial que otorga la dirección general 

competente en materia de comercio:
1. Las nuevas implantaciones y los cambios de actividad de establecimientos 

comerciales, individuales o colectivos, con una superficie de venta igual o superior a 2.500 
metros cuadrados y sus ampliaciones cuando la superficie de venta sea igual o supere, 
antes o después de la ampliación, los 2.500 metros cuadrados.

2. Las nuevas implantaciones y los cambios de actividad de establecimientos 
comerciales, individuales o colectivos con una superficie de venta igual o superiores a 800 
metros cuadrados e inferiores a 2.500 metros cuadrados que se sitúen fuera de la TUC, 
cuando se acojan a las excepciones previstas en el artículo 9.3.a) y 9.3.b).

3. Las nuevas implantaciones y los cambios de actividad de los establecimientos 
comerciales singulares, individuales o colectivos, con una superficie de venta igual o superior 
a 5.000 metros cuadrados y sus ampliaciones cuando, antes o después de la ampliación, se 
iguale o supere esta superficie de venta.

Artículo 20.  Documentación para la tramitación del régimen de licencia comercial.
1. Solicitud.
a) La solicitud de licencia comercial ha de presentarse mediante el correspondiente 

formulario normalizado y ha de dirigirse a la dirección general competente en materia de 
comercio, y tiene que ir acompañada de la documentación detallada en el apartado 2 de este 
artículo.

La solicitud se puede formalizar por medios electrónicos o de manera presencial en 
cualquier punto de la red de oficinas de gestión empresarial (OGE).

b) En el supuesto de que la solicitud se presente a través de medios electrónicos, hay 
que anexar la documentación en formato electrónico. En caso de que se formalice de 
manera presencial, hay que aportar la documentación en soporte electrónico y una copia en 
soporte papel.

2. Documentación.
La solicitud se ha de acompañar de la documentación siguiente:
a) Proyecto básico, firmado por una persona profesional qualificada, con los contenidos 

mínimos establecidos por el Real decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba 
el Código técnico de edificación, y con el mismo nivel de detalle exigible para la licencia de 
obras municipal y en todo caso tiene que incorporar los parámetros necesarios para verificar 
que la localización es correcta, de acuerdo con lo que establece el artículo 9 de este 
Decreto-ley, que se adecua a los parámetros urbanísticos vigentes y que se han adoptado 
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los criterios ambientales y de ecoeficiencia en los edificios, de acuerdo con el Decreto 
21/2006, de 14 de febrero.

b) Memoria y planos generales, a escala, y acotados, de emplazamiento, accesos y 
aparcamiento, y también de plantas, alzados y secciones, así como la distribución de la 
oferta, especificando la superficie de cada uno de los locales. En los casos de ampliaciones, 
hay que aportar los planos correspondientes al establecimiento existente y al proyecto 
propuesto.

c) Declaración responsable firmada por la persona promotora, la titular de la actividad 
comercial o la persona que les represente, en la que se declare que se ha hecho efectivo el 
pago de la primera fracción de la tasa para la tramitación de la licencia comercial según la 
normativa vigente

d) Acreditación de la disponibilidad de los terrenos o de la edificación donde se pretende 
desarrollar el proyecto propuesto.

e) Acreditación, si procede, del cumplimiento de las condiciones establecidas en el 
artículo 9.3.a) y 9.3 b).

f) La documentación que, de acuerdo con el artículo 14 del Decreto 344/2006, de 19 de 
septiembre, de regulación de los estudios de evaluación de la movilidad generada, es 
necesaria para informar sobre el impacto del proyecto en la movilidad generada.

g) La documentación necesaria para emitir el informe de impacto e integración 
paisajística, de acuerdo con el despliegue reglamentario de la Ley 8/2005, de 8 de junio, de 
protección, gestión y ordenación del paisaje de Cataluña, si procede.

3. Reglamentariamente debe determinarse el contenido general del formulario 
normalizado de la solicitud de la licencia comercial, que incluye la declaración responsable.

Artículo 21.  Procedimiento de tramitación del régimen de licencia comercial.
1. Petición de informes.
Una vez recibida la solicitud de licencia comercial junto con toda la documentación 

preceptiva se han de solicitar los informes siguientes:
a) Al departamento competente en materia de política territorial y urbanismo, informe 

sobre la adecuación del proyecto al planeamiento urbanístico vigente. Transcurridos dos 
meses desde la notificación de solicitud de informe al organismo correspondiente sin que se 
haya obtenido ninguna respuesta, se entiende que ésta es favorable.

b) A la autoridad territorial de movilidad, informe en relación con el impacto del proyecto 
en la movilidad, de acuerdo con el estudio de evaluación de la movilidad generada (EAMG).

c) Al departamento competente en materia de política territorial y urbanismo, cuando el 
proyecto afecte a un tejido urbano de especial interés arquitectónico (zonas catalogadas 
como municipios histórico-artísticos o conjuntos históricos por la Ley 9/1993, de 30 de 
septiembre, del patrimonio cultural catalán), informe de impacto e integración paisajística, de 
acuerdo con lo que establece el despliegue reglamentario de la Ley 8/2005, de 8 de junio, de 
protección, gestión y ordenación del paisaje de Cataluña.

Estos informes son preceptivos y tienen carácter vinculante en caso de ser 
desfavorables.

2. Propuesta de resolución y trámite de audiencia.
a) Una vez recibida y analizada la documentación, la subdirección general competente 

en la materia ha de emitir la correspondiente propuesta de resolución motivada.
b) Una vez dictada la propuesta de resolución se ha de dar audiencia a la persona 

solicitando, a fin de que, durante un plazo de quince días, pueda presentar alegaciones y 
hacer efectivo el pago de la segunda fracción de la tasa correspondiente.

3. Resolución.
a) La persona titular de la dirección general competente en materia de comercio tiene 

que emitir resolución y notificar en el plazo de cuatro meses desde la fecha de presentación 
de la solicitud con la documentación exigida. Este plazo se puede suspender en los casos 
previstos en la legislación básica de procedimiento administrativo.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 60  Decreto-ley de ordenación de los equipamientos comerciales

– 1422 –



b) Transcurrido este plazo sin que se haya dictado y notificado la resolución a la persona 
interesada, se entiende otorgada la licencia.

c) La resolución del procedimiento, que puede ser recurrida en alzada, tiene carácter 
vinculante para las posteriores licencias comerciales que puedan ser exigibles para el 
ejercicio de la actividad comercial.

d) En la resolución se ha de acordar el traslado de la documentación técnica del proyecto 
al ayuntamiento donde se pretende realizar la implantación, si así lo solicita la persona 
interesada, con el fin de iniciar la tramitación del procedimiento relativo al otorgamiento de la 
licencia municipal urbanística de obras.

4. Únicamente puede denegarse la licencia comercial en caso de que: el proyecto 
presentado no se adapte al planeamiento urbanístico vigente, no se localice en la 
zonificación adecuada o genere unos efectos externos sobre el territorio y el medio no 
permitidos por la normativa vigente. En todo caso, pueden introducirse medidas correctoras 
en licencias condicionadas.

CAPÍTULO III
Régimen jurídico de las resoluciones de otorgamiento de la licencia comercial

Artículo 22.  Vigencia y caducidad.
1. Las licencias comerciales tienen vigencia indefinida.
2. La persona titular de la dirección general competente en materia de comercio, previa 

audiencia de la persona interesada, debe declarar la caducidad de la licencia comercial y ha 
de informar a la persona interesada y al ayuntamiento correspondiente cuándo, por causa 
imputable a la persona solicitante, hayan transcurrido tres años desde la concesión de la 
licencia comercial sin que se haya iniciado la actividad por la cual fue concedida.

3. La persona titular de la licencia comercial puede solicitar una única prórroga para 
materializar el objeto de la licencia, por un periodo adicional máximo de dos años, a contar 
desde el día siguiente al día en que se agota el plazo que se determina en el apartado 
anterior. La solicitud de prórroga debe ser motivada y se ha de presentar ante el órgano 
competente como máximo un mes antes de que haya transcurrido el periodo inicial de tres 
años. Esta prórroga se entiende tácitamente concedida si en el plazo de dos meses, a contar 
desde el día siguiente al de la recepción de la petición, no ha sido notificada la 
correspondiente resolución de la persona titular de la dirección general competente en 
materia de comercio.

4. La persona titular de la licencia comercial tiene que comunicar la fecha de inicio de la 
actividad a la dirección general competente en materia de comercio.

TÍTULO IV
Plan de competitividad del comercio urbano

Artículo 23.  Concepto, objeto y contenido.
1. El Plan de competitividad del comercio urbano es el instrumento que tiene como 

objetivo contribuir a la mejora de la eficiencia del comercio urbano poniendo al alcance del 
sector las herramientas que permitan a sus integrantes tener más capacidad de adaptación 
al entorno actual, capacidad de crecimiento y de internacionalización.

2. El Plan de competitividad del comercio urbano tiene que prever una atención especial 
a la mejora del acceso y el aparcamiento en los ejes comerciales de pueblos, ciudades y 
barrios, y también a los mercados municipales. También tiene que prever una atención 
especial a la creación de un nuevo marco jurídico que potencie la cooperación de la 
administración y los agentes socioeconómicos implicados en el desarrollo de los centros y 
ejes comerciales urbanos.
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TÍTULO V
Control, inspección, infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Control de la Competencia

Artículo 24.  Mecanismos de control.
Corresponde a la Autoridad Catalana de la Competencia velar para que no se produzcan 

situaciones de abuso de dominio por parte de los grupos empresariales en su explotación de 
los establecimientos comerciales.

Con el fin de facilitar el análisis correspondiente en relación a la actividad de los diversos 
operadores y al objeto de facilitar la información actualizada, la dirección general competente 
en materia de comercio ha de notificar a la Autoridad Catalana de la Competencia las 
licencias comerciales otorgadas.

CAPÍTULO II
Control e inspección

Artículo 25.  Cooperación en las tareas de control.
1. De acuerdo con el procedimiento establecido por el artículo 7 de la Ley 16/2015, de 21 

de julio, de simplificación de la actividad administrativa de la Administración de la 
Generalidad y de los gobiernos locales de Cataluña y de impulso de la actividad económica, 
corresponde a la Administración local y al departamento competente en materia de comercio 
el control y la verificación del cumplimiento de los preceptos del presente decreto ley en 
relación con los establecimientos comerciales con una superficie de venta inferior a 2.500 
metros cuadrados y corresponde al departamento competente en materia de comercio en 
relación con los establecimientos comerciales con una superficie de venta igual o superior a 
2.500 metros cuadrados.

2. La Administración local y los diferentes departamentos de la Administración de la 
Generalidad, tienen que colaborar en el ejercicio de las tareas de control dentro del ámbito 
de sus respectivas competencias. Con esta finalidad pueden, si procede, formalizar los 
correspondientes convenios de colaboración.

 

Artículo 26.  Ejercicio de la actividad inspectora.
1. El personal inspector adscrito al departamento competente en materia de comercio 

puede acceder, en cualquier momento, a la documentación que se estime necesaria de las 
empresas que son objeto de la inspección, con el fin de poder valorar el cumplimiento de 
este Decreto-ley.

2. En el ejercicio de sus funciones, el personal inspector y el personal técnico que realiza 
las tareas inspectoras tiene la consideración de agente de la autoridad y sus actuaciones 
tienen valor probatorio, sin perjuicio de otras pruebas que puedan ser aportadas, y está 
facultado para:

a) Acceder, en cualquier momento y sin aviso previo, a los establecimientos comerciales.
b) Hacerse acompañar en las visitas de inspección por la persona titular del 

establecimiento o cualquiera otro que la pueda representar.
c) Proceder a practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba que 

considere necesaria para comprobar que se observan correctamente las disposiciones 
legales y reglamentarias.

d) Asistir con otros agentes de la autoridad competente al precinto, al cierre o a la 
clausura de instalaciones comerciales ya sea parcialmente o bien en su totalidad.

e) Requerir a la persona titular del establecimiento, con o sin testigos, toda la información 
que se considere necesaria con la intención de aclarar los hechos objeto de inspección.
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f) Levantar acta de las actuaciones practicadas delante de la persona titular o 
representante de la actividad afectada. Si procede, en el acta se han de hacer constar los 
datos personales del presunto infractor o infractora, los datos relativos a la empresa 
inspeccionada y el hecho de que se trate.

Artículo 27.  Deberes del personal inspector.
1. El personal inspector, para acceder a los establecimientos comerciales, tiene que 

acreditar su condición.
2. El personal inspector está obligado a guardar secreto sobre los asuntos que conozca 

en razón de su función.
3. El personal inspector tiene que observar en el cumplimiento de sus funciones el 

debido respeto y deferencia y ha de facilitar a las personas inspeccionadas la información 
que necesiten con el fin de cumplir con la normativa aplicable a las actividades objeto de las 
inspecciones.

Artículo 28.  Obligaciones de la persona titular del establecimiento comercial.
1. Las personas o entidades titulares de los establecimientos comerciales deben prestar 

la asistencia necesaria al personal inspector y facilitarle el desarrollo de sus tareas.
2. En el supuesto de que la persona titular del establecimiento no permita el acceso a 

sus instalaciones, el personal inspector puede adoptar las medidas necesarias para acceder.

CAPÍTULO III
Infracciones

Artículo 29.  Infracciones.
Las infracciones administrativas en materia de ordenación de los equipamientos 

comerciales se clasifican en leves, graves y muy graves.
1. Son infracciones leves:
a) Las simples irregularidades en relación a las prescripciones contenidas en este 

Decreto-ley.
b) No efectuar las declaraciones responsables establecidas en este Decreto-ley.
c) No efectuar las comunicaciones preceptivas establecidas en este Decreto-ley en 

establecimientos con una superficie de venta inferior a 1.300 metros cuadrados.
d) No disponer de la preceptiva licencia comercial en ampliaciones que no superen en un 

25% la superficie de venta anterior a la ampliación.
e) Cualquier infracción calificada como grave que, en atención a su naturaleza o a las 

circunstancias concurrentes, no merezca esta calificación.
f) Incumplir los criterios de localización contenidos en el presente decreto ley para 

establecimientos de hasta 799 metros cuadrados de superficie de venta.
2. Son infracciones graves:
a) Consignar datos falsos en una declaración responsable o en cualquier otra 

documentación aportada ante la administración.
b) No efectuar las comunicaciones preceptivas establecidas en este Decreto-ley en 

establecimientos con una superficie de venta igual o superior a 1.300 metros cuadrados.
c) No disponer de la preceptiva licencia comercial en la implantación o el cambio de 

actividad de establecimientos con una superficie de venta inferior a 5.000 metros cuadrados.
d) No disponer de la preceptiva licencia comercial en ampliaciones que no superen en un 

50% la superficie de venta anterior a la ampliación.
e) Negarse o resistirse a suministrar datos o a facilitar la información que requieren las 

autoridades competentes o sus agentes para cumplir las funciones de información, 
investigación e inspección en las materias objeto de este Decreto-ley, y también suministrar 
intencionadamente información inexacta.
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f) Resistirse al funcionario o funcionaria facultado para cumplir las funciones de 
investigación, de vigilancia o de inspección, actuar en represalia o hacer la tentativa.

g) Reincidir en la comisión de infracciones leves de acuerdo con los parámetros 
establecidos en el artículo 131.3.c de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

h) Cualquier infracción calificada como a muy grave que, en atención a su naturaleza o a 
las circunstancias concurrentes, no merezca esta calificación.

i) Incumplir los criterios de localización contenidos en el presente decreto ley para 
establecimientos con una dimensión igual o superior a los 800 metros cuadrados de 
superficie de venta y hasta 2.499 metros cuadrados de superficie de venta.

3. Son infracciones muy graves:
a) No disponer de la preceptiva licencia comercial en la implantación o el cambio de 

actividad de establecimientos con una superficie de venta igual o superior a 5.000 metros 
cuadrados.

b) No disponer de la preceptiva licencia comercial en ampliaciones que superen en un 
50% la superficie de venta anterior a la ampliación.

c) Incumplir la orden de cierre.
d) Romper el precinto impuesto en un establecimiento.
e) Reincidir en la comisión de infracciones graves de acuerdo con los parámetros 

establecidos en el artículo 131.3.c) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

f) Incumplir los criterios de localización contenidos en el presente decreto ley para 
establecimientos con una dimensión igual o superior a 2.500 metros cuadrados de superficie 
de venta.

CAPÍTULO IV
Potestad sancionadora

Artículo 30.  Ejercicio de la potestad sancionadora.
En primera instancia la potestad sancionadora que se deriva de la aplicación de este 

Decreto-ley tiene que ser ejercida por la administración destinataria de la comunicación 
preceptiva o a la que corresponda otorgar la licencia comercial, de acuerdo con la normativa 
correspondiente, sin perjuicio de la potestad sancionadora en materia de comercio que, con 
carácter general, corresponde al departamento competente de la Administración de la 
Generalidad.

Artículo 31.  Sanciones.
1. A las infracciones tipificadas por el artículo 29 del presente decreto ley se aplican las 

siguientes sanciones:
a) Para las infracciones leves, una multa de hasta 20.000 euros.
b) Para las infracciones graves, una multa de 20.001 a 300.000 euros.
c) Para las infracciones muy graves, una multa de 300.001 a 600.000 euros.
2. Para graduar los importes de las sanciones hay que tener en cuenta la superficie de 

venta del establecimiento, el volumen de ventas, el grado de intencionalidad en la comisión 
de la infracción, el periodo de tiempo durante el cual se haya estado cometiendo la infracción 
y la cuantía del beneficio ilícito obtenido como consecuencia de la actuación infractora.

3. El importe de las sanciones recaudadas al amparo de lo que se establece en este 
artículo queda afectado a la financiación, la ampliación y la mejora de los servicios de 
inspección e instrucción de expedientes sancionadores, tanto con respecto a medios 
humanos como a equipamientos técnicos y formación del personal que los lleva a cabo.
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Artículo 32.  Medidas provisionales.
1. El órgano que haya acordado la incoación del correspondiendo expediente 

sancionador, mediante acuerdo motivado, puede adoptar también las medidas de carácter 
provisional necesarias para asegurar la eficacia de la resolución final, de acuerdo con lo que 
prevé la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común.

2. En todo caso, en la adopción de estas medidas provisionales se han de tener en 
consideración los criterios siguientes:

a) La existencia de elementos de juicio suficientes que justifiquen la conveniencia de 
adoptar estas medidas.

b) La idoneidad y proporcionalidad de estas medidas respecto a los hechos y 
circunstancias determinantes de la incoación y resolución del expediente sancionador.

c) De entre todas las medidas idóneas posibles, se deben adoptar aquéllas que sean 
menos restrictivas para la libertad o para el patrimonio de los afectados.

d) En ningún caso se han que adoptar medidas que puedan causar perjuicios de 
imposible reparación.

3. Salvo supuestos de urgencia cualificada o cuando pueda resultar frustrada su 
finalidad, las medidas provisionales se deben adoptar con audiencia previa de las personas 
interesadas, que han de disponer de un plazo de diez días para poder presentar 
alegaciones. Este plazo se computa desde el día siguiente al de recepción de la notificación 
de la medida propuesta.

4. Las medidas provisionales pueden ser alzadas o modificadas durante la tramitación 
del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas 
o que no hayan podido ser tomadas en consideración en el momento de la adopción de la 
medida.

5. En caso de que estas medidas provisionales no se hayan alzado durante la 
tramitación del procedimiento, la resolución del expediente sancionador ha de pronunciarse 
sobre su alzamiento o su mantenimiento como medida definitiva.

Artículo 33.  Medida de cierre de establecimientos en situación ilegal.
1. En el caso de infracciones que consistan en no efectuar las preceptivas 

comunicaciones, consignar datos falsos en una declaración responsable o en cualquier otra 
documentación presentada ante la Administración, o en no disponer de la preceptiva licencia 
comercial, la resolución sancionadora correspondiente puede decidir el cierre del 
establecimiento comercial.

Esta medida de cierre también podrá ser adoptada como medida provisional de acuerdo 
con los criterios establecidos en el artículo 32.

2. Corresponde a la persona titular de la dirección general competente en materia de 
comercio ordenar el cierre del establecimiento, como medida provisional o una vez la 
resolución sancionadora correspondiente sea firme en vía administrativa.

3. Las personas titulares de los establecimientos respecto de los cuales se haya dictado 
acuerdo de cierre están obligadas a darle cumplimiento en el plazo máximo de un mes a 
contar desde el día siguiente de la recepción de la notificación del acuerdo. Transcurrido este 
plazo sin que se haya procedido al cierre voluntario del establecimiento, la dirección general 
competente en materia de comercio, con sujeción siempre al principio de proporcionalidad, 
debe adoptar cualquiera de las medidas coercitivas previstas a la legislación vigente para la 
ejecución forzosa del cierre con precinto del local o locales correspondientes.

Artículo 34.  Multas coercitivas.
1. Los titulares de los órganos del departamento competente en materia de comercio, de 

acuerdo con la distribución de competencias asignada por la norma correspondiente pueden, 
como medio de ejecución forzosa, imponer multas coercitivas, previo requerimiento de 
ejecución de los actos y las resoluciones administrativas derivadas del cumplimiento de este 
Decreto-ley y de las normas que lo desarrollen, hasta la cuantía de 12.000 euros, para cada 
requerimiento.
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2. El órgano competente tiene que cursar por escrito el requerimiento a que se refiere el 
apartado anterior, advirtiendo a la persona destinataria del plazo que dispone para cumplirlo 
y de la cuantía de la multa que, en caso de incumplimiento, le puede ser impuesta. El plazo 
señalado no puede exceder de un máximo de tres meses y ha de ser en todo caso suficiente 
para el cumplimiento de las obligaciones de que se trate.

3. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que se puedan imponer, es 
compatible con éstas y puede reiterarse las veces que sean necesarias para que se cumpla 
lo que se dicta en la resolución, sin que estos plazos puedan ser inferiores a los señalados 
en el primer requerimiento.

Artículo 35.  Publicidad de las sanciones.
1. En caso de infracciones graves o muy graves, el órgano que haya resuelto el 

expediente puede acordar, por razones de ejemplaridad y en previsión de futuras conductas 
infractoras, la publicación de las sanciones impuestas de conformidad con el presente 
Decreto-ley, y con la normativa reguladora de la protección de datos de carácter personal, 
una vez sean firmes en vía administrativa.

2. Esta publicidad ha de dar referencias del nombre, la denominación o la razón social de 
las personas físicas o jurídicas responsables, y el tipo y la naturaleza de las infracciones 
cometidas, y ha de llevarse a cabo mediante el «Diario Oficial de la Generalidad de 
Cataluña» («DOGC»), los diarios oficiales de la provincia y del municipio y los medios de 
comunicación social que se consideren adecuados. En este caso, también debe 
comunicarse a las organizaciones de personas consumidoras y usuarias.

Artículo 36.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento administrativo para sancionar las infracciones tipificadas por este 

decreto ley es el establecido por la Ley de comercio, servicios y ferias, de acuerdo con los 
principios que en materia sancionadora establecen la Ley del Estado 39/2015, de 1 de 
octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas, y la Ley 
del Estado 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.

Disposición adicional primera.  
En el municipio de Barcelona, vistas las especiales características que se derivan de la 

capitalidad del país y atendido al que establecen los artículos 11.1.n), 58.1, 59 y 71 de la Ley 
22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta municipal de Barcelona, el Ayuntamiento de 
Barcelona es competente para otorgar las licencias comerciales correspondientes a los 
establecimientos con una superficie de venta inferior a 5.000 metros cuadrados, de acuerdo 
con las ordenanzas y la planificación comercial propias.

Disposición adicional segunda.  
En las áreas territoriales que entran dentro del ámbito de aplicación de la Ley 2/1989, de 

16 de febrero, de centros recreativos turísticos, el uso comercial se admite de acuerdo con la 
regulación de la ley mencionada y su desarrollo reglamentario.

Disposición adicional tercera.  
De acuerdo con los principios y objetivos de la presente norma, se incorporan los 

establecimientos comerciales ubicados en edificios de nueva construcción dentro del ámbito 
de aplicación del Decreto 21/2006, de 14 de febrero, por el cual se regula la adopción de 
criterios ambientales y de ecoeficiencia en los edificios.

Disposición adicional cuarta.  
Los ayuntamientos pueden elaborar la planificación estratégica comercial del municipio, 

que se ha de ajustar a las determinaciones de este Decreto-ley.
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Disposición adicional quinta.  
En los ámbitos donde las determinaciones del planeamiento urbanístico vigente en 

materia comercial no se pueda llevar a cabo como consecuencia de las determinaciones de 
este Decreto-ley, se pueden tramitar modificaciones del planeamiento urbanístico para 
destinar estos ámbitos a otros usos, en el marco del modelo territorial del planeamiento 
vigente.

Disposición adicional sexta.  
A los efectos de este Decreto-ley tienen la consideración de implantaciones singulares 

de acuerdo con el Decreto 344/2006, de 19 de septiembre, de regulación de los estudios de 
evaluación de la movilidad generada, todos los establecimientos comerciales con una 
superficie de venta igual o superior a 2.500 m2.

El Estudio de Evaluación de la Movilidad Generada (EAMG), ha de incluir la justificación 
de la estimación de las emisiones atmosféricas de CO2 derivadas de la movilidad generada 
por el establecimiento comercial. Reglamentariamente se establecerá la metodología y se 
fijarán los umbrales máximos permitidos de estas emisiones.

Disposición adicional séptima.  
El departamento competente en materia de comercio tiene que impulsar y velar para que 

se lleven a cabo los proyectos necesarios para dotarse de las estructuras y medios 
electrónicos suficientes para la aplicación de los procedimientos previstos en este Decreto-
ley, así como las fórmulas de interrelación y colaboración a través de estos medios con la 
administración local.

Disposición adicional octava.  
Las nuevas implantaciones de establecimientos dedicados a venta de carburantes, 

localizadas fuera de la trama urbana consolidada, en todo caso, pueden incorporar un 
establecimiento comercial con una superficie de venta de hasta 200 metros cuadrados, como 
servicio complementario de la gasolinera, con la comunicación correspondiente a la dirección 
general competente en materia de comercio. Cualquier otra implantación comercial queda 
sujeta a las determinaciones de este Decreto-ley.

Disposición adicional novena.  
Los ámbitos de planeamiento urbanístico que se enumeran a continuación quedan 

excluidos del criterio de localización establecido en el artículo 9 de este Decreto-ley, con las 
superficies de venta máximas autoritzables que se indican:

a) Modificación puntual del Plan general de ordenación urbana y Plan parcial del sector 
discontinuo Can Montcau-Can Malé, del municipio de Lliçà d’Amunt. Superficie de venta 
máxima: 10.000 metros cuadrados.

b) Plan parcial del Centro Comercial Sant Boi, del municipio de Sant Boi de Llobregat. 
Superficie de venta máxima: 2.000 metros cuadrados.

c) En Granollers, en el ámbito del Plan de mejora urbana (PEMU) - clave 7 - del paseo 
Cuenca del Besós y de las calles Arenys y Manuel de Falla, hasta un máximo de 10.000 m2 

de superficie de venta.
d) Parque de actividades económicas de Els Garrofers, del municipio de Vilassar de Mar.
Se añade una superficie máxima de venta de 2.000 m2, para la implantación de un 

establecimiento dedicado a la comercialización de productos alimenticios y de consumo 
cotidiano en régimen de autoservicio.

El departamento competente en materia de comercio debe delimitar la concentración 
comercial de Els Garrofers, habiendo escuchado el Ayuntamiento de Vilassar de Mar, de 
acuerdo con el procedimiento establecido por el apartado a de la disposición adicional de la 
Ley 9/2011, de 29 de diciembre, de promoción de la actividad económica, incorporando los 
establecimientos preexistentes, y la localización de la superficie mencionada.
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e) En Sant Pere de Ribes, en el ámbito de planeamiento SUPP 9 Mercat Parc Central, 
una superficie máxima de venta de 8.000 m2 en un único equipamiento para la implantación 
de un establecimiento dedicado a la comercialización de productos deportivos adyacente a 
un parque deportivo. Esta implantación queda excluida tanto del criterio de localización como 
del criterio de ordenación que establece el artículo 9.4 del Decreto ley 1/2009, de 22 de 
diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales.

f) En Collbató, en el ámbito de planeamiento del Plan parcial del Castell, una superficie 
máxima de venta de 3.000 m2 en un equipamiento colectivo, que puede incorporar un 
establecimiento individual dedicado a la comercialización de productos alimentarios y de 
consumo cotidiano en régimen de autoservicio de una superficie máxima de venta de 1.600 
m2.

g) En La Jonquera, dada la importante actividad comercial transfronteriza, 30.000 m2 

adicionales que se añaden a la superficie de venta total autorizada en el municipio en fecha 
de 31 de diciembre de 2016.

h) En Vilanova i la Geltrú, en el ámbito de planteamiento del polígono Masia d’en 
Barreras II, una superficie máxima de venta de 19.000 m2 en un equipamiento colectivo que 
debe emplazarse necesariamente en una parcela que esté conectada con la TUC mediante 
un vial estructurante del municipio. Estos metros deben materializarse antes del 31 de 
diciembre de 2021.

i) En Blanes, en el ámbito de la Ciutat Esportiva, una superficie máxima de venta de 
3.000 m2 para un gran establecimiento comercial complementario de este equipamiento 
deportivo.

j) En Cervelló, en el ámbito de planeamiento del subsector 2, sector UP4, en el km 
1.241,5 de la carreta N-340, hasta un máximo de 10.000 m2 de superficie de venta en un 
establecimiento comercial colectivo que puede incluir dos grandes establecimientos 
territoriales comerciales, uno de los cuales un establecimiento individual dedicado a la 
comercialización de productos alimenticios y de consumo cotidiano en régimen de 
autoservicio de una superficie máxima de venta de 5.000 m2.

k) Modificación puntual del Plan general de ordenación urbana del sector del Sorrall, del 
municipio de Mataró. Superficie de venta máxima: 30.000 metros cuadrados.

Disposición adicional décima.  
En el ámbito del planeamiento de la modificación del Plan parcial urbanístico del parque 

de actividades económicas Can Sant Joan, ámbito sureste, de Sant Cugat del Vallès (Vallès 
Occidental), los proyectos de nuevos establecimientos comerciales pueden sumar, en 
conjunto, una superficie máxima de venta de 10.000 m2 para cualquier actividad comercial, 
de acuerdo con la localización determinada por acuerdo del Pleno del ayuntamiento, 
adoptado en fecha de 19 de septiembre de 2011.

Disposición adicional undécima.  
1. Los establecimientos comerciales ubicados fuera de la trama urbana consolidada 

(TUC) con anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto ley mantienen sus 
derechos en lo relativo al cambio de titular, siempre y cuando se respeten las características 
de la propia licencia.

2. Las concentraciones comerciales relacionadas y delimitadas en los anexos del 
Decreto 379/2006, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Plan territorial sectorial de 
equipamientos comerciales, se equiparan, a efectos de la ordenación de los 
establecimientos comerciales, a las tramas urbanas consolidadas (TUC) del municipio 
correspondiente. Las actuaciones resultantes de esta equiparación no pueden ultrapasar en 
ningún caso el umbral de la delimitación, tal y como fue grafiada en dichos anexos.

3. También se asimilan a la trama urbana consolidada los recintos comerciales con 
licencias de implantación o de ampliación otorgadas en aplicación de la Ley 18/2005, de 27 
de diciembre, de equipamientos comerciales, y del Decreto 379/2006, así como los centros 
comerciales autorizados en aplicación de la excepción establecida por la letra d del apartado 
8 del artículo 4 y la letra g de la disposición transitoria décima de la Ley 18/2005. En ningún 
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caso se puede sobrepasar la superficie de venta que les ha sido concedida en la licencia 
respectiva.

Disposición adicional duodécima.  
1. Las empresas titulares de centros de innovación tecnológica o de diseño vinculados a 

las actividades de consumo pueden implantar un pequeño establecimiento comercial (PEC), 
que queda excluido de los criterios de localización del artículo 9 del presente decreto ley 
siempre y cuando se cumplan todos los requisitos siguientes:

a) Que el centro de innovación tecnológica o el centro de diseño dé ocupación directa y 
permanente a más de cincuenta trabajadores.

b) Que el pequeño establecimiento comercial que se pretende implantar se localice en el 
mismo municipio y en el mismo polígono de actividades económicas donde esté el centro de 
innovación tecnológica o el centro de diseño.

c) Que el pequeño establecimiento comercial que se pretende implantar comercialice 
exclusivamente productos creados directamente en el centro tecnológico o en el centro de 
diseño por la propia empresa titular de dicho centro.

2. Las disposiciones del apartado 1 son aplicables a la posibilidad de implantar un 
mediano establecimiento comercial (MEC), sujeto a los mismos requisitos, si el centro de 
innovación tecnológica o el centro de diseño da ocupación directa y permanente a más de 
cien trabajadores.

Disposición adicional duodécima [sic].  
(Anulada).

Disposición adicional decimotercera.  
Se aplican a los criterios de localización y ordenación del uso comercial las siguientes 

excepciones:
1. Las industrias pueden disponer de un espacio adyacente para la exposición y venta de 

los productos propios de la actividad industrial que se desarrolla en los mismos. Este espacio 
no puede ultrapasar los trescientos metros cuadrados de superficie de venta, ni configurar, 
junto con otros, un establecimiento comercial colectivo. Esta actividad comercial solamente 
puede llevarse a cabo mientras se mantenga la actividad industrial.

2. Los pequeños, medianos y grandes establecimientos comerciales pueden implantarse 
en los ámbitos de planeamiento donde se instalen parques de ocio y recreativos, con una 
inversión mínima de veinticinco millones de euros para el conjunto del proyecto del parque, 
siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

a) Disponer de un informe favorable del ayuntamiento, aprobado por mayoría absoluta 
del número legal de miembros de la corporación, previa información pública de un mes.

b) Dentro de la zona de acceso restringido a los visitantes del parque, con el pago previo 
de una entrada, solamente pueden implantarse pequeños y medianos establecimientos 
comerciales, destinados a la venta del merchandising del parque y de sus atracciones. La 
superficie de venta total de estos establecimientos no puede superar el 10% de la superficie 
de aprovechamiento privado del parque de ocio y recreativo.

c) Fuera de la zona de acceso restringido a los visitantes del parque solamente puede 
implantarse un gran establecimiento comercial, individual o colectivo, destinado a la venta 
del merchandising del parque y de sus atracciones o al equipamiento de la persona y 
artículos deportivos, sujeto a las siguientes condiciones y requisitos:

– El régimen de intervención administrativa aplicable para estos establecimientos es, en 
cualquier caso, el de licencia comercial de la Generalidad.

– La correspondiente solicitud de licencia comercial se puede formalizar hasta el 31 de 
diciembre de 2016, como muy tarde.

– El inicio de la actividad comercial queda condicionada a la apertura al público del 
parque y a la materialización en este de, como mínimo, más del 50% de la inversión y de las 
actividades de ocio y recreativas proyectadas.
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– El horario de apertura de estos establecimientos debe ajustarse al régimen general 
previsto por la legislación en materia de horarios comerciales.

3. Los establecimientos comerciales colectivos en funcionamiento en fecha de 31 de 
diciembre de 2013 que se encuentren situados en la trama urbana consolidada o en 
concentraciones equiparadas a tramas urbanas consolidadas de municipios con una 
población vinculada ETCA (equivalente a tiempo completo anual) superior a 50.000 
habitantes pueden incrementar, por una sola vez, en un 25% la superficie de venta que 
tengan autorizada en dicha fecha.

4. Las remodelaciones de los centros comerciales y de las galerías comerciales definidas 
en el artículo 5.h) no singulares.

Disposición adicional decimocuarta.  
A los efectos de lo establecido en el artículo 9:
a) Se consideran municipios asimilados a un municipio de más de 5.000 habitantes los 

municipios que disponen de una población ETCA (equivalente a tiempo completo anual) 
superior a esta cantidad, según los últimas datos oficiales del Instituto de Estadística de 
Cataluña.

b) Se consideran municipios asimilados a un municipio de más de 50.000 habitantes los 
municipios que disponen de una población ETCA superior a esta cantidad según los últimas 
datos oficiales del Instituto de Estadística de Cataluña.

c) Los municipios con una población superior a 30.000 habitantes quedan asimilados a 
capitalidad comarcal si prestan todos los servicios siguientes, además de los que les son 
propios: hospital comarcal, estación de autobuses interurbanos, juzgado de primera instancia 
y biblioteca central comarcal.

Disposición transitoria primera.  
1. En el plazo máximo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de este Decreto-

ley, los municipios de más de 5.000 habitantes y las capitales de comarca tienen que 
disponer de la representación gráfica de sus tramas urbanas consolidadas (TUC) de acuerdo 
con lo que establece este Decreto-ley. Mientras tanto se mantiene la vigencia de las tramas 
urbanas consolidadas (TUC) anexas al Decreto 379/2006, de 10 de octubre, por el cual se 
aprueba el Plan territorial sectorial de equipamientos comerciales, así como de las 
delimitaciones de tramas posteriores aprobadas mediante la correspondiente Orden del 
consejero de Innovación, Universidades y Empresa.

2. Transcurrido el plazo de seis meses a que hace referencia el apartado 1, la dirección 
general competente en materia de urbanismo puede efectuar de oficio la primera 
delimitación de las tramas urbanas consolidadas (TUC), o la modificación de las existentes 
para ajustarse a lo que establece este Decreto-ley, previa información pública durante el 
plazo de un mes y audiencia por igual plazo en el ayuntamiento correspondiente. En este 
procedimiento tiene que constar el informe de la dirección general competente en materia de 
comercio, el cual es vinculante si es desfavorable.

3. A partir de la entrada en vigor de este Decreto-ley, para los ayuntamientos que no 
tengan delimitada la suya trama urbana consolidada (TUC) y hasta que no la hayan grafiado, 
se considera que ésta viene delimitada por la zona constituida por los asentamientos de 
naturaleza compleja que configuran el casco histórico y los suyos ensanchas.

Disposición transitoria segunda.  
Con el fin de poder tramitar la licencia comercial correspondiente, debe disponerse con 

carácter previo de la representación gráfica de la trama urbana consolidada aprobada por la 
dirección general competente en materia de urbanismo.

Disposición transitoria tercera.  
Hasta la entrada en vigor del desarrollo reglamentario previsto en este Decreto-ley se 

mantiene la vigencia del Decreto 378/2006, de 10 de octubre, por el cual se desarrolla la Ley 
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18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales, en todo aquello que no sea 
contrario en este Decreto-ley.

Disposición transitoria cuarta.  
Hasta la entrada en vigor de la Ley 20/2009, de 4 de diciembre, de prevención y control 

ambiental de las actividades, se han de efectuar de forma autónoma las comunicaciones 
relativas a nuevas implantaciones, ampliaciones y cambios de actividad de establecimientos 
comerciales individuales o colectivos que prevé este Decreto-ley.

Disposición transitoria quinta.  
Las licencias comerciales solicitadas y pendientes de resolución en la entrada en vigor 

de este Decreto-ley de los establecimientos con una superficie de venta igual o superior 
a 2.500 metros cuadrados se tienen que tramitar de acuerdo con lo que establece la 
Ley 18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales; el Decreto 378/2006, de 10 
de octubre, por el cual se despliega la Ley 18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos 
comerciales, y el Decreto 379/2006, de 10 de octubre, por el cual se aprueba el Plan 
territorial sectorial de equipamientos comerciales. Los establecimientos con una superficie de 
venta inferior a 2.500 metros cuadrados que hayan solicitado una licencia comercial en base 
a la aplicación de la normativa vigente antes de la entrada en vigor de este Decreto-ley, se 
les aplicará las disposiciones contenidas en esta norma siempre que el resultado sea más 
favorable para la persona solicitando. En ningún caso es necesario para la finalización de los 
procedimientos ni el informe sobre el grado de implantación comercial ni la consulta a la 
Comisión de Equipamientos Comerciales. Asimismo, la falta de resolución y notificación a la 
persona interesada en los plazos establecidos en estas disposiciones comporta el 
otorgamiento de la correspondiente licencia por silencio administrativo.

El resto de expedientes que, en la entrada en vigor del presente Decreto-ley, estén en 
trámite ante la dirección general competente en materia de comercio, se resolverán de 
acuerdo con las determinaciones contenidas en este Decreto-ley.

Disposición transitoria sexta.  
Los programas de orientación por los equipamientos comerciales (POEC) en proceso de 

aprobación definitiva para la dirección general competente en materia de comercio en el 
momento de entrada en vigor de este Decreto-ley se tienen que tramitar de acuerdo con lo 
que establece la Ley 18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales, y el 
Decreto 378/2006, de 10 de octubre, que la desarrolla.

Disposición transitoria séptima.  
La dirección general competente en materia de comercio tiene que publicar por medios 

telemáticos los formularios normalizados previstos en este Decreto-ley.

Disposición transitoria octava.  
Mientras no se disponga de los medios técnicos y presupuestarios para la implantación 

del uso de medios electrónicos en la presentación de las comunicaciones y solicitudes de 
licencia comercial, hay que aportar los formularios y la documentación correspondiente en 
soporte electrónico y una copia en soporte papel.

Disposición transitoria novena.  
A partir de la entrada en vigor de este Decreto-ley, las solicitudes de los informes sobre 

el grado de implantación de las empresas de la distribución comercial establecidos en el 
artículo 8 de la Ley 18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales, que estén 
en trámite, tienen que archivarse y se han de adoptar las medidas necesarias para proceder 
a la devolución de la tasa abonada.
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Disposición derogatoria primera.  
Sin perjuicio de lo que establecen las disposiciones transitorias, se deroga la Ley 

18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales, el Decreto 379/2006, de 10 de 
octubre, por el cual se aprueba el Plan Territorial Sectorial de Equipamientos Comerciales, y 
cualquier otra disposición que se oponga a lo que establece el presente Decreto-ley.

Disposición derogatoria segunda.  
Se deroga el capítulo II del título VII del Texto refundido de la Ley de tasas y precios 

públicos de la Generalidad de Cataluña aprobado por el Decreto Legislativo 3/2008, de 25 de 
junio.

Disposición derogatoria tercera.  
Se deroga el artículo 1.1.1.d del Decreto 356/2004, de 20 de julio, por el que se regula la 

capacidad sancionadora en materia de ordenación del comercio.

Disposición final primera.  Modificación del capítulo I del título VII del Texto refundido de la 
Ley de tasas y precios públicos de la Generalidad de Cataluña aprobado por el Decreto 
legislativo 3/2008, de 25 de junio.

Se modifica el capítulo I del título VII del Texto refundido de la Ley de tasas y precios 
públicos de la Generalidad de Cataluña aprobado por el Decreto legislativo 3/2008, de 25 de 
junio que queda redactado de la siguiente manera:

«CAPÍTULO I

Tasa para la tramitación de a la licencia comercial de la Generalidad

Artículo 7.1-1.  Hecho imponible.
Constituye el hecho imponible de la tasa la tramitación de expedientes de 

solicitud de licencia comercial de la Generalidad.

Artículo 7.1-2.  Sujeto pasivo.
Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que solicitan las 

licencias comerciales.

Artículo 7.1-3.  Acreditación.
1. La tasa se acredita en el momento de presentar la solicitud de la licencia 

comercial. Vista la posibilidad de desistimiento de la persona solicitando antes, 
durante o desprendido del estudio del expediente para el otorgamiento de la licencia, 
la tasa se fracciona en dos pagos:

a) El 65% en el momento de presentar la solicitud, junto con el resto de 
documentación necesaria para iniciar la tramitación del expediente, por el 
procedimiento de autoliquidación.

b) El 35% restante antes de finalizar el periodo establecido por el trámite de 
audiencia que se inicia una vez dictada la propuesta de resolución, por el 
procedimiento de notificación de la liquidación.

2. La falta de liquidación de la tasa tiene las consecuencias siguientes:
La falta de acreditación del pago del 65% en el momento de presentar la solicitud 

tiene los mismos efectos que la falta de cualquier otra documentación preceptiva 
necesaria para iniciar la tramitación del expediente.

La falta de liquidación del pago del 35% dentro del periodo de quince días a 
contar desde el día siguiente de la recepción de la correspondiente notificación da 
lugar a la caducidad del expediente para el otorgamiento de la licencia comercial de 
la Generalidad.
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3. En los casos en los que no se dicte resolución expresa en el plazo legalmente 
establecido, la persona interesada, con la solicitud previa correspondiente tiene 
derecho a la devolución del importe pagado.

Artículo 7.1-4.  Base imponible y tipo de gravamen.
Constituye la base imponible la superficie de venta total de los establecimientos, 

cuando se trate de un nuevo establecimiento comercial, de un cambio de actividad, y 
sólo la superficie de venta añadida cuando se trate de una ampliación. El tipo de 
gravamen se establece en 3 ‘70 euros por metro cuadrado de superficie de venta.

Artículo 7.1-5.  Afectación.
Los ingresos procedentes de la recaudación de las tasas por la tramitación de la 

licencia comercial de la Generalidad se afectan en la financiación, la ampliación y la 
mejora de los servicios que tengan asignadas las tareas de velar por el cumplimiento 
de lo que establece la correspondiente Decreto-ley de ordenación de los 
equipamientos comerciales y las normas reglamentarias que la desarrollen.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este Decreto-ley se promulga en ejercicio de la competencia exclusiva en materia de 

comercio interior reconocida en el artículo 121.1.d) del Estatuto de autonomía.

Disposición final tercera.  Desarrollo.
Se autoriza el Gobierno y el consejero o consejera competente en materia de comercio 

para que dicten las disposiciones necesarias para desplegar y aplicar este Decreto-ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
Este Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Diario 

Oficial de la Generalidad de Cataluña».
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§ 61

Ley 14/2002, de 27 de junio, de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de Cataluña y del Consejo General de las 

Cámaras

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 3671, de 5 de julio de 2002
«BOE» núm. 177, de 25 de julio de 2002

Última modificación: 31 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2002-14985

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 

nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 14/2002, de 27 de junio, de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de Cataluña y del Consejo General de las Cámaras.

PREÁMBULO
Las corporaciones de comerciantes, industriales y navieros tienen una larga tradición en 

Cataluña. Remontándose en la historia, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación actuales son herederas de aquellas entidades que construyeron la Lonja de Mar, 
el Consulado de Mar y la Junta de Comercio. En todos los casos estas entidades han 
formado parte de la realidad institucional de Cataluña en la doble vertiente representativa de 
las actividades económicas y de colaboración con la Administración.

Esta tradición de servicio institucional al país se ha visto complementada cada vez más 
con el servicio directo a las empresas, con las cuales colabora. Así, actualmente, el papel de 
las Cámaras es imprescindible para la modernización y la competitividad de las empresas 
catalanas en campos como la implantación de nuevas tecnologías, la formación permanente 
en las empresas, la promoción, el apoyo logístico, el fomento y la proyección exterior y la 
creación de nuevas empresas, entre otros aspectos que influyen en la actividad empresarial.

La Generalidad tiene competencia exclusiva sobre las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de su ámbito territorial, sin perjuicio de la competencia del Estado 
con relación al régimen aduanero y arancelario y al comercio exterior. Eso supone que la 
Generalidad tenga en materia de Cámaras, entre otras, la potestad legislativa.

No obstante, el Estado, invocando la competencia sobre las bases del régimen jurídico 
de las administraciones públicas y la reserva constitucional en materia de comercio exterior, 
dictó la Ley 3/1993, de 22 de marzo, como ley básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación.

Una vez declarada la constitucionalidad de la Ley 3/1993 por el Tribunal Constitucional 
en la Sentencia 107/1996, de 12 de junio, y la delimitación del carácter básico en la 
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Sentencia 206/2001, de 22 de octubre, que estima parcialmente el recurso presentado el 22 
de junio de 1993 por la Generalidad a algunos preceptos de la Ley 3/1993, la presente Ley 
regula el marco jurídico propio de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación de Cataluña y crea y regula el Consejo General de las Cámaras.

La presente Ley pretende adaptar la normativa de Cámaras a la realidad de Cataluña, 
potenciando los aspectos que más deben coadyuvar a profundizar en el papel representativo 
de los intereses generales del comercio, la industria y la navegación y de colaboración con la 
Administración, y en la gestión eficaz al servicio de las empresas de Cataluña.

Las Cámaras se configuran como corporaciones de derecho público y órganos 
consultivos y de colaboración con las administraciones públicas, con personalidad jurídica y 
plena capacidad de obrar. Están dotadas de competencias y funciones públicas 
administrativas atribuidas por ley, con independencia de las que por delegación les atribuyan 
las administraciones públicas, y tienen la representación, la promoción y la defensa de los 
intereses generales del comercio, la industria y la navegación. Estas corporaciones, con 
estructura y funcionamiento democráticos e integradas por todas las empresas en condición 
de electores, disponen de autonomía de actuación y económica, sin perjuicio de la tutela de 
la Generalidad y de la fiscalización superior por la Sindicatura de Cuentas del destino de los 
ingresos procedentes del recurso cameral permanente.

La presente Ley crea el Consejo General de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de Cataluña con el fin de coordinar la actividad de todas las Cámaras 
Catalanas y para garantizar una interlocución coordinada con las principales instituciones del 
país.

La presente Ley permite a las Cámaras desarrollar todo su potencial, posibilitando que 
participen en la gestión de infraestructuras, en el desarrollo local y en la prestación de 
servicios públicos a las empresas por delegación de la Administración. Las administraciones 
públicas deben facilitarles especialmente las herramientas censales necesarias para el 
desarrollo de sus funciones.

En tanto que corporaciones de derecho público representativas de los intereses 
económicos generales y dotadas de plenitud subjetiva al agrupar a la totalidad de los 
agentes económicos, las Cámaras son el instrumento institucional natural de expresión de la 
opinión de los comerciantes, industriales y navieros de Cataluña, razón por la cual deben 
tener presencia y participación en las instituciones y los organismos públicos que tengan por 
objeto tareas o finalidades directamente relacionadas con los intereses generales que las 
Cámaras representan, sin perjuicio de la presencia de otras entidades representativas de 
intereses sectoriales o empresariales privados.

De la misma forma, como ente de interrelación institucional entre las administraciones 
públicas y el mundo empresarial, las Cámaras deben ser necesariamente escuchadas en el 
proceso de elaboración de las normas y en todos los asuntos que afecten directamente a los 
intereses generales del comercio, la industria y la navegación.

El capítulo I de la Ley define el objeto, la naturaleza y el régimen jurídico de las Cámaras 
y crea el Consejo General de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 
Cataluña.

El capítulo II hace referencia al ámbito territorial de las Cámaras, que respeta la rica 
tradición de los diversos territorios de Cataluña, y fija un número mínimo de Cámaras con el 
fin de garantizar su presencia en el territorio. Asimismo, se establecen los mecanismos para 
modificar los ámbitos territoriales y se regula la creación, la fusión, la integración y la 
disolución de las Cámaras, siempre respetando la ordenación territorial vigente.

El capítulo III define las funciones y las acciones instrumentales de las Cámaras. Entre 
ellas hay que hacer especial mención a las de propuesta y asesoramiento a las 
administraciones, las de emitir informes sobre proyectos de normas, la gestión de servicios 
públicos e infraestructuras, el desarrollo de actuaciones de promoción exterior en el seno de 
un plan para la internacionalización de las empresas catalanas y, en general, las actuaciones 
que fomenten la mejora de la competitividad empresarial, la realización de encuestas y la 
normalización lingüística.

Asimismo, se incluyen las acciones instrumentales que las Cámaras pueden desarrollar 
para llevar a cabo estas funciones.
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El capítulo IV regula el procedimiento y el régimen electoral, a partir del principio de 
garantizar el derecho de los electores a escoger libremente sus representantes y de las 
condiciones mínimas para poder ser candidato, adaptando esos derechos a la realidad de 
las personas, a menudo jurídicas, que deben ejercerlos, y establece un sistema electoral 
garantista y que canaliza la participación de todos los sectores en los plenos camerales con 
el fin de formar la representatividad de los intereses generales y la plenitud subjetiva que 
caracterizan a las Cámaras.

El capítulo V define los órganos de gobierno de las Cámaras: El Pleno, el Comité 
Ejecutivo y el Presidente o Presidenta, regulando sus funciones, composición y 
funcionamiento. Se prevé la presencia en el pleno de las Cámaras, con plenitud de 
derechos, de personas de reconocido prestigio nombradas a propuesta de las 
organizaciones empresariales más representativas, así como la convocatoria de un 
representante de la Administración tutelante a las sesiones de los órganos de gobierno 
colegiados.

El capítulo VI hace referencia al personal de las Cámaras y crea la figura de Secretario o 
Secretaria general, de quien define las funciones, los cargos de alta dirección y el carácter 
laboral de todo el personal.

El capítulo VII define al Consejo General de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de Cataluña como ente consultivo y de colaboración con las 
administraciones públicas, integrado por todas las Cámaras catalanas. Regula las funciones 
del Consejo General de las Cámaras; el sistema de toma de decisión, basado en la 
representatividad de los electores de cada Cámara, con una corrección en favor de las 
Cámaras con menos electores; la composición y la elección de los órganos de gobierno y las 
funciones respectivas.

El capítulo VIII regula los regímenes económico, presupuestario y contable de las 
Cámaras y, si procede, del Consejo General de las Cámaras en todo lo que le sea aplicable. 
Establece la obligatoriedad de exigir el recurso cameral en período voluntario o por vía de 
apremio y abre la posibilidad de establecer Convenios con varias administraciones 
económicas para facilitar los procesos de cobro y mejorar los rendimientos reales de los 
ingresos por recurso cameral permanente. Establece también las bases para el ejercicio de 
la tutela en materia económica y financiera. Da el carácter de deducible, a efectos del cálculo 
de la autofinanciación, a la aportación de las Cámaras para la financiación del Consejo 
General de las Cámaras, porque se trata de un rendimiento afectado, y establece la 
necesidad de materializar el fondo de reserva que regula la Ley. Asimismo, se incorpora el 
plan de desarrollo empresarial de cada Cámara a los presupuestos respectivos y se afectan 
recursos al mismo. Este plan debe incluir las actividades específicamente destinadas a 
actuaciones de desarrollo económico local dirigidas a las empresas. Finalmente, reserva a la 
Sindicatura de Cuentas la fiscalización superior de la destinación de las cantidades 
percibidas como rendimientos del recurso cameral permanente.

El último capítulo, el IX, se refiere al régimen jurídico, que integra: La tutela, que se 
asigna al departamento de la Generalidad competente en materia de Cámaras de Comercio, 
Industria y Navegación, y de la cual se definen la función y las potestades que comprende; 
las autorizaciones y los plazos que tiene el órgano tutelar para resolver; la regulación de la 
suspensión y la disolución de los órganos de gobierno, y, además, los procedimientos para 
interponer recursos contra los actos de las Cámaras, del Consejo General de las Cámaras, 
del órgano tutelar y del Gobierno.

Finalmente, se dictan las disposiciones transitorias, con el fin de garantizar la pervivencia 
de las Cámaras actuales y la continuidad de los órganos de gobierno hasta la finalización del 
mandato actual, así como los derechos del personal que en el momento de la entrada en 
vigor de la presente Ley se encuentre al servicio de una Cámara al amparo del Decreto de 
13 de junio de 1936, sobre derechos y garantías de los empleados de las Cámaras, y figure 
incluido en la plantilla a que se refiere el artículo 2 de dicho Decreto.

Las otras disposiciones transitorias hacen referencia a la necesidad de adaptar los 
reglamentos de régimen interior de las Cámaras a la presente Ley, así como a la aprobación 
del Reglamento del Consejo General de las Cámaras y a su sesión constitutiva.

La disposición transitoria sexta establece el plazo para que las Cámaras propongan al 
órgano tutelar, si procede, el traspaso contable del fondo de reserva que establecía el 
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artículo 47 del Reglamento General de Cámaras a remanentes acumulados de ejercicios 
anteriores.

Una disposición adicional abre la posibilidad de que, mediante los presupuestos 
generales de la Generalidad, se establezca o se modifique la afectación de los rendimientos 
del recurso cameral permanente no reservados a acciones de interés general y que se eleve 
la parte alícuota del recurso cameral permanente girado sobre las cuotas del impuesto de 
actividades económicas o del impuesto que lo sustituya y su afectación.

Sin duda, la presente Ley aporta una actualización imprescindible para el funcionamiento 
de estas corporaciones, a las cuales se asignan tareas de relieve importante y de incidencia 
en el desarrollo de la actividad económica del país.

CAPÍTULO I
Objeto y naturaleza

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
1. La presente Ley regula, en el ámbito territorial de Cataluña, las Cámaras Oficiales de 

Comercio e Industria, que también se denominan de Comercio, Industria y Navegación en 
los lugares donde tienen representación de intereses navieros marítimos y aéreos.

2. La presente Ley crea y regula el Consejo General de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de Cataluña.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las Cámaras son corporaciones de derecho público y órganos consultivos de las 

administraciones públicas, con las cuales colaboran, con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y para el ejercicio de las competencias 
y las funciones que tienen atribuidas legalmente. Su estructura y su funcionamiento interno 
deben ser democráticos.

2. Corresponde a las Cámaras:
a) El ejercicio de las competencias de carácter público que tienen atribuidas legalmente.
b) El ejercicio de las otras competencias que les deleguen o encomienden las 

Administraciones Públicas.
c) La representación, el fomento y la defensa de los intereses generales del comercio, la 

industria y la navegación, sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial y de 
las actuaciones de otras organizaciones sociales que se constituyan legalmente.

d) La prestación de servicios a las empresas.
3. Las Cámaras se rigen por lo que dispone la legislación vigente en materia de Cámaras 

Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, por la presente Ley y sus normas de 
desarrollo y por lo que establecen los respectivos reglamentos de régimen interior, cuya 
aprobación debe ser propuesta por el pleno al órgano tutelar, que puede promover su 
modificación. En el reglamento de régimen interior debe constar la estructura del pleno, el 
número y la forma de elección de los miembros del comité ejecutivo, la regulación del uso de 
la lengua catalana y, en general, las normas de funcionamiento interno de las Cámaras.

4. A las Cámaras, en los supuestos de ejercicio de competencias propias que impliquen 
el uso de potestades públicas y en los de ejercicio de competencias delegadas por otros 
entes administrativos, les es aplicable, supletoriamente, la legislación sobre procedimiento y 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas.

5. La contratación y el régimen patrimonial se rigen por el derecho privado. No obstante, 
en los supuestos de delegación de funciones públicas de las administraciones, el acuerdo de 
delegación puede fijar otro régimen diferente de contratación para el desarrollo de la función 
delegada siempre y cuando este régimen específico de contratación sea impuesto por el 
ordenamiento vigente.

6. El régimen patrimonial de las Cámaras se rige por las normas de derecho privado.
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CAPÍTULO II
Ámbito territorial. Modificaciones

Artículo 3.  Ámbito territorial.
1. En Cataluña debe haber, como mínimo, una Cámara en cada una de las 

circunscripciones territoriales de Girona, Lleida y Tarragona, con sede en las ciudades 
mencionadas, y dos en la circunscripción territorial de Barcelona, una de las cuales con sede 
en la mencionada ciudad.

2. En cada circunscripción puede haber Cámaras cuyo ámbito territorial cumpla las 
condiciones establecidas por la presente Ley y las que se determinen reglamentariamente.

3. El ámbito territorial de una Cámara no puede comprender territorio de más de una 
circunscripción territorial.

Artículo 4.  Modificaciones del ámbito territorial.
1. El Gobierno puede modificar el ámbito territorial de las Cámaras, previo informe del 

Consejo General de las Cámaras y de las Cámaras directamente afectadas, de acuerdo con 
las posibles alteraciones de la ordenación territorial de Cataluña y siempre que los intereses 
generales que las Cámaras representan así lo exijan. Estas modificaciones deben hacerse 
respetando la ordenación comarcal vigente.

2. El acuerdo de modificación a que hace referencia el apartado 1 debe tener en cuenta 
el personal, los ingresos y los gastos y los activos y los pasivos de las Cámaras afectadas, a 
fin de que éstas puedan continuar afrontando sus obligaciones.

3. El ámbito territorial de las Cámaras también puede modificarse en los supuestos 
siguientes:

a) Mediante propuesta conjunta de las Cámaras afectadas por acuerdo adoptado por dos 
terceras partes de los miembros de los plenos respectivos.

b) Cuando lo soliciten expresamente dos terceras partes de los electores del ámbito 
territorial objeto de la propuesta de modificación, que representen más del 50 por 100 de las 
cuotas del recurso cameral de aquel ámbito. En este caso, es preciso el informe previo de 
las Cámaras afectadas.

4. En los supuestos a que hace referencia el apartado 3, es preciso el informe previo del 
Consejo General de las Cámaras y que el ámbito territorial afectado respete la ordenación 
comarcal vigente.

5. En ningún caso puede presentarse más de una propuesta de modificación de un 
mismo ámbito territorial hasta que no se haya celebrado el siguiente proceso electoral 
general de las Cámaras.

Artículo 5.  Creación de nuevas Cámaras.
El Gobierno de la Generalidad puede autorizar la creación de nuevas Cámaras, previo 

informe del Consejo General de las Cámaras y de las Cámaras afectadas, cuando las 
circunstancias económicas y los intereses comerciales, industriales y navieros lo justifiquen, 
siempre y cuando la entidad resultante cuente con recursos económicos suficientes para el 
cumplimiento de las funciones que tiene encomendadas, se garantice una mejora de los 
servicios que se prestan y se cumplan los requisitos siguientes:

a) Que lo soliciten expresamente las dos terceras partes de los electores del ámbito 
territorial proyectado, que representen, como mínimo, más de la mitad de las cuotas del 
recurso permanente.

b) Que los ingresos previstos en concepto de recurso permanente alcancen como 
mínimo el 5 por 100 de los presupuestados por el conjunto de las Cámaras de Cataluña en 
el último ejercicio.

c) Que el ámbito territorial proyectado respete la ordenación comarcal vigente.
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Artículo 6.  Fusión.
Dos o más Cámaras, por propia iniciativa, pueden proponer al órgano tutelar su fusión. 

La autorización, previo informe del Consejo General de las Cámaras y a propuesta del 
órgano que ejerce la tutela, corresponde al Gobierno, el cual debe establecer el ámbito 
territorial de la nueva Cámara y su denominación.

Artículo 7.  Integración.
Sin perjuicio de lo que establece el artículo 9, las Cámaras pueden proponer al órgano 

tutelar su integración en otras de más dimensión. La integración debe ser autorizada por el 
Gobierno, previo informe del Consejo General de las Cámaras y la conformidad de la 
Cámara en la cual tenga que integrarse, y debe establecer el ámbito territorial de la nueva 
Cámara y su denominación.

Artículo 8.  Disposiciones comunes.
1. (Derogado).
2. La aprobación de una modificación territorial, fusión o integración cameral es 

plenamente eficaz a partir del siguiente proceso electoral.
3. La persona titular del departamento que tenga atribuida la tutela de las cámaras debe 

establecer el modo de adecuar los censos electorales, los reglamentos de régimen interior, y 
las medidas necesarias para el funcionamiento de las cámaras en el período transitorio entre 
la autorización del Gobierno hasta el siguiente proceso electoral, en particular el número de 
vocales y la composición del nuevo pleno, el sistema de provisión de vocalías entre los 
vocales de las cámaras preexistentes, la constitución del nuevo pleno y el sistema de 
elección del resto de órganos de gobierno.

4. Las Cámaras resultantes de la fusión o la integración deben ser a todos los efectos 
sucesoras de las fusionadas o las integradas.

Artículo 9.  Disolución.
1. El Gobierno puede acordar la disolución de una Cámara y su integración forzosa en 

una o más Cámaras como medida excepcional para salvaguardar los intereses generales del 
comercio, la industria y la navegación que representa la Cámara a disolver y los derechos de 
sus electores, en los supuestos y con las condiciones que establece este artículo.

2. La Cámara que durante dos años sucesivos no pueda alcanzar, con recursos propios, 
la financiación de las funciones y los servicios que está obligada a llevar a cabo de acuerdo 
con el artículo 11.2 debe ser requerida por el órgano tutelar para que informe sobre su 
situación patrimonial y financiera y sobre la posibilidad de alcanzar la mencionada 
financiación en un período no superior a dos años.

3. A la vista del informe y de la propuesta que a este efecto formule el órgano tutelar, y 
con la audiencia previa del Consejo General de las Cámaras y de las otras Cámaras que 
puedan resultar afectadas, el Gobierno puede disolver la Cámara de que se trate si 
considera que ésta no puede alcanzar su financiación.

4. Si efectuadas dos elecciones consecutivas resulta imposible el funcionamiento del 
Pleno de una Cámara, ésta puede ser disuelta por el Gobierno, con la audiencia previa del 
Consejo General de las Cámaras y de las Cámaras que puedan resultar afectadas.

5. El acuerdo de disolución debe determinar la integración de la Cámara o las Cámaras 
disueltas en una o más de las Cámaras existentes. En el caso de integración en dos o más 
Cámaras, el acuerdo de disolución debe fijar la distribución del personal y de los Activos y de 
los Pasivos de la Cámara o Cámaras disueltas entre aquéllas en las cuales se integran.

6. La Cámara o las Cámaras en que se integre la disuelta o las disueltas debe ser a 
todos los efectos sucesora de ésta o éstas en la forma que señale el acuerdo de disolución.

Artículo 10.  Delegaciones.
Las Cámaras pueden crear y suprimir delegaciones y oficinas en su respectivo ámbito 

territorial, así como oficinas en el extranjero, siempre que esté previsto por el reglamento de 
régimen interior de la Cámara y previa comunicación al órgano tutelar.
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CAPÍTULO III
Funciones y acciones instrumentales

Artículo 11.  Funciones.
1. Las Cámaras tienen las funciones siguientes:
a) Proponer al Gobierno, dando cuenta de ellas al órgano tutelar y a otras 

administraciones públicas, las medidas que consideren necesarias o convenientes para el 
fomento y la defensa de los intereses generales que las Cámaras representan.

b) Emitir informes sobre los proyectos de normas elaborados por el Gobierno o la 
Administración de la Generalidad o por las entidades locales que afecten directamente a los 
intereses generales del comercio, la industria o la navegación.

c) Asesorar a las Administraciones Públicas sobre las cuestiones que afecten a los 
intereses generales que las Cámaras representan, así como emitir los informes que aquéllas 
les soliciten. En todo caso, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación 
deben ser escuchadas en el caso de propuestas legislativas que afecten directamente a los 
intereses generales del comercio, la industria o la navegación.

d) Llevar un censo público de las empresas, así como de sus establecimientos, 
delegaciones y agencias radicados en su ámbito territorial.

e) Gestionar los servicios públicos y las infraestructuras y ejercer las otras funciones 
administrativas que las administraciones públicas les encarguen u otorguen en concesión, 
encomienden o deleguen, respectivamente, y sean compatibles con su naturaleza y 
finalidades.

f) Tramitar los programas de ayudas públicas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar los servicios públicos relacionados con éstos 
cuando su gestión corresponda a la Generalidad.

g) Hacer acciones de promoción comercial y turística para favorecer la 
internacionalización de las empresas catalanas. Promover el fomento de la exportación, sin 
perjuicio de lo que la Ley del Estado 3/1993 establece en lo que concierne a las actuaciones 
de interés general.

h) Colaborar con las administraciones educativas en la gestión de la formación práctica 
en centros de trabajo y empresas, incluida en las enseñanzas de formación profesional 
reglada, en especial en la selección y la homologación de centros de trabajo y empresas y, si 
procede, en la designación de tutores de los alumnos y el control del cumplimiento de la 
programación.

i) Colaborar en los programas de formación permanente establecidos por las empresas, 
por los centros docentes públicos o privados y, si se tercia, por las administraciones públicas 
competentes, y difundir e impartir, si procede, formación no reglada relativa a la empresa.

j) Colaborar con la Administración competente participando en la realización de estudios, 
trabajos y acciones que se lleven a cabo sobre la ordenación del territorio, los transportes y 
las comunicaciones y la localización industrial, comercial y turística, así como en el estudio 
de las necesidades de técnicos de formación profesional que tiene el mundo empresarial, 
tanto a nivel sectorial como territorial.

k) Elaborar estadísticas del comercio, la industria, la navegación y el turismo, y elaborar 
las encuestas de evaluación y los estudios que hagan falta para conocer la situación y las 
necesidades de los diferentes sectores. Las estadísticas que se elaboren pueden tener la 
consideración de estadística de interés de la Generalidad si cumplen los requisitos y el 
procedimiento que establece el artículo 13 de la Ley 23/1998, de 30 de diciembre, de 
Estadística de Cataluña, y las otras disposiciones que sean de aplicación a este tipo de 
estadísticas.

l) Fomentar la normalización lingüística en el ámbito del comercio, la industria y la 
navegación.

m) Prestar servicios de información y asesoramiento empresarial. Particularmente, 
pueden llevar a cabo actuaciones de tramitación de documentos relacionados con el 
ejercicio legal de las actividades empresariales.
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n) Llevar a cabo funciones de arbitraje, mediación y conciliación mercantiles, en los 
ámbitos nacionales e internacionales, y utilizar cualquier otro sistema alternativo de solución 
de conflictos, de conformidad con la legislación vigente.

o) Promover, organizar y llevar a término actuaciones de promoción comercial de 
productos, bienes y servicios, y de dinamización comercial. Promover la difusión de la 
innovación y del diseño en las empresas, el desarrollo del sector servicios y todas aquellas 
actuaciones que ayuden a mejorar la competitividad de las empresas catalanas.

p) Fomentar la investigación aplicada a la mejora y la competitividad de los productos 
industriales, al despliegue de sistemas de distribución innovadores y al desarrollo del sector 
de servicios.

q) Coadyuvar en el desarrollo del tráfico mercantil bajo el principio del respeto a la 
concurrencia libre y leal y con buena fe.

r) Informar de los usos mercantiles de su ámbito territorial y emitir las certificaciones 
correspondientes.

s) Representar los intereses generales del comercio, la industria y la navegación en los 
órganos administrativos o los organismos públicos de composición plural que desarrollan 
funciones relacionadas con los intereses económicos generales.

t) Llevar a cabo todas aquellas actividades y actuaciones que, de alguna forma, 
contribuyan a la defensa, el fomento o el desarrollo del comercio, la industria y la 
navegación, o que los apoyen.

u) Llevar a cabo todas aquellas actuaciones de apoyo técnico necesarias para el 
cumplimiento de sus finalidades.

v) Aquéllas otras que el ordenamiento jurídico vigente les otorgue.
2. Tienen carácter obligatorio todas las funciones señaladas en el apartado 1, excepto 

las correspondientes a las letras k), p), t) y u).
3. En el caso de funciones y servicios delegados, concedidos o encomendados por las 

Administraciones Públicas a las Cámaras, deben establecerse los convenios pertinentes 
entre las Cámaras afectadas y dichas Administraciones Públicas, en las cuales deben figurar 
el sistema de financiación y, si procede, las contraprestaciones adecuadas a las 
características de la ejecución de la prestación del servicio correspondiente.

Artículo 12.  Planes camerales.
1. Las funciones atribuidas a las Cámaras por el artículo 11.1.g) que no son ninguna de 

las acciones de interés general en el fomento de la exportación que establece la Ley 3/1993 
forman el Plan cameral de internacionalización de las empresas catalanas. Las funciones 
atribuidas a las Cámaras por las letras h), i), j), m), n), o) y p) del artículo 11.1 forman el plan 
cameral de desarrollo empresarial. El Plan cameral de internacionalización y el de desarrollo 
empresarial deben ser presentados en el órgano tutelar para que los autorice. Debe 
establecerse reglamentariamente la manera de llevarlo a cabo.

2. Corresponde al Consejo General de las Cámaras la coordinación de las actuaciones y 
las propuestas de las Cámaras relativas al Plan cameral de internacionalización de las 
empresas catalanas mencionado en el apartado 1.

3. La Sindicatura de Cuentas debe someter a fiscalización superior las liquidaciones de 
los presupuestos de las Cámaras y del Consejo General de las Cámaras relativas al plan 
cameral de internacionalización de las empresas catalanas y al Plan cameral de desarrollo 
empresarial.

4. Los planes camerales establecidos por el artículo 12.1 deben financiarse mediante el 
rendimiento de la exacción incluida en el recurso cameral permanente que recae sobre las 
cuotas del impuesto de sociedades, excluyendo las cantidades afectadas a las acciones de 
interés general reguladas por la Ley 3/1993, de acuerdo con lo que establece el artículo 45.3 
de la presente Ley.

Artículo 13.  Acciones instrumentales.
1. Las Cámaras catalanas, con el fin de mejorar la eficacia y la eficiencia en el desarrollo 

de las funciones que tienen encomendadas, pueden:
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a) Con la autorización previa del órgano tutelar cuando comporte un compromiso 
financiero, económico o patrimonial, promover, crear, administrar y gestionar asociaciones, 
organismos, organizaciones, consorcios, instituciones, fundaciones, establecimientos, 
sociedades incluidas las de economía mixta y todo tipo de entidades públicas y privadas, 
relacionadas con sus finalidades y funciones, y participar en los mismos.

b) Con la obligación de dar cuenta de ello al órgano tutelar, crear, gestionar, administrar, 
promover y coorganizar, lonjas de contratación, bolsas de subcontratación, ferias, 
exposiciones y otros acontecimientos comerciales.

2. Cuando las actuaciones mencionadas en la letra b) del apartado 1 supongan un 
compromiso financiero, económico o patrimonial, debe elaborarse, si procede, el 
presupuesto extraordinario correspondiente.

Artículo 14.  Relaciones entre Cámaras y con otras instituciones.
1. Para cumplir mejor sus finalidades, las Cámaras pueden establecer convenios u otros 

instrumentos de colaboración entre ellas y con otras Cámaras de fuera del territorio de 
Cataluña, de los cuales deben dar cuenta al órgano tutelar.

2. También pueden establecer convenios u otros instrumentos de colaboración con las 
Administraciones Públicas y con otros entes públicos o privados, de ámbito nacional o 
internacional.

3. Los Convenios o los otros instrumentos de colaboración que se establezcan deben 
especificar los objetivos y, si procede, la forma orgánica, funcional y financiera prevista para 
alcanzarlos.

4. Cuando los Convenios o las colaboraciones mencionados comporten un compromiso 
financiero, económico o patrimonial, debe elaborarse, si procede, el presupuesto 
extraordinario correspondiente.

CAPÍTULO IV
Régimen y procedimiento electorales

Artículo 15.  Régimen electoral.
El régimen electoral de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 

Cataluña se rige por la legislación aplicable en materia de Cámaras y su despliegue 
reglamentario.

Artículo 16.  Derechos y obligaciones de los electores.
1. Son electores de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación las 

personas naturales y jurídicas, con independencia de su nacionalidad, que ejercen una 
actividad comercial, industrial o naviera en el territorio español, en los términos establecidos 
por el artículo 6 de la Ley del Estado 3/1993, y que tienen establecimientos, delegaciones o 
agencias en el ámbito territorial de la Cámara respectiva, cuando por la actividad 
correspondiente estén sujetas al impuesto sobre actividades económicas o al impuesto que 
lo sustituya.

2. Los electores de las Cámaras tienen derecho a elegir los órganos de gobierno de las 
Cámaras y a ser elegidos en los mismos, en los términos establecidos por la presente Ley y 
su desarrollo reglamentario.

3. Los electores de las Cámaras tienen la obligación de suministrar a la Cámara los 
datos exigibles sobre la empresa y, si procede, sobre el sector de su actividad.

Artículo 17.  Censo electoral.
1. Los electores de un mismo ámbito territorial cameral constituyen el censo electoral de 

la Cámara correspondiente y están clasificados en grupos y categorías y, si procede, 
subcategorías, de acuerdo con la importancia económica relativa de los diversos grupos 
económicos representados, en la forma que se determine reglamentariamente.
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2. Los censos deben ser formados y revisados anualmente por el comité ejecutivo, 
tomando como referencia el 1 de enero, y expuestos al público, sin perjuicio de la previsión 
que el artículo 8.3 hace para los casos de modificación territorial, fusión o integración de las 
Cámaras.

3. La estructura del censo en grupos, categorías y subcategorías debe revisarse y 
actualizarse cada cuatro años, previamente a las elecciones para la renovación de los 
órganos de gobierno, teniendo en cuenta las variables económicas sectoriales, de manera 
que se garantice la adecuada representación de todos los grupos, categorías y 
subcategorías en el Pleno.

Artículo 18.  Derechos electorales.
1. Tienen derecho electoral activo y pasivo las personas naturales o jurídicas inscritas en 

el último censo aprobado por la Cámara respectiva, de acuerdo con su reglamento de 
régimen interior, siempre que cumplan los requisitos de edad y capacidad que prevé la 
legislación electoral vigente.

2. Para ser elegible como miembro del Pleno por sufragio de los electores, deben 
cumplirse los requisitos siguientes:

a) Tener la nacionalidad española, de un estado miembro de la Unión Europea o de uno 
de los estados en que, en virtud de tratados de la Unión Europea ratificados por el Estado 
español, sea de aplicación el derecho al libre establecimiento.

b) Tener, como mínimo, una antigüedad de dos años de ejercicio de la actividad 
empresarial en el territorio español, o en el ámbito de la Unión Europea cuando se trate de 
empresas procedentes de otros países miembros.

c) Formar parte del censo de la Cámara.
d) Ser elector del grupo, categoría y, si procede, subcategoría correspondientes.
e) Ser mayor de edad si se trata de una persona física.
f) No encontrarse en descubierto en lo que concierne al pago del recurso cameral 

permanente.
g) No encontrarse inhabilitado por causa de incapacidad, de acuerdo con la normativa 

vigente, ni hallarse incurso en un proceso por quiebra fraudulenta o condenado por 
sentencia firme por haber cometido un delito económico.

3. Las empresas extranjeras de países que no pertenecen a la Unión Europea con 
establecimientos o sucursales en el Estado español pueden ser elegidas si cumplen los 
requisitos anteriores, de acuerdo con el principio de reciprocidad internacional.

4. Las personas naturales o jurídicas que tengan sucursales o agencias en 
circunscripciones correspondientes al ámbito territorial de varias Cámaras tienen derecho 
electoral activo y pasivo en cada una de éstas. Se aplica la misma norma a las empresas 
que tienen el domicilio social en el ámbito territorial de una Cámara pero desarrollan la 
actividad en otro o en otros.

5. Las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades correspondientes a 
diversos grupos, diversas categorías o, si procede, diversas subcategorías de un mismo 
grupo del censo de una Cámara tienen derecho electoral activo y pasivo en cada uno de 
éstos. Sin embargo, en el caso de que salgan elegidas en más de un grupo, en diversas 
categorías de un mismo grupo o, si procede, en diversas subcategorías de una misma 
categoría, no pueden ocupar más de un puesto de miembro del Pleno.

Artículo 19.  Apertura y convocatoria del proceso electoral.
1. Una vez declarada la apertura del proceso electoral, las cámaras deben exponer al 

público los respectivos censos electorales durante un período de treinta días naturales. El 
inicio de este período y la forma de exposición de los censos electorales son determinados 
por el órgano tutelar. Las reclamaciones que se presenten contra los censos electorales 
deben ser aceptadas o rechazadas por el comité ejecutivo de la cámara respectiva.

2. La convocatoria de elecciones en las Cámaras corresponde al órgano tutelar y debe 
publicarse en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya». Las Cámaras deben dar 
difusión pública a la convocatoria en la forma que se establezca reglamentariamente.

3. En la convocatoria deben figurar:
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a) Los días y el horario en que cada grupo, categoría y, si procede, subcategoría debe 
votar a sus representantes.

b) El número de colegios electorales y los lugares donde se instalan.
c) Los plazos para el ejercicio del voto.
d) Las sedes de las Juntas Electorales.
e) El plazo dentro del cual las Cámaras deben enviar a la Junta Electoral 

correspondiente la lista de electores que deben ser designados presidentes o vocales de las 
mesas electorales.

Artículo 20.  Funcionamiento de los órganos de gobierno durante el período electoral.
1. Desde la convocatoria de las elecciones hasta la constitución de los órganos de 

gobierno nuevos, los órganos de gobierno salientes deben limitar sus actuaciones a la 
gestión, la administración y la representación ordinarias de la corporación, adoptando y 
ejecutando los acuerdos y llevando a cabo las actuaciones que hagan falta para el 
funcionamiento normal de las Cámaras y para el cumplimiento de sus funciones.

2. Para la adopción de cualquier otro acuerdo debidamente justificado, en especial de los 
que pueden comprometer la actuación de los nuevos órganos de gobierno, hace falta la 
autorización previa del órgano tutelar.

CAPÍTULO V
Órganos de gobierno

Artículo 21.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno de las Cámaras son el Pleno, el Comité Ejecutivo y el 

Presidente.

Artículo 22.  El Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la cámara en el que 

tienen representación todos los electores. Está compuesto por un número de entre 10 y 60 
vocales, de acuerdo con el respectivo reglamento de régimen interior, mediante los 
siguientes miembros:

a) Un mínimo de 2/3 (dos tercios) de los vocales son elegidos mediante sufragio libre, 
igual, directo y secreto entre todos los electores de la cámara. Estos vocales se deben 
distribuir en grupos, categorías y, si procede, subcategorías, de manera que estén 
representados los intereses económicos generales y tengan adecuada presencia las 
diversas modalidades comerciales, industriales, de servicios y, si procede, navieras de los 
respectivos ámbitos territoriales, de acuerdo con la importancia económica relativa de los 
diferentes sectores económicos. Los sectores económicos están representados en el Pleno 
en función de su contribución al PIB, el empleo y el número de empresas. Si para un grupo, 
categoría o, si procede, subcategoría sólo hubiera un candidato proclamado, se entenderá 
elegido sin necesidad de votación.

b) El 10 % de los vocales son personas de reconocido prestigio en la vida económica de 
la circunscripción de la cámara, y los propondrán las organizaciones empresariales que, 
siendo intersectoriales y territoriales al mismo tiempo, tengan reconocida la condición de 
más representativas en Cataluña. Alternativamente, las organizaciones empresariales 
intersectoriales implantadas en el ámbito territorial de cada cámara que estén afiliadas, 
federadas o confederadas a las organizaciones empresariales más representativas pueden 
proponer vocales, previo consentimiento de las más representativas.

c) El resto de vocales son representantes de las empresas de mayor aportación 
voluntaria a la cámara, de acuerdo con el sistema de elección que establezca el reglamento 
de régimen interior de la cámara. Estas empresas deben mantener la aportación durante 
todo el mandato, de manera que el incumplimiento de esta condición supone la pérdida de la 
condición de miembro del Pleno.
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2. La condición de miembro del Pleno es única e indelegable y su mandato es de cuatro 
años. Los miembros del Pleno a los cuales hace referencia el artículo 22.1.a) no pueden 
representar más de un grupo, categoría o, si procede, subcategoría del censo electoral. 
Ninguna persona física puede representar a más de un miembro del Pleno en el ejercicio de 
su función.

3. El Pleno se constituye dentro del mes siguiente al de la fecha de las elecciones. El 
órgano tutelar, consultando previamente a las cámaras, debe fijar la fecha de la sesión 
constitutiva, que presidirá el titular del órgano tutelar o la persona en quien delegue. Para la 
válida constitución del Pleno se deben incorporar todos los vocales previstos en el artículo 
22.1.

4. El Pleno queda constituido y toma acuerdos válidamente si concurren los quórum de 
asistencia y de votación que, para la primera o la segunda convocatoria, establece el artículo 
23.2.

5. Si hay vocalías que no hayan sido cubiertas, deben declararse vacantes y debe 
iniciarse el procedimiento reglamentario establecido para cubrirlas. Respecto de las vocalías 
que hayan sido objeto de impugnación, debe esperarse a la resolución administrativa o 
judicial firme con el fin de llevar a cabo, si procede, la declaración y la provisión de la 
vacante correspondiente.

6. En caso de que resulte imposible la constitución o el funcionamiento del Pleno de una 
Cámara, debe procederse a una segunda elección de los miembros del Pleno. Mientras no 
se constituya el nuevo Pleno, la gestión de la Cámara debe conferirse a una comisión 
gestora en la forma que se determine reglamentariamente.

7. El Pleno de las Cámaras puede nombrar vocales consultores, los cuales pueden 
asistir a las sesiones del Pleno con voz pero sin voto. El número y las funciones de los 
vocales consultores deben establecerse en el reglamento de régimen interior de cada 
Cámara. La vigencia máxima del nombramiento debe ser la misma que la del Pleno que los 
haya nombrado.

8. Corresponden al Pleno las funciones siguientes:
a) La adopción de acuerdos relativos a la finalidad legal de representación, promoción y 

defensa de los intereses generales del comercio, la industria y la navegación.
b) El ejercicio de las funciones consultivas y de propuesta propias de las Cámaras.
c) La elección del Presidente o Presidenta y de los otros cargos del Comité Ejecutivo de 

entre los miembros del Pleno.
d) La aprobación del reglamento de régimen interior y de sus modificaciones, de los 

presupuestos ordinarios y extraordinarios y de sus liquidaciones, así como de las cuentas 
anuales.

e) El nombramiento y el cese de los representantes de la Cámara en el Consejo General 
de las Cámaras y en todo tipo de organismos y de entidades públicas y privadas.

f) El nombramiento y el cese del Secretario o Secretaria general; del Director o Directora 
Gerente u otros cargos de alta dirección, si procede; de los Vocales consultores, y, si 
procede, de los miembros de las delegaciones territoriales.

g) Aquéllas otras atribuidas por la presente Ley, sus normas de desarrollo y el 
reglamento de régimen interior.

9. El Pleno de la Cámara puede delegar el ejercicio de sus funciones en el Presidente o 
Presidenta o en el Comité Ejecutivo, en la forma que reglamentariamente se determine. En 
todo caso, la delegación de funciones es efectiva desde su adopción, es revocable en 
cualquier momento y no debe exceder la duración del mandato del Pleno. Se extingue 
automáticamente en el momento de renovarse el Pleno.

Artículo 23.  Funcionamiento del Pleno.
1. El Pleno de la Cámara debe reunirse, en sesión ordinaria, como mínimo, una vez cada 

trimestre y, en sesión extraordinaria, siempre que lo acuerde el Comité Ejecutivo o el 
Presidente o Presidenta, o cuando lo solicite el número de miembros del Pleno que se 
determine en el reglamento de régimen interior respectivo.

2. En primera convocatoria, para poder celebrar válidamente las sesiones, es necesaria 
la asistencia, al menos, de dos terceras partes de sus componentes y los acuerdos deben 
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adoptarse por mayoría simple de los asistentes. En segunda convocatoria, es necesaria la 
asistencia, al menos, de la mitad más uno de sus componentes y los acuerdos deben ser 
adoptados por dos terceras partes de los asistentes.

3. La asistencia a las sesiones del Pleno es obligatoria.
4. El órgano tutelar debe estar convocado a todas las reuniones del Pleno y puede 

intervenir en las deliberaciones con voz pero sin voto.

Artículo 24.  El Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de la Cámara y se compone de un máximo de doce miembros. Está formado por el 
Presidente o Presidenta, de uno a tres Vicepresidentes, el Tesorero o Tesorera y un máximo 
de siete Vocales, elegidos por el Pleno, de acuerdo con el reglamento de régimen interior de 
la Cámara respectiva.

2. Corresponden al Comité Ejecutivo las funciones siguientes:
a) Efectuar y dirigir las actividades de la Cámara necesarias para ejercer y desplegar las 

funciones que ésta tiene atribuidas legalmente.
b) La gestión y la administración ordinarias de la Cámara; la inspección de la 

contabilidad, sin perjuicio de las facultades del Tesorero o Tesorera, y los acuerdos en 
materia de ordenación de cobros y pagos.

c) Elaborar y proponer al Pleno la aprobación del reglamento de régimen interior y de sus 
modificaciones, de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y sus liquidaciones, y de las 
cuentas anuales.

d) Proponer al Pleno el nombramiento de representantes de la Cámara en el Consejo 
General de las Cámaras y en todo tipo de organismos y de entidades públicas y privadas, a 
iniciativa del Presidente o Presidenta.

e) Proponer al Pleno el nombramiento o el cese del Secretario o Secretaria general; del 
Director o Directora Gerente u otros cargos de alta dirección, si procede; de los Vocales 
consultores, y, si procede, de los miembros de las delegaciones territoriales.

f) Tomar los acuerdos en materia de personal no conferidos al Pleno.
g) En casos de urgencia, ejercer funciones del Pleno y tomar decisiones sobre materias 

atribuidas al Pleno. En todo caso, debe darle cuenta de las mismas en la primera sesión que 
celebre.

h) Aquéllas otras atribuidas por la presente Ley, sus normas de desarrollo y el 
reglamento de régimen interior, así como las que no estén expresamente encomendadas a 
otros órganos de gobierno.

Artículo 25.  Funcionamiento del Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo debe reunirse en sesión ordinaria, como mínimo, una vez al mes, 

excepto en agosto, y en sesión extraordinaria siempre que lo acuerde el Presidente o 
Presidenta, o cuando lo solicite al menos un tercio de sus miembros.

2. Para poder celebrar válidamente las sesiones, deben asistir, al menos, la mitad más 
uno de los miembros del Comité Ejecutivo y los acuerdos deben adoptarse por mayoría de 
los asistentes.

3. El órgano tutelar debe ser convocado a todas las reuniones del Comité Ejecutivo y 
puede intervenir en las deliberaciones con voz pero sin voto.

Artículo 26.  El Presidente o Presidenta.
1. El presidente o la presidenta, elegido por el Pleno de entre los vocales que prevé el 

artículo 22.1 de acuerdo con lo que determine el reglamento de régimen interior de la 
respectiva cámara, ejerce la representación de la cámara y la presidencia de todos sus 
órganos colegiados, y es responsable de la ejecución de sus acuerdos. El presidente o la 
presidenta es elegible por un máximo de 2 mandatos consecutivos.

2. Corresponden al Presidente o Presidenta de la Cámara las funciones siguientes:
a) Convocar el Pleno y el Comité Ejecutivo, fijando el orden del día de las sesiones del 

Comité Ejecutivo y proponiendo a éste el orden del día de las sesiones del Pleno.
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b) Adquirir los bienes y los derechos o disponer de los mismos de acuerdo con las 
previsiones de los presupuestos o con los acuerdos del Pleno o del Comité Ejecutivo.

c) Interponer recursos y ejercer acciones en casos de urgencia, y dar cuenta de ello a los 
otros órganos de gobierno en la primera sesión que celebren.

d) Visar los actos y las certificaciones de los acuerdos.
e) Velar por el correcto funcionamiento de las Cámaras y de sus servicios.
3. Los Vicepresidentes, de acuerdo con su orden, deben sustituir al Presidente o 

Presidenta en todas sus funciones en los supuestos de ausencia, suspensión o vacante. 
Cuando por estas mismas causas falten el Presidente o Presidenta y los Vicepresidentes, 
éstos deben ser sustituidos en la forma que determine el respectivo reglamento de régimen 
interior.

Artículo 27.  Pérdida de la condición de miembro del Pleno y del Comité Ejecutivo.
1. Las vacantes en el Pleno pueden producirse por defunción, si el miembro es persona 

física; por extinción de la personalidad, si es persona jurídica; por dimisión o por renuncia, o 
por cualquiera de las causas que incapacitan para ejercer el cargo. El Pleno debe declarar la 
vacante en la primera sesión que celebre después de que aquélla se haya producido.

2. El Pleno debe acordar la pérdida de la condición de miembro de éste y la 
correspondiente declaración de vacante, en los casos siguientes:

a) Cuando por circunstancias sobrevenidas deje de concurrir alguno de los requisitos 
necesarios para ser elegido.

b) Por falta de asistencia reiterada a las sesiones del Pleno, en la forma que se 
determine reglamentariamente.

3. Cuando la vacante producida en el Pleno tenga como consecuencia una vacante en el 
Comité Ejecutivo o la de la misma presidencia de la Cámara, debe cubrirse primero la 
vacante del Pleno. Una vez cubierta la vacante por el procedimiento que reglamentariamente 
se establezca, debe elegirse, si procede, el Presidente o Presidenta o el cargo del Comité 
Ejecutivo, en sesión del Pleno convocada a este efecto.

4. Las personas jurídicas pueden sustituir a su representante legal en el Pleno, pero, si la 
persona sustituida hubiera sido elegida para ejercer un cargo del Comité Ejecutivo, debe 
declararse la vacante correspondiente y debe proveerse reglamentariamente.

5. El Pleno también debe declarar, si procede, las vacantes correspondientes a los 
supuestos del artículo 22.5.

Artículo 28.  Provisión de las vacantes del Pleno y del Comité Ejecutivo.
1. La declaración de la vacante por el Pleno es el inicio del procedimiento para cubrirla, 

el cual debe llevarse a cabo en la forma que se determine reglamentariamente.
2. La persona física o jurídica elegida debe ocupar el cargo durante el tiempo que falte 

hasta el cumplimiento del mandato de la persona a quien suceda.

Artículo 29.  Cese del Presidente o Presidenta y de otros cargos del Comité Ejecutivo.
Con independencia de la finalización normal de los mandatos y sin perjuicio de lo que 

establece el artículo 27.2, el Presidente o Presidenta y los cargos del Comité Ejecutivo 
pueden cesar por las causas siguientes:

a) Por acuerdo del Pleno adoptado por las dos terceras partes de sus miembros.
b) Por renuncia que no implique la pérdida de la condición de vocal del Pleno.
c) Por falta de asistencia reiterada a las sesiones del Comité Ejecutivo, en la forma que 

reglamentariamente se determine.
d) Por cese del Presidente o Presidenta o por disolución del Comité Ejecutivo acordados 

por el órgano tutelar de acuerdo con lo que dispone el artículo 49.
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CAPÍTULO VI
Personal y organización

Artículo 30.  Secretario o Secretaria general.
1. Las Cámaras deben tener un Secretario o Secretaria general, con voz pero sin voto, 

cuyo nombramiento corresponde al el Pleno de la corporación, previa convocatoria pública 
cuyas bases debe aprobar el órgano tutelar. Tanto el acuerdo de nombramiento como el de 
cese deben ser adoptados de forma motivada por la mitad más uno de los miembros del 
Pleno.

2. Sin perjuicio de las funciones que se determinen reglamentariamente, corresponde al 
Secretario o Secretaria general:

a) Velar, con independencia de criterio, por la legalidad de los acuerdos de los órganos 
de gobierno; hacer, cuando proceda, las advertencias pertinentes y dejar constancia de ello 
en las actas, los informes y los documentos correspondientes.

b) Redactar y firmar las actas de las sesiones de los órganos de gobierno colegiados y 
las que correspondan a actuaciones de carácter corporativo, y certificar, cuando haga falta, 
los acuerdos corporativos.

c) Ejercer las funciones ejecutivas a que hace referencia el artículo 31.3 cuando no 
hayan sido atribuidas a un Director o Directora Gerente o a otro cargo de alta dirección.

3. En el supuesto de que el Secretario o Secretaria general no tenga la licenciatura en 
Derecho, y para las funciones referidas en las letras a) y b) del apartado 2, las Cámaras 
deben contar con el asesoramiento de un Abogado o Abogada en ejercicio.

Artículo 31.  Cargos de alta dirección.
1. De conformidad con lo que se establece en la presente Ley y en las normas que la 

desarrollan, las Cámaras, por acuerdo del Pleno a propuesta del Comité Ejecutivo, pueden 
crear cargos de Director o Directora Gerente u otros de alta dirección, con competencias 
específicas y determinadas, cuyas funciones son de carácter ejecutivo.

2. Los cargos de alta dirección son nombrados y cesados por el Pleno a propuesta del 
Comité Ejecutivo.

3. Sin perjuicio de las funciones que se determinen reglamentariamente, a los cargos de 
alta dirección pueden atribuirse todas, alguna o algunas de las funciones siguientes:

a) La gestión de la ejecución de los acuerdos de la Cámara y el ejercicio de otras 
funciones ejecutivas que les sean encomendadas por los órganos de gobierno.

b) La representación del Presidente o Presidenta cuando éste o ésta así lo determine y 
se trate de funciones de carácter meramente ejecutivo.

c) La dirección del personal y de los servicios de la Cámara.

Artículo 32.  Personal.
1. Todo el personal al servicio de las Cámaras está sujeto al derecho laboral.
2. El reglamento del régimen interior de cada Cámara debe establecer el procedimiento 

de contratación del personal y el correspondiente régimen de incompatibilidades.

CAPÍTULO VII
Consejo General de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación 

de Cataluña

Artículo 33.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Se crea el Consejo General de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 

Navegación de Cataluña, como órgano consultivo y de colaboración con la Generalidad y 
con el resto de instituciones autonómicas.
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2. El Consejo General de las Cámaras es una corporación de derecho público, con 
personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus finalidades. 
Está integrado por todas las Cámaras de Cataluña.

3. El Consejo General de las Cámaras se rige por lo que disponen la presente Ley, sus 
normas de desarrollo y su reglamento de régimen interior, propuesto por su Pleno y 
aprobado por el órgano tutelar, que puede promover su modificación.

4. Las disposiciones relativas a las Cámaras oficiales de comercio, industria y 
navegación de Cataluña se aplican con carácter subsidiario al Consejo General de las 
Cámaras, a sus órganos de gobierno y a su personal.

5. Es aplicable supletoriamente la legislación sobre procedimiento y régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas, en los supuestos de ejercicio de funciones administrativas de 
carácter público y de ejercicio de competencias delegadas por otros entes administrativos.

Artículo 34.  Funciones del Consejo General de las Cámaras.
Sin perjuicio de las funciones y las atribuciones que la legislación vigente otorga 

individualmente a cada una de las Cámaras, corresponde al Consejo General de las 
Cámaras:

a) Representar al conjunto de las Cámaras de Cataluña ante las Administraciones 
Públicas, cuando éste así lo acuerde.

b) Coordinar e impulsar las actuaciones comunes del conjunto de las Cámaras.
c) Proponer al Gobierno, por medio del órgano tutelar, y a otras Administraciones 

Públicas las medidas que considere necesarias o convenientes para el fomento y la defensa 
de los intereses económicos generales que las Cámaras representan.

d) Emitir informes, cuando así lo acuerde, sobre los proyectos de normas elaborados por 
el Gobierno o la Administración de la Generalidad o por las entidades locales que afecten 
directamente a los intereses generales del comercio, la industria o la navegación, en los 
casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

e) Asesorar, a requerimiento del órgano tutelar o de las Administraciones Públicas, sobre 
las cuestiones relacionadas con la actividad económica de Cataluña.

f) Coordinar y, si procede, llevar a cabo actuaciones generales de promoción comercial 
de bienes, productos y servicios; en especial, coordinar las propuestas de las Cámaras 
relativas al plan cameral de internacionalización de las empresas catalanas y someterlo a la 
aprobación del órgano tutelar.

g) Emitir los informes preceptivos establecidos por la presente Ley y cualquier otro que 
prevea la normativa vigente.

h) Ejercer, cuando lo acuerde por unanimidad, en el ámbito de todo el territorio de 
Cataluña, las funciones reconocidas individualmente a las Cámaras por el artículo 11.1 de la 
presente Ley.

i) Ejercer, cuando lo acuerde, las funciones y los servicios propios de aquellas Cámaras 
que se los deleguen.

j) Cuando lo acuerde, gestionar los servicios públicos y las infraestructuras que las 
Administraciones Públicas le encarguen o le otorguen en concesión, y ejercer las otras 
funciones administrativas que dichas Administraciones Públicas le encomienden o deleguen, 
siempre que sean compatibles con su naturaleza y sus finalidades.

k) Elaborar anualmente una memoria económica de Cataluña.
l) Impulsar la creación de oficinas en el extranjero, previa delegación de la Cámara 

correspondiente.
m) Las otras que le otorgue el ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 35.  Órganos de gobierno y organización del Consejo General de las Cámaras.
Los órganos de gobierno del Consejo General de las Cámaras son el Pleno, el Comité 

Ejecutivo y el Presidente o Presidenta.
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Artículo 36.  El Pleno del Consejo General de las Cámaras: Composición, constitución y 
funciones.

1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación del Consejo General de 
las Cámaras y está compuesto por los Presidentes de todas las Cámaras catalanas y por un 
miembro del Pleno de cada Cámara designado al efecto por el Pleno de la misma.

2. En caso de ausencia justificada, los miembros del Pleno pueden, mediante delegación 
por escrito, ser representados por otros representantes de la Cámara a que pertenece el 
miembro delegante. La condición de miembro del Pleno se pierde cuándo se pierde el cargo 
de Presidente o Presidenta o de miembro del Pleno de la Cámara respectiva, o cuando se 
sustituye al representante o la representante de la Cámara correspondiente en el Pleno del 
Consejo General de las Cámaras.

3. En caso de producirse la fusión o integración de dos o más Cámaras, las Cámaras 
afectadas mantienen su representación en el Consejo General de las Cámaras durante el 
resto del mandato en que se produzca, en la forma que se determine reglamentariamente.

4. El Pleno del Consejo General de las Cámaras se constituye dentro de los dos meses 
siguientes al de la constitución de los Plenos de las Cámaras. El órgano tutelar debe 
determinar la fecha de la sesión constitutiva y debe presidirla.

5. En el acto de constitución del Pleno del Consejo General de las Cámaras se eligen, 
por votación nominal y secreta, el Presidente o Presidenta y los cargos del Comité Ejecutivo, 
en la forma que se establezca reglamentariamente. La persona elegida como Presidente o 
Presidenta lo es también del Pleno y del Comité Ejecutivo.

6. El Pleno del Consejo General de las Cámaras puede nombrar un máximo de seis 
Vocales consultores escogidos de entre personas de reconocido prestigio en el ámbito 
económico, profesional o empresarial o que presidan entidades o asociaciones de estos 
tipos en Cataluña. Los vocales consultores pueden asistir a las sesiones del Pleno con voz 
pero sin voto. El reglamento de régimen interior debe establecer el número y las funciones 
de éstos. La vigencia máxima de su nombramiento debe ser la misma que la del Pleno que 
los haya nombrado.

7. Corresponden al Pleno las funciones siguientes:
a) Tomar los acuerdos a que hace referencia el artículo 34 de la presente Ley.
b) Aprobar el reglamento de régimen interior y sus modificaciones.
c) Aprobar los proyectos de presupuestos ordinarios y extraordinarios de ingresos y 

gastos, las liquidaciones correspondientes y las cuentas anuales.
d) Aprobar los programas anuales de actuación.
e) Elegir al Presidente o Presidenta y los cargos del Comité Ejecutivo de entre los 

miembros del Pleno.
f) Nombrar a los Vocales consultores y los representantes del Consejo General de las 

Cámaras en todo tipo de organismos y entidades públicas o privadas, a propuesta del 
Comité Ejecutivo.

g) Adoptar los acuerdos para la interposición de todo tipo de recursos y acciones ante la 
Administración y en cualquier jurisdicción.

h) Las otras que le atribuyan la presente Ley, sus normas de desarrollo y el reglamento 
de régimen interior.

Artículo 37.  Funcionamiento del Pleno.
1. El Pleno del Consejo General de las Cámaras debe reunirse, en sesión ordinaria, 

como mínimo una vez cada semestre y, en sesión extraordinaria, siempre que lo acuerde el 
Comité Ejecutivo o el Presidente o Presidenta, o cuando lo solicite el número de miembros 
del Pleno que determine el reglamento de régimen interior.

2. Para poder celebrar válidamente las sesiones en primera convocatoria, es preciso que 
haya, al menos, presentes o representados, las dos terceras partes de sus miembros. En 
segunda convocatoria, es preciso que haya, al menos, presentes o representados, la mitad 
más uno de sus miembros.

3. Para tomar válidamente los acuerdos es preciso, como regla general, en primera 
convocatoria, el voto favorable de al menos la mayoría simple de los votos asistentes y, en 
segunda convocatoria, el voto favorable de la mayoría absoluta de los votos asistentes. Al 
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efecto, cada Cámara tiene un número de votos proporcional al número de electores, según 
se determine reglamentariamente, de manera que ninguna Cámara debe tener menos de 
dos votos ni más del 40 por 100 de los votos totales.

4. A pesar de lo que prevé el apartado 3, para determinados tipos de acuerdos, son 
aplicables las siguientes reglas especiales:

a) Es preciso siempre el voto favorable de todas las Cámaras de Cataluña para que el 
Pleno del Consejo General de las Cámaras pueda acordar el ejercicio, en el ámbito de todo 
el territorio de Cataluña, de funciones reconocidas individualmente a las Cámaras en el 
artículo 11.1 de la presente Ley.

b) Es preciso siempre el voto favorable de al menos dos terceras partes de la totalidad 
de los votos de las Cámaras en el Pleno para que éste pueda:

b.1 Aprobar el reglamento de régimen interior y sus modificaciones.
b.2 Aprobar los proyectos de presupuestos ordinarios y extraordinarios de ingresos y 

gastos, las liquidaciones correspondientes y las cuentas anuales.
b.3 Representar al conjunto de las Cámaras de Cataluña ante las Administraciones 

Públicas.
b.4 Ejercer las funciones y los servicios propios de aquellas Cámaras que se los 

deleguen.
b.5 Gestionar los servicios públicos y las infraestructuras que las Administraciones 

Públicas le encarguen o le otorguen en concesión, y ejercer las otras funciones 
administrativas que dichas Administraciones le encomienden o deleguen, siempre que sean 
compatibles con su naturaleza y sus finalidades.

c) Para elegir el Presidente o Presidenta y los cargos del Comité Ejecutivo, cada Cámara 
tiene un voto y es preciso siempre el voto favorable de al menos dos tercios de las Cámaras 
de Cataluña.

d) Para nombrar a los Vocales consultores y los representantes del Consejo General de 
las Cámaras en todo tipo de organismos y entidades públicas o privadas, a propuesta del 
Comité Ejecutivo, cada Cámara tiene un voto, y es preciso, en primera convocatoria, el voto 
favorable de la mayoría simple de las Cámaras asistentes y, en segunda convocatoria, el 
voto favorable de la mayoría absoluta de las Cámaras asistentes.

5. La asistencia a las sesiones del Pleno es obligatoria.
6. En los acuerdos del Pleno que no se adopten por unanimidad y en los acuerdos 

relativos a propuestas, consultas o informes dirigidos a las Administraciones Públicas o a la 
opinión pública, el Consejo General de las Cámaras tiene la obligación de indicar los votos 
discrepantes y, si procede, su sentido y su contenido.

7. El órgano tutelar debe ser convocado a todas las reuniones del Pleno y puede 
intervenir en las deliberaciones con voz pero sin voto.

Artículo 38.  El Comité Ejecutivo del Consejo General de las Cámaras: Composición, 
funciones y funcionamiento.

1. El Comité Ejecutivo es el órgano de gestión, administración y propuesta del Consejo 
General de las Cámaras. Está integrado por el Presidente o Presidenta, un Vicepresidente o 
Vicepresidenta, el Tesorero o Tesorera y tres Vocales, de acuerdo con lo que dispone el 
apartado 2, elegidos en la forma que determine el reglamento de régimen interior.

2. Ninguna Cámara debe tener más de un cargo en el Comité Ejecutivo del Consejo 
General de las Cámaras. Debe garantizarse la presencia en este órgano de gobierno de un 
representante o una representante, como mínimo, de las Cámaras pertenecientes a cada 
una de las circunscripciones territoriales establecidas por el artículo 3.1.

3. Las funciones del Comité Ejecutivo del Consejo General de las Cámaras son las 
siguientes:

a) La elaboración del reglamento de régimen interior y de sus modificaciones.
b) La confección de los proyectos de presupuestos ordinarios y, si procede, 

extraordinarios, de sus liquidaciones y de las cuentas anuales.
c) Las otras que le atribuyen la presente Ley, sus normas de desarrollo y el reglamento 

de régimen interior.
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4. El Comité Ejecutivo del Consejo General de las Cámaras debe reunirse en sesión 
ordinaria, como mínimo, una vez al trimestre, y en sesión extraordinaria siempre que lo 
acuerde el Presidente o Presidenta, o cuando lo solicite al menos un tercio de sus miembros.

5. Para poder celebrar válidamente las sesiones, el Comité Ejecutivo del Consejo 
General de las Cámaras debe estar constituido, al menos, por la mitad más uno de sus 
componentes y los acuerdos deben adoptarse por mayoría de los asistentes.

6. El órgano tutelar debe ser convocado a todas las reuniones del Comité Ejecutivo del 
Consejo General de las Cámaras y puede intervenir en las deliberaciones con voz pero sin 
voto.

Artículo 39.  El Presidente o Presidenta del Consejo General de las Cámaras: Elección y 
funciones.

1. El Presidente o Presidenta ejerce la representación del Consejo General de las 
Cámaras y la presidencia de sus órganos colegiados y es el responsable de la ejecución de 
sus acuerdos. El Presidente o Presidenta tiene las funciones que le asigna la presente Ley, 
sus normas de desarrollo y el reglamento de régimen interior.

2. El Vicepresidente o Vicepresidenta sustituye al Presidente o Presidenta en todas sus 
funciones en los supuestos de ausencia, suspensión o vacante. Cuando por las mismas 
causas falten el Presidente o Presidenta y el Vicepresidente o Vicepresidenta, éstos deben 
ser sustituidos en la forma que determine el reglamento de régimen interior.

Artículo 40.  Personal del Consejo General de las Cámaras.
1. El Consejo General de las Cámaras debe tener un Secretario o Secretaria general, 

con voz pero sin voto, cuyo nombramiento corresponde al Pleno, previa convocatoria 
pública, cuyas bases debe aprobar el órgano tutelar. Tanto el acuerdo de nombramiento 
como el de cese deben adoptarse de forma motivada por la mayoría absoluta de la totalidad 
de los votos de las Cámaras en el Pleno.

2. El Consejo General de las Cámaras puede tener un Director o Directora Gerente, 
cuyas funciones son de carácter ejecutivo y cuyo nombramiento y cese corresponden al 
Pleno.

3. El Consejo General de las Cámaras debe tener también el personal necesario para su 
funcionamiento, el cual debe estar sujeto al régimen laboral.

Artículo 41.  Comisión Rectora.
1. A partir del día de las elecciones de las Cámaras, quedan disueltos el Pleno y el 

Comité Ejecutivo del Consejo General de las Cámaras y debe constituirse una Comisión 
Rectora, integrada por el Presidente o Presidenta, el Tesorero o Tesorera y el miembro de 
más edad del Comité Ejecutivo, la cual debe velar por el patrimonio del Consejo General de 
las Cámaras y debe adoptar y llevar a cabo los acuerdos que sean necesarios para esta 
tarea y para la gestión y la administración ordinaria del Consejo General de las Cámaras, 
actuando como Secretario o Secretaria la persona que lo sea de este ente.

2. La Comisión Rectora debe disolverse al constituirse el nuevo Pleno del Consejo 
General de las Cámaras después de las elecciones camerales y debe dar cuenta a éste de 
los asuntos que ha tratado y de las decisiones que ha adoptado.

CAPÍTULO VIII
Régimen económico

Artículo 42.  Financiación de las Cámaras.
1. Las Cámaras tienen los recursos siguientes:
a) El rendimiento de los conceptos integrados en el recurso cameral permanente que 

regula la legislación vigente.
b) Los ingresos ordinarios y extraordinarios derivados de los servicios que presten y, en 

general, los obtenidos de sus actividades.
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c) Los productos, las rentas y los incrementos de su patrimonio.
d) Las donaciones y las adquisiciones por causa de muerte aceptadas por las Cámaras y 

las subvenciones que puedan recibir.
e) Las aportaciones voluntarias de los electores aceptadas por las Cámaras.
f) Los rendimientos procedentes de operaciones de crédito.
g) Cualquier otro que les sea atribuido por ley, Convenio u otro procedimiento, de 

conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. Las liquidaciones del recurso cameral permanente giradas sobre las cuotas tributarias 

del Impuesto de Actividades Económicas deben notificarse colectivamente mediante edictos, 
los cuales deben publicarse en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya», en el 
«Boletín Oficial» de la provincia que corresponda y en dos diarios de gran circulación en la 
circunscripción respectiva. Al efecto, las matrículas correspondientes a las bases sobre las 
cuales legalmente deba girarse el recurso permanente correspondiente a cada elector o 
electora deben ser objeto de exposición pública inicialmente durante un plazo no inferior a un 
mes. Contra éstas puede formularse la correspondiente reclamación ante el Comité 
Ejecutivo de la Cámara respectiva en un plazo de quince días.

3. No obstante lo dispuesto por el apartado 2, las liquidaciones del recurso permanente 
deben notificarse individualmente a los nuevos electores de cada Cámara, a aquéllos que lo 
pidan expresamente y siempre que la Cámara lo considere conveniente o necesario.

4. Están obligadas al pago del recurso cameral permanente las personas físicas o 
jurídicas y las entidades a que hace referencia el artículo 33 de la Ley del Estado 230/1963, 
de 28 de diciembre, General Tributaria, que, durante todo un ejercicio económico o durante 
una parte de éste, hayan llevado a término alguna de las actividades comerciales, 
industriales o navieras a que hace referencia el artículo 6 de la Ley del Estado 3/1993 y que, 
por este motivo, estén sujetas al impuesto de actividades económicas o al impuesto que lo 
sustituya.

El devengo de las exacciones que constituyan el recurso cameral permanente y la 
interrupción de la prescripción coinciden con los del impuesto al cual se refieran.

5. Las Cámaras están obligadas a exigir el recurso permanente que les corresponda 
tanto en período voluntario como por la vía de apremio. Al efecto, pueden ejercer la potestad 
recaudadora propia directamente y/o mediante la suscripción de Convenios con las 
Diputaciones Provinciales, el Departamento de Economía y Finanzas, la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria o cualquier otra entidad pública con potestad recaudadora.

Artículo 43.  Financiación del Consejo General de las Cámaras.
1. Los ingresos permanentes del Consejo General de las Cámaras están constituidos por 

las aportaciones de las Cámaras, en la cuantía que fija anualmente el Pleno del Consejo 
General de las Cámaras al aprobar los presupuestos. La aportación de cada Cámara para 
gastos ordinarios o corrientes del Consejo General de las Cámaras no debe ser inferior al 3 
por 100 ni superior al 6 por 100 del rendimiento líquido del recurso cameral permanente que 
resulte de la última liquidación presupuestaria aprobada, una vez deducidos los gastos de 
recaudación. Este porcentaje lo fija el Pleno del Consejo General de las Cámaras al aprobar 
los presupuestos y debe ser el mismo para todas las Cámaras.

2. El Consejo General de las Cámaras también puede contar con recursos eventuales, 
como las aportaciones de las Cámaras o de las administraciones públicas que deleguen o 
encomienden funciones o servicios al Consejo General de las Cámaras, los ingresos por 
servicios o provenientes del patrimonio propio, las donaciones, las adquisiciones por causa 
de muerte, las subvenciones o cualquier otro medio de obtención de recursos previsto por la 
legislación vigente.

Artículo 44.  Régimen presupuestario y cuentas anuales.
1. Las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras deben elaborar, anualmente, 

presupuestos ordinarios de ingresos y gastos y, si procede, extraordinarios. Corresponde al 
órgano tutelar establecer las normas para la elaboración y la liquidación de dichos 
presupuestos.
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2. Las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras deben formular cuentas anuales, 
las cuales deben ajustarse al Plan general de contabilidad para la empresa, con las 
adaptaciones que se establezcan reglamentariamente.

3. Las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras deben someter los presupuestos, 
ordinarios y extraordinarios, las liquidaciones y las cuentas anuales a la aprobación del 
órgano tutelar. Las cuentas anuales, antes de ser presentadas para la aprobación del órgano 
tutelar de la Administración de la Generalidad, deben someterse a un informe de auditoría 
externa, que debe ajustarse a lo establecido por la Ley del Estado 19/1988, de 12 de julio, de 
auditoría de cuentas. Esta auditoría debe incluir:

a) La opinión respecto del cumplimiento de los requisitos de autofinanciación y del 
cumplimiento de la afectación de los recursos previstos por la presente Ley.

b) La opinión sobre el grado de cumplimiento tanto de las recomendaciones incluidas en 
anteriores auditorías como de las indicaciones del órgano tutelar incluidas en resoluciones 
relativas a anteriores presentaciones de cuentas.

4. El órgano tutelar debe fiscalizar las liquidaciones de los presupuestos y las cuentas 
anuales, mediante el control de las auditorías externas mencionadas en el artículo 44.3, en 
la forma que se establecerá reglamentariamente. El órgano tutelar puede obtener, de los 
Auditores de cuentas y las sociedades de auditoría, la información que resulte necesaria 
para el ejercicio de sus competencias. Asimismo, el órgano tutelar puede encargar, 
excepcional y motivadamente, una auditoría externa relativa a una Cámara concreta.

5. Las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras pueden adquirir toda clase de 
bienes y derechos bajo cualquier título por causa de muerte o ínter vivos, sea oneroso o 
gratuito, enajenarlos o gravarlos. Para los actos de disposición de inmuebles y de valores 
mobiliarios, salvo las operaciones de tesorería, y para las operaciones de crédito por cuantía 
superior al diez por ciento de los ingresos netos por recurso cameral permanente del 
ejercicio que corresponda, las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras deben tener la 
autorización previa del órgano tutelar.

6. Las Cámaras pueden otorgar subvenciones y acordar donaciones no previstas en los 
planes camerales cuando se trate de actividades relacionadas con las finalidades propias de 
éstas, siempre que, globalmente consideradas, cuando se haga a cargo de los ingresos 
provenientes del recurso cameral permanente, no excedan del diez por ciento de los 
ingresos netos por este recurso del ejercicio que corresponda, una vez restados los 
afectados a los planes camerales. El porcentaje anterior puede ser superado con la 
autorización expresa del órgano tutelar cuando una Cámara lo solicite motivadamente.

7. La contratación de obras y servicios de las Cámaras y del Consejo General de las 
Cámaras a favor de miembros del pleno o de personas que los representen sólo puede 
hacerse con sujeción a los principios de publicidad y concurrencia, excepto en los casos en 
que la naturaleza de la operación sea incompatible con estos principios.

8. Corresponde a la Sindicatura de Cuentas la fiscalización superior del destino de las 
cantidades percibidas como rendimientos del recurso cameral permanente.

Artículo 45.  Afectación de los rendimientos del recurso cameral permanente.
1. Los ingresos de las Cámaras procedentes del recurso cameral permanente están 

destinados al cumplimiento de las finalidades propias de éstas.
2. El 3 por 100, como mínimo, de la recaudación neta por recurso cameral permanente 

corresponde al Consejo General de las Cámaras.
3. El rendimiento de la exacción incluida en el recurso cameral permanente que recae 

sobre las cuotas del impuesto de sociedades está afectado a los planes camerales 
señalados en el artículo 12 de la manera siguiente:

a) Dos terceras partes, como máximo, están afectadas a la financiación del Plan cameral 
de internacionalización de las empresas catalanas y a las acciones de interés general del 
Plan cameral de promoción de las exportaciones, que establece el artículo 3 de la Ley 
3/1993.

b) Una tercera parte, como mínimo, está afectada a la financiación del Plan cameral de 
desarrollo empresarial.
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Artículo 46.  Financiación a cargo del recurso cameral permanente.
1. Los ingresos de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 

Cataluña procedentes del recurso cameral permanente no deben superar el 60 por 100 del 
total de ingresos de cada corporación. Al efecto, no se tienen en cuenta los recursos 
afectados por ley.

2. Cuando los ingresos procedentes del recurso cameral permanente superen el límite 
establecido por el apartado 1, el exceso debe destinarse a la constitución de una reserva 
especial, que debe materializarse en disponible a corto plazo. Los rendimientos de estos 
activos deben aplicarse a la mencionada reserva.

3. En ejercicios sucesivos puede disponerse de la reserva especial establecida por el 
apartado 2 para completar los ingresos procedentes del recurso cameral permanente hasta 
alcanzar el límite establecido por el apartado 1.

4. Sin perjuicio de lo que establece la legislación vigente, si en el ejercicio sexto a contar 
del fin del que dio lugar a la constitución de la reserva no ha podido aplicarse en la forma 
antes dicha, ésta y sus rendimientos deben aplicarse a alguna de las finalidades 
establecidas por el artículo 11, o, alternativamente, el saldo debe traspasarse a una reserva 
especial para gastos extraordinarios e imprevistos, cuyo funcionamiento debe establecerse 
reglamentariamente.

CAPÍTULO IX
Tutela

Artículo 47.  Tutela.
1. Ejerce la tutela sobre las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras el 

Departamento de la Generalidad que tiene atribuidas las competencias en esta materia.
2. La función de tutela consiste en el control de la legalidad de las actuaciones de las 

Cámaras y del Consejo General de las Cámaras, y comprende el ejercicio de las potestades 
administrativas de aprobación, fiscalización, resolución de recursos, creación, suspensión, 
disolución, fusión e integración de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación de Cataluña, así como la suspensión y la disolución de los órganos de gobierno 
a que hace referencia la presente Ley.

3. Para llevar a cabo la tutela de las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras, el 
órgano tutelar puede solicitarles los antecedentes y la información necesaria sobre la 
actuación objeto de la tutela.

Artículo 48.  Autorizaciones.
1. Las solicitudes o las propuestas de creación, disolución, fusión o integración de 

Cámaras se consideran desestimadas transcurridos seis meses desde su entrada en el 
registro del órgano tutelar sin que se haya dictado resolución expresa.

2. Corresponde al órgano tutelar la aprobación de los reglamentos de régimen interior de 
las Cámaras y del Consejo General de las Cámaras, así como sus modificaciones. Se 
consideran aprobados si, transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el 
registro del órgano tutelar, éste no ha formulado objeciones en su contra. El órgano tutelar 
puede denegar expresamente la aprobación definitiva del reglamento o proponer su 
modificación parcial. En este caso, debe señalar el plazo, no inferior a dos meses, para un 
nuevo envío del reglamento o de su modificación, transcurrido el cual sin haber recibido la 
nueva propuesta se entiende que ha sido denegada la aprobación. Presentado el texto 
corregido dentro del plazo establecido, se considera aprobado cuando han transcurrido dos 
meses desde su presentación en el registro del órgano tutelar.

3. Las autorizaciones previstas por la presente Ley para el ejercicio de las acciones 
instrumentales a que se refiere el artículo 13 se consideran otorgadas transcurridos dos 
meses desde la presentación de la solicitud en el registro del órgano tutelar sin que éste 
haya formulado objeciones en su contra.

4. Transcurridos dos meses desde la presentación al órgano tutelar de los presupuestos 
ordinarios o extraordinarios, de las liquidaciones correspondientes o de las cuentas anuales 
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sin que éste haya adoptado ninguna resolución, se consideran aprobados. Si al inicio de un 
ejercicio el órgano tutelar no hubiera aprobado el presupuesto que le corresponde, debe 
considerarse prorrogado el del ejercicio anterior hasta la aprobación del ejercicio 
correspondiente.

5. Las autorizaciones previstas en el artículo 44.5 y 44.6 se consideran otorgadas 
transcurridos dos meses desde la presentación de la solicitud al órgano tutelar sin que éste 
haya formulado objeciones en su contra.

6. En cualquier otro caso en que sea precisa la autorización previa del órgano tutelar, 
ésta se considera otorgada si, en el plazo de tres meses, el órgano tutelar no ha formulado 
objeciones en su contra.

Artículo 49.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno.
1. El órgano tutelar puede suspender, con carácter excepcional, la actividad de los 

órganos de gobierno de las Cámaras y del Consejo General de las Cámaras en el caso de 
producirse transgresiones del ordenamiento jurídico vigente que, por su gravedad o 
reiteración, hagan aconsejable esta medida, así como en los supuestos de imposibilidad 
manifiesta de funcionamiento normal.

2. El órgano tutelar, una vez sea conocedor de estas posibles transgresiones o de la 
imposibilidad de funcionamiento normal, debe abrir un expediente contradictorio, urgente y 
preferente para comprobar estos hechos y, una vez comprobados, debe requerir 
formalmente, si procede, a la Cámara respectiva para que corrija su actuación 
inmediatamente.

3. En el caso de que, en el plazo que reglamentariamente se determine, continúe la 
situación que ha motivado el requerimiento, el órgano tutelar debe acordar la suspensión de 
los órganos de gobierno de que se trate por un plazo no superior a tres meses. En caso de 
suspensión del pleno o del comité ejecutivo, debe nombrarse una comisión que tenga a su 
cargo la gestión de los intereses de la Cámara durante este período. La composición de la 
comisión gestora debe determinarse reglamentariamente.

3. Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsisten las razones que la motivaron, debe 
procederse, en el plazo de un mes, a la disolución o el cese de los órganos de gobierno de la 
Cámara afectados, previa audiencia del Consejo General de las Cámaras. El acuerdo de 
disolución debe contener la convocatoria de nuevas elecciones y la prórroga de la actuación 
de la comisión gestora hasta la constitución de los nuevos órganos de gobierno de la 
Cámara.

Artículo 50.  Recursos.
1. Las resoluciones de las Cámaras y del Consejo General de las Cámaras dictadas en 

ejercicio de las competencias propias de naturaleza pública administrativa y las que afecten 
al régimen electoral pueden recurrirse ante la jurisdicción contenciosa administrativa, previa 
presentación del recurso de alzada ante el órgano tutelar.

2. Contra los actos de las Cámaras y el Consejo General de las Cámaras relativos a la 
liquidación, la gestión o la recaudación del recurso cameral permanente, puede presentarse 
reclamación económica administrativa ante los tribunales económicos administrativos, sin 
perjuicio de la presentación de otros recursos.

3. Las controversias derivadas de las actuaciones de las Cámaras y el Consejo General 
de las Cámaras relativas a otros ámbitos y especialmente las de carácter laboral deben 
dirimirse ante los Juzgados y los tribunales competentes.

4. Contra los actos del Gobierno y del órgano tutelar puede interponerse recurso 
contencioso administrativo.

Disposición adicional.  
Los presupuestos generales de la Generalidad pueden:
a) Establecer o modificar la afectación de los rendimientos del recurso cameral 

permanente no reservados a las acciones de interés general del Plan cameral de promoción 
de las exportaciones que establece la Ley 3/1993.
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b) Elevar las partes alícuotas del recurso cameral permanente girado sobre las cuotas 
del impuesto de actividades económicas o sobre cualquier otro que lo sustituya por encima 
del tipo general y afectar la elevación total o parcialmente a funciones administrativas de 
carácter público de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Cataluña.

Disposición transitoria primera.  
1. En el plazo de dos meses las Cámaras deben notificar al órgano tutelar las personas 

designadas por los plenos respectivos como representantes de cada Cámara en el Pleno del 
Consejo General de las Cámaras.

2. En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, el órgano 
tutelar debe convocar a los representantes designados por las Cámaras de Cataluña a la 
sesión constitutiva del Consejo General de las Cámaras.

3. Mientras el Consejo General de las Cámaras no determine su sede, con carácter 
transitorio estará en la Casa Lonja de Mar de Barcelona.

4. Hasta la sesión constitutiva del Consejo General de las Cámaras resultante del 
proceso electoral, se mantiene la composición del Consejo de las Cámaras establecida por 
el apartado 1 del capítulo II del Concierto entre las Cámaras oficiales de comercio, industria 
y navegación de Cataluña, aprobado en fecha 9 de julio de 1985 por resolución del 
Consejero de Comercio, Consumo y Turismo.

5. En la sesión constitutiva del Pleno del Consejo General de las Cámaras debe actuar 
como secretario o secretaria el más antiguo de los secretarios generales de las Cámaras de 
Cataluña, el cual debe ejercer esta función en las sesiones de todos los órganos de gobierno 
colegiados del Consejo General de las Cámaras mientras éste no nombre su propio 
Secretario o Secretaria conforme a lo dispuesto por el artículo 40.1.

Disposición transitoria segunda.  
1. En el plazo de seis meses, a contar de la entrada en vigor de la presente Ley, las 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Cataluña deben adaptar los 
reglamentos de régimen interior al contenido de la presente Ley y deben someterlos a la 
aprobación del órgano tutelar.

2. En el plazo de seis meses, a contar de la sesión constitutiva del Consejo General de 
las Cámaras, éste debe someter la propuesta de su reglamento de régimen interior a la 
aprobación del órgano tutelar.

Disposición transitoria tercera.  
Sin perjuicio de lo que establece el capítulo II, las Cámaras existentes actualmente en 

Cataluña continúan en el ejercicio de las funciones asignadas legalmente y con el actual 
ámbito territorial.

Disposición transitoria cuarta.  
Los órganos de gobierno de las Cámaras continúan el ejercicio de sus funciones hasta la 

finalización del mandato.

Disposición transitoria quinta.  
Al personal que, a la entrada en vigor de la presente Ley, esté al servicio de una Cámara 

al amparo del Decreto del 13 de junio de 1936 y figure incluido en la plantilla a que se refiere 
el artículo 2 del Decreto mencionado, le será aplicable aquel régimen de personal.

Disposición transitoria sexta.  
Las Cámaras que tengan constituido el fondo de reserva procedente de la aplicación 

establecida por el artículo 47 del Reglamento general de las Cámaras oficiales de comercio, 
industria y navegación, aprobado por el Decreto 1291/1974, de 2 de mayo, y modificado por 
los Reales Decretos 753/1978, de 27 de marzo, y 816/1990, de 22 de junio, deben proponer 
al órgano tutelar, para la preceptiva autorización, el traspaso de dicho fondo a la cuenta de 
remanentes acumulados de ejercicios anteriores, en un plazo de tres meses y previo 
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acuerdo del pleno. Se entiende que se ha concedido la autorización una vez transcurridos 
seis meses sin que el órgano tutelar haya hecho observaciones a la propuesta presentada.

Disposición transitoria séptima.  
Mientras el Gobierno no establezca otra cosa, a efectos de lo dispuesto por el artículo 

37.3, el número de votos que corresponde a cada Cámara en el Pleno del Consejo General 
de las Cámaras se determina por las reglas siguientes:

De 1 a 10.000 electores, dos votos por cada 5.000 electores o fracción; de 10.001 a 
100.000 electores, dos votos por cada 10.000 electores o fracción; de 100.001 a 205.000 
electores, dos votos por cada 15.000 electores o fracción; de 205.001 a 305.000 electores, 
dos votos por cada 20.000 electores o fracción, y a partir de 305.001 electores, dos votos por 
cada 25.000 electores o fracción.

Disposición final primera.  
Se deroga la Orden del 22 de abril de 1993, sobre la tutela de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Navegación de Cataluña, el artículo 38.2 del Decreto 37/1998, de 17 
de febrero, sobre el régimen electoral de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación de Cataluña, y cualquier otra disposición de rango igual o inferior que se oponga 
a la presente Ley.

Disposición final segunda.  
Se faculta al Gobierno y el Consejero o Consejera que tiene atribuidas las competencias 

en materia de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Cataluña para 
dictar las disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y la aplicación de la 
presente Ley.

Disposición final tercera.  
El Gobierno debe adoptar y debe promover las disposiciones necesarias para garantizar 

la participación de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación en aquellos 
órganos administrativos u organismos públicos de composición plural que tengan por objeto 
tareas o funciones que afecten directamente a los intereses económicos generales.

Información relacionada

• Véanse las disposiciones adicionales primera y segunda del Decreto-ley 3/2007, de 27 de 
junio. Ref. BOE-A-2017-9801

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 61  Ley de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación

– 1460 –

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2017-9801


§ 62

Ley 5/2017, de 28 de marzo, de medidas fiscales, administrativas, 
financieras y del sector público y de creación y regulación de los 
impuestos sobre grandes establecimientos comerciales, sobre 
estancias en establecimientos turísticos, sobre elementos 
radiotóxicos, sobre bebidas azucaradas envasadas y sobre 

emisiones de dióxido de carbono. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 7340, de 30 de marzo de 2017

«BOE» núm. 152, de 27 de junio de 2017
Última modificación: 14 de marzo de 2024

Referencia: BOE-A-2017-7353

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Impuesto sobre grandes establecimientos comerciales

Sección primera. Disposiciones generales

Artículo 5.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El presente capítulo tiene por objeto la regulación, como tributo propio de la 

Generalidad, del impuesto sobre los grandes establecimientos comerciales, que se define 
como un impuesto ambiental.

2. El impuesto sobre grandes establecimientos comerciales es exigible en todo el 
territorio de Cataluña.

Artículo 6.  Objeto del impuesto.
Este impuesto grava la singular capacidad económica que concurre en determinados 

establecimientos comerciales como consecuencia de estar implantados en grandes 
superficies, ya que esta circunstancia puede generar externalidades negativas en el 
medioambiente, con un coste que estos establecimientos no asumen.

Sección segunda. Elementos esenciales del impuesto

Artículo 7.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible del impuesto el impacto medioambiental derivado de la 

utilización de grandes superficies con finalidades comerciales.
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2. A efectos de lo que establece el apartado 1, se entiende por utilización de grandes 
superficies con fines comerciales la que llevan a cabo los siguientes establecimientos 
dedicados a la venta al detalle:

a) Grandes establecimientos comerciales territoriales individuales que disponen de una 
superficie de venta igual o superior a los 2.500 metros cuadrados.

b) Grandes establecimientos comerciales territoriales colectivos, integrados por un 
conjunto de establecimientos en los que se llevan a cabo actividades comerciales, que 
disponen de una superficie de venta igual o superior a los 2.500 metros cuadrados. Son 
grandes establecimientos comerciales territoriales colectivos los centros comerciales, las 
galerías comerciales y los recintos comerciales definidos en el Decreto ley 1/2009, de 22 de 
diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales.

c) Grandes establecimientos comerciales que disponen de una superficie de venta igual 
o superior a 1.300 metros cuadrados que estén situados fuera de la trama urbana 
consolidada o, en caso de que esta no esté definida, se encuentren situados fuera del núcleo 
histórico y de sus ensanches.

3. El establecimiento que no cumpla el requisito de superficie mínima señalado en cada 
caso está sujeto al impuesto cuando, a consecuencia de una ampliación, iguale o supere los 
2.500 o 1.300 metros cuadrados de superficie de venta, respectivamente.

4. A los efectos de este impuesto, la superficie de venta es la superficie total de los 
lugares donde se exponen las mercancías con carácter habitual y permanente, o destinados 
a esta finalidad con carácter eventual o periódico y a la que puede acceder la clientela para 
efectuar las compras; los espacios internos destinados al tránsito de personas; la superficie 
de la zona de cajas; la superficie comprendida entre esta zona y las puertas de salida y las 
dedicadas a actividades de prestación de servicios, así como la superficie ocupada por los 
vendedores detrás del mostrador, a la que no tiene acceso el público.

5. A los efectos de este impuesto, no se consideran dentro de trama urbana consolidada 
las concentraciones comerciales.

Artículo 8.  Exenciones.
Están exentos del impuesto los mercados municipales.

Artículo 9.  Contribuyente.
1. Son sujetos pasivos, en calidad de contribuyentes, las personas físicas o jurídicas, así 

como las entidades que sin tener personalidad jurídica constituyan una unidad económica o 
patrimonio separado susceptible de imposición definidas como obligados tributarios por la 
normativa tributaria general, que sean titulares de uno o más de los establecimientos a los 
que se refiere el artículo 7.2.

2. A los efectos de lo establecido por la presente ley, tienen la consideración de titular de 
establecimiento comercial las personas físicas o jurídicas, así como las entidades a las que 
se refiere el apartado 1, que realicen de forma directa la actividad comercial o de prestación 
de servicios a que se refiere el artículo 7.1. En el caso de los grandes establecimientos 
comerciales territoriales colectivos, lo es la persona titular de la licencia comercial o 
asimilable.

En caso de que haya más de un propietario de la totalidad de los locales integrantes del 
gran establecimiento comercial territorial colectivo, el conjunto tiene, a los efectos de este 
impuesto, la consideración de unidad económica, en los términos establecidos por la 
normativa tributaria general aplicable a los tributos propios.

3. Es responsable subsidiario del impuesto el titular del derecho de propiedad del bien 
inmueble en el que está situado el establecimiento o de cualquier otro derecho real sobre el 
bien inmueble.

Artículo 10.  Base imponible.
1. La base imponible se obtiene de la aplicación de la siguiente fórmula:
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BI = (N – E) Cc
Donde:
N = número de vehículos que, durante el período impositivo, acceden al aparcamiento 

del que dispone el establecimiento comercial, de acuerdo con las lecturas de los sistemas de 
medición de los accesos al aparcamiento.

E = número de vehículos excluidos porque han accedido al aparcamiento del 
establecimiento en virtud de un contrato de alquiler o contratos similares, o porque se trata 
de vehículos de trabajadores del establecimiento que acceden al mismo en sus días 
laborables.

Cc = coeficiente corrector según el porcentaje de plazas de aparcamiento por debajo de 
las establecidas por el Decreto 378/2006, de 10 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 
18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales, de acuerdo con la siguiente 
tabla:

Porcentaje de plazas de aparcamiento por debajo de las reglamentadas Coeficiente corrector
Menor o igual a 0% 1,000
Entre 0% y el 25% 1,125
Más del 25% y hasta el 50% 1,375
Más del 50% y hasta el 75% 1,625
Más del 75% y hasta el 100% 1,875

Este coeficiente no se aplica en caso de que el establecimiento tenga autorizada la 
infradotación de plazas de aparcamiento respecto a las mínimas reglamentadas de acuerdo 
con lo establecido por el Decreto 378/2006, de 10 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 
18/2005, de 27 de diciembre, de equipamientos comerciales.

2. En caso de que no se pueda determinar la base imponible de acuerdo con lo 
establecido por el apartado 1 porque el aparcamiento no dispone de un instrumento de 
conteo de vehículos, o porque el establecimiento no dispone de aparcamiento, la base 
imponible se calcula aplicando la siguiente fórmula:

BI = Ratio VD × S × días de apertura × C TUC.
Donde:
– Ratio VD es la ratio de vehículos/día y m2 de superficie (de venta o total) según la 

categoría del establecimiento que se indica en la siguiente tabla:

Categoría de establecimiento Ratio vehículo/día/m2 de superficie 
de venta

Gran almacén. 0,1252
Hipermercado. 0,1663
Supermercado. 0,1740

Establecimientos especializados.

Artículos y material deportivo. 0,2465
Artículos infantiles. 0,1212
Automoción. 0,0091
Bricolaje. 0,3408
Ocio y cultura. 0,2970
Muebles y equipamiento del hogar. 0,0711
Equipamiento de la persona. 0,1907
Jardinería y complementos de jardín. 0,0150
Ferreterías. 0,0699

Otros. 0,3409
Establecimiento colectivo. 0,0767

– S es la superficie computable. Se aplica:
a) En el caso de los grandes establecimientos comerciales territoriales colectivos, la 

superficie total.
b) En el resto de casos, la superficie de venta.
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– Los días de apertura son los de apertura del establecimiento durante el período 
impositivo.

– CTUC = coeficiente aplicable según que el establecimiento esté situado, de acuerdo 
con la normativa urbanística, dentro o fuera de la trama urbana consolidada (TUC) o del 
núcleo histórico y de sus ensanches (NH) en caso de que no esté definida la TUC del 
municipio:

Situación del establecimiento Coeficiente
Dentro de TUC o NH 1,00
Fuera de TUC o NH 1,20

3. A los efectos de lo establecido por el apartado 2, se aplican las siguientes reglas:
a) Se entiende que un establecimiento dispone de aparcamiento cuando este se destina 

preferentemente al uso de los clientes del establecimiento, independientemente de su 
titularidad, el tipo de gestión o el sistema de pago.

b) Se entiende que un establecimiento es especializado cuando el 80% de la superficie 
de venta, como mínimo, está destinado al producto o gama de productos que determina la 
especialización.

c) A los establecimientos colectivos compuestos por establecimientos especializados en 
la misma gama de producto se les aplica la ratio de la categoría de establecimiento 
especializado correspondiente, sobre la superficie de venta.

d) En el caso de galerías comerciales en las que se encuentre un supermercado o un 
hipermercado que ocupe más del 80% de la superficie total de un establecimiento colectivo, 
debe aplicarse la ratio VD correspondiente a la categoría de supermercado o de 
hipermercado, respectivamente.

Artículo 11.  Mínimo exento y base liquidable.
La base liquidable se obtiene de aplicar a la base imponible una reducción de 27.000 

vehículos en concepto de mínimo exento.

Artículo 12.  Tipo de gravamen.
El tipo de gravamen se establece en 0,18 euros por vehículo.

Artículo 13.  Cuota tributaria.
La cuota tributaria del impuesto se obtiene de aplicar a la base liquidable el tipo de 

gravamen.

Artículo 14.  Período impositivo.
1. El período impositivo coincide con el año natural, sin perjuicio de lo establecido por el 

apartado 2.
2. Cuando la apertura del establecimiento se produzca en una fecha posterior al 1 de 

enero, el período impositivo comprende desde la fecha de apertura hasta el 31 de diciembre 
del mismo año. En el caso de cierre del establecimiento, el período impositivo comprende 
desde el 1 de enero hasta la fecha de cierre.

Artículo 15.  Devengo.
El impuesto se devenga el 31 de diciembre de cada año, salvo en los casos de cierre del 

establecimiento, en los que el impuesto se devenga en la fecha de cierre.
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Sección tercera. Gestión y aplicación del tributo

Artículo 16.  Autoliquidación del impuesto.
1. Los sujetos pasivos están obligados a presentar la autoliquidación del impuesto y en 

efectuar el correspondiente ingreso entre los días 1 y 20 del mes de febrero siguiente a la 
fecha de devengo del impuesto.

2. El modelo de autoliquidación debe aprobarse por orden del consejero del 
departamento competente en materia de hacienda.

Artículo 17.  Gestión, recaudación e inspección del impuesto.
La gestión, la recaudación y la inspección del impuesto corresponden a la Agencia 

Tributaria de Cataluña, de acuerdo con lo establecido por la Ley 7/2007, de 17 de julio, de la 
Agencia Tributaria de Cataluña, sin perjuicio de la colaboración con los órganos del 
departamento competente en materia de comercio con funciones de inspección y control 
sobre los establecimientos comerciales.

Sección cuarta. Revisión

Artículo 18.  Recursos y reclamaciones.
Contra los actos de gestión, liquidación, inspección y recaudación dictados en el ámbito 

del impuesto puede interponerse un recurso de reposición potestativo o bien una 
reclamación económico-administrativa ante la Junta de Finanzas.

Sección quinta. Régimen sancionador

Artículo 19.  Infracciones y sanciones.
El régimen de infracciones y sanciones en materia del impuesto es el vigente para los 

tributos propios de la Generalidad.

Sección sexta. Normas adicionales

Artículo 20.  Desarrollo y aplicación del impuesto.
1. Mediante la ley de presupuestos de la Generalidad pueden modificarse los elementos 

de cuantificación del impuesto.
2. En la aplicación del impuesto rige supletoriamente la legislación general tributaria 

aplicable en Cataluña y las normas complementarias que la desarrollan.

Sección séptima. Régimen transitorio

Artículo 21.  Régimen transitorio para el ejercicio del 2017.
1. El ejercicio del 2017 del impuesto sobre grandes establecimientos comerciales consta 

de dos períodos impositivos:
a) El período impositivo comprendido entre el 1 de enero y el día anterior a la entrada en 

vigor del impuesto establecida por la letra a de la disposición final séptima, para cuya 
liquidación es de aplicación la Ley 16/2000, de 29 de diciembre, del impuesto sobre grandes 
establecimientos comerciales, y las normas que la desarrollan.

b) El período impositivo comprendido entre el día de entrada en vigor del impuesto 
establecida por la letra a de la disposición final séptima y el 31 de diciembre de 2017, en que 
es aplicable la regulación del impuesto contenida en este capítulo i en las normas que lo 
desarrollen.

2. La gestión y el pago del impuesto se rige para cada uno de los períodos impositivos 
por la normativa que sea de aplicación de acuerdo con lo establecido por el apartado 1.
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3. Para la liquidación del impuesto, mediante padrón, correspondiente al primer período 
del ejercicio del 2017, la Administración tributaria debe efectuar el prorrateo que 
corresponda.

4. Para la liquidación del impuesto correspondiente al período impositivo al que se refiere 
la letra a del apartado 1, está vigente el Decreto 342/2001, de 24 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento del impuesto sobre grandes establecimientos comerciales.

[ . . . ]
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§ 63

Ley 18/2017, de 1 de agosto, de comercio, servicios y ferias

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 7426, de 3 de agosto de 2017
«BOE» núm. 240, de 5 de octubre de 2017
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2017-11320

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 

nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 65 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 18/2017, de 1 de agosto, de Comercio, Servicios y 
Ferias.

PREÁMBULO

I
La actividad comercial ha sido un factor determinante en la configuración de los pueblos 

y ciudades de Cataluña, y su ubicación ha acabado incidiendo en la ordenación física del 
territorio. El ejercicio y la implantación de la actividad comercial han estado condicionados, 
históricamente, por criterios de ordenación pensados para satisfacer las necesidades de 
abastecimiento de la población, pero también para proteger el entorno urbano, el dinamismo 
y la cohesión social. El desarrollo de pueblos y ciudades se ha llevado a cabo, 
mayoritariamente, de forma compacta y socialmente cohesionada, favoreciendo la 
autosuficiencia, evitando desplazamientos innecesarios y permitiendo satisfacer las 
necesidades de consumo de un modo sostenible, combinando de forma armónica e 
integrada el uso residencial con las actividades comerciales y prestación de servicios. Sin 
embargo, en los últimos años, se ha permitido la instalación de centros comerciales fuera de 
los centros de las ciudades, lo que ha generado un modelo dual que hay que equilibrar para 
no generar agravios con el comercio mediterráneo y de proximidad que tan importante es 
con relación a la cohesión y la convivencia en las ciudades.

Esta convivencia entre la actividad comercial, la prestación de servicios y el uso 
residencial del suelo, que se ha dado de forma espontánea básicamente en las poblaciones 
mediterráneas del sur de Europa, actualmente es considerada la mejor opción para los 
ciudadanos, ya que permite adoptar criterios de gestión urbana sostenible en la que el suelo 
es tratado como recurso limitado que debe explotarse del modo más eficiente posible para 
ahorrar recursos y evitar efectos nocivos indeseables para el medio ambiente.

Esta realidad, que favorece la compactibilidad de los pueblos y ciudades, es 
precisamente la que plantean, defienden y adoptan los representantes de los diferentes 
estados de la Unión Europea en la Estrategia territorial europea para un desarrollo 
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equilibrado y sostenible, que ya reconoce la necesidad de ejercer un control sobre la 
expansión territorial urbana indiscriminada para poder garantizar el crecimiento sostenible de 
las ciudades en un futuro.

El conjunto de la normativa en materia de comercio en Cataluña es fruto de este modelo, 
que evidencia y pone de relieve la íntima relación existente entre la implantación y el 
ejercicio de la actividad comercial o de prestación de determinados servicios y la movilidad y 
la planificación urbanística sostenibles, pero que no ha sido suficiente para evitar la 
dispersión de una parte importante de los establecimientos de gran superficie fuera de los 
núcleos urbanos. Esta normativa se ha venido elaborando en virtud de los títulos 
competenciales reconocidos primero por el artículo 12.5 del Estatuto de autonomía de 
Cataluña de 1978 y luego por el artículo 121 del Estatuto de 2006, interpretados de acuerdo 
con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y desarrollados en sintonía con el marco 
establecido por el exhaustivo cuerpo normativo de la Unión Europea, que, de forma directa o 
indirecta, tiene incidencia en la regulación de esta actividad tan trascendente desde el punto 
de vista económico, social, medioambiental y de protección del entorno urbano.

Esta ley de comercio, servicios y ferias y el Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de 
ordenación de los equipamientos comerciales, son la base de la ordenación comercial en 
Cataluña. El concepto de «trama urbana consolidada», regulado por el Decreto ley, impulsa 
un modelo de urbanismo comercial basado en el empleo y la utilización racional del territorio, 
que permite un desarrollo sostenible y evita la dispersión para reducir la movilidad y evitar 
desplazamientos innecesarios que incrementan la contaminación atmosférica, provocada 
tanto por el tráfico inherente a la implantación de un determinado tipo de establecimientos 
comerciales como por la congestión de las infraestructuras públicas. En este sentido, cabe 
destacar la incidencia de la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 24 de 
marzo de 2011, que considera que la localización de los equipamientos comerciales en la 
trama urbana consolidada de un municipio es una medida adecuada, que tiene una 
justificación motivada y proporcionada en la existencia de razones imperiosas de interés 
general, como la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la ordenación del 
territorio, la movilidad y la conservación del patrimonio histórico-artístico, entre otras. Por 
ello, debe moderarse el consumo del suelo, promover su utilización racional y fomentar, 
directa o indirectamente, la utilización eficiente de las áreas urbanas y, en su caso, la 
renovación y rehabilitación de los tejidos urbanos, de modo que la demanda de más espacio 
para la vivienda y las actividades económicas corresponda solo a la parte que no pueda 
tener cabida en las áreas urbanas existentes. Conviene hacer notar que no solo se explota el 
suelo que ocupa el espacio construido, sino que el crecimiento discontinuo de la trama 
urbana también fragmenta el suelo y genera espacios libres fuertemente devaluados, de 
escaso valor ecológico, productivo y paisajista.

En los últimos años de la crisis económica iniciada en 2008, el sector comercial ha 
sufrido mucho sus efectos: miles de establecimientos han cerrado y se ha destruido un gran 
número de puestos de trabajo. A esta grave situación se suman otros elementos que 
plantean importantes retos para el sector: los nuevos hábitos de consumo, la venta en línea, 
los nuevos formatos comerciales o el turismo de compras. Actualmente, toma protagonismo 
la experiencia de la compra como el elemento clave a tener en cuenta a la hora de ofrecer 
productos o servicios y de consumir. La experiencia se centra en la persona y esta realidad 
conlleva retos que hay que abordar de forma valiente y que afectan claramente a la 
formación de los profesionales y la innovación.

II
La dispersión del conjunto de disposiciones vigentes que regulan la actividad comercial, 

la antigüedad de algunas de estas disposiciones, así como la materialización de nuevas 
iniciativas económicas y empresariales en el ámbito de la distribución comercial y la 
prestación de servicios aconsejan remodelar y compilar en dos textos normativos –la 
presente ley y la ley de equipamientos comerciales– toda la legislación vigente, manteniendo 
los rasgos fundamentales de nuestro modelo comercial mediterráneo –concentración, 
diversidad y singularidad–, en plena sintonía con las declaraciones programáticas de la 
Unión Europea en materia de urbanismo comercial, y de acuerdo con el conjunto de razones 
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imperiosas de interés general que las sustentan, sin perder de vista la necesaria 
simplificación que debe inspirar el acceso y ejercicio de cualquier actividad económica.

Dentro de este contexto de modelo comercial, esta ley de comercio, servicios y ferias, 
que representa la consolidación de un marco normativo orientado a la preservación de las 
buenas prácticas comerciales al servicio de una competencia libre y leal, cumple seis 
objetivos principales.

El primer objetivo de la Ley es compilar en un solo texto la legislación vigente en materia 
de comercio y ferias que actualmente está dispersa: la regulación general del comercio 
interior, los horarios comerciales y las actividades feriales.

La Ley reúne en un solo texto las disposiciones del texto refundido sobre comercio 
interior de los preceptos de la Ley 1/1983, de 18 de febrero, y de la Ley 23/1991, de 29 de 
noviembre, aprobado por el Decreto legislativo 1/1993, de 9 de marzo; las de la Ley 8/2004, 
de 23 de diciembre, de horarios comerciales; las de la Ley 8/1994, de 25 de mayo, de 
actividades feriales, y las disposiciones de la Ley 3/2014, de 19 de febrero, de horarios 
comerciales y de medidas para determinadas actividades de promoción.

También es objeto de esta compilación la Ley 1/1990, de 8 de enero, sobre la disciplina 
del mercado y de defensa de los consumidores y usuarios, que mantiene su vigencia en el 
ámbito del comercio, dado que establece determinadas infracciones y aplica supletoriamente 
en los ámbitos regulados por el texto refundido sobre comercio interior, aprobado por el 
Decreto legislativo 1/1993, de 9 de marzo, y por la Ley 3/2014, de horarios comerciales y de 
medidas para determinadas actividades de promoción, y que, hasta el momento de la 
entrada en vigor de la presente ley, ha sido la disposición que ha dado apoyo legal a los 
procedimientos sancionadores incoados por incumplimiento del Decreto ley 1/2009, de 22 de 
diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales.

La integración de dichas normas esenciales en un solo texto legal ha de contribuir a 
reforzar la seguridad jurídica de los operadores comerciales y los operadores dedicados a la 
prestación de servicios, así como a evitar las discordancias y contradicciones propias de la 
dispersión de textos aprobados y modificados en momentos y situaciones muy diferentes.

La presente compilación normativa se ha llevado a cabo en virtud de las competencias 
exclusivas que los artículos 121, 123 y 139 del Estatuto reconocen a la Generalidad en 
comercio y ferias, defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, y artesanía. En 
este mismo sentido, la norma regula la competencia que las administraciones locales tienen 
en virtud del artículo 84.2 del Estatuto, que reconoce competencias locales en materia de 
comercio, concretamente la regulación del establecimiento de autorizaciones y promociones 
de todo tipo de actividades económicas, especialmente las de carácter comercial, artesanal, 
turístico y de fomento del empleo.

La Ley establece los aspectos estructurales que vertebran el conjunto del comercio de 
acuerdo con el modelo propio de Cataluña, que se corresponde con lo que impulsa la Unión 
Europea, por lo que la mayor parte de los apartados son aplicables directamente, salvo los 
que necesitan un desarrollo reglamentario cuando así lo indica. Por lo tanto, el hecho de que 
la Ley relegue al ámbito reglamentario los aspectos más coyunturales o que dependen de 
situaciones que pueden variar fácilmente en espacios breves de tiempo ha de poder facilitar 
su estabilidad y prolongación de la vigencia, y garantizar, por lo tanto, la seguridad jurídica y 
el asentamiento de buenas prácticas comerciales que faciliten la libre y leal competencia.

El segundo objetivo de la Ley es mejorar la regulación normativa ya existente mediante 
la actualización, sistematización y clarificación de conceptos, teniendo en cuenta la evolución 
que ha experimentado la actividad comercial durante los últimos años y la que se prevé que 
pueda experimentar en un futuro inmediato, así como incorporar las demandas del sector de 
la distribución comercial en lo que se refiere a las necesidades de ordenación para 
garantizar la leal competencia como eje en torno al cual debe quedar sometido el libre 
ejercicio de la actividad.

La compilación de la normativa vigente ha requerido una tarea de revisión de la 
regulación existente que necesariamente ha supuesto una adaptación a las nuevas 
realidades en que se desarrolla tanto la actividad comercial como la prestación de servicios. 
El proceso de compilación ha requerido también la sistematización del conjunto de 
disposiciones que inciden en el acceso y ejercicio de la actividad comercial, con la 
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correspondiente clarificación de los diferentes conceptos que forman parte de las materias 
inherentes.

Esta clasificación de conceptos y criterios dimana de la experiencia alcanzada en la 
aplicación de las diferentes normas, de la jurisprudencia procedente de las diferentes 
instancias jurisdiccionales y en algunos casos de los convenios y acuerdos suscritos con el 
Gobierno del Estado para la aplicación de determinadas regulaciones. En concreto se 
dibujan con más precisión los límites que conforman el ámbito de aplicación de la normativa 
de comercio, se configuran y aclaran determinados aspectos que afectan a la venta no 
sedentaria, se fija la línea divisoria entre promociones con finalidad incentivadora y finalidad 
extintiva, se establecen los criterios que definen la rotura de stocks, así como los criterios de 
aplicación del control sobre la prohibición de la venta a pérdida.

En este sentido, cabe destacar que se han actualizado determinados aspectos de la 
regulación vigente para su adaptación a las nuevas necesidades de ordenación del sector, 
como es el caso de las condiciones de acceso, ejercicio y cese de la actividad comercial; la 
introducción de elementos destinados a la profesionalización de los que ejercen la actividad 
comercial; la previsión de la utilización de mecanismos polivalentes que permitan disponer 
de un censo fehaciente del tejido comercial de Cataluña, de modo que pueda formar parte 
de la base de actuación de la Administración pública; las ventas en rebajas; la delimitación 
del concepto de venta de saldos, así como, entre otros aspectos, la definición del perfil de 
los establecimientos especializados en la venta de excedentes, conocidos como outlet.

Asimismo, la presente ley reordena y estructura los distintos apartados para facilitar su 
comprensión y aplicación, con aspectos como la inclusión de disposiciones específicas para 
la definición de conceptos; la reordenación de los apartados relativos a actividades de 
promoción, englobándolas en dos apartados en función de su finalidad –extintiva o 
incentivadora–, o la introducción de un nuevo título que relaciona las principales prácticas 
prohibidas o restricciones en la actividad comercial y la prestación de servicios por la 
manifiesta deslealtad que conllevan hacia los competidores.

En consecuencia, pues, el texto de la presente ley conforma un marco legal que quiere 
ser suficientemente flexible para dar respuesta a los cambios constantes que experimenta el 
sector del comercio y de las ferias, porque establece unos parámetros generales que, de 
forma ordenada y estructurada, deben permitir disponer de una herramienta estable para 
todos los operadores, sin perjuicio del desarrollo reglamentario que sea necesario en cada 
caso y en cada circunstancia.

El tercer objetivo de la Ley es simplificar la regulación y reducir algunas de las cargas 
administrativas todavía existentes, de acuerdo con los parámetros establecidos por la 
Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, 
relativa a los servicios en el mercado interior, y con las disposiciones que la han traspuesto 
al ordenamiento jurídico interno.

La simplificación de la regulación se traduce en un marco normativo que permite ampliar 
las posibilidades y la capacidad de decisión de los empresarios del comercio sobre aspectos 
que hasta ahora estaban regulados de forma más acotada. Esta flexibilidad se concreta, por 
ejemplo, en medidas como dejar a criterio de cada comerciante la determinación para llevar 
a cabo cualquiera de los diferentes tipos de promoción; delimitar y diferenciar la actividad 
estrictamente ferial de las actividades comerciales, y eliminar el concepto difundido y 
obsoleto de exposición; dar cobertura jurídica, y por tanto seguridad, a las ventas 
promocionales con finalidad incentivadora, o eliminar aspectos formales del marco 
normativo, al tomar como referencia el contenido efectivo de la actividad que realmente se 
lleva a cabo para valorar la adecuación a la ley de una determinada actividad comercial, que 
es un criterio más adecuado en un sistema de control ex post.

En la línea de la reducción de las cargas administrativas, cabe destacar que esta ley 
elimina determinados regímenes de intervención administrativa con la supresión de 
determinadas comunicaciones previas preceptivas para la realización de algunas actividades 
comerciales promocionales, tales como saldos y liquidaciones.

El cuarto objetivo de la Ley es incluir los servicios en el ámbito normativo de la actividad 
comercial, salvo los que se encuentran reservados a profesiones que requieren una 
colegiación obligatoria o las actividades de servicios bancarios, de crédito, de seguros y 
otros de naturaleza análoga, que están formalmente excluidos.
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De este modo, se confiere seguridad jurídica a determinados servicios que de facto o por 
inercia ya se encuentran, en la práctica, asimilados a la actividad comercial; es el caso de los 
que se llevan a cabo desde los ámbitos municipales, como lavanderías, tintorerías, 
peluquerías, locutorios, bares y restaurantes, videoclubs, cabinas de estética o soláriums, 
entre otros.

Sin embargo, esta incorporación de los servicios en el ámbito normativo de la actividad 
comercial no está completa. Así, los apartados de la Ley especifican, en cada caso, si un 
servicio está sometido a la regulación de la correspondiente ordenación comercial o no lo 
está, en función del nivel de asimilación práctica, a pesar de mantener unas características 
diferenciadas y una autonomía propia con relación a la actividad de compraventa de 
productos, salvo cuando se trata de una prestación complementaria a la actividad 
estrictamente comercial.

El quinto objetivo de la Ley es regular aspectos y facilitar el desarrollo de instrumentos 
destinados a fomentar la profesionalización del sector de la actividad que se ejerza.

La Ley introduce elementos que prevén la posibilidad de utilizar mecanismos para 
profesionalizar y poner en valor el ejercicio de la actividad comercial, la prestación de 
servicios, la artesanía y la organización de actividades feriales. Asimismo, dispone que el 
ejercicio de la actividad necesariamente requiera unos conocimientos mínimos sobre la 
normativa aplicable, en concordancia con el lugar que ocupa la persona en la empresa o en 
cuanto a la utilización de las lenguas oficiales en Cataluña en la atención al público, y que la 
implantación de estos conocimientos mínimos, indispensables para el buen ejercicio de la 
actividad, sean impulsados solo mediante medidas de carácter incentivador para el 
empresario.

El sexto objetivo de la Ley es el establecimiento de principios y criterios que permitan 
avanzar en el mantenimiento y la protección de la función de cohesión social y dinamización 
cultural del comercio de proximidad, en la integración de nuevas formas de comercio, como 
el comercio electrónico, y los nuevos valores que pueden incorporarse, como el de la 
economía circular, así como en la mejora de las condiciones de contratación en el sector y 
en la conciliación familiar.

El desarrollo de estos principios y criterios requiere necesariamente la implicación y el 
impulso de las administraciones locales en el uso de sus competencias para hacer políticas 
públicas participadas, compartidas y territorializadas que permitan profundizar en aspectos 
como la reforma y modernización de las estructuras comerciales, las alianzas necesarias 
entre las distintas formas de comercio, la participación de los agentes sociales que 
intervienen en este sector de la vida económica, la defensa de los consumidores, y el 
respeto a la legislación europea, estatal y autonómica en materia de igualdad de género, que 
obliga a la transversalización de este principio en todas las áreas de intervención de las 
políticas públicas, incluidas las relacionadas con la regulación del comercio. También en la 
aplicación de una política pública sobre el comercio que sea especialmente favorable a la 
participación de los grupos socioeconómicos implicados en el sector y que haga efectivos los 
principios estatutarios de participación ciudadana, defensa de los intereses de los 
consumidores y audiencia de las organizaciones de consumidores en la gestión de los 
intereses públicos que les afectan directamente. Así como en la aplicación general de los 
criterios de cohesión y equilibrio territorial, defensa de la ciudad compacta, cercanía y fácil 
acceso de la oferta comercial para los consumidores, la adecuación de la red viaria y la 
conexión con redes de transporte público, entre otros, para lo que esta ley determina el 
contenido mínimo de la planificación comercial y urbanística.

III
La Ley se estructura en once títulos, incluido el título preliminar, ochenta y cinco 

artículos, cinco disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y siete disposiciones finales.

El título preliminar está dedicado a los principios rectores, la finalidad, el objeto y el 
ámbito de aplicación de la Ley, y figura también una relación de definiciones de términos y 
conceptos que aparecen en el resto de articulado. En este apartado se especifican los 
elementos que determinan el alcance de la ley, los principios en que se fundamenta y los 
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objetivos que se persiguen de acuerdo con el marco jurídico establecido, tanto a nivel 
autonómico y estatal como de la Unión Europea.

El título primero regula las condiciones y modalidades de la actividad comercial y de la 
prestación de servicios Este título se estructura en dos capítulos. El primer capítulo delimita 
los conceptos de actividad comercial y prestación de servicios, el acceso a estas actividades, 
el ejercicio y el censo de empresas dedicadas a la actividad comercial y a la prestación de 
servicios, así como delimita los ámbitos correspondientes a la actividad comercial minorista, 
a la actividad comercial mayorista y la compatibilización entre la actividad comercial 
minorista y otras actividades comerciales o de prestación de servicios. En el segundo 
capítulo se relacionan y desarrollan las distintas modalidades de ejercicio de la actividad 
comercial y de prestación de servicios, en establecimiento comercial permanente, fuera del 
establecimiento del vendedor o del prestador del servicio, mediante estructuras o puestos 
desmontables o vehículos tienda, mediante cualquiera de las herramientas que permiten la 
venta a distancia, incluidos los servicios de la sociedad de la información mediante máquinas 
expendedoras que permiten la venta automática, o la venta por el sistema de subasta 
pública.

No se establecen regulaciones específicas sobre determinadas modalidades comerciales 
o de prestación de servicios que no presentan conflictividad o ya están reguladas por su 
propia normativa sectorial.

En el título segundo se regulan las actividades de promoción, que se dividen por la 
finalidad que tienen en extintivas de existencias o incentivadoras para la promoción de 
determinados productos o establecimientos en conjunto. A cada uno de estos dos grupos se 
dedica un capítulo en el que se detallan respectivamente las fórmulas sujetas a regulación, 
así como los correspondientes elementos que las definen.

En el título tercero se sistematiza una relación de las restricciones a la actividad 
comercial y de la prestación de servicios y se detallan las actividades no permitidas y las 
conductas que pueden atentar contra la libre y leal competencia. Este título se estructura en 
cuatro capítulos dedicados respectivamente a las restricciones y prohibiciones de carácter 
general, a la rotura de stocks, a la venta a pérdida y, por último, al régimen establecido para 
el pago a proveedores, recogiendo y trasladando el contenido de las disposiciones 
consolidadas de ámbito autonómico y estatal, y los acuerdos de aplicación suscritos entre el 
Estado y las comunidades autónomas, publicados en los respectivos diarios oficiales.

En el título cuarto se halla la regulación que afecta a los horarios comerciales, en el que 
se detalla el horario comercial de aplicación general en todo el territorio, los supuestos de 
exclusión del horario comercial general en virtud del tipo de establecimiento o su 
localización, así como el procedimiento para determinar la calificación de las zonas turísticas 
como excepción del horario comercial general.

El título quinto, relativo a las actividades feriales, se divide en tres capítulos: el primero 
está dedicado al concepto de actividad ferial y a la clasificación y diferentes formatos que 
puede adoptar; en el segundo capítulo se detalla el régimen de intervención administrativa y 
los parámetros que deben cumplir estas actividades en relación con la seguridad y el orden 
público; y por último, en el capítulo tercero, se detalla el funcionamiento y organización del 
registro censal de actividades feriales.

El título sexto tiene por objeto establecer los criterios de promoción y protección de la 
artesanía, además de la organización de los diferentes tipos de eventos en los que participan 
de forma principal artesanos, tanto si son de carácter comercial como estrictamente 
promocional.

El título séptimo está dedicado a los instrumentos de colaboración entre los diferentes 
niveles de la Administración pública, y entre estos y las entidades que representan a los 
sectores profesionales de la distribución comercial para garantizar y facilitar la aplicación de 
esta ley.

El título octavo está dedicado a las políticas de fomento de la competitividad del 
comercio urbano, con las que el departamento competente en materia de comercio y los 
ayuntamientos, en el marco de las competencias propias, contribuyen a la mejora de la 
eficiencia de la actividad comercial y de la prestación de servicios, con el objeto de poner al 
alcance del sector herramientas que permitan a los empresarios más capacidad de 
adaptación al entorno económico y potenciar la capacidad de crecimiento e 
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internacionalización. En este título se da especial relevancia a la posibilidad de crear 
entidades de colaboración pública y privada que permitan el desarrollo de planes 
estratégicos diseñados para períodos determinados en áreas urbanas previamente 
delimitadas. El desarrollo de las áreas de promoción económica urbana, dada la complejidad 
de su regulación, se determina que se haga mediante un proyecto de ley a presentar por 
parte del Gobierno.

En el título noveno se determina cuáles son los órganos a los que corresponde intervenir 
en la supervisión del cumplimiento de los preceptos contenidos en esta ley, y el marco 
jurídico en que debe desarrollarse el ejercicio de las competencias del personal inspector 
competente en materia de comercio.

En el título décimo se detalla la relación de los tipos de infracciones, los diferentes 
grados de sanciones que conllevan y las medidas accesorias aplicables en cada caso y 
momento. También se hace referencia a las administraciones públicas que pueden ejercer la 
potestad sancionadora, y las disposiciones a las que debe ajustarse el correspondiente 
procedimiento administrativo.

Las disposiciones adicionales contienen una serie de preceptos complementarios en 
materia de horarios comerciales, con relación a las atribuciones del departamento 
competente en materia de comercio, el cual, previa audiencia del consejo asesor en materia 
de comercio de la Generalidad, debe establecer, mediante orden del consejero, el calendario 
de días festivos con apertura comercial autorizada.

Asimismo, se detalla la afectación del importe de las sanciones impuestas por 
infracciones en esta Ley y el Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación de los 
equipamientos comerciales.

Por otra parte, se establece que el Gobierno promueva, junto con las asociaciones de 
comerciantes, la implantación de un modelo de economía circular que sirva para vertebrar a 
los pueblos y ciudades, para contribuir a un nuevo modelo de economía sostenible. Y 
también se establece que el Gobierno promueva acuerdos con los ayuntamientos para hacer 
frente a la lucha contra el despilfarro de alimentos y favorecer el aprovechamiento de los 
excedentes alimentarios.

En las disposiciones transitorias se regulan determinadas situaciones de interinidad en 
materia de horarios comerciales, concretamente con relación a los municipios calificados de 
turísticos, a los que se aplica un régimen de apertura comercial específico, y para los 
establecimientos con zonas de degustación se establece, en su caso, un período de 
adaptación de un año para que cumplan los requisitos que establece esta ley.

Por último, en las disposiciones finales, se modifica el Decreto ley 1/2009, de 22 de 
diciembre, concretamente se añade un nuevo apartado, relativo a los mercados municipales, 
al artículo 6, que trata la clasificación de los establecimientos, y se modifica el artículo 36, 
para unificar el procedimiento sancionador del Decreto ley con la presente Ley.

Por otra parte, se singulariza el régimen especial del municipio de Barcelona, teniendo 
en cuenta el carácter prevalente de su Carta municipal.

Además, se incluyen los criterios que debe seguir el Gobierno para elaborar y presentar 
un proyecto de ley que establezca el marco regulador de las áreas de promoción económica 
urbana, para que estas áreas tengan la financiación adecuada para llevar a cabo sus planes 
estratégicos. Igualmente, el Gobierno debe llevar a cabo un programa para establecer las 
medidas necesarias que permitan la conciliación horaria en el sector del comercio.

Finalmente, se invocan los títulos competenciales, se habilita el desarrollo reglamentario 
y se determina la entrada en vigor inmediata de esta ley.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El objeto de esta ley es la regulación administrativa del comercio y de los servicios en 

el mercado interior con el fin de ordenar los aspectos básicos e impulsar estos sectores 
económicos.
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2. Esta ley es aplicable a las actividades comerciales y a la prestación de servicios que 
regula, llevados a cabo dentro del ámbito territorial de Cataluña.

3. Esta ley es de aplicación supletoria a las actividades comerciales y la prestación de 
servicios que ya se encuentran sujetos a controles o regulaciones específicas.

4. Las facultades y los derechos que contravengan las disposiciones de esta ley en 
ningún caso pueden considerarse adquiridos por silencio administrativo.

Artículo 2.  Finalidades.
Las finalidades de la presente ley son:
a) Simplificar la regulación y la reducción de cargas administrativas de los operadores, 

los cuales deben regirse por una libre y leal competencia, que ha de permitir a todos los 
ciudadanos el acceso a bienes y servicios, y evitar de forma adecuada las externalidades 
negativas de la actividad económica.

b) Establecer los mecanismos para fomentar la profesionalización de la actividad 
comercial y la prestación de servicios.

c) Favorecer la cohesión social, ambiental, económica e institucional como base de un 
modelo de economía circular y sostenible que permita recuperar todos los recursos de forma 
eficiente, garantice el aprovisionamiento, la diversidad de la oferta y las condiciones básicas 
para la libre y leal competencia, y configure un modelo de pueblos, ciudades y barrios que 
ofrezca las mismas posibilidades para todos los ciudadanos y todos los sectores sociales.

d) Velar por el respeto de los derechos y los intereses de los consumidores y usuarios.
e) Promover la igualdad de oportunidades y la formación técnica y profesional de los 

comerciantes y los trabajadores del sector comercial, así como el respeto de los derechos 
laborales en general, y específicamente las normas en materia de prevención de riesgos 
laborales.

Artículo 3.  Principios rectores.
Las actividades comerciales y la prestación de servicios que regula esta ley se 

fundamentan en los siguientes principios:
a) El principio general de libertad de empresa en el marco de la economía de mercado, 

en una libre y leal competencia, modulada por las condiciones y restricciones excepcionales, 
necesarias, proporcionales y objetivas, que deben estar fundamentadas en razones 
imperiosas de interés general.

b) Los principios de objetividad, claridad y transparencia y mínima intervención de las 
administraciones públicas.

c) El fomento del asociacionismo como mecanismo participativo, la formación continua y 
la tecnificación, y el impulso de la creatividad para la profesionalización y la modernización 
del tejido comercial.

d) Los principios de cooperación, coordinación e interoperabilidad entre 
administraciones, con el fin de alcanzar el máximo nivel de simplificación en los trámites 
administrativos mediante fórmulas y medios electrónicos.

e) El principio de subsidiariedad y respeto de las administraciones locales públicas y sus 
competencias.

Artículo 4.  Definiciones.
A efectos de la presente ley, se entiende por:
a) Actividad comercial efímera o prestación de servicios efímera: las actividades o los 

servicios que se llevan a cabo en un lugar determinado, con independencia de su modalidad, 
durante un período máximo de un mes y sin periodicidad establecida.

b) Artesanía: el conjunto de actividades incluidas en el Repertorio de familias de oficios 
artesanos, que se detalla en el correspondiente reglamento, que conllevan la formación, 
creación, producción y transformación de objetos.

c) Tienda de conveniencia: el establecimiento comercial con una superficie de venta igual 
o inferior a 500 metros cuadrados, abierto al público al menos durante dieciocho horas al día, 
que distribuye la oferta de forma similar entre todos los grupos de los siguientes artículos: 
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libros, periódicos y revistas; productos de alimentación; productos de música, vídeo y 
multimedia, y juguetes, regalos y artículos varios.

d) Establecimiento comercial: el local, la construcción, la instalación o el espacio, 
cubiertos o descubiertos, donde se desarrollan actividades comerciales o de prestación de 
servicios, tanto si estas actividades se realizan de forma continuada como si lo hacen de 
forma periódica, ocasional o efímera, e independientemente de que se lleven a cabo con 
intervención de personal o con medios automáticos. Los establecimientos comerciales 
pueden ser individuales o colectivos y pueden clasificarse teniendo en cuenta la superficie, el 
régimen de venta, el surtido y la relación con otros establecimientos.

e) Establecimiento comercial con zona de degustación: el establecimiento dedicado 
esencialmente a la comercialización de productos alimenticios que dispone de un área 
dedicada a la degustación de los productos que elabora y comercializa, de acuerdo con los 
límites establecidos en el artículo 11, y que, a todos los efectos, se considera que forma 
parte de la actividad comercial.

f) Establecimiento especializado: el establecimiento dedicado esencialmente a la venta 
de un producto o gama de productos o a la prestación de un servicio o gama de servicios 
que destina a determinada actividad, como mínimo, el ochenta por ciento de su superficie de 
venta.

g) Establecimiento especializado en la venta de excedentes (outlet): el establecimiento 
que se dedica de forma exclusiva a la venta de excedentes de producción o de temporada, 
procedentes de la propia empresa o ajenos.

h) Venta de mercancías y prestación de servicios de forma no sedentaria: la actividad 
comercial o la prestación de servicios que se llevan a cabo con instalaciones de todo tipo 
desmontables o transportables o en vehículos tienda en espacios de titularidad pública o 
privada.

i) Venta de productos y prestación de servicios a distancia: la actividad comercial, 
realizada en el marco de un sistema organizado de venta o prestación de servicios a 
distancia, sin presencia física simultánea del comprador del producto o adquirente de los 
servicios y el vendedor del producto o prestador del servicio, y en la que se utilizan 
tecnologías de comercio electrónico u otros medios de comunicación a distancia hasta el 
momento de la suscripción del contrato.

j) Venta en subasta pública: la actividad consistente en ofrecer, públicamente y de modo 
irrevocable, la venta de un bien a favor de quien ofrece, mediante un sistema de licitaciones 
y en el plazo concedido al efecto, el precio más alto por encima de un mínimo fijado 
inicialmente o mediante ofertas descendentes.

k) Venta y prestación de servicios mediante máquinas automáticas: la actividad 
comercial minorista consistente en poner a disposición del público productos o servicios para 
que éstos puedan adquirir directamente en una máquina mediante el pago del 
correspondiente importe y el accionamiento de un mecanismo.

l) Venta o prestación de servicios fuera de establecimiento: la actividad comercial que se 
realiza con presencia física simultánea de la persona vendedora o prestadora de servicios y 
de la compradora o adquirente del producto o servicio en un lugar distinto del 
establecimiento de la persona vendedora o prestadora del servicio. Se incluyen en este 
concepto la venta domiciliaria y la que se realiza en el puesto de trabajo del comprador o 
adquirente, en lugares de recreo, en reuniones y en excursiones organizadas, y demás 
situaciones similares, aunque el vendedor no disponga de establecimiento comercial. 
También tienen esta consideración las ventas y las prestaciones de servicios realizadas a 
distancia o en el establecimiento comercial de la persona vendedora o prestadora, después 
de que haya habido un contacto personal entre la persona vendedora o prestadora de 
servicios y la persona compradora o adquirente, con presencia física simultánea en un lugar 
que no sea el establecimiento comercial. No son ventas fuera de establecimiento comercial 
la venta no sedentaria ni las ventas en ferias y mercados.

m) Comercio con valor histórico o establecimiento emblemático: el establecimiento 
comercial que ha ejercido la actividad comercial, incluida la de carácter artesanal, durante 
más de cien años en un mismo local o lugar, y que se ha dedicado a la venta de productos 
artesanales, tradicionales o singulares.
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n) Central de compras y servicios: el operador que, disponiendo de recursos económicos 
y personalidad jurídica propia, tiene como objetivo desarrollar actividades y prestar servicios 
a las empresas independientes que, con espíritu de cooperación, se han asociado a su 
organización mediante una reglamentación interna para mejorar su posición competitiva en 
el mercado.

TÍTULO I
Condiciones y modalidades de la actividad comercial y de la prestación de 

servicios

CAPÍTULO I
Actividad comercial y prestación de servicios

Artículo 5.  Actividad comercial.
1. La presente ley regula la actividad comercial como actividad empresarial, realizada al 

por mayor o al por menor, consistente en poner a disposición del mercado bienes y, en su 
caso, servicios complementarios, incluidos los supuestos en los que las mercancías están 
sometidas a procesos de transformación, tratamiento o acondicionamiento habituales en el 
comercio.

2. La actividad comercial minorista o al por menor es la actividad desarrollada 
profesionalmente y con ánimo de lucro consistente en vender cualquier tipo de producto con 
los correspondientes servicios complementarios, en su caso, a destinatarios finales, en un 
establecimiento comercial o mediante cualquier otro canal de comercialización.

3. Los destinatarios finales de la actividad comercial minorista son las personas físicas o 
jurídicas que adquieren un producto con el correspondiente servicio complementario, en su 
caso, para el propio uso o disfrute, sin la finalidad de reventa ni cesión posterior a un tercero 
ni incorporación a algún proceso productivo o al ejercicio de cualquier otra actividad 
empresarial.

4. La actividad comercial mayorista o al por mayor es la actividad desarrollada 
profesionalmente y con ánimo de lucro por parte de empresas mayoristas consistente en:

a) Vender cualquier tipo de producto con los correspondientes servicios 
complementarios, en su caso, a otros comerciantes.

b) Actuar de intermediarios en las condiciones de adquisición y suministro de productos 
o servicios por cuenta o encargo de otros comerciantes.

5. Son servicios complementarios de la actividad comercial los servicios, dependientes 
de esta actividad, vinculados de modo directo a la compraventa de un producto y que solo se 
prestan previa adquisición del producto.

6. Los servicios complementarios de una actividad comercial se consideran actividad 
comercial a todos los efectos.

Artículo 6.  Prestación de servicios.
1. A efectos de la presente ley, se entiende por prestación de servicios la actividad 

empresarial consistente en poner a disposición del mercado la realización de trabajos que 
requieren conocimientos técnicos o artísticos y, en algunos casos, además, una titulación 
profesional, y que esencialmente constituyen trabajos intangibles, aunque para su 
realización puedan requerir la utilización o incorporación de bienes materiales.

2. La presente ley es aplicable a la prestación de servicios cuando así lo establezcan los 
correspondientes preceptos y no esté regulada por una normativa específica. En cualquier 
caso, quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente ley:

a) Las actividades de servicios cuyo ejercicio está exclusivamente reservado a las 
profesiones que requieren colegiación obligatoria.

b) Las actividades de servicios bancarios, de crédito, de seguros y otros de naturaleza 
análoga llevadas a cabo por entidades legalmente establecidas.
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Artículo 7.  Acceso a la actividad comercial y la prestación de servicios.
Para poder acceder al ejercicio de la actividad comercial y la prestación de servicios, las 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, deben cumplir las condiciones establecidas 
por la normativa mercantil, la presente ley y cualquier otra disposición de carácter general o 
sectorial.

Artículo 8.  Ejercicio de la actividad comercial y la prestación de servicios.
1. Los titulares de cualquier actividad comercial o de prestación de servicios que la 

ejerzan en el ámbito territorial de Cataluña deben garantizar el cumplimiento de la normativa 
en materia fiscal, laboral, de seguridad social, sanitaria, de consumo, de accesibilidad y las 
correspondientes a cualquier otro ámbito que sea aplicable a la actividad específica que 
desarrollan, incluida la normativa de ámbito municipal, y son responsables de dicho 
cumplimiento.

2. Los titulares de cualquier actividad comercial o de prestación de servicios deben 
garantizar el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley y en la 
normativa reguladora de la ordenación de los equipamientos comerciales, y son 
responsables de dicho cumplimiento.

3. Las personas que accedan a la actividad comercial y a la prestación de servicios, 
incluso aquellas que lo hagan en calidad de trabajadores asalariados, deben conocer las 
condiciones del ejercicio de la actividad comercial y de la prestación de servicios en 
Cataluña y deben estar en condiciones de poder atender a los consumidores cuando se 
expresen en cualquiera de las lenguas oficiales en Cataluña.

Téngase en cuenta que el inciso "y deben estar en condiciones de poder atender a los 
consumidores cuando se expresen en cualquiera de las lenguas oficiales en Cataluña" del 
apartado 3 no es inconstitucionalidad interpretado en los términos del fundamento jurídico 6, por 
Sentencia del TC 117/2022, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-17973

4. Los precios de los productos y servicios que se ofrecen deben ser libremente 
determinados por el titular de la actividad o establecimiento, de acuerdo con lo establecido 
en la legislación de defensa de la competencia, salvo en los supuestos establecidos por las 
leyes especiales con relación a los precios que están sujetos a intervención administrativa y 
de acuerdo con las limitaciones establecidas en el capítulo III del título III.

5. El precio final de venta de todas las mercancías expuestas y de los servicios ofrecidos 
debe ser exhibido de forma clara e inequívoca, y debe incluir los impuestos, gastos de 
transporte, incrementos derivados de los regímenes de financiación y otros recargos que le 
sean de aplicación, así como todos los descuentos, que deben constar separadamente, sin 
perjuicio de que, por reglamento, pueda dispensarse de dicha obligación determinadas 
mercancías por razones objetivas de seguridad para el establecimiento.

Artículo 9.  Censo de empresas dedicadas a la actividad comercial y la prestación de 
servicios.

El departamento competente en materia de comercio, junto con los ayuntamientos, las 
entidades representativas del sector y las cámaras de comercio, deben velar por la creación 
y el mantenimiento de un censo que permita conocer la realidad del comercio y de los 
servicios, así como la evolución de las principales magnitudes que les afectan, aplicando el 
principio de reusabilidad de la información, sin que en ningún caso suponga una carga para 
las empresas.

Artículo 10.  Compatibilidad entre actividad comercial minorista y otras actividades 
comerciales o de prestación de servicios.

1. Las empresas que ejercen simultáneamente la actividad comercial minorista y la 
mayorista o cualquier otra actividad comercial o de prestación de servicios deben llevarse a 
cabo de forma diferenciada. Si dichas actividades son compatibles para que se lleven a cabo 
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en un mismo establecimiento, deben disponerse en secciones claramente diferenciadas y 
debidamente rotuladas para que el cliente tenga conocimiento de las mismas.

2. Los establecimientos, individuales o colectivos, donde se llevan a cabo de modo 
simultáneo actividades comerciales de tipos diferentes o prestación de servicios quedan 
sujetos, a todos los efectos, a lo que establecen la presente ley y la correspondiente 
normativa en materia de equipamientos comerciales para la actividad comercial minorista, 
sin perjuicio de las condiciones y obligaciones exigibles para el ejercicio de cada una de las 
actividades en concreto que se lleven a cabo en el mismo establecimiento.

Artículo 11.  Establecimiento comercial con zona de degustación.
1. Son zonas de degustación los espacios que, dentro de los establecimientos 

destinados esencialmente a la venta de productos de alimentación, ofrecen productos 
propios para probar.

2. Las zonas de degustación son actividad comercial a todos los efectos si no superan el 
33 % de la superficie de venta del establecimiento ni los 30 metros cuadrados. Los 
ayuntamientos, mediante ordenanzas municipales, pueden incrementar o reducir dichos 
límites hasta un 20 %. Si el establecimiento dispone de terrazas, la superficie de estas, a 
efectos de cómputo, también se considera zona de degustación.

3. Los establecimientos que por su actividad están sometidos a la regulación específica 
relativa a la producción artesanal, además de los requisitos establecidos en los apartados 1 
y 2, pueden contar con zonas de degustación si el titular tiene el carné de artesano 
alimentario o maestro artesano, o si comercializan productos producidos por una empresa 
artesanal alimentaria. En ambos casos los titulares deben tener la acreditación emitida por la 
Generalidad.

4. En las zonas de degustación no está permitido servir ni consumir bebidas alcohólicas 
de alta graduación.

5. No se consideran actividad comercial las zonas de degustación que superan los 
parámetros establecidos por el presente artículo, que deben ajustarse a las condiciones 
establecidas por la correspondiente normativa de aplicación a bares, cafeterías, restaurantes 
y la que corresponda en cada caso, incluida la normativa municipal.

CAPÍTULO II
Modalidades de la actividad comercial y la prestación de servicios

Artículo 12.  Ejercicio de la actividad comercial y la prestación de servicios.
La actividad comercial y la prestación de servicios pueden ejercerse:
a) En un establecimiento.
b) Fuera del establecimiento del vendedor o prestador del servicio.
c) Con estructuras o puestos desmontables o vehículos tienda.
d) Mediante sistemas en línea o cualquier medio técnico de comunicación a distancia.
e) Con máquinas automáticas.
f) Mediante subasta pública.

Artículo 13.  Condiciones de los establecimientos.
Las condiciones para la exposición y la venta al público de mercancías deben ajustarse a 

las normas de seguridad, accesibilidad y salubridad que sean aplicables en cada caso, así 
como a las normas estrictamente necesarias que establezcan los municipios para garantizar 
la cohesión del paisaje urbano.

Artículo 14.  Venta o prestación de servicios fuera de establecimiento y actividad comercial 
o prestación de servicios efímeras.

1. La actividad comercial o la prestación de servicios fuera de establecimiento y la 
actividad comercial o la prestación de servicios efímeras pueden llevarse a cabo de forma 
individual o colectivamente, de forma agrupada o estructurada.
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2. Todas estas actividades y prestaciones de servicio están sometidas tanto a las 
condiciones formales, de información y desistimiento que establezcan las disposiciones que 
traspongan al ordenamiento jurídico interno la Directiva 2011/83/UE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 25 de octubre de 2001, sobre los derechos de los consumidores, por la 
que se modifican la Directiva 93/13/CEE y la Directiva 1999/44/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, y se derogan la Directiva 85/577/CEE, del Consejo, y la Directiva 97/7/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, como a las determinaciones de la presente ley en 
general y específicamente del título IV.

3. Para llevar a cabo una actividad comercial o una prestación de servicios efímeras, la 
persona titular o la promotora, en caso de que se proyecte llevar a cabo la actividad de 
manera colectiva, deben presentar en cada ocasión en la ventanilla única empresarial, por 
los canales de comunicación que se habiliten en cada momento, una declaración 
responsable en la que manifiesten que la actividad se adecua a la normativa vigente en 
materia de comercio y en materia de seguridad de eventos de carácter público, sin perjuicio 
del cumplimiento de las demás obligaciones que establezcan las correspondientes 
normativas sectoriales o los municipios. La declaración responsable debe ir dirigida a la 
dirección general competente en materia de comercio y al ayuntamiento del municipio en el 
que se haya de realizar la actividad o la prestación de servicios efímeras.

Artículo 15.  Venta de mercancías y prestación de servicios mediante estructuras o puestos 
desmontables o vehículos tienda.

1. La venta de mercancías y la prestación de servicios mediante estructuras o puestos 
desmontables o vehículos tienda pueden llevarse a cabo en espacios de titularidad pública o 
privada, de acuerdo con lo establecido en la presente ley y sin perjuicio de la normativa 
específica reguladora de la venta directa de productos agroalimentarios por los productores 
o agrupaciones de productores agrarios.

2. La venta de mercancías y la prestación de servicios mediante estructuras o puestos 
desmontables o vehículos tienda en espacios de titularidad privada debe ajustarse a lo que 
determinan la presente ley y la normativa reguladora de los equipamientos comerciales.

3. La venta de mercancías y la prestación de servicios mediante estructuras o puestos 
desmontables o vehículos tienda en espacios de titularidad pública pueden llevarse a cabo 
de acuerdo con las siguientes modalidades:

a) Alrededor de mercados fijos, en determinados lugares anexos, mediante instalaciones 
desmontables.

b) En mercados de venta ambulante en espacios o vías de titularidad pública, a cargo de 
un conjunto de profesionales de la venta y la prestación de servicios de forma no sedentaria, 
mediante instalaciones desmontables o transportables, o en vehículos tienda, dentro de los 
perímetros y en los lugares debidamente autorizados y ordenados por el ayuntamiento, de 
forma periódica y preestablecida a lo largo de todo el año.

c) En mercados ocasionales, de forma esporádica, agrupada y estructurada en lugares 
predeterminados, bajo una regulación específica, mediante instalaciones desmontables.

d) En puestos individualizados, sin ningún tipo de estructura conjunta con otros puestos, 
de forma singularizada o junto con un grupo muy reducido de puestos de forma periódica, 
ocasional o temporal mediante instalaciones desmontables.

e) Itinerante, en zonas previamente autorizadas y delimitadas por el ayuntamiento, en un 
espacio o en varios espacios, de acuerdo con unas fechas del calendario comunicadas 
previamente al ayuntamiento o autorizadas si se trata de espacios de titularidad pública.

4. Corresponde a los ayuntamientos, mediante una ordenanza municipal, autorizar la 
venta y la prestación de servicios mediante estructuras o puestos desmontables o vehículos 
tienda en espacios de titularidad pública, cualquiera que sea su modalidad, determinar las 
fechas y la periodicidad, delimitar el perímetro donde se celebren, y el número total de 
puestos, las dimensiones, la oferta y las condiciones de los vendedores ambulantes para 
acceder a los mismos. En el caso de que un ayuntamiento no disponga de ordenanza 
municipal reguladora de alguna de las modalidades de venta o prestación de servicios 
mediante estructuras o puestos desmontables o vehículos tienda, se entiende que el 
municipio en cuestión no autoriza esta modalidad de venta en espacios de titularidad pública.
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5. Las autorizaciones para el ejercicio de la venta o la prestación de servicios de forma 
no sedentaria en los mercados de venta ambulante tienen una duración mínima de quince 
años para permitir la amortización de las inversiones y una remuneración equitativa de los 
capitales invertidos y prorrogables expresamente por períodos idénticos. Las autorizaciones 
solo pueden ser revocadas por el incumplimiento de la presente ley o de las ordenanzas 
municipales, así como cuando el ayuntamiento, por razones de interés público, acuerde 
cerrar el mercado o modificar su estructura. Los ayuntamientos deben comunicar la 
finalización de la autorización, así como las posibles prórrogas a los titulares de las 
autorizaciones. La revocación de las autorizaciones en ningún caso da derecho a 
indemnización ni compensación de ningún tipo.

6. Para facilitar la acreditación de los vendedores ambulantes, el consejero competente 
en materia de comercio debe establecer mediante una orden los instrumentos para 
simplificar el cumplimiento de los requisitos exigidos por los ayuntamientos.

7. Las autorizaciones para la venta y la prestación de servicios de forma no sedentaria 
en mercados de venta ambulante:

a) Son transmisibles por las siguientes causas:
1.ª Cese voluntario de la actividad profesional de venta o prestación de servicios de 

forma no sedentaria en todos los mercados, incluida la jubilación, de acuerdo con los plazos 
y condiciones establecidos reglamentariamente.

2.ª Situaciones sobrevenidas no atribuibles a la voluntad del vendedor ambulante.
3.ª Cesión a favor del cónyuge o pareja estable, o a favor de un familiar de hasta el 

segundo grado.
4.ª Muerte del titular, en los términos y con las limitaciones que las ordenanzas 

municipales establezcan.
b) Son transmisibles de acuerdo con el procedimiento de transmisión establecido por las 

ordenanzas municipales. En todo caso, las ofertas de transmisión por las causas detalladas 
en los apartados 1.º y 2.º de la letra a deben ser presentadas al correspondiente 
ayuntamiento, indicando los datos del puesto y el importe solicitado para la transmisión. El 
ayuntamiento debe trasladar estas ofertas, de forma prioritaria, a los vendedores ambulantes 
que, a pesar de reunir los requisitos para acceder a plazas de características similares en los 
mercados que se celebren en el municipio, hayan quedado excluidos por razón de 
puntuación en el último concurso de concurrencia competitiva convocado por el propio 
ayuntamiento. Si hay varios interesados, debe adjudicarse por sorteo.

c) Si no existen vendedores ambulantes que reúnan los requisitos adecuados para 
acceder a la plaza ofrecida, de acuerdo con la letra b, los ayuntamientos deben convocar 
una oferta pública, detallando las características de la plaza y el importe solicitado para la 
transmisión. Si existen varios interesados que reúnen las condiciones para optar a la plaza 
ofrecida en transmisión, debe adjudicarse por sorteo.

d) El ayuntamiento tiene derecho de tanteo sobre las ofertas que le sean presentadas en 
virtud de lo establecido en este apartado.

8. Deben establecerse por reglamento las condiciones mínimas comunes para la 
regulación municipal de la venta no sedentaria en mercados de venta ambulante en espacios 
de titularidad pública.

Artículo 16.  Venta de productos y prestación de servicios por Internet o a distancia.
1. Las empresas que venden productos o prestan servicios o ideas por Internet o a 

distancia se rigen por su normativa específica y supletoriamente por la presente ley.
2. Los productos comercializados por Internet o a distancia deben cumplir la misma 

normativa que les es de aplicación cuando son adquiridos en establecimientos comerciales, 
y quedan sujetos al régimen de prohibición de la venta a pérdida y al cumplimiento de los 
plazos de pago a los proveedores a que se refiere el título III.

3. Las empresas que venden productos por Internet deben ofrecer, en lo posible, a los 
clientes la opción de recogida en un establecimiento físico de su entorno más cercano, y 
facilitar así los acuerdos entre compañías o plataformas en línea y el comercio de 
proximidad.
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4. La distribución y el transporte de los productos comercializados por Internet o a 
distancia deben efectuarse de forma sostenible, con el menor impacto medioambiental 
posible, y deben garantizar la seguridad de las personas que trabajan en ello.

5. Los ayuntamientos deben regular y tasar mediante ordenanzas la distribución de los 
productos adquiridos por Internet o a distancia, de acuerdo con sus competencias en materia 
de movilidad, sostenibilidad y seguridad en su municipio.

6. Los ayuntamientos deben promover y regular la ubicación, la instalación y el uso de 
las consignas o puntos de recogida (drop box) para los productos comprados por Internet o a 
distancia, de acuerdo con los consejos locales de comercio, si existen.

Artículo 17.  Venta o prestación de servicios mediante máquinas automáticas.
1. Los locales destinados esencialmente a la venta o prestación de servicios mediante 

máquinas automáticas tienen la consideración de establecimientos comerciales a todos los 
efectos y deben cumplir la normativa aplicable a los establecimientos comerciales en general 
y la normativa local de carácter general que les afecte.

2. No quedan sujetos al régimen general de horarios comerciales:
a) Los establecimientos comerciales o de prestación de servicios que llevan a cabo la 

venta mediante máquinas automáticas con carácter complementario o residual y si la 
compraventa puede materializarse desde la vía pública.

b) Los establecimientos dedicados esencialmente a la prestación de servicios mediante 
máquinas automáticas.

c) Los establecimientos de venta automática que se hallan en edificios administrativos, 
centros educativos, hospitales y otros equipamientos susceptibles de permanecer abiertos 
en un horario más amplio que el comercial y que tienen como finalidad configurar zonas de 
descanso y refrigerio para los usuarios y trabajadores de dichos equipamientos.

3. Por razones de orden público, los ayuntamientos pueden acordar la obligatoriedad de 
cerrar en horario nocturno los establecimientos destinados esencialmente a la venta o la 
prestación de servicios mediante máquinas automáticas a que se refiere el apartado 2, con 
la correspondiente comunicación al departamento competente en materia de comercio.

Artículo 18.  Venta en subasta pública.
1. La venta en subasta pública puede llevarse a cabo de forma presencial o por sistema 

de comunicación a distancia. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de este artículo las 
subastas de títulos, así como las judiciales y administrativas, que se rigen por su normativa 
específica.

2. La oferta de venta en subasta debe contener una descripción veraz de los bienes que 
se ofrecen e indicar si las calidades son ciertas, supuestas o certificadas por un experto 
identificado.

3. Si se ofrece la venta en subasta de una imitación o de un artículo aparentemente 
valioso o precioso pero que en realidad no lo es, debe hacerse constar expresamente dicha 
circunstancia, tanto en los anuncios como en las invitaciones a las licitaciones.

4. Si se ofrece la venta en subasta de un objeto acompañado del nombre o de las 
iniciales de un autor determinado o firmado por él mismo, se considera que se vende como 
original de este autor.

5. La empresa subastadora no puede iniciar la subasta sin haberse asegurado 
previamente de la legítima procedencia de todos y cada uno de los objetos que se incluyen 
en la oferta.

6. La empresa subastadora es la responsable del cumplimiento de las obligaciones y 
prohibiciones establecidas en la presente ley, sin perjuicio de las responsabilidades 
solidarias o subsidiarias de cualquier tipo que puedan corresponder al titular del bien 
subastado.

7. La empresa subastadora debe anunciar de forma adecuada y suficiente la relación de 
precios, porcentajes y comisiones que percibe por la intermediación que ejerce.

8. La venta en subasta pública de bienes integrantes del patrimonio cultural catalán 
queda sujeta a los requisitos y condicionantes específicos establecidos por la normativa 
sectorial reguladora del patrimonio cultural catalán.
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TÍTULO II
Actividades de promoción

CAPÍTULO I
Actividades de promoción con finalidad extintiva de existencias

Artículo 19.  Concepto y condiciones.
1. Las actividades de promoción de ventas con finalidad extintiva tienen como objetivo 

dar salida a los stocks y se llevan a cabo mediante alguna de las siguientes modalidades: la 
venta en rebajas, la venta en liquidación, la venta de saldos y la venta de excedentes.

2. En ningún caso pueden utilizarse denominaciones que hagan referencia a algún tipo 
de venta con finalidad extintiva si la venta anunciada no se ajusta a los parámetros 
establecidos por esta ley para la correspondiente modalidad de venta con finalidad extintiva.

3. Independientemente de la denominación o la forma que el comerciante dé a las 
actividades de promoción de ventas, las actividades que se ajusten a las características 
establecidas por esta ley para cualquiera de las modalidades con finalidad extintiva tienen la 
consideración de venta en rebajas, venta en liquidación, venta de saldos o venta de 
excedentes, según proceda, y quedan sujetos al cumplimiento de los correspondientes 
requisitos.

4. Si el comerciante lleva a cabo, de forma simultánea, actividades de promoción de 
ventas diferentes y legalmente compatibles entre sí, las debe realizar en espacios 
claramente diferenciados y debidamente señalizados, y debe cumplir las condiciones propias 
de cada una de las actividades de promoción.

Artículo 20.  Venta en rebajas.
1. Son ventas en rebajas las actividades de promoción que tienen por objeto dar salida a 

los stocks del establecimiento mediante una reducción de los precios aplicados 
anteriormente sobre los mismos productos.

2. Si la actividad de venta promocional reúne las características propias de las rebajas 
descritas en el apartado 1, debe realizarse siempre bajo la denominación de «rebajas».

3. Los productos destinados a la venta en rebajas deben haber sido puestos a la venta 
con anterioridad en el mismo establecimiento, durante un mes, como mínimo, justo antes de 
la fecha de inicio de dicha modalidad de venta.

4. No pueden venderse en rebajas productos defectuosos, deteriorados o desparejados 
o que sufran un deterioro grave de su valor comercial debido a la obsolescencia técnica o de 
la reducción objetiva de las posibilidades de su utilización.

5. No pueden destinarse a la venta en rebajas las unidades de un producto adquiridas 
con esta finalidad.

6. Las temporadas habituales para llevar a cabo la venta en rebajas son el invierno y el 
verano, en el que tradicionalmente se realiza este tipo de venta con finalidad extintiva. 
Anualmente, antes del 30 de septiembre, el consejo asesor de la Generalidad en materia de 
comercio debe recomendar las fechas de inicio y finalización de las temporadas del año 
siguiente, atendiendo, en cada momento, a las demandas del sector comercial.

Téngase en cuenta que se declara que el apartado 6 no es inconstitucionalidad interpretado 
en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 117/2022, de 29 de septiembre. 
Ref. BOE-A-2022-17973

7. La venta en rebajas debe anunciarse con esta denominación y con el detalle del 
período durante el que se llevará a cabo este tipo de venta.
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Artículo 21.  Venta en liquidación.
1. Es venta en liquidación la venta de carácter excepcional y con finalidad extintiva de las 

existencias de productos del establecimiento afectado.
2. La venta en liquidación solo puede llevarse a cabo por ejecución de una decisión 

judicial o administrativa o en alguna de las siguientes circunstancias:
a) El cese total de la actividad de la empresa o el cierre de alguno de sus 

establecimientos.
b) El cambio de local comercial o la ejecución de obras cuya dimensión conlleva el cierre 

total o parcial del establecimiento durante un mínimo de una semana.
c) La transformación sustancial de la empresa o establecimiento comercial que conlleva 

un cambio de la estructura u orientación del negocio. Si el cambio de orientación implica 
dejar de comercializar una gama de productos, solo estos productos pueden ser objeto de 
liquidación.

d) La realización de obras ajenas al establecimiento que afectan directamente a su 
normal funcionamiento cuando la duración, real o prevista, de estas obras supera los tres 
meses.

e) La liquidación que decide hacer un comerciante que se hace cargo de un negocio 
traspasado o adquirido, según el caso, o la que deciden hacer los herederos de un 
comerciante difunto.

f) En caso de fuerza mayor que imposibilita el ejercicio normal de la actividad comercial.
3. Si la actividad promocional cumple las características propias de la venta en 

liquidación descritas en el apartado 2, esta actividad promocional debe realizarse siempre 
bajo la denominación de «venta en liquidación».

4. La duración máxima de la venta en liquidación es de un año.
5. Durante los tres años siguientes a la finalización de una venta en liquidación el 

vendedor no puede llevar a cabo en el mismo establecimiento una nueva liquidación de 
productos similares a la anterior, salvo que la nueva venta en liquidación deba llevarse a 
cabo en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o esté motivada por una causa 
de fuerza mayor o por cese total en el ejercicio de la actividad.

6. Corresponde al comerciante acreditar, a requerimiento de la inspección, la 
concurrencia efectiva de alguno de los supuestos que justifican la venta en liquidación.

7. La venta en liquidación debe comunicarse al departamento competente en materia de 
comercio con quince días de antelación a la fecha en que se inicia y deben hacerse constar 
las causas que la motivan.

Artículo 22.  Venta de saldos.
1. Debe identificarse como venta de saldos la venta de productos que se hallan en 

alguna de las siguientes circunstancias:
a) Productos defectuosos, deteriorados o desparejados, con relación al producto original 

puesto a la venta con anterioridad.
b) Productos tecnológicos que sufren una depreciación en su valor comercial por 

obsolescencia técnica, porque se han dejado de fabricar o debido a la reducción objetiva de 
las posibilidades de su utilización.

2. Los productos vendidos como saldos deben ser identificados de forma precisa y 
ostensible y deben exponerse claramente separados y diferenciados del resto indicando el 
motivo de su infravaloración comercial.

3. Si los productos objeto de una actividad promocional reúnen las características 
propias de los saldos detalladas en el apartado 1, esta actividad debe llevarse a cabo 
siempre bajo la denominación de «venta de saldos».

Artículo 23.  Venta de excedentes.
1. La venta de excedentes de producción o de temporada, de stocks propios o ajenos, 

puede llevarse a cabo en los siguientes espacios:
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a) En establecimientos de carácter permanente, dedicados exclusivamente a esta 
actividad.

b) En los puestos de los mercados de venta ambulante.
c) En espacios debidamente diferenciados y señalizados dentro de un establecimiento 

comercial, teniendo en cuenta las siguientes condiciones:
1.ª La venta de excedentes en un espacio de un establecimiento comercial no dedicado 

exclusivamente a la venta de este tipo de producto solo puede llevarse a cabo si los 
productos que se ofrecen proceden exclusivamente del stock de la misma empresa y han 
formado parte del mismo durante un mínimo de nueve meses.

2.ª Los espacios del establecimiento comercial donde se efectúe la venta de excedentes 
deben identificarse con un rótulo que contenga la denominación «venta de excedentes» o 
«outlet».

2. Los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de excedentes de 
producción o de temporada pueden ofrecer, además de los procedentes de la propia 
empresa, todo tipo de restos ya provengan de otras empresas minoristas como si lo hacen 
de empresas mayoristas o de excedentes de producción de fabricantes del espacio 
económico europeo, siempre que puedan acreditar que han formado parte del stock de un 
vendedor del espacio económico europeo durante un período mínimo de nueve meses o que 
proceden de excedentes de producción de un fabricante del espacio económico europeo. En 
estos establecimientos también pueden ofrecerse saldos, que deben estar debidamente 
identificados, de acuerdo con lo que determina el artículo 22.2.

3. Solo los establecimientos de carácter permanente dedicados exclusivamente a la 
venta de excedentes de producción o de temporada y los puestos de los mercados de venta 
ambulante pueden utilizar, en el rótulo exterior donde figura el nombre del establecimiento o 
el puesto, la denominación «venta de excedentes» o «outlet». En cualquier caso, estas 
denominaciones no pueden ser utilizadas por ningún otro establecimiento que no reúna 
todos los requisitos materiales y formales establecidos para este tipo de establecimientos y 
puestos.

4. Los precios de los productos ofrecidos en los establecimientos y espacios dedicados a 
la venta de excedentes de producción o de temporada deben ser inferiores al precio de 
venta en los circuitos comerciales convencionales y pueden ser reducidos sucesivamente 
desde el momento en que se pongan a la venta, pero en ningún caso pueden ser 
incrementados de nuevo.

5. En los establecimientos y espacios dedicados a la venta de excedentes de producción 
o de temporada no se pueden vender productos fabricados expresamente para ser 
distribuidos bajo la denominación «venta de excedentes» o «outlet» o cualquier otra de 
carácter similar.

6. El departamento competente en materia de comercio debe crear un registro de 
empresas y establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de excedentes de 
producción o temporada.

CAPÍTULO II
Actividades de promoción con finalidad incentivadora

Artículo 24.  Concepto y condiciones.
1. Son actividades de promoción con finalidad incentivadora las que ofrecen productos o 

servicios en unas condiciones más favorables de las habituales o previstas, con el objetivo 
de promover o incrementar su venta o dinamizar las ventas o la prestación de servicios en 
uno o más establecimientos.

2. La actividad de promoción con finalidad incentivadora, por su propia naturaleza, debe 
limitarse a un número determinado de productos del establecimiento, o, en su caso, de la 
correspondiente sección, sin perjuicio de los casos que establece el apartado 3.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2, la actividad promocional con finalidad 
incentivadora puede llegar a abarcar la totalidad de productos de un establecimiento en los 
siguientes supuestos:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 63  Ley de comercio, servicios y ferias

– 1484 –



a) En el caso de actividades de carácter promocional, que tengan una periodicidad anual 
y una duración máxima de dos días, siempre que estas actividades sean una práctica común 
en todos los sectores comerciales o en alguno de ellos y estén directamente relacionadas 
con tradiciones culturales o se trate de eventos promocionales incorporados de forma 
generalizada a los usos comerciales.

b) En caso de inauguración de un nuevo establecimiento.
4. Con independencia de la denominación que utilice el comerciante, toda actividad 

promocional que cumpla las características correspondientes a una de las modalidades de 
promoción con finalidad extintiva es considerada como tal.

5. En los anuncios de ventas en promoción con finalidad incentivadora debe detallarse la 
duración, los productos que son objeto de los mismos y cualquier condición especial 
inherente a la promoción.

5 bis. En caso de que la actividad de promoción afecte a productos o servicios vendidos 
anteriormente en el mismo establecimiento en condiciones habituales, deber indicarse, como 
precio anterior a la promoción, el precio menor aplicado el mes anterior sobre productos o 
servicios idénticos.

6. Son actividades de promoción con finalidad incentivadora, entre otras, las ventas y la 
prestación de servicios con obsequio y las ofertas conjuntas, a que se refieren, 
respectivamente, los artículos 25 y 26.

Artículo 25.  Ventas de mercancías y prestación de servicios con obsequio.
1. Son ventas de mercancías y prestación de servicios con obsequio:
a) Las que ofrecen la entrega de otro producto o servicio concreto sin incremento alguno 

del precio unitario del producto o servicio adquirido.
b) Las que ofrecen, con la adquisición de un determinado producto o servicio, la 

participación en un sorteo o concurso que debe ajustarse a la normativa que le sea de 
aplicación.

2. En ningún caso tienen la consideración de obsequios los cupones, cheques u otros 
documentos expresados en valor dinerario que pueden deducirse del importe de futuras 
adquisiciones de productos o servicios. Estos cupones, cheques y documentos son 
considerados, a todos los efectos, descuentos aplicados directamente sobre el producto o 
servicio inicialmente adquirido, independientemente de su efecto diferido sobre compras 
posteriores. Este mismo criterio es aplicable en el supuesto de que la aplicación efectiva del 
descuento esté condicionada a que se produzca una circunstancia de carácter aleatorio.

Artículo 26.  Ofertas conjuntas.
1. Son ofertas conjuntas las que ofrecen de forma agrupada y como unidad de 

adquisición dos o más unidades de productos o servicios.
2. Las ofertas conjuntas solo pueden llevarse a cabo si con la venta o el servicio 

concurre, como mínimo, alguna de las siguientes circunstancias:
a) Si existe relación funcional entre los artículos o servicios ofrecidos conjuntamente.
b) Si es práctica comercial habitual vender determinados artículos en cantidades 

superiores a un determinado número mínimo.
c) Si la misma empresa ofrece simultáneamente la posibilidad de adquirir los artículos o 

servicios por separado y al precio habitual, de acuerdo con la normativa de aplicación 
relativa a la actividad comercial de la empresa y a la comercialización de los productos en 
cuestión.

d) Si se trata de lotes o grupos de artículos o servicios presentados conjuntamente por 
razones estéticas o para ser ofrecidos como regalo.
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TÍTULO III
Restricciones a la actividad comercial y la prestación de servicios

CAPÍTULO I
Restricciones de carácter general

Artículo 27.  Restricciones de carácter general.
1. La realización de la actividad comercial y la prestación de servicios deben cumplir las 

condiciones legalmente establecidas para su ejercicio, tanto si se llevan a cabo en espacios 
de titularidad pública como si se realizan en espacios de titularidad privada.

2. Las entidades de cualquier naturaleza jurídica que tengan por finalidad el suministro 
de productos o la prestación de servicios a colectivos determinados, con las ventajas que 
puedan ser inherentes, no pueden ofrecer ni vender estos productos al público en general, 
teniendo en cuenta los supuestos siguientes:

a) Cualquier persona que en el mismo establecimiento y en el mismo momento de hacer 
la compra o contratar la prestación del servicio pueda demostrar su pertenencia a alguno de 
estos colectivos puede beneficiarse de las ventajas sobre estos productos o servicios.

b) Las cooperativas, en cuanto a la posibilidad de operar con terceras personas no 
socias y con relación a las demás disposiciones del presente artículo, se rigen por lo 
establecido en la Ley, de 9 de julio, de cooperativas, y la normativa sectorial aplicable a este 
tipo de entidades.

3. Los proveedores y distribuidores no pueden imponer tratos discriminatorios a los 
comerciantes minoristas ni pueden negarse de forma injustificada al suministro de sus 
productos o servicios.

Artículo 28.  Condiciones para la venta de productos u oferta de servicios.
1. No se pueden ofrecer ni vender productos o servicios a través de llamadas o 

mensajes telefónicos, tanto fijos como móviles y con independencia del lugar desde donde 
se realiza la llamada, o mediante visitas a domicilio que no hayan sido aceptados por los 
destinatarios. La persona o entidad responsable de la comunicación publicitaria o el 
vendedor o proveedor del producto o servicio están obligados a acreditar dicha aceptación.

2. Se incluyen en la limitación del apartado 1 el ofrecimiento mediante visitas a domicilio 
de servicios inherentes a un producto previamente adquirido y también de modificaciones y 
variaciones de un servicio previamente contratado.

3. Quedan excluidas de la limitación del apartado 1 las visitas relacionadas con el 
suministro de servicios básicos considerados legalmente como actividades de interés 
económico general y que tengan por objeto, únicamente, garantizar a los titulares o a los 
residentes el acceso a la red de distribución del suministro del servicio básico de que se 
trate. Esta exclusión no es aplicable a las empresas que comercializan estos servicios 
básicos.

4. No se pueden ofrecer ni vender productos o servicios a través de comunicaciones 
publicitarias distribuidas en buzones de particulares si estos han manifestado su oposición a 
recibirlas. Asimismo, en cada envío, los particulares deben ser informados de los medios, 
sencillos y gratuitos, que deben tener a su disposición para poder oponerse a seguir 
recibiéndolas.

5. No se pueden ofrecer ni vender productos o servicios a través de visitas a los 
domicilios o de llamadas o mensajes telefónicos, tanto fijos como móviles, si han sido 
previamente rechazados. A tal efecto, deben crearse los ficheros comunes de exclusión en 
que se pueden inscribir las personas que no desean recibir ofertas de productos o servicios 
mediante llamadas a teléfonos fijos y móviles o visitas a domicilio. La creación y el 
mantenimiento de estos ficheros deben adecuarse a la legislación en materia de protección 
de datos de carácter personal. Debe determinarse por reglamento la entidad responsable de 
los ficheros comunes de exclusión.
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6. No se considera venta a domicilio, y por lo tanto no está sujeto a lo establecido en el 
presente artículo, el reparto de productos o la prestación de servicios solicitados o adquiridos 
previamente, mediante cualquiera de las modalidades de distribución comercial o de 
prestación de servicios. La acreditación de la solicitud o adquisición previa corresponde, en 
su caso, al vendedor o al proveedor del producto o servicio.

Artículo 29.  Prohibición de la venta en cadena o en pirámide.
Queda prohibida la llamada venta en cadena o en pirámide, que consiste en ofrecer 

productos a precios reducidos, e incluso gratuitos, condicionando la oferta a que el 
consumidor consiga, directa o indirectamente, para el vendedor o para un tercero, un 
determinado volumen de venta o nuevos clientes.

Artículo 30.  Prohibición de determinadas prácticas comerciales.
1. Los comerciantes no pueden limitar la cantidad de artículos que pueden ser adquiridos 

por el comprador, ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos 
para las compras que superen un volumen determinado. Solo excepcionalmente, la 
Administración pública competente en la materia, y siempre por motivos de interés público, 
puede limitar la cantidad de artículos que pueden ser adquiridos por el comprador.

2. Se prohíbe a las personas jurídicas la exposición, el ofrecimiento, la intermediación o 
la venta de mercancías, si su objeto social no ampara esta actividad, a menos que se trate 
de regalos cuya entrega no suponga coste alguno de ningún tipo, de forma directa o 
indirecta, para el cliente.

3. La actividad comercial está prohibida si el adquirente puede hacer pedidos, adquirir 
mercancías o contratar la prestación de servicios directamente en domicilios o 
establecimientos de personas jurídicas cuyo objeto social no ampara la actividad, o mediante 
cualquier herramienta que permita la venta a distancia.

CAPÍTULO II
Obligación de vender y rotura de stocks

Artículo 31.  Obligación de vender.
La oferta pública de venta y la exposición de productos en establecimientos comerciales 

obliga al titular a su venta a favor de los demandantes que cumplan las condiciones de 
adquisición, salvo que se trate de artículos u objetos sobre los que se advierta expresamente 
que no están a la venta o que formen parte de la exposición o del decorado.

Artículo 32.  Rotura de stocks.
1. La oferta pública de venta de un determinado producto o servicio conlleva la 

obligación de suministrarlo al precio anunciado a todos los demandantes que lo hayan 
solicitado dentro del plazo de vigencia y, en su caso, cumplan las condiciones de 
adquisición. En ningún caso el suministro del producto o servicio puede diferirse más allá de 
los quince días siguientes al día en que se haya formulado la solicitud. Quedan excluidos de 
estas obligaciones los productos alimenticios perecederos que se encuentren en una fecha 
próxima a su inutilización para el consumo.

2. La oferta pública de venta de un determinado producto o servicio a un precio 
determinado realizada por cualquier medio, incluidos los servicios de la sociedad de la 
información, debe incorporar obligatoriamente la concreción del plazo de tiempo de vigencia 
del precio anunciado y, en su caso, las condiciones específicas de adquisición y el número 
de unidades disponibles. El plazo de duración de la oferta del producto al precio anunciado 
en ningún caso puede ser inferior a un día natural, a contar desde el momento de la difusión 
publicitaria, por cualquier medio, de la promoción.

3. Quedan excluidos de las obligaciones establecidas por este artículo los productos 
incluidos y anunciados en el marco de una promoción de ventas con finalidad extintiva.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 63  Ley de comercio, servicios y ferias

– 1487 –



CAPÍTULO III
Venta a pérdida

Artículo 33.  Prohibición de la venta a pérdida.
1. Está prohibido realizar ofrecimientos de venta o ventas al público con pérdida, de 

acuerdo con lo establecido por la Ley del Estado 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del 
comercio minorista.

2. La prohibición de vender a pérdida afecta no solo a los comerciantes minoristas, sino 
también a las entidades de cualquier naturaleza jurídica que se dediquen al comercio 
mayorista o a la realización de adquisiciones o a la prestación de servicios de intermediación 
para negociar las condiciones de adquisición por cuenta o encargo de otros comerciantes.

3. El precio de adquisición para el comerciante es el que consta en la factura, una vez 
deducida la parte proporcional de los descuentos que consten, incrementado con las cuotas 
de los impuestos indirectos que gravan la operación. En ningún caso se tendrán en cuenta 
para la determinación del precio de adquisición los elementos no recogidos y aplicados 
directamente en la factura, ni tampoco las retribuciones de bonificaciones de cualquier tipo 
que signifiquen una compensación por servicios prestados.

4. A efectos de lo establecido en el apartado 3, se consideran «servicios prestados» las 
prestaciones cuyo coste está incluido en el precio establecido por el proveedor debido a que 
son servicios prestados a su cuenta y cargo y que deben ser objeto de una compensación 
por haber convenido el comerciante el compromiso de que se hicieran de acuerdo con unos 
pactos específicamente establecidos. Dicha compensación, aunque aparezca especificada y 
cuantificada en la factura, no computa a efectos de determinar el precio de adquisición.

5. En ningún caso pueden usarse para evitar la prohibición de la venta a pérdida:
a) Las promociones consistentes en ofrecer descuentos, tanto si estos descuentos son 

aplicables inmediatamente en el mismo momento de la compra como si son de aplicación 
diferida instrumentada por cualquier medio. En este segundo supuesto, tampoco puede 
evitarse la prohibición de vender a pérdida haciendo depender la aplicación efectiva del 
descuento a la realización de una compra posterior, ni siquiera en los casos en que, 
adicionalmente, la aplicación del descuento esté condicionada a que se produzca en el 
futuro un determinado evento o circunstancia.

b) En el caso de ofertas conjuntas de una o más unidades de un mismo producto, en el 
que el precio de venta al público es el que resulta de dividir el precio de venta al público del 
conjunto por el número de unidades efectivamente vendidas. En el caso de ofertas conjuntas 
de una o más unidades de productos diferentes, se considera precio de adquisición el que 
resulta de la suma de los precios de adquisición que constan en la factura de cada uno de 
los productos ofrecidos conjuntamente. Para la determinación de la venta a pérdida, este 
precio conjunto de adquisición debe compararse con el precio de venta al público del 
conjunto.

c) Las ventas con obsequio, en las que el precio de adquisición para el comerciante es el 
que resulta de la suma de los precios de adquisición que constan en la factura de cada uno 
de los productos ofrecidos, tanto los vendidos como los obsequiados. Para la determinación 
de la venta a pérdida, este precio de adquisición debe compararse con el precio de venta al 
público del producto o productos cuya adquisición genera el derecho a obtener el obsequio.

Artículo 34.  Excepciones a la prohibición de la venta a pérdida.
Quedan exceptuadas de la prohibición de la venta a pérdida:
a) Las ventas a pérdida realizadas por un comerciante con el objetivo de alcanzar los 

precios de uno o más competidores con capacidad para afectar significativamente a sus 
ventas. Para estimar la concurrencia de esta causa de justificación, el comerciante que la 
invoque debe acreditar todas las siguientes circunstancias:

1.ª La oferta del competidor ante la que se reacciona debe haber sido previa, 
públicamente conocida y realizada mediante el mismo canal de venta.

2.ª La comparación se ha establecido sobre productos idénticos. En el caso de que los 
productos lleven marca de distribuidor, para valorar que sean efectivamente idénticos deben 
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tomarse como referencia otros productos de marca de distribuidor comercializados por los 
competidores bajo el mismo formato.

3.ª La reacción es proporcionada, dado que el competidor, tanto por su peso empresarial 
como por el alcance de su acción, puede expulsar del mercado al que realiza la venta a 
pérdida.

b) Las ventas a pérdida realizadas sobre productos alimenticios en las fechas cercanas a 
la de caducidad o el límite del consumo preferente.

c) Las ventas a pérdida realizadas sobre productos cuyo precio de reposición es inferior 
al de adquisición. Para estimar la concurrencia de esta causa de justificación, es necesario 
que concurran todas las siguientes circunstancias:

1.ª El precio que consta en la factura de reposición debe ser inferior al que figura en la 
factura de adquisición.

2.ª La factura en la que consta el precio de reposición debe haber sido emitida 
previamente al momento en que se detecta la venta a pérdida.

3.ª La venta a pérdida debe obedecer a una bajada generalizada y públicamente 
conocida de los precios del producto en el mercado debido a cualquier circunstancia objetiva 
que lo justifique.

d) Las ventas a pérdida hechas sobre un producto fabricado por el mismo comerciante, 
cuyos costes de producción han experimentado una bajada generalizada y públicamente 
conocida con carácter previo al momento en que se produce la venta a pérdida.

e) Los productos incluidos por el comerciante en una venta en liquidación, tanto por 
circunstancias relativas a la empresa como por circunstancias relativas al producto, siempre 
que la modalidad de venta que corresponda se practique con estricta observancia de todos 
los requisitos formales y materiales legalmente establecidos.

f) Los productos puestos a la venta en establecimientos de venta de excedentes, 
siempre que reúnan todos los requisitos formales y materiales legalmente establecidos para 
poder ser considerados productos obsoletos y, en su caso, productos defectuosos, 
deteriorados, desparejados o con cualquier carencia con relación al producto original puesto 
a la venta.

CAPÍTULO IV
Pago a proveedores

Artículo 35.  Plazos para el pago a los proveedores.
1. Los comerciantes deben realizar el pago de las mercancías dentro de los plazos 

legales y en las formas que establece la legislación vigente de aplicación en materia de 
morosidad en las operaciones comerciales, sin perjuicio que deban cumplirse las demás 
obligaciones establecidas en el presente artículo.

2. Los comerciantes están obligados a documentar, en el mismo acto de recepción de 
mercancías, la operación de entrega y recepción, con mención expresa de la fecha en la que 
se lleva a cabo. El comerciante debe conservar el documento acreditativo a disposición de la 
inspección, como mínimo, durante el período que establece la legislación mercantil.

3. El cese del titular en el ejercicio de su actividad no le exime del deber de documentar 
las operaciones de entrega y recepción de mercancías de acuerdo con el apartado 2. En 
caso de disolución de una sociedad, los obligados a su cumplimiento son los liquidadores.

4. La obligación de efectuar el pago a los proveedores dentro del plazo legalmente 
establecido incumbe tanto a los comerciantes minoristas como a los mayoristas, así como a 
los que efectúan adquisiciones o intermediaciones por cuenta o por encargo de otros 
comerciantes.

5. Los comerciantes no pueden eximirse de la responsabilidad que les incumbe en el 
cumplimiento de los plazos de pago a proveedores si la recepción o el pago de las 
mercancías lo efectúa un tercero que actúa por cuenta o por encargo suyo, o por haber 
acreditado ante la inspección la fecha de entrega y la fecha de pago de la mercancía.
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6. La fecha de entrega a que se refiere este artículo es la fecha en la que se hace 
efectiva la entrega, aunque esta fecha sea diferente de la fecha que consta en el título de 
compraventa, siempre que las mercancías hayan sido, finalmente, adquiridas.

7. Si el proveedor efectúa la entrega de la mercancía en un almacén o plataforma 
logística de titularidad del mismo comerciante o de un grupo de empresas al que este 
pertenece, debe tomarse como referencia para la fecha de entrega la fecha de entrada en el 
almacén o plataforma logística de que se trate. A requerimiento de la inspección, es el 
comerciante quien debe aportar el documento acreditativo de la entrega.

TÍTULO IV
Horarios comerciales

Artículo 36.  Horario general.
1. Los establecimientos comerciales y los dedicados a la prestación de servicios pueden 

establecer libremente el horario de su actividad, teniendo en cuenta la conciliación familiar, 
sin perjuicio de la legislación laboral y las condiciones y derechos de los trabajadores.

2. No obstante lo establecido por el apartado 1, los establecimientos comerciales de 
venta al público de mercancías pueden establecer el horario comercial de su actividad 
teniendo en cuenta que:

a) Los establecimientos comerciales no pueden permanecer abiertos ni llevar a cabo 
actividad de venta en los meses de octubre a mayo, ambos incluidos, entre las 21.00 h y las 
6.00 h, y en los meses de junio a septiembre, ambos inclusive, de las 22.00 h a las 7.00 h.

b) (Anulado).
c) El número de domingos y festivos en los que pueden permanecer abiertos los 

establecimientos es de ocho al año. Cada ayuntamiento debe fijar dos festivos más para su 
ámbito territorial municipal, y deben comunicarse de acuerdo con lo que establezca una 
orden del departamento competente en materia de comercio.

d) Los establecimientos comerciales deben permanecer cerrados con carácter general 
en los días 1 y 6 de enero, el domingo y el lunes de Pascua, 1 de mayo, 24 de junio, 11 de 
septiembre y los días 25 y 26 de diciembre.

3. Los comerciantes, dentro del marco establecido por el apartado 2, pueden fijar 
libremente la distribución del horario general durante los días laborables de la semana, así 
como el horario correspondiente a los domingos y festivos de actividad autorizada.

4. La regulación establecida en los apartados 2 y 3 es aplicable a las actividades 
comerciales ocasionales o efímeras que se realicen en salas de hoteles, restaurantes, 
recintos feriales y similares.

5. El departamento competente en materia de comercio puede autorizar la modificación 
de la franja horaria establecida por la letra a del apartado 2 para los establecimientos 
situados en una zona determinada, para los establecimientos y áreas de establecimientos de 
un sector de actividad comercial concreto con motivo de un evento promocional o de impacto 
especial en el sector, o para todo un término municipal, previa solicitud motivada del 
correspondiente ayuntamiento, que debe aportar la delimitación de la zona afectada o 
concretar el sector de actividad comercial afectado por un evento promocional o de impacto 
especial, en su caso, siempre que la modificación no suponga el incremento del tiempo 
semanal autorizado de apertura en días laborables.

6. Los ayuntamientos pueden solicitar modificaciones del horario comercial general 
cuatro veces al año, como máximo. Cada modificación puede incluir un cambio en el horario 
comercial por un máximo de dos días laborables consecutivos. En el caso del municipio de 
Barcelona, este límite puede establecerse por distritos.

Artículo 37.  Exclusiones del horario comercial general.
1. Las limitaciones que establece el artículo 36 no afectan a los siguientes casos:
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a) Los establecimientos dedicados esencialmente a la venta de productos de pastelería, 
repostería, churrería, pan, platos preparados, prensa, flores y plantas, y las tiendas de 
conveniencia.

b) Los establecimientos instalados en puntos fronterizos y los que solo son accesibles 
desde el interior de las estaciones y medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo.

c) La venta de combustibles y carburantes, sin que esta excepción afecte a los 
establecimientos comerciales anexos a las gasolineras, salvo que se limiten, esencialmente, 
a la venta de repuestos y otros productos complementarios de la automoción.

d) Los establecimientos situados en municipios turísticos, de acuerdo con lo establecido 
por el artículo 38.

e) La actividad comercial de venta no sedentaria autorizada en suelo de titularidad 
pública y la que se lleva a cabo en las ferias mercado.

f) Los establecimientos situados en el entorno inmediato de los mercados de venta 
ambulante, que pueden abrir durante el mismo horario en que se realiza el mercado. Los 
ayuntamientos, previa delimitación del área correspondiente, pueden autorizar la apertura de 
estos establecimientos, y la autorización acordada debe comunicarse al departamento 
competente en materia de comercio.

g) Las farmacias, que se rigen por su normativa específica.
h) Los establecimientos integrados en recintos de afluencia turística, como museos, 

exposiciones, monumentos, centros recreativos turísticos, parques de atracciones o 
temáticos, a los que están directamente vinculados por el producto comercializado.

i) Los establecimientos comerciales integrados en establecimientos hoteleros, siempre y 
cuando la actividad que lleven a cabo en los mismos tenga carácter permanente y no se 
pueda acceder a ellos directamente desde la calle.

j) Los establecimientos comerciales, de venta personalizada o en régimen de 
autoservicio, siempre que la superficie de venta no supere los 300 metros cuadrados, que 
tengan una oferta orientada esencialmente a productos de compra cotidiana de alimentación.

k) Los establecimientos comerciales, de venta personalizada o en régimen de 
autoservicio, cuyos titulares sean pequeñas o medianas empresas, de acuerdo con el criterio 
de clasificación europeo, siempre que la superficie de venta no supere los 300 metros 
cuadrados.

l) Los establecimientos dedicados esencialmente y de forma habitual a la venta de 
productos pirotécnicos, que pueden permanecer abiertos al público, además de los días 
laborables, todos los domingos y festivos del mes de junio durante un máximo de quince 
horas en la franja horaria comprendida entre las siete de la mañana y las diez de la noche.

m) Las actividades comerciales efímeras, solo si están directa y exclusivamente 
vinculadas por el producto comercializado a un evento cultural, deportivo o ferial con el que 
coincide en el tiempo, independientemente de la modalidad comercial en la que se lleve a 
cabo.

n) Los establecimientos dedicados esencialmente y de forma habitual a la venta de libros 
pueden permanecer abiertos al público los días 22 y 23 de abril, con motivo del día de Sant 
Jordi, si uno de estos dos días o ambos cae en festivo.

o) Los establecimientos comerciales dedicados esencialmente a la venta de productos 
culturales o de ocio cuyos titulares sean autónomos, microempresas o pequeñas empresas, 
de acuerdo con el criterio de clasificación europeo, con una superficie de venta que no 
supere los 300 metros cuadrados. Mediante orden del consejero del departamento 
competente en materia de comercio, debe establecerse la relación de actividades 
comerciales y los requisitos para la aplicación de la excepción establecida por esta letra.

2. (Anulado).
3. Por razones de orden público, de convivencia o medioambientales, los ayuntamientos 

pueden acordar la obligatoriedad de cierre en horario nocturno o la variación del horario de 
los establecimientos que quieren acogerse a cualquiera de las causas de exclusión del 
horario general establecido por este artículo, con la correspondiente comunicación al 
departamento competente en materia de comercio.

4. Los ayuntamientos, por razones de orden público, convivencia o salud pública, pueden 
prohibir la venta de bebidas alcohólicas en las tiendas de conveniencia en horario nocturno 
de conformidad con lo que determina la Ley 20/1985, de 25 de julio, de prevención y 
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asistencia en materia de sustancias que pueden generar dependencia, o la legislación que la 
sustituya, con la comunicación correspondiente al departamento competente en materia de 
comercio.

Artículo 38.  Determinación de los municipios turísticos.
1. Los ayuntamientos pueden solicitar, a efectos de los horarios comerciales, acogerse a 

la condición de municipio turístico si cumplen alguno de los siguientes supuestos:
a) Si, por afluencia estacional, la población del municipio equivalente a tiempo completo 

anual (ETCA) es superior a la cifra oficial de población empadronada según el Instituto de 
Estadística de Cataluña y si, además, el número de alojamientos turísticos y segundas 
residencias es superior al número de viviendas de residencia primaria.

b) Si en el municipio concurre alguna de las siguientes circunstancias:
1.ª Dispone de algún bien declarado patrimonio de la humanidad, de algún inmueble de 

interés cultural integrado en el patrimonio histórico-artístico o de equipamientos culturales 
que generen una afluencia anual acreditada de visitantes que supere el número de 
habitantes del municipio.

2.ª Se celebra algún gran acontecimiento deportivo o cultural de carácter nacional o 
internacional.

3.ª Dispone de alguna área comercial con una oferta singular y claramente diferenciada 
de la que es común en los centros comerciales de las principales ciudades de Cataluña, que 
genera una afluencia anual acreditada de visitantes procedentes de fuera de Cataluña 
superior a un millón anual durante un período consecutivo de cinco años.

4.ª Tiene más de 100.000 habitantes y registra más de 600.000 pernoctaciones en el año 
inmediatamente anterior.

5.ª Dispone de zona portuaria donde operan cruceros turísticos y acredita la llegada de 
más de 400.000 pasajeros por este medio de transporte en el último año.

2. Los ayuntamientos de los municipios que reúnan alguna de las condiciones del 
apartado 1 pueden optar por acogerse a la excepción de municipio turístico, a efectos de los 
horarios comerciales, mediante la presentación de una propuesta fundamentada, aprobada 
por el pleno del ayuntamiento, que debe especificar si la excepción se pide para la totalidad 
del municipio o solo para una parte, e indicar el período del año en el que se circunscribe la 
solicitud, la franja horaria de apertura diaria solicitada y el período de vigencia de la 
excepción, que no puede ser superior a cuatro años. A dicha propuesta deben 
adjuntarse los siguientes informes:

a) Informe de la cámara de comercio del ámbito territorial afectado.
b) Informe de las organizaciones empresariales más representativas del sector del 

comercio, así como de las asociaciones o agrupaciones de comerciantes detallistas más 
representativas en el municipio o zonas afectadas. Si no existen asociaciones u 
organizaciones de comerciantes de carácter local pueden aportarse informes de entidades 
patronales de carácter supramunicipal, y, si tampoco existen, de entidades de carácter 
general.

c) Informe de las agrupaciones de consumidores y usuarios, en el ámbito territorial 
afectado.

d) Informe de las organizaciones sindicales en el ámbito territorial afectado.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del 
apartado 2 por Sentencia del TC 117/2022, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-17973

3. La determinación de un municipio como turístico, a efectos de los horarios 
comerciales, debe circunscribirse al período estacional del año en el que el municipio 
incrementa la población, de acuerdo con los parámetros del apartado 1. En la circunstancia a 
que se refiere el apartado 1.b.2.a, la determinación del municipio como turístico, a efectos de 
los horarios comerciales, se entiende referida a las fechas en las que se celebra el evento.
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4. La dirección general competente en materia de comercio es el órgano al que 
corresponde aprobar o denegar la propuesta a que se refiere el apartado 2 y, en su caso, 
modificarla en los términos que considere pertinentes, previo informe preceptivo de la 
dirección general competente en materia de turismo. La resolución que aprueba, deniega o 
modifica la propuesta debe ser publicada en el boletín oficial de la provincia.

5. La propuesta a que se refiere el apartado 2 se considera denegada si no se adopta 
resolución expresa alguna en el plazo de tres meses, a contar desde la presentación de la 
propuesta.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del 
apartado 5 por Sentencia del TC 117/2022, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-17973

6. (Anulado).

Artículo 39.  Visibilidad del horario comercial.
Los establecimientos comerciales deben exponer el horario adoptado de modo que la 

información sea visible al público, incluso con el establecimiento cerrado.

TÍTULO V
Actividades feriales

CAPÍTULO I
Conceptos, clasificación y publicidad del calendario de actividades feriales

Artículo 40.  Alcance y régimen jurídico de la actividad ferial.
1. Se consideran actividades feriales, a efectos de la presente Ley, las manifestaciones 

comerciales que tienen por objeto la exposición de bienes o la oferta de servicios para 
favorecer su conocimiento, innovación y difusión, promover contactos e intercambios 
comerciales y acercar la oferta de las distintas ramas de la actividad económica a la 
demanda, si reúnen las siguientes características:

a) Tener una duración mínima de un día, mañana y tarde, y máxima de quince días 
consecutivos, con un máximo de dos ediciones al año.

b) Reunir una pluralidad de expositores, en un recinto identificable, ya sea cerrado o al 
aire libre, con los servicios adecuados para los expositores y los visitantes.

2. Quedan excluidos del ámbito de aplicación del presente título:
a) Las exposiciones universales, que se rigen por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
b) Las actividades congresuales. En el supuesto de que se celebren junto con una feria, 

solo esta queda sujeta al ámbito de aplicación del presente título.
c) Las actividades que persigan fines de interés cultural, educativo, científico, artístico, 

cívico o social.
d) Las actividades promocionales o de venta de cualquier tipo organizadas por los 

establecimientos comerciales o por empresas especializadas dedicadas a la organización de 
este tipo de eventos. En todo caso, las empresas y las actividades comerciales están sujetas 
a la presente ley y, especialmente, a la normativa reguladora de los equipamientos y de los 
horarios comerciales.

e) Los mercados dirigidos al público en general cuya actividad sea la venta directa con 
retirada de mercancía, aunque reciban la denominación tradicional de feria.

3. Las actividades feriales quedan sometidas a las normas sectoriales específicas 
relativas al producto expuesto y comercializado, en su caso.
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Artículo 41.  Conceptos de feria y feria-mercado.
1. A efectos de la presente ley, se entiende por feria la actividad ferial de carácter 

periódico dirigida, principalmente, al público profesional.
2. A efectos de la presente ley, se entiende por feria-mercado la actividad ferial de 

carácter periódico dirigida al público en general, en la que también, de forma 
complementaria, pueden llevarse a cabo operaciones comerciales con retirada de 
mercancía, cuyo objeto principal se ajusta a lo que determina el artículo 40.1.

Artículo 42.  Clasificación de las actividades feriales.
Las actividades feriales se clasifican en multisectoriales, si la oferta exhibida es 

representativa de distintos sectores, y monográficas si la oferta exhibida es representativa de 
un único sector.

Artículo 43.  Publicidad.
El Gobierno debe hacer público anualmente el calendario de actividades feriales de 

Cataluña.

CAPÍTULO II
Intervención administrativa en las actividades feriales

Artículo 44.  Régimen de intervención administrativa.
1. La celebración de las ferias queda sujeta a la previa comunicación al inicio de 

cualquiera de los trámites necesarios para la celebración de la feria, al departamento 
competente en materia de ferias. Dicha comunicación debe ser presentada por el 
organizador o, en su nombre, por el titular del recinto ferial.

2. La organización de ferias-mercado en espacios que no son de titularidad pública está 
sujeta a la previa comunicación al ayuntamiento del municipio donde debe tener lugar la 
feria-mercado antes del inicio de cualquiera de los trámites necesarios para su celebración. 
Si la actividad ferial pretende realizarse en espacios de titularidad pública, el organizador 
debe obtener la autorización previa del ayuntamiento.

3. Los ayuntamientos deben informar al departamento competente en materia de 
comercio sobre las ferias-mercado que les hayan sido comunicadas previamente o que 
hayan autorizado, con el objetivo de que puedan ser inscritas en el Registro de actividades 
feriales.

4. La previa comunicación a que se refieren los apartados 1 y 2 debe presentarse en la 
ventanilla única empresarial mediante los canales de comunicación que en cada momento 
se habiliten, que debe dar traslado de la misma al departamento competente en materia de 
comercio o al ayuntamiento, según corresponda. Dicha comunicación debe incluir, como 
mínimo, los datos de identificación de la parte organizadora y de la actividad ferial relativos al 
nombre, fechas de celebración, periodicidad, localidad, ubicación, oferta de productos y 
servicios que quieren exponerse y el público al que se dirige.

5. El departamento competente en materia de comercio debe velar porque se mantengan 
actualizados los datos correspondientes a cada edición de cada actividad ferial.

Artículo 45.  Seguridad y orden público.
El organizador de una actividad ferial debe responsabilizarse del mantenimiento del 

orden público dentro del recinto ferial y garantizar el cumplimiento de la normativa aplicable 
para la seguridad de las personas, productos, instalaciones industriales y medio ambiente, 
sin perjuicio de las competencias que la legislación otorga a las fuerzas y cuerpos de 
seguridad.
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CAPÍTULO III
Registro de actividades feriales

Artículo 46.  Registro de actividades feriales.
1. El departamento competente en materia de comercio custodia el Registro de 

actividades feriales, en el que se inscriben de oficio las ferias y ferias-mercado que han sido 
comunicadas, al objeto de poder elaborar y difundir anualmente el calendario de ferias de 
Cataluña, a efectos promocionales, así como en cumplimiento de lo establecido en el artículo 
121.3 del Estatuto de autonomía de Cataluña, con relación a las ferias internacionales.

2. El Registro de actividades feriales debe contener un apartado específico, 
permanentemente actualizado, con las ferias y las ferias-mercado de relevancia especial en 
Cataluña.

3. El Gobierno debe establecer por reglamento los criterios objetivos para que las 
actividades feriales puedan acceder al apartado específico del Registro de actividades 
feriales a que se refiere el apartado 2.

Artículo 47.  Organización.
1. Cualquier cambio de una actividad ferial que afecte a los datos que figuran en el 

Registro de actividades feriales debe comunicarse al departamento competente en esta 
materia para su actualización.

2. Los datos que figuran en el Registro de actividades feriales son públicos, de acuerdo 
con la normativa reguladora de la transparencia y el acceso a la información pública, y la 
protección de datos.

Artículo 48.  Ferias internacionales.
El departamento competente en materia de actividades feriales ejerce las competencias 

en materia de ferias internacionales que se celebren en Cataluña, de acuerdo con el artículo 
121.2 del Estatuto.

TÍTULO VI
Artesanía

Artículo 49.  Ordenación y promoción de la artesanía.
El Gobierno debe velar por la ordenación del sector artesano y promover tanto el 

desarrollo, la modernización y la protección como la comercialización de sus productos y 
servicios a través de cualquiera de las modalidades de actividad comercial y prestación de 
servicios que establece la presente ley.

Artículo 50.  Eventos artesanos.
1. Las instituciones y entidades públicas y privadas que tienen por objeto la exposición, 

la difusión y la venta de bienes deben impulsar la organización de eventos que promocionen 
la artesanía y la oferta de prestación de servicios de carácter artesano.

2. Cualquier actividad pública llevada a cabo por artesanos, en cualquiera de los distintos 
formatos, para que puedan ser incluidos en la denominación artesana, debe incluir productos 
elaborados por personas o empresas con la acreditación del carné de artesano o empresa 
artesana y con el distintivo de productos de artesanía.

3. Los eventos de promoción de la artesanía pueden adoptar las fórmulas de feria o de 
feria-mercado, con la denominación, en este último caso, de feria-mercado de artesanía si 
los expositores son artesanos, de acuerdo con la definición establecida por la normativa 
reguladora sobre la actividad artesanal, siempre que se ajusten a los parámetros 
establecidos por el título V.

4. Quedan excluidas de la consideración de acontecimiento artesano las actividades 
comerciales o de oferta de prestación de servicios cuya finalidad principal es la 
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comercialización de productos o la prestación de servicios destinada al público en general, 
independientemente de la denominación adoptada o de la modalidad comercial empleada.

5. En función de la fórmula adoptada es aplicable esta ley o cualquier otra de carácter 
general o sectorial que le sea de aplicación, independientemente de la denominación que se 
utilice para designar el evento artesano.

TÍTULO VII
Instrumentos de colaboración

Artículo 51.  Consejo Local de Comercio.
1. Cada municipio o agrupación de municipios puede crear un consejo local de comercio, 

que actúa como órgano colegiado de participación, coordinación, cooperación y colaboración 
entre la Administración local y los agentes representativos del sector comercial.

2. El consejo comarcal puede asumir las funciones de Administración local en el consejo 
local de comercio en los municipios de menos de veinte comercios minoristas o que no 
tengan asociaciones de comerciantes y así lo decida el correspondiente consejo comarcal.

3. Forman parte del consejo local de comercio una persona en representación de cada 
una de las asociaciones de comerciantes y consumidores de ámbito local existentes en el 
municipio y el mismo número de representantes de la Administración local, así como, en su 
caso, una persona en representación de la Generalidad. Ejerce la secretaría la persona 
designada al efecto por la Administración local, que asiste al consejo local de comercio con 
voz pero sin voto.

4. En el caso de los consejos locales de comercio de las grandes ciudades, también 
pueden formar parte, además de las personas a que se refiere el apartado 2, una persona en 
representación de las federaciones de asociaciones de comerciantes de la demarcación 
territorial correspondiente y una en representación de la cámara oficial de comercio. En este 
supuesto, debe incrementarse el número de representantes de la Administración local hasta 
igualar el número de representantes del sector comercial presentes en el consejo local de 
comercio.

5. El consejo local de comercio se reúne al menos una vez al año, a iniciativa del 
ayuntamiento.

Artículo 52.  Formalización de convenios.
La Administración de la Generalidad, la Administración local y las entidades públicas 

deben colaborar, dentro del ámbito de las competencias respectivas, para garantizar la 
aplicación de la presente ley. A tal fin pueden formalizar, en su caso, convenios de 
colaboración. Con la misma finalidad, por razones de agilidad y eficiencia, también pueden 
establecer convenios de colaboración con las entidades que representan a sectores 
profesionales y las que representan ámbitos territoriales de la distribución comercial y la 
prestación de servicios.

TÍTULO VIII
Fomento de la competitividad del comercio

Artículo 53.  Concepto, objeto y contenido.
1. El departamento competente en materia de comercio, junto con las políticas de 

fomento que llevan a cabo los ayuntamientos en el marco de sus competencias, debe poner 
en práctica políticas de fomento de la competitividad del comercio urbano para contribuir a 
mejorar su eficiencia, competitividad y sostenibilidad, y poner al alcance del sector las 
herramientas que permitan a sus integrantes tener más capacidad de adaptación al entorno 
actual, de crecimiento e internacionalización. Estas políticas deben concretarse mediante 
planes que desarrollen objetivos y actuaciones para períodos determinados.

2. El Gobierno debe establecer programas anuales para:
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a) Garantizar la continuidad de la actividad en las zonas comerciales existentes y facilitar 
su relieve, sin perjuicio del fomento de nuevas implantaciones, para mantener la vertebración 
urbana de los pueblos y ciudades de Cataluña.

b) Desarrollar planes de calles o áreas de interés económico desde el punto de vista de 
la actividad comercial y la prestación de servicios.

c) Establecer programas de apoyo a los planes estratégicos de las áreas de gestión de 
los centros comerciales urbanos.

d) Establecer programas para el fomento, el mantenimiento y la sostenibilidad del 
comercio en el entorno rural, sin perjuicio de nuevas implantaciones, con el objetivo de 
mantener la dinamización social que representa la continuidad de este comercio en las 
poblaciones pequeñas.

e) Fomentar la competitividad de las empresas de comercio y artesanía a medio y largo 
plazo, mediante la formación, la captación de talento, la innovación, el crecimiento y la 
internacionalización. Para la concreción de estos programas, el departamento competente 
en materia de comercio debe contar con la participación de las entidades comerciales y de 
artesanía, las universidades y las escuelas universitarias que trabajen en la materia.

f) Elaborar planes para promover el asociacionismo comercial y las alianzas estratégicas 
entre las diferentes formas de comercio y de prestación de servicios.

g) Elaborar programas de formación para incrementar la profesionalización y el impulso 
de la creatividad en el entorno comercial.

h) Establecer programas de apoyo a la digitalización masiva del comercio de proximidad 
y de avance en la robotización y la distribución.

3. Las políticas de fomento de la competitividad del comercio urbano deben incluir un 
tratamiento específico para el comercio con valor histórico.

4. Las corporaciones locales, de acuerdo con la legislación de régimen local, pueden 
llevar a cabo políticas de fomento de acuerdo con sus respectivas competencias.

5. Los requisitos y procedimientos para poder acogerse a los programas y los incentivos 
para el fomento de la competitividad del comercio urbano deben establecerse por 
reglamento.

Artículo 54.  Áreas de promoción económica urbana.
1. Las políticas de fomento de la competitividad del comercio urbano deben tener en 

cuenta, de forma especial, la implantación y el desarrollo de áreas de promoción económica 
urbana, que tienen por finalidad la reactivación, el fomento y la mejora de la competitividad 
de la economía urbana en un área con una alta concentración comercial delimitada de un 
municipio y que potencian la cooperación de la Administración con los agentes 
socioeconómicos implicados en el desarrollo de los centros y los ejes comerciales urbanos.

2. Las finalidades de las áreas de promoción económica urbana son:
a) Conseguir mejoras específicas de carácter económico.
b) Complementar los servicios que prestan las administraciones.
c) Favorecer el asociacionismo y la participación en las políticas económicas públicas.
d) Conseguir realizar acciones que complementen la acción del gobierno local, que en 

ningún caso pueden implicar una privatización de la gestión del espacio público.
3. Las áreas de promoción económica urbana deben disponer de un plan estratégico 

para establecer las actividades promocionales más adecuadas y de una gerencia profesional 
para el cumplimiento de sus fines, y deben fundamentarse en la colaboración y en una 
financiación específica.
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TÍTULO IX
Inspección y procedimiento sancionador

CAPÍTULO I
Inspección

Artículo 55.  Inspección en materia de comercio.
1. La Administración de la Generalidad, mediante la dirección general competente en 

materia de comercio, y las administraciones locales, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, deben llevar a cabo las actuaciones de inspección y control necesarias para 
garantizar el cumplimiento de la presente ley y al resto de normativa aplicable en materia de 
comercio.

2. Las actuaciones de inspección y control deben ser proporcionadas, no 
discriminatorias, transparentes, objetivas, y estar claramente y directamente vinculadas a los 
preceptos de esta ley y al resto de normativa en materia de comercio.

3. La dirección general competente en materia de comercio, para garantizar el 
cumplimiento de la presente ley y demás normativa aplicable, debe establecer anualmente el 
plan de inspección en materia de comercio, que debe incluir los criterios para diseñar las 
actuaciones inspectoras de comprobación e investigación que deban llevarse a cabo, que 
tienen carácter reservado y no pueden ser objeto de publicidad.

4. El personal adscrito al departamento competente en materia de comercio y el personal 
adscrito a la Administración local que llevan a cabo las tareas de inspección deben ser 
funcionarios y tienen, en el ejercicio de sus funciones, la condición de autoridad pública, lo 
que les confiere la potestad de solicitar la colaboración o el auxilio de cualquier otra 
autoridad pública, incluidos los miembros de las fuerzas y cuerpos de seguridad.

5. La actividad inspectora se somete a los principios y normas generales establecidos 
por la Ley del Estado 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de 
las administraciones públicas, y por la Ley 26/2010, de 3 de agosto, de régimen jurídico y 
procedimiento de las administraciones públicas de Cataluña.

Artículo 56.  Obligaciones de los inspectores.
El personal adscrito al departamento competente en materia de comercio y el personal 

adscrito a la Administración local que llevan a cabo tareas de inspección tienen, en el 
ejercicio de sus funciones, las siguientes obligaciones:

a) Identificarse como inspector, salvo los supuestos en que esta identificación pueda 
afectar negativamente a los objetivos de la inspección. El sistema de acreditación que 
identifica al personal que lleva a cabo la inspección debe definirse por reglamento.

b) Guardar secreto respecto a todos los asuntos de los que tenga conocimiento en el 
ejercicio de las funciones de inspección.

c) Tratar a la persona inspeccionada con respeto y deferencia, informarla de sus 
derechos y deberes, y facilitarle la información necesaria para el cumplimiento de sus 
obligaciones.

Artículo 57.  Facultades de los inspectores.
1. El personal adscrito al departamento competente en materia de comercio que lleva a 

cabo tareas de inspección tiene, en el ejercicio de sus funciones, las siguientes facultades:
a) Investigar y controlar los titulares de las actividades para verificar el cumplimiento de 

la normativa comercial de aplicación.
b) Acceder libremente y directamente, sin preaviso, a cualquier empresa o 

establecimiento comercial y sus anexos, con los límites que en cada caso establezca el 
marco normativo aplicable.

c) Requerir la documentación mercantil, contable, o de cualquier otro tipo, que considere 
relevante para la investigación, y tener acceso a la misma.
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d) Advertir a las personas inspeccionadas de las irregularidades detectadas y requerirles 
que las enmienden y se adecuen a la normativa.

e) Solicitar información a cualquier administración.
f) Solicitar, tanto a entidades públicas como a entidades privadas, la información que 

considere necesaria para el ejercicio de su función inspectora, incluida la información que 
contenga datos de carácter personal de terceros, de acuerdo con la normativa reguladora de 
la protección de datos.

g) Requerir, de forma fehaciente, la presencia de las personas inspeccionadas o 
cualquier otra persona que sea necesaria a efectos de la inspección, o quien las represente, 
en las dependencias de la Administración pública, en el establecimiento público 
inspeccionado, en el domicilio social de la empresa, en las oficinas administrativas o en el 
lugar donde se almacenen, distribuyan o comercialicen los productos o se presten servicios, 
para llevar a cabo la inspección.

h) Practicar las pruebas pertinentes, efectuar las mediciones y tomar las muestras de los 
productos o mercancías de las empresas o establecimientos públicos objeto de la 
inspección. El procedimiento que debe seguir el personal que lleva a cabo las funciones de 
inspección para la práctica de las pruebas y la toma de muestras debe establecerse por 
reglamento.

i) Adoptar, en casos de urgencia, las oportunas medidas provisionales, que 
posteriormente deben ser ratificadas por el órgano competente, en el acuerdo de iniciación 
del procedimiento.

j) Solicitar, en su caso, la asistencia de los cuerpos y fuerzas de seguridad en el 
cumplimiento de las tareas de inspección.

k) Llevar a cabo tareas de análisis del mercado, orientadas a obtener información que 
permita profundizar en el conocimiento del sector comercial, a fin de incorporarla en las 
actuaciones propias de vigilancia y control.

2. En caso de que, en el transcurso de sus actuaciones de comprobación, la inspección 
de comercio detecte indicios de incumplimientos de la normativa del orden social, debe dar 
traslado de ello a la Inspección de Trabajo, a fin de que esta inicie en su caso las 
actuaciones encaminadas a verificar estos incumplimientos.

Artículo 58.  Deberes de las personas que atienden a los inspectores.
Las personas que atienden a los inspectores, a su requerimiento, deben:
a) Identificarse mediante cualquiera de los documentos oficiales establecidos 

legalmente.
b) Suministrar toda la información requerida o copia íntegra de la documentación que se 

les solicite.
c) Permitir y facilitar la inspección, el acceso a los locales, establecimientos y empresas 

que son objeto de la misma, así como la toma de muestras o mercancías.
d) Atender a los inspectores con respeto.

Artículo 59.  Actas e informes.
1. Los hechos constatados por el personal de la Administración que, en su condición de 

autoridad, cumpla tareas de inspección y que se formalicen en documento público 
observando los requisitos legales pertinentes, tienen valor probatorio y presunción de 
veracidad, salvo prueba en contrario.

2. El personal inspector, en el ejercicio de sus actuaciones de inspección y control, 
puede extender actos y emitir informes.

3. Las actas de inspección deben estar numeradas y recoger, como mínimo, los 
siguientes datos:

a) Identificación de la persona que lleva a cabo la inspección.
b) Fecha, hora y lugar de la inspección.
c) Nombre y apellidos o razón social y datos administrativos de identificación pública de 

la persona objeto de inspección. En el caso de que haya una o más personas 
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comparecientes, nombre y apellidos, datos administrativos de identificación pública y, en su 
caso, calidad de su representación.

d) Los hechos y los datos que el inspector considere relevantes en el ejercicio de sus 
funciones de inspección y control.

e) Las manifestaciones que haga la persona que comparece.
f) La solicitud de adopción de medidas provisionales, cuando corresponda.
g) Firma del inspector.
4. En caso de que se investiguen actividades o servicios canalizados a través de 

servicios de la sociedad de la información en que no sea posible extender el acta ante la 
persona responsable de la actividad o en el caso de que su presencia pueda frustrar la 
finalidad de la inspección, debe notificarse el contenido del acta a dicha persona para que 
aporte los datos requeridos y pueda hacer las manifestaciones pertinentes.

5. Los informes pueden emitirse cuando sean relevantes para el esclarecimiento de los 
hechos inspeccionados o bien cuando la constatación de la infracción dependa de la 
documentación entregada por la persona inspeccionada con posterioridad al acta de 
inspección.

6. Los informes deben estar numerados y recoger, como mínimo, los siguientes datos:
a) Identificación de la persona que lleva a cabo la inspección.
b) Fecha y hora de la inspección.
c) Nombre y apellidos o razón social y datos administrativos de identificación pública de 

la persona objeto de inspección.
d) Los hechos y datos que el inspector considere relevantes en el ejercicio de sus 

funciones de inspección y control.
e) La solicitud de adopción de medidas provisionales, cuando corresponda.
f) Firma del inspector.
7. El acta y el informe pueden recoger, en cualquier tipo de soporte, la documentación e 

información que la persona que lleva a cabo la inspección estime necesaria, que debe 
incorporarse en anexos debidamente diligenciados.

Artículo 60.  Efectos de las actuaciones de los inspectores.
1. Las actas o los informes emitidos por los inspectores deben proponer:
a) La iniciación del procedimiento sancionador.
b) El archivo de las diligencias.
c) La inhibición a favor de otro órgano competente.
d) La prosecución de las actuaciones o cualquier otra medida que se considere 

adecuada.
2. Una vez analizada la propuesta formulada por la persona que ha llevado a cabo la 

inspección, el órgano competente debe decidir el destino de las actuaciones practicadas.

CAPÍTULO II
Procedimiento sancionador

Artículo 61.  Normativa de aplicación.
El procedimiento sancionador debe ajustarse a lo establecido en la presente ley, la 

normativa que la desarrolle, el Decreto 278/1993, de 9 de noviembre, sobre procedimiento 
sancionador de aplicación a los ámbitos de competencia de la Generalidad, la Ley 26/2010, 
la Ley del Estado 39/2015, la Ley del Estado 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico 
del sector público, y cualquier otra normativa que las sustituya o complemente.

Artículo 62.  Información y actuaciones previas.
1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente para iniciarlo puede 

abrir un período de información o actuaciones previas con el fin de conocer las 
circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento.
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2. Las actuaciones previas deben orientarse a determinar, de la forma más precisa 
posible, los hechos susceptibles de motivar la iniciación del procedimiento, la identificación 
de la persona o personas que pueden ser responsables y las circunstancias relevantes que 
concurren.

3. Corresponde al personal competente en materia de comercio que cumple tareas de 
inspección efectuar las actuaciones previas a que se refiere el capítulo I.

Artículo 63.  Inicio del procedimiento.
1. El procedimiento sancionador se inicia de oficio, por acuerdo del órgano competente, 

como consecuencia de una orden superior, a petición razonada de otros órganos o por 
denuncia.

2. El órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador es el que determina la 
normativa de organización y de estructura del departamento competente en materia de 
comercio.

3. En caso de que los hechos puedan ser constitutivos de presuntas infracciones 
penales, deben ser comunicados a la jurisdicción penal. Si, una vez iniciado el 
procedimiento, la Administración tiene constancia de la existencia de un proceso penal con 
identidad de sujeto, hecho y fundamento, el órgano competente para incoar el procedimiento 
administrativo sancionador acordará su suspensión hasta que se apruebe la correspondiente 
resolución judicial, y puede adoptar las medidas cautelares que estime necesarias, las 
cuales deben ser notificadas a los interesados. Si la resolución judicial firme aprecia la 
existencia de delito o falta, la Administración debe declarar concluso el procedimiento 
administrativo sancionador; de lo contrario, si la resolución judicial no aprecia la existencia 
de delito o falta, debe levantarse la suspensión y seguir la tramitación del procedimiento 
administrativo sancionador.

Artículo 64.  Instrucción.
1. El órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador debe nombrar al 

instructor entre el personal funcionario adscrito a la unidad competente en materia de 
procedimiento de la dirección general competente en materia de comercio, que debe ser 
necesariamente una persona licenciada en derecho. En el mismo momento puede 
nombrarse al secretario del expediente.

2. El instructor debe efectuar los actos necesarios de instrucción para la determinación, 
conocimiento y comprobación de los hechos sobre los que debe pronunciarse la resolución.

3. Las funciones del instructor son las que establecen la Ley 26/2010 y la Ley del Estado 
39/2015, o las normas que las sustituyan o complementen.

Artículo 65.  Práctica de las pruebas.
1. El interesado en el procedimiento puede proponer en la fase de alegaciones al 

acuerdo de iniciación del procedimiento o, en su caso, en el pliego de cargos las pruebas 
que crea necesarias para su defensa. Asimismo, la Administración puede ordenar la práctica 
de las pruebas que considere pertinentes.

2. El instructor solo puede rechazar motivadamente las pruebas propuestas por el 
interesado cuando las considere manifiestamente improcedentes o innecesarias o cuando 
entienda que no pueden alterar la resolución final a favor del presunto responsable.

Artículo 66.  Potestad sancionadora.
La potestad para adoptar las resoluciones sancionadoras corresponde al Gobierno, a los 

órganos del departamento competente en materia de comercio, de acuerdo con lo que se 
determine por reglamento, y los órganos correspondientes de los ayuntamientos en el ámbito 
de sus competencias.

Artículo 67.  Procedimiento sancionador abreviado.
En el supuesto de infracciones que deban calificarse como leves, puede instruirse un 

procedimiento sancionador abreviado, si se trata de infracciones flagrantes y los hechos 
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hayan sido recogidos en el acta correspondiente o en la denuncia de la autoridad 
competente.

Artículo 68.  Caducidad.
1. Transcurridos doce meses desde la fecha del acuerdo de iniciación del procedimiento 

sancionador sin haber notificado la resolución, se produce la caducidad del procedimiento, 
salvo el procedimiento sancionador abreviado, en el que el plazo de caducidad es de seis 
meses.

2. La caducidad puede ser declarada de oficio o alegada por los imputados. Si el órgano 
competente acepta la alegación, se declara concluido el expediente y se decreta el archivo 
de las actuaciones.

Artículo 69.  Prescripción de las infracciones y las sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescriben a los cinco años; las graves, a los dos 

años, y las leves a los dieciocho meses.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos 
destacados del apartado 1 por Sentencia del TC 117/2022, de 29 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-17973

2. Las sanciones muy graves prescriben a los tres años; las graves a los dos años, y las 
leves al año.

Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del 
apartado 2 por Sentencia del TC 117/2022, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-17973

3. Los plazos de prescripción deben computarse de acuerdo con la legislación general 
aplicable a las infracciones y las sanciones.

Artículo 70.  Medidas provisionales.
1. El órgano competente para resolver puede adoptar, por acuerdo motivado, las 

medidas de carácter provisional que considere necesarias para asegurar la eficacia de la 
resolución que pueda adoptarse, de acuerdo con lo establecido en la Ley del Estado 39/2015 
y la Ley 26/2010, o las normas que las sustituyan o complementen.

2. En la adopción de las medidas provisionales debe tenerse en cuenta:
a) La existencia de elementos de juicio suficientes que justifiquen la adopción.
b) La proporcionalidad e idoneidad de las medidas en atención a los hechos y 

circunstancias determinantes de la incoación y resolución del expediente sancionador.
c) La adopción de las medidas menos perjudiciales posibles para los afectados.
d) La imposibilidad de adoptar medidas que puedan causar perjuicios de difícil o 

imposible reparación o que impliquen la violación de derechos amparados por las leyes.
3. Durante la tramitación del procedimiento, las medidas provisionales, de oficio o a 

instancia de parte, pueden ser levantadas o modificadas por acuerdo motivado del órgano 
competente, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no se hayan podido tener en 
cuenta en el momento de la adopción. En cualquier caso, las medidas provisionales se 
extinguen cuando la resolución administrativa que pone fin al procedimiento produce sus 
efectos.

4. Antes de la iniciación del procedimiento, el órgano competente para iniciar o instruir el 
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en casos de urgencia inaplazables y para la 
protección provisional de los intereses implicados, puede adoptar de forma motivada las 
medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas, de acuerdo con el 
apartado 2.
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5. Las medidas provisionales adoptadas antes del inicio del procedimiento deben ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que 
debe aprobarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, pudiendo ser objeto del 
recurso que proceda. En cualquier caso, las medidas provisionales quedan sin efecto si no 
se inicia el procedimiento en el plazo de quince días o si el acuerdo de iniciación no se 
pronuncia expresamente.

TÍTULO X
Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 71.  Tipo de infracción.
Las infracciones por incumplimiento de lo establecido por la presente ley se clasifican en 

leves, graves y muy graves.

Artículo 72.  Infracciones leves.
1. Con relación al ejercicio de la actividad comercial y la prestación de servicios, son 

infracciones leves:
a) Incumplir las condiciones para el acceso a la actividad comercial y a la prestación de 

servicios que establece el artículo 7.
b) Incumplir las condiciones y los requisitos establecidos en el artículo 8 para el ejercicio 

de cualquier actividad comercial o de prestación de servicios en el ámbito territorial de 
Cataluña, sin perjuicio de otros tipos de infracciones que establezca la normativa sectorial 
específica.

Téngase en cuenta que se declara que el apartado 1.b) no es inconstitucionalidad 
interpretado en los términos del fundamento jurídico 6, por Sentencia del TC 117/2022, de 29 de 
septiembre. Ref. BOE-A-2022-17973

c) Ejercer la actividad comercial minorista simultáneamente con otras actividades, 
incumpliendo lo establecido en el artículo 10.

2. Es infracción leve no efectuar las comunicaciones que establece esta ley, así como no 
realizar las declaraciones responsables preceptivas.

3. Con relación a la estructura y las condiciones internas de los establecimientos 
comerciales, es infracción leve incumplir lo establecido en la presente ley y el resto de 
normativa catalana, estatal y local respecto a los productos que se comercializan o la 
naturaleza de los servicios que se prestan.

4. Con relación a la venta no sedentaria, son infracciones leves:
a) El ejercicio de la venta no sedentaria incumpliendo lo que establece la presente ley, 

los reglamentos que la desarrollan y las ordenanzas municipales que la regulan. También 
son responsables de la infracción las personas que participan en la misma, la que 
contribuyen a cometerla o que facilitan su comisión, así como las personas que adquieren 
los bienes o servicios ofrecidos.

b) El ejercicio de la venta no sedentaria fuera de las fechas, los horarios, del perímetro o 
el itinerario autorizados, así como la que incumpla las dimensiones o condiciones de acceso 
establecidas por la correspondiente ordenanza municipal.

c) El ejercicio de la venta no sedentaria sin tener visible la autorización del 
correspondiente ayuntamiento, que debe exhibir de forma permanente en el puesto de venta 
o en el vehículo tienda.
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d) El ejercicio de la venta no sedentaria en espacios de titularidad privada incumpliendo 
lo establecido en la presente ley para los establecimientos comerciales en general.

5. Con relación a la venta a distancia, es infracción leve incumplir los requisitos 
establecidos en la presente ley y el resto de la normativa catalana, así como la normativa 
comunitaria, estatal y local aplicable.

6. Con relación a los locales destinados esencialmente a la venta automática, es 
infracción leve incumplir la normativa aplicable.

7. Con relación a la venta en subasta pública, son infracciones leves:
a) Incumplir las condiciones o requisitos para el ejercicio de la venta en subasta pública 

establecidos en el artículo 18.
b) Llevar a cabo la venta en subasta pública empresas que no se dedican 

exclusivamente a esta actividad.
8. Con relación a las actividades de promoción con finalidad extintiva, es infracción leve 

incumplir las condiciones generales establecidas en el artículo 19.
9. Con relación a la venta en rebajas, es infracción leve su realización incumpliendo lo 

establecido en el artículo 20.
10. Con relación a las ventas en liquidación, es infracción leve su realización 

incumpliendo lo establecido en el artículo 21.
11. Con relación a las ventas de saldos, es infracción leve incumplir lo establecido en el 

artículo 22.
12. Con relación a los establecimientos especializados en la venta de excedentes, es 

infracción leve incumplir las condiciones establecidas en el artículo 23 para el ejercicio de 
esta venta.

13. Con relación a las condiciones generales de las actividades de promoción con 
finalidad incentivadora, son infracciones leves:

a) Incumplir las condiciones establecidas por el artículo 24.
b) Con relación a las ventas y la prestación de servicios con obsequio, su realización 

incumpliendo lo dispuesto en el artículo 25.
c) Con relación a las ofertas conjuntas, su realización incumpliendo lo establecido en el 

artículo 26.2.
14. Con relación a las actividades prohibidas, son infracciones leves:
a) El ejercicio de la actividad comercial o la prestación de servicios en espacios de 

titularidad pública o privada sin las condiciones legalmente establecidas para su ejercicio.
b) El ofrecimiento o la venta, por parte de las entidades a que se refiere el artículo 27.2, 

de productos o servicios al público en general o incumpliendo las condiciones establecidas 
por este artículo.

c) La imposición a los comerciantes, por parte de los proveedores o distribuidores, de 
tratos discriminatorios respecto a otros, así como la negativa injustificada a suministrarles 
sus productos o servicios.

d) Incumplir lo establecido en el artículo 28 con respecto a la prohibición del ofrecimiento 
o la venta a domicilio de productos o servicios.

e) Incumplir lo establecido en el artículo 29 con respecto a la prohibición de la venta en 
cadena o en pirámide.

f) Incumplir la prohibición de determinadas prácticas comerciales a que se refiere el 
artículo 30.

15. Con relación a la obligación de vender y a la rotura de stocks, es infracción leve 
incumplir lo establecido en los artículos 31 y 32.

16. Con relación a los horarios comerciales, son infracciones leves:
a) Abrir el establecimiento comercial en horario no autorizado.
b) Incumplir el tiempo máximo de apertura establecido para el establecimiento comercial.
c) Abrir el establecimiento comercial en domingo o día festivo no autorizado.
d) No tener expuesto el horario de apertura del establecimiento comercial de forma 

visible al público, incluso con el establecimiento cerrado.
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16 bis. En relación a los acontecimientos artesanos a los que se refiere el artículo 50, es 
infracción leve realizar actividades bajo la denominación de artesanas sin incluir productos 
elaborados por personas o empresas con la acreditación del carné de artesano o empresa 
artesana y con el distintivo de productos de artesanía.

17. Son infracciones leves las demás infracciones que no proceda calificar de graves.

Artículo 73.  Infracciones graves.
1. Con relación a la venta en pública subasta, son infracciones graves:
a) No hacer constar en los anuncios y licitaciones que el artículo objeto de venta en 

subasta es una imitación o un artículo aparentemente valioso.
b) No hacer constar en los anuncios y licitaciones que el artículo objeto de una venta en 

subasta que se acompaña con el nombre, las iniciales o la firma del autor no es su original.
c) No cerciorarse, la empresa subastadora, previamente al inicio de la subasta, de la 

procedencia legítima de todos los objetos que se incluyen.
2. (Derogado)
3. Con relación a la venta en rebajas, son infracciones graves:
a) Llevar a cabo la venta en rebajas incumpliendo lo establecido en el artículo 20 cuando 

la empresa infractora haga publicidad en cualquier medio de comunicación, como mínimo, 
de alcance territorial de Cataluña.

b) Llevar a cabo la venta en rebajas de productos defectuosos, deteriorados, 
desparejados, que presenten cualquier carencia con relación al mismo producto original 
puesto a la venta o que se consideren manifiestamente obsoletos.

c) Llevar a cabo la venta en rebajas de unidades de un producto adquiridas 
expresamente con esta finalidad.

4. Con relación a la venta a pérdida, es infracción grave ofrecer productos o hacer ventas 
al público con pérdida.

5. Con relación a la venta no sedentaria, llevar a cabo este tipo de venta sin tener la 
autorización del correspondiente ayuntamiento.

6. Con relación al pago a proveedores, son infracciones graves:
a) Incumplir los plazos de pago a los que se refiere el artículo 35.1 de acuerdo con la 

legislación vigente en materia de morosidad en las operaciones comerciales.
b) Incumplir los comerciantes la obligación de documentar, en el momento de efectuar la 

entrega de la mercancía, la operación de entrega y recepción, con indicación expresa de la 
fecha en que se lleva a cabo, así como no conservar el documento acreditativo durante el 
período de un año.

7. Con relación a las infracciones a que se refiere el artículo 72.16 en materia de horarios 
comerciales, es infracción grave hacer publicidad de una apertura no autorizada en uno o 
más medios de comunicación de, como mínimo, alcance supramunicipal.

8. En relación con las infracciones del artículo 72.16 en materia de horarios comerciales, 
es infracción grave que la empresa infractora supere, dentro del área de influencia del 
establecimiento en cuestión, la cuota del 10% en un sector determinado de la actividad 
comercial.

9. Con relación a las acciones de inspección, información o investigación, son 
infracciones graves:

a) Negarse o resistirse a suministrar datos o facilitar la información requerida por las 
autoridades competentes o sus agentes en cumplimiento de las funciones de inspección, 
información o investigación en las materias objeto de esta ley.

b) Suministrar información falsa, inexacta o parcial a las autoridades competentes o sus 
agentes en cumplimiento de las funciones de inspección, información o investigación en las 
materias objeto de esta ley.

c) Llevar a cabo acciones como la coacción, la resistencia, la represalia o cualquier otra 
forma de presión o tentativa contra los agentes facultados para el ejercicio de las actividades 
de inspección, información o investigación en las materias objeto de esta ley.
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d) Limitar o imposibilitar a las autoridades competentes o sus agentes el acceso a los 
establecimientos comerciales o a los locales de las empresas objeto de las actividades de 
inspección, información o investigación en las materias objeto de esta ley.

10. Manipular, trasladar o hacer desaparecer las muestras depositadas o las mercancías 
intervenidas por los funcionarios competentes como medida cautelar.

11. No disponer de las correspondientes autorizaciones o licencias que establece esta 
ley.

12. Consignar datos falsos en las declaraciones responsables preceptivas o en cualquier 
otra documentación dirigida a la Administración a que se refiere esta ley.

13. Reincidir en la comisión de infracciones calificadas como leves en un período de dos 
años.

14. Cometer infracciones que no proceda calificar de muy graves.

Artículo 74.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) Reincidir en la comisión de infracciones calificadas como graves en un período de 

cinco años, siempre y cuando no se produzcan como consecuencia de reincidencia en 
infracciones leves.

b) Cometer infracciones que puedan dar lugar a perjuicios que, por su importancia, 
puedan producir alteraciones graves de la actividad comercial.

c) Cometer una infracción que reporte un beneficio ilícito que supere el importe máximo 
de las infracciones calificadas como graves.

d) Superar, en materia de horarios comerciales, de acuerdo con el artículo 72.16, dentro 
del área de influencia del establecimiento, la cuota del 20 % en un sector determinado de la 
actividad.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 75.  Clases de sanciones.
Los titulares de los órganos del departamento competente en materia de comercio 

pueden imponer las siguientes sanciones:
a) Multa.
b) Cierre temporal del establecimiento infractor.
c) Publicidad de las sanciones.

Artículo 76.  Cuantía de las sanciones.
Las infracciones tipificadas en la presente ley se sancionan con las siguientes multas:
a) Por las infracciones leves, una multa de hasta 20.000 euros.
b) Por las infracciones graves: una multa de entre 20.001 y 100.000 euros.
c) Por las infracciones muy graves: una multa de entre 100.001 y 500.000 euros.

Artículo 77.  Graduación de las sanciones.
1. La cuantía de las sanciones se fija teniendo en cuenta los siguientes criterios, que 

pueden convertirse en hechos atenuantes o agravantes:
a) La categoría del establecimiento en función de la superficie de venta.
b) El volumen de ventas.
c) La cuantía del beneficio ilícito obtenido.
d) El nivel de intencionalidad en la comisión de la infracción.
e) El período durante el que se ha cometido la infracción.
f) La situación de predominio del infractor en el mercado, aunque no se trate de la 

primera empresa del sector en el mercado.
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g) La reincidencia en la comisión de infracciones de la misma naturaleza.
h) El reconocimiento inmediato de la culpabilidad y la manifestación de la voluntad de 

enmienda de la infracción cometida.
i) La comisión de una infracción incumpliendo una resolución de advertencia.
j) La pertenencia a una gran empresa o grupo de empresas.
2. El órgano sancionador puede aplicar una sanción inferior a la que correspondería por 

el tipo de infracción si:
a) Aprecia una evidente disminución de la culpabilidad del imputado o de la 

antijuridicidad del hecho infractor como consecuencia de la concurrencia significativa de al 
menos dos de los criterios del apartado 1.

b) La entidad infractora ha subsanado inmediatamente los hechos constitutivos de la 
infracción cometida.

3. Excepcionalmente, el órgano sancionador, a propuesta del instructor y dada la 
naturaleza de los hechos y la concurrencia de al menos tres de los criterios atenuantes a que 
se refiere el apartado 1, puede acordar no imponer una sanción y, en su lugar, hacer una 
advertencia al sujeto responsable.

4. En ningún caso puede ser objeto de una advertencia la empresa que ya haya sido 
sancionada previamente por la comisión de la misma infracción, a menos que haya 
transcurrido un plazo de dos años desde que la resolución es firme.

Artículo 78.  Cierre temporal del establecimiento.
1. En el caso de infracciones muy graves, en las que concurran circunstancias 

agravantes muy significativas, el órgano competente para la imposición de sanciones muy 
graves en materia de comercio puede acordar imponer la sanción de cierre temporal del 
establecimiento por un plazo máximo de un año.

2. La sanción de cierre temporal debe comunicarse al ayuntamiento del término 
municipal donde se encuentra ubicado el establecimiento.

Artículo 79.  Reincidencia.
Se entiende que existe reincidencia si el infractor ha sido sancionado en el año 

inmediatamente anterior por la comisión de una infracción de la misma naturaleza, siempre 
que se haya declarado así por resolución firme en vía administrativa.

Artículo 80.  Cancelación de antecedentes.
1. Se consideran cancelados los antecedentes infractores cuando han transcurrido:
a) Dos años, en el caso de las infracciones leves.
b) Tres años, en el caso de las infracciones graves.
c) Cinco años, en el caso de las infracciones muy graves.
2. Los plazos establecidos por el apartado 1 empiezan a contar al día siguiente del día 

en el que la resolución sancionadora deviene firme en vía administrativa.

Artículo 81.  Publicidad de las sanciones.
1. En el caso de sanciones graves o muy graves, las resoluciones sancionadoras pueden 

acordar, como sanción accesoria, por razones de ejemplaridad, la publicación de las 
sanciones impuestas de conformidad con esta ley, publicación que debe efectuarse una vez 
la resolución sancionadora sea firme.

2. La publicidad de la sanción debe efectuarse, como mínimo, en el Diari Oficial de la 
Generalitat de Catalunya y en dos medios de comunicación de alcance territorial de 
Cataluña, indicando el nombre de la persona responsable o razón social, la infracción 
cometida y la sanción impuesta. El coste de la publicación va a cargo de la persona o 
empresa sancionada.
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Artículo 82.  Efectos de las sanciones.
1. La imposición de sanciones graves o muy graves puede conllevar la limitación para 

contratar con la Administración de la Generalidad, de acuerdo con lo dispuesto en la 
legislación sobre contratación del sector público.

2. La normativa reguladora de las subvenciones y ayudas públicas puede tener en 
cuenta en sus bases reguladoras las resoluciones sancionadoras firmes que hayan impuesto 
sanciones graves o muy graves en el ámbito del comercio, de los servicios y de las ferias.

Artículo 83.  Multa coercitiva.
1. La multa coercitiva, como medio de ejecución forzosa, es un instrumento 

independiente de las sanciones impuestas y compatible con estas.
2. Las multas coercitivas se imponen si el requerimiento previo de cumplimiento de la 

sanción impuesta en el plazo previsto es desatendido. El órgano competente remite un 
escrito requiriendo a la persona sancionada para que, en el plazo indicado en el mismo 
escrito, que no puede superar los treinta días naturales, cumpla la sanción impuesta, 
advirtiéndole de las consecuencias del incumplimiento, especialmente de la cuantía de la 
multa que se impondría, que no puede superar los 10.000 euros.

3. Pueden emitirse tantos requerimientos e imponer tantas multas coercitivas como sean 
necesarias hasta que se cumpla el pago de la sanción o el requerimiento impuesto.

Artículo 84.  Cierre del establecimiento.
1. Las infracciones por la realización de una actividad comercial o la prestación de 

servicios en espacios de titularidad pública o privada sin que el marco normativo aplicable 
permita el ejercicio se sancionan con el cierre del establecimiento.

2. La resolución sancionadora de acuerdo de cierre es adoptada por el consejero 
competente en materia de comercio, a propuesta del órgano competente para imponer la 
sanción, salvo que ya corresponda a dicho consejero la imposición de la sanción.

Artículo 85.  Competencia sancionadora de las corporaciones locales.
1. Las corporaciones locales, en el ámbito de las competencias propias, según la 

legislación de régimen local, pueden imponer sanciones por la comisión de las infracciones 
leves tipificadas por el artículo 72:

a) Apartado 1, letras a y b, con relación al ejercicio de la actividad comercial y la 
prestación de servicios.

b) Apartado 3, con relación a la estructura y las condiciones internas de los 
establecimientos comerciales.

c) Apartado 4, en materia de venta no sedentaria, que es aplicable si no existe 
ordenanza municipal que establezca un régimen sancionador propio en esta materia, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3.

d) Apartado 7, con relación a la venta en subasta pública.
e) Apartado 14, con relación a las actividades prohibidas.
f) Apartado 16, letra a, en caso de incumplimiento de los acuerdos establecidos por el 

artículo 37.3 y que puedan adoptar los ayuntamientos.
g) Apartado 17, en relación con los acontecimientos artesanos.
2. Las corporaciones locales, en el ámbito de sus propias competencias, según la 

legislación de régimen local, pueden imponer sanciones por las infracciones graves 
tipificadas por el artículo 73, apartados 5, 9 y 11, si no existe una ordenanza municipal que 
establezca un régimen sancionador propio de estas materias.

3. El ejercicio de la competencia sancionadora a que se refieren los apartados 1 y 2 
conlleva la facultad de inspección y comprobación y la facultad para incoar, instruir y resolver 
los expedientes sancionadores.

4. La competencia sancionadora de las corporaciones locales puede ser ejercida 
subsidiariamente por el departamento competente en materia de comercio.
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Disposición adicional primera.  Horarios comerciales.
1. El departamento competente en materia de comercio, previa audiencia del consejo 

asesor de la Generalidad de Cataluña en materia de comercio, debe establecer, mediante 
orden, el calendario de los domingos y festivos en que pueden abrir los establecimientos 
comerciales, que debe ser publicada en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya» 
antes del 31 de julio del año anterior al que haga referencia el calendario.

2. La orden del departamento competente en materia de comercio por la que se 
establece el calendario de los domingos y festivos con apertura comercial autorizada debe 
otorgar a los ayuntamientos la posibilidad de sustitución de dos fechas de este calendario.

3. La orden del departamento competente en materia de comercio por la que se 
establece el calendario de los domingos y festivos con apertura comercial autorizada debe 
otorgar a los ayuntamientos la facultad de añadir las dos fechas que determina la letra c del 
artículo 36.2 y debe establecer estas fechas para los casos en que el ayuntamiento 
correspondiente no las fije.

4. El departamento competente en materia de comercio debe establecer la apertura en 
un día festivo si se produce la coincidencia de dos o más días festivos de carácter general 
consecutivos, salvo cuando concurra alguna de las fechas a las que se refiere la letra d del 
artículo 36.2.

5. La orden del departamento competente en materia de comercio por la que se 
establece el calendario de festivos con apertura comercial autorizada debe determinar la 
aplicación de este principio en relación con las facultades de los ayuntamientos en virtud de 
los apartados 2 y 3.

Disposición adicional segunda.  Afectación de las sanciones.
El Gobierno debe destinar íntegramente el importe de las sanciones económicas 

obtenido por infracciones de esta ley y del Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de 
ordenación de los equipamientos comerciales, a financiar los programas de fomento y 
promoción de la actividad comercial.

Disposición adicional tercera.  Fomento del modelo de economía circular en la actividad 
comercial.

1. El Gobierno debe promover, junto con las asociaciones de comerciantes más 
representativas, la implantación de un modelo circular de actividad comercial que sirva para 
vertebrar a los pueblos, barrios y ciudades y contribuya al nuevo modelo de economía 
sostenible en los términos expresados por las instituciones correspondientes de la Unión 
Europea, y acordar con estas asociaciones las acciones de colaboración que se consideren 
pertinentes para la implantación efectiva de este modelo.

2. Las administraciones públicas concernidas deben cooperar para promover la 
elaboración de las disposiciones normativas necesarias para implantar el modelo de 
economía circular con relación a la actividad comercial, de acuerdo con el principio de 
colaboración y cooperación administrativas y con el pleno respeto al ámbito de sus 
competencias.

3. El Gobierno debe promover la puesta en funcionamiento de medidas temporales y 
pruebas piloto a efectos de evaluar la implantación definitiva de modelos de economía 
circular en la actividad comercial.

4. Los comercios y actividades comerciales que establezcan modelos de economía 
circular en su actividad deben adoptar las medidas necesarias para garantizar el retorno del 
producto para su reutilización o el retorno de los materiales para realizar su tratamiento, y 
ponerlos, en su caso, a disposición de los gestores autorizados de residuos. En este sentido, 
están obligados a:

a) Comunicar el circuito de retorno de los residuos a la Administración pública 
competente, antes de iniciar la práctica de la actividad comercial, de poner en 
funcionamiento las instalaciones o de iniciar la prestación de servicios.

b) Hacer público y poner en conocimiento de los consumidores, de forma inequívoca, 
veraz, suficiente y comprensible, el circuito de retorno para la valorización de los residuos.
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c) Devolver, en su caso, los depósitos o garantías que hayan cobrado para la 
valorización de los residuos.

Disposición adicional cuarta.  Impacto de la venta de productos y prestación de servicios 
por Internet o a distancia.

Debe constituirse un órgano de estudio y de seguimiento integrado por representantes 
del departamento competente en materia de comercio, los ayuntamientos, las entidades 
representativas del sector y las cámaras de comercio para estudiar los efectos de la venta de 
productos y prestación de servicios por Internet o a distancia en el territorio.

Disposición adicional quinta.  Lucha contra el desperdicio de alimentos y aprovechamiento 
de los excedentes alimentarios.

1. El Gobierno, de acuerdo con el principio de colaboración y de cooperación 
administrativas y con pleno respeto al ámbito de sus competencias, debe establecer 
acuerdos con los ayuntamientos para elaborar programas de fomento del aprovechamiento 
de los excedentes alimentarios y acciones de control contra el desperdicio de alimentos.

2. Los programas a que se refiere el apartado 1 deben establecer los mecanismos para 
facilitar que productores, distribuidores, comerciantes, artesanos y restauradores realicen 
iniciativas para reducir residuos, especialmente orgánicos, impulsen la responsabilidad 
ambiental y social para reducir el desperdicio alimentario, e informen a los consumidores 
sobre hábitos de consumo.

3. Los programas a que se refiere el apartado 1 deben establecer los mecanismos para 
facilitar que productores, distribuidores, comerciantes, artesanos y restauradores 
establezcan convenios con entidades sociales para garantizar el aprovechamiento de los 
excedentes alimentarios por transferencia gratuita destinados al consumo humano mediante 
la acción social.

Disposición transitoria primera.  Excepciones en horarios comerciales de los municipios 
turísticos.

(Anulada).

Disposición transitoria segunda.  Adecuación a la ley de los establecimientos con zonas 
de degustación.

Los establecimientos comerciales que tengan zona de degustación en el momento de la 
entrada en vigor de esta ley pueden mantenerla si cumplen los requisitos establecidos por el 
artículo 11, y, en caso de que no los cumplan, disponen de un período transitorio de un año 
para su adecuación.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas las siguientes normas:
a) El Decreto legislativo 1/1993, de 9 de marzo, sobre comercio interior, por el que se 

aprueba la refundición en un texto único de los preceptos de la Ley 1/1983, de 18 de febrero, 
y la Ley 23/1991, de 29 de noviembre.

b) La Ley 1/1983, de 18 de febrero, de regulación administrativa de determinadas 
estructuras comerciales y ventas especiales.

c) La Ley 23/1991, de 29 de noviembre, de comercio interior.
d) La Ley 1/1990, de 8 de enero, de disciplina de mercado y de defensa de los 

consumidores y usuarios.
e) La Ley 8/1994, de 25 de mayo, de actividades feriales.
f) Los artículos 53 y 55 de la Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de medidas fiscales y 

administrativas.
g) La Ley 8/2004, de 23 de diciembre, de horarios comerciales.
h) El artículo 5 de la Ley 15/2005, de 27 de diciembre, de reforma parcial de varios 

preceptos legales en materias de agricultura, ganadería y pesca, de comercio, de salud y de 
trabajo.
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i) La Ley 17/2005, de 27 de diciembre, de modificación de la Ley 8/2004, de 23 de 
diciembre, de horarios comerciales.

j) El artículo 23 de la Ley 17/2007, de 21 de diciembre, de medidas fiscales y financieras.
k) Los artículos 28, 29, 30, 32 a 46 y 48 a 53 del Decreto legislativo 3/2010, de 5 de 

octubre, para la adecuación de normas con rango de ley a la Directiva 2006/123/CE, del 
Parlamento y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior.

l) Los artículos 71, 72, 106, 107 y 108 y la disposición transitoria primera de la Ley 
9/2011, de 29 de diciembre, de promoción de la actividad económica.

m) La disposición adicional decimotercera y las disposiciones transitorias segunda y 
tercera de la Ley 7/2011, de 27 de julio, de medidas fiscales y financieras.

n) El artículo 46 de la Ley 10/2011, de 29 de diciembre, de simplificación y mejora de la 
regulación normativa.

o) La Ley 3/2014, de 19 de febrero, de horarios comerciales y de medidas para 
determinadas actividades de promoción.

p) El Decreto 154/1985, de 6 de junio, por el que se regulan los horarios comerciales en 
Cataluña.

q) El Decreto 41/1994, de 22 de febrero, de horarios comerciales.
r) El Decreto 118/1995, de 3 de abril, sobre la venta de productos culturales el día de 

Sant Jordi.
s) El Decreto 147/1995, de 3 de abril, de modificación del Decreto 174/1990, de 3 de 

julio, por el que se regula la capacidad sancionadora previsto en la Ley 1/1990, de 8 de 
enero, de disciplina del mercado y de defensa de los consumidores y de los usuarios.

t) Cualquier otra disposición de rango igual o inferior que contradiga las disposiciones de 
la presente ley.

Disposición final primera.  Modificación del Decreto ley 1/2009.
1. Se añade un nuevo apartado, el 2, al artículo 6 del Decreto ley 1/2009, de 22 de 

diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales, con el siguiente texto:
«2. Los mercados municipales se clasifican de acuerdo con las categorías que 

establece la letra a del apartado 1, en función de la superficie de venta de la que 
dispone el mayor local comercial que forma parte del mercado municipal.»

2. El antiguo apartado 2 del artículo 6 del Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de 
ordenación de los equipamientos comerciales, pasa a ser el apartado 3:

«3. Por reglamento pueden establecerse otras clasificaciones de los 
establecimientos comerciales a efectos estadísticos.»

3. Se modifica el apartado 36 del Decreto ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación 
de los equipamientos comerciales, que queda redactado del siguiente modo:

«El procedimiento administrativo para sancionar las infracciones tipificadas por 
este decreto ley es el establecido por la Ley de comercio, servicios y ferias, de 
acuerdo con los principios que en materia sancionadora establecen la Ley del Estado 
39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las 
administraciones públicas, y la Ley del Estado 40/2015, de 1 de octubre, de régimen 
jurídico del sector público.»

Disposición final segunda.  Régimen especial del municipio de Barcelona.
1. La presente ley y las disposiciones que la desarrollan son aplicables en el municipio 

de Barcelona, sin perjuicio del carácter prevalente de su Carta municipal, aprobada por la 
Ley 22/1998, de 30 de diciembre, y de la normativa que configura el régimen especial de 
esta ciudad.

2. A efectos de lo establecido en el artículo 36.6, se entiende que las cuatro 
modificaciones en el horario comercial general, que, como máximo, se pueden autorizar, se 
aplican por distritos en el caso del municipio de Barcelona, sin perjuicio de aplicar el cómputo 
general establecido por el artículo 36.6 si se trata de modificaciones al horario comercial 
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general que afectan a todo el municipio o un sector de la actividad comercial en el conjunto 
del municipio.

3. Con relación a los establecimientos situados en la ciudad de Barcelona, no son de 
aplicación los criterios relativos a las zonas de degustación, a que se refiere el artículo 11.2 y 
4, los cuales deben regularse mediante ordenanza municipal, de conformidad con lo 
establecido en la Carta municipal de Barcelona.

4. En el Ayuntamiento de Barcelona, en el ámbito de las competencias propias, y sin 
perjuicio de cualquier otra competencia que se le otorgue en aplicación de su régimen 
especial, le corresponde:

a) Solicitar al departamento competente en materia de comercio la modificación de la 
franja horaria establecida por la letra a del apartado 2 del artículo 36, para los 
establecimientos de un sector de actividad comercial concreto con motivo de un evento 
promocional o de impacto especial en el sector.

b) Acordar, por razones de orden público, la obligatoriedad de cierre en horario nocturno 
de los establecimientos destinados esencialmente a la venta o la prestación de servicios 
mediante máquinas automáticas a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 17, con la 
correspondiente comunicación al departamento competente en materia de comercio.

c) Adoptar medidas de fomento de la competitividad del comercio urbano.
5. El Ayuntamiento de Barcelona, en el ámbito de las competencias propias, ejerce, 

además de las competencias sancionadoras establecidas por el artículo 85, también las 
derivadas de la comisión de las siguientes infracciones:

a) Infracciones leves:
1.ª No efectuar las comunicaciones que establece la presente ley, así como no realizar 

las declaraciones responsables preceptivas a que se refiere el artículo 72.2.
2.ª Incumplir la normativa aplicable a que se refiere el artículo 72.6 los locales destinados 

esencialmente a la venta automática.
3.ª Ejercer una actividad comercial o la prestación de servicios en espacios de titularidad 

pública o privada sin las condiciones legalmente establecidas para su ejercicio a que se 
refiere el artículo 72.14.a.

4.ª Incumplir las obligaciones en materia de horarios comerciales a que se refiere el 
artículo 72.16.

5.ª Incumplir las obligaciones a que se refiere el artículo 72.17, si no procede calificarlas 
como graves, respecto a las infracciones del artículo 73, apartados 9, 10, y 11, con relación a 
las obligaciones derivadas de cualquier título habilitante de competencia municipal, y 
apartado 12.

b) Infracciones graves:
1.ª Negarse o resistirse a suministrar los datos a que se refiere el artículo 73.9.a.
2.ª Suministrar información falsa con respecto a lo establecido en el artículo 73.9.b.
3.ª Coaccionar, resistirse o tomar represalias con relación a lo establecido en el artículo 

73.9.c.
4.ª Limitar o imposibilitar el acceso de las autoridades competentes o sus agentes a los 

establecimientos comerciales o a los locales de las empresas objeto de las actividades de 
inspección, información o investigación en las materias objeto de la presente ley, a que se 
refiere el artículo 73.9.d.

5.ª Manipular, trasladar o hacer desaparecer las muestras depositadas o las mercancías 
intervenidas por los funcionarios competentes en la materia, como medida cautelar, a que se 
refiere el artículo 73.10.

6.ª No disponer de las correspondientes autorizaciones o licencias, a que se refiere el 
artículo 73.11.

7.ª Consignar datos falsos en las declaraciones responsables preceptivas o en cualquier 
otra documentación dirigida a la Administración, a que se refiere el artículo 73.12.

8.ª Reincidir en la comisión de infracciones leves respecto a las infracciones tipificadas 
por la letra a.
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c) Infracciones muy graves: reincidir en la comisión de infracciones graves respecto a las 
infracciones tipificadas por la letra b.

6. La atribución al Ayuntamiento de Barcelona de las competencias sancionadoras a que 
se refiere el apartado 5 supone también la competencia para adoptar las medidas de cierre 
temporal, publicidad de las sanciones y cierre definitivo, en los términos establecidos en los 
artículos 78, 81 y 84. El ejercicio de estas competencias supone las facultades del 
Ayuntamiento de Barcelona de inspeccionar y comprobar, así como incoar, instruir y resolver 
los correspondientes expedientes sancionadores. Subsidiariamente las competencias 
sancionadoras pueden ser ejercidas por el departamento competente en materia de 
comercio.

Disposición final tercera.  Proyecto de ley de las áreas de promoción económica urbana.
(Derogada)

Disposición final cuarta.  Programa de fomento de la contratación para la conciliación 
horaria.

El Gobierno debe elaborar, mediante decreto, un programa de medidas de fomento de la 
contratación con el fin de incentivar medidas que garanticen una mejor conciliación horaria 
en el sector del comercio, dirigido a las microempresas, a las pequeñas y medianas 
empresas y a los autónomos.

Disposición final quinta.  Competencias.
La presente ley se promulga de acuerdo con las competencias exclusivas en materia de 

comercio interior, ferias y artesanía que establecen los artículos 121 y 139.3 del Estatuto de 
autonomía de Cataluña.

Disposición final sexta.  Desarrollo.
1. Se autoriza al Gobierno para que dicte las disposiciones necesarias para la aplicación 

de la presente Ley.
2. Se autoriza al consejero del departamento competente en materia de comercio para 

que específicamente apruebe las disposiciones necesarias para desarrollar y aplicar lo 
establecido en los artículos 8.4, 36.2.c, 37.1.o y 46.2 y 3.

3. El Gobierno, en el marco del desarrollo reglamentario de la Ley, debe aprobar una 
normativa específica para las plataformas de venta por Internet que forman parte de la 
llamada economía colaborativa y que conjugan la venta esporádica por parte de particulares 
con la venta profesionalizada, y una normativa específica para las plataformas de venta por 
Internet que incluyen el formato de subasta y que combinan la actividad esporádica por parte 
de particulares con la participación de establecimientos comerciales y profesionales del 
sector.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente ley entra en vigor al día siguiente de su publicación en el «Diari Oficial de la 

Generalitat de Catalunya».
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§ 64

Ley 13/2010, de 17 de diciembre, del comercio interior de Galicia

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 249, de 29 de diciembre de 2010

«BOE» núm. 25, de 29 de enero de 2011
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2011-1649

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Conforme al artículo 30.1.4 del Estatuto de Autonomía de Galicia, corresponde a esta 

Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de comercio interior, sin perjuicio 
de la política general de precios y la legislación sobre la defensa de la competencia, en los 
términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11 y 13 de la Constitución española.

En orden a atender las necesidades propias y específicas del sector comercial gallego, la 
Comunidad Autónoma de Galicia considera conveniente actualizar el marco normativo 
regulador de la actividad comercial a fin de alcanzar la modernización, mejora y desarrollo 
del sector.

En efecto, transcurridos más de veinte años desde la aprobación de la Ley 10/1988, de 
20 de julio, de ordenación del comercio interior de Galicia, urge afrontar una nueva 
regulación de esta materia acorde con las necesidades actuales de nuestro comercio, a la 
vista de los múltiples cambios que este ha experimentado durante estas últimas dos décadas 
–principalmente por la aparición de nuevos formatos comerciales y nuevas modalidades de 
venta–, que sitúan nuestra estructura comercial con una dotación de equipamiento comercial 
muy diferente a la de aquel momento.

Por otro lado, la aprobación de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre, relativa a los servicios en el mercado interior de la Unión 
Europea, ha supuesto una transformación de los mecanismos legales que rigen el mercado 
interior, con la finalidad de garantizar que tanto los proveedores como los destinatarios de los 
servicios se beneficien de las libertades fundamentales que consagran los artículos 49 y 56 
del Tratado de funcionamiento de la Unión Europea: la libertad de establecimiento y la 
libertad de prestación de servicios.

Por ello, la directiva ha establecido el principio de simplificación administrativa, la 
eliminación de los obstáculos en las actividades de servicios y la promoción, por una parte, 
de la confianza recíproca entre los estados miembros de la Unión Europea y, por otra, la 
confianza de las personas proveedoras y consumidoras en el mercado interior.

Con fecha 22 de diciembre de 2009, el Parlamento de Galicia aprobó la Ley 7/2009, de 
modificación de la Ley 10/1988, de 20 de julio, de comercio interior de Galicia, al objeto de 
transponer parcialmente los mandatos de la directiva.

No obstante, el carácter parcial de la modificación y la necesidad de afrontar una 
actualización integral de la normativa comercial exigen la aprobación de una nueva Ley de 
comercio que dé respuesta a las nuevas realidades surgidas en los últimos tiempos, así 
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como a las necesidades de las personas comerciantes, garantizando la debida protección de 
las personas consumidoras y usuarias.

En esta coyuntura, se hace así imprescindible una nueva legislación que garantice un 
futuro desarrollo comercial en términos no agresivos para el necesario equilibrio territorial y 
que resulte no lesiva para la estructura comercial existente.

En este sentido, la presente Ley surge con el objetivo de conseguir una verdadera 
vertebración del sector, introduciendo las medidas adecuadas para su consolidación y 
mejora y, sobre todo, dirigidas a ordenar y equilibrar el comercio interior de Galicia, conforme 
a sus necesidades y características específicas.

A lo largo de la historia, el comercio representó y sigue representando un elemento 
conformador de nuestros entornos urbanos, que busca el necesario equilibrio entre todos los 
formatos comerciales. Por ello, es preciso ordenar la actividad comercial tanto en el casco 
urbano como en la periferia, buscando la adaptación de la dotación comercial a la necesaria 
ordenación territorial, preservando y fortaleciendo el sistema urbano tradicional de nuestros 
pueblos y ciudades, y protegiendo el medio ambiente.

Por otro lado, los principios que deben presidir nuestros mercados, como el de la 
necesaria transparencia, la defensa de la competencia y la adecuada protección de las 
personas consumidoras, están presentes en toda la reglamentación comercial contenida en 
el presente texto legal.

En definitiva, todos los aspectos señalados redundan en la necesidad de una nueva 
normativa clara y precisa por la que han de regirse los operadores del sector, respetuosa, a 
la vez, con los intereses y necesidades de las personas consumidoras y usuarias, que sirva 
de cauce para una adecuada coordinación y cooperación entre las distintas administraciones 
públicas con competencias en materia de comercio y que acabe con la actual dispersión 
normativa.

La Ley se estructura en ocho títulos –divididos en capítulos– integrados por ciento 
diecisiete artículos, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y seis 
disposiciones finales.

Entrando en el análisis de la estructura anteriormente expuesta de la Ley, el título I 
contiene disposiciones de carácter general, comenzando, en sus dos primeros capítulos, por 
definir su objeto y ámbito de aplicación –con expresión de aquellas actividades que quedan 
excluidas–, así como la distinción entre las diversas clases de actividad comercial. 
Asimismo, se explicitan cuáles son los principios informadores o rectores de todo el texto 
legal, entre los que se señala el desarrollo equilibrado y sostenible de las actividades 
comerciales en el ámbito de Galicia, la modernización del tejido comercial gallego, el 
fomento del asociacionismo, el respeto de los derechos e intereses de las personas 
consumidoras y la adaptación de la dotación comercial a la necesaria ordenación territorial y 
urbanística.

Se tratan, también en este título, las condiciones generales para el ejercicio de la 
actividad comercial, así como aquellos aspectos que son objeto de ordenación 
administrativa. En concreto, se señala que la ordenación administrativa de la actividad 
comercial tendrá por objeto el régimen de horarios comerciales, la autorización comercial 
previa de aquellos establecimientos cuya implantación tenga una incidencia supramunicipal 
por sus repercusiones urbanísticas, medioambientales y territoriales, el régimen de 
determinadas actividades promocionales y ventas especiales, y la inspección, información y 
vigilancia sobre la actividad y los establecimientos comerciales de Galicia. Asimismo, se 
recoge que la política comercial tendrá como objeto la modernización y racionalización del 
sector obedeciendo a razones de interés general.

Por otra parte, y a los meros efectos estadísticos, se crea el Registro Gallego de 
Comercio, adscrito a la dirección general competente en materia de comercio, con el 
propósito de contar con un censo actualizado de los establecimientos y asociaciones 
comerciales de Galicia que permita un mayor acierto en la toma de decisiones. El Registro 
Gallego de Comercio es, por tanto, necesario a los efectos de contar con los datos 
estadísticos precisos que permitan la adopción de decisiones acertadas por parte de la 
administración, no discriminatorio, pues se aplica por igual a todos los establecimientos 
comerciales ubicados en el territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia, y proporcional, 
no existiendo otro instrumento más adecuado que permita alcanzar el objetivo estadístico 
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propuesto. Por otro lado, el registro tendrá un efecto de simplificación administrativa, 
evitando a los establecimientos, en sus relaciones con la administración, acreditar datos que 
ya obren en el registro.

Se regulan, asimismo, en el capítulo III de este título, materias de relevancia para el 
comercio, como las condiciones de la oferta y el régimen de los precios de los productos y la 
garantía y custodia de los artículos, a fin de prestar una adecuada protección a las personas 
consumidoras y para mayor seguridad en el sector, así como para introducir criterios de 
mayor transparencia en los mercados, lo cual redundará también en una mayor garantía 
para la defensa de la competencia. Todo esto, dentro de los límites constitucionales y 
estatutarios que configuran las competencias en la materia, así como dentro del marco que 
establecen las correspondientes directivas europeas aplicables.

El capítulo V del presente título I está dedicado a la regulación del Observatorio del 
Comercio de Galicia como órgano consultivo, asesor, de participación, de estudio y 
formación en materia de comercio. A la vista del gran dinamismo del sector comercial y el 
carácter eminentemente técnico de esta materia, resulta muy necesario contar con recursos 
materiales y humanos que permitan una adecuada formación e información, tanto para la 
propia Administración pública gallega como para el propio tejido comercial.

Adscrito al Observatorio del Comercio de Galicia se crea el Consejo Gallego de 
Comercio, que, con carácter consultivo, se configura como un órgano colegiado de 
participación, asesoramiento y colaboración con la Administración pública gallega en la 
ordenación de la actividad comercial, siendo el instrumento que garantizará y defenderá los 
intereses generales que tendrán que presidir la acción administrativa en materia de política 
comercial, los proyectos normativos de ordenación del comercio y de la actividad comercial 
y, en general, cualquier proyecto de la Administración pública gallega destinado al fomento y 
mejora del tejido comercial. A los efectos de emitir los informes que se soliciten con relación 
a la autorización previa comercial, el Consejo Gallego de Comercio se constituirá en 
Comisión Consultiva, de la que no formarán parte los agentes económicos del consejo.

Finalmente, se crea en cada municipio la Mesa Local de Comercio, que actuará como 
órgano colegiado de participación, coordinación, cooperación y colaboración entre las 
distintas administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Galicia y los distintos 
agentes comerciales.

El título II regula los establecimientos comerciales estableciendo el concepto y la 
clasificación de los mismos. Así, se define de forma clara y precisa lo que se entiende 
legalmente por establecimiento comercial, sus clases –se introduce el concepto de 
«establecimiento colectivo» y de «centro comercial abierto»– y su variada tipología, así como 
otros conceptos básicos, como el de «superficie de venta y exposición al público».

Se aborda el régimen legal de los establecimientos comerciales, especialmente en lo que 
se refiere a los requisitos para su apertura, señalando la necesidad de que el planeamiento 
general de ordenación municipal ordene los usos comerciales del suelo del respectivo 
municipio garantizando una protección de los entornos urbanos que asegure la necesaria 
accesibilidad de toda la población a los establecimientos comerciales y protegiendo el medio 
ambiente, el patrimonio y el paisaje del territorio.

La Ley mantiene en líneas generales el régimen de autorización comercial autonómica 
introducido por Ley 7/2009, de 22 de diciembre, de modificación de la Ley 10/1988, de 20 de 
julio, de ordenación del comercio interior de Galicia, concretando aspectos como el concepto 
de superficie útil de exposición y venta o el concepto de incidencia supramunicipal, 
identificado, según reiterada doctrina, con aquellos establecimientos que tengan una 
superficie útil de exposición y venta de más de 2.500 metros cuadrados.

Dicha autorización comercial autonómica se justifica así en la necesidad de protección 
de los entornos urbanos históricos, evitando el proceso de despoblación de los núcleos 
urbanos, en la protección del medio ambiente y del patrimonio histórico-artístico de Galicia y 
en la mejora de la calidad de vida de las personas. La autorización autonómica solo será 
otorgada en aquellos supuestos que garanticen de modo absoluto la adopción de medidas 
para la protección del medio ambiente, de conservación del patrimonio histórico-artístico de 
Galicia y de mejora de la calidad de vida de las personas.

El régimen establecido respeta la autonomía local constitucionalmente garantizada, 
limitando la intervención autonómica a supuestos de incidencia supramunicipal y 
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garantizando la proporcionalidad y la no discriminación entre empresas, independientemente 
de su nacionalidad, procedencia, características o formato. Por ello se introduce como 
novedad, con respecto al régimen anterior, la distinción entre establecimiento comercial 
individual o colectivo, sujetando ambos formatos al mismo sistema de autorización.

Por otra parte, se señalan los criterios técnicos y objetivos de interés general que 
servirán de base para el análisis y concesión, en su caso, de la correspondiente autorización 
comercial autonómica.

El título III de la presente Ley hace referencia a la regulación de los horarios comerciales, 
remitiéndonos a la ley específica de la Comunidad Autónoma de Galicia en esta materia; se 
refiere, por tanto, a la Ley 13/2006, de 27 de diciembre, de horarios comerciales de Galicia.

El título IV regula las actividades comerciales de promoción de ventas, procediendo a su 
definición y clasificación. Concretamente, la ley considera actividades comerciales de 
promoción de ventas las ventas en rebajas, las ventas de saldos, las ventas en liquidación, 
las ventas con descuento, las ventas con obsequio y las ventas directas realizadas por 
fabricante o mayorista. Dicho título recoge unas normas generales aplicables a este tipo de 
ventas y posteriormente procede a una delimitación y regulación exhaustiva de unas y otras. 
Es de destacar que, en cuanto a la duración del periodo de rebajas, este queda fijado en un 
mínimo de una semana y un máximo de dos meses, de forma continuada.

El título V contempla las modalidades especiales de venta, considerándose como tales 
aquellas que no son realizadas en un establecimiento comercial abierto al público de manera 
permanente, y, especialmente, las ventas a domicilio, las ventas a distancia, las ventas 
automáticas, las ventas ambulantes, las ventas en subasta pública y las ventas ocasionales. 
Se señala que los comerciantes que ejerzan la venta a distancia o estén domiciliados en el 
territorio de Galicia deberán comunicarlo a la sección de esta modalidad de venta del 
Registro General de Comercio de la dirección general competente en materia de comercio 
interior de la Xunta de Galicia.

Asimismo, se regulan las prácticas especiales de venta. En este sentido, conviene 
reseñar la prohibición de la venta piramidal y la venta con pérdida.

El título VI hace referencia a la actividad comercial en régimen de franquicia, 
estableciéndose como requisito básico para aquellas personas físicas o jurídicas que 
pretendan realizar en territorio gallego esta actividad –y tengan su domicilio social o 
delegación o representación en Galicia– la comunicación a la sección de franquiciadores y 
franquiciadoras del Registro General de Comercio.

El título VII remite la regulación de las actividades feriales a lo dispuesto en la legislación 
específica de la materia, así como a lo dispuesto en el artículo 94 del presente cuerpo legal 
en materia de ferias de oportunidades.

En efecto, como novedad, se regulan en este título las llamadas «ferias de 
oportunidades» como aquellas de carácter multisectorial promovidas por comerciantes con 
establecimiento fijo o por sus estructuras asociativas y celebradas fuera de sus respectivos 
establecimientos comerciales en lugares del núcleo urbano habilitados al efecto. Tendrán 
una duración máxima de tres días, celebrándose una al año, salvo motivos excepcionales 
previamente acreditados y autorizados por la dirección general competente en materia de 
comercio. Se establece que las dos terceras partes de los comerciantes participantes 
deberán ejercer su actividad en el propio municipio o comarca, según el ámbito territorial de 
la feria de oportunidades. Este precepto no supone régimen discriminatorio alguno, ya que 
solo los comerciantes con establecimiento fijo pueden participar en las ferias de 
oportunidades, por ello la exigencia de que dos tercios pertenezcan al ámbito territorial de la 
feria de oportunidades, no prohibiendo la participación de establecimientos comerciales fijos 
de otras localidades.

El título VIII regula la inspección y el régimen de infracciones y sanciones en materia de 
comercio interior y prevé la creación de plazas de inspectores de comercio, las cuales 
habrán de ser necesariamente cubiertas por funcionarios del cuerpo de gestión de la Xunta 
de Galicia.

La Ley concluye con las correspondientes disposiciones transitorias, derogatoria y 
finales, que facultan al Gobierno gallego para dictar las disposiciones que sean precisas para 
la aplicación y desarrollo de la misma y para actualizar los importes de las sanciones en ella 
establecidos.
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El texto del anteproyecto de ley fue sometido al preceptivo dictamen del Consejo 
Económico y Social de Galicia.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó y yo, de conformidad con el 
artículo 13.2 del Estatuto de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23 de febrero, 
reguladora de la Xunta y de su Presidencia, promulgo, en nombre del Rey, la Ley del 
comercio interior de Galicia.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
Es objeto de la presente Ley el establecimiento de un marco jurídico para el desarrollo 

de la actividad comercial en Galicia con la finalidad de fomentar, ordenar 
administrativamente, racionalizar, modernizar y mejorar la actividad del sector.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las actividades comerciales realizadas por 

comerciantes en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia.
Son comerciantes, a los efectos de lo dispuesto en esta ley, las personas físicas o 

jurídicas, públicas o privadas, que realizan de forma habitual y eventual actividades de 
mediación comercial entre la producción y el consumo en el mercado.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente ley aquellas actividades 
comerciales que, en razón a su objeto o naturaleza, estén sometidas a un control específico 
por parte de los poderes públicos o a una reglamentación específica, sin perjuicio de la 
aplicación supletoria de esta Ley. En todo caso, quedan excluidos de su ámbito de 
aplicación:

a) Los servicios de carácter financiero, de transporte y de seguros.
b) Los servicios de alojamiento, cafeterías, bares, restaurantes y hostelería, en general.
c) Los servicios de reparación, mantenimiento y asistencia técnica, siempre que no 

vayan asociados a la venta, con carácter ordinario o habitual.
d) El ejercicio de profesiones liberales y colegiadas.
e) Los servicios prestados por empresas de ocio y espectáculos, tales como cines, 

teatros, circos, ludotecas, parques infantiles o similares. Lo dicho anteriormente no obsta a la 
sujeción a la presente Ley de las ventas realizadas en sus instalaciones o anexos, siempre 
que estas se celebren en zonas de libre acceso.

3. Las entidades cooperativas u otras formas jurídicas análogas estarán obligadas a 
distinguir entre la oferta dirigida a los socios de la que tenga como destinatario el público en 
general, estando esta última sometida a la presente Ley. En todo caso, cuando la oferta a 
ambos destinatarios no aparezca rigurosamente diferenciada, será de aplicación esta Ley.

Artículo 3.  Fines y principios rectores.
La presente Ley se regirá por los fines y principios siguientes:
a) La actividad comercial en Galicia se desarrollará conforme a los principios que 

informan la planificación económica general del Estado, dentro de un marco de economía de 
mercado y libre y leal competencia, así como del respeto a las normas vigentes que regulan 
la competencia en Galicia, sin perjuicio de las determinaciones contenidas en la presente 
Ley y disposiciones que la desarrollen y de aquellas normas que regulen la actividad 
comercial.
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b) Un desarrollo equilibrado y sostenible de las actividades comerciales en el ámbito de 
Galicia.

c) El fomento del asociacionismo.
d) La modernización del tejido comercial gallego.
e) El respeto a los derechos e intereses de las personas consumidoras y usuarias.
f) La adaptación de la dotación comercial a la necesaria ordenación urbanística, 

preservando y fortaleciendo el sistema urbano tradicional de nuestros pueblos y ciudades, a 
fin de asegurar una adecuada protección de los entornos urbanos y del medio ambiente, 
dentro de un objetivo de cohesión social que coadyuve a la igualdad entre los ciudadanos y 
ciudadanas, reduzca la movilidad y evite desplazamientos innecesarios.

g) La promoción de la igualdad de oportunidades y la formación técnica y profesional de 
las personas comerciantes y trabajadoras del sector comercial, así como el respeto a los 
derechos laborales en general y a las normas en materia de prevención de riesgos laborales 
en particular. El establecimiento de instrumentos que aseguren la necesaria transparencia, 
objetividad e igualdad de oportunidades y de trato para los diversos agentes económicos; la 
defensa de la leal competencia y de las personas consumidoras, a fin de asegurar la 
legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de esta a los fines que la 
justifican.

CAPÍTULO II
De la actividad comercial

Artículo 4.  Concepto y clases.
1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por:
a) Actividad comercial: la realizada por comerciantes, ya sea por cuenta propia o ajena, 

consistente en el ofrecimiento o la colocación en el mercado de productos, naturales o 
elaborados, susceptibles de tránsito comercial, así como los servicios que de tal actividad se 
derivasen.

b) Actividad comercial minorista o al por menor: la adquisición de productos o 
mercancías y su venta al consumidor final, incluyendo la prestación de aquellos servicios 
derivados de tal actividad. Igualmente, ostentará este carácter la venta realizada por los 
artesanos respecto a sus productos en su propio taller.

c) Actividad comercial mayorista o al por mayor: la adquisición de productos o 
mercancías y su venta a otros comerciantes o empresarios, industriales, empresarios que no 
constituyan consumidores finales, incluyendo la prestación de aquellos servicios que se 
derivasen de tal actividad.

2. No se modificarán las calificaciones de actividad comercial mayorista o minorista 
anteriormente descritas por concurrir un eventual sometimiento de la mercancía a procesos 
de transformación, manipulación, tratamiento o acondicionamiento que sean habituales en el 
comercio.

Artículo 5.  Condiciones generales para el ejercicio de la actividad comercial.
1. Podrán ejercer la actividad comercial las personas físicas y jurídicas que, conforme a 

la legislación vigente, posean la capacidad jurídica precisa y la condición de comerciante que 
establece la legislación mercantil y cumplan con los requisitos contenidos en la presente Ley.

2. Sólo podrá realizarse, simultáneamente, la actividad comercial mayorista y minorista 
en un mismo local si ambas actividades fueran llevadas a cabo en secciones diferenciadas, 
adecuadamente señalizadas y rotuladas, para público y notorio conocimiento de las 
personas consumidoras, y con observancia de las normas aplicables, relativas a cada una 
de estas modalidades de distribución.

3. Para el ejercicio de cualquier actividad comercial son elementos necesarios:
a) Acreditar, en su caso, el cumplimiento de los requisitos específicos y de las garantías 

que fueran exigidas por la legislación vigente, para la venta de determinados productos o 
prestación de determinados servicios.
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b) Haber cumplido las obligaciones correspondientes, en su caso, en materia de 
Seguridad Social y en materia tributaria.

c) Estar dado o dada de alta en el epígrafe o epígrafes del impuesto de actividades 
económicas que corresponda con la actividad comercial que se desarrolla.

d) Disponer de las autorizaciones, permisos o licencias o hacer las comunicaciones 
previas o declaraciones responsables establecidas legalmente por cualquier administración 
pública que tenga atribuida tal competencia.

e) En caso de extranjeros, no nacionales de otro Estado miembro de la Unión Europea, 
acreditar el cumplimiento de la normativa específica vigente.

4. El ejercicio de la actividad comercial se llevará a cabo con riguroso respeto a los 
derechos lingüísticos recogidos en el artículo 5 del Estatuto de autonomía para Galicia. 
Nadie podrá ser discriminado o atendido incorrectamente en razón a la lengua empleada. 
Los poderes públicos de Galicia garantizarán el uso normal de los dos idiomas.

Artículo 6.  Prohibiciones y restricciones al ejercicio de la actividad comercial.
1. No podrán ejercer la actividad comercial las personas físicas y jurídicas a quienes les 

esté específicamente prohibido por la normativa vigente.
2. Se prohíbe expresamente la exposición y venta de mercancías a la persona 

consumidora cuando estas provengan de personas físicas y jurídicas cuya actividad sea 
distinta a la comercial. Dicha prohibición será especialmente de aplicación a aquellas 
entidades que, como consecuencia de la actividad que les es propia, tengan como finalidad 
principal la realización de préstamos, depósitos u operaciones de análoga naturaleza, 
adheridas a la oferta comercial de la mercancía, de tal forma que una no se pudiera hacer 
efectiva sin la otra.

En todo caso, se presumirá la existencia de estas actuaciones en el supuesto de que la 
persona consumidora pudiera realizar pedidos o adquirir mercancías en los establecimientos 
de aquellas.

3. La infracción a lo dispuesto en el apartado anterior será sancionable conforme a lo 
establecido en la presente ley, independientemente de las responsabilidades derivadas, en 
su caso, de la respectiva legislación especial y sin perjuicio de la improcedencia de que un 
mismo hecho sea objeto de una doble sanción administrativa.

Artículo 7.  Ordenación administrativa de la actividad comercial.
1. La ordenación administrativa de la actividad comercial tendrá por objeto:
a) El régimen de los horarios comerciales.
b) La autorización comercial previa de aquellos establecimientos cuya implantación 

tenga una incidencia supramunicipal por sus repercusiones urbanísticas, medioambientales 
y territoriales.

c) El régimen de las actividades promocionales.
d) El régimen de la autorización de ventas especiales.
e) La inspección, información y vigilancia sobre la actividad y los establecimientos 

comerciales de Galicia.
f) Cualesquiera otras actividades que legalmente puedan establecerse.
2. El Gobierno gallego, a través de la consejería competente en materia de comercio, 

desarrollará una política de reforma de las estructuras comerciales encaminada a la 
modernización y racionalización del sector.

Artículo 8.  Registro Gallego de Comercio.
(Derogado).
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CAPÍTULO III
Condiciones de la oferta, precios y garantías

Artículo 9.  Condiciones de la oferta.
1. El ejercicio de la actividad comercial estará sujeto a las condiciones que integren la 

oferta de bienes en el mercado y a la normativa reguladora de la presentación y del 
etiquetado de los mismos. Los productos deberán llevar incorporada cuanta información 
fuera legalmente exigible y adecuada para el conocimiento de estos, los riesgos de su 
utilización y, en su caso, las condiciones especiales para su adquisición.

2. Las personas comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que puedan ser 
adquiridos por cada comprador, ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o 
incentivos para las compras que sobrepasen un determinado volumen. En caso de que no se 
indique expresamente, de forma visible para la persona compradora, el número exacto de 
existencias que abarque la oferta, los comerciantes estarán obligados a ofrecer un producto 
de iguales o superiores características y calidades al ofertado, durante todo el tiempo que 
dure el periodo de oferta anunciado.

3. Solo excepcionalmente, la administración pública competente en la materia, y siempre 
por motivos de interés público, podrá limitar la cantidad de artículos que pueden ser 
adquiridos por cada comprador.

Artículo 10.  El precio de los productos y servicios.
1. El precio de los productos y servicios será el fijado libremente por las personas 

oferentes, sin más limitaciones que las impuestas por la legislación vigente en materia de 
precios y márgenes comerciales y de protección de la libre competencia.

2. En todo caso, los precios de los productos, así como su exhibición al público, deberán 
cumplir lo dispuesto en la normativa dictada para la protección de las personas 
consumidoras y usuarias.

3. Los productos expuestos para su comercialización estarán marcados con su precio de 
forma inequívoca y fácilmente identificable. Los precios de los artículos expuestos en los 
escaparates resultarán visibles desde el exterior. Todos los establecimientos que presten 
servicios a los usuarios exhibirán al público de forma perfectamente visible los precios 
aplicables a los mismos.

La consejería competente en materia de comercio podrá establecer excepciones o 
condiciones especiales en la información de precios por motivos de seguridad o derivados 
de la naturaleza del producto o servicio.

4. En los productos que se vendan a granel se indicará el precio de la unidad de medida. 
Aquellos productos que habitualmente se vendan a granel y se presenten a la venta en 
cantidades o volúmenes preestablecidos se expondrán a la venta indicando el precio por 
unidad de medida habitual, la medida del producto y el precio resultante.

5. El precio de venta anunciado se entenderá como el total del producto o servicio 
adquirido al contado, incluidos todos los tributos aplicables.

6. Si en la marcación del precio de un producto existieran dos o más precios diferentes, 
la persona comerciante estará obligada a vender al precio más bajo de los exhibidos.

7. La persona comerciante explicitará por escrito en la zona de caja de forma visible para 
la persona consumidora los medios de pago admitidos, así como la posibilidad o no de la 
devolución del producto. Esta información así como el plazo para hacer efectiva la posible 
devolución deberán figurar igualmente en el tique de compra. En caso de ser admitida la 
devolución, se procederá, a opción de la persona comerciante, al reembolso del importe o al 
otorgamiento de un vale sin caducidad o documento acreditativo de la deuda sin caducidad 
por el importe correspondiente. Esta última información también deberá ser explicitada por 
escrito de forma visible para la persona consumidora.

8. En las ventas a plazo, la persona comerciante deberá, en todos los casos, incluida la 
publicidad, informar a la persona compradora del importe de cada plazo, el número de ellos, 
la periodicidad de los pagos y el precio total resultante. En los supuestos en que lo referido 
anteriormente implique la concertación de un crédito, el tipo de interés aplicado se expresará 
de acuerdo con lo dispuesto en la legislación correspondiente.
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9. En todos aquellos casos en que la entrega total o parcial de productos o la prestación 
de servicios complementarios fuera diferida a un momento posterior al estipulado en el 
contrato, la persona comerciante deberá extender factura o documento sustitutivo, haciendo 
constar las prestaciones adeudadas y la parte del precio que hubiese recibido.

10. En aquellos supuestos en que la venta de un producto se ofreciera a la persona 
compradora o usuaria a través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y 
dentro de un sistema de contratación a distancia organizado por la persona vendedora, la 
información deberá incluir, además del precio, incluidos todos los impuestos, el importe de 
los gastos de entrega y de transporte y de los posibles gastos de devolución, en su caso. 
Asimismo, se informará a la persona usuaria de la forma de pago y del sistema de 
reembolso.

Los precios anunciados serán exigibles por las personas usuarias aun cuando no 
correspondan con los que figuren en el contrato celebrado o en la factura o comprobante 
recibidos, no pudiendo ser aplicado un precio superior al anunciado.

11. La reglamentación contenida en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio 
de lo establecido respecto a las actividades de promoción de ventas del título IV de la 
presente ley.

Artículo 11.  Derecho de desistimiento.
1. Cuando en el ejercicio de un derecho previamente reconocido se proceda a la 

devolución de un producto, la persona compradora no tendrá obligación de indemnizar a la 
persona vendedora por el desgaste o deterioro del mismo debido exclusivamente a su 
prueba para tomar una decisión sobre su adquisición definitiva sin alterar las condiciones del 
producto en el momento de la entrega. Se prohíbe a la persona vendedora exigir anticipo de 
pago o prestación de garantías, incluso la aceptación de efectos que garanticen un eventual 
resarcimiento en su favor para el caso de que se devuelva la mercancía.

2. De no haberse fijado el plazo dentro del cual la persona compradora podrá desistir del 
contrato, aquel será de siete días naturales.

3. En los supuestos de desistimiento de la persona compradora y correspondiente 
devolución del producto se procederá, a opción de la persona comerciante anunciada 
previamente en los términos del apartado 7 del artículo 10 de la presente Ley, al reembolso 
del importe o al otorgamiento de un vale sin caducidad o documento acreditativo de la deuda 
sin caducidad por el importe correspondiente.

Artículo 12.  Ventas con pérdida.
1. Se prohíbe la venta con pérdida, salvo en los supuestos siguientes:
a) Que quien la realice tenga por objeto alcanzar los precios de una o varias personas 

competidoras con capacidad para afectar significativamente a sus ventas.
b) Que se trate de productos perecederos en fechas próximas a su inutilización.
c) Que se realice en el marco de una venta de saldos o de una venta en liquidación 

reguladas en los capítulos III y IV del título IV de la presente Ley.
2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, se considera que existe 

venta con pérdida cuando el precio aplicado a un producto fuera inferior al de adquisición 
según factura, deducida la parte proporcional de los descuentos que figuren en la misma, o 
al de reposición si este fuera inferior a aquel o al coste efectivo de producción, si el artículo 
hubiese sido fabricado por la propia persona comerciante, incrementados en las cuotas de 
los impuestos indirectos que graven la operación.

Las facturas se entenderán aceptadas en todos sus términos y reconocidas por sus 
destinatarios o destinatarias, cuando no hayan sido motivo de objeción en el plazo de los 
veinticinco días siguientes a su remisión. En el supuesto de que no sean conformes, se 
dispone sobre la anterior de un plazo adicional de diez días para su subsanación y nueva 
remisión de la correspondiente factura rectificada. A los efectos de lo establecido en este 
artículo, no se tendrán en cuenta las modificaciones contenidas en facturas rectificativas 
emitidas con fecha posterior a los plazos indicados.
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3. No se computarán, a los efectos de la deducción en el precio a que se refiere el 
apartado anterior, las retribuciones o las bonificaciones de cualquier tipo que signifiquen 
compensación por los servicios prestados.

4. En ningún caso podrán utilizarse las ofertas conjuntas o los obsequios a las personas 
compradoras para evitar lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 13.  Garantía y custodia de los artículos.
1. Las personas comerciantes responderán de la calidad de los artículos vendidos en la 

forma determinada en la legislación civil y mercantil vigente, así como de acuerdo con la 
normativa de aplicación para la defensa de las personas consumidoras y usuarias.

2. Los establecimientos que recibiesen en custodia artículos para su reparación deberán 
entregar recibo escrito de los mismos, donde conste, al menos, con precisión y claridad, la 
identificación de la mercancía, el estado en el cual se entrega y la reparación que se solicita, 
con presupuesto de lo más desglosado y exacto posible, así como el nombre, número de 
identificación fiscal, domicilio y teléfono del establecimiento y de la persona propietaria del 
artículo.

3. En todo caso, y respecto a las materias a que se refieren los apartados anteriores, se 
aplicará la normativa vigente para la defensa de las personas consumidoras y usuarias.

CAPÍTULO IV
Adquisiciones de las personas comerciantes

Artículo 14.  Régimen general.
El régimen jurídico de las adquisiciones de toda clase de productos efectuadas por las 

personas comerciantes se sujetará a lo dispuesto en la legislación civil y mercantil con las 
especialidades contenidas en el artículo siguiente.

Artículo 15.  Pagos a las personas proveedoras.
1. A falta de plazo expreso, se entenderá que las personas comerciantes deben efectuar 

el pago del precio de las mercancías que compren antes de treinta días a partir de la fecha 
de su entrega.

2. Las personas comerciantes a quienes se efectúen las correspondientes entregas 
quedarán obligadas a documentar, en el mismo acto, la operación de entrega y recepción 
con mención expresa de su fecha.

Del mismo modo, las personas proveedoras deberán indicar en su factura el día del 
calendario en que ha de producirse el pago.

Si todas o alguna de las mercancías estuvieran afectadas por una cláusula de reserva de 
dominio, la factura expresará asimismo esta circunstancia, que deberá responder en todo 
caso a un acuerdo entre la persona proveedora y la comerciante documentado con 
anterioridad a la entrega.

Las facturas deberán hacerse llegar a las personas comerciantes antes de que se 
cumplan treinta días desde la fecha de entrega y recepción de las mercancías.

3. Los aplazamientos de pago de productos de alimentación frescos y de los 
perecederos no excederán en ningún caso de treinta días. Los aplazamientos de pago para 
los demás productos de alimentación y gran consumo no excederán del plazo de sesenta 
días, salvo pacto expreso en el que se prevean compensaciones económicas equivalentes al 
mayor aplazamiento y de las que la persona proveedora sea beneficiaria, sin que en ningún 
caso pueda exceder el plazo de noventa días.

Se entenderá por productos de alimentación frescos y perecederos aquellos que por sus 
características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo 
durante un plazo inferior a treinta días o que precisan condiciones de temperatura regulada 
de comercialización y transporte. Son productos de gran consumo aquellos fungibles de 
compra habitual y repetitiva por los consumidores y que presenten alta rotación.

4. Con relación a los productos que no sean frescos o perecederos ni de alimentación y 
gran consumo, cuando las personas comerciantes acuerden con sus proveedoras 
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aplazamientos de pago que excedan de los sesenta días desde la fecha de entrega y 
recepción de las mercancías, el pago deberá quedar instrumentado en documento que lleve 
aparejada acción cambiaria, con mención expresa de la fecha de pago indicada en la 
factura. En el caso de aplazamientos superiores a noventa días, este documento será 
endosable a la orden. En todo caso, el documento se deberá emitir o aceptar por las 
personas comerciantes dentro del plazo de treinta días, a contar desde la fecha de recepción 
de la mercancía, siempre que la factura haya sido enviada. Para la concesión de 
aplazamientos de pago superiores a ciento veinte días, la persona vendedora podrá exigir 
que queden garantizados mediante aval bancario o seguro de crédito o caución.

5. En cualquier caso, se producirá el devengo de intereses moratorios en forma 
automática a partir del día siguiente al señalado para el pago o, en defecto de pacto, a aquel 
en el cual hubiera debido efectuarse de acuerdo con lo establecido en el apartado 1. En esos 
supuestos, el tipo aplicable para determinar la cuantía de los intereses será el previsto en el 
artículo 7 de la Ley por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales, salvo que las partes hubiesen acordado en el contrato un tipo 
distinto, que en ningún caso será inferior al señalado para el interés general incrementado en 
un cincuenta por ciento.

6. A los efectos previstos en el presente artículo, y con referencia exclusiva a los bienes 
consumibles, se entenderá como fecha de entrega aquella en la que efectivamente se haya 
producido, aunque, inicialmente, el título de la entrega fuera distinto del de compraventa, 
siempre que las mercancías hayan sido, finalmente, adquiridas por la persona receptora.

CAPÍTULO V
Observatorio del Comercio de Galicia

Artículo 16.  Creación y adscripción.
Se crea el Observatorio del Comercio de Galicia, como un órgano asesor, consultivo, de 

estudio y formación en materia de comercio, adscrito a la dirección general competente en 
materia de comercio, cuya organización y funcionamiento se establecerán 
reglamentariamente.

Artículo 17.  Funciones.
Las funciones del Observatorio del Comercio de Galicia son:
1. Producir y gestionar los conocimientos propios en materia de comercio a través del 

análisis de la información recibida, la elaboración de informes y estudios propios y el diseño 
de instrumentos de observación sectorial y espacial de la Comunidad Autónoma de Galicia.

2. Elaborar planes estratégicos para la modernización, dinamización y fortalecimiento del 
tejido comercial gallego.

3. Gestionar el depósito de conocimientos en materia de comercio, recopilando la 
información generada por otras instancias públicas o privadas, mediante la adecuada 
organización de los dispositivos de conexión y seguimiento de las mismas.

4. Difundir y divulgar el conocimiento en materia de comercio a través de actividades 
formativas programadas, como cursos, seminarios, mesas redondas y demás iniciativas 
análogas, así como de la elaboración y difusión de publicaciones, tanto en soporte papel 
como electrónicas.

5. Promover la participación de la sociedad en la mejora y el desarrollo de la actividad 
comercial en Galicia.

Artículo 18.  Consejo Gallego de Economía y Competitividad.
1. El Consejo Gallego de Economía y Competitividad, creado por la Ley 9/2013, de 19 de 

diciembre, del emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia, ejercerá las 
siguientes funciones específicas en materia de comercio:
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a) Emitir dictámenes sobre aquellas cuestiones que, en el ámbito de las políticas 
públicas con incidencia en la actividad comercial, le sean consultadas por el Consejo de la 
Xunta de Galicia o por la consejería con competencia en materia de comercio.

b) Formular las propuestas y sugerencias que se estimen convenientes para el fomento y 
la mejora del tejido comercial gallego.

c) Elaborar la propuesta de resolución de las autorizaciones comerciales autonómicas de 
conformidad con lo previsto en el artículo 32.5.

d) Cualquier otra función que, en su caso, se establezca reglamentariamente.
2. Las funciones indicadas en el número anterior serán ejercidas por el Consejo a través 

del Comité Ejecutivo de Comercio Interior y Exterior, con excepción de la función prevista en 
la letra c), para el ejercicio de la cual se constituirá una comisión consultiva, de la que 
formarán parte, además de la persona que ocupe la presidencia del Comité Ejecutivo de 
Comercio Interior y Exterior, los siguientes miembros del Consejo:

a) La persona representante de la Federación Gallega de Municipios y Provincias.
b) La persona representante del Consejo Gallego de Consumidores y Usuarios.
Se completará la composición de la Comisión Consultiva con los siguientes miembros 

designados por la persona que ejerza la presidencia del Consejo Gallego de Economía y 
Competitividad, a propuesta de la consejería de procedencia:

a) Dos personas representantes de la consejería competente en materia de comercio.
b) Dos personas representantes de la consejería competente en materia de urbanismo, 

ordenación del territorio y medio ambiente.
c) Una persona representante de la consejería competente en materia de 

infraestructuras.
La secretaría de la Comisión Consultiva corresponderá a una persona funcionaria de la 

dirección general competente en materia de comercio, que actuará como tal con voz y sin 
voto.»

Artículo 19.  Funciones.
(Derogado). 

Artículo 20.  Composición.
(Derogado). 

Artículo 21.  Mesa Local de Comercio.
1. En cada municipio existirá una Mesa Local del Comercio, que actuará como órgano 

colegiado de participación, coordinación, cooperación y colaboración entre la Administración 
local y los agentes representativos del sector comercial.

La correspondiente diputación provincial asumirá las funciones de la Administración local 
en la Mesa Local del Comercio en aquellos municipios que no cuenten con un número 
mínimo de veinte comercios minoristas o cuando no existan asociaciones de comerciantes.

2. Formarán parte de la Mesa Local del Comercio una persona representante de cada 
una de las asociaciones locales de personas comerciantes y de personas consumidoras 
existentes en el respectivo municipio e igual número de representantes de la Administración 
local, así como una persona representante de la Administración autonómica, esta última con 
carácter voluntario. Ejercerá la secretaría la persona designada al efecto por la 
Administración local, que asistirá a la Mesa Local del Comercio con voz pero sin voto.

Podrán formar parte de las mesas locales de las grandes ciudades de Galicia, además 
de las personas anteriores, una persona representante de las federaciones de asociaciones 
de comerciantes más representativas de la correspondiente provincia y una persona 
representante de la cámara oficial de comercio de la correspondiente demarcación. En este 
supuesto, se incrementará el número de representantes de la Administración local hasta 
igualar al número de representantes del sector comercial presentes en la correspondiente 
mesa local.
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3. La Mesa Local del Comercio se reunirá como mínimo una vez al año, correspondiendo 
su convocatoria al correspondiente ayuntamiento. Transcurrido un año sin que haya sido 
convocada la Mesa Local del Comercio, esta podrá ser convocada por la Administración 
autonómica.

TÍTULO II
De la ordenación comercial

CAPÍTULO I
Establecimientos comerciales

Artículo 22.  Concepto general de establecimiento comercial.
1. La actividad comercial definida en el artículo 4 de la presente ley habrá de ejercerse 

en establecimiento comercial, salvo las excepciones previstas en los capítulos II, III, IV y V 
del título V y en el título VII de esta Ley.

2. Se consideran establecimientos comerciales los locales y las construcciones o 
instalaciones de carácter fijo y permanente, cubiertos o sin cubrir, interiores o exteriores a 
una edificación, con o sin escaparates, destinados al ejercicio regular de actividades 
comerciales, ya sea de forma individual o en un espacio colectivo, e independientemente de 
que se realice de forma continuada o en días o temporadas determinadas.

Quedan incluidos en la definición anterior los quioscos y, en general, las instalaciones de 
cualquier clase que cumplan la finalidad señalada en la misma, siempre que tengan el 
carácter de inmuebles de acuerdo con el artículo 334 del Código civil.

Artículo 23.  Clases de establecimientos comerciales.
1. Los establecimientos comerciales podrán tener carácter individual o colectivo.
2. Son establecimientos comerciales de carácter colectivo los integrados por un conjunto 

de establecimientos comerciales individuales o de puntos de venta diferenciados, ubicados 
en uno o varios edificios, comunicados o no, que se hayan proyectado de modo conjunto con 
independencia de que las respectivas actividades comerciales se desarrollen de forma 
empresarialmente independiente, en los que concurran tres de los elementos siguientes:

a) Acceso común desde la vía pública, de uso exclusivo o preferente de los clientes.
b) Áreas de estacionamiento comunes o contiguas a los diferentes establecimientos para 

uso preferente de los clientes y que no prohíban la circulación peatonal entre ellos.
c) Servicios comunes para los comerciantes o la clientela, como la gestión común de 

ciertos elementos de su explotación; concretamente, la creación de servicios colectivos o la 
celebración de actividades o campañas de comunicación, promoción y de publicidad 
comercial conjunta.

d) Denominación o imagen común.

Artículo 24.  Centros comerciales abiertos.
1. Son centros comerciales abiertos aquellas agrupaciones de establecimientos 

comerciales legalmente constituidas representativas del pequeño comercio o comercio 
tradicional, ubicados en las calles de un determinado entorno urbano delimitado y con 
tradición comercial, que ofrecen una imagen y estrategia unitaria de la oferta global y se 
rigen por criterios de gestión integral o de conjunto en el ofrecimiento de servicios comunes, 
la creación de servicios colectivos o la celebración de actividades, comunicaciones o 
campañas de promoción.

2. La Administración autonómica impulsará y potenciará la creación y mantenimiento de 
los centros comerciales abiertos colaborando con la correspondiente Administración local.

Artículo 25.  Centros de fabricantes o outlets.
1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por centros de fabricantes o outlet:
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a) El establecimiento comercial individual o colectivo dedicado de forma exclusiva y 
permanentemente a la venta de saldos. Este tipo de establecimientos no podrá anunciarse 
únicamente con la denominación de «outlet» sino que deberá añadir el término «saldos».

b) El establecimiento comercial individual o colectivo dedicado de forma permanente y 
exclusiva a la venta de excesos de producto o de temporada. Los productos deberán haber 
sido ofertados en condiciones normales en establecimientos comerciales carentes de esta 
denominación.

c) La venta efectuada directamente por el fabricante al consumidor final en 
establecimientos comerciales individuales o colectivos, no pudiendo realizarse en el propio 
recinto fabril o en almacenes.

2. En los supuestos regulados en la letra b) del apartado anterior no podrán ser ofertados 
productos de fabricación de la temporada en curso hasta un mes después de haber 
finalizado el periodo oficial de rebajas de la temporada de que se trate.

3. A los supuestos regulados en la letra a) del apartado 1 de este artículo les será de 
aplicación lo dispuesto en el capítulo III del título IV de la presente Ley.

4. Salvo en los supuestos previstos en la letra c) del apartado 1 de este artículo, en los 
productos ofertados en el outlet deberán figurar con claridad, en cada uno de ellos, el precio 
anterior de venta en establecimiento comercial ordinario junto al precio actual de venta en 
establecimiento comercial outlet; este último precio deberá ser inferior al fijado en 
establecimiento ordinario.

CAPÍTULO II
Ordenación comercial

Artículo 26.  Ordenación y equipamientos comerciales.
1. Se entiende por ordenación comercial el conjunto de actuaciones llevadas a cabo por 

la administración a los efectos de lograr, considerando siempre razones imperiosas de 
interés general, la adecuada vertebración de la actividad comercial, así como el desarrollo 
equilibrado y sostenible de la actividad comercial compatible con la adecuada distribución y 
ordenación del territorio y con la protección al medio ambiente.

2. El equipamiento comercial de los municipios de Galicia está constituido por el conjunto 
de establecimientos comerciales, tanto de carácter individual como colectivo, ubicados en su 
territorio.

Artículo 27.  Uso comercial del suelo.
1. Con carácter general, el planeamiento general de ordenación municipal de cada 

municipio ordenará específicamente los usos comerciales, garantizando una adecuada 
protección de los entornos urbanos que asegure la necesaria accesibilidad de toda la 
población a una oferta comercial suficiente y la protección del medio ambiente.

En los supuestos de insuficiencia de las previsiones de los instrumentos de ordenación 
urbanística, en particular, cuando esté motivada por la falta de adaptación de estos 
instrumentos a la normativa urbanística y comercial en vigor, la consejería competente en 
materia de comercio, previa audiencia del municipio o municipios afectados, podrá impulsar 
planes y proyectos sectoriales de incidencia supramunicipal destinados a regular la 
implantación de equipamientos comerciales, cuando su incidencia trascienda del término 
municipal en el que se ubiquen, por su magnitud, importancia, demanda social o especiales 
características.

2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, la ordenación territorial y 
urbanística, al ordenar los usos comerciales, destinará suelo adecuado y suficiente para 
atender las necesidades de la población, prestando especial atención a la densidad 
comercial, intentando conseguir el equilibrio del territorio.

3. En los sectores de suelo urbanizable y los polígonos de suelo urbano no consolidado, 
para los cuales se prevean usos residenciales, aun cuando estos usos no sean mayoritarios, 
los planes establecerán una reserva mínima de edificabilidad para uso comercial acorde a la 
establecida en la normativa urbanística aplicable.
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4. A los efectos de la ordenación comercial, la consejería competente en materia de 
urbanismo, con ocasión del informe preceptivo que proceda al correspondiente instrumento 
de ordenación territorial o urbanística, se referirá expresamente al cumplimiento de lo 
dispuesto en el presente artículo.

CAPÍTULO III
De la autorización comercial autonómica

Artículo 28.  Apertura de establecimientos comerciales.
1. No será exigible licencia para el inicio y desarrollo de las actividades comerciales 

objeto de la presente ley ni para el cambio de titularidad. En estos casos bastará la 
comunicación previa prevista en la Ley del emprendimiento de Galicia y en la normativa 
urbanística, si procede.

2. Los ayuntamientos respectivos serán competentes para la comprobación, inspección, 
sanción y demás medidas de control para garantizar que el ejercicio de la actividad o la 
ejecución de la obra o instalación se adecuan a la normativa vigente, también en el caso de 
las sometidas a autorización comercial autonómica. Deberán establecer y planificar los 
procedimientos de comunicación necesarios, así como los de verificación posterior del 
cumplimiento de los requisitos precisos para el ejercicio de la actividad y su control posterior.

Artículo 29.  Actividades sujetas a autorización comercial autonómica.
1. El sometimiento a la autorización comercial autonómica de la instalación de 

establecimientos comerciales tiene como finalidad garantizar la adecuada integración 
territorial del establecimiento comercial a través de su planificación urbanística y de la 
ejecución previa de las infraestructuras y dotaciones necesarias, su compatibilidad desde el 
punto de vista de la protección del medio ambiente y la accesibilidad de los ciudadanos a 
estos equipamientos en condiciones adecuadas.

Atendiendo a dicha finalidad, únicamente precisará autorización comercial autonómica la 
instalación, ampliación y traslado de los establecimientos comerciales individuales o 
colectivos que destinándose al comercio detallista de cualquier clase de artículos tengan una 
incidencia ambiental, territorial, urbanística y en el sistema viario que trascienda el término 
municipal en que se ubiquen, por su magnitud, importancia y características.

2. A estos efectos, se entiende que únicamente tienen incidencia supramunicipal, y por 
tanto están sujetos a autorización comercial autonómica, la instalación y traslado de los 
establecimientos comerciales cuya superficie útil de exposición y venta al público sea igual o 
superior a 2.500 metros cuadrados por el impacto territorial, urbanístico, viario y 
medioambiental generado. También será preceptiva la citada autorización en el caso de 
ampliaciones de establecimientos comerciales cuando la superficie resultante tras la 
ampliación sea igual o superior a 2.500 metros cuadrados.

3. No precisan autorización comercial autonómica:
a) Los establecimientos individuales dedicados a la exposición y venta de automóviles, 

embarcaciones y otros vehículos, maquinaria industrial o agrícola, materiales para la 
construcción y artículos de saneamiento, que requieran un gran espacio físico.

b) Los mercados municipales y los denominados centros comerciales abiertos.
4. Serán nulas de pleno derecho las licencias municipales de edificación y uso del suelo 

y de actividad otorgadas para la instalación, ampliación o traslado de establecimientos 
comerciales que precisando autorización comercial autonómica de acuerdo con lo 
establecido en esta ley hayan sido otorgadas sin ella.

Artículo 30.  Superficie útil de exposición y venta al público.
1. Se entiende por superficie útil de exposición y venta al público toda aquella superficie 

donde se celebren actividades de ventas e intercambio comercial.
2. En particular, se entienden incluidos entre los espacios definidos en el apartado 

anterior los siguientes:
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a) Los mostradores, estantes, vitrinas, escaparates, góndolas, islas, cámaras o murales 
accesibles al público, destinados a la presentación de los artículos, así como los probadores.

b) Los espacios de venta, exteriores e interiores.
c) Las escaleras, pasillos y cualquier otro espacio destinado a la permanencia y tránsito 

de personas, precisos para el acceso a los artículos.
d) La línea de las cajas registradoras, así como la zona entre estas y la salida, siempre 

que en la misma se desarrolle alguna técnica de promoción comercial, directa o indirecta.
3. Se excluyen expresamente de la superficie útil de exposición y venta al público 

aquellas superficies destinadas a las finalidades siguientes:
a) Las dependencias o instalaciones no accesibles al público en general, en las cuales 

non se desarrolle actividad comercial directa.
b) Las zonas de estacionamiento, siempre que en las mismas no se desarrolle actividad 

comercial alguna.
c) Las zonas destinadas permanentemente a la restauración y desarrollo de actividades 

lúdicas.

Artículo 31.  Solicitud de la autorización comercial autonómica.
1. En el caso de un establecimiento comercial de carácter individual, la autorización 

comercial autonómica deberá ser solicitada por la persona promotora o por la persona que 
vaya a desarrollar efectivamente la actividad comercial.

2. En el caso de un establecimiento comercial de carácter colectivo, la autorización 
comercial autonómica deberá ser solicitada por la persona promotora. Si en el 
establecimiento comercial colectivo se integran establecimientos que individualmente 
precisan autorización comercial con arreglo a lo dispuesto en el artículo 29 de la presente 
Ley, estos deberán solicitar individualmente autorización comercial autonómica en el 
supuesto de no estar incluidos en el proyecto colectivo presentado por la persona promotora.

Artículo 32.  Procedimiento para la obtención de la autorización comercial autonómica y su 
valoración.

1. La autorización comercial autonómica será concedida mediante resolución de la 
persona titular de la consejería competente en materia de comercio. El procedimiento para el 
otorgamiento de dicha autorización se tramitará ante la dirección general competente en 
materia de comercio e integrará la intervención de la administración urbanística, cuando esta 
resulte preceptiva, y del resto de las administraciones con competencias sectoriales 
afectadas.

2. La concesión de la autorización comercial autonómica estará basada en los siguientes 
criterios de interés general, cuyo cumplimiento estará debidamente justificado en el proyecto:

a) La adecuación de la nueva implantación a los instrumentos de ordenación del territorio 
que, en su caso, resulten de aplicación.

b) La viabilidad urbanística, teniendo en cuenta la plena concordancia del 
establecimiento proyectado con las determinaciones establecidas en el plan general y los 
instrumentos de desarrollo y gestión urbanística y el resto de normas de competencia 
municipal.

c) El adecuado cumplimiento de la normativa reguladora en materia de accesibilidad, 
circulación y movilidad recogidas en el proyecto y la previsión de mejora de las 
infraestructuras que permitan la fluidez del tráfico rodado generado por la implantación 
comercial en el supuesto de que las existentes no resulten adecuadas.

d) La disposición de, al menos, una plaza de aparcamiento por cada 20 m2 de superficie 
útil de exposición y venta al público. Esta previsión será desarrollada mediante reglamento, 
cuya aprobación condicionará el momento de su entrada en vigor, estableciendo los 
supuestos en que podrá excepcionarse este criterio de valoración. Asimismo, deberá 
contemplarse la reserva de plazas para personas discapacitadas en los términos que 
establece la normativa vigente.
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e) El establecimiento de líneas de transporte colectivo que descongestionen el tráfico 
rodado y permitan acceder en adecuadas condiciones de regularidad e intensidad a la 
implantación comercial cuando las existentes no resulten suficientes.

f) La viabilidad y legalidad ambiental del proyecto con cumplimiento de la normativa 
vigente en materia ambiental, que contemplará la adopción de medidas positivas de 
protección ambiental que reduzcan la contaminación acústica, la emisión de gases de efecto 
invernadero y la producción de residuos, su gestión mediante procedimientos de 
valorización, preferentemente mediante reciclaje y reutilización y la utilización del agua, la 
energía, las materias primas y otros recursos de manera eficiente. Este criterio se acreditará 
de la forma establecida en la letra b) del apartado 3 del presente artículo.

3. Completada la documentación, el órgano instructor solicitará los siguientes informes:
a) Informe de la consejería competente en materia de ordenación del territorio y 

urbanismo sobre el cumplimiento de los criterios establecidos en la letra a) del apartado 
anterior.

b) Declaración de impacto, informe de impacto o de incidencia ambiental, cuando 
proceda según la normativa vigente en materia ambiental.

c) Informe de la consejería competente en materia de transporte sobre la existencia y 
suficiencia del transporte interurbano previsto en el criterio e) del apartado anterior.

d) Licencia urbanística, en el caso de que esta resultase preceptiva, e informe del 
ayuntamiento en cuyo término municipal se pretenda instalar el establecimiento comercial, 
que deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de los criterios b), c), d) y e) del apartado 
anterior, además del cumplimiento de todas las normas que habilitan la apertura del 
establecimiento.

A estos efectos, en el supuesto de que la licencia de obra sea preceptiva, el 
procedimiento correspondiente quedará integrado en el de otorgamiento de la autorización 
comercial autonómica. Durante la tramitación municipal de la licencia de obra se entiende 
suspendido el procedimiento para resolver la autorización autonómica.

4. Transcurridos dos meses desde que se tenga constancia de la recepción de la petición 
de cada informe sin que exista pronunciamiento expreso a tal efecto, podrán proseguirse las 
actuaciones, presumiéndose que aquellos son favorables. No obstante, en el supuesto de 
ausencia del informe previsto en la letra d), se podrá solicitar la información complementaria 
que resulte precisa y que conste a disposición de la consejería competente en materia de 
urbanismo y transporte.

5. Completado el expediente con la documentación exigida en los puntos anteriores, se 
remitirá a la Comisión Consultiva prevista en el artículo 18.5 de la presente ley, con el objeto 
de que efectúe la propuesta de resolución. La Comisión Consultiva podrá, en este trámite, 
solicitar ampliación o aclaración de los informes emitidos.

6. El plazo para resolver el procedimiento de autorización comercial autonómica será de 
tres meses desde que la documentación completa entre en el registro del órgano 
competente para su tramitación, incluido el justificante de abono de las correspondientes 
tasas. Transcurrido el plazo para resolver el procedimiento sin que hubiese recaído 
resolución expresa, la solicitud se entenderá estimada por silencio administrativo.

7. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de concesión de la autorización 
comercial autonómica prevista en la presente ley.

Artículo 33.  Simplificación administrativa e integración de procedimientos.
(Derogado). 

Artículo 34.  Vigencia de la autorización comercial.
1. La vigencia de la autorización comercial autonómica tendrá carácter indefinido.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la autorización concedida 

caducará en caso de que el proyecto de instalación del establecimiento comercial autorizado 
no se lleve a cabo en el plazo de un año, a contar desde que finalice el plazo indicado en el 
calendario presentado para su realización. No obstante, la persona interesada podrá 
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solicitar, mediante escrito motivado y con anterioridad a la terminación del plazo del año 
citado, la prórroga de este por un período máximo de seis meses.

El plazo establecido en el calendario de realización del proyecto no podrá tener una 
duración superior a cuatro años.

TÍTULO III
De los horarios comerciales

CAPÍTULO ÚNICO
Horarios comerciales

Artículo 35.  De los horarios comerciales.
En lo que afecta a la regulación de los horarios comerciales, estos se regirán por la Ley 

específica de la Comunidad Autónoma de Galicia en esta materia.

TÍTULO IV
De las actividades de promoción de ventas

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 36.  Concepto.
1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por promoción de ventas aquella en que 

la oferta comercial efectuada por la persona comerciante a las personas consumidoras se 
realiza en condiciones más ventajosas que las habituales con el propósito de dar a conocer 
un nuevo producto o establecimiento o de conseguir un aumento de venta de los productos 
existentes.

2. Tendrán la consideración de actividades de promoción de ventas las ventas en 
rebajas, las ventas de saldos, las ventas en liquidación, las ventas con descuento, las ventas 
con obsequio y las ofertas de ventas directas.

3. No podrán emplearse las citadas denominaciones u otras semejantes para anunciar 
ventas que no respondan al correspondiente concepto legal o generen confusión con otra 
distinta.

4. La utilización de las denominaciones antes señaladas que no se ajuste a la regulación 
respectivamente establecida para cada una de las actividades de promoción de ventas en 
esta ley se reputará desleal cuando concurran las circunstancias previstas en el artículo 5 de 
la Ley de competencia desleal.

5. Reglamentariamente podrán desarrollarse las condiciones y los requisitos aplicables a 
las distintas actividades comerciales de promoción de ventas fijadas en la presente Ley.

Artículo 37.  Requisitos generales.
Las actividades promocionales de ventas deberán ajustarse a los requisitos siguientes:
a) Los artículos no podrán ser adquiridos con el fin exclusivo de ser incluidos en las 

promociones comerciales, excepto la promoción para el lanzamiento de nuevos productos.
b) La persona comerciante deberá proporcionar información clara, veraz y suficiente 

sobre el contenido y las condiciones de sus actividades promocionales, expresando, como 
mínimo, el periodo de vigencia de la promoción, el tipo de promoción que realiza y, en su 
caso, las reglas especiales aplicables a la misma.

c) Cuando las actividades de promoción de ventas no comprendieran, al menos, la mitad 
de los artículos puestos a la venta, entendiéndose como artículo la unidad de producto 
individualmente comercializada, la práctica de la correspondiente promoción no podrá 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 64  Ley del comercio interior de Galicia

– 1531 –



anunciarse como una medida general, sino referida exclusivamente a los productos o grupos 
de productos a los que realmente afecte.

d) Siempre que se oferten productos a precio reducido, deberá figurar con claridad, en 
cada uno de ellos, el precio anterior junto al precio reducido o, en substitución de este último, 
el porcentaje de reducción aplicado, a menos que se trate de artículos puestos a la venta por 
primera vez, en cuyo caso no podrá hacerse ninguna referencia, cuantitativa ni porcentual, 
que sugiera algún tipo de descuento.

Se entenderá por precio anterior el que se venía aplicando sobre artículos idénticos 
durante un periodo continuado de, al menos, treinta días en el curso de los seis meses 
precedentes.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate de una reducción porcentual de un conjunto 
de productos puestos a la venta con anterioridad por la persona comerciante, bastará con el 
anuncio genérico de dicha reducción, sin necesidad de que conste individualmente en cada 
producto ofertado.

e) Los productos ofertados en las actividades promocionales, excepto los saldos, 
deberán tener las mismas características y someterse a las mismas condiciones 
contractuales que las existentes con anterioridad al periodo de vigencia de la actividad 
promocional. En el caso de que se ofertasen productos a precio normal y reducido, unos y 
otros deberán estar suficientemente separados o señalados, de forma que no puedan 
confundirse o inducir, razonablemente, a error entre los que son objeto de un precio reducido 
y los que no. Se distinguirá, en su caso, la existencia de cada una de las modalidades 
promocionales en un mismo establecimiento.

f) La persona comerciante estará obligada a admitir los mismos medios de pago que 
acepta habitualmente en el desarrollo de su actividad comercial.

g) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44.2 de la presente Ley, las personas 
comerciantes deberán comunicar al departamento territorial de la consejería competente en 
materia de comercio, con carácter previo a su inicio, las actividades de promoción de ventas 
que pretendan llevar a cabo durante el mes que preceda a la fecha del inicio de la venta en 
rebajas. Esta comunicación habrá de indicar las condiciones aplicables a la actividad 
promocional de que se trate, así como su duración y los productos objeto de promoción.

CAPÍTULO II
Ventas en rebajas

Artículo 38.  Concepto.
1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por ventas en rebajas las realizadas por 

comerciantes en determinadas épocas del año, generalmente vinculadas a periodos 
estacionales y fin de temporada, cuando los artículos objeto de las mismas se oferten, en el 
mismo establecimiento en el que se ejerce habitualmente la actividad comercial, a un precio 
inferior al fijado antes de dichas ventas como consecuencia del final de una temporada 
comercial.

2. Queda prohibida la utilización de la denominación de venta en rebajas con relación a 
artículos deteriorados, adquiridos para esta finalidad o que no hayan estado dispuestos en el 
establecimiento para la venta a la persona consumidora final con un mes de antelación a la 
fecha de su inicio.

3. Los productos objeto de venta en rebajas no podrán haber sido objeto de actividad 
promocional de venta alguna en el curso del mes que preceda a la fecha de inicio de la venta 
en rebajas.

Artículo 39.  Temporada de rebajas.
La consejería competente en materia de comercio, previo informe del Consejo Gallego 

de Comercio, determinará, mediante orden, los periodos o temporadas de rebajas, que solo 
podrán ser dos al año con una duración mínima de una semana y máxima de dos meses.
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Artículo 40.  Condiciones.
1. No podrá simultanearse, en un mismo establecimiento comercial y para el mismo tipo 

de productos, la venta en rebajas con cualquier otra actividad promocional de ventas 
regulada en el presente título.

2. Las fechas de comienzo y final de rebajas, libremente elegidas por las personas 
comerciantes, dentro del periodo legalmente establecido, se indicarán en sitio visible al 
público, incluso cuando los establecimientos comerciales permanezcan cerrados.

3. Los letreros y etiquetas deben exhibir, de forma bien visible, el precio anterior y el 
nuevo precio o, en sustitución de este último, el porcentaje de reducción.

CAPÍTULO III
Ventas de saldo

Artículo 41.  Concepto.
1. Se considera venta de saldos la de productos o artículos cuyo valor de mercado 

aparezca manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u 
obsolescencia de los mismos, sin que el producto tenga esta consideración por el hecho de 
ser un excedente de producción o de temporada.

2. No podrá calificarse como venta de saldos la de aquellos productos cuya venta bajo 
tal régimen implique riesgo o engaño para las personas consumidoras, ni la de aquellos 
productos que no se vendan realmente por precio inferior al habitual.

3. Tampoco podrá calificarse como venta de saldos aquella en que los artículos no 
hubieran pertenecido a la persona comerciante cuatro meses antes de la fecha de comienzo 
de este tipo de actividad comercial, excepción hecha de los establecimientos dedicados 
específica y exclusivamente al referido sistema de venta, que serán los únicos que podrán 
saldar artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la finalidad de ser 
vendidos como saldos.

Artículo 42.  Condiciones.
1. Las ventas de saldos deberán anunciarse necesariamente con esta denominación.
2. La venta de saldos deberá publicitarse señalando, al menos, las circunstancias y 

causas concretas que la motivan; en particular habrá de hacerse constar, de manera precisa 
y ostensible, cuando se tratase de artículos deteriorados o defectuosos, a fin de ser 
fácilmente identificables por las personas consumidoras.

3. Los establecimientos dedicados específica y exclusivamente a la venta de saldos 
deberán indicarlo de forma que sea claramente visible desde el exterior del local.

CAPÍTULO IV
Ventas en liquidación

Artículo 43.  Concepto.
1. Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de productos que, anunciada con esa denominación, 
tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es llevada a cabo por la 
persona comerciante o por la adquirente por cualquier título del negocio de aquella en 
alguno de los casos siguientes:

a) Cesación total o parcial de la actividad comercial. En caso de cese parcial tendrá que 
indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

b) Cambio de ramo de comercio o modificación substancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo que requieran el 

cierre del local.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
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2. No podrán ser objeto de este tipo de actividad comercial aquellos artículos que no 
hubieran formado parte de las existencias del establecimiento o aquellos que fueron 
adquiridos por la persona comerciante con objeto de incluirlos en la propia liquidación.

3. En todo caso deberá cesar la venta en liquidación en caso de que desaparezca la 
causa que la motivó o en caso de que se liquiden efectivamente los productos objeto de la 
venta.

Artículo 44.  Condiciones.
1. Las ventas en liquidación deberán efectuarse en el mismo establecimiento comercial o 

locales afectados donde los productos hayan sido habitualmente objeto de venta, salvo en 
los casos de fuerza mayor, de resolución judicial o administrativa que lo impida o cuando las 
causas que hubiesen originado dicha venta así lo exigieran, limitándose a los artículos que 
formen parte de las existencias del establecimiento.

2. Para que pueda tener lugar una liquidación será preciso que, con quince días de 
antelación, se comunique al departamento territorial de la consejería competente en materia 
de comercio, precisando la causa que motiva la venta de liquidación, la fecha de su 
comienzo, la duración y la fecha de finalización. Habrá de exhibirse en lugar visible del 
establecimiento comercial una copia de esta comunicación.

3. Los anuncios de liquidación, tanto en el punto de venta como en la publicidad que se 
lleve a cabo, deberán expresar la causa de la misma, así como la fecha de comienzo y la 
duración de la liquidación.

Artículo 45.  Duración.
1. La duración máxima de la venta en liquidación será de seis meses, salvo en el caso 

de cesación total de la actividad, que será de un año.
2. En el curso de los tres años siguientes a la finalización de una venta en liquidación, la 

persona vendedora no podrá ejercer el comercio en la misma localidad sobre productos 
similares a los que hubieran sido objeto de liquidación, por cualquiera de los motivos 
señalados en las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 43.

Tampoco podrá proceder a una nueva liquidación en el mismo establecimiento, excepto 
cuando esta última tenga lugar en ejecución de decisión judicial o administrativa, por 
cesación total de la actividad o por causa de fuerza mayor.

CAPÍTULO V
Ventas con descuento

Artículo 46.  Concepto.
1. A los efectos de la presente Ley, se considera venta promocional con descuento la 

que consiste en ofrecer, mediante cualquier procedimiento publicitario, incluidos los anuncios 
expuestos en el propio establecimiento, una reducción sobre el precio aplicado con 
anterioridad por una persona comerciante sobre un determinado producto o grupo de 
productos.

2. Los artículos sobre los que se aplique el descuento no podrán estar deteriorados o ser 
de peor calidad que los que se hayan comercializado con anterioridad.

Artículo 47.  Condiciones.
La actividad promocional de venta con descuento se ajustará a las condiciones 

siguientes:
a) Su finalidad deberá consistir en potenciar la venta de determinados productos o en el 

relanzamiento de un establecimiento que haya sido objeto de una importante remodelación 
física reciente, lo que habrá de acreditarse aportando el oportuno proyecto técnico.

b) (Suprimido)
c) El periodo máximo de duración de una venta con descuento en un establecimiento 

remodelado será de tres meses desde la fecha de su reapertura.
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Cuando esta actividad fuera dirigida a la promoción de determinados productos, su 
duración no podrá ser inferior a un día ni superior a treinta.

En ambos casos, los productos promocionados no podrán ser objeto de nuevas ventas 
con descuento, salvo en los establecimientos de alimentación.

d) Todo anuncio de venta con descuento deberá especificar su duración y, en su caso, 
las reglas que se aplicarán. Asimismo, deberá indicar los productos afectados, salvo para el 
supuesto de que se celebre este tipo de promoción en un establecimiento remodelado y que 
se hallen incluidos en la referida promoción, al menos, la mitad de los artículos puestos a la 
venta.

CAPÍTULO VI
Ventas con obsequio

Artículo 48.  Concepto.
1. Se consideran ventas con obsequio aquellas que con la finalidad de promover las 

ventas ofertan, ya sea de forma automática o bien mediante la participación en un sorteo o 
concurso, un premio, cualquiera que sea la naturaleza de este.

2. Cuando el incentivo consista en un sorteo, lo dispuesto en la presente Ley será 
aplicable sin perjuicio de lo establecido en la legislación sectorial correspondiente.

3. Las ventas con obsequio o prima se reputan desleales en los supuestos previstos en 
la Ley de competencia desleal.

Artículo 49.  Condiciones.
Las ventas con obsequio o prima deberán cumplir los requisitos o condiciones 

siguientes:
a) Durante el periodo de duración de la venta con obsequio queda prohibido modificar el 

precio al alza, así como disminuir la calidad del producto.
b) El número de existencias con las que ha de contar la persona comerciante para 

afrontar la entrega de los obsequios, así como las bases por las que se regirán los 
concursos, sorteos o similares, deberán constar en el envase o envoltorio del artículo de que 
se trate o, en su defecto, estar debidamente acreditadas ante notario, siendo obligatoria la 
difusión de las personas ganadoras de los premios vinculados a la oferta.

c) En la comunicación obligatoria a cualquier persona de que fue agraciada con un 
premio se deberá señalar clara y expresamente que no se encuentra condicionada a la 
adquisición de producto o servicio alguno. La comunicación de esta circunstancia impedirá 
que la persona comerciante pueda exigir la adquisición de un producto o servicio como 
condición para la entrega del premio.

d) Los bienes y servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales 
deberán entregarse a la persona compradora en el momento de la compra o en un plazo 
máximo de tres meses, a contar desde que tal compradora reúna los requisitos exigidos. 
Todo sorteo, apuesta o concurso en que se exija a la persona participante un desembolso 
inicial estará sujeto a la legislación vigente del juego, salvo que el sorteo o concurso se 
ofrezca como obsequio con la compra de productos.

e) Cuando el ofrecimiento se realizara en los envases de los productos, el derecho a 
obtener la prima ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los tres meses siguientes a 
la fecha de caducidad de la promoción.

f) En el caso de que los obsequios ofrecidos formaran parte de un conjunto o colección, 
la empresa responsable de la oferta estará obligada a cambiar cualquiera de aquellos por 
otro distinto, excepto que en la oferta pública del incentivo se estableciera otro procedimiento 
para obtener las diferentes piezas de la colección.

g) Las ventas con obsequio se ajustarán a lo dispuesto en la legislación vigente para la 
defensa de las personas consumidoras y usuarias y en la normativa de aplicación en materia 
de comercio.
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h) Se considerará engañosa la oferta de productos con premio o regalo cuando las 
personas consumidoras no recibieran real y efectivamente lo que sea de esperar de acuerdo 
con la oferta realizada.

CAPÍTULO VII
Oferta de venta directa

Artículo 50.  Concepto.
Se entenderá que existe una oferta de venta directa cuando una persona fabricante o 

mayorista ofrezca sus productos al consumidor o consumidora final invocando tal condición.

Artículo 51.  Condiciones.
1. La venta no podrá realizarse en el recinto fabril o almacén, sino que deberá realizarse 

en un establecimiento comercial específicamente habilitado a tal fin.
2. Queda prohibido que en la oferta al público de mercancías de cualquier clase se 

invoque por la persona vendedora su condición de fabricante o mayorista, salvo que reúna 
las circunstancias siguientes:

a) Que, en el primer caso, fabrique realmente la totalidad de los productos puestos a la 
venta y, en el segundo, realice sus operaciones de venta, fundamentalmente a comerciantes 
minoristas.

b) Que los precios ofertados sean los mismos que se aplican a las personas 
comerciantes mayoristas o minoristas, según los casos.

TÍTULO V
De las modalidades especiales de venta

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 52.  Concepto.
Se consideran ventas especiales aquellas no realizadas en un establecimiento comercial 

abierto al público de manera permanente y, especialmente, las ventas a domicilio, las ventas 
a distancia, las ventas automáticas, las ventas ambulantes, las ventas en subasta pública y 
las ventas ocasionales.

Artículo 53.  Requisitos de los establecimientos comerciales.
Las personas comerciantes que se dediquen a la realización de cualquiera de las 

modalidades de venta señaladas en el artículo anterior deberán disponer de las 
autorizaciones o acreditaciones, en cada caso, precisas para su realización, estarán 
obligadas a cumplir los preceptos de la presente Ley, así como todos los requisitos 
establecidos en su normativa específica aplicables a los objetos de venta, en particular en 
materia de sanidad y seguridad.

CAPÍTULO II
Ventas a domicilio

Artículo 54.  Concepto.
1. Se consideran ventas domiciliarias aquellas formas de distribución comercial ejercidas 

por comerciantes suficientemente identificados, en los que estos toman la iniciativa de venta, 
proponiéndose o concluyéndose los contratos con la persona compradora en su domicilio 
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particular o lugar de trabajo, en el que se presentan la persona vendedora, los empleados y 
empleadas o representantes de ella.

2. Se asimilarán a las ventas a domicilio y quedan sometidas a su mismo régimen:
a) Las denominadas ventas en reuniones, en las que la oferta de las mercancías se 

efectúa mediante demostración practicada ante una o varias personas, en reunión 
ocasionalmente organizada por una de ellas en su propio domicilio a petición de la persona 
vendedora.

b) Las realizadas durante una excursión organizada por la persona comerciante.
3. No se consideran comprendidos en dicho concepto los repartos a domicilio de 

mercancías adquiridas en establecimientos permanentes, ni las entregas a domicilio de 
mercancías basadas en la existencia de un contrato de suministro entre la clientela y quien 
realiza el reparto o su persona principal.

4. En ningún caso podrán venderse a domicilio bebidas, productos alimenticios ni 
cualesquiera otros a los que su normativa reguladora prohíba expresamente su puesta en el 
mercado mediante este sistema de venta, así como los que, por su forma de presentación u 
otras circunstancias, no cumplan las normas técnico-sanitarias o de seguridad que les sean 
de aplicación.

Artículo 55.  Condiciones.
1. Las personas comerciantes que ejerzan este tipo de ventas tendrán que reunir, 

además de las condiciones generales para el ejercicio de las actividades comerciales 
señaladas en el artículo 5 de la presente Ley, todos aquellos requisitos establecidos en las 
regulaciones específicas aplicables a los productos objeto de venta.

2. La publicidad de la oferta, que habrá de ser entregada a la persona consumidora, 
incluirá la identificación de la empresa vendedora y los datos esenciales del producto, de 
forma que permitan su identificación inequívoca en el mercado, así como el precio, la forma 
y condiciones de pago, los gastos y el plazo de envío.

3. La persona vendedora está obligada a poner en conocimiento de la persona 
consumidora, por escrito, el derecho que la asiste de disponer de un periodo de reflexión, no 
inferior a siete días, durante el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate 
y recibir las cantidades que haya entregado, de conformidad con lo establecido en la 
normativa vigente en materia de protección de las personas consumidoras, en el caso de los 
contratos realizados fuera de los establecimientos comerciales.

CAPÍTULO III
Ventas a distancia

Artículo 56.  Concepto.
1. Se consideran ventas a distancia las celebradas sin la presencia física simultánea de 

las personas compradoras y vendedoras, siempre que su oferta y aceptación se realicen de 
forma exclusiva a través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y dentro de 
un sistema de contratación a distancia organizado por la persona vendedora.

En particular, estarán incluidas en este concepto las ventas por teléfono, las ventas por 
correspondencia, ya sea mediante envío postal, por catálogo, a través de impresos o por 
anuncios en la prensa, las ventas ofertadas por el llamado sistema de telecompra o por 
cualquier otro medio que se desarrolle en el futuro de similares características.

2. Lo dispuesto en el presente capítulo no será de aplicación a:
a) Las ventas celebradas mediante distribuidores automáticos o locales comerciales 

automatizados.
b) Las ventas celebradas en subastas, excepto las efectuadas por vía electrónica.
3. Lo dispuesto en los artículos 58.1, 59, 62.1, 63 y 65 no será de aplicación a los 

contratos de suministro de productos alimenticios, de bebidas o de otros bienes del hogar de 
consumo corriente suministrados en el domicilio de la persona consumidora, en su 
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residencia o en su lugar de trabajo por distribuidores que realicen visitas frecuentes y 
regulares.

4. Cuando la contratación a distancia de bienes o servicios se lleve a cabo a través de 
medios electrónicos se aplicará, preferentemente, la normativa específica sobre servicios de 
la sociedad de la información y comercio electrónico.

Artículo 57.  Comunicación.
(Derogado).

Artículo 58.  Propuesta de contratación.
1. En todas las propuestas de contratación deberá constar inequívocamente que se trata 

de una propuesta comercial. En el caso de comunicaciones telefónicas, deberá precisarse 
explícita y claramente, al principio de cualquier conversación, a la persona compradora la 
identidad de la persona vendedora y la finalidad comercial de la llamada.

2. La utilización por parte de la persona vendedora de las técnicas de comunicación que 
consistan en un sistema automatizado de llamada sin intervención humana o en un telefax 
necesitará el consentimiento previo de la persona compradora.

3. En todo caso, deberán cumplirse las disposiciones vigentes sobre condiciones 
generales de contratación, protección de las personas menores y respeto a la intimidad. 
Cuando se utilicen datos personales procedentes de fuentes accesibles al público para la 
realización de comunicaciones comerciales, se proporcionará a la persona destinataria la 
información señalada en la legislación vigente en materia de protección de datos de carácter 
personal.

Artículo 59.  Información previa.
1. Antes de iniciar el procedimiento de contratación y con la antelación necesaria, la 

persona vendedora deberá suministrar a la consumidora, de forma veraz, eficaz y suficiente, 
la información siguiente:

a) La identidad de la persona oferente y su dirección.
b) Las características esenciales del producto.
c) El precio, incluidos los impuestos.
d) Los gastos de entrega y transporte, en su caso.
e) La forma de pago y modalidades de entrega o de ejecución.
f) La existencia de un derecho de desistimiento o resolución, o su ausencia en los 

contratos a que se refiere el apartado 9 del artículo 63 de la presente ley.
g) El coste de la utilización de la técnica de la comunicación a distancia cuando se 

calcule sobre una base distinta de la tarifa básica.
h) El plazo de validez de la oferta y del precio.
i) La duración mínima del contrato, si procede, cuando se trate de contratos de 

suministro de productos destinados a su ejecución permanente o repetida.
j) Las circunstancias y condiciones en que la persona vendedora podría suministrar un 

producto de calidad y precios equivalentes, en sustitución del solicitado por la consumidora, 
cuando se quiera prever esta posibilidad.

k) En su caso, indicación de si la persona vendedora dispone o está adherida a algún 
procedimiento extrajudicial de solución de conflictos.

2. La información contenida en el apartado anterior, cuya finalidad comercial ha de ser 
indudable, deberá facilitarse a la persona compradora de modo claro, comprensible e 
inequívoco, mediante cualquier técnica adecuada al medio de comunicación a distancia 
utilizado, y deberá respetar, en particular, el principio de buena fe en las transacciones 
comerciales, así como los principios de protección de quienes sean incapaces de contratar.

Artículo 60.  Necesidad de consentimiento expreso.
1. En ningún caso, la falta de respuesta a la oferta de venta a distancia podrá 

considerarse como aceptación de esta.
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2. En caso de que la persona vendedora enviase a la destinataria de la oferta el producto 
ofertado sin aceptación explícita de esta, se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 61.  Prohibición de envíos non solicitados.
1. Queda prohibido enviar a las personas consumidoras artículos o mercancías no 

pedidas por estas a la persona comerciante, cuando dichos suministros incluyan una petición 
de pago. En caso de que así fuese, y sin perjuicio de la infracción que tal conducta suponga, 
la persona receptora de tales artículos no estará obligada a su devolución, ni podrá 
reclamársele el precio. Y en el supuesto de que decida devolverlo, no deberá indemnizar por 
los daños y deméritos que presente el producto.

2. No será de aplicación lo dispuesto en el apartado anterior cuando quede claramente 
de manifiesto a la persona receptora que el envío no solicitado se debía a un error, 
correspondiendo a la persona vendedora la carga de la prueba. La persona receptora tendrá 
derecho a ser indemnizada por los gastos y por los daños y perjuicios que se le hubieran 
ocasionado.

Artículo 62.  Ejecución y pago.
1. Salvo en el supuesto de que las partes hayan acordado otra cosa, la persona 

vendedora deberá ejecutar el pedido a más tardar en el plazo de treinta días a partir del día 
siguiente a aquel en que la persona compradora le haya comunicado su pedido.

2. En caso de no ejecución del contrato por parte de la persona vendedora por no 
encontrarse disponible el bien objeto del pedido, la persona compradora deberá ser 
informada de esta falta de disponibilidad y deberá poder recuperar lo antes posible, y en 
cualquier caso en un plazo de treinta días como máximo, las sumas que haya abonado. En 
el supuesto de que la persona vendedora no realice este abono en el plazo señalado, la 
persona compradora podrá reclamar que se le pague el doble de la suma adeudada, sin 
perjuicio a su derecho a ser indemnizada por los daños y perjuicios sufridos en lo que 
excedan de dicha cantidad.

3. De no hallarse disponible el bien objeto del pedido, cuando la persona compradora 
hubiera sido informada expresamente de tal posibilidad, la persona vendedora podrá 
suministrar, sin aumento de precio, un producto de características similares que tenga la 
misma o superior calidad. En este caso, la persona compradora podrá ejercer sus derechos 
de desistimiento o resolución en los mismos términos que si se tratara del bien inicialmente 
requerido.

Artículo 63.  Derecho de desistimiento.
1. La persona compradora dispondrá de un plazo mínimo de siete días hábiles para 

desistir del contrato sin penalización alguna y sin indicación de los motivos. Será la ley del 
lugar donde se haya entregado el bien la que determine qué días han de tenerse por hábiles.

2. El ejercicio del desistimiento no estará sujeto a formalidad alguna, bastando que se 
acredite bajo cualquier forma admitida en derecho.

3. El derecho de desistimiento de la persona compradora no puede implicar la imposición 
de penalidad alguna, si bien podrá exigirse de la persona compradora que se haga cargo del 
coste directo de devolución del producto a la persona vendedora.

No obstante lo anterior, en los supuestos en que la persona vendedora pueda suministrar 
un producto de calidad y precio equivalentes, en sustitución del solicitado por la persona 
consumidora, los costes directos de devolución, si se ejerce el derecho de desistimiento, 
serán por cuenta de la persona vendedora, que ha debido informar de ello a la consumidora.

Serán nulas de pleno derecho las cláusulas que impongan a la persona consumidora 
una penalización por el ejercicio de su derecho de desistimiento o la renuncia al mismo.

4. A los efectos del ejercicio del derecho de desistimiento, el plazo se calculará a partir 
del día de recepción del bien, siempre que se haya cumplido el deber de información que 
impone el artículo 59.

5. En el caso de que la persona vendedora no haya cumplido con tal deber de 
información, la persona compradora podrá resolver el contrato en el plazo de tres meses, a 
contar desde aquel en el que se entregó el bien. Si la información a que se refiere el artículo 
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59 se facilita durante el citado plazo de tres meses, el periodo de siete días hábiles para el 
desistimiento empezará a correr desde ese momento. Cuando la persona compradora ejerza 
su derecho a resolver el contrato por incumplimiento del deber de información que incumbe a 
la persona vendedora, no podrá esta exigir que aquella se haga cargo de los gastos de 
devolución del producto.

6. Cuando la persona compradora haya ejercido el derecho de desistimiento o el de 
resolución conforme a lo establecido en el presente artículo, la persona vendedora estará 
obligada a devolver las sumas abonadas por aquella sin retención de gastos. La devolución 
de estas sumas deberá efectuarse lo antes posible y, en cualquier caso, en un plazo máximo 
de treinta días desde el desistimiento o la resolución. Corresponde a la persona vendedora 
la carga de la prueba sobre el cumplimiento del plazo. Transcurrido el mismo sin que la 
persona compradora haya recuperado la suma adeudada, tendrá derecho a reclamarla 
duplicada, sin perjuicio de que además se le indemnicen los daños y perjuicios que se le 
hayan causado en lo que exceda de dicha cantidad.

7. En el caso de que el precio haya sido total o parcialmente financiado mediante un 
crédito concedido a la persona compradora por parte de la persona vendedora o por parte de 
un tercero previo acuerdo de este con la persona vendedora, el ejercicio del derecho de 
desistimiento o de resolución contemplados en este artículo implicará al tiempo la resolución 
del crédito sin penalización alguna para la persona compradora.

8. El transcurso del plazo del derecho de desistimiento sin ejecutarlo no será obstáculo 
para el posterior ejercicio de las acciones de nulidad o resolución del contrato cuando 
procedan conforme a derecho.

9. Salvo pacto en contrario, lo dispuesto en el presente artículo no será de aplicación a 
los supuestos siguientes:

a) A los contratos de suministro de productos cuyo precio esté sujeto a fluctuaciones de 
coeficientes del mercado financiero que la persona vendedora no pueda controlar.

b) A los contratos de suministro de bienes confeccionados conforme a especificaciones 
de la persona consumidora o claramente personalizados, o que, por su naturaleza, no 
puedan ser devueltos o puedan deteriorarse o caducar con rapidez.

c) A los contratos de suministro de grabación sonora o de vídeo, de discos y de 
programas informáticos que hubiesen sido desprecintados por la persona consumidora, así 
como de ficheros informáticos suministrados vía electrónica, susceptibles de ser 
descargados o reproducidos con carácter inmediato para su uso permanente.

d) A los contratos de suministro de prensa diaria, publicaciones periódicas y revistas.

Artículo 64.  Pago mediante tarjeta.
1. Cuando el importe de una compra hubiese sido cargado fraudulenta o indebidamente 

utilizando el número de una tarjeta de pago, la persona titular de la misma podrá exigir la 
inmediata anulación del cargo. En tal caso, las correspondientes anotaciones de adeudo y 
reabono en las cuentas de la persona proveedora y de la persona titular se efectuarán a la 
mayor brevedad.

2. Sin embargo, si la compra hubiese sido efectivamente realizada por la persona titular 
de la tarjeta y la exigencia de devolución no fuera consecuencia de haberse ejercido el 
derecho de desistimiento o de resolución reconocido en el artículo 63 y, por tanto, hubiese 
exigido indebidamente la anulación del correspondiente cargo, aquella quedará obligada 
frente a la persona vendedora al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados como 
consecuencia de dicha anulación.

Artículo 65.  Información.
1. Además de la información señalada en el artículo 59, la persona consumidora deberá 

haber recibido, a la ejecución del contrato, las siguientes informaciones y documentos:
a) Información escrita sobre las condiciones y modalidades de ejercicio de los derechos 

de desistimiento y resolución, así como un documento de desistimiento y revocación, 
identificado claramente como tal, que contenga el nombre y dirección de la persona a quien 
ha de enviarse y los datos de identificación del contrato y de las personas contratantes a que 
se refiere.
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b) La dirección del establecimiento de la persona vendedora donde la persona 
compradora pueda presentar sus reclamaciones.

c) Información relativa a los servicios postventa y a las garantías comerciales existentes.
d) En el caso de celebración de un contrato de duración indeterminada o de duración 

superior a un año, las condiciones de rescisión del contrato.
2. La información a que se refiere el apartado anterior deberá facilitarse por escrito o, 

salvo oposición expresa de la persona consumidora, en cualquier otro soporte duradero 
adecuado a la técnica de comunicación empleada y en la lengua utilizada en la propuesta de 
contratación.

Artículo 66.  Irrenunciabilidad de los derechos.
La renuncia efectuada, explícita o implícitamente, por la persona consumidora a los 

derechos que le son reconocidos en el presente capítulo será nula y no impedirá la 
aplicación de las normas contenidas en el mismo.

Artículo 67.  Requisitos especiales.
1. Los requisitos que deberán reunir las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la 

actividad de venta a distancia, al margen de los previstos en los artículos precedentes, así 
como de los señalados en el capítulo II del título I de la presente Ley, serán los siguientes:

a) Cumplir los requisitos previstos en la normativa específica reguladora de los productos 
objeto de esta modalidad de venta.

b) Llevar y tener a disposición de las autoridades competentes una relación autorizada 
de los productos que se comercializan, de sus ofertas, los centros de distribución y los 
domicilios sociales, así como de la recepción de pedidos y solicitudes de información.

c) Tener los almacenes donde se encuentren los productos en las condiciones 
adecuadas, según lo establecido en la legislación vigente.

2. No pueden efectuarse envíos de ofertas en caso de implicar el sistema utilizado 
cualquier gasto para la persona destinataria, salvo que exista la solicitud previa de la oferta 
por parte de esta última.

CAPÍTULO IV
Ventas automáticas

Artículo 68.  Concepto.
1. Se entiende por venta automática la forma de distribución detallista en la cual se pone 

a disposición de las personas consumidoras el producto o servicio para que estas lo 
adquieran mediante el accionamiento de cualquier tipo de mecanismo y previo pago de su 
importe.

2. A los efectos de la presente Ley, no privará a una venta de su condición de automática 
el hecho de que el mecanismo de venta se halle instalado en un establecimiento comercial.

3. Todas las máquinas o mecanismos de venta automática deberán cumplir la normativa 
técnica que les resulte de aplicación.

Artículo 69.  Condiciones.
1. A los efectos de protección de los consumidores y usuarios, las máquinas o 

mecanismos de venta automática deberán reunir los requisitos que reglamentariamente se 
determinen y en los mismos deberá figurar con claridad:

a) La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 
que expenden, su precio, la identidad del oferente, así como una dirección y teléfono donde 
se atiendan las reclamaciones.

b) La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite, las instrucciones para la obtención del producto deseado, así como la acreditación 
del cumplimiento de la normativa técnica aplicable.
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c) Un sistema de recuperación automática de monedas y/o billetes para los supuestos de 
error, inexistencia de mercancías o mal funcionamiento de la máquina o mecanismo de 
venta.

2. En el caso de productos alimentarios, únicamente están autorizados para su venta 
automática los que estén envasados, los cuales llevarán la identificación que estuviese 
prescrita por la normativa vigente en materia de etiquetado y comercialización.

3. En el caso de que las máquinas o mecanismos de venta estuvieran instalados en un 
local destinado al desarrollo de una empresa o actividad privada, las personas titulares de la 
misma responderán solidariamente con la de la propia máquina frente a la persona 
compradora del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la venta automática.

CAPÍTULO V
Venta ambulante o no sedentaria

Artículo 70.  Concepto.
1. Se considera venta ambulante o no sedentaria la realizada por personas 

comerciantes, fuera de un establecimiento comercial permanente de forma habitual, 
ocasional, periódica o continuada, en los perímetros o lugares debidamente autorizados en 
instalaciones comerciales desmontables o transportables, incluyendo los camiones tienda.

2. Las ventas efectuadas dentro de los locales o recintos ocupados por un certamen 
ferial no tendrán la consideración de ambulante.

Artículo 71.  Tipología de venta ambulante o no sedentaria.
A los efectos de la presente Ley, se entiende por:
a) Venta ambulante en mercados periódicos: aquella autorizada en los mercados 

ubicados en poblaciones, en lugares y espacios determinados, con una periodicidad habitual 
establecida. Dentro de este epígrafe están encuadradas, entre otras, las realizadas en ferias 
populares, mercadillos y rastros.

b) Venta ambulante en mercados fijos: aquella autorizada en lugares anexos a los 
mercados municipales o de abastos, con instalaciones permanentes en las poblaciones.

c) Venta ambulante en puestos desmontables instalados en la vía pública: aquella 
autorizada para un número de puestos, situaciones y periodos determinados.

d) Venta ambulante en mercados ocasionales: aquella autorizada en mercados 
esporádicos, que se celebren con motivo de ferias, fiestas o acontecimientos populares.

e) Venta ambulante mediante camiones o vehículos tienda: aquella realizada en los 
citados medios y autorizada en zonas o lugares determinados.

Artículo 72.  Condiciones.
1. El ejercicio de la venta ambulante, con las tipologías establecidas en el artículo 

anterior, estará sujeta a la obtención de licencia, correspondiendo a los ayuntamientos su 
autorización, conforme a lo dispuesto en la presente ley y en sus disposiciones de desarrollo. 
A tal fin, los ayuntamientos aprobarán las correspondientes ordenanzas municipales de 
venta ambulante, en las que se determinarán, como mínimo:

a) Los lugares y periodos en que pueda celebrarse la venta ambulante, así como la 
tipología admitida, habida cuenta de las características y necesidades de cada municipio y, 
especialmente, de los indicadores siguientes:

1.º) Densidad de tránsito y circulación.
2.º) Acceso a los locales comerciales o industriales, a sus escaparates o exposiciones.
3.º) Acceso a los edificios de uso público.
4.º) Condiciones para garantizar la adecuada sanidad e higiene.
5.º) Interés de las personas consumidoras.
6.º) Tradición y raigambre en el municipio de esta modalidad de venta.
b) Los requisitos para el ejercicio de la venta ambulante.
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c) El régimen de autorizaciones.
d) La previsión del número de puestos o licencias.
e) Los productos que podrán ser ofrecidos a la venta.
f) La tasa a pagar por la concesión de la licencia.
g) El régimen interno de funcionamiento del mercado, en su caso.
h) La previsión del régimen sancionador.
i) La relación de derechos y deberes de las personas comerciantes ambulantes.
2. Serán requisitos inexcusables para la concesión de la mencionada autorización de 

venta ambulante los siguientes:
a) Estar dado o dada de alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social y, en 

su caso, en el impuesto de actividades económicas.
b) Cumplir con los requisitos de las reglamentaciones de cada tipo de productos.
c) Estar en posesión, en su caso, del certificado acreditativo de haber recibido formación 

en materia de manipulación de alimentos.
d) Satisfacer las tasas y los tributos fijados en la correspondiente ordenanza municipal.
e) Disponer de los permisos de residencia y trabajo que, en cada caso, fuesen exigibles, 

si se tratara de personas extranjeras.
f) Las personas jurídicas deberán acreditar los siguientes extremos: el CIF, acta de 

constitución, estatutos y escritura de poder otorgada a la persona que firma la solicitud de 
autorización en representación de la empresa.

g) Disponer de seguro de responsabilidad civil.

Artículo 73.  Sección de comerciantes ambulantes del Registro Gallego de Comercio.
(Derogado).

Artículo 74.  Productos objeto de la venta ambulante.
1. En ningún caso podrán ser objeto de venta ambulante o no sedentaria los bienes o 

productos cuya propia normativa lo prohíba y aquellos otros que, en razón a su presentación 
u otros motivos, no cumplan la normativa técnico-sanitaria y de seguridad.

2. En todo caso, no se podrán vender alimentos o productos alimentarios no envasados 
por quien carezca del certificado acreditativo de haber recibido formación en materia de 
manipulación de los mismos.

3. Los ayuntamientos determinarán, dentro de los lugares señalados, los productos 
objeto de comercialización.

Artículo 75.  Lugares destinados a la venta ambulante.
1. Los ayuntamientos cuidarán de que los lugares destinados al ejercicio de la venta 

ambulante se hallen en idóneas condiciones de limpieza y salubridad, debiendo ejercer el 
debido control higiénico y sanitario, en especial de los productos perecederos y de 
alimentación, de acuerdo con la legislación y las ordenanzas vigentes.

2. Por razones de protección del patrimonio cultural, en las rutas de los Caminos de 
Santiago la venta ambulante solo podrá desarrollarse en los tramos urbanos de la traza de 
dichos Caminos o en el marco de las tipologías previstas en las letras a), b) y d) del 
artículo 71 de la presente ley en los tramos no urbanos, debiendo respetarse en todo caso lo 
establecido en la Ley 5/2016, de 4 de mayo, del patrimonio cultural de Galicia.

Artículo 76.  Régimen de autorización.
1. Las autorizaciones se concederán en condiciones no discriminatorias y el 

procedimiento habrá de garantizar la transparencia e imparcialidad y, en concreto, la 
publicidad adecuada de inicio, desarrollo y fin del proceso.

Puesto que el número de autorizaciones disponibles es limitado debido a la escasez de 
suelo público habilitado a tal efecto, la duración de las mismas no podrá ser por tiempo 
indefinido, debiendo permitir, en todo caso, la amortización de las inversiones y una 
remuneración equitativa de los capitales invertidos.
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Las autorizaciones se otorgarán por tiempo determinado, siendo su plazo máximo de 
duración de cinco años prorrogables de forma expresa por idénticos periodos.

2. Las licencias podrán concederse tanto a personas físicas como a personas jurídicas, 
sean sociedades mercantiles o cooperativas, y serán transferibles a otras personas físicas o 
jurídicas que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 72.2 de la presente Ley, 
previa comunicación a la administración competente. La transmisión de una autorización no 
afectará a su periodo de vigencia, que se mantendrá por el tiempo que reste hasta la 
finalización del plazo de duración.

Artículo 77.  Información al público.
Las personas que ejerzan el comercio ambulante deberán tener expuesto en forma 

fácilmente visible y legible para el público sus datos personales y el documento en el que 
conste la correspondiente autorización municipal, así como una dirección para la recepción 
de las posibles reclamaciones.

Artículo 78.  Facultades de inspección y sanción.
Corresponde a los ayuntamientos la inspección y sanción en materia de venta 

ambulante, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otras administraciones.

CAPÍTULO VI
Venta en subasta pública

Artículo 79.  Concepto.
1. Son ventas en subasta pública aquellas consistentes en la oferta pública e irrevocable 

de un bien a efectos de la adjudicación del producto, mediante el sistema de puja y dentro 
del plazo concedido a tal efecto, a la persona oferente que proponga un mejor precio en el 
curso de una sesión pública convocada con esta finalidad.

2. La regulación de las ventas en subasta pública contenida en la presente Ley se 
aplicará tanto a las efectuadas por empresas que se dediquen habitualmente a esta 
actividad como a aquellas que la realizaran ocasionalmente. Están fuera del ámbito de 
aplicación de la presente Ley las subastas judiciales o administrativas, las que se lleven a 
cabo en lonjas y lugares similares y las subastas de títulos-valores, las cuales se regirán por 
su normativa específica.

Artículo 80.  Condiciones del contrato de venta en subasta pública.
El contrato de subasta o de venta en subasta pública deberá cumplir las condiciones 

siguientes:
a) En el supuesto de que los bienes a vender en subasta pública no pertenecieran a la 

empresa que desarrolle esta actividad, las relaciones con la propiedad de tales bienes se 
ajustarán a lo estipulado entre las partes, de conformidad con la normativa general sobre 
contratación.

b) En defecto de pacto expreso, se entenderá que todos los gastos de la venta en 
subasta pública, incluidos los de custodia y, en su caso, tasación, corresponden a la 
empresa de subastas, sin que la propiedad deba entregar por este concepto remuneración 
alguna, fuera del precio o gratificación establecido.

También corresponderá a la referida empresa, salvo estipulación en contrario, la 
obligación de custodia y exposición de los bienes y, en su caso, los de inclusión en el 
catálogo.

c) La empresa subastadora deberá comprobar, en su caso, el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la legislación vigente para la protección del tesoro artístico, 
histórico y bibliográfico.

d) El encargo de subasta deberá documentarse mediante un escrito en el que se 
identificarán las partes, el objeto y condiciones de la venta, así como la retribución de la 
empresa subastadora.
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Artículo 81.  Requisitos de la oferta en subasta pública.
La oferta de la venta en subasta pública deberá cumplir los requisitos siguientes:
a) Deberá contener una descripción veraz de los objetos que salen a la referida venta, 

con identificación de si sus calidades son ciertas o, simplemente, supuestas o adveradas por 
determinado experto.

b) Cuando en salas especializadas en objetos de arte o de valor se oferte la venta en 
subasta de una imitación o de un artículo que, aunque aparentemente precioso, no lo sea en 
realidad, deberá hacerse constar expresamente esta circunstancia, tanto en los anuncios 
como en las invitaciones de las pujas.

c) Cuando se oferte la venta en subasta de un objeto al que se acompaña del nombre o 
de las iniciales de una determinada persona o precisando que aparece firmado por esta, se 
considerará que se vende como original de la misma, a menos que consten con claridad las 
oportunas advertencias.

d) Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación a las ventas de 
objetos preciosos o artísticos que se oferten al público en forma distinta a la subasta.

Artículo 82.  Relación entre las partes intervinientes.
La relación entre la empresa que efectúa la venta en subasta pública y las personas 

licitadoras deberá atenerse a las condiciones siguientes:
a) Únicamente podrá exigirse la constitución de fianza a las personas licitadoras cuando 

expresamente se haya consignado esta condición en los anuncios de la venta en subasta 
pública.

En ningún caso, el importe de las fianzas podrá ser superior al cinco por ciento del precio 
de salida de los bienes en cuya licitación se quiera participar.

b) La fianza constituida por las personas licitadoras a quienes no hubiese sido 
adjudicado el remate deberá ser reintegrada dentro del plazo máximo de tres días, a contar 
desde la finalización del acto.

c) En el caso de que la persona rematante no satisficiere el precio en las condiciones en 
que se llevó a cabo la adjudicación, perderá la fianza constituida, que, en defecto de pacto, 
corresponderá a la persona titular del bien subastado, una vez deducido el premio o 
comisión atribuible a la empresa subastadora, sin perjuicio del derecho de la persona 
vendedora a exigir el cumplimiento del contrato.

Artículo 83.  Documentación.
1. Adjudicado un bien, se consignará inmediatamente por escrito, procediéndose a su 

entrega una vez satisfecho el precio del remate o la parte del precio determinada en los 
correspondientes anuncios.

2. Las ventas en subasta pública deberán, necesariamente, formalizarse mediante un 
documento público o privado que, en su caso, podrá ser concedido por la empresa 
subastadora como mandataria de la persona propietaria del bien vendido en la subasta.

Artículo 84.  Efectos de la venta en subasta pública.
1. La adquisición de bienes muebles mediante una venta en subasta pública conforme a 

lo previsto en la presente ley determinará su irreivindicabilidad en la forma establecida en el 
artículo 85 del Código de Comercio.

2. La empresa subastadora responderá solidariamente con la persona titular del bien 
subastado por la falta de conformidad de este con el anuncio de la subasta, así como por los 
vicios o defectos ocultos de la cosa vendida cuando hubiese incumplido las obligaciones de 
información contenidas en el artículo 81 de la presente Ley.

Artículo 85.  Comunicación previa.
La actividad de venta en subasta pública deberá ser comunicada previamente al 

ayuntamiento en cuyo ámbito territorial va a ser celebrada.
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En el caso de empresas que se dediquen con carácter permanente a esta actividad, la 
autorización se concederá por una sola vez y con carácter temporal ilimitado, sin perjuicio de 
la oportuna revocación de la misma por incumplimiento de las condiciones requeridas y, en 
cualquier caso, previo oportuno expediente administrativo.

CAPÍTULO VII
Venta ocasional

Artículo 86.  Concepto.
A los efectos de la presente Ley, se entiende por venta ocasional aquella que consista en 

la oferta de bienes en establecimientos, públicos o privados, que no tengan carácter 
comercial permanente y habitual para esta actividad, por un periodo inferior a un mes y que 
no constituya venta ambulante o cualquier otra modalidad de venta expresamente regulada 
en esta Ley.

Artículo 87.  Condiciones.
1. La actividad de venta ocasional deberá ser comunicada previamente al ayuntamiento 

en cuyo ámbito territorial se celebre.
2. En la comunicación se determinarán, como mínimo, los extremos siguientes:
a) La identificación de la persona vendedora.
b) La descripción del producto, de sus características, así como de su origen.
c) El cumplimiento de los requisitos fiscales y administrativos.
d) El título de uso del local.
3. Cuando la venta ocasional suponga la entrega inmediata del producto comercializado 

deberá indicarse a la persona compradora la existencia de un plazo de, al menos, siete días, 
durante el cual esta pueda efectuar la correspondiente devolución o, en su caso, 
reclamación.

4. Si la entrega del producto se difiriera en el tiempo será de aplicación a la venta 
ocasional lo dispuesto en los artículos 57 a 67 de la presente Ley.

CAPÍTULO VIII
Prácticas especiales de venta

Artículo 88.  Venta multinivel. Concepto.
1. La venta multinivel constituye una forma especial de comercio en la que una persona 

fabricante o comerciante mayorista vende sus productos o servicios a la persona 
consumidora final a través de una red de comerciantes o agentes distribuidores 
independientes, pero condicionados dentro de una misma red comercial, y cuyos beneficios 
económicos se obtienen mediante un único margen sobre el precio de venta al público, que 
se distribuye mediante la percepción de porcentajes variables sobre el total de la facturación 
generada por el conjunto de las personas comerciantes o distribuidoras independientes 
integradas en la red comercial y, proporcionalmente, al volumen de negocio que cada 
componente haya creado.

2. Entre la persona fabricante o el mayorista y la persona consumidora final solo será 
admisible la existencia de una persona distribuidora.

Artículo 89.  Condiciones.
1. Queda prohibido organizar la comercialización de productos y servicios en los 

siguientes supuestos:
a) Cuando el beneficio económico de la organización y de las personas vendedoras no 

se obtuviera exclusivamente de la venta o del servicio distribuido a las personas 
consumidoras finales, sino de la incorporación de nuevas personas vendedoras.
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b) En el caso de que no se garantizara adecuadamente que las personas distribuidoras 
cuenten con la oportuna contratación laboral o cumplan con los requisitos que vienen 
exigidos legalmente en el desarrollo de una actividad comercial.

c) Cuando existiera la obligación de realizar una compra mínima de los productos 
distribuidos por parte de las nuevas personas vendedoras sin pacto de recompra en iguales 
condiciones.

2. En ningún caso, la persona fabricante o mayorista titular de la red podrá condicionar el 
acceso a la misma mediante la exigencia del abono de una cuota o canon de entrada que no 
sea equivalente a los productos y material promocional entregados a un precio similar al de 
otros homólogos existentes en el mercado y que no podrán superar la cantidad que 
reglamentariamente se determine.

Artículo 90.  Prohibición de las ventas piramidales.
1. Se prohíbe la venta realizada por el procedimiento llamado «en cadena o piramidal» y 

cualquier otro análogo, consistente en ofrecer a las personas consumidoras productos o 
servicios a un precio inferior a su valor de mercado, de forma gratuita o por cualquier medio 
que implique un incentivo de compra, a condición de que se consiga, directa o 
indirectamente, para la persona vendedora o para una tercera, la adhesión de otras 
personas o un volumen de venta determinado.

2. Se prohíbe proponer la obtención de adhesiones o inscripciones con la expectativa de 
obtener un beneficio económico relacionado con la progresión geométrica del número de 
personas reclutadas o inscritas.

Artículo 91.  Prohibición de la venta con pérdida.
Se prohíbe la venta con pérdida, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12, capítulo 

III, del título I de la presente Ley.

TÍTULO VI
De la actividad comercial en régimen de franquicia

CAPÍTULO ÚNICO
De la actividad comercial en régimen de franquicia

Artículo 92.  Concepto y condiciones.
1. La actividad comercial en régimen de franquicia es aquella que se lleva a cabo en 

virtud de un acuerdo o contrato por el que una empresa, denominada franquiciadora, cede a 
otra, denominada franquiciada, el derecho a la explotación de un sistema propio de 
comercialización de productos o servicios.

2. y 3. (Derogados).

TÍTULO VII
De las actividades feriales

CAPÍTULO ÚNICO
De las actividades feriales

Artículo 93.  De las actividades feriales.
En lo concerniente a la regulación de las actividades feriales, estas se regirán por la ley 

específica de la Comunidad Autónoma de Galicia en esta materia y por lo dispuesto en el 
siguiente precepto.
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Artículo 94.  Ferias de oportunidades celebradas por personas comerciantes.
1. Se entienden por ferias de oportunidades aquellas de carácter multisectorial 

promovidas por personas comerciantes o por sus estructuras asociativas y celebradas fuera 
de sus respectivos establecimientos comerciales, permanentes o fijos, en lugares del núcleo 
urbano habilitados al efecto por el ayuntamiento respectivo.

2. La celebración de las ferias de oportunidades requerirá comunicación previa a la 
dirección general competente en materia de comercio, que deberá realizarse con una 
antelación mínima de un mes a la fecha de su celebración. En la citada comunicación se 
indicará el número de puestos a instalar, las personas comerciantes participantes y el 
municipio donde desarrollan su actividad, los productos objeto de venta, así como la 
duración y situación de la feria y la dimensión espacial de esta y de cada uno de los puestos. 
Asimismo, deberá adjuntarse la correspondiente comunicación previa o declaración 
responsable al respectivo ayuntamiento y el informe de la mesa local del comercio del 
ayuntamiento o ayuntamientos que integren la comarca si el ámbito territorial de la feria es 
comarcal.

3. Las ferias de oportunidades tendrán por objeto la celebración de ventas en 
condiciones más ventajosas de las habituales, y les resultará de aplicación lo dispuesto en el 
capítulo I del título IV de la presente ley.

4. Las dos terceras partes de las personas comerciantes participantes en la feria de 
oportunidades deberán ejercer su actividad en el respectivo municipio o comarca, si el 
ámbito territorial de la feria es comarcal, y no podrán ocupar ninguna de ellas más de una 
décima parte de la dimensión espacial de la feria.

5. Las ferias de oportunidades tendrán una duración máxima de tres días. Podrán 
celebrarse únicamente una vez al año, preferentemente en período de rebajas. 
Excepcionalmente, previo informe de la mesa local del comercio, podrá ser autorizada por la 
dirección general competente en materia de comercio la realización de una segunda feria de 
oportunidades en el período de un año.rcio, podrá autorizarse por la dirección general 
competente en materia de comercio la realización de una segunda feria de oportunidades en 
el periodo de un año.

TÍTULO VIII
De la inspección y el régimen sancionador

CAPÍTULO I
Inspección

Artículo 95.  Competencias inspectoras.
La Administración gallega, a través de la dirección competente en materia de comercio, y 

los ayuntamientos, en el ejercicio de sus funciones de vigilancia, podrán inspeccionar los 
productos, actividades, instalaciones y establecimientos comerciales, así como recabar de 
sus personas titulares cuanta información resulte necesaria con relación a los mismos, a fin 
de garantizar el cumplimiento de la presente ley y sus disposiciones de desarrollo.

Lo expuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de las competencias 
inspectoras en otros ámbitos sectoriales en los que, en razón a la materia, otros 
departamentos de la Xunta de Galicia resulten competentes.

Artículo 96.  Funciones de la Inspección de Comercio.
Corresponden a la Inspección de Comercio las funciones siguientes:
a) Vigilar, verificar y constatar el cumplimiento de las disposiciones legales y 

reglamentarias en materia de comercio.
b) Investigar y comprobar los hechos de los que tenga conocimiento la administración 

por presuntas infracciones o irregularidades en materia de comercio.
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c) Asesorar e informar sobre cualquier materia comercial y comprobar la ejecución de las 
inversiones que hayan sido objeto de subvenciones públicas.

d) Informar a las empresas, durante la realización de sus actuaciones, sobre las 
exigencias, el cumplimiento y la aplicación de la normativa vigente en materia de comercio.

e) Elaborar los informes que requiera su actividad, así como los solicitados por los 
órganos competentes en materia de comercio.

f) Estudiar, preparar y ejecutar las campañas de inspección, así como cualquier otra 
actuación preparatoria para la correcta ejecución de sus funciones.

g) Cualesquiera otras funciones inspectoras que, legal o reglamentariamente, se le 
atribuyan.

Artículo 97.  Facultades de la Inspección de Comercio.
Para el cumplimiento de sus funciones, el personal que realice las actividades de 

inspección tendrá las facultades siguientes:
a) Acceder en cualquier momento a los establecimientos comerciales o a las empresas 

sujetas a inspección.
b) Requerir la comparecencia de la persona titular o de las personas responsables del 

establecimiento comercial, empresa o actividad, o de quien les represente, durante el tiempo 
que resulte preciso para el desarrollo de sus actuaciones.

c) Requerir información a la persona titular o a las personas responsables del 
establecimiento comercial, empresa o actividad sobre cualquier asunto relativo al 
cumplimiento de la normativa comercial aplicable.

d) Solicitar información del personal al servicio del establecimiento, empresa o actividad 
comercial, en el supuesto de que la persona titular o las personas responsables no estén 
presentes.

e) Recabar, cuando lo estime necesario, la colaboración del personal y de los servicios 
dependientes de otras administraciones públicas, así como de las fuerzas y cuerpos de 
seguridad del Estado.

Artículo 98.  Obligaciones de las personas inspeccionadas.
1. Las personas físicas o jurídicas inspeccionadas estarán obligadas, ya sea a través de 

las personas titulares de los establecimientos inspeccionados o, en su defecto, a través de 
sus personas empleadas, a requerimiento de los órganos competentes en materia de 
comercio o del personal que realice las actividades de inspección, a:

a) Facilitar a la Inspección de Comercio el acceso a las dependencias e instalaciones y 
el examen de los documentos, libros y registros directamente relacionados con la vigilancia y 
comprobación del cumplimiento de las obligaciones legales en materia de comercio.

b) Suministrar toda clase de información sobre instalaciones, productos o servicios, 
permitiendo la directa comprobación de las personas inspectoras.

c) Exhibir la documentación que sirva de justificación de las transacciones efectuadas, 
de los precios y márgenes aplicados y de los conceptos en los cuales estos se desglosan.

d) Facilitar la obtención de copia o reproducción de dicha documentación.
e) En general, consentir la realización de las visitas de inspección y dar toda clase de 

facilidad para ello.
2. Cualquier declaración o documentación que se aporte a requerimiento de la 

administración, o espontáneamente, deberá ser firmada por persona con poder bastante 
para representar a la empresa.

Artículo 99.  Actividad inspectora en materia de comercio.
1. La actividad inspectora en materia de comercio será realizada por las personas 

funcionarias del cuerpo de gestión de la Xunta de Galicia (subgrupo A2) adscritas a los 
correspondientes puestos de Inspección de Comercio.

2. Corresponde al funcionariado de la Inspección de Comercio la dirección y ejecución 
de las acciones dirigidas al cumplimiento de las funciones establecidas en el artículo 96 de la 
presente Ley.
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Artículo 100.  Personal de la Inspección de Comercio.
1. En el ejercicio de las funciones inspectoras, el funcionariado de la Inspección de 

Comercio tendrá carácter de autoridad y, sin perjuicio de la dependencia orgánica y funcional 
de la autoridad administrativa correspondiente, actuará con total independencia y estricta 
sujeción al principio de imparcialidad.

2. El funcionariado de la Inspección de Comercio estará obligado a identificarse como tal 
en el ejercicio de sus funciones y, cuando le fuera solicitado, a exhibir las credenciales de su 
condición.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en aquellos casos en los que la 
finalidad de la inspección pueda frustrarse por tal motivo, siempre que el cometido inspector 
se realice en lugares de acceso público.

3. La actuación inspectora tendrá, en todo caso, carácter confidencial y el personal 
inspector estará obligado, de forma estricta, a cumplir el deber de secreto profesional.

Artículo 101.  Actuación de las personas inspectoras.
1. La Inspección de Comercio llevará a cabo su actuación mediante:
a) Las visitas a los establecimientos comerciales objeto de la inspección.
b) El requerimiento para que las personas responsables de las actividades comerciales 

se personen en la administración y aporten cuantos datos sean precisos para realizar la 
función inspectora, en los términos previstos en los artículos 39 y 40 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común.

c) Los medios de investigación que considere oportunos.
2. De cada visita de inspección se levantará acta, que reflejará las actuaciones de 

investigación y comprobación realizadas y sus resultados. Las actas de inspección tienen 
naturaleza de documento público y tendrán valor probatorio de los hechos que hubiesen 
motivado su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

3. El procedimiento de inspección y el contenido de las actas de inspección se 
determinará reglamentariamente.

CAPÍTULO II
Infracciones

Artículo 102.  Concepto y clases.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden puedan derivarse, constituyen 

infracciones administrativas en materia de ordenación de la actividad comercial, así como de 
las instituciones y actividades feriales, las acciones u omisiones tipificadas en la presente 
ley, las cuales serán objeto de sanciones administrativas, previa instrucción del 
correspondiente procedimiento sancionador.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 103.  Responsabilidad.
Son responsables por las infracciones tipificadas en la presente ley las personas físicas 

o jurídicas titulares de las empresas, establecimientos y actividades comerciales de que se 
trate.

Artículo 104.  Infracciones leves.
Tendrán la consideración de infracciones leves:
a) Las simples inobservancias de las disposiciones establecidas en la presente Ley que 

no tengan repercusiones económicas ni perjuicio para las personas consumidoras.
b) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 

reglamentariamente establecida.
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c) En general, incumplir las obligaciones establecidas en la presente ley que no sean 
objeto de sanción específica.

Artículo 105.  Infracciones graves.
Tendrán la consideración de infracciones graves:
a) Con relación al ejercicio de la actividad comercial:
1.º) Ejercer una actividad comercial sin previa autorización en caso de que esta fuese 

preceptiva, no realizar las comunicaciones o notificaciones a la Administración comercial 
exigidas por la normativa vigente, incumplir los requisitos establecidos en el artículo 5 o 
incurrir en alguna de las prohibiciones establecidas en el artículo 6.

2.º) Ejercer simultáneamente en un mismo establecimiento actividades comerciales 
mayorista y minorista sin mantenerlas debidamente diferenciadas o sin respetar las normas 
específicas aplicables a cada una de estas modalidades de distribución.

3.º) Realizar ventas con pérdida, a excepción de las autorizadas por la presente Ley, e 
incumplir las normas sobre facturas que recoge el artículo 12.

4.º) Ejercer la actividad de venta fuera de un establecimiento comercial incumpliendo lo 
dispuesto en el artículo 22.

b) En cuanto a las actividades comerciales de promoción de ventas:
1.º) Utilizar las denominaciones recogidas en el artículo 36.2, u otras semejantes, para 

anunciar ventas que no respondan al correspondiente concepto legal o generen confusión 
con otra distinta, así como no observar las características legales definidoras de cada una de 
ellas.

2.º) Vender artículos defectuosos, excepto en la venta en saldos.
3.º) Vender artículos o productos bajo la denominación de saldos cuando aquellos no se 

ajustasen a lo establecido en la presente Ley y cuando los artículos en saldo no se 
encontraran debidamente separados del resto de los productos no saldados.

4.º) Incumplir lo preceptuado en el artículo 40.1, en cuanto a la prohibición de 
simultanear la venta en rebajas con otras ventas promocionales.

5.º) Realizar la venta en rebajas, en liquidación o con descuento de artículos adquiridos 
expresamente con tal finalidad.

6.º) Incumplir lo dispuesto en la presente ley para la venta en rebajas.
7.º) Falsear, en las ventas promocionales, la publicidad de su oferta.
8.º) Incumplir el régimen establecido sobre entrega y canje de los obsequios 

promocionales.
9.º) Modificar durante el periodo de duración de la oferta de ventas con obsequio el 

precio o la calidad del producto.
10.º) Vender bajo el anuncio de venta en liquidación o realizar la liquidación que no 

responda a lo establecido en la presente Ley y la venta efectuada sin la comunicación previa 
exigida.

c) En lo que concierne a las modalidades y prácticas especiales de venta:
1.º) Realizar ventas a distancia incumpliendo las condiciones y limitaciones que para 

dichas ventas establece la presente Ley.
2.º) Anunciar ventas como directas de fabricante o mayorista incumpliendo lo 

preceptuado por la presente Ley.
3.º) Incumplir el régimen establecido legalmente para las ventas domiciliarias.
4.º) Incumplir lo dispuesto en el artículo 69 respecto a la recuperación del importe en la 

venta realizada a través de mecanismos o máquinas de venta.
5.º) Incumplir la prohibición de venta realizada por el procedimiento llamado «en cadena 

o piramidal», de acuerdo lo establecido en el artículo 90 de la presente Ley.
6.º) Incumplir los requisitos legales para la venta en subasta pública.
d) En lo referente a la venta ambulante o no sedentaria:
1.º) Practicar la venta fuera de los perímetros y/o lugares autorizados o con trasgresión 

de los días y horarios establecidos.
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2.º) Practicar la venta cualquier persona no autorizada o comerciantes que incumplan los 
requisitos establecidos en la presente ley, en los reglamentos u ordenanzas reguladoras.

3.º) Practicar la venta en lugares que no reúnan las condiciones establecidas en la 
presente Ley, en los reglamentos u ordenanzas reguladoras.

e) Negarse o resistirse a suministrar datos o a facilitar la información requerida por las 
autoridades o su funcionariado y agentes de la Administración comercial en el ejercicio de 
sus funciones de comprobación, y el suministro de información inexacta o incompleta.

f) Incumplir las disposiciones administrativas relativas a la prohibición de comercializar o 
distribuir determinados productos.

g) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

h) Incumplir los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del artículo 15, así 
como no entregar las personas comerciantes a sus personas proveedoras un documento 
que lleve aparejada la ejecución cambiaria, y faltar la entrega de un efecto endosable a la 
orden en los supuestos y plazos previstos en el apartado 4 del artículo 15.

i) (Derogada).
j) No dejar constancia documental de la fecha de entrega de mercancías por los 

proveedores o falsear este dato.
k) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando esta se haya solicitado 

en conformidad con la normativa de aplicación y tenga carácter esencial, se generen graves 
daños o exista intencionalidad.

l) Reincidir en la comisión de infracciones leves.

Artículo 106.  Infracciones muy graves.
Tendrán la consideración de infracciones muy graves:
a) Ejercer actividades comerciales en establecimientos comerciales individuales o 

colectivos que no hayan obtenido la autorización autonómica a que se refiere el artículo 29 
cuando esta fuera preceptiva.

b) Negarse o resistirse a suministrar datos o a facilitar la información requerida por las 
autoridades y sus agentes en el ejercicio de sus funciones de inspección, cuando se 
efectuase a través de violencia física o verbal o cualquier otra forma de presión.

c) Cometer las infracciones calificadas como graves, siempre que hubieran supuesto una 
facturación, afectada por la infracción, superior a un millón de euros.

d) Reincidir en la comisión de infracciones graves.

Artículo 107.  Reincidencia.
1. Se entenderá por reincidencia la comisión, en el período de dos años, de más de una 

infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.
2. Pese a lo señalado en el apartado anterior, para calificar una infracción como muy 

grave solo se atenderá a la reincidencia en infracciones graves, y la reincidencia en 
infracciones leves solo determinará que una infracción de este tipo sea calificada como 
grave cuando se haya incurrido en más de dos infracciones de carácter leve, cuando así 
hubiese sido declarado por resolución firme.

Artículo 108.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones reguladas en la presente ley prescribirán a los tres años las calificadas 

de muy graves, a los dos años las calificadas de graves y a los seis meses las calificadas de 
leves.

Estos plazos se contarán a partir de la realización del acto sancionable o de la 
terminación del periodo de comisión si se tratase de infracciones continuadas.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento de la persona interesada, del 
procedimiento sancionador. El plazo de prescripción volverá a correr en caso de que el 
expediente sancionador esté paralizado durante más de un mes por causa no imputable a la 
persona presuntamente infractora.
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CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 109.  Tipología de las sanciones.
1. Las infracciones señaladas en la presente Ley darán lugar a las sanciones siguientes:
a) Apercibimiento a la persona infractora.
b) Multa.
c) Incautación y pérdida de la mercancía.
d) Cierre del establecimiento o suspensión de la actividad comercial de que se trate por 

plazo no superior a un año.
2. No tendrá carácter de sanción la clausura o cierre de establecimientos que no cuenten 

con las autorizaciones preceptivas o la suspensión de su funcionamiento durante el tiempo 
preciso para su regularización. Tales medidas se acordarán por el Consello de la Xunta de 
Galicia a propuesta de la consejería competente en materia de comercio. Tampoco tendrán 
carácter sancionador las multas coercitivas que eventualmente hubieran podido imponerse, 
de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

Artículo 110.  Cuantía de las multas.
1. Las infracciones de la presente Ley serán sancionadas con multa cuya cuantía se 

establecerá con la graduación siguiente:
a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento o multa de hasta 1.500 

euros.
b) Las infracciones graves, con multa de 1.501 hasta 50.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con multa de 50.001 hasta 1.000.000 de euros.
2. La Xunta de Galicia, mediante un decreto, podrá actualizar el importe de las sanciones 

previstas en el apartado anterior en función de las variaciones que haya experimentado el 
índice de precios al consumo.

Artículo 111.  Sanciones accesorias.
1. La autoridad a quien corresponda la resolución del expediente podrá acordar, como 

sanción accesoria, el decomiso de la mercancía adulterada, falsificada, fraudulenta, no 
identificada o que pueda suponer un riesgo para las personas consumidoras, la cual deberá 
destruirse en el caso de que su utilización o consumo constituyera un peligro para la salud 
pública. Será, en todo caso, el órgano sancionador el que deba determinar el destino final 
que ha de darse a las mercancías decomisadas en cada circunstancia. Los gastos que se 
deriven de las operaciones de intervención, depósito, decomiso, transporte y destrucción de 
la mercancía serán por cuenta de la persona infractora.

2. El Consello de la Xunta de Galicia podrá acordar, en el supuesto de infracciones muy 
graves que supusieran un grave riesgo para la salud, grave perjuicio económico o tuvieran 
una gran trascendencia social, el cierre temporal de la empresa o establecimiento infractor 
por un plazo no superior a un año.

3. La autoridad a quien corresponda la resolución del expediente ordenará el cierre del 
establecimiento y la cesación de la actividad de grandes establecimientos que hayan 
realizado actividad comercial sin la pertinente autorización comercial o contra los términos 
expresados en la misma, independientemente de la multa que pueda corresponderles por 
tales hechos.

Artículo 112.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se graduarán teniendo en cuenta los siguientes factores:
a) La transcendencia social de la infracción.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) El volumen de la facturación a la que afecta.
d) El grado de voluntariedad o la intencionalidad de la persona infractora.
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e) La cuantía del beneficio obtenido.
f) La capacidad o la solvencia económica de la empresa.
g) El período de tiempo durante el que se hubiese venido cometiendo la infracción.
h) La reincidencia.
i) La superficie de venta del establecimiento.
j) La pertenencia a una gran empresa o grupo de empresas.
2. Cuando el beneficio que resulte de una infracción sea superior a la sanción que le 

corresponda, ésta se podrá incrementar en la cuantía equivalente al beneficio obtenido.
3. Reglamentariamente podrán introducirse especificaciones o graduaciones en el 

cuadro de infracciones o sanciones establecidas en esta ley que, sin constituir nuevas 
infracciones y sanciones ni alterar la naturaleza o los límites de las que considera la ley, 
contribuyan a la más correcta identificación de los tipos de infracción o a una más precisa 
determinación de las sanciones correspondientes.

Artículo 113.  Órganos competentes para la imposición de las sanciones.
1. La competencia para iniciar los procedimientos sancionadores derivados de las 

infracciones tipificadas en la presente ley corresponderá a quien ostente la titularidad de las 
respectivas jefaturas territoriales de la consejería competente en materia de comercio.

2. No obstante, la citada competencia corresponderá a la dirección general competente 
en materia de comercio en el caso de infracciones administrativas que afecten al ámbito 
territorial de dos o más provincias de la Comunidad Autónoma de Galicia.

3. La competencia para la resolución de los expedientes sancionadores corresponderá:
a) En los supuestos de infracciones muy graves, al Consejo de la Xunta de Galicia.
b) En los supuestos de infracciones graves, a quien ostente la titularidad de la consejería 

competente en materia de comercio.
c) En los supuestos de infracciones leves, a la persona titular de la jefatura territorial 

correspondiente de la consejería competente en materia de comercio, cuando afecten 
únicamente a su respectivo ámbito territorial, y a la persona titular de la dirección general 
competente en materia de comercio en los casos de infracciones que afecten al ámbito 
territorial de dos o más provincias del territorio gallego.

4. Las infracciones tipificadas en el artículo 105.a).1, en lo concerniente a la licencia 
municipal de apertura y a las infracciones tipificadas en los artículos 104, 105 e 106 relativas 
a la venta ambulante o no sedentaria, se sancionarán por las personas titulares de las 
alcaldías, de conformidad con lo previsto en la presente ley.

Artículo 114.  Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento sancionador en materia de comercio interior se substanciará, en lo 

no previsto en la presente Ley, conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora para el 
ejercicio de la potestad sancionadora por la administración de la Xunta de Galicia, debiendo 
respetarse los principios contenidos en la legislación general correspondiente al régimen 
jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.

2. El procedimiento sancionador en materia de comercio se iniciará como consecuencia 
de cualquiera de las actuaciones siguientes:

a) Por propia iniciativa del órgano competente en materia de comercio cuando, por 
cualquier medio, tuviera conocimiento de una presunta infracción.

b) Por orden del órgano superior jerárquico.
c) Por petición razonada de la autoridad u órgano administrativo que tuviese 

conocimiento de una presunta infracción.
d) Por denuncia de cualquier persona en cumplimiento o no de una obligación legal.
3. Con carácter previo a la incoación del procedimiento, la autoridad competente podrá 

realizar actuaciones al objeto de determinar la concurrencia de las circunstancias que 
justifiquen, en su caso, la iniciación del procedimiento sancionador.

4. El plazo para resolver los procedimientos sancionadores en materia de comercio es de 
un año, a contar desde la fecha de su incoación. Transcurrido dicho plazo sin que hubiera 
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recaído resolución, se producirá la caducidad del procedimiento sancionador. En el caso de 
que la infracción no hubiese prescrito, deberá iniciarse un nuevo procedimiento sancionador.

Artículo 115.  Medidas cautelares.
1. El órgano competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá acordar 

en cualquier momento del procedimiento, mediante resolución motivada y con audiencia 
previa de la persona interesada, la adopción de las medidas preventivas adecuadas para 
asegurar la eficacia de la resolución que, en su caso, pudiera recaer, así como cuando 
concurriesen circunstancias graves que afecten a la seguridad de las personas o bienes, o 
que supongan un perjuicio grave o de difícil subsanación.

2. Estas medidas cautelares, que no tendrán el carácter de sanción, podrán consistir en 
la clausura o cierre de establecimientos o instalaciones comerciales o en la suspensión de 
actividades comerciales, así como en la inmovilización de mercancías. Tales medidas serán 
siempre proporcionadas a los objetivos que se pretendan garantizar con su adopción.

3. Podrá acordarse, de forma motivada y previa audiencia de la persona interesada, la 
paralización de las obras cuando no se haya concedido la autorización autonómica regulada 
en el capítulo III del título II de la presente Ley en los supuestos en que esta resultara 
precisa.

4. Estas medidas podrán mantenerse durante el tiempo preciso hasta la rectificación de 
los defectos detectados y como máximo hasta la resolución del procedimiento.

5. Con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, el órgano competente, de 
oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los 
intereses implicados, podrá adoptar las medidas que procedieran por razones de seguridad. 
Tales medidas habrán de ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de 
iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción.

En todo caso, las medidas adoptadas quedarán sin efecto en el caso de que no se 
iniciara el procedimiento en dicho plazo o si el acuerdo de iniciación no se hubiese 
pronunciado expresamente sobre tales medidas.

Artículo 116.  Multas coercitivas.
1. El órgano competente para sancionar podrá acordar la imposición de multas 

coercitivas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 99 de la Ley de régimen jurídico de las 
administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, una vez transcurridos 
los plazos señalados en el requerimiento correspondiente. La cuantía de cada una de estas 
multas no podrá superar los límites siguientes:

a) En las infracciones leves y graves, el diez por ciento de la sanción establecida.
b) En las infracciones muy graves, el veinte por ciento de la sanción establecida.
2. Lo anteriormente dispuesto será de aplicación a la clausura o cierre de 

establecimiento previsto en el apartado 2 del artículo 109 de la presente Ley.

Artículo 117.  Publicidad y ejecución de las sanciones.
1. Siempre que concurra alguna de las circunstancias de riesgo para la salud o 

seguridad de las personas consumidoras o reincidencia en infracciones de naturaleza 
análoga, la autoridad que resuelva el procedimiento sancionador podrá acordar la 
publicación, con cargo a la persona infractora y una vez conseguida la firmeza de la 
resolución en vía administrativa, de las sanciones impuestas como consecuencia de lo 
establecido en la presente ley, así como los nombres, apellidos, denominación o razón social 
de las personas responsables y la índole o naturaleza de las infracciones, en el «Diario 
Oficial de Galicia» y su difusión a través de los medios de comunicación social que se 
consideren oportunos.

2. Las resoluciones sancionadoras que pongan fin a la vía administrativa serán 
inmediatamente ejecutivas.

3. Todas las administraciones públicas competentes en la materia prestarán la debida 
colaboración para hacer efectiva la exacta ejecución de las sanciones.
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Disposición transitoria primera.  Solicitudes de autorización en tramitación.
1. Las solicitudes de autorización comercial autonómica que estén en tramitación a la 

entrada en vigor de la presente ley continuarán su tramitación conforme al procedimiento 
establecido en la normativa vigente en el momento de la solicitud.

2. Las licencias de obras y de actividad que a la entrada en vigor de esta ley estén en 
tramitación en los ayuntamientos y correspondan a establecimientos comerciales que 
conforme al artículo 29 de la presente Ley precisen la obtención de autorización comercial 
autonómica quedarán en suspenso en tanto no se obtenga dicha autorización.

Disposición transitoria segunda.  Autorizaciones para el ejercicio de la venta ambulante 
pendientes de resolución.

Aquellos ayuntamientos que, con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley, 
hayan iniciado un procedimiento para el otorgamiento de autorizaciones para el ejercicio de 
la venta ambulante o no sedentaria deberán resolverlo aplicando las disposiciones vigentes 
en el momento que se ha presentado la solicitud.

Disposición transitoria tercera.  Integración de procedimientos y expedientes 
administrativos en tramitación.

Los procedimientos para la obtención de la autorización comercial autonómica iniciados 
con anterioridad a la entrada en vigor del procedimiento que integre las licencias urbanísticas 
se tramitarán y resolverán de conformidad con la normativa vigente en el momento de su 
iniciación.

Disposición derogatoria única.  Derogación de la Ley 10/1988, del Decreto 194/2001 y del 
artículo 1.2 de la Ley 1/1996.

A la entrada en vigor de la presente Ley quedan derogadas cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan a lo previsto en la misma. En particular:

a) La Ley 10/1988, de 20 de julio, de ordenación del comercio interior de Galicia, 
modificada por Ley 9/2003, de 23 de diciembre, de medidas tributarias y administrativas, y 
por Ley 7/2009, de 22 de diciembre.

b) El Decreto 194/2001, de 26 de julio, de ordenación de la venta ambulante, modificado 
por Decreto 171/2002, de 25 de abril.

c) El artículo 1.2 de la Ley 1/1996, de 5 de marzo, de regulación de las actividades 
feriales de Galicia.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno gallego a dictar las normas precisas de desarrollo y aplicación 

de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 5/2004, de 8 de julio, de cámaras 
oficiales de comercio, industria y navegación de Galicia.

Uno. Se modifica el artículo 40 de la Ley 5/2004, de 8 de julio, de cámaras oficiales de 
comercio, industria y navegación de Galicia, el cual pasará a tener la redacción siguiente:

«Artículo 40.  Recurso cameral permanente: obligación de pago, devengo, 
recaudación y afectación.

1. En lo referente a la obligación de pago y devengo, así como para la 
recaudación y, en general, los demás extremos relativos al recurso cameral 
permanente, habrá que estar a lo dispuesto en la Ley 3/1993, de 22 de marzo.

2. Una tercera parte de la exacción que recae sobre las cuotas del impuesto de 
sociedades estará afectada al cumplimiento de las funciones que la presente ley 
atribuye a la cámara en materia de formación, innovación, competitividad y desarrollo 
empresarial.»
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Dos. Se modifica el artículo 52, punto tercero, de la Ley 5/2004, de 8 de julio, de 
cámaras oficiales de comercio, industria y navegación de Galicia, el cual pasará a tener la 
redacción siguiente:

«Cuatro vocales consultores elegidos por los demás miembros del pleno de entre 
personas de reconocido prestigio en los ámbitos empresariales de Galicia.»

Tres. Se modifica el artículo 53 de la Ley 5/2004, de 8 de julio, de cámaras oficiales de 
comercio, industria y navegación de Galicia, el cual pasará a tener la redacción siguiente:

«Artículo 53.  Comité ejecutivo.
El Comité Ejecutivo del Consejo Gallego de Cámaras es su órgano de gestión, 

administración y propuesta, estando compuesto por las personas que ocupen la 
presidencia del consejo, la secretaría y cinco miembros del pleno elegidos de la 
forma que establezca el reglamento de régimen interior, teniendo el presidente o 
presidenta voto de calidad en caso de empate.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 1/1996, de 5 de marzo, de regulación de 
las actividades feriales de Galicia.

Se modifica el capítulo II de la Ley 1/1996, de 5 de marzo, de regulación de las 
actividades feriales de Galicia, el cual pasará a tener la redacción siguiente:

«CAPÍTULO II
Concepto y clasificación

Artículo 3.  Concepto y clasificación.
1. Se consideran actividades feriales, a los efectos de la presente ley, las 

manifestaciones comerciales que tienen por objeto la exposición, difusión y 
promoción comercial de bienes y/o servicios, fomentar contactos e intercambios 
comerciales y acercar la oferta de los distintos sectores de la actividad económica a 
la demanda, siempre que tengan una duración limitada en el tiempo y reúnan a una 
pluralidad de expositores.

En virtud de las características de la oferta exhibida, podrá practicarse la venta 
directa con retirada de mercancía, previa autorización expresa de la dirección 
general competente en materia de comercio.

2. Las actividades feriales se clasifican en:
a) En razón a su periodicidad: en ferias de carácter periódico y exposiciones de 

carácter no periódico.
b) En razón a la oferta exhibida: en multisectoriales, aquellas ferias o 

exposiciones en las que se exhiba una oferta representativa de distintos sectores de 
la actividad económica, y en monográficas o salones, respecto a las cuales la oferta 
se refiera a un único sector.

3. Tanto en las ferias como en las exposiciones pueden admitirse pedidos y 
perfeccionarse contratos de compraventa.»

Disposición final cuarta.  Dotaciones presupuestarias.
La constitución y posterior puesta en funcionamiento del Observatorio del Comercio de 

Galicia, del Consejo Gallego de Comercio y de la Comisión Consultiva en materia de 
comercio no generará en caso alguno aumento de las dotaciones presupuestarias de la 
consejería competente en materia de comercio.

Disposición final quinta.  Reserva de las competencias del Estado.
1. Los artículos 6; 10.1; 11, apartados 1 y 2; 12, apartados 2, 3 y 4; 14; 15; 38.1; 38.2; 

41.1; 43.1; 45; 76.1; 80; 82; 83; 84; 92.1; 105.a).1); 105.a).3); 105.g); 105.h); 105.j); 105.l) y 
112.1 reproducen, respectivamente, los artículos 8; 13.1; 10; 14, apartados 2, 3 y 4; 16; 17; 
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24.1; 28.1; 30.1; 31; 54, segundo párrafo; 57; 59; 60; 61; 62.1; 65.1.a); 65.1.c); 65.1.b); 
65.1.f); 65.1.r); 65.1.s) y 69 de la Ley del Estado 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del 
comercio minorista.

2. Cualquier modificación de los artículos de la legislación básica que reproduce la 
presente Ley implica la modificación, en los mismos términos, de los respectivos artículos.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Diario Oficial 

de Galicia».
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§ 65

Ley 13/2006, de 27 de diciembre, de horarios comerciales de Galicia

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 248, de 28 de diciembre de 2006

«BOE» núm. 29, de 2 de febrero de 2007
Última modificación: 14 de febrero de 2013

Referencia: BOE-A-2007-2207

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Comunidad Autónoma de Galicia, conforme al artículo 30.1.4 de su Estatuto de 

autonomía, posee competencia exclusiva en materia de comercio interior, sin perjuicio de la 
política general de precios y legislación sobre la defensa de la competencia, en los términos 
de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11 de la Constitución española.

La legislación actualmente en vigor, en materia de horarios comerciales, viene 
configurada por los artículos 13 y 44.3 de la Ley 10/1988, de 20 de julio, de comercio interior 
de Galicia, y por el Decreto 365/1996, de 26 de septiembre, por el que se regulan los 
horarios comerciales en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia.

Transcurrida más de una década desde dicha regulación legal, es evidente que el sector 
comercial experimentó numerosos cambios que aconsejan una actualización y puesta al día 
de la normativa existente. En este sentido, el Gobierno gallego, a iniciativa de la Consellería 
de Innovación e Industria y en ejercicio de las competencias estatutarias actualmente 
reconocidas, considera preciso establecer un nuevo régimen de horarios comerciales que 
incorpore los elementos oportunos para atender de forma adecuada las necesidades del 
sector comercial de Galicia, conjugando los diferentes intereses y sensibilidades y 
garantizando el nivel adecuado de oferta a los consumidores.

La presente ley quiere preservar el modelo comercial gallego, que se caracteriza por la 
relevante presencia del comercio minorista en el tejido productivo del país. Este elemento 
ejerce una función social muy importante, pues, por una parte, constituye un elemento 
esencial en la configuración del territorio y la vertebración de los pueblos, ciudades y barrios 
de Galicia, configurándolos como más habitables y seguros, y, por otra parte, garantiza el 
aprovisionamiento de las personas, especialmente, las que, por edad y otras circunstancias, 
tienen dificultades de movilidad.

Este comercio urbano de cercanía, integrado mayoritariamente por pequeñas empresas 
familiares, desarrolla también una función económica importante, al representar un factor 
clave en la creación de trabajo autónomo estable y la redistribución de la renta y la riqueza. 
Su defensa constituye un sistema eficaz para luchar contra la desertización de los centros 
urbanos y el desempleo.

En este contexto, la regulación de los horarios se presenta como un elemento esencial 
en la ordenación del comercio como instrumento que permite hacer posible el equilibrio entre 
las grandes empresas de distribución y el conjunto de pequeñas y medianas empresas 
comerciales.
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Otra de las finalidades de la presente ley es la de buscar el necesario equilibrio entre 
abastecimiento comercial y conciliación de la vida familiar y laboral, conteniendo medidas 
encaminadas a fomentar el descanso de todos los ciudadanos y ciudadanas –sin excepción– 
en los festivos más significados.

Asimismo, la ley arbitra medidas para posibilitar a los ayuntamientos la elección de los 
domingos y festivos que consideren más interesantes para el ejercicio de la actividad 
comercial, así como la de vigilar conductas que se opongan a lo dispuesto en la presente ley, 
atribuyéndoles una importante función inspectora que, como administración más cercana a 
los ciudadanos y ciudadanas, pueden desarrollar con mayor control y eficacia.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó y yo, de conformidad con el 
artículo 13.2.º del Estatuto de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23 de febrero, 
reguladora de la Xunta y de su presidente, promulgo en nombre del Rey, la Ley de horarios 
comerciales de Galicia.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto la regulación de los horarios de apertura y cierre de los 

establecimientos comerciales en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia a 
fin de favorecer y garantizar el desarrollo armónico del comercio gallego y un mejor servicio 
a los consumidores.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley será de aplicación a las actividades comerciales de carácter minorista 

que se desarrollen en el ámbito territorial de Galicia. Se entiende por actividad comercial de 
carácter minorista, a efectos de la presente ley, la definida como tal por la correspondiente 
ley reguladora de la actividad comercial de Galicia.

2. Quedan excluidas del ámbito de la presente ley aquellas actividades comerciales que, 
en razón de su objeto, estuvieran reguladas por una legislación especial; en particular, 
farmacias y estancos, a los cuales esta ley será de aplicación supletoria.

CAPÍTULO II
Régimen general de horarios

Artículo 3.  Publicidad de horarios.
En todos los establecimientos comerciales habrá de figurar la información a los 

consumidores de los horarios de apertura y cierre, exponiéndose en lugar visible desde el 
exterior, incluso cuando el local estuviera cerrado.

Artículo 4.  Horario general.
1. Se reconoce la libertad de los comerciantes para fijar los horarios de sus 

establecimientos comerciales, dentro de las limitaciones establecidas en la presente ley.
2. El horario global en que los establecimientos comerciales podrán desarrollar su 

actividad durante el conjunto de días laborables de la semana será como máximo de 
noventa horas.

3. La franja horaria en que se desarrollará la actividad comercial será entre las 8.00 y las 
24.00 horas. Sin embargo, los días 24 y 31 de diciembre, en caso de que sean laborales, el 
horario de cierre de los establecimientos comerciales se realizará, como máximo, a las 20.00 
horas.

4. Cada comerciante, dentro del límite máximo establecido en este artículo, determinará 
libremente el horario de apertura y cierre de su establecimiento y arbitrará todas las medidas 
necesarias para que las trabajadoras y los trabajadores, en función de sus necesidades 
personales y familiares, puedan acceder a cualquiera de las modalidades de jornada y 
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horarios previstos legalmente. Todo ello sin que las posibles opciones ejercidas, tanto en la 
modalidad de jornada como en la modalidad horaria, puedan afectar negativamente a la 
igualdad de derechos y prestaciones de trabajadoras y trabajadores.

Artículo 5.  Régimen de domingos y días festivos.
1. Los domingos y días festivos en que los establecimientos comerciales podrán 

permanecer abiertos al público serán, como máximo, de diez al año.
2. Los establecimientos comerciales habrán de permanecer cerrados los días 1 de 

enero, 1 de mayo, 17 de mayo, 25 de julio y 25 de diciembre.

Artículo 6.  Procedimiento de determinación de los domingos y festivos hábiles 
comercialmente.

1. Los domingos y festivos de apertura serán determinados para cada periodo anual 
mediante orden de la consellería que ostente las competencias en materia de comercio, la 
cual se publicará en el Diario Oficial de Galicia, antes del 15 de octubre del año anterior al de 
su aplicación, previa consulta a las asociaciones de consumidores más representativas con 
implantación en toda la comunidad, al Consejo Gallego de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de Galicia y demás organizaciones empresariales y sindicales del 
sector comercial más representativas de Galicia.

2. Con independencia de lo establecido en el apartado anterior y al objeto de proteger los 
intereses comerciales en los diferentes municipios, una vez publicadas en el Diario Oficial de 
Galicia las fechas a que hace referencia este artículo, cualquier ayuntamiento podrá solicitar 
de la consellería competente en materia de comercio la modificación de dos fechas para su 
término municipal. Esta solicitud habrá de ser motivada y realizarse antes del 15 de 
noviembre, teniendo que presentarse acompañada de los informes emitidos por la cámara 
de comercio, industria y navegación de la zona y las organizaciones empresariales y 
sindicales del sector comercial más representativas. La consellería resolverá en el plazo de 
quince días, a contar desde la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin 
resolución expresa, se considerará estimada la petición. Con anterioridad al 15 de diciembre 
serán publicados en el Diario Oficial de Galicia los cambios que se hubieran aprobado.

Artículo 7.  Días de las Letras Gallegas.
Se autoriza a los establecimientos dedicados a la venta de libros para que abran el día 

17 de mayo de cada año, con ocasión de la celebración del Día de las Letras Gallegas.

CAPÍTULO III
Régimen especial de horarios

Artículo 8.  Establecimientos con libertad horaria.
1. Las limitaciones a que se refieren los artículos 4 y 5 no afectan a los siguientes casos:
a) Los establecimientos dedicados esencialmente a la venta de productos de pastelería, 

repostería, churrería, pan, platos combinados, prensa, flores y plantas y las llamadas tiendas 
de conveniencia.

b) Los establecimientos ubicados en puntos fronterizos, estaciones y medios de 
transporte terrestre, marítimo y aéreo. En el supuesto de existencia de centros comerciales 
orientados a atraer una demanda comercial ajena a la propia de tales puntos de venta, se les 
aplicará, en cuanto a su horario, las limitaciones de los artículos 4 y 5.

c) Los establecimientos dedicados, principalmente, a la venta de combustibles y 
carburantes. En caso de que existan establecimientos comerciales cuya oferta principal no 
estuviera vinculada a la venta de combustibles y carburantes, se les aplicará, en cuanto a su 
horario, las limitaciones de los artículos 4 y 5.

d) Los establecimientos comerciales ubicados en zonas de gran afluencia turística, con 
arreglo a lo establecido por el artículo 9.
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e) Los establecimientos comerciales ubicados en el entorno inmediato de celebración de 
ferias y mercados tradicionales, durante el mismo horario en que tenga lugar dicho mercado.

Los ayuntamientos han de autorizar la apertura de estos establecimientos, así como la 
delimitación del área correspondiente. Para la delimitación del área de apertura se requerirá 
informe previo favorable de la cámara de comercio, industria y navegación de la zona, así 
como de las organizaciones empresariales y sindicales del sector comercial más 
representativas. La autorización así acordada ha de ser comunicada a la Dirección General 
de Comercio. Si no existiera acuerdo entre las referidas entidades, respecto a la delimitación 
del área de apertura, será la Dirección General de Comercio quien autorice tal delimitación, 
previa valoración objetiva de los informes emitidos por dichas entidades.

f) Los establecimientos comerciales ubicados en locales o recintos de afluencia turística, 
como museos, monumentos y centros recreativos turísticos, y a los cuales estén 
directamente vinculados por el producto comercializado. En el supuesto de que existieran 
centros comerciales orientados a atraer una demanda comercial ajena a la propia de tales 
puntos de venta, se les aplicará, en cuanto a su horario, las limitaciones de los artículos 4 y 
5.

g) Los establecimientos comerciales ubicados en establecimientos hoteleros, siempre 
que la actividad que desarrollen tenga carácter permanente y no pueda accederse a ellos 
directamente desde la calle. No se incluyen en este supuesto las actividades comerciales 
ocasionales llevadas a cabo en salas de hoteles, restaurantes y similares habilitadas a este 
efecto, los cuales han de regirse con arreglo al artículo 4.

h) Los establecimientos comerciales que dispongan de una superficie útil para la 
exposición y venta al público de hasta 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a 
empresas o grupos de distribución que no tengan la consideración de pequeña y mediana 
empresa, según la legislación vigente.

2. A efectos de lo establecido por la presente ley, se entiende por tienda de conveniencia 
el establecimiento comercial cuya superficie útil de venta y exposición al público no supera 
los 500 metros cuadrados y distribuye su oferta de manera semejante entre todos y cada 
uno de los siguientes grupos de artículos: libros, periódicos y revistas; productos de 
alimentación; discos y vídeos; juguetes, regalos y artículos diversos. Estos establecimientos 
han de permanecer abiertos al público, como mínimo, dieciocho horas al día durante todo el 
año. La oferta alimentaria será menor del treinta por cien de las referencias y del veinticinco 
por cien de la superficie de exposición y venta del establecimiento.

3. Los establecimientos ubicados en zonas de gran afluencia turística y los 
establecimientos a que se refiere la letra h) del apartado 1 han de adelantar también su 
horario de cierre a las 20.00 horas los días 24 y 31 de diciembre. Asimismo, tales 
establecimientos habrán de permanecer cerrados los días 1 de enero, 1 de mayo, 17 de 
mayo, 25 de julio y 25 de diciembre.

No obstante lo anterior, en el caso de aquellos establecimientos referidos en la letra h) 
del apartado 1 en que alguno de los cinco días de cierre obligatorio coincida con la 
celebración de feria o mercado tradicional en el pueblo en que se estén ubicados, podrán 
proceder a la apertura de sus establecimientos, dentro del horario habitual de mercado.

Artículo 9.  Determinación de las zonas de gran afluencia turística.
1. Para determinar las zonas de gran afluencia turística, exceptuadas del régimen 

general, es precisa la propuesta motivada del ayuntamiento directamente afectado, que será 
aprobada por mayoría absoluta del pleno, la cual habrá de especificar si la exclusión se pide 
para la totalidad del municipio o sólo para una parte del mismo, e indicar el período o 
períodos del año a que se circunscribe la solicitud y la franja horaria de apertura diaria 
solicitada, habiendo de adjuntarse a la misma los siguientes informes:

a) Informe de la cámara de comercio del ámbito territorial afectado.
b) Informe de las asociaciones o agrupaciones de comerciantes minoristas más 

representativas del sector comercial en el ámbito territorial afectado.
c) Informe de las asociaciones de consumidores y usuarios más representativas en el 

ámbito territorial afectado.
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d) Informe de las organizaciones sindicales más representativas en el ámbito territorial 
afectado.

1. La consellería competente en materia de comercio es el órgano que tiene atribuida la 
competencia para aprobar o denegar la propuesta a que se refiere el apartado 1, previo 
informe preceptivo de la dirección general competente en materia de turismo.

3. Si procede la modificación de la resolución dictada, con base en la necesariedad 
objetiva de los consumidores, se abrirá de nuevo el procedimiento establecido en el apartado 
1 con la participación de las asociaciones y organizaciones señaladas en el mismo y con los 
informes preceptivos del ayuntamiento, en su caso, y de la dirección general competente en 
materia de turismo.

4. La propuesta a que se refiere el apartado 1 se considerará aprobada si no se dictó 
resolución expresa en el plazo de tres meses, a contar desde su presentación junto con toda 
la documentación preceptiva.

5. La declaración de zona de gran afluencia turística, a efectos de la presente ley, tendrá 
una vigencia de cinco años, prorrogables por idénticos períodos, siempre que quede 
acreditada para cada caso la persistencia de las causas que motivaron la autorización inicial. 
Una vez aprobada será publicada en el Diario Oficial de Galicia.

6. Si desaparecieran las causas que motivaron la declaración de zona de gran afluencia 
turística, la consellería competente en materia de comercio procederá a la revocación de la 
misma, previa audiencia de las organizaciones que se señalan en el apartado 1, 
correspondientes al municipio afectado. Asimismo, se podrán recabar los informes oportunos 
de la dirección general competente en materia de turismo.

CAPÍTULO IV
Establecimientos con venta de bebidas alcohólicas

Artículo 10.  Limitación de venta de bebidas alcohólicas.
Los ayuntamientos, en el ámbito de su término municipal, podrán acordar de manera 

singularizada, por razones de orden público, imponer a los establecimientos comerciales que 
incluyan en su oferta bebidas alcohólicas la prohibición de expender este tipo de bebidas 
desde las 22.00 horas hasta las 9.00 horas del día siguiente, con independencia del régimen 
de apertura que les fuera aplicable. La imposición de esta prohibición habrá de ser 
comunicada a la dirección general competente en materia de comercio.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 11.  Clasificación de las infracciones.
Las infracciones tipificadas por la presente ley se clasifican en leves, graves o muy 

graves.

Artículo 12.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) La apertura del establecimiento comercial en horario no autorizado.
b) El incumplimiento del tiempo máximo de apertura del establecimiento comercial.
c) La falta de exposición del horario de apertura del establecimiento comercial de manera 

visible al público, incluso con el establecimiento cerrado.
d) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley o en las normas 

dictadas para su desarrollo, que no sean objeto de sanción específica.

Artículo 13.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
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a) La apertura del establecimiento comercial en domingo o día festivo no incluido en el 
calendario anual de los hábiles comercialmente.

b) La reincidencia en la comisión de infracciones calificadas de leves, dentro de un 
periodo de dos años consecutivos o de cuatro alternativos.

c) Las infracciones a la presente ley si la empresa infractora hace publicidad, mediante 
cualquier medio de difusión, de la apertura no autorizada.

d) La venta de bebidas alcohólicas en horario prohibido.

Artículo 14.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves la reincidencia en la comisión de infracciones calificadas 

como graves dentro de un periodo de dos años consecutivos o de cuatro años alternativos, 
siempre que no fuera como consecuencia de reincidencia en la comisión de infracciones 
leves.

Artículo 15.  Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas por la presente ley, previa instrucción del correspondiente 

expediente administrativo, serán sancionadas:
a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa de hasta 1.500 euros.
b) Las infracciones graves, con una multa de entre 1.501 euros y 50.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con una multa de entre 50.001 euros y 1.000.000 de 

euros.
2. Para graduar el importe de la sanción se tendrá en cuenta:
a) La superficie de venta del establecimiento.
b) La pertenencia a una gran empresa o grupo empresarial.
c) El volumen de ventas.
d) La cuantía del beneficio ilícito obtenido como consecuencia de la actuación infractora.
e) El grado de intencionalidad de la infracción.
f) El plazo de tiempo durante el cual se estuviera cometiendo la infracción.
g) La reincidencia.

Artículo 16.  Reincidencia.
A efectos de lo establecido en la presente ley, se considera que concurre reincidencia si, 

al cometer una infracción, el culpable hubiera sido sancionado anteriormente mediante una 
resolución administrativa firme. No se considerarán los antecedentes infractores cancelados.

Artículo 17.  Cancelación de antecedentes.
1. Se consideran cancelados los antecedentes infractores cuando hayan transcurrido:
a) Dos años, en las infracciones leves.
b) Tres años, en las infracciones graves.
c) Cinco años, en las infracciones muy graves.
2. Los plazos establecidos en el apartado anterior comienzan a contarse al día siguiente 

del día en que resultara firme la resolución sancionadora.

Artículo 18.  Inspección, procedimiento y órganos sancionadores.
1. A fin de velar por el cumplimiento de la presente ley, las funciones inspectoras serán 

compartidas por la consellería competente en materia de comercio conjuntamente con los 
ayuntamientos.

En todo caso, las actas de inspección iniciadas por los respectivos ayuntamientos serán 
remitidas, en un plazo máximo de quince días, a la delegación provincial correspondiente de 
la consellería competente en materia de comercio, en orden a proceder a la tramitación 
reglamentaria del procedimiento sancionador.

2. La resolución de expedientes sancionadores corresponde:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 65  Ley de horarios comerciales de Galicia

– 1564 –



a) En las infracciones leves, a los delegados o delegadas de la consellería competente 
en materia de comercio, según el órgano que acordara la iniciación del expediente 
sancionador.

b) En las infracciones graves, al consejero o consejera competente en materia de 
comercio.

c) En las infracciones muy graves, al Consello de la Xunta.

Disposición adicional primera.  
En todo caso, lo establecido en la presente ley en materia de apertura y cierre de 

establecimientos comerciales habrá de respetar la legislación laboral vigente.

Disposición adicional segunda.  
La consellería competente en materia de comercio podrá, excepcionalmente, de forma 

motivada, y mediante consulta previa a las cámaras de comercio, industria y navegación, así 
como a las organizaciones empresariales y sindicales del sector comercial más 
representativo, declarar hábil comercialmente algún día, a mayores de los previstos en el 
presente texto legal, al objeto de evitar un posible desabastecimiento de la población, por la 
concurrencia de varios días comercialmente inhábiles o por haberse declarado laborable 
alguno de los días a que hace alusión el apartado 2 del artículo 5 y el apartado 3 del artículo 
8 de la presente ley.

Disposición transitoria.  
A efectos de la libertad de apertura de los establecimientos comerciales, en el momento 

de entrada en vigor de la presente ley, las zonas que tengan la consideración de gran 
afluencia turística mantendrán esta calificación.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogados los artículos 13 y 44.3.º de la Ley 10/1988, de 20 de julio, de 

comercio interior de Galicia; el Decreto 365/1996, de 26 de septiembre, por el que se regulan 
los horarios comerciales en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia, modificado por 
el Decreto 98/1998, de 20 de marzo, y todas las normas que se opongan a lo regulado en la 
presente ley.

Disposición final primera.  Desarrollo.
Se autoriza a la Xunta de Galicia a dictar las normas precisas para el desarrollo y la 

aplicación de la presente ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de Galicia.
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§ 66

Ley 5/2004, de 8 de julio, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de Galicia

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 140, de 21 de julio de 2004

«BOE» núm. 201, de 20 de agosto de 2004
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2004-15260

Desde la creación, a finales del siglo XIX, de las cámaras oficiales de comercio, industria 
y navegación hasta nuestros días, estas corporaciones de derecho público han pasado por 
diversas etapas, derivadas tanto de factores económicos o sociales como políticos o 
jurídicos.

De estas etapas es importante destacar como hechos jurídicos relevantes, por un lado, 
la Ley de bases de 1911, donde se estableció el modelo continental de adscripción forzosa y 
pago obligatorio de cuotas, y, por otro, la Ley 3/1993, de 2 de marzo, básica de las cámaras 
oficiales de comercio, industria y navegación, dictada al amparo del artículo 149.1.18 de la 
Constitución española, en donde se establece el marco jurídico para la regulación de estas 
corporaciones, adaptando a la nueva configuración jurídico-política del Estado que se deriva 
del texto constitucional las estructuras jurídicas a las que han de someterse las cámaras.

En esta nueva organización política del Estado, y en el denominado bloque de la 
constitucionalidad, se encuentra el Estatuto de autonomía de Galicia, donde, en su artículo 
27.29, se otorga a la Comunidad Autónoma de Galicia la competencia exclusiva en materia 
de cámaras de comercio, industria y navegación.

Dentro de este entramado jurídico-político se incardina la Ley de cámaras oficiales de 
comercio, industria y navegación de Galicia, con la que se pretende, por una parte, 
completar el soporte jurídico estable, adaptándolo a la realidad gallega, e impuesto, si no de 
una forma positiva y preceptiva por la Ley básica de 1993, sí de forma negativa al dejar a la 
legislación de las comunidades autónomas el desarrollo de sus preceptos, y, por otra, al 
servir de soporte a estas instituciones para afrontar los nuevos retos que se imponen, tanto 
desde el punto de vista social y económico como de las nuevas tendencias de la ciencia de 
la administración, donde la administración pública, en otros tiempos omnipresente, requiere, 
cada vez más, de colaboraciones de entidades externas que coadyuven a la consecución de 
fines públicos, aspectos éstos donde las cámaras se han manifestado, desde su creación en 
1886, como organizaciones especialmente eficaces, por su doble condición de entidades de 
representación de intereses económicos y de colaboradoras de la administración pública.

Con la presente ley viene a completarse el marco normativo de las cámaras oficiales de 
comercio, industria y navegación de Galicia, remitiendo en varios de sus preceptos a normas 
reglamentarias que permitirán ir ajustando la vida cameral a las diversas vicisitudes en que 
se encuentren, todo ello sin necesidad de modificar la normativa de superior rango. En 
suma, se pretende, por una parte, dar una estabilidad a la actuación de las cámaras y, por 
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otra, establecer un mecanismo que evite determinadas ataduras jurídicas que impidan la 
evolución de estas corporaciones, de por sí ágiles como consecuencia de los intereses que 
representan.

Por otra parte, la presente ley pretende dotar de los instrumentos adecuados para, 
respetando la diversidad de cada institución, buscar el consenso para la realización de 
programas de acción conjunta de todas las cámaras, proyectando una idea homogénea de la 
institución y un proyecto de sistema cameral gallego, a partir de unas cámaras localmente 
fuertes, plural y efectivo, con legitimidad social y adecuada formación, que es el objetivo a 
conseguir, mediante la creación del Consejo Gallego de Cámaras, que nace como el órgano 
de coordinación e impulso de actuaciones mancomunadas de todas las cámaras, buscando 
la obtención de unas mayores economías de escala. Una mayor aproximación a todas las 
empresas de cada demarcación, adecuando los instrumentos que poseen las cámaras a la 
esencia de los servicios a prestar, y la búsqueda de un marco de colaboración con las 
asociaciones empresariales que permita que sus actuaciones se complementen, son 
igualmente objetivos que se marcan con la creación de dicha corporación de derecho público 
con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

Dentro de estos desarrollos reglamentarios es importante resaltar los reglamentos de 
régimen interior de las cámaras, a través de los que se pretende que la reglamentación de 
cada una de las cámaras se adapte lo máximo posible a su propia realidad intrínseca, 
evitando que la búsqueda de una uniformidad excesiva suponga una merma de la eficacia 
de unas cámaras respecto de otras. En este ámbito son abundantes las remisiones a los 
reglamentos de régimen interior, permaneciendo los preceptos de la ley como meramente 
supletorios en defecto de previsiones en dichos reglamentos.

Hay que significar que la presente ley asienta a lo largo de su articulado un tratamiento 
igualitario en el lenguaje, así como la promoción del uso de la lengua gallega por parte de 
estas corporaciones.

La presente ley se estructura en siete capítulos.
En el capítulo I, dedicado a las disposiciones generales, se mantiene el carácter 

tradicional de corporaciones de derecho público de las cámaras, sin olvidar la posibilidad de 
persecución de intereses privados. En cuanto a las funciones de carácter público que se les 
encomiendan, además de las establecidas en la Ley 3/1993, se asignan otras, en las que se 
pone de manifiesto el carácter de entidades colaboradoras con la administración; 
colaboración que se refuerza a través de la previsión de delegación de funciones y de 
encomienda de gestión que puede realizar la administración pública gallega en dichas 
corporaciones.

Asimismo, ha de resaltarse la importancia que la ley concede a la promoción del 
comercio en el exterior, del turismo y de los productos gallegos.

En el capítulo II, relativo al ámbito territorial, se pretende tanto el mantenimiento de la 
situación actual como, para el mejor cumplimiento de sus funciones, contemplar la 
posibilidad de disolución, creación, fusión o integración de cámaras y modificación de su 
demarcación cameral, buscando siempre una tendencia hacia la unificación de recursos y el 
mantenimiento de representación de estas corporaciones en todo el territorio. 
Representación que se consigue tanto por la exigencia de una cámara en cada provincia 
como con la previsión de creación de delegaciones.

El capítulo III, dedicado a la organización, se encuentra dividido en seis secciones. En 
las cuatro primeras se regulan los órganos de gobierno de las cámaras, siendo éstos el 
pleno, el comité ejecutivo y la presidencia, estando integrado el comité ejecutivo por quien 
ocupe la presidencia de la corporación, las vicepresidencias y la tesorería y por un número 
de vocales que no podrá ser inferior a tres ni superior a seis. En cuanto a dichos órganos de 
gobierno, las funciones más importantes que desarrollarán las cámaras se reservan al pleno 
de la corporación, permitiéndose en determinados casos hacer uso de la delegación de las 
mismas. En la sección quinta se establecen los criterios generales por los que ha de regirse 
el personal de las cámaras, donde, sin perjuicio de su carácter de personal sometido al 
derecho laboral, se trata de garantizar su imparcialidad, independencia y profesionalidad en 
el desarrollo de las funciones que las cámaras tienen encomendadas. Dentro de este ámbito 
es importante destacar la secretaría general, que, encargada de velar por la legalidad de los 
acuerdos de los órganos de gobierno, habrá de ejercer sus funciones con imparcialidad y 
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estricto sometimiento a la legalidad. En la sección sexta, dedicada al reglamento de régimen 
interior, se establecen los criterios mínimos, tanto de contenido como de estructura, a que 
deben adaptarse aquéllos, partiendo siempre de la libertad de las cámaras, que respetando 
las normas imperativas regulen su organización de la forma más adecuada a su propia 
idiosincrasia, todo ello sin mantener ajena a la administración, tanto desde el punto de vista 
de la aprobación de los reglamentos como de la posibilidad de promover su modificación.

En el capítulo IV, bajo la rúbrica del régimen electoral, se respeta la tradición electoral de 
estas corporaciones, manteniendo el sistema de elección por medio de grupos y categorías, 
facilitándose, asimismo, la participación, mediante la posibilidad de poder emitir el voto por 
correo.

El capítulo V está dedicado al régimen económico y presupuestario, en el que se 
recogen las vías de ingresos y la obligación de elaboración y liquidación de presupuestos, 
así como el sistema contable y los mecanismos de control financiero de estas corporaciones, 
profundizando en el principio de autofinanciación parcial instaurado por la ley básica y en el 
sistema de fiscalización pública de los presupuestos.

En el capítulo VI se crea y regula el Consejo Gallego de Cámaras, configurándolo como 
una corporación de derecho público con personalidad jurídica propia y plena capacidad para 
el cumplimiento de sus fines. Con ello se pretende, fundamentalmente, dar satisfacción a 
determinados intereses que afectan a toda la Comunidad Autónoma y que difícilmente puede 
satisfacer cada una de las cámaras de forma aislada, siendo el órgano de coordinación e 
impulso de actuaciones comunes de las cámaras, obteniendo así una mejor asignación de 
los recursos disponibles, sin perjuicio de su carácter de órgano de colaboración con la 
Administración autonómica.

El capítulo VII está dedicado al régimen jurídico, donde, de acuerdo con lo previsto en la 
Ley 3/1993, se somete la contratación y el régimen patrimonial al derecho privado, debiendo 
respetarse los principios de publicidad, concurrencia y objetividad. Por otra parte, y ante la 
eventualidad de una posible inactividad de la administración pública en sus funciones de 
tutela, que podría impedir el normal funcionamiento de las cámaras, se establece el silencio 
administrativo como positivo para los supuestos de que no se resolviese expresamente. En 
el ámbito de la suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las cámaras, además 
de recoger lo ya previsto en la Ley básica de 1993, se establece un plazo de alegaciones de 
quince días, que en casos extraordinarios puede ser reducido a cinco, de tal forma que 
dentro de los procedimientos de suspensión y disolución se establece como preceptivo dar 
cumplimiento al principio de contradicción.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó y yo, de conformidad con el 
artículo 13.2 (del Estatuto de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 23 de febrero, 
reguladora de la Xunta y de su presidente, promulgo en nombre del Rey, la Ley de cámaras 
oficiales de comercio, industria y navegación de Galicia.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto la regulación de las cámaras oficiales de comercio, 

industria y, en su caso, navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia, así como la 
creación y regulación del Consejo Gallego de Cámaras.

Artículo 2.  Naturaleza jurídica.
Las cámaras oficiales de comercio, industria y, en su caso, navegación de la Comunidad 

Autónoma de Galicia son corporaciones de derecho público, configurándose como órganos 
consultivos y de colaboración con las administraciones públicas, especialmente con la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, sin menoscabo de los intereses 
privados que persiguen. Para el cumplimiento de sus fines gozarán de personalidad jurídica 
propia y plena capacidad de obrar. Su estructura y funcionamiento deberán ser 
democráticos.
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Artículo 3.  Finalidad.
Las cámaras, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1.2 de la Ley 3/1993, de 22 de 

marzo, básica de las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación, además del 
ejercicio de las funciones de carácter público que les atribuye la presente ley y de las que les 
puedan encomendar o delegar las administraciones públicas, tienen como finalidad la 
representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria y, 
en su caso, la navegación. Asimismo tendrán como finalidad la prestación de servicios a las 
empresas que ejerzan las indicadas actividades, sin perjuicio de la libertad sindical y de 
asociación empresarial y de la representatividad y actuaciones de otras organizaciones 
empresariales o sociales legalmente constituidas.

Artículo 4.  Funciones.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad 

Autónoma de Galicia tendrán las funciones de carácter público-administrativo contempladas 
en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, de cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación.

2. También corresponderá a las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia desarrollar las funciones público-
administrativas que se enumeran a continuación, en la forma y con la extensión que se 
determine, en su caso, reglamentariamente:

a) Proponer a los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia cuantas 
reformas o medidas consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la 
industria, los servicios y la navegación.

b) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

c) Colaborar con los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia como 
órganos de apoyo y asesoramiento para la creación de empresas.

d) Colaborar con los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia 
mediante la realización de actuaciones materiales para la comprobación del cumplimiento de 
los requisitos legales y la verificación de establecimientos mercantiles e industriales, 
cumpliendo con lo establecido en la normativa general y sectorial vigente.

e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que consideren 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de 
Galicia.

h) Informar los proyectos de normas emanados de la Comunidad Autónoma de Galicia 
que afecten directamente a los intereses generales del comercio, la industria, los servicios o 
la navegación, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica y siempre que así 
se establezca en sus respectivas normas.

j) Colaborar con la administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia.

l) Colaborar con los órganos competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia para 
facilitar información y orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el 
reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así 
como en la aportación de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del 
procedimiento, cuando dichas administraciones lo establezcan.
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m) Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad 
Autónoma de Galicia también podrán desarrollar cualquier otra función que los órganos 
competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia, en el ejercicio de sus competencias, 
consideren necesarias.

3. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad 
Autónoma de Galicia podrán llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y 
se prestarán en régimen de libre competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o 
fomento del comercio, la industria, los servicios y la navegación, o que sean de utilidad para 
el desarrollo de las indicadas finalidades y, en especial, establecer servicios de información y 
asesoramiento empresarial. Asimismo, podrán difundir e impartir formación en relación con 
la organización y gestión de la empresa, prestar servicios de certificación y homologación de 
las empresas y crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de 
subcontratación y de residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos 
exigidos en la normativa sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrán desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización del órgano 
competente de la Administración autonómica en materia de cámaras, las cámaras oficiales 
de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia podrán 
promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o 
mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de colaboración.

Para el otorgamiento de dicha autorización deberá justificarse la necesidad o 
conveniencia de la promoción o participación prevista. Igualmente, el órgano competente de 
la Administración autonómica en materia de cámaras podrá denegar la autorización cuando 
la cámara solicitante no hubiese acreditado, con carácter previo, que su participación en las 
entidades y convenios señalados no afectará al mantenimiento de su equilibrio 
presupuestario.

5. La autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia en relación con los derechos y 
obligaciones derivados de las actuaciones de las cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia en el ámbito de sus 
actividades privadas.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las cámaras oficiales de comercio, 
industria, servicios y navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia, así como el 
Consejo Gallego de Cámaras y las administraciones públicas, podrán celebrar convenios de 
los previstos en las letras c) y d) del artículo 4.1 del texto refundido de la Ley de contratos del 
sector público, aprobado por el Real decreto legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, cuando 
se den los supuestos para eso, y celebrar contratos en los que las administraciones públicas 
se acomodarán a las prescripciones del citado texto refundido y servirse de los restantes 
instrumentos permitidos por el ordenamiento jurídico vigente. En el desarrollo de las 
funciones público-administrativas se garantizará una adecuada coordinación con las 
administraciones públicas mediante la firma de los oportunos instrumentos de colaboración, 
así como a través de los planes de actuaciones que, en su caso, dicten los órganos 
competentes de la Comunidad Autónoma de Galicia por razón de la materia. Asimismo, las 
cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad Autónoma 
de Galicia y el Consejo Gallego de Cámaras podrán subscribir convenios u otros 
instrumentos de colaboración para garantizar una adecuada coordinación de sus 
actuaciones con las llevadas a cabo por las organizaciones empresariales.

7. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

8. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las cámaras se ajustarán a lo 
previsto en la Ley 3/1983, de 15 de junio, de normalización lingüística de Galicia.

9. En el desarrollo de todas las actividades, las cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia, así como el Consejo Gallego 
de Cámaras, respetarán las condiciones de accesibilidad de las personas con discapacidad 
en los términos que establezca la normativa de aplicación.
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La información que se facilite, en cualquier formato, y, en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo que se tendrán en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.

Artículo 5.  Delegación de funciones y encomienda de gestión.
1. El Consello de la Xunta de Galicia, previo informe del Consejo Gallego de Cámaras, 

podrá delegar en todas o en alguna de las cámaras el ejercicio de funciones o la gestión de 
actividades atribuidas a la Administración de la Comunidad Autónoma, siempre que sean 
plenamente compatibles con su naturaleza y funciones. En la tramitación del expediente, que 
habrá de acreditar la concurrencia de circunstancias técnicas, económicas, sociales, 
jurídicas o territoriales que aconsejen la delegación, se dará audiencia a la cámara o 
cámaras afectadas.

2. La Administración autonómica podrá encomendar a las cámaras la realización de 
actividades de carácter material, técnico o de servicios de su competencia cuando razones 
de eficacia o de carencia de medios técnicos idóneos para su desempeño así lo aconsejen. 
La encomienda de gestión se formalizará a través de un convenio entre la Administración de 
la Comunidad Autónoma y la cámara o cámaras afectadas en el cual se hará constar la 
actividad o actividades objeto de la encomienda, el plazo de vigencia de la misma, la 
naturaleza y alcance de la gestión encomendada y, en su caso, los medios económicos que 
se habilitan por ambas partes. Toda encomienda de gestión habrá de ser informada 
previamente por el Consejo Gallego de Cámaras.

Artículo 6.  Servicios mínimos obligatorios.
La Administración autonómica podrá, previo informe favorable del Consejo Gallego de 

Cámaras, declarar servicios mínimos obligatorios para cada cámara respecto a las funciones 
previstas en el artículo 4 de la presente ley, con audiencia de las cámaras afectadas en 
aquellos casos en que los servicios mínimos no tuvieran carácter general para todas ellas.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial

Artículo 7.  Ámbito territorial.
1. Podrán existir cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de 

ámbito autonómico, provincial y local y coexistir cámaras de distinto ámbito territorial.
2. En cada provincia existirá, al menos, una cámara oficial de comercio, industria, 

servicios y, en su caso, navegación, sin perjuicio de que sus funciones y servicios puedan 
ser desempeñadas por otra de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia. En este sentido, las funciones y servicios 
de una cámara podrán ser asumidas por cualquiera de las restantes cámaras de la 
Comunidad Autónoma de Galicia, en los supuestos y con el alcance que se determinen en la 
presente ley y en su normativa de desarrollo.

Artículo 8.  Requisitos y supuestos de creación de cámaras.
1. La creación de nuevas cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 

navegación únicamente podrá realizarse sobre a base de intereses comerciales, industriales, 
de servicios y navieros específicos y siempre que la cámara resultante cuente con recursos 
suficientes para el cumplimiento satisfactorio de sus funciones y no suponga merma en la 
calidad de los servicios que venían siendo prestados.

2. Podrán crearse nuevas cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación:
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a) Por fusión de dos o más cámaras. El procedimiento se iniciará con los acuerdos, por 
mayoría absoluta de los miembros de los plenos, favorables a la fusión de las distintas 
cámaras afectadas.

b) Por integración de una o más cámaras. Puede iniciarse el procedimiento cuando una 
cámara, durante cuatro ejercicios consecutivos, liquide con un déficit superior al 20 % de sus 
ingresos o cuando la administración tutelante, teniendo en cuenta los intereses generales del 
comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia y previo 
informe del Consejo Gallego de Cámaras, lo considere conveniente.

Artículo 9.  Disolución de cámaras.
Las cámaras de ámbito infraprovincial podrán disolverse por acuerdo del pleno 

respectivo adoptado en sesión convocada al efecto. Para la validez del acuerdo se requerirá 
el voto favorable de dos terceras partes de los miembros del pleno y posterior aprobación 
por el Consello de la Xunta. La Administración autónoma determinará, previo informe del 
Consejo Gallego de Cámaras, la corporación en que haya de integrarse la cámara disuelta, 
pudiendo incorporarse a varias ya existentes, estableciéndose en este caso las nuevas 
demarcaciones camerales.

Artículo 10.  Modificación de demarcaciones territoriales.
El Consejo de la Xunta de Galicia podrá alterar la demarcación territorial de las cámaras 

oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad Autónoma de 
Galicia:

a) Cuando estas, conjuntamente, así lo acuerden por mayoría de dos tercios de los 
miembros de sus respectivos plenos.

b) Cuando lo soliciten más de dos tercios del electorado de los términos municipales a 
segregar de una cámara, siempre que cuenten con el acuerdo del pleno de la Cámara a la 
que vayan a ser agregados.

c) Cuando, como consecuencia de un proceso de liquidación de cámaras, sea precisa la 
integración de su demarcación territorial en otra cámara.

d) Cuando la administración tutelante, teniendo en cuenta los intereses generales del 
comercio, la industria, los servicios y la navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia y 
previo informe del Consejo Gallego de Cámaras, lo estime conveniente.

Artículo 11.  Normas comunes para los procedimientos de creación, disolución y 
modificación de las demarcaciones camerales.

1. La creación, disolución y modificación de las demarcaciones camerales se realizará 
por decreto del Consello de la Xunta de Galicia.

2. En los supuestos de fusión, disolución y modificación de la demarcación cameral a 
instancia del pleno o del electorado de acuerdo con lo previsto en el artículo 10.a) y b), se 
requerirá autorización del órgano tutelar, que podrá denegarla por medio de resolución 
motivada. Transcurridos seis meses desde la entrada de la solicitud en el registro del órgano 
tutelar sin que se haya dictado resolución expresa, ésta se entenderá desestimada. En 
dichos supuestos, será objeto de publicación en el Diario Oficial de Galicia el acuerdo 
cameral o la solicitud del electorado que promueve el expediente.

3. En los supuestos de creación de una nueva cámara o modificación de su 
demarcación, promovidas por el órgano tutelar, el procedimiento se iniciará mediante la 
publicación de la orden correspondiente.

4. En todos los casos, salvo en el supuesto de disolución, será preceptiva la audiencia 
de la cámara o cámaras afectadas, así como el informe del Consejo Gallego de Cámaras.

Artículo 12.  Creación de delegaciones.
1. En orden a garantizar en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia el 

eficaz y pleno cumplimiento de las funciones de carácter público-administrativo que se 
atribuyen a las cámaras, así como la mejor prestación de sus servicios, éstas podrán crear 
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delegaciones en aquellas áreas o zonas en que su importancia económica lo aconseje, 
dentro de su demarcación territorial.

2. El órgano tutelar podrá recomendar a las cámaras el establecimiento de delegaciones 
cuando exista un núcleo de empresas suficientemente representativas para justificar la 
proximidad de los servicios.

3. En cada delegación existirá un delegado que será designado y separado por el pleno 
de la cámara. El procedimiento de designación y cese y sus funciones se determinarán en el 
reglamento de régimen interior de cada cámara.

CAPÍTULO III
Organización

Artículo 13.  Órganos de gobierno de las cámaras oficiales de comercio, industria y, en su 
caso, navegación de Galicia.

Los órganos de gobierno de las cámaras son el pleno, el comité ejecutivo y la 
presidencia.

Sección 1.ª Del pleno

Artículo 14.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la cámara, que estará 

compuesto por un número de vocales determinado en el reglamento de régimen Interior de 
cada cámara y que en ningún caso será inferior a 10 ni superior a 60 vocales. Su mandato 
durará cuatro años.

2. El pleno tendrá la siguiente composición:
a) Vocales de elección directa, que serán, como mínimo, dos tercios de los vocales del 

pleno, elegidos mediante sufragio libre, igual, directo y secreto entre todas las personas 
físicas y jurídicas que ejerzan una actividad comercial, industrial, de servicios o de 
navegación en la demarcación, de acuerdo con la clasificación en grupos y categorías que 
se establezca reglamentariamente conforme a los criterios establecidos en la legislación 
básica estatal.

b) Representantes de las empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica dentro de la circunscripción de cada cámara que realicen aportaciones 
voluntarias a la misma, efectivas y satisfechas, a propuesta de las organizaciones 
empresariales intersectoriales y territoriales más representativas. Con este fin, las citadas 
organizaciones empresariales presentarán a la administración tutelante una lista de 
candidatos propuestos, en número que corresponda a las vocalías a cubrir. El número de los 
vocales de este grupo representará un sexto del número total de los vocales del pleno.

c) Representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en la demarcación de 
cada cámara. Estos vocales serán elegidos de entre las empresas que hubiesen realizado 
aportaciones económicas voluntarias, efectivas y satisfechas, que superen el umbral que 
determine el reglamento de régimen interior de cada cámara. Su número representará un 
sexto del número total de los vocales del pleno. La junta electoral proclamará electas a las 
empresas que realicen las mayores aportaciones en la demarcación, según la información 
facilitada por la secretaría general de la cámara, en el número de vocalías que se vayan a 
cubrir. En el caso de existir empate entre estas, la junta electoral proclamará electa a la 
empresa con mayor antigüedad en el censo de la cámara y, si persistiese el empate, 
resolverá mediante sorteo.

Para la determinación, elección y proclamación de los vocales previstos en las letras b) y 
c) del presente artículo, la junta electoral requerirá un informe al secretario general de cada 
cámara. Las empresas con aportación económica voluntaria deberán adquirir el compromiso 
de mantener dichas aportaciones hasta la realización de nuevas elecciones. En caso de no 
mantenerse dichas aportaciones económicas, se declarará su vacante en el pleno y se 
procederá a la elección de nuevos miembros del mismo.
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Si no se consiguise que se cubran los vocales previstos en las letras b) y c), bien por 
ausencia de empresas que realicen aportaciones voluntarias bien porque dichas empresas 
no hubiesen designado representantes en el pleno, estas vacantes quedarán sin cubrir hasta 
que existan empresas que se adhieran a la cámara con el compromiso de realizar 
aportaciones voluntarias o que las ya adheridas designen representantes en el pleno, 
momento en el que se cubrirán las vacantes mediante elección entre dichas empresas en la 
forma prevista.

3. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, las personas de 
reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de demarcación de la 
cámara. A tal fin, el presidente propondrá a los vocales una lista de candidatos que supere 
en un tercio el número de vocalías a elegir. El número de personas a elegir conforme a este 
apartado no podrá exceder del 20 % del total de vocales del pleno.

4. Los vocales de las letras a), b) y c) elegirán al presidente de la cámara así como a las 
personas de reconocido prestigio previstas en el apartado 3.

5. El secretario general y el director gerente, si lo hubiese, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

6. La condición de miembro del pleno es única e indelegable, y tiene carácter retribuido.
7. Los miembros del pleno tienen el derecho y el deber de asistir a las sesiones que el 

mismo celebre.
8. El pleno cesa tras la convocatoria de elecciones, y permanece en funciones hasta la 

toma de posesión de sus nuevos miembros.
9. Reglamentariamente se determinará el régimen de provisión de vacantes en el pleno.

Artículo 15.  Atribuciones.
1. Como órgano supremo de la cámara, corresponden al pleno las siguientes 

atribuciones:
a) La elección y cese de quien ejerza la presidencia.
b) El control y fiscalización de los demás órganos de gobierno de la cámara.
c) La aprobación provisional del reglamento de régimen interior y de sus modificaciones, 

para su remisión al órgano tutelar a los efectos de su aprobación definitiva.
d) La aprobación de los convenios de colaboración y cooperación con las 

administraciones públicas y con cualquier otra entidad.
e) La adopción de los acuerdos relativos a la creación o participación de la cámara en 

asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como de los acuerdos para 
su supresión o finalización de la participación.

f) La aprobación, a propuesta del comité ejecutivo, de la plantilla de personal, así como 
de los criterios para su cobertura.

g) La aprobación inicial del presupuesto y de las cuentas anuales de la cámara, así como 
su sometimiento al órgano tutelar para su aprobación definitiva.

h) La elección y cese de los miembros del pleno que tengan que formar parte del comité 
ejecutivo.

i) La aprobación inicial de las bases de la convocatoria para la provisión del puesto de 
quien ocupe la secretaría general.

j) El nombramiento y cese de quien ocupe la secretaría general.
k) El nombramiento y cese del personal de alta dirección al servicio de la cámara.
l) La aprobación de los informes que hayan de remitirse a las administraciones públicas.
m) La adopción de acuerdos sobre el ejercicio de acciones y la interposición de recursos 

ante cualquier jurisdicción.
n) La enajenación de patrimonio y la concertación de operaciones de crédito.
ñ) La aprobación de los planes anuales de actuación y gestión de la cámara.
o) La constitución de comisiones consultivas y de ponencias.
p) El nombramiento de representantes de la cámara en otras entidades.
q) Cuantas otras atribuciones le confieran las leyes expresamente.
2. Conforme al procedimiento previsto en el reglamento de régimen interior, el pleno de 

la cámara podrá delegar y revocar, sin perjuicio de su comunicación al órgano tutelar, el 
ejercicio de sus atribuciones en el comité ejecutivo, salvo las atribuciones previstas en los 
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apartados a), b), c), e), f), h), j) y n) del número uno de este artículo. En el caso de cámaras 
que cuenten con plenos compuestos por un número de vocales inferior a 50, no podrán ser 
objeto de delegación las atribuciones enumeradas en los subapartados a), b), c), e), f), g), h), 
i), j), k) y n) del número uno de este artículo.

Las delegaciones en materia de gestión financiera decaerán automáticamente con la 
aprobación de cada presupuesto anual. En cualquier caso, las delegaciones conferidas por 
el pleno no podrán exceder de su período de mandato, y se extinguirán automáticamente en 
el momento en que se renueve el pleno de la cámara.

Sección 2.ª Del comité ejecutivo

Artículo 16.  Composición.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la cámara, que será elegido por el pleno de entre sus vocales con derecho a voto y por un 
mandato de duración igual al de éstos y estará formado por las personas que ocupen la 
presidencia, de una a tres vicepresidencias, la tesorería y un número de vocales que no será 
superior a seis ni inferior a tres, que se fijará en el reglamento de régimen interior de cada 
cámara. Los cargos del comité ejecutivo no serán remunerados.

2. El órgano tutelar podrá nombrar una persona representante de la Administración 
autonómica que, sin condición de miembro, tendrá voz pero no voto en las sesiones del 
comité ejecutivo, a las que deberá ser convocada en las mismas condiciones que sus 
miembros.

3. En el reglamento de régimen interior de cada cámara, se preverá el ejercicio de las 
funciones de los miembros del comité ejecutivo en los casos de ausencia, vacante o 
enfermedad.

Artículo 17.  Atribuciones.
Corresponden al comité ejecutivo las siguientes atribuciones:
a) Realizar u ordenar la realización de informes y estudios relacionados con los fines de 

la corporación.
b) Proponer al pleno los planes anuales de actuación y gestión corporativa, así como 

realizar y dirigir los ya aprobados, dando cuenta a aquél de su cumplimiento.
c) Elaborar los proyectos de presupuestos y presentarlos al pleno para su aprobación.
d) Confeccionar las liquidaciones de presupuestos y las cuentas anuales y presentarlas 

al pleno para su aprobación.
e) Elaborar los proyectos de la plantilla de personal, así como los criterios para su 

cobertura, para su aprobación por el pleno.
f) La contratación del personal, salvo el de alta dirección.
g) Aprobar las resoluciones correspondientes a la liquidación, así como las relativas a la 

recaudación del recurso cameral permanente.
h) Aprobar y revisar el censo electoral y resolver las impugnaciones al mismo.
i) En casos de urgencia debidamente motivada, adoptar acuerdos sobre materias 

competencia del pleno susceptibles de delegación, dando cuenta a éste para que proceda a 
su ratificación en la primera sesión que celebre y que tendrá lugar, como máximo, en el plazo 
de treinta días.

j) Velar por el normal funcionamiento de los servicios de la cámara.
k) Ejercer las competencias que le sean delegadas o encomendadas por el pleno.
l) Ejercer aquellas competencias de la cámara que no estén expresamente atribuidas a 

otro órgano.

Artículo 18.  Pérdida de la condición de miembro del pleno y del comité ejecutivo.
1. Además de por la causa prevista en el artículo 14.5, la condición de miembro del pleno 

se perderá, con las garantías y régimen de recursos establecidos en la presente ley, por 
alguna de las siguientes causas:
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a) Cuando desaparezca cualquiera de los requisitos legales de elegibilidad que 
concurrieron para su elección.

b) Por resolución administrativa o judicial firme que anule su elección o proclamación 
como miembro de una candidatura.

c) Por la falta de asistencia injustificada a las sesiones del pleno, por tres veces 
consecutivas o cuatro veces no consecutivas, dentro del año natural, previa incoación del 
expediente administrativo en el que se le dará audiencia ante el pleno.

d) Por dimisión o renuncia, o cualquier causa que incapacite para el desempeño del 
cargo.

e) Por fallecimiento de los que tengan la consideración de personas físicas o por la 
extinción de la personalidad jurídica en el caso de los miembros del pleno con forma 
societaria.

2. Por su parte, y además de la terminación ordinaria de sus mandatos, tanto quien 
ejerza la presidencia como los cargos del comité ejecutivo cesarán:

a) Por la pérdida de la condición de miembro del pleno.
b) Por acuerdo del pleno, adoptado por mayoría absoluta en la forma que en el 

reglamento de régimen interior se establezca.
c) Por renuncia al cargo, aunque se mantenga la condición de miembro del pleno.
d) Por falta de asistencia injustificada a las sesiones del comité ejecutivo, por tres veces 

consecutivas o cuatro veces no consecutivas, dentro del año natural, previa incoación del 
expediente administrativo en el que se le dará audiencia ante el pleno.

3. El procedimiento para la cobertura de las vacantes será el que se determine en cada 
reglamento de régimen interior, de conformidad con lo que reglamentariamente establezca la 
Administración autonómica. Las personas elegidas para ocupar vacantes en el pleno, en el 
comité ejecutivo o en la presidencia lo serán solamente por el tiempo que reste para cumplir 
el mandato durante el cual se hubiera producido la vacante.

Sección 3.ª De la presidencia

Artículo 19.  Elección.
1. El presidente es el órgano de gobierno que tiene la representación de la cámara y 

ejerce la presidencia de todos sus órganos colegiados. Es responsable de la ejecución de 
los acuerdos del pleno y del comité ejecutivo.

2. Será elegido por el pleno de entre sus miembros, en la forma que determinen los 
reglamentos de régimen interior de cada cámara y supletoriamente en la forma que 
reglamentariamente determine la Administración autonómica. Para resultar elegido, el 
candidato deberá obtener el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros del 
pleno. De no obtenerse dicha mayoría, se procederá a una segunda votación, resultando 
elegido quien obtenga el mayor número de votos. En caso de empate, se procederá en el 
tercer día hábil siguiente a una nueva votación. De persistir el empate, resultará elegida la 
empresa que tenga mayor antigüedad en el ejercicio de la actividad empresarial dentro de la 
circunscripción cameral, salvo que concurra a la elección alguno de los vocales del artículo 
14.1.b), en cuyo caso se elegirá por sorteo.

Artículo 20.  Cese.
1. Quien ejerza la presidencia cesará, además de por las causas previstas en el artículo 

18.2, como consecuencia de:
a) Sustitución de la persona física designada para ostentar la representación de la 

persona jurídica titular del cargo.
b) Convocatoria de elecciones para la renovación del pleno, actuando en funciones 

durante dicho periodo.
c) La aprobación, por mayoría absoluta del pleno, de una moción de censura, que 

deberá ser propuesta, al menos, por una quinta parte del número de miembros del pleno, en 
sesión realizada al efecto, y que incluirá necesariamente la propuesta de un candidato a la 
presidencia de la cámara.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 66  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Galicia

– 1576 –



d) Dimisión.
e) Sentencia firme que implique su inhabilitación para el cargo.
f) Fallecimiento.
g) Pérdida de la condición de miembro del pleno.
2. Cuando concurra cualquiera de estos supuestos, la presidencia de la cámara pasará a 

ser ejercida por quienes desempeñen las vicepresidencias, por su orden, hasta la elección 
de nuevo presidente o presidenta, de acuerdo con lo previsto en el reglamento de régimen 
interior.

Artículo 21.  Atribuciones.
1. A la presidencia de la cámara le corresponden las siguientes atribuciones:
a) Convocar, presidir y dirigir las sesiones del pleno, del comité ejecutivo y de cualquier 

otro órgano de la cámara, dirimiendo con su voto de calidad los empates que se produzcan.
b) Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados de la cámara.
c) Disponer gastos dentro de los límites que el pleno establezca y ordenar a la tesorería 

todos los pagos, debiendo rendir cuentas al pleno.
d) Asumir y llevar la representación de la cámara en los actos oficiales.
e) Presidir los organismos e instituciones que dependan o puedan depender en lo 

sucesivo de la cámara.
f) Firmar la correspondencia oficial de la cámara.
g) Visar las actas y las certificaciones que de los acuerdos hayan de librarse.
h) Adoptar las medidas disciplinarias que procedan, de acuerdo con lo establecido en el 

reglamento de régimen interior.
i) Representar a la cámara en todos los actos jurídicos y ejercitar los derechos y las 

acciones que a ella correspondan.
j) En casos de extrema urgencia, adoptar las resoluciones que sean necesarias para 

garantizar el adecuado funcionamiento de la cámara y de los servicios camerales, dando 
cuenta al comité ejecutivo en la primera sesión que éste celebre y que tendrá lugar, como 
máximo, en el plazo de treinta días.

k) Delegar su representación en los términos previstos en el apartado segundo de este 
artículo.

l) Disponer el reparto de asuntos, temas o cuestiones a las comisiones consultivas, 
cuando, a su juicio, hayan de ser objeto de estudio o examen previo a la consideración del 
pleno.

m) Sin perjuicio de las funciones atribuidas a los órganos de gobierno, la presidencia 
dispondrá sobre los aspectos formales o accesorios que sean necesarios para la buena 
marcha de la cámara y de las actividades corporativas.

n) Ejercer cuantas otras funciones le encomienden las leyes y el reglamento de régimen 
interior.

2. La presidencia podrá delegar y revocar el ejercicio de sus atribuciones en las 
vicepresidencias, salvo la relativa a la presidencia del pleno y del comité ejecutivo, y ello sin 
perjuicio de los casos de sustitución previstos en los artículos 20.2 y 22.2 de la presente ley, 
decayendo la delegación automáticamente con la extinción del mandato de quien ejerza la 
presidencia. El reglamento de régimen interior podrá prever la posibilidad de delegaciones 
especiales a favor de cualquier miembro del pleno para la dirección y gestión de asuntos 
determinados.

Sección 4.ª De las vicepresidencias

Artículo 22.  Designación, cese y funciones.
1. Las personas que ejerzan las vicepresidencias serán elegidas y separadas por 

acuerdo del pleno de cada cámara, de entre sus miembros, conforme a lo establecido en el 
reglamento de régimen interior.

2. Quienes ejerzan las vicepresidencias sustituirán, por su orden, a la persona que ocupe 
la presidencia en los casos de ausencia, enfermedad o vacante.
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3. Quienes desempeñen las vicepresidencias ejercerán además aquellas funciones que 
le sean delegadas por la presidencia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 21.2 de la 
presente ley.

Sección 5.ª Del personal

Artículo 23.  Régimen jurídico.
1. Todo el personal, incluido quien ocupe la secretaría general y el personal de alta 

dirección al servicio de las cámaras, quedará sujeto al derecho laboral, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la disposición transitoria octava de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, básica de 
las cámaras.

El reglamento de régimen interior de cada cámara establecerá el régimen del personal al 
servicio de la cámara así como el procedimiento para su contratación, que deberá adecuarse 
a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad de la convocatoria.

2. Asimismo quedarán sometidos al régimen de incompatibilidades que se establezcan 
en el reglamento de régimen interior de cada cámara. En cualquier caso, el desempeño de 
un puesto de trabajo al servicio de las cámaras será incompatible con el ejercicio de 
cualquier cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el 
estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia.

3. Anualmente, el pleno de cada cámara aprobará una plantilla de personal en la que se 
relacionarán, debidamente clasificados, todos los puestos de trabajo, con expresión de su 
denominación, funciones y categoría.

Artículo 24.  La secretaría general.
1. Cada cámara tendrá un/una secretario/a general retribuido/a, que deberá contar con 

una licenciatura o titulación de grado superior o equivalente.
2. Quien ocupe la secretaría general tiene como funciones, además de aquéllas que 

expresamente le atribuya el reglamento de régimen interior o que, en su caso, le delegue 
expresamente la presidencia o el propio comité ejecutivo, velar por la legalidad de los 
acuerdos de los órganos de gobierno de la cámara, debiendo hacer, cuando proceda, las 
advertencias pertinentes en tal sentido y dando fe pública de los actos y acuerdos adoptados 
por las mismas; a estos efectos asistirá a las sesiones de los órganos de gobierno con voz 
pero sin voto.

3. El nombramiento de la persona que ocupe la secretaría general corresponde al pleno 
de la cámara, previa convocatoria pública, cuyas bases serán aprobadas por el órgano 
tutelar. Tanto el acuerdo de nombramiento como el de cese deben ser adoptados de forma 
motivada por la mitad más uno de los miembros del pleno.

4. Quien ocupe la secretaría dirigirá todos los servicios de la cámara, respondiendo de 
su funcionamiento ante el comité ejecutivo, salvo en aquellos casos en que las cámaras 
dispongan la creación de una dirección general. Esta función será desempeñada por una 
persona vinculada por la relación laboral de carácter especial de alta dirección que dirigirá 
aquellos servicios de la cámara previstos en el reglamento de régimen interior y de cuyo 
funcionamiento será responsable ante el comité ejecutivo.

5. El reglamento de régimen interior determinará la forma y los supuestos en que haya 
de ser sustituido quien ocupe la secretaría general, con ocasión de ausencia temporal, 
vacante, enfermedad o cualquier otro supuesto de impedimento temporal.

6. La persona que desempeñe la secretaría habrá de ejercer sus funciones con 
autonomía funcional, imparcialidad y estricto sometimiento a la legalidad. Para el desarrollo 
de las mismas goza de inmovilidad de acuerdo con lo establecido en el párrafo siguiente.

7. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa laboral, quien ocupe la secretaría sólo 
podrá ser destituido de sus funciones por la comisión de alguna de las faltas que, con 
carácter objetivo y tasado, estén previstas en el reglamento de régimen interior de cada 
cámara. Su apreciación compete al pleno, mediante acuerdo motivado, adoptado por la 
mitad más uno de sus miembros en sesión extraordinaria convocada al efecto y previa 
instrucción de un expediente en el que se dará audiencia a la persona interesada.
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La instrucción del expediente corresponderá al miembro del comité ejecutivo que éste 
designe, no pudiendo concurrir a la sesión del pleno en que se adopte la decisión sobre su 
destitución.

Contra el acuerdo del pleno podrá interponerse recurso administrativo ante el órgano 
tutelar.

Artículo 25.  Personal de alta dirección.
Los reglamentos de régimen interior establecerán, con sujeción a la normativa laboral, 

todas las cuestiones relativas al personal de alta dirección al servicio de la cámara, no 
siendo de aplicación a este personal la previsión de modificación contractual de la 
indemnización establecida en el artículo 11.1 del Real decreto 1382/1985, de 1 de agosto.

Sección 6.ª Reglamento de régimen interior

Artículo 26.  Aprobación y modificación del reglamento de régimen interior.
1. Corresponde al órgano tutelar la aprobación de los reglamentos de régimen interior de 

las cámaras así como de sus modificaciones. Igualmente podrá, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 7.3 de la Ley 3/1993, promover la modificación de los mismos.

2. Los reglamentos de régimen interior de las cámaras sometidos a aprobación se 
considerarán aprobados si, transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el 
registro del órgano tutelar, éste no hubiera denegado expresamente su aprobación, 
formulado objeciones en su contra o promovido su modificación.

3. En el supuesto de que el órgano tutelar, de oficio o como consecuencia de la 
presentación de un reglamento de régimen interior, promoviera su modificación, deberá 
señalar el plazo, no inferior a dos meses, para un nuevo envío del reglamento, su 
modificación o las alegaciones que se estimen oportunas.

4. Recibidas las alegaciones, o transcurrido el plazo de dos meses sin que se haya 
recibido la nueva propuesta, o cuando la misma no se ajuste a la modificación requerida, el 
órgano competente en materia de cámaras dictará la resolución que se estime procedente, 
incluida una nueva redacción del reglamento de régimen interior.

5. Presentado el texto corregido dentro del plazo establecido o las alegaciones a la 
modificación propuesta, se entenderán estimadas éstas o aprobada la modificación cuando 
hubieran transcurrido dos meses desde su presentación en el registro del órgano tutelar.

Artículo 27.  Contenido del reglamento de régimen interior.
1. En el reglamento de régimen interior constará, entre otros extremos, la estructura de 

su pleno, el número y forma de elección de los miembros del comité ejecutivo y, en general, 
las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno, organización y régimen del 
personal al servicio de la cámara.

2. Asimismo en el reglamento de régimen interior se establecerán los mecanismos 
adecuados para asegurar el normal funcionamiento de la cámara, en lo no previsto en la 
presente ley y en sus normas de desarrollo reglamentario.

3. Se incluirán como anexos al reglamento de régimen interior la estructura y la 
composición del pleno en lo referente a su distribución por grupos y categorías, elaborado de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 14.6 de la presente ley, así como el régimen de 
personal al servicio de la cámara.

CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 28.  Derecho de sufragio activo.
(Suprimido)
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Artículo 29.  Derecho de sufragio pasivo.
(Suprimido)

Artículo 30.  Censo electoral.
1. El censo electoral de las cámaras estará constituido por la totalidad de las personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, 
industriales, de servicios o navieras no excluidas de conformidad con el artículo 7 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril, básica de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación. Este censo será elaborado y revisado anualmente por el comité ejecutivo, con 
referencia al 1 de enero.

2. El censo electoral de las cámaras, constituido de acuerdo con lo establecido en el 
apartado 1 de este artículo, comprenderá la totalidad de sus electores, clasificados por 
grupos y categorías, en atención a la importancia económica de los diversos sectores 
representados, en la forma que determine la administración tutelante; clasificación que será 
revisado, cada cuatro años, por el comité ejecutivo.

Los integrantes del censo electoral tendrán derecho de voto para la elección de los 
órganos de gobierno de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación 
dentro de cuya circunscripción tengan establecimientos, delegaciones o agencias.

Para ser elector, ya sea en nombre propio o en representación de personas jurídicas, se 
requerirá mayoría de edad y no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha 
condición.

3. Los candidatos a formar parte de los órganos de gobierno de las cámaras deberán, 
además, tener la nacionalidad española o de un Estado miembro de la Unión Europea, la de 
un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o la de un Estado a 
cuyos nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, 
el régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados, llevar como mínimo 
dos años de ejercicio en la actividad empresarial en los territorios citados y hallarse al 
corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.

Las personas de otra nacionalidad podrán ser candidatas de acuerdo con el principio de 
reciprocidad, siempre que cumplan los demás requisitos exigidos en el párrafo anterior.

4. Para ser candidato a formar parte del pleno será necesario, además, estar incluido en 
el censo electoral dentro del grupo y categoría por cuya representación se opta.

Las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades correspondientes a diversos 
grupos o diversas categorías del mismo grupo del censo de una cámara tienen derecho de 
sufragio activo y pasivo en cada uno de los mismos. Si resultasen elegidas en más de un 
grupo o categoría deberán optar por la representación en los órganos de gobierno de solo 
uno de ellos.

5. A los efectos de la elección de los vocales previstos en las letras b) y c) del apartado 2 
del artículo 14, las cámaras elaborarán un censo de empresas de mayor aportación 
voluntaria en cada demarcación.

Artículo 31.  Publicidad del censo electoral.
1. Abierto el proceso electoral, y dentro de los plazos que reglamentariamente se 

establezcan, cada cámara deberá exponer su censo al público, en la dirección corporativa, 
en sus delegaciones y en aquellos otros lugares que estime oportuno.

2. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los grupos y 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición de los censos al público hasta el término del plazo que reglamentariamente se 
establezca.

3. Corresponde al comité ejecutivo de la cámara resolver las reclamaciones a que se 
hace referencia en el apartado anterior, en los plazos que reglamentariamente se 
determinen.

4. Contra los acuerdos del comité ejecutivo las personas interesadas podrán interponer 
recurso administrativo ante el órgano tutelar, en los términos previstos en la Ley de régimen 
jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.
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Artículo 32.  Convocatoria de elecciones, publicidad y contenido.
1. Corresponderá al órgano tutelar, previa consulta a las cámaras, la convocatoria de 

elecciones para la renovación de los miembros de los plenos de éstas.
2. La convocatoria deberá contener:
a) Los días y horas en que cada grupo o categoría debe emitir el voto para la elección de 

sus representantes.
b) El número de colegios electorales y los lugares en donde hayan de instalarse.
c) Los plazos y el modelo de documento para el ejercicio del voto por correo.
d) Las sedes de las juntas electorales.
3. La convocatoria se publicará en el Diario Oficial de Galicia y cada cámara le dará 

publicidad en sus sedes sociales y en sus delegaciones así como mediante la publicación 
del anuncio en el diario de mayor circulación en su correspondiente demarcación territorial, 
sin perjuicio de su mayor difusión a través de otros medios de comunicación que estime 
oportunos.

Artículo 33.  Juntas electorales.
1. Publicada la convocatoria, en el plazo que reglamentariamente se establezca, se 

constituirá en cada cámara una junta electoral que tendrá como finalidad garantizar la 
transparencia y objetividad del proceso electoral.

2. Cada junta electoral se integrará por tres representantes del electorado de la cámara 
elegidos por el pleno de la misma de acuerdo con el procedimiento reglamentariamente 
previsto, y por dos personas designadas por el órgano tutelar, ejerciendo una de ellas las 
funciones de presidente. En el supuesto de que alguien designado por el pleno presentara 
su candidatura al proceso electoral será sustituido por alguna de las personas que 
previamente deben ser elegidas por el pleno de la cámara a estos efectos.

3. La presidencia nombrará una persona que ocupe la secretaría de la junta electoral con 
voz pero sin voto entre el funcionariado del órgano tutelar o del personal de la cámara 
respectiva.

4. El mandato de las juntas electorales se prolongará, tras la celebración de las 
elecciones, hasta el momento en que proceda su disolución, que se fijará 
reglamentariamente, y una vez efectuada la toma de posesión de los cargos electos.

5. Las cámaras pondrán a disposición de la junta electoral los medios personales o 
materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones. Igualmente, las juntas electorales 
podrán solicitar el asesoramiento del secretario o secretaria de la cámara respectiva.

6. Contra los acuerdos de las juntas electorales podrá interponerse recurso de alzada 
ante el órgano tutelar, que solicitará en todo caso el informe de la comisión de seguimiento 
del proceso electoral a que se refiere el artículo 35.

7. En lo que resulte compatible con su naturaleza y funciones les será de aplicación a las 
juntas electorales el régimen de funcionamiento de los órganos colegiados previsto en la Ley 
de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo 
común.

Artículo 34.  Presentación y proclamación de candidaturas.
1. Publicada la convocatoria en el Diario Oficial de Galicia procederá la presentación de 

candidaturas ante la secretaría de la cámara respectiva. Las candidaturas serán avaladas 
por la firma como mínimo del 4% del electorado del grupo o, en su caso, de la categoría 
correspondiente. Si el número de electores del grupo o categoría fuera superior a 
doscientos, será suficiente con la firma de diez de ellos para la presentación de la 
candidatura.

2. Corresponde a la junta electoral respectiva, previa comprobación del cumplimiento de 
los requisitos exigidos para la presentación de las candidaturas, la proclamación de las 
mismas.

3. La junta electoral reflejará en un acta la proclamación de las candidaturas y las 
incidencias que hubiera. De la misma se enviará copia certificada a la delegación provincial 
del órgano tutelar y se dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en la 
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dirección de la cámara y en sus delegaciones, que se publicará al menos en uno de los 
periódicos de mayor circulación de su circunscripción.

4. Los plazos de presentación y proclamación de candidaturas se determinarán 
reglamentariamente.

Artículo 35.  Comisión de seguimiento del proceso electoral.
1. Dentro de la administración tutelante, se constituirá una comisión para el seguimiento 

del proceso electoral, compuesta por dos representantes de las cámaras designados por el 
Consejo Gallego de Cámaras y otros dos designados por el órgano competente en materia 
de tutela de las cámaras.

2. La comisión para el seguimiento del proceso electoral emitirá informe sobre todos 
aquellos asuntos que se le sometan en relación con el proceso electoral y elección y 
proclamación de los miembros de los órganos de gobierno de las cámaras.

En aquellos casos en que no exista unanimidad dentro de la comisión, los miembros 
disidentes emitirán voto particular.

3. Dicho informe, con los votos particulares, será remitido a la consideración del órgano 
competente en materia de cámaras, el cual, a la vista del mismo, dictará una resolución 
motivada que tendrá carácter vinculante.

Artículo 36.  Voto por correspondencia.
Los electores que prevean que en la fecha de las elecciones no pueden comparecer en 

los colegios electorales podrán ejercer su derecho al voto emitiéndolo por correo con 
sujeción a los requisitos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 37.  Funcionamiento de los órganos de gobierno durante el periodo electoral.
Desde la convocatoria de elecciones hasta la constitución de los nuevos órganos de 

gobierno, los órganos de gobierno salientes deberán limitar sus actuaciones a la gestión, 
administración y representación ordinarias de la corporación, adoptando y ejecutando los 
acuerdos y llevando a cabo las actuaciones que hagan falta para el funcionamiento normal 
de las cámaras y para el cumplimiento de sus funciones.

CAPÍTULO V
Régimen económico y presupuestario

Sección 1.ª Régimen económico

Artículo 38.  Régimen económico.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad 

Autónoma de Galicia dispondrán de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que pudieren recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 

administración tutelante cuando se trate de bienes inmuebles. La administración tutelante 
podrá determinar otros supuestos en que sea precisa su autorización para la disposición por 
parte de las cámaras de otro tipo de bienes patrimoniales, en función de su alcance 
económico.
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Artículo 39.  Elevación del recurso cameral.
(Suprimido)

Artículo 40.  Recurso cameral permanente: obligación de pago, devengo, recaudación y 
afectación.

(Suprimido)

Artículo 41.  Información sobre recaudación del recurso cameral permanente.
(Suprimido)

Artículo 42.  Subvenciones y donaciones.
Las cámaras de Galicia solamente podrán conceder subvenciones y efectuar donaciones 

si se encuentran directamente relacionadas con sus propios fines y no exceden globalmente 
del 5% del presupuesto ordinario de ingresos líquidos del recurso cameral permanente de 
cada ejercicio, salvo autorización expresa del órgano competente en materia de cámaras.

Artículo 43.  Porcentaje máximo de financiación con cargo al recurso cameral permanente y 
fondos de reserva.

(Suprimido). 

Artículo 44.  Sujeción al régimen de contabilidad y presupuesto.
1. La actividad financiera de las cámaras está sujeta al régimen de contabilidad y 

presupuesto, por lo que su estructura presupuestaria y contable se someterá a los principios 
contenidos en la normativa en vigor.

2. Las cámaras están obligadas a reflejar en el libro diario el movimiento de sus ingresos 
y gastos, así como las variaciones de su situación patrimonial, confeccionando, al menos 
trimestralmente, un estadillo que refleje la ejecución presupuestaria de los ingresos y gastos, 
y a realizar con igual periodicidad el correspondiente balance que exprese la situación 
patrimonial, económica y financiera de la corporación. Los fines de la contabilidad cameral 
serán los siguientes:

a) Facilitar el análisis económico de las actividades de la cámara.
b) Conocer el movimiento y situación de su tesorería.
c) Registrar diariamente el movimiento de sus ingresos y gastos y poner de manifiesto la 

composición y valoración de su patrimonio.
d) Determinar los resultados de las actividades de la cámara.
e) Permitir el establecimiento de las previsiones presupuestarias y la anotación diaria de 

la ejecución del presupuesto.
f) Permitir la comparación de la información con las del resto de las cámaras de Galicia y 

con los ejercicios anteriores.
3. El órgano tutelar podrá dictar las disposiciones oportunas a fin de que el sistema 

contable y presupuestario aplicado por las cámaras sea único y uniforme para todas ellas y 
permita conocer en todo momento el patrimonio de cada una de ellas, sus relaciones con 
terceros y los resultados económicos de su actividad.

4. Las cámaras elaborarán un presupuesto anual ordinario, que coincidirá con el año 
natural, en el que se consignarán la totalidad de los ingresos que se prevea liquidar y las 
obligaciones que puedan reconocerse en el periodo, debiendo, en todo caso, mantenerse el 
equilibrio presupuestario. Los créditos del estado de gastos se destinarán exclusivamente a 
la finalidad específica para la que hayan sido autorizados en el presupuesto. No podrán 
adquirirse compromisos de gasto por cuantía superior al importe de los créditos autorizados 
en el correspondiente estado de gastos.

No obstante lo dispuesto en este apartado, podrán efectuarse ampliaciones y 
transferencias de crédito entre capítulos así como cualquier otra modificación del 
presupuesto, siempre que se justifiquen debidamente las causas que las motivan y se 
observe el procedimiento previsto para su aprobación.
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5. Para la realización de obras y servicios no previstos en el presupuesto ordinario del 
ejercicio, y para aquellos gastos, servicios y obras que se realicen con carácter no habitual, 
deberán formalizarse presupuestos extraordinarios, cuyos proyectos, una vez aprobados por 
el pleno, se someterán a la aprobación del órgano competente.

Artículo 45.  Operaciones especiales.
Las cámaras podrán enajenar y gravar sus bienes, si bien para los actos de disposición 

sobre inmuebles y valores y para la formalización de operaciones de crédito precisan una 
expresa autorización previa del órgano tutelar, que podrá denegarla mediante resolución 
motivada.

Sección 2.ª Régimen presupuestario

Artículo 46.  Elaboración y aprobación de los presupuestos.
1. Las cámaras elaborarán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios ordenados por 

capítulos, artículos, conceptos y partidas.
2. A los efectos económicos y presupuestarios el ejercicio coincidirá con el año natural. 

El cierre de la contabilidad, la determinación de resultados y la rendición de cuentas se 
referenciarán cada año al 31 de diciembre.

3. La elaboración del proyecto de presupuestos corresponderá al comité ejecutivo, que 
deberá presentarlos al pleno de la cámara para su aprobación inicial.

4. Los plenos de las cámaras, sobre la base de la propuesta elaborada por el comité 
ejecutivo, aprobarán el proyecto de presupuesto ordinario para el año siguiente, antes del 1 
de noviembre, elevándolo seguidamente al órgano competente.

5. Los presupuestos deberán ser presentados al órgano tutelar para su aprobación 
definitiva, adjuntando la siguiente documentación:

a) Memoria explicativa del presupuesto.
b) Programa de actuación e inversiones previstas.
c) Programa de financiación y de sus actuaciones.
d) Estado de ejecución de los presupuestos vigentes.
e) Plantilla de personal, especificando las categorías y retribuciones por todos los 

conceptos de cada puesto de trabajo.
6. Los presupuestos se entenderán aprobados definitivamente si, transcurridos dos 

meses desde su presentación al órgano tutelar, éste no hubiera manifestado formalmente 
reparo alguno.

7. Si el presupuesto no se encontrase aprobado definitivamente al comenzar el ejercicio 
económico, se entenderá prorrogado automáticamente el presupuesto consolidado del 
ejercicio anterior.

Artículo 47.  Liquidación y fiscalización de los presupuestos y cuentas anuales.
1. Las cámaras elaborarán y aprobarán las cuentas anuales y liquidaciones de 

presupuestos de su corporación, que contendrán los siguientes documentos:
a) Memoria económica.
b) Liquidación anual del presupuesto ordinario, así como de los presupuestos 

extraordinarios ya ejecutados, y estado de ejecución de los presupuestos extraordinarios en 
curso de realización.

c) Balance de situación anual y cuenta de pérdidas y ganancias que reflejen la situación 
patrimonial y financiera de la corporación.

2. El comité ejecutivo deberá formular las cuentas anuales en el plazo máximo de tres 
meses desde el cierre del ejercicio. Dichas cuentas serán sometidas a un informe de 
auditoría, presentándose, junto con la liquidación del presupuesto ordinario del ejercicio 
cerrado, antes del 31 de mayo, al pleno de la cámara para la adopción del acuerdo que 
proceda. El pleno deberá pronunciarse antes del 30 de junio.
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3. Las cuentas anuales, el informe de auditoría, la liquidación del presupuesto ordinario y 
el certificado del contenido del acuerdo del pleno se remitirán en un plazo máximo de diez 
días al órgano tutelar para su aprobación definitiva.

4. La aprobación se entenderá concedida si no media objeción alguna en el plazo de tres 
meses a partir de su recepción.

5. La administración tutelante podrá requerir de la cámara toda aquella documentación 
complementaria que estime procedente y, en su labor de fiscalización, deberá recibir toda la 
colaboración que requiera de la cámara y tener libre acceso, si lo considera necesario, a la 
documentación interior de la auditoría certificante y a recibir de ésta los informes 
complementarios que recabe.

6. Al amparo de lo previsto en el artículo 23.2 de la Ley 3/1993, la fiscalización superior 
del destino dado a las cantidades percibidas por las cámaras y por el Consejo Gallego de 
Cámaras procedentes de los rendimientos del recurso cameral permanente así como de la 
elevación de sus alícuotas corresponderá, en los términos previstos en su normativa 
reguladora, al Consejo de Cuentas de Galicia.

Artículo 48.  Responsabilidades.
Las personas que gestionen bienes y derechos de las cámaras oficiales de comercio, 

industria y, en su caso, navegación de Galicia quedarán sujetas a indemnizar los daños y 
perjuicios que puedan causarles por acciones y omisiones realizadas interviniendo dolo, 
culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con independencia de la 
responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

CAPÍTULO VI
Consejo Gallego de Cámaras

Artículo 49.  Naturaleza.
1. Se crea el Consejo Gallego de Cámaras como organismo de representación, relación 

y coordinación de las cámaras y como organismo consultivo y colaborador de la Xunta de 
Galicia.

2. El Consejo Gallego de Cámaras se constituye como corporación de derecho público 
con personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines.

3. El Consejo Gallego de Cámaras está integrado por representantes de la totalidad de 
las cámaras de la Comunidad Autónoma gallega.

4. El Consejo Gallego de Cámaras tendrá su dirección en la ciudad sede del Gobierno 
gallego, sin perjuicio de que sus órganos colegiados puedan celebrar sesiones en cualquier 
lugar de la Comunidad Autónoma de Galicia, de conformidad con lo que se establezca en su 
reglamento de régimen interior.

Artículo 50.  Funciones del consejo.
Sin perjuicio de las competencias atribuidas a las cámaras, son funciones del consejo:
a) Defender de forma global e integrada los intereses del comercio, de la industria y de la 

navegación en el ámbito de la Comunidad Autónoma.
b) Promover el arbitraje mercantil.
c) Representar al conjunto de las cámaras de Galicia ante las administraciones públicas 

y demás entidades, públicas o privadas, sin perjuicio de la competencia propia de cada 
cámara.

d) Ser el órgano de coordinación e impulso de las actuaciones comunes de las cámaras 
y de promoción del máximo desarrollo de sus funciones.

e) Potenciar la prestación de servicios mancomunados entre las cámaras.
f) Coordinar la emisión de informes, a requerimiento de las administraciones públicas, en 

aquellos asuntos de carácter intersectorial que afecten al comercio, la industria o la 
navegación de la Comunidad Autónoma y cuyo ámbito o repercusión sea superior al de cada 
una de las cámaras que lo integran.
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g) Coordinar la elaboración y actualización de estadísticas del comercio, la industria y la 
navegación, de acuerdo con las previsiones contenidas en la Ley 9/1988, de 19 de julio, de 
estadística de Galicia, y normativa que la desarrolle, y realizar las encuestas de evaluación y 
los estudios necesarios que permitan conocer la situación de los distintos sectores de 
Galicia, coordinando las actuaciones realizadas por las cámaras en estas materias.

h) Establecer servicios de asesoramiento y apoyo a las cámaras gallegas o acordar 
convenios de colaboración con éstas, previa autorización del órgano tutelar.

i) Mediar y dirimir en los conflictos o discrepancias que se planteen entre las cámaras 
gallegas.

j) Establecer convenios con otras entidades públicas y privadas, así como planes de 
actuación conjunta de las cámaras gallegas y las propuestas de financiación 
correspondientes, con especial atención a la promoción de los productos, industria y turismo 
exterior.

k) Informar los proyectos de disposiciones generales emanados de la Comunidad gallega 
que afecten directamente a los intereses del sector del comercio, la industria o los servicios 
representados por las cámaras, en los supuestos y con las condiciones y alcance que el 
ordenamiento jurídico determine.

l) Proponer la aprobación de normas en asuntos que afecten directamente a los 
intereses generales del comercio, industria y navegación de Galicia.

m) Colaborar con la Administración autonómica, en los supuestos en que sea requerido 
por la misma, informando o realizando estudios, proyectos, trabajos y acciones en materia 
de comercio, industria y navegación que afecten al conjunto de la Comunidad Autónoma o a 
más de una demarcación cameral.

n) Asesorar a la Administración autonómica en temas referentes al comercio, la industria 
y la navegación a iniciativa propia o cuando así sea requerido por la misma, así como 
proponerle cuantas reformas estime necesarias para la defensa y fomento de aquéllos.

ñ) En los supuestos y con las condiciones y alcance que establezca la Administración 
autonómica, le corresponderá colaborar, en su caso, en la tramitación de programas públicos 
de ayudas a las empresas, en la gestión de servicios públicos y en el desempeño de las 
funciones administrativas que se le encomienden y participar en aquellos proyectos de 
infraestructuras y servicios comunes que afecten al conjunto de la Comunidad gallega.

o) Prestar otros servicios o realizar otras actividades, a título oneroso o lucrativo, que 
redunden en beneficio de los intereses representados por las cámaras que lo integran.

p) Elaborar anualmente, y de acuerdo con lo realizado por cada una de las cámaras, un 
censo público de todas las empresas radicadas en el ámbito de la Comunidad Autónoma, así 
como de sus delegaciones, agencias y establecimientos.

q) Coordinar cualquier otra función de carácter público-administrativo que le encomiende 
la Administración autonómica.

r) Cuantas otras atribuciones le confieran las leyes expresamente.

Artículo 51.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno y administración del Consejo Gallego de Cámaras son el 

pleno, el comité ejecutivo y la presidencia.
2. El Consejo Gallego de Cámaras contará con una persona que desarrolle las funciones 

de la secretaría. Su elección y funciones serán las establecidas en el artículo 24 de la 
presente ley.

Artículo 52.  El Pleno.
El Pleno del Consejo Gallego de Cámaras, órgano supremo de gobierno y 

representación del mismo, estará compuesto por:
Los presidentes o presidentas de todas las cámaras oficiales de comercio, industria y, en 

su caso, navegación de la Comunidad Autónoma de Galicia.
Cuatro vocales consultores elegidos por los demás miembros del pleno de entre 

personas de reconocido prestigio en los ámbitos empresariales de Galicia.
La persona que ocupe la secretaría, que actuará con voz pero sin voto.
Un representante del órgano tutelar, con voz pero sin voto.
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La composición del pleno se actualizará periódicamente, una vez concluido el proceso 
electoral en las cámaras gallegas.

Artículo 53.  Comité ejecutivo.
El Comité Ejecutivo del Consejo Gallego de Cámaras es su órgano de gestión, 

administración y propuesta, estando compuesto por las personas que ocupen la presidencia 
del consejo, la secretaría y cinco miembros del pleno elegidos de la forma que establezca el 
reglamento de régimen interior, teniendo el presidente o presidenta voto de calidad en caso 
de empate.

Artículo 54.  La presidencia.
1. Quien ejerza la presidencia será elegido por los miembros del Pleno del Consejo 

Gallego de Cámaras, en sesión convocada al efecto, y recaerá en aquel miembro del pleno 
del consejo que en una primera votación obtenga el mayor número de votos, exigiéndose en 
todo caso mayoría absoluta; de no alcanzarse dicha mayoría, se procederá a una segunda 
votación entre el segundo y cuarto día siguientes, quedando elegido quien obtenga mayor 
número de votos.

2. La presidencia ejerce la representación del Consejo Gallego de Cámaras y preside 
sus órganos colegiados siendo responsable de la ejecución de sus acuerdos. Tendrá las 
funciones que le asignan la presente ley y el reglamento de régimen interior. Asimismo, 
ostenta la representación de las cámaras gallegas en aquellos órganos o instituciones en 
que esta representación sea precisa.

El reglamento de régimen interior podrá contemplar la creación de una vicepresidencia 
del consejo, que sustituirá a quien ejerza la presidencia como reglamentariamente se 
determine y que deberá ser miembro del comité ejecutivo.

Artículo 55.  Reglamento de régimen interior.
1. El consejo se regirá por un reglamento de régimen interior que se someterá a la 

aprobación del órgano competente, a propuesta del consejo. La aprobación y modificación 
de dicho reglamento de régimen interior deberá aprobarse con el voto favorable, al menos, 
de dos tercios del Pleno del Consejo Gallego de Cámaras.

2. En el reglamento de régimen interior se establecerán, entre otros extremos, las 
normas de funcionamiento de los órganos colegiados, la organización y el régimen del 
personal al servicio del consejo.

3. Las disposiciones que se contemplen en la presente ley relativas a las cámaras y a la 
normativa vigente en materia de cámaras oficiales de comercio, industria y navegación se 
aplicarán, con carácter subsidiario, al consejo, a sus órganos de gobierno y a su personal.

Artículo 56.  Régimen económico y presupuestario.
1. Los ingresos permanentes del Consejo Gallego de Cámaras estarán constituidos por 

las contribuciones de las cámaras en la cuantía que fije anualmente el Consejo al aprobar 
sus presupuestos.

2. El régimen económico y presupuestario, en el que sea compatible, se regirá por lo 
dispuesto en el capítulo V de la presente ley.

CAPÍTULO VII
Régimen jurídico

Artículo 57.  Normativa de aplicación.
1. Las cámaras de Galicia y el Consejo Gallego de Cámaras se regirán por lo establecido 

en la presente ley y en sus normas de desarrollo, en los respectivos reglamentos de régimen 
interior y en la Ley 3/1993, de 22 de marzo, básica de cámaras oficiales de comercio, 
industria y navegación.
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2. Les será de aplicación con carácter supletorio la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las administraciones públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza 
y finalidades.

3. La contratación y el régimen patrimonial de las cámaras se regirán por el derecho 
privado, salvo disposición legal en contrario, con sometimiento a los principios de publicidad, 
concurrencia y objetividad, salvo que la naturaleza de la operación a realizar sea 
incompatible con ellos.

Artículo 58.  Tutela.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunidad 

Autónoma de Galicia, así como el Consejo Gallego de Cámaras, están sujetas en el ejercicio 
de su actividad a la tutela de la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, a 
través de la consejería competente en materia de comercio.

2. La función de tutela comprende el ejercicio de las potestades administrativas de 
aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión, disolución y extinción.

3. En los supuestos de disolución, liquidación e extinción previstos en esta ley, la función 
de tutela comprenderá el conocimiento y dirección del correspondiente procedimiento, así 
como la adopción de las medidas necesarias para garantizar la prestación de los servicios 
propios de las cámaras sin que la administración tutelante quede directa o indirectamente 
vinculada por los saldos deudores derivados de la liquidación, de los cuales responderá 
exclusivamente el patrimonio de la Cámara extinguida.

4. El ejercicio de las funciones de tutela no implicará, en ningún caso, la asunción de 
responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la administración tutelante en 
relación con los derechos y obligaciones derivados de las actuaciones de las cámaras de 
comercio en el ámbito de sus actividades.

5. Las relaciones laborales quedan fuera de la tutela por parte de la Administración y 
están sujetas al ámbito de gestión de las cámaras.

6. La Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia dispondrá de un período de 
dos meses, a partir de la entrada en el órgano competente de las solicitudes formales de las 
cámaras, para la resolución de estas, salvo en aquellos casos en que la presente ley prevea 
plazos distintos.

Artículo 59.  Reclamaciones y recursos.
1. Las resoluciones de las cámaras, dictadas en ejercicio de sus competencias de 

naturaleza público-administrativa, así como las que afecten a su régimen electoral, serán 
impugnables ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previo recurso administrativo 
formulado ante el órgano tutelar.

2. Las liquidaciones y demás actos relativos a la gestión y recaudación del recurso 
cameral permanente serán susceptibles de reclamación económico-administrativa.

3. Las actuaciones de la cámara en otros ámbitos y, singularmente, las de carácter 
laboral se dilucidarán ante los juzgados y tribunales competentes.

4. Las actuaciones de las cámaras podrán ser objeto de queja o reclamación ante el 
órgano tutelar por parte del electorado. A la vista de la reclamación planteada, se dará 
traslado de la misma a la cámara respectiva para que en el plazo de quince días formule las 
alegaciones que considere convenientes. Transcurrido dicho plazo, el órgano competente 
resolverá lo que estime pertinente.

Artículo 60.  Deber de información y de emisión de informes.
1. Las cámaras de Galicia deberán remitir a la Administración de la Comunidad 

Autónoma, en los plazos y en la forma que determinen los reglamentos de régimen interior, 
copia o extracto de todos los acuerdos que adopten sus órganos de gobierno en relación con 
sus funciones público-administrativas. Los titulares de la presidencia y, en su caso, de la 
secretaría serán los responsables del cumplimiento del deber de información.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia podrá solicitar la ampliación 
o aclaración de la información a que se refiere el apartado anterior, así como cualquier otra 
que considere de interés relacionado.
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3. En los supuestos previstos por la presente ley en los que se exija de modo preceptivo 
la emisión de informe por parte de las cámaras o del Consejo Gallego de Cámaras, habrán 
de remitirlo al órgano competente en el plazo máximo de treinta días. En caso contrario se 
entenderá que su dictamen es favorable a la pretensión formulada. En aquellos asuntos en 
que el informe tenga carácter vinculante tanto el consejo como, en su caso, las cámaras 
habrán de resolver expresamente.

Artículo 61.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las cámaras.
1. La administración tutelante podrá suspender la actividad de los órganos de gobierno 

de las cámaras en el caso de que se produzcan transgresiones del ordenamiento jurídico 
vigente que, por su gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta medida, así como en los 
supuestos de imposibilidad de funcionamiento normal de aquellos.

A estos efectos, se concederá un plazo de quince días a la cámara afectada y al Consejo 
Gallego de Cámaras para que efectúen las alegaciones que estimen convenientes, que se 
podrá reducir a cinco días en aquellos casos en que el transcurso de aquel plazo pueda 
llevar consigo perjuicios de imposible o difícil reparación.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como el órgano gestor, que tendrá las funciones de gestión ordinaria y de 
defensa de los intereses de la cámara y que estará compuesto por representantes de la 
administración tutelante y de las cámaras, en un número no superior a ocho vocales, entre 
los cuales se escogerá un presidente y un secretario.

3. Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, se procederá, dentro del plazo de un mes, a la disolución de los órganos de gobierno 
de las cámaras así como a la convocatoria de nuevas elecciones, y se mantendrá en sus 
funciones, hasta la constitución de los nuevos órganos camerales, el órgano designado.

Artículo 62.  Extinción.
Procederá a iniciación del procedimiento de extinción de cámaras cuando, de 

conformidad con el artículo 37.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, básica de las cámaras 
oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, no sea posible la celebración de 
elecciones y la constitución de los órganos de gobierno de la respectiva cámara.

Se considerará que concurre este supuesto cuando, tras la disolución de los órganos de 
gobierno de la respectiva cámara y la correspondiente convocatoria de elecciones, no se 
presente ninguna candidatura válida en el plazo establecido al efecto.

Artículo 63.  Iniciación del procedimiento de disolución.
1. El órgano tutelante, previa audiencia a la cámara afectada y al Consejo Gallego de 

Cámaras, dictará acuerdo de inicio del procedimiento de disolución cuando concurra el 
supuesto señalado en el artículo 62.

Dicha resolución será objeto de publicación en el ''Diario Oficial de Galicia'' y en la página 
web del Consejo Gallego de Cámaras y, de ser posible, en la página web de la propia 
cámara afectada, y tendrá el siguiente contenido mínimo:

– El mantenimiento del órgano gestor en el ejercicio de sus funciones hasta la apertura 
de la fase de liquidación.

– La designación de un administrador independiente, que podrá ser una persona física o 
jurídica, que realizará las funciones establecidas en esta ley. La designación del 
administrador independiente se ajustará a los principios de publicidad y transparencia.

– El llamamiento a los posibles acreedores de la cámara para que pongan en 
conocimiento del gestor la existencia de créditos a su favor. Todo eso en el plazo de un mes, 
a contar desde el día siguiente al de la publicación.

Artículo 64.  Determinación del inventario de activos y de la relación de créditos y 
acreedores.

1. El administrador elaborará, en el plazo máximo de un mes desde su nombramiento, un 
inventario, que contendrá la relación y la valoración de los bienes y derechos de la cámara, 
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con expresión de su naturaleza, características, gravámenes, trabas, cargas y cualesquiera 
otros elementos relevantes a efectos de su identificación y valoración, que en todo caso se 
realizará conforme a su valor de mercado.

2. El administrador elaborará, en el plazo máximo de 45 días desde su nombramiento, 
una relación de acreedores y de sus respectivos créditos frente a las cámaras; todos ellos 
computados en dinero y expresados en moneda de curso legal. Esta relación recogerá 
nombre, domicilio y demás datos de identidad del acreedor, así como los relativos al crédito, 
su concepto, cuantía, fechas de adquisición y vencimiento, características, garantías y 
cualesquiera otros elementos relevantes a efectos de su identificación y valoración.

Artículo 65.  Fase de liquidación.
1. Determinados el inventario de activos y la relación de créditos y acreedores previstos 

en el artículo anterior, la administración tutelante, a instancia del órgano gestor, acordará la 
apertura de la fase de liquidación y será objeto, en su caso, de notificación a los acreedores 
comparecidos en el procedimiento y a los órganos jurisdiccionales que estén conociendo de 
causas pendientes, así como de publicación en el Diario Oficial de Galicia y en la página web 
del Consejo Gallego de Cámaras y, de ser posible, en la página web de la propia cámara 
afectada.

2. El acuerdo de apertura tendrá el siguiente contenido mínimo:
a) El deber de incorporar a la denominación de la cámara la expresión ''en liquidación''.
b) El cese del órgano gestor y la encomienda de la actividad de liquidación de la cámara 

al administrador independiente.
c) Las medidas necesarias para garantizar que las personas físicas y jurídicas del ámbito 

territorial de la cámara a extinguir reciban los servicios propios de las cámaras. A estos 
efectos, se abrirá un plazo de diez días hábiles para que las restantes cámaras de Galicia 
realicen propuestas para la asunción de las funciones de la cámara a extinguir.

La asunción de funciones de la cámara a extinguir por otra cámara de Galicia y la 
consiguiente modificación de la demarcación cameral territorial se realizará mediante decreto 
del Consejo de la Xunta, a propuesta de la administración tutelante, teniendo en cuenta la 
concurrencia y los principios de viabilidad, solvencia y proximidad, por este orden.

La cámara que asuma tales funciones no quedará, directa o indirectamente, vinculada 
por los saldos deudores de la cámara en liquidación, de los cuales responderá 
exclusivamente su patrimonio. Asimismo, el ejercicio de tales funciones no implicará, en 
ningún caso, la asunción de ninguna responsabilidad, ni principal ni subsidiaria, en relación 
con los derechos y obligaciones derivados de las actuaciones realizadas por la cámara en 
liquidación.

3. Durante el período de liquidación corresponderá al administrador independiente la 
gestión y la defensa de los intereses de la cámara.

4. En particular, corresponde al administrador independiente:
a) La representación de la cámara en todos los actos jurídicos y ejercitar derechos y 

acciones que a ella correspondan.
b) Concluir las operaciones pendientes de la cámara y realizar las nuevas que sean 

necesarias para la liquidación.
c) Realizar las operaciones de liquidación, percibiendo los créditos y pagando las deudas 

de la cámara.
d) Proponer la enajenación de los bienes de la cámara, que requerirá autorización previa 

de la administración tutelante en los casos previstos en el artículo 38.2.
e) Informar periódicamente a la administración tutelante del estado de la liquidación.
f) Llevar y custodiar la contabilidad de la cámara, los libros, la documentación y 

correspondencia de esta.
g) La dirección y gestión del personal de la cámara.
h) En general, realizar todas aquellas actuaciones que sean necesarias para la 

liquidación de la cámara y adecuarlas a los intereses de la misma.
5. Finalizadas las operaciones de liquidación, el administrador independiente remitirá a la 

administración tutelante el informe completo sobre dichas operaciones y un balance final.
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6. El administrador independiente será responsable de cualquier perjuicio que se hubiese 
causado con dolo o culpa en el desempeño de su cargo.

Artículo 66.  Fase de extinción.
1. Concluidas las operaciones de liquidación y recibido el correspondiente informe y el 

balance final, la administración tutelante elevará una propuesta de extinción al Consejo de la 
Xunta, en el que se incluirán los siguientes extremos:

a) La aprobación del informe y el balance final presentado por el administrador 
independiente.

b) La declaración de extinción de la cámara.
c) El pronunciamiento sobre el destino de los bienes y derechos resultantes del 

procedimiento de liquidación que, en su caso, puedan existir.
d) La determinación del órgano que asumirá las funciones de la cámara a extinguir, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 67.
2. El acuerdo de extinción se realizará por decreto del Consejo de la Xunta de Galicia y 

se publicará en el Diario Oficial de Galicia.

Artículo 67.  Asunción de funciones.
1. El ejercicio de las funciones de la cámara que se extingue será asignado a una de las 

restantes cámaras gallegas por decreto del Consejo de la Xunta de Galicia. Si la Cámara a 
extinguir tiene ámbito uniprovincial, deberá mantenerse una delegación en su territorio para 
garantizar la proximidad en la prestación de servicios.

2. La cámara que asuma las funciones de la cámara que se extingue deberá ajustar, 
cuando así se determine, su denominación y órganos de gobierno al nuevo ámbito territorial.

Disposición adicional primera.  
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley, las cámaras 

adaptarán al contenido de la misma sus actuales reglamentos de régimen interior.

Disposición adicional segunda.  
Cuando la presente ley atribuya competencias a la consellería competente en materia de 

cámaras, o a la Xunta de Galicia sin especificar el órgano concreto de ésta encargado de 
ejercerlas, o genéricamente a la Administración autonómica, se entenderá cuando proceda 
que las menciones se refieren a la dirección general que ostente las competencias en 
materia de comercio o al órgano administrativo al que las futuras reestructuraciones 
orgánicas atribuyan con carácter general la tutela sobre las cámaras.

Disposición transitoria primera.  
En tanto no se produzcan las circunstancias que motiven un procedimiento de 

modificación de los previstos en el capítulo II de la presente ley, las cámaras seguirán 
ejerciendo sus funciones en sus respectivas circunscripciones actuales.

Disposición transitoria segunda.  
La exigencia de licenciatura en derecho prevista en el artículo 24 de la presente ley no 

se aplicará a los actuales secretarios generales de las cámaras, en tanto se mantengan en la 
secretaría respectiva y hasta la nueva convocatoria pública de la plaza.

Disposición transitoria tercera.  
1. Quien ocupe la Dirección General de Comercio y Consumo de la Xunta de Galicia 

convocará a los presidentes o presidentas de las cámaras gallegas para la elección de los 
vocales consultores. Constituido el pleno, la dirección general convocará nuevamente a sus 
miembros para la elección de la presidencia y del comité ejecutivo. En ambos casos, y en 
tanto no se designe una persona que ocupe la secretaría general del consejo, actuará como 
tal el secretario o secretaria de mayor edad de las cámaras gallegas.
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2. Mientras no se apruebe el reglamento de régimen interior del Consejo Gallego de 
Cámaras, el órgano tutelar dictará las normas necesarias para su buen funcionamiento. 
Dicho reglamento se presentará para su aprobación en un plazo máximo de seis meses 
desde la constitución del consejo.

Disposición transitoria cuarta.  
La composición de los órganos gestores que tengan encomendadas las funciones de 

gestión ordinaria y de defensa de los intereses de aquellas cámaras cuyos órganos de 
gobierno se encuentren suspendidos deberá adaptarse a las previsiones del artículo 61 en el 
plazo máximo de quince días desde la entrada en vigor de esta norma.

Disposición derogatoria primera.  
Queda derogado el Decreto 14/1980, de 19 de junio, por el que se crea el Consejo 

Consultivo y Colaborador de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y, en su caso, 
Navegación de Galicia.

Disposición derogatoria segunda.  
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en la presente ley.

Disposición final primera.  
(Suprimida). 

Disposición final segunda.  
Se faculta a la Xunta de Galicia para dictar las normas de desarrollo de la presente ley.
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§ 67

Ley 9/2013, de 19 de diciembre, del emprendimiento y de la 
competitividad económica de Galicia

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 247, de 27 de diciembre de 2013

«BOE» núm. 25, de 29 de enero de 2014
Última modificación: 31 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2014-883

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1
La necesidad de que las administraciones públicas trabajen medidas concretas para 

fomentar el emprendimiento y apoyar a las personas emprendedoras como agentes 
dinamizadores de la economía en Galicia viene dada por el alto grado de representatividad 
de las pequeñas y medianas empresas, determinantes del crecimiento económico y soporte 
para la creación de empleo.

2
La situación que atraviesa el ámbito económico tiene su reflejo en la evolución que se 

está viviendo en la actividad emprendedora de Galicia. La última actualización del Directorio 
central de empresas (Dirce) indica que, por cuarto año consecutivo, el número de empresas 
activas se reduce. Por otro lado, los informes del Global Entrepreneurship Monitor muestran 
la tendencia decreciente experimentada, tanto a nivel nacional como autonómico, en el 
índice que mide la tasa de la actividad emprendedora. En el último informe presentado se 
indica que, tras tres años consecutivos de descenso, en 2011 la tendencia del índice 
presenta un punto de inflexión hacia la recuperación.

Aunque el perfil de emprendedor está cambiando en cuanto a la prevalencia de género, 
la tasa de actividad emprendedora masculina sigue estando por encima de la femenina, 
distancia que se está reduciendo significativamente en muchas de las fases del proceso 
emprendedor, donde están muy cerca de tasas similares en las iniciativas nuevas, con un 
mayor incremento de las iniciativas promovidas por mujeres.

3
El acuerdo adoptado por la Mesa 2 del diálogo social de Galicia establece que 

actualmente la sociedad gallega padece una tendencia progresiva a la reducción en la 
creación de empresas y del autoempleo, agravada, con toda seguridad, por la presente 
crisis. Esta reducción en el número de nuevas empresas y autoempleos entienden sus 
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miembros que se puede ver compensada en calidad en caso de que se aborden con éxito 
determinadas actuaciones, entre otras las siguientes:

– Orientación de los esfuerzos emprendedores hacia aquellos sectores donde exista un 
mayor potencial para la creación de empresas, sea por sus elevadas tasas de crecimiento 
sectorial (sectores biotecnológicos, de las nuevas tecnologías, etc.), sea por su carácter 
representativo de la economía gallega (sector de la automoción, del naval, del turismo, etc.), 
sea por abordar actividades vinculadas a los nuevos yacimientos de empleo, de las nuevas 
tecnologías o de actividades de especial interés público, económico o social.

– Fortalecimiento de la consideración de la persona emprendedora y del autoempleo en 
unos tiempos difíciles en que el perfil de la persona que emprende un proyecto empresarial 
se convierte, más que nunca, en el aspecto esencial del éxito de la nueva empresa.

– Resolución de la problemática del acceso a la financiación, especialmente en la etapa 
de gestación de la empresa a través de fórmulas como el capital semilla y la puesta en 
marcha a través del capital riesgo, etc.

– Dotación a los planes de negocios emprendedores y autoempleos de una visión 
estratégica que contemple como prioridad los mercados exteriores y la innovación.

– Mejora de la coordinación entre las diversas entidades que trabajan en el campo del 
emprendimiento y el autoempleo, provocando sinergias que redunden positivamente en los 
servicios prestados a las personas emprendedoras.

La mesa propone incluso determinadas actuaciones como la creación de un programa 
integral de fomento del emprendimiento y del autoempleo y de la consolidación de nuevas 
empresas, consolidación y refuerzo de la Red de Mentoring, servicios avanzados de 
financiación para el emprendimiento, red de coordinación del fomento del emprendimiento en 
Galicia.

4
El contexto de incertidumbre actual requiere, más que nunca, una gestión eficaz y 

eficiente de los recursos públicos, creando ámbitos favorables que aceleren y consoliden la 
actividad emprendedora. Urge definir una estrategia conjunta de emprendimiento que parta 
del consenso político, empresarial y social. Uno de los retos actuales para el Gobierno de 
Galicia en los momentos actuales es el crecimiento empresarial, proporcionando un ámbito 
laboral más estable que permita el desarrollo de una economía más equilibrada, y aborda 
también la necesidad de que se intensifiquen las medidas para flexibilizar la sucesión en las 
empresas familiares, que constituyen gran parte del tejido emprendedor del país. La 
superación de la actual crisis económica implica modificar el paradigma de crecimiento 
económico, pasando de una economía con amplios sectores de bajo valor añadido, con un 
uso moderado o menor de la tecnología y centrados en el comercio interior, a una economía 
basada fundamentalmente en sectores de alto valor añadido, tecnología avanzada y 
orientados a la internacionalización.

Los desafíos para alcanzar ese objetivo implican compromisos firmes con la formación 
en todos los grados y niveles, con el impulso específico a los sectores tractores o con un 
potencial de crecimiento importante, y como consecuencia un cambio en la cultura 
empresarial.

5
La Comunidad Autónoma, con la presente ley, ofrecerá al tejido productivo gallego una 

respuesta inmediata a sus necesidades más perentorias, la puesta en marcha de nuevos 
mecanismos con medidas que, a corto o a medio plazo, cambien el panorama actual, y un 
conjunto de medidas que fomenten el espíritu emprendedor, individual y colectivo, impulsen 
la puesta en marcha y la consolidación de nuevas iniciativas emprendedoras y permitan la 
reestructuración de empresas que necesiten posicionarse en mejores condiciones. En 
definitiva, respaldo a los colectivos emprendedor y empresarial para que puedan actuar 
como catalizadores del crecimiento de nuestra economía.

La norma refleja específicamente la contribución del emprendimiento colectivo a la 
dinamización económica, uniendo objetivos empresariales y sociales, y refuerza el 
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compromiso con la creación de una mayor conciencia pública sobre su realidad y 
potencialidades, a través de la labor de fomento del cooperativismo y de la economía social 
liderado por la Red Eusumo.

6
Las propuestas contempladas en la presente ley tienen en cuenta que el apoyo al 

emprendimiento ha de ser integral, es decir, debe mantenerse durante todas las fases de la 
actividad emprendedora: emprendimiento potencial, naciente, implantación y consolidación.

En cada fase del emprendimiento se enfrentan diferentes retos y dificultades. En las 
fases previas a la puesta en marcha de la empresa es necesario ofrecer capacitación 
empresarial, básica y avanzada, así como talleres de maduración de ideas y reflexión 
metódica. Posteriormente, será conveniente realizar un análisis serio del proyecto 
empresarial mediante la preparación de un plan de empresa riguroso y serio que analice los 
productos/servicios y el mercado para contrastar a priori la viabilidad del proyecto 
emprendedor, eligiendo también la forma jurídica más conveniente para el ejercicio de la 
actividad.

Pero el proyecto emprendedor, una vez fundada la empresa e iniciada la actividad, no 
debe carecer de posibilidades de apoyo, dado que las siguientes fases son las menos 
cuidadas habitualmente por las administraciones públicas; en las fases iniciales de la 
actividad las personas emprendedoras, a pesar del trabajo previo, afrontan formas de 
decisión y situaciones muchas veces inesperadas, por lo que será interesante disponer de 
apoyo específico en este periodo, como las redes de mentores o programas de 
profesionalización básica en materias empresariales.

Los instrumentos que se proponen son, por lo tanto, multidisciplinares: desarrollo de 
capacidades y habilidades, formación, asesoramiento, estudios de viabilidad, busca de 
fuentes de financiación, análisis y diagnóstico, plan de negocio, tutoría, mentoring, servicios 
de profesionalización y desarrollo estratégico, creación de redes, etc.

7
La Ley de fomento del emprendimiento en Galicia se adecua al marco normativo 

comunitario y responde a los objetivos formulados desde la comunicación de la Comisión 
Europea COM/2008/0394 final, de la pequeña empresa de la Unión Europea de 2008, que 
recibió el título de Small Business Act. For Europe en reconocimiento a la primera ley 
americana (Small Business Act (SBA) -1953). La SBA tiene por objeto crear condiciones 
favorables para el crecimiento y competitividad de las pequeñas y medianas empresas.

Se basa en diez principios y en medidas prácticas, que pretenden orientar y definir las 
políticas comunitarias y nacionales, entre los que cabe destacar:

– Establecer un marco en el cual los empresarios y empresarias puedan consolidar sus 
negocios.

– Garantizar que los empresarios y empresarias que no hayan sido condenados por 
incumplimiento de la legislación fiscal, penal, laboral y medioambiental y que hayan hecho 
frente a una quiebra tengan rápidamente una segunda oportunidad.

– Elaborar normas conforme al principio de pensar primero a pequeña escala.
– Facilitar el acceso de las pymes a la financiación y desarrollar un marco jurídico y 

empresarial que propicie la puntualidad de los pagos en las transacciones comerciales.
– Promover la actualización de las cualificaciones en las pymes y toda forma de mejora 

de su competitividad, y favorecer la colaboración entre el mundo empresarial, las 
universidades y los centros de conocimiento.

8
La Comunidad Autónoma, a través de la Ley 1/2010, de 11 de febrero, de modificación 

de diversas leyes de Galicia y su desarrollo reglamentario, efectuó un profundo proceso de 
adaptación a la Directiva 2006/123/CE del Parlamento y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios en el mercado interior, proceso complementado con la 
simultánea tramitación telemática de los procedimientos y la creación de la sede electrónica. 
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El resultado de esa adaptación es la generalización de la comunicación previa o la 
declaración responsable como medio de control administrativo en los procedimientos de la 
Xunta de Galicia, de modo que la autorización previa es excepcional y casi residual.

Sin embargo, el proceso no puede culminar sin que las administraciones locales eliminen 
las trabas administrativas previas al ejercicio de actividades. En ese proceso es de resaltar, 
por una parte, la introducción de la comunicación previa al inicio de actividades comerciales, 
introducida por la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, del comercio interior de Galicia, y, por 
otra parte, la decidida intervención del Estado con normas como la Ley 25/2009, de 22 de 
diciembre; la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de economía sostenible, que introduce nuevos 
artículos 84 bis y ter en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen 
local, y suprime la licencia de actividad, y la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas 
urgentes de liberalización del comercio y determinados servicios. Es necesario resaltar 
también la actividad de muchos de los entes locales que establece ordenanzas que 
introducen la comunicación previa o declaración responsable en las actividades. En este 
último caso, la labor no puede completarse sin que la Comunidad Autónoma establezca un 
régimen jurídico único y estable en las actividades que regula pero que no autoriza, al ser 
competencia exclusivamente municipal y estar sometida a licencia de actividad. Son las 
denominadas actividades inocuas, las clasificadas y las actividades recreativas y los 
espectáculos públicos.

La Comunidad Autónoma carece de una regulación común del régimen de control 
administrativo de las actividades. La regulación existente, o es estatal y se aplica 
supletoriamente –caso de las actividades inocuas con el Reglamento de servicios de las 
corporaciones locales de 1955–, o ha de ser actualizada para adaptarla al nuevo marco 
normativo –caso del Decreto 133/2008–, o se encuentra fragmentada –caso de los 
espectáculos públicos, regulados por un reglamento estatal de 1982 y por un catálogo 
aprobado por decreto de la Xunta de Galicia.

El nuevo texto establece un régimen jurídico único del ejercicio de actividades en Galicia, 
eliminando de manera plena y efectiva la licencia de apertura previa a la instalación y al 
inicio de la actividad (licencias de actividad o instalación y de apertura o funcionamiento). En 
este sentido, la ley da cumplimiento en Galicia a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley de 
economía sostenible, el cual determina que, con carácter general, el ejercicio de actividades 
no se someterá a la obtención de licencia u otro medio de control preventivo.

Para que la liberalización de actividades sea efectiva es preciso modificar la regulación 
de las licencias de obra, de modo que se establece un régimen general que es el de 
comunicación previa junto con una reserva para la licencia en aquellos casos en que una 
norma estatal así lo exige, singularmente la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación 
de la edificación, y el más reciente artículo 23 del Real decreto ley 8/2011, de 1 de julio, de 
medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de 
deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la 
actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa.

En aras de que la instalación, implantación o ejercicio de cualquier actividad económica, 
empresarial, profesional, industrial o comercial pueda realizarse en el menor tiempo posible 
agilizando los procedimientos de control, pero a la vez dar seguridad jurídica al interesado, a 
terceros y a la propia administración, se crean en esta ley las entidades de certificación de 
conformidad municipal (Eccom), que se configuran como las que evaluarán la conformidad 
de las mismas respecto a la normativa de aplicación en cada caso en el ámbito municipal.

La intervención de las entidades de certificación de conformidad municipal será 
facultativa, y no sustituirán en caso alguno las potestades de comprobación, inspección o 
cualquier otra de la Administración, pero serán las responsables frente a ella de los extremos 
objeto de certificación.

Habida cuenta de que el cometido de las entidades de certificación de la conformidad ha 
de llevarse a cabo con un elevado nivel de calidad y de profesionalidad, que deben regirse 
conforme a los principios de imparcialidad, confidencialidad e independencia, que su labor 
tendrá efectos administrativos para los ciudadanos y que su funcionamiento y actos estarán 
bajo el control de la Administración, está justificado que por razones de interés general su 
actividad esté sometida a autorización administrativa previa en las condiciones 
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contempladas en el artículo 5 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, estableciéndose para 
ello requisitos objetivos que garanticen la no discriminación y la proporcionalidad.

9
La ley se estructura en tres títulos, tres disposiciones adicionales, dos disposiciones 

transitorias, dos disposiciones derogatorias y ocho disposiciones finales, más un anexo.
Título I. Objeto de la presente ley.
Título II. Se indican los títulos competenciales y se determina su ámbito de aplicación 

subjetivo y objetivo.
Asimismo, se establece el conjunto de medidas propuestas para estimular el 

emprendimiento y la actividad emprendedora. Se clasifican en nueve capítulos agrupados 
por ámbitos de actuación:

Capítulo I. Disposiciones generales. En el marco de la normativa de la Unión Europea y 
de la legislación básica del Estado, la ley desarrolla políticas específicas que permitan 
estimular la creación de empresas.

Capítulo II. Principios informadores. Describen los principios informadores por los cuales 
se regirán la promoción, protección, fomento y apoyo a la actividad emprendedora: incentivar 
la cooperación empresarial, desarrollar políticas formativas y de I+D+i; garantizar la 
seguridad jurídica, la confianza legítima, la libertad de establecimiento y la libre competencia; 
trabajar en la coordinación y simplificación administrativa, y favorecer la consolidación 
temprana.

Capítulo III. Simplificación administrativa. Trabajar a favor de la simplificación, facilitando 
y disminuyendo la carga administrativa que supone la puesta en marcha de una empresa.

Capítulo IV. Financiación. Regular actuaciones que permitan a las personas 
emprendedoras y al empresariado en Galicia acceder a diferentes formas de financiación, en 
particular, a la alternativa a la banca tradicional.

Capítulo V. Ámbito laboral. Coordinación entre las políticas de apoyo a las personas 
emprendedoras derivadas de la presente ley y las comprendidas en los programas de apoyo 
al emprendimiento, con las diseñadas por la consejería competente en materia de promoción 
del empleo, para el fomento del autoempleo y del emprendimiento.

Capítulo VI. Ámbito educativo. Colaborar con la consejería competente en materia de 
educación en la tarea de sensibilizar y promover una cultura emprendedora en todos los 
niveles del ámbito educativo, apoyando el Plan de emprendimiento en el sistema educativo 
de Galicia. Este plan se constituye como el marco donde coordinar sinergias sobre materia 
emprendedora, y supone una apuesta clara y firme para la difusión e implantación de esta 
cultura en la comunidad educativa.

Capítulo VII. Servicios de capacitación previa y de consolidación y crecimiento.
Capítulo VIII. Ámbitos específicos: políticas públicas de igualdad y apoyo a proyectos 

innovadores o con proyección internacional.
Capítulo IX. Consejo Gallego de Economía y Competitividad. La creación de este órgano 

colegiado de la Administración permitirá desarrollar un conjunto de mecanismos de mejora 
en la coordinación de políticas y servicios de apoyo a personas emprendedoras y empresas.

Título III. Se establece la regulación integrada del ejercicio de actividades en Galicia:
Capítulo I. Supresión de la licencia municipal de actividad y régimen de comunicación 

previa, por el que en la Comunidad Autónoma de Galicia se suprime con carácter general la 
necesidad de obtención de licencia municipal de actividad, apertura o funcionamiento para la 
instalación, implantación o ejercicio de cualquier actividad económica, empresarial 
profesional, industrial o comercial.

Capítulo II. Evaluación ambiental de actividades, en el que se establece el procedimiento 
de incidencia ambiental.

Capítulo III. Espectáculos públicos y actividades recreativas. Se establece el régimen 
para su autorización.

Capítulo IV. Entidades de certificación de conformidad municipal.
Capítulo V. Régimen sancionador.
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En la disposición final primera se recogen medidas de carácter fiscal para el apoyo al 
emprendimiento en el ámbito del impuesto sobre la renta de las personas físicas, del 
impuesto sobre sucesiones y donaciones, del impuesto sobre el patrimonio y del impuesto 
sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados.

Asimismo, se aclara la normativa existente sobre precios medios de mercado para la 
valoración de inmuebles, distinguiéndolo del medio consistente en el dictamen de peritos, 
cuya naturaleza es distinta. Así, en caso de que el bien objeto de valoración estuviera dentro 
del ámbito objetivo de la orden que regula los precios medios y no presentara ninguna 
singularidad, o, presentándola, esta tuviera un coeficiente parametrizado en la propia orden 
que adapte el precio medio a la misma, la valoración no precisará de la presencia de un 
perito, pudiendo ser realizada por el propio órgano liquidador.

En caso contrario, es decir, aquellos bienes que no entran en el ámbito objetivo de la 
orden, o que, entrando, presentan singularidades a las cuales no responde ningún 
coeficiente parametrizado en la propia orden para corregir su valor, se hace necesaria la 
intervención facultativa y, por lo tanto, el medio de comprobación adecuado será el dictamen 
pericial.

10
El Estatuto de autonomía de Galicia contempla en su artículo 30.1.1 que corresponde a 

la Comunidad Autónoma el fomento y planificación de la actividad económica en Galicia, y 
en su artículo 30.1.7.b) que le corresponde igualmente el desarrollo y ejecución en Galicia de 
programas genéricos estimuladores de la ampliación de actividades productivas e 
implantación de nuevas empresas.

La competencia en materia de regulación de actividades y obras de edificación se 
contiene en el apartado 3 del artículo 27 del Estatuto de autonomía y las actividades 
recreativas y espectáculos públicos en el artículo 2.b) de la Ley orgánica 16/1995, de 27 de 
diciembre, de transferencias a Galicia.

Lo establecido en la presente ley se entiende sin menoscabo de lo dispuesto en otras 
normas en materia laboral, educativa y sobre colegios profesionales. En cuanto a las 
medidas tributarias, las competencias de la Comunidad Autónoma en materia de impuestos 
cedidos se incluyen en la Ley 22/2009, que regula el sistema de financiación de las 
comunidades autónomas de régimen común, y la Ley 17/2010, de 16 de julio, del régimen de 
cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma de Galicia.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó y yo, de conformidad con el 
artículo 13.º 2 del Estatuto de Galicia y con el artículo 24.º de la Ley 1/1983, de 22 de 
febrero, reguladora de la Xunta y de su Presidencia, promulgo en nombre del Rey, la Ley del 
emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia.

TÍTULO I
Objeto de la ley

Artículo 1.  Objeto.
1. Constituye el objeto de la presente ley la definición de un marco normativo específico 

en la Comunidad Autónoma de Galicia que incentive la creación e implantación de empresas 
y su posterior desarrollo, a través de la generación de cultura emprendedora, la formación, la 
flexibilización de los trámites administrativos, la ampliación de los plazos de validez de los 
permisos y la introducción de instrumentos financieros, servicios específicos a las personas 
emprendedoras e incentivos fiscales. Todo ello en el ámbito de las competencias que el 
Estatuto de autonomía atribuye a la Comunidad Autónoma. Asimismo, desarrolla, pone en 
valor y regula la actividad del inversor particular en proyectos de emprendimiento.

2. También es objeto de la presente ley la regulación del régimen jurídico y de los 
instrumentos de intervención administrativa aplicables a la instalación y apertura de 
establecimientos y al ejercicio de actividades económicas y la regulación del régimen de 
comunicación previa administrativa para el ejercicio de actividades y la realización de actos 
de uso del suelo y del subsuelo.
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TÍTULO II
Medidas para estimular el emprendimiento y la actividad emprendedora

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 2.  Competencias en materia de emprendimiento.
La consejería competente en materia de economía es el órgano superior de la 

Administración general de la Xunta de Galicia encargado de promover, dinamizar, diseñar y 
ejecutar las políticas específicas de apoyo a las personas emprendedoras para el estímulo a 
la creación de empresas y a su posterior desarrollo y consolidación, sin perjuicio de las 
competencias de otras consejerías en función de la naturaleza jurídica de las empresas y de 
las actividades que realicen, para las cuales se establecerán los mecanismos de 
coordinación que resulten necesarios.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. Ámbito subjetivo. A efectos de este título, se considera emprendedoras a aquellas 

personas físicas o jurídicas que se encuentren realizando una actividad empresarial o 
profesional con hasta cuarenta y dos meses de antigüedad o bien los trámites previos para 
poder desarrollar una actividad económica, sea de forma autónoma, como autónomo, 
cooperativista, socio o socia de una pequeña y mediana empresa, sociedad laboral, o a 
través de cualquier fórmula empresarial admitida en derecho, que tenga domicilio social y 
fiscal dentro de Galicia. Tendrán la consideración de pequeñas y medianas empresas las 
que cumplan los requisitos previstos en la definición adoptada por los organismos 
competentes en la materia.

2. Ámbito objetivo. Sin perjuicio de las medidas establecidas con carácter general, el 
presente título será de aplicación a las actividades empresariales o profesionales que 
realicen o vayan a realizar los sujetos señalados en el apartado anterior, de modo individual 
o colectivo.

Artículo 4.  Excepciones.
A efectos del presente título, no se considerará personas emprendedoras:
a) A las personas físicas con relación a aquellas actividades que se lleven a cabo en el 

ámbito de dirección y organización de otra persona física o jurídica. Singularmente, la 
presente ley no será de aplicación a los denominados trabajadores/as autónomos/as 
dependientes, previstos en el capítulo III del título II de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
reguladora del Estatuto del autónomo.

b) A las personas físicas cuya actividad económica se lleva a cabo a través de una 
sociedad patrimonial.

c) A las personas físicas cuya actividad se limita pura y llanamente al mero desempeño 
del cargo de consejero/a o miembro de los órganos de administración en las empresas que 
revistan la forma jurídica de sociedad.

d) A las personas físicas o a las personas jurídicas en que alguno/a de sus socios/as se 
encuentre inhabilitado/a, en España o en el extranjero, como consecuencia de un 
procedimiento concursal, se encuentre procesado/a o, tratándose del procedimiento al que 
se refiere el título III del libro IV de la Ley de enjuiciamiento criminal, se haya dictado auto de 
apertura del juicio oral, o tenga antecedentes penales, por delitos de falsedad contra la 
Hacienda pública y contra la Seguridad Social, de infidelidad en la custodia de documentos y 
violación de secretos, de blanqueo de capitales, de receptación y otras conductas afines, de 
malversación de caudales públicos, contra la propiedad, o esté inhabilitado/a o 
suspendido/a, penal o administrativamente, para ejercer cargos públicos o de administración 
o dirección de entidades financieras.

e) En el caso de sociedades unipersonales o personas autónomas, no podrán ser 
consideradas emprendedoras las personas que ostenten la condición de socio o socia 
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único/a en otra empresa unipersonal o que lleven dados de alta en el régimen de personas 
autónomas más de cuarenta y dos meses.

f) A las personas físicas o personas jurídicas en tanto que desarrollen actividades 
relacionadas con la actividad bancaria, seguros y fondos de pensiones, y a aquellas que 
afecten a la seguridad nacional.

Artículo 5.  Definición de actividad emprendedora.
1. A efectos de la presente ley, se entenderá como actividad emprendedora la 

consistente en realizar todo el conjunto de actuaciones precisas para el comienzo efectivo de 
una actividad empresarial o profesional por personas emprendedoras que mantengan y 
desarrollen un compromiso ético permanente en su actuación, reflejado, entre otros 
aspectos, en la vinculación al territorio y en el compromiso de mantenimiento de la actividad, 
bien sea de forma autónoma, como autónomo o como cooperativista, socio o socia de una 
pequeña o mediana empresa, sociedad laboral, o a través de cualquier fórmula empresarial 
admitida en derecho, siempre que el domicilio fiscal y social de la entidad se vaya a ubicar 
en Galicia y que la mayoría del capital social sea de titularidad de personas emprendedoras.

2. También se considera actividad emprendedora la realización efectiva de una actividad 
empresarial o profesional por personas emprendedoras siempre que desde el comienzo de 
la misma haya transcurrido un plazo no superior a cuarenta y dos meses, y siempre que la 
actividad no sea continuación o ampliación de otra actividad anterior.

3. En relación con las medidas relativas a la sucesión de la empresa, se considera 
actividad emprendedora la realización efectiva de la actividad empresarial o profesional por 
la persona sucesora inter vivos o mortis causa siempre que la persona sucesora cumpla los 
requisitos para ser considerada persona emprendedora.

4. El inicio del ejercicio efectivo de la actividad económica se acreditará mediante la 
justificación del alta en el impuesto de actividades económicas o en el censo de obligados 
tributarios.

CAPÍTULO II
Principios informadores de la ley

Artículo 6.  Principios informadores.
Las políticas públicas de promoción, protección, fomento y apoyo de la actividad 

emprendedora se llevarán a cabo atendiendo a los siguientes principios informadores:
a) Garantía de la libertad de establecimiento y libre competencia en el marco de las 

disposiciones de la Unión Europea.
b) Mejora del tejido empresarial territorial endógeno, así como un patrón de crecimiento 

basado en la competitividad, innovación, tecnología y crecimiento económico dentro de un 
marco de desarrollo sostenible.

c) Protección de la seguridad jurídica y de la confianza legítima.
d) Simplificación administrativa, en especial en lo concerniente al inicio de las actividades 

emprendedoras y para la creación de empresas, para la reducción de trámites y requisitos, 
en el marco de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 
diciembre de 2006, y de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio.

e) Coordinación de las acciones llevadas a cabo por las diversas administraciones y los 
distintos departamentos y unidades administrativas, como consecuencia del carácter 
transversal de las funciones públicas a favor de las personas emprendedoras.

f) Promoción y fomento de la actividad emprendedora a través de los servicios de 
asesoramiento y apoyo a las personas emprendedoras y de los incentivos para su 
constitución y desarrollo.

g) Potenciación de todas las alternativas de financiación existentes favoreciendo un 
modelo específico de financiación para emprendedores y sus correspondientes incentivos.
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h) Impulso del autoempleo, del emprendimiento de base cooperativa, del 
emprendimiento femenino, del asociacionismo y de la colaboración empresarial y otras 
fórmulas de economía social.

i) Desarrollo de una cultura empresarial de la innovación y la internacionalización.
j) Promoción de la cooperación económica empresarial, especialmente en los sectores 

estratégicos de la comunidad autónoma.
k) Consolidación temprana de la actividad emprendedora, mediante acciones que 

favorezcan el fortalecimiento de las empresas.
l) Facilitar la sucesión, el traspaso de empresas o la superación de situaciones de 

fracasos o quiebras sobrevenidas de empresas.
m) En el desarrollo de la capacidad y responsabilidad normativa, cuando se creen 

nuevas cargas administrativas para las empresas, se asegura de eliminar al menos una 
carga existente de coste equivalente.

n) Perspectiva de género en el diseño y planificación y ejecución de las acciones a 
desarrollar, garantizando la igualdad entre hombres y mulleres.

CAPÍTULO III
Medidas de simplificación administrativa

Artículo 7.  Puntos de atención al emprendedor.
1. La Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia, en colaboración con 

las organizaciones afectadas, elaborará las propuestas necesarias para una progresiva 
reducción de cargas administrativas soportadas por las empresas, incidiendo principalmente 
en la eliminación de trámites innecesarios y en la presentación de documentos prescindibles, 
con el objetivo de que la constitución de nuevas empresas en Galicia pueda realizarse en 
menos de veinticuatro horas.

En orden a facilitar los trámites administrativos, la Administración empleará en todos los 
documentos un lenguaje sencillo y claro para la ciudadanía.

2. Se potenciará la administración electrónica y el análisis de gestiones, permisos y 
licencias necesarios para agilizar toda la tramitación administrativa que lleva aparejado el 
proceso de creación de empresas.

3. Los puntos de atención al emprendedor que desarrollen su actividad en Galicia se 
regularán por la normativa estatal correspondiente y tendrán, entre otras, las siguientes 
funciones:

a) Recibir las solicitudes de constitución de empresas, las comunicaciones previas y las 
declaraciones responsables, así como tramitar las altas provisionales de empresas.

b) Realizar las funciones de información y orientación que reglamentariamente se 
determinen.

c) Incentivar la celebración de convenios de colaboración o participar en los que 
concierte la Administración del Estado con los registros de la propiedad, el Consejo General 
del Notariado, la Agencia Estatal de Administración Tributaria y los registros mercantiles, los 
registros de cooperativas y el Registro de Sociedades Agrarias de Transformación.

d) Emitir, de acuerdo con los convenios que se suscriban con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria y con los registros mercantiles, registros de cooperativas y registros 
administrativos, el certificado de registro provisional de la denominación de la empresa y el 
número de identificación fiscal provisional.

e) Cuando se integren en la unidad Galicia Emprende deberán prestar la asistencia 
prevista en el artículo 8 siguiente.

f) Todas las demás funciones que reglamentariamente se determinen.
4. En la Red de puntos de atención al emprendedor se integrarán los puntos de atención 

previstos en la normativa estatal. A tal efecto la Xunta de Galicia promoverá los oportunos 
convenios de colaboración con el ministerio competente y con el Centro de Información y 
Red de Creación de Empresas del mismo departamento.
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Artículo 8.  Unidad Galicia Emprende.
(Suprimido)

Artículo 9.  Red de viveros Galicia Emprende.
1. La entidad instrumental del sector público autonómico con competencias en materia 

de emprendimiento recopilará la información de los viveros e incubadoras de empresas 
existentes en la comunidad autónoma y procurará un espacio telemático para difundir y 
compartir la información de estas estructuras: su ubicación, dependencia, características 
principales y disponibilidad.

2. La entidad instrumental del sector público autonómico competente en materia de 
promoción económica otorgará una cualificación Galicia Emprende a las entidades gestoras 
de viveros que alcancen un estándar mínimo de calidad en los servicios prestados y en las 
instalaciones con las que cuentan.

3. Las entidades calificadas como Galicia Emprende estarán facultadas para gestionar 
de modo independiente su información dentro del espacio de difusión general, pudiendo 
establecerse incentivos específicos para la actividad de tales entidades gestoras.

CAPÍTULO IV
Medidas para facilitar la financiación de las personas emprendedoras

Artículo 10.  Objetivos e instrumentos económicos de financiación de las personas 
emprendedoras.

1. La Administración general de la Comunidad Autónoma y la entidad instrumental del 
sector público autonómico competente en materia de promoción económica gestionarán los 
instrumentos económicos de apoyo e incentivo a la financiación de las personas 
emprendedoras, que tendrán como objetivo preferente promover la puesta en marcha por 
ellas de nuevas empresas en Galicia mediante la concepción y concertación pública, privada 
o público-privada de instrumentos de apoyo financiero específicamente estructurados a tal 
fin.

2. Los instrumentos a que se refiere el apartado anterior se establecerán con respecto a 
la regulación sobre ayudas de Estado de la Unión Europea y, sin perjuicio de que se 
establezcan cualesquiera otros que cumplan con los objetivos señalados, podrán ser:

a) Préstamos, crédito, garantías o avales, ya sea directamente o en concierto con otras 
entidades públicas o privadas.

b) Incentivos a fondo perdido para apoyar las inversiones necesarias para la puesta en 
marcha de empresas constituidas por sujetos a los que sea de aplicación la presente ley.

c) Fondos de capital riesgo y capital semilla específicos para proyectos emprendedores, 
para los que se impulsará la actuación en este ámbito de las sociedades de capital riesgo y 
de las sociedades de garantía recíproca para la concertación de microcréditos y préstamos 
participativos.

3. Para alcanzar los objetivos previstos en el presente título, la Administración general de 
la Comunidad Autónoma, directamente o a través de la entidad instrumental del sector 
público autonómico con competencias en materia de emprendimiento, creará los siguientes 
instrumentos:

a) Un fondo de capital riesgo Galicia Emprende, público o público-privado, para el 
emprendimiento, con una dotación inicial no inferior a 4 millones de euros.

b) Un programa de microcréditos para emprendimiento con las sociedades de garantía 
recíproca gallegas.

4. La entidad instrumental del sector público autonómico competente en materia de 
promoción económica, al objeto de incrementar la capacidad financiadora del 
emprendimiento, concertará con entidades públicas y privadas mecanismos de 
cofinanciación, especialmente en los ámbitos de las participaciones minoritarias en capital o 
en participaciones sociales, o a través de préstamos participativos.
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5. Con la misma finalidad, se estimulará la financiación directa de los proyectos de 
emprendimiento a través de entidades financieras que operan en Galicia e incluso a través 
de cualquier empresa como parte de su responsabilidad social empresarial.

Artículo 11.  Inversor o inversora particular de apoyo al emprendimiento.
1. A efectos de esta ley, tendrá la condición de inversor/a particular de apoyo al 

emprendimiento gallego la persona física o agrupación sin personalidad jurídica de personas 
físicas que lleven a cabo una inversión entre 50.000 y 300.000 euros para financiar un 
proyecto empresarial que esté promovido por sujetos a los que sea de aplicación la presente 
ley y cuyo domicilio o sede de la actividad se encuentre en Galicia.

2. La toma del capital del/la inversor/a particular de apoyo al emprendimiento gallego no 
podrá superar el 50 % del capital de la empresa participada.

3. La Administración general de la Comunidad Autónoma, por sí misma o a través de la 
entidad instrumental del sector público autonómico competente en materia de 
emprendimiento, potenciará a los inversores e inversoras particulares de apoyo al 
emprendimiento por su capacidad de apoyo económico y por su experiencia y aportación de 
valor a las pymes participadas. Para poner en valor todos los aspectos positivos de esta 
figura, anualmente, y de acuerdo con los inversores, se programarán acciones de difusión 
pública de los procesos de inversión y coinversión realizados, con especial énfasis en el 
efecto ejemplificador de las dos figuras, el de persona emprendedora y el de inversor o 
inversora particular.

Artículo 12.  Red gallega de inversores e inversoras particulares de apoyo al 
emprendimiento.

1. La Administración general de la Comunidad Autónoma, directamente o a través de la 
entidad instrumental del sector público autonómico competente en materia de 
emprendimiento, creará la Red gallega de inversores e inversoras particulares de apoyo al 
emprendimiento como recopilación de personas inversoras.

2. La Red gallega de inversores e inversoras particulares de apoyo al emprendimiento 
recibirá los proyectos empresariales de las personas emprendedoras y mediará en la 
captación de inversores/as particulares.

3. En el marco de la Red gallega de inversores e inversoras particulares, la entidad 
instrumental del sector público autonómico competente en materia de emprendimiento 
deberá poner en marcha instrumentos de coinversión público-privada y procurará la creación 
de fondos de inversión específicos con esta composición mixta.

4. Se establecerá un sistema de acreditación de inversores/as particulares Galicia 
Emprende en el que se tendrá en cuenta la participación efectiva en la financiación y apoyo 
de proyectos emprendedores en Galicia.

5. Se dará preferencia, en el análisis para la coinversión, a los proyectos de 
emprendimiento propuestos por inversores/as particulares que propongan invertir en una 
parte del capital.

Artículo 13.  Forma de realización de las acciones y compatibilidad.
Las medidas públicas de apoyo al emprendimiento mediante préstamos directos o a 

través de otros instrumentos de financiación públicos o público-privados, avales o 
subvenciones se llevarán a cabo directamente por la entidad instrumental del sector público 
autonómico competente en materia de emprendimiento o indirectamente en concierto con 
otras entidades públicas o privadas. En todo caso, cualquiera de las medidas se ajustará a 
los límites establecidos en las leyes anuales de presupuestos generales de la Comunidad 
Autónoma de Galicia y no será incompatible con otras que puedan desarrollarse en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma o del Estado.
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CAPÍTULO V
Medidas en el ámbito laboral

Artículo 14.  Políticas activas de la Xunta de Galicia en el ámbito del empleo y la ocupación.
1. El emprendimiento y el autoempleo, el fomento de las cooperativas y otras fórmulas 

de economía social constituyen pilares de las políticas activas de empleo de la Comunidad 
Autónoma de Galicia como fórmulas de inserción o reinserción en el mercado de trabajo.

2. Las políticas de apoyo a las personas emprendedoras comprendidas en los 
programas de apoyo diseñados y gestionados por la consejería competente en materia de 
promoción de empleo para el fomento del autoempleo, del emprendimiento femenino y el 
emprendimiento colectivo, así como para la promoción del cooperativismo y la economía 
social, se ejercerán sin perjuicio de la coordinación de la consejería competente en materia 
de economía.

3. Se promoverá el emprendimiento colectivo y el emprendimiento femenino a través de 
acciones de formación, divulgación, asesoramiento y acompañamiento de proyectos 
cooperativos, en particular a través de la colaboración de entidades públicas y privadas 
dentro de la Red Eusumo y de los gabinetes de economía social de los agentes sociales 
para el fomento del cooperativismo y la economía social.

4. En cualquiera de las actividades formativas destinadas al autoempleo, creación de 
empresas, cooperativas o mejora empresarial se podrá convocar exclusivamente a mujeres 
o prever en la convocatoria una mayoría de mujeres y, en todo caso, la totalidad de las 
actividades formativas deberán incluir un porcentaje de mujeres equivalente al de mujeres 
desempleadas inscritas en el Servicio Público de Empleo del ámbito sectorial de la 
correspondiente actuación.

CAPÍTULO VI
Medidas en el ámbito educativo

Artículo 15.  Políticas activas de la Xunta de Galicia en el ámbito educativo.
1. La Administración general de la Comunidad Autónoma, por sí misma o a través de la 

entidad instrumental del sector público autonómico competente en materia de 
emprendimiento, desarrollará y reforzará, en el marco del vigente Plan de emprendimiento 
en el sistema educativo, políticas de apoyo al emprendimiento en el ámbito educativo, 
incluido el universitario. Las citadas medidas se formularán en coordinación con las que 
apruebe la consejería competente en materia educativa y tendrán carácter prioritario en el 
diseño de las políticas de fomento del emprendimiento.

2. En la ejecución del Plan de emprendimiento en el sistema educativo se fijará como 
objetivo prioritario el reforzamiento de las materias que tengan que ver con la dinámica de la 
actividad emprendedora en todos los niveles educativos y el estímulo del talento 
emprendedor, la promoción de los valores de la iniciativa personal, la creatividad y el 
esfuerzo. Igualmente se promoverá el emprendimiento femenino, el emprendimiento 
colectivo y los valores y principios del cooperativismo y la economía social.

3. En el ámbito de aplicación del Plan de emprendimiento en el sistema educativo se 
consolidará la implementación de medidas en los ámbitos de actuación de la sensibilización 
y motivación, capacitación emprendedora y empleabilidad, y fomento y apoyo de la 
empresarialidad.

CAPÍTULO VII
Servicios de capacitación previa y de consolidación y crecimiento

Artículo 16.  Servicios de apoyo.
1. En aras de incrementar la supervivencia media de los proyectos empresariales en 

Galicia, la Administración general de la Comunidad Autónoma y la entidad instrumental del 
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sector público autonómico competente en materia de promoción económica realizarán las 
siguientes medidas:

a) Impulsarán la generación y coordinación de servicios al emprendimiento, tanto en las 
fases previas al inicio de la actividad empresarial como en la consolidación y crecimiento en 
los primeros años de vida.

b) Activarán, directa o indirectamente, un conjunto de instrumentos de apoyo para las 
distintas fases y situaciones de los proyectos emprendedores, coordinando los existentes, 
dispuestos por otros agentes territoriales, y evitando las posibles duplicaciones o 
solapamientos de servicios.

c) Se pondrán al servicio del emprendimiento en Galicia talleres y cursos de formación 
empresarial para la maduración de ideas y proyectos, apoyos individualizados para la 
elaboración y análisis de los planes de empresa, consultas para la selección de la forma 
jurídica y soporte a las gestiones y tramitaciones necesarias para la puesta en marcha.

2. Después de haberse iniciado las actividades empresariales, se coordinarán distintos 
servicios de soporte inicial de consolidación, como la dinamización y aprovechamiento de 
redes de mentores, servicios específicos de apoyo a la profesionalización y desarrollo 
estratégico y de diagnosis y apoyo a la expansión de mercados e internacionalización.

CAPÍTULO VIII
Medidas de fomento de ámbitos específicos del emprendimiento

Artículo 17.  Políticas públicas de igualdad y no discriminación en el apoyo a las personas 
emprendedoras.

1. Las políticas públicas de apoyo a las personas emprendedoras previstas en la 
presente ley y las que se incluyan en los planes de apoyo a las personas emprendedoras 
tendrán, entre otros, como objetivos prioritarios la promoción del empresariado femenino en 
el marco de las políticas de igualdad y el fortalecimiento de los proyectos de emprendedores 
liderados por mujeres, la promoción del emprendimiento en los ámbitos rural, agrario y del 
mar, de la actividad emprendedora de los jóvenes y el fomento del emprendimiento entre 
personas con discapacidad, o entre personas en situación o en riesgo de exclusión social.

2. Las actuaciones dirigidas al fomento del empresariado femenino se desarrollarán 
reglamentariamente en relación, en su caso, con los siguientes aspectos: formación 
empresarial, ayudas económicas para la creación de empresas, servicios de asesoramiento 
empresarial, servicios de tutoría en la creación y mejora de empresas, apoyo a la 
constitución de redes empresariales, fomento de la participación en las vías de promoción, 
publicidad y comercialización de servicios y productos.

3. En el desarrollo reglamentario de las medidas dirigidas al fomento del empresariado 
femenino se tendrá en cuenta de modo preferente a las mujeres emprendedoras con 
especiales dificultades de inserción laboral o en situaciones marcadas por la desventaja 
social y a las mujeres emprendedoras del medio rural y del sector marítimo-pesquero.

Artículo 18.  Apoyo al emprendimiento en el medio rural y a proyectos innovadores o con 
proyección internacional.

1. Las medidas económicas de apoyo al emprendimiento previstas en la presente ley 
serán de aplicación preferente a los proyectos de emprendimiento en el medio rural y a los 
proyectos que tengan la condición de especialmente innovadores o a aquellos con vocación 
de internacionalización.

2. Se consideran proyectos de emprendimiento en el medio rural las iniciativas de 
creación de empresas fuera de los núcleos urbanos, es decir, las iniciativas que se ubiquen 
en núcleos de población inferior a los 10.000 habitantes.

3. Se consideran proyectos innovadores aquellos que tengan como objetivo principal la 
aplicación de desarrollos tecnológicos en el ámbito productivo, de nuevo conocimiento 
aplicado, de resultados del avance científico y de I+D+i, o en los cuales la presencia de 
elementos intangibles generadores de valor sea especialmente importante.
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4. Se consideran proyectos con proyección internacional aquellas iniciativas que prevén 
desde el inicio la comercialización de sus producciones en los mercados internacionales.

5. La consejería competente en materia de economía, a través de los diversos 
organismos adscritos a la misma, evaluará, a solicitud de las personas interesadas, los 
proyectos que se le presenten y, de modo motivado, asignará la condición de 
emprendimiento rural, proyecto innovador o de proyección internacional a los que reúnan los 
requisitos expresados en los apartados anteriores.

CAPÍTULO IX
Consejo Gallego de Economía y Competitividad

Artículo 19.  Creación del Consejo Gallego de Economía y Competitividad.
1. Se crea el Consejo Gallego de Economía y Competitividad, con naturaleza jurídica de 

órgano colegiado de la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, adscrito a la 
consejería competente en materia de economía e industria.

2. El Consejo Gallego de Economía y Competitividad, cumpliendo con lo previsto en la 
Ley 17/2008, de 29 de diciembre, de participación institucional de las organizaciones 
sindicales y empresariales más representativas de Galicia, estará compuesto por 
representantes de estas organizaciones e integrará, además, a otros agentes económicos y 
sociales que, en todo caso, representarán a diferentes departamentos de la Administración 
gallega, a las universidades y a los ámbitos más importantes de la sociedad civil con 
responsabilidad en materia de economía e industria.

3. El desarrollo reglamentario dispondrá la composición, atributos y condiciones del 
Consejo Gallego de Economía y Competitividad. En el seno del Consejo se procurará una 
composición de género equilibrada según lo previsto en la Ley 7/2004, de 16 de julio, gallega 
para la igualdad de mujeres y hombres, y en la Ley orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Artículo 20.  Funciones del Consejo Gallego de Economía y Competitividad.
Sin perjuicio de las funciones que reglamentariamente se determinen, el Consejo 

Gallego de Economía y Competitividad deberá ejercer las siguientes:
1. Aprobar anualmente un informe sobre los planes de desarrollo y apoyo en el que se 

indiquen los resultados obtenidos y la consecución de objetivos en las políticas públicas de 
la Xunta de Galicia en materia de economía e industria, y en el que se propongan las 
directrices de apoyo a las actividades para personas físicas y jurídicas y las cautelas para 
garantizar, en los términos que reglamentariamente se establezcan, que las empresas se 
creen, maduren, se expandan y se consoliden en el ámbito nacional e internacional.

2. Establecer los comités ejecutivos, por objetivos temáticos, que en el seno del Consejo 
se consideren convenientes, y establecer las directrices de funcionamiento de los mismos.

3. Proponer mejoras en la planificación, gestión y evaluación de las políticas públicas en 
materia de economía e industria.

4. Responder a las consultas que se le formulen y elaborar los informes que se le 
soliciten por parte de las administraciones públicas.

Artículo 21.  Comités ejecutivos.
El Pleno del Consejo Gallego de Economía y Competitividad creará los comités 

ejecutivos que considere convenientes en su seno.
A su vez, estos comités ejecutivos podrán crear las secciones técnicas que consideren 

convenientes para el mejor tratamiento de las temáticas objetivo.

Artículo 22.  Régimen de funcionamiento del Consejo Gallego de Economía y 
Competitividad.

Reglamentariamente se desarrollará el régimen de funcionamiento del Consejo Gallego 
de Economía y Competitividad.
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El órgano colegiado se regirá por lo dispuesto en los artículos 14 y siguientes de la Ley 
16/2010, de 17 de diciembre, de organización y funcionamiento de la Administración general 
de la Comunidad Autónoma y del sector público autonómico de Galicia, pudiendo establecer 
o completar sus propias normas de funcionamiento.

TÍTULO III
Regulación integrada del ejercicio de actividades

CAPÍTULO I
Supresión de la licencia municipal de actividad y régimen de comunicación 

previa

Artículo 23.  Supresión de la licencia municipal de actividad.
1. En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia se suprime con carácter general 

la necesidad de obtención de licencia municipal de actividad, apertura o funcionamiento para 
la instalación, implantación o ejercicio de cualquier actividad económica, empresarial, 
profesional, industrial o comercial.

2. Los ayuntamientos velarán por el cumplimiento de los requisitos aplicables según la 
legislación correspondiente, para lo cual comprobarán, controlarán e inspeccionarán las 
actividades.

Artículo 24.  Comunicación previa.
1. Con carácter previo al inicio de la actividad o de la apertura del establecimiento y, en 

su caso, para el inicio de la obra o instalación que se destine específicamente a una 
actividad, los/as interesados/as presentarán ante el ayuntamiento respectivo comunicación 
previa en la que pondrán en conocimiento de la Administración municipal sus datos 
identificativos y adjuntarán la siguiente documentación acreditativa de los requisitos exigibles 
para el ejercicio de la actividad o para el inicio de la obra e instalación:

a) Memoria explicativa de la actividad que se pretende realizar, con la manifestación 
expresa del cumplimiento de todos los requisitos técnicos y administrativos.

b) Justificante de pago de los tributos municipales.
c) Declaración de que se cumple con todos los requisitos para el ejercicio de la actividad 

y de que los locales e instalaciones reúnen las condiciones de seguridad, salubridad y las 
demás previstas en el planeamiento urbanístico.

d) Proyecto y documentación técnica que resulte exigible según la naturaleza de la 
actividad o instalación.

e) La autorización o declaración ambiental que proceda.
f) Las autorizaciones e informes sectoriales que sean preceptivos, junto con la 

manifestación expresa de que se cuenta con todos los necesarios para el inicio de la obra, 
instalación o actividad.

g) En su caso, el certificado, acta o informe de conformidad emitido por las entidades de 
certificación de conformidad municipal reguladas en la presente ley.

2. Si para el desarrollo de la actividad es precisa la realización de una obra, la 
documentación anterior se presentará con la comunicación previa prevista en la normativa 
urbanística o con la solicitud de licencia de obra, si procediese. Una vez terminada la obra, 
se presentará comunicación previa para el inicio de la actividad.

3. Se somete también al régimen de comunicación previa el cambio de titularidad de las 
actividades e instalación, habiendo de comunicarlo por escrito al ayuntamiento quien ostente 
la nueva titularidad.

4. Toda la documentación requerida en el presente artículo podrá presentarse 
telemáticamente. Las comunicaciones y resoluciones de la Administración se tramitarán del 
mismo modo. Y todos los ayuntamientos de Galicia deberán tener en su página web un 
portal telemático de comunicaciones previas y autorizaciones administrativas.
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Artículo 25.  Efectos de la comunicación previa.
1. La comunicación previa presentada cumpliendo con todos los requisitos constituye un 

acto jurídico del particular que, de acuerdo con la ley, habilita para el inicio de la actividad o 
la apertura del establecimiento y, en su caso, para el inicio de la obra o instalación, y faculta 
a la Administración pública para verificar la conformidad de los datos que en ella se 
contienen.

2. Los ayuntamientos deberán establecer y planificar los procedimientos de 
comunicación necesarios, así como los de verificación posterior del cumplimiento de los 
requisitos precisos para el ejercicio de la actividad y su control posterior.

3. El incumplimiento sobrevenido de las condiciones de la comunicación previa o de los 
requisitos legales de la actividad será causa de la ineficacia de la comunicación previa y 
habilitarán al ayuntamiento respectivo a su declaración previa audiencia del/la interesado/a.

Artículo 26.  Inexactitud, falsedad u omisión en los datos aportados en la comunicación 
previa.

1. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 
manifestación o documento que se aporta o incorpora a la comunicación previa conlleva, 
previa audiencia de la persona interesada, la declaración de ineficacia de la comunicación 
efectuada e impide el ejercicio del derecho o de la actividad afectada desde el momento en 
que se conoce, sin perjuicio de las sanciones que procediera imponer por tales hechos.

2. La resolución administrativa que constata las circunstancias a que se refiere el 
apartado 1 comportará el inicio de las correspondientes actuaciones y la exigencia de 
responsabilidades, y podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación 
jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la 
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento 
durante un periodo de tiempo determinado de entre tres meses a un año.

Artículo 27.  Modificaciones de las actividades.
1. Quien ostente la titularidad de las actividades debe garantizar que sus 

establecimientos mantendrán las mismas condiciones que tenían cuando estas fueron 
iniciadas, así como también adaptar las instalaciones a las nuevas condiciones que 
posteriores normativas establezcan.

2. Quien ostente la titularidad de las actividades debe comunicar al órgano competente, 
cuando se produzca, cualquier cambio relativo a las condiciones o características de la 
actividad o del establecimiento.

3. Será, en todo caso, necesaria una nueva comunicación previa, cumpliendo los 
requisitos del artículo 24 de la presente ley, en los casos de modificación de la clase de 
actividad, cambio de emplazamiento, reforma sustancial de los locales, instalaciones o 
cualquier cambio que implique una variación que afecte a la seguridad, salubridad o 
peligrosidad del establecimiento.

Artículo 28.  Competencias.
1. Las actividades quedan sujetas a las potestades administrativas de la Xunta de Galicia 

así como a las del ayuntamiento respectivo en el ámbito de sus competencias.
Los ayuntamientos pueden adoptar, en cualquier caso, medidas cautelares cuando se 

den motivos de urgencia o gravedad.
2. La competencia administrativa en materia de control de las actividades se extiende a 

las facultades de comprobación, inspección, sanción y demás medidas de control para 
garantizar que el ejercicio de la actividad o la ejecución de la obra o instalación se adecúan a 
la normativa vigente y, sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa urbanística, comprenderá 
las siguientes potestades:

a) La comprobación e inspección de instalaciones, establecimientos y actividades.
b) La incoación, tramitación y resolución de los procedimientos de modificación, 

caducidad o declaración de ineficacia de la comunicación previa.
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c) La incoación, tramitación y resolución de procedimientos sancionadores, de 
responsabilidad patrimonial y de restablecimiento de la legalidad, y ejecución, en su caso, de 
las resoluciones dictadas en los mismos.

d) La adopción de las medidas de carácter preventivo con carácter previo a la incoación 
o con ocasión de la tramitación de cualquiera de los procedimientos señalados en los 
apartados anteriores.

3. Para el restablecimiento de la legalidad en materia de actividades se seguirá el 
procedimiento para la protección de la legalidad establecido en la normativa urbanística.

4. El procedimiento sancionador será el previsto con carácter general para el ejercicio de 
la potestad sancionadora y se ajustará a lo previsto en el capítulo IV del presente título.

Artículo 29.  Actuaciones de comprobación.
1. Sin perjuicio de las facultades de control establecidas en el artículo anterior, los/as 

interesados/as pueden solicitar la realización de una inspección de comprobación del local o 
establecimiento, que tendrá por objeto la adecuación del mismo a la normativa de aplicación 
y el cumplimiento de las condiciones legales y técnicas de la actividad.

2. Realizada la solicitud prevista en el apartado anterior, en el plazo que se señale en las 
ordenanzas locales y, en su defecto, en el plazo máximo de tres meses desde la solicitud del 
particular, el ayuntamiento remitirá a quien lo hubiera solicitado el resultado de la actuación 
inspectora. Se señalará expresamente si se cumplen los requisitos para el ejercicio de la 
actividad y la apertura del establecimiento o, en caso contrario, se señalarán los 
incumplimientos o deficiencias detectados, concediendo un plazo de subsanación. El 
transcurso del plazo sin que se hubiesen corregido las deficiencias dará lugar, previa 
audiencia de la persona interesada, a la adopción de las medidas previstas en el artículo 
anterior.

Artículo 30.  Actividades promovidas por administraciones públicas.
1. Las actividades y las obras necesarias para su ejercicio que promuevan órganos de 

las administraciones públicas o entidades de derecho público estarán sujetas a control 
municipal por medio de la obtención de licencia municipal o, en su caso, comunicación 
previa, salvo los supuestos exceptuados por la legislación aplicable y en los términos 
establecidos reglamentariamente.

2. Las actividades municipales y las obras necesarias para su ejercicio se entenderán 
autorizadas por el acuerdo de aprobación del órgano competente del ayuntamiento, previa 
acreditación en el expediente del cumplimiento de la normativa.

CAPÍTULO II
Evaluación ambiental de actividades

Sección 1.ª Procedimientos de evaluación ambiental

Sección 1.ª Procedimientos de evaluación ambiental

Artículo 31.  Autorización ambiental integrada.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo anterior deberán obtener autorización 

ambiental integrada todas las instalaciones a las que resulte de aplicación la Ley 16/2002, de 
1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación. Asimismo, quedan 
sometidas a dicha ley las modificaciones de dichas instalaciones.

Artículo 32.  Evaluación de impacto ambiental.
Los proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental se regularán por su propia 

normativa y no precisarán posterior declaración de incidencia ambiental.
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Artículo 33.  Evaluación de incidencia ambiental.
1. Las actividades a las que no les resulte de aplicación la normativa sobre evaluación de 

impacto ambiental y que estén incluidas en el anexo de esta ley se someterán a evaluación 
de incidencia ambiental previamente a la comunicación a que hace referencia el capítulo 
anterior.

2. A estos efectos, obtenida la declaración de incidencia ambiental o su modificación 
sustancial, se presentará la comunicación previa contemplada en el artículo 24 de la 
presente ley ante el ayuntamiento respectivo, en la que, además de lo previsto en el citado 
artículo, aportarán la siguiente documentación:

a) Copia del proyecto de la obra o actividad firmada por técnico/a responsable.
b) Declaración de incidencia ambiental.
c) Certificación del/la técnico/a o los/as técnicos/as facultativos/as que autoricen el 

proyecto de que este cumple con la normativa técnica de aplicación.
3. Carecerá de validez y eficacia a todos los efectos la comunicación previa relativa a un 

proyecto que no se ajuste a lo determinado en la declaración de incidencia ambiental.

Sección 2.ª Declaración de incidencia ambiental

Sección 2.ª Declaración de incidencia ambiental

Artículo 34.  Solicitud de declaración de incidencia ambiental.
1. Toda persona física o jurídica que pretenda desarrollar una actividad comprendida en 

el anexo deberá solicitar la emisión de declaración de incidencia ambiental ante el órgano de 
la consejería competente en materia de medio ambiente, denominado en lo sucesivo órgano 
ambiental.

2. Con la solicitud de declaración de incidencia ambiental deberá adjuntarse la siguiente 
documentación:

a) Proyecto técnico redactado por técnico/a competente en la materia, en su caso.
b) Una memoria descriptiva en la que se detallen:
1.º Los aspectos básicos relativos a la actividad, su localización y repercusiones en el 

ambiente.
2.º Los tipos y cantidades de residuos, vertidos y emisiones generados por la actividad, y 

la gestión prevista para ellos.
3.º Los riesgos ambientales que puedan derivarse de la actividad.
4.º La propuesta de medidas preventivas, correctoras y de autocontrol de la incidencia 

ambiental.
5.º Las técnicas de restauración del medio afectado y programa de seguimiento del área 

restaurada en los casos de desmantelamiento de las instalaciones o cese de la actividad.
6.º Los datos que a juicio del/la solicitante gozan de confidencialidad amparada en la 

normativa vigente.

Artículo 35.  Tramitación de la declaración.
1. Previa presentación de la solicitud, el órgano ambiental insertará la memoria 

presentada en la página web institucional de la consejería competente en materia de medio 
ambiente a fin de que las personas interesadas puedan formular observaciones o 
alegaciones en relación con las repercusiones ambientales de la actividad durante el plazo 
de quince días.

2. Simultáneamente, el órgano ambiental consultará a las administraciones públicas 
afectadas. La consulta podrá ampliarse a otras personas físicas o jurídicas públicas o 
privadas vinculadas a la protección del medio ambiente.

3. La notificación indicará el plazo en que habrán de remitir, en su caso, las 
observaciones y alegaciones. Dicho plazo no podrá exceder de quince días. Los informes 
solicitados y no recibidos en el plazo estipulado se entenderán como favorables, pudiendo 
continuar el procedimiento.
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4. Si el ayuntamiento emitiera informe de no compatibilidad del proyecto con 
planeamiento urbanístico, el órgano ambiental dictará resolución motivada poniendo fin al 
procedimiento y archivando las actuaciones.

Artículo 36.  Emisión de la declaración de incidencia ambiental.
1. Después de haber realizado los trámites señalados en el artículo anterior, la persona 

titular del órgano ambiental emitirá la declaración de incidencia ambiental que proceda, 
estableciendo, en su caso, las medidas preventivas, correctoras o de restauración que han 
de observarse en la implantación, desarrollo y cese de la actividad.

2. La declaración de incidencia ambiental habrá de ser emitida en el plazo máximo de 
dos meses desde la presentación de la solicitud. Si se sobrepasase el citado plazo, la 
declaración se entenderá desfavorable.

3. La declaración pondrá fin a la vía administrativa y será notificada a la persona 
solicitante, a las personas interesadas que hubiesen formulado alegaciones y al 
ayuntamiento donde se prevea implantar la actividad.

4. La declaración de incidencia ambiental tendrá efectos vinculantes para la autoridad 
municipal.

Artículo 37.  Vigilancia y régimen sancionador.
1. Sin perjuicio de las competencias atribuidas a la Administración autonómica, 

corresponde al ayuntamiento la vigilancia y seguimiento del cumplimiento de las condiciones 
establecidas en la declaración de incidencia ambiental.

2. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la declaración de incidencia 
ambiental o de las medidas preventivas, correctoras y de restauración contempladas en la 
memoria presentada con la solicitud en los casos de silencio positivo se sancionará, cuando 
proceda, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1995, de 2 de enero, de protección 
ambiental de Galicia, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otra orden a 
que hubiere lugar.

Artículo 38.  Modificaciones sustanciales de actividades sometidas a declaración de 
incidencia ambiental.

1. Estarán también sometidas a previa declaración de incidencia ambiental las 
modificaciones sustanciales de las actividades comprendidas en el anexo.

2. Se considerarán sustanciales las modificaciones de las instalaciones o procesos 
vinculados a la actividad de cuya realización se derive la superación de los siguientes 
umbrales:

a) El incremento superior al 50 % de la capacidad productiva de la instalación.
b) El incremento superior al 50 % de las materias primas empleadas en el proceso 

productivo.
c) El incremento del consumo de agua o energía superior al 50 %.
d) El incremento superior al 25 % de las emisiones de contaminantes atmosféricos o la 

implantación de nuevos focos de emisión catalogados.
e) El incremento superior al 50 % del vertido de aguas residuales.
f) La producción de residuos peligrosos o el incremento del 25 % de su volumen en el 

caso de estar inicialmente previstos.
g) El incremento en un 25 % de alguno o de la suma del total de contaminantes emitidos.
h) La incorporación al sistema de producción o su aumento por encima del 25 % de 

sustancias peligrosas, reguladas por el Real decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se 
aprueban medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que 
intervengan sustancias peligrosas.

i) La aplicación de los umbrales señalados en el apartado 1 tendrá carácter acumulativo 
durante todo el tiempo de desarrollo de la actividad.

3. En las modificaciones de las actividades comprendidas en el anexo que no tengan la 
consideración de sustanciales se estará a lo previsto en el artículo 27 de la presente ley.
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CAPÍTULO III
Espectáculos públicos y actividades recreativas

Sección 1.ª Disposiciones generales

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 39.  Definiciones.
1. A efectos de la presente ley, se entenderá por espectáculos públicos las 

representaciones, exhibiciones, actuaciones, proyecciones, competiciones o audiciones de 
concurrencia pública, de carácter artístico, cultural, deportivo o análogo.

2. Se entenderá por actividades recreativas aquellas que ofrecen al público, 
espectadores o participantes, actividades, productos o servicios con fines de ocio, recreo o 
entretenimiento.

3. Mediante ley del Parlamento de Galicia se establecerá el régimen jurídico relativo a la 
organización y desarrollo de los espectáculos públicos y de las actividades recreativas.

Sección 2.ª Régimen de control administrativo

Sección 2.ª Régimen de control administrativo

Artículo 40.  Actividades sometidas a declaración responsable.
1. Con carácter general, la apertura de los establecimientos abiertos al público en que se 

desarrollen espectáculos públicos o actividades recreativas y la organización de 
espectáculos públicos y actividades recreativas están sometidas al régimen de declaración 
responsable. No obstante, por razones de interés general vinculadas al orden, seguridad y 
salud públicas y protección del medio ambiente, se exigirá la obtención de licencia municipal 
o autorización autonómica en los supuestos establecidos en el siguiente artículo.

2. La declaración responsable habrá de presentarse en los siguientes términos:
a) Con carácter previo a la apertura del establecimiento, a la organización del 

espectáculo público o al inicio de la actividad recreativa, las personas interesadas deberán 
presentar una declaración responsable dirigida al ayuntamiento respectivo, con la cual 
pondrán en conocimiento de la Administración competente los siguientes datos:

1.º) El nombre, apellidos y dirección de la persona solicitante y, en su caso, de la 
persona que actúe en su representación.

2.º) El tipo de establecimiento o, en su caso, la descripción del espectáculo o actividad 
que se pretende realizar y el aforo máximo.

3.º) La ubicación del establecimiento o espacio abierto al público y la fecha prevista de 
apertura del establecimiento o del inicio del espectáculo público o actividad.

4.º) La firma de la persona solicitante.
5.º) El órgano, centro o unidad administrativa a que se dirige.
b) Con la declaración responsable, en la cual la persona interesada manifiesta, bajo su 

responsabilidad, que cumple todos los requisitos establecidos en la normativa vigente para el 
ejercicio de la actividad, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá 
a disposición de la administración cuando le sea requerida y que se compromete a mantener 
el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el periodo de tiempo inherente a 
dicho ejercicio, habrá de acompañarse, en su caso, la documentación que figura a 
continuación, salvo que la misma ya esté en poder o haya sido elaborada por cualquier 
administración, en cuyo supuesto se observará lo indicado en el artículo 28 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas:

1.º) En su caso, la autorización, informe o declaración ambiental que proceda, de 
conformidad con la normativa específica de aplicación.
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2.º) El proyecto y la documentación técnica que resulte exigible según la naturaleza de la 
actividad. A estos efectos, se entiende por proyecto el conjunto de documentos que definen 
las actuaciones a desarrollarse, con el contenido y detalle que permita a la administración 
conocer su objeto y determinar su ajuste a la normativa urbanística y sectorial de aplicación. 
El proyecto y la documentación técnica se redactarán y firmarán por persona técnica 
competente.

3.º) La póliza de seguro de responsabilidad civil obligatorio, previsto en la normativa en 
materia de espectáculos públicos y actividades recreativas de Galicia, y el recibo de pago de 
las primas correspondientes al periodo del seguro en curso o copia de los mismos.

4.º) El documento acreditativo de la disponibilidad del establecimiento o espacio abierto 
al público en calidad de propietarios/as o arrendatarios/as o en virtud de cualquier otro título 
jurídico.

5.º) En su caso, el certificado, acta o informe de conformidad emitido por las entidades 
de certificación de conformidad municipal reguladas en la presente ley.

6.º) El documento acreditativo firmado por el/la interesado/a de la designación de la 
persona física o jurídica que ha de asumir la responsabilidad técnica de la ejecución del 
proyecto y que debe expedir la certificación que acredite la adecuación del espectáculo 
público o actividad recreativa a los requisitos exigibles.

7.º) Cualquier otra documentación que venga exigida por la normativa de aplicación.
c) Para la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas que requieran 

el montaje de estructuras no permanentes desmontables, será preciso acompañar, junto con 
la documentación requerida en los apartados a) y b), la siguiente documentación:

1.º) El documento acreditativo de la designación, por quien presente la declaración, de la 
persona física o jurídica que ha de asumir la responsabilidad técnica del montaje de la 
instalación.

2.º) El marcado CE y la declaración CE de conformidad de las instalaciones que 
correspondan según sus características y el certificado de la instalación de baja tensión de 
conexión con la red.

3.º) Cualquier otra documentación que venga exigida por la normativa de aplicación.
d) No será necesario aportar la documentación exigida en los números 2.º, 5.º y 6.º de la 

letra b) ni en los números 1.º y 2.º de la letra c) en los siguientes supuestos:
1.º) Escenarios o tablaos de menos de 60 metros cuadrados de superficie y de una altura 

no superior a 0,50 metros.
2.º) Atracciones itinerantes de feria a las que no acceda público, tales como casetas de 

tiro con arco, tómbolas, máquinas automáticas o puestos de expedición de productos. En 
estos supuestos solo será exigible la certificación de finalización de la instalación o montaje 
suscrita por la persona responsable de su realización.

3. El coste de los informes, certificaciones y actas de verificación o control de 
funcionamiento y de revisión correrá a cargo de los/las solicitantes.

4. Si para el desarrollo de la actividad fuese precisa la realización de una obra, la 
documentación anterior se presentará con la comunicación previa prevista en la normativa 
urbanística o con la solicitud de licencia de obra, si procede. Una vez finalizada la obra, se 
presentará la declaración responsable para el inicio de la actividad.

5. La declaración responsable presentada cumpliendo los requisitos habilita para el 
ejercicio de la actividad, el desarrollo del espectáculo o la apertura del establecimiento desde 
su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección 
atribuidas a la administración en los términos previstos en los artículos 28 y 29 de la 
presente ley.

6. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o 
información que se incorpore a la declaración responsable, así como la no presentación de 
la declaración responsable o de la documentación requerida para acreditar el cumplimiento 
de lo declarado, determinarán la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad 
desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las posibles 
responsabilidades penales, civiles o administrativas.
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La resolución que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación de la 
persona interesada de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio de la actividad, 
así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un 
periodo de tiempo de entre tres meses y un año.

7. La persona titular del establecimiento u organizadora del espectáculo público o 
actividad recreativa habrá de comunicar a la Administración competente las modificaciones 
no sustanciales, en el plazo de quince días desde que tuviera lugar. No obstante, en caso de 
cambio de titularidad, la comunicación, acompañada de la documentación acreditativa del 
cambio y de la disponibilidad del seguro de responsabilidad civil, deberá efectuarse con 
anterioridad al desarrollo de la actividad por el/la nuevo/a titular.

Será necesaria la presentación de declaración responsable en los términos previstos en 
este precepto en caso de modificación sustancial. En todo caso, tendrán la consideración de 
modificaciones sustanciales la modificación de la clase de actividad recreativa o espectáculo 
público, el cambio de lugar, la realización de una reforma sustancial de los establecimientos 
o cualquier cambio que implique una variación que afecte a la seguridad, salubridad o 
peligrosidad del establecimiento abierto al público si así es declarado en el informe técnico 
correspondiente.

Igualmente, será necesaria la presentación de declaración responsable para la 
celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter extraordinario 
que se desarrollen esporádicamente en establecimientos abiertos al público, sujetos al 
régimen de declaración responsable, legalmente habilitados para celebrar un espectáculo 
público o actividad recreativa distinta de la propia del establecimiento. En estos casos, 
deberá presentarse la documentación prevista en este artículo que resulte procedente 
teniendo en cuenta las características del espectáculo o actividad de carácter extraordinario. 
Asimismo, habrá de disponerse del seguro previsto en la legislación de espectáculos 
públicos y actividades recreativas.

Artículo 41.  Actividades sometidas a licencia o autorización.
En atención a la concurrencia de razones de orden público, seguridad pública, salud 

pública y protección del medio ambiente, será precisa la obtención de licencia municipal o 
autorización autonómica para:

a) La apertura de establecimientos abiertos al público con un aforo superior a 500 
personas, o que presenten una especial situación de riesgo, de conformidad con lo dispuesto 
en la normativa técnica en vigor.

b) La instalación de terrazas al aire libre o en la vía pública anexas al establecimiento 
abierto al público.

c) La celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter 
extraordinario, siempre que requieran de plan de autoprotección o de un plan o estudio 
específico según la normativa sectorial de aplicación.

d) El montaje de instalaciones para la celebración de espectáculos públicos y actividades 
recreativas y la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas que hayan de 
disponer de plan de autoprotección o de un plan o estudio específico según la normativa 
sectorial de aplicación.

e) La celebración de los espectáculos públicos y actividades recreativas que se 
desarrollen en más de un término municipal de la comunidad autónoma, conforme al 
procedimiento que reglamentariamente se establezca.

f) La celebración de los espectáculos y festejos taurinos, que se regirán por su normativa 
específica.

g) La apertura de establecimientos abiertos al público y la celebración de espectáculos 
públicos o actividades recreativas cuya normativa específica exija la concesión de licencia o 
autorización.

Artículo 41 bis.  Actividades exentas de declaración responsable, licencia municipal y 
autorización autonómica.

1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores y salvo que las ordenanzas 
municipales, en supuestos excepcionales expresamente justificados, establezcan un 
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régimen de declaración responsable, quedan exentos de declaración responsable, licencia y 
autorización autonómica, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos que sean de 
aplicación:

a) La apertura de establecimientos abiertos al público que sean de titularidad del propio 
ayuntamiento.

b) Los espectáculos públicos y actividades recreativas organizados por los 
ayuntamientos con motivo de fiestas y verbenas populares, con independencia de la 
titularidad del establecimiento o espacio abierto al público donde se lleven a cabo.

2. Las ordenanzas municipales podrán establecer justificadamente supuestos concretos 
de espectáculos públicos y actividades recreativas exceptuados del régimen de declaración 
responsable cuando por su escasa entidad o incidencia no fuese precisa la indicada 
declaración para la protección del orden público, seguridad pública, salud pública y medio 
ambiente.

Artículo 41 ter.  Modificaciones.
1. Quedan sujetas al régimen de licencia o autorización las modificaciones sustanciales 

de las actividades recreativas y espectáculos públicos y de los establecimientos abiertos al 
público sujetos a un régimen de licencia o autorización de acuerdo con lo previsto en la 
presente ley. En todo caso, tendrán la consideración de modificaciones sustanciales la 
modificación de la clase de actividad recreativa o espectáculo público, el cambio de lugar, la 
realización de una reforma sustancial de los establecimientos o cualquier cambio que 
implique una variación que afecte a la seguridad, salubridad o peligrosidad del 
establecimiento abierto al público si así es declarado en el informe técnico correspondiente.

2. Las modificaciones no sustanciales deberán comunicarse a la Administración 
competente por la persona titular del establecimiento u organizadora del espectáculo o 
actividad, en el plazo de quince días desde que tuviera lugar. No obstante, en caso de 
cambio de titularidad, la comunicación, acompañada de la documentación acreditativa del 
cambio y de la disponibilidad del seguro de responsabilidad civil, habrá de efectuarse con 
anterioridad al desarrollo de la actividad por el/la nuevo/a titular.

Artículo 42.  Tramitación de la licencia municipal del artículo 41.1.a).
1. Con anterioridad a la apertura del establecimiento abierto al público, su titular deberá 

presentar la solicitud de licencia dirigida al ayuntamiento. La solicitud de licencia tendrá el 
siguiente contenido:

a) Los datos identificativos del/de la titular y, en su caso, de la persona que actúe en su 
representación, con indicación de su nombre y dirección.

b) La ubicación del establecimiento abierto al público.
2. Junto con la solicitud de la licencia, deberá presentarse la documentación que figura a 

continuación, salvo que esta ya esté en poder o haya sido elaborada por cualquier 
administración, supuesto en que se observará lo indicado en el artículo 28 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas:

a) El proyecto técnico, entendido como el conjunto de documentos que definen las 
actuaciones a desarrollarse, con el contenido y detalle que permita a la administración 
conocer su objeto y determinar su ajuste a la normativa urbanística y sectorial de aplicación. 
El proyecto que se presente incluirá el contenido mínimo previsto por la normativa sobre 
prevención y seguridad en materia de incendios, deberá estar firmado por técnico/a 
competente y habrá de contener los datos y requisitos de la normativa específica sobre 
edificación, prevención y control ambiental que sean de aplicación a los proyectos 
constructivos y de actividades.

b) El plan de emergencia, el plan de autoprotección, el estudio de impacto acústico y el 
dispositivo de asistencia sanitaria, cuando sean exigibles de acuerdo con la normativa de 
aplicación y conforme a los requisitos que esta disponga, redactados de conformidad con la 
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normativa vigente y siempre que sus contenidos no se hayan incorporado al proyecto técnico 
a que hace referencia el apartado anterior.

c) La declaración donde se haga constar el compromiso de contratación del seguro 
previsto en la normativa en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas de 
Galicia o la documentación acreditativa de la disponibilidad del mismo.

d) La documentación requerida por la normativa sobre ruidos, calentamiento, 
contaminación acústica, residuos y vibraciones y, en todo caso, la que determine la 
normativa sobre prevención y control ambiental según corresponda en función de las 
características del establecimiento y las actividades a desarrollarse en el mismo.

e) El documento acreditativo de la designación de la persona que ha de asumir la 
responsabilidad técnica de la ejecución del proyecto y que debe expedir la certificación que 
acredite la adecuación del establecimiento a la licencia otorgada, en que ha de constar el 
nombre, la dirección y la titulación y habilitación profesional de la persona designada.

f) Cualquier otra documentación que le sea solicitada por el ayuntamiento competente.
3. El coste de los informes, certificaciones y actas de verificación o control de 

funcionamiento y de revisión correrá a cargo de los/las solicitante/s.
4. Una vez recibida la solicitud de licencia y la documentación anexa, el ayuntamiento 

emitirá los informes necesarios que determinen el cumplimiento de la normativa de 
aplicación, remitiendo, cuando proceda, esta documentación a las autoridades competentes 
para que evacúen los informes referidos al cumplimiento de las exigencias técnicas 
reguladas según la normativa vigente que le sea de aplicación, informes que serán 
vinculantes cuando sean negativos o establezcan condiciones de obligado cumplimiento.

5. La tramitación de la solicitud de licencia no podrá exceder de tres meses, a contar 
desde la presentación de la solicitud y de la documentación anexa en el ayuntamiento hasta 
la notificación de la resolución municipal. Transcurridos tres meses sin que el ayuntamiento 
notificase la resolución a la persona interesada, esta podrá entender estimada por silencio 
administrativo su solicitud.

6. Con carácter previo al inicio de la actividad, el titular habrá de efectuar al ayuntamiento 
comunicación en que exprese que cumple las condiciones establecidas en la documentación 
presentada y en la licencia.

El ayuntamiento deberá efectuar visita de comprobación a los efectos de verificar el 
cumplimiento de las condiciones establecidas en la documentación presentada y en la 
licencia y notificar su resultado en el plazo que se señale en las ordenanzas locales o, en su 
defecto, en el plazo máximo de un mes.

El ayuntamiento notificará al/a la titular el resultado de la visita de comprobación, 
señalando expresamente si se cumplen los requisitos para el ejercicio de la actividad y la 
apertura del establecimiento. El incumplimiento de los requisitos citados determinará la 
aplicación de lo previsto en la presente ley en cuanto a la revocación de la licencia y régimen 
sancionador, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación urbanística en cuanto al 
restablecimiento de la legalidad. Serán también de aplicación las medidas provisionales 
previas establecidas en la legislación de espectáculos públicos y actividades recreativas.

La visita de comprobación no será necesaria si se aporta certificación de una entidad de 
certificación de conformidad municipal, de acuerdo con lo previsto en la presente ley.

7. La licencia de apertura de establecimiento abierto al público hará innecesaria la 
declaración responsable o la solicitud de licencia respecto a los espectáculos públicos y 
actividades recreativas que se desarrollen en el mismo siempre que estuvieran incluidas en 
la solicitud de licencia y documentación presentada con esta.

8. El establecimiento quedará sujeto a las potestades municipales de comprobación, 
control y sanción previstas en el artículo 28.

Artículo 42 bis.  Licencia en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas y 
licencia urbanística.

1. Los supuestos que exijan licencia en materia de espectáculos públicos y actividades 
recreativas y, además, licencia urbanística serán objeto de una sola resolución, sin perjuicio 
de la formación y tramitación simultánea de piezas separadas para cada intervención 
administrativa.
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2. La propuesta de resolución de la solicitud de licencia en materia de espectáculos 
públicos y actividades recreativas tendrá prioridad sobre la correspondiente a la licencia 
urbanística. Si procede denegar la primera, así se notificará a la persona interesada, no 
siendo necesario resolver sobre la segunda.

3. En cambio, si procede otorgar la licencia en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas, el órgano municipal competente pasará a resolver sobre la licencia 
urbanística, notificándose lo pertinente en forma unitaria a la persona interesada.

4. De acuerdo con lo establecido en la normativa urbanística, en ningún caso se 
entenderán adquiridas por silencio administrativo licencias en contra de la legislación o del 
planeamiento urbanístico.

Artículo 42 ter.  Tramitación de la licencia municipal del artículo 41.1.b).
1. Con anterioridad a la instalación de terrazas al aire libre o en la vía pública anexas a 

establecimientos abiertos al público, el/la titular del establecimiento deberá presentar una 
solicitud de licencia dirigida al ayuntamiento. En caso de que la terraza se ubique en dominio 
público municipal, la licencia se solicitará conjuntamente con la autorización para la 
ocupación del dominio público.

La solicitud de licencia tendrá el siguiente contenido:
a) Los datos identificativos del/de la titular y, en su caso, de la persona que actúe en su 

representación, con indicación de su nombre y dirección.
b) La ubicación del establecimiento abierto al público en que va a instalarse la terraza y 

la descripción de las características de la misma.
c) La declaración de la persona titular donde se haga constar el compromiso de 

contratación del seguro previsto en la normativa en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas de Galicia para el establecimiento en que esté incluida la terraza, o la 
documentación acreditativa de la disponibilidad del mismo.

2. Recibida la solicitud de licencia y la documentación anexa, el ayuntamiento emitirá los 
informes necesarios que determinen el cumplimiento de la normativa de aplicación.

3. La tramitación de la solicitud de licencia no podrá exceder del plazo de un mes, a 
contar desde la presentación de la solicitud y de la documentación anexa en el 
ayuntamiento, salvo en el supuesto de que suponga también la ocupación del dominio 
público, en el cual será de aplicación la normativa específica que establezca otro plazo 
mayor. Transcurrido dicho plazo sin que el ayuntamiento notificase la resolución a la persona 
interesada, esta podrá entender estimada por silencio administrativo su solicitud en relación 
con la licencia de actividad.

4. La instalación quedará sujeta a las potestades municipales de comprobación, control y 
sanción previstas en el artículo 28.

Artículo 42 quater.  Tramitación de la licencia municipal del artículo 41.1.c).
1. Con anterioridad a la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas 

de carácter extraordinario a que se refiere el artículo 41.1.c), las personas titulares o 
encargadas de su organización deberán presentar una solicitud de licencia dirigida al 
ayuntamiento. La solicitud de licencia tendrá el siguiente contenido:

a) Los datos identificativos del/de la titular o de quien organice la actividad y, en su caso, 
de la persona que actúe en su representación, con indicación de su nombre y dirección.

b) La ubicación del establecimiento abierto al público en que va a desarrollarse el 
espectáculo público o la actividad recreativa.

2. Junto con la solicitud de la licencia, quien ostente la titularidad o las personas 
encargadas de la organización deberán presentar la documentación que figura a 
continuación, salvo que esta ya esté en poder o haya sido elaborada por cualquier 
administración, supuesto en que se observará lo indicado en el artículo 28 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas:
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a) La memoria que defina las actuaciones a desarrollarse, con el contenido y detalle que 
permita a la administración conocer su objeto y determinar su ajuste a la normativa 
urbanística y sectorial de aplicación. En la misma figurarán, en particular, los siguientes 
datos: la información sobre el tipo de espectáculo, la previsión aproximada de asistencia de 
público y el horario de la actuación.

b) El plan de emergencia, el plan de autoprotección, el estudio de impacto acústico y el 
dispositivo de asistencia sanitaria que sean exigibles de acuerdo con la normativa de 
aplicación y conforme a los requisitos que esta disponga.

c) La declaración de la persona titular donde se haga constar el compromiso de 
contratación del seguro previsto en la normativa en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas de Galicia o la documentación acreditativa de la disponibilidad del 
mismo.

d) Cualquier otra documentación que venga exigida por la normativa de aplicación.
3. Recibida la solicitud de licencia y la documentación anexa, el ayuntamiento emitirá los 

informes necesarios que determinen el cumplimiento de la normativa de aplicación.
4. La tramitación de la solicitud de licencia no podrá exceder de un mes, a contar desde 

la presentación de la solicitud y de la documentación anexa en el ayuntamiento, salvo que la 
normativa específica establezca otro plazo mayor. Transcurrido dicho plazo sin que el 
ayuntamiento comunicase la resolución a la persona interesada, esta podrá entender 
estimada por silencio administrativo su solicitud.

5. El desarrollo del espectáculo público o actividad recreativa quedará sujeto a las 
potestades municipales de comprobación, control y sanción previstas en el artículo 28.

Artículo 42 quinquies.  Tramitación de la licencia municipal del artículo 41.1.d).
1. Con anterioridad al montaje de instalaciones para la celebración de espectáculos 

públicos y actividades recreativas y a la celebración de espectáculos y actividades según lo 
dispuesto en el artículo 41.1.d), sus titulares o las personas encargadas de la organización 
del evento deberán presentar una solicitud de licencia municipal en la que se indicará su 
nombre y dirección.

2. Junto con la solicitud de la licencia, las personas titulares de las instalaciones o las 
encargadas de la organización del evento deberán presentar la documentación que figura a 
continuación, salvo que esta ya esté en poder o haya sido elaborada por cualquier 
administración, supuesto en que se observará lo indicado en el artículo 28 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas:

a) La memoria que defina las actuaciones a desarrollarse, con el contenido y detalle que 
permita a la administración conocer su objeto y determinar su ajuste a la normativa 
urbanística y sectorial de aplicación. En la misma figurarán, en particular, los siguientes 
datos: la información sobre el tipo de espectáculo, la ubicación de las instalaciones, la 
previsión aproximada de asistencia de público y el horario de la actuación.

b) La declaración donde se haga constar el compromiso de contratación del seguro 
previsto en la normativa en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas de 
Galicia o la documentación acreditativa de la disponibilidad del mismo.

c) El documento acreditativo de la designación, por quien solicite la licencia, de la 
persona física o jurídica que ha de asumir la responsabilidad técnica del montaje de la 
instalación.

d) El marcado CE y la declaración CE de conformidad de las instalaciones que 
correspondan según sus características y el certificado de la instalación de baja tensión de 
conexión con la red.

e) Cualquier otra documentación que venga exigida por la normativa de aplicación.
3. Recibida la solicitud de licencia y la documentación anexa, el ayuntamiento emitirá los 

informes necesarios que determinen el cumplimiento de la normativa de aplicación.
4. La tramitación de la solicitud de licencia no podrá exceder de quince días, a contar 

desde la presentación de la solicitud y de la documentación anexa en el ayuntamiento, salvo 
que la normativa específica establezca otro plazo mayor. Transcurrido dicho plazo sin que el 
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ayuntamiento notificase la resolución a la persona interesada, esta podrá entender estimada 
por silencio administrativo su solicitud.

5. La instalación quedará sujeta a las potestades municipales de comprobación, control y 
sanción previstas en el artículo 28.

Sección 3.ª Procedimiento

Artículo 43.  Contenido de las licencias.
1. Las licencias deberán mostrar, como mínimo, los siguientes datos:
a) El nombre, razón social, número o código de identificación fiscal de quien ostente la 

titularidad.
b) La denominación del establecimiento.
c) El domicilio y emplazamiento.
d) La fecha de otorgamiento de la licencia.
e) El tipo de establecimiento, actividad recreativa o espectáculos públicos autorizados.
f) El aforo máximo permitido.
g) Cualquier otro dato que se considere oportuno en función de la normativa de 

aplicación y/o de las condiciones singulares en función de la tipología de la actividad o del 
establecimiento.

2. La licencia otorgada por el ayuntamiento será suficiente para acreditar la actividad, 
condiciones y características del establecimiento público y deberá exponerse en un lugar 
visible y de fácil acceso.

Artículo 44.  Vigencia de las licencias.
1. Las licencias de los establecimientos abiertos al público se conceden por tiempo 

indefinido, salvo que un reglamento o las propias licencias establezcan expresamente lo 
contrario. Todo ello sin perjuicio de los efectos de los controles y de las revisiones periódicas 
a que fueran sometidas.

2. Las autorizaciones de espectáculos públicos y actividades recreativas tendrán la 
misma vigencia que la de los espectáculos y actividades autorizados.

Artículo 45.  Extinción de las licencias.
Las licencias se extinguen por los siguientes motivos:
a) Por haber finalizado el espectáculo público o la actividad recreativa.
b) Por cumplimiento del plazo al que está sometida la actividad o espectáculo público 

para el que se solicitó la licencia, en los casos en que proceda.
c) Por caducidad.
d) Por revocación.
e) Por renuncia de quien ostente su titularidad.

Artículo 46.  Revocación y caducidad.
1. Las licencias pueden revocarse en los siguientes supuestos:
a) Por haberse modificado sustancialmente o haber desaparecido las circunstancias que 

determinaron el otorgamiento, o haber sobrevenido otras nuevas que, en caso de haber 
existido, habrían comportado su denegación.

b) Por incumplimiento por parte de quien ostente la titularidad de las licencias de los 
requisitos o condiciones en virtud de los cuales les fueron otorgadas.

c) Por sanción de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.
d) Por falta de adaptaciones a los nuevos requerimientos establecidos por las normas 

dentro de los plazos contemplados con esta finalidad.
2. La no realización de la actividad para la que fue concedida la licencia durante un 

periodo ininterrumpido de un año facultará a la Administración para declarar la caducidad de 
las licencias. Este periodo podrá ser ampliado hasta un máximo de dos años, en el caso de 
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espectáculos o actividades que para su normal desarrollo precisen de periodos de 
interrupción o inactividad, debiendo fijar el plazo a aplicar en la resolución por la que se 
otorgó la licencia.

3. La revocación y la declaración de caducidad se tramitarán de oficio dando audiencia a 
las personas interesadas, y deberán realizarse dentro del plazo de seis meses de haberles 
notificado la apertura del expediente. El procedimiento podrá ser sobreseído en el caso de 
que se subsanara la irregularidad que motivó la apertura del expediente, salvo que se 
apreciara reiteración o reincidencia en el incumplimiento. Tanto la revocación como la 
declaración de caducidad no generan derecho a indemnización.

CAPÍTULO IV
Entidades de certificación de conformidad municipal

Artículo 47.  Naturaleza y finalidad.
1. Las entidades de certificación de conformidad municipal (ECCOM) son aquellas 

entidades dotadas de personalidad jurídica y plena capacidad de obrar que, previo 
cumplimiento de los requisitos que se establecen en esta ley y de los que se determinen 
reglamentariamente, se constituyan con la finalidad de desarrollar actuaciones de 
certificación, verificación, inspección y control de la conformidad de las obras, 
establecimientos y actividades con la normativa aplicable en el ámbito municipal, incluyendo 
tanto la fase previa al otorgamiento o a la eficacia de los títulos habilitantes como, 
posteriormente, el ámbito de la ejecución de la obra o el funcionamiento de la actividad.

2. Las ECCOM se regirán por los principios de imparcialidad, confidencialidad e 
independencia y no tendrán carácter de autoridad. Su actuación no sustituye ni excluye, con 
carácter general, las potestades administrativas de comprobación, inspección o control 
propias de las administraciones públicas competentes.

3. Las Eccom serán las únicas responsables frente a las administraciones públicas del 
contenido de sus certificaciones, verificaciones, inspecciones y controles de la conformidad, 
sustituyendo su actuación la responsabilidad de los demás interesados.

4. Las solicitudes de licencia, las comunicaciones previas y las declaraciones 
responsables previstas en esta ley que se presenten acompañadas de una certificación de 
conformidad emitida por una ECCOM tendrán el mismo régimen y los mismos efectos que 
los previstos en el artículo 146 bis de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia, 
para las solicitudes de licencia y las comunicaciones previas que tengan por objeto actos de 
edificación o de uso del suelo o del subsuelo.

Esta remisión legal incluye la potestad de exclusión reconocida a los ayuntamientos en el 
apartado 7 del citado artículo.

Artículo 48.  Autorización y registro.
1. La autorización y registro de las ECCOM corresponderá a la consejería competente en 

materia de urbanismo.
2. Las entidades de certificación de conformidad municipal estarán obligadas, como 

requisito previo a la efectividad de la autorización, a suscribir pólizas de seguro que cubran 
los riesgos de su responsabilidad en la cuantía que se establezca, sin que esta limite dicha 
responsabilidad.

3. Reglamentariamente se establecerán los requisitos exigibles para la autorización de 
las ECCOM, así como su registro, el desarrollo de sus actividades y su régimen jurídico.

Artículo 49.  Funcionamiento.
1. Las entidades de certificación de conformidad municipal (Eccom) certificarán, 

verificarán, inspeccionarán o controlarán si la instalación, implantación o ejercicio de 
cualquier actividad, económica, empresarial, profesional, industrial o comercial, es conforme 
con la normativa sectorial y con la aplicable en el municipio en donde se realicen o 
pretendan realizar, y con los campos y normas de actuación que se establezcan 
reglamentariamente a este efecto.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 67  Ley del emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia

– 1620 –



2. En sus actuaciones, las ECCOM podrán emitir certificados, actas, informes y 
dictámenes, cuyo contenido será determinado reglamentariamente.

3. En el ejercicio de sus funciones, las Eccom y el personal dependiente de ellas 
desarrollará sus funciones con independencia, estableciéndose reglamentariamente las 
disposiciones en materia de incompatibilidades.

Artículo 50.  Control e inspección.
Las entidades de certificación de conformidad municipal, así como sus actuaciones y sus 

actos jurídicos, estarán sometidos al control y a la inspección de la Administración local y de 
la consejería competente en materia de urbanismo.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 51.  Infracciones.
1. Constituyen infracciones en materia de actividades las acciones u omisiones 

tipificadas en la presente ley, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro 
orden que pudieran derivarse de ellas, así como las previstas en la normativa sectorial.

2. Las infracciones administrativas en materia de actividades se clasifican en leves, 
graves y muy graves.

Artículo 52.  Infracciones muy graves.
Se consideran infracciones muy graves las siguientes:
1. Abrir un establecimiento y llevar a cabo actividades, o realizar modificaciones, sin 

efectuar la comunicación previa, sin presentar la declaración responsable a que se refiere la 
presente ley o sin disponer de las licencias o autorizaciones oportunas, o incumplir sus 
condiciones, si supone un riesgo grave para las personas o bienes.

2. La reapertura de actividades afectadas por resolución firme en vía administrativa de 
clausura o suspensión, en tanto perdure la vigencia de tales medidas.

3. Incumplir las medidas y condiciones de seguridad e higiene establecidas en el 
ordenamiento jurídico, así como aquellas específicas contempladas en las correspondientes 
comunicaciones previas, en las declaraciones responsables a que se refiere la presente ley, 
en las licencias o en las autorizaciones, o derivadas de inspecciones, cuando ello suponga 
un riesgo grave para la seguridad de las personas o bienes.

4. El engaño o la falsedad en las comunicaciones previas, en las declaraciones 
responsables a que se refiere la presente ley o en la obtención de las correspondientes 
licencias o autorizaciones mediante la aportación de documentos o datos.

5. El mal estado de los establecimientos, instalaciones y servicios que suponga un riesgo 
grave para la seguridad de las personas.

6. La expedición de certificados, actas, informes o dictámenes cuyo contenido no se 
ajuste a la realidad de los hechos.

7. La realización de actuaciones y funciones propias de las entidades de certificación sin 
estar inscritas en el Registro de entidades de certificación de conformidad municipal de la 
Comunidad Autónoma de Galicia.

8. La realización de actuaciones y funciones para las que no estén habilitadas por la 
inscripción en el Registro de entidades de certificación de conformidad municipal.

9. La expedición de certificados, actas, informes o dictámenes cuyo contenido no se 
ajuste a la realidad de los hechos conocidos por la propia entidad de certificación, o que 
debería conocer aplicando la diligencia exigible en la constatación de aquellos, cuando tales 
hechos resulten condicionantes del sentido del pronunciamiento de la entidad de 
certificación.

10. La realización de actuaciones mediante personal técnico no habilitado o no 
cualificado conforme a los requisitos exigidos para la inscripción en el Registro y el desarrollo 
de las actividades de la entidad de certificación, siempre que aquellos requisitos fuesen 
exigibles para la actuación de que se trate.
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Artículo 53.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves las siguientes:
1. Abrir un establecimiento y llevar a cabo actividades, o realizar modificaciones, sin 

efectuar la comunicación previa, sin presentar la declaración responsable a que se refiere la 
presente ley o sin disponer de las licencias o autorizaciones oportunas, o incumplir sus 
condiciones, si no supone un riesgo grave para las personas o bienes.

2. La inexactitud u omisión de carácter esencial en los datos objeto de comunicación 
previa, de la declaración responsable regulada en la presente ley, en la licencia o en la 
autorización.

3. Incumplir las medidas y condiciones de seguridad e higiene establecidas en la 
normativa urbanística y de edificación, así como aquellas específicas contempladas en la 
comunicación previa, en la declaración responsable a que se refiere la presente ley o en las 
correspondientes licencias o autorizaciones, o derivadas de inspecciones, cuando ello no 
suponga un riesgo grave para la seguridad de las personas o bienes, y siempre que no sea 
constitutivo de infracción muy grave.

4. El mal estado de los establecimientos, instalaciones y servicios que no supusiera un 
grave riesgo para la seguridad del público y ejecutantes.

5. La comisión, en el plazo de un año, de más de dos infracciones calificadas como leves 
por resolución firme en vía administrativa.

6. No colaborar en el ejercicio de las funciones de inspección.
7. Las certificaciones, verificaciones, inspecciones y controles efectuados por las 

entidades de certificación de conformidad municipal de forma incompleta o con resultados 
inexactos por una insuficiente constatación de los hechos o la deficiente aplicación de 
normas técnicas o reglamentarias.

8. El incumplimiento de las obligaciones establecidas reglamentariamente a las 
entidades de certificación de conformidad municipal.

9. Incurrir las ECCOM en demora injustificada en la remisión al órgano u órganos de la 
Administración, y en el plazo establecido reglamentariamente, de los certificados, de las 
actas, de los informes o de los dictámenes que sean resultado de su actuación.

10. El incumplimiento de las prescripciones dictadas por la autoridad competente en 
cuestiones de seguridad, higiene y medio relacionadas con la presente ley y las normas que 
la desarrollen.

11. Ocultar datos o alterar los ya aportados a la entidad de certificación de conformidad 
municipal.

Artículo 54.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves las siguientes:
1. La no comunicación a la Administración competente de los cambios de titularidad de 

las actividades reguladas en la presente ley.
2. La inexactitud, falsedad u omisión en cualquier dato o documento que acompaña o 

consta en la comunicación previa o en la declaración responsable a que se refiere la 
presente ley cuando no tuviera carácter esencial.

3. Cualquier otra acción que constituya incumplimiento de las obligaciones establecidas 
en la presente ley o vulneración de las prohibiciones en ella contempladas, cuando no 
proceda su calificación como infracción muy grave o grave.

4. Se considera infracción leve el incumplimiento de las prescripciones dictadas por la 
autoridad competente a las entidades de certificación de conformidad municipal para el 
desarrollo de sus funciones, siempre que no constituyan infracciones graves o muy graves.

Artículo 55.  Responsables.
1. Se considera responsables de las infracciones reguladas en la presente ley a las 

personas físicas o jurídicas que incurran en las faltas tipificadas en esta ley. A estos efectos, 
los titulares de los establecimientos públicos e instalaciones, los organizadores de 
espectáculos públicos y actividades recreativas y, en su caso, los técnicos redactores del 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 67  Ley del emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia

– 1622 –



proyecto o de los certificados técnicos serán sancionados como responsables por los hechos 
que constituyan infracciones administrativas reguladas en esta ley.

2. En caso de existir una pluralidad de responsables a título individual, si no fuera posible 
determinar el grado de participación de cada uno en la realización de la infracción, 
responderán de forma solidaria.

3. Cuando una ECCOM participe en la tramitación administrativa, será la responsable de 
las infracciones reguladas en esta ley siempre que sean consecuencia de una deficiencia o 
carencia en su organización, o de una inadecuada vigilancia y control de su personal, o 
tengan origen en la propia organización sin resultar posible la identificación de la persona 
infractora, o, en todo caso, le sean imputables a título de culpa. Esta responsabilidad 
sustituirá a de los sujetos indicados en los apartados anteriores de este artículo.

Fuera de las circunstancias anteriores, si la infracción fue cometida mediando culpa o 
dolo exclusivos por parte de una persona que actúe por cuenta de la ECCOM, será 
considerada responsable de la infracción dicha persona.

Artículo 56.  Procedimiento.
1. Las infracciones previstas en esta ley serán objeto de las sanciones administrativas 

correspondientes, previa instrucción del oportuno procedimiento tramitado conforme a lo 
establecido en el capítulo III del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
régimen jurídico del sector público.

2. Iniciado el procedimiento sancionador, podrán adoptarse, de forma motivada, las 
medidas de carácter provisional que resulten necesarias para evitar que se produzcan o 
mantengan en el tiempo los perjuicios derivados de la presunta infracción.

3. En los procedimientos relativos a las ECCOM, la resolución expresa del procedimiento 
sancionador deberá ser notificada en el plazo máximo de un año desde su apertura, salvo 
que se dé alguna de las circunstancias establecidas por la legislación de régimen jurídico de 
las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común que comporte la 
interrupción del cómputo. Una vez vencido este plazo, se producirá la caducidad de las 
actuaciones, conforme a lo establecido por dicha legislación.

Artículo 57.  Competencia para sancionar.
1. Corresponde a los ayuntamientos la competencia para incoar, instruir y resolver los 

expedientes sancionadores por la comisión de las infracciones previstas en la presente ley, 
salvo las excepciones previstas en este artículo.

2. Corresponde a la consejería competente en materia de urbanismo la competencia 
para incoar, instruir y resolver los expedientes sancionadores por la comisión de las 
infracciones previstas en esta ley en el ámbito de las entidades de certificación de 
conformidad municipal y sus actuaciones, sin perjuicio de la posibilidad de delegación en los 
ayuntamientos.

3. Corresponde a la consejería competente en materia de espectáculos la competencia 
para incoar, instruir y resolver los expedientes sancionadores por la comisión de las 
infracciones previstas en la presente ley relacionadas con los espectáculos públicos y 
actividades recreativas para cuya autorización sea competente dicha consejería de acuerdo 
con lo previsto en la normativa de aplicación.

4. En los términos establecidos en los artículos 3 y 141 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de régimen jurídico del sector público, los órganos administrativos de cualquier 
administración pública deben facilitar al/a la instructor/a del expediente sancionador la 
documentación necesaria, así como la asistencia que requiera para el desarrollo de la 
actividad.

Artículo 58.  Sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de hasta 300,51 euros.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas alternativa o acumulativamente en los 

términos previstos salvo que resultaran incompatibles con:
a) Multa de 300,52 a 30.050,61 euros.
b) Suspensión o prohibición de la actividad por un periodo máximo de un año.
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c) Clausura del local o establecimiento por un periodo máximo de un año.
d) Con carácter accesorio, la suspensión o la prohibición del ejercicio de la actividad de 

la entidad de certificación de conformidad municipal durante un período máximo de un año.
3. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas alternativa o acumulativamente 

en los términos previstos salvo que resultaran incompatibles con:
a) Multa de 30.050,62 hasta 601.012,1 euros.
b) Clausura del local o establecimiento por un periodo máximo de tres años.
c) Suspensión o prohibición de la actividad hasta tres años.
d) Con carácter accesorio, la suspensión o la prohibición del ejercicio de la actividad de 

la entidad de certificación de conformidad municipal durante un período máximo de tres 
años.

4. La cuantía de las sanciones económicas previstas en los apartados anteriores podrá 
ser actualizada por la Xunta de Galicia en función de las variaciones del índice de precios al 
consumo.

Artículo 59.  Graduación.
1. Las sanciones deberán guardar proporcionalidad con la gravedad de los hechos 

constitutivos de la infracción y se graduarán atendiendo a los siguientes criterios:
a) La trascendencia social de la infracción.
b) La negligencia o intencionalidad de quien realice la infracción.
c) La naturaleza y cuantía de los perjuicios ocasionados.
d) La existencia de reiteración o reincidencia.
e) La situación de predominio de quien realiza la infracción en el mercado.
f) La conducta observada por quien realiza la infracción en orden al cumplimiento de las 

disposiciones legales.
2. A efectos de la presente ley, se entenderá como reiteración la comisión de más de una 

infracción de distinta naturaleza en el plazo de un año desde la comisión de la primera 
cuando así hubiese sido declarado por resolución que ponga fin a la vía administrativa.

Se entenderá por reincidencia la comisión de más de una infracción de la misma 
naturaleza en el plazo de un año desde la comisión de la primera cuando así hubiese sido 
declarado por resolución que ponga fin a la vía administrativa.

En caso de reincidencia por parte de las ECCOM en la comisión de una infracción leve o 
grave, se impondrá la sanción correspondiente al grado superior a la infracción cometida.

3. Para la aplicación de los criterios de graduación de las sanciones, respetando los 
límites establecidos en el artículo anterior, el órgano competente para sancionar deberá 
ponderar que la comisión de la infracción no resulte más beneficiosa para quien realice la 
infracción que el cumplimiento de las normas infringidas.

4. La imposición acumulativa de sanciones en los términos previstos en el artículo 
anterior se acordará, en todo caso, en aquellos supuestos que impliquen grave alteración de 
la seguridad o contravengan las disposiciones en materia de protección de menores.

Artículo 60.  Prescripción y caducidad.
1. Las infracciones tipificadas como leves en la presente ley prescribirán en el plazo de 

seis meses, las tipificadas como graves, en el de dos años, y las tipificadas como muy 
graves, en el plazo de tres años.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día de la comisión del hecho. 
En las infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será 
la de la finalización de la actividad o la del último acto en que la infracción se consumiera. 
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento de la persona interesada, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
o presunta responsable.

3. Prescribirán al año las sanciones impuestas por infracciones leves a la presente ley; a 
los dos años, las impuestas por infracciones graves, y a los tres años, las impuestas por 
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infracciones muy graves. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento de la 
persona interesada, del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel 
estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable a quien realizó la 
infracción.

4. El procedimiento sancionador debe ser resuelto, y notificada su resolución, en el plazo 
máximo de un año desde su apertura, salvo que se diera alguna de las circunstancias 
establecidas por la legislación de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común que conllevara la interrupción del cómputo. Una vez 
vencido este plazo, se produce la caducidad de las actuaciones, de acuerdo con lo 
establecido por dicha legislación.

Disposición adicional primera.  Régimen de los proyectos industriales estratégicos.
Los proyectos industriales estratégicos previstos y regulados en la Ley 13/2011, de 16 de 

diciembre, reguladora de la política industrial de Galicia, se someten a lo dispuesto en la 
misma, no siéndoles de aplicación lo previsto en la presente ley.

Disposición adicional segunda.  La agencia Instituto Gallego de Promoción Económica.
La agencia Instituto Gallego de Promoción Económica (Igape), en el marco de su función 

de promoción de creación de empresas prevista en el artículo 4.b) de la Ley 5/1992, de 10 
de junio, será el instrumento esencial de la consejería competente en economía para 
desarrollar y aplicar las medidas especificadas en el título II de la presente ley, y tendrá la 
consideración de entidad instrumental del sector público autonómico con competencias en 
materia de emprendimiento.

Disposición adicional tercera.  Reforzamiento de la inspección administrativa.
En el plazo de un año desde la aprobación de la presente ley todas las administraciones 

en que el medio de control de inicio de actividades se realice por comunicaciones previas o 
declaraciones responsables deberán regular las medidas y procedimientos de control 
operativo, habilitar los cuerpos de inspección pertinentes, diseñar planes de inspección 
periódica y establecer las tasas que, en su caso, procedan por estos controles.

Disposición adicional cuarta.  Fiestas y verbenas populares organizadas por agrupaciones 
o asociaciones de vecinos/as o por comisiones de fiestas.

1. Las fiestas y verbenas populares organizadas por agrupaciones o asociaciones de 
vecinos/as o por comisiones de fiestas requerirán la presentación de una declaración 
responsable dirigida al ayuntamiento y formulada por los vecinos o vecinas representantes 
de la agrupación, asociación o comisión en la que se relate el programa de las actividades a 
realizarse y sus características. La declaración habrá de acompañarse del compromiso de 
contratación del seguro previsto en la normativa en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas de Galicia o documentación acreditativa de la disponibilidad del 
mismo.

2. Si las actividades contemplan el montaje de instalaciones sujetas a declaración 
responsable o a licencia a que se refieren los artículos 40 y 42 quinquies, esta será 
presentada o solicitada por la persona titular de la instalación.

Disposición adicional quinta.  Asunción de las funciones de la Unidad Galicia Emprende.
Las funciones de la suprimida Unidad Galicia Emprende pasan a ser desarrolladas por la 

Oficina Económica prevista en el capítulo I del título II de la Ley 9/2021, de 25 de febrero, de 
simplificación administrativa y de apoyo a la reactivación económica de Galicia.

Disposición adicional sexta.  Consejo Gallego de la Minería.
El Consejo Gallego de la Minería, regulado en la Ley 3/2008, de 23 de mayo, de 

ordenación de la minería de Galicia, continuará en el ejercicio de sus funciones.
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Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de las licencias y autorizaciones.
1. Todas las solicitudes de licencias y de autorizaciones presentadas antes de la entrada 

en vigor de la presente ley se rigen por la normativa de aplicación en el momento en que se 
solicitaron, sin perjuicio del cumplimiento en todo momento de las condiciones técnicas que 
puedan afectar a la seguridad de las personas y de los bienes o a la convivencia entre la 
ciudadanía.

2. Los interesados e interesadas podrán optar entre la continuación del procedimiento o 
el desistimiento del mismo, acogiéndose a lo previsto en la presente ley.

Disposición transitoria segunda.  Régimen de los consejos gallegos de industria, de la 
minería y del comercio.

1. El Consejo Gallego de Economía y Competitividad asumirá, en el momento de su 
constitución, las funciones y las competencias que, respectivamente, se atribuyen en la 
correspondiente normativa a los siguientes consejos, que quedarán suprimidos:

a) Consejo Gallego de Industria, regulado en la Ley 3/2011, de 16 de diciembre, de la 
política industrial de Galicia.

b) Consejo Gallego de Comercio, regulado en la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, de 
comercio interior de Galicia.

2. En tanto no se constituya el Consejo Gallego de Economía y Competitividad, los 
consejos relacionados en el apartado 1 anterior continuarán con sus funciones y seguirán 
rigiéndose por su normativa.

Disposición transitoria tercera.  Órgano competente en procedimientos en curso relativos 
a las ECCOM.

La consejería con competencias en materia de seguridad industrial será el órgano 
competente para la tramitación y resolución de los procedimientos ya iniciados antes de la 
entrada en vigor de las modificaciones de los artículos 48.1 y 57.2 operadas por la Ley 
5/2024, de 27 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas.

Disposición derogatoria primera.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones legales de igual o inferior rango se opongan a 

lo dispuesto en la presente ley.

Disposición derogatoria segunda.  
1. Queda derogado el capítulo IV del título II, «De la evaluación de incidencia ambiental», 

artículos 13 a 19, ambos inclusive, de la Ley 1/1995, de 2 de enero, de protección ambiental 
de Galicia.

2. Quedan derogados los decretos siguientes:
a) Decreto 442/1990, de 13 de septiembre, de evaluación del impacto ambiental para 

Galicia.
b) Decreto 133/2008, de 12 de junio, por el que se regula la evaluación de incidencia 

ambiental.

Disposición final primera.  Modificación del Texto refundido de las disposiciones legales de 
la Comunidad Autónoma de Galicia en materia de tributos cedidos por el Estado, aprobado 
por Decreto legislativo 1/2011, de 28 de julio.

Con efectos de 1 de enero de 2013, se modifican los artículos 5.Diez, 5.Once, 7.Ocho, 
8.Ocho, 13 ter y 17.Ocho del Texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad 
Autónoma de Galicia en materia de tributos cedidos por el Estado, aprobado por Decreto 
legislativo 1/2011, de 28 de julio.

Uno. El artículo 5.Diez tendrá la redacción siguiente:
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«Diez. Deducción por inversión en la adquisición de acciones o participaciones 
sociales en entidades nuevas o de reciente creación y su financiación.

Los/las contribuyentes podrán deducir en la cuota íntegra autonómica, y con un 
límite conjunto de 20.000 euros, las cantidades siguientes:

a) El 20 % de las cantidades invertidas durante el ejercicio en la adquisición de 
capital social como consecuencia de acuerdos de constitución de sociedades o de 
ampliación de capital en sociedades anónimas, limitadas, sociedades laborales y 
cooperativas.

b) Con respecto a las mismas entidades, podrá deducirse el 20 % de las 
cantidades prestadas durante el ejercicio, así como de las cantidades garantizadas 
personalmente por el/la contribuyente, siempre que el préstamo se otorgue o la 
garantía se constituya en el ejercicio en que se proceda a la constitución de la 
sociedad o a la ampliación de capital de la misma.

Para tener derecho a estas deducciones deberán cumplirse los siguientes 
requisitos:

a) La participación del/la contribuyente, computada junto con las del cónyuge o 
de las personas unidas por razón de parentesco, en línea directa o colateral, por 
consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado incluido, no puede ser superior 
al 40 % ni inferior al 1 % del capital social de la sociedad objeto de la inversión, o de 
sus derechos de voto, en ningún momento y durante los tres años siguientes a la 
constitución o ampliación. En caso de préstamo o garantía, no será necesaria una 
participación del/la contribuyente en el capital, pero si esta existiera no puede ser 
superior al 40 %, con los mismos límites temporales anteriores. El importe prestado o 
garantizado por el/la contribuyente tiene que ser superior al 1 % del patrimonio neto 
de la sociedad.

b) La entidad en la que hay que materializar la inversión, préstamo o garantía ha 
de cumplir los siguientes requisitos:

1.º Debe tener el domicilio social y fiscal en Galicia y mantenerlo durante los tres 
años siguientes a la constitución o ampliación.

2.º Debe desempeñar una actividad económica durante los tres años siguientes a 
la constitución o ampliación. A ese efecto, no debe tener por actividad principal la 
gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 4.8.º Dos.a) de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del impuesto sobre el 
patrimonio.

3.º Debe contar, como mínimo, con una persona ocupada con contrato laboral y a 
jornada completa, dada de alta en el régimen general de la Seguridad Social y con 
residencia habitual en Galicia. El contrato tendrá una duración mínima de un año y 
habrá de formalizarse dentro de los dos años siguientes a la constitución o 
ampliación, salvo en el caso de sociedades laborales o sociedades cooperativas.

4.º En caso de que la inversión hubiese sido realizada mediante una ampliación 
de capital, o el préstamo o garantía se hubiese realizado en el ejercicio de una 
ampliación, la sociedad mercantil debió haber sido constituida en los tres años 
anteriores a la fecha de esta ampliación, y además, durante los veinticuatro meses 
siguientes a la fecha del inicio del periodo impositivo del impuesto sobre sociedades 
en que se hubiese realizado la ampliación, el promedio de su plantilla con residencia 
habitual en Galicia se incrementará, al menos, en una persona respecto al promedio 
del personal con residencia habitual en Galicia en los doce meses anteriores, y dicho 
incremento se mantendrá durante un periodo adicional de otros doce meses, salvo 
en el caso de sociedades laborales o sociedades cooperativas.

Para el cálculo de la plantilla media total de la empresa y de su incremento se 
tomarán las personas empleadas, en los términos que disponga la legislación laboral, 
teniendo en cuenta la jornada contratada en relación con la jornada completa.

c) El/la contribuyente puede formar parte del consejo de administración de la 
sociedad en la que materializó la inversión, pero en ningún caso puede llevar a cabo 
funciones ejecutivas ni de dirección durante un plazo de diez años, ni puede 
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mantener una relación laboral con la entidad objeto de la inversión durante ese 
mismo plazo, salvo en el caso de sociedades laborales o sociedades cooperativas.

d) Las operaciones en que sea de aplicación la deducción deben formalizarse en 
escritura pública, en la cual ha de especificarse la identidad de los/as contribuyentes 
que pretendan aplicar esta deducción y el importe de la operación respectiva.

e) Las participaciones adquiridas deben mantenerse en el patrimonio del/la 
contribuyente durante un periodo mínimo de tres años siguientes a la constitución o 
ampliación. En el caso de préstamos, estos deben referirse a las operaciones de 
financiación con un plazo superior a cinco años, no pudiendo amortizar una cantidad 
superior al 20 % anual del importe del principal prestado. En el caso de garantías, 
estas se extenderán a todo el tiempo de vigencia de la operación garantizada, no 
pudiendo ser inferior a cinco años.

La deducción contenida en este apartado resultará incompatible, para las mismas 
inversiones, con las deducciones contempladas en los apartados 9 y 11 del presente 
artículo.»

Dos. El artículo 5.Once tendrá la redacción siguiente:
«Once. Deducción por inversión en acciones de entidades que cotizan en el 

segmento de empresas en expansión del mercado alternativo bolsista.
1. Los contribuyentes podrán deducir en la cuota íntegra autonómica, y con un 

límite de 4.000 euros, el 15 % de las cantidades invertidas durante el ejercicio en la 
adquisición de acciones como consecuencia de acuerdos de ampliación de capital 
suscritos por medio del segmento de empresas en expansión del mercado alternativo 
bolsista, aprobado por acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de diciembre de 2005.

La deducción total calculada conforme al párrafo anterior se prorrateará por 
partes iguales en el ejercicio en que se realice la inversión y en los tres ejercicios 
siguientes.

2. Para poder aplicar la deducción a que se refiere el apartado 1 han de 
cumplirse los requisitos siguientes:

a) La participación conseguida por el contribuyente en la sociedad objeto de la 
inversión no puede ser superior al 10 % de su capital social.

b) Las acciones adquiridas deben mantenerse en el patrimonio del contribuyente 
durante un periodo de tres años, como mínimo.

c) La sociedad objeto de la inversión debe tener el domicilio social y fiscal en 
Galicia, y no debe tener como actividad principal la gestión de un patrimonio 
mobiliario o inmobiliario, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 4.8.º Dous.a) de 
la Ley 19/1991, de 6 de junio, del impuesto sobre el patrimonio.

Los requisitos indicados en las letras a) y c) anteriores deberán cumplirse 
durante todo el plazo de mantenimiento indicado en la letra b), contado desde la 
fecha de adquisición de la participación.

d) Las operaciones en que sea de aplicación la deducción deben formalizarse en 
escritura pública, en la cual ha de especificarse la identidad de los inversores y el 
importe de la inversión respectiva.

3. El incumplimiento de los requisitos anteriores comporta la pérdida del beneficio 
fiscal.

4. La deducción contenida en este apartado resultará incompatible, para las 
mismas inversiones, con las deducciones previstas en los apartados 9 y 10 
anteriores.»

Tres. El artículo 7.Ocho tendrá la redacción siguiente:
«Ocho. Reducción por la adquisición de bienes destinados a la creación o 

constitución de una empresa o negocio profesional.
1. En las adquisiciones mortis causa por hijos e hijas y por descendientes de 

cualquier tipo de bien, destinado a la constitución o adquisición de una empresa o 
negocio profesional, se establece una reducción del 95 % de la base imponible del 
impuesto sobre sucesiones y donaciones, con un límite de 118.750 euros. En caso 
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de que el/la causahabiente acredite un grado de discapacidad igual o superior 
al 33 %, el límite será de 237.500 euros.

Este límite es único y se aplica en el caso de una o varias adquisiciones mortis 
causa, siempre que sean a favor de la misma persona, provengan de uno o de 
distintos ascendientes.

Por constitución de una empresa o negocio profesional se entenderá el inicio del 
ejercicio de una actividad económica por una persona física o por medio de una de 
las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, general tributaria, o 
la constitución de cualquier forma de sociedad que tenga por objeto la realización de 
una actividad económica, siempre que el número de socios y socias o partícipes no 
sea superior a cinco, salvo en el caso de sociedades laborales o sociedades 
cooperativas.

A efectos de la aplicación de la reducción, se entenderá producida la constitución 
cuando se cause alta por primera vez en el censo de empresarios/as, profesionales y 
retenedores/as como consecuencia de lo establecido en el artículo 3.2.a) del Real 
decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento general de 
las actuaciones y de los procedimientos de gestión e inspección tributaria. En el caso 
de personas jurídicas societarias o entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la 
Ley 58/2003, general tributaria, los socios o partícipes deben ser personas físicas 
que no estén o estén con anterioridad de alta en el citado censo.

Por adquisición de una empresa o negocio profesional se entenderá la 
adquisición del pleno dominio de un conjunto patrimonial de bienes y derechos 
afectos al ejercicio de una actividad económica o la adquisición del pleno dominio de 
acciones o participaciones que permitan el control de una sociedad, sin que pueda 
considerarse como tal la adquisición de elementos aislados.

Para determinar si existe actividad económica y si un elemento patrimonial está 
afecto a una actividad económica, habrá que estar a lo dispuesto en el impuesto 
sobre la renta de las personas físicas, sin que la reducción sea de aplicación en 
ningún caso a la actividad de arrendamiento de inmuebles ni cuando la actividad 
principal sea la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 4.8.º Dos.a) de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del impuesto 
sobre el patrimonio.

2. Para la aplicación de la reducción han de cumplirse los siguientes requisitos:
a) La suma de la base imponible total menos el mínimo personal y familiar a 

efectos del impuesto sobre la renta de las personas físicas del/la causahabiente, 
correspondiente al último periodo impositivo, cuyo plazo reglamentario de 
declaración estuviese concluido en la fecha del devengo de la primera transmisión 
hereditaria, no podrá ser superior a 30.000 euros. En la misma fecha, y conforme a 
las reglas de valoración establecidas en el impuesto sobre el patrimonio, el 
patrimonio neto del/la causahabiente no podrá superar el importe de 250.000 euros, 
excluida su vivienda habitual.

b) La aceptación de la transmisión hereditaria ha de formalizarse en escritura 
pública, en la que se exprese la voluntad de que, si es dinero, se destine a la 
constitución o adquisición de una empresa o negocio profesional, y si es un bien de 
otra naturaleza, se afecte a esa actividad. No podrá aplicarse la reducción si esta 
declaración no consta en el documento público, ni tampoco en el caso de que se 
hagan rectificaciones del documento a fin de subsanar su omisión, salvo que se 
hagan dentro del periodo voluntario de autoliquidación del impuesto.

c) La constitución o adquisición de la empresa o del negocio profesional debe 
producirse en el plazo de seis meses, a contar desde la fecha de formalización de la 
aceptación de la transmisión hereditaria. En caso de haber varias, el plazo se 
computará desde la fecha de la primera. La reducción no se aplicará a las 
transmisiones hereditarias de dinero posteriores a la constitución o adquisición de la 
empresa o del negocio profesional, salvo en los supuestos de pago aplazado o 
financiación ajena para la constitución o adquisición de la empresa o del negocio 
profesional que tuviese lugar en los cuarenta y dos meses anteriores a la transmisión 
hereditaria, siempre que se hubiese acreditado que en el plazo de seis meses el 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 67  Ley del emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia

– 1629 –



importe del dinero se destinó al pago del precio pendiente o a la cancelación total o 
parcial del crédito. En caso de que se tratara de bienes distintos de dinero, la 
afectación de dicho bien a la actividad debe producirse en el plazo de seis meses, a 
contar desde la constitución o adquisición de la empresa o del negocio profesional, y 
deberá mantenerse por un plazo de cuatro años desde la afectación. No se 
entenderá que se incumple este requisito si el bien se cambia por otro de igual o 
superior valor.

d) El centro principal de gestión de la empresa o del negocio profesional, o el 
domicilio fiscal de la entidad, debe encontrarse ubicado en Galicia y mantenerse 
durante los cuatro años siguientes a la fecha del devengo del impuesto.

e) En este periodo de cuatro años se deberán formalizar y mantener un contrato 
laboral y a jornada completa, con una duración mínima de un año y con alta en el 
régimen general de la Seguridad Social, con personas con residencia habitual en 
Galicia distintas del/la contribuyente que aplique la reducción y de los socios y socias 
o partícipes de la empresa o del negocio profesional, salvo en el caso de sociedades 
laborales y sociedades cooperativas.

f) Durante el mismo plazo deberán mantenerse la actividad económica y el nivel 
de inversión que se tome como base de la reducción.»

Cuatro. El artículo 8.Ocho tendrá la redacción siguiente:
«Ocho. Reducción por la adquisición de bienes destinados a la creación de una 

empresa o negocio profesional.
1. En las donaciones a hijos e hijas y descendientes de cualquier tipo de bien, 

destinado a la constitución o adquisición de una empresa o negocio profesional, se 
establece una reducción del 95 % de la base imponible del impuesto sobre 
sucesiones y donaciones, con un límite de 118.750 euros. En caso de que la persona 
que recibe la donación acredite un grado de discapacidad igual o superior al 33 %, el 
límite será de 237.500 euros.

Este límite es único y se aplica tanto en el caso de una sola donación como en el 
caso de donaciones sucesivas, siempre que se otorguen a favor de la misma 
persona, provengan de uno o de distintos ascendientes.

Por constitución de una empresa o negocio profesional se entenderá el inicio del 
ejercicio de una actividad económica por una persona física o por medio de una de 
las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, general tributaria, o 
la constitución de cualquier forma de sociedad que tenga por objeto la realización de 
una actividad económica, siempre que el número de socios y socias o partícipes no 
sea superior a cinco, salvo en el caso de sociedades laborales y sociedades 
cooperativas.

A efectos de la aplicación de la reducción, se entenderá producida la constitución 
cuando se cause alta por primera vez en el censo de empresarios/as, profesionales y 
retenedores/as como consecuencia de lo establecido en el artículo 3.2.a) del Real 
decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento general de 
las actuaciones y de los procedimientos de gestión e inspección tributaria. En el caso 
de personas jurídicas societarias o entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la 
Ley 58/2003, general tributaria, los socios y socias o partícipes deben ser personas 
físicas que no estén o estén con anterioridad de alta en el citado censo.

Por adquisición de una empresa o negocio profesional se entenderá la 
adquisición del pleno dominio de un conjunto patrimonial de bienes y derechos 
afectos al ejercicio de una actividad económica o la adquisición del pleno dominio de 
acciones o participaciones que permitan el control de una sociedad, sin que pueda 
considerarse como tal la adquisición de elementos aislados.

Para determinar si existe actividad económica y si un elemento patrimonial está 
afecto a una actividad económica, habrá que estar a lo dispuesto en el impuesto 
sobre la renta de las personas físicas, sin que la reducción sea de aplicación en 
ningún caso a la actividad de arrendamiento de inmuebles ni cuando la actividad 
principal sea la gestión de un patrimonio mobiliario o inmobiliario, de acuerdo con lo 
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dispuesto en el artículo 4.8.º Dos.a) de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del impuesto 
sobre el patrimonio.

2. Para la aplicación de la reducción han de cumplirse los siguientes requisitos:
a) La suma de la base imponible total menos el mínimo personal y familiar a 

efectos del impuesto sobre la renta de las personas físicas de la persona que recibe 
la donación, correspondiente al último periodo impositivo, cuyo plazo reglamentario 
de declaración estuviese concluido en la fecha del devengo de la primera donación, 
no podrá ser superior a 30.000 euros. En la misma fecha, y conforme a las reglas de 
valoración establecidas en el impuesto sobre el patrimonio, el patrimonio neto de 
este no podrá superar el importe de 250.000 euros, excluida su vivienda habitual.

b) La aceptación de la transmisión ha de formalizarse en escritura pública, en la 
que se exprese la voluntad de que, si es dinero, se destine a la constitución o 
adquisición de una empresa o negocio profesional, y si es un bien de otra naturaleza, 
se afecte a esa actividad. No podrá aplicarse la reducción si esta declaración no 
consta en el documento público, ni tampoco en el caso de que se hagan 
rectificaciones del documento a fin de subsanar su omisión, salvo que se hagan 
dentro del periodo voluntario de autoliquidación del impuesto.

c) La constitución o adquisición de la empresa o del negocio profesional debe 
producirse en el plazo de seis meses, a contar desde la fecha de formalización de la 
donación. En caso de haber varias donaciones, el plazo se computará desde la fecha 
de la primera donación. La reducción no se aplicará a las donaciones de dinero 
posteriores a la constitución o adquisición de la empresa o del negocio profesional, 
salvo en los supuestos de pago aplazado o financiación ajena para la constitución o 
adquisición de la empresa o del negocio profesional que tuviese lugar en los 
cuarenta y dos meses anteriores a la donación, siempre que se hubiese acreditado 
que en el plazo de seis meses el importe del dinero se destinó al pago del precio 
pendiente o a la cancelación total o parcial del crédito. En caso de que se tratara de 
bienes distintos de dinero, la afectación de dicho bien a la actividad debe producirse 
en el plazo de seis meses, a contar desde la constitución o adquisición de la 
empresa o del negocio profesional, y deberá mantenerse por un plazo de cuatro años 
desde la afectación. No se entenderá que se incumple este requisito si el bien se 
cambia por otro de igual o superior valor.

d) El centro principal de gestión de la empresa o del negocio profesional, o el 
domicilio fiscal de la entidad, debe encontrarse ubicado en Galicia y mantenerse 
durante los cuatro años siguientes a la fecha del devengo del impuesto.

e) En este periodo de cuatro años se deberán formalizar y mantener un contrato 
laboral y a jornada completa, con una duración mínima de un año y con alta en el 
régimen general de la Seguridad Social, con personas con residencia habitual en 
Galicia distintas del/la contribuyente que aplique la reducción y de los socios y socias 
o partícipes de la empresa o del negocio profesional, salvo en el caso de sociedades 
laborales o sociedades cooperativas.

f) Durante el mismo plazo deberán mantenerse la actividad económica y el nivel 
de inversión que se tome como base de la reducción.»

Cinco. El artículo 13 ter tendrá la redacción siguiente:

«Artículo 13 ter.  Bonificación en la cuota del imposto sobre el patrimonio.
Si entre los bienes o derechos de contenido económico computados para la 

determinación de la base imponible figura alguno al que se le aplicaron las 
deducciones en la cuota íntegra autonómica del impuesto sobre la renta de las 
personas relativas a la creación de nuevas empresas o ampliación de la actividad de 
empresas de reciente creación, o inversión en la adquisición de acciones o 
participaciones sociales en entidades nuevas o de reciente creación, se bonificará en 
el 75 %, con un límite de 4.000 euros por sujeto pasivo, la parte de la cuota que 
proporcionalmente corresponda a los mencionados bienes o derechos. El 
incumplimiento de los requisitos previstos en las deducciones del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas determinará la pérdida de esta bonificación.»
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Seis. El artículo 17.Ocho tendrá la redacción siguiente:
«Ocho. Deducción en la constitución y modificación de préstamos o créditos 

hipotecarios y operaciones de arrendamiento financiero, concedidos para la 
financiación de las adquisiciones de local de negocios para la constitución de una 
empresa o negocio profesional.

Se establece una deducción del 100 %, con un límite de 1.500 euros, en la cuota 
gradual de la modalidad de actos jurídicos documentados en el impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, para el supuesto de 
primeras copias de escrituras notariales que documenten la constitución o 
modificación de préstamos o créditos hipotecarios destinados a financiar la 
adquisición de locales de negocio, beneficiada por la deducción señalada en el 
apartado Siete anterior.

Esta misma deducción, y con el mismo límite, se aplicará a la constitución o 
modificación de contratos de arrendamiento financiero a que se refiere el apartado 1 
de la disposición adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina 
e intervención de las entidades de crédito, destinados a financiar locales de negocio, 
siempre que se cumplan los requisitos señalados en el apartado Siete anterior 
referidos a la constitución de la empresa o negocio y su mantenimiento, ubicación, 
plazos y afectación del bien. A estos efectos, para el plazo a que se refiere el 
apartado 2.b), se tomará como referencia la fecha del contrato de arrendamiento 
financiero.»

Siete. El artículo 27.Tres tendrá la redacción siguiente:
«Tres. Precios medios de mercado.
1. En las comprobaciones de valor de inmuebles por el medio establecido en el 

artículo 57.1.º c) de la Ley 58/2003, general tributaria, la Administración tributaria 
aprobará y publicará la metodología empleada en el cálculo, que incluirá las tablas 
de los propios precios medios resultantes o bien las tablas de los componentes o 
valores básicos (suelo, construcción y gastos/beneficios), así como de los 
coeficientes singularizadores. Estos últimos tienen como finalidad adaptar los precios 
medios a la realidad física del bien a valorar y recogen la variabilidad del valor en 
función de las características particulares del bien. Esta normativa técnica se 
aprobará mediante orden de la consejería competente en materia de hacienda.

Las tablas se actualizarán periódicamente conforme a las variaciones del 
mercado inmobiliario, pudiendo adoptarse, para este caso, los índices de variación 
de precios inmobiliarios publicados por las distintas administraciones públicas o por 
instituciones especializadas en estadística inmobiliaria.

El proceso de singularización puede hacerse de oficio por la Administración 
cuando tenga constancia de la existencia de la singularidad o a requerimiento del 
administrado mediante la indicación de la presencia de esta. En cualquier caso, el 
órgano liquidador podrá aplicar el correspondiente coeficiente que recoja el hecho 
singular puesto de manifiesto sin necesidad de un peritaje, siempre que el valor del 
coeficiente esté parametrizado según esta normativa.

Será suficiente la motivación de la comprobación de valor que incluya una 
correcta identificación del bien, una aplicación del precio medio que corresponda y 
una adaptación del mismo al caso concreto a través de los coeficientes 
singularizadores que determine la normativa técnica señalada en el apartado 
primero.

2. Las comprobaciones de valor de los inmuebles a través de precios medios de 
mercado podrán realizarse de forma automatizada a través de técnicas y medios 
electrónicos, informáticos y telemáticos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
96 de la Ley 58/2003, general tributaria.»
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Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 1/1995, de 2 de enero, de protección 
ambiental de Galicia.

Se modifican los artículos 2, 5, 31, 33, 40 y 45 de la Ley 1/1995, de 2 de enero, de 
protección ambiental de Galicia.

Uno. El apartado a) del artículo 2 tendrá la redacción siguiente:
«a) Clasificación de las actividades de acuerdo con su incidencia ambiental, a fin 

de evitar y corregir los efectos negativos que estas pueden tener en el medio 
ambiente, a través de los procedimientos de evaluación ambiental previa, en su caso, 
y de la vigilancia y control de las mismas.»

Dos. El apartado 1 del artículo 5 tendrá la redacción siguiente:
«1. A efectos de lo dispuesto en los artículos 2.a) y 4, todos los proyectos, obras 

y actividades que sean susceptibles de afectar al medio ambiente deberán obtener 
una declaración ambiental, si así lo exige la clasificación del grado de protección 
aplicable a ellos.»

Tres. El apartado 4 del artículo 5 tendrá la redacción siguiente:
«4. La declaración ambiental será un requisito previo, preceptivo y vinculante 

para la autoridad municipal, en cuanto a las medidas correctoras.»
Cuatro. El apartado 6 del artículo 5 tendrá la redacción siguiente:

«6. Cuando la declaración ambiental imponga la adopción de medidas 
correctoras, el órgano administrativo al que corresponda su emisión podrá exigir la 
prestación de una fianza que cubra la reparación de los posibles daños y el posible 
coste de la restauración.»

Cinco. El artículo 31.a) tendrá la redacción siguiente:
«a) Previas al otorgamiento de una autorización.»

Seis. El apartado a) del artículo 33 tendrá la redacción siguiente:
«a) La iniciación o realización de proyectos, obras o actividades sin obtener la 

previa autorización o sin presentar la comunicación previa cuando se trate de 
actividades sometidas a este trámite.»

Siete. El apartado d) del artículo 33 tendrá la redacción siguiente:
«d) La ocultación de datos o su falseamiento, total o parcial, en el procedimiento 

de obtención de la autorización, o en el de presentación de la comunicación previa.»
Ocho. El apartado e) del artículo 33 tendrá la redacción siguiente:

«e) La transgresión o el incumplimiento de las condiciones impuestas en la 
autorización o declaración ambiental, o el incumplimiento de las órdenes de clausura 
o de aplicación de medidas correctoras o restauradoras del medio ambiente.»

Nueve. El artículo 40 tendrá la redacción siguiente:

«Artículo 40.  Suspensión de actividades.
1. Toda actividad que hubiese comenzado a realizarse sin autorización o sin 

presentar comunicación previa, o incumpliendo manifiestamente las condiciones 
establecidas, cuando tales trámites estuviesen impuestos por la legislación vigente, 
será suspendida en su ejecución a requerimiento del órgano de la Administración 
ambiental competente, sin perjuicio de que se exijan las responsabilidades a que 
hubiere lugar.

2. Asimismo, sin perjuicio de la imposición de las sanciones y la determinación de 
responsabilidades que procedan, el órgano sustantivo acordará la suspensión en los 
siguientes supuestos:
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a) Cuando se hubiese acreditado la ocultación de datos o su falseamiento o la 
manipulación maliciosa en el procedimiento de evaluación, siempre que hubiese 
influido de forma determinante en el resultado de dicha evaluación.

b) Cuando se hubiesen incumplido o se hubiesen transgredido de modo 
significativo las condiciones ambientales impuestas para la ejecución del proyecto o 
las medidas preventivas, correctoras y de restauración recogidas en la memoria 
presentada con la solicitud en los casos de silencio positivo.

3. El requerimiento del órgano de la Administración ambiental competente a que 
se refiere el apartado 1 puede ser acordado de oficio o a instancia de parte, una vez 
justificado el supuesto a que hace referencia dicho apartado.

4. En el caso de suspensión de actividades, se tendrá en cuenta lo previsto en la 
legislación laboral.»

Diez. El artículo 45.1.b) tendrá la redacción siguiente:
«b) Al órgano municipal competente, por la falta de comunicación previa o del 

inicio de la actividad.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de 
ordenación urbanística y protección del medio rural de Galicia.

Se modifican los artículos 3, 24, 194, 196, 198, 209, 210, 211, 217 y 219 de la 
Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de ordenación urbanística y protección del medio rural de 
Galicia.

Uno. El apartado 4.b) del artículo 3 queda con la redacción siguiente:
«b) El sometimiento a control municipal de la construcción y uso de las fincas, 

bien mediante licencia municipal, bien mediante el régimen de intervención municipal 
de comunicación previa.»

Dos. La letra c) del apartado 3 del artículo 24 queda con la redacción siguiente:
«c) Presentar la comunicación previa o solicitar la licencia de edificación y 

edificar cuando el plan general o especial así lo establezca.»
Tres. Se modifica la rúbrica del artículo 194, la cual queda redactada como sigue:

«Artículo 194.  Licencias urbanísticas y comunicaciones previas».
Cuatro. El apartado 2 del artículo 194 queda con la redacción siguiente:

«2. Estarán sujetos a previa licencia municipal, sin perjuicio de las autorizaciones 
que sean procedentes de acuerdo con la legislación aplicable, los siguientes actos de 
uso del suelo y del subsuelo:

a) Los actos de edificación y uso del suelo y del subsuelo que, conforme a la 
normativa general de ordenación de la edificación, precisen de proyecto de obras de 
edificación.

b) Las intervenciones en edificios declarados bienes de interés cultural o 
catalogados por sus singulares características o valores culturales, históricos, 
artísticos, arquitectónicos o paisajísticos.

c) Las demoliciones.
d) Los muros de contención de tierras.
e) Los grandes movimientos de tierras y las explanaciones.
f) Las parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en 

cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación 
urbanística.

g) La primera ocupación de los edificios.
h) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean 

provisionales o permanentes.
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i) La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incorporados 
a procesos de transformación urbanística y, en todo caso, cuando dicha tala se 
derive de la legislación de protección del dominio público.»

Cinco. Se añaden los apartados 4, 5, 6, 7 y 8 al artículo 194 con la redacción siguiente:
«4. Quedan sujetos al régimen de intervención municipal de comunicación previa 

previsto en el presente artículo los actos de uso del suelo y del subsuelo no sujetos a 
licencia y, en todo caso, los que así se establecieran en las leyes.

5. Cuando se trate de actos sujetos al régimen de intervención municipal de 
comunicación previa, el promotor de los actos de uso del suelo y del subsuelo 
previstos en el número anterior comunicará al ayuntamiento la intención de llevar a 
cabo el acto con una antelación mínima de quince días hábiles a la fecha en la que 
pretenda llevar a cabo o comenzar su ejecución. La comunicación deberá ir 
acompañada de:

a) Descripción suficiente de las características del acto de que se trate.
b) Justificante de pago de los tributos municipales.
c) En su caso, proyecto técnico exigible legalmente y declaración del/la técnico/a 

o los/as técnicos/as facultativos/as que autoricen el proyecto de que este cumple en 
todos sus extremos con la ordenación urbanística de aplicación.

d) Copia de las restantes autorizaciones y, en su caso, concesiones 
administrativas cuando fueran legalmente exigibles al solicitante, o acreditación de 
haberse solicitado su otorgamiento.

e) Documento de evaluación ambiental, en caso de requerirla el uso al que vayan 
destinadas las obras.

f) Copia de la autorización o dictamen ambiental, así como de las restantes 
autorizaciones, concesiones o informes sectoriales cuando fueran legalmente 
exigibles.

Con carácter general, transcurrido el plazo de quince días hábiles señalado, la 
presentación de la comunicación previa cumpliendo con todos los requisitos exigidos 
constituye título habilitante para el inicio de los actos de uso del suelo y del subsuelo 
sujetos a ella, sin perjuicio de las posteriores facultades de comprobación, control e 
inspección por parte del ayuntamiento respectivo.

Dentro de los quince días hábiles siguientes a la comunicación, el ayuntamiento, 
sin perjuicio de la comprobación del cumplimiento de los requisitos, podrá declarar 
completa la documentación presentada o requerir la subsanación de las deficiencias 
que presente la documentación, adoptando en este caso motivadamente las medidas 
provisionales que entienda oportunas para evitar toda alteración de la realidad en 
contra de la ordenación urbanística aplicable, comunicándolas a la persona 
interesada por cualquier medio que permita acreditar su recepción.

El ayuntamiento deberá dictar la orden de ejecución que proceda para garantizar 
la plena adecuación del acto o actos a la ordenación urbanística dentro de los quince 
días siguientes a la adopción de cualquier medida provisional. La orden que se dicte 
surtirá los efectos propios de la licencia urbanística.

La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 
manifestación o documento que se aporta o incorpora a la comunicación previa 
comporta, tras la audiencia de la persona interesada, la declaración de ineficacia de 
la comunicación efectuada e impide el ejercicio del derecho o de la actividad 
afectada desde el momento en que se conoce, sin perjuicio de las sanciones que 
proceda imponer por tales hechos.

La resolución administrativa que constata las circunstancias a que se refiere el 
número anterior comportará el inicio de las correspondientes actuaciones y la 
exigencia de responsabilidades y podrá determinar la obligación del interesado de 
restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del 
derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de 
instar un nuevo procedimiento durante un periodo de tiempo determinado entre tres 
meses y un año.
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6. Cuando hayan de realizarse diversas actuaciones relacionadas con la misma 
edificación o inmueble, se presentará una única comunicación previa.

7. La comunicación previa presentada para los actos de uso del suelo sujetos a 
ella implica la responsabilidad solidaria de quien promueve las obras, de quien 
ostenta la propiedad de los terrenos, o los/as empresarios/as de las obras, de los/as 
técnicos/as redactores/as del proyecto y directores/as de las obras y de su ejecución, 
respecto a la conformidad de las obras con la ordenación urbanística de aplicación y 
su adecuación al proyecto presentado.

8. Los ayuntamientos deberán establecer y planificar los procedimientos de 
comunicación necesarios, así como los de verificación posterior del cumplimiento de 
los requisitos precisos.»

Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 196, el cual queda con la redacción siguiente:
«2. Cuando la obra tenga por objeto el desarrollo de una actividad, se consignará 

expresamente esa circunstancia y, junto con la comunicación previa o solicitud de 
licencia de obra, en su caso, se pondrán en conocimiento de la Administración 
municipal los datos identificativos y se aportará la documentación prevista en el 
artículo 24 de la Ley del emprendimiento y de la competitividad económica de 
Galicia.»

Siete. Se modifica el apartado 1 del artículo 198, el cual tendrá la redacción siguiente:
«1. Los actos relacionados en el artículo 194 que promuevan órganos de las 

administraciones públicas o de derecho público estarán sujetos a control municipal 
por medio de la obtención de licencia municipal o comunicación previa, salvo los 
supuestos exceptuados por la legislación aplicable.»

Ocho. Se modifica la rúbrica del artículo 209, la cual queda redactada como sigue:

«Artículo 209.  Obras sin licencia o sin comunicación previa en curso de ejecución».
Nueve. Se modifica el apartado 1 del artículo 209, el cual queda con la redacción 

siguiente:
«1. Cuando se estuviesen ejecutando obras sin licencia, sin comunicación previa 

u orden de ejecución, sin ajustarse a las condiciones señaladas en ellas, la persona 
titular de la alcaldía dispondrá la suspensión inmediata de dichos actos y procederá a 
incoar el expediente de reposición de la legalidad, comunicándoselo a la persona 
interesada.»

Diez. Se modifica el apartado 3 del artículo 209, el cual queda con la redacción siguiente:
«3. Instruido el expediente de reposición de la legalidad, y previa audiencia de las 

personas interesadas, se adoptará alguno de los siguientes acuerdos:
a) Si las obras no fuesen legalizables por ser incompatibles con el ordenamiento 

urbanístico, se acordará su demolición a costa de la persona interesada y se 
procederá a impedir definitivamente los usos a los que dieran lugar o, en su caso, a 
la reconstrucción de lo indebidamente demolido.

b) Si las obras fuesen legalizables por ser compatibles con el ordenamiento 
urbanístico, se requerirá a la persona interesada para que en el plazo de tres meses 
presente la solicitud de la oportuna licencia o comunicación previa, manteniéndose la 
suspensión de las obras en tanto no se otorgue licencia o no se presente la 
comunicación previa.

c) Si las obras no se ajustan a las condiciones señaladas en la licencia, 
comunicación previa u orden de ejecución, se ordenará a la persona interesada que 
las ajuste en el plazo de tres meses, prorrogables por otros tres a petición de esta, 
siempre que la complejidad técnica o envergadura de las obras a realizar haga 
inviable su acomodación a las previsiones de la licencia en el plazo previsto.»

Once. Se modifica el apartado 1 del artículo 210, el cual queda con la redacción 
siguiente:
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«1. Si se hubiesen finalizado las obras sin licencia o sin comunicación previa, o 
incumpliendo las condiciones señaladas en ellas o en la orden de ejecución, la 
persona titular de la alcaldía, dentro del plazo de seis años, a contar desde la total 
terminación de las obras, incoará expediente de reposición de la legalidad, 
procediendo según lo dispuesto en los números 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo anterior. Se 
tomará como fecha de finalización de las obras la que resulte de su efectiva 
comprobación por la Administración actuante, sin perjuicio de su acreditación por 
cualquier otro medio de prueba válido en derecho.»

Doce. Se modifica el artículo 211, el cual queda con la redacción siguiente:

«Artículo 211.  Otros actos sin licencia o sin comunicación previa.
1. Cuando algún acto distinto de los regulados en el artículo anterior y que 

precisa de licencia o comunicación previa se hubiese realizado sin esta o en contra 
de sus determinaciones o el contenido comunicado, la persona titular de la alcaldía 
dispondrá el cese inmediato de dicho acto e incoará expediente de reposición de la 
legalidad.

2. Instruido el expediente de reposición de la legalidad, y previa audiencia de la 
persona interesada, se adoptará alguno de los siguientes acuerdos:

a) Si la actividad se hubiese realizado sin licencia o comunicación previa, o sin 
ajustarse a sus determinaciones o al contenido declarado, se requerirá a la persona 
interesada para que solicite la oportuna licencia, presente comunicación previa o 
ajuste la actividad a la ya concedida o comunicada.

b) Si la actividad no fuese legalizable por ser incompatible con el ordenamiento 
urbanístico, se procederá a impedir definitivamente la actividad y a ordenar la 
reposición de los bienes afectados al estado anterior al incumplimiento de aquella.

3. Si, transcurrido el plazo de tres meses desde el requerimiento, la persona 
interesada no solicita la oportuna licencia o presenta comunicación previa o, en su 
caso, no ajusta la actividad a las condiciones señaladas en ella, la persona titular de 
la alcaldía adoptará el acuerdo previsto en el apartado b) del número anterior. Se 
procederá de igual modo en el supuesto de que la licencia hubiera sido denegada al 
ser su otorgamiento contrario a la legalidad.»

Trece. Se añade un apartado f) al número 3 del artículo 217, con la redacción siguiente:
«f) La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato o 

documento que acompaña o consta en la comunicación previa.»
Catorce. Se modifica el apartado 4 del artículo 217 con la redacción siguiente:

«4. Se consideran infracciones leves las infracciones del ordenamiento jurídico 
que no tengan el carácter de graves o muy graves y, en todo caso, la ejecución de 
obras o instalaciones realizadas sin licencia u orden de ejecución o sin comunicación 
previa cuando sean legalizables por ser conformes con el ordenamiento urbanístico, 
así como el incumplimiento de las órdenes de ejecución o demolición o la obligación 
de la inspección periódica de las edificaciones. Se considera también como leve la 
infracción consistente en la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter no esencial, 
en cualquier dato o documento que acompaña o consta en la comunicación previa.»

Quince. Se modifica el apartado 1 del artículo 219, el cual queda con la redacción 
siguiente:

«Artículo 219.  Personas responsables.
1. En las obras que se hubiesen ejecutado sin licencia, sin comunicación previa o 

con inobservancia de sus condiciones o de los datos comunicados serán 
sancionadas por infracción urbanística las personas físicas o jurídicas responsables 
de las mismas en calidad de promotoras de las obras, propietarias de los terrenos o 
empresarias de las obras, y los/as técnicos/as redactores del proyecto y directores/as 
de las obras.»
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Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 9/2004, de 10 de agosto, de seguridad 
industrial de Galicia.

Se añade una disposición adicional quinta a la Ley 9/2004, de 10 de agosto, de 
seguridad industrial de Galicia, con la redacción siguiente:

«Disposición adicional quinta.  Actos que no precisan de licencia municipal.
1. Están exentos de actividad o funcionamiento y de licencia urbanística los actos 

de uso del suelo o del subsuelo incluidos en las resoluciones de otorgamiento de 
derechos mineros y en los proyectos o instalaciones de producción, transporte y 
distribución de energía eléctrica o de gas para cuya autorización o concesión sea 
competente la Xunta de Galicia, cuando en el procedimiento de autorización o en el 
de su evaluación ambiental esté previsto el trámite de audiencia al ayuntamiento o 
informe municipal y el proyecto o instalación sean compatibles con el planeamiento y 
la normativa urbanísticos.

2. En tales casos, obtenida la autorización o concesión, el titular de la instalación 
o concesión presentará la comunicación previa prevista en la normativa urbanística y 
en la Ley del emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, del comercio 
interior de Galicia.

Uno. Se modifica el artículo 28 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, del comercio 
interior de Galicia, el cual queda con la redacción siguiente:

«Artículo 28.  
1. No será exigible licencia para el inicio y desarrollo de las actividades 

comerciales objeto de la presente ley ni para el cambio de titularidad. En estos casos 
bastará la comunicación previa prevista en la Ley del emprendimiento de Galicia y en 
la normativa urbanística, si procede.

2. Los ayuntamientos respectivos serán competentes para la comprobación, 
inspección, sanción y demás medidas de control para garantizar que el ejercicio de la 
actividad o la ejecución de la obra o instalación se adecuan a la normativa vigente, 
también en el caso de las sometidas a autorización comercial autonómica. Deberán 
establecer y planificar los procedimientos de comunicación necesarios, así como los 
de verificación posterior del cumplimiento de los requisitos precisos para el ejercicio 
de la actividad y su control posterior.»

Dos. Se modifica el artículo 33 de la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, del comercio 
interior de Galicia, el cual queda con la redacción siguiente:

«Artículo 33.  Simplificación administrativa e integración de procedimientos.
Obtenida la autorización autonómica, la persona interesada presentará la 

comunicación previa o solicitará la licencia urbanística, según proceda.»

Disposición final sexta.  Habilitación normativa.
1. Se autoriza al Consello de la Xunta de Galicia a dictar las disposiciones para el 

desarrollo reglamentario de la presente ley. En el plazo de seis meses, la Xunta de Galicia 
aprobará un reglamento único que establezca el régimen jurídico y el procedimiento de 
intervención administrativa de las actividades objeto de esta ley.

2. Se faculta a la Xunta de Galicia para que, mediante decreto, pueda modificar el anexo 
de la presente ley con la finalidad de adaptarlo a la normativa de aplicación y a los 
requerimientos ambientales o de carácter técnico.

3. Se faculta a la persona titular de la Consejería de Economía e Industria para que, 
mediante orden publicada en el Diario Oficial de Galicia, apruebe un modelo de 
comunicación previa al ejercicio de la actividad o para el inicio de la obra e instalación en 
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aquellos municipios de la Comunidad Autónoma de Galicia que no tengan aprobadas 
ordenanzas municipales.

Disposición final séptima.  Leyes de presupuestos.
Las leyes de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Galicia podrán 

modificar las disposiciones contenidas en la presente ley.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de Galicia.

ANEXO
Catálogo de actividades sometidas a incidencia ambiental

Nota: los valores umbral mencionados en cada una de las actividades relacionadas en la 
siguiente tabla se refieren, con carácter general, a capacidades de producción o a productos. 
Si un mismo titular realiza varias actividades de la misma categoría en la misma instalación, 
se sumarán las capacidades de dichas actividades.

1. Instalaciones de combustión.
1.1 Instalaciones de combustión con una potencia térmica nominal superior a 1 MW e 

inferior a 50 MW:
a) Instalaciones de producción de energía eléctrica en régimen ordinario o en régimen 

especial, en las que se produzca la combustión de combustibles fósiles, residuos o biomasa.
b) Instalaciones de cogeneración, calderas, generadores de vapor o cualquier otro 

equipo o instalación de combustión existente en una industria, sea esta o no su actividad 
principal.

2. Producción y transformación de metales.
2.1 Instalaciones para la producción de fundición o de aceros brutos (fusión primaria o 

secundaria), incluidas las correspondientes instalaciones de fundición continua de una 
capacidad no superior a 2,5 toneladas por hora.

2.2 Instalaciones para la transformación de metales ferrosos:
a) Laminado en caliente con una capacidad no superior a 20 toneladas de acero bruto 

por hora.
b) Forjado con martillos cuya energía de impacto no sea superior a 50 kilojulios por 

martillo y cuando la potencia térmica utilizada no sea superior a 20 MW.
c) Aplicación de capas de protección de metal fundido con una capacidad de tratamiento 

no superior a 2 toneladas de acero bruto por hora.
2.3 Fundiciones de metales ferrosos con una capacidad de producción no superior a 20 

toneladas por día.
2.4 Instalaciones para la fusión de metales no ferrosos, inclusive la aleación, así como 

los productos de recuperación y otros procesos con una capacidad de fusión no superior a 4 
toneladas para el plomo y el cadmio y no superior a 20 toneladas para todos los demás 
metales, por día.

2.5 Instalaciones para el tratamiento de superficie de metales y materiales plásticos por 
procedimiento electrolítico o químico, cuando el volumen de las cubetas o de las líneas 
completas destinadas al tratamiento empleadas no sea superior a 30 m3.

3. Industrias minerales.
3.1 Producción de cemento, cal y óxido de magnesio:
a) Fabricación de cemento por molienda con una capacidad de producción no superior a 

500 toneladas diarias.
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b) Fabricación de clinker en hornos rotatorios con una capacidad de producción no 
superior a 500 toneladas diarias, o en hornos de otro tipo con una capacidad de producción 
no superior a 50 toneladas por día.

c) Producción de cal en hornos con una capacidad de producción no superior a 50 
toneladas diarias.

d) Producción de óxido de magnesio en hornos con una capacidad de producción no 
superior a 50 toneladas diarias.

3.2 Plantas de preparación de hormigón.
3.3 Instalaciones para la fabricación de vidrio, incluida la fibra de vidrio, con una 

capacidad de fusión no superior a 20 toneladas por día.
3.4 Instalaciones para la fundición de materiales minerales, incluida la fabricación de 

fibras minerales, con una capacidad de fundición no superior a 20 toneladas por día.
3.5 Instalaciones para la fabricación de productos cerámicos mediante enhornado, en 

particular tejas, ladrillos, refractarios, azulejos, gres cerámico o productos cerámicos 
ornamentales o de uso doméstico, con una capacidad de producción no superior a 75 
toneladas por día, o una capacidad de enhornado no superior a 4 m3 y de menos 
de 300 kg/m3 de densidad de carga por horno.

3.6 Instalaciones de tratamiento de productos minerales (serrado, pulido, machaqueo, 
desmenuzado, triturado, pulverizado, molienda, colado, cribado, mezcla, limpieza, ensacado) 
cuando la capacidad sea superior a 200.000 toneladas por año o para cualquier capacidad 
cuando la instalación se halle a menos de 500 metros de un núcleo de población.

4. Venta de combustibles y productos químicos.
4.1 Comercio al por mayor de combustibles sólidos, líquidos y gaseosos y productos 

similares.
4.2 Gasolineras y estaciones de servicio.
4.3 Comercio al por mayor de productos químicos industriales y otros productos 

semielaborados.
5. Turismo y actividades recreativas.
5.1 Campos de golf.
6. Industria derivada de la madera.
6.1 Instalaciones industriales destinadas a la fabricación de papel o cartón con una 

capacidad de producción no superior a 20 toneladas diarias.
6.2 Instalaciones de producción de celulosa con una capacidad de producción no 

superior a 20 toneladas diarias.
6.3 Instalaciones industriales destinadas a la fabricación de uno o más de los siguientes 

tableros derivados de la madera: tableros de virutas de madera orientadas, tableros 
aglomerados o tableros de cartón comprimido, con una capacidad de producción no superior 
a 600 m3 diarios.

6.4 Instalaciones para el aserrado o transformación de la madera con una superficie útil 
superior a 1.000 m2, o una potencia mecánica instalada superior a 250 kW.

7. Industria textil.
7.1 Instalaciones para el tratamiento previo (operaciones de lavado, blanqueo, 

mercerización) o para la tintura de fibras o productos textiles cuando la capacidad de 
tratamiento no supere las 10 toneladas diarias.

8. Industria del cuero.
8.1 Instalaciones para el curtido de cueros cuando la capacidad de tratamiento no supere 

las 12 toneladas de productos acabados por día.
9. Industria agroalimentaria y explotaciones ganaderas.
9.1 Instalaciones para:
a) Sacrificio y/o despiece de animales con una capacidad de producción de canales de 

entre 5 y 50 toneladas por día.
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b) Tratamiento y transformación, diferente del mero envasado, de las siguientes materias 
primas, tratadas o no previamente, destinadas a la fabricación de productos alimenticios o 
piensos a partir de:

1.º Materia prima animal (que no sea exclusivamente la leche) de una capacidad de 
producción de productos acabados no superior a 75 toneladas por día.

2.º Materia prima vegetal con una capacidad de producción no superior a 300 toneladas 
por día de productos acabados (valores medios trimestrales).

3.º Solo materias primas animales y vegetales, tanto en productos combinados como por 
separado, con una capacidad de producción de productos acabados en toneladas por día no 
superior a 75, si A es igual o superior a 10 o [300 – (22,5 × A)] en cualquier otro caso, donde 
«A» es la porción de materia animal (en porcentaje del peso) de la capacidad de producción 
de productos acabados.

El envase no se incluirá en el peso final del producto.
La presente subsección no será de aplicación cuando la materia prima sea solo leche.
c) Tratamiento y transformación solo de la leche, con una cantidad de leche recibida 

entre 20 y 200 toneladas por día (valor medio anual).
9.2 Instalaciones para la eliminación o el aprovechamiento de carcasas o desechos de 

animales con una capacidad de tratamiento no superior a 10 toneladas por día.
9.3 Instalaciones de ganadería intensiva con las siguientes capacidades:
a) Entre 1.000 y 40.000 plazas de gallinas ponedoras.
b) Entre 1.000 y 55.000 plazas de pollos.
c) Entre 50 y 2.000 plazas de cerdos de engorde.
d) Entre 25 y 750 plazas de cerdas de cría.
e) Entre 50 y 300 plazas para vacuno de leche.
f) Entre 75 y 600 plazas para vacuno de cebo.
g) Entre 1.000 y 20.000 plazas para conejos.
9.4 Instalaciones ganaderas de animales exóticos o destinados a peletería.
9.5 Cubiles y centros ecuestres con más de 20 plazas.
9.6 Instalaciones para acuicultura intensiva que tengan una capacidad de producción no 

superior a 500 toneladas al año.
10. Consumo de disolventes orgánicos.
10.1 Instalaciones para tratamiento de superficie de materiales, de objetos o productos 

con utilización de disolventes orgánicos, en particular para aprestarlos, estamparlos, 
revestirlos y desengrasarlos, impermeabilizarlos, pegarlos, lacarlos, limpiarlos o 
impregnarlos, con una capacidad de consumo de disolventes orgánicos no superior a 150 kg 
de disolvente por hora ni tampoco superior a 200 toneladas por año.

11. Tratamiento de aguas.
11.1 Plantas de tratamiento de aguas residuales de capacidad entre 2.000 y 10.000 

habitantes equivalentes.
12. Industria de conservación de la madera.
12.1 Conservación de la madera y de los productos derivados de la madera utilizando 

productos químicos, con una capacidad de producción no superior a 75 m3 diarios, distinta 
de tratamientos para combatir la albura exclusivamente.
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§ 68

Ley 8/2023, de 14 de diciembre, de artesanía de Galicia

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 239, de 19 de diciembre de 2023

«BOE» núm. 38, de 13 de febrero de 2024
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2024-2664

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Constitución española, en su artículo 130.1, dispone que los poderes públicos 

atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos, entre los que 
se cita expresamente la artesanía, con el fin de equiparar el nivel de vida de todos los 
españoles y de todas las españolas.

Por otro lado, la Comunidad Autónoma de Galicia tiene atribuida la competencia 
exclusiva en materia de artesanía en el artículo 27.17 del Estatuto de autonomía de Galicia. 
En el ejercicio de esta competencia, se dictó la Ley 1/1992, de 11 de marzo, de artesanía de 
Galicia.

Dado el tiempo transcurrido desde su aprobación, surge la necesidad de adecuar esta 
regulación a la nueva realidad del sector artesanal en un marco jurídico adecuado que 
mantenga y promueva su importancia social, cultural, identitaria y económica y que 
incremente su profesionalización y competitividad, apostando por un sector fuerte y 
perdurable en el tiempo.

La artesanía del siglo XXI es mezcla de tradición e innovación, de arraigo y 
modernización, de sostenibilidad y progreso, pero, sobre todo, la artesanía gallega son 
nuestros artesanos y nuestras artesanas, que crean piezas únicas y transmiten los oficios y 
los valores artesanales a las futuras generaciones, situando la actividad artesanal como 
fuente de desarrollo cultural, social, turístico y económico.

La actividad artesana no solo se traduce en resultados puramente materiales, sino que 
ejerce además cierta pedagogía de carácter social, en cuanto transmite unos valores y 
contenidos culturales arraigados en la sociedad y que debemos apreciar y estimular. 
Igualmente, es un valor diferenciador frente a los sistemas de producción industrial, puesto 
que supone un modo de entender la empresa altamente comprometida con los aspectos 
emocionales, ecológicos y culturales de nuestras tradiciones.

En los últimos años, nuevos y nuevas profesionales están incorporándose a las 
actividades artesanales, lo que genera un empleo especializado y las convierte en uno de los 
mayores sectores catalizadores de emprendedores y, muy especialmente, de 
emprendedoras, además de ser un factor importante en el asentamiento y desarrollo de la 
población en zonas rurales.

Sobre la base de estas consideraciones, resulta necesaria una actualización y una 
modernización de la normativa reguladora de la artesanía en nuestra Comunidad Autónoma 
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que la impulse hacia el futuro como una actividad económica sostenible y generadora de 
empleo vinculada al territorio.

La presente ley consta de trece artículos, agrupados en cinco capítulos, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales.

El capítulo I, bajo la rúbrica de «Disposiciones generales» (artículos 1 a 3), establece el 
objeto y los fines de la ley y su ámbito de aplicación e incorpora un artículo específico de 
conceptos que contribuyen a una mayor comprensión del texto legal. En concreto, se 
actualiza el concepto de artesanía, al posibilitar el empleo de maquinaria auxiliar o de otro 
tipo de herramientas, digitales o analógicas, siempre que la intervención personal y el 
conocimiento técnico sean determinantes en el resultado final del proceso artesanal.

El capítulo II, bajo la rúbrica de «Ordenación y regulación del sector artesanal gallego» 
(artículos 4 a 9), regula las distintas modalidades de actividades artesanales y la Relación de 
actividades artesanales, definida como el conjunto sistemáticamente ordenado de 
actividades económicas artesanales, clasificadas conforme a la Clasificación nacional de 
actividades económicas. Asimismo, regula los reconocimientos oficiales de la condición de 
taller artesano, de maestra artesana y maestro artesano y de asociación y federación 
profesional y empresarial artesanal. Y, por último, incluye el reconocimiento de puntos de 
especial interés artesanal con la doble finalidad de promover los territorios y su artesanía y 
de recuperar, conservar y divulgar las manifestaciones artesanales de especial singularidad.

El capítulo III, bajo la rúbrica «Marca Artesanía de Galicia», consta de un único artículo 
(artículo 10). La marca Artesanía de Galicia es reconocida por las personas usuarias como 
un valor añadido y por las personas consumidoras como una imagen de calidad y de 
prestigio de los productos. Constituye una de las principales fortalezas del sector artesanal 
gallego, por lo que debe ser aprovechada para impulsar el posicionamiento nacional e 
internacional de la artesanía y para conseguir una mayor promoción y comercialización del 
producto artesano gallego.

La presente ley reconoce y posiciona la marca Artesanía de Galicia, propiedad de la 
Xunta de Galicia, como un distintivo que identifica los talleres artesanos de la Comunidad 
Autónoma de Galicia y acredita que el producto que porte el distintivo de la marca se ha 
elaborado en un taller artesano inscrito en el Registro General de Artesanía de Galicia.

El capítulo IV, bajo la rúbrica «Comisión Gallega de Artesanía y Registro General de 
Artesanía de Galicia» (artículos 11 y 12), regula la Comisión Gallega de Artesanía como un 
órgano de carácter consultivo de la Administración autonómica en materia de artesanía, así 
como de participación y representación del sector artesanal de la Comunidad Autónoma de 
Galicia.

La ley mantiene el Registro General de Artesanía de Galicia, que tiene naturaleza 
administrativa y carácter público y gratuito y es único para la Comunidad Autónoma de 
Galicia. Se define su finalidad como un instrumento para el conocimiento, por parte de la 
Administración, de la realidad del sector, no solo para el control de los reconocimientos 
administrativos de la actividad artesanal, sino también para la mejora y la planificación y la 
coordinación de las actuaciones dirigidas a su promoción y desarrollo.

El capítulo V, bajo la rúbrica «Fundación Pública Artesanía de Galicia», consta de un 
único artículo (artículo 13).

La Fundación Pública Artesanía de Galicia contribuye a la promoción y al desarrollo del 
sector artesanal gallego, apoyando los oficios artesanales más tradicionales vinculados a 
nuestro territorio y, al mismo tiempo, apostando por la innovación y por el uso de las nuevas 
herramientas tecnológicas, por la formación profesionalizada, por la divulgación y por la 
comercialización.

Las disposiciones que integran la parte final de la presente ley tienen por objeto adecuar 
la situación preexistente a la nueva situación jurídica creada por esta ley.

El anteproyecto de ley fue objeto de consulta pública previa y de información pública y 
audiencia.

La ley se ajusta a los principios de buena regulación contenidos en el artículo 37.a) de la 
Ley 14/2013, de 26 de diciembre, de racionalización del sector público autonómico de 
Galicia. Las medidas previstas en ella responden a la satisfacción de necesidades de interés 
general, con la debida proporcionalidad, eficacia y eficiencia, y se recogen en la norma los 
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objetivos perseguidos a través de la misma y su justificación, tal y como exige el principio de 
transparencia.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó y yo, de conformidad con el 
artículo 13.2 del Estatuto de autonomía de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983, de 
22 de febrero, de normas reguladoras de la Xunta y de su Presidencia, promulgo en nombre 
del rey la Ley de artesanía de Galicia.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y fines.
La presente ley tiene por objeto la ordenación, la promoción, el fomento, la 

modernización y la profesionalización del sector artesanal en la Comunidad Autónoma de 
Galicia, con el fin de promover el desarrollo de la artesanía como actividad económica 
sostenible, garantizar la protección de sus diversas manifestaciones y mantener canales de 
cooperación y colaboración entre el sector artesanal gallego y la Administración autonómica 
de Galicia para la búsqueda de los siguientes objetivos:

a) La conservación, recuperación, potenciación y expansión de las manifestaciones y 
saberes artesanales más tradicionales de Galicia para garantizar su pervivencia, su 
transmisión y su desarrollo.

b) La potenciación de la expansión y el diseño de la artesanía contemporánea.
c) La inclusión de nuevas actividades artesanales y la incorporación de nuevas 

vocaciones que consoliden en el tiempo al sector artesanal gallego y garanticen el relevo 
generacional.

d) La divulgación y puesta en valor del patrimonio artesanal en el ámbito económico, 
social, del patrimonio cultural y turístico.

e) El impulso de la comercialización y la mejora de la rentabilidad y de la competitividad 
de la artesanía en el mercado, con la progresiva adaptación del sector artesanal a la 
evolución tecnológica y digital y a los diferentes canales de comercialización físicos y 
digitales.

f) La profesionalización del sector artesanal mediante la formación continua y 
especializada.

g) La promoción de la creatividad, de la calidad y de la innovación en la producción 
artesanal gallega y la creación de sinergias con otros sectores productivos.

h) La transmisión de los valores y el compromiso con la difusión, la promoción y la 
pedagogía de la artesanía como práctica creativa.

i) El fomento de la responsabilidad social y ambiental y el desarrollo local y la 
dinamización del rural como factores de éxito del sector artesanal.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley será de aplicación a las actividades artesanales, a las personas 

artesanas, a los talleres artesanos y a las asociaciones y federaciones profesionales y 
empresariales artesanales definidos en el artículo 3 de esta ley que desarrollen su actividad 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente ley las producciones 
exclusivamente mecanizadas y la artesanía alimentaria, que se regirán por su propia 
normativa.

Artículo 3.  Conceptos.
A los efectos de la presente ley se entenderá por:
1. Artesanía:
Toda actividad económica que suponga el diseño, la creación, la producción, la 

transformación, la restauración o la reparación de bienes de valor artístico o tradicional y de 
bienes de consumo, así como la prestación de servicios derivada de aquellas, siempre y 
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cuando se realicen u obtengan mediante procesos en los que la intervención personal y el 
conocimiento técnico de la persona o personas que participan en ellas constituyan el factor 
determinante para la obtención del producto final.

El producto o servicio final debe tener un carácter individualizado y diferenciado que no 
se acomode a una producción industrial o de servicios totalmente mecanizada, en series o 
en la que la intervención del factor humano no sea primordial.

La actividad artesanal puede llevar implícito el empleo de herramientas digitales o 
analógicas, de maquinaria auxiliar y de otros activos, siempre y cuando su uso forme parte 
de alguno de los procesos de elaboración de los productos o servicios y no sustituya por 
completo la intervención personal para la obtención del producto o servicio final.

2. Persona artesana:
Toda persona física que realiza en un taller artesano una actividad económica recogida 

en la Relación de actividades artesanas de Galicia y que, mediante sus habilidades, 
destrezas y capacitaciones técnicas, puede transformar la materia prima en un producto final 
de calidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3.1 de la presente ley.

3. Taller artesano:
Toda persona física o jurídica legalmente constituida que forme una unidad económica 

situada en el territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia y que realice una actividad 
comprendida en la Relación de actividades artesanas de Galicia en los términos establecidos 
en el artículo 3.1 de la presente ley.

Este reconocimiento se otorgará a través del título de taller artesano, que se regula en el 
artículo 6 de la presente ley.

4. Maestra artesana y maestro artesano:
Toda persona que desempeña o ha desempeñado una actividad comprendida en la 

Relación de actividades artesanas de Galicia, de manera divulgativa o profesional, que 
posea un gran dominio técnico del oficio, experiencia, méritos y maestría ejercida en la 
búsqueda continua de la excelencia.

Este reconocimiento se otorgará a través de la distinción de maestra artesana y maestro 
artesano, que se regula en el artículo 7 de la presente ley.

5. Asociaciones y federaciones profesionales y empresariales artesanales:
Toda asociación y federación profesional y empresarial artesanal de Galicia legalmente 

constituida, sin ánimo de lucro, inscrita en los registros correspondientes, que agrupe 
mayoritariamente talleres artesanos o asociaciones de talleres artesanos, que desarrolle su 
actividad y tenga su domicilio en la Comunidad Autónoma de Galicia, siempre que en sus 
estatutos se establezcan como fines la protección, la comercialización, el fomento y la 
divulgación de la artesanía gallega u otros fines de interés para el sector.

Este reconocimiento se otorgará a través de la condición de asociación y federación 
profesional y empresarial artesanal, que se regula en el artículo 8 de la presente ley.

6. Comercios de venta de Artesanía de Galicia:
Todo comercio de venta minorista de Artesanía de Galicia, cualquiera que sea su canal 

de comercialización, que cumpla con los requisitos establecidos en la normativa reguladora 
del uso de la marca Artesanía de Galicia.

CAPÍTULO II
Ordenación y regulación del sector artesanal gallego

Artículo 4.  Modalidades de las actividades artesanales.
1. Las actividades artesanales se clasifican en las siguientes modalidades por razón de 

su contenido principal:
a) Artesanía de carácter tradicional: piezas artesanas realizadas con técnicas 

tradicionales y que conservan sus rasgos etnográficos y de identidad.
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b) Artesanía artística o de creación: obras o trabajos realizados con técnicas artesanales 
y cuyas peculiaridades son la creación, la singularidad y la innovación.

c) Artesanía de producción de bienes de consumo: piezas producidas para satisfacer 
una necesidad determinada.

d) Artesanía de servicios: actividades artesanales de reparación y de mantenimiento de 
productos artesanos o históricos, así como los que presten servicios personales o 
complementarios a alguna actividad de las recogidas en la Relación de actividades 
artesanas de Galicia.

Reglamentariamente, se podrán establecer otras modalidades de clasificación de las 
actividades artesanales.

2. Las actividades artesanales podrán clasificarse en subsectores económicos cuya 
definición, ampliación o modificación se establecerá por orden de la consejería competente 
en materia de artesanía.

3. La adscripción de las actividades artesanales a una o a varias modalidades o, en su 
caso, a subsectores económicos, se llevará a cabo según la Relación de actividades 
artesanas de Galicia.

Artículo 5.  Relación de actividades artesanas de Galicia.
1. La Relación de actividades artesanas de Galicia es el conjunto sistemáticamente 

ordenado de actividades económicas artesanales, clasificadas de acuerdo con la 
Clasificación nacional de actividades económicas. Cada actividad económica indicará las 
diferentes modalidades definidas en el artículo 4 de la presente ley en que se encuadra.

2. La Relación de actividades artesanas tendrá el contenido, la estructura y la 
sistemática que se determine reglamentariamente y será elaborada y modificada mediante 
orden de la consejería competente en materia de artesanía, a propuesta de la Comisión 
Gallega de Artesanía.

3. La Relación de actividades artesanas se inscribirá en el Registro General de Artesanía 
de Galicia, según lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley.

Artículo 6.  Reconocimiento oficial de la condición de taller artesano.
1. A los efectos de la presente ley, el reconocimiento oficial por parte de la 

Administración autonómica de la condición de taller artesano será otorgado mediante la 
expedición del título de taller artesano por la consejería competente en materia de artesanía, 
a propuesta de la Comisión Gallega de Artesanía, de acuerdo con el procedimiento 
establecido reglamentariamente.

2. El título de taller artesano tiene carácter voluntario y no constituye un requisito para el 
ejercicio de la actividad artesanal.

El reconocimiento oficial de la condición de taller artesano lleva implícita la acreditación 
de persona artesana.

3. El título de taller artesano se otorgará a los talleres artesanos definidos en el artículo 
3.3 de la presente ley que reúnan los siguientes requisitos, sin perjuicio de los que, en su 
caso, se establezcan reglamentariamente:

a) Que la persona artesana responsable de la actividad productiva sea la que dirija o 
controle la totalidad del proceso productivo, asegurando el carácter artesano del producto.

b) Que la persona titular de la unidad económica esté dada de alta en el impuesto de 
actividades económicas y en el régimen que corresponda de la Seguridad Social y, además, 
que esté al corriente en el pago de las obligaciones tributarias con la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, con la Seguridad Social y con la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma.

c) Que el número de personas trabajadoras empleadas no exceda de diez.
Excepcionalmente, la Comisión Gallega de la Artesanía, en atención a la naturaleza de 

la actividad desarrollada, podrá proponer como taller artesano aquel que, aun superando el 
número de personas trabajadoras establecidas en el párrafo anterior, cumpla los otros 
requisitos previstos.
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4. También podrán obtener el título de taller artesano aquellas unidades de carácter 
cooperativo o asociativo que se dediquen a la elaboración y comercialización de productos 
artesanos, siempre que cumplan los requisitos del apartado anterior y los que se establezcan 
reglamentariamente.

5. Las personas que realicen, por cuenta ajena, una actividad artesanal en un taller 
obtendrán la acreditación de persona artesana en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

6. El título de taller artesano tiene una vigencia de cinco años desde la fecha de su 
expedición, con la posibilidad de renovación, de acuerdo con el procedimiento establecido 
reglamentariamente, siempre que se mantengan los requisitos establecidos en el apartado 3.

Perderá su validez:
a) Por baja voluntaria, por jubilación, por fallecimiento de la persona artesana 

responsable de la actividad productiva o titular de la actividad o por extinción de la 
personalidad jurídica de la empresa.

b) Por incumplimiento o no mantenimiento de los requisitos establecidos para su 
otorgamiento, previo expediente instruido al efecto a propuesta de la Comisión Gallega de 
Artesanía, en los términos establecidos reglamentariamente.

7. La obtención del título de taller artesano supone los siguientes beneficios:
a) Participar en las convocatorias de concesión de subvenciones y de ayudas 

relacionadas con el ejercicio de la actividad artesanal que sean convocadas por la consejería 
competente en materia de artesanía, así como en los procedimientos de concesión directa.

b) Participar en los eventos de interés artesanal organizados o financiados por la 
consejería competente en materia de artesanía, en los términos establecidos 
reglamentariamente.

c) Ser beneficiario del uso de la marca Artesanía de Galicia, de conformidad con lo 
dispuesto en la normativa reguladora de la marca.

d) Cualquier otro beneficio que fuere establecido reglamentariamente.
8. El título de taller artesano se inscribirá en el Registro General de Artesanía de Galicia, 

de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley.

Artículo 7.  Reconocimiento oficial de la condición de maestra artesana y maestro artesano: 
distinción de maestra artesana y maestro artesano.

1. A los efectos de la presente ley, el reconocimiento oficial por parte de la 
Administración autonómica de la condición de maestra artesana y maestro artesano será 
otorgado mediante la distinción de maestra artesana y maestro artesano por la consejería 
competente en materia de artesanía, previa propuesta favorable de la Comisión Gallega de 
Artesanía.

2. La distinción de maestra artesana y maestro artesano es una distinción personal e 
intransferible que será otorgada a aquellas personas que han hecho de una actividad 
artesanal su profesión para darles continuidad a uno o a más oficios artesanales, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 3.4 de la presente ley.

3. La distinción de maestra artesana y maestro artesano tiene carácter voluntario y no 
constituye un requisito para el ejercicio de la actividad artesanal.

4. Se distinguen dos modalidades:
a) Distinción de maestra artesana y maestro artesano profesional: esta modalidad 

reconoce la maestría en el ejercicio de un oficio. Para su reconocimiento son indispensables 
los siguientes requisitos, sin perjuicio de los que, en su caso, fueren establecidos 
reglamentariamente:

– Tener más de veinte años de experiencia en el oficio.
– Estar inscrito el taller artesano donde se desarrolla el oficio en el Registro General de 

Artesanía de Galicia.
– Acreditar los méritos suficientes de la maestría y del conocimiento del oficio.
– Presentar, por lo menos, dos cartas de apoyo de asociaciones y federaciones 

profesionales y empresariales artesanales y tres cartas de apoyo de talleres artesanos del 
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mismo oficio, inscritos en el Registro General de Artesanía de Galicia, que avalen los méritos 
de la persona solicitante.

b) Distinción de maestra artesana y maestro artesano divulgativo: esta modalidad 
reconoce la capacidad de transmisión de los conocimientos del oficio mediante la docencia u 
otro medio divulgativo y contribuye al mantenimiento de los oficios. Para su reconocimiento 
son indispensables los siguientes requisitos, sin perjuicio de los que, en su caso, fueren 
establecidos reglamentariamente:

– Tener más de veinte años de experiencia divulgativa.
– Acreditar los méritos suficientes de la maestría, del conocimiento y de la transmisión 

del oficio.
– Presentar, por lo menos, dos cartas de apoyo de asociaciones y federaciones 

profesionales y empresariales artesanales y tres cartas de apoyo de talleres artesanos del 
mismo oficio, inscritos en el Registro General de Artesanía de Galicia, que avalen los méritos 
de la persona solicitante.

5. La solicitud de distinción de maestra artesana y maestro artesano será formulada por 
la persona interesada y se dirigirá a la consejería competente en materia de artesanía, junto 
con la documentación acreditativa de los requisitos establecidos en el apartado 4 para cada 
modalidad.

La distinción de maestra artesana y maestro artesano reconoce la excelencia de la 
persona solicitante por la concurrencia, entre otros, de los siguientes méritos:

– El elevado nivel de conocimiento del oficio y de destreza y perfección en su ejecución 
y el dominio en el tratamiento de los materiales y de las técnicas.

– La mejora de los métodos tradicionales de producción, la innovación, el conocimiento 
del acervo tradicional del oficio y la transmisión de los conocimientos artesanos.

– La influencia en la puesta en valor del oficio, de modo que constituya un referente para 
el resto de los artesanos y de las artesanas.

6. La distinción de maestra artesana y maestro artesano tiene una validez permanente. 
No obstante, perderá su validez en el caso de renuncia o fallecimiento de la persona titular.

7. La distinción de maestra artesana y maestro artesano se inscribirá en el Registro 
General de Artesanía de Galicia, según lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley.

Artículo 8.  Reconocimiento oficial de asociaciones y federaciones profesionales y 
empresariales artesanales.

1. A los efectos de la presente ley, el reconocimiento oficial por parte de la 
Administración autonómica de la condición de asociación y federación profesional y 
empresarial artesanal, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia, será otorgado 
por la consejería competente en materia de artesanía, a propuesta de la Comisión Gallega 
de Artesanía, de acuerdo con el artículo 3.5 de la presente ley y con el procedimiento 
establecido reglamentariamente.

2. La obtención del reconocimiento oficial de asociación y federación profesional y 
empresarial artesanal supone los siguientes beneficios:

a) Participar en las convocatorias de concesión de subvenciones y ayudas relacionadas 
con el desarrollo de sus fines y que sean convocadas por la consejería competente en 
materia de artesanía, así como en los procedimientos de concesión directa.

b) Participar en los eventos de interés artesanal organizados o financiados por la 
consejería competente en materia de artesanía, en los términos establecidos 
reglamentariamente.

c) Cualquier otro beneficio que fuere establecido reglamentariamente.
3. Las asociaciones y federaciones profesionales y empresariales artesanales de Galicia 

se inscribirán en el Registro General de Artesanía de Galicia, según lo dispuesto en el 
artículo 12 de la presente ley.
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Artículo 9.  Puntos de especial interés artesanal.
1. Se podrán declarar puntos de especial interés artesanal con el fin de activar y 

promover los territorios y su artesanía, así como de recuperar, conservar y divulgar las 
manifestaciones artesanales de especial singularidad.

2. Se distinguen dos categorías:
a) Zona de especial interés artesanal:
Tendrá la consideración de zona de especial interés artesanal el territorio formado por 

uno o varios municipios, o parte de ellos, que cuente con un colectivo artesanal activo en el 
que se desarrollen, con carácter monográfico, oficios artesanales relacionados con el 
territorio, el procedimiento y el producto y que tenga una tradición artesanal de largo 
recorrido o de reconocimiento histórico.

b) Taller de especial interés artesanal:
Tendrá la consideración de taller de especial interés artesanal el taller definido en el 

artículo 3.3 de la presente ley que venga desarrollando su actividad con un marcado interés 
cultural y territorial y en el que concurran especiales características de tradición, innovación, 
producción o comercialización.

3. El reconocimiento de puntos de especial interés artesanal será efectuado por la 
consejería competente en materia de artesanía, previo informe preceptivo de la Comisión 
Gallega de Artesanía y de acuerdo con el procedimiento establecido reglamentariamente.

4. Los puntos de especial interés artesanal serán inscritos en el Registro General de 
Artesanía de Galicia, según lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley.

CAPÍTULO III
Marca Artesanía de Galicia

Artículo 10.  Marca Artesanía de Galicia.
1. La marca Artesanía de Galicia, propiedad de la Xunta de Galicia, es un distintivo que 

identifica a los talleres artesanos de la Comunidad Autónoma de Galicia y acredita que el 
producto que porte el distintivo de la marca se ha elaborado en un taller artesano inscrito en 
el Registro General de Artesanía de Galicia.

2. El distintivo de la marca Artesanía de Galicia tiene por finalidad:
a) Dotar a la artesanía gallega de una imagen que la distinga y que identifique su 

procedencia.
b) Promover la difusión de la artesanía de Galicia y fomentar su comercialización.
c) Proteger y mantener el prestigio de las y de los profesionales de la artesanía de 

Galicia y de sus obras.
d) Informar a las personas consumidoras sobre la producción artesanal.
e) Apoyar los puntos de venta, ofreciendo la información necesaria que la diferencie en 

el mercado.
3. La concesión, uso y control de la marca Artesanía de Galicia serán regulados por 

orden de la consejería competente en materia de artesanía.
4. Sin perjuicio de lo anterior, la consejería competente en materia de artesanía podrá 

crear otros distintivos que acrediten la calidad y la identificación del sector artesanal gallego, 
en los términos establecidos reglamentariamente.
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CAPÍTULO IV
Comisión Gallega de Artesanía y Registro General de Artesanía de Galicia

Artículo 11.  Comisión Gallega de Artesanía.
1. La Comisión Gallega de Artesanía es el órgano de carácter consultivo de la 

Administración autonómica en materia de artesanía, así como de participación y de 
representación del sector artesanal de la Comunidad Autónoma de Galicia.

2. La Comisión Gallega de Artesanía queda adscrita a la consejería competente en 
materia de artesanía.

3. La Comisión Gallega de Artesanía está integrada por los siguientes miembros:
a) Presidencia: la persona titular de la consejería competente en materia de artesanía.
b) Vicepresidencia: la persona titular de la dirección general competente en materia de 

artesanía.
c) Vocalías:
– Una persona representante de la Fundación Pública Artesanía de Galicia.
– Una persona representante de la dirección general competente en materia de 

artesanía.
– Una persona representante de la dirección general competente en materia de 

comercio.
– Una persona representante de la consejería competente en materia de educación.
– Una persona representante de la consejería competente en materia de cultura.
– Una persona representante de la consejería competente en materia de empleo.
– Una persona representante de la consejería competente en materia de turismo.
– Cuatro personas inscritas en el Registro General de Artesanía de Galicia designadas 

por las asociaciones y federaciones profesionales y empresariales artesanales legalmente 
constituidas inscritas en el Registro General de Artesanía de Galicia.

– Cuatro personas elegidas entre todos los talleres artesanos inscritos en el Registro 
General de Artesanía de Galicia.

Ejercerá la secretaría, con voz y sin voto, una persona funcionaria de la dirección general 
competente en materia de artesanía con el nivel mínimo de jefatura de sección.

La designación de los miembros de la Comisión Gallega de Artesanía y su 
funcionamiento serán objeto de desarrollo reglamentario.

4. Las funciones de la Comisión Gallega de Artesanía son las siguientes:
a) Proponer la inclusión y la modificación de actividades en la Relación de actividades 

artesanas de Galicia.
b) Proponer la expedición y pérdida de validez de los títulos de taller artesano.
c) Proponer la distinción de maestra artesana y maestro artesano.
d) Proponer el reconocimiento de la condición de asociación y federación profesional y 

empresarial artesanal.
e) Proponer a la Administración autonómica disposiciones y actuaciones dirigidas al 

fomento, a la protección, a la promoción y a la comercialización de la artesanía.
f) Proponer la elaboración de un calendario de eventos de interés artesanal.
g) Cualquier otra función que se determine en la presente ley o fuere establecida 

reglamentariamente.

Artículo 12.  Registro General de Artesanía de Galicia.
1. El Registro General de Artesanía de Galicia, de naturaleza administrativa y carácter 

público y gratuito, es único para la Comunidad Autónoma de Galicia y está adscrito a la 
consejería competente en materia de artesanía a través del centro directivo competente en 
la materia.

2. El Registro General de Artesanía de Galicia tiene por finalidad el conocimiento, por 
parte de la Administración, de la realidad del sector, no solo para el control de los 
reconocimientos administrativos de la actividad artesanal, sino también para la mejora y la 
planificación y la coordinación de las actuaciones dirigidas a su promoción y a su desarrollo.
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3. Los datos contenidos en los reconocimientos otorgados según lo dispuesto en la 
presente ley serán inscritos de oficio en el Registro General de Artesanía de Galicia. Dichos 
datos, a excepción de los de carácter personal, tienen carácter público y estarán disponibles 
en el portal web de la Administración autonómica.

4. El Registro General de Artesanía de Galicia consta, como mínimo, de las siguientes 
secciones:

a) Título de taller artesano.
b) Distinción de maestra artesana y maestro artesano.
c) Asociaciones y federaciones profesionales y empresariales artesanales.
d) Relación de actividades artesanas de Galicia.
e) Comercios de venta de Artesanía de Galicia.
f) Puntos de especial interés artesanal.
5. Los procedimientos de inscripción, baja o modificación en el Registro General de 

Artesanía de Galicia, así como la organización de las secciones de que conste, serán objeto 
de desarrollo reglamentario.

6. Se procederá a la cancelación de oficio en los supuestos de pérdida de la validez de 
los reconocimientos oficiales, de acuerdo con lo previsto en la presente ley y en su desarrollo 
reglamentario.

CAPÍTULO V
Fundación Pública Artesanía de Galicia

Artículo 13.  Fundación Pública Artesanía de Galicia.
La Fundación Pública Artesanía de Galicia es una fundación de interés gallego, sin 

ánimo de lucro, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene por finalidad dotar al 
sector artesanal de una infraestructura especializada para que pueda desarrollar programas 
de asistencia, formación, innovación, comercialización y cualquier otro aspecto inherente a la 
cultura de los oficios artesanales de Galicia.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Queda derogada la Ley 1/1992, de 11 de marzo, de artesanía de Galicia, y cuantas 

disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en la presente ley.
2. Mantienen su vigencia, en lo que no resulte incompatible con la presente ley, las 

disposiciones de carácter general dictadas en materia de artesanía en tanto no entren en 
vigor las disposiciones de desarrollo de esta ley que las sustituyan.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
La Xunta de Galicia, en el plazo de un año, dictará las disposiciones necesarias para el 

desarrollo y la ejecución de la presente ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Diario Oficial de 

Galicia».
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§ 69

Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 63, de 30 de marzo de 2012
Última modificación: 16 de febrero de 2024

Referencia: BOJA-b-2012-90003

I
El epígrafe a) del apartado primero de la disposición final cuarta de la Ley 13/2011, de 23 

de diciembre, del Turismo de Andalucía, autoriza, conforme a lo dispuesto en el artículo 109 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, al Consejo de Gobierno para que, en el plazo de 
seis meses, desde la entrada en vigor de la citada ley, apruebe el texto refundido de la Ley 
1/1996, de 10 de enero, del Comercio Interior de Andalucía. Según el apartado segundo de 
la disposición final cuarta, la autorización para refundir se extiende, además, a la 
regularización y armonización de los textos legales que se refunden, epigrafiando, en su 
caso, los títulos, capítulos y artículos del texto refundido.

Por lo tanto, se ha procedido a refundir la Ley 1/1996, de 10 de enero, la Ley 6/2002, de 
16 de diciembre, por la que se modifica la Ley 1/1996, de 10 de enero, del Comercio Interior 
de Andalucía, y se crea la tasa por tramitación de licencias comerciales, el artículo 159 de la 
Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas, 
el artículo 45 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, la disposición final segunda de la Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de Medidas 
para la Vivienda Protegida y el Suelo, el artículo segundo de la Ley 1/2006, de 16 de mayo, 
de modificación de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía, de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Comercio Interior de Andalucía, y de la Ley 
13/2005, de 11 de noviembre, de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo; y por último, 
el artículo primero, las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, 
sexta y octava, y las disposiciones transitorias primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y 
sexta de la Ley 3/2010, de 21 de mayo, por la que se modifican diversas leyes para la 
transposición en Andalucía de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior. Las 
disposiciones adicionales y transitorias de la citada Ley 3/2010, de 21 de mayo, aunque no 
modifican formalmente el articulado de la Ley 1/1996, de 10 de enero, incorporan contenido 
normativo que incide directamente en su régimen, debiendo quedar integradas en la 
regulación del texto que ahora se refunde.

Así pues toda la dispersión normativa existente hace necesario recoger en un único texto 
todas las disposiciones con rango legal en materia de comercio interior.
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II
La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competencias exclusivas, en virtud del 

artículo 58.1.1.º del Estatuto de Autonomía, en materia de comercio interior, del artículo 56.3 
y 5, en materias de urbanismo y de ordenación del territorio, y del artículo 58.2.4.º, en 
materia de defensa de los derechos de las personas consumidoras.

El Estatuto de Autonomía no sólo ha clarificado el marco competencial en materia de 
comercio, sino que, al mismo tiempo, ha determinado de forma inequívoca la orientación que 
debe tomar la legislación de Andalucía en esta materia, al anudar la planificación territorial y 
la autorización de las grandes superficies minoristas. La evolución del sector de la 
distribución comercial, en el contexto del proceso de terciarización de las economías 
desarrolladas, ha provocado que el comercio tenga un importante protagonismo, no sólo 
desde el punto de vista económico, sino también territorial, cultural e incluso como elemento 
de comunicación ciudadana.

Además, según establece el artículo 51.1 de la Constitución Española, los poderes 
públicos, entre los que se incluyen, obviamente, las Comunidades Autónomas, tienen la 
obligación de garantizar la defensa de las personas consumidoras y usuarias protegiendo, 
mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses 
económicos de los mismos.

En el marco de este mandato constitucional, se establece también que la ley regulará el 
comercio interior. Por ello, la presente norma legal es el cauce adecuado para ordenar el 
comercio interior de nuestra Comunidad Autónoma, adaptándose a las características 
peculiares de su estructura económica y comercial, sin desviarse nunca de objetivos 
irrenunciables como la defensa de la libertad de empresa y de la competencia, la libre 
circulación de bienes en todo el territorio español y la garantía de los intereses y derechos de 
las personas consumidoras.

III
Una materia de tanta importancia para el desarrollo socioeconómico de nuestra 

Comunidad como es el comercio interior, no podía continuar sin una normativa clara y 
precisa que estableciera los principios generales a los que deben someterse los agentes 
operantes en este sector, dando respuesta al mismo tiempo a la amplia demanda social 
suscitada en este sentido.

Para ello, debe tenerse en cuenta que en los últimos años se ha producido una 
modificación sustancial en nuestra tradicional estructura comercial, por lo que se ha de 
pretender que la introducción de nuevos formatos, técnicas y prácticas comerciales se 
realice de forma equilibrada y ordenada, limitando, en lo posible, las tensiones que se 
deriven de los cambios de la estructura, sin que ello suponga una rémora para la necesaria 
modernización y adecuación del equipamiento comercial.

La ley está basada en dos principios fundamentales: Por un lado, el respeto a la 
legislación estatal básica en la materia y a la normativa emanada de las instituciones 
comunitarias, y, por otro, la contemplación de las singulares circunstancias que exigen un 
tratamiento particularizado de determinados aspectos de nuestro comercio interior, 
fundamentalmente la actuación pública sobre la actividad comercial, sobre todo en lo 
referente a la reforma y modernización de las estructuras comerciales y la participación de 
los agentes sociales intervinientes en este sector de la vida económica, así como la defensa 
de las personas consumidoras y el respeto a la legislación europea, estatal y autonómica en 
materia de igualdad de género, que obliga a la transversalización de este principio en todas 
las áreas de intervención de las políticas públicas, incluidas las relacionadas con la 
regulación del comercio interior.

IV
Los principales elementos de la legislación comercial que se eliminan para dar 

cumplimiento a los requerimientos de la Directiva son:
a) La licencia comercial específica previa a la licencia municipal de los grandes 

establecimientos comerciales, prevista en el título IV de la Ley 1/1996, de 10 de enero.
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b) Los límites inferiores a 2.500 metros cuadrados de superficie útil de exposición y venta 
para la consideración de gran superficie minorista.

c) Las pruebas económicas para fundamentar la decisión de otorgamiento de la licencia 
comercial específica.

d) Las disposiciones que permitían la intervención en el procedimiento de autorización de 
personas que representan los intereses comerciales ya presentes en el mercado.

e) La licencia comercial específica para los establecimientos de descuento y de venta de 
restos de fábrica con una superficie útil de exposición y venta mínima de 400 metros 
cuadrados.

f) La tasa autonómica por la tramitación de la licencia comercial.
g) Las inscripciones previas en el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales 

de Andalucía.

V
En el título I se delimita el objeto del presente texto refundido, la regulación 

administrativa del comercio interior, así como su ámbito de aplicación, con exclusión de 
aquellas actividades comerciales sometidas a legislaciones específicas, y se realiza la 
definición normativa de varios conceptos relativos al sector, como son la actividad comercial, 
minorista y mayorista.

Por otro lado, se instituye el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de 
Andalucía, con la finalidad de obtener la información necesaria para la definición de las 
políticas a desarrollar por el ejecutivo andaluz en el sector, así como facilitar el ejercicio de 
las funciones de control y tutela de los intereses públicos del comercio, sin que en ningún 
caso suponga una carga económica y burocrática para el comerciante.

Asimismo, la acción de la Administración autonómica se desarrollará respetando el 
principio de libertad de empresa, la libre y leal competencia conforme a la legislación vigente, 
la libre circulación de bienes así como la defensa y garantía de los legítimos intereses de las 
personas consumidoras y usuarias.

VI
La política pública sobre el comercio debe ser especialmente favorable a la participación 

de los grupos socioeconómicos implicados en el sector, haciendo efectivos los principios 
constitucionales de participación ciudadana, defensa de los intereses de las personas 
consumidoras y audiencia de sus organizaciones en la gestión de los intereses públicos que 
les afecten directamente.

Siendo necesario que la Administración autonómica cuente con un órgano colegiado que 
combine adecuadamente los intereses, aspiraciones y propuestas de los sectores 
implicados, personas consumidoras, trabajadoras y comerciantes, tanto de las PYMEs, como 
de las grandes empresas, se instaura, por ello, en el título II, el Consejo Andaluz de 
Comercio, cuya composición y funciones quedan reguladas en el mismo.

VII
La regulación de los horarios para la apertura y cierre de los locales comerciales en el 

ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía se enmarca en la defensa de las PYMEs 
comerciales, dado que los hábitos de acumulación de compras en domingos y días festivos 
se concentraba en las grandes superficies minoristas, rompiendo el equilibrio de intereses y 
amenazando con producir la desertización del tejido comercial urbano.

El título III persigue conjugar los intereses generales del comercio con los de las 
personas consumidoras, estableciendo, para ello, dos regímenes coexistentes: Régimen 
general de horarios comerciales –que se sustenta, principalmente, en la libertad de las 
personas comerciantes para establecer sus propios horarios de actividad de los 
establecimientos, sin perjuicio del número máximo de horas de apertura semanal, que se fija 
en setenta y dos, y la autorización de la práctica de la actividad comercial en ocho domingos 
y días festivos al año– y el régimen de libertad horaria que se establece para determinados 
sectores más sensibles a la pequeña compra dominical –panadería, repostería, prensa, etc.– 
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y para las zonas declaradas de gran afluencia turística en las que puede producirse una 
escasez de la oferta por motivo de importantes aumentos estacionales de la población.

VIII
El título IV de la Ley 1/1996, de 10 de enero, en su capítulo I procede a delimitar los 

conceptos y definiciones que van a ser utilizados para lograr una mayor precisión, 
destacando la definición de las grandes superficies minoristas como cualquier 
establecimiento minorista con una superficie útil de exposición y venta superior a los 2.500 
metros cuadrados. En la sección 2.ª de este capítulo, se establecen criterios de aplicación 
general, como el de la cohesión y equilibrio territorial, la defensa de la ciudad compacta, la 
cercanía y fácil acceso de la oferta comercial para las personas consumidoras, la previsión 
de la red viaria o la conexión con redes de transporte público, entre otros. Asimismo, se 
determina el contenido mínimo de la planificación comercial y urbanística.

El capítulo II regula el Plan de Establecimientos Comerciales cuyo objeto es contribuir al 
emplazamiento eficiente de las grandes superficies minoristas mediante la delimitación de 
ámbitos aptos para su localización, teniendo carácter preferente para el planeamiento 
urbanístico. La determinación de los ámbitos potencialmente aptos para las grandes 
superficies minoristas se lleva a cabo mediante la aplicación de criterios territoriales que den 
cobertura a todas las exigencias y requisitos físicos y ambientales.

El Plan de Establecimientos Comerciales es un plan con incidencia en la ordenación del 
territorio, a los efectos previstos en la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del 
Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

En la sección 1.ª del capítulo III se determinan los criterios para el emplazamiento 
urbanístico de las grandes superficies minoristas, destacando el principio básico de que la 
planificación urbanística deberá preceder a la instalación, y en su caso autorización, en 
función de los ámbitos aptos determinados por el Plan de Establecimientos Comerciales. 
Cualquiera otra previsión deberá ser motivada en el mismo instrumento de planeamiento. A 
estos efectos, el planeamiento urbanístico deberá definir el uso pormenorizado de grandes 
superficies minoristas, no pudiendo este tipo de establecimiento instalarse en ningún otro 
uso de suelo. Igualmente, podrá identificar los espacios comerciales susceptibles de 
rehabilitación, valorando su accesibilidad, peatonalización, aparcamientos y mobiliario 
urbano, y programar, en su caso, la rehabilitación mediante actuaciones integradas de 
reforma.

En la sección 2.ª de este mismo capítulo se establece la regulación del informe comercial 
relativo a los instrumentos de planeamiento urbanístico, que deberá pronunciarse en relación 
con los intereses generales afectados por las previsiones sobre grandes superficies 
minoristas que contengan.

La sección 3.ª de este capítulo contiene la regulación del Certificado de Calidad 
Municipal del Comercio de Andalucía, para los municipios que hayan adaptado su Plan 
General de Ordenación Urbanística a las determinaciones de esta ley y al Plan de 
Establecimientos Comerciales, diseñando una estrategia para el mantenimiento y mejora de 
la estructura comercial urbana y previendo zonas de rehabilitación de espacios comerciales.

El capítulo IV regula la autorización de las grandes superficies minoristas, caracterizadas 
tanto por sus dimensiones como por el acceso masivo de las personas consumidoras. El 
control previo, atendiendo al principio de simplificación administrativa y ventanilla única, se 
delega en los municipios y se incardina dentro de la licencia municipal de obras de grandes 
superficies minoristas, al mismo tiempo que los criterios para su ejercicio son estrictamente 
territoriales, urbanísticos y medio ambientales. Destaca en este único procedimiento un 
informe autonómico preceptivo de la Consejería competente en materia de comercio interior 
sobre la adecuación del proyecto a los criterios para la implantación de las grandes 
superficies minoristas establecidos en esta ley y al contenido del Plan de Establecimientos 
Comerciales, motivado por el carácter supramunicipal de la incidencia territorial de estos 
establecimientos. Conviene destacar que la licencia municipal de obras es plenamente 
compatible con la Directiva de Servicios.
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IX
En el título V se regulan una serie de modalidades de venta o prácticas comerciales que 

se engloban en dos capítulos distintos. El primero de ellos, dedicado a las prácticas 
comerciales efectuadas fuera de establecimientos comerciales, y, el segundo, a las 
denominadas ventas promocionales, cuya conceptualización se formula, por primera vez en 
nuestra Comunidad Autónoma, en esta norma.

El especial dinamismo de la moderna distribución comercial ha propiciado la aparición de 
estas nuevas modalidades de venta, así como la intensificación de otras que ya existían en 
las prácticas comerciales, por lo que se hace necesario abordar su regulación para evitar las 
incertidumbres y riesgos que han generado, especialmente, sobre las personas 
consumidoras.

La cuestión fundamental que se plantea es que tal regulación debe realizarla el 
legislador autonómico en el ámbito de la defensa de las personas consumidoras y usuarias 
sin afectar a la legislación sobre defensa de la competencia. Por ello, el texto contenido en el 
título V es absolutamente respetuoso con las competencias estatales de defensa de la 
competencia y legislación mercantil y civil, teniendo siempre como objetivo predominante la 
defensa de las personas consumidoras y, especialmente, su derecho a la información en 
relación a estas ventas especiales, derecho calificado por el artículo 8 del texto refundido de 
la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, como 
«derecho básico» y cuya promoción constituye una obligación para los poderes públicos 
establecida en el artículo 51.2 de la Constitución. Se trata, pues, de uno de los derechos 
más importantes y trascendentales de las personas consumidoras, ya que una información 
veraz y correcta es imprescindible para el conocimiento exacto del alcance y características 
del bien, producto o servicio que se contrata.

Por último, es necesario señalar que la regulación de las diversas modalidades 
especiales de venta, tanto las celebradas fuera de establecimiento como las promocionales, 
no supone configurar modalidades contractuales distintas del contrato de compraventa 
contemplado en las leyes civiles, pues en nada afecta a los elementos estructurales básicos 
ni introducen ningún tipo de modificación, sustancial o accidental, al citado contrato típico 
traslativo de dominio.

X
En el título VI, la ley tipifica las infracciones en materia comercial, establece las 

sanciones y las cuantifica en relación con su importancia.
Finalmente, ha de señalarse que, en la elaboración del presente texto refundido se ha 

conseguido un alto grado de participación de los agentes sociales que tienen relación con el 
sector comercial andaluz, habiendo puesto de manifiesto su opinión sobre la misma, durante 
el trámite de audiencia, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 
Andalucía, las organizaciones empresariales, de comerciantes, sindicales y de consumidores 
y usuarios más importantes de nuestra Comunidad Autónoma, junto a los organismos 
representativos de los municipios y provincias andaluces.

En virtud de la autorización del Parlamento de Andalucía, a propuesta del Consejero de 
Turismo, Comercio y Deporte, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 20 de marzo de 2012,

DISPONGO

Artículo único.  Aprobación del texto refundido de la Ley del Comercio Interior de 
Andalucía.

Se aprueba el texto refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía, que se 
inserta a continuación.
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Disposición adicional única.  Remisiones normativas.
Las remisiones realizadas por otras disposiciones a la Ley 1/1996, de 10 de enero, del 

Comercio Interior de Andalucía, se entenderán efectuadas a los preceptos correspondientes 
del texto refundido que se aprueba.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan al 

presente Decreto Legislativo y al texto refundido y, expresamente, la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, del Comercio Interior de Andalucía.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía».

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL COMERCIO INTERIOR DE ANDALUCÍA

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito

Artículo 1.  Objeto.
El presente texto refundido tiene por objeto la regulación administrativa del comercio 

interior en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, con la finalidad de ordenar y 
modernizar el sector de la distribución comercial.

Artículo 2.  Ámbito.
1. El presente Texto Refundido será de aplicación a las actividades comerciales 

realizadas en el ámbito territorial de Andalucía.
2. Quedan excluidas del ámbito del presente Texto Refundido aquellas actividades 

comerciales que, en razón de su objeto, se encuentren reguladas por una legislación 
especial, en los aspectos previstos por éste.

3. Se entiende por actividad comercial la consistente en el ejercicio profesional y con 
ánimo de lucro de ofertar artículos o mercancías para su venta.

Artículo 3.  Actividad comercial minorista.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1.2 de la Ley 7/1996, de 16 de enero, se 

entiende por actividad comercial de carácter minorista, a los efectos de este Texto 
Refundido, el ejercicio profesional y con ánimo de lucro de ofertar artículos o mercancías 
para su venta a los destinatarios finales.

2. En particular, no tienen la condición de actividades comerciales de carácter minorista:
a) La venta por fabricantes, dentro del propio recinto industrial, de los residuos y 

subproductos obtenidos en el proceso de producción.
b) La venta directa por personas agricultoras y ganaderas de productos agropecuarios 

en estado natural y en su lugar de producción, o en los centros cooperativos de recogida de 
tal producción.

Artículo 4.  Actividad comercial mayorista.
Se entiende por actividad comercial de carácter mayorista, a los efectos de este Texto 

Refundido, el ejercicio profesional y con ánimo de lucro de ofertar artículos o mercancías 
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para su venta a otras empresas comerciales o no, siempre que no sean personas 
consumidoras finales.

Artículo 5.  Calificación de la actividad comercial.
1. No se modificarán las anteriores calificaciones de actividad comercial de carácter 

minorista o mayorista por el sometimiento de la mercancía a procesos de transformación, 
tratamiento o acondicionamiento que sean usuales en el comercio.

2. La actividad comercial mayorista no podrá ejercerse simultáneamente con la minorista 
en un mismo establecimiento, salvo que se mantengan debidamente diferenciadas y se 
respeten las normas específicas aplicables a cada una de estas modalidades de distribución.

Artículo 5 bis.  El comercio electrónico.
1. El comercio electrónico consiste en la compra y venta de productos a través de 

Internet contando o no con un establecimiento comercial.
2. Cuando la venta se lleve a cabo a través de comercio electrónico, tiene la 

consideración de venta especial de acuerdo con la regulación establecida en el título V.
3. La regulación contenida en el título III no será de aplicación a la actividad comercial 

ejercida a través de comercio electrónico.

CAPÍTULO II
Régimen administrativo

Artículo 6.  Régimen administrativo de la actividad comercial.
El ejercicio de la actividad comercial en Andalucía responde al principio de libertad de 

empresa, desarrollándose en el marco de la economía de mercado, sin perjuicio de las 
determinaciones contenidas en el presente texto refundido y disposiciones que lo desarrollen 
y de aquellas otras normas que regulen la actividad comercial.

Artículo 7.  Inspección.
1. Corresponde a la Administración de la Junta de Andalucía y a los Ayuntamientos, en el 

ejercicio de sus funciones de vigilancia, la inspección de productos, actividades, 
instalaciones y establecimientos comerciales, así como solicitar cuanta información resulte 
precisa.

2. Las funciones inspectoras en materia de comercio interior en la Administración de la 
Junta de Andalucía serán ejercidas por la Consejería competente en materia de comercio 
interior, a la que se adscriben los correspondientes servicios de Inspección, sin perjuicio de 
las competencias que le puedan corresponder a otros órganos de la Administración de la 
Junta de Andalucía.

La Consejería competente en materia de comercio interior, para el adecuado ejercicio de 
sus competencias, establecerá reglamentariamente las funciones, el régimen de actuación y 
la composición de los servicios de la inspección comercial, y elaborará los correspondientes 
planes de inspección, en coordinación con otros órganos de la Administración estatal, 
autonómica y local.

3. En los supuestos en que por motivos de especialidad técnica, por acumulación de 
tareas, por razones de urgencia o por insuficiencia de personas inspectoras, no sea posible 
llevar a cabo adecuadamente las tareas encomendadas a la inspección de comercio, la 
Dirección General competente en materia de comercio interior, podrá habilitar a otras 
personas funcionarias para su realización conforme a un procedimiento que garantice la 
formación especializada de éstas.

4. Las personas inspectoras así como las que tengan asignadas las funciones de 
inspección en los respectivos Ayuntamientos tendrán, en el ejercicio de su cometido, la 
consideración de autoridad pública, disfrutando como tales de la protección y facultades que 
a éstos les dispensa la normativa vigente.

5. Las actas de inspección deberán hacer constar: los datos identificativos del 
establecimiento o actividad de la persona interesada y de las personas inspectoras 
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actuantes; los hechos constatados, con expresión del lugar, fecha y hora, destacando, en su 
caso, los hechos relevantes a efectos de tipificación de la infracción; la infracción que tales 
hechos puedan constituir con expresión del precepto infringido, graduación de la sanción y 
persona presuntamente responsable de aquélla; así como las alegaciones o aclaraciones 
efectuadas, en su caso, en el acto por la persona interesada.

6. Las actas de la inspección, debidamente formalizadas, tendrán valor probatorio 
respecto a los hechos reflejados en ellas, constatados personalmente por las personas 
inspectoras actuantes, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus derechos e 
intereses puedan aportar o señalar las personas interesadas.

7. En caso de que se investiguen actividades comerciales canalizadas a través de 
medios de telecomunicación, como pueden ser la venta on line o a distancia, en los que no 
sea posible extender el acta de inspección ante la persona responsable de la actividad o en 
el caso de que su presencia pueda frustrar la finalidad de la inspección, debe notificarse el 
contenido del acta a dicha persona para que aporte los datos requeridos y pueda hacer las 
manifestaciones pertinentes.

Artículo 8.  Obligación de facilitar información.
Las personas titulares de establecimientos y actividades comerciales, así como su 

personal empleado y representantes, están obligados a cumplir con los requerimientos e 
inspecciones que efectúe la Administración competente y sus agentes, acerca del 
cumplimiento de las prescripciones legales que regulen el ejercicio de la actividad comercial 
de que se trate.

Artículo 9.  Prohibición de limitar la adquisición de artículos.
1. Los y las comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que puedan ser 

adquiridos por cada persona compradora, ni establecer precios más elevados o suprimir 
reducciones o incentivos, para las compras que superen un determinado volumen. En el 
caso que, en un establecimiento abierto al público, no se dispusiera de existencias para 
cubrir la demanda, se atenderá a la prioridad temporal en la solicitud.

2. Sólo excepcionalmente la Administración podrá autorizar que se limite la cantidad de 
artículos que puedan ser adquiridos por cada persona compradora.

CAPÍTULO III
Registro

Artículo 10.  Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de Andalucía.
(Suprimido)

CAPÍTULO IV
Reforma de las estructuras comerciales

Artículo 11.  Reforma de las estructuras comerciales.
(Suprimido)
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TÍTULO II
El Consejo Andaluz de Comercio

CAPÍTULO ÚNICO
Disposiciones generales

Artículo 12.  Consejo Andaluz de Comercio.
1. Se crea el Consejo Andaluz de Comercio, como órgano colegiado consultivo y de 

participación social de la Consejería competente en materia de comercio interior.
2. El Consejo tiene por finalidad el asesoramiento a la Administración de la Junta de 

Andalucía en materia de comercio, así como servir de cauce para la participación de las 
distintas organizaciones y entidades relacionadas con el comercio en Andalucía.

3. El Consejo tiene como funciones:
a) Informar la legislación y planificación comercial.
b) Conocer y valorar las medidas de política comercial.
c) Impulsar medidas que promuevan la innovación y la calidad en el comercio.
d) Identificar las necesidades del sector comercial en Andalucía.

Artículo 13.  Atribuciones del Consejo Andaluz de Comercio.
El Consejo Andaluz de Comercio será oído preceptivamente en los siguientes supuestos:
a) En el procedimiento de elaboración de las normas de la Comunidad Autónoma que se 

refieran específicamente al comercio interior.
b) En la elaboración de los planes plurianuales de fomento del comercio interior.
c) Con carácter previo a la aprobación y revisión del Plan de Establecimientos 

Comerciales y a la presentación de su informe de seguimiento.
d) En el procedimiento de concesión del Certificado de Calidad Municipal del Comercio 

de Andalucía.
e) En aquellos otros supuestos que por este texto refundido o por su normativa de 

desarrollo se determine o cuando, por su relevancia para el comercio en Andalucía, le sea 
solicitado su parecer por la Consejería competente en materia de comercio interior.

Artículo 14.  Composición.
1. El Consejo Andaluz de Comercio estará compuesto por:
a) La persona titular de la Consejería competente en materia de comercio interior, que lo 

presidirá.
b) La persona titular de la Viceconsejería competente en materia de comercio interior, 

que ostentará su Vicepresidencia.
c) Dos representantes de cada una de las Consejerías con competencia en materia de 

comercio interior, economía, ordenación del territorio, urbanismo, administración local, medio 
ambiente, consumo, empleo y educación.

d) Dos representantes de los municipios y provincias de Andalucía.
e) Seis representantes de las organizaciones empresariales más representativas.
f) Seis representantes de las organizaciones sindicales más representativas.
g) Tres representantes de las asociaciones de consumidores más representativas.
h) Dos representantes de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de 

Andalucía.
i) Cuatro personas de reconocida capacidad técnica en materia de comercio interior 

designadas por la Consejería competente en materia de comercio interior.
j) Una persona representante de la Consejería competente en materia de comercio 

interior, que ostente la condición de funcionario o funcionaria, que ejercerá la Secretaría, con 
voz y sin voto.

2. La designación de los representantes incluidos en el apartado anterior se hará por sus 
respectivas organizaciones e instituciones, y su nombramiento se efectuará por la persona 
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titular de la Consejería competente en materia de comercio interior. La representación de las 
organizaciones e instituciones respetará el equilibrio entre hombres y mujeres en los 
términos previstos por los artículos 18 y 19 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la 
Administración de la Junta de Andalucía.

3. Reglamentariamente se determinará su régimen de organización y funcionamiento.
4. En caso de vacante, ausencia o enfermedad de la persona que ostente la Secretaría, 

su sustituta será una persona funcionaria de la Consejería competente en materia de 
comercio interior.

TÍTULO III
Horarios comerciales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 15.  Régimen de horarios.
1. El régimen de horarios de apertura y cierre de los establecimientos comerciales será 

el establecido en este Texto Refundido y en sus normas de desarrollo.
2. Los establecimientos comerciales de Andalucía estarán sujetos a alguno de los 

siguientes regímenes:
a) Régimen general de horarios.
b) Régimen de libertad horaria.

Artículo 16.  Horario diario.
El horario de apertura y cierre de locales comerciales en días laborables y domingos y 

festivos de actividad autorizada, será libremente acordado por cada comerciante, 
respetando, en todo caso, los límites máximos establecidos en este texto refundido que sean 
de aplicación.

Artículo 17.  Publicidad de horarios.
En todos los establecimientos comerciales deberá figurar la información a las personas 

consumidoras de los horarios de apertura y cierre, exponiéndolos en lugar visible, tanto en el 
interior del establecimiento como en el exterior, incluso cuando el local esté cerrado.

CAPÍTULO II
Régimen general

Artículo 18.  Horario semanal.
El horario en el que los comercios podrán desarrollar su actividad durante los días 

laborables de la semana será, como máximo, de noventa horas.

Artículo 19.  Régimen de domingos y días festivos.
1. El número de domingos y días festivos en los que los comercios podrán permanecer 

abiertos al público en la Comunidad Autónoma de Andalucía será de dieciséis días.
2. El calendario anual, fijando los referidos días, se establecerá, previa consulta al 

Consejo Andaluz de Comercio, mediante orden de la Consejería competente en materia de 
comercio interior, que se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía con 
anterioridad al 1 de septiembre del año inmediatamente anterior al que haya de aplicarse.

3. Las Corporaciones Locales, por acuerdo motivado del órgano correspondiente, podrán 
permutar hasta dos de los domingos y festivos habilitados en el calendario anual regional por 
otros en atención a las necesidades comerciales de su término municipal, conforme a los 
criterios establecidos en el apartado 4 de este artículo.
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Cuando, como consecuencia de la fijación de una festividad local, se produzca la 
coincidencia de dos o más días continuados no aperturables comercialmente, el 
Ayuntamiento solicitará la permuta de uno de ellos por otro domingo o festivo del calendario 
autonómico. Excepcionalmente, en el caso de que el Ayuntamiento no solicite dicha 
permuta, la Consejería competente en materia de Comercio podrá decidir la permuta para un 
ámbito municipal determinado.

Con carácter general, dichas permutas podrán solicitarse a la Dirección General 
competente en materia de comercio interior, en las siguientes fechas: antes del 1 de 
noviembre del año inmediatamente anterior, las que vayan a materializarse a lo largo de todo 
el año siguiente; antes del 1 de febrero, las que vayan a materializarse en los trimestres 
segundo, tercero y cuarto del año en curso; antes del 1 de mayo, las que vayan a 
materializarse en los trimestres tercero y cuarto del año en curso; y antes del 1 de agosto, 
las que vayan a materializarse en el cuarto trimestre del año en curso. A efectos del cómputo 
de los plazos de solicitud de las permutas, ambas fechas, deben estar dentro de los períodos 
establecidos anteriormente, tanto el día de apertura ya autorizado, como el día que se 
solicita de nueva apertura.

Excepcionalmente, si con posterioridad a la concesión de la permuta solicitada se 
producen circunstancias sobrevenidas justificadas, el Ayuntamiento podrá renunciar a la 
misma y, en caso de que lo considere necesario, solicitar por el órgano municipal 
competente una nueva permuta conforme a los criterios establecidos en el apartado 4 de 
este artículo, siempre que se solicite con anterioridad a la fecha de la permuta concedida y, 
en todo caso, con un mes de antelación a la nueva fecha solicitada.

En ningún caso podrán ser objeto de permutas, aquellos domingos o festivos, incluidos 
en alguno de los supuestos de libertad horaria establecidos en el artículo 20.

La Dirección General competente en materia de comercio interior resolverá previa 
consulta del Consejo Andaluz de Comercio. Las permutas estimadas serán publicadas en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

4. Para la determinación de los domingos y festivos de apertura a los que se refieren los 
apartados anteriores, se deberá atender de forma prioritaria al atractivo comercial de los días 
para las personas consumidoras y las empresas comerciales, de acuerdo con los siguientes 
criterios:

a) La apertura obligatoria de al menos un día festivo cuando se produzca la coincidencia 
de dos o más días festivos continuados.

b) La apertura en los domingos y festivos correspondientes a los períodos tradicionales 
de rebajas o ventas promocionales. Se entenderá que los períodos tradicionales de rebajas 
son dos, el de rebajas de invierno, que comprende desde el 7 de enero al 7 de marzo, y el 
de rebajas de verano, que comprende desde el 1 de julio al 31 de agosto; todo ello, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 25 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación 
del Comercio Minorista.

c) La apertura en los domingos y festivos de mayor afluencia turística en la Comunidad 
Autónoma, previo informe de la Consejería competente en materia de turismo.

d) La apertura en los domingos y festivos de la campaña de Navidad, que comprenderá 
desde el domingo posterior al cuarto jueves de noviembre al 24 de diciembre, y de Reyes, 
que comprenderá del 26 de diciembre al 5 de enero.

CAPÍTULO III
Establecimientos con libertad horaria

Artículo 20.  Establecimientos con libertad horaria.
1. Tendrán plena libertad para determinar los días y horas de apertura al público:
a) Los establecimientos de venta de pastelería y repostería, pan y platos preparados, 

elaboración y venta de churros, patatas fritas, frutos secos y dulces, prensa, floristerías y 
plantas.
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b) Los establecimientos comerciales dedicados exclusivamente a la venta de productos 
culturales y deportivos ubicados en el interior de museos o establecimientos culturales o 
deportivos.

c) La venta de combustibles y carburantes, sin que esta excepción afecte a los 
establecimientos comerciales anexos a las gasolineras, salvo que se limiten, esencialmente, 
a la venta de repuestos y otros productos complementarios de la automoción.

d) Los establecimientos comerciales integrados en instalaciones de prestación de 
servicios turísticos, dedicados exclusivamente al servicio de las personas usuarias de las 
mismas.

e) Las denominadas tiendas de conveniencia.
f) Los establecimientos instalados en puntos fronterizos, en estaciones y medios de 

transporte terrestre, marítimo y aéreo, que tengan acceso restringido para los viajeros y los 
situados dentro de los establecimientos de alojamiento turístico. En el caso de no existir 
zonas restringidas, la libertad horaria solo se aplicará a un total de quinientos metros 
cuadrados de superficie útil de exposición y venta al público. Esta superficie será 
determinada por quien posea la titularidad de los puntos fronterizos, estaciones y medios de 
transporte o de los establecimientos de alojamiento turístico, excepto en el caso de 
establecimientos de carácter colectivo, que será determinada por la entidad promotora de los 
mismos.

g) Las actividades comerciales efímeras, solo si están directa y exclusivamente 
vinculadas por el producto comercializado a un evento cultural, deportivo o ferial con el que 
coincide en el tiempo, independientemente de la modalidad comercial en la que se lleve a 
cabo.

h) Los establecimientos situados en las zonas de gran afluencia turística.
i) Los establecimientos comerciales individuales, que no formen parte de un 

establecimiento colectivo, y dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al 
público inferior a trescientos metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o 
grupos de distribución que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa 
según la legislación vigente.

j) Las modalidades de venta ambulante autorizadas por los Ayuntamientos.
k) Los establecimientos comerciales minoristas situados en los municipios declarados 

como turísticos conforme a la normativa reguladora de Municipio Turístico de Andalucía, 
durante el periodo de Semana Santa, que abarcará desde el Domingo de Ramos al Domingo 
de Resurrección, ambos inclusive, y el periodo estival, que comprenderá desde el día 1 de 
junio al día 30 de septiembre, ambos inclusive.

2. Se entenderá por tiendas de conveniencia aquéllas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta al público no superior a quinientos metros cuadrados, permanezcan 
abiertas al público, al menos, dieciocho horas al día, y distribuyan su oferta, en forma similar, 
entre libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, productos o 
material audiovisual e informático, juguetes, regalos y artículos varios. En todo caso, la oferta 
alimentaria será menor del cuarenta por ciento del surtido, medido en número de referencia, 
ni ocupar más del treinta y cinco por ciento de la superficie de exposición y venta del 
establecimiento medido en metros lineales.

3. Se considerarán zonas de gran afluencia turística, a propuesta de los Ayuntamientos 
correspondientes, aquellas áreas coincidentes con la totalidad del municipio o parte del 
mismo en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

b) Que haya sido declarada Patrimonio de la Humanidad o en la que se localice un bien 
inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico artístico.

c) Que limiten o constituyan áreas de influencia de zonas fronterizas.
d) Que se celebren grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 

internacional.
e) Que se encuentren en la proximidad de áreas portuarias en las que operen cruceros 

turísticos y registren una afluencia significativa de visitantes.
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f) Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
g) Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen, debiendo el 

ayuntamiento acreditar objetivamente estas circunstancias especiales en su propuesta y 
contar con el informe de la Consejería competente por razón de la materia afectada por las 
circunstancias especiales alegadas.

4. De conformidad con lo previsto en el apartado 4 del artículo 5 de la Ley 1/2004, de 21 
de diciembre, de Horarios Comerciales, en los supuestos en los que concurran las 
circunstancias enumeradas anteriormente y la propuesta de declaración de zona de gran 
afluencia turística formulada por el Ayuntamiento interesado contenga una limitación de 
carácter temporal o territorial, deberán justificarse en la propuesta las razones en las que se 
funda tal limitación temporal o territorial y justificarse debidamente las zonas territoriales y 
ámbitos temporales que se excluyen, todo ello, de acuerdo con los intereses comerciales, 
turísticos y en beneficio de las personas consumidoras. En el caso de que la Consejería 
competente en materia de comercio interior considerase que no está suficientemente 
justificada esta restricción temporal y/o territorial, se declarará zona de gran afluencia 
turística la totalidad del municipio todo el año.

5. De conformidad con lo previsto en el apartado 5 del artículo 5 de la Ley 1/2004, de 21 
de diciembre, de Horarios Comerciales, en todo caso, en los municipios con más de 100.000 
habitantes que hayan registrado más de 600.000 pernoctaciones en el año inmediatamente 
anterior o que cuenten con puertos en los que operen cruceros turísticos que hayan recibido 
en el año inmediato anterior más de 400.000 pasajeros, se declarará, por orden de la 
persona titular de la Consejería con competencia en materia de comercio interior, al menos, 
una zona de gran afluencia turística aplicando los criterios previstos en el apartado anterior. 
Para la obtención de estos datos se considerarán fuentes las publicaciones del Instituto 
Nacional de Estadística, Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía, Puertos del 
Estado y cualquier otra fuente oficial que se determine en la normativa de desarrollo que 
regule los criterios y procedimientos para la declaración de zonas de gran afluencia turística.

6. No se podrán expender fuera del horario del régimen general otros artículos que 
aquéllos que hayan justificado, en su caso, la consideración de establecimiento con libertad 
horaria.

TÍTULO IV
Los establecimientos comerciales

CAPÍTULO ÚNICO
Conceptos y definiciones

Artículo 21.  Establecimientos comerciales.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales todos los locales y las 

construcciones o instalaciones de carácter permanente, cubiertos o sin cubrir, con 
escaparates o sin ellos, que estén en el exterior o interior de una edificación, destinados al 
ejercicio regular de actividades comerciales, ya sea de forma continuada, o en días o 
temporadas determinadas, así como cualesquiera otros recintos acotados que reciban 
aquella calificación en virtud de disposición legal o reglamentaria.

2. Estos establecimientos se clasifican en establecimientos mayoristas y minoristas.
3. Se considerarán establecimientos comerciales de carácter colectivo los conformados 

por un conjunto de establecimientos comerciales individuales integrados en un edificio o 
complejo de edificios, en los que se ejerzan las respectivas actividades de forma 
independiente, siempre que compartan la utilización de alguno de los siguientes elementos:

a) Acceso desde la vía pública de uso exclusivo o preferente de los establecimientos o 
sus clientes.

b) Aparcamientos privados.
c) Servicios para los clientes.
d) Imagen comercial común.
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e) Perímetro común delimitado.

Artículo 22.  Grandes superficies minoristas.
1. Tendrá la consideración de gran superficie minorista, con independencia de su 

denominación, todo establecimiento de carácter individual o colectivo, en el que se ejerza la 
actividad comercial minorista y tenga una superficie útil para la exposición y venta al público 
superior a 2.500 metros cuadrados.

2. Quedan excluidos de la consideración de grandes superficies minoristas de carácter 
colectivo los mercados municipales de abastos, las instalaciones donde se celebren las 
Ferias de Oportunidades definidas en el artículo 78.bis, así como las agrupaciones de 
comerciantes establecidas en los espacios comerciales que tengan por finalidad realizar 
cualquier forma de gestión en común, con independencia de la forma jurídica que adopten. 
No obstante, si en alguno de los tres supuestos anteriores hubiera un establecimiento 
comercial individual que superase los 2.500 metros cuadrados de superficie útil para la 
exposición y venta al público, este se considerará gran superficie minorista.

3. A los efectos de la aplicación de este texto refundido, las grandes superficies 
minoristas colectivas constituyen un único establecimiento comercial.

4. No perderá, sin embargo, la condición de gran superficie minorista, el establecimiento 
individual que, teniendo una superficie útil para la exposición y venta al público que supere el 
límite establecido en el apartado 1, forme parte, a su vez, de una gran superficie minorista de 
carácter colectivo.

5. Cualquier implantación de gran superficie minorista se someterá a lo dispuesto en la 
normativa vigente en materia de ordenación del territorio y urbanismo.

Artículo 23.  Superficie útil para la exposición y venta al público.
1. Se entiende por superficie útil para la exposición y venta al público de los 

establecimientos comerciales, la superficie total, esté cubierta o no, de los espacios 
destinados a exponer las mercancías con carácter habitual o permanente, o con carácter 
eventual o periódico, a la que puedan acceder las personas consumidoras para realizar las 
compras, así como la superficie de los espacios internos destinados al tránsito de personas y 
a la presentación, dispensación y cobro de los productos, incluyendo los escaparates 
internos, los mostradores y las zonas de cajas y la comprendida entre estas y la salida. El 
cómputo se realizará desde el acceso al establecimiento o desde lugares exteriores donde 
se expongan artículos para su venta.

2. En ningún caso tendrá la consideración de superficie útil para la exposición y venta al 
público, los espacios destinados exclusivamente a almacén, aparcamiento, zonas de carga y 
descarga y almacenaje no visitables por el público ni los lugares exteriores, salvo que se 
expongan productos para su venta y, en general, todas aquellas dependencias o 
instalaciones de acceso restringido al público.

3. En las grandes superficies minoristas de carácter colectivo se excluirán del cómputo 
las zonas destinadas exclusivamente al tránsito común que no pertenezcan expresamente a 
ningún establecimiento. Si existiera algún establecimiento que delimitara parte de su 
superficie por una línea de cajas, el espacio que estas ocupen se incluirá como superficie útil 
para la exposición y venta al público.

Artículo 24.  Definiciones.
A los efectos de el presente texto refundido se entenderá por:
1. Implantación de grandes superficies minoristas: Proceso que engloba tanto su 

planificación como su instalación.
2. Localización de grandes superficies minoristas: Determinaciones relativas a la 

ubicación territorial de las grandes superficies minoristas
3. Emplazamiento de grandes superficies minoristas: Determinaciones relativas a su 

ubicación que pueda establecer el planeamiento urbanístico.
4. Instalación de grandes superficies minoristas: Proceso de construcción de las mismas.
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5. Espacio comercial: Zona de la trama urbana donde se produce una concentración de 
comercio minorista que contribuye a la centralidad de la ciudad, compuesto mayoritaria o 
exclusivamente por pequeños comercios.

Sección 2.ª Criterios y contenidos de aplicación general
(Suprimida).

Arts 25 y 26.  
(Suprimidos).

CAPÍTULOS II a IV

Artículos 27 a 42.  
(Suprimidos)

TÍTULO V
Ventas especiales

CAPÍTULO I
Disposición general

Artículo 43.  Ventas especiales.
Se consideran ventas especiales, a los efectos de este texto refundido, tanto las ventas 

celebradas fuera de establecimiento comercial como las ventas promocionales.

CAPÍTULO II
Ventas fuera de establecimiento comercial

Artículo 44.  Concepto.
1. Se consideran ventas fuera del establecimiento comercial aquellas no celebradas en 

un establecimiento comercial abierto al público de manera permanente y, especialmente, las 
ventas a distancia, la venta ambulante, las ventas automáticas, las ventas domiciliarias, las 
ventas en pública subasta, la venta on line y la venta ocasional o efímera.

2. La venta ambulante continuará rigiéndose por la ley que regula el comercio ambulante 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Sección 1.ª Ventas a distancia

Artículo 45.  Concepto.
1. Se consideran ventas a distancia aquellas en las que quien vende efectúa su oferta a 

la persona consumidora a través de algún medio de comunicación, solicitando que las 
personas compradoras formulen sus pedidos a través de dicho medio o de otro cualquiera, 
así como, en general, cualquier tipo de venta que no conlleve la reunión de la persona 
compradora y la vendedora.

2. En particular, estarán incluidas en este concepto, las ventas por teléfono, las ventas 
por correspondencia, ya sean mediante envío postal, por catálogo, a través de impresos o 
por anuncios en la prensa, y las ventas ofertadas por el sistema de telecompra.

Artículo 46.  Comunicación al Registro.
(Suprimido)
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Artículo 47.  Publicidad.
La publicidad de la oferta recogerá, en todo caso, los siguientes extremos:
a) Identificación, domicilio y número de inscripción en el Registro de la empresa 

ofertante.

Téngase en cuenta que se suprime la remisión hecha al Registro de Comerciantes y 
Actividades Comerciales, de la letra a), establecida por el art. 49.6 del Decreto-ley 26/2021, de 
14 de diciembre de 2021. Ref. BOJA-b-2021-90434

b) Los datos esenciales de los productos que se ofrecen de forma que permita su 
identificación inequívoca en el mercado, con indicación, en todo caso, de su naturaleza, 
cantidad, calidad y posibilidades de consumo o de uso.

c) El precio total a satisfacer, distinguiendo entre el precio de venta y los impuestos 
aplicables, separando el importe de los gastos de envío si van a cargo de la persona 
consumidora, especificando la forma y condiciones de pago, así como el sistema de 
reembolso.

d) El plazo máximo de recepción o puesta a disposición del consumidor del producto 
objeto de la transacción, desde el momento de la recepción del encargo.

Artículo 48.  Garantías.
1. En todos los casos, se garantizará que el producto real remitido sea de idénticas 

características que las del producto ofrecido.
2. Sólo podrá efectuarse el envío de productos que previamente hayan sido solicitados 

por las personas consumidoras, excepto cuando se trate de muestras o regalos de 
promoción, a condición de que figure claramente su carácter totalmente gratuito y la 
ausencia de toda obligación por parte de las personas consumidoras.

Sección 2.ª Ventas automáticas

Artículo 49.  Concepto.
1. Son ventas automáticas aquellas en las que quien compra adquiera el producto a 

través de una máquina a cambio de la introducción en la misma del importe requerido.
2. No privará a una venta de su condición de automática el hecho de que la máquina se 

encuentre instalada en un establecimiento comercial.

Artículo 50.  Comunicación al Registro.
(Suprimido)

Artículo 51.  Requisitos de las máquinas expendedoras.
1. Las máquinas expendedoras deberán reunir los requisitos que reglamentariamente se 

determinen y, en todo caso, deberán contener un sistema automático de recuperación de 
monedas para los supuestos de error, inexistencia de mercancías o mal funcionamiento de la 
máquina.

2. La venta automática de productos alimenticios sólo se permitirá cuando éstos se 
hallen envasados y etiquetados según la normativa específica vigente.

Artículo 52.  Requisitos de las empresas.
La empresas que se dediquen a la explotación de máquinas automáticas deberán 

cumplir los siguientes requisitos particulares:
a) Enviar a la Consejería competente en materia de comercio interior, semestralmente, 

una relación de las máquinas instaladas en la que se detalle la localización de las mismas.
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b) Garantizar mediante la fianza que, en su caso, se determine, la capacidad de atender 
a las posibles reclamaciones por errores en la dispensación de las máquinas automáticas 
que exploten.

Artículo 53.  Información.
Las máquinas destinadas a la venta automática deberán tener expuesto, claramente 

visible:
a) El nombre o razón social, domicilio de la persona empresaria a quien pertenecen, así 

como la indicación del lugar y teléfono de contacto donde serán atendidas las posibles 
reclamaciones.

b) El número de inscripción en el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales 
de Andalucía.

Téngase en cuenta que se suprime la remisión hecha al Registro de Comerciantes y 
Actividades Comerciales, de la letra b), establecida por el art. 49.6 del Decreto-ley 26/2021, de 
14 de diciembre de 2021. Ref. BOJA-b-2021-90434

c) La descripción de las condiciones de funcionamiento y de los productos ofertados.
d) El precio de los productos, así como los tipos de monedas que admite para la 

obtención de los mismos.

Sección 3.ª Ventas domiciliarias

Artículo 54.  Concepto.
1. Son ventas domiciliarias aquellas en las que la oferta se produce en domicilios 

privados, lugares de ocio o reunión, centros de trabajo y similares que no sean el 
establecimiento de quien vende, directamente por el comerciante o a través de sus 
empleados o representantes, con presencia física de ambas partes, tanto si se produce 
como si no, en el momento de la venta, la entrega de la cosa vendida.

2. No se consideran comprendidas en el concepto anterior:
a) Las entregas a domicilio de mercancías adquiridas por cualquier otro tipo de venta.
b) La función de representación en la actividad comercial mayorista, sea mediante 

agentes libres o por medio de personas empleadas del comerciante.

Artículo 55.  Requisitos.
Para la práctica de la venta domiciliaria, los comerciantes deberán cumplir los siguientes 

requisitos:
a) Cumplir con la normativa específica reguladora del producto que se venda.
b) Remitir a la Consejería competente en materia de comercio interior, la relación de 

personas vendedoras que emplean en las visitas domiciliarias, haciendo constar sus datos 
de identificación personal.

Artículo 56.  Publicidad.
1. La publicidad de la oferta, que deberá ser entregada a las personas consumidoras, 

incluirá los siguientes extremos:
a) Identificación, domicilio y número de inscripción de la empresa en el Registro de 

Comerciantes y Actividades Comerciales de Andalucía.
b) Los datos esenciales del producto, de forma que permitan su identificación inequívoca 

en el mercado.
c) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
2. La persona vendedora deberá mostrar a quien compre la documentación en la que 

conste, además de su propia identidad, la de la empresa y el número de inscripción en el 
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Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de Andalucía de la misma, así como el 
carácter con el que actúa.

Téngase en cuenta que se suprimen las remisiones hecha al Registro de Comerciantes y 
Actividades Comerciales, de los apartados 1.a) y 2, establecidas por el art. 49.6 del Decreto-ley 
26/2021, de 14 de diciembre de 2021. Ref. BOJA-b-2021-90434

3. Sin perjuicio de lo establecido anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, la 
persona vendedora está obligada a poner en conocimiento de la persona consumidora, por 
escrito, el derecho que le asiste de disponer de un período de reflexión de, al menos, siete 
días, durante el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate y recibir las 
cantidades que haya entregado.

Sección 4.ª Ventas en pública subasta

Artículo 57.  Concepto.
1. Son ventas en pública subasta aquellas consistentes en la adjudicación del producto a 

quien compre en el curso de una sesión pública convocada al efecto, donde el adjudicatario 
de los bienes será el oferente que proponga un mejor precio.

2. Quedan fuera del ámbito de aplicación del presente texto refundido:
a) Las subastas judiciales o administrativas.
b) Las que se lleven a cabo en lonjas, puertos y lugares similares.

Artículo 58.  Venta en pública subasta realizada de forma ocasional.
La venta en pública subasta realizada de forma ocasional deberá ser puesta en 

conocimiento de la Consejería competente en materia de comercio interior con una 
antelación mínima de diez días a la fecha en que vaya a tener lugar.

Sección 5.ª La venta on line
 

Artículo 58 bis.  Concepto y requisitos.
1. La venta on line es una modalidad de venta a distancia, que consiste en la compra y 

venta de productos a través de internet. Se trata, por tanto, de un tipo de venta especial 
caracterizada por no contar con la presencia física simultánea de la persona comerciante y 
consumidora.

2. Los productos comercializados mediante venta on line deben cumplir la misma 
normativa que es de aplicación cuando son adquiridos en establecimientos comerciales, así 
como lo dispuesto en esta Ley para la venta a distancia y ventas promocionales.

3. En cualquier caso, los contratos que se formalicen mediante la venta on line deberán 
someterse a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, aprobado por Real Decreto legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, a la normativa vigente en materia de servicios de la sociedad de la información y 
comercio electrónico, así como a cualquier otra que le sea de aplicación. En especial, deberá 
cumplirse con los requisitos establecidos en la misma relativos a la información previa y 
posterior a la formalización del contrato y a las obligaciones entre las partes derivadas de la 
perfección del contrato.

Sección 6.ª La venta ocasional o efímera
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Artículo 58 ter.  Concepto y requisitos.
1. Se entiende por venta ocasional o efímera aquella que se realiza por un período 

inferior a tres meses, en establecimientos comerciales sin vocación de permanencia o 
continuidad y que no constituya venta ambulante.

2. Los productos comercializados mediante venta ocasional o efímera deben cumplir la 
misma normativa que es de aplicación cuando son adquiridos en establecimientos 
comerciales con vocación de permanencia o continuidad, así como someterse a lo dispuesto 
en esta Ley para la venta a distancia y ventas promocionales.»

CAPÍTULO III
Ventas promocionales

Artículo 59.  Concepto.
1. Son ventas promocionales todas aquellas que ofrezcan a las personas consumidoras 

productos en condiciones más ventajosas que las habituales en el comercio, mediante 
descuentos, regalos, premios o cualquier otro tipo de incentivos.

2. Se consideran ventas promocionales, especialmente, las ventas con prima, las ventas 
en rebaja, las ventas de saldos, ventas en liquidación y las ventas realizadas en Ferias de 
Oportunidades.

3. Toda venta promocional que, aún anunciándose con distinta denominación, reúna las 
características de cualquiera de las modalidades previstas en este texto refundido, se 
entenderá asimilada a la misma y quedará sujeta a su regulación específica..

Artículo 60.  Requisitos generales.
1. En todo momento, la Consejería competente en materia de comercio interior podrá 

requerir a las personas comerciantes que practiquen cualquier modalidad de venta 
promocional, información sobre las ofertas que realicen.

2. Las personas consumidoras podrán utilizar para sus compras los mismos medios de 
pago que admita habitualmente la persona comerciante, así como exigir la contraprestación 
promocional de la que haya creído razonablemente beneficiarse con la compra, de acuerdo 
con las condiciones de la oferta y de la publicidad realizada.

3. Asimismo, las personas consumidoras podrán ejercitar el derecho de desistimiento 
reconocido en el artículo 10.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista, y en el capítulo II del título I del libro II del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 
de noviembre.

Artículo 61.  Publicidad.
1. La publicidad de las ventas promocionales deberá ir acompañada de información 

suficiente y clara sobre las condiciones y características de las ofertas, de los productos que 
se incluyen y del período de vigencia de la promoción.

2. La duración de la publicidad no excederá de la disponibilidad de existencias de los 
productos ofertados.

3. Queda prohibido aplicar las denominaciones recogidas en el presente texto refundido 
a las ventas promocionales que no se ajusten al correspondiente tipo legal.

Artículo 62.  Venta en cadena o pirámide.
1. Queda prohibida la llamada venta en cadena o pirámide, consistente en ofrecer a las 

personas consumidoras productos a precios reducidos e, incluso, gratuitos, condicionando la 
oferta a que la persona consumidora consiga, directa o indirectamente, para la persona 
vendedora o para un tercero, otros clientes o un determinado volumen de venta.

2. Está prohibido utilizar la mediación de personas consumidoras en las prácticas de 
ventas en cadena o pirámide.
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Sección 1.ª Ventas con prima

Artículo 63.  Concepto.
Se consideran ventas con prima aquellas en las que el comerciante utiliza concursos, 

sorteos, regalos, vales, premios o similares, vinculados a la oferta, promoción o venta de 
determinados productos.

Artículo 64.  Condiciones.
1. Durante el período de la oferta de venta con prima, queda prohibido modificar al alza 

el precio, así como la disminución de la calidad del producto.
2. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares, deberán constar 

en el envase o envoltura del producto de que se trate o, en su defecto, estar debidamente 
acreditadas ante notario, siendo obligatoria la difusión en los medios de comunicación de las 
personas ganadoras de los premios vinculados a la oferta.

3. Cuando un comerciante comunique a cualquier persona consumidora que ha sido 
favorecido por sorteo con un premio, no podrá condicionar directa o indirectamente su 
entrega a la compra de nuevos productos.

4. La persona vendedora deberá disponer de existencias suficientes de los productos 
ofertados para satisfacer la demanda previsible.

No obstante, si llegaran a agotarse durante la promoción las existencias de algunos de 
los productos ofertados, la persona comerciante deberá sustituirlo por otro de similares 
condiciones y características.

Artículo 65.  Autorización administrativa.
(Derogado).

Sección 2.ª Ventas en rebajas

Artículo 66.  Concepto.
Se consideran ventas en rebajas aquellas en la cuales se ofrece a las personas 

consumidoras una reducción de los precios o unas condiciones especiales que supongan su 
minoración en relación con los precios practicados habitualmente.

Artículo 67.  Condiciones.
El anuncio de una venta a precio rebajado obligará al comerciante a disponer de 

existencias suficientes de productos idénticos para ofrecer al público en las mismas 
condiciones prometidas. Las existencias estarán en relación a la duración de la oferta y a la 
importancia de la publicidad.

Artículo 68.  Información.
1. Las reducciones de los precios se consignarán exhibiendo con claridad, junto al precio 

habitual y sin superponerlo, el precio rebajado en cada uno de ellos.
2. Tanto en la publicidad como en la información ofrecida a las personas consumidoras 

sobre las ventas en rebajas, se indicarán las fechas de comienzo y final de las mismas.

Artículo 69.  Separación de los productos rebajados.
1. No podrá anunciarse la venta en rebajas de un establecimiento comercial cuando 

afecte a menos de la mitad de los productos ofrecidos en el mismo, sin perjuicio que pueda 
anunciarse la de cada producto o artículo en concreto.

2. En el supuesto de que las ventas con rebajas no afecten a la totalidad de los 
productos comercializados, los rebajados estarán debidamente identificados y diferenciados 
del resto.

3. En el caso que se efectúe al mismo tiempo y en el mismo local ventas en rebajas y de 
saldos o en liquidación, deberán aparecer debidamente separadas con diferenciación de los 
espacios dedicados a cada una de ellas.
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Artículo 70.  Prohibiciones de utilización de la denominación de venta en rebajas.
Queda prohibida la utilización de la denominación de venta en rebajas en relación con 

los siguientes artículos:
a) Los deteriorados.
b) Los adquiridos para esta finalidad.
c) Los que no estuvieran dispuestos en el establecimiento para la venta a la persona 

consumidora final con un mes de antelación a la fecha de inicio de la venta en rebaja.

Sección 3.ª Ventas de saldos

Artículo 71.  Concepto.
Se consideran ventas de saldos aquellas que tienen por objeto productos cuyo valor de 

mercado se encuentra manifiestamente disminuido como consecuencia de su deterioro, 
desperfecto, pérdida de actualidad o cualesquiera otras circunstancias, que afecten a su 
naturaleza o a su utilidad.

Artículo 72.  Información.
1. La publicidad de las ventas de saldos deberá ir acompañada de información suficiente 

sobre las circunstancias y causas concretas que la motiven, debiendo informar claramente a 
la persona consumidora de la procedencia y motivos que justifican su inclusión en esta 
modalidad de venta, con clara determinación, en su caso, de la existencia de taras o 
deterioros en los artículos ofrecidos, pérdida de actualidad, o limitación del surtido a 
determinadas tallas, colores o modelos. Asimismo, deberán fijar claramente en las etiquetas 
indicativas del producto el precio anterior o de referencia y el actual.

2. En todo caso, los productos puestos a la venta bajo esta modalidad no podrán 
comportar riesgos ni entrañar engaños para las personas consumidoras.

Artículo 73.  Establecimientos de ventas de saldos.
1. Para la venta de saldos con carácter habitual y permanente, será preciso que el 

establecimiento comercial esté dedicado exclusivamente a este tipo de ventas.
En el rótulo del establecimiento deberá recogerse claramente esta circunstancia.
2. Cuando la venta de saldos a que se dedique exclusivamente el establecimiento tenga 

la consideración de venta de restos de fábrica de acuerdo con lo que se establece en el 
artículo siguiente, se estará a lo dispuesto en este artículo.

Artículo 74.  Establecimientos de venta de restos de fábrica.
1. Se consideran establecimientos de venta de restos de fábrica aquellos que se 

dediquen exclusivamente a la venta directa y permanente por el fabricante, bien por sí 
mismo o a través de comerciante minorista que venda o distribuya su marca, de productos 
que respondan a la definición y requisitos de los artículos 71 y 72.2 del presente texto 
refundido, con excepción de los productos de alimentación.

2. Con independencia de su denominación comercial, los establecimientos que se 
dediquen a la actividad definida en el apartado anterior deberán insertar expresamente en 
todos sus instrumentos promocionales la fórmula «establecimiento de venta de restos de 
fábrica».

3. Estos comercios tendrán a disposición de la Administración competente los 
documentos acreditativos de sus adquisiciones a proveedores o suministradores, al efecto 
de que pueda comprobarse el cumplimiento de las normas vigentes.

Artículo 75.  Establecimientos que practiquen la venta de saldos con carácter no habitual.
1. Los establecimientos que realicen venta de saldos con carácter no habitual deberán:
a) Fijar claramente en las etiquetas indicativas el precio anterior y el actual de saldo del 

producto.
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b) Tener los productos que se ofrecen para su venta en saldo físicamente separados de 
aquellos que no lo son.

c) Indicar en su publicidad las fechas de iniciación y terminación de la venta de saldos.
2. No se podrán saldar productos adquiridos para tal fin, ni aquellos otros que no 

hubieran estado puestos a la venta con anterioridad.

Sección 4.ª Ventas en liquidación

Artículo 76.  Concepto.
Se entiende por ventas en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de productos que, anunciada con esta denominación u 
otra equivalente, es llevada a cabo en alguno de los casos siguientes:

a) Cese total o parcial de la actividad comercial.
b) Modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.

Artículo 77.  Requisitos.
1. Las ventas en liquidación habrán de efectuarse en el mismo establecimiento comercial 

en el que los productos hayan sido habitualmente objeto de venta, salvo en los casos de 
fuerza mayor, de resolución judicial o administrativa que lo impida o cuando las causas que 
originen dicha venta así lo exijan.

2. Los productos objeto de las ventas en liquidación no podrán estar afectados por 
ninguna causa que reduzca su valor.

3. La venta en liquidación se limitará a los productos o artículos que formen parte de las 
existencia del establecimiento.

4. La venta en liquidación habrá de ser comunicada a la Consejería competente en 
materia de comercio interior con diez días de antelación a su inicio, indicando la causa, fecha 
de comienzo, duración de la misma y relación de mercancías.

Deberá exhibirse en un lugar visible del establecimiento comercial una copia de la 
comunicación efectuada, debidamente sellada.

Artículo 78.  Información.
1. En toda publicidad de venta en liquidación deberán indicarse las causas que la 

motivan, la fecha de comienzo y duración de la misma, así como el precio anterior y el actual 
que se ofrece para cada producto.

2. La actividad comercial en liquidación deberá aparecer anunciada debidamente en el 
establecimiento, con indicación de los productos concretos a los que afecta cuando se trate 
de cese parcial. En este caso, deberán aparecer debidamente separados los productos en 
liquidación de los que no lo estén, con diferenciación de los espacios dedicados a cada uno 
de ellos.

Sección 5.ª Ventas realizadas en Ferias de Oportunidades

Artículo 78 bis.  Concepto de Ferias de Oportunidades.
1. Se entiende por Ferias de Oportunidades aquellas promovidas por las personas 

comerciantes, sus asociaciones o por cualquier entidad pública o privada, celebradas fuera 
del establecimiento comercial habitual de cada persona comerciante y tienen por objeto la 
realización de ventas en las que se ofrecen a las personas consumidoras productos en 
condiciones más ventajosas que las habituales.

2. Las ventas realizadas en estas Ferias de Oportunidades deberán respetar lo dispuesto 
en el presente capítulo respecto de las ventas promocionales.

3. Los requisitos exigidos para la organización de las Ferias de Oportunidades se 
regulan en el Texto Refundido de la Ley de Ferias Comerciales Oficiales de Andalucía, 
aprobado por Decreto legislativo 3/2012, de 20 de marzo.
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Artículo 78 ter.  Requisitos de las Ferias de Oportunidades.
(Derogado)

Artículo 78 quáter.  Información.
1. Las personas comerciantes que participen en la Feria de Oportunidades deberán 

informar de las siguientes circunstancias:
a) La identificación clara y completa del comerciante y una sede de la empresa para la 

recepción y tramitación de las reclamaciones que pudieran surgir en el ejercicio de su 
actividad, indicándolo concretamente en la factura de compra de cada artículo.

b) Tener a disposición de las personas consumidoras y usuarias las Hojas de quejas y 
reclamaciones, de acuerdo con el modelo reglamentariamente establecido.

c) El tipo de venta promocional que realice en su stand, de conformidad con lo dispuesto 
en el presente capítulo respecto de las ventas promocionales.

TÍTULO VI
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 79.  Potestad sancionadora, procedimiento y competencia.
1. La Administración de la Junta de Andalucía ejercerá la potestad sancionadora 

respecto a las infracciones tipificadas en este título, previa instrucción del correspondiente 
procedimiento sancionador, que se tramitará y resolverá de conformidad con lo previsto en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y en las demás disposiciones que sean de 
aplicación.

2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponderá a los órganos que se 
determinen reglamentariamente.

3. El plazo para resolver y notificar la resolución expresa de los procedimientos 
sancionadores por las infracciones establecidas en la presente Ley será de diez meses, a 
contar desde la fecha del acuerdo de inicio. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera 
dictado y notificado la resolución, se producirá la caducidad del mismo. En el caso de que la 
infracción no hubiese prescrito, deberá iniciarse un nuevo procedimiento.

Artículo 80.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en el presente texto 

refundido corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de las empresas y 
actividades comerciales de que se trate, así como a los promotores de establecimientos 
comerciales sujetos a la obtención de la previa licencia conforme al título IV del presente 
texto refundido.

Artículo 81.  Medidas cautelares.
Se podrá acordar motivadamente el cierre de establecimientos e instalaciones que no 

cuenten con las correspondientes licencias reguladas en el título IV del presente texto 
refundido, así como la suspensión de la actividad comercial hasta que se cumplan los 
requisitos exigidos para su ejercicio. Asimismo, se podrá acordar la paralización de las obras 
cuando no se haya otorgado la referida licencia.
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CAPÍTULO II
Infracciones

Artículo 82.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden pudieran derivarse, 

constituyen infracciones administrativas en materia de comercio interior las acciones u 
omisiones tipificadas en el presente texto refundido.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 83.  Infracciones leves.
Se considerarán infracciones leves:
a) El ejercicio simultáneo de actividades de venta mayorista y minorista con 

incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5.2 del presente texto refundido.
b) El incumplimiento de la obligación de informar al público, o de hacerlo de modo visible, 

de los días y horas de apertura y cierre del establecimiento comercial, conforme a lo 
establecido en el artículo 17 del presente texto refundido sobre la publicidad de horarios 
comerciales.

c) El incumplimiento de los requisitos particulares exigidos para el ejercicio de las ventas 
especiales reguladas en los capítulos II y III del título V del presente texto refundido, siempre 
que no esté calificado como infracción grave o muy grave.

d) La realización de ventas en rebajas fuera del período estacional anunciado por el 
comerciante, así como el anuncio de venta en rebajas de un establecimiento comercial 
cuando afecte a menos de la mitad de los productos ofrecidos en el mismo, salvo que se 
anuncie cada producto o artículo en concreto.

e) El incumplimiento del deber de información relativo a la reducción del precio de venta 
al público del producto de conformidad con lo establecido en el artículo 78 del presente texto 
refundido.

f) La omisión de comunicación al Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales 
de Andalucía en el caso establecido en los apartados 3 y 4 del artículo 10 del presente texto 
refundido.

Téngase en cuenta que se suprime la remisión hecha al Registro de Comerciantes y 
Actividades Comerciales, de la letra f), establecida por el art. 49.6 del Decreto-ley 26/2021, de 
14 de diciembre de 2021. Ref. BOJA-b-2021-90434

g) El incumplimiento de los demás requisitos, obligaciones y prohibiciones contenidos en 
este texto refundido, así como los que, en ejecución del mismo, se establezcan en la 
normativa de desarrollo, siempre que no esté calificado por este texto refundido como 
infracción grave o muy grave.

Artículo 84.  Infracciones graves.
Se considerarán infracciones graves:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades competentes o sus agentes, en orden al cumplimiento de las funciones 
propias de la inspección en las materias a que se refiere el presente texto refundido, así 
como el suministro de información inexacta, incompleta o falsa.

b) El incumplimiento de la prohibición de limitar la adquisición de artículos a que se 
refiere el artículo 9 del presente texto refundido.

c) En materia de horarios comerciales:
1. La apertura de establecimiento comercial sujeto al régimen general de horarios en 

domingo o festivo no autorizado.
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2. La apertura de establecimiento comercial sujeto al régimen general de horarios 
durante un período superior al horario semanal que esté permitido en virtud de la normativa 
de aplicación.

3. La apertura de establecimiento comercial sujeto al régimen general de horarios en 
domingo o festivo autorizado, por un tiempo superior a doce horas.

d) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa, de acuerdo con lo dispuesto en la letra b) del apartado 1 del artículo 65 de la 
Ley 7/1996, de 15 de enero.

e) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del 
artículo 17 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, así como la falta de entrega por las personas 
comerciantes a sus proveedores de un documento que lleve aparejada acción cambiaria, y la 
falta de entrega de un efecto endosable a la orden en los supuestos y plazos contemplados 
en el apartado 4 del mencionado artículo 17.

f) En cuanto a las ventas a distancia y on line.
1. El incumplimiento de la obligación de que el producto real sea de idénticas 

características al producto ofrecido.
2. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 47 del presente texto refundido en 

relación con el contenido de la publicidad de la oferta.
g) En las ventas automáticas, el incumplimiento de cualquiera de los requisitos previstos 

en el artículo 51 de este texto refundido.
h) En cuanto a las ventas domiciliarias:
1. El incumplimiento de la obligación de informar a las personas consumidoras en la 

publicidad de la oferta sobre alguno de los extremos fijados por el artículo 56 del presente 
texto refundido.

2. El incumplimiento del régimen de protección de las personas consumidoras 
establecido en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, en el caso de 
contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles, en lo que sea de aplicación 
para las ventas domiciliarias.

i) En cuanto a las ventas promocionales:
1. La falta de veracidad en los anuncios de las mismas, calificando indebidamente las 

correspondientes ventas u ofertas.
2. El falseamiento de la publicidad de su oferta, en los términos del artículo 61 del 

presente texto refundido.
3. Estar afectados los objetos ofertados en las ventas con prima, en rebaja o en 

liquidación, por alguna causa que reduzca su valor de mercado.
4. Modificar al alza, durante el período de duración de la oferta, el precio del producto, o 

disminuir la calidad del mismo, en los términos del artículo 64.1 del presente texto refundido.
5. El condicionamiento directo o indirecto de la entrega de un premio a la compra de 

otros productos.
6. La no disposición efectiva por la persona vendedora de existencias suficientes de los 

productos ofertados o, en su caso, de otros de similares condiciones y características, para 
satisfacer las demandas previsibles, de conformidad con lo establecido en el párrafo 
segundo del artículo 64.4 del presente texto refundido.

7. El anuncio por la persona comerciante de una venta a precio rebajado sin disponer de 
existencias suficientes de productos idénticos para ofrecer al público, en las mismas 
condiciones prometidas, de conformidad con lo establecido en el artículo 67 del presente 
texto refundido.

8. La calificación como venta en rebajas de artículos deteriorados y de los adquiridos 
para esta finalidad.

9. La oferta de artículos que no estuvieran dispuestos en el establecimiento para la venta 
a su precio habitual con un mes de antelación a la fecha del inicio de la venta en rebajas.

10. La oferta como saldos de objetos cuyo valor de mercado no se encuentre 
manifiestamente disminuido como consecuencia de su deterioro, desperfecto, pérdida de 
actualidad o cualesquiera otras circunstancias que afecten a su naturaleza o a su utilidad.
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11. La oferta de saldos en establecimientos que practiquen este tipo de ventas con 
carácter no habitual de productos adquiridos para tal fin, o que no hubieran estado puestos a 
la venta con anterioridad.

12. La realización de ventas en liquidación fuera de los casos expresamente regulados 
en el artículo 76 del presente texto refundido.

13. La venta en liquidación efectuada fuera del establecimiento comercial en el que los 
productos han sido objeto de venta, salvo en los casos establecidos legalmente.

j) El incumplimiento del deber de insertar expresamente en todos sus instrumentos 
promocionales la fórmula «establecimiento de venta de restos de fábrica» por parte de 
aquellos establecimientos que desarrollen la actividad comercial referida en el artículo 74 del 
presente texto refundido.

k) Realizar venta con pérdida, con excepción de los supuestos señalados en este texto 
refundido, e incumplir las normas sobre facturas que establece el artículo 14 de la Ley 
7/1996, de 15 de enero.

l) La reiteración en infracciones leves. Se entenderá que existe reiteración, por la 
comisión de más de tres infracciones leves en el término de un año, cuando así haya sido 
declarado por resolución firme.

m) La venta realizada en Ferias de Oportunidades en domingo o festivo no autorizado o 
con incumplimiento de lo dispuesto en la Sección 5.ª del Capítulo III del Título V del presente 
Texto Refundido.

Artículo 85.  Infracciones muy graves.
Se considerarán infracciones muy graves:
a) (Suprimida).
b) La reiteración en infracciones graves. Se entenderá que existe reiteración, por 

comisión en el término de un año de más de una infracción grave, cuando así haya sido 
declarada por resolución firme.

Artículo 86.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones tipificadas en el presente texto refundido prescribirán, si fueran muy 

graves, a los tres años; las graves, a los dos años, y las leves, a los seis meses, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 70 de la Ley 7/1996, de 15 de enero.

CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 87.  Cuantía de las sanciones y graduación.
1. Las infracciones a lo dispuesto en este texto refundido serán sancionadas con multa, 

cuya cuantía se establecerá de acuerdo con la siguiente graduación, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 3 de este artículo:

a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa desde 150 hasta 3.000 euros.
b) Las infracciones graves, con multa desde 3.001 hasta 45.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con multa desde 45.001 hasta 150.000 euros. Esta 

última cantidad se podrá sobrepasar hasta alcanzar su décuplo, en el supuesto contemplado 
en el artículo 85.a) del presente texto refundido.

2. Las cuantías señaladas en el apartado anterior para las sanciones podrán ser 
actualizadas mediante decreto del Consejo de Gobierno, en función de la evolución del 
índice de precios de consumo.

3. De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 69.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, y 
131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en todo caso, para la graduación de las 
sanciones aplicables se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) El volumen de la facturación a la que afecte.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
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c) El grado de intencionalidad del infractor o reiteración.
d) La cuantía del beneficio obtenido.
e) La reincidencia, cuando no sea determinante de la infracción.
f) El plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción.
g) El número de las personas consumidoras afectadas.
h) La trascendencia socioeconómica de la infracción.
i) El comportamiento especulativo de la persona infractora.
j) La cuantía global de la operación objeto de la infracción.
k) El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de la actividad infractora.
En este supuesto se aumentará la cuantía de la sanción establecida conforme a los 

anteriores criterios del modo siguiente:
– En las infracciones leves y graves, en un 10% de la base por cada día que pase sin 

atender la comunicación de cesar en la actividad infractora.
– En las infracciones muy graves, en un 20% de la base por cada día que pase sin 

atender la comunicación de cesar en la actividad infractora.
Se entenderá por base la cuantía económica fijada como sanción en la resolución del 

procedimiento.
4. Cuando la cuantía del beneficio obtenido como consecuencia de la comisión de la 

infracción supere la de la sanción máxima aplicable, el órgano sancionador incrementará la 
cuantía máxima de la sanción hasta el importe total del beneficio obtenido.

5. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, la sanción no podrá suponer 
más del 5% de la facturación del último ejercicio cerrado del comerciante infractor en el caso 
de infracciones leves, del 50% en el caso de infracciones graves y del volumen total de dicha 
facturación en el caso de infracciones muy graves. En ningún caso la sanción podrá ser 
inferior a la cuantía mínima fijada en el artículo 87.1 de este texto refundido para cada clase 
de infracción.

Artículo 88.  Sanciones accesorias.
1. El órgano competente para resolver el procedimiento sancionador, en el supuesto de 

infracciones muy graves que produzcan un grave perjuicio económico o generen una amplia 
alarma social, podrá acordar, como sanción accesoria en la resolución del procedimiento 
sancionador, el cierre temporal de la empresa o establecimiento infractor por un plazo 
máximo de cinco años.

2. Asimismo, con carácter accesorio, el órgano sancionador podrá acordar, en la 
resolución del procedimiento sancionador, la publicación de las sanciones impuestas, una 
vez hayan adquirido firmeza, así como los nombres, apellidos, denominación o razón social 
de los sujetos responsables y la naturaleza y características de las infracciones, en el 
«Boletín Oficial de la Junta de Andalucía», en los de la provincia y municipio, y a través de 
los medios de comunicación social.

Artículo 89.  Prescripción de las sanciones.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, las 

sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas 
por infracciones graves a los dos años y las impuestas por faltas leves a los seis meses.

Disposición adicional primera.  Incorporación de la disposición adicional primera de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa al acceso y comunicación electrónica.

(Suprimida)

Disposición adicional segunda.  Incorporación de la disposición adicional segunda de la 
Ley 3/2010, de 21 de mayo, relativa al Certificado de Calidad Municipal del Comercio de 
Andalucía.

(Suprimida)
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Disposición adicional tercera.  Incorporación de la disposición adicional tercera de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa al Consejo Andaluz de Comercio.

Se añade el contenido de la disposición adicional tercera de la Ley 3/2010, de 21 de 
mayo, con la siguiente redacción:

«Todas las menciones realizadas por la normativa vigente a la Comisión Asesora 
de Comercio Interior se entenderán hechas al Consejo Andaluz de Comercio.»

Disposición adicional cuarta.  
(Suprimida)

Disposición adicional quinta.  Incorporación de la disposición adicional quinta de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa a la prohibición de grandes superficies minoristas sobre 
suelo no urbanizable.

(Suprimida)

Disposición adicional sexta.  Incorporación de la disposición adicional sexta de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa a la licencia municipal de obras.

(Suprimida)

Disposición adicional séptima.  Incorporación de la disposición adicional octava de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa a la aplicación de los requisitos previstos para el silencio 
administrativo desestimatorio regulado en normas preexistentes.

(Suprimida)

Disposición transitoria primera.  Órganos competentes en materia sancionadora.
1. Hasta que se aprueben las disposiciones reglamentarias previstas en el artículo 79.2, 

la competencia para iniciar e instruir los procedimientos sancionadores en materia de 
comercio interior corresponderá a las Delegaciones Provinciales de la Consejería 
competente en materia de comercio interior en los supuestos de infracciones leves, y a la 
Dirección General competente en dicha materia en los casos de infracciones graves y muy 
graves.

2. La competencia para la imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá 
al titular de la Dirección General competente en materia de comercio interior, y por 
infracciones graves y muy graves al titular de la Consejería competente en dicha materia.

Disposición transitoria segunda.  Incorporación de la disposición transitoria primera de la 
Ley 3/2010, de 21 de mayo, relativa a previsiones del planeamiento urbanístico sobre 
grandes superficies minoristas.

(Suprimida)

Disposición transitoria tercera.  Incorporación de la disposición transitoria segunda de la 
Ley 3/2010, de 21 de mayo, relativa a la adaptación del planeamiento sin aprobación inicial.

(Suprimida)

Disposición transitoria cuarta.  Incorporación de la disposición transitoria tercera de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa a la aplicación de los requisitos establecidos en el título IV a 
las solicitudes de licencia municipal de obras.

(Suprimida)

Disposición transitoria quinta.  Incorporación de la disposición transitoria cuarta de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa a licencias comerciales y licencias municipales en 
tramitación.

(Suprimida)
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Disposición transitoria sexta.  Incorporación de la disposición transitoria quinta de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo, relativa a las solicitudes de licencia municipal de obras con 
planeamiento con ordenación pormenorizada a la entrada en vigor del Decreto-Ley 3/2009, 
de 22 de diciembre.

(Suprimida)

Disposición transitoria séptima.  Prórroga de licencias comerciales no ejecutadas.
La persona titular de una licencia comercial, que a la entrada en vigor del Decreto-ley 

3/2009, de 22 de diciembre, por el que se modifican diversas leyes para la transposición de 
la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, no hubiera iniciado la actividad, 
mantendrá vigente el plazo máximo contenido en la orden por la que se le otorgó la licencia. 
Este plazo podrá ser prorrogado a solicitud de la persona interesada de forma debidamente 
justificada. En ningún caso, la suma total de los plazos otorgados por las prórrogas 
concedidas podrán superar los diez años desde la fecha inicial en que se otorgó la licencia 
comercial. Transcurrido este plazo sin que se hubiera iniciado la actividad, la licencia 
comercial otorgada quedará sin efecto.

Disposición final primera.  Plan Integral de Fomento del Comercio Interior de Andalucía.
Por orden de la Consejería competente en materia de comercio interior se aprobará cada 

cuatro años un Plan Integral de Fomento del Comercio Interior de Andalucía cuyos objetivos 
serán, entre otros, la modernización de las pequeñas y medianas empresas, fomentar el 
asociacionismo comercial y mejorar la cualificación profesional y de gestión de los recursos 
humanos del sector, debiendo ser sus líneas básicas debatidas previamente en el 
Parlamento Andaluz.

Disposición final segunda.  Adaptación de los umbrales a efectos de la declaración de 
zona de gran afluencia turística.

(Suprimida)

Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.
El desarrollo reglamentario de este texto refundido se llevará a efecto de acuerdo con lo 

dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 69  Texto refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía

– 1680 –



§ 70

Decreto Legislativo 2/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Comercio Ambulante

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 63, de 30 de marzo de 2012

Última modificación: 17 de diciembre de 2021
Referencia: BOJA-b-2012-90004

La disposición final cuarta, apartado primero, epígrafe b), de la Ley 13/2011, de 23 de 
diciembre, del Turismo de Andalucía, autoriza, conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, al Consejo de Gobierno para que, en el plazo de seis 
meses, desde su entrada en vigor, apruebe el texto refundido de la Ley 9/1988, de 25 de 
noviembre, del Comercio Ambulante. La autorización para refundir se extiende, además, a la 
regularización y armonización de los textos legales que se refunden, epigrafiando, en su 
caso, los títulos, capítulos y artículos del texto refundido.

En este caso, la Ley 9/1988, de 25 de noviembre, fue la primera regulación de esta 
actividad que se llevó a cabo en nuestra Comunidad. Con ello, se pretendió establecer una 
norma con rango de ley de carácter general, que sirviera de marco a las distintas 
corporaciones locales andaluzas, reunificando, en la medida de lo posible, la diversa 
normativa existente en este tipo de comercio.

La finalidad primordial que se persiguió con esta ley fue la adecuación de la situación 
socioeconómica a la realidad comercial de nuestra Comunidad, en la que este régimen de 
distribución ocupaba un importantísimo lugar con un porcentaje aproximado del 17,5% de 
todas las transacciones comerciales que se realizaban, protegiendo tanto los derechos de 
las personas comerciantes ambulantes como los de las personas comerciantes sedentarias 
y las personas consumidoras y usuarias.

El paso de más de veinte años desde la aprobación de la norma ha supuesto que esta 
actividad haya continuado creciendo y diversificándose, como se aprecia en el último censo 
realizado en el año 2006, cuando los mercadillos andaluces alcanzaban la cifra de 889 y las 
personas comerciantes inscritas en el Registro General de Comerciantes Ambulantes 
ascendían a cerca de 25.000. Por otra parte, el comercio ambulante, al igual que el comercio 
establecido y los demás sectores económicos, no ha cesado en su diversificación, 
aumentando las mercancías comercializadas, así como los cauces para su venta.

A esa circunstancia que hacía precisa una nueva regulación que se adaptara a la 
realidad comercial actual se unió también la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 
2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, 
la cual obliga a realizar un cambio radical en los contenidos de la intervención administrativa, 
sobre todos aquellos servicios que se realizan por una contrapartida económica, y en 
particular sobre el sector comercial. Como consecuencia de esa normativa europea, se 
aprobó inicialmente el Decreto Ley 3/2009, de 22 de diciembre, por el que se modifican 
diversas leyes para la transposición en Andalucía de la Directiva 2006/123/CE, el cual fue 
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posteriormente tramitado como proyecto de ley, dando lugar a la aprobación de la Ley 
3/2010, de 21 de mayo. En la citada norma se realizan importantes modificaciones a la Ley 
9/1988, de 25 de noviembre, dando una nueva redacción a la mayoría de sus artículos, a la 
vez que se incluye una disposición transitoria séptima, que si bien no modifica formalmente 
su articulado, incorpora contenido normativo relacionado con las personas inscritas en el 
Registro General de Comerciantes Ambulantes que debe quedar integrado en el texto.

Asimismo, el tiempo transcurrido desde que se promulgó la Ley 9/1988, de 25 de 
noviembre, supone que esta tenga, desde el punto de vista sistemático, varias carencias que 
ahora pueden ser superadas llevando a cabo determinadas mejoras técnicas y sistemáticas 
en consonancia con el alcance de la habilitación conferida por el Parlamento de Andalucía, 
la cual se extiende a la regularización y a la armonización de las normas legales refundidas, 
en este caso, la Ley 9/1988, de 25 de noviembre, la disposición final primera de la Ley 
1/1996, de 10 de enero, del Comercio Interior de Andalucía, por la que se modifica la Ley 
9/1988, de 25 de noviembre, así como el artículo segundo y la disposición transitoria séptima 
de la Ley 3/2010, de 21 de mayo.

En virtud de la autorización del Parlamento de Andalucía, a propuesta del Consejero de 
Turismo, Comercio y Deporte, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 20 de marzo de 2012,

DISPONGO

Artículo único.  Aprobación del texto refundido de la Ley del Comercio Ambulante.
Se aprueba el texto refundido de la Ley del Comercio Ambulante que se inserta a 

continuación.

Disposición adicional única.  Remisiones normativas.
Las remisiones realizadas por otras disposiciones a la Ley 9/1988, de 25 de noviembre, 

del Comercio Ambulante, se entenderán efectuadas a los preceptos correspondientes del 
texto refundido que se aprueba.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a este 

Decreto Legislativo y el texto refundido que aprueba y, expresamente, la Ley 9/1988, de 25 
de noviembre, y la disposición transitoria séptima de la Ley 3/2010, de 21 de mayo, por la 
que se modifican diversas leyes para la transposición en Andalucía de la Directiva 
2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a 
los servicios en el mercado interior.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente Decreto Legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL COMERCIO AMBULANTE

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
El presente texto refundido tiene por objeto la regulación del comercio ambulante dentro 

del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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Artículo 2.  Definición y modalidades del comercio ambulante.
1. Se entiende por comercio ambulante el que se realiza fuera de establecimiento 

comercial permanente, con empleo de instalaciones desmontables, transportables o móviles, 
de la forma y con las condiciones que se establecen en la presente norma.

2. A los efectos de esta norma, se considera como comercio ambulante:
a) El comercio en mercadillos que se celebren regularmente, con una periodicidad 

determinada, en los lugares públicos establecidos.
b) El comercio callejero, entendiéndose por tal el que se celebre en vías públicas, sin 

someterse a los requisitos expresados en el párrafo anterior.
c) El comercio itinerante, realizado en las vías públicas a lo largo de itinerarios 

establecidos, con el medio adecuado, ya sea transportable o móvil.
3. Quedan expresamente excluidos de este texto refundido, sometiéndose a la 

competencia de los respectivos Ayuntamientos:
a) El comercio en mercados ocasionales, que tienen lugar con motivo de fiestas, ferias o 

acontecimientos populares, durante el tiempo de celebración de los mismos.
b) El comercio tradicional de objetos usados, puestos temporeros y demás modalidades 

de comercio no contemplados en los apartados anteriores.
c) Las actividades ambulantes industriales y de servicios no comerciales.
d) Los mercados tradicionales de flores, plantas y animales arraigados hondamente en 

algunos lugares de nuestra Comunidad Autónoma.
4. Asimismo, quedan excluidas las actividades comerciales que entran dentro del ámbito 

de aplicación de la Ley 15/2005, de 22 de diciembre, de Artesanía de Andalucía.

CAPÍTULO II
Régimen jurídico del comercio ambulante

Artículo 3.  Autorización municipal.
1. El ejercicio de las modalidades de comercio ambulante previstas en el artículo 2, al 

desarrollarse en suelo público, queda sometido a autorización previa.
Corresponderá a los Ayuntamientos el otorgamiento de la autorización, así como 

establecer el procedimiento para la concesión de la misma, garantizando la incorporación de 
los informes preceptivos exigidos por la legislación administrativa especial, la transparencia, 
imparcialidad y publicidad adecuada de su inicio, desarrollo y fin.

La duración de la autorización será por un periodo de quince años, que podrá ser 
prorrogado, a solicitud de la persona titular, por otro plazo idéntico, una sola vez, con el fin 
de garantizar a las personas físicas o jurídicas titulares de la autorización la amortización de 
las inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos. La autorización 
será transmisible en los términos previstos en las correspondientes Ordenanzas municipales 
reguladoras de la actividad, sin que esa transmisión afecte a su periodo de vigencia.

2. En las autorizaciones expedidas por los Ayuntamientos se hará constar:
a) La persona física o jurídica titular de la autorización para el ejercicio del comercio 

ambulante, su DNI o NIF, domicilio a efectos de posibles reclamaciones y, en su caso, las 
personas con relación familiar o laboral que vayan a desarrollar en su nombre la actividad.

b) La duración de la autorización.
c) La modalidad de comercio ambulante autorizada.
d) La indicación precisa del lugar, fecha y horario en que se va a ejercer la actividad.
e) El tamaño, ubicación y estructura de los puestos donde se va a realizar la actividad 

comercial.
f) Los productos autorizados para su comercialización.
g) En la modalidad de comercio itinerante, el medio transportable o móvil en el que se 

ejerce la actividad y los itinerarios permitidos.
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3. Los Ayuntamientos entregarán, a las personas físicas o jurídicas que hayan autorizado 
para el ejercicio del comercio ambulante dentro de su término municipal, una placa 
identificativa que contendrá los datos esenciales de la autorización.

4. A efectos de actualización anual del informe de la venta ambulante en Andalucía, los 
Ayuntamientos habrán de facilitar a la Dirección General competente en materia de comercio 
interior, mediante los instrumentos de comunicación que se determinen, una relación anual, 
desagregada por sexo, de las autorizaciones concedidas en su municipio para el ejercicio del 
comercio ambulante.

Artículo 4.  Requisitos generales para la obtención de la autorización municipal.
1. Los Ayuntamientos deberán verificar que las personas físicas o jurídicas que hayan 

solicitado la autorización municipal están dadas de alta en el correspondiente epígrafe del 
Impuesto de Actividades Económicas y en el régimen de la Seguridad Social que 
corresponda, y que mantienen esos requisitos durante el periodo de vigencia de la 
autorización.

2. Las personas físicas o jurídicas que obtengan la oportuna autorización municipal, 
deberán tener contratado un seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos de la 
actividad comercial. Además, en el caso de que los objetos de venta consistan en productos 
para la alimentación humana, las personas que vayan a manipular los alimentos deberán 
estar en posesión del correspondiente certificado acreditativo de la formación como 
manipulador o manipuladora de alimentos.

Artículo 5.  Ejercicio de la actividad.
1. Las personas físicas o jurídicas titulares de la autorización municipal, además de los 

requisitos exigidos en el artículo 4, deberán cumplir las siguientes obligaciones, en el 
ejercicio de su actividad comercial:

a) Respetar las condiciones exigidas en la normativa reguladora de los productos objeto 
de comercio, en especial de aquellos destinados a alimentación humana.

b) Tener expuesto al público, en lugar visible, la placa identificativa y los precios de venta 
de las mercancías, que serán finales y completos (impuestos incluidos).

c) Tener a disposición de la autoridad competente las facturas y comprobantes de 
compra de los productos objeto de comercio.

d) Tener a disposición de las personas consumidoras y usuarias las hojas de quejas y 
reclamaciones, de acuerdo con el modelo reglamentariamente establecido.

2. Corresponde a los Ayuntamientos garantizar el cumplimiento de las disposiciones de 
policía y vigilancia de las actividades desarrolladas en los espacios públicos destinados al 
comercio ambulante en sus municipios y de los puestos que se ubiquen en los mismos.

3. Por la Consejería competente en materia de comercio interior se podrán adoptar 
medidas de fomento para la mejora de los mercadillos de aquellos municipios cuyas 
Ordenanzas hayan sido objeto de informe favorable por el Consejo Andaluz de Comercio.

CAPÍTULO III
Registro General de Comerciantes Ambulantes y comunicación entre 

administraciones

Artículos 6 y 7.  
(Suprimidos)
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CAPÍTULO IV
Ordenanzas y Comisión Municipal de Comercio Ambulante

Artículo 8.  Ordenanzas Municipales.
1. Los municipios donde se lleve a cabo el ejercicio del comercio ambulante deberán 

contar con una ordenanza reguladora de la actividad que desarrolle los preceptos recogidos 
en el presente texto refundido.

2. Las Ordenanzas Municipales podrán establecer el régimen interno de funcionamiento 
de los mercadillos y, en todo caso, habrán de contemplar:

a) Las modalidades de comercio ambulante que se puedan realizar en los espacios 
públicos de su municipio.

b) La duración de la autorización.
c) Los lugares donde se puede realizar la actividad.
d) Las fechas y horarios autorizados.
e) El número, tamaño, estructura y localización de los puestos.
f) Las tasas que en su caso puedan establecer los Ayuntamientos para la tramitación de 

las licencias que autoricen el ejercicio del comercio ambulante en su municipio, sin perjuicio 
de la regulación en la ordenanza fiscal correspondiente.

g) El procedimiento para el otorgamiento de la autorización en el que se den las 
garantías recogidas en el artículo 3.1 del presente texto refundido.

3. Las Ordenanzas Municipales y sus modificaciones, antes de su aprobación y 
publicación en el boletín oficial correspondiente, habrán de ser informadas por el Consejo 
Andaluz de Comercio. El informe versará sobre su adecuación a las previsiones recogidas 
en el presente texto refundido y su normativa de aplicación, y será preceptivo y no 
vinculante. No obstante, en caso de que la ordenanza se separe del criterio expresado en el 
informe, el ayuntamiento deberá, mediante resolución motivada y notificada al citado 
Consejo Andaluz de Comercio, indicar las razones de dicha discrepancia.

Artículo 9.  Comisión Municipal de Comercio Ambulante.
1. El Pleno de la corporación podrá crear una Comisión Municipal de Comercio 

Ambulante, que deberá ser oída preceptivamente en el procedimiento de elaboración de las 
Ordenanzas Municipales, y en todos los casos que reglamentariamente se determinen.

2. La composición, organización y ámbito de la actuación de la misma, serán 
establecidas en el correspondiente acuerdo plenario.

3. El dictamen de esta Comisión, aunque preceptivo, no será en ningún caso vinculante, 
a tenor de lo establecido en el artículo 83 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 10.  Potestad Sancionadora.
Corresponde a los Ayuntamientos la inspección y sanción de las infracciones al presente 

texto refundido y disposiciones de desarrollo, sin perjuicio de otras atribuciones 
competenciales establecidas en la legislación vigente, y en especial en la Ley 13/2003, de 17 
de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios en Andalucía.

Cuando sean detectadas infracciones de índole sanitaria, los Ayuntamientos deberán dar 
cuenta inmediata de las mismas, para su tramitación y sanción si procediese, a las 
autoridades sanitarias que correspondan.
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Artículo 11.  Procedimiento Sancionador.
Las sanciones establecidas en los artículos 14 y 15 sólo podrán imponerse tras la 

substanciación del oportuno procedimiento, que habrá de tramitarse de conformidad con lo 
establecido en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el Real Decreto 
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el 
ejercicio de la potestad sancionadora.

Artículo 12.  Medidas provisionales.
Con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, así como la 

protección provisional de los intereses implicados, en el caso de infracciones graves o muy 
graves, se podrán adoptar motivadamente como medidas provisionales la incautación de los 
productos objeto de comercio no autorizados, y la incautación de los puestos, instalaciones, 
vehículos o cualquier medio utilizado para el ejercicio de la actividad.

Las medidas provisionales podrán ser adoptadas una vez iniciado el procedimiento, o 
bien, por razones de urgencia, antes de la iniciación por el órgano competente para efectuar 
las funciones de inspección. En este caso, las medidas deberán ser confirmadas, 
modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá 
efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del 
recurso que proceda. Estas medidas se extinguirán con la eficacia de la resolución 
administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

Artículo 13.  Infracciones.
1. A efectos del presente texto refundido, tendrán la consideración de infracciones leves 

las siguientes:
a) No tener expuesta al público, en lugar visible, la placa identificativa y los precios de 

venta de las mercancías.
b) No tener, a disposición de la autoridad competente, las facturas y comprobantes de 

compra de los productos objeto de comercio.
c) No tener, a disposición de las personas consumidoras y usuarias, las hojas de quejas 

y reclamaciones, así como el cartel informativo al respecto.
d) El incumplimiento de los demás requisitos, obligaciones y prohibiciones contenidos en 

este texto refundido, siempre que no esté tipificado como infracción grave o muy grave, así 
como el incumplimiento del régimen interno de funcionamiento de los mercadillos establecido 
en las Ordenanzas Municipales, salvo que se trate de infracciones tipificadas por la presente 
norma como grave o muy grave.

2. A efectos del presente texto refundido, tendrán la consideración de infracciones 
graves las siguientes:

a) La reincidencia en infracciones leves. Se entenderá que existe reincidencia por 
comisión en el término de un año de más de una infracción leve, cuando así haya sido 
declarado por resolución firme.

b) El incumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa reguladora de los 
productos objeto de comercio, así como el comercio de los no autorizados.

c) La desobediencia o negativa a suministrar información a la autoridad municipal o a su 
personal funcionario o agentes en el cumplimiento de su misión.

d) El ejercicio de la actividad incumpliendo las condiciones establecidas en la 
autorización municipal respecto al lugar autorizado, fecha, horario, tamaño, ubicación y 
estructura de los puestos.

e) El ejercicio de la actividad por personas distintas a las previstas en la autorización 
municipal.

3. A efectos del presente texto refundido, tendrán la consideración de infracciones muy 
graves las siguientes:

a) La reincidencia en infracciones graves. Se entenderá que existe reincidencia por 
comisión en el término de un año de más de una infracción grave, cuando así haya sido 
declarado por resolución firme.
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b) Carecer de la autorización municipal correspondiente.
c) La resistencia, coacción o amenaza a la autoridad municipal, personal funcionario y 

agentes de la misma, en cumplimiento de su misión.

Artículo 14.  Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con apercibimiento o multa de hasta 

1.500 euros.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con multa de 1.501 a 3.000 euros.
3. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con multa de 3.001 a 18.000 

euros.
4. En el caso de reincidencia por infracción muy grave, los Ayuntamientos habrán de 

comunicar esta circunstancia a la Dirección General competente en materia de comercio 
interior a los efectos previstos en el artículo 15.2.

Artículo 15.  Sanciones accesorias.
1. Además de las sanciones previstas en el artículo 14, en el caso de infracciones graves 

o muy graves se podrá acordar con carácter accesorio la revocación de la autorización 
municipal, así como el decomiso de la mercancía que sea objeto de comercio y el decomiso 
de los puestos, instalaciones, vehículos o cualquier medio utilizado para el ejercicio de la 
actividad.

2. (Suprimido).

Artículo 16.  Graduación de las sanciones.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, en todo caso, para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios:

a) El volumen de la facturación a la que afecte.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) El grado de intencionalidad de la persona infractora o reiteración.
d) La cuantía del beneficio obtenido.
e) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en cuenta para tipificar la infracción.
f) El plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción.
g) El número de personas consumidoras y usuarias afectadas.

Artículo 17.  Prescripción de las infracciones sanciones.
1. Las infracciones previstas en el artículo 13 del presente texto refundido prescribirán en 

los siguientes plazos:
a) Las leves, a los dos meses.
b) Las graves, al año.
c) Las muy graves, a los dos años.
2. El plazo de prescripción comenzará a computarse desde el día en que se hubiere 

cometido la infracción.
3. El plazo de prescripción de las sanciones será el establecido en el artículo 132 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Disposición transitoria única.  Personas inscritas en el Registro General de Comerciantes 
Ambulantes.

Las personas que a la entrada en vigor de la Ley 3/2010, de 21 de mayo, se encontrasen 
inscritas en el Registro General de Comerciantes Ambulantes y estén en posesión del carné 
profesional de comerciante ambulante, podrán obtener los beneficios establecidos en el 
artículo 6.3 del texto refundido, durante el tiempo de vigencia de la inscripción.
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Disposición final única.  Desarrollo reglamentario y actualización de sanciones.
1. El desarrollo reglamentario de este texto refundido se llevará a efecto de acuerdo con 

lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Se faculta al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía para actualizar el importe 
de las sanciones previstas de acuerdo con el Índice de Precios de Consumo o sistema que 
lo sustituya.
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§ 71

Decreto Legislativo 3/2012, de 20 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la ley de Ferias Comerciales Oficiales de 

Andalucia

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 63, de 30 de marzo de 2012

Última modificación: 17 de diciembre de 2021
Referencia: BOJA-b-2012-90005

Téngase en cuenta que se modifica la denominación del Texto refundido suprimiéndose la expresión "Oficiales" 
por el art. 51.1 del Decreto-ley 26/2021, de 14 de diciembre. Ref. BOJA-b-2021-90434

La disposición final cuarta, apartado primero, epígrafe c), de la Ley 13/2011, de 23 de 
diciembre, del Turismo de Andalucía, autoriza conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, al Consejo de Gobierno, para que, en el plazo de 
seis meses desde su entrada en vigor, apruebe el texto refundido de la Ley 3/1992, de 22 de 
octubre, de Ferias Comerciales Oficiales de Andalucía. La autorización para refundir se 
extiende, además, a la regularización y armonización de los textos legales que se refunden, 
epigrafiando, en su caso, los títulos, capítulos y artículos del texto refundido.

La Comunidad Autónoma de Andalucía asume, en virtud del artículo 58 del Estatuto de 
Autonomía, competencias exclusivas en la ordenación administrativa de la actividad 
comercial, incluidos las ferias y mercados interiores, así como en materia de defensa de los 
derechos de las personas consumidoras, y competencias ejecutivas en cuanto a ferias 
internacionales que se celebren en Andalucía.

Las ferias comerciales constituyen una actividad de suma importancia para la economía 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, ya que su celebración sirve como foro de 
encuentro para profesionales, favoreciendo el acercamiento de la oferta y la demanda y la 
transmisión de conocimientos e intercambios comerciales, actuando como motor de 
expansión de nuevas iniciativas comerciales.

En el marco del respeto a los principios de libre circulación de servicios, defensa de las 
personas consumidoras y usuarias y de la libre competencia, recogidos en la Directiva 
2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a 
los servicios en el mercado interior, que hace preciso adaptar la normativa reguladora de las 
Ferias Comerciales Oficiales que se celebren en Andalucía a los principios de dicha 
normativa comunitaria, se aprobó inicialmente el Decreto Ley 3/2009, de 22 de diciembre, 
por el que se modifican diversas leyes para la transposición de la Directiva 2006/123/CE, el 
cual fue posteriormente tramitado como proyecto de ley, dando lugar a la aprobación de la 
Ley 3/2010, de 21 de mayo. En la citada norma se realizan importantes modificaciones de la 
Ley 3/1992, de 22 de octubre, dando una nueva redacción a la mayoría de sus artículos.
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Por este motivo se ha procedido a refundir la Ley 3/1992, de 22 de octubre, y el artículo 
tercero, las disposiciones transitorias octava y novena de la Ley 3/2010, de 21 de mayo.

En virtud de la autorización del Parlamento de Andalucía, a propuesta del Consejero de 
Turismo, Comercio y Deporte, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 20 de marzo de 2012,

DISPONGO

Artículo único.  Aprobación del texto refundido de la Ley de Ferias Comerciales Oficiales de 
Andalucía.

Se aprueba el texto refundido de la Ley de Ferias Comerciales Oficiales de Andalucía 
que se inserta a continuación.

Disposición adicional única.  Remisiones normativas.
Las remisiones realizadas por otras disposiciones a la Ley 3/1992, de 22 de octubre, de 

Ferias Comerciales Oficiales de Andalucía, se entenderán efectuadas a los preceptos 
correspondientes del texto refundido que se aprueba.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a este 

texto refundido y, expresamente, la Ley 3/1992, de 22 de octubre, de Ferias Comerciales 
Oficiales de Andalucía.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente Decreto Legislativo y el Texto Refundido que se aprueba entrarán en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE FERIAS COMERCIALES DE ANDALUCÍA

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El presente Texto Refundido tiene por objeto establecer la regulación de las 

actividades feriales comerciales que se desarrollen en el ámbito territorial de Andalucía.
2. Quedan excluidas del presente Texto Refundido:
a) Las exposiciones universales y ferias internacionales, que se rigen por la Convención 

de París de 22 de noviembre de 1928.
b) Las muestras y mercados populares dedicados fundamentalmente a promover 

transacciones de productos agrícolas y ganaderos.
c) Las exposiciones de carácter esporádico.
d) Las actividades congresuales, a excepción de las que se celebren junto con una feria 

comercial, quedando solo esta sujeta al ámbito de aplicación del presente título.

Artículo 2.  Definición y modalidades.
1. Se entiende por actividades feriales comerciales, a efectos del presente Texto 

Refundido, las manifestaciones comerciales que tienen por objeto la exposición de bienes o 
la oferta de servicios para favorecer su conocimiento, innovación y difusión, promover 
contactos e intercambios comerciales y acercar la oferta a la demanda con la finalidad de 
formalizar contratos de compraventa, con o sin retirada de mercancías, si reúnen las 
siguientes características:
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a) Tener una duración mínima de un día, mañana y tarde, y máxima de quince días 
consecutivos, con un máximo de dos ediciones al año.

b) Reunir una pluralidad de personas físicas y jurídicas expositoras, en un recinto 
identificable, ya sea cerrado o al aire libre, con los servicios adecuados para los expositores 
y las personas visitantes.

c) Contar con una entidad organizadora.
2. Tienen la consideración de actividades feriales comerciales, las siguientes:
a) La feria comercial: es la actividad ferial de carácter periódico que se dirige 

principalmente al público profesional sin que pueda realizarse la venta directa con retirada de 
mercancía.

b) La feria de muestra: es la actividad ferial que no tiene una periodicidad establecida, 
dirigida principalmente al público profesional, en la que no puede realizarse venta directa de 
lo expuesto con retirada de mercancía.

c) La feria-mercado: es la actividad ferial de carácter periódico en la que se admite la 
venta directa con retirada de mercancía y que se dirige al público en general.

d) La feria de oportunidades: es la actividad ferial promovida por personas comerciantes, 
sus asociaciones o cualquier entidad pública o privada, celebrada fuera del establecimiento 
comercial habitual de cada persona comerciante y que tiene por objeto la realización de 
ventas en la que se ofrecen a las personas consumidoras productos en condiciones más 
ventajosas que las habituales y en la que se produce venta directa con retirada de 
mercancía.

3. Las actividades feriales comerciales quedan sometidas a las normas sectoriales 
específicas relativas al producto expuesto y comercializado, en su caso.

4. La feria-mercado que conlleva venta directa con retirada de mercancía tendrá la 
consideración de venta ocasional o efímera, conforme a lo previsto en el artículo 58 ter, y 
quedará sujeta al régimen de libertad horaria regulado en el artículo 20, ambos del Texto 
Refundido de la Ley de Comercio Interior de Andalucía, aprobado por Decreto legislativo 
1/2012, de 20 de marzo.

5. La feria de oportunidades solo podrá celebrarse en domingos y festivos autorizados en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 19 del Texto Refundido de la Ley de Comercio 
Interior de Andalucía y la venta directa con retirada de mercancía se regulará conforme a lo 
dispuesto en la Sección 5.ª del Capítulo III del Título V del citado Texto Refundido.

CAPÍTULO II
Clasificación y características de las ferias comerciales

Artículo 3.  Clasificaciones.
1. Atendiendo a la procedencia territorial de las personas expositoras y al origen de los 

bienes y servicios expuestos, las ferias comerciales se clasificarán en nacionales, 
regionales, provinciales, comarcales y locales.

2. En función de la oferta exhibida, las ferias comerciales se clasificarán en:
a) Generales: Aquellas en las que se incluyan bienes y servicios pertenecientes a todas 

o varias ramas de los distintos sectores de la actividad económica.
b) Sectoriales: Aquellas en las que los bienes y servicios pertenecen a varias ramas de 

un mismo sector de la actividad económica.
c) Monográficas: Aquellas en las que los bienes y servicios pertenecen a una sola rama 

o producto de la actividad económica.
3. La entidad organizadora encargada de la promoción, organización y celebración de 

actividades feriales comerciales, incluirá en la publicidad que lleve a cabo de la misma, la 
clasificación territorial y sectorial correspondiente en función de los criterios establecidos en 
el apartado 2 del artículo 2 y en los apartados 1 y 2 de este artículo.
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Artículo 4.  Duración y periodicidad.
(Suprimido).

CAPÍTULO III
Entidades Organizadoras

Artículo 5.  Entidades organizadoras.
1. Las entidades organizadoras de las ferias comerciales tendrán personalidad jurídica 

propia y llevarán a cabo la promoción, organización y celebración de éstas con arreglo a las 
disposiciones de este texto refundido.

2. (Suprimido).

Artículo 6.  Obligaciones de la entidad organizadora.
Son obligaciones de la entidad organizadora:
a) Disponer de un seguro de responsabilidad profesional u otros medios adecuados para 

garantizar, de forma suficiente, las eventuales responsabilidades que se deriven de la 
celebración de las actividades feriales comerciales que organicen.

b) Admitir como expositoras a aquellas entidades públicas o privadas, que lo soliciten, y 
que ejerzan legalmente su actividad, siempre con adecuación a la clasificación de la 
actividad ferial de que se trate y garantizando, en todo caso, la no discriminación.

c) Celebrar las actividades feriales comerciales conforme a las condiciones publicitadas.
d) Garantizar, dentro del recinto ferial, el mantenimiento del orden público, la seguridad 

de las personas, productos, instalaciones, medio ambiente y protección de los derechos de 
las personas consumidoras y usuarias, así como el cumplimiento de la normativa sanitaria 
que resulte de aplicación.

e) Tener a disposición pública las hojas de quejas y reclamaciones, de acuerdo con el 
modelo establecido en el Decreto 472/2019, de 28 de mayo, por el que se regulan las hojas 
de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en Andalucía y su 
tramitación administrativa, o normativa que lo sustituya, y exponer, de modo permanente y 
perfectamente visible y legible, su cartel anunciador.

f) Prestar la colaboración que le sea requerida por la Consejería competente en materia 
de comercio interior, en el cumplimiento de sus funciones de inspección.

g) Cumplir aquellos otros requisitos contenidos en el presente Texto Refundido y sus 
disposiciones de desarrollo.

Artículo 6 bis.  Requisitos.
La celebración de las actividades feriales comerciales requerirá una declaración 

responsable previa por parte de la entidad organizadora a la Consejería competente en 
materia de comercio interior, con una antelación de treinta días a su fecha de inicio, en la 
que se habrá de indicar la tipología y clasificación de la actividad ferial a realizar, la ubicación 
y duración del evento, el número de puestos a instalar, las personas expositoras 
participantes, el municipio donde se desarrolla la actividad ferial y la información sobre dicha 
entidad organizadora. Todo ello, sin perjuicio de los requisitos que, en el ejercicio de sus 
competencias, puedan ser exigidos por el Ayuntamiento de la localidad donde vaya a 
celebrarse el evento.

CAPÍTULO IV
Procedimiento de obtención de la condición de feria comercial oficial y 

competencias de la Administración

Artículos 7 y 8.  
(Suprimido).
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CAPÍTULO V
Registro Oficial

(Suprimido).

Artículo 9.  Registro de Ferias Comerciales Oficiales de Andalucía.
(Suprimido).

CAPÍTULO VI
Infracciones y sanciones

Artículo 10.  Infracciones.
Son infracciones administrativas las acciones u omisiones contrarias a las disposiciones 

contenidas en el presente texto refundido, pudiendo ser calificadas como infracciones leves, 
graves o muy graves.

1. Constituyen infracciones leves:
a) No tener a disposición de las personas consumidoras y usuarias las hojas de quejas y 

reclamaciones exigidas en el artículo 6 e), de acuerdo con el modelo establecido en la 
normativa vigente reguladora de defensa de las personas consumidoras, o no exponer, de 
modo permanente y perfectamente visible y legible, su cartel anunciador.

b) Cualquier acción u omisión que resulte contraria al presente texto refundido, siempre 
que no deba ser calificada como infracción grave o muy grave.

2. Son infracciones graves:
a) El uso indebido de las clasificaciones reconocidas de acuerdo con lo dispuesto en los 

artículos 2.2 y 3 de este Texto Refundido.
b) La exclusión injustificada de expositores en una feria comercial.
c) El incumplimiento de las condiciones declaradas para la celebración de la feria 

comercial.
d) No prestar la colaboración requerida por la Consejería competente en materia de 

comercio interior.
e) La no celebración de ferias comerciales comunicadas, salvo que concurran 

circunstancias de especial gravedad debidamente justificadas.
f) La inobservancia de las obligaciones de organización y funcionamiento establecidas en 

el artículo 6, no tipificadas en este artículo.
g) La comisión, en el término de un año, de más de una infracción leve, cuando así haya 

sido declarado por resolución firme.
h) El incumplimiento de los mandatos o requerimientos realizados por la Consejería 

competente en materia de comercio interior en el ejercicio de sus funciones.
i) El incumplimiento de los requisitos para el ejercicio de la venta ocasional o efímera 

regulados en el Texto Refundido de la Ley de Comercio Interior de Andalucía, en las ventas 
directas con retirada de mercancía que se realice en una feria-mercado.

j) La celebración de feria de oportunidades en domingo o festivo de apertura comercial 
no autorizada o con incumplimiento de los requisitos establecidos en la Sección 5.ª del 
Capítulo III del Título V del Texto Refundido de la Ley de Comercio Interior de Andalucía.

3. Se considera infracción muy grave la reincidencia en infracciones graves. Se 
entenderá que existe reincidencia, por comisión en el término de un año, de más de una 
infracción grave, cuando así haya sido declarado por resolución firme.

Artículo 11.  Sanciones.
1. Por razón de las infracciones previstas en el artículo anterior, podrán imponerse las 

siguientes sanciones:
a) Infracciones leves, multa de hasta 3.000 euros.
b) Infracciones graves, multa de 3.001 hasta 18.000 euros.
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c) Infracciones muy graves, multa desde 18.001 hasta 30.000 euros.
2. Las sanciones serán graduadas atendiendo a las circunstancias agravantes o 

atenuantes que pudieran concurrir en la infracción cometida, teniéndose en cuenta la 
existencia o no de intencionalidad, reiteración, connivencia en la comisión, participación en el 
perjuicio y mayor o menor cifra de negocios afectada.

3. En los supuestos de infracciones graves y muy graves en los que medien 
reiteradamente circunstancias agravantes, las sanciones establecidas en el apartado primero 
podrán llevar aparejadas la denegación del otorgamiento de oficialidad para la organización 
de futuras ferias, durante el año siguiente al de la fecha de resolución firme en el caso de 
infracciones graves y los dos años siguientes en el caso de infracciones muy graves.

Artículo 12.  Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento para la imposición de las sanciones se ajustará a lo establecido en la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, y demás normativa de aplicación.

2. La Administración de la Junta de Andalucía, a través de la Consejería competente en 
materia de comercio interior, inspeccionará las actividades feriales comerciales, así como 
recabará de las entidades organizadoras cuanta información resulte necesaria, a fin de 
garantizar el cumplimiento del presente Texto Refundido y sus disposiciones de desarrollo.

Las actividades de inspección serán ejercidas por las personas funcionarias, adscritas al 
órgano o unidad administrativa que tenga atribuida la función de inspección en la Consejería 
competente en materia de comercio interior.

En el ejercicio de las funciones inspectoras, las personas funcionarias de la Inspección 
tendrán la cualidad de autoridad y, sin perjuicio de la dependencia orgánica y funcional de la 
autoridad administrativa correspondiente, actuarán con total independencia y estricta 
sujeción al principio de imparcialidad.

Para el cumplimiento de sus funciones, tanto las personas funcionarias de la Inspección 
como las personas inspeccionadas se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 7, 8 y 9 del 
Texto Refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía.

3. La competencia para iniciar los procedimientos sancionadores en materia de 
actividades feriales comerciales en el caso de infracciones leves corresponderá a la persona 
titular de la Delegación Territorial de la Junta de Andalucía con competencias en materia de 
comercio interior, siendo las personas funcionarias adscritas al correspondiente Servicio de 
la Delegación Territorial quienes llevarán a cabo su instrucción.

4. La competencia para iniciar los procedimientos sancionadores en materia de 
actividades feriales comerciales en el caso de infracciones graves y muy graves 
corresponderá a la persona titular de la Dirección General de la Junta de Andalucía con 
competencia en materia de comercio interior, siendo las personas funcionarias adscritas al 
correspondiente Servicio de la Dirección General quienes llevarán a cabo su instrucción.

5. La competencia para la imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá 
a la persona titular de la Delegación Provincial o Territorial competente en materia de 
comercio interior, y por infracciones graves y muy graves a la persona titular de la Dirección 
General de la Junta de Andalucía competente en dicha materia.

6. El plazo para resolver y notificar la resolución expresa de los procedimientos 
sancionadores será de diez meses, a contar desde la fecha del acuerdo de inicio. 
Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera dictado y notificado la resolución, se producirá la 
caducidad de los mismos. Caducado un procedimiento, se declarará la caducidad de las 
actuaciones. En caso de que la infracción no hubiese prescrito, deberá iniciarse un nuevo 
procedimiento sancionador, pudiendo incorporarse al mismo los elementos probatorios y 
otros actos de instrucción válidamente realizados durante la tramitación del procedimiento 
caducado.

Artículo 13.  Responsabilidad y prescripción.
1. Serán responsables de las infracciones quienes por acción u omisión hubieren 

participado en su realización.
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2. Las infracciones muy graves prescribirán a los dos años, las graves prescribirán al año 
y las leves a los seis meses. Los plazos empezarán a computarse a partir del día en que se 
hubieren cometido.

3. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves prescribirán a los dos años, y las impuestas por 
infracciones leves al año, computándose dichos plazos a partir del día siguiente a aquel en 
que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

Disposición adicional primera.  Promoción.
La Consejería competente en materia de comercio interior podrá establecer medidas de 

ayuda para promocionar las ferias comerciales a las que se refiere este texto refundido, en la 
forma y con las garantías y requisitos que reglamentariamente se determinen.

Disposición adicional segunda.  Requisitos.
(Suprimido).

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
El desarrollo reglamentario de este texto refundido se llevará a efecto de acuerdo con lo 

dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final segunda.  Actualización de la cuantía de las sanciones.
La Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía podrá actualizar la 

cuantía de las sanciones contenidas en la presente norma.
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§ 72

Ley 15/2005, de 22 de diciembre, de Artesanía de Andalucía

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 254, de 31 de diciembre de 2005

«BOE» núm. 16, de 19 de enero de 2006
Última modificación: 17 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2006-759

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA
A todos los que la presente vieren, sabed: Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado 

y yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución y el Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley de Artesanía de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Constitución Española, en su artículo 130.1, dispone que los poderes públicos 

atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos, entre los que 
se cita expresamente a la artesanía, con el fin de equiparar el nivel de vida de todos los 
españoles.

La presente Ley, además de cumplir el citado mandato constitucional, encuentra su 
habilitación en el artículo 13.19 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que atribuye a la 
Comunidad Autónoma competencia exclusiva en materia de artesanía.

Por otra parte, el Estatuto de Autonomía en su artículo 12.3, apartados 2 y 3, considera 
como objetivos básicos en el ejercicio de los poderes públicos de la Comunidad Autónoma el 
afianzar la conciencia de identidad andaluza a través de la investigación, difusión y 
conocimiento de los valores históricos, culturales y lingüísticos del pueblo andaluz en toda su 
riqueza y variedad, así como el aprovechamiento y la potenciación de todos los recursos 
económicos de Andalucía.

Precisamente, la artesanía elaborada en Andalucía constituye en muchas de sus 
manifestaciones la expresión formal y cultural de su propia historia, siendo un claro 
testimonio de las costumbres y tradiciones para la formación del patrimonio etnográfico de 
un pueblo cuyas circunstancias históricas, económicas y socioculturales han contribuido a 
que el sector artesano venga a desempeñar un papel relevante en la vida económica de 
Andalucía, constituyendo verdaderos tesoros humanos vivos, según definición de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

Es conveniente, por tanto, reconocer a la artesanía su valor como fuente generadora de 
empleo, medio de cohesión social y recurso turístico y cultural de alta potencialidad, así 
como divulgar todas aquellas manifestaciones artesanales de interés tradicional o de arraigo 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía, a fin de recuperar la importancia cultural, social y 
económica que le corresponde, mejorando de esta forma el acceso de los artesanos y 
artesanas al mercado.
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Se hace necesario, por otro lado, una regulación de la actividad artesana que potencie 
las condiciones de desempeño de los diferentes oficios artesanales, mediante la 
vertebración del sector y la modernización de las empresas artesanas de acuerdo a las 
actuales tendencias de la economía global, con arreglo a un enfoque adecuado de sus 
objetivos de comercialización. En este contexto, la presente Ley tiene por finalidad vertebrar 
el sector mediante el Registro de Artesanos de Andalucía y el Repertorio de Oficios 
Artesanos; estimular la formación de asociaciones con objeto de mejorar la necesaria 
comunicación entre los sectores implicados; fomentar, mediante su otorgamiento, el 
reconocimiento y dignidad social que implica la obtención de la Carta de Maestro Artesano, y 
por último, otorgar un adecuado marco jurídico a las distintas manifestaciones artesanales 
de Andalucía mediante denominaciones de calidad y su correcta utilización a través de la 
instauración de un régimen de infracciones y sanciones.

Por ello, estamos ante un nuevo marco legal de la artesanía en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, compatible con los planteamientos de la Ley 1/1991, de 3 de julio, de 
Patrimonio Histórico de Andalucía, suficiente para atender a la compleja problemática del 
sector artesano, que intenta no sólo la identificación sistemática y estructural de la actividad 
económica artesanal, sino que encuadra a la artesanía en un contexto modernizador, 
proclive a las nuevas demandas del mercado, abierto al exterior, coordinado con el resto de 
las actividades económicas y con evidente vocación de impulsar, actualizar y elevar la renta 
de los artesanos de nuestra Comunidad Autónoma.

La presente Ley se estructura en siete títulos con un total de treinta artículos, una 
disposición transitoria, otra derogatoria y dos finales.

El título I, denominado «Disposiciones generales», establece el ámbito objetivo de 
aplicación de la Ley mediante la definición de artesanía. El Repertorio de Oficios Artesanos 
delimitará el ámbito del sector artesanal, que en el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía tienen el carácter de actividad artesana.

El título II, denominado «Los sujetos artesanos y su reconocimiento», tiene por objeto 
regular el ámbito subjetivo de la Ley; así, se incluye una clasificación de los sujetos 
artesanos y se crea el Registro de Artesanos de Andalucía, con la finalidad de posibilitar la 
inscripción de los mismos en orden a su reconocimiento por parte de la Administración de la 
Junta de Andalucía.

Dicha inscripción comporta la expedición por parte de la Consejería competente en 
materia de artesanía de la llamada Carta de Artesano o Artesana, con una vigencia de 
cuatro años y la posibilidad de su renovación.

El título III, «Denominaciones de calidad de la artesanía», se ocupa de los distintivos de 
calidad del producto artesano como garantía de calidad e identificación de procedencia de 
un producto artesano y las Zonas de Interés Artesanal como aquellas agrupaciones 
municipales, áreas geográficas o zonas localizadas de una población en la que concurren 
características especiales de producción, comercialización o concentración de talleres 
artesanos. Como supuesto específico se recogen de igual forma los llamados Puntos de 
Interés Artesanal.

El título IV tiene como objeto la llamada Carta de Maestro Artesano. Dicha distinción 
honorífica se concede a aquel artesano o artesana individual en quien concurran méritos 
extraordinarios relacionados con el mantenimiento de su oficio, su experiencia profesional o 
la promoción de su actividad.

La Comisión de Artesanía de Andalucía constituye el objeto del título V. Se trata del 
órgano colegiado de asesoramiento adscrito a la Consejería competente en materia de 
artesanía, en el que estarán representadas las entidades públicas y privadas relacionadas 
con el sector, así como los propios artesanos y artesanas.

El título VI, denominado «Fomento de la artesanía», va dirigido a fijar el objeto del Plan 
Integral para el Fomento de la Artesanía en Andalucía, que será aprobado por el Consejo de 
Gobierno.

El título VII se ocupa de las «Infracciones y sanciones», regulando las infracciones en 
materia de artesanía, tipificando, entre otras, el uso indebido tanto del distintivo de calidad 
del producto artesano como de la Carta de Artesano o Artesana.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y fines.
1. Constituye el objeto de la presente Ley la ordenación y la promoción de la actividad 

económica del sector artesano en la Comunidad Autónoma de Andalucía.
2. La presente Ley tendrá los siguientes fines:
a) Fomentar la modernización y reestructuración de las actividades artesanales 

mejorando la calidad de la producción, sus condiciones de rentabilidad, gestión y 
competitividad en el mercado, suprimiendo las barreras que puedan oponerse a su 
desarrollo en la Comunidad Autónoma de Andalucía, todo ello de acuerdo con el principio de 
sostenibilidad económica.

b) Promover la creación de canales de comercialización adecuados, que potencien el 
desarrollo económico, social y cultural de esta actividad, mejorando sus condiciones de 
rentabilidad, gestión y competitividad.

c) Documentar y recuperar las manifestaciones artesanales propias de Andalucía, 
procurar la permanencia de las ya existentes y divulgarlas.

d) Favorecer la creación de tejido empresarial y el autoempleo, así como la cooperación 
y asociación empresarial.

e) Impulsar la creación de nuevas actividades artesanales.
f) Atender y fomentar la participación de los agentes implicados haciendo efectivos los 

principios de participación y de colaboración.
g) Favorecer el acceso del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o a las 

subvenciones que se puedan establecer por parte de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de las Administraciones Públicas en general.

h) Vincular las manifestaciones artesanales con los recursos y actividades turísticos y 
culturales de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

i) Favorecer la formación de artesanos y artesanas y propiciar el desarrollo de sus 
actividades, fomentando las vocaciones personales y la divulgación de técnicas artesanales.

j) Estimular el conocimiento de la artesanía, así como el desarrollo de su enseñanza en 
los sistemas educativos y en los centros escolares.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La ordenación establecida por la presente Ley será de aplicación a los artesanos y 

artesanas individuales, empresas, asociaciones, federaciones y confederaciones de 
artesanos que desarrollen su actividad en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, así como a los productos artesanos.

2. Se excluyen de la presente Ley los productos agroalimentarios objeto de producción, 
elaboración o transformación artesana, que estarán sujetos a su normativa específica.

Artículo 3.  Definición de artesanía.
Se considera artesanía, a los efectos de la presente Ley, la actividad económica con 

ánimo de lucro de creación, producción, transformación y restauración de productos, 
mediante sistemas singulares de manufactura en los que la intervención personal es 
determinante para el control del proceso de elaboración y acabado. Esta actividad estará 
basada en el dominio o conocimiento de técnicas tradicionales o especiales en la selección y 
tratamiento de materias primas o en el sentido estético de su combinación y tendrá como 
resultado final un producto individualizado, no susceptible de producción totalmente 
mecanizada, para su comercialización.

Artículo 4.  Repertorio de Oficios Artesanos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
1. El Repertorio de Oficios Artesanos tiene como finalidad delimitar el conjunto de 

actividades que, en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, forman parte del 
sector artesanal, al reunir los requisitos establecidos en el artículo 3 de la presente Ley.
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2. La aprobación del Repertorio se realizará por Decreto del Consejo de Gobierno, oída 
la Comisión de Artesanía de Andalucía.

TÍTULO II
Las personas artesanas y su reconocimiento

CAPÍTULO I
Personas artesanas

Artículo 5.  Personas artesanas.
1. Son personas artesanas aquellas personas físicas o jurídicas cuya dedicación y objeto 

principal sea el desempeño de una o varias de las actividades artesanas incluidas en el 
Repertorio de Oficios Artesanos, mediante la afectación a las mismas de un local o taller 
habilitado al efecto con carácter permanente.

De igual forma, son personas artesanas las asociaciones, las federaciones y las 
confederaciones cuyos estatutos incluyan como objeto social principal la realización o 
fomento de actividades artesanas.

2. De acuerdo con el apartado anterior, a los efectos de la presente Ley tendrán la 
consideración de personas artesanas los siguientes:

a) El artesano o artesana individual. Es la persona física que ejerce su actividad por 
cuenta propia o ajena, mediante su intervención personal en el proceso de producción o 
acabado del producto artesano.

b) La empresa artesana. Es aquella organización de capital, bienes y personas, que, 
bajo la titularidad de una persona física o jurídica, realiza una actividad económica de 
producción de un producto o productos artesanales elaborados conforme al artículo 3.

c) Las asociaciones de artesanos. Son aquellas asociaciones profesionales constituidas 
legalmente cuyos miembros son artesanos o artesanas individuales o empresas artesanas y 
cuyos estatutos incluyen como objeto principal el fomento y la defensa de la artesanía.

d) Federación de artesanos. Es la entidad asociativa constituida legalmente y compuesta 
por asociaciones de artesanos.

e) Confederaciones de artesanos. Son las entidades asociativas constituidas legalmente 
y compuestas por federaciones de artesanos.

f) El Maestro y Maestra Artesana. Es el artesano o la artesana individual en quien 
concurren méritos extraordinarios relacionados con su experiencia profesional, el 
mantenimiento de un oficio o la promoción de su actividad artesana, de acuerdo con lo 
establecido en el Título IV de esta Ley.

Artículo 6.  Deberes y obligaciones de las personas artesanas.
Las personas artesanas tendrán los siguientes deberes y obligaciones:
a) Comunicar al Registro de Artesanía de Andalucía, en el plazo que reglamentariamente 

se determine, el cese de la actividad o cualquier cambio que suponga modificación de los 
datos contenidos en el mismo.

b) Mantener en vigor la Carta de Artesano o Artesana y hacer uso de ella de acuerdo con 
lo establecido en esta Ley y en sus normas de desarrollo.

c) Hacer uso de la Carta de Artesano o Artesana sólo si se cumplen los requisitos para 
tener la consideración de persona artesana y no ha caducado la inscripción en el Registro.

d) Utilizar los distintivos de calidad que se establezcan por la Consejería competente en 
materia de artesanía, de acuerdo con lo establecido en los artículos 11, 12 y 13 de esta Ley 
y en sus normas de desarrollo.

e) Hacer publicidad o promoción de productos de artesanía elaborados en Andalucía 
sólo cuando posean tal consideración según esta Ley y sus normas de desarrollo.
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f) En caso de constituir o formar parte de una Zona o Punto de Interés Artesanal, 
informar a la Consejería competente en materia de artesanía sobre la variación de alguna de 
las circunstancias que motivaron la declaración.

g) Utilizar el distintivo de Zona o Punto de Interés Artesanal sólo si se encuentra afectado 
por la declaración y ésta permanece en vigor.

h) El uso debido de la Carta de Maestro Artesano, de acuerdo con esta Ley y sus 
normas de desarrollo.

 

CAPÍTULO II
El Registro de Artesanía de Andalucía

Artículo 7.  Registro de Artesanía de Andalucía.
1. Se crea el Registro de Artesanía de Andalucía, de naturaleza administrativa y carácter 

público y gratuito, como un servicio que tiene por objeto la inscripción voluntaria de las 
personas artesanas para su reconocimiento por parte de la Consejería competente en 
materia de artesanía.

2. La inscripción en el Registro de Artesanía de Andalucía es un requisito indispensable 
para que las personas artesanas puedan ostentar los siguientes derechos:

a) Ser reconocidas como artesanos o artesanas mediante la expedición de la 
correspondiente Carta de Artesano o Artesana.

b) Solicitar el otorgamiento, concesión y uso de alguno de los distintivos de calidad de la 
artesanía regulados en el titulo III.

c) Participar en las convocatorias de concesión de subvenciones y ayudas relacionadas 
con el ejercicio de la actividad artesana que sean efectuadas por la Consejería competente 
en materia de artesanía, así como en los procedimientos de concesión directa.

d) Participar en los eventos feriales que se organicen por la Consejería competente en 
materia de artesanía, o en los que organice el sector con la colaboración de dicha 
Consejería, en los términos que se establezca.

e) Participar en cursos, conferencias y demás actividades de esta índole que organice la 
Consejería competente en materia de artesanía o en las que organice el sector con la 
colaboración de dicha Consejería, en los términos que se establezca.

f) Participar en las acciones derivadas de los Planes Integrales para el Fomento de la 
Artesanía en Andalucía, en los términos que se establezca.

Artículo 8.  Organización del Registro de Artesanía de Andalucía.
1. El Registro de Artesanía de Andalucía es único.
2. El Registro constará, al menos, de las siguientes secciones:
a) De los artesanos y artesanas individuales.
b) De las empresas artesanas.
c) De las asociaciones de artesanos.
d) De las federaciones de artesanos.
e) De las confederaciones de artesanos.
f) De los maestros y maestras artesanas.
3. El Registro de Artesanía de Andalucía estará basado en los principios de unidad y 

desconcentración. Reglamentariamente se establecerá su régimen de funcionamiento, 
potenciándose su tratamiento y acceso por medios telemáticos.

Artículo 9.  Caducidad de la inscripción en el Registro de Artesanía de Andalucía.
1. Son causas de caducidad y consiguiente pérdida de vigencia de la inscripción del 

persona artesana en el Registro de Artesanía de Andalucía las siguientes:
a) La no renovación de la Carta de Artesano o Artesana.
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b) La extinción de la personalidad jurídica de la empresa o la disolución de la asociación, 
federación o confederación de artesanos y artesanas, así como el cese de la actividad, salvo 
en el caso de Maestros o Maestras artesanas.

2. La declaración de caducidad será adoptada, previa tramitación de procedimiento 
contradictorio, cuando proceda.

CAPÍTULO III
Carta de Artesano o Artesana

Artículo 10.  Carta de Artesano o Artesana.
1. La Carta de Artesano o Artesana es el documento emitido por la Consejería 

competente en materia de artesanía con el objeto de identificar públicamente la condición de 
persona artesana de su titular.

2. La Carta de Artesano o Artesana será emitida de oficio una vez realizada la primera 
inscripción de la persona artesana en el Registro de Artesanía de Andalucía. Su vigencia 
será de cuatro años, renovable de acuerdo con las normas de utilización que se aprueben en 
desarrollo de la presente Ley.

3. La Carta de Artesano o Artesana será expedida por la Delegación Provincial de la 
Consejería competente en materia de artesanía a las siguientes personas artesanas 
inscritas:

Artesano o artesana individual.
Empresa artesana.
Asociaciones de artesanos.
Federaciones de artesanos.
Confederaciones de artesanos.
4. El contenido y formato de la Carta de Artesano o Artesana serán establecidos 

reglamentariamente.

TÍTULO III
Denominaciones de calidad de la artesanía

CAPÍTULO I
Distintivo de la calidad y procedencia del producto artesano

Artículo 11.  Distintivos de calidad.
1. La Consejería competente en materia de artesanía fomentará la comercialización de 

los productos artesanos de Andalucía mediante la creación de distintivos destinados a 
garantizar en el mercado la calidad e identificación de procedencia de un determinado 
producto artesano, todo ello sin perjuicio del cumplimiento de la legislación en materia de 
marcas y demás normativa sectorial, en los casos en que le sea aplicable.

2. El contenido, denominación y caracteres de los mencionados distintivos de calidad 
serán aprobados mediante Orden del titular de la Consejería competente en materia de 
artesanía, oída la Comisión de Artesanía de Andalucía.

Artículo 12.  Otorgamiento.
Mediante Orden del titular de la Consejería competente en materia de artesanía se 

regulará el ámbito de aplicación de los distintivos, el procedimiento para su otorgamiento, así 
como los requisitos que deberán reunir los sujetos peticionarios, que, en todo caso, deberán 
constar inscritos en el Registro de Artesanía de Andalucía.
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Artículo 13.  Efectos.
1. La resolución que otorgue el distintivo de calidad y procedencia del producto artesano 

especificará las condiciones y requisitos de utilización, y se incorporará de oficio a la hoja 
abierta a cada persona artesana afectado en el Registro de Artesanía de Andalucía, 
mediante trascripción literal del nombre del producto sobre el que recae.

2. El incumplimiento de las condiciones incluidas en la resolución establecida en el 
apartado anterior podrá dar lugar a la revocación del distintivo concedido, previo 
procedimiento administrativo instruido al efecto.

CAPÍTULO II
Las zonas y puntos de interés artesanal

Artículo 14.  Definición.
1. A los efectos de esta Ley, se considera Zona de Interés Artesanal al territorio formado 

por agrupaciones municipales, términos municipales o parte de los mismos, si concurren en 
ellos especiales características de producción o comercialización de productos artesanos o 
de concentración de talleres artesanos.

2. Se denomina Punto de Interés Artesanal aquel determinado local o taller, o número de 
locales o talleres en los que concurran las especiales características de producción o 
comercialización de productos artesanos mencionados en el párrafo anterior, aunque no se 
sitúen en una zona de concentración de talleres artesanos.

Artículo 15.  Declaraciones.
1. El procedimiento de declaración de Zonas y Puntos de Interés Artesanal podrá 

iniciarse a solicitud de las asociaciones, federaciones o confederación de artesanos con 
domicilio social en el ámbito para el que se solicite, o de oficio por la Consejería competente 
en materia de artesanía.

2. La declaración de Zonas o Puntos de Interés Artesanal será otorgada por el titular de 
la Consejería competente en materia de artesanía, oída la Comisión de Artesanía de 
Andalucía.

3. El procedimiento para el otorgamiento, revisión y revocación de las Zonas y Puntos de 
Interés Artesanal, así como la aprobación del distintivo identificativo, será regulado mediante 
Orden de la Consejería competente en materia de artesanía.

Artículo 16.  Efectos.
1. La declaración como Zona o Punto de Interés Artesanal implicará los siguientes 

efectos:
a) Identificar públicamente la Zona o Punto de Interés Artesanal con el distintivo de 

identificación concedido.
b) Figurar en las publicaciones y guías oficiales de la artesanía y de turismo que se 

publiquen por la Administración de la Junta de Andalucía, así como participar en los términos 
que se determine en aquellos encuentros feriales que se organicen.

2. La declaración de Zona o Punto de Interés Artesanal se inscribirá de oficio en la hoja 
abierta en el Registro de Artesanía de Andalucía a cada persona artesana afectada.

3. La declaración como Zona o Punto de Interés Artesanal tendrá carácter indefinido, 
pudiendo dejarse sin efecto por alguna de las siguientes causas:

a) Variación sustancial de las circunstancias que dieron lugar a la declaración.
b) A petición de quienes instaron la declaración, oída la Comisión de Artesanía de 

Andalucía.
c) Otras que se puedan establecer reglamentariamente.
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TÍTULO IV
Maestro y Maestra Artesana

Artículo 17.  Definición.
1. Se considera Maestro y Maestra Artesana aquel artesano o artesana en quien 

concurran las características establecidas en el artículo 5.2 f) y en el presente Título.
2. El documento que concede la distinción o reconocimiento de Maestro y Maestra 

Artesana se denomina Carta de Maestro Artesano, y tendrá carácter personal e 
intransferible.

Artículo 18.  Solicitud y otorgamiento.
1. El procedimiento para la concesión de Carta de Maestro Artesano podrá iniciarse 

mediante solicitud o de oficio por la Consejería competente en materia de artesanía.
2. La solicitud se dirigirá al titular de la Consejería competente en materia de artesanía, 

contendrá una exposición razonada de los méritos, antecedentes y cualificaciones del 
artesano o artesana propuesto, y podrá ser formulada:

a) Por alguna de las asociaciones, federaciones o confederaciones de artesanos 
inscritas en el Registro de Artesanía de Andalucía.

b) Por instituciones públicas o privadas relacionadas con el sector.
3. El otorgamiento de la Carta de Maestro Artesano corresponderá a la Consejería 

competente en materia de artesanía, oída la Comisión de Artesanía de Andalucía.
En todo caso, será requisito indispensable para la concesión de la Carta de Maestro 

Artesano:
a) Acreditar el desempeño del oficio artesano durante un periodo mínimo de 15 años, 

contados hasta la fecha de iniciación del procedimiento de concesión. Dicha acreditación 
podrá llevarse a cabo mediante cualquier medio que asegure el cumplimiento de este 
requisito.

b) La concurrencia de méritos suficientes en la persona para quien se solicita, tales 
como:

La influencia que ha tenido en la potenciación de su oficio.
El ejercicio de oficios en riesgo de extinción o la recuperación de una actividad artesanal 

desaparecida.
La especial incidencia de su actividad en la mejora de los métodos tradicionales de 

producción.
Los trabajos de investigación realizados, así como las titulaciones académicas y 

profesionales que posea.
La transmisión de sus conocimientos artesanos.
La influencia que su actividad tenga sobre la conservación del patrimonio cultural de 

Andalucía.
La influencia que su actividad tenga sobre el desarrollo económico de una zona o 

territorio.
4. La concesión de la Carta de Maestro Artesano dará lugar a su inscripción de oficio en 

la sección correspondiente del Registro de Artesanía de Andalucía.
5. La concesión de la Carta de Maestro Artesano tendrá carácter indefinido.

TÍTULO V
Comisión de Artesanía de Andalucía

Artículo 19.  Comisión de Artesanía de Andalucía.
1. Se crea la Comisión de Artesanía de Andalucía como un órgano colegiado de carácter 

consultivo y de asesoramiento en materia de artesanía, adscrito a la Consejería competente 
en la materia, de composición paritaria en cuanto al género en los términos establecidos en 
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el artículo 140 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprueban medidas 
fiscales y administrativas, en el que estarán representados las entidades públicas y privadas 
relacionadas con el sector, así como los propios artesanos y artesanas.

2. Su organización, composición y régimen de funcionamiento se establecerá 
reglamentariamente.

Artículo 20.  Competencias.
La Comisión de Artesanía de Andalucía deberá ser oída preceptivamente, además de en 

los supuestos previstos en los artículos 4.2, 11.2, 15.2, 16.3 b), 18.3, y 21.3 de esta Ley, en 
los siguientes:

a) En la elaboración de las disposiciones normativas de carácter general que afecten al 
sector artesanal y se elaboren en el seno de la Consejería competente en materia de 
artesanía.

b) En la elaboración de los planes sectoriales que se realicen sobre celebración de 
actividades comerciales o de promoción con interés y relevancia en el sector, así como de 
actividades y detección de necesidades formativas.

c) En aquellos otros asuntos que en esta Ley o reglamentariamente se determinen o en 
los que, por su relevancia para la artesanía en la Comunidad Autónoma de Andalucía, le sea 
solicitado su parecer por la Consejería competente en materia de artesanía.

TÍTULO VI
Fomento de la artesanía

Artículo 21.  Planes Integrales para el Fomento de la Artesanía en Andalucía.
1. La Consejería competente en materia de artesanía elaborará un Plan Integral para el 

Fomento de la Artesanía en Andalucía, que tendrá una vigencia de cuatro años tras su 
aprobación, dirigido a promover su permanente desarrollo y difusión, la mejora de la 
comercialización de los productos artesanos y el apoyo en materia formativa de los oficios 
artesanos.

2. Los Planes Integrales para el Fomento de la Artesanía en Andalucía tendrán, al 
menos, el siguiente contenido:

a) El análisis y diagnóstico de la evolución de la artesanía en Andalucía.
b) El objetivo finalista y los objetivos intermedios a lograr durante su vigencia.
c) Las estrategias y los programas de acción para dar cumplimiento a los objetivos.
d) El programa financiero del Plan.
e) Los mecanismos de evaluación y seguimiento del Plan, así como los indicadores de 

su ejecución, indicadores de género y las medidas para realizar, en su caso, las 
adaptaciones procedentes.

3. Una vez elaborado el Plan, el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía lo 
aprobará mediante decreto, a propuesta de la Consejería competente en materia de 
artesanía, para cuyas líneas básicas será previamente oída la Comisión de Artesanía de 
Andalucía.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 72  Ley de Artesanía de Andalucía

– 1704 –



TÍTULO VII
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones administrativas

Artículo 22.  Infracciones administrativas.
1. Se consideran infracciones administrativas en materia de artesanía las acciones u 

omisiones tipificadas en la presente Ley, sin perjuicio de que puedan completarse con las 
especificaciones previstas en la normativa reglamentaria de desarrollo.

2. Las infracciones a la normativa en materia de artesanía se clasifican en leves, graves 
y muy graves.

Artículo 23.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves:
a) La utilización de la Carta de Artesano o Artesana una vez caducado su periodo de 

vigencia.
b) La falta de comunicación al Registro en el plazo reglamentario de cualquier cambio de 

los datos contenidos en el mismo.
c) La falta de comunicación al Registro en el plazo reglamentario del cese de la 

actividad.
d) El incumplimiento de los deberes y obligaciones propios de la condición de personas 

artesanas contenidos en esta Ley, así como las que en ejecución de la misma se 
establezcan en la normativa de desarrollo, siempre que no estén tipificadas como 
infracciones graves ni muy graves.

Artículo 24.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves:
a) La utilización de un distintivo del producto artesano incumpliendo las condiciones de 

su otorgamiento.
b) La realización de cualquier forma de publicidad o promoción o exposición de 

productos que se califiquen como de artesanía elaborada en Andalucía y que no hayan sido 
elaborados en Andalucía de forma artesanal conforme a lo dispuesto en esta Ley, siempre 
que no se haya realizado aquélla en medios de comunicación social.

c) La atribución de poseer la Carta de Artesano o Artesana o la Carta de Maestro 
Artesano sin haber sido otorgadas.

d) La utilización de la Carta de Artesano o Artesana cuando haya sido suprimida o 
revocada temporalmente.

e) La utilización del distintivo de Zona o Punto de Interés Artesanal incumpliendo las 
condiciones de su otorgamiento.

f) El incumplimiento de los deberes y obligaciones contenidos en el artículo 6, apartados 
c) y g).

g) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.

Artículo 25.  Infracciones muy graves.
Se consideran infracciones muy graves:
a) La venta o distribución de productos que, no habiendo sido elaborados en Andalucía 

de forma artesanal conforme a lo dispuesto en el artículo 3 de la presente Ley, se 
identifiquen o califiquen como tales.

b) La utilización de un distintivo de calidad del producto artesano careciendo de la 
preceptiva autorización.

c) La realización de cualquier forma de publicidad o promoción en medios de 
comunicación social de productos que se califiquen como de artesanía elaborada en 
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Andalucía y que no hayan sido realizados en dicho territorio de forma artesanal, conforme a 
lo dispuesto en esta Ley.

d) El uso indebido de la Carta de Maestro Artesano en la exposición, venta o publicidad 
de productos.

e) La negativa, resistencia u obstrucción a las actuaciones de inspección.
f) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 26.  Personas responsables de las infracciones.
Son responsables de las infracciones tipificadas en la presente Ley las personas físicas 

o jurídicas que, por acción u omisión, las realicen, aun a título de simple inobservancia.

CAPÍTULO II
Sanciones administrativas

Artículo 27.  Tipología de las sanciones.
Las infracciones contra lo dispuesto en esta Ley darán lugar a la imposición de las 

siguientes sanciones:
a) Principales:
Apercibimiento.
Multa.
b) Accesorias:
Suspensión temporal o revocación del uso de la Carta de Artesano o Artesana.
Suspensión temporal del uso de la Carta de Maestro Artesano.
Suspensión temporal o indefinida del uso de distintivos de calidad o del uso de los 

distintivos de identificación de Zonas o Puntos de Interés Artesanal.
Retirada de productos. Cierre de puntos de elaboración y venta.

Artículo 28.  Sanciones.
1. Las infracciones calificadas como leves serán sancionadas con apercibimiento o multa 

de 250 euros a 1.250 euros.
2. Las infracciones calificadas como graves serán sancionadas con multa de 1.251 a 

25.000 euros. Como sanción accesoria podrá imponerse la retirada de productos, la 
suspensión temporal por un periodo inferior a seis meses del uso de la Carta de Artesano o 
Artesana o del uso de distintivos de calidad o del uso de los distintivos de identificación de 
Zonas o Puntos de Interés Artesanal, o el cierre de puntos de elaboración y venta, por un 
periodo inferior a seis meses.

3. Las infracciones calificadas como muy graves serán sancionadas con multa de 25.001 
a 125.000 euros. Como sanción accesoria podrá imponerse la retirada de productos, la 
suspensión temporal de la Carta de Artesano o Artesana o de la Carta de Maestro Artesano 
o del uso de distintivos de calidad o del uso de los distintivos de identificación de Zonas o 
Puntos de Interés Artesanal, o el cierre de puntos de elaboración y venta, por un periodo 
comprendido entre los seis meses y los tres años.

La revocación de la Carta de Artesano o Artesana procederá, en el caso de infracciones 
muy graves, cuando el responsable haya sido sancionado dos o más veces, mediante 
resolución firme en vía administrativa, por este tipo de infracciones en el transcurso de tres 
años consecutivos y medien graves perjuicios para los intereses del sector derivados de la 
conducta del infractor.

Artículo 29.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones previstas en la presente Ley se impondrán teniendo en cuenta las 

circunstancias concurrentes cuando se produjo la infracción administrativa. A este respecto 
se considerarán especialmente los siguientes criterios:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 72  Ley de Artesanía de Andalucía

– 1706 –



a) La existencia de intencionalidad.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en cuenta para tipificar la infracción.
d) La cuantía del beneficio ilícito obtenido.
e) El volumen de la actividad económica desarrollada por la persona artesana.
f) La trascendencia social de la infracción y especialmente el número de personas 

perjudicadas por la infracción y su alcance.
g) Las repercusiones para el resto del sector.
h) La subsanación durante la tramitación del procedimiento de las anomalías que dieron 

origen a su incoación.
2. Se entiende por reincidencia la comisión en el término de un año de una nueva 

infracción de la misma naturaleza que otra anteriormente sancionada por resolución firme.
3. Cuando el beneficio que resulte de la comisión de la infracción fuese superior al de la 

multa que le corresponda, ésta será incrementada en la cuantía equivalente al beneficio 
obtenido.

4. Atendiendo a las circunstancias de la infracción, cuando los daños y perjuicios 
originados a terceros, a la imagen del sector artesano o a los intereses generales sean de 
escasa entidad, el órgano competente podrá imponer a las infracciones muy graves las 
sanciones correspondientes a las graves y a las infracciones graves las correspondientes a 
las leves. En tales supuestos, deberá justificarse la existencia de dichas circunstancias y 
motivarse la resolución.

Artículo 30.  Procedimiento sancionador.
1. Son órganos competentes para la imposición de las sanciones previstas en los 

artículos anteriores:
a) Los titulares de las Delegaciones Provinciales de la Consejería competente en materia 

de artesanía, para la imposición de las sanciones por infracciones tipificadas como leves.
b) El titular de la Dirección General que tenga atribuidas las competencias en materia de 

artesanía, para la imposición de sanciones por infracciones tipificadas como graves y muy 
graves.

2. El procedimiento para la imposición de sanciones se ajustará a lo establecido en la 
normativa sobre el ejercicio de la potestad sancionadora.

Artículo 31.  Inspección en materia de artesanía.
1. La Administración de la Junta de Andalucía, a través de la Consejería competente en 

materia de artesanía, inspeccionará los productos, actividades, instalaciones y 
establecimientos comerciales y actividades feriales relacionadas con la artesanía, y recabará 
de sus titulares cuanta información resulte necesaria, a fin de garantizar el cumplimiento de 
la presente ley y sus disposiciones de desarrollo.

Las actividades de inspección serán ejercidas por las personas funcionarias, adscritas al 
órgano o unidad administrativa que tenga atribuida la función de inspección en la Consejería 
competente en materia de comercio interior.

2. En el ejercicio de las funciones inspectoras, las personas funcionarias de la Inspección 
tendrán la consideración de agente de la autoridad y, sin perjuicio de la dependencia 
orgánica y funcional de la autoridad administrativa correspondiente, actuarán con total 
independencia y estricta sujeción al principio de imparcialidad.

3. Para el cumplimiento de sus funciones, tanto las personas funcionarias de la 
Inspección como las personas inspeccionadas se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 7, 
8 y 9 del Texto Refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía.

Disposición transitoria única.  Inscripción en el Registro de Artesanía de Andalucía.
La efectividad de lo dispuesto en la letra c) del artículo 7.2 de la presente Ley tendrá 

lugar respecto de las subvenciones en materia de artesanía cuyos procedimientos sean 
iniciados una vez transcurridos seis meses desde la entrada en vigor de la norma 
reglamentaria que posibilite la inscripción en el Registro de Artesanía de Andalucía.
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Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Plan Integral para el Fomento de la Artesanía en Andalucía.
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará el Plan Integral para el Fomento de la Artesanía en Andalucía.
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§ 73

Ley 4/2019, de 19 de noviembre, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de Andalucía

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 227, de 25 de noviembre de 2019
«BOE» núm. 304, de 19 de diciembre de 2019

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2019-18153

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA
A todos los que la presente vieren, sabed: Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado 

y yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución y el Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Andalucía, 

como Corporaciones de Derecho Público, son órganos consultivos y de colaboración con las 
Administraciones Públicas y tienen como finalidad la representación, promoción y defensa de 
los intereses generales del comercio, la industria y la navegación, así como la prestación de 
servicios a las empresas que realicen estas actividades.

Como consecuencia de la evolución económica y legislativa experimentada en los 
últimos años, el Estado aprobó la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, la cual ha supuesto el nuevo marco básico 
para estas instituciones, reforzando su condición de Corporaciones de Derecho Público y 
estableciendo un sistema de adscripción obligatoria para todas las empresas, sin que de ello 
se derive, no obstante, ninguna obligación económica para las empresas.

Esta norma viene a sustituir a la anterior Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, la cual fue objeto de una importante 
modificación mediante el Real Decreto Ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el 
ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y creación de empleo. Este 
último, vino a establecer un sistema cameral de pertenencia voluntaria a cada Cámara pero, 
sobre todo, la eliminación del recurso cameral permanente, una de las principales fuentes de 
financiación de estas Corporaciones.

La citada Ley 4/2014, de 1 de abril, se dicta como legislación básica del régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas, al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, y 
faculta a las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, para determinar 
diversas cuestiones tales como definir la organización territorial y de los órganos de gobierno 
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de sus respectivas Cámaras, de manera que estas respondan a la realidad económica de 
sus territorios y promover una mayor representación directa de las empresas, en función de 
su contribución a las Cámaras. Por tanto, es preciso establecer el marco jurídico aplicable a 
las Cámaras andaluzas, en condiciones de seguridad, que permita el desarrollo de un sector 
con gran importancia en la economía y con capacidad de crecimiento, en particular, teniendo 
en cuenta que en el actual contexto económico resulta necesario establecer medidas que 
permitan diversificar la actividad económica y potenciar la actividad industrial, comercial, de 
servicios y navegación, en beneficio de la economía y el empleo, todo ello auspiciado por las 
Cámaras andaluzas.

En aplicación de la disposición final segunda de la Ley 4/2014, de 1 de abril, se aprueba 
el Real Decreto 669/2015, de 17 de julio, por el que se desarrolla la Ley 4/2014, de 1 de 
abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, que 
pretende eliminar la dispersión normativa existente en el ámbito reglamentario relativo a las 
Cámaras, prestando especial atención a la regulación del régimen electoral, previsto en el 
Capítulo III de la citada Ley.

Toda esta normativa básica viene a establecer algunas previsiones que demandan un 
desarrollo legislativo por parte de las Comunidades Autónomas.

II
El artículo 13.16 del anterior Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado mediante 

Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, atribuía a la Comunidad Autónoma la competencia 
exclusiva sobre las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de su territorio. 
En uso de esa competencia, se aprobó la Ley 10/2001, de 11 de octubre, de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Andalucía.

Con base en las necesidades expuestas y a fin de adaptar la normativa andaluza actual 
sobre Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y, en su caso, Navegación en 
Andalucía, así como la regulación del Consejo Andaluz de Cámaras a través de la Ley 
10/2001, de 11 de octubre, a la actual normativa básica, se procede a dar una nueva 
regulación autonómica a estas Corporaciones de Derecho Público con sede en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, en aplicación de lo dispuesto en la disposición 
transitoria primera de la citada Ley 4/2014, de 1 de abril.

Andalucía cuenta con catorce Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y, en su caso, 
Navegación. Existe una por cada provincia, con sede en la capital de la misma, mientras que 
también tienen su corporación propia los municipios de Ayamonte (Huelva), Andújar y 
Linares (Jaén), Motril (Granada), Jerez de la Frontera y los municipios del Campo de 
Gibraltar (Cádiz). Representando a todas ellas, se encuentra el Consejo Andaluz de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Andalucía (en adelante, Consejo 
Andaluz de Cámaras), con sede en Sevilla. A ello hay que añadir diferentes Delegaciones, 
Antenas, Plataformas de Desarrollo Territorial y Viveros de Empresas que, en total, suman 
95 puntos de atención a las personas usuarias (25.826 metros cuadrados). Esta red cameral 
presta permanentemente una atención especializada a las necesidades de las empresas, 
contribuyendo a la vertebración territorial, a la modernización del tejido productivo y a la 
prestación de servicios a las pequeñas y medianas empresas.

Por todo ello, la Ley pretende reforzar la presencia e importancia de las Cámaras, la 
adecuada representación de todos los sectores económicos en los órganos de gobierno de 
las Cámaras e impulsar la coordinación intercameral, a través del Consejo Andaluz de 
Cámaras.

Asimismo, se pretende fomentar el papel de las Cámaras como prestadoras de servicios, 
en particular, a las pequeñas y medianas empresas, y reforzar su papel como 
dinamizadoras, tanto de la expansión de las empresas de la Comunidad Autónoma fuera de 
nuestro territorio y en el ámbito internacional, como de la mejora de su competitividad. Todo 
ello en colaboración y sin perjuicio de las actividades de las organizaciones empresariales 
más representativas.
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III
La Ley consta de un total de 71 artículos, que se estructuran en ocho capítulos, tres 

disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.
El Capítulo I regula la naturaleza y finalidad de las Cámaras, manteniendo la naturaleza 

jurídica de las mismas como Corporaciones de Derecho Público y garantizando el ejercicio 
de las funciones público-administrativas, adquiriendo así una especial relevancia de cara a la 
regeneración del tejido económico y la creación de empleo. Igualmente, se consagra su 
finalidad de representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la 
industria, los servicios y la navegación, así como la prestación de servicios a todas las 
empresas.

Igualmente, en este Capítulo se dispone que las Cámaras de Andalucía tendrán las 
funciones de carácter público-administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril, además de las competencias que, conforme al apartado segundo del 
citado precepto, pueden asumir las Comunidades Autónomas y que en esta Ley se 
consagran en el apartado segundo del artículo 4. Dentro de las funciones, adquieren plena 
relevancia la garantía de eficacia de la actuación administrativa; la colaboración con las 
organizaciones empresariales más representativas; la colaboración en los programas de 
formación e información sobre los estudios, trabajos y acciones que se realicen para la 
promoción del comercio, la industria, los servicios y la navegación; la ordenación del territorio 
y la localización industrial y comercial; las actividades en el terreno del comercio exterior, en 
el marco de una economía de mercado, así como el arbitraje y la mediación.

Las Cámaras de Andalucía podrán ejercer, además de las funciones de carácter público-
administrativo que se les encomienden, otras funciones de carácter privado que sean 
necesarias para optimizar el rendimiento y el acceso al desarrollo económico de todas las 
empresas, que se prestarán en régimen de libre competencia siempre que contribuyan a la 
defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria, los servicios y la navegación o que sean 
de utilidad para el logro de dichas finalidades y en especial el establecimiento de servicios de 
información, formación y asesoramiento empresarial, así como competencias certificadoras y 
de gestión y contratación de productos, de mediación y arbitraje mercantil o facilitar y 
promover el acceso a la financiación de profesionales autónomas y autónomos, así como a 
las empresas.

Las Cámaras de Andalucía y el Consejo Andaluz de Cámaras también podrán colaborar 
con las Administraciones Públicas a través de la suscripción de los correspondientes 
convenios de colaboración, como vienen desarrollando hasta ahora, estableciéndose la 
posibilidad de que también puedan suscribir convenios u otros instrumentos de colaboración 
con las organizaciones empresariales para la coordinación de sus actuaciones, así como 
realizar aquellas actividades de carácter material, técnico o de servicios que la 
Administración de la Junta de Andalucía les pueda encomendar.

Se introduce, además, como novedad importante el Plan Cameral de Andalucía, con 
objeto de fomentar y promocionar fuera del territorio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía bienes y servicios producidos en Andalucía y mejorar la competitividad de las 
empresas andaluzas.

El Capítulo II viene a regular el ámbito territorial de las Cámaras de Andalucía, en cuyo 
contenido se establece el procedimiento a seguir en materia de fusiones, segregaciones e 
integraciones de Cámaras, así como la posibilidad de desconcentrar determinadas 
atribuciones de éstas en las delegaciones que se creen en poblaciones de cierta importancia 
mercantil, industrial, de servicios o naviera.

En el Capítulo III se establece un sistema de adscripción a las Cámaras de Andalucía, en 
la forma señalada en el artículo 14, que establece el principio general de pertenencia de 
todas las personas, físicas o jurídicas, que ejerzan actividades comerciales, industriales, de 
servicios o navieras a las Cámaras sin que de ello se derive obligación económica alguna. 
La adscripción universal se entiende porque las Cámaras representan los intereses 
generales de toda la actividad económica y empresarial, y no de un determinado sector, 
asociación o colectivo de empresas en función de su dimensión, localización o adscripción a 
la Cámara.

Se establece el censo público, la organización de las Cámaras de Andalucía y se regulan 
en este Capítulo los órganos de gobierno de las mismas, que serán el Pleno, el Comité 
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Ejecutivo y la Presidencia. En cuanto al Pleno, y como novedad, se modifica su composición 
con el fin de ajustar el número de Vocalías a una adecuada representatividad de los distintos 
sectores económicos, donde el setenta y cinco por ciento de las Vocalías serán para las 
personas físicas o jurídicas que ejerzan una actividad comercial, industrial, de servicios y de 
navegación, elegidas por sufragio libre, igual, directo y secreto. Asimismo, el cinco por ciento 
de las Vocalías será para aquellas con una representación directa de las empresas con 
mayores aportaciones voluntarias a las Cámaras y el otro veinte por ciento de las Vocalías 
será para las organizaciones empresariales más representativas. Se regulan de forma 
independiente las figuras de la Secretaría General y de la Dirección Gerencia y se recoge la 
exigencia de que no podrán formar parte de los órganos de gobierno ni ocupar puestos 
directivos las personas que estén inhabilitadas para empleo o cargo público, o sancionadas 
o condenadas por resolución administrativa firme o sentencia judicial firme por alentar o 
tolerar prácticas laborales consideradas discriminatorias por la legislación vigente, o haber 
sido condenadas, con sentencia judicial firme, por delitos económicos o concursos 
fraudulentos.

De igual modo, en este Capítulo III, también se viene a regular el régimen jurídico del 
personal de las Cámaras.

El Capítulo IV regula el contenido mínimo del Reglamento de Régimen Interior y el 
Código de Buenas Prácticas de las Cámaras.

El Capítulo V, relativo al régimen electoral, establece en términos generales el 
procedimiento de elección de las personas integrantes de los órganos de gobierno de las 
Cámaras de Andalucía. En este sentido, tras regular los requisitos necesarios para ejercer 
los derechos de sufragio activo y pasivo, se regula la composición y publicidad del censo, así 
como las obligaciones de los órganos de gobierno en funciones. En cualquier caso, deben 
destacarse las previsiones sobre la posibilidad de emitir el voto a través de medios 
electrónicos, con el fin de fomentar la mayor participación posible.

El Capítulo VI se refiere al régimen económico y presupuestario de las Cámaras, y en él 
se establecen las fuentes de financiación de las que disponen; la elaboración, aprobación y 
contenido de sus presupuestos, y las normas relativas a la liquidación de los mismos. La 
presente Ley regula aquellos mecanismos de control y de fiscalización que se estiman 
necesarios para asegurar que los presupuestos respondan a los principios de eficiencia y 
transparencia que han de presidir cualquier actuación de carácter económico.

El Capítulo VII establece el régimen jurídico de las Cámaras de Andalucía y del Consejo 
Andaluz de Cámaras, donde se regula el marco jurídico aplicable en sus funciones público-
administrativas, así como aquellas de carácter privado derivadas de la gestión de su régimen 
patrimonial y de contratación. Por otro lado, se contemplan también las funciones de tutela 
que le corresponden a la Administración autonómica andaluza.

La Ley contempla cuestiones tan trascendentales para la vida cameral como las 
autorizaciones y aprobaciones a que se someten determinados actos de las Cámaras de 
Andalucía y del Consejo Andaluz de Cámaras, el régimen de personal, la administración y 
disposición de su patrimonio, la creación de otras entidades institucionales dependientes de 
las Cámaras de Andalucía, y las relaciones camerales. Del mismo modo, la presente Ley 
regula el régimen de recursos administrativos contra los actos que dicten los órganos de las 
Cámaras en el ejercicio de competencias de naturaleza jurídico-públicas.

Se acentúa la labor de asesoramiento y consulta que realizan las Cámaras de Andalucía 
y el Consejo Andaluz de Cámaras para la Administración de la Junta de Andalucía, 
estableciendo los criterios que determinarán el asesoramiento individual por parte de las 
Cámaras de Andalucía y del propio Consejo Andaluz de Cámaras.

En el Capítulo VIII de la Ley se dispone la regulación del Consejo Andaluz de Cámaras, 
concebido también como una Corporación de Derecho Público a la que pertenecen, a través 
de sus respectivas Presidencias, todas las Cámaras de Andalucía, así como representantes 
de las organizaciones empresariales. El Consejo ostenta la representación, relación y 
coordinación de estas Cámaras, especialmente en lo que se refiere al asesoramiento y la 
colaboración con la Administración de la Junta de Andalucía, subrayando así su vertiente 
pública.
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IV
Por último, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 

1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 
presente Ley se adecua a los principios de necesidad y eficacia, justificándose su 
elaboración por razón de interés general.

Por otra parte, cumple debidamente con el principio de proporcionalidad, al ser una 
exigencia de adaptación a la normativa básica estatal, derivada de la citada disposición 
transitoria primera de la Ley 4/2014, de 1 de abril, por lo que la Ley contiene la regulación 
necesaria e imprescindible para la finalidad perseguida, constatándose que no existen otras 
medidas menos restrictivas o que impongan menos obligaciones a las personas 
destinatarias.

También es conforme al principio de seguridad jurídica, dado que la regulación de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Andalucía no es 
nueva, ya se contenía en la Ley 10/2001, de 11 de octubre, de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de Andalucía.

No obstante, con esta norma se pretende también reforzar la presencia e importancia de 
las Cámaras, la adecuada representación de todos los sectores económicos en los órganos 
de gobierno de las Cámaras e impulsar la coordinación intercameral, a través del Consejo 
Andaluz de Cámaras, y fomentar el papel de las Cámaras como prestadoras de servicios, en 
particular a las pequeñas y medianas empresas, y su papel como dinamizadoras tanto de la 
expansión de las empresas de la Comunidad Autónoma fuera de nuestro territorio y en el 
ámbito internacional, como de la mejora de su competitividad, fijando un marco normativo 
estable, integral, claro y de certeza, que permita su conocimiento y comprensión.

La norma respeta el principio de transparencia, dado que en su elaboración se ha 
posibilitado el acceso sencillo, universal y actualizado a la normativa en vigor y los 
documentos propios de su proceso de elaboración, en los términos establecidos en el 
artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, y en el artículo 13 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de 
Transparencia Pública de Andalucía.

Por otra parte, de conformidad con el citado artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, la norma se ajusta al principio de eficiencia, evitándose cualquier carga 
administrativa que resulte innecesaria y llevando a cabo una adecuada racionalización de los 
recursos públicos.

Asimismo, se adecua a los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera, dado que cualquier gasto o ingreso público que, en cumplimiento de esta norma, 
pudieran surgir en el futuro estarán supeditados al cumplimiento de los principios citados.

Además, en el articulado de esta Ley se ha tenido en cuenta la Ley Orgánica 3/2007, de 
22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, así como la Ley 12/2007, de 
26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, siendo la 
primera norma en la materia que introduce el lenguaje de género en todo su articulado, así 
como la promoción en todos los órganos de gobierno de las Cámaras de Andalucía y del 
Consejo Andaluz de Cámaras de la presencia equilibrada de mujeres y hombres e 
incidiendo, con especial consideración, en garantizar la inexistencia de diferencia salarial 
entre mujeres y hombres del personal de las Cámaras.

Finalmente, se ha dado la posibilidad a las entidades que representan en su conjunto al 
sector de tener una participación activa en su elaboración, al haber sido sometida al trámite 
de audiencia e información pública, en los términos que establece el artículo 45 de la Ley 
6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de las Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria, Servicios y, en su caso, Navegación de Andalucía (en adelante, Cámaras de 
Andalucía), así como del Consejo Andaluz de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
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Servicios y Navegación (en adelante, Consejo Andaluz de Cámaras), dentro del marco fijado 
por la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las Cámaras de Andalucía son Corporaciones de Derecho Público con personalidad 

jurídica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, que se configuran 
como órganos consultivos y de colaboración con las Administraciones Públicas de 
Andalucía, sin menoscabo de los intereses privados que persigan. Su estructura y 
funcionamiento deberán ser democráticos.

2. Las Cámaras de Andalucía se ajustarán a lo dispuesto en la presente Ley, a su 
normativa de desarrollo, a sus reglamentos de régimen interior y a la Ley 4/2014, de 1 de 
abril. Les será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las Administraciones Públicas, en cuanto que sea conforme con su 
naturaleza y finalidades.

También deberán ajustarse a lo establecido en la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para 
la promoción de la igualdad de género en Andalucía.

En todo caso, las actuaciones de las Cámaras de Andalucía respetarán lo dispuesto en 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia; en la Ley 1/2014, de 24 de 
junio, de Transparencia Pública de Andalucía, y demás normativa que les pudiera resultar de 
aplicación.

3. La contratación y el régimen patrimonial se regirán, en todo caso, por el derecho 
privado, habilitando un procedimiento que garantice las condiciones de publicidad, 
transparencia, igualdad y no discriminación, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación de 
contratos del sector público.

Artículo 3.  Finalidad.
1. Las Cámaras de Andalucía tendrán como finalidad la representación, promoción y 

defensa de los intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación, 
así como la prestación de servicios a las empresas que ejerzan las indicadas actividades. 
También ejercerán las competencias de carácter público que les atribuye la presente Ley, la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, y las que les puedan ser asignadas por las Administraciones 
Públicas con arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento jurídico.

2. Las actuaciones de las Cámaras de Andalucía, para el logro de sus fines, se llevarán 
a cabo sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de 
representación de los intereses empresariales que asuman este tipo de asociaciones y de 
las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

Artículo 4.  Funciones.
1. Las Cámaras de Andalucía tendrán las funciones de carácter público-administrativas 

contempladas en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
2. También podrán ejercer las funciones público-administrativas que se enumeran a 

continuación:
a) Proponer a las Administraciones Públicas de Andalucía cuantas reformas o medidas 

consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación en Andalucía.

b) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

c) Colaborar con las Administraciones Públicas de Andalucía como órganos de apoyo y 
asesoramiento para la creación de empresas, y establecer servicios de información y 
asesoramiento empresarial.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas de Andalucía mediante la realización de 
actuaciones materiales, en Andalucía, para la comprobación del cumplimiento de los 
requisitos legales y verificación de establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo 
con lo establecido en la normativa general y sectorial vigente.
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e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios de su demarcación que 
considere necesarios para el ejercicio de sus competencias, siempre con datos 
desagregados por la variable sexo cuando se recoja información directa o indirecta 
relacionada con personas, así como la consideración de diferencias de género en la 
elaboración de las encuestas y los estudios.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en particular, en la formación profesional dual con las Administraciones 
Públicas competentes.

h) Informar los proyectos de normas emanados de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía que afecten directamente a los intereses generales del comercio, la industria, los 
servicios o la navegación, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico 
determine.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica.

j) Colaborar con la Administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir en la promoción turística, en el marco de la cooperación y colaboración con 
las Administraciones Públicas de Andalucía.

l) Prestar servicios de asesoramiento para la promoción de la expansión nacional e 
internacional de las empresas de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

m) Colaborar con las Administraciones competentes para facilitar información y 
orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de 
las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como la aportación de 
instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
dichas Administraciones lo establezcan.

n) Fomentar la actividad económica de Andalucía.
ñ) Colaborar, a instancia de las Administraciones competentes, en los estudios, trabajos 

y acciones que aquellas realicen sobre la ordenación del territorio y la localización industrial 
y comercial.

o) Fomentar la competitividad de las empresas, impulsando, entre otros medios, el 
desarrollo de la investigación aplicada, la calidad, el diseño y la transparencia del mercado, 
con especial incidencia cuando existan diferencias de género, que deberán ser detectadas 
previamente al desarrollo de estas actuaciones.

p) Colaborar con las Administraciones Públicas de Andalucía en labores de 
asesoramiento, información y orientación a personas o empresas emprendedoras, 
especialmente en el ámbito de las pequeñas y medianas empresas.

q) Asistir a las Administraciones Públicas de Andalucía en el desarrollo de programas de 
mejora de la competitividad empresarial de la región.

r) Asesorar, apoyar y formar a las empresas en la elaboración de diagnósticos, planes de 
igualdad y su evaluación.

s) Cualquier otra función que el ordenamiento jurídico pueda atribuirles, así como 
también aquellas que puedan asumir mediante los instrumentos previstos en el mismo.

3. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las Cámaras de Andalucía 
garantizarán su imparcialidad y transparencia, actuando y relacionándose de acuerdo con 
los principios generales de las Administraciones Públicas. En cualquier caso, las funciones 
público-administrativas deberán consistir o derivar directamente del ejercicio de potestades 
públicas y someterse al régimen jurídico que resulte de aplicación en el ejercicio de dichas 
actividades.

4. Las funciones público-administrativas asignadas a las Cámaras de Andalucía se 
entenderán sin perjuicio de las funciones desempeñadas, en dichos ámbitos, por las 
asociaciones y organizaciones empresariales según su normativa específica.

5. Las Cámaras de Andalucía podrán llevar a cabo otras actividades de carácter privado, 
que se prestarán en régimen de libre competencia, siempre que contribuyan a la defensa, 
apoyo o fomento del comercio, la industria, los servicios y la navegación o que sean de 
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utilidad para el desarrollo de dichas finalidades. En especial, podrán desarrollar las 
siguientes actividades, cumpliendo, en todo caso, con los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de las mismas:

a) Establecer servicios de información y asesoramiento empresarial.
b) Difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de la empresa.
c) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas.
d) Crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de 

subcontratación y de residuos, así como lonjas de contratación.
e) Desempeñar funciones de mediación y arbitraje mercantil, nacional e internacional, de 

conformidad con lo establecido en la legislación vigente.
6. La efectiva prestación por las Cámaras de Andalucía de las actividades de carácter 

privado, indicadas en el apartado anterior, estará sujeta a la previa autorización por parte del 
Pleno de la misma, en los términos que se determinen en el Reglamento de Régimen Interior 
de la Cámara.

Artículo 5.  Colaboración con las Administraciones Públicas.
1. Las Cámaras de Andalucía, de conformidad con el artículo 5.4 de la Ley 4/2014, de 1 

de abril, para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa la autorización de la 
Consejería competente en materia de Cámaras, podrán celebrar los oportunos convenios de 
colaboración.

En la Memoria explicativa que deberá acompañarse a los presupuestos anuales de las 
Cámaras se detallarán los convenios de colaboración suscritos que tengan un contenido 
presupuestario y que continúen en vigor, y los resultados de la participación de las Cámaras 
en los mismos.

La Consejería competente en materia de Cámaras podrá denegar la autorización 
indicada anteriormente cuando la Cámara solicitante no hubiera acreditado, con carácter 
previo, que su participación en los convenios no afectará al mantenimiento de su equilibrio 
presupuestario.

2. Cuando se celebren convenios de colaboración de ámbito regional con la 
Administración de la Junta de Andalucía, o que afecten en su conjunto a la red cameral 
andaluza o a programas y funciones público-administrativas cuya gestión afecte a más de 
una provincia, serán instrumentalizados a través del Consejo Andaluz de Cámaras.

3. Cuando se formule una solicitud para la celebración de convenios de colaboración, el 
plazo para resolver será de un mes a contar desde el día siguiente a su recepción. 
Transcurrido dicho plazo, se entenderá estimada la solicitud.

4. En todo caso, los convenios de colaboración se instrumentarán respetando la 
neutralidad competitiva y la legislación de contratos del sector público.

Artículo 6.  Encomienda de gestión.
1. La Administración de la Junta de Andalucía podrá encomendar, según los términos del 

artículo 11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a las 
Cámaras de Andalucía y al Consejo Andaluz de Cámaras, para el ejercicio de las funciones 
público-administrativas atribuidas por esta Ley, la realización de actividades de carácter 
material, técnico o de servicios de su competencia, cuando razones de eficacia, especialidad 
o de carencia de medios técnicos idóneos para su desempeño así lo aconsejen.

2. La encomienda de gestión no podrá tener por objeto actos de contenido jurídico ni 
prestaciones de los contratos regulados en la legislación de contratos del sector público.

Artículo 7.  Servicios mínimos obligatorios.
El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la Consejería 

competente en materia de Cámaras y previo informe del Consejo Andaluz de Cámaras y de 
la Cámara o Cámaras afectadas, podrá declarar, mediante acuerdo, los servicios mínimos 
obligatorios que estime imprescindibles para cada Cámara respecto a las funciones público-
administrativas previstas en la normativa básica estatal y en el artículo 4.
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Artículo 8.  Plan Cameral de Andalucía.
1. Para la ejecución de actuaciones de interés general y en desarrollo de las funciones 

de las Cámaras de Andalucía, el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía podrá 
aprobar, mediante acuerdo, uno o varios planes camerales en aquellas materias que sean de 
su competencia, con la duración que se determine en los mismos, previo informe preceptivo 
del Consejo Andaluz de Cámaras. Los planes camerales tendrán, al menos, el siguiente 
contenido mínimo:

a) Actuaciones previstas y Memoria justificativa de su necesidad y de su contribución al 
logro de los fines indicados en el apartado anterior.

b) Mecanismos, en su caso, de coordinación y complementariedad con los planes 
camerales de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.

c) Plazos máximos de ejecución de las actuaciones previstas, definición de objetivos e 
indicadores de su grado de cumplimiento, así como mecanismos de corrección de 
desviaciones en el cumplimiento de dichos indicadores.

d) Criterios cuantitativos y cualitativos de medición del cumplimiento de dichos objetivos 
y del grado de eficiencia en la gestión.

e) Estudio económico de las actuaciones previstas en el Plan Cameral, con desglose del 
coste de las actuaciones anuales previstas, recursos personales, materiales y 
presupuestarios necesarios.

f) Mecanismos de financiación de las actuaciones previstas en el Plan Cameral, que 
deberán estar total o parcialmente vinculados al cumplimiento de los indicadores de 
ejecución y efectos de dicha financiación en el objetivo presupuestario de la Junta de 
Andalucía, así como determinación de la aplicación presupuestaria a la que se imputarán las 
actuaciones previstas.

g) Las garantías, si procede, del cumplimiento de las obligaciones.
h) Creación de un Consejo Rector, con representación equilibrada de mujeres y 

hombres, encargado del seguimiento, desarrollo y valoración de la ejecución del Plan 
Cameral, integrado por una Presidencia y tres Vocalías designadas por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía y cuatro Vocalías designadas por el Consejo Andaluz de 
Cámaras, de las cuales, tres serán en representación de las Cámaras de Andalucía y una en 
representación del Consejo Andaluz de Cámaras.

Las reuniones del Consejo Rector serán convocadas y dirigidas por la Presidencia, quien 
podrá delegar estas funciones en una de las tres Vocalías designadas por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía.

Corresponderá al Consejo Rector:
1.º Realizar un seguimiento periódico de la evolución y el desarrollo del Plan Cameral en 

ejecución.
2.º Estudiar cualquier medida, iniciativa o actividad específica relativa a la ejecución del 

Plan Cameral en vigor o para su inclusión en sucesivos planes camerales, y trasladarla, en 
su caso, al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.

3.º Proponer medidas adicionales de corrección de las desviaciones detectadas en la 
ejecución del Plan Cameral.

4.º Aprobar anualmente un informe de evaluación del cumplimiento del Plan Cameral.
En el Plan Cameral se determinará el régimen de organización y funcionamiento de este 

órgano colegiado, así como la sustitución de la Presidencia, Vocalías y Secretaría, y los 
requisitos para su nombramiento, de conformidad con lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 
de octubre.

2. El Gobierno de la Junta de Andalucía podrá otorgar, en función de las disponibilidades 
presupuestarias, subvenciones de concesión directa para la ejecución de las actuaciones 
previstas en los planes camerales al Consejo Andaluz de Cámaras, o bien a las Cámaras de 
Andalucía, en función de la naturaleza de cada concreta actividad, al amparo del artículo 
22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y del artículo 120.1 
del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, 
aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, mediante la suscripción del 
correspondiente convenio de colaboración.
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3. El Consejo Andaluz de Cámaras podrá suscribir convenios con la Administración de la 
Junta de Andalucía para la ejecución de actuaciones previstas en los planes camerales 
autonómicos.

4. El Consejo Andaluz de Cámaras podrá delegar, mediante convenios de colaboración, 
la ejecución, en su totalidad o en parte, de las acciones derivadas de los planes camerales 
autonómicos en las Cámaras de Andalucía, extendiéndose a estas entidades los 
compromisos de ejecución que se prevean. Las Cámaras tendrán la consideración de 
personas beneficiarias en los términos del artículo 11.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

CAPÍTULO II
Ámbito Territorial

Artículo 9.  Ámbito territorial.
1. Podrán existir Cámaras de Andalucía de ámbito autonómico, provincial y local, y 

coexistir Cámaras de distinto ámbito territorial dentro de una misma provincia. En todo caso, 
su ámbito competencial dependerá de su demarcación.

2. En cada provincia existirá, al menos, una Cámara, sin perjuicio de que determinadas 
funciones y servicios puedan ser desempeñados por otra de las Cámaras de Andalucía, en 
los supuestos y con el alcance que se determina en la presente Ley y en su normativa de 
desarrollo.

Artículo 10.  Modificación de demarcaciones.
1. El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, mediante decreto, podrá alterar la 

demarcación territorial de las Cámaras de Andalucía:
a) Cuando así lo acuerden por mayoría absoluta el Pleno de la Cámara interesada en la 

agregación de uno o varios términos municipales y la mayoría simple del Pleno de la Cámara 
de la que se desagrega.

b) Cuando lo soliciten más de la mitad de las personas electoras de los términos 
municipales a segregar de una Cámara para agregarlos a otra limítrofe.

2. En todo caso, la alteración de las demarcaciones no podrá tener como resultado una 
disminución de la suficiencia financiera que impida a cualquiera de las Cámaras llevar a 
cabo las funciones que se le atribuyen.

3. El decreto acordando la modificación de la demarcación territorial será publicado en el 
«Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» para conocimiento general.

Artículo 11.  Delegaciones territoriales.
1. Las Cámaras de Andalucía podrán crear delegaciones dentro de su demarcación 

territorial en aquellas zonas o áreas en las que su importancia económica lo aconseje, de 
acuerdo con el procedimiento que establezcan los respectivos reglamentos de régimen 
interior. Los acuerdos de creación de delegaciones serán comunicados a la Consejería 
competente en materia de Cámaras, en el plazo de un mes desde su adopción.

2. Las citadas delegaciones carecerán de personalidad jurídica, actuando como órganos 
desconcentrados para la prestación de servicios camerales, en los términos que se 
determine en el correspondiente acuerdo de creación.

Artículo 12.  Requisitos y supuestos de creación de Cámaras.
1. Podrán crearse nuevas Cámaras de Andalucía únicamente sobre la base de intereses 

comerciales, industriales, de servicios y navieros específicos, siempre que la nueva Cámara 
a crear cuente con recursos suficientes para el cumplimiento de las funciones 
encomendadas en esta Ley.

Se entenderá que la Cámara reúne el requisito de la suficiencia de recursos cuando los 
ingresos previstos asciendan, como mínimo, al diez por ciento de los ingresos de todas las 
Cámaras de Andalucía en el último ejercicio.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 73  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Andalucía

– 1718 –



2. También podrán crearse nuevas Cámaras de Andalucía por integración y por fusión:
a) La integración de Cámaras supone la incorporación de una o más Cámaras a otra, 

mediante la desaparición de la Cámara o Cámaras incorporadas y su anexión a la que 
continúa subsistente, mediante el proceso de fusión por absorción, en cuyo caso la 
absorbente mantendrá su personalidad jurídica y la absorbida se extinguirá. La integración 
podrá ser voluntaria o forzosa.

1.º La integración voluntaria lo será por acuerdo de la Cámara absorbente y la Cámara o 
Cámaras absorbidas, adoptado por los Plenos respectivos por mayoría absoluta, debiendo 
justificarse la integración pretendida mediante el estudio económico correspondiente, en el 
que se ponga de relieve que la Cámara absorbente tras la integración operada cuenta con 
recursos suficientes para el cumplimiento de las funciones que asume y pueda garantizar la 
calidad de los servicios que preste.

2.º La integración forzosa procederá en los supuestos de disolución o suspensión de los 
órganos de gobierno o en los de inviabilidad económica de la Cámara, de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 54 y 55.

b) Mediante su fusión, dos o más Cámaras limítrofes podrán constituir una única 
Cámara. La fusión podrá realizarse por integración, según se recoge en el apartado anterior, 
mediante una fusión por absorción de una a otra, en cuyo caso la absorbente mantendrá su 
personalidad jurídica y la absorbida se extinguirá, o mediante la constitución de una Cámara 
de nueva creación con extinción de aquellas. La fusión podrá ser voluntaria o forzosa.

1.º La fusión voluntaria requerirá el acuerdo favorable de la mayoría absoluta de los 
Plenos de las Cámaras fusionadas y el cumplimiento de los demás requisitos de orden 
económico que se señalan para el procedimiento de integración de Cámaras, respecto a 
cada una de ellas.

2.º La fusión forzosa será dispuesta por los motivos y mediante el procedimiento que se 
señala para las integraciones de carácter forzoso.

Artículo 13.  Normas comunes para los procedimientos de creación, fusión e integración de 
las Cámaras de Andalucía y modificación de las demarcaciones camerales.

1. La creación, fusión e integración forzosa de Cámaras de Andalucía y la modificación 
de las demarcaciones camerales se iniciará mediante orden de la Consejería competente en 
materia de Cámaras y se aprobará por decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía.

2. En todos los casos será preceptiva la audiencia a las Cámaras afectadas e informe 
previo del Consejo Andaluz de Cámaras.

3. El decreto que apruebe la creación, fusión e integración forzosa de Cámaras o la 
modificación de las demarcaciones camerales preverá el plazo para que los reglamentos de 
régimen interior de las Cámaras afectadas se adapten, en los términos necesarios, a sus 
nuevos ámbitos territoriales.

CAPÍTULO III
Organización

Sección 1.ª Adscripción, censo y organización

Artículo 14.  Adscripción a las Cámaras.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales, de servicios o navieras en territorio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía formarán parte de las Cámaras de Andalucía dentro de cuya circunscripción 
tengan establecimientos, delegaciones o agencias, sin que de ello se desprenda obligación 
económica alguna, ni ningún tipo de carga administrativa, procediéndose a la adscripción de 
oficio de las mismas.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial, de servicios o de navegación cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto 
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sobre Actividades Económicas en el territorio correspondiente del ámbito de las Cámaras de 
Andalucía.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta 
Ley o por la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 15.  Censo público.
1. Las Cámaras de Andalucía elaborarán un censo público de empresas, del que 

formarán parte las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las 
actividades comerciales, industriales, de servicios y navieras en territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, para cuya elaboración contarán con la colaboración de la 
Administración Tributaria competente, así como de otras Administraciones que aporten la 
información necesaria, garantizando, en todo caso, la confidencialidad en el tratamiento y el 
uso exclusivo de dicha información.

2. Para la elaboración del censo público de empresas, las Administraciones tributarias 
facilitarán a las Cámaras de Andalucía los datos del Impuesto sobre Actividades Económicas 
y los censales de las empresas que sean necesarios. Únicamente tendrán acceso a la 
información facilitada por la Administración tributaria las personas empleadas de cada 
Cámara que determine el Pleno. Dicho personal tendrá, con referencia a los indicados datos, 
el mismo deber de sigilo que el personal funcionarial de la Administración tributaria. El 
incumplimiento de este deber constituirá, en todo caso, infracción muy grave, de 
conformidad con su régimen disciplinario.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la Ley 4/2014, de 1 de abril, y la 
presente Ley atribuyen a las Cámaras, así como para la elaboración del censo electoral.

Artículo 16.  Organización.
1. Los órganos de gobierno de las Cámaras de Andalucía son el Pleno, el Comité 

Ejecutivo y la Presidencia.
2. Además, las Cámaras de Andalucía contarán también con una Secretaría General, el 

personal directivo y el personal laboral necesario para el correcto desempeño de sus 
funciones, y con la organización complementaria que determinen sus reglamentos de 
régimen interior para el desempeño de las funciones establecidas en esta Ley.

3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ni ocupar la Secretaría General, 
ni otros puestos directivos aquellas personas que se encuentren inhabilitadas para empleo o 
cargo público, o sancionadas o condenadas por resolución administrativa firme o sentencia 
judicial firme por alentar o tolerar prácticas laborales consideradas discriminatorias por la 
legislación vigente, o haber sido condenadas por sentencia judicial firme por delitos 
económicos o concursos fraudulentos.

Sección 2.ª Del Pleno

Artículo 17.  El Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara.
2. El Pleno estará compuesto por un número no inferior a 10, ni superior a 60 Vocalías. 

El mandato de todas las Vocalías será de cuatro años, y su condición de persona integrante 
será indelegable.

3. Corresponde al Reglamento de Régimen Interior determinar el número exacto de 
Vocalías que lo componen, con arreglo a los siguientes grupos:

a) El setenta y cinco por ciento del número total de Vocalías del Pleno estará compuesto 
por las personas físicas o jurídicas incluidas en el censo electoral. Estas Vocalías serán 
elegidas mediante sufragio libre, igual, directo y secreto entre todas las personas físicas y 
jurídicas que ejerzan una actividad comercial, industrial, de servicios o de navegación en la 
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demarcación de que se trate, clasificados en grupos y, en su caso, categorías en atención a 
la importancia económica y estratégica de los sectores económicos de la demarcación, 
teniendo en cuenta su aportación al Producto Interior Bruto, el número de empresas, el 
empleo que las mismas generen y su incidencia en el desarrollo económico. A tal fin, se 
atenderá siempre a criterios objetivos y a fuentes oficiales, siendo la asignación del número 
de Vocalías por cada grupo ponderada y equilibrada. Esta distribución de la representación 
de cada grupo podrá ser revisada con anterioridad al inicio del periodo electoral o cuando la 
importancia relativa de algún sector haya variado en la economía de la demarcación.

b) Un veinte por ciento del número total de Vocalías del Pleno será elegido entre quienes 
ostenten la representación de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica dentro de la circunscripción de cada Cámara, propuestas por las organizaciones 
empresariales a la vez intersectoriales y territoriales más representativas.

c) Un cinco por ciento de número total de Vocalías del Pleno será elegido entre quienes 
ostenten la representación de las empresas de mayor aportación voluntaria en cada 
demarcación. Se determinará en el Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara la 
prelación en el caso de empate. En el supuesto que no existan empresas que realicen 
aportaciones voluntarias, el número total de personas integrantes del Pleno se verá reducido 
hasta el número de las Vocalías elegidas conforme a los supuestos previstos en las letras a) 
y b) del presente apartado.

Las Vocalías elegidas en este grupo deberán adquirir el compromiso de mantener dichas 
aportaciones hasta la realización de nuevas elecciones. En caso de no mantenerse dichas 
aportaciones económicas, perderán su condición de vocal del Pleno y se procederá, en su 
caso, a la elección de nuevas Vocalías. Corresponderá a los reglamentos de régimen interior 
de cada Cámara determinar las aportaciones mínimas para la elección como vocal por este 
grupo, así como la periodicidad de las mismas.

4. Para la determinación exacta del número de Vocalías en cada Corporación, conforme 
a los porcentajes indicados, se utilizará la regla aritmética del redondeo por exceso o por 
defecto que resulta aplicable para el caso de aproximaciones a unidades de mil, la cual 
consiste en que todos los valores que cumplan con la condición de ser menores de 500 se 
aproximarán a la baja a la unidad de mil anterior y cualquier fracción igual o mayor a 500 se 
aproximará al alza a la siguiente unidad de mil.

5. Las personas integrantes del Pleno señaladas en los apartados anteriores elegirán a 
la Presidencia de la Cámara, en la forma que se determine en los reglamentos de régimen 
interior de cada Cámara.

6. La Secretaría General y, si existiere, la persona que ejerza la Dirección Gerencia 
asistirán, con voz pero sin voto, a las reuniones del Pleno.

Podrán asistir a las reuniones del Pleno, con voz pero sin voto, cuatro personas de 
reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de demarcación de la 
Cámara. A tal fin, la Presidencia propondrá a las Vocalías de las letras a), b) y c), del 
apartado 3 de este artículo, una lista de personas candidatas que supere en un tercio el 
número de Vocalías a elegir.

7. El Pleno de la Cámara, para poder celebrar válidamente sus sesiones en primera 
convocatoria, deberá estar constituido, al menos, por la mitad más una de las personas 
integrantes del mismo.

De no conseguirse dicho número, media hora más tarde de la prevista para la 
celebración del Pleno, y en segunda convocatoria, quedará constituido con la asistencia de 
al menos un tercio de las personas integrantes del mismo.

En uno y otro caso, los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de las personas 
asistentes, salvo en aquellos supuestos en los que se exija una mayoría cualificada, 
conforme a lo establecido en esta Ley y en los reglamentos de régimen interior.

8. El Pleno celebrará, como mínimo, cuatro sesiones al año. Podrán celebrarse, además, 
cuantas sesiones extraordinarias acuerde el titular de la Presidencia, el Comité Ejecutivo, o 
cuando lo soliciten por escrito al titular de la Presidencia, más de la cuarta parte de las 
personas integrantes del Pleno, con expresión de los asuntos a tratar.
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Artículo 18.  Funciones del Pleno.
1. Como órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara, corresponden al 

Pleno las siguientes atribuciones:
a) La elección de la Presidencia y del Comité Ejecutivo, así como la declaración y 

provisión de vacantes.
b) La constitución de comisiones de carácter consultivo.
c) El cese de quien ejerza la Presidencia y de las personas integrantes del Pleno que 

formen parte del Comité Ejecutivo.
d) El control y la fiscalización de los demás órganos de gobierno de la Cámara.
e) La aprobación provisional del Reglamento de Régimen Interior y de sus 

modificaciones, para su remisión a la Consejería competente en materia de Cámaras a los 
efectos de su aprobación definitiva.

f) La aprobación de los convenios de colaboración con las Administraciones Públicas y 
con cualquier otra entidad.

g) La autorización de las actividades privadas a ejecutar por la Cámara, en los términos 
establecidos en el artículo 4.5.

h) La adopción de los acuerdos relativos a la creación o participación de la Cámara en 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles y mercantiles, así como de los acuerdos para 
la supresión y finalización de dicha participación.

i) La aprobación, a propuesta del Comité Ejecutivo, de su plantilla de personal, así como 
de los criterios para su cobertura.

j) La aprobación provisional de su presupuesto y de las cuentas anuales de la Cámara, 
así como el sometimiento a la Consejería competente en materia de Cámaras para su 
aprobación definitiva.

k) La aprobación de las bases de la convocatoria para la provisión del puesto de la 
Secretaría General.

l) El nombramiento y cese de quien ocupe la Secretaría General.
m) El nombramiento y cese del personal de alta dirección al servicio de la Cámara.
n) La aprobación de informes y propuestas.
ñ) La adopción de acuerdos sobre el ejercicio de acciones y la interposición de recursos 

ante cualquier jurisdicción.
o) La enajenación del patrimonio y la concertación de operaciones de crédito.
p) La ratificación del nombramiento de las personas representantes de las Cámaras en 

otras entidades e instituciones u órganos colegiados de consulta y participación donde deba 
estar representada la Cámara.

q) La modificación de la demarcación territorial y la integración o fusión voluntaria con 
otra Cámara.

r) Cuantas otras atribuciones le confieran las leyes expresamente.
2. Con arreglo a lo previsto en el Reglamento de Régimen Interior, el Pleno de la Cámara 

podrá delegar y revocar, previa comunicación a la Consejería competente en materia de 
Cámaras, el ejercicio de sus atribuciones en el Comité Ejecutivo, salvo aquellas que 
impliquen el ejercicio concreto de funciones de naturaleza pública-administrativa o que se 
declaren indelegables en otra ley.

3. La delegación de atribuciones será efectiva desde su adopción, será revocable en 
cualquier momento y no podrá exceder de su período de mandato, extinguiéndose 
automáticamente en el momento en que se renueve el Pleno de la Cámara.

4. Las delegaciones en materia de gestión financiera decaerán automáticamente con la 
aprobación de cada presupuesto anual.

Sección 3.ª Del Comité Ejecutivo

Artículo 19.  El Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de las Cámaras.
2. El Comité Ejecutivo, cuya estructura vendrá determinada en el Reglamento de 

Régimen Interior de cada Cámara, tendrá un mínimo de 5 personas y un máximo de 10, 
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estará compuesto por la Presidencia, una o dos Vicepresidencias, la persona que ostente la 
Tesorería y entre dos y seis Vocalías, todas ellas integrantes del Pleno, elegidas por mayoría 
absoluta y para un mandato de duración igual al de aquellas, debiendo respetarse el 
principio de representación equilibrada entre mujeres y hombres.

3. Asistirá también, con voz y sin voto, a las reuniones del Comité Ejecutivo, la 
Secretaría General de la Cámara, así como la Dirección Gerencia, si la hubiere. El 
Reglamento de Régimen Interior podrá prever la asistencia, con voz y sin voto, de las 
personas representantes de la Administración periférica de la Consejería competente en 
materia de Cámaras y de la persona que ostente la Contaduría, si la hubiere.

4. La Consejería competente en materia Cámaras podrá designar una persona 
representante en el Comité Ejecutivo que, sin tener la condición de persona integrante del 
mismo, tendrá voz pero no voto en las sesiones de este órgano y deberá ser convocada en 
las mismas condiciones que el resto de las personas que lo componen.

5. Los reglamentos de régimen interior regularán el régimen de organización y 
funcionamiento de este órgano colegiado, en los términos de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre.

Artículo 20.  Funciones del Comité Ejecutivo.
Corresponden al Comité Ejecutivo las siguientes funciones:
a) Dirigir las actividades de la Cámara necesarias para ejercer las funciones que esta 

tenga atribuidas.
b) La gestión y la administración ordinarias de la Cámara, la inspección de la 

contabilidad, sin perjuicio de las facultades de la Tesorería, y la adopción de los acuerdos en 
materia de ordenación de cobros y pagos.

c) Elaborar y proponer al Pleno la aprobación provisional de los reglamentos de régimen 
interior y de sus modificaciones, de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y sus 
liquidaciones, y de las cuentas anuales.

d) Proponer al Pleno el nombramiento o cese de la Secretaría General, de la Dirección 
Gerencia u otros cargos de alta dirección.

e) Las propuestas relativas a la contratación del personal de la Cámara, a excepción del 
personal de alta dirección.

f) El nombramiento de quienes representen a la Cámara en otras entidades u órganos 
colegiados de consulta y participación donde deba estar representada.

g) Aprobar y revisar el censo electoral, así como resolver las impugnaciones al mismo.
h) En casos de urgencia debidamente motivada, adoptar acuerdos sobre materias 

competencia del Pleno que sean susceptibles de delegación, dando cuenta a este en la 
primera sesión que celebre.

i) Ejercer las competencias que le puedan ser delegadas o encomendadas por el Pleno.
j) Proponer al Pleno el ejercicio de acciones y la interposición de recursos ante cualquier 

jurisdicción.
k) Proponer al Pleno el nombramiento de comisiones consultivas.
l) Aquellas otras atribuidas por la presente Ley, sus normas de desarrollo y el 

Reglamento de Régimen Interior, así como las que no estén expresamente atribuidas a otro 
órgano.

Sección 4.ª De la Presidencia y de las Vicepresidencias

Artículo 21.  La Presidencia.
1. La Presidencia ostenta la representación de la Cámara, impulsará, coordinará y 

presidirá la actuación de todos sus órganos, siendo responsable de la ejecución de sus 
acuerdos.

2. La Presidencia será elegida por el Pleno de entre las personas que lo componen, en la 
forma que se determine en los reglamentos de régimen interior, no pudiendo superar la 
misma persona más de dos mandatos.
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Artículo 22.  Funciones de la Presidencia.
1. Corresponden a la Presidencia de la Cámara las funciones siguientes:
a) Convocar, presidir y dirigir las sesiones del Pleno, del Comité Ejecutivo y de cualquier 

otro órgano de la Cámara, dirimiendo con su voto los empates que se produzcan.
b) Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados de la Cámara.
c) Asumir la representación de la Cámara en los actos oficiales, así como en las 

entidades participadas o dependientes de la misma.
d) Adquirir los bienes y los derechos o disponer de los mismos de acuerdo con las 

previsiones de los presupuestos o con los acuerdos del Pleno o del Comité Ejecutivo.
e) Interponer recursos y ejercer acciones en casos de urgencia, y dar cuenta de ello a los 

otros órganos de gobierno en la primera sesión que celebren.
f) Adoptar las medidas disciplinarias que procedan, de acuerdo con lo establecido en los 

reglamentos de régimen interior.
g) Visar las actas y las certificaciones de acuerdos.
h) Velar por el correcto funcionamiento de la Cámara y de sus servicios.
i) Delegar su representación en los términos previstos en el apartado segundo de este 

artículo.
j) Ejercer cuantas otras funciones le encomienden las leyes y los reglamentos de 

régimen interior.
k) Otorgar poderes de representación jurídico–procesal a favor de abogados y 

procuradores.
2. Sin perjuicio de su responsabilidad personal, la Presidencia podrá delegar y revocar el 

ejercicio de sus atribuciones en las Vicepresidencias, salvo las relativas a la Presidencia del 
Pleno y del Comité Ejecutivo, dando cuenta de ello al Pleno, en ambos casos. Cuando se 
trate de funciones ejecutivas y de representación, podrá efectuar dicha delegación en la 
Secretaría General o Dirección Gerencia en la forma expresada. Los reglamentos de 
régimen interior podrán prever la posibilidad de delegaciones especiales a favor de cualquier 
persona integrante del Pleno, para la dirección y gestión de asuntos determinados.

Artículo 23.  Elección y funciones de la Vicepresidencia.
1. Podrán elegirse como máximo dos Vicepresidencias, que serán elegidas y cesadas 

por acuerdo del Pleno de entre las personas que lo integran, conforme a lo establecido en el 
Reglamento de Régimen Interior de la Cámara.

2. Corresponderá a las Vicepresidencias sustituir en la totalidad de sus funciones, y por 
orden de su nombramiento, a la Presidencia en casos de ausencia, vacante o enfermedad 
que le imposibilite para el ejercicio de sus funciones, así como desempeñar las atribuciones 
de la Presidencia en los supuestos de vacante, hasta que tome posesión la nueva 
Presidencia, en los términos que se determinen por el Reglamento de Régimen Interior.

En estos supuestos, la Vicepresidencia que asuma las funciones no podrá revocar las 
delegaciones que hubiese otorgado la Presidencia, salvo que su cese haya obedecido a 
mala gestión o a irregularidad en el ejercicio de sus funciones, con el fin de que no suponga 
un menoscabo para los intereses de la Cámara y de las personas integrantes de la misma.

Sección 5.ª Del Personal de las Cámaras

Artículo 24.  De la Tesorería.
1. La persona que ostente la Tesorería será nombrada y cesada por acuerdo del Pleno a 

propuesta de la Presidencia y por acuerdo motivado de la mitad más una de las personas 
que lo integren.

2. Las funciones de la persona que ostente la Tesorería serán la disposición y custodia 
de fondos, valores y efectos de la Corporación, de acuerdo con lo que el Pleno determine y 
según las previsiones del Reglamento de Régimen Interior.
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Artículo 25.  De la Secretaría General.
1. Cada Cámara tendrá una Secretaría General, cuya persona titular deberá estar en 

posesión de una licenciatura o titulación universitaria de grado superior o equivalente, y 
estará sometida al régimen de contratación laboral.

2. Quien ocupe la Secretaría General tendrá como funciones, además de aquellas que 
expresamente le atribuya el Reglamento de Régimen Interior o que, en su caso, le delegue 
expresamente la Presidencia o el propio Comité Ejecutivo, las siguientes:

a) Asistir a las reuniones del Pleno y el Comité Ejecutivo, con voz pero sin voto; velar, 
con independencia de criterio, por la legalidad de los acuerdos de los órganos de gobierno, y 
hacer, cuando proceda, las advertencias pertinentes, dejando constancia de ello en las 
actas, los informes y los documentos correspondientes.

b) Redactar y firmar las actas de las sesiones de los órganos colegiados de la Cámara y 
las que correspondan a actuaciones de carácter corporativo, y certificar, cuando haga falta, 
los acuerdos corporativos.

c) Gestionar la ejecución de los acuerdos de los órganos de gobierno de la Cámara y 
ejercer funciones ejecutivas, sin perjuicio de las funciones atribuidas, en su caso, a la 
Dirección Gerencia.

d) Asumir, en los supuestos en los que no existiera Dirección Gerencia, así como en los 
casos de ausencia de esta, la dirección del personal y de los servicios de la Cámara.

e) Dar fe, autentificar los documentos de la Cámara, firmar contratos y acuerdos por 
delegación de la Presidencia y custodiar el archivo y documentación cameral.

3. Su nombramiento y cese corresponderá al Pleno de la Cámara, por acuerdo motivado 
adoptado por la mitad más una de las personas que lo integren. El nombramiento tendrá 
lugar previa convocatoria pública de la plaza realizada por el Comité Ejecutivo, por medio de 
la inserción del correspondiente anuncio en la página web de la Cámara y en uno de los 
diarios de mayor tirada en su demarcación.

4. Quien ocupe la Secretaría General dirigirá todos los servicios de la Cámara, 
respondiendo de su funcionamiento ante el Comité Ejecutivo, salvo en aquellos casos en 
que las Cámaras dispongan la creación de una Dirección Gerencia.

5. El Reglamento de Régimen Interior determinará la forma y los supuestos en que haya 
de ser sustituida la persona que ocupe la Secretaría General con ocasión de ausencia 
temporal, vacante o enfermedad.

Artículo 26.  De la Dirección Gerencia.
1. La persona que ostente la Dirección Gerencia será nombrada y cesada por el Pleno, a 

propuesta de la Presidencia, mediante acuerdo motivado de la mitad más una de las 
personas que lo integren. La revocación de su nombramiento tendrá como fin garantizar la 
idoneidad para el buen desempeño de sus funciones. La persona que ostente la Dirección 
Gerencia deberá poseer una licenciatura o titulación universitaria de grado superior o 
equivalente y su puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.

2. Corresponderá a la Dirección Gerencia, con independencia de las funciones ejecutivas 
y directivas que se le atribuyan por el Pleno, la gestión del personal y la dirección técnica de 
los servicios administrativos y económicos de la Cámara, en la forma que determine el 
Reglamento de Régimen Interior, salvo las funciones atribuidas a la Secretaría General.

3. Cuando no exista Dirección Gerencia, las funciones de la misma serán asumidas por 
la Secretaría General.

Artículo 27.  De la Contaduría.
1. En las Cámaras de Andalucía podrá existir una persona que ostente las funciones de 

Contaduría, consistente en el control y fiscalización interna de la gestión económico-
financiera y presupuestaria, interviniendo todos los documentos de ingresos y gastos y 
supervisando la contabilidad. Esta figura vendrá contemplada en los respectivos reglamentos 
de régimen interior de cada Cámara.

2. Su nombramiento y cese se hará por el Pleno, en la forma prevista para la Secretaría 
General.
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Artículo 28.  Régimen jurídico del personal.
1. Todas las personas al servicio de las Cámaras de Andalucía, incluida quien ocupe la 

Secretaría General, y las personas que ocupen cargos de alta dirección, quedarán sujetas a 
la normativa laboral vigente.

2. El Reglamento de Régimen Interior establecerá, con sujeción a la normativa laboral, 
todas las cuestiones relativas a las personas que ocupen cargos de alta dirección al servicio 
de la Cámara.

3. El Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara establecerá el procedimiento 
para su contratación, que deberá adecuarse a los principios de igualdad, mérito, capacidad y 
publicidad de la convocatoria.

4. Quedarán sometidas al régimen de incompatibilidades que se establezca en el 
Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara. En cualquier caso, el desempeño de un 
puesto de trabajo al servicio de las Cámaras será incompatible con el ejercicio de cualquier 
cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el estricto 
cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia.

5. Anualmente, el Pleno de cada Cámara aprobará una plantilla de personal en la que se 
relacionarán, debidamente clasificados, todos los puestos de trabajo, con expresión de su 
denominación, funciones y categoría.

6. La plantilla por categorías y retribuciones de las personas empleadas de la Cámara 
para cada año se integrará en la documentación del proyecto de presupuesto ordinario que 
se elabore para su aprobación por el Pleno y por la Consejería competente en materia de 
Cámaras. En ella se velará por garantizar la inexistencia de diferencia salarial entre hombres 
y mujeres de su personal.

7. Las Cámaras de Andalucía están obligadas a respetar la igualdad de trato y de 
oportunidades en el ámbito laboral, pudiendo elaborar un plan de igualdad, previa consulta a 
la representación legal de las personas trabajadoras.

CAPÍTULO IV
Reglamento de Régimen Interior, Código de Buenas Prácticas y Memoria Anual

Artículo 29.  Aprobación y modificación del Reglamento del Régimen Interior.
1. Cada Cámara se regirá por su propio Reglamento de Régimen Interior, que será 

aprobado provisionalmente por el Pleno por mayoría absoluta y habrá de remitirse a la 
Consejería competente en materia de Cámaras, que resolverá sobre su aprobación 
definitiva, si procediera, pudiendo también promover su modificación, con indicación, en su 
caso, de los motivos que la justifiquen. El procedimiento de modificación del Reglamento de 
Régimen Interior deberá observar los mismos trámites que los previstos para su aprobación.

2. Los reglamentos de régimen interior de las Cámaras de Andalucía se considerarán 
aprobados si, transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el registro de la 
Consejería competente en materia de Cámaras, esta no hubiera denegado expresamente su 
aprobación o promovido su modificación.

3. En el supuesto de que la Consejería competente en materia de Cámaras, de oficio o 
como consecuencia de la presentación de un Reglamento de Régimen Interior, promoviera 
su modificación, deberá señalar el plazo, no inferior a dos meses, para el envío de un nuevo 
Reglamento, su modificación o las alegaciones que se estimen oportunas.

Recibidas las alegaciones, o transcurrido el plazo establecido en el párrafo anterior sin 
que se haya recibido la nueva propuesta o cuando la misma no se ajuste a la modificación 
requerida, la Consejería competente en materia de Cámaras redactará la propuesta concreta 
de Reglamento o modificación y la someterá a consideración de la Cámara por un plazo de 
un mes, a contar desde que se hubiera notificado esta, y solo podrá aprobarse si no existe 
oposición expresa de la Cámara. En caso de oposición expresa, se prorrogará el anterior 
Reglamento.

Presentado el texto corregido dentro del plazo establecido o las alegaciones a la 
modificación propuesta, se entenderán estimadas estas o aprobada la modificación cuando 
hubieran transcurrido dos meses desde su presentación en el registro de la Consejería 
competente en materia de Cámaras.
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4. Los actos acordando la aprobación o modificación de los reglamentos de régimen 
interior de las Cámaras de Andalucía serán publicados en el «Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía».

Artículo 30.  Contenido del Reglamento de Régimen Interior.
1. En el Reglamento de Régimen Interior constarán, al menos, los siguientes extremos:
a) La estructura del Pleno, sus funciones, el número y forma de elección de las personas 

que integran el Comité Ejecutivo y las normas de funcionamiento de sus órganos de 
gobierno.

b) Procedimiento de apertura, gestión y cierre de las delegaciones territoriales.
c) Procedimiento de aprobación y revisión de las actividades privadas a desarrollar por la 

Cámara.
d) Régimen, procedimiento de contratación e incompatibilidades del personal de la 

Cámara.
e) Mecanismos adecuados para asegurar el normal funcionamiento de la Cámara en lo 

no previsto en la presente Ley y en sus normas de desarrollo.
f) Cualesquiera otros conceptos establecidos por la presente Ley o su normativa de 

desarrollo.
2. El Reglamento de Régimen Interior determinará las funciones del Pleno que resulten 

indelegables. Serán en todo caso indelegables:
a) El cese de quien ejerza la Presidencia y de las personas integrantes del Pleno que 

formen parte del Comité Ejecutivo.
b) La aprobación provisional del Reglamento de Régimen Interior y de sus 

modificaciones, para su remisión a la Consejería competente en materia de Cámaras a 
efectos de su aprobación definitiva.

c) La aprobación inicial del presupuesto y el sometimiento a la Consejería competente en 
materia de Cámaras para su aprobación definitiva.

d) La aprobación de las cuentas anuales y liquidaciones de presupuestos de la Cámara.
3. Se incluirán como anexos al Reglamento de Régimen Interior la estructura y la 

composición del Pleno en lo referente a su distribución por grupos y categorías.

Artículo 31.  Código de Buenas Prácticas.
1. Las Cámaras de Andalucía y el Consejo Andaluz de Cámaras deberán elaborar un 

Código de Buenas Practicas que garantice la imparcialidad y la transparencia en el 
desarrollo de sus funciones público-administrativas.

2. Será aprobado por el Pleno, a propuesta del Comité Ejecutivo, deberá ser remitido a la 
Consejería competente en materia de Cámaras para su conocimiento y ser publicado en la 
página web de la Cámara.

3. En el Código de Buenas Prácticas constarán, entre otros, los siguientes extremos:
a) Mecanismos que garanticen la imparcialidad de las Cámaras en el desarrollo de sus 

funciones público-administrativas, permitiendo el acceso a todas las personas destinatarias 
de las mismas en condiciones de igualdad.

b) Mecanismos que garanticen la satisfacción del interés general y de las necesidades 
reales de las personas destinatarias de las funciones asumidas por las Cámaras, ejerciendo 
dichas funciones con una voluntad de servicio a la sociedad.

c) Mecanismos que garanticen el acceso y la difusión de toda aquella información que 
obre en poder de las Cámaras, relativa a su actuación en la ejecución de funciones de 
carácter público-administrativo, de forma que las personas interesadas puedan conocer sus 
decisiones y la motivación de las mismas.

Artículo 32.  Memoria Anual.
Con carácter anual, las Cámaras de Andalucía y el Consejo Andaluz de Cámaras 

elaborarán una memoria que recoja la globalidad de las actuaciones y servicios 
desarrollados durante el ejercicio anterior y que, previa aprobación por el Pleno de la 
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Cámara, remitirá a la Consejería competente en materia de Cámaras, junto con la liquidación 
del presupuesto, con información estadística desagregada por sexo, cuando ello 
corresponda.

CAPÍTULO V
Régimen Electoral

Artículo 33.  Regulación del Procedimiento Electoral.
1. El sistema electoral de las Cámaras de Andalucía y del Consejo Andaluz de Cámaras 

se regirán por lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, así como por la normativa 
autonómica que les resulte de aplicación.

2. Con carácter supletorio, se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 
junio, del Régimen Electoral General.

Artículo 34.  Censo electoral.
1. El censo electoral de las Cámaras de Andalucía estará constituido por la totalidad de 

las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades 
comerciales, industriales, de servicios o navieras no excluidas de conformidad con el artículo 
7 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, dentro de cuya circunscripción tengan establecimientos, 
delegaciones o agencias. Dicho censo se clasificará en grupos y categorías de epígrafes 
homogéneos, en atención a la importancia económica de los diversos sectores 
representados. La Consejería competente en materia de Cámaras podrá determinar, 
mediante orden, los criterios de la representación, la estructura y composición del censo 
electoral.

2. Este censo se elaborará y revisará anualmente por el Comité Ejecutivo, con referencia 
al 1 de enero, utilizando a tales efectos la información del censo público de empresas a que 
se refiere el artículo 8 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

3. Abierto el proceso electoral y realizada la convocatoria de elecciones por parte de la 
Consejería competente en materia de Cámaras, cada Cámara de Andalucía deberá exponer 
al público sus respectivos censos electorales en la forma y plazo que reglamentariamente se 
determinen.

4. Las reclamaciones sobre la inclusión o la exclusión de las empresas de los grupos y 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición de los censos al público hasta el término del plazo que reglamentariamente se 
establezca.

Corresponderá al Comité Ejecutivo resolver las reclamaciones a que hace referencia el 
párrafo anterior en el plazo que reglamentariamente se determine.

5. Contra los acuerdos del Comité Ejecutivo podrá interponerse recurso de alzada ante la 
Consejería competente en materia de Cámaras, en los términos previstos en la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
y de la normativa autonómica vigente.

Artículo 35.  Derecho de sufragio activo y pasivo.
1. Las personas integrantes del censo electoral tendrán derecho de voto para la elección 

de los órganos de gobierno de las Cámaras de Andalucía dentro de cuya circunscripción 
tengan establecimientos, delegaciones o agencias.

2. Para ser persona electora, ya sea en nombre propio o en representación de personas 
jurídicas, se requerirá mayoría de edad y no estar incursa en ninguna causa legal que impida 
dicha condición, incluidos el concurso fraudulento o condena por delito económico, cuando 
haya recaído sentencia firme, así como aquellos otros requisitos que se establezcan por la 
normativa que resulte de aplicación.

3. Para ser persona elegible a las Vocalías del Pleno, se deberán reunir los requisitos 
que se regulen reglamentariamente, además de los previstos en el artículo 17.3 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril.
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Artículo 36.  Convocatoria de elecciones, publicidad y contenido.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 

abierto el proceso electoral por el Ministerio competente por razón de la materia, previo 
acuerdo con las Comunidades Autónomas, corresponderá a la Consejería competente en 
materia de Cámaras, mediante orden, la convocatoria de elecciones para la renovación de 
los Plenos de las Cámaras de Andalucía, que se publicará, al menos con treinta días de 
antelación a la fecha de la celebración de las elecciones, en el «Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía». Dicha convocatoria de elecciones tendrá lugar cada cuatro años.

2. Cada Cámara dará publicidad a la convocatoria en sus sedes sociales, en sus 
delegaciones, en su página web y por los medios de comunicación que considere más 
oportunos.

3. En la convocatoria se hará constar la sede de la Junta Electoral, los días y horas de 
celebración de las elecciones, el número de colegios electorales y su demarcación, 
propuestos por cada Cámara, la sede de cada uno de ellos, así como los plazos para el 
ejercicio del voto por correo, del voto electrónico y los modelos de documentos para el voto 
por correo.

Artículo 37.  Voto por correo postal o electrónico.
Podrá emitirse el voto por correo postal o electrónico y, en este último caso, se deberá 

contar con un certificado electrónico reconocido o cualificado, almacenado en un dispositivo 
seguro.

Reglamentariamente se regularán las condiciones para el ejercicio del voto electrónico.

Artículo 38.  Órganos de gobierno en funciones.
1. Los órganos de gobierno de las Cámaras de Andalucía continuarán en el ejercicio de 

sus funciones desde la convocatoria de las elecciones hasta la constitución de los nuevos 
órganos o, en su caso, hasta la designación por la persona titular de la Consejería 
competente en materia de Cámaras, de la Comisión Gestora referida en el artículo 54 de la 
presente Ley.

2. Durante este periodo, los órganos de gobierno en funciones deberán limitar sus 
actuaciones a la gestión, la administración y la representación ordinaria de la Cámara, 
adoptando y ejecutando los acuerdos y llevando a cabo las actuaciones necesarias para el 
funcionamiento normal de las Cámaras de Andalucía y para el cumplimiento de sus 
funciones.

3. Para la adopción de cualquier otro acuerdo, debidamente justificado, en especial los 
que puedan comprometer la actuación de los nuevos órganos de gobierno, se requerirá 
autorización previa de la Consejería competente en materia de Cámaras, que deberá 
resolver y notificar en el plazo máximo de 15 días hábiles, transcurrido el cual se entenderá 
desestimada por silencio administrativo.

CAPÍTULO VI
Régimen Económico y Presupuestario

Artículo 39.  Recursos de las Cámaras.
1. Para la financiación de sus actividades, las Cámaras de Andalucía dispondrán de los 

siguientes recursos e ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Las cuotas o aportaciones voluntarias de empresas, entidades comerciales o 

electoras.
c) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
d) Los legados y donativos que pudieran percibir.
e) Los procedentes de operaciones de crédito que se realicen.
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f) Las subvenciones de concesión directa que les sean otorgadas, en función de las 
disponibilidades presupuestarias, al amparo del artículo 22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, y del artículo 120.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía, para la ejecución de las actuaciones que les correspondan 
en el marco de los planes camerales autonómicos.

g) Las subvenciones públicas consignadas, en su caso, en la correspondiente Ley del 
Presupuesto anual de la Comunidad Autónoma de Andalucía en líneas nominativas o 
finalistas.

h) Los que la Cámara de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España asigne 
a través de los planes camerales de internacionalización o competitividad, contemplados en 
los artículos 22 y 23 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, y los de ámbito específico de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía contemplados en la presente Ley.

i) Los derivados de su participación en sociedades mercantiles o entidades de gestión 
privada para el cumplimiento de sus finalidades o la prestación de servicios a las empresas.

j) Los procedentes de la Unión Europea por la gestión de programas europeos.
k) Los que provengan de los convenios de colaboración y encomienda de gestión 

previstos en los artículos 5 y 6, siempre que se destinen al ejercicio de las funciones público-
administrativas previstas en el artículo 4.

l) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por Ley, en virtud de convenios o por 
cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.

2. Todas las subvenciones públicas que perciban las Cámaras de Andalucía irán 
destinadas a realizar las funciones público-administrativas encomendadas en el artículo 4, 
sin que puedan beneficiar a las mismas en el desarrollo de las actividades privadas que 
presten en régimen de libre competencia.

3. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 
Consejería competente en materia de Cámaras, en los términos y con las excepciones 
contempladas en el artículo 51.2 y en la normativa que lo desarrolle.

Artículo 40.  El presupuesto.
1. Las Cámaras de Andalucía elaborarán y someterán sus presupuestos ordinarios y 

extraordinarios de gastos e ingresos a la aprobación de la Consejería competente en materia 
de Cámaras, que supervisará sus cuentas anuales y liquidaciones.

2. El presupuesto anual ordinario coincidirá con el año natural, y en el mismo se 
consignarán la totalidad de los ingresos que se prevea liquidar y los créditos previstos para 
atender las obligaciones que se prevean reconocer en el período, debiendo, en todo caso, 
mantenerse el equilibrio presupuestario de la Cámara.

3. Los fondos públicos percibidos por las Cámaras de Andalucía se destinarán 
exclusivamente a la finalidad específica para la que hayan sido autorizados.

4. En casos excepcionales y con motivo de la realización de inversiones de carácter 
extraordinario, la Consejería competente en materia de Cámaras podrá autorizar un 
presupuesto extraordinario.

Artículo 41.  Elaboración del presupuesto.
1. Las Cámaras de Andalucía elaborarán sus presupuestos, ordenados por capítulos, 

artículos, conceptos y partidas, de conformidad con la estructura y forma de presentación 
que determine la Consejería competente en materia de Cámaras en las instrucciones que se 
dicten al efecto, así como de conformidad con lo establecido en el Reglamento de Régimen 
Interior, y los someterá a la aprobación de la Consejería competente en materia de Cámaras.

La elaboración del proyecto de presupuesto corresponderá al Comité Ejecutivo, que 
deberá presentarlo al Pleno para su aprobación provisional.

2. En la elaboración del presupuesto se atenderá a los principios de estabilidad 
presupuestaria, plurianualidad, sostenibilidad financiera, transparencia, eficiencia en la 
asignación y utilización de recursos públicos y privados, y responsabilidad en la gestión del 
gasto, en los términos que se establezcan reglamentariamente, debiendo las Cámaras de 
Andalucía mantener una situación de equilibrio presupuestario.
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Además, se considerará el principio de igualdad entre mujeres y hombres en la 
planificación y ejecución del presupuesto, estableciendo objetivos, medidas e indicadores 
acordes a ello.

Artículo 42.  Aprobación del presupuesto.
1. El presupuesto deberá ser presentado a la Consejería competente en materia de 

Cámaras, antes del día 1 de noviembre de cada año para su aprobación definitiva, 
adjuntando al mismo la siguiente documentación:

a) Memoria explicativa del contenido del presupuesto elaborado, del estado de ejecución 
del presupuesto del ejercicio anterior y de la previsión de la ejecución del ejercicio corriente, 
en la que deberán mencionarse las medidas oportunas para corregir las desviaciones 
detectadas en la ejecución presupuestaria, las asociaciones, fundaciones y sociedades 
civiles o mercantiles en las que participe, directa o indirectamente, la Cámara 
correspondiente, los convenios de colaboración suscritos con contenido presupuestario y 
que continúen en vigor, y los resultados de la participación de la Cámara en unos y otros.

b) Programa de actuación e inversiones previstas.
c) Programa de financiación de sus actuaciones.
d) Contabilidad diferenciada de sus actividades públicas y privadas.
2. El proyecto de presupuesto junto con la documentación indicada en el apartado 

anterior, en los diez días siguientes a la aprobación provisional de la propuesta por el Pleno 
de la Cámara, se elevará, por la Presidencia de la misma, para su aprobación definitiva, a la 
Consejería competente en materia de Cámaras.

3. Con carácter previo a la aprobación de los presupuestos de la Cámara, la Consejería 
competente en materia de Cámaras podrá requerirle la documentación complementaria que 
sea necesaria.

4. La Consejería competente en materia de Cámaras podrá aprobar en su integridad el 
presupuesto, pudiendo condicionar dicha aprobación a la introducción de modificaciones por 
la Cámara. También podrá rechazar su aprobación de manera motivada.

5. Los presupuestos se entenderán aprobados definitivamente si, transcurridos tres 
meses desde su presentación a la Consejería competente en materia de Cámaras, esta no 
hubiera manifestado formalmente reparo alguno.

6. Si el presupuesto no se encontrase aprobado definitivamente al comenzar el ejercicio 
económico, se entenderá prorrogado automáticamente y disponible por plazos mensuales el 
presupuesto consolidado del ejercicio anterior, hasta tanto no sea aprobado el nuevo 
presupuesto.

7. En casos excepcionales, y con motivo de la realización de inversiones, actividades, 
obras y servicios no previstos en el presupuesto ordinario, la Cámara deberá formalizar un 
presupuesto extraordinario que, una vez aprobado por el Pleno, se someterá a la aprobación 
de la Consejería competente en materia de Cámaras y se entenderá aprobado si no hay 
oposición por parte de esta en el plazo de un mes desde su presentación.

Artículo 43.  Créditos presupuestarios.
1. Los créditos autorizados tendrán carácter limitativo, salvo que el propio presupuesto 

establezca lo contrario. Se destinarán exclusivamente a la finalidad específica para la que 
hayan sido autorizados en el presupuesto o por las modificaciones aprobadas conforme a 
esta Ley y demás normativa que la desarrolle.

2. Las transferencias entre capítulos tendrán carácter extraordinario y deberán ser 
aprobadas, a propuesta del Pleno de la Cámara, por la Consejería competente en materia de 
Cámaras cuando afecten a capítulos de inversión o cuando excedan del veinte por ciento del 
total del capítulo durante el ejercicio.

Artículo 44.  Incumplimiento de los principios presupuestarios.
En el caso de apreciarse un riesgo de incumplimiento de los principios establecidos en el 

artículo 41.2, la Consejería competente en materia de Cámaras podrá formular una 
advertencia motivada de riesgo de incumplimiento a la Cámara, concediéndole un plazo de 
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tres meses para adoptar las medidas correctoras necesarias para evitar dicho riesgo, que 
serán comunicadas a la Consejería competente en materia de Cámaras, en el plazo máximo 
de un mes.

Si la Cámara advertida no estableciera medidas correctoras, o bien la Consejería 
competente en materia de Cámaras estimara que las mismas fueran insuficientes para evitar 
el riesgo de inadecuada realización de las funciones público-administrativas establecidas en 
el artículo 4, se podrá, en los términos y condiciones que se establezcan reglamentariamente 
y previa audiencia a la Cámara advertida y al Consejo Andaluz de Cámaras:

a) Trasladar al Consejo Andaluz de Cámaras la capacidad de ejecución de determinadas 
funciones públicas atribuidas a la Cámara advertida.

b) Suspender la posibilidad de delegación por parte del Consejo Andaluz de Cámaras de 
la ejecución, en su totalidad o en parte, de las acciones derivadas de los planes camerales 
autonómicos en la Cámara advertida.

Artículo 45.  Liquidación del presupuesto, balance anual e informe de auditoría.
1. Las Cámaras de Andalucía elaborarán y aprobarán las cuentas anuales y 

liquidaciones de presupuestos de su Corporación, aplicando los principios y normas de 
contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan de Contabilidad aplicable, 
elaborando la documentación que garantice el conocimiento y situación de la tesorería, de su 
patrimonio y de los resultados económicos de su actividad. Las cuentas anuales de la 
Cámara contendrán los siguientes documentos:

a) Memoria descriptiva de los aspectos más relevantes de las actividades realizadas.
b) Liquidación anual de los presupuestos ordinario y extraordinario en curso de 

realización.
c) Balance anual demostrativo de la situación patrimonial y financiera de la Cámara.
d) Las notas del balance.
e) Cuentas diferenciadas de la actividad público-administrativa y de la actividad privada.
f) En el caso de que los gastos realizados con cargo a una partida presupuestaria fueran 

inferiores al ochenta por ciento del crédito inicial, deberá adjuntarse al estado de ejecución 
un informe razonado de los motivos de la falta de ejecución de la partida presupuestaria.

2. El Comité Ejecutivo deberá formular las cuentas anuales en el plazo máximo de tres 
meses desde el cierre del ejercicio. Dichas cuentas serán sometidas a un informe de 
auditoría de cuentas externo, presentándose antes del 31 de mayo al Pleno de la Cámara 
para la adopción del acuerdo que proceda, junto con la liquidación del presupuesto ordinario 
del ejercicio cerrado. El Pleno deberá pronunciarse sobre las mismas, dando su aprobación 
o bien denegándolas, antes del 30 de junio.

3. Las cuentas anuales, el informe de auditoría, la liquidación del presupuesto ordinario y 
extraordinario y el certificado del contenido del acuerdo del Pleno se remitirán en un plazo 
máximo de diez días siguientes a partir de su adopción a la Consejería competente en 
materia de Cámaras para su supervisión definitiva. Se darán por supervisadas las cuentas si, 
transcurridos tres meses desde su recepción, no mediara observación alguna. La no 
conformidad en plazo, por la Consejería competente en materia de Cámaras, de la 
liquidación del presupuesto, por causa imputable a la Cámara, determinará la imposibilidad 
de aprobación de su presupuesto ordinario del ejercicio siguiente, con los efectos previstos 
en el apartado 6 del artículo 42.

4. La Consejería competente en materia de Cámaras podrá requerir de la Cámara toda 
aquella documentación complementaria que estime procedente y, en su labor de 
fiscalización, deberá recibir toda la colaboración que requiera de la Cámara y tener libre 
acceso, si lo considera necesario, a la documentación interior de la auditoría certificante y a 
recibir de esta los informes complementarios que recabe.

5. Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría y el informe anual sobre el 
Gobierno Corporativo, se depositarán en el Registro Mercantil correspondiente a la localidad 
en la que la Cámara tenga su sede y serán objeto de publicidad por las Cámaras de 
Andalucía en la forma que se determine reglamentariamente.

6. Las personas que gestionen bienes y derechos de las Cámaras de Andalucía deberán 
indemnizar los daños y perjuicios que puedan causar por acciones u omisiones realizadas 
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por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

Artículo 46.  Superior fiscalización.
La superior fiscalización del destino dado a las cantidades percibidas por las Cámaras de 

Andalucía procedentes de las diversas Administraciones Públicas corresponderá a la 
Cámara de Cuentas de Andalucía, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 35.1 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril.

Artículo 47.  Transparencia.
1. De conformidad con el artículo 35.4 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, para la adecuada 

diferenciación entre las actividades públicas y privadas que puedan desarrollar las Cámaras 
de Andalucía, las mismas mantendrán una contabilidad diferenciada en relación con sus 
actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de sus cuentas anuales.

2. Las Cámaras de Andalucía estarán obligadas a comunicar a la Consejería competente 
en materia de Cámaras y a hacer públicas en la página web de la Cámara, al menos, los 
siguientes aspectos de su actividad:

a) Subvenciones que reciban, así como otro tipo de recursos públicos que puedan 
percibir para el desarrollo de sus funciones, con indicación de su importe, objetivo o 
finalidad.

b) Retribuciones percibidas anualmente por la Secretaría General y, en su caso, la 
Dirección Gerencia y las personas que los reglamentos de régimen interior establezcan 
como personal directivo, así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión 
del cese en su cargo por cualquier causa. También se reflejarán las dietas y retribuciones 
recibidas por las personas integrantes del Pleno.

c) Convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de 
duración, modificaciones realizadas, partes obligadas a la realización de las prestaciones y, 
en su caso, las obligaciones económicas convenidas.

d) Presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e 
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y la información de las 
actuaciones de control en los términos que se establezcan reglamentariamente.

e) Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el informe anual sobre el 
Gobierno Corporativo.

3. A las Cámaras de Andalucía y al Consejo Andaluz de Cámaras les serán de aplicación 
las medidas de publicidad activa que se contienen en la normativa estatal y autonómica en 
materia de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

CAPÍTULO VII
Régimen Jurídico de las Cámaras de Andalucía y del Consejo Andaluz de 

Cámaras

Artículo 48.  Tutela.
1. Las Cámaras de Andalucía, así como el Consejo Andaluz de Cámaras, están sujetas 

en el ejercicio de su actividad a la tutela de la Administración de la Junta de Andalucía, a 
través de la Consejería competente en materia de Cámaras.

2. La función de tutela comprende el ejercicio de las potestades administrativas de 
aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión, disolución, liquidación y 
extinción.

3. Corresponde a la Consejería competente en materia de Cámaras el ejercicio de las 
potestades administrativas de creación, integración, fusión y modificación de las 
demarcaciones camerales, aprobación y modificación de los reglamentos de régimen interior 
de las Cámaras, convocatoria de elecciones, autorización de disposición de los bienes 
patrimoniales, aprobación de los presupuestos ordinarios y extraordinarios de gastos e 
ingresos, aprobación de las transferencias entre capítulos del presupuesto, resolución de 
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recursos y reclamaciones, autorización para la formalización de operaciones de crédito, 
enajenación y gravamen de inmuebles y valores, así como para la realización de obras y 
servicios que puedan comprometer fondos de futuros ejercicios, participación o creación de 
otras entidades, suspensión y disolución de los órganos de gobierno, según lo previsto en 
los artículos 13.1, 29.1, 36.1, 39.3, 40.1, 42.1, 43.2, 49, 51.2, 52.1, 54 y 55.

4. En los supuestos de disolución, liquidación y extinción previstos en esta Ley, la función 
de tutela comprenderá el conocimiento y dirección del correspondiente procedimiento, así 
como la adopción de las medidas necesarias para garantizar la prestación de los servicios 
propios de las Cámaras sin que la Consejería competente en materia de Cámaras quede 
directa o indirectamente vinculada por los saldos deudores derivados de la liquidación, de los 
cuales responderá exclusivamente el patrimonio de la Cámara extinguida.

5. El ejercicio de las funciones de tutela no implicará, en ningún caso, la asunción de 
responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la Consejería competente en 
materia de Cámaras en relación con los derechos y obligaciones derivados de las 
actuaciones de las Cámaras de Andalucía, en el ámbito de sus actividades.

6. Las relaciones laborales quedarán fuera de la tutela por parte de la Administración y 
estarán sujetas al ámbito de gestión de cada Cámara.

Artículo 49.  Recursos y quejas.
1. Los actos y acuerdos adoptados por las Cámaras de Andalucía o por el Consejo 

Andaluz de Cámaras en el ejercicio de sus funciones de naturaleza público-administrativa y 
los que afecten al régimen electoral serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, previo recurso de alzada ante la Consejería competente en materia de 
Cámaras. Estarán legitimadas para su interposición, además de las personas que lo estén 
conforme a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las personas integrantes del Pleno de la 
Cámara que no los hubieran votado favorablemente.

2. Las personas electoras, en todo caso, podrán formular quejas ante la Consejería 
competente en materia de Cámaras, en relación con los servicios mínimos obligatorios 
gestionados por las Cámaras de Andalucía o la actividad de carácter administrativo de estas 
o del Consejo Andaluz de Cámaras, que se tramitarán en los términos y con los efectos que 
se establezcan reglamentariamente.

Artículo 50.  Informes.
1. Las Cámaras de Andalucía o el Consejo Andaluz de Cámaras deberán emitir los 

informes que se les soliciten como entidades consultivas, valorando especialmente los 
intereses del comercio, la industria, los servicios y la navegación, de conformidad con el 
artículo 4.2.

2. Los informes de las Cámaras de Andalucía o del Consejo Andaluz de Cámaras solo 
serán vinculantes cuando expresamente así se establezca por norma con rango de ley, si 
bien el órgano administrativo competente deberá valorarlos en todo caso y estará obligado a 
motivar las resoluciones que se aparten de los mismos.

3. La petición de informes a las Cámaras de Andalucía será preceptiva cuando una 
norma lo establezca y en todos los procedimientos administrativos de elaboración de 
disposiciones generales de la Junta de Andalucía de cualquier rango que, teniendo carácter 
intersectorial, afecten directamente al comercio, a la industria, los servicios o a la 
navegación, y solo incidan en la demarcación de una o varias Cámaras de Andalucía.

4. La petición de informes al Consejo Andaluz de Cámaras será preceptiva cuando 
alguna disposición así lo establezca y, en todo caso, en los supuestos siguientes:

a) Cuando se den los requisitos establecidos en el apartado anterior pero la norma 
proyectada tenga vigencia o efectos en toda la Comunidad Autónoma y trascendencia 
general para el comercio, la industria, los servicios y navegación de Andalucía.

b) En el procedimiento de elaboración de disposiciones generales de la Comunidad 
Autónoma, sea cual fuere su rango, relativas a las Cámaras de Andalucía o a su Consejo 
Andaluz de Cámaras.

c) Cuando la Administración andaluza pretenda adoptar medidas de suspensión o 
disolución de los órganos de gobierno de las Cámaras de Andalucía.
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d) Para la creación, fusión o integración de las Cámaras de Andalucía y la modificación 
de sus demarcaciones.

e) Para la declaración de servicios mínimos obligatorios de las Cámaras de Andalucía.
5. Se podrá prescindir de los informes a que se refieren los apartados anteriores si la 

Cámara que deba emitirlos hubiese estado representada en el órgano u órganos que 
hubieran participado en la elaboración de la disposición o acto de que se trate.

6. Cuando se hayan solicitado los informes a que se refiere este artículo, no será 
necesario un trámite específico de audiencia a las Cámaras de Andalucía o al Consejo 
Andaluz para la defensa de los intereses de las personas comerciantes, industriales, 
prestadoras de los servicios y nautas.

Artículo 51.  Administración y disposición del patrimonio.
1. Las Cámaras de Andalucía y el Consejo Andaluz de Cámaras administrarán sus 

recursos propios y patrimonio. Podrán adquirir bienes por cualquier título, enajenarlos o 
gravarlos, y concertar operaciones de crédito, siempre por acuerdo del órgano que resulte 
competente de conformidad con esta Ley y el Reglamento de Régimen Interior.

2. Será necesaria la previa autorización de la Consejería competente en materia de 
Cámaras para la formalización de operaciones de crédito, para la enajenación y gravamen 
de inmuebles y valores, así como para la realización de obras o servicios que puedan 
comprometer fondos de futuros ejercicios, salvo las excepciones que reglamentariamente se 
establezcan. Por decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, podrán 
regularse el procedimiento, competencia y condiciones para esta autorización y el sentido, 
en su caso, del silencio, así como los supuestos en que, por la escasa cuantía y relevancia, 
se excepcione la necesidad de la misma o se sustituya, en su caso, por una simple 
comunicación previa a la Consejería competente.

3. La Consejería competente en materia de Cámaras resolverá la solicitud en el plazo de 
un mes. Transcurrido este plazo sin que hubiere dictado y notificado la resolución, se 
entenderá estimada la misma por silencio administrativo.

Artículo 52.  Participación o creación de otras entidades.
1. Las Cámaras de Andalucía o el Consejo Andaluz de Cámaras, para el adecuado 

desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la Consejería competente en materia de 
Cámaras, podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones o 
sociedades civiles o mercantiles, requiriéndose para ello su aprobación por el Pleno, por 
mayoría absoluta de las personas que lo integran.

El Pleno de las Cámaras de Andalucía o el Consejo Andaluz de Cámaras, previa 
autorización de la Consejería competente en materia de Cámaras, podrán promover la 
creación de otras entidades, requiriéndose una mayoría de dos tercios del Pleno.

2. La autorización a que hace referencia el apartado primero no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
Consejería competente en materia de Cámaras, en relación a los derechos y obligaciones 
derivados de las actuaciones de las Cámaras de Andalucía en el ámbito de sus actividades 
privadas.

3. La Consejería competente en materia de Cámaras podrá denegar la autorización 
indicada en el apartado anterior cuando la Cámara solicitante no hubiera acreditado, con 
carácter previo, que la creación o participación en las entidades señaladas no afectará al 
mantenimiento de su equilibrio presupuestario y a su sostenibilidad financiera.

4. La Consejería competente en materia de Cámaras resolverá la solicitud de 
participación en entidades en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a su 
recepción. Transcurrido este plazo sin que se hubiera resuelto, la solicitud se entenderá 
estimada.

Artículo 53.  Relaciones camerales.
1. Las Cámaras de Andalucía podrán celebrar entre sí convenios de colaboración, para 

el mejor cumplimiento de sus fines, ejecución de obras o prestación de servicios de interés 
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común que afecten a dos o más Cámaras de la Comunidad Autónoma. Estos convenios de 
colaboración especificarán sus objetivos y la forma orgánica y material de llevarlos a cabo.

2. Las Cámaras de Andalucía podrán establecer convenios de colaboración con 
instituciones económicas y sociales, especialmente con las universidades públicas 
andaluzas, para acercar la investigación a las empresas y favorecer la transferencia de 
conocimientos que apoyen la innovación y la formación especializada.

3. Las Cámaras de Andalucía podrán suscribir convenios de colaboración con las 
organizaciones empresariales para desarrollar servicios dirigidos a las empresas que 
respondan a sus necesidades y que eviten la duplicidad de los mismos y aumenten su 
eficacia y la eficiencia.

Artículo 54.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, la 

Consejería competente en materia de Cámaras podrá suspender la actividad de los órganos 
de gobierno de las Cámaras de Andalucía, previo informe del Consejo Andaluz de Cámaras, 
debiendo quedar garantizado el derecho de los mismos en la tramitación del procedimiento, 
en el caso de que se produzcan transgresiones del ordenamiento jurídico vigente que, por su 
gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta medida, así como en los supuestos de 
imposibilidad de funcionamiento normal de aquellos.

También podrá suspender la actividad de los órganos de gobierno de las Cámaras de 
Andalucía, previo informe del Consejo Andaluz de Cámaras, cuando concurran 
circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible solucionar una situación de 
inviabilidad económica mediante la presentación de un plan de viabilidad o cuando dicho 
plan se incumpliese por parte de la Cámara implicada y así se decida por la Consejería 
competente en materia de Cámaras.

A estos efectos, se concederá un plazo de quince días a la Cámara afectada para que 
efectúe las alegaciones que estime convenientes, que se podrá reducir a cinco días en 
aquellos casos en que el transcurso de aquel plazo pueda llevar consigo perjuicios de 
imposible o difícil reparación.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como la composición de la Comisión Gestora que tendrá a su cargo la 
gestión de los intereses de la Cámara, que estará formada, al menos, por una persona 
representante de la Consejería competente en materia de Cámaras, una persona 
representante de la Consejería competente en materia de Hacienda, una persona 
representante del Consejo Andaluz de Cámaras y una persona representante de la Cámara 
afectada.

3. Si, transcurrido el plazo de suspensión de los órganos de gobierno de la Cámara, 
subsistiesen las razones que dieron lugar a la misma, se procederá, dentro del plazo de un 
mes a partir de la finalización del plazo de duración de la suspensión de los mismos, a la 
disolución de los órganos de gobierno de la Cámara implicada, con la consiguiente 
convocatoria de elecciones en los términos del artículo 56.1.

4. Corresponderá a la persona titular de la Consejería competente en materia de 
Cámaras, previo informe del Consejo Andaluz de Cámaras, acordar la disolución, que será 
objeto de publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» y que tendrá el 
siguiente contenido mínimo:

a) Prorrogar la actuación de la Comisión Gestora en el ejercicio de sus funciones.
b) Convocar elecciones al Pleno de la Cámara afectada.
c) Garantizar el derecho de audiencia en la tramitación del procedimiento.
d) La adopción de las medidas necesarias para garantizar que las personas físicas y 

jurídicas adscritas a la Cámara afectada reciban los servicios derivados del ejercicio de las 
funciones de carácter público-administrativo que obligatoriamente deba prestar dicha 
Cámara, pudiendo habilitarse a otra Cámara para la prestación provisional de aquellos, en 
los supuestos que impidan a la Cámara afectada la prestación de dichos servicios.
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Artículo 55.  Plan de viabilidad y disolución por inviabilidad económica.
1. Cuando alguna Cámara o el Consejo Andaluz de Cámaras incurran en resultados 

negativos de explotación en cuatro ejercicios contables consecutivos, deberá ponerlo en 
conocimiento de la Consejería competente en materia de Cámaras, en el plazo máximo de 
un mes desde que se conociera dicha situación.

La comunicación irá acompañada de un plan de viabilidad, auditado y aprobado por el 
Pleno, en el que se describirán las actuaciones que se llevarán a cabo para la corrección del 
desequilibrio y el plazo previsto que se considere necesario y, en cualquier caso, en un 
máximo de cuatro ejercicios contables consecutivos. Asimismo, se acompañará un 
inventario, el balance, el informe de la auditoría realizada y cuanta otra documentación se 
considere necesaria para valorar la situación económica de la Cámara y el plan presentado.

Antes de su elevación al Pleno, el plan de viabilidad deberá ponerse en conocimiento de 
los representantes legales de las personas trabajadoras si afectara a cuestiones de 
personal.

2. Asimismo, la Consejería competente en materia de Cámaras requerirá de oficio la 
citada documentación cuando tuviera conocimiento de la situación prevista en el apartado 1.

3. En caso de que los órganos de gobierno de la Cámara se encuentren suspendidos o 
disueltos, la Consejería competente en materia de Cámaras recabará la documentación que 
considere necesaria para que se elabore el plan de viabilidad indicado en el apartado 
anterior.

4. Presentado el plan de viabilidad, la Consejería competente en materia de Cámaras 
podrá autorizarlo, modificarlo o determinar cualquier otra actuación que considere oportuna.

5. Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar la situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan o 
cuando dicho plan no se hubiere presentado o se incumpliese, la persona titular de la 
Consejería competente en materia de Cámaras, previa audiencia a los órganos de gobierno 
de la Cámara afectada, podrá proceder a la suspensión y disolución de dichos órganos, 
conforme a lo previsto en el artículo 54, o acordar la extinción y liquidación de la Cámara, 
conforme a lo previsto en los artículos 56 a 60 de la presente Ley.

Artículo 56.  Extinción.
1. La extinción de una Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y, en su caso, 

Navegación en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía podrá 
producirse en dos supuestos:

a) Si, tras el proceso detallado en el apartado 3 del artículo 54, no fuese posible la 
celebración de nuevas elecciones y la constitución de los órganos de gobierno de la Cámara.

Se considerará que concurre este supuesto cuando, tras la disolución de los órganos de 
gobierno de la respectiva Cámara y la correspondiente convocatoria de elecciones, no se 
presente ninguna candidatura válida en el plazo establecido al efecto.

b) En el supuesto contemplado en el apartado 4 del artículo 55, por inviabilidad 
económica.

2. La persona titular de la Consejería competente en materia de Cámaras, previo informe 
del Consejo Andaluz de Cámaras y audiencia de la Cámara afectada, así como de las 
posibles personas interesadas, dictará acuerdo de inicio del procedimiento de extinción. 
Dicha resolución será objeto de publicación en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» y 
tendrá el siguiente contenido mínimo:

a) El mantenimiento de los órganos de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, en 
el ejercicio de sus funciones hasta la apertura de la fase de liquidación.

b) La concurrencia de alguna de las causas de extinción previstas en el apartado 1.
c) La designación de una persona administradora independiente, que podrá ser una 

persona física o jurídica, que realizará las funciones establecidas en esta Ley. Su 
designación se ajustará a los principios de publicidad y transparencia.

d) El llamamiento a las posibles personas acreedoras de la Cámara para que pongan en 
conocimiento de los órganos de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, la existencia 
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de créditos a su favor en el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente al de la 
publicación.

3. La persona administradora independiente elaborará el inventario de activos y la 
relación de créditos y personas acreedoras de la Cámara afectada, con el orden de prelación 
que legalmente corresponda. Tras ello, la persona titular de la Consejería competente en 
materia de Cámaras, previa audiencia de las posibles personas interesadas, y a instancia de 
los órganos de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, o de oficio, acordará la 
apertura de la fase de liquidación.

Artículo 57.  Determinación del inventario de activos y de la relación de créditos y personas 
acreedoras.

La persona administradora independiente elaborará, en el plazo máximo de dos meses 
desde su nombramiento:

a) Un inventario, que contendrá la relación y la valoración de los bienes y derechos de la 
Cámara, con expresión de su naturaleza, características, gravámenes, cargas y cualesquiera 
otros elementos relevantes a efectos de su identificación y valoración, que en todo caso se 
realizará conforme a su valor de mercado.

b) Una relación de personas acreedoras y de sus respectivos créditos frente a la 
Cámara; todos ellos computados en dinero y expresados en moneda de curso legal. Esta 
relación recogerá nombre, domicilio y demás datos de identidad de la persona acreedora, así 
como los relativos al crédito, su concepto, cuantía, fechas de adquisición y vencimiento, 
características, garantías y cualesquiera otros elementos relevantes a efectos de su 
identificación y valoración.

Artículo 58.  Procedimiento de liquidación.
1. Determinado el inventario de activos, la relación de créditos y personas acreedoras, 

según lo previsto en el artículo anterior, la Consejería competente en materia de Cámaras, a 
instancia del órgano de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, acordará la apertura 
de la fase de liquidación y la misma será objeto de notificación a las personas acreedoras 
que hubieran comparecido en el procedimiento y a los órganos jurisdiccionales que estén 
conociendo de causas pendientes, así como de publicación en el «Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía».

2. El acuerdo de apertura de la fase de liquidación tendrá el siguiente contenido mínimo:
a) El deber de incorporar a la denominación de la Cámara la expresión «en liquidación».
b) El cese del órgano de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, y la encomienda 

de la actividad de liquidación de la Cámara a la persona administradora independiente.
c) La obligación de la persona administradora independiente de presentar un plan de 

liquidación en el plazo de un mes desde el acuerdo de apertura de la fase de liquidación. 
Este plan deberá ser autorizado por la Consejería competente en materia de Cámaras, quien 
así mismo supervisará su cumplimiento.

d) Las medidas necesarias para garantizar que las personas físicas y jurídicas del ámbito 
territorial de la Cámara a extinguir reciban los servicios propios de la Cámara. A estos 
efectos, se abrirá un plazo de diez días hábiles para que las restantes Cámaras de 
Andalucía realicen propuestas para la asunción de los servicios de la Cámara a extinguir.

La asunción de funciones de la Cámara a extinguir por otra Cámara de Andalucía y la 
consiguiente modificación de la demarcación cameral territorial se realizará mediante decreto 
del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la Consejería competente 
en materia de Cámaras, teniendo en cuenta la concurrencia y los principios de proximidad, 
viabilidad y solvencia, por este orden.

3. Durante el período de liquidación corresponderá a la persona administradora 
independiente la gestión y la defensa de los intereses de la Cámara.

4. En particular, corresponderá a la persona administradora independiente:
a) La representación de la Cámara en todos los actos jurídicos y ejercitar derechos y 

acciones que a ella correspondan.
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b) Concluir las operaciones pendientes de la Cámara y realizar las nuevas que sean 
necesarias para la liquidación.

c) Realizar las operaciones de liquidación, percibiendo los créditos y pagando las deudas 
de la Cámara.

d) Proponer la enajenación de los bienes de la Cámara, que requerirá autorización previa 
de la Consejería competente en materia de Cámaras en los casos previstos en el artículo 
51.2.

e) Informar periódicamente a la Consejería competente en materia de Cámaras del 
estado de la liquidación.

f) Llevar y custodiar la contabilidad de la Cámara, los libros, la documentación y 
correspondencia de esta.

g) La dirección y gestión del personal de la Cámara y, en su caso, la extinción de las 
relaciones laborales de esta.

h) En general, realizar todas aquellas actuaciones que sean necesarias para la 
liquidación de la Cámara y adecuarlas a los intereses de la misma.

5. En el ejercicio de las funciones de liquidación, tendrá carácter supletorio la normativa 
mercantil de aplicación a la liquidación de sociedades de capital, salvo en lo relativo a la 
adscripción del activo resultante, en su caso.

6. Finalizadas las operaciones de liquidación, la persona administradora independiente 
remitirá a la Consejería competente en materia de Cámaras un informe completo sobre 
dichas operaciones y un balance final.

7. La persona administradora independiente será responsable de cualquier perjuicio que 
se hubiese causado con dolo o culpa en el desempeño de su cargo.

Artículo 59.  Procedimiento de extinción.
1. Concluidas las operaciones de liquidación y recibido el correspondiente informe y el 

balance final, la Consejería competente en materia de Cámaras elevará una propuesta de 
extinción al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, en el que se incluirán los 
siguientes extremos:

a) La aprobación del informe y el balance final presentado por la persona administradora 
independiente.

b) La declaración de extinción de la Cámara.
c) Los activos patrimoniales resultantes de la liquidación, en su caso, se adscribirán a la 

Consejería competente en materia de Cámaras, debiendo ser destinados a la finalidad de 
defensa de los intereses generales del comercio, la industria, servicios y navegación que 
tengan establecidos las Cámaras de Andalucía.

d) La determinación de la Cámara que asumirá las funciones de la Corporación a 
extinguir, de conformidad con lo previsto en el artículo 60.

2. El acuerdo de extinción se realizará por decreto del Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía y se publicará en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía».

3. En ningún caso podrá asumirse ni derivarse del procedimiento de liquidación y 
extinción de una Cámara o del Consejo Andaluz de Cámaras obligación alguna para la 
Consejería competente en materia de Cámaras, no pudiendo quedar directa o 
indirectamente vinculada por los saldos deudores derivados de la liquidación, de los cuales 
responderá exclusivamente el patrimonio de la Cámara extinguida.

Artículo 60.  Asunción de funciones.
1. El ejercicio de las funciones de la Cámara que se extinga será asignado a una de las 

restantes Cámaras de Andalucía por decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía, en el que se recogerá su nueva denominación. La Cámara que asuma tales 
funciones no quedará, en ningún caso, vinculada por los saldos deudores de la Cámara 
extinguida.

2. La Cámara que asuma las funciones de la Cámara que se extingue deberá ajustar, 
cuando así se determine, su denominación y órganos de gobierno al nuevo ámbito territorial 
en su Reglamento de Régimen Interior.
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CAPÍTULO VIII
Consejo Andaluz de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 

Navegación

Artículo 61.  Naturaleza.
1. El Consejo Andaluz de Cámaras es el órgano de asesoramiento y colaboración de la 

Administración de la Junta de Andalucía y restantes instituciones autonómicas para la 
representación, relación y coordinación de las Cámaras de Andalucía.

2. Es una Corporación de Derecho Público con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines.

3. Estará integrado por todas las Cámaras de Andalucía, así como por representantes de 
las organizaciones empresariales más representativas.

4. El Consejo Andaluz de Cámaras tendrá su sede en la ciudad sede del Gobierno 
andaluz, sin perjuicio de que sus órganos colegiados puedan celebrar sesiones en cualquier 
lugar de Andalucía, de conformidad con lo que establezca el mismo Consejo. 
Reglamentariamente, se regularán el funcionamiento de sus órganos colegiados, así como 
los deberes y facultades de sus integrantes.

5. La composición del órgano deberá respetar la representación equilibrada de mujeres y 
hombres. No podrán formar parte del mismo aquellas personas que se encuentren 
inhabilitadas para el desempeño de empleo o cargo público, o sancionadas o condenadas 
por resolución administrativa firme o sentencia judicial firme, por alentar o tolerar prácticas 
laborales consideradas discriminatorias por la legislación vigente, o haber sido condenadas 
por sentencia judicial firme por delitos económicos o concursos fraudulentos.

Artículo 62.  Funciones.
Corresponden al Consejo Andaluz de Cámaras las siguientes funciones:
a) Defender y promover los intereses generales del comercio, la industria, los servicios y 

la navegación, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
b) Representar al conjunto de las Cámaras de Andalucía ante las diversas instancias 

autonómicas y estatales.
c) Impulsar y coordinar las acciones de las Cámaras de Andalucía relativas a las 

funciones a que se refiere el apartado 1 del artículo 4, en el territorio regional, a fin de 
garantizar la homogeneidad de las actuaciones camerales andaluzas. Esta función se 
ejercerá especialmente en los planes, proyectos y acciones a desarrollar por las Cámaras en 
Andalucía, de acuerdo con la Administración estatal, autonómica o con la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.

d) Informar preceptivamente los proyectos de disposiciones generales autonómicas de 
ámbito regional que afecten directamente a los intereses generales del comercio, la 
industria, los servicios o la navegación.

e) Informar preceptivamente los expedientes de creación, fusión, integración, 
suspensión, disolución y extinción de las Cámaras de Andalucía, así como de modificación 
de las demarcaciones camerales.

f) Emitir informes, a requerimiento de la Consejería competente en materia de Cámaras, 
relativos al comercio, la industria, los servicios o la navegación de la Comunidad Autónoma 
que tengan un ámbito o repercusión superior al de las Cámaras que lo integren.

g) Emitir los informes que, en su caso, le requiera la Administración General del Estado, 
conforme a su legislación propia.

h) Colaborar directamente con la Administración de la Comunidad Autónoma, en los 
términos que en cada caso se establezcan, en el desarrollo y gestión de las actividades 
públicas propias de esta, que deban afectar por igual a todo su ámbito territorial o que, por la 
naturaleza de la actividad de que se trate, resulten de difícil o inconveniente asignación 
individualizada a las distintas Cámaras de Andalucía.

i) Colaborar con la Administración del Estado en los supuestos y formas que esta 
establezca, de conformidad con su legislación propia, especialmente en las funciones 
contempladas en el artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
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j) Asesorar y colaborar con la Administración de la Junta de Andalucía en el ejercicio de 
las competencias de la Comunidad Autónoma relativas a las Cámaras de Andalucía.

k) Elaborar y actualizar estadísticas del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación, de acuerdo con las previsiones contenidas en la Ley 4/1989, de 12 de 
diciembre, de Estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y normativa que la 
desarrolle, y realizar las encuestas de evaluación y los estudios necesarios que permitan 
conocer la situación de los distintos sectores en Andalucía, coordinando las actuaciones 
realizadas por las Cámaras de Andalucía en estas materias.

l) Proponer a la Administración de la Junta de Andalucía, a través de la Consejería 
competente en materia de Cámaras, por propia iniciativa o a petición de las Cámaras de 
Andalucía, cuantas reformas y medidas crea necesarias o convenientes.

m) Prestar servicios de apoyo y asistencia técnica a las Cámaras de Andalucía que lo 
requieran, especialmente en materia de información, asesoramiento, justificación de 
proyectos, realización de estudios, elaboración de planes y proyectos, formación y apoyo 
tecnológico, en los términos desarrollados por su Reglamento de Régimen Interior.

n) Prestar otros servicios o realizar otras actividades, a título oneroso o lucrativo, que 
redunden en beneficio de los intereses representados por las Cámaras que lo integren.

ñ) Desarrollar funciones de impulso, promoción y coordinación de la mediación civil y 
mercantil y del arbitraje mercantil que las Cámaras desarrollen en el ámbito autonómico, así 
como desempeñar estas actividades de mediación y arbitraje cuando, por la naturaleza y el 
ámbito territorial de las mismas, sea requerido por las Cámaras de Andalucía para ello y de 
conformidad con la legislación vigente.

o) Cualquier otra función de carácter público-administrativo, que se le atribuya por la 
Administración autonómica.

Artículo 63.  Órganos de gobierno.
1. Son órganos de gobierno del Consejo Andaluz de Cámaras el Pleno, el Comité 

Ejecutivo y la Presidencia.
2. El Consejo Andaluz de Cámaras contará con una Secretaría General, las personas 

directivas y la organización necesaria para el desempeño de las funciones establecidas en 
esta Ley, así como con la organización complementaria que se establezca en su Reglamento 
de Régimen Interior.

Artículo 64.  Composición del Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación del Consejo Andaluz de 

Cámaras, y estará compuesto por las siguientes Vocalías:
a) Vocalías natas: las Presidencias de todas las Cámaras de Andalucía.
b) Vocalías colaboradoras: cuatro Vocalías elegidas por las anteriores, a propuesta de 

las organizaciones empresariales intersectoriales y territoriales más representativas en el 
ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Las Vocalías colaboradoras serán nombradas para igual período de mandato que los 
órganos de las Cámaras de Andalucía, salvo los supuestos de cese anticipado que se 
regularán reglamentariamente.

3. Asistirá también a las sesiones del Pleno, con voz pero sin voto, la persona que 
ostente la Secretaría General. El Reglamento de Régimen Interior podrá prever, en su caso, 
la asistencia, con voz y sin voto, de la persona que ostente el cargo de la Gerencia.

Artículo 65.  Composición del Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

del Consejo Andaluz de Cámaras. Estará compuesto por la Presidencia, la Vicepresidencia, 
la Tesorería y dos Vocalías, elegidas todas ellas entre las integrantes del Pleno, para un 
mandato de duración igual al de este y en la forma establecida en el artículo 19.

2. La persona titular de la Consejería competente en materia de Cámaras podrá nombrar 
a una persona representante en el Consejo Andaluz de Cámaras que, sin condición de 
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persona integrante, tendrá voz pero no voto en las sesiones del Comité Ejecutivo y que 
deberá ser convocada en las mismas condiciones que las personas que lo integren.

3. Asistirá también a sus sesiones, con voz pero sin voto, la persona que ostente el 
cargo de Secretaría General. El Reglamento de Régimen Interior podrá prever, en su caso, 
la asistencia, con voz y sin voto, de la persona que ostente el cargo de la Gerencia.

Artículo 66.  La Presidencia.
La Presidencia ostentará la representación del Consejo Andaluz de Cámaras, impulsará 

y coordinará la actuación de todos sus órganos y presidirá los órganos colegiados. Velará 
por el correcto cumplimiento de las funciones del Consejo, por el respeto a las leyes y al 
Reglamento de Régimen Interior y por la ejecución de sus acuerdos.

Artículo 67.  La Vicepresidencia.
1. El Consejo Andaluz de Cámaras contará con una única Vicepresidencia, que sustituirá 

a la Presidencia en los casos de vacante, ausencia, enfermedad o imposibilidad de 
actuación, de conformidad con las previsiones del Reglamento de Régimen Interior.

2. Ejercerá las funciones que le deleguen el Comité Ejecutivo y la Presidencia, de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley y en el Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 68.  Tesorería.
A la Tesorería le corresponderá la disposición y custodia de los fondos, valores y efectos 

del Consejo Andaluz de Cámaras, en la forma que el Pleno determine, de conformidad con 
las previsiones del Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 69.  Secretaría General y personal de alta dirección.
1. En el Consejo Andaluz de Cámaras existirá una Secretaría General que desarrollará 

las mismas funciones atribuidas a la Secretaría General en las Cámaras de Andalucía.
2. Para el nombramiento, cese y estatuto de la Secretaría General del Consejo Andaluz 

de Cámaras regirán las mismas reglas establecidas para las Cámaras de Andalucía.
3. El Consejo Andaluz de Cámaras podrá tener una Gerencia, con las mismas 

condiciones y funciones establecidas para las Cámaras de Andalucía.
4. El Reglamento de Régimen Interior del Consejo Andaluz de Cámaras podrá prever 

otros puestos de alta dirección de servicios administrativos, de personal y económicos.

Artículo 70.  Personal.
1. Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo Andaluz de Cámaras contará con 

las personas necesarias, sujetas a la normativa laboral vigente.
2. El Reglamento de Régimen Interior del Consejo establecerá el régimen de las 

personas al servicio del Consejo, así como el procedimiento para su contratación, que 
deberá adecuarse a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad de la 
convocatoria.

3. Quedarán sometidas al régimen de incompatibilidades que se establezcan en el 
Reglamento de Régimen Interior del Consejo. En cualquier caso, el desempeño de un 
puesto de trabajo al servicio del Consejo Andaluz de Cámaras será incompatible con el 
ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o 
menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o 
independencia.

4. Anualmente, el Pleno del Consejo Andaluz de Cámaras aprobará una plantilla de 
personal en la que se relacionarán, debidamente clasificados, todos los puestos de trabajo, 
con expresión de su denominación, funciones y categoría. La plantilla por categorías y 
retribuciones de las personas empleadas del Consejo Andaluz de Cámaras para cada año 
se integrará en la documentación del proyecto de presupuesto ordinario que se elabore para 
su aprobación por el Pleno y por la Consejería competente en materia de Cámaras. En ella 
se velará por garantizar la inexistencia de diferencia salarial entre hombres y mujeres de su 
personal.
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5. El Consejo Andaluz de Cámaras está obligado a respetar la igualdad de trato y de 
oportunidades en el ámbito laboral, pudiendo elaborar un plan de igualdad, previa consulta a 
la representación legal de los trabajadores y las trabajadoras.

Artículo 71.  Régimen económico del Consejo Andaluz de Cámaras.
1. Para la financiación de sus actividades, el Consejo Andaluz de Cámaras dispondrá de 

los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios derivados del ejercicio de las funciones y 

servicios que le son atribuidos en esta Ley.
b) Los recursos relacionados en la Ley 4/2014, de 1 de abril, y específicamente 

aportaciones voluntarias, donaciones y subvenciones.
c) Los procedentes de operaciones de crédito que se realicen.
d) Cualesquiera otras modalidades de ingresos que pudieran establecerse por ley, norma 

de desarrollo, convenio o cualquier otro procedimiento, de conformidad con el ordenamiento 
jurídico.

e) Las aportaciones ordinarias y extraordinarias efectuadas por las Cámaras de 
Andalucía para el mantenimiento del Consejo Andaluz de Cámaras, en la forma y cuantía 
que al efecto se establezca en el Reglamento de Régimen Interior del mismo.

2. De acuerdo con las disponibilidades presupuestarias existentes, en la correspondiente 
Ley del Presupuesto anual de la Comunidad Autónoma de Andalucía podrán consignarse 
subvenciones públicas en líneas nominativas o finalistas dirigidas al funcionamiento del 
Consejo Andaluz de Cámaras.

3. El Consejo Andaluz de Cámaras estará sometido al mismo régimen económico, 
presupuestario, contable y de fiscalización de las Cámaras de Andalucía.

Disposición adicional primera.  Representación equilibrada en los órganos de gobierno de 
las Cámaras de Andalucía y en el Consejo Andaluz de Cámaras.

A fin de hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y 
hombres, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 15 y 38 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, y de conformidad con lo establecido en el artículo 56.4 de la Ley 12/2007, de 
26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, se promoverá 
en los órganos de gobierno de las Cámaras de Andalucía y del Consejo Andaluz de 
Cámaras la presencia equilibrada de mujeres y hombres.

Se entenderá por composición equilibrada la presencia de mujeres y hombres de forma 
que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen el sesenta por 
ciento, ni sean menos del cuarenta por ciento.

Disposición adicional segunda.  Condiciones de accesibilidad de las personas con 
discapacidad.

En el desarrollo de todas sus actividades, las Cámaras de Andalucía y el Consejo 
Andaluz de Cámaras respetarán las condiciones de accesibilidad de las personas con 
discapacidad en los términos que establezca la normativa vigente.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y, en general, los servicios de 
información y atención, así como sus instalaciones, deberán ser accesibles a las personas 
con discapacidad, para lo cual se tendrán en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición de dichas personas los medios y los apoyos, 
realizando los ajustes razonables cuando sean precisos.

Disposición adicional tercera.  Tramitación electrónica.
Las empresas de los distintos sectores económicos se relacionarán con las Cámaras de 

Andalucía a través de medios electrónicos en los términos previstos en la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
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Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en esta Ley y, en particular, la Ley 10/2001, de 11 de octubre, de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de Andalucía.

Disposición final primera.  Adaptación del contenido de la norma.
En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley, las Cámaras de 

Andalucía y el Consejo Andaluz de Cámaras adaptarán a su contenido sus reglamentos de 
régimen interior, que deberán ser aprobados por la Consejería competente en materia de 
Cámaras.

Disposición final segunda.  Aprobación del Código de Buenas Prácticas.
Las Cámaras de Andalucía y el Consejo Andaluz de Cámaras dispondrán de un plazo 

máximo de un año, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, para la aprobación del 
Código de Buenas Prácticas previsto en el artículo 31.

Disposición final tercera.  Reproducción de normativa estatal.
Los artículos 2.1; 3; 4.1; 5.1 y 2 desde la letra a) hasta la l); 7; 9.1; 13.1; 14; 15; 16.1 y 2; 

17.1; 21; 25.1 y 3; 26.1 y 3; 28.1; 31.1; 34.1 y 2; 35.1 y 2; 40.1; 45.5; 47.1 y 3; 48.1 y 2; 49.1 
y 2; 54.1 párrafo primero; 54.2 y 3, y 55.4 reproducen normas dictadas por el Estado al 
amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española y recogidas en la Ley 4/2014, de 
1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

Disposición final cuarta.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía a dictar las normas de 

desarrollo de esta Ley, sin perjuicio de las habilitaciones que la misma realiza a otros 
órganos.

Disposición final quinta.  Modificación del texto refundido de la Ley de Comercio Interior de 
Andalucía aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo.

El texto refundido de la Ley de Comercio Interior de Andalucía, aprobado mediante 
Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, queda modificado en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 68, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 68.  Información.
1. Las reducciones de los precios se consignarán exhibiendo con claridad, junto al 

precio habitual y sin superponerlo, el precio rebajado en cada uno de ellos.
2. Tanto en la publicidad como en la información ofrecida a las personas 

consumidoras sobre las ventas en rebajas, se indicarán las fechas de comienzo y final 
de las mismas.»

Dos. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 79, con la siguiente redacción:
«3. El plazo para resolver y notificar la resolución expresa de los procedimientos 

sancionadores por las infracciones establecidas en la presente Ley será de diez 
meses, a contar desde la fecha del acuerdo de inicio. Transcurrido dicho plazo sin que 
se hubiera dictado y notificado la resolución, se producirá la caducidad del mismo. En 
el caso de que la infracción no hubiese prescrito, deberá iniciarse un nuevo 
procedimiento.»

Tres. Se modifica el párrafo d) en el artículo 83, con la siguiente redacción:
«d) La realización de ventas en rebajas fuera del período estacional anunciado por 

el comerciante, así como el anuncio de venta en rebajas de un establecimiento 
comercial cuando afecte a menos de la mitad de los productos ofrecidos en el mismo, 
salvo que se anuncie cada producto o artículo en concreto.»
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Disposición final sexta.  Modificación del Decreto 189/2018, de 9 de octubre, por el que se 
regula la composición de los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de Andalucía y el procedimiento electoral.

El Decreto 189/2018, de 9 de octubre, por el que se regula la composición de los 
órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de Andalucía y el procedimiento electoral, queda modificado en los siguientes 
términos:

Uno. Se modifica el párrafo b) del apartado 2 y el apartado 3 en el artículo 39, con la 
siguiente redacción:

«b) Vocalías colaboradoras: cuatro vocalías elegidas por las anteriores, a 
propuesta de las organizaciones empresariales intersectoriales y territoriales más 
representativas en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

3. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y 
propuesta del Consejo Andaluz de Cámaras. Estará compuesto por la Presidencia, la 
Vicepresidencia, la Tesorería y dos Vocalías, elegidas todas ellas entre las integrantes 
del Pleno para un mandato de duración igual al de este.»

Dos. Se modifican los apartados 1, 3 y párrafo primero del apartado 4 en el artículo 40, 
con la siguiente redacción:

«1. Una vez constituidas las Cámaras de Andalucía, la Consejería competente en 
materia de Cámaras solicitará a la organización empresarial intersectorial más 
representativa en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, para que en el 
plazo de cinco días hábiles emita la propuesta de personas que sean susceptibles de 
ser integrantes del Pleno del nuevo Consejo Andaluz de Cámaras, en un número que 
supere la mitad de Vocalías colaboradoras a elegir, que serán siempre cuatro.

3. Se procederá, en primer lugar, a la elección de las Vocalías colaboradoras del 
Pleno. La Presidencia de la mesa dará a conocer la propuesta de candidaturas 
elevada por la organización empresarial intersectorial más representativa en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, al objeto de proceder a su elección por 
parte de las Vocalías natas del Pleno. Si las propuestas no superasen el número de 
Vocalías a cubrir, se les tendrá por electas sin necesidad de votación. En caso 
contrario, todas las propuestas formuladas se votarán conjuntamente. Resultarán 
electas las más votadas, sea cual fuere el número de los sufragios obtenidos. Dicho 
procedimiento se desarrollará conforme se regule en el Reglamento de Régimen 
Interior del Consejo.

4. A continuación se procederá a la elección de la Presidencia del Consejo, y 
después, sucesivamente y por este orden, a la Vicepresidencia, a la Tesorería y 
Vocalías del Comité Ejecutivo, elecciones que recaerán en cualquiera de las Vocalías. 
Para cada una de ellas se formularán candidaturas por quienes asistan y solo podrá 
emitirse el voto a favor de alguna de las formalmente propuestas. Si hubiera una única 
persona candidata, se considerará sin más trámite electa.»

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía».
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§ 74

Ley 9/2010, de 17 de diciembre, de comercio interior

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 296, de 24 de diciembre de 2010

«BOE» núm. 36, de 11 de febrero de 2011
Última modificación: 24 de julio de 2014

Referencia: BOE-A-2011-2621

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Comercio Interior.

PREÁMBULO
1. La actividad comercial se ha revelado como un elemento esencial de la estructura 

económica asturiana, resultando evidente su destacada participación en la creación de 
empresas y empleo. Del mismo modo, la actividad comercial ha sido un factor determinante 
en el nacimiento y desarrollo de nuestros pueblos, villas y ciudades, actuando como 
elemento dinamizador de las economías locales e impulsor de la vitalidad social. En 
definitiva, el comercio ha desempeñado, y está llamado a seguir haciéndolo con mayor 
intensidad si cabe en una sociedad caracterizada por el predominio del sector servicios y la 
tendencia a la globalización, un papel básico en el desarrollo económico y en la 
estructuración territorial, urbana y de población de nuestra sociedad.

2. La Ley del Principado de Asturias 10/2002, de 19 de noviembre, de Comercio Interior, 
a la que la presente Ley reemplaza, vino a desarrollar la competencia exclusiva que, en 
materia de comercio interior, atribuye a la Comunidad Autónoma el artículo 10.1.14 del 
Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias; competencia exclusiva que ha de 
ejercerse en los términos que resultan del artículo citado y, en especial, aunque no sólo, de 
acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general, en los términos de 
lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.13.ª de la Constitución Española, y también 
teniendo en cuenta las competencias exclusivas del Estado en materia de legislación 
mercantil y civil del artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución. En este marco, la Ley del 
Principado de Asturias 10/2002, de 19 de noviembre, teniendo en cuenta las características 
singulares de su estructura económica, social y territorial, abordó la regulación administrativa 
del comercio interior en el ámbito de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, 
con la finalidad de ordenar y modernizar el sector de la distribución comercial.

3. La entrada en vigor de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior (en lo 
sucesivo, Directiva de Servicios), introduce una serie de cambios sustanciales dirigidos a 
suprimir o limitar los obstáculos que se oponen a la libertad de establecimiento y a la libertad 
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de prestación de servicios en los Estados miembros, favoreciendo la consecución de los 
fines fijados por el Consejo Europeo de Lisboa de marzo del año 2000. En concreto, la 
Directiva de Servicios incide, de modo muy relevante, en los criterios que han constituido la 
base de la mayor parte de las legislaciones estatales y regionales europeas en relación con 
la implantación del llamado gran equipamiento comercial.

4. El objetivo esencial de la Directiva de Servicios es, pues, crear un marco jurídico que 
suprima los obstáculos que se oponen a la libertad de establecimiento de los prestadores de 
servicios y a la libre circulación de servicios entre los Estados miembros de la Unión Europea 
y que garantice al mismo tiempo, tanto a los prestadores como a los destinatarios de los 
servicios, la seguridad jurídica necesaria para el ejercicio efectivo de estas dos libertades 
comunitarias fundamentales.

5. Entre otras cuestiones, la regla general de liberalización, perseguida por la Directiva 
de Servicios, sólo permite la sujeción del desarrollo de actividades comerciales a regímenes 
de autorización, siempre que éstos obedezcan a tres principios básicos: no ser 
discriminatorio para el prestador de que se trate, ser objetivamente justificados por razones 
imperiosas de interés general y ser proporcionados a esos intereses. Además, se exige que 
los criterios para la concesión de la autorización sean claros e inequívocos, objetivos, 
públicos, trasparentes y accesibles, que respondan al interés general y que no dupliquen los 
controles a los que ya hubiera estado sometido el prestador. Esta nueva configuración del 
régimen de autorización administrativa implica sustancialmente dos grandes cambios: por 
una parte, la prohibición de supeditar la concesión de la autorización a un test o prueba 
económica individualizada (caso por caso) para valorar la necesidad del proyecto y su 
impacto en el mercado o sobre los competidores y la prohibición de participación de los 
competidores en el procedimiento de autorización. Por otra parte, implica la aplicación de 
criterios de ordenación territorial, urbanísticos, medioambientales y de cohesión social, en 
cuanto expresivos del interés general; criterios que ya estaban presentes de una forma 
relevante en la vigente normativa asturiana.

6. Además, la Directiva de Servicios pone un especial acento en la relación existente 
entre competencia y competitividad, en aras de lograr la eficiencia empresarial; y ello sobre 
la base de que todo aumento de competencia empresarial redundará de forma positiva en la 
eficacia general del sistema de distribución comercial.

7. La presente Ley de Comercio Interior se inspira en los principios de libertad de 
empresa y libre prestación de servicios como garantes del desarrollo de un sistema de 
distribución comercial eficiente, así como en la convicción de la compatibilidad de su tutela 
con la defensa de un modelo de desarrollo urbano característico de la mayoría de los países 
de la Unión Europea. Modelo de desarrollo urbano, económico y social que responde a una 
idea de ciudad compacta, multifuncional, sostenible y socialmente solidaria. Sobre la base de 
esta doble inspiración y dado que algunos de los títulos de la Ley del Principado de Asturias 
10/2002, de 19 de noviembre, estaban llamados a modificaciones sustanciales derivadas de 
la Directiva de Servicios; la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio; la Ley 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, y la Ley 29/2009, de 30 de 
diciembre, por la que se modifica el régimen legal de la competencia desleal y de la 
publicidad para la mejora de la protección de los consumidores y usuarios, se ha optado, con 
el ánimo de reforzar la coherencia del texto legal, por ir más allá de una simple modificación 
puntual de los preceptos afectados directamente por la Directiva de Servicios, elaborándose, 
por ello, un nuevo texto legal que mantiene, no obstante, aquellos elementos que se han 
revelado como útiles y eficaces en la ordenación de la actividad comercial. La concurrencia, 
a la que antes se hizo referencia, de competencias estatales básicas y exclusivas explica 
que, de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre las leges 
repetitae, no se reproduzcan en esta Ley preceptos contenidos en la legislación estatal en 
uso de competencias exclusivas, a menos que sea absolutamente imprescindible para la 
inteligibilidad de la regulación autonómica, y se sea más flexible en la reiteración de 
preceptos estatales de carácter básico. Ello puede hacer menos cómodo el manejo de la 
normativa por parte del operador y de los destinatarios, pero es una carga que el Tribunal 
Constitucional obliga a asumir.
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8. El Título preliminar enuncia las disposiciones generales relativas al objeto y ámbito de 
aplicación de la ley; se recogen las definiciones de actividad comercial, así como las 
condiciones para su ejercicio; y, además, se fijan las condiciones de la oferta, de los precios 
y garantías, incorporándose las previsiones de la normativa europea en materia de venta y 
garantías de los bienes de consumo. En el capítulo IV de este Título, relativo al Registro de 
Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias y al Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias, se recogen las exigencias que derivan de la Directiva 
de Servicios, suprimiendo, por una parte, la obligación de inscripción registral para el acceso 
a la prestación de servicios y adaptando, por otra parte, las funciones del citado Consejo.

9. El Título I, relativo a la ordenación de los equipamientos comerciales, es, sin duda 
alguna, el que refleja los cambios más sustanciales y expresa la plena asunción de los 
principios inspiradores de la Directiva de Servicios. En el capítulo I, se define el concepto de 
establecimiento comercial, en el que se integran elementos novedosos derivados de la 
experiencia de los últimos años y la evolución de los formatos comerciales; se clasifican en 
individuales y colectivos. Se establece, además, la tipología de los equipamientos 
comerciales en función de su estructura, localización y dimensión: junto a los equipamientos 
comerciales de proximidad, propios de la trama urbana y de dimensión media, se incorporan 
dos modalidades de grandes establecimientos que responden a diferentes tipologías de 
establecimiento comercial (individuales y colectivos o solamente colectivos) y a una diversa 
dimensión y localización (urbana y/o periférica), y ello con vistas a permitir una ordenación 
territorial adaptada a sus singulares características. El fuerte impacto en el territorio y en el 
medio ambiente de los grandes equipamientos comerciales, por los desplazamientos de 
población que provocan y por su repercusión en las vías de comunicación, red de 
infraestructuras o de transporte, estructuración urbana y paisaje, justifica su especial 
consideración desde la perspectiva de una adecuada planificación y ordenación territorial 
que la Directiva de Servicios no impide y que esta Ley concreta en las evaluaciones de 
impacto estructural y ambiental, ya previstas, como instrumentos de ordenación del territorio, 
en el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, 
de 22 de abril, y cuya gestión corre a cargo de los órganos que, dentro de la Administración 
del Principado de Asturias, tienen atribuida la competencia sustantiva en materia de 
ordenación del territorio y medio ambiente, sin que, por otro lado, la legítima finalidad de 
planificación y ordenación territorial y medioambiental que se persigue con las evaluaciones, 
las cuales, por prohibirlo la Directiva de Servicios, no podrán, como ya se señala en el 
apartado 5, proyectadas en este campo de los grandes equipamientos comerciales, suponer 
una prueba individualizada de costes y beneficios económicos, de necesidades económicas 
del mercado o de demandas en el mismo, o de conformidad con la programación económica, 
ni servirse, en consecuencia, de parámetros de esa índole, sea susceptible de conseguirse 
con medidas ex post facto que, precisamente por no ser preventivas como las evaluaciones, 
resultarían menos eficaces que éstas frente a efectos negativos, inevitablemente 
consumados, que se puedan causar desde el punto de vista de las infraestructuras, el 
trafico, la seguridad vial o los valores medioambientales y paisajísticos. Se exime, no 
obstante, de evaluación de impacto estructural a los proyectos de gran equipamiento 
comercial que puedan ejecutarse en zonas o sectores industriales por dedicarse 
exclusivamente a la venta de automóviles, embarcaciones y otros vehículos, de maquinaria, 
de materiales para la construcción y artículos de saneamiento, y centros de jardinería, ya 
que se trata de equipamientos que, al no ofertar productos de consumo masivo, no generan 
los flujos y desplazamientos que ocasionan los equipamientos sometidos a evaluación.

10. La Ley continúa con la nueva regulación que se hace de los horarios comerciales en 
el Título II, tanto para adaptar la legislación básica del Estado en la materia a las 
características de nuestra Comunidad Autónoma como para precisar las especialidades que 
ya se recogían en la Ley del Principado de Asturias 10/2002, de 19 de octubre, y en el 
Decreto 104/2005, de 13 de octubre, de horarios comerciales en el Principado de Asturias.

11. En los Títulos III y IV se regulan las actividades de promoción de ventas y las ventas 
especiales, respectivamente, con un ánimo general de reforzamiento de las garantías tanto 
para el consumidor como para el propio comerciante desde la perspectiva de una leal 
competencia. En el caso de las actividades de promoción de ventas, y sin perjuicio de la 
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eliminación de toda comunicación previa en coherencia con la Directiva de Servicios, se 
incorpora una regulación más detallada de las ventas de saldos con el objetivo de permitir 
identificar con mayor precisión los establecimientos dedicados a este tipo de ventas de 
manera exclusiva y así dotarles de un régimen jurídico propio. Igualmente, en el caso de las 
ventas especiales, junto a modificaciones de detalle, se suprime el régimen de autorización 
en coherencia con la Directiva de Servicios, con la salvedad de las ventas ambulantes y las 
ventas ocasionales, en las que la utilización del dominio público, en el primer caso, y razones 
de seguridad pública por la ausencia de un establecimiento comercial en sentido estricto, en 
el segundo caso, requieren un control por parte de la Administración local, a lo que, en el 
supuesto de las ventas ambulantes, ha de añadirse que, dado que el número de 
autorizaciones disponibles es limitado, debido a la escasez de suelo público habilitado a tal 
efecto, la duración de las mismas tendrá carácter limitado.

12. La Ley hace una especial mención, en el Título V, a las medidas de fomento de la 
actividad comercial, encomendando a la Administración del Principado de Asturias, en 
colaboración con otras Administraciones e instituciones y asociaciones públicas y privadas, 
favorecer el desarrollo y modernización de la actividad comercial. Se resalta la incorporación 
al texto legal de las figuras, ya reguladas a nivel reglamentario, de los planes sectoriales y 
locales de orientación comercial, que servirán de base para que, en aplicación del principio 
de cooperación interadministrativa y también del principio de colaboración público-privada, 
se concreten y materialicen las medidas de apoyo al comercio. Además, se establecen los 
criterios básicos de la regulación de las actividades feriales en su doble modalidad de ferias 
y exposición o muestra.

13. El Título VI, relativo al régimen de infracciones y sanciones, pretende, con sujeción a 
la legislación básica del Estado, ofrecer garantías a los consumidores, así como dar 
respuesta eficaz y proporcionada a la competencia desleal que pueda surgir de las políticas 
empresariales en el ámbito de la distribución comercial. Asimismo, con el fin de colmar la 
laguna legal existente en cuanto al incumplimiento de la normativa sobre el uso del Escudo 
del Principado de Asturias como distintivo de productos y mercancías, se tipifica la 
correspondiente infracción.

14. Por último, la Ley se completa con dos disposiciones transitorias, una derogatoria y 
tres disposiciones finales. En particular, mediante las disposiciones transitorias se concreta, 
por una parte, la normativa aplicable a las licencias comerciales específicas que se 
encuentren en tramitación y, por otra parte, la aplicabilidad de la Ley al planeamiento 
urbanístico en proceso de revisión o elaboración.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la regulación del comercio interior en el ámbito del 

Principado de Asturias, con el fin de favorecer la ordenación y modernización de sus 
estructuras comerciales, proteger la libre y leal competencia entre las empresas comerciales 
y defender los derechos de los consumidores y usuarios.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las actividades comerciales realizadas en el 

ámbito territorial del Principado de Asturias por comerciantes o por quienes actúen por 
cuenta de ellos promoviendo, preparando o cooperando a la conclusión de operaciones 
comerciales.

2. Quedan excluidos del ámbito de esta Ley:
a) Los servicios de carácter financiero, de seguros y de transportes.
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b) Los servicios de alojamiento, bares, restaurantes y hostelería en general.
c) Los servicios de reparación, mantenimiento y asistencia técnica, siempre que no 

vayan asociados a la venta con carácter ordinario o habitual.
d) Los servicios prestados por empresas de ocio y espectáculos, tales como cines, 

teatros, circos, ludotecas, parques infantiles y similares. Sí estarán sujetas a la presente ley 
las ventas realizadas en sus instalaciones o anexos siempre que las mismas se desarrollen 
en zonas de libre acceso.

e) Las ventas por los fabricantes, dentro del recinto industrial, de los residuos y 
subproductos obtenidos en el proceso de producción, a no ser que se dirijan a consumidores 
finales.

f) Las ventas directas por agricultores y ganaderos o sus cooperativas de los productos 
agropecuarios en estado natural y en el lugar de su producción.

g) Las ventas realizadas por artesanos de sus productos en ferias y mercadillos 
sectoriales.

3. Asimismo, aquellas actividades comerciales que, en razón de su naturaleza, estén 
sujetas a un control específico por parte de los poderes públicos o a una reglamentación 
especial, sin perjuicio de la aplicación supletoria de esta ley, quedan excluidas de su ámbito 
de aplicación.

CAPÍTULO II
Actividad Comercial

Artículo 3.  Actividad comercial.
Se entiende por actividad comercial la realizada profesionalmente con ánimo de lucro por 

personas físicas o jurídicas, consistente en poner u ofrecer en el mercado interior, por cuenta 
propia o ajena, bienes naturales o elaborados, así como aquellos servicios que de ella se 
deriven, independientemente de la modalidad o soporte empleado en su realización, y ya se 
realice en régimen de comercio mayorista o minorista.

Artículo 4.  Ordenación e intervención administrativa de la actividad comercial.
1. La actividad comercial estará sujeta a ordenación e intervención administrativa en los 

supuestos y conforme a las técnicas y procedimientos regulados en esta Ley.
2. En especial, la ordenación e intervención administrativa tendrá por objeto:
a) La implantación de los equipamientos comerciales.
b) El régimen de horarios comerciales.
c) El régimen de determinadas actividades promocionales.
d) El régimen de ventas especiales.
e) La inscripción en el Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado 

de Asturias.
f) La inspección, vigilancia y control sobre los comerciantes, sus establecimientos y 

actividades comerciales.
g) Cualquier otra actividad que legalmente se establezca.
3. La ordenación e intervención administrativa que compete al Principado de Asturias no 

excluye la que, de forma concurrente o no, corresponda a otras Administraciones Públicas 
ni, en particular, a los Ayuntamientos, para establecer ordenanzas y requerir licencia para la 
instalación y apertura de establecimientos comerciales, conforme a la normativa sectorial 
correspondiente.

Artículo 5.  Condiciones para el ejercicio de la actividad comercial.
El ejercicio de actividades comerciales se realizará por quienes ostenten la capacidad 

jurídica necesaria según lo establecido en la legislación mercantil y cumplan los requisitos de 
la presente Ley.
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Artículo 6.  Actividad comercial minorista.
1. De conformidad con la legislación estatal, se entiende por actividad comercial 

minorista aquella que tiene por destinatario al consumidor final. Igualmente, tendrá este 
mismo carácter la venta realizada por los artesanos de sus productos en su propio taller o 
elementos anexos.

2. Los establecimientos que, de acuerdo con la legislación vigente, suministren bienes, 
productos o servicios exclusivamente a una colectividad de empleados no podrán en ningún 
caso suministrarlos al público en general.

3. Las cooperativas de consumidores y usuarios, así como cualesquiera otras que 
suministren bienes y servicios a sus socios y terceros estarán obligadas a distinguir la oferta 
dirigida a los socios de la que se dirija al público en general. Cuando la oferta de las 
cooperativas se dirija al público en general o no aparezca rigurosamente diferenciada de la 
que realicen a sus socios, estará sometida a esta Ley.

Artículo 7.  Actividad comercial mayorista.
1. Se entiende por actividad comercial mayorista aquella que tiene como destinatarios a 

otros comerciantes o empresarios que no constituyan consumidores finales.
2. La actividad comercial mayorista no podrá ejercerse simultáneamente con la minorista 

en un mismo establecimiento, salvo que se mantengan debidamente diferenciadas, 
señalizadas e identificadas y se respeten las normas específicas reguladoras de cada una 
de ellas.

Artículo 8.  Calificación de la actividad comercial.
No modificará el carácter mayorista o minorista de la actividad comercial el eventual 

sometimiento de las mercancías a procesos de elaboración, manipulación, transformación, 
tratamiento o acondicionamiento que sean usuales en el comercio.

CAPÍTULO III
Condiciones de la oferta, de los precios y garantías

Artículo 9.  Condiciones de la oferta.
1. En el ejercicio de la actividad comercial, el origen, la calidad y cantidad de los 

productos o servicios, así como su precio y condiciones de venta o prestación serán los 
ofrecidos y en todo caso los exigibles conforme a la normativa reguladora de los mismos.

2. El comerciante prestará al consumidor y usuario una información veraz, eficaz y 
suficiente sobre las características esenciales del producto o servicio, los riesgos de 
utilización y las condiciones de adquisición.

3. Igualmente, en caso de transacción y a solicitud del adquirente, las empresas 
comerciales estarán obligadas a expedir documentación suficiente sobre los diversos 
extremos relativos a la transacción.

4. La oferta pública de venta o la exposición de productos en establecimientos 
comerciales obligan al comerciante a proceder a su venta a favor de los demandantes que 
cumplan las condiciones de adquisición atendiendo, en el segundo caso, al orden temporal 
de las solicitudes. Quedan exceptuados de esta obligación los productos sobre los que se 
advierta expresamente que no se encuentran a la venta o que, claramente, formen parte de 
la instalación como elementos complementarios o meramente decorativos.

5. Los comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que pueden ser adquiridos 
por cada comprador ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos 
para las compras que superen un determinado volumen. En el caso de que, en un 
establecimiento abierto al público, no se dispusiera de existencias suficientes para cubrir la 
demanda, se atenderá a la prioridad temporal en la solicitud.
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Artículo 10.  El precio de los productos y servicios.
1. El precio de los productos y servicios será el fijado libremente por los oferentes, sin 

más limitaciones que las impuestas por la legislación vigente.
2. Los productos expuestos para su comercialización estarán marcados con su precio de 

forma clara. Los precios de los productos expuestos en los escaparates resultarán visibles 
desde el exterior. Todos los establecimientos que presten servicios a los usuarios exhibirán 
al público de forma perfectamente visible los precios aplicables a los mismos.

Reglamentariamente podrán establecerse excepciones o condiciones especiales en la 
información de precios por motivos de seguridad o de la naturaleza del producto o servicio.

3. En los productos que se vendan a granel, se indicará el precio de la unidad de 
medida. Aquellos productos que habitualmente se vendan a granel y se presenten a la venta 
en cantidades o volúmenes preestablecidos se expondrán a la venta con indicación del 
precio por unidad de medida habitual, la medida del producto y el precio resultante.

4. El precio de venta anunciado se entenderá como el total del producto o servicio 
adquirido al contado, incluidos todos los tributos aplicables.

5. El comerciante explicitará los medios de pago admitidos, así como la posibilidad o no 
de la devolución del producto.

6. La regulación contenida en los apartados precedentes se entenderá sin perjuicio de lo 
establecido respecto de las actividades de promoción de ventas reguladas en el Título III de 
la presente Ley.

Artículo 11.  Garantía y custodia de los productos.
1. Los comerciantes responderán de la calidad de los productos vendidos en la forma 

determinada en los Códigos Civil y Mercantil, así como en la normativa en materia de 
consumidores y usuarios.

2. El plazo mínimo de garantía, en el caso de bienes de carácter duradero, será de dos 
años a contar desde la fecha de entrega del producto de que se trate, salvo que la 
naturaleza del mismo lo impidiera y sin perjuicio de las disposiciones legales o 
reglamentarias específicas para bienes o servicios concretos.

3. Los establecimientos que reciban en custodia productos para su reparación deberán 
entregar recibo escrito de los mismos, en el que consten, al menos, con precisión y claridad, 
la identificación de la mercancía, la fecha y el estado en que se entrega y la reparación que 
se solicita con presupuesto lo más detallado y exacto posible, así como el nombre, número 
de identificación fiscal, domicilio y teléfono del establecimiento y del propietario del producto.

4. La acción o derecho de recuperación de los productos entregados por el consumidor o 
usuario al comerciante para su reparación prescribirá a los tres años contados a partir de la 
fecha de entrega del producto.

CAPÍTULO IV
Registro de Empresas y Actividades Comerciales y Consejo Asesor de 

Comercio del Principado de Asturias

Artículo 12.  Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias.
1. El Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias tiene 

carácter público y naturaleza administrativa, y estará adscrito a la Consejería competente en 
materia de comercio, bajo la dependencia de la Dirección General a la que esté atribuido el 
ejercicio de funciones en dicha materia.

2. Quienes ejerzan la actividad comercial deberán comunicar al Registro de Empresas y 
Actividades Comerciales del Principado de Asturias el inicio y la finalización de su actividad 
comercial, así como las eventuales modificaciones, en un plazo máximo de tres meses 
desde que se produjo el hecho causante.

3. Las inscripciones en el Registro de Empresas y Actividades Comerciales del 
Principado de Asturias se realizarán de oficio por el órgano administrativo competente al 
recibir la correspondiente comunicación del interesado y tendrán carácter gratuito.
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Artículo 13.  Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias.
1. El Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias es un órgano de 

asesoramiento y apoyo de la Administración autonómica, adscrito a la Consejería 
competente en materia de comercio.

2. Serán funciones del citado Consejo, las siguientes:
a) Informar cuantos anteproyectos de leyes, directrices sectoriales, y demás 

disposiciones, planes o programas de fomento elabore el Gobierno autonómico relacionados 
con el sector comercial.

b) Evacuar los informes y consultas sobre comercio que le sean solicitados por 
cualquiera de las Administraciones competentes en dicha materia, con excepción de los 
informes o consultas sobre procedimientos de autorización.

c) Elaborar un informe anual sobre la situación comercial del Principado de Asturias.
d) Cualquier otra función que se establezca reglamentariamente.
3. El Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias tendrá la siguiente 

composición:
a) Presidente: lo será el titular de la Consejería competente en materia de comercio.
b) Vicepresidente: lo será el titular de la Dirección General competente en materia de 

comercio.
c) Vocales:
1.º Cuatro en representación de la Administración del Principado de Asturias, designados 

por el titular de la Consejería competente en materia de comercio.
2.º Cuatro designados por las organizaciones sindicales más representativas.
3.º Tres designados por las organizaciones empresariales más representativas del sector 

comercial, procurando, en todo caso, asegurar la representación tanto de los autónomos 
como de las formas de distribución comercial.

4.º Dos en representación de los concejos, designados por la Federación Asturiana de 
Concejos.

5.º Uno designado por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.
6.º Uno en representación de la Universidad de Oviedo, designado por el órgano 

competente de la Universidad entre especialistas en el campo del comercio.
7.º Uno designado por y entre las asociaciones de consumidores más representativas en 

el ámbito territorial del Principado de Asturias.
d) Secretario: lo será un empleado público de la Consejería competente en materia de 

comercio, designado por su titular, que actuará con voz y sin voto.

TÍTULO I
Ordenación de los equipamientos comerciales

CAPÍTULO I
Concepto y tipología

Artículo 14.  Concepto y clases de establecimientos comerciales.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales los locales y las 

construcciones o instalaciones de carácter fijo y permanente, destinados al ejercicio regular 
de actividades comerciales, ya sea de forma individual o en un espacio colectivo, e 
independientemente de que se realice de forma continuada o en días o en temporadas 
determinadas.

2. Igualmente tendrán la consideración de establecimiento comercial los quioscos y, en 
general, las instalaciones de cualquier clase destinadas al ejercicio regular de actividades 
comerciales, siempre que tengan el carácter de inmuebles de acuerdo con el artículo 334 del 
Código Civil.
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3. Se considerarán como parte integrante del establecimiento comercial aquellas 
dependencias afectas, de forma permanente o habitual, a la actividad comercial, tales como 
las áreas de aparcamiento, red interna de accesos, espacios de servicio o zonas verdes con 
independencia de su carácter público o privado.

4. Salvo en los casos legalmente previstos, la actividad comercial no se podrá practicar 
fuera de un establecimiento comercial.

5. Los establecimientos comerciales podrán ser de carácter individual o colectivo. Los 
establecimientos de carácter colectivo son aquellos integrados por un conjunto de 
establecimientos individuales situados en uno o varios edificios, conectados o no entre sí, en 
los que se llevan a cabo las respectivas actividades de un modo independiente y que entren 
en alguna de las categorías establecidas en el siguiente precepto.

6. La regulación contenida en el presente Título I no será de aplicación a los 
establecimientos comerciales, individuales o colectivos, destinados con carácter exclusivo al 
comercio mayorista.

Artículo 15.  Establecimientos comerciales colectivos.
Tendrán la consideración de establecimientos comerciales colectivos:
a) Centro comercial: Es el conjunto de establecimientos comerciales independientes, 

integrados en un edificio concebido, localizado y gestionado como unidad, dependiendo su 
localización, dimensión y tipo de tiendas del área a la que sirve.

b) Parque o recinto comercial: Es el conjunto de establecimientos comerciales 
organizado y planificado en polígonos urbanizados, con uno o varios edificios independientes 
y colindantes, y que comparten cualquiera de las siguientes circunstancias:

1.º Acceso común desde la vía pública o existencia de viales destinados a facilitar la 
circulación interna entre los distintos establecimientos, de uso exclusivo o preferente de los 
comerciantes o de los clientes.

2.º Áreas de estacionamiento comunes o contiguas a los diferentes establecimientos de 
uso preferente de los clientes.

3.º Servicios comunes para los comerciantes o para los clientes.
4.º Denominación o imagen común del parque o recinto.
No tienen la consideración de parques o recintos comerciales los conjuntos de 

establecimientos situados en locales de los bajos de los edificios destinados a viviendas u 
oficinas, siempre y cuando estén situados dentro de la trama urbana consolidada.

c) Mercado municipal: Es el establecimiento comercial colectivo de titularidad pública, 
integrado, entre otros, por un número importante de pequeños establecimientos destinados a 
la venta de alimentación perecedera, agrupados en un edificio, normalmente de uso 
exclusivo, con servicios comunes, y que presentan una gestión de funcionamiento también 
común, según las fórmulas jurídicas previstas en la legislación de régimen local.

d) Galería o pasaje comercial: Es el conjunto de establecimientos minoristas 
independientes que comparten un espacio común de circulación en forma de pasillo o 
vestíbulo y también determinados servicios. La galería puede estar integrada dentro de un 
establecimiento comercial colectivo o constituir por sí misma el equipamiento comercial.

e) Establecimientos por agregación o concentración no planificada con criterio de unidad: 
Es el conjunto de dos o más establecimientos comerciales, situados en uno o varios edificios 
exentos, en una única parcela o en parcelas contiguas que, aun no habiendo sido 
planificados y desarrollados por una o varias entidades con criterio de unidad, dan lugar a 
una agregación multiempresarial comercial equivalente y que cumplan las determinaciones 
previstas en las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial.

Artículo 16.  Tipología de equipamientos comerciales.
1. Atendiendo a la superficie útil de exposición y venta al público, los equipamientos 

comerciales se clasifican en tres grupos:
a) Equipamientos comerciales de proximidad: Son aquellos establecimientos individuales 

o colectivos dedicados al comercio al por menor de cualquier sector y, en todo caso, los 
dedicados a la venta de productos de consumo cotidiano de alimentación, bebidas, higiene 
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personal, limpieza, artículos de hogar y prensa, y que tengan una superficie útil de 
exposición y venta al público inferior a 2.500 m².

b) Grandes equipamientos comerciales: Son aquellos establecimientos individuales o 
colectivos, dedicados al comercio al por menor de cualquier sector, y que tengan 
una superficie útil de exposición y venta al público igual o superior a 2.500 m² e inferior 
a 10.000 m².

c) Complejos comerciales o centros terciarios de comercio, ocio, hostelería y servicios: 
Son aquellos grandes establecimientos colectivos, dedicados al comercio al por menor de 
cualquier sector, y que tengan una superficie útil de exposición y venta al público igual o 
superior a 10.000 m².

2. Por superficie útil de exposición y venta al público se entiende aquella donde se 
produce el intercambio comercial, constituida por los espacios destinados, de forma habitual 
u ocasional, a la exposición al público de los artículos ofertados, ya sea mediante 
mostradores, estanterías, vitrinas, góndolas, cámaras o murales, los probadores, las cajas 
registradoras y, en general, todos los espacios destinados a la permanencia y paso del 
público, excluyéndose expresamente las superficies destinadas a oficinas, aparcamientos, 
zonas de carga y descarga y almacenaje no visitadas por el público y, en todo caso, aquellas 
dependencias o instalaciones de acceso restringido al mismo.

CAPÍTULO II
Ordenación de la implantación territorial del equipamiento comercial

Artículo 17.  Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial.
1. La ordenación de los usos y los equipamientos comerciales en la totalidad del territorio 

de la Comunidad Autónoma se realizará a través de unas Directrices Sectoriales, con arreglo 
al modelo definido por la legislación vigente en materia de ordenación territorial y urbanismo.

2. Las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial constituyen un instrumento de 
planificación y coordinación territorial cuya finalidad básica es orientar y ordenar la incidencia 
territorial y medioambiental de los usos y los equipamientos comerciales desde la defensa de 
un modelo de desarrollo urbano compacto, multifuncional, sostenible y socialmente solidario.

3. Los criterios de orientación y ordenación de las Directrices Sectoriales de 
Equipamiento Comercial deberán cumplir las siguientes condiciones:

a) no ser discriminatorios;
b) estar justificados por una razón imperiosa de interés general;
c) ser proporcionados a dicho objetivo de interés general;
d) ser claros e inequívocos;
e) ser objetivos;
f) ser hechos públicos con antelación;
g) ser transparentes y accesibles.
En ningún caso podrán establecerse criterios de naturaleza económica que supediten la 

implantación de los equipamientos comerciales a la prueba de la existencia de una 
necesidad económica o de una demanda en el mercado, a que se evalúen los efectos 
económicos, posibles o reales, de la actividad o al cumplimiento de los requisitos de una 
eventual planificación económica.

4. Sin perjuicio de lo establecido en la legislación vigente en materia de ordenación 
territorial y urbanismo, las Directrices Sectoriales concretarán sus determinaciones 
atendiendo a la consecución de los siguientes objetivos:

a) Propiciar el desarrollo de la actividad comercial en ciudades, villas o núcleos de 
población, en especial, en sus cascos históricos, centros urbanos y nuevas áreas 
residenciales.

b) Favorecer la salvaguardia de los centros históricos, conservando el mantenimiento y 
desarrollo, en los mismos, del comercio tradicional, conceptuado como parte del patrimonio e 
identidad cultural y fuente primordial de revitalización de su vida urbana. Igualmente, atribuir 
al comercio un papel destacado dentro de las iniciativas y los procesos de rehabilitación 
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urbana y de renovación de las áreas degradadas o deficitarias desde el punto de vista del 
abastecimiento y los servicios.

c) Abordar la integración de los equipamientos comerciales en su entorno, con especial 
atención a factores como la movilidad, el tráfico y la contaminación. En este sentido, la 
localización comercial deberá hacerse evitando, en la medida de lo posible, ubicaciones que 
generen desplazamientos masivos e innecesarios, saturación de las vías de comunicación, 
deficiencias en las conexiones a la red de infraestructuras o de transporte público.

d) La ordenación de los usos y los equipamientos comerciales habrá de atender a 
satisfacer los intereses y las necesidades de compra de los consumidores, especialmente 
los de la población más dependiente y con dificultades de movilidad, o que viven en zonas 
de montaña o rurales.

5. Las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial tendrán, de conformidad con la 
vigente legislación en materia de ordenación territorial y urbanismo, una vigencia indefinida. 
Sin perjuicio de los procedimientos de revisión y actualización previstos en la normativa 
citada y, en su caso, en las propias Directrices, éstas deberán revisarse cada cuatro años.

Artículo 18.  Intervención municipal en la implantación del equipamiento comercial.
1. La construcción o apertura, ampliación, cambio de actividad o traslado del 

equipamiento comercial están sujetos a la obtención de las licencias municipales 
urbanísticas y, en su caso, de actividades clasificadas.

2. Si, de conformidad con lo previsto en la presente ley, el proyecto de equipamiento 
comercial sujeto a licencia municipal requiriese el sometimiento a declaración de impacto 
ambiental, no se podrá otorgar la licencia con anterioridad a la declaración dictada por el 
órgano ambiental. Tampoco se podrá otorgar licencia municipal cuando la declaración de 
impacto ambiental hubiera sido negativa o cuando no resulte acreditado el cumplimiento de 
las medidas correctoras determinadas en la misma, pudiendo el Ayuntamiento exigir, en este 
último caso, las garantías que considere precisas a tales efectos.

3. La resolución decidirá, motivadamente, sobre la concesión o la denegación de la 
licencia que permita ejecutar el proyecto de equipamiento comercial para el que se solicita, 
en las condiciones establecidas en la legislación y en el planeamiento.

Las licencias se entenderán obtenidas por silencio administrativo positivo una vez 
transcurridos los plazos y cumplidas las condiciones establecidas por la legislación de 
régimen local o cualquier otra que sea de aplicación, sin que se haya notificado la resolución 
expresa al interesado.

4. La licencia será obligatoriamente comunicada de modo fehaciente por los 
Ayuntamientos a las Consejerías competentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo y en materia de comercio en el plazo de un mes desde su concesión.

Artículo 19.  Comunicación previa del equipamiento comercial.
1. Se somete a régimen de comunicación previa la implantación, ampliación y cambio de 

actividad de los equipamientos comerciales definidos en el artículo 16. 1. b) y c) de la 
presente ley.

Asimismo, deberá realizarse dicha comunicación previa en los supuestos de ampliación 
de los equipamientos comerciales ya existentes, cuando como consecuencia de dicha 
operación éstos adquieran las características de los equipamientos comerciales definidos en 
el artículo 16.1.b) y c) de la presente ley.

2. La comunicación previa se formulará por el promotor o titular de la actividad comercial 
ante la Consejería competente en materia de comercio en el momento de solicitar la 
pertinente licencia municipal.

Artículo 20.  Evaluación de impacto ambiental del gran equipamiento comercial.
1. Sin perjuicio de lo previsto en la legislación vigente en materia de ordenación del 

territorio y urbanismo e impacto ambiental, se someterán, en todo caso, a evaluación de 
impacto ambiental los proyectos de gran equipamiento comercial siguientes:
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a) Los de implantación de equipamientos comerciales con una superficie útil de 
exposición y venta al público igual o superior a 2.500 metros cuadrados.

b) Los de ampliación del equipamiento comercial ya existente que reúnan las 
características de los equipamientos definidos en el artículo 16.1.b) y c) de la presente ley.

c) Los de ampliación de los equipamientos de proximidad definidos en el artículo 16.1.a) 
de la presente ley, cuando, como consecuencia de dicha operación, pasen a tener una 
superficie útil de exposición y venta al público igual o superior a 2.500 metros cuadrados.

2. No requerirán evaluación de impacto ambiental aquellos proyectos que, de 
conformidad con lo que se prevea en las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial, 
puedan ejecutarse en polígonos industriales siempre que los proyectos de urbanización que 
desarrollen los planes parciales o especiales que establezcan la ordenación detallada de 
dichos polígonos ya hayan sido sometidos a dicha evaluación.

3. El procedimiento de evaluación de impacto ambiental se exigirá cuando se soliciten 
las pertinentes licencias municipales para la construcción o apertura, ampliación, cambio de 
actividad o traslado del proyecto de gran equipamiento comercial.

Artículo 21.  Integración del equipamiento comercial en el procedimiento de elaboración de 
los planes e instrumentos urbanísticos.

1. En la tramitación del Plan General de Ordenación, de los planes parciales y de los 
planes especiales, y en la de sus respectivas revisiones o modificaciones, con el acuerdo de 
aprobación inicial y simultáneamente a la apertura del trámite de información pública, el 
Ayuntamiento, o, en su caso, la Administración urbanística, deberá solicitar a la Consejería 
competente en materia de comercio un informe sobre las reservas de suelo para uso 
comercial en general y, de modo especial, cuando éstas posibiliten o contemplen la 
implantación de grandes equipamientos comerciales, definidos en el artículo 16.1. b) y c).

2. La Consejería competente en materia de comercio emitirá el informe en el plazo de un 
mes. Transcurrido ese plazo sin haberlo emitido, el informe se entiende favorable por silencio 
administrativo positivo.

TÍTULO II
Horarios comerciales

Artículo 22.  Días laborables.
1. Los establecimientos comerciales ubicados en el territorio del Principado de Asturias 

podrán permanecer abiertos al público durante el conjunto de días laborables de la semana 
hasta un máximo de noventa horas.

2. El horario de apertura y cierre será determinado libremente por cada comerciante, 
respetando siempre el límite máximo semanal establecido en el apartado anterior.

Artículo 23.  Domingos y festivos.
1. Los establecimientos comerciales podrán permanecer abiertos al público durante un 

máximo de diez domingos o días festivos al año.
2. Los domingos y festivos en los que los comercios podrán permanecer abiertos al 

público en el Principado de Asturias serán fijados por la Consejería competente en materia 
de comercio, previa audiencia al Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias. La 
resolución de la citada Consejería será publicada en el Boletín Oficial del Principado de 
Asturias antes del 1 de diciembre de cada año anterior.

3. Cada comerciante determinará libremente el horario de apertura de cada domingo o 
día festivo en que ejerza su actividad.

Artículo 24.  Establecimientos con libertad de horario.
1. Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 

pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas, y las 
denominadas tiendas de conveniencia, así como las instaladas en puntos fronterizos, en 
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estaciones y medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo y en zonas calificadas de gran 
afluencia turística tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que 
permanecerán abiertos al público.

2. Se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta no superior a 500 metros cuadrados, permanezcan abiertas al público al 
menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta en forma similar, entre libros, periódicos 
y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, juguetes, regalos y artículos varios.

3. También tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán 
abiertos al público los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los 
anteriores, que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior 
a 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución 
que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente.

Artículo 25.  Otros supuestos.
1. Los establecimientos comerciales de proximidad, en los términos del artículo 16.1.a) 

de la presente ley, situados en localidades en las que los mercados y ferias periódicas se 
celebren en domingos y festivos podrán permanecer abiertos el mismo horario del mercado 
o feria, previo acuerdo de la mayoría del comercio local, siempre y cuando se mantengan 
cerrados al día siguiente.

2. Los establecimientos comerciales de proximidad, en los términos del artículo 16.1.a) 
de la presente ley, situados en el entorno inmediato de mercados o mercadillos de venta 
ambulante autorizados que se celebren con periodicidad semanal en domingos y festivos 
podrán permanecer abiertos el mismo horario que éstos. En el supuesto de villas y pequeñas 
localidades será de aplicación lo dispuesto en el apartado anterior.

Artículo 26.  Información sobre los horarios comerciales.
Los titulares de establecimientos comerciales sometidos a la presente Ley estarán 

obligados a exponer en sus escaparates o en cualquier otro lugar de su establecimiento 
legible desde el exterior el horario de apertura y cierre que tengan establecido.

TÍTULO III
Actividades de promoción de ventas

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 27.  Concepto.
1. Se entiende por promoción de ventas toda acción comercial que incorpora la oferta de 

incentivos a corto plazo, tanto para el comerciante como para el consumidor, planteada para 
conseguir un acto de compra inmediato por parte de este último.

2. Tendrán la consideración de actividades de promoción de ventas las ventas de 
promoción, las ventas en rebajas, las ventas de saldos, las ventas en liquidación y las ventas 
con obsequio.

Artículo 28.  Pertenencia previa al inventario.
1. Para que pueda practicarse una promoción comercial es preciso que los artículos 

ofertados hubiesen formado parte de las existencias previas del comerciante, al menos en 
cantidad suficiente para poder satisfacer la demanda previsible de los compradores en 
circunstancias normales, salvo que se trate de una venta en liquidación.

2. En cualquier caso se considera que la promoción no satisface la demanda previsible si 
las existencias no son suficientes para atender la demanda originada en un día completo de 
apertura comercial, sin perjuicio de lo dispuesto especialmente sobre la duración de las 
rebajas.
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3. Los artículos no podrán ser adquiridos con el fin exclusivo de ser incluidos en las 
promociones comerciales, salvo la promoción para el lanzamiento de nuevos productos.

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo específicamente 
establecido en el capítulo IV del presente Título sobre establecimientos comerciales 
dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos.

Artículo 29.  Información.
1. En los anuncios de las modalidades de actividades de promoción de ventas deberán 

especificarse la duración y, en su caso, las reglas especiales aplicables a las mismas.
2. Cuando las promociones no comprendan, al menos, la mitad de los artículos puestos 

a la venta, la modalidad de promoción de que se trate no se podrá anunciar como una 
medida general, sino referida exclusivamente a los artículos o sectores a los que realmente 
afecte. En estos casos, los artículos o sectores promocionados deberán estar claramente 
separados del resto, de forma que no pueda, razonablemente, existir error.

3. Toda forma de promoción o publicidad de ventas que transmita al consumidor un 
mensaje sobre la diferencia de precio de determinados productos sobre los precios 
ordinarios anteriores aplicados obligará al comerciante a hacer constar en cada producto el 
precio anterior y el precio actual. Cuando la disminución del precio resulte de la aplicación de 
un porcentaje igual para un mismo grupo de artículos, bastará que conste el porcentaje de 
disminución del precio y el tipo de artículos al que afecta.

Artículo 30.  Medios de pago.
El comerciante que practique cualquiera de las modalidades de venta promocional 

tendrá la obligación de informar al consumidor acerca de los medios de pago admisibles en 
la misma, advirtiéndolo de forma manifiestamente visible desde el exterior del 
establecimiento.

Artículo 31.  Concurrencia de promociones.
1. Las ventas de saldos y las ventas en rebajas podrán concurrir en un mismo 

establecimiento comercial siempre que los artículos estén debidamente separados de forma 
tal que la diferencia entre unos y otros sea fácilmente perceptible por el comprador.

2. Se prohíbe la realización de cualquier modalidad de promoción que, por las 
circunstancias en que se desarrolle, genere confusión con otra modalidad distinta y sea 
susceptible de producir incumplimiento de las normas aplicables.

CAPÍTULO II
Ventas de promoción

Artículo 32.  Concepto.
Se entiende por venta de promoción aquella que tiene por finalidad dar a conocer el 

nuevo producto o artículo o potenciar la venta de ciertos productos mediante la oferta de un 
artículo o grupo de artículos homogéneos.

Artículo 33.  Requisitos.
1. La venta de promoción deberá ir precedida o acompañada de la suficiente información 

al público, en la que habrán de figurar con claridad los siguientes aspectos:
a) El producto o productos objeto de promoción.
b) Las condiciones de venta, precio habitual y descuento.
2. La venta en promoción requiere disponer de existencias suficientes para hacer frente 

a la oferta.
3. Si llegasen a agotarse durante la promoción las existencias de alguno de los 

productos ofertados, el comerciante deberá entregar al comprador un compromiso de 
reserva del producto seleccionado, que deberá poner a su disposición en el plazo máximo de 
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una semana, en las mismas condiciones y precio de la oferta. Si no pudiese atender dicha 
demanda en el plazo señalado, deberá sustituir dicho producto por otro de similares 
condiciones y características.

CAPÍTULO III
Ventas en rebajas

Artículo 34.  Rebajas.
Cada comerciante deberá exponer en el exterior de su establecimiento un anuncio del 

período de rebajas que libremente decida, con indicación de las fechas de inicio y 
finalización.

Artículo 35.  Prohibiciones.
1. No podrá anunciarse la venta en rebajas de un establecimiento comercial cuando la 

misma afecta a menos de la mitad de los artículos existentes, sin perjuicio de que pueda 
anunciarse la de cada artículo en concreto, en cuyo caso los rebajados estarán debidamente 
identificados y diferenciados del resto.

2. No podrán ofrecerse en rebajas artículos obsoletos o con deterioro, sin perjuicio de 
que se ofrezcan en el mismo establecimiento comercial como saldos.

3.  Igualmente, no podrán ofrecerse en rebajas artículos que no hubieran formado parte 
de la oferta habitual de ventas del establecimiento.

CAPÍTULO IV
Ventas de saldos

Artículo 36.  Prohibiciones.
1. No cabe calificar como venta de saldos la de aquellos productos cuya venta bajo tal 

régimen implique riesgo o engaño para el comprador, ni la de aquellos productos que no se 
venden realmente por precio inferior al habitual.

2. No se considera venta de saldos la de productos que no hayan pertenecido al 
comerciante diez meses antes de la fecha de comienzo de este tipo de actividad comercial, 
excepción hecha de los establecimientos dedicados específicamente al referido sistema de 
venta.

Artículo 37.  Exclusividad y localización.
1. Los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos serán los 

únicos que podrán saldar artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la 
finalidad de ser vendidos como saldo.

2. Todo comerciante podrá ofrecer la venta de saldos de sus propios artículos, con 
carácter permanente, siempre que estén debidamente separados del resto de los artículos y 
del resto de las promociones.

3. El comerciante podrá practicar la venta de saldos en un establecimiento distinto del 
habitual.

Artículo 38.  Información.
1. Los establecimientos comerciales dedicados a la práctica permanente y exclusiva de 

saldos deberán indicarlo claramente en el rótulo del establecimiento comercial con la 
denominación de «venta de saldos», «restos», «outlet» u otros términos similares.

2. En todo caso de ventas de saldos, se deberá proporcionar al comprador información 
clara y precisa sobre el origen, calidad, estado y garantías de los artículos ofertados. 
Además, si se ofrecen como saldos artículos defectuosos o deteriorados deberá constar 
expresamente esta circunstancia, de forma que tales extremos sean susceptibles de ser 
identificados por el comprador.
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3. El comerciante que practique una venta ocasional de saldos o venta permanente no 
exclusiva de saldos deberá comunicarlo a la Consejería competente en materia de comercio 
con una antelación de diez días a su inicio efectivo, expresando la identificación de la 
persona titular del establecimiento, el domicilio del establecimiento donde se quiere practicar 
la venta ocasional de saldos, la superficie útil de exposición y venta al público del 
establecimiento y porcentaje de ésta que se destinará a la venta de saldos, la causa o 
causas de deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de los artículos que se incluyan 
en esta venta, el porcentaje que los productos saldados representan sobre el total de 
referencias del establecimiento y la fecha de inicio del plazo en el que se llevará a cabo este 
tipo de venta especial. Una copia de esta notificación deberá estar expuesta al público.

CAPÍTULO V
Ventas en liquidaciones

Artículo 39.  Información.
1. No se podrán anunciar ventas en liquidaciones con antelación superior a una semana 

de la fecha de inicio de la misma.
2. El comerciante deberá indicar en el exterior del establecimiento la fecha de inicio de la 

venta en liquidación y las causas de la misma.
3. El comerciante que practique una liquidación deberá comunicar este hecho a la 

Consejería competente en materia de comercio con una antelación de diez días a su inicio 
efectivo, expresando la causa de la liquidación, la duración prevista y los artículos ofertados. 
Una copia de esta notificación deberá estar expuesta al público.

CAPÍTULO VI
Ventas con obsequio o prima

Artículo 40.  Condiciones.
1. Durante el período de la oferta de venta con obsequio o prima, queda prohibido 

modificar al alza el precio, así como la disminución de la calidad del producto.
2. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares deberán constar 

en el envase o envoltorio del artículo de que se trate o, en su defecto, estar debidamente 
acreditadas ante notario o ante la Dirección General competente en materia de comercio, 
siendo obligatoria la difusión en los medios de comunicación de los ganadores de los 
premios vinculados a la oferta.

3. Los bienes o servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales 
deberán entregarse al comprador al tiempo de la compra o en un plazo máximo de tres 
meses, a contar desde que el comprador reúna los requisitos exigidos.

Cuando el ofrecimiento se haya hecho en los envases de los correspondientes 
productos, el derecho a obtener la prima ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los 
tres meses siguientes a la fecha de caducidad de la promoción.

4. En todo caso, la comunicación a cualquier persona que haya resultado agraciada con 
un premio deberá advertir inexcusablemente que éste no se encuentra condicionado a la 
adquisición de determinados artículos o servicios.
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TÍTULO IV
Ventas especiales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 41.  Modalidades.
Se consideran ventas especiales las ventas domiciliarias, las ventas a distancia, las 

ventas automáticas, las ventas en pública subasta, la venta ambulante y la venta ocasional.

CAPÍTULO II
Ventas domiciliarias

Artículo 42.  Concepto.
1. Se consideran ventas domiciliarias las realizadas profesionalmente mediante la visita 

del vendedor o de sus empleados o agentes para ofrecer los productos o servicios al lugar 
que designe el consumidor o posible comprador. No tendrán la consideración de ventas 
domiciliarias las ventas a distancia reguladas en el capítulo III del presente Título.

2. Tendrán igualmente la consideración de ventas domiciliarias las denominadas ventas 
de reunión de un grupo de personas convocadas por una de ellas, a instancia o de acuerdo 
con el vendedor.

3. Se deberá cumplir con la normativa reguladora del producto que se vende, no 
pudiendo ser objeto de venta aquellos cuya regulación prohíba este tipo de venta, 
especialmente los alimenticios y aquellos que por la forma de presentación no cumplan las 
normas técnicas sanitarias o de seguridad.

Artículo 43.  Publicidad.
La publicidad de la oferta que deberá ser entregada al consumidor incluirá, al menos, los 

siguientes extremos:
a) Identificación y domicilio de la empresa.
b) Datos esenciales del producto, de forma que permitan su identificación inequívoca en 

el mercado.
c) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
d) Derecho que le asiste a disponer de un período de reflexión no inferior a siete días, 

durante el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate y recibir las 
cantidades que haya entregado.

CAPÍTULO III
Venta a distancia

Artículo 44.  Concepto.
Dentro del concepto de ventas a distancia definido en la legislación estatal estarán, en 

particular, incluidas las ventas por teléfono, las ventas por correspondencia, ya sean 
mediante envío postal, por catálogo, a través de impresos o por anuncios en la prensa, las 
ventas ofertadas por el sistema de telecompra y las ventas por comercio electrónico, 
conforme a la normativa en materia de comercio electrónico.

Artículo 45.  Garantías.
1. En todos los casos, se garantizará que el producto real remitido sea de idénticas 

características que las del producto ofrecido.
2. Sólo podrá efectuarse el envío de productos que previamente hayan sido solicitados 

por los consumidores, excepto cuando se trate de muestras o regalos de promoción, a 
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condición de que figure claramente su carácter totalmente gratuito y la ausencia de toda 
obligación por parte del consumidor.

CAPÍTULO IV
Venta automática

Artículo 46.  Requisitos.
1. En todas las máquinas de venta deberá figurar con claridad:
a) La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 

que expenden, su precio, la identidad del oferente, así como una dirección y teléfono donde 
se atiendan las reclamaciones.

b) La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite, las instrucciones para la obtención del producto deseado, así como la acreditación 
del cumplimiento de la normativa técnica aplicable.

2. No se podrán comercializar productos alimenticios que no estén envasados y 
etiquetados conforme a la normativa específica vigente y cuyas condiciones de conservación 
no sean las allí indicadas e, igualmente, no podrá llevarse a cabo la venta automática de 
bebidas alcohólicas o labores de tabaco en los supuestos en que su normativa específica lo 
prohíba.

CAPÍTULO V
Venta ambulante o no sedentaria

Artículo 47.  Modalidades.
1. El ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, cualquiera que sea su periodicidad 

y el lugar donde se celebre, podrá desarrollarse en alguna de las siguientes modalidades:
a) Venta en mercadillos fijos o en mercados ocasionales o periódicos, situados en 

perímetros delimitados del casco urbano.
b) Venta en vía pública, sólo para productos estacionales o artesanales.
c) Venta esporádica en recintos o espacios reservados a las ferias populares y con 

ocasión de las mismas, y en espacios reservados con ocasión de acontecimientos 
deportivos, musicales o análogos y referidos a productos relacionados con el espectáculo en 
cuestión.

d) Venta ambulante itinerante en cualquier clase de vehículos o en camiones-tienda, que 
podrá comprender productos varios, en zonas o pueblos con escasos equipamientos 
comerciales o tradición en esta modalidad.

2. La actividad comercial desarrollada bajo alguna de las modalidades de venta 
ambulante o no sedentaria deberá efectuarse con sujeción al régimen general de la presente 
Ley, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas que resulten de aplicación.

Artículo 48.  Ordenanzas municipales.
1. Las ordenanzas municipales de venta ambulante o no sedentaria deberán determinar, 

como mínimo:
a) Las zonas de emplazamiento o lugares en que puede ejercerse la actividad, así como 

los horarios y las fechas en las que aquélla se podrá llevar a cabo.
b) Las modalidades de venta ambulante o no sedentaria admitidas.
c) Número total de puestos o autorizaciones.
d) Productos que podrán ser ofrecidos en venta.
e) Tasa a pagar por la concesión de la autorización.
f) Régimen interno de funcionamiento del mercadillo o mercado, en su caso.
g) Previsión del régimen sancionador.
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2. Igualmente, las ordenanzas municipales han de regular el procedimiento de selección 
de los eventuales candidatos al ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, respetando, 
en todo caso, el régimen de concurrencia competitiva, así como las previsiones contenidas 
en los artículos 86 y siguientes de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las 
Administraciones Públicas, así como del capítulo II de la Ley 17/2009, de 3 de noviembre.

El procedimiento será público y su tramitación deberá desarrollarse conforme a criterios 
claros, sencillos, objetivos y predecibles. En la resolución del procedimiento se fijarán los 
requisitos de la autorización, que habrán de ser necesarios, proporcionales y no 
discriminatorios.

Artículo 49.  Autorizaciones.
1. Corresponderá a los Ayuntamientos otorgar las autorizaciones para el ejercicio de la 

venta ambulante en sus respectivos términos municipales, de acuerdo con sus normas 
específicas y las contenidas en la legislación vigente.

2. La duración de las autorizaciones tendrá carácter limitado. El Ayuntamiento fijará la 
duración de la autorización para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, previa 
ponderación de la amortización de la inversión efectuada y de la remuneración equitativa de 
los capitales desembolsados por el prestador.

3. La presentación de la solicitud de autorización requerirá a los interesados, 
únicamente, la firma de una declaración responsable en los términos previstos por el artículo 
5 del Real Decreto 199/2010, de 26 de febrero, por el que se regula el ejercicio de la venta 
ambulante o no sedentaria.

4. La autorización que se otorgue no dará lugar a un procedimiento de renovación 
automática ni conllevará ningún otro tipo de ventaja para el prestador cesante o las personas 
que estén especialmente vinculadas con él.

5. La autorización debe definir, al menos, el plazo de validez, los datos identificativos del 
titular, el lugar o lugares en que puede ejercerse la actividad, los horarios y las fechas en las 
que se podrá llevar a cabo, así como los productos autorizados para la venta.

6. El procedimiento para la selección entre los posibles candidatos habrá de garantizar la 
transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, desarrollo y 
fin del proceso.

7. Los Ayuntamientos remitirán cada año a la Consejería competente en materia de 
comercio una relación actualizada de los comerciantes a los que se les haya otorgado la 
autorización correspondiente.

Artículo 50.  Lugares de venta.
1. No podrá autorizarse la venta ambulante o no sedentaria fuera de los lugares 

expresamente delimitados por los Ayuntamientos para la realización de la misma.
2. Los puestos de venta ambulante o no sedentaria no podrán situarse en los accesos a 

edificios de uso público, establecimientos comerciales e industriales, ni en lugares que 
dificulten el acceso y la circulación.

Artículo 51.  Información.
1. Quienes ejerzan la venta ambulante deberán tener expuestos en forma fácilmente 

visible para el público sus datos personales y el documento en que conste la 
correspondiente autorización municipal, así como una dirección para la recepción de las 
solicitudes de información o de las posibles reclamaciones.

2. La identificación del comerciante deberá igualmente figurar en el comprobante de 
venta, si lo hubiera.
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CAPÍTULO VI
Venta ocasional

Artículo 52.  Venta ocasional.
1. Se entiende por venta ocasional aquella que se realiza por un período inferior a un 

mes, con o sin subasta, en locales que no estén destinados, con carácter permanente y 
habitual, a la actividad comercial y que no constituya venta ambulante.

2. Esta modalidad de venta deberá ser autorizada por el Ayuntamiento del concejo donde 
la misma se desarrolle, que la comunicará a la Consejería competente en materia de 
comercio en el plazo máximo de diez días desde la autorización.

3. En la solicitud se determinarán, como mínimo, los siguientes extremos:
a) Identificación del vendedor.
b) Descripción de las características del producto.
c) Cumplimiento de los requisitos fiscales y administrativos.
d) Título de uso del local.
4. Igualmente, el vendedor tiene la obligación de informar, de forma clara y fidedigna, 

acerca del origen de los productos que oferta.

TÍTULO V
La actuación pública sobre la actividad comercial

Artículo 53.  Del fomento de la actividad comercial.
1. La Administración del Principado de Asturias, a través de la Consejería competente en 

materia de comercio, promoverá el desarrollo y modernización de la actividad comercial en 
todo el territorio de la Comunidad Autónoma.

2. La Administración del Principado de Asturias impulsará y apoyará de forma especial 
todas aquellas iniciativas cuyo objetivo sea la distribución y venta de productos autóctonos 
asturianos.

3. La Administración del Principado establecerá, en el marco y ejercicio de sus 
competencias normativas en materia fiscal, un adecuado tratamiento de apoyo al pequeño y 
mediano comercio en su ámbito de actuación.

Artículo 54.  Medidas de actuación.
1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, la Administración del Principado de 

Asturias, a través de la Consejería competente en materia de comercio, desarrollará una 
política de reforma de las estructuras comerciales encaminada a la modernización y 
racionalización del sector. Dicha política tendrá como líneas principales de actuación las 
siguientes:

a) Establecer programas de ayudas para las pequeñas y medianas empresas 
comerciales con el fin de conseguir la modernización y mejora de su gestión comercial.

b) Proporcionar una formación permanente, continuada y actualizada a empresarios y 
trabajadores del sector con el fin de lograr una mayor productividad y eficacia en su gestión.

c) Apoyar técnica y financieramente la introducción de nuevas tecnologías, la integración 
y asociacionismo de empresas y, en general, cualquier acción o proyecto que redunde en la 
obtención de canales de comercialización con menores costes de intermediación, mayor 
eficacia y mejor servicio y calidad para el consumidor y usuario.

d) Promover, en colaboración con la Consejería competente en materia de ordenación 
territorial y urbanismo y los Ayuntamientos, proyectos de desarrollo de un adecuado 
urbanismo comercial, especialmente en los grandes núcleos de población, en defensa de un 
modelo de ciudad compacta, sostenible y socialmente solidaria.

e) Promover nuevas alternativas al comercio que permitan incrementar el nivel de 
calidad de vida de los ciudadanos.
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f) Promover las medidas adecuadas para suplir o equilibrar las situaciones de 
inferioridad, subordinación o indefensión en que puede encontrarse, individual o 
colectivamente, el consumidor o usuario.

g) Impulsar la consolidación, estabilidad y crecimiento del empleo de calidad en el sector 
comercial.

h) Incentivar la realización de estudios e investigaciones relacionadas con el sector del 
comercio que contribuyan a su mejora y modernización.

i) Realizar campañas de promoción del comercio.
j) Impulsar medidas de apoyo al comercio dirigidas a la eliminación de barreras 

arquitectónicas.
2. Para llevar a cabo las actuaciones recogidas en el apartado anterior, la Administración 

del Principado de Asturias podrá recabar la colaboración de otras Administraciones, así 
como de instituciones y asociaciones públicas o privadas, por medio de la suscripción de 
convenios o en la forma que resulte más adecuada para la consecución de los fines 
perseguidos.

Artículo 55.  Planes de orientación comercial.
1. En el marco de la presente Ley, se podrán aprobar:
a) Planes locales de orientación comercial, que son aquellos que concretan los objetivos 

a alcanzar en materia de comercio y las específicas medidas de fomento que han de 
adoptarse para su consecución en uno o varios concejos, priorizando el mantenimiento de la 
estructura de distribución comercial urbana.

b) Planes sectoriales de orientación comercial, que son los que afectan a un sector 
determinado de la actividad comercial, pudiendo abarcar la totalidad o parte del territorio de 
la Comunidad Autónoma.

2. La vigencia de los planes locales y sectoriales de orientación comercial será como 
máximo de cuatro años.

3. Los planes locales y sectoriales de orientación comercial habrán de tener, 
básicamente, el siguiente contenido:

a) Memoria relativa a la oferta y la demanda comercial existente en el ámbito territorial 
afectado o en el sector comercial en cuestión, con especial referencia al tratamiento 
dispensado en las Directrices Sectoriales de Equipamiento Comercial y en el planeamiento 
urbanístico municipal.

b) Programa de actuación, en el que se defina el correspondiente modelo comercial del 
ámbito territorial o del sector en cuestión, y las medidas de fomento oportunas para que el 
equipamiento comercial ya existente en el ámbito territorial concernido o en el sector 
comercial en cuestión se adapte al modelo que se desprenda del plan.

4. En el caso de los planes locales, el programa podrá incluir:
a) Planes de dinamización comercial y de inversiones, con especial indicación de las 

urbanísticas de incidencia comercial (creación de calles o zonas comerciales adecuadas de 
carácter peatonal o de circulación restringida, centros comerciales abiertos, o desarrollo de 
los ya existentes, accesos, aparcamientos, señalización, etc.) y de los agentes que 
participan en su ejecución y financiación.

b) Las ordenanzas o planes urbanísticos que se han de redactar o modificar, en su caso.

Artículo 56.  Planes locales de orientación comercial.
La elaboración y aprobación de los planes locales de orientación comercial se ajustarán 

a los siguientes trámites:
a) La iniciativa para su elaboración corresponderá a las entidades locales, Cámaras 

Oficiales de Comercio, organizaciones empresariales más representativas del sector y, 
subsidiariamente, a la Consejería competente en materia de comercio.
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b) Aprobación inicial por el Ayuntamiento o Ayuntamientos afectados o, en su caso, la 
entidad supramunicipal competente y sometimiento del proyecto a trámite de información 
pública de un mes.

c) En el plazo de tres meses desde la aprobación inicial, y a la vista del resultado de la 
información pública, el Ayuntamiento o Ayuntamientos afectados o, en su caso, la entidad 
supramunicipal competente procederán a su aprobación provisional.

d) Aprobación definitiva por la Consejería competente en materia de comercio, previo 
informe del Consejo Asesor de Comercio del Principado de Asturias. Transcurridos tres 
meses, a contar desde la notificación de la aprobación provisional, sin haberse dictado la 
pertinente resolución, se entiende producida la aprobación definitiva por silencio 
administrativo.

Los planes locales de orientación comercial podrán adoptar, si así lo decide la 
Administración municipal, el carácter y condición de plan especial de conformidad con lo 
previsto en la vigente legislación urbanística, siéndoles, en su caso, de aplicación la 
legislación ambiental.

Artículo 57.  Planes sectoriales de orientación comercial.
La elaboración y aprobación de los planes sectoriales de orientación comercial se 

ajustarán a los siguientes trámites:
a) La iniciativa para su elaboración corresponderá a las entidades locales, Cámaras 

Oficiales de Comercio, organizaciones empresariales más representativas del sector y a la 
Consejería competente en materia de comercio.

b) Aprobación inicial por la Consejería competente en materia de comercio y 
sometimiento del proyecto a trámite de información pública de un mes. En los supuestos en 
que la iniciativa no corresponda a las entidades locales, antes de la aprobación inicial, se 
recabará por parte de la Dirección General competente en materia de comercio un informe 
de la Comisión Asturiana de Administración Local.

c) A la vista del resultado de la información pública, tendrá lugar la aprobación definitiva 
por la Consejería competente en materia de comercio, previo informe del Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias. Transcurridos seis meses desde la aprobación inicial, 
sin haberse dictado la pertinente resolución de aprobación definitiva, se entiende que la 
Administración ha desistido del proyecto.

Artículo 58.  Promoción del comercio en las zonas rurales.
1. El comercio de las zonas rurales, entendiendo por tal los pequeños establecimientos 

comerciales de corte tradicional ubicados en núcleos de población de menos de 1.000 
habitantes, será objeto de programas específicos de fomento, asistencia técnica y ayudas 
por parte de la Administración del Principado de Asturias.

2. Los programas que se formulen y desarrollen en ejecución de las medidas previstas 
en el apartado anterior se adoptarán previo informe del Consejo Asesor de Comercio del 
Principado de Asturias, y en colaboración con los Ayuntamientos en las materias de su 
competencia.

Artículo 59.  Actividades feriales.
1. Se entiende por actividades feriales las manifestaciones de carácter comercial que 

tengan por objeto la exposición, difusión y promoción comercial de bienes o servicios, 
facilitar el acercamiento entre la oferta y la demanda que conduzca a la realización de 
transacciones comerciales y potenciar la transparencia del mercado, siempre que concurran 
las siguientes características:

a) Tener una duración limitada en el tiempo.
b) Reunir a una pluralidad de expositores.
Durante el desarrollo de las actividades feriales, podrán llevarse a cabo ventas directas 

con sujeción al régimen general de la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de otras 
normas que resulten de aplicación, las cuales gozarán de libertad de horario.
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2. Las actividades feriales, definidas en el apartado anterior, adoptarán alguna de las 
siguientes modalidades:

a) «Feria», cuando su celebración tenga carácter periódico.
b) «Exposición o muestra», cuando no tiene una periodicidad establecida.
3. Reglamentariamente se determinarán los requisitos para su celebración y la 

clasificación de las actividades feriales en función de la procedencia o de las características 
de los bienes o servicios objeto de los mismos.

4. La Administración del Principado fomentará su celebración y apoyará la asistencia a 
las mismas de las empresas y comerciantes asturianos.

5. Se consideran excluidas:
a) Las exposiciones internacionales, que se rigen por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
b) Las exposiciones dedicadas a los productos de la cultura, la educación, la ciencia, el 

arte, el civismo y los servicios sociales, salvo que se dirijan principalmente al público 
profesional.

c) Las actividades promocionales de cualquier tipo organizadas por los establecimientos 
comerciales.

d) Los mercados cuya actividad exclusiva o fundamental sea la venta directa con retirada 
de mercancía, aunque reciban la denominación tradicional de feria.

e) Los certámenes ganaderos.

Artículo 60.  Inspección.
La Administración del Principado de Asturias, a través de la Dirección General 

competente en materia de comercio, y los Ayuntamientos, en el ejercicio de sus funciones de 
vigilancia, podrán inspeccionar productos, actividades, instalaciones y establecimientos 
comerciales, así como solicitar a sus titulares cuanta información resulte precisa en relación 
con los mismos.

Artículo 61.  Obligación de facilitar información.
Los titulares de las empresas, establecimientos y actividades comerciales, así como sus 

representantes están obligados a cumplir con los requerimientos e inspecciones que efectúe 
la Administración competente y sus agentes, acerca del cumplimiento de las prescripciones 
legales que regulen el ejercicio de la actividad comercial de que se trate.

TÍTULO VI
Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 62.  Infracciones administrativas.
Se consideran infracciones administrativas en materia de comercio las acciones u 

omisiones tipificadas en la presente Ley y se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 63.  Infracciones leves.
Se considerarán infracciones leves:
a) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 

reglamentariamente establecida.
b) El incumplimiento de la obligación de exponer o exhibir en cualquier lugar del 

establecimiento, legible desde el exterior, el horario de apertura y cierre.
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c) El incumplimiento de la obligación de comunicación de las liquidaciones, así como de 
las ventas de saldos ocasionales o ventas de saldos permanentes no exclusivas, en la forma 
y condiciones recogidas en la presente Ley.

d) El suministro de información inexacta o incompleta requerida por las autoridades o sus 
agentes y por los funcionarios de la Administración comercial en el ejercicio de sus funciones 
de comprobación, siempre que no constituya infracción grave.

e) Cualquier otro incumplimiento de las prohibiciones y obligaciones establecidas en la 
presente Ley que no esté tipificado como infracción grave o muy grave.

Artículo 64.  Infracciones graves.
Se considerarán infracciones graves:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades o sus agentes y por los funcionarios de la Administración comercial en el 
ejercicio de sus funciones de comprobación, y el suministro de información falsa.

b) El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de actividades infractoras.
c) Ejercer una actividad comercial sin autorización, cuando ésta sea necesaria.
d) El incumplimiento del deber de comunicación de quien ejerza la actividad comercial al 

Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de Asturias en el plazo 
legalmente establecido.

e) Realizar o anunciar ventas a pérdidas, con excepción de las autorizadas en la 
legislación básica estatal en materia de comercio minorista, así como incumplir las normas 
sobre facturas que se establecen en la misma.

f) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación administrativa.
g) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla la legislación básica 

estatal en materia de comercio minorista, así como la falta de entrega por los comerciantes a 
sus proveedores de un documento que lleve aparejada ejecución cambiaria, y la falta de 
entrega de un efecto endosable a la orden en los supuestos y plazos contemplados en la 
citada legislación básica.

h) La realización de actividades comerciales en domingo o día festivo no autorizado para 
la realización de actividades comerciales.

i) La venta bajo el anuncio o la denominación de ventas con prima, ventas en rebaja, 
ventas en liquidación, ventas de promoción o ventas de saldos, así como la realización de 
estas actividades con inobservancia de las características legales definidoras de las mismas.

j) Estar afectados los objetos ofertados en las ventas con obsequio, en rebaja o en 
liquidación por alguna causa que reduzca su valor de mercado.

k) El falseamiento, en las ventas promocionales, de la publicidad de su oferta.
l) La oferta de operaciones en cadena o pirámide en la forma prohibida por la legislación 

estatal.
m) Modificar durante el período de duración de la oferta de ventas con obsequio el precio 

o calidad del producto.
n) El incumplimiento del régimen establecido sobre la entrega de los obsequios 

promocionales.
o) Anunciar ventas como de fabricante o mayorista con incumplimiento de lo establecido 

al respecto en la legislación básica estatal en materia de comercio minorista.
p) Incumplimiento de la prohibición de ejercer simultáneamente la actividad comercial 

mayorista y minorista en un mismo establecimiento, sin estar debidamente diferenciadas, 
señalizadas e identificadas, ni respetar las normas específicas reguladoras de cada una de 
ellas.

q) El incumplimiento por parte de quienes otorguen contrato de franquicia de la 
obligación de comunicación del inicio de actividad al Registro de Franquiciadores en el plazo 
al que se refiere la legislación básica estatal en materia de comercio minorista, así como la 
falta de actualización de los datos que con carácter anual deben realizar.

r) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido solicitada 
de conformidad con la normativa de aplicación y tenga carácter esencial, se generen graves 
daños o exista intencionalidad.

s) La prohibición de libre acceso y la expulsión de los clientes cuando sean injustificadas.
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t) El incumplimiento de la normativa relativa al uso del Escudo del Principado de Asturias 
como distintivo de productos y mercancías.

u) El incumplimiento del deber de comunicación previa establecido en el artículo 19 de la 
presente ley.

Artículo 65.  Infracciones muy graves.
Se considerarán infracciones muy graves:
a) Las que supongan grave riesgo para la salud y seguridad de las personas.
b) La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la información requerida por las 

autoridades o sus agentes y por funcionarios de la Administración comercial en el ejercicio 
de sus funciones de comprobación, cuando se efectúe acompañada de violencia física o 
cualquier otra forma de presión o intimidación.

c) Las que, habiéndose calificado de graves, hayan supuesto una facturación total 
durante el período de comisión de la infracción superior a 600.000 euros.

Artículo 66.  Responsabilidad.
1. Serán responsables de las infracciones administrativas tipificadas:
a) Las personas físicas o jurídicas titulares de la empresa y actividades comerciales que 

serán, salvo prueba en contrario, aquellas a cuyo nombre figure la autorización o licencia 
correspondiente.

b) Las personas físicas o jurídicas que no disponiendo de la autorización obligatoria 
realicen la actividad comercial.

c) Las personas físicas o jurídicas que, por acción u omisión, contravengan lo dispuesto 
en la presente Ley.

2. El titular de la empresa, establecimiento o actividad será responsable administrativo 
de las infracciones cometidas por el personal a su servicio.

Artículo 67.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones administrativas en materia de comercio prescribirán en los siguientes 

plazos:
a) Las leves, a los seis meses.
b) Las graves, a los dos años.
c) Las muy graves, a los tres años.
2. El plazo de prescripción se computará a partir de la producción del hecho sancionable 

o de la terminación del período de comisión si se trata de infracciones continuadas y quedará 
interrumpido por la incoación del correspondiente procedimiento sancionador, con 
conocimiento del interesado, reanudándose el cómputo si el procedimiento estuviera 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 68.  Sanciones.
Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley serán sancionadas con apercibimiento o 

multa, de acuerdo con la siguiente graduación, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 70:

a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento o multa de 600 a 3.000 
euros.

b) Las infracciones graves, con multa de 3.001 hasta 90.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con multa de 90.001 hasta 800.000 euros.
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Artículo 69.  Sanciones accesorias.
1. La autoridad a quien corresponda la resolución del procedimiento podrá acordar, como 

sanción accesoria, el comiso de la mercancía adulterada, falsificada, fraudulenta, no 
identificada o que pueda suponer riesgo para el consumidor, debiendo destruirse si su 
utilización o consumo constituyeran un peligro para la salud pública. Será, en todo caso, el 
órgano sancionador el que deba determinar el destino final que debe darse a las mercancías 
decomisadas en cada circunstancia. Los gastos que deriven de las operaciones de 
intervención, depósito, comiso, transporte y destrucción de la mercancía serán a cuenta del 
infractor.

2. En el supuesto de infracciones muy graves que supongan un grave riesgo para la 
salud, grave perjuicio económico o generen una amplia alarma social, el órgano sancionador 
podrá acordar el cierre temporal de la empresa o establecimiento infractor por un plazo 
máximo de un año.

3. En el supuesto de que el establecimiento careciera de las pertinentes autorizaciones 
administrativas, el órgano competente para resolver el procedimiento sancionador podrá 
acordar, como sanción accesoria, el cierre del establecimiento hasta que obtenga dichas 
autorizaciones.

Artículo 70.  Criterios de graduación de las sanciones.
Las sanciones se graduarán especialmente en función del volumen de la facturación a la 

que afecte, cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo durante 
el que se haya venido cometiendo la infracción, capacidad o solvencia económica de la 
empresa y reincidencia, entendida como la comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.

Artículo 71.  Multas coercitivas.
Con independencia de las sanciones establecidas en la presente ley, los órganos 

sancionadores, una vez transcurridos los plazos señalados en el requerimiento 
correspondiente relativo a la adecuación de la actividad o de los establecimientos a lo 
dispuesto en las normas, podrán imponer multas coercitivas conforme a lo previsto en el 
artículo 99 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La cuantía de cada 
una de dichas multas no superará el 20% de la multa fijada para la infracción cometida.

Artículo 72.  Órganos competentes para la imposición de las sanciones.
Los órganos competentes para la imposición de las sanciones establecidas en esta Ley 

son los siguientes:
a) El titular de la Dirección General que tenga atribuidas las competencias en materia de 

comercio, en el caso de las sanciones por infracciones leves.
b) El titular de la Consejería competente en materia de comercio, en el caso de las 

sanciones por infracciones graves y muy graves, con las excepciones establecidas en el 
apartado siguiente.

c) El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias en los siguientes casos:
1.º Cuando la sanción por el ejercicio de la actividad comercial sin las pertinentes 

autorizaciones lleve aparejada el cierre del establecimiento hasta la obtención de aquéllas.
2.º Cuando las sanciones por infracciones muy graves lleven aparejado el cierre 

temporal de la empresa o establecimiento infractor por un plazo máximo de un año.

Artículo 73.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones administrativas en materia de comercio prescribirán en los siguientes 

plazos:
a) Las leves, a los seis meses.
b) Las graves, a los dos años.
c) Las muy graves, a los tres años.
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2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que 
adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a contarse el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

CAPÍTULO III
Procedimiento sancionador

Artículo 74.  Regulación.
El procedimiento sancionador en materia de comercio interior en lo no previsto en la 

presente ley se sustanciará conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora para el 
ejercicio de la potestad sancionadora por la Administración del Principado de Asturias, 
debiendo, en todo caso, respetarse los principios contenidos en el capítulo II del Título IX de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 75.  Iniciación.
1. El procedimiento sancionador en materia de comercio se iniciará de oficio por 

providencia del titular de la Dirección General competente en materia de comercio adoptado 
como consecuencia de cualquiera de las actuaciones siguientes:

a) Por la propia iniciativa del órgano competente en materia de comercio cuando tenga 
conocimiento de una presunta infracción por cualquier medio.

b) Orden del órgano superior jerárquico.
c) Petición razonada de la autoridad u órgano administrativo que tenga conocimiento de 

una presunta infracción.
d) Denuncia de cualquier persona en cumplimiento o no de una obligación legal.
2. Con carácter previo a la incoación del procedimiento, la autoridad competente podrá 

realizar actuaciones al objeto de determinar si concurren las circunstancias que justifiquen la 
iniciación del procedimiento sancionador.

Artículo 76.  Medidas de carácter provisional.
1. La autoridad competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá 

acordar, en cualquier momento del procedimiento, mediante resolución motivada y con 
audiencia previa del interesado, la adopción de medidas de carácter provisional siempre que 
concurran en las infracciones circunstancias graves que afecten a la seguridad de las 
personas o de los bienes, que supongan perjuicios graves y manifiestos de difícil reparación, 
o que sea necesario para asegurar la eficacia de la resolución que, en su caso, pudiera 
recaer.

s2. Estas medidas de carácter provisional, que no tendrán el carácter de sanción, podrán 
mantenerse durante el tiempo preciso hasta la rectificación de los defectos existentes y 
como máximo hasta la resolución del procedimiento. Entre tales medidas, se encuentran las 
siguientes:

a) Intervención cautelar de las mercancías objeto del procedimiento, siempre que existan 
indicios racionales de fraude o falsificación, imposibilidad de su identificación o 
incumplimiento de los requisitos mínimos establecidos para su comercialización.

b) La clausura o cierre de establecimientos o instalaciones que no cuenten con las 
preceptivas autorizaciones.

c) La suspensión temporal de la actividad comercial hasta que se cumplan los requisitos 
para su ejercicio.

3. Con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, el órgano competente, de 
oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los 
intereses implicados, podrá adoptar las medidas que procedan por razones de seguridad. 
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Tales medidas habrán de ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de 
iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción.

En todo caso, las medidas adoptadas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento 
en dicho plazo o si el acuerdo de iniciación no se pronuncia expresamente acerca de las 
mismas.

Disposición transitoria primera.  Licencias en tramitación.
1. Las solicitudes de licencia comercial específica cuya tramitación se hubiese iniciado 

con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley y que se encuentren pendientes de 
resolución se tramitarán conforme a la normativa vigente en el momento de la presentación 
de la solicitud.

2. A los efectos de esta disposición, se entenderá que una licencia se encuentra en 
tramitación cuando se haya completado, por parte del solicitante, la totalidad de la 
documentación requerida por la legislación vigente en ese momento.

Disposición transitoria segunda.  Aplicación de esta Ley al planeamiento urbanístico y 
territorial en tramitación.

Todos aquellos procesos de revisión o elaboración de nuevos instrumentos de 
planeamiento urbanístico y territorial que se encuentren en tramitación en el momento de 
entrada en vigor de esta Ley, y en los que no haya recaído acuerdo de aprobación 
provisional, deberán someterse a lo dispuesto en este texto normativo.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
1. A la entrada en vigor de la presente Ley queda derogada la Ley del Principado de 

Asturias 10/2002, de 19 de noviembre, de Comercio Interior.
2. Quedan asimismo derogadas a la entrada en vigor de la presente Ley las 

disposiciones de igual o inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma 
que se opongan a lo previsto en la misma.

3. Quedan expresamente excluidos de la derogación, en cuanto no contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley, el Decreto 79/2004, de 8 de octubre, por el que 
se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo Asesor de 
Comercio del Principado de Asturias; el Decreto 104/2005, de 13 de octubre, de horarios 
comerciales en el Principado de Asturias, y el Decreto 137/2006, de 28 de diciembre, por el 
que se regula el Registro de Empresas y Actividades Comerciales del Principado de 
Asturias.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Actualización de la cuantía de las multas.
La cuantía de las multas establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada mediante 

decreto por el Consejo de Gobierno, teniendo en cuenta la variación de los índices de 
precios al consumo.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Principado de Asturias».
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§ 75

Ley 8/2015, de 20 de marzo, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 80, de 8 de abril de 2015

«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-5798

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

PREÁMBULO
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación hicieron su aparición en 

España durante la segunda mitad del siglo XIX, como un reconocimiento de las entonces 
asociaciones profesionales de comerciantes, industriales y navieros, constituidas tanto para 
la defensa de los intereses de los asociados como para el impulso de los tres sectores 
económicos que englobaban. El primer texto que las reguló fue el Real Decreto de 9 de abril 
de 1886, siendo a partir del Real Decreto de 21 de junio de 1909 cuando se les reconoció el 
carácter de establecimiento público.

2. La Ley de Bases de 1911 llevó a cabo una regulación que, en términos generales, ha 
permanecido vigente durante casi todo el siglo XX, acogiendo los dos fines esenciales 
citados y, además, incorporando el aspecto jurídico-público que les atribuye la cualidad de 
corporaciones de derecho público.

3. Por otra parte, el desarrollo del fenómeno cameral a lo largo del siglo XX ha estado 
profundamente influido por la atribución legal a favor de las Cámaras de un recurso 
económico, de carácter tributario, el recurso cameral de exacción obligatoria, que supuso 
una financiación garantizada y un poderoso impulso económico para el funcionamiento de 
estas Corporaciones.

4. En el régimen jurídico y económico de las Cámaras, recientemente, se han producido 
dos acontecimientos que han supuesto una profunda alteración de ambos aspectos: de un 
lado, el Real Decreto Ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, 
laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y creación de empleo, ha supuesto un 
giro total en el régimen económico de las Cámaras mediante la supresión del denominado 
«recurso cameral permanente», que, hasta dicha fecha, había supuesto una garantía de 
ingresos económicos en condiciones estables; de otro lado, se ha promulgado una nueva ley 
básica y la consiguiente derogación de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

– 1774 –



Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, que desde el advenimiento del 
Estado autonómico hasta ahora había venido rigiendo el funcionamiento de estas 
corporaciones.

5. En efecto, la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación, además del natural efecto derogatorio antes señalado, ha 
introducido en el ámbito cameral importantes novedades.

6. Como se advierte por el título de la norma, la primera novedad se refiere a la 
denominación de las corporaciones, que hasta ahora hacía referencia a los tres sectores 
históricamente prevalentes en la composición del ámbito económico español: el comercio, la 
industria y la navegación. La vigente ley consagra además un cuarto sector económico de 
rápida ascensión en el componente económico general, que es el de los servicios.

7. La segunda característica que reviste la vigente legislación es la apuesta por un 
modelo de financiación de carácter competitivo y desvinculado del carácter tributario del 
ingreso con que históricamente las Cámaras habían venido dotando sus presupuestos.

8. La tercera característica que asume la reciente Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación es la atribución de un 
amplio margen de desarrollo legislativo a favor de las comunidades autónomas con 
competencia estatutariamente asumida, como es el caso de Asturias, en los aspectos del 
desarrollo de funciones público-administrativas, formas y requisitos para la creación y 
supresión de Cámaras, y destino en estos supuestos de su patrimonio, composición del 
pleno corporativo, composición del comité ejecutivo, aprobación del reglamento de régimen 
interior de las Cámaras, composición de los censos electorales según la importancia de los 
sectores económicos representados, funciones y corporación de las juntas electorales y 
otros aspectos cuya atribución a favor de las comunidades autónomas supone claramente 
una ampliación de la reserva para el desarrollo legislativo hasta ahora mas reducida.

9. La Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación contempla entre sus mandatos dos determinaciones que acreditan el 
designio del legislador de acometer la configuración final de las Cámaras y su 
funcionamiento de manera inmediata, puesto que, por una parte, prescribe su entrada en 
vigor al día siguiente de su publicación y, por otro lado, establece un plazo perentorio para el 
desarrollo legislativo por parte de las comunidades autónomas para la adaptación al 
contenido de la citada ley mediante la promulgación de la respectiva ley autonómica en el 
plazo máximo hasta 31 de enero de 2015.

10. El Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias dispone en su artículo 11.9 que, 
en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma 
establezca, corresponde al Principado de Asturias el desarrollo legislativo y la ejecución en 
materia de «corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y 
profesionales». En virtud de tal título, mediante el Real Decreto 1270/1994, de 10 de junio, 
se realizó el traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado al Principado 
de Asturias en materia de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, con 
efectividad a partir del 1 de julio de 1994.

11. De entonces acá, el Principado de Asturias ha venido asumiendo las funciones de 
tutela respecto a dichas Cámaras oficiales radicadas en el territorio asturiano, 
correspondientes a las de Oviedo, Gijón y Avilés.

12. En el marco de la disposición transitoria primera de la citada Ley 4/2014, de 1 de 
abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, 
mediante el presente texto legal se pretende complementar y desarrollar esa legislación 
básica, ofreciendo a las Cámaras radicadas en el Principado de Asturias una regulación que, 
desarrollando y completando las exigencias básicas que conforman su régimen de 
actuación, permita un funcionamiento eficaz de estas corporaciones y el cumplimiento de sus 
finalidades corporativas a favor de los sectores con presencia en las mismas.

13. El texto se compone de treinta y un artículos, integrados en seis capítulos. El capítulo 
I, denominado «Disposiciones generales», acoge los conceptos nucleares acerca de la 
naturaleza, finalidad, elementos esenciales y funciones que definen las Cámaras tuteladas 
por el Principado de Asturias; el capítulo II, titulado «Ámbito territorial y sus alteraciones», se 
refiere al espacio territorial en que las Cámaras desarrollan sus funciones y a los 
procedimientos de alteración territorial derivados de los fenómenos de integración, fusión y 
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extinción de Cámaras y de las posibles modificaciones territoriales que puedan suscitarse; el 
capítulo III, dedicado a la organización, procede a la regulación de los órganos de gobierno 
de las Cámaras y de la competencia reservada a cada uno de ellos; el capítulo IV está 
dedicado al régimen económico; el capítulo V, al régimen jurídico y presupuestario, que 
configura el marco normativo en que se manifiesta el ejercicio de la tutela que atribuye la Ley 
4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación; y, por último, el capítulo VI, «Procedimiento electoral», establece la regulación 
esencial que determina la condición de electoral y elegible para la integración del pleno 
corporativo de las Cámaras y para su renovación.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente ley tiene por objeto la regulación de las Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria, Servicios y Navegación del Principado de Asturias (en adelante, las Cámaras), en 
el marco de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación.

Artículo 2.  Naturaleza jurídica y derecho aplicable.
1. Las Cámaras son corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y plena 

capacidad de obrar constituidas para el cumplimiento de sus fines, que se configuran como 
órganos consultivos y de colaboración con la Administración del Principado de Asturias y con 
las demás Administraciones Públicas que desarrollan su competencia en el ámbito territorial 
de Asturias, sin menoscabo de los intereses privados que persiguen.

2. Su estructura y funcionamiento se ajustarán a los principios democráticos.
3. En el ejercicio de su actividad, las Cámaras someten su régimen a lo dispuesto en la 

Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 
y Navegación, en la presente ley y en las normas de desarrollo que se dicten por la 
Administración del Estado y por la del Principado de Asturias en su respectivo ámbito de 
competencia. Les será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la 
estructura y funcionamiento de las Administraciones Públicas en cuanto sea conforme con 
su naturaleza y finalidades.

4. Cada Cámara tendrá su propio Reglamento de Régimen Interior, con el contenido y en 
los términos previstos en el artículo 16 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámara 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

5. Las Cámaras deberán elaborar un Código de Buenas Prácticas que garantice la 
imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas.

Artículo 3.  Finalidad.
1. Las Cámaras tienen como finalidad la representación, promoción y defensa de los 

intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la 
prestación de los servicios a las empresas que ejerzan estas actividades.

2. Las Cámaras ejercerán las funciones de carácter público que les atribuyen esta ley y 
la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, y las que les puedan ser asignadas por las Administraciones 
Públicas en su respectivo ámbito de competencia.

3. Las actividades que puedan llevar a cabo las Cámaras en el cumplimiento de su 
finalidad se realizarán sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las 
facultades de representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de 
asociaciones y de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se 
constituyan.
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Artículo 4.  Reserva de denominación.
En el ámbito territorial asturiano, salvo las entidades reguladas en esta ley, ninguna 

persona física o jurídica o entidad podrá utilizar los términos de Cámaras de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación, en su integridad o de forma parcial o mediante sus 
posibles combinaciones, en referencia al Principado de Asturias, a Asturias, sus concejos y 
comarcas, ni asumir denominaciones que contengan términos que por su similitud puedan 
ser susceptibles de confusión con los términos señalados, sin perjuicio de las entidades 
creadas o promovidas por las propias Cámaras asturianas.

Artículo 5.  Elementos esenciales de las Cámaras.
Son elementos esenciales de las Cámaras el respectivo ámbito territorial de 

demarcación para el ejercicio de sus competencias, su forma de organización, y las 
funciones atribuidas a ellas, con sujeción a lo dispuesto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y en la 
presente ley.

Artículo 6.  Funciones.
1. Las Cámaras tendrán las funciones de carácter público-administrativo contempladas 

en el apartado 1 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

2. Corresponderá a las Cámaras desarrollar las funciones que seguidamente se 
enumeran, en la forma y extensión que se determina a continuación:

a) Proponer a la Administración del Principado de Asturias cuantas reformas o medidas 
consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación.

b) Colaborar en la elaboración y, en su caso, en el desarrollo, ejecución y seguimiento de 
los planes que se diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, 
los servicios y la navegación.

c) Colaborar con la Administración del Principado de Asturias como órganos de apoyo y 
asesoramiento para la creación de empresas.

d) Colaborar con la Administración del Principado de Asturias mediante la realización de 
actuaciones materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y 
verificación de establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo con lo establecido en 
la normativa general y sectorial vigente.

e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.
h) Informar los anteproyectos de ley y proyectos de disposiciones de la Administración 

del Principado de Asturias que afecten directamente a los intereses generales del comercio, 
la industria, los servicios o la navegación, en los términos previstos por la normativa vigente.

i) Tramitar, en su caso, previo encargo de la Administración del Principado de Asturias, 
los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se establezca en la 
correspondiente convocatoria, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica y ésta así lo 
determine.

j) Colaborar con la Administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con las Administraciones Públicas competentes.

l) Colaborar con la Administración del Principado de Asturias para facilitar información y 
orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de 
las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación 
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de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
así se establezca.

m)   Colaborar con la Administración del Principado de Asturias en el impulso y desarrollo 
de los programas y planes de internacionalización que esta desarrolle en el ámbito de sus 
competencias en materia de información, formación y especialmente promoción del comercio 
exterior, así como en el desarrollo de las actuaciones de interés específico ejecutadas en 
virtud de Plan Cameral de Internacionalización previsto en el artículo 22 de la Ley 4/2014, de 
1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

n) Colaborar en la elaboración y, en su caso, en el desarrollo, ejecución y seguimiento de 
los planes que se diseñen para la mejora de la competitividad del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, y especialmente en la ejecución de los programas derivados del 
Plan Cameral de Competitividad previsto en el artículo 23 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

3. Las Cámaras podrán llevar a cabo las actividades de carácter privado y de mediación 
a que se refiere el apartado 3 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, así como cualquier otra 
función que la Administración del Principado de Asturias, en el ejercicio de sus 
competencias, considere necesarias.

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras podrán hacer uso de los 
instrumentos previstos en los apartados 4 a 6 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

5. En el desarrollo de las funciones público administrativas, las Cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

6. En el desarrollo de todas las actividades, las Cámaras respetarán las condiciones de 
accesibilidad de las personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa 
de aplicación. La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los 
servicios de atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las 
personas con discapacidad, para lo cual, se tendrá en cuenta las necesidades de los 
distintos tipos de discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando 
los ajustes razonables que sean precisos.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial y sus alteraciones

Artículo 7.  Ámbito territorial.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, cada Cámara desarrollará sus 

funciones en el ámbito territorial de su demarcación.
2. Las Cámaras del Principado de Asturias no podrán extender su ámbito territorial fuera 

de los límites de la Comunidad Autónoma ni, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 
siguientes, integrar en su demarcación partes del territorio de los concejos no coincidentes 
con su delimitación.

Artículo 8.  Integración de Cámaras.
1. La integración de Cámaras supone la incorporación de una o más Cámaras a otra 

limítrofe, mediante la desaparición de la Cámara o Cámaras incorporadas y su anexión a la 
que continúa subsistente, mediante el proceso de fusión por absorción, en cuyo caso la 
absorbente mantendrá su personalidad jurídica y la absorbida se extinguirá. La integración 
podrá ser voluntaria o forzosa.

2. La integración voluntaria lo será por acuerdo de la Cámara absorbente y la o las 
absorbidas, adoptado por los plenos respectivos con el quórum exigido, debiendo justificarse 
la integración pretendida mediante el estudio económico correspondiente en el que se ponga 
de relieve que la Cámara absorbente tras la integración operada cuenta con recursos 
suficientes para el cumplimiento de las funciones que asume y pueda garantizar la calidad 
de los servicios que preste.
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3. La integración forzosa por parte de la Administración del Principado de Asturias se 
realizará en los supuestos en que la Cámara a integrar, durante cuatro años consecutivos, 
liquide su presupuesto con déficit en tal cuantía que haga imposible el ejercicio de las 
funciones que vengan impuestas por la ley o sean voluntariamente asumidas.

Articulo 9.  Fusión de Cámaras.
1. Mediante su fusión, dos o más Cámaras limítrofes podrán constituir una única 

Cámara. La fusión podrá realizarse por integración, según se recoge en el artículo 8, 
mediante una fusión por absorción de una a otra, en cuyo caso la absorbente mantendrá su 
personalidad jurídica y la absorbida se extinguirá, o mediante la constitución de una cámara 
de nueva creación con extinción de aquellas. La fusión podrá ser voluntaria o forzosa.

2. La fusión voluntaria requerirá el acuerdo favorable del órgano plenario de las 
fusionadas con el quórum exigido y el cumplimiento de los demás requisitos de orden 
económico que se señalan para el procedimiento de integración de Cámaras, respecto a 
cada una de ellas.

3. La fusión forzosa será dispuesta por los motivos y mediante el procedimiento que se 
señala para las integraciones de carácter forzoso.

Artículo 10.  Extinción.
1. Las Cámaras podrán extinguirse a resultas de su absorción por otra dentro de un 

proceso de fusión, en el que se extingan todas las fusionadas con la creación de una nueva; 
por acuerdo del Consejo de Gobierno por insuficiencia presupuestaria; o a resultas de la 
imposibilidad de la constitución del Pleno de la Cámara tras dos elecciones sucesivas.

2. La Administración del Principado de Asturias, en ejercicio de las facultades de tutela a 
que se refiere el artículo 22 de esta ley, podrá acordar la extinción de Cámaras, como 
medida excepcional de salvaguarda de los intereses generales del comercio, la industria, los 
servicios o la navegación cuya representación constituye su finalidad esencial. Dicho 
acuerdo habrá de ser adoptado por el Consejo de Gobierno, previo requerimiento efectuado 
a la interesada y mediante la incoación del oportuno procedimiento administrativo, cuando se 
den las condiciones de insuficiencia presupuestaria y económica que determina el artículo 
8.3 o en el supuesto de que efectuadas dos elecciones sucesivas resultase imposible la 
constitución del pleno de la Cámara.

3. El acuerdo de extinción en los supuestos señalados determinará, en cada caso, la 
integración o fusión de la disuelta en una o varias Cámaras existentes, la liquidación del 
activo y pasivo y la adscripción de medios materiales o remanente que resulte tras la 
liquidación entre aquélla o aquéllas Cámaras a las que se les adjudique el cumplimiento de 
los fines camerales en la adscripción territorial de la extinguida y la disuelta.

Artículo 11.  Disposiciones comunes de procedimiento.
1. Los procedimientos de integración y fusión de Cámaras, determinantes de la creación 

o supresión de éstas, podrán ser promovidos:
a) de manera voluntaria, en cuyo caso requerirán el acuerdo plenario favorable adoptado 

por las dos terceras partes del número de vocales de las afectadas y serán resueltos por 
acuerdo del Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero competente en esta materia, 
con observancia de los trámites de información pública y audiencia de los interesados.

b) de manera forzosa, en cuyo caso deberán contener motivadamente la justificación de 
la concurrencia de los requisitos señalados en cada caso y el procedimiento se iniciará 
mediante resolución del Consejero competente, con observancia de los trámites de 
información pública y audiencia de los interesados. El procedimiento será resuelto mediante 
acuerdo del Consejo de Gobierno.

En ambos casos debe quedar garantizada la viabilidad económica y funcional de la 
nueva Cámara resultante o de la absorbente, según se trate de fusión por absorción o 
constitución de una nueva.

2. Los procedimientos instruidos a instancia de parte interesada para su realización 
voluntaria serán resueltos en el plazo máximo de seis meses incluida la adopción del 
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acuerdo y notificación a los interesados, entendiendo desestimada la solicitud por el 
transcurso de este plazo sin acuerdo resolutorio expreso. Los procedimientos iniciados de 
oficio para las alteraciones forzosas serán resueltos en el mismo plazo, determinando el 
transcurso de éste sin resolver la caducidad de la instancia.

3. Los acuerdos del Consejo de Gobierno en materia de extinción, integración y fusión de 
Cámaras serán publicados en el Boletín Oficial del Principado de Asturias, siendo 
susceptibles de recurso en la forma establecida en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

4. Las Cámaras resultantes de los procedimientos de integración y fusión serán, a todos 
los efectos, sucesoras de las integradas o fusionadas.

Artículo 12.  Delegaciones territoriales.
1. En orden a una mejor prestación de sus funciones, dentro de su demarcación 

territorial las Cámaras podrán crear delegaciones en aquellas áreas geográficas en que, en 
razón de su importancia económica, demográfica o estratégica, resulte aconsejable, de 
conformidad con lo previsto en sus respectivos reglamentos de régimen interior. La 
propuesta de adopción de acuerdos en esta materia deberá ser informada preceptivamente 
por la Consejería competente a la que se deberá comunicar el acuerdo adoptado al 
respecto.

2. Las delegaciones carecen de personalidad jurídica, actuando como órganos 
desconcentrados para la prestación de servicios de la propia Cámara.

CAPÍTULO III
Organización

Artículo 13.  Órganos de gobierno.
1. Son órganos de gobierno de las Cámaras el pleno, el comité ejecutivo y el presidente.
2. El mandato de los órganos de gobierno será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos 

sus titulares.
3. Bajo la dependencia de los titulares de los órganos de gobierno, las Cámaras contarán 

con un secretario general. Igualmente contarán, en la medida en que así lo dispusiesen, con 
el personal directivo y el personal laboral necesario para el correcto desempeño de sus 
funciones.

4. Las personas inhabilitadas para el desempeño de empleo o cargo público no podrán 
formar parte de los órganos de gobierno, ni desempeñar los puestos directivos a que se 
refiere el apartado anterior.

Artículo 14.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de las Cámaras. Estará 

compuesto por un número de entre 30 y 60 vocales, que se determinará en el reglamento de 
régimen interior en función del número de electores de cada Cámara.

2. Los vocales estarán encuadrados en alguno de los siguientes grupos:
a) Representantes de todas las empresas pertenecientes a las Cámaras, elegidos 

mediante sufragio libre, igual, directo y secreto, entre los electores, clasificados en grupos y, 
en su caso, categorías en atención a la importancia económica relativa y a la 
representatividad de los distintos sectores económicos, teniendo en consideración su 
aportación al PIB, el número de empresas del sector y, en su caso, categoría y el empleo 
generado.

El número de los vocales de este grupo representará el 67 % del total de los vocales del 
pleno.

b) Representantes de empresas, autónomos y personas de reconocido prestigio en la 
vida económica dentro de la demarcación de cada Cámara, a propuesta de las 
organizaciones empresariales intersectoriales y territoriales más representativas.
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A este fin, las citadas organizaciones empresariales presentarán la lista de candidatos 
propuestos en número que corresponda a las vocalías a cubrir, que al menos será el 10 % 
del total de los vocales del pleno.

c) Representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en la demarcación de 
cada Cámara. Estos vocales serán seleccionados en función de las aportaciones 
económicas voluntarias, efectivas y satisfechas, realizadas en cada mandato por las 
empresas de cada demarcación en los términos que establezca el reglamento de régimen 
interior. Para su determinación y proclamación, la junta electoral requerirá un informe al 
secretario general de cada Cámara.

El número de vocales de este grupo no será inferior al 15 % ni superior al 23 % del total 
de los vocales del pleno.

En el caso de que los representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria de 
una demarcación no sean suficientes para alcanzar el número de vocalías que se establezca 
para este grupo, las vocalías no cubiertas incrementarán las del apartado a).

3. Los porcentajes de cada uno de los grupos se redondearán al alza o a la baja, con el 
orden de prioridad siguiente en la asignación: primero, grupo a), segundo, grupo b) y tercero, 
grupo c).

4. Los vocales de los grupos a), b), y c) del apartado 2 de este artículo elegirán, entre 
ellos, al presidente de la Cámara.

Artículo 15.  Adopción de acuerdos del pleno.
1. El pleno se constituirá válidamente en primera convocatoria con la asistencia de las 

dos terceras partes de los vocales y, en todo caso, con la presencia del presidente y del 
secretario, debiendo asistir igualmente el director gerente si lo hubiera. De no alcanzarse el 
número de asistentes señalados, el pleno podrá quedar constituido, en segunda 
convocatoria, media hora más tarde de la primera, siempre que asistan a la sesión la mitad 
mas uno de sus componentes.

2. El pleno adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta, excepto en los supuestos en 
que hubiera quedado constituido en segunda convocatoria, en que será necesaria para la 
adopción de acuerdo el voto favorable de los dos tercios de los asistentes, o en los 
supuestos en que, conforme señala el artículo 16.2, resulte exigido un quórum cualificado, 
dirimiendo los empates el presidente con su voto.

3. Los vocales que hayan votado en contra del acuerdo adoptado podrán manifestar por 
escrito su voto discrepante, que se incorporará al acta de la sesión.

4. El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

5. Podrá asistir a las sesiones del pleno, con voz y sin voto, una persona en 
representación de la Administración del Principado de Asturias designado por el Consejero 
competente.

6. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, las personas de 
reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de demarcación de la 
Cámara. A tal fin, el presidente propondrá a los vocales de las letras a), b), y c) del artículo 
14 una lista de candidatos que supere en un tercio el número de vocalías a elegir.

Artículo 16.  Competencias del pleno.
1. El pleno de las Cámaras tiene las siguientes funciones:
a) La elección y cese de presidente de la Cámara.
b) El nombramiento de las personas que sin ostentar la condición de vocal pueden asistir 

a las reuniones del pleno, sin perjuicio de lo establecido en los puntos 5 y 6 del artículo 
anterior.

c) La propuesta de reglamento de régimen interior, para su aprobación por la 
Administración del Principado de Asturias.

d) El nombramiento y cese del secretario general de la Cámara.
e) El nombramiento y cese del tesorero de la Cámara.
f) La creación del puesto, nombramiento y cese de los vicepresidentes cuando la 

Cámara hubiera decidido su provisión.
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g) La creación del puesto, nombramiento y cese del director gerente cuando la Cámara 
hubiera decidido su provisión.

h) La propuesta del presupuesto ordinario y de los presupuestos extraordinarios para su 
aprobación por la Administración del Principado de Asturias.

i) La adopción del acuerdo favorable para la integración y fusión de Cámaras con 
carácter voluntario y emisión del informe preceptivo cuando sea con carácter forzoso.

j) La determinación de los empleados de la Cámara que puedan tener acceso a la 
información tributaria a los efectos de constituir el censo público de empresas.

k) La aprobación de las propuestas de liquidación de los presupuestos así como de la 
aprobación de la propuesta de cuentas generales e informes de auditoría de las Cámaras.

l) El ejercicio de las funciones que, no estando atribuidas a otros órganos, recabe el 
pleno para su resolución o las que en tales supuestos, el respectivo reglamento de régimen 
interior así lo haya dispuesto.

2. Los acuerdos a que se refiere la letra i) del apartado anterior requerirán el voto 
favorable de las dos terceras partes del número legal de vocales.

Artículo 17.  El comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara y estará formado por el presidente, los vicepresidentes, si los hubiere, el tesorero 
y los vocales que se determinen. El número de miembros total no podrá ser superior al 30 % 
del pleno, pudiendo asistir a las reuniones del comité ejecutivo, con voz y sin voto, una 
persona en representación de la Administración del Principado de Asturias designada por el 
Consejero competente.

2. A las reuniones del comité ejecutivo deberán asistir igualmente, con voz pero sin voto, 
el secretario general y el director gerente, si lo hubiera.

3. El comité ejecutivo ejercerá las funciones que le atribuye el artículo 29 de esta ley 
sobre la elaboración y revisión del censo electoral y, además, aquellas otras de competencia 
de las Cámaras no atribuidas expresamente al pleno.

Artículo 18.  El presidente.
1. El presidente de la Cámara será elegido y cesado por el pleno de entre sus miembros, 

en la forma que determine el Reglamento de Régimen Interior.
2. El presidente ostenta la representación de la Cámara y la presidencia de todos sus 

órganos colegiados, siendo responsable de la ejecución de sus acuerdos. Del mismo modo, 
el presidente podrá formular las propuestas de adopción de acuerdos de competencia del 
comité ejecutivo y, en su caso, del pleno, cuando no sea asumida tal facultad por el comité 
ejecutivo.

Artículo 19.  El secretario general.
1. Las Cámaras tendrán un secretario general, que deberá ser licenciado o titulado de 

grado superior. Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.
2. El pleno nombrará y cesará al secretario general mediante acuerdo motivado 

adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento tendrá lugar previa 
convocatoria pública de la vacante.

3. Entre las funciones del secretario general constarán asistir a las reuniones del pleno y 
el comité ejecutivo, con voz pero sin voto, y velar por la legalidad de los acuerdos adoptados 
por los órganos de gobierno.

Artículo 20.  El director gerente y demás personal.
1. En los términos y con los requisitos establecidos en el artículo 14 de la Ley 4/2014, de 

1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, 
las Cámaras podrán contar con un director gerente, que será nombrado conforme en aquélla 
se señala. Su relación laboral se determinará conforme al contrato de carácter especial del 
personal de alta dirección.
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2. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el 
secretario general.

3. El personal que desempeñe sus funciones al servicio de las Cámaras estará sometido 
en su regulación a la legislación laboral.

CAPÍTULO IV
Régimen económico

Artículo 21.  Régimen económico.
1. Las Cámaras dispondrán de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que pudieran recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 

Administración del Principado de Asturias cuando se trate de bienes inmuebles. En caso de 
otro tipo de bienes, la Administración del Principado de Asturias determinará los supuestos 
en los que sea precisa su autorización en función de su alcance económico.

CAPÍTULO V
Régimen jurídico y presupuestario

Artículo 22.  Tutela.
1. Las Cámaras radicadas en el territorio de Asturias están sujetas en el ejercicio de su 

actividad a la tutela de la Administración del Principado de Asturias.
2. La función de tutela comprende el ejercicio de las facultades administrativas de 

aprobación, fiscalización, resolución de recursos y suspensión y disolución de las Cámaras a 
que se refieren los artículos 23, 26 y 27.

Artículo 23.  Presupuestos y cuentas.
1. Las Cámaras elaborarán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de gastos e 

ingresos. La propuesta de presupuestos será sometida a la Administración del Principado de 
Asturias para su aprobación, que podrá establecer las instrucciones necesarias para la 
elaboración de los presupuestos de las Cámaras y para su liquidación.

2. Serán sometidas a la Administración del Principado de Asturias para su aprobación las 
cuentas anuales, la liquidación de los presupuestos de ingresos y gastos correspondientes al 
año anterior, y la liquidación, en su caso, de los presupuestos extraordinarios que deberán ir 
acompañadas de un informe de auditoría de cuentas.

3. Las cuentas rendidas, junto con la liquidación de los presupuestos e informe de 
auditoría, serán remitidas a la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias para la 
fiscalización de los fondos públicos, sin perjuicio del sometimiento de dichos instrumentos al 
Tribunal de Cuentas.

4. Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo, se depositarán en el registro mercantil correspondiente a la localidad 
en la que la Cámara tenga su sede.

5. Las Cámaras mantendrán una contabilidad diferenciada en relación con sus 
actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.

6. Las personas que gestionen bienes y derechos de las Cámaras quedarán sujetas a 
indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
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por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

Artículo 24.  Transparencia.
1. Las Cámaras harán públicas las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría y el 

informe Anual sobre el Gobierno Corporativo, las subvenciones que reciban, así como otro 
tipo de recursos públicos que puedan percibir para el desarrollo de sus funciones.

2. Igualmente, publicarán las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y 
máximos responsables respectivos, así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, 
con ocasión del cese en su cargo por cualquier circunstancia.

Artículo 25.  Contratación y régimen patrimonial.
1. La contratación y el régimen patrimonial de las Cámaras estarán sometidos al derecho 

privado.
2. Los procedimientos de contratación deberán, en todo caso, respetar los principios de 

publicidad, concurrencia y no discriminación y los acuerdos corporativos que se adopten con 
carácter decisorio deberán observar el principio de transparencia.

Artículo 26.  Recursos contra resoluciones.
1. Las resoluciones de las Cámaras dictadas en el ejercicio de sus funciones jurídico-

administrativas, así como sobre las reclamaciones al censo electoral serán susceptibles de 
recurso contencioso-administrativo, previa interposición de recurso administrativo ante el 
Consejero competente.

2. Conforme establece la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, la actividad de la Cámara correspondiente a 
otros ámbitos distintos del señalado en el párrafo anterior se dilucidará ante los juzgados y 
tribunales del orden competencial pertinente.

Artículo 27.  Suspensión y disolución.
1. La Administración del Principado de Asturias podrá proceder a la suspensión de la 

actividad de los órganos de las Cámaras en los supuestos y mediante el procedimiento 
establecido en el artículo 37 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

2. Cuando se den las circunstancias que previene el artículo 37 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, la 
Administración del Principado de Asturias podrá disolver los órganos de gobierno de las 
Cámaras y proceder a la convocatoria de nuevas elecciones.

3. En caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones y la constitución de los 
órganos de gobierno de la Cámara, la Administración del Principado de Asturias podrá 
acordar su extinción adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por el órgano de 
gestión nombrado durante el periodo de suspensión, a la Administración tutelante.

4. En el caso de extinción, la Administración del Principado de Asturias adoptará las 
medidas necesarias para garantizar que las personas físicas y jurídicas adscritas definidas 
en el artículo 7.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación reciban los servicios propios de las Cámaras.

CAPÍTULO VI
Régimen electoral

Artículo 28.  Legislación aplicable y derecho electoral activo y pasivo.
1. El régimen electoral de las Cámaras se determina por lo previsto en el Capítulo III de 

la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, en la presente ley y en la normativa reglamentaria de desarrollo. 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 75  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación

– 1784 –



Con carácter supletorio, y en lo que resulte de aplicación, se estará a lo dispuesto en el 
régimen electoral general.

2. Tendrán derecho electoral activo y pasivo las personas naturales y jurídicas que 
reúnan los requisitos del artículo 17 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

Artículo 29.  Censo electoral.
1. El censo electoral de las Cámaras comprenderá la totalidad de sus electores, 

clasificados por grupos y, en su caso, categorías, en atención a la importancia económica 
relativa y a la representatividad de los diversos sectores económicos representados, de 
conformidad con lo dispuesto en la presente ley y, en su caso, con las normas para la 
elaboración de los censos electorales de las Cámaras aprobados por la Administración del 
Principado de Asturias.

2. Las Cámaras elaborarán un censo para la elección de los vocales del pleno que 
representan a las empresas de mayor aportación voluntaria de cada demarcación.

3. El censo electoral y el correspondiente a los vocales de la letra c) del artículo 14.2 se 
elaborará y revisará anualmente por el comité ejecutivo, con referencia al 1 de enero.

Artículo 30.  Convocatoria de elecciones.
Dispuesta por el Ministerio competente la apertura del proceso electoral, el Consejero 

competente convocará, mediante resolución, las elecciones para la renovación del los plenos 
de las Cámaras.

Artículo 31.  Junta electoral.
1. Publicada la convocatoria de elecciones, se constituirá la junta electoral integrada por:
a) Dos representantes de la Administración del Principado de Asturias, uno de los cuales 

ejercerá las funciones de presidente, que serán designados por el Consejero competente.
b) Tres representantes de los electores de las Cámaras, elegidos mediante sorteo, en los 

plazos y condiciones que se fijen reglamentariamente.
c) Un secretario, que será nombrado por el presidente de la junta electoral entre 

funcionarios de la Consejería competente, que actuará con voz y sin voto.
La junta electoral podrá recabar la asistencia y el asesoramiento del personal técnico de 

las Cámaras.
2. La junta electoral tendrá el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del Principado 

de Asturias.
3. La junta electoral se constituirá para cada sesión al menos con tres de sus miembros, 

y siempre con la presencia del presidente y del secretario o de quienes hagan sus funciones.
4. Los acuerdos de la junta electoral se adoptarán por mayoría de los votos de los 

miembros presentes, siendo de calidad, en caso de empate, el del presidente.
5. Su mandato se prolongará hasta que se efectúe la convocatoria del pleno 

constituyente, en cuyo momento quedará automáticamente disuelta.
6. Contra los acuerdos de las juntas electorales se podrá interponer recurso ante la 

Administración del Principado de Asturias.

Disposición adicional única.  Cámaras existentes.
Sin perjuicio de lo que establece el capítulo segundo, las Cámaras Oficiales de Industria, 

Comercio y Navegación de Oviedo, Gijón y Avilés existentes actualmente continúan en el 
ejercicio de las funciones asignadas legalmente y con el actual ámbito territorial.

Disposición transitoria única.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno de las Cámaras continuarán el ejercicio de sus funciones hasta 

que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente 
proceso electoral, de acuerdo con lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
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Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y lo dispuesto en la 
presente ley.

Disposición final primera.  Adaptación de los reglamentos de régimen interior.
Las Cámaras del Principado de Asturias deberán adaptar al contenido de esta ley sus 

actuales reglamentos de régimen interior en el plazo de tres meses desde su entrada en 
vigor, que deberán someter a la aprobación de la Administración del Principado de Asturias.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones reglamentarias 

necesarias para el desarrollo y la aplicación de la presente ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias».
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§ 76

Ley 1/2002, de 26 de febrero, del Comercio de Cantabria

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 45, de 6 de marzo de 2002

«BOE» núm. 79, de 2 de abril de 2002
Última modificación: 29 de diciembre de 2017

Referencia: BOE-A-2002-6232

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA
Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 

Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2.º del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Cantabria 1/2002, de 26 de febrero, del 
Comercio de Cantabria.

PREÁMBULO
El artículo 24.13 del Estatuto de Autonomía para Cantabria, reformado por la Ley 

Orgánica 11/1998, de 30 de diciembre, atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia 
exclusiva en materia de comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la 
libre circulación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de 
competencia. Estas competencias debe ejercerlas de acuerdo con las bases y la ordenación 
de la actuación económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de los 
artículos 38, 131 y en los párrafos 11.a y 13.a del apartado 1 del artículo 149 de la 
Constitución Española.

Haciendo uso de esta competencia, el Gobierno de Cantabria aprobó el Decreto 
12/2000, de 8 de marzo, de Ordenación del Comercio Minorista de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, el cual, como se desprende de su título, se limitaba a desarrollar la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, así como su complementaria 
Ley Orgánica 2/1996, de la misma fecha, teniendo en cuenta la casuística propia del sector 
comercial de Cantabria, aunque referido, exclusivamente, a aquellas cuestiones con una 
problemática que requerían una urgente regulación y con una naturaleza provisional «ante la 
certeza de la tramitación de la oportuna Ley de Comercio», según se indicaba en su 
exposición de motivos.

El siguiente paso en la regulación específica del comercio en Cantabria lo constituye la 
presente Ley, en cuya elaboración se han tenido en cuenta los principios generales que 
inspiran las referidas Leyes estatales, así como las normas liberalizadoras contenidas en el 
Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de intensificación de la 
competencia en mercados de bienes y servicios, respetando sus preceptos básicos.

Ello no obstante, se ha pretendido atender las necesidades particulares que el comercio 
de Cantabria precisa en su regulación, para lo cual se ha tenido en cuenta, particularmente, 
la experiencia acumulada durante estos años en ejecución de la normativa estatal de 
comercio.
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Consecuentemente, la estructura de la presente Ley coincide básicamente con la de la 
Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, y, de hecho, recoge 
literalmente diversos preceptos de la misma, técnica que ha parecido más conveniente para 
facilitar su comprensión.

La Ley consta de 82 artículos, seis títulos, tres disposiciones adicionales, tres 
transitorias, una derogatoria y tres finales.

Entrando en el análisis de dicha estructura, en el título I se enuncian los principios 
generales.

Entre estos principios generales, además de la definición de determinados conceptos 
básicos, se crea un Registro de Asociaciones de Comerciantes de Cantabria, con el cual se 
pretende institucionalizar una figura de gran importancia para el desarrollo del sector, como 
es la de la agrupación de empresarios del comercio.

Asimismo, se definen y regulan los grandes establecimientos comerciales y los 
establecimientos de descuento duro, estableciendo que, para su apertura, se deberá obtener 
una licencia comercial específica, e indicando, además, los criterios fundamentales que 
deberán tenerse en cuenta para la elaboración de una futura ley de estructuras comerciales, 
con cuya aprobación se dispondrá de un mapa comercial de Cantabria, en el que, definidas 
las zonas y subzonas de influencia, se delimitarán los eventuales espacios cuya dotación 
comercial pueda verse mejorada.

El título II de la Ley se refiere a la regulación de los horarios comerciales.
Su redacción, inevitablemente, es reflejo de la normativa básica estatal establecida en el 

Real Decreto-ley 6/2000, por el que se establece un escalonamiento en el número mínimo 
de domingos que los establecimientos comerciales podrán abrir al público y que llegará a ser 
de doce en el año 2004.

Por lo demás, la normativa en materia de horarios contemplada en la Ley mantiene los 
criterios ya establecidos en el Decreto 12/2000, de 8 de marzo.

El título III trata de las actividades de promoción de venta.
En esta materia, la experiencia adquirida en los últimos años ha permitido introducir 

cuestiones normativas propias con las que se pretende dar solución a la problemática 
existente en materia de promociones y rebajas.

Las ventas especiales se contemplan en el título IV.
Este tipo de ventas comprende la venta a distancia, la venta automática, la venta 

ambulante o no sedentaria, la venta en pública subasta, la venta ocasional y la venta 
domiciliaria, actividades comerciales que requieren una autorización administrativa 
específica para su ejercicio.

En la consideración de que, salvo las ventas a distancia, esta categoría de ventas tiene 
una repercusión estrictamente local en aplicación del principio de autonomía municipal, la 
Ley otorga la competencia para la concesión de las correspondientes autorizaciones a los 
Ayuntamientos de Cantabria, sin perjuicio de establecer unas directrices mínimas que 
deberán ser observadas por las Administraciones locales en la tramitación de los oportunos 
expedientes de autorización, destacando, particularmente, las que conciernen a la venta 
ambulante.

Precisamente este último tipo de actividad comercial ha sido objeto de un cuidadoso 
tratamiento en la Ley, guiado por el objetivo de dignificar y profesionalizar la venta realizada 
fuera de un establecimiento comercial permanente, actividad que, en determinadas zonas de 
Cantabria, viene a cubrir una necesidad de abastecimiento y que, por otro lado, puede 
complementar la oferta de los establecimientos permanentes compatibilizando los intereses 
legítimos de las distintas fórmulas comerciales en beneficio de una mayor atracción del 
comercio urbano.

El título V de la Ley regula la actividad comercial en régimen de franquicia, limitándose, 
prácticamente, a reproducir la normativa estatal en esta materia y estableciendo el 
procedimiento de inscripción en el correspondiente Registro.

Finalmente, el título VI trata del régimen de infracciones y sanciones, pudiéndose 
destacar, al respecto, que se ha establecido un sistema de graduación del importe de las 
sanciones que no sólo tendrá en cuenta la gravedad de la infracción cometida, sino también 
el tamaño económico de la empresa infractora.
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En cuanto a las disposiciones transitorias, debe destacarse, en la primera, la mención a 
la futura ley de estructuras comerciales de Cantabria, la cual, como se ha dicho, determinará 
los parámetros concretos que permitirán decidir sobre la instalación de grandes 
establecimientos comerciales y establecimientos de descuento duro, estableciendo, en 
consecuencia, una moratoria en la tramitación de las correspondientes solicitudes hasta la 
entrada en vigor de dicha ley.

Asimismo, la disposición transitoria segunda establece una serie de plazos para que los 
Ayuntamientos adapten sus ordenanzas a la presente Ley.

Por último, la presente Ley se ha elaborado oído el Consejo Económico y Social de 
Cantabria y consultados los representantes del Sector Comercial.

TÍTULO I
Principios generales

CAPÍTULO ÚNICO
Conceptos básicos

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la regulación del comercio interior en el ámbito de la 

Comunidad Autónoma de Cantabria.

Artículo 2.  Actividad comercial.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial la que consiste en 

ofrecer en el mercado toda clase de bienes de uso y consumo.
2. La actividad comercial se ejerce bajo el principio de libertad de empresa y en el marco 

de la economía de mercado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución 
y en el resto de la legislación vigente.

3. Se considera que la actividad comercial tendrá carácter minorista cuando tenga como 
destinatario al consumidor final.

4. La actividad comercial se entenderá de carácter mayorista cuando tenga como 
destinatarios a otros empresarios que no sean consumidores finales.

5. En la oferta al público de mercancías de cualquier clase, únicamente podrá invocarse 
por el vendedor su condición de fabricante o mayorista cuando, en el primer caso, fabrique 
realmente los productos anunciados y, en el segundo, realice sus operaciones de venta 
fundamentalmente a comerciantes minoristas. En ambos casos, además, los precios 
ofertados deberán ser los mismos que apliquen a comerciantes, mayoristas o minoristas, 
según los casos.

6. Cuando la actividad comercial tenga un carácter limitado en el tiempo, deberá 
indicarse con claridad su duración.

Artículo 3.  Deber de colaboración.
1. Los empresarios dedicados a la actividad comercial y sus representantes deberán 

atender y cumplir los requerimientos que la Administración competente y sus agentes les 
dirijan en el ejercicio de sus funciones de vigilancia, así como suministrar cuanta información 
les sea requerida en relación con las mismas.

Igualmente, deberán facilitar esta información los órganos de las Administraciones 
públicas, empresas públicas, organismos oficiales, registros públicos y organizaciones 
empresariales y profesionales.

2. En el curso de la actuación inspectora, los funcionarios encargados de la inspección 
de comercio tendrán el carácter de autoridad y podrán acceder directamente a la 
documentación de las empresas que inspeccionen cuando lo consideren necesario para 
comprobar el cumplimiento de las prescripciones legales que regulen el ejercicio de la 
actividad comercial de que se trate, estando obligados a cumplir el deber de sigilo 
profesional.
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Artículo 4.  Registro de Asociaciones de Comerciantes.
1. Se crea el Registro de asociaciones de comerciantes de Cantabria, en el cual podrán 

inscribirse las asociaciones sin fines de lucro con domicilio social en Cantabria que agrupen 
empresas de comercio mayorista o minorista que desarrollen su actividad dentro del ámbito 
territorial de esta Comunidad Autónoma.

2. La inscripción en dicho Registro, así como en los que corresponda por su propia 
naturaleza jurídica, será condición imprescindible para que una asociación de comerciantes, 
según se define en el apartado anterior, pueda optar a una convocatoria de ayudas de la 
Administración de la Comunidad Autónoma.

3. El Registro de Asociaciones de Comerciantes de Cantabria tendrá carácter público, 
siendo la inscripción en el mismo voluntaria y gratuita.

Artículo 5.  Establecimiento comercial.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales los locales y las 

construcciones o instalaciones de carácter fijo y permanente, cubiertos o sin cubrir, que 
estén en el exterior o interior de una edificación, con escaparates o sin ellos, destinados al 
ejercicio regular de actividades comerciales, independientemente de que se realice de forma 
continuada o en días o temporadas determinadas.

2. Los establecimientos comerciales podrán ser de carácter individual o colectivo. 
Tendrán la consideración de establecimientos de carácter colectivo los que estén integrados 
por un conjunto de establecimientos comerciales individuales integrados en un edificio o 
complejo de edificios, en los que, con independencia de que las respectivas actividades 
puedan ejercerse de forma empresarialmente independiente, concurra alguno de los 
siguientes elementos:

a) Acceso común desde la vía pública, de uso exclusivo o preferente de los 
establecimientos y de sus clientes.

b) Áreas de estacionamiento privadas comunes y contiguas a los diferentes 
establecimientos.

c) La gestión conjunta de servicios comunes para los clientes.
d) La realización de comunicaciones comerciales conjuntas.

Artículo 6.  Grandes Establecimientos Comerciales.
1. Tendrán la consideración de Gran Establecimiento Comercial:
a) Los establecimientos comerciales individuales o colectivos que cuenten con una 

superficie útil de exposición y venta al público superior a dos mil quinientos metros 
cuadrados.

b) Los parques temáticos, en relación con sus actividades comerciales, cuando el 
conjunto de la superficie útil de exposición y venta al público supere los dos mil quinientos 
metros cuadrados o el quince por ciento de la superficie edificada total. Se entiende por 
actividad comercial del parque temático la de venta al por menor de productos directamente 
relacionados con su actividad principal dentro de su recinto.

2. La apertura de un gran establecimiento comercial en la Comunidad Autónoma de 
Cantabria deberá comunicarse a la Consejería competente en materia de comercio dentro 
de los tres meses siguientes al inicio de su actividad. Esta comunicación será también 
preceptiva en el supuesto de ampliación de un establecimiento comercial cuya superficie útil 
de exposición y venta al público supere, después de la ejecución de las obras, las 
dimensiones previstas en el apartado anterior.

Artículo 7.  Superficie útil de exposición y venta al público.
1. Por superficie útil de exposición y venta al público se entiende toda aquella superficie 

donde se desarrollan actividades de promoción de ventas y de intercambio comercial.
2. En particular, se entienden incluidos entre los espacios definidos en el apartado 

anterior los siguientes:
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a) Los mostradores, estanterías, vitrinas, góndolas, cámaras o murales, así como los 
probadores, destinados a la presentación de los artículos.

b) En los establecimientos comerciales que dispongan de secciones de venta asistida 
por dependiente, la zona ocupada por las personas vendedoras detrás del mostrador, 
aunque a la misma no tenga acceso el público

c) Las superficies de preparación, almacenamiento, reparación o elaboración de 
mercancías visibles por el público aunque no sean accesibles.

d) Los espacios de venta, ya sean exteriores e interiores.
e) Escaleras, pasillos y cualquier otro espacio destinado a la permanencia y tránsito de 

personas necesarios para el acceso a la presentación de los artículos.
f) La línea de las cajas registradoras, así como la zona entre éstas y la salida, siempre 

que en la misma se desarrolle alguna técnica de promoción comercial, directa o indirecta.
3. Se excluyen expresamente de la superficie útil de exposición y venta al público 

aquellas superficies destinadas a:
a) Las dependencias o instalaciones no accesibles al público en general, en las que no 

se desarrolle actividad comercial directa.
b) Las zonas de estacionamiento, siempre que en las mismas no se desarrolle actividad 

comercial alguna.
c) Las zonas destinadas permanentemente a la restauración y al desarrollo de 

actividades lúdicas.

Arts 8 a 11.  

(Derogados).  

Artículo 12.  Prohibición de ventas al por menor.
1. No podrán ejercer el comercio al por menor, además de las personas físicas y 

jurídicas a quienes les esté específicamente prohibido, los empresarios individuales o 
sociales a quienes la normativa especial de la actividad que desarrollan les exija dedicarse 
exclusivamente a la misma.

2. Se prohíbe, expresamente, la exposición y venta de mercancías al comprador en los 
establecimientos de las entidades cuya actividad sea distinta a la comercial y, como 
consecuencia de la actividad que les es propia, tengan como finalidad principal la realización 
de préstamos, depósitos u operaciones de análoga naturaleza adheridas a la oferta 
comercial de la mercancía, de tal forma que una no se pudiera hacer efectiva sin la otra.

En todo caso, se presumirá la existencia de estas actuaciones en el supuesto de que el 
comprador pudiera realizar pedidos o adquirir mercancías en los establecimientos de 
aquéllas.

3. La infracción de lo dispuesto en el apartado anterior será sancionable con arreglo a lo 
establecido en la presente Ley, con independencia de las responsabilidades derivadas, en su 
caso, de la respectiva legislación especial y sin perjuicio de la improcedencia de que un 
mismo hecho sea objeto de una doble sanción administrativa.

4. Las ventas al público por las entidades cooperativas u otras formas jurídicas análogas, 
en los casos en que lo autoriza la legislación vigente en la materia, se realizarán de manera 
diferenciada respecto de las operaciones efectuadas con los socios, atendiendo al lugar de 
distribución, la identificación de los productos y otras condiciones de la transacción, sin que 
pueda producirse simultáneamente la oferta discriminada a los socios cooperadores y al 
público en general de los productos obtenidos por la entidad y de los artículos adquiridos a 
terceros.

Artículo 13.  Prohibición de la venta con pérdida.
1. No se podrán ofertar ni realizar ventas al público con pérdida, fuera de los supuestos 

regulados en los capítulos III y IV del título III de la presente Ley, a menos que, quien las 
realice, tenga por objetivo alcanzar los precios de uno o varios competidores con capacidad 
para afectar, significativamente, a sus ventas, y lo comunique, al menos con una antelación 
de veinticuatro horas a la aplicación del precio correspondiente, a la Administración 
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competente en materia comercial o se trate de artículos perecederos en las fechas próximas 
a su inutilización. En todo caso, deberá respetarse lo dispuesto en la Ley sobre competencia 
desleal.

2. A los efectos señalados en el apartado anterior, se considerará que existe venta con 
pérdida cuando el precio aplicado a un producto sea inferior al de adquisición según factura, 
deducida la parte proporcional de los descuentos que figuren en la misma, o al de reposición 
si éste fuese inferior a aquél, o al coste efectivo de producción si el artículo hubiese sido 
fabricado por el propio comerciante, incrementados en las cuotas de los impuestos indirectos 
que graven la operación.

Las facturas extendidas a los comerciantes se entenderán aceptadas en todos sus 
términos y reconocidas por sus destinatarios cuando no hayan sido objeto de reparo en el 
plazo de los veinticinco días siguientes a su remisión. En el caso de que no sean conformes, 
se dispone, sobre el anterior, de un plazo adicional de diez días para su subsanación y 
nueva remisión de la correspondiente factura rectificada. A los efectos de lo dispuesto en 
este artículo, no se tendrán en cuenta las modificaciones contenidas en facturas rectificativas 
emitidas en fecha posterior a los plazos indicados.

3. No se computarán, a los efectos de la deducción en el precio a que se refiere el 
apartado anterior, las retribuciones o las bonificaciones de cualquier tipo que signifiquen 
compensación por servicios prestados.

4. En ningún caso, las ofertas conjuntas o los obsequios a los compradores podrán 
utilizarse para evitar la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.

5. Las facturas emitidas por los fabricantes y por los proveedores del comercio minorista 
en general por la entrega de las mercancías objeto de su comercio deben describir, 
explícitamente, todos los conceptos en cuya virtud se establezca el precio de adquisición de 
productos.

6. Cuando una misma factura se refiera a diferentes productos, se especificarán con 
claridad todos los descuentos que afecten a cada uno de ellos, si es que existen.

7. Cuando una misma factura se refiera a productos gravados con tipos fiscales 
impositivos distintos, deberán diferenciarse las partes de la operación sujetas a cada tipo.

8. Las bonificaciones, descuentos y conceptos análogos, sujetos al cumplimiento de 
condiciones futuras no podrán ser considerados como descuentos mientras no se cumplan 
aquellas condiciones a las que están sujetas, de acuerdo con lo establecido en los artículos 
1.113 y 1.114 del Código Civil.

9. La autoridad competente podrá requerir simultánea e indistintamente, la presentación 
de la factura al proveedor y al comerciante.

10. Las obligaciones contenidas en el presente artículo serán exigibles tanto a los 
comerciantes minoristas como a los mayoristas y a cuantas entidades intermediarias se 
dediquen a centralizar compras por cuenta de estos comerciantes.

TÍTULO II
Horarios comerciales

CAPÍTULO ÚNICO
Regulación de horarios comerciales

Artículo 14.  Horarios de apertura y cierre.
1. El horario global en que los establecimientos comerciales podrán abrir al público 

durante el conjunto de días laborables de la semana será, como máximo, de noventa horas.
2. El horario de apertura y cierre durante los días laborales de la semana será libremente 

decidido por cada comerciante, respetando siempre el límite máximo del horario global, y sin 
perjuicio de los derechos reconocidos a los trabajadores en la normativa laboral y en los 
convenios colectivos aplicables.

3. El número máximo de domingos y días festivos en que los comercios podrán 
permanecer abiertos al público será de diez.
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4. El horario correspondiente a cada domingo o día festivo será determinado libremente 
por el comerciante.

5. La Consejería competente en materia de comercio determinará, anualmente, los 
domingos o festivos en que los comercios podrán realizar su actividad.

6. Para la determinación de los domingos y festivos de apertura se deberá atender de 
forma prioritaria al atractivo comercial de los días para los consumidores, de acuerdo con los 
siguientes criterios:

a. La apertura en al menos un día festivo cuando se produzca la coincidencia de dos o 
más días festivos continuados.

b. La apertura en los domingos y festivos correspondientes a los períodos de rebajas.
c. La apertura en los domingos y festivos de mayor afluencia turística en la Comunidad 

Autónoma.
d. La apertura en los domingos o festivos de la campaña de Navidad.
7. Todos los establecimientos comerciales deberán exponer, en lugar visible para el 

público, el calendario de días laborables y el horario de apertura y cierre.

Artículo 15.  Comercios con libertad de horarios.
1. Tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán abiertos 

al público:
a) Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de productos de panadería, 

pastelería y repostería, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, flores y 
plantas y productos culturales, entendiendo como tales los libros, soportes musicales, 
vídeos, obras de arte, antigüedades, sellos y recuerdos de artesanía popular.

b) Los establecimientos instalados en puntos fronterizos, en estaciones y medios de 
transporte terrestre, marítimo y aéreo y en zonas de gran afluencia turística.

c) Las denominadas tiendas de conveniencia, entendiendo por tales aquellas que, con 
una superficie útil para la exposición y venta al público útil no superior a 500 metros 
cuadrados, permanezcan abiertas al público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su 
oferta, en forma similar, entre libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, 
vídeos, juguetes, regalos y artículos varios.

d) Los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los anteriores que 
dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior a 300 metros 
cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución que no tengan 
la consideración de pequeña o mediana empresa según la legislación vigente.

2. La determinación de las zonas de gran afluencia turística, así como los períodos de la 
aplicación de libertad de apertura en las mismas, será establecida por la Consejería 
competente en materia de comercio, a petición del Ayuntamiento interesado el cual deberá 
aportar informes al respecto emitidos por la Cámara Oficial de Comercio a cuyo ámbito 
territorial corresponda, y por la Asociación o Asociaciones de Comerciantes con mayor 
implantación en el municipio, o acreditar que se han solicitado.

Se considerarán zonas de gran afluencia turística, aquellas áreas coincidentes con la 
totalidad del municipio o parte del mismo en las que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

b) Que haya sido declarado Patrimonio de la Humanidad o en el que se localice un bien 
inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico artístico.

c) Que limiten o constituyan áreas de influencia de zonas fronterizas.
d) Celebración de grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 

internacional.
e) Proximidad a áreas portuarias en las que operen cruceros turísticos y registren una 

afluencia significativa de visitantes.
f) Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
g) Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen.
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3. Las oficinas de farmacia, así como los estancos, se regirán por su normativa 
específica, aplicándose en su defecto las disposiciones de esta Ley.

4. Cuanto se determina en el presente artículo sobre libertad de horarios será de 
aplicación sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa laboral y en los convenios colectivos 
aplicables.

TÍTULO III
Actividades de promoción de ventas

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 16.  Concepto.
Las actividades de promoción de ventas que se realicen por los comerciantes en 

Cantabria únicamente podrán emplear las denominaciones de ventas en rebajas, ventas de 
saldos, ventas en liquidación, ventas con descuento o ventas con obsequio cuando se 
ajusten a la regulación respectivamente establecida en la presente Ley, quedando 
expresamente prohibida la utilización de las citadas denominaciones, u otras similares, para 
anunciar ventas que no respondan al correspondiente concepto legal.

Artículo 17.  Información.
1. En los anuncios de las ventas a las que se refiere el artículo anterior deberá 

especificarse la duración y, en su caso, las reglas especiales aplicables a las mismas.
2. Cuando las actividades de promoción de ventas enumeradas no comprendan, al 

menos, la mitad de los artículos puestos a la venta, entendiéndose como artículo la unidad 
de producto individualmente comercializada, la práctica de promoción de que se trate no se 
podrá anunciar como una medida general, sino referida exclusivamente a los productos o 
grupos de productos a los que realmente afecte.

Artículo 18.  Constancia de la reducción de precios.
1. Siempre que se oferten productos con reducción de precio, deberá figurar con 

claridad, en cada uno de ellos, el precio anterior junto con el precio reducido. En el supuesto 
de productos puestos a la venta por primera vez, no podrá hacerse ninguna referencia 
cuantitativa ni porcentual que sugiera algún tipo de descuento.

Se entenderá por precio anterior el que hubiese sido aplicado sobre artículos idénticos 
durante un período continuado de, al menos, treinta días en el curso de los seis meses 
precedentes.

2. No obstante lo señalado en el apartado precedente, cuando se trate de una reducción 
porcentual de un conjunto de productos puestos a la venta con anterioridad por el 
comerciante, bastará con el anuncio genérico de la misma, sin necesidad de que conste, 
individualmente, en cada producto ofertado.

Artículo 19.  Determinación de los artículos ofertados.
En el caso de que se oferten productos a precio normal y a precio reducido, unos y otros 

deberán estar suficientemente separados, de forma que no puedan, razonablemente, 
confundirse, y distinguiendo, en su caso, la existencia de saldos, liquidaciones, descuentos u 
obsequios.

Artículo 20.  Promociones limitadas a determinados colectivos.
Las normas que regulan las ventas recogidas en el presente título serán aplicables aun 

cuando estas actividades promocionales vayan dirigidas a un número restringido de 
personas, previamente seleccionadas.
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Artículo 21.  Deber de comunicación.
Los comerciantes deberán comunicar a la Consejería competente en materia de 

comercio, con una antelación mínima de quince días, las fechas durante las que vayan a 
realizar ventas en liquidación.

CAPÍTULO II
Venta en rebajas

Artículo 22.  Concepto.
1. Se entiende que existe venta en rebajas cuando los productos objeto de la misma se 

ofertan, en el mismo establecimiento en el que se ejerce habitualmente la actividad 
comercial, a un precio inferior al fijado antes de dicha venta como consecuencia de la 
finalización de una temporada comercial.

2. No cabe calificar como venta en rebajas la de aquellos productos no puestos a la 
venta en condiciones de precio ordinario con anterioridad, así como la de los artículos 
deteriorados o adquiridos con objeto de ser vendidos a precio inferior al ordinario.

Artículo 23.  Temporada de rebajas.
1. Las ventas en rebajas sólo podrán tener lugar como tales en dos temporadas anuales. 

La primera se iniciará a principios de cada año y la segunda en torno al período estival.
2. La duración de cada período de rebajas será como mínimo de una semana y como 

máximo de dos meses, de acuerdo con la decisión de cada comerciante y dentro de las 
fechas concretas que fijará, anualmente, la Consejería competente en materia de comercio.

3. En ningún caso, la fecha de inicio de un período de rebajas podrá coincidir con un 
domingo o festivo.

Artículo 24.  Productos rebajados.
Los productos objeto de la venta en rebajas deberán haber estado incluidos con 

anterioridad, durante el plazo mínimo de un mes, en la oferta habitual de ventas y no podrán 
haber sido objeto de práctica de promoción alguna en el curso del mes que preceda a la 
fecha de inicio de la venta en rebajas.

Artículo 25.  Prohibición de simultanear las rebajas con otra actividad de promoción 
comercial.

No podrá simultanearse, en un mismo establecimiento comercial y para el mismo tipo de 
productos, la venta en rebajas con cualquier otra actividad promocional de ventas regulada 
en el presente título.

CAPÍTULO III
Venta de saldos

Artículo 26.  Concepto.
1. Se considera venta de saldos la de productos o artículos cuyo valor de mercado 

aparezca manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u 
obsolescencia.

2. No cabe calificar como venta de saldos la de aquellos productos cuya venta bajo tal 
régimen implique riesgo o engaño para el comprador, ni la de aquellos productos que no se 
vendan realmente por precio inferior al habitual.

3. Tampoco cabe calificar como venta de saldos aquella en que los artículos no 
pertenecieran al comerciante seis meses antes de la fecha de comienzo de este tipo de 
actividad comercial, excepción hecha de los establecimientos dedicados específica y 
exclusivamente al referido sistema de venta.
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Artículo 27.  Deber de información.
1. Las ventas de saldos deberán anunciarse necesariamente con esta denominación o 

con la de «venta de restos».
2. Cuando se trate de artículos deteriorados o defectuosos, deberá constar tal 

circunstancia de manera precisa y ostensible.
3. Los establecimientos dedicados específica y exclusivamente a la venta de saldos 

deberán indicarlo de forma que sea claramente visible desde el exterior del local.

CAPÍTULO IV
Venta en liquidación

Artículo 28.  Concepto.
1. Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de artículos que, anunciada con esta denominación u 
otra equivalente, tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es 
llevada a cabo por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de 
aquél en alguno de los casos siguientes:

a) Cesación total o parcial de la actividad de comercio. En el supuesto de cese parcial, 
tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

b) Cambio de ramo de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
2. No podrán ser objeto de este tipo de actividad comercial aquellos artículos que no 

formaran parte de las existencias del establecimiento, o aquellos que fueron adquiridos por 
el comerciante con objeto de incluirlos en la liquidación misma.

3. En todo caso, deberá cesar la venta en liquidación si desaparece la causa que la 
motivó o si se liquidan efectivamente los productos objeto de la misma.

4. Los anuncios de las ventas en liquidación deberán indicar la causa de ésta.

Artículo 29.  Duración y reiteración.
1. La duración máxima de la venta en liquidación será de tres meses, salvo en el caso de 

cesación total de la actividad, que será de un año.
2. En el curso de los tres años siguientes a la finalización de una venta en liquidación, el 

vendedor no podrá ejercer el comercio en la misma localidad sobre productos similares a los 
que hubiesen sido objeto de liquidación por cualquiera de los motivos señalados en los 
párrafos a) y b) del apartado 1 del artículo anterior.

Tampoco podrá proceder a una nueva liquidación en el mismo establecimiento, excepto 
cuando esta última tenga lugar en ejecución de decisión judicial o administrativa, por 
cesación total de la actividad o por causa de fuerza mayor.

CAPÍTULO V
Venta con descuento

Artículo 30.  Concepto.
1. A los efectos de esta Ley, se considera venta promocional con descuento la que 

consiste en ofrecer, mediante cualquier procedimiento publicitario, incluidos los anuncios 
expuestos en el propio establecimiento, una reducción sobre el precio aplicado con 
anterioridad por un comerciante sobre un determinado producto o grupo de productos.

2. Los artículos sobre los que se aplique descuento no podrán estar deteriorados o ser 
de peor calidad que los que se hubiesen comercializado con anterioridad.
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Artículo 31.  Requisitos.
La actividad promocional de venta con descuento se sujetará a las siguientes 

condiciones:
a) Su finalidad deberá consistir en potenciar la venta de determinados productos o en el 

relanzamiento de un establecimiento que haya sido objeto de una importante remodelación 
física reciente, lo que se deberá acreditar aportando el oportuno proyecto técnico.

b) (Anulada)
c) (Derogada)
d) Todo anuncio de venta con descuento deberá especificar su duración y, en su caso, 

las reglas especiales aplicables a la misma. Asimismo, deberá indicar los productos 
afectados, salvo cuando se desarrolle este tipo de promoción en un establecimiento 
remodelado y se encuentren incluidos en la misma, al menos, la mitad de los artículos 
puestos a la venta.

CAPÍTULO VI
Venta con obsequios

Artículo 32.  Concepto.
1. Con la finalidad de promover las ventas, podrá ofertarse a los compradores otro 

producto o servicio gratuito o a precio especialmente reducido, ya sea en forma automática, 
o bien mediante la participación en un sorteo o concurso.

2. Cuando el incentivo consista en un sorteo, lo dispuesto en la presente Ley será 
aplicable sin perjuicio de lo establecido en la legislación sectorial correspondiente.

3. En todo caso, la comunicación a cualquier persona que haya resultado agraciada con 
un premio, deberá advertir inexcusablemente que éste no se encuentra condicionado a la 
adquisición de determinados productos o servicios.

Artículo 33.  Veracidad de la oferta.
Se considera engañosa la oferta de productos con premio o regalo cuando el consumidor 

no reciba real y efectivamente lo que razonablemente cabría esperar de acuerdo con la 
oferta realizada.

Artículo 34.  Entrega de los obsequios.
1. Los bienes o servicios en que consistan los obsequios o incentivos promocionales 

deberán entregarse a los compradores en el plazo máximo de tres meses, a contar desde el 
momento en que el comprador reúna los requisitos exigidos. Cuando el ofrecimiento se haya 
hecho en los envases de los correspondientes artículos, el derecho a obtener la prima 
ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los tres meses siguientes a la fecha de 
caducidad de la promoción.

2. En el caso de que los obsequios ofrecidos formen parte de un conjunto o colección, la 
empresa responsable de la oferta estará obligada a canjear cualquiera de aquéllos por otro 
distinto, a no ser que en la oferta pública del incentivo se haya establecido otro 
procedimiento para obtener las diferentes piezas de la colección.
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TÍTULO IV
Ventas especiales

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 35.  Concepto.
1. A los efectos de la presente Ley, se consideran ventas especiales las ventas a 

distancia, las ventas ambulantes o no sedentarias, las ventas automáticas, las ventas en 
pública subasta, las ventas fuera del establecimiento mercantil reguladas en el Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, las 
ventas ocasionales y las ventas domiciliarias.

2. Las ventas de bienes muebles a plazos se regirán por su normativa específica.

Artículo 36.  Registro de Ventas Especiales.
1. Se crea el Registro de Ventas Especiales de Cantabria adscrito a la Consejería 

competente en materia de comercio, con carácter público y naturaleza administrativa.
2. En el Registro de Ventas Especiales se inscribirán los comerciantes que ejerzan las 

actividades de venta ambulante o no sedentaria, las ventas automáticas y las ventas a 
distancia, de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

3. La autorización para el ejercicio de las ventas ambulantes corresponderá al 
Ayuntamiento en cuyo término municipal se realice la actividad. Dicho Ayuntamiento deberá 
comunicar, en el plazo de tres meses, a la Consejería competente en materia de comercio, el 
acuerdo de concesión para la correspondiente inscripción en el Registro.

CAPÍTULO II
Venta a distancia

Artículo 37.  Ventas a distancia.
1. Se consideran ventas a distancia las celebradas sin la presencia física simultánea del 

comprador y del vendedor, siempre que su oferta y aceptación se realicen de forma 
exclusiva a través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y dentro de un 
sistema de contratación a distancia organizado por el vendedor.

2. Las empresas de ventas a distancia que tengan su domicilio social en Cantabria, con 
independencia de que las propuestas de contratación se difundan fuera de su ámbito 
territorial, deberán comunicar el inicio de su actividad en el plazo de tres meses al Registro 
de ventas especiales.

Artículo 38.  Régimen jurídico de las ventas a distancia.
El ejercicio de las ventas a distancia en la Comunidad Autónoma de Cantabria se 

someterá al régimen jurídico previsto en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del 
Comercio Minorista, y en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Artículo 39.  Contenido de las propuestas.
(Derogado)

Artículo 40.  Necesidad de consentimiento expreso.
(Derogado)

Artículo 41.  Prohibición de envíos no solicitados.
(Derogado)
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Artículo 42.  Plazo de ejecución y pago.
(Derogado)

Artículo 43.  Derecho de desistimiento.
(Derogado)

Artículo 44.  Excepciones al derecho de desistimiento.
(Derogado)

Artículo 45.  Pago mediante tarjeta.
(Derogado)

Artículo 46.  Información.
(Derogado)

Artículo 47.  Irrenunciabilidad de los derechos.
(Derogado)

CAPÍTULO III
Venta automática

Artículo 48.  Concepto.
1. Es venta automática la forma de distribución detallista en la cual se pone a disposición 

del consumidor el producto o servicio para que éste lo adquiera mediante el accionamiento 
de cualquier tipo de mecanismo y previo pago de su importe.

2. Todas las máquinas para la venta automática habrán de cumplir la normativa vigente 
en materia de homologación.

3. No podrán comercializarse productos que no estén envasados y etiquetados conforme 
a la normativa vigente.

4. Las empresas dedicadas a la venta automática que tengan su domicilio social en 
Cantabria, con independencia de que sus productos se comercialicen fuera de su ámbito 
territorial, deberán comunicar el inicio de su actividad en el plazo de tres meses al Registro 
de ventas especiales.

Artículo 49.  Advertencias obligatorias.
En todas las máquinas de venta deberá figurar con claridad cuál es el producto que 

expenden, su precio, tipo de monedas y sistemas de pago que admiten, instrucciones para la 
obtención del producto deseado, identidad del oferente, dirección y teléfono donde se 
atenderán las reclamaciones, así como referencia a los datos de homologación del aparato 
según modelo de máquina y del número de inscripción en el correspondiente Registro 
público.

De igual modo, cuando fuera necesario de conformidad con la normativa sectorial, la 
referencia a las autorizaciones concedidas.

Artículo 50.  Recuperación del importe.
Todas las máquinas de venta deberán permitir la recuperación automática del importe 

introducido en el caso de no facilitarse el artículo solicitado.

Artículo 51.  Responsabilidad.
En el caso de que las máquinas de venta estén instaladas en un local destinado al 

desarrollo de una empresa o actividad privada, los titulares de la misma responderán 
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solidariamente con el de la propia máquina frente al comprador del cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la venta automática.

CAPÍTULO IV
Venta ambulante o no sedentaria

Artículo 52.  Concepto y autorización.
1. Se considera venta ambulante o no sedentaria la realizada por comerciantes fuera de 

un establecimiento comercial permanente de forma habitual, ocasional, periódica o 
continuada, en los perímetros o lugares debidamente autorizados en instalaciones 
comerciales desmontables o transportables, incluyendo los camiones-tienda.

2. La concesión de autorización para el ejercicio de la venta ambulante corresponderá a 
los Ayuntamientos. La autorización se justifica por la ocupación de suelo público habilitado 
para el ejercicio de este tipo de ventas.

3. La concesión de la autorización podrá contemplar las siguientes modalidades:
a) Mercados ubicados en lugares o espacios determinados y de periodicidad fija.
b) Mercados ocasionales instalados con motivo de ferias, fiestas o acontecimientos 

populares.
c) Venta realizada en camiones-tienda.
d) Puestos instalados en la vía pública en circunstancias y condiciones precisas.
e) Venta en establecimientos multiusos y espacios públicos.

Artículo 53.  Ordenanzas municipales.
1. Las ordenanzas municipales de venta ambulante deberán determinar, como mínimo, 

el procedimiento para la selección entre los posibles candidatos que habrá de garantizar la 
transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, desarrollo y 
fin del proceso.

2. Del mismo modo, las ordenanzas municipales de venta ambulante deberán 
determinar:

a) Lugares y períodos en los que puede desarrollarse la venta ambulante.
b) Modalidades de venta ambulante admitidas, teniendo en cuenta las características de 

cada municipio.
c) Requisitos para el ejercicio de la venta ambulante.
d) Régimen de autorizaciones.
e) Número total de puestos o autorizaciones.
f) Productos que podrán ser ofrecidos a la venta.
g) Tasa a pagar por la concesión de la autorización.
h) Régimen interno de funcionamiento del mercadillo, en su caso.
i) Previsión del régimen sancionador.
j) Relación de derechos y deberes de los comerciantes ambulantes.

Artículo 54.  Autorizaciones.
1. Para la concesión de la autorización para el ejercicio de la venta ambulante, se exigirá 

que el peticionario acredite:
a) Declaración de alta en el Censo de Obligados Tributarios y en el régimen de 

Seguridad Social que corresponda, estando al corriente en el pago de sus obligaciones 
tributarias y frente a la Seguridad Social.

b) Cumplir los requisitos de las reglamentaciones de cada tipo de productos.
c) Estar en posesión del carné de manipulador de alimentos, en su caso.
d) Satisfacer las tasas y tributos fijados en la ordenanza.
e) Disponer de los permisos de residencia y trabajo que en cada caso sean exigibles, si 

se trata de extranjeros.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 76  Ley del Comercio de Cantabria

– 1800 –



2. Las autorizaciones se concederán en condiciones no discriminatorias, pero deberá 
preferirse a aquellos comerciantes que tengan concertado un seguro de responsabilidad civil 
por los daños que puedan causar con sus productos. Si la Ordenanza prevé una reserva de 
puestos, deberá utilizar para ello criterios objetivos.

3. Las autorizaciones tendrán una duración máxima de cinco años con el fin de permitir 
la amortización de las inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos, 
prorrogables expresamente por idénticos períodos. Las autorizaciones podrán ser revocadas 
por incumplimiento de las condiciones a las que se encuentren sometidas.

4. La titularidad de las autorizaciones se ajustará a las siguientes condiciones:
a) Las autorizaciones podrán concederse tanto a personas físicas como a sociedades, y 

serán transmisibles, salvo disposición en contrario de la correspondiente ordenanza 
municipal.

b) En el caso de que el titular sea una persona física, podrán desarrollar la venta, 
además del propio titular, sus familiares o dependientes dados de alta en el correspondiente 
régimen de Seguridad Social.

c) No obstante lo señalado en el párrafo a), en el supuesto de fallecimiento de la persona 
física titular de la autorización, siempre podrá sucederle en la titularidad el heredero que se 
designe.

d) En el supuesto de que la autorización sea concedida a una sociedad, ésta deberá 
indicar al Ayuntamiento el nombre de la persona, socio o dependiente que desarrollará la 
actividad, quien deberá estar dada de alta en el régimen de la Seguridad Social que 
corresponda.

e) A los efectos de lo establecido en el párrafo a), se considerará que se ha transferido la 
autorización cuando se incorporen a la sociedad nuevos socios cuya participación supere un 
tercio del capital. Se exceptúa de lo establecido en este párrafo a las sociedades 
cooperativas y a los supuestos de incorporación de nuevos socios por transmisión ?mortis 
causa?.

5. En la autorización deberá especificarse el ámbito territorial de validez, los productos 
autorizados y las fechas en que se podrá llevar a cabo la actividad comercial.

6. Los Ayuntamientos remitirán, dentro del primer trimestre de cada año natural, a la 
Consejería competente en materia de comercio, una relación actualizada de los 
comerciantes a quienes se haya otorgado la autorización correspondiente.

Artículo 55.  Lugares de venta.
1. La delimitación por los Ayuntamientos de aquellos lugares donde pueda ejercerse la 

venta ambulante requerirá audiencia previa de la Cámara de Comercio correspondiente.
2. Los Ayuntamientos cuidarán de que los lugares destinados al ejercicio de la venta 

ambulante se encuentren en las debidas condiciones de limpieza y salubridad y de que 
cuenten con una adecuada dotación de infraestructuras.

Artículo 56.  Productos objeto de venta.
1. Sólo podrá autorizarse la venta de productos alimenticios cuando se cumplan las 

condiciones higiénico-sanitarias que establezca la legislación sectorial sobre la materia para 
cada tipo de producto.

2. No se podrán vender alimentos o productos alimenticios no envasados por quien 
carezca del carné de manipulador de alimentos.

Artículo 57.  Información.
1. Quienes ejerzan el comercio ambulante deberán tener expuestos, de forma fácilmente 

visible para el público, sus datos personales y el documento en el que conste la 
correspondiente autorización municipal, así como una dirección para la recepción de las 
posibles reclamaciones.

2. La identificación del comerciante deberá igualmente figurar en la factura o en el 
comprobante de la venta que habrá de entregarse al comprador.
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CAPÍTULO V
Venta en pública subasta

Artículo 58.  Concepto.
1. La celebración de una pública subasta consiste en ofertar, pública e irrevocablemente, 

la venta de un bien a favor de quien ofrezca, mediante el sistema de pujas y dentro del plazo 
concedido al efecto, el precio más alto por encima de un mínimo, ya se fije éste inicialmente 
o mediante ofertas descendentes realizadas en el curso del propio acto.

2. La regulación de las ventas en pública subasta contenida en la presente Ley se 
aplicará tanto a las efectuadas por empresas que se dediquen habitualmente a esta 
actividad, como a aquellas que la realicen ocasionalmente, quedando excluidas las subastas 
de títulos-valores, las subastas judiciales o administrativas, así como las que se lleven a 
cabo en lonjas, puertos y lugares similares, que se regirán por su normativa específica.

Artículo 59.  Contrato de subasta.
1. En el supuesto de que los bienes a subastar no pertenezcan a la empresa que 

desarrolla esta actividad, las relaciones con el propietario de los mismos se ajustarán a lo 
estipulado entre las partes de acuerdo con la normativa general sobre contratación.

2. En defecto de pacto expreso, se entenderá que todos los gastos de la subasta, 
incluidos los de custodia y, en su caso, tasación, corresponden a la empresa de subastas, 
sin que el propietario deba entregar por este concepto remuneración adicional alguna, fuera 
del precio o gratificación establecido.

También corresponderá a la referida empresa, salvo estipulación en contrario, la 
obligación de custodia y exposición de los bienes y, en su caso, los de inclusión en el 
catálogo.

3. La empresa subastadora deberá comprobar, en su caso, el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la legislación para la protección del tesoro artístico, histórico y 
bibliográfico.

4. El encargo de subasta deberá documentarse por escrito, en el que se identificarán las 
partes, el objeto y condiciones de la venta, así como la retribución de la empresa 
subastadora.

Artículo 60.  Oferta de venta en subasta.
1. La oferta de venta en subasta deberá contener una descripción veraz de los objetos 

que salen a la misma, con identificación de si sus calidades son ciertas o, simplemente, 
supuestas o adveradas por determinado experto.

2. En especial, cuando, en salas especializadas en objetos de arte o de valor, se oferte la 
venta en subasta de una imitación o de un artículo que, aunque aparentemente precioso, no 
lo sea en realidad, deberá hacerse constar, expresamente, esta circunstancia tanto en los 
anuncios como en las invitaciones a las pujas.

Cuando se oferte la venta en subasta de un objeto acompañado del nombre o de las 
iniciales de un determinado autor o precisando que aparece firmado por el mismo, se 
considerará que se vende como original de dicho autor, a menos que consten con claridad 
las oportunas advertencias.

3. Lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo será también de aplicación a las 
ventas de objetos preciosos o artísticos que se oferten al público en forma distinta a la 
subasta.

Artículo 61.  Relaciones entre la empresa subastadora y los licitadores.
1. Únicamente podrá exigirse la constitución de fianza a los licitadores cuando 

expresamente se haya consignado esta condición en los anuncios de la subasta.
En ningún caso, el importe de las fianzas podrá ser superior al 5 por 100 del precio de 

salida de los bienes en cuya licitación se quiera participar.
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2. La fianza constituida por los licitadores a quienes no hubiese sido adjudicado el 
remate les deberá ser reintegrada dentro del plazo máximo de tres días, a contar desde la 
finalización del acto.

3. En el caso de que el rematante no satisficiere el precio en las condiciones en que se 
hizo la adjudicación, perderá la fianza constituida que, en defecto de pacto, corresponderá al 
titular del bien subastado, una vez deducido el premio o comisión atribuible a la empresa 
subastadora, sin perjuicio del derecho del vendedor a exigir el cumplimiento del contrato.

Artículo 62.  Documentación.
1. Adjudicado un bien, se consignará inmediatamente por escrito, procediéndose a la 

entrega del mismo una vez satisfecho el precio del remate o la parte del mismo determinada 
en los correspondientes anuncios.

2. Las ventas en pública subasta deberán, necesariamente, formalizarse mediante 
documento público o privado que, en su caso, podrá ser otorgado por la empresa 
subastadora como mandataria del propietario del bien subastado.

Artículo 63.  Efectos de la venta en subasta.
1. La adquisición de bienes muebles mediante una venta en pública subasta de acuerdo 

con lo previsto en la presente Ley determinará la irreivindicabilidad de los mismos en la 
forma establecida en el artículo 85 del Código de Comercio.

2. La empresa subastadora responderá solidariamente con el titular del bien subastado 
por los vicios o defectos ocultos de la cosa vendida cuando hubiese incumplido las 
obligaciones de información que le impone el artículo 60 de la presente Ley.

Artículo 64.  Autorización.
(Derogado)

CAPÍTULO VI
Venta ocasional

Artículo 65.  Concepto y requisitos.
1. Se denomina venta ocasional a aquella que consista en la oferta de bienes en 

establecimientos o centros, públicos o privados, que no tengan carácter comercial 
permanente para esta actividad, por un período de tiempo limitado y que no se trate de otra 
modalidad de venta expresamente regulada en la presente Ley.

2. Cuando la venta ocasional suponga la entrega inmediata del producto comercializado, 
deberá indicarse al comprador la existencia de un plazo, de al menos siete días, durante el 
cual podrá ejercer el derecho de desistimiento, para lo que se le facilitará una dirección, en la 
cual pueda efectuar la correspondiente devolución o, en su caso, reclamación.

3. Si la entrega del producto se difiere en el tiempo será de aplicación a la venta 
ocasional lo dispuesto en los artículos 39 y siguientes del capítulo II del presente título.

CAPÍTULO VII
Venta domiciliaria

Artículo 66.  Concepto.
1. Se consideran ventas domiciliarias, a los efectos de esta Ley, las realizadas 

profesionalmente mediante la visita del vendedor, o de sus empleados o agentes, al domicilio 
de los posibles compradores, tanto si se produce la entrega de la cosa vendida en el mismo 
momento o no.

2. Tendrá, igualmente, la consideración de venta domiciliaria la llamada «venta en 
reunión», a la que asista un grupo de personas y se celebre en el domicilio de una de ellas.

3. No se considerará venta a domicilio la venta por correspondencia ni las entregas a 
domicilio de mercancías adquiridas por cualquier otro tipo de venta.
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Artículo 67.  Requisitos.
1. (Derogado)
2. Las empresas de venta a domicilio deberán tener a disposición de la autoridad 

administrativa una relación actualizada del personal que intervenga en este tipo de venta.
3. Se deberá cumplir con la normativa reguladora del producto que se vende, no 

pudiendo ser objeto de venta domiciliaria aquellos cuya regulación prohíba este tipo de 
ventas, especialmente los alimenticios y los que, por la forma de presentación u otras 
circunstancias, no cumplan con las normas técnico-sanitarias o de seguridad.

Artículo 68.  Información.
1. La publicidad de la oferta que deberá ser entregada al consumidor incluirá, al menos, 

los siguientes extremos:
a) Identificación y domicilio de la empresa.
b) Datos esenciales del producto, de forma que permitan su identificación inequívoca en 

el mercado.
c) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazos de envío.
2. En todos los supuestos de venta domiciliaria, el vendedor está obligado a poner en 

conocimiento del consumidor, por escrito, el derecho que le asiste de disponer de un 
período, de al menos siete días, durante el cual podrá decidir la devolución del producto de 
que se trate y a recibir las cantidades que haya entregado, salvo que se trate de productos 
perecederos.

TÍTULO V
De la actividad comercial en régimen de franquicia

CAPÍTULO ÚNICO
De la actividad comercial en régimen de franquicia

Artículo 69.  Regulación del régimen de franquicia.
1. La actividad comercial en régimen de franquicia es la que se lleva a efecto en virtud de 

un acuerdo o contrato por el que una empresa, denominada franquiciadora, cede a otra, 
denominada franquiciada, el derecho a la explotación de un sistema propio de 
comercialización de productos o servicios.

2. Las empresas que, teniendo su domicilio en Cantabria, realicen, con el carácter de 
franquiciadoras, la actividad comercial de franquicia, tal como se define en el apartado 
anterior, deberán comunicarlo en el plazo de tres meses a la Consejería competente en 
materia de comercio a los efectos de su inscripción en el correspondiente Registro.

3. Con una antelación mínima de veinte días a la firma de cualquier contrato o 
precontrato de franquicia o entrega por parte del futuro franquiciado al franquiciador de 
cualquier pago, el franquiciador deberá haber entregado al futuro franquiciado por escrito la 
información necesaria para que pueda decidir libremente y con conocimiento de causa su 
incorporación a la red de franquicia y, en especial, los datos principales de identificación del 
franquiciador, descripción del sector de actividad del negocio objeto de franquicia, contenido 
y características de la franquicia y de su explotación, estructura y extensión de la red y 
elementos esenciales del acuerdo de franquicia.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 76  Ley del Comercio de Cantabria

– 1804 –



TÍTULO VI
Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 70.  Clases de infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden pudieran derivarse, 

constituyen infracciones administrativas en materia de ordenación del comercio las acciones 
u omisiones tipificadas en la presente Ley, las cuales serán objeto de sanciones 
administrativas, previa la instrucción del correspondiente expediente sancionador, iniciado de 
oficio o por reclamación o denuncia.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 71.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente Ley 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de la empresa y actividades 
comerciales de que se trate.

Artículo 72.  Infracciones leves.
Tendrán la consideración de infracciones leves:
a) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 

reglamentariamente establecida.
b) El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre los días y horas de 

apertura y cierre de los establecimiento comerciales, o no hacerlo en lugar visible del mismo.
c) El incumplimiento de las normas sobre indicación de precios.
d) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, 

de Ordenación del Comercio Minorista, acerca de las ofertas de venta conjunta.
e) No realizar a la Administración las comunicaciones o notificaciones exigidas por la 

normativa vigente.
f) En general, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley que 

no sean objeto de sanción específica.

Artículo 73.  Infracciones graves.
Tendrán la consideración de infracciones graves:
a) Ejercer una actividad comercial sin previa autorización o sin haber realizado la 

comunicación al Registro de Ventas especiales o de franquiciadores cuando la misma fuera 
preceptiva y corriera a cargo del interesado y no estuviera tipificada como falta muy grave.

b) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

c) Realizar ventas con pérdida, con excepción de las autorizadas en esta Ley, e incumplir 
las normas sobre facturas que recoge en su artículo 13.

d) La apertura del establecimiento comercial en domingo o día festivo no autorizado para 
la realización de actividades comerciales, de aquellos no excepcionados en el artículo 15 de 
esta Ley.

e) La realización de actividades comerciales en horario superior al máximo autorizado.
f) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del 

artículo 17 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, así 
como la falta de entrega por los comerciantes a sus proveedores de un documento que lleve 
aparejada ejecución cambiaria, y la falta de entrega de un efecto endosable a la orden en los 
supuestos y plazos contemplados en el apartado 4 del mismo artículo 17.

g) La venta bajo el anuncio o la denominación de «ventas con obsequio», «ventas en 
rebaja», «ventas en liquidación», «ventas de saldos», o «ventas con descuento», así como 
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la realización de estas actividades, con inobservancia de las características legales 
definidoras de las mismas.

h) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la presente Ley en cuanto a la 
prohibición de simultanear la venta en rebajas con otras ventas promocionales.

i) La venta de artículos defectuosos, salvo en la venta de saldos.
j) La venta en rebajas, en liquidación o con descuento de artículos adquiridos 

expresamente con tal finalidad.
k) El falseamiento, en las ventas promocionales, de la publicidad de su oferta.
l) El incumplimiento del régimen establecido sobre entrega y canje de los obsequios 

promocionales.
m) Modificar durante el período de duración de la oferta de ventas con obsequio el precio 

o la calidad del producto.
n) La oferta de operaciones comerciales en pirámide en la forma prohibida en la Ley 

7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.
ñ) Anunciar ventas como directas de fabricante o mayorista con incumplimiento de lo 

establecido al respecto en el apartado 5 del artículo 2 de esta Ley.
o) El incumplimiento de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 12 de la presente Ley, 

en cuanto a la venta por cooperativas.
p) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades o sus agentes y funcionarios de la Administración comercial en el ejercicio de 
sus funciones de comprobación y el suministro de información inexacta o incompleta.

q) Acaparar o retirar injustificadamente productos destinados directa o indirectamente a 
la venta.

r) Incumplir las disposiciones administrativas relativas a la prohibición de comercializar o 
distribuir determinados productos.

s) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.
t) El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 50 de la presente Ley en cuanto a la 

recuperación del importe en la venta en máquinas automáticas.

Artículo 74.  Infracciones muy graves.
Tendrán la consideración de infracciones muy graves:
a) El ejercicio de actividades comerciales en Grandes Establecimientos Comerciales sin 

la autorización correspondiente o con incumplimiento grave de las condiciones tenidas en 
cuenta para la autorización.

b) La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la información requerida por las 
autoridades y sus agentes en el ejercicio de sus funciones de inspección, cuando se efectúe 
acompañada de violencia física o verbal o cualquier otra forma de presión.

c) Las que, habiéndose calificado de graves, hayan supuesto una facturación, afectada 
por la infracción, superior a un millón (1.000.000) de euros.

d) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 75.  Reincidencia.
1. Se entenderá que existe reincidencia por la comisión, en el término de un año, de más 

de una infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución 
firme.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, para calificar una infracción como 
muy grave sólo se atenderá a la reincidencia en infracciones graves y la reincidencia en 
infracciones leves sólo determinará que una infracción de este tipo sea calificada como 
grave cuando se incurra en el cuarto supuesto sancionable.

Artículo 76.  Prescripción de infracciones.
Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los tres años las calificadas 

de muy graves, a los dos años las calificadas de graves y a los seis meses las calificadas de 
leves.

Estos plazos se contarán a partir de la realización del acto sancionable o de la 
terminación del período de comisión si se trata de infracciones continuadas.
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CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 77.  Graduación.
1. Cada una de las infracciones clasificadas en leves, graves o muy graves se graduarán 

en mínimas, medias y máximas, en función del número de trabajadores o del volumen de 
facturación anual de la empresa infractora, con arreglo a la siguiente escala:

a) Grado mínimo: empresas de hasta cinco trabajadores o con una facturación de hasta 
trescientos mil (300.000) euros.

b) Grado medio: empresas de seis a cincuenta trabajadores o con una facturación desde 
trescientos mil euros y un céntimo (300.000,01) hasta tres millones (3.000.000) de euros.

c) Grado máximo: empresas de más de cincuenta trabajadores o con una facturación 
superior a tres millones (3.000.000) de euros.

Para la aplicación de la escala se tendrá en cuenta la plantilla o la facturación total de la 
empresa o grupo de empresas titular del establecimiento donde se haya cometido la 
infracción.

2. La determinación de la sanción a imponer en cada uno de los grados mínimo, medio o 
máximo se establecerá en función del volumen de la facturación a la que afecte, cuantía del 
beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo durante el que se haya venido 
cometiendo la infracción, reincidencia y capacidad o solvencia económica de la empresa.

3. En todo caso, cuando la cuantía del beneficio ilícito obtenido como consecuencia de la 
infracción supere la de la sanción máxima aplicable, ésta podrá ser incrementada por el 
órgano sancionador hasta igualar el importe total de dicho beneficio.

Artículo 78.  Medidas sancionadoras.
1. Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley serán sancionadas de acuerdo con la 

siguiente graduación:
a) Infracciones leves:
1.º Grado mínimo: apercibimiento o multa de hasta doscientos (200) euros.
2.º Grado medio: multa desde doscientos euros y un céntimo (200,01) hasta 

cuatrocientos (400) euros.
3.º Grado máximo: multa desde cuatrocientos euros y un céntimo (400,01) hasta 

seiscientos (600) euros.
b) Infracciones graves:
1.º Grado mínimo: multa desde seiscientos euros y un céntimo (600,01) hasta mil (1.000) 

euros.
2.º Grado medio: multa desde mil euros y un céntimo (1.000,01) hasta tres mil (3.000) 

euros.
3.º Grado máximo: multa desde tres mil euros y un céntimo (3.000,01) hasta seis mil 

(6.000) euros.
c) Infracciones muy graves:
1.º Grado mínimo: multa desde seis mil euros y un céntimo (6.000,01) hasta quince mil 

(15.000) euros.
2.º Grado medio: multa desde quince mil euros y un céntimo (15.000,01) hasta sesenta 

mil (60.000) euros.
3.º Grado máximo: multa desde sesenta mil euros y un céntimo (60.000,01) hasta 

seiscientos mil (600.000) euros.
2. Las cuantías fijadas en el apartado precedente podrán ser actualizadas, en función del 

índice de precios al consumo, mediante Decreto del Gobierno de Cantabria, a propuesta de 
la Consejería competente en materia de comercio.

3. El Gobierno de Cantabria, en el supuesto de infracciones muy graves que supongan 
un grave perjuicio económico o generen una amplia alarma social o se trate, al menos, de la 
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tercera reincidencia, podrá acordar el cierre temporal de la empresa o establecimiento 
infractor por un plazo máximo de un año.

Artículo 79.  Suspensión temporal de la actividad.
Con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, el Gobierno 

de Cantabria podrá adoptar la medida de cierre de las instalaciones o de los 
establecimientos que no dispongan de las autorizaciones preceptivas o de la suspensión de 
su funcionamiento hasta que se rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos, en los 
supuestos de falta muy grave.

Dicha medida se adoptará mediante acuerdo motivado.

Artículo 80.  Prescripción de sanciones.
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, por 

las graves a los dos años y por las leves a los seis meses.
El plazo de prescripción comenzará a contarse a partir de la firmeza de la resolución 

sancionadora.

Artículo 81.  Órganos competentes.
Sin perjuicio de las competencias atribuidas a otras Administraciones públicas o a otros 

centros directivos, los órganos competentes para resolver el procedimiento sancionador e 
imponer las sanciones por el incumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley son:

a) El Director general que tenga atribuidas las competencias en materia de comercio, en 
las infracciones leves.

b) El titular de la Consejería competente en materia de comercio, en las infracciones 
graves.

c) El Gobierno de Cantabria, en las infracciones muy graves y para los supuestos de 
cierre temporal de la empresa o establecimiento infractor, por un plazo máximo de un año.

Se autoriza al Gobierno de Cantabria para modificar, mediante Decreto, las 
competencias atribuidas en el presente artículo.

Artículo 82.  Procedimiento sancionador.
1. La imposición de sanciones habrá de sujetarse a las normas básicas en materia de 

procedimiento administrativo común.
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa de un procedimiento 

sancionador en materia de comercio será de un año contado desde la fecha del acuerdo de 
iniciación.

Disposición adicional primera.  Registros.
Reglamentariamente se establecerá el contenido de los Registros de Asociaciones de 

Comerciantes y de Ventas Especiales, así como los requisitos para la inscripción en los 
mismos.

Disposición adicional segunda.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones a lo dispuesto en la presente Ley que constituyan un acto ilícito en 

materia de defensa del consumidor y usuario, serán sancionadas de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley de Cantabria 1/2006, de 7 de marzo, de Defensa de los Consumidores y 
Usuarios.

Disposición adicional tercera.  Competencias de los Ayuntamientos.
Corresponderá a los Ayuntamientos la vigilancia del cumplimiento de los requisitos 

establecidos para la realización de las ventas especiales que precisen de su autorización, 
pudiendo imponer las sanciones que procedan según lo establecido en la legislación local o 
dar traslado de la denuncia al órgano competente en materia de comercio del Gobierno de 
Cantabria para su tramitación.
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Disposición transitoria primera.  Suspensión de licencias.
(Derogada)

Disposición transitoria segunda.  Adaptación de Ordenanzas municipales y mantenimiento 
de la declaración de zona de gran afluencia turística.

(Derogada)

Disposición transitoria tercera.  Tramitación de expedientes.
(Derogada)

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 

opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Autorización de desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno de Cantabria y al Consejero competente en materia de comercio 

para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Aplicación de legislación supletoria.
En todo lo no previsto en la presente Ley, será de aplicación, con carácter supletorio, la 

legislación estatal sobre esta materia.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Cantabria».
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§ 77

Ley 7/1998, de 5 de junio, de Artesanía de Cantabria

Comunidad Autónoma de Cantabria
«BOCT» núm. 125, de 25 de junio de 1998
«BOE» núm. 195, de 15 de agosto de 1998

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1998-19940

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN REGIONAL DE CANTABRIA
Conózcase que la Asamblea Regional ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad el 

Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía para 
Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Cantabria 7/1998, de 5 de junio, de Artesanía de 
Cantabria.

PREÁMBULO
La Constitución Española establece, en su artículo 130.1, que «los poderes públicos 

atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, 
de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía a fin de equiparar el nivel de 
vida de todos los españoles».

El Estatuto de Autonomía para Cantabria dispone, en su artículo 22.12, competencia 
exclusiva en materia de artesanía.

El sector artesano requiere especial atención de los poderes públicos para modernizarse 
y adaptarse a las nuevas demandas del mercado al mismo tiempo que para proteger sus 
formas tradicionales de producción frente a la industrialización y fabricación en serie de los 
productos tradicionalmente artesanos.

La artesanía constituye, además, en muchas de sus manifestaciones, la expresión formal 
y cultural de la historia de esta región y sus testimonios un componente fundamental del 
Patrimonio Etnográfico de Cantabria.

La presente Ley se orienta a diferentes aspectos de la artesanía regional; su ordenación 
como actividad profesional y empresarial, su promoción, la protección de formas y usos en 
vías de extinción, la representación de intereses, la formación de nuevos artesanos, etc.

La presente Ley define la actividad artesanal a la vez que regula el medio de acreditar la 
condición de artesano, maestro artesano y taller artesano. Dispone el marco adecuado para 
fomentar la actividad y formación de artesanos y talleres a través de diversos medios. Se 
crea, asimismo, el Consejo de Artesanía y Talleres Artesanos de Cantabria en términos 
similares a los contemplados en otras leyes análogas.

Se estructura la Ley en cuatro capítulos, dieciséis artículos, dos disposiciones 
adicionales y una disposición final.
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CAPÍTULO I
Objeto, ámbito y delimitación de la actividad artesana

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
Esta Ley tiene por objeto:
a) Ayudar a la modernización y reestructuración de las actividades artesanas, mejorando 

sus condiciones de rentabilidad, gestión y competitividad en el mercado, velando, al mismo 
tiempo, por la calidad de su producción y eliminando los obstáculos que puedan oponerse a 
su desarrollo en la Comunidad Autónoma de Cantabria.

b) Colaborar en la creación de los cauces de comercialización necesarios para lograr 
que la actividad artesana, además de ser socialmente deseable, sea económicamente 
rentable.

c) Recuperar las manifestaciones artesanales propias de Cantabria, procurar la 
continuación de las ya existentes, difundirlas y divulgarlas.

d) Favorecer el autoempleo.
e) Fomentar la creación de nuevas actividades artesanales.
f) Favorecer la formación de artesanos y propiciar el desarrollo de sus actividades, 

fomentando las vocaciones personales y la divulgación de técnicas artesanales.
g) Favorecer el acceso del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o a las 

subvenciones que puedan establecerse por parte del Consejo de Gobierno y de las 
Administraciones Públicas en general; así como fomentar sistemas cooperativos y 
asociativos.

h) Coordinar las manifestaciones artesanales con los programas turísticos de Cantabria.
i) Estimular el desarrollo de la enseñanza de la artesanía en los sistemas educativos y 

los centros escolares.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
La presente Ley es de aplicación a los artesanos y empresas artesanas ubicadas en la 

Comunidad Autónoma de Cantabria.

Artículo 3.  Concepto de artesanía.
A los efectos de la presente Ley, se considera actividad artesana toda actividad 

económica que suponga la creación, producción, restauración o reparación de bienes de 
carácter artístico o popular.

Igualmente, será considera actividad artesana la prestación de servicios realizados 
mediante procesos en los que la actividad desarrollada sea predominantemente manual y 
que dé como resultado un producto final individualizado y distinto de una producción 
industrial totalmente mecanizada o en grandes series.

Artículo 4.  Clasificación de las actividades artesanales.
1. Las actividades artesanales se clasifican en cuatro grupos:
a) Artesanía artística o de creación.
b) Artesanía de bienes de consumo.
c) Artesanía de servicios.
d) Artesanía tradicional o popular de Cantabria.
2. Cada uno de estos grupos podrá ser objeto de un tratamiento específico y 

diferenciado.
3. Las adscripciones de las actividades artesanales a una o varias de estas categorías 

se harán mediante un repertorio de actividades artesanas.

Artículo 5.  Taller artesano.
1. La calificación de taller artesano podrá otorgarse a toda unidad económica en la que 

se realicen actividades artesanales y que reúna las siguientes condiciones:
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a) Que la actividad desarrollada tenga un carácter preferentemente manual, sin que 
pierda este carácter por el empleo de utensilios y maquinaria auxiliar siempre que se origine 
un producto individualizado.

b) Que como responsable de la actividad figure un artesano o maestro artesano que la 
dirija y participe en la misma.

c) Que la actividad que desarrolle figure en el Registro de Actividades Artesanas de 
Cantabria.

d) Que el número de trabajadores no familiares empleados con carácter permanente no 
exceda de diez, excepto aprendices alumnos.

2. También podrán tener la consideración de taller artesano las unidades de carácter 
cooperativo o asociativo que, estando formadas por artesanos en activo, se dediquen 
exclusivamente a la comercialización de productos artesanos.

Artículo 6.  El artesano.
La Dirección General competente en la materia solicitará informe al Consejo de 

Artesanía de Cantabria para fijar las condiciones necesarias para obtener la calificación de 
artesano. En todo caso, para obtener la calificación de artesano será preciso hallarse al 
corriente en el pago de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social y reunir alguno 
de los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión de título obtenido con arreglo a la legislación vigente o disponer de 
título académico que habilite para la práctica artesana de que se trate.

b) Ejercer notoria y públicamente la actividad de oficio artesano, durante un período 
mínimo que será fijado por la Consejería competente a propuesta del Consejo de Artesanía 
de Cantabria.

c) Cualquier otro que se fije por la Consejería competente, previo informe del Consejo de 
Artesanía de Cantabria.

CAPÍTULO II
Registro y censo de artesanos y talleres artesanos

Artículo 7.  Acreditación y Registro.
1. La condición de artesano o taller artesano se acreditará mediante la posesión de 

documento de calificación artesanal expedido por la Consejería competente, previa consulta 
al Consejo de Artesanía de Cantabria, a aquellos artesanos o talleres artesanos que, 
reuniendo los requisitos exigidos en esta Ley y en las normas que se dictan para su 
desarrollo, así lo soliciten. Dicho documento tendrá una validez de tres años pudiendo ser 
renovados por iguales períodos, a petición del interesado, en la forma que 
reglamentariamente se establezca.

2. A tal efecto, se crea en la Consejería de Turismo, Trabajo y Comunicaciones e 
Industria, el Registro de Artesanos y Talleres Artesanos de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria.

Artículo 8.  Acceso a beneficios.
Será requisito indispensable estar inscrito en el Registro de Artesanos y Talleres 

Artesanos de la Comunidad Autónoma de Cantabria para poder acceder a los beneficios que 
la Administración tenga establecidos o establezca para la protección, fomento y ayuda a la 
artesanía, así como para poder obtener los distintivos y certificados de origen, calidad y 
procedencia geográfica de los productos artesanos que se puedan instaurar al amparo de la 
presente Ley.

Artículo 9.  Solicitudes.
Las solicitudes de inscripción en el Registro de Artesanos y Talleres de Cantabria se 

formularán ante la Consejería de Turismo, Transportes y Comunicaciones e Industria en los 
plazos, forma y condiciones que reglamentariamente se determinen.
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Artículo 10.  Censo y certificaciones.
1. El Registro de Artesanos y Talleres Artesanos de Cantabria será único y público y 

constará de las siguientes secciones:
a) Censo de actividades artesanas: Su objeto será la inscripción de cuantos trabajos y 

actividades obtengan el reconocimiento oficial de actividades artesanas.
b) Censo de talleres artesanos: Su objeto será la inscripción de todas las unidades 

económicas que solicitaren y obtuvieren la calificación de taller artesano.
c) Censo de artesanos y maestros artesanos: Su objeto será la inscripción de los que 

obtengan y acrediten el reconocimiento de tal condición.
2. El Registro estará obligado a expedir las certificaciones que sean solicitadas por los 

interesados sobre los extremos que figuren en él.

CAPÍTULO III
Consejo de Artesanía de Cantabria

Artículo 11.  Creación.
Se crea el Consejo de Artesanía de Cantabria como órgano colegiado de representación 

de las distintas entidades y organismos, así como de los propios artesanos y de sus 
organizaciones profesionales. Igualmente, el Consejo asesorará a la Administración 
Regional y estará adscrito a la Consejería de Turismo, Trabajo y Comunicaciones e 
Industria.

Artículo 12.  Funciones.
El Consejo de Artesanía de Cantabria tendrá las siguientes funciones:
a) Informar preceptivamente los proyectos relativos a la elaboración del censo de 

actividades artesanales y a su permanente actualización, a las condiciones para el 
reconocimiento de la calidad de artesano y a la de los talleres de este carácter.

b) Estudiar y proponer a la Consejería de Turismo, Trabajo y Comunicaciones e Industria 
las disposiciones y medidas de todo tipo tendentes a fomentar la promoción, protección y 
comercialización de las actividades artesanas en Cantabria.

c) Informar, también preceptivamente, los programas de formación artesanal, las 
declaraciones de protección singularizada y la regulación de marcas de origen o 
calificaciones similares que se proyecten.

d) Evacuar los informes que le sean requeridos por el titular de la Consejería 
competente.

e) Proponer aquellas medidas que el Consejo considere precisas para cumplir lo 
establecido en el artículo 3 de esta Ley.

f) Proponer, al titular de la Consejería competente, medidas y acciones para incluir en los 
planes de fomento y difusión de la artesanía.

g) Informar preceptivamente los planes de fomento de la artesanía elaborados por la 
Consejería competente y las condiciones para adquirir la condición de artesano.

h) Fomentar el asociacionismo profesional en el sector.
i) Proponer la inclusión de actividades en la sección de actividades artesanas.
j) Estudiar y proponer las normas reguladoras para el otorgamiento de las certificaciones 

de calidad artesanal y de sus distintivos.
k) Emitir informe preceptivamente sobre los proyectos de declaración de zonas de 

interés artesanal.
l) Colaborar en labores de conservación y rehabilitación del Patrimonio Cultural de 

Cantabria.
m) Cualesquiera otras funciones que se le encomienden por disposición o acuerdo de 

rango suficiente.
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Artículo 13.  Constitución del Consejo.
El Consejo estará constituido por:
El titular de la Consejería de Turismo, Transportes y Comunicaciones e Industria, o 

miembro de la Dirección Regional en quien delegue, que actuará de Presidente del Consejo.
A propuesta del Consejero, formarán parte del mismo:
a) Cinco miembros designados por el Consejero de Turismo, Trabajo y Comunicaciones 

e Industria, de los cuales uno será un miembro de la Comisión Técnica del Patrimonio 
Etnográfico de la Consejería de Cultura y Deporte.

b) Cinco miembros designados por los artesanos, elegidos a través de sus asociaciones 
profesionales, que se renovarán periodicamente.

c) Un experto nombrado por la Universidad de Cantabria con voz y sin voto.
d) Actuará como Secretario, como voz y sin voto, un funcionario de la Consejería 

competente, designado al efecto.
El Consejo se reunirá al menos cada seis meses.

CAPÍTULO IV
Desarrollo del sector

Artículo 14.  De las ayudas.
1. Los talleres artesanos y empresas artesanas, siempre que cumplan los requisitos que 

se establezcan reglamentariamente, podrán acogerse a:
a) Las distintas líneas de ayuda que pueda convocar la Administración autonómica para 

la instalación, ampliación, traslado o reforma del total o parte de la infraestructura y medios 
de producción.

b) Al apoyo a la comercialización de sus propios productos, mediante las siguientes 
acciones:

1.ª Participación en muestras, exposiciones y ferias impulsadas por la Administración 
Regional.

2.ª A subvenciones, en la forma que se determine, para la participación en actos 
similares fuera del territorio de la Comunidad Autónoma.

3.ª A ser declaradas de interés artesanal aquellas comarcas o áreas geográficas que se 
distingan por su actividad artesanal y por un producto homogéneo. Estas comarcas o áreas 
podrán utilizar, en la forma que reglamentariamente se establezca, un distintivo de su 
identidad y de procedencia geográfica creado al efecto.

4.ª A desarrollar centros de artesanía en áreas de interés artesano dedicados tanto a 
fomentar el conocimiento y conservación de la artesanía como a impulsar su 
comercialización, en concierto con programas de promoción turística.

5.ª A impulsar cooperativas artesanas de comercialización.
2. La Administración Regional incluirá en sus campañas publicitarias y folletos de 

promoción, referencias expresas a la artesanía tradicional de Cantabria.
3. El Gobierno de la Comunidad Autónoma creará un premio de artesanía para aquellos 

artesanos e investigadores que más hayan destacado en la recuperación de las tradiciones 
artesanas de Cantabria.

Artículo 15.  De la formación.
1. Se crearán becas o ayudas para la formación y reciclaje de artesanos.
2. Se promoverán cursos formativos en técnicas de fabricación manual que apoyen la 

difusión de formas de trabajo artesanal tradicional.
3. Se establecerán convenios específicos con las escuelas-taller para facilitar a los 

jóvenes una formación específica en el terreno de la artesanía.
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4. Se formalizarán acuerdos con la Consejería de Educación y Deporte para la 
introducción de la artesanía como materia optativa o actividad extraescolar y complementaria 
en los niveles de enseñanza no universitaria.

Artículo 16.  Proyectos y planes.
El Consejo de Gobierno solicitará del Consejo de Artesanía de Cantabria los informes 

necesarios para:
a) Elaborar y/o actualizar el censo de artesanos, las condiciones para el reconocimiento 

de la calidad de artesano y de los talleres de este carácter.
b) Poner en marcha los programas de formación artesanal, las declaraciones de 

protección singularizada y la regulación de marcas de origen o calificaciones similares que 
se proyecten.

c) Diseñar planes de fomento de la artesanía.

CAPÍTULO V
Regulación del sector

Artículo 17.  La calidad y distintivos.
La Consejería competente, oído el Consejo de Artesanía de Cantabria, dictará las 

normas precisas para acreditar la calidad de los productos artesanos, creará distintivos y 
otorgará certificaciones de calidad para su identificación en el mercado.

Artículo 18.  Áreas geográficas.
Aquellas comarcas o áreas geográficas que se distingan por su actividad artesanal y por 

uno o varios productos homogéneos, podrán ser declaradas zonas de interés artesanal; lo 
que permitirá utilizar, en la forma que reglamentariamente se determine, un distintivo de su 
identidad de procedencia geográfica, creado al efecto.

La declaración y regulación de las zonas de interés geográfico y regulación de las zonas 
de interés geográfico correspondiente, la efectuará la Consejería de Turismo, Trabajo y 
Comunicaciones e Industria, oído el Consejo de Artesanía de Cantabria.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno de Cantabria para que dicte las disposiciones 

reglamentarias que exija el desarrollo y aplicación de esta Ley.
Por la Consejería de Turismo, Trabajo y Comunicaciones e Industria se elevará al 

Consejo de Gobierno, en un plazo máximo de tres meses, la nueva estructura orgánica que 
contemple el reparto de las funciones de artesanía y las unidades administrativas 
encargadas de su gestión.

Disposición final segunda.  
Por el Consejo de Gobierno se procederá a publicar en el «Boletín Oficial de Cantabria», 

en el plazo de tres meses, el Decreto regulador de la composición y funcionamiento del 
Consejo de Artesanía de Cantabria.

Disposición final tercera.  
Por la Consejería competente se procederá a:
a) Proponer en el plazo de un mes, a partir de la publicación del Decreto anteriormente 

mencionado, a los Vocales del Consejo de Artesanía y proceder a la constitución de éste.
b) Aprobar, en el plazo de dos meses desde la constitución del Consejo de Artesanía, el 

repertorio de actividades artesanas.
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Disposición final cuarta.  
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Cantabria».
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§ 78

Ley 3/2005, de 14 de marzo, de Ordenación de la actividad comercial 
y las actividades feriales en la Comunidad Autónoma de La Rioja

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 40, de 22 de marzo de 2005

«BOE» núm. 84, de 8 de abril de 2005
Última modificación: 28 de diciembre de 2012

Referencia: BOE-A-2005-5660

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA
Sepan todos los ciudadanos que el Parlamento de La Rioja ha aprobado, y yo, en 

nombre de su Majestad el Rey y de acuerdo con el que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1
El Estatuto de Autonomía de La Rioja, aprobado por Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, 

modificado por Ley Orgánica 2/1999, de 7 de enero, atribuye a La Rioja competencia 
exclusiva para el ejercicio de la potestad legislativa, potestad reglamentaria y la función 
ejecutiva en materia de «comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de 
la libre circulación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la 
competencia» y en materia de «régimen de ferias y mercados interiores» (artículo 8. uno, 
ordinales 6 y 7). En consecuencia, con fundamento en los mencionados títulos habilitantes 
queda fuera de toda duda la competencia de la Comunidad Autónoma de La Rioja para 
establecer y promulgar mediante Ley el régimen jurídico administrativo de ordenación del 
comercio interior y el de las ferias y mercados que se desarrollan dentro de su territorio.

No basta, sin embargo, con que la Constitución y su Estatuto de Autonomía faculten a 
una Comunidad Autónoma para legislar en una determinada materia para justificar cualquier 
iniciativa de carácter normativo. La procedencia y la oportunidad de una norma en materia 
de comercio interior vienen exigidas por otras razones y, por lo que a La Rioja hace 
referencia, por las tres siguientes.

En primer lugar, la propia actuación normativa del Estado en esta materia que ha 
concebido la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista, en aquellas 
materias que no son de su exclusiva competencia, como una legislación de aplicación 
supletoria en defecto de las normas dictadas por las Comunidades Autónomas en ejercicio 
de sus competencias.

En segundo lugar, por la existencia de distintas instancias con competencia para dictar 
normas en materia de comercio interior (Unión Europea, Estado, Comunidades Autónomas, 
Corporaciones locales) que hacen necesaria, no solo una coordinación y cooperación entre 
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las mismas para evitar contradicciones y unificar políticas de actuación, sino la existencia de 
concretos poderes dentro de las Administraciones Públicas para llevar a cabo las funciones 
de ejecución en esta materia, reglamentando, fomentando, controlando y, en su caso, 
sancionando las actuaciones de los operadores económicos que ponen en el mercado 
bienes a disposición de los consumidores y usuarios.

Y, en tercer lugar, por la existencia en la Comunidad Autónoma de La Rioja de un sector 
comercial que presenta unas características propias, motivadas no solo por causas que 
tienen su origen en las circunstancias concretas que se dan en esta Comunidad, como la 
densidad de población, las estructuras de consumo sino también, por el grado de dotación 
comercial existente.

Estas tres razones son las que, principalmente, justifican la promulgación de esta Ley.

2
En cuanto al contenido de la Ley, la misma –como reza su propio título– pretende 

ordenar y fomentar la actividad comercial y las actividades feriales que se desarrollan en el 
ámbito de La Rioja. Se trata, en consecuencia, de una norma de carácter administrativo que 
se limita a establecer el marco jurídico dentro del cual debe desarrollarse la actividad 
comercial, los principios ordenadores de dicha actividad y la actuación de las distintas 
Administraciones Públicas en sus funciones de regulación, fomento y disciplina. 
Necesariamente, por tanto, quedan fuera del ámbito objetivo de esta Ley la regulación de las 
relaciones entre los sujetos protagonistas del mercado interior: los empresarios y los 
consumidores o usuarios. Dichas relaciones, por exigencias, fundamentalmente, de los 
números 6.º y 8.º del artículo 149.1 de la Constitución, son de competencia exclusiva del 
Estado; junto con otras que encuentran su fundamento en el número 13.º del mismo 
precepto constitucional que también deja en las exclusivas manos de aquél «las bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica».

Por otra parte, esta Ley también debe responder al principio de protección de los 
consumidores como expreso mandato constitucional.

Dentro de estos límites, impuestos por la propia Constitución, la presente Ley, que se 
estructura en seis títulos, integrados por setenta y siete artículos, dos Disposiciones 
Adicionales, dos Disposiciones Transitorias, una Disposición Derogatoria y tres 
Disposiciones Finales, se sistematiza en torno a los tres tipos básicos en que se divide la 
acción administrativa: la acción reguladora de ordenación de las actividades, la de fomento y 
la de disciplina o control.

Obedeciendo a esta sistemática, el Título I define el objeto y ámbito de aplicación de la 
Ley y distingue entre las distintas clases de actividad comercial.

El Título II está consagrado al establecimiento del régimen administrativo de la actividad 
comercial y, dentro del mismo, crea y regula dos piezas básicas para una ordenación 
racional y moderna de la misma: el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales y el 
Consejo Riojano de Comercio. Se trata de dos piezas básicas para la ordenación de la 
actividad comercial por cuanto el Registro va a permitir la elaboración y actualización 
permanente de un censo comercial en La Rioja que, por una parte, contribuirá a la definición 
de las políticas de ayudas públicas al sector comercial y, por otra, facilitará el ejercicio de las 
funciones de control y tutela de los intereses públicos en el ámbito de la actividad comercial.

El Consejo Riojano de Comercio, como órgano colegiado de participación de los 
sectores interesados en la ordenación de la actividad comercial, será el instrumento que 
garantizará y defenderá los intereses generales que han de presidir la acción administrativa 
en materia de política comercial en aspectos de tanta trascendencia para el sector como las 
solicitudes de licencia comercial para el establecimiento o modificación de grandes 
establecimientos comerciales, los proyectos normativos de ordenación del comercio y de la 
actividad comercial y, en general, cualquier proyecto de las Administraciones Públicas 
destinado al fomento y mejora del sector comercial.

Este Título regula, asimismo, materias de tanta relevancia para el comercio interior como 
el régimen de los precios y el de los horarios comerciales, dentro de los límites 
constitucionales y estatutarios que configuran las competencias en la materia.

A la regulación de los equipamientos comerciales se dedica el Título III de la Ley en el 
que, tras definirse lo que se entiende por establecimiento comercial, se aborda uno de los 
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puntos más debatidos en la materia: el régimen legal de los grandes establecimientos, 
especialmente en lo que se refiere a la concesión de licencias para su apertura. La Ley, 
sigue lo establecido en la normativa estatal sobre la materia, pero completa dicho régimen 
con la previsión de un Plan General de Equipamientos Comerciales que, tiene por objeto 
establecer las directrices para adecuar el equipamiento comercial en las poblaciones a las 
necesidades de consumo y compra que permita lograr un nivel adecuado de equipamiento 
comercial y una correcta distribución territorial de los establecimientos comerciales, la 
introducción progresiva y armónica de los nuevos sistemas de venta y que contribuya a la 
creación de nuevos empleos alternativos en el sector de comercio y al mantenimiento de los 
existentes, adaptándolos a las nuevas estructuras de distribución comercial y a las 
exigencias sociales, con las reformas que puedan proceder en el comercio tradicional y su 
papel en el mantenimiento y conservación de núcleos urbanos tradicionales.

El Título IV de la Ley está dedicado a la regulación de las modalidades específicas de 
venta. En este punto la norma, a diferencia de las promulgadas por otras Comunidades 
Autónomas, se limita a definir dichas modalidades remitiéndose en punto a su regulación a 
las normas estatales sobra la materia dado que, excepto en lo que hace referencia al deber 
de registro de los empresarios que las realizan, el régimen jurídico de dichas ventas se 
encuadra dentro de la legislación civil o mercantil, espacios que, salvo excepciones, le están 
vedados al legislador autonómico por imperativo constitucional.

El Título V de la Ley se dedica a establecer la ordenación de las actividades feriales y su 
funcionamiento que, no obstante su papel esencial en la promoción del comercio, no habían 
merecido hasta ahora la atención del legislador. En este punto la Ley, siguiendo las 
elaboradas en otras Comunidades Autónomas con una mayor tradición que la nuestra en la 
materia, define qué se entiende por actividades feriales, lleva a cabo una clasificación de las 
mismas y establece la categoría de «Ferias y Exposiciones Oficiales de La Rioja», 
calificación que la Comunidad Autónoma otorgará a aquellos certámenes que se celebren en 
recintos de carácter permanente, dispongan de un reglamento interno de participación de los 
expositores y superen unos determinados niveles en cuanto a concurrencia y superficie 
ocupada.

El Título VI de la Ley se dedica a la regulación de la actuación pública de fomento de la 
actividad comercial estableciéndose los principios que han de inspirar la acción 
administrativa en la materia: el respeto a los principios de libre y leal competencia y de 
defensa de los consumidores y usuarios, por una parte, y el desarrollo de una política de 
reforma de las estructuras comerciales encaminada a la modernización y racionalización del 
sector.

Por último, el mismo Título VI de la Ley regula la inspección y el régimen de infracciones 
y sanciones en materia de comercio interior y de ferias y mercados interiores tratando de 
coordinar los principios que en el mismo se establecen con los ya existentes en materia de 
consumo, dadas las indudables relaciones entre ambas materias.

La Ley concluye con las correspondientes Disposiciones adicionales, transitorias y 
finales, entre las cuales merecen destacarse las siguientes.

En primer lugar, se crea la Tasa por tramitación de la licencia comercial específica para 
contribuir a los gastos extras que la prestación de este servicio origina a la Administración.

Y en segundo lugar, el establecimiento de una vacatio prudente, que se ha estimado en 
el plazo de seis meses, para la entrada en vigor de la Ley; período de tiempo que ha de 
permitir no solo que la Administración se prepare para poder aplicar y desarrollar la norma y 
dictar las disposiciones necesarias para su ejecución, sino también para que los sectores 
interesados puedan conocer el nuevo marco normativo al que van a quedar sometidos.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto establecer el marco jurídico administrativo para el 

desarrollo de la actividad comercial y las actividades feriales en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, con la finalidad de fomentar, ordenar y modernizar estas 
actividades, obteniendo modelos comerciales basados en la diversidad y pluralidad de su 
oferta en el territorio en el que se desarrollan, en el marco de la libertad de establecimiento y 
libertad de prestación de servicios y con las excepciones que los intereses generales 
demanden en el establecimiento de régimen de autorización.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Quedan sometidos a la presente Ley las personas físicas y jurídicas que de forma 

habitual realizan actividades de mediación entre la producción y el consumo en el mercado 
así como las entidades organizadoras de actividades feriales y las manifestaciones 
comerciales realizadas por las mismas.

2. Asimismo se incluye en el ámbito de aplicación de la presente Ley la venta realizada 
por los artesanos, de sus productos, en su propio taller.

3. Quedan excluidas del ámbito de la presente Ley, aquellas actividades comerciales 
que, en razón de su objeto o naturaleza, se encuentren reguladas por una legislación 
específica.

4. La presente Ley tendrá, en todo caso, carácter supletorio para aquellas actividades 
comerciales y feriales que se hallen reguladas por normativa específica.

CAPÍTULO II
De la actividad comercial

Artículo 3.  Concepto.
A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial la llevada a cabo por 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que actúen tanto por cuenta propia como 
ajena, con la finalidad de poner a disposición de los consumidores y usuarios productos 
susceptibles de tráfico comercial.

Artículo 4.  Actividad comercial mayorista.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial de carácter mayorista el 

ejercicio habitual de la actividad de adquisición de productos y la venta de éstos a otros 
comerciantes, mayoristas o minoristas que no constituyan consumidores finales de los 
mismos.

2. La actividad comercial mayorista no podrá ejercerse simultáneamente con la minorista 
en un mismo establecimiento, salvo que se mantengan debidamente diferenciadas y se 
respeten las normas específicas aplicables a cada una de estas modalidades de distribución.

Artículo 5.  Actividad comercial minorista.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial de carácter minorista o 

detallista, el ejercicio profesional y con ánimo de lucro de la actividad de adquisición de 
productos para su venta al consumidor final.

2. La actividad comercial minorista debe, salvo los supuestos especiales previstos en 
esta Ley, desarrollarse en establecimientos fijos y permanentes por cualesquiera de los 
métodos de venta admitidos por la práctica comercial.
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Artículo 6.  Prohibiciones y restricciones al ejercicio de la actividad comercial.
1. No podrán ejercer la actividad comercial, además de las personas físicas y jurídicas a 

las que les esté específicamente prohibido por la normativa vigente, aquellas otras a las que 
su normativa específica les exija dedicación exclusiva a la actividad que desarrollan.

2. Se prohíbe expresamente la exposición y venta de productos al comprador cuando 
provengan de personas cuya actividad sea distinta a la comercial y, como consecuencia de 
la actividad que les es propia, tengan como finalidad principal la realización de préstamos, 
depósitos u operaciones de análoga naturaleza, incorporadas a la oferta comercial de la 
mercancía, de tal manera que una no pudiese hacerse efectiva sin la otra.

En todo caso, se presumirá la existencia de estas actuaciones en el supuesto de que el 
comprador pudiera realizar pedidos o adquirir productos en los establecimientos de aquéllas.

Artículo 7.  Cooperativas de consumidores y usuarios.
1. Las cooperativas de consumidores y usuarios, así como cualesquiera otras que 

suministren bienes y servicios a sus socios y a terceros, deberán limitar su actividad 
exclusivamente a sus socios; cualquier otra actividad dirigida al público en general, deberá 
estar debidamente diferenciada y se regirá por las normas generales que afecten al 
comercio minorista.

2. Los economatos y, en general, cualquier tipo de establecimiento que, de acuerdo con 
la legislación vigente, suministren productos exclusivamente a una colectividad de 
empleados, beneficiarios o socios y que reciban para esta finalidad cualquier tipo de ayuda o 
subvención no podrán en ningún caso suministrar dichos productos al público en general. 
Fuera de este caso, podrán suministrar productos al público en general, siempre y cuando 
estén efectivamente diferenciadas las zonas en que se efectúe el comercio dirigido a 
empleados, beneficiarios o socios y al público en general y se sometan a las normas 
generales del comercio minorista.

TÍTULO II
Régimen administrativo de la actividad comercial

CAPÍTULO I
Del ejercicio de la actividad comercial

Artículo 8.  De los principios aplicables al ejercicio de la actividad comercial.
El ejercicio de la actividad comercial se desarrollará de acuerdo con los principios de 

libertad de empresa, libre competencia y las exigencias de la economía general, en el marco 
de la economía de mercado, y conforme a la legislación vigente en la materia.

Artículo 9.  De las condiciones administrativas para el ejercicio de la actividad comercial.
1. Podrán ejercer la actividad comercial las personas físicas y jurídicas que de 

conformidad con la legislación vigente posean la capacidad jurídica necesaria según lo 
establecido en la legislación mercantil y cumplan los requisitos establecidos por esta Ley.

2. Son requisitos generales para el ejercicio de cualquier actividad comercial:
a) Estar dado de alta, cuando proceda, en el epígrafe o epígrafes correspondientes al 

Impuesto de Actividades Económicas y al corriente del pago, así como, satisfacer todos los 
tributos que para el ejercicio de la actividad comercial establezca cualquier Administración 
Pública.

b) Estar dado de alta en el Régimen de la Seguridad Social que le corresponda y 
encontrarse al corriente del pago de las cotizaciones que procedan.

c) Disponer de las autorizaciones autonómicas y municipales correspondientes, que han 
de estar en el lugar donde se lleve a cabo la actividad comercial.
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3. El ejercicio de ventas a distancia, venta a domicilio, venta automática y venta en 
pública subasta requerirá comunicación a la Administración pública competente en comercio 
interior en las condiciones y plazos que legal o reglamentariamente se determinen. La 
Consejería con competencias en materia de Comercio podrá determinar los tipos de ventas 
especiales o de actividades de promoción de ventas que deberán ser sometidas a régimen 
de comunicación. Corresponde a los ayuntamientos otorgar las autorizaciones para el 
ejercicio de la venta ambulante y mercados de ocasión en sus respectivos términos 
municipales, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.2 de esta ley

Artículo 10.  Oferta comercial y prohibición de limitar la adquisición de artículos.
1. El ejercicio de la actividad comercial estará sujeto a las condiciones que integren la 

oferta de bienes en el mercado y a la normativa reguladora de la presentación y etiquetado 
de los mismos. Los productos deberán llevar incorporados en lengua castellana cuanta 
información sea legalmente exigible y apropiada para el conocimiento de los mismos, los 
riesgos de su utilización y, en su caso, las condiciones especiales para su adquisición.

2. Los comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que puedan ser adquiridos 
por cada comprador, ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos, 
para las compras que superen un determinado volumen. En el caso de que en un 
establecimiento abierto al público no se dispusiera de existencias para cubrir la demanda se 
atenderá a la prioridad temporal en las solicitudes, debiendo proceder en todo caso a poner 
en conocimiento de los consumidores el agotamiento de las existencias.

3. Solo excepcionalmente la Administración Pública competente en la materia y siempre 
por motivos de interés público, podrá limitar la cantidad de artículos que pueden ser 
adquiridos por cada comprador.

CAPÍTULO II
Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La Rioja

Artículo 11.  Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La Rioja.
1. Se crea el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La Rioja, adscrito a 

la Dirección General que tenga atribuidas competencias en materia de comercio interior, sin 
que la inscripción en el mismo por el comerciante, ya sea persona física o jurídica, constituya 
requisito previo para el ejercicio de la actividad comercial, con las excepciones que 
legalmente se puedan establecer en función del interés general a proteger.

2. Los objetivos del registro en La Rioja son:
a) Permitir la elaboración y permanente actualización del censo comercial.
b) Servir de instrumento estadístico y disponer de información adecuada sobre su 

estructura comercial para la elaboración y definición de las políticas públicas en el desarrollo 
y consolidación del sector comercial y en las de calidad de los servicios y atención de los 
derechos e intereses de los consumidores y usuarios.

c) Facilitar el ejercicio de las funciones de control y tutela de los intereses públicos en el 
sector comercial y la leal competencia en el ejercicio de la actividad comercial.

d) Mantener una información actualizada que permita el conocimiento público del sector 
comercial de La Rioja, mediante la utilización de las tecnologías adecuadas, en relación con 
los sectores de actividad comercial, sus productos y ubicación de los puntos de venta en el 
territorio.

Artículo 12.  Inscripción en el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La 
Rioja.

La inscripción en el registro será gratuita y se podrá realizar, de acuerdo con lo que al 
efecto se establezca reglamentariamente:

a) De oficio, partiendo de los censos comerciales que se realicen, de la información 
derivada de las solicitudes de ayudas presentadas ante la Administración Pública, así como 
por la aplicación de instrumentos de colaboración con otras administraciones públicas.
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b) A instancia de parte, mediante comunicación voluntaria del comerciante o 
asociaciones comerciales debidamente autorizadas a estos efectos.

Artículo 13.  Funcionamiento del Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La 
Rioja.

1. La estructura, organización y funcionamiento del Registro de Comerciantes y 
Actividades Comerciales de La Rioja se determinará reglamentariamente y será público, sin 
que pueda contener datos de carácter personal no relacionados con la actividad comercial 
que se desarrolle o se pretenda desarrollar.

2. El órgano o unidad administrativa responsable del fichero automatizado que contenga 
el registro, adoptará las medidas de organización y gestión que aseguren la confidencialidad, 
seguridad e integridad de los datos, así como aquellas que garanticen las obligaciones y 
derechos reconocidos en la legislación de aplicación de protección de datos de carácter 
personal, para ejercer el derecho de acceso, rectificación, cancelación y oposición.

CAPÍTULO III
De los precios y horarios comerciales

Sección 1.ª Precios

Artículo 14.  De los precios.
1. Los comerciantes tendrán libertad para fijar los precios de los productos, sin perjuicio 

de las limitaciones establecidas por la legislación vigente en materia de precios y márgenes 
comerciales y de protección de la libre competencia.

2. En todo caso, los precios de los productos, así como su exhibición al público, deberán 
cumplir lo dispuesto en la normativa dictada para la protección de los consumidores y 
usuarios.

3. El precio de venta anunciado se entenderá como el total del producto adquirido al 
contado, incluido todo impuesto o gravamen que recaiga sobre el mismo.

Artículo 15.  Ventas a pérdida.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, se considerará venta a pérdida, 

aquella actividad comercial que se realiza cuando el precio de venta practicado por el 
comerciante de cualquier producto, es inferior a su precio de compra. La venta a pérdida 
solo se podrá ofertar y efectuar en la venta en liquidación, en la venta de saldos, o cuando 
se trate de productos perecederos en fechas próximas a su inutilización comercial, a menos 
que quien la realice tenga por objetivo alcanzar los precios de uno o varios competidores con 
capacidad para afectar, significativamente, a sus ventas.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo se considerará que existe 
venta con pérdida, cuando el precio aplicado a un producto sea inferior al de adquisición 
según factura, deducida la parte proporcional a los descuentos que figuren en la misma, o al 
de reposición si éste fuera inferior a aquél o al coste efectivo de producción si el artículo 
hubiese sido fabricado por el propio comerciante, incrementados en las cuotas de los 
impuestos que graven la operación. No se computarán, las retribuciones o las bonificaciones 
de cualquier tipo que signifiquen compensación por los servicios prestados. En ningún caso, 
podrán utilizarse las ofertas conjuntas o los obsequios a los compradores para evitar lo 
dispuesto en el presente artículo.

3. Las facturas se entenderán aceptadas en todos sus términos y reconocidas por sus 
destinatarios, cuando no hayan sido objeto de reparo en el plazo de los veinticinco días 
siguientes a su remisión. En el caso de que no sean conformes se dispone sobre la anterior 
de un plazo adicional de diez días para su subsanación y nueva remisión de la 
correspondiente factura rectificada. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, no se 
tendrán en cuenta las modificaciones contenidas en facturas rectificativas emitidas en fecha 
posterior a los plazos indicados.
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Artículo 16.  Información sobre los precios y medios de pago.
1. Los comerciantes están obligados a exhibir al público en los escaparates y vitrinas de 

sus establecimientos el precio de las mercancías que se encuentren expuestas al público. 
Esta información obligatoria se expondrá de forma claramente legible para el público en 
general.

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones especiales en la información de 
precios por motivo de seguridad, de homogeneidad o de la naturaleza del producto.

3. El precio de venta al público se hará constar precedido de las siglas P.V.P. y se 
expresará por unidad de medida y de forma inequívoca, fácilmente identificable y claramente 
legible.

4. El comerciante deberá informar por escrito en su establecimiento y de forma visible de 
todos los medios de pago que admita, así como de la posibilidad en su caso, de devolución 
del producto, y de las condiciones para dicha devolución, cuando se derive, exclusivamente, 
del interés o conveniencia del comprador.

5. Si en el marcaje del precio de un producto existiesen dos o más precios diferentes, el 
comerciante estará obligado a vender al precio más bajo de los exhibidos.

6. En aquellos productos que habitualmente se vendan a granel y se presenten a la 
venta en cantidades o volúmenes preestablecidos, los mismos se expondrán a la venta con 
indicación del precio por unidad de medida habitual, indicando, además, la medida del 
producto y el precio resultante.

7. En las ventas a plazos, el comerciante deberá en todos los casos, incluida la 
publicidad, informar al comprador del importe de cada plazo, el número de ellos, la 
periodicidad de los pagos y el precio total resultante. En los supuestos en los que ello 
implique la concertación de un crédito, el tipo de interés aplicado se expresará de acuerdo 
con lo dispuesto en la legislación correspondiente.

8. Siempre que la entrega total o parcial de productos o la prestación de servicios 
complementarios sea diferida a un momento posterior a la estipulación del contrato, el 
comerciante deberá extender factura o documento sustitutivo, haciendo constar las 
prestaciones debidas y la parte del precio que haya recibido.

Artículo 17.  Indicación de precios en los productos ofrecidos a distancia.
En aquellos supuestos en los que la venta de un producto sea ofrecida al comprador o 

usuario a través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y dentro de un 
sistema de contratación a distancia organizado por el vendedor, la información deberá incluir, 
además del precio, incluidos todos los impuestos, el importe de los gastos de entrega y 
transporte y de los posibles gastos de devolución, en su caso. Asimismo, se informará al 
usuario de la forma de pago y sistema de reembolso.

Artículo 18.  Exigibilidad de los precios anunciados.
Los precios anunciados serán exigibles por los usuarios aún cuando no se correspondan 

con los que figuren en el contrato celebrado o en la factura o comprobante recibido, no 
pudiendo ser aplicado un precio superior al anunciado.

Sección 2.ª Horarios comerciales

Artículo 19.  De los horarios comerciales.
1. Sin perjuicio de la normativa básica del Estado, esta materia se regirá por las reglas 

que se establecen a continuación.
2. El horario global en que los comercios podrán desarrollar su actividad durante el 

conjunto de días laborables de la semana, en la Comunidad Autónoma de La Rioja, será 
como máximo, de noventa horas.

3. Los domingos y festivos en que los comercios podrán permanecer abiertos al público 
serán determinados por la Consejería competente en materia de comercio, previa consulta al 
Consejo Riojano de Comercio, en atención a las necesidades comerciales de La Rioja, de 
acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal.
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4. El horario de apertura, dentro de los días laborables de la semana, será libremente 
decidido por cada comerciante, respetando siempre el límite máximo del horario global. 
También será libremente determinado el horario correspondiente a los domingos o días 
festivos de cada actividad autorizada.

5. Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 
pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas, y las 
denominadas tiendas de conveniencia, así como las instaladas en estaciones de transporte y 
en zonas y municipios de gran afluencia turística tendrán plena libertad para determinar los 
días y horas en que permanecerán abiertos al público.

Se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta no superior a 500 metros cuadrados, permanezcan abiertas al público al 
menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta en forma similar, entre libros, periódicos 
y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, juguetes, regalos y artículos varios.

6. Por la Consejería competente en materia de turismo se determinarán las zonas y 
municipios turísticos, así como los períodos a que se contrae la aplicación de la libertad de 
apertura de las mismas, previo informe de la Consejería competente en materia de 
Comercio.

7. También tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán 
abiertos al público los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los 
anteriores, que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior 
a 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución 
que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente 
o que operen bajo el mismo nombre comercial de dichos grupos o empresas.

8. (Suprimido)
9. Por razones de orden público, los Ayuntamientos podrán acordar el cierre, de manera 

singularizada, de establecimientos que vendan bebidas alcohólicas.

Artículo 20.  De la información sobre los horarios comerciales.
Los titulares de establecimientos comerciales sometidos a la presente Ley, estarán 

obligados a exponer en sus escaparates o en cualquier otro lugar de su establecimiento 
legible desde el exterior el horario de apertura y cierre que tengan establecido.

CAPÍTULO IV
Del Consejo Riojano de Comercio

Artículo 21.  Consejo Riojano de Comercio.
1. Se creará el Consejo Riojano de Comercio, como órgano colegiado de participación 

en la ordenación de la actividad comercial, que, con carácter consultivo, garantice y defienda 
los intereses generales en la misma.

2. El Consejo Riojano de Comercio, adscrito a la Consejería competente en materia de 
comercio interior, no participa en la estructura jerárquica de la Administración Pública 
Autonómica, si bien forma parte de dicha Administración.

Artículo 22.  Funciones del Consejo Riojano de Comercio.
1. Emitir informe preceptivo y no vinculante sobre:
a) Los anteproyectos o proyectos normativos de ordenación del comercio y de la 

actividad comercial, incluidos las referentes a horarios comerciales, festivos hábiles 
comercialmente y periodos temporales de realización de actividades de promoción de 
ventas.

b) Los planes o directrices de ordenación territorial que afecten al sector comercial, con 
los objetivos de atender a necesidades colectivas de la población y equilibrar y armonizar el 
desarrollo y ordenación territorial sectorial, en el marco de la libertad de establecimiento y 
prestación de servicios y una libre y leal competencia y calidad de los servicios.
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2. Formular cuantas propuestas de actuación estime convenientes para el fomento de la 
eficiencia de las estructuras y equipamientos comerciales que, partiendo de los principios de 
un desarrollo sostenible, la innovación tecnológica y la protección del medio ambiente y 
entorno urbano, en el marco de las peculiaridades propias de los asentamientos de 
poblaciones en La Rioja, atiendan a las necesidades de los consumidores con el mejor nivel 
de servicios.

Artículo 23.  Composición y funcionamiento.
Reglamentariamente se determinará la composición del Consejo Riojano de Comercio, 

en el que deberán figurar, al menos, la representación de los agentes económicos y sociales, 
la representación de las asociaciones de consumidores, la representación de las 
Corporaciones Locales de La Rioja y se determinará su régimen de funcionamiento, así 
como las condiciones de nombramiento, sustitución y cese de sus miembros.

TÍTULO III
Concepto de establecimiento comercial y régimen de autorización de grandes 

establecimientos comerciales

CAPÍTULO I
De los establecimientos comerciales

Artículo 24.  Concepto de establecimiento comercial.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales los locales, construcciones 

e instalaciones de carácter fijo y permanente, cubiertos o sin cubrir, exentos o no, exteriores 
o interiores, con escaparates o sin ellos, así como cualquiera otros que legal o 
reglamentariamente reciban tal calificación, destinados al ejercicio efectivo y regular de 
actividades comerciales, ya sea en forma individual o en espacio colectivo, e 
independientemente de que se realice de forma continuada o en días o temporadas 
determinadas.

Quedan incluidos en la definición anterior los quioscos y en general las instalaciones de 
cualquier clase que cumplan con la finalidad señalada en el apartado anterior, siempre que 
tengan el carácter de inmueble de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 334 del Código 
Civil.

2. Los establecimientos comerciales podrán tener carácter individual o colectivo. Los de 
carácter colectivo son los integrados por un conjunto de puntos de venta instalados en el 
interior de un mismo recinto, en el que se ejercerán las respectivas actividades de forma 
empresarialmente independiente.

Reglamentariamente podrán determinarse las definiciones y clasificaciones de los 
establecimientos comerciales en atención a los productos que se ofrezcan a la venta, su 
forma de presentación y la superficie útil de venta y exposición.

Artículo 25.  Instalación de establecimientos comerciales.
Con carácter general y salvo las excepciones que se establezcan y definan legalmente, 

basadas en razones de interés general, la instalación de establecimientos comerciales no 
estará sujeta a régimen de autorización comercial.

CAPÍTULO II
De los grandes establecimientos comerciales

Artículo 26.  Concepto de gran establecimiento comercial minorista.
1. A los efectos de lo dispuesto en esta ley, tendrán la consideración de grandes 

establecimientos comerciales minoristas los establecimientos individuales o colectivos que, 
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destinándose al comercio minorista de cualquier clase de artículos, tengan una superficie 
comercial útil para la exposición y venta al público de acuerdo a los siguientes parámetros:

a) En municipios con menos de 10.000 habitantes, los que tengan una superficie 
comercial superior a 1.000 metros cuadrados.

b) En municipios que tengan entre 10.000 y 25.000 habitantes, los que tengan una 
superficie comercial superior a 1.500 metros cuadrados.

c) En municipios con 25.000 o más habitantes, los que tengan una superficie comercial 
superior a 2.500 metros cuadrados.

2. Se exceptúan de lo dispuesto en el apartado anterior para su consideración como gran 
establecimiento comercial los viveros de venta al por menor.

Las dimensiones señaladas en los párrafos a) y b) del apartado anterior no serán de 
aplicación a la superficie destinada a la venta de los parques temáticos ni a los 
establecimientos dedicados a la venta de muebles, maquinaria, automóviles y otros artículos 
de grandes dimensiones, que requieran de un gran espacio físico, que tengan una superficie 
comercial no superior a los 2.500 metros cuadrados.

3. Se consideran grandes establecimientos comerciales minoristas colectivos:
a) Los parques comerciales, integrados por un conjunto de edificaciones de uso 

comercial o industrial y ubicados en una misma área o recinto común urbanizado, que 
tengan una superficie comercial definida en el número 1 del presente artículo.

b) Los centros comerciales integrados por un conjunto de establecimientos comerciales 
independientes, pertenecientes a una o varias empresas, con gestión unitaria y coordinada 
en relación con los servicios comunes del propio centro, y que ofrezcan una única imagen 
como centro comercial.

4. Los mercados municipales, ubicados en inmuebles demaniales destinados a la 
prestación del servicio público de mercado a la población, en puestos y espacios 
gestionados por el comerciante adjudicatario y que ofrecen mayoritaria y esencialmente 
productos de alimentación, no tendrán la consideración de gran establecimiento comercial, 
aunque superen la superficie comercial señalada en el apartado 1 de este artículo.

5. No precisarán licencia comercial aquellos proyectos que supongan la ampliación de 
establecimiento en explotación, autorizados como gran establecimiento, siempre que la 
superficie de venta en que se vaya a incrementar no exceda del 20% de la superficie inicial 
autorizada. No obstante, la ejecución de estos proyectos deberá comunicarse a la 
Consejería competente en materia de Comercio, a través del procedimiento que 
reglamentariamente se determine.

6. El Gobierno de La Rioja podrá desarrollar reglamentariamente el régimen de 
excepciones a lo establecido en el apartado primero del presente artículo, delimitando zonas 
del territorio y establecimientos a los que afecten razones de interés supramunicipal.

Artículo 27.  Del régimen de autorización de grandes establecimientos comerciales.
1. La instalación o ampliación de la superficie comercial de un gran establecimiento 

comercial minorista estará sometida, salvo la excepción prevista en párrafo 5 del artículo 26 
de la Ley, a régimen de autorización administrativa, que, como licencia comercial, en su 
caso, se otorgará mediante resolución de la Consejería con competencias en materia de 
Comercio Interior del Gobierno de La Rioja.

Igualmente estará sometida a licencia comercial la ampliación o modificación de un 
establecimiento comercial preexistente, cuando a consecuencia de aquellas accediera a la 
condición de gran establecimiento comercial.

El régimen de autorización y su procedimiento, así como las condiciones para su 
concesión será desarrollado reglamentariamente en el marco del ordenamiento jurídico 
comunitario, estatal y autonómico que se determina en la presente norma y las normas 
reglamentarias que en su desarrollo dicte el Gobierno de La Rioja.

2. El establecimiento del régimen de autorización de los grandes establecimientos 
comerciales y las condiciones a valorar en el procedimiento de concesión se fundamentarán 
en la protección de los siguientes intereses generales:
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a) La protección del entorno urbano, en atención a su ubicación en el territorio del 
término municipal correspondiente y la clasificación urbanística del suelo donde pretenda 
instalarse, con la incidencia sobre los servicios públicos que sobre el citado entorno pueda 
tener su construcción y explotación.

A estos efectos, las condiciones del régimen de autorización valorarán positivamente la 
ubicación del gran establecimiento en perímetros urbanos consolidados en cada municipio y 
que coadyuven a la revitalización social y urbanística de los mismos.

b) La conservación, protección y mejora de la calidad ambiental y la utilización prudente 
y racional del suelo, teniendo en cuenta el impacto ambiental que pueda producir la totalidad 
de la superficie construida, su sostenibilidad ambiental y las actuaciones de transformación 
urbanística que provoquen en relación con la ampliación y reforzamiento de los servicios o 
infraestructuras públicas preexistentes, incluidas las que afectan a la red viaria de 
comunicación y transporte, sin perjuicio de las obligaciones que como promotor de la 
transformación urbanística le correspondan legalmente al promotor.

c) La protección del patrimonio histórico, cultural y natural.
d) La incidencia de la explotación del proyecto en la calidad del empleo, con valoración 

positiva de la contratación indefinida, de las condiciones de trabajo y la incorporación al 
mercado laboral de colectivos con dificultades de inserción.

e) La protección de los derechos e intereses de los consumidores y usuarios con la 
implantación de códigos de buenas prácticas y resolución extrajudicial de conflictos.

f) Las características comerciales del proyecto, con la finalidad de obtener la mayor 
calidad posible de los servicios, incluyendo mecanismos de control y certificación de la 
misma.

g) La promoción de las nuevas tecnologías de la comunicación.
h) La inversión en energías renovables.

Artículo 27 bis.  Procedimiento de concesión de la licencia comercial.
1. El procedimiento administrativo de concesión de licencia comercial de un gran 

establecimiento comercial se iniciará previa solicitud de la persona física o jurídica promotora 
del proyecto acompañada de la documentación que se determine reglamentariamente en 
forma impresa o electrónica, de conformidad con los procedimientos, instrumentos y 
garantías que reglamentariamente se habiliten al efecto.

2. La solicitud y documentación correspondiente se dirigirá a la Consejería con 
competencias en comercio interior, pudiendo solicitar que de la misma se dé traslado al 
ayuntamiento en cuyo término municipal pretenda ubicarse para el inicio y realización de los 
trámites que a la Administración municipal correspondan sobre la actividad proyectada.

3. La Administración municipal deberá formalizar informe debidamente motivado, que 
será vinculante si fuere desfavorable, sobre el proyecto presentado, en el plazo de un mes 
desde la fecha de recepción del expediente, entendiendo que, transcurrido el plazo citado sin 
emisión y puesta en conocimiento del órgano responsable de la tramitación, es positivo.

La solicitud del informe interrumpe el plazo para dictar resolución. Solicitada la emisión 
del informe municipal, quedará en suspenso el plazo máximo para dictar resolución en el 
procedimiento, al considerase el citado informe preceptivo y determinante, debiendo 
comunicarse al interesado.

El cómputo del plazo expresado para la emisión del informe municipal podrá ser objeto 
de suspensión, si a criterio municipal fuera necesario requerir al peticionario la subsanación 
sobre la documentación presentada, comunicándolo simultáneamente al órgano responsable 
de la gestión del expediente en la Administración General de la Comunidad Autónoma.

4. El informe municipal deberá pronunciarse al menos sobre los siguientes extremos en 
relación con el proyecto presentado:

a) Aptitud del uso proyectado del suelo al planeamiento urbanístico municipal vigente o 
la necesidad de su modificación.

b) Impacto en la red viaria, infraestructuras y servicios públicos municipales.
c) Efectos sociales en el entorno urbano.
d) Cualquier otro efecto del proyecto que considere de interés.
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5. Simultáneamente a la tramitación municipal expresada en los apartados anteriores, el 
órgano responsable de la gestión del expediente de la Administración autonómica procederá 
en las condiciones que reglamentariamente se determinen a realizar las siguientes 
actuaciones:

a) Solicitar informe de impacto del proyecto a la autoridad autonómica competente en 
protección del medio ambiente, ordenación territorial, calidad ambiental y medio natural, si el 
proyecto pretende ubicarse en suelo no urbanizable, susceptible de cambio de uso mediante 
la transformación urbanística consecuente.

b) Solicitar informe del proyecto a la autoridad autonómica competente en materia de 
patrimonio histórico-artístico si el proyecto es susceptible de afectar a un bien jurídico 
protegido en esa materia.

El proyecto deberá ser sometido a información pública conforme a las disposiciones 
contenidas en el artículo 86 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Este trámite podrá 
ser realizado por la Administración municipal correspondiente, dando conocimiento de su 
resultado a la Administración autonómica competente en materia de comercio interior o, en 
su defecto, será realizado por esta última Administración.

6. Reglamentariamente, se regulará la tramitación telemática del procedimiento, 
atendiendo a las disposiciones de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de 
los ciudadanos a los Servicios Públicos.

7. El órgano responsable de la tramitación y gestión del expediente será la Dirección 
General con competencia en Comercio Interior, que elaborará la propuesta de resolución 
correspondiente, que necesariamente deberá aludir a la resolución municipal de actividad 
clasificada que pueda exigirse.

8. El plazo máximo para la resolución del expediente será de seis meses a contar desde 
la fecha de presentación de toda la documentación completa del expediente, incluido el 
informe o resolución municipal ante el órgano gestor de la Administración autonómica. No 
obstante, el cómputo del plazo podrá interrumpirse de acuerdo con lo establecido en el 
presente artículo y las leyes de aplicación. La suspensión del plazo para dictar resolución 
será puesto en conocimiento del interesado.

Transcurrido el plazo determinado sin resolución expresa, se entenderá que la licencia 
comercial ha sido concedida. En ningún caso podrá entenderse adquirida por silencio 
positivo licencia comercial si el proyecto de establecimiento incurriese en infracción de la 
normativa de ordenación de los recursos naturales, territorial, urbanística o sectorial 
aplicable, en cuyo caso no se entenderán adquiridas las facultades para las que habilita la 
licencia comercial.

Excepcionalmente, podrá acordarse por el órgano gestor la ampliación, por una sola vez, 
del plazo máximo de resolución y notificación, debidamente motivada.

9. La licencia comercial concedida tendrá vigencia indefinida, sin perjuicio de la 
caducidad de la misma por causa imputable al interesado, previo procedimiento 
contradictorio, en los siguientes supuestos:

a) Cuando transcurrido el plazo determinado en la licencia urbanística de obras, las 
mismas no se hayan comenzado en forma regular o no hayan finalizado, sin perjuicio de las 
prórrogas que puedan proceder.

b) Transcurridos tres años desde la fecha de concesión de la licencia de actividad 
comercial, sin que la misma se haya hecho efectiva en los términos de la autorización 
concedida.

Igualmente y mediante procedimiento contradictorio se podrá revocar la licencia por el 
órgano que la concedió, por causa imputable al interesado, sin que la misma comporte 
indemnización alguna, cuando se incumplan las condiciones establecidas en la propia 
licencia.

10. La transmisión de la titularidad del establecimiento sometido a licencia comercial 
requerirá su previa comunicación al órgano competente para su concesión.

CAPÍTULO III
Planes territoriales especiales de grandes establecimientos comerciales
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Artículo 28.  Objetivo.
El objetivo de los planes territoriales especiales de grandes establecimientos comerciales 

será el de propiciar la utilización adecuada, racional y equilibrada del territorio para usos 
comerciales, en cuanto recurso natural no renovable y soporte obligado para el ejercicio de 
las actividades de los agentes económicos, cuando se puedan ver afectados intereses 
supramunicipales.

Las propuestas que se elaboren podrán servir como instrumentos para el desarrollo de 
un urbanismo comercial, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo III del título I de la 
Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja sobre:

a) Sistema viario afectado, previsión de conexión y accesos, y los efectos en la movilidad 
de las personas y de los medios de transporte.

b) Obras de infraestructuras y servicios públicos afectados.
c) Contaminación atmosférica y lumínica.
d) Conservación de espacios naturales de La Rioja.

CAPÍTULO IV
De los mercadillos y mercados de ocasión

Artículo 29.  De los mercadillos.
1. Son mercadillos aquellas superficies de venta, previamente acotadas por la autoridad 

municipal, en las que se instalan, normalmente con periodicidad previamente establecida, 
puestos de venta, de carácter no permanente, destinados a la venta de determinados 
productos.

2. Los Ayuntamientos podrán autorizar las ventas en mercadillos, determinando el 
número de puestos de cada uno y el tipo de productos que pueden ser vendidos de 
conformidad con lo establecido en esta Ley y en el resto de la legislación en vigor en materia 
de ventas fuera del establecimiento comercial.

Artículo 30.  De los mercados de ocasión.
1. Se entienden por mercados de ocasión, a efectos de lo dispuesto en esta Ley, 

aquellos lugares o establecimientos en los que se llevan a cabo transacciones de productos 
que, por ser de segunda mano, se realizan en condiciones más ventajosas para los 
compradores que en los establecimientos habituales. Queda prohibida la venta en dichos 
mercados de productos distintos de los enunciados en este apartado, así como de productos 
alimenticios.

2. La autorización para vender productos en los mercados de ocasión quedará sujeta a 
los mismos requisitos exigidos para la venta ambulante, indicados en esta Ley. Respecto de 
los lugares en los que podrán instalarse los mercados de ocasión, cuando no radiquen en 
establecimientos permanentes, será aplicable lo establecido en el artículo 34 de esta Ley y 
en la normativa reguladora del ejercicio de determinadas modalidades de venta fuera de un 
establecimiento comercial permanente.

Artículo 31.  Información sobre mercadillos.
1. Sin menoscabo de las competencias municipales en materia de mercadillos y 

mercados de ocasión, para facilitar el cumplimiento de las funciones estadísticas y, en 
general, para el fomento y una más racional distribución de los mercadillos de productos 
típicos y artesanales, los Ayuntamientos remitirán a la Consejería competente en materia de 
comercio, con periodicidad anual, relación completa de los mercadillos y mercados de 
ocasión que se celebren en su término municipal, indicando los lugares en que se instalan, la 
superficie de venta, el número de puestos, las fechas en que tienen lugar y los productos 
autorizados para cada uno de ellos.

2. Asimismo, y a efectos informativos, será remitida dicha documentación a la Cámara 
Oficial de Comercio e Industria de La Rioja y al Consejo Riojano de Comercio.
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TÍTULO IV
Modalidades específicas de venta

CAPÍTULO I
Disposición general

Artículo 32.  Modalidades específicas de venta.
Se consideran modalidades específicas de venta, a los efectos de esta Ley, tanto las 

ventas especiales como las promociones de venta.

CAPÍTULO II
De las ventas especiales

Artículo 33.  Principio general.
Toda actividad comercial debe, salvo los supuestos especialmente previstos en esta Ley, 

desarrollarse en el propio establecimiento permanente del vendedor y por cualesquiera de 
los métodos de venta admitidos por la práctica comercial.

Artículo 34.  Concepto.
1. Se consideran ventas especiales aquéllas no celebradas en un establecimiento 

comercial abierto al público de manera permanente, y especialmente, las ventas a distancia, 
la venta ambulante, las ventas automáticas, las ventas domiciliarias y las ventas en subasta 
pública.

2. Los comerciantes que se dediquen a la realización de cualquiera de las modalidades 
de venta señaladas en el número anterior deberán comunicarlo en la forma y plazo que se 
determine reglamentariamente al órgano de la Administración competente en materia de 
comercio interior, quien procederá de oficio a su inscripción en el Registro de Comerciantes y 
Actividades Comerciales de La Rioja, sin perjuicio de las obligaciones de inscripción en otros 
registros sectoriales o de carácter nacional.

Sección 1.ª Ventas ambulantes o no sedentarias

Artículo 35.  Concepto.
1. Son ventas ambulantes o no sedentarias las realizadas por los comerciantes fuera de 

un establecimiento comercial permanente, en puestos o instalaciones desmontables 
(transportables o móviles), ubicados en solares y espacios abiertos o en la vía pública, en 
lugares y fechas variables. Dichos puestos o instalaciones no podrán situarse en los accesos 
a lugares comerciales o industriales, ni a sus escaparates o exposiciones, ni a edificios de 
uso público.

2. Corresponde a los ayuntamientos otorgar las autorizaciones para el ejercicio de la 
venta ambulante en sus respectivos términos municipales, de acuerdo con sus normas 
específicas y las contenidas en la legislación vigente. En todo caso, los comerciantes que se 
dediquen a este tipo de venta deberán estar identificados en el puesto de venta para que los 
destinatarios de los productos y oferta de venta puedan conocer en forma directa los datos 
de titularidad y el domicilio del comerciante.

El número de autorizaciones para la venta ambulante podrá ser limitado por los 
ayuntamientos en función del espacio y las ubicaciones de suelo o instalaciones públicas de 
que dispongan para este tipo de venta.

La duración de las licencias para este tipo de venta no podrá concederse por tiempo 
indefinido, debiendo permitir en todo caso la amortización de las inversiones y la obtención 
de los rendimientos económicos de los capitales invertidos.

En cualquier caso, el procedimiento de selección entre los solicitantes, si exceden del 
número de puestos, garantizará la transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la 
publicidad adecuada sobre el inicio, desarrollo y finalización del proceso de selección.
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3. En ningún caso podrán ser objeto de venta ambulante o no sedentaria los bienes o 
productos cuya propia normativa lo prohiba, especialmente los de carácter alimenticio y 
aquellos otros que, por razón de su presentación u otros motivos, no cumplan la normativa 
técnico-sanitaria y de seguridad.

Artículo 36.  Modalidades de venta ambulante o no sedentaria.
1. A efectos de esta Ley se entiende por:
a) Venta ambulante o no sedentaria en mercados fijos: aquella que se autoriza en 

lugares determinados, anejos a los mercados que tienen sede permanente en las 
poblaciones.

b) Venta ambulante o no sedentaria en mercados periódicos: aquella que se autoriza en 
los mercados que se celebran en las poblaciones, en lugares establecidos, con una 
periodicidad habitual y determinada.

c) Venta ambulante o no sedentaria en mercados ocasionales: aquella que se autoriza 
en mercados esporádicos que tienen lugar con motivo de fiestas o acontecimientos 
populares.

d) Venta ambulante o no sedentaria de productos de naturaleza estacional en lugares 
instalados en la vía pública: aquella que, con criterios restrictivos y excepcionales, puede 
autorizarse una vez fijados el número de puestos y su emplazamiento o las zonas 
determinadas donde debe realizarse.

e) Venta ambulante o no sedentaria mediante vehículos-tiendas: la realizada de forma 
habitual, ocasional, periódica o continuada, por personas autorizadas, en vehículos-tiendas 
en las fechas, el calendario y los itinerarios aprobados previamente por los Ayuntamientos.

2. En todas las modalidades de venta ambulante o no sedentaria, los comerciantes 
deberán informar a los consumidores de la dirección donde se atenderán, en su caso, sus 
reclamaciones. Dicha dirección figurará, igualmente, en la factura o en el comprobante de 
venta.

Sección 2.ª Ventas a domicilio

Artículo 37.  Concepto.
1. Se consideran ventas domiciliarias aquellas formas de distribución comercial ejercidas 

por comerciantes que ofrecen sus productos y proponen o concluyen los contratos en el 
domicilio particular o en el lugar de trabajo del comprador, en el que se personan el 
vendedor, sus empleados o sus representantes. Los comerciantes que se dediquen a este 
tipo de venta deberán comunicarlo a la Administración competente en materia de Comercio 
en la forma y plazo que se determine reglamentariamente, que procederá de oficio a su 
inscripción en el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La Rioja.

2. Se asimilarán a las ventas a domicilio y quedan sometidas a su mismo régimen:
a) Las denominadas ventas en reuniones, en las que la oferta de las mercancías se 

efectúa mediante demostración practicada ante un grupo de personas, en reunión 
ocasionalmente organizada por una de ellas en su propio domicilio o a petición del vendedor.

b) Las realizadas durante una excursión organizada por el comerciante.
3. No se consideran comprendidos en dicho concepto los repartos a domicilio de 

mercancías adquiridas en establecimientos permanentes ni las entregas a domicilio de 
mercancías basadas en la existencia de un contrato de suministro entre el cliente y quien 
realiza el reparto o su principal.

4. En ningún caso podrán venderse a domicilio bebidas, productos alimenticios ni 
cualesquiera otros a los que su normativa reguladora prohiba expresamente su puesta en el 
mercado mediante este sistema de venta, así como los que, por su forma de presentación o 
por otras circunstancias, no cumplan las normas técnico-sanitarias o de seguridad que les 
sean aplicables.

5. La publicidad de la oferta, que deberá ser entregada al consumidor, incluirá la 
identificación de la empresa vendedora, los datos esenciales del producto de forma que 
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permitan su identificación inequívoca en el mercado y el precio, forma y condiciones de 
pago, gastos y plazo de envío.

6. El vendedor está obligado a poner en conocimiento del consumidor, por escrito, el 
derecho que le asiste de disponer de un período de reflexión, no inferior a siete días, durante 
el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate y recibir las cantidades que 
haya entregado, de conformidad con lo establecido en la Ley 26/1991, de 21 de noviembre, 
de protección de los consumidores en el caso de contratos celebrados fuera de los 
establecimientos mercantiles.

Sección 3.ª Ventas a distancia

Artículo 38.  Concepto.
1. A los efectos de esta Ley, se consideran ventas a distancia las celebradas sin la 

presencia física simultánea del comprador y del vendedor, siempre que su oferta y 
aceptación se realicen de forma exclusiva a través de una técnica cualquiera de 
comunicación a distancia, y dentro de un sistema de contratación a distancia organizado por 
el vendedor.

2. Las ventas a distancia se regirán por la presente Ley, por la legislación estatal y, 
cuando la contratación se lleve a cabo a través de medios electrónicos, se aplicará la 
normativa específica sobre servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico.

Sección 4.ª Ventas automáticas

Artículo 39.  Concepto.
1. Es venta automática, a los efectos de esta Ley, aquella en la cual el comprador 

adquiere la mercancía de que se trate directamente de una máquina preparada a tal efecto y 
mediante la introducción en la misma del importe requerido.

2. No privará a una venta de su condición de automática el hecho de que la máquina 
vendedora se encuentre instalada en el mismo establecimiento del vendedor.

3. En el caso de productos alimenticios, únicamente están autorizados para su venta 
automática los que estén envasados, los cuales llevarán la identificación que esté prescrita 
por la normativa vigente en materia de etiquetaje y de comercialización.

4. Las máquinas destinadas a este tipo de venta deberán reunir los requisitos que 
reglamentariamente se determinen y, en todo caso, los siguientes:

a) Haber sido homologadas por la autoridad administrativa competente.
b) Incluir las instrucciones para la obtención del producto de que se trate.
c) Contener un sistema, también automático, de recuperación de monedas y/o billetes 

para los supuestos de error, inexistencia de mercancías o mal funcionamiento de la máquina.
d) Llevar claramente expuesto el precio exacto del producto que vendan, los tipos de 

monedas que admiten para la obtención de aquéllos y el nombre y domicilio del empresario 
a quien pertenecen, así como un número de teléfono al que se puedan cursar avisos en los 
supuestos de avería.

Sección 5.ª Ventas en pública subasta

Artículo 40.  Concepto.
1. Son ventas en pública subasta aquellas consistentes en la oferta pública e irrevocable 

de un bien a los efectos de la adjudicación del producto, mediante el sistema de pujas y 
dentro del plazo concedido al efecto, al oferente que proponga un mejor precio en el curso 
de una sesión pública convocada al efecto.

2. Quedan fuera del ámbito de aplicación de las presentes normas las subastas 
judiciales o administrativas, las que se lleven a cabo en lonjas y lugares similares y las 
subastas de títulos valores.

3. La venta en pública subasta realizada en forma ocasional deberá ser comunicada en 
las condiciones que reglamentariamente se determinen, con una antelación mínima de diez 
días a la fecha de realización, al ayuntamiento en cuyo ámbito territorial vaya a realizarse.
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CAPÍTULO III
De las ventas promocionales

Sección 1.ª Conceptos generales

Artículo 41.  Definición general.
1. Son ventas promocionales aquellas en las que las ofertas de productos hechas por el 

vendedor a los compradores se realizan en condiciones más ventajosas que las habituales.
2. Se consideran ventas promocionales: las ventas con obsequio, las ventas en rebajas, 

las ventas en liquidación, las ventas de saldo y las ventas con descuento.
3. Toda venta promocional que, aún anunciándose con distinta denominación, reúna las 

características de cualquiera de las modalidades previstas en esta Ley, se entenderá 
asimilada a la misma y quedará sujeta a su regulación específica.

4. Las ventas promocionales solo serán lícitas cuando respeten lo dispuesto en los 
artículos siguientes y demás legislación vigente que les sea de aplicación.

Artículo 42.  Requisitos generales.
1. En todo momento, de oficio o a instancia de parte interesada, la Dirección General 

competente en materia de comercio podrá requerir a los comerciantes que practiquen 
cualquier modalidad de venta promocional, la información necesaria para apreciar el 
cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley.

2. Los consumidores podrán utilizar para sus compras los mismos medios de pago que 
admita habitualmente el comerciante, así como exigir la contraprestación promocional que se 
desprenda de la oferta y de la publicidad realizada.

3. Se entenderá por precio anterior o habitual, aquel que hubiese sido aplicado sobre 
productos idénticos durante un período continuado de al menos treinta días, en el curso de 
los seis meses precedentes.

4. En cada uno de los artículos que se dispongan para la venta con reducción de precio, 
deberá constar con claridad el precio anterior junto con el precio reducido, salvo que se trate 
de artículos puestos a la venta por primera vez. En el caso de productos expuestos de forma 
conjunta, se podrá exhibir un solo anuncio en el que se especifique el precio anterior y el 
precio reducido o, en su caso, el porcentaje de descuento aplicable sobre los mismos.

Artículo 43.  Publicidad.
1. La publicidad de las ventas promocionales deberá ir acompañada de información 

suficiente y clara sobre las condiciones de venta, precio habitual y reducido o el porcentaje 
de descuento sobre el precio habitual, las características de las ofertas, de los productos que 
se incluyen y del período de vigencia de la promoción, con fechas concretas de inicio y 
finalización de la misma.

2. La duración de la publicidad no excederá de la disponibilidad de existencias de los 
productos ofertados.

3. Se prohíbe la realización de cualquier tipo de promoción comercial que, por las 
circunstancias en que se practica, genere confusión con otra modalidad de promoción 
distinta y sea susceptible objetivamente, de provocar el hecho de eludir las normas 
aplicables, así como aquella que no disponga de existencias suficientes para afrontar la 
oferta.

Si llegaran a agotarse durante la promoción las existencias de alguno de los productos 
ofertados, el comerciante podrá prever el compromiso de la reserva del producto 
seleccionado durante un plazo determinado, en las mismas condiciones y precio de la oferta. 
No obstante, si el comprador no estuviese conforme con dicha medida, o transcurriese el 
plazo de la reserva sin que el comerciante hubiese podido atender la demanda, el producto 
solicitado deberá sustituirse por otro de similares condiciones y características.
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Artículo 44.  Artículos promocionados.
1. El comerciante no podrá limitar el número de unidades del producto o productos 

promocionados que pueda adquirir cada comprador ni aplicar precios mayores o menores 
descuentos a medida que sea mayor la cantidad adquirida.

2. Cuando la oferta no sea suficiente para satisfacer toda la demanda, no se podrán 
establecer criterios discriminatorios de preferencias entre los compradores.

3. Cuando las promociones no alcancen a la mitad del inventario no podrán anunciarse 
como una medida general.

4. Las actividades de promoción de ventas podrán simultanearse en un mismo 
establecimiento comercial, excepto en los supuestos de venta en liquidación, siempre y 
cuando los artículos promocionados estén claramente delimitados y anunciados visiblemente 
por separado del resto de los artículos y del resto de las promociones que puedan concurrir 
en el establecimiento.

Sección 2.ª Ventas con obsequio

Artículo 45.  Ventas con obsequio.
A los efectos de la presente Ley, se consideran ventas con obsequio aquellas en las que 

el comerciante utiliza concursos, sorteos, regalos, vales, premios o similares, vinculados a la 
oferta, promoción o venta de determinados productos.

Artículo 46.  Requisitos.
1. Durante el período de duración de la oferta con obsequio, queda prohibido modificar el 

precio o la calidad del producto principal al que aquélla acompaña.
2. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares, deberán constar 

en el envase o envoltorio del producto de que se trate o, en su defecto, estar debidamente 
registradas ante Notario, siendo obligatoria la difusión de los ganadores de los premios, 
vinculados a la oferta en un plazo máximo de un mes tras terminar la misma. En la 
comunicación a cualquier persona de que ha sido agraciada con un premio, se deberá 
señalar clara y expresamente que no se encuentra condicionada a la adquisición de ningún 
producto o servicio.

3. Los bienes o servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales 
deberán entregarse al comprador en el momento de la compra, o bien, en un plazo máximo 
de dos meses, a contar desde que el comprador reúna los requisitos exigidos. Todo sorteo, 
apuesta o concurso en que se exija al participante un desembolso inicial estará sujeto a la 
legislación del juego, salvo que el sorteo o concurso se ofrezca como obsequio con la 
compra de productos.

4. Las ventas con obsequio se ajustarán, en cuanto a los casos en que procedan, sus 
formas, duración, efectos y garantías, a lo dispuesto en la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
general para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y en la Ley 7/1996, de 15 de enero, 
de Ordenación del Comercio Minorista.

Artículo 47.  Legislación aplicable en materia de sorteos.
Todos los sorteos destinados a premiar la participación de los consumidores, deberán 

realizarse conforme a lo dispuesto en la Ley 5/1999, de 13 de abril, reguladora del Juego y 
Apuestas de la Comunidad Autónoma de La Rioja y en su normativa de desarrollo.

Sección 3.ª Ventas en rebajas

Artículo 48.  Ventas en rebajas.
1. A los efectos de esta ley, se considera venta en rebajas aquella en la que los artículos 

objeto de la misma se ofertan en el establecimiento donde se ejerce habitualmente la 
actividad comercial, a un precio inferior al fijado con anterioridad, con la duración que decida 
libremente cada comerciante.
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2. Las ventas en rebajas podrán tener lugar en los periodos estacionales de mayor 
interés comercial según el criterio de cada comerciante.

3. Queda prohibida la utilización de la denominación de venta en rebajas en relación con 
artículos deteriorados, artículos adquiridos para esta finalidad y artículos que no estuvieran 
incluidos con anterioridad en la oferta habitual de ventas del establecimiento.

Artículo 49.  Condiciones.
1. En las ventas en rebajas, los comerciantes están obligados a aceptar los mismos 

medios de pago que admiten habitualmente.
2. La duración de la venta anunciada y la importancia de la publicidad estará en relación 

con el stock de artículos en rebaja.

Artículo 50.  Información.
1. Tanto en la publicidad como en la información ofrecida a los consumidores sobre las 

ventas en rebaja, se indicarán las fechas de comienzo y final de las mismas en sitio legible al 
público, incluso cuando los establecimientos permanezcan cerrados.

2. Las rebajas solo podrán ser anunciadas por el comerciante, con ocho días de 
antelación como máximo al inicio de las mismas. Únicamente durante los diez últimos días 
de las ventas en rebaja, las empresas o establecimientos podrán utilizar expresiones 
publicitarias que hagan referencia concreta a la oferta final de la venta de rebajas.

Artículo 51.  Separación de los productos rebajados.
1. En el supuesto de que las ventas con rebajas no afecten a la totalidad de los 

productos comercializados, los rebajados estarán debidamente identificados y diferenciados 
del resto.

2. En el caso que se efectúen al mismo tiempo y en el mismo local ventas en rebajas y 
de saldos, deberán aparecer debidamente separadas con diferenciación de los espacios 
dedicados a cada una de ellas y anunciarse de manera precisa y ostensible cuando se trate 
de "venta de saldos".

Sección 4.ª Venta en liquidación

Artículo 52.  Ventas en liquidación.
1. Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de productos que, anunciada con esta denominación u 
otra equivalente, tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es 
llevada a cabo por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de 
aquél en alguno de los casos siguientes:

a) El cese total o parcial de la actividad comercial. En el supuesto de que una empresa 
sea titular de diversos establecimientos comerciales de la misma actividad, el cese total o 
parcial de la actividad de comercio deberá ser de todos los de una misma ciudad. El cierre 
total o parcial de un solo punto de venta no tendrá la consideración de cese total o parcial 
sino de cambio de local. En el supuesto de cese parcial tendrá que indicarse la clase de 
mercancías objeto de la liquidación.

b) Cambio de ramo de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
2. En el curso de los tres años siguientes a la finalización de una venta en liquidación, el 

vendedor no podrá ejercer el comercio en la misma localidad, sobre productos similares a los 
que hubiesen sido objeto de liquidación, por cualquiera de los motivos establecidos en las 
letras a) y b) del apartado 1 del presente artículo.

3. Tampoco podrá proceder a una nueva liquidación en el mismo establecimiento, 
excepto cuando esta última tenga lugar en ejecución de decisión judicial o administrativa, por 
cesación total de la actividad o por causa de fuerza mayor.
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Artículo 53.  Requisitos de las ventas en liquidación.
1. Los productos objeto de las ventas en liquidación deberán formar parte de las 

existencias del establecimiento y haber integrado la oferta comercial ordinaria del 
establecimiento.

2. Para que pueda tener lugar una liquidación será preciso que, con quince días de 
antelación, se comunique dicha decisión a la consejería competente en materia de 
Comercio, precisando la causa de la misma, fecha de comienzo, duración de la misma y 
relación de mercancías.

3. La duración máxima de la venta en liquidación será de un año.
4. Los anuncios de las ventas en liquidación deberán indicar la causa de esta y la fecha 

de inicio y finalización.

Sección 5.ª Ventas de saldo

Artículo 54.  Ventas de saldo.
1. Se considera venta de saldos la de productos cuyo valor de mercado aparezca 

manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de 
los mismos, sin que un producto tenga esta consideración por el solo hecho de ser un 
excedente de producción o de temporada.

2. No cabe calificar como venta de saldos la de aquellos productos que no se venden 
realmente por precio inferior al habitual ni la de aquellos productos cuya venta bajo tal 
régimen implique riesgo o engaño para el comprador, estando el comerciante obligado a 
advertir al comprador por escrito y en lugar visible de las circunstancias concretas que 
concurran en los mismos.

3. La venta de saldos no podrá prolongarse una vez agotado el stock, debiendo cesar 
inmediatamente la publicidad al respecto.

Artículo 55.  Diferenciación de mercancías en ventas de saldo.
La venta de saldos podrá practicarse tanto en establecimientos comerciales dedicados a 

ventas no promocionales como en establecimientos comerciales o puestos de venta no 
sedentaria dedicados exclusivamente a esta finalidad. En el primero de los supuestos, los 
productos objeto de la venta de saldo deberán estar claramente diferenciados del resto de 
los productos.

Artículo 56.  Requisitos de los comerciantes dedicados a ventas de saldos.
Los comerciantes que deseen dedicarse exclusivamente a la venta de artículos de saldo, 

deberán cumplir las siguientes condiciones:
a) Rotular de manera clara el establecimiento o puesto de venta en que vayan a efectuar 

la oferta de ventas en saldo con el indicativo venta de saldos exclusivamente.
b) Comunicar a la Consejería competente en materia de comercio el tipo de artículos a 

ofertar y los lugares en que vaya a realizarse la oferta.

Sección 6.ª Ventas con descuento

Artículo 57.  Ventas con descuento.
1. Se consideran ventas con descuento las que se realicen por precio inferior o en 

condiciones más favorables que las habituales con objeto de dar a conocer un nuevo 
producto, potenciar las ventas de los existentes o desarrollar uno o varios establecimientos.

2. Los productos con descuento podrán adquirirse para este exclusivo fin, no podrán 
estar deteriorados ni tampoco ser de peor calidad que los mismos productos que vayan a ser 
objeto de futura oferta a precio normal.

3. El comerciante deberá disponer de existencias suficientes para hacer frente a la 
oferta, durante al menos un día. Si llegaran a agotarse durante la promoción las existencias 
de algunos de los productos ofertados, el comerciante podrá prever el compromiso de la 
reserva del producto seleccionado durante un plazo determinado en las mismas condiciones 
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y precio de la oferta. No obstante, si el comprador no estuviese conforme con dicha medida, 
o transcurriese el plazo de la reserva sin que el comerciante hubiese podido atender la 
demanda, el producto solicitado deberá sustituirse por otro de similares condiciones y 
características.

TÍTULO V
De las actividades feriales

Artículo 58.  Concepto.
1. Se consideran actividades feriales, a efectos de la presente Ley, las manifestaciones 

comerciales que tienen por objeto la exposición de bienes o la oferta de servicios para 
favorecer su conocimiento y difusión, promover contactos e intercambios comerciales, lograr 
mayor transparencia en el mercado y acercar la oferta de las distintas ramas de la actividad 
económica a la demanda, siempre que reúnan las siguientes características:

a) Tener una duración limitada en el tiempo.
b) Reunir a una pluralidad de expositores.
2. No tendrán la consideración de actividades feriales, a los efectos de la aplicación de la 

presente Ley:
a) Las exposiciones universales que se rigen por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
b) Las exposiciones que persigan fines de interés cultural, artístico, científico, cívico o 

social.
c) Las actividades promocionales de cualquier tipo organizadas por los establecimientos 

comerciales.
d) Los mercados dirigidos al público en general cuya finalidad exclusiva o principal sea la 

venta directa con retirada de mercancía, aunque reciban la denominación tradicional de feria.
e) Los mercados populares o certámenes promovidos para la exposición o 

comercialización de animales vivos de cualquier naturaleza, así como los concursos de 
ganado, que se regirán, asimismo, por la normativa específica en materia de protección 
animal.

Artículo 59.  Clasificación de actividades feriales.
1. Las actividades feriales se clasifican de la siguiente forma:
a) Ferias comerciales, aquellas actividades feriales dirigidas principalmente al público 

profesional que se celebren con una periodicidad establecida.
b) Exposiciones comerciales o muestras, aquellas actividades feriales que no tienen una 

periodicidad establecida.
c) Ferias-mercados, aquellas actividades feriales celebradas con carácter periódico 

dirigidas al público en general en las que se admite eventualmente la venta directa con 
retirada de mercancía.

2. Las actividades feriales deberán celebrarse en recintos o instalaciones destinados a 
dicha finalidad. Asimismo, podrán celebrarse en edificios o instalaciones abiertos al público 
destinados también a otros usos, siempre que garanticen los servicios y cumplan con los 
requisitos que se establezcan por vía reglamentaria.

3. Tanto en las Ferias comerciales como en las Exposiciones comerciales pueden 
admitirse pedidos y pueden perfeccionarse contratos de compraventa, pero no pueden 
realizarse en las mismas ventas directas con retirada de mercancía durante el período en el 
cual se celebren.

Artículo 60.  Ferias y exposiciones oficiales.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja otorgará, dentro del ámbito 

de sus competencias, mediante Resolución del Consejero competente en materia de 
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comercio, la calificación de feria o exposición oficial de la Comunidad de La Rioja a aquellas 
actividades feriales que reúnan como mínimo los siguientes requisitos:

a) Celebrarse en recintos o instalaciones públicas de carácter permanente.
b) Disponer de un reglamento interno de participación de los expositores.
c) Superar el número de expositores y la superficie neta ocupada que 

reglamentariamente se determinen.
2. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para otorgar la calificación de 

feria oficial, la duración y periodicidad de los certámenes, las condiciones de participación de 
los expositores, la composición de los Comités organizadores de cada Feria o Exposición y 
la información que deberán facilitar éstos a la Administración de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja para valorar su gestión.

Artículo 61.  Calendario.
La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja podrá publicar con carácter 

anual un calendario de las ferias y exposiciones oficiales que tengan lugar en su territorio, 
sin perjuicio de las atribuciones que en materia de ferias comerciales internacionales tiene 
reservadas la Administración del Estado.

Artículo 62.  Entidades organizadoras.
1. Las actividades feriales podrán ser organizadas por:
a) Instituciones feriales.
b) Cualesquiera otras entidades, públicas o privadas, válidamente constituidas y dotadas 

de personalidad jurídica, las cuales podrán integrar como miembros no promotores a 
entidades de carácter mercantil.

2. Reglamentariamente se establecerán las obligaciones que recaen sobre las entidades 
organizadoras en cuanto a las autorizaciones que deben solicitar, las garantías que deben 
prestar y, en general, los requisitos que deben cumplir para la organización de cada 
certamen.

Artículo 63.  Instituciones feriales de la Comunidad de La Rioja.
1. Son instituciones feriales de la Comunidad de La Rioja aquellas entidades con 

personalidad jurídica propia, sin ánimo de lucro y legalmente constituidas, con el exclusivo 
objeto de organizar y gestionar en la Comunidad de La Rioja ferias y exposiciones como 
medio de promoción comercial de las distintas ramas de la actividad económica.

2. Las instituciones feriales de la Comunidad de La Rioja se rigen por sus estatutos, que 
deberán regular todo lo referente a su constitución, composición, administración y disolución, 
así como las facultades de los órganos de gobierno, en los que deberán estar representadas 
las entidades públicas que, en su caso, las promuevan.

3. La promoción de instituciones feriales de la Comunidad de La Rioja queda reservada a 
las Administraciones Públicas y a otras entidades y asociaciones sin ánimo de lucro, cuyo 
objeto esté relacionado con la promoción de actividades feriales en cualquiera de sus 
manifestaciones.

4. Las instituciones feriales de la Comunidad de La Rioja deberán disponer de patrimonio 
propio cuyo rendimiento será destinado exclusiva e íntegramente al cumplimiento de sus 
fines y garantizar la disposición con carácter permanente de recintos o instalaciones 
adecuados a las actividades feriales que se promuevan por las mismas.

5. La denominación de «Institución ferial de la Comunidad de La Rioja», únicamente 
podrá ser utilizada por las entidades reconocidas con arreglo a esta Ley y las normas que la 
desarrollen.

Artículo 64.  Régimen de comunicación previa de las actividades feriales.
1. La realización de las actividades feriales a las que se refiere esta ley, excepto las 

ferias mercado de ámbito exclusivamente local, deberán ser comunicadas a la Dirección 
General con competencias en materia de Comercio, con el objeto de obtener la adecuada 
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información y coordinación en relación con su objeto y la planificación temporal en su 
realización, así como su correspondiente inscripción en el registro de actividades feriales.

2. Las comunicaciones se presentarán por las entidades promotoras con una antelación 
mínima de dos meses a la fecha de la primera actividad anual, con la actualización que 
pueda proceder posteriormente, en las condiciones y con la documentación que se 
establezca reglamentariamente.

Las comunicaciones deberán contener al menos la siguiente información:
a) Identificación de la entidad organizadora.
b) Denominación de la actividad ferial, fecha y lugar de la celebración.
c) Sector comercial al que afecta.
3. La realización de ferias mercado de ámbito territorial exclusivamente local se 

comunicará previamente al ayuntamiento en cuyo término municipal pretenda celebrarse. 
Los ayuntamientos deberán comunicar la realización de esta actividad a la Dirección General 
con competencias en materia de Comercio, al objeto de su inscripción en el registro oficial 
correspondiente.

Artículo 65.  Registro Oficial de Actividades Feriales.
1. En la Consejería con competencias en materia de Comercio se creará un Registro 

Oficial de Actividades Feriales en el que se inscribirán de oficio las actividades feriales 
previamente comunicadas y las instituciones y entidades feriales que las organicen.

2. En el Registro Oficial de Actividades Feriales será público en los términos y con las 
limitaciones previstas en la normativa vigente en la materia.

3. Reglamentariamente se desarrollarán el contenido del Registro, su organización y las 
normas de su funcionamiento.

Artículo 66.  Promoción de actividades feriales.
1. Al objeto de promocionar las actividades feriales y las de las entidades organizadoras 

que persigan el mismo objetivo, la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
concederá ayudas económicas en concepto de subvenciones y prestará la asistencia técnica 
precisa, en la forma y con los requisitos que reglamentariamente se determinen.

2. Para poder acogerse a dichas ayudas deberá acreditarse la inscripción en el Registro 
Oficial de Actividades Feriales de la actividad para la cual se solicita subvención y del 
cumplimiento de los demás requisitos exigidos en la presente Ley y en las disposiciones 
específicas que la desarrollen.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja podrá promocionar y 
fomentar la asistencia de las empresas riojanas a ferias o exposiciones que se celebren 
fuera de su ámbito territorial, siempre que tales certámenes tengan especial interés para la 
comercialización o difusión de productos, técnicas o servicios característicos de dichas 
empresas o sean de especial interés para la región.

TÍTULO VI
De la actuación pública sobre la actividad comercial

CAPÍTULO I
Instituciones y medios de fomento de la actividad comercial

Artículo 67.  Promoción de la actividad comercial.
El Gobierno de La Rioja, a través de los correspondientes programas de actuación, 

promoverá la actividad comercial a través de la Consejería competente en materia de 
comercio.
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Artículo 68.  Principios ordenadores.
La acción administrativa se orientará de acuerdo con los principios de libre y leal 

competencia y la defensa de los legítimos intereses de los consumidores y usuarios, 
arbitrándose cuantas medidas procuren la racionalización y modernización de la actividad 
comercial y la transparencia del mercado.

CAPÍTULO II
De la reforma de las estructuras comerciales

Artículo 69.  Reforma de las estructuras comerciales.
1. El Gobierno de La Rioja desarrollará una política de reforma de las estructuras 

comerciales encaminada a la modernización y racionalización del sector.
2. Dicha política tendrá como principales líneas de actuación las siguientes:
a) Proporcionar una formación y actualización continuada a los comerciantes para lograr 

una mayor productividad y eficacia en su gestión.
b) Apoyar técnica y financieramente los proyectos de reforma, modernización y 

reconversión de las estructuras comerciales existentes, así como de los proyectos de 
reagrupación de las pequeñas y medianas empresas.

c) Ayudar a las pequeñas y medianas empresas del comercio instaladas en La Rioja, 
potenciando su capacidad financiera.

d) La recuperación, mantenimiento y promoción de los comercios tradicionales 
fomentando la constitución de centros comerciales abiertos.

e) La mejora del comercio de proximidad en el medio rural, especialmente en zonas de 
baja densidad de población.

CAPÍTULO III
De la función inspectora y del régimen de infracciones y sanciones

Sección 1.ª De la inspección

Artículo 70.  Órganos competentes.
Corresponde al Gobierno de La Rioja a través de la Consejería competente en materia 

de comercio, el ejercicio de la función inspectora para garantizar el cumplimiento de esta 
Ley.

Artículo 71.  Del personal de la inspección.
1. Los inspectores en el ejercicio de la función inspectora, tendrán carácter de autoridad 

y podrán solicitar la cooperación de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado y de la 
Policía Local.

2. El personal de la inspección estará provisto de la documentación que acredite su 
condición y tendrá la obligación de exhibirla cuando ejerza sus funciones.

3. La actuación inspectora tendrá carácter confidencial, estando obligados los 
inspectores a cumplir, de forma estricta, el deber de secreto profesional.

4. Reglamentariamente se determinará el procedimiento de la inspección y el contenido 
de las actas de inspección.

Sección 2.ª De las infracciones

Artículo 72.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden pudieran derivarse, 

constituyen infracciones administrativas de la ordenación de la actividad comercial y de las 
instituciones y actividades feriales las acciones u omisiones de los sujetos responsables 
tipificadas y sancionadas en la presente Ley.
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2. Las infracciones no podrán ser objeto de sanción sin previa instrucción del oportuno 
expediente, que será iniciado de oficio, conforme a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

3. Las infracciones a que se refiere la presente Ley prescribirán por el transcurso de tres 
años para el caso de las infracciones muy graves, a los dos años en el caso de las 
infracciones graves, y a los seis meses en el caso de las infracciones leves. El plazo de 
prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la infracción se 
hubiera cometido. En el caso de infracciones continuadas el plazo de prescripción 
comenzará a la terminación del período de comisión. Interrumpirá la prescripción la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el 
plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un 
mes por causa no imputable al presunto responsable.

4. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años; las 
impuestas por infracciones graves, a los dos años, y las impuestas por infracciones leves, a 
los seis meses. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día 
siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. 
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento 
de ejecución volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes 
por causa no imputable al infractor.

5. La tramitación de un expediente de infracción se sujetará a las normas establecidas 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo dispuesto en la Ley 3/1995, de 8 de 
marzo, de Régimen Jurídico del Gobierno y la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja y supletoriamente, en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por 
el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento de Ejercicio de la Potestad 
Sancionadora.

Artículo 73.  Tipificación de las infracciones.
1. A los efectos de la presente Ley se consideran infracciones en materia de comercio 

interior y de ordenación de las instituciones y actividades feriales el incumplimiento de las 
obligaciones o prohibiciones establecidas en esta Ley a continuación y en la Ley 7/1996, de 
15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

2. Las infracciones previstas en esta Ley tendrán la consideración de infracciones leves, 
graves y muy graves según lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 74.  Calificación y graduación de las infracciones.
Las infracciones tipificadas por la presente Ley pueden considerarse leves, graves o muy 

graves, en función de los siguientes criterios:
1. Se consideran infracciones leves las siguientes actuaciones:
a) El incumplimiento de las obligaciones de información a los compradores previstas en 

esta Ley.
b) La realización de actividades o prácticas comerciales por personas que tuvieran 

prohibido el ejercicio del comercio conforme al artículo 6 de la presente Ley.
c) El incumplimiento de los deberes de información y comunicación a la Administración 

sobre la actividad comercial desarrollada en los supuestos previstos en la Ley.
d) La realización de la actividad comercial con incumplimiento de los horarios máximos 

que se hayan establecido.
e) La venta de productos no autorizados para una específica modalidad de venta.
f) El incumplimiento de los períodos y ubicación autorizados para el desarrollo de las 

distintas modalidades de venta.
g) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 

reglamentariamente establecida.
h) El incumplimiento de las condiciones para llevar a cabo actividades de promoción de 

venta salvo que esté tipificado como grave conforme al apartado 2 siguiente.
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i) El incumplimiento de las obligaciones de comunicar el ejercicio de actividad comercial 
o ferial en el plazo que se determine reglamentariamente y la actualización temporal de 
datos que proceda, incluido el cese de la actividad.

2. Se consideran infracciones graves las siguientes conductas:
a) La realización de actividades comerciales con incumplimiento de los requisitos 

generales para el ejercicio de la actividad comercial así como ejercer la actividad comercial 
sin la obtención de la licencia comercial específica en los casos en que sea preceptiva.

b) Realizar ventas con pérdida fuera de los casos establecidos en la Ley.
c) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 

administrativa.
d) El incumplimiento de las obligaciones formales en las transacciones económicas con 

los compradores, en lo relativo a la falta de emisión de facturas o documento sustitutivo en 
los casos en que sea preceptiva su entrega o sea solicitada por el consumidor.

e) La realización de actividades comerciales en domingos o festivos en los casos de 
prohibición de apertura.

f) La realización por parte de las entidades mencionadas en el artículo 7 de la Ley, de 
operaciones de venta con personas distintas a sus socios o beneficiarios fuera de los casos 
permitidos por la Ley.

g) La falta de veracidad en los anuncios de prácticas promocionales calificando 
indebidamente las correspondientes ventas u ofertas.

h) El anuncio o realización de operaciones de ventas promocionales con incumplimiento 
de los requisitos establecidos al respecto.

i) El incumplimiento de las obligaciones que la regulación de la venta a distancia impone 
en materia de información y documentación que se debe enviar al consumidor; de los plazos 
de ejecución y de devolución de las cantidades abonadas; el envío con pretensión de cobro 
de artículos no solicitados por el consumidor; y el uso de técnicas de comunicación que 
requieran consentimiento previo o falta de oposición del consumidor, cuando no concurra la 
circunstancia correspondiente.

j) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción comprobadora o inspectora de las 
administraciones competentes, así como la aportación de información falsa.

k) El incumplimiento del régimen establecido sobre entrega y canje de los obsequios 
promocionales así como modificar el precio o la calidad del producto principal durante el 
período de duración de la oferta con obsequio.

l) La reincidencia en la comisión de más de una infracción leve de la misma naturaleza 
en el período de un año.

m) El incumplimiento por parte de las personas franquiciadoras de la obligación de 
inscripción en el Registro previsto en el artículo 11 de la presente Ley.

3. Se consideran infracciones muy graves la realización de las siguientes actuaciones:
a) La reincidencia en la comisión de más de una infracción grave de la misma naturaleza 

en un período de un año, siempre que no se produzcan a su vez como consecuencia de la 
reincidencia en infracciones leves.

b) La realización de cualquiera de las actuaciones calificadas de infracciones graves 
cuando el precio de los artículos ofertados o el volumen de la facturación realizada a que se 
refiere la infracción supere los 600.000 euros.

Sección 3.ª De las sanciones

Artículo 75.  De las sanciones.
1. Las infracciones tipificadas legalmente serán sancionadas del siguiente modo:
a) Las infracciones leves, desde apercibimiento hasta 6.000 euros de multa.
b) Las infracciones graves, con multa desde 6.001 hasta 25.000 euros.
c) Las infracciones muy graves se sancionarán con multa desde 25.001 hasta 600.000 

euros.
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2. El Gobierno de La Rioja, mediante Decreto, podrá actualizar el importe de las 
sanciones previstas en el apartado anterior en función a las variaciones que experimente el 
índice de precios al consumo.

3. La cuantía de la sanción se graduará teniendo en cuenta las siguientes circunstancias:
a) La reparación de los defectos derivados de la infracción de la presente Ley, siempre 

que de dicho incumplimiento no se hayan derivado perjuicios directos a terceros.
b) La incidencia de la conducta infractora en el mercado y el número de consumidores y 

usuarios afectados.
c) La cuantía del beneficio ilícito obtenido, en su caso.
d) Plazo de tiempo durante el cual se haya venido cometiendo la infracción.
e) El grado de intencionalidad.
f)   El volumen de la facturación al que afecte la infracción.
g) La gravedad de los efectos socioeconómicos que la comisión de la infracción haya 

producido.
h) La reincidencia.
4. Aquellas infracciones muy graves, que supongan un grave perjuicio económico o 

tengan importante repercusión social podrán ser sancionadas con el cierre temporal del 
establecimiento comercial en el que se haya producido la infracción. En el caso de 
producirse reincidencia se podrá proceder a la clausura definitiva del mismo.

Artículo 76.  Competencia para imponer sanciones.
En el ámbito de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja, los 

órganos competentes para la imposición de sanciones son:
a) El Gobierno de La Rioja, para imponer sanciones por infracciones calificadas como 

muy graves.
b) El Consejero competente en materia de ordenación de la actividad comercial y ferial, 

para imponer sanciones por infracciones calificadas como graves.
c) El Director General competente en materia de ordenación de la actividad comercial y 

ferial, para imponer sanciones por infracciones calificadas como leves.

Artículo 77.  Publicidad y ejecución de las sanciones.
1. Siempre que concurra alguna de las circunstancias de riesgo para la salud o 

seguridad de los consumidores, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o 
acreditada intencionalidad en la infracción, la autoridad que resuelva el expediente podrá 
acordar la publicación, a cargo del infractor, de las sanciones impuestas como consecuencia 
de lo establecido en esta Ley, cuando hayan adquirido firmeza en vía administrativa, así 
como los nombres, apellidos, denominación o razón social de los responsables y la índole o 
naturaleza de las infracciones en el Boletín Oficial de La Rioja y su difusión a través de los 
medios de comunicación social que se consideren oportunos.

2. Las resoluciones sancionadoras que pongan fin a la vía administrativa serán 
inmediatamente ejecutivas.

3. Todas las Administraciones Públicas competentes en la materia prestarán la debida 
colaboración para hacer efectiva la exacta ejecución de las sanciones.

Disposición adicional primera.  
Se autoriza al Gobierno de la Comunidad Autónoma de La Rioja para que, en el marco 

de lo establecido en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias 
del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de defensa de la competencia, pueda 
celebrar convenios de colaboración con el Servicio de Defensa de la Competencia y el 
Tribunal de Defensa de la Competencia para la resolución de los procedimientos que tengan 
por objeto conductas que sean competencia de la Comunidad Autónoma y para la 
instrucción y resolución de conductas que sean competencia tanto del Estado como de esta 
última.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 78  Ley de Ordenación de la actividad comercial y las actividades feriales de La Rioja

– 1844 –



Disposición adicional segunda.  
Se crea la tasa 05.13 y se añade al Anexo de la Ley 6/2002, de 18 de octubre, de Tasas 

y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de La Rioja en los siguientes términos:
«Tasa 05.13. Tasa por tramitación administrativa de licencia comercial específica.
Hecho imponible:
Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación del servicio de tramitación 

de la solicitud de licencia comercial específica para la instalación, traslado o 
modificación de grandes establecimientos comerciales.

Sujetos pasivos:
Son sujetos pasivos de la tasa las personas naturales o jurídicas que soliciten la 

concesión de la licencia comercial específica.
Devengo:
La tasa se devengará cuando se realicen las correspondientes actuaciones 

administrativas. No obstante, su pago se exigirá por anticipado en el momento en 
que se formule la solicitud.

Tarifa:
La cuantía de la tasa será de 6.024 euros.»

Disposición adicional tercera.  
La Consejería competente en la materia regulada en esta ley impulsará la simplificación 

administrativa en esta materia, sin menoscabo de las garantías y respetando las 
obligaciones y derechos establecidos en ella, de forma que se agilice la tramitación de los 
procedimientos administrativos que se establezcan. A estos efectos:

a) Facilitará a través de manuales o guías, que expresen en forma transparente y 
accesible, los criterios aplicables y la totalidad de los trámites de los procedimientos de 
comunicación de actividad, sus modificaciones y del régimen de autorización de la licencia 
comercial de los grandes establecimientos comerciales.

b) Establecerá un procedimiento simplificado que facilite que los interesados puedan 
presentar las solicitudes de autorización o comunicaciones que se requieran para el ejercicio 
de la actividad y su tramitación simultánea, sin perjuicio de las competencias que las 
administraciones tengan atribuidas en cuanto a la resolución que proceda.

Disposición transitoria primera.  
La concesión de las Licencias Comerciales Específicas que se soliciten antes de que 

esté aprobado el Plan General de Equipamientos Comerciales de La Rioja, quedará 
supeditada a las conclusiones del informe técnico específico que se emita, incluyendo un 
estudio específico de impacto sobre la estructura comercial, que vaya a producir la nueva 
implantación, quedando incluidas sus conclusiones en el futuro Plan General de 
Equipamientos Comerciales.

Disposición transitoria segunda.  
La inscripción en el Registro de Comerciantes y Actividades Comerciales de La Rioja de 

las personas físicas o jurídicas que ya ejerzan la actividad comercial en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja en el momento de la entrada en vigor de esta Ley, se 
realizará de oficio por la Dirección General competente en materia de Comercio.

Disposición derogatoria única.  
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 

lo dispuesto en esta Ley, y en concreto:
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La Ley 1/1995, de 2 de febrero, de Infracciones y Sanciones en materia de horarios para 
apertura y cierre de establecimientos comerciales en la Comunidad Autónoma de La Rioja.

El Decreto 58/1996, de 18 de diciembre, sobre Regulación de Horarios Comerciales, 
salvo su artículo 4 que se mantiene vigente en tanto no se disponga otra cosa.

2. Se mantiene hasta el desarrollo de esta Ley y en todo lo que no se oponga a la 
misma, la siguiente norma:

El Decreto 20/1997, de 26 de marzo, por el que se regula la Licencia Comercial 
Específica para la apertura de grandes establecimientos comerciales.

Disposición final primera.  
El Gobierno elaborará, en un plazo no superior a un año, los Reglamentos de desarrollo 

de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
El Gobierno aprobará, en un plazo no superior a dos años, el Plan General para el 

Equipamiento Comercial de La Rioja.

Disposición final tercera.  
La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el Boletín Oficial 

de La Rioja.
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§ 79

Ley 2/1994, de 24 de mayo, de Artesanía

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 67, de 28 de mayo de 1994
«BOE» núm. 143, de 16 de junio de 1994
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1994-13735

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA
Sepan todos los ciudadanos que la Diputación General de La Rioja ha aprobado y yo, en 

nombre de su Majestad el Rey y de acuerdo con lo que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Estatuto de Autonomía de La Rioja, en su artículo 8.1.11, atribuye a nuestra 

Comunidad Autónoma competencia exclusiva en materia de artesanía.
Es, pues, necesario establecer el marco legal de actuación de la Administración 

Regional, que permita instrumentar las medidas para la ordenación y desarrollo de este 
sector, de tanto interés para La Rioja, al objeto de mejorar sus condiciones y que alcance la 
importancia cultural, social y económica que le corresponde.

La presente Ley define la actividad artesanal, a la vez que regula el medio de acreditar la 
condición de artesano y de empresa artesana. Se crean asimismo el Consejo Riojano de 
Artesanía y el Registro General de Artesanía, en términos similares a los contemplados en 
otras leyes análogas.

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
Esta Ley tiene por objeto:
a) Ayudar a la modernización y reestructuración de las actividades artesanas, mejorando 

sus condiciones de rentabilidad, gestión y competitividad en el mercado, velando al mismo 
tiempo por la calidad de su producción y eliminando los obstáculos que pueden oponerse a 
su desarrollo en la Comunidad Autónoma de La Rioja.

b) Colaborar en la creación de los cauces de comercialización necesarios para lograr 
que la actividad artesana, además de ser socialmente deseable, sea económicamente 
rentable.

c) Recuperar las manifestaciones artesanales propias de La Rioja y procurar la 
continuación de las ya existentes.

d) Favorecer el autoempleo.
e) Fomentar la creación de nuevas actividades artesanales.
f) Favorecer la formación de artesanos y propiciar el desarrollo de sus actividades, 

fomentando las vocaciones personales y la divulgación de técnicas artesanales.
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g) Asegurar el acceso del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o a las 
subvenciones que puedan establecerse por parte del Gobierno Regional, así como fomentar 
la implantación de sistemas cooperativos y asociativos.

h) Coordinar las manifestaciones artesanales con los programas turísticos de La Rioja.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
La presente Ley será de aplicación a los artesanos y empresas artesanas ubicados en la 

Comunidad Autónoma de La Rioja.

Artículo 3.  Concepto de artesanía.
A los efectos de la presente Ley, tendrá la consideración de actividad artesanal toda 

aquella que suponga la creación, producción, restauración o reparación de bienes de valor 
artístico o popular, así como la prestación de servicios siempre que tales actividades se 
realicen mediante procesos en los que la actividad desarrollada sea predominantemente 
manual y que el producto final sea de factura individualizada y distinta de la propiamente 
industrial.

Artículo 4.  Clasificación de actividades artesanales.
1. Las actividades artesanas se clasifican en cuatro grupos:
a) Artesanía artística o de creación.
b) Artesanía de bienes de consumo.
c) Artesanía de servicios.
d) Artesanía tradicional o popular de La Rioja.
2. Cada uno de los grupos citados podrá ser objeto de un tratamiento específico y 

diferenciado.

Artículo 5.  Empresa artesana.
1. Se considera empresa artesana a toda unidad económica que, realizando una 

actividad de acuerdo con lo señalado en el artículo 3, reúna las siguientes condiciones:
a) Que la actividad desarrollada tenga un carácter preferentemente manual, sin que 

pierda dicho carácter por el empleo de utillaje y maquinaria auxiliar, y origine un producto 
individualizado, pero no único.

b) Que, como responsable de la actividad de la empresa, figure un artesano que la dirija 
y participe en la misma.

2. No podrán tener la consideración de empresas artesanas aquellas que ejerzan su 
actividad de manera ocasional o accesoria.

3. Podrán gozar de la consideración de empresa artesana las fórmulas asociativas de 
artesanos dedicadas a la producción y comercialización de sus productos, siempre y cuando 
todos sus integrantes tengan la condición de artesanos.

4. El reconocimiento oficial por la Administración Regional de la condición de empresa 
artesana se acreditará mediante la posesión del documento de calificación artesanal, que 
será expedido por la Consejería competente a aquellas empresas artesanas que, reuniendo 
los requisitos anteriormente enumerados, así lo soliciten.

Articulo 6.  Artesanos.
1. Tendrán la consideración de artesanos, a efectos de esta Ley, quienes acrediten esa 

condición por alguno de los siguientes medios:
a) Estar en posesión de título obtenido con arreglo a la legislación vigente en cada 

momento.
b) Disponer de título académico que habilite para la práctica artesana de que se trate.
c) Ejercer notoria y públicamente una actividad de oficio artesano y demostrarlo 

documentalmente.
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2. El reconocimiento oficial por la Administración de la condición de artesano se 
acreditará mediante la posesión del documento de calificación artesanal, que será expedido 
por la Consejería competente a aquellos artesanos que, reuniendo alguno de los requisitos 
anteriormente enumerados, así lo soliciten.

Artículo 7.  Consejo Riojano de Artesanía. Creación.
1. Se crea el Consejo Riojano de Artesanía, como Órgano Colegiado de representación 

de las distintas entidades y organismos y de asesoramiento a la Administración Regional, así 
como a los propios artesanos y a sus organizaciones profesionales.

2. La composición y funcionamiento del Consejo se determinará en las normas que 
desarrollen la presente Ley, quedando adscrito a la Consejería competente, cuyo titular será 
su Presidente.

En todo caso, la representación de la Administración y de los Artesanos será paritaria.

Artículo 8.  Consejo Riojano de Artesanía. Funciones.
El Consejo Riojano de Artesanía tendrá las siguientes funciones:
a) Estudiar y proponer las disposiciones reguladoras de las condiciones necesarias y el 

procedimiento para otorgar el documento de artesano o empresa artesana.
b) Informar y proponer el Repertorio de Oficios y Actividades Artesanas y velar por su 

actualización.
c) Emitir informe preceptivo sobre los anteproyectos de Ley o proyectos de Decretos que 

afecten directamente al sector artesanal.
d) Proponer actuaciones de la Administración en el sector artesano.
e) Cualquier otra que le pueda ser encomendada.

Artículo 9.  Registro General de Artesanía de La Rioja.
1. Se crea el Registro General de Artesanía de La Rioja, que será único, público y 

gratuito, constando de las siguientes secciones:
a) Censo de Empresas Artesanas. Tendrá por objeto la inscripción de las que hayan 

solicitado y obtenido la calificación de empresa artesana y su actividad se halle incluida en el 
Repertorio.

b) Censo de Artesanos. Tendrá por objeto la inscripción de los que, acreditando tal 
condición por alguno de los medios previstos en el artículo 6, así lo soliciten y la actividad 
que desarrollen esté incluida en el Repertorio.

2. La inscripción en las secciones anteriormente expuestas, no obstante su 
voluntariedad, será requisito indispensable para acceder a los beneficios que la Comunidad 
Autónoma de La Rioja tenga establecidos o establezca para la protección y ayuda a la 
artesanía, así como para hacer uso de los distintivos o certificados de origen y calidad que 
se determinen.

3. El Registro vendrá obligado a expedir las certificaciones que sean solicitadas por los 
interesados sobre los extremos que figuren en él.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones necesarias y adoptar 

las medidas pertinentes de ejecución y desarrollo de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
Por la Consejería competente se procederá:
a) En el plazo de tres meses desde la publicación de la presente Ley, a proponer al 

Consejo de Gobierno el Decreto regulador de la composición y funcionamiento del Consejo 
Riojano de Artesanía.
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b) En el plazo de tres meses, contados desde la fecha en que el Consejo de Gobierno 
apruebe aquel Decreto, a proponer a los vocales del indicado Consejo Riojano de Artesanía, 
y proceder a la constitución de éste.

c) En el plazo de seis meses, desde la constitución del Consejo Riojano de Artesanía, a 
aprobar el Repertorio de Oficios y Actividades artesanas.

Disposición final tercera.  
La presente Ley será publicada en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial 

de La Rioja», siendo la fecha de su entrada en vigor la del día siguiente al de la última de 
dichas publicaciones.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 79  Ley de Artesanía

– 1850 –



§ 80

Ley 3/2015, de 23 de marzo, de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de La Rioja

Comunidad Autónoma de La Rioja
«BOR» núm. 41, de 27 de marzo de 2015
«BOE» núm. 90, de 15 de abril de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-4030

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA
Sepan todos los ciudadanos que el Parlamento de La Rioja ha aprobado, y yo, en 

nombre de su Majestad el Rey y de acuerdo con lo que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 9.10 del Estatuto de Autonomía de La Rioja, aprobado por Ley Orgánica 

3/1982, de 9 de junio, atribuye a la Comunidad Autónoma de La Rioja la competencia para el 
desarrollo legislativo y la ejecución en materia de cámaras agrarias de comercio e industria, 
entidades equivalentes y cualquier otra corporación de derecho público representativa de 
intereses económicos y profesionales, todo ello en el marco de la legislación básica del 
Estado.

Mediante Real Decreto 1689/1994, de 22 de julio, y en virtud de lo establecido en la 
disposición transitoria octava del Estatuto de Autonomía de La Rioja, se verificó el traspaso a 
esta comunidad de funciones y servicios del Estado en materia de cámaras oficiales de 
comercio, industria y navegación, incluyendo las funciones de tutela que, sobre el ejercicio 
de la actividad de las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación, venía 
realizando la Administración general del Estado.

Asimismo, la competencia que se ejerce en materia de cámaras de comercio e industria 
se ve reforzada por su competencia exclusiva en materia de ordenación y planificación de la 
actividad económica, y de fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma, 
dentro de los objetivos marcados por la política económica nacional (artículo 8.Uno.4 del 
Estatuto de Autonomía de La Rioja). Esta competencia exclusiva tiene su reflejo, al mismo 
tiempo, en otras competencias sectoriales, entre las que destacan a los efectos de esta ley 
aquellas en materia de comercio interior (artículo 8.Uno.6), turismo (artículo 8.Uno.9), 
industria (artículo 8.Uno.11) o agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias (artículo 
8.Uno.19).

Las corporaciones camerales fueron impulsadas a finales del siglo XIX por el legislador 
como instrumento para fomentar la riqueza y actividad productiva con la participación de los 
empresarios agrupados oficialmente. Dos modelos fueron los que tuvieron desarrollo en ese 
periodo:
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Por una parte, aquellos países continentales que las configuraron como corporación de 
derecho público, considerándose en alguna forma como Administración Pública, en 
aplicación de los principios de descentralización y colaboración de los particulares en el 
cumplimiento de los fines de la Administración, con adscripción oficial por ejercicio de 
actividad y ámbito territorial. Este fue el modelo adoptado en España desde su creación en 
1886 hasta la regulación que estableció la Ley de Bases de 1911, vigente durante el siglo 
XX, modelo refrendado en la Ley 3/1993, de 22 de marzo.

En el segundo modelo, desarrollado en países y culturas de ámbito anglosajón, este tipo 
de entidades se desarrollaron como asociaciones a las que se adherían libremente las 
empresas para representar al comercio o los negocios y prestar una amplia gama de 
servicios, entre los que destacaban los relacionados con el comercio exterior.

El modelo continental adoptado en España, de adscripción oficial y no voluntaria, se 
recogió en la Ley 3/1993, de 22 de marzo. La situación económica motivó en 2010, mediante 
Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, el cambio de modelo de adscripción oficial a 
modelo de adscripción voluntaria, alterando el sistema de financiación obligatorio de las 
Cámaras, al desaparecer el recurso cameral permanente y establecer un sistema de 
aportaciones voluntarias. Por último, mediante Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras, el legislador básico ha optado por un modelo de adscripción oficial y universal de 
empresarios integrados en el censo público de empresas y una financiación basada en las 
aportaciones voluntarias de los asociados y los recursos que se obtengan por la prestación 
de servicios y gestión de convenios con entidades públicas o privadas, y su participación 
activa en la gestión de planes Cameral de Internacionalización y de Competitividad.

Esta regulación del legislador básico, como expresa la parte expositiva de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril, se funda en la importancia y necesidad que como instituciones básicas para el 
desarrollo económico y empresarial se les reconoce, cuyas funciones públicas no pueden 
ponerse en riesgo. «La adscripción universal se entiende porque las Cámaras representan 
los intereses generales de toda la actividad económica y empresarial y no de un determinado 
sector, asociación o colectivo de empresas en función de su dimensión, localización o 
adscripción a la Cámara».

La Rioja, mediante Ley 1/2010, de 16 de febrero, procedió al desarrollo legislativo en 
esta materia, estableciendo la organización y funcionamiento de la Cámara Oficial de 
Comercio e Industria de La Rioja, en el marco de la ley básica de estas corporaciones de 
derecho público determinado en la Ley 3/1993, de 22 de marzo.

La aprobación de la Ley 4/2014, de 1 de abril, ha establecido un nuevo marco estatal 
básico de estas corporaciones públicas, dictado en el ejercicio de las competencias 
atribuidas al Estado en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución española en materia de 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, así como en el 
artículo 149.1.6.ª en materia de legislación procesal, en cuanto se somete a la jurisdicción 
contencioso-administrativa, previo recurso administrativo ante la Administración tutelante, las 
resoluciones de las cámaras oficiales dictadas en ejercicio de sus funciones administrativas 
y de la competencia atribuida al Estado sobre la legislación básica del régimen jurídico de las 
administraciones públicas en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución española.

Por todo ello, el objeto de esta ley es la adaptación de la organización y funcionamiento 
de la Cámara Oficial de Comercio e Industria de La Rioja, contenida en la Ley 1/2010, de 16 
de febrero, a las disposiciones de la Ley 4/2014, de 1 de abril, como norma básica de estas 
corporaciones, con el fin de expresar en el desarrollo legislativo las especificidades y 
necesidades propias de la estructura empresarial de la Comunidad Autónoma de La Rioja, y 
al desarrollo que el comercio, la industria y los servicios han experimentado en dicho ámbito.

La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de La Rioja debe constituir un 
instrumento eficiente en su doble consideración como institución que representa, promociona 
y defiende los intereses generales del comercio, la industria y los servicios y como entidad 
colaboradora de las administraciones públicas en la promoción y desarrollo económico de 
estos sectores de la actividad económica.

La ley consta de un total de 33 artículos, que se estructuran en seis capítulos, con dos 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y una disposición final. En el capítulo I 
se prevén las disposiciones de carácter general, delimitándose el objeto de la ley y el ámbito 
territorial de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de La Rioja, considerando 
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que con una sola demarcación territorial se atiende adecuadamente a la realidad económica 
y empresarial de la Comunidad Autónoma.

El capítulo II determina las funciones público-administrativas que puede desarrollar la 
Cámara, por remisión a lo que a estos efectos dispone el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 
de abril, Básica de estas corporaciones, y a las que reglamentariamente pueda determinar la 
Comunidad Autónoma dentro del ámbito público-administrativo. La nueva configuración de 
estas corporaciones, acentuando su carácter de entidades prestadoras de servicios, supone 
que la Cámara podrá desarrollar actividades privadas en el marco del derecho privado en 
régimen de libre competencia, pero siempre en función de sus finalidades.

Las funciones a desarrollar por la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
La Rioja pueden verse ampliadas, según las necesidades concurrentes en cada caso, por 
delegación o por encomienda de gestión de las administraciones públicas.

La organización de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de La Rioja 
encuentra su regulación en el capítulo III de la ley, en el que se recogen los órganos de 
gobierno tradicional en este tipo de entidades: el Pleno, el Comité Ejecutivo y la Presidencia. 
La ordenación concreta de la estructura, funcionamiento y competencias de estos órganos 
se determinarán reglamentariamente. La ley expresa la nueva composición del Pleno 
determinada en la legislación básica, reconociendo como agrupaciones que lo integran a los 
vocales de elección directa, a los vocales representantes de las empresas de mayor 
aportación voluntaria y los que son postulados para su elección por el Pleno, a propuesta de 
las organizaciones empresariales, así como la posibilidad de nombrar vocales cooperadores 
para el Pleno. La determinación del número de vocales se realizará reglamentariamente 
atendiendo a las cuotas establecidas en la legislación básica. La relación de servicios del 
personal de la Cámara, incluidos los del director general y el secretario general se somete al 
derecho laboral de aplicación.

El capítulo IV de la ley regula el régimen electoral, estructurándose en dos secciones. La 
sección 1.ª establece el marco normativo que le es de aplicación al régimen electoral y los 
derechos de sufragio activo y pasivo, así como el censo público de empresas como 
instrumento básico del censo electoral. La sección 2.ª establece los principios generales del 
procedimiento electoral que a estos efectos y sin perjuicio del desarrollo reglamentario 
necesario debe tener en cuenta las disposiciones de la legislación básica contenidas en la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, y las normas establecidas en el Real Decreto 1133/2007, de 31 de 
agosto, en cuanto no se oponga a lo establecido en aquella.

El régimen económico y presupuestario de la Cámara se contiene en el capítulo V de la 
ley, tributario del acervo común derivado de la legislación básica del Estado. Se recoge la 
obligación de depósito en el Registro Mercantil de las cuentas anuales, la publicidad anual 
de las subvenciones y ayudas que haya percibido y las retribuciones de sus cargos 
directivos, así como la previa autorización que deberá obtener para actos de disposición 
sobre bienes inmuebles. En la elaboración de los presupuestos, deberán tenerse en cuenta 
los principios legalmente establecidos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera aplicables a las administraciones públicas.

El capítulo VI establece el régimen jurídico en cuanto a las normas jurídicas de 
aplicación en su actividad público-administrativa y del derecho privado en el régimen 
patrimonial y actividad de contratación. Se someten a aprobación de la Administración de 
tutela el Reglamento de Régimen Interior y la facultad de aquella de someter a autorización 
la adquisición de compromisos de gasto en la situación de presupuesto prorrogado. Se 
establece igualmente la posibilidad de suspender la actividad de los órganos de gobierno de 
la Cámara en caso de vulneraciones graves o reiteradas del ordenamiento o de imposibilidad 
manifiesta de cumplir las competencias que tienen encomendadas, y, en su caso, su 
disolución, así como la resolución de los distintos recursos administrativos que puedan 
interponerse en la esfera de la actuación administrativa pública cameral.

La disposición transitoria primera establece un plazo de seis meses desde la fecha de 
entrada en vigor de la ley para dictar el desarrollo reglamentario necesario de la misma, 
especialmente en relación con el procedimiento electoral.

La disposición transitoria segunda establece la obligación de la Cámara de elaborar el 
Reglamento de Régimen Interior dentro de los tres meses siguientes a la aprobación del 
anterior desarrollo reglamentario.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto establecer la regulación de la Cámara Oficial de 

Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma de La Rioja, en adelante la 
Cámara.

Artículo 2.  Naturaleza.
La Cámara es una corporación de derecho público con personalidad jurídica propia y 

plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y el ejercicio de las funciones 
que tiene atribuidas legalmente, bajo la tutela de la Administración general de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, en adelante Administración tutelante, que se configura como órgano 
consultivo y de colaboración con las administraciones públicas, y especialmente con el 
Gobierno de La Rioja, sin menoscabo de los intereses privados que persigue. Su estructura 
y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 3.  Finalidad.
Además del ejercicio de las competencias de carácter público que le atribuyan la 

legislación estatal básica y la presente ley, y de las que puedan encomendarle o delegarle 
las administraciones públicas y, en especial, la Comunidad Autónoma de La Rioja, la 
Cámara tiene como finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses 
generales del comercio, la industria y los servicios, y la asistencia y prestación de servicios a 
las empresas que ejerzan las indicadas actividades en La Rioja, sin perjuicio de la libertad 
sindical y de asociación empresarial y de las facultades de representación de los intereses 
del sector empresarial y social que son propias de este tipo de asociaciones y de las 
actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

Artículo 4.  Ámbito territorial.
1. En el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de La Rioja existirá una Cámara 

oficial, con sede en su capital.
2. Para el cumplimiento de sus fines, la Cámara podrá establecer delegaciones en 

aquellas áreas o zonas en las que su importancia económica lo aconseje, de acuerdo con el 
procedimiento que establezca su Reglamento de Régimen Interior. A tal efecto, será 
preceptivo el previo informe de la Administración tutelante, quien, asimismo, podrá 
recomendar a la Cámara el establecimiento de delegaciones cuando exista un núcleo de 
empresas suficientemente representativas para justificar la proximidad de los servicios. Las 
citadas delegaciones carecerán de personalidad jurídica, actuando como órganos 
desconcentrados para la prestación de los servicios de la Cámara.

CAPÍTULO II
Funciones

Artículo 5.  Funciones.
1. La Cámara tendrá las funciones de carácter público-administrativo a que se refiere el 

apartado 1 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, entre las que se integran las que se deriven de 
los planes de internacionalización y competitividad, y desarrollar aquellas otras que se 
relacionan en el apartado 2 del artículo 5 de la misma ley, en la forma y con la extensión que 
reglamentariamente se determine.

2. La Cámara podrá llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se 
prestarán en régimen de libre competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento 
del comercio, la industria y los servicios o que sean de utilidad para el desarrollo de las 
indicadas finalidades y, en especial:
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a) Prestar servicios de información y asesoramiento empresarial.
b) Difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de la empresa.
c) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas, cumpliendo los 

requisitos exigidos en la normativa sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.
d) Crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de 

subcontratación y de residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos 
exigidos en la normativa sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

e) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, nacional e 
internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

3. La Cámara, para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
Administración tutelante, podrá promover o participar en asociaciones, consorcios, 
fundaciones, sociedades civiles o mercantiles, de carácter público o privado, o en entidades 
de naturaleza análoga, así como establecer los oportunos convenios de colaboración con 
otras cámaras oficiales de España o de otros países que redunden en un cumplimiento más 
eficaz de los fines que tiene encomendados en beneficio de las empresas riojanas. La 
Administración tutelante determinará los mecanismos de seguimiento correspondientes.

4. La autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará en ningún caso 
la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
Administración tutelante en relación con los derechos y obligaciones derivados de las 
actuaciones de la Cámara en el ámbito de sus actividades privadas.

5. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, la Cámara y las administraciones 
públicas y los entes integrados en su sector público podrán formalizar convenios y contratos 
conforme a lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

6. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, la Cámara garantizará su 
imparcialidad y transparencia.

7. En el desarrollo de todas las actividades la Cámara respetará las condiciones de 
accesibilidad de las personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa 
de aplicación para el acceso a los servicios.

Artículo 6.  Delegación de competencias y encomienda de gestión.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente, la Cámara podrá desarrollar 

cualquier competencia de naturaleza público-administrativa que, siendo compatible con su 
naturaleza y funciones, le sea formalmente delegada por el órgano competente para su 
ejercicio, previa aceptación de la Cámara, que deberá constar en el expediente que al efecto 
se tramite.

2. Igualmente, se podrá encomendar a la Cámara la realización de actividades de 
carácter material, técnico o de servicios de la competencia de la Administración tutelante 
cuando razones de eficacia o de carencia de medios técnicos idóneos para su desempeño 
así lo aconsejen. La encomienda de gestión se formalizará a través de convenio dentro del 
marco normativo de aplicación a este instrumento jurídico de actuación.

3. A la delegación de competencias y a la encomienda de gestión les será de aplicación 
lo dispuesto en la normativa general de aplicación a estos instrumentos jurídicos y al 
régimen jurídico de la actividad pública que se delegue o encomiende.

Artículo 7.  Memoria anual.
En cada ejercicio, la Cámara elaborará una memoria que recoja la globalidad de las 

actividades y servicios desarrollados durante el ejercicio anterior y que, previa aprobación 
por el Pleno, se remitirá a la Administración tutelante y al Parlamento de La Rioja antes de 
que finalice el primer semestre del ejercicio corriente.
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CAPÍTULO III
Organización

Artículo 8.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno de la Cámara son:
a) El Pleno.
b) El Comité Ejecutivo.
c) El Presidente.
2. Existirá un secretario general, como personal directivo, y el personal laboral necesario 

para el correcto desempeño de sus funciones.
3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ni ser designados como personal 

directivo quienes estén inhabilitados para empleo o cargo público.
4. La Administración tutelante podrá nombrar un representante en el Pleno y en el 

Comité Ejecutivo que, sin tener la condición de miembro, tendrá voz pero no voto en las 
sesiones de estos órganos, en cuyo caso deberá ser convocado en las mismas condiciones 
que todos sus miembros.

5. El Reglamento de Régimen Interior de la Cámara determinará las funciones, el 
régimen jurídico, la organización y el funcionamiento de sus órganos de gobierno y la 
organización complementaria que precise, con sujeción a los criterios establecidos en la 
presente ley y en sus normas de desarrollo.

Artículo 9.  El Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara, que estará 

compuesto por un número no inferior a 10 ni superior a 60 vocales, que será determinado 
reglamentariamente, siendo su composición la siguiente:

a) Vocales de elección directa que serán, como mínimo, dos tercios de los vocales del 
Pleno, elegidos mediante sufragio libre, igual, directo y secreto entre todos los electores de 
la Cámara, de acuerdo con la clasificación en los grupos y categorías que se establezcan 
reglamentariamente en atención a la importancia económica y estratégica de los diversos 
sectores económicos representados, teniendo en consideración su aportación al PIB, el 
número de empresas y el empleo y la incidencia en el desarrollo económico.

b) Vocales representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en la 
demarcación territorial, en número y procedimiento de elección o designación que se 
determine por la Administración tutelante.

c) Vocales representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica riojana, en el número que determine la Administración tutelante, que sean 
titulares o representantes de empresas radicadas en La Rioja, a propuesta de las 
organizaciones empresariales a la vez intersectoriales y territoriales más representativas en 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Las organizaciones empresariales más representativas en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja serán designadas por la Administración tutelante de entre 
aquellas que, reuniendo los requisitos exigidos, se encuentren debidamente inscritas en los 
registros que al efecto existan en la Comunidad Autónoma.

La Administración tutelante podrá concretar los criterios que determinen esta mayor 
representatividad, adoptándose, en su defecto, los criterios utilizados por la legislación 
laboral. La Administración competente en materia laboral deberá extender, a petición de la 
Cámara o de la Administración tutelante, la certificación correspondiente a tal efecto.

Las organizaciones empresariales deberán proponer una lista de candidatos en número 
que corresponda al número de vocalías a cubrir, en la forma y plazos que 
reglamentariamente se determinen. Las personas propuestas no podrán haber figurado 
como candidatos a elección directa dentro del mismo proceso electoral.

2. El Pleno podrá nombrar, a propuesta de su presidente, como máximo, cinco vocales 
cooperadores entre personas de reconocido prestigio en la actividad económica o 
representantes de la Universidad de La Rioja, que formarán parte del Pleno con voz pero sin 
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voto. Sus funciones se establecerán en el Reglamento de Régimen Interior. La vigencia del 
nombramiento no podrá exceder la del Pleno que los haya nombrado.

3. El número de las vocalías de cada uno de los grupos determinados en los apartados 
anteriores será establecido por la Administración tutelante, garantizando en todo caso que, 
como mínimo, dos tercios de estas correspondan a los representantes de todas las 
empresas integradas en el censo electoral de la Cámara elegidos por sufragio libre, igual, 
directo y secreto.

4. El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del Pleno.

5. La condición de miembro del Pleno es única e indelegable, y su mandato será de 
cuatro años, pudiendo ser reelegidos.

6. La estructura y composición del Pleno, en lo referente a su clasificación en grupos y 
categorías y asignación de vocales, se revisará y actualizará cada cuatro años. Para esta 
revisión y actualización se tendrán en cuenta las variables relacionadas con el crecimiento 
económico y estratégico de los diferentes sectores económicos riojanos.

7. El Pleno quedará constituido y tomará acuerdos válidamente si concurren los cuórums 
de asistencia y de votación establecidos en el Reglamento de Régimen Interior. Su 
funcionamiento deberá ser democrático. El Pleno cesará tras la convocatoria de elecciones, 
permaneciendo en funciones hasta la constitución del nuevo Pleno.

8. Corresponden al Pleno las siguientes funciones:
a) La elección del presidente, entre sus miembros, por mayoría absoluta de los mismos, 

sin perjuicio de que el Reglamento de Régimen Interior pueda elevar el grado del acuerdo, y 
por el procedimiento que en el mismo se establezca.

b) El ejercicio de las funciones consultivas y de propuesta propias de la Cámara.
c) La aprobación de las propuestas de aprobación o de modificación de su respectivo 

Reglamento de Régimen Interior, de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y de sus 
liquidaciones, así como de las cuentas anuales, para su elevación a la Administración 
tutelante para su aprobación definitiva.

d) El nombramiento y cese del secretario general por acuerdo motivado adoptado por la 
mitad más uno de sus miembros, el nombramiento y cese del director gerente u otros cargos 
de alta dirección, en su caso, y de los vocales expresados en la letra c) del apartado 1 de 
este artículo y los vocales cooperadores.

e) Aquellas otras atribuidas por la presente ley, sus normas de desarrollo y el 
Reglamento de Régimen Interior.

9. No podrán delegarse por el Pleno de la Cámara en ningún otro órgano de gobierno las 
atribuciones que impliquen el ejercicio concreto de funciones de naturaleza pública o 
administrativa a este órgano atribuidas y que sean legalmente indelegables. Todas las 
demás podrán ser delegadas en la forma que determine el Reglamento de Régimen Interior. 
En todo caso, la delegación de funciones es efectiva desde su adopción, es revocable en 
cualquier momento y no debe exceder la duración del mandato del Pleno, extinguiéndose 
automáticamente en el momento de renovarse el Pleno.

Artículo 10.  El Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de la Cámara y estará formado por el presidente, vicepresidentes, el tesorero, en su caso, y 
los miembros del Pleno que se determinen en el Reglamento de Régimen Interior. Los 
miembros del Pleno no podrán ostentar más de una vocalía en el Comité Ejecutivo. La 
Administración tutelante podrá designar un representante, el cual deberá ser necesariamente 
convocado a las reuniones del citado órgano, a las que asistirá con voz pero sin voto.

Actuará como secretario del Comité Ejecutivo el secretario general de la Cámara, que 
tendrá voz pero no voto. Asimismo, asistirá, si lo hubiera, el director gerente, con voz pero 
sin voto.

2. El Comité Ejecutivo desarrollará las demás funciones atribuidas por la presente ley, 
sus normas de desarrollo y el Reglamento de Régimen Interior, así como todas las que no 
estén expresamente encomendadas a otros órganos de gobierno, y, especialmente en base 
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a la información obtenida de las administraciones tributarias, elaborará el censo público de 
empresas y el censo electoral, que será revisado anualmente con referencia al 1 de enero.

Artículo 11.  El presidente y los vicepresidentes.
1. El presidente de la Cámara ostentará la representación de esta, la Presidencia de 

todos sus órganos colegiados, y será responsable de la ejecución de sus acuerdos. Podrá 
delegar y revocar por escrito el ejercicio de sus funciones en las vicepresidencias, salvo la 
relativa a la Presidencia del Pleno y del Comité Ejecutivo, y, en defecto de aquellas, en los 
miembros del Comité Ejecutivo; ello sin perjuicio de los casos previstos de su sustitución. 
Cuando se trate de funciones meramente ejecutivas, podrá efectuar por escrito dicha 
delegación en el director gerente de la Cámara.

2. Podrán elegirse como máximo tres vicepresidentes, que deberán ser miembros del 
Pleno y serán determinados y nombrados por este órgano a propuesta del presidente y, de 
acuerdo con su orden, deben sustituir al presidente en todas sus funciones en los supuestos 
de ausencia, suspensión o vacante. Cuando por estas mismas causas falten el presidente y 
los vicepresidentes, estos deben ser sustituidos en la forma que determine el Reglamento de 
Régimen Interior. Ejercerán igualmente las funciones que les puedan ser delegadas por la 
Presidencia.

Artículo 12.  Pérdida de la condición de miembro del Pleno y del Comité Ejecutivo.
1. Además de por terminación del mandato, la condición de miembro del Pleno y del 

Comité Ejecutivo, en su caso, se perderá por alguna de las siguientes causas, con las 
garantías y régimen de recursos establecidos en la presente ley:

a) Cuando por circunstancias sobrevenidas deje de concurrir cualquiera de los requisitos 
necesarios de elegibilidad previstos legalmente.

b) Por no tomar posesión dentro del plazo reglamentario.
c) Por resolución administrativa o judicial firme que anule su elección o proclamación 

como candidato.
d) Por falta injustificada de asistencia a las sesiones del Pleno o del Comité Ejecutivo, 

conforme se determine en el Reglamento de Régimen Interior.
e) Por dimisión o renuncia, o por cualquier causa que le incapacite para el desempeño 

del cargo.
f) Por fallecimiento o por incapacitación declarada en decisión judicial firme de los 

miembros del Pleno que tengan la consideración de personas físicas o por extinción de la 
personalidad jurídica en el caso de miembros del Pleno con forma societaria.

g) Por la declaración del concurso de acreedores, cuando, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Concursal, el empresario pierda o quede suspendido en las facultades 
de administración y disposición sobre su patrimonio y, en cualquier caso, cuando se dicte 
resolución de apertura de la liquidación del concurso.

h) Los miembros que actúen en representación del Grupo de Aportaciones Voluntarias 
perderán su condición de tales por incumplimiento de las condiciones que para integrar ese 
grupo se determinen reglamentariamente, previo procedimiento contradictorio resuelto por el 
Pleno.

2. El Pleno de la Cámara declarará la concurrencia de alguna de las causas previstas en 
el apartado anterior, salvo los casos c) y f), previa tramitación del oportuno procedimiento, 
sin perjuicio de que los efectos de la pérdida de la condición de miembro del Pleno y del 
Comité Ejecutivo o de electo puedan retrotraerse a la fecha en que quede acreditado el 
supuesto de hecho que la motiva, atendiendo a los intereses generales de la Cámara que 
puedan verse afectados negativamente por las acciones del vocal cesado y sin perjuicio de 
la validez de los acuerdos adoptados con intervención del mismo en aquellos casos en que 
no resulten afectados tales intereses.

Si el órgano correspondiente de la Cámara, en el supuesto anterior, no iniciase el 
procedimiento para el cese que proceda en el plazo fijado, podrá ser requerido por la 
Administración tutelante para que proceda a ello. En el supuesto de que se desatendiese el 
requerimiento para la incoación del oportuno procedimiento, esta podrá subrogarse en las 
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facultades de la Cámara, a fin de velar por la correcta composición de sus órganos de 
gobierno.

3. El presidente y los cargos del Comité Ejecutivo cesarán, además de por la terminación 
normal de sus mandatos, por cualquiera de las siguientes causas:

a) Por la pérdida de la condición de miembro del Pleno.
b) Por acuerdo del Pleno, en la forma y con los requisitos que se establezcan en el 

Reglamento de Régimen Interior.
c) Por renuncia al cargo, aunque se mantenga la condición de miembro del Pleno.
d) Por sustitución o revocación de poderes de la persona que ostente el cargo en 

representación de una persona jurídica.
4. Las vacantes resultantes como consecuencia de lo establecido en los apartados 

anteriores se cubrirán de acuerdo con el procedimiento que al efecto se establezca en el 
Reglamento de Régimen Interior, y los elegidos para ocupar vacantes lo serán solo por el 
tiempo que reste para cumplir el mandato regular durante el cual se hubiera producido la 
vacante.

5. Cuando la vacante producida en el Pleno tenga como consecuencia una vacante en la 
Presidencia o en el Comité Ejecutivo de la Cámara, debe cubrirse primero la vacante en el 
Pleno por el procedimiento establecido en el Reglamento de Régimen Interior y con 
posterioridad proceder a la elección del presidente o del cargo del Comité Ejecutivo en 
sesión del Pleno convocada a este efecto.

6. Las personas jurídicas podrán sustituir a su representante legal en el Pleno, pero, si la 
persona sustituida hubiese sido elegida para ejercer un cargo en el Comité Ejecutivo, debe 
declararse la vacante correspondiente y proveerse conforme al procedimiento que se 
establezca en el Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 13.  El secretario general.
1. La Cámara tendrá un secretario general que asistirá, con autonomía funcional, a las 

sesiones de los órganos de gobierno con voz pero sin voto. En caso de ausencia temporal, 
vacante o enfermedad, sus funciones podrán ser ejercidas por otra persona al servicio de la 
Cámara, previa designación del presidente.

2. Sin perjuicio de las funciones que se determinen en el Reglamento de Régimen 
Interior, corresponde al secretario general velar con independencia de criterio por la legalidad 
de los acuerdos de los órganos de gobierno, con obligación de hacer, cuando proceda, las 
advertencias pertinentes en tal sentido, de las que dejará constancia en las actas, los 
informes y los documentos correspondientes. Asistirá igualmente como secretario a las 
sesiones de los órganos de la Cámara y gestionará la ejecución de sus acuerdos y la 
ordenación del personal de la Cámara de conformidad con las instrucciones que reciba.

3. El nombramiento y cese del secretario general corresponderá al Pleno de la Cámara, 
por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros. La selección se 
efectuará mediante convocatoria pública, con garantía de los principios de igualdad, mérito y 
capacidad, cuyas bases y condiciones deberán ser aprobadas por la Administración tutelante 
y publicadas en el «Boletín Oficial de La Rioja». Será requisito básico para participar en el 
proceso selectivo y designación ser licenciado o titulado de grado superior. La relación de 
servicios estará sometida al régimen de contratación laboral.

Artículo 14.  El director gerente.
El Pleno de la Cámara podrá nombrar un director gerente, previo proceso de 

convocatoria pública, que deberá estar en posesión de licenciatura o título de grado superior, 
con el procedimiento y las funciones ejecutivas y directivas que determine el Reglamento de 
Régimen Interior. La relación de servicios estará sometida al régimen de contratación laboral.

Corresponderá al Pleno el nombramiento y cese del director gerente, a propuesta del 
presidente y por acuerdo motivado por la mitad más uno de sus miembros, con el fin de 
garantizar la idoneidad para el buen desempeño de sus funciones. Cuando no exista director 
gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el secretario general.
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Artículo 15.  Personal al servicio de la Cámara.
1. Todo el personal al servicio de la Cámara, incluido el personal directivo, quedará 

sujeto al derecho laboral vigente.
2. La selección de personal al servicio de la Cámara se realizará con plena aplicación de 

los principios de igualdad, mérito y capacidad.
3. El personal laboral quedará sometido al régimen de incompatibilidades que se 

establezca en el reglamento de desarrollo de esta ley y en el Reglamento de Régimen 
Interior de la Cámara.

4. La plantilla por categorías y retribuciones de los empleados de la Cámara para cada 
año integrará la documentación del anteproyecto de presupuesto ordinario que se elabore 
para su aprobación por el Pleno y se remitirá con la documentación sobre el presupuesto a 
la Administración tutelante. Esta plantilla, una vez aprobada, no podrá modificarse en el 
ejercicio al que afecte, salvo necesidades surgidas que, debidamente justificadas, deberán 
comunicarse a la Administración tutelante.

Artículo 16.  Reglamento de Régimen Interior y Código de Buenas Prácticas.
1. La Cámara se regirá por su propio Reglamento de Régimen Interior, cuyo proyecto 

será elaborado por el Comité Ejecutivo y aprobado por el Pleno.
2. El Proyecto de Reglamento de Régimen Interior o la propuesta de su modificación, 

una vez aprobados por el Pleno, deberán remitirse al órgano competente de la 
Administración tutelante, que resolverá sobre la aprobación definitiva de los mismos o sobre 
su denegación, pudiendo también proponer modificaciones con indicación de los motivos 
que las justifiquen, en cuyo caso y antes de la aprobación definitiva se someterán a 
información por el Pleno.

3. La Administración tutelante podrá proponer a la Cámara la modificación de su 
Reglamento de Régimen Interior.

4. Los actos de la Administración tutelante que acuerden la aprobación y, en su caso, la 
modificación del Reglamento de Régimen Interior de la Cámara serán publicados en el 
Boletín Oficial de La Rioja.

5. El Reglamento de Régimen Interior contendrá, entre otros extremos, la estructura del 
Pleno, sus funciones, el número y forma de elección de los miembros del Comité Ejecutivo y, 
en general, las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno y la organización y el 
régimen del personal al servicio de la Cámara.

6. Asimismo, la Cámara deberá elaborar un Código de Buenas Prácticas que garantice la 
imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas.

CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 17.  Régimen jurídico.
1. El sistema electoral de la Cámara se regirá por lo previsto en la legislación básica de 

aplicación a este proceso, en la presente ley y en su normativa reglamentaria de desarrollo.
2. Supletoriamente, y en cuanto resulte aplicable, se atenderá a lo establecido en la 

legislación sobre el régimen electoral general.
3. En todos los plazos señalados por días en el presente capítulo se entenderá que estos 

son hábiles, excluyendo del cómputo los domingos y festivos, siempre que no se establezca 
expresamente otra cosa, circunstancia que deberá hacerse constar en las notificaciones.

4. Tendrán derecho electoral activo y pasivo en la Cámara las personas físicas y jurídicas 
inscritas en el último censo electoral aprobado por el Pleno con anterioridad a la fecha de 
publicación de la apertura del proceso electoral, de acuerdo con su Reglamento de Régimen 
Interior, siempre que reúnan los requisitos de capacidad previstos en la legislación vigente.
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Artículo 18.  Adscripción a la Cámara.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales o de servicios con establecimientos, delegaciones o agencias en 
territorio de la Comunidad Autónoma de La Rioja formarán parte de la Cámara, sin que de 
ello se desprenda obligación económica alguna ni ningún tipo de carga administrativa, 
procediéndose a la adscripción de oficio de las mismas.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial o de servicios cuando por esta razón quede sujeta al impuesto de actividades 
económicas o tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de La Rioja.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por la 
legislación básica de aplicación o por la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 19.  Censo público de empresas.
La Cámara elaborará el censo público de empresas del que formarán parte las personas 

físicas o jurídicas expresadas en el artículo anterior, a cuyos efectos contará con la 
información, datos o censos consecuentes en aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, y sus disposiciones reglamentarias, con las obligaciones de 
gestión y confidencialidad de los datos que legalmente le son de aplicación.

Artículo 20.  Censo electoral.
1. El censo electoral de la Cámara comprenderá la totalidad de las personas físicas o 

jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, industriales o de 
servicios no excluidas de conformidad con el artículo 18 de esta ley, dentro de cuya 
circunscripción tengan establecimientos, delegaciones o agencias y reúnan los requisitos 
generales determinados para ejercer activa y pasivamente el derecho electoral. Dicho censo, 
así constituido, comprenderá la totalidad de sus electores, clasificados en los términos 
reglamentariamente establecidos en grupos y categorías, en atención a la importancia 
económica relativa de los diversos sectores representados en la Cámara en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, clasificación que se revisará, cada cuatro años, por el 
Comité Ejecutivo, con los criterios que a estos efectos pueda determinar la Administración 
tutelante.

2. La estructura y composición del censo electoral, así como las modificaciones que 
hayan de llevarse a cabo sobre el mismo con el fin de lograr una adecuada y equilibrada 
representación de los distintos sectores empresariales de la economía de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, se determinarán por la Administración tutelante en la forma que 
reglamentariamente se determine.

3. El censo electoral se formará y revisará anualmente por el Comité Ejecutivo, con 
referencia al día 1 de enero de cada año, y será aprobado por el Pleno.

Artículo 21.  Electores y elegibles.
1. Los integrantes del censo electoral tendrán derecho de voto para la elección de los 

órganos de gobierno de la Cámara.
2. Para ser elector, ya sea en nombre propio o en representación de personas jurídicas, 

se requerirá mayoría de edad y no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha 
condición.

3. Para ser elegible como miembro del Pleno por elección directa, mediante sufragio 
libre, igual, directo y secreto, conforme al artículo 9.1.a) de la presente ley, se habrán de 
reunir los siguientes requisitos:

a) Formar parte del censo electoral de la Cámara, siendo elector del grupo o categoría 
correspondiente para los candidatos elegidos mediante sufragio.
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b) Tener la nacionalidad española o la de un Estado miembro de la Unión Europea, la de 
un Estado parte del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o la de un Estado a 
cuyos nacionales se extienda, en virtud del correspondiente acuerdo o tratado internacional, 
el régimen previsto para los ciudadanos anteriormente citados.

c) Ser mayor de edad.
d) Estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, 

en la fecha de publicación en el Boletín Oficial de La Rioja de la convocatoria de elecciones.
e) Llevar como mínimo dos años de ejercicio en la actividad empresarial en el ámbito 

territorial de la Cámara. Esta circunstancia se acreditará mediante el alta en el impuesto de 
actividades económicas correspondiente o tributo que lo sustituya, o, en su caso, 
acreditación equivalente para el ejercicio de la actividad en el supuesto de otros países de la 
Unión Europea.

f) No formar parte del personal al servicio de la Cámara ni estar participando en 
procedimientos de contratación en la fecha de publicación en el «Boletín Oficial de La Rioja» 
de la convocatoria de elecciones.

g) No encontrarse inhabilitado ni hallarse incurso en proceso concursal necesario o 
cumpliendo pena privativa de libertad.

4. Las personas físicas y jurídicas extranjeras de países no incluidos en el párrafo b) del 
apartado anterior podrán ser candidatas de acuerdo con el principio de reciprocidad, siempre 
que cumplan los demás requisitos exigidos en el apartado anterior.

5. Para ser elegible como miembro del Pleno conforme al artículo 9.1.c) de esta ley, 
habrán de reunirse los requisitos recogidos en los párrafos b), c), f) y g) del apartado 3 de 
este artículo. En el caso de tratarse de empresarios susceptibles de ser elegidos por 
elección directa, deberán cumplir igualmente con los demás requisitos del citado apartado 3. 
En cualquier caso, las personas propuestas no podrán haber figurado como candidatos a 
elección directa dentro del mismo proceso electoral.

6. El resto de condiciones y requisitos para la presentación de las candidaturas y el 
ejercicio del derecho electoral activo y pasivo se desarrollarán reglamentariamente.

Sección 2.ª Procedimiento electoral

Artículo 22.  Procedimiento electoral.
1. De conformidad con lo dispuesto en la legislación básica, la apertura del proceso 

electoral será determinada por el ministerio que tenga atribuida la competencia, 
correspondiendo a la Administración tutelante la convocatoria de elecciones, cada cuatro 
años o cuando excepcionalmente proceda.

2. Para garantizar la objetividad y transparencia de las elecciones, se constituirá una 
Junta Electoral con sede en Logroño y con la composición y funciones que se establezcan 
reglamentariamente, de forma que se garantice su actuación independiente y eficaz; 
reglamentariamente y en el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara se determinará el 
desarrollo del proceso electoral.

3. Contra los acuerdos de la Cámara sobre reclamaciones al censo electoral y los de la 
Junta Electoral se podrá interponer recurso de alzada en el plazo de un mes ante el órgano 
que ejerza las funciones de tutela, cuya resolución agotará la vía administrativa.

Artículo 23.  Garantías del proceso.
La Cámara deberá procurar la constitución de un número de mesas y colegios 

suficientes y un adecuado reparto territorial de los mismos con el fin de facilitar el ejercicio 
del derecho al voto por parte de los electores, en los términos fijados por la normativa 
reglamentaria de desarrollo de esta ley.
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CAPÍTULO V
Régimen económico y presupuestario

Artículo 24.  Financiación.
Para la financiación de sus actividades, la Cámara dispondrá de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que preste y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los recursos que pueda obtener de las administraciones públicas para atender el 

coste de los servicios públicos administrativos o la gestión de programas que, en su caso, le 
sean encomendados, y los derivados de los convenios de colaboración que pueda celebrar 
con aquellas.

c) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
d) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades.
e) Las subvenciones, legados y donaciones que pudiera percibir.
f) Los procedentes de las operaciones de crédito que realice, con las autorizaciones 

correspondientes.
g) Cualesquiera otros que le puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento, de conformidad con el ordenamiento jurídico.

Artículo 25.  Presupuestos y fiscalización.
1. El Comité Ejecutivo de la Cámara elaborará, anualmente, el proyecto de presupuestos 

ordinarios de ingresos y gastos y, si procede, extraordinarios, así como las correspondientes 
liquidaciones, para su aprobación por el Pleno.

En la elaboración de los presupuestos, la Cámara tendrá en cuenta los principios 
legalmente establecidos en materia de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera 
para las administraciones públicas, manteniendo una situación de equilibrio presupuestario.

2. La Administración tutelante podrá establecer normas e instrucciones para la 
elaboración de dichos presupuestos y las liquidaciones.

3. El Pleno de la Cámara someterá a la aprobación de la Administración tutelante, con 
certificación que acredite su aprobación por el Pleno, los presupuestos ordinarios y 
extraordinarios, así como la liquidación de los mismos, de conformidad con los plazos que se 
establezcan reglamentariamente. Las liquidaciones deberán integrar informe de auditoría de 
cuentas correspondiente.

Corresponderá al Tribunal de Cuentas la fiscalización del destino de los fondos públicos 
que perciba la Cámara, sin perjuicio de la competencia de los organismos fiscalizadores de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo se depositarán en el Registro Mercantil correspondiente a la localidad 
en la que la Cámara tenga su sede y serán objeto de publicidad por la Cámara.

4. La Administración tutelante podrá requerir a la Cámara la documentación o 
información complementaria que considere necesaria para cumplir sus funciones y podrá 
formular, en su caso, las recomendaciones que se estimen pertinentes, que deberán ser 
tenidas en cuenta por la Cámara.

5. La Cámara deberá prestar su colaboración y facilitar la documentación e informes que 
sean requeridos por la Administración tutelante.

6. La auditoría externa comprenderá la realización de los siguientes tipos de controles 
presupuestarios, cuyo alcance y contenido se desarrollarán reglamentariamente:

a) Control de legalidad, que abarcará la verificación de que el cumplimiento de las 
obligaciones se ajusta a la normativa vigente en la materia.

b) En su caso, control financiero respecto de las competencias delegadas y de las 
encomiendas de gestión atribuidas a la Cámara por la Administración general de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, que tendrá como objetivo comprobar que la gestión 
presupuestaria se desarrolla haciendo uso de los recursos económicos de una manera 
eficaz y eficiente.
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7. Las personas que gestionen bienes y derechos de la Cámara quedarán sujetas a 
indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

8. La Cámara hará públicas las subvenciones que reciba, así como otro tipo de recursos 
públicos que pueda percibir para el desarrollo de sus funciones. Igualmente, hará públicas 
las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables, así 
como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en su cargo por 
cualquier causa.

9. Quien ostente la Presidencia de la Cámara de Comercio, Industria y Servicios de La 
Rioja estará obligado a comparecer ante la comisión competente en materia de Comercio e 
Industria del Parlamento de La Rioja, a iniciativa de cualquiera de los grupos parlamentarios 
o de la quinta parte de los diputados miembros de dicha comisión, a efectos de informar 
sobre la actividad y la gestión de la Cámara de Comercio, Industria y Servicios de La Rioja 
en relación con lo establecido en los apartados anteriores del presente artículo.

Artículo 26.  Contabilidad.
1. La Cámara llevará un sistema contable que registre diariamente el movimiento de sus 

ingresos y gastos y ponga de manifiesto la composición y valoración de su patrimonio.
2. Reglamentariamente, la Administración tutelante podrá establecer los requisitos 

mínimos de dicho sistema contable.
3. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que puede 

desarrollar en los términos del artículo 5 de la Ley 4/2014 y del artículo 5 de la presente ley, 
la Cámara mantendrá una contabilidad diferenciada en relación con sus actividades públicas 
y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.

Artículo 27.  Operaciones especiales.
1. La Cámara, de acuerdo con lo que se disponga en el Reglamento de Régimen Interior, 

podrá realizar actos de disposición o gravamen de los bienes y derechos que integran su 
patrimonio y formalizar operaciones de crédito para fines debidamente justificados en 
relación con los objetivos que debe atender. No obstante lo anteriormente dispuesto, la 
disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la Administración 
tutelante cuando se trate de bienes inmuebles, quien podrá determinar otros supuestos en 
los que sea precisa su autorización en función de su alcance económico.

2. La Cámara podrá realizar libremente donaciones, conforme a las disposiciones que 
determine su Reglamento de Régimen Interior, pero necesitará aprobación previa de la 
Administración tutelante.

CAPÍTULO VI
Régimen jurídico de la Cámara

Artículo 28.  Normativa de aplicación.
La Cámara se regirá por lo dispuesto en la legislación básica de aplicación, por lo 

dispuesto en la presente ley y sus normas de desarrollo, y por el Reglamento de Régimen 
Interior de la Cámara, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.

Con carácter supletorio, en todo lo no previsto en la normativa anterior, le será de 
aplicación la legislación referente a la estructura y funcionamiento de las administraciones 
públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza y funciones.

Artículo 29.  Contratación y régimen patrimonial.
1. La contratación y el régimen patrimonial de la Cámara se regirá por el derecho 

privado. No obstante, en los supuestos de delegación de competencias públicas de la 
Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja, el acuerdo de delegación 
determinará el régimen de contratación para la función delegada, siempre y cuando este 
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régimen específico de contratación pueda venir impuesto por el ordenamiento vigente en 
materia de contratos del sector público.

2. Cuando se trate de las funciones públicas de carácter administrativo a que se refiere 
la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, la Cámara se regirá por el régimen jurídico de aplicación al ejercicio 
de dicha actividad.

Artículo 30.  Tutela.
1. La Cámara está sometida en el ejercicio de sus funciones a la tutela de la 

Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja, de acuerdo con lo previsto 
en la legislación básica de aplicación y en la presente ley y su normativa reglamentaria de 
desarrollo, en relación con las potestades administrativas de autorización, aprobación, 
fiscalización, resolución de recursos y suspensión y disolución de sus órganos de gobierno.

2. Las potestades administrativas de tutela sobre las actividades de la Cámara que 
legalmente corresponden a la Comunidad Autónoma de La Rioja serán ejercidas por la 
consejería que tenga atribuidas estas funciones y con los procedimientos que se determinen 
reglamentariamente.

3. La Cámara deberá remitir a la Administración tutelante, en los plazos y formas que se 
determinen en el Reglamento de Régimen Interior, copia o extractos de todos los acuerdos 
que adopten sus órganos de gobierno en relación con sus funciones público-administrativas. 
El titular de la Presidencia y el secretario general de la Cámara serán los responsables del 
cumplimiento del deber de información.

Artículo 31.  Aprobaciones.
1. Corresponde a la Administración tutelante la aprobación del Reglamento de Régimen 

Interior de la Cámara, así como sus modificaciones. Se considerará aprobado si, 
transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el Registro General de la 
Administración tutelante, conforme a lo dispuesto en los artículos 46 y siguientes de la Ley 
4/2005, de 1 de junio, esta no ha formulado objeciones en su contra.

El órgano tutelar puede denegar expresa y fundadamente la aprobación definitiva del 
reglamento o proponer su modificación parcial. En este caso, debe señalar el plazo, no 
inferior a dos meses, para la elaboración de un nuevo reglamento o de su modificación, 
transcurrido el cual sin haber recibido la nueva propuesta se entenderá que ha sido 
denegada la aprobación del inicialmente sometido. Presentando el texto corregido dentro del 
plazo establecido, se considerará aprobado cuando hayan transcurrido dos meses desde su 
presentación en el Registro del órgano tutelar, sin que se haya formalizado su aprobación 
expresa.

2. Transcurridos dos meses desde la presentación de los presupuestos ordinarios o 
extraordinarios, o tres meses desde la presentación al órgano tutelar de las liquidaciones 
correspondientes o de las cuentas anuales sin que este haya adoptado ninguna resolución, 
se considerarán aprobados. Si al inicio de un ejercicio el órgano tutelar no hubiera aprobado 
el presupuesto que le corresponde, debe considerarse prorrogado el del ejercicio anterior 
hasta la aprobación del ejercicio correspondiente. En situación de prórroga de presupuestos, 
la consejería que ejerza las funciones de tutela determinará los supuestos en los que sea 
precisa su autorización previa para la adquisición de determinados compromisos de gasto, 
en función de su alcance económico y finalidad.

3. Salvo en aquellos casos en que la presente ley o sus normas reglamentarias de 
desarrollo prevean un régimen jurídico distinto, la Administración tutelante dispondrá de un 
plazo de tres meses para notificar la correspondiente resolución a la Cámara, contado a 
partir de la fecha de entrada de la solicitud en el Registro de la Administración tutelante. Si 
en dicho plazo no se notificase resolución expresa, la solicitud se entenderá estimada por 
silencio administrativo.

Artículo 32.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno.
1. En el supuesto de que se produzcan transgresiones graves o reiteradas del 

ordenamiento jurídico vigente, o en caso de imposibilidad manifiesta de normal 
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funcionamiento de los órganos de gobierno de la Cámara, la Administración tutelante podrá 
suspender la actividad de los mismos.

2. El procedimiento de suspensión se desarrollará con arreglo al siguiente procedimiento:
a) El órgano tutelar, ante la presunción de las posibles transgresiones o de la 

imposibilidad de funcionamiento normal, debe abrir expediente contradictorio, urgente y 
preferente para constatar la existencia de la situación o situaciones que fundamentan la 
actuación.

b) Una vez comprobados, debe requerir formalmente, si procede, a la Cámara para que 
corrija su actuación inmediatamente.

c) En el caso de que, en el plazo de tres meses, continúe la situación que ha motivado el 
requerimiento, el órgano tutelar debe acordar la suspensión de los órganos de gobierno de 
que se trate por un plazo no superior a tres meses.

d) En caso de suspensión del Pleno o del Comité Ejecutivo, la Administración tutelante 
procederá al nombramiento de una Comisión Gestora que tenga a su cargo la gestión de los 
intereses de la Cámara durante este periodo, elaborando un plan de viabilidad que deberá 
ser aprobado por la Administración tutelante.

3. Si transcurrido el plazo de suspensión subsisten las razones que dieron lugar a la 
misma, la Administración tutelante, de oficio o a instancia de la Comisión Gestora, acordará, 
en el plazo de un mes, la disolución de los órganos de gobierno de la Cámara. El acuerdo de 
disolución debe contener la convocatoria de nuevas elecciones y la prórroga de la actuación 
de la Comisión Gestora hasta la constitución de los nuevos órganos de gobierno de la 
Cámara. La resolución, en todo caso, agotará la vía administrativa.

4. En el caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones, a propuesta de la 
consejería que ejerza las funciones de Administración tutelante, se someterá a la decisión 
del Consejo de Gobierno de La Rioja el acuerdo de extinción de la Cámara, adscribiéndose 
su patrimonio a la Administración tutelante, previa formalización de la liquidación por la 
Comisión Gestora.

Artículo 33.  Reclamaciones y recursos.
1. Los actos y acuerdos de la Cámara dictados en el ejercicio de sus competencias de 

naturaleza público-administrativa, así como los que afecten a su régimen electoral, serán 
recurribles en alzada ante el titular de la consejería que ejerza las funciones de tutela. Contra 
la resolución que recaiga en el recurso de alzada, podrá interponerse el oportuno recurso 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Ante la falta de resolución expresa, los 
efectos serán los correspondientes al silencio administrativo negativo.

2. Las actuaciones de la Cámara en otros ámbitos y, singularmente, las de carácter 
laboral se dilucidarán ante los juzgados y tribunales competentes.

3. Contra la resolución de suspensión y disolución de los órganos de Gobierno de la 
Cámara y acuerdo de extinción dictados por la Administración tutelante podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo, siempre que la resolución o acuerdo sea definitivo en vía 
administrativa.

4. Los electores podrán formular reclamaciones y quejas ante la Administración tutelante, 
en relación con la actividad desarrollada por la Cámara y, singularmente, en relación con el 
establecimiento y desarrollo de los servicios mínimos que se consideren obligatorios.

5. Los miembros del Pleno y del Comité Ejecutivo podrán recurrir las resoluciones y 
acuerdos de los órganos de gobierno en los que hubieran hecho constar motivadamente su 
oposición o voto negativo a los mismos.

6. Los miembros ausentes y los privados ilegítimamente de su voto, una vez declarada 
tal actuación, podrán igualmente recurrir las resoluciones y acuerdos de los citados órganos 
de gobierno.

Disposición transitoria primera.  Desarrollo de la ley.
En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente ley, se procederá a 

dictar las disposiciones reglamentarias que procedan en el desarrollo de esta ley.
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Disposición transitoria segunda.  Reglamento de Régimen Interior.
En el plazo máximo de tres meses desde la entrada en vigor del reglamento de la 

presente ley, la Cámara presentará, para su aprobación por el órgano tutelar, el Reglamento 
de Régimen Interior o las modificaciones al mismo que sean necesarias para su adaptación 
a la legislación sobre la materia.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
A la entrada en vigor de la presente ley quedarán derogadas cuantas normas de igual o 

inferior rango se opongan a lo dispuesto en la misma, especialmente la Ley 1/2010, de 16 de 
febrero.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

de La Rioja».

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 80  Ley de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de La Rioja

– 1867 –



§ 81

Ley 11/2006, de 22 de diciembre, sobre Régimen del Comercio 
Minorista y Plan de Equipamientos Comerciales de la Región de 

Murcia

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 2, de 3 de enero de 2007
«BOE» núm. 111, de 9 de mayo de 2007
Última modificación: 6 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-2007-9420

Esta norma pasa a denominarse "Ley 11/2006, de 22 de diciembre, sobre Régimen del Comercio Minorista 
de la Región de Murcia" según establece el art. 5.1 de la Ley 12/2009, de 11 de diciembre. Ref. BOE-
A-2011-3015.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA
Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de Murcia, que la Asamblea Regional 

ha aprobado la Ley 11/2006, de 22 de diciembre, sobre Régimen del Comercio Minorista y 
Plan de Equipamientos Comerciales de la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del Estatuto de Autonomía, en nombre 
del Rey, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO
Transcurridos casi ocho años desde la aprobación de la Ley 10/1998, de 21 de 

diciembre, sobre el régimen del comercio minorista en la Región de Murcia, la experiencia en 
su aplicación a lo largo de este periodo de tiempo acredita su virtualidad en una primera 
fase, en la que se ha mostrado como un instrumento útil.

Las nuevas situaciones que se están produciendo en el sector de la distribución 
comercial minorista, así como los cambios producidos en la normativa de la Unión Europea y 
en la española relativa al comercio minorista, debido a la sentencia del Tribunal 
Constitucional n.º 124/2003, de 19 de junio, que declara inconstitucionales y nulos diversos 
artículos de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, y la 
nueva legislación estatal dictada en ejercicio de las competencias exclusivas del Estado 
reconocidas en la Constitución, y para la transposición al ordenamiento jurídico español de 
diversas directivas comunitarias, aconsejan la conveniencia de dictar una nueva ley que, 
sobre la base de aquel primitivo texto, permita mejorar la regulación de algunas materias, 
como la licencia comercial específica, los horarios comerciales o la inspección de comercio 
interior, añadiendo algunos temas nuevos no incluidos en la Ley 10/1998, como el plan de 
equipamientos comerciales de la Región de Murcia.
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El Gobierno y la Asamblea Regional de Murcia en ejercicio de las competencias que les 
otorga el Estatuto de Autonomía en materia de comercio interior, deben garantizar el 
equilibrio entre los distintos formatos del comercio detallista sobre la base de una importante 
presencia de la pequeña y mediana empresa comercial en el tejido urbano, dada la relación 
existente entre comercio y ciudad.

El comercio urbano de proximidad ejerce una función social muy importante en cuanto 
que constituye un elemento esencial en la configuración de las ciudades, los pueblos y los 
barrios de la Región de Murcia y garantiza el abastecimiento de las personas, en general, y 
las que, por edad u otras circunstancias, tienen dificultades de movilidad, en particular. 
Desempeña también una función económica importante, puesto que es un factor clave en la 
creación de trabajo autónomo y en la redistribución de la renta.

En este contexto, en primer lugar, la regulación de los horarios es un elemento capital de 
la ordenación del comercio. De una parte, es preciso que los horarios comerciales permitan 
atender de modo adecuado a las necesidades de la población y que faciliten la compra en 
aquellos momentos y fechas del año en los que se genera mayor demanda. De otra parte, 
deben hacer posible el equilibrio entre las pequeñas y medianas empresas de venta y 
distribución que configuran el pequeño comercio urbano de proximidad y las grandes 
empresas de venta y distribución.

Finalmente debe tenerse en cuenta el derecho de los trabajadores al descanso y a 
compaginar su vida laboral con la familiar y social.

En segundo lugar, y en el mismo contexto de la relación comercio-ciudad, los poderes 
públicos igualmente deben garantizar el equilibrio entre el comercio de los centros históricos 
de las ciudades y el comercio periférico, de forma que nuestras ciudades den respuesta 
tanto a las necesidades de aprovisionamiento de productos de consumo cotidiano, como a 
los aspectos más lúdicos del acto de compra que se corresponden con la adquisición de 
productos de consumo no cotidiano. Todo ello reduciendo la movilidad y evitando al máximo 
los desplazamientos innecesarios, que congestionan las infraestructuras públicas e 
incrementan la contaminación atmosférica derivada del tránsito de vehículos. A esta voluntad 
de reforzar el comercio urbano y de evitar movilidades innecesarias y sobrecarga de 
infraestructuras públicas, buscando el equilibrio entre las diferentes fórmulas comerciales 
responde el Plan de Equipamientos Comerciales de la Región de Murcia, que pretende 
garantizar a los consumidores una oferta diversificada y plural, de manera que el crecimiento 
de la oferta comercial sea producido fundamentalmente o esté justificado para atender, en 
las mejores condiciones, las necesidades de los ciudadanos y evitar las movilidades 
innecesarias. Por ello en los elementos de valoración para el otorgamiento de las licencias, 
sin descartar el «test económico», en concordancia con las pautas indicadas por la 
jurisprudencia del Tribunal de las Comunidades Europeas, por lo que se refiere a la libertad 
de establecimiento garantizada por el artículo 43 del Tratado de la Unión Europea, se 
incluyen otros criterios en el sentido expresado, de garantizar a los consumidores una oferta 
diversificada y plural, que atienda, en las mejores condiciones, las necesidades de los 
ciudadanos y evite las movilidades innecesarias, según un modelo comercial que combine el 
modelo de ciudad residencial con las actividades comerciales, garantizando el 
aprovisionamiento, la diversidad de oferta y la multiplicidad de operadores a la ciudadanía, 
tenga esta o no posibilidad de desplazarse.

Otros objetivos de la ley que merecen resaltarse son el de mejorar algunos aspectos de 
la Ley 10/1998, en lo referente a la definición de las funciones de la inspección del comercio, 
o la regulación de la licencia comercial específica, así como al régimen sancionador 
aplicable, por otra parte se aprovecha la oportunidad para adecuar la ley autonómica a la 
nueva normativa estatal básica en materia de horarios comerciales, contenida en la Ley 
1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales.

La presente ley brinda asimismo la oportunidad de introducir algunas mejoras tendentes 
a elevar el nivel de calidad técnica de la Ley 10/1998, trasladando algunos apartados de 
ciertos artículos a otros artículos donde resulta más apropiada su ubicación en función del 
tema al que se refieren, de acuerdo con los criterios orientadores de la doctrina científica 
española en la materia, dadas las indudables ventajas que proporciona la mayor calidad 
técnica de las leyes, y que pueden sintetizarse en la realización del principio de seguridad 
jurídica, proclamado por nuestra Constitución.
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Asimismo se introducen mínimas correcciones, básicamente de estilo.
En relación con el título I, sobre disposiciones generales, del capítulo 1, sobre objeto y 

ámbito de aplicación, merece destacarse que se mejora la definición del objeto de la ley a fin 
de adecuarlo al nuevo contenido de la misma.

El capítulo II, sobre regulación administrativa, precisa el objeto de la ordenación e 
intervención administrativa de la actividad comercial, y detalla en el artículo 6 los distintos 
aspectos de la regulación de la función inspectora sobre el comercio interior no 
contemplados en la Ley 10/1998, de 21 de diciembre, sobre Régimen del Comercio Minorista 
de la Región de Murcia.

En relación con el título II de la Ley, sobre establecimientos comerciales y Plan de 
Equipamientos Comerciales de la Región de Murcia, en el capítulo I, artículo 8, se precisa el 
concepto de gran establecimiento comercial cuando el artículo o producto requiere gran 
superficie de exposición y venta (automóviles, materiales de construcción, etcétera), por no 
resultar lógico exigir licencia por debajo de los 2.500 metros cuadrados de sala de ventas en 
tales casos, como ocurre en otras comunidades autónomas. En el artículo 10 se define el 
concepto de superficie útil de exposición y venta al público. En el Capítulo II se regula la 
licencia comercial específica y se exige que el solicitante de la licencia sea la empresa 
explotadora y, si la pide el promotor, se identifique claramente aquélla así como la enseña o 
nombre comercial, a fin de evitar la posibilidad de especulación con las licencias y que 
operadores con fuerte presencia en un mercado obtuviesen aquellas a través de empresas-
pantalla.

También se trata de asegurar la compatibilidad del proyecto de nueva implantación 
comercial con el planeamiento urbanístico vigente ya desde el momento de la presentación 
de la solicitud, a fin de evitar la presentación de solicitudes no compatibles con aquél, o que 
traten de ubicarse en suelo no apto para urbanizar.

Se dota de rango legal, tal como exige la Ley 30/1992, en redacción dada por la Ley 
4/1999, al efecto desestimatorio del transcurso del plazo para dictar y notificar las 
resoluciones referidas a procedimientos de solicitud de licencia comercial específica, plazo 
que se amplía por resultar insuficiente el actual de seis meses, si se han de cumplir todos los 
trámites de las normas del procedimiento administrativo común, más los específicos de estos 
procedimientos, como es el informe del Tribunal de Defensa de la Competencia.

En relación con el título V de la Ley sobre horarios comerciales, se actualiza el mismo de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales.

En relación con el título VIII de la Ley, sobre Régimen Sancionador, se suprime como 
infracción leve la negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información 
requerida por las autoridades o sus agentes, con lo que dicha actividad pasa a estar 
tipificada como infracción grave de acuerdo con la legislación estatal supletoria, lo que 
resulta preferible para alinearnos con el régimen de las comunidades autónomas de nuestro 
entorno a fin de evitar que faltas graves puedan quedar sin sanción. También se suprime el 
procedimiento simplificado sancionador de un mes, que regía en la Región de Murcia por 
aplicación de la normativa estatal aplicable supletoriamente, dado que por su brevedad 
resultaba inoperante.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
1. Es objeto de esta Ley el establecimiento del régimen jurídico administrativo del 

comercio minorista, la racionalización, mejora y modernización de las estructuras 
comerciales, potenciando un modelo comercial que garantice el aprovisionamiento y la 
multiplicidad de oferta a los consumidores buscando la diversidad comercial, así como la 
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regulación de determinadas ventas especiales en el marco del respeto a los derechos de los 
trabajadores, así como a los principios recogidos en la normativa comunitaria.

2. A los efectos de esta Ley, es comercio minorista aquella actividad desarrollada 
profesionalmente con ánimo de lucro consistente en ofertar la venta de cualquier clase de 
artículos a los destinatarios finales de los mismos, utilizando o no un establecimiento.

Artículo 2.  Precisiones sobre el ámbito de aplicación.
1. Será irrelevante para la aplicación de esta Ley que el comerciante minorista sea al 

propio tiempo fabricante o comerciante mayorista de artículos cuya oferta de venta realice.
2. A salvo lo previsto en el párrafo siguiente, será igualmente indiferente a los efectos de 

esta ley que el comerciante minorista tenga el carácter de agricultor, ganadero, pescador o 
artesano, o que, en general, realice la totalidad o parte de las actividades precisas para 
obtener los productos que venda.

3. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley todas aquellas actividades que 
estén sujetas a una reglamentación o normas sectoriales específicas, y en todo caso estarán 
excluidos las ventas directas por agricultores y ganaderos de los productos agropecuarios, 
en estado natural o que ellos mismos han transformado, en el lugar de su producción.

Artículo 3.  Ejercicio simultáneo de actividad comercial minorista y de producción o 
distribución mayorista.

Cuando la actividad de comercio minorista sea realizada simultáneamente en un mismo 
establecimiento con otras actividades de producción o de distribución mayorista, deberá ser 
debidamente delimitada la zona o espacio en que se desarrolla la actividad comercial 
minorista, y deberán cumplirse las normas relativas a cada tipo de actividad comercial.

Artículo 4.  De las cooperativas de consumidores y usuarios.
1. Las cooperativas de consumidores y usuarios, así como cualesquiera otras que 

suministren bienes y servicios a sus socios y terceros, estarán obligadas a distinguir la oferta 
dirigida a los socios de la que se dirija al público en general.

Cuando la oferta de las cooperativas se dirija al público en general o no aparezca 
rigurosamente diferenciada de la que realicen a sus socios, estará sometida a esta Ley.

2. Los economatos y, en general, cualquier tipo de establecimiento que, de acuerdo con 
la legislación vigente, suministren bienes, productos o servicios exclusivamente a una 
colectividad de empleados no podrán en ningún caso suministrarlos al público en general.

CAPÍTULO II
Regulación administrativa

Artículo 5.  Régimen jurídico administrativo de la actividad comercial minorista.
1. La actividad comercial minorista vendrá sujeta a ordenación administrativa en los 

supuestos y conforme a las técnicas y procedimientos regulados en esta Ley.
2. Con carácter general, la instalación y apertura de establecimientos comerciales no 

estará sujeta a régimen de autorización comercial. No obstante lo anterior, dicha instalación 
y apertura quedará sometida a una autorización cuando, una vez aplicados el juicio de 
proporcionalidad, y el principio de no discriminación, de manera clara e inequívoca, 
concurran razones imperiosas de interés general relacionadas con la distribución comercial, 
de acuerdo con lo que se establece en la presente Ley.

3. En especial, la ordenación administrativa tendrá por objeto:
a) (Suprimida)
b) El régimen regulador de las ventas a distancia y su inscripción en el Registro 

correspondiente.
c) El régimen de horarios comerciales.
d) El régimen de determinadas prácticas promocionales de ventas.
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f) El régimen de otras ventas especiales como automáticas, domiciliarias y en subasta 
pública.

4. El ejercicio de las actividades comerciales al por menor realizadas en establecimientos 
de carácter permanente cuya superficie útil de exposición y venta al público no sea superior 
a 300 metros, comprendidas en el ámbito de aplicación del Real Decreto-Ley 19/2012, de 25 
de mayo, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, 
no requerirá autorización o licencia previa por parte de la Administración local.

El inicio, desarrollo de las actividades comerciales y de servicios definidas en el párrafo 
anterior, la apertura de establecimientos, siempre y cuando no conlleven la realización de 
obras, así como los cambios de titularidad, requerirán la comunicación previa a la 
Administración local competente acompañada de una declaración responsable del 
cumplimiento de las previsiones legales establecidas en la normativa vigente y de la 
documentación técnica que se establezca en la correspondiente ordenanza municipal.

El ejercicio de estas actividades comerciales y de servicios y la apertura de los 
establecimientos adscritos a la actividad generarán la liquidación de la tasa o precio, o 
contraprestación económica que, en su caso, corresponda.

Cuando deban realizarse diversas actuaciones relacionadas con la misma actividad o en 
el mismo local comercial en que ésta se desarrolla, las comunicaciones previas y las 
declaraciones responsables se tramitarán conjuntamente.

Quedan al margen de la regulación contenida en este apartado del artículo 5 de esta Ley 
las actividades desarrolladas en los mencionados establecimientos que tengan impacto en el 
patrimonio histórico-artístico en el ámbito autonómico o local, así como en el uso privativo u 
ocupación de bienes de dominio público estatal, autonómico o local.

5. La ordenación administrativa que compete a la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia no excluye y salvaguarda la que corresponda a otras administraciones públicas en 
esta materia y, en especial, a los ayuntamientos para dictar ordenanzas y ejercer las 
potestades administrativas de comprobación, inspección, sanción y, en general, de control 
que le estén atribuidas por la normativa sectorial aplicable.

Artículo 6.  Inspección y sanción.
1. La Administración regional y los municipios, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, realizarán las funciones de inspección, vigilancia y control precisos sobre los 
comerciantes, sus establecimientos comerciales y sus actividades.

2. En el ámbito de la Administración regional, la función inspectora será desempeñada 
por personal adscrito a la Dirección General competente en materia de comercio, dentro de 
un cuerpo propio de inspección, quienes, cuando se encuentren en el ejercicio de sus 
funciones, se identificarán como tales y tendrán la consideración de agentes de la autoridad, 
a todos los efectos. Los hechos o circunstancias por ellos constatados gozarán de la 
presunción de veracidad, salvo prueba en contrario, estando obligados los inspectores al 
cumplimiento estricto del deber de sigilo profesional.

3. El personal de la Inspección de Comercio Interior podrá solicitar el apoyo, concurso, 
auxilio y protección de cualquier otra autoridad o sus agentes, incluidos los cuerpos de 
seguridad del Estado, que resulte preciso para el ejercicio de sus funciones.

4. El personal de la Inspección de Comercio Interior podrá requerir la exhibición y 
aportación de la documentación industrial, mercantil y contable que resulte necesaria para el 
ejercicio de sus funciones (documentos, libros, ficheros, facturas, justificantes de 
contabilidad, etcétera), así como acceder directamente a los locales y dependencias en los 
que se realicen actividades comerciales. Las informaciones obtenidas serán, en todos los 
casos, confidenciales.

5. Las personas físicas y jurídicas requeridas por el personal de la Inspección de 
Comercio Interior tienen la obligación de consentir y facilitar las actuaciones inspectoras, de 
exhibir, suministrar y facilitar la obtención de copia de la información requerida y, en general, 
de consentir la realización de las visitas de inspección y de dar toda clase de facilidades para 
el cumplimiento de sus funciones.

6. Las modalidades de actuación inspectora podrán ser:
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a) De control del mercado, verificando el cumplimiento de las obligaciones y deberes 
impuestos a los comerciantes por la legislación vigente.

b) De investigación de mercado, destinadas a la obtención de información y datos que 
permitan conocer y realizar estudios de mercado y determinar sectores de los que pudieran 
derivar perjuicios para el mercado y sus agentes y también en relación con las posibles 
situaciones atentatorias a la libre competencia.

c) De asesoramiento e información a los agentes del mercado, favoreciendo el 
cumplimiento de la normativa vigente y la extensión de las buenas prácticas comerciales que 
redunden en beneficio del comercio.

d) De comprobación de aplicación de ayudas de los programas presupuestarios de la 
Dirección General competente en materia de comercio.

7. El incumplimiento de lo establecido en esta Ley será sancionado conforme a lo 
previsto en su título VIII y demás normas aplicables en la materia.

TÍTULO II
Establecimientos comerciales

CAPÍTULO I
De los establecimientos comerciales y sus modalidades

Artículo 7.  Definiciones y modalidades.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales, los locales, construcciones 

o instalaciones, de carácter fijo y permanente, destinados al ejercicio regular de actividades 
comerciales, ya sea de forma individual o en un espacio colectivo, e independientemente de 
que se realice en forma continuada o en días o en temporadas determinadas.

2. Los establecimientos comerciales se clasifican teniendo en cuenta el surtido de 
productos y la relación con otros equipamientos:

a) Por el surtido de producto los equipamientos comerciales se dividen en:
Establecimientos basados en la venta de productos cotidianos, que son los dedicados a 

la venta de productos de consumo cotidiano o habitual, predominantemente de alimentación, 
contando en algunos casos con otros productos no alimentarios (artículos de droguería, de 
menaje del hogar, etc.).

Establecimientos basados en la venta de productos no cotidianos, que son aquellos 
especializados en la venta de productos de consumo ocasional, generalmente 
especializados en una gama de productos determinada, sea mediante venta personalizada o 
en régimen de autoservicio.

Establecimientos polivalentes, que son los que ofrecen para la venta un amplio conjunto 
de productos de consumo cotidiano y no cotidiano, tales como hipermercados y grandes 
almacenes.

b) Desde el punto de vista de la relación con otros equipamientos, los establecimientos 
comerciales se dividen en:

Individuales.
Colectivos, que son aquellos integrados por un conjunto de establecimientos situados 

dentro de un mismo edificio, recinto o parque comercial, vinculados entre sí por una 
planificación, gestión, promoción y administración común, en los que se ejercen las 
actividades comerciales de forma empresarial independiente, pudiendo coexistir, en su caso, 
con establecimientos dedicados a actividades de ocio, hostelería, restauración etc.

3. A los efectos de esta Ley, quedan excluidos de la consideración de establecimientos 
comerciales colectivos los mercados municipales de abastos, así como las agrupaciones de 
comercios, en núcleos urbanos, que tengan la consideración de centros comerciales 
abiertos.
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Artículo 8.  Establecimientos comerciales con impacto supramunicipal.
(Suprimido)

Artículo 9.  Establecimientos comerciales de descuento.
(Suprimido)

Artículo 10.  Superficie de exposición y venta al público.
1. Superficie útil de exposición y venta al público es aquella donde se produce el 

intercambio comercial, constituida por los espacios destinados a la exposición al público de 
los artículos ofertados, habitual u ocasionalmente, ya sea mediante mostradores, 
estanterías, vitrinas, góndolas, cámaras o murales, los probadores, las cajas registradoras y, 
en general, todos los espacios destinados a la permanencia y paso del público, 
excluyéndose expresamente las superficies destinadas a oficinas, aparcamientos, zonas de 
carga y descarga y almacenaje no visitables por el público y, en general, todas aquellas 
dependencias o instalaciones de acceso restringido al mismo.

2. Cuando en un mismo edificio o centro comercial existan varios establecimientos 
comerciales, se excluyen del cómputo de la superficie de venta, además, los espacios de 
libre circulación comunes externos.

CAPÍTULO II
Licencia comercial autonómica

Artículos 11 a 17.  
(Suprimidos)

CAPÍTULO III
Plan de Equipamientos Comerciales

Artículos 18 a 26.  
(Derogados)

TÍTULO III
Obligaciones de los comerciantes minoristas

Artículo 27.  Obligaciones genéricas.
Los comerciantes minoristas habrán de cumplir los siguientes deberes:
a) Con carácter general, los establecidos por las normas relativas a los bienes cuya 

venta ofrecen. En especial han de cumplir las normas relativas a la composición de los 
productos, etiquetado y de seguridad de los mismos, así como las especiales del sector o 
sectores comerciales que constituyan el objeto de su actividad y retirar de su establecimiento 
los bienes que no cumplieren tales normas.

b) Acreditar ante la Administración competente estar en posesión de las autorizaciones y 
licencias que les sean exigibles.

c) Hallarse al corriente en el pago de los tributos de cualquier clase de los que resulten 
sujetos pasivos.

d) Cumplir las normas de protección de los derechos de los consumidores y usuarios.
e) Los comerciantes minoristas, o sus representantes, deberán atender y cumplir los 

requerimientos que la Administración competente y sus agentes les dirijan en orden al 
cumplimiento de las normas legales y resoluciones administrativas relativas a la actividad 
comercial que ejerciten.
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Artículo 28.  Obligaciones básicas frente a los consumidores.
Los comerciantes minoristas o sus representantes, conforme a lo dispuesto en el 

Estatuto de Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia y su normativa de desarrollo, y 
sin perjuicio de ésta, deberán:

a) Exhibir junto a los artículos sus correspondientes precios de venta al público.
b) Entregar factura, recibo o documento acreditativo de la operación realizada conforme 

establezca la legislación vigente en materia de protección de los consumidores.
c) Tener a disposición de los consumidores hojas de reclamaciones y exhibir un cartel, 

preferentemente el modelo establecido en el anexo III del Decreto n.º 3/2014, de 31 de 
enero, por el que se regula el sistema unificado de reclamaciones de los consumidores y 
usuarios en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

d) Realizar sus actividades promocionales sin incurrir en formas de publicidad ilícita, en 
particular, sin incurrir en publicidad engañosa.

e) Contratar con los consumidores sin existencia de cláusulas abusivas.
f) Comercializar artículos seguros y con un adecuado servicio de asistencia técnica.

Artículo 29.  Exhibición de precios.
1. El precio deberá figurar junto a todos los artículos ofertados a la venta.
2. Junto al precio del artículo deberá figurar también el precio por unidad de medida de 

los productos conforme a la normativa de aplicación.
3. En los productos vendidos a granel sólo se indicará el precio por unidad de medida.
4. En la venta conjunta de dos o más artículos iguales, deberá figurar también su precio 

por unidad.
5. En las actividades promocionales de ventas deberá figurar el precio de venta 

conforme a lo dispuesto en todos los artículos anteriores junto al precio de venta anterior.
6. Los precios deberán indicarse de modo directo, legible, exacto y completo:
– De modo directo: figurando en el artículo o junto a él, siempre dentro del mismo campo 

visual que ocupe en la exposición de venta.
– De modo exacto: se prohíbe toda forma de exhibición de precio que obligue a realizar 

cálculos aritméticos para determinar su cuantía, excepto la aplicación de porcentajes de 
descuento sobre el precio indicado.

– De modo completo: incluyendo el importe de los incrementos o descuentos aplicables 
en su caso y cuantos tributos puedan o deban repercutirse en el consumidor.

Artículo 30.  Excepciones al deber de indicación directa del precio.
La Dirección General competente en materia de comercio podrá dispensar de la 

obligación de información directa sobre el precio de los artículos ofertados en venta, si el 
interesado u organizaciones representativas del sector afectado acreditan razones de 
seguridad del establecimiento u otras que se juzguen objetivamente atendibles, previo 
informe del Consejo Asesor Regional de Consumo.

Artículo 31.  Indicación del precio de servicios accesorios.
1. La exhibición de precios podrá completarse con información adicional sobre 

condiciones de financiación o aplazamiento de pago, coste de servicios accesorios o 
similares.

2. Esta información deberá ser veraz, eficaz y suficiente.

TÍTULO IV
De la comunicación e inscripción de las ventas a distancia

Artículos 32 a 35.  
(Derogados).
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TÍTULO V
Horarios comerciales

CAPÍTULO I
Régimen general

Artículo 36.  Competencia.
Corresponde a la Consejería competente en materia de comercio la regulación de los 

horarios para la apertura y cierre de los locales comerciales en la Región de Murcia con 
sujeción a los principios generales establecidos en la normativa estatal básica que se dicte 
en cada momento y a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 37.  Horario semanal y diario.
El horario de apertura y cierre de los establecimientos comerciales de venta al público 

será de libre fijación por la empresas minoristas en todo el territorio de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, sin perjuicio de los derechos reconocidos a los 
trabajadores en el régimen laboral.

Artículo 38.  Régimen de apertura en domingos y días festivos.
1. El número de domingos y días festivos en los que los comercios podrán permanecer 

abiertos al público en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia será de 14 días en el 
año 2017, 15 días en el año 2018 y 16 días a partir del año 2019.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior, corresponde a la consejería 
competente en materia de comercio, previa consulta a las asociaciones y organizaciones 
más representativas del sector, así como al Consejo Asesor Regional de Comercio, fijar para 
cada año, mediante orden, los domingos y días festivos en los que los establecimientos 
comerciales podrán permanecer abiertos al público en la Región de Murcia. La orden 
correspondiente se publicará en el Boletín Oficial de la Región para general conocimiento 
con anterioridad al comienzo del año a que se refiera.

Para la fijación de los domingos y días festivos en los que podrán permanecer abiertos al 
público los comercios, se atenderá de forma prioritaria al atractivo comercial de los días para 
los consumidores, para lo que reglamentariamente se establecerán los criterios que permitan 
su determinación, de conformidad con lo establecido en la normativa estatal básica.

3. Los ayuntamientos podrán permutar dos de los domingos y festivos habilitados en el 
calendario regional por otros en atención a sus necesidades comerciales. El ayuntamiento 
comunicará su decisión a la dirección general competente en materia de comercio con una 
antelación mínima de un mes. A dicha permuta se le dará la debida publicidad por parte de 
la propia Administración municipal para general conocimiento de los comerciantes y 
consumidores de su término.

4. El horario de apertura de cada domingo y día festivo será libremente fijado por el 
comerciante.

Artículo 39.  Información sobre horarios.
En los establecimientos comerciales deberán exponerse los días de apertura semanal y 

los horarios de apertura y cierre, de forma perfectamente visible, tanto en el interior como en 
el exterior del establecimiento, incluso cuando el local esté cerrado.

CAPÍTULO II
Establecimientos comerciales con libertad de horario

Artículo 40.  Establecimientos con régimen especial de horarios.
1. Tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán abiertos 

al público los establecimientos comerciales siguientes:
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a) Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 
pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas, y las 
denominadas tiendas de conveniencia, así como las instaladas en puntos fronterizos, en 
estaciones y medios de transporte terrestre, marítimo o aéreo y en zonas de gran afluencia 
turística.

b) Los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los anteriores que 
dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior a 300 metros 
cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución que no tengan 
la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente.

c) Los establecimientos dedicados exclusivamente a la venta de productos culturales. La 
enumeración de los productos culturales a estos efectos será establecida mediante orden de 
la consejería competente en materia de comercio.

2. Se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta al público no superior a 500 metros cuadrados, permanezcan abiertas al 
público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en forma similar, entre libros, 
periódicos y revistas, artículos de alimentación, productos o material audiovisual e 
informático, juguetes, regalos y artículos varios, sin exclusión de ninguna de ellas, y sin que 
predomine netamente una sobre las demás.

3. Las oficinas de farmacia, así como los estancos, se regirán por su normativa 
específica, aplicándose en su defecto las disposiciones de esta ley.

Artículo 41.  Zonas de gran afluencia turística.
1. Para la declaración de zonas de gran afluencia turística de términos municipales o 

parte de los mismos se considerarán circunstancias especiales, que, en determinados 
períodos del año, la media ponderada anual de población sea significativamente superior al 
número de residentes, o en los que tenga lugar una gran afluencia de visitantes por motivos 
turísticos.

2. La determinación de las zonas de gran afluencia turística, así como el período o 
períodos a que se limite la aplicación del régimen de libertad de horarios, será establecido 
mediante orden de la consejería competente en materia de comercio, a propuesta de los 
ayuntamientos correspondientes oídas las asociaciones y organizaciones más 
representativas del sector.

TÍTULO VI
Actividades promocionales de ventas

CAPÍTULO I
Objeto

Artículo 42.  Delimitación de las actividades promocionales de ventas.
1. A los efectos de esta Ley, se considerará actividad promocional de venta toda 

actuación imputable al comerciante minorista que sea objetivamente apta para suscitar en el 
consumidor final la imagen de que, adquiriendo los artículos objeto de la misma, obtendrá 
una reducción en su precio respecto del anteriormente practicado por el comerciante 
minorista o respecto del anterior o del actualmente aplicado por sus competidores, 
condiciones más favorables que las habituales o cualquier otro tipo de ventaja económica.

2. En concreto tendrán la consideración de actividades promocionales de ventas las 
ventas en rebajas, las ventas en oferta o promoción, las ventas de saldos, las ventas en 
liquidación, las ventas con obsequio y las ofertas de venta directa.

3. Las denominaciones antes señaladas únicamente podrán emplearse para anunciar las 
ventas que se ajusten a la regulación establecida en la legislación estatal y en la presente 
Ley, quedando expresamente prohibida la utilización de las citadas denominaciones u otras 
similares para anunciar ventas que no respondan al correspondiente concepto legal.
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4. La existencia de la actividad promocional será determinada, principalmente, 
atendiendo a su forma de presentación, de expresión y de difusión publicitaria, prestando 
especial relevancia al uso de expresiones gramaticales o gráficas aptas para sugerir en el 
consumidor la existencia de ventajas económicas al adquirir los artículos.

5. Las actividades de promoción de ventas podrán simultanearse en un mismo 
establecimiento comercial, excepto en los supuestos de venta en liquidación, siempre y 
cuando exista la debida separación entre ellas y se respeten los deberes de información.

Artículo 43.  Criterios especiales.
1. Las actividades promocionales de ventas se regirán por la legislación estatal de 

ordenación del comercio minorista salvo en lo previsto en esta Ley.
2. El presente título y los artículos 19 y 20 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, no serán aplicables a la actividad comercial principal, 
habitual y ordinaria de venta de artículos cuyo valor de mercado aparezca manifiestamente 
disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de los mismos.

CAPÍTULO II
Requisitos de las actividades promocionales de ventas

Artículo 44.  Requisitos generales.
Toda actividad promocional de ventas, salvo la venta de saldos, deberá reportar al 

consumidor final ventajas económicas reales. Corresponderá al comerciante minorista 
acreditar ante la Administración competente la realidad de tales ventajas.

Artículo 45.  Requisitos específicos.
Las actividades promocionales de ventas deberán ajustarse a los siguientes requisitos:
a) El comerciante minorista habrá de procurar información clara, veraz y suficiente sobre 

el contenido y las condiciones de sus actividades promocionales. Quedan a salvo las normas 
en materia de integración publicitaria del contrato a favor de los consumidores finales. La 
información y la publicidad relativa a las actividades no podrá contener cláusulas abusivas y 
en particular de desvinculación basadas en errores tipográficos y, en general, de imprenta.

b) El comerciante minorista al que sea imputable la actividad deberá informar sobre el 
día inicial y final de la misma en su establecimiento y en la difusión publicitaria que, en su 
caso, realice respecto de la citada actividad.

c) La disponibilidad y existencias de los productos objeto de la actividad promocional 
habrá de ser suficiente. Dicha suficiencia será valorada de acuerdo con el contenido de la 
actividad y, en especial, se atenderá a las características de los productos, el periodo de 
duración de la oferta de venta, el contenido de las ventajas y el número de los potenciales 
consumidores destinatarios. Si la actividad promocional quedara limitada al agotamiento de 
los productos destinados a la misma, el comerciante minorista habrá de informar claramente 
sobre el número total de unidades objeto de la actividad.

d) La actividad promocional por la que se garantice el precio mejor o el más bajo 
respecto a la totalidad o parte de los productos objeto de venta en un mismo establecimiento 
mediante entrega al comprador de la diferencia entre el precio pagado por éste y el menor 
aplicado por un competidor indeterminado, deberá ofrecer al comprador un plazo mínimo de 
quince días naturales, desde la fecha de la compra, para solicitar la entrega de la diferencia 
entre ambos precios. El precio más bajo del competidor será el señalado por el comprador 
dentro del citado plazo de quince días.

Artículo 46.  Medios de pago.
El comerciante que practique cualquier tipo de venta tendrá la obligación de informar al 

consumidor sobre los medios de pago admisibles en la operación, a través de su publicidad 
general en la exposición visible desde el exterior del establecimiento.
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Artículo 47.  Del doble precio.
1. Toda forma de promoción o publicidad de ventas que transmita al consumidor un 

mensaje sugestivo sobre la diferencia de precio de determinados productos, obligará al 
comerciante a hacer constar en cada uno de ellos el precio ordinario con que se haya 
valorado el artículo con anterioridad y el precio actual.

2. Cuando se trate de una reducción porcentual de un conjunto de artículos, bastará con 
el anuncio genérico de la oferta sin necesidad de que conste individualmente en cada 
artículo ofertado.

TÍTULO VII
Consejo Asesor Regional de Comercio

Artículo 48.  Constitución, funciones y composición del Consejo.
1. El Consejo Asesor Regional de Comercio de la Región de Murcia es el órgano 

consultivo de la Administración regional competente en la citada materia, de conformidad 
con la Ley 9/1985, de 10 de diciembre, de los Órganos Consultivos de la Administración 
Regional, modificada por la Ley 1/1994, de 29 de abril.

2. Serán funciones del citado Consejo las siguientes:
a) Evacuar los informes y consultas sobre comercio que le sean solicitados por 

cualquiera de las administraciones competentes en dicha materia.
b) Informar cuantos proyectos de leyes y demás disposiciones elabore el Gobierno 

regional relacionadas con el sector comercial.
c) Elaborar un informe anual sobre la situación comercial de la Región de Murcia.
d) Cualquier otra que reglamentariamente se establezca.
3.1.  La composición del Consejo Asesor Regional de Comercio de la Región de Murcia 

será la siguiente:
a) Presidente: el Consejero competente en materia de comercio.
b) Vicepresidente: el Director General competente en materia de comercio.
c) Vocales:
- Tres representantes de las Consejerías de la Administración regional cuyas 

competencias tengan relación con las funciones del Consejo, nombrado por el Consejo de 
Gobierno, a propuesta del Presidente.

– Un representante de la Confederación Regional de Organizaciones Empresariales de 
Murcia perteneciente al sector comercial, designado por la misma.

– Un representante de la Confederación Comarcal de Organizaciones Empresariales de 
Cartagena perteneciente al sector comercial, designado por la misma.

– Un representante de la Confederación de Empresarios de Lorca perteneciente al sector 
comercial, designado por la misma.

– Un representante de cada una de las dos Centrales Sindicales mayoritarias en el 
sector, designados por las mismas.

– Un representante de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de Murcia, 
designado por la misma.

– Un representante de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de 
Cartagena, designado por la misma.

– Un representante de la Cámara Oficial de Comercio e Industria de Lorca, designado 
por la misma.

– Un representante de la Federación de Municipios de la Región de Murcia, designado 
por la misma.

– Un representante de cada una de las dos Asociaciones de Consumidores y Usuarios 
de la Región de Murcia más representativas del sector, designados por las mismas.

– Tres representantes de las Federaciones y/o Asociaciones de Comerciantes minoristas 
con mayor implantación en el sector, pertenecientes al pequeño, mediano y gran comercio, 
respectivamente, designados por las mismas.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 81  Ley sobre Régimen del Comercio Minorista y Plan de Equipamientos Comerciales de Murcia

– 1879 –



– Un representante de las Asociaciones de Supermercados de la Región de Murcia, 
designado por las mismas.

– Un representante del Colegio Oficial de Agentes Comerciales, designado por el mismo.
– Un experto externo a la Administración regional de relevante prestigio o de reconocida 

talla o trayectoria profesional, relacionado con la materia del comercio, designado por el 
Presidente del Consejo.

d) Actuará como Secretario, con voz pero sin voto, un funcionario de la Dirección 
General de Comercio y Artesanía, nombrado por el Presidente.

3.2. Se designarán tantos vocales suplentes como titulares.
3.3. El Consejo podrá ser asistido por el personal que se estime necesario, el cual no 

tendrá derecho a voto.
3.4. El Consejo podrá constituir en su seno Comisiones de Trabajo para el examen o 

estudio de temas específicos y concretos y para la elaboración de trabajos que se sometan a 
la consideración del mismo. El acuerdo de constitución de dichas Comisiones determinará su 
composición, vigencia, objeto y ponente o coordinador del estudio o trabajo a desarrollar.

3.5. El Consejero competente en la materia podrá modificar la composición de este 
Consejo Asesor mediante Orden.

4. El Consejo Asesor Regional de Comercio quedará adscrito a la Consejería 
competente en dicha materia.

TÍTULO VIII
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones administrativas

Artículo 49.  Definición y régimen.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de comercio las acciones u 

omisiones tipificadas en la Ley 7/1996, de 15 de enero, en la Ley 47/2002, de 19 de 
diciembre, de reforma de la anterior, y en la presente Ley, sin perjuicio de las 
responsabilidades de orden civil o de orden penal que pudieran derivarse.

2. Serán de aplicación los principios y normas básicas que condicionan el ejercicio de la 
potestad administrativa sancionadora, contenidas en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre.

Artículo 50.  Clasificación y tipificación de las infracciones.
1. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.
2. Tendrán la calificación de infracciones leves, además de las tipificadas en el artículo 

64 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, las siguientes:
a) El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre el horario de apertura y 

cierre del establecimiento.
b) (Derogada).
c) El incumplimiento de las normas en materia de indicación de precios y en materia de 

prácticas promocionales de ventas, contenidas en esta Ley.
d) En general, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley o en 

las normas dictadas para su desarrollo que no sean objeto de sanción específica.
3. Tendrán la calificación de infracciones graves, además de las tipificadas en el artículo 

65 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, las siguientes:
a) Incumplir las disposiciones administrativas relativas a la prohibición de comercializar o 

distribuir determinados artículos o productos.
b) Acaparar o retirar injustificadamente artículos o productos destinados directa o 

indirectamente a la venta.
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4. Tendrán la calificación de infracciones muy graves las definidas como graves cuando 
concurra alguna de las circunstancias definidas en el artículo 66 de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero.

Artículo 51.  Reincidencia.
1. Se entenderá que existe reincidencia, por comisión en el término de un año de más de 

una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme.
2. No obstante, lo señalado en el párrafo anterior, para calificar una infracción como muy 

grave, solo se atenderá a la reincidencia en infracciones graves y la reincidencia en 
infracciones leves sólo determinará que una infracción de este tipo sea calificada como 
grave cuando se incurra en el cuarto supuesto sancionable.

Artículo 52.  Responsabilidad administrativa.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente Ley 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de la empresa y actividades 
comerciales de que se trate.

Artículo 53.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los seis meses las 

calificadas como leves, a los dos años las calificadas como graves y a los tres años las 
calificadas como muy graves.

CAPÍTULO II
Sanciones administrativas

Artículo 54.  Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con apercibimiento o multa de hasta 3.000 

euros.
2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 3.001 a 15.000 euros.
3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 15.001 a 600.000 euros.
4. Las cuantías fijadas en los apartados precedentes podrán ser actualizadas en función 

de la evolución del índice de precios al consumo mediante Decreto.

Artículo 55.  Graduación de las sanciones.
1. La cuantía de las sanciones económicas se graduará teniendo en cuenta los criterios 

básicos establecidos en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, los criterios 
del artículo 69 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, el grave daño causado a los intereses de 
los consumidores y el aprovechamiento indebido del poder de demanda de los menores.

2. Cuando la cuantía del beneficio obtenido como consecuencia de la infracción supere 
la de la sanción máxima aplicable, en casos de fraude, falsificación o incumplimiento doloso 
de los requisitos esenciales que rigieren la comercialización de los productos, el órgano 
sancionador podrá incrementar la cuantía máxima de la sanción hasta el importe total del 
beneficio obtenido.

Artículo 56.  Sanciones accesorias.
1. El órgano competente para la resolución del expediente sancionador podrá acordar, 

como sanción accesoria, el decomiso de las mercancías falsificadas, fraudulentas, no 
identificadas, o que incumplan los requisitos mínimos establecidos para su comercialización. 
Asimismo, en el supuesto de infracciones muy graves que produzcan un grave perjuicio 
económico o generen una amplia alarma social, podrá acordar, como sanción accesoria en 
la resolución del expediente sancionador, el cierre temporal de la empresa o establecimiento 
infractor.

2. Asimismo, con carácter accesorio y en caso de infracciones graves y muy graves, el 
órgano sancionador podrá acordar, en la resolución del expediente sancionador, la 
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publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia y a través de los medios de 
comunicación social, las sanciones impuestas, una vez hayan adquirido firmeza, así como 
los nombres, apellidos, denominación o razón social de los responsables y la naturaleza y 
características de las infracciones, por razones de ejemplaridad. El coste de dicha publicidad 
correrá de cuenta del sancionado.

Artículo 57.  Procedimiento administrativo sancionador.
1. La imposición de sanciones habrá de sujetarse a las normas del procedimiento 

administrativo sancionador establecidas en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, y en sus normas complementarias de desarrollo.

No obstante, en los procedimientos en materia sancionadora el plazo máximo para 
resolver el procedimiento será de seis meses desde su iniciación, en todos los casos.

2. La Administración podrá adoptar, de forma motivada, las siguientes medidas 
cautelares, a fin de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, cuando existan 
riesgos para la salud y la seguridad o grave riesgo de perjuicio para los intereses 
económicos y sociales de los consumidores y usuarios, y cuando exista riesgo de distorsión 
del funcionamiento del mercado:

a) Intervención de mercancías falsificadas, fraudulentas, o no clasificadas o que 
incumplan los requisitos mínimos legalmente exigidos para su comercialización.

b) Suspensión de la actividad comercial hasta que se subsanen los defectos o se 
cumplan los requisitos exigidos.

c) Clausura o cierre provisional de establecimientos e instalaciones que carezcan de las 
preceptivas autorizaciones, mientras permanezcan en esta situación.

3. La competencia para adoptar cualquiera de las medidas provisionales señaladas en el 
apartado anterior corresponderá a la Dirección General que tenga atribuida la competencia 
en materia de comercio.

Artículo 58.  Órganos competentes.
Los órganos competentes para resolver el procedimiento sancionador serán los 

siguientes:
a) El director general que tenga atribuidas las competencias en materia de comercio, 

para sancionar las infracciones leves.
b) El consejero que ostente la competencia en materia de comercio, para sancionar las 

infracciones graves.
c) El Consejo de Gobierno para sancionar las infracciones muy graves.

Artículo 59.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán a los seis meses, las 

impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas muy graves a los tres 
años.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse a partir de la firmeza de la resolución 
sancionadora.

Disposición adicional.  Planeamiento.
1. El planeamiento urbanístico, a la hora de determinar las zonas destinadas a 

equipamientos comerciales, deberá tener en cuenta las necesidades de consumo y compra 
de los ciudadanos, la utilización racional del territorio, la sostenibilidad de los recursos 
naturales, las infraestructuras y servicios públicos existentes y previstos, procurando la 
proximidad a la población, la integración en el tejido urbano y la cohesión social y territorial.

2. En la aprobación definitiva de los planes urbanísticos, o de sus modificaciones o 
revisiones, cuando se definan o modifiquen zonas destinadas a equipamientos comerciales, 
se solicitará con carácter previo informe de la Consejería competente en materia de 
comercio.
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3. El citado informe, que será evacuado en el plazo máximo de tres meses, versará 
sobre la compatibilidad de la calificación del suelo con los criterios establecidos en el punto 
1, con especial referencia a la incidencia de los equipamientos comerciales previstos en 
relación a los municipios del entorno. Trascurrido el plazo sin haberse evacuado, se 
entenderá informado en sentido favorable.

4. Como regla general no se requerirá licencia comercial autonómica para la 
implantación de establecimientos comerciales de impacto supramunicipal en aquellos 
planeamientos informados favorablemente por la Consejería competente en materia de 
comercio, siempre y cuando el detalle del instrumento de planificación urbanística y su 
documentación complementaria permita conocer las características y actividades a 
desarrollar en los establecimientos comerciales previstos. En el citado informe se hará 
constar expresamente esta circunstancia.

Disposición transitoria primera.  
Los procedimientos en tramitación a la entrada en vigor de la presente Ley se ajustarán 

a las prescripciones de la misma, siempre que la aplicación de la norma le resulte más 
beneficiosa a la elección del interesado.

Disposición transitoria segunda.  
Las empresas que figuren inscritas a la entrada en vigor de esta Ley en la sección de 

comerciantes de ventas a distancia del Registro de Comerciantes Minoristas de Ventas 
Especiales de la Región de Murcia de acuerdo con la Ley 10/1998, de 21 de diciembre, 
sobre Régimen Minorista de la Región de Murcia, disponen de un plazo de seis meses para 
solicitar su inscripción en el nuevo Registro de Comerciantes Minoristas de Ventas a 
Distancia de la Región de Murcia.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley 10/1998, de 21 de diciembre, sobre Régimen del Comercio 

Minorista en la Región de Murcia.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para adoptar las normas necesarias para el 

desarrollo de esta Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a los dos meses a partir de su publicación en el 

«Boletín Oficial de la Región de Murcia».
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§ 82

Ley 5/1997, de 13 de octubre, de Ferias de la Región de Murcia

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 250, de 28 de octubre de 1997

«BOE» núm. 37, de 12 de febrero de 1998
Última modificación: 24 de diciembre de 2009

Referencia: BOE-A-1998-3168

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA
Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de Murcia, que la Asamblea Regional 

ha aprobado la Ley 5/1997, de 13 de octubre, de ferias de la Región de Murcia.
Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos del Estatuto de Autonomía, en nombre 

del Rey, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley 2/1986, de 20 de enero, de Ferias de la Región de Murcia, actualmente vigente, 

contiene preceptos que entran en colisión con el Derecho Comunitario, básicamente en lo 
que se refiere a la vulneración del principio de libre participación en ferias y exposiciones de 
empresarios de países miembros de la Unión Europea; circunstancia que ha sido 
denunciada insistentemente por la Comisión.

Gozando el Derecho Comunitario de prevalencia o supremacía sobre el Derecho interno 
español, en virtud del Tratado de Adhesión de España en 1985, en relación con el artículo 93 
de la Constitución española, procede introducir en la citada Ley 2/1986 las modificaciones 
necesarias para llevar a efecto dicha adecuación.

La presente Ley no va, por consiguiente, más allá de establecer cambios puntuales en el 
sentido expresado, huyendo de entrar en alteraciones más sustanciales, incompatibles con 
la celeridad que, por obvias razones, ha de imprimirse a este nuevo texto, respondiendo al 
compromiso del Gobierno regional.

Ello no obstante, la presente Ley brinda asimismo la oportunidad de actualizar 
determinados aspectos de la Ley de Ferias murciana, como son las referencias que en la 
misma se contienen a textos legales, la propia denominación del Registro de Ferias Oficiales 
e Instituciones Feriales y la cuantía de las multas, para adecuarlas al incremento 
experimentado por el IPC. Asimismo, se introducen mínimas correcciones, básicamente de 
estilo.

Finalmente, del nuevo texto desaparecen las disposiciones transitorias de la anterior Ley, 
dado su carácter coyuntural.
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CAPÍTULO I
Concepto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  
Se denominan ferias a las manifestaciones o certámenes de carácter público y periódico 

cuya finalidad esencial consista en la exposición, demostración, difusión y oferta de bienes y 
servicios para contribuir a su conocimiento y comercialización.

Artículo 2.  
Las ferias comerciales que se celebren en la Región de Murcia quedarán sometidas a lo 

dispuesto en esta Ley y normas que la desarrollen.

Artículo 3.  
1. Por razón de su régimen jurídico las ferias podrán ser oficiales y no oficiales. Son 

ferias comerciales oficiales aquellas que por su interés o trascendencia para la economía 
regional, así se califiquen por la Consejería competente en materia de comercio, que le 
prestará su apoyo, por afectar a sectores en expansión o suponer un impulso a la 
investigación, desarrollo e innovación de dichos sectores.

2. En función de los bienes y servicios exhibidos en ellas las ferias podrán considerarse:
a) Generales, cuando incluyan toda clase de bienes o servicios de las distintas 

actividades económicas.
b) Sectoriales o monográficas, en aquellos supuestos en que se limiten a una rama, a 

sector económico o a cualquiera de los grupos de actividad económica incluidos en ellos.
3. Las ferias comerciales oficiales deberán obtener tal calificación de la Consejería 

competente en materia de comercio, de oficio o solicitud de parte interesada. En la 
resolución que se dicte se hará constar expresamente su clasificación, de acuerdo con lo 
establecido en los apartados anteriores.

CAPÍTULO II
Organización y régimen de las ferias

Artículo 4.  
1. La solicitud de obtención de la calificación de ferias comerciales oficiales deberá 

formularse por las entidades organizadoras a las que se refiere el artículo 9 de esta ley ante 
la Dirección General competente en materia de ferias antes del 1 de octubre del año 
inmediatamente anterior al de su celebración.

2. La solicitud para obtener la condición de Feria Comercial Oficial se acompañará de 
una declaración responsable que incluya sus datos identificativos, y los relativos a las 
actividades feriales para las que solicitan la obtención de la condición de Feria Comercial 
Oficial, en los términos y de acuerdo con el modelo establecidos reglamentariamente por la 
Consejería competente en la materia, en la que consten:

a) Datos de la entidad promotora y documentación acreditativa de su personalidad.
b) Denominación de la feria.
c) Periodicidad y fechas de su celebración.
d) Lugar en que se ubicará, acompañando planos del recinto previsto para su 

celebración.
e) Gama de bienes y servicios a exponer.
f) Presupuesto.
g) Proyecto de Estatuto y Reglamento de Régimen Interior.
h) Autorizaciones especiales que sean preceptivas.
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3. Para la celebración de ferias en que haya presencia de productos vegetales o de 
animales vivos, será preceptivo el informe de la Consejería competente en materia de 
agricultura, ganadería y pesca, a efectos sanitarios.

Artículo 5.  
1. La Consejería competente en materia de comercio valorará la información aportada 

por la entidad organizadora en la declaración responsable. Los criterios a tener en cuenta 
para la valoración de las solicitudes y concesión de la calificación de Feria Oficial serán los 
siguientes:

a) Interés que para la economía regional represente la celebración de la feria.
b) La no interferencia en el funcionamiento o viabilidad de otras ferias o instituciones 

feriales de la Región de Murcia.
c) Localización en el territorio regional.
d) Número de empresas vinculadas al sector.
e) Mercados exteriores en expansión.
f) Investigación, desarrollo e innovación de nuevos productos y servicios.
g) Disponibilidad de un recinto adecuado para la celebración de ferias.
h) La no coincidencia de la feria comercial oficial con otra de la misma clasificación.
i) Tradición y consolidación de la feria y el nivel de participación previsto, tanto de 

expositores, profesionales y público.
j) Aquellos otros factores que permitan la evaluación objetiva de la solicitud presentada.
2. La Consejería competente en materia de comercio deberá resolver, en el plazo 

máximo de tres meses, contados desde el día siguiente en que la solicitud tenga entrada en 
el registro de la Dirección General competente para su tramitación. De no resolverse 
expresamente dentro del citado plazo, se entenderá estimada la solicitud. Todo ello sin 
perjuicio de la obligación de resolver.

3. La Consejería competente en materia de comercio dictará resolución por la que se 
otorgará o denegará la calificación de Feria Comercial Oficial, que será publicada en el 
supuesto de ser estimatoria en el "Boletín Oficial de Región de Murcia" para general 
conocimiento, y publicará así mismo el calendario anual de ferias comerciales oficiales, 
inscribiéndolas de oficio en el Registro de Ferias Oficiales e Instituciones Feriales de la 
Región de Murcia.

4. En la resolución se harán constar los datos esenciales que hayan de ser objeto de 
inscripción, debiendo evitarse especialmente la duplicidad de certámenes comerciales 
oficiales. Los datos esenciales comprenderán los siguientes:

a) Datos de la entidad promotora y documentación acreditativa de su personalidad.
b) Denominación de la feria.
c) Periodicidad y fechas de su celebración.
d) Domicilio social y lugar o recinto previsto para su celebración.
e) Gama de bienes y servicios a exponer.
f) Fecha de aprobación de los Estatutos y del Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 6.  
1. Las entidades organizadoras de las ferias comerciales oficiales deberán comunicar a 

la Dirección General competente en la materia cualquier modificación de los datos 
esenciales contenidos en la declaración responsable y que hayan sido objeto de la 
resolución e inscripción. Las modificaciones de datos esenciales que afecten al objeto, 
finalidad y entidad promotora, podrán dar lugar a la pérdida de la calificación de Feria 
Comercial Oficial, previa resolución de la citada Dirección General, contra la que podrá 
interponerse recurso ante la Consejería competente en la materia.

2. Podrán concurrir a las ferias comerciales oficiales los empresarios y las entidades 
públicas o privadas que realicen una actividad relacionada con el certamen.

3. La no admisión de un expositor a una feria comercial oficial deberá ser debidamente 
justificada por la entidad organizadora. En caso de discrepancia del solicitante resolverá la 
Consejería competente en materia de comercio.
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Artículo 7.  
1. Las ferias comerciales oficiales podrán tener una duración máxima de quince días.
2. Se deberán celebrar con una periodicidad mínima de un año, si bien, y con carácter 

excepcional, podrán celebrarse en periodos superiores.

Artículo 8.  
1. Las entidades organizadoras de ferias oficiales constituirán un Comité organizador 

para cada manifestación ferial, cuyo funcionamiento será democrático y en el que estarán 
representadas la Administración regional, el Ayuntamiento del lugar de celebración y la 
Cámara Oficial de Comercio e Industria de su demarcación. Asimismo, podrán estar 
representadas cualesquiera otras entidades de implantación en el sector.

2. La celebración de cada feria oficial llevará implícita la elaboración de un presupuesto 
económico para su desarrollo, así como una memoria posterior, en la que se haga constar el 
desarrollo de la misma y el grado de consecución de los fines propuestos.

3. La Consejería competente en materia de comercio podrá suspender, previo 
expediente administrativo con audiencia del interesado, la celebración de cualquier certamen 
ferial que no se ajuste, en su realización, a lo previsto en la presente Ley.

Artículo 9.  
1 Las ferias comerciales oficiales podrán ser promovidas y organizadas por entidades 

públicas o privadas con personalidad jurídica reconocida, no lucrativas.
2. Son instituciones feriales, a los efectos de esta Ley, las entidades con personalidad 

jurídica propia, sin ánimo de lucro, legalmente constituidas, y cuyo fin esencial sea la 
organización de ferias comerciales oficiales.

Artículo 10.  
1. Las instituciones feriales solo podrán ser promovidas por entidades, públicas o 

privadas, entre cuyos fines se incluya la promoción del comercio o de la actividad económica 
de que se trate.

2. Para ser inscrita una institución ferial, sus promotores deberán acreditar ante la 
Administración regional los acuerdos tendentes a su constitución y acompañar los 
correspondientes Estatutos.

3. Los Estatutos, además de las condiciones lícitas que establezcan, deberán regular los 
siguientes extremos:

a) Denominación, que no podrá ser idéntica a otra ya reconocida.
b) Fines que se proponen.
c) Domicilio social.
d) Órganos directivos y forma de administración.
e) Régimen de funcionamiento.
f) Patrimonio fundacional y recursos previstos.
g) Aplicación que haya de darse al patrimonio en caso de disolución.
4. La Consejería competente en materia de comercio resolverá, en el plazo de dos 

meses contados a partir de la fecha de solicitud y previos los informes que se consideren 
necesarios, sobre la inscripción de la institución ferial en el Registro de Ferias Oficiales e 
Instituciones Feriales de la Región de Murcia. De no resolverse expresamente dentro del 
citado plazo, se entenderá desestimada la solicitud.

Artículo 11.  
1. Las instituciones feriales llevarán la contabilidad y administración de su presupuesto 

económico y elaborarán una memoria anual de sus actividades.
2. Las instituciones feriales y las entidades organizadoras de ferias oficiales deberán 

presentar, ante la Consejería competente en materia de comercio, en el primer semestre del 
año, la liquidación del presupuesto y la memoria de cada certamen celebrado el año anterior.
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3. Por la Consejería competente en materia de comercio se ejercerá la inspección y 
control de la gestión económica de las instituciones y certámenes feriales oficiales, sin 
perjuicio de las actuaciones que, en su caso, pueda realizar la Intervención General de la 
Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO III
Registro de Ferias Oficiales e Instituciones Feriales de la Región de Murcia

Artículo 12.  
1. Se crea el Registro de Ferias e Instituciones feriales de la Región de Murcia, que 

dependerá de la consejería competente en materia de comercio, en el que deberán 
inscribirse:

a) Las ferias que hayan obtenido la calificación de Feria Comercial Oficial con arreglo a 
esta ley y las modificaciones posteriores de las mismas.

b) Las instituciones feriales.
2. Dicho Registro será público, y de sus asientos se dará información a quien acredite 

interés legítimo.

Artículo 13.  
1. Los datos del Registro de Ferias Oficiales e Instituciones Feriales de la Región de 

Murcia solo podrán ser objeto de modificación mediante la incoación del oportuno expediente 
administrativo.

2. La cancelación de asientos registrales y la baja de ferias oficiales e instituciones 
feriales se producirá por resolución motivada de la Consejería competente en materia de 
comercio.

3. Serán causa de baja en el Registro:
a) La petición razonada formulada por los titulares de las instituciones o entidades.
b) La disolución de instituciones feriales o entidades organizadoras y las ferias que 

fueran afectadas por la misma.
c) La resolución firme recaída en expediente administrativo o jurisdiccional, sobre el 

contenido de los asientos registrales o el incumplimiento reiterado de las obligaciones 
establecidas en el capítulo II.

d) La no celebración de la feria durante más de cuatro años consecutivos, salvo razones 
debidamente justificadas, previo expediente incoado de oficio por la Consejería competente 
en materia de comercio.

Artículo 14.  
Las ferias comerciales oficiales cuyos titulares sean instituciones feriales o entidades 

organizadoras, dadas de baja en el Registro oficial con carácter definitivo, podrán ser 
concedidas a otra institución o entidad que solicite la obtención de dicha calificación.

CAPÍTULO IV
Promoción de ferias

Artículo 15.  
La Administración regional podrá promover la organización de ferias e intercambios 

comerciales a través de ellas, mediante la adopción de las siguientes medidas:
a) Establecimiento de acuerdos de colaboración o acciones concertadas con entidades 

públicas y privadas para favorecer la celebración de ferias.
b) Organización de aquellas manifestaciones feriales que la propia Administración 

regional estime convenientes para el desarrollo de una adecuada política comercial.
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Artículo 16.  
La Consejería competente en materia de comercio, durante el primer trimestre del año, 

publicará en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» el calendario anual de ferias 
comerciales oficiales de la Región. Asimismo dará la debida difusión a la celebración de 
cada certamen oficial, a través de los medios que en cada caso decida.

CAPÍTULO V
Infracciones y sanciones

Artículo 17.  
El incumplimiento de lo establecido en la presente Ley dará lugar a la incoación de 

expediente administrativo sancionador, que se tramitará conforme al Título IX de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 18.  
Constituirán infracciones al régimen de ferias oficiales:
1. Infracciones leves:
a) La exclusión injustificada de un solicitante expositor.
b) Aquellas infracciones u omisiones que impliquen incumplimiento de las obligaciones 

establecidas con carácter general en esta Ley y no estén calificadas en los apartados 
siguientes.

2. Infracciones graves:
a) La utilización no autorizada de denominaciones de ferias oficiales.
b) La no presentación de presupuestos, de su liquidación y de la memoria, dentro de los 

plazos establecidos para ello.
c) La inobservancia de las normas sobre funcionamiento de las instituciones feriales.
d) El incumplimiento de las condiciones impuestas en la resolución de declaración de la 

calificación de Feria Comercial Oficial.
e) La reincidencia en las infracciones leves.
3. Infracciones muy graves:
a) La celebración de ferias con atribución del carácter de oficial sin estar debidamente 

calificadas como tales con arreglo a esta Ley.
b) La comisión de irregularidades graves y la obstrucción a la comprobación de datos 

sobre la contabilidad de ferias oficiales e instituciones feriales.
c) La reincidencia en faltas graves.

Artículo 19.  
1. Apreciadas las infracciones que se señalan en el artículo anterior podrán imponerse 

las siguientes sanciones:
a) Infracciones leves: Apercibimiento o multa de hasta 85.000 pesetas.
b) Infracciones graves: Multa de más de 85.000 hasta 850.000 pesetas.
c) Infracciones muy graves: Multa de más de 850.000 hasta 1.700.000 pesetas.
2. Podrán calificarse las infracciones en el grado siguiente, cuando se ocasionara grave 

perjuicio a los participantes o clientes y al prestigio de las instituciones e intereses 
comerciales de la Región.

3. Reglamentariamente será establecida la competencia de los órganos administrativos 
que deban imponer las sanciones.
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Artículo 20.  
El régimen de los actos administrativos y de los recursos contra los mismos será el 

regulado en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición derogatoria.  
Queda derogada la Ley 2/1986, de 20 de enero, de Ferias de la Región de Murcia.

Disposición final primera.  
Se faculta al Consejo de Gobierno para el desarrollo reglamentario de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su inserción en el «Boletín Oficial de 

la Región de Murcia».
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§ 83

Ley 1/2014, de 13 de marzo, de Artesanía de la Región de Murcia

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 64, de 18 de marzo de 2014

«BOE» núm. 81, de 3 de abril de 2014
Última modificación: 27 de marzo de 2015

Referencia: BOE-A-2014-3560

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA
Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de Murcia, que la Asamblea Regional 

ha aprobado la Ley de Artesanía de la Región de Murcia.
Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del Estatuto de Autonomía, en nombre 

del Rey, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I
Las disposiciones de la ley se articulan en el marco delimitado por los preceptos del 

artículo 130.1 de la Constitución española de 1978, que dispone que los poderes públicos 
atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos, y, en particular, 
de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de 
vida de todos los españoles.

De conformidad con el artículo 148.1.14 de la Constitución española de 1978, la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia tiene atribuida la competencia exclusiva en 
materia de artesanía en base al artículo 10.Uno.12 del Estatuto de Autonomía de la Región 
de Murcia.

La actividad artesana está regulada actualmente en la Región de Murcia por la 
Ley 11/1988, de 30 de noviembre, de Artesanía de la Región de Murcia, modificada por 
la Ley 12/2009, de 11 de diciembre, para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el 
mercado interior. La Ley 11/1988 se desarrolló por Decreto n.º 101/2002, de 14 de junio, por 
el que se aprobó el Reglamento General de Desarrollo de la Ley de Artesanía.

La Administración regional ha realizado un análisis de la situación del sector artesano en 
la Región de Murcia, en colaboración con los agentes sociales, para determinar los retos que 
debe afrontar y las medidas que se deben adoptar para abordar con éxito el futuro de este 
sector, reflejado en el documento estratégico «Líneas de Innovación y Modernización de la 
Artesanía de la Región de Murcia» (LIMA), aprobado por el Consejo Asesor Regional de 
Artesanía.

La presente ley está en sintonía con la estrategia de Europa 2020, para un crecimiento 
inteligente, sostenible e integrador que busque una economía competitiva basada en la 
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innovación, fomento y empleo, y que permita a los artesanos una compensación equitativa 
de su trabajo mediante la comunicación e identificación de las características de su 
producción a compradores y consumidores, en un marco de competencia leal.

Este nuevo marco legal pretende constituir la norma de referencia que regule la 
artesanía en la Región de Murcia, reordenando, solventando y mejorando la regulación, 
promoción, investigación, innovación, comercialización, calidad y seguridad.

El nuevo marco legal, sobre la base de la libertad de establecimiento de los artesanos y 
la libre circulación de productos, pretende constituir la norma de referencia que regule la 
artesanía en la Región de Murcia, en orden a contribuir a la promoción del sector, a la 
calidad y seguridad de los productos artesanos y al fomento de la investigación, innovación y 
modernización de las empresas artesanas.

La presente ley tiene por finalidad implantar un registro artesano voluntario, fomentar el 
asociacionismo, promocionar la artesanía, formar a los artesanos, crear empleo, promover la 
creación y el desarrollo de cauces de comercialización, modernizar e innovar, y, por último, 
regular la imagen y calidad de la artesanía de la Región de Murcia mediante la instauración 
de un régimen de infracciones y sanciones, con una completa regulación de la función 
inspectora que proteja tanto a los artesanos productores como al consumidor.

Asimismo, la presente ley pretende garantizar el establecimiento de programas para la 
coordinación entre el sistema regional de cualificaciones profesionales y los oficios 
artesanos, propiciando también la creación de titulaciones específicas de especialización en 
oficios artesanos en el marco del Sistema Regional de Cualificaciones y Formación 
Profesional.

II
La artesanía de la Región de Murcia constituye una expresión sociocultural de nuestra 

propia historia, siendo un claro testimonio de las costumbres y tradiciones que contribuyen a 
la formación del patrimonio etnográfico de nuestro pueblo. Las características históricas, 
económicas y socioculturales han permitido que desempeñe un papel relevante en la vida 
económica empresarial de la Región.

La actividad artesana es sin duda una fuente generadora de empleo, de recursos 
turísticos y culturales, constituyendo un tejido empresarial innovador de desarrollo de 
productos de diseño, basados en oficios tradicionales y materias primas ecológicas.

Esta nueva ley pretende ennoblecer el término «artesanía», mediante una definición que 
la separe de todas las manualidades y actividades de servicios basadas en el trabajo manual 
no estético o creativo, partiendo de una definición basada en la anterior Ley 11/1988, de 
Artesanía de la Región de Murcia, y común al resto de comunidades autónomas, pero 
incorporando elementos y requisitos que otorguen la seguridad jurídica necesaria al sector, 
dividiendo la artesanía en dos grandes grupos: artesanía creativa y artesanía de 
alimentación.

A nivel europeo, el Reglamento (UE) n.º 1151/2012 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de noviembre de 2012, sobre los regímenes de calidad de los productos 
agrícolas y alimenticios, marca el camino a seguir para la regulación de la artesanía de la 
alimentación, ya que este reglamento establece un régimen de especialidades tradicionales 
garantizadas para proteger los métodos de producción y las recetas tradicionales, ayudando 
a los productores a comercializar sus productos tradicionales por sus características 
específicas y a informar a los consumidores de los atributos de estos, lo que les confiere un 
valor añadido en el mercado.

Las actividades y productos artesanos se ajustarán a los requisitos legales y 
reglamentarios de seguridad, de protección del medio ambiente, de sanidad y prevención de 
riesgos establecidos y desarrollados a nivel europeo, nacional, autonómico y local; derivados 
de la aplicación de la legislación industrial, ambiental, agroalimentaria, sanitaria, de 
consumo, de comercio, de construcción, de prevención de riesgos laborales y cualquier otra 
desarrollada al efecto.

Para evitar el anonimato en el mercado de los productos artesanos, asegurar la 
transparencia de su elaboración y aumentar la credibilidad entre los consumidores, se han 
recogido disposiciones que permitan la identificación de los productos o acontecimientos 
artesanos en la Región de Murcia.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 83  Ley de Artesanía de la Región de Murcia

– 1892 –



Los nuevos preceptos legales no solo regularán la identificación de un producto o 
acontecimiento, sino que garantizarán la seguridad de su proceso de elaboración y la calidad 
del producto final, mediante la certificación de los procesos y productos, que en ningún caso 
supondrán un coste añadido para el sector artesanal.

El nuevo marco legal controlará el sector artesano mediante la inspección administrativa, 
la instauración de un régimen de infracciones y sanciones, y la adopción de medidas de 
naturaleza no sancionadora.

Este nuevo marco legal permitirá a la Administración la ejecución de políticas de 
protección y promoción coordinadas con los entes locales y los agentes del sector, mediante 
el desarrollo de planes de conservación, fomento, promoción, modernización e innovación de 
la artesanía, que permitan mejorar la competitividad de las empresas artesanas.

Por ello, se regula un nuevo marco legal de la artesanía en la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, encuadrado en un contexto modernizador e innovador, abierto a las 
nuevas demandas del mercado y al exterior.

III
La nueva ley se estructura en siete capítulos, con un total de cincuenta y seis artículos, 

dos disposiciones transitorias, otra derogatoria y tres disposiciones finales.
El capítulo I, denominado «Disposiciones generales», establece el objeto y finalidad de la 

ley, el ámbito de aplicación, la definición de artesanía y artesano en la Región de Murcia, las 
competencias, la libertad de establecimiento y la libre circulación de productos artesanos, así 
como la colaboración entre las Administraciones públicas.

El capítulo II, denominado «El Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia», tiene por objeto establecer el registro de todas las actividades 
relacionadas con la artesanía englobando objeto, fines, ámbito, contenido, vigencia, 
incorporación y actualización de datos, derechos y obligaciones de las personas físicas o 
jurídicas inscritas, estadísticas artesanas y desarrollo reglamentario.

El capítulo III, denominado «La identificación, seguridad y calidad artesana», se 
estructura en seis secciones, donde se definen los conceptos, se regula la identificación, 
seguridad y calidad artesana, y se establece la promoción y control que realizará la 
Administración autonómica.

El capítulo IV, denominado «Conservación, fomento, promoción, modernización e 
innovación de la artesanía», regula los instrumentos de la Administración autonómica para 
favorecer la protección, expansión, desarrollo, modernización, innovación y competitividad 
de la artesanía en la Región de Murcia, entre los cuales estarán la publicación de 
programas, los centros regionales de artesanía, las casas taller del artesano, la declaración 
de acontecimientos de interés artesano regional, la convocatoria de premios o distinciones 
de artesanía y la declaración de áreas y puntos de interés artesano regional.

La representación, participación y consulta es el objeto del capítulo V, donde se fomenta 
el movimiento asociativo artesano y se regula el Consejo Asesor Regional de Artesanía 
como órgano colegiado de carácter consultivo para la coordinación, participación y 
asesoramiento.

El capítulo VI establece el régimen de inspección, infracción y sanción, estructurado en 
cuatro secciones, englobando el ámbito de la inspección, el estatuto del inspector, las 
facultades de la inspección, las obligaciones de las personas inspeccionadas, las 
actuaciones inspectoras y su formalización; la tipificación de las infracciones y de los 
responsables, la graduación de las sanciones y la publicidad de las mismas, la regulación de 
las multas coercitivas, y, por último, la descripción del procedimiento sancionador, 
prescripción, caducidad y la competencia sancionadora.

El capítulo VII establece las competencias de la Administración local en la defensa y 
protección de la artesanía, así como la colaboración, coordinación y cooperación 
interadministrativa.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. La presente ley tiene por objeto la regulación, planificación, fomento, promoción, 

inspección y sanción de la actividad artesana en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

2. La presente ley pretende conseguir los siguientes fines:
a) Eliminar obstáculos que se opongan a la libertad de establecimiento de artesanos y a 

la libre circulación de productos artesanos en la Región de Murcia.
b) Establecer procedimientos administrativos simplificados en cuanto a sus trámites y 

requisitos.
c) Fomentar la modernización, innovación, diseño, calidad, seguridad, protección del 

medio ambiente, ecología, productividad, gestión y competitividad de la artesanía en la 
Región de Murcia.

d) Recuperar, proteger y conservar las manifestaciones artesanales propias de la Región 
de Murcia.

e) Favorecer la creación de tejido empresarial y de autoempleo.
f) Impulsar la cooperación y el asociacionismo empresarial.
g) Regular la identificación, seguridad y calidad artesana.
h) Promover sinergias de la artesanía con la empresa, investigación, medio ambiente, 

turismo y cultura.
i) Proteger los derechos y legítimos intereses de los agentes económicos y de los 

consumidores.
j) Fomentar la colaboración e impulsar la cooperación con entidades locales, regionales, 

estatales, europeas e internacionales, para regular y ordenar la artesanía.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Estarán sometidos a las disposiciones de esta ley y entran en su ámbito de aplicación 

las personas, físicas o jurídicas, cuya actividad sea la elaboración y comercialización de 
productos artesanos, y las asociaciones y federaciones de artesanos que desarrollen su 
actividad en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

2. La presente ley será de aplicación, así mismo, a los sujetos que se dediquen total o 
parcialmente a ofrecer servicios a la artesanía, entre ellos la comercialización, el diseño, la 
asistencia técnica, la innovación, la instalación, el mantenimiento, el control y ensayo, la 
formación, la actividad social u otros servicios afines.

Artículo 3.  Definición de artesanía y de artesano.
1. A los efectos de la presente ley se considera artesanía a toda actividad consistente en 

la elaboración, creación, producción, manipulación, transformación o restauración de bienes 
o productos y alimentos con características específicas, cuyas cualidades los distinguen 
claramente de otros productos similares de la misma categoría realizados mediante un 
proceso en el que la intervención personal constituye un factor predominante, basado en 
técnicas manuales, ya sean tradicionales o innovadoras, que modifiquen sustancialmente las 
materias primas y que dé como resultado un producto final individualizado que no se 
acomoda a la producción industrial mecanizada o en grandes series.

2. Las actividades artesanas, por razón de su contenido principal, podrán clasificarse en:
a) Artesanía creativa: es aquella dirigida a la creación, producción, transformación o 

restauración de productos estéticos con características específicas inspiradas en formas, 
modelos, elementos decorativos y estilos.

b) Artesanía de alimentación: toda actividad dirigida a la elaboración, manipulación y 
transformación de alimentos mediante recetas o fórmulas tradicionales y posibles 
innovaciones en las que se utilicen materias primas, ingredientes o condimentos que sean 
usuales, respetando el proceso natural de elaboración, sin forzarlo o acelerarlo, siempre que 
se cumpla la normativa estatal y europea.
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3. Se entenderá por Artesanía Social aquellas actividades realizadas por entidades, 
organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro, dirigidas a la rehabilitación o inserción de 
personas con discapacidad, o colectivos en riesgo de exclusión social, ya se trate de 
actividades formativas, programas especiales de empleo, inserción social o laboral, que 
utilicen los oficios, técnicas y procesos artesanos, de acuerdo a lo expresado en la presente 
Ley.

4. En el proceso artesano podrá usarse equipamiento auxiliar, con exclusión de los 
procesos totalmente mecanizados o automatizados, que se destinen a una producción 
masiva de objetos en línea, admitiéndose, no obstante, que determinadas fases específicas 
del trabajo se realicen mediante un mecanizado o automatizado que utilice técnicas 
innovadoras e instrumentos tecnológicos.

5. El artesano podrá utilizar como base para realizar su trabajo manual de artesanía 
creativa un producto no artesano, siempre y cuando se identifique en la etiqueta del producto 
final qué parte del producto está realizada por el artesano y qué parte no.

6. Los productos artesanos creativos o de alimentación serán considerados productos 
comerciales o de alimentación, siendo la denominación de artesano una diferenciación frente 
a otros productos, por lo que en su elaboración y comercialización deberán cumplir con toda 
la legislación aplicable al producto o a su proceso de elaboración.

7. No se consideran productos artesanos u oficios artesanos creativos o de alimentación 
todos aquellos productos u oficios basados en procesos de montaje de materias primas sin 
que se realice una modificación manual sustancial de sus características iniciales, de modo 
que el producto final sea significativamente distinto de las materias primas que lo componen.

8. La consejería competente en materia de artesanía, a propuesta de la dirección general 
correspondiente y previo informe del Consejo Asesor Regional de Artesanía, aprobará, 
mediante orden, el Repertorio de Oficios Artesanos de la Región de Murcia donde se 
describa por oficios el proceso de elaboración, la maquinaria y las materias primas 
necesarias para crear productos artesanos creativos o de alimentación.

9. Se considerará artesano en la Región de Murcia a toda persona, física o jurídica, cuya 
actividad sea la elaboración de productos conforme a la definición de artesanía del presente 
artículo, que desempeñe un oficio de los incluidos en el Repertorio de Oficios Artesanos de 
la Región de Murcia y desarrolle la actividad conforme las especificaciones establecidas en 
el mismo.

Artículo 4.  Consultas preceptivas.
1. La consejería competente en materia de artesanía será consultada preceptivamente 

por parte de otros órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y de la Administración local para la protección de las manifestaciones artesanas en 
las siguientes materias:

a) Programas para la conservación, fomento, promoción, modernización e innovación de 
la artesanía.

b) Planes y programas que impliquen la contratación de productos artesanos que incidan 
significativamente sobre el volumen total de la demanda o sobre el desarrollo del sector 
artesano.

2. Las consultas previstas en el apartado 1 del presente artículo no serán necesarias 
cuando la consejería competente en materia de artesanía participe en la formulación de los 
correspondientes planes y programas.

Artículo 5.  Libertad de establecimiento y libre circulación.
1. Los operadores económicos en artesanía podrán establecerse y comercializar sus 

productos artesanos libremente sin la necesidad de disponer de autorización previa de la 
consejería competente en materia de artesanía, sin perjuicio de las facultades de 
comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones públicas.

2. La consejería competente en materia de artesanía adoptará las medidas necesarias 
para eliminar y remover cualquier obstáculo administrativo para la libertad de establecimiento 
de los operadores económicos en artesanía, la libre circulación de bienes artesanos o la 
celebración de acontecimientos artesanos que cumplan la legislación aplicable.
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Artículo 6.  Incumplimientos y colaboración entre las Administraciones públicas.
1. Cuando se acredite que un producto fabricado o comercializado en la Región de 

Murcia, o un acontecimiento realizado en la Región de Murcia que se identifique como 
artesano no cumpla las disposiciones normativas aplicables, se ejercerán por parte de 
las Administraciones públicas las potestades de inspección y sanción previstas en el capítulo 
VI.

2. La consejería competente en materia de artesanía pondrá en conocimiento de las 
comunidades autónomas de procedencia los incumplimientos en productos artesanos 
elaborados fuera de la Región de Murcia y comercializados en la misma, cuando incumplan 
los requisitos de fabricación/elaboración/confección correspondientes a su lugar de origen. 
En el caso de que se incumplan las condiciones de venta, se estará a lo regulado por la 
normativa de la Región de Murcia, como si de productos autóctonos se tratara.

CAPÍTULO II
El Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

Artículo 7.  Descripción y objeto.
1. El Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia será único, 

de naturaleza administrativa, de carácter público de ámbito regional y de inscripción 
voluntaria.

2. Las personas físicas o jurídicas que podrán inscribirse en el Registro Artesano de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia serán las indicadas en el artículo 2 de la 
presente ley.

3. No será necesaria la inscripción en el Registro Artesano de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia para el ejercicio de la actividad artesanal.

Artículo 8.  Fines.
Los fines del Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia son 

los siguientes:
a) Integrar la información sobre artesanía regional para que la consejería competente en 

materia de artesanía pueda ejercer sus competencias.
b) Constituir el instrumento de información sobre la artesanía regional para otras 

Administraciones públicas, ciudadanos y sector empresarial.
c) Suministrar a los servicios competentes de las Administraciones públicas datos 

precisos para elaborar estadísticas.
d) Creación de una base de datos de méritos profesionales, relacionados con la actividad 

artesana de aquellos inscritos, con fines de certificación, curriculum, valoración profesional y 
nivel de cualificación del sector artesano regional.

Artículo 9.  Ámbito, contenido y vigencia.
1. El Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 

comprenderá las actividades desarrolladas por las personas incluidas en el ámbito de 
aplicación de la presente ley, y en él deberán constar, como mínimo, los siguientes datos:

a) Relativos a la empresa o persona física: nombre y apellidos o razón social o 
denominación, número de identificación fiscal, domicilio y actividad principal.

b) Relativos al establecimiento: datos de localización, denominación, actividad principal y 
secundaria, indicadores de superficie, maquinaria, materias primas, instalaciones y personal.

c) Otros datos facilitados por los interesados relativos a la comercialización, proceso, 
diseño, innovación y aplicación de nuevas tecnologías.

2. Todos los datos anteriormente expresados tendrán carácter público de acuerdo con 
los procedimientos de acceso y difusión que se establezcan reglamentariamente, estando 
protegidos por la normativa vigente sobre protección de datos.
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3. Para la inscripción voluntaria en el Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia se presentará una declaración responsable por el interesado, mediante 
el modelo normalizado establecido por la dirección general competente en materia de 
artesanía, en la que manifieste que cumple con los requisitos exigidos en esta ley y en la 
reglamentación que la desarrolle.

4. El incumplimiento de los requisitos exigidos, verificado por la dirección general 
competente en materia de artesanía, conllevará la cancelación de la inscripción en el 
Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en los supuestos y 
mediante los procedimientos establecidos reglamentariamente en los que quedará 
garantizada la audiencia del interesado, sin perjuicio de las sanciones que puedan derivarse 
de la gravedad de las actuaciones realizadas.

Artículo 10.  Incorporación de datos.
1. El Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia incluirá los 

datos y las variaciones significativas indicados en la declaración responsable presentada por 
el interesado.

2. Se considerarán como variaciones significativas de los datos incorporados al Registro 
Artesano:

a) En el caso de empresas o personas físicas, el traslado, el cambio de titularidad o de 
actividad o de denominación social o del número de identificación fiscal.

b) En el caso de asociaciones o federaciones o similares, el traslado, el cambio de 
titularidad, actividad o fines o número de identificación fiscal.

Artículo 11.  Actualización de datos.
1. Las personas físicas o jurídicas inscritas en el Registro Artesano comunicarán a la 

dirección general competente en materia de artesanía, en el plazo que reglamentariamente 
se determine, el cese de la actividad o cualquier cambio que suponga modificación de los 
datos considerados como variación significativa.

2. Las personas físicas o jurídicas inscritas en el Registro Artesano podrán mantener un 
periodo de suspensión temporal en el Registro Artesano motivada por causas justificadas, a 
petición del artesano, que en ningún caso excederá de tres años. Reglamentariamente se 
establecerán las causas, justificación, duración y procedimiento, donde en todo caso se 
garantizará la antigüedad en el registro del mismo.

Artículo 12.  Estadísticas artesanas.
En el marco de la función estadística pública, la Administración regional colaborará con 

el Instituto Nacional de Estadística y otros servicios estadísticos de las Administraciones 
públicas en la formación de directorios y estadísticas en materia artesana, proponiendo 
aquellas que consideren de interés para la gestión pública y empresarial.

Artículo 13.  Desarrollo reglamentario.
Por orden de la consejería competente en materia de artesanía se regularán los 

siguientes aspectos del Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia:

a) La estructura del Registro.
b) Los requisitos para la inscripción.
c) El plazo para comunicar el cese de la actividad y la actualización de datos.
d) Los procedimientos y el régimen de funcionamiento.
e) El sistema de acceso a la información.
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CAPÍTULO III
Identificación, seguridad y calidad artesana

Sección primera. Definiciones sobre la identificación, seguridad y calidad 
artesana

Artículo 14.  Definiciones sobre la identificación, seguridad y calidad artesana.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por identificación, seguridad y calidad artesana, 

lo siguiente:
a) Identificación artesana: es la diferenciación de un producto mediante la utilización de 

la palabra artesanía o artesano o artesana en la denominación del mismo.
b) Seguridad artesana, se entiende en dos vertientes:
1.ª Producto artesano seguro: producto artesano elaborado cumpliendo los preceptos de 

la presente ley y la legislación de aplicación.
2.ª Taller artesano seguro: taller artesano, incluidas las instalaciones, de los artesanos 

productores que realizan una actividad económica, que cumpla los preceptos de la presente 
ley y la legislación de aplicación.

c) Calidad artesana: el conjunto de características objetivas de un producto artesano que 
mejora las exigencias mínimas establecidas para ser considerado como producto artesano 
seguro, consecuencia de que el artesano realiza una actividad económica mediante un 
sistema de gestión y control de calidad que garantiza el cumplimiento de requisitos de 
calidad aplicables a las materias primas, al sistema de elaboración y a la composición final.

2. Los productos artesanos puestos en el mercado e identificados como artesanos, que 
cumplan las exigencias mínimas establecidas para ser considerado producto artesano 
seguro, podrán diferenciarse entre sí por la aplicación de términos relativos a origen, diseño, 
calidad, protección del medio ambiente, tradición o ecología, cuando obtengan los 
certificados y distintivos establecidos para su utilización.

3. Asimismo, a los efectos de esta ley se entiende por:
a) Acreditación: declaración emitida por un organismo de acreditación o por la autoridad 

pública competente para garantizar que un organismo o laboratorio cumple los requisitos 
fijados con arreglo a normas armonizadas para ejercer actividades de evaluación de 
conformidad y control.

b) Auditoría: el examen sistemático, independiente y documentado que determina si las 
actividades y sus resultados se corresponden con los planes previstos de identificación, 
seguridad y calidad.

c) Certificación: el procedimiento mediante el cual los organismos de control 
proporcionan garantía escrita de que un producto o proceso es conforme con los requisitos 
establecidos por la normativa de aplicación.

d) Organismos de control artesano: las personas, físicas o jurídicas, acreditadas 
encargadas de certificar, de manera independiente, que las instalaciones, el proceso y el 
producto artesano cumple con los requisitos específicos, de acuerdo con lo establecido en 
las disposiciones y normas de carácter obligatorio que se desarrollen.

e) Laboratorios de control artesano: centro público o privado acreditado en el que se 
realizan ensayos de laboratorio de productos artesanos.

f) Trazabilidad: la capacidad de localizar los productos, materias primas, sistema 
productivo y de comercialización, mediante el establecimiento y mantenimiento actualizado 
de unos registros de datos que identifiquen el lote o la partida y, si procede, la unidad, tanto 
en las empresas como durante la circulación de los productos, de cara a permitir realizar su 
seguimiento en el espacio y en el tiempo a lo largo de todas las etapas de producción, 
transformación y distribución, con el objetivo de poder conocer las características cualitativas 
de los productos, las condiciones en que han sido producidos y distribuidos, y la identidad y 
localización de los operadores que han intervenido en éstas.

g) Verificación: comprobar mediante examen y el estudio de pruebas objetivas el grado 
de cumplimiento de los requisitos en identificación, seguridad y calidad.
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h) Informe de ensayo: documento que contiene información veraz sobre la naturaleza del 
producto analizado y de los resultados analíticos obtenidos, firmado por técnico competente.

i) Informe de inspección: documento que contiene una descripción detallada de las 
actuaciones de inspección y sus resultados, firmado por la persona que ostenta la 
responsabilidad técnica del área de inspección.

Sección segunda. La identificación artesana

Artículo 15.  La identificación artesana.
1. Se considera identificación artesana la denominación de un producto como artesano 

que lo diferencie de otros, por lo que deberá cumplir con la legislación aplicable en su lugar 
de origen.

2. Todos los productos artesanos deberán cumplir en su etiquetado con la 
reglamentación de protección de los derechos y legítimos intereses de las personas 
consumidoras finales para garantizar una información completa y correcta.

3. La consejería competente en materia de artesanía podrá establecer distintivos 
destinados a garantizar en el mercado la procedencia, calidad y seguridad de los productos 
artesanos, sin perjuicio del cumplimiento de la legislación en materia de marcas y demás 
normativa sectorial.

4. La denominación de los productos artesanos de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia será: «Artesanía Región de Murcia», cuyo uso, otorgamiento y control se 
desarrollará mediante orden de la consejería competente en materia de artesanía.

Artículo 16.  Etiquetado obligatorio de los productos artesanos.
1. El etiquetado de los productos artesanos es obligatorio, puesto que tiene como 

finalidad la identificación del responsable del producto.
2. La lengua utilizada en el etiquetado deberá ser, al menos, la lengua española oficial 

del Estado.
3. Los datos que han de constar en la etiqueta de cualquier producto artesano serán de 

tal naturaleza que no induzcan a confusión o error al consumidor sobre sus características, 
naturaleza, identidad, cualidades, composición, duración, origen o procedencia, modo de 
fabricación o de obtención, tal y como establece el Texto Refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

4. En todo caso, en las etiquetas se harán constar los datos relativos a la naturaleza, 
composición y finalidad del producto, la identificación y domicilio del fabricante, distribuidor, 
vendedor, importador o marquista, las instrucciones de uso, la advertencia sobre riesgos 
previsibles, el nombre genérico del producto con la adición del término artesanía, artesano o 
artesana, el origen y la identificación del lote.

5. Además de los datos establecidos en el punto anterior, en la etiqueta se podrá hacer 
constar el número de registro artesano del productor, la identificación de las partes del 
producto final, reseñando cuáles son obtenidas mediante el proceso artesano y cuáles no lo 
son, las referencias de identificación, seguridad o calidad artesana, si las hubiere, y, en su 
caso, la identificación del código o el nombre del organismo o laboratorio de control artesano 
que avala la certificación del producto.

6. En el caso de productos artesanos que requieran marcado CE o de otro tipo para los 
que exista una reglamentación específica, se añadirán los datos que dicha legislación exija.

7. Si por el reducido tamaño del producto artesano no es posible incluir todos los datos 
en el etiquetado, se podrá emitir una declaración artesana que acompañe al producto.

8. Se podrán utilizar de forma simultánea a lo establecido en este artículo, el etiquetado 
de códigos de barras, QR u otros que aporten mayor información sobre el producto al 
consumidor.

Artículo 17.  Declaración artesana.
1. La declaración artesana es un documento, emitido por el artesano productor o el 

comercializador del producto, que acompaña al producto artesano, siendo obligatorio su uso 
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y emisión cuando por el reducido tamaño del producto artesano o de la etiqueta identificativa 
no permita incluir todos los datos indicados en el artículo 16 de la presente ley.

2. La declaración artesana de un producto deberá incluir, como mínimo, los datos 
indicados en el artículo 16 de la presente ley, pudiéndose añadir en la misma una 
descripción del proceso artesano seguido para su elaboración, la relación de las materias 
primas utilizadas y los controles realizados.

3. Los originales de las declaraciones artesanas que acompañen a los productos 
artesanos han de conservarse a disposición de los servicios de inspección y control durante 
un periodo de cinco años, contados desde su fecha de emisión.

4. La declaración artesana se redactará en el idioma oficial del Estado donde se 
comercialice el producto.

5. La declaración artesana deberá ir fechada y firmada por el representante legal de la 
empresa responsable de la comercialización del producto.

Artículo 18.  Identificación del establecimiento artesano.
1. Los artesanos productores que realicen una actividad económica artesana en la 

Región de Murcia podrán exhibir en la entrada principal y en lugar visible de sus 
establecimientos una placa identificativa.

2. El modelo de la placa, el diseño y requisitos será establecido por orden del titular de la 
consejería competente en materia de artesanía.

Sección tercera. La seguridad artesana

Artículo 19.  Objetivos de la seguridad artesana.
1. Los objetivos de la seguridad artesana son:
a) Conseguir «productos artesanos seguros» que garanticen que el producto que 

adquiere el consumidor se ha elaborado mediante un proceso artesano que utiliza materias 
primas y se ha elaborado cumpliendo los requisitos legalmente establecidos.

b) Conseguir un «taller artesano seguro» donde las instalaciones, equipos y procesos 
cumplan los requisitos legales y reglamentarios aplicables.

2. Para la consecución de estos objetivos de seguridad se podrán establecer 
reglamentariamente requisitos y obligaciones a los artesanos productores que realicen una 
actividad económica, que especifiquen:

a) Las condiciones técnicas o requisitos para garantizar que una instalación, proceso y 
producto es artesano, así como su conservación o mantenimiento.

b) Si resulta necesario, la exigencia de suscribir seguros de responsabilidad civil por 
parte de las personas o empresas que intervengan en la producción, diseño, dirección de 
obra, ejecución, montaje, conservación y mantenimiento de los productos artesanos.

3. Los artesanos productores que realicen una actividad económica, inscritos en el 
Registro Artesano de la Comunidad Autónoma, podrán usar los distintivos sobre seguridad 
artesana que la consejería competente en materia de artesanía establezca, de conformidad 
con los procedimientos estandarizados y consolidados a nivel nacional e internacional.

4. La consejería competente en materia de artesanía establecerá reglamentariamente el 
procedimiento de concesión, suspensión o revocación del uso de los distintivos sobre 
seguridad artesana.

Sección cuarta. La calidad artesana

Artículo 20.  Objetivo de la calidad artesana.
1. Es objetivo de esta ley promover la calidad de los productos artesanos para mejorar 

su competitividad mediante la aplicación de sistemas reconocidos a nivel nacional e 
internacional, garantizando al consumidor que el producto artesano que adquiere presenta 
los siguientes atributos:
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a) Diseño: actividad estratégica, creativa y técnica que tiene como base un proyecto 
innovador, jurídicamente protegido, realizado por técnico competente.

b) Protección del medio ambiente: sistema de gestión ambiental que garantiza reducir los 
impactos en el medio ambiente, cumpliendo con la legislación en materia ambiental.

c) Ecología: sistema de gestión que combina las mejores prácticas ambientales, un 
elevado nivel de biodiversidad, la preservación de recursos naturales y la utilización de 
materias primas ecológicas, que permite una producción conforme a las preferencias de 
determinados consumidores por productos obtenidos a partir de sustancias y procesos 
naturales.

d) Tradición: atributo de los productos artesanos que supone un valor añadido, ya que 
los diferencia de otros por estar elaborados mediante un proceso tradicional, trasmitido entre 
generaciones durante un periodo de al menos 30 años y que está incluido en el Repertorio 
de Oficios Artesanos de la Región de Murcia, siendo representativo de la cultura, etnografía, 
gastronomía o tradición de la zona o lugar.

2. Los artesanos productores que realicen una actividad económica y cumplan los 
requisitos de calidad establecidos en esta ley o en los reglamentos que se desarrollen 
podrán usar los distintivos sobre calidad artesana que el órgano autonómico competente en 
materia de artesanía establezca.

Sección quinta. Promoción de la identificación, seguridad y calidad artesana

Artículo 21.  Promoción de la identificación, seguridad y calidad artesana.
La consejería competente en materia artesana, con la finalidad de promover y potenciar 

la competitividad de los artesanos productores que realicen una actividad económica, 
promocionará y fomentará la identificación, seguridad y calidad en la artesanía mediante 
campañas y programas específicos, en el marco de los programas previstos en el artículo 
26.

Sección sexta. Control de la identificación, seguridad y calidad artesana

Artículo 22.  Control de la identificación, seguridad y calidad artesana.
La dirección general competente en materia de artesanía ejercerá el control sobre la 

identificación, seguridad y calidad artesana por sus propios medios, mediante sus servicios 
de inspección o a través de los órganos de control artesano acreditados.

Artículo 23.  Planes de control oficiales de la identificación, seguridad y calidad artesana.
La consejería competente en materia artesana, oído el Consejo Asesor Regional de 

Artesanía, podrá establecer planes de control oficial de la identificación, seguridad y calidad 
artesana, que definan el periodo de vigencia, los objetivos, el programa de actuación, la 
colaboración de los órganos de control acreditados y de otros departamentos de la 
Administración regional o de otras Administraciones públicas y la asignación de recursos 
públicos y privados cuando proceda.

Artículo 24.  Órganos de control de la identificación, seguridad y calidad artesana.
1. Los órganos de control de la identificación, seguridad y calidad artesana serán los 

organismos y laboratorios de control legalmente acreditados que garanticen la suficiente 
imparcialidad, solvencia técnica, solvencia financiera y dispongan de los suficientes medios 
materiales y humanos.

2. Los organismos y laboratorios de control artesano acreditados podrán estar inscritos 
en una sección específica del Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia creada al efecto, si así lo solicitan.

Artículo 25.  Obligaciones de los órganos de control de la identificación, seguridad y calidad 
artesana.

Las obligaciones de los organismos y laboratorios de control serán las siguientes:
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a) Estar acreditados por organismo competente.
b) Tener establecidas medidas específicas y documentadas para garantizar su 

imparcialidad, independencia, solvencia técnica, solvencia financiera, y dispongan de los 
suficientes medios materiales y humanos que garanticen la eficacia de los controles y 
ensayos.

c) Disponer de pólizas de seguro que cubran los riesgos de la responsabilidad de su 
actividad.

d) Informar a la dirección general competente en materia de artesanía de los controles y 
ensayos realizados, especificados reglamentariamente, cumpliendo los plazos que se fijen.

e) Comunicar a la dirección general competente en materia artesana la existencia de 
acuerdos, contratos o convenios con organismos o laboratorios de control de otras 
comunidades autónomas o países terceros que posibiliten el uso del logo de esos 
organismos o laboratorios de control en el etiquetado de productos artesanos.

CAPÍTULO IV
Conservación, fomento, promoción, modernización e innovación de la 

artesanía

Artículo 26.  Programas para la conservación, fomento, promoción, modernización e 
innovación de la artesanía.

1. La consejería competente en materia de artesanía establecerá programas de 
conservación, fomento, promoción, modernización e innovación de la artesanía de la Región 
de Murcia.

2. Estos programas perseguirán alguno o algunos de los siguientes objetivos:
a) La competitividad de las empresas artesanas mediante la mejora de la eficiencia.
b) La innovación y el desarrollo de nuevos productos artesanos.
c) La mejora de la cualificación profesional, técnica y empresarial de los recursos 

humanos que permita la rápida adaptación de las empresas a los cambios económicos, 
organizativos y gerenciales, coordinando los oficios artesanos con el Sistema Regional de 
Cualificaciones y Formación Profesional.

d) La adaptación estructural de las empresas y sectores artesanos a las exigencias del 
mercado y a los hábitos de consumo.

e) La proyección nacional e internacional de la artesanía de la Región de Murcia.
f) La cooperación entre las asociaciones de artesanía y entidades de carácter 

empresarial de otros sectores para impulsar y promocionar la artesanía.
g) La conservación, recuperación y divulgación de las manifestaciones artesanales 

propias de la Región de Murcia, fomentando la permanencia e innovación de las ya 
existentes.

h) La creación de tejido empresarial, mediante el fomento del autoempleo, impulsando el 
relevo generacional y la incorporación de nuevos artesanos.

i) La implantación de sistemas de gestión de seguridad, calidad, protección del medio 
ambiente y ecología.

j) La protección de los derechos de los consumidores finales garantizando una 
información correcta y completa de los productos artesanos.

k) La coordinación de los programas de artesanía con programas o actividades 
medioambientales, turísticas y culturales.

l) La divulgación de técnicas artesanales a través de monitores acreditados en el 
ejercicio y dominio de los oficios artesanales.

m) La incorporación de las mujeres, los jóvenes y la integración de colectivos 
desfavorecidos. Se prestará especial atención a la conciliación laboral y familiar.

n) Colaborar en la creación de los cauces de comercialización necesarios.
3. Los programas se someterán a la normativa nacional y comunitaria sobre defensa de 

la competencia e incluirán ayudas e incentivos públicos.
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4. El procedimiento para la aprobación de los programas para la conservación, fomento, 
promoción, modernización e innovación de la artesanía contemplará la participación de los 
diversos sectores interesados y de los entes y órganos cuyas competencias se impliquen.

La elaboración y aprobación de dichos programas corresponderá a la consejería 
competente en materia de artesanía, oído el Consejo Asesor Regional de Artesanía. Los 
programas serán sometidos a la consideración del Consejo de Gobierno cuando tengan 
carácter plurianual y requieran la provisión de dotaciones presupuestarias, o cuando 
participen distintos órganos de la Administración autonómica u otras Administraciones 
públicas.

Artículo 27.  Plan integral para el fomento de la artesanía.
1. La consejería competente en materia de artesanía elaborará un Plan integral para el 

fomento de la artesanía en la Región de Murcia, para promover su permanente desarrollo y 
difusión, la mejora de la comercialización de los productos artesanos y el apoyo en materia 
formativa.

2. El Plan integral para el fomento de la artesanía tendrá un carácter periódico y 
contendrá las estrategias, acciones, programa financiero y mecanismo de evaluación.

3. El procedimiento para la aprobación del Plan contará con la necesaria participación de 
los sectores interesados, oído el Consejo Asesor Regional de Artesanía.

Artículo 28.  Instrumentos para la implantación de los programas.
1. La implantación de los programas de conservación, fomento, promoción, 

modernización e innovación de la artesanía se llevará a cabo, entre otros, a través de los 
siguientes instrumentos:

a) Centros regionales de artesanía y casas taller del artesano.
b) Declaración de acontecimientos de Interés Artesano Regional.
c) Convocatoria de premios o distinciones a la artesanía de la Región de Murcia.
d) Declaración de área y punto de interés artesano.
e) Promoción de eventos comerciales y promocionales regionales.
f) Fomento de la asistencia a ferias nacionales e internacionales.
2. Adopción de medidas de fomento consistentes en la realización de una especial 

protección, mediante toda clase de promociones, ayudas e incentivos, tanto por la iniciativa 
pública como por la privada, a aquellas formas artesanales que constituyan una 
manifestación de la cultura popular de la región y sean un elemento diferenciador y 
complementario de la expresión artística de los diversos grupos sociales. Con esa finalidad 
se promoverá, mediante conciertos o acuerdos de colaboración con entidades o centros 
culturales o de enseñanza, que se impartan cursos formativos para quienes estén 
interesados en las técnicas de fabricación manual pura de utensilios, instrumentos y otros 
objetos decorativos propios de la Región.

3. Creación de becas o ayudas que podrán concederse a los alumnos de centros de 
enseñanza o a personas que no dispongan de los medios necesarios, con el fin de que 
puedan seguir cursos de prácticas o especialización artesana, tanto en centros de la Región 
como de otras regiones o del extranjero. Por la consejería competente se organizarán, 
directamente o con la colaboración de centros o entidades, cursos monográficos, seminarios, 
conferencias o exposiciones que contribuyan a dar a conocer nuevos diseños, técnicas de 
trabajo, líneas de comercialización y cuantas innovaciones puedan introducirse para 
potenciar el sector artesano. La Comunidad Autónoma promoverá conciertos con los 
artesanos y empresas artesanas para posibilitar la incorporación, a estas industrias, de 
aprendices que, tras la finalización de las enseñanzas obligatorias, gocen de becas o ayudas 
mientras desarrollen los trabajos previstos en dichos conciertos.

4. A las empresas artesanas que cumplan las condiciones establecidas en esta ley, se 
les podrá conceder ayudas económicas para la primera instalación, ampliación, traslado o 
reforma de sus instalaciones y medios de producción, bien con subvenciones a fondo 
perdido, bien con créditos privilegiados.
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En los programas presupuestarios se incluirán créditos para dicho fin, cuya concesión y 
requisitos se establecerán reglamentariamente.

5. Para el desarrollo del sector artesano se podrán aplicar programas específicos de 
promoción de empleo, así como desgravaciones o bonificaciones en la imposición regional o 
local, debiendo tenerse en cuenta aquellas normas que específicamente los regulen.

Artículo 29.  Centros regionales de artesanía y casas taller del artesano.
1. Los centros regionales de artesanía son establecimientos públicos de ámbito regional, 

dependientes de la consejería competente en materia artesana. Este órgano podrá 
determinar el número y la distribución de los centros regionales de artesanía.

2. Las casas taller del artesano son establecimientos públicos con ámbito de actuación 
municipal dependientes de la Administración local, que determinará su creación.

3. Las funciones de estos establecimientos serán las siguientes:
a) La exposición y venta de los productos artesanos elaborados por los artesanos 

inscritos en el Registro Artesano de la Región de Murcia.
b) La organización de cursos de formación que mejoren la capacidad profesional, técnica 

y empresarial de los artesanos.
c) La organización de cursos, talleres y demostraciones para formar y divulgar las 

técnicas de elaboración de los productos artesanos entre la población.
d) La realización de actividades relacionadas con la artesanía que fomenten la 

cooperación interempresarial y el asociacionismo.
e) La organización de exposiciones de artesanía.
f) El impulso de la identificación, seguridad, calidad, innovación y diseño de los productos 

artesanos.
g) La guarda y custodia de piezas u objetos artesanos de interés cultural, histórico y 

artístico.
h) La creación de un fondo documental sobre artesanía.
4. Anualmente se elaborará por los centros regionales de artesanía y las casas taller del 

artesano un programa de actuaciones aprobado por la dirección general competente en 
materia de artesanía.

5. Reglamentariamente se desarrollarán las funciones y el régimen de funcionamiento de 
los centros regionales de artesanía y las casas taller del artesano.

6. Las Administraciones regional y local impulsarán el establecimiento de convenios de 
colaboración con las asociaciones debidamente inscritas en el Registro Artesano de la 
Región de Murcia para la ejecución de los programas y actividades en los centros regionales 
de artesanía y casas taller del artesano.

Artículo 30.  Acontecimiento de Interés Artesano Regional.
1. La consejería competente en materia de artesanía podrá otorgar a determinadas 

ferias, muestras, mercados, exposiciones u otros eventos la calificación de «Acontecimiento 
de Interés Artesano Regional» por su contribución a la conservación, fomento, promoción, 
modernización e innovación de la artesanía de la Región de Murcia.

2. La condición necesaria para declarar un acontecimiento de interés artesano regional 
será que los participantes sean artesanos.

3. La concesión, así como la revocación, de estas denominaciones se sujetarán al 
procedimiento que reglamentariamente se determine mediante orden de la consejería 
competente en materia de artesanía.

4. Para la concesión de las denominaciones «Acontecimiento de Interés Artesano 
Regional», se valorarán, entre otros, los criterios siguientes:

a) Peculiaridad o singularidad del acontecimiento en el conjunto de la oferta regional de 
eventos artesanos.

b) Repercusión regional, nacional o internacional del acontecimiento.
c) Afluencia de visitantes y participación de asociaciones, empresas u organismos del 

sector artesano.
d) Programa del acontecimiento o evento.
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e) Promoción realizada del acontecimiento.
f) La apertura de canales de comercialización.
g) La recuperación, conservación y protección de las manifestaciones artesanales 

propias de la Región de Murcia.
h) La innovación y diseño de los productos.
i) La originalidad del evento o acontecimiento.
5. Las ferias, muestras, mercados, exposiciones u otros eventos calificados como 

«Acontecimiento de Interés Artesano Regional» podrán usar los distintivos que la consejería 
competente en materia de artesanía establezca.

Artículo 31.  Premios o distinciones a la artesanía de la Región de Murcia.
1. La consejería competente en materia de artesanía convocará premios y concederá 

distinciones para incentivar las buenas prácticas artesanas de la Región de Murcia, con el fin 
de dar un reconocimiento institucional a aquellos productos, proyectos, carreras 
profesionales de artesanos y actuaciones reconocidas como excelentes y ejemplares.

2. La Carta de Maestro Artesano es una distinción personal e intransferible que será 
otorgada por la consejería competente en materia de artesanía a aquel artesano que 
acredite los méritos suficientes que se establezcan reglamentariamente.

La condición de maestro artesano es un sello de calidad en el desarrollo de las acciones 
docentes para la pervivencia del oficio artesano e implicará el compromiso de participar en 
las acciones de formación o promoción que establezca la consejería competente en materia 
de artesanía.

3. Los ayuntamientos que realicen políticas y actuaciones dirigidas a la incentivación y 
apoyo de la artesanía en aras a propiciar la consolidación y desarrollo de esta, recibirán el 
reconocimiento a nivel regional de «Municipio Artesano» por parte de la consejería 
competente, lo que implicará el reconocimiento, difusión e implantación de las experiencias 
municipales de éxito llevadas a cabo en este ámbito, así como el apoyo financiero por parte 
de la Administración regional.

Artículo 32.  Declaración de área y punto de interés artesano.
1. Se define como área de interés artesano al territorio integrado por agrupaciones 

municipales, términos municipales o parte de los mismos, que presentan especiales 
características de producción o comercialización de productos artesanos o de concentración 
de talleres artesanos, cuyos productos se identifican como genuinos de las mismas.

2. Se denomina punto de interés artesano aquel determinado local o taller, o número de 
locales o talleres en los que concurran las especiales características de producción o 
comercialización de productos artesanos mencionadas en el párrafo anterior, a pesar de que 
no se sitúen en una zona de concentración de talleres artesanos ni que sus productos se 
identifiquen como genuinos de la misma.

3. La solicitud de declaración de área de interés artesano será realizada por el 
ayuntamiento o los ayuntamientos en donde se ubique la misma. La solicitud de declaración 
de punto de interés artesano será realizada por el artesano titular o por la asociación 
artesana representativa.

4. La declaración de área y punto de interés artesano será otorgada por el titular de la 
consejería competente en materia de artesanía, oído el Consejo Asesor Regional de 
Artesanía, de acuerdo con el procedimiento y requisitos que reglamentariamente se 
establezcan.

5. La declaración como área o punto de interés artesano implicará los siguientes efectos:
a) Identificar públicamente el área o punto de interés artesano con el distintivo de 

identificación que se establezca.
b) Figurar en las publicaciones y guías oficiales de artesanía que se publiquen por la 

Administración autonómica, así como participar en los términos que se determine en 
aquellos encuentros feriales que se organicen por las Administraciones públicas.
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Artículo 33.  Artesanía y docencia.
La Administración regional implementará las políticas adecuadas para la efectiva 

coordinación entre el sistema regional de cualificaciones profesionales y los oficios 
artesanos, propiciando también la creación de titulaciones específicas de especialización en 
oficios artesanos en el marco del Sistema Regional de Cualificaciones y Formación 
Profesional.

CAPÍTULO V
Representación, participación y consulta

Artículo 34.  Regulación de la representación, participación y consulta.
1. La representación, participación y consulta en el sector artesano se establece a través 

de las asociaciones de artesanos y el Consejo Asesor Regional de Artesanía.
2. La Administración autonómica y las corporaciones locales fomentarán el 

fortalecimiento del movimiento asociativo en el ámbito de la artesanía, de modo que se 
establezcan relaciones de cooperación y colaboración a los efectos de desarrollar programas 
de actuación conjuntos.

Asimismo, fomentará la creación de una Federación de Artesanos de la Región de 
Murcia que aúne a todas las asociaciones artesanas con el objetivo de defender y promover 
la artesanía regional.

3. La información que la consejería competente en materia de artesanía publique se 
realizará a través de las correspondientes sedes electrónicas o páginas web, de una manera 
clara, estructurada, entendible y accesible para los interesados.

Artículo 35.  Consejo Asesor Regional de Artesanía.
1. El Consejo Asesor Regional de Artesanía es el órgano colegiado de carácter 

consultivo para la coordinación, participación y asesoramiento del sector artesano.
2. El Consejo Asesor Regional de Artesanía estará adscrito a la consejería competente 

en materia de artesanía.
3. La organización, funcionamiento y estructura interna del Consejo Asesor Regional de 

Artesanía se desarrollarán reglamentariamente de conformidad con la legislación 
autonómica de órganos consultivos. En su composición estarán debidamente representados 
los agentes económicos y sociales y las organizaciones más representativas del sector 
artesano, cuya cuota de presentación en ningún caso será inferior al 25 % del total de 
miembros del Consejo, así como las cámaras de comercio, las Administraciones locales y 
los departamentos de la Administración regional relacionados con el sector artesanal.

4. El Consejo Asesor Regional de Artesanía podrá ser asesorado por profesionales 
cualificados y técnicos que podrán asistir a las deliberaciones del mismo con voz pero sin 
voto.

5. Las funciones del Consejo Asesor Regional de Artesanía son las siguientes:
a) Emitir informe preceptivo sobre los anteproyectos de ley y los proyectos de 

disposiciones de carácter general que afecten al sector artesanal.
b) Emitir informe preceptivo en la elaboración de programas sectoriales de coordinación, 

conservación, fomento, control, promoción, modernización e innovación en artesanía.
c) Informar sobre la declaración de área o puntos de interés artesano.
d) Informar de los asuntos que le sean encomendados por el Consejo de Gobierno de la 

Comunidad Autónoma, por el titular de la consejería o de la dirección general competentes 
en materia de artesanía.

e) Proponer la creación de bases de datos y estadísticas en los términos que establezca 
la normativa vigente, que permitan a las Administraciones públicas y a los sectores 
interesados conocer la situación sobre la artesanía de la Región de Murcia.

f) El estudio del sector artesano para la elaboración de propuestas que permitan su 
dinamización.

g) Emitir informe preceptivo en aquellos otros asuntos que esta ley o su reglamento 
determinen, así como elaborar diagnósticos sobre el sector artesano.
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CAPÍTULO VI
Régimen de inspección, infracción y sanción

Sección primera. Inspección

Artículo 36.  Ámbito de la inspección de artesanía.
1. La Administración autonómica, a través de la dirección general competente en materia 

de artesanía, y los ayuntamientos, en el ejercicio de sus funciones de vigilancia, podrán 
inspeccionar los productos, actividades, instalaciones y establecimientos comerciales, 
acontecimientos o eventos, así como recabar de sus titulares cuanta información resulte 
necesaria, a fin de garantizar el cumplimiento de la presente ley y sus disposiciones de 
desarrollo.

Lo expuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de las competencias 
inspectoras de la Administración autonómica que en otros ámbitos sectoriales resulte 
competente.

2. La Inspección de Artesanía, en el ejercicio de sus competencias, realizará las 
siguientes funciones:

a) Vigilar, verificar y constatar el cumplimiento de las disposiciones legales y 
reglamentarias en materia de artesanía.

b) Investigar y comprobar los hechos de los que tenga conocimiento la Administración 
por presuntas infracciones o irregularidades en materia de artesanía.

c) Informar a las empresas, durante la realización de sus actuaciones, sobre las 
exigencias, el cumplimiento y la aplicación de la normativa vigente en materia de artesanía.

d) Elaborar los informes que requiera su actividad, así como los solicitados por los 
órganos competentes en materia de artesanía.

e) Estudiar, preparar y ejecutar las campañas y planes de inspección, así como cualquier 
otra actuación preparatoria para la correcta ejecución de sus funciones.

f) Colaborar en la toma o suministro de datos para realizar estadísticas en el sector 
artesano.

g) Cualesquiera otras funciones inspectoras que, legal o reglamentariamente, se le 
atribuyan.

Artículo 37.  El Estatuto del Inspector de Artesanía.
1. La actividad inspectora en materia de artesanía será realizada por funcionarios de la 

Administración regional habilitados al efecto.
2. Corresponde al funcionario de la Inspección de Artesanía la dirección y ejecución de 

las acciones dirigidas al cumplimiento de las funciones establecidas en el artículo 36 de la 
presente ley.

3. En el ejercicio de las funciones inspectoras, el funcionario de la Inspección de 
Artesanía tendrá la consideración de agente de la autoridad y, sin perjuicio de la 
dependencia orgánica y funcional de la autoridad administrativa correspondiente, actuará 
con total independencia y estricta sujeción al principio de imparcialidad.

En el ejercicio de sus funciones podrá solicitar el apoyo, concurso y protección de 
cualquier otra autoridad pública o sus agentes, pudiendo ir acompañado por el personal 
técnico necesario.

4. El funcionario de la Inspección de Artesanía estará obligado a identificarse como tal en 
el ejercicio de sus funciones y, cuando le fuera solicitado, a exhibir las credenciales de su 
condición.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en aquellos casos en los que la 
finalidad de la inspección pueda frustrarse por tal motivo, siempre que el cometido de la 
inspección se realice en lugares de acceso público.

5. El inspector de artesanía deberá actuar en todo momento con respeto y deferencia 
hacia los sujetos inspeccionados o quienes atiendan a la inspección, debiendo mantener 
estricto sigilo profesional respecto a los datos o informaciones obtenidas en el ejercicio de 
sus funciones, perturbando lo mínimo imprescindible la actividad laboral, empresarial o 
profesional.
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Artículo 38.  Facultades de la inspección de artesanía.
Para el cumplimiento de sus funciones, el personal funcionario que realice las 

actividades de inspección tendrá las facultades siguientes:
a) Acceder en cualquier momento a los establecimientos comerciales o a las empresas 

sujetas a inspección, aunque no estén abiertos al público en general, sin perjuicio de la 
necesidad de contar con el consentimiento del afectado o con la correspondiente 
autorización judicial.

b) Requerir la comparecencia de la persona titular o de las personas responsables del 
establecimiento comercial, empresa o actividad, o de quien les represente, durante el tiempo 
que resulte preciso para el desarrollo de sus actuaciones.

c) Requerir información a la persona titular o a las personas responsables del 
establecimiento comercial, empresa o actividad sobre cualquier asunto relativo al 
cumplimiento de la normativa en materia de artesanía.

d) Requerir información del personal al servicio del establecimiento, empresa o actividad 
artesanal, en el supuesto de que la persona titular o las personas responsables no estén 
presentes.

e) En el caso de apreciar indicios de la posible comisión de infracciones, que así lo 
justifiquen, requerir de terceros la información y documentación que necesiten para el 
ejercicio de las funciones inspectoras, siempre y cuando pueda contribuir a la determinación 
de los hechos o del alcance o de la gravedad de los mismos.

A estos efectos, se entiende por tercero cualquier persona física o jurídica, pública o 
privada, que disponga o tenga el deber jurídico de disponer de información o documentación 
relevante relacionada con la presunta infracción.

f) Requerir la remisión a las dependencias administrativas de la Inspección de Artesanía 
de la documentación necesaria para la instrucción de las correspondientes diligencias 
previas o expediente sancionador.

g) Realizar in situ toma de muestras o pruebas, análisis, ensayos, mediciones o 
exámenes que se estimen necesarios.

Artículo 39.  Obligaciones de las personas inspeccionadas.
1. Las personas físicas o jurídicas inspeccionadas, a requerimiento de la dirección 

general competente en materia de artesanía o del personal que realice las actividades de 
inspección, ya sea a través de las personas titulares de los establecimientos inspeccionados 
o, en su defecto, a través de sus personas empleadas, estarán obligadas a:

a) Facilitar al personal de la Inspección de Artesanía el acceso a las dependencias e 
instalaciones y al examen de los documentos, libros y registros directamente relacionados 
con la vigilancia y comprobación del cumplimiento de las obligaciones legales en materia de 
artesanía.

b) Suministrar toda clase de información sobre instalaciones, productos o servicios, 
permitiendo la directa comprobación por parte de la inspección.

c) Facilitar la obtención de copia o reproducción de dicha documentación.
d) En general, consentir y facilitar la realización de las visitas y actuaciones de 

inspección.

Artículo 40.  Las actuaciones inspectoras y su formalización.
1. Las actuaciones inspectoras se regirán por las siguientes reglas:
a) Se desarrollarán utilizando los medios que en cada caso se consideren más 

adecuados para averiguar los hechos y en el momento que mejor permita su conocimiento.
b) Se ajustarán a los principios de congruencia y proporcionalidad, perturbando lo 

mínimo imprescindible la actividad laboral, empresarial o profesional.
2. El inspector de artesanía levantará acta de las actuaciones de inspección en los 

siguientes supuestos:
a) Cuando aprecie indicios de infracción.
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b) Cuando realice advertencias o requerimientos de subsanación de las irregularidades 
detectadas.

c) Cuando tome muestras o haga diligencias similares para posteriores análisis o 
ensayos.

d) Cuando exija la remisión de documentación o información que no haya podido ser 
facilitada en el momento de la inspección o requiera la presencia del inspeccionado en las 
dependencias administrativas.

e) Cuando ejerza las potestades de acceso a locales cerrados o examine 
documentación.

3. El acta es un documento público administrativo, que deberá ir en todo caso firmada 
por el inspector que la cumplimente, así como por el personal auxiliar que, en su caso, le 
haya acompañado. Cuando en la inspección haya estado presente el titular, un 
representante o un empleado de la empresa, se le entregará copia y firmará el acta. Si se 
negare a firmar, el inspector lo hará constar en el acta.

A las actas se unirán los documentos o copias de documentos recogidos en cualquier 
tipo de soporte material, incluidos los soportes informáticos, las fotografías o el material que 
en cada caso resulte procedente, con la debida identificación.

4. Los hechos recogidos en el acta de inspección que hayan sido directamente 
constatados por el inspector de artesanía en el ejercicio de sus funciones, y que se 
formalicen con observancia de los requisitos establecidos en este precepto y la normativa 
que lo desarrolle, tendrán valor probatorio y podrán constituir por sí mismos prueba de cargo 
suficiente para imponer la sanción correspondiente, sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de sus respectivos derechos o intereses puedan proponer o aportar los 
administrados.

Sección segunda. Infracciones administrativas

Artículo 41.  Infracciones administrativas y sujetos responsables.
1. Constituyen infracciones administrativas en las materias reguladas en esta ley las 

acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en los 
artículos siguientes, sin perjuicio de las posibles responsabilidades civiles, penales o de otro 
orden que puedan concurrir.

2. Las infracciones a la normativa en materia de artesanía se clasifican en leves, graves 
y muy graves.

3. Son responsables por infracciones administrativas en materia artesana:
a) Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, indicadas en el ámbito de 

aplicación del artículo 2 de la presente ley.
b) Los gestores, directores o administradores, en el caso en que una infracción sea 

imputada a una persona jurídica.
c) Los técnicos responsables de la elaboración y control del producto u oficio artesano.
4. Cuando en la comisión de la infracción hayan intervenido distintos sujetos como 

productores, importadores, distribuidores, comercializadores u otros, cada uno será 
responsable como autor de la infracción que haya cometido, y por ella será sancionado de 
manera independiente.

No obstante, cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente ley 
corresponda a varias personas conjuntamente, y no fuese posible determinar su grado de 
participación en la infracción, estas responderán de forma solidaria de las infracciones se 
cometan.

5. La comprobación de la infracción, su imputación y la imposición de la oportuna 
sanción requerirán la previa instrucción del correspondiente expediente.

6. Cuando a juicio de la Administración competente las infracciones pudieran ser 
constitutivas de delito o falta, el órgano administrativo dará traslado al Ministerio Fiscal y se 
abstendrá de proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se 
haya pronunciado. La sanción penal excluirá la imposición de sanción administrativa. Si no 
se hubiera estimado la existencia de delito o falta, la Administración podrá continuar el 
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expediente sancionador con base en los hechos que el órgano judicial competente haya 
considerado probados.

7. En los mismos términos, la instrucción de causa penal ante los tribunales de justicia 
suspenderá la tramitación del expediente administrativo sancionador que se hubiera incoado 
por los mismos hechos y, en su caso, la ejecución de los actos administrativos de imposición 
de sanción. Las medidas administrativas que hubieran sido adoptadas para salvaguardar la 
salud y seguridad de las personas se mantendrán hasta tanto la autoridad judicial se 
pronuncie sobre las mismas en el procedimiento correspondiente.

Artículo 42.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves:
1) (Suprimido).
2) Cometer inexactitudes, errores u omisiones en los datos o características de los 

productos, establecimientos o eventos que se identifiquen como artesano en el etiquetado, 
declaración artesana, documentos de acompañamiento, documentos comerciales, registros, 
rotulación, publicidad, presentación y embalajes que produzcan confusión o engaño en el 
distribuidor, comercializador o consumidor.

3) No conservar durante el período establecido en el artículo 17, punto 3, de la presente 
ley los originales de las declaraciones artesanas.

4) No comunicar a la dirección general competente en materia de artesanía, por parte de 
los órganos de control artesano acreditados, los controles y ensayos realizados que se 
establezcan reglamentariamente en los plazos especificados.

5) Realizar cualquier evento o acontecimiento que se identifique como artesano, en el 
que no colabore u organice alguna Administración pública, cuando alguno o algunos de los 
participantes no son sujetos artesanos conforme a la presente ley, o no sean considerados 
como artesanos en su zona de origen.

6) Publicitar o promocionar productos como artesanos cuando los mismos no han sido 
elaborados por un sujeto artesano conforme a la presente ley, o no han sido elaborados por 
un artesano considerado como tal en su zona de origen.

7) Comercializar productos artesanos sin cumplir con lo establecido en el artículo 16 de 
la presente ley sobre etiquetado obligatorio de los productos artesanos.

8) (Suprimido).
9) Utilizar distintivos de identificación, seguridad o calidad artesanas establecidos por la 

consejería competente en materia de artesanía que tengan similitud fonética o gráfica y 
puedan inducir a confusión al consumidor.

10) Utilizar placas de identificación en la fachada del establecimiento artesano que 
incumplan el modelo, el diseño y requisitos establecidos en la orden del titular de la 
consejería competente en materia de artesanía, aunque tengan similitud gráfica.

11) Aceptar por parte de los órganos de control artesano acreditados solicitudes de 
clientes que se encuentren en situación de suspensión de certificación en otro organismo, 
cuando quede acreditado el conocimiento por parte del organismo de control de dicha 
situación.

12) No entregar por los órganos de control artesano, en caso de cambio a otro órgano de 
control artesano, a la persona física o jurídica titular de la certificación, los expedientes con 
toda la información necesaria sobre los controles realizados y demás documentación 
necesaria.

13) Negarse o resistirse a suministrar datos o facilitar la información requerida, o no 
permitir el acceso a los inspectores o a los órganos de control artesano, obstruyendo la labor 
inspectora.

14) En general, incumplir las obligaciones establecidas en la presente ley que no sean 
objeto de sanción grave o muy grave.

Artículo 43.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves:
1) Fabricar productos que se identifiquen como artesanos sin cumplir los requisitos de 

elaboración establecidos en la presente ley o en la reglamentación que se desarrolle.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 83  Ley de Artesanía de la Región de Murcia

– 1910 –



2) Falsificar productos artesanos, incluso en el caso de que la falsificación sea conocida 
por las personas receptoras, compradoras o consumidoras.

3) Comercializar productos como artesanos cuando los mismos no han sido elaborados 
conforme a la legislación de aplicación.

4) Realizar cualquier evento o acontecimiento como artesano en los que colabore u 
organice alguna Administración pública, cuando alguno o algunos de los participantes no son 
sujetos artesanos conforme a la legislación de aplicación.

5) Falsear las declaraciones responsables presentadas ante el órgano competente de 
artesanía de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en relación con la existencia 
de la actividad artesana en la dirección indicada, sobre el cumplimiento de los requisitos en 
materia de identificación, seguridad y calidad artesana según lo establecido en los artículos 
15,16,17,18, 19 y 20 de la presente ley, o no mantener en vigor las licencias y autorizaciones 
que estén ligadas al desarrollo de su actividad.

6) Utilizar distintivos de identificación, seguridad o calidad artesana establecidos por la 
consejería competente en materia de artesanía, careciendo de los requisitos necesarios para 
su utilización.

7) Publicitar y promocionar determinadas ferias, muestras, mercados, exposiciones u 
otros eventos como «Acontecimiento de Interés Artesano Regional», según el artículo 30 de 
la presente ley, sin poseer la concesión de la misma por la consejería competente en materia 
de artesanía.

8) Apropiarse o atribuirse las distinciones o premios de los recogidos en el artículo 31 de 
la presente ley sin haber sido otorgados por la consejería competente en materia de 
artesanía.

9) Publicitar y promocionar una determinada zona como «área o punto de interés 
artesano regional», según el artículo 32 de la presente ley, sin poseer la concesión de la 
misma por la consejería competente en materia de artesanía.

10) Incumplir por los órganos de control artesano acreditados las obligaciones 
establecidas en el artículo 25 de la presente ley.

11) Expedir por los órganos de control artesano certificados o informes cuyo contenido 
no se ajuste a la realidad, así como realizar controles, ensayos o inspecciones de forma 
incompleta, con una insuficiente constatación de los hechos o por una deficiente aplicación 
de la normativa técnica aplicable.

12) Negarse expresamente u obstruir reiteradamente la actuación de los servicios 
públicos de inspección.

13) Reincidir en la comisión de infracciones leves.

Artículo 44.  Infracciones muy graves.
Se consideran infracciones muy graves:
1) Falsificar los documentos, etiquetas y demás elementos de identificación propios de 

los distintivos de identificación, calidad o seguridad establecidos en la presente ley.
2) Reincidir en la comisión de infracciones graves.

Artículo 45.  Prescripción de las infracciones.
El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta ley será de cinco años para 

las muy graves, tres para las graves y uno para las leves. El cómputo del plazo de 
prescripción se iniciará en la fecha en que se hubiera cometido la infracción o, si se trata de 
una actividad continuada, en la fecha de su cese.

Sección tercera. Sanciones administrativas

Artículo 46.  Tipología de las sanciones.
Las infracciones contra lo dispuesto en esta ley darán lugar a la imposición de las 

siguientes sanciones:
a) Principales:
1.º) Apercibimiento.
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2.º) Multa.
b) Accesorias:
1.º) Baja de la inscripción en el Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la 

Región de Murcia, durante un periodo máximo de dos años en las infracciones graves y 
hasta cinco años en las muy graves.

2.º) Revocación del uso de las marcas de identificación, calidad o seguridad concedida 
por el órgano autonómico competente en artesanía, durante un máximo de dos años en las 
infracciones graves y hasta cinco años en las muy graves.

3.º) Decomiso de la mercancía no autorizada, adulterada, deteriorada, falsificada y no 
identificada de productos, en los términos del artículo siguiente.

4.º) Cierre de los puntos de elaboración y venta, en los términos del artículo siguiente.
5.º) Publicidad de las sanciones, en los términos del artículo 49.
6.º) La prohibición de participar en la convocatoria de subvenciones, ayudas públicas o 

en acontecimientos de interés artesano de ámbito regional, durante un máximo de dos años 
en las infracciones graves y hasta cinco años en las muy graves.

7.º) La prohibición de celebrar contratos con las Administraciones públicas, durante un 
plazo de hasta dos años en las infracciones graves y hasta cinco años en las muy graves.

Artículo 47.  Sanciones.
1. Las infracciones calificadas como leves serán sancionadas con apercibimiento o multa 

de hasta 1.000 euros.
2. Las infracciones calificadas como graves serán sancionadas con multa de 1.001 a 

20.000 euros. Como sanción accesoria podrá imponerse el decomiso de la mercancía, el 
cierre de los puntos de elaboración y venta, la baja en la inscripción en el Registro Artesano 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia o la revocación del uso de las marcas de 
identificación, seguridad o calidad concedidas por el órgano autonómico competente en 
artesanía, en los plazos indicados en el artículo 46.

3. Las infracciones calificadas como muy graves serán sancionadas con multa de 20.001 
a 100.000 euros. Como sanción accesoria podrá imponerse el decomiso de la mercancía, el 
cierre de los puntos de elaboración y venta, la baja en la inscripción en el Registro Artesano 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia o la revocación del uso de las distintivos 
de identificación, seguridad o calidad concedidas por el órgano autonómico competente en 
artesanía, en los plazos indicados en el artículo 46.

4. Se autoriza a la consejería competente en materia de artesanía para actualizar el 
importe de las sanciones, de acuerdo con los índices de precios de consumo establecidos 
por el Instituto Nacional de Estadística u organismo que lo sustituya.

Artículo 48.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones previstas en la presente ley se impondrán teniendo en cuenta las 

circunstancias concurrentes cuando se produjo la infracción administrativa, según los 
siguientes criterios:

a) La existencia de intencionalidad.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en cuenta para tipificar la infracción.
d) La cuantía del beneficio ilícito obtenido.
e) El volumen de la actividad económica desarrollada por el sujeto artesano.
f) La trascendencia social de la infracción.
g) El número de personas perjudicadas por la infracción y su alcance.
h) Las repercusiones para el resto del sector.
i) La adopción de medidas durante la tramitación del procedimiento para la subsanación 

de las anomalías que dieron origen a la incoación del expediente sancionador.
2. Se entiende por reincidencia la comisión, en el término de un año, de una nueva 

infracción de la misma naturaleza que otra anteriormente sancionada por resolución firme.
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Artículo 49.  Publicidad de las sanciones.
1. En el caso de infracciones muy graves, el órgano competente que haya resuelto el 

expediente sancionador podrá acordar como sanción accesoria, por razones de ejemplaridad 
y en previsión de futuras conductas infractoras, la publicación de las sanciones impuestas, 
una vez sean firmes en vía judicial.

2. Dicha publicidad hará referencia a los nombres o los apellidos o la denominación o 
razón social de las personas naturales o jurídicas responsables, de la clase y naturaleza de 
las infracciones y de las sanciones principal y accesoria, en su caso, impuestas.

3. La publicidad se realizará mediante su publicación en el «Boletín Oficial de la Región 
de Murcia», siendo de cuenta del sancionado el coste de dicha publicación.

Artículo 50.  Multas coercitivas.
1. Las Administraciones públicas competentes podrán imponer multas coercitivas de 

conformidad con la legislación básica estatal, destinadas a la ejecución de resoluciones 
dictadas en aplicación de la presente ley y a la normativa artesana.

2. El órgano competente cursará por escrito un requerimiento previo de ejecución de los 
actos o resoluciones de que se trate, advirtiendo a su destinatario del plazo de que dispone 
para cumplirlo y de la cuantía de la multa coercitiva que, en caso de incumplimiento, le podrá 
ser impuesta.

3. El plazo que dispondrá el destinatario para cumplir la multa coercitiva será suficiente 
para que se cumpla con la resolución dictada en el correspondiente expediente sancionador, 
y su incumplimiento supondrá una multa que no excederá de 500 euros mensuales, que se 
destinará a la ejecución subsidiaria.

4. Estas multas son independientes de las que se puedan imponer en concepto de 
sanción y son compatibles con las mismas.

Artículo 51.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones por infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las 

impuestas por faltas graves a los tres años y las impuestas por faltas leves al año.
2. La prescripción se apreciará de oficio por parte del órgano competente, sin perjuicio 

de la posibilidad de ser alegada por el interesado.

Sección cuarta. Procedimiento y competencias

Artículo 52.  El procedimiento sancionador.
1. Las Administraciones públicas competentes ejercerán la potestad sancionadora en el 

ámbito establecido por la presente ley, mediante el procedimiento legal o 
reglamentariamente establecido.

2. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución sancionadora será de nueve 
meses desde la iniciación del procedimiento sancionador.

Artículo 53.  Competencia sancionadora.
1. En el ámbito de la Administración autonómica, los órganos competentes para la 

imposición de las sanciones a que se refiere la presente ley son: para las infracciones leves 
el titular de la dirección general competente en materia de artesanía; para las infracciones 
graves y muy graves, hasta 50.000 euros, el titular de la consejería competente en materia 
de artesanía, y para las infracciones muy graves que superen los 50.000 euros el Consejo 
de Gobierno.

2. Las Administraciones locales tendrán competencia sancionadora respecto a las 
infracciones indicadas en el artículo 42, puntos 2, 3, 6, 7, 10 y 13 de la presente ley, 
cometidas en su término municipal por personas físicas o jurídicas que tengan en él su 
domicilio. Los órganos locales competentes para sancionar se determinarán conforme a la 
legislación de régimen local.

No obstante, esta competencia será ejercida directamente por el órgano autonómico 
competente en materia de artesanía cuando sea necesaria una actuación integral a causa de 
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la extensión de la conducta infractora, de su gravedad, del número de municipios afectados 
o de la urgencia; previa y preceptiva notificación del acuerdo de incoación a las 
Administraciones locales afectadas.

CAPÍTULO VII
La Administración local en la defensa y protección de la artesanía

Artículo 54.  Competencias locales.
1. Sin perjuicio de las competencias propias de la Administración autonómica como 

Administración pública competente en materia de artesanía, corresponde a las 
Administraciones locales de la Región de Murcia velar y promover la protección y defensa de 
la artesanía en sus respectivos ámbitos territoriales, con el alcance y contenido que les 
atribuye la presente ley y el resto de las normas jurídicas aplicables.

2. En particular, las Administraciones locales en su ámbito territorial tienen las siguientes 
competencias:

a) El desarrollo de actuaciones singulares y generales de promoción, información y 
formación dirigidas a los sujetos artesanos reconocidos en la presente ley, a través de los 
instrumentos que se consideren adecuados.

b) La inspección de artesanía con el alcance y facultades previstos en la presente ley, en 
particular la inspección y control de la venta ambulante o no sedentaria.

c) La adopción de medidas cautelares urgentes en su ámbito local, poniéndolo en 
conocimiento inmediato de la dirección general competente en materia de artesanía.

d) La colaboración en la aplicación y ejecución de las medidas accesorias previstas en 
artículo 44 de la presente ley adoptadas por la Administración autonómica, en los términos 
que esta determine.

e) El apoyo y fomento de las asociaciones de artesanos radicadas en su territorio y de 
los acontecimientos artesanos que se realicen en su municipio.

f) El ejercicio de la potestad sancionadora con el alcance previsto en el artículo 51 de la 
presente ley.

g) Creación de casas taller del artesano, de acuerdo al régimen jurídico y funciones 
establecidos en el artículo 29 de la presente ley.

Artículo 55.  Colaboración, coordinación y cooperación interadministrativa.
1. Las Administraciones públicas con competencias relacionadas con la artesanía 

ajustarán su actuación a los principios de colaboración, coordinación, cooperación y lealtad 
institucional que rigen las relaciones interadministrativas, haciendo posible una utilización 
eficaz y eficiente de los recursos humanos y materiales de que dispongan, con el objetivo de 
alcanzar un elevado nivel de protección, promoción y fomento de la artesanía.

2. Las Administraciones competentes en materia de artesanía se coordinarán en el 
suministro de cualquier dato o información que pudiera ser relevante para el ejercicio de sus 
competencias.

Artículo 56.  Planes sectoriales de coordinación artesana.
1. En el ámbito de la protección y defensa de la artesanía, el Consejo de Gobierno, de 

conformidad con lo previsto en la legislación estatal, autonómica y el régimen local, podrá 
coordinar la actividad de las Administraciones locales en esta materia mediante la 
aprobación de planes sectoriales en los que se fijen los objetivos y se determinen las 
prioridades de la acción pública en el sector artesano.

2. Estos planes serán informados preceptivamente por el Consejo Asesor Regional de 
Artesanía, y en ningún caso podrán suponer menoscabo de las competencias que esta ley u 
otras leyes atribuyan a las Administraciones locales.
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Disposición transitoria primera.  
En tanto no se desarrolle reglamentariamente lo dispuesto en la ley, será de aplicación lo 

establecido en el Decreto n.º 101/2002, de 14 de junio, por el que se aprueba el Reglamento 
General de Desarrollo de la Ley de Artesanía, así como todas las normas que lo desarrollan, 
en todo en lo que no se oponga a lo dispuesto en la presente ley.

Disposición transitoria segunda.  
Las personas físicas o jurídicas inscritas en el Registro Artesano de la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de la 
presente ley, o que estuviesen en trámite de inscripción en dicha fecha, se adaptarán a las 
prescripciones de la presente ley en el plazo máximo de dos años desde la entrada en vigor 
de misma.

Para ello, presentarán ante la dirección general competente en materia de artesanía la 
declaración responsable que se establezca, en la que se manifieste que cumplen con los 
requisitos especificados en la presente ley.

La no presentación de esta declaración responsable en los plazos establecidos supondrá 
la cancelación de la inscripción en el Registro Artesano de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente ley, en concreto la Ley 11/1988, de 30 de noviembre, de Artesanía 
de la Región de Murcia.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y ejecución de la presente ley.
El desarrollo reglamentario y demás remisiones normativas se aprobarán en el plazo de 

18 meses desde la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición final segunda.  Plan integral.
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará el Plan integral para el fomento de la artesanía en la Región de Murcia.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial de la 

Región de Murcia».
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§ 84

Ley 3/2014, de 2 de julio, de Venta Ambulante o no Sedentaria de la 
Región de Murcia

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 155, de 8 de julio de 2014
«BOE» núm. 183, de 29 de julio de 2014
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2014-8062

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA
Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de Murcia, que la Asamblea Regional 

ha aprobado la Ley de venta ambulante o no sedentaria de la Región de Murcia.
Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del Estatuto de Autonomía, en nombre 

del Rey, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

PREÁMBULO
La Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 

del 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, impuso a los estados la obligación de 
eliminar las trabas jurídicas y barreras administrativas injustificadas a la libertad de 
establecimiento y de prestación de servicios que se contemplan en los artículos 48 y 56 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

La incorporación de estas obligaciones al ordenamiento jurídico del Estado español se 
realizó mediante la modificación de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del 
Comercio Minorista, a través de la Ley 1/2010, de 1 de marzo.

En este sentido, en el marco de la normativa comunitaria y nacional, el ejercicio de las 
actividades de servicios de distribución comercial, como norma general, no deben estar 
sometidas a autorización administrativa previa; no obstante, y en relación a la venta 
ambulante o no sedentaria, y en atención a que este tipo de actividad comercial requiere la 
utilización de suelo público y existen además razones de interés general, tales como de 
orden público, seguridad y salud pública, existe la necesidad de mantener la autorización 
administrativa previa.

La venta no sedentaria constituye una modalidad de comercio tradicional de gran arraigo 
en todas las regiones de los países de la cuenca mediterránea. En la Región de Murcia esta 
actividad tiene un gran predicamento, y son muchas las manifestaciones de este tipo de 
comercio que, desde antiguo, se vienen celebrando con carácter periódico a lo largo y ancho 
de nuestra geografía regional, hasta el punto de que modernamente se ha convertido en un 
importantísimo canal de distribución comercial, que incide indudablemente en la creación de 
empleo.
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Actividad de comercio que, por otro lado, en tiempos de crisis económica, viene a ser 
muy demandada por el consumidor y por el productor, sobre todo del sector agroalimentario, 
al producirse en muchos casos la venta directa, lo cual redunda en el precio.

Por ello, dada la dispersión de la normativa local reguladora, la aparición de nuevas 
fórmulas de venta no sedentaria, como la realizada en suelo privado, y el necesario 
desarrollo de los artículos 53, 54 y 55 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del 
Comercio Minorista, relativos al concepto de venta ambulante o no sedentaria, la duración de 
las autorizaciones, a los procedimientos administrativos de selección y renovación de las 
mismas, e identificación del comerciante ambulante, hacen preciso la ordenación a nivel 
regional de la actividad comercial de venta ambulante o no sedentaria, sin perjuicio de las 
competencias en esta materia de las administraciones locales.

En este sentido, la presente ley se basa en los principios de libertad de establecimiento, 
de igualdad e interés social en la utilización del suelo público, de publicidad y transparencia 
en los procedimientos administrativos que se establecen, y en el de autonomía municipal.

La presente ley se estructura en cuatro títulos, cinco capítulos, veintisiete artículos, 
cuatro disposiciones transitorias y dos disposiciones finales.

En el título preliminar, «Disposiciones generales», se establece el objeto y ámbito de 
aplicación de la ley, el concepto y modalidades de venta ambulante y no sedentaria, y las 
competencias de las distintas administraciones públicas en esta materia.

En este título, entre las modalidades de venta ambulante o no sedentaria, se introduce 
como novedad la regulación de la venta ambulante sobre suelo privado, por razones de 
interés general, basadas en el orden público, sanidad y salubridad pública, defensa de los 
derechos de los consumidores y usuarios y de la libre competencia.

Asimismo, se delimitan las competencias entre las distintas administraciones públicas en 
esta materia, recalcando y reforzando el papel de los ayuntamientos en la ordenación y 
control de esta actividad comercial.

En el título II, «Régimen jurídico de la venta ambulante o no sedentaria», dividido en tres 
capítulos, se regula en su capítulo I el régimen de autorización de la venta ambulante o no 
sedentaria (vigencia de la autorización, procedimiento de concesión, contenido de las 
autorizaciones, su transmisión, extinción y revocación y la modificación, suspensión temporal 
o supresión de la venta ambulante) y requisitos para su ejercicio; en el capítulo II, la 
necesidad de su regulación por ordenanza, el contenido mínimo de las mismas, los 
reglamentos de régimen interno de funcionamiento y la posibilidad de la gestión privada de 
mercados y mercadillos en suelo público; y el capítulo III, disciplina los mercadillos 
realizados en suelo privado.

Se abordan en este título problemas tan importantes en esta actividad comercial, como 
son la exigencia de autorización previa para su ejercicio, el plazo de vigencia de las mismas, 
que se establece en un mínimo de ocho años en concordancia con la legislación fiscal del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre el Valor Añadido e 
Impuesto de Sociedades, en lo relativo a los plazos máximos en los que serán deducibles las 
cantidades que, en concepto de amortización del inmovilizado, material o intangible, 
correspondan a la depreciación efectiva que sufran los distintos elementos por 
funcionamiento, uso, disfrute u obsolescencia, y un plazo máximo de doce años, acorde con 
las autorizaciones que se encuentran vigentes a la entrada en vigor de la presente ley, en 
virtud de la disposición transitoria primera.

Asimismo, en concordancia con el objetivo establecido en la Directiva 2006/123/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el 
mercado interior, se establece un interlocutor único, los ayuntamientos, al que dirigirse para 
realizar todos los trámites y procedimientos, y que los mismos se fundamenten en los 
principios de publicidad, régimen de concurrencia competitiva, oficialidad, celeridad, 
igualdad, contradicción, antiformalismo y de responsabilidad de la Administración pública 
concedente y del personal a su servicio, simplificando el procedimiento mediante el 
establecimiento de la declaración responsable del cumplimiento de los requisitos 
establecidos para el ejercicio de la venta ambulante, que se ha de acompañar a la solicitud, 
sin perjuicio de las facultades de inspección atribuidas a las administraciones públicas.
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En el título III, «Registros de Venta Ambulante o no Sedentaria», se regulan los registros 
públicos de venta ambulante o no sedentaria como instrumentos que permitan obtener una 
información para la planificación y ordenación de esta actividad comercial.

En el título IV, «Régimen Sancionador», que se estructura en dos capítulos, se establece 
que corresponde a los ayuntamientos la inspección, instrucción del procedimiento y sanción 
de las infracciones a la presente ley, sin perjuicio de las competencias de otras 
administraciones públicas en materia de sanidad, comercio y consumo; se tipifican las 
conductas contrarias a derecho en este ámbito y se fijan las sanciones bajo criterios de 
proporcionalidad.

En las disposiciones transitorias se establece la prórroga automática de las 
autorizaciones municipales para la venta no sedentaria o ambulante que a la entrada en 
vigor de esta ley se encuentren vigentes por un plazo mínimo de ocho años y máximo de 
doce; que las autorizaciones que se encontraran en tramitación antes de la entrada en vigor 
de la presente ley se regularán por el procedimiento y criterios vigentes en el momento de 
presentación de la solicitud, siendo su plazo de vigencia el establecido en el artículo 8 de la 
presente ley; el plazo de adaptación de las ordenanzas municipales sobre venta ambulante a 
las prescripciones de la presente ley y la creación por los ayuntamientos de los registros 
municipales de venta ambulante o no sedentaria.

En las disposiciones finales se prevé el desarrollo reglamentario de la ley y su entrada en 
vigor.

Esta ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 10. Uno. 34, del Estatuto de 
Autonomía de la Región de Murcia, aprobado por Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, que 
reconoce a la Comunidad Autónoma de Murcia la competencia exclusiva en materia de 
comercio interior, sin perjuicio de la legislación sobre la defensa de la competencia, de la 
política general de precios, de la libre circulación de bienes en el territorio del Estado, en el 
artículo 10. Uno.10, que atribuye a esta Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en 
materia de ferias y mercados interiores, así como en el artículo 11.7, relativo a la 
competencia en materia de defensa del consumidor y usuario de acuerdo con las bases y la 
ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y 
coordinación general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 
en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
La presente Ley tiene por objeto la regulación jurídico-pública de la venta ambulante o no 

sedentaria en el ámbito territorial de la Región de Murcia, de acuerdo con los requisitos y 
condiciones establecidos en la presente ley, y en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista, y demás normativa aplicable.

Artículo 2.  Concepto de venta ambulante o no sedentaria.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por venta ambulante o no sedentaria la actividad 

comercial de venta al por menor realizada por comerciantes, sean personas físicas o 
jurídicas, previa autorización administrativa, fuera de un establecimiento comercial 
permanente, y ejercida de forma habitual u ocasional, periódica o continuada, en los 
perímetros o lugares de titularidad pública o privada, debidamente autorizados por el órgano 
municipal competente, y mediante la utilización de instalaciones desmontables, 
transportables o móviles, incluyendo la venta en vehículos tienda.

2. La actividad comercial de venta ambulante desarrollada sobre suelo de propiedad o 
titularidad privada queda expresamente sometida a las condiciones y requisitos establecidos 
en la presente ley y en las ordenanzas municipales sobre venta ambulante.

3. Se denomina mercado o mercadillo a la venta ambulante o no sedentaria, realizada en 
puestos agrupados en un lugar fijo, previamente autorizado, de propiedad o titularidad 
pública o privada, sin perjuicio de que la gama de productos ofertados sea múltiple, de 
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bienes cotidianos y ocasionales, o especializada y limitada a un producto o gama de 
productos e, incluso, se reserve por el ayuntamiento determinada zona o puestos a 
instituciones sin ánimo de lucro para la exposición de sus actividades y productos.

La denominación mercado será utilizada para la venta ambulante o no sedentaria que se 
celebre, en todo caso, sobre suelo público y con carácter periódico, y la de mercadillo para 
referirse a la ocasional en suelo público o a la realizada en suelo privado.

4. Por venta itinerante se entiende la actividad comercial realizada en ubicación móvil y 
con medios automotrices, de manera que permitan al comerciante ofrecer su mercancía en 
los lugares y ubicaciones recogidos en su correspondiente autorización municipal.

No tendrá la consideración de venta itinerante el reparto a domicilio de artículos o 
productos que previamente hayan sido encargados o adquiridos por el consumidor, así como 
el suministro habitual de productos en virtud de contrato previo.

Artículo 3.  Modalidades de venta ambulante o no sedentaria.
1. La venta ambulante o no sedentaria se podrá llevar a cabo a través de las siguientes 

modalidades:
a) En mercados que se celebren con carácter periódico y continuado y en los que se 

ejerza la actividad comercial en las condiciones y requisitos establecidos en la presente ley y 
en las ordenanzas municipales correspondientes.

En esta modalidad se deberá garantizar a los consumidores la diversidad en la oferta 
comercial a la hora de otorgar las correspondientes autorizaciones municipales.

Las Administraciones Públicas realizarán actuaciones que promuevan el consumo de 
productos autóctonos y la mejora de la calidad de los servicios ofertados y de los espacios e 
instalaciones necesarios para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria.

b) En los mercadillos que se celebren con carácter ocasional en suelo público y con 
motivo de la celebración de fiestas o acontecimientos populares, de carácter temático o no, 
en recintos o espacios autorizados y durante la celebración de éstas.

c) En mercadillos que se celebren en suelo privado, ya sea con carácter periódico u 
ocasional.

d) En lugares o enclaves aislados de la vía pública, autorizados de forma excepcional, en 
los que los ayuntamientos, a la hora de aprobarlos, deberán tener en cuenta la normativa 
sobre sanidad y salubridad pública, medioambiental y de libre competencia.

e) En vehículos tienda, que ejerzan la actividad comercial con carácter itinerante en 
zonas insuficientemente dotadas de equipamientos comerciales y que sean autorizados por 
el órgano municipal competente.

2. En ningún caso se autorizará la venta no sedentaria o ambulante en los accesos a 
establecimientos comerciales o industriales y en los de los edificios de uso público, excepto 
en el caso de los mercados o plazas de abastos municipales y siempre y cuando no 
dificulten tales accesos o la circulación de peatones o tráfico rodado.

3. Igualmente, no podrá ser autorizada por los ayuntamientos la venta ambulante o no 
sedentaria en suelo público de vehículos que hayan sido adquiridos para su reventa.

4. Quedan excluidas, en todo caso, de la consideración de venta ambulante o no 
sedentaria a los efectos de esta ley:

a) Las ventas realizadas en puestos en vía pública de naturaleza fija y estable, que 
desarrollen su actividad comercial con carácter habitual y permanente, mediante la oportuna 
concesión administrativa otorgada por los ayuntamientos, y que se regirán por su normativa 
específica.

b) Las ventas realizadas en recintos feriales o con motivo de la celebración de 
certámenes feriales, así como las denominadas ferias «outlets».

c) Las ventas realizadas en puestos aislados ubicados en suelo privado, que se 
regularán por lo dispuesto en las correspondientes ordenanzas municipales y sin perjuicio 
del cumplimiento de lo dispuesto en la normativa sanitaria.

d) La venta de enseres y vehículos usados u objetos de coleccionista en suelo público, 
siempre que los artículos a la venta sean de su propiedad y no hayan sido adquiridos para 
su reventa, sin perjuicio de la necesidad de autorización del ayuntamiento si así se establece 
en su respectiva ordenanza municipal.
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e) Cualquier otra venta especial regulada por otras disposiciones legales.

Artículo 4.  Competencias de las administraciones públicas en la ordenación de la venta 
ambulante o no sedentaria.

1. Los ayuntamientos serán la Administración competente para:
a) Determinar y autorizar los recintos y emplazamientos habilitados para la celebración 

de mercados y mercadillos, con independencia de la titularidad del suelo o de las 
instalaciones.

b) Otorgar la correspondiente autorización para el ejercicio de este tipo de ventas en su 
término municipal, para cada emplazamiento o itinerario concreto y para cada una de las 
modalidades de venta ambulante o no sedentaria que el comerciante, persona física o 
jurídica, se proponga ejercer.

c) Verificar que las personas que hayan solicitado la autorización municipal cumplen con 
los requisitos de la normativa reguladora de esa actividad, así como inspeccionar los recintos 
y emplazamientos públicos o privados autorizados y la actividad comercial en ellos realizada.

2. La Administración regional velará y garantizará, en el ejercicio de la venta ambulante o 
no sedentaria, la diversidad comercial y la oferta equilibrada de productos, los derechos de 
los consumidores y usuarios, así como respecto a la prevención y protección de la salud, con 
respeto, en todo caso, a las competencias municipales.

3. Las corporaciones locales y la Administración regional promoverán la venta ambulante 
o no sedentaria, como modalidad tradicional e importante de la diversidad de la oferta 
comercial en la Región de Murcia, y establecerán cauces de participación y cooperación con 
asociaciones u organizaciones representativas del sector para el cumplimiento de sus 
respectivas competencias.

TÍTULO II
Régimen jurídico de la venta ambulante o no sedentaria

CAPÍTULO I
Régimen de autorización de la venta ambulante o no sedentaria y requisitos 

para su ejercicio

Artículo 5.  Régimen de autorización de la actividad de venta ambulante o no sedentaria.
1. Por razones de interés general basadas, fundamentalmente, en la escasez de suelo, 

orden público, sanidad y salubridad pública, el ejercicio de la venta ambulante o no 
sedentaria estará sujeta a autorización administrativa previa, que será concedida por la 
autoridad municipal competente.

2. Para cada emplazamiento concreto y por cada una de las modalidades de venta 
ambulante o no sedentaria que el comerciante se proponga ejercer, deberá solicitarse una 
autorización.

3. La autorización será otorgada a título personal, debiendo ejercer la actividad comercial 
el titular de la misma.

En el caso de que el titular sea persona jurídica, la actividad comercial se desempeñará 
por las personas físicas que haya indicado el legal representante de la misma como titular y 
suplente, los cuales constarán, obligatoriamente, en la correspondiente autorización 
municipal, debiéndose cumplir la normativa laboral y mercantil de aplicación.

No obstante, en caso de que el titular sea persona física, podrán hacer uso de la 
autorización, de forma ocasional y por causa debidamente justificada, los familiares del 
mismo para que le asistan en el ejercicio de su actividad, debiendo cumplir con la normativa 
laboral de aplicación, y que deberán constar, necesariamente, en la correspondiente 
autorización municipal.
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Artículo 6.  Requisitos para el ejercicio de la actividad comercial de venta ambulante o no 
sedentaria.

1. La venta ambulante o no sedentaria solo podrá ser ejercida, previa autorización 
administrativa, por personas físicas o jurídicas legalmente constituidas, que se dediquen a la 
actividad de comercio al por menor en los lugares o itinerarios que se concretan en las 
correspondientes ordenanzas municipales y en la propia autorización.

2. Para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria, la persona física o jurídica 
deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Estar dado de alta en el correspondiente epígrafe del Impuesto de Actividades 
Económicas (IAE), o en el censo de obligados tributarios, así como estar dado de alta en la 
Seguridad Social.

b) Estar al corriente del pago de las obligaciones con la Hacienda pública y de la 
Seguridad Social, así como de las tasas que el ayuntamiento establezca en la 
correspondiente ordenanza.

c) Cumplir los requisitos y condiciones exigidos en su legislación específica para la 
comercialización y venta de los productos a ofertar. En todo caso, cuando se trate de venta 
de alimentos, las personas encargadas de realizar la actividad comercial deberán estar en 
posesión del certificado correspondiente acreditativo de la formación como manipulador de 
alimentos.

d) Disponer del correspondiente seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos del 
ejercicio de la actividad.

e) En el caso de comerciantes de venta ambulante procedentes de países no 
comunitarios, deberán, si son personas físicas, estar en posesión de los correspondientes 
permisos o autorizaciones exigidos por la normativa sobre extranjería, y, en el caso de 
personas jurídicas, estar legalmente constituidas e inscritas en el Registro Mercantil 
correspondiente, en su caso.

f) Disponer de la autorización municipal correspondiente.

Artículo 7.  Obligaciones de los comerciantes.
Los comerciantes, personas físicas o jurídicas, titulares de la autorización municipal para 

la venta ambulante o no sedentaria, en el ejercicio de su actividad comercial, deberán, sin 
perjuicio de otras obligaciones establecidas en la ordenanza municipal correspondiente, 
cumplir lo siguiente:

a) Tener expuesto al público, en lugar visible, la identificación entregada por el 
ayuntamiento, en la que constará los datos de la autorización, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 10, y los datos del titular de la misma; los precios de venta de sus productos, y 
una dirección postal o de correo electrónico y número de teléfono para la recepción de 
posibles reclamaciones.

b) Expedir tiques de compra a los consumidores que lo soliciten, en los que se incluirán 
los datos identificativos del comerciante, producto adquirido y su precio.

c) Tener a disposición de la autoridad competente la autorización municipal y las facturas 
y comprobantes de compra o documentación que acredite la procedencia de sus 
mercancías.

d) Cumplir con las condiciones exigidas en la normativa reguladora de los productos 
objeto de comercio, en especial de aquellos destinados a alimentación.

e) Tener a disposición de los consumidores y usuarios las correspondientes hojas de 
reclamaciones.

f) Disponer de seguro de responsabilidad civil, en cuantía suficiente, que cubra los 
posibles riesgos en los casos que así se exija por la ordenanza municipal.

g) Ejercer la actividad comercial por el titular en los días y horas autorizados.
h) Cumplir las condiciones establecidas en la autorización, en la correspondiente 

ordenanza municipal y en el reglamento de régimen interno de funcionamiento del mercado 
o mercadillo y, en especial, en lo referente a las condiciones de seguridad y a las 
condiciones higiénico-sanitarias del lugar de venta.
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Artículo 8.  Vigencia de la autorización.
La vigencia de las autorizaciones a conceder por los ayuntamientos en su término 

municipal para el desarrollo de la actividad comercial en los mercados de venta ambulante 
periódicos será de un mínimo de ocho años y un máximo de doce años, prorrogable 
expresamente por un período máximo de otros doce años, siempre que se acredite el 
cumplimiento de los requisitos que se establecen en el artículo 6 de esta ley y de acuerdo 
con la correspondiente ordenanza.

Para el resto de modalidades de venta no sedentaria, las ordenanzas municipales 
establecerán el plazo de vigencia de las autorizaciones, que en ningún caso podrá superar el 
plazo de doce años, atendiendo a la ponderación de la amortización de las inversiones 
efectuadas y de la remuneración equitativa de los capitales desembolsados.

Artículo 9.  Procedimiento de concesión de autorizaciones.
1. El procedimiento para el otorgamiento de las autorizaciones para el ejercicio de la 

venta ambulante o no sedentaria y para la cobertura de vacantes será determinado por cada 
ayuntamiento, respetando, en todo caso, los principios de publicidad, régimen de 
concurrencia competitiva, oficialidad, celeridad, igualdad, contradicción, antiformalismo y de 
responsabilidad de la Administración pública concedente y del personal a su servicio.

2. Los criterios para su adjudicación serán claros, sencillos, objetivos y predecibles, y 
podrán estar basados en razones tales como:

a) La defensa de los intereses de los consumidores y usuarios en cuanto a la variedad 
de la oferta comercial.

b) El número de interesados, las solicitudes presentadas y la escasa disponibilidad de 
suelo público existente.

c) La experiencia y formación profesional del comerciante, especialmente en venta 
ambulante o no sedentaria.

d) La inexistencia de sanción firme, en los 3 últimos años, por infracciones graves o muy 
graves en materia de sanidad, consumo o comercio, en relación con el ejercicio de la venta 
ambulante y de los productos de venta que se autoricen.

e) La adhesión al sistema arbitral de consumo.
f) La disponibilidad, por parte del comerciante, de instalaciones desmontables adecuadas 

al desarrollo de la actividad comercial y al lugar autorizado para la venta ambulante.
3. En ningún caso el procedimiento podrá exigir el deber de residencia en el municipio 

respectivo como requisito de participación, ni podrá considerarse esta circunstancia como un 
mérito que otorgue ventajas al solicitante en el procedimiento de selección.

4. En caso de vacantes, los ayuntamientos podrán ofertar, previo al proceso de 
adjudicación, el cambio de puesto a aquellos titulares de autorizaciones que así lo hubiesen 
solicitado.

5. Los ayuntamientos podrán reservar hasta un 15 % de las plazas disponibles en los 
mercados para ser adjudicadas a instituciones sin ánimo de lucro y a solicitantes en riesgo 
de exclusión social por su situación socioeconómica y familiar, siempre y cuando que estos 
últimos cumplan los requisitos del artículo 6.

6. Sin perjuicio de las facultades de inspección atribuidas a la Administración local y 
demás administraciones públicas en el ámbito de sus respectivas competencias, a la 
solicitud de autorización se acompañará una declaración responsable que manifieste, al 
menos, los siguientes extremos:

a) El cumplimiento de los requisitos establecidos para el ejercicio de la venta ambulante 
o no sedentaria y de las condiciones para la comercialización de los productos que se 
pretendan ofertar, debiendo especificar de manera expresa y precisa tales requisitos, de 
acuerdo con el artículo 6 de la presente ley y con la correspondiente ordenanza municipal.

b) Estar en posesión de la documentación que así lo acredite con carácter previo al 
otorgamiento de la autorización.

c) Mantener su cumplimiento durante el plazo de vigencia de la autorización.
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Artículo 10.  Contenido de las autorizaciones.
1. En las autorizaciones deberá constar, al menos, lo siguiente:
a) Los datos identificativos del titular de la autorización y de las personas designadas por 

el mismo para el ejercicio de la actividad comercial.
b) Los datos del lugar, día y horas, tamaño, ubicación y estructura concreta del puesto en 

que puede ejercerse la actividad.
c) La modalidad del comercio ambulante para la que habilita la autorización.
d) En la modalidad de comercio itinerante, el medio transportable o móvil en el que se 

ejerce la actividad y los itinerarios autorizados.
e) Los productos autorizados para la venta.
f) El plazo de vigencia de la autorización.
g) En su caso, las condiciones específicas relativas a la ocupación del dominio público 

municipal.
2. El otorgamiento de la autorización conllevará el pago de la tasa que establezca el 

ayuntamiento.
3. El ayuntamiento entregará una identificación al titular de la autorización, que 

contendrá los datos esenciales de esta y que deberá estar permanentemente expuesta al 
público.

Artículo 11.  Transmisión y subrogación de las autorizaciones.
1. Las autorizaciones municipales serán transmisibles en el caso de cese voluntario de 

actividad del titular de la autorización, dentro de su periodo de vigencia, a otras personas 
físicas o jurídicas, previa solicitud al ayuntamiento concedente.

2. Para poder autorizar el ayuntamiento la transmisión, el nuevo titular deberá acreditar 
que cumple con los requisitos exigidos para el desarrollo de la actividad fijados en la 
presente ley y en la ordenanza municipal.

3. La transmisión únicamente facultará para la venta de la misma clase de artículos o 
productos autorizados al titular cedente y la vigencia quedará limitada al período restante del 
plazo establecido en la autorización que se transmite.

4. La transmisión estará sujeta al pago de la tasa correspondiente, siempre que así se 
contemple en la correspondiente ordenanza municipal.

5. En los casos de disolución y cese en la actividad de una persona jurídica, tendrán 
derecho preferente en la trasmisión de las autorizaciones de las que fuera titular quienes 
vinieran ejerciendo la venta por cuenta y en nombre de esta.

6. En los casos de fallecimiento, incapacidad laboral permanente total o absoluta, o 
jubilación del titular, podrán subrogarse en la autorización, previa solicitud al ayuntamiento y 
por el tiempo que reste de su vigencia, los familiares habilitados por la ordenanza municipal 
o las personas que ejercen la actividad comercial y que constan en la correspondiente 
autorización.

Artículo 12.  Extinción y revocación de la autorización.
1. Las autorizaciones municipales para el ejercicio de la venta no sedentaria se 

extinguirán, previo procedimiento administrativo correspondiente, sin que causen derecho a 
indemnización alguna, por las siguientes causas:

a) Término del plazo para el que se otorgó, salvo cuando se solicite y se conceda, en su 
caso, la prórroga de la autorización.

b) Renuncia expresa del titular.
c) Por fallecimiento, incapacidad laboral, jubilación o disolución de la persona jurídica 

titular, sin perjuicio de su posibilidad de transmisión o subrogación.
2. Las autorizaciones podrán ser revocadas por los ayuntamientos, de acuerdo con el 

procedimiento establecido en la ordenanza municipal y por las causas que, en su caso, se 
concreten en la misma, y, en todo caso, por las siguientes:

a) Cuando desaparezcan las circunstancias que dieron lugar a su otorgamiento.
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b) No presentar al órgano municipal competente, en el plazo que establezcan, los 
documentos acreditativos de los datos aportados en la solicitud de la autorización o en la 
declaración responsable, que se le requieran como consecuencia de una comprobación o 
inspección.

c) Por impago de la tasa o precio público a la que se esté obligado en los términos que 
establezca el ayuntamiento.

d) Como consecuencia de la imposición de una sanción por infracción grave o muy 
grave, que conlleve la revocación de la autorización.

3. Las autorizaciones que se extingan o se revoquen por algunas de las causas 
señaladas podrán ser amortizadas o pasar a ser consideradas vacantes.

Artículo 13.  Modificación y suspensión temporal de la venta ambulante o no sedentaria.
Los ayuntamientos, por razones de interés público, tras la tramitación del 

correspondiente expediente administrativo, en el que serán oídos los comerciantes 
interesados, así como las asociaciones u organizaciones representativas del sector de la 
venta ambulante y de consumidores y usuarios, en su caso, podrán modificar 
temporalmente, en lo relativo a lo dispuesto en los apartados a), b), c), d) y e) del artículo 14, 
o suspender temporalmente la actividad de los mercados o mercadillos de venta no 
sedentaria establecidos en su término municipal, sin que en ningún caso se genere derecho 
a indemnización a favor de los comerciantes afectados.

CAPÍTULO II
Ordenanzas municipales

Artículo 14.  Ordenanzas municipales reguladoras de la venta ambulante o no sedentaria.
1. En los municipios donde se lleve a cabo la venta no sedentaria o ambulante, en 

cualquiera de sus modalidades, los respectivos ayuntamientos deberán regularla mediante la 
correspondiente ordenanza, en la que al menos se determinará los siguientes extremos:

a) Delimitación del emplazamiento en donde se vaya a realizar este tipo de venta.
b) El número máximo de puestos y su distribución, así como su superficie.
c) Periodicidad, fechas y horario en que se podrá realizar la actividad comercial.
d) Las distintas modalidades de venta ambulante o no sedentaria que se autoricen.
e) Número máximo de autorizaciones a conceder por mercado o mercadillo en el 

conjunto de su término municipal, teniendo en cuenta la escasez del suelo público y la 
garantía de la diversidad de la oferta comercial.

f) El período de vigencia de las autorizaciones, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 8 de la presente ley.

g) Familiares o personas habilitadas para el ejercicio de la actividad comercial, así como 
las condiciones y requisitos para la transmisibilidad de las autorizaciones otorgadas, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 5 y 11 de la presente ley.

h) El alcance y límite mínimo de la cobertura del seguro de responsabilidad civil que 
cubra los riesgos del ejercicio de la actividad.

i) El procedimiento de concesión de las autorizaciones a comerciantes para cada tipo de 
venta ambulante, así como los criterios de selección y de provisión de vacantes, que 
deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 9 de la presente ley, y los recursos que 
procedan contra la resolución de la autorización.

j) Modelo de declaración responsable de cumplimiento de los requisitos para el ejercicio 
de la actividad comercial de venta ambulante, con el contenido mínimo que establece el 
apartado 6 del artículo 9 de la presente ley.

k) Las causas y procedimiento de extinción y revocación de las autorizaciones, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de la presente ley.

l) El procedimiento sancionador aplicable a las infracciones y sanciones establecidas en 
la presente ley.

m)  El plazo para la resolución expresa del procedimiento de autorización, así como los 
efectos del silencio administrativo.
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2. La Administración Regional colaborará, dentro de sus competencias, con los 
municipios en el proceso de elaboración y coordinación de las ordenanzas municipales o 
para la actualización de su normativa.

Artículo 15.  Gestión privada de los mercados y mercadillos en suelo público.
En caso de cesión de la organización y gestión de los mercados y mercadillos en suelo 

público por los ayuntamientos a gestores privados, estos se limitarán a la realización de 
actividades de carácter material o técnico, la gestión del procedimiento de selección de los 
comerciantes, la gestión y cobro de las tasas o tarifas que correspondan, así como cualquier 
otro aspecto que esté unido a la organización y gestión del mercado o mercadillo, y siempre 
en el marco de las directrices marcadas por la Administración municipal, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la normativa aplicable.

Los ayuntamientos aprobarán los reglamentos de régimen interno de funcionamiento de 
estos mercados y mercadillos.

CAPÍTULO III
Mercadillos en suelo privado

Artículo 16.  Mercadillos en suelo privado.
1. Por razones de interés general, basadas en el orden público, seguridad, sanidad y 

salubridad pública, defensa de los derechos de los consumidores y usuarios y de la libre 
competencia, la instalación de un mercadillo sobre suelo privado precisará de la autorización 
del ayuntamiento, previa tramitación del correspondiente procedimiento administrativo. A tal 
efecto, las ordenanzas municipales podrán establecer reglas de régimen interno específicas 
para este tipo de mercadillos en suelo privado.

2. El promotor de un mercadillo sobre suelo privado deberá solicitar la autorización al 
ayuntamiento correspondiente, que dictará la oportuna resolución, siempre que exista 
compatibilidad urbanística sobre los usos permitidos en el mismo, y una vez comprobados, al 
menos, los siguientes extremos:

a) Titularidad o disponibilidad del suelo.
b) Memoria técnica descriptiva que comprenda el diseño del recinto; superficies, número, 

dimensiones y características de los puestos; servicios; medidas de seguridad; incidencia en 
la movilidad y en el tráfico rodado, y zonas afectas al mismo como aparcamientos y otras 
posibles dependencias.

c) Reglamento que ha de regir el funcionamiento del mercadillo, que incluirá el 
procedimiento para la selección y adjudicación de los puestos de venta a los comerciantes.

d) Dispositivo de seguridad previsto, que incluirá la propuesta de contrato con empresa 
de seguridad.

e) Dispositivo sanitario previsto y plan de limpieza del recinto y de sus lugares de 
incidencia.

f) Seguro de responsabilidad civil, en cuantía suficiente, que cubra los posibles riesgos.
g) Plan de emergencia y autoprotección.
h) El cumplimiento de las restantes normas que pudiera establecer el ayuntamiento a 

través de las ordenanzas municipales.
3. En aquellos supuestos en que resulten exigibles otras autorizaciones o licencias 

municipales, irán integradas en la misma resolución de autorización que otorgue el 
ayuntamiento, con los requisitos que establezcan las correspondientes ordenanzas 
municipales en aras del principio de simplificación administrativa.

4. Antes del inicio de la actividad, el promotor del mercadillo deberá comunicar al 
ayuntamiento la relación de comerciantes que van a desarrollar su actividad en el mismo, 
acompañado de una declaración responsable de que cumplen con los requisitos para el 
ejercicio de esta actividad de venta.

5. El ayuntamiento podrá repercutir al promotor del mercadillo ambulante sobre suelo 
privado, aparte de las tasas por el procedimiento de autorización, los gastos ocasionados por 
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las actuaciones realizadas para el mantenimiento de la seguridad, limpieza y accesibilidad 
del recinto y sus alrededores.

6. El incumplimiento por parte del promotor de las condiciones impuestas en la 
autorización determinará su revocación, previo procedimiento administrativo tramitado al 
efecto.

Artículo 17.  Los comerciantes en mercadillo privado.
1. Los comerciantes que vayan a desarrollar su actividad en un mercadillo privado 

deberán cumplir con los requisitos establecidos en la presente ley, en las ordenanzas 
municipales y en las demás normas de aplicación.

2. El procedimiento de selección y adjudicación de los puestos de venta en un mercadillo 
privado se sujetará al procedimiento que establezca el promotor en su reglamento de 
régimen interior, que se entenderá aprobado por el ayuntamiento correspondiente con el 
otorgamiento de la autorización prevista en el artículo anterior.

3. Las relaciones entre el promotor del mercadillo privado y los comerciantes del mismo 
se regirán por el Código de Comercio y demás normas de derecho mercantil en todo lo no 
contemplado en esta ley y en la ordenanza municipal que corresponda.

TÍTULO III
Registros de venta ambulante o no sedentaria

Artículo 18.  Registros de venta ambulante o no sedentaria.
A los efectos de obtener una adecuada información que permita la planificación y 

ordenación de la venta ambulante o no sedentaria, se crearán registros públicos en los 
ayuntamientos de la Región y en la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia.

Artículo 19.  Registro municipal de venta ambulante o no sedentaria.
1. Los ayuntamientos crearán y mantendrán un registro municipal de venta ambulante o 

no sedentaria de los mercados y mercadillos autorizados que se realicen en su término 
municipal.

En los mismos se inscribirán de oficio las autorizaciones concedidas por mercado o 
mercadillo, así como las prórrogas y las transmisiones.

2. En dicho registro deberán constar los datos contenidos en la solicitud y en la 
declaración responsable, garantizándose lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

3. En los registros municipales constarán, al menos, los siguientes datos:
a) NIF y nombre y apellidos o razón social y domicilio de la persona física o jurídica titular 

de la autorización.
b) Modalidad de venta ambulante autorizada.
c) Denominación, emplazamiento y fecha de celebración del mercado ambulante o no 

sedentario para el que se está autorizado, así como la identificación del puesto.
d) Productos autorizados para la venta.
e) Plazo de vigencia de la autorización.
f) En la modalidad de comercio itinerante, el medio de transporte y el itinerario 

autorizado.

Artículo 20.  Registro de venta ambulante o no sedentaria de la Región de Murcia.
1. Se crea el Registro de Comerciantes de Venta Ambulante o no Sedentaria de la 

Región de Murcia, dependiente de la dirección general competente en materia de comercio, 
que integrará los datos de los registros municipales de venta ambulante o no sedentaria, y 
será gestionado desde un entorno telemático que garantice la interoperatividad técnica entre 
cada uno de los registros municipales y el Registro regional, de tal manera que permita la 
consulta y explotación de la información en ellos contenidos.
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2. Reglamentariamente, por la consejería competente en materia de comercio se 
establecerá su estructura y contenido.

TÍTULO IV
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Competencia sancionadora e infracciones

Artículo 21.  Competencia sancionadora.
1. Corresponde a los ayuntamientos la inspección, instrucción del procedimiento y 

sanción de las infracciones a la presente ley.
2. Sin perjuicio de lo anterior, de las infracciones a preceptos contenidos en las 

normativas reguladoras del comercio interior, que no se encuentren tipificadas en la presente 
ley ni en las ordenanzas municipales, de los derechos y protección de consumidores y 
usuarios y de las condiciones técnico-sanitarias de los productos a la venta, establecidas en 
la legislación vigente, el ayuntamiento dará traslado al órgano competente de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Artículo 22.  Infracciones.
Las infracciones a la presente ley se clasifican en leves, graves y muy graves.
1. Se consideran infracciones leves:
a) Incumplir el horario autorizado.
b) La venta practicada fuera de los perímetros y/o lugares autorizados
c) No exhibir durante el ejercicio de la actividad, y en lugar visible, la identificación que 

contenga los datos de la autorización municipal, así como los precios de venta de los 
productos y una dirección postal o de correo electrónico y número de teléfono para la 
recepción de posibles reclamaciones.

d) Utilizar megafonía, salvo en los casos autorizados por la ordenanza municipal.
e) No mantener el puesto en las condiciones higiénico-sanitarias adecuadas y no 

proceder a su limpieza una vez finalizada la jornada.
f) La negativa a expedir tiques de compra a los consumidores que lo soliciten.
g) No tener a disposición de la autoridad competente las facturas y comprobantes de 

compra o documentación que acredite la procedencia de sus mercancías.
h) No tener a disposición de los consumidores y usuarios las correspondientes hojas de 

reclamaciones.
i) Cualquier otro incumplimiento de lo dispuesto en la presente ley que no tenga la 

consideración de infracción grave o muy grave.
2. Se considerarán infracciones graves:
a) Incumplir las condiciones establecidas en la autorización municipal.
b) Ejercer la actividad comercial por personas diferentes a las reconocidas en la 

autorización municipal.
c) Ejercer la actividad sin autorización municipal.
d) La obstrucción a la labor inspectora.
e) Incumplir la normativa en materia de sanidad alimentaria.
f) No disponer de seguro de responsabilidad civil, en cuantía suficiente, que cubra los 

posibles riesgos, en los casos que así se exija por la ordenanza Municipal.
g) La comisión de una tercera infracción leve en el plazo de un año.
3. Se consideran infracciones muy graves la comisión de una tercera infracción grave en 

el plazo de un año.
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Artículo 23.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente ley 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de las autorizaciones para el 
ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria.

Artículo 24.  Prescripción de las infracciones.
En la prescripción de las infracciones reguladas en la presente ley se estará a lo 

establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 25.  Sanciones.
1. Las sanciones podrán consistir en:
a) Apercibimiento.
b) Multa.
c) Revocación de la autorización.
2. Las infracciones podrán tener como sanción:
a) Por infracciones leves, apercibimiento o multa.
b) Por infracciones graves, multa y/o revocación de la autorización.
c) Por infracciones muy graves, multa y/o revocación de la autorización.
3. Las cuantías de las sanciones serán las establecidas en el artículo 141 de la Ley 

7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, sin perjuicio de la 
posibilidad de establecer los ayuntamientos en la correspondiente ordenanza la bonificación 
y reducción del 50% de la cuantía de la sanción por pago en periodo voluntario.

4. Las sanciones se graduarán teniendo en cuenta el riesgo de la infracción en el 
consumidor y en la sanidad y salubridad pública, el beneficio obtenido y en la reiteración de 
la comisión de los hechos.

5. En cualquiera de las infracciones previstas en esta ley, el ayuntamiento podrá adoptar 
como medida cautelar la suspensión temporal de la autorización, así como el decomiso de la 
mercancía no autorizada, adulterada, deteriorada, falsificada y no identificada.

Artículo 26.  Prescripción de sanciones.
En la prescripción de las sanciones reguladas en la presente ley, se estará a lo 

establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 27.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador que establezcan las ordenanzas municipales se ajustará a 

lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el Real Decreto 
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el 
Ejercicio de la Potestad Sancionadora.

Disposición adicional.  
La Comunidad Autónoma, a través del departamento competente en la materia de 

comercio y con la colaboración de los Ayuntamientos, elaborará, en el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la presente Ley, una guía digital de los mercados y mercadillos 
que se celebran en los distintos municipios de la Región de Murcia.

Esta guía digital deberá especificar, al menos, los datos sobre ubicación, con 
delimitación georreferenciada, días en que se celebra, horario, periodicidad y contenido, así 
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como cualquier otra información que pueda ser de interés para los consumidores y usuarios 
nacionales y extranjeros.

Los contenidos de la misma se expresarán tanto en el idioma español como en inglés.

Disposición transitoria primera.  
Las autorizaciones municipales para la venta no sedentaria o ambulante que a la entrada 

en vigor de esta ley se encuentren vigentes quedarán prorrogadas automáticamente por un 
plazo mínimo de ocho años y máximo de doce, o hasta que sus titulares, si son personas 
físicas, o hasta que la persona autorizada para el ejercicio de la actividad comercial, 
tratándose de personas jurídicas, cumplan la edad de jubilación, en el caso de que esta se 
produzca dentro de este plazo.

No obstante lo anterior, el plazo de vigencia se ampliará, previa solicitud, hasta un 
máximo de otros doce años, con el fin de que el titular de la autorización o la persona 
acreditada para la venta ambulante, si son personas jurídicas, puedan alcanzar la edad de 
jubilación establecida por la legislación laboral, siempre que se cumplan los requisitos del 
artículo 6 de la presente ley y de acuerdo con lo establecido en la correspondiente 
ordenanza municipal.

Disposición transitoria segunda.  
Las autorizaciones que se encontraran en tramitación antes de la entrada en vigor de la 

presente ley se regularán por el procedimiento y criterios vigentes en el momento de 
presentación de la solicitud, siendo su plazo de vigencia el establecido en el artículo 8 de la 
presente ley.

Disposición transitoria tercera.  
Los ayuntamientos de la Región de Murcia deberán aprobar o, en su caso, adaptar sus 

ordenanzas a esta ley, en el plazo máximo de un año, a partir del día siguiente al de la 
entrada en vigor de esta ley.

Disposición transitoria cuarta.  
Los ayuntamientos de la Región de Murcia deberán crear, en el plazo máximo de un año, 

a partir del día siguiente al de la entrada en vigor de esta ley, los registros municipales de 
venta ambulante o no sedentaria de los mercados y mercadillos que se autoricen en sus 
términos municipales.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se atribuye al titular de la consejería competente en materia de comercio la potestad de 

desarrollar reglamentariamente el Registro de Comerciantes de Venta Ambulante o no 
Sedentaria de la Región de Murcia.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Región 

de Murcia.
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§ 85

Ley 12/2015, de 30 de marzo, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de la Región de Murcia

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia
«BORM» núm. 77, de 6 de abril de 2015
«BOE» núm. 104, de 1 de mayo de 2015
Última modificación: 3 de marzo de 2016

Referencia: BOE-A-2015-4789

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA
Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de Murcia, que la Asamblea Regional 

ha aprobado la Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del Estatuto de Autonomía, en nombre 
del Rey, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

PREÁMBULO

I
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación constituyen, 

desde su creación, un valioso instrumento de colaboración con las instituciones públicas, de 
apoyo a los sectores económicos de sus respectivos ámbitos territoriales y de impulso al 
desarrollo económico y empresarial en la Región de Murcia. Actualmente, realizan servicios 
imprescindibles para la revitalización del tejido económico, el desarrollo empresarial y la 
generación de empleo.

Las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación nacen en España a finales del siglo 
XIX con un espíritu regeneracionista. Las Cámaras de Comercio de la Región de Murcia 
tienen una larga trayectoria, en 1886 se creó la Cámara de Cartagena, en 1889 la Cámara 
de Lorca y en 1899 la Cámara de Murcia. El Real Decreto de 21 de junio de 1901 instauró un 
modelo continental basado en la adscripción forzosa de las empresas y la obligatoriedad del 
pago de las cuotas. Este sistema es el que se ha mantenido hasta la aprobación del Real 
Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral, y 
liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo, que estableció un modelo 
cameral de pertenencia voluntaria y eliminación del recurso cameral permanente.

La Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía 
de la Región de Murcia, en su artículo 11.10, atribuye a la Comunidad Autónoma de Murcia 
la competencia de desarrollo legislativo y ejecución, en el marco de la legislación básica del 
Estado y en los términos que la misma establezca, en materia de Cámaras de Comercio, 
Industria y Navegación.
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En ejercicio de dichas competencias, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
promulgó, en el marco de la norma básica, la Ley 9/2003, de 23 de diciembre, de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la Región de Murcia.

Recientemente, la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, ha establecido una nueva legislación básica en 
esta materia. Esta ley define la naturaleza de las cámaras como corporaciones de derecho 
público, a las que pertenecen todas las empresas de sus demarcaciones, garantizando el 
ejercicio de sus funciones público-administrativas y, además, las configura como prestadoras 
de servicios empresariales que, en el actual contexto económico, resultan fundamentales 
para la mejora de la competitividad, la regeneración del tejido económico y la 
internacionalización de nuestra economía. La adscripción universal de todas las empresas a 
las cámaras refuerza su carácter representativo y de defensa del interés general de toda la 
actividad económica y empresarial y no de un determinado sector, asociación o colectivo de 
empresas en función de su dimensión, localización o adscripción a la cámara.

Ante este cambio del marco regulatorio básico de las cámaras oficiales la presente ley 
tiene como finalidad adecuar el régimen jurídico de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación implantadas en la Región de Murcia, y de su Consejo de 
Cámaras, al nuevo modelo que instaura la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

La nueva ley regional dotará a las cámaras de nuestra Región de un marco estable que 
asegure el cumplimiento de las funciones público-administrativas que tienen encomendadas 
como corporaciones de derecho público, destacando el papel de las mismas en la mejora de 
la competitividad e impulso de la internacionalización de las empresas; su implicación en la 
implantación de un sistema de formación profesional dual, a través de su participación en la 
organización de la formación práctica en los centros de trabajo; la colaboración con las 
administraciones públicas en la simplificación administrativa y supresión de trabas que 
limitan el acceso y ejercicio de la actividad empresarial, y su importante función en el 
fomento del emprendimiento. En relación con su organización, esta ley define y desarrolla 
los órganos de gobierno y regula el proceso electoral de las cámaras, el censo electoral, la 
convocatoria de elecciones, las juntas electorales, la presentación de candidaturas y el voto 
electrónico, contemplando además el sistema de impugnación contra las resoluciones y 
acuerdos de las cámaras referentes al régimen electoral. El régimen económico y 
presupuestario de las cámaras también es objeto de regulación de esta ley, introduciendo 
nuevas medidas para favorecer su transparencia, recogiendo las distintas formas de 
ingresos públicos y privados, la obligación de elaboración y liquidación de presupuestos, así 
como el sistema contable y los mecanismos de control financiero de estas corporaciones. En 
su capítulo VII, la ley regula el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de la Región de Murcia, como corporación de derecho público y con 
personalidad jurídica propia, al que corresponden, entre otras, las funciones de 
representación, relación y coordinación del conjunto de las cámaras con la Administración de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

II
La ley consta de un total de 48 artículos, que se estructuran en ocho capítulos, una 

disposición transitoria, una disposición adicional, una disposición derogatoria y dos 
disposiciones finales.

El capítulo I, bajo la rúbrica «Principios Generales» se refiere al objeto, naturaleza, 
régimen jurídico y finalidad de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de la Región de Murcia.

El capítulo II, titulado «Funciones», regula en dos artículos las funciones de las cámaras 
y la encomienda de gestión que la Administración regional podrá realizar a las cámaras, para 
el ejercicio de las funciones atribuidas por esta ley, la realización de actividades de carácter 
material, técnico o de servicios de su competencia cuando razones de eficacia, especialidad 
o de carencia de medios técnicos idóneos para su desempeño así lo aconsejen.

El capítulo III se refiere al ámbito territorial, estableciendo que en el territorio de la 
Región de Murcia existen la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de Murcia, la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Cartagena, 
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la Cámara Oficial de Comercio e Industria de Lorca y el Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación de la Región de Murcia. El artículo 7 permite a las 
cámaras crear delegaciones dentro de su demarcación territorial en aquellas áreas o zonas 
en las que su importancia económica lo aconseje. Los artículos 8 y 9 regulan 
respectivamente las alteraciones de las demarcaciones territoriales de las cámaras y su 
posible fusión, integración y disolución. Los requisitos para la adscripción de las personas 
físicas o jurídicas a las cámaras se indican en el artículo 10, exigiendo el artículo 11 a las 
cámaras la elaboración de un censo público de empresas.

El capítulo IV regula a la organización de las cámaras y se divide en tres secciones. La 
sección 1.ª regula sus órganos de gobierno, que son el Pleno, el Comité Ejecutivo y el 
Presidente. La sección 2.ª se refiere al personal de las cámaras y preceptúa que el personal 
al servicio de las cámaras quedará sujeto a la normativa laboral vigente. La sección 3.ª 
regula el Reglamento de Régimen Interior, cuya aprobación corresponde a la consejería 
competente en materia de cámaras, a propuesta del pleno de la cámara correspondiente, el 
Código de Buenas Prácticas y la Memoria que deberá elaborar cada cámara.

El capítulo V establece el régimen electoral, en el cual se recoge la normativa referente 
al procedimiento electoral de las cámaras.

El capítulo VI contempla el régimen económico y presupuestario. En él se regulan las 
cuentas anuales que deben formular las cámaras y el Consejo de Cámaras, así como la 
obligación de las cámaras de llevar un sistema contable, manteniendo una contabilidad 
diferenciada en relación con sus actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad 
de las cuentas anuales.

El capítulo VII regula el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 
y Navegación de la Región de Murcia, como corporación de derecho público con 
personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines.

Finalmente, un capítulo VIII establece el régimen jurídico de las cámaras, regulando la 
contratación y régimen patrimonial de las cámaras, la tutela de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia a la que están sujetas en el ejercicio de su 
actividad, los supuestos de suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las 
cámaras y las reclamaciones y recursos.

La disposición transitoria preceptúa, en su apartado primero, que los presidentes, los 
miembros de los comités ejecutivos y de los plenos de las cámaras y del Consejo de 
Cámaras continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se constituyan los nuevos órganos 
de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso electoral. En su apartado 
segundo se indica que hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras el 
correspondiente proceso electoral celebrado de acuerdo con esta ley, los órganos de 
gobierno seguirán funcionando válidamente con los quórum de asistencia y con las mayorías 
de votación necesarias establecidas legalmente en ese momento, para la constitución del 
órgano de que se trate y para la adopción de acuerdos en cada caso.

La disposición derogatoria única deroga la Ley 9/2003, de 23 de diciembre, de Cámaras 
de Comercio, Industria y Navegación de la Región de Murcia, el Decreto número 223/2009, 
de 10 de julio, por el que se establecen criterios para la clasificación de los electores 
incluidos en el censo de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la 
Región de Murcia y para la asignación de vocales representantes en los plenos de las 
citadas cámaras y determinados preceptos del Reglamento General de la Ley de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la Región de Murcia, aprobado por el 
Decreto número 99/2007, de 25 de mayo, en lo que no se oponga a lo dispuesto en la 
presente ley.

La disposición final primera autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo, impulso y aplicación de esta ley, 
preceptuando la disposición final segunda que esta ley entrará en vigor a los veinte días de 
su publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.
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CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto, de conformidad con la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica 

de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, desarrollar la 
regulación de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 
Región de Murcia, así como la del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de la Región de Murcia.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Región 

de Murcia (en adelante, cámaras), de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación, son corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, que se configuran como órganos 
consultivos y de colaboración con las administraciones públicas, y especialmente con la 
Administración regional que las tutela, sin menoscabo de los intereses privados que 
persiguen. Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

2. Las cámaras se regirán por lo dispuesto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, en la presente ley, en sus 
normas de desarrollo y en los respectivos reglamentos de régimen interior.

Así mismo, con carácter supletorio será de aplicación a las cámaras la legislación sobre 
estructura y funcionamiento de las administraciones públicas, en cuanto sea compatible con 
la naturaleza y funciones de aquellas.

3. En el ejercicio de funciones de carácter público administrativo, será de aplicación a las 
cámaras la legislación sobre procedimiento administrativo y régimen jurídico de las 
administraciones públicas.

Artículo 3.  Finalidad.
De conformidad con la legislación básica estatal en materia de cámaras, las cámaras 

tienen como finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses generales del 
comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la prestación de servicios a las 
empresas que ejerzan las indicadas actividades. Asimismo, ejercerán las competencias de 
carácter público en materia de formación, información, asesoramiento, prestación de 
servicios y promoción que les atribuye esta ley y las que les puedan ser asignadas por las 
administraciones públicas con arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento 
jurídico. Las actividades a desarrollar por las cámaras para el logro de sus fines se llevarán a 
cabo sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de 
representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y 
de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

CAPÍTULO II
Funciones

Artículo 4.  Funciones.
1. Las cámaras tendrán las funciones de carácter público-administrativo contempladas 

en los apartados uno y dos del artículo 5 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

2. Asimismo, les corresponden las funciones público-administrativas que a continuación 
se enumeran:

– En materia de formación.
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a) Difundir e impartir formación no reglada referente a la empresa y colaborar en los 
programas de formación establecidos por las empresas, por centros docentes públicos o 
privados y, en su caso, por la Administración regional.

b) Participar en la organización de la formación práctica en los centros de trabajo incluida 
en las enseñanzas de Formación Profesional y en las acciones e iniciativas formativas de la 
Formación Profesional Dual.

Las cámaras podrán suscribir convenios de colaboración con la consejería competente 
en materia de Formación Profesional, en los que se establezca el procedimiento a seguir 
para la selección y validación de centros de trabajo y empresas, así como para la 
designación y formación de tutores, el control y evaluación del cumplimiento de la 
programación, sin perjuicio de las actividades desempeñadas por las organizaciones 
empresariales en este ámbito.

– En materia de información, asesoramiento y prestación de servicios.
c) Informar a la Comunidad Autónoma, cuando esta sea consultada por el Ministerio de 

Economía y Competitividad, con carácter previo, en la elaboración del Plan Cameral de 
Internacionalización y del Plan Cameral de Competitividad.

d) Promover y colaborar con la Administración regional en la simplificación administrativa 
de los procedimientos de inicio y desarrollo de la actividad empresarial conforme a los 
principios establecidos en el artículo 13 de la Ley 5/2013, de 8 de julio, de apoyo a los 
emprendedores y a la competitividad e internacionalización de las pequeñas y medianas 
empresas (pymes) de la Región de Murcia.

e) Promover en el sector empresarial y ante las administraciones públicas la necesaria 
interrelación entre las empresas de comercio, turismo, industria y servicios, que permita un 
aprovechamiento eficiente y eficaz de las sinergias existentes entre dichos sectores, y de los 
recursos privados y públicos destinados a su impulso y consolidación.

f) Colaborar con la Administración regional en las actuaciones que se pongan en marcha 
para fomentar la cultura del emprendimiento a las que se refiere el artículo 4 y siguientes de 
la Ley 5/2013, de 8 de julio, de apoyo a los emprendedores y a la competitividad e 
internacionalización de las pequeñas y medianas empresas (pymes) de la Región de Murcia, 
así como colaborar con las consejerías competentes en la formación de emprendedores y en 
la promoción entre ellos de la ética empresarial y de la responsabilidad social colectiva.

g) Visar y cotejar todo tipo de documentos necesarios para la actividad empresarial.
h) Establecer servicios de información y asesoramiento a las empresas, tanto para la 

creación como para el desarrollo de su actividad, que contribuyan a la defensa, apoyo o 
fomento del comercio, la industria o los servicios.

i) Prestar servicios a las empresas, dentro del ámbito de su competencia, que 
contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria y la navegación.

– En materia de promoción.
j) Difundir las actividades y programas de apoyo, tanto estatales como autonómicos, 

dirigidos a las empresas y participar en la elaboración de los mismos, cuando así se 
determine.

k) Fomentar la competitividad y progreso de las empresas, impulsando las acciones que 
permitan la mejora en la calidad, el diseño, la productividad y la innovación.

l) Gestionar y colaborar con la Administración regional en el impulso y desarrollo de los 
programas y planes de internacionalización que esta desarrolle en el ámbito de sus 
competencias, especialmente en materia de promoción del comercio exterior.

m) Colaborar con la Administración regional en el apoyo y consolidación del pequeño y 
mediano comercio.

n) El desarrollo de cualquier otra función que la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, en el ejercicio de sus competencias, considere necesaria.

3. Las funciones de carácter público-administrativo asignadas a las cámaras se 
entenderán sin perjuicio de las actividades desempeñadas, en dichos ámbitos, por las 
asociaciones y organizaciones empresariales según su normativa específica.

4. En el desarrollo de las funciones público-administrativas se garantizará una adecuada 
coordinación con la Administración regional mediante la firma de los oportunos instrumentos 
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de colaboración así como a través de los planes de actuaciones que, en su caso, dicte la 
Administración regional. Asimismo, las cámaras en el desarrollo de dichas funciones 
garantizarán su imparcialidad y transparencia.

5. Las Cámaras, para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización del 
Consejo de Gobierno, podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, 
fundaciones y sociedades civiles o mercantiles.

Asimismo, las Cámaras podrán suscribir convenios u otros instrumentos de colaboración 
para garantizar una adecuada coordinación de sus actuaciones con las llevadas a cabo por 
las organizaciones empresariales, previa autorización de la dirección general competente en 
materia de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación en la Región 
de Murcia.

6. Con arreglo a lo dispuesto en la legislación básica estatal en materia de cámaras, la 
autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún caso, la 
asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la Administración 
regional en relación a los derechos y obligaciones derivados de las actuaciones de las 
cámaras en el ámbito de sus actividades privadas.

7. De acuerdo con el artículo 5.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, las cámaras podrán 
llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de 
libre competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria, 
los servicios y la navegación, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas 
finalidades y, en especial, establecer servicios de información y asesoramiento empresarial. 
Asimismo, podrán difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de 
la empresa; prestar servicios de certificación y homologación de las empresas, y crear, 
gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de 
residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrán desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

Artículo 5.  Encomienda de gestión.
1. La Administración regional podrá encomendar a las cámaras, para el ejercicio de las 

funciones atribuidas por esta ley, la realización de actividades de carácter material, técnico o 
de servicios de su competencia cuando razones de eficacia, especialidad o de carencia de 
medios técnicos idóneos para su desempeño así lo aconsejen, de conformidad con lo 
establecido en la legislación de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 
procedimiento administrativo común.

2. La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de la competencia ni de los 
elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad de la Administración regional 
dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico den soporte o en los que se integre 
la concreta actividad material objeto de encomienda.

3. La encomienda de gestión se formalizará a través de un convenio entre la 
Administración regional y la cámara o cámaras afectadas, que se publicará en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia, y en el que se hará constar la actividad o actividades objeto 
de la encomienda, el plazo de vigencia de la misma, la naturaleza y alcance de la gestión 
encomendada y, en su caso, los medios económicos que se habilitan.

4. La encomienda de gestión no podrán tener por objeto actos de contenido jurídico ni 
prestaciones de los contratos regulados en la legislación de contratos del sector público.

CAPÍTULO III
Ámbito territorial

Artículo 6.  Ámbito territorial.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, en el 

territorio de la Región de Murcia existen las cámaras y Consejo de Cámaras siguientes:
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a) La Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Cartagena, con 
sede en Cartagena, cuyo ámbito territorial comprende los términos municipales de 
Cartagena, Fuente Álamo, La Unión y Mazarrón.

b) La Cámara Oficial de Comercio e Industria y de Servicios de Lorca, con sede en 
Lorca, cuyo ámbito territorial comprende los términos municipales de Lorca y Puerto 
Lumbreras.

c) La Cámara Oficial de Comercio, Industria,Servicios y Navegación de Murcia, con sede 
en Murcia, cuyo ámbito territorial comprende los términos municipales de Abanilla, Abarán, 
Águilas, Albudeite, Alcantarilla, Los Alcázares, Aledo, Alguazas, Alhama de Murcia, Archena, 
Beniel, Blanca, Bullas, Calasparra, Campos del Río, Caravaca, Cehegín, Ceutí, Cieza, 
Fortuna, Jumilla, Librilla, Lorquí, Molina de Segura, Moratalla, Mula, Murcia, Ojós, Pliego, 
Ricote, San Javier, San Pedro del Pinatar, Santomera, Torre Pacheco, Las Torres de Cotillas, 
Totana, Ulea, Villanueva del Segura y Yecla.

d) El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la Región 
de Murcia integrado por las tres cámaras anteriores.

Artículo 7.  Delegaciones territoriales.
1. Las cámaras podrán crear delegaciones dentro de su demarcación territorial en 

aquellas áreas o zonas en las que su importancia económica lo aconseje, de acuerdo con el 
procedimiento que establezcan los respectivos reglamentos de régimen interior. Los 
acuerdos de creación de delegaciones serán notificados al centro directivo competente en 
materia de cámaras.

2. Las citadas delegaciones carecerán de personalidad jurídica, actuando como órganos 
desconcentrados para la prestación de los servicios de la Cámara.

Artículo 8.  Alteraciones de las demarcaciones territoriales.
1. Podrán alterarse las demarcaciones territoriales de las cámaras, mediante la 

segregación de uno o varios términos municipales de la circunscripción de una cámara y su 
agregación a la de otra, cuando concurran los requisitos siguientes:

a) Que lo soliciten más de la mitad de los electores del término o términos municipales 
afectados.

b) Que así lo acuerden por mayoría absoluta el Pleno de la Cámara interesada en la 
agregación de uno o varios términos municipales y la mayoría simple del Pleno de la Cámara 
de la que se desagrega.

c) Que la alteración de las demarcaciones no tenga como resultado una disminución de 
la suficiencia financiera que impida a cualquiera de las cámaras llevar a cabo las funciones 
que se le atribuyen.

2. En todo caso, será preceptivo el informe del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Región de Murcia (en adelante, Consejo 
de Cámaras), que tendrá carácter no vinculante.

3. La alteración de las demarcaciones territoriales de las cámaras estará sujeta a la 
autorización del consejero competente en materia de cámaras, quien verificará el 
cumplimiento o no de los requisitos establecidos en el apartado 1. A tal efecto, el plazo 
máximo de notificación de la resolución expresa será de seis meses, a contar desde la 
entrada de la solicitud en el Registro General de la consejería competente en materia de 
cámaras, así como en cualquiera de los lugares y formas establecidos en el artículo 38.4 de 
la Ley 30 /1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

4. Los actos de la Administración regional acordando la alteración de la demarcación 
territorial de las cámaras serán publicados en el Boletín Oficial de la Región de Murcia para 
conocimiento general.

Artículo 9.  Fusión, integración y disolución.
1. Las cámaras podrán fusionarse voluntariamente en una de nueva creación, sobre la 

base de la defensa y promoción de los intereses generales comerciales, industriales, de 
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servicios o navieros específicos. Con carácter previo al inicio del expediente, se requerirá 
que las distintas cámaras afectadas adopten los acuerdos plenarios favorables a la fusión en 
la forma que se determine reglamentariamente.

2. Asimismo podrá realizarse la integración de cámaras de modo voluntario, por acuerdo 
de la cámara absorbente y de la cámara o cámaras absorbidas.

3. La creación de una nueva Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y, en su 
caso, Navegación por fusión y la integración de cámaras se realizará por decreto del 
Consejo de Gobierno. En los supuestos de fusiones e integraciones contemplados en los 
apartados anteriores, el plazo máximo de notificación de la resolución será de seis meses, a 
contar desde la entrada de la solicitud en el registro de la consejería competente en materia 
de cámaras, así como en cualquiera de los lugares y formas establecidos en el artículo 38.4 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, entendiéndose desestimada la solicitud 
si transcurriere el mismo sin haberse adoptado resolución expresa.

4. La Cámara que durante dos ejercicios económicos sucesivos no pueda alcanzar con 
recursos propios la financiación de sus funciones y servicios, será requerida por la 
consejería competente en materia de cámaras con el fin de que informe sobre su situación 
patrimonial y financiera y sobre la posibilidad de alcanzar la mencionada financiación en un 
período no superior a dos años.

5. A la vista del informe y de la propuesta que a este efecto formule el consejero 
competente en materia de cámaras, el Consejo de Gobierno podrá, como medida 
excepcional para salvaguardar los intereses generales del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, así como los derechos de los electores, disolver la Cámara de que 
se trate y su integración en una o más cámaras, si considera que esta no puede alcanzar su 
financiación. El procedimiento se iniciará por orden del consejero competente en materia de 
cámaras.

6. En los supuestos de fusión, integración y disolución será oído el Consejo de Cámaras 
y las restantes cámaras que existan en la Región de Murcia.

7. Los actos de la Administración regional acordando la fusión y la integración de 
cámaras serán publicados en el Boletín Oficial de la Región para conocimiento general.

Artículo 10.  Adscripción.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales, de servicios o navieras en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, en los términos a que se refiere el artículo 7 de la Ley 4/2013, de 1 
de abril, formarán parte de las Cámaras de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
dentro de cuya circunscripción cuenten con establecimientos, delegaciones o agencias, sin 
que de ello se desprenda obligación económica alguna ni ningún tipo de carga 
administrativa, procediéndose a la adscripción de oficio de las mismas.

2. Con arreglo a la legislación básica estatal en materia de cámaras, se entenderá que 
una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, industrial, de servicios o de 
navegación cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de Actividades Económicas o 
tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente del ámbito de las cámaras. En 
general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo todas las 
relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por la Ley 4/2014, de 
1 de abril, Básica de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación o por 
la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 11.  Censo público de empresas.
Las cámaras elaborarán un censo público de empresas en la forma establecida en el 

artículo 8 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación.
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CAPÍTULO IV
Organización

Sección 1.ª Órganos de gobierno

Artículo 12.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno de las cámaras son:
a) El Pleno.
b) El Comité Ejecutivo.
c) El Presidente.

Artículo 13.  Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara y estará 

compuesto por un número de vocales, no inferior a 10 ni superior a 60, dependiendo del 
número de empresas que componen el censo, distribuidos en los siguientes grupos:

a) Al menos el 70 % de los vocales del Pleno serán representantes de todas las 
empresas pertenecientes a la Cámara en atención a la representatividad de los distintos 
sectores económicos, que se determinará conforme a los criterios que se establezcan por la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, teniendo en consideración su aportación al 
PIB, el número de empresas y el empleo. Estos vocales serán elegidos, mediante sufragio 
libre, igual, directo y secreto, entre todas las personas físicas y jurídicas que ejerzan una 
actividad comercial, industrial, de servicios y de navegación en la demarcación.

b) El 25 % de vocales serán representantes de empresas y personas de reconocido 
prestigio en la vida económica dentro de la circunscripción de cada Cámara, elegidos por los 
representantes a los que se refiere la letra a) a propuesta de las organizaciones 
empresariales intersectoriales y territoriales más representativas. A este fin, las citadas 
organizaciones deberán proponer una lista de candidatos que sea igual al número de 
vocales a cubrir, en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen por la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

c) El resto de vocales del Pleno serán representantes de las empresas elegidos de entre 
aquellas que hayan realizado las mayores aportaciones voluntarias en cada demarcación 
durante los dos años anteriores en la forma que se determine reglamentariamente.

2. Cuando la aplicación de los porcentajes previstos en las letras a) y b) del número 1 al 
total de empresas integrantes del respectivo censo dé lugar a una cantidad con decimales, 
esta se redondeará por exceso a efectos de determinar el número de vocales integrantes de 
los grupos a que refieren dichas letras, en perjuicio del número de vocales a que se refiere la 
letra c) de dicho número 1.

3. En el caso de que las aportaciones voluntarias en una demarcación no sean 
suficientes para alcanzar el porcentaje de vocales establecido en la letra c) del apartado 
anterior, los vocales no cubiertos incrementarán los de la letra a).

4. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, los vocales 
cooperadores, que serán personas de reconocido prestigio de la vida económica del ámbito 
territorial de demarcación de la Cámara. A tal fin, el Presidente propondrá al Pleno una lista 
de candidatos equivalente al número de vocales a elegir. Su número no podrá exceder de la 
cuarta parte de los vocales electos que la componen.

5. El mandato de los vocales del Pleno será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos, y 
su condición de miembros del Pleno es indelegable.

6. El Pleno elegirá, entre sus miembros, un presidente, hasta tres vicepresidentes y un 
tesorero, que lo serán también del Comité Ejecutivo, respetando en todo caso el número 
máximo de miembros establecido en el artículo 15.1, así como los vocales en el número que 
determinen los respectivos reglamentos de régimen interior hasta un máximo de seis.

7. El Pleno queda constituido y toma acuerdos válidamente si concurren los quórum de 
asistencia y de votación que se establecen a continuación:
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a) En primera convocatoria, para poder celebrar válidamente las sesiones es necesaria 
la asistencia, al menos, de las dos terceras partes de sus componentes y los acuerdos 
deben adoptarse por mayoría simple de los asistentes.

b) En segunda convocatoria es necesaria la asistencia, al menos, de la mitad más uno 
de sus componentes, y los acuerdos deben ser adoptados por mayoría simple de los 
asistentes.

Artículo 14.  Funciones del Pleno.
Corresponden al Pleno las funciones siguientes:
a) La elección y cese del Presidente y de los vicepresidente, tesorero y vocales del 

Comité Ejecutivo de entre los miembros del Pleno, en la forma establecida en el artículo 15.1 
de esta ley.

b) El ejercicio de las funciones consultivas y de propuesta propias de las cámaras, salvo 
las que en el Reglamento de Régimen Interior se atribuyan a otro órgano de gobierno.

c) La aprobación o modificación de su respectivo Reglamento de Régimen Interior, del 
Código de Buenas Prácticas y la Memoria, de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y 
de sus liquidaciones, así como de las cuentas anuales.

d) La designación del vocal o vocales de la cámara en el Consejo de Cámaras.
e) El nombramiento y cese del Secretario General y del Director Gerente, en su caso, las 

personas de reconocido prestigio a las que se refiere el artículo 13.3 de esta ley, y, si 
procede, de los miembros de las delegaciones territoriales, regulados en el artículo 7 de esta 
ley.

f) Aquellas otras atribuidas por la presente ley, sus normas de desarrollo y el reglamento 
de régimen interior.

Artículo 15.  Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de la cámara, y sus miembros, en número máximo de 10, serán elegidos por el Pleno, en 
votación nominal y secreta, de entre sus vocales con derecho a voto. La composición del 
Comité deberá guardar la proporcionalidad de los grupos del Pleno, y en el caso de que ello 
no resulte posible, se garantizará, en todo caso, la presencia de representantes de cada uno 
de los grupos de vocales del Pleno.

2. El mandato de los miembros del Comité Ejecutivo será de cuatro años, pudiendo ser 
reelegidos.

3. El titular de la consejería competente en materia de cámaras podrá nombrar un 
representante que, sin la condición de miembro, tendrá voz pero no voto en las sesiones del 
Comité Ejecutivo, a las que deberá ser convocado en las mismas condiciones que todos sus 
miembros.

4. La celebración válida de las sesiones requerirán la asistencia de al menos la mitad 
más uno de los miembros del Comité Ejecutivo, incluyendo necesariamente el Presidente o, 
en su defecto, uno de los Vicepresidentes y el Secretario General o persona que lo sustituya, 
y los acuerdos deberán adoptarse por la mayoría de los asistentes.

5. Las funciones del Comité Ejecutivo serán las contenidas en la legislación básica 
estatal y en la presente ley, así como las que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 16.  Presidente.
1. El Presidente ostentará la representación de la cámara, la presidencia de todos sus 

órganos colegiados y será responsable de la ejecución de sus acuerdos.
2. Será elegido por el Pleno de entre sus miembros en la forma que se determine por el 

reglamento de régimen interior de cada cámara, no pudiendo superar la misma persona más 
de dos mandatos.
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Artículo 17.  Pérdida de la condición de miembro del Pleno y del Comité Ejecutivo.
1. Además de por la terminación del mandato, la condición de miembro del Pleno, del 

Comité Ejecutivo o de vocal electo, en su caso, se perderá por alguna de las siguientes 
causas:

a) Cuando desaparezca cualquiera de los requisitos legales de elegibilidad que 
concurrieron para su elección.

b) Por no tomar posesión dentro del plazo reglamentario.
c) Por resolución administrativa o judicial firme, que anule su elección o proclamación 

como candidato.
d) Por falta injustificada de asistencia a las sesiones del Pleno o del Comité Ejecutivo, 

respectivamente, por tres veces consecutivas o cuatro veces no consecutivas, dentro del 
año natural, sin perjuicio del trámite de audiencia ante el Pleno.

e) Por dimisión o renuncia, o por cualquier causa que le incapacite para el desempeño 
del cargo.

f) Por fallecimiento de la persona física, extinción de la personalidad jurídica y por 
declaración de concurso de acreedores.

g) Grave deslealtad a la corporación o la comisión de delitos en el desempeño de su 
cargo.

2. El Pleno de la Cámara declarará la concurrencia de alguna de las causas previstas en 
el apartado anterior, salvo en el caso de la letra c), previa la tramitación del oportuno 
procedimiento, sin perjuicio de que los efectos de la pérdida de la condición de miembro del 
Pleno y del Comité Ejecutivo o de vocal electo, en su caso, se retrotraigan al día en que 
quedase acreditado el supuesto de hecho que la motiva.

3. El centro directivo competente en materia de cámaras podrá requerir a la cámara para 
que inicie el oportuno procedimiento, si aprecia la concurrencia de las causas previstas en el 
apartado 1 de este artículo respecto de uno o varios miembros del Pleno o del Comité 
Ejecutivo. Si la cámara desatendiese este requerimiento, el citado centro directivo podrá 
subrogarse en las facultades de aquella, a fin de velar por la correcta composición de los 
órganos de gobierno de las cámaras.

Artículo 18.  Cese del Presidente y de los miembros del Comité Ejecutivo.
1. El Presidente y los miembros del Comité Ejecutivo cesarán, además de por la 

terminación normal de sus mandatos, por cualquiera de las siguientes causas:
a) Por la pérdida de condición de miembro del Pleno.
b) Por acuerdo del Pleno, en la forma y con los requisitos que en el Reglamento de 

Régimen Interior se establezcan.
c) Por renuncia al cargo que no implique la pérdida de su condición de miembro del 

Pleno.
d) Por sustitución o revocación de poderes de la persona que ostente el cargo en 

representación de una persona jurídica.
2. Las vacantes resultantes se cubrirán de acuerdo con el procedimiento que al efecto se 

establezca en el Reglamento de Régimen Interior, y los elegidos para ocupar vacantes lo 
serán solo por el tiempo que reste para cumplir el mandato regular durante el cual se hubiera 
producido la vacante.

3. La condición de miembro del Comité Ejecutivo tiene carácter personal. En 
consecuencia, en el caso de que un miembro del Comité cesase, por cualquier causa, en la 
representación de su empresa en la cámara, el nuevo representante que pueda designar la 
empresa lo sustituirá únicamente en el Pleno, sin que este nombramiento comporte también 
la sucesión en la condición de miembro del Comité.
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Sección 2.ª Personal de las cámaras

Artículo 19.  Secretario General.
1. Cada cámara tendrá un Secretario General, que deberá ser licenciado o titulado de 

grado superior, que asistirá como tal a las sesiones del Pleno y del Comité Ejecutivo, con voz 
y sin voto, velando por la legalidad de los acuerdos que estos adopten.

2. Su nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, así como su cese, 
corresponderá al Pleno de la Cámara, por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno 
de sus miembros. Las bases de la convocatoria para la cobertura del puesto deberán ser 
aprobadas por el Pleno y publicadas en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, dando 
conocimiento inmediato de su contenido a la consejería competente en materia de cámaras.

3. El Secretario General, al menos, desempeñará las siguientes funciones: asistir a las 
reuniones del Pleno y el Comité ejecutivo con voz pero sin voto, ejecutar los acuerdos de la 
cámara, de conformidad con las instrucciones que reciba; ostentar la representación del 
presidente cuando este así lo determine y se trate de facultades meramente ejecutivas; velar 
por el cumplimiento de las disposiciones legales, con obligación de hacer, cuando proceda, 
las advertencias pertinentes en tal sentido, y de dejar constancia de las mismas en las actas 
y documentos correspondientes; y ejercer todas aquellas funciones que no estén atribuidas a 
otros órganos.

4. El centro directivo competente en materia de cámaras dispondrá la publicación en el 
«Boletín Oficial de la Región de Murcia» del nombramiento de Secretario General.

Artículo 20.  Director gerente.
1. La cámara podrá nombrar un Director gerente, que deberá ser licenciado o titulado de 

grado superior, y que asistirá a las sesiones del Pleno y del Comité Ejecutivo, con voz pero 
sin voto, y ostentará las funciones ejecutivas y directivas que se le atribuyan por el Pleno.

2. Corresponderá al pleno el nombramiento y cese del Director gerente, a propuesta del 
presidente y por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus miembros, dando 
cuenta al centro directivo competente en materia de cámaras del citado nombramiento.

3. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el 
Secretario General.

Artículo 21.  Régimen de personal.
El personal al servicio de las cámaras quedará sujeto a la normativa laboral vigente.

Sección 3.ª Reglamento de Régimen Interior, Código de Buenas Prácticas y 
Memoria

Artículo 22.  Reglamento de Régimen Interior.
1. Cada cámara se regirá por su propio Reglamento de Régimen Interior, cuya 

aprobación corresponde a la consejería competente en materia de cámaras, a propuesta del 
Pleno de aquella, considerándose aprobado si, transcurridos tres meses desde la entrada de 
la solicitud en el registro de la consejería, así como en cualquiera de los lugares y formas 
establecidos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, esta no ha 
formulado objeciones en contra.

2. Dicha consejería podrá denegar la aprobación del Reglamento o proponer su 
modificación parcial, en cuyo caso determinará el plazo, no inferior a dos meses, para un 
nuevo envío del Reglamento o de su modificación, transcurrido el cual sin haber recibido la 
nueva propuesta, se entiende que ha sido denegada su aprobación. Presentado el texto 
corregido dentro del plazo establecido, se considerará aprobado cuando hayan transcurrido 
dos meses desde su presentación en el registro de la consejería competente en materia de 
cámaras, así como en cualquiera de los lugares y formas establecidos en el artículo 38.4 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y dicha consejería no hubiera acordado 
expresamente en dicho plazo denegar su aprobación. Igualmente, la consejería competente 
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en materia de cámaras podrá promover la modificación del Reglamento de Régimen Interior, 
con indicación de los motivos que la justifiquen, siendo preceptivo en este supuesto el 
informe del pleno de la cámara afectada.

3. En el Reglamento de Régimen Interior constarán, entre otros extremos, la estructura 
de su Pleno, sus funciones, el número y forma de elección de los miembros del Comité 
Ejecutivo, las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno y la organización y el 
régimen del personal al servicio de la cámara.

4. Los actos acordando la aprobación o modificación de los Reglamentos de Régimen 
Interior de las Cámaras serán publicados en el Boletín Oficial de la Región de Murcia para 
conocimiento general.

Artículo 23.  Código de Buenas Prácticas y Memoria.
1. Las cámaras deberán elaborar un Código de Buenas Prácticas, que aprobará el 

Pleno, que garantice la imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones 
público-administrativas y del que se dará traslado al centro directivo competente en materia 
de cámaras. Este Código de Buenas Prácticas se deberá publicar en la página web de la 
cámara.

2. En cada ejercicio, las cámaras elaborarán una memoria que recoja la globalidad de las 
actividades y servicios desarrollados durante el ejercicio anterior y que, previa aprobación 
por el pleno de la cámara, se remitirá al centro directivo competente en materia de cámaras 
antes de que finalice el primer semestre del ejercicio corriente.

CAPÍTULO V
Régimen electoral

Artículo 24.  Regulación del procedimiento electoral.
El procedimiento electoral de las cámaras se regirá por lo dispuesto en la Ley 4/2014, de 

1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, 
en la presente ley y en sus normas de desarrollo.

Artículo 25.  El censo electoral.
1..De conformidad con el artículo 17 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, el censo electoral de las 
cámaras estará constituido por la totalidad de las personas físicas o jurídicas, nacionales o 
extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, industriales, de servicios o navieras no 
excluidas, de conformidad con el artículo 7 de la ley.

Para la elaboración del censo electoral, las cámaras utilizarán la información del censo 
público de empresas al que se refiere el artículo 11.

2. Los electores se clasificarán en grupos y categorías en atención a la importancia 
económica relativa a los diversos sectores representados, en la forma determinada en el 
artículo 13.1.a), clasificación que será revisada cada cuatro años por el Comité Ejecutivo, 
con referencia al día primero de enero de cada año.

3. De conformidad con lo dispuesto en la legislación básica estatal en materia de 
cámaras, los integrantes del censo electoral tendrán derecho de voto para la elección de los 
órganos de gobierno de las cámaras dentro de cuya circunscripción tengan establecimientos, 
delegaciones o agencias. Para ser elector, ya sea en nombre propio o en representación de 
personas jurídicas, se requerirá mayoría de edad y no estar incurso en ninguna causa legal 
que impida dicha condición.

4. De acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal en materia de cámaras, 
los candidatos a formar parte de los órganos de gobierno de las cámaras deberán, además, 
tener la nacionalidad española o de un estado miembro de la Unión Europea, la de un 
estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o la de un estado a cuyos 
nacionales se extienda, en virtud del correspondiente acuerdo o tratado internacional, el 
régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados, llevar como mínimo dos 
años de ejercicio en la actividad empresarial en los territorios citados y hallarse al corriente 
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en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social. Las personas de otra 
nacionalidad podrán ser candidatas de acuerdo con el principio de reciprocidad, siempre que 
cumplan los demás requisitos exigidos en el párrafo anterior.

5. Los candidatos a formar parte de los órganos de gobierno de las cámaras, además de 
las condiciones requeridas en el apartado 3, no podrán ser empleados de la cámara, ni estar 
participando en obras o concursos que aquella haya convocado, en el momento de 
presentarse la candidatura, ni en el de celebrarse las elecciones.

Artículo 26.  Proceso electoral.
1. Una vez abierto el proceso electoral por el ministerio competente en materia de 

comercio, las cámaras deberán exponer al público sus respectivos censos electorales, en la 
forma y tiempo que se determine reglamentariamente.

2. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los grupos y 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición de los censos al público hasta que termine el plazo establecido en la convocatoria 
de elecciones, que no podrá exceder de doce días, contados a partir del momento en que 
finalice la exhibición del censo. Corresponde al Comité Ejecutivo de la Cámara resolver las 
reclamaciones a que hace referencia el apartado anterior, en los plazos que 
reglamentariamente se determinen, sin exceder en ningún caso de los veinte días siguientes 
al término del periodo de presentación de reclamaciones.

3. Contra los acuerdos de las cámaras sobre reclamaciones al censo electoral y los de 
las juntas electorales se podrá interponer recurso ante la consejería competente en materia 
de cámaras.

Artículo 27.  Convocatoria de elecciones.
1. Una vez abierto el proceso electoral por el Ministerio de Economía y Competitividad, 

corresponderá al consejero competente en materia de cámaras convocar las elecciones para 
la renovación de los miembros de los plenos de las cámaras. La convocatoria se hará previa 
consulta a las cámaras radicadas en el territorio de la Comunidad Autónoma.

2. Esta convocatoria se publicará en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, con una 
antelación mínima de cuarenta días sobre la fecha de las elecciones.

3. En la convocatoria se hará constar la sede de la Junta Electoral, los días y horas de 
celebración de las elecciones, el número de colegios electorales y su demarcación, 
propuestos por cada cámara, la sede de cada uno de ellos, así como los plazos para el 
ejercicio del voto por correo y los modelos de documentos para el voto por correo.

Artículo 28.  Junta Electoral.
1. Una vez publicada la convocatoria de las elecciones, se constituirá la Junta Electoral 

en los plazos que se fijen reglamentariamente. La Junta Electoral estará compuesta por:
a) Tres representantes de los electores de las cámaras, uno por cada una de las tres 

cámaras existentes en la Región de Murcia, elegidos por sorteo público entre una relación de 
electores propuesta por el pleno de cada cámara en número de uno por cada grupo, en los 
plazos que se fijen reglamentariamente. El sorteo se realizará individualizadamente para 
cada cámara. Si la elección recayera en un elector que presente su candidatura para ser 
miembro del Pleno, deberá renunciar a formar parte de la Junta Electoral.

b) Dos representantes de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, uno de los 
cuales ejercerá la función de Presidente, que serán designados por el consejero competente 
en materia de cámaras.

c) Un secretario, que actuará con voz y sin voto, nombrado por el consejero competente 
en materia de cámaras, entre funcionarios de la citada consejería y secretarios generales de 
las cámaras de la Región de Murcia. En cualquier caso, la Junta Electoral podrá recabar el 
asesoramiento de un secretario de las cámaras de la demarcación.

2. La Junta Electoral tendrá ámbito regional y su régimen de funcionamiento se 
establecerá reglamentariamente.
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3. Corresponderán a la Junta Electoral, sin perjuicio de otras que se le puedan 
encomendar reglamentariamente, las siguientes funciones:

a) Dirigir y supervisar el proceso electoral, garantizando su objetividad y transparencia.
b) Resolver las quejas y reclamaciones que se le dirijan en materia de procedimiento 

electoral.
c) Aprobar los modelos de actas de constitución de las Mesas Electorales, de escrutinio, 

de escrutinio general y de proclamación de electos.
d) Cursar cuantas instrucciones estime pertinentes a las Mesas Electorales.
e) Unificar los criterios interpretativos que sobre materia electoral pudiesen surgir durante 

el proceso.
f) Cursar las instrucciones necesarias en orden a la toma de posesión de los miembros 

electos y a la constitución del nuevo Pleno.
g) Supervisar la actuación de los órganos de gobierno de la cámara en funciones, 

pudiendo adoptar, previo informe de la dirección general competente en materia de cámaras, 
cuantos acuerdos estime oportunos para garantizar la objetividad y transparencia de las 
decisiones de dichos órganos, desde la convocatoria de las elecciones hasta la finalización 
del proceso electoral, en la medida en que pudiera comprometer o limitar la actividad de la 
futura cámara, debiendo velar por el cumplimiento de lo establecido en el artículo 35.

h) Verificar el resultado final de las votaciones y proceder a la proclamación final de los 
candidatos electos.

4. El mandato de la Junta Electoral se prolongará tras la celebración de las elecciones 
hasta la fecha de constitución de los nuevos plenos, en cuyo momento quedará disuelta.

Artículo 29.  Presentación y proclamación de candidatos.
1. La publicación de la convocatoria en el Boletín Oficial de la Región de Murcia abre el 

período de presentación de candidaturas, que se presentarán por escrito, ante la secretaría 
de la cámara respectiva, en la forma que se determine reglamentariamente.

2. Corresponde a la Junta Electoral, después de comprobar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos para la presentación de candidaturas, la proclamación de los candidatos.

3. La Junta Electoral reflejará en un acta la proclamación de candidatos y las incidencias 
habidas. De la misma se enviará copia certificada a la consejería competente en materia de 
cámaras y se dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en el domicilio de las 
cámaras y sus delegaciones, y publicado al menos en uno de los diarios de mayor 
circulación de su circunscripción.

4. Los plazos de presentación y proclamación de candidaturas se determinarán 
reglamentariamente.

Artículo 30.  Voto por correo.
Los electores que prevean que en la fecha de la votación no se hallarán en la localidad 

donde les corresponda ejercer su derecho de voto, o que no puedan personarse en el 
colegio electoral, pueden emitir su voto por correo, con sujeción a los requisitos que se 
establezcan reglamentariamente.

Artículo 31.  Voto electrónico.
1. Los electores podrán emitir igualmente su voto por medios electrónicos utilizando al 

efecto la firma electrónica avanzada basada en certificado reconocido.
2. En todo caso, los procedimientos para la emisión del voto deberán permitir la 

constancia de los requisitos que se deban acreditar para las otras modalidades de votación.
3. El voto electrónico se ejercerá con arreglo a la normativa que regule el uso de esta 

técnica, cuando las cámaras cuenten con los medios técnicos necesarios para hacerlo 
efectivo.

Artículo 32.  Publicidad institucional.
Las cámaras y la consejería competente en materia de cámaras podrán realizar 

publicidad institucional para incentivar la presentación de candidaturas y la participación 
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electoral durante todo el período electoral y hasta las 24 horas anteriores del día fijado para 
la elección.

Artículo 33.  Desarrollo de las elecciones.
Las disposiciones necesarias para el desarrollo de las elecciones en lo referente a 

mesas electorales, fiscalización del procedimiento electoral por los electores y candidatos, 
escrutinio, proclamación de electos y resto de trámites del procedimiento electoral, serán 
objeto de desarrollo reglamentario.

Artículo 34.  Toma de posesión y elecciones de segundo grado.
1. Los miembros electos del Pleno tomarán posesión de sus cargos en la sede de la 

cámara, dentro del mes siguiente al de su elección, las personas físicas lo harán 
personalmente y las personas jurídicas, por medio de un representante designado a tal 
efecto con poder suficiente.

2. Una vez tomada posesión, los vocales electos procederán a la elección de aquellos 
vocales a los que se refiere el artículo 13.1.b) de esta ley, que tomarán posesión de sus 
cargos, junto con los vocales designados de conformidad con el artículo 13.1.c), en la sede 
de la cámara, dentro del mes siguiente al de su designación.

3. De las tomas de posesión de los vocales se dará cuenta inmediata al centro directivo 
competente en materia de cámaras.

4. Constituido el Pleno, procederá a elegir al Presidente y los miembros del Comité 
Ejecutivo, de acuerdo con el Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 35.  Funcionamiento de los órganos de gobierno durante el período electoral.
1. Desde la convocatoria de las elecciones y hasta la constitución de los nuevos órganos 

de gobierno, los salientes deben limitar sus actuaciones a la gestión, la administración y la 
representación ordinarias de la corporación, adoptando y ejecutando los acuerdos y llevando 
a cabo las actuaciones precisas para el funcionamiento normal de las cámaras y para el 
cumplimiento de sus funciones, precisando autorización previa de la consejería competente 
en materia de cámaras para comprometer recursos, adoptar acuerdos que pongan en riesgo 
la viabilidad económica, disposiciones patrimoniales o, en general, cualquier actuación que 
pueda comprometer o limitar la actividad futura de la cámara. Dicha autorización se otorgará 
en caso de acreditada urgencia en un plazo máximo de un mes a contar desde la solicitud.

2. Será necesaria la autorización de la consejería competente en materia de cámaras 
para la adopción de acuerdos distintos de los enumerados en el apartado 1.

CAPÍTULO VI
Régimen económico y presupuestario

Artículo 36.  Régimen económico.
Las cámaras tendrán, además de los ingresos que se relacionan en el artículo 19 de la 

Ley 4/2014, de 1 de abril, los recursos que las administraciones públicas destinen para 
sufragar el ejercicio de funciones de carácter público-administrativo o la gestión de 
programas que, en su caso, le sean encomendados.

Artículo 37.  Régimen presupuestario y cuentas anuales.
1. Con arreglo al artículo 35 de la Ley 4/2014, de 1 abril, las cámaras elaborarán y 

someterán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de gastos e ingresos a la 
aprobación del consejero competente en materia de cámaras, que fiscalizará sus cuentas 
anuales y liquidaciones y podrá establecer las instrucciones necesarias para la elaboración 
de los presupuestos y de las liquidaciones tipo. En todo caso, las cuentas anuales y 
liquidaciones de presupuestos deberán presentarse acompañadas de un informe de 
auditoría de las cuentas que deberá ajustarse a lo establecido por el Real Decreto 
Legislativo 1/2011, de 1 de julio, de auditoría de cuentas. Las cuentas anuales, junto con el 
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informe de auditoría, se depositarán en el registro mercantil correspondiente a la localidad en 
la que la cámara tenga su sede y serán objeto de publicidad por las cámaras.

2. Las cámaras y el Consejo de Cámaras deben formular cuentas anuales, las cuales 
deben ajustarse al plan general de contabilidad para la empresa con las adaptaciones que 
se establezcan reglamentariamente.

3. La consejería competente en materia de cámaras puede obtener, de los auditores de 
cuentas y las sociedades de auditoría, la información que resulte necesaria para el ejercicio 
de sus competencias y puede encargar, excepcional y motivadamente, una auditoria externa 
relativa a una cámara en concreto.

Artículo 38.  Contabilidad y transparencia.
1. Las cámaras están obligadas a llevar un sistema contable que registre diariamente el 

movimiento de sus ingresos y gastos y ponga de manifiesto la composición y valoración de 
su patrimonio. Las cámaras mantendrán una contabilidad diferenciada en relación con sus 
actividades públicas que pueden desarrollar en los términos del artículo 4, y privadas, sin 
perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.

2. De acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal en materia de cámaras, 
las personas que gestionen bienes y derechos de las cámaras quedarán sujetas a 
indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

3. Las cámaras y el Consejo de Cámaras harán públicas, en sus correspondientes sedes 
electrónicas o páginas web, las subvenciones que reciban así como otro tipo de recursos 
públicos que puedan percibir para el desarrollo de sus funciones. Igualmente harán públicas 
en la misma forma las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos 
responsables respectivos, así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión 
del cese en su cargo por cualquier causa.

CAPÍTULO VII
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 

de la Región de Murcia

Artículo 39.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 

Región de Murcia es una corporación de derecho público con personalidad jurídica propia y 
plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, de representación, relación y 
coordinación de las cámaras de la Región y de estas con la Administración regional, que 
estará integrado por las cámaras existentes en la Región de Murcia, las organizaciones 
empresariales y la Administración regional.

2. El Consejo de Cámaras se rige por lo que dispone la presente ley, sus normas de 
desarrollo y su Reglamento de Régimen Interior.

3. Las disposiciones relativas a las cámaras se aplicarán con carácter supletorio al 
Consejo de Cámaras.

Artículo 40.  Funciones.
Sin perjuicio de las funciones y las atribuciones que la legislación vigente otorga a cada 

una de las cámaras, respecto del conjunto de todas ellas corresponden al Consejo las 
siguientes funciones:

1. Coordinar e impulsar las actuaciones de las cámaras entre sí y con la Administración 
regional.

2. Canalizar y coordinar la petición de informes y dictámenes que la Administración 
requiera de las cámaras.

3. Asesorar a la Administración regional en temas referentes al comercio, la industria, 
servicios y la navegación, a iniciativa propia o cuando así sea requerido por la misma, así 
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como proponerle cuantas reformas o medidas estime necesarias para la defensa y fomento 
de los intereses generales del comercio, los servicios, la industria y la navegación.

4. Emitir los informes preceptivos sobre alteración de demarcaciones territoriales, 
suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las cámaras y cualquier otro que 
prevea la normativa vigente.

5. Ser oído en los procedimientos de fusión, integración y disolución regulados en el 
apartado 9.

6. Mediar y dirimir en los conflictos o discrepancias que se planteen entre las cámaras de 
la Región.

7. Designar a los representantes de las cámaras de la Región de Murcia en los órganos 
consultivos y demás entidades de carácter público de la Administración regional, cuando así 
esté legalmente establecido.

8. Cualquier otra función que le pueda ser asignada con arreglo a los instrumentos 
previstos en el ordenamiento jurídico y que sea compatible con su naturaleza, con el resto 
que tiene atribuidas y con las que corresponden a las cámaras.

Artículo 41.  Composición y funcionamiento.
1. Componen el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 

Navegación de la Región de Murcia:
a) El Presidente de cada una de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 

y Navegación de la Comunidad Autónoma.
b) Cuatro vocales designados por el Pleno de la Cámara de Murcia, dos por el Pleno de 

la Cámara de Cartagena y uno por la Cámara de Lorca, de entre los miembros de su Comité 
Ejecutivo.

c) Dos vocales, designados por las organizaciones empresariales intersectoriales y 
territoriales más representativas, entre representantes de empresas y personas de 
reconocido prestigio en la vida económica que ya tengan presencia en los plenos de las 
cámaras como vocales, sin que los designados puedan serlo de la misma demarcación 
cameral.

d) Cuatro vocales en representación de las consejerías que ostenten las competencias 
en materia de economía, comercio, empresa e industria, designados por su respectivos 
titulares.

2. Los acuerdos del Consejo se adoptarán por mayoría simple.
3. La presidencia del Consejo de Cámaras recaerá en el presidente de una de las 

cámaras de la Región de Murcia, coincidiendo con la duración de su mandato con el de 
presidente de su respectiva cámara y será elegido por los miembros del Consejo, por 
mayoría absoluta, en primera convocatoria. De no alcanzarse dicha mayoría, se procederá a 
una segunda votación, entre el segundo y cuarto día siguientes, quedando elegido quien 
obtenga mayor número de votos.

4. El Secretario General del Consejo será el secretario de la cámara cuyo presidente 
ostente la Presidencia del Consejo.

5. Excepcionalmente, en los supuestos en los que la complejidad o naturaleza de los 
asuntos a tratar así lo requieran, y sea solicitado por la correspondiente cámara, podrán 
intervenir en las sesiones, con voz pero sin voto, los secretarios de las mismas.

Artículo 42.  Representación en el Pleno de la Cámara de España.
Corresponderá al Presidente del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 

Servicios y Navegación de la Región de Murcia la representación de los Presidentes de las 
Cámaras en el Pleno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
España, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.2.a) de la Ley Básica de Cámaras.

Artículo 43.  Reglamento de Régimen Interior.
1. El Consejo de Cámaras elaborará su propio Reglamento de Régimen Interior en el 

plazo de seis meses contados desde la fecha de su constitución, que será sometido para su 
aprobación a la consejería competente en materia de cámaras, la cual podrá promover su 
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modificación, indicando en este supuesto los motivos que la justifiquen. En este último 
supuesto será preceptivo el informe del citado Consejo.

2. En su Reglamento de Régimen Interior, entre otros extremos, se regularán las normas 
de funcionamiento del Consejo, el régimen de sustitución del Presidente en los casos de 
ausencia, enfermedad o cese, el régimen de quórum de asistencia a las sesiones y las 
normas de delegación de voto entre los miembros.

Artículo 44.  Financiación.
Los gastos derivados del funcionamiento del Consejo de Cámaras serán sufragados por 

las aportaciones de las cámaras que lo integran, en la forma y cuantía que se fije 
reglamentariamente.

CAPÍTULO VIII
Régimen jurídico de las cámaras

Artículo 45.  Contratación y régimen patrimonial.
1. Sin perjuicio del régimen jurídico general señalado en el artículo 2.2 de esta ley y de 

conformidad con el 2.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, la contratación y el régimen patrimonial de las 
cámaras se regirán conforme al Derecho privado, habilitando un procedimiento que garantice 
las condiciones de publicidad, transparencia y no discriminación.

2. Cuando se trate del ejercicio de las funciones de carácter público-administrativo a que 
se refiere el artículo 4 de esta ley, las cámaras se sujetarán a la legislación sobre 
procedimiento administrativo y régimen jurídico de las administraciones públicas.

3. Las cámaras pueden adquirir toda clase de bienes y derechos bajo cualquier título por 
causa de muerte o ínter vivos, sea oneroso o gratuito, enajenarlos o gravarlos.

4. Será precisa autorización previa de la consejería competente en materia de cámaras 
para los actos de disposición de los bienes inmuebles y para el resto de bienes cuando la 
cuantía de la operación supere el 25 % del presupuesto anual de la cámara.

En este caso, la cámara aportará a la consejería competente en materia de cámaras una 
memoria justificativa donde se garantice el cumplimiento de las obligaciones económicas y 
laborales.

Artículo 46.  Tutela.
1. Las cámaras y el Consejo de Cámaras están sujetas en el ejercicio de su actividad a 

la tutela de la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, con 
independencia de la que corresponde a la Administración del Estado sobre las actividades 
de las cámaras relativas al comercio exterior de acuerdo con la legislación básica.

2. Corresponde a la consejería competente en materia de cámaras el ejercicio de las 
potestades administrativas de autorización de la alteración de las demarcaciones 
territoriales, nombramiento del representante en el Comité Ejecutivo, aprobación de los 
Reglamentos de Régimen Interior de las Cámaras y del Consejo de Cámaras, convocatoria 
de elecciones, aprobación de los presupuestos y la fiscalización de las cuentas anuales, 
autorización de los actos de disposición de bienes inmuebles, suspensión y disolución de los 
órganos de gobierno, resolución de recursos y reclamaciones según lo previsto en los 
artículos 8.3, 15.3, 22.1 y 43.1, 27.1, 37.1, 45.4, 47 y 48.

3. Corresponde al centro directivo competente en materia de cámaras el ejercicio de las 
potestades administrativas de formulación de requerimiento al Pleno según lo establecido en 
el artículo 17.3.

Artículo 47.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno.
1. En el supuesto de que se produzcan transgresiones graves o reiteradas del 

ordenamiento jurídico vigente, o en caso de imposibilidad de normal funcionamiento de los 
órganos de gobierno de las cámaras, la consejería competente en materia de cámaras, 
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previa audiencia a los órganos de gobierno de la cámara e informe del Consejo de Cámaras 
de la Región de Murcia, podrá suspender la actividad de los mismos.

2. El acuerdo de suspensión determinará el plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como el órgano que tendrá a su cargo la gestión de los intereses de la 
cámara durante ese periodo.

3. Si transcurrido el plazo de suspensión subsisten las razones que dieron lugar a la 
misma, la consejería competente en materia de cámaras, previo informe del Consejo de 
Cámaras de la Región de Murcia, acordará, en el plazo de un mes, la disolución de los 
órganos de gobierno de la cámara y la convocatoria de nuevas elecciones.

En caso de no ser posible la convocatoria de nuevas elecciones y la constitución de los 
órganos de gobierno de la cámara, la consejería competente en materia de cámaras podrá 
acordar su extinción, adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por el órgano de 
gestión a que se refiere el apartado 2, a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
Los bienes resultantes de la liquidación quedarán vinculados al cumplimiento de los fines 
recogidos en el artículo 3.

4. En el caso de extinción, la consejería competente en materia de cámaras adoptará las 
medidas necesarias para garantizar que las personas físicas y jurídicas adscritas a la 
cámara reciban los servicios propios de la misma.

Artículo 48.  Reclamaciones y recursos.
1. Las resoluciones y acuerdos de las cámaras y del Consejo de Cámaras, dictadas en el 

ejercicio de sus funciones de naturaleza público-administrativa, así como las que afecten a 
su régimen electoral, serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previo 
recurso administrativo formulado ante la consejería competente en materia de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación. El plazo para la interposición de 
este recurso administrativo será de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación 
de las resoluciones y acuerdos y el plazo máximo para dictar y notificar la resolución del 
mismo será de un mes. Transcurrido el plazo de un mes desde la interposición del recurso 
administrativo sin haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, 
quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa.

2. Las actuaciones de las cámaras y del Consejo de Cámaras en otros ámbitos y, 
singularmente, las de carácter mercantil, civil y laboral, se dilucidarán ante los juzgados y 
tribunales competentes.

3. Los electores, en todo caso, podrán formular quejas ante la consejería competente en 
materia de cámaras, en relación con los servicios mínimos obligatorios gestionados por las 
mismas o la actividad de carácter administrativo de estas o del Consejo.

Disposición transitoria única.  Órganos de gobierno.
1. Los presidentes, los miembros de los comités ejecutivos y de los plenos de las 

cámaras y de los Consejos de Cámaras continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se 
constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso 
electoral, de acuerdo con lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y en la presente ley.

2. Asimismo, hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras el 
correspondiente proceso electoral celebrado de acuerdo con esta ley, los órganos de 
gobierno seguirán funcionando válidamente con los quórum de asistencia y con las mayorías 
de votación necesarias establecidas legalmente en ese momento, para la constitución del 
órgano de que se trate y para la adopción de acuerdos en cada caso.

Disposición adicional única.  Modificación del artículo 14.2 de la Ley 12/2014, de 16 de 
diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia.

El artículo 14.2, queda redactado, como sigue:
«2. La información anterior se extenderá a aquellos que, de acuerdo con la 

normativa en materia de altos cargos existente en la Administración Regional, tengan 
tal consideración, y, específicamente, a los máximos órganos directivos de su sector 
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público, a aquellas personas que ejerzan la máxima responsabilidad en las entidades 
incluidas en el ámbito de aplicación de este título siempre que ejerzan sus funciones 
en régimen de dedicación plena y exclusiva al servicio público, sean remunerados 
por ello y estén sometidos al régimen de incompatibilidades y conflictos de intereses 
de la legislación autonómica sobre el alto cargo público.»

Disposición derogatoria única.  
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual e inferior rango que se opongan a 

lo establecido en la presente ley y, en particular, las siguientes:
– Ley 9/2003, de 23 de diciembre, de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 

Navegación de la Región de Murcia.
– Decreto n.º 223/2009, de 10 de julio, por el que se establecen criterios para la 

clasificación de los electores incluidos en el censo de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de la Región de Murcia y para la asignación de vocales 
representantes en los plenos de las citadas cámaras.

2. El Reglamento General de la Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación de la Región de Murcia aprobado por el Decreto número 99/2007, de 25 de 
mayo, se mantendrá en vigor, salvo en lo que se refiere al recurso cameral permanente, en 
cuanto no se oponga a esta ley y hasta tanto se dicten las normas reglamentarias en 
desarrollo de la presente ley.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo, impulso y aplicación de esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 

de la Región de Murcia.
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§ 86

Ley 3/2011, de 23 de marzo, de comercio de la Comunitat Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 6488, de 25 de marzo de 2011

«BOE» núm. 91, de 16 de abril de 2011
Última modificación: 9 de diciembre de 2024

Referencia: BOE-A-2011-6875

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que Les Corts han aprobado y yo, de 
acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del 
rey, promulgo la siguiente Ley.

PREÁMBULO

I
La Ley 8/1986, de 29 de diciembre, de la Generalitat, de Ordenación del Comercio y 

Superficies Comerciales, fue una ley moderna y de las primeras en España en regular la 
actividad comercial y la implantación de grandes establecimientos comerciales, 
anticipándose, incluso, a la intervención normativa estatal, que no se produjo hasta la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

La evolución económica y, sobre todo, la normativa que ha tenido lugar durante las más 
de dos décadas de vigencia de la Ley 8/1986 imponen no sólo su modificación sino su 
sustitución, debido al importante alcance que implicaría la simple modificación.

Desde el punto de vista económico, es necesario adoptar medidas que mejoren la 
competitividad de la Comunitat Valenciana. En este orden de cosas, el objetivo de la ley es 
promover el comercio, eliminando intervenciones normativas que en el momento actual han 
devenido innecesarias, y que limitan la libertad de empresa y de establecimiento, así como la 
libre circulación de servicios y productos. Esta apuesta por la libertad debe necesariamente 
hacerse respetando otros intereses generales que pueden verse afectados por el ejercicio de 
la libertad de empresa y, en especial, la protección de los consumidores, cuya formación, 
hábitos y preferencias de compra han ido cambiando, pero cuyo papel de árbitro entre la 
oferta y la demanda debe seguir garantizándose.

Desde el punto de vista normativo, la Directiva 2005/29/CE, del Parlamento y del 
Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de las 
empresas en sus relaciones con los consumidores en el mercado interior y, posteriormente, 
la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 
de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, cuya promulgación en el ámbito 
comunitario obedece precisamente a las razones económicas mencionadas, obligan a 
modificar la legislación autonómica para adecuarla a estas normas.

Ambas directivas conducen a una modernización de la regulación del comercio, 
liberalizando las condiciones del ejercicio de la actividad comercial, la apertura de 
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establecimientos y la organización de las ventas fuera de establecimiento comercial y 
promocionales, mediante la eliminación de los obstáculos normativos a la libertad de 
establecimiento y al ejercicio de la actividad comercial que no se justifiquen en el interés 
general y que no sean necesarios y proporcionales para alcanzar dicho interés general.

La presente ley también tiene que tomar en consideración la adaptación de las Directivas 
realizada por el legislador estatal. Esta adaptación se ha plasmado principalmente, por una 
parte, en la Ley 29/2009, de 30 de diciembre, por la que se modificó el régimen legal de la 
competencia desleal y de la publicidad para la mejora de la protección de los consumidores y 
usuarios, y, por otra parte, en las leyes 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a 
las actividades de servicios y su ejercicio, 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de 
diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, y 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

Por último, la necesaria reforma se ha aprovechado para abordar la regulación del 
comercio de forma amplia y sistemática, incorporando al texto legal la regulación de los 
horarios comerciales y de la gobernanza del sector. En materia de horarios es imprescindible 
tener en cuenta la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de enero, complementaria de la de 
Ordenación del Comercio Minorista, y sus posteriores modificaciones.

Esta aproximación amplia justifica la estructura de la ley en siete títulos: el primero 
contiene las disposiciones generales, el segundo regula el ejercicio de la actividad comercial, 
el tercero se dedica a las relaciones e implicaciones entre el comercio y el territorio en el que 
se ejerce, los dos siguientes a regular las ventas fuera de establecimiento comercial y las 
ventas promocionales, el título VI trata de la gobernanza y, por último, la ley termina con la 
fijación del régimen de infracciones y sanciones.

II
El nuevo texto legal de regulación del comercio se basa en las competencias que la 

Generalitat tiene reconocidas en el Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana.
El artículo 49.1.35.ª del Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana atribuye a la 

Generalitat competencia exclusiva en materia de comercio interior y defensa del consumidor 
y del usuario, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación de bienes, la 
legislación sobre la defensa de la competencia y la legislación del Estado.

Así, la Generalitat, respetando las competencias concurrentes del Estado, es la 
competente para la trasposición a nuestro ordenamiento de las directivas 2005/29/CE y 
2006/123/CE. El propio Estatut d’Autonomia, en su artículo 49.4, reconoce expresamente la 
competencia exclusiva de la Generalitat para el desarrollo y ejecución de la legislación de la 
Unión Europea, en aquellas materias que sean de su competencia.

Los títulos competenciales en materia de comercio interior y defensa de los 
consumidores facultan para regular, de manera amplia y global, toda la materia objeto de 
esta ley. Sin embargo, en esta materia inciden otros títulos competenciales que también 
atribuyen, igualmente, competencias exclusivas.

Siguiendo el orden de la ley, la Generalitat está facultada para regular los registros 
comerciales con base en la regla 32.ª del artículo 49.1 del Estatut, que le atribuye 
competencia exclusiva para regular las estadísticas de interés autonómico.

Respecto a la regulación del comercio y territorio, adquieren especial importancia los 
títulos competenciales exclusivos en materia de ordenación del territorio, urbanismo y 
protección del patrimonio histórico-artístico contenidos en las reglas 5.ª y 9.ª del artículo 49.1 
del Estatut d’Autonomia. Y también las relativas a infraestructuras y medio ambiente 
contenidas en las reglas 13.ª, 14.ª, 15.ª y 16.ª del mismo precepto estatutario.

En relación con las ventas fuera de establecimiento mercantil y ventas promocionales, 
además de las ya mencionadas, la Generalitat tiene, en virtud de la regla 29.ª del artículo 
49.1, competencias exclusivas para regular la publicidad, sin perjuicio de la normativa 
sectorial estatal.
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III
Con el objetivo de regular de forma amplia y sistemática la actividad comercial, en el 

título I, dedicado a las disposiciones generales y conceptos básicos, se determina el ámbito 
de aplicación de la ley. Ésta tiene por objeto la ordenación y el fomento de la actividad 
comercial en el territorio de la Comunitat Valenciana, entendiéndose por actividad comercial 
tanto la de carácter mayorista como minorista. Esta última, de forma respetuosa con las 
competencias del Estado, desarrolladas en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación 
del Comercio Minorista, se ha definido como la que se desarrolla profesionalmente con 
ánimo de lucro consistente en la oferta de cualquier clase de artículos y/o servicios a los 
destinatarios finales, utilizando o no un establecimiento.

La ley parte, en su título II, de la libertad de ejercicio de la actividad comercial, 
simplificando los requisitos exigidos en relación con la obligación de inscripción registral de 
los oferentes de los productos y servicios. Por exigencias de la Directiva 2006/123/CE, se ha 
sustituido, con carácter general, la obligación de inscripción previa en el Registro de 
Actividades Comerciales por una obligación de comunicación, en un plazo máximo de tres 
meses desde el inicio de su actividad, principalmente a los efectos estadísticos. Igualmente, 
es de destacar la creación del Registro de Mercados de Venta No Sedentaria, que viene a 
complementar la inscripción individualizada de los comerciantes que practiquen esta 
modalidad de venta.

La ley reconoce la libertad de precios y de configuración de la propia oferta, pero sin 
dejar desprotegidos los intereses generales, en especial, la protección de los consumidores. 
Por ello, se mantienen las obligaciones de información y se introducen, salvo en el caso de 
ofertas promocionales, restricciones, como la prohibición de limitar la cantidad de artículos 
que pueden ser adquiridos por cada comprador.

En la misma línea de abordar en su conjunto la regulación de la actividad comercial, se 
introduce en el título II el régimen general de horarios de los establecimientos comerciales, 
incorporando las disposiciones de la Ley 8/1997, de 9 de diciembre, de la Generalitat, de 
Horarios Comerciales de la Comunitat Valenciana, y sus modificaciones posteriores, optando 
por la continuidad, al establecer nueve domingos y/o festivos de apertura al año, e 
introduciendo la novedad de vincular a las administraciones municipales en el empeño de 
compaginar los distintos intereses empresariales y fórmulas de negocio, fomentando la 
competencia, y contribuir a la mejor satisfacción de las necesidades de los consumidores, 
cuyos hábitos de compra tienden, paulatinamente, a la flexibilización de los horarios de 
apertura.

IV
Una de las novedades más importantes de la ley es la regulación contenida en el título 

III, que lleva por rúbrica «Comercio y territorio», y consta de cuatro capítulos sobre 
generalidades, ordenación territorial del comercio, régimen de implantación de los 
establecimientos con impacto territorial, y dinamización y mejora de entornos comerciales 
urbanos.

Por exigencias de la Directiva 2006/123/CE, se han suprimido todos los requisitos que 
subordinaban la concesión de la autorización comercial a una valoración del impacto de la 
implantación de los nuevos establecimientos comerciales, sobre la oferta comercial ya 
existente. Se ha producido, pues, un cambio de orientación en la regulación de la 
implantación de establecimientos comerciales, que atiende, en línea con la norma 
comunitaria, a razones de interés general con base en criterios de ordenación del territorio, 
urbanismo, medioambiente y protección del patrimonio artístico y cultural y la protección de 
los consumidores, entendida conforme a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Con carácter general, la instalación de establecimientos comerciales no está sujeta al 
régimen de autorización comercial. Ello no obstante, el impacto supramunicipal de la 
implantación de determinados establecimientos obliga a conciliar la planificación urbanística 
con la territorial y justifica, en dichos casos, la exigencia de una autorización comercial 
autonómica, previa a la concesión de las licencias municipales correspondientes. Se ha 
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considerado que un establecimiento comercial individual o colectivo genera impacto 
supramunicipal cuando su superficie es igual o superior a 2.500 m2.

En esta nueva orientación, la ordenación territorial del comercio se deriva, también, a la 
realización del Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana, 
que ha de ser promovido por la conselleria competente en materia de comercio. Dicho Plan 
definirá criterios, directrices y orientaciones territoriales para que la política comercial se 
desarrolle de forma coherente con la planificación territorial, asegurando su coordinación y 
su contribución más eficaz a los objetivos de desarrollo sostenible de la Comunitat 
Valenciana.

El Plan se enmarcará en el conjunto de planes sectoriales de carácter territorial 
promovidos por la Generalitat, y se desarrollará en coherencia con la estrategia territorial de 
la Comunitat Valenciana y la infraestructura verde de la Comunitat Valenciana. El plan no 
sólo definirá principios reguladores de carácter supramunicipal, que orientarán la acción 
pública en la tramitación de autorizaciones en las implantaciones comerciales, sino que 
también aportará valiosa información al conjunto de operadores del sector sobre las 
posibilidades de desarrollo comercial del territorio valenciano.

Cobra especial importancia, también, el papel que deben jugar los ayuntamientos en la 
definición del modelo comercial local, ya que la ley incorpora la obligación de que los 
instrumentos de planeamiento urbanístico incluyan, en la calificación del suelo, el uso 
comercial de forma diferenciada dentro de la calificación global de suelo terciario, así como 
distintos criterios para el desarrollo equilibrado del suelo comercial a escala local.

Todo ello en atención a los principios de planificación urbanística de los usos comerciales 
contemplados en la disposición adicional décima de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista, incorporada por la Ley 1/2010, de 1 de marzo.

La ley hace, también, una apuesta decidida por el comercio urbano, ya que la Generalitat 
promoverá la dinamización y mejora de los entornos comerciales urbanos, 
comprometiéndose a impulsar y apoyar los planes de acción comercial de carácter 
municipal, planes directores de comercio de carácter supramunicipal y la realización de 
proyectos de urbanismo comercial que propicien la reconversión de espacios públicos y la 
revitalización de la actividad económica de las ciudades, promoviendo el comercio de 
proximidad que evite desplazamientos y el uso de los modos de movilidad menos 
sostenibles. En esta línea, se reconoce la necesidad de actuar en determinados ámbitos 
urbanos que, por sus especiales condiciones urbanísticas, históricas o sociales, necesitan de 
intervenciones coordinadas entre las administraciones, los agentes económicos y las 
empresas. Por primera vez en la legislación valenciana se reconoce la figura de los centros 
comerciales urbanos, como figuras que deben nacer de la concertación entre el sector 
público y privado para la puesta en marcha de proyectos de mejora y desarrollo comercial de 
aquellos ámbitos donde se produce una mayor concentración comercial.

V
En los títulos IV y V de la ley se regulan las ventas fuera de establecimiento comercial y 

las ventas promocionales. En cuanto a las primeras, además de la regulación de la venta no 
sedentaria, de la venta a distancia y de la venta domiciliaria, se regulan las ventas 
automáticas, en subasta y piramidal, respondiendo, de este modo, a las exigencias de los 
sectores implicados y a la especial tutela que requieren en estos casos los consumidores, al 
tiempo que se equipara la legislación autonómica a la estatal en cuanto a las modalidades 
de ventas reguladas.

Las normas de la ley son respetuosas con las competencias municipales en materia de 
venta no sedentaria, y con las competencias estatales desarrolladas en la Ley 7/1996, 
introduciendo remisiones a dicha normativa estatal para evitar reiteraciones.

En las ventas no sedentarias se ha mantenido la autorización municipal previa, en la 
medida en que este tipo de actividad comercial requiere, habitualmente, del uso de suelo 
público, que debe conciliarse con razones imperiosas de interés general, como el orden 
público, la seguridad y la salud pública. En esta modalidad de venta no es suficiente un 
control a posteriori, porque no permitiría resarcir los daños que el ejercicio de la actividad 
comercial en suelo público o privado pudiera causar al interés general.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 86  Ley de comercio de la Comunitat Valenciana

– 1954 –



La regulación de las ventas promocionales es también, en gran medida, la transposición 
de la Directiva 2005/29/CE, que contiene un reconocimiento de derechos que no puede ser 
superado por los estados miembros y, en consecuencia, no permite disposiciones más 
restrictivas en el ámbito de aplicación de la misma. Por ello, se han eliminado todas aquellas 
disposiciones que conferían una protección más amplia que la otorgada por la directiva, 
teniéndose en cuenta, al tiempo, la trasposición realizada por el legislador estatal mediante 
la mencionada Ley 29/2009, de 30 de diciembre.

Las ventas promocionales se abordan de forma novedosa, tanto desde un punto de vista 
sistemático, como en su régimen sustantivo. La novedad sistemática –inevitable, por lo 
demás, dada la imposibilidad de prohibir prácticas comerciales no prohibidas por la 
normativa comunitaria y de introducir normas más limitativas– ha consistido en evitar, en la 
mayor medida posible, las prohibiciones absolutas y las autorizaciones previas, optando, en 
cambio, por reforzar las obligaciones de información y por introducir el principio de buena fe 
y veracidad como criterios generales de control de este tipo de ventas. En cuanto a las 
novedades sustantivas, se regulan las ventas de saldos y de excedentes de producción o de 
temporada que se hacen de forma permanente en un establecimiento, y las ofertas en las 
que participan una pluralidad de establecimientos. Igualmente, se han regulado las prácticas 
comerciales que la normativa comunitaria considera prohibidas en todo caso y también 
aquellas que han alcanzado mayor relevancia práctica, atendiendo a los pronunciamientos 
de nuestros tribunales y de las autoridades de autocontrol de la publicidad.

En consecuencia, junto con la regulación de las modalidades típicas de ventas 
promocionales, como las ventas en rebajas, ventas con descuento, venta con obsequio, 
venta en liquidación, venta de saldos y oferta de venta directa, adquieren especial relevancia 
el capítulo I, en el que, después de la definición de venta promocional, se establece el 
principio de legalidad, veracidad y disponibilidad de existencias, y el capítulo II, dedicado en 
extenso a regular las obligaciones de información, en particular sobre limitaciones esenciales 
de la oferta, bases de la promoción, pluralidad de ofertas promocionales en un 
establecimiento, pluralidad de establecimientos participantes en una oferta y la cuantía de la 
reducción de precios. Asimismo, con base en la nueva definición básica de la venta de 
saldos, se ha fijado el concepto de tiendas «outlet» o «factory» como aquellas dedicadas 
especialmente a la venta promocional de excedentes de producción o de temporada.

VI
El título VI se ocupa de la gobernanza, que pretende erigirse en uno de los instrumentos 

fundamentales de la Generalitat para el fomento de la actividad comercial, 
comprometiéndose, a tal fin, a la promoción de las ferias comerciales. La gobernanza ha de 
favorecer la competitividad del sector, para lo que resulta imprescindible la participación 
ciudadana, y la simplificación de los trámites administrativos o procedimentales mediante la 
descentralización administrativa y funcional, a lo que ha de contribuir la creación de 
ventanillas únicas. Todo ello ha de ayudar a alcanzar un comercio sostenible y de calidad, 
para una mayor satisfacción de los intereses de los consumidores.

VII
El último título de la ley contiene el régimen de infracciones y sanciones, al que siguen 

las disposiciones adicionales, transitorias, derogatoria y finales. Entre ellas debe destacarse 
la disposición transitoria que prevé el régimen aplicable respecto de los establecimientos 
comerciales en tanto no se apruebe el Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la 
Comunitat Valenciana.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO ÚNICO
Ámbito de la ley y conceptos básicos

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
La presente ley tiene por objeto la ordenación y el fomento de la actividad comercial en 

el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana.
Toda referencia que figure en esta ley en masculino neutro, se entenderá referida tanto al 

género masculino como al femenino.

Artículo 2.  Actividad comercial.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por actividad comercial la consistente en ofrecer 

en el mercado interior productos, naturales o elaborados, por cuenta propia o ajena, así 
como servicios bajo cualquier forma de comercialización, venta o prestación.

2. Será actividad comercial de carácter minorista la que se desarrolla profesionalmente 
con ánimo de lucro consistente en la oferta de cualquier clase de productos y/o servicios a 
los destinatarios finales de los mismos, utilizando o no un establecimiento.

3. Será actividad comercial de carácter mayorista la que se desarrolla profesionalmente 
con ánimo de lucro consistente en la adquisición de productos y/o servicios, y su reventa a 
otros comerciantes, empresarios, profesionales o artesanos para su transformación o 
incorporación en el proceso de producción o en la prestación de servicios.

4. También tendrá la consideración de actividad comercial sometida a esta ley la que 
realice el empresario o el profesional que por cuenta de otra persona, en nombre propio o 
ajeno, promueve y/o concluye actos u operaciones de comercio.

Artículo 3.  Calificación y compatibilidad de actividades.
1. No se modificarán las calificaciones de actividad comercial de carácter minorista o 

mayorista por el eventual sometimiento de las mercancías a procesos de transformación, 
tratamiento o acondicionamiento que sean usuales en el comercio.

2. La actividad comercial de carácter minorista podrá ejercerse simultáneamente con la 
de mayorista en un mismo establecimiento, siempre que se mantengan debidamente 
diferenciadas y se respeten las normas específicas aplicables a cada una de ellas.

Artículo 4.  Actividades excluidas.
1. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley aquellas actividades 

comerciales que tengan una normativa propia, entre otras, profesiones reguladas, trasportes, 
crédito, seguros, reparaciones, asesoramiento y asistencia técnica, y servicios turísticos.

2. No obstante, a las actividades comerciales con normativa propia les será de aplicación 
la presente Ley en todos aquellos aspectos que no hayan sido objeto de atención en su 
regulación específica.

3. Mediante disposición legal podrá excluirse la aplicación de la presente ley a 
determinadas actividades comerciales.

Artículo 5.  Establecimiento comercial.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales los locales y las 

construcciones o instalaciones de carácter fijo y permanente, destinados al ejercicio regular 
de actividades comerciales, ya sea de forma continuada o en días o en temporadas 
determinadas.

2. Quedan incluidos en la definición anterior los quioscos y, en general, las instalaciones 
de cualquier clase que cumplan la finalidad señalada en el mismo, siempre que tengan el 
carácter de inmuebles de acuerdo con el artículo 334 del Código Civil.

3. Los establecimientos comerciales podrán tener carácter individual o colectivo.
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Se entiende por establecimientos de carácter colectivo aquellos integrados por un 
conjunto de locales comerciales, situados o no en un mismo recinto, en los que se ejercen 
las respectivas actividades de forma empresarialmente independiente y que han sido 
proyectados conjuntamente, o bien que están relacionados por elementos privativos de uso 
común cuya utilización comparten.

TÍTULO II
Ejercicio de la actividad comercial

CAPÍTULO I
Principios y condiciones generales

Artículo 6.  Principios.
El ejercicio de la actividad comercial se desarrollará respetando la libertad de empresa 

en el marco de la economía de mercado, la lealtad de las transacciones comerciales y los 
derechos de los consumidores, así como la ordenación del territorio, el urbanismo, el medio 
ambiente y el patrimonio histórico artístico y cultural, y demás normativa vigente que sea de 
aplicación.

Artículo 7.  Condiciones generales.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente, en especial, en la legislación 

mercantil, laboral, tributaria y en aquella que regula el ejercicio de determinadas profesiones, 
son condiciones para el ejercicio de la actividad comercial:

a) Cumplir con los requisitos establecidos por la legislación vigente que resulte de 
aplicación.

b) Acreditar la prestación de fianzas exigidas por la legislación vigente para la venta de 
determinados productos o la prestación de determinados servicios.

2. La apertura de establecimientos comerciales estará sujeta al régimen de 
comunicación previa o declaración responsable en los supuestos y términos recogidos en el 
Real Decreto ley 19/2012, de 26 de mayo, de medidas urgentes de liberalización del 
comercio y de determinados servicios, y en la Ley 2/2012, de 14 de junio, de la Generalitat, 
de medidas urgentes de apoyo a la iniciativa empresarial y a los emprendedores, 
microempresas y pequeñas y medianas empresas de la Comunitat Valenciana.

3. En los casos en que resulte preceptivo, los ayuntamientos concederán las 
autorizaciones o licencias correspondientes para el ejercicio de las actividades comerciales 
que estén sujetas a las mismas, previa comprobación de la existencia de los requisitos 
exigidos por la normativa vigente.

CAPÍTULO II
Registro de Actividades Comerciales

Artículos 8 a 16.  
(Suprimidos)

CAPÍTULO III
Horarios comerciales

Sección primera. Horario general
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Artículo 17.  Horario general.
1. El horario global en que los establecimientos comerciales podrán desarrollar su 

actividad durante el conjunto de días laborables de la semana será, como máximo, de 90 
horas.

2. Con carácter general, los domingos y festivos se considerarán no laborables. No 
obstante, se habilitarán para cada año hasta un máximo de once domingos o festivos en los 
que los establecimientos podrán permanecer abiertos al público para desarrollar su actividad 
comercial.

3. Cada comerciante determinará libremente el horario correspondiente a cada domingo 
o día festivo en que ejerza su actividad.

4. En ningún caso se podrá abrir al público los domingos y festivos siguientes: 1 de 
enero, 6 de enero, 1 de mayo, 9 de octubre y 25 de diciembre, o bien el 26 de diciembre 
cuando este sea declarado festivo por traslado de la fiesta de Navidad.

Artículo 18.  Calendario de domingos y otros días festivos.
1. El calendario de domingos o festivos que se habiliten para un período de 12 meses, 

que coincidirá con el año natural, se determinará mediante una resolución de la conselleria 
competente en materia de comercio, previa audiencia del Observatorio del Comercio 
Valenciano, convocado a este efecto con antelación al inicio del año de que se trate.

2. Para la determinación de las fechas habilitadas habrá que ajustarse al siguiente orden 
de criterios:

a) La apertura, por lo menos, en un día festivo cuando se produzca la coincidencia de 
dos o más días festivos continuados.

b) La apertura de los primeros domingos de los períodos tradicionales de rebajas: el 
primer domingo posterior al 6 de enero y el primer domingo de julio.

c) La apertura los domingos y festivos de más afluencia turística en la Comunitat 
Valenciana. Con carácter general, tendrán esta consideración el Domingo de Ramos, el 
Viernes Santo, o bien el Jueves Santo cuando este sea festivo estatal o autonómico, y el 
Domingo de Pascua.

d) La apertura los domingos o festivos de la campaña de Navidad, que comprenderá 
desde el domingo posterior al cuarto jueves de noviembre al 24 de diciembre, y de Reyes, 
que comprenderá del 26 de diciembre al 5 de enero.

Artículo 19.  Fijación y publicidad del horario comercial.
1. El horario de apertura y cierre de los locales comerciales será libremente fijado por 

cada comerciante, respetando, en todo caso, los límites máximos establecidos por la 
presente Ley que resulten de aplicación, sin perjuicio de lo establecido, por razones de orden 
público, en otra normativa aplicable.

2. Los establecimientos comerciales deberán exponer, en los accesos y de manera 
visible desde el exterior del local, los días y horas de apertura y de cierre.

Sección segunda. Horarios especiales

Artículo 20.  Establecimientos con libertad horaria.
1. Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 

pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas, productos 
culturales, las denominadas tiendas de conveniencia, así como las instaladas en estaciones 
y medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo, tendrán plena libertad para determinar los 
días y horas en que permanecerán abiertos al público en la Comunitat Valenciana.

2. Se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas que, con una superficie útil para la 
exposición y venta al público no superior a 500 metros cuadrados, permanezcan abiertas al 
público, al menos, dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en forma similar, entre 
libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, videos, juguetes, regalos y 
artículos varios. La distribución entre las distintas gamas de artículos debe llevarse a cabo 
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de forma similar entre sí, sin exclusión de ninguna de ellas y sin que predomine netamente 
una sobre las demás.

3. También tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán 
abiertos al público los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los 
anteriores, que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior 
a 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución 
que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente.

4. Los establecimientos comerciales integrados en instalaciones de prestación de 
servicios turísticos, dedicados exclusivamente al servicio de los usuarios de las mismas, 
gozarán asimismo de libertad de horarios a fin de poder ajustar su funcionamiento a los de la 
instalación principal.

5. A los efectos del presente artículo serán establecimientos dedicados principalmente a 
la venta de productos culturales aquellos que dediquen al menos el 80 por ciento de su 
superficie comercial a la oferta de productos cuya finalidad sea cultivar, desarrollar y formar 
los conocimientos humanos y el ejercicio de sus facultades intelectuales.

Tendrán la consideración de productos culturales, los libros en soporte escrito o 
informático, periódicos, revistas, soportes de grabación musical, instrumentos musicales, 
DVDs, artículos de colección, artículos de dibujo y bellas artes, antigüedades, obras de arte, 
productos de artesanía popular, trajes regionales y souvenirs.

 

Sección tercera. Zonas de gran afluencia turística

Artículo 21.  Zonas de gran afluencia turística.
1. Los establecimientos ubicados en las zonas de gran afluencia turística tendrán plena 

libertad para determinar los días y horas en que permanecerán abiertos al público en la 
Comunitat Valenciana.

2. La declaración de zona de gran afluencia turística, que podrá extenderse a todo o 
parte del término municipal o del núcleo urbano, fija para cada caso las condiciones de 
aplicación, incluyendo los períodos a que se extiende.

3. La declaración de zona de gran afluencia turística se llevará a cabo por la dirección 
general competente en materia de comercio a solicitud del ayuntamiento interesado, previa 
audiencia del Consejo Local de Comercio o, en su defecto, del órgano similar y de las 
entidades más representativas del sector de ámbito autonómico.

4. Se considerarán zonas de gran afluencia turística aquellas áreas coincidentes con la 
totalidad o parte del municipio en que concurra alguna de las circunstancias previstas en la 
legislación básica estatal que las regule. Reglamentariamente se determinarán las 
magnitudes a tener en cuenta para acreditar la existencia de las circunstancias 
mencionadas.

5. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la solicitud de la 
declaración de las zonas de gran afluencia turística, así como para su prórroga, modificación 
o revocación. Igualmente, reglamentariamente se determinará la documentación que deberá 
constar en el expediente.

Sin perjuicio de lo anterior, en los casos de solicitud de declaración de una nueva zona 
de gran afluencia turística promovida por el ayuntamiento, este deberá aportar junto a la 
solicitud, el acuerdo del órgano competente y la acreditación de la audiencia a las personas 
interesadas, la documentación acreditativa de las circunstancias que justifican dicha 
declaración o una declaración responsable de que tales circunstancias se dan en el 
municipio o en la zona para la que se solicita tal condición; sin perjuicio de las facultades de 
comprobación, control e inspección del órgano competente de la Generalitat.

6. La declaración de zona de gran afluencia turística, a efectos de esta ley, tendrá una 
vigencia indefinida, salvo que quede acreditado que han cambiado las circunstancias que 
dieron lugar a dicha declaración. En tal caso, la dirección general competente en materia de 
comercio podrá proceder a la modificación o revocación de la declaración.

No obstante, la dirección general competente en materia de comercio podrá proceder a 
la modificación o revocación anticipada en caso de que el ayuntamiento afectado efectúe 
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una nueva propuesta de modificación o supresión de la zona, o bien cambien o 
desaparezcan las circunstancias que dieron lugar a la declaración.

Artículo 21 bis.  Procedimiento.
(Derogado). 

Artículo 21 ter.  Vigencia.
(Derogado).

Sección cuarta. Horarios excepcionales

Artículo 22.  Autorización de horarios excepcionales.
1. Los horarios excepcionales son aquellos que se conceden, a petición del 

ayuntamiento interesado, por razón de circunstancias especiales no periódicas que 
incrementen las oportunidades de negocio del comercio local por incrementos puntuales y 
excepcionales de la demanda a causa de la mayor afluencia de visitantes en fechas 
concretas.

2. Cualquier excepción se otorgará para los días concretos, sin que se pueda extender la 
vigencia más allá del año natural para el cual se concede.

3. Los ayuntamientos podrán solicitar la concesión de un horario excepcional al régimen 
general para los establecimientos ubicados en la zona donde se produzca la excepcionalidad 
del término municipal.

4. Los horarios excepcionales no superarán un máximo de dos domingos o festivos al 
año a cada municipio, sin que ello compute en el límite de domingos y festivos a que se 
refiere el artículo 17.

5. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la solicitud de horario 
comercial excepcional, así como la documentación que deberá constar en el expediente.

Artículo 22 bis.  Procedimiento.
(Derogado). 

Sección quinta. Acumulación de domingos o festivos

Artículo 23.  Competencia municipal para la determinación de los domingos y festivos en 
que los comercios podrán permanecer abiertos al público.

1. Se faculta a los ayuntamientos para que, atendiendo al atractivo comercial para las 
personas consumidoras, puedan realizar los siguientes cambios:

a) Habilitar los festivos locales de su ámbito como aperturables.
b) Sustituir hasta dos domingos o festivos de los habilitados por resolución de la 

Conselleria competente en materia de comercio por dos días festivos en su ámbito local.
c) Solicitar la deshabilitación, para su ámbito, de un máximo de dos domingos o festivos 

de carácter estatal o autonómico que hayan sido habilitados por resolución de la Conselleria 
competente en materia de comercio. La solicitud deberá motivarse en que el día que se 
solicita coincide con festividades tradicionales locales o situaciones excepcionales de 
análoga trascendencia.

Para la resolución favorable a esta solicitud, la dirección general competente en materia 
de comercio comprobará que en el municipio solicitante se mantienen el número mínimo de 
domingos o festivos en que legalmente se debe permitir la apertura al público.

d) Cuando exista una acumulación de domingos o festivos por ser consecutivos, y uno 
de ellos sea un festivo local no habilitado, el ayuntamiento habilitará el domingo o festivo no 
local, siempre que haya petición de parte interesada.

2. La decisión que se adopte será de cumplimiento obligatorio para todos los 
establecimientos que no puedan acogerse al régimen de libertad horaria.
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3. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la solicitud de habilitación 
o deshabilitación de los domingos o festivos a los que se refieren los apartados anteriores.

Artículo 23 bis.  Procedimiento.
(Derogado). 

CAPÍTULO IV
Oferta comercial

Artículo 24.  Condiciones de la oferta.
1. En el ejercicio de la actividad comercial, el origen, la calidad y cantidad de los 

productos o servicios, así como su precio y condiciones de venta o prestación, serán las 
ofrecidas y, en todo caso, las exigibles conforme a la normativa reguladora de los mismos.

2. Queda prohibido incorporar en las condiciones de la oferta cláusulas abusivas en los 
términos recogidos por la legislación vigente en materia de defensa de los consumidores y 
usuarios.

3. El comerciante facilitará, teniendo en cuenta las circunstancias fácticas y las 
limitaciones del medio de comunicación, toda la información sustancial que necesite el 
consumidor medio para tomar una decisión relativa a su comportamiento económico con el 
debido conocimiento de causa. En particular, se prestará al consumidor una información 
clara, veraz y apropiada para el conocimiento del producto o servicio, riesgos de utilización y 
condiciones de adquisición.

4. En caso de transacción, y a solicitud del adquirente, las empresas comerciales estarán 
obligadas a expedir documentación suficiente sobre los diversos extremos relativos a la 
misma.

5. La oferta pública de venta o la exposición de productos en establecimientos 
comerciales, incluidos sus escaparates, obligan al comerciante a proceder a su venta a favor 
de los demandantes que cumplan las condiciones de adquisición atendiendo al orden 
temporal de las solicitudes. Quedan exceptuados de esta obligación los productos sobre los 
que se advierta expresamente que no se encuentran a la venta o que, claramente, formen 
parte de la instalación como elementos complementarios o meramente decorativos.

6. Salvo en el caso de ofertas promocionales o de previsión normativa en contrario, los 
comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que pueden ser adquiridos por cada 
comprador, ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos para las 
compras que superen un determinado volumen.

Artículo 25.  Ejercicio del derecho de desistimiento.
Los comerciantes deberán informar al consumidor y usuario del derecho de desistimiento 

conforme a la legislación vigente en los casos que proceda.

Artículo 26.  Garantías comerciales.
Los comerciantes ofrecerán a los consumidores y usuarios las garantías sobre los 

artículos vendidos y servicios prestados conforme a la legislación vigente. El ofrecimiento por 
el comerciante de garantías adicionales, tanto para casos de disconformidad como de 
conformidad, le sitúa en la obligación de dar cumplimiento a las mismas, de acuerdo con las 
condiciones ofertadas.

CAPÍTULO V
Precios

Artículo 27.  Libertad de precios.
1. Los precios de venta de los productos y de prestación de los servicios serán 

libremente determinados por los comerciantes y ofertados, con carácter general, de acuerdo 
con lo dispuesto en la legislación de defensa de la competencia y de competencia desleal, 
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sin perjuicio de la normativa reguladora de la venta a pérdida y las excepciones establecidas 
en leyes especiales.

2. El precio de venta anunciado comprenderá la cantidad total que haya de satisfacer el 
consumidor, con impuestos incluidos y gastos de entrega, cuando los haya.

Artículo 28.  Publicidad de los precios.
1. Los precios de los productos y servicios ofertados se expresarán en euros, se 

indicarán conforme a la legislación vigente, y deberán ser exhibidos de forma pública, 
suficientemente explicativa, precedidos de las siglas PVP, sin inducir a error. Sin perjuicio de 
la regulación de las ventas promocionales, deberá indicarse, con claridad y de forma 
diferenciada, el importe de toda clase de descuentos, así como los incrementos en el precio 
derivados de regímenes de financiación y los costes adicionales por razón de servicios 
accesorios o de otros complementos similares.

2. En todas las formas de publicidad que mencionen el precio de venta de los productos 
se indicará también el precio por unidad de medida, salvo en aquellos casos en que éste sea 
idéntico al precio de venta, y sin perjuicio de las excepciones previstas en la normativa 
vigente en la materia.

3. Los artículos que se expongan en los escaparates exhibirán los precios de forma 
visible y legible desde el exterior. No obstante, reglamentariamente, por razones de 
seguridad, podrá relevarse de esta obligación a sectores concretos del comercio, sin 
perjuicio de garantizar la información de los compradores sobre precios y calidades del 
producto ofertado.

4. En las ofertas de ventas a plazos, el comerciante deberá, en todos los casos, informar 
al comprador del importe de cada plazo, el número de ellos, la periodicidad de los pagos y el 
precio total resultante en comparación con el precio de la venta al contado.

5. Sin perjuicio, en su caso, de su consideración como práctica comercial engañosa, toda 
indicación de precios o publicidad en la que se incluyan dos precios distintos para el mismo 
producto o servicio impone al comerciante la obligación de vender al precio inferior.

TÍTULO III
Comercio y territorio

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 29.  Objetivos de la ordenación comercial.
Los objetivos de la política de ordenación comercial de la Generalitat, en coherencia con 

los objetivos de ordenación del territorio y protección del paisaje y de desarrollo urbanístico 
en la Comunitat Valenciana, son la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos, la 
consecución de una estructura comercial equilibrada y competitiva y la creación de un marco 
de implantaciones comerciales que prime la sostenibilidad territorial.

1. La política comercial dirigida a la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos se 
basará en:

a) Conseguir un comercio eficiente y moderno, al servicio de los consumidores, que 
actúe como factor de reequilibrio territorial, respetando el ejercicio de la libertad de empresa.

b) Asegurar el mantenimiento de las condiciones de proximidad, accesibilidad, diversidad 
y servicio del comercio valenciano.

c) Garantizar y proteger el derecho de libre elección por parte de los consumidores, 
extendiéndose ésta a la posibilidad de elección entre distintos establecimientos de una 
misma actividad y también entre formas comerciales diferentes, en las mejores condiciones 
posibles de precio, surtido y calidad, en un marco de competencia.

d) Favorecer que el comercio ofrezca servicios eficaces y competitivos, en base a una 
continua adaptación de la oferta comercial a las preferencias de los consumidores.
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2. La política comercial dirigida a conseguir una estructura comercial equilibrada y 
competitiva en la Comunitat Valenciana se basará en:

a) Fomentar una distribución comercial que genere riqueza y empleo.
b) Fortalecer el tejido comercial de las ciudades dada su importancia para la mejora de 

los entornos urbanos.
c) Impulsar la modernización, innovación y formación en el sector comercial.
d) Salvaguardar el comercio existente en el espacio rural valenciano y en áreas de baja 

densidad demográfica, por su importante función social y de servicio en el mantenimiento de 
mejores condiciones de vida de la población residente en estos ámbitos.

3. La política comercial dirigida a conseguir un marco de implantaciones comerciales que 
prime la sostenibilidad territorial se basará en:

a) Favorecer la función del comercio como uno de los elementos clave en la consecución 
del equilibrio territorial, dada su capacidad de generar cohesión regional, centralidad y 
vertebrar el territorio.

b) La consideración de la trascendencia territorial de los grandes equipamientos 
comerciales, focos de polaridad que generan flujos de usuarios e impactos 
supramunicipales, que deben ser objeto de regulación específica en el marco competencial 
de la ordenación del comercio.

c) La minimización del coste e impacto ambiental de los desplazamientos que se 
producen por motivos de compra, sin por ello limitar la libertad de movilidad de los 
ciudadanos.

d) La protección y mejora de los entornos comerciales urbanos, especialmente de los 
centros históricos de carácter comercial, donde la presencia de una actividad comercial viva 
ayuda a su rehabilitación económica, social y urbanística.

e) La limitación del crecimiento comercial en ámbitos que presentan concentraciones 
comerciales excesivas y procesos de sobresaturación funcional, lo que repercute 
negativamente en la sostenibilidad del territorio, deteriora el paisaje urbano y genera 
solicitaciones inasumibles por la red viaria.

f) La preservación de espacios estratégicos, ubicados en nudos de comunicaciones y 
ámbitos de especial valor de la periferia urbana, que se consideran suelos de oportunidad de 
gran valor para el crecimiento territorial y económico de nuestras ciudades y que debe ser 
reservado por razones de interés general, y en coherencia con lo dispuesto en la estrategia 
territorial de la Comunitat Valenciana y demás instrumentos de ordenación territorial y 
urbanística.

CAPÍTULO II
Ordenación territorial del comercio

Artículo 30.  Instrumentos para la ordenación territorial del comercio.
1. La ordenación territorial de la actividad comercial corresponde a la Generalitat, a los 

ayuntamientos y al resto de administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias.
2. Los instrumentos para la ordenación territorial y urbanística del comercio son el Plan 

de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana, las normas para el 
tratamiento de la actividad comercial en el planeamiento urbanístico y el régimen de 
autorizaciones de carácter autonómico para la implantación de establecimientos comerciales 
que generan impacto supramunicipal.

3. La conselleria competente en comercio colaborará con otros departamentos de la 
Generalitat en la definición de directrices, estrategias y objetivo de los planes, programas y 
proyectos sectoriales que tengan incidencia territorial, urbanística o medioambiental. De 
igual modo, se recabará la asistencia técnica de otros departamentos competentes en estas 
materias en la tramitación y aprobación de licencias comerciales de grandes 
establecimientos comerciales.

4. En la tramitación de los instrumentos urbanísticos de planeamiento, o de sus 
modificaciones, que contemplen explícitamente, o posibiliten, la reclasificación o la 
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calificación de suelos para la implantación de actividades comerciales se requerirá el informe 
preceptivo de la Conselleria competente en materia de comercio interior.

5. Los ayuntamientos incorporarán, en los instrumentos de planificación urbanística, en 
aquello que afecta a la planificación del suelo para uso comercial, las normas establecidas 
en el artículo 32 de la presente ley y los criterios, directrices y normas incluidas en el Plan de 
Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana.

Artículo 31.  Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana.
1. La conselleria competente en materia de comercio promoverá la realización del Plan 

de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana, que definirá los 
criterios, directrices y orientaciones territoriales para que la ordenación comercial se 
desarrolle de forma coherente con la planificación territorial, asegurando su coherencia con 
los objetivos de calidad de vida y desarrollo sostenible contemplados en la legislación 
valenciana de ordenación del territorio y protección del paisaje, y su contribución eficaz a los 
mismos.

2. El plan delimitará las áreas comerciales funcionales de la Comunitat Valenciana en 
base a criterios de accesibilidad territorial, capacidad y fuerza de atracción que ejercen las 
ciudades y criterios funcionales, orográficos, urbanísticos, históricos, medioambientales, 
socioculturales y visuales. En su delimitación se atenderá a la efectuada con carácter 
general por la estrategia territorial de la Comunitat Valenciana, así como a la infraestructura 
verde de la Comunitat Valenciana.

3. En ningún caso el Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat 
Valenciana tomará en consideración el impacto de la implantación de nuevos 
establecimientos comerciales sobre la oferta comercial ya existente.

4. El Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana podrá 
modificar, de forma directa, las previsiones de los planes generales vigentes, en lo 
concerniente a la planificación del suelo comercial.

5. Los planes generales de cada municipio deberán incorporar las determinaciones y 
normativa del Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana. 
Con esta finalidad, en la documentación del mismo se incorporará, de forma diferenciada, la 
parte vinculante y dispositiva y sus afecciones sobre la ordenación vigente, de la orientativa 
y recomendatoria.

Artículo 32.  Normas para el tratamiento de la actividad comercial en el planeamiento 
urbanístico.

1. Los instrumentos de planeamiento urbanístico deberán contemplar, en la calificación 
del suelo, el uso comercial de forma diferenciada dentro de la calificación global de suelo 
terciario, incluyendo una clasificación de actividades y de formatos comerciales.

2. En la planificación urbanística del suelo destinado a usos comerciales se considerarán 
los siguientes criterios:

a) Procurar su localización preferente en tramas urbanas consolidadas y espacios 
anexos y su desarrollo junto a implantaciones ya consolidadas.

b) Evitar la proliferación de localizaciones comerciales que sean exteriores a los núcleos 
urbanos, favorezcan procesos de extensión discontinua o produzcan ocupaciones dispersas 
del suelo, sin que exista una justificación razonada.

c) Fomentar el desarrollo de dotaciones comerciales que satisfagan equilibradamente las 
necesidades de la población residente actual o prevista, potenciando la proximidad y la 
mezcla de usos.

d) Impulsar la implantación de usos comerciales que puedan favorecer la recualificación 
y rehabilitación de los espacios urbanos.

e) Coadyuvar, con las nuevas implantaciones, a la descongestión de entornos saturados, 
donde una alta concentración de usos terciarios produce fenómenos de aglomeración, 
deterioro medioambiental y urbanístico.

f) Procurar la limitación del crecimiento de suelo comercial en zonas industriales, salvo 
cuando esté justificada su implantación por la naturaleza de la actividad comercial o sea 
complementaria a la actividad productiva.
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3. Los suelos que pueden albergar concentraciones comerciales o complejos 
comerciales que generen grandes flujos de usuarios e impactos supramunicipales se 
desarrollarán, preferentemente, junto a la red viaria principal y los grandes corredores de 
transporte público de altas prestaciones, favoreciendo la movilidad sostenible, la máxima 
accesibilidad y la racionalidad funcional en la creación de nuevas infraestructuras y 
prestación de servicios urbanos, sin perjuicio de las limitaciones derivadas de su visibilidad. 
La ordenación de estos suelos tendrá la consideración de ordenación estructural a los 
efectos previstos en la legislación urbanística valenciana.

4. Los proyectos comerciales preverán una dotación de aparcamientos mínima adecuada 
a las condiciones de su entorno urbano y a los flujos de visitantes previstos. Dichos 
aparcamientos se destinarán, exclusivamente, para estacionamiento público del 
establecimiento comercial y se ubicarán en suelo de uso público cuyo dominio o posesión 
pertenezca al establecimiento comercial.

5. Los planes urbanísticos incorporarán determinaciones que promuevan el desarrollo de 
una arquitectura de calidad en los espacios comerciales, que mejoren el paisaje urbano y su 
integración con el entorno, incrementen su valor estético y minimicen su impacto visual.

6. Los establecimientos comerciales y los espacios urbanos de alta concentración 
comercial deberán cumplir las normas y condiciones básicas que garanticen la accesibilidad 
y no discriminación, en el acceso y uso de los mismos, de las personas que cuenten con 
cualquier tipo de discapacidad, de acuerdo con lo establecido por la normativa vigente en la 
materia, y, en particular, por la Ley 1/1998, de 5 de mayo, de la Generalitat, de Accesibilidad 
y Supresión de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y de la Comunicación, y disposiciones 
que la desarrollan.

CAPÍTULO III
Régimen de implantación de los establecimientos con impacto territorial

Artículo 33.  Autorización de establecimientos comerciales de impacto territorial.
1. Con carácter general, la instalación de establecimientos comerciales no estará sujeta 

al régimen de autorización comercial.
2. No obstante, para compatibilizar la planificación urbanística local con la planificación 

territorial, que considera la capacidad del territorio valenciano para albergar actividades 
comerciales que generan impactos supramunicipales, se articula un régimen excepcional de 
autorización autonómica de establecimientos comerciales, individuales o colectivos, cuando 
éstos puedan generar impacto ambiental, territorial y/o en el patrimonio histórico-artístico.

3. La obtención de la autorización comercial autonómica garantizará que las 
implantaciones comerciales de mayor impacto territorial se ajustan a criterios de planificación 
supramunicipal, criterios ambientales, producen una ocupación racional de suelo, están 
sujetas a la existencia de infraestructuras que resuelvan adecuadamente las necesidades de 
movilidad previstas y no afectan a ámbitos protegidos o de especial interés por su valor 
histórico-artístico, urbanístico o medioambiental.

4. Será preceptiva la obtención de una autorización comercial autonómica en los 
siguientes casos:

a) La implantación de establecimientos comerciales individuales o colectivos que 
cuenten con una superficie comercial igual o superior a 2.500 m², salvo la de los 
establecimientos dedicados exclusivamente al comercio al por mayor y la de aquellos 
establecimientos que formen parte de establecimientos colectivos que hayan obtenido la 
autorización de la Conselleria y cuyas características básicas estuvieran previstas en el 
proyecto autorizado.

b) La implantación de establecimientos comerciales individuales o colectivos, cuyas 
condiciones urbanísticas determine el Plan de acción territorial sectorial del comercio de la 
Comunitat Valenciana, en su caso.

c) La ampliación de la superficie comercial de un establecimiento comercial individual o 
colectivo existente, cuando como consecuencia de la misma se alcancen o superen las 
superficies establecidas en el apartado a.
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d) La ampliación de la superficie comercial de un establecimiento comercial individual o 
colectivo existente, cuya superficie ya alcance o supere la establecida en el apartado a 
cuando la ampliación, individualmente o en conjunto con otras ampliaciones anteriores, 
supere el 10 % de la superficie comercial autorizada y, en todo caso, cuando la ampliación 
individual o en conjunto supere los 2.500 m2.

e) La modificación sustancial de las características de funcionamiento de un 
establecimiento comercial individual o colectivo existente, cuya superficie comercial alcance 
o supere las superficies establecidas en este punto 4.

5. Para calificar la dimensión del equipamiento comercial se considerará la superficie 
comercial prevista. A tal efecto, se entiende por superficie comercial de los establecimientos 
comerciales de carácter individual o colectivo, la superficie total de las áreas o locales donde 
se exponen los productos con carácter habitual y permanente, o los destinados a tal finalidad 
con carácter eventual o periódico, a los cuales pueda acceder el cliente, así como los 
escaparates y los espacios internos destinados al tránsito de las personas y a la 
presentación o dispensación de los productos.

Cuando ésta no esté claramente definida, se considerará como tal el 60 % de la 
superficie construida prevista del establecimiento, sin considerar accesos y espacios 
destinados a aparcamiento y almacenaje.

6. Cualquier actuación sujeta al régimen excepcional de autorización requerirá del 
correspondiente instrumento de paisaje para evaluar la incidencia de aquella sobre el mismo, 
salvo cuando los instrumentos urbanísticos a los que se refiere el apartado 5 del artículo 35 
ya lo hubieran incorporado.

Artículo 34.  Criterios para la concesión de la autorización comercial autonómica.
Los criterios que se tendrán en cuenta para conceder la autorización comercial 

autonómica serán los siguientes:
1. La adecuación del proyecto a las determinaciones y normas del Plan de Acción 

Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana.
2. La adecuación del proyecto a las determinaciones del planeamiento urbanístico 

vigente que le sea de aplicación.
3. La compatibilidad del proyecto con las directrices que para las actividades económicas 

establece la Estrategia Territorial de la Comunitat Valenciana.

Artículo 35.  Procedimiento para la solicitud de autorización comercial autonómica.
1. La conselleria que ostente la competencia en materia de comercio interior será la 

autoridad competente para resolver las solicitudes.
2. La resolución se adoptará por la persona titular de la Conselleria, a propuesta de la 

dirección general competente en materia de comercio interior.
3. (Suprimido)
4. Reglamentariamente se regulará el procedimiento de autorización, incluyendo la 

documentación a presentar y los informes preceptivos a solicitar, para la tramitación de los 
expedientes de autorización comercial de los establecimientos encuadrables en los 
supuestos del artículo 33. Los requisitos y, en su caso, los criterios de concesión de la 
autorización no podrán contener condiciones de naturaleza económica.

5. Los promotores u operadores comerciales interesados presentarán la solicitud de 
autorización ante la Conselleria competente en materia de comercio, una vez producida y 
acreditada la aprobación definitiva y publicación de todos los instrumentos urbanísticos del 
planeamiento necesarios para poder desarrollar el proyecto que se pretende, exceptuando la 
reparcelación.

6. A los efectos de su tramitación simultánea con los procedimientos municipales, las 
solicitudes para los supuestos sometidos a autorización comercial, establecidos en el artículo 
33, podrán presentarse ante el ayuntamiento correspondiente, el cual remitirá la solicitud a la 
Conselleria competente en materia de comercio, junto con un informe que justifique la 
aprobación definitiva de los instrumentos urbanísticos que amparan la implantación del 
establecimiento que se solicita.
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7. Con independencia de su lugar de presentación, la conselleria y los ayuntamientos 
implicados colaborarán en la tramitación y resolución de los respectivos expedientes de 
autorización en la forma que reglamentariamente se determine.

Artículo 36.  Resolución administrativa.
1. La resolución para la obtención de la autorización comercial autonómica será 

adoptada en el plazo máximo de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin haber recaído 
resolución expresa, se entenderá aprobada la solicitud de autorización comercial por silencio 
administrativo. El plazo no comenzará a correr hasta el momento en que se haya presentado 
toda la documentación que resulte preceptiva, según lo establecido por el artículo 42.3 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

2. La obtención de la autorización comercial estará sujeta al pago de la tasa que en cada 
momento establezca la legislación autonómica reguladora de esta materia.

3. La autorización comercial autonómica será preceptiva y previa al otorgamiento de las 
licencias municipales aunque podrán tramitarse conjuntamente.

Artículo 37.  Caducidad de la autorización comercial autonómica.
1. La autorización comercial autonómica otorgada se entenderá caducada en el caso de 

que las obras de instalación del establecimiento comercial proyectado no se iniciasen en el 
plazo de dieciocho meses, a contar desde la concesión de la autorización comercial 
autonómica, y sin perjuicio de la posibilidad de prórroga por periodos de doce meses, por 
causas justificadas, alegadas y probadas ante la administración. La solicitud de prórroga 
deberá producirse con anterioridad a la fecha de caducidad de la autorización, debiendo 
acompañarse la documentación justificativa correspondiente.

2. La caducidad de la autorización comercial autonómica requiere acto administrativo 
expreso de declaración, que se adoptará por la dirección general competente en materia de 
comercio, a quien corresponde, asimismo, resolver sobre las solicitudes de prórroga, salvo 
que los plazos de ejecución de los proyectos de obras e instalaciones establecidos por los 
ayuntamientos fuesen superiores.

3. La concesión de prórroga estará sujeta al pago de la tasa que en cada momento 
establezca la legislación autonómica reguladora de esta materia.

CAPÍTULO IV
Dinamización y mejora de entornos comerciales urbanos

Artículo 38.  Apoyo al comercio urbano.
La Generalitat instrumentalizará programas de dinamización y mejora de entornos 

comerciales urbanos con el fin de alcanzar los siguientes objetivos, enfocados a la 
promoción, fomento y desarrollo del comercio urbano:

1. Impulsar la figura de los centros comerciales urbanos en la Comunitat Valenciana, 
como espacios idóneos para el desarrollo comercial de las ciudades.

2. Favorecer la cooperación interempresarial de los distintos operadores económicos y 
sociales que actúan en las ciudades a través del asociacionismo e integración empresarial y 
zonal.

3. Regenerar los espacios urbanos donde se ubican las mayores concentraciones 
comerciales de las ciudades.

4. Promover y orientar las inversiones públicas y privadas en dichos espacios urbanos.
5. Constituir un marco de colaboración que permita formular, desarrollar y aplicar 

políticas dirigidas a la mejora del comercio entre la Generalitat, las entidades locales y los 
agentes económicos, sin prejuicio de las competencias atribuidas a cada una de ellas.
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Artículo 39.  Planes de acción comercial y planes directores de comercio.
1. La Generalitat impulsara y apoyará la realización de planes de acción comercial de 

carácter municipal y planes directores de comercio de carácter supramunicipal, promovidos 
por los ayuntamientos y entes territoriales, donde, en el marco de las determinaciones del 
Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana, se formulen 
objetivos y propuestas tendentes a la mejora del comercio minorista.

2. El contenido de los planes se adecuará a las características de los municipios y de los 
ámbitos analizados y deberá señalar las oportunidades, diagnosticar los problemas, formular 
objetivos prioritarios y definir actuaciones concretas para mejorar la actividad comercial y el 
espacio urbano donde se desarrolla.

3. Para su elaboración se articularán mecanismos que posibiliten la participación de las 
asociaciones empresariales del comercio, las cámaras oficiales de comercio, industria y 
navegación y los agentes sociales y económicos con más representación en el ámbito de 
actuación comercial.

4. La conselleria competente en materia de comercio establecerá el contenido mínimo de 
dichos planes y definirá líneas de ayuda y cofinanciación para apoyar su realización y 
ejecución posterior.

5. Los planes que cuenten con financiación de la Generalitat deberán ser accesibles al 
conjunto de agentes, operadores y ciudadanos una vez finalizados, especialmente mediante 
el uso de las nuevas tecnologías de la información.

Artículo 40.  Proyectos de urbanismo comercial.
1. La Generalitat apoyará la realización de proyectos de urbanismo comercial tendentes 

a la reconversión de espacios públicos en entornos propicios para el desarrollo del comercio 
mediante su recualificación y mejora urbanística.

2. Los proyectos de urbanismo comercial promoverán actuaciones destinadas a fomentar 
la accesibilidad peatonal, la mejora del diseño urbano, del mobiliario urbano, el 
equipamiento, el alumbrado público, la señalización y otros elementos urbanos; la 
articulación de ejes comerciales y de continuidades urbanísticas, la potenciación de ejes 
peatonales y el embellecimiento de entornos urbanos en base a criterios de calidad y 
multifuncionalidad de la escena urbana.

3. Los proyectos de urbanismo comercial se desarrollarán preferentemente en ámbitos 
que presenten una gran vitalidad comercial, y la delimitación del ámbito de actuación deberá 
estar justificada en base a su caracterización funcional, singularidad urbana e incidencia y 
contribución del proyecto a la revitalización de la actividad económica de la zona.

4. Los proyectos de urbanismo comercial deberán incorporar criterios de sostenibilidad y 
mejora del medio ambiente urbano y estrategias de movilidad sostenible.

5. Corresponde a los ayuntamientos la formulación de los proyectos de urbanismo 
comercial, en colaboración con otras administraciones y los agentes sociales y económicos 
con más representación en el ámbito de actuación.

Artículo 41.  Centros comerciales urbanos.
1. Tendrán la consideración de centro comercial urbano, a los efectos de su 

reconocimiento por la Generalitat, aquellos ámbitos urbanos donde existe una agrupación 
representativa de empresas comerciales que, en un área urbana delimitada y vinculados a 
través de una entidad con personalidad jurídica, desarrollan profesionalmente una estrategia 
conjunta de mejora socioeconómica de su entorno, especialmente a través de acciones de 
promoción, gestión de servicios y dinamización económica.

2. Los centros comerciales urbanos se desarrollarán en espacios urbanos caracterizados 
por albergar altas concentraciones de comercios y servicios, coincidiendo con ámbitos de 
reconocida tradición en el desarrollo de la función comercial. La delimitación de los centros 
comerciales urbanos responderá a criterios de tipo económico, comercial, social, histórico, 
urbanístico y medioambiental.

3. Corresponde a la conselleria competente en materia de comercio la calificación de los 
centros comerciales urbanos de la Comunitat Valenciana, de acuerdo con el procedimiento 
que reglamentariamente se establezca.
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Artículo 42.  Otros ámbitos de actuación preferente.
La conselleria competente en materia de comercio, en colaboración con otros 

departamentos de la Generalitat, los ayuntamientos y los agentes económicos y sociales, 
impulsará:

1. La realización de planes de mejora urbana en los centros históricos de carácter 
comercial, a través de programas y proyectos de urbanismo y desarrollo comercial. A tal 
efecto, la conselleria establecerá las condiciones históricas, comerciales y urbanísticas 
necesarias para contar con esta calificación.

2. La mejora de parques comerciales y corredores urbanos de carácter comercial que 
presenten entornos urbanísticamente deteriorados, mediante proyectos de mejora de las 
condiciones de movilidad, elementos de equipamiento y urbanización e integración de 
sistemas de transporte colectivo. Para ello se estimulará la cooperación entre los 
ayuntamientos para la formulación de proyectos supralocales y la creación de entidades para 
la gestión y coordinación de dichos proyectos en los que participen los operadores privados.

3. En municipios de carácter turístico, acciones y proyectos de promoción, dinamización, 
señalización y mejora de entornos urbano-comerciales en coordinación con los planes de 
dinamización turística.

4. En las zonas rurales, la realización de acciones específicas de promoción y 
modernización de los tejidos y equipamientos comerciales y de apoyo a la venta no 
sedentaria, con el fin de mantener las adecuadas condiciones de calidad de vida de la 
población.

5. En los mercados municipales, la realización de proyectos de modernización y mejora 
de sus entornos, los edificios y las infraestructuras, adecuándolos a las necesidades 
actuales de los consumidores.

6. En los entornos donde se desarrollen habitualmente mercados extraordinarios y venta 
no sedentaria, proyectos y actuaciones de mejora urbana y de creación de infraestructuras y 
servicios urbanos adaptados a esta modalidad de venta.

TÍTULO IV
Ventas fuera de establecimiento comercial

CAPÍTULO I
Venta no sedentaria

Artículo 43.  Concepto.
1. Se considera venta no sedentaria la realizada por comerciantes, fuera de un 

establecimiento comercial permanente, de forma habitual, ocasional, periódica o continuada, 
en los perímetros o lugares debidamente autorizados en instalaciones comerciales 
desmontables o transportables.

2. Se considera venta ambulante la modalidad de venta no sedentaria practicada en 
ubicación móvil, de manera y con medios que permitan al vendedor ofertar su mercancía de 
forma itinerante, deteniéndose en distintos lugares sucesivamente y por el tiempo necesario 
para efectuar la venta.

3. Las actividades de venta no sedentaria no pierden su condición por el hecho de 
desarrollarse sobre suelos de propiedad o titularidad privada.

Artículo 44.  Objeto de la venta.
Salvo prohibición expresa en la normativa vigente, todos los productos podrán ser objeto 

de venta no sedentaria, siempre y cuando cumplan con la normativa técnico-sanitaria y de 
seguridad.
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Artículo 45.  Autorización.
1. Para cada emplazamiento concreto, y para cada una de las modalidades de venta no 

sedentaria que el comerciante se proponga ejercer, el comerciante deberá disponer de 
autorización, que será otorgada por el ayuntamiento respectivo.

2. Corresponderá a los ayuntamientos otorgar las autorizaciones para el ejercicio de la 
venta no sedentaria en sus respectivos términos municipales, de acuerdo con sus normas 
específicas y las contenidas en la legislación vigente. Los ayuntamientos, a través de la 
Federación Valenciana de Municipios y Provincias (FVMP), procurarán que el plazo de 
duración de las autorizaciones para el ejercicio de la venta no sedentaria sea el mismo en 
todos los municipios.

3. No obstante lo anterior, y puesto que el número de autorizaciones disponibles es 
limitado debido a la escasez de suelo habilitado a tal efecto, la duración de las mismas no 
podrá ser por tiempo indefinido, debiendo permitir, en todo caso, la amortización de las 
inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos. En todo caso las 
autorizaciones serán renovables.

4. El procedimiento para la selección entre los posibles candidatos habrá de garantizar la 
transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, desarrollo y 
fin del proceso.

5. La autorización que se otorgue no dará lugar a un procedimiento de renovación 
automática, ni conllevará ningún otro tipo de ventaja para el prestador cesante o las 
personas que estén especialmente vinculadas con él.

Artículo 46.  Identificación.
Quienes realicen venta no sedentaria deberán tener expuestos, en forma fácilmente 

visible para el público, sus datos personales y el documento en el que conste la 
correspondiente autorización municipal, así como una dirección para la recepción de las 
posibles reclamaciones.

Artículo 47.  Ordenanzas municipales.
1. La regulación a través de las ordenanzas municipales, necesariamente, deberá 

especificar:
a) Los perímetros o lugares determinados, públicos o privados, donde se podrá realizar 

la venta no sedentaria.
b) El procedimiento y criterios que serán considerados para la autorización de la venta 

no sedentaria, y que atenderán, en particular, a los intereses de los consumidores y de los 
ciudadanos, como su movilidad y la adecuada prestación de los servicios públicos.

c) Los criterios excepcionales que hayan de considerarse con ocasión de la celebración 
de las fiestas de la población y la organización de eventos públicos.

d) El régimen de las diferentes modalidades de venta no sedentaria.
e) El régimen de la venta no sedentaria realizada en espacios de titularidad privada.
f) El régimen de infracciones y sanciones, de acuerdo con lo previsto en los artículos 139 

a 141 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.
2. Las ordenanzas municipales podrán contemplar la regulación de la venta directa por 

los agricultores y ganaderos de los productos agropecuarios en estado natural y en su lugar 
de producción, con sujeción, en todo caso, a los requisitos aplicables establecidos por la 
normativa vigente.

3. En defecto de ordenanza municipal se estará a lo dispuesto en las normas legales y 
reglamentarias, estatales y autonómicas, que sean aplicables en la materia.

4. Las ordenanzas municipales no podrán exigir a quienes son titulares de la autorización 
haber satisfecho todas las obligaciones con las haciendas locales para el ejercicio de la 
venta no sedentaria, salvo en el caso de que se trate de obligaciones tributarias vinculadas 
directamente al desarrollo de esta modalidad de venta.
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CAPÍTULO II
Venta a distancia

Artículo 48.  Concepto.
Se consideran ventas a distancia las celebradas sin la presencia física simultánea del 

comprador y del vendedor, siempre que su oferta y aceptación se realicen de forma 
exclusiva a través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y dentro de un 
sistema de contratación a distancia organizado por el vendedor.

Artículo 49.  Régimen jurídico.
Las ventas a distancia se regirán, además de por las normas previstas en la presente ley, 

por la legislación estatal que resulte de aplicación, en particular por la Ley 7/1996, de 15 de 
enero, de Ordenación del Comercio Minorista, la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico, y el Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Artículo 50.  Comercio electrónico y otros medios de comunicación a distancia.
1. Las comunicaciones que, dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, se realicen a 

través de un medio electrónico y otros medios de comunicación a distancia deberán 
identificarse claramente como comerciales e informar, en su caso, de la adhesión a códigos 
de conducta o a sistemas arbitrales o de resolución extrajudicial de conflictos.

2. Las empresas que ejerzan la actividad de comercio electrónico deberán estar en 
disposición de acreditar ante las autoridades de comercio competentes que:

a) Disponen de los sistemas adecuados para que el comprador pueda almacenar y 
reproducir los datos relativos a las condiciones aplicables a la transacción comercial.

b) Disponen de los medios técnicos para identificar y corregir los errores de introducción 
de datos antes de efectuar el pedido, así como para comunicar la aceptación de éste.

c) Disponen de sistemas apropiados para registrar a los titulares de cuentas de correo 
electrónico que no deseen recibir comunicaciones comerciales.

3. En todas las comunicaciones comerciales deberá figurar con claridad la identidad de 
la empresa, así como una dirección donde se atiendan las reclamaciones.

CAPÍTULO III
Venta domiciliaria

Artículo 51.  Concepto.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por venta domiciliaria la realizada 

profesionalmente mediante la visita del vendedor, o de sus empleados o agentes, al domicilio 
de los posibles compradores, tanto si se produce la entrega de la cosa vendida en el mismo 
momento, como si no.

No se considerará venta domiciliaria la entrega de mercancías adquiridas previamente 
en establecimientos comerciales o bajo alguna modalidad de venta a distancia.

2. Se consideran asimiladas a la venta a domicilio las que se realizan en el lugar de 
trabajo del comprador, la llamada «venta en reunión» de un grupo de personas convocadas 
por el vendedor u otra persona a petición de éste, las realizadas con ocasión de excursiones 
y viajes, aunque tengan lugar en locales del vendedor, y, en general, la venta al por menor 
realizada fuera del establecimiento del comerciante y a iniciativa de éste o de sus auxiliares.

Artículo 52.  Régimen jurídico.
Las ventas domiciliarias se regirán, además de por las disposiciones de la presente ley, 

por lo previsto para los contratos celebrados fuera de establecimientos comerciales en el 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprobó el Texto 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 86  Ley de comercio de la Comunitat Valenciana

– 1971 –



Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y otras leyes 
complementarias.

No podrán ser objeto de venta domiciliaria aquellos productos cuya regulación prohíba 
este tipo de ventas, especialmente los alimenticios y aquellos que, por la forma de 
presentación u otras circunstancias, no cumplan con las normas técnico-sanitarias o de 
seguridad.

Artículo 53.  Requisitos.
Para la práctica de la venta domiciliaria deberán cumplirse los siguientes requisitos:
1. Las empresas que realicen venta domiciliaria en el ámbito territorial de la Comunitat 

Valenciana deberán depositar una fianza caucional de garantía, ajustada a su volumen de 
negocio, por la posible responsabilidad civil que puedan contraer en la práctica de este 
sistema de venta, en la forma y cuantías que reglamentariamente se determinen.

2. Los vendedores deberán mostrar a los consumidores la documentación en la que 
conste la identidad de la empresa y facilitar la información y las garantías establecidas para 
los contratos celebrados fuera de un establecimiento comercial.

Artículo 54.  Venta piramidal.
Es ilícito crear, dirigir o promocionar un plan de venta piramidal en que el consumidor 

realice una contraprestación a cambio de la oportunidad de recibir una compensación 
derivada fundamentalmente de la entrada de otros consumidores en el plan, y no de la venta 
o el suministro de los productos o servicios.

CAPÍTULO IV
Venta automática

Artículo 55.  Concepto.
1. Es venta automática la forma de distribución detallista en la cual se pone a disposición 

del consumidor el producto o servicio para que éste lo adquiera mediante el accionamiento 
de cualquier tipo de mecanismo y previo pago de su importe.

2. Los distintos modelos de máquinas para la venta automática deberán cumplir la 
normativa técnica que les sea de aplicación.

Artículo 56.  Información.
Para protección de los consumidores y usuarios, en todas las máquinas de venta deberá 

figurar, con claridad:
1. La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 

que expenden, su precio y la identidad del oferente, así como una dirección y teléfono donde 
se atiendan las reclamaciones.

2. La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite y las instrucciones para la obtención del producto deseado, así como la acreditación 
del cumplimiento de la normativa técnica aplicable.

CAPÍTULO V
Venta en subasta

Artículo 57.  Concepto.
1. La celebración de una pública subasta consiste en ofertar, pública e irrevocablemente, 

la venta de un bien a favor de quien ofrezca, mediante el sistema de pujas y dentro del plazo 
concedido al efecto, el precio más alto por encima de un mínimo, ya se fije éste inicialmente 
o mediante ofertas descendentes realizadas en el curso del propio acto.
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2. La regulación de las ventas en pública subasta contenida en la presente ley se 
aplicará a las efectuadas por empresas que se dediquen a esta actividad o al comercio al por 
menor, ya sean realizadas de forma presencial o a distancia a través de medios telemáticos

3. Las subastas de títulos, así como las subastas judiciales y administrativas, se regirán 
por su normativa específica.

Artículo 58.  Régimen jurídico.
Las ventas en pública subasta, que se realicen en el ámbito de la Comunitat Valenciana, 

deberán cumplir, además de las disposiciones de la presente Ley, con lo previsto en los 
artículos 56 y siguientes de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista, y demás normativa aplicable.

Artículo 59.  Obligaciones de información.
1. La oferta de venta en subasta deberá contener una descripción veraz de los objetos 

que salen a la misma, con identificación de si sus calidades son ciertas o, simplemente, 
supuestas o adveradas por determinado experto.

2. Cuando en salas especializadas en objetos de arte o de valor se oferte la venta en 
subasta de una imitación o de un artículo que, aunque aparentemente precioso, no lo sea en 
realidad, deberá hacerse constar expresamente esta circunstancia tanto en los anuncios 
como en las invitaciones en las pujas.

Cuando se oferte la venta en subasta de un objeto acompañado del nombre o de las 
iniciales de un determinado autor o precisando que aparece firmado por el mismo, se 
considerará que se vende como original de dicho autor, a menos que consten con claridad 
las oportunas advertencias.

3. Lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo será también de aplicación a las 
ventas de objetos preciosos o artísticos que se oferten al público en forma distinta a la 
subasta.

TÍTULO V
Ventas promocionales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 60.  Concepto.
1. A los efectos de la presente ley, se considera venta promocional toda oferta capaz de 

influir en la toma de decisiones de mercado de los consumidores, durante un período 
limitado de tiempo, mediante la incorporación de un valor añadido con respecto a las 
condiciones habituales de comercialización, consistente en una ventaja económica o en 
cualquier otro tipo de incentivo material o inmaterial.

2. Tendrán la consideración de ventas promocionales, a los efectos de la presente ley, 
las ventas de saldos o en liquidación, aunque no necesariamente comporten el ofrecimiento 
de un incentivo al consumidor.

Artículo 61.  Principio de legalidad y veracidad.
1. Las ventas promocionales deben respetar la legalidad vigente, en particular, la 

legislación sobre publicidad ilícita y competencia desleal, y la legislación estatal de 
ordenación del comercio minorista que resulte de aplicación directa.

2. Las ventas promocionales no deberán ser engañosas.
Se entiende por venta promocional engañosa aquella que en razón de la inexactitud de 

los datos sustanciales contenidos en ella, su ambigüedad o de cualquier manera, incluida su 
presentación, pueda inducir a error a los consumidores, siendo susceptible de alterar su 
comportamiento económico.
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En caso de omisión de información, la venta promocional se considerará engañosa 
cuando se oculte al consumidor la información sustancial necesaria para que el destinatario 
adopte o pueda adoptar una decisión relativa a su comportamiento económico con el debido 
conocimiento de causa.

3. En garantía del principio de veracidad, en particular:
a) No se utilizarán denominaciones que no se correspondan con la verdadera naturaleza 

de la oferta promocional.
b) Las ventas promocionales no supondrán una alteración de las propiedades de los 

productos o prestaciones, ni la exigencia de condiciones distintas a las habituales.
c) No se enmascararán las condiciones jurídicas y económicas de adquisición y entrega 

de los bienes o de la prestación de los servicios.
Se deberá informar de forma suficiente sobre cualquier coste adicional que los 

destinatarios de la promoción deban desembolsar para la adquisición de la prestación objeto 
de la oferta o de la prestación adicional ofrecida como incentivo, como, en su caso, los 
gastos de envío o de transporte.

d) No se presentarán como incentivos prestaciones que son comunes a todos los 
productos o servicios de la misma categoría, o derechos que otorga la legislación a los 
consumidores.

Artículo 62.  Disponibilidad de existencias.
1. En la organización de una oferta promocional se deberá contar con existencias 

suficientes para satisfacer la demanda previsible en cada establecimiento, calculada de 
modo razonable, atendiendo, entre otras circunstancias, a la duración de la promoción 
anunciada y a la publicidad realizada. En ese sentido, quedan prohibidas las ofertas 
comerciales que evidencien la imposibilidad de cubrir una mínima demanda, a la vista de las 
existencias puestas a la venta y del mercado potencial al que se dirigen, y cuya única 
pretensión sea la de atraer al consumidor al establecimiento mediante una expectativa 
engañosa.

2. La supeditación de la oferta a la existencia de mercancías o de stocks no elimina el 
eventual carácter engañoso.

CAPÍTULO II
Obligaciones de información

Artículo 63.  Información sobre limitaciones esenciales.
En la organización de ventas promocionales se deberá informar de forma completa, 

comprensible y veraz sobre las limitaciones esenciales de la oferta.
En particular, se informará sobre las siguientes:
1. Limitaciones espaciales: en el caso de que el ámbito espacial en el que se ofrece la 

promoción no coincida con aquel en el que se ha realizado su difusión publicitaria, el 
anunciante deberá especificar, de forma clara, la zona o puntos de venta para los que se 
organiza la venta promocional o el territorio o establecimientos que quedan excluidos de la 
misma.

2. Limitaciones temporales: el anunciante deberá informar sobre la duración de la oferta 
promocional, indicando, de forma inteligible, visible y legible, su fecha de comienzo y de 
finalización.

3. Limitaciones cualitativas: en caso de ofertas promocionales de productos cuyas 
características no se corresponden con las habituales, deberá informarse sobre dicha 
circunstancia, en especial en el supuesto de ventas de saldos.

Artículo 64.  Bases de la promoción.
1. Las condiciones esenciales de la venta promocional deberán incorporarse a la 

publicidad de la misma.
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No obstante lo anterior, en caso de que existiera otro tipo de condiciones secundarias se 
hará referencia a su existencia de forma clara y suficiente en dicha publicidad, y a que se 
pone a disposición de los destinatarios en el punto de venta, debiendo facilitarse por escrito 
a quienes lo soliciten y, en todo caso, a los que manifiesten la voluntad de realizar la 
adquisición de alguno de los productos ofertados con antelación a la formalización del 
contrato de compraventa.

2. En caso de publicidad de la venta promocional en una página web deberán figurar en 
la misma, de forma clara y visible, todas las condiciones, tanto las esenciales como 
secundarias, durante todo el período de duración de la oferta.

Artículo 65.  Pluralidad de ofertas promocionales en un establecimiento.
1. La venta promocional de un número limitado de productos o servicios ofrecidos en un 

establecimiento no podrá causar en los consumidores la imagen de que son todos o la 
mayoría de los productos o servicios del establecimiento los que se ofrecen en condiciones 
ventajosas.

2. Sólo podrá anunciarse una venta promocional como general en todo el 
establecimiento cuando comprenda, al menos, más de la mitad de los productos o servicios 
ofrecidos.

3. En todo caso, deberán separarse suficientemente los productos o servicios objeto de 
la promoción de aquellos ofrecidos en condiciones habituales, así como distinguir, de forma 
clara, entre los distintos tipos de ventas promocionales.

Artículo 66.  Pluralidad de establecimientos participantes en una oferta promocional.
1. Solo podrá anunciarse una venta promocional como general para una agrupación o 

cadena de establecimientos cuando sea seguida, al menos, por los dos tercios de sus 
establecimientos.

2. En la publicidad deberá advertirse, en todo caso, de forma clara, que dichas 
promociones no se ofrecen en todos los establecimientos, especificando los incluidos y/o los 
excluidos. Además, en el exterior de los establecimientos deberá informarse, de forma clara 
y destacada, sobre su participación o no en la promoción.

Artículo 67.  Información sobre la cuantía de la reducción.
1. Siempre que se oferten artículos con reducción de precio, deberá figurar con claridad, 

en cada uno de ellos, el precio anterior junto con el precio reducido, salvo en el supuesto de 
que se trate de promociones de artículos puestos a la venta por primera vez; en este caso 
deberá figurar el precio de venta al público que será habitual una vez finalice la promoción.

Se entenderá por precio anterior el que hubiese sido aplicado sobre productos idénticos 
durante un período continuado de, al menos, treinta días, en el curso de los seis meses 
precedentes, salvo en el caso de productos perecederos, para los cuales se entenderá que 
el plazo es de siete días.

2. No obstante lo señalado en el apartado precedente, cuando se trate de una reducción 
porcentual de un conjunto de artículos, bastará con el anuncio genérico de la misma, sin 
necesidad de que conste individualmente en cada artículo ofertado.

3. No puede utilizarse un precio ficticio como referencia del precio habitual. En particular, 
se considerará que un precio es ficticio cuando:

a) El precio publicitado como anterior no se corresponde con el practicado en un período 
inmediatamente anterior, no ha sido realmente practicado, ha sido exigido artificialmente a 
un precio muy alto durante un período de tiempo muy corto o en relación con prestaciones 
que no son idénticas.

b) El precio de fábrica o de mayorista publicitado no coincide con el efectivamente 
practicado por el fabricante o mayorista, respectivamente.

c) El precio publicitado de lanzamiento, de apertura o equivalente no es inferior al que 
efectivamente será practicado con posterioridad.

d) El precio recomendado en las ofertas realizadas en un establecimiento no coincida 
con el precio habitual practicado en dicho establecimiento, al menos treinta días durante los 
últimos seis meses, salvo en el caso de productos perecederos para los cuales se entenderá 
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que el plazo es de siete días, o en las ofertas de un grupo de comerciantes cuando sea 
superior al precio más alto efectivamente practicado por los participantes en la promoción.

4. Las ventas promocionales que afecten a un conjunto de productos o servicios y 
ofrezcan reducciones de precio de cuantía variable podrán anunciarse mediante expresiones 
«desde» o «hasta» un porcentaje o cuantía determinada, siempre que dicho porcentaje o 
cuantía sea real y no constituya un supuesto excepcional que pueda llevar a los destinatarios 
a conclusiones erróneas acerca del alcance de la reducción de precios.

Se presumirá que constituye un supuesto excepcional que puede llevar a error a los 
destinatarios cuando el porcentaje o la cuantía mencionadas en la publicidad mediante las 
expresiones «desde» o «hasta» no alcance, al menos, el 50% de los productos o servicios 
ofertados.

CAPÍTULO III
Ventas en rebajas

Artículo 68.  Concepto.
Se entiende que existe venta en rebajas cuando los artículos objeto de la misma se 

ofertan, en el mismo establecimiento en el que se ejerce habitualmente la actividad 
comercial, a un precio inferior al fijado antes de dicha venta.

Artículo 69.  Temporada de rebajas.
1. Las ventas en rebajas sólo podrán tener lugar como tales en dos temporadas anuales; 

una iniciada al principio de año, y la otra en torno al período estival de vacaciones.
2. La duración de cada período de rebajas será, como mínimo, de una semana y, como 

máximo, de dos meses, de acuerdo con la decisión de cada comerciante dentro de las 
fechas concretas que fije, mediante orden, la conselleria competente en materia de 
comercio.

3. Las fechas de inicio y final de rebajas elegidas deberán exhibirse en los 
establecimientos comerciales en sitio visible al público, al menos desde el comienzo al final 
de la venta promocional.

Artículo 70.  Requisitos específicos.
1. No podrá anunciarse la venta en rebajas para un establecimiento comercial cuando la 

misma no afecte, al menos, a más de la mitad de los productos ofrecidos.
2. En el supuesto en que las rebajas no afecten a la totalidad de los productos, deberán 

identificarse claramente los que son objeto de esta venta promocional, separándolos del 
resto.

3. No podrán ser objeto de una venta en rebajas los productos deteriorados o los que no 
formen parte de las existencias anteriores con un mes de antelación a la fecha de inicio de 
las ventas en rebajas.

CAPÍTULO IV
Ventas con descuento

Artículo 71.  Concepto.
1. Se consideran ventas con descuento aquellas que se realicen por precio inferior o en 

condiciones más favorables que las habituales, con el fin de potenciar la venta de ciertos 
productos o el desarrollo de uno o varios comercios o establecimientos.

2. Sólo podrán anunciarse con las expresiones «descuentos», «ofertas» o «promoción», 
si bien, a continuación se podrá especificar el motivo de las mismas.
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Artículo 72.  Descuentos en especie.
1. Se entiende por descuento en especie toda promoción publicitaria consistente en el 

ofrecimiento de una prestación adicional de la misma naturaleza que la prestación principal. 
En particular, constituyen descuentos en especie las promociones publicitarias en las que se 
utilizan expresiones del tipo «3 × 2», «2 × 1» o mediante la referencia a un porcentaje 
determinado de cantidad suplementaria.

2. El ofrecimiento de un descuento en especie no podrá defraudar las expectativas 
creadas en los destinatarios mediante la exigencia de un precio superior al que venía 
exigiéndose para la adquisición de la prestación principal, a no ser que de ello se informe de 
forma clara, suficiente y explícita en la publicidad.

CAPÍTULO V
Ventas con obsequio

Artículo 73.  Concepto.
1. Con la finalidad de promover las ventas, podrá ofertarse a los compradores otro 

producto o servicio gratuito o a precio especialmente reducido, ya sea en forma automática, 
o bien diferida o aleatoria, mediante la participación en un sorteo o concurso, siempre que no 
dificulte la valoración de la oferta.

2. En ningún caso podrán ofrecerse obsequios o regalos con fines publicitarios ni 
organizarse prácticas comerciales análogas cuando, por las circunstancias en que se 
realicen, pongan al consumidor en el compromiso de contratar la prestación principal.

Artículo 74.  Requisitos.
1. En las ventas con obsequios, en las que la entrega de la prestación adicional se 

supedita al canje de uno o, normalmente, varios cupones, vales, sellos y otros documentos 
incorporados a la prestación principal, se dará a conocer con precisión el objeto del obsequio 
y las condiciones de obtención.

2. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares, deberán constar 
en el envase o envoltura del producto de que se trate o, cuando no sea posible reproducirlas 
en su integridad, estar debidamente acreditadas ante Notario y ser accesibles para sus 
destinatarios en los términos señalados en el artículo 64. En la publicidad debe hacerse 
mención expresa a la existencia de estas bases, así como al procedimiento para su 
obtención.

Dichas bases contendrán no sólo las condiciones de participación e informaciones 
acerca de los premios, sino también la descripción completa del procedimiento técnico para 
realizar el sorteo o concurso en el caso en que se reduzca significativamente la posibilidad 
de conseguir el premio.

3. No se creará la impresión falsa de que el consumidor ha ganado ya, ganará o 
conseguirá el obsequio, un premio o cualquier ventaja equivalente si realiza un acto 
determinado cuando en realidad:

a) No existe tal premio o ventaja equivalente.
b) La realización de una acción relacionada con la obtención del premio o ventaja 

equivalente está sujeta a la obligación, por parte del consumidor, de efectuar un pago o la 
adquisición de determinados productos o servicios.

Artículo 75.  Entrega de los obsequios.
1. Los bienes o servicios en que consistan los obsequios o incentivos promocionales 

deberán entregarse a los compradores en el plazo máximo de tres meses, a contar desde el 
momento en que el comprador reúna los requisitos exigidos.

2. Cuando el ofrecimiento se haya hecho en los envases de los correspondientes 
productos, se advertirá del plazo de que dispone el adquirente para solicitarlos, pero, en 
cualquier caso, el derecho a obtener la prima ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, 
durante los tres meses siguientes a la fecha de caducidad de la promoción.
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Artículo 76.  Regulación de ofertas conjuntas.
1. En la oferta conjunta de diferentes productos o servicios de dos o más clases como 

unidad de contratación que se presente al público como oferta promocional, el consumidor 
deberá beneficiarse de una reducción de precio, que, para el caso de que los productos o 
servicios pudieren adquirirse de forma separada, resultará de la confrontación de su precio 
global con los precios de cada producto o servicio individual.

2. Cuando los productos o servicios se ofrecen habitualmente por separado, debe 
mantenerse la posibilidad de su adquisición individualizada.

CAPÍTULO VI
Ventas en liquidación

Artículo 77.  Concepto.
Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de productos que, anunciada con esta denominación u 
otra equivalente, tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es 
llevada a cabo por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de 
aquél en alguno de los casos siguientes:

1. Cesación total o parcial de la actividad de comercio. En el supuesto de cese parcial 
tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

2. Cambio de ramo de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
3. Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
4. Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.

Artículo 78.  Requisitos.
La oferta y realización de ventas en liquidación deberá cumplir los siguientes requisitos:
1. No podrán ser objeto de liquidación aquellos artículos que no formaran parte de las 

existencias del establecimiento un mes antes del inicio de la misma, o aquellos que fueron 
adquiridos por el comerciante con objeto de incluirlos en la liquidación misma.

2. En ningún caso la oferta podrá inducir al comprador a creer que la venta en liquidación 
se hace a precios reducidos cuando tal reducción no sea cierta con relación a los precios 
habitualmente practicados antes de la liquidación.

3. El periodo de liquidación no sobrepasará los tres meses.
4. En el curso de los tres años siguientes a la finalización de una venta en liquidación, el 

vendedor no podrá ejercer el comercio en la misma localidad, sobre productos similares a los 
que hubiesen sido objeto de liquidación, por cualquiera de los motivos señalados en los 
párrafos 1 y 2 del artículo anterior. Tampoco podrá proceder a una nueva liquidación en el 
mismo establecimiento, excepto cuando esta última tenga lugar en ejecución de decisión 
judicial o administrativa, por cesación total de la actividad o por causa de fuerza mayor.

CAPÍTULO VII
Ventas de saldos

Artículo 79.  Concepto.
1. Se considera venta de saldos la de productos cuyo valor de mercado aparezca 

manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de 
los mismos, sin que un producto tenga esta consideración por el solo hecho de ser un 
excedente de producción o de temporada.

2. La oferta y realización de venta de saldos podrá hacerse cuando se trate de productos 
que no se puedan vender a los precios habituales del mercado, bien por haber perdido 
actualidad o utilidad, estar desparejados, o bien por ser defectuosos o estar deteriorados, 
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siempre que no comporten riesgo ni engaño para los compradores y que se vendan 
efectivamente a precios inferiores a los habituales.

Artículo 80.  Requisitos.
La venta de saldos deberá cumplir los siguientes requisitos:
1. Salvo en los establecimientos dedicados exclusivamente a esta modalidad de venta, 

los artículos objeto de la venta de saldos deberán haber formado parte de las existencias del 
vendedor, al menos, con seis meses de antelación al inicio de la oferta, salvo que se trate de 
productos defectuosos o deteriorados.

2. La venta de saldos se hará separándolos claramente del resto de productos del 
establecimiento comercial.

3. Las ventas de saldos deberán anunciarse necesariamente como «saldos», «restos» o 
expresión similar.

4. Cuando se trate de artículos deteriorados o defectuosos, deberá constar tal 
circunstancia de manera precisa y ostensible.

Artículo 81.  Establecimientos dedicados permanentemente a la venta de saldos.
1. Para la venta de saldos con carácter habitual y permanente, el establecimiento 

comercial deberá estar dedicado principalmente a este tipo de ventas. En el exterior del 
establecimiento deberá indicarse claramente su actividad, informando de forma destacada 
sobre su naturaleza en el rótulo del establecimiento.

2. Los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos podrán saldar 
artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la finalidad de ser vendidos como 
saldos o restos.

Artículo 82.  Venta de excedentes de producción o de temporada.
La venta de artículos excedentes de producción o de temporada que no tengan la 

condición de saldos, por no aparecer manifiestamente disminuido su valor de mercado, 
podrá practicarse y anunciarse bajo la denominación de «outlet», «factory» o tiendas o 
centros de fabricante, tanto en establecimientos dedicados exclusivamente a este tipo de 
venta como en secciones de un establecimiento. En este segundo caso, deberán estar 
claramente diferenciadas del resto de artículos del establecimiento. En cualquier caso, la 
oferta se realizará aplicando una reducción evidente de su precio de mercado.

CAPÍTULO VIII
Oferta de venta directa

Artículo 83.  Veracidad de la oferta.
Queda prohibido que, en la oferta al público de mercancías de cualquier clase, se 

invoque por el vendedor su condición de fabricante o mayorista, a menos que reúna las 
circunstancias siguientes:

1. Que, en el primer caso, fabrique realmente la totalidad de los productos puestos a la 
venta y, en el segundo, realice sus operaciones de venta fundamentalmente a comerciantes 
minoristas.

2. Que los precios ofertados sean los mismos que aplica a otros comerciantes, 
mayoristas o minoristas, según los casos.
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TÍTULO VI
Gobernanza

CAPÍTULO I
Calidad en la acción pública

Artículo 84.  Compromiso de calidad con los ciudadanos.
La Generalitat garantizará el libre acceso y ejercicio de la actividad comercial, mediante 

la implantación de sistemas de calidad que redunden en la simplificación de trámites 
administrativos, la racionalización y agilidad de los procedimientos, y la accesibilidad del 
ciudadano a la información y a los servicios por medios electrónicos, a través de las 
denominadas ventanillas únicas.

Artículo 85.  Fomento de la calidad en la prestación de los servicios.
La Generalitat impulsará la cultura de la calidad en el comercio a través de las entidades 

públicas o privadas, especializadas en materia de gestión de la calidad y excelencia, 
fundamentalmente con aquellas que no tengan ánimo de lucro, fomentando que los 
prestadores de servicios comerciales establecidos en la Comunitat Valenciana, o quienes los 
oferten en régimen de libre prestación de servicios, procuren un alto nivel de calidad en los 
mismos.

CAPÍTULO II
Descentralización administrativa y funcional

Artículo 86.  Proximidad de la gestión.
1. La Generalitat garantizará a los entes locales el derecho a intervenir en la planificación 

comercial de su territorio, de conformidad con los principios de descentralización y de 
máxima proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos, mediante la puesta en 
marcha de mecanismos y actuaciones que impulsen el proceso de modernización y 
ordenación del comercio local y contribuyan a la mejora de la calidad de los servicios.

2. La Generalitat facilitará el acercamiento al ciudadano de la actividad administrativa en 
materia de comercio, a través de la implantación de una red de Agencias para el Fomento de 
la Innovación Comercial que, distribuidas espacialmente, y coordinadas por la Conselleria 
competente en materia de comercio, den respuesta a las necesidades del sector en clave 
local.

Reglamentariamente se determinarán las funciones de las agencias para el fomento de 
la innovación comercial, así como los requisitos y el procedimiento para su incorporación y 
acreditación.

Artículo 87.  Cámaras oficiales de comercio, industria y navegación.
Además del ejercicio de las competencias de carácter público que, como corporaciones 

de derecho público, corresponden a las cámaras oficiales de comercio, industria y 
navegación, la Generalitat podrá encomendar o delegar en ellas otras competencias que 
aproximen la administración al ciudadano y contribuyan a la promoción y defensa de los 
intereses generales del comercio.
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CAPÍTULO III
Participación ciudadana

Artículo 88.  Participación en la acción pública.
La Generalitat dispondrá los medios y sistemas necesarios para facilitar la participación 

de los ciudadanos en la acción pública, a través de sus respectivos grupos de interés, en 
todos aquellos asuntos que afecten a la actividad comercial.

Artículo 89.  Observatorio del Comercio Valenciano.
1. El Observatorio del Comercio Valenciano es un órgano colegiado, consultivo y asesor 

en materia de comercio, adscrito a la conselleria competente en materia de comercio. En el 
ejercicio de sus funciones, el Observatorio actuará como órgano de información, consulta y 
asesoramiento en materia de comercio y de la actividad comercial.

2. El régimen de organización y funcionamiento, así como la determinación de su 
composición, estará establecido reglamentariamente.

Artículo 90.  Consejos locales de comercio.
Las entidades locales podrán crear consejos locales de comercio, como órganos 

sectoriales de participación ciudadana y asesoramiento en materia de comercio local, para la 
promoción económica y fomento del atractivo comercial de su territorio. Asimismo, actuarán 
como foro de debate, diálogo y consenso entre los representantes del sector comercial y las 
instituciones públicas y privadas.

Artículo 91.  Potenciación de la participación de los agentes del sector.
1. La Generalitat potenciará la colaboración con las cámaras oficiales de comercio, 

industria y navegación, de acuerdo con el marco establecido en la Ley 11/1997, de 16 de 
diciembre, de la Generalitat, y con las asociaciones empresariales en el desarrollo de las 
acciones de promoción, dinamización, formación y asistencia al comercio, y promoverá 
políticas dirigidas al fortalecimiento del tejido asociativo comercial, su profesionalización y 
reconocimiento social.

2. La Generalitat intensificará la colaboración con el sistema universitario valenciano, la 
red de institutos tecnológicos de la Comunitat Valenciana y otros centros de conocimiento e 
investigación en la puesta en marcha de programas de investigación y acercamiento de la 
innovación y las nuevas tecnologías a las empresas comerciales.

CAPÍTULO IV
Fomento de la actividad comercial

Artículo 92.  Acción pública de fomento.
La Generalitat dinamizará la actividad comercial y el conjunto del tejido empresarial 

valenciano, impulsando la modernización de las estructuras comerciales, la incorporación de 
nuevas tecnologías, la creación de entornos urbanos atractivos y adecuados, la formación de 
los agentes del sector, y la promoción de productos y el comercio valenciano, contribuyendo 
así a la mejora de la competitividad de las empresas comerciales y del conjunto del sistema 
de distribución comercial valenciano, en el marco de una economía equilibrada y 
responsable.

Artículo 93.  Fines de la actuación pública.
La Generalitat promoverá, mediante sus instituciones, y especialmente, a través de la 

Conselleria competente en materia de comercio y de las cámaras oficiales de comercio de la 
Comunitat Valenciana, actuaciones tendentes a la consecución de los siguientes objetivos:

1. Mejorar la competitividad de las empresas comerciales y del conjunto del sistema de 
distribución comercial valenciano.
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2. Favorecer la adaptación de las empresas comerciales a los cambios del mercado, en 
los ámbitos de la mejora de la eficiencia, gestión y productividad, especialmente de las 
PYMES y microempresas.

3. Impulsar la cooperación, el asociacionismo sectorial y la integración empresarial.
4. Impulsar la cualificación de los recursos humanos del sector, adaptando la formación 

profesional de los comerciantes, directivos y empleados a las necesidades del mercado y 
apoyando a los emprendedores del comercio.

5. Ordenar la implantación de grandes establecimientos comerciales, en base a criterios 
de sostenibilidad territorial.

6. Conseguir un comercio más innovador y extender las nuevas tecnologías.
7. Implantar la cultura de la calidad y de la excelencia del servicio.
8. Impulsar una mayor responsabilidad medioambiental del comercio valenciano.
9. Dinamizar el comercio urbano consolidando las áreas comerciales urbanas, 

impulsando la realización de planes de desarrollo comercial de carácter local y 
supramunicipal y apoyando la realización de actuaciones de urbanismo comercial.

10. Mejorar el conocimiento sobre el sector comercial valenciano y su evolución.

Artículo 94.  Impulso al uso de la innovación y las tecnologías de la información.
Corresponde a la Generalitat fomentar la integración de las empresas en la sociedad de 

la información, y apoyar todos aquellos proyectos de adaptación de las PYMES, mediante el 
impulso y la promoción de la utilización de las tecnologías de la información, así como la 
investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de la empresa en el ámbito 
del comercio electrónico, como vía de futuro en los intercambios comerciales.

Artículo 95.  Impulso a la formación comercial.
1. La Generalitat, en el ejercicio de sus competencias, impulsará la creación de centros o 

institutos de investigación y conocimiento comercial, en los que se desarrolle, en 
colaboración con las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación y los agentes del 
sector comercial, la investigación sobre la distribución comercial valenciana, se divulgue 
información sobre aspectos clave de la misma y se asista a las administraciones públicas 
valencianas en el desarrollo de sus competencias en la promoción y ordenación del 
comercio valenciano y en el desarrollo de planes, programas y medidas de carácter sectorial 
o territorial, sobre cualquier aspecto económico, social, urbanístico o cultural que incida en el 
desarrollo y gestión del territorio y el comercio valenciano, facilitando el acercamiento al 
empresario del comercio de la información y asesoramiento en materia comercial.

2. En el ámbito de la formación comercial, la Generalitat colaborará con las cámaras 
oficiales de comercio, industria y navegación y con los distintos agentes del sector comercial 
y el resto de instituciones implicadas en aquélla, en la programación de recorridos formativos 
adaptados a las necesidades del sector, el impulso a la formación continua y la formación en 
la propia empresa, la ordenación de los centros de formación homologados, la mejora 
continua de la calidad en la formación y la generación de materiales formativos que 
aprovechen el potencial de las nuevas tecnologías.

Artículo 96.  Comercio sostenible y responsable.
La Generalitat promoverá el comportamiento socialmente responsable de las empresas 

que contribuya al desarrollo sostenible, orientando la actividad comercial con actuaciones de 
fomento capaces de conciliar el crecimiento económico y la competitividad, con la protección 
del medio ambiente y los valores y demandas sociales.

Artículo 97.  Cooperación.
La conselleria competente en materia de comercio promoverá la cooperación 

interempresarial y entre los agentes económicos y sociales y participará en redes de 
cooperación profesional, tanto en el ámbito nacional como internacional, que posibiliten el 
intercambio de experiencias para el desarrollo del comercio.
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CAPÍTULO V
Ferias comerciales

Artículo 98.  Ferias comerciales.
A los efectos de esta ley, se consideran ferias comerciales aquellas manifestaciones 

comerciales que se desarrollen en el territorio de la Comunitat Valenciana y tengan por 
finalidad la exposición o muestra de bienes y servicios, con objeto de favorecer su 
conocimiento y difusión, promover contactos e intercambios comerciales y facilitar el 
acercamiento de la oferta de las distintas ramas de la actividad económica y la demanda, 
logrando una mayor transparencia en el mercado.

Estas manifestaciones comerciales deberán reunir, además, las siguientes 
características:

1. Tener una duración limitada en el tiempo.
2. Tener carácter periódico y vocación de permanencia.
3. Reunir una pluralidad de expositores.

Artículo 99.  Ámbito de aplicación.
Lo dispuesto en este capítulo no será de aplicación a:
1. Las exposiciones internacionales, que se rigen por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
2. Las actividades promocionales de cualquier tipo, organizadas por los establecimientos 

comerciales.
3. Las exposiciones dedicadas a los productos de la cultura, la educación, la ciencia, el 

arte y el civismo y los servicios sociales, salvo que se dirijan principalmente al público 
profesional.

4. Los mercados cuya actividad exclusiva o fundamental sea la venta directa, con 
retirada de mercancía, con independencia de la denominación que adopten.

5. Los certámenes ganaderos, que estarán sometidos a su legislación específica.

Artículo 100.  Supervisión de las ferias comerciales.
La Generalitat velará por la promoción y la calidad de los certámenes feriales que se 

celebren en la Comunitat Valenciana, fijando las condiciones y requisitos que deberán 
cumplir los mismos, así como, en su caso, las entidades organizadoras.

Artículo 101.  Clasificación y promoción de las ferias comerciales.
1. Con independencia de otras clasificaciones basadas en las características de la 

oferta a exponer, las ferias comerciales se podrán clasificar en ferias comerciales oficiales y 
ferias-muestras comerciales. La clasificación y demás características de estos certámenes 
feriales se determinarán reglamentariamente.

2. La Generalitat promocionará las ferias comerciales oficiales que sirvan a los 
intereses generales de la Comunitat Valenciana, tanto de forma directa como indirecta. A tal 
fin, se declara servicio de interés general autonómico la promoción de ferias comerciales 
oficiales.
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TÍTULO VII
Régimen de infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 102.  Concepto.
1. Constituye infracción administrativa en materia de comercio el incumplimiento de los 

mandatos y prohibiciones establecidos en esta ley y sus normas de desarrollo.
2. Las infracciones a las normas de esta ley serán objeto de sanciones administrativas, 

previa la instrucción del correspondiente expediente sancionador, iniciado de oficio o por 
denuncia.

Del expediente iniciado se dará cuenta, en su caso, a la jurisdicción penal, y a los demás 
órganos administrativos y judiciales competentes para la depuración de otras 
responsabilidades, y muy especialmente para la aplicación de la legislación sobre defensa 
de la competencia.

3. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 103.  Infracciones leves.
Tendrá la consideración de infracción leve el incumplimiento de las obligaciones de 

información, requisitos y prohibiciones establecidas por esta ley y sus normas de desarrollo, 
que no están tipificadas como graves o muy graves, y en particular:

1. El incumplimiento de las condiciones para el ejercicio de la actividad comercial.
2. (Suprimido)
3. La realización de ofertas comerciales con incumplimiento de las condiciones 

establecidas en la presente ley.
4. El ejercicio simultáneo de actividades de venta mayorista y minorista sin mantenerlas 

debidamente diferenciadas.
5. El incumplimiento de los requisitos sobre publicidad de los precios.
6. La superación del horario máximo de apertura establecido o que se tenga autorizado, 

tanto diaria como semanalmente.
7. El incumplimiento de la obligación de exponer, en un lugar visible al público desde el 

exterior del local, el horario del establecimiento y los días de apertura, o la realización de un 
horario distinto al que se enuncia.

8. El ejercicio de la venta fuera de establecimiento comercial incumpliendo la obligación 
de identificación.

9. La venta automática realizada mediante máquinas expendedoras que no incorporen la 
información exigida o no cumplan la normativa técnica exigida.

10. El incumplimiento de las obligaciones de información en la venta en subasta.
11. Las ventas promocionales contrarias al principio de legalidad, a las exigencias de la 

buena fe, al principio de veracidad o que incumplan, en particular:
a) Los requisitos sobre disponibilidad de existencias.
b) Las obligaciones de información sobre limitaciones esenciales de carácter espacial, 

temporal y cuantitativo.
c) Las obligaciones de información sobre costes adicionales.
d) Las disposiciones sobre las bases de la promoción en caso de que en la publicidad o 

por otros medios se haga referencia a las mismas.
e) Los requisitos exigidos en caso de pluralidad de ofertas promocionales en un 

establecimiento.
f) Los requisitos exigidos en caso de pluralidad de establecimientos participantes en una 

oferta promocional.
12. El incumplimiento en las promociones mediante reducciones de precio:
a) De las obligaciones de información sobre la cuantía de la reducción.
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b) De la regulación de las rebajas.
c) De la regulación de los descuentos en especie.
13. El incumplimiento de la normativa sobre ventas con obsequio.
14. Las ventas de saldo a precios no inferiores a los habituales.
15. Realizar ventas promocionales con incumplimiento de los requisitos legalmente 

establecidos.
16. Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido 

solicitada de conformidad con la normativa de aplicación, salvo que por su carácter esencial, 
los daños generados o intencionalidad deba considerarse infracción grave.

17. En general, el incumplimiento de las normas sobre normalización, documentación y 
condiciones de venta o suministro, establecidas en ésta u otras leyes, cuando constituyan 
simples inobservancias que no tengan trascendencia económica.

Artículo 104.  Infracciones graves.
Tendrán la consideración de infracciones graves las siguientes:
1. La reincidencia en la comisión de infracciones leves cuando se incurra en el cuarto 

supuesto sancionable de la misma naturaleza.
2. Ejercer una actividad comercial sin previa autorización en el caso de que ésta fuera 

preceptiva, o no realizar las comunicaciones o notificaciones a la administración comercial 
exigidas por la normativa vigente.

3. (Suprimido)
4. El incumplimiento de los plazos máximos de pago a los proveedores que contempla la 

Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, así como la falta de 
entrega por los comerciantes a sus proveedores de un documento que lleve aparejada 
ejecución cambiaria, y la falta de entrega de un efecto endosable a la orden en los supuestos 
y plazos contemplados en la misma norma.

5. Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

6. Las infracciones de las normas sobre el derecho de desistimiento.
7. Las infracciones en materia de garantías comerciales.
8. La realización de actividades comerciales en domingos y días festivos en los casos no 

autorizados.
9. La no prestación de la fianza exigida a las empresas que realizan venta domiciliaria.
10. Crear, dirigir o promocionar ventas en pirámide en la forma prohibida por la ley.
11. El incumplimiento de la obligación de informar en las ventas promocionales sobre las 

limitaciones esenciales de la oferta de carácter cualitativo.
12. La inobservancia de la legislación sobre venta a pérdida.
13. Realizar u ofertar ventas en liquidación fuera de los casos legalmente establecidos.
14. La venta de productos deteriorados o defectuosos sin informar clara y 

suficientemente de ello en la venta de saldos.
15. El incumplimiento, por los titulares de establecimientos de venta de saldos, de la 

obligación de dedicarse en exclusiva a este tipo de venta y de informar de forma destacada 
en el rótulo del establecimiento sobre su naturaleza.

16. La venta de productos que no formen parte de las existencias en la venta de saldos y 
en liquidación.

17. Anunciar ventas directas de fabricante o mayorista con incumplimiento de los 
requisitos establecidos al respecto.

18. Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido 
solicitada de conformidad con la normativa de aplicación y tenga carácter esencial, se 
generen graves daños o exista intencionalidad.

19. La negativa o resistencia manifiesta a suministrar datos o a facilitar la información 
requerida por las autoridades competentes o sus agentes, con el objeto de cumplir las 
funciones de información, vigilancia, investigación, inspección, tramitación y ejecución en las 
materias a que se refiere la presente ley.
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20. En general, el incumplimiento de las normas sobre normalización, documentación y 
condiciones de venta o suministro, establecidas en ésta u otras leyes, cuando, aún 
tratándose de simples inobservancias, tengan trascendencia económica.

21. El incumplimiento del requerimiento efectuado por las autoridades competentes o sus 
agentes de cesar en la actividad infractora.

22. La alteración unilateral posterior de alguno de los requisitos que fundamentaron la 
concesión de las autorizaciones establecidas por la presente ley.

Artículo 105.  Infracciones muy graves.
Se considerará infracción muy grave cualquiera de las definidas como graves en el 

artículo anterior cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:
1. Que exista reincidencia en la comisión de infracciones graves.
2. Que el volumen de la facturación realizada o el precio de los artículos ofertados a que 

se refiera la infracción sea superior a 500.000 euros.

Artículo 106.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses. Estos plazos se contarán a partir de la producción del hecho 
sancionable, o de la terminación del período de comisión si se trata de infracciones 
continuadas.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 107.  Clases y cuantía.
1. Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento o multa en cuantía de hasta 

6.000 euros.
2. Las infracciones graves se sancionarán con multa en cuantía de hasta 60.000 euros.
3. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa en cuantía de hasta 600.000 

euros.
4. Cuando la sanción lo sea por la forma de actividad comercial que se realiza o por los 

productos comercializados, las sanciones comportarán la incautación y pérdida de la 
mercancía objeto de la actividad comercial de que se trate.

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad que ordene la incoación del expediente podrá 
decidir como medida precautoria la intervención cautelar de los productos, cuando de las 
diligencias practicadas se presuma el incumplimiento de los requisitos mínimos exigidos para 
su comercialización.

5. En los supuestos de falta muy grave, el Consell podrá adoptar la medida de cierre de 
las instalaciones o establecimientos que no dispongan de las autorizaciones preceptivas o la 
suspensión de su funcionamiento hasta que se rectifiquen los defectos o se cumplan los 
requisitos exigidos.

6. En el caso de tercera reincidencia en infracciones calificadas como muy graves, el 
Consell podrá decretar el cierre temporal de la empresa o el establecimiento por un periodo 
máximo de un año.

El acuerdo de cierre debe determinar su duración y las medidas complementarias para 
su plena eficacia.

Artículo 108.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas por las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves a 
los seis meses, contados a partir de la firmeza de la resolución sancionadora.
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Artículo 109.  Órganos competentes.
1. Las infracciones serán sancionadas por los órganos de la conselleria competente en 

materia de comercio que se establezcan reglamentariamente, salvo las infracciones muy 
graves que comporten el cierre de la empresa o del establecimiento, cuya imposición 
corresponderá al Consell, que podrá ordenar la publicación de dicha sanción en el Diari 
Oficial de la Comunitat Valenciana.

2. Las infracciones en materia de venta no sedentaria serán sancionadas por los 
ayuntamientos de acuerdo con lo dispuesto en sus ordenanzas, y, en su defecto, según lo 
establecido por la presente ley.

Artículo 110.  Graduación.
Las sanciones se graduarán especialmente en función del volumen de la facturación a la 

que afecte, cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo durante 
el que se haya venido cometiendo la infracción, reincidencia y capacidad o solvencia 
económica de la empresa. Asimismo, se tendrá en cuenta, en la graduación de las 
sanciones, la subsanación de las deficiencias causantes de la infracción durante la 
tramitación del expediente sancionador, tipo y características del establecimiento en que se 
ha producido, naturaleza de los productos vendidos y la zona afectada.

Disposición adicional primera.  Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la 
Comunitat Valenciana.

El Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la Comunitat Valenciana a que se 
refiere el artículo 31 de la presenta ley, se tramitará conforme a lo dispuesto en la Ley 
5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje de 
la Comunitat Valenciana, y corresponderá su elaboración a la conselleria competente en 
materia de comercio con la colaboración de la conselleria competente en materia de 
ordenación del territorio y urbanismo, y de las cámaras oficiales de comercio, industria y 
navegación a través de su consejo, debiendo iniciarse su periodo de exposición pública 
durante el primer trimestre de 2015 y aprobarse provisionalmente por la conselleria 
competente en materia de comercio en el plazo máximo de un año, a contar desde que 
finalice el periodo de exposición pública.

Disposición adicional segunda.  Zonas acústicamente saturadas.
En el supuesto de que los ayuntamientos, de acuerdo con la legislación aplicable al 

respecto y en uso de sus potestades, procedan a la declaración de zonas acústicamente 
saturadas estableciendo restricciones horarias para algunos de los establecimientos 
regulados en la presente ley, las infracciones en dicha materia serán sancionadas por el 
propio ayuntamiento, de acuerdo con lo dispuesto en sus ordenanzas o, en su defecto, en la 
legislación vigente en materia de ruido.

Disposición adicional adicional tercera.  Ampliación de los períodos de inicio y fin de 
determinadas zonas de gran afluencia turística.

Las zonas de gran afluencia turística cuya declaración se haya autorizado para los 
períodos de Semana Santa (de Domingo de Ramos a Lunes de San Vicente) y estival, 
podrán ampliar la fecha de inicio, de fin o ambas, en aquellos años en los que estas fechas 
inicialmente previstas en su declaración, sean colindantes con un domingo, festivo o una 
acumulación de festivos.

En estos casos se entenderá que el inicio o final del período autorizado originalmente en 
la declaración de zona de gran afluencia turística se extiende hasta el domingo, festivo o 
festivos inmediatamente colindantes.

Disposición adicional adicional cuarta.  Comunicación.
En los procedimientos que incoen los departamentos de la Generalitat y el resto de entes 

públicos y privados dependientes o a ellos vinculados, de elaboración de disposiciones de 
carácter general, de aprobación de convenios, convocatorias de ayudas o subvenciones y el 
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resto de procedimientos administrativos en que sean destinatarias, beneficiarias o partes 
interesadas cualesquiera de las Instituciones feriales de la Comunitat Valenciana o 
cualquiera de las ferias comerciales oficiales, es preceptiva la puesta en conocimiento de 
ello a la Conselleria competente en materia de Comercio.

Disposición transitoria primera.  Autorización comercial autonómica.
En tanto no se apruebe el Plan de Acción Territorial Sectorial del Comercio de la 

Comunitat Valenciana o, una vez aprobado, cuando los planes generales de ordenación 
urbana no prevean zonas de uso comercial al por menor como uso específico, la 
autorización comercial autonómica deberá basarse en los criterios establecidos en el artículo 
34 de la ley, y en los principios establecidos por la legislación valenciana en las materias de 
ordenación del territorio, urbanismo y protección del medioambiente.

Asimismo, a los expedientes de autorización de grandes superficies comerciales que 
estuvieran en tramitación a la entrada en vigor de la presente ley les será de aplicación lo 
dispuesto en la misma.

Disposición transitoria segunda.  Registro de Mercados de Venta No Sedentaria de la 
Comunitat Valenciana.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente ley, los 
ayuntamientos comunicarán al Registro de Mercados de Venta No Sedentaria de la 
Comunitat Valenciana, previsto en el artículo 14, los mercados de venta no sedentaria que 
existieran en su término municipal con carácter previo a la entrada en vigor de esta ley.

Disposición transitoria tercera.  Comunicaciones al Registro de Actividades Comerciales.
Las empresas y sus establecimientos comerciales que, en la fecha de entrada en vigor 

de la presente ley, estuviesen obligados a comunicar su actividad al Registro de Actividades 
Comerciales, y no figurasen en el mismo, dispondrán de un plazo de tres meses, desde la 
fecha anterior, para regularizar su situación.

Disposición transitoria cuarta.  Zonas de gran afluencia turística.
1. Las zonas de gran afluencia turística que ya estén declaradas en el momento de la 

entrada en vigor de esta ley mantendrán su vigencia con carácter indefinido en los términos 
del artículo 21.6.

2. Las zonas de gran afluencia turística que tengan declarado un período estacional 
correspondiente a la Semana Santa y Pascua o al período estival, y que en el momento de 
entrada en vigor de la Ley 3/2018, de 16 de febrero, de la Generalitat, por la que se 
modifican los artículos 17, 18 y 22 y la disposición transitoria cuarta, de la Ley 3/2011, de 23 
de marzo, de la Generalitat, de comercio de la Comunitat Valenciana, son Alcalà de Xivert, 
Almenara, Altea, Benicarló, Benicasim, Benidorm, Benissa (excepto la costa), Benitachell, El 
Campello, Calp, Canet d’en Berenguer, Chella, Chiva, Cullera, Daimús, Dénia, Elche (L’Altet, 
La Marina y Els Arenals), Gandia (playas y el Grau), Gata de Gorgos, Gilet, Guardamar del 
Segura, Jávea, Massalfassar, Miramar, Moncofa, Montserrat, Náquera, La Nucia, Oliva 
(litoral), Ondara, Oropesa del Mar, Pedreguer, Peñíscola, Picassent, Pilar de la Horadada 
(excepto la costa), Piles, La Pobla de Farnals (playa), Els Poblets, Real, Rojales, Sagunto, 
San Fulgencio, Sant Mateu, Santa Pola, Segorbe, Tavernes de la Valldigna (zona playa), 
Teulada, Torrent, Turís, El Verger, Villajoyosa, Vinaròs, Xeraco (playa) y Chilches, desde el 
momento de la entrada en vigor de la Ley 3/2018, y en tanto no se modifique su declaración 
de zona de gran afluencia turística en aplicación de lo dispuesto en el artículo 21 de la 
presente ley, pueden abrir al público en los siguientes períodos, además de los declarados 
con carácter general por aplicación del artículo 18 de esta ley:

a) Los domingos y festivos del período comprendido entre el Domingo de Ramos y el 
segundo domingo de Pascua, excepto el 1 de mayo, en su caso.

b) Los domingos y festivos del período comprendido entre el 15 de junio y el 15 de 
septiembre.
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3. Las zonas de gran afluencia turística que tengan declarado un período anual, y que en 
el momento de entrada en vigor de la Ley 3/2018, de 16 de febrero, de la Generalitat, por la 
que se modifican los artículos 17, 18 y 22 y la disposición transitoria cuarta de la Ley 3/2011, 
de 23 de marzo, de la Generalitat, de comercio de la Comunitat Valenciana, son: Alborache, 
L’Àlfàs del Pi, Benissa (costa), Finestrat, Orihuela (costa), Pilar de la Horadada (costa) y 
Torrevieja, desde el momento de la entrada en vigor de la Ley 3/2018, y en tanto no se 
modifique su declaración de zona de gran afluencia turística en aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 21 de la presente ley, pueden abrir al público en los siguientes períodos, además 
de los declarados con carácter general por aplicación del artículo 18 de esta ley:

a) Los domingos y festivos del período comprendido entre el Domingo de Ramos y el 
segundo domingo de Pascua, excepto el 1 de mayo, en su caso.

b) Los domingos y festivos del período comprendido entre el 15 de junio y el 5 de enero, 
excepto el 9 de octubre, el 25 de diciembre o bien el 26 de diciembre cuando este sea 
declarado festivo por traslado de la fiesta de Navidad, y el 1 de enero.

4. Las zonas de gran afluencia turística declaradas en las ciudades de València y 
Alicante, desde el momento de la entrada en vigor de la Ley 3/2018, y en tanto no se 
modifique su declaración de zona de gran afluencia turística en aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 21 de la presente ley, pueden abrir al público en los siguientes períodos, además 
de los declarados con carácter general por aplicación del artículo 18 de esta ley:

a) Los domingos y festivos del período comprendido entre el Domingo de Ramos y el 
segundo domingo de Pascua, excepto el lunes de Pascua y el 1 de mayo, en su caso.

b) Los domingos y festivos del período comprendido entre el 15 de junio y el 5 de enero, 
excepto el 24 de junio, el 9 de octubre, el 25 de diciembre o bien el 26 de diciembre cuando 
este sea declarado festivo por traslado de la fiesta de Navidad, y el 1 de enero la ciudad de 
Alicante, y el 19 de marzo, el 15 de agosto, el 9 de octubre, el 25 de diciembre o bien el 26 
de diciembre cuando este sea declarado festivo por traslado de la fiesta de Navidad, y el 1 
de enero la ciudad de València.

Disposición transitoria quinta.  Observatorio del Comercio Valenciano.
Hasta la publicación del desarrollo reglamentario previsto en el apartado 2 del artículo 

89, mantendrán su vigencia las disposiciones actuales sobre el Observatorio del Comercio 
Valenciano.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas por la presente ley las siguientes normas:
1. La Ley 8/1986, de 29 de diciembre, de la Generalitat, de Ordenación del Comercio y 

Superficies Comerciales.
2. La Ley 8/1997, de 9 de diciembre, de la Generalitat, de Horarios Comerciales de la 

Comunitat Valenciana.
3. Cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en la 

presente ley.

Disposición final primera.  Desarrollo.
Se autoriza al Consell para que dicte cuantas disposiciones sean precisas para el 

desarrollo y debida ejecución y cumplimiento de lo dispuesto en esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al 

de su publicación en el Diari Oficial de la Comunitat Valenciana.
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§ 87

Ley 2/2012, de 14 de junio, de Medidas Urgentes de Apoyo a la 
Iniciativa Empresarial y los Emprendedores, Microempresas y 

Pequeñas y Medianas Empresas de la Comunitat Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 6800, de 20 de junio de 2012

«BOE» núm. 161, de 6 de julio de 2012
Última modificación: 30 de diciembre de 2017

Referencia: BOE-A-2012-9062

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que Les Corts han aprobado y yo, de 
acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del 
rey, promulgo la siguiente Ley.

PREÁMBULO
La actual coyuntura económica por la que atraviesa la Comunitat Valenciana requiere de 

la necesidad de adoptar por parte de las administraciones públicas una serie de medidas 
extraordinarias y urgentes que potencien la iniciativa empresarial y favorezcan el dinamismo 
de nuestra economía. Es por ello que los poderes públicos valencianos deben establecer 
con urgencia mecanismos legislativos de carácter extraordinario adecuados para responder 
a los retos excepcionales que plantea la actual situación económica.

En este sentido, la presente ley desarrolla una serie de iniciativas dirigidas de forma 
expresa a revitalizar y apoyar el tejido productivo y a favorecer la puesta en marcha de 
nuevas actividades económicas que generen empleo en el ámbito de nuestra comunidad.

Las pequeñas y medianas empresas así como las microempresas representan más del 
95 % del tejido productivo de nuestra comunidad y son el motor principal en la creación de 
empleo, riqueza y bienestar para la sociedad. Sin embargo, la actual crisis económica ha 
determinado que numerosas empresas hayan debido afrontar una reducción generalizada de 
sus ingresos y de su volumen de negocio y que tengan grandes dificultades de financiación 
para su propia sostenibilidad.

El Consell, al igual que nuestras empresas, es consciente de la crucial importancia que 
para el crecimiento, el empleo, la prosperidad y el bienestar, suponen una administración y 
una gestión eficaces y eficientes, a través de la racionalización de procedimientos y trámites 
y de la optimización de recursos. Por ello, el Consell, con el fin de dar respuesta a las graves 
dificultades actuales, fundamenta su acción de gobierno sobre las bases de la contención del 
gasto y la austeridad, manteniendo al mismo tiempo las políticas sociales, e impulsando el 
apoyo a los emprendedores y el fomento de la iniciativa y la actividad empresarial.

De acuerdo con lo anterior, esta ley, dentro del marco competencial diseñado por el 
Estatut de Autonomía de la Comunitat Valenciana, se vertebra en torno a tres ejes de acción 
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fundamentales tendentes a impulsar y facilitar la efectiva puesta en marcha de las 
actividades empresariales o profesionales que pretendan iniciar los emprendedores:

a) La flexibilización y simplificación de los procedimientos y la reducción de trámites y 
cargas administrativas.

b) La exención y bonificación de tasas administrativas.
c) Medidas de apoyo, información, coordinación y financiación dirigidas a los 

emprendedores.
Por lo que se refiere a la estructura de la ley, ésta se ordena en cinco capítulos, 22 

artículos, dos disposiciones transitorias, una disposición adicional, una derogatoria, once 
finales y un anexo que recoge la inversión presupuestaria que destinará en 2012 el Consell, 
a través de las líneas que allí se consignan, a la financiación y ejecución material de las 
medidas que se recogen en esta norma.

El capítulo I se refiere al ámbito subjetivo de aplicación de la norma, incluyendo dentro 
del mismo a las microempresas, pequeñas y medianas empresas (pyme), y delimitando 
asimismo el concepto de emprendedor, de joven emprendedor y de joven empresa 
innovadora. Finalmente, establece una serie de excepciones o exclusiones de dicho ámbito 
para garantizar que las medidas que recoge la norma se dirigen y destinan efectivamente a 
fomentar el inicio de actividades económicas productivas por parte de los emprendedores.

El capítulo II incluye las medidas de simplificación administrativa, destacando el 
establecimiento del régimen de la declaración responsable del emprendedor para la solicitud 
de inicio de la actividad económica, documento jurídico sobre el que pivota gran parte del 
principio simplificador contenido en la ley, en línea con la propia normativa europea en la 
materia. Asimismo, la norma obliga a la tramitación administrativa conjunta en supuestos en 
que el inicio de la actividad implique también la realización de obras.

El capítulo III incorpora medidas fiscales, financieras y de apoyo al emprendimiento, 
disponiéndose en especial la exención del pago de las tarifas que se recogen en ella para 
los sujetos pasivos que inicien sus actividades empresariales o profesionales en 2012 y 
2013, siempre que el devengo se produzca en el primer año de actividad, previendo la 
bonificación del cincuenta por ciento de la cuota para el supuesto de que éste se produzca 
en el segundo año de actividad de la empresa. De otra parte, se introduce la posibilidad de 
que las empresas puedan solicitar la compensación de las deudas que mantengan con la 
Generalitat con los créditos reconocidos por esta a su favor por actos administrativos, ya 
tengan origen tributario o no tributario. Asimismo, la norma detalla una serie de instrumentos 
financieros que se pretende impulsar para favorecer los proyectos emprendedores, y 
también se prevé la conclusión por parte de las administraciones públicas de acuerdos con 
entidades de crédito a tal fin.

El capítulo IV, referido a las medidas de coordinación y apoyo a los emprendedores, 
dispone la creación del Consejo Valenciano del Emprendedor así como de la Plataforma del 
Emprendedor, punto de encuentro en la Red donde emprendedores y administraciones 
públicas podrán obtener toda la información relevante en materia de emprendimiento, y, en 
especial, de recursos financieros a los que puedan acceder aquellos.

La norma se cierra con una serie de últimas disposiciones que, fundamentalmente a 
través de la vía de la modificación de diversas normas legislativas, pretenden homogeneizar, 
adecuar y concretar las mismas en relación con el contenido de la ley, en especial, en 
materia urbanística, fiscal, de espectáculos públicos, actividades recreativas y 
establecimientos públicos, universitaria o medioambiental. También se ha de destacar el 
mandato al ejecutivo valenciano para que con carácter semestral apruebe planes de 
simplificación administrativa.

Las medidas previstas en la ley suponen una inversión del Consell de más de ochenta y 
cinco millones de euros en 2012, con el detalle que se hace figurar en su anexo, lo que pone 
de manifiesto su compromiso y esfuerzo presupuestario para dinamizar la actividad 
económica en la Comunitat Valenciana.

Las medidas expuestas exigen la adopción de una norma con rango legal. La necesidad 
de su inmediata aplicación en algunos casos, para garantizar su eficacia en el impulso de la 
iniciativa empresarial y del emprendimiento, y así impulsar la creación de empresas y la 
generación de empleo y en general la reactivación económica; así como de su concreción y 
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seguridad en otros, de modo que se garantice su efecto inmediato entre la sociedad 
productiva y emprendedora, constituyen, además, hecho habilitante de la extraordinaria y 
urgente necesidad que el Estatut exige en su artículo 44 para la adopción de un decreto ley.

En su virtud, a propuesta del conseller de Presidencia y previa deliberación del Consell, 
en la reunión del día 13 de enero de 2012, se adoptó el Decreto ley 2/2012, del Consell, de 
medidas urgentes de apoyo a la iniciativa empresarial y a los emprendedores, 
microempresas y pequeñas y medianas empresas de la Comunitat Valenciana. Este decreto 
ley fue convalidado por el Pleno de Les Corts en la sesión de 18 de enero de 2012, y se 
acordó su tramitación como proyecto de ley,

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y fines.
1. El objeto de la presente norma es promover la actividad económica, la iniciativa 

empresarial y la creación de empleo a través de los emprendedores y de las micro, 
pequeñas y medianas empresas de la Comunitat Valenciana.

2. Su finalidad es fomentar el emprendimiento, habilitando los mecanismos legales 
adecuados y estableciendo las medidas administrativas tendentes a promover el 
emprendimiento en la Comunitat Valenciana, mediante la reducción progresiva de cargas 
administrativas y la simplificación de trámites administrativos, la exención o bonificación de 
tasas administrativas que gravan el inicio de actividad de los emprendedores, y la 
introducción de incentivos para facilitar la iniciativa emprendedora y la creación de 
empresas, su financiación y su posterior desarrollo.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Son destinatarios de esta ley los emprendedores y las micro, pequeñas y medianas 

empresas.
2. Se consideran emprendedores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8, aquellas 

personas físicas, que dentro de la Comunitat Valenciana, se encuentren realizando trámites 
previos para poder desarrollar una actividad económica, bien sea como trabajador 
autónomo, cooperativista, socio de una pequeña y mediana empresa, sociedad laboral o a 
través de cualquier forma mercantil admitida en derecho, que tengan su domicilio fiscal 
dentro de la Comunitat Valenciana y siempre que el número de socios no sea superior a 
cinco.

Podrá incluirse dentro del concepto de emprendedor a las sociedades mercantiles, 
trabajadores autónomos y otras formas societarias que lleven constituidas o dadas de alta en 
la seguridad social, según corresponda, menos de veinticuatro meses, siempre que no sea 
continuación o ampliación de una actividad anterior.

3. Se considera joven emprendedor, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 15 de la 
presente ley, a los emprendedores que, reuniendo los requisitos del apartado 1 de este 
artículo, no hayan cumplido los 35 años.

4. Se considera pyme (pequeña y mediana empresa) la empresa que cumple con los 
siguientes requisitos, de acuerdo con el anexo I del Reglamento (CE) número 800/2008 de la 
Comisión Europea:

a) Tener menos de 250 trabajadores.
b) Tener un volumen de negocio anual no superior a 50 millones de euros, o bien un 

balance general anual que no sea superior a 43 millones de euros.
c) No participar, en un 25 % o más de su capital social o de sus derechos de voto, en 

otras empresas que no cumplan con los anteriores requisitos.
Dentro de la categoría de pyme se considera pequeña empresa aquella que tiene menos 

de 50 trabajadores, y un volumen de negocio anual o un balance general anual que no 
supera los 10 millones de euros. Las pyme que no cumplan estas características tienen la 
condición de mediana empresa.
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Dentro del grupo de pequeñas empresas, se considera una microempresa aquella que 
tiene menos de 10 trabajadores y un volumen de negocio anual o un balance general anual 
que no supera los 2 millones de euros.

5. Se considera joven empresa innovadora a aquella pequeña empresa que tenga una 
antigüedad inferior a seis años y cumpla los siguientes requisitos: que pueda demostrar, 
mediante una evaluación realizada por un experto externo, en particular sobre la base de un 
plan de negocios, que desarrollará, en un futuro previsible, productos, servicios o procesos 
tecnológicamente novedosos o sustancialmente mejorados con respecto al estado 
tecnológico actual del sector correspondiente y que comporten riesgos tecnológicos o 
industriales, o que haya realizado unos gastos en investigación, desarrollo e innovación 
tecnológica que representen al menos el 15 % de los gastos totales de la empresa durante 
los dos ejercicios anteriores, o en el ejercicio anterior cuando se trate de empresas de 
menos de dos años.

Artículo 3.  Excepciones.
1. En el caso de sociedades unipersonales o trabajadores autónomos, no podrán ser 

considerados emprendedores aquellos que ya ostenten la condición de socio único de otra 
empresa unipersonal o que lleven dados de alta en el régimen de autónomos más de 24 
meses.

2. En ningún caso se considerarán emprendedores, a los efectos de la presente ley, las 
sociedades a las que se les aplique el régimen de las sociedades patrimoniales regulado en 
el capítulo VI del título VII del Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprobó el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

3. Tampoco se considerará emprendedor a aquella persona física o persona jurídica en 
la que alguno de sus socios se encuentre inhabilitado, en España o en el extranjero, como 
consecuencia de un procedimiento concursal, se encuentre procesado o, tratándose del 
procedimiento al que se refiere el título III del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
se hubiera dictado auto de apertura del juicio oral, o tenga antecedentes penales, por delitos 
de falsedad, contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, de infidelidad en la 
custodia de documentos y violación de secretos, de blanqueo de capitales, de receptación y 
otras conductas afines, de malversación de caudales públicos, contra la propiedad, o esté 
inhabilitado o suspendido, penal o administrativamente para ejercer cargos públicos o de 
administración o dirección de entidades financieras.

CAPÍTULO II
Simplificación administrativa

Artículo 4.  Obras para la implantación de la actividad.
En el supuesto de que la implantación de la actividad que se pretenda desarrollar 

requiera la realización de obras, ya sea mediante licencia o a través de declaración 
responsable, de conformidad con la disposición final segunda de la presente ley, la 
tramitación se efectuará de manera conjunta.

Artículo 5.  Apertura de establecimientos comerciales y de establecimientos públicos sujetos 
a la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, de Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas y 
Establecimientos Públicos.

1. Se establece un régimen excepcional en el ámbito de la actividad del comercio, 
regulada por la Ley 3/2011, de 23 de marzo, de la Generalitat, del Comercio de la Comunitat 
Valenciana, en virtud del cual se sustituyen las licencias municipales a las que alude el 
artículo 7.2 de la citada ley por una declaración responsable del emprendedor, que podrá 
iniciar la actividad con la presentación, ante el ayuntamiento del municipio de que se trate, 
de los siguientes documentos:

a) Declaración responsable del emprendedor en la que, como mínimo, se indique la 
identidad del titular o prestador, ubicación física del comercio y manifieste bajo su exclusiva 
responsabilidad que se cumple con todos los requisitos técnicos y administrativos 
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establecidos en la normativa vigente para proceder a la apertura del local y de que se 
compromete a mantener su cumplimiento durante el período de tiempo en que la actividad 
comercial sea ejercida.

b) Certificados finales de las obras e instalaciones ejecutadas, firmados por técnico 
competente y visados, en su caso, por el colegio oficial correspondiente. En el supuesto de 
que la implantación de la actividad no requiera la ejecución de ningún tipo de obras, se 
acompañará el proyecto o, en su caso, la memoria técnica de la actividad correspondiente.

c) Copia del resguardo por el que se certifica el abono de las tasas municipales 
correspondientes.

2. Los establecimientos públicos a los que resulte aplicable el artículo 9 de la Ley 
14/2010, de 3 de diciembre, de la Generalitat, de Espectáculos Públicos, Actividades 
Recreativas y Establecimientos Públicos, no precisarán de otorgamiento de licencia de 
apertura municipal siempre y cuando el titular o prestador presente, junto a la declaración 
responsable, un certificado expedido por entidad que disponga de la calificación de 
Organismo de Autorización Administrativa (OCA).

Sí que requerirán de la licencia de apertura los establecimientos que no presenten el 
referido certificado emitido por un OCA en los términos previstos en la disposición final 
primera de la presente ley, así como aquellos establecimientos públicos para los que se 
requiera la autorización prevista en el artículo 10 de la citada Ley 14/2010.

Artículo 6.  Información de los procedimientos administrativos.
La Administración de la Generalitat pondrá a disposición de los emprendedores así como 

de los propios Ayuntamientos, sin perjuicio de su autonomía local, en la Plataforma del 
Emprendedor la información sobre los procedimientos así como los modelos unificados 
actualizados de declaraciones responsables y de comunicación previa, en los que se 
recogerán de manera clara y expresa los requisitos exigidos por el ordenamiento para cada 
procedimiento.

Artículo 7.  Adaptación de la normativa autonómica.
Con carácter semestral, el Consell dará cuenta al Consejo Valenciano del Emprendedor, 

de los procesos de simplificación normativa que vayan llevándose a cabo.

CAPÍTULO III
Medidas fiscales, financieras y de apoyo

Artículo 8.  Exención y bonificaciones en tasas autonómicas.
En los años 2012 y 2013 estarán exentos del pago de las tarifas que se indican en la 

disposición final cuarta de la presente ley los sujetos pasivos que inicien sus actividades 
empresariales o profesionales en el citado período y siempre que el devengo se produzca 
durante el primer año de actividad.

Si, en los mismos ejercicios y respecto de las mismas tarifas a las que se refiere el 
párrafo anterior, el devengo se produce durante el segundo año de actividad de la empresa o 
negocio, el sujeto pasivo se podrá aplicar una bonificación del 50 por 100 de la cuota.

Artículo 9.  Compensación de deudas.
En el marco de los procedimientos específicos para la compensación de deudas de 

naturaleza pública, las empresas podrán solicitar la compensación de las deudas que 
mantengan con la Generalitat con los créditos reconocidos por ésta a su favor por actos 
administrativos, ya tengan origen tributario o no tributario.

Artículo 10.  Líneas de apoyo y crédito.
1. La ejecución de las medidas adoptadas en la presente ley se realizará con cargo a las 

líneas presupuestarias que se recogen en su anexo para el ejercicio 2012.
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2. La Administración autonómica promoverá acuerdos periódicos con las distintas 
entidades financieras privadas e instituciones de ámbito estatal o europeo con el fin de 
facilitar el acceso al crédito a los emprendedores. Asimismo, se establecerán líneas de 
apoyo específicas en entidades y sociedades participadas por la Administración de la 
Generalitat.

Artículo 11.  Medidas de impulso a la financiación de los emprendedores.
El Consell promueve medidas de impulso a la financiación de proyectos emprendedores 

por medio de las siguientes acciones:
1. Facilitar el acceso al crédito dotando el fondo de provisiones técnicas de la Sociedad 

de Garantía Recíproca (SGR) de la Comunitat Valenciana, para crear líneas específicas de 
avales por parte de esta entidad de crédito, para financiar emprendedores, microempresas y 
pyme, en sus diferentes fases (creación, consolidación, internacionalización y/o 
restructuración).

2. Participación pública en fondos de capital riesgo, gestionados por entidades gestoras 
privadas, y participados mayoritariamente por financiación privada, que inviertan en 
proyectos de emprendedores y empresas en fases iniciales, aportando una vía de 
financiación alternativa y complementaria a la banca tradicional.

3. Creación de instrumentos de capital riesgo y financiación pública o público-privada, en 
el ámbito del capital semilla, dirigidos a invertir en empresas en fases iniciales, con un alto 
potencial de creación de valor y un elevado componente innovador.

4. Creación de líneas de préstamos participativos con financiación pública, dirigidas a 
apoyar proyectos emprendedores.

CAPÍTULO IV
Medidas organizativas y de coordinación en apoyo a los emprendedores

Artículo 12.  Consejo Valenciano del Emprendimiento.
1. Se crea el Consejo Valenciano del Emprendimiento, como máximo órgano de 

coordinación y consulta en materia de impulso de las políticas de apoyo a las personas 
emprendedoras. Reglamentariamente se determinará sus funciones, estructura 
administrativa, adscripción y funcionamiento.

2. El Consejo Valenciano del Emprendimiento tendrá una composición paritaria de 
hombres y mujeres, quedando excluidas de este cómputo aquellas personas que formen 
parte en función del cargo específico que ejerzan, y estará integrado por representantes de 
las administraciones públicas y de las instituciones académicas, sociales y económicas 
relacionadas con la cultura, el fomento del emprendimiento y la economía social en el ámbito 
de la Comunitat Valenciana.

Artículo 13.  Plataforma del Emprendimiento.
En los términos que prevé la Ley 3/2010, de 5 de mayo, de la Generalitat Valenciana, se 

crea la Plataforma del Emprendimiento, que tiene como objetivo agrupar en red toda la 
información que pueda ser de utilidad a las personas emprendedoras, las microempresas y 
las pymes, y en concreto los recursos financieros a los que pueda acceder.

La plataforma permitirá el acceso rápido y fácil a todos los datos de interés que desde 
los diferentes niveles de la administración pública y el sector privado se dirijan a estos 
colectivos.

Artículo 14.  Seguimiento de las acciones de simplificación.
1. El seguimiento, control y evaluación de las acciones planificadas y que deban 

ejecutarse como consecuencia de las medidas de simplificación y reducción de cargas 
administrativas dispuestas o derivadas de esta ley se llevará a cabo en el seno de la 
Comisión Interdepartamental para la Modernización Tecnológica, la Calidad y la Sociedad 
del Conocimiento en la Comunitat Valenciana (Comisión CITEC), creada por el Decreto 
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112/2008, de 25 de julio, del Consell. Estas tareas podrán realizarse bien directamente por la 
CITEC, bien a través de las Comisiones Técnicas sectoriales creadas bajo su dependencia.

2. Las funciones que asumirá la CITEC en esta materia son las que se deriven de 
aquellas que le son propias y están enumeradas en el artículo 3.2 del citado Decreto y las 
que, en materia de simplificación y reducción de cargas administrativas, le sean 
encomendadas específicamente por el Consejo Valenciano del Emprendedor.

Artículo 15.  Jóvenes emprendedores.
En el caso de tratarse de jóvenes emprendedores, conforme al apartado 3 del artículo 2, 

las medidas de apoyo a los emprendedores, microempresas y pyme, previstos en esta ley, 
serán compatibles con los programas de apoyo a las iniciativas empresariales, promovidas 
por el Institut Valencià de la Joventut. Generalitat Jove, tanto en lo relativo a la información 
empresarial como en cualquier otro tipo de medida o iniciativa que permitan formar, mejorar 
y desarrollar las capacidades necesarias para iniciar su actividad emprendedora con éxito.

CAPÍTULO V
Del fomento del emprendimiento en el ámbito educativo en la Comunitat 

Valenciana

Artículo 16.  Fomento del emprendimiento en el ámbito de la educación primaria, secundaria 
obligatoria, bachillerato y formación profesional.

La conselleria competente en materia de educación impulsará la introducción de la 
cultura del emprendimiento como generadora de riqueza para la sociedad, la iniciativa ética y 
responsabilidad social empresarial, la creatividad, la innovación, el liderazgo, la cultura del 
esfuerzo y el trabajo en equipo, en todas las etapas educativas no universitarias. A tal fin, se 
fomentará la vinculación entre el mundo empresarial y dichas etapas educativas, 
impulsando, entre otras iniciativas, la creación de módulos prácticos y teóricos de creación 
de empresas y, en general, vinculados a la empleabilidad.

Artículo 17.  Fomento de la cultura corporativa de emprendimiento y de la iniciativa 
emprendedora en el ámbito de la educación superior en la Comunitat Valenciana.

1. La Generalitat, a través de la conselleria competente en materia de formación superior 
en coordinación con la que tenga atribuida la competencia de apoyo a la empresa y al 
emprendedor, impulsará la cultura y el espíritu del emprendimiento y la figura del 
emprendedor en el ámbito de la educación superior en la Comunitat Valenciana. En especial, 
fomentará los programas, proyectos y actuaciones de las universidades o de sus centros 
integrados o adscritos, así como de los centros de enseñanzas artísticas superiores, que 
tiendan a consolidar entre la comunidad universitaria y de la formación superior la cultura 
corporativa del emprendimiento y promuevan la iniciativa emprendedora entre el 
estudiantado, el profesorado y el personal de administración y servicios.

2. En las bases de las convocatorias de ayudas, becas, premios y subvenciones de la 
conselleria competente en materia de universidad se incentivarán los proyectos, iniciativas y 
actuaciones que promuevan el emprendimiento y la generación de empleo.

En todo caso, será considerado como mérito o criterio de evaluación positivo en las 
correspondientes convocatorias u otros actos administrativos de gestión y adjudicación o 
reconocimiento de aquellas ayudas, becas, premios y subvenciones, la presencia de 
medidas o actuaciones que promuevan o garanticen el emprendimiento y la generación de 
empleo. En las justificaciones de las ayudas, subvenciones o becas concedidas deberá 
acreditarse suficientemente la realización o concurrencia de dichas medidas o actuaciones, 
así como la evaluación y justificación de la consecución de los objetivos señalados.

Artículo 18.  Planes de estudios de enseñanzas oficiales de educación superior.
1. Con carácter general, en el marco de la legislación en materia de formación superior, y 

sin perjuicio de la autonomía universitaria legalmente reconocida, se fomentará que los 
planes de estudios de las diferentes enseñanzas oficiales superiores, en especial de grado y 
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de máster, vayan incorporando, como objetivo singular, como competencia específica a 
adquirir por el alumnado y como elemento a ponderar por el sistema de garantía de la 
calidad del correspondiente título universitario o superior oficial, la enseñanza para el 
emprendimiento, así como el impulso de la cultura y la iniciativa emprendedora.

En particular, la cultura del emprendimiento será asimismo potenciada a través de las 
siguientes iniciativas:

a) La inclusión de módulos prácticos y teóricos con asignación de créditos universitarios 
dirigidos a fomentar la creación de empresas en todos los grados universitarios.

b) La promoción de la investigación vinculada al emprendimiento, en especial en el 
ámbito territorial local y regional, así como dirigido a la internacionalización.

c) El fomento de la formación práctica durante los estudios universitarios o de formación 
superior, vinculada a la empresa, el emprendimiento y la empleabilidad en general, 
garantizando la internacionalización y la inmersión lingüística en idiomas extranjeros 
vinculados a las relaciones comerciales, profesionales y empresariales.

d) El impulso de programas universitarios de formación permanente para emprendedores 
que garanticen la constante actualización y adecuación de conocimientos, capacidades y 
competencias para el emprendimiento.

2. Los planes de estudios de las enseñanzas oficiales superiores que impartan los 
centros integrados dentro del Instituto Superior de Enseñanzas Artísticas de la Comunitat 
Valenciana deberán incluir como objetivo específico el impulso del emprendimiento entre el 
estudiantado que las curse, promoviendo que adquiera las capacidades y competencias a tal 
fin.

3. Las prescripciones contenidas en los anteriores apartados de este artículo serán 
evaluadas en los términos del artículo siguiente.

Artículo 19.  Evaluación por parte de la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva 
(AVAP).

1. La Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva incluirá y aplicará, como criterio de 
evaluación y, en su caso, como indicador, dentro de sus funciones propias de evaluación, 
prospectiva y análisis, tanto de las instituciones, enseñanzas, actividades y profesorado 
universitario y de la educación superior, como de programas tecnológicos, empresariales, de 
investigación y de desarrollo, la presencia y aplicación de criterios que fomenten y garanticen 
el emprendimiento.

2. En especial, y a los efectos del contenido del informe de evaluación que haya de emitir 
la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva durante el procedimiento de autorización 
para la implantación de enseñanzas universitarias oficiales de grado, máster o doctorado en 
las universidades de la Comunitat Valenciana, aquel deberá contener también una especial 
evaluación sobre la adecuación del título a los principios y objetivos de fomento del 
emprendimiento contenidos en esta ley y, en particular, en este capítulo.

3. De igual manera, la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva emitirá con carácter 
general un informe de evaluación sobre los planes de estudios de los centros integrados 
dentro del Instituto Superior de Enseñanzas Artísticas de la Comunitat Valenciana, 
incluyendo dentro de aquel la evaluación sobre la adecuación de los mismos a los principios 
y objetivos de fomento del emprendimiento contenidos en esta ley y, en particular, en este 
capítulo.

Artículo 20.  Promoción del emprendimiento universitario.
Las universidades de la Comunitat Valenciana prestarán el asesoramiento necesario e 

impulsarán canales de información que permitan la comunicación de las iniciativas 
emprendedoras e innovadoras de la comunidad universitaria con los sectores productivos de 
la Comunitat Valenciana, en especial en materia de innovación y transferencia de tecnología 
y conocimiento, y realizarán asimismo el seguimiento y evaluación de dichas relaciones y de 
sus resultados.

De las actuaciones que realicen y resultados que obtengan en cumplimiento de lo 
señalado en el anterior apartado darán cuenta a los consejos sociales, o a los órganos 
correspondientes en el caso de las universidades privadas.
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Artículo 21.  Agrupaciones de interés estratégico para el emprendimiento.
La Generalitat impulsará y, en su caso, coordinará a través de su oficina en Bruselas y 

de la Fundación Comunitat Valenciana - Región Europea las iniciativas del sistema 
universitario valenciano y de los sectores productivos de la Comunitat Valenciana tendentes 
a la constitución de asociaciones, lobbys o grupos de interés estratégico con presencia en el 
ámbito de las instituciones de la Unión Europea, en especial para la captación de fondos y la 
adopción de medidas de toda índole que fomenten las estrategias de emprendimiento, 
fundamentalmente en materia de innovación y transferencia de tecnología y de 
conocimiento, entre las universidades y las empresas o entre aquellas o estas entre sí.

Con independencia de que la Generalitat, eventualmente, forme parte de dichas 
agrupaciones, con la intensidad de participación que el Consell acuerde, podrá igualmente 
fomentar su funcionamiento y las actividades que despliegue para alcanzar los fines de 
interés general valenciano señalados.

Artículo 22.  Publicidad de la actividad emprendedora en el ámbito del sistema valenciano 
universitario y de la formación superior.

La Generalitat, en coordinación con el sistema de la educación superior de la Comunitat 
Valenciana, impulsará la debida publicidad entre la sociedad de las actuaciones, proyectos e 
iniciativas que se impulsen y lleven a cabo en materia de emprendimiento universitario y de 
la formación superior, y, en particular, en ejecución y desarrollo de las medidas incluidas en 
el presente capítulo.

Disposición transitoria primera.  Régimen aplicable a los procedimientos administrativos 
ya iniciados.

Los procedimientos ya iniciados en las materias a las que se refiere la presente ley se 
tramitarán y concluirán con arreglo a las disposiciones hasta entonces vigentes.

Disposición transitoria segunda.  Ampliación de definiciones legales en convocatorias de 
ayudas y subvenciones.

En aquellos casos en que la convocatoria de ayudas o subvenciones así lo determinen, 
se ampliará la definición de emprendedor, microempresas y pyme a aquellas empresas que 
se hayan constituido en los cinco años anteriores a la publicación de la convocatoria.

Disposición adicional única.  Referencias a la licencia urbanística.
Las referencias contenidas en los capítulos II y III del título IV de la Ley 16/2005, de 30 

de diciembre, de la Generalitat, Urbanística Valenciana, a la licencia urbanística se entienden 
hechas también a la declaración responsable cuando ésta sustituya a la primera en los 
casos dispuestos en la disposición adicional décima de esa ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango contradigan o se 

opongan a la presente ley.

Disposición final primera.  Modificación del artículo 9 de la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, 
de la Generalitat, de Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos 
Públicos.

Se modifica el artículo 9 de la Ley 14/2010, de 3 de diciembre, de la Generalitat, de 
Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos, que queda con 
la siguiente redacción:

«1. Para desarrollar cualquiera de las actividades contempladas en el ámbito de 
aplicación de la presente ley será necesaria la presentación, ante el ayuntamiento del 
municipio de que se trate, de una declaración responsable en la que, al menos, se 
indique la identidad del titular o prestador, ubicación física del establecimiento 
público, actividad recreativa o espectáculo público ofertado y manifieste bajo su 
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exclusiva responsabilidad que se cumple con todos los requisitos técnicos y 
administrativos previstos en la normativa vigente para proceder a la apertura del 
local.

2. Junto a la declaración responsable citada en al apartado anterior se deberá 
aportar, como mínimo, la siguiente documentación:

a) Proyecto de obra y actividad conforme a la normativa vigente firmado por 
técnico competente y visado, si así procediere, por colegio profesional.

b) En su caso, copia de la declaración de impacto ambiental o de la resolución 
sobre la innecesariedad de sometimiento del proyecto a evaluación de impacto 
ambiental, si la actividad se corresponde con alguno de los proyectos sometidos a 
evaluación ambiental.

c) Asimismo, en el supuesto de la ejecución de obras, se presentará certificado 
final de obras e instalaciones ejecutadas, firmados por técnico competente y visados, 
en su caso, por el colegio oficial correspondiente, acreditativo de la realización de las 
mismas conforme a la licencia. En el supuesto de que la implantación de la actividad 
no requiera la ejecución de ningún tipo de obras, se acompañará el proyecto o, en su 
caso, la memoria técnica de la actividad correspondiente.

d) Certificados expedidos por entidad que disponga de la calificación de 
organismo de certificación administrativa (OCA), por el que se acredite el 
cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos técnicos y administrativos 
exigidos por la normativa en vigor para la apertura del establecimiento público. 
Reglamentariamente, se determinarán las condiciones y requisitos exigibles a las 
entidades que se constituyan como organismos de certificación administrativa (OCA).

Alternativamente, certificado emitido por técnico u órgano competente y visado, si 
así procede, por colegio profesional, en el que se acredite el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la normativa vigente para la realización del espectáculo 
público o actividad recreativa de que se trate.

e) Certificado que acredite la suscripción de un contrato de seguro, en los 
términos indicados en la presente ley.

f) Copia del resguardo por el que se certifica el abono de las tasas municipales 
correspondientes.

3. El ayuntamiento, una vez recibida la declaración responsable y la 
documentación anexa indicada, procederá a registrar de entrada dicha recepción en 
el mismo día en que ello se produzca, entregando copia al interesado.

4. Si la documentación contuviera el certificado de un OCA referido en el punto d 
del apartado 2, la apertura del establecimiento podrá realizarse de manera inmediata 
y no precisará de otorgamiento de licencia municipal. Sin perjuicio de ello el 
ayuntamiento podrá proceder, en cualquier momento, a realizar inspección.

En el caso de que se realice esta inspección, si se comprobara en ese momento 
o en otro posterior la inexactitud o falsedad de cualquier dato, manifestación o 
documento de carácter esencial presentado o que no se ajusta a la normativa en 
vigor, el ayuntamiento decretará la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la 
actividad, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a 
que hubiere lugar.

A los efectos de esta ley, se considerará como dato, manifestación o documento 
de carácter esencial tanto la declaración responsable como la documentación anexa 
a la que se refiere el apartado 2 de este artículo.

5. En caso de que no se presente un certificado por un OCA, el ayuntamiento 
inspeccionará el establecimiento para acreditar la adecuación de éste y de la 
actividad al proyecto presentado por el titular o prestador, en el plazo máximo de un 
mes desde la fecha del registro de entrada. En este sentido, una vez girada la visita 
de comprobación y verificados los extremos anteriores, el ayuntamiento expedirá el 
acta de comprobación favorable, lo que posibilitará la apertura del establecimiento 
con carácter provisional hasta el otorgamiento por el ayuntamiento de la licencia de 
apertura.
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Si la visita de comprobación no tuviera lugar en el plazo citado, el titular o 
prestador podrá, asimismo, bajo su responsabilidad, abrir el establecimiento, previa 
comunicación al órgano municipal correspondiente.

Esta apertura no exime al consistorio de efectuar la visita de comprobación. En 
este caso, si se detectase una inexactitud o falsedad de carácter esencial se 
atenderá a lo indicado en el apartado anterior.

6. Los municipios que, por sus circunstancias, no dispongan de equipo técnico 
suficiente para efectuar la visita de comprobación prevista deberán, en virtud de lo 
indicado en el artículo 5 de esta ley, acogerse al régimen de cooperación y 
colaboración administrativa con otras entidades locales o con la administración 
autonómica para este cometido.

7. Reglamentariamente se podrá establecer un procedimiento especial para los 
establecimientos que se ubiquen dentro del ámbito de actividades declaradas 
expresamente de interés general, o celebradas en el marco de acontecimientos 
considerados como tales».

Disposición final segunda.  Modificación de la disposición adicional décima de la Ley 
16/2005, de 30 de diciembre, de la Generalitat, Urbanística Valenciana.

Se modifica la disposición adicional décima de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, de la 
Generalitat, Urbanística Valenciana, que queda con la siguiente redacción:

«Décima.  Declaración responsable para el ejercicio de actos de uso, transformación 
y edificación del suelo, subsuelo y vuelo.

1. Sin perjuicio de la posible necesidad de proyecto arquitectónico u otro análogo, 
así como del instrumento de intervención ambiental correspondiente, serán objeto de 
declaración responsable conforme a lo previsto en el artículo 71 bis de la Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, los supuestos contemplados en las letras c, m, o, p, q, y r del 
apartado 1 del artículo 191 de esta ley cuando se localicen en suelo urbano con 
condición de solar, así como en las citadas letras c y m de dicho artículo cuando se 
localicen en suelo no urbanizable común, debiendo cumplirse en todo caso con las 
exigencias derivadas de la legislación sobre suelo no urbanizable y de paisaje.

Asimismo, también será objeto de declaración responsable la segunda o 
posterior ocupación de las edificaciones y las instalaciones cuando sea exigible la 
renovación de la licencia municipal de ocupación de acuerdo con lo previsto en la 
Ley 3/2004, de 30 de junio, de la Generalitat, de ordenación y fomento de la calidad 
de la edificación.

2. No podrán ser objeto de declaración responsable y requerirán en todo caso de 
licencia municipal las obras que afecten a elementos catalogados o en trámite de 
catalogación. Igualmente requerirán de licencia municipal las obras de construcción, 
edificación e implantación de instalaciones de nueva planta, así como la ampliación 
de las existentes.

3. El procedimiento de tramitación de la declaración responsable exigirá, al 
menos, la acreditación de la identidad del promotor y del resto de los agentes de la 
edificación, de la ubicación física de la actuación, manifestación de que se cumple 
con todos los requisitos establecidos en la normativa vigente, así como de la 
aportación de la documentación exigible, incluyéndose, si procede, la exigida para el 
instrumento de intervención ambiental correspondiente. Los municipios podrán 
completar esta regulación mediante ordenanza municipal, pudiendo exigir el abono 
de tasas municipales.

4. El promotor, una vez efectuada bajo su responsabilidad la declaración de que 
cumple todos los requisitos exigibles para ejecutar las obras, y presentada ésta ante 
el ayuntamiento o entidad local competente junto con toda la documentación exigida, 
estará habilitado para el inicio inmediato de las obras, sin perjuicio de las potestades 
municipales de comprobación o inspección de los requisitos habilitantes para el 
ejercicio del derecho y de la adecuación de lo ejecutado al contenido de la 
declaración.
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5. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 
manifestación o documento que se acompañe o incorpore a la declaración 
responsable, o la no presentación ante la administración competente de ésta, 
determinará la imposibilidad de iniciar las obras o de realizar los actos 
correspondientes desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin 
perjuicio de las responsabilidades a que hubiera lugar. La resolución administrativa 
que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de 
restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del 
derecho o al inicio de la actividad correspondiente; todo ello sin perjuicio de la 
tramitación, en su caso, del procedimiento sancionador correspondiente.

6. La declaración responsable efectuada en los términos previstos en esta 
disposición y de conformidad con la ordenanza municipal, surtirá todos los efectos 
que la normativa aplicable atribuye a la concesión de la licencia municipal y se podrá 
hacer valer tanto ante la administración como ante cualquier otra persona, natural o 
jurídica, pública o privada.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 2/2006, de 5 de mayo, de Prevención de 
la Contaminación y Calidad Ambiental.

1. Se añaden dos subapartados al artículo 4 de la Ley 2/2006, de 5 de mayo, de 
Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental, que se identifican con las letras m y n, 
con la siguiente redacción:

«m) Declaración responsable: el documento suscrito por el titular de la actividad, 
o su representante, en el que manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con 
los requisitos establecidos en la normativa ambiental para el ejercicio de la actividad 
que se dispone a iniciar, que posee la documentación que así lo acredita y que se 
compromete a mantener su cumplimiento durante el período de tiempo que dure 
dicho ejercicio.

n) Comunicación previa: el documento mediante el que el titular de la actividad 
pone en conocimiento de la administración pública correspondiente sus datos 
identificativos, ubicación física de la instalación, actividad a realizar, y los demás 
requisitos que sean exigibles para el inicio de la actividad que desea poner en 
funcionamiento, de acuerdo con el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común».

2. Se modifica el artículo 43 de la Ley 2/2006, de 5 de mayo, de Prevención de la 
Contaminación y Calidad Ambiental, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 43.  Actividades sometidas a licencia ambiental.
Quedan sometidas al régimen de la licencia ambiental la construcción, montaje, 

explotación, traslado o modificación sustancial de instalaciones en que se desarrollen 
actividades, de titularidad pública o privada, no sometidas a autorización ambiental 
integrada y que figuren en la relación de actividades que se aprobará 
reglamentariamente. Será igualmente necesaria nueva licencia para modificar la 
clase de actividad».

3. Se modifica la denominación del Título IV de la Ley 2/2006, de 5 de mayo, de 
Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental, que queda con la siguiente redacción:

«TÍTULO IV
Comunicación previa a la apertura de una instalación o actividad sometida a 

autorización ambiental integrada o a licencia ambiental»
4. Se modifican los artículos 63 y 64 del Título IV, así como el 65 del Título V, 

«Régimen de la comunicación ambiental», todos ellos de la Ley 2/2006, de 5 de 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 87  Ley de Medidas Urgenes de Apoyo a la Iniciativa Empresarial y los Emprendedores

– 2001 –



mayo, de Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental, quedando con la 
siguiente redacción:

«Artículo 63.  Requisitos de la comunicación previa a la apertura de la instalación o 
actividad.

1. Una vez finalizada, en su caso, la construcción de las instalaciones y antes del 
inicio de las actividades sujetas a autorización ambiental integrada o a licencia 
ambiental, el titular de la actividad deberá realizar una comunicación previa ante la 
administración pública competente que haya otorgado la autorización o la licencia.

2. La comunicación previa irá acompañada de la documentación que 
reglamentariamente se determine y que garantice que la instalación se ajusta al 
proyecto aprobado, así como a las medidas correctoras adicionales impuestas, en su 
caso, en la autorización o licencia ambiental. En todo caso contendrá una 
certificación del técnico director de la ejecución del proyecto en la que se especifique 
la conformidad de la instalación o actividad a la autorización ambiental integrada o a 
la licencia ambiental y una declaración responsable en la que el titular de la actividad 
manifestará su compromiso de respetar las condiciones de funcionamiento que 
hubiesen sido impuestas en la autorización ambiental integrada o en la licencia 
ambiental mientras dure el ejercicio de la actividad. La declaración responsable 
incluirá, asimismo, el compromiso de efectuar en un plazo no superior a tres meses 
los controles reglamentariamente exigidos por la normativa ambiental de carácter 
sectorial, tales como ruidos, emisiones atmosféricas o vertidos, para asegurar el 
correcto funcionamiento de la instalación desde el punto de vista ambiental.

3. Además, las actividades sometidas a autorización ambiental integrada deberán 
acompañar a la comunicación previa un certificado acreditativo del cumplimiento de 
las condiciones fijadas en la autorización ambiental integrada. Este certificado será 
expedido por una entidad colaboradora en materia de calidad ambiental.

4. La administración pública ante la que se hubiese presentado la comunicación 
previa podrá comprobar, en cualquier momento, la veracidad de todos los 
documentos y datos aportados, así como el cumplimiento de los requisitos, conforme 
a lo dispuesto en el título VI de esta ley.

Artículo 64.  Régimen del silencio administrativo.
Transcurrido el plazo de un mes para las actividades que hayan obtenido licencia 

ambiental y de dos meses para las que se haya otorgado autorización ambiental, 
desde la presentación de la comunicación previa, debidamente acompañada de la 
documentación requerida, sin oposición o reparos por parte de la administración, se 
entenderá otorgada licencia de apertura, pudiendo iniciarse el ejercicio de la 
actividad.

Artículo 65.  Ámbito de aplicación y procedimiento.
1. El ejercicio de las restantes actividades no sometidas a autorización ambiental 

integrada ni a licencia ambiental requerirá la presentación ante el ayuntamiento de 
una comunicación ambiental previa al inicio de la actividad.

2. La comunicación se acompañará de la siguiente documentación:
a) Declaración responsable suscrita por el titular de la actividad, en los términos 

señalados en el apartado m del artículo 4 de esta ley, y que incluirá una referencia 
expresa a la compatibilidad urbanística de la actividad.

b) Memoria técnica en la que se describa la instalación y la actividad.
Reglamentariamente se podrá determinar aquella otra documentación que deba 

acompañar a la comunicación ambiental, sin perjuicio de las previsiones que puedan 
ser incorporadas por los Ayuntamientos en sus correspondientes ordenanzas 
municipales.

3. No será necesaria la obtención de la licencia de apertura para el régimen de 
comunicación ambiental, estando implícita en este último.
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4. El traslado, la modificación de la clase de actividad y la modificación sustancial 
de estas actividades estará igualmente sometida al régimen de comunicación 
ambiental regulado en este título, salvo que impliquen un cambio en el instrumento 
de intervención, debiendo someterse en ese caso al régimen de intervención 
ambiental que corresponda.

5. El ayuntamiento ante el que se hubiese presentado la comunicación ambiental 
podrá comprobar, en cualquier momento, la veracidad de todos los documentos y 
datos aportados, así como el cumplimiento de los requisitos, conforme a lo dispuesto 
en el título VI de esta ley».

Disposición final cuarta.  Modificación del Texto Refundido de la Ley de Tasas de la 
Generalitat, aprobado por el Decreto legislativo 1/2005, de 25 de febrero, del Consell.

Se introduce una nueva disposición adicional novena en el Texto Refundido de la Ley de 
Tasas de la Generalitat, aprobado por el Decreto legislativo 1/2005, de 25 de febrero, del 
Consell, con el siguiente tenor literal:

«Disposición adicional novena.  Beneficios fiscales aplicables a las tasas de la 
Generalitat de emprendedores, pyme y microempresas de la Comunitat Valenciana 
en los ejercicios 2012 y 2013.

Uno. En los años 2012 y 2013, estarán exentos del pago de las tarifas que se 
indican a continuación los sujetos pasivos que inicien sus actividades empresariales 
o profesionales, cuando el devengo se produzca durante el primer año de actividad:

– Las tarifas del artículo 27, relativo a la Tasa por la venta de impresos en 
materia de hacienda y administración pública, sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado Uno del artículo 26.

– Las tarifas A.0 “Carné de taxista”, A.1 “Expedición de autorización para 
transporte regular de uso especial”, A.2 “Transmisión de autorización de transporte 
de mercancías y/o viajeros, en cualquier clase de vehículos”, A.3 “Expedición de 
certificados o título de consejero de seguridad (y su renovación), y de capacitación 
para realizar la actividad de transporte”, A.4 “Expedición de autorizaciones de 
empresa, y su visado y rehabilitación”, A.5 “Expedición de autorización de transporte 
sanitario, y su visado y rehabilitación”, A.6 “Expedición de copias certificadas de las 
autorizaciones de empresa, para los vehículos de transporte de mercancías y/o 
viajeros en cualquier clase de vehículos; y otras autorizaciones referidas a vehículos, 
incluida sustitución provisional de vehículos por averías”, A.8 “Admisión a exámenes 
y pruebas”, A.9 “Expedición de las tarjetas de tacógrafo digital” y A.12 “Expedición o 
renovación de la tarjeta CAP” del artículo 76, relativo a la sección II, “De las 
autorizaciones”, de la Tasa por la Ordenación de la explotación de los transportes 
mecánicos por carretera.

– Las tarifas del artículo 99, relativo a la tasa por servicios administrativos en 
materia de Obras Públicas, Urbanismo y Transporte.

– Las tarifas 1 y 2 del grupo II “Comprobación e inspección de las condiciones 
higiénico-sanitarias de locales y establecimientos” del apartado uno del artículo 181, 
relativo a la tasa por servicios sanitarios.

– Las tarifas de los epígrafes 1 “Expedición de certificados”, 2 “Compulsa de 
documentos”, 3 “Diligenciado y sellado de libros”, 4 “Emisión de duplicados de 
autorizaciones” y 8 “Emisión de informes previos sobre instalaciones industriales y 
establecimientos alimentarios, cuando los mismos sean requeridos para la 
autorización y funcionamiento” del grupo III “Otras actuaciones administrativas” del 
apartado Uno del artículo 185, relativo a la Tasa por otras actuaciones 
administrativas en materia de Sanidad.

– Las tarifas de los epígrafes 1 “Autorización de funcionamiento, inscripción y 
control de instalaciones industriales (aparatos elevadores, generadores de vapor y 
demás aparatos a presión, centrales, líneas, estaciones y subestaciones, 
instalaciones de calefacción, climatización y agua caliente sanitaria con proyecto, 
instalaciones frigoríficas con proyecto, instalaciones distribuidoras y receptoras de 
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agua y gas con proyecto, instalaciones eléctricas de baja tensión con proyecto, 
almacenamiento de productos químicos, almacenamiento de productos petrolíferos 
líquidos con proyecto, instalaciones radiactivas de segunda y tercera categoría y 
almacenamiento de GLP en envases)”, 2 “Verificación”, 3 “Instalaciones sin 
proyecto”, 4 “Pruebas de presión en aparatos y recipientes con fluidos (series), 5 
“Expedición de certificados y documentos”, 11 “Inspecciones”, 13 “Autorizaciones de 
reformas de importancia generalizadas en vehículos de todo tipo” y 14 “Alta/
renovación de inscripción en el registro de Control Metrológico” del artículo 189, 
relativo a la Tasa por la ordenación de instalaciones y actividades industriales, 
energéticas y mineras.

– Las tarifas del artículo 193, relativo a la Tasa por la venta de impresos en 
materia de empleo, industria, energía y comercio.

– Las siguientes tarifas del apartado Dos del artículo 205, relativo a la Tasa por 
ordenación y defensa de las industrias agrarias y alimentarias:

a) Las tarifas de los subepígrafes 1.1.1 “Estrato A” y 1.1.2 “Estrato B” del epígrafe 
1.1 “De instalación de nuevas industrias, ampliación o traslado de las existentes y 
sustitución de maquinaria” del subapartado 1 “Expedientes de inscripción de 
industrias en el Registro de Industrias alimentarias (RIA)”.

b) Las tarifas de los subepígrafes 2.1.1 “Estrato A” y 2.1.2 “Estrato B” del 
subapartado 2 “De inspección, comprobación y control del cumplimiento de la 
legislación vigente en materia de sanidad alimentaria”.

c) Las tarifas de los epígrafes 3 “Inscripción en el Registro de envasadores y 
embotelladores de vinos y bebidas alcohólicas”, 4 “Expedición y visado de cualquiera 
de los libros de registro exigibles al sector vitivinícola” y 5 “Inscripción en el Registro 
de envasadores de aceites vegetales”.

– Las tarifas del artículo 209, relativo a la tasa por la gestión técnico-facultativa 
de los servicios agronómicos.

– Las tarifas del artículo 214, relativo a la tasa por prestación de servicios en 
materia de ganadería.

– Las tarifas del artículo 227, relativo a la tasa por servicios administrativos en 
materia de agricultura, pesca y alimentación.

– Las tarifas del artículo 235, relativo a la tasa por la prestación de servicios de 
sanidad vegetal y calidad del material vegetal de reproducción.

– Las tarifas del artículo 239, relativo a la tasa por determinaciones analíticas en 
materia de agricultura, pesca y alimentación.

– Las tarifas del artículo 243, relativo a la tasa por la prestación de servicios de 
sanidad animal.

Dos. Si, en los mismos ejercicios y respecto de las mismas tarifas a las que se 
refiere el apartado uno, el devengo se produce durante el segundo año de actividad 
de la empresa o negocio, el sujeto pasivo se podrá aplicar una bonificación del 50 
por 100 de la cuota.

Tres. A los efectos de los apartados anteriores, el sujeto pasivo deberá aportar 
declaración responsable en la que se indique la fecha de inicio de la actividad, 
pudiendo la Administración comprobar dicho dato, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 94.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
mediante intercambio electrónico de información con la Administración Tributaria 
competente para la gestión del Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedores 
al que se refiere el artículo 3.2 del Reglamento General de las actuaciones y los 
procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas 
comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real 
Decreto 1065/2007, de 27 de julio».
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Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 2/2003, de 28 de enero, de la Generalitat, 
de Consejos Sociales de las Universidades Públicas Valencianas.

1. Se añade un apartado 4 al artículo 2 de la Ley 2/2003, de 28 de enero, de la 
Generalitat, de Consejos Sociales de las Universidades Públicas Valencianas, que queda 
con la siguiente redacción:

«4. Impulsar la cultura del emprendimiento en el ámbito universitario, 
promoviendo la vinculación de las enseñanzas, de la investigación y la innovación, a 
las capacidades creativas y emprendedoras que enriquezcan el tejido social y 
productivo de la Comunitat Valenciana».

2. Se modifica la letra w del artículo 4 de la Ley 2/2003, de 28 de enero, de la 
Generalitat, de Consejos Sociales de las Universidades Públicas Valencianas, que queda 
con la siguiente redacción:

«w) Impulsar las iniciativas emprendedoras y la actividad investigadora de la 
universidad y en especial, promoviendo la vinculación a los sectores productivos de 
su entorno, propiciando proyectos emprendedores, de investigación y desarrollo 
compartidos entre la universidad y las empresas o instituciones».

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 4/2007, de 9 de febrero, de la Generalitat, 
de Coordinación del Sistema Universitario Valenciano.

1. Se modifica el apartado e del artículo 18 de la Ley 4/2007, de 9 de febrero, de la 
Generalitat, de Coordinación del Sistema Universitario Valenciano, que queda con la 
siguiente redacción:

«e) La promoción de la colaboración entre las universidades, administraciones 
públicas y entes públicos y privados para impulsar el emprendimiento y las iniciativas 
emprendedoras en la comunidad universitaria y conseguir la integración adecuada de 
los estudiantes y egresados universitarios dentro del tejido productivo».

2. Se añade una nueva letra, f), al apartado 2 del artículo 37 de la Ley 4/2007, de 9 de 
febrero, de la Generalitat, de Coordinación del Sistema Universitario Valenciano, que queda 
con la siguiente redacción:

«f) Impulso de la cultura del emprendimiento, fomentando y garantizando las 
capacidades, competencias e iniciativas emprendedoras en las enseñanzas 
conducentes a la obtención de títulos universitarios oficiales».

Disposición final séptima.  Plan semestral de simplificación administrativa.
El Consell aprobará semestralmente un Plan de Simplificación que contemplará los 

procedimientos a simplificar y las unidades responsables de llevar a cabo el citado proceso 
de simplificación.

Disposición final octava.  Centros integrados en el Instituto Superior de Enseñanzas 
Artísticas de la Comunitat Valenciana.

Los centros integrados dentro del Instituto Superior de Enseñanzas Artísticas de la 
Comunitat Valenciana deberán adaptar sus planes de estudios a lo dispuesto en el apartado 
2 del artículo 18, y obtener el informe a que se refiere el apartado 3 del artículo 19, en el 
plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición final novena.  Informe de evaluación de la Agència Valenciana d’Avaluació i 
Prospectiva.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente ley, deberá 
aprobarse el desarrollo reglamentario que regule el contenido del informe de evaluación de 
la Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva al que se refiere el artículo 19.
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Disposición final décima.  Desarrollo reglamentario y aplicación de la presente norma.
Se autoriza al titular de la conselleria competente en materia de hacienda para dictar los 

actos y disposiciones necesarios para el desarrollo y la ejecución de esta ley, en las materias 
de naturaleza tributaria.

Disposición final undécima.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Diari Oficial de la 

Comunitat Valenciana».

ANEXO
Líneas presupuestarias para el apoyo a los emprendedores y el fomento del 

emprendimiento en el ejercicio 2012

Programa Línea/aplicación presupuestaria 2012 Cuantía económica
315.10 T5266 2.382.310,00
315.10 T7356 100.000,00
315.10 T2242 700.000,00
322.51 T0212 13.767.000,00
322.51 T2446 3.000.000,00
322.51 T2941 11.722.000,00
322.51 T7954 6.500.000,00
322.53 T7705 550.000,00
322.53 T7708 280.000,00
322.53 T7714 250.000,00
322.53 T7715 450.000,00
322.53 T7725 537.200,00
322.53 T7726 770.000,00
322.53 T7728 512.600,00
322.53 T7957 1.500.000,00
322.53 T7958 770.000,00
612.60 T1387 3.500.000,00
612.60 T2683 266.050,00
AVFGA SE833000 910.000,00
714.10 T6145 8.100.000,00
AVFGA SE833000 300.000,00
751.10 X0153 1.016.700,00
761.10 T5799000 1.000.000,00
IMPIVA T6906000 1.566.660,00
IMPIVA T6907000 2.900.000,00
IMPIVA T8004000 2.332.000,00
IMPIVA T6721000 7.850.000,00

IVEX, S.A. – 1.000.000,00
IVF – 10.250.000,00

Total 84.782.520,00
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§ 88

Ley 3/2015, de 2 de abril, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 7500, de 8 de abril de 2015
«BOE» núm. 100, de 27 de abril de 2015

Última modificación: 31 de diciembre de 2020
Referencia: BOE-A-2015-4548

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que Les Corts han aprobado y yo, de 
acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del 
rey, promulgo la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I
Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, desde su creación, 

constituyen un valioso instrumento de colaboración con las instituciones públicas, de apoyo a 
los sectores económicos de sus demarcaciones y de impulso al desarrollo económico y 
empresarial en la Comunitat Valenciana. Actualmente desarrollan servicios imprescindibles 
para la modernización y competitividad de las empresas en campos tales como la 
información, formación, asesoramiento, dinamización, innovación, promoción exterior e 
interior de las empresas, arbitraje y mediación, gestión de programas, y servicios públicos de 
mejora de la competitividad del tejido empresarial valenciano, tanto en el interior de la 
Comunitat Valenciana como fuera de ella, apoyando a las empresas valencianas, 
especialmente las pymes, de sus respectivas demarcaciones.

Las cámaras de comercio en la Comunitat Valenciana tienen una larga trayectoria, desde 
que en el Real Decreto de 21 de junio de 1911 se instauró el llamado modelo continental de 
adscripción obligatoria y de contribución solidaria para todas las empresas. Este modelo se 
mantuvo hasta la aprobación del Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, de 
actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la 
creación de empleo, que instauró un nuevo modelo cameral con la eliminación del recurso 
cameral permanente que hasta ese momento supuso su principal fuente de financiación.

El Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana, en su artículo 49.1.33.ª, atribuye a 
la Generalitat la competencia exclusiva en materia de cámaras oficiales de comercio, 
industria y navegación en su territorio, en el marco de la legislación básica del Estado, 
correspondiendo a la Generalitat la competencia de desarrollo legislativo y ejecución.

Esta ley desarrolla la Ley 4/2014, Básica de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación en el ámbito de la Comunitat Valenciana y afecta por tanto a las 
actuales cinco cámaras de nuestro territorio, las cámaras de Alcoy, Alicante, Castellón, 
Orihuela y Valencia, además de a su Consejo de Cámaras, constituido ya en 1978 por 
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acuerdo de todas las Cámaras, y formalmente como órgano consultivo y de colaboración con 
la Generalitat mediante el Decreto 81/1996, de 16 de abril, del Gobierno Valenciano, por el 
que se crea el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la 
Comunidad Valenciana.

II
Esta ley consta de 42 artículos que se estructuran en siete capítulos, dos disposiciones 

transitorias, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.
El capítulo I regula los principios generales, naturaleza y funciones de las cámaras de la 

Comunitat Valenciana. Permanece su naturaleza de corporaciones de derecho público tal 
como determina la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación.

El capítulo II contempla el ámbito territorial de las cámaras de la Comunitat Valenciana 
preservando el actual modelo territorial y facilitando su actuación en todo el territorio de la 
Comunitat Valenciana.

El capítulo III establece su forma de organización de amplia base democrática y 
representativa del tejido empresarial de cada demarcación. Regula la conformación de sus 
órganos de gobierno: pleno, comité ejecutivo y presidente. Introduce la legitimidad 
democrática de sus órganos de gobierno mediante la elección directa de los vocales del 
pleno mediante el sufragio libre, igual, directo y secreto de todas las empresas de cada 
demarcación al menos en sus dos tercios y facilita la representación directa de las 
organizaciones empresariales más representativas y de las empresas de mayor aportación 
voluntaria. Se incorpora la posibilidad de creación de comisiones de trabajo, asesoras o 
mixtas para fomentar la participación de las empresas.

El capítulo IV regula el régimen electoral para la elección de los miembros de los 
órganos de gobierno y desarrolla ampliamente el sistema de garantías relativas al proceso 
electoral, derecho de voto y ejercicio del mismo, la convocatoria y publicidad del proceso de 
elección, el funcionamiento de las juntas electorales, así como el procedimiento de 
presentación de candidatos. Se introduce por primera vez el sistema de voto electrónico para 
facilitar la participación de los electores.

En el capítulo V se determina el régimen jurídico, económico y patrimonial y el sistema 
de tutela de la Generalitat.

En el capítulo VI se determinan las relaciones de las cámaras entre sí, y con otros entes 
públicos o privados, así como con las distintas administraciones públicas y se establece el 
sistema de relaciones institucionales e intercamerales que se pretende fomentar como mejor 
forma de abordar servicios, programas y proyectos comunes, tanto entre las cámaras como 
con la sociedad civil y sus instituciones.

En el capítulo VII se contempla la regulación del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana como corporación 
de derecho público y con personalidad jurídica propia, al que le corresponden, entre otras, 
las funciones de representación, relación y coordinación del conjunto de Cámaras así como 
de consulta y colaboración con la Generalitat y restantes instituciones. Se introduce el 
sistema de gobernanza del consejo como órgano superior de coordinación de las cámaras 
en la Comunitat Valenciana y de interlocución con la Generalitat en el desarrollo de las 
funciones público-administrativas, en su caso. Se garantiza también un sistema equilibrado 
de representación territorial en sus órganos de gobierno.

CAPÍTULO I
Principios generales, naturaleza y funciones

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto establecer la regulación de las cámaras oficiales de 

comercio, industria, servicios y, en su caso, navegación de la Comunitat Valenciana, así 
como del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
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la Comunitat Valenciana, dentro del marco fijado por la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana son entidades sin ánimo de lucro y corporaciones de derecho público, 
dependientes de la Generalitat, que se configuran como órganos consultivos y de 
colaboración con las administraciones públicas y especialmente con la Generalitat, sin 
menoscabo de los intereses privados que puedan perseguir. Para el cumplimiento de sus 
fines gozan de personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar. Su estructura y 
funcionamiento deberán ser democráticos.

2. Será aplicable a las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación 
de la Comunitat Valenciana, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las administraciones públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza 
y finalidades.

3. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 
Valenciana se ajustarán a lo dispuesto en la Ley 4/2014, básica de las cámaras oficiales, en 
esta ley y a las normas de desarrollo que se dicten.

Artículo 3.  Funciones.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana tendrán las siguientes funciones de carácter público-administrativas:
a) Expedir certificados de origen y demás certificaciones relacionadas con el tráfico 

mercantil, nacional e internacional, en los supuestos previstos en la normativa vigente.
b) Recopilar las costumbres y usos mercantiles, así como las prácticas y usos de los 

negocios y emitir certificaciones acerca de su existencia.
c) Proponer a las administraciones públicas cuantas reformas o medidas consideren 

necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

d) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

e) Ser órgano de asesoramiento de las administraciones públicas, en los términos que se 
establezcan, para el desarrollo del comercio, la industria, los servicios y la navegación.

f) Desarrollar actividades de apoyo y estímulo al sector exterior, en especial en 
exportación, de acuerdo con lo descrito en el Plan cameral de internacionalización.

g) Participar con las administraciones competentes en la organización de la formación 
práctica en los centros de trabajo incluida en las enseñanzas de formación profesional, en 
especial en la selección y validación de centros de trabajo y empresas, en la designación y 
formación de tutores de los alumnos y en el control y evaluación del cumplimiento de la 
programación, sin perjuicio de las funciones que puedan atribuirse a las organizaciones 
empresariales en este ámbito.

h) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos en que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar los servicios públicos relacionados con las 
mismas cuando su gestión le corresponda a la administración.

i) Llevar un censo público de todas las empresas, así como de sus establecimientos, 
delegaciones y agencias radicados en su demarcación.

j) Colaborar con las administraciones públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
para la creación de empresas y actuar de ventanillas únicas para su constitución, cuando 
sean requeridas para ello.

k) Colaborar o promover con las administraciones públicas la simplificación 
administrativa en los procedimientos para el inicio y desarrollo de actividades económicas y 
empresariales, así como la mejora de la regulación económico-empresarial.

l) Impulsar actuaciones dirigidas al incremento de la competitividad de las pequeñas y 
medianas empresas, y fomentar la innovación y transferencia tecnológicas a las empresas.
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m) Colaborar con las administraciones públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales, cumpliendo con lo establecido en la normativa 
general y sectorial vigente.

n) Impulsar y colaborar con las administraciones públicas en la implantación de la 
economía digital de las empresas.

2. También corresponderá a las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación 
desarrollar las funciones público-administrativas que se enumeran a continuación:

a) Colaborar con las administraciones públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
y en cuantas actuaciones vayan referidas a fomentar la cultura del emprendimiento, de 
apoyo a los emprendedores y a la competitividad.

b) Expedir las certificaciones y visar y cotejar todo tipo de documentos relacionados con 
la actividad empresarial que voluntariamente le sean solicitados por las empresas.

c) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

d) Colaborar con la administración competente informando, en su caso, los estudios, 
trabajos y acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios 
y la navegación.

e) Desarrollar los trabajos de estudio y asistencia técnica, que por la administración 
competente en materia de comercio, le sean encomendados.

f) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración con 
las administraciones públicas competentes.

g) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones, y estar 
representadas en el comité organizador de cada feria comercial oficial, conforme a lo 
dispuesto en la correspondiente normativa.

h) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 
o privados y, en su caso, por la Generalitat.

i) Colaborar con la Generalitat para facilitar información y orientación sobre el 
procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de las competencias 
profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación de instalaciones 
y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando dichas 
administraciones lo establezcan.

j) Informar los proyectos de normas emanados de la Generalitat que afecten 
directamente a los intereses generales del comercio, la industria, los servicios o la 
navegación, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

k) Desarrollar actividades de desarrollo y estímulo a la internacionalización y el comercio 
exterior, en colaboración con las administraciones competentes en la materia.

l) Gestionar los registros públicos autonómicos relacionados con la actividad económica 
y empresarial que, en su caso, le sean encomendados por la Generalitat.

m) Cualquier otra función que la Generalitat, en el ejercicio de sus competencias, 
considere necesaria.

3. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación podrán llevar a 
cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de libre 
competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas 
finalidades y, en especial, establecer servicios de información y asesoramiento empresarial. 
Así mismo, podrán difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de 
la empresa; prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y crear, 
gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de 
residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrán desempeñar actividades de mediación así como de arbitraje mercantil 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelar, las cámaras oficiales, cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación, podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, 
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fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios 
de colaboración. La administración tutelar determinará los mecanismos de seguimiento 
correspondientes.

5. La autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
administración tutelar en relación a los derechos y obligaciones derivados de las actuaciones 
de las cámaras de comercio en el ámbito de sus actividades privadas.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones las cámaras oficiales de comercio, 
industria, servicios y navegación así como el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación podrán realizar todas aquellas actividades que se les 
asignen por las administraciones públicas mediante contrato-programa, encomienda o 
delegación de funciones. A tal fin suscribirán los convenios a los que hace referencia el 
artículo 4.1.c y d del Texto refundido de la ley de contratos del sector público, en los cuales 
se determinarán las funciones asignadas, los objetivos anuales e indicadores de la gestión 
realizada, y el sistema de financiación de los costes de dicha actividad. En el desarrollo de 
las funciones público-administrativas, se garantizará una adecuada coordinación con las 
administraciones públicas mediante la firma de los oportunos instrumentos de colaboración 
así como a través de los planes de actuaciones que, en su caso, dicten las administraciones 
competentes por razón de la materia. Asimismo, las cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación y el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 
y Navegación, podrán suscribir convenios u otros instrumentos de colaboración para 
garantizar una adecuada coordinación de sus actuaciones con las llevadas a cabo con las 
organizaciones empresariales.

7. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

8. En el desarrollo de todas sus actividades, las cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación de la Comunitat Valenciana respetarán las condiciones de 
accesibilidad de las personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa 
de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones, deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo cual se tendrán en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a su disposición los medios y los apoyos, y realizando los ajustes 
razonables cuando sean precisos.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial

Artículo 4.  Ámbito territorial.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 4/2014, básica de las 

cámaras oficiales, en cada una de las tres provincias de la Comunitat Valenciana existirá una 
cámara oficial de comercio, industria, servicios y navegación con competencia en todo el 
ámbito provincial, sin perjuicio de que puedan coexistir con cámaras de distinto ámbito 
territorial.

2. Existen así mismo cámaras locales en Alcoy y Orihuela, con competencia en su 
respectivo término municipal, a las que les serán de aplicación las disposiciones de la 
presente ley.

3. Las cámaras locales podrán disolverse en los términos y de acuerdo con el 
procedimiento que reglamentariamente se establezca, por acuerdo del pleno respectivo 
adoptado en sesión convocada al efecto. Para la validez del acuerdo se requerirá el voto 
favorable de, al menos, las dos terceras partes de los miembros del pleno y la posterior 
aprobación del Consell. Asimismo, previo acuerdo adoptado por el pleno, con sujeción al 
procedimiento que reglamentariamente se establezca, estas cámaras de ámbito inferior al 
provincial, podrán instar su integración en la cámara correspondiente a su provincia. Para la 
validez del acuerdo se requerirá el voto favorable de, al menos, las dos terceras partes de 
los miembros del pleno y la posterior aprobación del Consell, previo informe del Consejo de 
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Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat 
Valenciana y de la cámara en la cual se haya de integrar. Las cámaras que se extingan 
como consecuencia de su integración en otra de mayor ámbito territorial podrán funcionar 
como delegaciones de la misma en la demarcación territorial que en cada caso se 
determine.

Artículo 5.  Creación de delegaciones.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana podrán crear delegaciones o nombrar delegados dentro de su demarcación 
territorial, de acuerdo con el procedimiento que reglamentariamente se establezca y previa 
autorización de la conselleria que ostente las competencias en materia de comercio.

2. Los delegados podrán asistir a las sesiones del pleno de las cámaras, con voz y sin 
voto, cuando así se determine en el reglamento de régimen interior.

CAPÍTULO III
Organización

Artículo 6.  Organización.
1. De conformidad con lo dispuesto en el capítulo II de la Ley 4/2014, Básica de las 

Cámaras Oficiales, los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación son el pleno, el comité ejecutivo y el presidente. 
Igualmente, las cámaras contarán con un secretario general, personal directivo y el personal 
laboral necesario para el correcto desempeño de sus funciones. Asimismo, podrán contar 
con un director gerente.

2. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ser nombrado secretario general 
ni ocupar los puestos directivos señalados en este artículo quienes estén inhabilitados para 
empleo o cargo público.

3. Reglamentariamente se determinarán las funciones, el régimen jurídico, la 
organización y el funcionamiento de los órganos de gobierno de las cámaras oficiales de 
comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat Valenciana.

Artículo 7.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la cámara, que estará 

compuesto por un número no inferior a 10 ni superior a 60 vocales. El Reglamento de 
Régimen Interior de cada cámara determinará, dentro del intervalo citado, el número de 
vocales que componen su pleno.

2. Los vocales que componen el pleno estarán determinados en los siguientes grupos:
a) Dos tercios de los vocales del pleno serán los representantes de todas las empresas 

pertenecientes a las cámaras en atención a la representatividad de los distintos sectores 
económicos. Estos vocales serán elegidos mediante sufragio libre, igual, directo y secreto, 
entre todas las personas físicas y jurídicas que ejerzan una actividad comercial, industrial, de 
servicios y de navegación en la demarcación.

La elección se realizará de acuerdo con la clasificación en grupos atendiendo a la 
importancia económica relativa de los diversos sectores de la economía de cada 
demarcación. Para determinar la estructura por sectores económicos se tendrán en cuenta 
los indicadores del producto interior bruto, número de empresas y de ocupados de cada uno 
de ellos, así como en su caso la contribución a la exportación. Reglamentariamente se 
establecerá la forma de cálculo de la distribución sectorial y del número de vocales para 
cada sector atendiendo siempre a criterios objetivos y a fuentes oficiales. La asignación del 
número de vocales por cada grupo deberá ser ponderada y equilibrada determinándose 
motivadamente para cada elección.

b) La representación del tercio restante se realizará del siguiente modo:
b.1) El 40 % corresponderá a representantes de empresas y personas de reconocido 

prestigio en la vida económica valenciana dentro de la circunscripción de cada cámara, 
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designados a propuesta de las organizaciones intersectoriales y territoriales más 
representativas de la Comunitat Valenciana. La administración tutelar determinará las 
organizaciones que pueden presentar estas propuestas atendiendo a su representación 
territorial e implantación en la Comunitat y serán estas organizaciones las que presentarán 
una lista de candidatos propuestos en número que corresponda a las vocalías a cubrir.

b.2) El 60% corresponderá a representantes de las empresas de mayor aportación 
voluntaria en cada demarcación.

Reglamentariamente se establecerá el sistema de elección de estos representantes.
3. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, en número máximo de 

diez, las personas de reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de 
demarcación de la cámara. A tal fin, el presidente propondrá a los vocales de las letras a y b 
del apartado 2 una lista de candidatos que supere en un tercio el número de vocalías a 
elegir. Estas personas serán elegidas, al menos por mayoría simple en votación individual y 
secreta, por los miembros del pleno.

4. Los miembros del pleno enumerados en las letras a y b del apartado 2 elegirán al 
presidente de la cámara, en la forma que, de acuerdo con lo establecido 
reglamentariamente, determine el reglamento de régimen interior de cada cámara. El 
presidente deberá tener la condición de vocal electivo según el apartado 2.a de este artículo.

5. El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

6. Corresponderá al conseller que ostente las competencias en materia de comercio, o 
persona en quien delegue, presidir la sesión constitutiva del pleno.

7. El mandato de los vocales del pleno será de cuatro años y su condición de miembro 
es indelegable.

8. La estructura y composición del pleno, en lo referente a su distribución por grupos, se 
revisará y actualizará cada cuatro años. Para esta revisión y actualización se tendrán en 
cuenta las variables relacionadas con el crecimiento económico de los diferentes sectores 
económicos, teniendo en consideración su aportación al PIB, el número de empresas, el 
empleo y la exportación. En todo caso, dicha revisión y actualización se aprobará al menos 
tres meses antes de la renovación reglamentaria del pleno.

9. En lo no previsto en esta ley será de aplicación las disposiciones sobre órganos 
colegiados recogidas en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Artículo 8.  El comité ejecutivo.
El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de la 

cámara y estará formado por las personas que ostenten la presidencia, vicepresidencias, la 
tesorería y los miembros del pleno que se determinen. El número de miembros del comité 
ejecutivo no podrá ser superior a nueve. La conselleria que ostente las competencias en 
materia de comercio designará a un representante que deberá ser necesariamente 
convocado a las reuniones del indicado órgano de gobierno. Asimismo, las personas que 
ostenten la secretaría general y la dirección gerencia, si la hubiera, asistirán, con voz pero 
sin voto, a las reuniones del comité ejecutivo.

Artículo 9.  El presidente o presidenta.
El presidente o presidenta, que será elegido por el pleno en la forma que determine el 

reglamento de régimen interior, ostentará la representación de la cámara y la presidencia de 
todos sus órganos colegiados, siendo responsable de la ejecución de sus acuerdos, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 4/2014, Básica de las Cámaras 
Oficiales.

Artículo 10.  Pérdida de la condición de miembro del pleno y del comité ejecutivo.
1. Se perderá la condición de miembro del pleno y del comité ejecutivo:
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a) Cuando por circunstancias sobrevenidas deje de concurrir algún requisito necesario 
de elegibilidad previsto legalmente.

b) Por no haber tomado posesión dentro del plazo reglamentario.
c) Por falta injustificada de asistencia a las sesiones del pleno o del comité ejecutivo, 

respectivamente, durante tres veces dentro del año, sin perjuicio de trámite de audiencia 
ante el pleno.

d) Por dimisión o renuncia.
e) Por cualquier causa que le incapacite para el desempeño del cargo.
f) Por fallecimiento.
g) Por extinción de la persona jurídica de la que ostentase su representación en su 

elección o designación como miembro de los órganos de gobierno.
h) Por revocación de su nombramiento en el caso de los vocales referidos en la letra b 

del apartado 2 del artículo 7.
j) Por la no realización de aportaciones voluntarias durante el periodo en que haya 

resultado electo en representación de los vocales de la letra b.2 del apartado 2 del artículo 7.
2. Con independencia de la terminación normal de sus mandatos, el presidente o 

presidenta y los miembros del comité ejecutivo podrán cesar:
a) Por la pérdida de la condición de miembro del pleno.
b) Por acuerdo del pleno, adoptado por mayoría de dos tercios de sus miembros, según 

lo que reglamentariamente se establezca.
c) Por renuncia que no implique la pérdida de su condición de vocal del pleno.

Artículo 11.  Órganos de asesoramiento y comisiones de trabajo.
Las cámaras podrán crear órganos asesores y comisiones de trabajo consultivas de 

carácter especializado en las que se podrán integrar, además de los miembros del pleno, 
otros empresarios o empresarias, profesionales y personas de reconocido prestigio para 
elaborar proyectos, estudios o dictámenes sobre las distintas materias que sean de su 
competencia. Estos órganos y comisiones podrán ser permanentes o de duración 
determinada, temáticas o sectoriales. Su funcionamiento será democrático y los acuerdos se 
tomarán por mayoría simple. Sus acuerdos no serán vinculantes.

Artículo 12.  Reglamento de régimen interior y código de buenas prácticas.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 4/2014, Básica de las 

Cámaras Oficiales, cada Cámara tendrá su propio reglamento de régimen interior, que será 
propuesto por el pleno y aprobado por la conselleria que ostente las competencias en 
materia de comercio, la cual podrá también promover su modificación.

2. En el reglamento de régimen interior constarán, entre otros extremos, la estructura del 
pleno, sus funciones, el número y forma de elección de los miembros del comité ejecutivo y 
las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno.

3. Asimismo, las cámaras deberán elaborar un código de buenas prácticas que garantice 
la imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas.

CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 13.  Censo.
1. Censo público.
Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación elaborarán un 

censo público de empresas del que formarán parte las personas físicas o jurídicas, 
nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, industriales, de servicios y 
navieras en el territorio de la Comunitat Valenciana, para cuya elaboración contarán con la 
colaboración de la administración tributaria competente así como de otras administraciones 
que aporten la información necesaria, garantizando, en todo caso, la confidencialidad en el 
tratamiento y el uso exclusivo de dicha información.
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Para la elaboración del censo público de empresas las administraciones tributarias 
facilitarán a las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la 
Comunitat Valenciana los datos del impuesto sobre actividades económicas y los censales 
de las empresas que sean necesarios. Únicamente tendrán acceso a la información 
facilitada por la administración tributaria los empleados de cada cámara que determine el 
pleno.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente ley atribuye a las 
cámaras así como para la elaboración del censo electoral.

Dicho personal tendrá, con referencia a los indicados datos, el mismo deber de sigilo que 
los funcionarios de la administración tributaria. El incumplimiento de este deber constituirá, 
en todo caso, infracción muy grave de conformidad con su régimen disciplinario.

2. Publicidad del censo electoral.
a) Abierto el proceso electoral, y dentro de los plazos que reglamentariamente se 

establezcan, las cámaras deberán exponer sus censos al público, en el domicilio corporativo, 
en sus delegaciones y en aquellos otros lugares que estimen de interés para favorecer la 
participación. Del mismo modo se facilitará el acceso al censo a través de procedimientos 
electrónicos de consulta.

b) Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los grupos y 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición de los censos al público hasta el término del plazo que reglamentariamente se 
establezca.

c) Corresponde al comité ejecutivo de la cámara resolver las reclamaciones a las que se 
hace referencia en el apartado anterior, en los plazos que reglamentariamente se 
determinen.

Artículo 14.  Convocatoria de elecciones.
Una vez abierto el proceso electoral por el ministerio que ostente las competencias en la 

materia, corresponderá a la conselleria que ostente las competencias en materia de 
comercio la convocatoria de elecciones para la renovación de los miembros de los plenos de 
las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 
Valenciana.

Artículo 15.  Publicidad de la convocatoria.
La convocatoria se publicará en el «Diari Oficial de la Comunitat Valenciana». Cada 

cámara dará publicidad de la misma como mínimo en sus sedes sociales y en sus 
delegaciones, así como en aquellos lugares y por los medios de comunicación, tanto físicos 
como electrónicos, que considere más oportunos y que tengan la máxima difusión en su 
ámbito territorial o sector empresarial.

Artículo 16.  Contenido de la convocatoria.
En la convocatoria se hará constar:
a) Los días y horas en que cada grupo debe emitir el voto para la elección de sus 

representantes.
b) El número de colegios electorales y los lugares en donde hayan de instalarse.
c) Los requisitos y los plazos para el ejercicio del voto electrónico.
d) Las sedes de las juntas electorales.

Artículo 17.  Juntas electorales.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.2 de la Ley 4/2014, Básica de las 

Cámaras Oficiales, para garantizar la objetividad y transparencia de las elecciones, se 
constituirán juntas electorales, con la composición y funciones que se determinen 
reglamentariamente, de forma que se garantice su actuación independiente y eficaz.
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2. Las juntas electorales se constituirán, una vez publicada la convocatoria de 
elecciones, en el plazo que reglamentariamente se establezca y estarán integradas por tres 
representantes de los electores de las cámaras y dos funcionarios designados por la 
conselleria que ostente las competencias en materia de comercio, de entre los cuales, a uno 
de ellos se le atribuirá el ejercicio de las funciones de presidente.

3. El presidente nombrará secretario de la junta electoral con voz pero sin voto entre 
funcionarios de la conselleria que ostente las competencias en materia de comercio.

4. Las juntas electorales tendrán ámbito provincial.
5. El mandato de las juntas electorales se prolongará, tras la celebración de las 

elecciones, hasta la convocatoria del Pleno.

Artículo 18.  Presentación y proclamación de candidatos.
1. Publicada la convocatoria en el «Diari Oficial de la Comunitat Valenciana» se abrirá el 

plazo para la presentación de candidaturas ante la secretaría general de cada cámara. Las 
candidaturas serán avaladas por la firma, como mínimo, del cuatro por ciento de los 
electores del grupo correspondiente. Si el número de electores del grupo fuera superior a 
doscientos, será suficiente con la firma de diez electores para la presentación del candidato.

2. Corresponde a la junta electoral respectiva, después de comprobar el cumplimiento de 
los requisitos exigidos para la presentación de candidaturas, la proclamación de los 
candidatos.

3. La junta electoral reflejará en un acta la proclamación de candidatos y las incidencias 
habidas. De la misma se enviará copia compulsada a la conselleria que ostente las 
competencias en materia de comercio y se dará publicidad de su contenido mediante 
anuncio fijado en el domicilio de la cámara y sus delegaciones y publicado al menos en uno 
de los diarios de mayor difusión de su circunscripción.

4. Los plazos de presentación y proclamación de los candidatos se determinarán 
reglamentariamente.

Artículo 19.  Ejercicio del voto.
1. El ejercicio del derecho de voto se ejercerá de forma presencial e indelegable o por 

medios electrónicos, para facilitar el derecho a participar en las elecciones camerales.
2. Cuando se ejercite el derecho de voto a través de medios electrónicos se garantizará 

la sencillez, transparencia, seguridad, confiabilidad, y eficiencia del proceso electoral, según 
los requisitos que se establezcan reglamentariamente. Asimismo, deberá garantizarse a 
través de los medios usuales de certificación electrónica, un sistema de identificación y 
autentificación de los participantes en el proceso, de no trazabilidad del voto y los votantes, y 
del principio de unicidad de voto.

Artículo 20.  Recurso ordinario.
Contra los acuerdos de las cámaras sobre reclamaciones al censo electoral y los de las 

juntas electorales se podrá interponer recurso ante la conselleria que ostente las 
competencias en materia de comercio.

CAPÍTULO V
Régimen jurídico, económico y patrimonial

Artículo 21.  Tutela.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana y su Consejo estarán sujetas en el ejercicio de sus actividades a la tutela de la 
Generalitat, a través de la conselleria que ostente las competencias en materia de comercio.

2. La función de tutela comprende el ejercicio de las potestades administrativas de 
aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión y disolución a las que se 
refieren los artículos 35, 36 y 37 de la Ley 4/2014, Básica de las Cámaras Oficiales.
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Artículo 22.  Extinción.
Cuando en aplicación del artículo 37 de la Ley 4/2014, Básica de las Cámaras Oficiales, 

se produzca la extinción de una cámara, la conselleria que ostente las competencias en 
materia de comercio adoptará las medidas necesarias para garantizar que las personas 
físicas y jurídicas adscritas a la cámara extinta reciban los servicios propios de las cámaras.

Artículo 23.  Recursos.
1. Las resoluciones de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 

navegación de la Comunitat Valenciana y del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana dictadas en ejercicio de sus 
funciones público-administrativas, así como las que afecten a su régimen electoral, serán 
recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previo recurso administrativo 
formulado ante la conselleria que ostente las competencias en materia de comercio.

2. Las actuaciones de las cámaras en otros ámbitos y, especialmente, las de carácter 
mercantil, civil y laboral se dilucidarán ante los juzgados y tribunales competentes.

Artículo 24.  Régimen económico.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana dispondrán de los siguientes recursos e ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten en 

general por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas, personas físicas o jurídicas, o entidades 

mercantiles, así como las aportaciones por mecenazgo o patrocinio de actividades o 
programas.

d) Los legados y donativos que pudieran percibir.
e) Los recursos que en su caso las administraciones públicas pudieran destinar a 

sufragar sus gastos de funcionamiento, el coste de los servicios público-administrativos 
contemplados en el artículo 5 de esta ley o la gestión de programas que les sean 
encomendados mediante convenios, delegaciones de funciones, encomiendas o contratos 
programa.

f) Los procedentes de la fijación de tasas y precios públicos que, en su caso, pudieran 
establecerse por la prestación de servicios público-administrativos gestionados por 
delegación de las administraciones públicas y financiadas por los usuarios de estos 
servicios.

g) Las subvenciones públicas consignadas en los presupuestos generales de la 
Generalitat en líneas nominativas o finalistas.

h) Las procedentes de operaciones de crédito que se realicen y de cualquier otro sistema 
de financiación.

i) Los que la Cámara de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España 
determine a través de los planes camerales de internacionalización o competitividad, 
contemplados en los artículos 22 y 23 de la Ley 4/2014, de 1 de abril y los de ámbito 
específico de la Comunitat Valenciana contemplados en la presente ley.

j) Los procedentes de la Unión Europea por la gestión de programas europeos.
k) Los derivados de su participación en sociedades mercantiles o entidades de gestión 

privada para el cumplimiento de sus finalidades o la prestación de servicios a las empresas.
l) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por la ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 

administración tutelar, cuando se trate de bienes inmuebles. En caso de otro tipo de bienes, 
la administración tutelar determinará los supuestos en los que sea precisa su autorización en 
función de su alcance económico.
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CAPÍTULO VI
Relaciones institucionales e intercamerales

Artículo 25.  Relaciones institucionales e intercamerales.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana, para el mejor cumplimiento de sus funciones, podrán establecer entre sí o con 
administraciones públicas y demás entes públicos y privados, los oportunos convenios o 
instrumentos de colaboración, dando cuenta a la conselleria que ostente las competencias 
en materia de comercio, en los supuestos que reglamentariamente se determinen.

2. Los convenios o instrumentos de colaboración especificarán necesariamente el 
alcance y objetivos de la colaboración, así como la forma orgánica, funcional y financiera de 
llevarlos a cabo.

3. Cuando se trate de convenios o instrumentos de colaboración en el ámbito de la 
Comunitat Valenciana, con la Generalitat, o que afecten a las cámaras de la Comunitat 
Valenciana en su conjunto o en programas y funciones público-administrativas gestionados 
en el ámbito de la Comunitat, serán instrumentados a través del Consejo de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat.

Artículo 26.  Relaciones con la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de España.

De forma especial se instrumentarán los mecanismos de colaboración y coordinación 
necesarios para la implementación de las actuaciones previstas en los planes camerales de 
internacionalización y competitividad, establecidos en los artículos 22 y 23 de la Ley 4/2014, 
Básica de las Cámaras Oficiales, en lo que corresponda a las actuaciones previstas en el 
ámbito de la Comunitat Valenciana y de las funciones a que se refiere el apartado 1 del 
artículo 5 de la Ley 4/2014, Básica de las Cámaras Oficiales. Del mismo modo se 
instrumentarán los mecanismos de colaboración y coordinación necesarios para que la 
implementación de las actuaciones previstas en estos planes se complementen con los 
planes y actuaciones, que persiguiendo los mismos objetivos, la Generalitat pueda 
establecer en colaboración con las cámaras de la Comunitat Valenciana en la Comunitat 
Valenciana.

Artículo 27.  Relaciones intercamerales entre las cámaras Valencianas y otras cámaras.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana podrán desarrollar proyectos, establecer acuerdos y gestionar servicios, en 
cooperación con otras cámaras de comercio para mejorar su eficacia y atender los intereses 
económicos territoriales de sus empresas.

2. De forma especial se promoverá la colaboración con las cámaras de comercio, 
industria, servicios y navegación del territorio del espacio económico mediterráneo español y 
con las cámaras de los territorios limítrofes con la Comunitat, así como con aquellas que 
compartan intereses comunes con los de la Comunitat Valenciana.

3. Las relaciones intercamerales entre las cámaras oficiales de la Comunitat Valenciana 
y otras cámaras, si se refieren al ámbito autonómico o al desarrollo de las funciones público-
administrativas, se coordinarán desde el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana.

Artículo 28.  Relaciones con organizaciones e instituciones económicas y sociales.
1. Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 

Valenciana podrán establecer acuerdos de colaboración con instituciones económicas y 
sociales, especialmente con las universidades de la Comunitat Valenciana para acercar la 
investigación a las empresas y favorecer la transferencia de conocimientos que apoyen la 
innovación y la formación especializada.

2. Las cámaras de la Comunitat Valenciana podrán suscribir acuerdos de colaboración 
con las organizaciones empresariales y económicas para desarrollar servicios dirigidos a las 
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empresas que respondan a sus necesidades y que eviten la duplicidad de los mismos y 
aumenten la eficacia y la eficiencia de los mismos.

Artículo 29.  Representación en instituciones y organismos de la Comunitat Valenciana.
La representación y participación de las cámaras oficiales de comercio, industria, 

servicios y navegación de la Comunitat Valenciana en organismos e instituciones públicas o 
privadas de ámbito autonómico, en los que sea requerida la representación cameral, se 
realizarán de forma colegiada desde el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana. El comité ejecutivo del 
consejo nombrará a estos representantes por mayoría simple de votos y de cámaras 
presentes, dando cuenta al pleno inmediatamente posterior a la celebración del comité 
correspondiente.

CAPÍTULO VII
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 

de la Comunitat Valenciana

Artículo 30.  Naturaleza.
1. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 

Comunitat Valenciana se configura como corporación de derecho público, con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines como órgano 
consultivo y de colaboración con la Generalitat, sin menoscabo de los intereses privados que 
pueda perseguir. Su estructura y funcionamiento deberán responder y regirse por principios 
democráticos.

2. El consejo estará integrado por representantes de la totalidad de las cámaras oficiales 
de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat Valenciana. El mismo 
representará de forma equilibrada la estructura territorial y empresarial de las tres provincias 
valencianas y, en su caso de las peculiaridades locales.

3. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 
Comunitat Valenciana tiene como finalidad la representación, promoción y defensa de los 
intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación de la Comunitat 
Valenciana, así como la coordinación, dirección y, en su caso, la gestión, de las 
competencias público-administrativas que se le puedan atribuir.

Artículo 31.  Denominación.
El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 

Comunitat Valenciana podrá adoptar también la denominación de «Cámaras de la Comunitat 
Valenciana».

Artículo 32.  Funciones.
1. Son competencias atribuidas al consejo, que las ejercerá directamente o a través de 

las correspondientes cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, las 
siguientes:

a) Representar al conjunto de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación de la Comunitat Valenciana ante las administraciones públicas, la Cámara Oficial 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España y demás entidades, públicas o 
privadas, en el ámbito autonómico y estatal.

b) Impulsar, coordinar y dirigir las actuaciones comunes del conjunto de las cámaras en 
la Comunitat Valenciana. Esta función se ejercerá especialmente en los planes camerales de 
internacionalización y competitividad establecidos en los artículos 22 y 23 de la Ley 4/2014, 
Básica de las Cámaras Oficiales, así como de los que se pudieran derivar de las funciones 
público-administrativas contempladas en el artículo 3 de esta ley o en los planes que puedan 
desarrollarse para el conjunto de las cámaras de España, de acuerdo con la administración 
estatal, en cuanto afecte a la Comunitat Valenciana en su conjunto.
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c) Realizar la función consultiva informando de los proyectos de normas emanados de la 
Generalitat que afecten directamente a los intereses generales del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico 
determine.

d) Colaborar con la Generalitat, en los supuestos en que sea requerido por la misma, 
informando o realizando estudios, estadísticas, proyectos, trabajos y acciones que 
favorezcan el desarrollo territorial y empresarial y la vertebración económica de la Comunitat 
Valenciana, especialmente cuando afecten a la ordenación del territorio, la localización y 
ordenación comercial e industrial, el turismo, el medio ambiente, el emprendimiento y la 
competitividad empresarial, la promoción exterior de la Comunitat Valenciana y las 
infraestructuras que contribuyan a mejorar la eficiencia empresarial.

e) Asesorar a la Generalitat en temas referentes al comercio, la industria, los servicios y 
la navegación, a iniciativa propia o cuando así sea requerido por la misma, así como 
proponerle cuantas reformas estime necesarias para la defensa y fomento de aquéllos.

f) En los supuestos y con las condiciones y alcance que establezca la Generalitat, le 
corresponderá, en su caso, tramitar programas públicos de ayudas e incentivos a las 
empresas, gestión de servicios públicos, desempeño de las funciones público-
administrativas que se le atribuyan, encomienden o deleguen, y participar en aquellos 
proyectos de infraestructuras y servicios comunes que afecten al conjunto de la Comunitat 
Valenciana.

g) Participar y gestionar, en su caso, fondos de la Unión Europea dirigidos a la mejora de 
la competitividad de las empresas, el desarrollo territorial y la generación de riqueza y 
empleo en la Comunitat Valenciana.

h) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, cuando por la 
naturaleza y el ámbito territorial de estas actividades sea requerido por las cámaras para ello 
y de conformidad con la legislación vigente.

i) Representar al consejo en el órgano superior de gobierno de las instituciones feriales, 
conforme a lo dispuesto en la correspondiente normativa.

j) Prestar otros servicios o realizar otras actividades, a título oneroso o lucrativo, que 
redunden en beneficio de los intereses representados por las cámaras que lo integran.

k) Cualquier otra función de carácter público-administrativo, que se le encomiende o 
delegue por la Generalitat.

2. Las funciones público-administrativas de ámbito autonómico serán atribuidas al 
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y ejecutadas 
por cada cámara en su demarcación. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana desempeñará las funciones 
generales de dirección, coordinación, control y evaluación de estas funciones público-
administrativas y establecerá los planes de trabajo necesarios para garantizar la adecuada 
coordinación de estas, garantizando la eficacia, imparcialidad, transparencia y accesibilidad 
de las empresas de la Comunitat Valenciana a estos servicios con independencia de donde 
se localicen. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de la Comunitat Valenciana o cualquier cámara de la Comunitat Valenciana 
podrán asumir la prestación directa de estas funciones público-administrativas de 
conformidad con lo previsto en el ordenamiento jurídico.

3. Para el desempeño de estas funciones y previa autorización de la conselleria que 
ostente las competencias en materia de comercio, el Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana podrá promover o 
participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así 
como establecer los oportunos convenios de colaboración.

Artículo 33.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno y administración del Consejo de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana son el pleno, el 
comité ejecutivo y el presidente.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 88  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Valencia

– 2020 –



2. La composición, las funciones, el régimen jurídico y de organización y el 
funcionamiento de los órganos de gobierno del consejo se establecerán reglamentariamente 
de acuerdo con los principios generales establecidos en esta ley.

3. La conselleria que ostente las competencias en materia de comercio designará una 
persona representante que, sin condición de miembro, tendrá voz pero no voto en las 
sesiones de los órganos colegiados del consejo, a las que deberá ser convocado en las 
mismas condiciones que sus miembros.

4. No podrán formar parte de los órganos de gobierno y administración ni ser nombrados 
ni ocupar el puesto de director o directora general del consejo quienes estén inhabilitados 
para empleo o cargo público.

Artículo 34.  El pleno.
1. El pleno es el órgano superior de deliberación, representación y gobierno del Consejo 

de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat 
Valenciana.

2. El pleno estará compuesto por los presidentes de cada una de las cámaras que lo 
integran, y los vocales, en número no superior a quince, que serán designados por los 
plenos de las mismas, de entre sus miembros, en la forma y número de representantes por 
cámara que reglamentariamente se determine, teniendo en cuenta para fijarlo el número de 
empresas, número de empleados y aportación al PIB de la Comunitat que corresponda a 
cada una de las demarcaciones. Asistirá al pleno con voz y sin voto el director general del 
consejo.

3. La designación de los miembros de pleno del consejo se realizará por los plenos de 
cada una de las cámaras.

4. Corresponderá al pleno del consejo:
a) aprobar el reglamento de régimen interior y sus modificaciones.
b) aprobar el presupuesto y su liquidación.
c) designar los representantes del consejo en los distintos organismos.
d) nombrar y cesar al director general del consejo.
e) Informar previamente sobre la integración de cámaras.
f) Crear comisiones consultivas.
g) Elaborar ponencias.
h) Aprobar y modificar la plantilla de personal.
i) Autorizar convenios o actos de disposición en los supuestos que reglamentariamente 

se determinen.
j) Y aquellas otras que se prevean en su reglamento de régimen interior.

Artículo 35.  El comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano de gestión, administración y propuesta del Consejo de 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat 
Valenciana.

2. El comité ejecutivo estará compuesto por los presidentes de las cámaras de comercio, 
industria, servicios y, en su caso, navegación de la Comunitat Valenciana. Será asistido por 
el director general del consejo con voz y sin voto.

3. De entre ellos el pleno del consejo designará un presidente, vicepresidentes y 
tesorero, que lo serán también del pleno.

4. Corresponderá al comité ejecutivo la elaboración del reglamento de régimen interior 
del consejo, la elaboración de los presupuestos y de sus liquidaciones, acordar la 
adquisición o cualquier otro acto de disposición relativo a inmuebles, valores y operaciones 
de crédito, así como la aprobación de contratos en el importe que reglamentariamente se 
determine. En todo caso será de aplicación lo dispuesto para las cámaras en el artículo 24 
de esta ley.

5. El comité ejecutivo podrá delegar en el presidente, vicepresidentes o en el director 
general determinadas atribuciones según se establezca reglamentariamente.
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Artículo 36.  El presidente o presidenta.
1. El presidente o presidenta ostentará la representación del consejo, la presidencia de 

todos sus órganos colegiados, las relaciones institucionales, la firma de convenios y será 
responsable de la ejecución de los acuerdos.

2. Al presidente o presidenta le corresponde la toma de decisiones en materia 
económica del consejo, la expedición de libramientos y órdenes de pago y cobro, y la 
determinación de las necesidades materiales y de personal para el funcionamiento del 
consejo.

3. El presidente o presidenta podrá asumir las competencias y funciones que el comité 
ejecutivo o el pleno le otorgue para el buen funcionamiento del consejo y el desarrollo eficaz 
de sus funciones.

4. El presidente o presidenta tendrá voto de calidad en las votaciones del comité 
ejecutivo y del pleno, para los supuestos de empate en la votación.

Artículo 37.  Personal.
1. El Consejo de Cámaras de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 

Comunitat Valenciana tendrá el personal directivo, técnico, administrativo y de servicios 
necesario para garantizar el funcionamiento adecuado y el cumplimiento de sus funciones, al 
que le será de aplicación la legislación laboral.

2. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 
Comunitat Valenciana contará con un director general a quién corresponderá la funciones 
ejecutivas y directivas que se le atribuyan en el reglamento de régimen interior y que asumirá 
las funciones de secretario de los órganos colegiados, asistiendo a las sesiones de los 
mismos con voz y sin voto. Deberá ser licenciado o titulado de grado superior y estará 
igualmente sometido al régimen de contratación laboral.

El personal directivo, y en especial el director general, quedarán sometidos al mismo 
régimen de incompatibilidades que el establecido en la Ley 53/1984, de incompatibilidades 
del personal al servicio de las administraciones públicas, y en otras normas estatales o 
autonómicas que resulten de aplicación.

Artículo 38.  Reglamento de régimen interior.
1. El consejo se regirá por un reglamento de régimen interior que se someterá a 

aprobación de la conselleria que ostente las competencias en materia de comercio, a 
propuesta del propio consejo.

2. En el reglamento de régimen interior se establecerán, entre otros extremos, las 
normas de elección, funcionamiento, y organización de los órganos colegiados y de 
gobierno.

Artículo 39.  Régimen jurídico del consejo.
Las disposiciones que se contemplan en la presente ley relativas a las cámaras y la 

normativa vigente en materia de cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación, se aplicarán, con carácter subsidiario, al consejo, a sus órganos de gobierno, 
organización y funcionamiento, régimen económico y presupuestario y a su personal en todo 
aquello que no esté expresamente contenido en este capítulo.

Artículo 40.  Régimen económico del Consejo.
1. Para la financiación de sus actividades, el Consejo de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana de la Comunitat 
dispondrá de los siguientes ingresos:

a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios derivados del ejercicio de las funciones y 
servicios que le son atribuidos en esta ley.

b) Los recursos relacionados en la Ley 4/2014, Básica de las Cámaras Oficiales, y 
específicamente aportaciones voluntarias, donaciones y subvenciones.

c) Los procedentes de operaciones de crédito que se realicen.
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d) Cualesquiera otras modalidades de ingresos que pudieran establecerse por ley, norma 
de desarrollo, convenio o cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento 
jurídico.

2. Los presupuestos de la Generalitat podrán establecer anualmente las aportaciones 
necesarias para el funcionamiento del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana.

3. A las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos 
responsables de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la 
Comunitat Valenciana, y del Consejo de Cámaras, así como las indemnizaciones por 
asistencia en su caso, les será de aplicación el Real decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el 
que se regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector 
público empresarial y otras entidades.

4. Los reglamentos de régimen interior de las cámaras regularán el régimen a aplicar en 
relación con la retribución o indemnización por asistencias a aplicar, en su caso, a los 
máximos responsables de las mismas, ajustados a la definición que de ellos hace el citado 
Real decreto 451/2012.

5. Anualmente, el Consejo de Cámaras dará cuenta ante la Sindicatura de Comptes y 
ante Les Corts del destino detallado de todas las aportaciones o subvenciones públicas 
recibidas por el Consejo de Cámaras y por las cámaras provinciales y locales.

Artículo 41.  Planes camerales de internacionalización y competitividad.
1. Anualmente, la Generalitat, en colaboración con el Consejo de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana, elaborará el Plan 
Cameral de Internacionalización que comprenderá la descripción de las acciones de interés 
específico en las áreas de formación, información y promoción dirigidas a promover la 
adquisición en el exterior de productos y/o servicios de la Comunitat Valenciana. Las 
cámaras de la Comunitat Valenciana ejecutarán este plan a través del oportuno convenio de 
colaboración con la Generalitat, en el que se fijará la financiación pública suficiente para su 
desarrollo.

2. Cada dos años, la Generalitat, en colaboración con el Consejo de Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana, elaborará el 
Plan Cameral de Competitividad que corresponderá a la descripción de las acciones 
diseñadas para la mejora de la competitividad de las empresas de la Comunitat Valenciana. 
Las cámaras oficiales de la Comunitat Valenciana ejecutarán este plan a través del oportuno 
convenio de colaboración con la Generalitat, en el que se fijará la financiación pública 
suficiente para su desarrollo.

3. Ambos planes se elaborarán con pleno respeto a las competencias estatales, 
pudiendo establecerse mecanismos de colaboración con el Estado.

Artículo 42.  Transparencia.
1. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la 

Comunitat Valenciana elaborará anualmente la liquidación integrada de las cuentas anuales 
de las cámaras oficiales de la Comunitat Valenciana, una memoria de actividades camerales 
y un informe de gobierno corporativo del consejo y de cada cámara. Del mismo modo, el 
consejo llevará un registro de convenios con las administraciones públicas de las cámaras 
de comercio de la Comunitat Valenciana.

2. A las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la Comunitat 
Valenciana, y al Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de la Comunitat Valenciana, les serán de aplicación las medidas de publicidad 
activa que se contienen en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, al amparo de lo dispuesto en el artículo 2.1.e de la 
citada ley.

Disposición adicional única.  Comunicación.
En los procedimientos que incoen los departamentos de la Generalitat y el resto de entes 

públicos y privados dependientes o a ellos vinculados, de elaboración de disposiciones de 
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carácter general, de aprobación de convenios, convocatorias de ayudas o subvenciones y el 
resto de procedimientos administrativos en que sean destinatarias, beneficiarias o partes 
interesadas cualesquiera de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación de la Comunitat Valenciana, así como el Consell de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de la Comunitat Valenciana, es preceptiva la 
puesta en conocimiento de ello a la Conselleria competente en materia de tutela de las 
Cámaras.

Disposición transitoria primera.  Adaptación al contenido de la norma.
Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de la comunitat 

valenciana y su Consejo, adaptarán al contenido de esta ley sus actuales reglamentos de 
régimen interior y aprobarán sus códigos de buenas prácticas en el plazo de tres meses 
desde la entrada en vigor de esta ley, que deberán ser aprobados por la conselleria que 
ostente las competencias en materia de comercio.

Disposición transitoria segunda.  Órganos de gobierno.
1. Los presidentes, los miembros de los comités ejecutivos y de los plenos de las 

cámaras y del consejo continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se constituyan los 
nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso electoral, de 
acuerdo con lo previsto en esta ley y en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

2. Hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno de las cámaras y de su 
consejo tras el correspondiente proceso electoral celebrados conforme a lo previsto en esta 
ley y en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, los órganos de gobierno seguirán funcionando válidamente con los 
quórum de asistencia y con las mayorías de votación necesarias establecidas legalmente en 
ese momento, para la constitución del órgano de que se trate y para la adopción de 
acuerdos en cada caso.

Disposición derogatoria primera.  
Queda derogada la Ley 11/1997, de 16 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, de 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la Comunidad Valenciana. 
Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a 
lo dispuesto en la presente ley.

Disposición derogatoria segunda.  
El Reglamento de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de la 

Comunitat Valenciana y del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Navegación de la Comunitat Valenciana aprobado por el Decreto 158/2001, de 15 de 
octubre, del Gobierno Valenciano, se mantendrá en vigor, salvo en lo que se refiere al 
recurso cameral permanente, en cuanto no se oponga a esta ley y hasta tanto se dicten las 
normas reglamentarias que lo sustituyan.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo normativo.
Se autoriza al Consell a dictar, en el ámbito de sus competencias, las normas de 

desarrollo de esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Diari Oficial 

de la Comunitat Valenciana».
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§ 89

Decreto Legislativo 1/2019, de 13 de diciembre, del Consell, de 
aprobación del texto refundido de la Ley del Estatuto de las personas 

consumidoras y usuarias de la Comunitat Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8704, de 24 de diciembre de 2019

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: DOGV-r-2019-90594

I
Los artículos 9 y 49.1.35.ª del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana 

atribuyen competencia exclusiva a la Generalitat en materia de defensa de las personas 
consumidoras y usuarias. La Generalitat aplica, así, el principio rector de la política social y 
económica de defensa de las personas consumidoras y usuarias, cuya garantía impone a los 
poderes públicos el artículo 51.1 y 2 de la Constitución Española. El Estatuto de personas 
consumidoras y usuarias aprobado por la Ley 1/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, que 
ahora se refunde, se configuró, así, como la aplicación material de la reforma estatutaria de 
2006.

El texto refundido de la ley se articula en ochenta y cinco artículos, que se estructuran en 
cinco títulos, y tiene una disposición adicional, y dos transitorias.

El título I establece las disposiciones generales de la norma y se divide en dos capítulos. 
En el primero se definen el objeto, los fines que sirven de principios informadores al modelo 
de protección y defensa de las personas consumidoras y usuarias, el concepto de personas 
consumidoras y usuarias, los colectivos de personas consumidoras y usuarias necesitados 
de una especial protección, los derechos básicos de las personas consumidoras y usuarias y 
sus derechos lingüísticos. En el segundo capítulo se recoge el catálogo de agentes del 
sistema de protección y defiende de las personas consumidoras y usuarias en el ámbito 
territorial de la Comunitat Valenciana, en el cual destaca la creación del Consejo de 
Personas Consumidoras y Usuarias de la Comunitat Valenciana, así como la tarea 
fundamental que ejercen, en cuanto a vertebración territorial y social y de proximidad a la 
ciudadanía, las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias 
y las asociaciones de personas consumidoras y usuarias.

En el título II se recogen los derechos básicos de las personas consumidoras y usuarias 
y se establece el ámbito de actuación de las administraciones públicas. Se divide en seis 
capítulos. En el capítulo I se regula el derecho a la protección de la salud y seguridad y se 
fomenta la acción preventiva. En el capítulo II se recoge el derecho a la protección de los 
legítimos intereses económicos y sociales en el marco de la legislación que resulta aplicable. 
En el capítulo III se reconoce el derecho a la indemnización de los daños y a la reparación 
de los perjuicios sufridos y se establece el fomento de los mecanismos para hacer efectivo el 
mencionado derecho. En el capítulo IV se regula el derecho a una información correcta y 
suficiente sobre los bienes y servicios, y a la información, ayuda y orientación a las personas 
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consumidoras y usuarias para el adecuado ejercicio de sus derechos. Este capítulo se ha 
dividido en dos secciones, mediante la Ley 6/2019, de 15 de marzo, de la Generalitat, de 
modificación de la Ley 1/2011, de 22 de marzo, por la cual se aprueba el Estatuto de las 
personas consumidoras y usuarias de la Comunitat Valenciana, en garantía del derecho de 
información de estas en materia de titulización hipotecaria y otros créditos y ante ciertas 
prácticas comerciales: la primera con las disposiciones generales y la segunda con las 
especialidades del derecho a la información en materia de titulización de préstamos. El 
capítulo V se centra en el derecho en la educación y formación en materia de consumo como 
instrumentos básicos y de carácter horizontal para el éxito de los fines de la norma. Y en el 
capítulo VI se regula el derecho de representación, audiencia y participación, con especial 
atención a las asociaciones de personas consumidoras y usuarias en la protección y defensa 
de la ciudadanía valenciana, y se regula la nueva realidad del asociacionismo.

El título III está dedicado a los mecanismos de protección administrativa de los derechos 
de las personas consumidoras y usuarias y se divide en cuatro capítulos. En el I se tratan 
disposiciones generales de los mencionados mecanismos. En el capítulo II se hace una 
completa regulación de las tareas de inspección de consumo, de las cuales hay que 
destacar el carácter integral y la proyección a todas las fases del proceso de 
comercialización, y se establecen las facultades del personal inspector y las obligaciones de 
las inspeccionadas, así como los requisitos de las presas de muestras. En el capítulo III se 
regula la posibilidad de utilización de medidas provisionales cuando las circunstancias así lo 
aconsejan, conscientes de su importancia como pieza básica en el entramado de protección 
administrativa de las personas consumidoras y usuarias, y se garantizan en todo momento el 
derecho de defensa de las personas afectadas y el principio de proporcionalidad de las 
medidas. Y en el último capítulo se hace mención necesaria a las hojas de reclamaciones y 
se prevé la tramitación telemática sujeta a despliegue reglamentario.

El título IV se refiere a la potestad sancionadora y se divide en cinco capítulos, en los 
cuales se tratan, respectivamente, las disposiciones generales, las infracciones, las 
sanciones, el procedimiento y los plazos de prescripción. Como novedad en el ámbito 
sancionador, se ha procurado recoger una enumeración de tipos infractores bastante amplia 
para que se cumpla el principio constitucional de tipicidad y la concreción con que se 
configuran los criterios de calificación y graduación.

Finalmente, en el título V se fomenta de manera expresa la solución de los conflictos en 
materia de consumo a través de fórmulas de resolución extrajudiciales y, en especial, a 
través de la mediación y el arbitraje en materia de consumo. Estos instrumentos, lejos de ser 
considerados como un espacio de confrontación, constituyen mecanismos eficaces para 
conseguir la protección efectiva de las personas consumidoras y usuarias en el marco de 
unas prestaciones de consumo que tienen que tener la calidad como máxima aspiración.

La norma se cierra con una disposición adicional que introduce la obligación de las 
instalaciones de suministro al por menor de combustibles y carburantes de reunir los 
parámetros y los requisitos de accesibilidad universal dentro de la normativa aplicable en 
materia de accesibilidad, así como dos disposiciones transitorias que aclaran el régimen y 
procedimiento aplicable en materia sancionadora y establecen el régimen transitorio del 
deber de información en materia de titulización de préstamos.

El decreto legislativo que aprueba el texto refundido consta, a su vez, de:
– Un artículo único, con la fórmula aprobatoria del texto refundido,
– Una disposición adicional única, relativa a las remisiones normativas que efectúa el 

texto refundido,
– Una disposición derogatoria que, con objeto de dar máxima seguridad jurídica, deroga 

expresamente la Ley 1/2011, a excepción de la disposición adicional primera; también la Ley 
6/2019, así como los artículos correspondientes a las modificaciones de la mencionada Ley 
1/2011 que efectuaban las leyes de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y 
Financiera, y de Organización de la Generalitat números 9/2011, 10/2015, y 27/2018, y el 
Decreto ley 1/2018, de 2 de febrero, del Consell, por el que se deroga la disposición 
adicional segunda, sobre el personal en los establecimientos de distribución al por menor y 
venta al público de carburantes y combustibles, de la Ley 1/2011, de 22 de marzo, y

– Tres disposiciones finales, entre las que destaca la que establece la aplicación, en 
aquello que no prevé esta norma, del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de 
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los Consumidores y Usuarios, y otras leyes complementarias, aprobado por el Real decreto 
legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

II
Este decreto legislativo cumple la previsión recogida en la disposición final primera de la 

Ley 6/2019, según la cual se habilita al Consell para que en el plazo de un año, a contar 
desde la entrada en vigor de la ley, redacte y apruebe un decreto legislativo con un texto 
refundido único en que se regularicen, aclaren y armonicen las normas con rango legal 
vigentes en el ámbito autonómico valenciano en materia de protección, defensa y promoción 
de los derechos y legítimos intereses de las personas consumidoras y usuarias.

La correcta expresión de la técnica normativa recomienda la conveniencia de incluir en 
este texto refundido la derogación expresa de las normas que hayan sido objete de 
refundición.

De acuerdo con la habilitación mencionada se ha procedido a elaborar el texto refundido, 
siguiendo los criterios que se exponen a continuación:

En primer lugar, se ha procedido a integrar en un texto único todas las modificaciones 
introducidas en la Ley 1/2011, a través de varias leyes que bien han dado una nueva 
redacción a determinados preceptos, bien han introducido nuevas disposiciones.

En segundo lugar, y de acuerdo con la delegación conferida, se han incluido en el texto 
aquellas normas con rango de ley que de manera indiscutible afectan el ámbito material de 
la Ley 1/2011, y que no tengan un mero carácter coyuntural o temporal, sino que han sido 
aprobadas con vocación de permanencia. Es el caso de la Ley 9/2003, de 2 de abril, de la 
Generalitat, para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, así como la Ley 18/2017, de 14 de 
diciembre, de la Generalitat, de cooperación y desarrollo sostenible, en cuanto a la 
implementación de la Agenda 2030 de Naciones Unidas.

De forma concordante con lo anterior, se ha cumplido con la disposición transitoria 
primera de la Ley 6/2019, que prevé que el texto refundido que se aprueba mediante este 
Decreto legislativo deberá estar redactado en lenguaje inclusivo.

Por otro lado, el principio de seguridad jurídica ha guiado toda la elaboración de este 
texto refundido. En este sentido, en todo momento se ha perseguido el objetivo unificador 
que encarna esta clase de textos refundidos, lo que se ha realizado a través de la 
actualización, aclaración y armonización de las distintas leyes que lo conforman, dando lugar 
a un nuevo texto, completo y sistemático.

Así mismo, se entiende que esta tendencia unificadora no puede ser obstáculo para que 
se incluyan en el Texto refundido, debidamente integradas, todas aquellas normas que son 
necesarias para evitar que se produzca un vacío legal, como ocurre con aquellas 
disposiciones transitorias de las normas refundidas que, si bien podrían tener un carácter 
temporal, no se han consumado por no haberse cumplido la condición prevista para ello.

Finalmente, y como fruto de la integración operada, se ha procedido a ajustar la 
numeración de las disposiciones como consecuencia de las distintas derogaciones e 
incorporaciones que ya se habían producido con anterioridad.

Las más recientes indicaciones sobre el estilo de la redacción de las normas 
recomiendan uso del tiempo verbal presente a todos los efectos, exceptuando cuando el 
sentido de la oración requiere la utilización de otros tiempos verbales. Con el propósito de 
actualizar el texto, se ha utilizado este criterio en la revisión del texto.

Este decreto legislativo no está incluido en el Plan Normativo de la Generalitat para 
2019, comoquiera que la habilitación al Consell para que redacte y apruebe un decreto 
legislativo con un texto refundido único en materia de protección, defensa y promoción de los 
derechos y legítimos intereses de las personas consumidoras y usuarias, se ha aprobado 
por la Ley 6/2019, que es del 15 de marzo de este año, muy posterior a la aprobación del 
Plan Normativo y tramitado como proposición de ley, no como proyecto de ley.

En la redacción del decreto legislativo se han tenido en cuenta los principios de buena 
regulación contenidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas.

En consecuencia, a propuesta del conseller de Economía Sostenible, Sectores 
Productivos, Comercio y Trabajo, en virtud de los dispuesto en el artículo 28.c de la Ley 
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5/1983, de 30 de diciembre, de la Generalitat, del Consell, conforme con el Consell Jurídic 
Consultiu y previa deliberación del Consell en la reunión de 13 de diciembre de 2019,

DECRETO

Artículo único.  Aprobación del texto refundido de la Ley del Estatuto de las Personas 
Consumidoras y Usuarias de la Comunitat Valenciana.

Se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de las Persones Consumidoras y 
Usuarias de la Comunitat Valenciana, que figura como anexo.

Disposición adicional única.  Remisiones normativas.
Las referencias efectuadas en otras disposiciones a las normas que se integran en el 

texto refundido que se aprueba, se han de entender hechas a los preceptos 
correspondientes de este.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se oponen a lo 

dispuesto en este decreto legislativo y al texto refundido que por él se aprueba, y en 
particular, las siguientes:

– Ley 1/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, por la que se aprueba el Estatuto de los 
Consumidores y Usuarios de la Comunitat Valenciana, a excepción de la disposición 
adicional primera, por la que se modifican los párrafos 1 y 4 del artículo 15 de la Ley 8/2004, 
de 20 de octubre, de la Generalitat, de la Vivienda de la Comunitat Valenciana, «Pagos 
anticipados del precio de la vivienda».

– Artículo 107 de la Ley 9/2011, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat.

– Artículos 79, 80 y 81 de la Ley 10/2015, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, de 
gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat.

– Decreto ley 1/2018, de 2 de febrero, del Consell, por el que se deroga la disposición 
adicional segunda, sobre el personal en los establecimientos de distribución al por menor y 
venta al público de carburantes y combustibles, de la Ley 1/2011, de 22 de marzo.

– Artículo 87 de la Ley 27/2018, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión 
Administrativa y Financiera, y de Organización de la Generalitat.

– Ley 6/2019, de 15 de marzo, de la Generalitat, de modificación de la Ley 1/2011, de 22 
de marzo, por la que se aprueba el Estatuto de las personas consumidoras y usuarias de la 
Comunitat Valenciana, en garantía del derecho de información de las personas 
consumidoras en materia de titulización hipotecaria y otros créditos y ante ciertas prácticas 
comerciales.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
Este decreto legislativo y el texto refundido que por él se aprueba entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat Valenciana».
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ANEXO
Texto refundido de la Ley del Estatuto de las Personas Consumidoras y 

Usuarias de la Comunitat Valenciana

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 1.  Objeto.
El objeto de la presente norma es la protección, defensa y promoción de los derechos y 

legítimos intereses de las personas consumidoras y usuarias en el territorio de la Comunitat 
Valenciana, en cumplimiento del mandato del artículo 51, apartados 1 y 2, de la Constitución 
Española, y en el ejercicio de las competencias que a la Generalitat le atribuyen los artículos 
9.5 y 49.1.35.ª del Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana.

Artículo 2.  Concepto de personas consumidoras y usuarias.
A los efectos de este texto refundido, son personas consumidoras y usuarias las 

personas físicas o jurídicas que actúan en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o 
profesional.

Artículo 3.  Carácter informador y fines.
1. El conjunto de valores y principios que configuran el modelo de protección y defensa 

de personas consumidoras y usuarias en la Comunitat Valenciana informa la actuación de la 
Generalitat en todos los ámbitos de su política.

2. El modelo de protección y defensa de personas consumidoras y usuarias de la 
Comunitat Valenciana establece como principios informadores de su aplicación la 
consecución de los siguientes fines:

a) Alcanzar un elevado nivel de protección de los derechos e intereses legítimos de 
personas consumidoras y usuarias, especialmente en el ámbito de su salud y seguridad.

b) Conseguir, a través de la información, formación y educación, un consumo 
responsable y respetuoso con el medio ambiente que se fundamente no solo en criterios 
estrictamente económicos, sino también en criterios de racionalidad, sostenibilidad y 
responsabilidad social.

c) Potenciar que personas consumidoras y usuarias dispongan de una información 
suficiente sobre los bienes y servicios, que les capacite ante los nuevos retos y la 
complejidad creciente de la sociedad de consumo, permitiéndoles realizar una elección libre 
y adecuada y una utilización satisfactoria y segura.

d) Mejorar la confianza de las personas consumidoras y usuarias en el mercado, 
garantizando su libertad de acceso a los bienes y servicios en condiciones de equilibrio e 
igualdad, especialmente cuando se trate de bienes y servicios de uso o consumo común, 
ordinario y generalizado, o cuando la empresa tenga una posición de dominio en el mercado 
o cuando se trate de servicios ofertados o prestados a través de medios telemáticos, 
telefónicos, informáticos o electrónicos.

e) Lograr el mayor grado de eficacia de los procedimientos de protección de los 
derechos e intereses legítimos de personas consumidoras y usuarias para garantizar que su 
aplicación sea real y efectiva.

f) Fomentar la resolución extrajudicial de conflictos.
g) Actuar de acuerdo con los principios de coordinación, cooperación y colaboración en 

las relaciones entre las diferentes administraciones públicas con competencia en consumo y 
entre las conselleries cuya actuación incida en el ámbito de protección y defensa de las 
personas consumidoras y usuarias.
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Artículo 4.  Derechos básicos de las personas consumidoras y usuarias.
Son derechos básicos de las personas consumidoras y usuarias, en los términos 

previstos en la legislación estatal aplicable:
1. La protección contra los riesgos que puedan afectar su salud o seguridad.
2. La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales; en particular, frente a 

las prácticas comerciales desleales y la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.
3. La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos.
4. La información correcta y suficiente sobre los bienes y servicios y la información ayuda 

y orientación para el adecuado ejercicio de sus derechos.
5. La educación y formación en materia de consumo.
6. La representación de sus intereses, a través de las asociaciones, federaciones o 

confederaciones de personas consumidoras y usuarias legalmente constituidas, así como la 
participación y la audiencia en las materias que les afecten.

7. Disponer de procedimientos eficaces de protección de sus derechos, en especial ante 
aquellas situaciones de inferioridad, subordinación o indefensión en que puedan encontrarse 
individual o colectivamente.

Artículo 5.  Naturaleza de los derechos reconocidos.
1. Los derechos reconocidos a las personas consumidoras y usuarias en el presente 

texto refundido tienen carácter imperativo.
2. Se considera nulo de pleno derecho:
a) La renuncia previa a los derechos reconocidos a las personas consumidoras y 

usuarias en esta norma.
b) Todo pacto que tenga por objeto excluir la aplicación de este texto refundido.
3. Los actos en fraude de esta norma, cualquiera que sea la denominación o la forma 

que las partes le asignen, no impedirán la debida aplicación de la norma que se hubiere 
tratado de eludir.

4. La concurrencia entre lo dispuesto en este texto refudido y cualquier otra norma de la 
Generalitat se resolverá de acuerdo con el principio de aplicación de la norma más 
beneficiosa para las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 6.  De los colectivos de especial protección.
1. Se consideran colectivos necesitados de una especial protección en la actuación de 

las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana los colectivos de personas 
consumidoras y usuarias, en los términos del artículo 2, que se encuentren en situación de 
inferioridad, subordinación, indefensión o desprotección más acusada por razón de su edad, 
origen o condición, y, en particular:

a) Las personas menores de edad: niños, niñas y adolescentes.
b) Las personas con diversidad funcional.
c) Las personas mayores.
d) Las personas inmigrantes.
e) Las personas que se encuentren desplazadas temporalmente de su residencia 

habitual.
f) Las víctimas de violencia de género.
2. Reglamentariamente se puede ampliar el anterior catalogo de colectivos de personas 

consumidoras y usuarias necesitados de especial protección.

Artículo 7.  Actuaciones de protección prioritarias.
1. Deben ser objeto de atención, vigilancia y control prioritario por parte de las 

administraciones públicas de la Comunitat Valenciana los productos o servicios de uso o 
consumo común, ordinario y generalizado, y, en especial, los bienes y productos de primera 
necesidad y los servicios esenciales o de interés general.
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2. La protección se debe extremar cuando se trate de productos o servicios utilizados 
habitualmente por los colectivos establecidos en el artículo anterior. En particular, se debe 
atender a:

a) La seguridad de los juguetes y artículos destinados a la infancia.
b) La idoneidad y composición de los productos infantiles, su etiquetado y la información 

que sobre ellos se ofrece.
c) La supervisión de la publicidad dirigida al público infantil y adolescente.
d) La accesibilidad de las personas con diversidad funcional.
e) La veracidad de los mensajes publicitarios sobre los productos alimentarios dietéticos, 

nutricionales, ecológicos y funcionales para que no conduzcan a error ni sean utilizados para 
generar una información falsa, tendenciosa o insuficiente.

f) La eficacia y agilidad en la resolución de controversias cuando las estancias que 
realicen las personas consumidoras y usuarias o empresarias en la Comunitat Valenciana 
sean temporales.

Artículo 8.  Derechos lingüísticos.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a utilizar cualquiera de las 

lenguas oficiales de la Comunitat Valenciana.
2. La Generalitat fomentará el uso del valenciano en las relaciones de empresas y 

profesionales con las personas consumidoras y usuarias. Con este fin adoptará medidas 
para que las condiciones generales de los contratos y las ofertas comerciales se faciliten 
también en valenciano, especialmente las relativas a servicios básicos.

3. Las personas consumidoras y usuarias no podrán ser discriminadas por razón de su 
lengua. En ningún caso se les puede negar la atención o atender incorrectamente por razón 
de la lengua oficial que empleen en las relaciones de consumo reguladas por esta ley.

CAPÍTULO II
Agentes del sistema de protección y defensa de las personas consumidoras y 

usuarias

Artículo 9.  Agentes del sistema.
1. En el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, son agentes del sistema de 

protección y defensa de las personas consumidoras y usuarias:
a) La Generalitat, y en particular el Consell y la Administración de la Generalitat a través 

de las conselleries con competencia específica o concurrente en materia de consumo.
b) El Consell de Persones Consumidores i Usuàries de la Comunitat Valenciana.
c) Las juntas arbitrales de consumo.
d) Las entidades locales con sede en dicho territorio, especialmente a través de las 

oficinas de información a las personas consumidoras y usuarias.
e) Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias.
f) Quien legalmente tenga asignadas, o se le asignen expresamente, funciones de 

defensa de las personas consumidoras y usuarias.
2. Los y las agentes deben ajustar su actuación a los principios de colaboración y 

cooperación, propiciándose el establecimiento de acuerdos entre las diferentes 
administraciones públicas competentes que permitan rentabilizar los recursos humanos y 
materiales de que disponen y hacer efectivo y eficaz el control del cumplimiento de la 
normativa vigente aplicable en materia de protección de las personas consumidoras y 
usuarias.

3. Asimismo, los agentes del sistema de protección de las personas consumidoras y 
usuarias deben promover la colaboración y el diálogo con las cámaras oficiales de comercio, 
industria, servicios y navegación a través de su Consejo, con las asociaciones empresariales 
y con cualquier otra entidad o institución para la consecución de los fines del modelo de 
protección y defensa de las personas consumidoras y usuarias establecidos en el artículo 
3.2.
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Artículo 10.  La Generalitat.
1. Dentro del ámbito competencial de la Generalitat, corresponde al Consell diseñar la 

planificación general de la política de protección, defensa y promoción de las personas 
consumidoras y usuarias, promulgar los Reglamentos que sirvan de desarrollo a la presente 
norma, y promover programas de actuación conjunta y mecanismos de coordinación con las 
entidades locales para la consecución de los objetivos que en este texto refundido se 
establecen.

2. Corresponde a la conselleria competente en materia de consumo, dentro de la 
planificación general mencionada en el apartado anterior, desarrollar, entre otras, las 
siguientes actuaciones:

a) Impulsar actuaciones singulares y generales de información y formación.
b) Diseñar y ejecutar programas de seguridad de productos de consumo adoptando las 

medidas administrativas oportunas para la protección de las personas consumidoras y 
usuarias frente a cada tipo de riesgo, así como la gestión de las redes de alerta de los 
productos de consumo no alimenticios.

c) Realizar la inspección y control de mercado de los bienes productos y servicios 
ofertados a las personas consumidoras y usuarias, practicar las oportunas tomas de 
muestras de productos, y adoptar las medidas provisionales en los supuestos previstos en 
esta norma.

d) Ejercer la potestad sancionadora en el ámbito de su competencia.
e) Fomentar el asociacionismo de consumo, establecer líneas de cooperación con las 

asociaciones de las personas consumidoras y usuarias y las organizaciones empresariales, 
y desarrollar mecanismos de colaboración entre las mismas, especialmente para la 
implantación de códigos de buenas prácticas y el desarrollo de símbolos de calidad.

f) Impulsar y divulgar, en colaboración con las administraciones competentes, el sistema 
arbitral de consumo.

g) Coordinar la actuación conjunta de las distintas conselleries cuyas competencias 
incidan, directa o indirectamente, en materia de protección y defensa de las personas 
consumidoras y usuarias, mediante la creación de una Comisión Interdepartamental cuya 
composición y funcionamiento se determinará reglamentariamente, así como a través de 
otros mecanismos adecuados a tal fin.

h) En general, adoptar en él ámbito de sus competencias cuantas medidas sean 
necesarias para el debido cumplimiento de lo establecido en esta norma.

Artículo 11.  El Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de la Comunitat Valenciana.
1. Se crea el Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de la Comunitat 

Valenciana, como órgano colegiado de consulta y asesoramiento de la Generalitat en 
materia de protección y defensa de las personas consumidoras y usuarias, adscrito a la 
conselleria competente en materia de consumo.

2. El Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias, además de funciones de 
asesoramiento, realiza el seguimiento y valoración de la evolución del sistema de protección 
de las personas consumidoras y usuarias de la Comunitat Valenciana, elaborando estudios, 
informes y propuestas normativas o de actuación que considere de interés para la población 
consumidora y usuaria.

3. El Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias tiene también la naturaleza de 
órgano de participación y representación de estas a través de sus organizaciones y 
asociaciones. Reglamentariamente se establecerá su composición, funciones y régimen de 
funcionamiento.

Artículo 12.  Las juntas arbitrales de consumo.
1. Las Juntas arbitrales de consumo son órganos administrativos creados mediante 

convenio entre la Administración General del Estado y las administraciones públicas de la 
Comunitat Valenciana competentes en materia de consumo, a través de los que se articula y 
gestiona el arbitraje institucional de consumo, prestando servicios de carácter técnico, 
administrativo y de secretaría en el marco al que se hace referencia en el título V de este 
texto refundido.
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2. El desempeño de la función arbitral por personas ajenas a la administración de la 
Generalitat, mediante la participación en los órganos arbitrales colegiados o unipersonales, 
da derecho a indemnización, una vez finalizado el ejercicio de dicha función con la 
formalización y firma del laudo, en los términos y cuantía que establezca la normativa 
reglamentaria correspondiente.

3. El sistema arbitral de consumo como instrumento para la resolución extrajudicial de 
los conflictos en materia de consumo y alternativa a la vía judicial, se verá reforzado a través 
de campañas de adhesión de las empresas, incluso de las públicas que presten servicios a 
la ciudadanía.

Artículo 13.  Las entidades locales.
1. Corresponde a las entidades locales velar por la protección y promoción de los 

derechos de las personas consumidoras y usuarias en el ámbito de su territorio y respecto a 
su población, con el alcance y contenido que les atribuye la presente norma y el resto de 
normas jurídicas que les sean de aplicación, en el marco de la planificación y programación 
generales establecidas por la Generalitat, sin perjuicio, no obstante, de las planificaciones 
propias o complementarias que sean de preferente aplicación.

2. En concreto, las entidades locales ejercen en su ámbito territorial las siguientes 
competencias:

a) La inspección de productos, bienes y servicios puestos a disposición de las personas 
consumidoras y usuarias para comprobar su adecuación a la normativa que los regula, su 
origen e identidad, el cumplimiento de la normativa vigente en materia de precios, 
etiquetado, presentación y publicidad y los demás requisitos o signos externos que hacen 
referencia a sus condiciones de higiene, sanidad y seguridad.

b) Adoptar las medidas urgentes y requerir las colaboraciones precisas en los supuestos 
de crisis o emergencia que afecten a la salud y seguridad o intereses económicos y sociales 
de las personas consumidoras y usuarias.

c) Desarrollar actuaciones de información y formación dirigidas a las personas 
consumidoras y usuarias. En especial, mediante la implantación de oficinas y servicios de 
información a las personas consumidoras y usuarias.

d) El ejercicio de la potestad sancionadora en los términos previstos en esta norma.
e) Colaborar y participar en el sistema arbitral de consumo.
f) El ejercicio de las acciones judiciales que en defensa de las personas consumidoras y 

usuarias le reconozca la legislación aplicable.
g) Las demás que le atribuyan las leyes, así como el ejercicio de las que le delegue la 

administración de la Generalitat de conformidad con la legislación estatal y autonómica de 
régimen local.

3. Las entidades locales, por razones de economía, coordinación o carencia de medios, 
podrán requerir la actuación de la Generalitat en el ejercicio y desarrollo de sus 
competencias en materia de protección a las personas consumidoras y usuarias.

Asimismo podrán utilizar, en la forma y con los límites previstos en la normativa aplicable 
en materia de régimen local, las fórmulas asociativas que estimen oportunas para el ejercicio 
de las competencias previstas en esta norma.

Artículo 14.  Las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y 
usuarias.

1. Las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias son 
establecimientos abiertos al público, creados por las entidades locales, que prestan el 
servicio de asesoramiento e información a las personas consumidoras y usuarias y sirven de 
cauce para sus reclamaciones.

2. La Generalitat, a través de la conselleria competente en materia de consumo, coordina 
la labor de las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias y 
les debe prestar el apoyo necesario en los términos que reglamentariamente se determine. 
Su implantación es obligatoria en los supuestos que se prevean en la normativa aplicable 
sobre régimen local. Cuando no sea obligatoria, se debe facilitar su implantación atendiendo 
a criterios de eficacia, eficiencia y proximidad.
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Los municipios pueden mancomunarse para la prestación de este servicio, en función de 
sus características y necesidades.

3. Las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias 
podrán desempeñar funciones en materia de prevención, protección, promoción y 
participación. Reglamentariamente se establecerán las funciones que como mínimo deben 
realizar y los requisitos que deben cumplir para poder ser acreditadas por la Generalitat.

4. Las oficinas acreditadas se deben inscribir en un registro público dependiente de la 
conselleria con competencia en materia de consumo, cuya organización y funcionamiento se 
establecerá reglamentariamente.

5. Queda prohibida cualquier forma de publicidad no institucional en las dependencias de 
las oficinas municipales de información a las personas consumidoras y usuarias, así como 
en los demás espacios públicos que sean paso obligado para acceder a dichas 
dependencias.

Artículo 15.  Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias constituyen el cauce idóneo 

de representación, participación, defensa, asesoramiento y consulta de las personas 
consumidoras y usuarias.

2. A los efectos de este texto refundido, son asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias las entidades sin ánimo de lucro que, constituidas conforme a lo previsto en la 
legislación sobre asociaciones y reuniendo los requisitos específicos exigidos en la 
normativa estatal básica aplicable y en este texto refundido y sus normas de desarrollo, 
tengan como finalidad la defensa de los derechos e intereses legítimos de las personas 
consumidoras y usuarias, incluyendo su información, formación y educación, bien sea con 
carácter general, bien en relación con bienes o servicios determinados.

3. También son asociaciones de personas consumidoras y usuarias las entidades 
constituidas por personas consumidoras y usuarias con arreglo a la legislación de 
cooperativas autonómica, siempre que respeten los requisitos básicos exigidos en la 
normativa estatal aplicable y entre cuyos fines figure, necesariamente, la educación y 
formación de sus personas socias en materias relacionadas con el consumo, y estén 
obligadas a constituir un fondo social con tal objeto, según su legislación específica.

4. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias pueden integrarse en 
uniones, federaciones o confederaciones que tengan idénticos fines y cumplan los requisitos 
específicos exigidos por esta norma.

5. Se prohíbe utilizar los términos consumidor o consumidora, usuario o usuaria, la 
denominación de asociación de personas consumidoras y usuarias o cualquier otra 
expresión similar que induzca a error o confusión sobre su naturaleza o su legitimidad para 
la defensa de los derechos e intereses de las personas consumidoras y usuarias, a aquellas 
organizaciones que no reúnan los requisitos exigidos en este texto refundido.

TÍTULO II
Derechos de las personas consumidoras y usuarias

CAPÍTULO I
Derecho a la protección de la salud y seguridad

Artículo 16.  Derecho a la protección de la salud y seguridad en la utilización y consumo de 
bienes y servicios.

1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a que los bienes y servicios 
puestos en el mercado sean seguros. El carácter gratuito de un bien o servicio facilitado a 
una persona consumidora no excluye la exigencia de que sea seguro.

2. Se consideran seguros los bienes o servicios que, en condiciones de uso normales o 
razonablemente previsibles, incluida su duración, no presenten riesgo alguno para la salud o 
seguridad de las personas, o únicamente los riesgos mínimos compatibles con el uso del 
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bien o servicio y considerados admisibles dentro de un nivel elevado de protección de la 
salud y seguridad de las personas.

Artículo 17.  Actuación de las administraciones públicas.
1. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 

competencias, deben velar para que las diferentes empresas y profesionales que intervienen 
en la puesta en el mercado de bienes y servicios, dentro de los límites de su actividad, 
cumplan con sus obligaciones generales y específicas para la protección de la salud y 
seguridad de las personas consumidoras y usuarias en los términos de la legislación 
aplicable, y en especial con los siguientes deberes:

a) Poner en conocimiento previo de las personas consumidoras y usuarias y del resto de 
la cadena de distribución, por medios adecuados, los riesgos susceptibles de provenir de 
una utilización previsible de los bienes y servicios, habida cuenta de su naturaleza, 
características, duración y de las personas a las que van destinados, teniendo en cuenta la 
existencia de colectivos de personas consumidoras y usuarias de especial protección 
definidos en el artículo 6.

b) Mantener el necesario control, de forma que pueda comprobarse con rapidez y 
eficacia el origen, almacenamiento, distribución, destino y utilización de los bienes 
potencialmente inseguros, los que contengan sustancias clasificadas como peligrosas o los 
sujetos a obligaciones de trazabilidad.

c) Observar la normativa vigente sobre los casos modalidades y condiciones en que 
podrá efectuarse la venta ambulante de bebidas y alimentos.

d) Adoptar, sin necesidad de requerimiento administrativo, medidas adecuadas y 
eficaces, incluidas la publicación de avisos, la suspensión de los servicios, la retirada o la 
recuperación de los bienes que estén en posesión de las personas consumidoras y usuarias, 
cuando dichos bienes o servicios no se ajusten a las condiciones y requisitos exigidos o que, 
por cualquier otra causa, supongan un riesgo para la salud o seguridad de las personas 
incompatible con el deber general de seguridad de los bienes y servicios. Deberán 
igualmente colaborar con las distintas administraciones en todas las actuaciones que estas 
emprendan para evitar los riesgos que presenten los productos facilitando, en su caso, toda 
la información pertinente.

2. Para asegurar la protección de la salud y seguridad de las personas consumidoras y 
usuarias, la Generalitat, en el ámbito de sus competencias, podrá establecer 
reglamentariamente medidas proporcionadas en cualquiera de las fases de producción y 
comercialización de bienes y servicios, en particular en lo relativo a su control, vigilancia e 
inspección.

3. Ante situaciones de riesgo para la salud y seguridad de las personas consumidoras y 
usuarias, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 
competencias, deben adoptar las medidas que resulten necesarias y proporcionadas para la 
eliminación del riesgo, incluida la intervención directa sobre las cosas y la compulsión directa 
sobre las personas. En estos supuestos, todos los gastos que se generen serán a cargo de 
quien los hubiera originado, con independencia de las sanciones que, en su caso, puedan 
imponerse. La exacción de tales gastos y sanciones puede llevarse a cabo por el 
procedimiento administrativo de apremio.

4. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, atendiendo a la naturaleza 
y gravedad de los riesgos detectados, deben informar a las personas consumidoras y 
usuarias y a sus asociaciones, sobre los bienes o servicios afectados, los riesgos o 
irregularidades existentes y, en su caso, las medidas adoptadas, así como sobre las 
precauciones procedentes, tanto para protegerse del riesgo como para conseguir su 
colaboración en la eliminación de sus causas.
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CAPÍTULO II
Derecho a la protección de los legítimos intereses económicos y sociales

Artículo 18.  Contenido.
Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a que sus legítimos intereses 

económicos y sociales sean respetados en los términos establecidos en la legislación 
comunitaria, estatal y autonómica aplicable.

Artículo 19.  Protección contra las prácticas comerciales desleales.
Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a protección frente a las prácticas 

comerciales desleales previstas en la normativa reguladora de estas. Particularmente, frente 
a las prácticas comerciales engañosas, ya sea por acción o por omisión, así como frente a 
las prácticas comerciales agresivas realizadas antes, durante y después de una transacción 
comercial, siempre que les afecten.

Artículo 20.  Actuación de las administraciones públicas.
Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deben 

desarrollar las actuaciones necesarias para conseguir una adecuada protección de los 
legítimos intereses económicos y sociales de las personas consumidoras y usuarias, y en 
especial las encaminadas a garantizar, en los términos de la legislación aplicable:

1. La libertad de elección y contratación de las personas consumidoras y usuarias en 
particular ante prácticas comerciales desleales, métodos engañosos o agresivos de 
contratación. En todo caso, las actividades dirigidas a promover de forma directa o indirecta 
la contratación de bienes y servicios por parte de las personas consumidoras y usuarias 
respetarán la dignidad y los derechos de la persona.

2. El desarrollo de la actividad publicitaria con estricto cumplimiento de la normativa 
aplicable, instando la cesación y rectificación de las prácticas publicitarias ilícitas.

3. La igualdad de trato y la supresión de discriminaciones injustificadas entre las 
personas consumidoras y usuarias.

4. La exposición pública y visible de los precios y tarifas, junto a los productos, bienes y 
servicios ofertados de conformidad con la normativa aplicable.

5. La confección y entrega de presupuesto previo que indique, necesariamente, su plazo 
de validez y el importe total desglosado incluyendo todos los conceptos. En el caso de que 
existan gastos adicionales que no puedan ser calculados por anticipado y repercutan sobre 
la persona consumidora o usuaria, se tendrán que hacer constar con un importe aproximado.

6. La entrega de resguardo de depósito de bienes proporcionados por la persona 
consumidora o usuaria.

7. La adecuada formalización y entrega de recibo, factura detallada o documento 
acreditativo de las operaciones realizadas, redactado con claridad, fácilmente comprensible 
y debidamente desglosado, en su caso.

8. La entrega del documento de desistimiento y el respeto de las condiciones de ejercicio 
del mismo, en los casos y en los términos previstos en la normativa vigente.

9. La tenencia a disposición de las personas consumidoras y usuarias de hojas de 
reclamaciones en los términos que reglamentariamente se determine.

10. La ausencia de cláusulas abusivas o contrarias a la buena fe y el justo equilibrio de 
las contraprestaciones en los contratos que puedan formalizarse con personas 
consumidoras y usuarias.

11. El cumplimiento efectivo del derecho a recibir productos que sean conformes con el 
contrato, así como a la obtención de un documento de garantía cuando sea obligatorio de 
conformidad con la legislación aplicable.

12. La disponibilidad de adecuados servicios posventa con los correspondientes 
servicios técnicos y existencia de repuestos en los términos marcados por la legislación 
vigente.

13. La continuidad en la prestación del suministro de servicios públicos o de interés 
general en los términos y con las garantías previstas en la legislación.
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14. La exactitud en el peso y medida de los bienes y la correcta prestación de los 
servicios.

15. El cumplimiento del contenido de la oferta, promoción o publicidad, que será exigible 
por las personas consumidoras y usuarias aún cuando no figuren expresamente en el 
contrato celebrado o en el documento o comprobante recibido, sin perjuicio de que si el 
contrato celebrado contuviese cláusulas más beneficiosas, prevalezcan estas últimas.

16. Los derechos lingüísticos de las personas consumidoras y usuarias.
17. El ejercicio de la actividad empresarial respetuosa con los derechos lingüísticos de 

los consumidores y usuarios, así como la comprobación y verificación del cumplimiento 
efectivo de estos derechos lingüísticos.

CAPÍTULO III
Derecho a la indemnización de los daños y a la reparación de los perjuicios 

sufridos

Artículo 21.  Contenido.
Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho, de conformidad con la legislación 

comunitaria, estatal y autonómica que resulte de aplicación, a ser indemnizadas por los 
daños y perjuicios ocasionados por la adquisición, consumo o utilización de bienes y 
servicios.

Artículo 22.  Promoción del derecho a la reparación de daños.
Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana deben adoptar aquellas 

medidas que favorezcan y promuevan la indemnización de los daños y la reparación de los 
perjuicios sufridos por las personas consumidoras y usuarias, incluyendo entre ellas los 
procedimientos voluntarios de resolución de conflictos.

Artículo 23.  Daños derivados de la prestación de un servicio público.
Los daños derivados de la prestación de un servicio público están sometidos a las reglas 

aplicables sobre responsabilidad patrimonial de la administración.

CAPÍTULO IV
Derecho a la información

Sección primera. Régimen general

Artículo 24.  Derecho a la información de las personas consumidoras y usuarias en la 
promoción, oferta, adquisición, utilización y disfrute de bienes y servicios.

1. Las personas consumidoras y usuarias, en los términos establecidos en la legislación 
comunitaria, estatal y autonómica aplicable, tienen derecho a ser protegidos frente a las 
prácticas comerciales desleales y a recibir una información sustancial, veraz, eficaz y 
suficiente, que les permita tomar una decisión sobre una transacción con el debido 
conocimiento de causa y realizar una utilización segura y satisfactoria de los bienes y 
servicios.

2. La obligación de informar es exigible a los sujetos responsables de la producción, 
comercialización, distribución y venta de bienes y prestación de servicios en los términos de 
la normativa aplicable.

3. Se consideran cláusulas abusivas las previstas en su normativa reguladora.
4. Las administraciones públicas deben adoptar las medidas que sean de su 

competencia para conseguir el cumplimiento de la legislación vigente, en especial, con la 
finalidad de que las personas consumidoras y usuarias estén protegidas contra las prácticas 
y las cláusulas abusivas ilegibles o de difícil comprensión en los contratos y en las 
transacciones.
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Esta protección se extiende a los incumplimientos que puedan surgir respecto de lo que 
se ha convenido en la fase preparatoria del contrato, en la oferta, la promoción y la 
publicidad, así como a los incumplimientos de las obligaciones asumidas y a desarrollar 
hasta la completa consumación del contrato en los contratos de servicios y suministros de 
tracto sucesivo.

5. Por su parte, las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a requerir la 
eliminación y el cese de las cláusulas y prácticas abusivas o desleales, con independencia 
de la posibilidad de ejercer sus derechos por la vía jurisdiccional que les reconozca la 
legislación vigente.

Artículo 25.  Actuación de las administraciones públicas.
1. Al objeto de lograr que las personas consumidoras y usuarias obtengan la información 

exigida por la normativa aplicable, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, 
en el ámbito de sus competencias, deben realizar actuaciones tendentes a garantizar los 
siguientes fines:

a) Que la oferta, promoción y publicidad dirigida a las personas consumidoras y usuarias 
no contenga elementos falsos o engañosos, ni silencie datos sustanciales que puedan 
generar, según la normativa aplicable, una práctica comercial desleal.

b) Que el etiquetado y marcado de los productos incluya toda la información legalmente 
establecida y de manera comprensible para su adecuado uso y consumo.

c) Que se cumplan las obligaciones de información de los prestadores de servicios 
legalmente exigidas.

d) Que los precios y tarifas de los bienes y servicios, así como la información sobre 
medios y forma de pago, se expongan y faciliten de conformidad con la normativa aplicable.

e) Que se facilite la información precontractual y contractual con el contenido y en la 
forma legalmente establecida, especialmente en los servicios esenciales o de interés 
general.

f) Que existan y se utilicen distintivos que permitan a las personas consumidoras y 
usuarias identificar bienes y servicios caracterizados por incorporar un elevado nivel de 
calidad o que hayan sido elaborados o fabricados en la Comunitat Valenciana.

g) Que exista información adecuada que permita a las personas consumidoras y 
usuarias identificar bienes y servicios, cuyos procesos de producción, comercialización y 
adquisición respeten los principios de consumo responsable.

2. Asimismo, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de 
sus competencias y teniendo en cuenta el principio de colaboración previsto en el artículo 9, 
deben realizar las siguientes actuaciones para garantizar que las personas consumidoras y 
usuarias reciben información sobre sus derechos y asesoramiento sobre el adecuado 
ejercicio de los mismos:

a) La realización de campañas informativas y de divulgación sobre las normas que 
regulan las características y la comercialización de bienes y servicios, encaminadas a un 
mejor conocimiento de las mismas por parte de las personas consumidoras y usuarias.

b) La difusión de estudios sobre la calidad de productos y servicios, las formas de 
producción y comercialización y los hábitos de consumo.

c) La existencia de espacios y programas, no publicitarios, dedicados a la información y 
educación de las personas consumidoras y usuarias en los medios de comunicación social 
de titularidad pública, y su fomento en los medios de comunicación social de titularidad 
privada. En tales espacios y programas, de acuerdo con su contenido y finalidad, se facilitará 
el acceso o participación de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias 
legalmente constituidas, así como de grupos o sectores interesados.

d) La conselleria competente en materia de consumo publicará anualmente en su página 
web o por cualquier otro medio que considere adecuado, información clara y fácilmente 
comprensible sobre aquellas prácticas o condiciones consideradas abusivas como 
consecuencia de su verificación en el mercado y que así hayan sido ratificadas por los 
órganos judiciales.
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Sección segunda. Especialidades del derecho a la información sobre 
totalización de préstamos hipotecarios y de otros tipos

Artículo 26.  Derecho de información sobre la titulización de préstamos hipotecarios y de 
otros tipos.

1. A los efectos de esta norma, se consideran las siguientes definiciones:
a) Hipoteca titulizada: aquel préstamo con garantía hipotecaria contratado por una 

persona o personas consumidoras con una entidad de crédito cuya actuación en el territorio 
de la Comunitat Valenciana se encuentre sujeta a la supervisión del Banco de España, que 
haya sido cedido por cualquier título a un fondo de titulización de acuerdo con lo que 
establece la legislación vigente en materia de regulación del mercado hipotecario, y sobre 
régimen de sociedades y fondo de inversión inmobiliaria y sobre fondo de titulización 
hipotecaria, así como las normas que la desarrollen.

b) Crédito titulizado: aquella deuda sin garantía hipotecaria, con garantías de otro tipo o 
sin garantía real de ningún tipo, contraída por una persona o personas consumidoras con 
otras entidades financieras, empresas comerciales o de servicios, que haya sido cedida por 
cualquier título y en cualquier modalidad a fondos, entes o empresas instrumentales 
dedicados a operaciones de titulización.

c) Retitulización: se considera retitulización aquella titulización en la que al menos una de 
las exposiciones subyacentes es una posición de titulización.

d) Posición en una retitulización: la exposición frente a una retitulización en los términos 
de las directivas comunitarias reguladoras de las actividades de entidades de crédito y 
empresas de inversión.

2. Las entidades financieras que, por sí mismas o a través de entidades vinculadas, 
hayan cedido un crédito hipotecario u ordinario a un fondo de titulización, ente o sociedad 
instrumental deben informar por escrito de esta cesión, del precio en euros de la misma y de 
sus restantes condiciones esenciales a la persona o personas con las que hubieren firmado 
el contrato de préstamo garantizado con hipoteca u otro tipo de préstamo con distinta 
garantía o sin garantía. Así como a los garantes o avalistas, si los hubiere.

Idéntica obligación incumbe a los titulares de derechos de crédito nacidos de deudas 
contraídas por las personas consumidoras con otras entidades, empresas comerciales o de 
servicios que se hayan cedido a terceras personas por cualquier modalidad.

Esta notificación de la cesión, transmisión, titulización o retitulización debe ser realizada 
de oficio por la entidad o empresa en el momento de producirse o en cualquier otro 
momento, a petición de la persona interesada.

3. El cumplimiento de las obligaciones de información a las personas consumidoras 
sobre cesión, transmisión o titulitzaciones hipotecarias o de otros créditos realizadas por 
entidades bancarias, financieras o de crédito sujetos al cumplimiento de esta norma, debe 
ser objeto de control e inspección, conforme a lo dispuesto en el título III de este texto 
refundido.

4. La entidad o empresa que, de oficio o en el supuesto de solicitud por la persona 
consumidora, no notifique la información dentro del plazo, incurre en una omisión 
sancionable como infracción de las consideradas como graves en la presente norma. Si la 
omisión de informar sobre la titulización, de las retitulizaciones o de la cesión a una entidad 
de inversión, de una hipoteca afecta a la capacidad de la parte deudora para defenderse en 
un procedimiento de ejecución hipotecaria, la entidad cesionista incurre en una infracción de 
las consideradas como muy graves en esta norma.

5. Notificada la cesión, transmisión, titulización o retitulización de cualquiera de los 
créditos a que se refiere el presente artículo, la parte deudora tiene derecho a extinguirlo en 
las condiciones y plazos previstos en la legislación estatal aplicable.

6. En los supuestos de reestructuración bancaria, sucesión por cualquier causa, 
absorción y, en general, en todos aquellos en que la entidad que concedió el préstamo ya no 
exista legalmente, la entidad resultante del proceso de reestructuración, absorción o 
sucesión se subroga a todos los efectos en las obligaciones que establece el presente texto 
refundido.
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Artículo 27.  Plazo de comunicación de la cesión de créditos.
1. El plazo de comunicación no puede superar, en ningún caso, los diez días hábiles 

desde que se produce la titulización o retitulización del préstamo hipotecario o del crédito o 
la cesión a entidades de inversión de cualquiera naturaleza.

2. Idéntico plazo rige desde la solicitud de información realizada por la parte deudora, en 
el caso de los préstamos titulizados, retitulizados o cedidos a entidades de inversión antes 
de la entrada en vigor de este texto refundido y en otras situaciones.

La entidad debe facilitar un documento acreditativo de la realización de la solicitud de 
información a la persona solicitante, en el que debe figurar la fecha de la misma, los datos de 
la solicitante y de la entidad destinataria.

Artículo 28.  Contenido de la información específica sobre la cesión de créditos.
La notificación de la información sobre la personalidad de la nueva acreedora se debe 

llevar a cabo mediante correo postal certificado o cualquier otro medio admitido en derecho 
que permita dejar constancia fehaciente del conocimiento efectivo de la transmisión por parte 
de la deudora, garantes y avalistas, si los hubiere, con indicación de la identidad del nuevo 
acreedor, el histórico de las sucesivas transmisiones desde el principio contractual, así como 
de todos los datos que permitan la identificación de manera sencilla y comprensible de:

a) La fecha de escritura de cesión, transmisión, titulización o retitulización del crédito o la 
cesión a entidades de inversión, incluidas las sucesivas transmisiones, si existieran.

b) La fecha de constitución del fondo o de los fondos de titulización, entes o empresas 
instrumentales adquirentes en el período de vigencia del crédito.

c) La página del documento de constitución del fondo de titulización, de las 
retitulizaciones o de las cesiones a entidades de inversión, en que se encuentra el crédito de 
la persona consumidora.

d) El código del crédito de la persona consumidora, de manera que a esta le sea posible 
identificar y localizar, en el documento y página indicados, su deuda.

e) El precio en euros de la transmisión. En el caso de la cesión a entidades de inversión, 
informarán tanto del valor total de la emisión de la entidad cesionista como del valor total de 
compra de la entidad cesionaria. En caso de que la entidad conserve la titularidad del 
crédito, se debe hacer constar en la información proporcionada a la persona consumidora la 
manifestación de que continúa siendo su acreedora.

Artículo 29.  Extensión del derecho de información a la cesión o sustitución en casos de 
planes y fondos de pensiones, jubilación e inversión.

1. Las entidades gestoras y depositarias de planes y fondos de pensiones, de jubilación 
y de inversión, están obligadas notificar por escrito y de forma fehaciente a las personas 
titulares y beneficiarias cualquier cesión o acuerdo de sustitución que pudiera producirse 
durante la vida del contrato, con indicación de la fecha de la operación, la identidad de la 
entidad entrante, así como cualquier otra variación en las condiciones esenciales del 
contrato como consecuencia de dicha cesión o sustitución.

2. El plazo para llevar a cabo esta notificación no puede superar los diez días hábiles 
desde la fecha de la cesión o sustitución y su omisión es sancionable como infracción de las 
consideradas como graves en los términos del título IV del presente texto refundido.

CAPÍTULO V
Derecho a la educación y formación en materia de consumo

Artículo 30.  Derecho a la educación y formación.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a recibir la educación y 

formación adecuada en materia de consumo que les permita conocer sus derechos y 
obligaciones y la manera de ejercerlos con responsabilidad.

2. La educación en materia de consumo se considera parte de la formación del individuo, 
fomentando la incorporación de valores medioambientales, sociales y éticos a los hábitos de 
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compra, uso y disfrute de bienes y servicios, así como en la fase de eliminación de los 
productos.

3. Los objetivos principales de la educación y formación de las personas consumidoras y 
usuarias son:

a) Facilitar el desarrollo de la capacidad para elegir con libertad y responsabilidad los 
bienes y servicios que se ofertan en el mercado, promoviendo formas más adecuadas para 
su uso y disfrute.

b) Favorecer el desarrollo de pautas de consumo responsable y sostenible que lleven a 
la utilización más racional de los recursos naturales, a la conservación del medio ambiente, a 
prevenir el sobreendeudamiento, a la consecución del desarrollo sostenible y a la solidaridad 
con el resto de personas consumidoras y usuarias.

c) Promover la divulgación del conocimiento básico y elemental del funcionamiento del 
mercado, así como de los medios e instrumentos para ejercitar y satisfacer los derechos e 
intereses legítimos de las personas consumidoras y usuarias.

d) Impulsar la divulgación de conocimientos sobre medidas de prevención de riesgos y 
daños que puedan derivarse del consumo de bienes o de la utilización de bienes y servicios.

Artículo 31.  Actuación de las administraciones públicas en materia de educación en 
consumo.

Con el objetivo de hacer efectivo el derecho a la educación de las personas 
consumidoras y usuarias, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el 
ámbito de sus respectivas competencias y teniendo en cuenta el principio de colaboración 
previsto en el artículo 9, deben adoptar las medidas oportunas para:

1. Fomentar el desarrollo de la educación de las personas consumidoras y usuarias en el 
currículo de todos los ciclos y niveles educativos en la forma que mejor se ajuste a la 
finalidad pedagógica de cada uno de ellos.

2. Promover la formación especializada de educadores en materia de consumo y la 
formación permanente en dicha materia del personal docente, así como de las asociaciones 
de padres y madres de alumnos y de otros miembros de la comunidad educativa.

3. Elaborar y publicar materiales didácticos y de estudio para la educación en materia de 
consumo, propiciando su máxima difusión.

4. Promover el empleo de las nuevas tecnologías de la información al servicio de la 
educación sobre consumo.

5. Fomentar y educar en valores para el consumo responsable.
6. Realizar campañas informativas para dar a conocer los derechos de las personas 

consumidoras reconocidos en esta norma.

Artículo 32.  Actuación de las administraciones públicas en materia de formación en 
consumo.

Con el objetivo de hacer efectivo el derecho a la formación de las personas 
consumidoras y usuarias, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el 
ámbito de sus respectivas competencias y teniendo en cuenta el principio de colaboración 
previsto en el artículo 9, deben adoptar las medidas oportunas para:

1. Promover la formación permanente de las personas consumidoras y usuarias, en 
particular de los colectivos de especial protección.

2. Garantizar la formación continua en materia de consumo del personal de las 
administraciones públicas que ejerza funciones de ordenación, inspección, control de 
calidad, información, o cualquier otra responsabilidad en el ámbito de la presente norma.

3. Impulsar y garantizar la formación en materia de consumo del personal de las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y de las organizaciones empresariales.

4. Fomentar que los agentes económicos que ponen en el mercado bienes y servicios 
conozcan los requisitos de su actividad relacionados con los derechos y obligaciones de las 
personas consumidoras y usuarias.

5. Impulsar y garantizar la formación de los árbitros de consumo.
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6. Elaborar y publicar materiales didácticos y de estudio para la formación de las 
personas consumidoras y usuarias, propiciando su máxima difusión.

7. Promover el empleo de las nuevas tecnologías de la información al servicio de la 
formación en materia de consumo.

8. Difundir y divulgar suficientemente el contenido de la presente norma, así como de 
cualesquiera otras que tuvieran incidencia sobre los derechos e intereses de las personas 
consumidoras y usuarias.

9. Impulsar la investigación y los estudios avanzados en materia de consumo.

CAPÍTULO VI
Derecho de representación, audiencia y participación

Artículo 33.  Derecho de representación, audiencia y participación.
1. Las personas consumidoras y usuarias tienen derecho a constituir o a integrarse en 

asociaciones y demás organizaciones para la defensa de sus derechos y legítimos intereses 
y, en particular, para el ejercicio de sus derechos de representación, audiencia y 
participación.

2. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana fomentarán el 
asociacionismo de las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 34.  Registro.
1. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias legalmente constituidas que 

tengan su sede y desarrollen sus funciones en la Comunitat Valenciana y quieran disfrutar de 
los derechos y beneficios establecidos en el artículo 35 de este texto refundido deberán 
figurar inscritas en el Registro Público de Asociaciones de Personas Consumidoras y 
Usuarias de la Comunitat Valenciana, dependiente de la conselleria con competencia en 
materia de consumo. Tras su denominación, estas asociaciones deben indicarán su número 
de inscripción registral.

2. Las asociaciones de personas consumidoras y usuarias que quieran inscribirse en 
dicho registro deben cumplir los requisitos exigidos en este capítulo y acreditar los requisitos 
mínimos que reglamentariamente se establezcan en relación con su implantación territorial, 
número de asociados y programa de actividades a desarrollar.

3. La Generalitat puede pedir a las asociaciones de personas consumidoras y usuarias 
que soliciten su inscripción en el citado Registro, o a las ya inscritas en él, cuanta 
documentación e información sea precisa para verificar el cumplimiento y mantenimiento de 
los requisitos exigidos en esta norma. Asimismo, puede realizar, por sí o mediante la 
contratación con entidades externas e independientes, auditorías de cuentas con idéntica 
finalidad.

4. El incumplimiento de los deberes y obligaciones, o la realización de alguna de las 
actuaciones prohibidas en esta norma, dará lugar a la denegación de la inscripción o a la 
exclusión de dicho registro, previa tramitación del procedimiento administrativo previsto 
reglamentariamente, por un período no inferior a dos años ni superior a diez años desde que 
dejaron de concurrir tales circunstancias.

Artículo 35.  Funciones y derechos de las asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias.

Son funciones y derechos de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias de 
la Comunitat Valenciana, en los términos que reglamentariamente se determinen:

1. Informar, formar y educar a las personas consumidoras y usuarias sobre sus derechos 
y obligaciones favoreciendo una protección jurídica eficaz de los derechos que tienen 
reconocidos en la adquisición, uso o disfrute de bienes y servicios.

2. Tener presencia en los órganos de consulta y participación en los que se conozcan 
asuntos que afecten directamente a los derechos e intereses de las personas consumidoras 
y usuarias, de conformidad con las reglamentaciones establecidas de los órganos de 
consulta.
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3. Promover como interesadas procedimientos administrativos para la defensa de los 
intereses de las personas consumidoras y usuarias en todo el ámbito territorial de la 
Comunitat Valenciana.

4. Ejercer las correspondientes acciones judiciales o extrajudiciales en defensa de sus 
personas socias, de la asociación o de los intereses generales, colectivos o difusos, de las 
personas consumidoras y usuarias, de conformidad con la legislación aplicable, y, en 
particular, el ejercicio de las acciones de cesación.

A los efectos de lo establecido en el artículo 11.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y el 
artículo 24.2 del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, cuando el ámbito territorial del conflicto afecte fundamentalmente a la Comunitat 
Valenciana, tienen la consideración legal de asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias representativas, las asociaciones y federaciones de estas que figuren inscritas en el 
Registro Público de Asociaciones de Personas Consumidoras y Usuarias de la Comunitat 
Valenciana y tengan ámbito autonómico o provincial.

5. Propiciar y participar en la resolución extrajudicial de conflictos entre personas 
consumidoras y empresas, en especial mediante la mediación y la propuesta de árbitros de 
consumo para su acreditación por las juntas arbitrales de consumo.

6. Formular peticiones y ejercer iniciativas, en el marco de la legislación vigente, acerca 
del funcionamiento de los servicios públicos, y particularmente de los prestados por las 
empresas públicas autonómicas.

7. Ser consultadas en audiencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38, en el 
procedimiento de elaboración de disposiciones generales que puedan afectar a los intereses 
que representan.

8. Solicitar las ayudas y subvenciones que convoquen las administraciones públicas de 
la Comunitat Valenciana.

9. Solicitar y poder ser declaradas de utilidad pública y de interés público para la 
Comunitat Valenciana y disfrutar de las exenciones y bonificaciones fiscales establecidas 
legalmente.

10. Acceder a lo establecido en la legislación específica sobre el voluntariado, pudiendo 
constituir la protección de las personas consumidoras y usuarias una de sus áreas de 
intervención.

11. Solicitar y poder disfrutar del derecho de asistencia jurídica gratuita en la forma 
legalmente prevista.

12. Integrarse en uniones, federaciones o confederaciones que tengan idénticos fines y 
ámbito territorial más amplio.

13. Participar en sociedades mercantiles siempre que reúnan los siguientes requisitos:
a) Tener como objeto social exclusivo el desarrollo de actividades instrumentales 

concretamente delimitadas que sirvan a los fines de información, formación y defensa de las 
personas consumidoras y usuarias.

b) Tener su capital social suscrito íntegramente por asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias que reúnan los requisitos exigidos por la legislación que les resulte 
de aplicación, y que los beneficios solo se repartan entre las asociaciones de las personas 
consumidoras y usuarias que participen en el capital social.

Estas sociedades mercantiles están sometidas a las prohibiciones previstas en el 
siguiente artículo y a la obligación de depositar sus cuentas, que en todo caso deberán 
ajustarse a la normativa que les resulte de aplicación según su naturaleza, en el 
departamento competente en materia de consumo de la Generalitat, en el plazo de un mes 
desde el día siguiente a la fecha de su aprobación por los órganos estatutarios 
correspondientes.

Del cumplimiento por estas sociedades mercantiles de lo dispuesto en esta norma, son 
responsables las asociaciones de personas consumidoras y usuarias que participen en su 
capital social en los términos previstos en ella, cuyo incumplimiento puede implicar, en su 
caso, la pérdida de la condición de asociación de las personas consumidoras y usuarias.
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Artículo 36.  Deberes, obligaciones y prohibiciones de las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias.

1. Son deberes y obligaciones de las asociaciones de personas consumidoras y usuarias 
de la Comunitat Valenciana:

a) Actuar para el cumplimiento de sus fines con independencia frente a los operadores 
del mercado y a los poderes públicos, sin que la obtención de subvenciones u otros recursos 
públicos concedidos con base en criterios objetivos puedan mermar tal independencia.

b) Ajustar sus actuaciones a los principios de buena fe, lealtad y diligencia, no pudiendo 
divulgar datos que no se encuentren respaldados por acreditaciones, resultados analíticos o 
controles de calidad suficientemente contrastados.

c) Rectificar públicamente o cesar actividades temerarias cuando haya sentencia judicial 
firme.

d) Aplicar las ayudas y colaboraciones que reciban con esta finalidad, exclusivamente a 
la defensa de las personas consumidoras y usuarias o a la obtención de los medios 
instrumentales y personales para conseguir dichas finalidades.

e) Colaborar con las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana en la 
consecución conjunta de los fines de esta norma.

f) Cumplir las obligaciones de transparencia previstas en este capítulo y cualquier otra 
obligación impuesta, legal o reglamentariamente.

2. En cumplimiento del deber de independencia, las asociaciones de personas 
consumidoras y usuarias no pueden:

a) Incluir como asociadas a personas jurídicas con ánimo de lucro.
b) Percibir ayudas o subvenciones de empresas o grupos de empresas suministradoras 

de bienes o servicios a las personas consumidoras y usuarias o de las organizaciones que 
las representen. No tendrán la consideración de ayudas económicas las aportaciones que se 
realicen en las condiciones de transparencia establecidas en este texto refundido y normas 
reglamentarias que la desarrollen, que no mermen la independencia de la asociación y 
tengan su origen en los convenios o acuerdos de colaboración a que se refiere el artículo 
siguiente.

c) Realizar comunicaciones comerciales de bienes y servicios. A estos efectos, se 
entiende por comunicación comercial todo acto, conducta o manifestación no meramente 
informativa, incluida la publicidad, que se relacione directamente con la promoción o venta 
de bienes y servicios.

d) Autorizar el uso de su denominación, imagen o cualquier otro signo representativo en 
la publicidad comercial realizada por los operadores del mercado, o no realizar las 
actuaciones tendentes a impedir dicha utilización, a partir del momento en que se tenga 
conocimiento de esta conducta. A estos efectos, no se considerarán operadores de mercado 
las sociedades mercantiles en las que participen las asociaciones de consumidores en los 
términos contemplados en el apartado 13 del artículo 35 de este texto refundido.

e) Actuar la Asociación o quien la represente legalmente con manifiesta temeridad, 
judicialmente apreciada.

f) Dedicarse a actividades distintas de la defensa de los intereses de las personas 
consumidoras y usuarias.

3. Las prohibiciones reguladas en los epígrafes a, c, d y f del apartado anterior se 
aplican, respecto de las cooperativas de personas consumidoras y usuarias que tengan la 
consideración legal de asociación y estén inscritas en el registro previsto en el artículo 29, 
única y exclusivamente a su actuación como tales asociaciones de personas consumidoras y 
usuarias, y no en el desarrollo de su actividad económica como cooperativa.

Artículo 37.  Colaboración con los operadores de mercado.
1. Estatutariamente, o por acuerdo adoptado en asamblea general, las asociaciones de 

las personas consumidoras y usuarias definirán, con pleno respeto a lo establecido en esta 
norma, cuál es el marco legítimo de su colaboración con los operadores del mercado de 
cualquier sector de actividad, en defensa de los derechos de las personas consumidoras y 
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usuarias y la leal competencia, así como los supuestos en que podrán celebrarse convenios 
o acuerdos de colaboración con estos, su alcance y modo de instrumentarlos.

2. Los convenios o acuerdos de colaboración, de duración temporal o indefinida, de las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias con empresas, agrupaciones o 
asociaciones de empresas, fundaciones o cualquier organización sin ánimo de lucro deben 
cumplir los siguientes requisitos:

a) Tener como finalidad exclusiva el desarrollo de proyectos específicos de información, 
formación y defensa de las personas consumidoras y usuarias, mejorando su posición en el 
mercado.

b) Respetar los principios de independencia y transparencia.
c) Consistir en la realización de actuaciones, trabajos, estudios o publicaciones de 

interés general para las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 38.  Audiencia.
1. A las asociaciones de personas consumidoras y usuarias legalmente constituidas e 

inscritas en el registro previsto en el artículo 34 se les debe dar el trámite de audiencia en el 
procedimiento de elaboración de las leyes y las disposiciones de carácter general que 
afecten directamente a los derechos e intereses de las personas consumidoras y usuarias, y 
en las propuestas de tarifas de servicios públicos que estén sujetos legalmente al control de 
las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana.

2. Se entiende cumplido el trámite de audiencia cuando las organizaciones o 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias se encuentren representadas en los 
órganos colegiados que participen en la elaboración de las disposiciones o propuestas de 
tarifas. En los demás casos, el trámite de audiencia se realizará preferentemente a través del 
Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de la Comunitat Valenciana y, en su defecto, 
mediante la notificación o comunicación dirigida a las federaciones y asociaciones de 
personas consumidoras y usuarias con mayor representatividad en la Comunitat Valenciana.

TÍTULO III
Protección administrativa de los derechos de los consumidores y usuarios

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 39.  Principios y fines de la protección en materia de consumo.
1. Las actuaciones de protección de las administraciones públicas de la Comunitat 

Valenciana con competencia en materia de defensa de las personas consumidoras y 
usuarias tienen como finalidad fundamental la protección de la salud y seguridad de estas y 
de sus derechos económicos y sociales.

2. A tal fin, las administraciones públicas con competencias en materia de consumo 
deben desarrollar actuaciones de inspección y control sobre los productos, bienes y servicios 
puestos a disposición de las personas consumidoras y usuarias.

3. De igual modo, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana con 
competencia en materia de consumo deben actuar protegiendo a las personas consumidoras 
y usuarias mediante los instrumentos de coordinación y actuación entre los organismos 
competentes para la defensa y protección de sus intereses en el ámbito de la seguridad de 
los productos, bienes y servicios, en especial respecto de aquellos considerados de uso o 
consumo común, ordinario o generalizado, así como sobre aquellos que, sin reunir estas 
características, perjudiquen o puedan perjudicar gravemente el derecho a la salud, seguridad 
y a los legítimos intereses económicos y sociales de las personas consumidoras y usuarias o 
puedan crear situaciones de alarma social.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 89  Texto refundido de la Ley del Estatuto de personas consumidoras y usuarias

– 2045 –



Artículo 40.  Actuaciones de protección.
1. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, vienen obligadas a desarrollar todas aquellas actuaciones 
administrativas o judiciales que sean necesarias para garantizar la protección efectiva de los 
derechos de las personas consumidoras y usuarias recogidos en el presente texto refundido, 
en sus normas de desarrollo, o en la correspondiente legislación sectorial. En especial, y sin 
perjuicio de otras medidas que puedan resultar oportunas, deben realizarse las siguientes 
actuaciones:

a) Vigilancia, control e inspección de los productos, bienes y servicios.
b) Adopción de las medidas administrativas oportunas para la protección frente a 

cualquier tipo de riesgo para las personas.
c) Instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores cuando se produzca 

algún tipo de infracción en materia de consumo.
d) Adopción de las medidas provisionales que se consideren necesarias para garantizar 

la seguridad de los productos, bienes y servicios.
e) Coordinación de actuaciones de los diferentes órganos y administraciones con 

competencia en aspectos relacionados con el consumo.
2. De igual modo, la Generalitat puede instar a otras administraciones públicas, colegios 

profesionales y, en general, de cualquier autoridad, el ejercicio de aquellas potestades que 
les atribuya la legislación sectorial para garantizar la protección efectiva de los derechos de 
las personas consumidoras y usuarias o para imponer las correcciones que procedan.

Artículo 41.  Vigilancia de los productos, bienes y servicios.
1. Las administraciones públicas valencianas con competencia en materia de consumo 

deben ejercer de forma constante labores de vigilancia y control, desarrollando las 
inspecciones necesarias al objeto de prevenir, detectar, impedir y, en su caso, sancionar la 
producción, fabricación, elaboración, almacenamiento, distribución y comercialización de 
bienes o servicios que no cumplan las condiciones exigidas legalmente para garantizar los 
derechos e intereses de las personas consumidoras y usuarias contemplados en la presente 
norma.

2. La vigilancia, control e inspección puede desarrollarse en la forma y momento que 
mejor permita conocer la realidad y por los medios que, en cada caso, se consideren más 
adecuados. En particular, las referidas actuaciones pueden realizarse en cualquier fase del 
proceso de producción, fabricación, elaboración, almacenamiento, distribución o 
comercialización de bienes o prestación de servicios dirigidos a personas consumidoras y 
usuarias, y podrán recaer tanto sobre los bienes y servicios destinados a la comercialización 
directa o indirecta en el mercado, como sobre los locales y establecimientos mercantiles 
utilizados para su producción, fabricación, elaboración, almacenamiento, distribución o 
comercialización.

Artículo 42.  Apoyo técnico.
Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, deben promover la celebración de convenios con las 
universidades de la Comunitat Valenciana, colegios profesionales u otras instituciones o 
entidades públicas o privadas, con el fin de facilitar el acceso de las personas consumidoras 
y usuarias a los servicios técnicos necesarios para verificar la existencia de perjuicios en su 
patrimonio ocasionados como consecuencia del consumo de bienes o de la utilización de 
servicios.
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CAPÍTULO II
Inspección de consumo

Artículo 43.  Inspección de consumo.
1. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana con competencias en 

materia de consumo deben desarrollar actuaciones de inspección y control sobre los 
productos, bienes y servicios puestos a disposición de las personas consumidoras y usuarias 
en cualquiera de las fases de su comercialización, para comprobar que se adecuen a la 
legalidad en cuanto a sus características técnicas, de seguridad, de normalización y 
comerciales, y que se ajusten razonablemente a las expectativas que puedan motivar su 
adquisición derivadas, entre otras circunstancias, del precio o de la descripción realizada en 
la publicidad, etiqueta, envase, envoltorio o cualquier elemento de protección o presentación.

2. Para su realización, las diferentes administraciones públicas competentes en materia 
de consumo deben actuar, coordinadamente, aunando sus recursos de inspección y control.

3. El ámbito objetivo sobre el que la actividad de inspección puede recaer comprende: 
todos los bienes y servicios que se ofrezcan o estén destinados a ofrecerse a las personas 
consumidoras y usuarias, las materias primas empleadas en su elaboración, cualquier tipo 
de publicidad u oferta comercial, las condiciones generales de la contratación, la ejecución 
del contrato, los establecimientos y las actividades de distribución, comercialización, 
almacenamiento y prestación de servicios.

4. Si en el ejercicio de sus funciones la inspección de consumo detectase irregularidades 
ante las que deban actuar otros órganos de la administración, se debe remitir a los mismos 
la correspondiente acta de inspección o, en su caso, copia debidamente diligenciada.

Artículo 44.  Organización y funcionamiento de la inspección de consumo.
La organización y funcionamiento de la inspección de consumo de la Generalitat se 

determinará reglamentariamente. En todo caso, la inspección de consumo debe desarrollar 
sus funciones con arreglo a los principios de dependencia jerárquica, profesionalidad, 
coordinación, especialización, sigilo profesional y, en todo caso, con sujeción a los principios 
de legalidad e imparcialidad.

Artículo 45.  El personal de la inspección de consumo.
1. El personal de la inspección de consumo de la Generalitat, o acreditado por la misma, 

cuando actúe en el ejercicio de su función inspectora, tiene la consideración de autoridad a 
todos los efectos, particularmente respecto de la responsabilidad administrativa y penal de 
quienes ofrezcan resistencia o cometan atentados o desacato contra ellos, de hecho o de 
palabra, en actos de servicio o con motivo del mismo.

2. Para el desarrollo de sus actuaciones inspectoras, los y las agentes de la inspección o 
la autoridad competente en materia de consumo pueden solicitar el apoyo, concurso, auxilio 
y protección que les resulten precisos de cualquier otra autoridad.

3. Pueden requerir la exhibición de la documentación industrial, mercantil y contable que 
la ley obligue a tener cumplimentada y que se juzgue necesaria para realizar las 
comprobaciones que requiera su función, así como acceder directamente a los locales y 
dependencias en los que se realicen actividades o se almacenen bienes que tengan 
trascendencia para las personas consumidoras y usuarias.

4. El personal inspector de consumo, que tiene las potestades que le atribuya este texto 
refundido y sus normas de desarrollo, ha de actuar con la debida proporcionalidad, 
procurando ocasionar la mínima perturbación posible en el desarrollo de la actividad 
inspeccionada, así como en los derechos de los sujetos afectados. En todo caso, está 
obligado a observar un estricto deber de secreto en relación con las informaciones obtenidas 
en el ejercicio de sus funciones.

5. El personal de la inspección de consumo debe identificarse como tal cuando se 
encuentre en el ejercicio de sus funciones inspectoras, exhibiendo la correspondiente 
acreditación oficial.
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La identificación de la persona inspectora es siempre necesaria para ejercer potestades, 
hacer requerimientos y advertencias, imponer deberes, imponer la colaboración del sujeto 
inspeccionado y para todas las diligencias que practique.

6. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana con competencia en 
materia de consumo deben impulsar la formación continuada del personal inspector.

Artículo 46.  De la actividad inspectora.
Corresponden a la inspección de consumo las siguientes funciones:
1. Realizar la labor de vigilancia, control general, inspección e investigación ante indicios 

de irregularidad.
2. Informar a las empresas, durante la realización de sus actuaciones, sobre las 

exigencias, cumplimiento y aplicación de la normativa vigente en materia de protección y 
defensa de los derechos de las personas consumidoras y usuarias.

3. Advertir a la persona inspeccionada de la situación irregular en la que se encuentra e 
indicar un plazo prudencial, atendiendo a las circunstancias concurrentes, suficiente para 
que realice las modificaciones necesarias.

4. Adoptar provisionalmente en casos de urgencia las medidas necesarias para proteger 
el derecho a la salud y seguridad y a la protección de los intereses económicos y sociales de 
las personas consumidoras y usuarias según lo dispuesto en esta norma.

5. Realizar las actuaciones previas a un eventual procedimiento sancionador que juzgue 
necesarias el órgano competente para la incoación.

6. Colaborar en los procedimientos administrativos sancionadores o en los 
procedimientos de otro tipo practicando las diligencias que ordene el órgano competente.

Artículo 47.  Facultades de la inspección y acceso a establecimientos y documentos.
El personal de la inspección de consumo, cuando actúa en el ejercicio de sus funciones, 

está facultado para:
1. Acceder sin previo aviso a los establecimientos industriales o comerciales abiertos al 

público y a cualquier dependencia u oficina en los que se realicen actividades que puedan 
afectar a los consumidores.

En el caso de apreciar indicios de irregularidad que lo justifiquen, o cuando ello fuera 
necesario por razones de urgencia, el personal inspector de consumo puede acceder a 
cualquier lugar o recinto, aunque no esté abierto al público en general, y ello sin perjuicio de 
la necesidad de contar, en su caso, con el consentimiento de la persona afectada o con 
autorización judicial.

2. Exigir la exhibición de los documentos que sean obligatorios según la actuación que 
estén realizando, así como obtener copias y reproducciones. En el caso de apreciar indicios 
de irregularidad que lo justifiquen, el personal inspector de consumo puede examinar toda la 
documentación mercantil, industrial o contable de la empresa inspeccionada y sacar notas o 
copias, así como solicitar de terceros datos o antecedentes útiles para la investigación. En 
particular, puede requerir información de los datos transmitidos, las actividades realizadas y 
la identificación de las personas destinatarias de sus servicios a los intermediarios de 
servicios de la sociedad de la información. Dichas actuaciones tendrán, en todo caso, 
carácter confidencial.

3. Requerir la remisión a las oficinas administrativas de la documentación necesaria.
4. Proceder a realizar las pruebas, investigaciones o exámenes necesarios para 

comprobar el cumplimiento de las normas que protegen los derechos de las personas 
consumidoras y usuarias, así como tomar muestras para la realización de análisis y 
comprobaciones en la forma y condiciones que, en su caso, se determinen 
reglamentariamente.

5. Requerir la comparecencia y colaboración de cualquier persona física o jurídica que 
de forma directa o indirecta pudiera tener alguna relación con el objeto de la inspección. El 
requerimiento de la comparecencia o colaboración se puede efectuar durante la visita 
inspectora o por cualquier otro medio aceptado en derecho, en la empresa inspeccionada, 
en los locales relacionados con la actividad y en las dependencias de los propios órganos de 
control.
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Artículo 48.  Obligaciones de las personas inspeccionadas.
Las personas físicas o jurídicas que produzcan, importen, distribuyan, comercialicen o 

suministren productos, bienes y servicios, sus representantes legales o las que estén a 
cargo del establecimiento en el momento de la inspección están obligadas a:

1. Permitir y facilitar la inspección y el acceso a las dependencias del establecimiento.
2. Suministrar toda clase de información sobre las instalaciones, productos o servicios, 

así como la autorización, permisos y licencias necesarios para el ejercicio de la actividad, 
permitiendo que el personal de la inspección compruebe directamente los datos aportados.

3. Poner a disposición de la inspección la documentación que sirva de justificación de las 
transacciones efectuadas, de los precios y márgenes aplicados, tales como contratos, 
facturas, albaranes y demás documentos exigidos legalmente, así como aquellos que sean 
necesarios para determinar las responsabilidades pertinentes.

4. Facilitar la obtención de copia o la reproducción de la documentación citada en los 
puntos anteriores.

5. Comparecer donde y cuando sean requeridas justificadamente por los servicios 
competentes.

6. Permitir que se practique la toma de muestras o que se efectúe cualquier otro tipo de 
control o ensayo sobre los productos, bienes y servicios en cualquier fase de su 
comercialización.

7. Depositar y conservar adecuadamente los productos, bienes y servicios sujetos a 
medidas provisionales, siguiendo en todo momento las instrucciones formuladas por los 
servicios competentes al respecto.

8. Facilitar personal y medios para la práctica de las inspecciones, cuando le fuera 
motivadamente requerido.

9. Acudir, por sí mismas o por medio de sus representantes, a las dependencias de la 
inspección de consumo a requerimiento de los agentes de inspección o de los órganos 
competentes, a fin de aportar nuevos datos o comprobar las diligencias de inspección.

Artículo 49.  Colaboración con los servicios de inspección.
Las empresas con participación pública, organizaciones empresariales y corporativas, 

así como las organizaciones y asociaciones de personas consumidoras y usuarias, 
suministrarán, si son requeridas para ello, la información que les soliciten los servicios de 
inspección de consumo para el esclarecimiento de los hechos lesivos de los derechos de las 
personas consumidoras y usuarias y sus responsables, salvo cuando haya causa legal que 
lo impida.

Artículo 50.  Toma de muestras.
1. Reglamentariamente se regulará la toma de muestras de los bienes inspeccionados 

con la finalidad de someterlos a ensayos, pruebas o estudios mediante los cuales se 
determine el grado de cumplimiento de las condiciones exigibles para garantizar la salud y la 
seguridad de las personas consumidoras y usuarias y la comprobación del cumplimiento de 
las condiciones de normalización para ponerlas a su disposición.

2. La toma de muestras se ha de efectuar por triplicado, y las cantidades que 
compongan cada uno de los ejemplares de muestra deben tener la dimensión o tamaño 
suficiente para garantizar la práctica correcta de los análisis o comprobaciones.

3. La muestra puede estar constituida por un solo ejemplar en el caso de productos 
sometidos a certificación u homologación que se sometan a ensayo para determinar su 
seguridad o aptitud funcional. Asimismo, la muestra puede limitarse a un único ejemplar en 
los supuestos en que técnicamente no sea posible su obtención por triplicado.

En estos casos se debe notificar previamente a las partes interesadas la realización del 
ensayo al objeto de que puedan personarse y efectuar cuantas alegaciones estimen 
oportunas.

4. En cualquier caso, la realización de las referidas pruebas debe garantizar el debido 
respeto al principio de contradicción y defensa, asumiendo la administración actuante el 
coste de la muestra y análisis inicial. Si se comprobara la existencia de una infracción, junto 
a la sanción que se imponga, se debe exigir del responsable el pago de los gastos 
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ocasionados con motivo de la toma de muestras y los pertinentes ensayos, pruebas o 
estudios en la forma que se determine reglamentariamente.

Artículo 51.  Actas de inspección.
1. El personal inspector de consumo debe extender la correspondiente acta de sus 

visitas o de cualquier otra actuación de vigilancia, control o inspección.
2. Reglamentariamente se regulará el contenido de las actas, que en todo caso deben 

reflejar las medidas provisionales adoptadas por el inspector en casos de urgente necesidad 
para preservar la salud o la seguridad de las personas consumidoras y usuarias ante un 
peligro inminente y grave o para no perjudicar sus intereses económicos y sociales, así 
como su causa y su finalidad. En las actas se deben hacer constar las alegaciones de la 
persona compareciente y las pruebas documentales aportadas por esta. Los documentos 
anexos al acta habrán de ser diligenciados por el inspector o inspectora actuante.

3. Cuando en la inspección haya comparecido el sujeto inspeccionado o su 
representante, el personal inspector debe entregarle una copia del acta o, en su caso, hacer 
constar que no desea recibirla. La negativa a firmar el acta no invalida su contenido ni su 
valor probatorio.

4. De conformidad con lo previsto en la normativa administrativa general, los hechos 
constatados personalmente por el personal inspectores de consumo o por otros servicios de 
inspección, que estén recogidos en las actas y diligencias observando los requisitos legales 
pertinentes, tienen valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que, en defensa de los 
respectivos derechos e intereses, puedan señalar o aportar les propias personas 
interesadas.

Las personas superiores jerárquicas o las instructoras de los procedimientos pueden 
solicitar del personal funcionario de la inspección de consumo interviniente la ratificación de 
las actas o diligencias formalizadas por este.

CAPÍTULO III
De las medidas provisionales

Artículo 52.  Medidas provisionales.
1. Sin perjuicio de las medidas que se puedan adoptar en el curso del procedimiento 

sancionador, el órgano competente en materia de consumo puede adoptar, mediante 
acuerdo motivado, las medidas provisionales que considere oportunas, de entre las 
señaladas en el artículo siguiente, en aquellos supuestos en que existan indicios de 
vulneración de los derechos reconocidos a las personas consumidoras y usuarias y, en todo 
caso, en los siguientes:

a) Cuando existan indicios racionales de riesgo para la salud y seguridad de las 
personas consumidoras y usuarias.

b) Cuando puedan lesionarse de forma grave los intereses económicos y sociales de las 
personas consumidoras y usuarias.

2. En situaciones de urgencia, o si en el transcurso de las actuaciones de inspección y 
control se observasen indicios racionales de riesgo para la salud y seguridad o graves 
perjuicios para los intereses económicos de las personas consumidoras y usuarias, el 
personal de la inspección puede adoptar las medidas provisionales previstas en la presente 
norma. Siempre que no corresponda proceder de acuerdo con el apartado siguiente del 
presente artículo, las medidas han de ser ratificadas por el órgano competente en el plazo de 
cinco días hábiles, computados desde el día siguiente a aquel en que se hayan adoptado, 
cesando sus efectos si en dicho plazo no se produce la notificación de la ratificación o su 
intento.

3. Acordada la adopción de medidas provisionales, se debe proceder a comunicar su 
adopción a los órganos que pudieran tener competencias concurrentes en la materia y, con 
carácter prioritario, al órgano competente en materia de sanidad cuando existieran indicios 
de riesgo para la salud de las personas.
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4. Las medidas pueden afectar a las personas responsables de la producción, 
distribución, almacenamiento o comercialización de bienes o servicios y a cualquier otra 
responsable, aunque ignorasen o no hubiesen podido conocer las irregularidades del 
producto o actividad. Pueden tener una o varias destinatarias concretas o una pluralidad 
indeterminada de sujetos, o incluso carácter general.

5. La adopción de cualquier medida provisional es compatible con la iniciación previa, 
simultánea o posterior de un procedimiento sancionador.

Artículo 53.  Tipos de medidas provisionales.
1. Para garantizar la protección frente a los riesgos que afecten a la salud y seguridad de 

las personas consumidoras y usuarias, el órgano competente en materia de consumo puede:
a) Prohibir temporalmente la comercialización de un producto o de un lote de productos, 

en cualquier fase de su comercialización, interviniendo cautelarmente, en su caso, los 
productos de que se trate y estableciendo las medidas de acompañamiento necesarias para 
garantizar el cumplimiento de la prohibición.

b) Prohibir temporalmente, durante el período necesario para efectuar los diferentes 
controles, que se suministre, proponga el suministro o se exponga un producto o un lote de 
productos cuando existan indicios de su peligrosidad.

c) Suspender temporalmente la prestación de un servicio, imponiendo las medidas de 
acompañamiento necesarias para garantizar el cumplimiento de la suspensión.

d) Clausurar temporalmente establecimientos.
e) Imponer la exhibición de carteles en establecimientos e inserción de anuncios en 

medios de comunicación advirtiendo a las personas consumidoras y usuarias para que se 
abstengan de consumir o utilizar un producto o un servicio que pueda suponer un riesgo.

f) Cualquier otra medida que sea necesaria por existir indicios racionales de riesgo para 
la salud y la seguridad de las personas consumidoras y usuarias.

2. Para garantizar la protección de los legítimos intereses económicos y sociales de las 
personas consumidoras y usuarias, la autoridad competente en materia de consumo puede:

a) Prohibir la prestación de los servicios o la comercialización de los productos cuya 
adulteración, falsificación, o falta de adecuación a la normativa que sea aplicable, haya sido 
suficientemente acreditada.

b) Cualquier otra medida que sea necesaria por existir indicios racionales de vulneración 
de los legítimos intereses económicos y sociales de las personas consumidoras y usuarias.

Artículo 54.  Procedimiento.
1. Adoptada una medida provisional, se debe proceder al inicio y tramitación del 

procedimiento correspondiente de conformidad con lo previsto en la legislación reguladora 
del procedimiento administrativo común.

2. La resolución del procedimiento podrá elevar a definitivas las medidas provisionales 
adoptadas e incluirá los plazos y condiciones para su ejecución.

3. Atendiendo a la gravedad de los hechos y a fin de evitar daños irreparables, puede 
acordarse la tramitación de urgencia del procedimiento administrativo. En cualquier fase del 
mismo, el órgano competente puede ordenar la práctica de las inspecciones y controles 
necesarios para su resolución.

4. La resolución que se adopte no debe impedir, en su caso, la iniciación simultánea de 
un procedimiento sancionador, si concurriesen infracciones en materia de protección a las 
personas consumidoras y usuarias.

5. Los gastos que se originen en relación con los bienes y servicios sujetos a medidas 
provisionales, como gastos de almacenaje, traslado, rectificación, subsanación, certificación 
o, en su caso, destrucción de los productos, serán a cargo de la persona responsable de los 
mismos cuando las medidas sean confirmadas. Los gastos de ensayos y pruebas solicitadas 
por la parte interesada, a fin de acreditar sus manifestaciones, correrán por cuenta de la 
misma.
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6. A fin de garantizar la eficacia de las resoluciones adoptadas, la parte interesada debe 
justificar documentalmente el cumplimiento de las obligaciones impuestas. Si se considera 
necesario, estas se pueden practicar en presencia del personal de inspección.

Artículo 55.  Proporcionalidad de las medidas provisionales.
Las medidas de los artículos precedentes deben ser proporcionales a la intensidad del 

riesgo o al daño que se pretenda evitar y, en su caso, durar el tiempo estrictamente 
necesario para la realización de los oportunos controles y verificaciones en los centros 
cualificados para ello, o el que las personas interesadas inviertan en la subsanación del 
problema o completa eliminación del riesgo, lo que habrá de ser convenientemente 
verificado por la autoridad que ordenó la medida.

Artículo 56.  Comunicación de las medidas adoptadas.
1. Cuando las situaciones a que se refieren los artículos anteriores puedan afectar al 

ámbito de competencias de otros órganos o administraciones públicas de la Comunitat 
Valenciana, se deben poner inmediatamente en conocimiento de aquellos con todos los 
datos relevantes, y si las medidas ya han sido acordadas, con indicación de las medidas 
adoptadas, extremándose en tales casos los deberes de coordinación y colaboración 
administrativa.

2. Si el riesgo, presumiblemente, puede transcender el ámbito territorial de la Comunitat 
Valenciana, la autoridad competente lo debe en conocimiento del resto de las 
administraciones públicas cuyo territorio pueda verse afectado, a través de las vías y 
procedimientos establecidos.

Artículo 57.  Multas coercitivas.
1. A fin de garantizar la eficacia de las resoluciones contempladas en el presente 

capítulo, el órgano competente, de conformidad con la legislación vigente, puede imponer 
multas coercitivas.

2. El órgano que dictó la resolución debe cursar por escrito un requerimiento previo de 
ejecución de la resolución, razonando en el mismo la gravedad que motivó la resolución 
adoptada y advirtiendo a su destinatario del plazo de tiempo que dispone para su 
cumplimiento y de la cuantía de la multa coercitiva que le puede ser impuesta en caso de 
incumplimiento. El plazo señalado debe ser, en todo caso, suficiente para el cumplimiento de 
la obligación de que se trate, y la multa proporcionada a la gravedad y alarma social 
generada, no pudiendo exceder nunca de 3.000 euros.

3. Si se comprueba el incumplimiento de lo ordenado, se puede reiterar las citadas 
multas por períodos que no pueden ser inferiores al señalado en el primer requerimiento.

4. Estas multas son independientes de las que se puedan imponer en concepto de 
sanción y son compatibles con las mismas.

CAPÍTULO IV
Hojas de reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias

Artículo 58.  Hojas de reclamaciones.
1. Todas las personas físicas o jurídicas, profesionales o empresarias y todos los 

establecimientos de la Comunitat Valenciana, fijos o ambulantes, de titularidad pública o 
privada, que, en régimen de derecho privado, comercialicen bienes inmuebles o muebles, 
productos o presten servicios a las personas consumidoras y usuarias en la Comunitat, 
deben tener a disposición de estas y entregarles de forma gratuita las hojas de 
reclamaciones instrumentalizadas en impreso normalizado. Del mismo modo, deben tener 
hojas de reclamaciones a disposición de las personas consumidoras y usuarias, los sujetos 
que comercialicen bienes o presten servicios fuera del establecimiento, así como los 
espectáculos públicos y actividades recreativas.

2. La tramitación de las hojas de reclamaciones y la posibilidad de su presentación 
telemática se regulará reglamentariamente.
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3. Las hojas de reclamaciones se deben anunciar en los establecimientos mediante 
carteles colocados al efecto en sitio claramente visible al público, en las condiciones que se 
establezca reglamentariamente.

TÍTULO IV
De la potestad sancionadora

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 59.  Responsabilidades.
1. La responsabilidad administrativa regulada en este título lo es sin perjuicio de la 

responsabilidad civil, penal o de cualquier otro tipo en la que puedan incurrir los diferentes 
sujetos que intervienen en el proceso de producción, fabricación, elaboración, 
almacenamiento, distribución o comercialización de bienes o prestación de servicios.

2. La instrucción de causa penal ante los tribunales de justicia suspende la tramitación 
del expediente administrativo sancionador que haya sido incoado por los mismos hechos, y 
en su caso la eficacia de los actos administrativos de imposición de sanción. Las medidas 
administrativas que hayan sido adoptadas para salvaguardar la salud y seguridad de las 
personas se han de mantener en tanto la autoridad judicial se pronuncie sobre las mismas.

En ningún caso se puede producir una doble sanción por los mismos hechos y en 
función de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deben exigirse las demás 
responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.

Artículo 60.  Potestad sancionadora.
1. En el ámbito de la presente norma, y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 

siguiente, la potestad sancionadora corresponde a la Generalitat, quien la ejerce a través de 
los siguientes órganos:

a) La conselleria competente en materia de consumo, mediante los órganos que 
reglamentariamente se determinen, para las infracciones leves y graves.

b) El Consell, para las infracciones muy graves.
2. Cuando en el mismo procedimiento se contemplen diversas infracciones calificadas de 

forma distinta, el órgano competente para dictar resolución es el que tiene la competencia 
para sancionar la más grave.

Artículo 61.  Competencia sancionadora de los municipios.
1. Sin menoscabo de las competencias sancionadoras de la Generalitat, que pueden 

ejercerse en todo caso, los municipios pueden iniciar, instruir y resolver los procedimientos 
sancionadores previstos en la presente norma. A estos efectos, y sin perjuicio de que el 
importe de las sanciones a imponer por los municipios sea el previsto en el artículo 76 del 
presente texto refundido su competencia orgánica se determina conforme a la legislación de 
régimen local y a sus normas de organización.

2. Las competencias sancionadoras de los municipios están referidas a infracciones en 
las que concurran las circunstancias siguientes:

a) Haber sido detectadas o conocidas por los propios servicios municipales.
b) Haberse desarrollado la conducta tipificada íntegramente en el término municipal 

correspondiente.
c) No haberse iniciado el correspondiente procedimiento sancionador por los órganos 

competentes de la Generalitat.
3. Cuando los órganos del municipio tengan conocimiento de la comisión de conductas 

tipificadas como infracciones en la presente norma no localizadas exclusivamente dentro de 
su término municipal, lo deben poner en conocimiento de los órganos competentes de la 
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Generalitat de forma inmediata, remitiendo toda la documentación sobre las actuaciones 
practicadas. De igual modo, y sin perjuicio de las competencias sancionadoras previstas 
para las infracciones localizadas exclusivamente dentro de su término municipal, los 
municipios motivadamente pueden poner los hechos en conocimiento de los órganos 
competentes de la administración autonómica para su correspondiente sanción.

4. Los órganos competentes de la Generalitat se deben inhibir de ejercer su potestad 
sancionadora cuando tuvieran conocimiento de que se ha incoado con anterioridad un 
procedimiento sancionador por los órganos competentes de un municipio con identidad de 
sujeto, hecho y fundamento. A estos efectos, los órganos competentes del municipio deben 
poner en conocimiento de los órganos competentes de la Generalitat de forma inmediata la 
incoación de un procedimiento sancionador. No obstante, si durante la tramitación se 
descubrieran infracciones conexas en otros términos municipales que hicieren conveniente 
la instrucción de un único procedimiento, los órganos competentes de la Generalitat pueden 
requerir motivadamente a la administración local para que se abstenga de continuar la 
tramitación iniciada y remita, en el menor tiempo posible, toda la documentación e 
información que obrare en su poder.

5. Los órganos competentes de los municipios se deben inhibir de ejercer su potestad 
sancionadora cuando tuvieran conocimiento de que se ha incoado con anterioridad un 
procedimiento sancionador por los órganos competentes de la Generalitat con identidad de 
sujeto, hecho y fundamento. A estos efectos, los órganos competentes de la Generalitat han 
de poner en conocimiento del municipio, que pudiera ejercer la competencia sancionadora 
de acuerdo con lo previsto en la presente norma, de forma inmediata la incoación de un 
procedimiento sancionador.

Artículo 62.  Coordinación y colaboración administrativa.
Los órganos de la administración autonómica y local cuyas competencias puedan 

concurrir en el ámbito de actuación de la presente norma quedan obligados a actuar bajo los 
principios de coordinación y colaboración.

Artículo 63.  Sujetos responsables.
1. Son responsables como autores las personas físicas o jurídicas que por acción u 

omisión cometan alguna de las infracciones tipificadas en esta norma.
2. Cuando en relación con los mismos bienes o servicios hayan intervenido distintos 

sujetos en la cadena de producción, elaboración, almacenamiento, distribución o 
comercialización, cada uno es responsable de las infracciones que, en su caso, haya 
cometido.

3. En las infracciones cometidas en productos envasados se considera responsable a la 
firma o razón social cuyo nombre figure en la etiqueta, presentación o publicidad, salvo que 
se demuestre la falsificación o la mala conservación del producto por su tenedor o tenedora 
y siempre que se especifiquen en el envasado original las condiciones de conservación.

4. Si el producto no lleva los datos necesarios para identificar al responsable, según lo 
establecido en la normativa vigente, se considerada responsable a quien haya 
comercializado el producto, salvo que se pueda identificar al envasador. En los productos 
etiquetados en idioma distinto de los oficiales se imputará la responsabilidad 
preferentemente al distribuidor de los mismos.

5. En las infracciones cometidas en productos a granel, se considera responsable al 
tenedor o a la tenedora, salvo que se pueda demostrar que dicha responsabilidad 
corresponde a un tenedor o tenedora anterior.

6. En las infracciones cometidas en la prestación de servicios se considera responsable 
a la persona física o jurídica obligada a la prestación del servicio.

7. Cuando se trate de infracciones cometidas con ocasión de la comercialización o 
distribución de productos o servicios franquiciados, es responsable tanto la persona o 
entidad vendedora o prestadora directa del servicio como la persona o entidad 
franquiciadora.

8. Las personas físicas o jurídicas que resulten presuntamente responsables de los 
hechos que sean constitutivos de infracción administrativa, tienen la consideración de 
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interesadas en los procedimientos sancionadores que se instruyan, en materia de consumo, 
por las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana.

9. En los procedimientos sancionadores se debe garantizar a la persona presunta 
responsable, entre otros, los siguientes derechos:

a) A ser notificada de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos 
puedan constituir y de las sanciones que en su caso se les pudieran imponer, así como de la 
identidad de la persona instructora, de la autoridad competente para imponer la sanción y de 
la norma que atribuye tal competencia.

b) A formular alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el ordenamiento 
jurídico que resulten procedentes.

c) Los demás derechos reconocidos por la legislación estatal y autonómica que resulte 
de aplicación.

Artículo 64.  Lugar de comisión de la infracción.
1. Las competencias sancionadoras previstas en este título se referieren a infracciones 

cometidas en el territorio de la Comunitat Valenciana, con independencia de la nacionalidad 
y del lugar donde radique el domicilio social o residencia de la empresa o profesional.

2. A los efectos previstos en este título, las infracciones se entienden cometidas en 
cualquiera de los lugares en que se desarrollen las acciones u omisiones constitutivas de las 
mismas y, en todos aquellos en que se manifieste la lesión o riesgo para los intereses de las 
personas consumidoras y usuarias protegidas por la norma sancionadora.

3. En el caso de la publicidad y de las distintas modalidades de contratación a distancia y 
de comercio electrónico, la infracción se entiende cometida donde radique el domicilio de la 
persona consumidora o usuaria.

Artículo 65.  Medidas provisionales.
1. Las medidas previstas en el capítulo III del título III de este texto refundido podrán ser 

adoptadas en el mismo acuerdo de iniciación del procedimiento o durante la instrucción del 
mismo por el órgano competente para resolver o para iniciar el procedimiento, siempre que 
concurra una situación de riesgo para la salud o la seguridad de las personas consumidoras 
y usuarias o puedan lesionarse sus intereses económicos y sociales.

2. Las medidas provisionales se extinguen con la eficacia de la resolución administrativa 
que ponga fin al procedimiento sancionador.

Artículo 66.  Reposición de la situación alterada por la infracción e indemnización de daños 
y perjuicios.

Conforme a lo previsto en el artículo 28.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen 
jurídico del sector público, las responsabilidades administrativas que se deriven de la 
comisión de una infracción son compatibles con la exigencia a la persona infractora de la 
reposición de la situación alterada por la misma a su estado originario, así como con la 
indemnización por los daños y perjuicios causados, que será determinada y exigida por el 
órgano al que corresponda el ejercicio de la potestad sancionadora. De no satisfacerse la 
indemnización en el plazo que al efecto se determine en función de su cuantía, se debe 
proceder en la forma prevista en el artículo 101 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas.

CAPÍTULO II
Infracciones

Artículo 67.  Concepto.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de consumo las acciones u 

omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas en el presente texto refundido y 
en el resto de normativa general y sectorial en materia de defensa de las personas 
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consumidoras y usuarias y las prácticas comerciales desleales con las personas 
consumidoras y usuarias.

2. Las infracciones se califican como leves, graves y muy graves.
3. Al responsable de dos o más infracciones se le impondrán todas las sanciones 

correspondientes. No obstante, en el caso de que un solo hecho sea constitutivo de dos o 
más infracciones, o cuando una de ellas sea medio para cometer la otra, la sanción o 
sanciones se impondrán en proporción a la gravedad de la conducta. Del mismo modo, 
tendrá la consideración de una sola infracción administrativa continuada la realización de 
una pluralidad de acciones u omisiones tipificadas en esta norma que infrinjan un mismo 
mandato, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión.

4. Tendrá la consideración de infracción administrativa permanente la realización de una 
única acción u omisión tipificada en la presente norma que se mantiene durante un periodo 
prolongado de tiempo.

Artículo 68.  Protección de la salud y seguridad de las personas consumidoras y usuarias.
Constituyen infracción en materia de protección de la salud y seguridad de las personas 

consumidoras y usuarias, excluidas las previstas en la normativa de salud pública y de 
seguridad alimentaria:

1. Las acciones u omisiones que produzcan riesgos para la salud o seguridad de las 
personas consumidoras y usuarias, sea en forma deliberada o por negligencia.

2. El incumplimiento o desatención de los requerimientos o advertencias que 
concretamente formulen las autoridades competentes para situaciones específicas, al objeto 
de corregir o evitar situaciones o circunstancias que puedan resultar perjudiciales para la 
salud o seguridad de las personas consumidoras y usuarias.

3. El incumplimiento de las disposiciones sobre seguridad de productos, bienes y 
servicios.

Artículo 69.  Alteración, adulteración o fraude en productos y servicios.
Constituyen infracciones por alteración, adulteración o fraude en productos y servicios:
1. La elaboración, distribución, suministro o venta de productos a los que se haya 

adicionado o sustraído cualquier sustancia o elemento para variar su composición o calidad, 
o encubriendo la inferior calidad o alteración de los productos utilizados.

2. La elaboración, distribución, suministro o venta de productos y servicios cuando su 
composición, calidad, cantidad, etiquetado o precio no se ajuste a las disposiciones vigentes, 
o difiera de la declarada u ofertada.

3. La manipulación de los aparatos o sistemas de medición puestos a disposición de las 
personas consumidoras y usuarias.

4. El fraude en cuanto al origen, calidad, composición, cantidad, peso o medida de 
cualquier clase de productos, bienes o servicios destinados al público, o sobre su 
presentación o cualquier otra información que induzca o pueda inducir al engaño o 
confusión, o enmascare la verdadera naturaleza del producto, bien o servicio.

5. El incumplimiento, en la prestación de todo tipo de servicios, de las condiciones de 
calidad, naturaleza, plazo o precio, de acuerdo con la normativa que resulte aplicable o con 
las condiciones pactadas.

Artículo 70.  Normalización técnica, condiciones de venta y documentación.
Constituyen infracciones en materia de normalización técnica, documentación y 

condiciones o técnicas de venta y suministro de productos y servicios:
1. El incumplimiento de las disposiciones que normalicen productos y servicios, así como 

de aquellas que regulen los requisitos documentales y de funcionamiento establecidos en la 
normativa vigente reguladora de la actividad.

2. La puesta en el mercado de productos cuya comercialización haya sido declarada 
prohibida por una norma o por una resolución administrativa, así como la comercialización 
de aquellos, que precisando autorización administrativa, carezcan de ella, siempre que no 
esté atribuida a otra autoridad.
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3. El incumplimiento de las normas reguladoras de precios, incluidas las referentes a 
marcado y exhibición de los mismos.

4. La realización de transacciones en las que se imponga injustificadamente a las 
personas consumidoras y usuarias condiciones, recargos o cobros indebidos, prestaciones 
accesorias no solicitadas o cantidades mínimas, así como la no aceptación de los medios de 
pago admitidos legalmente u ofertados.

5. El uso de prácticas comerciales desleales con las personas consumidoras y usuarias y 
la realización de publicidad ilícita, infringiendo lo dispuesto por las disposiciones aplicables.

6. El incumplimiento de las obligaciones de información exigidas en la normativa 
aplicable.

7. La negativa o falta de expedición de la correspondiente factura o documento 
acreditativo de las transacciones comerciales o por la prestación de servicios, así como su 
emisión con incumplimiento de los requisitos preceptivos.

8. No facilitar presupuesto previo en los casos en que sea obligatorio por la normativa 
correspondiente.

9. No entregar resguardo de depósito en los casos en que sea obligatorio por la 
normativa correspondiente.

10. Realizar trabajos de reparación, instalación o similares a las personas consumidoras 
y usuarias cuando no hayan sido solicitados o autorizados por estas.

11. La facturación de trabajos no realizados o de piezas de calidad inferior a la 
contratada.

12. Incluir en la oferta, promoción, publicidad o contrato, formatos, tamaños de letras o 
contrastes que dificulten su lectura y comprensión o que incumplan la normativa específica 
aplicable.

Artículo 71.  Contratación a distancia y fuera de establecimientos mercantiles.
Constituyen infracciones en materia de defensa de las personas consumidoras y 

usuarias en la contratación a distancia y fuera de establecimientos mercantiles:
1. El incumplimiento de las obligaciones que la regulación de contratos celebrados a 

distancia impone en materia de información y documentación que se debe suministrar a las 
personas consumidoras y usuarias, de los plazos de ejecución y de devolución de 
cantidades abonadas, los envíos no solicitados por el consumidor con pretensión de cobro y 
el uso de técnicas de comunicación que requieran el consentimiento expreso previo o la falta 
de oposición de las personas consumidoras y usuarias, cuando no concurra la circunstancia 
correspondiente.

2. El incumplimiento del régimen establecido en materia de contratos celebrados fuera 
de establecimientos mercantiles.

Artículo 72.  Garantía y servicio pos-venta.
Constituyen infracciones en materia de garantía:
1. La no entrega a las personas consumidoras y usuarias de documento de garantía en 

los términos previstos en su normativa específica.
2. La vulneración o inobservancia del derecho de garantía en la compra de bienes de 

consumo o prestación de servicios reconocidos en la normativa específica.
3. La no asunción o incumplimiento de la garantía comercial publicitada o entregada a 

las personas consumidoras y usuarias en el momento de la adquisición de productos, bienes 
o servicios.

4. Poner a disposición de las personas consumidoras y usuarias bienes de uso duradero 
sin existir piezas de repuesto en la forma obligada, así como el incumplimiento, por quien en 
cada caso esté obligado, del deber de garantizar la existencia de repuestos en las 
condiciones establecidas por las leyes y reglamentos.

5. Publicitar o inducir a las personas consumidoras y usuarias a confiar en la existencia 
de un servicio técnico pos-venta cuando esto no es cierto, o no informar que está en un país 
distinto del domicilio de las personas consumidoras y usuarias, o que el idioma para 
relacionarse es distinto del oficial de España o del utilizado en el contrato.
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Artículo 73.  Información y vigilancia.
Constituyen infracciones en materia de información, vigilancia, investigación, inspección, 

tramitación y ejecución:
1. La resistencia, negativa u obstrucción a facilitar las labores de inspección, a 

suministrar datos o informaciones solicitadas por las autoridades competentes o sus 
agentes, en el curso de las funciones de información, vigilancia, investigación, inspección, 
tramitación y ejecución, ya sea por parte de la titularidad del establecimiento como de las 
personas que actúen bajo su dependencia, en el plazo concedido.

2. El suministro de información inexacta o incompleta o el incumplimiento de los 
requerimientos de subsanación de irregularidades efectuados por las autoridades de 
consumo o sus agentes.

3. La manipulación, traslado o disposición en cualquier forma de las muestras 
depositadas reglamentariamente, o de las mercancías decomisadas o sujetas a medidas 
provisionales por las autoridades competentes.

4. El incumplimiento de las medidas provisionales, adoptadas por las autoridades 
competentes, en los procedimientos iniciados como consecuencia de las actuaciones de 
control efectuadas para la debida protección de los derechos reconocidos en este texto 
refundido y normas aplicables, así como el incumplimiento de las medidas que resultan 
necesarias para asegurar la eficacia de las resoluciones administrativas que pudieran recaer 
en los procedimientos sancionadores.

5. La excusa reiterada, negativa o resistencia a la comparecencia de las personas físicas 
o jurídicas, ante las dependencias propias o de las autoridades competentes, siempre que 
medie requerimiento notificado y expreso al respecto por parte de las autoridades 
competentes o sus agentes en desarrollo de las labores de información, vigilancia, 
investigación, inspección, tramitación y ejecución.

6. La coacción, amenaza, represalia y cualquier otra forma de presión ejercida sobre el 
personal funcionario encargado de las actuaciones a que se refiere la presente norma.

Artículo 74.  Otras infracciones.
Se considerarán también como infracciones en materia de consumo:
1. La introducción de cláusulas abusivas en los contratos.
2. La omisión del deber de notificación en plazo y con el contenido legalmente exigible 

de la información sobre cesión, titulización o retitulización de créditos hipotecarios, ordinarios 
u otros a la que tengan legalmente derecho las personas consumidoras y usuarias.

3. Las limitaciones o exigencias injustificadas al derecho de las personas consumidoras y 
usuarias de poner fin a los contratos de prestación de servicios o suministro de productos de 
tracto sucesivo o continuado, la obstaculización al ejercicio de tal derecho de las personas 
consumidoras y usuarias a través del procedimiento pactado, la falta de previsión de estas o 
la falta de comunicación a las personas consumidoras y usuarias del procedimiento para 
darse de baja en el servicio.

4. Incluir en los contratos con personas consumidoras y usuarias reenvíos a condiciones 
generales o características contenidas en textos o documentos que no se faciliten previa o 
simultáneamente a la conclusión del contrato, o sin permitir al adherente una posibilidad 
efectiva de conocer su existencia, alcance y contenido en el momento de la celebración de 
aquel.

5. La no tenencia de hojas de reclamaciones en modelo oficial a disposición de las 
personas consumidoras y usuarias, así como la falta de la correspondiente información 
sobre las mismas según la normativa aplicable.

6. La negativa a facilitar las hojas de reclamaciones a las personas consumidoras y 
usuarias que las soliciten.

7. La negativa a satisfacer las demandas de las personas consumidoras y usuarias, 
cualquiera que sea su nacionalidad o lugar de residencia, cuando su satisfacción esté dentro 
de las disponibilidades del empresario, así como cualquier forma de discriminación con 
respecto a las referidas demandas, sin que ello menoscabe la posibilidad de establecer 
diferencias en las condiciones de acceso directamente justificadas por criterios objetivos.
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8. Las conductas discriminatorias en el acceso a los bienes y la prestación de los 
servicios, y en especial las previstas como tales en la Ley orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

9. Realizar cualquier conducta que suponga un incumplimiento de los deberes, 
prohibiciones y requisitos establecidos legal o reglamentariamente en beneficio de las 
personas consumidoras y usuarias si, tras el requerimiento de la administración y el 
transcurso del tiempo concedido para ello, no se realizan las correcciones oportunas.

10. Cualquier otro incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones 
establecidas en la legislación en materia de defensa de las personas consumidoras y 
usuarias.

11. Vulnerar los derechos lingüísticos de las personas consumidoras o incumplir las 
obligaciones en materia lingüística que establece la normativa, siempre que esta vulneración 
no implique, además, una denegación del servicio.

12. Denegar la atención de la persona consumidora con la motivación de impedir el 
ejercicio de sus derechos lingüísticos recogidos en esta ley.

Artículo 75.  Calificación de las infracciones.
1. Todas las acciones u omisiones recogidas en los artículos anteriores tienen la 

calificación de leves, salvo las señaladas en los puntos 2 y 3 de este artículo.
2. En todo caso se califican como graves las siguientes infracciones:
a) Las de los puntos 1 y 2 del artículo 68.
b) Las del punto 3 del artículo 68 cuando afecten a un colectivo objeto de especial 

protección.
c) Las del artículo 69, cuando afecte a un número considerable de personas 

consumidoras y usuarias.
d) Las del punto 2 del artículo 70.
e) La del punto 3 del artículo 70, cuando pueda resultar afectado un colectivo importante 

de personas consumidoras y usuarias o se realicen reiterada o deliberadamente.
f) Las del punto 4 del artículo 70, cuando resulte afectado un número considerable de 

personas consumidoras y usuarias.
g) Las del punto 5 del artículo 70.
h) Las del punto 11 del artículo 70, cuando la no realización del trabajo o la puesta de 

piezas de inferior calidad inferior puedan suponer un riesgo para la salud o seguridad de las 
personas consumidoras y usuarias.

i) Las descritas en el artículo 71.
j) La de los puntos 2 y 3 del artículo 72 cuando pueda resultar afectado un colectivo 

importante de personas consumidoras y usuarias o se realicen reiterada o deliberadamente.
k) Las del punto 1 del artículo 73 cuando exista reiteración de la conducta por la empresa 

infractora o tratándose de una distribuidora, importadora o fabricante no facilite la 
información requerida para la retirada de un producto que pueda afectar a la salud o 
seguridad de las personas consumidoras y usuarias.

l) Las del punto 2 del artículo 73 cuando de la información facilitada se omitan datos que 
puedan afectar a la salud o seguridad de las personas consumidoras y usuarias.

m) Las que obstaculicen las tareas de inspección de los puntos 3 y 6 del artículo 73.
n) Las indicadas en los puntos 1 y 2 del artículo 74.
o) Las que puedan afectar a un número importante de personas consumidoras y 

usuarias o se actúe dolosa o negligentemente en caso del punto 5 del artículo 74.
p) La comisión de dos infracciones leves en el año inmediatamente anterior.
3. Las infracciones calificadas como graves, de acuerdo con los apartados anteriores, 

tienen la calificación de muy graves cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Grave riesgo para la salud.
b) Que produzcan una alteración social grave, originando alarma o desconfianza en las 

personas consumidoras y usuarias o afecten desfavorablemente a un sector económico.
c) Que la negativa a facilitar información o prestar colaboración a los servicios de control 

o inspección sea absoluta.
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d) Que la persona infractora goce de posición de dominio en el mercado, o cuando 
mediante tales infracciones obtenga unos beneficios desproporcionados.

e) La comisión de una infracción grave en el año inmediatamente anterior, siempre y 
cuando no sea a su vez consecuencia de la aplicación de la letra p del apartado anterior.

f) Que se acredite que la omisión de información sobre la cesión, titulización o 
retitulización de créditos hipotecarios, ordinarios u otros a la que tengan legítimamente 
derecho las personas consumidoras y usuarias afecte a la capacidad de la parte deudora 
para defenderse en un procedimiento de ejecución hipotecaria.

CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 76.  Importe de las sanciones.
1. Las infracciones deben ser sancionadas con apercibimiento o multas comprendidas 

entre los importes que se indican, de conformidad con la normativa básica estatal:
a) Infracciones leves: apercibimiento o multa hasta 3.005,06 euros. La sanción 

consistente en apercibimiento solo puede imponerse, por una sola vez, por meros 
incumplimientos formales o desatención a las simples indicaciones de la autoridad 
administrativa, cuando sean corregidos durante la instrucción del expediente.

b) Infracciones graves: entre 3.005,07 y 15.025,30 euros.
c) Infracciones muy graves: entre 15.025,31 y 601.012,10 euros.
La imposición de sanciones pecuniarias se debe hacer de manera que la comisión de las 

infracciones no resulte más beneficiosa para el infractor o la infractora que el cumplimiento 
de la norma infringida, por lo que la cuantía de la sanción en infracciones graves o muy 
graves puede rebasarse hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los bienes o servicios objeto 
de la infracción.

2. Las anteriores cuantías se encuentran, a su vez, divididas conforme al siguiente 
esquema:

a) Infracciones leves:
‒ Grado mínimo, desde apercibimiento hasta 1.000 euros.
‒ Grado medio, entre 1.000,01 y 2.000 euros.
‒ Grado máximo, entre 2.000,01 y 3.005,06 euros.
b) Infracciones graves:
‒ Grado mínimo, entre 3.005,07 y 7.000 euros.
‒ Grado medio, entre 7.000,01 y 11.000 euros.
‒ Grado máximo, entre 11.000,01 y 15.025,30 euros.
c) Infracciones muy graves:
‒ Grado mínimo, entre 15.025,31 y 210.000 euros.
‒ Grado medio, entre 210.000,01 y 405.000 euros.
‒ Grado máximo, entre 405.000,01 y 601.012,10 euros.
3. La graduación de las sanciones se debe hacer atendiendo a la concurrencia de alguna 

de las siguientes circunstancias:
a) Riesgo para la salud.
b) Que se incurra en negligencia grave o intencionalidad.
c) La situación relevante en un sector del mercado.
d) Que el beneficio ilícito obtenido sea desproporcionado en relación con el valor del 

producto, bien o servicio.
e) Que pueda afectar previsiblemente a un número considerable de personas 

consumidoras y usuarias contratantes con la empresa infractora.
f) Que afecte a un grupo de personas perteneciente a un colectivo objeto de especial 

protección.
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g) Reincidencia, por comisión de una infracción de la misma naturaleza, sancionada por 
resolución firme en el año inmediatamente anterior.

h) El incumplimiento reiterado de las prohibiciones y requerimientos realizados 
formalmente.

i) Que exista reiteración, al haber sido sancionada por resolución firme por la comisión 
de otras infracciones tipificadas en la normativa de protección a las personas consumidoras 
y usuarias, en los dos años anteriores a la comisión de la nueva infracción.

j) Los daños y perjuicios causados a las personas consumidoras y usuarias.
k) La reparación de los daños y perjuicios causados a las personas consumidoras y 

usuarias.
l) La rectificación de las irregularidades que han motivado la incoación del expediente.
m) Cometer la conducta infractora por razón de nacimiento o lugar de nacimiento; 

procedencia, nacionalidad o pertenencia a una minoría nacional; raza, color de piel o etnia; 
sexo, orientación, identidad sexual y de género o expresión de género; opinión política o de 
otra índole; religión, convicciones o ideología; lengua oficial de la Comunitat Valenciana 
empleada; origen cultural, nacional, étnico o social; situación económica o administrativa, 
clase social o fortuna; ascendencia; edad; fenotipo, sentido de pertenencia a grupo étnico; 
enfermedad, estado serológico; discapacidad o diversidad funcional, o por cualquier otra 
condición, circunstancia o manifestación de la condición humana, real o atribuida.

4. Si iniciado un procedimiento sancionador el infractor reconoce su responsabilidad y 
acredita haber rectificado las circunstancias constitutivas de la infracción cometida, todo ello 
con anterioridad a que se dicte la resolución del expediente, se podrá resolver directamente 
este, con la imposición de la sanción correspondiente a la cuantía mínima de cada uno de 
los grados, o en su caso, con la sanción de apercibimiento.

5. En el supuesto del apartado anterior, notificada la resolución sancionadora si la 
empresa infractora ingresa la cuantía de la sanción impuesta dentro de los quince días 
siguientes le será descontado un 20 por ciento de su importe.

Artículo 77.  Sanciones complementarias para las infracciones graves y muy graves.
1. En el supuesto de infracciones muy graves, podrá acordarse el cierre temporal del 

establecimiento, instalación o servicio por un plazo máximo de cinco años. En tal caso será 
de aplicación la legislación laboral en relación con las obligaciones de la empresa frente a 
los trabajadores y trabajadoras.

2. La autoridad competente para resolver el expediente puede acordar, como sanciones 
accesorias:

a) El decomiso de la mercancía adulterada, deteriorada, fraudulenta, no identificada o 
que pueda entrañar riesgo para la salud o intereses económicos de las personas 
consumidoras y usuarias.

La administración debe decidir, en la misma resolución sancionadora, o con 
posterioridad, el destino que, dentro de las previsiones que reglamentariamente se 
establezcan, haya de darse a los objetos decomisados.

Serán de cuenta de la empresa infractora los gastos que originen las operaciones de 
intervención, transporte, depósito y destrucción de los bienes y productos, así como cuantos 
otros sean necesarios para asegurar el destino final de los mismos.

b) La publicidad de las sanciones impuestas, cuando hayan adquirido firmeza en vía 
administrativa, debe hacer referencia a los nombres y apellidos de las personas físicas 
responsables, la denominación o razón social de las personas jurídicas responsables, la 
naturaleza y la calificación de las infracciones y la cuantía de las sanciones. La publicidad se 
debe hacer en el «Diari Oficial de la Generalitat Valenciana» y también puede hacerse a 
través de los medios de comunicación social que se consideren adecuados con el fin de 
prevenir futuras conductas infractoras. El coste de la publicación de las resoluciones debe 
correr a cargo de la persona o empresa sancionada. Esta información se facilitará al Consejo 
de Consumidores y de Usuarios de la Comunitat Valenciana.

3. En los supuestos de infracciones cometidas en la comercialización de productos 
peligrosos, por prácticas comerciales desleales, publicidad ilícita, garantías o existencia de 
cláusulas abusivas, podrá imponerse a la empresa la obligación de advertir a las personas 
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consumidoras y usuarias afectados, bien individualmente cuando estén identificadas, bien 
mediante la inserción de anuncios en medios de comunicación social.

4. El Consell puede acordar, para las infracciones muy graves, la supresión, cancelación 
o suspensión total de toda clase de ayudas, créditos o subvenciones, reconocidos o 
solicitados en cualquiera de los órganos o de las empresas públicas de la Generalitat.

5. Las empresas sancionadas por la comisión de infracciones muy graves pueden ser 
inhabilitadas para contratar con la administración durante un período máximo de cinco años, 
a partir de la fecha en que sea firme y definitiva la sanción impuesta.

CAPÍTULO IV
Prescripción

Artículo 78.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones a que se refiere la presente norma prescriben por el transcurso de los 

siguientes plazos: las muy graves a los tres años, las graves a los dos años y las leves al 
año, contados todos ellos desde el día en que la infracción se hubiera cometido.

2. A los efectos del cómputo del plazo de prescripción, se deben tener en cuenta las 
reglas siguientes:

a) Se entiende cometida la infracción el día de finalización de la actividad o el del último 
acto con el que la infracción esté plenamente consumada.

b) En el caso de infracción continuada, el plazo comienza a contarse desde el día en que 
se realizó la última de las acciones típicas incluidas en aquella.

c) En el caso de infracción permanente, el plazo empieza a contarse desde que se 
ponga fin a la situación ilícita creada.

d) En el caso de que los hechos constitutivos de la infracción fueran desconocidos de 
manera general por carecer de cualquier signo externo, el plazo se computa desde su 
manifestación.

Artículo 79.  Interrupción del plazo de prescripción.
1. La prescripción de las infracciones se interrumpe en los términos previstos en el 

artículo 30 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.
2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, interrumpe la prescripción de las 

infracciones la apertura de un proceso en vía penal o la tramitación de otro procedimiento 
administrativo sancionador que impidieran iniciar o continuar el procedimiento sancionador 
previsto en la presente norma.

Artículo 80.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones a que se refiere la presente norma prescriben por el transcurso del 

plazo de cuatro años desde que adquieren firmeza en vía administrativa.
2. La prescripción de las sanciones se interrumpe en los términos previstos en el artículo 

30 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.

CAPÍTULO V
Procedimiento

Artículo 81.  Procedimiento.
1. La imposición de las sanciones previstas en la presente norma requiere la tramitación 

de un procedimiento en los términos previstos reglamentariamente.
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa de un procedimiento 

sancionador es de seis meses contados desde la fecha del acuerdo de iniciación, 
transcurrido el cual se produce la caducidad del mismo.

La declaración de caducidad del expediente no impide la incoación de un nuevo 
expediente si no han prescrito las infracciones.
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3. Las solicitudes de análisis contradictorios interrumpen el plazo de caducidad del 
procedimiento hasta que se reciban sus resultados. Lo mismo ocurre con los análisis 
dirimentes que fuera necesario practicar.

TÍTULO V
Solución extrajudicial de conflictos

Artículo 82.  Fomento de las soluciones extrajudiciales de conflictos.
Sin perjuicio de las acciones legales y competencias que pertenezcan al ámbito de los 

órganos judiciales, las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, deben propiciar, en colaboración con las asociaciones de 
personas consumidoras y usuarias y organizaciones empresariales de la Comunitat 
Valenciana y con la administración del Estado, la disponibilidad para las personas 
consumidoras y usuarias de sistemas operativos de resolución extrajudicial voluntaria y 
amistosa de conflictos y reclamaciones que les afecten como tales, siempre que no se trate 
de supuestos en los que concurra intoxicación, lesión o muerte, ni existan indicios racionales 
de delito.

Artículo 83.  Mediación de consumo.
1. La mediación de consumo es un mecanismo por el que las partes de un conflicto, de 

forma totalmente voluntaria, son asistidas por una persona mediadora imparcial para 
alcanzar, por sí mismas, un acuerdo para su resolución.

2. Los procedimientos de mediación de consumo que desarrollen las administraciones 
públicas y las entidades privadas de la Comunitat Valenciana deben atenerse a los principios 
de voluntariedad, confidencialidad, imparcialidad, transparencia, eficacia y equidad.

3. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana garantizan la formación 
permanente de las personas mediadoras de consumo.

Artículo 84.  Arbitraje de consumo.
1. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, deben potenciar y fomentar el desarrollo del Sistema Arbitral de 
Consumo, dotándolo para ello de los medios materiales y humanos que fueran necesarios. 
Para tal fin, han de articularse mecanismos eficaces mediante los cuales difundir de manera 
suficiente el arbitraje como medio de resolución extrajudicial de conflictos en materia de 
consumo.

2. En su organización, las Juntas Arbitrales de Consumo constituidas en la Comunitat 
Valenciana deben contar con una unidad de arbitraje y una unidad de mediación en el 
procedimiento arbitral, con arreglo a lo establecido en la normativa general del arbitraje de 
consumo, cuyo funcionamiento será objeto de desarrollo reglamentario.

3. Las juntas arbitrales de consumo constituidas en la Comunitat Valenciana, en el marco 
de lo dispuesto por la normativa general de arbitraje de consumo para los arbitrajes 
sectoriales, desarrollarán el arbitraje de consumo turístico con las especialidades propias de 
la materia, atendiendo al carácter turístico de la Comunitat Valenciana, así como aquellos 
otros arbitrajes sectoriales que se puedan establecer.

4. En el ejercicio de sus competencias y en el marco de la normativa aplicable, las juntas 
arbitrales de consumo de la Comunitat Valenciana deben emplear los medios electrónicos y 
telemáticos en la tramitación de los procedimientos arbitrales, siempre que se garantice la 
seguridad jurídica de los trámites; igualmente se emplearán los sistemas de comunicación 
por videoconferencia, siempre y cuando pueda acreditarse la identidad de las personas 
comparecientes.

5. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, promoverán la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo de las 
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y organizaciones empresariales y 
profesionales, pudiendo suscribir convenios de colaboración para el fomento de dicho 
sistema.
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6. La Generalitat, en colaboración con las entidades públicas que desarrollen 
actuaciones en materia de arbitraje, garantizará la formación continuada de árbitros, en el 
marco de lo dispuesto en la normativa general de arbitraje de consumo.

Artículo 85.  El sector público y la adhesión al arbitraje de consumo.
1. Las entidades o empresas que conformen el sector público de la Comunitat 

Valenciana, que provean bienes, productos, servicios, actividades o funciones destinados a 
consumidores finales en régimen de derecho privado, han de presentar oferta pública de 
sometimiento al sistema arbitral de consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo de la 
Comunitat Valenciana, previo acuerdo del órgano de gobierno correspondiente de la entidad.

2. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, deben propiciar que las entidades o empresas que gestionen 
servicios públicos, servicios de interés general o servicios universales en régimen de 
concesión administrativa o que resulten adjudicatarias de contratos públicos se adhieran al 
sistema arbitral de consumo.

3. La Generalitat debe considerar la adhesión al arbitraje de consumo como requisito o 
mérito objetivo en la valoración de los premios a la calidad o en la concesión de distintivos 
de calidad que tenga establecidos o pueda crear.

4. Las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana deben tener en cuenta la 
adhesión al arbitraje de consumo en el otorgamiento de ayudas y subvenciones a las 
empresas y a los establecimientos que ofrezcan bienes o servicios a las personas 
consumidoras y usuarias.

Disposición adicional única.  Sobre el personal y condiciones de accesibilidad en los 
establecimientos de distribución al por menor y venta al público de carburantes y 
combustibles.

1. Todas las instalaciones de suministro al por menor de combustibles y carburantes de 
venta al público en general deben reunir los parámetros y requisitos de accesibilidad 
universal dentro de la normativa aplicable en materia de accesibilidad, de modo que las 
personas con diversidad funcional puedan autónomamente hacer uso de sus instalaciones y 
servicios, incluida la realización de las tareas de repostaje por sí mismas.

2. Como obligación especifica de protección y tutela de los derechos de las personas 
consumidoras y usuarias con diversidad funcional, cuando estas instalaciones de suministro 
al por menor de combustibles y carburantes de venta al público no reúnan las condiciones de 
accesibilidad universal referidas en el apartado anterior, o aun reuniéndolas, no quedara 
plenamente garantizado el repostaje en régimen de autoservicio por parte de estas 
personas, estas estaciones deben inexcusablemente disponer en la propia instalación, 
mientras permanezcan abiertas y en servicio en horario diurno, al menos de una persona 
responsable de los servicios que se prestan, con objeto de asegurar los derechos de esta 
categoría de personas consumidoras i usuarias pertenecientes a colectivos necesitados de 
especial protección reconocidos en la presente norma.

Para la determinación de si una instalación de suministro de combustibles y carburantes 
reúne las condiciones de accesibilidad universal y diseño para todas las personas requeridas 
en el párrafo anterior, la administración de la Generalitat, a través del departamento 
competente, puede recabar el informe experto de una comisión mixta integrada por tres 
personas procedentes del personal técnico especialista en materia de accesibilidad universal 
de la propia administración y de las entidades del tercer sector implicadas, como instancia 
independiente y especializada, basándose en el mismo la decisión administrativa que 
corresponda respecto de la obligatoriedad de la presencia del personal de atención al 
servicio.

A los efectos de esta norma legal, se considera horario diurno la franja horaria 
comprendida entre las 7.00 y las 22.00 horas.

Las personas con alguna discapacidad cuya afectación de su grado de autonomía les 
impida el suministro de combustible por sí mismas serán atendidas y auxiliadas por la 
persona responsable del servicio que se presta en las instalaciones.

3. En el caso concreto de instalaciones cuya titularidad corresponda a una sociedad que 
por ley tenga limitada la realización de operaciones con terceras personas no socias y que, 
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conforme a la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, se pueda dedicar a 
suministrar directamente gasolinas y gasóleos de automoción a estos, se considera que se 
cumple con lo establecido en el apartado 1 de esta disposición siempre que en el horario de 
apertura al público cuente con una persona trabajadora de la sociedad que responda del 
servicio que se presta.

A tal efecto, las instalaciones deben contar con un dispositivo de llamada, diseñado de 
acuerdo con parámetros de accesibilidad universal, a disposición de la clientela, que les 
permita requerir la atención inmediata del responsable de los servicios fuera del horario 
diurno.

4. Dicha disposición adicional se debe aplicar de conformidad a la legislación vigente y a 
la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios en el mercado interior.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio del deber de información.
Las entidades bancarias, financieras y de crédito tienen que comunicar la información 

determinada en la sección segunda del capítulo IV del Título II de esta norma a todas las 
personas deudoras, así como a las personas garantes y avaladoras, por préstamos de 
garantía hipotecaria, u ordinarios, y otros créditos, con independencia del estado en que se 
encuentre el procedimiento, incluso cuando este haya finalizado, que tengan condición de 
personas consumidoras y su crédito hubiera sido cedido, transmitido o titulizado, total o 
parcialmente, con anterioridad a la entrada en vigor de esta norma.

Para cumplir con esta obligación, disponen de un plazo de tres meses contadores desde 
la entrada en vigor de la Ley 6/2019, de 15 de marzo, de la Generalitat, de modificación de la 
Ley 1/2011, de 22 de marzo, por la cual se aprueba el Estatuto de las personas 
consumidoras y usuarias de la Comunitat Valenciana, en garantía del derecho de 
información de las personas consumidoras en materia de titulización hipotecaria y otros 
créditos y ante ciertas prácticas comerciales. La verificación del incumplimiento de esta 
obligación se calificará como falta grave a los efectos de esta norma.

Disposición final primera.  Aplicación de normativa supletoria.
Además de lo previsto en esta norma es aplicable el Texto Refundido de la Ley General 

para la Defensa de las personas consumidoras y usuarias y otras leyes complementarias, 
aprobado por el Real decreto legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, así como toda aquella 
normativa que la substituya, complemente o desarrolle, ya sea de forma directa, por tratarse 
de normativa básica, ya sea de forma supletoria cuando las disposiciones estatales no 
tengan carácter básico.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Se habilita al Consell para dictar todas las disposiciones que sean necesarias para el 

desarrollo y la aplicación de este texto refundido.
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§ 90

Ley 1/1984, de 18 de abril, de ordenación de la Artesania

Comunidad Valenciana
«DOGV» núm. 159, de 2 de mayo de 1984

«BOE» núm. 135, de 6 de junio de 1984
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1984-12724

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que las Cortes Valencianas han 
aprobado y yo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, 
en nombre del Rey, promulgo la siguiente Ley:

PREÁMBULO
Si bien múltiples procesos industriales de la Comunidad Valenciana tienen su origen en 

la artesanía, la especificidad de sus actividades aconseja disponer de una regulación 
concreta que atienda a las características peculiares de este sector.

Asimismo, el proceso de desarrollo económico experimentado en décadas recientes ha 
supuesto un conjunto de cambios sustanciales en el sector artesano: cambios que en 
multitud de ocasiones han tenido efectos negativos sobre el mismo y que, de no corregirlos 
en sus manifestaciones más acusadas, amenazan con producir la desaparición de múltiples 
actividades que constituyen una parte importante de nuestro patrimonio cultural.

Por otra parte, es conocido que esta relevancia cultural no se ve acompañada de la 
paralela importancia social y económica que le correspondería al sector. Diversas 
circunstancias configuran al sector artesano como un sector en declive, fundamentalmente 
debido a la competencia efectuada por actividades industriales que, vía precios, han ido 
sustituyendo paulatinamente a productos netamente artesanales, con la consiguiente 
pérdida de características de personalización e individualización propias de la obra artesana. 
En consecuencia, resulta conveniente arbitrar, mediante actuaciones concretas aquellas 
medidas que permitan acreditar la calidad de los productos artesanos de nuestra Comunidad 
y asegurar la pervivencia de los oficios y núcleos artesanales que se estimen de interés.

En virtud de ello, la Generalidad Valenciana, en uso de las atribuciones conferidas por su 
Estatuto de Autonomía, y habida cuenta de que en el mismo se le atribuye competencia 
exclusiva en materia de Artesanía, debe establecer la regulación que atienda a las 
características diferenciales que presenta el sector artesano en nuestro territorio.

En tal sentido, el articulado de la presente ley sienta las bases de un marco de actuación 
que, delimitando la extensión del sector, permita la instrumentación de acciones tanto de 
fomento como reglamentarias. Así, el establecimiento de los oportunos distintivo de garantía, 
que identifican inequívocamente la elaboración artesana de un producto, y la declaración de 
Zona de Interés Artesanal, se constituyen en instrumentos válidos, respectivamente, para 
delimitar las producciones artesana e industrial y para asentar en sus lugares de origen a un 
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artesanado cuyo producto se identifica no sólo por su denominación, sino también por su 
zona de procedencia.

Atendido cuanto antecede, a propuesta del Consell y previa la preceptiva deliberación de 
las Cortes Valencianas, en nombre del Rey, vengo en promulgar la siguiente:

LEY DE ORDENACIÓN DE LA ARTESANÍA

CAPÍTULO I

Artículo 1.  
A los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, se considera Artesanía la actividad de 

creación, producción transformación o reparación de bienes y la prestación de servicios 
realizada mediante un proceso en el cual la intervención personal constituye un factor 
predominante y que da como resultado la obtención de un producto final individualizado, que 
no es susceptible de una producción industrial totalmente mecanizada o en grandes series.

Artículo 2.  
Las actividades artesanas se clasifican en tres grupos:
a) Artesanía de producción de bienes de consumo.
b) Artesanía de servicios.
c) Artesanía artística o de creación.

Artículo 3.  
En el marco de lo establecido en esta Ley, cada uno de los grupos definidos en el 

artículo anterior podrá ser objeto de tratamiento específico y diferenciado.

Artículo 4.  
Uno. Se considera industria artesana a toda unidad económica que, realizando una 

actividad comprendida en el Repertorio de Oficios Artesanos de la Comunidad Valenciana, 
reúna las siguientes condiciones:

a) Que la actividad desarrollada tenga un carácter preferentemente manual, sin que 
pierda el carácter de manualidad por el empleo de utillaje y maquinaria auxiliar, y origine un 
producto individualizado, pero no único.

b) Que como responsable de la actividad de la industria figure un artesano o maestro 
artesano que dirija y participe en la misma.

Dos. No podrán tener la consideración de industria artesana aquellas unidades que 
ejerzan su actividad de forma ocasional o accesoria.

Tres. Podrán disfrutar de la consideración de industria artesana aquellas unidades 
económicas que se dediquen a la producción y comercialización de sus productos artesanos.

Cuatro. Podrán asimismo gozar de la consideración de industria artesana fórmulas 
asociativas dedicadas exclusivamente a la comercialización de productos artesanos, siempre 
y cuando todos sus integrantes sean a su vez industrias artesanas.

Artículo 5.  
Uno. La condición de maestro artesano o artesano se acreditará mediante la posesión 

del documento correspondiente, expedido por la Consellería de Industria, Comercio y 
Turismo, previo informe de la Comisión a que se refiere el artículo sexto de la presente Ley.

Dos. En el marco de la presente Ley, los titulares de cada uno de los mencionados 
documentos podrán ser objeto de tratamiento diferenciado.
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Artículo 6.  
Uno. Para regular las condiciones de obtención del documento acreditativo de la 

condición de maestro artesano o de artesano, se creará una Comisión cuya composición y 
funciones se determinarán reglamentariamente.

Dos. Formarán parte de la misma representantes cualificados, tanto individuales como 
institucionales, del sector artesano de nuestra Comunidad.

Artículo 7.  
Uno. La Consellería de Industria, Comercio y Turismo dictará las normas precisas para 

acreditar la calidad de los productos artesanos.
Dos. A tal efecto, se podrán establecer certificaciones acreditando la calidad artesanal de 

los productos de la Comunidad Valenciana, con el fin de que los productos que reúnan las 
condiciones que en ellas se especifiquen puedan exhibir un distintivo para su identificación 
en el mercado.

Tres. La concesión de estas certificaciones, así como de los correspondientes distintivos 
y su regulación, será competencia de la Comisión a que se hace referencia en el artículo 
sexto.

Artículo 8.  
Uno. Aquellas comarcas o zonas que se distingan por un artesanado activo y 

homogéneo podrán ser declaradas Zonas de Interés Artesanal. También podrán serlo las 
que cuenten con una reconocida tradición o un especial dinamismo creativo en el campo 
artesano. La declaración de Zona de Interés Artesanal permitirá utilizar en los productos que 
se establezca un distintivo de su identidad de procedencia geográfica, creado al efecto.

Dos. La regulación y declaración de las zonas de interés artesanal, así como de los 
distintivos de identidad geográfica correspondientes, será efectuada por la Comisión a la que 
se refiere el artículo sexto.

Tres. El Consell, o las distintas Consellerías en el ámbito de sus competencias, podrá 
instrumentar medidas complementarias para favorecer la permanencia del artesanado de 
aquellas zonas.

CAPÍTULO II

Artículo 9.  
Uno. El reconocimiento oficial por la Administración de la condición de industria artesana 

se acredita mediante la posesión del documento de calificación expedido por la Consellería 
de Industria, Comercio y Turismo.

Dos. La obtención de esta calificación tiene carácter voluntario.

Artículo 10.  
El documento de calificación es condición indispensable para poder acogerse a cualquier 

ventaja que legal o administrativamente pueda establecerse para las industrias artesanas y, 
en concreto, para poder hacer uso de los distintivos que acrediten su calidad artesanal y su 
identidad de procedencia geográfica.

Disposición final primera.  
En el plazo máximo de tres meses, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el 

Consell, a propuesta de la Consellería de Industria, Comercio y Turismo, determinará, 
mediante Decreto y con sujeción a lo que aquella establece, la composición y funciones de la 
Comisión mencionada en el artículo sexto.
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Disposición final segunda.  
Una vez constituida y en funcionamiento la Comisión a que se refiere la disposición 

anterior, ésta deberá elaborar, en el plazo máximo de seis meses, el Repertorio de Oficios 
Artesanos de la Comunidad Valenciana.

Disposición final tercera.  
En el plazo máximo de un año, la Comisión mencionada en el artículo sexto elaborará la 

normativa reguladora de la obtención del documento de maestro artesano o de artesano.

Disposición final cuarta.  
La presente Ley entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la 

Generalidad Valenciana.
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§ 91

Ley 4/2015, de 25 de marzo, de Comercio de Aragón

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 68, de 10 de abril de 2015

«BOE» núm. 115, de 14 de mayo de 2015
Última modificación: 13 de julio de 2017

Referencia: BOE-A-2015-5328

En nombre del Rey y como Presidenta de la Comunidad Autónoma de Aragón, promulgo 
la presente Ley, aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín 
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 45 del Estatuto de Autonomía de Aragón.

PREÁMBULO

I
El comercio es una actividad connatural al hombre, una de sus primeras manifestaciones 

de actividad económica, creadoras del grupo social e impulsoras de su riqueza y calidad de 
vida.

El comercio es, por tanto, una actividad existente con anterioridad a los poderes públicos 
y al Derecho, ciencia que tiende a regular y disciplinar las materias sobre las que recae.

La actividad comercial, los actos y contratos de comercio, regidos por el Derecho civil 
común, adquirieron tal especificidad e importancia que dieron lugar en la baja Edad Media al 
surgimiento del Derecho mercantil, el derecho del comercio.

Es en el siglo XX cuando comienza a disciplinarse el comercio desde una perspectiva 
pública de planificación, policía y fomento. El poder público toma conciencia de la 
importancia del comercio como motor de la vida económica, factor de desarrollo, elemento 
de vertebración del territorio y expresión de una determinada manera de vivir de la sociedad.

Esta ley se dicta de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 103, 148.1.12.ª y 13.ª y 
149.1.ª, 6.ª, 8.ª, 10.ª y 13.ª de la Constitución española. Según su artículo 103, la 
Administración pública ha de actuar guiada por el interés general, y según los artículos 61 y 
62 del Estatuto de Autonomía de Aragón, la Comunidad Autónoma de Aragón se crea y 
organiza conforme a la ley, y bajo los principios de organización y funcionamiento de la 
Administración, sirviendo con objetividad a los intereses generales con sometimiento pleno a 
la Ley y al Derecho; por ello, la intervención de los poderes públicos en el comercio ha de 
estar siempre guiada por un objetivo o fin de interés general.

El artículo 71.25.ª del Estatuto de Autonomía de Aragón establece la competencia 
exclusiva de la Comunidad Autónoma en materia de «Comercio, que comprende la 
regulación de la actividad comercial, incluidos los horarios y equipamientos comerciales, 
respetando la unidad de mercado, así como la regulación administrativa de las diferentes 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

– 2070 –



modalidades de venta, con especial atención a la promoción, desarrollo y modernización del 
sector. Ferias y mercados interiores.»

Asimismo, cabe citar los números 5.ª, 24.ª, 26.ª y 32.ª del artículo 71 del Estatuto de 
Autonomía de Aragón, que determinan las competencias exclusivas de la Comunidad 
Autónoma en materia de régimen local, promoción de la competencia, consumo y 
planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la Comunidad 
Autónoma, de acuerdo con los principios de equilibrio territorial y de sostenibilidad, 
respectivamente.

Por otra parte el artículo 79 del Estatuto dispone que en las materias de su competencia, 
corresponde a la Comunidad Autónoma el ejercicio de la actividad de fomento.

La competencia en materia de comercio ya se recogía en el anterior texto del Estatuto de 
Autonomía, y al amparo del artículo 35 de dicho texto se estableció la legislación 
autonómica, conformada por la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad 
Comercial en Aragón. Dicha Ley fue modificada por la Ley 4/2006, de 22 de junio, 
sustituyendo el régimen de inspección y sancionador, y por el Decreto-ley 1/2010, de 27 de 
abril, del Gobierno de Aragón, de modificación de diversas leyes de la Comunidad Autónoma 
de Aragón para la transposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior.

La Directiva 2006/123/CE vino a eliminar controles administrativos sobre la actividad 
comercial, a hacer desaparecer la planificación pública del comercio por razones 
económicas y, en definitiva, a potenciar y hacer realidad las libertades de establecimiento y 
prestación de servicios en toda la Unión Europea.

Esta ley, como no puede ser de otra manera, va en línea con la Directiva 2006/123/CE 
de reducir el intervencionismo administrativo y mantener solamente la intervención pública 
para garantizar la salvaguarda de los fines, principios y valores de interés general para la 
sociedad aragonesa.

Por otra parte, el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la 
estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, a través de su Título V, 
modificó la normativa estatal, en concreto, la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del 
comercio minorista, y la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales.

Como consecuencia de las modificaciones introducidas por la norma estatal precitada, 
fue necesaria la adaptación de la normativa autonómica en esta materia, lo cual se produjo 
con la aprobación del Decreto-ley 1/2013, de 9 de enero, del Gobierno de Aragón, por el que 
se modificó la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial.

Por otro lado, y en materia de consumo, la Ley 3/2014, de 27 de marzo, modifica el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, a 
fin de trasponer la Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
octubre de 2011, sobre los derechos de los consumidores, por la que se modifican la 
Directiva 93/13/CEE del Consejo y la Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo y se derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo.

Finalmente, el Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas 
urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, modifica algunos aspectos de 
la regulación estatal en materia de comercio minorista, horarios comerciales y unidad de 
mercado, sin que ello haya supuesto revisiones de la legislación autonómica.

Las continuas modificaciones que se han llevado a cabo en la legislación en materia de 
comercio, añadidas a la actual coyuntura económica, hacen necesarias la revisión y 
actualización en este momento de las reglas previstas en la mencionada Ley 9/1989, de 5 de 
octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial, evitando la fragmentación de la normativa 
en esta materia e introduciéndola en el contexto socioeconómico actual.

Es importante garantizar el libre desarrollo de la libertad de establecimiento y de 
prestación de servicios, pero, asimismo, es importante salvaguardar los valores que 
representa y las necesidades a las que atiende el pequeño comercio, vivificador de los 
centros urbanos, expresión de sostenibilidad de la vida individual y social, y campo 
paradigmático de iniciación y desarrollo de emprendedores.
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Es importante, asimismo, centrar el papel y misión de esta ley en el ámbito puramente 
regulatorio, sin entrar en cuestiones de normación mercantil, que son competencia del 
Estado.

Tampoco entra a regular materias relativas a la protección de los consumidores pues, 
aun cuando es un principio que inspira la ley, hay normativa específica estatal y autonómica 
dedicada a tal fin.

Esta ley, que pretende atender a lo hasta ahora expuesto en líneas generales y 
desarrollar el título competencial estatutario, salvo lo relativo a horarios, ferias y mercados 
interiores, se estructura en un título preliminar y otros cuatro títulos, más dos disposiciones 
adicionales, tres disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y cuatro 
disposiciones finales.

II
El título preliminar define el ámbito objetivo y subjetivo de la ley, establece los principios 

que han de guiar su interpretación y aplicación, artículo que no es meramente programático, 
sino dotado de una gran carga para interpretar la ley.

En este título queda claro el principio de intervencionismo mínimo administrativo. Si bien 
la actividad comercial ha de desarrollarse libremente, por la necesaria protección de otros 
bienes jurídicos, se ponen determinados cauces a esa expresión libre del comercio.

Por otro lado, es de tener en cuenta que se considera como un valor para la sociedad el 
comercio de proximidad, es decir, el pequeño comercio, que ha sido, y es, expresión de un 
modo de vida, de una cultura de emprendimiento en muchos casos, de una forma de trabajo 
y empresa familiar, que atiende numerosas necesidades sociales y vivifica los centros 
urbanos de pueblos y ciudades.

Ello no es contrario a ninguna libertad comercial, sino más bien complementario, pues 
siempre han de reconocerse, tenerse en cuenta y protegerse aquellos valores y realidades 
que, por su menor fuerza económica en un contexto de mercado global, pueden sufrir en 
perjuicio de las necesidades sociales.

La libertad en el ejercicio del comercio también se constató en la nueva regulación del 
Registro de Actividades Comerciales de Aragón desde el Decreto-ley 1/2010, de 27 de abril, 
del Gobierno de Aragón. No obstante se remarca el régimen de comunicación obligatoria 
para posibilitar un control adecuado y garantizar la efectiva libertad de ejercicio del comercio 
dentro del respeto a unas mismas normas.

El título I se refiere al ejercicio de la actividad comercial.
De notable importancia en este título es la licencia comercial para grandes superficies, 

en la que se mejora técnicamente su redacción respecto de la realizada en la reforma de 
2010. Se sigue manteniendo la cifra de 2.500 metros cuadrados de superficie de exposición 
y venta, y las líneas básicas de la regulación anterior.

Se sigue considerando que la medida de 2.500 metros cuadrados de espacio de 
exposición y venta es una medida que determina un establecimiento de unas características 
suficientemente importantes como para ser susceptible de control desde el punto de vista de 
la tutela del interés general; así pues, el superar esa cifra determina un establecimiento, 
individual o colectivo, como gran superficie.

Según diversos estudios científicos doctrinales, un establecimiento con una superficie 
superior a la citada tiene un grado de influencia superior al municipio donde se instala y 
puede producir alteraciones de todo tipo en el entorno en que se prevé implantar, por lo que 
es necesario analizar los efectos que ese establecimiento generará en el futuro.

Por ello, se entiende que el alcanzar dicha cifra podría suponer, por el potencial de 
actividad que conlleva, afección al interés general y, por ello, se establece la sujeción a 
licencia comercial con posterioridad a la obtención de las licencias urbanística y ambiental de 
actividades clasificadas.

Un establecimiento de dichas dimensiones y superior a las mismas supone una mayor 
variedad de artículos, de productos y servicios ofrecidos al público, incrementándose, sobre 
los de menor superficie, el efecto de atracción sobre la población que puede ver satisfechas 
sus necesidades adquisitivas en un solo centro. Ello genera un mayor número de 
desplazamientos en vehículos, necesidad de plazas de parking, afecciones al tráfico rodado 
y necesidad de transporte público, entre otras circunstancias.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 91  Ley de Comercio de Aragón

– 2072 –



Un establecimiento de dichas dimensiones y superior a dichas dimensiones, aparte del 
control municipal a través las licencias urbanísticas y de actividad, supone un tránsito de 
mercancías, servicios, clientela y público en general, que, en dependencia de su situación, 
puede afectar desde el entorno urbano al medio ambiente urbano por los ruidos y 
congestiones generados por el entorno, a otras cuestiones muy diversas como la suficiencia 
o no de las infraestructuras de acceso y salida, o incluso la afección a políticas sociales de 
equilibrio territorial.

En este título se regula también el Registro de Actividades Comerciales de Aragón y los 
establecimientos comerciales, permanentes y no permanentes, colectivos e individuales, así 
como el ejercicio de la actividad comercial sin establecimiento. De igual modo, el legislador 
aragonés ha entendido necesario regular algunas especialidades de venta que, por su 
novedad o creciente utilización, deben mostrar un reflejo en la normativa vigente. Así, esta 
ley hace referencia a outlets, a la venta de productos mediante comercio electrónico y a la 
venta de productos de segunda mano.

Asimismo, en este título se incluye la regulación de las modalidades de venta que no 
precisan establecimiento comercial con el fin de proteger al consumidor y eliminando todas 
las trabas administrativas posibles al comerciante.

Por último, con el fin de simplificar el contenido de esta ley, se eliminan algunas de las 
regulaciones de ventas, como la venta domiciliaria o la venta a distancia, ya reguladas en 
otras normas.

El título II regula distintas actividades promocionales para evitar la competencia desleal, 
asegurando las buenas prácticas en el ejercicio del comercio y eliminando trabas al 
comerciante.

El título III se refiere a la acción administrativa en materia de comercio que, proscrita la 
planificación económica, se ciñe al fomento y al urbanismo comercial, de modo que el 
urbanismo comercial sea coherente con el desarrollo de las ciudades y el bienestar de sus 
habitantes.

Se juzga conveniente y necesario velar por el modelo de ciudad compacta, tradicional en 
España, adecuado a las costumbres y modo de vida de los ciudadanos y que siempre ha 
hecho emerger, de modo natural, el comercio de proximidad, el pequeños comercio que 
vivifica el centro urbano de las ciudades y pueblos y constituye un elemento fundamental de 
atracción del turismo y de mantenimiento de la vida ordinaria del día a día.

Por otra parte, el modelo de ciudad compacta se juzga más sostenible que el de ciudad 
diseminada para colectivos que disponen de menor movilidad como la tercera edad, pues 
este modelo sitúa a su alcance, de una manera cómoda, todo tipo de bienes y servicios.

Es por ello importante que el urbanismo atienda especialmente a la cuestión comercial, 
al objeto de conciliar bien la libertad comercial con la conservación de las ciudades y pueblos 
como lugares donde el ciudadano puede desarrollarse plenamente y tener a su alcance todo 
tipo de servicios.

Asimismo, se tienen en cuenta las peculiaridades del territorio y de la dispersión 
geográfica. La ley prevé distintos instrumentos para que las políticas públicas que se diseñen 
puedan adaptarse a una realidad poblacional tan compleja como la aragonesa.

Se recoge también la figura del Plan General de Comercio en Aragón y de los Planes 
Locales de Comercio como instrumentos fundamentales para ordenar y optimizar las 
políticas públicas de fomento de la actividad comercial.

Cierra la ley el título IV con el cuadro de infracciones y sanciones adaptado para reforzar 
la consecución de los fines que pretende la ley. Ha de verse la regulación del cuadro de 
infracciones y sanciones como un complemento necesario coactivo, y siempre reactivo, para 
evitar el incumplimiento de la ley.

Se pretende conseguir, en definitiva, una norma adaptada a los tiempos, que compagine 
bien el ejercicio libre del comercio con la protección de valores y realidades propios de la 
sociedad aragonesa, necesarios y fundamentales para la vida social y el progreso 
económico de Aragón. Todo ello reduciendo el papel de los poderes públicos al de meros 
garantes de los principios y valores de la ley.

Para la elaboración de esta ley se han respetado los trámites exigidos por el 
ordenamiento jurídico, se ha respetado el derecho a la participación de los aragoneses 
recogido en el artículo 15 del Estatuto de Autonomía, se han visto el informe de la Dirección 
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General de Servicios Jurídicos y el Dictamen del Consejo Consultivo de Aragón, y se ha 
sometido a la deliberación previa del Gobierno de Aragón.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. Es objeto de esta ley regular el régimen administrativo de la actividad comercial y los 

requisitos para el ejercicio del comercio en Aragón con el fin de asegurar el correcto 
desarrollo de la actividad, el fomento y la dinamización de la misma procurando su 
diversidad, la búsqueda del equilibrio, y favoreciendo la protección y defensa de los 
consumidores y usuarios. Todo ello con sujeción a lo dispuesto en la normativa europea y 
estatal de libertad de establecimiento y de prestación de servicios.

2. El horario de apertura y cierre de los establecimientos comerciales de venta y 
distribución de mercancías o de prestación de servicios al público, así como los días y 
número de horas y actividad semanal de los mismos se regirá de conformidad con lo 
establecido en la normativa específica de horarios comerciales y apertura de festivos de 
Aragón. Asimismo, la actividad ferial se regirá de acuerdo a su normativa específica.

Artículo 2.  Ámbito objetivo.
1. Esta ley es de aplicación a las actividades comerciales realizadas en el ámbito 

territorial de Aragón.
2. A los efectos de esta ley se entiende por actividad comercial la consistente en situar u 

ofrecer en el mercado, por cuenta propia o ajena, bienes, productos, mercancías y servicios, 
independientemente de la modalidad usada para ello, utilizando o no un establecimiento.

3. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley todas aquellas actividades que 
estén sujetas a una reglamentación o normas sectoriales específicas, y en todo caso estarán 
excluidos:

a) Los servicios desarrollados por intermediarios financieros y compañías aseguradoras.
b) La prestación del servicio de transporte cualquiera que sea el medio utilizado.
c) El ejercicio de profesiones liberales.
d) Los suministros de agua, gas, electricidad y telecomunicaciones, incluyendo en este 

último especialmente las transmisiones de telefonía, voz, imágenes y datos.
e) Los servicios de bares, restaurantes y hostelería en general.
f) Los servicios turísticos y de agencias de viajes.
g) Los servicios de reparación, mantenimiento y asistencia técnica, siempre que no 

vayan asociados a la venta con carácter ordinario o habitual.
h) Los servicios prestados por empresas de ocio y espectáculos, tales como cines, 

teatros, circos, ludotecas, parques infantiles y similares.
i) Las ventas por los fabricantes, dentro del recinto industrial, de los residuos y 

subproductos obtenidos en el proceso de producción, a no ser que se dirijan a consumidores 
finales.

j) Las ventas directas por agricultores y ganaderos de los productos agropecuarios, en 
estado natural o que ellos mismos han transformado, en el lugar de su producción.

k) la venta de medicamentos y productos farmacéuticos.
l) Los servicios de belleza, estética y salud, entre los que se incluyen específicamente los 

gimnasios.

Artículo 3.  Principios generales.
La actividad comercial en Aragón se ejercerá en el marco del respeto a los siguientes 

principios:
a) Libertad de empresa en el marco de la economía de mercado.
b) Respeto de los derechos e intereses de los consumidores y usuarios.
c) Libre circulación de mercancías dentro del territorio español y comunitario.
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d) Libertad de establecimiento y de prestación de servicios.
e) Protección y conservación del medio ambiente.
f) Protección del patrimonio histórico, artístico y cultural aragonés.
g) El desarrollo territorial equilibrado y sostenible de las actividades comerciales en el 

ámbito de Aragón.
h) La promoción de la igualdad de oportunidades y la formación técnica y profesional de 

las personas comerciantes y trabajadores del sector comercial, así como el respeto a los 
derechos laborales en general y a las normas en materia de prevención de riesgos laborales 
en particular.

Artículo 4.  Actividad comercial mayorista.
1. Se entiende por actividad comercial de carácter mayorista el ejercicio habitual de 

adquisición de productos en nombre y por cuenta propios y su reventa a otros comerciantes 
o empresarios.

2. La actividad comercial mayorista no podrá ejercerse simultáneamente con la actividad 
comercial minorista en un mismo establecimiento, salvo que se mantengan debidamente 
diferenciadas de forma suficiente, precisa y clara y se respeten las normas específicas 
aplicables a ambas modalidades de distribución.

3. A efectos de ejercer actividad minorista en el mismo local que la actividad comercial 
mayorista, las ventas minoristas no podrán superar el 25 por 100 de facturación de las 
mayoristas. En todo caso se deberá comunicar al Registro de Actividades Comerciales de 
Aragón la realización de la actividad comercial minorista.

4. Queda prohibido que, en la oferta al público de mercancías de cualquier clase, se 
invoque por el vendedor su condición de fabricante o mayorista, a menos que reúna las 
circunstancias siguientes:

a) Que, en el primer caso, fabrique realmente la totalidad de los productos puestos a la 
venta y, en el segundo, realice sus operaciones de venta fundamentalmente a comerciantes 
minoristas.

b) Que los precios ofertados sean los mismos que aplica a otros comerciantes, 
mayoristas o minoristas, según los casos.

Artículo 5.  Actividad comercial minorista.
Se entiende por actividad comercial de carácter minorista el ejercicio habitual de 

adquisición de productos en nombre y por cuenta propios para su reventa al consumidor 
final. Igualmente tendrá este carácter la venta realizada por los artesanos de sus productos 
en su propio taller.

Artículo 6.  Calificación de la actividad comercial.
No modificará el carácter mayorista o minorista de la actividad comercial el eventual 

sometimiento de las mercancías a procesos de transformación, tratamiento o 
acondicionamiento que sean usuales en el comercio.

Artículo 7.  Cooperativas y economatos.
1. Las cooperativas de consumidores y usuarios, así como cualesquiera otras que 

suministren bienes y servicios a sus socios y terceros, estarán obligadas a distinguir la oferta 
dirigida a los socios de la que se dirija al público en general.

Cuando la oferta de las cooperativas se dirija al público en general o no aparezca 
rigurosamente diferenciada de la que realicen a sus socios estará sometida a esta ley.

2. Los economatos y, en general, cualquier tipo de establecimiento que, de acuerdo con 
la legislación vigente, suministren bienes, productos o servicios exclusivamente a una 
colectividad de empleados no podrán en ningún caso suministrarlos al público en general, 
salvo que se determine, por razones extremas, la necesidad de abastecimiento de alimentos 
a la población, en cuyo caso el Departamento competente en materia de comercio emitirá la 
correspondiente autorización de suministro.
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TÍTULO I
Ejercicio de la actividad de comercio

Artículo 8.  Requisitos para el ejercicio de la actividad comercial.
1. Podrán ejercer la actividad comercial en Aragón las personas físicas y jurídicas que 

ostenten capacidad de obrar, según lo establecido en la legislación mercantil y civil, y 
cumplan los requisitos establecidos por esta ley y la normativa que sea de aplicación.

2. Son requisitos generales para el ejercicio de cualquier actividad comercial:
a) Estar dado de alta a efectos tributarios y de Seguridad Social.
b) Cumplir, en su caso, las normas técnico-sanitarias que sean de aplicación.
c) Acreditar, en el caso que sea necesario, la titulación y colegiación oficial, así como 

prestar las fianzas y demás garantías exigidas por la legislación vigente para la venta de 
determinados productos o la prestación de determinados servicios.

d) En caso de que la actividad concreta a realizar exija estar inscrito en un registro 
especial, acreditar la inscripción en él.

e) Ostentar, en su caso, los permisos, autorizaciones o licencias que sean legalmente 
exigibles para el ejercicio de la actividad.

3. Cualquier requisito adicional para el ejercicio de actividades comerciales deberá estar 
justificado por razones imperiosas de interés general, no ser discriminatorio y ser adecuado, 
necesario y proporcionado en sentido estricto a los objetivos que se persigan.

Artículo 9.  Correctas prácticas comerciales.
1. El ejercicio de la actividad comercial se ejercerá con arreglo a la normativa mercantil y 

a los usos de comercio generalmente aceptados en cada plaza.
2. Asimismo se ajustará a lo dispuesto en esta ley y a lo dispuesto en la normativa sobre 

publicidad, protección de consumidores y usuarios, y cualquier otra que fuera de aplicación.
3. El comercio podrá ejercerse en establecimiento comercial o sin necesidad de 

establecimiento comercial. Las normas de esta ley relativas a la práctica del comercio sin 
necesidad de establecimiento comercial serán, asimismo, aplicables cuando dichas prácticas 
se lleven a cabo en establecimiento comercial.

CAPÍTULO I
Registro de Actividades Comerciales de Aragón

Artículo 10.  Registro de Actividades Comerciales de Aragón.
1. Se crea el Registro de Actividades Comerciales de Aragón, que se configura como un 

Registro de carácter público y naturaleza administrativa, cuya inscripción será gratuita, 
existente a los solos efectos de información y publicidad. Dicho Registro estará adscrito al 
Departamento competente en materia de comercio.

2. El Registro de Actividades Comerciales de Aragón tiene como finalidades básicas:
a) Disponer de un censo actualizado de los establecimientos comerciales, ya sean 

permanentes o no, y de actividades comerciales sin establecimiento. Dicho censo tendrá 
fines estadísticos y publicitará las actividades comerciales llevadas a cabo en Aragón a 
efectos de dar protección y defensa a los consumidores y usuarios así como facilitar la 
actuación de las Administraciones públicas para la defensa del interés general.

b) Disponer de la información básica sobre la actividad comercial y su distribución 
territorial de la misma necesaria para el ejercicio de las competencias atribuidas a las 
Administraciones públicas.

3. La llevanza del Registro se realizará por medios telemáticos.
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Artículo 11.  Deber de comunicación al Registro.
1. Las personas físicas y jurídicas que ostenten capacidad de obrar y pretendan 

desarrollar una actividad comercial en Aragón deberán comunicarlo al Registro de 
Actividades Comerciales de Aragón.

2. Los empresarios que pretendan desarrollar su actividad comercial dentro de un 
establecimiento comercial permanente deberán comunicar sus datos al Registro en los 
primeros tres meses desde el inicio de su actividad, tal y como se establece en esta norma.

En el caso de que la actividad que vaya a desarrollarse se realice sin establecimiento o 
en un establecimiento no permanente será necesario realizar una comunicación al Registro 
con carácter previo al inicio de la actividad.

La falta de comunicación no impedirá el ejercicio de la actividad, sin perjuicio de la 
aplicación del régimen sancionador previsto en esta ley.

3. Entre los datos a comunicar al Registro figurarán, como mínimo, los siguientes:
a) Los datos identificativos del empresario o empresa.
b) Actividad o actividades a que se dedica.
c) El establecimiento o establecimientos donde va a desarrollarse la actividad comercial, 

su ubicación y nombre comercial y su calificación como permanente o no permanente.
d) En el caso de que la actividad comercial se realice sin establecimiento comercial, se 

señalarán los lugares o ámbito geográfico donde esta vaya a desarrollarse.
e) La duración de la actividad comercial. En el caso de que esta no tenga vocación de 

continuidad, deberá establecerse el periodo prefijado para su ejercicio.
f) En el caso de que la actividad comercial se realice mediante comercio electrónico de 

modo complementario a las modalidades definidas en esta ley, deberá comunicarse esta 
circunstancia así como la página web a través de la cual se van a realizar las ventas.

g) Cualesquiera otros datos que puedan ser relevantes para el interés general.
4. Cuando haya cambios en la información comunicada al Registro, el interesado tendrá 

la obligación de comunicar dichos cambios en el plazo de tres meses desde que se 
produzcan, salvo en los casos en los que se modifique la actividad comercial de permanente 
a no permanente, en cuyo caso el interesado tendrá la obligación de comunicar dichos 
cambios antes del día de inicio de la actividad no permanente.

Asimismo, deberá comunicarse la baja en el ejercicio de la actividad en el plazo de un 
mes desde que se produzca esta. En los casos de actividades no permanentes no será 
necesaria la comunicación de la baja del ejercicio de la actividad.

Artículo 12.  Encargado del Registro.
1. El encargado del Registro podrá, actuando de oficio y previa audiencia del interesado, 

con base a la documentación de la que tenga conocimiento, anotar los datos oportunos de 
las empresas y establecimientos comerciales a que se refiere el artículo anterior, así como 
rectificar y cancelar los ya existentes.

2. El encargado del Registro podrá dirigirse a las Administraciones tributarias y de 
Seguridad Social en demanda de datos para actualizar el Registro.

3. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón comunicarán 
trimestralmente al Registro la variación que experimenten los datos de las empresas que 
formen parte de su ámbito de actuación.

CAPÍTULO II
Establecimientos comerciales

Artículo 13.  Establecimiento comercial.
1. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de establecimientos comerciales 

todas las instalaciones inmuebles o móviles de venta al por menor en las que el empresario 
ejerza su actividad, ya sea de forma permanente o no.

2. Los establecimientos comerciales podrán ser individuales o colectivos. Tendrá la 
consideración de establecimiento comercial colectivo, o recinto comercial, el conjunto de 
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establecimientos destinados a la realización de actividades comerciales situados en uno o 
más edificios conectados o situados en un mismo parque o zona gestionado bajo una sola 
titularidad o con un criterio de gestión unitaria compartiendo servicios comunes.

Artículo 14.  Licencias.
Las licencias para la apertura de los establecimientos comerciales serán concedidas por 

el Ayuntamiento con arreglo a la normativa vigente.

Artículo 15.  Establecimientos comerciales permanentes.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales permanentes aquellos en 

los que se desarrolle profesionalmente una actividad comercial con vocación de continuidad.
2. Se considera que un establecimiento comercial tiene vocación de continuidad cuando 

se prevé que la actividad comercial que se desarrollará en el mismo será superior a seis 
meses.

3. Los establecimientos comerciales permanentes tendrán la consideración de 
colectivos, si agrupan distintos establecimientos comerciales, o individuales.

Artículo 16.  Establecimiento comercial no permanente.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales no permanentes aquellos 

que no tengan vocación de continuidad para el ejercicio del comercio.
2. Con carácter previo al ejercicio de la actividad, será obligatorio comunicar al Registro 

de Actividades Comerciales de Aragón la voluntad del empresario de ejercer el comercio en 
un establecimiento no permanente, conforme a lo establecido en el artículo 11.

3. Los establecimientos comerciales no permanentes tendrán la consideración de 
colectivos, si agrupan distintos establecimientos comerciales, o individuales.

Artículo 17.  Grandes superficies comerciales.
1. Se considerarán grandes superficies a los efectos de esta ley los establecimientos 

comerciales que tengan una superficie de más de 2.500 metros cuadrados.
Por superficie, a los efectos del cómputo de gran superficie, se entiende la edificada y 

dedicada a sala o espacio de exposición y ventas destinada a la actividad comercial 
minorista.

2. Reglamentariamente se podrá establecer un sistema de cómputo de superficie 
específico para determinados tipos o clases de establecimiento que, por la especificidad del 
género o negocio a que se dediquen, requieran una gran extensión de superficie de 
exposición y venta.

3. Reglamentariamente, y siempre y cuando, fundadamente, no se prevea lesión al 
interés general, se podrá aumentar la superficie necesaria para tener la consideración de 
gran superficie. A tal fin el Departamento competente en materia de comercio incoará un 
procedimiento en el que se dará audiencia al municipio y Comarcas afectados, así como la 
oportuna información y audiencia públicas.

4. Reglamentariamente, atendiendo siempre a fundadas razones imperiosas de interés 
general, se fijarán las condiciones para declarar de oficio zonas especialmente vulnerables 
en las cuales no sea preciso alcanzar la superficie de 2.500 metros cuadrados para la 
consideración de gran superficie.

Por zona especialmente vulnerable se entiende el territorio o ámbito geográfico concreto 
con elevado envejecimiento de la población, elevadas distancias a equipamientos 
comerciales, elevada dispersión geográfica de la población y déficit de infraestructuras 
viarias, entre otras.

En cada zona especialmente vulnerable, atendidas sus especiales características en 
función de los intereses generales a proteger, se determinará la superficie precisa para que 
un establecimiento comercial tenga la consideración de gran superficie. En función de la 
circunstancia que determine su vulnerabilidad, y dentro del marco de lo establecido en esta 
ley, se podrán establecer requisitos adicionales de protección del interés general.

5. Para la declaración de una zona como especialmente vulnerable, el Departamento 
competente en materia de comercio incoará un procedimiento en el que se dará audiencia al 
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municipio y Comarcas afectados, se dará la oportuna información y audiencia públicas y 
concluirá, si procede, con la determinación de zona especialmente vulnerable por acuerdo 
del Gobierno de Aragón, en cuya decisión se tendrán en cuenta razones imperiosas de 
interés general y las razones expuestas en el apartado anterior.

Artículo 18.  Licencia comercial.
1. La instalación de todo tipo de establecimientos comerciales no estará sujeta a licencia 

o autorización comercial autonómica.
No obstante, y con fin de protección del interés general, la instalación de las grandes 

superficies estará sujeta a licencia comercial. La competencia para el otorgamiento de esta 
licencia corresponderá al Departamento competente en materia de comercio de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón.

2. La licencia comercial tiene como finalidad comprobar la ausencia de afección al 
interés general de la actividad. La tramitación para la obtención de la licencia comercial y, en 
su caso, el otorgamiento de esta solo procederá una vez que el Ayuntamiento 
correspondiente haya concedido expresamente la licencia urbanística y ambiental de 
actividades clasificadas. En ningún caso podrá entenderse concedida la licencia comercial 
sin la previa obtención de las correspondientes licencias urbanística y ambiental de 
actividades clasificadas.

3. En el caso de que la licencia concedida a una gran superficie comercial consistente en 
un establecimiento colectivo sea de tal precisión que permita conocer los establecimientos 
individuales proyectados y determinar su falta de afección al interés general, podrá 
establecerse en la concesión la exención de la obligación de solicitar licencia comercial por 
los titulares de dichos establecimientos individuales que sean de por sí gran superficie 
comercial. Dicha exención determinará las circunstancias que han de darse para que surta 
efecto; en caso de modificación de estas, se especificará la obligación de solicitud de 
licencia comercial.

4. Se deberá solicitar, asimismo, licencia comercial en el caso de grandes superficies 
comerciales en las que haya un cambio de actividad principal que determine su sujeción al 
régimen de licencia comercial con arreglo a lo dispuesto en la ley. El mero cambio de 
titularidad no está sujeto a licencia comercial, ni tampoco el cambio de actividad cuando sea 
de naturaleza similar a la anterior.

En el caso de tramitación de nueva licencia municipal por aumento de superficie de una 
superficie comercial en la cual ya hubiera recaído licencia comercial, no hará falta nueva 
solicitud de licencia comercial si la superficie no aumenta más del 20 por 100 en 
establecimientos colectivos y 10 por 100 en individuales, respecto de la licencia comercial 
inicial concedida.

De igual modo, se deberá solicitar licencia comercial en la tramitación de la modificación 
de licencias municipales correspondientes al caso de superficies comerciales en las que 
haya un aumento de la superficie de venta que determine su sujeción al régimen de grandes 
superficies comerciales con arreglo a lo dispuesto en la ley.

Artículo 19.  Obligaciones del Ayuntamiento donde se prevé la ubicación de la gran 
superficie comercial.

1. Solicitadas las preceptivas licencias urbanísticas y medioambientales, el Ayuntamiento 
deberá poner en conocimiento del interesado la necesidad o no de la obtención de la licencia 
comercial regulada por esta ley, así como de los plazos establecidos para la obtención de las 
licencias municipales, órgano competente para su resolución y sentido del silencio 
administrativo para el caso de producirse el mismo.

2. El Ayuntamiento pondrá al interesado en conocimiento de la circunstancia a que 
especialmente se refiere el apartado anterior en la primera comunicación que le remita tras 
la solicitud de la licencia urbanística y ambiental de actividades clasificadas.

3. Otorgadas expresamente las licencias municipales, el Ayuntamiento remitirá al 
Departamento competente en materia de comercio de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón copia de la documentación precisa para la tramitación del 
procedimiento de concesión de la licencia comercial. Al remitir la documentación, el 
Ayuntamiento notificará dicha circunstancia al interesado.
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4. Reglamentariamente se determinará la documentación precisa que deberá remitir el 
Ayuntamiento al Departamento competente en materia de comercio a que se refiere el 
apartado anterior, que incluirá, al menos, copia de la memoria explicativa de la actividad a 
desarrollar, los planos del establecimiento y de su situación y las licencias urbanísticas y 
ambientales otorgadas por el Ayuntamiento. Si, recibida la documentación, esta no se 
considerara suficiente, el citado Departamento podrá solicitar al Ayuntamiento o, en 
cualquier caso, directamente al interesado, que se adicione otra documentación que estime 
conveniente, quedando suspendido el plazo para dictar resolución.

Si el Ayuntamiento no remite la documentación señalada, el Departamento competente 
podrá incoar el procedimiento de concesión de la licencia comercial si juzga que tiene datos 
e informes suficientes para ello, sin perjuicio de cualesquiera otras actuaciones a que le 
habilite la legislación sobre régimen local.

5. Recibida la documentación por el Departamento competente en materia de comercio, 
se acusará recibo al Ayuntamiento remitente y se notificará al interesado dicha recepción 
indicándole el plazo de resolución, órgano competente para ello y sentido del silencio 
administrativo. Incoado, en su caso, el procedimiento en la forma descrita en el apartado 
anterior, se comunicará dicha incoación al Ayuntamiento y al interesado.

Artículo 20.  Procedimiento para la obtención de licencia comercial.
1. El procedimiento de concesión de la licencia comercial se regirá, sin perjuicio de lo 

establecido en esta ley, por los trámites del procedimiento administrativo común e incluirá en 
todo caso una fase de información pública no inferior a veinte días.

2. En tanto no se resuelva el procedimiento relativo a la licencia comercial, no podrá 
realizarse, en ejecución de las licencias municipales obtenidas, obra ni ejercicio de actividad 
alguna por parte del solicitante, debiendo considerarse en suspenso las licencias 
municipales.

3. En la tramitación del procedimiento se solicitarán los informes pertinentes de los 
distintos Departamentos o Administraciones públicas competentes en función del interés 
general que pueda verse afectado, con suspensión del plazo de resolución, suspensión que, 
para ser efectiva, deberá comunicarse al interesado.

4. El plazo máximo de resolución del procedimiento será de tres meses desde la 
recepción de la documentación remitida por el Ayuntamiento en el Departamento 
competente en materia de comercio o, en su defecto, desde la incoación de oficio por el 
citado Departamento, salvo en el caso de establecimientos colectivos, en el que será de 
cuatro meses.

Transcurrido el plazo de resolución sin haberse notificado esta, el solicitante podrá 
entender concedida la licencia comercial por silencio administrativo, en los términos 
establecidos en la legislación del procedimiento administrativo común.

La licencia comercial no supondrá, en ningún caso, validación de exámenes técnicos o 
de comprobaciones de legalidad urbanística o medioambiental, así como de cualesquiera 
otras materias que deban efectuarse con motivo de la concesión de las previas licencias 
municipales. En el trámite de concesión de la licencia comercial no podrán revisarse 
actuaciones previas propias de la competencia municipal.

5. La licencia comercial se concederá por tiempo indefinido.

Artículo 21.  Denegación de la licencia comercial.
1. Las circunstancias que condicionen o, en su caso, justifiquen la denegación de la 

licencia comercial habrán de basarse en alguna de las siguientes razones imperiosas de 
interés general:

a) La protección del medio ambiente.
b) La protección del entorno urbano.
c) La protección del patrimonio histórico, artístico y cultural.
2. La licencia comercial únicamente se denegará si el establecimiento y su actividad 

lesionan el interés general sin posibilidad de adopción de condicionamientos o medidas 
correctoras que preserven el citado interés general. Para denegar la licencia se valorará, 
entre otros extremos:
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a) Que la actividad que pueda generar el establecimiento en su entorno o área de 
influencia afecte gravemente a la imagen, promoción o conservación del patrimonio cultural, 
parques culturales o espacios naturales, así como de su entorno jurídicamente protegido.

b) Que el proyecto no justifique la capacidad de las infraestructuras viarias para dar 
satisfacción a la afluencia de público y tráfico de mercancías, así como para la evacuación 
del establecimiento en caso de siniestro.

c) Que el establecimiento produzca un efecto de pérdida de servicios básicos o de 
abastecimiento en zonas del territorio con grave incidencia en población de tercera edad o 
dependiente.

d) Que el establecimiento produzca un efecto ambiental en la zona que deteriore el 
medio ambiente urbano, en particular cuando supere los niveles de ruido establecidos por la 
normativa vigente, y ello como consecuencia de la previsible afluencia de público y tráfico de 
mercancías.

e) Que el establecimiento vaya a producir de modo inevitable y en corto plazo un 
abandono de importantes zonas comerciales de la ciudad o población que no sean 
susceptibles de otros usos y que conlleve también el desuso de infraestructuras construidas 
con motivo de su creación, pudiendo generar esta situación problemas de seguridad 
ciudadana o de salubridad en la población.

3. Si no existe posibilidad de adopción de condicionamientos o medidas correctoras que 
preserven el interés general, se denegará la licencia. En consecuencia, en los casos que se 
citan en el apartado anterior, salvo en el último, podrán establecerse obligaciones 
complementarias que posibiliten una licencia sujeta a un condicionado:

a) Respecto a la imagen, promoción o conservación del patrimonio cultural, parques 
culturales o espacios naturales, y su entorno, se podrán imponer obligaciones 
complementarias cuya aceptación sea condicionante para la obtención de la licencia.

b) Respecto de la capacidad de las infraestructuras para dar satisfacción a la afluencia 
de público y para la evacuación del establecimiento en caso de siniestro, se podrán 
establecer obligaciones complementarias cuya aceptación sea condicionante para la 
obtención de la licencia.

c) Respecto de la pérdida de servicios básicos o de abastecimiento en zonas del 
territorio con grave incidencia en sectores de población de tercera edad o dependiente, se 
podrá imponer, entre otras, la obligación de garantizar el mencionado abastecimiento o 
prestación de servicios de carácter básico relacionados con la actividad a prestar por el 
establecimiento. Dicha obligación podrá establecerse como condicionante para la obtención 
de la licencia.

d) Respecto del deterioro del medio ambiente urbano, podrán imponerse, entre otras, 
medidas de corrección del nivel de ruidos con carácter condicionante a la obtención de la 
licencia. Cuando el deterioro obedezca a razones de afluencia o ruidos externos al 
establecimiento, no cabrá la imposición de medidas correctoras.

4. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de que, en la tramitación de la licencia, el 
interesado pueda proponer las medidas correctoras que estime oportunas y estas se 
consideren suficientes y viables.

CAPÍTULO III
Ejercicio del comercio sin establecimiento comercial

Artículo 22.  Ventas automáticas.
1. Se considera venta automática aquella en la cual el comprador adquiere la mercancía, 

o el servicio de que se trate, directamente de una máquina preparada a tal efecto, sin que 
exista intervención alguna del vendedor o de sus dependientes. El pago podrá realizarse 
mediante cualquier medio admitido en el tráfico comercial.

2. Las máquinas destinadas a este tipo de venta deberán reunir los requisitos que 
reglamentariamente se determinen y, en todo caso, los siguientes:

a) Acreditar el cumplimiento de la normativa técnica pertinente.
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b) Contener un sistema automático de recuperación del importe para los supuestos de 
error, inexistencia de mercancías o mal funcionamiento de la máquina.

c) Llevar claramente expuesto el nombre o razón social y el domicilio del empresario a 
quien pertenecen, así como un número de teléfono al que dentro de los horarios de apertura 
se puedan cursar avisos en los supuestos de avería y reclamación. En el supuesto de que la 
máquina expida productos de alimentación, se deberán exponer de manera clara y visible los 
números de los registros obligatorios para vender este tipo de productos.

d) Facilitar al consumidor el precio exacto de los productos o servicios que vendan, así 
como las instrucciones para la obtención del producto.

Artículo 23.  Ventas ambulantes.
1. Se considera venta ambulante aquella actividad comercial minorista realizada fuera 

del establecimiento comercial permanente, con empleo de instalaciones móviles, en los 
lugares y fechas autorizados para ello.

2. Los municipios podrán regular la venta ambulante mediante las correspondientes 
ordenanzas municipales, estableciendo para ello límites y requisitos fundados en razones de 
protección del entorno urbano, de orden público, sanitarias y de policía u otras de razones 
imperiosas de interés general.

3. Para el ejercicio de la venta ambulante se exigirán, además de los requisitos 
generales establecidos en esta ley, y sin perjuicio de las competencias de los municipios y 
las comarcas en sus respectivos territorios, los particulares siguientes:

a) Estar en posesión de la correspondiente licencia o autorización municipal, con 
pronunciamiento expreso favorable a la realización de la actividad ambulante.

b) Estar al corriente de sus obligaciones tributarias y de seguridad social.
c) Cumplir los requisitos establecidos por la normativa específica reguladora del producto 

objeto de venta.
4. La autorización municipal, en su caso, será siempre de carácter personal y tendrá una 

duración limitada.

Artículo 24.  Ordenanzas municipales sobre venta ambulante.
1. Las ordenanzas municipales regularán el régimen de venta ambulante especificando, 

en su caso, lo siguiente:
a) Delimitación de los perímetros urbanos donde podrá realizarse.
b) Determinación del número máximo de puestos de venta ambulante y de las 

autorizaciones a conceder por la Administración municipal, superficie y ubicación concreta 
de los puestos, así como de los productos cuya venta se autoriza.

c) Fechas y horarios para el ejercicio de cualesquiera de las distintas modalidades de 
venta ambulante.

d) Controles que aseguren un efectivo cumplimiento de las obligaciones contempladas 
por la legislación vigente.

e) Descripción de las distintas modalidades de venta ambulante con arreglo a las 
categorías establecidas en esta ley.

2. En ningún caso podrán ser objeto de venta ambulante los bienes o productos cuya 
propia normativa lo prohíba, especialmente los de carácter alimenticio, con excepción de los 
ofrecidos directamente por el productor en los términos establecidos en el artículo 25.d), y 
aquellos otros que, por razón de su presentación u otros motivos, no cumplan la normativa 
técnico-sanitaria y de seguridad.

Artículo 25.  Modalidades de venta ambulante.
La venta ambulante podrá adoptar, entre otras, alguna de las siguientes modalidades:
a) Ventas en mercados fijos, anexos a los mercados municipales de carácter 

permanente.
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b) Ventas en mercados periódicos, de carácter tradicional, siempre que se limiten a un 
día de la semana, sin perjuicio de que las ordenanzas municipales reguladoras puedan 
establecer mayores plazos.

c) Ventas en mercados ocasionales con motivo y durante la celebración en las 
localidades de fiestas u otros acontecimientos populares.

d) Ventas en lugares instalados en la vía pública de productos alimenticios perecederos 
de temporada o artesanales, bien por los agricultores o artesanos de forma directa, bien a 
través de sus asociaciones o cooperativas.

e) Ventas desde furgones móviles de todo tipo de productos cuya normativa específica 
no lo prohíba.

f) Ventas en lugares no destinados al tipo concreto de actividad comercial de productos o 
servicios en que consista la venta.

g) Ventas en mercadillos benéficos. Se considerarán mercadillos benéficos aquellos 
cuyos rendimientos vayan a parar a una organización sin ánimo de lucro. En la publicidad de 
los mismos deberá constar dicha organización como destinataria de los ingresos y así se 
hará constar en la comunicación al Registro de Actividades Comerciales de Aragón.

CAPÍTULO IV
Normativa especial sobre algunos tipos o modalidades de venta

Artículo 26.  Comercio electrónico.
1. Los contratos que se formalicen mediante vía electrónica deberán someterse a la 

normativa vigente en materia de servicios de la sociedad de la información y comercio 
electrónico, así como cualquier otra que le sea de aplicación. En especial, deberá cumplirse 
con los requisitos establecidos en la misma relativos a la información previa y posterior a la 
formalización del contrato y a las obligaciones entre las partes derivadas de la perfección del 
contrato.

2. El Gobierno de Aragón, dentro de la estrategia de innovación en el comercio, realizará 
las actuaciones precisas para el fomento de los servicios de la Sociedad de la Información 
en el comercio. En este sentido, desarrollará especialmente políticas activas de información 
y fomento, incluidas las líneas subvencionables que se estimen oportunas, con el fin de 
impulsar el conocimiento, renovación, uso y actualización de los métodos telemáticos como 
parte importante de su actividad comercial.

Artículo 27.  Venta de artículos fuera de temporada (outlets).
1. La venta de bienes en condiciones más ventajosas que las habituales, que por sus 

características objetivas estén fuera de temporada o descatalogados y que no comporten 
riesgo ni daño para el adquirente, se realizará mediante la modalidad de outlet. Estos bienes 
no podrán tener la consideración de saldos.

2. En los artículos que se vendan bajo esta denominación, deberá figurar el precio 
anterior de venta junto al precio actual.

3. La venta de este tipo de artículos se realizará en establecimientos con la 
denominación de «outlet» y deberán estar convenientemente publicitados como tales en un 
lugar visible al público en general.

En dichos establecimientos queda prohibida la venta de productos distintos de los 
enunciados en este artículo.

4. Cuando se realicen ventas de este tipo de productos en establecimientos no 
dedicados exclusivamente a esta modalidad de venta, dichos productos deberán estar 
físicamente separados.

Artículo 28.  Ventas de bienes de segunda mano.
1. Son bienes de segunda mano aquellos que han tenido un uso anterior y, transcurrido 

este, se ponen a la venta.
La venta de bienes de segunda mano no comprenderá la venta de antigüedades, 

entendiéndose por estas todos aquellos objetos cuyo precio o valor venga determinado por 
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su fecha de ejecución, materiales, modo de fabricación, escasez en el mercado u otras 
circunstancias de entidad.

2. Los establecimientos que vendan bienes de segunda mano deberán anunciar tal 
actividad, indicar cuáles son estos bienes, la antigüedad aproximada de los mismos y si 
tienen algún defecto o deficiencia.

3. La venta de bienes de segunda mano realizada sin establecimiento deberá, asimismo, 
cumplir con lo dispuesto en el apartado anterior.

TÍTULO II
Actividad promocional del comercio

Artículo 29.  Principios generales.
1. La actividad promocional del comercio deberá de ejercerse con respeto a lo dispuesto 

en esta ley y, en especial, a la normativa sobre publicidad y protección de consumidores y 
usuarios.

2. En ningún caso serán admisibles las modalidades de venta consistentes en la 
remisión al consumidor y usuario de bienes u ofertas de servicios con el fin de provocar su 
tácito consentimiento, de forma que si no desea su adquisición se vea obligado a devolverlos 
al vendedor.

Artículo 30.  Ventas promocionales.
1. Se consideran ventas promocionales aquellas en las que las ofertas de bienes o de 

prestación de servicios hechas por el vendedor a los compradores se realizan en 
condiciones más ventajosas que las habituales con el fin de fomentar el conocimiento de un 
establecimiento o la venta de un producto.

2. Las actividades de promoción de ventas podrán simultanearse en un mismo 
establecimiento comercial, excepto en los supuestos de venta en liquidación y cualquier otro 
que pudiera prever la normativa aplicable a la materia, siempre y cuando exista la debida 
separación entre ellas y se respeten los deberes de información.

3. Solo serán lícitas cuando respeten lo dispuesto en los artículos siguientes y demás 
legislación vigente que les sea de aplicación.

Artículo 31.  Ventas a pérdida.
1. No se podrán ofertar ni realizar ventas al público con pérdida, salvo en los supuestos 

legalmente establecidos.
2. Se considerará que existe venta con pérdida cuando el precio aplicado a un producto 

sea inferior al de adquisición según factura, deducida la parte proporcional de los descuentos 
que figuren en la misma, o al de reposición si este fuese inferior a aquel o al coste efectivo 
de producción si el artículo hubiese sido fabricado por el propio comerciante, incrementados 
en las cuotas de los impuestos indirectos que graven la operación.

Las facturas se entenderán aceptadas en todos sus términos y reconocidas por sus 
destinatarios cuando no hayan sido objeto de reparo en el plazo de los veinticinco días 
siguientes a su remisión. En el caso de que no sean conformes, se dispone sobre la anterior 
un plazo adicional de diez días para su subsanación y nueva remisión de la correspondiente 
factura rectificada. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, no se tendrán en cuenta las 
modificaciones contenidas en facturas rectificativas emitidas en fecha posterior a los plazos 
indicados.

3. No se computarán, a los efectos de la deducción en el precio a que se refiere el 
apartado anterior, las retribuciones o las bonificaciones de cualquier tipo que signifiquen 
compensación por servicios prestados.

4. En ningún caso, las ofertas conjuntas o los obsequios a los compradores podrán 
utilizarse para evitar la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo.
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Artículo 32.  Ventas con prima.
1. Se consideran ventas con prima aquellas en las que el comerciante utiliza concursos, 

sorteos, regalos, vales, premios o similares vinculados a la oferta, promoción o venta de 
determinados productos o servicios.

2. Durante el período de duración de la oferta con prima queda prohibido modificar el 
precio o la calidad del producto principal al que aquélla acompaña.

3. Los casos en que proceden, formas, duración, efectos y garantías se ajustarán a lo 
dispuesto en la legislación vigente sobre defensa de consumidores y usuarios.

4. En todo momento la Administración pública podrá dirigirse a los comerciantes que 
practiquen esta modalidad de venta, de oficio o a petición de los compradores, asociaciones 
de consumidores u otros comerciantes, para exigirles la información necesaria sobre la 
veracidad de la oferta, duración y, en general, para poder constatar el cumplimiento de la 
legislación vigente.

Artículo 33.  Ventas en rebajas.
1. Se entiende que existe venta en rebajas cuando los artículos objeto de la misma se 

ofertan, en el mismo establecimiento en el que se ejerce habitualmente la actividad 
comercial, a un precio inferior al fijado antes de dicha venta.

2. Las ventas en rebajas podrán tener lugar en los periodos estacionales de mayor 
interés comercial según el criterio de cada comerciante.

3. La duración de cada periodo de rebajas será decidida libremente por cada 
comerciante.

4. En las ventas en rebajas las reducciones de los precios deberán consignarse 
exhibiendo, en porcentaje o en cifra, junto al precio habitual practicado por el mismo 
vendedor, el precio rebajado. En todo momento la Administración autonómica podrá exigir, 
de oficio o a petición del comprador o de una asociación de consumidores, la prueba de la 
autenticidad del precio indicado como habitual.

Artículo 34.  Artículos objeto de rebajas.
Los artículos objeto de la venta en rebajas deberán haber estado incluidos con 

anterioridad en la oferta habitual de ventas. Especialmente queda prohibido ofertar, como 
rebajados, artículos deteriorados, así como los que hayan sido adquiridos expresamente 
para este fin.

Artículo 35.  Actividad publicitaria de las rebajas.
Las ventas en rebajas y su duración deberán exponerse de forma que sea visible desde 

el exterior, incluso cuando el establecimiento permanezca cerrado, para público 
conocimiento e información.

Artículo 36.  Ventas en liquidación.
1. Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias de productos que, anunciada con esta denominación u 
otra equivalente, tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es 
llevada a cabo por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de 
aquel en alguno de los casos siguientes:

a) Cesación total o parcial de la actividad de comercio. En el supuesto de cese parcial 
tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

b) Cambio de ramo de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
2. La duración máxima de la venta en liquidación será de un año.
3. No procederá efectuar una nueva liquidación en el mismo establecimiento de 

productos similares a la anterior en el curso de los tres años siguientes, excepto cuando esta 
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última tenga lugar en ejecución de decisión judicial o administrativa, por cesación total de la 
actividad o por causa de fuerza mayor.

4. No podrán ser objeto de este tipo de actividad comercial aquellos productos que no 
formaran parte de las existencias del establecimiento, o aquellos que fueron adquiridos por 
el comerciante con objeto de incluirlos en la liquidación misma.

Artículo 37.  Requisitos para realizar una venta en liquidación.
1. Para que se pueda proceder a una venta en liquidación será necesario que se 

comunique dicha decisión al Departamento competente en materia de comercio de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, precisando la causa y la duración 
máxima de la venta en liquidación. Transcurridos veinte días sin resolución en contrario 
debidamente razonada por el citado Departamento, podrá el comerciante iniciar la 
liquidación en la fecha fijada en su solicitud exhibiendo en un lugar visible del 
establecimiento la comunicación antes aludida, debidamente sellada.

2. En caso de que dicho Departamento se oponga a la venta en liquidación por no 
ajustarse esta a lo dispuesto en el artículo anterior, la misma no podrá realizarse. Si no se 
opusiere, deberá inscribir la comunicación en el Registro de Actividades Comerciales de 
Aragón.

Artículo 38.  Ventas de saldo.
1. Se considera venta de saldos la de productos cuyo valor de mercado aparezca 

manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de 
los mismos, sin que un producto tenga esta consideración por el solo hecho de ser un 
excedente de producción o de temporada.

2. No cabe calificar como venta de saldos la de aquellos productos cuya venta bajo tal 
régimen implique riesgo o engaño para el comprador, ni la de aquellos productos que no se 
venden realmente por precio inferior al habitual.

3. Las ventas de saldos deberán anunciarse necesariamente con esta denominación o 
con la de venta de restos o venta de stocks.

4. En el caso de realizarse venta de saldos, el comerciante está obligado a advertir al 
comprador de las circunstancias concretas que concurran en los mismos, y cuando se trate 
de artículos deteriorados o defectuosos, deberá constar tal circunstancia de manera precisa 
y ostensible.

Artículo 39.  Requisitos para realizar ventas de saldos.
1. Las ventas de saldos se realizarán en establecimientos comerciales fijos o ambulantes 

dedicados a esta finalidad.
2. Cuando se realicen ventas de saldos en establecimientos no dedicados 

exclusivamente a esta modalidad de venta, este tipo de artículos deberán estar físicamente 
separados de aquellos que no lo estén. Los precios de los artículos de venta en saldo 
deberán indicar además el precio habitual del producto.

3. Aquellos comerciantes que practiquen la modalidad de ventas de saldos de manera no 
exclusiva deberán cumplir, además de los requisitos expresados en el artículo 8, las 
siguientes condiciones:

a) Comunicar al Departamento competente en materia de comercio de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Aragón su deseo de llevar a cabo una venta de saldo, 
indicando la fecha prevista de inicio de la oferta y el tipo de producto ofrecido. Si 
transcurridos siete días no hay notificación motivada en contra, se entenderá que se puede 
proceder a la oferta de ventas en saldo.

b) No hacer publicidad de esta modalidad de venta hasta transcurridos siete días de la 
presentación de la comunicación descrita en el apartado anterior.

c) Exponer en lugar visible del establecimiento o puesto ambulante una copia sellada de 
la citada comunicación.

4. Los comerciantes que deseen dedicarse exclusivamente a la venta de artículos de 
saldo deberán cumplir los siguientes requisitos:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 91  Ley de Comercio de Aragón

– 2086 –



a) Rotular de manera clara el establecimiento o puesto de venta en que vayan a efectuar 
la oferta de ventas en saldo con el indicativo «ventas de saldos o venta de stocks» 
exclusivamente.

b) Comunicar al Registro de Actividades Comerciales de Aragón el tipo de artículos a 
ofertar y los lugares donde va a realizarse la oferta.

Artículo 40.  Venta con descuento.
1. Se consideran ventas con descuento aquellas en que los bienes o mercancías se 

ofrecen al público con un determinado descuento, normalmente expresado en un tanto por 
ciento, con relación a los precios habitualmente practicados por el comerciante.

2. Las ventas con descuento solo podrán efectuarse cumpliendo con los siguientes 
requisitos:

a) Los productos o artículos ofrecidos no deberán estar afectados por causa alguna que 
reduzca su valor.

b) La reducción del precio habitual de venta no constituirá, en ningún caso, venta a 
pérdida.

c) Disponer de existencias suficientes para satisfacer la demanda previsible.
3. La aplicación del descuento no se traducirá en ningún caso en un trato 

injustificadamente discriminatorio de los diferentes compradores.
4. En todo momento el Departamento competente en materia de comercio podrá dirigirse 

a los comerciantes que practiquen esta modalidad de venta, de oficio o a petición de los 
compradores, asociaciones de consumidores y usuarios, u otros comerciantes, para exigirles 
la información necesaria para comprobar la veracidad de su oferta, su duración y, en 
general, poder constatar el cumplimiento de la legislación vigente.

TÍTULO III
Actuación pública en relación a la actividad comercial

Artículo 41.  Actuación de la Administración pública en materia de comercio.
1. El Gobierno de Aragón, a través del Departamento competente en materia de 

comercio, fomentará la innovación, el desarrollo y la modernización de la actividad comercial, 
así como su dinamización, en todo el territorio de la Comunidad Autónoma.

2. Dicha política tendrá como líneas principales de actuación las siguientes:
a) Fomentar una formación permanente, continuada y actualizada a empresarios y 

trabajadores del sector con el fin de lograr una mejora en su cualificación profesional que 
posibilite una mayor productividad, eficiencia y eficacia en su gestión.

b) Apoyar técnica y financieramente la introducción de nuevas tecnologías, la integración 
y asociacionismo de empresas y, en general, cualquier acción o proyecto que redunde en la 
obtención de canales de comercialización con menores costes de intermediación, mayor 
eficacia y mejor servicio y calidad para el consumidor y usuario.

c) Promover proyectos de desarrollo de un adecuado urbanismo comercial.
d) Promover herramientas adecuadas para el desarrollo de la actividad comercial con el 

objetivo de incrementar el empleo de calidad y evitar la destrucción de puestos de trabajo, 
apoyando de este modo la creación de empleo emergente.

e) Promover las medidas adecuadas para suplir o equilibrar las situaciones de 
inferioridad, subordinación o indefensión en que puede encontrarse, individual o 
colectivamente, el consumidor o usuario.

f) Desarrollar una estrategia de innovación en la actividad comercial, especialmente en 
nuevas tecnologías, tendente a la modernización, al aumento de la eficacia y eficiencia de 
este sector de la actividad económica.

g) Promover una oferta comercial variada en todo el territorio de Aragón, especialmente 
en las zonas menos pobladas y de más difícil abastecimiento.

h) Protección de las estructuras comerciales que son muestra de nuestra identidad 
cultural, en concreto, del pequeño comercio y del comercio de proximidad.
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i) Protección y fomento de las actividades comerciales emprendedoras.
3. Con el fin de cumplir lo dispuesto en los párrafos anteriores, el Gobierno de Aragón 

aprobará, a instancia del Departamento competente en materia de comercio de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, un Plan General de Comercio en 
Aragón que tendrá por objeto fomentar un sector comercial, eficiente y competitivo, dando 
prioridad al comercio urbano y de proximidad, que asegure el aprovisionamiento de la 
población, con el mejor nivel de servicio posible al mínimo coste de distribución, aplicando 
las prácticas comerciales que permitan una mejora continua en los precios, la calidad y el 
servicio ofrecido a los consumidores, a partir de la libre y leal competencia de todos los 
agentes involucrados, y en el que todas las empresas comerciales, cualquiera que sea su 
tamaño, puedan coexistir de forma equilibrada.

4. Asimismo, para la aplicación y desarrollo en un municipio concreto del Plan General 
de Comercio en Aragón se podrán aprobar Planes Locales de Comercio. La aprobación de 
estos Planes corresponderá al Gobierno de Aragón a instancia del Departamento 
competente en materia de comercio.

Artículo 42.  Equipamiento comercial de los municipios.
1. El Gobierno de Aragón velará por el adecuado desarrollo del equipamiento comercial 

de los municipios de Aragón.
2. El equipamiento comercial está constituido por la dotación de establecimientos 

comerciales, tanto de carácter individual como colectivo, y se define atendiendo a las 
características territoriales de los municipios, a los distintos formatos comerciales y a la 
sostenibilidad del desarrollo urbano, rural y medioambiental.

3. La configuración del equipamiento comercial deberá cumplir los siguientes objetivos 
de interés general:

a) La protección del medio ambiente y del entorno urbano.
b) La ordenación del territorio y la conservación del patrimonio cultural.
c) La protección de los derechos de los consumidores y destinatarios de los servicios.

Artículo 43.  Informe sobre planeamiento urbanístico.
1. En la aprobación definitiva de los planes urbanísticos o de sus modificaciones o 

revisiones, siempre que se definan por primera vez, o se modifiquen, suelos destinados a 
usos comerciales o zonas destinadas a equipamientos comerciales, el órgano competente 
para dicha aprobación solicitará, con carácter previo, informe del titular del Departamento 
competente en materia de comercio de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Aragón.

2. El citado informe se referirá a la coherencia en la configuración del equipamiento 
comercial en atención al modelo de desarrollo del municipio y a su configuración, con 
especial referencia a la incidencia del equipamiento comercial previsto en relación a los 
municipios del entorno. Se atenderá especialmente a si la configuración comercial favorece o 
no el modelo de ciudad compacta, si las nuevas zonas comerciales prevén la armonía de 
usos del espacio urbano así como la incidencia que la nueva actividad comercial pueda tener 
sobre el municipio y su área de influencia.

3. El Departamento competente en materia de comercio tendrá el plazo de un mes para 
evacuar dicho informe. De no evacuarse este informe en dicho plazo, se entenderá favorable 
al planeamiento proyectado.

4. En el caso en los que la previsión de los usos del suelo destinado a equipamientos 
comerciales contenidos en la aprobación definitiva de los Planes urbanísticos o de sus 
modificaciones o revisiones sea contrario a la normativa vigente en materia de comercio, el 
Departamento podrá emitir un informe desfavorable, motivando las causas y proponiendo, en 
su caso, la aplicación de medidas correctoras.

5. En caso de que el planeamiento informado favorablemente por el Departamento 
competente en materia de comercio de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Aragón contuviera un importante grado de detalle y viniera acompañado de documentación 
complementaria que indicara la actividad a desarrollar en los equipamientos comerciales 
contenidos en él, podrá excepcionarse la obligación de solicitud de licencia comercial 
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autonómica en la tramitación por el Ayuntamiento del procedimiento de licencia respecto de 
los establecimientos incluidos en dicho planeamiento que en el futuro tuvieran necesidad de 
ella.

6. La excepción sobre la solicitud de licencia comercial señalada en el apartado anterior 
deberá recogerse en el informe favorable sobre planeamiento del Departamento competente 
en materia de comercio, en el cual se indicarán los parámetros mínimos que no podrán ser 
objeto de modificación para que la excepción surta plenos efectos y se entienda exceptuado 
el trámite de solicitud de licencia comercial.

Artículo 44.  Planeamiento urbanístico de iniciativa privada.
En los procedimientos de aprobación de los planes urbanísticos que sean consecuencia 

de un procedimiento de iniciativa privada y que contengan una previsión de suelos 
destinados a usos comerciales o zonas de equipamientos comerciales, no se podrá denegar 
su tramitación ni su aprobación por parte de las Administraciones públicas competentes, 
supeditando la concesión de la autorización a que se demuestre la existencia de una 
necesidad económica o de una demanda en el mercado, a que se valoren los efectos 
económicos posibles o reales de la actividad, o a que se haga una apreciación de si la 
actividad se ajusta a los objetivos de programación económica fijados por la autoridad 
competente. Esta prohibición no afectará a los requisitos de planificación que no sean de 
naturaleza económica, sino que defiendan razones imperiosas de interés general.

TÍTULO IV
Función inspectora y régimen de infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Inspección de comercio

Artículo 45.  Inspección de comercio.
La inspección de comercio es la actuación por la que el Departamento competente en 

materia de comercio examina, controla y vigila la actividad comercial, así como a las 
personas responsables, para verificar el cumplimiento de lo dispuesto en la normativa 
comercial aplicable, sin perjuicio de aquellas actuaciones que proceda realizar por otros 
órganos y Administraciones públicas en ejercicio de sus competencias.

Artículo 46.  Personal de la inspección y sus facultades.
1. Las funciones de inspección se realizarán por funcionarios públicos en las actuaciones 

que constituyen el ámbito de la normativa comercial aplicable, adscritos a un órgano o 
unidad administrativa que tenga atribuida la función de inspección.

2. Para el cumplimiento de su función, el personal que realice las actuaciones de 
inspección tendrá las siguientes facultades:

a) Acceder en cualquier momento a los establecimientos comerciales o a las empresas 
sujetas a inspección.

b) Requerir la comparecencia del titular o de los responsables del establecimiento 
comercial, empresa o actividad, o de quien les represente, durante el tiempo que resulte 
preciso para el desarrollo de sus actuaciones.

c) Requerir información al titular o a los responsables del establecimiento comercial, 
empresa o actividad sobre cualquier asunto relativo al cumplimiento de la normativa 
comercial aplicable.

d) Solicitar información del personal al servicio del establecimiento, empresa o actividad 
comercial, en el supuesto de que el titular no se halle presente.

e) Recabar, cuando lo considere preciso, la colaboración del personal y servicios 
dependientes de otras Administraciones públicas, así como de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad.
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3. El personal encargado de la función inspectora de comercio deberá identificarse 
adecuadamente como tal, con la correspondiente acreditación.

4. Los funcionarios públicos, en el ejercicio de las actividades inspectoras, tendrán el 
carácter de agentes de la autoridad.

5. La función inspectora se ejercerá en el marco de la potestad discrecional de la 
Administración pública, con arreglo a los principios de confidencialidad, eficacia y reserva por 
parte del personal actuante.

Artículo 47.  Actas de inspección.
1. De cada visita de la inspección de comercio se levantará acta, que reflejará las 

actuaciones de investigación y comprobación realizadas y sus resultados, además de los 
hechos o circunstancias que se constaten como relevantes. En concreto, en las actas se 
hará constar la identificación del presunto infractor y de los demás posibles responsables, si 
los hubiera, el lugar de comprobación y los hechos que se constaten por el personal 
actuante. Asimismo, a las actas se podrá adjuntar como anexos todos aquellos documentos 
o copia de los mismos que prueben o respalden las infracciones manifestadas en las 
mismas.

2. Las actas se extenderán, siempre que sea posible, en presencia del titular del 
establecimiento, empresa o actividad comercial, sus responsables o representantes legales 
o, en su caso, de cualquier empleado, los cuales podrán hacer constar en ellas cuanto 
consideren conveniente y firmarlas. En todo caso, las actas deberán estar firmadas por el 
inspector de comercio actuante.

3. Las actas de inspección, elaboradas con las debidas garantías, gozan de la 
consideración de documentos públicos y tienen valor probatorio en los consiguientes 
procedimientos administrativos en cuanto a las circunstancias de fecha, hora, lugar y otras 
circunstancias y hechos manifestados en las mismas.

4. Del acta se entregará copia a la persona ante quien se extienda, haciéndolo constar 
expresamente en la misma.

CAPÍTULO II
Régimen sancionador

Sección 1.ª Infracciones

Artículo 48.  Disposiciones generales.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de la actividad comercial las 

acciones u omisiones tipificadas en esta ley o en la legislación estatal sobre comercio, sin 
perjuicio de las responsabilidades de orden civil o de orden penal que pudieran derivarse.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves, de conformidad con la 
tipificación establecida en los artículos siguientes.

3. En relación con las subvenciones en materia de comercio, se aplicará, por los órganos 
competentes previstos en esta ley, el régimen de infracciones y sanciones dispuesto en la 
normativa de subvenciones.

Artículo 49.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) La falta de exhibición de la previa autorización, licencia, comunicación, fianza o 

garantía en la forma establecida en la normativa comercial aplicable.
b) El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre los días y horas de 

apertura y cierre de los establecimientos comerciales, o no hacerlo en un lugar visible desde 
el exterior del establecimiento, así como el incumplimiento de otras obligaciones de 
información a los compradores previstas en la normativa comercial aplicable que no esté 
tipificado como infracción grave o muy grave.

c) El incumplimiento del deber de comunicación al Registro de Actividades Comerciales 
de Aragón.
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d) El incumplimiento de cualquier otra prescripción contemplada en la normativa 
comercial aplicable no tipificada como infracción grave o muy grave.

Artículo 50.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) Ejercer una actividad comercial sin previa autorización en el caso de que Esta fuera 

preceptiva, o no realizar las comunicaciones o notificaciones exigidas por la normativa 
vigente a la Administración pública competente en materia de comercio, salvo lo previsto en 
la letra c) del artículo anterior.

b) La negativa, obstrucción o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información 
requerida por las autoridades, o sus agentes, o el personal de las Administraciones públicas 
en ejercicio de las funciones de inspección, así como el suministro de información inexacta, 
incompleta o falsa.

c) El incumplimiento del requerimiento en el cese de actividades contrarias a la 
normativa de comercio.

d) La realización simultánea de actividad comercial mayorista y minorista sin establecer 
la adecuada diferenciación de forma suficiente, precisa y clara o incumpliendo lo dispuesto 
en esta ley.

e) Ejercer la actividad comercial sin la obtención de la licencia comercial, en los casos en 
los que sea preceptiva, o incumplir los requisitos impuestos en la misma.

f) El desarrollo de actividades comerciales en establecimiento comercial no permanente 
incumpliendo lo dispuesto en esta ley, salvo que tal incumplimiento constituya otro tipo de 
infracción tipificada en la misma.

g) La realización de ventas sin establecimiento comercial incumpliendo las condiciones y 
limitaciones que para Estas se establecen en la normativa comercial aplicable, salvo que tal 
incumplimiento constituya otro tipo de infracción tipificada en esta ley.

h) La venta en establecimientos y mercados de ocasión de productos no autorizados 
para su comercialización en los mismos.

i) El incumplimiento por las cooperativas de consumidores y usuarios y economatos o 
similares de lo dispuesto en la presente ley.

j) El incumplimiento del régimen general de horarios de apertura establecidos en la 
normativa comercial aplicable.

k) La realización de actividades promocionales faltando a la veracidad en la publicidad 
de la oferta o incumpliendo las condiciones y requisitos que para Estas se establecen en la 
normativa mercantil aplicable y en esta ley.

l) Realizar venta a pérdida incumpliendo las condiciones y requisitos que para ellas se 
establece en la normativa mercantil aplicable.

m) Exigir cuantías superiores a aquEllas fijadas para precios o tarifas de los bienes y 
servicios sujetos a autorización previa de la Administración pública.

n) El incumplimiento de las obligaciones formales en las transacciones económicas con 
los compradores o usuarios de servicios, en lo relativo a la falta de emisión y contenido de 
las facturas o documento sustitutivo, en los casos en que la normativa comercial haga 
preceptiva su entrega o sea solicitada por el consumidor.

ñ) Falsedad de los datos e informaciones comunicados al Registro de Actividades 
Comerciales de Aragón.

o) La reincidencia en infracciones leves por la comisión de más de tres infracciones leves 
de la misma naturaleza en el término de un año, cuando así haya sido declarado por 
resolución administrativa firme.

Artículo 51.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) La comisión de cualquiera de las infracciones graves definidas en el artículo anterior 

cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:
– Que exista un grave riesgo para la salud o la seguridad de las personas, de los bienes 

o del medio ambiente.
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– Que haya supuesto una facturación superior a 500.000 euros.
b) La reincidencia por la comisión de más de una infracción grave de la misma 

naturaleza en el término de un año, cuando así haya sido declarado por resolución 
administrativa firme.

Artículo 52.  Personas responsables.
1. Serán personas responsables de las infracciones administrativas tipificadas en esta 

ley:
a) Las personas físicas o jurídicas titulares de la empresa, establecimiento o actividad 

comercial, que serán, salvo prueba en contra, aquEllas a cuyo nombre figure la licencia 
comercial, de actividad o licencia fiscal correspondiente.

b) Las personas físicas o jurídicas que, no disponiendo de la correspondiente licencia 
comercial, de actividad o licencia fiscal obligatoria, en cada caso, realicen la actividad o 
mantengan abiertos establecimientos comerciales.

c) Las personas físicas o jurídicas que, por acción u omisión, contravengan lo dispuesto 
en esta ley.

2. El titular de la empresa, establecimiento o actividad comercial será responsable 
subsidiario, a los efectos de esta ley, de las infracciones cometidas por el personal a su 
servicio, en el caso de haber procedido contra el supuesto responsable y no poder 
determinar su responsabilidad directa.

Sección 2.ª Sanciones

Artículo 53.  Sanciones.
1. Las sanciones por las infracciones a lo dispuesto en esta ley se impondrán atendiendo 

a criterios de proporcionalidad en relación con la gravedad del hecho constitutivo de la 
infracción, considerándose especialmente las circunstancias establecidas en los artículos 
siguientes.

2. En ningún caso podrá imponerse más de una sanción por los mismos hechos y en 
función de los mismos intereses públicos protegidos.

3. Las infracciones serán sancionadas con multas de acuerdo con la siguiente 
graduación:

a) Las infracciones leves, desde apercibimiento hasta 3.000 euros.
b) Las infracciones graves, desde 3.001 hasta 25.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, desde 25.001 hasta 600.000 euros.
4. De las sanciones impuestas por infracciones muy graves, una vez que sean firmes en 

vía administrativa, se dará publicidad en el «Boletín Oficial de Aragón», siendo los gastos de 
publicación a cargo del infractor.

Artículo 54.  Modificación en la graduación de las sanciones.
1. Cuando, a consecuencia de la infracción, se obtenga un beneficio económico superior 

a la multa, dicha sanción podrá elevarse hasta el doble del beneficio obtenido 
específicamente en la operación.

2. El órgano administrativo competente, en todo tipo de infracciones, podrá rebajar, en 
caso de que concurra la circunstancia prevista en el artículo 57.a), la sanción que 
corresponda hasta una cifra no inferior al 20 por 100 de su límite inferior. La aplicación de 
este apartado exigirá una especial motivación sobre la cualificación de la atenuante, que no 
haya habido perjuicio de tercero y la no infracción del principio de igualdad.

Artículo 55.  Medidas accesorias.
1. Las infracciones muy graves que supongan alto riesgo para la salud, la seguridad de 

los consumidores o el medio ambiente, grave perjuicio económico o tengan una importante 
repercusión social podrán ser sancionadas con el cierre temporal de la empresa o del 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 91  Ley de Comercio de Aragón

– 2092 –



establecimiento comercial o con la suspensión de la actividad donde se haya producido la 
infracción, por plazo no superior a un año. En el caso de producirse reincidencia, se podrá 
proceder a la clausura definitiva.

2. El órgano administrativo competente en las infracciones graves o muy graves podrá 
imponer, en su caso, además, una sanción accesoria, consistente en una cantidad 
equivalente a las subvenciones recibidas en materia de comercio durante los últimos dos 
años, para las infracciones graves, y hasta cuatro años para las muy graves, así como la 
pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones en materia de comercio, de acuerdo con 
los procedimientos establecidos en la legislación de subvenciones.

Artículo 56.  Especificaciones de infracciones o sanciones.
Reglamentariamente podrán introducirse especificaciones o graduaciones al cuadro de 

infracciones o sanciones previstas en esta ley que, sin constituir nuevas infracciones o 
sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las tipificadas en esta ley, permitan una mejor 
identificación del tipo de la infracción o mayor precisión de la sanción que corresponda 
imponer.

Artículo 57.  Determinación de las sanciones.
Para la determinación de la cuantía de las sanciones correspondientes, se tendrán en 

cuenta las siguientes circunstancias:
a) La reparación de los efectos derivados de la infracción, siempre que no se hayan 

derivado perjuicios a terceros.
b) La cuantía del beneficio ilícito obtenido, en su caso.
c) La trascendencia social de la conducta infractora, la gravedad de los efectos 

socioeconómicos ocasionados, su incidencia en el mercado y el número de personas 
afectadas, en su caso.

d) El plazo de tiempo durante el cual se haya venido cometiendo la infracción.
e) El grado de intencionalidad o negligencia en la comisión de la infracción y la 

reiteración en la misma.
f) La reincidencia, salvo en los casos en los que tal circunstancia forme parte de la 

descripción del tipo de infracción.
g) La capacidad económica del infractor o el volumen de facturación de la empresa, 

establecimiento o actividad comercial.

Artículo 58.  Multas coercitivas.
1. El órgano sancionador podrá imponer multas coercitivas, como medio para lograr el 

restablecimiento de la legalidad.
2. En el supuesto de infracciones leves y graves, las cuantías que se hayan establecido 

en aplicación del artículo 53.3 se podrán incrementar en un 10 por 100 por cada día que 
pase sin que el infractor atienda al cese de la actuación que dio lugar a la imposición de la 
sanción. En el supuesto de infracciones muy graves, dicho incremento será del 20 por 100.

3. Estas multas podrán imponerse de forma sucesiva y reiterada, por lapsos de tiempo 
que sean suficientes para cumplir lo ordenado.

Sección 3.ª Procedimiento sancionador

Artículo 59.  Disposiciones generales.
1. Será órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador el Director del 

Servicio Provincial competente en materia de comercio en el lugar de producción de los 
hechos, siendo el personal de dicho Servicio el que llevará a cabo su instrucción.

2. Serán autoridades competentes para la imposición de sanciones en materia de 
comercio:

a) El Director del Servicio Provincial, en las sanciones leves.
b) El Director General competente, en las sanciones graves.
c) El Consejero competente, en las sanciones muy graves.
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3. El plazo para resolver el procedimiento sancionador será de un año, a contar desde la 
fecha de su iniciación. Caducado un procedimiento, se declarará la caducidad de las 
actuaciones. En caso de que la infracción no hubiese prescrito, deberá iniciarse un nuevo 
procedimiento sancionador, pudiendo incorporarse al mismo los elementos probatorios y 
otros actos de instrucción válidamente realizados durante la tramitación del procedimiento 
caducado.

Artículo 60.  Prescripción de las infracciones y sanciones.
1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta ley será de tres años 

para las muy graves, dos años para las graves y seis meses para las leves.
El cómputo del plazo de prescripción de la infracción se iniciará en la fecha en que se 

hubiera cometido la infracción o, si se trata de una actividad continuada, en la fecha de su 
cese. Se entenderá cometida la infracción cuando aparezcan signos externos que permitan 
conocer los hechos constitutivos de la misma.

2. El plazo de prescripción de las sanciones establecidas en esta ley será de tres años 
para las referidas a infracciones muy graves, dos para las graves y seis meses para las 
leves. El cómputo del plazo de prescripción de las sanciones se inicia al día siguiente de 
aquel en que la resolución sancionadora en vía administrativa sea firme.

Artículo 61.  Medidas cautelares.
1. Durante la tramitación del procedimiento, antes de su resolución, e incluso con 

anterioridad al inicio del mismo, sin perjuicio de la sanción que en su caso proceda, podrá el 
órgano administrativo competente ordenar la intervención o decomiso de aquellas 
mercancías con relación a las cuales, y de acuerdo con las diligencias practicadas, se 
presuma adulteración, falsificación, fraude, insuficiente identificación o que puedan suponer 
riesgo para las personas, los bienes o el medio ambiente. Los gastos que se deriven de las 
operaciones de intervención, depósito, decomiso, transporte y destrucción de la mercancía 
serán por cuenta del infractor.

2. En el supuesto de infracciones muy graves, cuando la conducta suponga alto riesgo 
para la salud o la seguridad de las personas o del medio ambiente, grave perjuicio 
económico o tengan una importante repercusión social, el órgano administrativo competente 
podrá ordenar el cierre temporal de la empresa o del establecimiento comercial o la 
suspensión de la actividad durante la tramitación del procedimiento, antes de su resolución, 
e incluso con anterioridad al inicio del mismo, sin perjuicio de la sanción que proceda.

Disposición adicional primera.  Términos genéricos.
Las menciones genéricas en masculino que aparecen en el articulado de la presente ley 

se entenderán referidas también a su correspondiente femenino.

Disposición adicional segunda.  Autorización ambiental integrada.
En caso de que la apertura de un establecimiento comercial requiera de autorización 

ambiental integrada y esta sustituya a la licencia ambiental de actividades clasificadas 
conforme a la normativa ambiental vigente, las menciones relativas a esta última licencia 
contenidas en esta ley deben entenderse realizadas a la autorización ambiental integrada.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio general.
Los procedimientos de autorizaciones iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de 

esta ley se tramitarán y resolverán por la normativa vigente en el momento de la 
presentación de la solicitud.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio del Registro de Actividades 
Comerciales de Aragón.

Hasta el momento que se regule el Registro de Actividades Comerciales de Aragón 
mediante Orden del Departamento competente en la materia, continuará en funcionamiento 
el Registro General de Empresarios de Comercio y Establecimientos Mercantiles de la 
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Comunidad Autónoma de Aragón, creado por Decreto 69/1990, de 8 de mayo, de la 
Diputación General de Aragón, en todo lo que no se oponga a lo establecido en esta ley.

Disposición transitoria tercera.  Plan General de Comercio.
Mientras no se apruebe el Plan General de Comercio previsto en esta ley, continuará en 

vigor el Plan General para el Equipamiento Comercial de Aragón y sus correspondientes 
revisiones, así como lo vigente en el Plan de Ordenación de los Equipamientos Comerciales 
en Gran Superficie de la Comunidad Autónoma de Aragón.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente ley.
2. En particular, quedan derogadas las normas siguientes:
a) Ley 9/1989, de 5 de octubre, de ordenación de la actividad comercial en Aragón.
b) Ley 4/2006, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de 

ordenación de la actividad comercial en Aragón.
c) Artículo 5 y disposiciones transitorias cuarta, quinta y sexta del Decreto-ley 1/2010, de 

27 de abril, del Gobierno de Aragón, de modificación de diversas leyes de la Comunidad 
Autónoma de Aragón para la transposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior.

d) Artículo 35 de la Ley 3/2012, de 8 de marzo, de Medidas Fiscales y Administrativas de 
la Comunidad Autónoma de Aragón.

e) Artículo primero del Decreto-ley 1/2013, de 9 de enero, del Gobierno de Aragón, por el 
que se modifican la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de ordenación de la actividad comercial en 
Aragón, y la Ley 7/2005, de 4 de octubre, de horarios comerciales y apertura de festivos.

Disposición final primera.  Regulación del Registro de Actividades Comerciales de Aragón.
La regulación del funcionamiento del Registro de Actividades Comerciales de Aragón se 

realizará por Orden del Departamento competente en la materia.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno de Aragón para dictar las disposiciones reglamentarias que 

requiera el desarrollo de esta ley.

Disposición final tercera.  Actualización.
Se autoriza al Gobierno de Aragón para actualizar el importe de las sanciones 

establecidas en esta ley, de acuerdo con el índice general de precios al consumo.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de 

Aragón».

INFORMACIÓN RELACIONADA

• Téngase en cuenta que el importe de las sanciones establecidas en esta ley se podrá 
actualizar por norma publicada únicamente en el "Boletín Oficial de Aragón", según se 
establece en la disposición final 3
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§ 92

Ley 7/2005, de 4 de octubre, de horarios comerciales y apertura de 
festivos

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 124, de 20 de octubre de 2005

«BOE» núm. 264, de 4 de noviembre de 2005
Última modificación: 15 de mayo de 2017

Referencia: BOE-A-2005-18179

En nombre del Rey y como Presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón, promulgo 
la presente Ley, aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín 
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 20.1 del Estatuto de Autonomía.

PREÁMBULO
El Estatuto de Autonomía, como norma institucional básica de Aragón, en su artículo 

35.1.19.ª reconoce a esta Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre comercio 
interior y defensa del consumidor y usuario, sin perjuicio de la política general de precios, de 
la libre circulación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la 
competencia.

El artículo 6 de la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial 
en Aragón, establece que las empresas fijarán libremente los días y el número de horas de 
actividad de los establecimientos comerciales de la Comunidad Autónoma. La aplicación de 
este principio de libertad, también estipulado por la legislación estatal en el artículo 2 de la 
Ley Orgánica 2/1996, de 15 de enero, complementaria de la Ordenación del Comercio 
Minorista, tenía un régimen transitorio de aplicación. Primero fue hasta el 1 de enero de 
2001, estipulando para determinados establecimientos un mínimo de ocho días festivos de 
apertura y setenta y dos horas semanales, límites que podían ampliar las distintas 
Comunidades Autónomas. Posteriormente, el artículo 43 del Real Decreto-Ley 6/2000, de 23 
de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de Bienes 
y Servicios, desplazó el régimen transitorio hasta el 1 de enero de 2005, incrementando 
gradualmente el número de festivos autorizados hasta doce días festivos y noventa horas 
semanales. Esta última medida fue objeto del recurso de inconstitucionalidad número 
5081/2000, interpuesto por el Gobierno de Aragón, al considerar que vulneraba el orden de 
competencias constitucional y estatutariamente establecido, y retirado tras la aprobación de 
la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales.

La citada Ley de Horarios Comerciales establece el horario global en días laborables en 
setenta y dos horas semanales, y en doce el número de domingos y festivos de apertura al 
año, permitiendo que las Comunidades Autónomas puedan variar al alza, en ambos casos, o 
reducir hasta ocho el número de domingos y festivos de apertura autorizados. En la 
Comunidad Autónoma de Aragón se parte de los límites establecidos en la norma estatal 
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como opción más adecuada a los cambiantes hábitos de los consumidores, que cada día 
reclaman horarios más amplios fuera de los laborales para poder efectuar sus compras. No 
obstante, la actual estructura comercial aragonesa está compuesta en gran mayoría por 
pequeñas empresas comerciales de carácter familiar y autónomos que, en muchos casos, 
presentan dificultad de recursos para cubrir extras de apertura.

No puede olvidarse que el comercio urbano de proximidad cumple una importante 
función social vertebrando nuestros municipios y constituyendo uno de los principales 
exponentes de nuestro estilo de vida y de nuestro modelo de ciudad mediterránea, así como 
también una función económica no menos importante en la creación de empleo autónomo y 
en la redistribución de la renta. Por ello, los poderes públicos han de adoptar las medidas de 
ordenación precisas para garantizar el equilibrio entre las diversas formas de comercio y 
evitar así un proceso de abandono de los centros urbanos y de alteración comercial.

En la tramitación se ha oído a las Cámaras de Comercio e Industria de Aragón, así como 
a las Confederaciones de Empresarios, las Federaciones y Asociaciones de Empresarios de 
Comercio, Asociaciones de Consumidores y Organizaciones Sindicales más representativas 
de los distintos intereses legítimos del sector.

La presente Ley, en desarrollo de lo dispuesto en la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de 
Horarios Comerciales, fija en ocho el número de domingos y festivos en los que los 
comercios podrán permanecer abiertos al público, facultando al Departamento competente 
en materia de comercio para incrementarlos según evolucione el sector comercial, oídos los 
distintos intereses legítimos del mismo.

En cuanto al régimen sancionador, se mantiene el previsto en la normativa vigente.
Por otra parte, la Ley prevé que los Ayuntamientos puedan acordar, por razones de 

orden público, y de manera singularizada, el cierre de establecimientos que vendan bebidas 
alcohólicas.

Se modifica el artículo 1 del Decreto 103/1996, de 11 de junio, del Gobierno de Aragón, 
por el que se establece la regulación de la venta en rebajas, permitiendo a determinados 
tipos de comercios fijar las fechas de inicio y fin de las mismas, manteniendo el resto de 
requisitos establecidos en la citada norma.

Artículo 1.  Horario global.
1. El horario global en que los establecimientos comerciales podrán desarrollar su 

actividad durante el conjunto de días laborables de la semana será de noventa horas, sin 
perjuicio de lo dispuesto para los establecimientos con régimen especial de horarios.

2. El horario global podrá ser ampliado por el Departamento competente en materia de 
comercio de forma motivada. La medida de ampliación podrá tomarse con carácter general 
para todo el comercio, o para sectores concretos, o para determinados establecimientos que 
reúnan circunstancias particulares por razón de su tamaño o situación geográfica, o 
cualquier otro factor que redunde en beneficio de la actividad comercial.

Para la ampliación del horario global, que se iniciará de oficio o a instancia de parte 
interesada, serán oídos el Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria 
y cada una de ellas individualmente, las Organizaciones Empresariales y las de 
Comerciantes, de Consumidores y Sindicatos más representativos de la Comunidad 
Autónoma, así como las que representen a las grandes empresas de distribución.

3. Dentro del límite máximo del horario global, cada comerciante establecerá libremente 
el horario de apertura y cierre, sin perjuicio de los derechos de los trabajadores, y 
respetando los derechos de los vecinos en cuanto a orden público y descanso nocturno.

4. Los días y horas de apertura y cierre de cada establecimiento comercial deberán 
exponerse de forma que sea visible desde el exterior, incluso cuando el establecimiento se 
encuentre cerrado, para público conocimiento e información.

Artículo 2.  Domingos y festivos.
1. El número de domingos y días festivos en que los comercios podrán permanecer 

abiertos al público será de diez, sin perjuicio de lo dispuesto para los establecimientos con 
régimen especial de horarios.

2. Las fechas correspondientes a los domingos y festivos de apertura autorizada serán 
determinadas anualmente por Orden del Consejero competente en materia de comercio, 
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atendiendo de forma prioritaria al atractivo comercial de dichos días para los consumidores, 
de acuerdo con los siguientes criterios:

a) La apertura en al menos un día festivo cuando se produzca la coincidencia de dos ó 
más días festivos continuados.

b) La apertura en los domingos y festivos correspondientes a los periodos de rebajas.
c) La apertura en los domingos y festivos de mayor afluencia turística en la Comunidad 

Autónoma de Aragón.
d) La apertura en los domingos y festivos en la campaña de Navidad.
3. El procedimiento para la determinación de dichas fechas se iniciará de oficio o a 

instancia de parte interesada. Para su determinación serán oídos el Consejo Aragonés de 
Cámaras Oficiales de Comercio e Industria, las organizaciones empresariales y las de 
comerciantes, de consumidores y organizaciones sindicales más representativas de la 
Comunidad Autónoma, así como las que representen a las grandes empresas de 
distribución. Una vez adoptada la Orden por el Consejero competente en materia de 
comercio, se publicará en el "Boletín Oficial de Aragón".

4. Mediante Orden, que será publicada en el "Boletín Oficial de Aragón", el Consejero 
competente en materia de comercio podrá aumentar, excepcionalmente y de forma 
motivada, el número de días de apertura en domingos y festivos previsto en el apartado 1.

5. El horario de apertura en domingos y festivos será libremente fijado por el 
comerciante.

6. Los Ayuntamientos podrán sustituir, del total de las fechas establecidas, un número de 
las mismas que anualmente establecerá el Departamento competente en materia de 
comercio, comunicándoselo y publicándolo con la suficiente antelación.

Artículo 3.  Establecimientos con régimen especial de horarios.
1. Las limitaciones a las que se refiere esta Ley no serán de aplicación en los siguientes 

casos:
a) Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 

pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristerías y plantas, así como 
los instalados en puntos fronterizos, en estaciones y medios de transporte.

b) Los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los anteriores que 
dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior a 300 metros 
cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución que no tengan 
la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente.

c) Las tiendas de conveniencia, entendiéndose por tales, aquellas que, con una 
superficie útil de exposición y venta al público no superior a 500 metros cuadrados, 
permanezcan abiertas al público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en 
forma similar, entre libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, música, 
videos, juguetes, regalos y artículos varios.

d) Los establecimientos ubicados en zonas de gran afluencia turística. Se considerarán 
zonas de gran afluencia turística, aquellas áreas coincidentes con la totalidad del municipio o 
parte del mismo en las que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

– Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencia 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

– Que haya sido declarado Patrimonio de la Humanidad o en el que se localice un bien 
inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico artístico.

– Que limiten o constituyan áreas de influencia de zonas fronterizas.
– Celebración de grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 

internacional.
– Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
– Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen.
La propuesta de declaración de zona de gran afluencia turística que efectúe el 

Ayuntamiento correspondiente deberá estar debidamente motivada y especificará de forma 
clara la zona incluida y el periodo o periodos del año a los que se circunscribe la propuesta, 
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aportándose la documentación e informes precisos sobre el cumplimiento de alguno de los 
criterios anteriores.

La propuesta presentada por el Ayuntamiento se aprobará o denegará mediante Orden 
del Consejero competente en materia de comercio, que se publicará en el "Boletín Oficial de 
Aragón". La superficie de la zona propuesta podrá ser modificada de forma razonada. En el 
supuesto de denegación de la propuesta, se deberá motivar de forma expresa la falta de 
concurrencia de las circunstancias antes expresadas para dicha declaración.

Si desaparecieran las circunstancias que motivaron la declaración de zona de gran 
afluencia turística, el Departamento competente en materia de comercio podrá proceder a la 
revocación de la misma, previa audiencia del Ayuntamiento del municipio afectado.

2. Las oficinas de farmacia, así como los estancos, se regirán por su normativa 
específica, aplicándose en su defecto las disposiciones de esta Ley.

Artículo 4.  Régimen sancionador.
El incumplimiento de lo dispuesto en la presente norma se sancionará según lo 

dispuesto en la legislación aplicable.

Disposición adicional única.  Competencias municipales.
Por razones de orden público y seguridad ciudadana, los Ayuntamientos podrán adoptar 

las medidas y procedimientos correspondientes para acordar el cierre, de manera 
singularizada y motivada, de establecimientos comerciales que vendan bebidas alcohólicas.

Disposición transitoria única.  Calendario para 2005.
1. Durante el cuarto trimestre de 2005 se autoriza la apertura de los siguientes domingos 

y festivos: 1 de noviembre, 4, 11 y 18 de diciembre, sin perjuicio de lo dispuesto para los 
establecimientos con régimen especial de horarios.

2. Los Ayuntamientos, para todo el comercio ubicado en su término municipal, podrán 
sustituir hasta dos de las fechas establecidas para 2005 cumpliendo los siguientes 
requisitos:

a) Comunicar a la Dirección General de Comercio y Artesanía las festividades cuya 
sustitución se propone en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de la presente Ley.

b) El Ayuntamiento correspondiente deberá hacer pública, en su caso, la sustitución de 
los días festivos.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Venta en períodos de rebajas.
1. Las ventas en rebajas realizadas por los comerciantes sólo podrán llevarse a cabo en 

dos temporadas anuales, una al principio del año y otra en el periodo estival. Por Orden del 
Departamento competente en materia de comercio se determinarán las fechas de inicio y fin 
de las rebajas.

2. Los establecimientos que dispongan de una superficie útil de exposición y venta al 
público inferior a 300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos 
de distribución que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa según la 
normativa vigente o que operen bajo el mismo nombre comercial de dichos grupos o 
empresas, tendrán libertad para determinar las fechas de inicio y fin de las rebajas 
respetando ambas temporadas de principio de año y de periodo estival.

Disposición final segunda.  Regulación del régimen sancionador.
En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Ley se establecerá 

un régimen sancionador en materia de horarios comerciales y apertura en domingos y 
festivos.
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Disposición final tercera.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno de Aragón para dictar las disposiciones reglamentarias 

necesarias en desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 

de Aragón.
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§ 93

Ley 1/2007, de 27 de febrero, de Actividades Feriales Oficiales de 
Aragón

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 34, de 21 de marzo de 2007
«BOE» núm. 140, de 12 de junio de 2007
Última modificación: 5 de mayo de 2010

Referencia: BOE-A-2007-11531

En nombre del Rey y como Presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón, promulgo 
la presente Ley, aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín 
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 20.1 del Estatuto de Autonomía.

PREÁMBULO
El Estatuto de Autonomía de Aragón atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia 

exclusiva en materia de ferias y mercados interiores. Por su parte, la Ley 9/1989, de 5 de 
octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial de Aragón, modificada por la Ley 13/1999, 
de 22 de diciembre, regula, en su título IV, las actividades feriales.

Las actividades feriales son manifestaciones comerciales cuyos principales objetivos 
son, por un lado, acercar la oferta y la demanda a través de la difusión de las diversas 
técnicas de producción y distribución y de la promoción de productos, y, por otro lado, 
procurar la participación de las empresas impulsando, con todo ello, el desarrollo económico 
sostenible de la zona.

Una de las líneas políticas prioritarias del Gobierno de Aragón se concreta en la 
promoción y difusión de los productos aragoneses, tanto en el ámbito nacional como en el 
internacional. El funcionamiento pleno del mercado interior europeo reclama la supresión de 
cualquier restricción de acceso a las ferias para los comerciantes procedentes de otros 
estados miembros, con el fin de garantizar la libre concurrencia y las libertades comunitarias 
de establecimiento y prestación de servicios. En este contexto, existen nuevas 
oportunidades para este tipo de manifestaciones comerciales.

La liberalización de mercados entre los distintos Estados miembros de la Unión Europea 
permite todo tipo de iniciativas organizadoras y expositoras de esta clase de manifestaciones 
comerciales. La nueva regulación tiene entre sus objetivos que las ferias cumplan de manera 
eficaz su función de mejora de la actividad económica y desarrollo productivo, garantizando 
la transparencia de la actividad comercial y favoreciendo el desarrollo de los intercambios 
comerciales. Para ello se hace preciso que la Administración de la Comunidad Autónoma 
posea un conocimiento detallado y actualizado de las actividades feriales que con carácter 
oficial se promuevan, de cara a potenciar su difusión y comercialización mediante el Registro 
Oficial de Actividades Feriales de Aragón, según la clasificación que propone la presente 
Ley.
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Además, se pretende, por un lado, conseguir la participación activa de los agentes del 
sector ferial a través de la Comisión de Actividades Feriales, y, por otro lado, dentro del 
marco de cooperación entre todas las Administraciones Públicas y teniendo presente que la 
legislación vigente en materia de régimen local, así como la Ley 10/1993, de 4 de noviembre, 
sobre Comarcalización de Aragón, y la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de 
Comarcalización, atribuyen a los ayuntamientos y a las comarcas competencias sobre ferias, 
aunar los esfuerzos destinados a apoyar a las ferias comerciales que cumplen una 
importante labor dinamizadora de la economía regional aragonesa y de impacto 
socioeconómico en su ámbito de influencia.

Asimismo, la presente Ley pretende conseguir una ordenación del sector ferial eficaz, 
racional, eficiente, equilibrada, sostenible y flexible, apoyando, para ello, al sector a nivel 
económico mediante ayudas necesarias para el desarrollo y progreso de las ferias 
comerciales en Aragón. La concesión de subvenciones no obstará para el establecimiento 
de un mecanismo público de seguimiento de la actividad de las ferias e instituciones feriales 
a través de auditorías internas y externas. Se trata de promover la calidad y la mejora 
continua en la celebración de los certámenes, de modo que las ferias alcancen un nivel 
óptimo de participación que las consolide como representativas de los sectores económicos 
a los que correspondan, en el ámbito regional, nacional o internacional, según su 
repercusión y alcance.

El Capítulo I se refiere a disposiciones de carácter general de las actividades feriales; en 
concreto, desarrolla el objeto y la clasificación de las actividades feriales. Bajo la 
denominación de «feria» se contienen multiplicidad de actos, a veces con pocas 
características comunes. Por ello, se ha adoptado la expresión «actividades feriales», con el 
ánimo de que sea comprensiva de todas aquellas actividades comerciales de duración 
limitada en las que diversos expositores presenten la oferta existente de un sector o de una 
pluralidad de sectores de un ámbito territorial.

Una vez fijado el concepto de «actividad ferial», la Ley define la feria, la exposición y la 
feria-mercado, a fin de unificar el vocabulario utilizado en la norma y clasificar las actividades 
feriales en el Registro a efectos informativos, dado que, de acuerdo con el Derecho 
comunitario, la clasificación no supone ninguna reserva exclusiva de nombre. Para 
diferenciar las categorías de feria y feria-mercado, se ha tenido en cuenta el público al que 
van dirigidas, ya sea profesional o no, respectivamente, así como la posibilidad de venta con 
retirada de mercancía en las segundas, salvo autorización expresa para las ferias y 
exposiciones. A fin de delimitar el alcance de la Ley, se inserta en la misma una lista de 
actividades expresamente excluidas de su ámbito. El rasgo principal que diferencia a una 
feria-mercado de un mercado, actividad excluida, es el hecho de que la venta directa con 
retirada de mercancía supone su finalidad esencial en el mercado, mientras que en la feria-
mercado es una característica secundaria. Se incluye también la tradicional división de las 
ferias en multisectoriales y monográficas.

El Capítulo II contiene la normativa sobre las ferias y exposiciones oficiales de Aragón: 
se establece la autorización previa de las actividades feriales oficiales. Esta autorización, 
común en Derecho comparado europeo y en un contexto de total libertad de actuación, 
obedece a la necesidad de garantizar que quien pretenda organizar una actividad ferial con 
carácter oficial lo haga con los medios técnicos y financieros adecuados para llevarla a cabo 
y afrontar las responsabilidades que se deriven de la misma. La autorización es el resultado 
de un procedimiento administrativo en cuya fase de instrucción la Ley establece la necesidad 
de solicitar el informe de la Comisión de Actividades Feriales, así como aquellos otros 
informes de los entes locales y de otras entidades, considerando que los entes de 
representación sectorial pueden aportar datos relevantes para la motivación de la resolución. 
Regula el concepto y requisitos que deben cumplirse para la obtención de la calificación de 
ferias oficiales de Aragón y, entre estas, de las denominadas «de interés preferente», como 
reconocimiento y distintivo que distingue las ferias que ejercen una mayor repercusión sobre 
la actividad productiva del territorio de su influencia y que acreditan su consolidación. 
Reglamentariamente, se regulará en detalle los requisitos que deben cumplir estas ferias y la 
documentación y datos a aportar en las solicitudes.

El Capítulo III regula los requisitos que deben reunir las entidades organizadoras de 
actividades feriales y sus obligaciones para organizar certámenes de carácter oficial, y, en 
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particular, los de las instituciones feriales, de las cuales se regulan sus obligaciones, 
patrimonio, órganos de gestión y dirección, y funciones básicas, todo ello relativo a su 
organización, funcionamiento y control por parte del Departamento competente en materia 
de ferias comerciales -en adelante, Departamento competente.

El Capítulo IV trata de las actuaciones de promoción, supervisión y control que 
corresponden al Gobierno de Aragón a través del Departamento competente.

El Capítulo V se refiere a la naturaleza, composición, funciones y régimen de 
funcionamiento de la Comisión de Actividades Feriales, como órgano consultivo ya creado 
por la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial en Aragón, en 
su artículo 22, modificada por Ley 13/1999, de 22 de diciembre.

El capítulo VI es el desarrollo del Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón, 
creado en el artículo 21 de la anteriormente citada Ley de Ordenación de la Actividad 
Comercial en Aragón, y se establece su estructura, contenido, causas de baja y publicidad.

El capítulo VII regula las infracciones y las sanciones aplicables en materia de 
actividades feriales reguladas en la Ley, así como las sanciones accesorias, las medidas 
provisionales y la prescripción.

Por último, la parte final de la Ley contiene siete disposiciones.
La disposición adicional primera establece la inscripción de oficio de las ferias 

comerciales inscritas en el Registro Oficial de Ferias de Aragón en el Registro Oficial de 
Actividades Feriales de Aragón que crea la Ley, y la segunda recoge, según se venía 
haciendo en la legislación específica aragonesa sobre ferias, el carácter de asociación de 
utilidad pública que, desde el año 1943, tiene atribuido la Feria de Zaragoza sobre la 
celebración de exposiciones y ferias de muestras en España y en el extranjero.

La disposición transitoria primera facilita el paso de la Ley 9/1989, de 5 de octubre, de 
Ordenación de la Actividad Comercial en Aragón, modificada por la Ley 13/1999, de 22 de 
diciembre, a esta nueva Ley, y fija un período razonable para que las instituciones feriales 
puedan adaptarse a los requisitos de esta nueva norma, según lo dispuesto en su Capítulo 
II. La disposición transitoria segunda indica que los procedimientos de autorización y 
calificación de actividad ferial, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
Ley, se continuarán según lo establecido en esta.

La disposición derogatoria contiene la derogación de la legislación aragonesa vigente en 
materia de ferias hasta la promulgación de la presente Ley, es decir, el Título IV de la Ley 
9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial en Aragón, modificada por 
la Ley 13/1999, de 22 de diciembre, el Decreto 103/1986, de 22 de octubre, de la Diputación 
General de Aragón, sobre Ferias Comerciales, y el Decreto 70/1991, de 4 de abril, de la 
Diputación General de Aragón, sobre Ferias Comerciales y cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en la propia Ley.

La disposición final primera habilita para el desarrollo reglamentario de la Ley. La 
disposición final segunda regula la eficacia temporal de la Ley, y fija su entrada en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

CAPÍTULO I
Objeto y clasificación

Artículo 1.  Objeto.
1. El objeto de la presente Ley es la ordenación, la regulación y la promoción de las 

actividades feriales que, con carácter oficial, se desarrollan en la Comunidad Autónoma de 
Aragón, así como de las entidades organizadoras de las mismas que desarrollen su 
actividad en el citado ámbito territorial.

Se consideran actividades feriales las manifestaciones comerciales que tienen por objeto 
la exposición de bienes o la oferta de servicios para favorecer su conocimiento y difusión, 
promover contactos e intercambios comerciales, lograr mayor transparencia en el mercado y 
acercar la oferta de las distintas ramas de la actividad económica a la demanda, si reúnen 
las siguientes características:

a) Tener una duración limitada en el tiempo.
b) Reunir a una pluralidad de expositores.
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2. Se excluyen expresamente del ámbito de aplicación de la presente Ley:
a) Las exposiciones internacionales, que se rigen por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
b) Las exposiciones dedicadas a los productos de la cultura, la educación, la ciencia, el 

arte, el civismo y los servicios sociales, salvo que se dirijan principalmente al público 
profesional.

c) Las actividades promocionales de cualquier tipo organizadas por los establecimientos 
comerciales.

d) Los mercados cuya actividad exclusiva o fundamental sea la venta directa con retirada 
de mercancía, aunque reciban la denominación tradicional de feria.

3. En cualquier caso, los certámenes ganaderos están sometidos a la legislación 
específica sobre ganadería y sanidad animal.

4. Las ferias en las que se exhiban productos alimentarios están sometidas a la 
legislación sobre seguridad y sanidad alimentaria.

Artículo 2.  Clasificación de las Actividades Feriales.
1. Se considera feria, a efectos de la presente Ley, la actividad ferial de carácter 

periódico que se dirige principalmente al público profesional sin que pueda realizarse la 
venta directa con retirada de mercancía, salvo en casos especiales en que exista 
comunicación previa efectuada al Departamento competente en materia de ferias. El 
procedimiento de comunicación previa de la venta directa se regulará por Orden del 
Consejero competente en materia de ferias.

2. Se considera exposición o muestra, a efectos de la presente Ley, la actividad ferial que 
no tiene una periodicidad establecida, dirigida principalmente al público profesional, en la 
que no puede realizarse venta directa de lo expuesto con retirada de mercancía, salvo en 
casos especiales en que exista comunicación previa efectuada al Departamento competente 
en materia de ferias. El procedimiento de comunicación previa de la venta directa se regulará 
por Orden del Consejero competente en materia de ferias.

3. Se considera feria-mercado, a efectos de la presente Ley, la actividad ferial de 
carácter periódico en la que se admite la venta directa con retirada de mercancía y que se 
dirige al público en general.

4. Las actividades feriales se clasifican en multisectoriales, si la oferta exhibida es 
representativa de bienes y servicios pertenecientes a varias ramas y sectores de la actividad 
económica, y sectoriales o monográficas, que son aquellas que se circunscriben a 
determinados bienes o servicios de un único sector.

CAPÍTULO II
Ferias y exposiciones oficiales de Aragón

Sección primera. Ferias y exposiciones oficiales de Aragón

Artículo 3.  Autorización de las actividades feriales oficiales.
(Sin contenido)

Artículo 4.  Requisitos para autorización de las actividades feriales.
(Sin contenido)

Artículo 5.  Calificación de las Actividades Feriales Oficiales.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, podrá otorgar la calificación 

de Feria o Exposición Oficial de Aragón e inscribirla en el Registro Oficial de Actividades 
Feriales de Aragón, a aquellas actividades feriales que reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar organizada por una institución ferial o entidad reconocida como entidad 
organizadora de actividades feriales oficiales.
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b) Tener como principal objetivo la promoción comercial de los expositores profesionales 
en relación con la actividad económica del territorio en el que se celebra el certamen.

c) Dirigirse a un ámbito territorial mínimo de influencia supracomarcal.
d) Realizarse en instalaciones permanentes adecuadas para el desarrollo de la actividad 

ferial.
e) Poseer un reglamento de participación de los expositores que regule la admisión, 

exclusión y sanción de los expositores, el orden de prioridad para atender las distintas 
solicitudes de participación, los derechos y obligaciones de los expositores así como la 
regulación de un órgano arbitral, el cual decidirá, con carácter dirimente, todas aquellas 
cuestiones que se susciten entre los participantes.

2. La calificación y correspondiente inscripción en el registro, de Feria o Exposición 
Oficial de Aragón, se otorgará por Orden del Consejero competente en materia de ferias, y 
podrá ser revocada por incumplimiento de alguno de los requisitos necesarios para su 
obtención.

3. El procedimiento de concesión de la calificación y su inscripción en el registro se 
regulará por Orden del Consejero competente en materia de ferias.

Artículo 6.  Reglamento de participación.
El reglamento de participación que debe poseer toda feria o exposición oficial contendrá 

como mínimo:
a) Los criterios que establezcan un orden de prioridad para atender las distintas 

solicitudes de participación.
b) Las reglas relativas a los procedimientos de admisión, exclusión y sanción de los 

expositores.
c) Los derechos y las obligaciones de los expositores.
d) La regulación de un órgano arbitral, el cual decidirá, con carácter dirimente, todas 

aquellas cuestiones que se susciten entre los participantes o entre estos y la entidad 
organizadora, de acuerdo con el procedimiento que se establezca por reglamento.

e) La relación de infracciones a las disposiciones contenidas en el Reglamento de 
participación, las sanciones establecidas para tal fin, así como el órgano competente y el 
procedimiento para imponerlas.

Artículo 7.  Calendario.
El Gobierno de Aragón hará público anualmente el calendario anual de ferias y 

exposiciones oficiales de Aragón.

Sección segunda. Ferias y exposiciones oficiales de interés preferente

Artículo 8.  Calificación de las Actividades Feriales Oficiales de Interés Preferente.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón podrá otorgar la calificación 

de feria o exposición oficial de interés preferente de Aragón e inscribirlas como tales en el 
Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón, a aquellas actividades feriales ya 
reconocidas como oficiales y que además, reúnan los siguientes requisitos:

a) Realizarse en recintos feriales permanentes, entendiendo como tales, los locales 
edificados y las construcciones e instalaciones fijas permanentes, cubiertas o sin cubrir, 
exteriores o interiores a una edificación, dotados de los servicios necesarios, en los que se 
desarrolle profesionalmente una actividad ferial.

b) Tener un ámbito territorial de influencia igual o superior al territorio de Aragón.
c) Haber adoptado un procedimiento de seguimiento y auditoría y disponer de 

reglamentos y normativa por los que se vaya a regir la correspondiente feria.
d) Haberse celebrado como mínimo tres ediciones consecutivas que acrediten la 

consolidación de la feria o exposición.
2. La calificación y correspondiente inscripción en el registro, de Feria o Exposición 

Oficial de Interés Preferente de Aragón, se otorgará por Orden del Consejero competente en 
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materia de ferias, y podrá ser revocada por incumplimiento de alguno de los requisitos 
necesarios para su obtención.

3. El procedimiento de concesión de la calificación y su inscripción en el registro se 
regulará por Orden del Consejero competente en materia de ferias.

CAPÍTULO III
Entidades organizadoras de ferias y exposiciones oficiales

Artículo 9.  Instituciones feriales.
Las instituciones feriales son entidades con personalidad jurídica propia, sin ánimo de 

lucro y constituidas legalmente, cuyo objeto específico es la organización y promoción de 
ferias y exposiciones oficiales. Se regirán por sus estatutos, previamente aprobados por el 
Departamento competente y por lo dispuesto en la normativa vigente.

Artículo 10.  Capacidad y patrimonio de las instituciones feriales.
Las instituciones feriales, para el cumplimiento de sus tareas específicas, tienen plena 

capacidad y patrimonio propio, cuyo rendimiento se destinará íntegramente a los fines 
previstos en sus estatutos.

Artículo 11.  Órganos de las instituciones feriales.
En cada institución ferial se constituirá un órgano superior de dirección u órgano de 

gobierno, y podrá existir otro órgano de administración y gestión, que asumirá las funciones 
relativas a su explotación.

El órgano de gobierno podrá tomar la forma de junta de partícipes o junta rectora, y el 
órgano de administración y gestión, en su caso, la de comité ejecutivo.

En ambos casos, cada miembro tendrá una intervención decisoria en dichos órganos 
proporcional a su aportación económica o patrimonial, debiendo concretarse en los estatutos 
los respectivos porcentajes, todo ello sin perjuicio de la obligada representación que, con 
independencia de cualquier aportación patrimonial, han de tener el Gobierno de Aragón, el 
municipio y la Cámara de Comercio e Industria correspondiente.

Artículo 12.  Otras entidades organizadoras de ferias y exposiciones oficiales.
Se considerará como tales a aquellas personas jurídicas de carácter público o privado 

que, sin tener la consideración de instituciones feriales, tengan como objeto, en todo o en 
parte, la organización de ferias comerciales y cumplan los requisitos establecidos en la 
presente Ley para la organización y realización de actividades feriales de carácter oficial.

Artículo 13.  Obligaciones de todas las entidades organizadoras de ferias y exposiciones 
oficiales.

1. Las entidades organizadoras de ferias y exposiciones, que podrán ser instituciones 
feriales o personas jurídicas públicas o privadas, estarán sujetas al cumplimiento de las 
siguientes obligaciones:

a) Solicitar y obtener la calificación de ferias y exposiciones oficiales y de interés 
preferente de las actividades feriales que correspondan.

b) Realizar la actividad ferial en las condiciones que la resolución de calificación haya 
señalado.

c) Presentar en el Departamento competente en materia de ferias, antes del día 30 de 
junio del año anterior la relación y fechas de los certámenes a celebrar durante el año 
siguiente, para su publicación en el Calendario Anual de Ferias y Exposiciones Oficiales de 
Aragón.

d) Llevar el control presupuestario y la contabilidad de la entidad, así como de cada 
certamen que se organice.

e) Cumplir las prescripciones establecidas en esta Ley, sin perjuicio de aquellas otras 
exigidas por su normativa específica.
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f) Garantizar el mantenimiento del orden público dentro del recinto ferial, con especial 
atención a la seguridad de las personas, medio ambiente, productos e instalaciones, sin 
perjuicio de las competencias que la Ley otorga a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado.

g) Suscribir un seguro de responsabilidad civil que cubra cualquier daño a las personas o 
a los bienes durante la celebración de la actividad ferial.

2. Celebrada la actividad ferial calificada, las entidades organizadoras deberán presentar 
en el plazo máximo de dos meses ante el Departamento competente en materia de 
comercio, una memoria descriptiva del desarrollo de la citada actividad, que permita una 
valoración de sus resultados económicos y la repercusión sobre la actividad productiva y 
social de la zona de influencia.

Artículo 14.  Control económico y memoria.
Los organizadores de ferias y exposiciones oficiales someterán su gestión en la 

organización de actividades feriales al control de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, mediante la presentación anual de sus presupuestos y de las 
correspondientes liquidaciones. Asimismo, presentarán anualmente la memoria de sus 
actividades feriales, que incluirá las estadísticas de visitantes y de expositores.

Artículo 15.  Comités organizadores.
1. Las entidades organizadoras podrán designar comités organizadores para cada una 

de las diversas manifestaciones feriales que realicen. Estos comités no tendrán personalidad 
jurídica propia y su composición y constitución serán las que en cada caso determinen las 
entidades organizadoras o sus reglamentos.

2. Corresponden a los comités organizadores las funciones que se les hayan asignado 
por la entidad organizadora, especialmente en lo relativo a la promoción y programación del 
certamen correspondiente, la determinación de objetivos, la política general, el calendario de 
celebración, la supervisión y control de cada actividad ferial, así como el desarrollo de las 
funciones consultivas y de asesoramiento para los fines y actividades de la manifestación 
ferial.

CAPÍTULO IV
Promoción, supervisión y control de las actividades feriales

Artículo 16.  Promoción.
1. El Gobierno de Aragón promoverá las actividades feriales, mediante líneas de ayudas 

y subvenciones con cargo a sus presupuestos, sin perjuicio de aquellas competencias que 
en la materia correspondan a las comarcas.

2. Podrán ser beneficiarias de subvenciones y ayudas para el fomento de actividades 
feriales las instituciones feriales y entidades organizadoras que se hallen inscritas en el 
Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón y reúnan los requisitos establecidos en la 
presente Ley y en su desarrollo reglamentario.

Artículo 17.  Supervisión y control.
Las entidades organizadoras de actividades feriales que reciban fondos públicos estarán 

sometidas a la intervención y control del Departamento competente, en particular en cuanto 
se refiera a su gestión económica y financiera. Dicho control podrá efectuarse de forma 
directa por la Administración o bien mediante la realización de auditorías externas.

CAPÍTULO V
Consejo de Actividades Feriales de Aragón
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Artículo 18.  Consejo de Actividades Feriales de Aragón.
1. El Consejo de Actividades Feriales de Aragón es el órgano representativo, colegiado, 

consultivo y de participación en materia de ferias comerciales.
2. El Consejo tendrá como fines estimular el consenso y la unidad de acción en materia 

de ferias comerciales y la coordinación de los intereses públicos y privados que confluyen en 
la misma.

3. En su composición estarán representadas las asociaciones feriales más 
representativas, los principales agentes económicos y sociales y los profesionales y agentes 
del sector ferial de Aragón y los Departamentos con competencias conexas o relacionadas 
en la materia.

4. El Consejo de Actividades Feriales de Aragón se adscribe sin dependencia jerárquica 
al Departamento competente, y será presidido por su titular, a quien corresponderá el 
nombramiento de sus miembros, a propuesta de los órganos directivos de cada uno de los 
sectores representados o de las Administraciones implicadas. El Consejo podrá funcionar en 
Pleno o en Comisión Permanente, y se podrán crear comisiones especializadas.

5. Se atribuirán al Consejo de Actividades Feriales funciones especializadas de carácter 
consultivo y de asesoramiento en relación con la política en materia de ferias de la 
Comunidad Autónoma de Aragón, en particular sobre coordinación administrativa, 
participación de los agentes económicos y sociales, elaboración de disposiciones generales, 
planes y programas en la materia, y emisión de informes a petición del Gobierno de Aragón 
o del Departamento competente en materia de ferias.

6. Reglamentariamente se determinarán su composición, su organización, su régimen de 
funcionamiento y sus funciones.

Artículos 19 a 22.  
(Sin contenido)

CAPÍTULO VI
Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón

Artículo 23.  Carácter, finalidad y estructura:.
1. En el Departamento competente en materia de ferias, existirá un Registro Oficial de 

Actividades Feriales de Aragón. El Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón se 
configura como un Registro de carácter público y naturaleza administrativa, en el que 
deberán inscribirse las personas jurídicas que organicen actividades feriales oficiales en la 
Comunidad Autónoma de Aragón así como las actividades oficiales o actividades oficiales de 
interés preferente calificadas como tales, según lo establecido en los artículos 5 y 8 de la 
presente Ley.

2. El Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón tiene como finalidad:
a) Disponer de un censo actualizado sobre las entidades organizadoras de actividades 

feriales de carácter oficial o de interés preferente, así como de las propias actividades 
feriales mencionadas, con fines estadísticos así como de dar la publicidad precisa a efectos 
de la protección y defensa de los consumidores.

b) Disponer de la información básica sobre la actividad ferial y su distribución territorial 
necesaria para el ejercicio de las competencias atribuidas a las Administraciones Públicas.

3. Estructura:
a) El Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón estará compuesto por el Libro 

General de Entidades Organizadoras y el Libro General de Actividades Feriales de Aragón.
b) En el Libro General de Entidades Organizadoras se inscribirán las instituciones 

feriales y sus estatutos y las modificaciones de éstos, así como las demás entidades 
organizadoras de actividades feriales oficiales.

c) En el Libro General de Actividades Feriales se inscribirán, con carácter general, las 
ferias y exposiciones oficiales clasificadas con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley.
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Artículo 24.  Inscripciones y su variación.
1. El Registro Oficial de Actividades Feriales deberá contener, en sus correspondientes 

libros, los siguientes datos:
Uno.-De las entidades organizadoras:
a) Nombre de la entidad.
b) Miembros que la componen o sus representantes y, en su caso, la composición del 

órgano de gobierno y de dirección.
c) Objeto social.
d) Domicilio y localidad.
e) Somera descripción de las instalaciones y servicios del recinto ferial y título jurídico en 

que se funda su disponibilidad.
Dos.-De los estatutos de las instituciones feriales y sus modificaciones, la fecha de su 

aprobación por el Departamento competente.
Tres.-De las actividades feriales:
a) Denominación y carácter de oficial o de interés preferente en su caso.
b) Fecha de celebración.
c) Entidad organizadora.
d) Clasificación, con especificación del sector o rama de actividad cuando proceda.
e) Lugar o localidad de celebración.
f) Comité organizador.
g) Reglamento de participación de la actividad ferial.
h) Somera descripción de las instalaciones y servicios del recinto ferial.
El procedimiento de inscripción, documentación y contenido de las solicitudes para 

tramitar la inscripción en el Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón se regulará 
mediante orden del Consejero competente en materia de ferias.

2. Las entidades organizadoras estarán obligadas a comunicar a la Dirección General 
competente cualquier variación de los datos recogidos en el Registro Oficial de Actividades 
Feriales de Aragón, a los efectos de practicar los oportunos asientos.

Artículo 25.  Baja en el Registro.
1. Las entidades organizadoras causarán baja en el Registro Oficial de Actividades 

Feriales de Aragón en los siguientes supuestos:
a) Incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley o en su desarrollo 

normativo.
b) Disolución en los términos establecidos en sus normas estatutarias o en la legislación 

mercantil vigente.
2. Las actividades feriales causarán baja en el Registro en los siguientes supuestos:
a) Incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley y disposiciones 

que la desarrollen.
b) Solicitud expresa de las entidades organizadoras.
3. La baja de las entidades organizadoras o de las actividades feriales en el Registro 

Oficial de Actividades Feriales de Aragón requerirá la tramitación del oportuno expediente 
administrativo con arreglo a la legislación en materia de procedimiento administrativo común.

Artículo 26.  Publicidad registral.
Los datos que figuren en el Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón tienen 

carácter público. En todo caso se observará la legislación aplicable sobre protección de los 
datos de carácter personal. No obstante, a los datos de carácter personal solo tendrán 
acceso, además de los titulares, los terceros que acrediten un interés legítimo y directo.
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CAPÍTULO VII
Régimen sancionador

Artículo 27.  Infracciones.
Constituyen infracciones administrativas en las materias reguladas por esta Ley las 

acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en los 
artículos siguientes, y sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden 
en que pudieran incurrir sus autores.

Las infracciones tipificadas en la presente Ley darán lugar a la incoación del 
correspondiente expediente sancionador.

Artículo 28.  Clasificación de las infracciones.
Las infracciones tipificadas por la presente Ley se clasifican en leves, graves o muy 

graves.
1. Se consideran infracciones leves:
a) La venta directa con retirada de mercancía del recinto ferial sin comunicación previa 

en las ferias y exposiciones oficiales.
b) El incumplimiento de deberes formales establecidos por norma con rango de ley, que 

no comporten ningún tipo de perjuicio de carácter económico y no puedan ser calificadas 
como graves o muy graves.

2. Se consideran infracciones graves:
a) El uso indebido de las clasificaciones otorgadas según el artículo 2 de esta Ley.
b) El incumplimiento de las condiciones establecidas en la calificación.
c) La no comunicación del cambio de datos de la actividad ferial, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 24.2 de la presente Ley.
d) La inobservancia de las normas de funcionamiento de las instituciones feriales.
e) Las conductas que supongan irregularidades formales o materiales, establecidas por 

norma con rango de ley que causen perjuicios de carácter económico y no puedan ser 
calificadas como muy graves.

f) La reincidencia, declarada firme por resolución en vía administrativa, en la comisión de 
infracciones consideradas leves en los dos últimos años.

3. Se consideran infracciones muy graves:
a) La celebración de actividades feriales con atribución del carácter de oficiales o de 

interés preferente sin estar debidamente calificadas como tales.
b) La no realización de una feria o exposición oficial calificada salvo que concurran 

circunstancias especiales debidamente justificadas.
c) Las conductas tipificadas en norma con rango de ley, de las que se deriven 

alteraciones del orden público o un perjuicio notorio para el interés general.
d) La reincidencia, declarada firme por resolución en vía administrativa, en la comisión 

de infracciones consideradas graves en los últimos dos años.

Artículo 29.  Sanciones.
Las infracciones tipificadas por la presente Ley serán sancionadas:
a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa de hasta 3.000,00 euros.
b) Las infracciones graves, con una multa de entre 3.000,01 euros y 60.000,00 euros.
c) Las infracciones muy graves, con una multa de entre 60.000,01 euros y 150.000,00 

euros.
La cuantía de las sanciones establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada 

periódicamente por el Gobierno de Aragón, a propuesta del Consejero competente en 
materia de ferias comerciales, teniendo en cuenta la variación de los índices de precio al 
consumo.

2. La cuantía de la sanción se gradúa teniendo en cuenta las siguientes circunstancias:
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a) La intencionalidad.
b) El número de afectados.
c) La gravedad de los efectos.
d) La subsanación de la infracción cometida.
e) La reincidencia.

Artículo 30.  Sanciones accesorias.
Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo 29, se podrán imponer las 

siguientes sanciones accesorias:
a) En las infracciones leves, la cancelación total o parcial de las ayudas y subvenciones 

que hayan solicitado u obtenido por razón de la actividad ferial, la devolución de las 
cantidades recibidas en su caso y, ser excluidas del acceso a esas ayudas por el período 
máximo de un año.

b) En las infracciones graves, la revocación de la calificación de actividad ferial oficial o 
de interés preferente, la anulación de la inscripción registral y exclusión del Calendario de 
Actividades Feriales Oficiales de Aragón por un período no inferior a un año ni superior a 
tres, así como la cancelación, total o parcial, de las subvenciones y ayudas que hayan 
solicitado u obtenido de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Aragón por 
razón de la actividad ferial, la devolución de las cantidades recibidas en su caso y ser 
excluidas del acceso a esas ayudas por el período máximo de dos años.

c) En las infracciones muy graves, la revocación de la calificación de actividad ferial 
oficial o de interés preferente, la anulación de la inscripción registral y exclusión del 
Calendario de Actividades Feriales Oficiales de Aragón, por un período no inferior a tres 
años ni superior a cinco, así como la cancelación, total o parcial, de las subvenciones y 
ayudas que hayan solicitado u obtenido de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de Aragón por razón de la actividad ferial, devolver las cantidades percibidas en 
su caso y, ser excluidas del acceso a esas subvenciones y ayudas por el período máximo de 
tres años.

Artículo 31.  Medidas provisionales.
Podrá acordarse la clausura de establecimientos, instalaciones o servicios que no 

dispongan de las preceptivas autorizaciones, o suspender su funcionamiento hasta que se 
rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos por razones de seguridad, sin 
perjuicio de las competencias que en la materia tienen atribuidas las comarcas.

Artículo 32.  Potestad sancionadora.
La potestad sancionadora corresponde a la Administración de la Comunidad Autónoma 

de Aragón. Corresponde al Gobierno de Aragón imponer las sanciones por infracciones muy 
graves y sus accesorias. Al Consejero competente en materia de ferias comerciales, 
sancionar las infracciones graves y sus accesorias. Y al Director General que tenga 
atribuidas las competencias en materia de ferias comerciales, las leves y sus accesorias. 
Todo ello sin perjuicio de las competencias que en materia de ferias en su ámbito territorial 
tienen atribuidas las comarcas.

Artículo 33.  Sujetos responsables.
Se consideran sujetos responsables quienes por acción u omisión hubieren participado 

en la comisión de las infracciones.

Artículo 34.  Prescripción.
1. En relación con las infracciones y sanciones reguladas en la presente Ley, prescribirán 

a los tres años las muy graves, a los dos años las graves y al año las leves.
2. El cómputo del plazo de prescripción de la infracción se inicia en la fecha en que se 

haya cometido o, si se trata de una actividad continuada, en la fecha en que termine. El 
cómputo del plazo de prescripción de las sanciones se inicia al día siguiente de aquel en que 
la resolución sancionadora sea firme.
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Disposición adicional primera.  
Las instituciones feriales y demás entidades organizadoras, así como los certámenes 

feriales inscritos en el Registro Oficial de Actividades Feriales de Aragón al amparo de la Ley 
9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial en Aragón, modificada por 
la Ley 13/1999, de 22 de diciembre, serán inscritos de oficio en el Registro Oficial de 
Actividades Feriales de Aragón establecido en la presente Ley, siempre que cumplan lo 
establecido en ella.

Disposición adicional segunda.  
Lo dispuesto en la presente Ley se entenderá sin perjuicio del carácter de asociación de 

utilidad pública que, desde el año 1943, ostenta la Feria de Zaragoza sobre la celebración de 
exposiciones y ferias de muestras en España y en el extranjero.

Disposición transitoria primera.  
Las instituciones feriales y demás entidades organizadoras inscritas en el Registro Oficial 

de Actividades Feriales de Aragón conforme a la legislación anterior deberán adaptarse a lo 
exigido a la presente Ley en el plazo de un año. De no ser así, causarán baja en dicho 
Registro Oficial.

Disposición transitoria segunda.  
Los procedimientos de autorización y calificación de actividad ferial iniciados con 

anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se continuarán según lo establecido en 
esta.

Disposición derogatoria única.  
Se deroga el Título IV de la Ley 13/1999, de 22 de diciembre, de modificación de la Ley 

9/1989, de 5 de octubre, de Ordenación de la Actividad Comercial en Aragón, y otras 
disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera.  
Se habilita al Gobierno de Aragón para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo de esta Ley, sin perjuicio de las competencias que en la misma son 
expresamente atribuidas al Consejero competente en materia de ferias comerciales.

Disposición final segunda.  
La Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de 

Aragón.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 93  Ley de Actividades Feriales Oficiales de Aragón

– 2112 –



§ 94

Ley 1/1989, de 24 de febrero, de Artesanía de Aragón

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 23, de 3 de marzo de 1989

«BOE» núm. 64, de 16 de marzo de 1989
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1989-6155

En nombre del Rey y como Presidente de la Comunidad Autónoma, promulgo la 
presente Ley aprobada por las Cortes de Aragón y ordeno que se publique, todo ello, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 21 del Estatuto de Autonomía.

PREÁMBULO
La presente Ley pretende regular y favorecer las manifestaciones artesanales en la 

Comunidad Autónoma de Aragón, estimulando su mantenimiento, propiciando el 
autoempleo, vinculando, en su caso, artesanía y turismo y procurando que sirvan al tiempo 
para alentar los recursos socioeconómicos, tantas veces escasos, de nuestro medio rural.

El texto dispositivo se ocupa de definir el objeto de la Ley y los conceptos básicos de 
artesanía, artesano y empresa; atribuye la competencia administrativa al Departamento de 
Industria, Comercio y Turismo y crea un Consejo de Artesanía como punto de enlace entre la 
Administración autónoma y aquel sector profesional, con el fin de propiciar la colaboración 
necesaria para que esta Ley encuentre debido cumplimiento.

También se prevé un Registro General de Artesanía, que será único y público para toda 
la Comunidad; ese Registro permitirá conocer con exactitud la dimensión de este recurso 
social y calcular con mesura el alcance de la acción administrativa, de manera que el 
esfuerzo de la Administración autónoma ampare a los profesionales del ramo.

El régimen de protección está concebido con la generalidad y el realismo suficientes 
para que la Ley no sea un instrumento rígido o impracticable. En definitiva, se trata del 
primer y fundamental paso en la materia y al que deben seguir otros, como debe ser el de 
lograr una participación decidida del sector artesano.

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
Esta Ley tiene por objeto:
a) Ayudar a la modernización y reestructuración de las actividades artesanas, mejorando 

sus condiciones de rentabilidad, gestión y competitividad en el mercado, velando al mismo 
tiempo por la calidad de su producción y eliminando los obstáculos que puedan oponerse a 
su desarrollo en la Comunidad Autónoma de Aragón.

b) Colaborar a la creación de los cauces de comercialización necesarios para lograr que, 
además de ser la actividad artesana socialmente deseable, sea económicamente rentable.
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c) Recuperar manifestaciones artesanales propias de Aragón y procurar la continuidad 
de las existentes.

d) Fomentar la creación de nuevas actividades artesanales.
e) Favorecer las enseñanzas que permitan la formación de artesanos en la Comunidad 

Autónoma de Aragón y propiciar el desarrollo de las actividades artesanas, velando por el 
fomento de las vocaciones personales y por la divulgación del producto artesano.

f) Asegurar la accesibilidad del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o a 
las subvenciones que puedan establecerse por parte de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
así como fomentar la implantación de sistemas cooperativos para facilitar las 
correspondientes garantías crediticias.

g) Coordinar las manifestaciones artesanales con los programas turísticos de Aragón.

Artículo 2.  Concepto de artesanía.
A los efectos de la presente Ley, tendrá la consideración de artesanía la actividad de 

creación, producción, restauración o reparación de bienes de valor artístico o popular, así 
como la prestación de servicios y bienes siempre que se presten u obtengan mediante 
procesos en los que la actividad desarrollada sea predominantemente manual y que el 
producto final sea de factura individualizada y distinta de la propiamente industrial.

Artículo 3.  
Se establecen dentro de las actividades artesanas las siguientes categorías:
a) Artesanía de producción de bienes de consumo. b) Artesanía de servicios. c) 

Artesanía de carácter tradicional y popular. d) Artesanía artística o de creación.

Artículo 4.  Organización y competencias.
1. La competencia en la materia corresponde al Departamento de Industria, Comercio y 

Turismo, que adoptará por sí o propondrá al Consejo de Gobierno de la Diputación General 
las disposiciones y acuerdos pertinentes para la ejecución de la presente Ley.

2. Se crea el Consejo de Artesanía dentro del Departamento del ramo y de con las 
siguientes funciones:

a) Informar preceptivamente los proyectos relativos a la elaboración del censo de 
actividades artesanas y su permanente actualización, a las condiciones para el 
reconocimiento de la calidad de artesanos y de las empresas de ese carácter.

b) Estudiar y proponer al Departamento de Industria, Comercio y Turismo las 
disposiciones y medidas de todo orden tendentes al fomento, promoción y protección de las 
actividades artesanas en Aragón.

c) Informar, también preceptivamente, los programas de formación artesanal, las 
declaraciones de protección singularizada y la regulación de marcas de origen o 
calificaciones similares que se proyecten.

d) Evacuar los informes que le sean requeridos por el titular del Departamento.
e) Proponer aquellas medidas que el Consejo considere precisas de propia iniciativa a 

los efectos del artículo 2 de esta Ley.
f) Proponer al titular del Departamento medidas y acciones a incluir en los planes de 

fomento de la artesanía.
g) Informar preceptivamente los planes de fomento de la artesanía elaborados por el 

Departamento.
h) Fomentar el asociacionismo profesional en el sector.
i) Cualesquiera otras funciones que se le encomienden por disposición o acuerdo de 

rango suficiente.
3. El Consejo estará presidido por el titular del Departamento, con facultad de delegación 

en un director general del mismo; la composición del Consejo se regulará por decreto. 
Formarán parte de él, a propuesta del Consejero de Industria, Comercio y Turismo de la 
Comunidad Autónoma de Aragón: a) Cinco miembros designados por el Consejero de 
Industria, Comercio y Turismo. b) Cinco miembros designados por los artesanos, a través de 
sus asociaciones profesionales.
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4. Los representantes de las asociaciones de artesanos serán elegidos en la forma en 
que éstas lo regulen, siendo renovados periódicamente.

5. El Consejo de Artesanía se reunirá al menos una vez cada seis meses.

Artículo 5.  
El Departamento de Industria, Comercio y Turismo elaborará el plan de fomento de la 

artesanía, que contemplará los objetivos a conseguir en esta materia, previo informe del 
Consejo de Artesanía y que someterá a aprobación del Consejo de Gobierno de la 
Diputación General de Aragón.

Dicho plan tendrá vigencia durante la legislatura, pudiendo ser modificado anualmente si 
las circunstancias así lo aconsejan y el Consejo de Artesanía lo recomienda.

Artículo 6.  Empresas artesanas.
1. A efectos de la presente Ley, tendrá la consideración de empresa artesana toda 

unidad económica que, realizando la actividad definida en el artículo 2, se dedique con 
habitualidad a la producción o comercialización de artesanía y cumpla, además, los 
requisitos siguientes:

a) Que la actividad desarrollada sea de carácter preferentemente manual o, al menos, 
individualizada, sin que este carácter se pierda al emplear maquinaria y utillaje cuyas 
funciones no sean superiores a las meramente auxiliares.

b) Que el número de trabajadores empleados por la empresa no exceda de diez. No se 
computarán a estos efectos los familiares del titular de línea directa, consanguínea, adoptiva 
o por afinidad, su cónyuge, ni aquellas personas por contrato laboral en prácticas, de 
formación o su equivalente. Gozarán igualmente de la consideración de empresas artesanas 
las asociaciones que se dediquen exclusivamente a la producción y comercialización de sus 
propios productos artesanos.

c) Que la persona responsable de la producción o actividad, dirigiéndola y participando 
en ella, tenga reconocida la condición de artesano por alguno de los medios previstos por 
esta Ley.

2. El reconocimiento oficial por la Administración de la condición de empresa artesana se 
acreditará mediante la posesión del documento de calificación artesanal, que será expedido 
por la Consejería de Industria, Comercio y Turismo a aquellas personas que, reuniendo los 
requisitos anteriormente enumerados, así lo soliciten.

Artículo 7.  Artesanos.
Tendrán la consideración de artesanos a efectos de esta Ley quienes acrediten esa 

calidad por alguno de los siguientes medios:
a) Estar en posesión de título obtenido con arreglo a la legislación anteriormente en 

vigor.
b) Disponer de título académico que ostensiblemente habilite para la práctica artesana 

de que se trate.
c) Ejercer notoria y públicamente una actividad de oficio artesano y demostrarlo 

documentalmente.
2. El reconocimiento oficial por la Administración de la condición de artesano se 

acreditará mediante la posesión del documento de calificación artesanal, que será expedido 
por el Consejero de Industria, Comercio y Turismo a aquellos artesanos que, reuniendo 
alguno de los requisitos anteriormente enumerados, así lo soliciten.

Artículo 8.  Registro General de Artesanía de Aragón.
Se crea el Registro General de Artesanía de Aragón, que será único y público, 

constando de las siguientes secciones:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 94  Ley de Artesanía de Aragón

– 2115 –



a) Censo de Oficios y Actividades Artesanas. Su objeto será la constatación de cuantos 
trabajos y actividades tengan en Aragón el reconocimiento oficial de artesanos a los efectos 
propios de esta Ley.

Tanto la inscripción del catálogo inicial como la de las modificaciones ulteriores sólo 
podrá tener lugar por orden del Departamento, a la que precederá el informe del Consejo de 
Artesanía.

b) Censo de Empresas Artesanas. Tendrá por objeto la inscripción de las que hayan 
solicitado y obtenido la calificación de empresa artesana.

c) Censo de Artesanos. Tendrá por objeto la inscripción de los que, acreditando tal 
condición por alguno de los medios previstos en el artículo 7, así lo soliciten.

La inscripción en las secciones b y c, no obstante su voluntariedad, será requisito 
indispensable para acogerse al régimen derivado de la presente Ley.

Artículo 9.  Régimen de protección.
Las empresas artesanas podrán acogerse a los siguientes beneficios:
a) Consideración automática de PYME a los efectos de acceder a los créditos, 

subvenciones y cualesquiera otras ventajas que aquéllas puedan obtener de la 
Administración pública.

b) Participación en las muestras, ferias, exposiciones, certámenes y demás actos 
similares; así como la obtención de ayudas para participar en ferias o exposiciones 
especializadas que se organicen periódicamente dentro o fuera del territorio de la 
Comunidad Autónoma, de acuerdo con la normativa que al respecto dicte la Diputación 
General de Aragón.

c) Obtención de subvenciones especiales en las condiciones que administrativamente se 
establezcan de conformidad con esta Ley y con las disponibilidades presupuestarias anuales 
y en particular aquellas ayudas que se reflejen en los planes de fomento de la artesanía.

d) Recibir ayudas económicas de la Administración autónoma para la comercialización 
de sus productos a través de depósitos o establecimientos que las propias empresas 
artesanas instalen al efecto.

e) Los beneficios derivados de conciertos que celebre la Administración con empresas 
que se comprometan a impartir enseñanzas de aprendizaje o de especialización artesanos 
con el patrocinio económico de aquélla.

f) Los demás beneficios y ventajas que se regulen por decreto a propuesta del 
Departamento de Industria, Comercio y Turismo en atención a la finalidad específica que 
trate de estimularse, como la declaración de comarcas o zonas de interés artesanal, el 
restablecimiento de concretas manifestaciones artesanales u otras declaraciones de 
protección singular.

g) Preferencia para la obtención de becas de formación empresarial.
h) Asistencia técnica de los servicios competentes de la Comunidad Autónoma.

Disposición transitoria.  
En tanto no se apruebe por el Departamento correspondiente el Censo de Oficios y 

Actividades Artesanas de Aragón, se estará a lo dispuesto sobre la materia en la legislación 
anteriormente vigente.

Disposición final primera.  
Se autoriza a la Diputación General de Aragón para dictar las disposiciones necesarias y 

adoptar las medidas pertinentes de ejecución y desarrollo de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Por el Departamento de Industria, Comercio y Turismo se 
procederá:.

a) En el plazo de tres meses desde la publicación de esta Ley, a proponer al Consejo de 
Gobierno el Decreto regulador de la composición y funcionamiento del Consejo de Artesanía.
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b) En el plazo de tres meses contados desde la fecha en que el Consejo de Gobierno de 
la Diputación General de Aragón apruebe aquel Decreto, a proponer a los vocales del 
indicado Consejo de Artesanía y proceder a la constitución de éste.

c) En el plazo de seis meses desde la constitución del Consejo de Artesanía, a aprobar 
el Censo de Oficios y Actividades Artesanas.
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§ 95

Ley 3/2015, de 25 de marzo, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Aragón

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 68, de 10 de abril de 2015

«BOE» núm. 114, de 13 de mayo de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-5293

En nombre del Rey y como Presidenta de la Comunidad Autónoma de Aragón, promulgo 
la presente Ley, aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín 
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 45 del Estatuto de Autonomía de Aragón.

PREÁMBULO
El Estatuto de Autonomía de Aragón, reformado por la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de 

abril, atribuye a la Comunidad Autónoma en su artículo 71.29.ª competencia exclusiva en 
materia de Cámaras de Comercio e Industria, Agrarias y otras Corporaciones de Derecho 
público representativas de intereses económicos y profesionales. En el seno de la 
Administración autonómica, las funciones relativas a las competencias en la materia 
precitada están atribuidas al Departamento de Industria e Innovación, de conformidad con el 
Decreto 27/2012, de 24 de enero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la 
estructura orgánica del Departamento de Industria e Innovación.

La Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de Cámaras de Comercio, Industria y 
Navegación, dictada al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18 de la Constitución 
Española estableció, de un modo completo, el régimen jurídico al que han de sujetarse estas 
Corporaciones de Derecho público, al tiempo que sentó los principios básicos de la 
legislación general del Estado sobre la materia.

El Real Decreto 1052/1994, de 20 de mayo, por su parte, transfirió a la Comunidad 
Autónoma de Aragón funciones de desarrollo legislativo y ejecución en el marco de la 
legislación básica del Estado, que, de conformidad con el Estatuto de Autonomía, le 
corresponden en materia de Cámaras de Comercio, Industria y Navegación. No obstante, la 
legislación autonómica dictada hasta el momento al amparo de tal competencia se ha 
limitado a la regulación del Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria 
mediante Ley 10/2004, de 20 de diciembre.

Con la reciente aprobación de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, se han introducido numerosas reformas con el 
fin prioritario de poner en marcha medidas eficientes de fortalecimiento e impulso del sector 
empresarial y el objetivo de conseguir la regeneración del tejido económico y la creación de 
empleo, estableciéndose en dicha norma que las comunidades autónomas deberán adaptar 
el contenido de su normativa en esta materia a lo dispuesto en la misma antes del 31 de 
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enero de 2015, en cumplimiento de lo cual se aprueba la presente Ley de Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Servicios de Aragón.

Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma de 
Aragón constituyen un eficaz instrumento de colaboración con la Administración autonómica, 
además de un importante apoyo a los sectores económicos de la Comunidad Autónoma.

Las Cámaras de la Comunidad Autónoma de Aragón deben ejercer, además de las 
funciones de carácter público que les sean encomendadas, otras funciones de carácter 
privado que sean necesarias para optimizar el rendimiento y el acceso al desarrollo 
económico de todas las empresas. Además, en el contexto económico globalizado de 
nuestros días, las Cámaras han de cumplir un papel fundamental en la coordinación y apoyo 
en la internacionalización de nuestras empresas y en el aumento de su competitividad.

Por todo ello, esta Ley pretende reforzar la presencia e importancia de las Cámaras, la 
adecuada representación de todos los sectores económicos en los órganos de gobierno de 
las Cámaras e impulsar la coordinación intercameral, a través del Consejo Aragonés de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, con la finalidad de establecer un 
marco normativo unitario en el que se desenvuelvan las Cámaras, con pleno respeto al 
reparto competencial entre el Estado y la Comunidad Autónoma de Aragón.

Asimismo, se pretende fomentar el papel de las Cámaras como prestadoras de servicios, 
en particular, a las pequeñas y medianas empresas, y reforzar su papel como dinamizadoras 
tanto de la expansión de las empresas de la Comunidad Autónoma fuera de nuestro territorio 
y en el ámbito internacional, como de la mejora de su competitividad.

Con dicho objetivo, la Ley consta con un total de 54 artículos, estructurándose en ocho 
títulos, una disposición adicional, nueve disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales.

En el título preliminar, dedicado a las Disposiciones Generales, se mantiene el carácter 
de corporaciones de Derecho público de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios, así como su función como prestadoras de ciertas funciones de carácter público-
administrativo, sin olvidar el ejercicio de las actividades privadas que libremente desarrollen, 
de especial importancia para su financiación tras la supresión del recurso cameral 
permanente. Asimismo, se reconoce al Gobierno de Aragón, a través del Departamento 
competente en materia de Comercio, la facultad de ejercer la tutela sobre las Cámaras de 
Comercio, Industria y Servicios de Aragón en el ámbito de sus competencias y en el marco 
de la legislación básica.

En el Título I, que lleva por rúbrica «Ámbito territorial», se pretende tanto la preservación 
de unos determinados niveles de eficacia en la gestión de los servicios camerales, evitando 
que el desarrollo de Cámaras de Comercio sin recursos económicos suficientes comprometa 
los objetivos de estas corporaciones de Derecho público, como el mantenimiento de la 
representación de estas entidades en todo el territorio. Representación que se consigue 
tanto por la exigencia de una Cámara por provincia como con la previsión de la creación de 
delegaciones territoriales de las mismas, que permite adecuar la demarcación territorial de 
las Cámaras a la realidad económica y empresarial de cada provincia.

En el Título II dispone que las Cámaras de Comercio tendrán las funciones de carácter 
público-administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica 
de las Cámaras de Comercio, Industria, Servicios y Navegación. El número de competencias 
público-administrativas a desarrollar por las Cámaras puede verse ampliado, según las 
necesidades concurrentes en cada caso, por delegación, encomienda o concesión por parte 
de las Administraciones Públicas. Todo ello, sin perjuicio de la realización de actividades de 
carácter privado, que se prestarán en régimen de libre concurrencia. Además, y con el 
objetivo de fomentar la promoción fuera del territorio aragonés de bienes y servicios 
producidos en Aragón y la mejora de la competitividad de las empresas aragonesas, se 
crean los Planes Camerales Autonómicos, que comprenderán las medidas necesarias para 
alcanzar estos fines.

La organización concreta de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Aragón encuentra su regulación en el Título III de la Ley, en el que se recogen los principales 
órganos de gobierno: el Pleno, el Comité Ejecutivo y el Presidente, regulándose su 
estructura, funcionamiento y funciones, sin perjuicio de su desarrollo reglamentario posterior.
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Este título también hace referencia a la figura de los Vicepresidentes y del Secretario 
General o Secretaría General y del Tesorero, de quienes define sus atribuciones, los cargos 
de alta dirección y el carácter laboral de todo el personal, al tiempo que contempla otras 
cuestiones como la aprobación y contenido de los Reglamentos de Régimen Interior y de los 
Códigos de Buenas Prácticas.

Se recoge la obligación de las Cámaras de elaborar un censo público general de las 
personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades comerciales, 
industriales o de servicios en el territorio nacional, y que tengan establecimientos, 
delegaciones o agencias en la Comunidad Autónoma de Aragón, así como el principio de 
adscripción obligatoria de esas personas a la Cámara en cuya demarcación territorial se 
encuentren los mismos. Asimismo, las Cámaras de Comercio elaborarán un censo electoral 
específico constituido por los representantes de las empresas que realicen aportaciones 
voluntarias en cada demarcación, cuyas características se desarrollarán 
reglamentariamente.

El título IV es el destinado al régimen electoral de las Cámaras. Tras establecer los 
requisitos necesarios para ejercer los derechos de sufragio activo y pasivo, se regula la 
composición y publicidad del censo, los elementos fundamentales del procedimiento 
electoral, así como los deberes de los órganos de gobierno en funciones. En cualquier caso, 
debe destacarse en la Ley las previsiones sobre la posibilidad de emitir el voto a distancia, 
con el fin de fomentar la mayor participación posible.

El régimen económico y presupuestario de las Cámaras Oficiales de Comercio se 
contiene en el título V de la Ley, y en él se disponen las fuentes de financiación de las que 
disponen; la elaboración, aprobación y contenido de sus presupuestos, y las normas 
relativas a la liquidación de los mismos. No obstante, la presente Ley regula aquellos 
mecanismos de control y de fiscalización que se estiman necesarios para asegurar que los 
presupuestos responden al principio de eficiencia y transparencia que ha de presidir 
cualquier actuación de carácter económico.

En el título VI está dedicado a la regulación del régimen de recursos contra las 
resoluciones de las Cámaras dictadas en el ejercicio de sus funciones de naturaleza público-
administrativa, así como del sistema de reclamaciones contra sus actuaciones en otros 
ámbitos. Este Título se ocupa igualmente de la función de tutela que corresponde al 
Gobierno de Aragón y que comprende, al margen de las distintas facultades de autorización 
y fiscalización previstas en la Ley, la posibilidad de suspender la actividad de los órganos de 
gobierno de las Cámaras y, en determinadas circunstancias, su disolución y la convocatoria 
de nuevas elecciones.

Corresponde al título VII la regulación del Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios, corporación de Derecho público con personalidad jurídica 
propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, y lo define como 
órgano consultivo y de colaboración con el Gobierno de Aragón y las restantes instituciones 
autonómicas, integrado por las tres Cámaras provinciales. Regula las funciones y el régimen 
jurídico del Consejo Aragonés de Cámaras, la composición de sus órganos de gobierno y las 
funciones respectivas, así como el sistema de aprobación de acuerdos.

Finalmente, se dictan las disposiciones transitorias, que hacen referencia a la necesidad 
de adaptar los Reglamentos de Régimen Interior de las Cámaras y del Consejo Aragonés de 
Cámaras a las disposiciones de la Ley, a la continuidad de los órganos de gobierno hasta la 
finalización del mandato actual, a la elección de los vocales correspondientes a las 
empresas de mayor aportación voluntaria, a la limitación temporal al mandato del Presidente, 
al período para la aprobación del Código de Buenas Prácticas, el voto no presencial, la 
constitución de los órganos de gobierno, la exigibilidad de las cuotas del recurso cameral 
permanente que no hayan prescrito a la entrada en vigor de esta Ley y al plazo que tienen 
las Cámaras para corregir sus desequilibrios con la finalidad de dar cumplimiento al principio 
de estabilidad presupuestaria.

La disposición derogatoria única establece la derogación de todas las disposiciones de 
igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en la presente Ley y en la Ley 
10/2004, de 20 de diciembre, por la que se crea el Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales 
de Comercio e Industria.
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Finalmente, en la disposición final primera se autoriza al Gobierno de Aragón para dictar 
las disposiciones necesarias en desarrollo y aplicación de la Ley, y en la segunda se 
establece que la misma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial de Aragón».

Para la elaboración de esta Ley se han respetado los trámites exigidos por el 
ordenamiento jurídico, se ha respetado el derecho a la participación de los aragoneses 
recogido en el artículo 15 del Estatuto de Autonomía, se ha oído el informe de la Dirección 
General de Servicios Jurídicos y se ha sometido a la deliberación previa del Gobierno de 
Aragón.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de las Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria y Servicios de Aragón, así como la regulación del Consejo Aragonés de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, de acuerdo con la legislación básica estatal en 
la materia.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón son 

corporaciones de Derecho público con personalidad jurídica propia y plena capacidad de 
obrar para el cumplimiento de sus fines, que se configuran como órganos consultivos y de 
colaboración con las Administraciones Públicas de Aragón, sin perjuicio de los intereses 
privados que persiguen. Su estructura y funcionamiento internos deberán ser democráticos.

2. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón, así como el 
Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, se regirán por lo 
dispuesto en la legislación básica estatal en la materia, en la presente Ley, en sus normas de 
desarrollo y en los respectivos Reglamentos de Régimen Interior. Les será de aplicación, con 
carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y funcionamiento de las 
Administraciones Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza y finalidades. La 
contratación y el régimen patrimonial se regirán conforme al derecho privado y habilitando un 
procedimiento que garantice las condiciones de publicidad, transparencia y no 
discriminación.

3. Corresponde al Gobierno de Aragón, a través del Departamento competente en 
materia de Comercio, en los términos de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, ejercer la tutela sobre las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Servicios de Aragón, en el ámbito de sus competencias y en el 
marco de la legislación básica. Para hacer efectiva dicha tutela, el Gobierno de Aragón 
podrá, en todo momento, recabar información sobre cualquier asunto, garantizando la 
confidencialidad, y en su caso, guardando el secreto de los datos calificados como tales, 
conocidos mediante dicha información.

4. Corresponde a las Cámaras:
a) El ejercicio de las funciones de carácter público que tengan atribuidas legalmente.
b) El ejercicio de otras funciones de carácter público que se les atribuyan en los términos 

previstos en esta Ley.
c) El ejercicio de las actividades privadas que libremente desempeñen.
d) La representación, el fomento y la defensa de los intereses generales del comercio, la 

industria y los servicios, en los términos dispuestos por la presente Ley y sus normas de 
desarrollo, por la legislación básica estatal y por sus respectivos Reglamentos de Régimen 
Interior.

5. Las actividades a desarrollar por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación para el logro de sus fines se llevarán a cabo sin perjuicio de la 
libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de representación de los 
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intereses de los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y de las actuaciones de 
otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

TÍTULO I
Ámbito territorial

Artículo 3.  Ámbito territorial.
1. Deberá existir al menos una Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios en 

cada una de las provincias de la Comunidad Autónoma, con sede en la respectiva capital de 
provincia.

2. No podrán crearse Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de ámbito 
inferior a la provincia.

Artículo 4.  Delegaciones territoriales.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios podrán crear delegaciones 

dentro de su demarcación territorial en aquellas zonas o áreas en las que su importancia 
económica lo aconseje, de acuerdo con el procedimiento que establezcan los respectivos 
Reglamentos de Régimen Interior. Los acuerdos de creación de delegaciones serán 
notificados a la Administración tutelante.

2. Las citadas delegaciones carecerán de personalidad jurídica.

TÍTULO II
Funciones de las Cámaras de Comercio

Artículo 5.  Funciones.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón tendrán las 

funciones de carácter público-administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la Ley 
4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación.

2. Asimismo, podrán ejercer las funciones público-administrativas que se enumeran a 
continuación:

a) Colaborar con las Administraciones Públicas de Aragón en labores de asesoramiento, 
información y orientación a emprendedores, especialmente en el ámbito de las pequeñas y 
medianas empresas.

b) Prestar servicios de asesoramiento para la promoción de la expansión nacional e 
internacional de las empresas de la Comunidad Autónoma de Aragón.

c) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los Planes 
Camerales Autonómicos que se diseñen para el incremento de la competitividad del 
comercio, la industria y los servicios.

d) Proponer a las Administraciones Públicas de Aragón cuantas reformas o medidas 
consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria y los 
servicios.

e) Asistir a las Administraciones Públicas de Aragón en el desarrollo de programas de 
mejora de la competitividad empresarial de la región.

f) Colaborar con las Administraciones Públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
para la creación de empresas, y en la implantación de servicios de ventanilla única 
empresarial.

g) Colaborar con las Administraciones Públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales, cumpliendo con lo establecido en la normativa 
general y sectorial vigente.

h) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.
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i) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
j) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos o 

privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.
k) Informar los proyectos de normas emanados de la Comunidad Autónoma que afecten 

directamente a los intereses generales del comercio, la industria o los servicios, en los casos 
y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

l) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica.

m) Colaborar con la Administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria y los servicios.

n) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con las Administraciones Públicas competentes.

o) Colaborar con las Administraciones competentes para facilitar información y 
orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de 
las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación 
de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
dichas Administraciones lo establezcan.

p) Cualesquiera otras funciones público-administrativas delegadas, encomendadas o 
concedidas por las Administraciones Públicas de Aragón.

3. Para el ejercicio de las funciones indicadas en el apartado anterior se podrá realizar 
encomienda, delegación o concesión por parte de la Administración Pública titular de las 
mismas suscribiendo, en su caso, el oportuno convenio entre la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios correspondiente y la Administración Pública titular de las mismas, en el 
que deberán figurar, al menos:

a) Los órganos que celebran el convenio y la capacidad jurídica con la que actúa cada 
una de las partes.

b) La competencia en la que la Administración Pública funda la atribución de dicha 
función a la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios.

c) El alcance y límites del ejercicio por la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de la función atribuida.

d) En su caso, el mecanismo de financiación de la función encomendada, delegada o 
concedida.

e) Los objetivos a alcanzar, las actuaciones que se acuerden desarrollar para su 
cumplimiento y el sistema de indicadores de proceso y de resultado que serán utilizados 
para su evaluación, así como los instrumentos de corrección de desviaciones en el 
cumplimiento de los objetivos programados.

f) Mecanismos previstos para garantizar la adecuada coordinación de las actuaciones 
objeto del convenio con las llevadas a cabo por otras Administraciones Públicas u 
organizaciones empresariales, así como la necesidad o no de establecer una organización 
para su gestión.

g) El plazo de vigencia de la atribución, lo que no impedirá su prórroga si así lo acuerdan 
las partes firmantes del convenio.

h) Las causas de extinción del convenio y los efectos de dicha extinción.
i) Los mecanismos de denuncia y solución de controversias.
4. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón podrán llevar a 

cabo cualesquiera otras actividades de carácter privado, que se prestarán en régimen de 
libre competencia, siempre que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la 
industria y los servicios o que sean de utilidad para el desarrollo de dichas finalidades. Entre 
otras, podrán llevar a cabo las siguientes actividades de carácter privado, cumpliendo en 
todo caso los requisitos exigidos en la normativa sectorial vigente para el ejercicio de las 
mismas:

a) Establecer servicios de información y asesoramiento empresarial.
b) Difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de la empresa.
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c) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y crear, gestionar y 
administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de residuos, así 
como lonjas de contratación.

d) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, nacional e 
internacional.

e) Prestar servicios de consultoría privada para la mejora de la competitividad 
empresarial.

f) Realizar actuaciones de promoción y apoyo a la expansión nacional e internacional de 
empresas.

g) Cualesquiera otras actividades de carácter privado que se ajusten a los requisitos 
indicados en este apartado.

5. La efectiva prestación por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Aragón de las actividades de carácter privado indicadas en el apartado anterior estará sujeta 
a la previa autorización por parte del Pleno de la misma en los términos que se determinen 
en el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara.

6. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, para el adecuado desarrollo 
de sus funciones, y previa la autorización de la Administración de la Comunidad Autónoma 
de Aragón, podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración.

En la Memoria explicativa que deberá acompañarse a los presupuestos anuales de las 
Cámaras se detallarán las asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles 
promovidas en las que participe, directa o indirectamente, la Cámara correspondiente, así 
como los convenios de colaboración suscritos con contenido presupuestario y que continúen 
en vigor, y los resultados de la participación de las Cámaras en unos y otros.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón podrá denegar la autorización 
indicada en el apartado anterior cuando la Cámara solicitante no hubiera acreditado, con 
carácter previo, que su participación en las entidades y convenios señalados no afectará al 
mantenimiento de su equilibrio presupuestario, así como revocar la autorización concedida si 
posteriormente se estimara un riesgo para el mantenimiento del equilibrio presupuestario 
como consecuencia de dicha participación.

Artículo 6.  Servicios mínimos obligatorios.
El Gobierno de Aragón podrá declarar servicios mínimos obligatorios los que estime 

imprescindibles para cada Cámara respecto a las funciones previstas en la normativa básica 
estatal y las establecidas en el artículo 5 de la presente Ley, previa consulta al Consejo 
Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios.

Artículo 7.  Planes Camerales Autonómicos.
1. Para la ejecución de actuaciones de interés general en desarrollo de las funciones de 

las Cámaras de Comercio, el Gobierno de Aragón podrá establecer uno o varios Planes 
Camerales Autonómicos en aquellas materias que sean de su competencia.

2. El Gobierno de Aragón, previa consulta con las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Aragón, aprobará los Planes Camerales Autonómicos, que tendrán, 
al menos, el siguiente contenido mínimo:

a) Actuaciones previstas y Memoria justificativa de su necesidad y de su contribución al 
logro de los fines indicados en el apartado anterior. Mecanismos, en su caso, de 
coordinación y complementariedad con los Planes Camerales de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España.

b) Plazos máximos de ejecución de las actuaciones previstas, definición de objetivos e 
indicadores de su grado de cumplimiento, así como mecanismos de corrección de 
desviaciones en el cumplimiento de dichos indicadores.

c) Criterios cuantitativos y cualitativos de medición del cumplimiento de dichos objetivos y 
del grado de eficiencia en la gestión.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 95  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón

– 2124 –



d) Estudio económico de las actuaciones previstas en el Plan Cameral, con desglose del 
coste de las actuaciones anuales previstas, recursos personales, materiales y 
presupuestarios necesarios.

e) Mecanismos de financiación de las actuaciones previstas en el Plan Cameral, que 
deberán estar total o parcialmente vinculados al cumplimiento de los indicadores de 
ejecución y efectos de dicha financiación en el objetivo presupuestario del Gobierno de 
Aragón, así como determinación de la aplicación presupuestaria a la que se imputarán las 
actuaciones previstas.

f) Las garantías, si procede, del cumplimiento de las obligaciones.
g) Creación de un Consejo Rector encargado del seguimiento, desarrollo y valoración de 

la ejecución del Plan Cameral, que estará integrada por los siguientes miembros:
i. El Presidente y tres vocales designados por el Gobierno de Aragón.
ii. Tres vocales representantes de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 

Servicios de Aragón.
iii. Un vocal representante del Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria y Servicios.
Las reuniones del Consejo Rector serán convocadas y dirigidas por el Presidente, quien 

podrá delegar estas funciones en uno de los tres vocales representantes del Gobierno de 
Aragón.

h) Corresponderá al Consejo Rector:
i. Realizar un seguimiento periódico de la evolución y desarrollo del Plan Cameral en 

ejecución.
ii. Estudiar cualquier medida, iniciativa o actividad específica relativa a la ejecución del 

Plan Cameral en vigor o para su inclusión en sucesivos Planes Camerales, y dar traslado de 
las mismas, en su caso, al Gobierno de Aragón.

iii. Proponer medidas adicionales de corrección de las desviaciones detectadas en la 
ejecución del Plan Cameral.

iv. Aprobar anualmente un informe de evaluación del cumplimiento del Plan Cameral.
3. El Gobierno de Aragón otorgará, en función de las disponibilidades presupuestarias, 

subvenciones de concesión directa para la ejecución de las actuaciones previstas en los 
Planes Camerales a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón, o 
bien al Consejo Aragonés de Cámaras de Comercio, Industria y Servicios, en función de la 
naturaleza de cada concreta actividad, mediante la suscripción del correspondiente convenio 
de colaboración.

TÍTULO III
Organización

CAPÍTULO I
Adscripción, censo y organización

Artículo 8.  Adscripción a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Aragón.

1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 
comerciales, industriales o de servicios en territorio nacional y que tengan establecimientos, 
delegaciones o agencias en la Comunidad Autónoma de Aragón formarán parte de la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Aragón en cuya demarcación provincial 
se encuentren los mismos, sin que de ello se desprenda obligación económica alguna ni 
ningún tipo de carga administrativa, procediéndose a la adscripción de oficio a la misma.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial o de servicios cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de Actividades 
Económicas en el territorio correspondiente a la demarcación de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios.
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3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo, 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta 
Ley o por la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 9.  Censo público.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón elaborarán un 

censo público de empresas del que formarán parte las personas físicas o jurídicas, 
nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, industriales y de servicios 
en el territorio de la provincia correspondiente a dicha Cámara, para cuya elaboración 
contarán con la colaboración de la Administración tributaria competente, así como de otras 
administraciones que aporten la información necesaria, garantizando, en todo caso, la 
confidencialidad en el tratamiento y el uso exclusivo de dicha información.

2. Para la elaboración del censo público de empresas, las Administraciones tributarias 
facilitarán a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón los datos del 
Impuesto sobre Actividades Económicas y los censales de las empresas que sean 
necesarios. Únicamente tendrán acceso a la información facilitada por la Administración 
tributaria los empleados de cada Cámara que determine el Pleno.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente Ley atribuye a las 
Cámaras, así como para la elaboración del censo electoral a que se hace referencia en el 
artículo 27.

Dicho personal tendrá, con referencia a los indicados datos, el mismo deber de sigilo que 
los funcionarios de la Administración tributaria. El incumplimiento de este deber constituirá, 
en todo caso, infracción muy grave de conformidad con su régimen disciplinario.

Artículo 10.  Organización de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Aragón.

1. Los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Aragón son el Pleno, el Comité Ejecutivo y el Presidente.

2. El Gobierno de Aragón designará un representante que deberá ser convocado en las 
mismas condiciones que sus miembros a todas las reuniones del Pleno y del Comité 
Ejecutivo, gozando de la facultad de intervenir con voz y sin voto en las deliberaciones.

3. Las Cámaras contarán también con un secretario general, al menos un vicepresidente, 
un tesorero y con el personal directivo y la organización complementaria que establezcan 
sus Reglamentos de Régimen Interior para el desempeño de las funciones establecidas en 
esta Ley,

CAPÍTULO II
Del Pleno

Artículo 11.  Composición.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y de representación de la Cámara, y 

estará compuesto por cuarenta vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Zaragoza, por treinta vocales en el caso de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Huesca y por veinte vocales en la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Teruel, cuyo mandato durará cuatro años.

2. La composición del Pleno será la siguiente:
a) Veintisiete vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios 

de Zaragoza, veinte vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Huesca y catorce vocales en las Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Teruel serán los representantes de todas las empresas pertenecientes a la 
Cámara correspondiente, atendiendo a la representatividad de los distintos sectores 
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económicos a que pertenezcan de acuerdo con la clasificación en los grupos y categorías 
que se establezcan en el Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara, de conformidad 
con los criterios establecidos en la Ley 4/2014. También se podrán utilizar alguno de los 
siguientes criterios:

– Clasificación de la actividad de dichas empresas conforme a las categorías previstas 
en la normativa reguladora del Impuesto sobre Actividades Económicas.

– Evolución en el crecimiento de los ingresos y en su rentabilidad.
– Capacidad de innovación de las empresas incluidas en los respectivos grupos.
– Inversión de las empresas incluidas en los distintos grupos en I+D+i.
– Grado de internacionalización de las empresas incluidas en cada grupo.
Los grupos y categorías en que se divida la composición del Pleno se revisarán cada 

cuatro años, antes de proceder a la renovación electoral del mismo, para conocer si sigue 
actualizada la representación proporcional de todos los intereses económicos que la Cámara 
representa. Si la variación de las características económicas de la provincia aconsejase una 
modificación de la distribución en los grupos, a propuesta del Comité Ejecutivo y previo 
acuerdo del Pleno, se someterá a la Administración tutelante la nueva composición 
propuesta.

El número de vocales a designar por cada grupo, en los términos que se determinen en 
el Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara, atenderá a un principio de 
proporcionalidad, en atención a la importancia económica en la Comunidad Autónoma de 
Aragón de los distintos sectores empresariales representados conforme a los criterios 
señalados en este apartado.

Estos vocales serán elegidos mediante sufragio libre, igual, directo y secreto, entre todas 
las personas físicas o jurídicas que ejerzan una actividad comercial, industrial y de servicios 
en la demarcación correspondiente.

b) Cuatro vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Zaragoza, tres vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Huesca y dos vocales en el de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Teruel 
corresponderá a representantes de empresas y personas de reconocido prestigio de la vida 
económica dentro de la circunscripción de cada Cámara, elegidas en la forma que se 
determine reglamentariamente en atención, al menos, a los siguientes criterios:

– Contribución de dichas empresas y personas al desarrollo empresarial de la provincia a 
cuya Cámara pertenezcan.

– Reconocimiento de la trayectoria de dichas empresas y personas fuera de la 
circunscripción de la Cámara a la que pertenezcan.

– Contribución de dichas empresas y personas a la innovación en el ámbito empresarial 
de la provincia a cuya Cámara pertenezcan.

Dichos representantes se designarán a propuesta de las organizaciones empresariales 
intersectoriales y territoriales más representativas, para lo que presentarán la lista de 
candidatos propuestos en número que corresponda a las vocalías a cubrir.

c) Nueve vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Zaragoza, siete vocales en el caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios 
de Huesca y cuatro vocales en el de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Teruel corresponderá a representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en 
cada demarcación, elegidos en la forma que se determine reglamentariamente, en función 
del importe de las aportaciones voluntarias realizadas por las empresas en los cuatro años 
anteriores a la elaboración del censo.

Podrán asistir a las reuniones del Pleno, con voz pero sin voto, tres personas en el caso 
de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Zaragoza y dos personas en el 
caso de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Huesca y en el de la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Teruel de reconocido prestigio de la 
vida económica del ámbito territorial de demarcación de la Cámara, seleccionadas conforme 
a los mismos criterios que los vocales de la letra b). A tal fin, el presidente propondrá a los 
vocales de las letras a), b) y c) del apartado anterior una lista de candidatos que, reuniendo 
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los requisitos establecidos reglamentariamente, supere en un tercio el número de vocalías a 
elegir.

3. La condición de miembro del Pleno es única e indelegable, no teniendo carácter 
retribuido, y su mandato es de cuatro años, pudiendo ser reelegido.

4. Reglamentariamente se determinará el régimen de provisión de vacantes del Pleno.

Artículo 12.  Sesiones.
1. Los miembros del Pleno tienen el derecho y el deber de asistir, con voz y voto, a las 

sesiones que el mismo celebre.
2. El Pleno cesa tras la convocatoria de elecciones, permaneciendo en funciones hasta 

la toma en posesión de los nuevos miembros.
3. Los miembros electos del Pleno tomarán posesión de sus cargos en la sede de la 

Cámara dentro del mes siguiente al de su elección. El Pleno de la Cámara, para poder 
celebrar válidamente sus sesiones en primera convocatoria, deberá estar constituido, al 
menos, por las dos terceras partes de sus componentes.

Cuando en la convocatoria no se hubiera conseguido el número de asistentes señalados 
en el párrafo anterior, el Pleno podrá quedar constituido, en segunda convocatoria, media 
hora más tarde de la prevista para su celebración, siempre que asistan la mitad más uno de 
sus componentes.

4. Para que los acuerdos sean válidos deberán ser adoptados con el voto favorable de 
los dos tercios de los asistentes en la primera votación y por mayoría simple a partir de la 
segunda.

5. El Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del Pleno.

Artículo 13.  Atribuciones.
1. Como órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara, corresponden al 

Pleno las siguientes atribuciones:
a) La elección del Presidente y del Comité Ejecutivo, así como la declaración y provisión 

de vacantes.
b) La constitución de comisiones de carácter consultivo.
c) El cese de quien ejerza la presidencia y de los miembros del Pleno que formen parte 

del Comité Ejecutivo.
d) El control y la fiscalización de los demás órganos de gobierno de la Cámara.
e) La aprobación provisional del Reglamento de Régimen Interior y de sus 

modificaciones, para su remisión a la Administración tutelante a los efectos de su aprobación 
definitiva.

f) La aprobación de los convenios de colaboración con las Administraciones Públicas y 
con cualquier otra entidad.

g) La autorización de las actividades privadas a ejecutar por la Cámara, en los términos 
establecidos en el artículo 5.5.

h) La adopción de los acuerdos relativos a la creación o participación de la Cámara en 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles y mercantiles, así como de los acuerdos para 
la supresión y finalización de dicha participación.

i) La aprobación, a propuesta del Comité Ejecutivo, de su plantilla de personal, así como 
de los criterios para su cobertura.

j) La aprobación inicial de su presupuesto y de las cuentas anuales de la Cámara, así 
como el sometimiento a la Administración tutelante para su aprobación definitiva.

k) La aprobación inicial de las bases de la convocatoria para la provisión del puesto de 
quien ocupe la Secretaría General.

l) El nombramiento y cese de quien ocupe la Secretaría General.
m) El nombramiento y cese del personal de alta dirección al servicio de la Cámara.
n) La aprobación de informes y propuestas.
o) La adopción de acuerdos sobre el ejercicio de acciones y la interposición de recursos 

ante cualquier jurisdicción.
p) La enajenación del patrimonio y la concertación de operaciones de crédito.
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q) La designación de los vocales en el Consejo Aragonés de Cámaras de Comercio, 
Industria y Servicios, a propuesta del Comité Ejecutivo.

r) Ratificar el nombramiento de los representantes de las Cámaras en otras entidades.
s) Cuantas otras atribuciones le confieran las leyes expresamente.
2. Con arreglo a lo previsto en el Reglamento de Régimen Interior, el Pleno de la Cámara 

podrá delegar y revocar, previa comunicación a la Administración tutelante, el ejercicio de 
sus atribuciones en el Comité Ejecutivo, salvo respecto de aquellas que en esta u otra Ley 
se declaren indelegables.

3. La delegación de atribuciones será efectiva desde su adopción, será revocable en 
cualquier momento y no podrá exceder de su período de mandato, extinguiéndose 
automáticamente en el momento en que se renueve el Pleno de la Cámara.

4. Las delegaciones en materia de gestión financiera decaerán automáticamente con la 
aprobación de cada presupuesto anual.

CAPÍTULO III
Del Comité Ejecutivo

Artículo 14.  Composición.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de la Cámara.
2. Sus miembros, en número máximo de siete, serán elegidos por el Pleno entre sus 

vocales con derecho a voto y por mandato de duración igual al de estos, y estará formado 
por el Presidente, los Vicepresidentes, el Tesorero y los miembros del Pleno elegidos 
conforme a lo previsto en el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara.

3. La Administración tutelante podrá designar a un representante que deberá ser 
necesariamente convocado a las reuniones del indicado órgano de gobierno, que asistirá a 
las mismas con voz pero sin voto.

4. El Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del Comité Ejecutivo.

5. Los cargos del Comité Ejecutivo serán elegidos por mayoría simple.
6. El Comité Ejecutivo, para poder celebrar válidamente sus sesiones, deberá estar 

constituido, al menos, por la mitad más uno de sus componentes con derecho a voto. Los 
acuerdos del Comité Ejecutivo podrán ser tomados por mayoría simple.

7. La duración del mandato de los miembros del Comité Ejecutivo coincidirá con la de los 
miembros del Pleno.

Artículo 15.  Atribuciones.
Corresponden al Comité Ejecutivo las siguientes funciones:
a) Dirigir las actividades de la Cámara necesarias para ejercer y desplegar las funciones 

que esta tiene atribuidas.
b) La gestión y la administración ordinarias de la Cámara, la inspección de la 

contabilidad, sin perjuicio de las facultades del Tesorero, y la adopción de los acuerdos en 
materia de ordenación de cobros y pagos.

c) Elaborar y proponer al Pleno la aprobación de los Reglamentos de Régimen Interior y 
de sus modificaciones, de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y sus liquidaciones, 
y de las cuentas anuales.

d) Proponer al Pleno el nombramiento o cese del Secretario General, del Director 
Gerente u otros cargos de alta dirección.

e) Las propuestas relativas a la contratación del personal de la Cámara, a excepción del 
personal de alta dirección.

f) El nombramiento de los representantes de la Cámara en otras entidades.
g) Aprobar y revisar el censo electoral, así como resolver las impugnaciones al mismo.
h) En casos de urgencia debidamente motivada, adoptar acuerdos sobre materias 

competencia del Pleno que sean susceptibles de delegación, dando cuenta a este para que 
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proceda a su ratificación en la primera sesión que celebre y tenga lugar, como máximo, en el 
plazo de treinta días.

i) Ejercer las competencias que le sean delegadas o encomendadas por el Pleno.
j) Proponer al Pleno el ejercicio de acciones y la interposición de recursos ante cualquier 

jurisdicción.
k) Proponer al Pleno el nombramiento de comisiones consultivas.
l) Aquellas otras atribuidas por la presente Ley, sus normas de desarrollo y el 

Reglamento de Régimen Interior, así como las que no estén expresamente atribuidas a otro 
órgano.

CAPÍTULO IV
Del Presidente

Artículo 16.  El Presidente.
1. El Presidente, ostentará la representación de la Cámara, impulsará y coordinará la 

actuación de todos sus órganos y presidirá todos sus órganos colegiados, siendo 
responsable de la ejecución de sus acuerdos.

2. El Presidente será elegido por el Pleno entre sus miembros, en la forma que 
determinen los Reglamentos de Régimen Interior de cada Cámara y, supletoriamente, en la 
forma que reglamentariamente determine la Administración tutelante. Para resultar elegido, 
el candidato deberá obtener las tres cuartas partes de los votos de los miembros del Pleno 
en primera y segunda votación. De no obtener dicha mayoría, será elegido en tercera 
votación el miembro que obtenga el mayor número de votos. En caso de empate, se 
procederá en el tercer día hábil siguiente a una nueva votación. En caso de nuevo empate, 
se elegirá a la empresa que tenga mayor antigüedad en el ejercicio de la actividad 
empresarial dentro de la circunscripción cameral.

3. El cargo de Presidente será renovable hasta un máximo de dos mandatos 
consecutivos.

Artículo 17.  Atribuciones.
1. Corresponden al Presidente de la Cámara las funciones siguientes:
a) Convocar, presidir y dirigir las sesiones del Pleno, del Comité Ejecutivo y de cualquier 

otro órgano de la Cámara, dirimiendo con su voto los empates que se produzcan.
b) Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados de la Cámara.
c) Asumir la representación de la Cámara en los actos oficiales, así como en las 

entidades participadas o dependientes de la misma.
d) Adquirir los bienes y los derechos o disponer de los mismos de acuerdo con las 

previsiones de los presupuestos o con los acuerdos del Pleno o del Comité Ejecutivo.
e) Interponer recursos y ejercer acciones en casos de urgencia, y dar cuenta de ello a los 

otros órganos de gobierno en la primera sesión que celebren.
f) Adoptar las medidas disciplinarias que procedan, de acuerdo con lo establecido en los 

Reglamentos de Régimen Interior.
g) Visar las actas y las certificaciones de acuerdos.
h) Velar por el correcto funcionamiento de las Cámaras y de sus servicios.
i) Delegar su representación en los términos previstos en el apartado segundo de este 

artículo.
j) Ejercer cuantas otras funciones le encomienden las leyes y los Reglamentos de 

Régimen Interior.
2. Sin perjuicio de su responsabilidad personal, el Presidente podrá delegar y revocar, en 

ambos casos, el ejercicio de sus atribuciones en las Vicepresidencias, salvo la relativa a la 
presidencia del Pleno y del Comité Ejecutivo, dando cuenta de ello al Pleno. Cuando se trate 
de funciones ejecutivas y de representación, podrá efectuar dicha delegación en el 
Secretario General en la forma expresada. Los Reglamentos de Régimen Interior podrán 
prever la posibilidad de delegaciones especiales a favor de cualquier miembro del Pleno 
para la dirección y gestión de asuntos determinados.
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CAPÍTULO V
Organización complementaria

Sección 1.ª De los Vicepresidentes

Artículo 18.  Elección y atribuciones.
1. Podrán elegirse como máximo dos Vicepresidentes, que serán elegidos y cesados por 

acuerdo del Pleno de entre sus miembros, conforme a lo establecido en el Reglamento de 
Régimen Interior de la Cámara.

2. Corresponde a los Vicepresidentes, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus 
funciones, y por orden de su nombramiento, al Presidente en casos de ausencia, 
enfermedad o impedimento que imposibilite a este para el ejercicio de sus funciones, así 
como desempeñar las atribuciones del Presidente en los supuestos de vacante de la 
presidencia, hasta que tome posesión el nuevo Presidente.

En estos supuestos, el Vicepresidente que asuma las funciones no podrá revocar las 
delegaciones que hubiese otorgado el Presidente, salvo que el cese del Presidente haya 
obedecido a mala gestión o a irregularidad en el ejercicio de sus funciones, con el fin de que 
no suponga un menoscabo para los intereses de la Cámara y de sus integrantes.

Sección 2.ª Del Tesorero

Artículo 19.  Elección y atribuciones.
1. El Tesorero será elegido y cesado por acuerdo del Pleno de entre sus miembros, 

conforme a lo establecido en el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara.
2. Son funciones del Tesorero la disposición y custodia de fondos, valores y efectos de la 

Cámara, de acuerdo con lo que el Pleno determine y en función de lo establecido en el 
Reglamento de Régimen Interior.

3. El Tesorero será miembro del Comité Ejecutivo.

Sección 3.ª Del Secretario General

Artículo 20.  La Secretaría General.
1. Cada Cámara tendrá un Secretario General retribuido, que deberá ser licenciado o 

titulado de grado superior, sometido al régimen de contratación laboral.
2. Quien ocupe la Secretaría General tendrá como funciones, además de aquellas que 

expresamente le atribuya el Reglamento de Régimen Interior o que, en su caso, le delegue 
expresamente el Presidente o el propio Comité Ejecutivo:

a) Asistir a las reuniones del Pleno y el Comité Ejecutivo, y con voz pero sin voto, y velar, 
con independencia de criterio, por la legalidad de los acuerdos de los órganos de gobierno y 
hacer, cuando proceda, las advertencias pertinentes, y dejar constancia de ello en las actas, 
los informes y los documentos correspondientes.

b) Redactar y firmar las actas de las sesiones de los órganos colegiados y las que 
correspondan a actuaciones de carácter corporativo, y certificar, cuando haga falta, los 
acuerdos corporativos.

c) Gestionar la ejecución de los acuerdos de los órganos de gobierno de la Cámara y 
ejercer funciones ejecutivas, sin perjuicio de las funciones atribuidas, en su caso, al Director 
Gerente

d) Asumir, a falta de Director Gerente, así como en los casos de ausencia, la dirección 
del personal y de los servicios de la Cámara.

e) Dar fe, autentificar los documentos de la Cámara, firmar contratos y acuerdos por 
delegación del presidente y custodiar el archivo y documentación cameral.

3. El nombramiento de la persona que ocupe la Secretaría General corresponde al Pleno 
de la Cámara, previa convocatoria pública de la vacante, cuyas bases serán aprobadas por 
la Administración tutelante. Tanto el acuerdo de nombramiento como el de cese deberán ser 
adoptados de forma motivada por la mitad más uno de los miembros del Pleno.
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4. Quien ocupe la Secretaría General dirigirá todos los servicios de la Cámara, 
respondiendo de su funcionamiento ante el Comité Ejecutivo, salvo en aquellos casos en 
que las Cámaras dispongan la creación de un Director Gerente.

5. El Reglamento de Régimen Interior determinará la forma y los supuestos en que haya 
de ser sustituido quien ocupe la Secretaría General con ocasión de ausencia temporal, 
vacante, enfermedad o cualquier otro supuesto de impedimento temporal.

Sección 4.ª Del Director Gerente

Artículo 21.  Director Gerente.
1. Las Cámaras podrán nombrar un Director Gerente, que deberá ser licenciado o 

titulado de grado superior y que estará sometido al régimen de contratación laboral.
2. Corresponderá al Pleno el nombramiento y cese del Director Gerente, a propuesta del 

Presidente y por acuerdo motivado de la mitad más uno de sus miembros, con el fin de 
garantizar la idoneidad para el buen desempeño de sus funciones.

3. Sin perjuicio de las funciones que se determinen reglamentariamente y en el 
Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara, al Director Gerente le corresponderán las 
funciones siguientes:

a) La dirección del personal y de los servicios de la Cámara.
b) La representación del Presidente cuando este así lo determine y se trate de funciones 

de carácter meramente ejecutivas.
c) Colaborar con el Secretario General en la gestión de los acuerdos de los órganos de 

gobierno y en el ejercicio de funciones ejecutivas que sean encomendadas por dichos 
órganos de gobierno.

Sección 5.ª Del Personal

Artículo 22.  Régimen jurídico.
1. Todo el personal, incluido quien ocupe la Secretaría General y el personal de alta 

dirección al servicio de las Cámaras, quedará sujeto a la normativa laboral vigente.
2. El Reglamento de Régimen Interior establecerá, con sujeción a la normativa laboral, 

todas las cuestiones relativas al personal de alta dirección al servicio de la Cámara.
3. El Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara establecerá el régimen del 

personal al servicio de la Cámara, así como el procedimiento para su contratación, que 
deberá adecuarse a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad de la 
convocatoria.

4. Asimismo, quedarán sometidos al régimen de incompatibilidades que se establezcan 
en el Reglamento de Régimen Interior de cada Cámara. En cualquier caso, el desempeño de 
un puesto de trabajo al servicio de las Cámaras será incompatible con el ejercicio de 
cualquier cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el 
estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia.

5. Anualmente, el Pleno de cada Cámara aprobará una plantilla de personal en la que se 
relacionarán, debidamente clasificados, todos los puestos de trabajo, con expresión de su 
denominación, funciones y categoría.

CAPÍTULO VI
Del Reglamento de Régimen Interior y del Código de Buenas Prácticas

Artículo 23.  Aprobación y modificación del Reglamento de Régimen Interior.
1. Cada Cámara tendrá su propio Reglamento de Régimen Interior, que será propuesto 

por el Pleno y habrá de remitirse a la Administración tutelante, que resolverá sobre su 
aprobación definitiva, si procediera, pudiendo también promover su modificación, con 
indicación en su caso de los motivos que la justifiquen. Este Reglamento de Régimen 
Interior, una vez aprobado por el departamento competente, será publicado en el «Boletín 
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Oficial de Aragón». El procedimiento de modificación del Reglamento de Régimen Interior 
deberá observar los mismos trámites que los previstos para su aprobación.

2. Los Reglamentos de Régimen Interior de las Cámaras sometidos a aprobación se 
considerarán aprobados si, transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el 
registro de la Administración tutelante, esta no hubiera denegado expresamente su 
aprobación, formulado objeciones en su contra o promovido su modificación.

3. En el supuesto de que la Administración tutelante, de oficio o como consecuencia de 
la presentación de un Reglamento de Régimen Interior, promoviera su modificación, deberá 
señalar el plazo, no inferior a dos meses, para un nuevo envío del Reglamento, su 
modificación o las alegaciones que se estimen oportunas.

4. Recibidas las alegaciones, o transcurrido el plazo de dos meses sin que haya recibido 
la nueva propuesta o cuando la misma no se ajuste a la modificación requerida, el órgano 
competente en materia de Cámaras dictará la resolución que se estime procedente, incluida 
una nueva redacción del Reglamento de Régimen Interior.

5. Presentado el texto corregido dentro del plazo establecido o las alegaciones a la 
modificación propuesta, se entenderán estimadas estas o aprobada la modificación cuando 
hubieran transcurrido dos meses desde su presentación al registro de la Administración 
tutelante.

Artículo 24.  Contenido del Reglamento de Régimen Interior.
1. En el Reglamento de Régimen Interior constarán, al menos, los siguientes extremos:
a) La estructura del Pleno, sus funciones, el número y forma de elección de los 

miembros del Comité Ejecutivo y las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno.
b) Procedimiento de apertura, gestión y cierre de las delegaciones territoriales.
c) Procedimiento de aprobación y revisión de las actividades privadas a desarrollar por la 

Cámara.
d) Régimen, procedimiento de contratación e incompatibilidades del personal de la 

Cámara.
e) Mecanismos adecuados para asegurar el normal funcionamiento de la Cámara en lo 

no previsto en la presente Ley y en sus normas de desarrollo complementario.
f) Cualesquiera otros conceptos establecidos por la presente Ley o su normativa de 

desarrollo.
2. Se incluirán como Anexos al Reglamento de Régimen Interior la estructura y la 

composición del Pleno en lo referente a su distribución por grupos y categorías, así como el 
régimen de personal al servicio de la Cámara.

Artículo 25.  Del Código de Buenas Prácticas.
1. Las Cámaras deberán elaborar un Código de Buenas Prácticas que garantice la 

imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas.
2. El Código de Buenas Prácticas será aprobado por el Pleno, a propuesta del Comité 

Ejecutivo, que podrá instar igualmente su revisión.
3. En el Código de Buenas Prácticas constarán, entre otros, los siguientes aspectos:
a) Mecanismos que garanticen la imparcialidad de las Cámaras en el desarrollo de sus 

funciones público-administrativas, permitiendo el acceso a todos los destinatarios de las 
mismas en condiciones de absoluta igualdad.

b) Mecanismos que garanticen la satisfacción del interés general y de las necesidades 
reales de los destinatarios de las funciones asumidas por las Cámaras, ejerciendo dichas 
funciones con una voluntad de servicio a la sociedad.

c) Mecanismos que garanticen el acceso y la difusión de toda aquella información que 
obre en poder de las Cámaras, relativa a su actuación en la ejecución de funciones de 
carácter público-administrativo, de forma que los interesados puedan conocer sus decisiones 
y la motivación de las mismas.
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TÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 26.  Derecho de sufragio activo.
Tendrán la consideración de electores las personas naturales o jurídicas, nacionales o 

extranjeras, que ejerzan actividades comerciales, industriales o de servicios, en los términos 
establecidos en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación.

Artículo 27.  Derecho de sufragio pasivo.
1. Las personas que formen parte de las candidaturas a los órganos de gobierno de cada 

Cámara, además de reunir los requisitos necesarios para ser electoras, deberán:
a) Haber cumplido los dieciocho años, cuando se trate de personas físicas.
b) Tener la nacionalidad española, la de un Estado miembro de la Unión Europea, la de 

un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o la de un Estado a 
cuyos nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, 
el régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados.

c) Llevar, como mínimo, dos años de ejercicio en la actividad empresarial en los 
territorios citados en la letra b) anterior.

d) No estar en situación de inhabilitación por sentencia firme durante el plazo que esta 
determine.

e) Hallarse al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.

2. Para ser candidato a ser miembro del Pleno, será necesario, además, estar incluido 
en el censo electoral dentro del grupo por cuya representación se opta.

3. Las personas de nacionalidad distinta a las descritas en el apartado 1.b) anterior 
podrán ser candidatas de acuerdo con el principio de reciprocidad y siempre que cumplan 
los requisitos exigidos en los números anteriores.

4. Las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades correspondientes a 
diversos grupos o diversas categorías del mismo grupo de los censos de una Cámara tienen 
derecho a sufragio activo y pasivo en cada uno de los mismos. Si resultasen elegidas en 
más de un grupo o categoría, deberán optar por la representación en los órganos de 
gobierno de solo uno de ellos.

Artículo 28.  Censo electoral general y específico.
1. El censo electoral general de las Cámaras estará constituido por la totalidad de las 

personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades 
comerciales, industriales o de servicios no excluidas de conformidad con el artículo 8 de esta 
Ley. Este censo se elaborará y revisará anualmente por el Comité Ejecutivo, con referencia 
al 1 de enero.

2. El censo electoral general de cada Cámara comprenderá la totalidad de sus electores, 
clasificados por grupos y categorías, en atención a la importancia económica de los diversos 
sectores representados en la forma que se determine reglamentariamente, conforme a lo 
indicado en el artículo 11.2 de esta Ley. Dicha clasificación será revisada cada cuatro años 
por el Comité Ejecutivo.

3. Las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios elaborarán, además del censo 
electoral general, un censo electoral específico constituido exclusivamente por las personas 
físicas o jurídicas que, formando parte del censo electoral general, hayan realizado 
aportaciones voluntarias en su demarcación, en la forma que se disponga 
reglamentariamente y en su Reglamento de Régimen Interior.

4. Los integrantes del censo electoral tendrán derecho de voto para la elección de los 
órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios dentro de 
cuya circunscripción tengan establecimientos, delegaciones o agencias.
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Artículo 29.  Publicidad de los censos electorales.
1. Abierto el proceso electoral por el Ministerio competente, previo acuerdo con la 

Comunidad Autónoma, y realizada la convocatoria de elecciones por parte del Departamento 
que ejerza la tutela, cada Cámara deberá exponer al público sus respectivos censos 
electorales en la forma y plazo que reglamentariamente se determinen.

2. Las reclamaciones sobre la inclusión o la exclusión de las empresas de los grupos y 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición de los censos al público hasta el término del plazo que reglamentariamente se 
establezca.

3. Corresponde al Comité Ejecutivo resolver las reclamaciones a que se hace referencia 
en el apartado anterior en el plazo que reglamentariamente se determine.

4. Contra los acuerdos del Comité Ejecutivo podrá interponerse recurso administrativo 
ante la Administración tutelante, en los términos previstos en el Decreto Legislativo 2/2001, 
de 3 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, y en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 30.  Convocatoria de elecciones, publicidad y contenido.
1. De conformidad con la Ley 4/2014, una vez abierto el proceso electoral por el 

Ministerio de Economía y Competitividad, corresponderá al departamento que ejerza la 
tutela, previa consulta a las Cámaras, la convocatoria de elecciones cada cuatro años para 
la renovación de los miembros de los Plenos de estas.

2. La convocatoria deberá contener:
a) Día y hora en que cada grupo y categoría debe emitir el voto para la elección de sus 

representantes.
b) Número de colegios electorales y lugares donde hayan de instalarse.
c) Plazos para el ejercicio de voto por correo.
d) Sede de la Junta Electoral.
3. La convocatoria se publicará con treinta días de antelación como mínimo a la fecha de 

las elecciones en el «Boletín Oficial de Aragón» y cada Cámara le dará publicidad en sus 
sedes sociales y en sus delegaciones, así como mediante la publicación del anuncio en el 
diario de mayor circulación en su correspondiente demarcación territorial, sin perjuicio de su 
mayor difusión a través de otros medios de comunicación que estime oportunos.

4. La convocatoria podrá recoger, igualmente, los modelos de presentación de 
candidaturas, solicitud de voto no presencial, sobres y papeletas de votación y todos 
aquellos que se estimen necesarios para una mayor homogeneización y normalización del 
procedimiento.

Artículo 31.  Juntas Electorales.
1. Publicada la convocatoria, en el plazo que reglamentariamente se establezca, se 

constituirán las Juntas Electorales, integradas por:
a) Dos representantes de los electores de las Cámaras, elegidos por sorteo público entre 

una relación de los electores propuestos por el Pleno, en número de uno por cada grupo, en 
los plazos y condiciones que se establezcan reglamentariamente. Si la elección recayere en 
un elector que presente su candidatura para ser miembro del Pleno, deberá renunciar a 
formar parte de la Junta Electoral.

b) Dos representantes elegidos por la Administración tutelante, uno de los cuales 
ejercerá las funciones de Presidente.

2. El Presidente de la Junta Electoral nombrará al Secretario de la Junta, que actuará 
con voz pero sin voto, necesariamente entre funcionarios. En cualquier caso, la Junta 
Electoral recabará asesoramiento en derecho del Secretario General de la Cámara.

3. Las Juntas Electorales tendrán ámbito provincial.
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4. El mandato de la Junta Electoral se prolongará tras la celebración de elecciones hasta 
los quince días posteriores a la misma, momento en que quedará disuelta.

Artículo 32.  Presentación y proclamación de candidaturas.
1. Publicada la convocatoria en el «Boletín Oficial de Aragón», procederá la presentación 

de candidaturas ante la Secretaria de la Cámara respectiva.
2. Las candidaturas deberán presentarse por escrito, con la aceptación del candidato, 

ante la Secretaría de la Cámara. En el caso de las personas jurídicas, las candidaturas 
deberán acreditarse mediante un poder general de representación o acuerdo expreso del 
Consejo de Administración.

3. Las candidaturas serán avaladas por la firma de, al menos, el 5% de los electores de 
los grupos o, en su caso, de la categoría correspondiente. Si el número de electores del 
grupo o de la categoría fuese superior a doscientos, será suficiente con la firma de diez de 
ellos para la presentación de la candidatura.

4. Finalizado el plazo de presentación de las candidaturas, la Junta Electoral, después 
de comprobar el cumplimiento de los requisitos exigidos, procederá a la proclamación de 
candidatos.

5. El plazo, forma y condiciones de presentación y proclamación de las candidaturas se 
desarrollarán reglamentariamente.

6. La Junta Electoral reflejará en un acta la proclamación de candidatos y las incidencias 
que se hubiesen producido. Del acta, se enviará copia certificada a la Administración 
tutelante y se dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en la sede social de la 
Cámara y en, al menos, uno de los diarios de mayor circulación de Aragón.

7. Contra los acuerdos de la Junta Electoral se podrá interponer recurso administrativo 
ante la Administración tutelante, en los términos previstos en el Decreto Legislativo 2/2001, 
de 3 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, y en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. El recurso no suspenderá el proceso electoral, a no ser que la 
Administración tutelante considere que su resolución resulta fundamental para el desarrollo 
del proceso.

Artículo 33.  Voto no presencial.
Los electores que prevean que en la fecha de votación no podrán ejercer su derecho 

personándose en el colegio electoral correspondiente podrán emitir su voto con sujeción a 
los medios, requisitos y plazos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 34.  Órganos de gobierno en funciones.
1. Los órganos de gobierno continuarán en funciones en el ejercicio de sus atribuciones 

desde la convocatoria de las elecciones hasta la constitución del nuevo Pleno o, en su caso, 
hasta la designación de la Comisión Rectora que se establece en el apartado 4 de este 
artículo.

2. Los órganos de gobierno de la Cámara deberán facilitar el normal desarrollo del 
proceso electoral y de la formación y constitución del nuevo Pleno, así como el traspaso de 
funciones y poderes a los nuevos órganos de gobierno elegidos, limitando su actuación 
desde la fecha de convocatoria de las elecciones por la Administración tutelante al despacho 
ordinario de los asuntos de la Cámara, y absteniéndose de adoptar cualesquiera otros 
acuerdos, salvo en casos de extrema urgencia, que deberán estar suficientemente 
acreditados y autorizados por la Administración tutelante.

3. Al Presidente de la Cámara en funciones le corresponderán las funciones de 
representación ordinaria de la Cámara, así como presidir las reuniones de sus órganos de 
gobierno y, en materia económica, la realización y expedición de órdenes de pago y cobro, 
siempre que no comprometan la actuación de los nuevos órganos de gobierno electos.

4. En caso de que no pueda constituirse el Pleno, el departamento que ejerza las 
funciones de tutela designará una Comisión Rectora para el funcionamiento de la Cámara. Si 
en el plazo de tres meses la Comisión no lograse la constitución del nuevo Pleno por los 
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procedimientos establecidos en esta Ley y en su Reglamento de desarrollo, solicitará al 
órgano tutelante la convocatoria de nuevas elecciones.

5. La Comisión Rectora estará constituida por los miembros siguientes:
a) El Presidente de la Cámara en funciones o, en su caso, el Vicepresidente que le 

sustituya.
b) El Secretario General de la Cámara en funciones.
c) Cuatro vocales de los grupos y categorías de mayor importancia económica de los 

diversos sectores representados en el Pleno en funciones, elegidos por el Presidente en la 
forma en que se determine reglamentariamente.

d) Un representante de la Administración tutelante.
6. El ejercicio de funciones abarca únicamente aquellas actividades de gestión, 

administración y representación indispensables para el funcionamiento ordinario de la 
corporación, de manera que no se comprometa la actuación de los órganos de gobierno 
electos.

Artículo 35.  Constitución de los órganos de gobierno.
1. Los miembros elegidos por sufragio tomarán posesión de sus cargos en la sede de la 

Cámara dentro del mes siguiente al de su elección. Las personas físicas lo harán 
personalmente. Las personas jurídicas, por medio de un representante designado a tal 
efecto con poder suficiente.

2. El desarrollo del proceso electoral de la sesión constitutiva se realizará conforme a lo 
dispuesto en el Reglamento de desarrollo de la presente Ley y en el Reglamento de 
Régimen Interior de la Cámara.

TÍTULO V
Régimen económico y presupuestario

Artículo 36.  Financiación.
Para la financiación de sus actividades, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 

Servicios de Aragón dispondrán de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales y de las personas 

que determina el apartado 1 del artículo 8 de esta Ley.
d) Los legados y donativos que pudieran recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Las subvenciones de concesión directa que les sean otorgadas para la ejecución de 

las actuaciones que les correspondan en el marco de los Planes Camerales Autonómicos.
g) Los que provengan de los convenios de colaboración para la realización de la 

encomienda, delegación o concesión previstos en el artículo 5.3.
h) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por Ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.

Artículo 37.  Presupuestos.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón elaborarán y 

someterán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de gastos e ingresos a la 
aprobación de la Administración tutelante, que fiscalizará sus cuentas anuales y 
liquidaciones.

2. El presupuesto anual ordinario coincidirá con el año natural, y en el mismo se 
consignarán la totalidad de los ingresos que se prevea liquidar y las obligaciones que se 
prevea reconocer en el período, debiendo, en todo caso, mantenerse el equilibrio 
presupuestario de la Cámara.
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3. Los fondos públicos percibidos por las Cámaras se destinarán exclusivamente a la 
finalidad específica para la que hayan sido autorizados en el presupuesto.

4. En casos excepcionales y con motivo de la realización de inversiones de carácter 
extraordinario, la Administración tutelante podrá autorizar un presupuesto extraordinario.

Artículo 38.  Elaboración de los presupuestos.
1. Las Cámaras elaborarán sus presupuestos, ordenados por capítulos, artículos, 

conceptos y partidas, de conformidad con la estructura y forma de presentación que 
determine la Administración tutelante en las instrucciones que se dicten al efecto, así como 
el Reglamento de Régimen Interior, y los someterá a la aprobación de la Administración 
tutelante.

La elaboración del proyecto de presupuesto corresponderá al Comité Ejecutivo, que 
deberá presentarlo al Pleno para su aprobación provisional.

2. En la elaboración del presupuesto se atenderá a los principios de estabilidad 
presupuestaria, plurianualidad, sostenibilidad financiera, transparencia, eficiencia en la 
asignación y utilización de recursos públicos y privados y responsabilidad en la gestión del 
gasto, en los términos que se establezcan reglamentariamente, debiendo las Cámaras 
mantener una situación de equilibrio presupuestario.

En el caso de apreciarse un riesgo de incumplimiento de los principios establecidos en 
este apartado, la Administración tutelante podrá formular una advertencia motivada de riesgo 
de incumplimiento a la Cámara, concediéndole el plazo de tres meses para adoptar las 
medidas necesarias para evitar dicho riesgo, que serán comunicadas a la Administración 
tutelante.

Si la Cámara advertida no estableciera medidas correctoras, o bien la Administración 
tutelante estimara que las mismas son insuficientes para evitar el riesgo de inadecuada 
realización de las funciones públicas establecidas en el artículo 5, se podrá, en los términos 
y condiciones que se establezcan reglamentariamente y previa audiencia a la Cámara 
advertida y al Consejo Aragonés de Cámaras:

a) Trasladar al Consejo Aragonés de Cámaras la capacidad de ejecución de 
determinadas funciones públicas atribuidas a la Cámara advertida.

b) Suspender la posibilidad de delegación por parte del Consejo Aragonés de Cámaras 
de la ejecución, en su totalidad o en parte, de las acciones derivadas de los Planes 
Camerales Autonómicos en la Cámara advertida.

3. El presupuesto incluirá la totalidad de los gastos e ingresos de la Cámara y tendrá el 
siguiente contenido:

a) Los estados de gastos, con la debida especificación de los créditos necesarios para el 
debido cumplimiento de sus obligaciones.

b) Los estados de ingresos, en los que figuren las estimaciones de los derechos 
económicos a reconocer y liquidar durante el ejercicio.

c) Los estados financieros en los términos que se determinen reglamentariamente.

Artículo 39.  Aprobación de los presupuestos.
1. El presupuesto deberá ser presentado a la Administración tutelante antes del día 1 de 

noviembre de cada año para su aprobación definitiva, adjuntando al mismo la siguiente 
documentación:

a) Memoria explicativa del contenido del presupuesto elaborado, del estado de ejecución 
del presupuesto del ejercicio anterior y de la previsión de la ejecución del ejercicio corriente, 
en la que deberán contenerse las medidas correctoras oportunas para corregir las 
desviaciones detectadas en la ejecución presupuestaria.

b) Programa de actuación e inversiones previstas.
c) Programa de financiación de sus actuaciones.
d) Separación presupuestaria de la actividad pública y privada.
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2. Con carácter previo a la aprobación de los presupuestos de la Cámara, la 
Administración tutelante podrá requerirle la documentación complementaria que sea 
necesaria para cumplir sus funciones.

3. El órgano competente de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón 
deberá aprobar en su integridad el presupuesto, condicionándolo a la introducción de 
modificaciones por la Cámara, o rechazar su aprobación motivadamente.

4. Los presupuestos se entenderán aprobados definitivamente si, transcurridos tres 
meses desde su presentación a la Administración tutelante, esta no hubiera manifestado 
formalmente reparo alguno.

5. Si el presupuesto no se encontrase aprobado definitivamente al comenzar el ejercicio 
económico, se entenderá prorrogado automáticamente y disponible por plazos mensuales el 
presupuesto consolidado del ejercicio anterior, hasta tanto no sea aprobado el nuevo 
presupuesto.

Artículo 40.  Liquidación de los presupuestos.
1. Las Cámaras elaborarán y aprobarán las cuentas anuales y liquidaciones de 

presupuestos de su corporación, elaborando la documentación que garantice el 
conocimiento y situación de la tesorería, de su patrimonio y de los resultados económicos de 
su actividad. Las cuentas anuales de la Cámara contendrán los siguientes documentos:

a) Memoria descriptiva de los aspectos más relevantes de las actividades realizadas.
b) Liquidación anual de los presupuestos ordinario y extraordinario en curso de 

realización.
c) Balance anual demostrativo de la situación patrimonial y financiera de la Cámara.
d) Las notas del balance.
e) Cuentas diferenciadas de la actividad público-administrativa y de la actividad privada.
f) En el caso de que los gastos realizados con cargo a una partida presupuestaria fueran 

inferiores al 80 por ciento del crédito inicial, deberá adjuntarse al estado de ejecución un 
informe razonado de los motivos de la falta de ejecución de la partida presupuestaria.

2. El Comité Ejecutivo deberá formular las cuentas anuales en el plazo máximo de tres 
meses desde el cierre del ejercicio. Dichas cuentas serán sometidas a un informe de 
auditoría de cuentas externo, presentándose antes del 31 de mayo al Pleno de la Cámara 
para la adopción del acuerdo que proceda, junto con la liquidación del presupuesto ordinario 
del ejercicio cerrado. El Pleno deberá pronunciarse antes del 30 de junio.

3. Las cuentas anuales, el informe de auditoría, la liquidación del presupuesto ordinario y 
extraordinario y el certificado del contenido del acuerdo del Pleno se remitirán en un plazo 
máximo de quince días a la Administración tutelante para su aprobación definitiva. La 
aprobación se entenderá concedida si no media objeción alguna en el plazo de tres meses a 
partir de su recepción. La no aprobación en plazo por la Administración tutelante de la 
liquidación del presupuesto por causa imputable a la Cámara determinará la imposibilidad de 
aprobación de su presupuesto ordinario, con los efectos previstos en el apartado 5 el artículo 
39.

4. La Administración tutelante podrá requerir de la Cámara toda aquella documentación 
complementaria que estime procedente y, en su labor de fiscalización, deberá recibir toda la 
colaboración que requiera de la Cámara y tener libre acceso, si lo considera necesario, a la 
documentación interior de la auditoría certificante y a recibir de esta los informes 
complementarios que recabe.

5. Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo, se depositarán en el Registro Mercantil correspondiente a la localidad 
en la que la Cámara tenga su sede y serán objeto de publicidad por las Cámaras en la forma 
que se determine reglamentariamente.

Artículo 41.  Transparencia.
1. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que puedan 

desarrollar las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón, mantendrán 
una contabilidad diferenciada en relación con sus actividades públicas y privadas, sin 
perjuicio de la unicidad de sus cuentas anuales.
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2. Asimismo, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón estarán 
obligadas a hacer públicos, al menos, en la forma que se determine reglamentariamente, los 
siguientes aspectos de su actividad:

a) Subvenciones que reciban, así como otro tipo de recursos públicos que puedan 
percibir para el desarrollo de sus funciones, con indicación de su importe, objetivo o 
finalidad.

b) Retribuciones percibidas anualmente por el Secretario General y, en su caso, el 
Director Gerente y las personas que los Reglamentos de Régimen Interior establezcan como 
personal directivo, así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del 
cese en su cargo por cualquier causa. También se reflejarán las dietas y retribuciones 
recibidas por los miembros del Pleno.

c) Convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de 
duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su 
caso, las obligaciones económicas convenidas.

d) Presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e 
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y la información de las 
actuaciones de control en los términos que se establezcan reglamentariamente.

e) Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo.

TÍTULO VI
Régimen jurídico

Artículo 42.  Recursos.
1. Las resoluciones de las Cámaras dictadas en el ejercicio de sus competencias de 

naturaleza pública-administrativa, así como las que afecten a su régimen electoral, serán 
recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previo recurso administrativo 
formulado en los términos previstos en el Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, y en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

2. Las actuaciones de las Cámaras en otros ámbitos y, singularmente, las de carácter 
laboral, se dilucidarán ante los Juzgados y Tribunales competentes.

3. En todo caso, los electores podrán formular quejas ante la Administración tutelante, 
con referencia a la actuación de las Cámaras, que se tramitarán en los términos que se 
establezcan reglamentariamente.

Artículo 43.  Tutela.
1. La función de tutela sobre las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 

Aragón corresponderá al Departamento competente en materia de Comercio de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, que comprende el ejercicio de las 
potestades administrativas de aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión 
y disolución, en los mismos términos previstos en la presente Ley para las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Servicios de Aragón.

2. Las relaciones laborales quedan fuera de la tutela por parte de la Administración y 
están sujetas al ámbito de la gestión de las Cámaras.

3. En el caso previsto en el artículo 40 de esta Ley, la función de tutela únicamente 
comprenderá la aprobación de la liquidación realizada por el órgano de gestión y la garantía 
de prestación de los servicios mínimos referidos en el artículo 6, sin que la Administración 
tutelante quede directa o indirectamente vinculada por los saldos deudores derivados de la 
liquidación, de los cuales responderá exclusivamente el patrimonio de la Cámara extinguida.

4. Las Cámaras deberán contar con la autorización de la Administración tutelante para la 
disposición de bienes inmuebles, de las participaciones en las entidades a las que se refiere 
el punto 6 del artículo 5 de esta Ley o la realización de operaciones de crédito.
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Artículo 44.  Suspensión y extinción.
1. La Administración tutelante podrá suspender la actividad de los órganos de gobierno 

de las Cámaras, debiendo quedar garantizado el derecho de audiencia de los mismos en la 
tramitación del procedimiento, en el caso de que se produzcan transgresiones del 
Ordenamiento Jurídico vigente que, por su gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta 
medida, así como en los supuestos de imposibilidad de funcionamiento normal de aquellos.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como la composición de la comisión gestora que tendrá a su cargo la gestión 
de los intereses de la Cámara.

3. Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, se procederá, dentro del plazo de un mes, a la disolución de los órganos de gobierno 
de las Cámaras, a la convocatoria de nuevas elecciones, así como a la prórroga de la 
actuación de la comisión gestora. Asimismo, se podrá establecer que la prestación de 
servicios mínimos para las funciones públicas que se establecen en el artículo 5 se 
realizarán por parte del Consejo Aragonés de Cámaras.

4. En el caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones, conforme al párrafo 
anterior, el Gobierno de Aragón podrá acordar la extinción de una Cámara, adscribiéndose 
su patrimonio, previa liquidación por la comisión gestora, a la Administración Pública. El 
ejercicio de las funciones de la Cámara que se extingue podrá ser asignado al Consejo 
Aragonés de Cámaras de Comercio, Industria y Servicios de Aragón, que deberá mantener 
una delegación en la provincia de origen de la Cámara a extinguir. En el acuerdo de 
extinción, el Gobierno de Aragón determinará el procedimiento de designación de 
representantes de la Cámara a extinguir en el Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Aragón.

TÍTULO VII
Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios

Artículo 45.  Naturaleza.
1. El Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, con 

sede en Zaragoza, es el órgano consultivo y de colaboración con el Gobierno de Aragón y 
las restantes instituciones autonómicas para la representación, relación y coordinación de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón.

2. El Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria, integrado por 
todas las Cámaras que tengan sede en el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
es una corporación de Derecho público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad 
de obrar para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 46.  Funciones y régimen jurídico.
1. Las funciones, composición y régimen de actos del Consejo Aragonés de Cámaras 

Oficiales de Comercio, Industria y Servicios serán los establecidos en la presente Ley y en 
las normas de desarrollo de la misma. Le será de aplicación, con carácter supletorio, la 
legislación referente a la estructura y funcionamiento de las Administraciones Públicas en 
cuanto sea conforme con su naturaleza y finalidades. La contratación y el régimen 
patrimonial se regirán conforme al derecho privado y habilitando un procedimiento que 
garantice las condiciones de publicidad, transparencia y no discriminación.

2. La normativa vigente en materia de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios se aplicará con carácter subsidiario al Consejo, a sus órganos y a su personal.

3. Corresponden al Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios las siguientes funciones:

a) Defender los intereses generales del comercio, la industria y los servicios de la 
Comunidad Autónoma de Aragón.
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b) Representar al conjunto de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Aragón ante las instituciones autonómicas y demás entidades de Derecho público y 
privado radicadas en la Comunidad Autónoma.

c) Coordinar e impulsar las acciones que afecten al conjunto de las Cámaras Oficiales de 
Comercio e Industria de la Comunidad Autónoma de Aragón.

d) Colaborar y asesorar, cuando así lo requiera el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, o bien por iniciativa propia, informando los proyectos de normas, estudios, 
trabajos y acciones que afecten a los intereses generales del comercio, la industria y los 
servicios.

e) Colaborar en la ejecución de las actuaciones previstas en los Planes Camerales 
Autonómicos, en los términos dispuestos por la Administración tutelante.

f) Prestar otros servicios o realizar actividades que redunden en beneficio de los 
intereses representados por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios que lo 
integran.

g) La prestación de los servicios mínimos que se establezcan en caso de suspensión de 
la actividad de alguna Cámara.

h) En caso de que la autoridad de gestión de los Fondos de la Unión Europea lo 
considere procedente, el Consejo podrá participar en la gestión de Fondos de la Unión 
Europea dirigidos a la mejora de la competitividad en las empresas.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica.

j) Cualesquiera otras funciones público-administrativas delegadas, encomendadas o 
concedidas por las Administraciones Públicas de Aragón.

Artículo 47.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno del Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria y Servicios de Aragón son el Pleno, el Comité Ejecutivo y el Presidente.
2. El Gobierno de Aragón designará un representante que deberá ser convocado en las 

mismas condiciones que sus miembros a todas las reuniones del Pleno y del Comité 
Ejecutivo, gozando de la facultad de intervenir con voz y sin voto en las deliberaciones.

3. El Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios podrá 
contar también con un secretario general, el personal directivo y la organización necesaria 
para el desempeño de las funciones establecidas en esta Ley, y con la organización 
complementaria que establezcan sus Reglamentos de Régimen Interior. En caso de no 
existir esta figura, actuará como Secretario del Pleno el Secretario de la Cámara que ostente 
la presidencia del Consejo en ese momento.

Artículo 48.  El Pleno.
1. El Pleno, órgano supremo de gobierno y representación del Consejo, estará 

compuesto por los Presidentes de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Huesca, Zaragoza y Teruel, o quienes reglamentariamente les sustituyan; por nueve 
vocales designados por las tres Cámaras provinciales, en la siguiente proporción: tres 
vocales designados por la Cámara de Comercio de Zaragoza, tres vocales designados por la 
Cámara de Comercio de Huesca y tres vocales designados por la Cámara de Comercio de 
Teruel; un representante designado por el Departamento competente en materia de 
Comercio del Gobierno de Aragón; y los Secretarios de las Cámaras de Comercio, que 
actuarán con voz pero sin voto y, en su caso, el Secretario General del Consejo.

2. El Presidente del Consejo será elegido por mayoría simple entre los Presidentes de 
las respectivas Cámaras, en el mes siguiente a la finalización de los procesos de renovación 
de los órganos de gobierno de las Cámaras.

3. Corresponden al Pleno las siguientes funciones:
a) La elección del Presidente del Consejo.
b) La aprobación provisional del Reglamento de Régimen Interior por el que se deberá 

regir, así como de sus modificaciones.
c) El control y la fiscalización de los demás órganos de gobierno del Consejo.
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d) La aprobación de los convenios de colaboración con las Administraciones Públicas y 
con cualquier otra entidad.

e) La aprobación, a propuesta del Comité Ejecutivo, de su plantilla de personal, así como 
de los criterios para su cobertura.

f) La aprobación inicial de su presupuesto y de las cuentas anuales del Consejo, así 
como el sometimiento a la Administración tutelante para su aprobación definitiva.

g) La aprobación inicial de las bases de la convocatoria para la provisión del puesto de 
quien ocupe la Secretaría General.

h) El nombramiento y cese de quien ocupe la Secretaría General.
i) La aprobación de informes y propuestas.
j) Cuantas otras atribuciones le confieran las leyes expresamente.
k) Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por el Reglamento de Régimen 

Interior.
4. Con arreglo a lo previsto en el Reglamento de Régimen Interior, el Pleno del Consejo 

podrá delegar y revocar, previa comunicación a la Administración tutelante, el ejercicio de 
sus atribuciones en el Comité Ejecutivo, salvo respecto de aquellas que en esta u otra Ley 
se declaren indelegables.

5. La delegación de atribuciones será efectiva desde su adopción, será revocable en 
cualquier momento y no podrá exceder de su período de mandato, extinguiéndose 
automáticamente en el momento en que se renueve el Pleno del Consejo.

6. Las delegaciones en materia de gestión financiera decaerán automáticamente con la 
aprobación de cada presupuesto anual.

Artículo 49.  El Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano de gestión y administración del Consejo, y estará 

compuesto por el Presidente del Consejo, dos Vicepresidentes, por dos representantes 
designados por cada una de las Cámaras, uno de los cuales actuará como Tesorero, y por 
quien actúe como Secretario General del Consejo. Serán vicepresidentes del Consejo los 
Presidentes de las Cámaras que no hayan sido elegidos Presidente del Consejo.

2. Corresponden al Comité Ejecutivo las siguientes funciones:
a) La elaboración del Reglamento de Régimen Interior, o sus modificaciones.
b) La confección de los proyectos de presupuestos ordinarios y extraordinarios de 

ingresos y gastos, las liquidaciones correspondientes y las cuentas anuales.
c) En casos de urgencia debidamente motivada, adoptar acuerdos sobre materias 

competencia del Pleno que sean susceptibles de delegación, dando cuenta a este para que 
proceda a su ratificación en la primera sesión que celebre y tenga lugar, como máximo, en el 
plazo de treinta días.

d) Ejercer las competencias que le sean delegadas o encomendadas por el Pleno.
e) Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por el Reglamento de Régimen 

Interior.

Artículo 50.  El Presidente.
1. El Presidente ostentará las funciones de representación del Consejo, la presidencia de 

sus órganos colegiados, la convocatoria de las reuniones, y velará por el cumplimiento de los 
acuerdos.

2. Sin perjuicio de su responsabilidad personal, el Presidente podrá delegar y revocar, en 
ambos casos, el ejercicio de sus atribuciones en las Vicepresidencias, salvo la relativa a la 
presidencia del Pleno y del Comité Ejecutivo, dando cuenta de ello al Pleno. Cuando se trate 
de funciones ejecutivas y de representación, podrá efectuar dicha delegación en el 
Secretario General en la forma expresada. Los Reglamentos de Régimen Interior podrán 
prever la posibilidad de delegaciones especiales a favor de cualquier miembro del Pleno 
para la dirección y gestión de asuntos determinados.
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Artículo 51.  Adopción de acuerdos.
1. Los acuerdos del Comité Ejecutivo se adoptarán por mayoría de los Presidentes de 

las tres Cámaras, y los del Pleno se adoptarán por mayoría absoluta y cualificada en la 
manera en que se determine en el Reglamento de Régimen Interior del Consejo, 
computándose un voto por cada miembro.

2. Los acuerdos del Pleno relativos a la aprobación provisional de los presupuestos 
ordinarios o extraordinarios se adoptarán por mayoría de dos tercios de los miembros del 
mismo.

Artículo 52.  Presupuesto.
1. Para la financiación del presupuesto ordinario de ingresos, el Consejo dispondrá, entre 

otros recursos, de una aportación anual que garantice el adecuado cumplimiento de sus 
competencias, satisfecha por las Cámaras de la Comunidad Autónoma proporcionalmente a 
la representatividad económica de las personas físicas o jurídicas adscritas a las mismas, en 
los términos que se determinen en su Reglamento de Régimen Interior.

2. Le será de aplicación las disposiciones que se contemplan en la presente Ley relativas 
al régimen presupuestario de las Cámaras.

Artículo 53.  Tutela.
La función de tutela sobre el Consejo corresponderá al departamento competente en 

materia de Comercio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, que 
comprende el ejercicio de las potestades administrativas de aprobación, fiscalización, 
resolución de recursos, suspensión y disolución, en los mismos términos previstos en la 
presente Ley para las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón.

Artículo 54.  Convenios.
1. El Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios podrá 

suscribir convenios con la Administración tutelante para la ejecución de actuaciones 
previstas en los Planes Camerales Autonómicos, en los mismos términos previstos en el 
artículo 7 de esta Ley para las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios de Aragón.

2. Además, se faculta expresamente al Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios para celebrar convenios con las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Aragón, al objeto de colaborar con ellas en el ejercicio de 
sus funciones de carácter público-administrativo, así como de sus actividades privadas. El 
Consejo de Cámaras, dada su naturaleza de corporación de derecho público integrado por 
las Cámaras de Comercio de la Comunidad de Aragón, podrá delegar la ejecución, en su 
totalidad o en parte, de las acciones derivadas de los Planes Camerales Autonómicos en las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Huesca, Teruel y Zaragoza, 
extendiéndose igualmente a estas entidades los compromisos de ejecución que se prevean. 
En este sentido, las cámaras tendrán la consideración de beneficiarios en los términos del 
artículo 11.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Disposición transitoria primera.  Adaptación al contenido de la norma.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Aragón, así como el 

Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, adaptarán al 
contenido de esta ley sus actuales Reglamentos de Régimen Interior en el plazo de tres 
meses desde la entrada en vigor de esta ley, que deberán ser aprobados por la 
Administración tutelante. Lo relativo a los nombramientos de los directores generales será de 
aplicación para las nuevas contrataciones que se realicen a partir de la entrada en vigor de 
esta ley, pudiendo continuar en sus funciones el personal que desempeñase esos puestos a 
la entrada en vigor de la ley.

Disposición transitoria segunda.  Órganos de gobierno.
Los actuales órganos de gobierno de las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios de 

Aragón continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se constituyan los nuevos órganos 
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de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso electoral, ajustándose durante 
dicho periodo a las reglas de funcionamiento establecidas con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta ley.

Disposición transitoria tercera.  Elección de los vocales correspondientes a las empresas 
de mayor aportación voluntaria.

Hasta que no se apruebe el reglamento de desarrollo de esta ley, se designarán como 
vocales en representación de las empresas de mayor aportación voluntaria a aquellas con 
mayores importes abonados en concepto de cuota voluntaria durante los cuatro años 
anteriores a la fecha de finalización del plazo de presentación de candidaturas que se 
disponga en la Orden de convocatoria de elecciones.

Disposición transitoria cuarta.  Límite temporal al mandato del Presidente.
A los efectos del cómputo del plazo máximo de duración del cargo de Presidente previsto 

en el artículo 16.3 de esta Ley, solo se tendrán en cuenta los mandatos ostentados tras la 
entrada en vigor de la misma.

Disposición transitoria quinta.  Período para la aprobación del Código de Buenas 
Prácticas.

Las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios dispondrán de un plazo máximo de un 
año a partir de la entrada en vigor de la presente ley para la aprobación del Código de 
Buenas Prácticas previsto en el artículo 25.

Disposición transitoria sexta.  Voto no presencial.
Hasta que no se apruebe el reglamento de desarrollo de esta ley, el voto no presencial 

se podrá regular en la Orden de convocatoria de elecciones prevista en el artículo 33.

Disposición transitoria séptima.  Constitución de los órganos de gobierno.
Hasta que no se apruebe el reglamento de desarrollo de esta ley, los miembros electos 

del Pleno, tanto procedentes del censo general como del censo específico, tomarán 
posesión de sus cargos al inicio de la sesión constitutiva. Las personas físicas lo harán 
personalmente y las personas jurídicas, por medio de un representante designado a tal 
efecto con poder suficiente. Para la constitución del Pleno, se incorporarán los 
representantes de empresas o personas de reconocida competencia de la vida económica 
designados por las organizaciones empresariales.

Constituido el Pleno, se procederá por votación nominal y secreta a la elección, de entre 
sus miembros, del presidente y demás miembros del comité ejecutivo. A tal efecto, se 
formará la mesa electoral, que estará compuesta por los dos miembros de mayor y menor 
edad, respectivamente, del Pleno de la Cámara y por el representante de la Administración 
tutelante, que actuará como presidente. Hará las funciones de secretario el que lo sea de la 
corporación.

Abierta la sesión, se iniciará el turno de propuestas de candidatos sobre quienes deberá 
recaer la votación. El candidato a Presidente presentará una única candidatura en la que se 
incluyan la totalidad de los cargos y vocales del comité ejecutivo. Las candidaturas habrán 
de presentarse y hacerse públicas al menos con 24 horas de antelación a la realización de 
las votaciones.

La mesa electoral realizará el escrutinio e informará del resultado al Pleno, advirtiendo 
de la posibilidad de manifestar cualquier disconformidad con el acto electoral. 
Inmediatamente, se levantará la correspondiente acta, en la que se harán constar las 
incidencias del acto electoral, el resultado de la votación y las reclamaciones que se 
formulen, remitiéndose seguidamente una copia certificada a la Administración tutelante, que 
resolverá, con audiencia de los interesados, sobre las incidencias planteadas en el plazo de 
30 días naturales desde su recepción.
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Resueltas las incidencias, si las hubiera, el órgano competente de la Administración 
tutelante dispondrá la publicación en el «Boletín Oficial de Aragón» de los nombramientos de 
Presidente, cargos del comité ejecutivo y de los miembros del Pleno.

Disposición transitoria octava.  Período para alcanzar la estabilidad presupuestaria.
Las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios dispondrán de un plazo máximo de tres 

años a partir de la entrada en vigor de la presente ley para alcanzar la situación de equilibrio 
presupuestario previsto en el artículo 37.2.

Disposición transitoria novena.  Devengo del recurso cameral no prescrito.
Sin perjuicio de la supresión del recurso cameral permanente, ello no alterará la 

exigibilidad de las cuotas del recurso cameral permanente no prescritas.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 

establecido en esta ley, y en particular la Ley 10/2004, de 20 de diciembre, por la que se 
crea el Consejo Aragonés de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno de Aragón para dictar las disposiciones necesarias en desarrollo 

y aplicación de la presente ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Aragón».
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§ 96

Ley 2/2010, de 13 de mayo, de comercio de Castilla-La Mancha

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 97, de 21 de mayo de 2010
«BOE» núm. 178, de 23 de julio de 2010

Última modificación: 3 de diciembre de 2014
Referencia: BOE-A-2010-11731

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, en nombre del Rey, promulgo la 
siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 31.1.11.ª del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Castilla-

La Mancha, tras la modificación operada por la Ley Orgánica 3/1997, atribuye competencia 
exclusiva a la Comunidad Autónoma en materia de comercio, ferias y mercados interiores. 
Paralelamente, el artículo 32.6 del mencionado Estatuto, otorga a la Comunidad Autónoma 
la competencia de desarrollo legislativo y ejecución en materia de defensa del consumidor y 
usuario.

El ejercicio de estas competencias debe realizarse conforme a las bases fijadas por el 
Estado para la planificación de la actividad económica general, en aras de un desarrollo 
regional y sectorial equilibrado y armónico, en los términos establecidos, por la Constitución 
Española en sus artículos 131, y 149.1.1.ª, 13.ª y 18.ª. Por otro lado, es preciso señalar que 
la competencia exclusiva autonómica en materia de comercio coexiste con la competencia 
exclusiva del Estado en lo que se refiere a la legislación mercantil y civil, de acuerdo con lo 
establecido por la Constitución Española en su artículo 149.1, reglas 6.ª y 8.ª.

Por ello, el desarrollo normativo que constituye la nueva Ley de Comercio de Castilla-La 
Mancha, estará determinado por la existencia de una pluralidad de títulos competenciales 
concurrentes con el de comercio interior y por la normativa a que ha de ajustarse su 
regulación, recogida en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista y conforme a la interpretación recogida en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional.

La Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista sienta las bases 
para una armonizada legislación que permita a todos los actores de este sector concurrir en 
condiciones de libertad y lealtad al mercado, tal y como establece nuestro texto 
constitucional en sus artículos 38 y 139.2, garantizando siempre los derechos de los 
consumidores y usuarios conforme al artículo 51 de nuestra Carta Magna.

Es preciso señalar que la forma jurídica de este instrumento normativo viene 
determinada por el principio de reserva de ley que establece la Constitución para el ejercicio 
de la libertad de empresa y para la regulación del comercio interior y el régimen de 
autorización de productos comerciales.
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Sobre esta base jurídica, las Cortes Regionales aprobaron la Ley 7/1998, de 15 de 
octubre, de Comercio Minorista de Castilla-La Mancha, que ha constituido hasta la fecha el 
marco jurídico regulador de la actividad comercial minorista en Castilla-La Mancha, adaptado 
éste al ámbito territorial, marco estatutario, estructura organizativa y competencias asumidas 
por la Comunidad Autónoma. Esta norma ha sido objeto de ulteriores modificaciones, a 
través de la Ley 13/2000, de 26 de diciembre, y de la Ley 1/2004, de 1 de abril, que 
incorporaban las modificaciones operadas en la legislación básica estatal y los cambios 
operados por el dinamismo de la actividad y la evolución de las prácticas y usos comerciales.

En este mismo sentido, es preciso señalar el establecimiento del nuevo marco jurídico 
comunitario, resultado de la aprobación de la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior, que contiene una serie de disposiciones que obligan a los estados miembros a 
identificar y remover, con carácter general, de toda su legislación, todos aquellos requisitos y 
formalidades excesivamente gravosos que obstaculicen la libertad de establecimiento y la 
libre prestación de servicios en el ámbito del mercado interior. Esta circunstancia afecta 
particularmente al régimen de autorizaciones administrativas, de manera que dicha 
autorización se reserva exclusivamente a los supuestos en que esté justificada por una 
«razón imperiosa de interés general», y el objetivo perseguido no pueda ser logrado 
mediante una medida menos restrictiva.

Por otro lado, la ley, también, responde a una necesidad desde el punto de vista macro y 
microeconómico. La promoción de las condiciones favorables para el progreso social y 
económico, así como la atención a la modernización de los diferentes sectores económicos 
son responsabilidades constitucionalmente atribuidas a los poderes públicos. La norma 
suprema también reconoce en su artículo 38 la libertad de empresa y la obligación de los 
poderes públicos de garantizar y proteger su ejercicio. Teniendo en cuenta estas 
circunstancias, no pueden ser desatendidos el diagnóstico y las recomendaciones de 
diversos organismos internacionales, como el Fondo Monetario Internacional (FMI) o la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que señalan las 
numerosas barreras a la competencia existentes. En este mismo sentido, la Comisión 
Europea, a través de sus informes anuales de evaluación del plan nacional de reformas 
español en el marco de la Estrategia de Lisboa, ha instado a las autoridades de nuestro país 
a centrarse en el objetivo de incrementar la competencia de los mercados minoristas. Por 
último, el Banco de España, en su reciente documento de trabajo sobre la evolución de la 
regulación del comercio minorista en España, se ha referido a la numerosa literatura 
económica que ha puesto de manifiesto el impacto que las restricciones impuestas por la 
normativa comercial tienen sobre distintas variables económicas como el empleo, los 
salarios, la productividad del sector, o incluso los precios.

Castilla-La Mancha, al igual que en el resto de España, ha experimentado a lo largo de 
los últimos años un notable desarrollo del comercio en general y del comercio minorista en 
particular. Gracias al desarrollo que produjo el crecimiento sin precedentes de nuestra 
economía, los niveles de consumo experimentaron un incremento que, tanto cuantitativa 
como cualitativamente, permitieron una expansión del comercio en toda la geografía 
nacional a la que Castilla-La Mancha no ha sido ajena.

Castilla-La Mancha necesita, para asegurar el fortalecimiento de su economía, de su 
sociedad, que la labor que desempeñan los comerciantes se encuentre regulada dentro de 
unas normas claras y precisas que permitan a todos concurrir en igualdad al mercado 
conforme al principio de la leal y libre competencia. Unas normas que deben recoger los 
cambios que se han producido en nuestra sociedad así como anticiparse a las necesidades 
futuras del sector y a las innovaciones que vayan demandando los consumidores y usuarios.

Teniendo en cuenta todas estas consideraciones, la nueva Ley tiene por objeto el 
establecimiento de un nuevo marco jurídico para el desarrollo de la actividad comercial en 
Castilla-La Mancha, con el fin de contribuir de manera decisiva a la modernización de los 
procesos, infraestructuras, equipamientos, prácticas y estrategias comerciales. El modelo 
resultante pretende fomentar una oferta comercial vertebrada, amplia, diversa y evolutiva, 
capaz de adaptarse a la dinámica y cambiante realidad que impone una economía abierta y 
global y al empleo creciente de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, 
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al mismo tiempo que busca corregir los desequilibrios que pudieran existir entre los 
diferentes actores del sector, así como el mantenimiento de la libre y leal competencia.

El modelo que incorpora la ley contempla la cohabitación de los diferentes formatos 
comerciales, independientemente de su tamaño o morfología, al tiempo que se busca 
garantizar que las necesidades de los consumidores sean satisfechas adecuadamente y se 
minimicen los potenciales impactos negativos que, sobre el territorio, el patrimonio histórico-
artístico y el medioambiente, pueda suponer la implantación de una gran superficie 
comercial; para ello se plantea la exigencia de un informe autonómico comercial, que desde 
una visión global e integradora analice estos proyectos, dentro de los parámetros fijados en 
la legislación estatal y comunitaria. En definitiva, la presente Ley pretende asegurar la 
complementariedad de los sistemas de distribución, así como las buenas prácticas 
comerciales, en un escenario de libre competencia, con el firme propósito de prestar el mejor 
servicio, en las mejores condiciones al consumidor y permitirle las mejores condiciones para 
que pueda realizar la mejor elección de acuerdo con sus intereses y prioridades. De esta 
manera, los consumidores y usuarios podrán acceder de manera inmediata a una mejora 
continuada de los precios, de la calidad de los productos, de la atención y servicio 
dispensado en los establecimientos así como en las demás condiciones de la oferta y 
servicio.

Para lograr los objetivos marcados, la ley contempla la simplificación de diversos 
procedimientos y suprime aquellas trabas administrativas que se han considerado 
redundantes o innecesarias, buscando reducir la carga administrativa en términos de tiempo 
y coste efectivo. La eliminación de barreras de entrada en el mercado, con el subsiguiente 
incentivo de la competencia, ha de reportar beneficios tanto al consumidor, a través de los 
precios, como al progreso económico y social, mediante el incremento de la productividad y 
del empleo.

En cuanto al contenido propiamente dicho, la ley se articula a través de seis títulos.
En el Título I se delimita el objeto de esta Ley, la regulación administrativa del comercio, 

así como su ámbito de aplicación, con exclusión de aquellas actividades comerciales 
sometidas a legislaciones específicas, y se realiza la definición normativa de varios 
conceptos relativos al sector, como son la actividad comercial, minorista y mayorista, y los 
establecimientos comerciales.

Asimismo, se pretende potenciar la colaboración de la Administración de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha con entidades públicas y privadas para la consecución 
de la reforma, modernización, mejora de la competitividad, racionalización y creación de 
empleo en el sector.

En el Título II se define el concepto de gran establecimiento comercial y el informe 
preceptivo vinculante que emite en materia de comercio la Administración de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha para su instalación, ampliación o traslado.

En cumplimiento de la citada Directiva de Servicios y de lo previsto en el artículo 6.1 de 
la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, que tiene carácter 
básico, queda justificada la participación preventiva de la Administración Autonómica, a 
través de un informe preceptivo y vinculante integrado en un único procedimiento, para la 
apertura, traslado o, en su caso ampliación de aquellos establecimientos comerciales que 
dispongan de una superficie útil para la exposición y la venta superior a 2.500 m², y ello es 
así, porque desde un punto de vista científico a partir de dicho umbral estos establecimientos 
comerciales tiene un efecto supramunicipal y generan impacto ambiental y territorial que 
debe ser objeto de evaluación por la Consejería competente en materia de comercio.

Queda pues justificado que este mecanismo de control responde al impacto 
supramunicipal que produce la implantación de este tipo de establecimientos comerciales, ya 
que lo que los singulariza frente al resto de los equipamientos comerciales es, sin duda, la 
superficie y la trascendencia de sus efectos, de difícil reversibilidad en su caso. Su 
implantación genera un impacto ambiental y territorial, tanto por la atracción poblacional que 
genera, como por su repercusión en el tráfico e infraestructuras de la red viaria, el paisaje, 
los ecosistemas de la zona o la ordenación del territorio en términos generales.

Y teniendo en cuenta que el informe comercial ha de versar sobre las repercusiones 
medioambientales, urbanísticas, de ordenación del territorio y de protección del patrimonio 
histórico artístico, se ha introducido la creación de un órgano multidisciplinar en el que se 
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integren representantes de las Consejerías con competencia sustantiva en materia del 
territorio, patrimonio histórico-artístico, medio ambiente y medio natural, capacitado para 
pronunciarse sobre las «razones imperiosas de interés general» y que presentan un interés 
supramunicipal que transciende las posibilidades de control del correspondiente 
ayuntamiento.

Así, el objetivo fundamental de esta regulación es evitar o reducir su potencial impacto 
desfavorable en su ámbito de influencia, permitiendo su integración en el territorio, dentro del 
tejido comercial existente en los núcleos de población, y respetando las exigencias 
urbanísticas y medioambientales, así como las ligadas a la libertad de empresa y libre 
competencia.

En el Título III se regula el régimen de horarios comerciales, manteniéndose a grandes 
rasgos la regulación sustantiva establecida, en la Ley 10/2005, de 15 de diciembre, de 
Horarios Comerciales de Castilla-La Mancha, dada la amplia aceptación de la misma por los 
sectores implicados y la experiencia positiva que ha supuesto su aplicación.

En el Título IV se regulan las denominadas ventas promocionales, definidas en el 
Capítulo I, como son: las rebajas, los saldos, las liquidaciones y las ventas con precio 
reducido o prima, introduciendo algunos aspectos para dar mayor seguridad jurídica a los 
actores intervinientes, e incidiendo especialmente, en la protección del consumidor y su 
derecho a la información, considerando que una información veraz y correcta es 
imprescindible para el conocimiento exacto del alcance y características del bien, producto o 
servicio que se contrata.

En el Título V se regulan una serie de modalidades de venta o prácticas comerciales 
efectuadas fuera de establecimientos comerciales que se denominan ventas especiales. Se 
elimina la exigencia de autorización y se sustituye por el sistema de comunicación posterior 
al inicio de la actividad y mediante un solo acto.

En consonancia con lo anterior, se simplifica y actualiza la regulación de las ventas a 
distancia y su comunicación al registro de ventas a distancia establecido en el Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio, de acuerdo con lo declarado en la sentencia 124/2003, de 19 
de junio, del Tribunal Constitucional.

Asimismo se regula el régimen de franquicias y la coordinación con el registro constituido 
a tal efecto en la Administración General del Estado. En todo caso, se sustituye la inscripción 
en dichos registros por una obligación de comunicación a posteriori de la actividad que se 
realiza.

Es necesario señalar que la regulación de las diversas modalidades especiales de venta, 
tanto las ventas celebradas fuera de establecimiento como las promocionales, no supone 
configurar modalidades contractuales distintas del contrato de compraventa contemplado en 
las leyes civiles o mercantiles, pues en nada afecta a los elementos estructurales básicos ni 
introducen ningún tipo de modificación, sustancial o accidental, al citado contrato de 
compraventa.

Dentro de este Título, el capítulo VI se dedica al comercio ambulante, que por su 
importancia y por tratarse de una actividad que ha continuado creciendo y diversificándose a 
lo largo de estos años, hace necesario abordar una nueva regulación adaptada a las 
exigencias de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006. El ejercicio del 
comercio ambulante, por su propia naturaleza, se desarrolla en suelo público, por lo que será 
necesario disponer de la previa autorización de los ayuntamientos en cuyo término se vaya a 
llevar a cabo esta actividad. Este régimen de autorización previsto en la ley y que es 
competencia de los ayuntamientos, viene plenamente justificado por razones de orden 
público, protección de los consumidores, protección civil, salud pública, protección de los 
destinatarios de los servicios, del medio ambiente y del entorno urbano. Respetando el 
principio de subsidiariedad, la potestad para otorgar la autorización se atribuye al propio 
municipio, y de acuerdo con el principio de proporcionalidad, la autorización no se podrá 
otorgar por tiempo indefinido.

Por último, en el Título VI, se regula el régimen sancionador en materia de comercio 
minorista, se introducen algunas modificaciones respecto de la anterior regulación, con el 
objeto de garantizar de una manera más eficiente el cumplimiento de las disposiciones que 
se contienen en la presente Ley. De este modo se incrementa el importe de las sanciones, 
con la finalidad de buscar una mayor consonancia con la actual realidad económica, y lograr 
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que este tipo de sanciones tengan un efecto disuasorio. Además, se introducen criterios de 
graduación para la imposición de las sanciones; concretamente se incluye como nuevo 
criterio la capacidad o solvencia de la empresa, lo que permitirá sin duda tener en cuenta la 
situación de la empresa a la hora de graduar la sanción correspondiente.

En el procedimiento de consulta abierto con ocasión de la elaboración de esta norma 
han participado los agentes económicos y sociales de la región.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto regular la actividad comercial minorista, el régimen de 

los horarios comerciales, las actividades de promoción comercial y determinadas ventas 
especiales en Castilla-La Mancha.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las actividades comerciales que se realicen en el 

ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.
2. Quedan excluidas del ámbito de la presente Ley aquellas actividades comerciales que, 

por razón de su objeto, sujeción a un régimen de concesión administrativa, o por estar 
reservado su ejercicio a determinadas profesiones, se encuentren reguladas por una 
legislación específica.

CAPÍTULO II
De la actividad comercial

Artículo 3.  Actividad comercial minorista.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 1.2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, se considera actividad 
comercial minorista aquélla desarrollada profesionalmente con ánimo de lucro consistente en 
ofertar la venta de cualquier clase de artículos a los destinatarios finales de los mismos, 
utilizando o no un establecimiento.

2. Las ventas al público por las entidades cooperativas u otras formas jurídicas análogas, 
en los casos en que lo autoriza la legislación vigente en la materia, se realizarán de manera 
convenientemente diferenciada respecto de las operaciones efectuadas con los socios, 
atendiendo al lugar de distribución, la identificación de los productos y otras condiciones de 
la transacción, sin que pueda producirse simultáneamente la oferta discriminada a los socios 
cooperadores y al público en general de los productos obtenidos por la entidad y de los 
artículos adquiridos a terceros.

Artículo 4.  Actividad comercial mayorista.
1. Se considera actividad comercial de carácter mayorista, a los efectos de esta Ley, el 

ejercicio profesional de la actividad de adquisición de productos para su reventa que tiene 
como destinatarios a otros comerciantes, empresarios o artesanos que no sean 
consumidores finales.

2. La actividad comercial mayorista no podrá ejercerse simultáneamente con la minorista 
en un mismo establecimiento, salvo que se mantengan debidamente diferenciadas y se 
respeten las normas específicas aplicables a cada una de estas modalidades de distribución.
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Artículo 5.  Establecimientos comerciales.
De conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, tendrá la consideración de 
establecimiento comercial toda instalación inmueble de venta al por menor en la que el 
empresario ejerce su actividad de forma permanente; o toda instalación móvil de venta al por 
menor en la que el empresario ejerce su actividad de forma habitual.

CAPÍTULO III
Régimen administrativo

Artículo 6.  Régimen administrativo de la actividad comercial.
El ejercicio de la actividad comercial en Castilla-La Mancha se desarrollará de acuerdo 

con los principios de libertad de empresa, libre competencia, libertad de establecimiento y 
libre circulación de bienes y servicios, en el marco de una economía de mercado, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 38 y 139.2 de la Constitución, la legislación de aplicación 
general del Estado y la legislación autonómica sobre la materia.

Artículo 7.  Obligación de facilitar información.
Los titulares de establecimientos y actividades comerciales están obligados a cumplir 

con los requerimientos e inspecciones que efectúe la Administración competente y sus 
agentes, de acuerdo con las prescripciones legales que regulen el ejercicio de la actividad 
comercial de que se trate.

Artículo 8.  Prohibición de limitar la adquisición de artículos.
Los comerciantes no podrán limitar la cantidad de artículos que puedan ser adquiridos 

por cada comprador, ni establecer precios más elevados o suprimir reducciones o incentivos 
para las compras que superen un determinado volumen. Cuando en un establecimiento 
abierto al público, no se dispusiera de existencias suficientes para cubrir la demanda, se 
atenderá a la prioridad temporal en la solicitud.

Artículo 9.  Prohibiciones y restricciones al comercio.
Serán de aplicación las prohibiciones y restricciones al comercio establecidas en el 

artículo 8 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, o 
precepto que lo sustituya.

CAPÍTULO IV
Reforma de las estructuras comerciales

Artículo 10.  Promoción y fomento de la actividad comercial.
1. La Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, a través de la 

Consejería competente en materia de comercio, desarrollará cuantas actuaciones persigan 
una reforma de las estructuras comerciales en el territorio de la Comunidad Autónoma, 
especialmente las encaminadas a la modernización, creación de empleo, racionalización y 
mejora técnica y financiera de la pequeña y mediana empresa comercial.

2. Para la realización de tales objetivos, la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
colaborará con otras entidades públicas o privadas, especialmente con las Administraciones 
Locales en la forma que resulte más adecuada a la consecución de los fines propuestos.

3. Con estos fines, la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
dirigirá su actuación especialmente a:

a) Facilitar la reforma y modernización de los establecimientos de la pequeña y mediana 
empresa comercial.

b) Promover el conocimiento y difusión de nuevas formas de comercialización que 
contribuyan a la mejora de la productividad en el sector.
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c) Fomentar la formación profesional de los comerciantes y empleados en el sector, en 
colaboración con los diversos agentes económicos y sociales.

d) Realizar estudios e investigaciones que permitan un mejor conocimiento de las 
estructuras de comercialización.

e) Potenciar los movimientos asociativos en el sector del comercio.
f) Impulsar y potenciar la aplicación y el uso de las nuevas tecnologías.
g) Fomentar los mecanismos extrajudiciales de solución de conflictos que afecten a las 

relaciones entre los agentes del mercado en el comercio minorista, de acuerdo con los 
mismos y conforme a la legislación estatal vigente en cada momento.

TÍTULO II
Grandes establecimientos comerciales

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 11.  Grandes establecimientos comerciales.
Tendrán la consideración de gran establecimiento comercial, los establecimientos 

comerciales individuales y los de carácter colectivo que, destinados al comercio al por menor 
de cualquier clase de artículos, tengan una superficie útil para exposición y venta al público 
igual o superior a los 2.500 metros cuadrados.

Artículo 12.  Concepto de superficie útil para la exposición y venta al público.
1. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por superficie útil para la exposición y 

venta al público de los establecimientos comerciales la superficie total, esté cubierta o no, de 
los espacios destinados a exponer los productos con carácter habitual u ocasional, así como 
los espacios destinados al tránsito de personas y a la presentación, dispensación y cobro de 
los productos, incluyendo los escaparates internos, los mostradores y las zonas de cajas y la 
comprendida entre éstas y la salida. El cómputo se realizará desde la puerta o acceso al 
establecimiento.

2. En ningún caso tendrán la consideración de superficie útil para la exposición y venta al 
público los espacios destinados exclusivamente a almacén, aparcamiento, ni los lugares 
exteriores, salvo que se expongan productos para su venta.

3. En los establecimientos de carácter colectivo se excluirán del cómputo las zonas 
destinadas exclusivamente al tránsito común que no pertenezcan expresamente a ningún 
establecimiento. Si existiera algún establecimiento que delimitara parte de su superficie por 
una línea de cajas, el espacio que éstas ocupen se incluirá como superficie útil para la 
exposición y venta al público.

Artículo 13.  Cambio de titularidad.
Cualquier cambio en la titularidad de un gran establecimiento comercial deberá ser 

comunicado a la Consejería competente en materia de comercio en un plazo no superior a 
quince días desde que se produce la cesión o transmisión, indicando los datos identificativos 
de dicha transmisión, concretamente los referidos a las partes intervinientes y al 
establecimiento objeto de transmisión, sin perjuicio de lo establecido en materia de defensa 
de la competencia.

CAPÍTULO II
Informe comercial

Artículos 14 a 16.  
(Sin contenido)
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TÍTULO III
Horarios comerciales

CAPÍTULO I
Régimen general de horarios comerciales

Artículo 17.  Horario global.
1. El horario en el que los establecimientos comerciales podrán desarrollar su actividad 

durante los días laborables de la semana será, como máximo, de noventa horas. No 
obstante, cuando los días 24 y 31 de diciembre sean laborables, el horario de cierre de los 
establecimientos comerciales podrá prolongarse, como máximo, hasta las 20,00 horas.

2. Cada comerciante, dentro del límite máximo establecido en este artículo, determinará 
libremente el horario de apertura y cierre.

3. En todos los establecimientos comerciales deberá figurar la información a los 
consumidores de los horarios de apertura y cierre, exponiéndolos en lugar visible desde el 
exterior, incluso cuando el local esté cerrado.

Artículo 18.  Régimen de domingos y días festivos.
1. Los domingos y días festivos en los que los establecimientos comerciales podrán 

permanecer abiertos al público serán doce al año.
2. Cada comerciante determinará libremente el horario correspondiente a cada domingo 

o día festivo en que ejerza su actividad.
3. Los domingos y festivos de apertura serán determinados para cada período anual 

mediante orden de la Consejería que ostente las competencias en materia de comercio, que 
se publicará en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha», antes del 15 de diciembre del año 
anterior al de su aplicación, previa audiencia al Consejo de Consumidores y Usuarios de 
Castilla-La Mancha, al Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La 
Mancha, a la Confederación Regional de Empresarios de Castilla-La Mancha y demás 
organizaciones empresariales y sindicales más representativas de la región.

4. Cualquier Ayuntamiento, por acuerdo del Pleno, podrá sustituir un día de los festivos 
de apertura comercial autorizada según el apartado anterior. Dicho cambio deberá ser 
comunicado a la Consejería competente en materia de comercio, en el plazo que se 
establezca reglamentariamente.

CAPÍTULO II
Régimen especial de horarios comerciales

Artículo 19.  Establecimientos con libertad horaria.
1. Tendrán plena libertad para establecer los días y horas de apertura al público:
a) Los establecimientos dedicados principalmente a la venta de pastelería y repostería, 

pan, platos preparados, prensa, combustibles y carburantes, floristería y plantas, 
establecimientos instalados en estaciones de transporte terrestres y aeropuertos y las 
denominadas tiendas de conveniencia.

b) Los establecimientos comerciales ubicados en zonas de gran afluencia turística, de 
acuerdo con lo que establece el artículo 21 de esta Ley.

c) Los establecimientos comerciales, distintos de los definidos en la letra a) del presente 
apartado, que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al público inferior a 
300 metros cuadrados, excluidos los pertenecientes a empresas o grupos de distribución 
que no tengan la consideración de pequeña y mediana empresa según la legislación vigente.

d) Los establecimientos dedicados en exclusiva a la venta de productos típicos y 
productos de artesanía popular.

2. Las oficinas de farmacias y los estancos se regirán por su normativa específica, 
aplicándose en su defecto las disposiciones de esta Ley.
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Artículo 20.  Tiendas de conveniencia.
De acuerdo con el artículo 5.3 de la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios 

Comerciales, o precepto que lo sustituya, se entenderá por tiendas de conveniencia aquellas 
que, con una superficie útil para exposición y venta no superior a 500 metros cuadrados, 
permanezcan abiertas al público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en 
forma similar, entre libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, 
juguetes, regalos y artículos varios.

Artículo 21.  Declaración de zonas de gran afluencia turística.
1. La declaración de zona de gran afluencia turística corresponderá a la Consejería 

competente en materia de comercio, a propuesta de cada municipio interesado, y se 
publicará en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha». En la solicitud, se podrá pedir la 
declaración con carácter indefinido o por plazo determinado de vigencia, y para todo o parte 
del municipio, pero no podrá discriminar entre tipos de establecimientos en función de su 
superficie o volumen de facturación.

2. La solicitud de declaración de zona de gran afluencia turística deberá fundamentarse 
en la concurrencia de algunas de las siguientes circunstancias en las áreas coincidentes con 
la totalidad o parte del municipio:

a) Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

b) Que haya sido declarado Patrimonio de la Humanidad o en el que localicen bienes 
declarados de interés cultural conforme a la normativa reguladora del Patrimonio Histórico.

c) Que se celebren grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 
internacional.

d) Que constituya área cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
e) Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen.
3. El acuerdo municipal por el que se solicite la declaración de zona de gran afluencia 

turística deberá adoptarse por mayoría absoluta del Pleno de la Corporación, indicando las 
circunstancias en que se fundamenta, el período y la zona del municipio para la que se 
solicita la declaración.

4. La Consejería competente en materia de comercio resolverá la petición en el plazo de 
dos meses, después de oír al Consejo de Consumidores y Usuarios de Castilla-La Mancha, 
al Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La Mancha, a la 
Confederación Regional de Empresarios de Castilla-La Mancha y demás organizaciones 
empresariales y sindicales más representativas de la región, previo informe de la Dirección 
General con competencias en materia de turismo.

El transcurso de dicho plazo máximo sin haberse notificado la resolución expresa, 
legitima a los interesados para entender estimada la solicitud.

5. Si desaparecieran las causas que motivaron la declaración de zona de gran afluencia 
turística, la Consejería competente en materia de comercio podrá proceder a la revocación 
de la misma, previa audiencia de las organizaciones que se señalan en el número anterior, 
así como del Ayuntamiento interesado.

CAPÍTULO III
Establecimientos comerciales de venta de bebidas alcohólicas

Artículo 22.  Limitación de venta de bebidas alcohólicas.
Los ayuntamientos, en el ámbito de su término municipal, podrán acordar de manera 

singularizada, por razones de orden público:
a) El cierre de establecimientos que vendan bebidas alcohólicas.
b) Imponer a los establecimientos comerciales que incluyan en su oferta bebidas 

alcohólicas, la prohibición de expender este tipo de bebidas desde las 22 horas hasta las 7 
horas del día siguiente, con independencia del régimen de apertura que les sea aplicable.
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TÍTULO IV
Promociones de ventas

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 23.  Actividades de promoción de ventas.
1. Tendrán la consideración de actividades de promoción de ventas, las ventas en 

rebajas, las ventas de saldos, las ventas en liquidación y las ventas de precio reducido o 
prima.

2. En todo lo no regulado en el presente Título, será de aplicación lo establecido en la 
legislación estatal de comercio, que tendrá carácter supletorio.

Artículo 24.  Pertenencia previa al inventario.
1. Los artículos podrán ser adquiridos con el fin exclusivo de ser incluidos en las 

promociones comerciales, excepto lo dispuesto para la venta en rebajas y las liquidaciones.
2. En toda promoción o publicidad de promoción de ventas, el comerciante deberá contar 

con las existencias suficientes para satisfacer la demanda previsible de los consumidores, 
salvo que se trate de una venta en liquidación.

3. En cualquier caso, se considerará que la promoción no satisface la demanda 
previsible si las existencias no son suficientes para atender la demanda originada durante un 
día completo de apertura comercial.

Artículo 25.  Medios de pago.
El comerciante está obligado a admitir en las promociones de venta que realice los 

mismos medios de pago que acepte habitualmente.

Artículo 26.  Concurrencia de promociones.
1. Las actividades de promoción de ventas podrán simultanearse en un mismo 

establecimiento comercial, excepto en los supuestos de venta en liquidación, siempre y 
cuando exista la debida separación entre ellas y se respeten los deberes de información.

2. Está prohibida la realización de cualquier tipo de promoción comercial que, por las 
circunstancias en que se practica, genere confusión entre sus modalidades.

Artículo 27.  Requisitos generales.
1. Las ventas promocionales deberán ir precedidas o acompañadas de información al 

consumidor final que, como mínimo, contendrá el producto objeto de promoción, sus 
características, el precio, las fechas de inicio y de terminación de la oferta.

2. (Sin contenido)
3. En los envases de los productos en que se promocionen regalos deberá indicarse la 

duración de la promoción.
4. En el supuesto anterior, el fabricante o el comerciante, en su caso, estarán obligados a 

la entrega de la prima si el consumidor adquirió el derecho a ella mientras los productos han 
estado expuestos a la venta, aunque hubiera caducado la promoción.

5. La prohibición de la venta a pérdida se considerará en los términos establecidos en el 
artículo 14 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.

Artículo 28.  Artículos promocionados.
1. Cuando la oferta no sea suficiente para satisfacer toda la demanda, no se podrán 

establecer criterios discriminatorios de preferencias entre los compradores.
2. Cuando las promociones no comprendan, al menos, la mitad de los artículos puestos 

a la venta, la modalidad de promoción de que se trate no se podrá anunciar como una 
medida general, sino referida exclusivamente a los artículos o rama de productos a los que 
realmente afecte.
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3. Los artículos promocionados deberán estar claramente separados del resto de los 
artículos y del resto de las promociones que puedan concurrir en el establecimiento.

Artículo 29.  Constancia del doble precio.
1. Toda forma de promoción de ventas, o de publicidad de esta, que transmita al 

consumidor un mensaje sugestivo sobre la diferencia de precio de determinados productos 
respecto de los precios ordinarios anteriormente practicados obligará al comerciante a hacer 
constar en cada producto el precio anterior y el precio actual.

Se entenderá por precio anterior, el menor que hubiese sido aplicado sobre productos 
idénticos en los treinta días precedentes.

2. La Administración podrá exigir en todo momento al comerciante, que demuestre la 
veracidad del precio anterior o la de cualesquiera otros datos que acrediten la veracidad de 
su oferta.

Artículo 30.  Prohibición de ventas en pirámide.
1. Se prohíbe la venta realizada por el procedimiento llamado «en cadena o piramidal» y 

cualquier otro análogo, consistente en ofrecer productos o servicios al público a un precio 
inferior a su valor de mercado o de forma gratuita, a condición de que se consiga la adhesión 
de otras personas.

2. Se prohíbe proponer la obtención de adhesiones o inscripciones con la esperanza de 
obtener un beneficio económico relacionado con la progresión geométrica del número de 
personas reclutadas o inscritas.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23.3 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del Comercio Minorista las condiciones contractuales contrarias a lo previsto en 
este artículo serán nulas de pleno derecho.

CAPÍTULO II
Venta en rebajas

Artículo 31.  Concepto.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 24 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, 

de Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, se considera que existe 
venta en rebajas cuando los artículos objeto de la misma se ofertan, en el mismo 
establecimiento en el que se ejerce habitualmente la actividad comercial, a un precio inferior 
al fijado antes de dicha venta.

2. No cabe calificar como venta en rebajas la de aquellos productos no puestos a la 
venta en condiciones de precio ordinario con anterioridad, así como la de los productos 
deteriorados o adquiridos con objeto de ser vendidos a precio inferior al ordinario.

Artículo 32.  Requisitos.
1. No podrá presentarse una promoción de ventas como rebajas si no se ofrecen a 

precio reducido al menos la mitad de los artículos existentes, sin perjuicio de que pueda 
anunciarse la de cada producto o artículo en concreto.

2. Tampoco podrán ofrecerse en rebajas artículos obsoletos, sin perjuicio de que se 
ofrezcan en el mismo establecimiento como saldos.

3. Los artículos objeto de la venta en rebajas deberán haber estado incluidos, con 
anterioridad a la fecha de inicio de la misma y durante el plazo mínimo de un mes, en la 
oferta habitual de ventas.

4. En todo caso, las reducciones de los precios se consignarán exhibiendo junto al precio 
habitual el precio rebajado de los mismos productos comercializados en el establecimiento, 
sin perjuicio de lo establecido con carácter general de las actividades de promoción de 
ventas en el artículo 29.2 de la presente Ley.
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Artículo 33.  Temporada de rebajas.
1. Las ventas en rebajas podrán tener lugar en los periodos estacionales de mayor 

interés comercial según el criterio de cada comerciante.
2. La duración de cada periodo de rebajas será decidida libremente por cada 

comerciante.
3. Las ventas en rebajas deberán anunciarse en el exterior del establecimiento con esta 

denominación.

CAPÍTULO III
Venta de saldos

Artículo 34.  Venta de saldos.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 28 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, se considera venta de 
saldos la de productos cuyo valor de mercado aparezca manifiestamente disminuido a causa 
del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia de los mismos, sin que un producto tenga 
esta consideración por el sólo hecho de ser un excedente de producción o de temporada, no 
pudiendo consistir en la venta de productos que impliquen riesgo de cualquier naturaleza, 
fraude o engaño al comprador, ni la de aquéllos que no se vendan realmente por precio 
inferior al habitual.

Artículo 35.  Información.
1. Las ventas de saldos deberán anunciarse en el exterior del establecimiento con esta 

denominación o con la de venta de restos.
2. Si se ofrecen como saldos artículos defectuosos o deteriorados deberá constar 

expresamente esta circunstancia, de forma que tales extremos sean susceptibles de ser 
identificados por el comprador.

CAPÍTULO IV
Ventas en liquidación

Artículo 36.  Venta en liquidación.
1. Se entiende por venta en liquidación, de conformidad con lo establecido en el artículo 

30 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que 
lo sustituya, aquélla de carácter excepcional y finalidad extintiva de determinadas existencias 
de productos que, anunciada con esta denominación u otra equivalente, tiene lugar en 
ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es llevada a cabo por el comerciante o 
por el adquirente por cualquier título del negocio de aquél en alguno de los casos siguientes:

a) Cesación total o parcial de la actividad de comercio. En el supuesto de cese parcial 
tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

b) Cambio de ramo de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
2. No podrán ser objeto de este tipo de actividad comercial aquellos productos que no 

formaran parte de las existencias del establecimiento, o aquéllos que fueron adquiridos por 
el comerciante con objeto de incluirlos en la liquidación misma. Si se liquidan productos 
deteriorados, se deberá advertir claramente esta circunstancia.

3. En todo caso deberá cesar la venta en liquidación si desaparece la causa que la 
motivó o si se liquidan efectivamente los productos objeto de la misma.

4. Los anuncios de las ventas en liquidación deberán indicar la causa de ésta.
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Artículo 37.  Duración.
1. La duración máxima de la venta en liquidación será de un año.
2. No procederá efectuar una nueva liquidación en el mismo establecimiento de 

productos similares a la anterior en el curso de los tres años siguientes, excepto cuando esta 
última tenga lugar en ejecución de decisión judicial o administrativa, por cesación total de la 
actividad o por causa de fuerza mayor.

Artículo 38.  Información.
1. El comerciante que practique una liquidación, deberá comunicar este hecho a la 

Consejería competente en materia de comercio, con una antelación de diez días a su inicio 
efectivo, expresando la causa de la liquidación, la duración prevista y el lugar donde se 
realiza.

2. La venta en liquidación deberá anunciarse con esa denominación indicando la causa 
de ésta.

CAPÍTULO V
Ventas con precio reducido o prima

Artículo 39.  Ventas con precio reducido.
1. Se consideran ventas con precio reducido aquéllas en las que los productos se 

ofrecen a un precio inferior al precio anterior exigido por el comerciante, ya sea a través de 
un determinado descuento porcentual o de una reducción directa sobre el mismo, con el fin 
de regularizar existencias, dar a conocer un nuevo producto o artículo, conseguir el aumento 
de venta de los existentes, o el desarrollo de uno o varios comercios o establecimientos.

2. En el caso de que la promoción sea presentada mediante la entrega de dos o más 
unidades de producto por un precio global inferior al que correspondiera, antes de la 
reducción del precio, al número total de unidades incluidas en la oferta, el comerciante 
estará obligado a anunciar el precio anterior y el precio reducido por unidad de producto.

3. Cuando se trate de una promoción limitada a un número de unidades de uno o varios 
artículos, el comerciante habrá de informar claramente sobre el número total de unidades 
objeto de la promoción en el establecimiento comercial y deberá tener en existencias la 
cantidad de artículos anunciada en la oferta.

Artículo 40.  Plazo de entrega de los obsequios.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 33 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, los bienes o servicios en 
que consistan los obsequios o incentivos promocionales deberán entregarse a los 
compradores en el plazo máximo de tres meses, a contar desde el momento en que el 
comprador reúna los requisitos exigidos. Cuando el ofrecimiento se haya hecho en los 
envases de los correspondientes productos, el derecho a obtener la prima ofrecida podrá 
ejercerse, como mínimo, durante los tres meses siguientes a la fecha de caducidad de la 
promoción. En el caso de que los obsequios ofrecidos formen parte de un conjunto o 
colección, la empresa responsable de la oferta estará obligada a canjear cualquiera de 
aquéllos por otro distinto, a no ser que en la oferta pública del incentivo se haya establecido 
otro procedimiento para obtener las diferentes piezas de la colección.

Artículo 41.  Prohibiciones y limitaciones.
1. Todo sorteo, apuesta o concurso en que se exija al participante un desembolso inicial 

estará sujeto a la legislación del juego, salvo que el sorteo o concurso se ofrezca como 
prima con la compra de productos.

2. La comunicación a una o más personas de que han sido agraciadas con un premio o 
la promesa de entrega de un obsequio no condicionada a la adquisición de un producto o 
servicio, impedirá que el comerciante pueda exigir la adquisición de un producto o servicio 
como condición para la entrega del obsequio.
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3. Las bases de los sorteos o concursos deberán ponerse en conocimiento de los 
compradores o anunciarse que están depositadas notarialmente y no podrán ser modificadas 
durante el período de vigencia de la oferta.

TÍTULO V
Ventas especiales y del régimen de la franquicia

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 42.  Modalidades.
Se consideran ventas especiales, a los efectos de esta Ley, las ventas a distancia, las 

ventas automáticas, las ventas domiciliarias, las ventas en subasta pública y las ventas 
ambulantes.

CAPÍTULO II
Ventas a distancia

Artículo 43.  Concepto.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 38.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, para la calificación de las 
ventas a distancia se estará a lo dispuesto en el artículo 92 del texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

2. Las empresas de venta a distancia que tengan el domicilio social en Castilla-La 
Mancha, con independencia de que las propuestas de contratación se difundan por el 
territorio de otras Comunidades Autónomas, comunicarán el inicio de su actividad, en el 
plazo de tres meses, a la Consejería competente en materia de comercio, que facilitará los 
datos suministrados al registro de ventas a distancia del Ministerio competente en materia de 
comercio, en los términos que establezca la legislación básica del Estado.

Artículo 44.  Garantías.
1. En todos los casos, se garantizará que el producto real remitido sea de idénticas 

características que las del producto ofrecido.

CAPÍTULO III
Ventas automáticas

Artículo 45.  Concepto.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 49.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, es venta automática aquella 
forma de distribución detallista, en la cual se pone a disposición del consumidor el producto o 
servicio para que éste lo adquiera mediante el accionamiento de cualquier tipo de 
mecanismo y previo pago de su importe.

Artículo 46.  Requisitos de las máquinas expendedoras.
1. Los distintos modelos de máquinas para la venta automática deberán cumplir la 

normativa técnica que les sea de aplicación.
2. En todas las máquinas de venta deberán figurar con claridad:
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a) La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 
que expenden, su precio, la identidad del oferente, así como una dirección y teléfono donde 
se atiendan las reclamaciones.

b) La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite, las instrucciones para la obtención del producto deseado, la acreditación del 
cumplimiento de la normativa técnica aplicable y, en todo caso, deberán contener un sistema 
automático de recuperación de monedas para los supuestos de error, inexistencia de 
mercancías o mal funcionamiento, así como de devolución para el caso de exceso sobre el 
importe del producto.

3. No se podrán comercializar productos alimenticios que no estén envasados y 
etiquetados conforme a la normativa aplicable.

4. A efectos informativos, la empresa que tenga el domicilio social en Castilla-La 
Mancha, comunicará a la Consejería competente en materia de comercio el comienzo de su 
actividad, en el plazo máximo de tres meses, a contar desde su inicio.

CAPÍTULO IV
Ventas domiciliarias

Artículo 47.  Concepto.
1. Son ventas domiciliarias aquéllas en las que la oferta se produce en domicilios 

privados, lugares de ocio o reunión, centros de trabajo y similares que no sean el 
establecimiento del vendedor, con presencia física de ambas partes.

2. No se consideran comprendidas en el concepto anterior:
a) Las entregas a domicilio de mercancías adquiridas por cualquier otro tipo de venta.
b) La función de representación en la actividad comercial mayorista, sea mediante 

agentes libres o por medio de empleados del comerciante.
3. No podrán ser objeto de ventas a domicilio aquellos productos o bienes cuya 

normativa reguladora prohíba expresamente su puesta en el mercado mediante este sistema 
de venta, especialmente los productos alimenticios, medicamentos y aquellos que, por su 
forma de presentación durante una venta a domicilio, no cumplan las normas técnico-
sanitarias o de seguridad que les sean aplicables.

Artículo 48.  Requisitos.
Para la práctica de la venta domiciliaria los comerciantes deberán cumplir los siguientes 

requisitos:
a) Cumplir con la normativa específica reguladora del producto que se venda.
b) Remitir a la Consejería competente en materia de comercio la relación de vendedores 

que emplean en las visitas domiciliarias, haciendo constar sus datos de identificación 
personal, con una antelación mínima de diez días a la fecha en que vaya a tener lugar.

Artículo 49.  Publicidad.
1. La publicidad de la oferta, que deberá ser entregada al consumidor, incluirá los 

siguientes extremos:
a) Los datos esenciales del producto de forma que permitan su identificación inequívoca 

en el mercado.
b) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
2. El vendedor deberá mostrar al comprador la documentación en la que conste, además 

de su propia identidad, la de la empresa, así como el carácter con el que actúa.
3. Sin perjuicio de lo establecido anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el los 

artículos 69 y 71 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 noviembre, el contratante deberá informar al consumidor y usuario por escrito en el 
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documento contractual, de manera clara, comprensible y precisa, del derecho de desistir del 
contrato, para lo que dispondrá de un plazo mínimo de catorce días naturales.

CAPÍTULO V
Ventas en subasta pública

Artículo 50.  Concepto.
1. Son ventas en subasta pública, de conformidad con lo establecido en el 56.1 de la Ley 

7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, 
aquellas consistentes en ofertar, pública e irrevocablemente, la venta de un bien o servicio a 
favor de quien ofrezca, mediante el sistema de pujas y dentro del plazo concedido al efecto, 
el precio más alto por encima de un mínimo, ya se fije éste inicialmente o mediante ofertas 
descendentes realizadas en el curso del propio acto, que estará obligado a comprarlo.

2. Las subastas de títulos, así como las subastas judiciales y administrativas, se regirán 
por su normativa específica.

Artículo 51.  Requisitos.
La venta en subasta pública deberá ser puesta en conocimiento de la Consejería 

competente en materia de comercio con una antelación mínima de diez días a la fecha en 
que vaya a tener lugar.

CAPÍTULO VI
Ventas ambulantes o no sedentarias

Artículo 52.  Concepto, modalidades y régimen jurídico.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 53 de la de la Ley 7/1996, de 15 de enero, 

de Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, se considera venta 
ambulante o no sedentaria la realizada por comerciantes, fuera de un establecimiento 
comercial permanente cualquiera que sea su periodicidad y el lugar donde se celebre.

2. El ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria se podrá realizar en alguna de las 
siguientes modalidades:

a) Venta en mercadillos.
b) Venta en mercados ocasionales o periódicos.
c) Venta en vía pública.
d) Venta ambulante en camiones-tienda.
3. La autorización para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria corresponderá 

a los ayuntamientos.
4. La actividad comercial desarrollada bajo alguna de las modalidades de venta 

ambulante o no sedentaria deberá efectuarse con sujeción a esta Ley y al régimen general 
de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, sin perjuicio del 
cumplimiento de otras normas que resulten de aplicación.

Artículo 53.  Régimen administrativo.
1. El procedimiento para la autorización del ejercicio de la venta ambulante deberá 

garantizar su imparcialidad y transparencia y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, 
el desarrollo y la finalización del mismo. De acuerdo con lo estipulado en los artículos 12.2 y 
13.2 de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 
de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, el procedimiento no dará lugar a una 
renovación automática de la autorización, ni se otorgará ningún tipo de ventaja para el 
prestador cesante o personas que estén especialmente vinculadas con él. Los gastos que se 
ocasionen a los solicitantes deberán ser razonables y proporcionales a los costes del propio 
procedimiento de autorización, y no exceder, en ningún caso, el coste del mismo.
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2. El número de autorizaciones estará limitado por el suelo público habilitado por los 
ayuntamientos para la referida actividad y la duración de las mismas no podrá ser por tiempo 
indefinido, debiendo permitir, en todo caso, la amortización de las inversiones y una 
remuneración equitativa de los capitales invertidos.

3. En las autorizaciones expedidas por los ayuntamientos se hará constar:
a) La persona física o jurídica titular de la autorización para el ejercicio del comercio 

ambulante y, en su caso, las personas con relación familiar o laboral que vayan a desarrollar 
en su nombre la actividad.

b) La duración de la autorización por un periodo máximo de quince años.
c) La modalidad de comercio ambulante autorizada.
d) La indicación precisa del lugar, la fecha y horario en que se va a ejercer la actividad.
e) El tamaño, ubicación y estructura de los puestos donde se va a realizar la actividad 

comercial.
f) Los productos autorizados para su comercialización.
g) En la modalidad de comercio itinerante, el medio transportable o móvil en el que se 

ejerce la actividad y los itinerarios permitidos.
4. Los ayuntamientos deberán verificar que las personas físicas o jurídicas que hayan 

solicitado la autorización municipal están dadas de alta en el correspondiente epígrafe del 
impuesto de actividades económicas y en el régimen de la seguridad social que 
corresponda. Además, en el caso de que los objetos de venta consistan en productos para la 
alimentación humana, deberán estar en posesión del certificado correspondiente acreditativo 
de la formación como manipulador de alimentos.

5. Los ayuntamientos entregarán a las personas físicas o jurídicas que hayan autorizado 
para el ejercicio del comercio ambulante dentro de su término municipal, una placa 
identificativa que contendrá los datos esenciales de la autorización.

Artículo 54.  Ordenanzas municipales.
1. Los ayuntamientos en cuyo espacio público se autorice el ejercicio del comercio 

ambulante deberán contar con una ordenanza reguladora de la actividad que desarrolle los 
preceptos recogidos en la presente Ley.

2. Las ordenanzas municipales podrán establecer el régimen interno de funcionamiento 
de los mercadillos y, en todo caso, habrán de contemplar:

a) Las modalidades de comercio ambulante que se puedan realizar en los espacios 
públicos de su municipio.

b) La duración de la autorización y que no será automáticamente renovable.
c) Los lugares donde se puede realizar la actividad.
d) Las fechas y horarios autorizados.
e) El número, tamaño, estructura y localización de los puestos.

Artículo 55.  Ejercicio de la actividad comercial.
1. Las personas físicas o jurídicas titulares de la autorización municipal, en el ejercicio de 

su actividad comercial, deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Cumplir con las condiciones exigidas en la normativa reguladora de los productos 

objeto de comercio, en especial de aquéllos destinados a alimentación.
b) Tener expuesto al público, en lugar visible, la placa identificativa y los precios de venta 

de las mercancías.
c) Tener a disposición de la autoridad competente las facturas y comprobantes de 

compra de los productos objeto de comercio.
d) Tener a disposición de las personas consumidoras y usuarias las hojas de quejas y 

reclamaciones, de acuerdo con el modelo establecido en la normativa aplicable.
2. No se podrán vender alimentos por quien carezca del carné de manipulador de 

alimentos.
3. La delimitación de los perímetros de los mercadillos se realizará por los 

ayuntamientos. No obstante, no podrá autorizarse la venta ambulante en instalaciones fijas 
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no desmontables, ni en calles peatonales comerciales, ni en aquellos lugares en que cause 
perjuicio al comercio establecido, en particular, no podrá autorizarse la venta ambulante en el 
acceso a los establecimientos comerciales, junto a sus escaparates, o en accesos a edificios 
públicos.

CAPÍTULO VII
De la actividad comercial en régimen de franquicia

Artículo 56.  Regulación del régimen de franquicia.
1. La actividad comercial en régimen de franquicia, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 62.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, o 
precepto que lo sustituya, es la que se lleva a efecto en virtud de un acuerdo o contrato por 
el que una empresa, denominada franquiciadora, cede a otra, denominada franquiciada, el 
derecho a la explotación de un sistema propio de comercialización de productos o servicios.

2. Las personas físicas o jurídicas que pretendan desarrollar la actividad de 
franquiciadores a que se refiere el apartado anterior únicamente en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, comunicarán el inicio de su actividad, en el 
plazo de tres meses, a la Consejería competente en materia de comercio.

TÍTULO VI
Infracciones y sanciones

CAPÍTULO I
Procedimiento sancionador

Artículo 57.  Competencias.
1. La competencia sancionadora en materia de comercio corresponde a la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha, siendo de aplicación a las infracciones que recoge 
esta Ley las reglas y principios sancionadores contenidos en la legislación general sobre 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común y en particular el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, en tanto no 
exista una norma autonómica que regule tales aspectos, y demás normativa que resulte 
aplicable.

2. Los ayuntamientos que autoricen la venta ambulante o no sedentaria dentro de su 
propio término municipal deberán vigilar y, en su caso, sancionar el cumplimiento de lo 
preceptuado en esta Ley y en otras normas que resulten de aplicación. No obstante, en 
ausencia de ordenanza o normativa local propia, la competencia sancionadora sobre venta 
ambulante será ejercida por los órganos competentes de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha.

Artículo 58.  Inicio del procedimiento sancionador.
1. El procedimiento sancionador se inicia y se tramita de oficio por el órgano 

administrativo competente, en virtud de las actas levantadas por los servicios de inspección, 
por comunicación de alguna autoridad u órgano administrativo, o por denuncia formulada por 
los particulares sobre algún hecho o conducta que puedan ser constitutivos de infracción. 
Con carácter previo a la incoación del expediente, podrá ordenarse la práctica de diligencias 
preliminares para determinar si concurren circunstancias que justifiquen la iniciación del 
procedimiento.

2. La carencia de toda o parte de la documentación reglamentaria exigida o su 
defectuosa llevanza, cuando afecte fundamentalmente a la determinación de los hechos 
imputados o a la calificación de los mismos, se estimará como presunción de infracción.
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3. La Administración apreciará la prueba practicada en el expediente sancionador, 
valorando en su conjunto el resultado de la misma.

Artículo 59.  Órganos competentes para resolver.
Los órganos competentes para resolver el procedimiento sancionador e imponer las 

sanciones, dentro del ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, son:
a) La persona titular de la delegación provincial del órgano del Consejo de Gobierno que 

tenga atribuidas las competencias en materia de comercio, respecto a las infracciones leves.
b) La persona titular de la dirección general que tenga atribuidas las competencias en 

materia de comercio, en las infracciones graves.
c) La persona titular de la Consejería competente en materia de comercio, en las 

infracciones muy graves.
d) El Consejo de Gobierno, respecto a las infracciones muy graves que conlleven el 

cierre de establecimientos comerciales.

Artículo 60.  Responsables.
Incurrirán en las sanciones previstas en esta Ley, quienes por acción u omisión hubieren 

cometido las infracciones tipificadas en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha.

Artículo 61.  Concurrencia de actuaciones con el orden jurisdiccional penal.
1. En los casos en que las infracciones a que se refiere la presente Ley pudieran ser 

constitutivas de ilícito penal, la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal y suspenderá la tramitación del 
expediente administrativo, hasta tanto se proceda al archivo o recaiga resolución firme en 
aquéllas instancias, interrumpiéndose el plazo de prescripción de la infracción administrativa 
o, de existir ya resolución sancionadora, de la sanción acordada.

2. Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes vincularán 
a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que se 
sustancien.

Artículo 62.  Infracciones y sanciones en materia de consumo y defensa de la competencia.
1. Las infracciones y sanciones tipificadas en la presente Ley son independientes de las 

que puedan recaer en materia de consumo, a las que se aplicará el régimen previsto para 
esta materia, y particularmente, el de la Ley 11/2005, de 15 de diciembre, del Estatuto del 
Consumidor de Castilla-La Mancha.

2. En relación con las conductas que puedan ser constitutivas de prácticas desleales o 
contrarias a la competencia, se estará a lo establecido en la normativa sobre defensa de la 
competencia.

CAPÍTULO II
Infracciones

Artículo 63.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden pudieran derivarse, 

constituyen infracciones administrativas en materia de comercio, las acciones u omisiones 
tipificadas en la presente Ley.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 64.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves las siguientes:
a) La imposición al consumidor de prohibiciones o limitaciones en el ejercicio del derecho 

de desistimiento.
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b) El incumplimiento del plazo de entrega de obsequios y regalos o la limitación de los 
derechos del consumidor en este tipo de promociones.

c) Las ofertas de ventas a domicilio y a distancia sin la inclusión o suministro de los datos 
legalmente exigidos.

d) El envío de productos no solicitados.
e) El incumplimiento de las obligaciones relativas a la ejecución y pago en los contratos 

celebrados fuera del establecimiento comercial.
f) La realización de actividades o prácticas comerciales prohibidas, o fuera de los casos 

permitidos por la ley, o que estuvieran reservadas a sujetos distintos de quienes las 
practican.

g) Incumplimiento de la obligación de vender, o la imposición de limitaciones o 
gravámenes cuantitativos a la venta en contra de lo dispuesto en la legislación aplicable.

h) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley en la realización de 
promociones de ventas y ventas especiales, salvo que por su carácter esencial, los daños 
generados o intencionalidad deba considerarse infracción grave.

i) Incumplimiento de los deberes legales de información o publicidad frente a los 
adquirentes, así como del deber de exhibir la información o comunicación exigida, salvo que 
causen un perjuicio de carácter económico en cuyo caso se calificará como infracción grave.

j) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta hay sido solicitada 
de conformidad con la normativa de aplicación, salvo que por su carácter esencial, los daños 
generados o intencionalidad deba considerarse infracción grave.

Artículo 65.  Infracciones graves.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, 

de Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, tendrán la consideración 
de infracciones graves las siguientes:

a) Ejercer una actividad comercial sin previa autorización en el caso de que ésta fuera 
preceptiva, o sin haber realizado la comunicación en plazo al Registro de ventas a distancia, 
o no realizar las comunicaciones o notificaciones a la administración comercial exigidas por 
la normativa vigente.

b) Exigir precios superiores a aquéllos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

c) Realizar ventas con pérdida, con excepción de los supuestos señalados en la Ley, e 
incumplir las normas sobre facturas que recoge el artículo 14 de la citada Ley 7/1996.

d) La realización de actividades comerciales en domingos y días festivos en los casos de 
prohibición.

e) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del 
artículo 17 de la citada Ley 7/1996, así como la falta de entrega por los comerciantes a sus 
proveedores de un documento que lleve aparejada ejecución cambiaria, y la falta de entrega 
de un efecto endosable a la orden en los supuestos y plazos contemplados en el apartado 4 
del artículo 17 de la citada Ley 7/1996.

f) (Sin contenido).
g) El incumplimiento por parte de quienes otorguen contrato de franquicia de la 

obligación de comunicación del inicio de la actividad al Registro de Franquiciadores en el 
plazo a que se refiere el artículo 62.2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del 
Comercio Minorista, así como la falta de actualización de los datos que con carácter anual 
deben realizar.

h) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido solicitada 
de conformidad con la normativa de aplicación y tenga carácter esencial, se generen graves 
daños o exista intencionalidad.

2. Asimismo tendrá la consideración de infracciones graves las siguientes:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades competentes o sus agentes, y por el personal al servicio de la Consejería 
con competencia en materia de comercio, en el ejercicio de sus funciones de comprobación, 
cuando sean reiteradas o se ejerzan mediante acciones o expresiones que lesionen la 
dignidad de las personas o con violencia física.
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b) No dejar constancia documental de la fecha de entrega de mercancías por los 
proveedores o falsear este dato.

c) El falseamiento de la publicidad de la oferta, en las ventas promocionales y las ofertas 
comerciales engañosas.

d) Modificar al alza, durante el período de duración de la oferta, el precio del producto, o 
disminuir la calidad del mismo.

e) La oferta y realización de operaciones comerciales en pirámide.
f) La apertura de establecimiento comercial sujeto al régimen general de horarios durante 

un período superior al horario semanal que esté permitido en virtud de la normativa de 
aplicación.

g) (Sin contenido)
h) Estar afectados los objetos ofertados en las ventas con prima, en rebaja o en 

liquidación, por alguna causa que reduzca su valor de mercado.
i) El anuncio por el comerciante de una venta a precio rebajado sin disponer de 

existencias suficientes de productos idénticos para ofrecer al público, en las mismas 
condiciones prometidas.

j) La calificación como venta en rebajas de artículos deteriorados o adquiridos con objeto 
de ser vendidos a un precio inferior al ordinario.

k) La venta en rebajas de artículos que no estuvieran incluidos, con anterioridad a la 
fecha de inicio de la misma y durante el plazo mínimo de un mes, en la oferta habitual de 
ventas.

l) La oferta como saldos de objetos cuyo valor de mercado no se encuentre 
manifiestamente disminuido como consecuencia de su deterioro, desperfecto, pérdida de 
actualidad o cualesquiera otras circunstancias que afecten a su naturaleza o a su utilidad.

ll) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.

Artículo 66.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) Aquéllas que serían calificadas como graves cuando el volumen de facturación sea 

superior a los 600.000 €.
b) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 67.  Reincidencia.
De conformidad con lo establecido en el artículo 67 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 

Ordenación del Comercio Minorista, o precepto que lo sustituya, se entenderá que existe 
reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma 
naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. No 
obstante, para calificar una infracción como muy grave, sólo se atenderá a la reincidencia en 
infracciones graves y la reincidencia en infracciones leves sólo determinará que una 
infracción de este tipo sea calificada como grave cuando se incurra en el cuarto supuesto 
sancionable.

Artículo 68.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses. Estos plazos se contarán a partir de la producción del hecho 
sancionable o de la terminación del período de comisión si se trata de infracciones 
continuadas.

CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 69.  Sanciones.
1. Por la comisión de infracciones a que se refiere la presente Ley en materia de 

comercio se impondrán las sanciones siguientes:
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a) Las infracciones leves se sancionarán con amonestación por escrito o multa de hasta 
5.000 euros.

b) Las infracciones graves se sancionarán con multa de hasta 60.000 euros.
c) Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de hasta 1.000.000 euros.
2. Las cuantías señaladas en este artículo para las sanciones podrán ser revisadas y 

actualizadas por el Consejo de Gobierno, en función de la evolución del índice de precios al 
consumo.

3. La sanción económica no podrá ser en ningún caso inferior al beneficio económico 
que el infractor hubiere obtenido con la infracción.

Artículo 70.  Graduación de las sanciones.
La cuantía de la sanción se graduará de conformidad con los siguientes criterios:
a) El volumen de la facturación a la que afecte.
b) La cuantía del beneficio obtenido.
c) El grado de intencionalidad.
d) El plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción
e) La reincidencia.
f) La capacidad o solvencia económica de la empresa.
g) El efecto perjudicial que la infracción haya podido producir sobre los precios, el 

consumo, la competencia o el uso de un determinado producto o servicio o sobre el propio 
sector productivo.

Artículo 71.  Sanciones accesorias.
1. La autoridad a la que corresponda resolver el expediente podrá acordar como sanción 

accesoria el decomiso de la mercancía falsificada, fraudulenta o no identificada, o 
comercializada con incumplimiento de los requisitos exigidos, siendo de cuenta del infractor 
los gastos que originen las operaciones de intervención, depósito, comiso y destrucción de la 
mercancía.

2. En el caso de tercera reincidencia en infracciones calificadas como muy graves, podrá 
decretarse el cierre temporal de la empresa, el establecimiento o la industria infractora, por 
un período máximo de un año.

Artículo 72.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses. Estos plazos se contarán a partir de la firmeza de la resolución 
sancionadora.

Artículo 73.  Restablecimiento de la legalidad.
1. No tendrá carácter de sanción la clausura o cierre de instalaciones que no cuenten 

con las autorizaciones o licencias preceptivas, o la suspensión de su funcionamiento hasta 
tanto se rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos.

2. Estas medidas podrán tomarse con carácter cautelar por el órgano instructor o por la 
autoridad competente para imponer la sanción. Podrán ser también tomadas al margen del 
procedimiento sancionador que, en su caso, se incoe. Estas medidas se mantendrán en 
vigor mientras dure la situación ilegal.

3. Estas medidas se tomarán mediante resolución motivada y audiencia previa del 
infractor y deberán serle notificadas. Si la defensa del interés público no permitiese la 
demora, podrán ser tomadas sin audiencia previa, en cuyo caso se dará al interesado un 
plazo de audiencia ulterior, antes de decidir su mantenimiento o levantamiento.

4. En circunstancias de excepcionalidad y siempre que no pueda retrasarse la adopción 
de las medidas contempladas en el apartado anterior, podrán ser tomadas de manera 
inmediata por la autoridad que realice la inspección.
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CAPÍTULO IV
La función inspectora

Artículo 74.  Inspección.
1. Corresponde a la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 

en el ejercicio de sus funciones de vigilancia, la inspección de productos, actividades, 
instalaciones y establecimientos comerciales, así como solicitar cuanta información resulte 
precisa.

2. El control del cumplimiento de la normativa reguladora de los horarios comerciales 
corresponderá a los agentes de la autoridad municipal.

3. La Junta de Comunidades coordinará sus funciones de inspección con las que 
desarrollen las Administraciones Locales en el ámbito de su competencia.

4. Los funcionarios adscritos a los servicios de inspección, en el ejercicio de su función 
inspectora, tendrán la consideración de agentes de la autoridad a todos los efectos, y 
ejercerán la comprobación, vigilancia y control del cumplimiento de las disposiciones 
vigentes en las materias, disfrutando como tales de la protección y facultades que a éstos les 
dispensa la normativa vigente.

5. Las actas de inspección levantadas por el personal inspector deberán hacer constar, 
además de los datos identificativos del establecimiento o actividad, del interesado y de los 
inspectores actuantes, los hechos constatados, con expresión del lugar, fecha y hora, 
destacando, en su caso, los hechos relevantes a efectos de tipificación de la infracción, de 
su posible calificación, de la sanción que pudiera corresponderles, así como las alegaciones 
o aclaraciones efectuadas en el acto por el interesado.

6. Las actas de la inspección, debidamente formalizadas, tendrán valor probatorio 
respecto a los hechos reflejados en ellas constatados personalmente por el inspector 
actuante, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus derechos e intereses puedan 
señalar o aportar los interesados.

Disposición adicional primera.  Normas de accesibilidad.
Los establecimientos comerciales incluidos en el ámbito de esta Ley deberán observar 

las normas sobre condiciones de accesibilidad y no discriminación en el acceso y utilización 
de los mismos, de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable.

Disposición adicional segunda.  Composición de la Comisión de grandes establecimientos 
comerciales.

El Consejo de Gobierno podrá adecuar la composición de la Comisión establecida en el 
artículo 15 de esta Ley a la estructura de la Administración de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha.

Disposición transitoria primera.  Autorización de grandes establecimientos comerciales.
Las solicitudes de licencia comercial específica para la implantación de un gran 

establecimiento cuya tramitación se hubiese iniciado con anterioridad a la entrada en vigor 
de la presente Ley y que se encuentren pendientes de resolución, se tramitarán de acuerdo 
con lo establecido en la presente Ley.

Disposición transitoria segunda.  Autorizaciones de establecimientos comerciales que 
tengan una superficie útil para exposición y venta al público inferior a los 2.500 metros 
cuadrados.

Las solicitudes de autorización para la implantación de establecimientos comerciales que 
tengan una superficie útil para exposición y venta al público inferior a los 2.500 metros 
cuadrados, presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley y 
pendientes de resolución, se archivarán, comunicándole al solicitante dicha circunstancia 
sobrevenida.
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Disposición transitoria tercera.  Función inspectora.
Hasta tanto no se apruebe la relación de puestos de trabajo correspondientes a la 

inspección de comercio, previos los trámites procedentes, las funciones propias de la 
inspección en materia de comercio continuarán desempeñándose por la inspección de 
consumo, independientemente de las inspecciones que en materia de defensa de los 
consumidores y usuarios le atribuye la normativa vigente a ésta última.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. A partir de la entrada en vigor de esta Ley quedan derogadas las siguientes 

disposiciones:
a) La Ley 7/1998, de 15 de octubre, de Comercio Minorista de Castilla-La Mancha.
b) La Ley 10/2005, de 15 de diciembre, de Horarios Comerciales de Castilla-La Mancha.
2. Asimismo, quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango en lo 

que contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Ordenanzas de venta ambulante.
Los ayuntamientos de Castilla-La Mancha deberán adaptar sus ordenanzas de venta 

ambulante a lo dispuesto en esta Ley en el período de tres meses a contar desde su entrada 
en vigor.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Diario Oficial 

de Castilla-La Mancha».
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§ 97

Ley 2/1997, de 30 de mayo, de Actividades Feriales de Castilla-La 
Mancha

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 29, de 27 de junio de 1997

«BOE» núm. 248, de 16 de octubre de 1997
Última modificación: 23 de diciembre de 2009

Referencia: BOE-A-1997-21861

Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, en nombre del Rey, promulgo la 
siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 31 del Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, aprobado por la Ley 

Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, reformado por la también Ley Orgánica 7/1994, de 24 de 
marzo, en su punto 1, apartado 9, atribuye a la Junta de Comunidades competencia 
exclusiva en materia de ferias y mercados interiores.

En virtud de esa competencia, se promulgó la Ley 4/1987, de 7 de abril, de Ferias 
Comerciales de Castilla-La Mancha, que al propio tiempo que dotaba a la Administración 
autonómica del marco normativo necesario para el ejercicio eficaz de las competencias 
recibidas, constituyó en su momento un paso significativo para la promoción comercial de 
bienes y servicios, favoreciendo los contactos profesionales y contribuyendo a la creación y 
ampliación de mercados.

La adhesión de España a las Comunidades Europeas y la creación de un mercado único 
ha supuesto la liberalización de los mercados de los distintos Estados miembros, por lo que, 
al constituir las ferias y exposiciones un medio de promoción de ventas y de sondeo de 
mercado, su reglamentación no debe suponer un obstáculo a los intercambios comunitarios, 
lo que lleva consigo la no existencia de restricciones en cuanto a la posibilidad de exposición 
de los productos legalmente fabricados y comercializados en los otros Estados miembros, al 
acceso a las ferias y exposiciones de los expositores establecidos en dichos Estados, así 
como a la organización de estas manifestaciones comerciales por los operadores 
económicos extranjeros en nuestro ámbito territorial.

Por lo tanto, con la nueva Ley se pretende compatibilizar nuestra normativa con el 
derecho comunitario en cumplimiento de las obligaciones que se derivan de los principios de 
libre concurrencia, libre prestación de servicios y libertad de establecimiento, a la vez que 
garantizar, por un lado, una prestación óptima que responda a la demanda cada vez más 
existente de expositores, visitantes y organizadores y, por otro, la seguridad de las personas, 
los productos y las instalaciones.

En el capítulo I se establece el objeto de la Ley y su ámbito de aplicación, y para mejor 
delimitarlo se relacionan una serie de actividades que se han excluido expresamente.
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Se clarifican y clasifican las manifestaciones comerciales a las que se aplica la Ley, 
designándolas genéricamente con la expresión «actividades feriales» y distinguiendo tres 
modalidades: Ferias, exposiciones o muestras y ferias-mercado. Su distinción se basa en su 
carácter periódico, como es el caso de las ferias y ferias-mercado, o no periódico, en el caso 
de las exposiciones o muestras; y también, en el público al que principalmente van dirigidas, 
las ferias y exposiciones al público profesional y las ferias-mercado al público en general.

Asimismo, se conserva la tradicional clasificación de estas actividades en 
multisectoriales o generales y sectoriales o salones, en base a los sectores representados 
en la oferta exhibida.

En el capítulo II se establece la necesidad de previa autorización administrativa para la 
celebración de cualquier actividad ferial incluida en el ámbito de aplicación de esta Ley, 
pudiéndose exigir al organizador constituir un aval para garantizar su celebración.

Como novedad importante se impone al organizador la obligación de mantener el orden 
público dentro del recinto ferial y garantizar la seguridad de las personas, los productos, las 
instalaciones y el medio ambiente, pudiendo procederse a la clausura inmediata de una feria 
o exposición cuando concurran circunstancias graves.

Se mantiene, con su tradicional denominación, la figura del Patronato Regional de Ferias 
como órgano consultivo, determinándose su composición y funciones, dejando para el 
desarrollo reglamentario su organización y funcionamiento.

Se recoge, asimismo, la creación del Registro Regional de Actividades Feriales con la 
finalidad de tener y ofrecer una información exacta y actualizada de la actividad ferial de 
nuestra región.

Por último, se suprime la figura de las instituciones feriales, al considerarse por la 
Comisión de las Comunidades Europeas que se trata de instituciones con un derecho, si no 
exclusivo, sí preferente en la organización de actividades feriales, lo que puede constituir 
práctica restrictiva a la libre prestación de servicios intracomunitarios.

En el capítulo III se determinan las características que deben reunir una actividad ferial 
para que se le pueda otorgar por la Administración la calificación de oficial, pretendiéndose 
con ello que la que así sea calificada tenga una cierta proyección de continuidad, 
garantizando la presencia de un mínimo de expositores y el éxito de la misma, tanto desde el 
punto de vista de estos últimos como de los compradores.

Se exige la constitución de un comité para organizar ferias o exposiciones oficiales, que 
deberá someter su gestión a la Consejería competente en materia de comercio.

Por lo demás, es importante destacar que las ferias o exposiciones oficiales deben estar 
dotadas de un reglamento de participación de expositores, en el que se regule un órgano 
arbitral para la solución de los conflictos.

En el capítulo IV, como garantía del cumplimiento de la normativa, se regula el régimen 
sancionador, tipificándose las infracciones administrativas en esta materia, las sanciones 
correspondientes y los sujetos responsables, determinándose aplicar como procedimiento el 
establecido en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento para el ejercicio de la potestad sancionadora, y remitiéndose a las normas de 
desarrollo de esta Ley la determinación de los órganos competentes para la imposición de 
sanciones.

Finaliza la Ley con cinco disposiciones. La disposición adicional primera faculta al 
Consejo de Gobierno para la actualización periódica de la cuantía de las sanciones. La 
disposición adicional segunda determina la obligación de las entidades organizadoras de 
actividades feriales de adaptar sus estatutos a la nueva Ley. La disposición transitoria 
determina las actividades feriales que quedan sujetas a la normativa anterior. La disposición 
derogatoria contiene la derogación de la Ley 4/1987, de 7 de abril, de Ferias Comerciales de 
Castilla-La Mancha y de determinados artículos del Decreto 139/1987, de 27 de octubre, que 
desarrolló aquella. La disposición final autoriza al Consejo de Gobierno para dictar normas 
de desarrollo de la Ley.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto regular las actividades feriales que se desarrollen en el 

ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

Artículo 2.  Definición.
Se consideran actividades feriales aquellas manifestaciones de carácter comercial, con 

una duración limitada en el tiempo, cuyo objeto es exhibir bienes u ofrecer servicios por una 
pluralidad de expositores, acercando la oferta a la demanda, con la finalidad de formalizar 
contratos de compraventa.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. Esta Ley será de aplicación a las actividades feriales que se celebren en Castilla-La 

Mancha y no tengan carácter nacional ni internacional.
2. Se excluyen expresamente del ámbito de aplicación de esta Ley:
a) Las exposiciones o muestras que organicen organismos oficiales, siempre que se 

refieran a productos concretos y no reporten interés mercantil directo e individualizable.
b) Las actividades feriales dedicadas a los productos de la cultura, la ciencia, la 

educación, el arte, el ocio y los servicios sociales, salvo que se dirijan principalmente al 
público profesional.

c) Las actividades promocionales organizadas por establecimientos comerciales.
d) Las actividades feriales que, con independencia de su denominación, se dirijan al 

público en general y cuyo objeto sea, exclusivamente, la venta directa con retirada de 
mercancía durante su celebración.

e) Los mercados, exposiciones y concursos de ganado.

Artículo 4.  Clases de actividades feriales.
1. Las actividades feriales a las que se refiere esta Ley son las ferias, las exposiciones o 

muestras y las ferias-mercado.
a) Son ferias las actividades feriales de carácter periódico en las que no se realizan 

ventas directas con retirada de mercancía durante su celebración y van dirigidas 
principalmente al público profesional.

Las ferias adoptarán la modalidad de ferias-mercado si admiten, eventualmente, la venta 
directa con retirada de mercancía y se dirigen, principalmente, al público en general.

b) Son exposiciones o muestras las actividades feriales que reúnen las características de 
feria, pero no tienen una periodicidad establecida.

2. Tanto en las ferias como en las exposiciones o muestras pueden admitirse pedidos y 
perfeccionarse contratos de compraventa.

3. En función de la oferta exhibida, las actividades feriales se clasifican en 
multisectoriales o generales si la oferta es representativa de diferentes sectores, y 
sectoriales o salones si la oferta es representativa de un único sector.

CAPÍTULO II
Comunicación previa y registro de actividades feriales

Artículo 5.  Comunicación previa.
1. Las entidades organizadoras de cualquier actividad ferial de las comprendidas en el 

ámbito de aplicación de esta Ley, comunicarán su celebración a la Consejería competente 
en materia de comercio interior, con una antelación mínima de dos meses a la fecha en que 
pretenda realizarse.
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2. La duración de las actividades feriales de carácter comercial no podrá exceder de 
quince días naturales consecutivos, ni ser su periodicidad inferior a un año, salvo que 
concurran motivos de especial interés económico o social.

3. Mediante Orden de la Consejería competente en materia de comercio interior se 
establecerá el modelo de comunicación, en donde se identifique la entidad organizadora y 
los datos de la actividad ferial: nombre, fechas de celebración de la actividad, sector 
comercial, lugar de celebración y, en su caso, realización o no de venta directa.

Artículo 6.  Seguridad y orden público.
El organizador de la actividad ferial estará obligado a mantener el orden público dentro 

del recinto ferial y garantizar el cumplimiento de la normativa aplicable a la seguridad de las 
personas, los productos, las instalaciones y el medio ambiente.

Artículo 7.  Medidas provisionales.
El titular de la Consejería competente en materia de comercio, de oficio o a instancia de 

parte, podrá acordar cautelarmente la clausura inmediata de una feria o exposición, con 
precintado de las instalaciones, cuando concurran circunstancias graves que afecten a la 
seguridad de las personas, los productos, las instalaciones o el medio ambiente, durante el 
tiempo necesario para la subsanación de los defectos existentes.

Las medidas señaladas en este artículo se tomarán sin perjuicio de la incoación de los 
expedientes sancionadores que, en su caso, procedan.

Artículo 8.  Patronato Regional de Ferias.
(Suprimido)

Artículo 9.  Registro Regional de Actividades Feriales.
1. Las actividades feriales comunicadas se inscribirán de oficio en el Registro de 

Actividades Feriales, que estará a cargo de la Consejería competente en materia de 
comercio interior.

2. Cualquier cambio en una actividad ferial que afecte a los datos que figuran en el 
Registro deberá ser comunicado a la Consejería competente en materia de comercio para su 
actualización.

3. Las normas de organización y funcionamiento del Registro se determinarán por 
reglamento, como asimismo los procedimientos de acceso y difusión de datos, dado su 
carácter de públicos.

CAPÍTULO III
Ferias y exposiciones oficiales de Castilla-La Mancha

Artículo 10.  Ferias y exposiciones oficiales.
La Consejería competente en materia de comercio podrá otorgar la calificación de feria o 

exposición oficial de Castilla-La Mancha a las actividades feriales que se relacionan en el 
artículo 4 de esta Ley y reúnan, como mínimo, las siguientes características:

1. Que se realicen en instalaciones que dispongan de los servicios necesarios.
2. Que, como mínimo, se hayan celebrado dos ediciones.
3. Que superen el número de expositores y metros cuadrados de superficie de 

exposición que reglamentariamente se determine, teniendo en cuenta las características que 
concurran en las ferias y exposiciones.

4. Que estén dotadas de un reglamento de participación de expositores que deberá 
contener, como mínimo:

a) Los derechos y obligaciones de los expositores.
b) Las reglas para la admisión y exclusión de los expositores y los criterios para 

determinar el orden de prioridad de las diferentes solicitudes de participación.
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c) La existencia y regulación de un órgano arbitral que dirima todas aquellas cuestiones 
que se susciten entre los participantes y el procedimiento a seguir para ello, que deberá 
fundamentarse en los principios de audiencia e igualdad entre las partes.

Las ferias oficiales contarán con el apoyo económico de la Consejería competente, 
conforme al procedimiento y requisitos que reglamentariamente se determine.

Artículo 11.  Comité organizador.
Para la organización de una feria o exposición oficial se deberá constituir un comité 

organizador en el que, junto a los organismos y sectores económicos afectados, estará 
representada la Administración Autonómica y Local.

Artículo 12.  Control.
Los organizadores de una feria o exposición oficial deberán someter su gestión a la 

Consejería competente en materia de comercio. A tal efecto, presentarán los presupuestos y 
correspondientes liquidaciones. Asimismo, presentarán una memoria de actividades, que 
incluirá las estadísticas de expositores y visitantes, junto con cualquier otro dato o informe 
que por la referida Consejería se les solicite.

Artículo 13.  Calendario de ferias y exposiciones oficiales.
La Consejería competente en materia de comercio publicará anualmente en el «Diario 

Oficial» el calendario de ferias y exposiciones oficiales de Castilla-La Mancha.

CAPÍTULO IV
De las infracciones, sanciones y del procedimiento sancionador

Artículo 14.  Infracciones administrativas.
Constituyen infracciones administrativas en materia de actividades feriales las acciones u 

omisiones de los distintos sujetos responsables, tipificadas y sancionadas en esta Ley. 
Dichas infracciones serán objeto de la correspondiente sanción administrativa, previa 
instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o 
de otro orden que puedan concurrir.

En los casos en que las infracciones a que se refiere la presente Ley pudieran ser 
constitutivas de ilícito penal, la Administración lo pondrá en conocimiento del Ministerio 
Fiscal y suspenderá la tramitación del expediente administrativo hasta que recaiga 
resolución judicial.

Artículo 15.  Sujetos responsables.
Son sujetos responsables de las infracciones administrativas en materia de actividades 

feriales quienes por acción u omisión hubieren participado en la comisión de las mismas.

Artículo 16.  Clasificación de las infracciones.
En consideración a la naturaleza del deber infringido y a efectos de su sanción, las 

infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 17.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) No comunicar al Registro los cambios que afecten a los datos que figuran ya inscritos.
b) Las que supongan incumplimiento de prescripciones legales, reglamentarias o de los 

requerimientos realizados por la Consejería competente en materia de comercio interior en el 
ejercicio de sus funciones que, careciendo de trascendencia grave a los fines de la presente 
Ley, no comporten ningún perjuicio de carácter económico.

c) Las infracciones a lo establecido en esta Ley que no puedan ser calificadas como 
graves o muy graves.
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Artículo 18.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) La falta de veracidad en los datos y documentos comunicados a la administración 

para la calificación de la actividad ferial.
b) El uso indebido de la denominación «feria comercial oficial» para muestras carentes 

de tal carácter.
c) La celebración de actividades feriales en recintos o instalaciones que no cumplan los 

requisitos establecidos en la presente Ley y disposiciones que la desarrollen.
d) No atender a los requerimientos efectuados por la administración en orden a la 

subsanación de defectos observados en la celebración de la actividad ferial.
e) La obstrucción a la labor inspectora.
f) Las que supongan un incumplimiento de las prescripciones establecidas en esta Ley o 

en las disposiciones que la desarrollen, siempre que de aquél se derive un perjuicio de 
carácter económico y no puedan ser calificadas como muy graves.

g) La reincidencia en la comisión de infracciones leves en el período de dos años.

Artículo 19.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) La exclusión injustificada de expositores en una feria.
b) Las que supongan incumplimiento de las prescripciones establecidas en esta Ley o en 

las disposiciones que la desarrollen, siempre que de aquél se deriven alteraciones de orden 
público o un considerable perjuicio para el interés general.

c) La reincidencia en la comisión de infracciones graves en el periodo de un año.

Artículo 20.  Reincidencia.
Existe reincidencia cuando se comete una infracción de la misma calificación que la que 

motivó una sanción anterior, dentro de los períodos que se señalan en los artículos 
anteriores y siempre que la resolución sancionadora de la primera infracción haya adquirido 
firmeza.

Artículo 21.  Sanciones principales.
Las infracciones a que se refiere esta Ley serán sancionadas:
a) Las infracciones leves con apercibimiento o multa de 5.000 hasta 500.000 pesetas.
b) Las infracciones graves con multa de 500.001 hasta 5.000.000 de pesetas.
c) Las infracciones muy graves con multa de 5.000.001 hasta 15.000.000 de pesetas.

Artículo 22.  Sanciones accesorias.
1. Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo anterior, a los sujetos 

responsables se les podrán imponer, además, las siguientes:
a) En las infracciones leves, la suspensión o cancelación total o parcial de las ayudas de 

carácter financiero que hayan solicitado u obtenido a través de la Administración de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha y/o el ser excluidos del acceso a esas ayudas por 
un período máximo de un año.

b) En las infracciones graves, la suspensión o cancelación total o parcial de las ayudas 
de carácter financiero que hayan solicitado u obtenido a través de la Administración de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y/o el ser excluidos del acceso a esas ayudas 
por un periodo de uno a tres años.

c) En las infracciones muy graves, la prohibición de la celebración de la feria o 
exposición en la edición inmediatamente posterior y/o la suspensión o cancelación total o 
parcial de las ayudas de carácter financiero que hayan solicitado u obtenido a través de la 
Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y/o el ser excluidos del 
acceso a esas ayudas por un período de tres a cinco años.
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2. En el supuesto de comisión de infracciones graves o muy graves podrá acordarse, 
además, y en su caso, la exclusión de la feria o exposición del calendario de ferias y 
exposiciones oficiales entre uno y tres años si se trata de una infracción grave y de tres a 
cinco años si se trata de una infracción muy grave.

Artículo 23.  Graduación de las sanciones.
La cuantía de las sanciones previstas en la presente Ley se determinará teniendo en 

cuenta las circunstancias siguientes:
a) La mayor o menor intencionalidad del sujeto infractor.
b) Los perjuicios económicos ocasionados.
c) El número de afectados.
d) El beneficio ilícito obtenido.
e) Las repercusiones para el sector o sectores de que se trate.
f) La permanencia o subsanación de las anomalías origen de la infracción.
g) La cuantía de los presupuestos de la actividad ferial.

Artículo 24.  Prescripción.
Las infracciones y sanciones establecidas en esta Ley prescribirán las muy graves a los 

tres años, las graves a los dos años y las leves al año.
El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la 

infracción se haya cometido y el de las sanciones desde el día siguiente a aquél en que 
adquiera firmeza la resolución sancionadora.

Artículo 25.  Inscripción, cancelación y publicidad de sanciones.
1. Las sanciones firmes en vía administrativa, sea cual fuere su clase y naturaleza, serán 

anotadas en el Registro Regional de Actividades Feriales. La anotación de las sanciones se 
cancelará de oficio o a instancia del interesado transcurridos uno, tres o cinco años, según 
se trate de sanciones por infracciones leves, graves o muy graves, respectivamente, 
contados a partir del día en que la sanción adquiera firmeza en vía administrativa.

2. El órgano sancionador podrá acordar la publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La 
Mancha» de las sanciones impuestas por infracciones muy graves, una vez sean firmes en 
vía administrativa.

Artículo 26.  Procedimiento sancionador y órganos competentes.
Son de aplicación las reglas y principios sancionadores contenidos en la legislación 

general sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y, en particular, de aplicación directa el procedimiento para el ejercicio 
de la potestad sancionadora que establece el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, de 
adecuación a la Ley común.

El régimen de recursos será el establecido en el capítulo II del Título VII de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Los órganos competentes para iniciar el correspondiente expediente sancionador y, en 
su caso, imponer las sanciones previstas en esta Ley se determinarán reglamentariamente.

Disposición adicional primera.  
La cuantía de las sanciones establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada 

periódicamente por el Consejo de Gobierno de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha, a propuesta del Consejero competente en materia de comercio, teniendo en cuenta 
la variación de los índices de precios al consumo.
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Disposición adicional segunda.  
Las entidades organizadoras de actividades feriales, existentes a la entrada en vigor de 

esta Ley, deberán adaptar sus estatutos a la misma para poder solicitar autorización para la 
celebración de cualquier actividad ferial.

Disposición transitoria.  
A las actividades feriales autorizadas antes de la entrada en vigor de la presente Ley no 

les será de aplicación esta, rigiéndose por la normativa anterior.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en la presente Ley y expresamente las siguientes:
1. La Ley 4/1987, de 7 de abril, de Ferias Comerciales de Castilla-La Mancha.
2. Los artículos 1, 5, 6, 7.1 y 9 del Decreto 139/1987, de 27 de octubre, sobre 

procedimiento para la celebración de ferias comerciales, continuando el resto en vigor hasta 
tanto se proceda al desarrollo reglamentario de esta Ley.

Disposición final.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 

para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley.
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§ 98

Ley 1/2013, de 21 de marzo, de medidas para la dinamización y 
flexibilización de la actividad comercial y urbanística en Castilla-La 

Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 61, de 27 de marzo de 2013
«BOE» núm. 240, de 7 de octubre de 2013
Última modificación: 6 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2013-10412

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto:
a) La dinamización de la actividad comercial minorista y de determinados servicios, 

mediante la flexibilización y simplificación de los procedimientos administrativos y 
urbanísticos y la reducción de las limitaciones existentes para el inicio y el libre desarrollo de 
la actividad comercial.

b) La flexibilización del régimen general de horarios comerciales y de ventas 
promocionales en Castilla-La Mancha.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley será de aplicación a las actividades comerciales minoristas y de 

determinados servicios previstos en el anexo, realizados en establecimientos permanentes 
situados en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha.

2. Quedan al margen de la regulación contenida en el capítulo II, las actividades 
desarrolladas en los mencionados establecimientos que tengan impacto en el patrimonio 
histórico-artístico o en el uso privativo y ocupación de los bienes de dominio público.

CAPÍTULO II
Simplificación administrativa

Artículo 3.  Inexigibilidad de licencia.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, 

de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, o precepto 
que lo sustituya, para el inicio y desarrollo de las actividades comerciales y servicios 
definidos en el artículo anterior, no podrá exigirse por parte de las administraciones o 
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entidades del sector público la obtención de licencia previa de instalaciones, de 
funcionamiento o de actividad, ni otras de clase similar o análogas que sujeten a previa 
autorización el ejercicio de la actividad comercial a desarrollar o la posibilidad misma de la 
apertura del establecimiento correspondiente.

2. Tampoco están sujetos a licencia los cambios de titularidad de las actividades 
comerciales y de servicios. En estos casos será exigible comunicación previa a la 
administración competente a los solos efectos informativos.

3. No será exigible licencia o autorización previa para la realización de las obras ligadas 
al acondicionamiento de los locales para desempeñar la actividad comercial cuando no 
requieran de la redacción de un proyecto de obra de conformidad con la Ley 38/1999, de 5 
de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

Artículo 4.  Declaración responsable o comunicación previa.
De conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 12/2012, de 26 de 

diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, 
o precepto que lo sustituya, las licencias previas que, de acuerdo con el artículo anterior, no 
puedan ser exigidas, serán sustituidas por declaraciones responsables, o bien por 
comunicaciones previas, de conformidad con lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, relativas al cumplimiento de las previsiones legales 
establecidas en la normativa vigente.

Artículo 5.  Régimen de control.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de 

medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, o precepto que 
lo sustituya, la presentación de la declaración responsable, o de la comunicación previa, con 
el consiguiente efecto de habilitación a partir de ese momento para el ejercicio material de la 
actividad comercial, no prejuzgará en modo alguno la situación y efectivo acomodo de las 
condiciones del establecimiento a la normativa aplicable, ni limitará el ejercicio de las 
potestades administrativas, de comprobación, inspección, sanción, y en general de control 
que a la administración en cualquier orden, estatal, autonómico o local, le estén atribuidas 
por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso.

[ . . . ]
ANEXO

Actividades comerciales minoristas y de servicios incluidos en el ámbito de 
aplicación del capítulo II de la presente ley

Las siguientes actividades y servicios se han identificado con las claves y en los términos 
establecidos por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se 
aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Agrupación 45. Industria del calzado y vestido y otras confecciones textiles.
Grupo 452. Fabricación de calzado de artesanía y a medida (incluido el calzado 

ortopédico).
Grupo 454. Confección a medida de prendas de vestir y sus complementos.
Agrupación 64. Comercio al por menor de productos alimenticios, bebidas y tabaco 

realizado en establecimientos permanentes.
Grupo 641. Comercio al por menor de frutas, verduras, hortalizas y tubérculos.
Grupo 642. Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados 

cárnicos elaborados; de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de 
los mismos.

Grupo 643. Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la 
acuicultura y de caracoles.
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Grupo 644. Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de leche y 
productos lácteos.

Grupo 645. Comercio al por menor de vinos y bebidas de todas clases.
Grupo 647. Comercio al por menor de productos alimenticios y bebidas en general.
Agrupación 65. Comercio al por menor de productos industriales no alimenticios 

realizado en establecimientos permanentes.
Grupo 651. Comercio al por menor de productos textiles, confección, calzado, pieles y 

artículos de cuero.
Grupo 652. Comercio al por menor de medicamentos y de productos farmacéuticos; 

comercio al por menor de artículos de droguería y limpieza; perfumería y cosméticos de 
todas clases; y de productos químicos en general; comercio al por menor de hierbas y 
plantas en herbolarios.

Epígrafe 652.2.–Comercio al por menor de productos de droguería, perfumería y 
cosmética, limpieza, pinturas, barnices, disolventes, papeles y otros productos para la 
decoración y de productos químicos.

Epígrafe 652.3.–Comercio al por menor de productos de perfumería y cosmética, y de 
artículos para la higiene y el aseo personal.

Epígrafe 652.4.–Comercio al por menor de plantas y hierbas en herbolarios.
Grupo 653. Comercio al por menor de artículos para el equipamiento del hogar y la 

construcción.
Grupo 654. Comercio al por menor de vehículos terrestres, aeronaves y embarcaciones 

y de maquinaria, accesorios y piezas de recambio.
Grupo 656. Comercio al por menor de bienes usados tales como muebles, prendas y 

enseres ordinarios de uso doméstico.
Grupo 657. Comercio al por menor de instrumentos musicales en general, así como de 

sus accesorios.
Grupo 659. Otro comercio al por menor.
Agrupación 66. Comercio mixto o integrado; comercio al por menor fuera de un 

establecimiento comercial permanente (ambulancia, mercadillos y mercados ocasionales o 
periódicos); comercio en régimen de expositores en depósito y mediante aparatos 
automáticos; comercio al por menor por correo y catálogo de productos diversos.

Grupo 661. Comercio mixto o integrado en grandes superficies.
Grupo 662. Comercio mixto o integrado al por menor.
Grupo 664. Comercio en régimen de expositores en depósitos y mediante aparatos 

automáticos.
Agrupación 69. Reparaciones.
Grupo 691. Reparación de artículos eléctricos para el hogar, vehículos automóviles y 

otros bienes de consumo.
Agrupación 75. Actividades anexas a los transportes.
Grupo 755. Agencias de viaje.
Agrupación 83. Auxiliares financieros y de Seguros. Actividades Inmobiliarias.
Grupo 833. Promoción inmobiliaria.
Grupo 834. Servicios relativos a la propiedad inmobiliaria y a la propiedad industrial.
Agrupación 84. Servicios prestados a las empresas.
Grupo 841. Servicios jurídicos.
Grupo 842. Servicios financieros y contables.
Grupo 843. Servicios técnicos (ingeniería, arquitectura, urbanismo, etc.).
Grupo 844. Servicios de publicidad, relaciones públicas y similares.
Grupo 849. Otros servicios prestados a las empresas N.C.O.P.
Agrupación 85. Alquiler de bienes muebles.
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Grupo 851. Alquiler de maquinaria y equipo agrícola.
Grupo 852. Alquiler de maquinaria y equipo para la construcción.
Grupo 853. Alquiler de maquinaria y equipo contable, de oficina y cálculo electrónico.
Grupo 854. Alquiler de automóviles sin conductor.
Grupo 855. Alquiler de otros medios de transporte.
Grupo 856. Alquiler de bienes de consumo.
Grupo 857. Alquiler de aparatos de medida.
Agrupación 86. Alquiler de bienes inmuebles.
Grupo 861. Alquiler de bienes inmuebles de naturaleza urbana.
Grupo 862. Alquiler de bienes inmuebles de naturaleza rústica.
Agrupación 92. Servicios de saneamiento, limpieza y similares.
Grupo 922. Servicios de limpieza.
Agrupación 97. Servicios personales.
Grupo 971. Lavanderías, tintorerías y servicios similares.
Grupo 972. Salones de peluquería e institutos de belleza.
Grupo 973. Servicios fotográficos, máquinas automáticas fotográficas y servicios de 

fotocopias.
Grupo 974. Agencias de prestación de servicios domésticos.
Grupo 975. Servicios de enmarcación.
Grupo 979. Otros servicios personales N.C.O.P.
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§ 99

Ley 14/2002, de 11 de julio, de Ordenación y Fomento de la 
Artesanía

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 90, de 24 de julio de 2002

«BOE» núm. 224, de 18 de septiembre de 2002
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2002-18103

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CASTILLA-LA MANCHA
Las Cortes de Castilla-La Mancha han aprobado y yo, en nombre del Rey, promulgo la 

siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
El artículo 130.1 de la Constitución Española exige a los poderes públicos, entre los 

cuales se encuentran las Comunidades Autónomas, que atiendan al desarrollo y 
modernización de determinados sectores económicos, entre los que se cita expresamente a 
la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles.

Por su parte, el artículo 148.1.14.ª de nuestra Carta Magna dispone que las 
Comunidades Autónomas pueden asumir competencias en materia de Artesanía. En este 
sentido, el artículo 31.1.14.ª del Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha confiere a la 
Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de Artesanía dentro de su 
ámbito territorial.

En estas condiciones, resulta imprescindible para la Comunidad Autónoma de Castilla-La 
Mancha dar cumplimiento tanto al citado mandato constitucional como responder al pleno 
ejercicio de sus competencias sobre la actividad artesana por medio de una disposición 
general que, no sólo desarrolle la función legislativa en esta materia, sino que, atendiendo a 
los principios constitucionales enunciados, potencie el desarrollo de la artesanía, modernice 
su actividad y contribuya, en general, a los objetivos de mejora social, aumento del empleo y 
crecimiento del nivel de vida en la Región castellano-manchega, así como al impulso de la 
cultura popular, con la que tan íntimas relaciones mantiene la actividad artesana.

II
Precisamente, la importancia de las explotaciones económicas artesanas en la 

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, no sólo como generadoras por sí mismas de 
valor añadido, producción y empleo, sino como unidades productivas coordinadas o 
integrantes de otras actividades económicas tan importantes para la Región y para su 
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desarrollo futuro como son el turismo y el sector primario, así como la imbricación de la 
actividad artesana en las tradiciones populares, la cultura y el patrimonio histórico castellano-
manchego, explican la rapidez con la que la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 
ejerció sus competencias en esta materia.

De esta forma, el Decreto 82/1986, de 29 de julio, de Ordenación de la Artesanía 
(«Diario Oficial de Castilla-La Mancha» número 33, de 19 de agosto), ya reguló la actividad 
artesana en Castilla-La Mancha. Fue desarrollado por diversas Órdenes de la Consejería de 
Industria y Trabajo, algunas de ellas modificadas con posterioridad, entre las que citamos la 
de 14 de abril de 1997, por la que se establecen las condiciones necesarias para la 
obtención de los documentos de calificación de Artesano, Maestro Artesano e Industria 
Artesana, o las más recientes de 23 de mayo de 2000, de la Consejería de Industria y 
Trabajo, por la que se amplía el Repertorio de Oficios Artesanos, regulado primitivamente 
por la Orden de 22 de enero de 1987 y ampliado por la Orden de 14 de abril de 1997, y de 
12 de junio de 2000, por la que se establece la composición y funcionamiento de la Comisión 
de Artesanía de Castilla-La Mancha.

Tal marco regulador revela la importancia concedida a la artesanía entre los objetivos de 
la política económica y social del Gobierno de Castilla-La Mancha. Ahora bien, la experiencia 
adquirida en la aplicación de estas disposiciones, la evolución del contexto económico y de 
la misma actividad artesanal, la competencia y la globalización económica; así como la 
importancia social, cultural y económica que la artesanía ha adquirido en Castilla-La 
Mancha, entendida tanto de forma aislada como en coordinación con otras políticas 
horizontales y en el marco de la ordenación del territorio, justifican la necesidad de un nuevo 
marco regulador de la artesanía en la Región castellano-manchega.

III
Este marco regulador tiene que tener, por una parte, el rango formal suficiente para 

entrar en materias ajenas a una pura actividad reglamentaria y para realzar la importancia 
que la actividad artesanal tiene en la Región y, por otro lado, no puede limitarse a una simple 
refundición de normas anteriores que no tenga en cuenta los cambios habidos en la 
actividad artesana de la Región, cuya importancia como fuente generadora de empleo y 
coadyuvante a otras políticas económicas, en especial, el turismo y el fomento de nuestro 
patrimonio cultural, no puede negarse.

Asimismo, la artesanía ha sufrido alteraciones de todo tipo, normativas, técnicas y 
económicas, en las restantes Comunidades Autónomas y en la Unión Europea y es evidente 
que las necesidades del sector, el contexto actual de la competitividad y las nuevas 
demandas del mercado, requieren planteamientos diferentes a los incorporados en la 
legislación autonómica anteriormente citada.

Por ello, nos encontramos ante una nueva normativa sobre la artesanía en la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha, con rango de Ley, suficiente para atender a la compleja 
problemática del sector artesano, que procura no sólo la identificación, sistemática y 
estructural, de la actividad económica artesanal, sino que enmarca a la artesanía en un 
contexto modernizador, proclive a las nuevas demandas del mercado, abierto al exterior, 
coordinado con el resto de las actividades económicas y con clara vocación de impulsar, 
modernizar y elevar la renta de los artesanos de nuestra Región.

IV
En estas condiciones, además de un capítulo primero de carácter introductorio, donde se 

proclama el objeto de la Ley, se establece su ámbito de aplicación, y se definen los términos 
básicos de artesanía, y se clasifican las actividades artesanas; el texto dispositivo de la 
misma se divide en otros dos capítulos bien diferenciados, aunque relacionados entre sí, 
conforme a una estructura jurídica consolidada en el Derecho Administrativo Español.

Así, en el capítulo segundo se ordenan y regulan las actividades artesanas, 
clasificándolas de forma representativa, y se plantea la elaboración de un Repertorio de 
Actividades y Oficios Artesanos de Castilla-La Mancha con funciones informativas, de control 
y sistematizadoras, a partir de la configuración, siempre voluntaria y declarativa, de un 
Registro de Empresas Artesanas de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha; a la 
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vez que se desarrollan los instrumentos y mecanismos formales, como los del título de 
Empresa Artesana y del Carné de Artesano que permiten el adecuado cumplimiento de esta 
Ley.

Por su parte, la configuración de la Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha 
permite establecer un organismo de representación, impulso y ordenación del sector 
artesanal y de los artesanos de la Región, permitiendo la cooperación entre las 
Administraciones Públicas y las entidades y personas vinculadas a la artesanía, para 
asegurar el desarrollo del sector artesano y su imbricación en la economía regional.

Por su parte, el capítulo tercero, limitado en sus contenidos por las competencias de la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, incluye los instrumentos clásicos del fomento 
administrativo: Subvenciones, premios, que permitan una protección e impulso de la 
actividad artesana de la Región.

En otro orden de cosas, la Ley incorpora un instrumento para mejorar la imagen de 
marca y la calidad del producto artesano, fórmulas esenciales para impulsar la 
competitividad empresarial.

Para terminar, la Ley se completa con las correspondientes disposiciones adicional, 
transitoria, derogatoria y finales y prevé el desarrollo reglamentario de las disposiciones 
contenidas en la Ley.

Cabe al final mencionar que quedan fuera de la aplicación de la presente Ley las 
artesanías alimentarias que necesitan una legislación específica, debido a los elementos 
propios de seguridad alimentaria y protección del consumo.

CAPÍTULO PRIMERO
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente Ley tiene por objeto la ordenación, regulación, protección, fomento y 

promoción del sector artesano en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, con el fin 
de conseguir, en el ejercicio de la competencia exclusiva atribuida en el artículo 31.1.14.ª del 
Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, su desarrollo y modernización, la protección y 
el fomento de las manifestaciones artesanales castellano-manchegas y la apertura de 
canales de comunicación y cooperación entre el sector artesano y la Administración 
Autonómica, bajo las siguientes prioridades:

a) Ayudar a la conservación y a la modernización de las actividades artesanas en la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

b) Promover la creación y el desarrollo de los cauces de comercialización adecuados 
para los productos artesanos de Castilla-La Mancha.

c) Documentar y recuperar las manifestaciones artesanales propias de Castilla-La 
Mancha y consolidar el mantenimiento de las existentes.

d) Promocionar y propiciar la formación de artesanos en la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha.

e) Favorecer el acceso del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o a las 
subvenciones y ayudas que pueda establecer la Administración Pública, así como fomentar 
la implantación de sistemas cooperativos y asociativos.

Todo ello, desde la visión de que la artesanía no es sólo una actividad económica, sino, 
sobre todo, un hecho cultural y social que necesita de un mejor marco económico para su 
conservación.

f) Garantizar la continuidad de los oficios artesanos.
g) Fomentar la aparición de nuevas manifestaciones artesanales.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las actividades artesanas, artesanos, empresas 

artesanas y asociaciones o federaciones de artesanos que desarrollen su actividad dentro 
del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, con el alcance y 
contenido que en ella se establece.
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2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley las artesanías 
alimentarias, que se regularán por su normativa específica.

Artículo 3.  Concepto de artesanía.
1. A los efectos de esta Ley, se conceptúa artesanía toda actividad económica 

consistente en la creación, producción, transformación, reparación y restauración de bienes 
y, complementariamente, la prestación de servicios, ejecutada mediante un proceso 
productivo en el cual la intervención personal y el conocimiento técnico de la persona o 
personas que participan en el mismo, constituyen el factor predominante para obtener el 
producto final.

Este resultado final estará individualizado o presentado en unidades que no se 
acomoden a una producción industrial o de servicios totalmente mecanizada, en series o 
donde la intervención del factor humano no sea primordial.

2. El empleo de utillaje, maquinaria y otros activos será compatible con el concepto de 
artesanía, al que se hace referencia en el apartado anterior.

3. La actividad consistente en comercializar productos artesanos de forma exclusiva, 
utilizando fórmulas cooperativas, asociativas, agrupaciones de interés económico o personas 
jurídicas similares, será considerada como artesana, siempre que todos los integrantes de la 
misma, salvo el personal auxiliar, sean artesanos o empresas artesanas.

Artículo 4.  Clasificación de las actividades artesanas.
1. Las actividades artesanas se clasificarán, al menos, en los siguientes grupos:
a) Artesanía artística o de creación.
b) Artesanía tradicional.
c) Artesanía de bienes de consumo no alimentarios.
d) Nueva artesanía.
2. Cada uno de estos grupos podrá ser objeto de un tratamiento específico y 

diferenciado.
3. Las adscripciones de las actividades artesanas a uno o varios de estos grupos se 

llevará a cabo mediante el Repertorio de Actividades y Oficios artesanos regulado en el 
artículo 5 de esta Ley.

Reglamentariamente, se podrán establecer otros grupos de clasificación de las 
actividades artesanas.

CAPÍTULO SEGUNDO
Ordenación y regulación del sector artesanal castellano-manchego

Artículo 5.  Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos de Castilla-La Mancha.
1. El Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos es el conjunto, sistemáticamente 

ordenado, de actividades económicas, clasificadas conforme a la clasificación nacional de 
Actividades Económicas, que tienen el carácter de actividad artesanal, a los efectos de esta 
Ley.

2. El Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos será elaborado por la Comisión de 
Artesanía de Castilla-La Mancha, y tendrá carácter revisable y abierto, con el fin de adecuar 
su contenido a los cambios en las actividades y oficios artesanos, constituyendo una sección 
del Registro de Actividades Artesanas regulado en el artículo 9 de la presente Ley.

3. En todo caso, las actividades y oficios artesanos se clasificarán, al menos, en los 
grupos que se establecen en el artículo 4 de esta Ley.

4. El Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos tendrá el contenido, estructura y 
sistemática que se determine reglamentariamente y será revisado periódicamente para 
adaptarlo a las necesidades que surjan, mediante Orden de la Consejería que ostente las 
competencias en materia de artesanía, previo informe-propuesta de la Comisión de 
Artesanía de Castilla-La Mancha.
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Artículo 6.  Reconocimiento oficial de la condición de Artesano (Carné de Artesano).
1. A los efectos y aplicación de esta Ley, el reconocimiento oficial por la Administración 

Autonómica de la condición de Artesano, se acreditará mediante la posesión del Carné de 
Artesano, que será expedido por el órgano que se determine reglamentariamente, de la 
Consejería que ostente las competencias en materia de artesanía, previo informe de la 
Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha, regulada en el artículo 10 y con el período de 
validez y de acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente.

2. Dicho documento oficial se otorgará a toda persona física que realice en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha una actividad artesana de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 3 de esta Ley, comprendida en el Repertorio de 
Actividades y Oficios Artesanos, y que reúna alguno de los requisitos siguientes:

a) El carné obtenido con arreglo a la legislación vigente en cada momento o disponer de 
título académico o certificado de profesionalidad, que habilite para la práctica artesana de 
que se trate.

b) Ejercer notoria y públicamente una actividad durante el tiempo que se establezca 
reglamentariamente y acreditar su cualificación profesional de la forma que asimismo se 
determine reglamentariamente.

3. El Carné de Artesano perderá su validez:
a) Por renuncia o fallecimiento del titular.
b) Por incumplimiento o no mantenimiento de los requisitos establecidos para su 

otorgamiento, previo expediente tramitado al efecto, con audiencia al interesado, o por no 
renovación del Carné por estas mismas causas.

Artículo 7.  Reconocimiento oficial de la condición de empresa artesana (título de Empresa 
Artesana).

1. El reconocimiento oficial por la Administración Autonómica de la condición de 
Empresa Artesana, se acreditará mediante la posesión del título de empresa artesana, que 
será expedido por el órgano que se determine reglamentariamente de la Consejería que 
ostente las competencias en materia de artesanía, previo informe de la Comisión de 
Artesanía y de acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente y con el 
período de validez que asimismo se determine.

2. Dicho documento oficial se otorgará a toda explotación económica, ya constituya 
persona física o jurídica, legalmente constituida, que realice en el ámbito territorial de 
Castilla-La Mancha una actividad artesana de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 de 
esta Ley comprendida en el Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos y que cumpla 
además con los siguientes requisitos:

a) Que en el supuesto de empresario individual esté en posesión del Carné de Artesano 
o Maestro Artesano.

b) Que en el supuesto de empresario sea persona jurídica, el responsable en la actividad 
productiva esté en posesión del Carné de Artesano o Maestro Artesano y sea el que la dirija 
o controle el proceso productivo, asegurando el carácter artesano del producto.

c) Que la actividad sea desarrollada con habitualidad y que esté dada de alta en el 
Impuesto de Actividades Económicas o Censo Fiscal.

3. El título de Empresa Artesana perderá su validez:
a) Por baja voluntaria, jubilación o fallecimiento del Artesano o Maestro Artesano 

responsable o titular de la actividad.
b) Por incumplimiento o no mantenimiento de los requisitos establecidos para su 

otorgamiento, previo expediente tramitado al efecto, con audiencia del interesado, de 
acuerdo con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, o por no renovación 
del título por estas mismas causas.

c) Por extinción de la personalidad jurídica de la empresa.
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Artículo 8.  Asociaciones artesanas.
1. Tendrán la consideración de asociaciones artesanas a los efectos de esta Ley, 

aquellas asociaciones sin fin de lucro de artesanos y/o empresas artesanas y federaciones 
de las mismas, formalmente constituidas e inscritas en los registros correspondientes de 
conformidad con la normativa general que les es de aplicación como tales asociaciones sin 
ánimo de lucro, que tengan su domicilio social y desarrollen su actividad en el ámbito 
territorial de esta Comunidad Autónoma.

2. La Consejería competente en materia de artesanía a través del órgano de la misma a 
la que reglamentariamente se atribuya la competencia, a solicitud de las mismas, procederá 
a su inscripción en el Registro de Actividades Artesanas que se crea en el artículo 9 de esta 
Ley.

Artículo 9.  Registro de Actividades Artesanas.
1. Dependiente de la Consejería que ostente las competencias en materia de artesanía y 

bajo la dirección del órgano de la misma al que reglamentariamente se atribuya la 
competencia, existirá un Registro de Actividades Artesanas de la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha.

En dicho Registro se inscribirán las personas físicas y jurídicas que hayan obtenido el 
reconocimiento oficial de la condición de Artesano y Empresa Artesana mediante los 
documentos establecidos en los artículos 6 y 7 respectivamente, las Empresas Artesanas a 
las que se les haya concedido el distintivo de «Artesanías de Castilla-La Mancha», así como 
las asociaciones artesanales reguladas en el artículo 8 y las entidades que, de conformidad 
con el artículo 3.3 se dediquen a comercializar productos artesanos, que lo soliciten.

2. El procedimiento de inscripción, altas, bajas o variaciones será objeto de desarrollo 
reglamentario así como la organización de las secciones de las que conste, debiendo 
contener como mínimo las siguientes:

a) Censo de Actividades Artesanas, de conformidad con el Repertorio de Actividades y 
Oficios Artesanos.

b) Censo de Artesanos.
c) Censo de Empresas Artesanas.
d) Censo de Maestros Artesanos.
e) Censo de Empresas Artesanas a las que se les haya concedido el distintivo de 

«Artesanías de Castilla-La Mancha».
f) Censo de Entidades, que de conformidad con el artículo 3.3 se dediquen a 

comercializar productos artesanos.
g) Censo de Asociaciones Artesanas.
3. La inscripción se realizará de oficio al expedir los documentos oficiales 

correspondientes al Carné de Artesano y título de Empresa Artesana y al conceder el 
distintivo de calidad. En los demás casos, se realizará a solicitud de parte interesada.

4. La inscripción en el Registro comportará las siguientes obligaciones:
a) Cuando la inscripción se realice a solicitud del interesado, la aportación de los 

documentos que se establezcan reglamentariamente y en los plazos que se determine.
b) Comunicar, en los plazos que asimismo se determinen, cualquier variación de los 

datos que se hayan aportado a la Administración para la concesión del documento 
correspondiente acreditativo de su condición o, en su caso, para proceder a su inscripción.

c) Comunicar el cese en la actividad por cualquiera de las causas previstas en el 
ordenamiento jurídico.

5. El incumplimiento de estas obligaciones conllevará en el supuesto de la letra a) el 
desistimiento de la solicitud de inscripción, de conformidad con el artículo 71 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común; en el supuesto de la letra b), la cancelación de la 
inscripción, previa tramitación de expediente administrativo, de conformidad con la referida 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
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Procederá la cancelación de oficio en el supuesto recogido en la letra c), así como en los 
casos establecidos en los artículos 6 y 7 cuando los documentos acreditativos de la 
condición de Artesano o Empresa Artesana pierdan su validez.

6. La inscripción en el Registro será requisito para acceder a las medidas de promoción y 
fomento que se establezcan por la Administración Regional de conformidad con el capítulo 
tercero de esta Ley, así como para obtener el distintivo de calidad recogido en el artículo 14 
para las empresas artesanas.

7. El Registro tendrá carácter público, en los términos y con las limitaciones previstas en 
los artículos 35.h) y 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y demás normativa 
vigente en la materia.

Artículo 10.  La Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha.
1. La Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha es el órgano colegiado, de carácter 

consultivo y asesor de la Administración Regional en materia de artesanía, así como de 
participación y representación del sector artesano de la Región.

2. La Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha queda adscrita a la Dirección 
General que ostente las competencias en materia de artesanía, de la cual recibirá cuanto 
apoyo administrativo, humano, material e informativo precise.

3. La Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha estará integrada por el Pleno y por 
las Ponencias Técnicas Provinciales. Reglamentariamente se determinará, de las funciones 
que se establecen en el punto siguiente, cuáles corresponden al Pleno y cuáles a las 
Ponencias Técnicas Provinciales.

4. Las funciones de la Comisión de Artesanía son las siguientes:
a) Informar preceptivamente sobre cualquier norma de desarrollo de esta Ley o sobre 

cualquier otra disposición de carácter general de los órganos de la Administración Regional 
que afecte a la ordenación y regulación de la actividad artesana.

b) Elaborar y proponer el Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos de Castilla-La 
Mancha, así como su actualización y revisión.

c) Informar sobre la concesión del carné de Artesano.
d) Informar sobre la concesión del Título de Empresa Artesana.
e) Elaborar, promover y emitir, a iniciativa propia o a propuesta del Gobierno, por sí o a 

petición de las Cortes Regionales, cuantos estudios, dictámenes, propuestas o informes 
considere convenientes para la modernización, desarrollo y promoción de la artesanía en 
Castilla-La Mancha. Los trabajos a los que se refiere este apartado, serán remitidos 
periódicamente a las Cortes Regionales.

f) Colaborar y apoyar a la Dirección General que ostente las competencias en materia de 
artesanía y a cualquier otra Unidad Administrativa de la Comunidad Autónoma de Castilla-La 
Mancha en temas de interés artesano.

g) Informar la concesión de distintivos de calidad en el producto o actividad artesana de 
la Región.

h) Informar la concesión del título honorífico de «Maestro Artesano» al que se refiere el 
artículo 14.4 de esta Ley.

i) Proponer cualesquiera otras medidas de interés o relevancia para el Artesano y 
cualquier otra función relacionada con la artesanía castellano-manchega que pudiera 
encomendársele por disposición legal o reglamentaria, sin perjuicio, en todo caso, de las 
competencias de la Consejería competente en materia de artesanía o cualquier otro 
Organismo que la Junta de Comunidades pueda tener en la materia.

j) Informar los proyectos y planes de declaración de las áreas de interés artesanal, así 
como el reconocimiento y otorgamiento de distintivos, a excepción de lo previsto en el 
artículo 14.3 de esta ley.

k) Colaborar en labores de conservación y rehabilitación del Patrimonio Cultural de 
Castilla-La Mancha.

5. El Pleno de la Comisión de Artesanía de Castilla-La Mancha se compondrá, en todo 
caso, de representantes de la Administración de Castilla-La Mancha con competencias sobre 
la actividad artesana o relacionadas con la misma, y de las asociaciones y federaciones que 
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agrupen a los Artesanos y Empresas Artesanas de la Región y de otras entidades 
económicas y empresariales más representativas en la Región.

6. Asimismo, podrán asistir a las reuniones, con voz pero sin voto, aquellas entidades, 
personas o funcionarios, que por sus experiencias o conocimientos en la artesanía se estime 
conveniente por la mayoría de sus miembros o a invitación del Presidente.

7. Su composición, organización y funcionamiento será regulado por Orden del titular de 
la Consejería que ostente las competencias en materia de artesanía.

CAPÍTULO TERCERO
Actividades de promoción y fomento de la artesanía castellano-manchega

Artículo 11.  Disposición general.
Sólo podrán acceder a los mecanismos de promoción y fomento que se regulan en este 

capítulo, los Artesanos, las Empresas Artesanas y las Asociaciones y Entidades inscritos en 
el Registro de Actividades Artesanas, regulado en el artículo 9 de esta Ley.

Artículo 12.  Ayudas y subvenciones.
1. La Administración Regional podrá establecer, de acuerdo con la normativa de 

aplicación y dentro de las disponibilidades presupuestarias, programas de ayuda para la 
modernización, desarrollo e impulso de la artesanía en la Región.

2. Especialmente, se apoyará:
a) La creación, modernización o ampliación de las Empresas Artesanas en la Región.
b) La introducción de nuevas técnicas artesanas en el proceso productivo.
c) La celebración de Ferias Regionales o Provinciales de interés artesanal.
d) El mantenimiento e impulso de las Asociaciones y Federaciones de Artesanos de la 

Región.
e) Las actuaciones que tengan por finalidad el conocimiento y conservación de la 

artesanía de Castilla-La Mancha, especialmente aquella que se encuentre en proceso de 
extinción.

f) La formación y reciclaje de los Artesanos.
g) El funcionamiento y creación de centros de promoción de la artesanía. En particular, 

colaborará y apoyará las actuaciones encaminadas al desarrollo y potenciación de las 
nuevas artesanías y al diseño artesanal.

Artículo 13.  Distintivo de calidad «Artesanías de Castilla-La Mancha».
1. El calificativo «Artesanías de Castilla-La Mancha» para una empresa artesana de la 

Región supone el reconocimiento oficial a la especial calidad tanto del proceso productivo 
utilizado como de su producto final.

2. La concesión de este calificativo se efectuará por la Consejería competente en materia 
de artesanía, previo informe de la Comisión de Artesanía, a petición de la empresa artesana 
interesada y conforme a un procedimiento basado en criterios de calidad universalmente 
aceptados, que se desarrollará reglamentariamente.

3. La concesión de este distintivo de calidad permitirá a la empresa artesana la 
utilización de un logotipo, signo, marca o distinción de reconocimiento del mismo, de acuerdo 
con el procedimiento que se establezca reglamentariamente.

Artículo 14.  Premios y distinciones.
1. La Consejería competente en materia de artesanía podrá premiar a los Artesanos y 

las Empresas Artesanas de la Región que se hayan destacado en su labor.
2. Reglamentariamente, se señalarán las categorías y el procedimiento para obtener y 

conceder estos premios y distinciones.
3. A propuesta de la Consejería competente en materia de artesanía, el Consejo de 

Gobierno de la Comunidad Autónoma, podrá otorgar la «Medalla al Mérito Artesano de 
Castilla-La Mancha» a aquellos artesanos, Empresas Artesanas, personas, investigadores o 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 99  Ley de Ordenación y Fomento de la Artesanía

– 2190 –



entidades que más hayan destacado en la recuperación de las tradiciones artesanas de la 
Región o en su labor a favor del desarrollo y promoción de la artesanía.

4. En atención a las especiales cualidades que concurran en una persona o como 
reconocimiento a los méritos que haya desarrollado en el campo de la artesanía castellano-
manchega, el Consejero competente en materia de artesanía, previo informe de la Comisión 
de Artesanía de Castilla-La Mancha, podrá otorgar el título honorífico de «Maestro 
Artesano».

Artículo 15.  Créditos para las empresas artesanas de Castilla-La Mancha.
La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha podrá establecer mediante un 

Convenio con las entidades financieras sitas en la Región una línea de créditos para las 
empresas artesanas de la Región.

Artículo 16.  Actuaciones de promoción.
1. La Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha podrá establecer planes de 

desarrollo y de promoción de la artesanía regional específicos para este sector.
2. En las campañas publicitarias y material de promoción turística, se podrán incluir las 

referencias a la artesanía existente en las zonas objeto de promoción turística.

Disposición adicional única.  
La actual Feria de la Artesanía de la Región Castellano-Manchega, FARCAMA, se 

convierte oficialmente en la Feria Regional de la Artesanía de Castilla-La Mancha. La 
Consejería competente en la materia apoyará anualmente, dentro de sus disponibilidades 
presupuestarias, su celebración y la dotará de los medios necesarios para mejorar sus 
contenidos y difusión.

Disposición transitoria única.  
Hasta que no se lleve a cabo el desarrollo reglamentario de la presente Ley, los Carnés 

de Artesano y los Títulos de Industria Artesana emitidos con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley por la Administración Regional de la Comunidad Autónoma de Castilla-La 
Mancha, conservarán su vigencia durante el tiempo por el que fueron emitidos, y en su caso, 
serán renovados conforme a la normativa anterior.

En todo caso, cuando se dicte la normativa de desarrollo de esta Ley deberán los 
interesados solicitar el canje de los mismos por los carnés y títulos que se establecen en 
esta Ley.

Disposición derogatoria única.  
1. Queda derogado el Decreto 82/1986, de 29 de julio, de Ordenación de la Artesanía 

(«Diario Oficial de Castilla-La Mancha» número 33, de 19 de agosto).
2. Hasta la aprobación de los desarrollos reglamentarios de esta Ley, conservarán su 

vigencia, en lo que no se opongan a la misma, la Orden de 22 de enero de 1987, por la que 
se aprobó el Repertorio de Oficios Artesanos, la Orden de 14 de abril de 1997, por la que se 
establecen las condiciones necesarias para la obtención de los documentos de calificación 
de Artesano, Maestro Artesano e Industria Artesana y la Orden de 12 de junio de 2000, por 
la que se establece la composición y funcionamiento de la Comisión de Artesanía de 
Castilla-La Mancha.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 

para llevar a cabo los desarrollos reglamentarios pertinentes de la misma, así como para 
dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.
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Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Diario Oficial 

de Castilla-La Mancha».
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§ 100

Ley 6/2017, de 14 de diciembre, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 245, de 21 de diciembre de 2017

«BOE» núm. 23, de 26 de enero de 2018
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2018-988

Las Cortes de Castilla-La Mancha, han aprobado y yo, en nombre del Rey, promulgo la 
siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma de 

Castilla-La Mancha constituyen un eficaz instrumento de colaboración con la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha, además de un importante apoyo a los sectores 
económicos de la Comunidad Autónoma.

Actualmente, el papel de las Cámaras es necesario para la modernización y la 
competitividad de las empresas en campos como la implantación de nuevas tecnologías, la 
formación permanente en las empresas, la promoción, el apoyo logístico, el fomento y la 
proyección exterior y la creación de nuevas empresas, entre otros aspectos que influyen en 
la actividad empresarial.

Como consecuencia de la evolución económica y legislativa experimentada en los 
últimos años, se aprobó la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, fundamentalmente, con la imperiosa necesidad 
de racionalizar, en el actual contexto económico y jurídico en el que nos encontramos, las 
estructuras y funcionamiento de las Cámaras previstas anteriormente en la Ley 3/1993, de 
22 de marzo, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación.

La Ley 4/2014, de 1 de abril, presenta como objetivo una redefinición de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y, junto a su función principal de 
prestación de servicios a las empresas, viene a reforzar su papel en el ámbito de apoyo a las 
pequeñas y medianas empresas en el ámbito de la internacionalización e incremento de su 
competitividad.

El Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, aprobado por la Ley Orgánica 9/1982, 
de 10 de agosto, atribuye en su artículo 32.5 a la Comunidad Autónoma la competencia de 
desarrollo legislativo y ejecución en materia de Corporaciones de derecho público 
representativas de intereses económicos y profesionales, en el marco de la legislación 
básica del Estado y en los términos que la misma establezca. En su virtud, se aprobó la Ley 
4/2009, de 15 de octubre, de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La 
Mancha, con la finalidad de completar el marco normativo básico en el que se habían 
desenvuelto hasta la fecha las Cámaras Oficiales de Comercio e Industria, y con el objetivo 
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de dar estabilidad a su actuación y permitir un adecuado cauce de relación y tutela con la 
Administración autonómica.

Con la finalidad de adaptar la legislación autonómica en materia de Cámaras a lo 
dispuesto en la Ley 4/2014, de 1 de abril y con la finalidad de adecuar esta norma a la 
realidad de Castilla-La Mancha, potenciando los aspectos que más deben coadyuvar a 
profundizar en el papel representativo de los intereses generales del comercio, la industria y 
la prestación de servicios y de colaboración con la administración, y en la gestión eficaz al 
servicio de las empresas de Castilla-La Mancha, se aprueba la presente Ley, que permite a 
las Cámaras desarrollar todo su potencial, estableciendo un marco legal regulador, que dota 
de claridad y seguridad jurídica sus actuaciones y diferencia con nitidez las actividades de 
carácter privado que las Cámaras podrán llevar a cabo en régimen de libre competencia, de 
las funciones público-administrativas.

Conscientes de su importancia y necesidad como instituciones básicas para el desarrollo 
económico y empresarial, se garantiza, no solo el ejercicio de las funciones público-
administrativas que, en el actual contexto económico, tienen una especial relevancia de cara 
a la regeneración del tejido económico y la creación de empleo, sino además, el ejercicio de 
las funciones de carácter privado que sean necesarias para optimizar el rendimiento y el 
acceso al desarrollo económico de todas las empresas. Asimismo se consagra su finalidad 
de representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria 
y los servicios, así como la prestación de servicios a todas las empresas, reforzando su 
papel de apoyo a las pequeñas y medianas empresas en el ámbito de la internacionalización 
e incremento de su competitividad.

En tanto que son corporaciones de derecho público representativas de los intereses 
económicos generales, dotadas de plenitud subjetiva y teniendo en cuenta que la nueva Ley 
establece el principio general de pertenencia de todas las empresas a las Cámaras sin que 
de ello se derive obligación económica alguna, las Cámaras constituyen junto a otras 
entidades un instrumento de expresión de la opinión de los comerciantes, industriales y 
prestadores de servicios de Castilla-La Mancha, por lo que vienen teniendo presencia y 
participación en las instituciones y los organismos públicos que tienen por objeto tareas o 
finalidades directamente relacionadas con los intereses generales que las Cámaras 
representan, sin perjuicio de la presencia de otras entidades representativas de intereses 
sectoriales o empresariales privados.

Entre los aspectos a destacar cabe resaltar la elaboración de un reajuste en la 
composición de los miembros del pleno, adaptado a los mínimos establecidos en la Ley 
4/2014, de 1 de abril, así como la incentivación de las aportaciones voluntarias como 
requisito para formar parte de uno de los grupos de vocales de los plenos de las 
corporaciones. También cabe destacar la obligación de transparencia, estando obligadas las 
Cámaras a publicar las retribuciones del personal directivo, las subvenciones que reciban así 
como otro tipo de recursos públicos que puedan percibir para el desarrollo de sus funciones 
Asimismo, establece, entre otras, la obligación de depositar sus cuentas anuales en los 
registros mercantiles correspondientes de su localidad y la exigencia de contabilidades 
separadas en relación con las actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de 
sus cuentas anuales.

Otro aspecto novedoso incluido en la presente Ley como consecuencia de su previsión 
en la normativa básica estatal, comprende la regulación de las causas y consecuencias de 
los supuestos de suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las Cámaras, así 
como de extinción de las mismas.

Por otra parte, cabe señalar que en esta Ley se da cumplimiento a los principios de 
buena regulación a los que se refiere el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Así, se respetan los 
principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad y seguridad jurídica, al regular las 
actividades de las Cámaras y su organización y funcionamiento. Asimismo, se cumplen los 
principios de transparencia y eficiencia porque sus objetivos se encuentran claramente 
definidos.

La ley se estructura en una exposición de motivos, siete capítulos, 53 artículos, una 
disposición adicional, cuatro disposiciones transitorias, una disposición derogatoria, y dos 
disposiciones finales.
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El capítulo I regula una serie de disposiciones generales de las Cámaras, destacando su 
naturaleza de corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y plena capacidad 
de obrar para el cumplimiento de sus fines, configuradas como órganos consultivos y de 
colaboración con las Administraciones Públicas, y cuya finalidad es la representación, 
promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria y los servicios, así 
como la prestación de servicios a las empresas que, en el ámbito de Castilla-La Mancha, 
ejerzan las indicadas actividades, sin menoscabo de los intereses privados que persiguen.

El capítulo II establece el ámbito territorial de las Cámaras sobre la base de la 
demarcación provincial, ámbito idóneo, no sólo por tradición histórica, sino también por la 
necesidad de que las organizaciones camerales sean lo suficientemente fuertes como para 
ser eficaces en el ejercicio de sus funciones.

El capítulo III, relativo a las funciones y el régimen organizativo, se divide en cuatro 
secciones. En la primera, se definen las funciones de carácter público-administrativo y 
privadas que están facultadas para realizar las Cámaras, además de los servicios que deben 
prestar todas ellas. La segunda regula la adscripción a las Cámaras y el censo público de 
empresas. La tercera sección regula los órganos de gobierno de las Cámaras, desarrollan 
las figuras de la Presidencia, las vicepresidencias, la tesorería, la dirección gerencia y de la 
secretaría general y establece los criterios generales por los que ha de regirse el personal de 
las Cámaras. Por último, en la sección cuarta, se regula la elaboración por parte de las 
Cámaras de un Código de Buenas Prácticas y el reglamento de régimen interior por el que 
éstas han de regirse.

El capítulo IV contempla el régimen electoral para la elección de los miembros del pleno. 
Tras establecer los requisitos necesarios para ejercer los derechos de sufragio activo y 
pasivo, se regula la composición y publicidad del censo, los elementos fundamentales del 
procedimiento electoral, así como los deberes de los órganos de gobierno durante el período 
electoral.

El capítulo V determina el régimen económico y presupuestario, regulando la 
financiación, la contabilidad y patrimonio, el presupuesto y la responsabilidad de los gestores 
de los bienes y derechos de las Cámaras. En los presupuestos se consignarán la totalidad 
de los ingresos que se prevean liquidar y las obligaciones que puedan reconocerse en el 
periodo, debiendo, en todo caso, mantenerse el equilibrio presupuestario.

El capítulo VI regula el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Castilla-La Mancha, configurado como una corporación de derecho público, con 
personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, y como 
órgano consultivo y de colaboración con la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, 
cuya finalidad es la representación, relación y coordinación de todas las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Servicios existentes en la región y de éstas con la administración 
tutelar.

Por último, el capítulo VII se refiere al régimen jurídico y la obligación de transparencia 
en la actividad y en el ejercicio de las funciones que desarrollan las Cámaras. Establece 
disposiciones comunes a todas ellas, relativas a la tutela y la transparencia de las mismas, 
regulando también, como ya se ha mencionado, la suspensión, disolución de los órganos de 
gobierno de las Cámaras, así como su extinción. En lo que se refiere a la disolución y 
extinción, la Ley autonómica recoge y desarrolla la normativa básica tras la modificación 
operada por la disposición final duodécima de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras.

La disposición adicional se refiere al personal que a la entrada en vigor de la presente 
Ley se encuentre al servicio de una de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla-La Mancha y del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios de Castilla-La Mancha al amparo del Decreto de 13 de junio de 1936, que se 
regirá por la legislación laboral vigente aplicable al resto del personal al servicio de las 
mismas.

Las cuatro disposiciones transitorias se refieren, respectivamente, a la adaptación de los 
Reglamentos de régimen interior al contenido de esta Ley por la Cámaras, al devengo del 
recurso cameral no prescrito, a que los órganos de gobierno continuarán en funciones hasta 
la constitución de los nuevos y al periodo para la aprobación del código de buenas prácticas.
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La disposición derogatoria determina la normativa que queda derogada tras la 
aprobación de esta Ley.

Y finalmente, las disposiciones finales primera y segunda prevén la habilitación para el 
desarrollo reglamentario al Consejo de Gobierno y la entrada en vigor de la Ley al día 
siguiente a su publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha».

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de las Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, así como el régimen específico del Consejo de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, de acuerdo con 
la legislación básica en la materia.

Artículo 2.  Naturaleza.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha son 

corporaciones de derecho público, con personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para 
el cumplimiento de sus fines, que se configuran como órganos consultivos y de colaboración 
de las Administraciones Públicas, sin menoscabo de los intereses privados que persiguen. 
Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 3.  Finalidad.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha tienen 

como finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses generales del 
comercio, la industria y los servicios, así como la prestación de servicios a las empresas que 
ejerzan las indicadas actividades. Asimismo, ejercerán las competencias de carácter público 
que les atribuye la legislación básica y la presente Ley y las que les puedan asignar las 
Administraciones Públicas con arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento 
jurídico. Las actividades a desarrollar por las Cámaras para el logro de sus fines, se llevarán 
a cabo sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de 
representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y 
de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial

Artículo 4.  Ámbito territorial de las Cámaras.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha se 

organizarán en un ámbito territorial de carácter provincial.
2. En cada provincia existirá una Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios, sin 

perjuicio de que determinadas funciones y servicios, en los casos previstos en esta Ley, 
puedan desempeñarse por otra Cámara y por el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha.

3. No podrán crearse Cámaras de ámbito territorial inferior.

Artículo 5.  Delegaciones territoriales.
1. Las Cámaras podrán crear delegaciones, dentro de su demarcación territorial, en 

aquellas áreas o zonas en las que su importancia económica lo aconseje, de acuerdo con el 
procedimiento que establezcan sus respectivos reglamentos de régimen interior. Los 
acuerdos de creación de delegaciones serán notificados al órgano tutelar.

2. Las delegaciones territoriales carecerán de personalidad jurídica.
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CAPÍTULO III
Funciones y régimen organizativo

Sección 1.ª Funciones de las cámaras oficiales de comercio, industria y 
servicios

Artículo 6.  Funciones.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha 

tendrán las funciones de carácter público-administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 
y Navegación.

2. Asimismo, también corresponderá a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla-La Mancha, desarrollar las funciones público-administrativas previstas 
en el artículo 5.2 de la citada Ley 4/2014, de 1 de abril, mediante convenios, encomiendas o 
el instrumento jurídico que en cada caso proceda, donde se fije el objeto y la extensión de la 
función a desarrollar.

3. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las Cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

4. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, 
podrán llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se prestarán en 
régimen de libre competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, 
la industria y los servicios, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas 
finalidades y, en especial, establecer servicios de información y asesoramiento empresarial. 
Asimismo, podrán difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de 
la empresa; prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y crear, 
gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de 
residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrán desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

Para el ejercicio de las actividades de carácter privado, no se podrán destinar por las 
Cámaras los recursos públicos obtenidos para dar cumplimiento a las funciones público-
administrativas.

5. La efectiva prestación por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Castilla-La Mancha de las actividades de carácter privado indicadas en el apartado cuarto, 
estará sujeta a la previa autorización por parte del pleno de cada una de ellas, en los 
términos que se determinen en sus reglamentos de régimen interior.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización del órgano tutelar, 
las Cámaras podrán promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y 
sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de 
colaboración, elaborando cada Cámara un informe semestral con el objetivo de acreditar el 
debido seguimiento de las actuaciones de participación en dichas entidades y de celebración 
de los citados convenios.

En todo caso, el órgano tutelar podrá denegar la autorización indicada en el párrafo 
anterior cuando la Cámara solicitante no hubiera acreditado, con carácter previo, que su 
participación en las entidades citadas y la celebración de los convenios señalados no 
afectará al mantenimiento de su equilibrio presupuestario, así como revocar la autorización 
concedida si posteriormente se estimara un riesgo para el mantenimiento del equilibrio 
presupuestario como consecuencia de dicha participación.

7. La autorización a que hace referencia el apartado sexto no implicará, en ningún caso, 
la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
administración tutelar en relación a los derechos y obligaciones derivados de las actuaciones 
de las Cámaras en el ámbito de sus actividades privadas.

8. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha así como el Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha y las Administraciones Públicas 
podrán celebrar convenios de los previstos por las letras c) y d) del artículo 4.1 del Texto 
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Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, o norma que lo sustituya, cuando se den los 
supuestos para ello, y celebrar contratos en los que las Administraciones Públicas se 
acomodarán a las prescripciones del citado Texto Refundido y servirse de los restantes 
instrumentos permitidos por el ordenamiento jurídico vigente. En el desarrollo de las 
funciones público-administrativas se garantizará una adecuada coordinación con las 
Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos instrumentos de colaboración, 
así como a través de los planes de actuaciones que, en su caso, dicten las Administraciones 
Públicas competentes por razón de la materia.

9. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, y el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, podrán suscribir convenios u otros instrumentos 
de colaboración para garantizar una adecuada coordinación de sus actuaciones con las 
llevadas a cabo por las organizaciones empresariales.

10. En el desarrollo de todas las actividades, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, así como el Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha respetarán las condiciones de 
accesibilidad de las personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa 
de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo cual, se tendrán en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.

11. La coordinación y la colaboración interadministrativas respecto de los Planes 
Camerales de Internacionalización y de los Planes Camerales de Competitividad se ajustará 
a lo dispuesto en la legislación básica estatal.

Sección 2.ª Adscripción y censo público

Artículo 7.  Adscripción a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Castilla-La Mancha.

1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 
comerciales, industriales o de servicios en territorio nacional, y que tengan establecimientos, 
delegaciones o agencias en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, formarán parte 
de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios en cuya demarcación provincial se 
encuentren aquéllos, sin que de ello se desprenda obligación económica alguna ni ningún 
tipo de carga administrativa, procediéndose a la adscripción de oficio a la misma.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial o de servicios cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de Actividades 
Económicas o tributo que lo sustituya, en el territorio correspondiente a la demarcación de la 
Cámara respectiva.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado primero, todas las 
relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta Ley o por la 
legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 8.  Censo público.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, 

elaborarán un censo público de empresas del que formarán parte las personas físicas o 
jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, industriales y de 
servicios en el territorio de la provincia correspondiente a cada Cámara, para cuya 
elaboración contarán con la colaboración e información que se establece en la legislación 
básica del Estado, garantizándose, en todo caso, la confidencialidad en el tratamiento y el 
uso exclusivo de dicha información.
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2. Únicamente tendrán acceso a la información facilitada por la administración tributaria 
los empleados de cada Cámara que determine el pleno. Dicho personal tendrá, con 
referencia a los indicados datos, el mismo deber de sigilo que los funcionarios de la 
administración tributaria. El incumplimiento de este deber constituirá, en todo caso, infracción 
muy grave de conformidad con su régimen disciplinario.

Esta información se empleará exclusivamente para la elaboración del censo público de 
empresas, para el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente Ley 
atribuye a las Cámaras, así como para la elaboración del censo electoral a que se hace 
referencia en el artículo 26.

Sección 3.ª Organización

Artículo 9.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

de Castilla-La Mancha son el pleno, el comité ejecutivo y la presidencia.
2. Además, las Cámaras contarán con un secretario general, personal directivo y el 

personal laboral necesario para el correcto desempeño de sus funciones.
3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ser nombrados secretario general 

ni ocupar los puestos directivos citados en este artículo, quienes estén inhabilitados para 
empleo o cargo público.

4. El mandato de los órganos de gobierno de las Cámaras será de 4 años, pudiendo ser 
reelegidos.

Artículo 10.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara, estando 

compuesto por un número no inferior a 12 ni superior a 36 vocales, que se determinará por 
el reglamento de régimen interior en función del número de electores de cada Cámara.

2. Los vocales que componen el pleno estarán determinados en los siguientes grupos:
a) Representantes de todas las empresas pertenecientes a las Cámaras en atención a la 

representatividad de los distintos sectores económicos conforme a los criterios que se 
establezcan por el órgano tutelar, teniendo en consideración, en todo caso, su aportación al 
PIB de Castilla-La Mancha, el número de empresas y el empleo. Estos vocales, que 
representarán dos tercios del total de los vocales del pleno, serán elegidos mediante sufragio 
libre, igual, directo y secreto, entre todas las personas físicas y jurídicas que ejerzan una 
actividad comercial, industrial y de servicios en la demarcación correspondiente. 
Reglamentariamente se establecerá la forma de cálculo de la distribución sectorial y del 
número de vocales para cada sector, atendiendo siempre a criterios objetivos y a fuentes 
oficiales. La asignación del número de vocales por cada grupo deberá ser ponderada y 
equilibrada, determinándose motivadamente para cada elección.

b) Representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica dentro de la circunscripción de cada Cámara a propuesta de las organizaciones 
empresariales intersectoriales y territoriales más representativas, cuyo ámbito territorial 
coincida con el ámbito de la circunscripción de la Cámara. Con este fin, las citadas 
organizaciones empresariales presentarán la lista de candidatos propuestos en número que 
corresponda a las vocalías a cubrir, que representará un sexto del total de los vocales del 
pleno.

El órgano tutelar constatará cuáles son las organizaciones empresariales intersectoriales 
más representativas de conformidad con lo dispuesto en la normativa laboral.

c) Representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en la demarcación de 
cada Cámara. Estos vocales, que representarán un sexto del total de los vocales del pleno, 
serán seleccionados en función de las aportaciones económicas voluntarias, efectivas y 
satisfechas, realizadas en cada mandato por las empresas de cada demarcación.

Para su determinación, elección y proclamación, la Junta Electoral requerirá un informe 
al Secretario General de cada Cámara. Sólo podrán ser elegidos aquellos electores inscritos 
en el último Censo electoral aprobado por el Comité Ejecutivo de cada Cámara, que realicen 
aportaciones voluntarias que superen la cuantía mínima establecida en el Reglamento de 
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Régimen Interior de cada Cámara. Las empresas con aportación económica voluntaria 
deberán adquirir el compromiso de mantener dichas aportaciones hasta la realización de 
nuevas elecciones. En el caso de no mantenerse dichas aportaciones económicas, se 
declarará su vacante en el pleno y se procederá a la elección de nuevos miembros del 
mismo.

En el caso de que no exista un número suficiente de empresas que hayan realizado 
aportaciones voluntarias por importe superior a la cuantía que se establezca en el 
Reglamento de Régimen Interior para alcanzar el número de vocales establecidos en este 
apartado, las vocalías no cubiertas incrementarán las de la letra b) de este apartado.

3. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, como vocales 
cooperadores, las personas de reconocido prestigio de la vida económica del ámbito 
territorial de la demarcación de la Cámara o representantes de universidades o entidades 
económicas o sociales. A tal fin, el presidente propondrá a los vocales del pleno una lista de 
candidatos que supere en un tercio el número de vocalías a elegir. Su número, que no podrá 
exceder de la quinta parte de los miembros electivos que la componen, se establecerá por 
cada Cámara en su reglamento de régimen interior, sin que puedan formar parte del comité 
ejecutivo ni representar a la Cámara en entidades u organismos públicos o privados.

4. El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

5. La condición de vocal es única e indelegable, no teniendo carácter retribuido. Tienen 
el derecho y el deber de asistir con voz y voto, en su caso, a las sesiones que celebre el 
pleno.

6. Los miembros del pleno cesan tras la convocatoria de elecciones, permaneciendo en 
funciones hasta la toma de posesión de sus nuevos miembros.

7. Se perderá la condición de miembro del pleno:
a) Cuando por circunstancias sobrevenidas deje de concurrir algún requisito necesario 

de elegibilidad previsto legalmente.
b) Por no haber tomado posesión dentro del plazo previsto en la normativa.
c) Por falta injustificada de asistencia a las sesiones del pleno durante tres veces dentro 

del año, sin perjuicio del trámite de audiencia ante el pleno.
d) Por dimisión o renuncia.
e) Por cualquier causa que le incapacite para el desempeño del cargo.
f) Por resolución administrativa o judicial firme que anule su elección o proclamación 

como candidato.
g) Por fallecimiento.
h) Por extinción de la persona jurídica de la que ostentase su representación en su 

elección como miembro del pleno.
i) Por revocación de su nombramiento, en el caso de los vocales referidos en la letra b 

del apartado 2 del presente artículo.
j) Por la no realización de aportaciones voluntarias durante el periodo en que haya 

resultado electo en representación de los vocales de la letra c del apartado 2 del presente 
artículo.

Las vacantes resultantes se cubrirán de acuerdo con el procedimiento que al efecto se 
regule en el reglamento de régimen interior y los elegidos para ocupar vacantes lo serán sólo 
por el tiempo que reste para cumplir el mandato regular durante el cual se hubiera producido 
la misma.

Artículo 11.  Funciones del pleno.
1. Corresponde al pleno de cada Cámara las siguientes funciones:
a) La elección y cese de la persona titular de la presidencia, de los miembros del comité 

ejecutivo, de los vocales cooperadores y, si procede, de los delegados territoriales.
b) El control y fiscalización de los demás órganos de gobierno de la Cámara.
c) La aprobación provisional del reglamento de régimen interior y de sus modificaciones, 

para su remisión al órgano tutelar a los efectos de su aprobación definitiva.
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d) La aprobación de todo tipo de convenios de colaboración, previa autorización del 
órgano tutelar.

e) La adopción de los acuerdos relativos a la creación o participación de la Cámara en 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como de los acuerdos para 
su supresión o finalización de la participación, previa autorización del órgano tutelar.

f) La aprobación anual a propuesta del comité ejecutivo, de la plantilla de personal, en la 
que se relacionaran, debidamente clasificados, todos los puestos de trabajo, con expresión 
de su denominación, funciones y categoría, así como de los criterios para su provisión.

g) La aprobación de las bases de la convocatoria para la provisión de los puestos de 
trabajo vacantes en la plantilla de personal de cada Cámara.

h) El nombramiento y cese del vicepresidente o vicepresidentes en su caso, de quien 
ocupe la secretaría general de la Cámara, del tesorero, del director gerente si lo hubiere y 
del personal de alta dirección al servicio de la misma, que serán comunicados al órgano 
tutelar.

i) La aprobación inicial del presupuesto ordinario y, en su caso, extraordinario y de sus 
liquidaciones, de las cuentas anuales de la Cámara, así como su sometimiento al órgano 
tutelar para su aprobación definitiva.

j) La enajenación, disposición y gravamen de bienes y derechos pertenecientes al 
patrimonio cameral y la concertación de operaciones de crédito.

k) La adopción de acuerdos sobre el ejercicio de acciones y la interposición de recursos 
ante cualquier jurisdicción.

l) La aprobación de los planes de actuación.
m) La constitución de comisiones consultivas y ponencias.
n) El nombramiento y cese de los representantes de la Cámara en el Consejo de 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha y en todo tipo 
de entidades públicas y privadas.

ñ) Aquellas otras atribuidas por la presente Ley, sus normas de desarrollo y el respectivo 
reglamento de régimen interior.

2. Con arreglo al procedimiento establecido en el reglamento de régimen interior, el pleno 
de cada Cámara podrá delegar en el comité ejecutivo, sin perjuicio de su necesaria 
comunicación al órgano tutelar y su posterior revocación, el ejercicio de las funciones 
enumeradas con las letras d), k), m) y ñ) del apartado primero. En cualquier caso, las 
delegaciones conferidas por el pleno no podrán exceder de su periodo de mandato, 
extinguiéndose automáticamente en el momento en que se renueve el pleno de la Cámara.

Artículo 12.  El comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara.
2. Estará compuesto por la presidencia, hasta dos vicepresidencias, el tesorero y el 

número de vocales que determinen los respectivos reglamentos de régimen interior, con un 
mínimo de tres y un máximo de seis. En este sentido, siempre existirá, al menos, un 
representante de cada uno de los tres grupos contemplados en el artículo 10.2, con idéntica 
distribución porcentual a la prevista para los vocales del pleno.

Asimismo, el secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero 
sin voto, a las reuniones del comité ejecutivo. Los cargos del comité ejecutivo no serán 
remunerados.

3. Los miembros del comité ejecutivo serán elegidos por el pleno de entre sus vocales 
con derecho a voto, de conformidad con lo dispuesto en el reglamento de régimen interior de 
cada Cámara.

4. El órgano tutelar podrá nombrar un representante que, sin la condición de miembro, 
tendrá voz pero no voto en las sesiones del comité ejecutivo, a las que deberá ser 
convocado en las mismas condiciones que todos sus miembros.

5. Con independencia de la terminación normal de sus mandatos, la persona titular de la 
Presidencia y los miembros del comité ejecutivo podrán cesar:

a) Por la pérdida de la condición de miembro del pleno.
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b) Por acuerdo del pleno, adoptado por mayoría de dos tercios de sus miembros, según 
lo que reglamentariamente se establezca.

c) Por renuncia, que no implique la pérdida de su condición de vocal del pleno.
d) Por la falta de asistencia injustificada a las sesiones del comité ejecutivo, por tres 

veces consecutivas o cuatro veces no consecutivas dentro del año natural, previa incoación 
y tramitación por el pleno del correspondiente procedimiento en el que se deberá asegurar 
un trámite de audiencia al interesado.

Las vacantes resultantes se cubrirán de acuerdo con el procedimiento que al efecto se 
regule en el reglamento de régimen interior y los elegidos para ocupar vacantes lo serán sólo 
por el tiempo que reste para cumplir el mandato regular durante el cual se hubiera producido 
la misma.

Artículo 13.  Funciones del comité ejecutivo.
El comité ejecutivo ejercerá las siguientes funciones:
a) Realizar u ordenar la realización de informes y estudios relativos a los fines de la 

corporación.
b) Proponer al pleno los planes de actuación, así como realizar y dirigir los ya aprobados, 

dando cuenta a aquél de su cumplimiento.
c) La gestión y la administración ordinaria de la Cámara.
d) Elaborar los proyectos de presupuestos ordinarios y, en su caso, extraordinarios y 

presentarlos al pleno para su aprobación inicial.
e) Confeccionar las liquidaciones de presupuestos y las cuentas anuales y presentarlas 

al pleno para su aprobación inicial.
f) Elaborar los proyectos de la plantilla de personal, así como los criterios para su 

provisión, para su aprobación por el pleno.
g) La contratación del personal.
h) Aprobar y revisar el censo electoral y resolver las impugnaciones al mismo.
i) Velar por el normal funcionamiento de los servicios de la Cámara.
j) Ejercer las competencias que le sean delegadas o encomendadas por el pleno.
k) Adoptar, en caso de urgencia, decisiones sobre competencias que correspondan al 

pleno, dando cuenta al mismo, para su ratificación expresa, en la primera sesión que el 
pleno celebre.

l) Aquellas otras que le sean atribuidas por las normas de desarrollo de la presente Ley y 
el respectivo reglamento de régimen interior.

Artículo 14.  La presidencia.
1. La persona titular de la presidencia ostentará la representación de la Cámara y la 

presidencia de todos sus órganos colegiados, siendo responsable de la ejecución de todos 
sus acuerdos.

2. Será elegido por el pleno de entre sus miembros con derecho a voto, en la forma que 
determine el reglamento de régimen interior de cada Cámara, si bien para resultar elegido, el 
candidato deberá obtener, en primera votación, el voto favorable de la mayoría absoluta de 
los miembros del pleno, sin perjuicio de que el reglamento de régimen interior de cada 
Cámara pueda elevar la mayoría exigida y regular la necesaria en posteriores votaciones.

3. La persona titular de la presidencia tiene un mandato de cuatro años, pudiendo ser 
reelegido, consecutivamente, por una sola vez.

Artículo 15.  Funciones de la persona titular de la presidencia.
Al titular de la presidencia le corresponden las siguientes funciones:
a) Convocar, presidir y dirigir las sesiones del pleno, del comité ejecutivo y de cualquier 

otro órgano colegiado de la Cámara, dirimiendo con su voto de calidad los empates que se 
produzcan.

b) Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados de la Cámara.
c) Disponer gastos dentro de los límites que el pleno establezca y ordenar a la tesorería 

todos los pagos, debiendo rendir cuentas al pleno.
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d) Asumir y llevar la representación de la Cámara en los actos oficiales, sin perjuicio de 
la posibilidad de su delegación en otro miembro del comité ejecutivo o en la persona titular 
de la secretaría general.

e) Presidir los organismos e instituciones que dependan de la Cámara, salvo que se 
disponga otra cosa en sus estatutos.

f) Visar las actas y las certificaciones que de los acuerdos hayan de librarse.
g) Adoptar las medidas disciplinarias que procedan, de acuerdo con lo establecido en el 

reglamento de régimen interior.
h) Representar a la Cámara en todos los actos jurídicos y ejercitar los derechos y las 

acciones que a ella correspondan.
i) En casos de urgencia, adoptar las resoluciones que sean necesarias para garantizar el 

adecuado funcionamiento de la Cámara y de los servicios camerales, dando cuenta al 
comité ejecutivo en la primera sesión que éste celebre, que tendrá lugar en el plazo máximo 
establecido en el reglamento de régimen interior.

j) Ejercer cuantas otras funciones le encomienden las Leyes, las normas de desarrollo de 
las mismas y sus reglamentos de régimen interior.

Artículo 16.  Las vicepresidencias.
1. Podrán designarse como máximo dos vicepresidentes, que serán elegidos y cesados 

por acuerdo del pleno de entre sus miembros, conforme a lo establecido en el reglamento de 
régimen interior de cada Cámara.

2. Corresponde a los vicepresidentes, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus 
funciones, y por orden de su nombramiento, al presidente en casos de ausencia, 
enfermedad o impedimento que imposibilite a éste para el ejercicio de sus funciones, así 
como desempeñar las atribuciones del presidente en los supuestos de vacante de la 
presidencia, hasta que tome posesión el nuevo presidente.

Artículo 17.  La tesorería.
1. La persona titular de la tesorería será elegida y cesada por acuerdo del pleno de entre 

sus miembros, conforme a lo establecido en el reglamento de régimen interior de la Cámara.
2. Sus funciones comprenden la disposición y custodia de fondos, valores y efectos de la 

Cámara, de acuerdo con lo que el pleno determine y en función de lo establecido en el 
reglamento de régimen interior.

Artículo 18.  La secretaría general.
1. Cada Cámara tendrá un titular de la secretaría general que deberá estar en posesión 

del título de Grado o equivalente. Este puesto estará sometido al régimen de contratación 
laboral.

2. Su nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, así como su cese, 
corresponderán al pleno de la Cámara, por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno 
de sus miembros. La convocatoria para la cobertura del puesto deberá ser aprobada por el 
pleno y publicada en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha», previa comunicación de su 
contenido al órgano tutelar.

El órgano tutelar dispondrá la publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» 
del nombramiento del titular de la secretaría general, una vez que éste se haya llevado a 
efecto y comunicado.

3. El titular de la secretaría general asistirá a las reuniones del pleno y del comité 
ejecutivo con voz pero sin voto, actuando como secretario de ambos y velando por la 
legalidad de los acuerdos adoptados por dichos órganos de gobierno. Asimismo cuidará de 
la ejecución de los acuerdos de la Cámara, de conformidad con las instrucciones que reciba, 
asumirá la dirección del personal y de los servicios de la Cámara, velará por el cumplimiento 
de las disposiciones legales, con obligación de hacer, cuando proceda, las advertencias 
pertinentes en tal sentido y de dejar constancia de las mismas en las actas y documentos 
correspondientes.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 100  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha

– 2203 –



Artículo 19.  La dirección gerencia.
1. Las Cámaras podrán nombrar un director gerente, con las funciones ejecutivas y 

directivas que se le atribuyan en el reglamento de régimen interior, que deberá estar en 
posesión del título de Grado o equivalente. Este puesto estará sometido al régimen de 
contratación laboral.

2. Corresponderá al pleno el nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, y 
cese del director gerente, a propuesta del presidente y por acuerdo motivado por la mitad 
más uno de sus miembros.

3. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo, que serán reguladas en 
los reglamentos de régimen interior de cada Cámara, serán asumidas por el secretario 
general.

Artículo 20.  Régimen de personal.
1. Todo el personal al servicio de las Cámaras quedará sujeto a la normativa laboral 

vigente, adecuándose su contratación a los principios de igualdad, mérito, capacidad y 
publicidad de la convocatoria.

2. Asimismo, quedará sometido al régimen de incompatibilidades que se establezca en el 
reglamento de régimen interior de cada Cámara. En cualquier caso, el desempeño de un 
puesto de trabajo retribuido al servicio de una Cámara será incompatible con el ejercicio de 
cualquier cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el 
estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia.

Sección 4.ª Reglamento de régimen interior y código de buenas prácticas

Artículo 21.  Reglamento de régimen interior.
1. Cada Cámara tendrá su propio reglamento de régimen interior, cuya aprobación así 

como sus modificaciones, corresponden al órgano tutelar, a propuesta del pleno de aquélla, 
considerándose aprobado si transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el 
registro de dicho órgano éste no formula objeciones en su contra.

2. El reglamento de régimen interior contendrá, entre otros extremos, la estructura del 
pleno, sus funciones, el número y forma de elección de los miembros del comité ejecutivo, 
las normas de funcionamiento de los órganos de gobierno, su organización, el procedimiento 
de aprobación y modificación del propio reglamento, el procedimiento de aprobación y 
revisión de las actividades privadas a desarrollar por la Cámara, así como el régimen, 
procedimiento de contratación e incompatibilidades del personal al servicio de cada 
corporación.

Del mismo modo, contendrá la forma de nombramiento de los representantes de cada 
Cámara en el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-
La Mancha.

Asimismo, en el reglamento de régimen interior se establecerán los mecanismos 
adecuados para asegurar el normal funcionamiento de la Cámara, en lo no previsto en la 
presente Ley y en sus normas de desarrollo reglamentario.

3. El órgano tutelar podrá promover de oficio la modificación del reglamento de régimen 
interior, con indicación de los motivos que la justifiquen.

4. Los actos de la Administración acordando la aprobación o modificación de los 
reglamentos de régimen interior de las Cámaras, así como el texto del reglamento aprobado 
o de la modificación en su caso, serán publicados en el «Diario Oficial de Castilla-La 
Mancha».

Artículo 22.  Código de buenas prácticas.
Las Cámaras deberán elaborar un código de buenas prácticas que garantice la 

imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas. El 
procedimiento para su elaboración, aprobación y publicación será el mismo que se establece 
para el reglamento de régimen interior.
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CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 23.  Procedimiento electoral.
1. El procedimiento electoral de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

de Castilla-La Mancha se regirá por lo dispuesto en la legislación básica del Estado en la 
materia, por la presente Ley y por sus normas de desarrollo. Con carácter supletorio, y en lo 
que resulte de aplicación, se estará a lo dispuesto en la legislación electoral general.

2. Una vez abierto el proceso electoral por el órgano estatal competente, corresponderá 
a la persona titular de la consejería con competencias en materia de tutela de las Cámaras, 
convocar las elecciones para la renovación de los miembros de los plenos de las Cámaras 
cada cuatro años, previa consulta a las radicadas en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Castilla-La Mancha a través del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla-La Mancha.

3. En la convocatoria se harán constar los días y horas de celebración de las elecciones, 
el número de colegios electorales y la sede de estos, las sedes de las Juntas Electorales así 
como los plazos para el ejercicio del voto por correo. La convocatoria recogerá igualmente 
los modelos de presentación de candidaturas, avales y los requisitos exigidos, modelos de 
solicitud de voto por correo y de sobres y papeletas de votación aprobados por el órgano 
administrativo tutelar y todos aquellos extremos que se estimen necesarios para una mayor 
homogeneización y normalización del procedimiento electoral.

4. Para garantizar la objetividad y trasparencia de las elecciones, se constituirán juntas 
electorales, con la composición y funciones que se determinen reglamentariamente, de 
forma que se garantice su actuación independiente y eficaz.

5. Contra los acuerdos de las Cámaras sobre reclamaciones al censo electoral y los de 
las juntas electorales se podrá interponer recurso ante la persona titular de la consejería con 
competencias en materia de tutela de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios.

Artículo 24.  Condición de elector.
1. Tendrán la condición de electores en las respectivas Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, las personas físicas o jurídicas, nacionales o 
extranjeras, que realicen actividades comerciales, industriales o de servicios en el territorio 
nacional, cuenten con establecimientos, delegaciones o agencias dentro de la 
circunscripción de cualquiera de las Cámaras de la Región, se encuentren inscritas en el 
último censo electoral aprobado por alguna de ellas y no se encuentren inhabilitadas para 
empleo o cargo público.

2. Los integrantes del censo electoral tendrán la condición de electores de las Cámaras 
dentro de cuya circunscripción cuenten con establecimientos, delegaciones o agencias.

3. Para ser elector, ya sea en nombre propio o en representación de personas jurídicas, 
se requerirá la mayoría de edad y no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha 
condición.

4. Los electores que tengan establecimientos, agencias o delegaciones en 
demarcaciones de más de una Cámara, tendrán derecho electoral activo y pasivo en cada 
una de ellas. La misma regla se aplicará a los electores que tengan su domicilio social en la 
demarcación de una Cámara y desarrollen sus actividades en la de otra u otras. Asimismo, 
los electores que ejerzan actividades correspondientes a diversos grupos y, en su caso, 
categorías, del censo de las Cámaras, tendrán derecho electoral activo y pasivo en cada uno 
de ellos.

No obstante, en caso de que un mismo candidato sea elegido por dos o más grupos o, 
en su caso, categorías dentro de cada Cámara, deberá renunciar dentro del plazo de tres 
días, desde su elección, a los puestos de miembros del pleno que excedan de uno. En el 
caso de que no presenten renuncia en el plazo indicado, se tendrá por efectuado en el grupo 
o grupos o categorías en que hayan acreditado menor antigüedad y, si ésta fuera igual, el 
derecho electoral se ejercerá en donde haya menor número de representantes y se 
considerará automáticamente electo el siguiente candidato más votado.
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5. Los electores que sean empresarios individuales ejercerán su derecho electoral activo 
personalmente y las personas jurídicas, las sociedades civiles, las comunidades de bienes y 
las demás entidades sin personalidad jurídica, mediante representante con poder suficiente 
admitido en derecho.

Artículo 25.  Condición de elegible.
1. Además de los exigidos para ser elector, los vocales de elección directa previstos en 

el artículo 10.2.a) deberán reunir, en el momento de presentar su candidatura, los siguientes 
requisitos:

a) Tener la nacionalidad española o de un Estado miembro de la Unión Europea, la de un 
Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o la de un Estado a cuyos 
nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, el 
régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados. Quienes carezcan de 
esa condición pueden ser elegibles de acuerdo con el principio de reciprocidad y siempre 
que cumpla los requisitos exigibles a aquellos.

b) Estar inscritos en el último censo electoral aprobado por el comité ejecutivo de cada 
Cámara.

c) Ser elector del grupo o categoría en el que se presenta.
d) Ser mayor de edad si se trata de una persona física.
e) Estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.
f) Llevar, como mínimo, dos años de ejercicio en la actividad empresarial en cualquiera 

de los países mencionados en la letra a). Esta circunstancia se acreditará mediante el alta 
en el censo del Impuesto de Actividades Económicas correspondiente o, en su caso, 
acreditación equivalente para el ejercicio de la actividad en el supuesto de otros países.

g) No ser empleado de la Cámara ni estar participando en obras o concursos que aquélla 
haya convocado, en el momento de presentarse la candidatura o de celebrarse elecciones.

h) No encontrarse inhabilitado por incapacidad, inelegibilidad o incompatibilidad por la 
normativa vigente, ni hallarse incurso en un proceso concursal calificado de culpable, ni 
hallarse cumpliendo una pena privativa de libertad o estar inhabilitado para empleo o cargo 
público.

2. Los vocales previstos en el artículo 10.2 b) deberán cumplir los requisitos recogidos en 
las letras a), d), e), g) y h) del apartado 1. En el caso de tratarse de empresarios susceptibles 
de ser elegidos por elección directa, deberán cumplir con todos los requisitos del apartado 1. 
Además, no deben haber sido candidatos a elección directa en el mismo proceso electoral.

3. Los vocales previstos en el artículo 10.2.c) deberán cumplir los requisitos recogidos en 
las letras a), b), d), e), f), g) y h) del apartado 1.

Artículo 26.  El censo electoral.
1. El censo electoral de las Cámaras estará constituido por la totalidad de las personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, 
industriales o de servicios no excluidas de conformidad con el artículo 7.3. Este censo se 
elaborará y revisará anualmente por el comité ejecutivo, con referencia al 1 de enero, de 
conformidad con lo establecido en el reglamento de régimen interior.

2. El censo electoral general de cada Cámara comprenderá la totalidad de sus electores, 
clasificados por grupos y categorías, en atención a la importancia económica de los diversos 
sectores representados conforme a lo indicado en el artículo 10.2.a). Dicha clasificación será 
revisada cada cuatro años por el comité ejecutivo.

3. Las Cámaras elaborarán, además del censo electoral, un censo específico constituido 
exclusivamente por las personas físicas o jurídicas que, formando parte del censo electoral 
general, hayan realizado aportaciones voluntarias en cada demarcación, distribuido en tramo 
o tramos.

4. Las Cámaras, diez días después de la convocatoria del proceso electoral, deberán 
exponer sus censos al público, actualizados al menos a fecha de 1 de enero anterior, en su 
domicilio social, en sus delegaciones, en la página principal de Internet de cada Cámara y en 
aquellos otros lugares que estimen oportunos para su mayor publicidad, durante el plazo de 
al menos veinte días naturales. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las 
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empresas en los grupos y categorías correspondientes, podrán presentarse desde el 
momento en que se inicie la exposición de los censos al público hasta diez días después del 
vencimiento de los veinte días naturales señalados anteriormente. Corresponde al comité 
ejecutivo de la Cámara resolver las reclamaciones formuladas en un plazo de diez días 
contados a partir de la fecha de vencimiento del período abierto para la presentación de 
dichas reclamaciones. Si el comité ejecutivo no resuelve en ese plazo se entenderán 
desestimadas. Contra los acuerdos del comité ejecutivo se podrá interponer, en el plazo de 
diez días, un recurso administrativo ante la administración de tutela, que se resolverá una 
vez visto el informe del comité ejecutivo. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución 
será de un mes.

Artículo 27.  Funcionamiento de los órganos de gobierno durante el periodo electoral.
Desde la convocatoria de las elecciones y hasta la constitución de los nuevos plenos o, 

en su caso, hasta la designación de una comisión gestora, los miembros de los órganos de 
gobierno salientes continuaran en el ejercicio de sus funciones, debiendo limitar sus 
actuaciones a la gestión, administración y representación ordinarias de la corporación, 
llevando a cabo las actuaciones precisas para el funcionamiento normal de la Cámara y para 
el cumplimiento de sus funciones. Para la adopción de cualquier otro acuerdo debidamente 
justificado, en especial de los que pueden comprometer la actuación de los nuevos órganos 
de gobierno, será necesaria la autorización previa del órgano tutelar.

CAPÍTULO V
Régimen económico y presupuestario

Artículo 28.  Financiación.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha 

dispondrán de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que pudieran recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por Ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La enajenación y disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la 

autorización de la administración tutelar cuando se trate de bienes inmuebles. En caso de 
otro tipo de bienes, será precisa dicha autorización cuando el valor del patrimonio a disponer 
o enajenar, individualmente o en el conjunto de disposiciones en los últimos doce meses, 
sea superior al 10% del patrimonio neto de la Cámara del ejercicio que corresponda.

3. Las Cámaras podrán gravar sus bienes, si bien para ello y para la formalización de 
operaciones de crédito por cuantía superior al diez por ciento de los ingresos netos totales 
del ejercicio que corresponda, precisan una expresa autorización del órgano tutelar, que 
podrá denegarla mediante resolución motivada.

4. En los casos previstos en los apartados 2 y 3, la administración tutelar resolverá la 
solicitud presentada en el plazo de un mes. Transcurrido este plazo sin pronunciamiento 
expreso de la administración tutelar, se entenderá estimada la misma.

Artículo 29.  Contabilidad y patrimonio.
1. Las Cámaras están obligadas a llevar un sistema contable que registre diariamente el 

movimiento de sus ingresos y gastos, ponga de manifiesto la composición y valoración de su 
patrimonio y permita la comparación de la información con el resto de las Cámaras de la 
región.
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2. Para la adecuada diferenciación entre las funciones público-administrativas y 
actividades privadas que pueden desarrollar, las Cámaras mantendrán una contabilidad 
diferenciada en relación con sus actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad 
de las cuentas anuales.

3. El régimen contable aplicable a las Cámaras debe ajustarse al Código de Comercio y 
ha de regirse por la normativa específica de las Cámaras y al Plan General de Contabilidad 
vigente en cada momento, sin perjuicio de que el órgano tutelar pueda establecer las 
disposiciones oportunas, a fin de que el sistema contable aplicado por las Cámaras sea 
único y uniforme para todas ellas.

Artículo 30.  Presupuestos.
1. Las Cámaras elaborarán y someterán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios 

de gastos e ingresos a la aprobación del órgano tutelante, que fiscalizará sus cuentas 
anuales y liquidaciones y podrá impartir las instrucciones necesarias para la elaboración de 
los presupuestos y de las liquidaciones tipo.

En todo caso, las cuentas anuales y liquidaciones de los presupuestos deberán 
presentarse acompañadas de un informe de auditoría de cuentas.

2. Corresponderá al Tribunal de Cuentas y, en su caso, al órgano de control externo 
autonómico, la fiscalización del destino de los fondos públicos que perciban las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha.

3. Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el informe anual sobre el 
gobierno corporativo, se depositarán en el registro mercantil correspondiente a la localidad 
en la que la Cámara tenga su sede, en el plazo de un mes desde la aprobación de las 
mismas por la administración tutelante, según dispone el artículo 32.3.

Las cuentas anuales junto con los informes indicados serán objeto de publicidad en la 
página web de la correspondiente Cámara.

4. En la elaboración del presupuesto ordinario, que deberá hacerse con periodicidad 
anual, se consignarán la totalidad de los ingresos que se prevean liquidar y las obligaciones 
que puedan reconocerse en el periodo, debiendo, en todo caso, mantenerse el equilibrio 
presupuestario.

5. Para la realización de obras y servicios no previstos en el presupuesto ordinario del 
ejercicio, deberán formalizarse presupuestos extraordinarios, cuyos proyectos, una vez 
aprobados por el pleno, se someterán a la aprobación del órgano tutelar, entendiéndose 
aprobados si no hay oposición por parte de ésta en el plazo de un mes desde su 
presentación.

6. Las actividades previstas en el artículo 6.4, que desarrollen las Cámaras, deberán ser 
autofinanciables en su conjunto.

Artículo 31.  Elaboración y aprobación de los presupuestos.
1. La elaboración del proyecto de presupuestos corresponderá al comité ejecutivo que 

deberá presentarlos al pleno de la Cámara para su aprobación inicial. En la elaboración del 
presupuesto se atenderá a los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera.

2. A los efectos económicos y presupuestarios el ejercicio coincidirá con el año natural. 
El cierre de la contabilidad, la determinación de resultados y la rendición de cuentas se 
realizarán con referencia cada año al 31 de diciembre.

3. Los plenos de las Cámaras, sobre la base de la propuesta elaborada por el respectivo 
comité ejecutivo, aprobarán el proyecto de presupuesto ordinario para el año siguiente antes 
del 15 de octubre, para su elevación al órgano tutelar.

4. Los presupuestos deberán ser presentados al órgano tutelante antes del 1 de 
noviembre para su aprobación definitiva, adjuntando la documentación que se establezca 
reglamentariamente.

5. El órgano tutelar podrá aprobar en su integridad el presupuesto, aprobarlo 
condicionando a la introducción de modificaciones por la Cámara, o rechazar su aprobación 
motivadamente.
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6. Los presupuestos se entenderán aprobados definitivamente si, transcurridos dos 
meses desde su presentación al órgano tutelar, éste no hubiera manifestado formalmente 
reparo alguno.

7. Si el presupuesto no se encontrase aprobado definitivamente al comenzar el ejercicio 
económico, se entenderá prorrogado automáticamente el presupuesto ordinario consolidado 
del ejercicio anterior, hasta que se produzca la aprobación del nuevo presupuesto.

Artículo 32.  Liquidación de los presupuestos y cuentas anuales.
1. Las Cámaras elaborarán y aprobarán las cuentas anuales y liquidaciones de 

presupuestos de su corporación, aportando la documentación que garantice el conocimiento 
y situación de la tesorería, de su patrimonio y de los resultados económicos de su actividad. 
Las cuentas anuales de la Cámara contendrán los documentos que se establezcan 
reglamentariamente.

2. El comité ejecutivo deberá formular las cuentas anuales en el plazo máximo de tres 
meses desde el cierre del ejercicio y las deberá presentar al pleno cameral, junto con un 
informe de auditoría, antes del 31 de mayo. Dichas cuentas se aprobarán, antes del 30 de 
junio, por el pleno de la Cámara junto con la liquidación del presupuesto del ejercicio 
cerrado.

3. Las cuentas anuales, el informe de auditoría, la liquidación del presupuesto ordinario y 
extraordinario y el certificado del contenido del acuerdo del pleno se remitirán en un plazo 
máximo de diez días al órgano tutelar para su aprobación definitiva. La aprobación se 
entenderá concedida si no media objeción alguna en el plazo de tres meses a partir de su 
recepción. La no aprobación en plazo por el órgano tutelar de la liquidación del presupuesto 
por causa imputable a la Cámara, determinará la imposibilidad de aprobación de su 
presupuesto ordinario, con los efectos previstos en el artículo 31.7.

4. El órgano tutelar podrá requerir de la Cámara toda aquella documentación 
complementaria que estime procedente y, en su labor de fiscalización, deberá recibir toda la 
colaboración que requiera de la Cámara y tener libre acceso, si lo considera necesario, a la 
documentación interior de la auditoría certificante y a recibir de ésta los informes 
complementarios que recabe.

5. La actuación de fiscalización del órgano tutelar se entiende sin perjuicio de las 
competencias del Tribunal de Cuentas y del órgano de control externo autonómico, en su 
caso.

Artículo 33.  Responsabilidades.
1. Las personas que gestionen bienes y derechos de las Cámaras quedarán sujetas a 

indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

2. Asimismo, quedarán sujetas a las responsabilidades correspondientes al uso indebido 
de los datos proporcionados por la administración tributaria para fines distintos de los 
previstos en el artículo 8.

CAPÍTULO VI
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 

Mancha

Artículo 34.  Naturaleza y finalidad.
1. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 

Mancha es una corporación de derecho público, con personalidad jurídica y plena capacidad 
de obrar para el cumplimiento de sus fines, como órgano consultivo y de colaboración con la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, y estará integrado por representantes de la 
totalidad de las Cámaras de Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 
Mancha.
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2. El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 
Mancha tiene como finalidad la representación, relación y coordinación de todas las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios existentes en la región y de éstas con 
la administración tutelar y, en su caso, la gestión de las competencias público-administrativas 
que se le atribuyan.

Artículo 35.  Sede del Consejo.
El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 

Mancha tendrá su sede en la localidad de Castilla-La Mancha que se acuerde por el Pleno 
del Consejo, sin perjuicio de que pueda celebrar sesiones o reuniones en cualquier lugar de 
Castilla-La Mancha y fuera de la región, con los requisitos que el propio Consejo establezca 
reglamentariamente.

Artículo 36.  Funciones.
El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 

Mancha ejerce las funciones que se indican a continuación, sin perjuicio ni menoscabo de 
las funciones y atribuciones otorgadas por esta Ley a cada una de las Cámaras de ámbito 
provincial:

a) Representar al conjunto de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Castilla-La Mancha ante las Administraciones Públicas, la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España y demás entidades, públicas o privadas, en el 
ámbito autonómico y estatal.

b) Coordinar las actuaciones comunes del conjunto de las Cámaras en la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha. Esta función se ejercerá especialmente en los Planes 
Camerales de Internacionalización y Competitividad establecidos en los artículos 22 y 23 de 
la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, así como de los que se pudieran derivar de las funciones público-
administrativas contempladas en el artículo 6 o los planes que puedan desarrollarse para el 
conjunto de las Cámaras de España, de acuerdo con la Administración General del Estado, 
en cuanto afecte a la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

c) Canalizar y coordinar la petición de informes y dictámenes que la Administración 
requiera de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, en los casos y con el 
alcance que el ordenamiento jurídico determine.

d) Asesorar a la administración tutelar en temas referentes al comercio, la industria y los 
servicios, a iniciativa propia o cuando así sea requerido por la misma, así como proponerle 
cuantas reformas estime necesarias para la defensa y fomento de aquéllos.

e) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, cuando por la 
naturaleza y el ámbito territorial de estas actividades sea requerido por las Cámaras para 
ello y de conformidad con la legislación vigente.

f) Cualquier otra función de carácter público-administrativo, que se le atribuya por la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, cuando afecten al conjunto de la región.

Artículo 37.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno y administración del Consejo de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha son el pleno y la presidencia.
2. No podrán formar parte de los órganos de gobierno y administración ni ser nombrados 

ni ocupar los puestos de secretario general ni director gerente quienes estén inhabilitados 
para empleo o cargo público.

Artículo 38.  El pleno.
1. El pleno del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 

Castilla-La Mancha, órgano supremo de gobierno y representación del mismo, estará 
compuesto por:
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a) Las personas titulares de las presidencias de todas las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, o en su caso, persona designada por 
la Comisión Gestora correspondiente.

b) Un miembro del pleno de cada una de las Cámaras que forman el Consejo, o en su 
caso, persona designada por la Comisión Gestora correspondiente.

c) Las Cámaras representativas de las provincias cuyo PIB sea superior al 20% del PIB 
regional, designaran un representante adicional.

d) La persona que ocupe la secretaría, que actuará con voz pero sin voto.
e) Un representante del órgano tutelar, con voz y sin voto.
2. La composición del pleno se actualizará periódicamente, una vez concluido el proceso 

electoral en las Cámaras que lo compongan.
3. Los miembros del Pleno del Consejo podrán cesar:
a) Por la pérdida de la condición de miembro del Pleno o del Comité Ejecutivo de la 

Cámara a la que representen.
b) Cuando por circunstancias sobrevenidas deje de concurrir algún requisito necesario 

de elegibilidad previsto legalmente.
c) Por dimisión o renuncia.
d) Por cualquier causa que le incapacite para el desempeño del cargo.
e) Por fallecimiento.
Las vacantes resultantes se cubrirán de acuerdo con el procedimiento que, al efecto, se 

regule en el reglamento de régimen interior de la Cámara a la que representen.

Artículo 39.  Funciones del pleno.
Serán funciones del pleno:
a) La aprobación de los presupuestos y liquidaciones.
b) La aprobación de informes y propuestas.
c) El nombramiento de comisiones de trabajo.
d) Proponer a la administración tutelante los representantes de las Cámaras de Castilla-

La Mancha en el pleno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España.

e) Aquellas otras que se prevean en su reglamento de régimen interior.

Artículo 40.  La presidencia.
1. La persona titular de la presidencia del Consejo será elegida por los miembros del 

pleno con derecho a voto en sesión convocada al efecto y tendrá carácter rotatorio con una 
periodicidad de dos años. Deberá recaer en la persona titular de la presidencia de una de las 
Cámaras Oficiales miembro del pleno del Consejo.

2. La persona titular de la presidencia ejercerá la representación del Consejo y presidirá 
sus órganos colegiados, siendo responsable de la ejecución de sus acuerdos. Tendrá las 
funciones que le asignan la presente Ley y el reglamento de régimen interior.

Artículo 41.  La secretaria general.
1. El Consejo tendrá un secretario general que deberá estar en posesión del título de 

Grado o equivalente. El secretario general estará sometido al régimen de contratación 
laboral.

2. Su nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, así como su cese, 
corresponderán al pleno del Consejo, por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno 
de sus miembros. La convocatoria para la cobertura del puesto deberá ser aprobada por el 
pleno y publicada en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha», previa comunicación de su 
contenido al órgano tutelar.

El órgano tutelar dispondrá la publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» 
del nombramiento del titular de la secretaría general, una vez que éste se haya llevado a 
efecto y comunicado.
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3. Entre las funciones del titular de la secretaría general constarán asistir a las reuniones 
del pleno con voz pero sin voto y velar por la legalidad de los acuerdos adoptados por los 
órganos de gobierno.

Artículo 42.  La dirección gerencia.
1. El Consejo podrá nombrar un director gerente con las funciones ejecutivas y directivas 

que se le atribuyan que deberá estar en posesión del título de Grado o equivalente. Este 
puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.

2. Corresponderá al pleno el nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, y 
cese del director gerente, a propuesta del presidente y por acuerdo motivado adoptado por la 
mitad más uno de sus miembros.

3. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo, que serán establecidas 
reglamentariamente, serán asumidas por el secretario general.

Artículo 43.  Personal.
El Consejo podrá contar con el personal necesario para su buen funcionamiento, que 

quedará sometido a la legislación laboral. Para su contratación se aplicarán los principios 
indicados en el artículo 20.1. Asimismo será de aplicación el régimen de incompatibilidades 
que se regula en el artículo 20.2.

Artículo 44.  Tutela del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios.
La función de tutela sobre esta corporación corresponderá a la Junta de Comunidades 

de Castilla-La Mancha, a través de la Consejería competente en materia de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios.

Artículo 45.  Financiación.
1. Los gastos derivados del funcionamiento del Consejo de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha serán financiados mediante los 
siguientes ingresos:

a) Las aportaciones, ordinarias y extraordinarias efectuadas por las Cámaras de Castilla-
La Mancha para el mantenimiento del Consejo, en la forma y cuantía que al efecto se 
establezca en el reglamento de régimen Interior del Consejo.

b) Los recursos derivados de la coordinación y/o gestión de programas y funciones que 
sean ejecutados de forma conjunta por las Cámaras.

c) El Consejo también podrá contar con otros recursos como aportaciones voluntarias, 
donaciones, subvenciones, o cualesquiera otros previstos por la legislación vigente.

d) Cualesquiera otras modalidades de ingresos que pudieran establecerse por Ley, 
norma de desarrollo, convenio o cualquier otro procedimiento de conformidad con el 
ordenamiento jurídico.

2. El procedimiento y los plazos para la elaboración, aprobación y liquidación de los 
presupuestos y cuentas anuales del Consejo, se adecuarán a lo previsto en los artículos 31 y 
32.

3. Corresponde a la Consejería competente en materia de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios la fiscalización de las liquidaciones de los presupuestos del 
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas y, en su caso, al órgano de 
control externo autonómico, respecto al destino de los fondos públicos que perciba.

Artículo 46.  Reglamento de régimen interior y régimen jurídico supletorio.
1. El Consejo se regirá por un reglamento de régimen interior que se someterá, a 

propuesta del pleno del mismo, a la aprobación del órgano tutelar. La propuesta, aprobación 
y modificación de dicho reglamento de régimen interior deberá realizarse con el voto 
favorable de al menos la mayoría absoluta de los miembros del pleno del Consejo.
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2. En el reglamento de régimen interior se establecerán, entre otros extremos, las 
normas de funcionamiento de los órganos de gobierno, la organización y el régimen del 
personal al servicio del Consejo.

3. Las disposiciones que se contemplen en la presente Ley relativa a las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios se aplicarán con carácter supletorio al Consejo, 
a sus órganos de gobierno y a su personal.

CAPÍTULO VII
Régimen jurídico y transparencia

Artículo 47.  Normativa aplicable.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha se 

regirán por lo dispuesto en la legislación básica en la materia, en la presente Ley, en sus 
normas de desarrollo y en los respectivos reglamentos de régimen interior de cada Cámara. 
Les será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las Administraciones Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza 
y finalidades. La contratación y el régimen patrimonial se regirán conforme al derecho 
privado, habilitando un procedimiento que garantice las condiciones de publicidad, 
transparencia y no discriminación.

Artículo 48.  Tutela.
1. Las Cámaras están sujetas, en el ejercicio de su actividad, a la tutela del órgano 

competente de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios, con independencia de la función de tutela que 
corresponde a la Administración General del Estado sobre las actividades de interés general 
de aquellas, relativas al comercio exterior, de conformidad con lo dispuesto la legislación 
básica de aplicación. Dicha función de tutela comprende el ejercicio de las potestades 
administrativas de autorización, aprobación, fiscalización, resolución de recursos, 
suspensión, disolución y extinción según lo establecido en esta Ley y en la legislación básica 
en la materia.

2. Con independencia de las facultades atribuidas al Consejo de Gobierno, la función de 
tutela de las Cámaras de Comercio e Industria será ejercida por aquella Consejería que 
determinen los Decretos de estructura y distribución de competencias. En todo caso 
corresponderá a la persona titular de la Consejería competente en la materia, el ejercicio de 
las potestades administrativas de resolución de recursos, suspensión, disolución, creación 
de nuevas Cámaras y convocatoria de elecciones.

Artículo 49.  Celebración infructuosa de una primera consulta electoral.
En el caso de que, tras un proceso electoral, celebrado de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 23, no pueda constituirse válidamente el pleno, la administración tutelar 
designará una comisión gestora para el funcionamiento de la Cámara. Si en el plazo máximo 
de tres meses no se hubiera constituido un nuevo pleno, el órgano tutelar, en el plazo de un 
mes procederá a convocar un segundo proceso electoral, así como a prorrogar la actuación 
de la comisión gestora. Asimismo, podrá establecer, en su caso y si procede, que la 
prestación de los servicios establecidos en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, se 
realice por el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 
Mancha, y en su defecto, por cualquiera de las restantes Cámaras de la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha.

Artículo 50.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las Cámaras.
1. La suspensión de la actividad de los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha se producirá en los siguientes casos:
a) En el caso de que se produzcan transgresiones del ordenamiento jurídico vigente que, 

por su gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta medida.
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b) En los supuestos de imposibilidad de funcionamiento normal de los órganos de 
gobierno de las Cámaras.

c) Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar una situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan de 
viabilidad o cuando dicho plan se incumpliese por parte de la Cámara implicada y así se 
decida por la administración tutelar.

2. La persona titular de la consejería competente en la materia, previo informe del 
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, es 
el órgano competente para acordar la suspensión de dichos órganos, debiendo quedar 
garantizado el derecho de audiencia de los mismos en la tramitación del procedimiento. El 
acuerdo de suspensión determinará el plazo de duración, que no podrá exceder de tres 
meses, así como la constitución de una comisión gestora que tendrá a su cargo la gestión de 
los intereses de la Cámara durante este periodo.

3. La disolución de los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, se producirá cuando transcurrido el plazo de 
suspensión establecido en el apartado 2, subsistieran las razones que dieron lugar a la 
suspensión de los órganos de gobierno de la Cámara implicada.

4. Corresponde a la persona titular de la Consejería competente en la materia, previo 
informe del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 
Mancha, acordar la disolución de dichos órganos, en el plazo de un mes a partir de la 
finalización del plazo de duración de la suspensión de los mismos, convocar elecciones y 
prorrogar la actuación de la comisión gestora, debiendo quedar garantizado el derecho de 
audiencia en la tramitación del procedimiento. Asimismo, podrá establecer, si procede, que la 
prestación de los servicios establecidos en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, se 
realice por el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La 
Mancha, y en su defecto, por cualquiera de las restantes Cámaras de la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha.

Artículo 51.  Plan de viabilidad.
1. Cuando las Cámaras incurran en resultados negativos de explotación en dos 

ejercicios contables consecutivos, que supongan acumuladamente una reducción del 30% 
de los fondos propios, deberán ponerlo en conocimiento de la administración de tutela en un 
plazo máximo de un mes desde que se conociera esta situación.

2. La comunicación irá acompañada de un plan de viabilidad, auditado y aprobado por el 
Pleno, en el que se describan las actuaciones que se llevarán a cabo para la corrección del 
desequilibrio en el plazo que se considere necesario y, en cualquier caso, en un máximo de 
dos ejercicios contables. Asimismo, se acompañará un inventario, el balance, el informe de 
la auditoría realizada, y cualquier otra documentación que se considere necesaria para 
valorar la situación económica de la Cámara y el plan presentado.

3. En caso de que los órganos de gobierno de la Cámara se encuentren suspendidos o 
disueltos, la Administración tutelar recabará la documentación que considere necesaria para 
que se elabore el plan de viabilidad indicado en el apartado anterior.

4. Presentado el plan de viabilidad, la Administración de tutela podrá autorizarlo, 
modificarlo o determinar cualquier otra actuación que considere oportuna en el plazo de un 
mes desde su remisión, transcurrido el cual sin que el órgano competente se haya 
pronunciado al respecto, se entenderá autorizado.

5. Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar la situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan o 
cuando dicho plan se incumpliese por parte de la Cámara implicada, la administración tutelar 
podrá optar por suspender y disolver los órganos de la Cámara o bien proceder a acordar su 
extinción y liquidación.

Artículo 52.  Extinción y liquidación de las Cámaras.
1. La extinción de una Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios en el ámbito 

territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha puede producirse en tres 
supuestos:
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a) Si, llevado a cabo el proceso descrito en el artículo 50.4, no fuese posible la 
celebración de nuevas elecciones y la constitución de los órganos de gobierno de la Cámara.

b) En el supuesto contemplado en el artículo 49, si después de la celebración de un 
segundo proceso electoral, no se pudiera efectuar válidamente la constitución del pleno.

c) Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar la situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan de 
viabilidad o cuando dicho plan se incumpliese por parte de la Cámara implicada y así se 
decida por la administración tutelar.

2. La persona titular de la Consejería competente en materia de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios, previa audiencia de la Cámara afectada, de los posibles 
interesados y del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La 
Mancha, dictará acuerdo de inicio del procedimiento de extinción. Dicha resolución será 
objeto de publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» Castilla-La Mancha y 
tendrá el siguiente contenido mínimo:

a) El mantenimiento de los órganos de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, en 
el ejercicio de sus funciones hasta la apertura de la fase de liquidación.

b) La concurrencia de alguna de las causas de extinción previstas en el apartado 1.
c) La designación de un administrador independiente, que podrá ser una persona física o 

jurídica, que realizará las funciones establecidas en esta Ley. La designación del 
administrador independiente se ajustará a los principios de publicidad y transparencia.

d) El llamamiento a los posibles acreedores de la Cámara para que pongan en 
conocimiento de los órganos de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, la existencia 
de créditos a su favor en el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente al de la 
publicación.

3. El administrador independiente elaborará, en el plazo máximo de 45 días desde su 
nombramiento, el inventario de activos y la relación de créditos y acreedores de la Cámara 
afectada, con el orden de prelación que legalmente corresponda. Tras ello, la persona titular 
de la Consejería competente en materia de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios, previa audiencia de los posibles interesados, y a instancias de los órganos de 
gobierno o de la comisión gestora, en su caso, o de oficio, acordará la apertura de la fase de 
liquidación, que será objeto de notificación a los acreedores comparecidos en el 
procedimiento y de publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha».

4. El acuerdo de apertura de la fase de liquidación tendrá el siguiente contenido mínimo:
a) El deber de incorporar a la denominación de la Cámara la expresión «en liquidación».
b) El cese de los órganos de gobierno o de la comisión gestora, en su caso, y la 

encomienda de la actividad de liquidación de la Cámara al administrador independiente.
c) La obligación del administrador independiente de presentar un plan de liquidación en 

el plazo de un mes desde el acuerdo de apertura de la fase de liquidación. Este plan deberá 
ser autorizado por la administración tutelar, quien así mismo supervisará su cumplimiento.

d) Las medidas provisionales necesarias para garantizar que las personas físicas y 
jurídicas del ámbito territorial de la Cámara a extinguir reciban los servicios establecidos en 
el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril. A estos efectos, se abrirá un plazo de diez días 
hábiles para que el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La 
Mancha realice una propuesta para la asunción de tales servicios. Transcurrido ese plazo, la 
persona titular de la Consejería competente en materia de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios acordará la asunción de los servicios de la Cámara en liquidación, si 
fuera necesaria, por el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La 
Mancha, o en su defecto, por cualquiera de las restantes Cámaras de la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha.

5. Durante el período de liquidación corresponderá al administrador independiente la 
gestión y la defensa de los intereses de la Cámara. En particular, corresponde al 
administrador independiente:

a) Representar a la Cámara en todos los actos jurídicos y ejercitar derechos y acciones 
que a ella correspondan.
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b) Concluir las operaciones pendientes de la Cámara y realizar las nuevas que sean 
necesarias para la liquidación.

c) Realizar las operaciones de liquidación, percibiendo los créditos y pagando las deudas 
de la Cámara.

d) Proponer la enajenación de los bienes de la Cámara. A estos efectos, la 
administración tutelar deberá resolver sobre dicha propuesta, autorizándola o denegándola, 
en el plazo de plazo de un mes.

e) Informar periódicamente a la administración tutelar del estado de la liquidación.
f) Llevar y custodiar la contabilidad de la Cámara, los libros, la documentación y 

correspondencia de esta.
g) La dirección y gestión del personal de la Cámara, y en su caso, la extinción de 

relaciones laborales de ésta.
h) En general, realizar todas aquellas actuaciones que sean necesarias para la 

liquidación de la Cámara y adecuarlas a los intereses de la misma.
i) Remitir, una vez finalizadas las operaciones de liquidación, a la administración tutelar 

el informe completo sobre dichas operaciones junto con un balance final.
j) Asumir la responsabilidad de cualquier perjuicio que se hubiese causado con dolo o 

culpa en el desempeño de su cargo.
6. Finalizada la fase de liquidación, se acordará la extinción de la Cámara mediante 

Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, que 
se publicará en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha».

En dicho acuerdo se establecerán, si procede, las medidas necesarias para garantizar 
que las personas físicas y jurídicas que ejerzan las actividades comerciales, industriales y de 
servicios en el territorio de la provincia correspondiente a la Cámara extinta, reciban los 
servicios establecidos en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, prestados por el Consejo de 
Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La Mancha, o en su defecto, por 
cualquiera de las restantes Cámaras de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

7. En ningún caso podrá asumirse ni derivarse del proceso de liquidación y extinción, 
obligación alguna para la Administración de tutela.

8. Concluido el proceso de extinción de una Cámara, las personas físicas y jurídicas 
incluidas en el censo cameral de cada provincia podrán constituir una Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios cuando la misma no exista en dicho ámbito provincial.

Artículo 53.  Transparencia.
1. Las Cámaras publicarán de forma periódica y actualizada la información cuyo 

conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad, así como la 
relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación y su 
estructura organizativa. La citada publicidad se realizará en la página web de la 
correspondiente Cámara.

Asimismo, en el ámbito de sus actuaciones sujetas a derecho administrativo, estarán 
sujetas a los dispuesto en Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno y a la Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia 
y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha.

2. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha y el 
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha 
harán públicas las subvenciones que reciban así como otro tipo de recursos públicos que 
puedan percibir para el desarrollo de sus funciones. Igualmente, harán públicos los 
siguientes aspectos de su actividad:

a) Retribuciones percibidas anualmente por su personal directivo, así como las 
indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en su cargo por cualquier 
causa. También se reflejarán las dietas y retribuciones recibidas, en su caso, por los 
miembros del pleno.

b) Convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de 
duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su 
caso, las obligaciones económicas convenidas.
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c) Presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e 
información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución. La consecución de los 
objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera que se exigen al conjunto 
de las Administraciones Públicas, son también exigibles a las Cámaras, cuyos presupuestos 
deberán, asimismo, contener toda la información detallada sobre su estricto cumplimiento.

d) Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría de cuentas y de fiscalización 
por parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.

e) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de licitación y de 
adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los 
que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento 
y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones del contrato. Igualmente serán 
objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los contratos. La 
publicación de la información relativa a los contratos menores podrá realizarse 
trimestralmente.

f) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad 
de los servicios públicos que sean de su competencia.

Disposición adicional.  Personal.
El personal que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentre al servicio de las 

Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha o del Consejo 
de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha, al amparo 
del Decreto de 13 de junio de 1936, se regirá, sin distinción, por la legislación laboral vigente 
aplicable al resto del personal al servicio de las mismas.

Disposición transitoria primera.  Adaptación al contenido de la norma.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha y el 

Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha 
adaptarán al contenido de esta Ley sus actuales reglamentos de régimen interior en el plazo 
de tres meses desde la entrada en vigor de la misma, que deberán ser aprobados por la 
administración tutelar.

Disposición transitoria segunda.  Devengo del recurso cameral no prescrito.
Sin perjuicio de la supresión del recurso cameral permanente, ello no alterará la 

exigibilidad de las cuotas del recurso cameral permanente no prescritas, devengadas con 
arreglo a la norma que se deroga.

Disposición transitoria tercera.  Órganos de gobierno.
Los actuales órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 

Servicios de Castilla-La Mancha y del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios de Castilla-La Mancha, continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se 
constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso 
electoral, ajustándose durante dicho periodo a las reglas de funcionamiento establecidas con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición transitoria cuarta.  Período para la aprobación del código de buenas prácticas.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla-La Mancha 

dispondrán de un plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente Ley 
para la aprobación del Código de Buenas Prácticas previsto en el artículo 22.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 

establecido en esta Ley y, en particular, la Ley 4/2009, de 15 de octubre, de Cámaras 
Oficiales de Comercio e Industria de Castilla-La Mancha.
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El Decreto 4/1997, de 28 de enero, de Creación del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio e Industria de Castilla-La Mancha, continuará en vigor en todo lo que no se 
oponga a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el «Diario Oficial de 

Castilla-La Mancha».
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§ 101

Ley 3/2019, de 22 de marzo, del Estatuto de las Personas 
Consumidoras en Castilla-La Mancha

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 64, de 1 de abril de 2019
«BOE» núm. 110, de 8 de mayo de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-6772

Las Cortes de Castilla-La Mancha, han aprobado y yo, en nombre del Rey, promulgo la 
siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La Constitución Española establece en su artículo 51 que los poderes públicos 

garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo mediante 
procedimientos eficaces la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los 
mismos, promoverán la información y educación, fomentarán sus organizaciones y oirán a 
estas en las cuestiones que puedan afectarles. La norma estatal básica en la materia es el 
Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre. Como título competencial en nuestra Comunidad Autónoma, el artículo 32.6 del 
Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, aprobado por la Ley Orgánica 9/1982, de 10 
de agosto, establece que, en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en 
los términos que la misma establezca, es competencia de la Junta de Comunidades el 
desarrollo legislativo y la ejecución en materia de defensa del consumidor y usuario, de 
acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la política 
monetaria del Estado, las bases y coordinación general de la sanidad, en los términos de lo 
dispuesto en los artículos 38, 131 y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 
149 de la Constitución.

En este marco competencial y en el ejercicio de la potestad legislativa de la región, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 9.2 del Estatuto de Autonomía, las Cortes de Castilla-
La Mancha, han dictado la Ley 3/1995, de 9 de marzo, y la Ley 11/2005, de 15 de diciembre, 
del Estatuto del Consumidor, para establecer un marco normativo propio que desarrolle el 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

Y así, transcurrida ya más de una década desde la promulgación de la hasta ahora 
vigente Ley 11/2005, son varios los motivos y razones que justifican la necesidad de un 
cambio normativo en aras de dotar a la normativa aplicable de una actualización necesaria 
que preserve su valor y eficacia, atendiendo tanto a la nueva realidad social como a la 
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ampliación del acervo jurídico en la materia acaecido en estos últimos años en los distintos 
ámbitos territoriales.

Asimismo, para la elaboración del nuevo texto legal se ha tenido en cuenta la normativa 
de la Unión Europea aprobada durante los últimos años en esta materia, y que se ha visto 
incrementada debido a una mayor incidencia del derecho de las personas consumidoras en 
el mercado de bienes y servicios. Debiendo destacarse entre otras, la de seguridad general 
de los productos, responsabilidad por productos defectuosos, sistemas de pago, 
comercialización a distancia de servicios financieros, pensiones, seguros e inversiones, 
ventas a domicilio, utilización de inmuebles en régimen de tiempo compartido, viajes 
combinados, acciones de cesación, cooperación administrativa, seguridad de los servicios y 
responsabilidad de los proveedores de servicios, comercio electrónico, servicios de interés 
general, prácticas comerciales desleales, publicidad comparativa y engañosa, indicación de 
precios, cláusulas abusivas en los contratos, venta y garantías de los bienes de consumo y 
venta a distancia.

En consecuencia, el texto se incardina de forma armónica dentro del ordenamiento 
jurídico español y de la Unión Europea, donde, con un respeto pleno a los derechos que en 
esas regulaciones se reconocen a las personas consumidoras, se profundiza en la 
competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la Comunidad Autónoma en la defensa 
de las personas consumidoras, incidiendo en aspectos que potencien que los derechos que 
las personas consumidoras, ya tienen reconocidos puedan ser ejercidos de una manera real 
y efectiva, adaptándolo a su vez al marco jurídico organizativo autonómico.

Se contemplan, asimismo, en línea con los programas de políticas públicas de protección 
de las personas consumidoras impulsados por instituciones internacionales o comunitarias, 
nuevos derechos de las personas consumidoras que deben coadyuvar en el acceso y 
disfrute de unas condiciones de vida dignas, garantizando aquellos bienes y suministros que 
resulten precisos para la satisfacción de necesidades básicas como personas consumidoras. 
Igualmente, se garantizan los derechos de las personas con discapacidad, se procede de 
conformidad con el acta europea de accesibilidad y los objetivos de desarrollo sostenible 
2030 respecto a los temas relacionados con los derechos de las personas consumidoras.

II
En definitiva, la necesidad de esta nueva norma encuentra justificación de una parte, en 

las principales aportaciones que conlleva, y de otra en la determinación de los objetivos que 
la sustentan.

Entre las aportaciones cabe destacar las siguientes:
Establecer un marco normativo transversal en materia de consumo que pretende dar 

cobertura a toda iniciativa o desarrollo que cualquiera de las áreas competenciales de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha desee llevar a cabo y cuyas personas 
destinatarias sean castellano-manchegas en su calidad de personas consumidoras.

Dar una visión ética y creativa del consumo orientada a una toma de decisiones activa y 
crítica, comprometida y no vinculada exclusivamente a criterios económicos.

Incorporar contenidos innovadores de trascendencia económica, social y ambiental que 
enriquezcan el acervo competencial de consumo y fortalezcan su dimensión transversal y 
multidisciplinar.

Crear sinergias entre las distintas competencias concurrentes y recursos disponibles en 
relación con los derechos de las personas consumidoras de la región.

Elaborar un nuevo catálogo de derechos y responsabilidades de las personas 
consumidoras.

Armonizar la emergencia de nuevos espacios de relación en la secuencia producción-
distribución-consumo de bienes, productos y servicios.

Optimizar las interacciones de la protección de los derechos de las personas 
consumidoras con una regulación económica eficiente que fomente la innovación y la 
competitividad, evitando distorsiones en el funcionamiento del mercado así como el 
falseamiento de la competencia.

Facilitar un consumo accesible e inclusivo, que toma en consideración a todas las 
personas y que tiene en cuenta las distintas discapacidades y limitaciones. El objetivo es que 
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todas las personas puedan ejercer su derecho a consumir productos y a usar servicios y 
entornos del modo más autónomo posible, accesible y seguro, sin que exista discriminación 
de ningún tipo que imposibilite el disfrute de ese derecho.

Por otra parte, se deben considerar los siguientes objetivos que se persiguen y que 
obran como auténticas premisas para su desarrollo:

Recuperar las políticas públicas de consumo en la región situando a las personas 
consumidoras en el centro de los ámbitos de decisión, con arreglo a su legítima interlocución 
económica y social.

Regular problemas no contemplados, o cuyas soluciones ofrecidas en la actualidad no 
sean suficientemente satisfactorias.

Adecuar la estructura administrativa para gestionar las competencias que se le atribuyen 
en este texto.

Adaptar la intervención administrativa en materia de consumo a los nuevos retos que 
plantea, en general, la sociedad actual y, en particular, los cambios producidos por el 
impacto de las tecnologías de la información y la comunicación.

Disponer de un marco jurídico con vocación de futuro y amplitud suficiente de modo que 
pueda extender la efectividad de su aplicación en el tiempo.

Promover un enfoque socio-ambiental orientado a la protección de los intereses 
colectivos.

Enfatizar en una propuesta basada en la corresponsabilidad ciudadana, la proactividad y 
el carácter preventivo, de anticipación a escenarios futuros.

Facilitar un contexto de mercado, en libre competencia y competencia regulada para los 
servicios públicos, basado en la simetría informativa y la transparencia, en la confianza y la 
reputación, que tiene como finalidad el bienestar de las personas consumidoras.

Articular un procedimiento sancionador propio en materia de consumo y saneamiento del 
mercado, así como un procedimiento sancionador en conductas prohibidas y abuso de 
posición dominante que tenga origen y efecto en la Comunidad Autónoma.

La cooperación administrativa con las autoridades estatales de competencia y de 
consumo.

Potenciar la participación ciudadana en el ámbito de la colaboración público-privada que 
permita converger las políticas públicas con la sensibilidad de las personas consumidoras.

Dar una respuesta específica y eficiente a las inquietudes, percepciones y expectativas 
que, de forma singular, expresen las personas consumidoras en la región.

Incorporar las nuevas directrices de producción normativa aplicando la perspectiva de 
género con un lenguaje accesible.

III
Esta ley ha sido concebida con la experiencia adquirida en los periodos de especial 

dificultad económica, en los que la ciudadanía se muestra especialmente vulnerable. En esta 
situación resulta preciso que se extreme la protección en su faceta de personas 
consumidoras, aplicando principios de racionalización y sostenibilidad, sobre todo en lo 
referido a las cargas competenciales de las administraciones públicas y que se haga más 
didáctico el texto que contiene el vigente Estatuto del Consumidor, entendiendo que es el 
primer paso para garantizar la protección del mismo, su derecho a la información y su 
protección jurídica.

En la redacción se han tenido en cuenta no solo los pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional en lo relativo al reparto competencial entre el Estado y Comunidades 
Autónomas en materia de defensa de las personas consumidoras, sino también la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y los pronunciamientos de la 
jurisdicción española relativos a la aplicación de la normativa de defensa las personas 
consumidoras, recogiendo en muchos preceptos estas interpretaciones jurisdiccionales.

IV
La ley estructura sus 163 artículos en cuatro títulos, tres disposiciones transitorias, una 

derogatoria y cuatro finales, culminando un diseño estructural de la ley diferente al que 
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habitualmente se ha venido utilizando en este tipo de normas. Este cambio obedece a la 
consideración de que el diseño empleado se ajusta en mayor medida al esquema cognitivo 
construido sobre los tres ejes básicos de las políticas de consumo: demanda consumidora, 
oferta empresarial y tutela administrativa de la relación oferta-demanda; lo que objetiva y 
simplifica su estructura según la secuencia siguiente: contexto normativo (título I), 
enunciación declarativa referida a las personas consumidoras (título II), incorporación 
práctica de estos derechos y responsabilidades a su relación con el sector empresarial (título 
III), y actuación administrativa que garantice el cumplimiento de lo establecido (título IV).

En el primer título se recoge el objeto, el ámbito de aplicación, definiciones y los 
principios informadores de la ley, constituyendo éstos una novedad importante en la medida 
que reflejan el espíritu de la norma que en ellos se inspira y que guía, por tanto, su 
interpretación, aplicación y desarrollo.

En el título segundo se contemplan los derechos y responsabilidades de las personas 
consumidoras, suponiendo la introducción de estas una apuesta pionera por la 
corresponsabilidad en el ámbito normativo de consumo; a la vez que incorpora también de 
forma novedosa una serie de nuevos derechos de las personas consumidoras a las que 
pretenden amparar en los nuevos entornos y que deben configurar su protección en un 
contexto multifactorial y pluridisciplinar.

Y así, la amplitud, heterogeneidad o novedad que presenta la enumeración de los 
nuevos derechos de las personas consumidoras en Castilla-La Mancha exige hacer un 
tratamiento pormenorizado en el desarrollo normativo de esta ley, en especial, en lo relativo 
a los derechos digitales de las personas consumidoras, en la forma que proceda y con 
arreglo al acervo legislativo estatal y europeo en materia de consumo.

Por otra parte, cabe destacar asimismo el nuevo enfoque dado a la protección de los 
colectivos vulnerables en la medida que no sólo se potencia sino que, además, lo hace en la 
dirección integradora que marcan las directrices de carácter específico que atañen a este 
sector de población. En cualquier caso, el texto en general se ve inmerso en una ola de 
sensibilidad hacia quienes se encuentren en circunstancias más desfavorables en su acceso 
y disfrute a los bienes, productos y servicios, y en particular, a los de uso y consumo básico, 
cotidiano y generalizado.

En el título tercero se abordan las relaciones de consumo a través de una serie de 
capítulos que permiten un tratamiento más pormenorizado de aquellas modalidades que por 
su complejidad o especificidad así lo requieren. En general, se pretende fomentar la 
formación del sector empresarial en materia de consumo, así como su compromiso de 
corresponsabilidad mediante la adopción, por ejemplo, de códigos de mejores prácticas 
como instrumento de autorregulación o, en su caso, a través de la participación en procesos 
de autocontrol y regulación compartida, que deberán implementarse progresivamente en el 
acervo legislativo de consumo, en aras de una gestión administrativa de los recursos más 
eficiente.

Finalmente, en este título se incluye un capítulo que pretende introducir el efecto que las 
nuevas tendencias de consumo y los nuevos modelos de economía emergentes provocan en 
el ámbito de los derechos y responsabilidades de las personas consumidoras, como pueden 
ser los casos relacionados con personas productoras-consumidoras, el consumo 
colaborativo o los mercados sociales.

La ley se completa con un cuarto título que versa sobre la intervención administrativa de 
consumo y que se desarrolla en sus cuatro ámbitos territoriales de actuación: europeo, 
estatal, autonómico y local.

A su vez, y en lo que se refiere a las actuaciones administrativas de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de consumo, estas se estructuran con 
arreglo a las dimensiones proactividad/reactividad e intensidad de intervención en cada una 
de las modalidades de actuación: preventivas, caracterizadas por su proactividad y alta 
intensidad de intervención; de protección y reparación, de carácter proactivo y reactivo, 
indistintamente, con una intensidad de intervención media; y de promoción, que son 
actuaciones reactivas y con baja intensidad de intervención.

En la práctica, estos tres tipos de actuación administrativa encuentran su correlato, 
respectivamente, en el control de mercado, la resolución amistosa de conflictos y la 
información, formación y educación. Esta triada de actuaciones se completa con una sección 
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específica destinada al procedimiento sancionador como mecanismo corrector de las 
desviaciones que se puedan producir respecto del cumplimiento de la ley.

Este título tiene una importante trascendencia en la ley, ya que supone ordenar el 
amparo administrativo que asegure alcanzar los objetivos propuestos en el cumplimiento de 
lo aquí establecido, máxime si se tiene en cuenta que la actuación administrativa debe tener 
una clara finalidad de restablecimiento de un equilibrio equitativo cada vez más difícil en el 
contexto actual de globalización de mercados con gran concentración de la oferta y una 
demanda cada vez más segmentada y fragmentada.

Por tanto, se comprende que esta difícil labor debe apoyarse, necesariamente, en una 
ágil y eficaz coordinación de competencias de las distintas administraciones públicas que 
participan y, a su vez, de sus distintos órganos gestores que intervienen de forma trasversal 
y concurrente.

Se puede concluir que todo el articulado converge en el afán común, como ya se ha 
referido, de lograr un mercado de bienes, productos y servicios cuyas relaciones comerciales 
se basen en el diálogo y la corresponsabilidad, en un contexto de transparencia, equilibrio, 
confianza y reputación.

TÍTULO I
Disposiciones generales. Objeto, ámbito de aplicación, definiciones y 

principios informadores

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El objeto de esta ley es la protección de los derechos e intereses de las personas 

consumidoras en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha, de acuerdo al mandato del 
artículo 51 de la Constitución Española y en el ejercicio de las competencias que le atribuye 
a la Junta de Comunidades el artículo 32.6 de su Estatuto de Autonomía.

2. La protección de las personas consumidoras se llevará a cabo en un marco de 
consumo y regulación económica eficientes.

3. Esta norma será de aplicación a todas las relaciones de consumo, incluidas aquellas 
con una regulación sectorial específica, la cual deberá respetar el nivel de protección 
contemplado en esta ley, así como, en lo relativo a la defensa de la libre competencia en la 
Comunidad Autónoma en la medida que pueda incidir en beneficio para las personas 
consumidoras, o evite las distorsiones del mercado y mitigue el impacto de sus 
externalidades negativas.

4. Las administraciones públicas garantizarán, mediante la adopción de medidas 
eficaces, la protección y el bienestar de las personas consumidoras en el ámbito de su 
competencia.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta norma, se entiende por:
a) Persona consumidora.
Se considera persona consumidora a la persona física que actúe con un propósito ajeno 

a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión. Lo son también las personas 
jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un 
ámbito ajeno a una actividad comercial, empresarial o profesional.

b) Persona productora-consumidora o prosumidora.
Se considera persona prosumidora a la persona consumidora que desarrolla 

conjuntamente funciones de consumo y de producción o provisión de bienes, servicios, 
recursos y contenidos, en relaciones de consumo no monetarizadas, en el ámbito del 
autoconsumo, la economía colaborativa, la innovación social y tecnológica y la cocreación de 
valor compartido.

c) Persona empresaria.
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Se considera persona empresaria o empresa a toda persona física o jurídica, sea privada 
o pública, que actúe directamente o a través de otra persona en su nombre, o siguiendo sus 
instrucciones, con un propósito relacionado con su actividad comercial, empresarial, oficio o 
profesión.

d) Empresa productora.
Se considera empresa productora quien fabrica o importa un producto o un elemento 

integrado en un producto o una materia prima en el territorio de la Unión Europea. También 
se considera persona productora a quien presta un servicio o a la parte intermediaria. 
Asimismo, es empresa productora cualquiera que se presente como tal en el bien o en el 
servicio, ya sea en el envase, en la publicidad, o en cualquier otro elemento de protección o 
presentación, mediante marcas, nombres u otros signos distintivos.

e) Empresa proveedora.
Se considera empresa proveedora a toda persona física o jurídica que en el ámbito de su 

actividad empresarial suministra o distribuye productos, bienes o servicios, cualquiera que 
sea el título o contrato en virtud del cual realiza dicha distribución.

f) Empresa minorista.
Se considera empresa minorista a aquella que en el ámbito de su actividad empresarial 

desarrollada profesionalmente con ánimo de lucro, oferta y vende o presta cualquier clase de 
artículos, bienes o servicios a personas consumidoras, utilizando o no un establecimiento.

g) Relación de consumo.
Se considera relación de consumo, a efectos de esta norma, cualquiera establecida 

entre, por una parte, empresas, parte intermediaria o la Administración como prestadora de 
bienes y servicios y, por otra parte, las personas consumidoras. Esta relación comprende la 
información, la oferta, la promoción, la publicidad, la comercialización, la utilización, la venta, 
y el suministro de bienes y servicios, así como las obligaciones que se deriven.

h) Consumo responsable.
Se considera consumo responsable el que se realiza de forma moderada y reflexiva, y 

está basado en una toma de decisiones libre, consciente e informada, con arreglo a criterios 
económico, social, laboral y ambiental.

i) Consumo sostenible.
Se considera consumo sostenible cuando las necesidades de bienes y servicios de las 

generaciones presentes y futuras se satisfacen de modo tal que puedan preservarse desde 
el punto de vista económico, social y ambiental.

j) Colectivos en situación de vulnerabilidad.
Se consideran colectivos en situación de vulnerabilidad aquellos que precisan de una 

protección especial o diferenciada como personas consumidoras según determinadas 
circunstancias personales, sociales o de otro tipo, tanto con carácter crónico, temporal o 
sobrevenido. Se pueden considerar colectivos vulnerables, por razón, entre otras, de su 
edad, estado, capacidades, origen, etnia, idioma, religión, o cultura, los siguientes: infancia, 
adolescencia, personas mayores, personas alérgicas e intolerantes alimenticios, víctimas de 
violencia de género, personas con discapacidad, minorías étnicas, personas con carencias 
económicas, en riesgo de exclusión, ya sea social, financiera, digital o cualquier otra, 
personas con hipersensibilidad electromagnética, química o de cualquier otra naturaleza y 
todos aquellos que se encuentren en situación de inferioridad, subordinación, vulnerabilidad 
y un mayor grado de desprotección. Se desarrollará reglamentariamente el índice o 
protocolos de los colectivos de personas consumidoras necesitados de especial protección.

k) Bien o servicio identificado.
Se considera bien o servicio el que lleva o utiliza cualquier tipo de marca, símbolo, 

logotipo o signos externos que hacen creer a las personas consumidoras que el bien o 
servicio ha sido elaborado, distribuido o comercializado por una empresa determinada.
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l) Obsolescencia programada.
Se considera obsolescencia programada el conjunto de técnicas aplicadas para reducir 

artificialmente el ciclo de vida o la durabilidad esperada de un producto con arreglo a su 
composición y fabricación, incluyendo el empleo de piezas, materiales o componentes de 
menor resistencia o durabilidad.

m) Información accesible.
Se considera información accesible el conjunto de medios, mecanismos y alternativas 

comunicativas y técnicas que posibilitan el acceso a la comunicación e información de toda 
la población y de un modo especial a las personas con limitaciones sensoriales, cognitivas 
y/o físicas y a las personas mayores.

n) Precios dinámicos.
Se consideran precios dinámicos aquellos que responden a una estrategia para la 

fijación, a través de las nuevas tecnologías, del precio personalizado, para un determinado 
producto o servicio, a cada cliente y en cada instante, en función de la oferta y la demanda.

ñ) Pobreza y vulnerabilidad energéticas.
Se considera pobreza energética la incapacidad de un hogar para satisfacer el mínimo 

de servicios energéticos y otros suministros vinculados a dichos servicios y, de esta forma, 
garantizar las necesidades básicas teniendo en cuenta los factores personales, geográficos 
y materiales que concurren. Se considera vulnerabilidad energética la situación de riesgo de 
pobreza energética que puede ser prevenida mediante la adopción oportuna de medidas 
adecuadas. En ambos casos, los parámetros han de ser objeto de desarrollo reglamentario.

o) Promoción de ventas.
Se entiende por promoción de ventas toda actividad que utiliza técnicas de comunicación 

persuasivas para acercar los bienes o servicios a las personas consumidoras. Tendrán la 
consideración de actividades de promoción de ventas, las ventas en rebajas, las ventas en 
oferta o promoción, las ventas de saldos, las ventas en liquidación, las ventas con obsequio 
y las ofertas de venta directa.

p) Invitaciones a comprar.
Se entiende por invitación a comprar cualquier comunicación comercial que indica las 

características del bien o servicio y su precio, y que permite su adquisición a la persona 
consumidora.

q) Soberanía alimentaria.
Se considera soberanía alimentaria el derecho a una alimentación nutritiva y 

culturalmente adecuada, accesible y producida de forma sostenible y ecológica, lo que 
implica la capacidad de decidir libremente un sistema alimentario y productivo propio.

r) Violencia económica ejercida contra la persona consumidora.
Se considera que este tipo de violencia económica es la producida en el momento de la 

contratación, debido a la situación de desequilibrio y subordinación en que se encuentra la 
persona consumidora, que afecta a su voluntad, al imponerle contratos que no hubiera 
celebrado o aceptado o cláusulas que contienen cargas desproporcionadas, que no hubiera 
aceptado de forma voluntaria en la adopción de sus decisiones.

s) Vigilancia de mercado.
Se considera vigilancia de mercado el conjunto de actividades llevadas a cabo y medidas 

tomadas por las autoridades públicas para velar por que los productos no pongan en peligro 
la salud y la seguridad o cualquier otro aspecto relativo a la protección del interés público y, 
en el caso de productos que entren en el ámbito de aplicación de la legislación de 
armonización de la Unión Europea, que se ajusten a los requisitos establecidos en dicha 
legislación.
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Artículo 3.  Principios informadores.
Esta ley se inspira en los siguientes principios de actuación:
1. Buena gobernanza, basada en los principios de apertura, participación, 

responsabilidad, eficacia y coherencia.
2. Sostenibilidad. La aplicación, desarrollo e interpretación de la norma debe estar 

orientada a la consecución de la eficacia y la eficiencia en la gestión de los servicios públicos 
en materia de consumo y su mantenimiento en el tiempo.

3. Subsidiariedad. Las administraciones públicas conforme al sistema de distribución 
competencial establecido, podrán articular, con arreglo a criterios de solidaridad 
interadministrativa, sinergias a través de la disposición compartida de recursos que, alícuota 
y territorialmente, contribuyan a hacer efectivos los derechos de las personas consumidoras 
con la máxima inmediatez y proximidad posible.

4. Igualdad. Las administraciones públicas deberán garantizar que esta ley afecte a toda 
la ciudadanía por igual, representando un instrumento de inclusión e integración económica 
y social, en la medida en que pueda hacerse efectiva la igualdad de acceso a bienes y 
suministros esenciales para satisfacer dignamente las necesidades básicas de las personas 
consumidoras.

5. Interpretación a favor de la persona consumidora. En los supuestos de oscuridad, 
confusión o diferencias interpretativas en la publicidad, la comunicación comercial, la oferta y 
la práctica o cláusula no negociada individualmente que sean de aplicación a una relación de 
consumo, se interpretarán a favor de la persona consumidora.

6. Solidaridad. Las administraciones públicas facilitarán la cohesión económica, social y 
territorial en la Comunidad Autónoma.

7. Protección frente a la vulnerabilidad y la pobreza energética. Las administraciones 
públicas adoptarán las medidas necesarias para evitar la exclusión social de las personas 
consumidoras, protegiéndolas frente a la vulnerabilidad y la pobreza energética, instando 
igualmente a todas las personas consumidoras a asumir responsabilidad en cuanto a la 
utilización de recursos energéticos, sostenibles y renovables.

8. Igualdad de acceso a los bienes de consumo y no discriminación. Las 
administraciones públicas adoptarán las medidas necesarias para garantizar la no 
discriminación por razón de sexo, discapacidad o cualquier otra situación de vulnerabilidad 
tanto en la información, el precio, la calidad o cualquier otra condición de comercialización y 
contratación.

9. Participación de las personas consumidoras. Las administraciones públicas con 
competencias en materia de consumo adoptarán las medidas adecuadas para la 
participación ciudadana en los distintos ámbitos territoriales con carácter sectorial en materia 
de consumo, disponiendo mecanismos que faciliten la iniciativa ciudadana al respecto y, en 
particular, su actividad en redes digitales de personas consumidoras como herramienta para 
la corresponsabilidad y el compromiso activo de las personas consumidoras en la protección 
de sus derechos y en el intercambio de información prescriptiva en entornos colaborativos.

10. Innovación compartida. Las administraciones públicas promoverán la participación de 
las personas consumidoras en los procesos de eco-diseño en el marco de la economía 
circular y en iniciativas de co-creación de valor y uso compartido, fomentando la innovación 
social y distribuida de consumo y el acceso a los avances tecnológicos.

11. Impulso de la economía funcional. Las administraciones públicas, adoptarán las 
medidas adecuadas para facilitar el tránsito de la producción de bienes a la comercialización 
de servicios, de forma que contrarresten los efectos perjudiciales de la sobre producción.

12. Protección frente a la disrupción tecnológica. Las administraciones públicas 
adoptarán las medidas adecuadas para garantizar la protección de las personas 
consumidoras en situaciones que pongan en riesgo el consumo o utilidad de bienes 
adquiridos con carácter previo; fomentando, asimismo, en colaboración con el sector 
empresarial, la gestión inteligente de la disrupción en materia de consumo.

13. Impulso de las tecnologías emergentes. Las administraciones públicas promoverán 
las medidas oportunas para erradicar o mitigar, en su caso, el impacto negativo que pueda 
causar el desarrollo aplicado de las tecnologías emergentes como la nanotecnología, 
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biotecnología, inteligencia artificial, o robótica entre otras, en la oferta a las personas 
consumidoras de bienes, productos y servicios.

14. Accesibilidad universal y diseño de bienes, productos o servicios de consumo para 
todas las personas.

15. Corresponsabilidad. La Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha promoverá un consumo responsable y sostenible. Asimismo, habilitará el desarrollo 
de mecanismos de resiliencia ante situaciones de emergencia o crisis que puedan derivar, 
de forma sobrevenida y ajena, en riesgos de exclusión en el conjunto de las personas 
consumidoras.

16. Buenas prácticas. La consejería competente en materia de consumo promoverá la 
adopción de códigos de mejores prácticas, como instrumento de autorregulación empresarial 
para mejorar la defensa de las personas consumidoras, la disciplina del mercado y el 
aseguramiento del cumplimiento de los requisitos de seguridad en los productos que 
comercialicen. En la elaboración de estos códigos deberán participar, garantizando la 
paridad, personas representantes de las organizaciones de personas consumidoras y de los 
sectores afectados.

TÍTULO II
Derechos y responsabilidades

CAPÍTULO I
Derechos

Sección 1.ª Aspectos generales

Artículo 4.  Derechos básicos.
A las personas consumidoras en Castilla-La Mancha se les reconocen los siguientes 

derechos básicos:
1. La protección frente a los riesgos que puedan comprometer su salud o seguridad, 

incluyendo aquellos que amenacen el medio ambiente y la calidad de vida, o puedan afectar 
a la integridad física, psíquica y emocional de las personas consumidoras.

2. La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales, en particular frente a 
situaciones de desequilibrio como las prácticas comerciales desleales o abusivas, o la 
introducción de cláusulas abusivas en los contratos; y con especial incidencia en los 
intereses colectivos y aquellos que afecten a un número indeterminado de personas 
consumidoras.

3. La protección jurídica, administrativa y técnica mediante procedimientos eficaces, 
especialmente en las situaciones de inferioridad, subordinación, indefensión o 
discriminación; así como la compensación efectiva, reparación y resarcimiento de los daños 
y perjuicios sufridos, en su caso.

4. La información, educación y formación en materia de consumo que favorezca la 
simetría informativa y el equilibrio de mercado, y que contribuya al empoderamiento de las 
personas consumidoras.

5. La representación de sus intereses generales a través de las organizaciones de 
personas consumidoras legalmente constituidas, la consulta y la participación de las mismas 
en el procedimiento de elaboración de las disposiciones generales que les afecten 
directamente en la forma que legalmente se establezca.

6. El acceso a productos, bienes y servicios en condiciones de igualdad y plena 
accesibilidad, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, 
sexo, religión, opinión, discapacidad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social.
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Artículo 5.  Nuevos derechos.
Además de los derechos básicos referidos en el artículo anterior, se reconocen los 

siguientes derechos que corresponden a necesidades legítimas de las personas 
consumidoras:

1. Derecho a la soberanía de la persona consumidora para la toma de decisiones de 
compra de forma libre y consciente.

2. Derecho a un medio ambiente saludable que promueva las condiciones necesarias 
para ejercer un consumo responsable que fomente el desarrollo sostenible.

3. Derecho a la soberanía alimentaria, vinculada al consumo de productos locales y de 
estación distribuidos en circuitos cortos de comercialización y a un consumo responsable 
basado en la prevención del desperdicio alimentario y de recursos básicos.

4. Derecho a la garantía de funcionalidad con arreglo al ciclo de vida útil esperado de 
todo producto, bien o servicio puesto a disposición en el mercado, de acuerdo con su 
desarrollo reglamentario.

5. Derecho a un trato correcto, considerado, digno y respetuoso en las relaciones de 
consumo, y no denigratorio en la oferta, publicidad y comercialización de productos, 
especialmente si va dirigida a colectivos vulnerables.

6. Derecho de acceso a la información y al conocimiento como bienes intangibles de uso 
y disfrute en el ámbito de la protección de las personas consumidoras.

7. Derecho a la seguridad y privacidad en las relaciones de consumo establecidas por 
cualquier canal de comercialización, y en particular, en lo que se refiere a las 
comunicaciones por vía telemática, en línea y a los dispositivos electrónicos y sensores 
biométricos y cualquier otro método o instrumento tecnológico que se utilice en el futuro para 
dicha finalidad.

8. Derecho de acceso a productos y bienes obtenidos y distribuidos según modelos de 
producción y consumo éticos y sostenibles, participando de forma activa en los procesos 
circulares de producción y consumo y también en la prevención de residuos y en el reciclaje 
que permita la transformación, de un objeto o producto sin uso o destinado a ser un residuo, 
a una nueva identidad y valor.

9. Derecho de acceso a los beneficios derivados del uso de las nuevas tecnologías de la 
información y la comunicación como personas consumidoras.

Artículo 6.  Protección prioritaria de los derechos de personas consumidoras en general y 
en especial, de determinados colectivos vulnerables.

1. A las personas consumidoras se les otorgará una protección prioritaria en relación con 
la adquisición y disfrute de aquellos productos y servicios de consumo y uso común, 
ordinario o generalizado de carácter esencial y, especialmente, con los de consumo fugaz.

2. Las administraciones competentes en el ámbito de sus competencias de consumo y 
defensa de la competencia llevarán a cabo actuaciones de vigilancia y control, en todo caso, 
sobre los servicios básicos o esenciales de interés general y de modo especial, sobre 
aquellos bienes o servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado.

3. Los colectivos de personas que presenten algún tipo de vulnerabilidad gozarán de una 
protección específica que permita garantizar sus derechos con arreglo a su tipo de 
vulnerabilidad. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones para considerar 
situaciones de vulnerabilidad por causas provisionales o coyunturales, con arreglo a la 
reversibilidad de las condiciones y mientras se manifiesten.

4. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo adoptarán 
las medidas pertinentes para adecuar sus recursos y servicios a las características de las 
personas y colectivos vulnerables de modo que sus respectivas vulnerabilidades no 
supongan merma alguna en la efectividad de la protección ni mitigación de sus resultados.

Asimismo, promoverán políticas y actuaciones destinadas a remover las situaciones que 
generan vulnerabilidad, así como prever su emergencia, y en particular, las referidas a la 
prevención y reestructuración del sobreendeudamiento familiar, al acceso y permanencia en 
la vivienda o a la eficiencia energética.
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Artículo 7.  Asistencia a personas consumidoras con dificultades o necesidades de apoyo 
para su autonomía personal.

En el ejercicio de las competencias en materia de consumo, las administraciones 
públicas promoverán que los operadores de mercado y los establecimientos en régimen de 
autoservicio, especialmente en aquellas actividades relativas a la prestación de servicios de 
forma automatizada, garanticen la asistencia precisa a las personas consumidoras que 
carezcan de forma permanente, crónica o temporalmente de autonomía para la toma y 
ejecución de decisiones de compra así como para el ejercicio de sus derechos como tales.

Sección 2.ª Protección de la salud y la seguridad

Artículo 8.  Deber general de seguridad.
1. De acuerdo con lo previsto en la normativa de la Unión Europea y del Estado, los 

bienes y servicios puestos en el mercado no podrán suponer riesgo alguno para la salud o 
seguridad de las personas consumidoras, siempre que se utilicen en condiciones normales o 
razonablemente previsibles, o supondrán únicamente riesgos mínimos, compatibles con el 
uso del producto o servicio y considerados admisibles dentro de un nivel elevado de 
protección de la salud y seguridad de las personas consumidoras.

2. A los efectos de adoptar las medidas que garanticen la seguridad de las personas 
consumidoras, la constatación de un riesgo en alguna unidad del producto puesto a 
disposición de las personas consumidoras, determinará el carácter inseguro del mismo y se 
presumirá que dicho incumplimiento afecta a toda su producción, salvo que el responsable 
acredite que el carácter inseguro afecta solo a un número determinado de unidades y 
garantice las condiciones de seguridad del resto de unidades de la producción.

3. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha adoptará las medidas pertinentes 
para garantizar, especialmente, la seguridad de los bienes y servicios destinados al consumo 
infantil en el ámbito escolar y en tiempo de ocio, así como a colectivos en situación de 
vulnerabilidad.

4. El concepto de seguridad de los productos o servicios podrá extenderse también a los 
riesgos de carácter medioambiental, laboral o social que puedan concurrir en su producción 
y distribución y cuyas circunstancias así lo determinen en la evaluación correspondiente con 
arreglo a la regulación sectorial vigente, que permita la adopción de medidas de reacción 
que procedan, lo que deberá ser desarrollado reglamentariamente.

La Junta de Comunidades promoverá la utilización de etiquetas informativas accesibles 
de carácter voluntario sobre el origen de los productos y sobre este tipo de riesgos e 
impulsará la autorregulación y regulación compartida en este ámbito. Se garantizará por 
parte de las administraciones públicas un uso adecuado y proporcionado de estos 
instrumentos, y en particular respecto de la participación del sector empresarial, preservando 
en todo caso el predominio del interés público sobre el privado.

Artículo 9.  Deber de información a las personas consumidoras sobre los riesgos de los 
bienes y servicios.

1. Las empresas que pongan bienes o servicios en el mercado proporcionarán a las 
personas consumidoras, por medios apropiados y accesibles y dentro de los límites de sus 
respectivas actividades, información previa, clara y adecuada sobre sus riesgos inherentes y 
que no sean inmediatamente perceptibles. Para lo anterior se tendrá en cuenta su 
naturaleza, características, sus condiciones de duración y las personas a las cuales van 
destinados, aunque el suministro de esta información no eximirá del cumplimiento de los 
demás deberes establecidos en esta disposición y otras normas que sean de aplicación.

2. Los productos químicos y todos los bienes que en su composición incluyan sustancias 
clasificadas como tóxicas o peligrosas deberán ir envasados con las garantías de seguridad 
exigidas por la normativa de aplicación correspondiente y llevar de forma visible y accesible 
los oportunos pictogramas, marcajes en braille, advertencias y frases de riesgo.

3. Los bienes y servicios destinados al cuidado personal y estético, los productos 
dietéticos y los cosméticos, informarán sobre su composición, propiedades, condiciones y 
precauciones de uso, de conformidad con la normativa técnico-sanitaria aplicable.
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4. Las sustancias y preparados tóxicos o peligrosos, se ajustarán a los requisitos de la 
comercialización, composición, envasado, y etiquetado, asegurando a las personas 
consumidoras, una adecuada información sobre la composición, propiedades, condiciones 
de utilización y conservación, advertencias de peligrosidad, así como las instrucciones para 
su eliminación o, en su caso, reciclaje.

5. Los productos manufacturados se ajustarán a las disposiciones de seguridad previstas 
en sus normas de calidad y reglamentación aplicable, en relación con su composición, 
propiedades, envasado, etiquetado, figurando además información sobre las instrucciones y 
advertencias de uso, con particular previsión en productos dirigidos a la infancia y en bienes 
de uso doméstico.

6. Si concurren circunstancias de las que se deriva la constatación de un posible riesgo a 
la salud de los consumidores, los servicios competentes de la Comunidad Autónoma serán 
autorizados a retirar cautelarmente dichos productos, y podrán ordenar la interrupción de su 
producción hasta que se adopten las medidas oportunas que garanticen la inocuidad de los 
mismos.

Artículo 10.  Obligaciones de las empresas en materia de seguridad de las personas 
consumidoras.

1. Las empresas productoras e importadoras tienen el deber de poner en el mercado 
únicamente productos seguros y de probar dicha seguridad cuando la autoridad competente 
en la materia así se lo requiera. A este respecto, en la evaluación del riesgo de un producto 
se valorará positivamente la implantación de mecanismos de control interno que garanticen 
que las irregularidades que pudieran haberse detectado afectan únicamente a un 
determinado número de unidades producidas o importadas.

2. Las empresas distribuidoras tienen el deber de distribuir únicamente productos 
seguros, no suministrándolos cuando sepan o debieran saber, por la información que poseen 
y como profesionales, que no cumplen tal requisito.

A efectos de las obligaciones en materia de seguridad de los productos para las 
personas minoristas, estas serán las mismas que para las empresas distribuidoras.

3. Las empresas productoras o distribuidoras de productos, o prestadoras de servicios, 
que tengan o deban tener conocimiento de que un producto o servicio que han introducido 
en el mercado genera un riesgo para la salud o seguridad de los personas consumidoras en 
condiciones de utilización normales o razonablemente previsibles lo comunicarán de forma 
inmediata al órgano competente, salvo en el caso de que la normativa europea o la estatal 
básica establezca un sistema alternativo de comunicación.

En el supuesto descrito en el párrafo anterior, las empresas productoras o distribuidoras 
de productos, o prestadoras de servicios, adoptarán, dentro del límite de sus respectivas 
actividades, todas las medidas adecuadas para neutralizar el riesgo; en particular, aquellas 
dirigidas a informar a las personas consumidoras mediante, en su caso, la publicación de 
avisos especiales, a retirar los productos del mercado o a recuperarlos de las personas 
consumidoras, o incluso suspender la prestación del servicio que causa el riesgo. Todas 
estas actuaciones habrán de ser realizadas por los responsables sin necesidad de que sean 
requeridos para ello por las autoridades competentes y sin menoscabo de aquellas que, de 
forma expresa, les sean requeridas por dicha autoridad.

4. Las empresas productoras, importadoras y distribuidoras deberán colaborar con las 
distintas administraciones en todas las actuaciones emprendidas por estas, tanto de carácter 
material como jurídico, para evitar los riesgos que presenten los productos que hayan 
suministrado, exhibiendo y, en su caso, facilitando copia de toda la información que les sea 
requerida por la autoridad competente, incluyendo la mercantil, industrial o contable 
pertinente, aunque esté protegida por la normativa de protección de datos de carácter 
personal y asumiendo todos los costes de tales actuaciones. Se exceptuarán aquellos datos 
que sean de carácter estrictamente confidencial y reservados por su propia naturaleza.

A este respecto, cuando en varios productos fabricados o distribuidos por un mismo 
agente comercializador se haya demostrado su carácter inseguro, la autoridad competente 
podrá exigir a dicho agente que acredite la seguridad de otros productos similares antes de 
poder comercializarlos o de continuar con su distribución.
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5. En el etiquetado y presentación de los bienes y servicios deberá constar la 
información que la legislación de aplicación en cada caso establezca como obligatoria, 
debiendo figurar, en todo caso, los datos de identificación de la empresa responsable y una 
dirección de contacto, así como, en el supuesto de bienes, su referencia y, si procede, el lote 
de fabricación, salvo en los casos en que la omisión de la citada información esté justificada.

6. Los servicios relacionados con el suministro de energía, telecomunicaciones, 
transportes públicos, agua potable, saneamiento y ascensores, deberán prestarse de 
manera que se observen los requisitos de seguridad y accesibilidad de las instalaciones y de 
los materiales, las condiciones de equipamiento y la capacidad técnica y requisitos exigibles 
por la normativa sectorial vigente en cada momento.

Artículo 11.  Responsabilidades de las empresas en materia de documentación.
1. Los datos y documentos necesarios para que pueda comprobarse fácilmente y de 

forma veraz el origen y destino de los bienes, así como aquellos relacionados con el lote de 
fabricación, deberán mantenerse durante el periodo que establezca la normativa específica 
y, en cualquier caso, al menos durante los tres años posteriores al cese de la producción, en 
el caso de la empresa productora, o del cese de la distribución o venta del producto en 
cuestión, en el caso de la importadora. En los productos con fecha de caducidad o consumo 
preferente, este plazo podrá reducirse al de un año a partir del final de esa fecha, siempre y 
cuando la normativa de aplicación no establezca plazos más amplios.

2. Los participantes en la cadena comercial que incluyan determinadas marcas en el 
etiquetado de los productos que comercialicen, en particular el marcado «CE», para 
acreditar que tales productos cumplen los requisitos mínimos de seguridad que les son de 
aplicación, deberán conservar la documentación que justifique dicha acreditación durante el 
periodo que establezca la normativa específica y, en cualquier caso, un mínimo de tres años 
después de haber agotado las existencias de los productos.

3. En el caso de las ventas realizadas a la persona consumidora final, las empresas 
tendrán la obligación de conservar únicamente durante los periodos señalados en los 
apartados anteriores, computados desde la fecha en que hubieran agotado las existencias 
de los productos, la documentación que acredite el origen de la mercancía y la identificación 
de las empresas que se la hayan suministrado o provisto.

4. En cualquier caso, cuando la autoridad competente en materia de seguridad de los 
productos solicite la documentación a que se refieren los apartados anteriores a una 
empresa de la cadena de producción o distribución comercial, esta deberá facilitarla, 
identificando de forma clara e inequívoca el producto o productos a que se refiera el 
requerimiento.

Artículo 12.  Obligación de comunicación de accidentes.
1. Los servicios médicos públicos y privados, así como los órganos competentes en 

materia de seguridad en el trabajo, participarán activamente en los sistemas de 
comunicación que reglamentariamente se articulen, a efectos de transmitir la información de 
que dispongan a la autoridad competente en materia de seguridad de los productos, en los 
casos en que pueda existir un riesgo derivado del uso de un determinado producto no 
alimenticio o en el disfrute de un servicio.

2. Las organizaciones de personas consumidoras tienen el derecho y el deber de poner 
en conocimiento de la autoridad competente en materia de consumo los accidentes 
comprobados de los que tuviesen conocimiento, derivados de la existencia de un riesgo no 
perceptible en un producto de consumo. A su vez, las personas consumidoras podrán 
ejercer este mismo derecho a título individual.

Artículo 13.  Red de Alerta de Productos de Consumo.
1. La Red de Alerta de Productos de consumo es un sistema basado en el intercambio 

rápido de información entre las administraciones encargadas del control de mercado, sobre 
un producto que pueda suponer un riesgo para las personas consumidoras, cuyo objetivo 
principal es el de garantizar que los productos puestos en el mercado sean seguros.
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2. Con la finalidad de detectar productos tóxicos o peligrosos, la Inspección de Consumo 
llevará a cabo actividades de inspección y control de modo permanente y se recogerán las 
comunicaciones aportadas por las empresas productoras, distribuidoras y personas 
consumidoras.

3. La consejería competente en materia de consumo determinará reglamentariamente el 
punto de contacto y el organismo gestor de las notificaciones de productos inseguros que se 
incluyan en red de alerta y de aquellas otras notificaciones que se reciban del punto de 
contacto nacional, tanto si son de origen europeo como si provienen de otras autoridades 
autonómicas.

4. Asimismo, la consejería competente en materia de consumo promoverá mecanismos 
de intercambio de información para la notificación de productos que presenten riesgos de 
carácter medioambiental o social.

5. Las asociaciones de consumidores y usuarios válidamente constituidas, serán 
consideradas parte interesada en aquellos procedimientos que tengan por objeto la 
protección de las personas consumidoras, cuyos derechos e intereses puedan verse 
afectados como consecuencia de una situación de peligro, accidente o inseguridad de 
cualquier naturaleza y en el marco de lo previsto al respecto en la legislación procesal y en 
aquella otra de carácter específico de ámbito estatal.

Artículo 14.  Producto seguro.
1. Se entenderá por producto seguro cualquiera que, en condiciones de utilización 

normal o razonablemente previsibles, incluidas las condiciones de duración y, si procede, de 
puesta en servicio, instalación y de mantenimiento, no presente riesgo alguno o únicamente 
riesgos mínimos, habida cuenta, en particular, de los siguientes elementos:

a) Las características del producto, entre ellas su composición y envase.
b) El efecto sobre otros productos, cuando razonablemente se pueda prever la utilización 

del primero junto con los segundos.
c) La información que acompaña al producto, en particular: el etiquetado; los posibles 

avisos e instrucciones de uso y eliminación; las instrucciones de montaje y, si procede, 
instalación y mantenimiento, así como cualquier otra indicación o información relativa al 
producto.

d) La presentación y publicidad del producto.
e) Las categorías de las personas consumidoras que estén en condiciones de riesgo en 

la utilización del producto, en particular los niños, las personas con discapacidad y las 
personas mayores.

2. La posibilidad de alcanzar niveles superiores de seguridad o de obtener otros 
productos que presenten menor grado de riesgo no será razón suficiente para considerar 
que un producto es inseguro.

Artículo 15.  Producto inseguro.
1. Se entenderá por producto inseguro cualquiera que no responda a la definición de 

producto seguro.
2. Se presumirá que un producto es inseguro cuando:
a) Cuando el producto sea derivado de una actividad productiva, o de distribución o 

comercialización carente de las autorizaciones generales y específicas preceptivas.
b) El producto o las instalaciones donde se elabore carezcan de las autorizaciones u 

otros controles administrativos preventivos necesarios establecidos con la finalidad directa 
de proteger la salud y seguridad de los consumidores y usuarios. En particular, cuando 
estando obligado a ello, el producto haya sido puesto en el mercado sin la correspondiente 
«declaración CE de conformidad», el «marcado CE» o cualquier otra marca de seguridad 
obligatoria estando obligado a ello, haya sido puesto en el mercado sin la correspondiente 
«declaración CE de conformidad», el «marcado CE» o cualquier otra marca de seguridad 
obligatoria.

c) Carezca de los datos mínimos que permitan identificar al productor o responsable del 
producto.
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d) Pertenezca a una gama, un lote o una remesa de productos de la misma clase donde 
se haya descubierto algún producto inseguro.

Artículo 16.  Productos de imitación o falsificados.
Los productos que no puedan acreditar su origen, o que éste haya sido utilizado 

indebidamente por imitación o falsificación se presumirán inseguros y, en virtud de tal 
consideración, serán objeto de las medidas correspondientes a un producto inseguro.

Artículo 17.  Actividades carentes de autorización, declaración responsable o comunicación.
Siempre que no suponga restricción alguna al libre acceso a la prestación de servicio, 

toda actividad productiva, de distribución y comercialización o de prestación de servicios sin 
haberse emitido las declaraciones responsables o comunicaciones que correspondan, de los 
controles administrativos preventivos necesarios establecidos con la finalidad directa de 
proteger la salud y seguridad de las personas consumidoras, o carentes de las 
autorizaciones generales y específicas preceptivas, tendrán la consideración de inseguras 
así como también los productos y bienes derivados de las mismas, por lo que les serán de 
aplicación las medidas cautelares y de reacción previstas al respecto.

Artículo 18.  Responsabilidades de las empresas productoras.
1. Dentro de los límites de sus respectivas actividades, las empresas productoras deben 

informar a las personas consumidoras, por medios apropiados y accesibles, de los riesgos 
que no sean inmediatamente perceptibles con avisos adecuados y que sean susceptibles de 
provenir de una utilización normal o previsible de los productos, habida cuenta de su 
naturaleza, sus condiciones de duración y las personas a las que van destinados. La 
facilitación de esta información no eximirá del cumplimiento de los demás deberes 
establecidos en el siguiente apartado.

2. Dentro de los límites de sus respectivas actividades y en función de las características 
de los productos, las empresas productoras deberán:

a) Mantenerse informadas de los riesgos que dichos productos puedan presentar e 
informar convenientemente a las personas distribuidoras. Con este fin, registrarán y 
estudiarán aquellas reclamaciones de las que pudiera deducirse la existencia de un riesgo y, 
en su caso, realizarán pruebas por muestreo de los productos comercializados o 
establecerán otros sistemas apropiados. Cuando la forma de cumplir este deber esté 
determinada en reglamentos específicos, se estará a lo que estos prevean.

b) Adoptar, sin necesidad de requerimiento de los órganos administrativos competentes, 
las medidas adecuadas para evitar los riesgos, entre las que se incluirán las de informar a 
las personas consumidoras mediante, en su caso, la publicación de avisos en prensa, radio, 
internet, medios audiovisuales o cualesquiera otros que puedan cumplir eficazmente con 
dicho objetivo informativo y retirar los productos del mercado o recuperarlos de las personas 
consumidoras, cuando descubran o tengan indicios suficientes de que han puesto en el 
mercado productos que presenten para la persona consumidora riesgos incompatibles con el 
deber general de seguridad.

c) Indicar, en el producto o en su envase, los datos de identificación de su empresa y de 
la referencia del producto o, si procede, del lote de fabricación, salvo en los casos en que la 
omisión de dicha información esté justificada. Los datos que se relacionan con el lote de 
fabricación deberán conservarse por la empresa productora, para cualquier producto, 
durante tres años. En los productos con fecha de caducidad o consumo preferente, este 
plazo podrá reducirse a un año a partir del final de esa fecha.

Artículo 19.  Responsabilidades por la distribución, venta y prestación de servicios.
1. Quienes se dediquen a la distribución, venta de productos y bienes y prestación de 

servicios, en su calidad de empresas o profesionales, deberán actuar con diligencia para 
evitar que estos sean inseguros. En especial, dentro de los límites de sus actividades 
respectivas deberán participar en la vigilancia de la seguridad de los productos y bienes que 
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comercialicen y de los servicios que presten, mediante la transmisión de información sobre 
los riesgos que presenten y la colaboración en las actuaciones emprendidas para evitarlos.

2. Las personas distribuidoras tienen el deber de comercializar solo productos seguros, 
por lo que no suministrarán productos cuando sepan, o debieran saber, por la información 
que poseen y como profesionales, que no cumplen tal requisito. Actuarán con diligencia para 
contribuir al cumplimiento de los requisitos de seguridad aplicables, en particular, durante el 
almacenamiento, transporte y exposición de los productos.

3. Dentro de los límites de sus actividades respectivas, las personas distribuidoras 
participarán en la vigilancia de la seguridad de los productos puestos en el mercado, en 
concreto:

a) Informando a los órganos administrativos competentes y a las empresas productoras 
las sobre los riesgos de los que tengan conocimiento.

b) Manteniendo, durante un plazo de tres años después de haber agotado las 
existencias de los productos, la documentación necesaria para averiguar el origen de los 
mismos, en particular la identidad de la parte proveedora y, en caso de no ser minoristas, su 
destino, y proporcionando aquella, en su caso, a las autoridades que la soliciten.

c) Colaborando eficazmente sobre los riesgos de utilización de los bienes o servicios, 
conforme a la información proporcionada por las empresas productoras.

Artículo 20.  Responsabilidades comunes a la producción, la distribución, venta y prestación 
de servicios.

1. Las empresas productoras y las distribuidoras comunicarán inmediatamente a la 
consejería competente en materia de consumo cualquier conocimiento que tengan o 
cualquier sospecha que alberguen sobre los riesgos incompatibles con el deber de seguridad 
que presente un producto puesto en el mercado. Deberán igualmente colaborar con las 
distintas administraciones en todas las actuaciones emprendidas por estas para evitar los 
riesgos que presenten los productos que hayan suministrado, tanto materiales como 
jurídicos, facilitando, en su caso, toda la información pertinente, aunque esté protegida por el 
secreto industrial, y asumiendo los costes de la actuación.

2. Si la empresa productora o distribuidora tienen su domicilio social en otra comunidad 
autónoma y el producto se ha distribuido en otras comunidades además de Castilla-La 
Mancha, la comunicación a que se refiere el apartado anterior se realizará conforme a lo 
dispuesto en la normativa estatal.

3. En los casos en que se trate de determinar el canal de comercialización de un 
producto que pueda poner en riesgo la seguridad de las personas consumidoras, la 
administración competente en materia de consumo podrá requerir al productor, distribuidor o 
responsable de la comercialización, la traducción, mediante intérprete jurado o asimilado, de 
la documentación técnica, factura u otros documentos que se aporten en idioma no oficial del 
Estado.

Sección 3.ª Protección de los intereses económicos y sociales

Artículo 21.  Marco legal.
Los legítimos intereses económicos y sociales de las personas consumidoras deberán 

ser respetados en los términos establecidos en esta ley y en la legislación general y 
específica que afecte a los derechos de las personas consumidoras, de manera que en los 
casos de concurrencia entre esta normativa y las disposiciones generales y sectoriales y en 
lo referente al régimen de declaración responsable, comunicación o en su caso de 
autorización de cada producto o servicio, deberán ser resueltas de acuerdo con el principio 
de condición más beneficiosa para las personas consumidoras.

Artículo 22.  Empoderamiento financiero y digital de las personas consumidoras.
1. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 

cuantas medidas sean necesarias para asegurar el empoderamiento financiero y digital de 
las personas consumidoras en relación con sus legítimos intereses económicos y sociales.
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2. Asimismo, las administraciones públicas con competencias en materia de consumo 
fomentarán la información y acceso a instrumentos financieros alternativos como los 
microcréditos o el micromecenazgo y otras fórmulas de financiación colectiva; y también en 
lo relativo a las inversiones socioambientalmente responsables y otras herramientas o útiles 
financieros que puedan existir, según la evolución o las disponibilidades del mercado.

Artículo 23.  Autenticidad de los productos.
Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo, para proteger 

los legítimos intereses económicos y sociales de las personas consumidoras, adoptarán 
medidas para evitar la comercialización de productos cuyas marcas puedan inducir a error o 
imiten o falsifiquen sus características o identificación, o bien, no puedan acreditar su origen 
o procedencia.

Artículo 24.  Acreditación de actividades económicas.
Siempre que no suponga restricción alguna al libre acceso a la prestación de servicio, las 

administraciones públicas con competencias en materia de consumo podrán adoptar 
medidas cautelares o de restablecimiento de la legalidad para impedir la comercialización de 
productos o la prestación de servicios que carezcan de las oportunas declaraciones 
responsables, comunicaciones o autorizaciones, según corresponda, ya sean de carácter 
general o específico, para lo que actuarán de manera integral y coordinada con las 
autoridades correspondientes.

Artículo 25.  Revocación de autorización de actividades.
Cuando se trate de la comercialización de un producto o servicio sometido al régimen de 

autorización previa, las administraciones públicas con competencias en materia de consumo 
podrán instar a las autoridades que corresponda la revocación de la autorización concedida 
si la actividad que se desarrolla por este régimen supone un claro perjuicio para las personas 
consumidoras, o bien, representa un riesgo para la protección de sus derechos por una 
práctica irregular grave o incumplimiento generalizado producidos de forma continuada.

Artículo 26.  Obsolescencia programada.
La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus competencias, 

adoptará reglamentariamente medidas informativas sobre la durabilidad y la reparación de 
los productos con objeto de prevenir y erradicar las prácticas de producción que tengan por 
objeto la reducción intencionada de la vida útil de los productos, pudiendo a su vez actuar 
cautelarmente sobre la comercialización de estos.

Artículo 27.  Información a la persona consumidora.
Sin perjuicio de lo establecido en esta sección y en los artículos posteriores, la 

información debe corresponder a las necesidades reales y a las expectativas de las 
personas consumidoras por lo que su adecuación debe evaluarse en función de la finalidad 
del contenido, de la presentación del contexto y de la identificación del mensaje publicitario, 
cuyos parámetros fundamentales, deben ser los siguientes: accesibilidad universal, 
fiabilidad, actualidad, imparcialidad, exactitud, pertinencia, carácter sucinto, 
comprensibilidad, claridad, legibilidad, fácil acceso y no discriminación por razón de género, 
raza, religión, lugar de nacimiento o discapacidad.

Artículo 28.  Transparencia y simetría informativa.
1. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 

las medidas oportunas para garantizar la máxima trasparencia en las relaciones comerciales, 
siempre que dicha transparencia no provoque en modo alguno efectos contraproducentes 
sobre la competencia efectiva y, por tanto, sobre las propias personas consumidoras, 
favoreciendo en lo posible la simetría informativa tanto en relación con las características de 
los bienes y servicios ofertados, como en la formación de los precios a través de 
mecanismos e indicadores de trazabilidad en la composición de precios en destino y en 
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referencia a la cadena de valor como en lo que a las condiciones de contratación de la oferta 
se refiere, garantizando en todo momento la libre competencia, el secreto empresarial y 
profesional, y la confidencialidad de la información que pueda producir distorsión en el 
mercado.

2. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo velarán para 
que las personas consumidoras puedan acceder y disponer de aquella información que 
resulte relevante, veraz y suficiente para la adopción de decisiones informadas con arreglo a 
criterios de racionalidad en la atención de necesidades y deseos, elaborando indicadores de 
confianza y satisfacción de necesidades para conocer las percepciones y expectativas de las 
personas consumidoras.

Artículo 29.  Información del precio o contraprestación.
1. Cualquier información sobre el precio o contraprestación que haya de ser satisfecho 

por la persona consumidora por la adquisición de un bien o la prestación de un servicio 
deberá cumplir, además con los demás requisitos legal o reglamentariamente establecidos.

En los casos en que se prevea el pago anticipado, se informará de tal circunstancia de 
modo visible y siempre antes de adquirir el producto o el servicio. Del mismo modo, deberá 
informarse por anticipado del precio. La información sobre estos aspectos deberá ajustarse 
igualmente a las previsiones legal o reglamentariamente establecidas.

Asimismo, cuando se prevean limitaciones en los medios de pago, deberá informarse de 
su existencia.

2. Solo podrá exigirse por parte de una empresa un precio o una contraprestación por la 
adquisición de un bien o la prestación de un servicio siempre que la información sobre el 
precio o contraprestación no dé lugar a confusión o sea suficientemente clara sobre cuál es 
el precio o contraprestación a satisfacer. En estos supuestos, solo podrá exigirse aquella 
parte no afectada por la confusión o falta de claridad. Ante una controversia de este tipo, la 
persona consumidora podrá interponer la correspondiente reclamación contra la empresa en 
la que expondrá el motivo del desacuerdo, en el momento mismo de la adquisición del bien.

3. En caso de contradicción respecto al precio o contraprestación por la adquisición de 
un bien o servicio que se realice en cualquier comunicación comercial se interpretará a favor 
de la persona consumidora.

4. Cuando por parte de una empresa se indique que una prestación de un servicio o la 
entrega de un bien es gratuita o se utilice algún tipo de publicidad o comunicación comercial 
en este sentido, no podrá exigirse por la misma ninguna contraprestación, ni directa ni 
indirectamente, salvo las permitidas normativamente, cuando por la persona consumidora se 
exija su entrega o la prestación. En este caso, la empresa, estará obligada a la efectiva 
entrega del bien o a la efectiva prestación del servicio. La empresa, en la publicidad o 
comunicación comercial, ha de advertir expresamente que a pesar del carácter gratuito se 
cobrarán ciertas contraprestaciones, debiendo identificarlas.

Artículo 30.  Información y marcado de precios en los establecimientos.
La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus competencias, 

adoptará las medidas que reglamentariamente se desarrollen, en materia de información y 
marcado de precios en los establecimientos comerciales. Todos los precios que marquen 
serán los correspondientes con impuestos incluidos.

Artículo 31.  Precios dinámicos.
Siempre que no provoque efectos contraproducentes sobre la competencia efectiva y, 

por ende, sobre las propias personas consumidoras, las administraciones públicas con 
competencias en materia de consumo garantizarán la transparencia en las transacciones 
sujetas a precios dinámicos.

Artículo 32.  Fluctuación de precios.
Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo, siempre que 

no provoque efectos contraproducentes sobre la competencia efectiva y, por tanto, sobre las 
propias personas consumidoras, desarrollarán reglamentariamente las garantías de 
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transparencia en la repercusión de la volatilidad de precios de distribución y venta sujetos a 
informaciones públicas y similares, evitando la comisión de prácticas comerciales desleales y 
el falseamiento de la competencia.

Artículo 33.  Cláusulas abusivas y prácticas comerciales desleales.
1. Se considerarán cláusulas abusivas y prácticas comerciales desleales, las previstas 

en la normativa reguladora de las mismas.
2. Las cláusulas abusivas contenidas en las condiciones generales de los contratos y las 

prácticas abusivas que vulneren los derechos de las personas consumidoras serán 
sancionadas por las administraciones competentes en materia de consumo. Las 
administraciones públicas adoptarán las medidas que sean de su competencia para 
conseguir el cumplimiento de la legislación vigente, en especial con la finalidad de que las 
personas consumidoras estén protegidas contra las cláusulas y las prácticas abusivas 
ilegibles o de difícil comprensión en los contratos y en las transacciones.

Por su parte, las personas consumidoras tienen derecho a solicitar la eliminación y el 
cese de las cláusulas y prácticas abusivas o desleales. En el caso de los créditos o 
préstamos hipotecarios, puede preverse la aplicación de mecanismos tales como la dación 
en pago.

3. La administración autonómica competente en materia de consumo publicará en el 
portal web del Gobierno de Castilla-La Mancha, aquellas prácticas o condiciones 
consideradas desleales o cláusulas contractuales consideradas abusivas y que así hayan 
sido ratificadas por los órganos judiciales.

4. Las personas consumidoras tendrán derecho a una protección frente a las prácticas 
comerciales consideradas desleales por agresivas, abusivas o engañosas, ya sean por 
acción o por omisión, realizadas antes, durante y después de una transacción comercial, 
siempre que afecten a las personas consumidoras y usuarias.

5. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus competencias, 
actuará para adoptar medidas, especialmente, en materia sancionadora, tendentes a la 
supresión de las situaciones de violencia económica en la contratación de las personas 
consumidoras.

Sección 4.ª Protección jurídica, administrativa y técnica. Indemnización y 
reparación de daños

Artículo 34.  Garantía de servicio público.
Las administraciones públicas tienen la obligación de garantizar, de forma directa o 

subsidiaria, la puesta a disposición de las personas consumidoras de cuantos recursos 
físicos o electrónicos sean precisos para la protección de los derechos previstos en esta ley 
y en la normativa correspondiente.

Artículo 35.  Actuaciones de protección.
Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo desarrollarán 

las actuaciones jurídicas, administrativas y técnicas que sean precisas para la efectiva 
protección de las personas consumidoras y, entre otras, las siguientes actuaciones:

a) De regulación normativa.
b) De prevención, implementando programas de control de mercado y de seguridad de 

los productos.
c) De prevención y abordaje de conductas de consumo tales como la compra 

compulsiva, los comportamientos disfuncionales, las adicciones o los desórdenes 
alimentarios y de hábitos derivados del consumo y utilización de bienes, productos y 
servicios con una vida útil, impulsando la reparación de los productos y la existencia de las 
piezas de recambio.

d) De protección, activando mecanismos de resolución amistosa y extrajudicial de 
conflictos.

e) De promoción, desarrollando programas de información, formación y educación.
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f) De restauración de la legalidad y de corrección de mercado, en este caso, a través del 
procedimiento sancionador.

g) De análisis y observación, elaborando o promoviendo la emisión de dictámenes, 
informes, indicadores, estudios e investigaciones.

h) De cooperación técnica y jurídica estableciendo alianzas estratégicas con entidades e 
instituciones públicas y privadas.

i) De fomento del asociacionismo y de la participación, a través de órganos colegiados y 
de representación.

j) De cooperación internacional, mediante la participación en programas de la Unión 
Europea y transnacionales.

k) De fomento de los acuerdos de las empresas en sistemas de autorregulación y 
regulación compartida en los distintos sectores económicos. Se garantizará por parte de las 
administraciones públicas un uso adecuado y proporcionado de estos instrumentos, y en 
particular respecto de la participación del sector empresarial, preservando en todo caso el 
predominio del interés público sobre el privado.

l) Aquellas otras que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 36.  Servicios de atención a las personas consumidoras por parte de las empresas.
1. Se facilitará que las personas consumidoras tengan garantizado un acceso fácil y 

universal a la información sobre sus derechos y deberes, debiendo favorecer la 
presentación, tramitación y, si procede, resolución de sus quejas, reclamaciones y denuncias 
a través de medios rápidos y eficaces, como los sistemas de comunicación electrónica.

2. En todo caso, será obligatoria la entrega a la persona consumidora del resguardo 
acreditativo o copia registrada de la queja o, reclamación y denuncia, inmediatamente 
cuando se efectúe físicamente y la remisión en el plazo de 24 horas cuando se hagan por 
medios electrónicos.

3. Las empresas deberán disponer de un número de teléfono atendido totalmente 
gratuito y un correo electrónico para poder presentar las reclamaciones y dar respuesta a las 
mismas cuando no existan establecimientos físicos de la empresa frente a la cual se 
pretende presentar una reclamación o de otras empresas a través de los cuales puedan 
presentarse reclamaciones, sin perjuicio de lo establecido en normas sectoriales reguladoras 
de un sector de actividad concreto o para determinadas formas de contratación en lo relativo 
a la presentación de reclamaciones o peticiones de información.

4. En los supuestos de servicios de carácter continuado, las empresas prestadoras de 
los mismos deberán disponer, en todo caso, de un teléfono de atención a las personas 
consumidoras cuyo coste se atenga a lo establecido en la normativa específica, que habrá 
de estar en funcionamiento las veinticuatro horas de todos los días del año.

5. Los teléfonos de atención a las personas consumidoras deberán disponer de atención 
personalizada a través de sistemas que no supongan esperas, salvo las que técnicamente 
estén justificadas como necesarias.

6. Reglamentariamente se procederá a desarrollar la regulación contemplada en el 
presente artículo.

Artículo 37.  Obligaciones de las empresas en la atención a las personas consumidoras.
Las empresas están obligadas a:
1. Atender, facilitar y suministrar la información que les sea solicitada de forma personal 

y, si procede, presencial, por los medios adecuados.
2. Atender e informar, en cualquier caso, de forma inmediata y adecuada y, 

preferentemente de forma presencial, de cualquier incidencia, acontecimiento o circunstancia 
que afecte al funcionamiento normal de las relaciones de consumo y, por otra parte, 
minimizar y paliar los posibles daños y perjuicios que se deriven, y evitar las esperas 
excesivas e injustificadas. A tales efectos, si la empresa dispone de un teléfono o teléfonos 
de atención al cliente, debe informar y facilitar el número o números a las personas 
consumidoras y, en todo caso, el coste de su utilización no puede correr a cargo de la 
persona consumidora, ya sea de forma total o compartida.
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3. Garantizar de forma fehaciente que la persona consumidora, para hacer valer el 
eventual ejercicio de sus derechos, tenga constancia, por escrito o en cualquier soporte 
duradero, de la presentación de cualquier tipo de queja o reclamación relativa a incidencias, 
acontecimientos o circunstancias que afecten al funcionamiento normal de las relaciones de 
consumo; y dar respuesta a las quejas y reclamaciones recibidas lo antes posible, en 
cualquier caso en el plazo de un mes desde que son presentadas. En el supuesto de que 
durante este plazo no se hubiese resuelto de forma satisfactoria la queja o la reclamación 
formuladas, la empresa que esté adherida a un sistema extrajudicial de resolución de 
conflictos debe proporcionar los medios adecuados para garantizar el acceso de las 
personas consumidoras al correspondiente sistema extrajudicial de resolución o, si procede, 
dirigirla a los servicios públicos de consumo.

4. Poner a disposición de las personas consumidoras, sea cual sea su lugar de 
residencia, en cualquier relación de consumo, información que debe incluir, en cualquier 
caso, la dirección postal, el número de teléfono de atención y el número de fax o la dirección 
de correo electrónico donde las personas consumidoras pueden solicitar cualquier tipo de 
asesoramiento o información sobre el bien o servicio adquirido o contratado, o pueden 
formular las quejas o reclamaciones sobre cualquier asunto que afecte al funcionamiento 
normal de las relaciones de consumo.

Las empresas facilitarán además su dirección legal cuando esta no coincida con la 
habitual para la correspondencia.

Artículo 38.  Administración electrónica.
1. Se fomentará el uso de las nuevas tecnologías para la presentación por las personas 

consumidoras de las consultas, quejas, reclamaciones y denuncias, y su comunicación con 
ellos, estableciendo procedimientos seguros, accesibles y adecuados que garanticen la 
autenticidad de las mismas. Los recursos electrónicos de atención a las personas 
consumidoras deberán disponer de soluciones de operatibilidad compartida para la 
coordinación de comunicaciones a partir de una sede electrónica común de ámbito regional.

2. La administración competente en materia de consumo establecerá un sistema 
electrónico de hojas de reclamación. Las personas consumidoras podrán presentar sus 
reclamaciones a través de este sistema ante una entidad adherida al mismo, siempre que 
esta disponga del correspondiente certificado electrónico emitido por una entidad 
válidamente reconocida.

3. La consejería competente en materia de consumo regulará reglamentariamente el 
modelo de solicitud y procedimiento de tramitación y resolución electrónica de la hoja de 
reclamaciones.

Artículo 39.  Indemnizaciones y resarcimiento del daño.
De acuerdo con la legislación vigente en materia de consumo, las personas 

consumidoras tienen derecho a la compensación efectiva, la devolución de las cantidades 
abonadas indebidamente, y a la reparación, resarcimiento e indemnización de los daños y 
perjuicios, en su caso, sufridos a consecuencia de la adquisición o utilización de bienes y 
servicios, sin perjuicio del derecho a la indemnización por daños morales que puedan 
plantear ante los órganos judiciales correspondientes, como consecuencia de la 
responsabilidad contractual, fundada en la falta de conformidad de los bienes o servicios o 
en cualquier otra causa de incumplimiento o cumplimiento defectuoso del contrato, o de la 
responsabilidad extracontractual a que hubiere lugar.

Sección 5.ª Información, educación y formación

Artículo 40.  Empoderamiento de las personas consumidoras.
1. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 

iniciativas y programas de información, educación y formación en materia de consumo de 
modo que favorezca la transparencia, la simetría informativa y el equilibrio de mercado, y 
contribuya al empoderamiento financiero y digital de las personas consumidoras en los 
términos establecidos en el artículo 22.
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2. Las actividades informativas, formativas y educativas deberán estar orientadas a la 
adquisición y consolidación de hábitos, actitudes y conductas compatibles con un consumo 
inclusivo, sostenible, ético y creativo en lo personal, y activo, comprometido y 
corresponsable en lo social basado en valores, y que contribuya a acciones positivas para la 
mejora de la sociedad.

Artículo 41.  Información de los bienes, productos y servicios.
1. Las administraciones públicas competentes en materia de consumo controlarán que la 

información que las personas consumidoras requieren para poder tomar decisiones 
informadas en sus actos de compra y contratación de los bienes, productos y servicios, y en 
especial los de uso básico y consumo generalizado, sea clara, veraz y transparente, sin que 
pueda dar lugar a confusión alguna.

2. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo velarán 
porque la información de los productos, servicios o actividades que aleguen propiedades de 
carácter ambiental, social o terapéutica se ajusten exclusivamente a propiedades probadas o 
demostrables científicamente sin que puedan darse interpretaciones con sesgos informativos 
al respecto. A tal efecto, las empresas anunciantes deberán acreditar, de forma fehaciente, 
la veracidad de sus afirmaciones.

3. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo llevarán a 
cabo las acciones informativas, formativas y educativas necesarias para facilitar la 
comprensión, legibilidad y transparencia de la información relativa a contratación y 
facturación de los servicios, especialmente cuando se trate de servicios básicos de interés 
general.

4. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo adoptarán 
las medidas oportunas para que la obligación de informar señalada en los puntos anteriores 
sea accesible para todas las personas consumidoras y especialmente adaptadas a los 
colectivos que presenten algún tipo de vulnerabilidad. Cuando la información sea relativa a la 
advertencia de riesgos para la salud o la seguridad de las personas vulnerables, o bien, 
haga referencia a la composición o las advertencias de uso, bien mediante texto o 
pictográficamente, las empresas envasadoras facilitarán sistemas de lectura de etiquetado a 
través de dispositivos táctiles o electrónicos tipo códigos de barras de respuesta rápida o 
cualquier otro que cumpla dicha finalidad de facilitar su lectura.

5. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo velarán por 
la protección de las personas consumidoras frente a todo tipo de comunicación comercial, 
como la publicidad, promoción y ofertas agresivas desleales o que incurran en cualquier otro 
tipo de ilicitud y que puedan menoscabar su libertad de decisión. Esta protección se llevará a 
cabo de forma especial si la publicidad, promoción y ofertas agresivas o ilícitas están 
dirigidas a colectivos de personas vulnerables.

Artículo 42.  Derecho de información sobre productos, servicios y actividades.
1. Las comunicaciones comerciales dirigidas a la promoción, publicidad e información de 

los bienes y servicios destinados a las personas consumidoras, deberán reunir las siguientes 
características:

a) Debe ser concebida y llevada a cabo de modo que no pueda, por acción o por 
omisión, engañar o inducir a engaño sobre sus características o condiciones.

b) Debe hacerse de acuerdo con los principios de suficiencia, objetividad, veracidad 
autenticidad, accesibilidad universal y no discriminación por razón de género, raza, religión, 
lugar de nacimiento o discapacidad, y no puede, sea cual sea el soporte utilizado, inducir a 
error o a falsas expectativas a las personas destinatarias.

c) Debe hacerse sin difundir contenidos que justifiquen, banalicen o inciten a la violencia 
de género o que atenten a la dignidad de las mujeres.

2. La información que figura en los envases, embalajes y etiquetas de los productos 
debe ser veraz y suficiente, y fácilmente legible, y debe incluir, a fin de que sea posible hacer 
una elección racional entre bienes y servicios competitivos, los siguientes aspectos en 
cuanto a las características de los bienes:
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a) La naturaleza, finalidad, denominación usual y comercial si la tuviesen, y la 
identificación del proveedor, así como el nombre del productor y su dirección completa.

b) La composición.
c) La cantidad, medida o peso.
d) La calidad y categoría, si la hubiere.
e) Instrucciones de uso y mantenimiento.
f) El riesgo que entraña su uso, si procede y las advertencias sobre estos riesgos y forma 

de prever, contrarrestar y reducir los efectos no deseables de los incidentes que, pese a las 
instrucciones, puedan producirse.

g) El origen. Debe informarse, si procede, sobre los procesos de producción, 
comercialización y adquisición de los bienes y servicios para comprobar su adecuación a los 
principios de consumo responsable y sostenible.

h) Fecha de producción o suministro y lote, en caso de ser reglamentariamente exigibles 
y fecha de duración mínima o caducidad.

i) La información obligatoria de los distintivos de calidad.
j) Las demás características relevantes de la oferta.
k) Aquellos otros requisitos que exija su normativa sectorial.
3. Las personas consumidoras tienen derecho a recibir información suficiente y 

fácilmente accesible sobre los precios, tarifas, condiciones de venta y todos los demás 
conceptos que conformen el precio final a pagar por la persona consumidora, antes de 
adquirir el bien o contratar el servicio.

4. Las personas consumidoras tienen derecho a recibir información suficiente, antes de 
contratar, sobre las compensaciones, los reembolsos o las indemnizaciones, y el método de 
determinación del importe, en caso de falta de conformidad del bien o servicio, 
especialmente en cuanto a los servicios básicos o esenciales.

Se entiende por información suficiente la que permite a la persona destinataria la 
comprensión de las características y condiciones del sistema de compensaciones, 
reembolsos o indemnizaciones en función del colectivo al que se dirige el bien o servicio. La 
empresa debe estar en disposición de facilitar la información complementaria que le sea 
requerida por la persona consumidora.

La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha promoverá y fomentará el 
establecimiento de indemnizaciones automáticas y tasadas en determinados sectores 
económicos en los que pueda resultar fácilmente determinables, siempre que se haya 
producido un daño indemnizable determinado por un procedimiento previo.

5. Las personas consumidoras tienen derecho a conocer el horario de atención al público 
de los establecimientos, incluso cuando están cerrados.

6. Cuando las empresas utilicen contratos de adhesión tienen la obligación de entregar 
antes de contratar, si así lo solicita la persona consumidora, un modelo de contrato con las 
condiciones generales previstas, de acuerdo con los bienes que vendan o los servicios que 
presten de forma determinada.

7. Corresponde a los poderes públicos y a las empresas el deber de informar a las 
personas consumidoras, de los mecanismos de resolución de conflictos en las relaciones de 
consumo.

Artículo 43.  Actuaciones informativas y divulgativas en materia de consumo.
1. Los poderes públicos deben velar por que los medios de comunicación social se 

ocupen de la información y educación de las personas consumidoras, así como de la 
creación y el desarrollo de programas y todo tipo de espacios y medios de comunicación 
dedicados al consumo y a la difusión de las actividades de las organizaciones de personas 
consumidoras.

2. Los medios de titularidad pública deben facilitar el acceso de las organizaciones de las 
personas consumidoras, a los espacios que programen y su participación en estos espacios.

3. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo llevarán a 
cabo actuaciones de divulgación en materia de protección de los derechos e intereses 
económicos de las personas consumidoras a través de los soportes y medios a su alcance, 
incluidos los electrónicos y las redes sociales y otros canales de comunicación social.
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Igualmente, realizarán e impulsarán la difusión de la información a las personas 
consumidoras en colaboración con entidades públicas y privadas, y, de manera especial, con 
las organizaciones de personas consumidoras.

Artículo 44.  Educación y formación en materia de consumo.
1. La Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, a través del órgano competente en 

materia de consumo, fomentará la formación y educación de las personas consumidoras, y 
de modo especial el conocimiento de sus derechos para que puedan ejercerlos de acuerdo 
con pautas de consumo responsable y sostenible en un mercado global, altamente 
tecnificado y cambiante. La formación y educación en materia de consumo estarán 
orientadas a la consecución de los fines siguientes:

a) El conocimiento de los derechos, así como de los instrumentos de protección y la 
forma adecuada de ejercerlos.

b) El conocimiento y prevención de los riesgos derivados del uso y consumo de los 
bienes y servicios.

c) El desarrollo de competencias que permitan el empoderamiento de las personas 
consumidoras.

d) El desarrollo de habilidades para ejercer una capacidad de elección libre, racional e 
informada de los bienes, productos y servicios ofertados en el mercado sin distorsiones ni 
falseamiento de la competencia.

e) La orientación hacia pautas de consumo responsables, impulsando la utilización de 
criterios de sostenibilidad medioambiental, económica y social, y de forma especial tales 
como la prevención del sobreendeudamiento, la promoción de hábitos saludables, y también 
del consumo solidario y el comercio justo.

2. Al respecto, las administraciones públicas con competencias educativas y en consumo 
promoverán la educación de las personas consumidoras en el contexto de la comunidad 
educativa, favoreciendo el aprendizaje colaborativo y el uso de las nuevas tecnologías 
estableciendo para ello la colaboración precisa entre los órganos competentes.

3. Las administraciones públicas con competencias educativas y en consumo adoptarán 
las medidas oportunas para facilitar la educación para un consumo responsable solidario e 
inclusivo, adaptadas a las necesidades de apoyo según la diversidad del alumnado.

Artículo 45.  Investigación.
Las administraciones con competencias en materia de consumo promoverán la 

realización de estudios, informes y proyectos de investigación, así como, la disposición de 
fondos bibliográficos y documentales que faciliten el derecho a la información, formación y 
educación de las personas consumidoras.

Sección 6.ª Representación, consulta y participación

Artículo 46.  Audiencia, consulta y representación de las personas consumidoras.
Sin perjuicio de las competencias de las administraciones competentes en materia de 

consumo, la audiencia, consulta, representación y participación para la defensa de los 
derechos e intereses generales de las personas consumidoras, en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, corresponde exclusivamente a las 
organizaciones y asociaciones de personas consumidoras.

Artículo 47.  Las organizaciones de las personas consumidoras.
1. De conformidad con la legislación vigente, las personas consumidoras tienen derecho 

a constituir o integrarse en asociaciones, o demás organizaciones, para la defensa, 
representación y consulta de sus derechos y legítimos intereses.

2. En Castilla-La Mancha, tendrán la consideración de organizaciones de personas 
consumidoras las siguientes entidades:
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a) Las asociaciones sin ánimo de lucro constituidas legalmente de acuerdo con la 
normativa de asociaciones y de protección a las personas consumidoras que, según sus 
estatutos, tengan entre sus fines la defensa, información, educación, formación, asistencia y 
representación de los intereses colectivos de las personas consumidoras en sus relaciones 
de consumo, así como de sus miembros.

b) Las entidades constituidas de acuerdo con la normativa de aplicación en materia de 
cooperativas y de protección a las personas consumidoras que incluyan en sus estatutos, 
como objeto social, la defensa, información, educación, formación, asistencia y 
representación de las personas consumidoras, y que hayan constituido un fondo social 
mínimo de al menos el 10% de los excedentes netos de cada ejercicio económico con este 
objeto, todo ello, conforme a su legislación específica.

3. Será requisito imprescindible para que una entidad sea considerada como 
organización de personas consumidoras su inscripción en el registro correspondiente, 
teniendo en cuenta su implantación territorial, número de socios y actividades desarrolladas.

Artículo 48.  Derechos de las asociaciones de personas consumidoras.
1. Los diferentes órganos y unidades administrativas de la Junta de Comunidades de 

Castilla-La Mancha fomentaran en sus respectivos ámbitos el asociacionismo de las 
personas consumidoras y garantizarán su participación en los diferentes órganos colegiados 
de carácter participativo que se constituyan en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha siempre que, por razón de la materia, se debatan temas de interés para 
la protección de las personas consumidoras.

2. Las administraciones con competencias en materia de consumo promoverán 
actuaciones destinadas a la capacitación de las asociaciones de personas consumidoras, así 
como el apoyo técnico y económico de las mismas, con arreglo a lo establecido en materia 
de participación.

3. Independientemente de los derechos contemplados en la normativa básica vigente, 
las asociaciones de personas consumidoras, gozarán de los derechos de carácter 
participativo siguientes:

a) Colaborar en los sistemas de arbitraje y propiciar sistemas voluntarios de resolución 
alternativa de litigios en materia de consumo.

b) Representar a las personas asociadas y ejercer las acciones que procedan en los 
términos que establezca la legislación vigente.

c) Solicitar y poder ser declaradas de utilidad pública cuando reúnan los requisitos 
establecidos para ello.

d) Derecho a obtener información de interés para las personas consumidoras de los 
poderes públicos y derecho de audiencia en el procedimiento de elaboración de 
disposiciones de carácter general relativas a materias que afecten directamente a los 
intereses de las personas consumidoras. Se entenderá cumplido este trámite cuando las 
asociaciones citadas se encuentren representadas en órganos colegiados que participen en 
la elaboración de la disposición.

e) Ejercer las correspondientes actuaciones y acciones legales en defensa de sus socios 
y en defensa de los intereses colectivos de las personas consumidoras.

f) Integrarse en agrupaciones o federaciones con idénticos fines.
g) Proponer iniciativas y formular peticiones, en el marco de la legislación vigente, acerca 

del funcionamiento correcto y eficiente del mercado de nuestra región.
h) Establecer acuerdos de colaboración con entidades e instituciones sin ánimo de lucro 

que contribuyan a la búsqueda de fuentes de financiación siempre que se preserve que las 
actuaciones correspondientes cumplen con lo previsto en el siguiente artículo.

4. Las asociaciones de personas consumidoras que incurran en alguna de las 
prohibiciones previstas por la legislación que les resulte aplicable, perderán en todo caso y 
por un período no inferior a los cinco años siguientes desde que dejaron de concurrir tales 
circunstancias, su condición de asociación de personas consumidoras.

5. La pérdida de la condición de asociación de personas consumidoras se producirá 
mediante procedimiento instruido al efecto, en el que se garantizarán los principios de 
audiencia y contradicción.
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Artículo 49.  Obligaciones de las asociaciones de personas consumidoras.
1. Ajustar sus actuaciones a los principios de buena fe y lealtad, no pudiendo divulgar 

datos de productos o servicios cuando pudieran afectar a la salud, seguridad o derechos 
económicos de las personas consumidoras que no se encuentren respaldados por 
acreditaciones, resultados analíticos o controles de calidad realizados en centros oficiales o 
acreditados.

2. Colaborar con las administraciones públicas competentes en materia de defensa las 
personas consumidoras, proporcionándoles la información que les sea requerida cuando 
exista un riesgo para la salud o seguridad de las personas consumidoras o se puedan 
conculcar sus legítimos intereses económicos y sociales.

3. Colaborar con las administraciones públicas en materia de consumo en la detección, 
localización y comunicación de actividades y prácticas irregulares que afecten a la protección 
de los derechos de las personas consumidoras y en general, participar en el desarrollo de 
programas de las políticas públicas de consumo en el marco de sus respectivas 
competencias.

4. Ofrecer a las personas consumidoras protección jurídica, en orden a la reparación e 
indemnización por los daños y perjuicios que puedan sufrir como consecuencia de la 
adquisición, uso o disfrute de los bienes y servicios que se pongan a su disposición en el 
mercado, de acuerdo con lo previsto en la legislación vigente.

5. Coordinar su actuación dentro de las políticas prioritarias de consumo establecidas por 
las administraciones públicas competentes.

6. Ejercer su actividad de forma profesional y autónoma, garantizando su independencia 
con respecto a cualquier poder u organización pública o privada.

Artículo 50.  Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de Castilla-La Mancha.
1. El Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de Castilla-La Mancha es el órgano 

colegiado de consulta y participación de las asociaciones de personas consumidoras en 
Castilla-La Mancha, y está adscrito al órgano con competencias en materia de consumo.

2. La sede del Consejo de las Personas Consumidoras y Usuarias de Castilla-La Mancha 
será la que corresponda al órgano con competencias en materia de consumo.

3. El Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de Castilla-La Mancha, en virtud de 
su representatividad, está legitimado para designar la representación de las personas 
consumidoras en los órganos colegiados, organismos y entidades públicas o privadas y de 
participación institucional en Castilla-La Mancha.

4. Su estructura, composición y funciones serán objeto de desarrollo reglamentario. El 
Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias asumirá la interlocución con las 
administraciones públicas en aquellas cuestiones que afecten de forma exclusiva a las 
organizaciones de personas consumidoras.

Artículo 51.  Consejo Regional de Consumo de Castilla-La Mancha.
1. El Consejo Regional de Consumo es el principal órgano de representación y consulta 

en materia de consumo de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha.

2. Su composición, estructura y funcionamiento serán objeto de desarrollo reglamentario.
3. Este Consejo se consultará preceptivamente en la tramitación de disposiciones de 

carácter general relativas a materias que afecten directamente a las personas consumidoras 
en los términos establecidos en el artículo 48.

Artículo 52.  Voluntariado de consumo.
1. Las administraciones públicas competentes podrán promover el voluntariado social en 

materia de consumo en aquellos ámbitos de actuación que no supongan limitación alguna 
para la actividad de las asociaciones y organizaciones de personas consumidoras ni entrar 
en conflicto con estas.

2. Al respecto, se fomentarán los programas de formación de voluntariado en materia de 
consumo. Asimismo, impulsarán el desarrollo de determinadas iniciativas de actuación en 
aquellos casos y situaciones que por sus características y ocasión así lo requieran.
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3. Reglamentariamente, se desarrollarán fórmulas de promoción y fomento del 
voluntariado de consumo, como parte integrante del voluntariado social, medioambiental y 
comunitario, potenciando los programas y acciones de voluntariado como iniciativas en las 
que puedan participar las administraciones de consumo, cada una de ellas en el ámbito de 
su legislación correspondiente y las asociaciones de personas consumidoras con los 
requerimientos y obligaciones que se detallen en la normativa vigente sobre voluntariado.

CAPÍTULO II
Responsabilidades

Artículo 53.  Responsabilidad de las personas consumidoras.
1. Es responsabilidad de las personas consumidoras el uso y disfrute adecuado de los 

recursos y bienes compartidos en el marco de las relaciones de consumo preservando la 
disponibilidad ajena y respetando los derechos de otras personas consumidoras.

2. La responsabilidad social de las personas consumidoras se extiende tanto a su 
participación en el ámbito de la responsabilidad social de las empresas como al ejercicio 
efectivo de un consumo responsable conforme a criterios de decisión de compra 
económicos, sociales y medioambientales, no basados exclusivamente en la relación 
calidad/precio. Dicha responsabilidad social comprenderá las siguientes manifestaciones:

a) Exigir el pleno reconocimiento y el ejercicio efectivo de sus derechos como personas 
consumidoras, en especial en materia de documentación relativa a contratación y 
facturación.

b) Evitar aquellos productos o servicios de los que se tenga constancia que se producen, 
distribuyen o comercializan mediante prácticas contrarias a la ética o concurran 
circunstancias de explotación laboral, de mano de obra infantil o discriminación por razón de 
género o explotación o utilización indebida de personas con discapacidad, así como de su 
imagen.

c) Hacer un uso adecuado de las instalaciones y equipamientos en el uso y disfrute de 
bienes y servicios.

d) Dispensar un trato cortés y respetuoso a aquellas personas que les prestan atención 
como clientes para obtener un trato recíproco.

e) Atender cuantas indicaciones y advertencias reciban como personas consumidoras en 
el uso y disfrute de bienes y servicios.

f) No interferir ni impedir el ejercicio de los derechos de otras personas consumidoras ni 
sus decisiones y actos de compra y uso de bienes y servicios.

g) Rechazar la oferta de bienes y servicios procedente de actividades que carezcan de 
autorización en caso de ser esta necesaria.

h) Poner en conocimiento de las administraciones competentes cualquier circunstancia 
que suponga un riesgo para la salud y seguridad de las personas consumidoras, o pueda 
causar perjuicio o suponer una merma de sus derechos.

i) Evitar el desperdicio alimentario mediante el consumo responsable de alimentos y, en 
general, la obsolescencia de los productos mediante la selección de bienes reparables y 
sustituibles.

j) Adoptar comportamientos de consumo sostenible en lo que se refiere a la prevención 
de residuos y el reciclado, reutilización y recuperación.

k) No obstaculizar los procesos de economía circular y de ecodiseño e innovación 
compartida.

l) Colaborar en la sostenibilidad y en el uso inteligente y eficiente de los recursos 
naturales.

m) Evitar los costes derivados de conductas o hábitos no responsables y de usos 
inadecuados o irresponsables de los productos, bienes y servicios adquiridos, incluido lo 
relativo a su movilidad.

n) No recabar la protección de la administración de forma que genere un coste 
injustificado.
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3. La corresponsabilidad de las personas consumidoras implica, asimismo, la obligación 
de colaborar con las administraciones; la denuncia de prácticas irregulares que afectan a 
terceros; la aceptación, facilitación y promoción del diálogo y el acuerdo amistoso en la 
resolución de conflictos; el ejercicio de la participación; y el aprovechamiento y uso 
adecuado de las actividades informativas, formativas y educativas que las administraciones 
públicas con competencias en materia de consumo desarrollen.

4. La obligación de colaborar con las administraciones por parte de las personas 
consumidoras, se extiende a la obligación de comunicar inmediatamente, a la unidad 
administrativa correspondiente, si han sido resarcidas en sus pretensiones por la empresa. 
Esta comunicación dará lugar al archivo del expediente que se estuviera tramitando.

TÍTULO III
Relaciones de consumo

CAPÍTULO I
Régimen general

Artículo 54.  Oferta, promoción y comunicación comercial.
1. La oferta, promoción y publicidad de los bienes o servicios ha de ajustarse a su 

naturaleza, características, utilidad o finalidad y a las condiciones jurídicas o económicas de 
la contratación.

2. No podrá exigirse ninguna contraprestación o generar gastos o disposición de dinero o 
de cualquier otro bien a las personas consumidoras, a consecuencia de la recepción de 
comunicaciones comerciales o de publicidad, con independencia del medio utilizado.

3. Cuando a través de cualquier comunicación se indique a la persona consumidora que 
ha sido agraciada con un premio o regalo, este será exigible por la persona consumidora sin 
que pueda exigirse contraprestación de ningún tipo por ello.

Artículo 55.  Constancia de las condiciones de las ofertas.
1. Las personas consumidoras tienen derecho a que se les facilite de forma clara, 

accesible y comprensible, salvo que resulte manifiesta por el contexto, la información 
relevante, veraz y suficiente sobre las características principales del contrato, en particular 
sobre sus condiciones jurídicas y económicas. Igualmente, las personas consumidoras 
tienen derecho a que se refleje por escrito de forma inmediata cualquier oferta, condición o 
manifestación realizadas verbalmente por una empresa en la venta de bienes o prestación 
de servicios.

2. Las grabaciones con las personas consumidoras realizadas por las empresas solo se 
podrán realizar, en los términos previstos en la legislación protectora de los datos de carácter 
personal de la Unión Europea, si existe consentimiento previo y libre de las mismas, y así lo 
puedan acreditar aquellas.

3. Cuando por las empresas se utilicen grabaciones en las relaciones con las personas 
consumidoras, y sin perjuicio de lo dispuesto en las normas sectoriales de aplicación, dichas 
grabaciones serán facilitadas de modo gratuito a las personas consumidoras y deberán 
remitirse en el plazo máximo de quince días desde su solicitud.

4. Igualmente, las personas consumidoras tienen derecho a grabar esas conversaciones 
que mantengan con las empresas cuando estas utilicen grabaciones en las relaciones con 
las personas consumidoras en la oferta y contratación de bienes o servicios.

Artículo 56.  Promoción de ventas.
Las empresas, en el ejercicio de la actividad de promoción de ventas, pueden utilizar 

todo tipo de medios, siempre y cuando sean aceptados por el ordenamiento jurídico, 
respetando los intereses económicos y sociales de las personas consumidoras.
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Artículo 57.  Invitaciones a comprar.
1. Las personas consumidoras tienen derecho a escoger libremente entre las diversas 

invitaciones a comprar.
2. Las invitaciones a comprar que incorporen un bien o servicio complementario de modo 

habitual también deben incorporarlo en el supuesto de que ofrezcan condiciones más 
ventajosas y, por lo tanto, la empresa no puede exigir remuneraciones complementarias 
salvo que de su propia naturaleza se deduzca que no son compatibles.

Artículo 58.  Requisitos en materia de consumo para las ofertas o promociones.
1. La comunicación comercial y la publicidad de condiciones especiales más 

beneficiosas para las personas consumidoras con relación a las practicadas habitualmente 
por la empresa o el establecimiento deberán indicar, al menos:

a) La fecha de inicio de la promoción u oferta.
b) La duración de la promoción u oferta, o bien el número de unidades disponibles en 

oferta o promoción o el número de personas consumidoras que pueden beneficiarse de la 
promoción.

c) Los requisitos que deben cumplir las personas consumidoras.
d) Las condiciones, calidad y prestaciones de los bienes o servicios en promoción, y las 

ventajas de la oferta o promoción.
e) La persona responsable de la promoción, con indicación del nombre o la razón social 

y la dirección del establecimiento o los establecimientos donde se pueden hacer efectivas las 
condiciones más beneficiosas, salvo que la promoción se refiera únicamente al propio 
establecimiento donde se ofrece.

2. Si se anuncian promociones u ofertas por un período de tiempo, este período debe ser 
siempre determinado y la empresa debe estar en condiciones de satisfacer la demanda de 
las personas consumidoras del bien o servicio ofrecido, sin perjuicio de la normativa relativa 
a los períodos de rebajas. Si no puede atenderse la demanda, debe informarse a las 
personas consumidoras del derecho de adquirir el bien o servicio ofrecido, o uno de 
condiciones parecidas, de acuerdo con los beneficios de la oferta o promoción. Esta medida 
debe hacerse efectiva por medio de la entrega de una hoja de encargo que dé derecho a 
obtener los bienes o servicios promocionados y en la que se indique la fecha en que se 
podrá hacer efectivo este derecho. Este precepto se entiende sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativas derivadas del incumplimiento de la obligación que el 
presente apartado establece con relación al período de la promoción u oferta. En todo caso, 
no pueden hacerse promociones con un número de unidades manifiestamente insuficientes 
en función de la duración y publicidad de la promoción u oferta y en función de las ventas 
habituales.

3. Si la promoción u oferta está limitada al agotamiento de existencias, deberá indicarse 
el número de unidades ofertadas.

4. Si la promoción u oferta indica el número de unidades o de personas destinatarias que 
pueden beneficiarse, debe informarse del sistema de prioridad para atender a las demandas. 
Este sistema debe permitir la comprobación objetiva de que se han seguido las preferencias 
fijadas en la publicidad.

5. El contenido de la promoción u oferta es exigible durante todo el tiempo en que es 
pública y accesible, aun cuando no figure expresamente en el contrato celebrado o en el 
documento o comprobante recibido.

6. Si se limitan las unidades de bienes o servicios en condiciones más beneficiosas para 
cada persona consumidora, debe informarse de esta limitación en la publicidad, mensajes o 
soportes, carteles o letreros del establecimiento donde se haga la oferta o promoción.

7. Si en un mismo establecimiento existen artículos o servicios en condiciones normales 
de venta y otros en condiciones más beneficiosas, se deben diferenciar o separar 
claramente, de modo que no pueda inducirse a error o confusión respecto a las ofertas y 
promociones, ni a su naturaleza.

8. Los bienes o servicios en condiciones más beneficiosas no pueden estar deteriorados 
o ser de peor calidad que los que la empresa o el establecimiento que hace la oferta o 
promoción ofrece habitualmente, excepto en las ventas de saldos y de otros tipos permitidos 
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de acuerdo con los requisitos establecidos por la normativa en materia de ordenación 
comercial.

Artículo 59.  Reducción en el precio de los bienes o servicios.
1. Si las condiciones más beneficiosas o las ventajas para las personas consumidoras 

consisten en una reducción en los precios que los bienes o servicios hayan tenido con 
anterioridad, debe indicarse de forma clara esta reducción y debe informarse del precio 
normal o habitual del bien o servicio y del precio reducido.

2. La información prescrita por el apartado 1 puede sustituirse por el porcentaje de 
reducción de precios en cada bien o servicio. Pueden agruparse lotes de bienes o servicios 
que puedan considerarse como una unidad, en función de sus características y de la 
reducción de precios.

3. Se entiende por precio normal o habitual el que se haya aplicado en el mismo 
establecimiento sobre productos idénticos en los treinta días precedentes. Corresponde a la 
empresa probar el cumplimiento de este requisito respecto a los bienes o servicios a precio 
reducido.

4. En las ofertas de lanzamiento donde el bien o servicio no haya estado antes a la venta 
o a disposición de las personas consumidoras, debe indicarse en la publicidad y en los 
carteles y letreros esta condición, mediante la expresión «oferta de lanzamiento».

Artículo 60.  Obsequios.
1. Si, en el marco de una relación de consumo, se ofrece un obsequio, debe informarse 

claramente en la publicidad y en el mismo establecimiento de los siguientes aspectos:
a) Las obligaciones que comporta la entrega, si procede, incluidas, especialmente, las de 

carácter fiscal.
b) Las condiciones de entrega, especialmente los gastos que comporta el envío o la 

puesta a disposición.
c) Las condiciones y limitaciones que deben cumplirse para obtener el obsequio.
d) Las instrucciones, en formato accesible, claras y precisas que deben seguirse para 

obtener el obsequio.
2. En cuanto a la duración y las existencias de los obsequios, es preciso atenerse a lo 

establecido por el artículo referido a los requisitos en materia de consumo para las ofertas o 
promociones.

3. Si la persona consumidora cumple los requisitos, la entrega efectiva o la puesta a 
disposición de los obsequios debe hacerse en el plazo de un mes desde el momento en que 
haya cumplido todos los trámites establecidos por las condiciones de la invitación a comprar. 
Cuando el ofrecimiento se haya hecho en los envases de los correspondientes productos, el 
derecho a obtener la prima ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los tres meses 
siguientes a la fecha de caducidad de la promoción.

Artículo 61.  Concursos y sorteos.
1. Las empresas pueden utilizar sorteos y concursos como técnicas de promoción. Se 

entiende por sorteo la oferta de premios en que la selección de los ganadores es fruto del 
azar y por concurso la oferta de premios en que la selección de los ganadores depende de la 
habilidad o la pericia de los concursantes. La utilización de estas técnicas está sujeta al 
régimen establecido por la normativa de las rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias.

2. Si una persona consumidora ha sido premiada en un sorteo en que no ha participado 
de forma voluntaria, la entrega del premio no puede condicionarse a la compra o 
contratación de bien o servicio alguno.

Artículo 62.  Presupuesto.
1. Las personas consumidoras tienen derecho a la elaboración y entrega de un 

presupuesto previo en la adquisición y reparación de bienes, productos o servicios, cuando 
el precio no pueda ser determinado de forma directa o cuando así esté establecido en virtud 
de una normativa específica. En estos supuestos no podrá exigirse contraprestación alguna 
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por su elaboración, excepto en el caso de presupuestos no aceptados, que podrán cobrarse 
si se ha indicado así en la tarifa o en el cartel de precios o si se ha informado expresamente 
a la persona consumidora. En estos casos, el importe no puede sobrepasar lo que se ha 
indicado o el correspondiente al tiempo real utilizado para elaborar el presupuesto.

2. Cuando se elabore un presupuesto, este deberá formalizarse por escrito e indicar 
necesariamente, sin perjuicio de lo establecido en otra normativa específica o sectorial, su 
periodo de validez, que no será inferior a diez días, una descripción general de los servicios 
que se prestarán, así como la identificación de los bienes o productos que se entregan, el 
coste de los mismos, el de la mano de obra, cuando proceda, así como todos los demás 
conceptos, recargos e impuestos aplicables, debidamente desglosados.

3. No se podrán hacer recaer sobre las personas consumidoras los errores cometidos en 
la elaboración del presupuesto, sin perjuicio de posibilidad de la rectificación de los errores 
materiales o aritméticos.

4. Si por la naturaleza de los bienes o servicios el precio está sujeto a la elaboración de 
un presupuesto, en éste deben constar como mínimo los siguientes datos:

a) La identidad de la persona prestadora del servicio, con la indicación del nombre o la 
razón social, el número de identificación fiscal y la dirección completa de un establecimiento 
físico del mismo.

b) El motivo o el objeto del servicio, con la indicación de las actividades u operaciones 
que deben realizarse.

c) Los gastos que debe satisfacer la persona consumidora, de forma desglosada, y el 
importe de las piezas, los recambios, los accesorios y los bienes que se incorporan al 
servicio, así como las formas de pago admitidas.

d) El plazo de validez del presupuesto.
e) La fecha prevista para el inicio de la prestación y la duración del servicio.
f) La fecha del presupuesto y la firma de una persona responsable de la empresa 

prestadora.
g) La fecha de la aceptación o del rechazo del presupuesto por parte de la persona 

consumidora, con espacios reservados para firmar cada una de las dos opciones, del mismo 
tamaño.

5. Las copias de los presupuestos deben conservarse durante un plazo mínimo de seis 
meses desde la no aceptación del presupuesto o desde la finalización del servicio, según 
proceda.

6. Los precios presupuestados no pueden ser superiores en ningún caso a los 
anunciados, sea cual sea el concepto al que se apliquen.

7. El importe del presupuesto será vinculante y el precio final no deberá exceder lo allí 
consignado por la empresa.

8. Si durante la prestación del servicio aparecen nuevos conceptos que deben cobrarse 
a las personas consumidoras u otras modificaciones del presupuesto, el prestador debe 
hacer una ampliación o modificación, que debe comunicarse a la persona consumidora y que 
esta, si procede, debe aceptar de forma expresa, de modo que quede constancia de ello. En 
caso de no conformidad con la ampliación o modificación, el prestador deberá devolver el 
bien en las mismas condiciones en las que le fue entregado.

Artículo 63.  Resguardo de depósito.
1. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa de aplicación, en caso de entrega de un 

bien a una empresa en el ámbito de una relación de consumo para que se haga por esta una 
verificación, comprobación, reparación, sustitución o cualquier otra intervención deberá 
entregarse un resguardo de depósito con identificación de los siguientes datos:

a) El depositario.
b) El bien depositado.
c) Una descripción de su estado.
d) La fecha de recepción.
e) El motivo del depósito.
f) La fecha aproximada de devolución del bien.
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2. Se considerará que el bien se entrega en buenas condiciones, salvo que así se 
indique de forma detallada en el resguardo de depósito o sea incompatible con el motivo del 
depósito, sin que sean posibles declaraciones genéricas.

Artículo 64.  Documento justificativo de la contratación realizada.
1. Las personas consumidoras tienen derecho a la entrega de una confirmación 

documental de la contratación realizada, que habrá de ajustarse a lo dispuesto en la 
normativa vigente, indicando la identificación de la empresa, con el nombre o razón social, 
identificación fiscal, domicilio social y dirección del establecimiento físico, en caso de que 
proceda, así como la fecha de la contratación. A solicitud de la persona consumidora, deberá 
realizarse el desglose de todos los bienes, productos, servicios, mano de obra, cuando 
proceda, y recargos e impuestos aplicables.

2. La obligación establecida en el apartado anterior se entenderá cumplida cuando los 
datos exigidos se incorporen a la factura o factura simplificada.

Artículo 65.  Manifestaciones o alegaciones de empresas.
1. La administración competente en materia de consumo podrá exigir prueba de la 

exactitud de las manifestaciones o alegaciones que realicen las empresas en cualquier 
comunicación comercial, etiquetado o de cualquiera otra forma en que exista o pueda existir 
una relación de consumo, especialmente en el supuesto de publicidad comparativa.

2. En el supuesto de no presentar las pruebas previstas en el apartado anterior, o ser 
estas insuficientes, se considerará por la administración competente en materia de consumo 
que las manifestaciones o alegaciones realizadas constituyen una obstrucción a la actividad 
inspectora.

Artículo 66.  Requisitos formales de la documentación.
1. La documentación que tenga carácter obligatorio debe cumplir los requisitos formales 

y de accesibilidad para facilitar su lectura y comprensión, sobre todo en cuanto a tamaño de 
letra y su contraste, que en cualquier caso deberán permitir y facilitar la lectura y 
comprensión del texto.

2. Reglamentariamente se establecerá el tamaño de la letra y las condiciones del 
contraste necesarias para su plena accesibilidad.

3. La información, precontractual y contractual, sobre condiciones generales, contratos 
de adhesión y cláusulas y condiciones no negociables individualmente debe documentarse 
de la forma establecida por el apartado anterior, según proceda.

Artículo 67.  Pago anticipado o anticipos de pago del precio y pagos parciales.
El pago anticipado del precio, total o parcial de los bienes o servicios adquiridos por la 

persona consumidora, será posible, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:
1. Que figure en el presupuesto o anunciado por escrito, de modo que las personas 

consumidoras conozcan esta condición antes del inicio de la prestación.
2. Que el pago anticipado no comporte el otorgamiento de la conformidad de la persona 

consumidora con la idoneidad de la prestación, ni ninguna renuncia a sus derechos.
3. Que la empresa haya concertado los negocios jurídicos adecuados con las entidades 

financieras o de seguros para garantizar la devolución de las cantidades anticipadas por la 
persona consumidora.

4. Si se hacen pagos parciales del servicio, en cada pago debe entregarse a la persona 
consumidora un recibo en que deben constar como mínimo los siguientes datos:

a) La identificación del prestador, con el nombre o la razón social, el número de 
identificación fiscal y la dirección del establecimiento.

b) El objeto del servicio y la indicación de si se trata de un pago a cuenta o de un pago 
parcial.

c) El importe pagado en el acto en cuestión.
d) El importe total pagado hasta aquel día y la cantidad total que queda por pagar.
e) La fecha y firma de una persona responsable del establecimiento prestador.
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5. Aparte de los pagos parciales, una vez finalizado el servicio, debe cumplirse la 
obligación de extender una factura, una factura simplificada o un justificante de pago, de 
acuerdo con lo establecido por el apartado correspondiente.

6. La empresa, si por cualquier circunstancia no puede cumplir las obligaciones 
derivadas de las relaciones de consumo acordadas, debe garantizar que se cumplan por 
medio de su propia infraestructura o de una infraestructura ajena.

Artículo 68.  Hojas de reclamación o denuncia.
Todas las empresas deben disponer de hojas de reclamación o denuncia, en los 

términos que se desarrollen por reglamento.

Artículo 69.  Derecho de desistimiento.
El derecho de desistimiento se regirá por la normativa estatal vigente en la materia.

Artículo 70.  Requisitos sobre precios y condiciones de pago en los establecimientos.
En materia de precios y servicios de pago se aplicará la normativa sectorial vigente con 

las siguientes especificaciones:
1. En los establecimientos debe informarse del precio completo, con tributos incluidos, de 

los bienes o servicios ofrecidos a las personas consumidoras. Esta información debe ser 
visible, accesible y comprensible, de modo que no induzca a error o engaño.

2. En las invitaciones a comprar, el precio debe ser completo y debe incluir los gastos y 
tributos.

3. Si se aceptan tarjetas u otros medios de pago de modo habitual, no puede limitarse su 
uso en determinados períodos o condiciones, siempre y cuando se cumplan los requisitos 
normales para estos medios de pago.

Artículo 71.  Información sobre el horario.
En los establecimientos donde se pongan a la venta bienes o se ofrezcan servicios, debe 

informarse del horario de apertura al público. Esta información debe ser visible desde fuera, 
incluso cuando el establecimiento permanece cerrado, con las salvedades de la normativa 
sectorial aplicable.

CAPÍTULO II
Modalidades especiales de relaciones de consumo

Artículo 72.  Modalidades especiales de relaciones de consumo.
Son modalidades especiales de relaciones de consumo las relaciones de consumo a 

distancia y relaciones de consumo fuera del establecimiento mercantil, las relaciones de 
consumo por venta automática, las relaciones de consumo por venta a domicilio, las 
relaciones de consumo por subasta pública y las relaciones de consumo por venta 
ambulante o no sedentaria.

Artículo 73.  Información a las personas consumidoras.
En todas las modalidades especiales de relaciones de consumo, la empresa debe exhibir 

de forma clara e inequívoca y en formato accesible la siguiente información:
1. Los datos de identificación de la empresa, la dirección completa del establecimiento y 

el número de teléfono, número de fax y dirección de correo electrónico del mismo, cuando 
proceda, con objeto de que la persona consumidora pueda ponerse en contacto y 
comunicarse con la empresa de forma rápida y eficaz, así como, cuando proceda, la 
dirección completa y la identidad de la empresa por cuya cuenta actúa.

2. Si es diferente de la dirección facilitada en el apartado anterior, la dirección completa 
de la sede de la empresa y, cuando proceda, la correspondiente a la empresa por cuya 
cuenta actúa, donde la persona consumidora pueda dirigir sus reclamaciones.
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3. Cuando exista un derecho de desistimiento, las condiciones, el plazo y los 
procedimientos para ejercer ese derecho.

Artículo 74.  Requisitos adicionales.
1. Toda propuesta de contratación a distancia y fuera del establecimiento mercantil 

emitida en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha, debe incluir de forma clara e 
inequívoca, información sobre los aspectos contemplados en el artículo 97 del texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

2. La información a que se refiere el apartado anterior debe suministrarse en un formato 
adecuado a la técnica de comunicación a distancia utilizada que permita su conservación a 
las personas consumidoras. Se entiende que este derecho se satisface si se entrega un 
documento informativo en papel o en otro soporte que permita el almacenaje electrónico y la 
posterior reproducción. Corresponde a la empresa acreditar el cumplimiento de este 
precepto.

3. Si la propuesta de contratación se hace por vía telefónica o por medios audiovisuales, 
debe enviarse la información a la persona consumidora en soporte duradero.

4. En caso de contratación por medios telemáticos, debe identificarse el acceso a la 
información de modo que no ofrezca dudas a la persona consumidora.

5. La empresa debe entregar a la persona consumidora toda la documentación 
acreditativa del contrato y del pago conforme a la normativa vigente.

CAPÍTULO III
Obligaciones en la prestación de servicios

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 75.  Empresas que prestan servicios.
1. Las empresas que prestan en el ámbito territorial de nuestra Comunidad Autónoma, 

algún tipo de servicio, entre los que se incluyen los servicios en que se aporten materiales o 
bienes si la prestación del servicio tiene carácter principal, están sujetas a lo dispuesto por el 
presente capítulo, sin perjuicio de lo que establezca la normativa sectorial aplicable. No 
obstante, en el caso de los contratos con doble finalidad, si el contrato se celebra con una 
finalidad en parte relacionada y en parte no relacionada con la actividad comercial de la 
persona y el objeto comercial es tan limitado que no predomina en el contexto general del 
contrato, dicha persona deberá ser considerada como persona consumidora. Quedan 
excluidos los servicios accesorios a la venta de un bien.

2. Para determinar el carácter principal o accesorio del servicio, debe tenerse en cuenta 
la naturaleza de la prestación del servicio solicitado por la persona consumidora y el precio 
de los materiales o bienes respecto al precio de la mano de obra del servicio.

Artículo 76.  Clasificación de servicios.
Los servicios se clasifican en los siguientes tipos:
1. Servicios a las personas: Servicios en que la prestación recae sobre las propias 

personas consumidoras de modo directo.
2. Servicios sobre los bienes o las cosas: Servicios en que la prestación se vincula de 

modo directo a un bien o una cosa, ya sea para su adecuación, mejora, reparación o 
instalación, o con relación a cualquier otro aspecto que les afecte.

3. Servicios básicos: Servicios de carácter esencial y necesario para la vida cotidiana o 
que tienen un uso generalizado entre las personas consumidoras. Se incluyen los 
suministros, los transportes, los medios audiovisuales de radiodifusión y de televisión, los de 
comunicaciones, los asistenciales y sanitarios, los educativos y sociales y los financieros y 
de seguros.

4. Servicios de tracto continuado: Servicios que la empresa no presta en una sola vez, 
sino que tienen continuidad en el tiempo, de forma periódica, habitual o en varios plazos.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 101  Ley del Estatuto de las Personas Consumidoras en Castilla-La Mancha

– 2252 –



5. Servicios de marca: Servicios en que se exhibe visiblemente el nombre comercial, la 
marca, el logotipo, el emblema o cualquier símbolo que los identifique con otra empresa, de 
modo que puedan hacer creer a la persona consumidora que tienen una vinculación jurídica 
especial con el propietario de la marca o el nombre comercial.

Artículo 77.  Precios de los servicios.
1. Excepto en los casos en que sea necesaria aprobación o autorización previa, los 

precios, recargos y suplementos de los servicios son libres, si bien deben respetarse las 
obligaciones de información previa establecidas por la presente ley y las demás 
disposiciones aplicables.

2. Si para prestar correctamente el servicio tienen que incorporarse piezas, recambios, 
accesorios o bienes, debe disponerse de una lista con los precios e informar de la existencia 
de esta lista a la persona consumidora, o bien mostrar el albarán o factura que justifique el 
coste de adquisición, una vez finalizada la prestación del servicio.

Artículo 78.  Recargos y suplementos en el precio del servicio.
Además de lo dispuesto en la normativa sectorial específica, en el caso de aplicarse 

recargos o suplementos en el precio del servicio habrán de tenerse en cuenta los siguientes 
requisitos:

a) Si se cobran recargos o suplementos en el precio del servicio, debe informarse a la 
persona consumidora por medio de una lista de precios o de un presupuesto previo por 
escrito.

b) Los recargos o suplementos en concepto de horario nocturno solo pueden cobrarse si 
el servicio se presta entre las 22 horas y las 6 horas del día siguiente.

c) Los recargos o suplementos en concepto de día festivo solo pueden cobrarse si el 
servicio se presta dentro de las veinticuatro horas del día festivo. A tales efectos, se 
consideran festivos los domingos y los días festivos de la localidad donde se presta el 
servicio. Como regla general, no se consideran festivos los sábados.

d) Los recargos o suplementos de horario nocturno y el de día festivo son incompatibles, 
por lo que solo puede cobrarse uno de los dos.

Artículo 79.  Garantía de los servicios.
Los diversos tipos de servicios deben garantizarse de acuerdo con la normativa 

específica aplicable.

Artículo 80.  Información previa de las empresas prestadoras de servicios.
1. Sin perjuicio de otras exigencias de información establecidas en la normativa general 

o sectorial, las empresas prestadoras de servicios deberán poner a disposición de las 
personas consumidoras de modo claro, inequívoco y accesible, antes de la celebración del 
contrato y, en todo caso, antes de la prestación del servicio, la información siguiente:

a) El nombre, razón social, estatuto y forma jurídica de la empresa prestadora, dirección 
geográfica en donde tiene su establecimiento y los datos que permitan ponerse rápidamente 
en contacto y comunicar directamente con ella y en su caso, por vía electrónica.

b) En caso de que la persona titular de la empresa prestadora esté inscrita en un registro 
mercantil u otro registro público análogo, deberá informar de dicho registro y su número de 
inscripción, o los medios equivalentes de identificación que figuren en el citado registro.

c) En los casos excepcionales de que la actividad esté sometida a un régimen de 
autorización, los datos de la autoridad competente o de la ventanilla única.

d) En caso de que la empresa prestadora ejerza una actividad sujeta al IVA, el número 
de identificación fiscal.

e) Por lo que se refiere a las profesiones colegiadas, el colegio profesional u organismo 
análogo en el cual esté inscrita la persona prestadora, así como el título profesional y el 
Estado miembro en que fue otorgado.

f) Las condiciones y cláusulas generales, en su caso, utilizadas por la empresa 
prestadora.
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g) La existencia, en su caso, de cláusulas contractuales utilizadas por la empresa 
prestadora sobre la legislación de aplicación al contrato y/o sobre los órganos judiciales 
competentes.

h) La existencia de garantía legal, servicios posventa, y en su caso, garantía comercial.
i) El precio total del servicio, cuando la empresa prestadora fije previamente un precio 

para un determinado tipo de servicio, desglosando en su caso, el importe de los incrementos 
o descuentos que sean de aplicación, de los gastos que se repercutan a las personas 
consumidoras, y de los gastos adicionales por servicios accesorios y financiación, así como 
las modalidades de pago.

j) Las principales características del servicio.
k) El seguro o garantías exigibles, en particular, los datos de la empresa aseguradora o 

el garante y la cobertura geográfica.
l) La fecha de prestación del servicio.
m) La duración del contrato, o si el contrato es de duración indeterminada, las 

condiciones de la resolución.
n) La lengua o lenguas de contratación, cuando no sea aquella en la que se le ha 

ofrecido la información previa de la contratación.
ñ) El procedimiento para atender las reclamaciones de las personas consumidoras y la 

identificación de los responsables de las mismas.
2. La empresa tiene la obligación de documentar la información sustancial por escrito o 

en cualquier otro soporte accesible que permita su almacenaje y que tenga una duración 
equivalente al menos a la vida útil o la conformidad del bien o servicio. A tales efectos, se 
entiende por información sustancial la que se refiere a las características principales, el 
origen comunitario o no, la utilización o el mantenimiento, la justificación de la transacción 
efectuada y la conformidad del bien o servicio. Esta información debe entregarse a las 
personas consumidoras de forma gratuita y debe estar disponible, al menos, en soporte 
papel o en otro soporte accesible según las necesidades de la persona consumidora.

Artículo 81.  Garantías en el cumplimiento de la obligación de información previa.
A elección de la empresa prestadora del servicio, se garantizará que los datos previstos 

en el artículo anterior:
a) Sean comunicados por la empresa prestadora directamente.
b) Sean de fácil acceso para la persona destinataria en el lugar de prestación o 

celebración del contrato.
c) Sean de fácil acceso para la persona destinataria por vía electrónica a través de una 

dirección comunicada por la empresa prestadora.
d) Figuren en todo documento informativo de la empresa prestadora que se facilite al 

destinatario y en el cual se presenten de forma detallada sus servicios.

Artículo 82.  Información suplementaria.
Las empresas prestadoras de servicios, a petición de la persona destinataria, estarán 

obligadas a comunicarle la siguiente información suplementaria:
a) Cuando el precio no lo fije previamente la empresa prestadora para un determinado 

tipo de servicio, el precio del servicio o, si no puede indicarse el precio exacto, el método 
para calcular el precio, de forma que el destinatario pueda comprobarlo, o un presupuesto 
suficientemente desglosado.

b) En el caso de las profesiones reguladas, referencia a las normas profesionales de 
aplicación en el Estado miembro de establecimiento y los medios para acceder a las 
mismas.

c) La información relativa a sus actividades multidisciplinares y asociaciones que estén 
directamente vinculadas con el servicio en cuestión y sobre las medidas adoptadas para 
evitar conflictos de intereses. Esta información habrá de figurar en todo documento 
informativo de las empresas prestadoras en el cual se presenten de forma desglosada sus 
servicios.
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d) Los posibles códigos de conducta a que esté sometida la empresa prestadora, así 
como la dirección en que dichos códigos pueden consultarse por vía electrónica y en que 
idiomas están disponibles, entendiéndose por código de conducta todo acuerdo o conjunto 
de normas fundamentado en criterios éticos y de buena práctica comercial, no impuesto por 
disposiciones legales, reglamentarias o administrativas, en que se define el comportamiento 
de las empresas que se comprometen a cumplirlo en sus relaciones de consumo.

e) Cuando una empresa prestadora esté sometida a un código de conducta o sea 
miembro de una asociación u organización profesional que prevea el recurso a medios 
extrajudiciales de resolución de litigios, la información correspondiente. Dicha empresa 
detallará cómo acceder a la información desglosada sobre las características y condiciones 
para hacer uso de los medios extrajudiciales de resolución de litigios.

Sección 2.ª Obligaciones según el tipo de servicio

Artículo 83.  Servicios a las personas.
1. Deben cumplirse las disposiciones sobre seguridad, salud, higiene, intimidad personal, 

protección de datos y demás obligaciones establecidas por la normativa específica.
2. Si la prestación del servicio implica algún tipo de resultado, la persona consumidora o 

terceras personas expertas lo deben poder comprobar y verificar, sin la intervención de la 
prestadora.

3. Si la prestación del servicio pudiera entrañar riesgos para la salud o seguridad de las 
personas, deberá informarse de estos riesgos y hacer las advertencias pertinentes por medio 
de un cartel visible en el establecimiento, un soporte en formato accesible a todas las 
personas, o en su caso, mediante la entrega de un folleto a la persona consumidora.

Artículo 84.  Servicio sobre los bienes.
1. Si para la prestación del servicio debe depositarse el bien, debe entregarse a la 

persona depositante un resguardo de depósito, en el que deben constar como mínimo, 
además de lo contemplado en el artículo 63, los siguientes datos:

a) La identificación del establecimiento, con el nombre o la razón social, la dirección y el 
número de identificación fiscal.

b) La identificación del depositante.
c) La descripción del servicio de la forma más detallada posible.
d) El plazo en que prescribe el derecho a recuperar el bien depositado.
e) La firma o cualquier otro medio que permita la acreditación de la persona responsable 

del establecimiento prestador.
2. La persona depositaria debe conservar una copia del resguardo de depósito al menos 

hasta que se agote el plazo establecido.
3. Si el bien se ha depositado en el establecimiento, para recogerlo debe presentarse el 

resguardo de depósito. Si la persona consumidora no lo tiene, debe acreditar la titularidad 
sobre el bien en cualquiera de las formas admitidas en derecho.

4. Si existe un presupuesto previo, este puede tener los efectos del resguardo de 
depósito, siempre y cuando haya sido aceptado por la persona consumidora y el documento 
indique esta condición.

Artículo 85.  Servicios básicos.
1. Las personas o las empresas prestadoras de servicios básicos deben entregar a las 

personas consumidoras la información relevante de la prestación por escrito en formato 
accesible o de una forma adaptada a las circunstancias de la prestación y de la persona 
consumidora.

2. En los contratos y las facturas debe informarse del lugar donde las personas 
consumidoras pueden tramitar las quejas o reclamaciones ante el prestador del servicio 
básico, del procedimiento para hacerlo y del número de teléfono gratuito. También debe 
informarse de si el prestador del servicio está adherido a una junta arbitral de consumo y de 
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la posibilidad de la persona consumidora de dirigirse a estos organismos para resolver los 
conflictos.

3. En la información precontractual y contractual debe indicarse la existencia de 
compensaciones, reembolsos o indemnizaciones en caso de que la empresa incumpla la 
calidad del servicio básico fijada por el ordenamiento jurídico o por la propia empresa. 
También debe informarse sobre los mecanismos para llevar a cabo las medidas a que se 
refiere el apartado anterior.

4. Las empresas que presten servicios básicos deben velar por que los contratos de 
adhesión se faciliten, a petición de las personas con discapacidad o personas mayores por 
medio de un soporte que les sea accesible.

Artículo 86.  Pobreza energética y vulnerabilidad económica.
1. Las empresas prestadoras deben informar, en cualquier aviso o comunicación 

referente a la falta de pago del servicio, de los derechos que afectan a la pobreza energética 
y de los demás derechos que tienen las personas consumidoras en situación de 
vulnerabilidad económica de acuerdo con la normativa vigente. Esta información debe 
redactarse de forma clara, transparente y adecuada a las circunstancias.

2. Las personas en situación de vulnerabilidad económica, si reciben un aviso de 
interrupción del suministro de agua, electricidad o gas, deben presentar, en el plazo de 
quince días hábiles desde la recepción del aviso, un informe de los servicios sociales 
básicos sobre su situación personal o, si procede, una copia de la solicitud registrada en que 
solicitan su emisión.

3. Las administraciones públicas responsables deben emitir este informe en el plazo de 
quince días a contar de la fecha en que se solicita. El informe, que debe acreditar el 
cumplimiento de los requisitos de vulnerabilidad, también puede ser emitido de oficio por los 
servicios sociales básicos y tiene una vigencia de seis meses a contar del día en que se 
emite, sin perjuicio del hecho de que pueda renovarse.

4. Las unidades familiares que no pueden cumplir los compromisos de pago de acuerdo 
con lo establecido por el presente artículo, una vez agotados los mecanismos de resolución 
de conflictos, deben disponer de los instrumentos de apoyo económico necesarios por parte 
de la administración o las empresas según corresponda de acuerdo con las previsiones 
establecidas en el Real Decreto 897/2017, 6 de octubre, por el que se regula la figura del 
consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores 
domésticos de energía eléctrica y la Orden ETU/943/2017, por la que se desarrolla el Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre, o normativa que lo sustituya.

5. Las empresas suministradoras, de acuerdo con las administraciones públicas, deben 
habilitar los mecanismos de información necesarios para poner en conocimiento de los 
servicios sociales básicos y de las personas consumidoras la información actualizada sobre 
las tarifas sociales y las demás ayudas y medidas previstas para hacer frente a la pobreza 
energética u otras situaciones de exclusión social. Esta información debe redactarse de 
forma clara, transparente y adecuada a las circunstancias. Además, deben habilitarse 
mecanismos de diálogo, prevención e información entre las empresas suministradoras y los 
servicios sociales básicos sobre los impagos del servicio por parte de las personas 
consumidoras.

Artículo 87.  Servicios de tracto continuado.
1. El procedimiento para darse de baja de un servicio de tracto continuado no puede 

contener más requisitos o ser más dificultoso que el procedimiento para darse de alta.
2. En el momento de la contratación de un servicio de tracto continuado, debe informarse 

del procedimiento de baja y de las indemnizaciones, penalizaciones o pagos que debe 
efectuar la persona consumidora si se da de baja del servicio. Si el servicio tiene la 
consideración de servicio básico, debe informarse del número de teléfono gratuito en cada 
uno de los recibos o facturas emitidos.

3. El prestador debe garantizar la continuidad y calidad en la prestación, de acuerdo con 
la información que se ha suministrado o la publicidad que se ha realizado, sin que pueda 
librarse de responsabilidad por conducto de terceros con quien la persona consumidora no 
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haya entrado en contacto. Pueden determinarse por reglamento los mecanismos de control y 
verificación de la calidad en la prestación de los servicios de tracto continuado.

4. El prestador de un servicio de tracto continuado debe garantizar una atención 
adecuada a la persona consumidora, sin demoras ni esperas.

5. No puede dejarse de prestar el servicio de tracto continuado por falta de pago de 
algún recibo o factura si la persona consumidora ha presentado alguna reclamación con 
relación al recibo o factura ante el mismo prestador o la misma prestadora, o por medio de 
los mecanismos judiciales o extrajudiciales de resolución de conflictos, sin perjuicio de la 
consignación del importe de las cantidades reclamadas en aplicación de la normativa 
sectorial específica.

6. Si alguna de las cláusulas de un contrato de prestación de servicios de tracto 
continuado es declarada abusiva judicialmente por sentencia, la empresa prestadora debe 
informar de ello a los clientes con contratos vigentes que la incluyan y debe comunicarles 
que esta cláusula dejará de aplicarse en los términos establecidos por la sentencia judicial. 
Esta comunicación debe hacerse constar, al menos, en la factura o liquidación 
inmediatamente posterior a la declaración de abusividad. La declaración de abusividad 
deberá estar inscrita en el Registro correspondiente.

Artículo 88.  Servicios de marca.
1. Las empresas prestadoras de los servicios de marca están obligadas, con relación a la 

persona consumidora, a hacer todos los trámites, resolver las incidencias, dar información 
sobre bienes y servicios y responder de las garantías comerciales como si fuesen la misma 
empresa de la marca que exhiben.

2. En ningún caso pueden anunciarse marcas o logotipos que induzcan a las personas 
consumidoras a error o confusión sobre la naturaleza de la marca, del servicio o de la 
relación del establecimiento con la marca.

3. Si las empresas prestadoras de servicios de marca están facultadas para dar de alta a 
la persona consumidora en servicios de tracto continuado, también deben darla de baja, si lo 
solicita, con los mismos requisitos que para darla de alta. Debe entregarse a la persona 
consumidora un documento justificativo de la solicitud de baja.

4. Si las empresas prestadoras aplican precios o gastos autorizados o decididos por la 
empresa de la marca que representan, deben tener a disposición de la persona consumidora 
unas tablas o tarifas de precios y gastos elaboradas por la marca.

5. Las empresas prestadoras de servicios de marca están vinculadas por la publicidad y 
las ofertas que haga la empresa de la marca con relación a los bienes o servicios que 
comercializa, salvo que en el documento publicitario consten los establecimientos que 
comprende la promoción o la oferta y las empresas prestadoras no estén incluidas.

Artículo 89.  Servicios de naturaleza mixta.
Si un mismo servicio tiene características de más de uno de los tipos establecidos en 

esta ley, deben aplicarse las obligaciones y los requisitos determinados para cada uno de los 
servicios que forman parte de él, siempre y cuando sean compatibles entre ellos.

Artículo 90.  Servicios de las empresas concesionarias de autopistas de peaje.
Las empresas concesionarias de autopistas de peaje de pago directo por parte de la 

persona consumidora están obligadas a garantizar la seguridad de las instalaciones y a 
informar en los accesos a la concesión sobre las incidencias que afecten a la fluidez y la 
seguridad del tráfico.

CAPÍTULO IV
Información en materia de créditos o préstamos hipotecarios sobre viviendas

Artículo 91.  Información sobre la titulización de préstamos hipotecarios y de otro tipo.
1. Las entidades que hayan cedido un crédito hipotecario u ordinario a un fondo de 

titulización deberán informar por escrito de esta cesión a la persona con la que hubieran 
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firmado el contrato de préstamos garantizado con hipoteca u otro tipo de préstamo, con 
distinta garantía o sin garantía. Esta notificación de la cesión, transmisión o titulización se 
realizará de oficio por parte de las entidades financieras en el momento de producirse o a 
petición de la persona consumidora interesada, en cualquier otro momento.

2. En caso de que la entidad conserve la titularidad del crédito se hará constar en la 
información proporcionada a la persona consumidora la manifestación de que continúa 
siendo el acreedor o acreedora.

El procedimiento de notificación y los plazos de comunicación de la información serán 
objeto de desarrollo reglamentario.

Artículo 92.  Información en la oferta para la venta o para el arrendamiento de inmuebles.
La información en la oferta para la venta o el arrendamiento de bienes inmuebles se 

regulará por la normativa sectorial específica aplicable.

Artículo 93.  Accesibilidad a la información y a los documentos preceptivos.
La información y los documentos que el prestamista debe dar a la persona consumidora 

para llevar a cabo el proceso de contratación en materia de créditos o préstamos 
hipotecarios sobre viviendas, conforme a la regulación sectorial específica aplicable deben 
ser plenamente accesibles, para las personas con discapacidad, mayores, inmigrantes y 
todas aquellas que se encuentren en situación de vulnerabilidad social, mediante el sistema 
o medio de soporte más adecuado a tal efecto.

TÍTULO IV
Intervención administrativa en materia de consumo

CAPÍTULO I
Marco europeo

Artículo 94.  Políticas europeas de consumo.
1. La Administración Regional debe garantizar el acceso de las personas consumidoras 

a la información sobre consumo de los diferentes estados de la Unión Europea.
2. La Administración Regional promoverá la participación en organizaciones y proyectos 

de ámbito europeo en materia de consumo para garantizar la información a las personas 
consumidoras sobre las normativas y actividades de consumo de las instituciones y 
organizaciones europeas.

Artículo 95.  Centro Europeo del Consumidor.
La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha colaborará con la Red de Centros 

Europeos del Consumidor existentes en los Estados Miembros de la Unión Europea a través 
de su centro en España, con la finalidad de impulsar la gestión compartida de las 
reclamaciones transfronterizas que procedan, así como para promover la información y 
divulgación de la actividad de dicha Red de Centros.

CAPÍTULO II
Marco estatal

Artículo 96.  Políticas estatales de consumo.
La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha podrá participar en proyectos e 

iniciativas de ámbito supraautonómico y estatal en materia de consumo.
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Artículo 97.  Coordinación de actuaciones de protección.
Las administraciones públicas con competencias concurrentes o compartidas en materia 

de consumo en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha, coordinarán sus actuaciones para 
hacer más efectiva la protección de los derechos de las personas consumidoras, pudiendo 
llevar a cabo para ello la formalización de acuerdos, resoluciones, protocolos y convenios en 
los términos previstos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, o con organizaciones y entidades del sector privado.

Artículo 98.  Colaboración con otras Comunidades Autónomas.
1. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha promoverá la formalización de 

acuerdos y convenios de colaboración con otras Comunidades Autónomas para la 
cooperación en materia de consumo, especialmente con las limítrofes.

2. Dicha cooperación podrá desarrollarse para el intercambio de actuaciones, o bien, 
para la planificación y ejecución conjunta de programas interautonómicos de protección de 
los derechos de las personas consumidoras respectivas, siempre que no supongan merma 
alguna respecto de lo contemplado en esta ley.

CAPÍTULO III
Marco autonómico y local

Sección 1.ª Aspectos generales

Artículo 99.  Políticas públicas de consumo en Castilla-La Mancha.
1. La consejería con competencias en materia de consumo estará obligada a presentar 

en cada legislatura un plan estratégico elaborado con participación de los grupos de interés y 
definido en sus correspondientes planes anuales de actuación. Todos los planes deberán ser 
sometidos a aprobación y publicación conforme a la normativa vigente. Igualmente serán 
objeto de consideración previa por parte del Consejo Regional de Consumo y Consejo de 
Personas Consumidoras y Usuarias de Castilla-La Mancha.

2. La programación de actividades y actuaciones diseñadas por la consejería 
competente en materia de consumo deberá prever evaluaciones periódicas con arreglo a 
indicadores que permitan actualizar el grado de cumplimiento de los objetivos 
correspondientes y, en su caso, adoptar las medidas pertinentes para corregir las 
desviaciones.

3. Para garantizar la adecuada coordinación en la gestión de las competencias 
concurrentes en materia de consumo y su transversalidad, se creará en el ámbito de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha una Comisión Regional de Coordinación 
interdepartamental en materia de consumo, cuya estructura, composición y funciones deberá 
desarrollarse reglamentariamente.

4. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha promoverá programas de actuación 
conjunta y se coordinará con otras administraciones públicas o entidades en las actuaciones 
relativas a la protección de la persona consumidora, dentro del marco de cooperación y 
condiciones que se establezcan en cada caso. Asimismo, actuará en lo que se refiera a la 
regulación de prácticas de competencia con impacto en la protección de los derechos e 
intereses de las personas consumidoras en la región.

5. La consejería con competencias en materia de consumo adoptará las medidas 
adecuadas para el diseño de procedimientos de comunicación administrativa relacionados 
con actividades empresariales con regulación específica en materia de consumo.

Artículo 100.  Recursos públicos de consumo.
1. El ejercicio de las potestades públicas en materia de consumo se desarrollará a través 

de recursos públicos, conforme a las siguientes consideraciones:
a) Cualquier órgano u organismo de titularidad pública dependiente de una 

administración pública que lleve a cabo tareas de información, orientación y asesoramiento a 
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las personas consumidoras en Castilla-La Mancha tiene la consideración de recurso público 
de consumo en el ámbito de su demarcación territorial y de acuerdo con sus competencias. 
Estos recursos públicos de consumo podrán ejercer, entre otras, las siguientes funciones:

1.ª Recibir, tramitar y resolver en su caso, las quejas, reclamaciones y denuncias de las 
personas consumidoras.

2.ª Informar, orientar y asesorar a las personas consumidoras sobre sus derechos y 
deberes y las formas de ejercerlos.

3.ª Realizar actuaciones de mediación en materia de consumo en los casos que proceda.
4.ª Desarrollar actuaciones de vigilancia de mercado y de seguridad de los productos.
5.ª Iniciar y, en su caso resolver, procedimientos sancionadores de consumo.
6.ª Fomentar el arbitraje de establecimientos comerciales y empresas como medio de 

resolución de los conflictos con las personas consumidoras.
7.ª Formar en consumo a las personas consumidoras, particularmente a los colectivos 

especialmente vulnerables, ya sea por medio de actuaciones directas o a través de los 
medios de comunicación de titularidad pública.

8.ª Promover actividades e iniciativas dirigidas a la educación de personas consumidoras 
en colaboración con la consejería competente en materia de educación.

9.ª Hacer difusión de las organizaciones de personas consumidoras y desarrollar 
programas y actividades de forma conjunta con ellas.

b) Los recursos públicos de consumo deben recibir, gestionar y resolver las quejas y 
reclamaciones de las personas consumidoras domiciliadas en su demarcación territorial, 
llevar a cabo la mediación y, si procede, dirigirlas al sistema arbitral de consumo. Se 
establece como competente el recurso público de consumo del municipio donde esté 
domiciliada la persona consumidora; si en el municipio no existe ninguna oficina, es 
competente la oficina supramunicipal que corresponda y, en su defecto, la de ámbito 
regional.

2. La consejería competente en materia de consumo elaborará un Directorio de recursos 
públicos de consumo con finalidades informativas.

Sección 2.ª Administración local

Artículo 101.  Competencias propias de las Entidades Locales.
Corresponde a las Corporaciones Locales de Castilla-La Mancha, en su ámbito territorial, 

como competencia propia, promover y desarrollar la protección y defensa de las personas 
consumidoras, con el alcance y contenido que les atribuye esta ley y el resto del 
ordenamiento.

En concreto, las Entidades Locales podrán ejercer las siguientes competencias:
a) La información y educación de las personas consumidoras y el establecimiento de 

oficinas y servicios de información a las personas consumidoras.
b) El apoyo y fomento de las asociaciones de personas consumidoras radicadas en su 

territorio.
c) La promoción de órganos de participación ciudadana en materia de consumo.
d) La vigilancia de mercado y la Inspección de Consumo dentro de sus respectivos 

ámbitos territoriales, en coordinación con el organismo competente en materia de consumo 
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

e) La imposición de sanciones pecuniarias, con el límite máximo de la cuantía 
establecida para las faltas graves, por la comisión de infracciones en materia de defensa de 
las personas consumidoras, cuando se trate de empresas radicadas en su término municipal 
o la infracción se hubiera cometido en el mismo. A efectos de la necesaria coordinación 
respecto a la consideración de antecedentes y para evitar una duplicidad de las sanciones, 
darán conocimiento a la Administración Regional de los procedimientos que inicien y de las 
sanciones que impongan.

f) Asumir la gestión y tramitación de reclamaciones de las personas consumidoras.
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Artículo 102.  Oficinas Municipales de Información de Consumo.
Los servicios que se presten en el ámbito de las administraciones locales serán llevados 

a cabo por Oficinas Municipales de Información de Consumo (OMIC), cuyas actuaciones 
deberán estar sujetas a los principios de coordinación y cooperación administrativa en el 
marco de esta ley y de las políticas públicas de consumo en la región. Será objeto de 
desarrollo reglamentario el catálogo de competencias y funciones que prestan las Oficinas 
Municipales de Información de Consumo.

Artículo 103.  Convenios de colaboración.
La coordinación de actuaciones entre la Administración Regional y la local con 

competencias en materia de consumo se desarrollará a través de la formalización de 
convenios singulares de colaboración en los que quedaran explicitados los compromisos 
correspondientes y los mecanismos empleados para garantizar su eficacia y la eficiencia de 
los recursos públicos empleados.

Asimismo, se determinarán los programas objeto de colaboración y gestión compartida, 
así como en lo referente al acceso, comunicación e intercambio de datos e información en 
soporte electrónico y de acuerdo a soluciones de operabilidad compartida que permitan la 
integración en su conjunto con ámbito regional.

Artículo 104.  Red Pública de Recursos Locales.
La articulación de los distintos mecanismos de coordinación entre la Administración 

Autonómica y Local en materia de consumo se sistematizará mediante la creación de una 
Red de Recursos Locales cuya estructura y funcionamiento se desarrollará 
reglamentariamente.

Artículo 105.  Mapa regional de consumo.
La consejería con competencias en materia de consumo llevará a cabo propuestas de 

racionalización y diseño territorial de recursos públicos que garantice una cobertura 
distribuida y adecuada mediante la configuración de un mapa regional de consumo con 
arreglo a las áreas y zonas correspondientes que será desarrollado, igualmente, de forma 
reglamentaria, con arreglo al uso de tecnologías de información geográfica.

Artículo 106.  Registro.
Se creará un registro de las distintas modalidades de servicio local que presten en cada 

caso las Oficinas Municipales de Información de Consumo.
Reglamentariamente se establecerán las normas de funcionamiento del registro de las 

diferentes categorías de oficinas que deban integrarse en el mismo. Al respecto se 
considerarán:

a) Los criterios relativos al tipo de personal técnico y administrativo.
b) Las características de los servicios que prestan, sean de inspección y seguridad en 

los productos, atención a reclamaciones y mediación u otros.
c) Su ámbito territorial, municipales o mancomunadas y en función de tramos de 

población, diferenciando las de ámbito inferior a 1.000 habitantes, entre 1.000 y 10.000, o de 
más de 10.000 habitantes.

Artículo 107.  Atención básica interdisciplinar.
Las Oficinas Municipales de Información de Consumo podrán configurarse también como 

recurso de atención básica interdisciplinar en políticas concurrentes en materia de consumo 
tales como, entre otras, la intermediación hipotecaria, la vulnerabilidad energética o la 
atención al ciudadano. Al respecto, las actuaciones a desarrollar deberán estar sujetas a los 
oportunos principios de coordinación y cooperación con las administraciones concurrentes.
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Sección 3.ª Prevención: Vigilancia de mercado

Artículo 108.  Vigilancia del mercado.
1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias en 

materia de defensa de las personas consumidoras, realizarán actuaciones de inspección, 
vigilancia y control de mercado para comprobar que las empresas o establecimientos que 
producen, distribuyen o comercializan bienes o servicios cumplen con la legislación vigente 
con relación a los derechos e intereses de las personas consumidoras.

2. Las administraciones públicas podrán realizar, directamente o en colaboración con 
otras entidades públicas o privadas, estudios, controles, ensayos, análisis y comprobaciones 
sobre los productos, bienes, servicios y establecimientos en donde estos se comercialicen y 
se presten, así como requerir a los implicados toda la información que se estime necesaria.

3. Las actuaciones de vigilancia del mercado en el ámbito de consumo se llevarán a 
cabo por la Inspección de Consumo, que estará compuesta por el personal inspector y por el 
personal de la inspección. El personal de la inspección estará compuesto por todo aquel 
personal de la Junta de Comunidades que participe en alguna de las tareas administrativas 
previas o derivadas de la actividad inspectora o que tenga relación jerárquica con el personal 
inspector de consumo.

4. Las actuaciones de vigilancia podrán recaer sobre todos los bienes y servicios 
ofertados o puestos a disposición de las personas consumidoras, así como también sobre 
los elementos, condiciones e instalaciones utilizados para su producción, distribución y 
comercialización, con especial énfasis en aquellos destinados a las personas consumidoras 
vulnerables, con arreglo a lo establecido en la presente ley y también con las normas 
relativas a la seguridad de los productos y servicios.

5. Las actuaciones de la Inspección se llevarán a cabo en cualquier lugar del territorio de 
la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha. Cuando sea necesario efectuar una 
actuación de la Inspección fuera de la Comunidad Autónoma, y sin perjuicio de la posibilidad 
de realizar directamente los requerimientos que procedan, la autoridad competente en 
materia de consumo de Castilla-La Mancha podrá solicitar la colaboración de las autoridades 
en ese otro territorio si fuese necesario para el esclarecimiento o comprobación de los 
hechos. En estos casos, el personal inspector de esta Comunidad podrá acompañar 
presencialmente al personal de otras administraciones en las actuaciones que tengan que 
llevar a cabo.

6. El órgano competente de la vigilancia de mercado en materia de consumo de la Junta 
de Comunidades actuará coordinadamente con las corporaciones locales que hayan 
asumido competencias de inspección, para lo cual se publicará anualmente un Plan de 
Inspección.

7. El órgano competente en materia de consumo de la Junta de Comunidades se 
coordinará con otros órganos de inspección de la Administración de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha, para lo cual participará en los órganos de coordinación 
y participación que existan o se establezcan al efecto.

Artículo 109.  El personal inspector.
1. Las referencias, potestades y obligaciones del personal inspector de consumo se 

aplicarán tanto para los inspectores e inspectoras de consumo al servicio de la 
Administración Autonómica como para los inspectores e inspectoras de consumo al servicio 
de la Administración Local.

2. Tanto el personal inspector al servicio de la Administración Autonómica como el que 
presta su servicio a la Administración Local deberá disponer de la condición de funcionario y 
estar acreditado como «Inspector/a de Consumo» por la autoridad competente en materia de 
consumo de su respectiva administración. Esta acreditación se ha de publicar en un medio 
oficial y deberá informar como mínimo de la identidad de la persona inspectora, de la 
autoridad que le acredita, del ámbito territorial para el que se da tal acreditación y de la 
referencia legal donde se contemplen los derechos y deberes de la parte inspectora y de la 
inspeccionada.

3. El personal inspector se identificará como tal cuando se encuentre en el ejercicio de 
su función inspectora, salvo en aquellos casos en que la finalidad de la inspección pudiera 
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frustrarse por tal motivo. En estos supuestos, se determinarán por escrito las causas que 
justificaron dicha actuación, bien en el acta o bien en el expediente administrativo.

4. El personal inspector tendrá la consideración de autoridad a todos los efectos, 
particularmente respecto de la responsabilidad administrativa y penal de quienes ofrezcan 
resistencia, incurran en desobediencia o cometan atentados contra ellos, de hecho o de 
palabra, en actos de servicio o con motivo de los mismos.

Artículo 110.  Funciones del personal inspector.
El personal inspector actuará de acuerdo con los principios de jerarquía e imparcialidad 

para realizar las siguientes funciones:
a) Vigilar, verificar y constatar el cumplimiento de la normativa que pueda afectar a los 

derechos de las personas consumidoras en la comercialización de bienes, productos y 
prestación de servicios.

b) Investigar y comprobar los hechos de los que tenga conocimiento la administración 
competente en materia de consumo, por presuntas infracciones o irregularidades en materia 
de defensa de la persona consumidora.

c) Realizar la vigilancia de mercado de productos y servicios.

Artículo 111.  Potestades del personal inspector.
El personal inspector tendrá, en el ejercicio de sus funciones, las potestades que se les 

reconoce en esta ley y habrán de ejercerlas con la debida proporcionalidad y de manera que 
se perturbe solo en la medida necesaria el desarrollo de la actividad inspeccionada y la de 
los sujetos privados que deban colaborar. A tales efectos podrá:

a) Acceder a cualquier información, dato o documento pertinente relacionado con 
infracciones en materia de consumo, en cualquier forma o formato, y con independencia del 
soporte o el lugar en el que esté almacenado, salvo que estén protegidos por ley, en cuyo 
caso deberán disponer de la pertinente autorización judicial.

b) Requerir la documentación industrial, fiscal, mercantil y contable que juzguen 
necesaria para realizar las comprobaciones que requiera su función.

c) Llevar a cabo inspecciones «in situ», en particular acceder sin previo aviso a los 
locales y dependencias en los que se realicen actividades que tengan trascendencia para las 
personas consumidoras, con el fin de examinar las instalaciones, comprobar las actividades 
que en ellos se llevan a cabo, examinar, incautar, o aprehender productos u obtener copias 
de informaciones, datos o documentos, con independencia del soporte en que estén 
almacenados.

d) Requerir al comerciante o a su representante o miembro del personal del comerciante 
de que se trate la comparecencia, incluida la declaración correspondiente, para que dé 
explicaciones sobre los hechos, informaciones o documentos relativos al objeto de la 
inspección, y grabar las respuestas. Se deberá levantar acta de dicha comparecencia, que 
podrá realizarse en el lugar de la inspección o en las dependencias de la Inspección de 
Consumo.

e) Adquirir bienes o servicios como compras de prueba con el fin de detectar infracciones 
y obtener pruebas, con arreglo a la presente ley y la normativa nacional y europea.

f) Realizar la toma de muestras de todo tipo de productos destinados a la persona 
consumidora en cualquier fase de su comercialización. En el caso de que el método de 
comercialización de productos sea a distancia, el personal inspector podrá obtener muestras 
mediante pedidos anónimos.

g) Adoptar provisionalmente, de forma inmediata y proporcionada, en el curso de sus 
actuaciones, las medidas cautelares, motivando su adopción en la correspondiente acta de 
inspección, en aquellos casos en que la urgencia o existencia de indicios racionales de 
presencia de un riesgo para la seguridad, la salud o los intereses económicos de las 
personas consumidoras aconsejen tal adopción para evitar posibles perjuicios irreparables a 
las personas consumidoras. Estas medidas deberán ser ratificadas o levantadas por medio 
de un acuerdo del órgano competente en el plazo de quince días y que deberá ser notificado 
a la persona inspeccionada.
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h) Informar a las empresas, durante la realización de sus actuaciones, sobre las 
exigencias, cumplimiento y aplicación de la normativa vigente en materia de protección y 
defensa de los derechos de las personas consumidoras.

i) Emitir informes requeridos por los órganos competentes en materia de consumo o 
procedimiento sancionador conforme a la normativa vigente.

j) Estudiar, conocer y ejecutar las campañas de inspección, así como cualquier otra 
actuación para el correcto desarrollo de sus funciones.

k) Materializar y ejecutar las medidas cautelares, así como las acciones derivadas del 
sistema de intercambio rápido de información relativo a la seguridad de los productos 
industriales.

l) Participar en el estudio de los sectores de mercado, con el fin de obtener información 
para determinar productos, servicios o actividades de los que pudieran derivarse riesgos 
para la seguridad y los intereses económicos de las personas consumidoras, con el fin de 
incluirlos como objetivos prioritarios de las actividades de vigilancia y control.

m) Estar acompañado en su actuación de personal técnico, especialistas o personal 
funcionario experto en la materia objeto de actuación cuando las circunstancias así lo 
aconsejen.

n) Solicitar cuando sea precisa para el ejercicio de sus funciones, tanto el personal 
inspector como el órgano competente en materia de consumo, la ayuda o colaboración de 
cualquier otra administración, autoridad o de sus agentes, quienes deberán prestársela, de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa vigente reguladora del régimen jurídico de las 
administraciones públicas. A estos efectos, podrán solicitar cualquier información que conste 
en registros de carácter público, o en bases de datos de las diferentes administraciones, que 
les habrá de ser facilitada sin coste alguno. Podrá recabarse a tales efectos los datos 
necesarios mediante consulta a las bases de datos de la administración tributaria, al registro 
mercantil, a los protocolos notariales y a otros registros administrativos, con cumplimiento de 
los requisitos establecidos en la normativa de aplicación

ñ) Cualquier otra que se establezca reglamentariamente.

Artículo 112.  Obligaciones de la parte inspeccionada.
1. Las personas físicas o jurídicas que de cualquier forma intervengan en la producción, 

importación o suministro de productos, bienes y servicios, sus representantes legales o 
quienes estén a cargo del establecimiento, estarán obligadas, previo requerimiento de los 
órganos competentes en materia de defensa de la persona consumidora o de los 
funcionarios de la Inspección de Consumo, a:

a) Facilitar la visita de inspección, permitiendo el control de los productos objeto de venta 
o los servicios que se presten, del local y las dependencias en los que se realicen 
actividades que afecten a la persona consumidora, así como la realización de las 
verificaciones y comprobaciones que procedan.

b) Suministrar toda clase de información y datos, incluidos los de carácter personal, 
sobre instalaciones, productos, servicios, transacciones comerciales o contratos de 
prestación de servicios, permitiendo la directa comprobación por el personal funcionario de la 
Inspección.

c) Exhibir la documentación, libros y registros, cualquiera que sea su soporte, que sirva 
de justificación de las transacciones efectuadas o contrataciones realizadas, de los precios y 
márgenes aplicados y de los conceptos en que se desglosan los mismos.

d) Facilitar copia o reproducción de la referida documentación, con cargo a la parte 
inspeccionada, incluida aquella que contenga datos de carácter personal.

e) Permitir que se practique la toma de muestras o que se efectúe cualquier otro tipo de 
control o ensayo sobre los productos y bienes en cualquier fase de su comercialización.

f) Depositar y conservar adecuadamente los productos, bienes y servicios sujetos a 
medidas cautelares, o que hayan sido objeto de toma de muestras, así como el cumplimiento 
de las medidas cautelares impuestas a servicios, siguiendo en todo momento las 
instrucciones de los órganos competentes.

g) En las actas de toma de muestras es obligatoria la firma del compareciente, sin 
perjuicio de lo previsto en los artículos correspondientes de esta ley.
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2. En la inspección de los productos y bienes objeto de venta o de la prestación de 
servicios, el compareciente habrá de justificar, en ese momento, el cumplimiento de los 
requisitos exigidos por la legislación vigente para su venta o prestación.

3. Solo podrán requerirse datos de carácter personal cuando sean imprescindibles para 
el cumplimiento de las funciones de la Inspección de Consumo.

Artículo 113.  Actas de la actuación inspectora.
1. Con carácter general, las actuaciones de la Inspección de Consumo se documentarán 

mediante actas. Las actas de inspección son documentos redactados por el personal 
inspector los que se recoge el resultado de la función inspectora de vigilancia y 
comprobación del cumplimiento de la normativa de defensa de la persona consumidora. En 
el acta, se harán constar, como mínimo, los siguientes datos:

a) Identificación, con su domicilio, del establecimiento o servicio inspeccionado, así como 
la identificación de la persona física o jurídica titular de la actividad inspeccionada y su 
domicilio social si es diferente al de la actividad.

b) Identificación del personal inspector actuante.
c) Identificación del compareciente a la inspección, en su propio nombre o en 

representación del interesado, con expresión del carácter con el que comparece, pudiendo 
serle exigida la exhibición de la oportuna documentación identificativa.

d) Lugar, fecha y hora de inicio y finalización de la actuación inspectora.
e) Indicación de los motivos de actuación.
f) Los hechos apreciados, circunstancias concurrentes o de interés y las manifestaciones 

que deseen formular los comparecientes.
g) Las diligencias practicadas, si las hubiere, tales como: controles de documentos, 

retirada de muestras, mediciones, pruebas practicadas, verificaciones, comprobaciones, 
medidas cautelares, así como los requerimientos de documentación o citaciones. Para la 
realización de estas diligencias, los órganos de control podrán solicitar la asistencia de 
técnicos especialistas.

h) La relación de documentos adjuntos, en los cuales se identificará el acta a la que 
acompañan.

i) Las manifestaciones que voluntariamente haga la persona inspeccionada.
j) La firma de la persona inspectora actuante, así como la de la compareciente. La 

negativa a la firma del acta por parte de la compareciente hará constar expresamente en el 
acta y no invalidará la misma. La firma solo será a efectos de reconocer los datos de los 
apartados a), b), c) y d) anteriores y se hará constar este extremo. No obstante, en el caso 
de que el acta sea para tomar una muestra y la parte compareciente se niegue a firmarla, o 
se realice en el entorno de comercio a distancia, mediante el método del pedido anónimo, 
será necesario para validar esta acta la firma de la persona inspectora actuante y la de una 
persona que actúe como testigo.

2. Cuando la toma de muestras se haya realizado sin identificarse, al tratarse de 
productos puestos a la venta por medios de comunicación a distancia, el acta de la toma de 
muestra se facilitará al operador inspeccionado una vez que las muestras estén en poder del 
personal inspector, informándole además de que se ha realizado en el marco de un control 
oficial y de que serán sometidas a análisis o ensayos a efectos de dicho control oficial.

Artículo 114.  Diligencias.
Las diligencias son los documentos que redacta el personal de la Inspección de 

Consumo para hacer constar cualquier hecho, circunstancia o manifestación con relevancia 
para la inspección. La diligencia será válida con la firma únicamente del personal actuante 
en aquellos casos en los que no se requiera la presencia de un compareciente o esta no sea 
posible, o bien cuando su presencia pueda frustrar la acción inspectora. Los requisitos 
mínimos que deben contener las diligencias son:

a) Identificación del establecimiento comercial o servicio con su domicilio.
b) Identificación del personal que realiza la diligencia.
c) Motivo de la actuación.
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d) Los hechos apreciados y circunstancias concurrentes.
e) Lugar, fecha y hora en que se cumplimenta la diligencia.

Artículo 115.  Disposiciones comunes a actas y diligencias.
1. Las diligencias y las actas de inspección que observen los requisitos legales 

pertinentes tendrán naturaleza de documento público. Los hechos constatados por la 
Inspección de Consumo en el desempeño de sus funciones de inspección, reflejados en 
diligencias y actas de inspección, tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que 
en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios 
interesados.

2. La empresa inspeccionada obtendrá de los agentes de la inspección copia de los 
documentos que se redacten durante la actuación inspectora. Cuando los medios técnicos 
empleados por la Inspección de Consumo no permitan proporcionar una copia del acta al 
inspeccionado en el momento de la visita, se le deberá facilitar la misma a posteriori en un 
plazo máximo de tres días hábiles, pudiéndose utilizar para ello cualquier medio permitido en 
derecho, incluido los electrónicos.

En todo caso se debe garantizar el derecho que le asiste a realizar cuantas 
manifestaciones considere oportunas a la actuación llevada a cabo por la inspección.

Artículo 116.  Actuaciones administrativas en materia de seguridad de las personas 
consumidoras.

1. Las administraciones públicas competentes en materia de consumo contribuirán a la 
correcta aplicación de las normas sobre protección de la salud y seguridad de las personas 
consumidoras, para lo cual llevarán a cabo las actuaciones que se recogen en el Título II. A 
estos efectos, en situaciones de riesgo para la salud y seguridad de las personas 
consumidoras, podrán adoptar cualquier medida necesaria y proporcionada para neutralizar 
dichos riesgos, incluida la intervención directa sobre las cosas y la compulsión directa sobre 
las personas. En estos supuestos, todos los gastos que se generen serán a cuenta de quien 
con su conducta los haya originado, con independencia de las sanciones que, en su caso, 
puedan imponerse. La exacción de tales gastos podrá llevarse a cabo por el procedimiento 
administrativo de apremio.

2. En caso necesario, para evitar lesiones graves a los derechos a la salud y seguridad 
de las personas consumidoras, los órganos competentes podrán poner en conocimiento de 
las personas consumidoras potencialmente afectadas los riesgos y las irregularidades, así 
como las precauciones necesarias para que las puedan evitar. También comunicarán al resto 
de administraciones potencialmente afectadas las citadas irregularidades a través de los 
procedimientos establecidos.

3. De las consecuencias negativas que las condiciones de inseguridad de un producto 
puedan causar a las personas consumidoras serán responsables, dentro de los límites de 
sus actividades respectivas, cualquiera de los agentes de la cadena comercial que 
intervengan en la puesta en el mercado o la comercialización del producto, sin perjuicio de 
las actuaciones previstas en los apartados anteriores.

4. Cuando el riesgo detectado exceda los límites de la Comunidad Autónoma, se 
comunicarán a la autoridad nacional utilizando el sistema previsto para tal fin.

Artículo 117.  Compras de prueba, tomas de muestras y pruebas analíticas.
1. En el curso de las actuaciones inspectoras se podrán adquirir bienes o servicios como 

compras de prueba con el fin de detectar infracciones y obtener pruebas, con arreglo a la 
presente ley y la normativa nacional y europea.

2. También se podrán practicar las tomas de muestras o cualquier otro tipo de control o 
ensayo sobre los productos y bienes en cualquier fase de su comercialización, incluso en la 
venta a distancia, a fin de comprobar la adecuación a la normativa que les sea de aplicación 
en lo que respecta a su funcionalidad, composición, etiquetado, presentación, publicidad y a 
los niveles de seguridad que ofrecen a la persona consumidora.
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En aquellos casos en los que, tras realizarse los ensayos pertinentes, no se detectasen 
incumplimientos de la normativa vigente, la administración indemnizará a quien se le hubiese 
realizado la toma de muestras por el valor del coste del producto muestreado.

Esta obligación no será de aplicación en los siguientes supuestos:
a) Cuando la toma de muestras se lleve a cabo sobre productos que estén sujetos a 

medidas provisionales que limiten su fabricación, distribución o venta, mientras estas estén 
en vigor.

b) Cuando la toma de muestras se realice en instalaciones o sobre productos que sean 
propiedad del responsable del producto investigado.

3. En cualquier caso, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en el 
supuesto de que en los ensayos se constate cualquier irregularidad, los gastos derivados de 
la realización de los mismos serán por cuenta de la persona o entidad infractora o del 
responsable del producto, respectivamente. Se entiende por responsable del producto 
envasado, la firma o razón social cuyo nombre figure en la etiqueta, salvo que se demuestre 
su falsificación o mala conservación del producto por el tenedor, siempre que se 
especifiquen en el envase original las condiciones de conservación y responsable del 
producto a granel es el tenedor del mismo, excepto cuando se pueda identificar la 
responsabilidad de manera cierta, de un tenedor anterior.

4. Las irregularidades que se detecten en el marco de estas actividades serán objeto de 
las actuaciones administrativas y de las acciones judiciales que, en su caso, procedan, sin 
perjuicio de que puedan ponerse en conocimiento de los responsables para que adopten las 
medidas adecuadas y las corrijan inmediatamente.

5. Cuando a consecuencia de un ensayo analítico se detecte una irregularidad, se 
presumirá que dicho incumplimiento afecta a toda la producción, salvo en el caso de que el 
responsable del producto pueda acreditar que puede limitarse a un lote, a un número 
determinado de unidades o se trata de un fallo puntual del control de calidad, mediante la 
aportación, en el plazo de un mes desde la recepción de la notificación de los resultados 
analíticos, de la documentación o cualquier otro medio de prueba que acredite esos 
extremos.

No obstante lo anterior, podrá entenderse que la irregularidad solo afecta a un 
determinado lote o grupo de fabricación del producto cuando el responsable acredite, de 
forma fehaciente, que tiene implantado un sistema de control de la calidad que asegure que 
el problema detectado no afecta a otras unidades del producto.

6. La consejería competente en materia de consumo establecerá con recursos propios o 
concertados las unidades analíticas precisas para llevar a cabo los ensayos y pruebas 
previstas en la vigilancia de mercado y en los programas de control de calidad de bienes y 
productos, contando para ello con el equipamiento y la dotación básica necesarios para su 
desarrollo.

7. El procedimiento para la toma de muestras, así como el depósito de las mismas y la 
práctica de pruebas analíticas se realizará de acuerdo a la normativa general que resulte de 
aplicación.

Cuando el motivo de la toma de muestras sea la realización de ensayos analíticos sobre 
productos sometidos a certificación u homologación, que se sometan a investigación para 
determinar su seguridad o aptitud funcional, o en los supuestos en que no sea posible su 
obtención por triplicado en el momento de la toma de muestras, el resultado de las pruebas o 
ensayos podrá quedar acreditado con un único ensayo analítico obtenido en un laboratorio 
oficial de una muestra compuesta de un único ejemplar.

En estos casos, la realización de las pruebas o ensayos se notificará previamente a las 
partes interesadas de las que se tenga conocimiento, al objeto de que puedan personarse y 
efectuar cuantas alegaciones estimen oportunas.

Artículo 118.  Medidas administrativas para la corrección del mercado.
1. El órgano autonómico competente en materia de consumo podrá adoptar las medidas 

de corrección del mercado dirigidas a la neutralización de los riesgos que puedan 
comprometer la seguridad de las personas consumidoras, así como a esclarecer las 
responsabilidades que en cada caso pudieran concurrir.
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2. Las medidas a que se refiere el presente artículo podrán afectar tanto a los 
responsables de la prestación del servicio como, en su caso, a los responsables de la 
producción, distribución o comercialización del producto, bien o servicio, o a cualquier otra 
persona que esté contribuyendo al riesgo o de la cual dependa la efectividad de las medidas 
adoptadas.

3. Las medidas provisionales pueden tener una o varias personas destinatarias 
concretas o una pluralidad indeterminada de personas.

4. Los gastos que se deriven de la adopción y ejecución de las medidas previstas en 
este artículo serán por cuenta de quienes con sus conductas los hayan originado.

5. Ninguna de las medidas a que se refieren los apartados anteriores tiene carácter 
sancionador y, salvo en el supuesto de que se levanten de oficio, se mantendrán mientras no 
recaiga resolución. En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución 
administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

6. La adopción de cualquiera de las medidas anteriores es compatible con la iniciación 
previa, simultánea o posterior de un procedimiento sancionador.

Artículo 119.  Tipos de medidas de corrección del mercado.
Sin perjuicio de que pueda emprenderse cualquier otra actuación que se considere 

oportuna, las medidas previstas en el artículo anterior consistirán en una o varias de las 
siguientes:

a) Para todo producto sobre el cual existan indicios razonables de que pueda ser 
inseguro se podrá prohibir temporalmente que se comercialice mientras se efectúen las 
inspecciones o verificaciones necesarias para clarificar de forma suficiente las condiciones 
de seguridad del producto.

b) Acordar la inmovilización, la retirada del mercado e incluso la recuperación de la 
persona consumidora de un producto inseguro, asegurándose, si fuera preciso, de su 
posterior destrucción.

c) Cuando se haya comprobado de forma suficiente el carácter inseguro de un producto 
o el incumplimiento de la normativa que le sea de aplicación en una actividad de prestación 
de servicios se podrá prohibir la puesta en el mercado del producto o la prestación de dichos 
servicios.

d) Imponer condiciones previas a la comercialización de un producto o a la prestación de 
un servicio en los casos en que los incumplimientos normativos puedan ser corregidos o el 
posible riesgo disminuya de forma ostensible mediante la inclusión de advertencias 
adecuadas.

e) Suspender o prohibir la actividad, oferta, promoción o venta de bienes o la prestación 
de servicios, incluidos los que se presten a través de los servicios de la sociedad de la 
información.

f) Disponer, incluso mediante la publicación de avisos especiales, que las personas 
expuestas al riesgo o cuyos intereses económicos o sociales pudiesen haber resultado 
perjudicados sean informadas convenientemente.

g) En casos excepcionales y si ninguna otra medida de las contempladas en el presente 
artículo puede limitar el riesgo para la seguridad de las personas consumidoras, la autoridad 
competente podrá imponer la clausura temporal de establecimientos o instalaciones.

Artículo 120.  Procedimiento de adopción de medidas cautelares.
1. Atendiendo a la gravedad de los hechos y a fin de evitar daños irreparables, podrá 

acordarse la tramitación de urgencia del procedimiento administrativo. En cualquier fase del 
mismo, el órgano competente podrá ordenar la práctica de las inspecciones y controles 
necesarios para la clarificación de los hechos.

2. El responsable deberá asumir los gastos derivados de la adopción de las medidas 
provisionales cuando sean definitivas por una resolución administrativa firme.

3. Al objeto de garantizar la eficacia de las resoluciones adoptadas, el interesado deberá 
aportar justificación documental que acredite el cumplimiento de las obligaciones impuestas. 
Si se considera necesario, estas se practicarán en presencia del personal de la Inspección 
de Consumo.
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4. Cuando el procedimiento de adopción de medidas haya sido iniciado por motivos 
relacionados con la seguridad de un producto, no será necesaria la realización de los 
trámites de audiencia y prueba cuando hayan sido realizados ante el mismo supuesto de 
hecho y ante idéntica medida en el procedimiento administrativo que haya sido tramitado por 
otra Administración Autonómica, la Administración del Estado u otra de ámbito superior. En 
este caso, en el expediente administrativo se incluirá una identificación del procedimiento y 
del órgano donde se realizaron dichos trámites, así como toda la documentación que se 
haya recibido al respecto. Tampoco se realizará el trámite de audiencia en aquellos casos en 
que fuese imposible la localización o identificación de las personas productoras o 
distribuidoras del producto o prestadoras del servicio de que se trate, causantes del riesgo.

Artículo 121.  Advertencias y requerimientos.
El personal inspector, las personas titulares de los servicios o unidades en que estos se 

integran, así como la autoridad competente en materia de consumo, en su caso, podrán 
advertir a quienes incumplan alguna norma que pueda afectar directa o indirectamente a los 
derechos de las personas consumidoras e instarles a su cumplimento. También podrán 
realizar aquellos requerimientos que se estimen convenientes, todo ello sin perjuicio de la 
adopción de otras medidas de las contempladas o la exigencia de las responsabilidades 
administrativas o de otro orden que, en su caso, procedan.

La existencia de advertencias o requerimientos previos no impedirá la iniciación de un 
procedimiento sancionador por las irregularidades detectadas.

Artículo 122.  Multas coercitivas.
1. La imposición de una multa coercitiva irá precedida del preceptivo requerimiento de 

ejecución de la resolución por la que se adoptó la medida provisional, advirtiendo a la 
persona destinataria del plazo de que dispone para su cumplimiento y de la cuantía de la 
multa coercitiva que puede serle impuesta en caso de incumplimiento. El plazo señalado ha 
de ser, en todo caso, suficiente para el cumplimiento de la obligación de que se trate, y la 
multa proporcionada a la gravedad y alarma social generada, no pudiendo exceder nunca de 
3.000 euros.

2. Si la administración comprobara el incumplimiento de lo ordenado, podrá reiterar las 
citadas multas por periodos que no pueden ser inferiores a lo indicado en el primer 
requerimiento.

3. Estas multas serán independientes de las que puedan imponerse en concepto de 
sanción y son compatibles con las mismas.

Sección 4.ª Protección: Resolución extrajudicial

Artículo 123.  Actuación de las administraciones públicas de Castilla-La Mancha en la 
protección de los derechos de las personas consumidoras.

1. Las administraciones, en el ámbito territorial de Castilla-La Mancha, velarán para 
hacer efectivos los derechos de las personas consumidoras consagrados en la presente ley 
y en la legislación general o sectorial, recurriendo, cuando sea preciso, al ejercicio de las 
acciones judiciales oportunas para poner fin a la vulneración de estos derechos.

2. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 
las medidas oportunas de prevención y afrontamiento de los riesgos de exclusión de las 
personas consumidoras.

3. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus respectivas 
competencias en materia de protección y defensa de las personas consumidoras, se 
personará, en la forma que establezca la legislación procesal del Estado, en procedimientos 
penales siempre y cuando afecten a una pluralidad de personas consumidoras y usuarias 
necesitadas de especial protección y residentes en Castilla-La Mancha.
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Artículo 124.  Protección de las personas consumidoras en las relaciones comerciales en 
línea.

Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán las 
medidas adecuadas para asegurar que la protección de los derechos de las personas 
consumidoras en las relaciones comerciales en línea se corresponda con las previstas para 
el comercio tradicional y, en especial, en lo que se refiere a la protección de datos de 
carácter personal y la seguridad en las transacciones en red.

Artículo 125.  Reclamaciones de las personas consumidoras.
1. Las personas consumidoras reclamantes, una vez que se hayan dirigido a la empresa 

o profesional reclamado para intentar resolver de forma amistosa el litigio en cuestión, 
cuando lo soliciten, tendrán derecho a la entrega de una hoja de reclamaciones por parte de 
la empresa o profesional reclamado. Asimismo, tienen derecho a interponer una reclamación 
en materia de consumo en una unidad administrativa de atención a las personas 
consumidoras. La hoja de reclamaciones también deberá estar disponible por vía telemática.

2. Reglamentariamente se regularán las hojas de reclamaciones y los supuestos 
concretos de su entrega, los requisitos y los procedimientos que se exijan para la 
presentación y tramitación de una reclamación de la persona consumidora frente a una 
empresa, así como el modo en que pueda entenderse debidamente cumplimentado el 
requisito del apartado 1.

3. En todo caso, todo establecimiento abierto al público en donde se comercialicen 
productos y bienes o se presten servicios en el territorio de la Comunidad Autónoma deberá 
disponer de las hojas de reclamaciones establecidas reglamentariamente y del cartel 
anunciador de la existencia de las mismas. Estas hojas podrán utilizarse tanto para 
presentar una reclamación frente al titular del establecimiento como respecto a otras 
empresas, siempre que la contratación de servicios o la adquisición de productos de estos 
últimos se realice en dicho establecimiento. Ambas empresas serán responsables del 
cumplimiento de lo establecido en el presente artículo.

4. En los supuestos de prestación de servicios a domicilio, el prestador de los mismos 
deberá tener a disposición de la persona consumidora las hojas de reclamación.

5. En el caso de los bienes ofertados o servicios prestados de forma no presencial por 
entidades o empresas sin establecimiento abierto al público, estas deberán informar 
suficientemente de los procedimientos de reclamación, haciendo constar al menos una 
dirección postal o correo electrónico a los que la persona consumidora pueda dirigir sus 
reclamaciones.

6. La administración competente en materia de consumo establecerá un sistema de 
hojas de reclamación electrónicas. Las personas consumidoras, podrán presentar sus 
reclamaciones a través de este sistema ante una entidad adherida voluntariamente al 
mismo, siempre que esta disponga del correspondiente certificado electrónico emitido por 
una entidad válidamente reconocida.

Artículo 126.  Resolución extrajudicial de conflictos.
Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha propiciarán la puesta a disposición 

de empresas y personas consumidoras de mecanismos extrajudiciales de resolución de 
conflictos en materia de consumo, especialmente la mediación y el arbitraje de consumo.

Artículo 127.  Mediación.
1. Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha impulsarán la mediación en el 

procedimiento de tramitación de reclamaciones de las personas consumidoras presentadas 
ante las Asociaciones de personas consumidoras, oficinas de información a las personas 
consumidoras, así como ante las administraciones con competencia en materia de consumo, 
sin perjuicio de las actuaciones inspectoras y sancionadoras que pudieran corresponder.

2. Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha impulsarán que, en los casos de 
ejecución hipotecaria de la vivienda habitual como consecuencia del incumplimiento del 
deudor, pueda llevarse a cabo un procedimiento de mediación destinado a la resolución 
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extrajudicial de conflictos previo a cualquier otro procedimiento judicial o a la intervención 
notarial.

El procedimiento de mediación debe tener por objeto buscar acuerdos entre las partes 
que hagan viable que la persona consumidora conserve la propiedad de la vivienda o, 
subsidiariamente, la posibilidad de mantener su uso y disfrute.

3. En situaciones de sobreendeudamiento derivado de relaciones de consumo, las 
Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha y, especialmente, la administración 
competente en materia de consumo, impulsarán la mediación como procedimiento de 
resolución extrajudicial de conflictos, previo a cualquier otro procedimiento judicial o a la 
intervención notarial.

El procedimiento de mediación debe tener como objeto llegar a acuerdos para el 
desarrollo de medidas que puedan dar lugar a la reestructuración de la deuda.

4. Se fomentará la formación en materia de mediación en el ámbito de los derechos de 
las personas consumidoras a fin de crear una red de mediación.

5. Los acuerdos adoptados entre las partes en el curso de un procedimiento de 
mediación se documentarán por escrito y vincularán a las dos partes a atenerse a lo 
acordado dentro de dicho procedimiento.

6. Las empresas que presten o suministren servicios básicos de interés general estarán 
obligadas a aceptar el proceso de mediación para la resolución de los conflictos que 
presenten las personas consumidoras.

Artículo 128.  Arbitraje de Consumo.
1. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha ejercerá de acuerdo con la 

legislación vigente, las funciones de fomento, gestión y desarrollo del Sistema Arbitral de 
Consumo a través de la Junta Arbitral de Consumo de Castilla-La Mancha.

2. La Junta Arbitral de Consumo de Castilla-La Mancha podrá crear en determinados 
sectores órganos arbitrales especializados, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa 
general de arbitraje de consumo.

3. Las Administraciones Públicas de Castilla-La Mancha promoverán la adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo de las Asociaciones de personas consumidoras, de empresas, 
profesionales y sus respectivas organizaciones, pudiendo suscribirse convenios a tal fin.

4. La consejería competente en materia de protección a las personas consumidoras 
impulsará la actividad de la Junta Arbitral de Consumo de Castilla-La Mancha, dotándola de 
los medios materiales y humanos necesarios para el ejercicio de sus funciones. Asimismo, 
promoverá la formación de las personas que integran los órganos Arbitrales.

5. Las empresas o establecimientos que estén adheridos al Sistema Arbitral de Consumo 
lo anunciarán mediante el correspondiente distintivo.

Artículo 129.  Arbitraje de Consumo y Sector Público.
1. Las empresas públicas y las sociedades mercantiles autonómicas de carácter público 

deberán formalizar su adhesión al Sistema Arbitral de Consumo para la resolución de 
conflictos derivadas de su actividad de prestación de servicios en una relación de consumo.

2. La Administración Autonómica promoverá que las empresas o entidades privadas que 
gestionen servicios públicos o servicios de carácter general mediante concesión 
administrativa y aquellas que reciban fondos públicos, se adhieran al Sistema Arbitral de 
Consumo.

3. Los órganos de contratación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
considerarán la Adhesión al Sistema Arbitral de Consumo como criterio objetivo en aquellos 
casos en los que el contrato suponga una prestación a las personas consumidoras.

Sección 5.ª Promoción: Información, formación y educación

Artículo 130.  Campañas informativas y actividades de difusión en materia de consumo.
1. La Administración Regional debe llevar a cabo y fomentar campañas informativas y 

actividades de difusión con el objetivo de promover en las personas consumidoras el 
conocimiento de sus derechos. Estas campañas y actividades deben realizarse a través de 
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los medios más adecuados en cada caso. Especialmente, se debe impulsar y fomentar la 
difusión de:

a) La información y la prevención en el uso de los bienes y servicios del mercado, si 
pueden entrañar un riesgo para la salud y la seguridad de las personas. Al respecto, se 
llevarán a cabo actividades relacionadas con la percepción y comunicación de riesgos en la 
población.

b) La información sobre el uso de nuevos bienes y servicios que aparezcan en el 
mercado y que puedan afectar a los intereses económicos de las personas consumidoras.

c) Las nuevas normativas que se aprueben que afecten a los derechos y deberes de las 
personas consumidoras.

d) Las políticas informativas, formativas y educativas que fomenten el consumo 
responsable, reflexivo, solidario, inclusivo y sostenible de los bienes y servicios; así como en 
el marco del cooperativismo de consumo, la economía social y solidaria, los circuitos cortos 
de comercialización y el consumo de alimentos locales producidos de forma ecológica y 
estacional. Todo ello, siempre que no suponga discriminación que pueda generar 
comportamientos anticompetitivos.

e) Información a las personas consumidoras sobre las huellas ambientales y sociales de 
los productos y servicios ofertados, así como por su consumo y utilización.

2. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus competencias, 
fomentará las medidas adecuadas para la utilización de la «huella ecológica» de los 
productos, como herramienta para conocer la trazabilidad de los mismos.

3. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en el ámbito de sus competencias, 
promoverá campañas de visibilización y difusión de los establecimientos que no apliquen 
diferentes precios sobre un producto cuya única diferenciación está en el hecho de que la 
persona destinataria sea hombre o mujer. Este precepto se considerará como mérito para la 
concesión de un distintivo a las mejores prácticas de consumo, con arreglo al decreto 
correspondiente, a aquellos establecimientos que cumplan con el mismo.

4. La consejería competente en materia de consumo adoptará las iniciativas y acciones 
precisas para incorporar las fases de percepción y comunicación al proceso de gestión de 
riesgos establecido, con especial énfasis en lo relativo a las actividades de información, 
formación, educación e investigación.

Artículo 131.  Estudios y encuestas sobre hábitos de consumo de las personas 
consumidoras.

1. La Administración Regional debe promover e impulsar la elaboración de estudios 
técnicos y encuestas sobre las dinámicas y los hábitos de consumo en Castilla-La Mancha 
con los objetivos de planificar las políticas de consumo más adecuadas y de fijar los 
instrumentos que permitan a las personas consumidoras tomar mejores decisiones de 
compra con arreglo a sus necesidades y exigencias. Estos estudios y encuestas, siempre y 
cuando sea técnica y jurídicamente viable, deben presentarse con datos desagregados por 
sexos y deberán incorporar el estudio sobre el impacto por razón de género, así como un 
estudio sobre el impacto por razón de discapacidad.

2. Asimismo, la Administración Regional podrá crear observatorios, foros y cualesquiera 
otros espacios para la reflexión, el análisis y la investigación orientada a la prospectiva, 
predicción y anticipación de escenarios y medidas de prevención.

Artículo 132.  Educación en materia de consumo.
1. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 

programas y actividades educativos en relación con el derecho que las personas 
consumidoras tienen al respecto y con arreglo a los siguientes objetivos:

a) Contribuir a la formación integral de la persona, atendiendo al desarrollo de la 
conciencia individual y colectiva de la infancia y la juventud en los hábitos del consumo 
responsable, crítico y activo, buscando la información, reflexión, solidaridad y sostenibilidad 
en el consumo de bienes y servicios.
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b) El desarrollo de la capacidad de ejercer una elección libre, racional, crítica y saludable 
de los bienes y servicios ofrecidos, así como de hacer un uso correcto y responsable de 
ellos.

c) El conocimiento de sus derechos y deberes, y de la forma de ejercer los derechos con 
responsabilidad.

2. El Gobierno regional deberá garantizar el acceso de las personas consumidoras a la 
educación en materia de consumo y deberá adoptar las medidas adecuadas para alcanzar 
los siguientes objetivos:

a) Desarrollar transversalmente la educación en consumo en los diferentes niveles de la 
enseñanza reglada en que se considere más eficaz.

b) Impulsar la formación permanente en materia de consumo del personal docente, de 
las asociaciones de padres y madres de alumnos y alumnas y de los demás miembros de la 
comunidad educativa.

c) Promover el reconocimiento de créditos al profesorado por la participación en 
actividades e iniciativas en materia de consumo.

d) Fomentar la publicación de material didáctico, soportes, herramientas y recursos de 
apoyo a la educación en consumo y que sean igualmente accesibles a la población escolar 
con necesidades educativas especiales.

e) Establecer colaboraciones con los organismos o entidades públicos con competencias 
en materia de consumo, con las instituciones competentes en materia de educación y con 
las organizaciones de personas consumidoras para el desarrollo de la educación en 
consumo.

f) Desarrollar programas y actuaciones educativas y formativas en el ámbito extraescolar, 
y en relación con la población adulta y con la formación del personal formador y mediador en 
colectivos y organizaciones. Para estos fines, se promoverá la creación y dinamización de 
Centros de Formación de Consumo (CFC), dotados de estructuras y equipamientos fijos, 
móviles o itinerantes, que permitan un aprendizaje aplicado complementario al impartido 
curricularmente en las aulas o en cualquier otro ámbito de formación comunitario.

Artículo 133.  Formación en consumo.
Se desarrollarán iniciativas formativas en áreas de conocimiento, relacionadas con el 

consumo, en el ámbito socioeducativo y comunitario, como herramientas de carácter 
preventivo frente al riesgo de exclusión y pobreza, así como también en relación con el 
desarrollo de capacidades para el manejo en situaciones de crisis económica y el 
fortalecimiento de la resiliencia en dichos tiempos de crisis.

Asimismo, el Gobierno regional deberá garantizar la formación continua y permanente de 
las personas consumidoras con el impulso y fomento de los siguientes tipos de formación:

a) La formación permanente de jóvenes y adultos como personas consumidoras, con 
especial atención a los colectivos especialmente protegidos, vulnerables y con necesidades 
específicas.

b) La formación continua de los profesionales del consumo de las administraciones 
públicas y de las organizaciones de personas consumidoras que realizan tareas en materia 
de consumo.

c) La formación de los agentes económicos que ponen en el mercado los bienes y 
servicios y de sus asociaciones empresariales y profesionales y sus gremios sobre los 
requisitos de su actividad relacionados con los derechos y deberes de las personas 
consumidoras, con especial incidencia en las características y necesidades de apoyo de las 
personas con discapacidad.

d) La formación de las personas que actúen como árbitros de los colegios arbitrales de 
consumo que se constituyan en Castilla-La Mancha.

e) La formación en el cooperativismo de consumo.

Artículo 134.  Nuevos modelos económicos emergentes.
1. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha promoverá los derechos de las 

personas consumidoras ante los nuevos modelos económicos emergentes de modo que no 
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suponga el establecimiento de traba alguna sobre los operadores en el desarrollo de nuevos 
productos y servicios. A tal efecto:

a) Las administraciones con competencias en materia de consumo, no obstante, 
facilitarán la información, formación y educación que sea necesaria para que la transición a 
los nuevos mercados no afecte al empoderamiento de las personas consumidoras.

b) Las relaciones de consumo derivadas del desarrollo de la economía colaborativa, en 
las que la persona consumidora desarrolla igualmente funciones de productor de bienes y 
servicios sin carácter profesional, se someterán a la regulación sectorial específica que 
corresponda para el ejercicio de la actividad en función de la materia, determinándose con 
carácter previo la exacta influencia que las nuevas tecnologías, en su caso, desplieguen en 
la configuración de las actividades desarrolladas, sin perjuicio de la aplicabilidad directa de la 
regulación de carácter general en materia de consumo y la incardinación de los ingresos 
derivados de las actividades colaborativas en los gravámenes fiscales correspondientes.

c) Asimismo, deberán ser objeto de análisis las distintas variantes de relaciones 
comerciales resultantes no sólo de la relación entre pares, sino también de la relación entre 
personas consumidoras entre sí, tanto de forma individual o colectiva.

2. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 
la participación de las personas consumidoras en los procesos de eco-diseño en el marco de 
la economía circular y en iniciativas de co-creación de valor y uso compartido, fomentando la 
innovación social y distribuida de consumo y el acceso a los avances tecnológicos.

3. Asimismo, las administraciones públicas con competencias en materia de consumo 
impulsarán el tránsito de la producción de bienes a la comercialización de servicios para 
contrarrestar los efectos perjudiciales de la sobre producción, en el marco de la economía 
funcional.

4. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 
las medidas adecuadas para garantizar la protección de las personas consumidoras en 
situaciones de disrupción tecnológica que pongan en riesgo el consumo o utilidad de bienes 
adquiridos con carácter previo; fomentando, asimismo, en colaboración con el sector 
empresarial, la gestión inteligente de la disrupción en materia de consumo. Las actuaciones 
de las administraciones públicas irán encaminadas a prevenir consecuencias adversas para 
las personas consumidoras derivadas de una obsolescencia temprana y con arreglo al 
principio de sostenibilidad de la economía circular. Asimismo, las prevenciones se 
extenderán a garantizar la seguridad y la privacidad de las personas consumidoras en lo que 
se refiere a la disrupción digital.

5. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 
las medidas oportunas para mitigar y, erradicar, en su caso, el impacto negativo que pueda 
causar el desarrollo aplicado de las tecnologías emergentes como la nanotecnología, 
biotecnología, inteligencia artificial, robótica entre otras, en la oferta a las personas 
consumidoras de bienes, productos y servicios.

Artículo 135.  Actuaciones de promoción.
1. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 

la calidad y la competitividad en la actividad de las empresas a través de instrumentos de 
autocontrol, de iniciativas y códigos de mejoras prácticas, y de procesos de autorregulación y 
regulación compartida, que podrán ser reconocidos con distintivos que acrediten dichas 
circunstancias.

Asimismo, podrán ser objeto de este reconocimiento la colaboración con las 
administraciones públicas de consumo y otros méritos en el marco de la corresponsabilidad 
empresarial con arreglo al desarrollo normativo.

2. Las administraciones públicas adoptarán medidas adecuadas para la prevención y 
abordaje de conductas de consumo desadaptativas, a través de programas y actividades de 
carácter específico y en colaboración con los colectivos correspondientes.

3. Asimismo, la Administración Regional de consumo promoverá el desarrollo de 
programas con carácter singular en áreas de actividad específicas con arreglo a los 
derechos reconocidos en esta ley, y en especial, aquellas que vayan dirigidas a personas 
consumidoras y los colectivos vulnerables.
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4. Las administraciones públicas con competencias en materia de consumo promoverán 
iniciativas de impulso y regulación en el ámbito de las compras colectivas y los grupos de 
autoconsumo como fórmula reequilibradora de la oferta y la demanda, y como forma de 
manifestación del consumo social y compartido.

5. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha promoverá e impulsará todo tipo de 
acciones e iniciativas voluntarias que garanticen, tanto la fiabilidad de los productos de las 
empresas, como una duración mínima de los productos adquiridos por las personas 
consumidoras. A tal efecto, se fomentará:

a) La posibilidad de que las personas consumidoras puedan aprovisionarse de piezas de 
recambio durante un período de cinco años a partir de la adquisición del producto.

b) Que en el momento de la compra se entregue a la persona consumidora un manual 
en el que se detallen las posibilidades de reparación y las instrucciones para realizarla.

c) Las iniciativas voluntarias de certificación para que la garantía de reaprovisionamiento 
de piezas de repuesto de diez o veinte años, sea un argumento de venta.

d) El compromiso de los fabricantes de publicar datos sobre las averías más frecuentes, 
almacenando las piezas de repuesto necesarias o comprometiéndose a fabricarlas por 
encargo o a buscar proveedores de la marca que pudieran producirlas.

e) Un etiquetado sobre la duración de la vida o el número estimado de utilizaciones de 
los productos para que la persona consumidora pueda escoger en el momento de la 
adquisición con pleno conocimiento de causa.

f) Cualquier otra medida que ayude a conocer la duración de la vida mínima de los 
productos adquiridos.

Sección 6.ª Régimen sancionador

Artículo 136.  Competencias en materia sancionadora.
1. Corresponde al órgano autonómico competente en materia de consumo la potestad 

para sancionar las conductas tipificadas como infracciones en materia de defensa de las 
personas consumidoras, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otra 
índole en que pueda incurrirse.

2. El órgano autonómico competente en materia de consumo sancionará las infracciones 
en materia de defensa de las personas consumidoras cometidas en su territorio.

3. Las infracciones se entenderán cometidas en cualquiera de los lugares en que se 
desarrollen las acciones u omisiones constitutivas de las mismas y, además, salvo en el caso 
de infracciones relativas a los requisitos de los establecimientos e instalaciones o del 
personal, en todos aquellos en que se manifieste la lesión o riesgo para los intereses de las 
personas consumidoras protegidos por la norma sancionadora.

Artículo 137.  Actuaciones u omisiones infractoras.
1. Cada hecho infractor, ya sea una actuación u omisión, será sancionado 

independientemente aplicando la sanción correspondiente, salvo en el supuesto de que un 
hecho constituya dos o más infracciones o cuando una sea el medio necesario para cometer 
otra, caso en que se aplicará la sanción prevista para la infracción más grave en su mitad 
superior.

2. Se considera que un hecho infractor es independiente de otro cuando la comisión de 
uno pueda realizarse sin la realización del otro y viceversa. En este supuesto se impondrán 
tantas sanciones como hechos realizados.

Artículo 138.  Carácter de las infracciones en materia de disciplina de mercado.
Las infracciones en materia de disciplina de mercado se considerarán en todo caso 

infracciones en materia de defensa de las personas consumidoras y se sancionarán como 
tales.
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Artículo 139.  Clasificación de las infracciones.
Las infracciones en materia de defensa de las personas consumidoras se clasifican 

como leves, graves y muy graves, de acuerdo con lo establecido en los artículos siguientes.

Artículo 140.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves las siguientes:
1. La incorrección, falta de consideración o respeto a las personas consumidoras que 

pueda suponer una situación de inferioridad de la persona consumidora en cuestión, o bien, 
impedir el ejercicio de sus derechos o lesionar estos.

2. El mero incumplimiento de las disposiciones sobre salud o seguridad de los productos 
o servicios, cuando este no pueda ser considerado grave o muy grave.

3. No disponer de hojas de reclamaciones o no exhibir, de modo visible, el cartel 
anunciador de su existencia, así como negar la entrega de las mismas a las personas 
consumidoras que lo soliciten, aunque estas no hayan realizado ningún negocio con la 
empresa que debe entregarlas.

4. No acusar recibo de una reclamación o hacerlo con incumplimiento de lo exigido 
reglamentariamente.

5. No dar respuesta a las reclamaciones de las personas consumidoras o realizarlo fuera 
del plazo establecido o atenderlas a través de sistemas telefónicos no personalizados o que 
ocasionen esperas injustificadas.

6. La negativa injustificada a satisfacer las demandas de las personas consumidoras, 
producidas de buena fe o conforme al uso establecido, cuando su satisfacción esté dentro de 
las disponibilidades de la empresa vendedora o prestadora de un servicio, así como 
cualquier forma de discriminación con respecto a las referidas demandas, siempre y cuando 
no se demuestre que tal discriminación fue en razón de género, raza, religión, lugar de 
nacimiento o discapacidad en el acceso, porque en esos casos la infracción deberá ser 
tipificada conforme a lo estipulado en el artículo 141.15.

7. Exigir alguna contraprestación o generar gastos o disposición de dinero o cualquier 
otro bien a una persona consumidora, a consecuencia de la recepción de comunicaciones 
comerciales o publicidad, si la contratación no es fuera de establecimiento mercantil, a 
distancia o mediante uso de medios de la sociedad de la información, así como por bienes o 
servicios o la realización de cualquier clase de gestión que deba prestarse gratuitamente.

8. Exigir alguna contraprestación o generar gastos o disposición de dinero o cualquier 
otro bien a una persona consumidora por la parte que da lugar a confusión o falta de claridad 
en la adquisición de un bien o la prestación de un servicio.

9. No formalizar por escrito las ofertas, condiciones o manifestaciones cuando así se 
exija en la normativa de aplicación.

10. El incumplimiento de las disposiciones relativas a la normalización, tipificación o 
prestación de bienes o servicios que se produzcan, comercialicen o existan en el mercado.

11. El incumplimiento de las normas relativas a registro, normalización o tipificación, 
etiquetado, envasado y publicidad de bienes y servicios.

12. El incumplimiento de las normas relativas a instalaciones, información de horarios, 
accesibilidad, documentación, información, libros o registros establecidos obligatoriamente 
para el adecuado régimen y funcionamiento de la empresa, instalación o servicio, para el 
control de la trazabilidad de los productos y como garantía para la protección de la salud, la 
seguridad o los intereses económicos de las personas consumidoras.

13. El incumplimiento de obligaciones formales, documentales o de información en 
materia de seguridad de los productos o de los servicios.

14. El incumplimiento de los códigos de mejores prácticas, en los supuestos de haberse 
acogido a ellos, cuando ello no conlleve algún otro tipo de infracción tipificada.

15. El incumplimiento de los autocontroles de la empresa si estos resultan obligatorios 
por la legislación vigente y si no son constitutivos de algún otro tipo de infracción tipificada.

16. No entregar resguardo de depósito a las personas consumidoras en caso de 
depósito de un bien para cualquier tipo de intervención u operación. No elaborar presupuesto 
previo si resulta preceptivo por la normativa en vigor. No extender la correspondiente factura 
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o factura simplificada o documento justificativo de la relación de consumo, o entregarlos sin 
cumplir con los requisitos mínimos establecidos.

17. El incumplimiento de la normativa de precios o contraprestaciones, siempre y cuando 
no tengan el carácter de grave o muy grave.

18. No informar, en su caso, de las limitaciones en los medios de pago en los 
establecimientos, así como del pago por anticipado o aplazado con antelación a la 
constitución del contrato o compra del bien o prestación del servicio, o hacerlo no 
ajustándose a lo establecido normativamente.

19. La obstrucción o negativa a suministrar datos o a facilitar la información o a permitir 
la toma de muestras requerida por las autoridades competentes o sus agentes para el 
cumplimiento de las funciones de información, vigilancia, inspección, tramitación y ejecución, 
así como el incumplimiento de las obligaciones en materia de existencia y conservación de 
documentación.

20. El incumplimiento de las disposiciones y régimen sobre garantía o conformidad de 
los productos de consumo, así como la insuficiencia de la asistencia técnica o de la 
existencia de repuestos con relación a la ofrecida o exigible por las personas consumidoras 
en la adquisición de tales bienes.

21. La omisión de la información necesaria en la publicidad, oferta comercial o exhibición 
en los establecimientos de bienes y servicios.

22. El incumplimiento de las medidas de cualquier naturaleza de corrección del mercado 
adoptadas por la administración en el ejercicio de las potestades atribuidas por esta ley.

23. Utilizar en la publicidad comercial los resultados de los estudios de mercado 
realizados por la administración directamente o a través de entidades colaboradoras u 
organizaciones y asociaciones de personas consumidoras.

24. Los incumplimientos de los requisitos, obligaciones o prohibiciones contempladas en 
la presente ley u otras normas de protección de las personas consumidoras que no tengan la 
calificación de infracción grave o muy grave.

Artículo 141.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves las siguientes:
1. La resistencia, coacción, amenaza, represalia o cualquier otra forma de presión al 

personal inspector o al resto del personal de la administración encargado de la función 
inspectora en cualquiera de sus fases, así como la tentativa de ejercitar tales actos.

2. Las acciones u omisiones que produzcan riesgos o daños efectivos para la salud o 
seguridad de las personas consumidoras, ya sea de forma consciente o deliberada, ya por 
abandono de la diligencia y precauciones exigibles en la actividad, servicio o instalación de 
que se trate.

3. La ausencia de corrección, consideración o respeto a las personas consumidoras con 
actuaciones ofensivas.

4. El fraude en la prestación de servicios de instalación o reparación de bienes y de 
asistencia en el domicilio por la sustitución innecesaria de piezas para conseguir un aumento 
del precio, la facturación de trabajos no realizados, la aplicación de precios superiores a los 
repuestos o piezas sustituidas o la facturación de trabajos efectuados con accesorios de 
peor calidad que los indicados a la persona consumidora o no acordes al modelo reparado.

5. La venta al público de bienes o la prestación de servicios a precios superiores a los 
máximos legalmente establecidos.

6. La realización de actos de competencia desleal y el acaparamiento o detracción 
injustificada al mercado de materias o productos destinados directa o indirectamente al 
suministro o venta, cuando tales actos y prácticas vayan dirigidos a las personas 
consumidoras, o aun cuando esto no sea así estos actos afecten a los derechos reconocidos 
de las personas consumidoras.

7. La realización de prácticas comerciales desleales por engañosas con las personas 
consumidoras, incluida la publicidad, o también prácticas que puedan ser consideradas 
prácticas señuelo, o que se consideren de venta piramidal, o que sean engañosas por 
confusión o por omisión, o por ser prácticas comerciales encubiertas o por ser consideradas 
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prácticas desleales por agresivas o abusivas; así como lo establecido en el artículo 41.2 de 
la presente ley.

8. El fraude en cuanto al origen, presentación, calidad, marca, composición, cantidad, 
peso o medida, duración, así como la elaboración, distribución o venta de bienes a los 
cuales se les haya añadido o sustraído cualquier sustancia o elemento o condición o 
prestación para variar su composición, estructura, peso, volumen o valor con fines 
fraudulentos, o cuando su composición, calidad, presentación o duración no se ajusten a las 
declaradas o contratadas por cualquier medio o a lo que pudiese esperar la persona 
consumidora. La obsolescencia programada podrá considerarse fraude en materia de 
calidad cuando así se desarrolle reglamentariamente.

También se considerará fraude el uso de envases, etiquetas, rótulos, cierres, precintos o 
cualquier otra información que induzca a engaño o confusión o enmascare la verdadera 
naturaleza del producto. En particular la comercialización, distribución o venta de productos 
sin marcado CE o con el marcado CE falsificado o sin documentar.

A efectos de todas las circunstancias contempladas en este apartado, se considerará 
fraude el mero incumplimiento de los requisitos exigibles sin necesidad de que exista ánimo 
específico.

9. La alteración, adulteración o fraude en bienes o servicios susceptibles de consumo por 
adición o sustracción de cualquier sustancia o elemento, alteración de su composición o 
calidad, incumplimiento de las condiciones que correspondan a su naturaleza o la garantía, 
arreglo o reparación de productos de naturaleza duradera y en general cualquier situación 
que induzca a engaño o confusión o que impida reconocer la verdadera naturaleza del bien o 
servicio.

10. Manipular de forma fraudulenta los aparatos y sistemas de medición de los bienes o 
servicios suministrados a las personas consumidoras.

11. El incumplimiento de las disposiciones o actos administrativos sobre prohibición de 
elaborar o comercializar determinados productos o servicios y la comercialización, 
distribución, venta o prestación de aquellos que en su caso precisen autorización 
administrativa y en especial su inscripción en registros administrativos preceptivos.

12. La prestación de servicios incumpliendo las condiciones para la apertura del 
establecimiento o para la actividad o de las obligaciones impuestas en la presente ley o en 
las leyes sectoriales en materia de consumo.

13. No constituir avales, seguros o garantías a favor de las personas consumidoras 
establecidos en la normativa sectorial o de consumo.

14. Causar cualquier perjuicio, directo o indirecto a la persona consumidora a 
consecuencia de la presentación por esta de una denuncia o reclamación, así como la no 
satisfacción a las personas consumidoras de las indemnizaciones, compensaciones o 
reparaciones establecidas reglamentariamente.

15. Las conductas discriminatorias en razón de género, raza, religión, lugar de 
nacimiento o discapacidad en el acceso a bienes y a la prestación de servicios.

16. La exigencia de cualquier contraprestación por una empresa aprovechándose de una 
posición de poder respecto a una persona o en una situación en que se encuentre mermada 
o limitada la libertad de elección de la persona consumidora por cualquier circunstancia o en 
el supuesto en que se vincule la ejecución de otro contrato a la satisfacción de dicha 
contraprestación, siempre que no tenga el carácter de muy grave.

17. La realización de transacciones en las cuales se imponga injustificadamente a la 
persona consumidora la condición expresa o tácita de comprar una cantidad mínima o 
productos no solicitados o la de prestarle o prestar él un servicio no pedido o no ofrecido.

18. Exigir alguna contraprestación o generar gastos o disposición de dinero o cualquier 
otro bien a una persona consumidora a consecuencia de la recepción de comunicaciones 
comerciales o publicidad si la contratación es fuera de establecimiento mercantil, a distancia 
o mediante uso de medios de la sociedad de la información.

19. El incumplimiento o no acreditación de haber facilitado a la persona consumidora la 
información previa al contrato exigida reglamentariamente.

20. Las limitaciones o exigencias injustificadas al derecho de la persona consumidora de 
poner fin a los contratos de prestación de servicio o suministro de productos de tracto 
sucesivo o continuado, la obstaculización al ejercicio de tal derecho de las personas 
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consumidoras mediante negativa expresa o tácita o a través del procedimiento pactado, o la 
falta de previsión de este o la falta de comunicación a las personas consumidoras del 
procedimiento para darse de baja en el servicio.

21. La introducción de cláusulas abusivas de forma unilateral por la empresa, tanto en 
contratos realizados con las personas consumidoras, como en documentos establecidos 
como «contrato tipo» o bien en las condiciones generales de la contratación en relación con 
la oferta de bienes y servicios, especialmente si estos son de agua, electricidad, calefacción 
mediante sistemas urbanos o de contenido digital.

22. El incumplimiento del régimen establecido para los contratos celebrados fuera de los 
establecimientos mercantiles, los de contratación a distancia, contratación telefónica o de 
contratación con medios de la sociedad de la información, salvo que suponga la comisión de 
una infracción muy grave. Si tales contrataciones conllevan pago mediante tarjeta, será 
considerada infracción grave la no anulación inmediata del cargo exigido a la persona 
consumidora con las correspondientes anotaciones de adeudo y reabono en las cuentas de 
la empresa y de la persona consumidora titular de la tarjeta.

23. En la contratación telefónica o mediante el uso de medios de la sociedad de la 
información, no facilitar a requerimiento de la administración las grabaciones o las pruebas 
de las conversaciones o comunicaciones con las personas consumidoras en el plazo 
establecido o concedido al efecto, o hacerlo sin cumplir con los requisitos mínimos exigibles.

24. No disponer o no atender el correspondiente teléfono de atención a las personas 
consumidoras o dirección de correo electrónico cuando tal obligación esté recogida en la 
normativa sectorial o de consumo.

25. La suspensión del servicio de carácter continuado con posterioridad a la 
presentación de una reclamación mientras no se dé respuesta a la misma si esta está 
relacionada con el motivo de la suspensión.

26. El incumplimiento por parte de los proveedores de servicios de acceso a redes de 
telecomunicaciones y titulares de medios de pago utilizados en las transacciones 
electrónicas, de las obligaciones impuestas en la presente ley o leyes sectoriales en materia 
de consumo.

27. La imposición injustificada a las personas consumidoras del deber de personarse 
para ejercer sus derechos o realizar cobros, pagos o trámites similares, o exigirles de forma 
abusiva la cumplimentación de impresos y la aportación de datos que impongan molestias 
desproporcionadas, así como obstaculizar, impedir o dificultar que las personas 
consumidoras puedan ejercer sus derechos.

28. El incumplimiento de las disposiciones en materia de créditos al consumo.
29. La actuación unilateral de una empresa en perjuicio de la persona consumidora 

motivada por la demora en los pagos que esta debería haber efectuado, sin posibilidad de 
que la persona consumidora pueda defenderse.

30. La exhibición o introducción en cualquier comunicación del distintivo de adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo sin encontrarse adherido al mismo o el de adhesión sin 
limitaciones a dicho sistema cuando existieran.

31. La exhibición de un sello de confianza o de calidad diferenciada o de un distintivo 
equivalente sin haber obtenido la necesaria autorización en su caso, o la exhibición de 
distintivos o menciones que evoquen directa o indirectamente un sello de confianza, de 
calidad diferenciada o un distintivo equivalente que es objeto de regulación.

32. Facilitar información falsa, inexacta o engañosa a las administraciones con relación a 
la defensa de los derechos de las personas consumidoras.

33. La manipulación, traslado o disposición en cualquier forma de mercancía 
cautelarmente intervenida o retirada del mercado.

34. La coacción, amenaza, represalia o cualquier otra forma de presión a las personas 
consumidoras u organizaciones de personas consumidoras que hayan promovido o 
pretendan promover cualquier clase de acción legal, denuncia, reclamación o participación 
en procedimientos ya iniciados, así como la tentativa de ejercitar tales actos, cuando no 
tengan la consideración de delito.

35. La obstrucción o negativa a suministrar las condiciones generales de la contratación.
36. El incumplimiento o transgresión de los requisitos previos que concretamente 

formulen las autoridades competentes para situaciones específicas, al objeto de evitar 
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contaminaciones, circunstancias o conductas nocivas de otro tipo que puedan resultar 
gravemente perjudiciales para la salud pública.

37. El incumplimiento de la obligación de informar por las entidades que hayan cedido un 
crédito hipotecario u ordinario a un fondo de titulización.

38. La realización de campañas publicitarias que fomenten la violencia, la prostitución o 
la transmisión de mensajes estereotipados de subordinación o de desigualdad entre mujeres 
y hombres.

Artículo 142.  Infracciones muy graves.
Vendrá siempre a calificarse como muy grave la infracción consistente en no disponer de 

oficinas físicas de atención personal a las personas consumidoras, cuando tal obligación 
esté recogida en la normativa sectorial o de consumo.

Artículo 143.  Infracciones muy graves por concurrir determinadas circunstancias.
Además se calificarán como muy graves, las infracciones graves en que concurran las 

circunstancias siguientes:
1. Que produzcan una alteración social grave que origine alarma o desconfianza en las 

personas consumidoras o que les perjudique con carácter general con relación a un sector 
económico.

2. Que se hayan cometido valiéndose las personas infractoras de situación de dominio 
en un sector. A efectos de conseguir averiguar tal información las autoridades en materia de 
competencia vendrán obligadas expresamente a colaborar con la autoridad de consumo.

3. Que se hayan cometido valiéndose de situaciones de especial desequilibrio o 
indefensión de determinadas personas consumidoras o de colectivos especialmente 
protegidos o que se hayan cometido valiéndose de situaciones de necesidad de 
determinadas personas o de bienes o servicios de uso o consumo ordinario y generalizado.

4. Que provoquen situaciones de necesidad en las personas consumidoras o que causen 
situaciones de desabastecimiento de un sector o una zona.

5. El corte de suministro de servicios básicos de tracto sucesivo o continuado, sin 
constancia efectiva de recepción previa por la persona consumidora de una notificación 
concediendo plazo suficiente para alegar el motivo que pueda esgrimirse como fundamento 
del corte, y en su caso, sin las previas autorizaciones administrativas o judiciales que 
pudieran proceder.

6. Que la cuantía del beneficio ilícito obtenido como consecuencia directa o indirecta de 
la actuación infractora, supere el importe máximo establecido para las sanciones aplicables a 
las infracciones calificadas como graves.

7. El incumplimiento del régimen establecido en materia contratos fuera de los 
establecimientos mercantiles, de las obligaciones que la regulación de contratos celebrados 
a distancia impone en materia de información y documentación, que se debe suministrar a la 
persona consumidora, de los plazos de ejecución y devolución de las cantidades abonadas, 
el envío con pretensión de cobro de envíos no solicitados por la persona consumidora y el 
uso de técnicas de comunicación que requieran el consentimiento expreso previo o la falta 
de oposición de la persona consumidora, cuando no concurra la circunstancia 
correspondiente, contratación telefónica o de contratación con medios de la sociedad de la 
información, se clasificarán como infracciones muy graves cuando exista reincidencia o el 
volumen de facturación realizada a que se refiere la infracción sea superior a 601.012,10 
euros.

A efectos de conseguir averiguar tal información las autoridades fiscales vendrán 
obligadas expresamente a colaborar con la autoridad de consumo.

8. La imposición de diferentes precios sobre un producto cuya única diferenciación está 
en el hecho de que la persona destinataria sea hombre o mujer.

9. El incumplimiento de la obligación de informar por las entidades que hayan cedido un 
crédito hipotecario u ordinario a un fondo de titulización cuando la omisión de informar sobre 
la titulización de una hipoteca afecta a la capacidad de la deudora o deudor hipotecario para 
defenderse en un procedimiento de ejecución hipotecaria.
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Artículo 144.  Sanciones.
1. Las sanciones han de imponerse de modo que la comisión de la infracción no resulte 

más beneficiosa para la persona infractora que el cumplimiento de las normas infringidas.
2. Por la comisión de infracciones en materia de defensa de la persona consumidora se 

podrán imponer las siguientes sanciones:
a) Por infracción leve:
1.º Amonestación por escrito o multa hasta 150 euros.
2.º Multa de hasta 5.000 euros, con los siguientes tramos:
Grado mínimo: desde 151 hasta 1.000 euros.
Grado medio: desde 1.001 euros hasta 3.000 euros.
Grado máximo: desde 3.001 hasta 5.000 euros.
b) Por infracción grave:
1.º Multa de 5.001 euros hasta 100.000 euros, pudiendo rebasar dicha cantidad hasta 

alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción. Los 
tramos serán los siguientes:

Grado mínimo: desde 5.001 euros hasta 6.000 euros.
Grado medio: desde 6.001 euros hasta 20.000 euros.
Grado máximo: desde 20.001 euros hasta 100.000 euros.
2.º Las infracciones del artículo 141, puntos 11 y 12, irán acompañadas de la imposición 

del cierre temporal del establecimiento, instalación o servicio, hasta el máximo de un año.
c) Por infracción muy grave:
1.º Multa de 100.001 euros hasta 1.000.000 euros., pudiendo rebasar dicha cantidad 

hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción. Los 
tramos serán los siguientes:

Grado mínimo: desde 100.001 euros hasta 300.000 euros.
Grado medio: desde 300.001 euros hasta 600.000 euros.
Grado máximo: desde 600.001 euros hasta 1.000.000 euros.
2.º Cierre temporal del establecimiento, instalación o servicio, por un plazo máximo de 

cinco años.
Aquellas empresas que sean sancionadas por infracciones muy graves, no podrán recibir 

ayudas de ninguna clase, ni directas ni indirectas, de la Administración Autonómica durante 
el plazo de cuatro años desde que la sanción sea firme en vía administrativa o, en su caso, 
judicial.

Todas las infracciones muy graves deberán ser publicadas en los medios de difusión 
regionales y en los medios oficiales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

3. Otras medidas sancionadoras:
a) La autoridad a la que corresponda resolver el expediente podrá acordar, como sanción 

accesoria, el decomiso de la mercancía adulterada, deteriorada, falsificada, fraudulenta no 
identificada o que pueda suponer riesgo para la persona consumidora, siendo de cuenta del 
infractor los gastos que originen las operaciones de intervención, depósito, comiso, 
transporte, distribución y destrucción de la mercancía.

b) Por razones de ejemplaridad y siempre que concurra alguna de las circunstancias de 
riesgo para la salud, seguridad, reincidencia en infracciones análogas o acreditada 
intencionalidad, la autoridad que adopte la resolución del procedimiento podrá acordar la 
publicidad de las sanciones impuestas en el plazo de tres meses desde que la resolución 
sea firme. Dicha publicación incluirá el nombre de la empresa o personas naturales o 
jurídicas responsables y la clase o naturaleza de las infracciones, tanto en el «Diario Oficial 
de Castilla-La Mancha» o boletines oficiales de la provincia o municipio, como en los medios 
de comunicación social que se consideren adecuados para la prevención de futuras 
conductas infractoras.
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c) Se podrán dictar sanciones accesorias con finalidad pedagógica en casos 
reincidentes, mediante la realización de acciones que promuevan una práctica empresarial 
corresponsable.

d) Igualmente, se podrán dictar sanciones accesorias con finalidad pedagógica en 
relación con el artículo 53, mediante la realización de actividades que faciliten la adquisición, 
consolidación y refuerzo de pautas de comportamiento corresponsable como personas 
consumidoras y usuarias. El incumplimiento de cada sanción accesoria podrá ser objeto de 
multa de 150 euros.

Artículo 145.  Graduación de las sanciones.
Para determinar la cuantía de la sanción dentro de los límites mínimos y máximos 

establecidos, deben tenerse en cuenta las circunstancias agravantes, atenuantes y mixtas 
contempladas en los artículos siguientes, sin que estas circunstancias puedan, en ningún 
caso, suponer un cambio en la calificación de la infracción.

Artículo 146.  Circunstancias agravantes.
Son circunstancias agravantes las siguientes:
1. La continuidad o persistencia en la conducta infractora.
2. La existencia de advertencias o requerimientos previos formulados por la 

administración para que se subsanen las irregularidades detectadas.
3. La posición relevante de la empresa infractora en el mercado.
4. El hecho de aprovecharse de que las personas afectadas pertenezcan a colectivos 

especialmente protegidos.
5. El incumplimiento generalizado dentro de un sector.
6. La utilización de métodos, sistemas de contratación o interpretaciones normativas a fin 

de eludir la aplicación de una norma de protección a las personas consumidoras.
7. La voluntad manifiesta de no reparar los perjuicios causados a las personas 

consumidoras.
8. El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad.
9. Aprovecharse de una posición de poder respecto a una persona consumidora o a una 

situación en que se encuentre mermada la libertad de elección de las personas 
consumidoras por cualquier circunstancia.

10. La existencia de riesgo para la salud.
11. La naturaleza de los perjuicios causados.
12. La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la 

misma naturaleza cuando haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa.

Artículo 147.  Circunstancias atenuantes.
Son circunstancias atenuantes las siguientes:
1. La reparación de los perjuicios producidos a la persona consumidora y que originaron 

la incoación del procedimiento sancionador.
2. El acuerdo de reparación con la persona consumidora.
3. La simple inobservancia de las normas por error o ignorancia.
4. Estar adherido al Sistema Arbitral de Consumo.
5. Estar en posesión de un distintivo de mejores prácticas acreditado por la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha en materia de consumo.
6. Llevar a cabo programas e iniciativas de responsabilidad social en lo que se refiere a 

la protección de los derechos de las personas consumidoras y, especialmente, a colectivos 
vulnerables.

7. Colaborar con las administraciones públicas en materia de consumo.
8. La trayectoria de la actividad empresarial en el ámbito de consumo.

Artículo 148.  Circunstancias mixtas.
Son circunstancias mixtas las siguientes:
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1. El volumen de negocio o facturación en relación a los hechos objeto de la infracción y 
la capacidad económica de la empresa.

2. La cuantía del beneficio obtenido.
3. Los daños o perjuicios causados a las personas consumidoras.
4. El número de personas consumidoras afectadas.
5. El grado de intencionalidad.
6. El periodo durante el cual se cometió la infracción.

Artículo 149.  Resolución y eficacia de las sanciones.
En aquellos casos en que se haya incoado un procedimiento administrativo sancionador 

en materia de consumo, como consecuencia de reclamación de las personas consumidoras, 
o sus representantes, la resolución del mismo podrá contemplar expresamente como medio 
para la ejecución de la resolución, la compulsión sobre las personas, a efectos de que se 
restituyan cantidades indebidamente cobradas o se realicen actos por parte de la persona 
infractora para resarcir a la reclamante, conforme al art. 104 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En caso 
de que la persona infractora no las restituya en plazo y modo acordado en la resolución, se 
le sancionará por cantidad similar y en su caso se iniciará el cobro de la multa por la vía de 
apremio.

Una vez cobrada la administración restituirá de oficio esa cantidad a la persona 
consumidora.

Este procedimiento estará limitado a cantidades que se determinen reglamentariamente 
y que no hayan sido reclamadas por la vía arbitral de consumo.

Artículo 150.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones tipificadas como leves prescriben al año, las graves a los tres años y 

las muy graves a los cinco años. El plazo de prescripción empieza a contar desde el día en 
que se cometió la infracción, o desde la finalización de la conducta infractora si se tratara de 
infracciones continuadas o permanentes y se interrumpe por la iniciación, con conocimiento 
de la presunta persona infractora, del procedimiento sancionador, reiniciándose el plazo de 
prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al presunto responsable.

2. Cuando exista toma de muestras, las actuaciones de la inspección se entenderán 
finalizadas después de practicado el análisis inicial. No obstante, no se considerará análisis 
inicial el resultado de los ensayos realizados sobre una muestra tomada con carácter 
indicativo. Las solicitudes de pruebas técnicas o análisis contradictorios y dirimentes que 
fuesen necesarios suspenderán el plazo máximo legal para resolver y notificar la resolución 
del procedimiento ya iniciado, durante el tiempo necesario para la incorporación de los 
resultados al expediente.

Artículo 151.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas en aplicación de esta ley prescribirán por el transcurso de los 

siguientes plazos: las leves al año, las graves a los tres años y las muy graves a los cinco 
años. El plazo de prescripción empieza a contar desde el día siguiente a aquel en que sea 
ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para 
recurrirla. Interrumpe la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable a la parte infractora. En el caso de desestimación 
presunta del recurso de alzada interpuesto contra la resolución por la que se impone la 
sanción, el plazo de prescripción de la sanción comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que finalice el plazo legalmente previsto para la resolución de dicho recurso.

Artículo 152.  Responsabilidad por infracciones cometidas en bienes envasados e 
identificados.

En las infracciones cometidas en bienes envasados e identificados, se considera 
responsable la firma o razón social en cuyo nombre se comercialice el producto y que figura 
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en la etiqueta o identificación, salvo que se demuestre que se falsificó o que es responsable 
algún otro integrante de la cadena de distribución o comercialización.

Artículo 153.  Responsabilidad por infracciones cometidas en bienes envasados y no 
identificados.

Si el bien no lleva los datos necesarios para identificar al responsable de la infracción, de 
acuerdo con lo establecido por la normativa, se consideran responsables los que 
comercializaron el bien, sin perjuicio de su derecho de repetición.

Artículo 154.  Responsabilidad por infracciones cometidas en bienes no envasados.
Si el bien no está envasado, se consideran responsables los que comercializaron el bien, 

sin perjuicio de su derecho de repetición.

Artículo 155.  Responsabilidad por infracciones cometidas en la prestación de servicios.
En las infracciones cometidas en la prestación de servicios, la empresa o razón social 

obligada a prestarlos, legalmente o por medio de un contrato con la persona consumidora, 
será considerada responsable.

Artículo 156.  Otros sujetos responsables.
1. Cuando se desconozca el domicilio de la parte responsable o este no disponga de 

ninguno en territorio español, las actuaciones que, en su caso, procedan, podrán dirigirse a 
cualquier persona que actúe como representante o en nombre de dicho responsable en 
territorio español, de hecho o de derecho, o que haga ostentación pública de esta condición 
o que actuase como si la tuviera, y también podrá ser considerado responsable de las 
actividades de la empresa, sin perjuicio de su derecho de repetición frente a esta.

2. Cuando una empresa o cualquier persona se presente en el mercado como 
representante, actúe en nombre de otra empresa o haga ostentación pública de esta 
condición o actuase como si la tuviera, será responsable solidaria de las actividades de la 
empresa de la que aparece como representante, salvo que por parte de esta se acredite la 
ausencia de vinculación con ella y justifique la interposición de acciones frente a la misma.

Se considerará que existe vinculación si en cualquier comunicación comercial de la 
empresa representada se hace referencia a la representante como parte de la estructura 
empresarial de hecho o de derecho de la empresa representada.

Artículo 157.  Responsabilidad del receptor de la contraprestación.
Sin perjuicio de lo establecido en los preceptos anteriores, quien reciba una 

contraprestación de una persona consumidora derivada de una relación de consumo será 
responsable del cumplimiento de la normativa de defensa de la persona consumidora y de la 
sectorial de aplicación derivada de esa relación de consumo, sin perjuicio de su derecho de 
repetición frente a quien considere responsable.

Artículo 158.  Especialidades en la iniciación del procedimiento.
1. Cuando se presente una denuncia, se deberá comunicar al denunciante la iniciación o 

no del procedimiento cuando tenga la condición de interesado conforme a la Ley Reguladora 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

2. Una vez notificado el acuerdo de iniciación, las personas interesadas dispondrán de 
un plazo de quince días para presentar cuantas alegaciones, documentos o informaciones 
estimen convenientes y, en su caso, proponer prueba concretando los medios de que 
pretendan valerse. En la notificación del acuerdo de iniciación se indicará a las personas 
interesadas dicho plazo, así como la puesta de manifiesto del procedimiento y la posibilidad 
de obtener copia de los documentos que consten en el mismo, indicando el lugar para ello.
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Artículo 159.  Especialidades en la instrucción del procedimiento.
1. La persona designada para la instrucción del procedimiento podrá realizar de oficio 

cuantas actuaciones resulten necesarias para el examen o valoración de los hechos, 
recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la 
existencia de responsabilidades susceptibles de sanción.

2. Si a consecuencia de la instrucción del procedimiento resultara modificada la 
determinación inicial de los hechos, su posible calificación, las sanciones imponibles o las 
responsabilidades susceptibles de sanción se notificará todo ello a la persona inculpada en 
la propuesta de resolución.

3. Para el caso de tomas de muestras, a la práctica de prueba consistente en la 
realización de pruebas analíticas le será de aplicación lo establecido al respecto.

4. Cuando, a consecuencia de una reclamación o por cualquier otra circunstancia, el 
objeto de valoración o comprobación sea una unidad concreta de un producto, las pruebas 
analíticas o periciales que procedan se realizarán con arreglo a la normativa vigente.

5. Corresponderá a la empresa probar el cumplimiento de sus obligaciones establecidas 
reglamentariamente, así como las manifestaciones realizadas de acuerdo con lo establecido 
en esta ley.

6. No será necesaria la prueba de aquellos hechos notorios o que la persona inculpada 
haya reconocido.

Artículo 160.  Alegaciones a la propuesta de resolución y comunicación de la resolución al 
denunciante.

1. La propuesta de resolución se notificará a las personas interesadas, concediéndose 
un plazo de quince días para formular alegaciones y presentar los documentos e 
informaciones que consideren pertinentes ante la persona designada para la instrucción del 
procedimiento.

2. La propuesta de resolución se remitirá al órgano competente para resolver el 
procedimiento, junto con todos los documentos, alegaciones e informaciones que consten en 
el mismo.

3. Cuando se presente una denuncia, se deberá comunicar al denunciante su resolución 
cuando tenga la condición de interesado conforme a la Ley Reguladora del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 161.  Caducidad del procedimiento.
1. Si no hubiese recaído resolución transcurridos nueve meses desde la iniciación, 

teniendo en cuenta las posibles interrupciones de su cómputo por causas imputables a la 
parte interesada o por la suspensión del procedimiento, se producirá la caducidad. En estos 
casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de actuaciones conforme a 
lo establecido en la Ley de procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas.

2. La práctica de pruebas, la solicitud de informes o la realización de análisis deben 
adecuarse a los requisitos establecidos con carácter básico por el artículo 22.1 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

3. Suspenderá los plazos de caducidad, una vez iniciado el procedimiento, el tiempo 
necesario solicitado por la empresa para llegar a un acuerdo con la persona consumidora, 
que no podrá ser superior a dos meses. A estos efectos, la persona inculpada deberá 
solicitar la suspensión y justificar la propuesta de resolución extrajudicial del conflicto 
realizada a la persona consumidora, indicando el plazo propuesto para llegar a un acuerdo.

Si, solicitada la suspensión por la persona inculpada, no se justifica simultáneamente a 
ella la propuesta a la persona consumidora de resolución extrajudicial del conflicto, se 
considerará que existe una voluntad manifiesta de no reparar los perjuicios causados al 
mismo, lo cual supondrá la continuación del procedimiento.

4. Una vez producida la caducidad de un procedimiento y declarada esta, podrá iniciarse 
otro en tanto no haya prescrito la infracción.
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Artículo 162.  Notificaciones.
Cuando proceda la notificación por medio de anuncios o la publicación de un acto, esta 

se realizará mediante la publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La Mancha» de una 
somera referencia sobre el contenido del acto y la indicación del lugar en donde los 
interesados podrán comparecer, en el plazo de diez días, para conocimiento del contenido 
íntegro del mencionado acto y la constancia de tal conocimiento.

Artículo 163.  Fondo para acciones de interés general.
1. Los ingresos derivados de la imposición de las sanciones establecidas en esta ley 

deberán ser destinados a la atención y protección de las personas consumidoras.
2. Reglamentariamente, se desarrollará el mecanismo para el retorno de las cuantías 

que serán objeto del fondo para acciones de interés general, de forma que garantice el 
cumplimiento de tal fin.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio.
En tanto no se promulguen las disposiciones de desarrollo de esta ley, mantendrán su 

vigencia las normas que regulan materias comprendidas en su ámbito material de regulación 
en lo que no se opongan a la misma.

Disposición transitoria segunda.  Procedimientos sancionadores.
Esta ley no será de aplicación a los procedimientos administrativos sancionadores 

iniciados antes de su entrada en vigor.

Disposición transitoria tercera.  Principio de norma más favorable.
Lo previsto en la disposición transitoria segunda no será de aplicación a los 

procedimientos sancionadores en los que la presente ley resulte más favorable para las 
partes presuntamente infractoras.

Disposición derogatoria.  Estatuto del Consumidor.
Queda derogada la Ley 11/2005, de 15 de diciembre, del Estatuto del Consumidor, así 

como todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo 
establecido en la presente ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo y aplicación de esta ley.
En el plazo máximo de tres años desde la entrada en vigor, el Consejo de Gobierno 

deberá completar el desarrollo reglamentario.

Disposición final segunda.  Actualización de las cuantías de las sanciones.
Corresponderá al Consejo de Gobierno la revisión y actualización periódica de las 

cuantías previstas para las sanciones pecuniarias, para lo que se tendrá en cuenta la 
variación de los índices de precios para el consumo.

Disposición final tercera.  Modificación del Decreto de estructura orgánica y competencias 
de la Consejería de Sanidad.

Se faculta al Consejo de Gobierno para que en el plazo de tres meses desde la entrada 
en vigor de esta ley se modifique el vigente Decreto 83/2015, de 14 de julio, de estructura 
orgánica y competencias de la Consejería de Sanidad, para su adaptación a lo dispuesto en 
ella.
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Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Diario Oficial de Castilla-La 

Mancha».

• Téngase en cuenta que el Consejo de Gobierno, mediante disposición publicada únicamente 
en el "Diario Oficial de Castilla La Mancha", podrá revisar y actualizar las cuantías previstas 
para las sanciones pecuniarias, según se establece en la disposición final 2.
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§ 102

Decreto-Legislativo 1/2012, de 21 de abril, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad 

Comercial de Canarias y reguladora de la licencia comercial

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 81, de 25 de abril de 2012

Última modificación: 14 de diciembre de 2012
Referencia: BOC-j-2012-90002

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
1. El primitivo Estatuto de Autonomía de Canarias, aprobado por Ley Orgánica 10/1982, 

de 10 de agosto, antes de su modificación operada por la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de 
diciembre, en su artículo 35 determinaba que la Comunidad Autónoma podría asumir las 
facultades de legislación y de ejecución en las materias que por Ley Orgánica le transfiera o 
delegara el Estado. Mediante Ley Orgánica 11/1982, de 10 de agosto, se atribuyó a la 
Comunidad Autónoma de Canarias la potestad legislativa sobre las materias de titularidad 
estatal contenidas en los artículos de su Estatuto de Autonomía, que por su naturaleza y por 
imperativo constitucional así lo exigieran, de acuerdo con las previsiones de su artículo 
primero.

En el ejercicio de esas competencias la Comunidad Autónoma de Canarias aprobó la 
Ley 4/1994, de 25 de abril, de Ordenación de la Actividad Comercial de Canarias.

Por otro lado, al amparo de las competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma de 
Canarias en materia de comercio interior en base al artículo 31.3 del Estatuto de Autonomía 
(en su redacción dada por la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre), se dictó la Ley 
10/2003, de 3 de abril, reguladora de la Licencia Comercial Específica, posteriormente 
derogada por la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, reguladora de la Licencia Comercial, así 
como la Ley 8/2011, de 8 de abril, por la que se modifica la Ley 4/1994, de 25 de abril, de 
Ordenación de la Actividad Comercial de Canarias.

2. Tanto la Ley 4/1994 como la Ley 12/2009 han reconocido las particularidades de orden 
social, económico y jurídico que inciden de manera sobresaliente en la configuración de la 
ordenación jurídica de la actividad comercial en Canarias y las implicaciones del régimen 
especial de Canarias como región ultraperiférica en relación con dicha ordenación.

Así, el preámbulo de la Ley 4/1994 señaló de manera explícita que en su elaboración se 
trató de «incorporar las particulares circunstancias que concurren en la Comunidad 
Autónoma de Canarias, y que exigen un tratamiento de determinados aspectos del comercio 
interior, fundamentalmente en la actuación pública sobre la actividad comercial, 
especialmente en lo relativo a la reforma y modernización de las estructuras comerciales, el 
control de los operadores económicos que intervienen en esta actividad, las previsiones de 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

– 2288 –



ocupación de suelo y demás aspectos que incidan en el denominado “urbanismo 
comercial”».

Y en la misma línea, el preámbulo de la Ley 12/2009 ha invocado también de modo 
expreso la versatilidad del derogado artículo 299.2 del Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea (TCE) –en la actualidad, artículo 349 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea–, advirtiendo la relevancia del severo condicionamiento que genera la condición 
ultraperiférica, que implica «costes adicionales a la actividad comercial, todos ellos 
vinculados con una serie de dificultades tales como el tamaño reducido de los mercados, el 
aislamiento con respecto a los mercados principales, el déficit de economías de escala en la 
producción y la necesidad de las empresas de disponer de existencias importantes, la 
duración reducida de la amortización de bienes, los costes adicionales de abastecimiento de 
energía, los déficit de acceso a conexiones de alta velocidad o la dificultad de organizar la 
promoción de los productos locales fuera de la región».

II
Aprobada la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 

diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, y una vez que se produjo 
su entrada en vigor, ésta hubo de ser incorporada al Derecho interno en cumplimiento de lo 
dispuesto en su artículo 44.1, a tenor del cual los estados miembros pondrían en vigor las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para darle cumplimiento a 
más tardar antes del 28 de diciembre de 2009.

Así pues, en uso del mismo título competencial que dio pie a la Ley 10/2003, de 3 de 
abril –y de las competencias exclusivas en materia de ferias y mercados interiores, de 
defensa del consumidor y del usuario y de ordenación de la planificación de la actividad 
económica regional que el Estatuto de Autonomía atribuye a la Comunidad Autónoma en los 
términos de sus artículos 30.12, 31.3 y 31.4–, y a fin de adaptar nuestro ordenamiento 
autonómico a la normativa comunitaria existente en esta materia, si bien respetando el 
margen ofrecido por la propia Directiva, se promulgó la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, 
reguladora de la Licencia Comercial.

Esta Ley 12/2009 ha derogado expresamente la Ley 10/2003, pero mantiene un régimen 
de autorización previa basada en razones de imperioso interés general para la implantación 
de los servicios o equipamientos comerciarles y continúa ordenando, aunque de forma 
excepcional, el principio general de la libertad de dicha implantación, teniendo en cuenta las 
peculiaridades propias del Archipiélago, dada su condición de región ultraperiférica y con el 
objetivo de avanzar en la modernización y especialización de las estructuras comerciales de 
Canarias.

III
La Ley 8/2011, de 8 de abril, por la que se modifica la Ley 4/1994, de 25 de abril, de 

Ordenación de la Actividad Comercial de Canarias, preceptúa en su Disposición Final 
Primera, lo siguiente: «Se autoriza al Gobierno de Canarias a elaborar, en el plazo de un 
año, un texto refundido de la Ley 4/1994, de 25 de abril, de Ordenación de la Actividad 
Comercial de Canarias, modificada por la presente Ley, y de la Ley 12/2009, de 16 de 
diciembre, reguladora de la Licencia Comercial».

Por ello, en el ejercicio de la autorización conferida por el Parlamento de Canarias, y 
dentro del plazo establecido por éste, se procede a la aprobación del Texto Refundido de las 
citadas Leyes.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Empleo, Industria y Comercio, de acuerdo 
con el dictamen del Consejo Consultivo de Canarias y previa deliberación del Gobierno en su 
reunión del día 21 de abril de 2012,

DISPONGO:
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Artículo único.  Aprobación del Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad 
Comercial de Canarias y reguladora de la Licencia Comercial.

Se aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad Comercial de 
Canarias y reguladora de la Licencia Comercial, en los términos del anexo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas la Ley 4/1994, de 25 de abril, de Ordenación de la Actividad 

Comercial de Canarias, la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, reguladora de la Licencia 
Comercial (a excepción de su disposición adicional quinta), y la Ley 8/2011, de 8 de abril, por 
la que se modifica la Ley 4/1994, de 25 de abril, de Ordenación de la Actividad Comercial de 
Canarias.

2. Asimismo, quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango en lo 
que contradigan o se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto Legislativo.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente Decreto Legislativo y el texto refundido que se aprueba entrarán en vigor el 

día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Canarias.

ANEXO
Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad Comercial de 

Canarias y reguladora de la Licencia Comercial

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente Ley tiene por objeto principal el establecimiento del marco jurídico, en el 

ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, de la actividad comercial, de la distribución 
y equipamiento comercial, de determinadas modalidades de ventas específicas con la 
finalidad de ordenar la actividad de este sector, de la autorización de la actividad de los 
grandes establecimientos comerciales y de los centros comerciales, y la regulación de la 
licencia comercial.

2. Ordena, asimismo, las actividades feriales y otros aspectos relativos al comercio 
interior.

Artículo 2.  Principios rectores de la Ley.
La presente Ley se inspira en los siguientes principios:
a) La libertad de empresa en el marco de la economía de mercado, la planificación 

económica general del Estado y de la Comunidad Autónoma y la unidad de mercado, dentro 
de una libre y leal competencia, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en la misma y 
las restantes disposiciones específicas que regulan la actividad comercial.

b) La adecuación del sistema de equipamientos comerciales a la necesaria ordenación y 
equilibrio territorial, con el objetivo de que todos los consumidores, residentes en cualquier 
isla o zona, puedan disponer de una red de servicios comerciales abierta y adaptada a las 
exigencias de la vida actual.

c) La adecuada protección de los entornos y del medio ambiente urbano y natural, con el 
objetivo de alcanzar una cohesión social y territorial que coadyuve a la igualdad de todos los 
ciudadanos, reduzca la movilidad y evite los desplazamientos innecesarios que congestionen 
las infraestructuras públicas.

d) La promoción de un modelo comercial que ofrezca las mismas posibilidades de 
accesibilidad y desarrollo para todos los ciudadanos, estuvieren o no en situación de 
dependencia.
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e) El acceso en condiciones de igualdad a las diferentes fórmulas de implantación 
comercial.

f) El desarrollo racional y equilibrado de las actividades comerciales en el territorio, que, 
en todo caso, garantice su diversidad y complementariedad y asegure el óptimo 
aprovechamiento del suelo en cuanto recurso escaso natural singular.

g) La armonización de los requerimientos del desarrollo social y económico con el 
fomento de los sectores productivos canarios y la preservación y la mejora del medio 
ambiente urbano, rural y natural, asegurando a todos una digna calidad de vida.

h) La promoción de la cohesión e integración sociales, fomentando un nivel de empleo 
estable así como la solidaridad autonómica, insular e intermunicipal.

i) La cooperación interadministrativa para alcanzar la coordinación de las diversas 
actuaciones sobre el sector del comercio sometido a esta Ley.

j) La preservación del patrimonio histórico de Canarias, considerando tanto los 
elementos aislados como los conjuntos urbanos, rurales o paisajísticos, promoviendo las 
medidas pertinentes para impedir su destrucción, deterioro, sustitución ilegítima o 
transformaciones impropias, e impulsando su recuperación, rehabilitación y enriquecimiento, 
en concordancia con su normativa específica.

Artículo 3.  Actividad comercial: concepto, ámbito y clases.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial la llevada a cabo por 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que actúen tanto por cuenta propia como 
ajena, y dirigida a poner a disposición de los consumidores y usuarios bienes, productos o 
mercancías, así como determinados servicios susceptibles de tráfico comercial.

2. Asimismo, a los efectos de esta Ley, se entiende:
A) Por actividad comercial mayorista la adquisición de bienes, productos o mercancías y 

la venta de éstos al mayor, a otros comerciantes, tanto mayoristas, empresarios, industriales 
o artesanos.

B) Por actividad comercial minorista o detallista la adquisición de mercancías y la venta 
de éstas al consumidor final, así también como la prestación al público de determinados 
servicios.

También se entiende por actividad comercial detallista la oferta a los usuarios de 
servicios financieros de obsequios como pago de intereses, y de financiación para la 
adquisición de un bien o producto concreto puesto a disposición del consumidor por la 
misma entidad financiera.

La actividad comercial minorista debe, salvo los supuestos especiales previstos en esta 
Ley, desarrollarse en establecimientos permanentes por cualesquiera de los métodos de 
venta admitidos por la práctica comercial.

Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores:
a) La venta por los fabricantes, dentro del recinto industrial, de los residuos y 

subproductos obtenidos en el proceso de producción.
b) La venta por los artesanos, en el propio taller, de los productos resultantes de su 

actividad.
c) La venta directa por los agricultores y ganaderos, o por las cooperativas formadas por 

éstos, de los productos agropecuarios en estado natural y en el lugar de su producción.
d) Las actividades comerciales minorista y mayorista sólo podrán ejercerse 

simultáneamente con sujeción a los siguientes requisitos:
1.º) Cumplir las normas específicas aplicables a las respectivas modalidades de venta.
2.º) Respetar los límites establecidos en la legislación reguladora de los aspectos 

fiscales del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.
3.º) Disponer, cuando proceda, de la licencia comercial exigida para los grandes 

establecimientos comerciales y centros comerciales.
e) Las cooperativas de consumidores y usuarios, así como cualesquiera otras que 

suministren bienes y servicios a sus socios y a terceros estarán obligadas a limitar su 
actividad exclusivamente a sus socios. Cualquier otra actividad dirigida al público en general, 
deberá regirse por las normas generales que afecten al comercio minorista.
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f) Los economatos y, en general, cualquier tipo de establecimiento que, de acuerdo con 
la legislación vigente, suministren productos o servicios exclusivamente a una colectividad 
de empleados, beneficiarios o socios no podrán en ningún caso suministrarlos al público en 
general.

Artículo 4.  Exclusiones.
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, quedan excluidas del ámbito de 

aplicación de esta Ley:
a) La prestación de servicios bancarios, de seguros y de transportes cualquiera que sea 

el medio utilizado.
b) El ejercicio de profesiones liberales.
c) Los suministros de agua, gas, electricidad y teléfonos.
d) Los servicios de bares, restaurantes y hostelería en general.
e) Cualquier otra actividad comercial que, por su propia naturaleza o por estar así 

reglamentariamente establecido, esté sometida a control por parte de los poderes públicos.

TÍTULO II
Régimen administrativo de la actividad comercial

CAPÍTULO I
Del ejercicio de la actividad comercial

Artículo 5.  Del marco en el que se desarrolla la actividad comercial.
La actividad comercial debe realizarse en el marco de la economía de mercado, de 

acuerdo con las exigencias de la economía general, de la planificación, en su caso, y 
conforme a la legislación vigente en la materia.

Artículo 6.  De las condiciones administrativas para el ejercicio de la actividad comercial.
Son requisitos administrativos para el ejercicio de cualquier actividad comercial:
a) Estar dado de alta en el epígrafe o epígrafes correspondientes al Impuesto de 

Actividades Económicas y al corriente en el pago.
b) Estar dado de alta en el Régimen de la Seguridad Social que le corresponda.
c) Cumplir los requisitos establecidos por las reglamentaciones específicas a aplicar en 

los productos y servicios que se dispongan para la venta.
d) Observar los preceptos de esta Ley y de demás normativa vigente.

Artículo 7.  Otras condiciones administrativas.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para el ejercicio de la actividad 

comercial todo comerciante deberá acreditar, en su caso, la titulación y colegiación oficial, 
así como la prestación de las fianzas y otras garantías exigidas por la legislación vigente 
para la venta de determinados productos o la prestación de determinados servicios.

2. El Gobierno de Canarias promoverá la igualdad de oportunidades y favorecerá la 
formación técnica y profesional y la agrupación de los comerciantes radicados en Canarias.

CAPÍTULO II
De los productos, bienes o mercancías, servicios, de los precios, de las 

reclamaciones y de los horarios comerciales

Artículo 8.  De los productos, bienes o mercancías y servicios.
Los productos, bienes o mercancías y, en su caso, los servicios puestos a disposición de 

los consumidores y usuarios, tanto en los establecimientos comerciales como en los 
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restantes lugares de contratación regulados en esta Ley, deberán cumplir lo dispuesto en la 
legislación general para la defensa de los consumidores y usuarios y normas que la 
complementan y desarrollan.

Artículo 9.  De los precios.
1. Los comerciantes tendrán libertad para fijar los precios de los productos y servicios, 

sin perjuicio de las limitaciones establecidas por la legislación vigente en materia de precios 
y márgenes comerciales y de protección de la libre competencia.

2. En todo caso, los precios de los productos y servicios, así como su exhibición al 
público, deberán cumplir lo dispuesto en la legislación general para la defensa de los 
consumidores y usuarios y normas que la complementan y desarrollan.

3. El precio de venta al público se hará constar precedido de las siglas P.V.P. El precio de 
venta que se indique se expresará de forma inequívoca, fácilmente identificable y claramente 
legible.

Artículo 10.  Información sobre los precios.
1. Los establecimientos comerciales están obligados a exhibir el precio de las 

mercancías que estén expuestas al público en escaparates y vitrinas.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrá dispensarse de esta obligación 

la exhibición de algún artículo que, por su elevado precio, pueda ser causa objetiva de 
inseguridad para el establecimiento. Reglamentariamente se establecerán las condiciones y 
cuantías que posibiliten tal excepción.

Artículo 11.  De las reclamaciones.
Se establece la obligatoriedad de disponer de hojas de reclamaciones en todos los 

establecimientos comerciales, así como de carteles anunciadores de su existencia, 
redactados en los idiomas castellano e inglés.

Artículo 12.  De los horarios comerciales.
1. Los comercios no podrán permanecer abiertos al público durante un número de horas 

que exceda de 90 en el conjunto de días laborables de la semana.
2. A lo largo del año, los establecimientos comerciales no podrán abrir al público durante 

más de 10 días que tengan la consideración de domingos o festivos.
El consejero o consejera competente en materia de comercio determinará anualmente, 

oídas las correspondientes comisiones insulares, los domingos o festivos que puedan abrir al 
público los comercios, atendiendo de forma prioritaria al atractivo comercial de dichos días 
para los consumidores, de acuerdo con los siguientes criterios:

a) La apertura en al menos un día festivo cuando se produzca la coincidencia de dos o 
más días festivos continuados.

b) La apertura en los domingos y festivos correspondientes a los períodos de rebajas.
c) La apertura en los domingos y festivos de mayor afluencia turística en la Comunidad 

Autónoma.
d) La apertura en los domingos o festivos de la campaña de Navidad.
3. Cada comerciante determinará libremente el horario correspondiente a cada domingo 

o día festivo en que ejerza su actividad.
4. La determinación de las zonas de gran afluencia turística a las que se refiere el punto 

1 del artículo 5 de la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales, así como los 
períodos a que se circunscribe la libertad de apertura en las mismas, corresponderá al 
consejero o consejera competente en materia de comercio, que habrá de adoptar su 
decisión a propuesta de los ayuntamientos correspondientes, oídas las asociaciones de 
consumidores y usuarios y organizaciones empresariales y sindicales más representativas y 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación competente por razón del territorio, y 
previo informe de la consejería competente en materia de turismo.

El plazo para dictar y notificar la resolución recaída en el procedimiento será de seis 
meses, transcurrido el cual sin que se haya llevado a efecto, podrá entenderse desestimada 
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la solicitud. La resolución que ponga fin al procedimiento será objeto de publicación en el 
"Boletín Oficial de Canarias".

La determinación de las zonas de gran afluencia turística se hará atendiendo a los 
beneficios que pueda reportarles tanto a consumidores como a comerciantes.

Se considerarán zonas de gran afluencia turística, aquellas áreas coincidentes con la 
totalidad del municipio o parte del mismo en las que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

b) Que haya sido declarado Patrimonio de la Humanidad o en el que se localice un bien 
inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico-artístico.

c) Que limiten o constituyan áreas de influencia de zonas fronterizas.
d) Celebración de grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 

internacional.
e) Proximidad a áreas portuarias en las que operen cruceros turísticos y registren una 

afluencia significativa de visitantes.
f) Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
g) Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen.
En todo caso, en los municipios con más de 200.000 habitantes que hayan registrado 

más de 1.000.000 de pernoctaciones en el año inmediatamente anterior o que cuenten con 
puertos en los que operen cruceros turísticos que hayan recibido en el año inmediato 
anterior más de 400.000 pasajeros, se declarará, al menos, una zona de gran afluencia 
turística aplicando los criterios previstos en los párrafos anteriores.

5. Los establecimientos comerciales situados en aquellas zonas en que tengan lugar 
ferias y mercados de marcado carácter tradicional podrán permanecer abiertos, previa 
autorización del respectivo ayuntamiento, los domingos y festivos en que se celebre la 
correspondiente feria o mercado.

6. Los comerciantes sometidos a la presente Ley estarán obligados a exponer en los 
escaparates o en otro lugar de sus establecimientos visible desde el exterior, incluso cuando 
estén cerrados, en detalle claro y exacto de los días en que permanecerán abiertos al 
público y su horario de apertura y cierre.

CAPÍTULO III
De las comisiones insulares en materia de comercio

Artículo 13.  Composición y competencias.
1. Se crean las comisiones insulares en materia de comercio, presididas por el consejero 

o consejera competente en materia de comercio, e integradas cada una de ellas por: dos 
representantes del Gobierno de Canarias, dos representantes de los Cabildos, dos 
representantes de los Ayuntamientos, dos representantes de las cámaras oficiales de 
comercio, dos representantes de las confederaciones de empresarios, dos representantes 
de las organizaciones sindicales y dos representantes de las asociaciones de consumidores 
y usuarios más representativas.

2. Las comisiones insulares en materia de comercio tendrán las siguientes funciones:
a) Informar sobre los períodos de rebajas.
b) Informar sobre los domingos y festivos en los que podrán permanecer abiertos al 

público los establecimientos comerciales situados en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.
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TÍTULO III
De los equipamientos comerciales

CAPÍTULO I
De los establecimientos comerciales

Artículo 14.  Establecimientos comerciales.
A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de establecimientos comerciales los 

locales edificados y las construcciones e instalaciones fijas y permanentes, cubiertas o sin 
cubrir, exteriores o interiores a una edificación con o sin escaparates, en los que se 
desarrolla profesionalmente una actividad comercial conforme a lo dispuesto en el artículo 3 
de la presente Ley.

CAPÍTULO II
De los mercadillos y mercados de ocasión

Artículo 15.  De los mercadillos.
1. Son mercadillos aquellas superficies de venta, previamente acotadas por la autoridad 

municipal, en las que se instalan, normalmente con periodicidad previamente establecida, 
puestos de venta, de carácter no permanente, destinados a la venta de determinados 
productos de conformidad con la legislación vigente en materia de ventas fuera del 
establecimiento comercial.

2. Los Ayuntamientos podrán autorizar las ventas en mercadillos, determinando el 
número de puestos de cada uno y el tipo de productos que pueden ser vendidos de 
conformidad con la legislación en vigor en materia de ventas fuera del establecimiento 
comercial.

Artículo 16.  De los mercados de ocasión.
1. Se entienden por mercados de ocasión, a efectos de lo dispuesto en esta Ley, 

aquellos lugares o establecimientos en los que se llevan a cabo transacciones de productos 
que, por sus especiales circunstancias (productos de segunda mano, con pequeños 
defectos, fuera de moda, restos de existencias, u otras), se realizan en condiciones más 
ventajosas para los compradores que en los establecimientos habituales.

2. Queda prohibida la venta en dichos mercados de productos distintos de los 
enunciados en el apartado anterior, así como de productos alimenticios.

3. La autorización para vender productos en los mercados de ocasión quedará sujeta a 
los mismos requisitos que la autorización para la venta ambulante, indicados en el artículo 
21 de esta Ley. Respecto de los lugares en los que podrán instalarse los mercados de 
ocasión cuando no radiquen en establecimientos permanentes será aplicable la normativa 
reguladora sobre el ejercicio de determinadas modalidades de venta fuera de un 
establecimiento comercial permanente.

Artículo 17.  Información sobre mercadillos.
1. Sin menoscabo de las competencias municipales en materia de mercadillos y 

mercados de ocasión, para facilitar el cumplimiento de las funciones estadísticas y, en 
general, para el fomento y una más racional distribución de los mercadillos de productos 
típicos y artesanales, los Ayuntamientos remitirán a la consejería competente en materia de 
comercio, con periodicidad anual, relación completa de los mercadillos y mercados de 
ocasión que se celebren en su término municipal, indicando los lugares en que se instalan, 
las fechas en que tienen lugar y los productos autorizados para cada uno de ellos.

2. Asimismo, y a efectos informativos, será remitida dicha documentación a las cámaras 
oficiales de comercio, confederaciones de empresarios y organizaciones de consumidores y 
usuarios más representativas.
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TÍTULO IV
Modalidades específicas de venta

CAPÍTULO I
De las ventas fuera del establecimiento comercial

Artículo 18.  Principio general y prohibiciones.
1. Toda actividad comercial debe, salvo los supuestos especialmente previstos en esta 

Ley, desarrollarse en el propio establecimiento permanente del vendedor y por cualesquiera 
de los métodos de venta admitidos por la práctica comercial.

2. En todo lo no previsto en el presente Título será de aplicación el Texto Refundido de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, en el 
caso de contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles.

Artículo 19.  Ventas ambulantes o no sedentarias.
1. Son ventas ambulantes las realizadas por los comerciantes fuera de un 

establecimiento comercial permanente, en puestos o instalaciones desmontables 
(transportables o móviles), ubicados en solares y espacios abiertos o en la vía pública, en 
lugares y fechas variables. Dichos puestos o instalaciones no podrán situarse en los accesos 
a lugares comerciales o industriales, ni a sus escaparates o exposiciones, ni a edificios de 
uso público.

2. Los ayuntamientos podrán autorizar la venta no sedentaria en los respectivos 
municipios en perímetros y en lugares determinados previamente, y establecer asimismo el 
número total de lugares permitidos, así como sus dimensiones.

Las ordenanzas municipales determinarán los criterios que han de regir esta autorización 
que, en ningún caso, podrán fundamentarse en razones de carácter económico, y deberán 
orientarse a la protección del medio ambiente, del entorno urbano y de los intereses de los 
consumidores, así como la potenciación de lo autóctono o local.

Las autorizaciones, para el régimen general, tendrán una duración de ocho años. 
Deberán permitir, en todo caso, la amortización de las inversiones efectuadas, y una 
remuneración equitativa de los capitales desembolsados, y serán prorrogables mediante 
acto expreso, por otros ocho años, siempre que se cumplan los criterios que establezcan, 
además de la normativa estatal y autonómica, las ordenanzas municipales dictadas en 
cumplimiento de esta Ley, en su caso.

3. En todo caso, la venta no sedentaria únicamente podrá llevarse a cabo en mercados 
fijos, periódicos u ocasionales, así como en lugares instalados en la vía pública para 
productos de naturaleza estacional.

4. Los Ayuntamientos, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo, 
fijarán el número de licencias de vendedores no sedentarios disponibles para cada una de 
las modalidades establecidas en el artículo 20 de esta Ley, y determinarán los días y horario 
correspondientes para el ejercicio de la actividad.

En el caso de autorización de nuevos mercados periódicos, únicamente se permitirá que 
tengan lugar durante un día a la semana. No obstante, en poblaciones infradotadas de 
equipamientos comerciales, los nuevos mercados periódicos que se autoricen en adelante 
podrán tener lugar, como máximo, durante dos días a la semana, uno de los cuales podrá 
ser festivo, previo acuerdo del Pleno del correspondiente Ayuntamiento.

Artículo 20.  Modalidades de venta no sedentaria.
1. A efectos de esta Ley, se entiende por:
a) Venta no sedentaria en mercados fijos: aquella que se autoriza en lugares 

determinados, anejos a los mercados que tienen sede permanente en las poblaciones.
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b) Venta no sedentaria en mercados periódicos: aquella que se autoriza en los mercados 
que se celebran en las poblaciones, en lugares establecidos, con una periodicidad habitual y 
determinada.

c) Venta no sedentaria en mercados ocasionales: aquella que se autoriza en mercados 
esporádicos que tienen lugar con motivo de fiestas o acontecimientos populares.

d) Venta no sedentaria de productos de naturaleza estacional en lugares instalados en la 
vía pública: aquella que, con criterios restrictivos y excepcionales, puede autorizarse una vez 
fijados el número de puestos y su emplazamiento o las zonas determinadas donde deba 
realizarse.

e) Venta no sedentaria mediante vehículos-tiendas:
1. Se considera venta itinerante en vehículos-tiendas la realizada de forma habitual, 

ocasional, periódica o continuada, por personas autorizadas, en vehículos-tiendas en las 
poblaciones.

2. Quienes practican esta venta ambulante deben cumplir las condiciones que 
establecen los artículos 6 y 7 de la presente Ley.

3. Además, cumplirán las fechas, el calendario y los itinerarios aprobados previamente 
por los ayuntamientos.

4. En sus vehículos y en lugar visible, se informará a los consumidores de la dirección 
donde se atenderán, en su caso, sus reclamaciones. Dicha dirección figurará, de todos 
modos, en la factura o en el comprobante de la venta.

Artículo 21.  Requisitos para la venta no sedentaria.
Para el ejercicio de la venta no sedentaria los comerciantes deberán cumplir los 

siguientes requisitos:
a) Estar dados de alta en el epígrafe o epígrafes correspondientes al Impuesto de 

Actividades Económicas y al corriente del pago.
b) Estar dados de alta en el régimen de la seguridad social que les corresponda.
c) Cumplir todos los requisitos que establezcan las reglamentaciones específicas 

aplicables a los productos que tengan en venta.
d) Cuando se trate de comerciantes extranjeros no comunitarios, acreditar que están, 

además, en posesión de los permisos de residencia y de trabajo por cuenta propia, en su 
caso, así como acreditar el cumplimiento de lo establecido en la normativa específica 
vigente.

e) Disponer de la autorización municipal para el ejercicio de la venta no sedentaria en el 
lugar preciso. Esta autorización deberá exhibirse de modo visible y permanente en los 
puestos de venta.

f) Satisfacer los tributos que las ordenanzas municipales establecen para este tipo de 
ventas.

Artículo 22.  Ventas domiciliarias.
1. Se consideran ventas domiciliarias aquellas formas de distribución comercial ejercida 

por comerciantes debidamente identificados, en las que éstos toman la iniciativa de venta, 
proponiéndose o concluyéndose los contratos con el comprador en su domicilio particular o 
lugar de trabajo, en el que se personan el vendedor, sus empleados o sus representantes.

2. Se asimilarán a las ventas a domicilio y quedan sometidas a su mismo régimen:
a) Las denominadas «ventas en reuniones», en las que la oferta de las mercancías o los 

servicios se efectúa mediante demostración practicada ante un grupo de personas, en 
reunión ocasionalmente organizada por una de ellas en su propio domicilio o a petición del 
vendedor.

b) Las realizadas durante una excursión organizada por el comerciante.
3. No se consideran comprendidos en dicho concepto los repartos a domicilio de 

mercancías adquiridas en establecimientos permanentes ni las entregas a domicilio de 
mercancías basadas en la existencia de un contrato de suministro entre el cliente y quien 
realiza el reparto o su principal.
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4. En ningún caso podrán venderse a domicilio bebidas, productos alimenticios ni 
aquellos otros que, por su forma de presentación o por otras circunstancias, no cumplan las 
normas técnico-sanitarias que regulan su venta.

5. El vendedor está obligado a poner en conocimiento del consumidor, por escrito, el 
derecho que le asiste de disponer de un período de reflexión, no inferior a siete días, durante 
el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate y recibir las cantidades que 
haya entregado, de conformidad con lo establecido en el Texto Refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, en el caso de contratos celebrados 
fuera de los establecimientos mercantiles.

Artículo 23.  Ventas a distancia.
A los efectos de esta Ley, se consideran ventas a distancia aquellas en las que el 

vendedor formula mediante cualquier medio de comunicación (postal, telegráfica, telefónica, 
vía télex, vía fax, por televisión, por videotexto, por ordenador o por cualquier otro medio que 
se desarrolle en el futuro de similares características) ofertas de sus productos o servicios, 
solicitando que los destinatarios hagan sus pedidos mediante el mismo u otro medio de 
comunicación.

Artículo 24.  Requisitos informativos de las ventas a distancia.
1. Todas las ofertas de venta a distancia contendrán, de forma clara e inequívoca, los 

siguientes datos informativos:
a) La identidad del oferente.
b) El producto o servicios que se ofrece, con una descripción del mismo con todos los 

datos sobre su naturaleza, cantidad, calidad, posibilidades de consumo o de uso que facilite 
su identidad y garantía, en su caso.

c) El precio total a satisfacer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la 
presente Ley, separando el importe de los gastos de envío, si van a cargo del consumidor, y 
especificando el sistema de reembolso.

d) El plazo máximo de recepción o puesta a disposición del consumidor del producto o 
servicio objeto de la transacción, desde el momento de la recepción del encargo.

e) El período de reflexión durante el cual el consumidor puede devolver el producto y 
recibir la cantidad satisfecha que no podrá ser inferior a treinta días.

f) El sistema de devolución, en su caso, con la información de que los gastos 
correspondientes van a cargo del comerciante en caso de disconformidad con el envío, 
antes de transcurrir el período de reflexión.

2. Requisitos especiales para el ejercicio de la venta a distancia:
A) Los requisitos que deberán reunir las personas físicas o jurídicas que se dediquen a la 

actividad de la venta a distancia, al margen de las previstas por esta Ley en los artículos 6 y 
7, serán los siguientes:

a) Cumplir los requisitos previstos en la normativa específica reguladora de los productos 
objeto de esta venta.

b) Llevar y tener a disposición de las autoridades competentes una relación autorizada 
de los productos que se comercializan, de sus ofertas, de los centros de distribución y de los 
domicilios sociales, y de la recepción de pedidos y solicitudes de información.

c) Tener los almacenes donde se encuentren los productos en las debidas condiciones 
según lo establecido en la legislación vigente.

B) Está prohibido, en cualquier caso, el envío de mercancías o servicios no solicitados 
previamente por los consumidores o usuarios, especialmente los que se realicen bajo la 
advertencia de que la falta de respuesta del receptor da lugar a la presunción de la 
aceptación. La prohibición es efectiva aunque se fije un plazo de reflexión para realizar la 
prueba o ensayo del producto o envío.

C) No pueden efectuarse envíos de ofertas si el sistema utilizado conlleva cualquier 
gasto para el destinatario, salvo que exista la solicitud previa de la oferta por parte de éste.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 102  Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad Comercial de Canarias

– 2298 –



3. Lo dispuesto en este artículo será aplicable a las ventas a distancia cuando el 
establecimiento oferente esté ubicado en Canarias y la oferta se proyecte en exclusiva al 
territorio de esta Comunidad Autónoma.

Artículo 25.  Ventas automáticas.
1. Es venta automática, a los efectos de esta Ley, aquella en la cual el comprador 

adquiere la mercancía o el servicio de que se trate directamente de una máquina preparada 
a tal efecto y mediante la introducción en la misma del importe requerido, sin que en toda la 
operación exista intervención alguna del vendedor o de sus empleados.

2. No privará a una venta de su condición de automática el hecho de que la máquina 
vendedora se encuentre instalada en el mismo establecimiento del vendedor.

Artículo 26.  Requisitos informativos de la venta automática.
Las máquinas destinadas a este tipo de ventas deberán reunir, para garantizar la 

protección de los consumidores, los siguientes requisitos, sin perjuicio de los que 
adicionalmente se establezcan reglamentariamente:

a) Haber sido homologadas por la autoridad administrativa competente.
b) Contener un sistema, también automático, de recuperación de monedas y billetes para 

los supuestos de error, inexistencia de mercancías o mal funcionamiento de la máquina.
c) Llevar claramente expuesto el nombre o razón social y el domicilio del empresario a 

quien pertenecen, así como un número de teléfono insular en el que están instaladas al que, 
dentro de los horarios de apertura de los establecimientos comerciales, se puedan cursar 
avisos en los supuestos de avería, así como la indicación del lugar donde serán atendidas 
las posibles reclamaciones.

d) Llevar claramente expuesto el precio exacto del producto o servicio que vendan, así 
como los tipos de monedas que admiten para la obtención de aquéllos, indicando claramente 
si incluye o no devolución de cambio.

e) En el caso de productos alimentarios, únicamente están autorizados para su venta 
automática los que estén envasados, los cuales llevarán la identificación que esté prescrita 
por la normativa vigente en materia de etiquetaje y de comercialización.

f) Los comerciantes que se dediquen a la actividad de la venta automática cumplirán los 
requisitos que establece la presente Ley en los artículos 6 y 7.

CAPÍTULO II
De las ventas promocionales

Artículo 27.  Definición general.
Son ventas promocionales aquellas en las que las ofertas de productos o de prestación 

de servicios hechas por el vendedor a los compradores se realizan en condiciones más 
ventajosas que las habituales.

Artículo 28.  Ventas a pérdida.
1. Se considerará venta a pérdida aquella actividad comercial que se realiza cuando el 

precio de venta practicado por el comerciante de cualquier producto es inferior a su precio de 
compra. La venta a pérdida sólo se podrá efectuar en la venta en rebajas, la venta en 
liquidación, la venta de saldos y cuando se trate de productos perecederos en el momento 
en que se encuentre amenazado de rápidas alteraciones.

2. No obstante, se reputará desleal la venta a pérdida en la que concurra alguna de las 
circunstancias previstas en el artículo 17.2 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 
Competencia Desleal.

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, se entiende por precio de 
compra para el comerciante el que resulta de deducir del precio unitario de factura todas las 
bonificaciones, de cualquier tipo, hechas por el suministrador y añadir los impuestos directos 
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sobre el producto y los portes a su cargo, siempre que todas estas cantidades figuren en la 
factura o se justifiquen documentalmente.

4. Con objeto de delimitar la venta a pérdida conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de 
este artículo, no podrán deducirse las retribuciones y bonificaciones que compensen 
servicios prestados al margen de la contraprestación correspondiente a la entrega de la 
mercancía, como la remuneración de la actividad de promoción realizada por los 
concesionarios, distribuidores, vendedores con franquicia y otros exclusivistas.

5. Si el que vende al consumidor es el mismo fabricante, o si se trata de evaluar la 
prestación de un servicio complementario de la reventa, el precio equivalente a la compra 
será el costo de fabricación o de prestación del servicio.

Artículo 29.  Ventas con prima.
1. A los efectos de la presente Ley, se consideran ventas con prima aquellas en las que 

el comerciante utiliza concursos, sorteos, regalos, vales, premios o similares, vinculados a la 
oferta, promoción o venta de determinados productos o servicios.

2. Durante el período de duración de la oferta con prima, queda prohibido modificar el 
precio o la calidad del producto principal al que aquélla acompaña.

3. Las ventas con prima se ajustarán, en cuanto a los casos en que proceden, sus 
formas, duración, efectos y garantías, a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, y en las normas que la 
complementan y desarrollan.

4. En todo momento, las Administraciones Públicas podrán dirigirse a los comerciantes 
que practiquen esta modalidad de venta en cualesquiera de sus variantes, de oficio o a 
petición de los comerciantes competidores, cámaras oficiales de comercio o asociaciones de 
empresarios, de los compradores o asociaciones de consumidores, para exigirles la 
información necesaria para comprobar la veracidad de la oferta, su duración, la suficiencia 
de la información facilitada sobre la misma, el mantenimiento del precio y de la calidad del 
producto o servicio ofertado y cualquier otro dato relevante para poder apreciar el 
cumplimiento de lo dispuesto en la ley.

5. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares, deberán constar 
en el envase o envoltura del producto de que se trate o, en su defecto, estar debidamente 
registradas ante notario, siendo obligatoria la difusión en los medios de comunicación de los 
ganadores de los premios vinculados a la oferta.

6. Oferta de premios o regalos mediante sorteo: cuando un comerciante comunica a 
cualquier consumidor que ha sido favorecido por sorteo con un premio o bien con la entrega 
de un obsequio, no puede condicionar directa o indirectamente la entrega de los citados 
premios u objetos a la compra de productos o servicios. Todos los sorteos destinados a 
premiar la participación voluntaria o involuntaria de consumidores deben estar autorizados 
por la autoridad competente.

Artículo 30.  Ventas en rebajas.
1. A los efectos de esta Ley, se consideran ventas en rebaja las efectuadas por los 

comerciantes en determinadas épocas del año, generalmente en los cambios de estación y 
fin de temporada, con reducción de sus márgenes comerciales.

2. En las ventas en rebajas, las reducciones de los precios deberán consignarse 
exhibiendo, junto al precio habitual practicado por el mismo vendedor, el precio rebajado. En 
todo momento la consejería competente en materia de comercio podrá exigir, de oficio o a 
petición del comprador, de un comerciante competidor, de una asociación de consumidores o 
de una asociación de empresarios, la prueba de haberse aplicado los precios indicados 
como habituales.

3. En las ventas en rebajas, los comerciantes están obligados a aceptar los mismos 
medios de pago que admiten habitualmente.

4. Cuando se anuncia la venta a precios rebajados de cualquier producto por tiempo 
limitado, se dispondrá de un stock suficiente de productos idénticos para ofrecer al público 
en las mismas condiciones prometidas en la venta de que se trate.
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5. El stock estará en relación con la duración de la venta anunciada y la importancia de 
la publicidad. En el caso de la venta en establecimientos abiertos al público, la venta no se 
realizará en un periodo inferior a una jornada completa de horario comercial.

Artículo 31.  Limitación de las ventas con rebaja.
Queda prohibida la venta con rebajas de los productos mencionados en el artículo 35, 

así como de productos adquiridos expresamente para este fin. En cualquier caso, las 
mercancías que se vendan a precio rebajado deberán haber estado a la venta con 
anterioridad al inicio de las rebajas.

Artículo 32.  Publicidad de ventas con rebaja.
En la publicidad de las ventas con rebajas, salvo la que se haga en los escaparates, se 

hará constar la fecha de iniciación y finalización de las mismas y una referencia concreta a la 
oferta que se realiza.

Artículo 33.  Ventas en liquidación.
Son ventas en liquidación y, en consecuencia, sólo podrán anunciarse como tales, las 

que se produzcan como consecuencia de las siguientes circunstancias:
a) El cese total o parcial de la actividad comercial.
b) El cambio de la orientación, actividad o estructura del negocio, cuando aquél obligue 

al cierre por un plazo superior a un mes.
c) La transformación de la empresa o del establecimiento comercial.
d) La venta de existencias del establecimiento de un comerciante fallecido realizada por 

sus herederos o responsables del negocio, o de un establecimiento traspasado, realizada 
tanto por el transmitente, como por el adquirente.

e) En caso de siniestro que haya causado daño a la totalidad o a una parte importante de 
las existencias, o de fuerza mayor que impida el ejercicio normal de la actividad comercial.

f) La ejecución de resolución judicial, arbitral o administrativa.

Artículo 34.  Requisitos en las ventas en liquidación.
Para que pueda tener lugar una venta en liquidación será preciso que, con treinta días 

de antelación, se comunique dicha decisión a la consejería competente en materia de 
comercio, precisando la causa de la misma.

Artículo 35.  Ventas de saldo.
1. Son ventas de saldos aquellas que tienen por objeto exclusivamente algunos de los 

productos siguientes:
a) Productos que hayan sufrido una importante pérdida en su valor comercial debido a su 

obsolescencia o a la reducción objetiva de sus posibilidades de utilización.
b) Productos defectuosos, deteriorados o desparejados.
2. En todo caso, los productos objeto de esta modalidad de venta no deberán comportar 

riesgo ni engaño para el adquirente, estando el comerciante obligado a advertir al comprador 
las circunstancias concretas que concurran en los mismos.

3. La venta de saldos no podrá prolongarse una vez agotado el stock, debiendo cesar 
inmediatamente la publicidad al respecto.

Artículo 36.  Diferenciación de mercancías en ventas de saldo.
1. La venta de saldos únicamente podrá practicarse en establecimientos comerciales de 

un modo claramente diferenciado del resto de productos, o bien en establecimientos 
comerciales o puestos de venta no sedentaria dedicados exclusivamente a esta finalidad.

2. El comerciante dedicado con carácter habitual a la venta de saldos podrá, al mismo 
tiempo, compatibilizar dicha venta con actividad comercial distinta respecto a otras 
mercancías, debidamente separadas de las dedicadas a saldos.
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Artículo 37.  Requisitos de comerciantes dedicados a ventas de saldos.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los comerciantes que se 

dediquen a ventas de saldos deberán cumplir los requisitos expresados en los artículos 6 y 7 
de esta Ley.

2. Los comerciantes que deseen dedicarse exclusivamente a la venta de artículos de 
saldo deberán, además, cumplir las siguientes condiciones:

a) Rotular de manera clara el establecimiento o puesto de venta en que vayan a efectuar 
la oferta de ventas en saldo con el indicativo «venta de saldos» exclusivamente.

b) Comunicar a la consejería competente en materia de comercio el tipo de artículos a 
ofertar y los lugares en que vaya a realizarse la oferta.

Transcurrido un mes desde la comunicación referida y si no hubiera respuesta motivada 
en contra, podrá efectuarse la oferta de venta de saldos.

Artículo 38.  Ventas con descuento.
1. Son ventas con descuento aquellas en las que los productos o mercancías de que se 

trate se ofrecen al público con un determinado descuento, expresado en un tanto por ciento, 
con relación a los precios habitualmente practicados por el comerciante.

2. Las ventas con descuento sólo podrán efectuarse cumpliendo con los siguientes 
requisitos:

a) Los productos o artículos ofrecidos no deberán estar afectados por causa alguna que 
reduzca su valor.

b) La reducción del precio habitual de venta no constituirá, en ningún caso, venta a 
pérdida conforme a lo regulado en el artículo 28 de esta Ley.

c) El comerciante que hace una oferta de venta con descuento para un determinado 
período deberá contar con existencias suficientes para satisfacer la demanda previsible.

d) La oferta de descuento de un determinado producto deberá mantenerse un mínimo de 
veinticuatro horas.

e) La aplicación del descuento no se traducirá en ningún caso en un trato 
injustificadamente discriminatorio hacia los diferentes compradores cuando cumplan las 
condiciones previstas en relación con los descuentos citados.

f) Los artículos iguales no podrán sufrir incremento de precio de venta al público, en 
razón del número de unidades adquiridas.

3. En todo momento, las Administraciones Públicas podrán dirigirse a los comerciantes 
que practiquen esta modalidad de venta, de oficio o a petición de los comerciantes 
competidores, de las cámaras oficiales de comercio o asociaciones empresariales, de los 
compradores o de las asociaciones de consumidores, para exigirles la información necesaria 
para comprobar la veracidad de la oferta, su duración, la suficiencia de la información 
facilitada sobre la misma, el mantenimiento del precio y de la calidad del producto o servicio 
ofertado, y cualquier otro dato relevante para poder apreciar el cumplimiento de lo dispuesto 
en la Ley.

CAPÍTULO III
De las ventas no autorizadas

Artículo 39.  Ventas en cadena o pirámide.
1. Queda prohibida la venta en cadena o pirámide.
2. Se considera venta en cadena o pirámide cualquier tipo de venta que consista en 

ofrecer a los consumidores productos o servicios a precios reducidos e, incluso, gratuito, 
condicionando las ventajas prometidas a que el consumidor a quien se dirige la oferta 
consiga, directa o indirectamente, otros clientes o un determinado volumen de ventas.
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TÍTULO V
De las actividades sujetas a autorización mediante licencia comercial

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Artículo 40.  Establecimientos sometidos a la licencia comercial.
1. Están sometidos a licencia comercial, en consideración a su superficie útil de 

exposición y venta, los grandes establecimientos comerciales y los centros comerciales en 
los que se ejerza actividad comercial minorista, en los siguientes supuestos:

a) La instalación y apertura.
b) Las ampliaciones de la superficie útil de exposición y venta de los establecimientos y 

centros comerciales que superen las dimensiones establecidas en los artículos 41.1, 41.2 y 
42.3 de esta Ley.

c) Los traslados.
d) El cambio de actividad.
2. Se entiende por superficie útil de exposición y venta la de aquellos lugares en que se 

vendan mercancías o se expongan para su venta, incluyendo los escaparates internos, los 
mostradores y trasmostradores, los espacios destinados al tráfico de personas, la zona de 
cajas y la comprendida entre éstas y la salida.

Artículo 41.  De los grandes establecimientos comerciales.
1. A efectos de la presente Ley, tendrán la consideración de grandes establecimientos 

comerciales, y precisarán licencia comercial para el desarrollo de la actividad, aquéllos 
destinados al comercio al por menor cuya superficie útil de exposición y venta sea igual o 
superior a 2.500 metros cuadrados en las islas de Gran Canaria y Tenerife, 1.650 metros 
cuadrados en la isla de Lanzarote, 1.250 metros cuadrados en la isla de Fuerteventura, 
1.000 metros cuadrados en la isla de La Palma y 500 metros cuadrados en las islas de La 
Gomera y El Hierro.

2. Por razones imperiosas de interés general y para la protección de los consumidores 
precisarán licencia comercial para el desarrollo de la actividad conforme al presente 
apartado, aquellos establecimientos con superficie en cada isla inferiores a las establecidas 
en el apartado anterior cuya apertura o ampliación determinen o contribuyan a la superación, 
de manera discontinua, por la empresa o grupo de empresas a que pertenezcan, de las 
siguientes superficies útiles de exposición y venta por islas:

Tenerife y Gran Canaria: 5.000 metros cuadrados.
Lanzarote: 3.300 metros cuadrados.
Fuerteventura: 2.500 metros cuadrados.
La Palma: 2.000 metros cuadrados.
La Gomera y El Hierro: 1.000 metros cuadrados.
A estos efectos, se considera grupo de empresas las así definidas en el artículo 42 del 

Código de Comercio y, como garantía de la defensa de los derechos del consumidor, el 
otorgamiento de la licencia quedará condicionado a la elaboración de un informe previo por 
el órgano autonómico que tenga atribuida la potestad en temas de la competencia, a ese 
respecto.

Artículo 42.  Centros comerciales.
1. A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de centros comerciales la unidad 

comercial constituida por el conjunto de establecimientos comerciales situados en un mismo 
recinto, vinculados entre sí por una planificación, gestión, promoción y administración común 
en los que se ejerzan las actividades de forma empresarial independiente y, en los que 
puedan existir, en su caso, como uso complementario establecimientos dedicados a 
actividades de ocio, restauración u otras.
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2. Se consideran también centros comerciales, los parques comerciales, integrados por 
un conjunto de edificaciones de uso comercial, ubicados en una misma área común 
urbanizada.

3. Están sujetos a la necesaria obtención de licencia comercial para el desarrollo de la 
actividad que regula la presente norma, los centros comerciales en los que la superficie útil 
de venta de los establecimientos comerciales integrados en ellos supere los 9.000 metros 
cuadrados en las islas de Gran Canaria y Tenerife, 6.000 metros cuadrados en las islas de 
Fuerteventura, Lanzarote y La Palma y 3.000 metros cuadrados en las islas de La Gomera y 
El Hierro.

CAPÍTULO II
De la licencia comercial

Artículo 43.  Criterios y requisitos para la concesión de licencia comercial.
1. La resolución de otorgamiento de la licencia comercial deberá estar condicionada al 

cumplimiento por el solicitante de las determinaciones del Plan Territorial Especial de 
Grandes Equipamientos Comerciales o el planeamiento territorial aplicable, en su caso, de la 
isla en que pretenda implantarse el gran establecimiento comercial o el centro comercial.

2. El consejero o consejera competente en materia de comercio concederá o denegará 
motivada y razonadamente las solicitudes de licencia comercial con el objetivo básico de 
garantizar la protección del consumidor y una correcta distribución territorial de los 
establecimientos comerciales en Canarias.

3. Dicha resolución deberá tener en cuenta los siguientes criterios atendiendo al principio 
de imperioso interés general:

1.º) La contribución del proyecto al equilibrio interterritorial y medioambiental.
2.º) El impacto sobre el territorio, teniendo en cuenta la incidencia de la red viaria, la 

accesibilidad con el establecimiento comercial, así como la dotación en la zona de 
estacionamientos u otros servicios.

3.º) Las medidas previstas por el promotor, encaminadas a mejorar el acceso al 
establecimiento comercial, que posibiliten su articulación con el transporte público y 
contribuya a la movilidad en la zona.

4.º) La previsión de soluciones de conexión y acceso, incluyendo los compromisos a 
asumir por los promotores en orden a ejecutar las infraestructuras de conexión, acceso y 
estacionamientos a su costa, así como terminarlas antes de la puesta en funcionamiento del 
centro.

5.º) Las medidas previstas por el promotor encaminadas a la sostenibilidad ambiental, 
las relacionadas con la gestión de residuos, calidad acústica, la utilización de fuentes de 
energías renovables para el abastecimiento y el consumo energético, así como el uso 
racional de la energía.

6.º) La generación o mejora de redes de distribución y logística propias que redunden en 
mejora del medio ambiente.

7.º) La inclusión en el proyecto de compromisos firmes a favor de los derechos de los 
consumidores y usuarios, tales como la adhesión al sistema arbitral de consumo.

8.º) La incorporación al proyecto de nuevas tecnologías de la información, de tal manera 
que permita mejorar la información a los consumidores.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 102  Texto Refundido de las Leyes de Ordenación de la Actividad Comercial de Canarias

– 2304 –



TÍTULO VI
Del procedimiento y efectos de la concesión de la licencia comercial

CAPÍTULO I
Del procedimiento de concesión de la licencia comercial

Sección 1.ª Principios generales del procedimiento

Artículo 44.  Principios generales.
El procedimiento de concesión de la licencia comercial se inspira en lo previsto en los 

artículos 5 y siguientes de la Directiva 2006/123/CE, configurándose como un procedimiento 
que se instruye y resuelve por la consejería competente en materia de comercio del 
Gobierno de Canarias. Por todo ello se procederá a:

a) Simplificar los procedimientos y trámites aplicables al acceso a una actividad 
comercial y a su ejercicio, creando una ventanilla única para la presentación de escritos y 
documentación y unificando procedimientos y trámites necesarios para acceder a la 
autorización.

b) Garantizar el derecho de información sobre los requisitos aplicables a los promotores 
del comercio, en especial los relativos a los procedimientos y trámites necesarios para 
acceder a las actividades y ejercerlas, así como a los registros y bases de datos públicos 
relativos a los prestadores y a los servicios.

c) Determinar claramente en las autorizaciones las vías de recurso disponibles en caso 
de litigio.

d) Facilitar, en la medida de lo posible, la tramitación electrónica de los procedimientos 
administrativos.

Sección 2.ª Fases del procedimiento

Artículo 45.  Incoación.
1. El procedimiento para conceder la licencia comercial se iniciará a solicitud de la 

persona física o jurídica que vaya a ejercer la actividad comercial en el establecimiento de 
que se trate o del promotor en el caso de los centros comerciales, que deberá acreditar su 
personalidad y representación, debiendo acompañarse la documentación que se relaciona a 
continuación, de la que se aportarán tantas copias en soporte de papel o digital, a elección 
del solicitante, como organismos o entidades participen en el proceso de concesión de la 
misma, sin perjuicio del derecho de los interesados a no aportar datos y documentos que 
obren en poder de las administraciones públicas en virtud del artículo 6.2, letra b), de la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos:

a) Descripción del establecimiento sujeto a la autorización mediante un proyecto técnico 
firmado por profesional competente, visado por el colegio profesional correspondiente, cuya 
documentación se determinará reglamentariamente. En todo caso ha de constar la superficie 
construida total, la superficie útil y la superficie de exposición y venta, así como la destinada 
a los diferentes usos mediante memoria y planos, además del contenido exigido por la 
normativa urbanística general y la específica de la entidad local donde se pretenda implantar 
y del visado colegial, además de:

• Plano de localización geográfica en el término municipal en el que se sitúe el 
establecimiento sujeto a licencia, su distancia al centro urbano y viarios principales de 
acceso desde el propio municipio y los de su entorno.

• Calendario previsto para la realización del proyecto.
• Número de plazas destinadas a estacionamiento público.
b) Presupuesto de la inversión total a realizar y de la existencia o no de ayudas públicas 

en la financiación.
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c) Cuando el proyecto conlleve un traslado o una modificación de los límites de un 
espacio ya existente destinado a superficie de venta, se aportarán, además, los planos que 
describan las superficies anteriormente mencionadas del último proyecto de ejecución por el 
que se obtuvo licencia urbanística de obras, así como copia de todas las autorizaciones que 
ampararon dicho proyecto.

d) La documentación acreditativa que permita valorar el cumplimiento de los criterios del 
artículo 43.

e) Memoria descriptiva del empleo que se prevé generar, con indicación de la plantilla 
total del establecimiento y modalidades de contratación. Además, en los casos de ampliación 
o traslado se especificará cualquier incidencia que sobre el empleo existente produzca el 
nuevo proyecto presentado.

f) Acreditación, por cualquier medio admitido en Derecho, de la disponibilidad de los 
terrenos o de la edificación sobre la que se pretende ejercer la autorización solicitada.

g) Copia de los posibles convenios o acuerdos alcanzados con las administraciones 
públicas que tengan relación con el establecimiento sujeto a autorización.

h) Estudio de impacto ambiental cuando fuera obligatorio.
2. En el supuesto de que en el establecimiento se vaya a realizar alguna actividad 

clasificada y el interesado opte por la tramitación simultánea prevista en la ley que regula la 
materia, aportará además la documentación contenida en el artículo 17 de la Ley 7/2011, de 
5 de abril, de actividades clasificadas y espectáculos públicos y otras medidas 
administrativas complementarias, o norma que la sustituya.

3. La solicitud será inadmitida, previa audiencia a los solicitantes, cuando sea 
manifiestamente contraria a la legislación y ordenación territorial vigentes.

Artículo 46.  Instrucción.
1. Iniciado el procedimiento, y previos el correspondiente acuse de recibo y, en su caso, 

la subsanación o mejora de la solicitud, se observarán, como mínimo, los siguientes trámites:
a) Se abrirá de oficio un período de información pública general durante el plazo de 

veinte días mediante anuncios insertados de oficio en el Boletín Oficial de Canarias, en el 
tablón de edictos del ayuntamiento en cuyo término municipal se pretenda la implantación y 
en un diario de los de máxima difusión provincial.

b) El órgano competente para tramitar el procedimiento remitirá la documentación al 
ayuntamiento en cuyo ámbito territorial se pretenda emplazar el establecimiento, el cual, si 
así lo solicitare expresamente el interesado, en el momento de la solicitud de licencia 
comercial, iniciará la tramitación del procedimiento dirigido al otorgamiento de la licencia 
municipal urbanística de obras y, en su caso, de actividades clasificadas, de conformidad 
con la normativa sectorial de aplicación. Asimismo, en el mismo trámite, la Administración 
autonómica recabará el informe municipal, que deberá contener pronunciamiento expreso 
sobre la adecuación del establecimiento comercial proyectado al planeamiento urbanístico 
municipal vigente.

En particular, el antedicho informe deberá pronunciarse sobre la incidencia del proyecto, 
desde el punto de vista urbanístico en todos sus aspectos, incluidos los medioambientales, 
atendiendo a las determinaciones del planeamiento municipal, a la saturación del sistema 
viario municipal, incremento de los desplazamientos, la accesibilidad de los 
estacionamientos y la adecuación de las infraestructuras de abastecimiento y saneamiento 
de aguas, así como de iluminación, con especial referencia, en este último apartado, a la 
especial protección que otorga la legislación estatal en materia de contaminación lumínica.

Con el objeto de simplificación procedimental, la información pública y notificación 
vecinal contenida en la Ley 7/2011, de 5 de abril, queda sustituida en el caso de 
establecimientos sometidos a la presente Ley por la exigida en el apartado 1.a) del presente 
artículo. A tal fin, el órgano competente para instruir el procedimiento para la concesión de la 
licencia comercial remitirá al ayuntamiento interesado el resultado de la información pública 
realizada.

c) Una vez recabado el informe del ayuntamiento, se procederá a solicitar 
simultáneamente los informes siguientes:
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1) Informe del cabildo insular respectivo, con remisión de la documentación precisa, que 
deberá pronunciarse expresamente sobre la adecuación del proyecto a las determinaciones 
del Plan Insular de Ordenación y de otros instrumentos de ordenación territorial o de los 
recursos naturales, que lo desarrollen, su idoneidad en el caso de proyectarse en terreno 
colindante a vías de titularidad insular. Así como, en el supuesto previsto en el artículo 45.2, 
el contenido previsto en materia de actividades clasificadas.

2) Informe de la consejería competente en materia de empleo sobre la incidencia del 
proyecto en el incremento de la calidad del empleo, iniciativas sociales o su influencia en la 
incorporación al mercado laboral de colectivos de difícil inserción.

3) Los informes a emitir por los departamentos competentes de la Administración 
autonómica que, en su caso, pueda solicitar facultativamente la consejería encargada de 
tramitar el procedimiento, en relación con los criterios del artículo 43.

2. Los anteriores informes de las entidades locales deberán emitirse en el plazo máximo 
de un mes, desde que tenga entrada en la respectiva entidad local su solicitud, y tendrá 
carácter vinculante si fuera desfavorable. Transcurrido el citado plazo sin que el mismo fuese 
remitido, se entenderá que la entidad local respectiva no se opone a la concesión de la 
licencia comercial.

Si los informes del ayuntamiento o del cabildo insular exigieran la subsanación de algún 
extremo en el proyecto presentado, se dará traslado al interesado, con comunicación al 
órgano instructor, por la Administración informante, al objeto de que proceda en tal sentido, 
suspendiéndose el plazo establecido para la emisión del informe.

3. El plazo para emitir los informes de las consejerías será de un mes desde que reciban 
la solicitud para su emisión. Transcurrido el citado plazo sin que el mismo fuese remitido, se 
entenderá que su sentido es positivo.

4. Emitidos los anteriores informes o transcurrido el plazo para ello, se emitirá propuesta 
de resolución, previo trámite de audiencia, por el órgano competente para la tramitación de 
este procedimiento.

5. Durante el tiempo que transcurra desde la fecha en que tenga entrada en el registro 
del órgano competente la solicitud de emisión de informe hasta su recepción o transcurso del 
plazo para ello, podrá suspenderse el plazo máximo para la resolución del procedimiento al 
tratarse de informes preceptivos y determinantes para el contenido de la resolución, 
comunicando dicha suspensión al interesado.

6. En los procedimientos que se tramiten para la concesión de licencia comercial a los 
establecimientos comerciales regulados en el artículo 41.2, no serán precisos los trámites de 
información pública, ni de informe previo del cabildo insular cuando la superficie del nuevo 
establecimiento no sea superior a la prevista en el artículo 41.1 de la presente Ley.

Artículo 47.  Simplificación administrativa.
1. Toda la información comprensiva del presente procedimiento, así como los 

documentos normalizados a tal fin, deberán estar disponibles a través de herramientas de 
información en línea, garantizando, de este modo, que los ciudadanos puedan acceder a la 
misma en un lenguaje sencillo e inequívoco, coherente, comprensible y estructurado. En 
particular, los ciudadanos podrán obtener la información sobre trámites necesarios en el 
procedimiento, datos de las autoridades competentes, así como de las asociaciones y 
organizaciones profesionales relacionadas con las mismas y los medios y condiciones de 
acceso a los registros y bases de datos públicos así como las vías de recurso en caso de 
litigio.

2. Asimismo, en cumplimiento de la efectiva coordinación y simultaneidad en la gestión 
del conocimiento, se establecerá un sistema de información en línea que permita conocer, en 
cualquier momento, a las distintas administraciones intervinientes el estado de tramitación 
del procedimiento así como, en su caso, el inicio de las facultades de revocación o 
declaración de caducidad. Dicha herramienta será accesible a los ciudadanos con garantía y 
respeto a la protección de datos de carácter personal.
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Artículo 48.  Resolución del procedimiento.
1. El plazo máximo para la resolución del procedimiento de concesión de la licencia 

comercial será de seis meses, contados desde el día en que haya tenido entrada en el 
registro del órgano competente para su tramitación. Transcurrido dicho plazo sin que se haya 
dictado y notificado la resolución expresa, el solicitante podrá entender estimada su solicitud 
por silencio positivo.

No obstante, en los procedimientos que se tramiten para la concesión de la licencia 
comercial a establecimientos comerciales de los regulados en el artículo 41.2, el plazo 
máximo para la resolución del procedimiento será de cuatro meses.

2. Excepcionalmente, podrá acordarse la ampliación, por una sola vez, del plazo máximo 
para la resolución y notificación, mediante motivación clara de las circunstancias 
concurrentes. Dicha ampliación no podrá exceder del tiempo previsto para la tramitación del 
procedimiento.

3. La resolución que se dicte deberá ser motivada, y, en caso de concesión, quedará 
sometida al cumplimiento de las condiciones que expresamente se establezcan en la misma, 
que, en todo caso, contendrá los condicionantes o las medidas correctoras exigidas en los 
informes sectoriales emitidos. Expresamente, se contendrá el sometimiento a las 
condiciones por las que la implantación del equipamiento comercial vaya acompañada de 
actuaciones de urbanismo comercial y proyectos que mejoren las infraestructuras de 
equipamiento municipal en los principales ejes comerciales del municipio, los cuales tendrán 
que ser financiados por el operador comercial que explote el equipamiento comercial.

4. En caso de que alguno de los informes emitidos, considerados vinculantes, fuese de 
carácter desfavorable, se emitirá resolución desestimatoria de la solicitud sin que sea preciso 
el cumplimiento de los demás trámites procedimentales del artículo 46, a excepción del 
preceptivo trámite de audiencia.

5. No podrá ser otorgada ninguna licencia municipal mientras no haya sido concedida la 
licencia comercial para el desarrollo de la actividad objeto de la presente Ley. En 
cumplimiento de dicha premisa, en el supuesto de que el promotor haya optado porque 
ambas solicitudes sean tramitadas de forma simultánea, de conformidad con el 
procedimiento contenido en el artículo 46, la concesión de la licencia urbanística así como, 
en su caso, la de actividades clasificadas, se mantendrán en suspenso una vez tramitadas, 
hasta tanto recaiga resolución, favorable o no, sobre la licencia comercial para el desarrollo 
de la actividad objeto de la presente Ley. En este sentido, las resoluciones denegatorias de 
licencias comerciales impedirán el otorgamiento de las licencias municipales que sean 
exigibles y deban emitir los ayuntamientos.

6. El titular de la licencia comercial para el desarrollo de la actividad objeto de la presente 
Ley comunicará la puesta en marcha de la actividad comercial en el plazo máximo de un 
mes desde que ésta se produzca, mediante una declaración responsable al órgano 
competente en materia de comercio.

CAPÍTULO II
Efectos de la concesión de la licencia comercial

Artículo 49.  Vigencia y caducidad.
La licencia comercial para el ejercicio de las actividades comerciales sometidas al ámbito 

de aplicación de la presente Ley tendrá vigencia indefinida. No obstante, el consejero o 
consejera competente en materia de comercio podrá declarar de oficio su caducidad por 
causa imputable al interesado, tras la tramitación del procedimiento correspondiente con 
audiencia del titular, en los siguientes supuestos:

a) Cuando en el plazo determinado en la licencia urbanística, desde su concesión para el 
comienzo de las obras, no hayan iniciado las mismas.

b) Cuando transcurrido el plazo determinado en la licencia urbanística, desde su 
concesión o prórroga para la finalización de las obras, no se hayan finalizado éstas.

c) Cuando, transcurrido el plazo fijado en la resolución de concesión, que no podrá 
exceder de tres años contados desde la obtención de la licencia comercial, no se haya dado 
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comienzo al ejercicio efectivo de la actividad comercial en los términos previstos en la propia 
licencia.

d) Cuando no se haya solicitado la licencia urbanística, en el plazo de tres meses a partir 
de la obtención de la licencia comercial, cuando sea procedente.

Artículo 50.  Revocación.
La consejería competente en materia de comercio podrá revocar la licencia comercial 

para el desarrollo de las actividades comerciales sometidas al ámbito de aplicación de esta 
Ley, sin que ello comporte indemnización alguna en vía administrativa y previo trámite de 
audiencia, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias y sean imputables a su 
titular:

a) El incumplimiento grave de las determinaciones establecidas en la propia licencia.
b) Por la denegación de la licencia de obras o de instalación y apertura, o por la pérdida 

de validez o eficacia de una u otra, por cualquier causa, mediante acto administrativo firme 
en vía administrativa o, en su caso, por sentencia judicial firme.

c) Por incumplimiento grave de los compromisos adicionales a los exigidos legalmente 
vinculados a la licencia comercial y libremente asumidos por su titular.

Artículo 51.  Transmisión de la titularidad del establecimiento sometido a licencia comercial.
La transmisión de la titularidad de establecimientos sometidos a licencia comercial 

exigirá, exclusivamente, comunicación al órgano competente para su concesión, 
acompañada de acreditación del cumplimiento de las obligaciones exigidas en materia de 
defensa de la competencia.

Artículo 52.  Desistimiento y renuncia.
1. Cualquier persona física o jurídica que haya solicitado la licencia comercial para el 

ejercicio de las actividades objeto de regulación en la presente Ley podrá desistir de su 
solicitud o renunciar a sus derechos ya adquiridos.

2. El desistimiento y la renuncia podrán ejercitarse en los términos establecidos en la 
legislación de procedimiento administrativo común.

TÍTULO VII
Relaciones con la administración municipal

Artículo 53.  Coordinación con la Administración municipal.
1. La Administración municipal informará en el plazo de treinta días a la consejería 

competente en materia de comercio de la concesión o no de la licencia municipal de obras, 
en su caso, y de la de instalación y apertura, así como del contenido de los posibles 
convenios urbanísticos formalizados, otras condiciones establecidas y los plazos de 
ejecución de las obras e instalaciones.

2. Los municipios darán cuenta al departamento competente en materia de comercio del 
incumplimiento de los compromisos libremente asumidos por los titulares de las licencias 
comerciales, para su revocación, si procede, conforme a la presente Ley.

TÍTULO VIII
De la planificación territorial de grandes equipamientos comerciales

Artículo 54.  Objeto de los Planes.
1. Los Planes Territoriales Especiales de Grandes Equipamientos Comerciales previstos 

en la Directriz de Ordenación General número 136 de la Ley 19/2003, de 14 de abril, por la 
que se aprueban las Directrices de Ordenación General y las Directrices de Ordenación del 
Turismo de Canarias, o el planeamiento territorial aplicable deberán complementar y 
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desarrollar los criterios contenidos en el artículo 43 de esta Ley, pero no podrán 
contradecirlos.

2. Los Planes deberán ordenar la implantación de grandes establecimientos comerciales 
y centros comerciales de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Impacto sobre el sistema viario afectado, previsión de conexiones y accesos, así 
como efectos en la movilidad de personas y de los medios de transporte.

b) Impacto sobre otras infraestructuras y servicios públicos afectados.
c) Impactos negativos significativos de la implantación sobre el entorno urbano y el 

medio natural.
d) Incidencia en materia de contaminación atmosférica y lumínica de conformidad con la 

especial protección que otorga la legislación estatal al cielo del Archipiélago.
3. A los efectos de la planificación territorial comercial, los grandes establecimientos 

comerciales, en atención a los sectores de la actividad comercial, en su caso, se clasifican 
en:

a) Consumo cotidiano, que incluye alimentación, higiene personal y productos de 
limpieza del hogar.

b) Equipamiento personal, que incluye vestido, calzado, perfumería, complementos y 
material deportivo.

c) Equipamiento para el hogar y electrodomésticos, salvo muebles.
d) Muebles de todo tipo.
e) Material de construcción, que incluye saneamiento, ferretería, cristalería, pinturas, 

jardinería y bricolaje.
f) Informática y electrónica.
g) Libros, revistas, periódicos y juguetes.
h) Otros que participen de dos o más de las actividades anteriores o cualquier otro sector 

no contemplado.

TÍTULO IX
De la actuación pública sobre la actividad comercial

CAPÍTULO I
Instituciones y medios de fomento de la actividad comercial

Artículo 55.  Promoción comercial.
El Gobierno de Canarias promoverá la actividad comercial a través de la consejería 

competente en materia de comercio.

CAPÍTULO II
De la reforma de las estructuras comerciales

Artículo 56.  Reforma de estructuras comerciales.
El Gobierno de Canarias, por medio de la consejería competente en materia de 

comercio, desarrollará una política de reforma de las estructuras comerciales encaminada a 
la modernización y racionalización del sector.

Dicha política tendrá como principales líneas de actuación las siguientes:
a) Proporcionar una formación y actualización continuada a los comerciantes para lograr 

una mayor productividad y eficacia en su gestión.
b) Apoyar técnica y financieramente los proyectos de reforma, modernización y 

reconversión de las estructuras comerciales existentes, así como de los proyectos de 
reagrupación de las pequeñas y medianas empresas.

c) Ayudar a las pequeñas y medianas empresas del comercio instaladas en Canarias, 
potenciando su capacidad financiera.
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d) La recuperación, mantenimiento y promoción de los tradicionales centros comerciales.

CAPÍTULO III
De las ferias

Sección 1.ª Definición

Artículo 57.  Definición.
Se consideran actividades feriales, a efectos del presente capítulo, las manifestaciones 

comerciales con una duración limitada en el tiempo que tienen por objeto la exposición de 
bienes o la oferta de servicios por una pluralidad de expositores, para favorecer su 
conocimiento y difusión, promover contactos e intercambios comerciales, lograr mayor 
transparencia en el mercado y acercar la oferta de las distintas ramas de la actividad 
económica a la demanda.

Sección 2.ª Objeto y clasificación de las actividades feriales

Artículo 58.  Objeto.
1. El presente capítulo tiene por objeto la ordenación, regulación y promoción de las 

actividades feriales que se desarrollan en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
así como la constitución, funcionamiento y control de sus entidades organizadoras.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de este capítulo:
a) Las exposiciones universales que se rijan por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
b) Las exposiciones que persiguen fines de interés cultural, artístico, científico, cívico o 

social.
c) Los mercados y manifestaciones populares que se realicen de forma periódica y 

tradicional en Canarias, y que tengan por objeto la realización de transacciones y 
exposiciones de animales, ganados o productos alimenticios no elaborados.

d) Las actividades feriales que, con independencia de su denominación, se dirijan a 
empresarios, consumidores o usuarios y cuya actividad sea exclusivamente la venta directa 
con retirada de la mercancía durante su celebración.

Artículo 59.  Venta directa.
En las actividades feriales reguladas en el presente capítulo sólo podrá realizarse la 

venta directa de los productos exhibidos y retirada de la mercancía en el recinto, previa 
comunicación a la Administración Pública competente, que deberá realizar la entidad 
organizadora con expresión de las características de la oferta de los productos objeto de 
compraventa.

Artículo 60.  Lugar de celebración.
Las actividades feriales deberán celebrarse en recintos o instalaciones destinadas a 

dicha finalidad o en edificios o instalaciones públicas destinadas también a otros usos, 
siempre que garanticen los servicios y cumplan con los requisitos que se establezcan 
reglamentariamente.

Artículo 61.  Clasificación.
Las actividades feriales que constituyen el ámbito de aplicación del presente capítulo se 

clasifican:
a) En ferias y exposiciones o muestras.
– Son ferias aquellas actividades feriales dirigidas principalmente al público profesional 

que se celebren con una periodicidad establecida.
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– Son exposiciones o muestras, aquellas actividades feriales que reúnen las 
características de feria, pero no tienen una periodicidad establecida.

b) Por razón de la oferta exhibida, en multisectoriales y monográficas.
Tendrán la consideración de multisectoriales, si la oferta exhibida es representativa de 

diferentes sectores de la actividad económica; y de monográficas, aquellas respecto de las 
cuales la oferta se refiera a un único sector.

c) Por razón del ámbito territorial de los expositores y del origen de la oferta, en 
regionales, insulares y locales.

– Son regionales aquellas actividades feriales en las que participen expositores de 
bienes y servicios originarios de más de una isla sin que predominen los originarios de 
cualquiera de ellas en relación con los de las restantes en un porcentaje que exceda del 
50%.

– Son insulares las actividades feriales en las que participen expositores de bienes y 
servicios originarios de más de una isla y en las que predominen los originarios de 
cualquiera de ellas en relación con los de las restantes en un porcentaje que exceda del 
50%.

Se califican asimismo como insulares aquellas actividades feriales en las que participen 
expositores de bienes y servicios originarios de varios municipios de una misma isla sin que 
predominen los originarios de cualquiera de ellos en relación con los de los restantes en un 
porcentaje que exceda del 50%.

– Son locales las actividades feriales en que participen expositores de bienes y servicios 
originarios de un solo municipio, y aquellas en las que, participando expositores de varios 
municipios de una misma isla, predominen los originarios de cualquiera de ellos en relación 
con los de los restantes en un porcentaje que exceda del 50%.

Sección 3.ª De las administraciones públicas competentes en materia de ferias 
interiores

Artículo 62.  De las administraciones competentes.
Las administraciones públicas con competencias en materia de ferias interiores son las 

siguientes:
a) La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) Los cabildos insulares.
c) Los ayuntamientos.

Artículo 63.  Competencias de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

Corresponden a la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, en 
materia de ferias interiores, las siguientes competencias:

a) La potestad reglamentaria, así como las potestades de inspección y sanción.
b) La alta inspección del ejercicio por parte de los cabildos insulares de las competencias 

transferidas en los términos establecidos en la Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias.

c) La acción regional de fomento al sector ferial.
d) Otorgar la calificación de Feria o Exposición Oficial de la Comunidad Autónoma de 

Canarias.
e) Llevar el Registro Oficial de Actividades Feriales de Canarias.
f) Las demás funciones que esta Ley le atribuye.

Artículo 64.  Competencias de los cabildos insulares.
Corresponden a los cabildos insulares, en materia de ferias interiores, aquellas 

competencias que les atribuye la legislación de régimen local y las transferidas o delegadas 
por la Comunidad Autónoma de Canarias.
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Artículo 65.  Competencias de la Administración municipal.
Corresponden a los municipios, en materia de ferias interiores, aquellas competencias 

que la legislación de régimen local les atribuye, así como el ejercicio de las funciones 
delegadas por los cabildos insulares.

Sección 4.ª Actividades feriales oficiales de Canarias

Artículo 66.  Ferias y exposiciones oficiales.
1. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias otorgará la 

calificación de Feria o Exposición Oficial de Canarias a aquellas actividades feriales que 
reúnan como mínimo los siguientes requisitos:

a) Celebrarse en recintos o instalaciones públicas de carácter permanente.
b) Disponer de un reglamento interno de participación de los expositores.
c) Superar el número de expositores y de metros cuadrados de superficie de exposición 

que reglamentariamente se determinen.
2. Para otorgar la calificación de feria o exposición oficial la Administración Pública de la 

Comunidad Autónoma de Canarias tendrá en cuenta que no haya otra feria o exposición 
oficial de características similares, dentro de su ámbito territorial, así como su tradición, los 
resultados y balances de ediciones anteriores.

Artículo 67.  Control económico y memoria.
Los organizadores de ferias y exposiciones oficiales someterán su gestión en la 

organización de actividades feriales al control de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias mediante la presentación anual de:

a) Los presupuestos y sus correspondientes liquidaciones de las ferias que organicen.
b) La memoria de las actividades feriales desarrolladas, que necesariamente deberá 

incluir los resultados en relación a los metros cuadrados de superficie de exposición, 
estadísticas de los expositores y visitantes con indicación de los sectores económicos 
participantes.

Artículo 68.  Duración y periodicidad.
1. La duración de las ferias y exposiciones oficiales no puede exceder de quince días.
2. Las ferias oficiales se celebrarán, como mínimo, una vez al año y como máximo, dos 

veces al año.
3. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias podrá autorizar, 

dentro del ámbito de sus competencias y con carácter excepcional, otros plazos de duración 
y de periodicidad distintos a los establecidos en los apartados anteriores, en los supuestos 
que reglamentariamente se determinen en función de las características de la oferta y del 
sector.

Artículo 69.  Comités organizadores.
1. Para la organización y seguimiento de la gestión de las ferias y exposiciones oficiales 

se constituirá un comité organizador en el que estarán representadas la entidad 
organizadora, la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, el cabildo 
insular, en su caso, el ayuntamiento del municipio donde vaya a celebrarse, así como las 
organizaciones empresariales más representativas y la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Navegación de la correspondiente demarcación.

2. Igualmente estarán representadas en dicho comité las empresas que participen como 
expositores en la misma a través de las agrupaciones empresariales y las asociaciones 
representativas a nivel sectorial y territorial de los sectores económicos que integran la oferta 
a exhibir en la feria.
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Artículo 70.  Condiciones de participación.
El reglamento interno de participación al que se refiere el artículo 66.1.b) regulará, como 

mínimo:
a) Los requisitos que deben reunir los expositores que soliciten participar en la feria.
b) El procedimiento y los criterios de admisión y, en su caso, de exclusión de los 

expositores.
c) Los derechos y obligaciones de los expositores.
d) El órgano y la regulación del procedimiento para dirimir las cuestiones que se susciten 

entre los participantes o entre éstos y la entidad organizadora.
e) Las consecuencias para el caso de incumplimiento por los participantes de las 

disposiciones contenidas en el propio reglamento interno.

Sección 5.ª Organización de las actividades feriales

Artículo 71.  Entidades organizadoras.
Las actividades feriales podrán ser organizadas por:
a) Instituciones feriales.
b) Otras entidades organizadoras.

Artículo 72.  Instituciones feriales de Canarias.
1. Son instituciones feriales de Canarias aquellas entidades con personalidad jurídica 

propia, sin ánimo de lucro y legalmente constituidas con el objeto principal de organizar y 
gestionar en la Comunidad Autónoma de Canarias ferias y exposiciones como medio de 
promoción comercial de las distintas ramas de la actividad económica.

2. Las instituciones feriales de Canarias se rigen por sus estatutos, que deberán regular 
todo lo referente a su constitución, composición, administración y disolución, así como las 
facultades de los órganos de gobierno, en los que deberán estar representadas las 
entidades públicas que en su caso las promuevan.

3. Los estatutos de las instituciones feriales de Canarias deberán ser aprobados por la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, previo informe de los 
cabildos insulares de las islas en las que estas instituciones tengan su domicilio social.

4. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias podrá nombrar 
representantes en los órganos de gobierno de las instituciones feriales para velar por el 
cumplimiento de los fines para los cuales fueron constituidas.

5. La promoción de instituciones feriales de Canarias queda reservada a las 
administraciones públicas y a otras entidades y asociaciones sin ánimo de lucro, cuyo objeto 
esté relacionado con la promoción de actividades feriales en cualquiera de sus 
manifestaciones.

6. Las instituciones feriales de Canarias deberán disponer de patrimonio propio, cuyo 
rendimiento será destinado exclusiva e íntegramente al cumplimiento de sus fines y a 
garantizar la disposición con carácter permanente de recintos o instalaciones adecuados a 
las actividades feriales que se promuevan por las mismas.

7. La denominación de «Institución Ferial de Canarias» únicamente podrá ser utilizada 
por las entidades reconocidas con arreglo a este título y las normas que lo desarrollen.

Artículo 73.  Otras entidades organizadoras.
1. Las entidades organizadoras a las que se refiere el artículo 71.b), que podrán ser 

públicas o privadas, deberán contar con personalidad jurídica propia, tener un objeto social 
que, en todo o en parte, aluda a la organización de actividades feriales, y estar válidamente 
constituidas de acuerdo con las normas que les sean de aplicación.

2. Las entidades organizadoras a que se refiere el apartado anterior podrán integrar 
como miembros no promotores a entidades de carácter mercantil.
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Artículo 74.  Obligaciones de las entidades organizadoras.
Serán obligaciones de todas las entidades organizadoras las siguientes:
a) Presentar la comunicación previa en los términos previstos en este título y normas que 

lo desarrollen.
b) Constituir un comité organizador para cada actividad ferial, en los términos 

establecidos en el artículo 69.
c) Garantizar la asistencia al certamen de expositores que ejerzan legalmente su 

actividad y cuyo objeto se adecue a la calificación y clasificación de la actividad ferial.
d) Celebrar la actividad ferial de acuerdo con las condiciones establecidas en la 

comunicación previa realizada y con lo preceptuado en este título y normas que la 
desarrollen.

e) Impedir la realización en el recinto ferial, durante la celebración del certamen, de 
actividades no comunicadas previamente o que no guarden relación con el objeto de la 
actividad ferial.

f) Remitir a la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, tras la 
clausura de la actividad ferial, una memoria en la que se dé cuenta de las actividades 
desarrolladas, los resultados obtenidos, así como la valoración razonada que a la entidad 
organizadora le merezca, en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen.

g) Garantizar el mantenimiento del orden público dentro del recinto ferial y el 
cumplimiento en el mismo de la normativa aplicable para la seguridad de las personas, 
productos, instalaciones y medio ambiente, sin perjuicio de las competencias que la 
legislación otorga a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

h) Suscribir un seguro de responsabilidad civil que cubra cualquier daño a las personas y 
bienes durante la celebración del certamen y el montaje y desmontaje del mismo.

i) Prestar la colaboración que le sea requerida por la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, el cabildo insular o el ayuntamiento correspondiente, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, con objeto de garantizar el cumplimiento de la 
ley y normas que la desarrollen, así como las condiciones de las comunicaciones previas.

j) Cumplir aquellos otros requisitos contenidos en este título y disposiciones de desarrollo 
de la misma.

Sección 6.ª Del régimen de comunicación previa de las actividades feriales

Artículo 75.  Comunicación previa en materia de actividades feriales.
1. Las actividades feriales a que se refiere esta Ley serán objeto de una comunicación 

previa a la Comunidad Autónoma de Canarias, con el fin de coordinarlas, para su difusión y 
promoción, y con el fin de garantizar un correcto desarrollo de las mismas.

2. Las comunicaciones se presentarán con una antelación mínima de dos meses a la 
fecha de la primera actividad anual, se actualizarán, en su caso, con periodicidad anual y 
contendrán como mínimo los datos de identificación de la entidad organizadora, así como los 
siguientes datos de la actividad ferial: nombre, fechas de celebración de la actividad, sector 
comercial, lugar de celebración y, en su caso, realización o no de venta directa.

Sección 7.ª Registro, publicidad y promoción de las actividades feriales de 
Canarias

Artículo 76.  Registro Oficial de Actividades Feriales de Canarias.
1. En la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias existirá un 

Registro Oficial de Actividades Feriales en el que se inscribirán de oficio las actividades 
feriales previamente comunicadas.

2. En el Registro Oficial de Actividades Feriales de Canarias se harán constar los datos 
de identificación de las actividades feriales previamente comunicadas, así como los datos de 
identificación y estatutos de las entidades organizadoras. De la misma forma constarán en el 
registro las posibles sanciones impuestas por las infracciones previstas en el capítulo IV del 
presente título.
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3. En todo caso, dicho registro tendrá en cuenta la normativa que sobre protección de 
datos de carácter personal esté vigente en todo momento.

4. Reglamentariamente se regulará el contenido del registro, su organización y las 
normas de su funcionamiento.

Artículo 77.  Publicidad.
Los datos que figuran en el Registro Oficial de Actividades Feriales de Canarias tienen 

carácter público, de acuerdo con los procedimientos de acceso y difusión que se establezcan 
reglamentariamente.

Artículo 78.  Promoción de actividades feriales.
1. Al objeto de promocionar las actividades feriales que tengan la calificación de oficial a 

que se refiere este título y las actividades de las entidades organizadoras que persigan este 
mismo objetivo, la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias 
establecerá medidas de ayuda económica en concepto de subvenciones y prestará la 
asistencia técnica precisa, en la forma y requisitos que reglamentariamente se determinen.

2. Para poder acogerse a las ayudas deberá acreditarse la inscripción en el Registro 
Oficial de Actividades Feriales de la actividad para la cual se solicita subvención y del 
cumplimiento de los demás requisitos exigidos en el presente título y en las disposiciones 
específicas que la desarrollen.

3. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias podrá promocionar 
y fomentar la asistencia de las empresas canarias a ferias o exposiciones que se celebren 
fuera de su ámbito territorial, siempre que tales certámenes tengan especial interés para la 
comercialización o difusión de productos, técnicas o servicios característicos de dichas 
empresas o de especial interés para la región.

CAPÍTULO IV
Régimen de infracciones y sanciones

Artículo 79.  Infracciones y sanciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de cualquier otro orden que 

puedan concurrir, a cuyos efectos se dará oportuno traslado del expediente a la jurisdicción 
competente, serán sancionadas administrativamente las infracciones a las disposiciones de 
esta Ley.

2. En ningún caso se producirá una doble sanción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegidos.

3. La sanción deberá ir precedida de la tramitación del correspondiente expediente, el 
cual deberá incoarse por providencia del órgano competente en cada caso.

4. Las infracciones a que se refiere la presente Ley prescribirán, si fueran muy graves a 
los tres años, las graves a los dos años, y las leves a los seis meses. El plazo de 
prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la infracción se 
hubiera cometido. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, 
del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

5. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves a los dos años, y las impuestas por infracciones leves al 
año. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. Interrumpirá 
la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de 
ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes 
por causa no imputable al infractor.

6. La tramitación de un expediente de infracción se sujetará a las normas establecidas 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
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Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás disposiciones que la 
complementan y desarrollan.

Artículo 80.  De las infracciones.
Uno. Son infracciones administrativas en materia comercial las siguientes:
1. El incumplimiento de las condiciones o requisitos establecidos en los artículos 6 y 7 de 

la presente Ley.
2. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8 en materia de productos y servicios 

puestos a disposición del público.
3. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 9 y 10 en materia de precios.
4. El incumplimiento de lo dispuesto en materia de horarios comerciales.
5. El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3.2.B).d) en materia de ejercicio 

simultáneo del comercio al por mayor y al detalle.
6. El ejercicio de actividades de venta fuera de un establecimiento comercial, en 

incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3.2.B).
7. El incumplimiento por las cooperativas de consumidores y usuarios y por los 

economatos de lo dispuesto en el artículo 3.2.B), letras e) y f).
8. El incumplimiento de lo previsto en los artículos 15 y 16 en cuanto a instalación de los 

mercadillos y mercados de ocasión y a los productos que pueden ser ofrecidos al público en 
los mismos, sin perjuicio de las competencias municipales sobre la materia.

9. La falta de veracidad en los anuncios de prácticas promocionales, calificando 
indebidamente las correspondientes ventas u ofertas.

10. La instalación de puestos de venta ambulante que infrinja lo dispuesto en los 
artículos 19, 20 y 21.

11. La venta domiciliaria de los productos prohibidos en el artículo 22.
12. El incumplimiento de los requisitos que para las ofertas en las ventas a distancia 

establece el artículo 24.
13. El incumplimiento de los requisitos que para las máquinas destinadas a la venta 

automática establece el artículo 26.
14. El incumplimiento de los requisitos que para las ventas a pérdida se contienen en el 

artículo 28.
15. Las ventas con prima que infrinjan lo dispuesto en el artículo 29.
16. Las ventas en rebajas en las que no se consigne el precio, conforme a lo establecido 

en el artículo 30, o recaigan sobre los productos a que se refiere el artículo 31, o no cumplen 
las condiciones que para su anuncio se establecen en el artículo 32.

17. Las ventas en liquidación en las que no concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 33, o cuya realización no se haya comunicado a la consejería 
competente en materia de comercio, conforme al artículo 34.

18. Las ventas de saldo que tengan por objeto productos distintos de los previstos en 
esta Ley, las que no cumplan con los requisitos contenidos en el artículo 35, y las que se 
practiquen en establecimientos en condiciones distintas a las exigidas en el artículo 36.

19. Las ventas con descuento efectuadas sin cumplir con los requisitos exigidos en el 
artículo 38.

20. La realización de ventas en cadena o pirámide que han sido prohibidas según el 
artículo 39.

21. La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información 
expresamente mencionada en los artículos 29.4, 30.2 y 38.3, o cualquier otra requerida por 
las autoridades competentes o sus agentes en cumplimiento de la presente Ley, así como el 
suministro de dicha información de manera inexacta o la presentación de documentación 
falsa.

22. Carecer de hojas de reclamaciones.
23. La utilización inapropiada de cualquiera de las denominaciones feriales a que hace 

referencia el artículo 61 de esta Ley.
24. La exclusión injustificada de expositores en una actividad ferial.
25. La venta directa con retirada de mercancía del recinto ferial sin la preceptiva 

comunicación previa.
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26. La celebración de actividades feriales en recintos o instalaciones que no cumplan los 
requisitos establecidos en la presente Ley y disposiciones que lo desarrollen.

27. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 74 que no sean 
objeto de tipificación específica en este artículo.

28. La no celebración de actividades feriales comunicadas, salvo que concurran 
circunstancias especiales debidamente justificadas.

29. El uso indebido de la denominación de institución ferial por entidades no reconocidas 
como tales.

30. La utilización de la calificación de feria o exposición oficial de Canarias para 
actividades carentes de tal carácter conforme se establece en el artículo 66.1 de esta Ley.

31. La realización por las entidades organizadoras de actividades feriales de actuaciones 
que originen un perjuicio de carácter económico a terceros, declarado por resolución judicial 
o administrativa firmes.

32. El incumplimiento de los requisitos, obligaciones o prohibiciones establecidos en los 
artículos 67, 68, 69, 73 o 75 de esta Ley.

33. El ejercicio de actividades comerciales en establecimientos, sin la previa obtención 
de la licencia comercial para el ejercicio de las actividades sometidas a la aplicación de la 
presente Ley, en los supuestos en que sea preceptiva, o en contra de sus determinaciones y, 
en su caso, sin haber comunicado a la consejería competente en materia de comercio la 
transmisión, así como cuando la licencia comercial para el desarrollo de la actividad objeto 
de la presente Ley haya sido revocada o declarada su caducidad.

34. El incumplimiento de la obligación de comunicar la puesta en marcha de la actividad 
comercial en el plazo máximo de un mes desde que ésta se produzca.

35. El incumplimiento de la obligación de comunicar cualquier variación de los datos en 
el Registro de Comerciantes y Comercio de Canarias.

Dos. No tendrá carácter de sanción la clausura del establecimiento y suspensión de la 
actividad que podrá ser acordada por la consejería competente en materia de comercio, 
simultáneamente con el inicio del expediente sancionador correspondiente.

Artículo 81.  Clases de infracciones.
Las infracciones tipificadas por la presente Ley pueden considerarse leves, graves o muy 

graves, en función de los siguientes criterios:
1. Se consideran infracciones leves:
Las simples irregularidades en la observancia de lo prescrito en la presente Ley, siempre 

que no causen perjuicios directos de carácter económico, y que no exista intencionalidad.
2. Se consideran infracciones graves:
a) La reincidencia en la comisión de infracciones consideradas leves en un período de 

seis meses.
b) Las infracciones que, aún tratándose de simples irregularidades, causen perjuicios 

directos de carácter económico.
3. Se consideran infracciones muy graves:
a) La reincidencia de infracciones graves en un mismo período de un año, siempre que 

no se produzcan a la vez a consecuencia de la reincidencia en infracciones leves.
b) Las que afecten a gran número de personas, a la importante repercusión social de las 

mismas, al riesgo para la salud que comporten o a la continuidad o larga duración de la 
conducta sancionable.

c) Las infracciones que den o puedan dar lugar a perjuicios que, por su importancia, 
hayan alterado gravemente las relaciones socio-económicas, o sean susceptibles de 
producir graves alteraciones en ellas.

Artículo 82.  De las sanciones.
1. Las infracciones, de acuerdo con la presente Ley, serán sancionadas con multas de 

acuerdo con la siguiente graduación:
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a) Las infracciones leves, desde 30,05 euros hasta 3.005,06 euros.
b) Las infracciones graves, desde 3.005,07 euros hasta 15.025,30 euros.
c) Las infracciones muy graves, desde 15.025,31 euros hasta 601.012,10 euros.
2. El Gobierno de Canarias, mediante Decreto, podrá actualizar el importe de las 

sanciones previstas en el apartado anterior en función a las variaciones que experimente el 
índice de precios al consumo.

3. La cuantía de la sanción se graduará teniendo en cuenta las siguientes circunstancias:
a) La reparación de los defectos derivados del incumplimiento relativo a las formalidades 

exigidas por esta Ley para el ejercicio de las actividades que regula, siempre que de dicho 
incumplimiento no se hayan derivado perjuicios directos a terceros.

b) El número de consumidores y usuarios afectados.
c) La cuantía del beneficio ilícito.
d) El volumen de ventas.
e) La situación de predominio del infractor en el mercado.
f) La gravedad de los efectos socio-económicos que la comisión de la infracción haya 

producido.
g) La reincidencia.
4. En los supuestos de infracciones muy graves, el Gobierno de Canarias podrá acordar 

el cierre del establecimiento en que se haya producido la infracción por un plazo máximo de 
cinco años. En tal caso, será de aplicación lo previsto en el Real Decreto Legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social.

5. La autoridad a quien corresponda resolver el expediente podrá acordar, como sanción 
accesoria, el decomiso de la mercancía falsificada, fraudulenta, no identificada o que 
incumpla los requisitos mínimos establecidos para su comercialización.

Artículo 83.  Medidas cautelares complementarias.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, la autoridad que ordene la 

iniciación del expediente podrá, con carácter cautelar, ordenar la intervención de aquellas 
mercancías con relación a las cuales, y de acuerdo con las diligencias practicadas, se 
presuma el incumplimiento de los requisitos mínimos exigidos para su comercialización y 
siempre que la presencia de las mismas en el mercado pueda entrañar riesgos para el 
consumidor o usuario.

Artículo 84.  Publicidad y ejecución de las sanciones.
1. Siempre que concurra alguna de las circunstancias de riesgo para la salud o 

seguridad de los consumidores, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o 
acreditada intencionalidad en la infracción, la autoridad que resuelva el expediente podrá 
acordar la publicación, a cargo del infractor, de las sanciones impuestas como consecuencia 
de lo establecido en esta Ley, cuando hayan adquirido firmeza en vía administrativa, así 
como los nombres, apellidos, denominación o razón social de los responsables y la índole o 
naturaleza de las infracciones, en el Boletín Oficial de Canarias y a través de los medios de 
comunicación social que se consideren oportunos.

2. Las resoluciones sancionadoras que pongan fin a la vía administrativa serán 
inmediatamente ejecutivas.

3. Todas las Administraciones Públicas competentes en la materia presentarán la debida 
colaboración para hacer efectiva la exacta ejecución de las sanciones.

Disposición adicional primera.  Edición de guía procedimental y de trámites.
La consejería competente en materia de comercio editará, en el plazo máximo de seis 

meses desde la entrada en vigor de la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, una guía en 
castellano y otros idiomas de gran implantación en el ámbito de la Unión Europea, 
comprensiva de los criterios aplicables y la totalidad de trámites del procedimiento para la 
concesión de la licencia comercial. Todo ello sin perjuicio del cumplimiento de la obligación 
de prestar el máximo asesoramiento e información individualizada a los ciudadanos.
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Disposición adicional segunda.  Del Registro de Comerciantes y Comercios de Canarias.
1. El Gobierno de Canarias creará un Registro de Comerciantes y Comercios de 

Canarias adscrito a la consejería competente en materia de comercio, que tendrá por objeto 
la inscripción de oficio de las personas físicas o jurídicas que ejerzan la actividad comercial.

2. El registro tendrá como finalidad el cumplimiento de los siguientes objetivos:
a) Permitir la elaboración y permanente actualización de un censo comercial en 

Canarias.
b) Disponer de los datos precisos para el general y común conocimiento de las 

estructuras comerciales en el ámbito territorial de Canarias, así como garantizar los 
derechos de los consumidores y usuarios.

c) Contribuir a definir las políticas públicas llevadas a cabo en el sector comercial 
canario.

d) Facilitar el ejercicio de las funciones de control y tutela de los intereses públicos en el 
ámbito de la actividad comercial.

e) Promover la necesaria transparencia y la defensa del principio de leal competencia en 
el ejercicio de la actividad comercial, así como la defensa de los derechos de los 
consumidores.

3. Los comerciantes, sean personas físicas o jurídicas, deberán comunicar sus datos 
inscribibles y cualquier modificación de los mismos a la dirección general competente.

4. El Registro de Comerciantes y Comercios de Canarias será público. 
Reglamentariamente se determinará su estructura, su organización y su funcionamiento, así 
como los datos susceptibles de inscripción en éste, y no podrán contener datos de carácter 
personal no relacionados con la persona titular de la inscripción o con la actividad comercial 
que ésta desarrolle o pretenda desarrollar. En todo caso, la inscripción en este Registro será 
gratuita. No obstante, los datos contenidos en el censo creado al amparo de la Orden de 25 
de noviembre de 2005, se incorporarán automáticamente a este registro.

5. El órgano responsable del fichero automatizado que contenga el registro deberá 
adoptar las medidas de organización y gestión que sean necesarias para asegurar la 
confidencialidad, seguridad e integridad de los datos, así como las conducentes a hacer 
efectivas las garantías, obligaciones y derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y en sus normas de 
desarrollo.

6. Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición se podrán ejercer ante 
el órgano citado.

Disposición transitoria primera.  Criterios aplicables transitoriamente para la concesión de 
las licencias comerciales.

Hasta tanto se aprueben los Planes Territoriales Especiales de Grandes Equipamientos 
Comerciales, previstos en el artículo 54, la concesión de licencia comercial habrá de llevarse 
a cabo teniendo en cuenta las determinaciones del planeamiento municipal, siempre que no 
entre en contradicción con los criterios establecidos en el apartado 3 del artículo 43.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de las solicitudes de licencia 
comercial.

Las solicitudes de licencia comercial cuya tramitación se hubiese iniciado con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, reguladora de la 
Licencia Comercial, y que se encuentren pendientes de resolución, se tramitarán conforme a 
la normativa vigente en el momento de la presentación de la solicitud, sin perjuicio de que a 
efectos del planeamiento se aplique lo estipulado en la disposición transitoria primera.
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Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio para los titulares de las autorizaciones 
municipales que vinieran desarrollando la actividad a la entrada en vigor de la Ley 1/2010, de 
1 de marzo, de reforma de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista.

Las autorizaciones para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria otorgadas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/2010, de 1 de marzo, de reforma de la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, de las que haya constancia 
fehaciente, quedan prorrogadas automáticamente por el plazo de ocho años con la 
acreditación del cumplimiento exclusivamente de los requisitos exigidos para la obtención de 
la autorización originaria, con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/2010, en su 
mercadillo habitual, a contar desde la entrada en vigor de la Ley 8/2011, de 8 de abril, y 
serán prorrogables por otros ocho años.

Disposición final primera.  Aprobación de los Planes Territoriales Especiales de Grandes 
Equipamientos Comerciales de ámbito insular.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, 
la Comisión de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente de Canarias deberá aprobar los 
Planes Territoriales Especiales de Grandes Equipamientos Comerciales de ámbito insular a 
propuesta del consejero o consejera competente en materia de comercio.

Disposición final segunda.  De los sectores de actividad.
Se habilita al Gobierno para incluir o excluir, mediante decreto, nuevos sectores de 

actividad a efectos de la clasificación de los grandes establecimientos comerciales de 
conformidad con el artículo 54.3 de este texto legal, así como para modificar los límites 
establecidos en el artículo 41.2 en función de los mismos, previo informe de las comisiones 
insulares de comercio, dando cuenta al Parlamento.

Disposición final tercera.  Planes de calidad.
Se autoriza al Gobierno para proceder en el plazo de un año desde la entrada en vigor 

de la Ley 12/2009, de 16 de diciembre, a elaborar un Plan de calidad del comercio.

Disposición final cuarta.  Nueva regulación del procedimiento de concesión de la licencia 
comercial.

Se habilita al Gobierno de Canarias para proceder a una nueva regulación de las normas 
contenidas en los artículos 45 a 48 de la presente Ley, relativos al procedimiento de 
concesión de la licencia comercial, con respeto a las limitaciones derivadas de la reserva de 
ley y de la legislación básica que regule la materia.
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§ 103

Ley 3/2001, de 26 de junio, de Artesanía de Canarias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 83, de 6 de julio de 2001

«BOE» núm. 176, de 24 de julio de 2001
Última modificación: 8 de octubre de 2009

Referencia: BOE-A-2001-14278

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Canarias ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
Esta ley tiene los siguientes objetivos:
a) Ayudar a la conservación, modernización y reestructuración de las actividades 

artesanas en la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) Promover la creación y el desarrollo de los cauces de comercialización adecuados 

para los productos artesanos de Canarias.
c) Documentar y recuperar las manifestaciones artesanales propias de Canarias y 

consolidar el mantenimiento de las existentes.
d) Promocionar y propiciar la formación de artesanos en la Comunidad Autónoma de 

Canarias.
e) Favorecer la accesibilidad del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o 

a las subvenciones y ayudas que pueda establecer la Administración Pública, así como 
fomentar la implantación de sistemas cooperativos y asociativos.

Todo ello, desde la visión de que la artesanía no es sólo una actividad económica, sino, 
sobre todo, un hecho cultural y social que necesita de un mejor marco económico para su 
conservación.

f) Propiciar la creación de centros museísticos en cada una de las islas o comarcas para 
promover la conservación de los prototipos que por su interés histórico y artístico así la 
merezcan.

II
Las disposiciones de la ley se articulan en el marco delimitado por los preceptos que se 

exponen de la Constitución española de 1978.
El artículo 40.1 de la Constitución española dispone que los poderes públicos 

promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una 
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distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de 
estabilidad económica.

En el artículo 130.1 de la Constitución española se establece que los poderes públicos 
atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos, y, en particular, 
de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de 
vida de todos los españoles. Por tanto, se identifica a la artesanía como un sector cuyo 
desarrollo integral es mejorable, y reconoce implícitamente que las personas que ejercen 
estos oficios consiguen una renta menor de la deseable para todos los españoles.

Constituye esta ley la norma básica que sistematiza las disposiciones que hoy rigen en 
Canarias en materia de artesanía, solventando las importantes lagunas existentes, entre 
otras las relativas al registro de artesanía y a la investigación, formación y promoción en 
materia de artesanía.

La actividad artesana está regulada actualmente en Canarias por el Decreto 599/1985, 
de 20 de diciembre, por el que se regula la actividad del artesanado en la Comunidad 
Autónoma de Canarias, la Orden de 21 de mayo de 1999, de la Consejería de Industria y 
Energía, por la que se establece el procedimiento de obtención del carné de artesano y se 
regula su concesión y la Orden de 14 de enero de 1986, de la Consejería de Industria y 
Energía, por la que se aprueba el Repertorio de Oficios Artesanos, revisado por órdenes de 
18 de febrero de 1987, de 12 de junio de 1992 y de 4 de octubre de 1999.

El Estatuto de Autonomía de Canarias, en su artículo 30.11, atribuye a la Comunidad 
Autónoma de Canarias competencia exclusiva en materia de artesanía. De acuerdo con 
dicho plano competencial, la Comunidad Autónoma de Canarias ostenta plenas 
competencias normativas, entre las que se incluye la legislativa, para regular el régimen de 
la artesanía en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

La disposición adicional primera, apartado p), de la Ley 14/1990, de 26 de julio, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias transfiere a los cabildos 
insulares, en el ámbito de su respectiva isla, competencias administrativas en materia de 
fomento de la artesanía, para cuyo efectivo ejercicio se transfirieron por el Gobierno de 
Canarias funciones al respecto mediante Decreto 150/1994, de 21 de julio.

III
La ley se estructura en cuatro títulos, una disposición adicional, una disposición 

transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.
El Título I, Disposiciones generales, especifica el objeto, el ámbito de aplicación, la 

clasificación de las actividades artesanas y las marcas de calidad y distintivos de 
procedencia.

El Título II, Administraciones Públicas con competencias en materia de artesanía, 
delimita las competencias que, en materia de artesanía, ostentan las distintas 
Administraciones Públicas de Canarias.

El Título III, Comisión y Registro de la Artesanía, crea la Comisión Canaria de la 
Artesanía, como órgano colegiado de asesoramiento a la Administración Pública en materia 
de artesanía, así como el Registro de Artesanía de Canarias, único, público y gratuito, en el 
cual se inscribirán las empresas artesanas, los artesanos y las asociaciones profesionales 
de artesanos.

El Título IV, De las infracciones y sanciones, tipifica aquellas conductas contrarias a lo 
establecido en la presente ley, clasificándolas en muy graves, graves y leves y regula las 
correspondientes multas.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. La presente ley tiene por objeto el fomento, promoción y ordenación de la actividad 

artesana en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias.
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2. Esta ley tiene por finalidad:
a) Promover la conservación, modernización y reestructuración de las actividades 

artesanas, mejorando las condiciones de rentabilidad, gestión y competitividad en el 
mercado, velando, al mismo tiempo, por la calidad de su producción y eliminando los 
obstáculos que puedan oponerse a su desarrollo y mantenimiento en la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

b) Promover la creación y el desarrollo de los cauces de comercialización necesarios 
para conseguir que la artesanía sea económicamente rentable, de forma que siendo una 
actividad tan importante desde el punto de vista social y cultural, pueda mantenerse.

c) Documentar, recuperar y divulgar las manifestaciones artesanales propias de nuestras 
islas, consolidando el mantenimiento de las existentes y garantizando la pervivencia de 
aquellas que estén en peligro de extinción, para lo cual será necesaria la concurrencia en la 
investigación de las Administraciones canarias, de las universidades y de aquellos 
organismos que tengan entre sus fines la investigación de los valores etnológicos de 
Canarias.

d) Promocionar y propiciar la formación de artesanos, así como la divulgación de las 
técnicas artesanales, a través de monitores acreditados en el ejercicio y dominio de los 
oficios artesanales y capacitados para la docencia, extremo éste que habrá de ser objeto de 
posterior desarrollo normativo.

e) Favorecer la accesibilidad del sector artesano a las líneas de crédito preferenciales o 
a las subvenciones y ayudas que pueda establecer la Administración Pública, así como 
fomentar la implantación de sistemas cooperativos y asociativos.

f) Proteger las creaciones artesanales en su proceso de comercialización, estableciendo 
un específico régimen sancionador para combatir el fraude.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
La presente ley será de aplicación a los artesanos y empresas artesanas que desarrollen 

su actividad en la Comunidad Autónoma de Canarias.

Artículo 3.  Definiciones.
1. A los efectos de la presente ley, tendrá la consideración de artesanía la actividad 

económica que suponga la producción, transformación o restauración de bienes de valor 
artístico, funcional o tradicional, mediante procesos con predominante intervención manual, y 
sin que la utilización auxiliar de la maquinaria haga perder su naturaleza de producto final 
manufacturado e individualizado.

Para obtener tal consideración deberá estar asimismo incluida en el Repertorio de 
Oficios Artesanos de Canarias.

2. La calificación de artesano tiene carácter voluntario y se otorgará a aquellas personas 
físicas que con carácter habitual realicen una actividad comprendida en el Repertorio de 
Oficios Artesanos de la Comunidad Autónoma de Canarias, y cumplan los requisitos y 
condiciones que reglamentariamente se determinen. La condición de artesano será 
acreditada mediante la posesión del carné correspondiente.

3. La calificación de empresa artesana tiene carácter voluntario y se otorgará a las 
personas físicas y jurídicas que, con carácter habitual y ánimo de lucro, realicen una 
actividad comprendida en el Repertorio de Oficios Artesanos de la Comunidad Autónoma de 
Canarias y que reúnan las condiciones que reglamentariamente se determinen.

Podrán gozar de la consideración de empresa artesana fórmulas asociativas dedicadas 
exclusivamente a la comercialización de productos artesanos, siempre y cuando todos sus 
integrantes sean a su vez empresas artesanas.

La condición de empresa artesana se acreditará mediante la posesión del documento 
que a tal efecto expedirá el cabildo insular correspondiente.

La posesión del documento de calificación o, en su caso, del carné de artesano será 
condición necesaria para acogerse a las medidas de fomento que la Administración Pública 
establezca y, en concreto, para las derivadas de la presente ley.
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4. Los Centros Especiales de Empleo quedan exentos del requisito del ánimo de lucro 
cuando desarrollen alguna de las actividades comprendidas en el Repertorio de Oficios 
Artesanos de la Comunidad Autónoma de Canarias.

5. El Repertorio de Oficios Artesanos es la herramienta de delimitación de las actividades 
artesanas e incluye la relación de oficios artesanos que se encuentran en plena vigencia. 
Tiene carácter revisable, de forma que permita la eliminación de oficios que vayan 
desapareciendo y la incorporación de aquellos que sean vigentes en cada momento.

La consejería competente en materia de artesanía, previo informe de la Comisión 
Canaria de la Artesanía, revisará el Repertorio de Oficios Artesanos, al menos una vez cada 
dos años.

Artículo 4.  Clasificación de las actividades artesanas.
1. Se establece dentro de los grupos de actividades artesanas la siguiente clasificación 

por razón de su contenido principal:
a) Artesanía tradicional.
b) Artesanía artística.
c) Artesanía de producción de bienes de consumo.
d) Artesanía de servicios.
2. En el desarrollo reglamentario de esta ley, cada uno de estos grupos podrá ser objeto 

de tratamiento específico y diferenciado, pueden subdividirse en subgrupos, y éstos en 
oficios y especialidades artesanas, que conformarán el Repertorio de Oficios Artesanos.

Artículo 5.  Marcas de calidad y distintivos de procedencia.
1. La consejería competente en materia de artesanía, previo informe de la Comisión 

Canaria de la Artesanía, dictará normas para acreditar la calidad de los productos artesanos 
canarios y creará marcas de calidad o garantía artesanal y distintivos de procedencia para 
su identificación en el mercado, sin perjuicio de las marcas de calidad establecidas por los 
distintos cabildos insulares y de las facultades que ostenten los departamentos competentes 
en materia de consumo y de productos agroalimentarios.

2. Los establecimientos en los que se ofrezcan a la venta productos de artesanía canaria 
que cuenten con los distintivos o marcas a los que se refiere el apartado anterior de este 
artículo, deberán exponer estos productos diferenciadamente de los que carezcan de 
aquellas garantías, de forma tal, que cualquier interesado en su adquisición pueda 
identificarlos y distinguirlos fácilmente, sin que se pueda dar lugar a confusión ni inducirse a 
error con respecto a los simples souvenirs o demás productos que, aun siendo elaborados 
artesanalmente, carecen de aquellas garantías.

TÍTULO II
Administraciones públicas con competencias en materia de artesanía

Artículo 6.  Administraciones Públicas con competencias en materia de artesanía.
Las Administraciones Públicas con competencias en materia de artesanía son:
a) La Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) Los cabildos insulares.

Artículo 7.  Competencias de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias.

1. Corresponde a la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, en 
materia de artesanía, todas aquellas competencias en las que estén presentes los principios 
del artículo 9 de la Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas de Canarias.

2. En todo caso, corresponde a la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de 
Canarias el ejercicio de las siguientes competencias:
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a) La potestad reglamentaria.
b) La alta inspección del ejercicio por parte de los cabildos insulares de las competencias 

transferidas en los términos establecidos en la Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias.

c) La acción regional de fomento al sector artesanal.
d) La gestión de las ferias regionales, nacionales o internacionales, pudiendo solicitar la 

concurrencia de uno, varios o todos los cabildos insulares.
e) La participación de Canarias en ferias nacionales o internacionales.
f) Reglamentar los requisitos y el procedimiento de expedición del carné de artesano, 

oídos los cabildos insulares.
g) Llevar el Registro de Artesanía de Canarias a partir de la información suministrada por 

los registros insulares.
h) Coordinar los talleres de artesanía a nivel regional.
i) Organizar cursos de apoyo al artesano de interés regional.
j) Clasificación y Registro de Empresas Artesanas en el ámbito del Archipiélago.
k) Clasificar actividades artesanas, confeccionando el Repertorio de Oficios Artesanos, 

introduciendo, en su caso, nuevas técnicas u oficios, oídos los cabildos insulares.
l) Declarar zonas de interés artesanal de ámbito igual o superior a la isla.
m) Dirigir las jornadas, seminarios, congresos y otros eventos regionales, nacionales o 

internacionales que se celebren en el archipiélago canario.
n) Cualesquiera otras que se le asignen en esta ley o se le atribuyan por el ordenamiento 

jurídico.
ñ) Promover desde el punto de vista turístico las manifestaciones artesanales de 

Canarias.

Artículo 8.  Competencias de las administraciones insulares.
Corresponde a los cabildos insulares, en materia de artesanía, aquellas competencias 

que les atribuye la legislación de régimen local y las transferidas o delegadas por la 
Comunidad Autónoma de Canarias, y en especial las siguientes:

a) Promover, subvencionar, coordinar u organizar ferias de artesanía insulares, 
comarcales y locales o de asociaciones que no excedan del territorio insular, dando cuenta a 
la consejería competente en materia de artesanía a efectos de la elaboración del calendario 
regional de ferias de artesanía.

b) Gestionar el carné de artesano en el ámbito insular, dando cuenta de sus actos al 
Gobierno de Canarias a efectos de información.

c) Tramitar la calificación de empresas artesanas.
d) Llevar el registro de artesanía en el ámbito insular, dando cuenta de sus actos al 

Gobierno de Canarias a los efectos del registro regional.
e) Gestionar y conservar los talleres de artesanía sitos en el ámbito insular.
f) Realizar cursos de artesanía en el ámbito insular.
g) Realizar cursos de apoyo al artesano de interés insular.
h) Edición de publicaciones sobre artesanía de ámbito insular, local o comarcal.
i) Declaración de comarcas de interés artesanal de ámbito inferior a la isla.
j) Otorgar subvenciones en materia de fomento de artesanía.
k) Las que se deriven de lo previsto en la presente ley y las establecidas en el resto del 

ordenamiento jurídico, así como aquellas otras que en el futuro se le transfieran o deleguen 
por la Comunidad Autónoma de Canarias.

TÍTULO III
Comisión y registro de la artesanía

Artículo 9.  Comisión Canaria de la Artesanía.
Se crea la Comisión Canaria de la Artesanía como órgano colegiado de participación 

para el asesoramiento a la Administración Pública en materia de artesanía, de la que 
formarán parte la Administración autonómica, los cabildos insulares y el sector artesano, 
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quedando adscrita a la consejería competente en materia de artesanía. Sus funciones, 
composición y funcionamiento se determinarán en las normas de desarrollo de la presente 
ley.

Artículo 10.  Registro de Artesanía de Canarias.
1. Se crea el Registro de Artesanía de Canarias adscrito a la consejería competente en 

materia de artesanía, que será único, público y gratuito, y que constará de las siguientes 
secciones:

a) Empresas artesanas. Su objeto será la inscripción de las personas físicas o jurídicas 
que soliciten y obtengan la calificación de empresa artesana.

b) Artesanos. Su objeto será la inscripción de los que obtengan y acrediten el 
reconocimiento de tal condición.

c) Asociaciones profesionales de artesanos. Su objeto será la inscripción de aquellas 
asociaciones profesionales de artesanos que ejerzan su actividad en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

2. Las solicitudes de inscripción en el Registro de Artesanía de Canarias se formularán 
ante la Consejería competente en materia de artesanía en los plazos, forma y condiciones 
que reglamentariamente se determine.

3. La actuación del Registro de Artesanía de Canarias se desarrollará sin perjuicio de las 
competencias de los cabildos insulares para establecer registros en sus propios territorios, y 
de acuerdo con los principios de coordinación, cooperación y asistencia mutua establecidos 
en el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 11.  Documento de calificación de empresa artesana y carné de artesano.
El carné de artesano y el documento de calificación de empresa artesana serán 

expedidos por el cabildo insular correspondiente. La consejería competente en materia de 
artesanía previo informe de la Comisión Canaria de la Artesanía establecida por esta ley, 
determinará reglamentariamente las condiciones y requisitos necesarios para su 
otorgamiento.

Artículo 12.  Monitor artesano o maestro artesano.
Con el fin de fomentar la divulgación de la artesanía entre la ciudadanía, la transferencia 

de conocimientos dentro del sector, el mantenimiento de los oficios en vías de desaparición, 
la mejora de la calidad de los productos artesanos y la consecución del reconocimiento y 
prestigio del sector, se crean las figuras de monitor y maestro artesano.

La condición de monitor artesano se podrá otorgar a aquellos artesanos cuyos 
conocimientos técnicos y pedagógicos les faculte para transmitir los conocimientos y 
técnicas de su oficio. El procedimiento para la concesión y los requisitos exigidos se 
determinarán reglamentariamente.

La condición de maestro artesano será otorgada por la consejería competente en la 
materia a artesanos con un elevado nivel de destreza y perfección en el ejercicio de su 
actividad, que los identifique como referentes para el resto de artesanos de su especialidad. 
La concesión requerirá informe previo de la Comisión Canaria de la Artesanía, 
determinándose reglamentariamente el procedimiento para el reconocimiento y los requisitos 
que han de concurrir para la obtención de tal distinción.

TÍTULO IV
De las infracciones y sanciones

Artículo 13.  Clasificación de las infracciones.
Las infracciones a la normativa sobre artesanía canaria, establecida en la presente ley, 

se clasifican en muy graves, graves y leves.
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1. Son faltas muy graves:
a) La exposición, venta o distribución de productos que, no habiendo sido elaborados en 

Canarias de forma artesanal, conforme a lo dispuesto en el artículo 3.1 de la presente ley, se 
identifiquen o califiquen como de artesanía canaria.

b) La realización de cualquier forma de publicidad o promoción en medios de 
comunicación social de productos que se califiquen como de artesanía canaria, y que no 
hayan sido elaborados en Canarias de forma artesanal, conforme a lo dispuesto en esta ley.

c) La negativa u obstrucción en la actuación que legalmente se les encomiende a los 
funcionarios en su labor de servicio de inspección y sanción.

2. Son infracciones graves:
a) La exposición y venta de productos a los que atribuyan las garantías establecidas en 

el apartado 1 del artículo 5 de esta ley y que carezcan de ellas.
b) La realización de cualquier forma de publicidad o promoción de productos que se 

califiquen como de artesanía canaria, y que no hayan sido elaborados en Canarias de forma 
artesanal conforme a lo dispuesto en esta ley, siempre que no se haya realizado aquélla en 
medios de comunicación social.

c) La exposición al público de productos de artesanía canaria en contra de lo dispuesto 
en el apartado 2 del artículo 5 de esta ley.

3. Son infracciones leves:
a) La realización de cualquier forma de publicidad o promoción de productos como de 

artesanía canaria distinta de la establecida en los apartados anteriores de este artículo.
b) Todas las demás conductas contrarias a lo que se dispone en la presente ley y que, 

por su naturaleza, no constituyan infracción grave o muy grave.

Artículo 14.  Sanciones.
Las infracciones tipificadas en la presente ley se sancionarán con multa de las siguientes 

cuantías:
a) Faltas leves: multa de hasta 50.000 pesetas.
b) Faltas graves: multa de 50.001 hasta 250.000 pesetas.
c) Faltas muy graves: multa de 250.001 a 1.000.000 de pesetas.

Artículo 15.  Graduación de las sanciones.
1. Las conductas susceptibles de sanción administrativa conforme a esta ley se 

graduarán en atención a la naturaleza de la disposición infringida, a la repercusión que la 
misma tenga en el sector artesanal, a la entidad del beneficio obtenido por la comisión de la 
infracción y demás criterios de aplicación en el Derecho administrativo sancionador.

2. En casos de reincidencia, la sanción que corresponda se impondrá siempre en su 
grado máximo.

3. A los efectos de este artículo, habrá reincidencia cuando el responsable de la 
infracción haya sido sancionado, mediante resolución firme en vía administrativa, como 
mínimo dos veces en el plazo de dos años, contados a partir de la fecha de la comisión de la 
primera infracción, por el mismo hecho infractor, o tres veces, durante el mismo plazo, por 
hechos de diferente naturaleza.

Artículo 16.  Procedimiento sancionador.
Los expedientes sancionadores se iniciarán por el órgano competente, de oficio o en 

virtud de queja o denuncia, en la forma y procedimiento establecidos en la legislación de 
procedimiento administrativo común. La tramitación y resolución del procedimiento 
sancionador corresponderá al cabildo insular respectivo cuando las infracciones objeto del 
mismo sean de ámbito insular. En otro caso, se tramitarán por la consejería competente del 
Gobierno de Canarias.
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Disposición adicional única.  
El Gobierno de Canarias, previo informe de los cabildos insulares, remitirá al Parlamento 

un Plan de Desarrollo de la Artesanía que contemple las estrategias y medidas necesarias 
para conseguir un desarrollo diversificado, articulado y sostenible del sector artesanal en 
Canarias.

Disposición transitoria única.  
En tanto no se lleve a cabo el desarrollo reglamentario de la presente ley, las empresas 

artesanas y los artesanos ya existentes podrán tener acceso a las medidas de fomento que 
la Administración Pública establezca.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo determinado en la presente 

ley.

Disposición final primera.  
El Gobierno de Canarias, en el plazo de un año, dictará las disposiciones necesarias 

para el desarrollo de la presente ley.

Disposición final segunda.  
La presente ley entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Canarias».
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§ 104

Ley 10/2019, de 25 de abril, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de Canarias

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 90, de 13 de mayo de 2019
«BOE» núm. 140, de 12 de junio de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-8706

Sea notorio a todos los ciudadanos y ciudadanas que el Parlamento de Canarias ha 
aprobado y yo, en nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 47.1 del 
Estatuto de Autonomía de Canarias, promulgo y ordeno la publicación de la Ley 10/2019, de 
25 de abril, de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
Canarias.

PREÁMBULO

I
Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación son corporaciones 

de derecho público que realizan funciones de carácter consultivo y de colaboración con las 
administraciones públicas en todo aquello que tenga relación con la representación, 
promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria, la navegación y 
los servicios.

El artículo 109 del Estatuto de Autonomía de Canarias determina lo siguiente:
«1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia exclusiva en 

materia de colegios profesionales, cámaras oficiales, academias para el fomento y difusión 
de las artes, las ciencias y las letras, consejos reguladores, cofradías de pescadores y 
demás corporaciones de derecho público que radiquen en Canarias, respetando lo dispuesto 
en los artículos 36, 52, 139 y 149.1.18.ª de la Constitución. Esta competencia incluye, en 
todo caso:

a) La regulación de su constitución, agrupación y extinción, organización y 
funcionamiento, atribuciones, régimen económico, financiero y presupuestario, derechos y 
deberes, régimen electoral y régimen disciplinario.

b) El control administrativo, abarcando las funciones de promoción del comercio exterior 
que puedan realizar las cámaras oficiales.

2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la competencia de desarrollo 
legislativo y de ejecución para la definición de las corporaciones de derecho público 
previstas en el apartado anterior y la determinación de los requisitos para su creación, así 
como para obtener la condición de miembro de las mismas».
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La asunción de estas competencias previstas estatutariamente se produjo a través del 
Real Decreto 3174/1983, de 9 de noviembre, de traspaso de funciones y servicios del Estado 
a la Comunidad Autónoma de Canarias en materia de ferias interiores, comercio interior y 
cámaras de comercio, industria y navegación, que dispone en su apartado B) 3 de su anexo 
I transferir a la Comunidad Autónoma de Canarias: «Las competencias del Ministerio de 
Economía y Hacienda sobre las cámaras, previstas en la Ley de Bases de 29 de junio de 
1911 y en el Decreto 1291/1974, de 2 de mayo, que aprobó su reglamento general, 
modificado por el Real Decreto 753/1978, de 27 de marzo, y demás normas que la 
completan y desarrollan. Todo ello sin perjuicio de que las cámaras de la Comunidad 
Autónoma de Canarias mantengan su participación en el Consejo Superior de Cámaras 
como órgano de relación de las cámaras de comercio de España».

En el ejercicio de estas competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma de Canarias 
por la citada normativa, se dictó la Ley 18/2003, de 11 de abril, de Cámaras de Comercio, 
Industria y Navegación de Canarias.

La aprobación por parte del Estado de la nueva Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, publicada en el BOE n.º 
80, de 2 de abril de 2014, que entró en vigor el 3 de abril de 2014, y el tiempo transcurrido 
desde la aprobación de la anterior ley autonómica reguladora de la materia hacen preciso 
derogar esta y aprobar una nueva; ley, adaptada a las previsiones de la normativa básica 
estatal, por un lado, y, por otro, que recoja las nuevas necesidades surgidas por el 
transcurso del tiempo desde la aprobación de la anterior ley. Todo ello con el objeto de 
satisfacer los intereses que la sociedad les demanda para su eficaz y correcto 
funcionamiento.

II
La ley consta de treinta y siete artículos que se estructuran en ocho capítulos, tres 

disposiciones transitorias, una derogatoria y cuatro finales.
El capítulo I regula el objeto de la ley, la naturaleza, el régimen jurídico, la finalidad y las 

funciones de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de 
Canarias. Permanece la consideración de las cámaras como corporaciones de derecho 
público bajo la tutela de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y 
se les añaden nuevas funciones de conformidad con las competencias que les son atribuidas 
por la ley básica estatal.

El capítulo II recoge el ámbito de actuación territorial, estableciendo la posibilidad de la 
existencia de una cámara por cada una de las siete islas que componen la Comunidad 
Autónoma de Canarias, así como las particularidades de la creación, fusión y extinción de 
las mismas adaptadas a las necesidades del archipiélago.

El capítulo III, bajo la denominación de «Organización de las cámaras», encuadra los 
órganos de gobierno de las mismas abordando la regulación del Pleno, el Comité Ejecutivo, 
la Presidencia, la Secretaría General, los cargos de alta dirección y el personal; concluyendo 
con la regulación del contenido mínimo del reglamento de régimen interior de las mismas y 
del código de buenas prácticas.

El capítulo IV, bajo la rúbrica «Régimen electoral», aborda su regulación comprendiendo 
los derechos y deberes de los electores, el censo electoral, la apertura y la convocatoria del 
proceso electoral y, por último, el funcionamiento de los órganos de gobierno durante el 
periodo electoral.

El capítulo V, con la denominación «Régimen económico-presupuestario», comprende 
ámbitos de tanta importancia como la financiación de las cámaras y del Consejo General de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias.

El capítulo VI está dedicado a las relaciones institucionales e intercamerales.
El capítulo VII se dedica a regular el Consejo General de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias, encuadrando dentro del mismo su 
naturaleza y régimen jurídico, las funciones y la regulación de sus órganos de gobierno.

El capítulo VIII regula la tutela que ejerce la Administración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias sobre las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación de Canarias y el Consejo General de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de Canarias, recogiendo dentro de la tutela propiamente dicha las 
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autorizaciones, la suspensión y la disolución de sus órganos de gobierno y los recursos que 
proceden contra las resoluciones de estos ante el órgano tutelante, así como el régimen 
presupuestario.

Se completa la ley con tres disposiciones transitorias; la primera, para permitir a los 
órganos de gobierno de las cámaras que continúen en el ejercicio de sus funciones hasta 
que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la conclusión del correspondiente 
proceso electoral; la segunda, para fijar un plazo desde la entrada en vigor de la presente ley 
para que las cámaras adapten sus reglamentos de régimen interior a la misma y a la 
mencionada Ley 4/2014, de 1 de abril; y la tercera, para determinar el régimen electoral que 
se aplicará hasta que se apruebe el reglamento que desarrolle la presente ley; además de 
una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales. La primera comprende la 
modificación de la Ley 1/1992, de 27 de abril, del Consejo Económico y Social, regulando la 
representación de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de 
Canarias en dicha institución; la segunda se refiere a la autorización para su desarrollo 
reglamentario; la tercera, a la facultad del Gobierno de Canarias para que, transcurrido un 
año desde su entrada en vigor, establezca la cantidad que se precisa para fijar la viabilidad 
de una cámara a nivel insular; y la última, a su entrada en vigor.

Por otra parte, en la presente iniciativa normativa, y en cumplimiento de la previsión del 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, se han tenido en cuenta los principios jurídicos de buena 
regulación, establecidos en dicha norma, de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia y eficiencia.

En virtud de los principios de necesidad y eficacia, esta iniciativa normativa se halla 
justificada por una razón de interés general que se concreta en la necesidad de adaptar la 
normativa autonómica a la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, al basarse en una identificación clara del fin 
perseguido, que no es otro que el de adaptar el marco normativo autonómico y ser la 
presente ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución.

En virtud del principio de proporcionalidad, esta ley contiene, por tanto, la regulación 
imprescindible para atender la necesidad de adaptación, tras constatar que no existen otras 
medidas menos restrictivas de derechos o que impongan menos obligaciones a sus 
destinatarios.

Por último, a fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, la presente iniciativa 
normativa se ejerce de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional, 
autonómico y de la Unión Europea, a fin de generar un marco normativo estable, predecible, 
integrado, claro y de certidumbre, de manera que facilite su conocimiento y comprensión por 
las personas destinatarias y, en consecuencia, permita la actuación y toma de decisiones por 
las corporaciones de derecho público, personas, físicas y jurídicas, a las que la misma sea 
aplicable.

CAPÍTULO I
Objeto, naturaleza, régimen jurídico, finalidad y funciones

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente ley tiene por objeto establecer la regulación del régimen jurídico de las 

cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de Canarias (en adelante, 
las cámaras) y del Consejo General de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 
y Navegación de Canarias (en adelante, el Consejo General de Cámaras), en el marco de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación (en adelante, Ley 4/2014, de 1 de abril).

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las cámaras son corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y plena 

capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines que se configuran, bajo la tutela de la 
Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, como órganos consultivos y 
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de colaboración con las administraciones públicas, sin menoscabo de los intereses privados 
que persiguen.

Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.
2. Las cámaras se rigen por lo que dispone la legislación básica en materia de cámaras 

oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, por la presente ley y sus normas de 
desarrollo y por lo que establezcan los respectivos reglamentos de régimen interior.

3. Es aplicable supletoriamente a las cámaras la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las administraciones públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza 
y finalidades, en los supuestos de ejercicio de competencias propias o asignadas por otros 
entes administrativos que impliquen el uso de potestades públicas.

4. La contratación y el régimen patrimonial de las cámaras se regirán por el derecho 
privado, salvo disposición legal en contrario, con sometimiento a los principios de 
transparencia y no discriminación, publicidad, concurrencia y objetividad.

Artículo 3.  Finalidad.
Además del ejercicio obligatorio de las competencias de carácter público-administrativo 

que les atribuye la legislación básica del Estado y de las que les puedan asignar, 
encomendar o delegar las administraciones públicas canarias, las cámaras tienen como 
finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la 
industria, los servicios y la navegación, así como la prestación de servicios a las empresas 
que ejerzan las indicadas actividades. Las actividades a desarrollar por las cámaras para el 
logro de sus fines se llevarán a cabo sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación 
empresarial, de las facultades de representación de los intereses de los empresarios que 
asuman este tipo de asociaciones y de las actuaciones de otras organizaciones sociales que 
legalmente se constituyan.

Artículo 4.  Funciones.
1. Las cámaras tendrán las siguientes funciones de carácter público-administrativo:
a) Las que les atribuye el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
b) Las que se relacionan en el artículo 5.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, que 

desarrollarán mediante convenios, encomiendas o el instrumento jurídico procedente.
c) Asimismo, las cámaras tendrán, en la forma y con la extensión que se determine por la 

Comunidad Autónoma de Canarias, las siguientes funciones público-administrativas:
– Colaborar con la Administración competente participando en la realización de estudios, 

trabajos y acciones que se lleven a cabo.
– Proponer al Gobierno de Canarias las medidas que considere necesarias para el 

fomento y la defensa de los intereses generales que las cámaras representan.
– Informar a la Comunidad Autónoma de Canarias, cuando esta sea consultada por el 

Ministerio de Economía, Industria y Competitividad, con carácter previo, en la elaboración del 
Plan Cameral Canario de Internacionalización y del Plan Cameral Canario de 
Competitividad.

– Colaborar con las administraciones públicas competentes en la promoción de la 
regionalización, entendida como la expansión del mercado de las empresas a todo el 
archipiélago.

– Colaborar y/o participar en la gestión de infraestructuras y registros públicos.
– Colaborar con las administraciones públicas competentes en la promoción de la 

internacionalización de empresas, sin perjuicio de lo que establece la legislación básica del 
Estado, en lo que concierne a las actuaciones de interés general.

– Colaborar con las administraciones públicas competentes en el desarrollo de 
actividades de asesoramiento, formación, fomento, apoyo y estímulo al comercio exterior a 
través del plan cameral canario de internacionalización.

– Colaborar con las administraciones públicas competentes en acciones de captación de 
inversores.

– Colaborar y/o participar en la gestión de centros de formación públicos y privados de la 
Comunidad Autónoma de Canarias y en sus programas de formación.
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– Colaborar y/o participar con las administraciones públicas en la gestión de viveros de 
empresas y parques tecnológicos.

– Colaborar y/o participar con las administraciones públicas en la promoción, 
organización y ejecución de actuaciones de promoción comercial de productos, bienes y 
servicios y de dinamización comercial.

2. Las cámaras podrán llevar a cabo, en régimen de libre competencia, y cumpliendo los 
requisitos exigidos por la normativa sectorial vigente, actividades privadas que contribuyan a 
la defensa, el apoyo o el fomento del comercio, la industria, los servicios y la navegación, o 
que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas finalidades.

En especial, podrán llevar a cabo las siguientes:
a) Prestar servicios de información y asesoramiento empresarial.
b) Difundir e impartir formación referente a la empresa.
c) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas.
d) Crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de 

subcontratación y de residuos, así como lonjas de contratación.
e) Desempeñar funciones de arbitraje, mediación y conciliación mercantil, nacional e 

internacional, y utilizar cualquier otro sistema alternativo de solución de conflictos, de 
conformidad con la legislación vigente.

f) Crear, gestionar o participar en viveros de empresas y parques tecnológicos.
g) Gestionar e impartir formación, tanto profesional como universitaria, dirigida, entre 

otros, a trabajadores, desempleados y emprendedores.
h) Promover, organizar y ejecutar actuaciones de promoción comercial de productos, 

bienes y servicios, y de dinamización comercial.

Artículo 5.  Planes camerales canarios.
1. Para la ejecución de actuaciones de interés general, en desarrollo de las funciones de 

las cámaras, el Gobierno de Canarias podrá establecer uno o varios planes camerales en 
aquellas materias que sean de su competencia, especialmente en la internacionalización, en 
la competitividad de las empresas canarias y en la formación profesional.

2. Anualmente el Gobierno de Canarias, en colaboración con las cámaras, aprobará el 
plan cameral canario de internacionalización, que comprenderá la descripción de las 
acciones de interés específico en las áreas de formación, información y promoción dirigidas 
a promover la adquisición en el exterior de productos y/o servicios canarios, así como a la 
implantación de empresas canarias en el exterior.

3. Cada dos años, el Gobierno de Canarias, en colaboración con las cámaras, elaborará 
el plan cameral canario de competitividad, que comprenderá la descripción de las acciones 
diseñadas para la mejora de la competitividad de las empresas canarias, especialmente de 
las pymes.

4. Cada dos años, el Gobierno de Canarias, en colaboración con las cámaras, elaborará 
el plan cameral canario de formación profesional, que comprenderá la descripción de las 
acciones diseñadas para la mejora de la formación profesional, especialmente la formación 
profesional dual.

5. Los planes camerales canarios se elaborarán con pleno respeto a las competencias 
estatales, pudiendo establecerse mecanismos de colaboración y coordinación con la 
Administración estatal.

6. Los planes camerales canarios tendrán, como mínimo, el siguiente contenido:
a) Actuaciones previstas y memoria justificativa de su necesidad y de su contribución al 

logro de los fines que se determinen.
b) Tareas a realizar por cada una de las cámaras y los potenciales destinatarios en su 

respectivo ámbito, garantizando el desarrollo de los servicios en todo el territorio del 
archipiélago.

c) Plazos máximos de ejecución de las actuaciones previstas, definición de objetivos e 
indicadores de su grado de cumplimiento, así como mecanismos de corrección de 
desviaciones en el cumplimiento de los indicadores.

d) Criterios cuantitativos y cualitativos de medición del cumplimiento de los objetivos y 
del grado de eficiencia en la gestión.
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e) Estudio económico de las actuaciones previstas en el plan cameral, con desglose del 
coste de las actuaciones anuales previstas y los recursos personales, materiales y 
presupuestarios necesarios.

f) Mecanismos de financiación de las actuaciones previstas en el convenio, que deberán 
estar vinculados al cumplimiento de los indicadores de ejecución y efectos de dicha 
financiación en el objetivo presupuestario del Gobierno Canarias, así como determinación de 
la aplicación presupuestaria a la que se imputarán las actuaciones previstas.

g) Las garantías, si procede, del cumplimiento de las obligaciones.
7. El Gobierno de Canarias podrá otorgar a las cámaras, de acuerdo con las 

disponibilidades presupuestarias, dotaciones o subvenciones de concesión directa para la 
ejecución de las actuaciones previstas en los planes camerales canarios, en función de la 
naturaleza de cada actividad, mediante la suscripción del correspondiente convenio de 
colaboración o cualquier otro instrumento jurídico.

8. La consejería competente en materia de cámaras de comercio, industria, servicios y 
navegación, oído el Consejo General de Cámaras de Canarias, determinará la distribución 
de los fondos destinados a los planes camerales canarios entre las distintas cámaras de 
comercio.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial, creación, fusión y extinción

Artículo 6.  Ámbito territorial.
1. En cada una de las islas de El Hierro, Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, 

Lanzarote, La Palma y Tenerife podrá existir una sola cámara. En todo caso, en cada 
provincia existirá, al menos, una cámara.

2. En aquellas islas donde no exista una cámara podrá existir una delegación de la 
cámara cuyo ámbito territorial a la entrada en vigor de la presente ley las incluya. La cámara 
de la que dependa la delegación asegurará la viabilidad financiera de esta.

Al frente de las delegaciones estará un miembro elegido por el Pleno, que ejerza 
actividades empresariales a título personal o represente a empresas ubicadas en esa isla, 
que será miembro del Comité Ejecutivo de la cámara.

El reglamento de régimen interior de la cámara establecerá los órganos colegiados de 
gobierno y la organización de las delegaciones.

Artículo 7.  Creación de cámaras.
1. El Gobierno de Canarias, cuando las circunstancias económicas y los intereses 

comerciales, industriales, de servicios y navieros lo justifiquen, autorizará la creación de 
otras cámaras, además de las existentes a la entrada en vigor de la presente ley, a 
propuesta de la consejería competente en materia de comercio, previos informes de la 
cámara cuyo ámbito se vea afectado por la nueva implantación y del Consejo General de 
Cámaras, siempre y cuando la entidad resultante cuente con recursos económicos 
suficientes para el cumplimiento de las funciones que tiene encomendadas, se garantice una 
mejora de los servicios que se prestan y se cumpla con los requisitos siguientes:

a) Que soliciten expresamente su creación, al menos, el 50% de los electores del ámbito 
territorial proyectado.

b) Que la suma de los ingresos previstos por las fuentes de financiación previstas en el 
artículo 25 de esta ley, excepto de aquellos de procedencia directa o indirectamente pública, 
superen anualmente la cantidad de 150000 euros, considerada como mínima para el 
funcionamiento de una cámara de ámbito insular.

Téngase en cuenta que se faculta al Gobierno de Canarias para que, transcurrido un año 
desde la entrada en vigor de la presente ley y mediante disposición publicada únicamente en el 
"Boletín Oficial de Canarias", adecue la cantidad mínima de los ingresos previstos en la letra b), 
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de forma que se garantice la viabilidad del funcionamiento de cada cámara de ámbito insular, 
según se establece en la disposición final 3 de la presente ley.

c) Que la nueva cámara proyectada abarque el ámbito territorial de la isla.
d) Que exista un estudio de viabilidad realizado por los promotores de la cámara que se 

pretenda crear en el que se pongan de manifiesto de forma detallada las circunstancias 
económicas y los intereses comerciales, industriales, de servicios y navieros que justifican la 
creación, así como la viabilidad técnica y financiera, presente y futura, de la misma.

2. En el supuesto de que la creación de nuevas cámaras afecte al ámbito territorial, la 
denominación, los recursos, la estructura organizativa y las competencias de las cámaras 
existentes, el acuerdo del Gobierno de Canarias incluirá las previsiones necesarias para la 
adecuación de estas al nuevo marco territorial, sin que ello, en ningún caso, lleve aparejada 
la celebración de nuevas elecciones en las cámaras de ámbito provincial de las que se 
escindan las de nueva creación.

Artículo 8.  Fusión de cámaras.
1. Por propia iniciativa, dos o más cámaras pueden solicitar del Gobierno de Canarias 

autorización para fusionarse. El procedimiento se iniciará con la presentación ante la 
consejería competente en materia de comercio de la solicitud, acompañada de los acuerdos 
plenarios de las cámaras afectadas favorables a la fusión. Para la validez de los acuerdos se 
requerirá el voto favorable de, al menos, las dos terceras partes de los miembros del Pleno 
de cada cámara. La autorización por el Gobierno de Canarias se adoptará previo informe del 
Consejo General de Cámaras y a propuesta de la consejería competente en materia de 
comercio, y deberá establecer el ámbito territorial de la nueva cámara y su denominación.

2. Las cámaras fusionadas podrán recuperar su condición inicial, previa autorización del 
Gobierno de Canarias, en los mismos términos establecidos que en el apartado 1.

Artículo 9.  Extinción.
1. El Gobierno de Canarias, como medida excepcional, puede acordar la extinción de 

una cámara para salvaguardar los intereses generales del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación, y los derechos de las personas adscritas a ella, por las causas 
previstas en el artículo 36 de la presente ley.

2. El Gobierno de Canarias acordará la extinción de la cámara en la forma y en los 
términos previstos en el artículo 37 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, previo informe del 
Consejo General de Cámaras y a propuesta de la consejería competente en materia de 
comercio. En el propio acuerdo, el Gobierno de Canarias adoptará las medidas necesarias 
para garantizar que las empresas adscritas a la cámara extinguida reciban los servicios 
propios de las cámaras y decidirá lo oportuno sobre la adscripción de su patrimonio al 
órgano tutelante, previa liquidación por la comisión gestora que se constituya al efecto.

3. El Gobierno de Canarias establecerá en el acuerdo de extinción el procedimiento que 
habrá de regir para regular el régimen del personal de la extinta cámara.

Artículo 10.  Disposiciones comunes a la fusión e integración de cámaras.
1. La aprobación de una modificación territorial por fusión o integración cameral solo será 

eficaz a partir del siguiente proceso electoral general de las cámaras.
2. Reglamentariamente, se establecerá el régimen de modificación de los censos 

electorales y de los reglamentos de régimen interior, así como el régimen de funcionamiento 
de las cámaras afectadas durante el periodo que transcurra entre la autorización del 
Gobierno de Canarias y el siguiente proceso electoral de las cámaras.
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CAPÍTULO III
Organización de las cámaras

Artículo 11.  Órganos de las cámaras.
1. Los órganos de gobierno de las cámaras son el Pleno, el Comité Ejecutivo y la 

Presidencia.
2. Las cámaras tendrán una Secretaría General, y también podrán contar con una 

Dirección Gerencia, con el personal directivo que determinen sus reglamentos de régimen 
interior, y con el personal necesario para el correcto desempeño de sus funciones.

3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ser nombrados para el 
desempeño de la secretaría general, ni ocupar los puestos directivos señalados en este 
artículo quienes estén inhabilitados para empleo o cargo público.

Artículo 12.  El Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la cámara.
2. Estará compuesto por un número de vocalías no superior a 60 ni inferior a 10, 

distribuidas en los siguientes grupos:
a) Grupo de representantes de todas las empresas de la cámara, compuesto por dos 

tercios del total de los vocales que componen el Pleno, elegidos mediante sufragio libre, 
igual, directo y secreto.

Las vocalías de este grupo se distribuirán en tantas categorías, y, si procediera, 
subcategorías, como sea necesario para que puedan estar representados, en proporción a 
su representatividad, los intereses de los distintos sectores económicos presentes en la 
demarcación de la cámara.

La representatividad de cada sector económico se determinará atribuyendo una tercera 
parte de su magnitud total a su aportación al PIB, otra al número de empresas que aglutine y 
otra al número de trabajadores a los que dé empleo.

Las vocalías de este grupo serán elegidas entre todas las personas físicas o jurídicas 
adscritas a la cámara.

b) Grupo de representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica dentro de la circunscripción de la cámara, compuesto por la mitad de un tercio 
del total de los vocales que componen el Pleno.

Serán elegidas entre las candidaturas que, en número equivalente al de vocalías a 
cubrir, estén incluidas en la lista que deberán proponer las organizaciones empresariales 
intersectoriales y territoriales más representativas en el ámbito territorial de la 
correspondiente cámara que, de conformidad con la legislación laboral, determinará la 
consejería competente en materia de empleo.

c) Grupo de representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria en cada 
demarcación, compuesto por la mitad de un tercio del total de los vocales que componen el 
Pleno.

Serán elegidos entre las empresas que hayan realizado una aportación voluntaria, en la 
forma y cuantía que se determine por la consejería competente en materia de comercio.

3. La condición de miembro del Pleno es única e indelegable y su mandato es de cuatro 
años. La asistencia a sus sesiones es obligatoria para los vocales. No obstante, un vocal 
persona física podrá nombrar, conforme al modelo de apoderamiento fijado por la cámara, 
un representante, que deberá reunir los mismos requisitos que el poderdante para que le 
sustituya con carácter permanente en el Pleno. Los miembros del Pleno a los cuales hace 
referencia la letra a) del apartado 2 de este artículo no pueden pertenecer a más de un 
grupo, categoría o subcategoría de vocales. Ninguna persona física puede representar a 
más de un miembro del Pleno en el ejercicio de su función.

4. El Pleno deberá acordar la pérdida de la condición de miembro y la correspondiente 
declaración de vacante en los casos siguientes:

a) Cuando, por circunstancias sobrevenidas, deje de concurrir alguno de los requisitos 
necesarios para ser elegido. Se entenderá que dejan de concurrir los citados requisitos:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 104  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias

– 2337 –



– En el caso de los vocales señalados en el artículo 12.2.a) de esta ley, elegidos por 
sufragio, que dejen de ejercer la actividad correspondiente al grupo o categoría por el cual 
fueron elegidos.

– En el caso de los vocales señalados en el artículo 12.2.b) de esta ley, elegidos por las 
organizaciones empresariales, intersectoriales y territoriales más representativas de la 
demarcación, cuando la organización que lo designó así lo proponga.

– En el caso de los vocales señalados en el artículo 12.2.c) de esta ley, elegidos entre 
las empresas de mayor aportación voluntaria, cuando el vocal no cumpla anualmente con su 
compromiso de pago.

b) Por no haber tomado posesión dentro del plazo fijado en el reglamento de régimen 
interior.

c) Por falta de asistencia injustificada, de conformidad con lo establecido en el 
reglamento de régimen interior.

d) Por renuncia o por cualquier causa que le incapacite para el desempeño del cargo.
e) Por ser inhabilitado para empleo o cargo público.
f) Por incumplimiento grave del código de buenas prácticas, previa audiencia del 

interesado.
g) Por fallecimiento, en el caso de personas físicas, o extinción, en el caso de las 

personas jurídicas.
En los supuestos a), b), c), d) y f), la Secretaría General, a propuesta del Comité 

Ejecutivo, abrirá un expediente del que dará traslado al interesado, al que se le concederá 
un plazo de quince días para alegar lo que estime pertinente. En su caso, el acuerdo deberá 
ser adoptado por las dos terceras partes de los miembros del Pleno.

El Pleno debe constatar, en los casos de las letras e) y g), la pérdida de la condición de 
miembro y la correspondiente declaración de vacante en la primera sesión que celebre 
después de que aquella se haya producido.

5. El Pleno se constituye dentro del mes siguiente a la fecha de celebración de las 
elecciones. El órgano tutelante, consultando previamente a las cámaras, debe fijar la fecha 
de la sesión constitutiva y convocarla.

Si resultara imposible la válida constitución del Pleno de una cámara, el órgano tutelante 
designará, en la forma que se determine reglamentariamente, una comisión gestora con las 
siguientes funciones:

a) Las de gestión, administración y representación indispensables para el funcionamiento 
ordinario de la corporación y que no comprometan la actuación de los nuevos órganos de 
gobierno electos.

b) Las encaminadas a la constitución de los nuevos órganos de gobierno por los 
procedimientos reglamentarios.

Si en el plazo de tres meses la comisión gestora no lograra que se constituyeran los 
nuevos órganos de gobierno, solicitará al órgano tutelante competente que convoque nuevas 
elecciones.

6. Corresponden al Pleno las funciones siguientes:
a) La adopción de acuerdos relativos a la finalidad legal de representación, promoción y 

defensa de los intereses generales del comercio, la industria, la navegación y los servicios.
b) El ejercicio de las funciones consultivas y de propuesta propias de las cámaras.
c) La elección de la persona que ostente la Presidencia y de los otros cargos del Comité 

Ejecutivo, de entre los miembros del Pleno, y, si procede, de los miembros de las 
delegaciones insulares.

d) La aprobación de los proyectos de reglamento de régimen interior y de código de 
buenas prácticas y sus modificaciones, del proyecto de presupuestos ordinarios y 
extraordinarios y de sus liquidaciones, así como de las cuentas anuales, que someterá a la 
aprobación del órgano tutelante en los términos establecidos en el artículo 35 de esta ley.

e) El nombramiento y el cese de los representantes de la cámara en todo tipo de 
organismos y de entidades públicas y privadas.
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f) El nombramiento y el cese, a propuesta de la Presidencia, de las personas de 
reconocido prestigio de la vida económica a que se refiere la letra b) del apartado 8 de este 
artículo.

g) El nombramiento y cese de las personas que ejerzan las funciones de la Secretaría 
General, de la Dirección Gerencia u otros cargos de alta dirección.

h) Aquellas otras atribuidas por la presente ley, sus normas de desarrollo y el reglamento 
de régimen interior.

7. El Pleno de la cámara puede delegar el ejercicio de determinadas funciones en la 
Presidencia o en el Comité Ejecutivo. En todo caso, la delegación de funciones es efectiva 
desde su adopción, es revocable en cualquier momento y no debe exceder la duración del 
mandato del Pleno. Se extingue automáticamente en el momento de renovarse el Pleno.

8. La asistencia a las sesiones del Pleno será obligatoria para sus miembros. También 
será obligatoria la asistencia para las personas responsables de la Secretaría General y la 
Dirección Gerencia, si la hubiera, que asistirán con voz, pero sin voto.

Por su parte, deberá convocarse, aunque su asistencia será potestativa, a las siguientes 
personas, quienes, en caso de asistir a las reuniones del Pleno, tendrán voz pero no voto:

a) El consejero o consejera del Gobierno de Canarias competente en materia de 
comercio o persona en quien delegue.

b) Las personas de reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de 
demarcación de la cámara, que tendrán la consideración de vocales asesores.

La Presidencia propondrá al Pleno, para el nombramiento a que se refiere el párrafo 
anterior de este artículo, una lista de personas que supere en un tercio el número de 
personas a elegir.

Las funciones de las vocalías asesoras no podrán prolongarse más que las del Pleno 
que las haya elegido.

9. Los reglamentos de régimen interior de las cámaras regularán, respetando lo 
dispuesto en esta ley, el número de miembros de sus respectivos plenos, el máximo de 
vocalías asesoras que puedan elegir y sus funciones, así como el régimen de constitución, 
de funcionamiento, de organización y de adopción de sus acuerdos.

Artículo 13.  El Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de la cámara. El Comité Ejecutivo, compuesto por un mínimo de cinco y un máximo de 
quince miembros, estará formado por la Presidencia, de una a tres Vicepresidencias, la 
Tesorería y el número de vocalías que se establezcan en el reglamento de régimen interior 
de la cámara respectiva. Los miembros del Comité Ejecutivo serán elegidos por el Pleno, de 
acuerdo con el reglamento de régimen interior de la cámara respectiva.

La condición de miembro del Comité Ejecutivo es personal e indelegable y su mandato 
coincidirá con el que tengan como miembros del Pleno.

2. Corresponden al Comité Ejecutivo las funciones siguientes:
a) Realizar y dirigir las actividades de la cámara necesarias para ejercer y desarrollar las 

funciones que esta tiene atribuidas legalmente. Entre estas funciones se encuentra la 
adopción de acuerdos para la iniciación o finalización de cualesquiera acciones relacionadas 
con las actividades de la cámara, así como para la suscripción de cualquier tipo de 
instrumento jurídico para ejecutar las citadas finalidades, siempre que no fueran 
competencia del Pleno.

b) La gestión y la administración ordinaria de la cámara, la inspección de la contabilidad, 
sin perjuicio de las facultades de la Tesorería, y los acuerdos en materia de ordenación de 
cobros y pagos. Para la disposición de bienes inmuebles se requerirá la aprobación de la 
Administración tutelante.

c) Elaborar los proyectos del reglamento de régimen interior y del código de buenas 
prácticas y de sus modificaciones y proponer al Pleno su aprobación, así como el proyecto 
de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y sus liquidaciones y de las cuentas 
anuales.
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d) Proponer al Pleno, a iniciativa de la Presidencia, el nombramiento de representantes 
en todo tipo de organismos y de entidades públicas y privadas, y de los miembros de las 
delegaciones insulares.

e) Tomar los acuerdos en materia de personal no conferidos al Pleno por la presente ley 
y por el reglamento de régimen interior de cada cámara.

f) Excepcionalmente, en casos de urgencia, ejercer las funciones del Pleno y tomar 
decisiones sobre materias atribuidas al mismo. En todo caso, además de motivarse 
suficientemente las razones de urgencia, habrán de ser expresamente convalidadas o 
revocadas en el siguiente Pleno.

g) Aquellas otras atribuidas por esta ley, sus normas de desarrollo y el reglamento de 
régimen interior, así como las que no estén expresamente encomendadas a otros órganos 
de gobierno.

El Comité Ejecutivo podrá delegar las funciones establecidas con anterioridad para que 
sean realizadas por la Presidencia, la Secretaría General o la Dirección Gerencia cuando 
ello fuera conveniente para la correcta ejecución de las acciones en los plazos y con los 
requerimientos necesarios.

Deberá darse cuenta de las actuaciones delegadas en cuantas sesiones sucedan hasta 
la finalización de estas y el Comité Ejecutivo deberá ratificar o, en su caso, corregir las 
actuaciones llevadas a cabo, así como indicar la forma de proceder en las posteriores.

3. La asistencia a las sesiones del Comité Ejecutivo será obligatoria para sus miembros y 
también para la Secretaría General y para la Dirección Gerencia, si la hubiera, que asistirán 
con voz pero sin voto.

4. Con independencia de la finalización normal de los mandatos y sin perjuicio de lo que 
establece el artículo 14.2, los cargos del Comité Ejecutivo pueden cesar por las causas 
siguientes:

a) Por pérdida de la condición de miembro del Pleno.
b) Por acuerdo del Pleno adoptado por las dos terceras partes de sus miembros.
c) Por renuncia que no implique la pérdida de la condición de vocal del Pleno.
d) Por disolución del Comité Ejecutivo acordada por el órgano tutelante, por las causas y 

de acuerdo con lo que dispone el artículo 36 de esta ley.

Artículo 14.  Provisión de las vacantes del Pleno, del Comité Ejecutivo y de la Presidencia.
1. Acordada la pérdida de condición de miembro del Pleno, una vez que la 

Administración haya, en su caso, resuelto el recurso, así como en los casos de pérdida 
automática de dicha condición, se procederá a cubrir la vacante en la forma que se 
determina a continuación:

Las vacantes producidas entre los vocales del Pleno señalados en el artículo 12.2.a) de 
esta ley –elegidos por sufragio– se proveerán mediante la designación de aquella empresa 
que en las últimas elecciones hubiese obtenido mayor número de votos tras las 
proclamadas. Si no hubiera ninguna, el Pleno procederá a la elección por sorteo entre las 
empresas que formen parte del grupo o la categoría correspondiente, siempre que cumplan 
el resto de los requisitos previstos en esta ley.

Las vacantes producidas entre los vocales del Pleno señalados en el artículo 12.2.b) de 
esta ley –los vocales designados por las organizaciones empresariales– se cubrirán a través 
de nueva designación por las mismas, a cuyo efecto la Secretaría de la cámara, dentro del 
plazo de diez días tras la vacante, les comunicará tal hecho.

Las vacantes producidas entre los vocales del Pleno señalados en el artículo 12.2.c) de 
esta ley –las empresas de mayor aportación voluntaria a la cámara– se cubrirán a través del 
procedimiento que se establezca en el reglamento de régimen interior de cada cámara.

2. La persona física o jurídica elegida para cubrir una vacante ocupará el cargo hasta el 
cumplimiento del mandato de la persona a quien suceda.

3. Cuando la vacante producida en el Pleno tenga como consecuencia una vacante en la 
Presidencia o en el Comité Ejecutivo de la cámara, deberá cubrirse primero la vacante del 
Pleno. Una vez cubierta, deberá elegirse la Presidencia o el cargo del Comité Ejecutivo 
según las normas que se dispondrán en el reglamento de régimen interior de cada cámara.
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4. Las personas jurídicas pueden sustituir en cualquier momento a su representante en 
el Pleno.

Artículo 15.  Presidencia.
1. La Presidencia, elegida por el Pleno de entre los vocales a que se refiere el artículo 

12.2, en la forma que determine el reglamento de régimen interior de la cámara respectiva, 
ejercerá la representación de la cámara y presidirá todos sus órganos colegiados, y es 
responsable de la ejecución de sus acuerdos. La Presidencia es reelegible hasta un máximo 
de dos mandatos completos consecutivos. La persona que ostenta la Presidencia deberá 
cesar en su cargo por las mismas causas que los miembros del Comité Ejecutivo.

2. Corresponden a la Presidencia de la cámara las funciones siguientes:
a) Convocar el Pleno y el Comité Ejecutivo, fijando el orden del día de sus sesiones.
b) Adquirir bienes y derechos o disponer de los mismos, de acuerdo con los 

presupuestos o acuerdos del Pleno o del Comité Ejecutivo, previa autorización del órgano 
tutelante cuando sea legalmente necesaria.

c) Interponer recursos, ejercer acciones y adoptar cualquier acuerdo en casos de 
urgencia, y dar cuenta de ello a los otros órganos de gobierno en la primera sesión que 
celebren.

d) Visar las actas y las certificaciones de los acuerdos.
e) Velar por el correcto funcionamiento de las cámaras y de sus servicios.
3. Las personas que ostenten las vicepresidencias, de acuerdo con su orden, deben 

sustituir a la persona que ostente la Presidencia en sus funciones en los supuestos de 
ausencia, suspensión, vacante o enfermedad. Cuando por estas mismas causas falten las 
personas que ostenten la Presidencia y las vicepresidencias, estas deben ser sustituidas en 
la forma que determine el respectivo reglamento de régimen interior.

Artículo 16.  La Secretaría General.
1. Las cámaras tendrán una Secretaría General, en régimen de contratación laboral, 

cuya persona titular deberá ostentar una licenciatura o titulación de grado superior, 
preferentemente, en Derecho. Corresponde al Pleno su selección y nombramiento, previa 
convocatoria pública, cuyas bases serán elaboradas por el mismo y aprobadas por el órgano 
tutelante.

Tanto el acuerdo de nombramiento como el de cese deben ser adoptados de forma 
motivada por la mitad más uno de los miembros del Pleno.

Para proceder al cese deberá tramitarse expediente en el que se garantice la audiencia a 
la persona interesada y al órgano tutelante. La persona que ostente la Secretaría General, 
que no podrá ser miembro del Pleno, deberá ejercer sus funciones con imparcialidad y 
estricto cumplimiento de la legalidad, para lo cual gozará de autonomía funcional.

2. Además de las funciones que se determinen reglamentariamente, corresponde a la 
Secretaría General:

a) Velar, con independencia de criterio, por la legalidad de los acuerdos de los órganos 
de gobierno; hacer, cuando proceda, las advertencias pertinentes y dejar constancia de ello 
en las actas; y emitir los informes y los documentos correspondientes.

b) Redactar y firmar las actas de las sesiones de los órganos de gobierno colegiados y 
las que correspondan a actuaciones de carácter corporativo y certificar sus acuerdos.

c) Asistir a las reuniones del Pleno y del Comité Ejecutivo, con voz pero sin voto.
d) Realizar, por orden de la Presidencia, la convocatoria de los órganos colegiados de la 

cámara.
3. En el supuesto de que la persona que ostente la Secretaría General no tenga una 

licenciatura o grado superior en Derecho, las cámaras deben contar con persona licenciada 
o graduada en Derecho que les asesore en el desempeño de las funciones descritas en el 
apartado 2 de este artículo.
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Artículo 17.  Dirección Gerencia.
1. De conformidad con lo que se establece en la presente ley y en las normas que la 

desarrollan, las cámaras, por acuerdo del Pleno a propuesta de la Presidencia, pueden 
nombrar una persona que ostente la Dirección Gerencia con competencias ejecutivas 
específicas y determinadas, que estará sujeta al régimen de contratación laboral y habrá de 
tener una licenciatura o titulación de grado superior.

2. Corresponde al Pleno la selección y el cese de quienes ostenten la Dirección 
Gerencia, a propuesta de la Presidencia. Tanto el acuerdo de selección como el de cese 
deben ser adoptados de forma motivada por la mitad más uno de los miembros del Pleno.

3. Además de las que se determinen reglamentariamente, pueden atribuirse a la 
Dirección Gerencia todas o alguna de las funciones siguientes:

a) La gestión de la ejecución de los acuerdos de la cámara y el ejercicio de otras 
funciones ejecutivas que le sean encomendadas por los órganos de gobierno.

b) La representación de la Presidencia, cuando esta así lo determine y se trate de 
funciones de carácter meramente ejecutivo.

c) La dirección del personal y de los servicios de la cámara.
d) Informar a la Presidencia y al Comité Ejecutivo de cuantos asuntos afecten a la 

actividad y gestión de la cámara.
e) Asesorar a la Presidencia en cuantas cuestiones sean precisas para la buena marcha 

de la cámara y el exacto cumplimiento de sus funciones.
4. Cuando no exista la Dirección Gerencia, sus funciones serán asumidas por la 

Secretaría General.

Artículo 18.  Personal.
1. Todo el personal al servicio de las cámaras está sujeto al régimen de contratación 

laboral.
2. El reglamento de régimen interior debe establecer el procedimiento de contratación del 

personal y el correspondiente régimen de incompatibilidades.

Artículo 19.  Reglamento de régimen interior y código de buenas prácticas.
1. La elaboración, aprobación y modificación del reglamento de régimen interior y del 

código de buenas prácticas de cada cámara se regirá por lo previsto en el artículo 35.2 de 
esta ley.

2. Constarán en el reglamento de régimen interior, además de los extremos cuya 
regulación le encomienda la presente ley, al menos, la estructura del Pleno, sus funciones, el 
número y la forma de elección de los miembros del Comité Ejecutivo, la modificación del 
reglamento, la mayoría exigible para su aprobación y modificación y, en general, las normas 
de organización y funcionamiento de sus órganos de gobierno, y del personal al servicio de 
la cámara.

3. El código de buenas prácticas establecerá las normas de conducta y las obligaciones 
que deben respetar todos los miembros de los órganos de gobierno de la cámara y de su 
personal, garantizando la imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones de 
carácter público-administrativo, en sus relaciones con terceros, así como también en las 
funciones de representación, promoción y defensa de los intereses generales de la industria, 
el comercio, la navegación y los servicios que desarrollen en sus respectivos ámbitos 
territoriales.

CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 20.  Régimen electoral.
El régimen electoral de las cámaras se regirá, además de por lo dispuesto en la 

normativa básica de cámaras, por la presente ley, por su normativa de desarrollo y, 
supletoriamente, por lo dispuesto en la legislación electoral general.
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Artículo 21.  Derechos y deberes electorales.
1. Los electores de las cámaras tienen derecho a elegir los órganos de gobierno de las 

cámaras y a ser elegidos miembros de estos, en los términos establecidos por la ley y su 
desarrollo reglamentario.

2. Para ser elector, en nombre propio o en representación de personas jurídicas, se 
requiere estar inscrito en el último censo aprobado por la cámara respectiva, ser mayor de 
edad y no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha condición.

3. Para ser elegible como miembro de los órganos de gobierno de las cámaras deben 
cumplirse, además, los requisitos siguientes:

a) Tener la nacionalidad española o de un Estado miembro de la Unión Europea, la de un 
Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o la de uno de los 
Estados a cuyos nacionales se extienda, en virtud del correspondiente acuerdo o tratado 
internacional, el régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados.

b) Tener, como mínimo, una antigüedad de dos años de ejercicio de actividad 
empresarial en el territorio español o en el de alguno de los Estados citados en la anterior 
letra a).

c) Ser elector de la categoría y, si procede, subcategoría correspondiente.
d) Ser mayor de edad, si se trata de una persona física.
e) Hallarse al corriente en el pago de las obligaciones tributarias y con la Seguridad 

Social.
f) No encontrarse inhabilitado por causa de incapacidad, ilegalidad o incompatibilidad, de 

acuerdo con la normativa vigente, no haber sido considerado culpable en un procedimiento 
concursal en los últimos cinco años, condenado por sentencia firme por haber cometido un 
delito económico, ni hallarse cumpliendo pena privativa de libertad.

g) No estar participando en obras o concursos que aquella haya convocado en el 
momento de presentarse la candidatura o de celebrarse las elecciones.

Las empresas extranjeras de Estados no mencionados en la letra a) pueden ser 
elegibles de acuerdo con el principio de reciprocidad, si tienen establecimientos 
permanentes o sucursales en Canarias y cumplen con el resto de los requisitos referidos en 
los dos números anteriores.

4. Las personas naturales o jurídicas que tengan sucursales o agencias en 
circunscripciones correspondientes al ámbito territorial de varias cámaras tienen derecho 
electoral activo y pasivo en cada una de estas. Será de aplicación la misma norma a las 
empresas que tienen el domicilio social en el ámbito territorial de una cámara pero 
desarrollan la actividad en otro.

5. Las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades correspondientes a 
diversos grupos, categorías o subcategorías de un mismo grupo del censo de una cámara 
tienen en cada caso derecho electoral activo y pasivo. Sin embargo, si fueran elegidas en 
más de un grupo, en diversas categorías de un mismo grupo o, en su caso, en diversas 
subcategorías de una misma categoría, no pueden ocupar más de un puesto de miembro del 
Pleno.

6. Los electores de las cámaras tienen la obligación de suministrar a la cámara los datos 
exigibles sobre la empresa y que sean necesarios a efectos electorales y, si procede, sobre 
el sector de su actividad; siempre con las garantías derivadas del régimen legal de 
protección de datos de carácter personal vigente en cada momento.

Artículo 22.  Censo electoral.
1. El censo electoral de cada cámara está constituido por la totalidad de las personas 

físicas o jurídicas adscritas a la misma conforme a la Ley 4/2014, de 1 de abril, que tengan 
establecimientos, delegaciones o agencias en el ámbito territorial de la correspondiente 
cámara.

Así constituido, el censo electoral comprenderá la totalidad de los electores de la 
cámara, clasificados en grupos, categorías y, si procede, subcategorías, de acuerdo con la 
importancia económica relativa de los diversos sectores representados, en la forma que se 
determine reglamentariamente por el órgano tutelante.
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2. Los censos deben ser formados y revisados anualmente por el Comité Ejecutivo, 
tomando como referencia el 1 de enero, y expuestos al público.

3. La estructura del censo en grupos, categorías y subcategorías debe revisarse y 
actualizarse cada cuatro años, previamente a las elecciones para la renovación de los 
órganos de gobierno, teniendo en cuenta las variables económicas sectoriales, de manera 
que se garantice la adecuada representación de todos los grupos, categorías y, en su caso, 
subcategorías en el Pleno.

4. El órgano tutelante colaborará con los órganos de gobierno de las cámaras, 
proporcionando la información de que dispongan las distintas áreas del Gobierno de 
Canarias y que fuese necesaria para la elaboración y constitución de estructuras electorales 
y censos.

Artículo 23.  Apertura y convocatoria del proceso electoral.
1. Una vez declarada la apertura del proceso electoral por el ministerio correspondiente, 

las cámaras deben exponer los respectivos censos electorales al público, en la forma y 
durante el tiempo que se determine reglamentariamente. Las reclamaciones que se 
presenten contra los censos electorales deben ser aceptadas o rehusadas por el Comité 
Ejecutivo de la cámara respectiva. Las resoluciones de las reclamaciones contra el censo 
electoral son susceptibles de recurso de alzada ante el órgano tutelante.

2. La convocatoria de elecciones corresponde al órgano tutelante y debe publicarse en el 
Boletín Oficial de Canarias. Las cámaras deben dar difusión pública a la convocatoria en la 
forma que se establezca reglamentariamente.

3. En la convocatoria deben figurar:
a) El plazo y el horario para la presentación de candidaturas.
b) Los días y el horario para el ejercicio del derecho de voto, en cada categoría y, si 

procede, subcategoría.
c) El número de colegios electorales y los lugares donde se instalan.
d) El número de vocalías a elegir por cada uno de los grupos señalados en el artículo 

12.2 de esta ley y, además, en el caso de los vocales señalados en el 12.2.a), el número de 
vocalías que deben cubrirse en cada categoría y, si procede, subcategoría.

e) Los plazos para el ejercicio del voto por correo y, en su caso, el procedimiento para el 
ejercicio del voto electrónico.

f) Las sedes de las juntas electorales.
g) El plazo en el que las cámaras deben enviar a la junta electoral correspondiente la 

lista de electores propuestos para ostentar las presidencias o vocalías de las mesas 
electorales.

h) El importe mínimo de la aportación voluntaria referida a los vocales contemplados en 
el artículo 12.2 c).

4. Publicada la convocatoria, en el plazo que reglamentariamente se establezca se 
constituirán las juntas electorales integradas por dos representantes de los electores de la 
cámara, elegidos mediante sorteo entre una relación de electores propuesta por el Comité 
Ejecutivo de cada cámara, en la forma que se establezca por el reglamento de régimen 
interior, y tres representantes designados por el órgano tutelante entre las personas que 
presten sus servicios en la misma, una de las cuales ejercerá las funciones de la Presidencia 
y otra las de la Secretaría, esta última actuará con voz y sin voto. La Presidencia dirimirá con 
su voto los empates.

Artículo 24.  Funcionamiento de los órganos de gobierno durante el periodo electoral.
1. Desde la convocatoria de las elecciones hasta la constitución de los nuevos órganos 

de gobierno o, en su caso, hasta la designación de una comisión gestora, los órganos de 
gobierno salientes deben limitar sus actuaciones a la gestión, la administración y la 
representación ordinarias de la corporación, adoptando y ejecutando los acuerdos y llevando 
a cabo las actuaciones que hagan falta para el funcionamiento normal de las cámaras y para 
el cumplimiento de sus funciones.
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2. Para la adopción de cualquier otro acuerdo debidamente justificado, en especial de los 
que pueden comprometer la actuación de los nuevos órganos de gobierno, hace falta la 
autorización previa del órgano tutelante.

CAPÍTULO V
Régimen económico-presupuestario

Artículo 25.  Financiación de las cámaras.
Para la financiación de sus actividades, las cámaras dispondrán de los siguientes 

recursos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que pudieran recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Los consignados anualmente en el presupuesto autonómico, que puedan destinarse a 

sufragar los gastos de funcionamiento, el coste de los servicios público-administrativos 
contemplados en el artículo 4 de esta ley o la gestión de programas que les sean 
encomendados mediante convenios, delegaciones de funciones, encomiendas o contratos 
programa.

El 85% se distribuirá por el Gobierno entre todas las cámaras de comercio según el 
número de empresas que pertenezcan al último censo elaborado por cada una de las 
cámaras en su respectiva demarcación. El 15% restante se distribuirá en función de los 
servicios camerales que se presten en las islas no capitalinas como compensación a los 
sobrecostes de la doble insularidad.

g) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 
cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.

Artículo 26.  Financiación del Consejo General de Cámaras.
1. Los ingresos permanentes del Consejo General de Cámaras están constituidos por las 

aportaciones de las cámaras radicadas en Canarias, en la cuantía que fije anualmente el 
Pleno del Consejo General de Cámaras al aprobar sus presupuestos.

2. El Consejo General de Cámaras podrá contar con recursos eventuales, entre los que 
se incluyen aportaciones de las cámaras, ingresos por servicios derivados o provenientes del 
patrimonio propio, donaciones, legados, subvenciones o cualquier otro recurso económico 
previsto por la legislación vigente.

CAPÍTULO VI
Relaciones institucionales e intercamerales

Artículo 27.  Relaciones institucionales, intercamerales y de contratación.
1. Para cumplir mejor sus finalidades, las cámaras pueden establecer convenios u otros 

instrumentos de colaboración entre ellas y con otras cámaras ubicadas en ámbito territorial 
distinto del de Canarias, debiendo informar de ello al órgano tutelante.

2. Las cámaras también pueden contratar y establecer convenios, encomiendas de 
gestión u otros instrumentos de colaboración con las administraciones públicas. La 
contratación se regirá por normas de derecho administrativo y, en lo no previsto por estas, 
por normas de derecho privado.

Los convenios u otros instrumentos de colaboración que se establezcan detallarán los 
objetivos y, si procede, la forma orgánica, funcional y financiera prevista para alcanzarlos.

3. Con la misma finalidad, las cámaras podrán promover, crear, administrar, participar o 
gestionar asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles. En estos casos, se 
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requerirá la autorización previa del órgano tutelante cuando exista un compromiso 
económico para la cámara.

CAPÍTULO VII
Consejo General de Cámaras

Artículo 28.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. El Consejo General de Cámaras es una corporación de derecho público, con 

personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, 
con funciones consultivas y de colaboración con el Gobierno de Canarias y con el resto de 
instituciones autonómicas y de representación y coordinación de las cámaras canarias. Está 
integrado por los representantes de todas las cámaras de Canarias.

2. El Consejo General de Cámaras se rige por lo dispuesto en la presente ley, sus 
normas de desarrollo y su reglamento de régimen interior. Es propuesto por su Pleno y 
aprobado por su órgano tutelante, que puede promover su modificación.

3. El régimen jurídico relativo a las cámaras se aplicará con carácter subsidiario al 
Consejo General de Cámaras, a sus órganos de gobierno y a su personal.

4. Asimismo, será de aplicación supletoria al Consejo General de Cámaras la legislación 
referente a la estructura y el funcionamiento de las administraciones públicas, en cuanto sea 
conforme con su naturaleza y finalidades, en los supuestos de ejercicio de competencias 
propias que impliquen el uso de potestades públicas y en los de ejercicio de competencias 
asignadas por otros entes administrativos.

5. La sede del Consejo General de Cámaras se establecerá donde radique la cámara 
cuyo representante ostente la presidencia, sin perjuicio de que el Pleno pueda celebrar 
sesiones en cualquier lugar de Canarias.

Artículo 29.  Funciones del Consejo General de Cámaras.
Sin perjuicio de las funciones y las atribuciones que la legislación vigente reconoce a las 

cámaras, corresponde al Consejo General de Cámaras:
a) Representar al conjunto de las cámaras de Canarias ante las administraciones 

públicas, cuando este así lo acuerde.
b) Coordinar e impulsar las actuaciones comunes del conjunto de las cámaras.
c) Designar a los representantes de las cámaras ante las administraciones públicas y 

demás entidades, públicas o privadas, de ámbito superior al insular.
d) Emitir informe previo en los supuestos de creación, fusión, suspensión y disolución de 

los órganos de gobierno y extinción de cámaras, así como en los demás supuestos 
legalmente previstos.

e) Las que le otorgue el ordenamiento jurídico vigente o les sean delegadas por las 
cámaras.

f) Proponer a la administración autonómica cuantas reformas o medidas crea 
convenientes para la defensa de los intereses generales del comercio, la industria, el 
turismo, los servicios y la navegación y para el fomento de los mismos.

Artículo 30.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno del Consejo General de Cámaras son el Pleno y la Presidencia.

Artículo 31.  El Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación del Consejo General de 

Cámaras y estará compuesto por quienes ostenten la Presidencia de cada una de las 
cámaras y, además, por un representante designado por el órgano tutelante, que deberá ser 
convocado al efecto. De entre sus miembros, a excepción del representante del órgano 
tutelante, se elegirá a quienes ejerzan la Presidencia y la Vicepresidencia de modo rotatorio 
con un plazo de duración de mandato equivalente al de cada uno de los órganos de gobierno 
de las respectivas cámaras.
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2. En caso de ausencia justificada, los miembros del Pleno pueden, mediante delegación 
por escrito, ser representados por otros representantes de la cámara a que pertenece el 
miembro delegante.

3. El Pleno del Consejo General de Cámaras se constituirá dentro de los dos meses 
siguientes al de la constitución de los Plenos de las cámaras. El órgano tutelante debe 
determinar la fecha de la sesión constitutiva y debe presidirla.

4. En el acto de constitución del Pleno del Consejo General de Cámaras, se elegirá, en 
el orden que resulte de un sorteo efectuado al respecto, a quienes ejerzan la Presidencia y la 
Vicepresidencia.

5. El representante del órgano tutelante en el Pleno actuará con voz y voto.
6. Los acuerdos se adoptarán por mayoría, en la forma y con la extensión que se 

determine por el Pleno. Para la adopción de los acuerdos se requerirá en todo caso el voto 
favorable del órgano tutelante.

7. Corresponden al Pleno las funciones siguientes:
a) Establecer las normas de funcionamiento en las que se determinará, para los 

acuerdos a adoptar por el Consejo General de Cámaras, un sistema de ponderación de voto. 
El sistema de ponderación de voto se basará, sin menoscabo de otros criterios que lo 
complementen, en el número de empresas que pertenezcan al último censo elaborado por 
cada una de las cámaras en su respectiva demarcación.

b) Tomar los acuerdos a los que hace referencia el artículo 29 de la presente ley.
c) Elaborar y proponer al órgano tutelante el proyecto de reglamento de régimen interior 

y sus modificaciones.
d) Elaborar y aprobar los proyectos de presupuestos ordinarios y extraordinarios de 

ingresos y gastos, las liquidaciones correspondientes y las cuentas anuales.
e) Aprobar los programas anuales de actuación.
f) Nombrar a los representantes del Consejo General de Cámaras en todo tipo de 

organismos y entidades públicas o privadas.
g) Adoptar los acuerdos para la interposición de todo tipo de recursos y acciones ante la 

Administración y en cualquier jurisdicción.
h) Las otras que le atribuyan la presente ley, sus normas de desarrollo y el reglamento de 

régimen interior.

Artículo 32.  Presidencia.
La Presidencia ostentará la representación del Consejo General de Cámaras, presidirá el 

Pleno, convocará sus sesiones, y será responsable de la ejecución de sus acuerdos. 
Además, será el representante de las cámaras canarias ante la cámara de España.

Artículo 33.  Secretaría.
1. El Consejo General de Cámaras contará con una persona que desarrollará las 

funciones de la Secretaría y que será ejercida por quien ostente la Secretaría General de la 
cámara cuya Presidencia ostente en cada momento la Presidencia del Consejo General de 
Cámaras. En caso de ausencia o enfermedad, las funciones de la Secretaría serán ejercidas 
por quien ostente la Secretaría General de cualquiera de las cámaras, siendo designada por 
la Presidencia.

2. Las funciones de la Secretaría serán las siguientes:
a) Velar, con independencia de criterio, por la legalidad de los acuerdos de los órganos 

de gobierno del Consejo General de Cámaras; hacer, cuando proceda, las advertencias 
pertinentes y dejar constancia de ello en las actas; y emitir los informes y los documentos 
correspondientes.

b) Asistir a las reuniones, con voz pero sin voto, redactar y firmar las actas de las 
sesiones del Pleno del Consejo General de Cámaras y certificar los acuerdos corporativos.

c) Dar fe de lo actuado en el Consejo General de Cámaras y asesorarlo legalmente.
d) Realizar, por orden de la Presidencia, la convocatoria de los órganos colegiados del 

Consejo General de Cámaras.
e) Cualquier otra competencia ejecutiva o de gestión que le sea asignada o delegada 

expresamente por los órganos de gobierno del Consejo General de Cámaras.
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3. En el supuesto de que la persona que ostente la Secretaría General no tenga una 
licenciatura o grado superior en Derecho, contará con la asistencia de persona licenciada o 
graduada en Derecho que le asesore en el desempeño de las funciones descritas en el 
apartado 2 de este artículo.

CAPÍTULO VIII
Régimen jurídico de la tutela

Artículo 34.  Tutela.
1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, a través de la 

consejería competente en materia de comercio, ejerce la tutela sobre las cámaras y sobre el 
Consejo General de Cámaras.

2. La función de tutela consiste en el control de la legalidad de las actuaciones de las 
cámaras y del Consejo General de Cámaras, y comprende el ejercicio de las potestades 
administrativas de aprobación, coordinación, fiscalización, resolución de recursos, creación, 
suspensión, disolución, fusión e integración de las cámaras, así como de suspensión y 
disolución de los órganos de gobierno a que hace referencia la presente ley. Por lo que 
respecta a la función de tutela en materia de comercio exterior, se estará a lo previsto en la 
legislación básica en materia de cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y 
navegación.

3. Para llevar a cabo la tutela de las cámaras y del Consejo General de Cámaras, el 
órgano tutelante puede solicitar y requerir los antecedentes y la información necesaria sobre 
la actuación objeto de la tutela, debiendo ser atendido tal requerimiento en el plazo que 
determine el órgano tutelante.

4. Las resoluciones de las cámaras y del Consejo General de Cámaras dictadas en 
ejercicio de las competencias propias de naturaleza público-administrativa y las que afecten 
al régimen electoral pueden recurrirse en alzada ante el consejero o consejera competente 
en materia de comercio.

La resolución del citado recurso agotará la vía administrativa.

Artículo 35.  Autorizaciones.
1. Las solicitudes o las propuestas de creación, disolución, fusión o integración de 

cámaras se considerarán desestimadas transcurridos tres meses desde su entrada en el 
registro del órgano tutelante sin que se haya dictado resolución expresa.

2. Corresponde al órgano tutelante la aprobación de los reglamentos de régimen interior 
y del código de buenas prácticas de las cámaras y del Consejo General de Cámaras, así 
como sus modificaciones. Se consideran aprobados si, transcurridos tres meses desde la 
entrada de la solicitud en el registro del órgano tutelante, este no ha formulado objeciones en 
su contra. El órgano tutelante puede denegar la aprobación definitiva de los reglamentos de 
régimen interior y códigos de buenas prácticas o proponer su modificación parcial. En este 
último caso, debe señalar el plazo, no inferior a dos meses, para su modificación, 
transcurrido el cual sin haber recibido la misma se entiende que ha sido denegada la 
aprobación solicitada. Presentando el texto corregido dentro del plazo establecido, se 
considera aprobado cuando hayan transcurrido dos meses desde su presentación en el 
registro del órgano tutelante sin que haya recaído resolución expresa.

3. Transcurridos dos meses desde la presentación al órgano tutelante de los 
presupuestos ordinarios o extraordinarios, de las liquidaciones correspondientes o de las 
cuentas anuales sin que este haya adoptado ninguna resolución, se consideran aprobados. 
Si al inicio de un ejercicio, el presupuesto no hubiera sido por cualquier causa aprobado, 
debe considerarse prorrogado el del ejercicio anterior hasta la aprobación del presupuesto 
correspondiente.

4. En cualquier otro caso en que sea precisa la autorización previa del órgano tutelante, 
esta se considera otorgada si, en el plazo de tres meses, el órgano tutelante no ha dictado 
resolución expresa contraria a la solicitud de autorización.
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Artículo 36.  Suspensión, plan de viabilidad y disolución de los órganos de gobierno.
1. El órgano tutelante puede suspender, con carácter excepcional, la actividad de los 

órganos de gobierno de las cámaras y del Consejo General de Cámaras, en el caso de 
producirse transgresiones del ordenamiento jurídico vigente que, por su gravedad o 
reiteración, hagan necesaria esta medida, así como en los supuestos de imposibilidad 
manifiesta de funcionamiento normal.

2. El órgano tutelante, una vez sea conocedor de estas posibles transgresiones o de la 
imposibilidad de funcionamiento normal, iniciará un expediente contradictorio, urgente y 
preferente para comprobar los hechos, y a resultas del mismo deberá requerir a la cámara 
para que corrija su actuación de manera inmediata.

3. En el caso de que en el plazo de tres meses, a contar desde el requerimiento formal 
de corrección inmediata de la actuación, continúe la situación que ha motivado el 
requerimiento, el órgano tutelante debe acordar, previo informe del Consejo General de 
Cámaras, la suspensión de los órganos de gobierno de que se trate, por un plazo no 
superior a tres meses. En caso de suspensión del Pleno o del Comité Ejecutivo, debe 
nombrarse una comisión gestora que tenga a su cargo la gestión de los intereses de la 
cámara durante este periodo.

4. Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsisten las razones que la motivaron, debe 
procederse, en el plazo de un mes, a disolver los órganos de gobierno de la cámara 
afectados y a declarar el cese de sus titulares, previo informe del Consejo General de 
Cámaras, cuando se trate de una cámara. El acuerdo de disolución y declaración del cese 
debe contener la convocatoria de nuevas elecciones y la prórroga de la actuación de la 
comisión gestora hasta la constitución de los nuevos órganos de gobierno de la cámara. Si 
no fuera posible la celebración de nuevas elecciones y la constitución de los órganos de 
gobierno de la cámara o si, efectuadas dos elecciones consecutivas, resultara imposible el 
funcionamiento de sus órganos de gobierno, el Gobierno de Canarias podrá acordar la 
extinción de la cámara, previo informe del Consejo General de Cámaras.

5. Cuando alguna cámara incurra en resultados negativos de explotación en dos 
ejercicios contables consecutivos, deberá ponerlo en conocimiento del órgano tutelante, en 
un plazo máximo de un mes desde que se conociera esta situación.

La comunicación irá acompañada de un plan de viabilidad, auditado y aprobado por el 
Pleno, en el que se describan las actuaciones que se llevarán a cabo para la corrección del 
desequilibrio en el plazo que se considere necesario y, en cualquier caso, en un máximo de 
dos ejercicios contables. Asimismo, se acompañará un inventario, el balance, el informe de 
la auditoría realizada y cuanta otra documentación se considere necesaria para valorar la 
situación económica de la cámara y el plan presentado.

Presentado el plan de viabilidad, el órgano tutelante podrá autorizarlo, modificarlo o 
determinar cualquier otra actuación que considere oportuna.

Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar la situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan o 
cuando dicho plan se incumpliese, el órgano tutelante podrá proceder a la suspensión y 
disolución de los órganos de gobierno de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, o 
determinar la extinción y liquidación de la cámara, previo informe del Consejo General de 
Cámaras.

6. En caso de que se acuerde la extinción, a partir de ese momento la cámara no podrá 
realizar ningún acto jurídico, salvo los que sean estrictamente necesarios para garantizar la 
eficacia de su liquidación. Acordada la liquidación, la cámara presentará al órgano tutelante 
un plan de liquidación que deberá ser autorizado por este.

El órgano tutelante supervisará el cumplimiento del plan de liquidación. Concluida la 
liquidación de la cámara, se producirá su extinción automática.

En ningún caso podrá asumirse ni derivarse del proceso de liquidación y extinción la 
asunción de responsabilidad u obligación alguna, excepto la referida en el artículo 9.3 de 
esta ley, ni principal ni subsidiaria, por parte de la Administración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.
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Artículo 37.  Presupuestos, cuentas anuales y transparencia.
Las cámaras adecuarán la elaboración, aprobación y liquidación de sus presupuestos y 

cuentas anuales a lo previsto en la legislación básica estatal y, en su caso, a la de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, que será de aplicación tanto a la transparencia en su 
gestión como a su viabilidad económica y sus consecuencias.

Las cuentas anuales y liquidaciones de los presupuestos deberán presentarse auditadas. 
Sin perjuicio de la unidad de cuentas anuales, las cámaras mantendrán una contabilidad 
diferenciada en relación con sus actividades públicas y privadas.

La Administración tutelante podrá establecer las instrucciones necesarias para la 
elaboración de los presupuestos y liquidaciones tipo.

Disposición transitoria primera.  Órganos de gobierno.
De conformidad con la disposición transitoria segunda de la Ley 4/2014, de 1 de abril, los 

órganos de gobierno de cada cámara continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se 
constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso 
electoral.

Disposición transitoria segunda.  Adaptación de los reglamentos de régimen interior.
En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta ley, las cámaras adaptarán 

el contenido de sus actuales reglamentos de régimen interior a la Ley 4/2014, de 1 de abril, y 
a la presente ley.

Disposición transitoria tercera.  Régimen electoral.
Hasta la entrada en vigor del reglamento de desarrollo de la presente ley, se aplicará al 

régimen electoral, además de lo dispuesto en la misma, la Ley 4/2014, de 1 de abril, y su 
normativa de desarrollo, con las especificidades que se relacionan seguidamente:

1.º) Publicidad institucional.
Las cámaras y el órgano tutelante podrán realizar publicidad institucional para incentivar 

la presentación de candidaturas y la participación de los electores durante todo el periodo 
electoral.

Dentro del mismo plazo, los candidatos podrán realizar propaganda electoral.
2.º) Las juntas electorales.
1. En el plazo máximo de cinco días desde la publicación de la convocatoria del proceso 

electoral, se constituirán las juntas electorales, integradas por dos vocalías representantes 
de los electores de la cámara y tres personas designadas entre el personal funcionario por el 
órgano tutelante, que ejercerán las funciones de vocalía, Presidencia y Secretaría de la 
junta.

2. Las juntas electorales garantizarán la objetividad y transparencia de las elecciones en 
cada una de las cámaras y basarán su actividad en los principios de independencia y 
eficacia.

3. Los integrantes de la junta electoral en representación de los electores serán elegidos 
por sorteo entre una relación de electores propuestos por el Comité Ejecutivo, en número de 
uno por cada grupo, debiendo nombrarse dos personas titulares y dos personas suplentes. 
El sorteo se realizará el primer día hábil siguiente a la publicación de la convocatoria, en acto 
público al que asistirá un representante del órgano tutelante.

4. Si un miembro de la junta electoral presentara candidatura para ser miembro del 
Pleno, será automáticamente sustituido por uno de los suplentes.

5. El mandato de las juntas electorales se prolongará hasta que se efectúe la 
convocatoria del Pleno constitutivo, en cuyo momento quedarán disueltas.

6. El ámbito de actuación de cada junta electoral será coincidente con el de la 
demarcación territorial de cada cámara.

3.º) Candidaturas.
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1. Las candidaturas deberán presentarse mediante comparecencia ante la Secretaría 
General de la cámara respectiva, utilizando el modelo normalizado facilitado por la propia 
cámara, dentro del plazo previsto en la convocatoria, que no podrá, en ningún caso, superar 
los diez días hábiles siguientes a la fecha de su publicación.

Las candidaturas de las vocalías elegidas mediante sufragio libre, igual, directo y secreto 
entre todos los electores de la cámara, y las de las empresas de mayor aportación 
voluntaria, estarán suscritas por la persona interesada o su representación legal, con 
expresión del domicilio para notificaciones.

Las candidaturas de los miembros del Pleno designados por las organizaciones 
empresariales, intersectoriales y territoriales más representativas de la demarcación de la 
cámara se presentarán por las citadas organizaciones, debiendo estar suscritas por las 
personas interesadas.

2. La Secretaría General de la cámara extenderá diligencia haciendo constar el día y la 
hora de presentación de cada candidatura, teniendo en cuenta que no se admitirán las 
candidaturas presentadas fuera del plazo previsto en la convocatoria.

3. Las candidaturas deberán contener la documentación acreditativa de la personalidad y 
aquella que acredite el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 21 de esta ley, 
además de lo siguiente:

a) Las candidaturas de las vocalías señaladas en el artículo 12.2 a) de esta ley deberán 
estar, además, avaladas por la firma, como mínimo, del cinco por ciento de los electores del 
grupo o categoría y, en su caso, subcategoría correspondiente. Si el número de electores del 
grupo o categoría fuese superior a doscientos, será suficiente con la firma de diez electores 
para la presentación de la candidatura, debiendo la firma de las personas avalistas estar 
autentificada mediante fedatario público, reconocimiento bancario o certificación de la 
Secretaría General de la corporación, y en el caso de que el avalista sea en representación 
de una persona jurídica, acreditar la representación. La no aportación del número mínimo de 
avales debidamente suscritos no podrá ser objeto de subsanación.

b) Las candidaturas de las vocalías señaladas en el artículo 12.2 b) de esta ley deberán 
adjuntar memoria justificativa de sus méritos.

c) Las candidaturas de las vocalías señaladas en el artículo 12.2 c) de esta ley deberán 
adjuntar compromiso de pago de la aportación voluntaria anual durante su mandato.

4. Finalizado el plazo de presentación de candidaturas, durante los tres días posteriores 
la junta electoral correspondiente revisará la documentación aportada por cada candidatura, 
concediendo, si fuera necesario, un plazo máximo de tres días para la subsanación de los 
defectos que fueran subsanables.

4.º) Proclamación de candidaturas.
1. En el plazo de tres días a contar desde la fecha en que finalizó el plazo de 

presentación de candidaturas o, en su caso, el plazo de subsanación, la junta electoral 
procederá a la proclamación de las candidaturas.

2. Cuando el número de candidaturas de las vocalías señaladas en el artículo 12.2.a) de 
esta ley, elegidas por sufragio, resulte igual al de los miembros a elegir, en el 
correspondiente grupo, categoría o, en su caso subcategoría, su proclamación equivaldrá a 
la elección y esta, por tanto, no habrá de efectuarse.

Si se diese el caso de que el número de candidaturas fuese inferior al de los miembros a 
elegir, la junta dará por elegidas a las proclamadas y en el plazo de dos días cubrirá, 
mediante sorteo entre las empresas del grupo o categoría correspondiente, las vocalías que 
hubiesen quedado desiertas, siempre que cumplan los requisitos establecidos en esta ley 
para ser elegibles.

La junta electoral elegirá más de una empresa por vocalía desierta para el caso de que 
la primera no aceptase su designación.

3. La proclamación de las candidaturas de las vocalías designadas por las 
organizaciones empresariales señaladas en el artículo 12.2 b) de esta ley equivaldrá a su 
elección, siempre que las candidaturas cumplan los requisitos de elegibilidad.

4. La proclamación de las candidaturas de las vocalías señaladas en el artículo 12.2 c) 
de esta ley, de empresas de mayor aportación voluntaria, se hará por orden del importe de 
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las aportaciones hasta completar el número de vocalías de este grupo. En caso de que las 
aportaciones sean iguales, se realizará sorteo en el mismo acto.

A dichos efectos se computarán las aportaciones voluntarias realizadas desde la fecha 
del último Pleno constituyente hasta el día anterior al inicio del plazo de presentación de 
candidaturas.

Solo se admitirán las aportaciones dinerarias, que se valorarán por el importe 
efectivamente ingresado en cualquiera de las cuentas bancarias de titularidad de la cámara. 
No se computarán como aportación voluntaria las cantidades, periódicas o no, que puedan 
satisfacer las empresas como contraprestación de los servicios que preste la cámara.

5. La junta electoral reflejará en un acta la proclamación de candidaturas, en su caso, la 
elección de las candidaturas y las incidencias a que se refiere el presente apartado. De la 
misma se enviará copia certificada al órgano tutelante antes de transcurridos tres días y, 
además, se dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en la sede social, las 
delegaciones y la página web oficial de la cámara.

5.º) Voto por correo postal.
Los electores podrán emitir su voto por correo postal, previa solicitud personal a la 

cámara, con sujeción al siguiente procedimiento:
1. La solicitud, en modelo normalizado autorizado por el órgano tutelante y facilitado por 

la cámara respectiva, ha de hacerse por escrito dentro de los siete días siguientes al de la 
publicación de la convocatoria de elecciones, y se presentará en la Secretaría General de la 
cámara o se remitirá por correo certificado y urgente.

En la solicitud, que deberá estar suscrita por la persona interesada mediante firma 
legitimada a través de fedatario público, certificación bancaria o certificación de la Secretaría 
General de la corporación, se hará constar:

a) En el caso de personas físicas, la identificación del elector adjuntando una fotocopia 
compulsada del documento nacional de identidad del firmante, pasaporte o permiso de 
conducir.

En el caso de que las personas físicas carezcan de la nacionalidad española, deberán 
acreditar su identidad a través del documento de identidad equivalente.

b) En el caso de personas jurídicas, sociedades civiles, comunidades de bienes y demás 
entes sin personalidad jurídica, se hará constar el domicilio social, los datos personales de 
quien ostente su representación en los términos del punto 1 anterior, el cargo que ostente en 
la sociedad o la relación que le vincule con la misma y el número de identificación fiscal de la 
entidad. Se adjuntará fotocopia compulsada del poder suficiente.

2. La Secretaría General de la cámara comprobará la inscripción en el censo electoral, 
librará certificación acreditativa de este extremo y, previa anotación en el censo para que no 
le sea admitido el voto personal, remitirá a la persona peticionaria por correo certificado y 
urgente la documentación oportuna antes de diez días de la fecha de la elección.

La documentación será dirigida a nombre de la persona peticionaria a la dirección que 
haya facilitado la persona interesada, o, en su defecto, la que figure en el censo. Si no 
hubiera que celebrar elección en el grupo correspondiente, se informará a la persona 
solicitante de esta circunstancia.

La Secretaría General de la cámara comunicará a la junta electoral la relación de los 
certificados solicitados y expedidos.

3. La documentación, que deberá ajustarse a modelos normalizados autorizados por el 
órgano tutelante, a enviar al solicitante será:

a) Sobre dirigido a la junta electoral indicando la mesa electoral del colegio 
correspondiente a quien deba ser entregado.

b) Papeleta o papeletas de votación.
c) Sobre para introducir cada una de las papeletas, en cuyo anverso deberá constar el 

grupo, categoría y, en su caso, subcategoría.
d) Certificación acreditativa de la inscripción en el censo, con especificación de los 

grupos y, en su caso, categorías en los que tenga derecho a voto.
e) Candidaturas proclamadas en el grupo, categoría y, en su caso, subcategoría 

correspondiente.
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f) Hoja de instrucciones.
4. El elector pondrá la papeleta de voto correspondiente dentro del sobre en cuyo 

anverso figura el grupo y, en su caso, la categoría. Una vez cerrado, introducirá este primer 
sobre, junto con la certificación de inscripción en el censo, en el segundo sobre y lo remitirá 
por correo certificado y urgente a la Secretaría de la junta electoral respectiva, con la 
antelación suficiente para que se reciba antes de las doce horas del día anterior al que se 
celebren las elecciones.

No se admitirán los votos por correo recibidos en la junta electoral tras el referido 
término.

No obstante lo previsto en el apartado 2 anterior, el elector que, habiendo obtenido 
certificado y documentación de voto por correo, desee votar personalmente podrá hacerlo 
entregando a la mesa electoral la certificación acreditativa de la inscripción en el censo. De 
no hacerlo así, no le será recibido el voto.

La Secretaría de la junta entregará los votos recibidos por correo a las presidencias de 
las mesas correspondientes antes de finalizar las votaciones.

Terminada la votación, la Presidencia de la mesa procederá a introducir en las urnas los 
sobres que contengan las papeletas de voto remitidas por correo, verificando antes la 
existencia de la certificación que debe acompañar a cada una con relación a que el elector 
se halla inscrito en el censo. Seguidamente, se anotará el nombre de estos electores en la 
lista de votantes.

6.º) Voto electrónico.
1. Los electores podrán emitir igualmente su voto por medios electrónicos, utilizando a tal 

efecto la firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido.
2. En todo caso, el procedimiento para la emisión del voto electrónico deberá permitir la 

constancia de los extremos que se deben acreditar para las otras modalidades de votación.
3. Las cámaras podrán habilitar el procedimiento para el ejercicio del voto electrónico, sin 

que pueda alcanzar a cuestiones relativas al procedimiento electoral, debiendo obtener la 
aprobación previa de la consejería competente en materia de comercio.

4. En el momento en que se considere que el voto electrónico está completamente 
implantado, podrá eliminarse la modalidad del voto por correo.

7.º) Voto delegado.
Al objeto de fomentar la participación del sector empresarial en la elección de 

representantes en las elecciones para la renovación de los miembros de los Plenos de las 
cámaras, se permitirá igualmente el voto delegado de los electores.

A tal fin, el elector delegante, o su representante en el caso de que sea persona jurídica, 
deberá apoderar a otro elector, o a su representante si se trata de una persona jurídica, para 
que deposite su voto en el acto de la votación. Dicho poder se ajustará al modelo que se 
establezca reglamentariamente por el órgano tutelante, y se efectuará mediante 
comparecencia física de delegante y delegado ante cualquier personal funcionario 
responsable del órgano competente en materia de comercio de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, ante la Secretaría General de las cámaras o mediante documento público. En todo 
caso, el ejercicio de voto por delegación estará limitado a un número no superior a diez 
apoderamientos por representante, incluido el del representante de la empresa en quien se 
haya delegado. No podrá delegarse el voto por correo.

En caso de que se tratara de un grupo de empresas, un mismo documento de 
apoderamiento podrá incluir todas las empresas que lo conforman y para cuáles se autoriza 
también el derecho a voto.

8.º) Constitución de las mesas electorales.
1. Cada mesa electoral estará formada por una Presidencia y dos vocalías, que estarán 

asistidas por un representante del órgano tutelante. Las presidencias y vocalías serán 
designadas por la junta electoral de entre los electores domiciliados en la demarcación del 
colegio que no figuren en una candidatura, mediante sorteo entre una relación de electores 
en número de dos para cada grupo propuesta por el Comité Ejecutivo de la cámara. La junta 
electoral designará de igual modo una Presidencia y dos vocalías suplentes.
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La Presidencia de la mesa podrá, asimismo, solicitar la asistencia técnica de una de las 
personas integrantes del personal de la cámara.

2. Constituida la mesa de un colegio el día de la elección, no podrá comenzarse la 
votación sin haberse extendido previamente la oportuna acta de constitución, de la cual se 
librará una copia firmada por la Presidencia y las vocalías para cada candidatura que la 
solicite.

3. En el caso de que los miembros designados de la mesa no se hallaren presentes en el 
acto de la constitución, asumirán sus funciones un representante del órgano tutelante, que 
asumirá la Presidencia, y otro del personal de la cámara, que asumirá la vocalía.

9.º) Personal interventor.
Cada candidatura podrá designar un interventor por cada colegio electoral, que fiscalice 

la votación y el escrutinio.
10.º) Suspensión.
El horario electoral será el fijado en la convocatoria de las elecciones y será 

ininterrumpido.
Una vez comenzada la votación, no podrá suspenderse a no ser por causa de fuerza 

mayor, y siempre bajo la responsabilidad de la mesa electoral. En caso de suspensión, se 
levantará acta por la mesa, que será entregada a la Presidencia de la junta electoral, quien 
lo comunicará inmediatamente al órgano tutelante a fin de que señale la fecha en que deba 
realizarse nuevamente la votación.

11.º) Votaciones.
1. La votación será secreta.
2. En el momento de ejercer su derecho al voto, el elector presentará los documentos 

que acrediten su personalidad y, en su caso, la representación con que intenta ejercitar tal 
derecho.

Los empresarios individuales ejercerán su derecho electoral personalmente. En caso de 
menores o incapacitados, se ejercitará por medio de las personas que tengan atribuida la 
representación para el ejercicio de la actividad empresarial.

En el caso de las personas jurídicas, comunidades de bienes, sociedades civiles y 
demás entes sin personalidad jurídica, será ejercido mediante representante con poder 
suficiente y en vigor, de carácter general o específico para la votación.

En el caso de representantes con poder específico, se presentarán los documentos 
originales de apoderamiento establecidos en el apartado 7.º).

En el caso de representante con poder general, deberá presentar original de escritura 
donde obra su poder, nota simple informativa del Registro Mercantil de antigüedad no inferior 
a cinco días o documento de constitución, en el caso de los entes sin personalidad jurídica.

3. Tras comprobar que los electores disponen de voto en los grupos correspondientes, 
se les anotará con el fin de evitar duplicidad.

4. Los electores depositarán su voto en la urna mediante papeleta introducida en un 
sobre.

5. La Presidencia de la mesa tendrá autoridad para conservar el orden y asegurar la 
libertad de los electores en el colegio electoral.

El elector que no cumpliera las órdenes de la Presidencia será expulsado del colegio y 
perderá el derecho de votar en el acto de la elección de que se trate, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que haya podido incurrir.

6. Solo tendrán entrada en los colegios los electores quienes integren las candidaturas y 
su personal interventor, los notarios que sean requeridos para dar fe de cualquier acto de la 
elección, en lo que no se oponga al secreto de esta, y los agentes de la autoridad que la 
Presidencia requiera.

12.º) Escrutinio.
1. Transcurrido el periodo señalado para la votación, se procederá por la mesa a realizar 

el escrutinio, que será público.
2. Si solo existiera una mesa electoral, el escrutinio será definitivo. Se extenderá la 

oportuna acta suscrita por los componentes de la mesa, en la que figurará el número de los 
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votos emitidos, personalmente, por correo postal y por correo electrónico, el de los 
declarados nulos y en blanco y los candidatos elegidos con el número de votos 
correspondientes, así como los no elegidos con los votos obtenidos y las reclamaciones que 
se hubieran presentado. Se considerarán elegidas, por su orden, la candidatura o 
candidaturas que hubiesen obtenido mayor número de votos y, en caso de empate, la de 
mayor antigüedad en el censo de la cámara. Si esta fuera igual, se resolverá mediante 
sorteo.

3. Si existieran varias mesas electorales, cada mesa, finalizado el escrutinio, levantará 
acta con el resultado de la elección, haciendo constar los votos emitidos, personalmente, por 
correo postal y por correo electrónico, los anulados, en blanco y el número de votos 
obtenidos por cada candidatura y las reclamaciones que se hubieran presentado.

4. Las reclamaciones deberán formularse en el acto y por escrito ante las mesas 
electorales y serán resueltas por las mismas también en el acto, con apelación, en el plazo 
de dos días ante la junta electoral, que deberá resolver en los tres días siguientes. La 
resolución de la junta electoral podrá ser recurrida en alzada ante el órgano tutelante.

13.º) Verificación y proclamación de candidaturas.
Dentro de los cinco días siguientes al de la celebración de las elecciones, se procederá 

por la junta electoral en acto público a verificar y proclamar el resultado final de las 
votaciones, según las actas correspondientes a los distintos colegios electorales. Se 
levantará nueva acta firmada por los miembros de la junta, en la que se hará constar el 
número total de votos emitidos, los anulados, en blanco, los votos obtenidos por cada 
candidato y las candidaturas declaradas elegidas, así como las reclamaciones que se 
hubieran presentado en dicho acto.

Quedarán proclamadas como vocalías de las señaladas en el artículo 12.2.a) de esta ley 
las candidaturas que hayan obtenido mayor número de votos hasta completar las vocalías 
de cada grupo, o, en su caso, categorías, correspondientes. En caso de empate, se 
proclamará electa la candidatura con mayor antigüedad en el censo de la cámara. Si esta 
fuera igual, se decidirá mediante sorteo.

En este mismo acto, la junta electoral también proclamará a las candidaturas propuestas 
por las organizaciones empresariales más representativas y a las de mayor aportación 
voluntaria.

14.º) Remisión y archivo del expediente electoral.
Las actas relativas al escrutinio, verificación y proclamación de candidaturas serán 

remitidas a la Secretaría General de la cámara, donde quedarán depositadas. De las actas 
se extenderán copias para las candidaturas que las soliciten.

El expediente electoral se archivará en la cámara y de él se remitirá copia certificada al 
órgano tutelante, dentro de los diez días siguientes a la terminación de las elecciones.

15.º) Toma de posesión.
En el plazo de los cinco días siguientes a la verificación y proclamación del resultado de 

las elecciones, quienes integren las candidaturas proclamadas tomarán posesión de sus 
cargos mediante escrito de aceptación expresa remitido a la Secretaría General de la 
cámara. Las personas físicas lo harán personalmente y las personas jurídicas, comunidades 
de bienes, sociedades civiles y demás entes sin personalidad jurídica, por medio de 
representante con poder suficiente, que podrá ser general o específico, para formar parte del 
Pleno de la cámara.

Si alguna de las personas que integren las candidaturas proclamadas no tomara 
posesión de su cargo en el mencionado plazo, se procederá a cubrir la vacante mediante su 
sustitución por la siguiente candidatura más votada dentro de su grupo o categoría. Si no 
hubiera candidatura, la vacante se proveerá mediante elección por sorteo en el grupo o 
categoría de que se trate.

16.º) Sesión constitutiva del Pleno.
1. Una vez que las personas integrantes de las candidaturas proclamadas hayan tomado 

posesión de sus cargos, el órgano tutelante las convocará a la sesión constitutiva del Pleno, 
en el plazo previsto en el artículo 12.5 de esta ley.
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2. Constituido el Pleno, se formará la mesa de edad compuesta por los dos miembros de 
mayor y menor edad, respectivamente, del Pleno de la cámara, y por el representante del 
órgano tutelante, que asumirá la Presidencia. Ejercerá las funciones de Secretaría la 
persona que las ejerza en la corporación. Tras la formación de la mesa, se procederá, por 
votación nominal y secreta, a la elección de entre sus miembros de la Presidencia y del resto 
del Comité Ejecutivo, en la forma que se determine en el reglamento de régimen interior.

3. Si no fuera posible constituir válidamente el nuevo Pleno, el órgano tutelante 
designará una comisión gestora para el funcionamiento de la cámara. Si en el plazo de tres 
meses la comisión gestora no lograse la constitución del nuevo Pleno, solicitará al órgano 
tutelante la convocatoria de nuevas elecciones.

Asimismo, hasta la entrada en vigor del reglamento de desarrollo de la presente ley, para 
la elección de los miembros del Pleno en representación de las empresas de mayor 
aportación voluntaria a la cámara, contemplado en el artículo 12.2.c), la Junta Electoral los 
designará en atención a la cuantía de la aportación voluntaria satisfecha, que deberá 
mantenerse mientras dure el mandato.

Disposición derogatoria única.  Disposiciones que se derogan.
Queda derogada expresamente la Ley 18/2003, de 11 de abril, de Cámaras de 

Comercio, Industria y Navegación de Canarias, y cuantas normas de igual o inferior rango 
incurran en oposición, contradicción o incompatibilidad con las disposiciones de esta ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 1/1992, de 27 de abril, del Consejo 
Económico y Social.

Se modifica la Ley 1/1992, de 27 de abril, del Consejo Económico y Social, en los 
siguientes términos:

Uno. La letra c) del apartado 1 del artículo 6 pasa a tener la siguiente redacción:
«c) Dos en representación de las cámaras oficiales de comercio, industria, 

servicios y navegación de Canarias.»
Dos. La letra c) del apartado 1 del artículo 7 pasa a tener la siguiente redacción:

«c) Los representantes de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios 
y navegación de Canarias, uno por cada provincia, a propuesta del Consejo General 
de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias.»

Tres. La disposición transitoria cuarta pasa a tener la siguiente redacción:
«Hasta tanto se constituya el Consejo General de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias y realice la propuesta a la 
que se refiere la letra c) del artículo 7.1 de la presente ley, la designación de los 
representantes titulares y suplentes de las cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación de Canarias se realizará por el Gobierno de Canarias 
mediante decreto. Para la vocalía de la provincia de Las Palmas, y a falta de acuerdo 
entre las cámaras existentes en la provincia, se establecerá un turno rotatorio de los 
representantes de las mismas por un periodo mínimo de seis meses hasta la 
expiración del mandato correspondiente, en atención a la relevancia en cuanto a la 
representación de los intereses del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación. En todo caso, la duración que se establezca estará en función del 
número de personas naturales o jurídicas inscritas en el último censo electoral 
aprobado por la cámara respectiva».

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.
1. El Gobierno de Canarias, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la 

presente ley, aprobará el reglamento sobre el procedimiento para las elecciones a los 
órganos de gobierno de las cámaras y del Consejo General de Cámaras.

2. El Gobierno de Canarias, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la 
presente ley, aprobará su reglamento de desarrollo, especialmente en materia de creación, 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 104  Ley de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Canarias

– 2356 –



fusión, suspensión, extinción, régimen electoral, tutela, organización y funcionamiento de las 
cámaras y de su consejo general, así como el objeto y extensión de las funciones previstas 
en las letras b) y c) del artículo 4.1 de esta ley.

Disposición final tercera.  Adecuación de la cantidad mínima de los ingresos de las 
cámaras.

Se faculta al Gobierno de Canarias para que, transcurrido un año desde la entrada en 
vigor de la presente ley, previa audiencia al Consejo General de Cámaras, adecue la 
cantidad mínima de los ingresos previstos en el artículo 7.1 b), fijando un nuevo importe que 
garantice, en todo caso, la viabilidad del funcionamiento de cada cámara de ámbito insular.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 

de Canarias.
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§ 105

Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del comercio en 
Navarra

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 86, de 16 de julio de 2001

«BOE» núm. 191, de 10 de agosto de 2001
Última modificación: 22 de abril de 2016

Referencia: BOE-A-2001-15779

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente Ley Foral reguladora 

del comercio en Navarra.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Comunidad Foral de Navarra tiene atribuida competencia exclusiva en materia de 

comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación de 
bienes en el territorio nacional y de la legislación sobre defensa de la competencia, en virtud 
de la habilitación concretada en el artículo 56.1.d) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

La presente Ley Foral supone la ordenación fundamental del comercio interior en nuestra 
Comunidad Foral caracterizada por una dispersión normativa reglamentaria. El ejercicio de 
esta competencia se realiza a partir de las bases establecidas en el marco constitucional 
definido por los artículos 38, 51 y 131 de la Constitución Española, desde una perspectiva de 
estudio y regulación de conjunto de las nuevas formas de comercialización, la defensa de la 
libertad de empresa, la protección y garantía de los derechos de los consumidores y 
usuarios y la dinamización del comercio minorista con vistas a rápidas adaptaciones de este 
sensible sector frente a los cambios en la economía y en la sociedad, en general.

El sector comercial navarro está experimentando importantes transformaciones que 
afectan tanto a productores como a consumidores y, de manera especial, a los propios 
comerciantes. La aparición de nuevos métodos y sistemas de comercialización, de mediana 
y gran dimensión, han ido cambiando los cánones que regían el comercio desde las formas 
de ventas más tradicionales.

Por ello, los principios rectores que tutelan esta Ley Foral se orientan a una 
armonización de los intereses económicos y urbanísticos a fin de evitar menoscabos en el 
sector tradicional evitando situaciones de dominio de mercado pero potenciando, a su vez, 
nuevas formas de gestión, administración, venta y servicio sin olvidar, por supuesto, el 
debido respeto a la libertad de empresa y el debido amparo de los intereses económicos de 
los consumidores y usuarios ante la observación de determinadas obligaciones de los 
comerciantes minoristas.
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La presente Ley Foral se ordena en ocho títulos. En ellos se concreta el ámbito de 
actuación de la misma y se define su objeto. Se crea una relación conceptual y definitoria de 
diferentes tipos de establecimientos comerciales y se regula particularizadamente la licencia 
comercial específica para grandes y medianos establecimientos comerciales abordando los 
criterios de concesión.

Se regula los horarios comerciales, la práctica de determinadas actividades 
promocionales de venta y ventas especiales, instaurando un Registro de Comerciantes 
Minoristas de Ventas Especiales.

Se crea el Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista como órgano consultivo en el 
que estarán personalizados los agentes económicos y sociales más representativos de la 
Comunidad Foral de Navarra.

Se regulan a su vez modalidades comerciales de venta a domicilio, venta en cadena o 
pirámide y venta ocasional o de temporada.

A su vez, se contempla la regulación inicial que a futuro permitirá una completa 
normativa tanto del comercio electrónico como del comercio mayorista.

Se ha concretado un régimen sancionador completo que hace posible una eficaz y 
rápida protección de los intereses públicos implicados en la regulación del comercio 
minorista.

Por último, se ha querido incluir en el tenor literal del texto legal una serie de medidas 
que tienen como objetivo el apoyo al pequeño comercio, para que, y sin perjuicio del derecho 
de libre competencia, esté en condiciones de mejorar y modernizar su estructura y ser 
plenamente competitivo.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley Foral tiene por objeto la regulación del comercio minorista en la 

Comunidad Foral de Navarra a fin de mejorar y modernizar las estructuras comerciales y 
normalizar determinadas actividades promocionales de ventas.

Artículo 2.  Principios rectores.
La presente Ley Foral se regirá por los siguientes principios rectores, potenciando:
a) El mantenimiento del sistema del comercio minorista dentro del núcleo urbano de los 

municipios navarros.
b) El acceso en condiciones de igualdad y diversidad a la oferta y formatos comerciales.
c) El crecimiento armonioso y equilibrado de actividades comerciales aspirando a un 

desarrollo sostenible del entorno urbano.
d) El mantenimiento de un nivel elevado de calidad en la prestación de los servicios.
e) La participación de agentes sociales, en especial de los consumidores, en el 

desarrollo comercial.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley Foral será de aplicación a las actividades comerciales realizadas en 

el ámbito territorial de la Comunidad Foral de Navarra.
Esta Ley Foral se aplicará con carácter supletorio a aquellas actividades comerciales 

minoristas que se hallen reguladas por una legislación específica.
Es irrelevante a efectos de aplicación de la presente Ley Foral que el comerciante 

minorista sea a su vez fabricante o comerciante mayorista de artículos cuya oferta de venta 
realice.
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2. Están excluidas del ámbito de aplicación de esta Ley Foral, rigiéndose por su 
normativa específica:

a) La venta directa por agricultores y ganaderos de productos agropecuarios en estado 
natural y en su lugar de producción, o en los centros cooperativos de recogida de 
producción.

b) La venta realizada por artesanos de sus productos en sus propios talleres, ferias y 
mercadillos sectoriales.

CAPÍTULO II
Del comercio minorista

Artículo 4.  Concepto.
Es comercio minorista o actividad comercial minorista, a efectos de la presente Ley 

Foral, la actividad desarrollada profesionalmente con ánimo de lucro consistente en situar u 
ofrecer en el mercado productos naturales o elaborados a los destinatarios finales de los 
mismos, utilizando o no un establecimiento.

Artículo 5.  Ejercicio simultáneo de actividad comercial minorista y de producción o 
distribución mayorista.

1. A los efectos de esta Ley Foral se entiende por actividad comercial de carácter 
mayorista aquella que tiene como destinatarios a otros comerciantes o empresarios que no 
constituyan consumidores finales.

2. El ejercicio simultáneo de actividades minoristas y mayoristas en un mismo 
establecimiento tendrá como efecto la sujeción de la totalidad de la superficie del 
establecimiento a las determinaciones de la presente Ley Foral cuando la superficie 
destinada a la actividad minorista sea superior a una tercera parte de la superficie total del 
establecimiento.

Artículo 6.  Entidades cooperativas y formas jurídicas análogas.
Las entidades cooperativas u otras formas jurídicas análogas estarán obligadas a 

distinguir la oferta dirigida a los socios de la que se dirija al público en general. Estarán 
sometidas a esta Ley Foral la oferta de las cooperativas o entidades análogas dirigida al 
público en general y los casos en que la misma no aparezca rigurosamente diferenciada de 
la que realicen a sus socios.

Artículo 7.  Prohibiciones y restricciones al comercio.
1. No podrán ejercer el comercio, además de las personas físicas y jurídicas a quienes 

les esté específicamente prohibido por la normativa vigente, los empresarios individuales o 
sociales, a quienes la normativa especial de la actividad que desarrollan les exija dedicarse 
exclusivamente a la misma.

CAPÍTULO III
Comerciante, promotor y operador

Artículo 8.  Comerciante.
A los efectos de esta Ley Foral, se considerará comerciante aquella persona física o 

jurídica que, teniendo capacidad para ejercer la actividad comercial, se dedica en nombre 
propio al comercio minorista como profesión habitual.

Artículo 9.  Promotor.
Es promotor aquella persona física o jurídica que proyecta, promueve y construye un 

establecimiento comercial de los previstos en los artículos 13, 14 y 15, organizando su 
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funcionamiento y gestión al objeto bien de su venta posterior, bien de su directa o indirecta 
explotación.

Artículo 10.  Operador comercial.
Se considera operador la persona física o jurídica que es titular de un establecimiento 

comercial sujeto a autorización de establecimiento comercial.

Artículo 11.  Derechos de los promotores y operadores.
Es derecho de los promotores y operadores el desarrollo libre de su actividad en el 

marco de la legislación aplicable a este ámbito.

Artículo 12.  Deberes de los promotores y operadores.
Son deberes de los promotores y operadores:
a) Evitar cualquier tipo de práctica de competencia desleal o publicidad engañosa.
b) Evitar prácticas monopolísticas o de dominio en el mercado.
c) Costear a su cargo todas las obras de urbanización que genere la implantación de la 

instalación comercial, financiar los gastos derivados de la corrección de los impactos 
ambientales y adoptar a su costa las medidas de ordenación de tráfico y accesos que le 
correspondan en función de los términos de la solicitud y de la autorización.

TÍTULO II
Establecimientos comerciales

CAPÍTULO I
Establecimiento comercial: concepto y clases

Artículo 13.  Concepto General.
Tendrán la consideración de establecimientos comerciales los locales y las 

construcciones o instalaciones de carácter fijo y permanente, destinados al ejercicio regular 
de actividades comerciales, ya sea de forma individual o en un espacio colectivo, e 
independientemente de que se realice de forma continuada o en días o temporadas 
determinadas.

Quedan excluidos de la consideración de establecimientos comerciales los espacios 
situados en la vía pública, autorizados por las entidades locales competentes para la 
realización de venta no sedentaria al por menor.

Artículo 14.  Clasificación general.
Los establecimientos comerciales minoristas se clasifican con carácter general en 

individuales o colectivos, distinguiéndose dentro de los colectivos entre centro comercial y 
recinto comercial.

Artículo 15.  Establecimientos comerciales colectivos.
1. Se consideran establecimientos comerciales colectivos a los efectos de esta Ley 

Foral, los integrados por un conjunto de establecimientos situados en uno o diversos 
edificios en un mismo espacio comercial, en los cuales se llevan a cabo diferentes 
actividades comerciales.

Se entiende que dos o más establecimientos comparten un mismo espacio comercial si 
se da cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Acceso común desde la vía pública, de uso exclusivo o preferente de los comerciantes 
o clientes de la zona comercial.

b) Aparcamientos compartidos o adyacentes de uso preferente para los clientes de la 
zona comercial.
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c) Servicios comunes para los comerciantes o los clientes de la zona comercial.
d) Denominación o existencia de elementos que conforman una imagen común.
2. En todo caso se consideran establecimientos comerciales colectivos los centros 

comerciales y los recintos comerciales.
3. Se define como centro comercial el conjunto de establecimientos comerciales, puntos 

de venta o servicios que estén localizados, concebidos y gestionados como una unidad.
4. El recinto comercial queda definido como el conjunto de establecimientos comerciales 

agrupados en un mismo espacio comercial.
Se considerarán también recinto comercial los polígonos comerciales o concentración 

comercial, es decir, aquel conjunto de establecimientos comerciales de carácter individual o 
colectivo, ubicados fuera del suelo urbano o urbanizable con uso residencial dominante, 
cuando concurran dos o más establecimientos comerciales minoristas a distancia inferior 
entre ellos de 300 metros lineales.

Dicha distancia se medirá desde cualquier punto del establecimiento, incluidas zonas de 
servicios y aparcamientos, hasta cualquier punto del otro establecimiento por el itinerario 
peatonal más corto posible o, cuando concurran barreras físicas significativas por el itinerario 
de coche.

5. No tendrán la consideración de establecimientos comerciales colectivos los siguientes:
a) Los establecimientos comerciales ubicados en zonas transfronterizas, aunque estén 

situados en un mismo espacio comercial.
b) Los establecimientos comerciales ubicados en los bajos de los edificios destinados a 

viviendas, hoteles u oficinas, siempre que estén situados en el suelo urbano o urbanizable 
con uso residencial predominante.

CAPÍTULO II
Instalación de los establecimientos comerciales

Sección 1.ª Principios de aplicación

Artículo 16.  Principios que rigen la instalación de los establecimientos comerciales.
La implantación o instalación de los establecimientos comerciales minoristas estará 

sujeta a los siguientes principios:
a) Libertad de establecimiento de los prestadores de servicios y libertad de empresa en 

el marco de la economía de mercado.
b) Simplicidad de los trámites en el acceso a una actividad de servicios y en su ejercicio.
c) Proporcionalidad en el otorgamiento de autorizaciones, en consideración al interés 

general.
d) Favorecimiento del comercio dentro del núcleo urbano de los municipios, así como de 

la renovación y regeneración urbana.
e) Potenciación de un modelo de ciudad en el que exista una armonía entre los usos 

residenciales y las actividades comerciales.
f) Crecimiento armonioso y equilibrado de actividades comerciales aspirando a un 

desarrollo sostenible del entorno urbano y reduciendo al máximo el impacto de las 
implantaciones sobre el territorio.

g) Reducción de la movilidad con la finalidad de evitar los desplazamientos innecesarios 
que congestionan las infraestructuras públicas e incrementan la contaminación atmosférica.

h) Garantizar la diversidad de oferta y de operadores, ofreciendo las máximas. 
posibilidades para todos los ciudadanos y de todos los sectores sociales, especialmente los 
que se encuentren en situación de dependencia.

i) Ahorro y eficiencia en el consumo de energía, así como potenciación de las energías 
renovables.

j) Gestión adecuada de los residuos generados por la actividad con medidas dirigidas a 
su reducción y, en particular, al aprovechamiento de los residuos alimenticios.
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Sección 2.ª Regulación de ordenación del territorio y urbanística del uso 
comercial

Artículo 17.  Planes de Ordenación Territorial.
Los Planes de Ordenación Territorial deberán contener, entre sus determinaciones de 

carácter vinculante, los criterios para la ordenación de los establecimientos comerciales en el 
territorio, que se ajustarán a los principios de aplicación recogidos en el artículo anterior.

Como criterios generales se tendrán que considerar:
a) La implantación preferente del comercio dentro del núcleo urbano de los municipios, 

incluidos los establecimientos sujetos, en base a lo regulado por la presente Ley Foral, a 
Planes Sectoriales de Incidencia Supramunicipal.

b) La dotación complementaria y unida de los usos residenciales y las actividades 
comerciales.

c) La reducción del impacto de las actividades comerciales en su implantación sobre el 
territorio, en concreto, en los ámbitos de la movilidad, contaminación atmosférica, consumo 
de energía y ocupación del suelo.

Artículo 18.  Planes Generales Municipales.
1. Los Planes Generales Municipales deberán ajustarse en la ordenación del uso 

comercial, además de a la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo, a los principios y criterios establecidos por la presente Ley Foral así 
como por los Planes de Ordenación Territorial.

2. El Planeamiento General Municipal habrá de incluir, a los efectos del uso comercial, 
las siguientes determinaciones:

a) Una delimitación de los suelos urbano y urbanizable que mejor se adapte al uso 
comercial genérico y al uso específico de gran establecimiento comercial de acuerdo con los 
principios recogidos en la presente Ley Foral en sus artículos 16, 17 y 19.6.

b) Una dotación comercial mínima en los bajos de los edificios de vivienda colectiva de 
tres metros cuadrados por vivienda, sin que puedan autorizarse en dicha dotación 
establecimientos que por sus características deban ser objeto de un Plan Sectorial de 
incidencia Supramunicipal.

c) Un plan de atracción y ordenación comercial. Contendrá medidas de embellecimiento, 
mejora urbana de las áreas comerciales de los cascos urbanos y áreas residenciales de alta 
densidad.

Sección 3.ª Autorización del establecimiento comercial

Artículo 19.  Autorización e implantación de establecimientos comerciales mediante un Plan 
Sectorial de Incidencia Supramunicipal.

1. La instalación de establecimientos comerciales no estará sujeta, con carácter general, 
a autorización.

2. Quedarán sujetos a la tramitación de un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal, 
promovido por el operador o el promotor, las implantaciones de grandes establecimientos 
comerciales, así como las ampliaciones de quienes ya estuvieran instalados cuando se 
incremente la superficie inicial en más de 500 metros cuadrados y por una sola vez 
siguiendo los criterios contemplados en la presente Ley Foral.

3. Tendrán la consideración de gran establecimiento comercial minorista los 
establecimientos individuales o colectivos dedicados al comercio minorista que tengan una 
superficie útil para venta y exposición de productos superior a 2.500 metros cuadrados.

4. A los efectos del cómputo de superficies, se entiende por superficie útil para la 
exposición y venta de artículos o muestra de servicios aquella en que se expongan los 
mismos, habitual u ocasionalmente, así como los espacios destinados al tránsito de 
personas y a la presentación, dispensación y cobro de los productos. Se excluyen 
expresamente las superficies destinadas a oficinas, aparcamientos, zonas de carga, 
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descarga y almacenaje no visitables por el público y en general, todas aquellas 
dependencias o instalaciones de acceso restringido al mismo.

5. Quedan excluidos del concepto de gran establecimiento comercial los mercados 
municipales, así como aquellos dedicados a ventas de vehículos y carburantes, maquinaria 
industrial, jardinería y a materiales de construcción y saneamiento así como los ubicados en 
zonas transfronterizas.

6. Podrán instalarse grandes establecimientos comerciales exclusivamente en suelos 
urbanos o urbanizables con un uso residencial dominante. Se considera uso residencial 
dominante aquél que contenga áreas residenciales con vivienda colectiva continuada de 250 
viviendas o 600 habitantes y una densidad residencial de 40 viviendas por hectárea. 
Excepcionalmente podrán implantarse, así mismo, en zonas industriales que hayan sido 
recuperadas y que formen parte de la ciudad o de su continuo.

7. Los Planes Sectoriales a los que se refiere el apartado 2 del presente artículo, 
deberán ajustarse a las determinaciones de los instrumentos de ordenación territorial que 
rijan en el ámbito de actuación y en todo caso, incluirán un estudio de la movilidad generada 
y cuantos otros sean requeridos por el Plan de Ordenación Territorial y los Departamentos 
del Gobierno de Navarra.

Artículo 20.  Solicitud de autorización de establecimiento comercial mediante un Plan 
Sectorial de Incidencia Supramunicipal.

1. Los interesados en obtener la autorización de establecimiento comercial mediante un 
Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal deberán presentar la oportuna solicitud ante el 
Departamento competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo o ante el 
Ayuntamiento en cuyo término municipal se vaya a instalar, según corresponda.

2. La solicitud se presentará debidamente firmada y, en supuestos de representación o 
pluralidad de interesados, será de aplicación lo dispuesto por los artículos 32 y 33 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

3. La solicitud podrá ser presentada por medios telemáticos, de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Foral 11/2007, de 4 de abril, reguladora de la Implantación de la 
Administración Electrónica en la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

4. Los interesados, en la solicitud, podrán manifestar una dirección de correo electrónico 
en la que desean que les sean practicadas las notificaciones. En su caso, la Administración 
realizará la notificaciones que resulten necesarias de conformidad con lo dispuesto por la 
Ley Foral 11/2007, de 4 de abril.

5. En el supuesto de que los interesados opten por la presentación de la solicitud a 
través de medios telemáticos únicamente habrán de presentar un ejemplar de la instancia, 
adjuntando a la misma la documentación necesaria. En caso contrario, si desean obtener 
copia sellada que acredite su presentación, presentarán además una copia más de la 
solicitud así como de cada ejemplar de la documentación anexa.

6. Los interesados, en la zona vascófona, podrán optar, de conformidad con lo regulado 
por el Decreto Foral 29/2003, de 10 de febrero, por el que se regula el uso del vascuence en 
las Administraciones Públicas de Navarra a presentar la solicitud en castellano, vascuence o 
en forma bilingüe.

7. Los interesados que opten por presentar la solicitud, todos o alguno de los 
documentos que han de ser anexados a ésta en alguna de las lenguas oficiales de la Unión 
Europea habrán de presentar una traducción no jurada al español de dichos documentos.

Artículo 21.  Documentación a adjuntar a la solicitud de autorización de establecimiento 
comercial mediante un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.

1. Los interesados deberán adjuntar a la solicitud de autorización de establecimiento 
comercial mediante un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal la documentación 
relativa a su identificación así como la documentación técnica y administrativa que se detalla 
en la presente normativa.

2. La documentación relativa a la identificación del solicitante o interesado será la 
siguiente:
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a) Cuando el solicitante sea una persona física, deberá de adjuntarse copia compulsada 
del DNI.

En los supuestos en los que el domicilio del solicitante que conste en el DNI difiera de su 
domicilio fiscal se presentará, además, la documentación acreditativa de éste.

b) En el supuesto de que el solicitante sea una persona jurídica deberá de aportarse:
1.º La escritura notarial de constitución de la entidad, así como las posibles escrituras 

notariales que se hayan otorgado con posterioridad a ésta para su modificación.
Las copias de las escrituras que se presenten deberán de haber sido inscritas en el 

registro correspondiente y deberá de acreditarse tal inscripción.
En los supuestos en los que el domicilio del solicitante que conste en la escritura de 

constitución, o sus posteriores modificaciones, difiera de su domicilio fiscal se presentará, 
además, la documentación acreditativa de éste.

2.º La escritura notarial de poder de representación de quien comparezca en nombre de 
la entidad solicitante.

3.º En los supuestos en los que proceda se presentará una certificación emitida por el 
órgano de administración u órgano con competencias asimiladas de la entidad solicitante en 
la que se informe sobre la calificación de la entidad como pequeña o mediana empresa así 
como sobre su composición accionarial, a la fecha de presentación de la solicitud.

3. La documentación técnica y administrativa exigible será la siguiente:
a) Memoria y proyecto básico, firmado por técnico competente, con el contenido mínimo 

que al mismo le sea exigible de conformidad con la presente normativa y con el Real Decreto 
314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

b) Informe emitido por el Ayuntamiento en cuyo ámbito territorial se pretenda la ubicación 
de la edificación relativo a la conformidad del uso y proyecto pretendido al planeamiento 
urbanístico.

c) Documentación que acredite, de forma suficiente, la disponibilidad de los terrenos 
donde se pretenda la implantación de la edificación o edificaciones.

d) Estudio, firmado por técnico competente, que evalúe la movilidad generada por la 
repercusión del proyecto, así como las emisiones atmosféricas de CO2 derivadas de la 
movilidad.

El estudio deberá de valorar de forma completa la movilidad generada por el proyecto y, 
además, realizar una estimación sobre las emisiones atmosféricas de CO2 derivadas de la 
movilidad y calculadas mediante las metodologías o sistemas reglamentariamente 
autorizados. La estimación sobre las emisiones atmosféricas desglosará, en todo caso, la 
siguiente información: distancia media de desplazamiento, número de vehículos diarios cuyo 
acceso se prevé, reparto modal de vehículos/km, estimación del porcentaje de tránsito en vía 
congestionada, principal o secundaria así como la velocidad media por tipología de vehículo.

e) Certificación emitida por el Departamento competente del Gobierno de Navarra en 
materia de energía que acredite que el proyecto ha sido diseñado con los criterios de ahorro 
energético que resulten más aconsejables.

e bis) Plan de gestión de los residuos que genere la actividad dirigido a su minimización 
y correcto tratamiento. En caso de generar residuos alimenticios, plan de aprovechamiento a 
través de acuerdos con el Banco de Alimentos de Navarra u otros organismos análogos.

f) Estudio de impacto ambiental y, en su caso, declaración de impacto ambiental, todo 
ello de conformidad con lo regulado por la Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo, de intervención 
para la protección ambiental así como la normativa que la desarrolla.

g) Certificado emitido por el solicitante en el que se detalle el porcentaje de superficie de 
venta de la que dispondrá en el área de influencia del establecimiento, tras la implantación.

h) Justificante de abono del importe correspondiente a la tasa que se devengue.
4. El interesado no vendrá obligado a presentar aquellos documentos que ya consten en 

poder del Departamento del Gobierno de Navarra competente en materia de comercio pero, 
en su caso, habrá de facilitar a ésta todos los datos necesarios para su localización.

5. El interesado podrá impugnar ante la jurisdicción contencioso-administrativa la no 
obtención de los documentos detallados en los apartados b), c), g) y h) del apartado anterior.
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Artículo 22.  Admisión a trámite de la solicitud de autorización de establecimiento comercial 
mediante un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.

1. El órgano competente comprobará que la documentación presentada por el interesado 
es la requerida por la presente Ley Foral.

2. En el supuesto de que la documentación aportada sea la legalmente exigible, se 
emitirá resolución por la que se admitirá a trámite la solicitud de autorización de 
establecimiento comercial mediante un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.

3. En el supuesto de que el interesado no haya presentado la documentación exigible, la 
Administración habrá de requerirle a fin de que proceda a subsanar, otorgándole un plazo no 
inferior a diez días.

Realizado el requerimiento por la Administración y no siendo atendido por el interesado, 
la Administración resolverá denegando la autorización, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La solicitud podrá ser inadmitida sin más trámite cuando, examinada la documentación 
presentada y previa audiencia del interesado, se concluya la vulneración manifiesta de la 
legislación y ordenación territorial vigente.

5. La Administración podrá requerir al interesado, a los técnicos firmantes de los 
dictámenes o informes así como a la Administración Local en cuyo término municipal se 
pretenda la ubicación de la edificación a fin de que aclaren o complementen alguno de los 
documentos presentados, si así lo estima oportuno, otorgándoles para ello idéntico plazo.

En el supuesto de que el requerimiento se dirija al interesado, la falta de 
cumplimentación del mismo tendrá los mismos efectos que la falta de subsanación detallada 
en el apartado tercero.

En el supuesto de que el requerimiento se remita a la Administración Local, el transcurso 
del plazo sin su cumplimentación implicará la suspensión del plazo para resolver y la 
remisión de un nuevo requerimiento por idéntico plazo. En el supuesto de que se desatienda 
también el segundo de los requerimientos el procedimiento seguirá su curso y la 
Administración competente quedará habilitada para exigir responsabilidad disciplinaria al 
personal responsable, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 42.7 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
de Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 23.  Contenido del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.
1. El Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal tendrá el contenido mínimo establecido 

en el artículo 43 de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo. Asimismo recogerá la valoración de los criterios establecidos en el artículo 25 de 
la presente Ley Foral.

2. El estudio de viabilidad económica de la actuación contemplado en el artículo 43.3.a) 
de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, se 
entenderá referido a la actuación de urbanización y en ningún caso a la viabilidad económica 
del gran establecimiento comercial.

Artículo 24.  Procedimiento de elaboración y aprobación de los Planes Sectoriales de 
Incidencia Supramunicipal.

Los Planes Sectoriales de Incidencia Supramunicipal serán elaborados y aprobados en 
la forma establecida en el artículo 45 de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo.

Artículo 25.  Criterios para la aprobación del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.
1. Para la aprobación del Plan Sectorial se valorarán los siguientes criterios y extremos:
a) La conformidad a los criterios establecidos en la presente Ley Foral y en los Planes de 

Ordenación Territorial.
b) La incidencia del proyecto en el entorno urbano y sobre el medio urbano.
c) El equilibrio interterritorial.
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d) El impacto medio ambiental. Se evaluará la conformidad con la normativa sectorial en 
materia de medio ambiente. Así mismo, se tendrá en cuenta la estimación de emisiones 
atmosféricas de CO2 derivadas de la movilidad causada, debiendo ser inferiores en un 20 
por 100 a la media de emisiones del ámbito donde se ubique el proyecto, salvo que las 
especiales circunstancias del ámbito de implantación imposibiliten alcanzar estos niveles de 
emisión.

En todo caso la estimación de las emisiones de CO2 derivadas de la movilidad causada y 
del funcionamiento del establecimiento deberá ser inferior en un 20 por 100 a la media de 
emisiones que se estimen una vez contemplado el desarrollo urbanístico.

e) La red viaria y accesibilidad, teniéndose en cuenta especialmente la existencia de 
accesibilidad a través de medios públicos colectivos y la no agravación de desplazamientos. 
La ausencia de medios públicos colectivos suficientes y proporcionales (30 por 100 del aforo 
previsto en el estudio de movilidad) impedirá la aprobación del Plan Sectorial de Incidencia 
Supramunicipal, salvo la justificación de la imposibilidad y la concurrencia de circunstancias 
excepcionales.

f) La gestión de residuos y la incidencia acústica. Así como la estimación del consumo 
energético del centro comercial a implantar.

g) La localización comercial y la diversidad de formatos a efectos de garantizar las 
máximas posibilidades a los ciudadanos.

2. Asimismo los grandes establecimientos deberán cumplir los siguientes requerimientos:
a) Instalar, cuando tecnológicamente estén disponibles, un surtidor para la carga de 

vehículos eléctricos por cada 2.500 metros cuadrados de superficie útil de venta.
b) Disponer de la calificación de eficiencia energética que se determine por el 

Departamento de Innovación, Empresa y Empleo.

Artículo 26.  Vigencia del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.
El Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal por el que se autorice la implantación de 

un gran establecimiento comercial tendrá vigencia indefinida, con la única excepción 
regulada en el artículo siguiente.

Artículo 27.  Extinción del Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal.
1. El Gobierno de Navarra podrá acordar la extinción del Plan Sectorial de Incidencia 

Supramunicipal por el que se autorice la implantación de un gran establecimiento comercial 
en el supuesto de que transcurra un plazo superior a tres años sin que el interesado haya 
iniciado la actividad, por causa que le sea imputable.

2. La declaración de extinción deberá ser expresa y se adoptará previa audiencia del 
interesado.

3. La declaración de extinción se notificará al interesado y al Ayuntamiento en cuyo 
término se pretendía la ubicación de la actividad.

Artículo 28.  Transmisión de la autorización de establecimiento comercial.
1. La transmisión de los establecimientos que requieren la previa obtención de 

autorización de establecimiento comercial exigirá la comunicación al Departamento del 
Gobierno de Navarra competente en materia de comercio.

2. El interesado acompañará a la comunicación regulada en el apartado anterior la 
documentación que acredite el cumplimiento de las obligaciones exigidas en materia de 
defensa de la competencia.

Artículo 29.  Tasa.
1. La solicitud de la autorización de establecimiento comercial devengará una tasa 

equivalente a multiplicar por cuatro euros cada metro cuadrado de superficie útil de 
exposición y venta del establecimiento proyectado.

2. Esta tasa deberá ser abonada con la solicitud correspondiente. La falta de pago de la 
tasa determinará la no iniciación del procedimiento.
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3. En el supuesto de inadmisión a trámite de la solicitud adoptada de acuerdo con el 
artículo 22.4 de la presente Ley Foral procederá la devolución de la tasa abonada.

CAPÍTULO III
De otros establecimientos sometidos a autorización

Artículo 30.  Establecimiento comercial minorista de mediana superficie.
(Derogado)

Artículo 31.  Establecimientos denominados de «descuento duro».
(Derogado)

TÍTULO III
Horarios comerciales

Artículo 32.  Horario en días laborables.
El horario de apertura y cierre de los establecimientos comerciales en días laborables, 

con una jornada comercial máxima de 15 horas, serán fijados libremente por cada 
comerciante, todo ello sin perjuicio de los derechos reconocidos a los trabajadores en el 
régimen laboral.

El horario global en el que los comercios podrán desarrollar su actividad durante el 
conjunto de días laborables de la semana no podrá superar las noventa horas, ajustándose 
igualmente a la normativa laboral.

Artículo 33.  Apertura en domingos y festivos.
1. Los domingos y festivos no serán hábiles para el ejercicio de la actividad comercial en 

la Comunidad Foral de Navarra, salvo los expresamente autorizados.
2. Antes del 1 de noviembre se establecerá por el Departamento competente en materia 

de comercio, previa audiencia del Consejo de Comercio de Navarra, el calendario que regirá 
para el año siguiente, comprensivo de los domingos y festivos que se consideren hábiles. El 
número de domingos y festivos que se consideren hábiles será de diez.

Los criterios para dicho establecimiento serán los siguientes:
a) Un máximo de 1 día hábil por cada mes, a excepción de diciembre en el que podrán 

establecerse dos.
b) Un máximo de 2 domingos autorizados como hábiles durante el año. Estos domingos, 

en ningún caso podrán ser consecutivos.
3. Este calendario será susceptible de variación por el departamento competente, previa 

solicitud motivada. En el caso de los ayuntamientos y para variaciones en sus respectivos 
términos municipales, la solicitud deberá realizarse con una antelación de dos meses.

4. El horario de apertura y cierre de los establecimientos comerciales en los domingos y 
festivos autorizados, con una jornada comercial máxima de quince horas, será fijado 
libremente por cada comerciante, todo ello sin perjuicio de los derechos reconocidos a los 
trabajadores en el régimen laboral.

Artículo 34.  Información sobre horarios.
En todos los establecimientos comerciales deberá figurar la información del calendario y 

horario de apertura y cierre en sitio visible, tanto en el interior como en el exterior, incluso 
cuando esté cerrado el establecimiento.
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Artículo 35.  Libertad de horario.
1. Tendrán plena libertad para determinar los días y horas de apertura al público los 

establecimientos previstos en el artículo 43.3 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, de 
Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de Bienes y Servicios.

2. También tendrán plena libertad para fijar los días y horas de apertura los locales 
comerciales para la celebración en los mismos de exposiciones, certámenes comerciales 
para la actividad de lanzamiento de un nuevo producto, siempre que no se venda y que se 
comunique como mínimo con un mes de antelación a la fecha prevista de su realización al 
Departamento competente en materia de certámenes.

Artículo 36.  Establecimientos dedicados exclusivamente a la venta de productos culturales 
y turísticos.

1. Tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán abiertos 
al público los establecimientos comerciales dedicados exclusivamente a la venta de 
productos culturales ubicados tanto en el interior de museos o cualquier local destinado a 
exposiciones, muestras, etcétera, culturales como independientemente de los mismos.

2. Son productos culturales aquellos cuya finalidad sea cultivar, desarrollar y formar los 
conocimientos humanos y el ejercicio de sus facultades intelectuales. La enumeración de los 
productos culturales a estos efectos será establecida mediante orden foral del Departamento 
competente en materia de comercio.

TÍTULO IV
Obligaciones de los comerciantes minoristas

Artículo 37.  Obligaciones genéricas.
Los comerciantes minoristas habrán de cumplir los siguientes deberes:
a) Con carácter general, los establecidos por las normas relativas a los bienes cuya 

venta ofrecen. En especial han de cumplir las normas relativas a la composición de los 
productos, etiquetado y de seguridad de los mismos, así como las especiales del sector o 
sectores comerciales que constituyan el objeto de su actividad, y retirar de su 
establecimiento los bienes que no cumplieren tales normas.

b) Acreditar ante la Administración competente estar en posesión de las autorizaciones y 
licencias que les sean exigibles.

c) Hallarse al corriente en el pago de los tributos de cualquier clase de los que resulten 
sujetos pasivos.

d) Cumplir las normas de protección de los derechos de consumidores y usuarios.

Artículo 38.  Obligaciones básicas frente a los consumidores.
Conforme a la normativa general y autonómica en materia de defensa de los 

consumidores y usuarios, y sin perjuicio de la misma, los comerciantes minoristas deberán 
observar las siguientes determinaciones:

a) Exhibir junto a los artículos sus correspondientes precios de venta al público.
b) Entregar factura, recibo o documento acreditativo de la operación realizada 

debidamente desglosado en su caso, salvo que el consumidor renuncie expresamente a su 
entrega.

c) Tener a disposición de los consumidores hojas de reclamaciones.
d) Entregar documento de garantía en toda venta de artículos de naturaleza duradera.
e) Realizar sus actividades promocionales sin incurrir en formas de publicidad ilícita, en 

particular, sin incurrir en publicidad engañosa.
f) Contratar con los consumidores sin existencia de cláusulas abusivas.
g) Comercializar artículos seguros y con un adecuado servicio de asistencia técnica.
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Artículo 39.  Exhibición de precios.
1. El precio deberá figurar junto a todos los artículos ofertados a la venta.
2. Los precios deberán indicarse de modo directo, figurando en el artículo o junto a él; 

legible, mediante caracteres claros y de tamaño suficiente ; exacto, prohibiendo toda forma 
de exhibición de precio que obligue a realizar cálculos aritméticos para determinar su 
cuantía, excepto la aplicación de porcentajes sencillos de descuento sobre el precio 
indicado; y completo, incluyendo el importe de los incrementos o descuentos aplicables en 
su caso y cuantos tributos puedan o deban repercutirse en el consumidor.

Artículo 39 bis.  Gestión de residuos.
Conforme a la normativa aplicable en materia de residuos, los comerciantes minoristas 

deberán adoptar las medidas precisas para minimizar los residuos generados por su 
actividad y para darles un tratamiento correcto. En particular, en el caso de residuos 
alimenticios se recomienda la separación de los que resulten aprovechables y entregarlos al 
Banco de Alimentos de Navarra y otros organismos análogos.

TÍTULO V
Promociones de ventas

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Artículo 40.  Concepto.
1. Venta de promoción es aquella actividad por la que el comerciante minorista presenta 

al consumidor final una serie de condiciones más ventajosas por las cuales puede adquirir 
los artículos objeto de la promoción a un precio reducido respecto del anterior o con otro tipo 
de incentivos favorables.

2. La venta de promoción deberá ir precedida o acompañada de la suficiente información 
al público, en la que deberá figurar con claridad:

a) El producto o productos objeto de promoción.
b) Las condiciones de venta.
c) El periodo de vigencia de la promoción, que no podrá ser inferior a dos días 

consecutivos, ni superior a treinta días.
d) Disponer de existencias suficientes para hacer frente a la oferta.

Se declara inconstitucional y nulo del inciso destacado en negrita del apartado 2.c) por 
Sentencia del TC 157/2004, de 23 de septiembre. Ref. BOE-T-2004-18113.

Artículo 41.  Pertenencia previa al inventario.
Para que pueda practicarse una promoción comercial es preciso que los artículos 

ofertados hubieren formado parte de las existencias previas del comerciante, sin que puedan 
ser adquiridos con el fin exclusivo de ser incluidos en aquellas promociones, salvo la 
promoción para lanzamiento de nuevos productos, todo ello sin perjuicio de la especificidad 
de los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos.

Artículo 42.  Medios de pago.
El comerciante que practique cualquier tipo de venta promocional o especial tendrá la 

obligación de informar al consumidor sobre los medios de pago admisibles en la operación, a 
través de su publicidad general en la exposición visible desde el exterior del establecimiento.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 105  Ley Foral reguladora del comercio en Navarra

– 2370 –

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-T-2004-18113


Artículo 43.  Duración de las promociones.
1. En toda promoción o publicidad de promoción de ventas, el comerciante deberá contar 

con las existencias suficientes para satisfacer la demanda previsible de los consumidores, 
salvo que se trate de una venta en liquidación.

2. En cualquier caso, se considerará que la promoción no satisface la demanda 
previsible si las existencias no son suficientes para atender la demanda originada durante un 
día completo de apertura comercial, sin perjuicio de lo dispuesto especialmente sobre la 
duración de las rebajas.

3. En los envases de los productos en que se promocionen regalos deberá indicarse la 
duración de la promoción.

4. En el supuesto anterior, el fabricante o el comerciante, en su caso, estarán obligados a 
la entrega de la prima si el consumidor adquirió el derecho a ella mientras los productos han 
estado expuestos a la venta, aunque hubiera caducado la promoción.

5. Fuera de las reglas anteriores y de lo dispuesto especialmente para la venta en 
rebajas, no será preciso que en la promoción se indique la duración de la misma.

Artículo 44.  Artículos promocionados.
1. El comerciante no podrá limitar el número de unidades del producto o productos 

promocionados que pueda adquirir cada comprador.
2. Tampoco podrá aplicar una alteración del precio a la vista de la mayor venta que se 

produzca.
3. Cuando la oferta no sea suficiente para satisfacer toda la demanda, no se podrán 

establecer criterios discriminatorios de preferencias entre los compradores.
4. Cuando las promociones no alcancen a la mitad del inventario no podrán anunciarse 

como una medida general.
5. Los artículos promocionados deberán estar claramente separados del resto de los 

artículos y del resto de las promociones que puedan concurrir en el establecimiento.

Artículo 45.  Doble precio.
Toda forma de promoción o publicidad de ventas que transmita al consumidor un 

mensaje sugestivo sobre la diferencia de precio de determinados productos, obligará al 
comerciante a hacer constar en cada uno de ellos el precio ordinario con que se haya 
valorado el artículo con anterioridad y el precio actual.

CAPÍTULO II
Clases

Artículo 46.  Venta en rebajas.
1. Se considera venta en rebajas aquella venta en la que se oferta al público artículos a 

un precio inferior al fijado antes de su venta.
2. La venta en rebajas será fijada según el criterio del comerciante y decidiendo 

libremente su duración, con sujeción a los siguientes parámetros:
a) a c) (Anuladas)
d) Las fechas de rebajas elegidas por cada comerciante, dentro de los criterios 

establecidos en la Orden Foral, deberán ser expuesta en el exterior de cada 
establecimiento comercial en lugar visible al público, incluso cuando dichos establecimientos 
permanezcan cerrados.

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos y las letras 
destacados del apartado 2 por Sentencia del TC 59/2016, de 17 de marzo. Ref. BOE-
A-2016-3912.
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3. No podrá presentarse una promoción de ventas como rebajas si no se ofrecen a 
precio reducido al menos la mitad de los artículos existentes. En el supuesto de que las 
ofertas en rebajas no afecten a la totalidad de los productos comercializados, los rebajados 
estarán debidamente identificados y diferenciados del resto.

4. Tampoco podrán ofrecerse en rebajas:
a) Artículos obsoletos, sin perjuicio de que se ofrezcan en el mismo establecimiento 

como saldos.
b) Artículos que no hubieran formado parte de la oferta habitual de ventas del 

establecimiento durante el mes anterior al inicio de las mismas.
c) Artículos que hubieran sido objeto de cualquier tipo de promoción durante el mes 

anterior al inicio de la temporada de rebajas.
d) Artículos deteriorados.

Artículo 47.  Saldos.
1. Se considera venta de saldos aquella venta en la que se oferta al público artículos con 

un valor de mercado disminuido a causa del deterioro, desperfecto, desuso u obsolescencia 
de los mismos. Este tipo de ventas deberá anunciarse necesariamente con esta 
denominación o con la de «venta de restos».

2. Los artículos ofertados como saldos deberán pertenecer al comerciante seis meses 
antes de la fecha de comienzo de este tipo de actividad comercial, sin perjuicio de los 
establecimientos dedicados específicamente a dicho sistema de venta.

3. El comerciante deberá hacer identificar expresamente la oferta de artículos 
defectuosos o deteriorados.

4. Todo comerciante podrá ofrecer venta de saldos de sus propios artículos, con carácter 
permanente, siempre que estén debidamente separados del resto de los artículos y del resto 
de promociones.

5. Los establecimientos dedicados a la práctica permanente y exclusiva de saldos 
deberán indicarlo claramente en el exterior. Solo este tipo de establecimientos podrá saldar 
artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la finalidad de ser vendidos como 
saldo.

Artículo 48.  Ventas en liquidación.
1. La regulación de las ventas en liquidación se somete a lo establecido en los artículos 

30 y 31 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, con las 
siguientes especificaciones:

2. En el supuesto de que una empresa sea titular de varios establecimientos comerciales 
el cese total o parcial de la actividad de comercio deberá ser de todos ellos. El cierre total o 
parcial de un solo punto de venta no tendrá la consideración de cese total o parcial, sino de 
cambio de local.

3. La liquidación por la realización de obras de importancia solo será posible cuando las 
mismas requieran el cierre del local.

4. La liquidación de los productos debe efectuarse en el mismo local o locales afectados 
donde se vendía habitualmente, salvo en los casos de cierre inminente de local y de los de 
fuerza mayor.

5. El comerciante que practique una liquidación deberá comunicar este hecho al 
Departamento de Industria y Tecnología, Comercio, Turismo y Trabajo del Gobierno de 
Navarra con una antelación de diez días a su inicio efectivo, expresando la causa de la 
liquidación, la duración prevista y las mercancías ofertadas. Una copia de esta notificación 
deberá estar expuesta al público.

El comerciante podrá solicitar del Departamento de Industria y Tecnología, Comercio, 
Turismo y Trabajo una prórroga de un mes y siempre por causa justificada. Transcurridos 
quince días desde la entrada en Registro de la solicitud sin que haya recaído resolución 
expresa, la petición se entenderá concedida.
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Artículo 49.  Ventas con obsequio.
1. Se considera venta con obsequio aquella en la que el comerciante oferta u obsequia al 

comprador con otro producto o servicio adicional, a precio especialmente reducido o de 
manera gratuita, directamente o mediante la participación en un sorteo o concurso, con la 
finalidad de promover las ventas de dichos productos promocionados.

2. La calidad de los objetos o servicios que se promocionen no podrá ser de calidad 
distinta a los que posteriormente serán objeto en la venta ordinaria, quedando prohibida, 
además, la modificación al alza del precio durante el periodo de la oferta de venta con 
obsequio.

3. El número de existencias con las que cuenta el comerciante para hacer frente a la 
obligación de entrega de los obsequios, así como las bases por las que se regulan los 
concursos, sorteos o similares, deberán constar en el envase o envoltorio del producto de 
que se trate o, en su defecto, estar debidamente divulgadas y no podrán ser modificadas 
durante el periodo de vigencia de la oferta.

4. Todo sorteo o concurso en que se exija al participante un desembolso inicial estará 
sujeto a la legislación del juego, salvo que los vales o participaciones en el sorteo o concurso 
se ofrezca como obsequio con la compra de productos.

5. Los bienes o servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales 
deberán entregarse al comprador al tiempo de la compra o en un plazo máximo de dos 
meses a contar desde que el comprador reúna los requisitos exigidos.

6. Queda prohibida la entrega del obsequio condicionada a la adquisición de cualquier 
otro producto o servicio. En todo caso, se respetarán los derechos e intereses de los 
consumidores establecidos en la legislación vigente.

TÍTULO VI
Ventas especiales

Artículo 50.  Concepto.
1. Se consideran ventas especiales a efectos de la presente Ley Foral las ventas a 

distancia, las ventas ambulantes, las ventas automáticas y las ventas en pública subasta.
2. (Anulado)

Artículo 51.  Registro de Comerciantes Minoristas de Ventas Especiales de la Comunidad 
Foral de Navarra.

(Derogado)

Artículo 52.  Venta a domicilio.
1. Se considera venta a domicilio aquella en la que la oferta se produce en domicilios 

privados, lugares de ocio o reunión, centros de trabajo y similares que no sean el 
establecimiento del vendedor.

2. La publicidad de la oferta de este tipo de venta, que deberá ser entregada al 
consumidor, incluirá los siguientes extremos:

a) Identificación y domicilio de la empresa.
b) (Derogada)
c) Los datos esenciales del producto o servicio que permitan su identificación inequívoca 

en el mercado.
d) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
3. No se consideran comprendidos en el concepto de venta domiciliaria las entregas a 

domicilio de mercancías adquiridas por cualquier otro tipo de venta.

Artículo 53.  Venta ocasional.
(Derogado)
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Artículo 54.  Autorización.
(Derogado)

Artículo 55.  Venta en cadena o pirámide.
Se entiende por venta en pirámide o en cadena cualquier tipo de venta en la que se 

ofrece a los consumidores o usuarios productos o servicios a precio reducido e incluso 
gratuito a condición de que éstos consigan, directa o indirectamente, otros clientes o un 
determinado volumen de ventas.

Queda prohibida la mediación de los consumidores o usuarios en las prácticas en 
cadena o pirámides.

Artículo 56.  Oferta de premios o regalos mediante sorteo.
Cuando un comerciante comunique a cualquier consumidor o usuario que ha sido 

agraciado por sorteo con un premio o bien con la entrega de un obsequio, no puede 
condicionar, directa o indirectamente, su entrega a la compra de productos o servicios.

TÍTULO VII
De los certámenes comerciales

Artículos 57 a 62.  
(Derogados)

TÍTULO VIII
Consejo de Comercio de Navarra

Artículo 63.  Constitución y composición del Consejo.
1. Se instituye el Consejo de Comercio de Navarra como órgano consultivo en la 

Comunidad Foral de Navarra competente en la citada materia cuya composición, 
organización y funcionamiento será desarrollado reglamentariamente.

2. Serán funciones del citado Consejo las siguientes:
a) Evacuar los informes y consultas sobre comercio que le sean solicitados por 

cualquiera de las Administraciones competentes en dicha materia.
b) Informar cuantos proyectos de ley foral y demás disposiciones elabore el Gobierno de 

Navarra relacionadas con el sector comercial.
c) Elaborar un informe anual sobre la situación comercial de la Comunidad Foral y en 

especial realizar un seguimiento sobre el desarrollo de los Planes de Modernización del 
sector, así como los de atracción incluidos en los planes municipales.

d) Promover el correcto mantenimiento del censo de los establecimientos comerciales de 
Navarra como herramienta de seguimiento de la adecuada distribución territorial del 
comercio, en colaboración con las entidades representativas del sector y las Entidades 
Locales de Navarra.

e) Promover el cumplimiento de los principios de distribución comercial de los Planes de 
Ordenación Territorial y contribuir a la integración de los principios de esta Ley Foral en la 
redacción de los Planes de Acción Territorial.

f) Promover el desarrollo de las medidas de apoyo al pequeño comercio a través del 
desarrollo de los Planes de Apoyo al mismo mediante los Planes de Modernización y 
Competitividad a realizar con carácter cuatrienal.

g) Promover el desarrollo de los Planes de Acción Comercial dirigidos a las Entidades 
Locales de Navarra, definidos como Núcleos Vertebradores a Escalá Regional y Núcleos 
Vertebradores de Interés Subregional, dentro del Plan de Ordenación Territorial de Navarra y 
en áreas residenciales de alta densidad y superiores a 4.500 habitantes.

h) Cualquier otra que reglamentariamente se establezca.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 105  Ley Foral reguladora del comercio en Navarra

– 2374 –



3. En su composición estarán debidamente representados los agentes económicos y 
sociales más representativos del sector en la Comunidad Foral y, entre ellos, la Cámara 
Navarra de Comercio e Industria, la Federación Navarra de Municipios y Concejos, la 
Federación de Asociaciones de Comerciantes de Navarra, la Confederación de Empresarios 
de Navarra, las Asociaciones de usuarios y consumidores y las organizaciones sindicales y 
empresariales con presencia en el sector.

4. El Consejo de Comercio de Navarra quedará adscrito al Departamento de Innovación, 
Empresa y Empleo del Gobierno de Navarra.

5. El Gobierno de Navarra habilitará de acuerdo con los límites presupuestarios los 
medios económicos necesarios para desarrollar los estudios e informes requeridos por los 
miembros del Consejo de Comercio y en especial para la realización de los estudios sobre el 
sector que sean de interés para la consecución de las medidas de apoyo al sector 
propuestas por los agentes económicos y sociales representativos.

TÍTULO IX
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Competencia y procedimiento

Artículo 64.  Competencia.
1. El Departamento del Gobierno de Navarra competente en materia de comercio 

instruirá los expedientes sancionadores de acuerdo con lo previsto en la presente Ley Foral.
2. El órgano competente para imponer sanciones por infracciones leves será el 

Departamento del Gobierno de Navarra competente en materia de comercio. El órgano 
competente para imponer sanciones por infracciones graves y muy graves será el Gobierno 
de Navarra.

Artículo 65.  Procedimiento.
1. El expediente sancionador se iniciará de oficio, en virtud de denuncia o a instancia del 

Departamento competente en materia de ordenación del territorio cuando la infracción 
pudiera tener repercusiones en el ámbito de este último.

2. El expediente sancionador deberá incluir al menos un informe técnico que detalle las 
circunstancias de la infracción, junto con todas las pruebas que haya sido posible obtener. Si 
la infracción pudiera tener repercusiones en el ámbito del Departamento competente en 
materia de ordenación del territorio, será preceptivo y vinculante el informe de este último.

3. Transcurridos tres meses a partir del momento en que se solicite el citado informe 
preceptivo sin que el Departamento competente en materia de comercio lo haya recibido, 
este podrá resolver el expediente sancionador.

4. El plazo máximo para la instrucción del procedimiento será de seis meses.

Artículo 66.  Procedimientos penales.
1. En los casos en que las infracciones a que se refiere la presente Ley Foral pudieran 

ser constitutivas de ilícito penal, el Departamento del Gobierno de Navarra competente en 
materia de comercio lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal. De igual forma, cuando 
se estime que las conductas puedan ser constitutivas de prácticas competenciales 
prohibidas, conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, lo 
comunicará al Tribunal de Defensa de la Competencia.

2. En ambos casos, el Departamento del Gobierno de Navarra competente en materia de 
comercio suspenderá la tramitación del expediente administrativo hasta tanto se proceda al 
archivo o recaiga resolución firme en aquellas instancias, interrumpiéndose el plazo de 
prescripción de la infracción administrativa o, de existir ya resolución sancionadora, de la 
sanción acordada.
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3. En el supuesto de que se tuviera conocimiento por el Departamento del Gobierno de 
Navarra competente en materia de comercio de instrucción de causa penal o de 
procedimiento ante el Tribunal de Defensa de la Competencia se procederá a la suspensión 
del procedimiento administrativo sancionador. En cualquier caso, se mantendrán las medidas 
de aseguramiento ya tomadas, en tanto no sean sustituidas por las que resuelva la autoridad 
competente.

Artículo 67.  Responsabilidad administrativa.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente Ley Foral 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de establecimientos comerciales 
dedicados al comercio minorista, que las hubiesen cometido en el ámbito territorial de la 
Comunidad Foral de Navarra.

CAPÍTULO II
Infracciones administrativas

Artículo 68.  Definición.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de comercio las acciones u 

omisiones tipificadas en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista, y en la presente Ley Foral, sin perjuicio de las responsabilidades de orden civil o 
de orden penal que pudieran derivarse.

2. Serán de aplicación los principios y normas básicas que condicionan el ejercicio de la 
potestad administrativa sancionadora, contenidas en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común.

Artículo 69.  Clasificación y tipificación de las infracciones.
1. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves, siguiendo la tipificación 

establecida en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista. 
Además tendrán la calificación de infracciones las específicas que se relacionan a 
continuación.

2. Se consideran infracciones leves las siguientes:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades y sus agentes en el ejercicio de sus funciones de inspección y el suministro 
de información inexacta o incompleta.

b) El desarrollo de actividades que impliquen vulneración de las condiciones de la 
autorización de establecimiento comercial mediante un Plan Sectorial de Incidencia 
Supramunicipal siempre que no constituyan infracción grave o muy grave.

c) El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre el horario de apertura y 
cierre del establecimiento.

d) El incumplimiento de cualquier deber en relación con el Registro de Comerciantes 
Minoristas de Ventas Especiales de la Comunidad Foral de Navarra, cuando no tenga la 
calificación de infracción grave.

e) El incumplimiento de las normas en materia de indicación de precios y en materia de 
prácticas promocionales de ventas, contenidas en esta Ley Foral.

f) En general, cualquier incumplimiento de las obligaciones contenidas en la presente 
Ley Foral que no tengan la consideración de infracciones graves o muy graves.

3. Se consideran infracciones graves:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la información requerida por las 

autoridades y sus agentes en el ejercicio de sus funciones de inspección y de la 
Administración comercial, cuando se efectúe acompañada de violencia física o verbal o 
cualquier otra forma de presión.

b) El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de actividades infractoras.
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c) Ampliar la superficie comercial neta de un gran establecimiento comercial sin contar 
con autorización adecuada a tal fin.

d) Causar perjuicios a la ordenación territorial y ecológica de la zona donde se asientan 
los grandes establecimientos comerciales.

e) La apertura del establecimiento comercial en domingo o día festivo no autorizado para 
la realización de actividades comerciales, de aquéllos no excepcionados en el artículo 31 de 
esta Ley Foral.

f) La venta bajo el anuncio o la denominación de «ventas con obsequio», «ventas en 
rebaja», «ventas en liquidación», o «ventas de saldos», con inobservancia de las 
características legales definidoras de las mismas.

g) Estar afectados los objetos ofertados en las ventas con obsequio, en rebaja o en 
liquidación, por alguna causa que reduzca su valor de mercado.

h) El falseamiento, en las ventas promocionales, de la publicidad de su oferta.
i) Modificar durante el periodo de duración de la oferta de ventas con obsequio el precio 

o la calidad del producto.
j) El incumplimiento del régimen establecido sobre entrega de los obsequios 

promocionales.
k) El incumplimiento de la obligación de inscripción en los Registros establecidos en esta 

Ley Foral.
l) La comisión de cualquiera de las faltas leves establecidas en el presente artículo, 

cuando sea cometida de forma reincidente en el término de un año por el mismo 
responsable, y así sea declarado por resolución administrativa firme.

4. Se consideran infracciones muy graves:
a) La comisión de dos o más infracciones graves en el plazo de un año.
b) El inicio de actuaciones de edificación, aun amparadas por una licencia municipal de 

obras, sin que se haya obtenido la autorización de establecimiento comercial mediante un 
Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal para la instalación, ampliación o traslado de un 
gran establecimiento comercial.

c) El ejercicio de actividades comerciales en establecimientos que no hayan obtenido 
autorización, cuando esta sea preceptiva conforme a esta Ley Foral.

d) Causar perjuicios sustanciales e irreversibles a la ordenación territorial y ecológica de 
la zona donde se asientan los grandes establecimientos comerciales.

e) La comisión de cualquiera de las faltas graves establecidas en el presente artículo, 
cuando sea cometida de forma reincidente en el término de un año por el mismo 
responsable, y así sea declarado por resolución administrativa firme.

Artículo 70.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones reguladas en la presente Ley Foral prescribirán a los seis meses, las 

calificadas como leves; a los dos años, las calificadas como graves; y a los tres años, las 
calificadas como muy graves.

2. Estos plazos se contarán a partir de la realización del acto sancionable o de la 
terminación del periodo de comisión si se trata de infracciones continuadas.

CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 71.  Cuantía de las multas.
1. Las infracciones, conforme a lo dispuesto en la presente Ley Foral y la Ley 7/1996, de 

15 de enero, serán sancionadas con apercibimiento o multa cuya cuantía se establece de 
acuerdo con la siguiente graduación:

a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento o multa de hasta 500.000 
pesetas.

b) Las infracciones graves serán sancionadas con multa desde 500.001 a 2.500.000 
pesetas.
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c) Las infracciones muy graves, con multa desde 2.500.001 pesetas hasta 100.000.000 
pesetas.

2. Las cuantías fijadas en el apartado precedente podrán ser actualizadas en función del 
Índice de Precios al Consumo, mediante Decreto Foral. En la misma forma se fijará, cuando 
proceda, la cuantía equivalente en euros de las correspondientes sanciones económicas.

3. En todo caso, las sanciones atenderán a un criterio de proporcionalidad entre la 
infracción cometida y la naturaleza del infractor, teniéndose en cuenta a tales efectos la 
condición de gran establecimiento comercial o establecimiento comercial minorista.

Artículo 72.  Graduación.
1. Las sanciones se graduarán especialmente en función de la trascendencia social de la 

infracción, la situación de predominio del infractor en el mercado, la naturaleza de los 
perjuicios causado, volumen de la facturación a la que afecta, el grado de voluntariedad o 
intencionalidad del infractor, la cuantía del beneficio obtenido, la capacidad económica y el 
plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción.

2. La sanción no podrá suponer más del 5 por 100 de la facturación del comerciante 
afectada por la infracción en el caso de infracciones leves, del 50 por 100 en el caso de las 
infracciones graves y del volumen total de dicha facturación en el caso de infracciones muy 
graves.

Artículo 73.  Medidas cautelares.
1. La Administración podrá adoptar las medidas cautelares que a continuación se 

relacionan, a fin de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, cuando existan 
riesgos para la salud, grave riesgo de perjuicio para los intereses económicos y sociales de 
los consumidores y usuarios, graves perjuicios en la ordenación territorial y ecológica del 
ámbito de desarrollo del comercio minorista, y cuando exista riesgo de distorsión del 
funcionamiento del mercado:

a) Intervención de mercancías falsificadas, fraudulentas, o no clasificadas o que 
incumplan los requisitos mínimos legalmente exigidos para su comercialización.

b) Suspensión de la actividad comercial hasta la subsanación de los defectos o el 
cumplimiento de los requisitos exigidos.

c) Clausura o cierre provisional de establecimientos e instalaciones que carezcan de las 
preceptivas autorizaciones, mientras permanezcan en esta situación.

2. La competencia para adoptar cualquiera de las medidas provisionales señaladas 
corresponderá a la Dirección General que tenga atribuida la competencia en materia de 
comercio y lo hará mediante acuerdo motivado.

Artículo 74.  Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán a los seis meses ; las 

impuestas por faltas graves, a los dos años; y las impuestas por faltas muy graves, a los tres 
años.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse a partir de la firmeza de la resolución 
sancionadora.

TÍTULO X
Medidas de apoyo al pequeño comercio

Artículo 75.  Concepto.
Se entenderán por medidas de apoyo al pequeño comercio las que con carácter de 

fomento del comercio tradicional puedan impulsarse desde las administraciones públicas, o 
desde las asociaciones de comerciantes.
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Artículo 76.  Objetivos.
1. Las actuaciones referidas en el artículo anterior tendrán como objetivos, además de 

procurar el equilibrio entre las diferentes fórmulas comerciales, el mantenimiento, impulso y 
modernización del sector comercial tradicional y su competitividad, sin perjuicio de la libre 
competencia, los siguientes:

a) Mejora de la capacidad tecnológica de las pequeñas y medianas empresas de 
distribución.

b) Mejora de la productividad y competitividad del pequeño y mediano comercio.
c) Fomento de la integración empresarial del pequeño y mediano comercio en 

agrupaciones empresariales sectoriales y locales, en centrales de compras, y otras formas 
de integración empresarial.

d) Fomento del desarrollo de Planes de Atracción Comercial en los municipios definidos 
como Núcleos vertebradores a Escala Regional y Núcleos vertebradores de Interés 
Subregional dentro del Plan de Ordenación Territorial de Navarra y en áreas residenciales de 
alta densidad y superiores a 4.500 habitantes.

e) Fomento de la diversificación empresarial, así como impulso de los planes de calidad 
y formación en especial relativos a la atención al cliente como elemento diferenciador de la 
pequeña empresa.

f) Fomento de las medidas y de los instrumentos tendentes a la especialización, 
modernización y mejora de la gestión.

2. Para el desarrollo de estos objetivos el Gobierno de Navarra elaborará, 
consensuadamente con las organizaciones sociales, empresariales y profesionales, un Plan 
de Apoyo al Pequeño Comercio, que contenga, entre otras, las medidas de apoyo recogidas 
en esta Ley Foral.

Artículo 77.  Medidas de apoyo.
1. El Gobierno de Navarra, mediante el oportuno desarrollo reglamentario, extenderá al 

sector del comercio las ayudas existentes para el sector industrial, tales como fomento a la 
inversión y a la creación de empleo a través del desarrollo de las medidas de apoyo a la 
competitividad previstas en los planes de apoyo al pequeño y mediano comercio de Navarra 
teniendo en cuenta las características propias del sector.

2. El Gobierno de Navarra, de conformidad con los agentes sociales y organizaciones 
empresariales del sector, elaborará un Plan de Formación General que atienda las diversas 
necesidades de formación ocupacional y de reciclaje de los trabajadores, así como de 
formación específica de mejora de la gestión empresarial.

3. El Gobierno de Navarra realizará las actuaciones oportunas que fomenten el 
asociacionismo del pequeño comercio como forma de dinamizar el entramado urbano de las 
poblaciones de Navarra, y de apoyar la modernización del sector.

4. El Gobierno de Navarra, en colaboración con las Administraciones Locales de Navarra 
y con las asociaciones de comerciantes representativas, desarrollará planes de atracción 
comercial como planes dirigidos a la ordenación, dinamización y mejora del atractivo 
comercial de las poblaciones de Navarra incluyendo planes de accesibilidad, movilidad y 
dinamización del tejido empresarial.

5. El Gobierno de Navarra pondrá en marcha cuantas iniciativas y actuaciones sean 
necesarias para facilitar un fácil y completo acceso del sector a los programas y recursos 
existentes a nivel nacional, comunitario con el fin de homogeneizar los apoyos y la 
financiación existente en otros ámbitos.

6. Con el fin de fomentar la modernización de los equipamientos comerciales existentes 
y para realizar los programas de actuación sobre las áreas comerciales afectadas por los 
emplazamientos de los grandes establecimientos comerciales, el Gobierno de Navarra 
promoverá la modificación de la legislación propia de los tributos locales de Navarra, 
favoreciendo las medidas de fomento pertinentes y los convenios con Administraciones y 
Entidades integradas.

La recaudación que se obtenga de tales tributos se destinará a programas de innovación 
y mejora del comercio urbano, con las prioridades y objetivos que se establezcan en el Plan 
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de Actuación Comercial del mismo que se elabore conforme a las directrices de ordenación 
territorial.

TÍTULO XI
Del comercio mayorista

Artículo 78.  Concepto.
Es comercio mayorista o actividad comercial mayorista, a efectos de la presente Ley 

Foral, la actividad que, no siendo susceptible de encuadrarse en las actividades de comercio 
minorista reguladas en esta Ley Foral u otras análogas, se desarrollen profesionalmente, con 
ánimo de lucro, o de prestación de servicios a sus socios o asociados, consistente en situar 
u ofrecer a los minoristas productos naturales o elaborados y servicios.

Artículo 79.  Del comercio mayorista.
El Gobierno de Navarra regulará la normativa específica de aplicación a los 

establecimientos de comercio mayorista.

Disposición adicional primera.  
Para todos los registros y actividades comerciales regulados en esta Ley Foral, así como 

en la reglamentación de desarrollo de la misma, se tendrá en cuenta, en todo caso, los 
dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento 
Automatizado de los Datos de Carácter Personal.

Disposición adicional segunda.  
El comercio electrónico será regulado por el Gobierno de Navarra de conformidad con la 

directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, así como con la legislación 
vigente en el Estado.

Disposición adicional tercera.  
Teniendo en cuenta que la ubicación de una parte de los grandes establecimientos 

comerciales se plantea con una dimensión comarcal, o al menos supramunicipal, la 
repercusión económica de su instalación (contribución, impuestos, tasas...) deberá 
distribuirse entre los municipios incluidos en su ámbito de influencia. A tal efecto, el Gobierno 
de Navarra desarrollará esta previsión en el ámbito de la legislación sobre Haciendas 
Locales, de modo que el 40 por 100 de los ingresos sean para el municipio en el que se 
construya el centro, o 50 por 100 si se ubica en más de un municipio, y el resto se distribuya 
entre el conjunto de los municipios del área de influencia en proporción al número de 
habitantes de cada uno de ellos.

Disposición adicional cuarta.  
El Gobierno de Navarra desarrollará, en el ámbito de la legislación propia de tributos 

locales, la previsión de que al menos el 10 por 100 de los ingresos obtenidos por los 
municipios derivados de la instalación de un gran establecimiento comercial se destinen a 
acciones de promoción del comercio tradicional en esos municipios.

Disposición adicional quinta.  
Se crea el censo de establecimientos comerciales de Navarra en el Departamento 

competente en materia de comercio.
Las personas y las Entidades de cualquier naturaleza jurídica que sean titulares de 

establecimientos comerciales en el territorio de la Comunidad Foral deberán comunicarlo al 
censo de los establecimientos comerciales. A tal efecto deberán formular comunicación ante 
la oficina de gestión unificada de la Comunidad Foral o ante las entidades y asociaciones 
empresariales representativas del sector y con suficiente presencia territorial que hayan sido 
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previamente habilitadas como entidades colaboradoras por el Departamento competente en 
materia de comercio. Las comunicaciones al censo se realizarán de acuerdo con la forma y 
los requisitos que reglamentariamente se establezcan.

El Gobierno habilitará los medios económicos necesarios para desarrollar y mantener 
actualizado el censo de establecimientos comerciales de Navarra.

Disposición transitoria primera.  
La presente Ley Foral no será de aplicación a los expedientes de autorización relativos a 

grandes establecimientos comerciales que hayan sido objeto de resolución definitiva en los 
ámbitos comercial y de ordenación territorial antes de la fecha de entrada en vigor de la 
misma.

Los expedientes de solicitud de licencia comercial específica que no hubieran sido 
resueltos definitivamente a la entrada en vigor de esta Ley Foral, continuarán su tramitación 
conforme a lo establecido en la misma. No se exigirá el pago de la tasa correspondiente a 
las solicitudes que hubiesen completado la documentación en el momento de la entrada en 
vigor de esta Ley Foral.

Disposición transitoria segunda.  
Las personas físicas o jurídicas que, a la entrada en vigor de esta Ley Foral, ejerzan una 

actividad comercial que suponga su inscripción obligatoria en alguno de los registros 
establecidos en la presente Ley Foral, deberán proceder a realizar la citada inscripción en el 
plazo máximo de un año, a contar desde la entrada en vigor del reglamento que determine 
los datos objeto de inscripción y los documentos precisos para la misma.

Disposición transitoria tercera.  
Las licencias comerciales específicas otorgadas con anterioridad a la entrada en vigor de 

la presente Ley Foral continuarán siendo válidas. No obstante, la ampliación o modificación 
de dichos establecimientos estará sujeta a las previsiones contenidas en esta Ley Foral.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley Foral y, en particular, el Decreto Foral 154/1993, de 10 de 
mayo, por el que se regula la implantación territorial y urbanística de las instalaciones 
comerciales de gran superficie y el Decreto Foral 378/2000, de 18 de diciembre, por el que 
se regulan los horarios comerciales.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Gobierno de Navarra y a los Departamentos competentes en cada caso, 

para dictar los actos y disposiciones que requiera el desarrollo y la ejecución de lo previsto 
en la presente Ley Foral.

Disposición final segunda.  
(Anulado)

Disposición final tercera.  
La presente Ley Foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 

Oficial de Navarra.
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§ 106

Ley Foral 15/2009, de 9 de diciembre, de medidas de simplificación 
administrativa para la puesta en marcha de actividades 

empresariales o profesionales

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 155, de 18 de diciembre de 2009

«BOE» núm. 13, de 15 de enero de 2010
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2010-596

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente

LEY FORAL DE MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA PARA LA PUESTA 
EN MARCHA DE ACTIVIDADES EMPRESARIALES O PROFESIONALES

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La simplificación y mejora de los procedimientos administrativos es una aspiración 

continúa de las Administraciones Públicas. Los nuevos principios sobre los que descansa la 
actividad y el funcionamiento de las mismas exigen la consecución de un mejor servicio al 
ciudadano, rápido, coordinado, transparente, eficaz, eficiente, y moderno. La utilización de 
las nuevas tecnologías en la gestión de los procedimientos administrativos es un camino sin 
retorno, que exige un cambio de cultura que comienza con la revisión de los procedimientos 
administrativos y el alumbramiento de nuevas técnicas administrativas.

La Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra supuso un punto de inflexión en la búsqueda de una Administración más acorde con 
los tiempos, flexible y moderna, configurando un marco jurídico adaptado a la realidad de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra. Por su parte, la Ley Foral 11/2007, de 4 
de abril, para la implantación de la Administración Electrónica en la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra configuró el escenario para la materialización gradual, 
completa y multidireccional de una verdadera administración electrónica, que apuesta 
decididamente por las nuevas tecnologías en la creencia de que con ello se logra acercar la 
Administración a los ciudadanos, agilizar los procedimientos administrativos, flexibilizarlos y, 
en definitiva, hacerlos más cómodos. Se persigue reducir la burocracia y normalizar los 
trámites administrativos.

Este escenario general y permanente se ha visto sacudido por una profunda crisis 
económica que no le es ajena. La Administración Pública debe esforzarse por actuar como 
motor de recuperación económica, creando instrumentos que generen confianza en los 
ciudadanos e impulsen la actividad privada. Para ello debe reducir, simplificar e incluso 
eliminar cargas administrativas, fundamentalmente en los procedimientos cuya finalidad sea 
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la implantación de actividades económicas, la promoción de iniciativas de nuevos negocios y 
la creación de empresas.

Tanto el Gobierno de Navarra como el Parlamento de Navarra están implicados 
decididamente en esta tarea, y junto con otras medidas ya adoptadas, mediante esta Ley 
Foral se presenta un paquete de medidas administrativas de simplificación administrativa 
con el objeto de facilitar a las personas físicas o jurídicas la puesta en marcha de actividades 
empresariales o profesionales en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra. Se persigue, 
asimismo, establecer un nuevo marco jurídico que conlleve un impulso en la reducción de los 
trámites y procedimientos, tanto para la promoción de proyectos públicos de carácter 
productivo como para la constitución e implantación de nuevos negocios y empresas en la 
Comunidad Foral de Navarra. Así, se declaran como finalidades de la Ley Foral la 
eliminación de cargas administrativas que no sean imprescindibles, el establecimiento de 
nuevos mecanismos de relación con los distintos agentes implicados en el impulso de la 
actividad empresarial y profesional, la reafirmación de la apuesta por la Administración 
Electrónica y por la simplificación y modernización procedimental, siendo todos ellos 
aspectos que deben considerarse en la elaboración de disposiciones de carácter general.

La presente Ley Foral contempla medidas para fomentar el desarrollo económico, 
medidas para facilitar la puesta en marcha y el desarrollo de actividades económicas y 
medidas para la simplificación de la tramitación administrativa.

Entre las primeras está la posibilidad de declarar como inversiones de interés foral 
aquéllos proyectos que tengan una especial relevancia para el desarrollo económico, social 
o territorial de Navarra, lo que conllevará un impulso preferente y urgente del mismo por 
todas las Administraciones Públicas de Navarra.

Entre las segundas, mucho más numerosas, se prevé la elaboración de protocolos que 
recojan el conjunto de trámites y requisitos necesarios para cada uno de los procedimientos 
que incidan en la puesta en marcha de actividades empresariales o profesionales, 
instrumento clarificador que servirá para tener debidamente informados a los ciudadanos de 
los trámites exigidos. También se creará una oficina de tramitación administrativa para 
ofrecer de manera centralizada servicios de información, asesoramiento, tramitación 
unificada y, en su caso, resolución si procede, en todas aquellas materias y procedimientos 
relacionados con la puesta en marcha de actividades empresariales o profesionales. En el 
Portal del Gobierno de Navarra en Internet se pondrá en marcha también un Portal 
específico de servicios a las empresas. La Ley Foral apuesta por el sistema telemático como 
medio de comunicación preferente de las empresas con la Comunidad Foral de Navarra y 
sus organismos públicos para el cumplimiento de las obligaciones de información derivadas 
de la normativa vigente, estableciéndose la obligación de los diferentes Departamentos de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra de revisar y reducir tales obligaciones de 
información.

Y por último, como medidas para la simplificación administrativa se contempla la 
necesidad de que en la elaboración de los proyectos o anteproyectos de disposiciones de 
carácter general se realice un estudio de cargas administrativas, para que previamente a su 
adopción se valore el impacto de la nueva regulación y si con el mismo se contemplan 
nuevas trabas innecesarias que dificulten la implantación y desarrollo de actividades 
económicas, pudiéndose corregir en su caso. Se encomienda expresamente a los distintos 
Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral que revisen y simplifiquen los 
procedimientos de su competencia, promoviendo los cambios normativos necesarios. Con 
carácter general se definen la declaración responsable y la comunicación previa como 
instrumentos que permitirán iniciar la actividad empresarial o profesional correspondiente en 
mucho menor plazo, cambiándose el control previo de la Administración por el control 
posterior, siempre con la garantía de la responsabilidad del promotor de la iniciativa y la 
presentación de todos los documentos requeridos. De igual modo y con la misma finalidad 
se regulan las licencias condicionadas. Una mayor implicación de los Colegios Profesionales 
y de los distintos organismos que persiguen el impulso de este tipo de actividades se 
considera imprescindible. La Administración debe facilitar la presentación telemática de 
proyectos y visados. También se impulsa el cumplimiento de la obligación de llevanza de 
libros registro a través de medios electrónicos, junto con una revisión de los procedimientos 
en los que existe dicha obligación. Se considera, asimismo, una medida de máxima 
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importancia la regulación del visado documental y de idoneidad, los cuáles son definidos por 
la norma, y permitirá que los diferentes Colegios Profesionales intervinientes en los 
expedientes de proyectos de actividades empresariales o profesionales, coadyuven con la 
Administración y ejerzan con efectividad las funciones públicas que se les encomienden, a 
través de delegaciones o de convenios, descargando de tales funciones a la Administración 
Pública correspondiente.

Estas medidas se completan con algunas modificaciones de la Ley Foral 4/2005, de 22 
de marzo, de intervención para la protección ambiental, que pretenden agilizar algunos 
procedimientos e impulsar la actividad de la Administración en línea con algunas medidas 
recogidas en la presente Ley Foral.

En suma, este conjunto de medidas configura un conjunto de técnicas de diferente orden 
que pretenden impulsar la implantación de actividades de carácter empresarial o profesional, 
implicando a los diferentes agentes que tienen entre sus objetivos el impulso de dichas 
actividades económicas, permitiendo un marco jurídico más ágil que estimule a las diferentes 
personas físicas o jurídicas a la presentación de proyectos de implantación de nuevos 
negocios y empresas en la Comunidad Foral de Navarra.

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El objeto de la presente Ley Foral es la regulación de un conjunto de medidas de 

simplificación administrativa que faciliten a las personas físicas o jurídicas la puesta en 
marcha de actividades empresariales o profesionales en el ámbito de la Comunidad Foral de 
Navarra.

2. La presente Ley Foral se aplicará, entre otras cuestiones, a los procesos de 
información, asesoramiento en la tramitación y resolución administrativa que afecte a 
proyectos de implantación empresarial o de adecuación y ampliación de actividades que 
permitan impulsar la economía y el empleo en la Comunidad Foral de Navarra, y dinamizar 
el modelo productivo.

3. Esta Ley Foral no se aplicará al ámbito tributario.

Artículo 2.  Finalidades.
Las finalidades perseguidas por esta Ley Foral son las siguientes:
a) Eliminar cargas administrativas que no sean necesarias por no aportar un valor 

añadido a los objetivos que persiguen.
b) Establecer nuevos mecanismos de relación con la Administración de la Comunidad 

Foral y sus organismos públicos, con un impulso especialmente decidido de la 
administración electrónica.

c) Fomentar la implicación de los colegios profesionales y las distintas entidades públicas 
en la agilización y puesta en marcha de actividades de carácter económico.

d) Incorporar a la cultura administrativa la importancia de la simplificación y 
modernización procedimental, y valorar con especial interés estos aspectos en la 
elaboración de disposiciones de carácter general.

Artículo 3.  Clasificación de las medidas.
Las medidas contempladas en la Ley Foral se estructuran en función de los objetivos 

que se pretenden alcanzar con la implantación de las mismas de la siguiente forma:
a) Medidas administrativas para fomentar el desarrollo económico: La declaración de 

inversiones de interés foral.
b) Medidas para facilitar la puesta en marcha y el desarrollo de actividades 

empresariales o profesionales:
b.1) La elaboración de protocolos.
b.2) La implantación de la Oficina de Tramitación de Actividades Económicas.
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b.3) La creación del Portal de servicios a las empresas.
b.4) La reducción y simplificación de las obligaciones de información.
c) Medidas para la simplificación de la tramitación administrativa:
c.1) El estudio de las cargas administrativas.
c.2) La revisión procedimental.
c.3) La regulación de la declaración responsable y la comunicación administrativa previa.
c.4) La regulación de las licencias condicionadas.
c.5) la presentación telemática de proyectos y visados.
c.6) La regulación del visado documental y del visado de idoneidad.
c.7) La simplificación en la llevanza de los Libros Registro.

CAPÍTULO II
Medidas administrativas para fomentar el desarrollo económico

Artículo 4.  Inversiones de interés foral.
1. El Gobierno de Navarra podrá declarar mediante Acuerdo como inversiones de interés 

foral aquéllos proyectos que tengan una especial relevancia para el desarrollo económico, 
social o territorial de Navarra.

2. Esta declaración podrá acordarse en cualquier momento de la tramitación 
administrativa, surtiendo efectos a partir de su aprobación. En el acuerdo se fijarán los 
términos, condiciones y plazos, y el mismo se publicará en el Boletín Oficial de Navarra, a 
efectos de su general conocimiento.

3. Los acuerdos del Gobierno de Navarra que declaren un proyecto como inversión de 
interés foral deberán ser remitidos y presentados ante el Parlamento de Navarra en la 
Comisión que se estime procedente, en el plazo máximo de dos meses desde su 
aprobación, al objeto de informar sobre las características que se han considerado 
determinantes para tal calificación.

4. Las inversiones declaradas de interés foral tendrán en sus distintos trámites un 
impulso preferente y urgente por todas las Administraciones Públicas de Navarra.

5. Los plazos ordinarios de trámites previstos en los procedimientos administrativos 
dirigidos a la implantación de la actividad y regulados por leyes forales, decretos forales y 
órdenes forales, se reducirán a la mitad cuando afecten a inversiones declaradas de interés 
foral, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos.

6. También se reducirán a la mitad los plazos establecidos en materia de tramitación, 
aprobación y ejecución del planeamiento urbanístico cuando tengan por objeto obras e 
instalaciones de inversiones declaradas de interés foral.

7. Asimismo, se reducirán a la mitad los plazos para el otorgamiento de cualesquiera 
licencias que resulten precisas para la ejecución, apertura o funcionamiento de dichas obras 
e instalaciones.

8. Las previsiones recogidas en los apartados anteriores afectarán a los plazos 
establecidos en leyes forales, decretos forales y órdenes forales, siempre que los mismos no 
traigan causa de la legislación estatal o europea y no afectar a los trámites a cumplimentar 
por los interesados.

CAPÍTULO III
Medidas para facilitar la puesta en marcha y el desarrollo de actividades 

económicas

Artículo 5.  Elaboración de protocolos.
Los Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra que sean 

competentes para la tramitación de procedimientos que incidan en la puesta en marcha de 
actividades empresariales o profesionales, elaborarán, en el plazo de tres meses desde la 
entrada en vigor de la presente Ley Foral, unos protocolos que recojan el conjunto de 
trámites y requisitos necesarios para cada uno de los procedimientos de su competencia. 
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Dichos protocolos deberán ser trasladados a todos los Colegios Profesionales y entidades 
públicas implicadas, y además, publicados en el Portal del Gobierno de Navarra en Internet. 
Asimismo, tales protocolos estarán permanentemente actualizados.

Artículo 6.  Oficina de Tramitación de Actividades Económicas para la puesta en marcha de 
actividades empresariales o profesionales.

1. El Gobierno de Navarra pondrá en marcha la Oficina de Tramitación de Actividades 
Económicas, unidad administrativa que ofrecerá de manera centralizada servicios de 
información, asesoramiento, tramitación unificada y, en su caso, resolución si procede, en 
todas aquellas materias y procedimientos relacionados con la puesta en marcha de 
actividades empresariales o profesionales. Reglamentariamente se desarrollarán sus 
funciones y su adscripción orgánica.

2. La Oficina de Tramitación de Actividades Económicas actuará coordinadamente con el 
resto de unidades administrativas competentes en la prestación de servicios a las empresas, 
y deberán impulsar conjuntamente la administración electrónica en su ámbito de actuación, y 
en concreto, impulsar el uso de las nuevas tecnologías y la tramitación telemática como 
medio preferente de relación de las empresas con la Administración. También actuará 
coordinadamente con las entidades públicas que estén implicadas en la tramitación de 
proyectos profesionales o empresariales.

3. Reglamentariamente se definirá el catálogo de servicios de la Oficina de Tramitación 
de Actividades Económicas para la puesta en marcha de actividades empresariales o 
profesionales, en el que se recogerán los servicios de información, asesoramiento, 
tramitación y resolución, en su caso, que llevará a cabo. En el referido catálogo se podrán 
incorporar cualesquiera trámites que se consideren necesarios, incluidos los del ámbito 
tributario, aunque el mismo está excluido del ámbito de aplicación de esta Ley Foral 
conforme a lo dispuesto en su apartado 2 del artículo 1.

4. Esta Oficina de Tramitación de Actividades Económicas tendrá el carácter de oficina 
de registro en todos los procedimientos relacionados con los servicios que presta a las 
empresas.

5. Los diferentes Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 
deberán prestar a la Oficina de Tramitación de Actividades Económicas cuanta colaboración 
se les requiera, con la máxima celeridad y eficacia.

Artículo 7.  Portal de servicios a las empresas y profesionales.
En el plazo máximo de seis meses, el Departamento al que esté adscrita la Oficina de 

Tramitación de Actividades Económicas, en colaboración con el resto de Departamentos 
competentes, definirá y pondrá en marcha su portal específico de servicios a las empresas y 
profesionales en el Portal en Internet del Gobierno de Navarra y coordinará sus contenidos, 
garantizando su actualización y mantenimiento.

Artículo 8.  Obligaciones de información.
1. El sistema telemático será el medio de comunicación preferente de las empresas con 

la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus organismos públicos para el 
cumplimiento de las obligaciones de información derivadas de la normativa vigente.

2. Los Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra deberán 
revisar y reducir las obligaciones de información exigidas a las empresas y a las personas 
que las representen.

CAPÍTULO IV
Medidas para la simplificación de la tramitación administrativa

Artículo 9.  Estudio de cargas administrativas.
En la memoria o memorias de los proyectos o anteproyectos de disposiciones de 

carácter general se realizará un estudio de cargas administrativas con la finalidad de valorar 
el impacto de la nueva regulación y evitar que contemple nuevas trabas innecesarias para la 
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implantación y desarrollo de actividades empresariales o profesionales que pudieran 
dificultar el desarrollo económico, así como fomentar la simplificación administrativa y la 
implantación de los correspondientes procedimientos por vía telemática, objetivos que 
siempre deben perseguirse. El contenido concreto de dicho estudio se regulará mediante 
orden foral del Consejero competente en materia de Presidencia que será emitida en el 
plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley Foral.

Artículo 10.  Revisión de procedimientos.
1. Los Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 

procederán en el plazo máximo de seis meses a la revisión de los procedimientos 
administrativos de su competencia, con el objetivo de simplificar y/o eliminar cuantos 
trámites sean posibles, reducir efectivamente plazos en su tramitación y resolución, y 
minimizar costes a las empresas en sus gestiones con la Administración. También 
impulsarán paralelamente la implantación de la tramitación electrónica en la medida en que 
sea técnicamente posible. A tales efectos, se contará con la opinión de los diferentes 
Colegios Profesionales y entidades implicadas en los procedimientos en los que éstos 
intervengan.

2. Tras la revisión de dichos procedimientos, promoverán, en los casos en los que sean 
necesarios, los cambios normativos correspondientes, bien mediante la elaboración y 
presentación de proyectos reglamentarios o bien mediante anteproyectos de leyes forales.

Artículo 11.  La declaración responsable.
1. La Declaración Responsable es el documento suscrito por la persona que pretenda 

poner en marcha una actividad empresarial o profesional sometida a control administrativo, o 
por quien legalmente la represente, en el que declara, bajo su responsabilidad, que reúne 
todos los requisitos establecidos en la normativa vigente para iniciar la actividad empresarial 
o profesional correspondiente, que dispone de la documentación que lo acredita y que se 
compromete a mantener su cumplimiento durante la duración de la misma.

2. El Gobierno de Navarra, en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de la 
presente Ley Foral, regulará los supuestos en los que se podrá iniciar la actividad 
empresarial o profesional, presentando la declaración responsable debidamente 
cumplimentada, así como cuantos otros requisitos se establezcan y entre ellos, la 
declaración de no haber formulado previamente otra declaración responsable que haya 
resultado nula. La presentación de toda la documentación que se requiera conllevará 
automáticamente la concesión de la licencia de actividad, que estará condicionada a la 
efectiva verificación del ajuste a la normativa vigente.

Artículo 12.  La comunicación previa.
1. La Comunicación Previa es el documento por el que la persona que pretenda poner en 

marcha una actividad empresarial o profesional, o quien legalmente la represente, pone en 
conocimiento de la Administración Pública competente hechos o elementos relativos al inicio 
de una actividad, indicando los aspectos que puedan condicionar la misma y 
acompañándola, en su caso, de cuantos documentos sean necesarios para su adecuado 
cumplimiento, de acuerdo con lo establecido en la normativa correspondiente.

2. El Gobierno de Navarra regulará mediante decreto foral aquellas actividades en las 
que se podrá iniciar la actividad empresarial o profesional presentando la comunicación 
previa a la que se refiere este artículo debidamente firmada, así como aquellos otros 
requisitos que se establezcan.

Artículo 13.  Presentación y control por la Administración de la declaración responsable y de 
la comunicación previa.

1. En el plazo de un mes a contar desde la entrada en vigor de la presente Ley Foral, la 
Administración de la Comunidad Foral deberá tener diseñados los modelos de declaración 
responsable y comunicación previa, tanto en soporte digital que pueda ser cumplimentada a 
través del portal web, como en papel.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 106  Ley Foral de medidas para la puesta en marcha de actividades empresariales

– 2387 –



2. La Administración de la Comunidad Foral de Navarra deberá poner a disposición de 
las personas interesadas modelos de declaración responsable y de comunicación previa en 
el Portal del Gobierno de Navarra en Internet (http://www.navarra.es), en los que se recojan 
de manera expresa y clara los requisitos exigidos en cada caso, así como un listado 
permanentemente actualizado de todos los procedimientos en los que se admiten.

3. La presentación de la declaración responsable o de la comunicación previa faculta a la 
correspondiente Administración Pública para comprobar, en cualquier momento, la veracidad 
de todos los documentos, datos y cumplimiento de los requisitos, por cualquier medio 
admitido en derecho.. A tal efecto, impulsará la función inspectora de los órganos 
competentes, al objeto de comprobar la veracidad de los datos declarados y de instar, si 
procede, la potestad sancionadora.

4. La falsedad o inexactitud en cualquier dato, manifestación o documento de carácter 
esencial, que se acompañe o incorpore a una declaración responsable o a una comunicación 
previa implicará la nulidad de lo actuado, impidiendo desde el momento en que se conozca, 
el ejercicio de la actividad afectada, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o 
administrativas a que hubiera lugar.

5. La resolución de la Administración Pública que declare las circunstancias aludidas en 
el apartado anterior podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación 
jurídica al estado que tenía en el momento previo al ejercicio de la actividad correspondiente, 
así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un 
periodo de tiempo determinado, todo ello en los términos que se prevean, en su caso, en las 
normas que resulten de aplicación.

Artículo 14.  Licencias condicionadas.
1. El Gobierno de Navarra y las Entidades Locales de Navarra podrán incorporar en los 

propios actos de otorgamiento de las licencias que afecten a una actividad empresarial o 
profesional, por razones de celeridad y eficacia administrativa, cláusulas que eviten la 
denegación de dichas licencias mediante la incorporación de condiciones impuestas por la 
legislación aplicable.

2. Estas condiciones podrán exigir adaptar, completar o eliminar aspectos de un proyecto 
sujeto a licencia no ajustados a la normativa aplicable, siempre que la acomodación de lo 
solicitado a la legalidad sea posible con facilidad por no afectar a condiciones esenciales, y 
no se altere sustancialmente la actuación pretendida. Estas condiciones deberán cumplirse 
en el plazo establecido en el acto de otorgamiento de la licencia.

Artículo 15.  Presentación telemática de proyectos y visados.
1. El Gobierno de Navarra, en el plazo nunca superior a seis meses desde la entrada en 

vigor de la presente Ley Foral, habilitará un sistema telemático que permita a los Colegios 
Profesionales y otras entidades, con la conformidad de los titulares del proyecto, o a los 
propios titulares, depositar en un repositorio los proyectos técnicos de actividades 
empresariales o profesionales, así como, los visados de los mismos. El depósito en dicho 
repositorio eximirá a los titulares de la obligación de aportarlos a los diferentes expedientes 
administrativos correspondientes a los procedimientos que deban tramitarse ante la 
Administración de la Comunidad Foral, bastando con que realicen una referencia al código 
asignado al proyecto en dicho repositorio. A tal fin se suscribirán los pertinentes convenios 
con los Colegios Profesionales. Las Entidades Locales de Navarra podrán adherirse a este 
sistema.

2. La presentación telemática de estos proyectos, tendrá la misma eficacia a efectos 
administrativos que su presentación vía Registro.

Artículo 16.  Visado documental y visado de idoneidad.
1. El Gobierno de Navarra y las Entidades Locales de Navarra podrán, en aquéllos casos 

en los que la normativa específica o el destinatario no exijan propiamente el visado colegial, 
delegar en los diferentes Colegios Profesionales intervinientes en los procedimientos de 
proyectos de actividades empresariales o profesionales, o en su caso convenir con ellos, el 
ejercicio de las funciones de comprobación de la documentación presentada y de la 
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corrección técnica de los proyectos, que serán ejercitadas mediante la emisión de un visado 
documental y de un visado de idoneidad respectivamente, diferenciados del propio visado 
colegial, el cuál tendrá, sin mediar Convenio, el contenido y los efectos que se determinen en 
la normativa reguladora de los Colegios Profesionales. El coste de la emisión de dichos 
visados no recaerá en el promotor del proyecto.

2. El visado documental será aquél emitido por el respectivo Colegio Profesional una vez 
comprobado que la documentación presentada está completa y se adecua formalmente a lo 
exigido por la normativa correspondiente, y dará fe de que el proyecto presentado contiene 
toda la documentación exigida por la legislación que resulte de aplicación, y no prejuzgará la 
adecuación a la misma de su contenido. Para ello, se facilitará a los Colegios Profesionales 
emisores unos listados con la relación completa de los documentos exigidos en la 
tramitación de cada uno de los procedimientos incorporados a los Convenios.

3. El visado de idoneidad será aquél emitido por el respectivo Colegio Profesional, una 
vez comprobada la corrección e integridad formal de la documentación del trabajo 
profesional, que garantiza que el contenido del proyecto cumple las normas sobre 
especificaciones técnicas y que es conforme con el resto de la normativa vigente de 
aplicación, dando fe de ello.

4. La emisión de dichos visados no eximirá de la responsabilidad correspondiente al 
profesional autor del proyecto. En cualquier caso, los Colegios Profesionales exigirán que en 
los proyectos que se les presenten por sus colegiados se explicite expresamente, junto a la 
firma del profesional interviniente, que el mismo asume bajo su responsabilidad que el 
contenido del proyecto es conforme a la normativa vigente de aplicación.

5. La Administración Pública presumirá completo el proyecto presentado que contenga el 
visado documental, y completo y válido el que contenga el visado de idoneidad, sin perjuicio 
en ambos casos de la facultad de inspección y sancionadora que corresponda.

Artículo 17.  Libros de registro.
La Administración de la Comunidad Foral de Navarra establecerá los medios necesarios 

a fin de que las empresas y las personas usuarias obligadas a llevar libros de registro lo 
puedan hacer en formato electrónico. Igualmente, se promoverá la progresiva eliminación de 
diligencias en los mismos.

Disposición adicional primera.  Revisión procedimental.
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley Foral, se procederá a la 

revisión de los procedimientos prevista en el artículo 10 de la misma.

Disposición adicional segunda.  Funcionamiento de la Oficina de Tramitación de 
Actividades Económicas.

1. En el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de esta Ley Foral, se pondrá en 
funcionamiento la Oficina de Tramitación de Actividades Económicas.

2. Por orden foral del Consejero competente en materia de función pública se adscribirán 
funcionalmente a esta Oficina de Tramitación de Actividades Económicas los empleados 
públicos que se estimen necesarios con independencia de su adscripción orgánica.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

establecido en esta Ley Foral.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo, de 
Intervención para la Protección Ambiental.

La Ley Foral 4/2005, de 22 de marzo, de Intervención para la Protección Ambiental, 
queda modificada como sigue:

Uno. El apartado 3 del artículo 49 queda redactado del siguiente modo:
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«3. No se podrán conceder licencias de obras para actividades clasificadas en 
tanto no se haya otorgado la licencia de actividad correspondiente. No obstante lo 
anterior, para determinadas actividades de baja incidencia medioambiental y en los 
términos y condiciones que reglamentariamente se prevean, se podrá conceder 
licencia de obras mientras se tramita la licencia de actividad. En dichos casos, la 
ejecución de las obras quedará bajo la exclusiva responsabilidad de su promotor, sin 
que la misma condicione el otorgamiento o denegación de la licencia de actividad, ni 
la necesaria y obligada adaptación a las condiciones que se señalen por el 
organismo medioambiental.»

Dos. El apartado 3 del artículo 52 queda redactado del siguiente modo:
«3. La falta de resolución y notificación en el plazo al que se refiere el apartado 

anterior conllevará que el proyecto no deba someterse a evaluación de impacto 
ambiental.»

Tres. El apartado 4 del artículo 58 queda redactado del siguiente modo:
«4. Se podrán obtener, con carácter previo a la obtención de la licencia de 

apertura, las autorizaciones de enganche o ampliación de suministro de energía 
eléctrica, de utilización de combustibles líquidos o gaseosos, de abastecimiento de 
agua potable y demás autorizaciones preceptivas para el ejercicio de la actividad, 
salvo en los casos en los que se determine reglamentariamente lo contrario. Estas 
autorizaciones estarán condicionadas a la obtención de la licencia de apertura, que 
de ser denegatoria conllevarán la automática denegación de las mismas y la 
obligación de proceder inmediatamente al corte de los suministros.»

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo de la presente Ley Foral.
Se autoriza al Gobierno de Navarra para dictar cuantas disposiciones reglamentarias 

sean necesarias para la aplicación y el desarrollo de la presente Ley Foral.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Esta Ley Foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 

de Navarra.
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§ 107

Ley Foral 13/1989, de 3 de julio, de Comercio no Sedentario

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 85, de 10 de julio de 1989

«BOE» núm. 244, de 11 de octubre de 1989
Última modificación: 14 de abril de 2010

Referencia: BOE-A-1989-23886

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente Ley Foral de 

Comercio no Sedentario.
De conformidad con lo establecido en el artículo 56.1.d) de la Ley Orgánica de 

Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra corresponde a la Comunidad 
Foral de Navarra la competencia exclusiva en materia de comercio interior y defensa del 
consumidor y del usuario, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación 
de bienes en el territorio nacional y de la legislación sobre defensa de la competencia.

El objeto de esta Ley Foral es la ordenación del comercio no sedentario, en sus 
diferentes modalidades, teniendo en cuenta las especiales características de la estructura 
comercial y urbana de la Comunidad Foral así como las competencias y el peculiar régimen 
jurídico de la Administración Local de Navarra, tratando de conseguir una mayor 
transparencia en la actividad y una mayor profesionalización de los agentes que ejercen este 
tipo de comercio.

Esta ordenación legal del comercio realizado de forma no sedentaria pretende de esta 
forma garantizar el correcto desarrollo de este tipo de actividad comercial en las diferentes 
zonas de Navarra, asegurando que estas actividades se desenvuelvan en condiciones de 
libre y leal competencia, así como en el respeto y garantía de los legítimos derechos de los 
consumidores.

Con el fin de lograr los anteriores objetivos, la Ley Foral define aquellas actividades que 
van a tener consideración de comercio no sedentario, regulando el procedimiento y 
condiciones en que las Entidades locales podrán realizar la regulación de estas actividades 
dentro de sus respectivos ámbitos territoriales.

Igualmente se establecen en la misma las condiciones mínimas que deberán cumplir 
para el ejercicio del comercio no sedentario, tanto los propios comerciantes, como las 
instalaciones destinadas a tal fin.

Por último, la Ley Foral regula el procedimiento y régimen sancionador aplicable como 
disciplina del comercio no sedentario, a fin de controlar adecuadamente su desarrollo.

Artículo 1.  
Esta Ley Foral tiene por objeto la regulación del comercio no sedentario en el ámbito 

territorial de la Comunidad Foral de Navarra.
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Artículo 2.  
1. Se entiende por comercio no sedentario, a los efectos de esta Ley Foral, el realizado 

por comerciantes fuera de un establecimiento comercial permanente, en instalaciones 
desmontables, en espacios abiertos, o en vehículos-tienda, de acuerdo con las condiciones 
establecidas en la presente Ley Foral.

2. No se aplicarán las disposiciones de esta Ley Foral a:
a) Las actividades comerciales realizadas dentro de los recintos ocupados por una feria 

comercial que se regirán por su normativa específica.
b) La venta de objetos de artesanía realizada por los propios productores, con motivo de 

fiestas, ferias y acontecimientos populares, sometiéndose a la competencia de las 
respectivas Entidades Locales.

c) La venta realizada con motivo de las fiestas patronales de la localidad, que se 
someterán a la competencia de la respectiva Entidad Local.

Artículo 3.  
El comercio no sedentario podrá adoptar las siguientes modalidades:
a) Comercio en mercadillos con periodicidad determinada y en lugares preestablecidos.
b) Comercio esporádico con motivo de ferias y fiestas.
c) Comercio itinerante en vehículos-tienda.

Artículo 4.  
1. Los ayuntamientos podrán regular, con sujeción a lo dispuesto en esta Ley Foral, el 

ejercicio del comercio no sedentario en sus respectivos términos municipales.
2. La regulación municipal concretará los lugares, frecuencia, horario y productos 

autorizados y establecerá las características de los tipos de comercio no sedentario, 
diferenciando las tres modalidades contempladas en el artículo 3 de esta Ley Foral.

3. Los mercadillos con periodicidad determinada contemplados en la letra a) del artículo 
3 sólo podrán celebrarse un día a la semana.

4. Las autorizaciones se realizarán por tiempo limitado, previa ponderación de la 
inversión efectuada y de la remuneración equitativa de los capitales invertidos. El 
procedimiento garantizará la transparencia e imparcialidad, y, en concreto, la publicidad 
adecuada del inicio, desarrollo y fin del proceso.

5. El ayuntamiento entregará a la persona que haya autorizado para el ejercicio del 
comercio no sedentario dentro de su término municipal una tarjeta identificativa que 
contendrá los datos esenciales de la autorización y que estará expuesta en lugar visible y a 
disposición de la clientela. En la misma deberá figurar la dirección donde se atenderán las 
reclamaciones de las personas consumidoras. Dicha dirección deberá figurar igualmente en 
todo caso en la factura o comprobante de la venta.

6. Cada titular autorizado para el ejercicio del comercio no sedentario deberá poseer un 
seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos de esta actividad.

Artículo 5.  
Las Entidades Locales podrán aprobar, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley 

Foral, sus propios Reglamentos y Ordenanzas reguladoras de esta actividad comercial, 
teniendo en cuenta las características de cada municipio.

Artículo 6.  
No podrá concederse autorización para la venta de aquellos productos cuya normativa 

reguladora lo prohíba.
Tampoco se podrá autorizar la venta de carnes, aves y caza frescas, refrigeradas y 

congeladas, cecinas, embutidos, jamón, huevos, pescados y mariscos frescos, refrigerados y 
congelados; leche certificada, pasteurizada y derivados lácteos frescos; pastelería y bollería 
rellena o guarnecida; pastas alimenticias frescas, rellenas y semiconservas, así como 
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aquellos otros productos que por sus especiales características y a juicio de las autoridades 
competentes conlleven riesgo sanitario.

No obstante podrá autorizarse la venta de los productos enumerados en el párrafo 
anterior siempre y cuando, a juicio de las autoridades sanitarias competentes, se disponga 
de las adecuadas instalaciones de transportes y frigoríficas.

Artículo 7.  
Para el ejercicio del comercio no sedentario se deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Estar dado de alta en los epígrafes correspondientes de la Licencia Fiscal de 

actividades comerciales e industriales.
b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales con la Hacienda 

pública que corresponda.
c) Estar dado de alta en el régimen de la Seguridad Social correspondiente.
d) Poseer la autorización de la Entidad Local correspondiente que estará expuesta de 

forma visible en el puesto de venta.
e) Cumplir las condiciones exigidas por las reglamentaciones técnico-sanitarias y demás 

disposiciones de aplicación en relación con los productos objeto de comercio.
f) En el caso de extranjeros, estar en posesión de los permisos de residencia y trabajo 

por cuenta propia, de acuerdo con la normativa vigente.
g) La venta de productos con alguna deficiencia de fabricación o de producción oculta 

exigirá que estas circunstancias sean advertidas mediante carteles claramente visibles para 
el consumidor.

h) Poseer la documentación suficiente que acredite la marca original y la procedencia de 
los productos expuestos a la venta.

i) Poseer el carné de manipulador de alimentos extendido por los Servicios Técnicos del 
Gobierno de Navarra, para la venta de productos alimenticios.

Artículo 8.  
Los vehículos en que se transporte la mercancía y las instalaciones donde se ejerza el 

comercio no sedentario deberán ofrecer las condiciones de seguridad e higiene exigidas por 
la normativa específica vigente.

Los productos a la venta, siempre que sus características de volumen y peso lo 
permitan, deberán situarse a una altura, respecto al nivel del suelo, no inferior a 80 
centímetros.

Asimismo, los productos alimenticios, en ningún caso podrán situarse directamente 
sobre el suelo.

Artículo 9.  
Corresponde a las Entidades Locales la inspección y sanción en materia de comercio no 

sedentario, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otras administraciones.
Cuando sean detectadas infracciones de índole higiénico-sanitaria, las Entidades 

Locales deberán dar cuenta inmediata de las mismas a las autoridades sanitarias que 
corresponda.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9.º las Entidades Locales, para el ejercicio de 
sus competencias en materia de inspección sanitaria, podrán recabar la colaboración de la 
Administración Foral.

Artículo 10.  
1. Las infracciones a lo establecido en esta Ley se calificarán de la siguiente forma:
A) Infracciones leves:
a) El incumplimiento de algunas de las condiciones establecidas en la autorización de la 

Entidad Local señaladas en el artículo 4.º.
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b) El incumplimiento de los preceptos de esta Ley Foral o de las Ordenanzas, elaboradas 
por las Entidades Locales de acuerdo a ella, salvo que se encuentren tipificados en alguna 
de las otras dos categorías de infracciones.

B) Infracciones graves:
a) La reincidencia en infracciones leves.
b) El incumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa reguladora de los 

productos objeto de comercio.
c) El desacato o la negativa a suministrar información a la autoridad municipal o a sus 

funcionarios o agentes en el cumplimiento de su función, así como el suministro de 
información inexacta o documentación falsa.

C) Infracciones muy graves:
a) La reincidencia en infracciones graves.
b) Carecer de la autorización de la Entidad Local correspondiente.
c) La resistencia, coacción o amenaza a la autoridad de la Entidad Local, funcionarios y 

agentes de la misma, en cumplimiento de su función.
2. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con apercibimiento o multa de hasta 

25.000 pesetas.
Las infracciones graves podrán ser sancionadas con multa de 25.001 a 100.000 pesetas.
Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con multa de 100.001 a 500.000 

pesetas y, en su caso, suspensión temporal o revocación de la autorización de la Entidad 
Local.

Las cuantías de las multas serán actualizadas periódicamente por el Gobierno de 
Navarra en función de la evolución del índice de precios al consumo.

Como medida precautoria se podrá intervenir cautelarmente las mercancías cuando de 
las diligencias practicadas se presuma el incumplimiento de los requisitos mínimos exigidos 
para su comercialización, procediéndose a su decomiso en el caso de ofrecer riesgo 
sanitario a juicio de la autoridad competente.

Artículo 11.  
Los expedientes sancionadores se sujetarán, en cuanto a procedimiento, a lo establecido 

en las disposiciones administrativas vigentes.

Disposición transitoria primera.  
En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de la presente Ley Foral 

aquellas Entidades Locales que tuvieran establecidas ordenanzas regulando las 
modalidades de venta contempladas en la presente Ley Foral, deberán adaptarlas a la 
misma.

Disposición transitoria segunda.  
Antes del 31 de diciembre de 1989 las Entidades Locales deberán revisar las 

autorizaciones actualmente vigentes, de conformidad con los criterios y requisitos que 
establece esta Ley Foral.

Disposición final primera.  
Se faculta al Gobierno de Navarra para dictar cuantas disposiciones sean precisas para 

el desarrollo y ejecución de esta Ley Foral.

Disposición final segunda.  
La presente Ley Foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Navarra».
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§ 108

Ley Foral 27/2003, de 4 de abril, por la que se regula la composición 
del Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 45, de 11 de abril de 2003

«BOE» núm. 120, de 20 de mayo de 2003
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2003-10080

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente Ley Foral por la que 

se regula la composición del Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista.
La Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del comercio en Navarra, establece, en 

su artículo 63, la constitución del Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista como un 
órgano consultivo de la Comunidad Foral de Navarra competente en dicha materia. 
Asimismo se establece un desarrollo reglamentario posterior en lo relativo a la composición, 
organización y funcionamiento del citado Consejo Asesor. El apartado 3 del referido artículo 
señala que en la composición del Consejo Asesor estarán debidamente representados los 
agentes económicos y sociales más representativos del sector y, entre ellos, la Cámara de 
Comercio e Industria, la Federación Navarra de Municipios y Concejos, la Federación de 
Comerciantes de Navarra, la Confederación de Empresarios de Navarra, las Asociaciones 
de Usuarios y Consumidores y las organizaciones sindicales con presencia en el sector.

Mediante Acuerdo de 15 de abril de 2002 del Gobierno de Navarra, se tomó en 
consideración el proyecto de Decreto Foral por el que se regula la composición, organización 
y funcionamiento del Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista, a efectos de la 
emisión del preceptivo informe del Consejo de Navarra. Dicho informe fue emitido con fecha 
10 de junio de 2002 con carácter favorable.

El Decreto Foral 174/2002, de 22 de julio, regula la composición organización y 
funcionamiento del Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista con una composición 
que se estima no es proporcional ni representativa de los agentes económicos y sociales del 
sector comercial de Navarra.

Artículo único.  Composición del Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista.
El Consejo Navarro Asesor de Comercio Minorista tendrá la siguiente composición:
El Consejero titular del Departamento de Industria y Tecnología, Comercio, Turismo y 

Trabajo, que ejercerá la presidencia.
Sendos representantes de los Departamentos de Economía y Hacienda, de 

Administración Local y de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, designados 
por sus respectivos Consejeros.

El Director General de Comercio y Turismo.
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El Director del Servicio de Comercio y Consumo.
Tres representantes designados por la Federación Navarra de Municipios y Concejos.
Dos representantes designados por la Cámara Oficial de Comercio e Industria de 

Navarra.
Tres representantes designados por la Federación de Asociaciones de Comerciantes de 

Navarra.
Dos representantes designados por la Confederación de Empresarios de Navarra.
Dos representantes de asociaciones de consumidores y usuarios de Navarra, 

designados por el Departamento de Industria y Tecnología, Comercio, Turismo y Trabajo 
entre los candidatos propuestos por dichas entidades.

Tres representantes de organizaciones sindicales con presencia en el sector, designados 
por el Departamento de Industria y Tecnología, Comercio, Turismo y Trabajo entre los 
candidatos propuestos por dichas entidades.

Un Técnico de Administración Pública (Rama Jurídica) designado por el Departamento 
de Industria y Tecnología, Comercio, Turismo y Trabajo, que ejercerá como Secretario del 
Consejo, con voz y sin voto.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Ley Foral.

Disposición final primera.  Aplicación de la Ley Foral.
Se autoriza al Gobierno de Navarra a dictar las disposiciones reglamentarias que sean 

precisas para aplicar la presente Ley Foral.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta Ley Foral entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de 

Navarra.
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§ 109

Ley Foral 17/2015, de 10 de abril, de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Navarra

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 71, de 15 de abril de 2015
«BOE» núm. 107, de 5 de mayo de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-4953

LA PRESIDENTA DEL GOBIERNO DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente Ley Foral de la 

Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Navarra.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
De conformidad con el artículo 44.24 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de 

Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, la Comunidad Foral de 
Navarra ostenta competencia exclusiva en materia de Cámara de Comercio e Industria, de 
acuerdo con los principios básicos de la legislación general y sin perjuicio de las 
competencias del Estado en materia de comercio exterior.

La legislación foral dictada inicialmente al amparo de tal competencia se circunscribió 
exclusivamente a la regulación de la financiación de la Cámara Oficial de Comercio e 
Industria de Navarra.

Así, la primera ley foral promulgada en esta materia, la 45/1983, de 31 de diciembre, 
sobre financiación de la Cámara Oficial de Comercio e Industria de Navarra, que fue objeto 
de ulteriores modificaciones en las Leyes Forales de Presupuestos Generales de Navarra 
para los ejercicios 1987 y 1989, estableció en favor de la Cámara Oficial de Comercio e 
Industria de Navarra el denominado recurso cameral permanente, consistente en un 
porcentaje sobre las cuotas del Impuesto sobre Sociedades, Licencia Fiscal y sobre los 
rendimientos de actividades empresariales y profesionales del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas.

El segundo texto en la materia fue la Ley Foral 6/1995, de 4 de abril, por la que se reguló 
el Recurso Cameral correspondiente a la Cámara Oficial de Comercio e Industria de 
Navarra, cuyo objeto fue establecer las nuevas cuantías del recurso cameral permanente, 
adecuándolas a las que había fijado la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, salvo el correspondiente a la Licencia Fiscal, 
con la finalidad de evitar una desfavorable discriminación de los contribuyentes navarros 
frente a los de régimen común, y regular, además, el régimen jurídico aplicable al mismo.

Sin embargo, la citada Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Navegación, estableció de un modo completo el régimen jurídico al 
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que habían de sujetarse estas corporaciones de derecho público, al tiempo que sentó los 
principios básicos de la legislación general del Estado sobre la materia.

Es por ello que, con el objetivo fundamental de establecer en un solo cuerpo normativo el 
marco jurídico en el que había de desenvolverse la Cámara Oficial de Comercio e Industria 
de Navarra, y partiendo siempre del pleno respeto al reparto competencial entre el Estado y 
la Comunidad Foral de Navarra, se aprobó la Ley Foral 17/1998, de 19 de noviembre, que, 
con algunas modificaciones, ha venido rigiendo a lo largo de estos años la naturaleza, 
composición y funciones de la Cámara Oficial de Comercio e Industria de Navarra.

No obstante lo anterior, la aprobación por el Estado de una nueva ley básica de cámaras 
de comercio, a saber, la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, que tiene entre sus objetivos la redefinición de 
estas corporaciones como instituciones fundamentales para la vida económica de nuestro 
país y el reforzamiento de su papel en el marco del apoyo a las pequeñas y medianas 
empresas en el ámbito de la internacionalización e incremento de su competitividad, exige la 
adaptación de la normativa foral actualmente existente, actualización que se lleva a cabo a 
través de la presente Ley Foral reguladora de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Navarra (en adelante Cámara).

La ley foral se estructura en cinco títulos.
El título I, bajo la rúbrica «Disposiciones generales», sienta las líneas esenciales 

configuradoras de la Cámara. Así, establece el modelo de Cámara única en el territorio de la 
Comunidad Foral de Navarra, sin perjuicio de la posible creación de delegaciones 
comarcales o municipales, la define como corporación de derecho público con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, y la configura 
como órgano consultivo y de colaboración con las Administraciones Públicas, para lo cual le 
atribuye determinadas funciones de carácter público-administrativo, en cuyo ejercicio estará 
sometida a la tutela de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y, en su caso, a 
la de la Administración del Estado, todo ello sin menoscabo de los intereses privados que 
persigue. Al mismo tiempo, se reconoce la realización de actividades privadas en régimen de 
libre competencia, todo ello en el marco de la potenciación de las cámaras como entidades 
prestadoras de servicios.

El título II se ocupa de la composición, organización y funcionamiento de la Cámara, 
estableciendo la composición, elección y atribuciones de sus órganos de gobierno, que son 
el Pleno, el Comité Ejecutivo y el Presidente, todo ello de conformidad con el principio de 
funcionamiento democrático que establece la legislación básica estatal, al tiempo que 
contempla otras cuestiones relativas al personal de la Cámara.

El título III regula el régimen electoral de la Cámara, estableciendo la composición del 
censo y las normas referentes al procedimiento electoral.

El título IV, referente al régimen económico y presupuestario, señala los medios 
económicos con que contará la Cámara para la financiación de sus actividades, articula los 
sistemas de control de sus presupuestos y cuentas, correspondiendo su aprobación a la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

Por último, el título V regula el régimen jurídico de la Cámara, sujetando el ejercicio de su 
actividad a la tutela de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y, en su caso, a 
la de la Administración del Estado. Asimismo, contempla el control externo de la Cámara de 
Comptos, establece el régimen de recursos contra las resoluciones de la Cámara dictadas 
en el ejercicio de sus competencias de naturaleza público-administrativa, impone a la 
Cámara el deber de informar a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra de 
cuantos acuerdos adopten sus órganos de gobierno y prevé la posibilidad de suspender su 
actividad e incluso de disolverlos en determinados supuestos.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley foral tiene por objeto establecer la regulación de Cámara Oficial de Comercio, 

Industria y Servicios de Navarra (en adelante Cámara), que será la única existente en la 
Comunidad Foral de Navarra.

2. La Cámara podrá establecer delegaciones en aquellas comarcas y municipios 
navarros cuya actividad económica así lo aconseje.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. La Cámara es una Corporación de Derecho Público con personalidad jurídica y plena 

capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, que se configura como órgano 
consultivo y de colaboración con las Administraciones Públicas, sin menoscabo de los 
intereses privados que persigue. Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

2. La Cámara se regirá por lo dispuesto en la presente ley foral, sin perjuicio de la 
legislación básica estatal en materia de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios 
y Navegación, así como por la normativa foral que se dicte en desarrollo de esta ley foral. Le 
será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura y 
funcionamiento de las Administraciones Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza 
y finalidades. La contratación y el régimen patrimonial se regirán conforme al derecho 
privado. El Reglamento de la Cámara establecerá un procedimiento que garantice las 
condiciones de publicidad, transparencia y no discriminación.

Artículo 3.  Finalidad.
La Cámara tiene como finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses 

generales del comercio, la industria y los servicios, así como la prestación de servicios a las 
empresas que ejerzan las indicadas actividades. Asimismo, ejercerá las competencias de 
carácter público que le atribuye esta ley foral y las que les puedan ser asignadas por las 
Administraciones Públicas con arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento 
jurídico.

Las actividades a desarrollar por la Cámara para el logro de sus fines se llevarán a cabo 
sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las facultades de 
representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y 
de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

Artículo 4.  Reserva de denominación.
Ninguna persona física o jurídica o entidad podrá utilizar los términos de Cámara Oficial 

de Comercio, Industria y Servicios de Navarra, Cámara Navarra de Comercio, Industria y 
Servicios o Cámara de Comercio, ni ningún otro que incluya los anteriores como parte de 
una denominación bajo la que una persona o entidad se haya constituido o ejerza o 
desarrolle funciones y operaciones, o que contenga términos similares de ser susceptibles 
de confusión en los términos indicados, sin perjuicio de las creadas o promovidas por 
voluntad de la propia Cámara para el cumplimiento de sus fines y de las Cámaras Oficiales 
de países extranjeros en España.

Artículo 5.  Funciones.
1. La Cámara tendrá las siguientes funciones de carácter público-administrativo:
a) Expedir certificados de origen y demás certificaciones relacionadas con el tráfico 

mercantil, nacional e internacional, en los supuestos previstos en la normativa vigente.
b) Recopilar las costumbres y usos mercantiles de Navarra, así como las prácticas y 

usos de los negocios y emitir certificaciones acerca de su existencia, publicarlos y 
difundirlos.
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c) Ser órgano de asesoramiento de las Administraciones Públicas, en los términos que 
las mismas establezcan o demanden, para el desarrollo del comercio, la industria y los 
servicios.

d) Desarrollar actividades de promoción, apoyo y estímulo al comercio exterior, 
fomentando especialmente la exportación y la presencia de los productos y servicios 
navarros en el exterior, mediante la elaboración y ejecución del Plan Cameral de 
Internacionalización, de conformidad con la legislación estatal y la de la Comunidad Foral de 
Navarra.

e) En los casos en que así sea requerida por las administraciones competentes 
colaborar en la organización de la formación práctica en los centros de trabajo incluida en las 
enseñanzas de Formación Profesional y en las acciones e iniciativas formativas de la 
Formación Profesional Dual, en especial en la selección y validación de centros de trabajo y 
empresas, en la designación y formación de tutores de los alumnos y en el control y 
evaluación del cumplimiento de la programación, sin perjuicio de las funciones que puedan 
atribuirse a las organizaciones empresariales en este ámbito.

f) Tramitar, en los casos en que así sea requerida por la Administración General del 
Estado, los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos en que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar los servicios públicos relacionados con las 
mismas cuando su gestión le corresponda a la Administración del Estado.

g) Gestionar, en los términos del artículo 11 de esta ley foral, un censo público de todas 
las empresas, así como de sus establecimientos, delegaciones y agencias radicados en su 
demarcación.

h) Actuar de ventanilla única empresarial, cuando sea requerida para ello por las 
Administraciones Públicas competentes.

i) Colaborar con las Administraciones Públicas en la simplificación administrativa de los 
procedimientos para el inicio y desarrollo de actividades económicas y empresariales, así 
como en la mejora de la regulación económico-empresarial.

j) Impulsar actuaciones dirigidas al incremento de la competitividad de las pequeñas y 
medianas empresas, y fomentar la innovación y transferencia tecnológicas a las empresas.

k) Impulsar y colaborar con las Administraciones Públicas en la implantación de la 
economía digital de las empresas.

l) Cuando lo requiera el Gobierno de Navarra y en el caso de que la autoridad de gestión 
de los Fondos de la Unión Europea lo considere procedente, la Cámara podrá participar en 
la gestión de Fondos de la Unión Europea dirigidos a la mejora de la competitividad en las 
empresas.

2. También corresponderá a la Cámara desarrollar las funciones público-administrativas 
que se enumeran a continuación:

a) Elaborar estadísticas del comercio, la industria y servicios de Navarra, realizar 
encuestas de evaluación, estudios de los distintos sectores comerciales, industriales y de 
servicios, así como publicarlos, difundirlos, en todo caso, con sujeción al ordenamiento 
jurídico establecido en esta materia en la Comunidad Foral de Navarra.

b) Proponer a las Administraciones Públicas de Navarra cuantas reformas o medidas 
consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria y los 
servicios.

c) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria y los servicios.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas de Navarra como órganos de apoyo y 
asesoramiento para la creación de empresas.

e) Colaborar y apoyar a las Administraciones Públicas mediante la realización de 
actuaciones materiales de verificación y comprobación del cumplimiento de los requisitos 
legales y verificación de establecimientos mercantiles, industriales y de servicios en orden al 
cumplimiento de lo establecido en la normativa general y sectorial vigente.

f) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
g) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.
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h) Informar los proyectos de normas emanados de la Comunidad Foral de Navarra que 
afecten directamente a los intereses generales del comercio, la industria y los servicios, así 
como los instrumentos de ordenación territorial que tengan por objeto específico la 
implantación de actividades industriales, comerciales o de servicios de gran magnitud y los 
expedientes de implantación de grandes establecimientos comerciales.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración de la Comunidad Foral de 
Navarra.

j) Colaborar con la administración competente informando los estudios, trabajos y 
acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los servicios y la 
navegación.

k) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y colaboración 
con las Administraciones Públicas competentes.

l) Colaborar con las administraciones competentes para facilitar información y orientación 
sobre el procedimiento de evaluación, certificación y acreditación para el reconocimiento de 
las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación 
de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento.

m) La Cámara también podrá desarrollar cualquier otra función que la Administración de 
la Comunidad Foral de Navarra, en el ejercicio de sus competencias, considere necesaria.

3. La Cámara podrá llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se 
prestarán en régimen de libre competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento 
del comercio, la industria y los servicios, o que sean de utilidad para el desarrollo de las 
indicadas finalidades y, en especial, establecer servicios de información y asesoramiento 
empresarial. Asimismo, podrá difundir e impartir formación en relación con la organización y 
gestión de la empresa; prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y 
crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de 
residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos exigidos en la normativa 
sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

También podrá desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, 
nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

4. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
Administración tutelante, la Cámara podrá promover o participar en toda clase de 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los 
oportunos convenios de colaboración con otras Cámaras de Comercio nacionales o 
extranjeras. En particular, impulsará, para el mejor desarrollo de sus fines, los convenios de 
colaboración con las Cámaras de Comercio de las Comunidades Autónomas limítrofes y de 
Aquitania. La Administración tutelante determinará los mecanismos de seguimiento 
correspondientes.

5. La autorización a que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra en relación con los derechos y 
obligaciones derivados de las actuaciones de la Cámara en el ámbito de sus actividades 
privadas.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, la Cámara y las Administraciones 
Públicas podrán celebrar convenios de los previstos en el apartado 2 del artículo 29 de la 
Ley Foral 6/2006, de 9 de junio, de Contratos Públicos de Navarra, y en las letras c) y d) del 
artículo 4.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, cuando se den los supuestos para 
ello, y celebrar contratos en los que las Administraciones Públicas se acomodarán a las 
prescripciones de las legislación vigente en materia de contratación pública y servirse de los 
restantes instrumentos permitidos por el ordenamiento jurídico vigente. En el desarrollo de 
las funciones público-administrativas se garantizará una adecuada coordinación con las 
Administraciones Públicas mediante la firma de los oportunos instrumentos de colaboración, 
así como a través de los Planes de actuaciones que, en su caso, dicten las Administraciones 
competentes por razón de la materia. Asimismo, la Cámara podrá suscribir convenios u otros 
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instrumentos de colaboración para garantizar una adecuada coordinación de sus 
actuaciones con las llevadas a cabo por las organizaciones empresariales.

7. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, la Cámara garantizará su 
imparcialidad y transparencia.

8. En el desarrollo de todas las actividades, la Cámara respetará las condiciones de 
accesibilidad de las personas con discapacidad en los términos que establezca la normativa 
de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y, en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo cual se tendrán en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.

Artículo 6.  Delegación de funciones.
1. Previa comunicación al Parlamento de Navarra el Gobierno de Navarra podrá delegar 

en la Cámara el ejercicio de funciones o la gestión de actividades de su competencia.
2. La delegación, previa tramitación del oportuno expediente administrativo en el que se 

acredite la concurrencia de circunstancias técnicas, económicas, sociales, jurídicas o 
territoriales que la aconsejen, deberá contar con la previa aceptación expresa de la Cámara.

3. El acto de delegación deberá delimitar las competencias o funciones a los que se 
refiere, las facultades concretas que se delegan, las condiciones específicas para su 
ejercicio y los medios de control que se reserva el órgano delegante.

4. Las resoluciones que la Cámara adopte por delegación indicarán expresamente esta 
circunstancia y se considerarán dictadas por el Gobierno de Navarra.

5. La delegación será revocable en cualquier momento por el Gobierno de Navarra.
6. El acto de delegación, así como su revocación deberán publicarse en el Boletín Oficial 

de Navarra.

Artículo 7.  Encomienda de gestión.
1. Previa comunicación al Parlamento de Navarra, la Administración de la Comunidad 

Foral de Navarra podrá encomendar a la Cámara la realización de actividades de carácter 
material, técnico o de servicios de su competencia cuando razones de eficacia o de carencia 
de medios técnicos idóneos para su desempeño así lo aconsejen.

2. La encomienda de gestión no supone cesión de titularidad de la competencia ni de los 
elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad de la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico den 
soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de encomienda.

3. La encomienda de gestión se formalizará a través de un convenio entre la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y la Cámara, que se publicará en el 
Boletín Oficial de Navarra, y en el que se hará constar la actividad o actividades objeto de la 
encomienda, el plazo de vigencia de la misma, la naturaleza y alcance de la gestión 
encomendada, y, en su caso, los medios económicos que se habilitan por ambas partes.

Artículo 8.  Planes de fomento de la Internacionalización y la Competitividad.
1. La Cámara participará en la elaboración y ejecución del Plan Cameral de 

Internacionalización y del Plan Cameral de Competitividad en los términos que establezca la 
legislación del Estado en la materia.

2. Dicha participación deberá coordinarse previamente con la planificación y proyectos 
de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.
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TÍTULO II
Ámbito territorial, composición, organización y funcionamiento

CAPÍTULO L
Ámbito territorial y composición

Artículo 9.  Ámbito territorial.
El ámbito territorial de la Cámara será el de la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 10.  Adscripción a la Cámara.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales, de servicios o de navegación, en el territorio de la Comunidad 
Foral de Navarra formarán parte de la Cámara, cuando en dicho territorio tengan 
establecimientos, delegaciones o agencias, sin que de ello se desprenda obligación 
económica alguna ni ningún tipo de carga administrativa, procediéndose a la adscripción de 
oficio de las mismas.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial, de servicios o de navegación cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de 
Actividades Económicas o tributo que lo sustituya en la Comunidad Foral de Navarra.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta ley 
foral o por la legislación sectorial específica,

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 11.  Censo público.
La Cámara elaborará el censo público de empresas del que formarán parte las personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que se hallen adscritas a dicha Cámara, según 
lo establecido en el artículo 10 y que ejerzan actividades industriales y de servicios en la 
Comunidad Foral de Navarra, para cuya elaboración contarán con la colaboración de la 
administración tributaria competente, así como de otras administraciones que aporten la 
información necesaria, garantizando, en todo caso, la confidencialidad en el tratamiento y el 
uso exclusivo de dicha información.

Para la elaboración del censo público de empresas las administraciones tributarias 
facilitarán a la Cámara los datos del Impuesto sobre Actividades Económicas y los censales 
de las empresas que sean necesarios. Únicamente tendrán acceso a la información 
facilitada por la administración tributaria los empleados que determine el Pleno de la 
Cámara.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente ley foral atribuye a 
la Cámara, así como para la elaboración del censo electoral a que se hace referencia en el 
artículo 33 de la misma.

Dicho personal tendrá, con referencia a los indicados datos, el mismo deber de sigilo que 
los funcionarios de la administración tributaria. El incumplimiento de este deber constituirá, 
en todo caso, infracción muy grave de conformidad con su régimen disciplinario.

CAPÍTULO II
Organización

Artículo 12.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 

Navarra son el Pleno, el Comité Ejecutivo y el Presidente.
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2. Además, la Cámara contará con un Secretario General, personal directivo y el 
personal laboral necesario para el correcto desempeño de sus funciones.

3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ser nombrados Secretario 
General ni ocupar los puestos directivos señalados en este artículo quienes estén 
inhabilitados para empleo o cargo público.

Sección 1.ª Del Pleno

Artículo 13.  Composición y elección.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara, que estará 

compuesto por 46 vocales, cuyo mandato durará cuatro años.
2. Los vocales que componen el pleno estarán determinados en los siguientes grupos:
a) 40 vocales del Pleno serán los representantes de todas las empresas pertenecientes 

a la Cámara en atención a la representatividad de los distintos sectores económicos, que se 
determinará conforme a los criterios que establezca el Reglamento de Régimen Interior de la 
Cámara teniendo en consideración su aportación al PIB, el número de empresas y el 
empleo. Estos vocales serán elegidos mediante sufragio libre, igual, directo y secreto, entre 
todas las personas físicas y jurídicas que ejerzan una actividad comercial, industrial, de 
servicios y de navegación en el ámbito territorial de la Cámara.

b) 6 representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria a la Cámara, 
elegidos en la forma que determine su Reglamento de Régimen Interior.

3. Los miembros del pleno enumerados en las letras del apartado 2 elegirán al 
Presidente de la Cámara.

4. El Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno.

Artículo 14.  Atribuciones.
Como órgano supremo de la Cámara, corresponden al Pleno las siguientes atribuciones:
a) La elección y cese del Presidente.
b) El control y fiscalización de los demás órganos de gobierno de la Cámara.
c) La aprobación provisional del Reglamento de Régimen Interior y de sus 

modificaciones, así como la remisión del mismo al Gobierno de Navarra para su aprobación 
definitiva.

d) La aprobación de los convenios de colaboración y cooperación con las 
Administraciones Públicas y con cualesquiera otras entidades.

e) La adopción de los acuerdos relativos a la creación o participación de la Cámara en 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como de los acuerdos para 
su supresión o finalización de la participación.

f) La aprobación de la plantilla orgánica de la Cámara.
g) La aprobación inicial del Presupuesto y de las Cuentas anuales de la Cámara, así 

como su sometimiento a la Administración tutelante para su aprobación definitiva.
h) La designación y cese de los miembros del Pleno que hayan de formar parte del 

Comité Ejecutivo.
i) La aprobación inicial de las bases de la convocatoria para la provisión del puesto de 

Secretario General.
j) El nombramiento y cese del Secretario General.
k) El nombramiento y cese del personal de alta dirección al servicio de la Cámara.
l) La enajenación de patrimonio, la disposición de gastos en materia de su competencia y 

la concertación de operaciones de crédito.
m) La aprobación de los planes estratégicos anuales de actuación y gestión de la 

Cámara.
n) La constitución, en su caso, de comisiones consultivas y de ponencias.
o) El nombramiento de representantes de la Cámara en otras entidades.
p) Cuantas otras atribuciones le confieran las leyes expresamente.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 109  Ley Foral de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Navarra

– 2404 –



Artículo 15.  Delegación de atribuciones.
1. El Pleno de la Cámara podrá delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Comité 

Ejecutivo, salvo las enumeradas en las letras a), b), c), f), g), h), i), j), l) y m) del artículo 14.
2. El acuerdo del Pleno por el que se produzca la delegación deberá delimitar las 

competencias o funciones a las que se refiere, señalar el órgano al que se confiere la 
delegación, concretar las facultades que se delegan, las condiciones específicas para su 
ejercicio y, en su caso, el plazo de la delegación y los medios de control que se reserva el 
Pleno.

3. Los acuerdos que el Presidente o el Comité Ejecutivo adopten por delegación 
indicarán expresamente esta circunstancia y se considerarán dictados por el Pleno.

4. El acuerdo de delegación, así como el de su revocación surtirán efectos a partir del 
día siguiente al de su adopción, sin perjuicio de su necesaria publicación en el Boletín Oficial 
de Navarra.

5. La delegación será revocable en cualquier momento por el Pleno.
6. Las delegaciones del Pleno en materia de gestión financiera podrán conferirse, de 

acuerdo con lo preceptuado en los apartados anteriores, a través de las bases de ejecución 
del presupuesto, decayendo automáticamente la delegación con la aprobación del siguiente 
presupuesto.

7. En cualquier caso, las delegaciones conferidas por el Pleno no podrán exceder de su 
periodo de mandato, extinguiéndose automáticamente en el momento en que se renueve el 
Pleno de la Cámara.

Sección 2.ª Del Comité Ejecutivo

Artículo 16.  Composición.
El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara y estará formado por el Presidente, 2 Vicepresidentes, el Tesorero y 8 Vocales 
elegidos de entre los miembros del Pleno de la forma que determine el Reglamento de 
Régimen Interior de la Cámara. La administración tutelante podrá designar a un 
representante que deberá ser necesariamente convocado a las reuniones del indicado 
órgano de gobierno. Asimismo, el Secretario General y el Director Gerente, si lo hubiera, 
asistirán, con voz pero sin voto, a las reuniones del Comité Ejecutivo.

Artículo 17.  Atribuciones.
El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara, correspondiéndole las siguientes atribuciones:
a) Realizar u ordenar la realización de informes y estudios relacionados con los fines de 

la Cámara.
b) Proponer al Pleno los planes anuales de actuación y gestión corporativa y realizar y 

dirigir los ya aprobados dando cuenta a aquel de su cumplimiento.
c) Elaborar los proyectos de presupuestos y presentarlos al Pleno para su aprobación.
d) Confeccionar las Cuentas Anuales y presentarlas al Pleno para su aprobación.
e) Ordenar la contratación del personal, salvo el de Alta Dirección.
f) Aprobar el censo electoral y resolver las impugnaciones al mismo.
g) La aprobación de los informes que se hayan de remitir a las Administraciones 

Públicas.
h) La adopción de acuerdos sobre el ejercicio de acciones y la interposición de recursos 

ante cualquier jurisdicción.
i) En casos de urgencia, adoptar acuerdos sobre materias de la competencia del Pleno, 

dando cuenta a este en la primera sesión que celebre, para que proceda a su ratificación.
j) Velar por el normal funcionamiento de los servicios de la Cámara.
k) Ejercer las competencias que le sean delegadas o encomendadas por el Pleno.
l) Ejercer aquellas competencias de la Cámara que no estén expresamente atribuidas a 

otro órgano.
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Sección 3.ª Del Presidente

Artículo 18.  Elección y cese.
1. El Presidente, que será elegido por el Pleno en la forma que determine el Reglamento 

de Régimen Interior, ostentará la representación de la Cámara y la presidencia de todos sus 
órganos colegiados, siendo responsable de la ejecución de sus acuerdos.

Para resultar elegido, el candidato deberá obtener el voto favorable de la mayoría 
absoluta de los miembros del Pleno. De no obtenerse dicha mayoría, se procederá a una 
segunda votación, resultando elegido quien obtenga el mayor número de votos.

2. El Presidente de la Cámara cesará como consecuencia de:
a) La celebración de elecciones para la renovación del Pleno.
b) La aprobación, por mayoría absoluta del Pleno, de una moción de censura.
La moción deberá ser propuesta, al menos, por una quinta parte del número de 

miembros del Pleno y debatida en sesión celebrada al efecto. La moción deberá incluir 
necesariamente la propuesta de un candidato ala Presidencia de la Cámara.

c) Dimisión.
d) Sentencia firme que implique su inhabilitación para el cargo.
e) Fallecimiento.
Cuando concurra cualquiera de los supuestos previstos en las letras b) a e), el 

Presidente de la Cámara será sustituido por los Vicepresidentes, por su orden, hasta la 
elección de nuevo Presidente, de acuerdo con lo prevenido en el Reglamento de Régimen 
Interior.

Artículo 19.  Atribuciones.
1. El Presidente es el órgano de gobierno que ostenta la representación de la Cámara y 

ejerce la presidencia de todos sus órganos colegiados. Es responsable de la ejecución de 
los acuerdos del Pleno y del Comité Ejecutivo. Le corresponden las siguientes atribuciones:

a) Convocar, presidir y dirigir las sesiones del Pleno, del Comité Ejecutivo y de 
cualesquiera otros órganos de la Cámara, dirimiendo con su voto los empates que se 
produzcan.

b) Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados de la Cámara.
c) Disponer gastos y ordenar todos los pagos, rindiendo cuentas al Pleno.
d) Ejercer cuantas otras funciones le encomienden las leyes, el Reglamento de Régimen 

Interior y las que le sean delegadas por el Pleno de la Cámara.

Artículo 20.  Delegación de atribuciones.
1. El Presidente podrá delegar el ejercicio de sus atribuciones en los Vicepresidentes, 

salvo la relativa a la Presidencia del Pleno y del Comité Ejecutivo, y ello sin perjuicio de los 
supuestos de sustitución contemplados en los artículos 18.2 y 21.2 de la presente ley foral.

En cuanto a la forma, el régimen de las delegaciones se ajustará a lo previsto en los 
apartados 2, 3 y 4 del artículo 15, y en cuanto al plazo, la delegación decaerá cuando así lo 
decida el Presidente o se extinga el mandato del mismo.

2. Asimismo, el Presidente podrá conferir, en cualquier momento, delegaciones 
especiales a cualquier miembro del Pleno para la dirección y gestión de asuntos 
determinados, de conformidad con lo previsto en el Reglamento de Régimen Interior.

Sección 4.ª De los Vicepresidentes

Artículo 21.  Designación, cese y funciones.
1. Los Vicepresidentes serán elegidos y cesados por acuerdo del Pleno de la Cámara, de 

entre sus miembros, conforme a lo establecido en el Reglamento de Régimen Interior.
2. Los Vicepresidentes sustituirán, por su orden, al Presidente en los casos de ausencia 

o enfermedad.
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3. Los Vicepresidentes ejercerán además aquellas funciones que les sean delegadas por 
el Presidente, conforme a lo establecido en el artículo 20.1 de la presente ley foral.

Sección 5.ª Del Tesorero

Artículo 22.  Designación y funciones.
El Tesorero será elegido y cesado por acuerdo del Pleno de la Cámara, de entre sus 

miembros, conforme a lo establecido en el Reglamento de Régimen Interior, 
correspondiéndole la alta dirección de los servicios de gestión económica-financiera, 
presupuestaria y de contabilidad de la entidad, así como la custodia de los fondos y valores 
de la misma. Asimismo, desempeñará aquellas funciones que le atribuya el Reglamento de 
Régimen Interior.

Artículo 23.  Secretario general.
1. La Cámara tendrá un Secretario General que deberá ser licenciado o titulado de grado 

superior. Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.
2. El Pleno nombrará y cesará al Secretario General mediante acuerdo motivado 

adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento tendrá lugar previa 
convocatoria pública de la vacante.

3. El Reglamento de Régimen Interior determinará la forma y los supuestos en que deba 
ser sustituido el Secretario General, con ocasión de ausencia temporal, vacante, 
enfermedad, o cualquier otro supuesto de impedimento temporal.

4. Entre las funciones del Secretario General constarán asistir a las reuniones del Pleno 
y el Comité Ejecutivo con voz pero sin voto y velar por la legalidad de los acuerdos 
adoptados por los órganos de gobierno.

Artículo 24.  Director Gerente.
1. La Cámara podrá nombrar un Director Gerente, con las funciones ejecutivas y 

directivas que se le atribuyan por acuerdo del Pleno, que deberá ser licenciado o titulado de 
grado superior. Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral.

2. Corresponderá al Pleno el nombramiento y cese del Director Gerente, a propuesta del 
Presidente y por acuerdo motivado, por la mitad más uno de sus miembros, con el fin de 
garantizar la idoneidad para el buen desempeño de sus funciones.

3. Cuando no exista Director Gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el 
Secretario General.

Artículo 25.  Personal.
1. Todo el personal al servicio de la Cámara quedará sujeto a la normativa laboral 

vigente.
2. El Reglamento de Régimen Interior establecerá el procedimiento de contratación del 

personal, garantizándose, en todo caso, los principios de mérito y capacidad en la provisión 
de las vacantes.

CAPÍTULO III
Funcionamiento

Artículo 26.  Clases de sesiones.
Los órganos colegiados de la Cámara funcionarán en régimen de sesiones ordinarias, de 

periodicidad preestablecida y de sesiones extraordinarias, que, a su vez, podrán ser de 
carácter urgente.

Artículo 27.  Sesiones ordinarias.
1. El Pleno de la Cámara celebrará, como mínimo, seis sesiones ordinarias al año.
2. El Comité Ejecutivo celebrará, como mínimo, diez sesiones ordinarias al año.
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3. El Reglamento de Régimen Interior podrá establecer la periodicidad de las sesiones 
ordinarias, respetando, en todo caso, los mínimos señalados en los apartados anteriores.

Artículo 28.  Sesiones extraordinarias.
1. El Presidente de la Cámara podrá convocar sesión extraordinaria del Pleno o del 

Comité Ejecutivo, por iniciativa propia, cuando las circunstancias lo aconsejen.
2. El Presidente convocará sesión extraordinaria del Pleno o del Comité Ejecutivo a 

petición de, al menos, la quinta parte del número legal de sus miembros, en el plazo máximo 
de un mes, en el caso del Pleno, y de quince días naturales, en el caso del Comité Ejecutivo.

Dicha petición deberá expresar los asuntos del orden del día que se vayan a debatir.
3. Las sesiones extraordinarias serán de carácter urgente cuando sean convocadas por 

el Presidente con menos de cuarenta y ocho horas de antelación. Para la válida celebración 
de la sesión será necesaria la previa notificación a sus miembros y la ratificación de la 
urgencia mediante votación.

Artículo 29.  Convocatoria.
Las sesiones de los órganos colegiados de la Cámara serán convocadas por su 

Presidente. La convocatoria incluirá el orden del día y la información necesaria sobre los 
asuntos a tratar, y se realizará con una antelación de, al menos, cuarenta y ocho horas, 
plazo no aplicable a la convocatoria de sesiones extraordinarias y urgentes.

Artículo 30.  Quórum de asistencia y adopción de acuerdos.
1. El Pleno de la Cámara, para poder celebrar válidamente sus sesiones en primera 

convocatoria, deberá estar constituido, al menos, por la mitad más uno de sus componentes, 
adoptando los acuerdos por mayoría simple de votos.

2. Cuando en la convocatoria no se hubiera conseguido el número de asistentes 
señalados en el apartado anterior, el Pleno podrá quedar constituido, en segunda 
convocatoria, media hora más tarde de la prevista para su celebración, y quedará 
válidamente constituido cualquiera que sea el número de miembros que asistan, siempre 
que esté presente el Presidente, o quien legalmente le sustituya, y asistidos por el 
Secretario. En este caso, para que los acuerdos sean válidos deberán adaptarse con el voto 
de los dos tercios de los asistentes

3. Para la válida constitución de los demás órganos colegiados de la Cámara, a efectos 
de la celebración de sesiones, deliberaciones y adopción de acuerdos, se requerirá en 
primera convocatoria la asistencia de la mitad más uno del número de miembros que lo 
compongan; en segunda convocatoria, que se celebrará media hora más tarde, el órgano 
quedará válidamente constituido cualquiera que sea el número de miembros que asistan, 
siempre que estén presentes el Presidente, o quien legalmente le sustituya, asistidos por el 
Secretario. Los acuerdos de estos órganos se adoptarán por mayoría simple de votos, que 
se entenderá alcanzada cuando el número de votos a favor sea superior al de votos en 
contra.

4. Los empates de los órganos colegiados de la Cámara serán dirimidos por el 
Presidente o por quien legalmente le sustituya

Artículo 31.  Actas.
De las sesiones celebradas por los órganos colegiados de la Cámara se levantará acta 

por el Secretario, en la que se harán constar los asuntos debatidos y los acuerdos 
adoptados, con los requisitos y formalidades que determine el Reglamento de Régimen 
Interior.
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CAPÍTULO IV
Reglamento de Régimen Interior y Código de Buenas Prácticas

Artículo 32.  Aprobación y funcionamiento.
1. La Cámara tendrá su propio Reglamento de Régimen Interior, que será propuesto por 

acuerdo del Pleno y aprobado por el Gobierno de Navarra, el cual podrá también promover 
su modificación. Dicho Reglamento, una vez aprobado por el Gobierno de Navarra, se 
publicará en el Boletín Oficial de Navarra.

2. El Reglamento de Régimen Interior, con plena sujeción a lo dispuesto en la presente 
ley foral, podrá regular cualquier materia que sea competencia de la Cámara. Constarán, 
entre otros extremos, la estructura del Pleno, sus funciones, el número y forma de elección 
de los miembros del Comité Ejecutivo y las normas de funcionamiento de sus órganos de 
gobierno.

3. Asimismo, la Cámara deberá elaborar un Código de Buenas Prácticas que garantice la 
imparcialidad y transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas.

TÍTULO III
Régimen electoral

Artículo 33.  Censo electoral.
El censo electoral de la Cámara, que servirá de base para la elección de los Vocales del 

Pleno regulados en el artículo 13 apartado 2° letra a) de la presente ley foral, comprenderá la 
totalidad del censo público regulado en el artículo 11 de la misma. El censo electoral estará 
clasificado por grupos de empresas que serán establecidos por el Reglamento de Régimen 
Interior de la Cámara.

La formación y revisión anual del censo electoral anual se realizará por el Comité 
Ejecutivo con referencia a 1 de enero de cada año, tomando en consideración las altas y las 
bajas que se hayan producido, del que se remitirá copia actualizada al Gobierno de Navarra.

Artículo 34.  Proceso electoral.
1. El Gobierno de Navarra, una vez determinada la apertura del proceso electoral de 

conformidad con la legislación general, convocará las elecciones de la Cámara.
2. Para garantizar la objetividad y transparencia de las elecciones, se constituirán juntas 

electorales, con la composición y funciones que determine el Reglamento de Régimen 
Interior de la Cámara, de forma que se garantice su actuación independiente y eficaz.

3. Contra los acuerdos de la Cámara sobre reclamaciones al censo electoral y los de las 
juntas electorales se podrá interponer recurso ante el Gobierno de Navarra.

Artículo 35.  Derecho a sufragio activo.
Tendrán derecho electoral activo para la designación de los Vocales comprendidos en el 

artículo 13 apartado 2.º letra a) de la presente ley foral aquellas personas naturales o 
jurídicas inscritas en el último censo aprobado por la Cámara siempre que no se encuentren 
inhabilitadas por incurrir en alguna de las causas que determinan la incapacidad de 
conformidad con la legislación electoral general y reúnan los requisitos que establezcan el 
Reglamento de Régimen Interior.

En cuanto a los Vocales del Pleno comprendidos en la letra b) del mencionado artículo 
13, apartado 2, se atendrá a las normas emanadas de la Administración tutelante y/o al 
Reglamento de Régimen Interior de la Cámara.

Artículo 36.  Derecho de sufragio pasivo.
Los candidatos a formar parte de los órganos de gobierno de la Cámara deberán reunir 

los requisitos establecidos por su Reglamento de Régimen Interior para cada uno de los 
grupos empresariales establecidos en el artículo 13 de la presente Ley Foral. En todo caso, 
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los candidatos deberán llevar como mínimo dos años de ejercicio en la actividad empresarial 
en Navarra y hallarse al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la 
Seguridad Social.

TÍTULO IV
Régimen económico y presupuestario

Artículo 37.  Financiación.
1. La Cámara dispondrá de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que preste y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que pudiera recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 

Administración tutelante cuando se trate de bienes inmuebles. En caso de otro tipo de 
bienes, la citada Administración determinará los supuestos en los que sea precisa su 
autorización en función de su alcance económico.

Artículo 38.  Presupuestos y transparencia.
1. La Cámara elaborará y someterá sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de 

gastos e ingresos a la aprobación de la Administración tutelante, que fiscalizará sus cuentas 
anuales y liquidaciones y podrá establecer las instrucciones necesarias para la elaboración 
de los presupuestos y de las liquidaciones tipo.

En todo caso, las cuentas anuales y liquidaciones de los presupuestos deberán 
presentarse acompañadas de un informe de auditoría de cuentas.

Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el Informe Anual sobre el 
Gobierno Corporativo, se depositarán en el Registro Mercantil de Navarra y serán objeto de 
publicidad por la Cámara.

2. Las personas que gestionen bienes y derechos de la Cámara quedarán sujetas a 
indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

3. La Cámara hará públicas las subvenciones que reciban así como otro tipo de recursos 
públicos que puedan percibir para el desarrollo de sus funciones. Igualmente hará públicas 
las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables 
respectivos, así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en 
su cargo por cualquier causa.

4. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que pueden 
desarrollar en los términos del artículo 5 de esta ley foral, la Cámara mantendrá una 
contabilidad diferenciada en relación con sus actividades públicas y privadas, sin perjuicio de 
la unicidad de las cuentas anuales.
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TÍTULO V
Régimen jurídico

Artículo 39.  Tutela.
1. La Cámara está sujeta en el ejercicio de su actividad a la tutela de la Administración 

de la Comunidad Foral de Navarra, que será ejercida por el departamento del Gobierno de 
Navarra que el mismo determine.

La función de tutela comprende el ejercicio de las potestades administrativas de 
aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión y disolución a los que se 
refiere esta ley foral.

Salvo en aquellos casos en que la presente ley foral prevea un plazo distinto, la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra dispondrá del plazo de un mes para 
otorgar la correspondiente autorización a la Cámara, contado a partir de la solicitud formal 
por esta, entendiéndose denegada la citada autorización si no se hiciese manifestación 
expresa alguna dentro de dicho plazo.

2. En todo caso, la Administración General del Estado ejercerá la tutela sobre las 
actividades de la Cámara de interés general relativas al comercio exterior, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a la Comunidad Foral de Navarra. en esta materia.

En los términos señalados en el párrafo anterior, esta función de tutela de la 
Administración General del Estado comprenderá el ejercicio de las potestades 
administrativas de aprobación, control, coordinación, resolución de recursos y suspensión de 
actividades de interés general de la Cámara relativas al comercio exterior.

Artículo 40.  Control externo.
Corresponde a la Cámara de Comptos, de conformidad con su normativa reguladora, la 

fiscalización de los fondos públicos que perciba la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Navarra, sin perjuicio de las facultades generales de control que corresponden 
al Tribunal de Cuentas.

Artículo 41.  Recursos.
1. Las resoluciones de la Cámara dictadas en ejercicio de sus funciones público-

administrativas, así como las que afecten a su régimen electoral, serán recurribles ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa, previo recurso administrativo formulado ante el 
Gobierno de Navarra.

2. Las actuaciones de la Cámara en otros ámbitos y, especialmente, las de carácter 
mercantil, civil y laboral se dilucidarán ante los Juzgados y Tribunales competentes.

Artículo 42.  Deber de información.
1. La Cámara deberá remitir a la Administración tutelante el Reglamento de Régimen 

Interior, copia o extracto de los acuerdos que adopten sus órganos de gobierno.
2. El Presidente y, en su caso, el Secretario General serán los responsables del 

cumplimiento del deber de información.
3. La Administración tutelante podrá solicitar la ampliación o aclaración de la información 

a que se refiere este artículo.

Artículo 43.  Suspensión y disolución.
1. El Gobierno de Navarra podrá suspender la actividad de los órganos de gobierno de la 

Cámara, debiendo quedar garantizado el derecho de audiencia de los mismos en la 
tramitación del procedimiento, en el caso de que se produzcan transgresiones del 
ordenamiento jurídico vigente que, por su gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta 
medida, así como en los supuestos de imposibilidad de funcionamiento normal de aquellos.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como el órgano que tendrá a su cargo la gestión de los intereses de la 
Cámara.
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3. Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, se procederá, dentro del plazo de un mes, a la disolución de los órganos de gobierno 
de la Cámara así como a la convocatoria de nuevas elecciones.

En caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones y la constitución de los 
órganos de gobierno de la Cámara, el Gobierno de Navarra podrá acordar su extinción 
adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por el órgano de gestión a que se refiere el 
apartado 2, a la citada administración tutelante.

4. En el caso de extinción, el Gobierno de Navarra adoptará las medidas necesarias para 
garantizar que las personas físicas y jurídicas adscritas, definidas en el artículo 10 de esta 
ley foral, reciban los servicios propios de la Cámara.

Disposición adicional primera.  Reglamento de Régimen Interior.
La Cámara elaborará su Reglamento de Régimen Interior que, una vez aprobado por el 

Pleno de la Cámara, será remitido al Gobierno de Navarra en el plazo de dos meses desde 
la publicación de la presente ley foral en el Boletín Oficial de Navarra, para su aprobación 
definitiva en el plazo del mes siguiente a la fecha de la citada remisión.

Disposición adicional segunda.  Personal.
El personal que a la entrada en vigor dela Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de Cámaras 

de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, se encontrara al 
servicio de Cámara se regirá, sin distinción, por la legislación laboral vigente aplicable al 
resto del personal al servicio de la misma.

Disposición adicional tercera.  Régimen de Protocolo.
El régimen de representación y protocolo del Presidente de la Cámara se establecerá 

reglamentariamente.

Disposición transitoria primera.  Órganos de gobierno.
1. El Presidente y los miembros del Pleno de la Cámara y de su Comité Ejecutivo 

continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se constituyan los nuevos órganos de 
gobierno tras la finalización del correspondiente proceso electoral, de acuerdo con lo previsto 
en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de Cámaras de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación, y en la presente ley foral.

2. Asimismo, hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras el 
correspondiente proceso electoral celebrado de acuerdo con esta ley foral, los órganos de 
gobierno seguirán funcionando válidamente con los quórum de asistencia y con las mayorías 
de votación necesarias establecidas legalmente en ese momento, para la constitución del 
órgano de que se trate y para la adopción de acuerdos en cada caso.

Disposición transitoria segunda.  Elección de determinados vocales.
Hasta tanto no se establezca una aportación voluntaria por parte de las empresas de 

Navarra conforme a lo dispuesto en el Reglamento de Régimen Interior de la Cámara, los 
Vocales del Pleno determinados en el artículo 13 número 2 letra c) de la presente ley foral 
serán elegidos por y de entre las 100 mayores empresas contribuyentes de la Cámara en el 
ejercicio 2010.

Disposición transitoria tercera.  Devengo del recurso cameral no prescrito.
Sin perjuicio de la supresión del recurso cameral permanente, ello no alterará la 

exigibilidad de las cuotas del citado recurso no prescritas, devengadas con arreglo a la 
norma que se deroga.
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Disposición derogatoria única.  Derogación.
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 

lo establecido en esta ley foral y, en particular, la Ley Foral 17/1998, de 19 de noviembre, de 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Navarra.

2. El Decreto Foral 111/2001, de 7 de mayo, que aprueba el Reglamento Interior de la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Navarra, se mantendrá en vigor en 
cuanto no se oponga a esta ley foral y hasta tanto se dicte la norma reglamentaria 
sustitutoria.

Disposición final primera.  Desarrollo.
Se autoriza al Gobierno de Navarra para dictar las disposiciones necesarias para el 

desarrollo de la presente ley foral.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta ley foral entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de 

Navarra.
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§ 110

Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio, de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 61, de 28 de mayo de 2002
«BOE» núm. 140, de 12 de junio de 2002

Última modificación: 26 de octubre de 2018
Referencia: BOE-A-2002-11417

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA
Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, 

en nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 49.1 del Estatuto de 
Autonomía, vengo a promulgar la siguiente Ley.

El comercio es una actividad que se manifiesta en, prácticamente, todas las facetas de la 
economía. Se trata de un área que trasciende a una simple clasificación y que si tiene una 
característica que la define es su omnipresencia en la vida diaria de los ciudadanos.

La actividad comercial tiene un componente de horizontalidad que afecta al conjunto de 
la economía e influye de manera decisiva en la configuración del sector servicios, que es la 
partida que más aporta al Producto Interior Bruto de las economías modernas y 
desarrolladas. Además, el comercio es la fase final por la que pasan todos los productos y es 
el origen de la mayor parte del empleo que genera nuestra sociedad.

La distribución comercial es uno de los sectores económicos que está registrando 
transformaciones más intensas y rápidas, tanto en el número y características de las 
empresas que intervienen, como de los establecimientos minoristas en general, de los 
productos y servicios comercializados y en la gestión global de la empresa y punto de venta. 
Los hábitos de compra y consumo de la población también están cambiando al mismo ritmo.

El Estatuto de Autonomía de Extremadura, tras su reforma de 6 de mayo de 1999, 
concede en su artículo 7.1.33 competencia exclusiva a nuestra Comunidad Autónoma en 
materia de comercio interior; por lo que está legitimada para crear un marco jurídico propio 
contemplando toda la normativa que afecta al área comercial.

La base del citado cuerpo legislativo es la presente Ley de Comercio de Extremadura, 
que constituye el instrumento que marcará a largo plazo las líneas directrices en materia de 
comercio interior de la Región extremeña.

La Ley de Comercio de la Comunidad Autónoma de Extremadura se estructura en cinco 
títulos y reúne los aspectos más relevantes por los que se ha de regir en nuestra región el 
comercio mayorista y, especialmente, el minorista.

El Título I se refiere a la Regulación de la Actividad Comercial, y en él se define el objeto 
de la Ley y sus exclusiones. Cabe destacar la inclusión de la actividad comercial mayorista 
en el ámbito de regulación.

Por otra parte, el Título I regula distintas fórmulas y modalidades de comercio y de venta, 
como son: El comercio ambulante, la venta a distancia, la venta automática, la venta 
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domiciliaria, las ventas promocionales y otras tan novedosas como el comercio electrónico, 
que por su pujanza y proyección de futuro ha merecido una mención específica en el texto.

Un objetivo básico perseguido en el tratamiento de la diversidad que ofrece la actividad 
comercial ha sido el de disponer de la mejor y más exacta información cualitativa y 
cuantitativa de la realidad comercial extremeña en todas sus manifestaciones.

Otro propósito esencial que se ha perseguido en todo momento es la conjunción de la 
defensa de los legítimos intereses de los empresarios del comercio y los derechos de los 
consumidores; a este respecto, la regulación que se acomete entronca sobre todo con el 
derecho de la competencia, en orden a situar a todos los operadores en similares 
condiciones de concurrencia y a exigirles las mismas garantías de respeto de las reglas de la 
oferta a los consumidores.

El Título I finaliza con una materia de tanta trascendencia como es el establecimiento de 
un régimen de horarios comerciales para la Comunidad Autónoma de Extremadura. De este 
régimen debe subrayarse que la regla general es la no apertura de establecimientos en días 
festivos; pero, también, el propio sistema establece un amplio catálogo de excepciones 
dirigidas a determinados formatos, previendo la posibilidad de fijar –anualmente– la apertura 
en un número de domingos y festivos que reglamentariamente se establezca. Con esta 
regulación se garantiza la existencia de una oferta amplia y plural en estos días de ocio, 
huyendo de un modelo rígido que no pueda ser variado en función de circunstancias que así 
lo aconsejen.

El sistema referido también establece un límite máximo de horas de apertura al público e 
introduce, como novedad, la prohibición de vender bebidas alcohólicas a todos los 
establecimientos comerciales en el horario nocturno.

El Título II se refiere a la ordenación de las estructuras comerciales en el ámbito 
territorial y sectorial, definiendo como instrumento básico para lograr tal objetivo la licencia 
comercial específica y los Planes de Ordenación de Equipamientos Comerciales.

La licencia comercial específica será exigible, entre otros supuestos, tanto para la 
implantación de grandes superficies comerciales como de equipamientos comerciales 
colectivos. En la definición de gran superficie comercial se ha hecho intervenir, además de la 
superficie de venta del establecimiento comercial, el factor población. De este modo se 
relaciona el comercio con el territorio y, consiguientemente, con la población como elemento 
de medida de un mercado relevante que puede delimitarse geográficamente en orden a su 
tamaño, o conceptualmente en función del grado de sustituibilidad de la demanda y de la 
oferta.

Por otra parte, se crea la tasa por la tramitación de la licencia comercial específica.
Los Planes de Ordenación constituyen las herramientas de las que dispondrán las 

Administraciones Públicas para programar los usos comerciales del suelo y para conformar 
los criterios básicos de ordenación espacial y actuaciones en materia de equipamientos 
comerciales.

Tienen como finalidad favorecer la existencia de una distribución equilibrada y un 
equipamiento comercial adecuado en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura. Dichos planes podrán ser aprobados por la Junta de Extremadura de manera 
facultativa, condicionando y regulando las implantaciones de grandes establecimientos en 
Extremadura en función del balance entre la oferta y la demanda comercial que exista o se 
prevea en una zona determinada o en un sector específico.

La concentración de la distribución, los nuevos hábitos y formas de consumo, la apertura 
de fronteras y otras numerosas razones y circunstancias, dificultan enormemente la 
subsistencia de muchos modelos tradicionales y obligan al empresario comercial a 
modernizarse, a transformarse y a asumir conceptos nuevos y estructuras más eficientes.

Por ese motivo, el Título III establece una declaración de principios y objetivos de 
carácter general para el apoyo al pequeño comercio y que se recoge en las ayudas que, de 
forma estable, la Junta de Extremadura ofrece a este sector para que logre superar con éxito 
los retos que tiene planteados.

Se pretende impulsar, a través del desarrollo de medidas apropiadas, aquellas iniciativas 
de integración de pequeñas y medianas empresas comerciales, de carácter territorial o 
sectorial, que conduzcan a mejorar la competitividad y la eficiencia en el sector de la 
distribución.
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La búsqueda de un equilibrio territorial en la distribución minorista requiere el 
establecimiento de ayudas específicas destinadas al pequeño y mediano comercio en áreas 
rurales y al comercio tradicional de los centros históricos.

El fomento del comercio en zonas de afluencia turística y en zonas transfronterizas se 
contempla como una fórmula interesante para el aprovechamiento del potencial turístico-
comercial.

El Título IV crea el Consejo de Comercio, que es un órgano consultivo y de participación 
para la aplicación de muchos de los aspectos previstos en la presente Ley.

En las decisiones que adopte el Consejo de Comercio, de carácter no vinculante, estarán 
presentes todos aquellos organismos, instituciones e interlocutores sociales implicados en 
las cuestiones a debatir.

Finalmente, el Título V recoge el Régimen Sancionador preceptivo para la aplicación de 
las eventuales sanciones que se deriven del incumplimiento de las disposiciones que 
conforman la presente Ley.

TÍTULO I
Regulación de la actividad comercial

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Sección I. Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación administrativa de la actividad comercial 

en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura, con el propósito de alcanzar un 
equilibrio entre las grandes, medianas y pequeñas empresas comerciales, mediante la 
ordenación y mejora de las estructuras comerciales y el diseño y aplicación de medidas de 
modernización, especialización y de incremento de la competencia del comercio minorista.

2. Igualmente es objeto de la presente Ley la ordenación de las relaciones entre el 
comercio mayorista y el minorista, así como entre éste y los consumidores, acometiendo, a 
tales fines, la regulación de las distintas modalidades de venta, bajo el principio 
constitucional de protección y defensa de los consumidores.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las actividades comerciales realizadas en el 

ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura por quienes las ejerzan, o 
quienes actúen por cuenta de ellos.

2. Se excluyen del ámbito de esta Ley:
a) El ejercicio de profesiones liberales.
b) La prestación de servicios bancarios o cualquier otro tipo de intermediación financiera, 

así como las operaciones sobre valores mobiliarios, seguros o transportes, cualquiera que 
sea el medio utilizado.

c) Los servicios de hostelería y restauración, espectáculos públicos y actividades 
recreativas, así como los establecimientos públicos relacionados con los mismos.

d) Los servicios de reparación, mantenimiento y de asistencia técnica.
e) Los suministros de agua, gas, electricidad y telecomunicaciones.
f) La venta directa por agricultores y ganaderos de productos agropecuarios en estado 

natural y en su lugar de producción o en los centros cooperativos de recogida de producción.
g) La venta realizada por artesanos de sus productos en sus propios talleres, ferias y 

mercados sectoriales.
h) La venta o alquiler de bienes inmuebles, la constitución de derechos reales sobre los 

mismos o el aprovechamiento por turnos de bienes inmuebles de uso turístico.
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i) Las ventas celebradas en pública subasta, que se regularán por su legislación estatal 
específica.

j) Los contratos a venta a plazo de bienes muebles, que se regirán por su legislación 
estatal específica.

k) Sin perjuicio de lo establecido en esta Ley, cualquiera otra actividad comercial que se 
halle regulada por su normativa específica o esté sometida a control por parte de los poderes 
públicos.

3. Esta Ley tiene carácter supletorio para aquellas actividades comerciales reguladas por 
una norma especial y sin perjuicio de la aplicación subsidiaria de la normativa estatal para 
casos de vacío legal.

Sección II. Actividad comercial

Artículo 3.  Actividad comercial.
1. A efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial la consistente en situar u 

ofrecer en el mercado, por parte de personas físicas o jurídicas que cumplan las condiciones 
establecidas en el artículo 6 de esta Ley, tanto por cuenta propia como ajena, productos 
naturales o elaborados, independientemente de la modalidad o soporte empleado para su 
realización, en régimen de comercio minorista o mayorista.

2. La actividad comercial se ejerce bajo el principio de libertad de empresa en el marco 
de la economía de mercado y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 de la 
Constitución.

Artículo 4.  Actividad comercial minorista.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial de carácter minorista 

aquella que tiene como destinatarios a los consumidores finales.
2. Los economatos y en general cualquier tipo de establecimiento que, de acuerdo con la 

legislación vigente, suministren bienes o productos exclusivamente a una colectividad de 
empleados, no podrán, en ningún caso, suministrarlos al público en general o, en su caso, 
deberán tener efectivamente diferenciadas las zonas en que se efectúe el comercio dirigido 
a unos y otros.

3. Las ventas al público por las entidades cooperativas u otras formas jurídicas análogas, 
en los casos y con los límites que autoriza la legislación vigente en la materia, se realizarán 
de manera convenientemente diferenciada respecto de las operaciones efectuadas con los 
socios, atendiendo al lugar de distribución, la identificación de los productos y otras 
condiciones de la transacción, sin que pueda producirse simultáneamente la oferta 
discriminada a los socios cooperadores y al público en general de los productos obtenidos 
por la entidad y de los artículos adquiridos a terceros.

Artículo 5.  Actividad comercial mayorista.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por actividad comercial de carácter mayorista el 

ejercicio habitual de adquisición de mercancías y su venta al por mayor a otros 
comerciantes, empresas, entidades e instituciones o artesanos para su transformación o 
incorporación a sus respectivos procesos productivos, no siendo éstos consumidores finales.

2. El ejercicio de la actividad comercial mayorista de manera simultánea al minorista, 
dentro de un mismo establecimiento comercial, estará sometido a los preceptos de 
aplicación previstos en esta Ley para el comercio minorista, salvo que se realicen ambas 
actividades comerciales de forma inequívocamente diferenciada.

Artículo 6.  Ejercicio de la actividad comercial.
Aquellas personas, físicas o jurídicas, que pretendan ejercer la actividad comercial 

definida en esta Ley deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Gozar de capacidad jurídica para el ejercicio del comercio de acuerdo con la 

normativa civil y mercantil del Estado.
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b) Satisfacer los tributos que, para el ejercicio de la actividad comercial de que se trate, 
establezca cualquier Administración Pública.

c) Estar dados de alta en el régimen de la Seguridad Social que les corresponda.
d) Disponer de las autorizaciones municipales correspondientes, que han de estar 

expuestas en el lugar donde se lleve a cabo la actividad comercial, conforme disponga esta 
Ley.

e) Cumplir los requisitos establecidos por las reglamentaciones específicas que sean de 
aplicación a los productos dispuestos a la venta.

f) Comunicar el inicio de la actividad en aquellos casos que sean exigibles conforme a lo 
establecido en la legislación básica estatal y en la presente Ley.

CAPÍTULO II
Registros

Artículo 7.  Creación de Registros.
1. La Junta de Extremadura, a través de la Consejería competente en materia de 

comercio, llevará a cabo los estudios y trabajos de campo necesarios a fin de disponer los 
datos precisos para el conocimiento y valoración de las estructuras comerciales minoristas y 
mayoristas y de las actividades comerciales que se desarrollan en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura.

2. Con estos mismos fines, la Junta de Extremadura mantendrá los siguientes Registros:
Registro de Franquiciadores.
Registro de Venta a Distancia.
Registro de Asociaciones de la Pequeña y Mediana Empresa Comercial.

Artículo 8.  Registro de Franquiciadores.
1. Las personas físicas o jurídicas que, teniendo su domicilio social en Extremadura, 

ejerzan la actividad de cesión de franquicias tanto fuera como dentro de ésta, deberán 
comunicarlo, a efectos de su inscripción al Registro de Franquiciadores de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, en el plazo de tres meses desde la firma de su primer contrato 
de franquicia.

2. Serán también inscribibles, aquellas personas físicas o jurídicas que desarrollen o 
pretendan desarrollar la actividad de cesión de franquicias a partir de establecimientos 
propios.

3. El Registro de Franquiciadores de la Comunidad Autónoma de Extremadura tiene 
carácter público y naturaleza administrativa, y la inscripción en el mismo será obligatoria y 
gratuita.

Artículo 9.  Registro de Venta a Distancia.
1. Las personas físicas o jurídicas, que teniendo su domicilio social en Extremadura, 

ejerzan esta modalidad de venta tanto fuera como dentro de ésta, deberán comunicarlo, a 
efectos de su inscripción al Registro de Venta a Distancia de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, en el plazo de tres meses desde el inicio de su actividad.

2. El Registro de Venta a Distancia de la Comunidad Autónoma de Extremadura tiene 
carácter público y naturaleza administrativa, y la inscripción en el mismo será obligatoria y 
gratuita.

Artículo 10.  Registro de Comerciantes Ambulantes.
(Suprimido)

Artículo 11.  Registro de Asociaciones de la Pequeña y Mediana Empresa Comercial.
1. Se crea el Registro de Asociaciones de la Pequeña y Mediana Empresa Comercial de 

la Comunidad Autónoma de Extremadura.
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2. Podrán inscribirse en este Registro las asociaciones sin fines de lucro, legalmente 
constituidas, que agrupen un número mínimo de empresas de comercio minorista y 
desarrollen funciones de representación, defensa y promoción de la pequeña y mediana 
empresa comercial, y cuya actividad se desarrolle y su domicilio social se encuentre dentro 
del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

3. El Registro de Asociaciones de la Pequeña y Mediana Empresa Comercial de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura tendrá carácter público y naturaleza administrativa y 
la inscripción en el mismo será voluntaria y gratuita.

4. La inscripción será considerada condición imprescindible para que las asociaciones 
accedan a cualquier convocatoria de ayudas o programas específicos desarrollados por la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

5. Reglamentariamente se establecerán los requisitos para la solicitud y concesión de la 
inscripción y demás normas precisas para su implantación y desarrollo.

CAPÍTULO III
Ventas especiales

Artículo 12.  Ventas a distancia.
1. Se consideran ventas a distancia las celebradas sin la presencia física simultánea del 

vendedor y del comprador, transmitiéndose la oferta del primero y la aceptación del segundo 
a través de cualquier medio de comunicación a distancia.

2. En particular, estarán incluidas en este concepto las ventas por teléfono, por 
correspondencia, ya sean mediante envío postal, por catálogo, a través de impresos o por 
anuncios en prensa y las ventas ofertadas por televisión, así como las realizadas por medios 
electrónicos, conforme a lo señalado en el artículo siguiente.

3. A los efectos de esta Ley no tendrán la consideración de venta a distancia:
a) La venta automática.
b) Los contratos celebrados con los operadores de comunicaciones que tengan por 

objeto la utilización de teléfonos públicos.
c) Los contratos celebrados para la construcción y venta de bienes inmuebles y aquellos 

que se refieran a otros derechos relativos a bienes inmuebles.
d) Los contratos celebrados en subastas.
4. Todas las ofertas de venta a distancia incluirán:
a) La identidad del vendedor, el domicilio del mismo, el número de inscripción en el 

Registro de Empresas de Venta a Distancia y cualquier dato que permita establecer con él 
una comunicación directa y efectiva.

b) El producto que se ofrece, una descripción del mismo con todos los datos sobre su 
naturaleza, cantidad, calidad y posibilidades de consumo o de uso que facilite su 
identificación.

c) El precio total a satisfacer, diferenciando el precio de venta de los impuestos 
aplicables, y, en su caso, los gastos de envío, así como el plazo de validez de la oferta y el 
sistema de reembolso o pago.

d) El coste de la utilización del medio de comunicación a distancia cuando se calcule 
sobre una base distinta de la tarifa básica.

e) El plazo máximo de recepción o puesta a disposición del consumidor del producto 
objeto de la transacción, desde el momento de la recepción del pedido.

f) Las modalidades de aplicación del derecho de desistimiento con arreglo a las 
condiciones establecidas con carácter general.

5. Antes de la ejecución del contrato de venta a distancia, el comprador deberá haber 
recibido información escrita de los datos referidos en el apartado anterior.

6. Las ofertas realizadas en esta modalidad de venta vincularán al oferente durante el 
plazo establecido en la misma, perfeccionándose el contrato desde que el comprador 
conteste aceptando la oferta.
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7. Lo dispuesto en los apartados 4 y 5 de este artículo no será de aplicación a los 
contratos de suministro de productos alimenticios, de bebidas o de otros bienes del hogar de 
consumo corriente entregados en el domicilio del consumidor, en su residencia o en su lugar 
de trabajo.

8. Para el ejercicio de la venta a distancia se requerirán, además de los requisitos 
generales para ejercer la actividad comercial, los siguientes:

a) (Suprimido)
b) Llevar y tener a disposición de las autoridades competentes una relación actualizada 

de los productos que se comercializan y de las ofertas, así como de los centros de 
distribución y de recepción de pedidos.

c) Tener los almacenes donde se encuentren los productos en las debidas condiciones 
según lo establecido en la legislación vigente.

Artículo 13.  Comercio electrónico.
1. Se considera comercio electrónico la modalidad de venta a distancia basada en la 

transmisión de datos por redes de telecomunicaciones.
2. Las comunicaciones que, dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, se realicen a 

través de un medio electrónico deberán identificarse claramente como comerciales.
3. Las empresas que ejerzan la actividad de comercio electrónico:
a) deberán disponer de los sistemas adecuados para que el comprador pueda almacenar 

y reproducir los datos relativos a las condiciones aplicables a la transacción comercial.
b) deberán disponer los medios técnicos para identificar y corregir los errores de 

introducción de datos antes de efectuar el pedido, así como para comunicarle la aceptación 
de éste.

c) deberán acreditar que disponen de sistemas apropiados para registrar a los titulares 
de cuentas de correo electrónico que no deseen recibir comunicaciones comerciales.

4. Las ventas celebradas por vía electrónica tendrán plena validez y sus efectos serán 
los mismos que los previstos con carácter general para la modalidad de venta a distancia, 
sin perjuicio de lo establecido en la normativa estatal sobre contratación telefónica o 
electrónica con condiciones generales de contratación.

Artículo 14.  Venta no sedentaria o ambulante.
(Suprimido).

Artículo 15.  Venta domiciliaria.
1. Se considera venta domiciliaria la realizada con presencia física del comprador y del 

vendedor, o de los empleados o agentes de éste, en el domicilio del comprador, en su 
residencia, en lugares de ocio o reunión o en su lugar de trabajo.

2. Tendrán igualmente la consideración de venta domiciliaria, las denominadas «ventas 
en reunión» de un grupo de personas convocadas por una de ellas o por el propio vendedor.

3. No se considera venta a domicilio la entrega de productos o mercancías previamente 
adquiridos en establecimientos comerciales.

4. El vendedor deberá mostrar al comprador la documentación que acredite su condición, 
identificando la empresa que representa y los productos que está autorizado a ofrecer.

5. La publicidad de la oferta que deberá ser entregada al consumidor incluirá:
a) La identificación y domicilio de la empresa.
b) El producto que se ofrece, una descripción del mismo con todos los datos sobre su 

naturaleza, cantidad, calidad y posibilidades de consumo o de uso que facilite su 
identificación.

c) El precio total a satisfacer, diferenciando el precio de venta de los impuestos 
aplicables, y, en su caso, los gastos de envío, así como el plazo de validez de la oferta y el 
sistema de reembolso o pago.

6. Sin perjuicio de lo anterior, de acuerdo con lo establecido en la Ley 26/1991, de 21 de 
noviembre, sobre contratos celebrados fuera de establecimientos mercantiles, el contrato u 
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oferta contractual deberá especificar en caracteres destacados e inmediatamente encima del 
lugar reservado para la firma del consumidor, una referencia clara y precisa al derecho de 
éste a revocar el consentimiento otorgado y a los requisitos y consecuencias de su ejercicio, 
en especial, que puede ejercitarse hasta pasados siete días desde la recepción, que no es 
necesario alegar causa alguna y que no está sujeta a forma alguna, incumbiendo la prueba 
de la existencia del contrato al consumidor.

Artículo 16.  Venta automática.
1. Es venta automática la forma de distribución detallista, en la cual se pone a 

disposición del consumidor el producto o servicio para que éste adquiera mediante el 
accionamiento de cualquier tipo de mecanismo y previo pago de su importe.

2. Los distintos modelos de máquinas para la venta automática deberán ser objeto de 
previa homologación por la Consejería competente en razón de la materia.

3. En todas las máquinas de venta deberá figurar con claridad cuál es el producto que 
expenden, su precio, tipo de monedas que admiten, instrucciones para la obtención del 
producto deseado, datos de homologación del aparato según modelo de la máquina, 
identidad del oferente y número de inscripción en el correspondiente Registro, así como una 
dirección y teléfono donde se atenderán las reclamaciones.

CAPÍTULO IV
Modalidades de ventas

Sección I. Ventas promocionales

Artículo 17.  Concepto.
1. Se considera como venta promocional la actividad comercial de oferta y realización de 

venta en condiciones más ventajosas para los compradores que las habituales.
2. Tendrán la consideración de ventas promocionales, las ventas en rebajas, ventas en 

liquidación, ventas de saldos, ventas con obsequio, ventas a precio reducido y ventas con 
descuento preferencial.

Artículo 18.  Requisitos generales.
1. Los productos ofertados en cualquiera de las modalidades de venta en promoción 

deberán tener las mismas características, salvo lo que se establece en esta Ley en la 
modalidad de venta de saldo y someterse a las mismas condiciones contractuales, en 
especial, en lo referente a los medios de pago, que las existentes con anterioridad al período 
de vigencia de la actividad promocional. No obstante, de no admitirse algún medio de pago 
durante el período de promoción, deberá publicitarse expresamente esta circunstancia con 
idénticas dimensiones y en el mismo lugar en el que se anunciara la aceptación de los 
diversos medios de pago.

2. Las ventas promocionales deberán ir precedidas o acompañadas de información al 
comprador que, como mínimo, contendrá el producto objeto de promoción, sus 
características, el precio y las fechas de inicio y término de la oferta.

3. El comerciante deberá disponer de existencias suficientes de los productos ofertados 
para satisfacer la demanda previsible, salvo que se trate de una venta en liquidación, de 
saldos o de una promoción limitada en número.

En las restantes modalidades de ventas en promoción, si las existencias de alguno de 
los productos ofertados llegaran a agotarse durante ésta, el comerciante, a demanda del 
comprador, deberá efectuar la reserva del producto seleccionado en las mismas condiciones 
imperantes en la oferta. Transcurridos dos meses desde la reserva, si el producto no 
estuviera aún disponible, deberá ser sustituido por otros de similares características.

Sólo en el caso de venta en promoción limitada en número podrá restringirse el número 
de unidades del producto o productos promocionados que pueda adquirir cada comprador.

4. Cuando la venta promocional no comprenda, al menos, la mitad de los productos 
puestos a la venta, la práctica de promoción de que se trate no se podrá anunciar como una 
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medida general, sino referida exclusivamente a los artículos o sectores a los que realmente 
afecte.

5. Siempre que exista coincidencia entre la puesta a disposición del comprador de 
productos en promoción y de productos fuera de ésta, deberán figurar perfectamente 
separados e identificados. Igualmente, si dentro de un mismo establecimiento, existen 
productos ofertados bajo las distintas modalidades de venta en promoción reguladas en la 
presente Ley, deberán diferenciarse claramente aquellos que se encuentran incluidos bajo 
una u otra modalidad.

6. Los establecimientos comerciales ubicados en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, no podrán efectuar ventas promocionales, en la modalidad de precio reducido, 
incluidas las ventas con descuento preferencial, durante el mes inmediatamente anterior a 
los periodos de rebajas, cuando, atendiendo a la finalidad de la promoción, características y 
número de los productos que ofertan, puedan ser conceptuadas dentro de la definición de 
rebajas.

Artículo 19.  Información del precio de promoción.
1. Siempre que se oferten artículos con reducción de precio, deberá figurar con claridad, 

en cada uno de ellos, el precio anterior junto con el precio reducido.
2. Se considera precio anterior el precio mínimo, entendiendo como tal el menor de los 

precios con los que se haya ofertado el mismo artículo durante los treinta días anteriores al 
inicio del periodo promocional.

3. En el caso de productos alimenticios perecederos, el precio anterior será el aplicado el 
día inmediatamente anterior al de inicio del período promocional.

4. En el caso de que el producto en promoción sea puesto a la venta por primera vez, 
junto al precio de oferta figurará el precio futuro, entendiéndose por tal el precio existente el 
día inmediatamente posterior al de finalización de la promoción, siempre que el mismo se 
mantenga, al menos, durante los treinta días siguientes a esta fecha.

5. Cuando se trate de una reducción porcentual de un conjunto homogéneo de artículos 
bastará con el anuncio genérico de éste, sin necesidad de que conste el precio reducido en 
cada artículo ofertado, siempre que queden manifiestamente claro los productos incluidos en 
la oferta.

Artículo 20.  Venta en rebajas.
1. Se considera venta en rebajas aquella en la que los comerciantes ofrecen, en el 

mismo establecimiento en el que ejercen habitualmente su actividad comercial, una 
reducción de precios en sus productos, con una finalidad primordialmente extintiva de las 
existencias de campaña.

2. Los productos o servicios ofrecidos en venta en rebajas deberán haber estado 
incluidos con anterioridad en la oferta habitual de ventas, no podrán estar deteriorados, ni 
haber sido adquiridos específicamente con objeto de ser vendidos a precio inferior al 
ordinario.

3. Las ventas en rebajas sólo podrán realizarse en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura en dos temporadas anuales, una iniciada a principios de año y la 
otra coincidiendo con el período estival de vacaciones.

4. Anualmente, la Consejería competente en materia de comercio, a propuesta el 
Consejo de Comercio previsto en la presente Ley, determinará los dos períodos concretos en 
que puedan realizarse las ventas en rebajas, sin que ninguno de ellos pueda exceder de dos 
meses. Dentro de éstos, cada comerciante, con una duración mínima no inferior a una 
semana, podrá fijar libremente la extensión de las mismas.

5. Las rebajas podrán ser anunciadas con siete días de antelación como máximo. Las 
fechas de rebajas deberán exhibirse al público en los establecimientos comerciales en sitio 
visible, incluso cuando permanezcan cerrados.

6. No podrán calificarse como rebajas las promociones que afecten a artículos que se 
hayan ofertado como saldos de forma ocasional o permanente.
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Artículo 21.  Venta de saldos.
1. Se consideran ventas de saldos aquellas que tienen por objeto productos cuyo valor 

de mercado se encuentra manifiestamente disminuido como consecuencia de su deterioro, 
desperfecto, desuso, obsolescencia o pérdida de actualidad, no pudiendo consistir en la 
venta de productos que impliquen riesgo de cualquier naturaleza, fraude o engaño al 
comprador, ni la de aquellos que no se vendan realmente por precio inferior al habitual.

Entra dentro de esta modalidad, con independencia de la denominación comercial del 
establecimiento donde se efectúe, la venta a precios reducidos de restos de fábrica.

2. Los comerciantes podrán realizar esta actividad de forma permanente u ocasional. En 
este último supuesto los productos ofertados deberán haber formado parte de las existencias 
del vendedor.

3. Únicamente los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos 
podrán saldar artículos adquiridos específicamente con la finalidad de ser vendidos como 
tales.

4. La publicidad de la venta de saldos deberá ir acompañada de información suficiente 
sobre las concretas circunstancias que la motivan y las ventajas de precio que suponen.

Artículo 22.  Venta en liquidación.
1. Se entiende por venta en liquidación aquella de carácter excepcional y finalidad 

extintiva realizada por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de 
aquel, en la que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) El cese total o parcial de la actividad comercial, indicando en el segundo caso la clase 
de mercancías objeto de la liquidación.

b) El cambio de la actividad, orientación o estructura del negocio.
c) Cambio de local o reforma del mismo que conlleve cierre temporal o definitivo del 

establecimiento.
d) En el supuesto de caso fortuito o fuerza mayor que impida el ejercicio normal de la 

actividad comercial.
e) La ejecución de una resolución judicial, arbitral o administrativa de la que se derive 

cualquiera de las circunstancias anteriores.
2. La venta en liquidación habrá de realizarse en el mismo establecimiento en que los 

productos hayan sido habitualmente objeto de venta, salvo en caso de fuerza mayor y de 
cierre inminente del local. En todo caso, esta modalidad de venta se deberá cesar cuando lo 
hagan las circunstancias que la justifican conforme al apartado 1 de este artículo.

3. La duración máxima de la venta en liquidación será la establecida en la legislación 
estatal sobre ordenación del comercio minorista.

4. La duración de la venta por liquidación en el supuesto previsto en el artículo 22.1.c) 
deberá estar debidamente justificada y ser proporcional y acorde con las circunstancias que 
la motivaron, sin que pueda superarse el plazo máximo general de tres meses.

5. La venta en liquidación se limitará a los artículos que formen parte de las existencias 
del establecimiento, incluso los que estuviesen en su poder en estimación o pedidos 
anteriores que esté obligado a recibir. En todo caso, los productos en liquidación no podrán 
haber sido adquiridos por el comerciante con esa finalidad.

6. La venta en liquidación deberá anunciarse con esa denominación indicando la causa 
de ésta.

Artículo 23.  Ventas con promoción limitada en número.
(Suprimido)

Artículo 24.  Ventas con precio reducido.
1. Se consideran ventas con precio reducido aquellas en las que los productos se 

ofrecen a un precio inferior al precio anterior exigido por el comerciante, ya sea a través de 
un determinado descuento porcentual o de una reducción directa sobre el mismo, con el fin 
de regularizar existencias, incrementar las ventas, promocionar sus productos o un 
determinado establecimiento.
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2. En el caso de que la promoción sea presentada mediante la entrega de dos o más 
unidades de producto por un precio global inferior al que correspondiera, antes de la 
reducción del precio, al número total de unidades incluidas en la oferta, el comerciante 
estará obligado a anunciar el precio anterior y el precio reducido por unidad de producto.

3. Cuando se trate de una promoción limitada a un número de unidades de uno o varios 
artículos, el comerciante habrá de informar claramente sobre el número total de unidades 
objeto de la promoción en el establecimiento comercial y deberá tener en existencias la 
cantidad de artículos anunciada en la oferta. Asimismo deberá informar de manera expresa 
al comprador sobre la existencia de restricciones en el número de unidades promocionadas 
que pudiera adquirir.

Artículo 25.  Venta con obsequio.
1. Se consideran ventas con obsequio aquellas en las que el comerciante utiliza 

concursos, sorteos, regalos, vales, premios o similares, vinculados a la oferta, promoción o 
venta de determinados productos.

Cuando se trate de la celebración de un sorteo será de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 15 de la Ley 6/1998, de 18 de junio, del Juego de Extremadura.

2. Las bases por las que se regirán los concursos, sorteos o similares, serán de estricto 
cumplimiento por quien hace la venta y deberán constar en el envoltorio o envase de que se 
trate o, en su defecto, constar en acta notarial con anterioridad al inicio de la promoción, 
siendo obligatoria la publicación de los ganadores en un medio de difusión apropiado al 
ámbito de la promoción.

Si el alcance de la promoción superase el ámbito local o el provincial, la relación de los 
ganadores deberá ser publicitada en un medio de comunicación provincial o regional, 
respectivamente. Estarán exoneradas de este deber aquellas promociones que superen el 
ámbito regional, que se regularán por la normativa estatal correspondiente.

3. Cuando un comerciante comunique a un comprador que ha sido favorecido por sorteo 
con un premio, no podrá condicionar directa o indirectamente su entrega a la compra de 
otros productos. Además, dicho premio deberá entregarse al beneficiario en un plazo de tres 
meses, a contar desde que éste reúna los requisitos exigidos en las bases de la promoción.

Artículo 25 bis.  Venta con descuento preferencial.
Se considera venta con descuento preferencial aquellas efectuadas a clientes por el uso 

de tarjetas u otros medios de fidelización, en forma de descuentos, premios u otro tipo de 
ventajas o incentivos a la compra.

No será de aplicación la limitación prevista en el artículo 18.6 para aquellas reducciones 
de precios que sean consecuencia de la bonificación obtenida por compras efectuadas con 
anterioridad al inicio de la promoción.

Sección II. Ventas prohibidas

Artículo 26.  Venta con pérdida.
1. Queda expresamente prohibida la oferta y realización de venta con pérdida en el 

ámbito de aplicación de esta Ley sin perjuicio de las excepciones que establece la normativa 
estatal sobre la materia.

2. Existirá venta con pérdida cuando un producto es ofrecido a un precio inferior al de 
compra, o bien al de reposición si éste fuera más bajo que el primero.

3. Se entiende por precio de compra o de reposición para el comerciante, el que resulta 
de deducir del precio unitario de factura los descuentos hechos por el proveedor y añadir los 
impuestos aplicables al producto objeto de venta, siempre que todas esas cantidades figuren 
en la factura.

4. Si el que vende al consumidor es el mismo fabricante, o si se trata de evaluar la 
prestación de un servicio complementario de la venta, el precio equivalente al de compra 
será el coste de fabricación.
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5. Las reducciones del precio de adquisición o de reposición que no estén en la factura o 
que representen contraprestaciones por determinados servicios prestados por los detallistas 
no formarán parte del precio unitario de factura.

6. Las facturas deberán estar en poder de los comerciantes antes de que se cumplan 
treinta días desde la fecha de entrega y recepción de la mercancía.

7. No se tendrán en consideración las modificaciones de las condiciones de venta 
realizadas mediante facturas rectificadas.

No obstante lo anterior, el comerciante podrá reparar la factura original en un plazo de 
tiempo no superior a veinticinco días desde su remisión. En tal caso, el emisor dispondrá de 
un plazo de diez días más para la subsanación y remisión de la factura rectificada.

8. Lo previsto en el presente artículo no será de aplicación a las ventas de saldos y 
ventas en liquidación, así como a los productos perecederos próximos a su inutilización.

Artículo 27.  Venta en pirámide.
1. Queda expresamente prohibida la venta en pirámide.
2. Se considera venta en pirámide cualquier tipo de venta en la que se ofrece a los 

compradores productos a precio reducido, o incluso gratuitos, a condición de que éstos 
consigan directa o indirectamente otros compradores o un determinado volumen de venta.

CAPÍTULO V
Horarios comerciales

Sección I. Establecimientos con régimen general de horarios

Artículo 28.  Horario en días laborables.
1. El horario global dentro del cual los establecimientos comerciales minoristas 

establecidos en Extremadura podrán desarrollar su actividad, durante los días laborables de 
la semana, no podrá exceder de noventa horas.

2. El horario de apertura y cierre será libremente acordado por cada comerciante 
respetando, en todo caso, los derechos reconocidos a los trabajadores en la normativa 
laboral.

Artículo 29.  Publicidad de horarios.
En todos los establecimientos comerciales deberá figurar la información del calendario 

laboral y horario de apertura y cierre en sitio visible, tanto en el interior como en el exterior, 
incluso cuando estén cerrados.

Artículo 30.  Actividad en domingos y festivos.
1. Los domingos y festivos no serán hábiles para el ejercicio de la actividad comercial 

minorista, excepto para los establecimientos indicados en el artículo 31.
2. No obstante lo anterior, la Consejería competente en materia de comercio, a 

propuesta del Consejo de Comercio previsto en la presente Ley, determinará, antes del 15 
de noviembre de cada año, los domingos y festivos en los que, con un máximo de ocho días 
al año, los establecimientos comerciales minoristas podrán permanecer abiertos al público 
en el año siguiente.

3. Para la determinación de los domingos y festivos de apertura, se deberá atender de 
forma prioritaria al atractivo comercial de los días para los consumidores, de acuerdo con los 
siguientes criterios:

a) La apertura en al menos un día festivo cuando se produzca la coincidencia de dos o 
más días festivos continuados.

b) La apertura en los domingos y festivos correspondientes a los períodos de rebajas.
c) La apertura en los domingos y festivos de mayor afluencia turística en la Comunidad 

Autónoma.
d) La apertura en los domingos o festivos de la campaña de Navidad.
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4. Además de los días que se determinen conforme al apartado 2, las Corporaciones 
Locales, por acuerdo del órgano correspondiente y previa notificación a la Consejería 
competente en materia de comercio antes del 15 de diciembre del año anterior, podrán 
determinar, a su criterio y conveniencia, dos domingos o festivos hábiles para la actividad 
comercial.

A falta de notificación se entenderá como tales, para cada municipio, las dos fiestas 
locales determinadas anualmente por el Calendario Laboral Oficial de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

Sección II. Establecimientos exceptuados del régimen general de horarios

Artículo 31.  Establecimientos con libertad horaria.
1. Tendrán plena libertad para establecer los días y horas en que permanecerán abiertos 

al público, los establecimientos comerciales de la región extremeña dedicados a:
a) La venta de pastelería, repostería, pan y platos preparados, prensa, combustibles y 

carburantes y floristería y plantas, así como los instalados en puestos fronterizos de la 
región, en las estaciones de transporte terrestre y en los aeropuertos.

b) La venta exclusiva de productos culturales, entendiéndose como tales los libros en 
soporte escrito o informático, la música de cualquier formato, periódicos, revistas, 
instrumentos musicales, cintas de vídeo, sellos, monedas, medallas conmemorativas, billetes 
para coleccionistas, artículos de dibujo y bellas artes, obras de arte, antigüedades, recuerdos 
y de artesanía popular, así como todos aquellos cuya finalidad sea cultivar, desarrollar y 
formar los conocimientos humanos y el ejercicio de sus facultades intelectuales.

2. También tendrán plena libertad horaria, las tiendas de conveniencia, entendiéndose 
como tales aquellas que, con una extensión útil no superior a 500 metros cuadrados, 
permanezcan abiertas al público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en 
forma similar, entre libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos y vídeos, 
juguetes, regalos y artículos varios.

En todo caso, la oferta alimentaria no podrá representar más del 40 por 100 del surtido, 
medido en número de referencia, ni ocupar más del 35 por 100 de espacio de venta medido 
en metros lineales, debiendo limitar la venta de bebidas alcohólicas a lo dispuesto en el 
artículo 34.

3. Tendrán plena libertad para determinar los días y horas en que permanecerán abiertos 
al público los establecimientos de venta de reducida dimensión distintos de los indicados en 
los apartados anteriores, que dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al 
público inferior a 300 metros cuadrados.

Artículo 32.  Zonas de afluencia turística.
1. La Consejería competente en materia de comercio podrá declarar, a efectos de 

horarios comerciales, zonas de afluencia turística a los núcleos de población, 
independientemente de su adscripción municipal, en las que concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 
en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto a las que constituyen residencia habitual.

b) Que haya sido declarado Patrimonio de la Humanidad o en el que se localice un bien 
inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico artístico.

c) Que limiten o constituyan áreas de influencia de zonas fronterizas.
d) Celebración de grandes eventos deportivos o culturales de carácter nacional o 

internacional.
e) Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras.
f) Cuando concurran circunstancias especiales que así lo justifiquen.
2. En estas zonas, durante todo el año o para los periodos estacionales que se 

determinen, los establecimientos comerciales minoristas tendrán plena libertad para 
determinar los días y horas en que permanecerán abiertos al público.
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3. El procedimiento para la declaración de una zona de afluencia turística se podrá iniciar 
de oficio, por la Consejería competente en materia de comercio, o a solicitud de:

a) El Ayuntamiento correspondiente, mediante acuerdo del órgano de gobierno municipal 
competente.

b) Las asociaciones empresariales del sector comercial afectado y/o del ámbito territorial 
correspondiente.

4. La resolución se adoptará oída la Dirección General competente en materia de turismo 
y el Consejo de Comercio de Extremadura y se publicará en el "Diario Oficial de 
Extremaduraˮ.

5. Cuando se compruebe que las circunstancias que motivaron la declaración de la zona 
no se mantienen, la Consejería con competencia en materia de comercio iniciará de oficio el 
procedimiento de revocación de la declaración. Se dictará resolución, previo informe de la 
Dirección General competente en materia de turismo, oído el Consejo de Comercio de 
Extremadura y previa audiencia al Ayuntamiento interesado, y, en su caso, a las 
asociaciones empresariales que hubiesen instado su declaración, en el plazo máximo de dos 
meses a contar desde el acuerdo de inicio, dejando sin efecto la declaración de la zona de 
afluencia turística.

Dicha resolución se notificará al Ayuntamiento y se publicará en el "Diario Oficial de 
Extremaduraˮ.

Artículo 33.  Limitación de apertura a los grupos de distribución.
1. El régimen de libertad horaria contemplado en el apartado 3 del artículo 31 no será de 

aplicación a los establecimientos comerciales pertenecientes a grupos de distribución.
2. A efectos de esta Ley, se considera que pertenecen a un Grupo de distribución los 

establecimientos comerciales que se hallen en alguna de las siguientes circunstancias:
a) Que sean propiedad de empresas que se encuentren respecto a otras en cualquiera 

de las situaciones de dominio o dependencia que enumeran el artículo 42 del Código de 
Comercio.

b) Que sean propiedad de empresas que operen bajo una unidad de decisión y gestión y 
obliguen a desarrollar una estrategia normal conjunta bajo una enseña común.

3. No obstante, los establecimientos comerciales pertenecientes a grupos de distribución 
se asimilarán a los que disfruten de plena libertad horaria cuando dichos grupos tengan la 
consideración de pequeña y mediana empresa comercial según la legislación vigente.

Sección III. Establecimientos con venta de bebidas alcohólicas

Artículo 34.  Limitación de venta de bebidas alcohólicas.
En lo referente a la limitación de venta de bebidas alcohólicas, se estará a lo dispuesto 

en la Ley 2/2003, de 13 de marzo, de la Convivencia y el Ocio de Extremadura.

TÍTULO II
Los grandes equipamientos comerciales

Artículo 35.  Definiciones.
A los efectos previstos en la presente Ley se entenderá por:
1. Equipamiento comercial: la dotación, considerada de manera individual o colectiva, 

integrada básicamente por establecimientos comerciales donde se realice una actividad 
comercial mayorista o minorista, incluyendo los mercados y mercadillos de titularidad pública 
o privada.

2. Equipamiento comercial colectivo: el conjunto de establecimientos comerciales 
integrados en un edificio o complejo de edificios delimitados por un único recinto con áreas 
interiores y/o elementos urbanísticos comunes, en los que se ejercen actividades de forma 
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empresarial independiente, compartiendo para ello una imagen, una gestión y/o unos 
servicios comunes.

3. Establecimientos comerciales: los locales y las construcciones o instalaciones de 
carácter fijo y permanente, cubiertas o sin cubrir, y, en general, las instalaciones de cualquier 
clase que tengan el carácter de inmuebles de acuerdo con el artículo 334 del Código Civil, 
destinados al ejercicio regular de actividades comerciales, ya sea de forma continuada o en 
días o temporadas determinadas.

4. Grandes superficies comerciales: los establecimientos donde se desarrollen 
actividades comerciales minoristas, polivalentes o especializados, que dispongan de una 
superficie de venta igual o superior a 2.500 m2.

5. Superficie de venta: la superficie total de la áreas o locales donde se exponen los 
productos con carácter habitual y permanente, estén cubiertos o no, y a los que pueden 
acceder normalmente el público, incluyendo los escaparates y los espacios ocupados por 
expositores y mostradores, cajas, pasillos y accesos, excepto los aparcamientos.

En el caso de los equipamientos comerciales, la superficie de venta computable será la 
superficie bruta alquilable.

Artículo 36.  La implantación de equipamientos comerciales colectivos y grandes superficies 
comerciales.

1. La implantación en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura de 
grandes superficies comerciales, así como de equipamientos comerciales colectivos, 
conforme a las definiciones establecidas en el artículo 35, con una superficie de venta igual o 
superior a 2.500 m2, requerirá de manera preceptiva un informe vinculante de la Consejería 
competente en materia de comercio, integrado dentro de un procedimiento único y 
simplificado seguido por los Ayuntamientos, en orden a su instalación y apertura.

2. No será exigible el informe anterior a los mercados mayoristas y mercados y galerías 
municipales, así como las áreas comerciales, cubiertas o no, gestionados en común por 
comerciantes, con independencia de la forma jurídica que adopten, sin perjuicio de los 
establecimientos comerciales radicados en ellos que puedan alcanzar la calificación de gran 
superficie comercial.

3. La emisión del informe será también preceptiva en el caso de ampliación del 
equipamiento comercial, siempre y cuando esta ampliación exija un procedimiento 
independiente iniciado por los Ayuntamientos para la instalación y apertura, en los siguientes 
supuestos:

a) En el caso de establecimientos comerciales de menos de 2.500 m2, cuando tras la 
ampliación resulte una superficie de venta superior a este umbral.

b) En el caso de equipamientos comerciales de mas de 2.500 m2, cuando la ampliación 
conlleve un incremento de más del 10% de la superficie de venta ya existente.

4. El informe comercial se evacuará atendiendo a criterios basados en razones de 
interés general vinculados con la protección del medio ambiente, el urbanismo, la ordenación 
del territorio y la conservación del patrimonio histórico-artístico y alcanzará al espacio físico 
de implantación o ampliación, con independencia de las superficies comerciales en él 
contenidas.

5. Con carácter general y en base a los principios de ordenación del territorio y del 
medioambiente, la implantación de grandes superficies comerciales y de equipamientos 
comerciales colectivos atenderá a criterios de cohesión territorial, entendiendo como tales el 
mantenimiento de la polaridad comercial de las cabeceras de áreas y subáreas comerciales, 
la preservación de la compacidad de las ciudades y la delimitación de sus perímetros, 
evitando la instalación de equipamientos aislados no articulados con las tramas urbanas 
consolidadas, así como los desplazamientos ineficientes y medioambientalmente no 
sostenibles.

6. En particular, serán aspectos a tener en cuenta:
La ubicación del establecimiento comercial en el entorno urbano, particularmente su 

imbricación en tramas urbanas consolidadas o en áreas limítrofes en desarrollo urbanístico.
La movilidad, tanto de personas como de vehículos, y la incidencia de los flujos y 

afluencias en la red viaria y en las demás infraestructuras públicas.
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El impacto del proyecto en el medio ambiente teniendo en cuenta la gestión de los 
residuos, los sistemas de reciclaje, el uso de energías renovables, la gestión eficiente de la 
energía y del agua y la salvaguarda del paisaje, de manera que se minimice el impacto 
visual.

La accesibilidad y la dotación de aparcamientos.
7. En ningún caso en la aplicación de los anteriores criterios se atenderá a requisitos de 

naturaleza económica que supediten la emisión del informe a la prueba de la existencia de 
una necesidad económica o de una demanda de mercado, a que se evalúen los efectos 
económicos, posibles o reales, de la actividad o a que se haga una apreciación de si la 
actividad se ajusta a los objetivos de programación económica fijados por la autoridad 
competente, o a que se comercialicen productos o servicios de un tipo o procedencia 
determinada.

Artículo 37.  Solicitud del informe comercial.
1. Previo al inicio de las obras, la Administración local requerirá dicho informe a la 

Consejería competente en materia de comercio, adjuntando junto con la solicitud, todos los 
informes medioambientales y urbanísticos recabados para la apertura del establecimiento.

2. Una vez valorada la solicitud, la Consejería competente en materia de comercio 
comunicará a la Administración Local en un plazo no superior a 10 días hábiles, desde la 
presentación de la solicitud y los documentos a que se refiere el apartado anterior, la 
decisión de emitir el informe. Transcurrido dicho plazo sin que se haya comunicado al 
Ayuntamiento la intención de pronunciarse sobre la solicitud, se entenderá que el informe es 
favorable.

3. El plazo para evacuar el informe será de tres meses a contar desde la entrada en el 
registro de la Consejería competente en materia de comercio del expediente completo, 
trascurrido el cuál sin haberse evacuado de forma expresa deberá entenderse que es 
favorable.

Artículo 38.  Obligación de suelo especifico comercial para la implantación de 
equipamientos comerciales colectivos y grandes superficies comerciales.

1. Las implantaciones de grandes superficies comerciales y equipamientos comerciales 
colectivos solo podrán proyectarse en suelo calificado de uso pormenorizado comercial.

2. Los instrumentos de planeamiento urbanístico deberán prever los usos específicos 
comerciales para la implantación de grandes superficies comerciales y equipamientos 
comerciales colectivos, así como sus compatibilidades, complementariedades y 
prohibiciones.

3. En el caso de implantaciones comerciales que se proyecten sobre suelos que sean 
objeto de una modificación o revisión del planeamiento urbanístico para su calificación a un 
uso específico comercial, se valorará la inexistencia de suelo alternativo susceptible de uso 
comercial al de la implantación proyectada, particularmente en espacios vacíos intersticiales 
o áreas de reforma interior existentes en tramas urbanas consolidadas, así como la 
motivación de la modificación aprobada.

Artículo 39.  Objeto y ámbito.
(Suprimido)

Artículo 40.  Aprobación y vigencia.
(Suprimido)

Artículo 41.  Áreas de saturación comercial.
(Suprimido)

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 110  Ley de Comercio, de la Comunidad Autónoma de Extremadura

– 2429 –



TÍTULO III
Fomento de la actividad comercial

Artículo 42.  Principios y objetivos.
1. La Junta de Extremadura velará por un desarrollo armónico del comercio en el 

conjunto del territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, propiciando la existencia 
de una distribución minorista moderna al alcance de todos los ciudadanos.

2. Para la consecución de un desarrollo equilibrado del comercio en su territorio, la 
Administración regional:

a) Atenderá a la mejora del comercio de proximidad en el medio rural, especialmente en 
zonas de baja densidad de población, y fomentará la existencia de vínculos estables entre 
mayoristas y detallistas independientes de estas áreas.

b) Favorecerá la recuperación de los centros históricos de las principales ciudades 
extremeñas a la funcionalidad comercial, así como la revitalización del comercio tradicional 
ligado a éstos.

3. Con objeto de conseguir una distribución minorista moderna, la Junta de Extremadura:
a) Apoyará el desarrollo, modernización y mejora del pequeño y mediano comercio, 

propiciando la cooperación entre ellos, la especialización, el incremento de su eficiencia, la 
implantación de sistemas de calidad y el fomento del asociacionismo.

b) Promoverá su adaptación continuada a los cambios e innovaciones que se produzcan 
en el sector de la distribución.

c) Impulsará las actividades de formación del personal al servicio de la actividad 
comercial.

d) Fomentará la innovación comercial, especialmente en lo referente a las nuevas 
tecnologías de la sociedad de la información.

4. La Junta de Extremadura establecerá instrumentos de apoyo para la incorporación de 
la pyme comercial mayorista a las tecnologías de la sociedad de la información.

TÍTULO IV
Consejo de Comercio de Extremadura

Artículo 43.  Creación y funciones.
1. Se crea el Consejo de Comercio como órgano consultivo, de participación y 

asesoramiento de la Consejería competente en materia de comercio para el desarrollo de 
esta Ley y, particularmente, para la aplicación de aquellos preceptos en los que su 
participación se halle expresamente prevista.

2. También serán funciones del Consejo de Comercio la realización de propuestas 
tendentes al desarrollo de la actividad comercial en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura y la promoción de iniciativas comerciales, todo ello sin perjuicio de las 
competencias atribuidas por Ley a las Cámaras de Comercio e Industria de Extremadura.

Artículo 44.  Composición.
1. El Consejo de Comercio estará participado por los siguientes organismos, 

instituciones e interlocutores sociales:
a) La Junta de Extremadura.
b) La Administración Local, a través de la Federación de Municipios y Provincias de 

Extremadura.
c) Las Cámaras de Comercio e Industria de Extremadura.
d) Las asociaciones de comerciantes, a través de sus organizaciones más 

representativas.
e) Las empresas comerciales, a través de sus organizaciones más representativas en la 

Comunidad Autónoma de Extremadura.
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f) Los empresarios y trabajadores autónomos, a través de sus organizaciones más 
representativas en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

g) Los trabajadores por cuenta ajena del sector del comercio, a través de los sindicatos 
más representativos en la Comunidad Autónoma de Extremadura.

h) Los consumidores, a través de sus organizaciones más representativas en la 
Comunidad Autónoma de Extremadura.

2. La representación de las organizaciones componentes del Consejo de Comercio 
responderá, en todo caso, a la pluralidad y diversidad existente en el sector de la distribución 
comercial en Extremadura.

3. Este Consejo queda integrado en la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura sin participar en su estructura jerárquica. Su régimen jurídico, composición, 
atribuciones y normas de funcionamiento se determinarán reglamentariamente, sin perjuicio 
de que el propio Consejo pueda establecer o completar sus normas de funcionamiento.

4. En todo caso, el número de miembros del Consejo no será superior a 20, de los 
cuales, la Junta de Extremadura nombrará al 40% del total, siendo nombrado el 60% 
restante equitativamente por el resto de instituciones participantes.

TÍTULO V
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 45.  Concepto y clasificación.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de comercio interior, las acciones 

u omisiones tipificadas en la presente Ley.
Dichas infracciones serán objeto de sanción administrativa previa instrucción del 

correspondiente expediente sancionador, por el órgano competente, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles y penales o de otro orden que pudieran derivarse.

2. Las infracciones tipificadas en la presente Ley se clasifican en leves, graves y muy 
graves.

Artículo 46.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por la comisión de las infracciones tipificadas en la 

presente Ley corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de la entidad que 
haya cometido la infracción administrativa, cualquiera que sea su domicilio o sede social.

Artículo 47.  Infracciones leves.
Se considerarán infracciones leves:
a) No exhibir la necesaria homologación establecida en el artículo 16.2 de la presente 

Ley.
b) El incumplimiento de la obligación de información al público sobre los días y horas de 

apertura y cierre de los establecimientos comerciales, o no hacerlo en lugar visible del 
mismo.

c) La realización de actividades comerciales en horario mayor al autorizado.
d) La venta de productos distintos, o en porcentajes superiores, a los permitidos en los 

establecimientos comerciales exceptuados del régimen general de horarios.
e) La conducta obstruccionista a la práctica de comprobaciones e inspecciones de las 

autoridades o sus agentes y del personal al servicio de la Consejería con competencia en 
materia de comercio.

f) El suministro de información inexacta o incompleta.
g) El incumplimiento del régimen de desistimiento establecido en el artículo 15.6 de esta 

norma.
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h) No exhibir las fechas de las rebajas en los términos establecidos en el artículo 18.5 de 
la presente Ley.

i) No realizar las comunicaciones o notificaciones a la administración competente en 
materia de comercio exigida por la normativa vigente.

j) Cualquier otra acción u omisión que resulte contraria a la presente Ley siempre que no 
pueda ser calificada como grave o muy grave.

Artículo 48.  Infracciones graves.
Se considerarán infracciones graves:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades o sus agentes y por el personal al servicio de la Consejería con competencia 
en materia de comercio, en el ejercicio de sus funciones de comprobación, cuando sean 
reiteradas o se ejerzan mediante acciones o expresiones que lesionen la dignidad de las 
personas o con violencia física.

b) El incumplimiento del requerimiento sobre cese de conductas o actividades 
infractoras.

c) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

d) El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del 
artículo 17 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, así 
como la falta de entrega por los comerciantes a sus proveedores de un documento que lleve 
aparejada ejecución cambiaria, o de un efecto endosable a la orden en los supuestos y 
plazos contemplados en el apartado 4 del artículo 17.

e) No dejar constancia documental de la fecha de entrega de mercancías por los 
proveedores o falsear este dato.

f) Las ofertas de ventas a distancia y a domicilio sin la inclusión o suministro de los datos 
legalmente exigibles.

g) La realización de actividades o prácticas promocionales sin ajustarse a las 
prescripciones legales o calificándolas indebidamente.

h) El falseamiento, en las ventas promocionales, de la publicidad de la oferta.
i) Anunciar o realizar operaciones de venta en liquidación incumpliendo los requisitos 

establecidos al respecto.
j) Elevar durante el período de duración de la venta en promoción el precio o reducir la 

calidad del producto ofertado.
k) La oferta y realización de ventas con pérdida según lo previsto en esta Ley.
l) La oferta y realización de operaciones comerciales en pirámide.
m) La apertura de los establecimientos comerciales en domingo o día festivo no 

autorizado para la realización de actividades comerciales para aquellos no exceptuados del 
régimen general de horarios definido en esta Ley.

n) El incumplimiento de la obligación de inscripción en los registros establecidos en la 
presente ley.

ñ) Las infracciones leves, cuando causen perjuicio de carácter económico.
o) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.

Artículo 49.  Infracciones muy graves.
Se considerarán infracciones muy graves:
a) Aquellas que, siendo calificadas como graves, hayan provocado un grave riesgo para 

la salud y seguridad de las personas, siempre que no constituyan delito, o hayan supuesto 
una facturación superior a 500.000 euros.

b) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 50.  Reincidencia.
Se entenderá que existe reincidencia por la comisión en el término de un año de más de 

una infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.
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CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 51.  Medidas cautelares.
Se podrá acordar, como medida cautelar por el órgano competente para resolver el 

procedimiento sancionador, a propuesta del órgano que incoe el procedimiento, mediante 
acuerdo motivado, y a fin de asegurar la eficacia de la resolución final que pueda recaer, la 
intervención de las mercancías indebidamente comercializadas con arreglo a lo preceptuado 
en esta Ley, así como la suspensión de la actividad comercial de que se trate, hasta la total 
subsanación de los defectos o el cumplimiento de los requisitos exigidos.

Artículo 52.  Sanciones.
Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley serán sancionadas con multa cuya cuantía 

se establecerá de acuerdo con la siguiente graduación:
a) Las infracciones leves se sancionarán con multa de hasta 300 euros.
b) Las infracciones graves, con multa desde 300,01 hasta 50.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con multa desde 50.000,01 hasta 500.000 euros.

Artículo 53.  Sanciones accesorias.
La autoridad competente para resolver el procedimiento podrá acordar en la propia 

resolución, como sanción accesoria a las infracciones muy graves, el decomiso de las 
mercancías indebidamente comercializadas y el cierre del establecimiento comercial por un 
período máximo de tres años.

Artículo 54.  Graduación de las sanciones.
Las sanciones se graduarán especialmente en función del volumen de la facturación a la 

que afecte, cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo durante 
el que se haya venido cometiendo la infracción, reincidencia y capacidad o solvencia 
económica de la empresa.

Artículo 55.  Publicidad de las sanciones.
La autoridad que adopte la resolución del procedimiento podrá acordar, siempre que se 

trate de infracciones que hayan supuesto un perjuicio muy grave en los intereses de los 
consumidores o hayan alterado significativamente las relaciones socioeconómicas, la 
publicidad de las sanciones impuestas, una vez que hayan adquirido firmeza, mediante su 
publicación en el «Diario Oficial de Extremadura».

Artículo 56.  Prescripción de las infracciones y sanciones y caducidad de las diligencias 
previas.

1. a) Las infracciones y sanciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los tres 
años las calificadas de muy graves, a los dos años las calificadas de graves y a los seis 
meses las calificadas de leves.

b) El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse a partir de la 
producción del hecho sancionable o de la terminación del periodo de comisión si se trata de 
infracciones continuadas.

c) El plazo de prescripción de las sanciones se contará a partir del día siguiente a aquel 
en que adquiera firmeza la resolución sancionadora.

2. Caducará la acción para perseguir las infracciones que no hayan prescrito, cuando, 
conocida por la Administración la existencia de una infracción y finalizadas las diligencias 
previas dirigidas al esclarecimiento de los hechos, hubiera transcurrido un año sin que la 
autoridad competente hubiera ordenado incoar el oportuno procedimiento.
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Artículo 57.  Órganos competentes.
Los órganos competentes para resolver el procedimiento sancionador e imponer las 

sanciones son:
a) El Jefe de Servicio con competencias en materia de comercio, para las infracciones 

leves.
b) El Director general que tenga atribuidas las competencias en materia de comercio, 

para las graves cuya cuantía no supere los 25.000 euros.
c) El titular de la Consejería competente en materia de comercio, para las infracciones 

graves superiores a la cantidad de 25.000 euros.
d) El Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para las infracciones muy graves 

y sus sanciones accesorias.

Artículo 58.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador se sustanciará conforme a lo previsto en la normativa 

reguladora para el ejercicio de la potestad sancionadora por la Junta de Extremadura.

CAPÍTULO III
Competencias inspectoras y procedimiento

Artículo 59.  Personal de la Inspección de Comercio.
1. El personal especializado adscrito a la Consejería competente en materia de comercio 

llevará a cabo la función inspectora. El personal inspector estará acreditado para ejercer esta 
función y tendrá la obligación de exhibir dicha acreditación en el curso de sus actuaciones.

2. En el ejercicio de las funciones inspectoras, el personal inspector será considerado 
autoridad pública a todos los efectos, y podrá solicitar la cooperación de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, así como de cualquier otra autoridad.

3. La actuación inspectora tendrá, en todo caso, carácter confidencial, estando obligados 
los Inspectores, de forma estricta, a cumplir el deber de sigilo profesional.

4. Cuando ejerza las funciones inspectoras, el personal inspector tendrá total 
independencia, sin perjuicio de la dependencia orgánica y funcional a la autoridad 
administrativa.

5. El personal en funciones de inspección está facultado para tener acceso a los 
establecimientos y examinar las instalaciones, documentación, libros y registros preceptivos 
de la actividad comercial.

Artículo 60.  Funciones inspectoras.
1. La Inspección adscrita a la Consejería competente en materia de comercio realizará 

las siguientes funciones:
a) Vigilancia y comprobación del cumplimiento de las disposiciones legales y 

reglamentarias en materia de comercio.
b) Comprobación de los hechos objeto tanto de las reclamaciones y denuncias de 

cualquier persona física o jurídica, como de las comunicaciones de presuntas infracciones o 
irregularidades.

c) Asesoramiento e informe sobre cualquier materia comercial, incluso el seguimiento de 
la ejecución de inversiones que hayan sido objeto de ayudas públicas.

d) Cualquier otra función inspectora que legal o reglamentariamente se atribuya.
2. Los municipios, a través de sus órganos competentes, ejercerán labores de inspección 

en los establecimientos comerciales que se encuentren dentro de su territorio, salvo las 
grandes superficies comerciales a las que hace referencia la presente Ley, y sin perjuicio de 
la facultad de los órganos competentes en materia de comercio en orden al desarrollo de la 
función inspectora para vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley.
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Artículo 61.  Actuaciones de los Inspectores.
1. La Inspección de Comercio llevará a cabo su actuación mediante:
a) Visitas a los establecimientos comerciales objeto de inspección.
b) Solicitando de los responsables de las actividades comerciales que se personen en la 

Administración y aporten cuantos datos sean precisos para realizar la función inspectora, en 
los términos previstos en los artículos 39 y 40 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

c) Mediante los medios de investigación legales que considere oportunos.
2. Del resultado de cada visita de inspección, el o los funcionarios actuantes levantarán 

acta sobre los resultados y hechos que correspondan.

Artículo 62.  Contenido de las actas.
1. Los Inspectores harán constar en las actas las circunstancias personales del 

inspeccionado, la identificación del Inspector actuante, la fecha y hora de visita, los datos 
relativos al establecimiento inspeccionado, los hechos que sirvan de base al correspondiente 
procedimiento sancionador, observaciones del inspeccionado, así como cualquier otra 
circunstancia que pudiera ser relevante. Además, se indicará que ello no supone un 
pronunciamiento definitivo de la Administración sobre los cargos imputados.

2. Las actas ajustadas a Derecho darán fe y estarán dotadas de presunción de certeza, 
en vía administrativa, de hechos constatados, salvo prueba en contrario. El titular o el 
representante legal de la empresa que se encuentre al frente del establecimiento o, en su 
caso, cualquier empleado, podrá firmar las actas. La firma de cualquiera de las personas 
indicadas anteriormente supondrá la notificación del acta pero no implicará la aceptación del 
contenido. La negativa a firmar el acta no supondrá en primer momento la paralización del 
ejercicio de las posibles actuaciones administrativas motivadas por el contenido de la misma. 
En todo caso, el acta deberá estar firmada por el Inspector actuante.

Artículo 63.  Obligaciones y derechos de los inspeccionados.
1. Las personas físicas o jurídicas, o entidades sin personalidad jurídica, estarán 

obligadas, ya sea a través de los titulares de los establecimientos inspeccionados o, en su 
defecto, a través de sus empleados, a requerimiento de los órganos competentes en materia 
de comercio o de los Inspectores:

a) A facilitar a los servicios de inspección de comercio, el acceso a las dependencias e 
instalaciones y al examen de los documentos, libros y registros directamente relacionados 
con la vigilancia y comprobación del cumplimiento de las obligaciones legales en materia 
comercial. En todo caso, lo examinado tendrá carácter confidencial.

b) A suministrar toda clase de información sobre instalaciones, productos o servicios, 
permitiendo la directa comprobación de los Inspectores.

c) A exhibir la documentación que sirva de justificación de las transacciones efectuadas, 
de los precios y márgenes aplicados y de los conceptos en que se descomponen los 
mismos.

d) A facilitar que se obtenga copia o reproducción de la referida documentación.
e) En general, a consentir la realización de visitas de inspección y a dar toda clase de 

facilidades para ello.
2. Cuando a requerimiento de la Administración o espontáneamente se aporte cualquier 

declaración o documentación, deberá ir firmada por la persona con facultad bastante para 
representar a la empresa.

La falsedad, así como la constancia en dichos documentos de datos inexactos o 
incompletos, se sancionará de conformidad con lo previsto en la presente Ley, sin perjuicio 
de que, si se observase posible existencia de delito o falta, se pase el tanto de culpa a los 
Tribunales de Justicia.
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3. Cuando del contenido de las actas levantadas por parte de la Inspección se aprecien 
indicios de infracción, todo lo actuado se elevará a la autoridad competente, que acordará la 
incoación del expediente sancionador, si lo estima precedente.

4. El incumplimiento de lo establecido en este Capítulo será sancionado conforme a lo 
previsto en el presente Título y demás normas aplicables en la materia.

Disposición adicional primera.  
(Derogada)

Disposición adicional segunda.  
La cuantía de las sanciones establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada 

periódicamente por el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, a propuesta de la 
Consejería competente en materia de comercio.

Disposición adicional tercera.  
1. Se modifica el artículo 27.1 de la Ley 6/2001, de 24 de mayo, del Estatuto de los 

Consumidores de Extremadura, quedando redactado de la siguiente forma:
«En el ámbito de la Administración Autonómica, corresponde a los responsables 

de las secciones de procedimiento sancionador de la Consejería de Sanidad y 
Consumo, la incoación de los expedientes sancionadores por infracciones previstas 
en esta Ley.»

2. Se modifica el artículo 27.2.d) de la Ley 6/2001, de 24 de mayo, del Estatuto de los 
Consumidores de Extremadura, quedando redactado de la siguiente forma:

«El Jefe de Servicio de Consumo para la imposición de multas por infracciones 
leves.»

Disposición transitoria única.  
Las actividades que se hallen condicionadas a la inscripción previa en alguno de los 

registros previstos en el artículo 7 de esta Ley estarán eximidas de esta obligación hasta 
tanto no se hayan constituidos dichos registros.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 

opongan a la presente Ley.

Disposición final primera.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el 

desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Diario Oficial 

de Extremadura».
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§ 111

Ley 8/2010, de 19 de julio, de Actividades Feriales de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 140, de 22 de julio de 2010

«BOE» núm. 192, de 9 de agosto de 2010
Última modificación: 23 de octubre de 2012

Referencia: BOE-A-2010-12769

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA
Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, 

en nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 49.1 del Estatuto de 
Autonomía, vengo a promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura aprobado por Ley 

Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, establece en su artículo 7.1.9 que le corresponde a la 
Comunidad Autónoma de Extremadura la competencia exclusiva para la ordenación de 
ferias y mercados interiores.

Con la entrada en vigor de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, se hace 
necesario adaptar la actual Ley de Ferias a esta nueva normativa que tiene por objetivo 
establecer los mecanismos adecuados para facilitar el ejercicio de la libertad de 
establecimiento de los prestadores de servicios y la libre circulación de los servicios, 
manteniendo al mismo tiempo, un nivel elevado de calidad.

La eliminación de todos los obstáculos, que pudieran impedir la consecución de los 
objetivos anteriormente citados, es un medio esencial de reforzar la integración entre los 
pueblos de Europa y de fomentar un progreso económico y social equilibrado.

Para ello, y dada la actual situación, se persigue promover un desarrollo armonioso, 
equilibrado y sostenible de las actividades económicas, un alto nivel de empleo y de 
protección social, la igualdad entre el hombre y la mujer y, un crecimiento sostenible, entre 
otros.

El concepto de servicios incluye actividades enormemente variadas y que se encuentran 
en constante evolución, dentro de la cual está incluida la organización de ferias.

Por todo lo expuesto se realiza la necesaria adaptación a la nueva legislación 
comunitaria, favoreciendo la simplificación administrativa, mediante la limitación de la 
autorización previa obligatoria y garantizando los requisitos de transparencia.

Esta nueva ley reguladora de la actividad ferial en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura tiene por objeto facilitar la organización y promoción de actividades feriales, a 
la vez que se busca dar un mayor impulso y fomentar la profesionalización de estas 
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actividades, de forma que contribuyan en mayor medida al desarrollo económico de la 
región, y a alcanzar los objetivos de convergencia económica y favorecer la competitividad 
empresarial en el sector.

La estructura de esta Ley es la siguiente:
El Capítulo I, Disposiciones Generales, expone cuál es el objeto de la Ley y realiza la 

clasificación de las actividades feriales. Las actividades feriales, son todas aquellas 
actividades comerciales de duración limitada en las que una pluralidad de expositores 
presenten la oferta existente de un sector o de una pluralidad de sectores. A su vez, pone 
especial interés en definir las Ferias comerciales, dada la importancia que se les otorga 
como base para la consecución de una mayor promoción tanto a nivel nacional como 
internacional de todos los sectores de la región, así como de la calidad de su amplia y 
variada gama de productos.

Para diferenciar las categorías de feria comercial y otras manifestaciones feriales se ha 
tenido en cuenta, esencialmente, el público a quien van dirigidas. A fin de delimitar el 
alcance de la Ley, se inserta en la misma una lista de actividades expresamente excluidas 
de su ámbito. Por último, se incluye también la tradicional división de las ferias en 
multisectoriales, sectoriales y monográficas, así como una clasificación en función del origen 
de los expositores y de la oferta exhibida.

En el Capítulo II se regula la promoción y organización de las actividades feriales, 
distinguiendo la Ley dos tipos de organizadores, Instituciones Feriales y cualesquiera otras 
personas físicas o jurídicas. Se disponen los requisitos mínimos así como las obligaciones 
que deben reunir cualesquiera organizadores o promotores de ferias.

El Capítulo III regula las Ferias Comerciales oficiales, incluyendo la regulación del 
Reglamento de participación de expositores y la creación del Comité de Ferias Comerciales 
oficiales.

El Capítulo IV dibuja el nuevo régimen de comunicación previa por el que, en lo 
sucesivo, se habrá de regir la práctica de la organización y promoción de actividades 
feriales. En base a ello, se establece, de manera sucinta, pendiente de su desarrollo 
reglamentario, el modo, la forma y la competencia para realizar estas comunicaciones 
previas sobre las que se sustenta el nuevo sistema dimanante de la Directiva de Servicios.

En el Capítulo V se regula el Registro de Actividades Feriales, en el que se habrán de 
inscribir las actividades feriales que hayan sido comunicadas en la forma prevista en el 
capítulo anterior, ofreciendo así una visión global de las actividades feriales que se llevan a 
cabo en la Comunidad Autónoma de Extremadura. También se inscribirán en el mismo las 
Ferias Comerciales oficiales, así como las eventuales sanciones

El Capítulo VI establece la posibilidad de regular medidas públicas de estímulo, por parte 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, para fomentar la actividad ferial regional, así 
como la participación de empresas regionales en actividades feriales en el exterior de la 
región.

El Capítulo VII fija el régimen sancionador, que debe coadyuvar al cumplimiento de la 
normativa, así como el correspondiente sistema de recursos.

Concluye el texto legal con las precisas Disposiciones Adicional, Transitoria, Derogatoria 
y Finales que contribuyen a completar el marco general establecido en la presente Ley. 
Concretamente, mediante la Disposición Transitoria Única se determina el alcance del 
régimen transitorio que deba aplicarse a las solicitudes de calificación de «Feria Comercial 
Oficial de la Comunidad Autónoma de Extremadura», otorgando un plazo mayor para que 
todos los promotores y/u organizadores interesados puedan dar cumplimiento a las 
características recogidas en los puntos 1 y 4 del artículo 8, con el fin de incentivar la 
competitividad y la mejora de los servicios ofertados en el ámbito ferial.

La presente Ley ha sido aprobada de acuerdo con el Consejo Consultivo de 
Extremadura.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación administrativa de las actividades feriales 

que se desarrollen en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura, con 
la finalidad de ordenar y promocionar la actividad ferial en la Comunidad Autónoma.

2. Se consideran actividades feriales, a efectos de la presente Ley, las manifestaciones 
comerciales que tienen por objeto la exposición de bienes o la oferta de servicios para 
favorecer su conocimiento y difusión, promover contactos e intercambios comerciales, lograr 
mayor transparencia en el mercado y acercar la oferta de las distintas ramas de la actividad 
económica a la demanda, siempre que reúnan las siguientes características:

a) Tener una duración limitada en el tiempo.
b) Reunir a una pluralidad de expositores.
3. No tendrán la consideración de actividades feriales, a los efectos de la aplicación de la 

presente ley:
a) Las exposiciones universales que se rigen por la Convención de París de 22 de 

noviembre de 1928.
b) Las exposiciones que persigan fines de interés cultural, artístico, científico, cívico o 

social.
c) Las actividades promocionales de cualquier tipo organizadas por los establecimientos 

comerciales.
d) Los mercados dirigidos al público en general cuya finalidad exclusiva o principal sea la 

venta directa con retirada de mercancía, aunque reciban la denominación tradicional de feria, 
que se regirán por la normativa específica de ordenación del comercio minorista.

e) Los mercados populares o certámenes promovidos para la exposición o 
comercialización de animales vivos, así como los concursos de ganado, que se regirán por la 
normativa específica que les sea de aplicación y además por la correspondiente en materia 
de ganadería y sanidad animal.

4. Se regirán por la legislación del Estado las ferias internacionales que se celebren en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, correspondiendo a ésta 
exclusivamente competencias de ejecución.

5. Los Centros de Contratación en origen de productos comerciales se regularán de 
acuerdo con lo previsto en el Decreto 32/1985, de 7 de septiembre, o norma que lo sustituya.

Artículo 2.  Clasificación de las actividades feriales.
1. A los efectos de lo previsto en la presente Ley, las actividades feriales se clasifican en:
a) Ferias comerciales: Son aquellas actividades feriales de carácter periódico, que 

exhiben productos y servicios, organizados con el objetivo de facilitar las transacciones 
comerciales.

b) Otras manifestaciones feriales: Son aquellas actividades feriales que no tienen 
periodicidad establecida o que no disponen de una tipología de público definida.

2. Por razón de la oferta exhibida, las actividades feriales se clasifican en:
a) Multisectoriales.—Aquellas manifestaciones feriales en las que la oferta exhibida es 

representativa de bienes y servicios pertenecientes a varias ramas y sectores de la actividad 
económica.

b) Sectoriales.—Aquellas manifestaciones feriales en las que la oferta exhibida 
pertenece a varias ramas de un mismo sector de la actividad económica.

c) Monográficas.—Aquellas manifestaciones feriales en las que la oferta exhibida 
pertenece a una sola rama o producto de la actividad económica.
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3. Atendiendo a la procedencia territorial de los expositores y al origen de los bienes y 
servicios expuestos, las actividades feriales se clasificarán en internacionales, nacionales, 
regionales, provinciales, comarcales y locales.

4. El promotor y/u organizador podrá calificar las actividades feriales, de acuerdo a las 
clasificaciones establecidas en los apartados 2 y 3 del presente artículo, conforme a los 
requisitos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 3.  Lugares de celebración.
1. Las actividades feriales deberán celebrarse en recintos o instalaciones adaptados y 

destinados a dicha finalidad que podrán ser permanentes o no permanentes. Asimismo, 
podrán celebrarse en edificios o instalaciones abiertas al público, aunque estén destinados 
también a otros usos, siempre que garanticen los servicios y cumplan con los requisitos que 
se establezcan por vía reglamentaria.

2. Los recintos e instalaciones deberán cumplir con la normativa vigente estatal, 
autonómica y local que les sea de aplicación.

CAPÍTULO II
Promoción y organización de actividades feriales

Artículo 4.  Promoción y organización.
1. A los efectos de la presente Ley se considerará promotor y/u organizador de 

actividades feriales a toda persona física o jurídica que desarrolle la actividad económica de 
promoción y organización de actividades feriales en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura.

2. La actividad de organización de actividades feriales podrá ser realizada de manera 
directa por la propia persona física o jurídica, o a través de terceras personas físicas o 
jurídicas, bajo la superior dirección y responsabilidad del promotor. En el caso de que las 
tareas de organización de una actividad ferial se lleven a cabo a través de un tercero, éste 
recibirá el nombre de organizador.

3. A los efectos de la presente Ley, podrán promover y organizar actividades feriales:
a) Instituciones Feriales.
b) Otras entidades promotoras y organizadoras.

Artículo 5.  Instituciones Feriales de Extremadura.
1. Son aquellas entidades dotadas de personalidad jurídica propia, sin ánimo de lucro y 

legalmente constituidas con el objeto de promover y/u organizar actividades feriales en la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, que se rigen por sus Estatutos.

2. Las Instituciones Feriales que se constituyan en Extremadura deberán disponer de 
patrimonio propio y solvencia suficiente que garantice el cumplimiento de sus fines, así como 
contar con instalaciones permanentes que dispongan de servicios convenientes, ya sea en 
propiedad, cesión o arrendamiento o en virtud de cualquier otro título jurídico suficiente. 
Deberán, asimismo, elaborar un programa anual de actividades feriales.

3. Sus Estatutos habrán de ser remitidos a la Consejería competente en materia de 
Comercio para su conocimiento.

4. La promoción de Instituciones Feriales de Extremadura queda reservada a las 
Administraciones Públicas y a otras entidades y asociaciones sin ánimo de lucro, cuyo objeto 
esté relacionado con la promoción de actividades feriales en cualquiera de sus 
manifestaciones.

Artículo 6.  Otras entidades promotoras y organizadoras.
1. Según lo previsto en el artículo 4, apartado 3.b), también podrán promover y/u 

organizar actividades feriales cualquier persona física con la nacionalidad de cualquier 
Estado miembro de la Unión Europea, o residente legal en España, o cualquier persona 
jurídica o entidad constituida de conformidad con la legislación de un Estado miembro de la 
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Unión Europea, cuya sede social o centro de actividad principal se encuentre dentro de la 
Unión Europea, que ofrezca o preste el servicio de promoción y/u organización de ferias.

2. Las personas jurídicas a las que se refiere el apartado anterior podrán ser públicas o 
privadas, pero en todo caso deberán estar válidamente constituidas de acuerdo con las 
normas que les sean de aplicación.

Articulo 7.  Obligaciones de los promotores de actividades feriales.
Serán obligaciones de toda entidad promotora de actividades feriales, las siguientes:
1. Presentar la comunicación previa en los términos previstos en la Ley y normas que la 

desarrollen.
2. Someterse a la legislación específica sobre las materias, productos o servicios que se 

muestren, expongan o representen en las actividades feriales, y muy especialmente, a la 
legislación vigente en materia de comercio y defensa del consumidor, en caso de venta 
directa en el recinto ferial.

3. Garantizar la asistencia al certamen como expositores de entidades que ejerzan 
legalmente su actividad y cuyo objeto se adecue a la calificación y clasificación de la 
actividad ferial, así como no admitir como expositores a personas físicas o jurídicas cuya 
actividad sea ajena a la de la feria, evitando que se lleven a cabo en el recinto ferial y 
durante la celebración de la feria, actos distintos a los que constituyen los objetivos del 
certamen.

4. Celebrar la actividad ferial de acuerdo con las condiciones reflejadas en la 
comunicación previa y con lo preceptuado en esta Ley y normas que la desarrollen.

5. Disponer de un libro en el que se puedan recoger las incidencias y reclamaciones que 
con referencia a circunstancias ocurridas a lo largo del período de duración de la actividad 
ferial, quieran poner de manifiesto, tanto expositores como visitantes de la misma, para 
quienes deberá encontrarse accesible con facilidad.

6. Suscribir un seguro de responsabilidad civil que cubra cualquier daño a las personas y 
bienes que se encuentren en el recinto, durante la celebración del certamen, así como 
durante el montaje y desmontaje del mismo.

7. Prestar la colaboración que le sea requerida por la Junta de Extremadura o el 
Ayuntamiento en el ámbito de sus respectivas competencias, con objeto de garantizar el 
cumplimiento de esta Ley y normas que la desarrollen, así como las condiciones 
establecidas en la comunicación efectuada.

8. Garantizar el mantenimiento del orden público dentro del recinto ferial, sin perjuicio de 
las competencias que la legislación otorga a las fuerzas y cuerpos de seguridad.

9. Cumplir aquellos otros requisitos contenidos en la Ley y disposiciones de desarrollo de 
la misma.

CAPÍTULO III
Ferias Comerciales Oficiales

Artículo 8.  Ferias comerciales oficiales.
La Junta de Extremadura otorgará la calificación de "Feria Comercial Oficial de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura" a aquellas actividades que lo soliciten de acuerdo 
con lo recogido en el artículo 10 y que acreditando haber celebrado al menos dos ediciones, 
en los cinco años anteriores a la edición para la que se solicita la calificación, con el carácter 
de feria comercial o, en su caso, de actividad ferial oficial, y en las que concurran como 
mínimo cinco de las siguientes características:

1. Que dispongan de un Reglamento de participación de expositores.
2. Que la oferta exhibida pertenezca a una sola rama o producto de la actividad 

económica.
3. Que se celebre en un recinto cerrado destinado a la celebración de Ferias.
4. Que cuenten con un número mínimo de expositores, que se determinará 

reglamentariamente.
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5. Que su ámbito de influencia sea superior al de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, según se determine reglamentariamente.

6. Que la oferta exhibida pertenezca a varias ramas de un mismo sector de la actividad 
económica.

7. Que no se permita la venta directa con retirada de mercancía durante los días de 
celebración de la feria.

Artículo 9.  Reglamento de participación de expositores.
El reglamento de participación, contendrá como mínimo:
1. Las reglas para la admisión y exclusión de los expositores y los criterios para 

determinar el orden de prioridad de las diferentes solicitudes de participación, sin que 
quepan, en caso alguno, discriminaciones injustificadas.

2. Los derechos y obligaciones de los expositores.
3. La regulación de un órgano arbitral, el cual decidirá, con carácter dirimente, todas 

aquellas cuestiones que se susciten entre los participantes, de acuerdo con el procedimiento 
que se establezca por reglamento.

4. El régimen sancionador aplicable a los expositores.

Artículo 10.  Comunicación y reconocimiento.
1. Las entidades organizadoras deberán presentar a la Consejería competente en 

materia de comercio, antes del 30 de marzo del año anterior al de celebración, una 
declaración responsable que incluya sus datos identificativos y los relativos a las actividades 
feriales para las que solicitan la obtención de la condición de Feria Comercial Oficial, en los 
términos, y de acuerdo con el modelo, establecidos reglamentariamente por la Consejería 
competente en materia de comercio.

2. El procedimiento y los plazos para obtener este reconocimiento se desarrollará 
reglamentariamente.

3. La Consejería competente en materia de comercio, otorgará la condición de Feria 
Comercial Oficial, mediante publicación del Calendario de Ferias Comerciales Oficiales de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, que se aprobará antes del 30 de junio del año 
anterior al de celebración de dichas actividades, inscribiendo estas actividades de oficio en el 
Registro de Ferias Comerciales Oficiales de la Comunidad Autónoma de Extremadura. Este 
Calendario será publicado en el Diario Oficial de Extremadura.

4. La vigencia de dicha calificación solo será válida para la actividad solicitada y en la 
fecha prevista.

Artículo 11.  Comité de Ferias Comerciales Oficiales.
1. Se crea el Comité de Ferias Comerciales Oficiales de Extremadura para la 

coordinación entre las distintas Ferias Comerciales Oficiales.
2. Quedará adscrito a la Consejería con competencias en materia de comercio, será 

presidido por el Director General competente y estarán acreditados en él un representante 
de cada una de las entidades organizadoras que tengan prevista la celebración de una Feria 
Comercial Oficial en el curso del año siguiente. Actuará de secretario un funcionario de la 
Dirección General encargada de la materia.

3. Son funciones del Comité de Ferias Comerciales Oficiales informar sobre el calendario 
anual para la celebración de actividades feriales oficiales de las mismas, conocer de los 
conflictos que puedan plantearse en la materia y aquellas otras facultades que se puedan 
determinar reglamentariamente.
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CAPÍTULO IV
Régimen de comunicación previa de actividades feriales

Artículo 12.  Comunicación previa en materia de actividades feriales.
1. Las actividades feriales a las que se refiere esta Ley serán objeto de una 

comunicación previa a la Junta de Extremadura, con el fin de coordinarlas, para su difusión y 
promoción, y con el fin de garantizar un correcto desarrollo de las mismas.

La misma se presentará con una antelación mínima de dos meses a la fecha en que 
pretenda realizarse, junto con la documentación completa correspondiente.

2. Las comunicaciones, que se actualizarán con periodicidad anual, expresarán, en su 
caso, el número de ediciones a celebrar en cada anualidad, y contendrán como mínimo los 
datos de identificación de la entidad organizadora, así como los siguientes datos de la 
actividad ferial: nombre, fechas de celebración de la actividad, sector comercial, lugar de 
celebración y, en su caso, si se realiza venta directa.

Artículo 13.  Procedimiento.
El procedimiento para la realización de las comunicaciones en materia de actividades 

feriales se establecerá reglamentariamente.

CAPÍTULO V
Registro de actividades feriales de Extremadura

Artículo 14.  Registro de Actividades Feriales de Extremadura.
1. Se crea el Registro de Actividades Feriales de Extremadura, en el que se inscribirán 

de oficio las actividades feriales comunicadas, adscrito a la Consejería competente en 
materia de comercio de la Junta de Extremadura. Su organización se determinará 
reglamentariamente.

2. En el Registro de Actividades Feriales de Extremadura se harán constar los datos de 
identificación de las actividades feriales comunicadas, reseñando las condiciones que se 
especifiquen en las respectivas comunicaciones previas, así como los datos de identificación 
de las entidades organizadoras. De la misma forma constarán en el Registro las sanciones 
impuestas que hubieran adquirido firmeza por las infracciones previstas en el Capítulo VII de 
la presente Ley.

3. Las actividades feriales oficiales que aparezcan en el Calendario de Ferias 
Comerciales Oficiales de la Comunidad Autónoma de Extremadura de cada año serán 
inscritas de oficio en este registro.

4. Cualquier cambio de una actividad ferial que afecte a datos que figuran en el Registro 
de Actividades Feriales de Extremadura se comunicará al departamento competente en 
materia de comercio para que proceda a su actualización, siempre que se comuniquen antes 
del inicio de la actividad.

5. Los datos que figuren en el Registro de Actividades Feriales de Extremadura tienen 
carácter público, de acuerdo con los procedimientos de acceso y difusión que se establezcan 
reglamentariamente.

CAPÍTULO VI
Promoción pública de las actividades feriales

Artículo 15.  Promoción de la actividad ferial de Extremadura.
Al objeto de promocionar las actividades feriales comprendidas en el ámbito de 

aplicación de esta Ley, la Junta de Extremadura podrá establecer medidas de ayuda 
económica en concepto de subvenciones, así como prestar la asistencia técnica precisa, en 
la forma y requisitos que reglamentariamente se determinen.
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CAPÍTULO VII
Infracciones y sanciones

Artículo 16.  Infracciones administrativas.
1. Constituye infracción administrativa en materia de actividades feriales, toda acción u 

omisión tipificada en el presente Capítulo, que suponga incumplimiento de lo preceptuado en 
esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen.

2. Dichas infracciones a la presente Ley y disposiciones que la desarrollen serán objeto 
de sanción administrativa, previa instrucción del correspondiente expediente sancionador, sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles y penales o de otro orden que puedan concurrir.

Artículo 17.  Sujetos responsables.
Son responsables de las infracciones las personas físicas o jurídicas que realicen 

acciones y omisiones tipificadas como tales infracciones, aún a título de simple 
inobservancia.

Artículo 18.  Clasificación de las infracciones.
Las infracciones en materia de actividades feriales se clasifican en leves, graves y muy 

graves.
1. Son infracciones leves:
a) La falta de veracidad en los datos y documentos comunicados a la Administración.
b) La obstrucción a la función inspectora de la Administración.
c) No presentar la comunicación previa en los términos previstos en el capítulo IV de la 

Ley.
d) Cualquier acción u omisión que resulte contraria a la presente Ley, que no produzca 

perjuicio económico alguno, siempre que no deba ser calificada como falta grave o muy 
grave.

2. Son infracciones graves:
La utilización no ajustada de cualquiera de las denominaciones feriales a la que hace 

referencia el artículo 2 de esta Ley.
La exclusión injustificada de expositores en una actividad ferial.
El incumplimiento de las condiciones comunicadas para la celebración de la actividad 

ferial.
Carecer del libro de incidencias y reclamaciones a disposición de expositores y visitantes 

exigido en el artículo 7.5 de esta Ley.
La no celebración de actividades feriales comunicadas y oportunamente inscritas, salvo 

que concurran circunstancias especiales debidamente justificadas.
La inobservancia de las obligaciones de los promotores de actividades feriales recogidas 

en el artículo 7, apartados 2, 6, 8 y 9.
La reincidencia en la comisión de infracciones leves en un período de un año, cuando así 

haya sido declarado por resolución firme.
Las infracciones leves que produzcan perjuicio económico.
3. Son infracciones muy graves:
a) El uso indebido del término «Institución Ferial», por entidades no reconocidas como 

tales.
b) La utilización de la calificación de «Feria Comercial Oficial de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura» para actividades carentes de tal carácter conforme se establece en el 
Capítulo III de esta Ley.

c) La reincidencia en infracciones calificadas como graves en un período de dos años, 
cuando así haya sido declarado por resolución firme.

d) Las infracciones a lo establecido en esta Ley o a las disposiciones que la desarrollen 
cuando de éstas se deriven alteraciones de orden público o un grave perjuicio para las 
personas, los bienes o el interés general.
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Artículo 19.  Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley, serán sancionadas:
a) Las infracciones leves, con apercibimiento o multa hasta 3.000 euros.
b) Las infracciones graves, con multa de 3.000,01 euros hasta 60.100,00 euros.
c) Las infracciones muy graves con multa de 60.100,01 euros hasta 150.000,00 euros.
2. La cuantía de la sanción se graduará teniendo en cuenta las siguientes circunstancias:
a) El grado de intencionalidad.
b) La cifra de negocios afectada.
c) El beneficio ilícito obtenido.
d) La gravedad de los perjuicios causados.
e) El número de afectados.
3. La reincidencia en la comisión de infracciones muy graves podrá llevar aparejada la 

inhabilitación de la entidad organizadora, por un período máximo de cinco años.

Artículo 20.  Reincidencia.
Existe reincidencia cuando se comete una infracción de la misma naturaleza a la que 

motivó una sanción anterior, dentro de los períodos señalados en el artículo 18 de esta Ley y 
siempre que la resolución sancionadora anterior hubiera adquirido firmeza.

Artículo 21.  Prescripción.
1. Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los tres años las muy 

graves, a los dos años las graves y a los seis meses las leves.
2. Las sanciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los tres años las muy 

graves, a los dos años las graves y al año las leves.
3. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 

la infracción se hubiera cometido y el plazo de prescripción de las sanciones comenzará a 
contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se 
impone la sanción.

Artículo 22.  Órganos competentes.
1. La ordenación e instrucción de los expedientes sancionadores se realizará por la 

Dirección General con competencias en materia de comercio.
2. La resolución de los expedientes sancionadores se realizará por los siguientes 

órganos:
a) El Jefe de Servicio con competencias en materia de actividades feriales cuando se 

trate de infracciones leves.
b) El Director General con competencias en materia de comercio cuando se trate de 

infracciones graves.
c) El titular de la Consejería competente en materia de comercio cuando se trate de 

infracciones muy graves.
d) El Consejo de Gobierno cuando se trate de infracciones muy graves que conlleven la 

inhabilitación de los responsables de las infracciones.

Artículo 23.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador aplicable a las infracciones tipificadas en la presente ley 

será el establecido en el Reglamento sobre procedimientos sancionadores seguidos por la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, aprobado por Decreto 9/1994, de 8 de febrero, o el 
que en su momento se encuentre vigente.

Artículo 24.  Recursos.
Contra las resoluciones dictadas en cumplimiento de la presente Ley pueden 

interponerse los correspondientes recursos administrativos, de acuerdo con lo establecido en 
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la Sección 6.ª del Capítulo VI del Título V de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Disposición adicional única.  
La cuantía de las sanciones establecidas en la presente Ley podrá ser actualizada 

periódicamente por el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, a propuesta del 
titular de la Consejería competente en materia de comercio, teniendo en cuenta la variación 
de los índices del precio al consumo.

Disposición transitoria única.  
A las solicitudes de calificación de «Feria Comercial Oficial de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura», les serán de aplicación con carácter general, los preceptos contenidos en 
el Capítulo III de la presente Ley, a excepción de las características definidas en los puntos 1 
y 4 del artículo 8, que serán exigibles a partir del 31 de diciembre de 2011.

Disposición derogatoria primera.  
Queda derogada la Ley 4/2001, de 26 de abril, de Actividades Feriales de la Comunidad 

Autónoma de Extremadura.

Disposición derogatoria segunda.  
Queda derogado el Decreto 52/1985, de 22 de octubre, de Creación del Registro Oficial 

de Instituciones Feriales y se dan normas para la inscripción en el mismo.

Disposición derogatoria tercera.  
Quedan asimismo derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que 

contradigan o se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera.  Habilitación del Consejo de Gobierno.
El Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma dictará las disposiciones de 

desarrollo y aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Diario Oficial 

de Extremadura».
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§ 112

Ley 3/1994, de 26 de mayo, de Artesanía de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 68, de 14 de junio de 1994
«BOE» núm. 172, de 20 de julio de 1994
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1994-16921

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA
Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, 

en nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 52.1 del Estatuto de 
Autonomía, vengo a promulgar la siguiente Ley.

PREÁMBULO
Circunstancias históricas, económicas y socio-culturales han contribuido a que el sector 

artesano venga a desempeñar un importante papel dentro de nuestra Comunidad Autónoma, 
hasta el punto de que pueda ser considerado como factor significativo de potenciación de la 
economía extremeña.

El desarrollo industrial experimentado en todas las áreas económicas ha propiciado al 
mismo tiempo la incorporación a la actividad artesana y al artesanado en general de 
mecanismos productivos en masa o por grandes series que inciden negativamente en el 
sector, en cuanto hace peligrar los valores y señas de identidad propias del producto 
artesano, tales como su individualización y personalización. Por ello se hace preciso 
establecer una regulación de la actividad artesana que al tiempo que la defina y delimite 
preservando los valores propios y tradicionales al producto artesano, la haga compatible, no 
obstante, con una mínima mecanización de sus procesos de producción.

Con la presente Ley se pretende, pues, establecer el adecuado marco legal de 
desenvolvimiento de la actividad artesana de Extremadura, definiendo y regulando el sector, 
que permitirá adoptar los mecanismos precisos para fomentar, apoyar y promocionar a las 
empresas enmarcadas en el sector artesano, al objeto de mejorar sus condiciones de 
rentabilidad, gestión y competitividad.

Se estructura la Ley, así, en cuatro capítulos, en los que se contempla y define su objeto 
delimitándose la actividad artesana; se establece el Registro de Artesanos y Empresas 
Artesanas como instrumento de acreditación y control; se regula la Comisión de Artesanía 
como órgano de asesoramiento a la Administración Autonómica en la materia, así como 
órgano de participación de artesanos y organizaciones profesionales relacionadas con el 
sector, como órgano de enlace entre la Administración Autonómica y el sector artesanal con 
el fin de dar mayor eficacia en el cumplimiento de esta Ley. Finalmente se contemplan 
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medidas dirigidas a la protección de las manifestaciones artesanas de la Comunidad 
Autónoma.

CAPÍTULO I
Objeto y delimitación de la actividad artesana

Artículo 1.  
Esta Ley tiene por objeto:
a) El establecimiento de un marco legal básico que permita una adecuada definición y 

regulación del sector artesano en la Comunidad Autónoma de Extremadura.
b) Promover la creación de los cauces de participación necesarios, para señalar que la 

actividad artesanal sea además de socialmente deseable, económicamente rentable.
c) Recuperar las manifestaciones artesanales propias de nuestra Comunidad y procurar 

el mantenimiento de las existentes.
d) Favorecer el acceso del sector artesanal a las medidas de apoyo económicas 

necesarias para garantizar su permanencia y desarrollo.

Artículo 2.  
A los efectos de la presente Ley, se considera artesanía la actividad de creación, 

producción, transformación o reparación de bienes y la prestación de servicios realizadas 
mediante un proceso en el que la intervención personal constituye un factor predominante y 
que da como resultado un producto final individualizado no susceptible de una producción 
industrial totalmente mecanizada o en grandes series, teniendo la actividad desarrollada un 
carácter preferentemente manual.

Artículo 3.  
1. Las actividades artesanas, por razón de su contenido principal, podrán considerarse 

incluidas en uno de los siguientes grupos:
a) Artesanía artística o de creación.
b) Artesanía de bienes de consumo.
c) Artesanía de servicios.
2. Cada uno de estos grupos podrá ser objeto de un tratamiento específico y 

diferenciado.
3. Las adscripciones de las actividades artesanales a una o varias de estas categorías 

se harán mediante un repertorio de oficios artesanos.

Artículo 4.  
1. Se considera empresa artesana a toda unidad económica, incluido el artesanado 

individual, que realice una actividad calificada de artesana, de acuerdo con lo señalado en el 
artículo segundo.

2. Podrán gozar de la consideración de empresa artesana fórmulas asociativas 
dedicadas exclusivamente a la comercialización de productos artesanos, siempre y cuando 
todos sus integrantes sean a su vez empresas artesanas.

3. No podrán tener la consideración de empresa artesana aquellas que ejerzan su 
actividad de manera ocasional o accesoria.
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CAPÍTULO II
Registro de Artesanos y Empresas Artesanas

Artículo 5.  
La calificación legal de empresas artesanas se acredita mediante su inscripción en el 

Registro de Artesanos y Empresas Artesanas de la Comunidad Autónoma de Extremadura 
que sea crea al efecto.

Artículo 6.  
Para poder acceder a los beneficios que la Administración Autonómica tenga 

establecidos o establezca para la protección y ayuda a la artesanía, así como para poder 
obtener los distintivos y certificados de origen, calidad y procedencia geográfica de los 
productos artesanos que se puedan instaurar al amparo de la presente Ley, será requisito 
indispensable la previa inscripción en el Registro de Artesanos y Empresas Artesanas.

Artículo 7.  
Las solicitudes de inscripción en el Registro de Artesanos y Empresas Artesanas se 

formularán ante la Consejería de Industria y Turismo en los plazos, forma y condiciones que 
reglamentariamente se determine.

CAPÍTULO III
Comisión de Artesanía

Artículo 8.  
1. Como órgano de asesoramiento de la Administración Autónoma en materia de 

artesanía, así como a los propios artesanos, sus organizaciones profesionales y cuantas 
entidades y organismos se encuentren relacionados con la actividad artesana, se crea la 
Comisión de Artesanía.

2. Formarán, necesariamente, parte de dicha Comisión representantes cualificados del 
sector artesano de la Comunidad Autónoma.

Artículo 9.  
Sin perjuicio de las atribuciones que por otras disposiciones se le puedan otorgar, la 

Comisión de Artesanía tendrá como funciones:
a) Emitir informe preceptivo sobre los proyectos de disposiciones generales en materia 

de artesanía.
b) Informar los proyectos y planes de ordenación de un determinado sector de la 

actividad artesana.
c) Estudiar y proponer la actualización del Repertorio de Oficios Artesanos de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura.
d) Informar los proyectos y planes de declaración de las Áreas de Interés Artesanal, así 

como el reconocimiento y otorgamiento de distintivos, certificados de origen, calidad y 
procedencia de los productos artesanos.

e) Emitir los informes que le sean solicitados sobre temas relacionados con la artesanía.

CAPÍTULO IV
De la protección a las manifestaciones artesanas de la Comunidad Autónoma 

Extremeña

Artículo 10.  
1. Aquellas comarcas o áreas geográficas de Extremadura que se distingan por su 

artesanado activo y homogéneo o sean de especial interés artesano por razones culturales y 
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socio-económicas, podrán ser declaradas Áreas de Interés Artesanal, lo que permitirá utilizar 
en sus productos y en la forma que reglamentariamente se establezca, un distintivo de su 
identidad de procedencia geográfica creado al efecto.

2. La declaración de Área de Interés Artesanal será acordada por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Extremadura, a propuesta de la Consejería de Industria y Turismo, 
previo informe de la Comisión de Artesanía contemplada en el artículo 7.

Artículo 11.  
A fin de asegurar la permanencia, desarrollo y promoción de las manifestaciones 

artesanas en las Áreas de Interés Artesanal, las empresas artesanas ubicadas en las 
mismas gozarán de especiales medidas de ayuda económica y de apoyo para la promoción 
y comercialización de sus productos.

Artículo 12.  
1. Con independencia de lo dispuesto en el artículo 9 y con objeto de acreditar la 

autenticidad, calidad y procedencia de los productos elaborados por empresas artesanas de 
la Comunidad Autónoma Extremeña, por la Consejería de Industria y Turismo se podrán 
establecer distintivos de origen de sus productos.

2. La citada acreditación será utilizada en forma de distintivo o certificación, estando 
sujeta su concesión al cumplimiento de aquellas normas de control de calidad y origen que 
permitan garantizar su calidad artesanal.

3. El estudio y concesión de estas acreditaciones, así como de los correspondientes 
distintivos o certificaciones y su regulación se realizará por la Consejería de Industria y 
Turismo previo informe favorable de la Comisión de Artesanía.

Disposición transitoria.  
En la medida en que no se opongan a lo dispuesto en la presente Ley y hasta tanto sea 

dictada la normativa de desarrollo de la misma, continuarán en vigor las disposiciones 
reguladoras en materia de artesanía.

Disposición final.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para dictar las 

disposiciones necesarias en ejecución y desarrollo de la presente Ley.
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§ 113

Ley 3/2018, de 21 de febrero, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma de Extremadura

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 39, de 23 de febrero de 2018
«BOE» núm. 61, de 10 de marzo de 2018
Última modificación: 11 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2018-3361

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA
Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, 

en nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 40.1 del Estatuto de 
Autonomía, vengo a promulgar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura, en su artículo 9.1.11 atribuye a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva, en materia de Cámaras de comercio e industria y otras 
corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y profesionales. 
En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma de Extremadura promulgó la 
Ley 17/2001, de 14 de diciembre, de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de 
Extremadura.

La Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación, ha establecido una nueva legislación básica en esta materia siendo 
necesario, por tanto, acometer la adaptación de la normativa autonómica existente en este 
ámbito al nuevo marco regulatorio definido por la Ley 4/2014, de 1 de abril, entre cuyas 
novedades cabe destacar el principio de adscripción obligatoria de todas las empresas a la 
Cámara correspondiente, sin que de ello se derive obligación económica alguna a fin de 
reforzar su carácter representativo de los intereses generales de toda la actividad económica 
y empresarial y no de un determinado sector, asociación o colectivo de empresas en función 
de su dimensión, localización o adscripción a la Cámara.

Se mantiene su naturaleza de corporaciones de derecho público al objeto de que 
continúen desempeñando funciones público-administrativas al tiempo que las configura 
como entidades prestadoras de servicios empresariales, sobre todo en el ámbito de las 
pequeñas y medianas empresas, que, en el contexto económico actual, resultan de especial 
relevancia de cara a la regeneración del tejido económico y la creación de empleo, el 
fomento del emprendimiento, la mejora de la competitividad y la internacionalización de la 
economía.
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Esta ley pretende reforzar el papel de las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios 
como entidad de prestación de servicios a las empresas, garantizando que se lleve a cabo 
de manera eficiente y más eficaz.

La ley consta de 43 artículos que se estructuran en 5 títulos, seis disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria única y tres disposiciones finales.

El título I establece la naturaleza y finalidad de las Cámaras de Comercio, Industria y 
Servicios de la Comunidad Autónoma de Extremadura, manteniendo su naturaleza de 
corporación de derecho público y su finalidad de representación de los intereses generales 
del comercio, la industria y los servicios, y la prestación de servicios a las empresas.

Por otra parte, se recoge el principio de la tutela al que quedan sujetas por la 
Administración en el ejercicio de sus funciones.

Además se garantiza la existencia de una Cámara de Comercio, Industria y Servicios por 
provincia.

En este mismo título se detallan las funciones públicas que con carácter general 
desempeñarán las Cámaras, así como todas aquellas que dentro del sector privado puedan 
desarrollar.

El título II está dedicado a la organización y funcionamiento de las Cámaras de 
Comercio, Industria y Servicios de Extremadura, estableciéndose como órganos de gobierno 
de las Cámaras, el Pleno, el Comité Ejecutivo y la Presidencia. La conformación del Pleno es 
una de las principales novedades de esta ley, y es que estará compuesto por un total de 
treinta miembros, de los cuales veintiséis serán electivos y cuatro representarán a las 
empresas de mayor aportación voluntaria a la Cámara.

Además se introducen importantes novedades respecto al funcionamiento de las 
Cámaras con la finalidad de garantizar la imparcialidad y la transparencia en el ejercicio de 
sus funciones.

El título III establece el marco básico que regirá el proceso electoral. En este ámbito se 
hace una apuesta por fomentar la participación de las empresas, permitiendo la emisión del 
voto por medios electrónicos.

El título IV dedicado al régimen económico y presupuestario de las Cámaras establece 
las herramientas necesarias para garantizar un uso eficiente de los recursos. Por otro lado, 
se trata de incentivar la obtención de recursos a través de la prestación de servicios.

El título V recoge el régimen jurídico aplicable a las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Extremadura.

En el régimen transitorio se establece el plazo con el que cuentan las Cámaras para 
adaptar sus actuales Reglamentos de Régimen Interior al contenido de esta ley, así como 
para aprobar sus Códigos de Buenas Prácticas. Igualmente, se establece el régimen 
electoral aplicable en tanto no se dicten las normas de desarrollo de esta ley.

Por último, mediante las disposiciones finales se establecen la habilitación al Consejo de 
Gobierno para el desarrollo reglamentario de la norma y su entrada en vigor, además de 
incorporarse una modificación de la Ley 3/1991, de 25 de abril, sobre creación del Consejo 
Económico y Social de Extremadura.

Esta modificación viene motivada por la necesidad de sustituir al representante de las 
Cajas de ahorro de ámbito regional, en el Grupo Tercero, dado que el proceso de 
reestructuración del sector financiero español ha supuesto la desaparición de las dos Cajas 
de ahorro de ámbito regional, además de la desaparición de la Federación Extremeña de 
Cajas de Ahorros a quien le correspondía la designación del mismo.

En el ámbito de las organizaciones sociales, las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social, vienen mostrando una importante capacidad de interlocución ante las 
Administraciones públicas, respecto de las políticas públicas sociales lo que justifica la 
conveniencia de que en el Grupo Tercero del Consejo Económico y Social de Extremadura 
exista un miembro en representación de las mencionadas entidades.
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TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto la regulación de las Cámaras de Comercio, Industria y 

Servicios de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 2.  Naturaleza.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma de 

Extremadura son Corporaciones de Derecho Público con personalidad jurídica y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y el ejercicio de las funciones que 
tienen atribuidas, que se configuran como órganos consultivos y de colaboración con las 
Administraciones Públicas, sin menoscabo de los intereses privados que persiguen. Su 
estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 3.  Finalidad.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura tienen como finalidad la representación, promoción y defensa de los 
intereses generales del comercio, la industria y los servicios, así como la prestación de 
servicios a las empresas que ejerzan las indicadas actividades, sin perjuicio de la libertad 
sindical y de asociación empresarial, de las facultades de representación de los intereses de 
los empresarios que asuman este tipo de asociaciones y de las actuaciones de otras 
organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

2. Además, ejercerán las competencias de carácter público que les atribuye la legislación 
estatal, autonómica y las que puedan convenirse y delegarse por las Administraciones 
Públicas y, en especial, por la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 4.  Normativa de aplicación.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura se regirán por lo establecido en la presente ley y en su normativa de 
desarrollo, por lo establecido en la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y por su Reglamento de Régimen 
Interior.

Asimismo, deberán ajustarse a lo establecido en la Ley 8/2011, de 23 de marzo, de 
igualdad entre mujeres y hombres y contra la violencia de género en Extremadura en todo 
aquello que le sea de aplicación conforme a su naturaleza jurídica.

2. Con carácter supletorio, y en todo lo no previsto en el apartado anterior, le será de 
aplicación la legislación referente a la estructura y funcionamiento de las Administraciones 
Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza y finalidades.

3. La contratación y el régimen patrimonial se rigen por el derecho privado sin perjuicio 
de los instrumentos de control establecidos legalmente. La contratación que realicen las 
Cámaras en el ejercicio de funciones público-administrativas habrá de respetar, en todo 
caso, los principios de publicidad, concurrencia, igualdad y no discriminación.

Artículo 5.  Reserva de denominación.
En el ámbito territorial extremeño, salvo las entidades reguladas en esta ley, ninguna 

persona física o jurídica o entidad podrá utilizar los términos de Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios, ni ningún otro que incluya los anteriores como parte de una 
denominación bajo la que una persona o entidad se haya constituido o ejerza o desarrolle 
funciones y operaciones, o que contenga términos similares de ser susceptibles de confusión 
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en los términos indicados, sin perjuicio de las creadas o promovidas por voluntad de las 
propias Cámaras para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 6.  Tutela.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Extremadura, a través de la Consejería 

competente en materia de comercio, ejercer la tutela sobre las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Extremadura, en el ejercicio de su actividad.

2. La función de tutela comprende las facultades y obligaciones contenidas en la 
presente ley y el ejercicio de las potestades administrativas de aprobación, fiscalización de 
sus actuaciones, resolución de recursos y suspensión y disolución de sus órganos de 
gobierno.

3. La administración tutelante regulará los supuestos y el procedimiento para la creación, 
integración, fusión, disolución, liquidación y destino del patrimonio de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación y de los Consejos de Cámaras.

4. Las Cámaras deberán remitir a la Consejería competente en materia de comercio, en 
los plazos y forma que se determinen en el Reglamento de Régimen Interior, copia o 
extractos de todos los acuerdos adoptados por sus órganos de gobierno en relación con sus 
funciones público-administrativas.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial y adscripción

Artículo 7.  Ámbito territorial.
En cada provincia de la Comunidad Autónoma de Extremadura existirá una Cámara 

Oficial de Comercio, Industria y Servicios, con domicilio en la capital de provincia que tendrá 
competencia en todo el ámbito provincial.

Artículo 8.  Delegaciones.
1. Con el fin de garantizar en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de 

Extremadura el eficaz y pleno cumplimiento de las funciones de carácter público-
administrativas que se le atribuyen a las Cámaras, así como llevar a cabo una mejor 
prestación de los servicios, las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura podrán crear delegaciones, nombrar personas delegadas dentro 
de su demarcación territorial, antenas, oficinas de información y atención al público, oficinas 
sectoriales o cualquier entidad dependiente o vinculadas a la Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma de Extremadura, de acuerdo con 
el procedimiento que reglamentariamente se establezca.

2. Cuando a juicio de la Consejería competente en materia de comercio exista un núcleo 
de empresas suficientemente representativas que justifiquen la necesidad de proximidad de 
los servicios que presta la Cámara, ésta podrá recomendar a la Cámara la creación de 
delegación en dicha zona.

3. En todo caso, las delegaciones carecerán de personalidad jurídica propia.
4. Cuando las condiciones tenidas en cuenta para el establecimiento de una delegación 

desaparezcan o se modifiquen, la respectiva Cámara podrá acordar la supresión de la 
delegación en la forma que se determine reglamentariamente.

Artículo 9.  Adscripción a las Cámaras.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales o de servicios en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura formarán parte de las Cámaras en los términos a los que se refiere el artículo 7 
de la Ley 4/2014, de 1 de abril, dentro de cuya circunscripción cuenten con establecimientos, 
delegaciones o agencias, procediéndose a la adscripción de oficio de las mismas.

De la adscripción de oficio a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura no se desprenderá obligación económica alguna ni 
ningún tipo de carga administrativa.
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2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial o de servicios cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de Actividades 
Económicas o tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente del ámbito de las 
Cámaras.

3. Se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo todas las 
relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por la Ley 4/2014, de 
1 de abril, Básica de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación o por 
la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediación de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como las correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 10.  Censo público.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura elaborarán un censo público de empresas del que formarán parte las 
personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que se hallen adscritas a dichas 
Cámaras, para cuya elaboración contarán con la colaboración de la administración tributaria 
competente, así como de otras administraciones que aporten la información necesaria 
garantizando, en todo caso, la confidencialidad en el tratamiento y el uso exclusivo de dicha 
información.

2. Para la elaboración del censo público de empresas las administraciones tributarias 
facilitarán a las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura los datos del Impuesto sobre Actividades Económicas y los 
censales de las empresas que sean necesarios. Únicamente tendrá acceso a la información 
facilitada por la administración tributaria el personal empleado de cada Cámara que 
determine el Pleno.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente ley atribuye a las 
Cámaras, así como para la elaboración del censo electoral al que se refiere el artículo 25.

Dicho personal tendrá, en lo que se refiere a los datos indicados, el mismo deber de 
sigilo que el personal funcionario de la administración tributaria. El incumplimiento de este 
deber constituirá, en todo caso, infracción muy grave de conformidad con su régimen 
disciplinario.

CAPÍTULO III
Funciones

Artículo 11.  Funciones.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura tendrán las 

funciones de carácter público administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril.

2. Asimismo, le corresponden las funciones público-administrativas que a continuación 
se enumeran, en la forma y con la extensión que se determine por la Junta de Extremadura:

a) Proponer a las Administraciones Públicas cuantas reformas o medidas consideren 
necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria y los servicios.

b) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria y los servicios.

c) Colaborar con las Administraciones Públicas en labores de apoyo, asesoramiento, 
información y orientación a emprendedores y creación de empresas, especialmente en el 
ámbito de las pequeñas y medianas empresas.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo con lo establecido en la normativa 
general y sectorial vigente.
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e) Elaborar las estadísticas, encuestas de evaluación y estudios que considere 
necesarios para el ejercicio de sus competencias.

f) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos o 
privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes.

g) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
h) Colaborar en las actividades de promoción del comercio exterior que desarrolle la 

Junta de Extremadura con el fin de auxiliar y fomentar la presencia de los productos y 
servicios de Extremadura en el exterior.

i) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Administración autonómica.

j) Colaborar en la difusión de las actividades y programas de ayudas y subvenciones 
desarrolladas por la Junta de Extremadura. Este deber de colaboración se extenderá a la 
prestación del asesoramiento necesario a las empresas que deseen acogerse a los citados 
programas y actividades.

k) Fomentar cuantas acciones sean precisas con el fin de impulsar la competitividad y el 
progreso de las empresas extremeñas así como la mejora de la calidad, el diseño, la 
productividad y la investigación en las mismas.

l) Participar de forma directa o indirecta en el diseño y ejecución de planes o campañas 
de publicidad que favorezcan la promoción de la imagen y los productos o servicios de los 
sectores empresariales que represente.

m) Informar los proyectos de normas, que afecten directamente a los intereses generales 
del comercio, la industria o de los servicios, en los casos y con el alcance que el 
ordenamiento jurídico determine.

n) Colaborar con los órganos competentes de la Junta de Extremadura informando los 
estudios, trabajos y acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria y 
los servicios.

ñ) Contribuir a la promoción del turismo de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en 
el marco de la colaboración y cooperación con la Junta de Extremadura.

o) Colaborar con los órganos competentes de la Junta de Extremadura en los 
procedimientos de evaluación y acreditación para el reconocimiento de las competencias 
profesionales adquiridas por experiencia laboral así como en la aportación de instalaciones y 
servicios para la realización de algunas fases de dichos procedimientos

p) Fomentar la transparencia de las relaciones y del tráfico mercantil en el normal 
funcionamiento del mercado, conforme a los principios de libertad de empresa y de libre y 
leal competencia, en el marco de la economía de mercado.

q) Impulsar y colaborar en la implantación de las TICs en las empresas de la región.
r) Crear o participar en organismos consultivos o de promoción de intereses generales 

del comercio, la industria y los servicios. A tal fin, podrán actuar por sí solas o concertadas 
con otras Cámaras, órganos de la Comunidad Autónoma de Extremadura y demás entes 
públicos.

s) Desarrollar acciones que favorezcan la desaparición de la segregación horizontal y 
vertical con sesgo de género en el ámbito empresarial.

t) Promover y asesorar sobre iniciativas y prácticas de responsabilidad social en las 
empresas extremeñas, fomentar la responsabilidad social de género, la implementación de 
planes de igualdad, la gestión de la diversidad y la conciliación de la vida personal, familiar y 
laboral en el ámbito empresarial y del fomento de las medidas contra la siniestralidad laboral.

u) Desarrollar acciones de apoyo a la creación y mantenimiento de empresas desde la 
perspectiva de género, así como las que potencien el liderazgo femenino empresarial.

v) Colaborar con la Administración autonómica en el apoyo, asesoramiento y 
consolidación del pequeño y mediano comercio.

w) Impulsar y colaborar en la implantación de las TICS en las empresas de la región así 
como promover actuaciones específicas dirigidas al incremento de la competitividad de las 
pequeñas y medianas empresas, y fomentar su innovación y transferencias tecnológicas, así 
como impulsar y colaborar en la implantación de la economía digital de las empresas de la 
región.
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x) Colaborar con los diferentes organismos públicos en relación con los intereses 
generales del comercio, la industria y los servicios.

y) Formular propuestas a las distintas Administraciones Públicas en materia de 
localización comercial, industrial e infraestructuras.

z) Colaborar en la elaboración y ejecución del Plan Cameral de Internacionalización al 
que se refiere el artículo 22 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

3. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura podrán 
llevar a cabo otras actividades que tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de 
libre competencia que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria y 
los servicios, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas finalidades, en 
especial:

a) Prestar servicios a las empresas dentro del ámbito de sus competencias y, en 
especial, servicios de información y asesoramiento empresarial, que contribuyan a la 
defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria y los servicios de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

b) Difundir e impartir formación en relación con la creación, dirección y administración de 
empresas.

c) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas.
d) Crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de 

subcontratación y de residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos 
exigidos en la normativa sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

e) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, nacional e 
internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

f) Promover y facilitar el acceso a la financiación de empresas y personas autónomas 
para el inicio y desarrollo de proyectos empresariales, mediante la mediación entre las 
entidades financieras y las empresas en la concesión de créditos, avales, préstamos u otros 
instrumentos financieros, respetando la reserva de actividad financiera prevista en la Ley 
10/2014, de 26 de junio, de Ordenación, Supervisión y Solvencia de entidades de Crédito.

g) Colaborar con la administración pública en la simplificación administrativa de los 
procedimientos para el inicio y desarrollo de actividades económicas.

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del presente artículo, las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura podrán desarrollar cualquier 
función de naturaleza público-administrativa, siempre que le sea expresamente 
encomendada o delegada por la Junta de Extremadura, en los términos de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y sea compatible con su naturaleza 
y funciones.

5. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Extremadura y las Administraciones Públicas podrán celebrar 
convenios y contratos en los supuestos y condiciones establecidos por el artículo 5.6 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril. Además, podrán suscribir convenios u otros instrumentos de 
colaboración para garantizar una adecuada coordinación de sus actuaciones con las 
llevadas a cabo por las organizaciones empresariales.

6. Asimismo, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura 
podrá, previa autorización de la Consejería competente en materia de comercio de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, promover o participar en toda clase de asociaciones, 
fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios 
de colaboración con personas jurídicas privadas.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Extremadura recabarán la autorización de la Consejería competente 
en materia de comercio siempre que proyecte adoptar acuerdos, convenios u otros actos de 
naturaleza similar con administraciones o instituciones públicas distintas a las que 
corresponden a la administración institucional de la Comunidad Autónoma de Extremadura o 
las de las Administraciones locales extremeñas.

8. La autorización a la que hace referencia los apartados anteriores no implicará, en 
ningún caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de 
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la Consejería competente en materia de comercio en relación a los derechos y obligaciones 
derivados de las actuaciones de las Cámaras de Comercio en el ámbito de sus actividades 
privadas.

9. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Extremadura garantizarán su imparcialidad y 
transparencia.

10. En el desarrollo de todas las actividades, las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Extremadura respetarán las condiciones de accesibilidad de las 
personas con diversidad funcional en los términos que establezca la normativa de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los servicios de 
atención al público y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con diversidad 
funcional, para lo cual, se tendrá en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
diversidad funcional, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.

Artículo 12.  Memoria Anual.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios elaborarán dentro del primer 

trimestre de cada año una Memoria que recoja la globalidad de las actividades y servicios 
desarrollados durante el ejercicio anterior, información sobre el estado de las cuentas de las 
Cámaras de Comercio y que, aprobada por el Pleno de la Cámara, deberá ser remitida a la 
Consejería competente en materia de comercio antes de que finalice el primer semestre.

Igualmente, redactarán anualmente una memoria económica que recogerá el estado, 
evolución y perspectivas del comercio y la industria de cada circunscripción. Para la 
redacción de esta memoria podrán recabar los datos que precisen de organismos públicos y 
privados. Dicha memoria se pondrá a disposición de cuantos organismos de las 
Administraciones Públicas la soliciten o puedan estar interesados en la misma.

Ambas memorias citadas en los párrafos anteriores serán publicadas en un lugar de fácil 
acceso de la página web de las Cámaras de Comercio, Industria y Servicios.

En todo caso, la Memoria Anual deberá contener las cuentas anuales aprobadas por el 
Pleno de la Cámara.

Artículo 13.  Deber de información.
1. Las Cámaras deberán remitir a la Consejería competente en materia de comercio, a 

través de su Secretaría General, copia de los acuerdos que aprueben sus órganos de 
gobierno en el plazo de los diez días siguientes a su adopción.

2. La Secretaría General será la responsable directa del cumplimiento del deber de 
información.

3. En cualquier momento, podrá la citada Consejería solicitar ampliación o aclaración de 
la información facilitada por las Cámaras.

4. Se garantizará en todo caso el tratamiento confidencial de la información recibida, 
pudiéndose hacer público solamente aquellos datos que sean de interés general, previo 
conocimiento de la Cámara correspondiente.

TÍTULO II
Organización y funcionamiento

CAPÍTULO I
Organización

Artículo 14.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

son el Pleno, el Comité Ejecutivo y la Presidencia.
Además, las Cámaras contarán con una Secretaría General, una Dirección Gerencia, en 

su caso, y el personal laboral necesario para el correcto desempeño de sus funciones.
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Las personas que estén inhabilitadas para empleo o cargo público no podrán formar 
parte de los órganos de gobierno, ni ser nombradas para ocupar la Secretaría General ni la 
Dirección Gerencia.

Artículo 15.  El Pleno.
1. El Pleno es el órgano supremo de gobierno y representatividad de la Cámara y estará 

compuesto por:
a) Veinticuatro vocalías, que serán elegidas mediante sufragio libre, igual, directo y 

secreto, entre todas las personas físicas y jurídicas electoras de la Cámara, en atención a la 
representatividad de los distintos sectores económicos.

La representatividad de los distintos sectores económicos en el Pleno de la Cámara será 
fijada por la Consejería competente en materia de comercio en consideración a su 
aportación al PIB, el número de empresas y el empleo en la orden de convocatoria de las 
elecciones.

b) Tres vocalías en representación de las empresas de mayor aportación voluntaria a la 
Cámara, elegidas de la forma en que se determine en el Reglamento de Régimen Interior.

En el caso de que no existan empresas que hayan realizado aportaciones voluntarias por 
importe superior a la cuantía que se establezca en el Reglamento de Régimen Interior para 
alcanzar el número de vocalías establecidas en este apartado, las vocalías no cubiertas 
incrementarán las de la letra a).

Corresponde a los reglamentos de régimen interior de cada Cámara determinar las 
aportaciones mínimas para poder ser elegido vocal por este grupo, así como la periodicidad 
de las mismas. En todo caso, estas aportaciones deberán haberse realizado, como mínimo, 
durante el ejercicio económico anterior a aquél en el que tenga lugar la convocatoria del 
proceso electoral. Además, los vocales elegidos en este grupo deberán adquirir el 
compromiso de mantener dichas aportaciones hasta la realización de nuevas elecciones. En 
el caso de no mantenerse dichas aportaciones económicas perderán su condición de vocal 
del Pleno y se procederá, en su caso, a la elección de nuevos miembros del mismo.

c) Tres vocalías en representación de empresas y personas de reconocido prestigio en la 
vida económica de Extremadura dentro de la circunscripción de cada Cámara, elegidas por 
las vocalías a las que se refiere la letra a), a propuesta de las organizaciones empresariales 
intersectoriales más representativas en el ámbito de la correspondiente Cámara.

En todo caso, las organizaciones empresariales más representativas a las que se refiere 
el párrafo anterior, serán designadas por la Junta de Extremadura conforme a la disposición 
adicional sexta del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

Al objeto de su elección por las vocalías representantes del grupo a), las organizaciones 
deberán proponer a la Consejería competente en la materia de comercio las personas físicas 
o jurídicas propuestas con una antelación de quince días naturales a la celebración del Pleno 
constitutivo.

2. El Pleno podrá nombrar, a propuesta de la Presidencia, un máximo de tres vocalías en 
calidad de asesores entre personas de reconocido prestigio en la actividad económica o 
representantes de la Universidad de Extremadura o de Entidades económicas o sociales 
más representativas, que formarán parte del Pleno con voz pero sin voto. La vigencia de su 
nombramiento no podrá exceder la del Pleno que las haya nombrado. Su función es la de 
asesorar al Pleno.

3. El mandato de las vocalías del Pleno será de 4 años, pudiendo optar a la reelección. 
La condición de miembro del Pleno es indelegable.

4. En caso de resultar elegida para una Vocalía una persona jurídica, será necesario que 
ésta designe a una sola persona física para el ejercicio permanente de las funciones propias 
del cargo.

5. Las funciones del Pleno serán las contenidas en la legislación básica estatal, las que 
se le atribuyan por su Reglamento de Régimen Interior, las que reglamentariamente se 
establezcan, y en concreto:

a) La elección y cese de la Presidencia en la forma establecida en el artículo 17.1 de 
esta ley, así como la de los miembros del Comité Ejecutivo.
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b) La aprobación o modificación de su respectivo Reglamento de Régimen Interior, del 
Código de Buenas Prácticas y la Memoria, de los presupuestos ordinarios y extraordinarios y 
de sus liquidaciones, así como de las cuentas anuales.

c) La aprobación de informes y propuestas que hayan de girarse a otras entidades.
d) La designación de las personas representantes de la Cámara en los distintos 

organismos, cuya titularidad deberá recaer, necesariamente, en miembros del Pleno.
e) La aprobación de comisiones de trabajo y nombramiento de sus componentes.
f) La adopción de acuerdos referentes a la adquisición y disposición de bienes.
6. En las sesiones del Pleno desempeñará las funciones de la Secretaría con voz y sin 

voto la persona que lo sea de la Cámara, debiendo hacer las advertencias legales que 
estime oportunas.

7. Será convocada a las reuniones del Pleno, con voz pero sin voto, una persona 
representante de la Consejería competente en materia de comercio.

8. En el supuesto que la Cámara contase con Dirección Gerencia, su titular podrá asistir 
a las reuniones del Pleno con voz pero sin voto.

9. El Pleno de la Cámara, para poder celebrar válidamente sus sesiones en primera 
convocatoria requerirá la presencia de la Presidencia, de la Secretaría General de la 
Cámara, o en su caso, de quienes les sustituyan, y de la mitad más uno de sus 
componentes con derecho a voto. De no conseguirse dicho número en primera convocatoria 
quedará válidamente constituido en segunda convocatoria, siempre que estén presentes al 
menos diez miembros con derecho a voto.

10. La composición del Pleno deberá ser equilibrada, con un porcentaje de entre el 40 % 
y el 60 % por sexo, salvo que quede acreditado y debidamente justificado en cada caso, la 
imposibilidad de llevarlo a efecto.

Artículo 16.  El Comité Ejecutivo.
1. El Comité Ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta 

de la Cámara, y sus miembros, en número máximo de siete, serán elegidos por el Pleno, de 
entre sus vocalías con derecho a voto. La composición del Comité deberá guardar la 
proporcionalidad de los grupos del Pleno, y si ello no fuera posible, se garantizará, en todo 
caso, la presencia de al menos una persona en representación de los grupos a), b) y c) de 
las vocalías del Pleno, previstos en el artículo 15.1.

2. Asistirá a las sesiones del Comité Ejecutivo con voz y sin voto, la persona que ocupe 
la Secretaría General de la Cámara, que desempeñará también las funciones de la 
Secretaría del Comité Ejecutivo.

3. La representación de la Consejería competente en materia de comercio y, si lo 
hubiera, la Dirección Gerencia de la Cámara serán convocadas a sus reuniones, con voz y 
sin voto.

4. El mandato de los miembros del Comité Ejecutivo será de cuatro años, pudiendo optar 
a la reelección.

5. La celebración válida de las sesiones requerirá la asistencia de la mitad más uno de 
sus miembros, incluyendo necesariamente la Presidencia y a la Secretaría General, o 
quienes les sustituyan. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de las personas asistentes.

6. Las funciones que corresponden al comité ejecutivo serán reguladas por el 
Reglamento de Régimen Interior de las Cámaras que, como mínimo, incluirá las siguientes:

a) Realizar y dirigir las actividades de la Cámara necesarias para el ejercicio y desarrollo 
de las funciones público-administrativas.

b) Proponer al Pleno los programas anuales de actuación y gestión corporativa y realizar 
y dirigir los ya aprobados dando cuenta a aquél de su cumplimiento.

c) Proponer al Pleno el ejercicio de acciones y la interposición de recursos ante cualquier 
jurisdicción.

d) Proponer al pleno la adquisición y disposición de bienes, salvo que cuente con una 
delegación de aquél al efecto.

e) Confeccionar y proponer al Pleno la aprobación de toda clase de presupuestos, las 
cuentas anuales y sus liquidaciones.
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f) Elaborar el informe anual de Gobierno Corporativo a que se refiere el artículo 35.1 de 
la Ley 4/2014, de 1 de abril. Realizar u ordenar la realización de informes y estudios 
relacionados con los fines de la Cámara.

g) Inspeccionar y velar por el normal funcionamiento de los servicios de la Cámara.
h) Proponer al pleno la modificación total o parcial del Reglamento de Régimen Interior y 

del Código de Buenas Prácticas.
i) En casos de urgencia, adoptar decisiones sobre competencias que corresponden al 

Pleno, dando cuenta al mismo en la primera sesión que se celebre.

Artículo 17.  La Presidencia.
1. La Presidencia será elegida por y entre los vocales de los grupos a), b) y c) de las 

vocalías del Pleno del artículo 15, en la forma que determine el Reglamento de Régimen 
Interior.

2. Para resultar elegida, la candidatura deberá obtener las tres cuartas partes de los 
votos en primera votación. De no obtener dicha mayoría, será elegida en segunda votación 
la candidatura que obtenga el mayor número de votos. En caso de empate, se procederá en 
el tercer día hábil siguiente a una nueva votación. En caso de nuevo empate, se elegirá la 
candidatura de la empresa que tenga mayor antigüedad en el ejercicio de la actividad 
empresarial dentro de la circunscripción de la Cámara.

3. La Presidencia ostentará la representación de la Cámara, impulsará y coordinará la 
actuación de todos sus órganos y presidirá todos sus órganos colegiados, siendo 
responsable de la ejecución de sus acuerdos.

4. La duración del mandato será de cuatro años, pudiendo producirse la reelección por 
una sola vez.

Artículo 18.  La Secretaría General.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura tendrán una 

Secretaría General que velará por la legalidad de los acuerdos de los órganos de gobierno, a 
los que asistirán con voz pero sin voto.

2. Además, a la Secretaría General le corresponderá dar fe de los actos y acuerdos que 
adopten los órganos de gobierno y asesorar legalmente ejercitando todas aquellas funciones 
que expresamente se les atribuya reglamentariamente.

Igualmente la Secretaría General estará obligada a comunicar a la Consejería 
competente en materia de comercio tanto los acuerdos adoptados como las advertencias de 
legalidad cursadas.

3. Su nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, así como su cese, 
corresponderán al Pleno de la Corporación por acuerdo motivado adoptado, al menos, por la 
mitad más uno de sus integrantes.

4. La convocatoria de las pruebas para la cobertura del puesto deberá ser aprobada por 
el Pleno y publicada en el DOE, previa aprobación de su contenido por la Consejería 
competente en materia de comercio que dispondrá la publicación en el DOE del 
nombramiento de la persona que ocupe la Secretaría General, una vez que éste se haya 
llevado a efecto.

5. Dadas las funciones que le están encomendadas, será requisito imprescindible para 
ocupar la Secretaría General estar en posesión de una licenciatura o titulación de grado en 
Derecho con un mínimo de cinco años de experiencia profesional. Por el mismo motivo, 
dicho puesto no podrá estar vacante por un periodo superior a cuarenta días, ni estar 
cubierta interinamente por más tiempo que el imprescindible para que sea cubierta de modo 
oficial, periodo que no podrá ser superior a ocho meses, salvo en el caso de que el titular 
tenga derecho a reserva de puesto, de conformidad con la legislación laboral que le sea de 
aplicación.

6. El Reglamento de Régimen Interior determinará la forma y los supuestos en que debe 
producirse la sustitución de la Secretaría General con ocasión de ausencia temporal, 
vacante o enfermedad.

7. La persona que ocupe la Secretaría General estará sujeta al régimen de contratación 
laboral y quedará sometida al régimen de incompatibilidades que se establezca 
reglamentariamente. En todo caso, el desempeño de un puesto de trabajo al servicio de las 
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Cámaras será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, pública 
o privada, que pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes, o 
comprometer su imparcialidad o independencia.

Con el fin de garantizar la imparcialidad e independencia se establece su 
incompatibilidad, durante todo su mandato, con los cargos representativos de análoga 
función en las asociaciones, federaciones y confederaciones de carácter empresarial tanto 
nacional, regional, provincial o local.

Será incompatible con el desempeño de las funciones atribuidas a la Dirección Gerencia 
de la Cámara, siempre que ésta haya sido nombrada, aun haciéndolo de forma interina.

Artículo 19.  La Dirección Gerencia.
1. Si la actividad de la Cámara lo requiriese y las disponibilidades presupuestarias así lo 

permitiesen, las Cámaras podrán nombrar una persona responsable de la alta dirección, que 
deberá acreditar una licenciatura o titulación en grado con una experiencia profesional 
mínima de cinco años y que estará sujeta al régimen de contratación laboral. Asistirá a las 
sesiones del Pleno y el Comité Ejecutivo con voz pero sin voto.

2. El nombramiento y cese de la Dirección Gerencia corresponde al Pleno, a propuesta 
de la Presidencia y por acuerdo motivado de la mitad más uno de sus miembros, dando 
cuenta a la Consejería competente en materia de comercio.

3. Sin perjuicio de las funciones que se determinen reglamentariamente y en el 
Reglamento de Régimen Interior, corresponde a la Dirección Gerencia la dirección del 
personal y los servicios de la Cámara, la dirección técnica de los servicios económicos y 
administrativos de la misma, la representación de la Presidencia, cuando ésta así lo 
determine y se trate de funciones meramente ejecutivas, colaborar con la Secretaría General 
en la gestión de los acuerdos de los órganos de gobierno, así como el ejercicio de las 
funciones ejecutivas que le sean encomendadas por dichos órganos de gobierno.

4. Cuando no exista Dirección Gerencia, las funciones de la misma serán asumidas por 
la Secretaría General, sin que tal circunstancia pueda dar derecho a la percepción de las 
remuneraciones salariales inherentes al desarrollo de ambos cargos.

5. La persona que ocupe la Dirección Gerencia quedará sometida al régimen de 
incompatibilidades que se establezca reglamentariamente. En todo caso, el desempeño de 
un puesto de trabajo al servicio de las Cámaras será incompatible con el ejercicio de 
cualquier cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el 
estricto cumplimiento de sus deberes, o comprometer su imparcialidad o independencia.

Con el fin de garantizar la imparcialidad e independencia se establece su 
incompatibilidad, durante todo su mandato, con los cargos representativos de análoga 
función en las asociaciones, federaciones y confederaciones de carácter empresarial tanto 
nacional, regional, provincial o local.

Artículo 20.  Pérdida de la condición de miembro del Pleno, del Comité Ejecutivo y de 
Presidente.

1. Además de por la terminación del mandato, la condición de miembro del Pleno, del 
Comité Ejecutivo y de Presidente se perderá por alguna de las siguientes causas, con las 
garantías y régimen de recursos establecidos por la presente ley:

a) Cuando desaparezca cualquiera de los requisitos de elegibilidad que concurrieron 
para su elección.

b) Por no tomar posesión dentro del plazo reglamentario.
c) Por resolución administrativa o judicial firme que anule su elección o proclamación 

como candidato.
d) Por falta injustificada de asistencia a las sesiones del Pleno o del Comité Ejecutivo en 

los términos que se establezca en el Reglamento de Régimen Interior.
e) Por dimisión o renuncia, o cualquier causa que le incapacite para el desempeño del 

cargo.
f) Por fallecimiento de la persona física o extinción de la persona jurídica.
g) Por revocación de la representación de la persona física que ostente el cargo en 

representación de una persona jurídica. En este supuesto, la revocación de su representante 
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por la persona jurídica no producirá efecto en tanto no notifique al Secretario de la Cámara la 
persona física que le sustituya. No obstante, cuando la revocación afecte al representante 
que ostenta la condición de Presidente, le sustituirá en sus funciones el Vicepresidente 
Primero, hasta en tanto que el nuevo representante designado sea ratificado por la mayoría 
simple del Pleno, que deberá ser convocado al efecto en el plazo máximo de siete días 
hábiles. Si no fuere ratificado, deberá procederse a la elección de un nuevo Presidente en 
los términos y con las mayorías señalados en el artículo 17. El representante que no fuere 
ratificado continuará ejerciendo las funciones propias del cargo de vocal en representación 
de la persona jurídica electa.

h) Por condena judicial firme por la comisión de delitos tipificados en el Código Penal si 
la condena recae sobre la persona física o jurídica que haya resultado electa. En el caso en 
que el condenado ostente el cargo en representación de una persona jurídica, esta última 
deberá nombrar a un nuevo representante ante el Secretario General en el plazo máximo de 
siete días hábiles.

2. Con independencia de la terminación ordinaria de sus mandatos, tanto la Presidencia 
como los cargos del Comité Ejecutivo cesarán:

a) Por la pérdida de la condición de miembro del Pleno.
b) Por acuerdo de dos tercios de los miembros del Pleno.
c) Por renuncia al cargo, aunque se mantenga la condición de miembro del Pleno.
3. Las vacantes resultantes como consecuencia de lo establecido en los apartados 

anteriores se cubrirán de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el Reglamento 
de Régimen Interior y las personas elegidas para ocupar las vacantes lo serán por el tiempo 
que reste para cumplir el mandato durante el cual se hubiera producido dicha vacante.

Artículo 21.  Régimen de personal.
1. El personal al servicio de las Cámaras quedará sujeto a la normativa laboral.
2. El Reglamento de Régimen Interior establecerá el procedimiento de contratación del 

personal garantizándose, en todo caso, los principios de publicidad, igualdad, mérito y 
capacidad. Las convocatorias de los puestos a cubrir por tiempo indefinido serán publicadas 
en el Diario Oficial de Extremadura, previa comunicación a la Consejería competente en 
materia de comercio.

3. El personal laboral quedará sometido al régimen de incompatibilidades que se 
establezca reglamentariamente. En todo caso, el desempeño de un puesto de trabajo al 
servicio de las Cámaras será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o 
actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de 
sus deberes, o comprometer su imparcialidad o independencia.

4. Anualmente, el Pleno de la Cámara aprobará una plantilla de personal en la que se 
relacionarán, debidamente clasificados, todos los puestos de trabajo, con expresión de su 
denominación, funciones, retribuciones fija y variable y categoría. Así mismo, aprobará todo 
tipo de retribución fija o variable o de cualquier otro tipo que pudieran percibirse por razón de 
empleo o cargo.

CAPÍTULO II
Funcionamiento

Artículo 22.  Reglamento de Régimen Interior.
1. Cada Cámara tendrá su Reglamento de Régimen Interior, en el que constarán, entre 

otros extremos, la estructura del Pleno, sus funciones, el número y forma de elección de 
quienes sean miembros del Comité Ejecutivo y, en general, las normas de funcionamiento de 
sus órganos de gobierno, el régimen de personal al servicio de la Cámara, el procedimiento 
de apertura, gestión y cierre de las delegaciones territoriales, así como el procedimiento de 
aprobación y revisión de las actividades privadas a desarrollar por la Cámara. Se incluirán 
como anexos al Reglamento la estructura y la composición del Pleno en lo referente a su 
distribución por grupos y categorías.
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2. El Reglamento de Régimen Interior será propuesto por la mayoría absoluta del Pleno 
a la Consejería competente en materia de comercio, quien resolverá, en el plazo máximo 
de 2 meses, si procede, sobre su aprobación mediante orden. Transcurrido el plazo sin que 
haya resolución expresa se entenderá aprobado por silencio administrativo. Una vez 
aprobado, el Reglamento de Régimen Interior se publicará en el Diario Oficial de 
Extremadura.

3. Para la modificación del Reglamento de Régimen Interior se observarán los mismos 
trámites que para su aprobación. Además, la Consejería competente en materia de comercio 
podrá promover su modificación que deberá ratificarse por el Pleno mediante acuerdo 
adoptado por mayoría absoluta. En el supuesto de que dicha modificación se promueva por 
razones de legalidad y no se alcanzase la mencionada mayoría, deberá procederse a nueva 
votación en la siguiente sesión del Pleno. De no adoptarse acuerdo al respecto, se 
constituirá una comisión de composición paritaria entre la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios y la Consejería competente en materia de comercio, ejerciendo la 
Presidencia la persona titular de la Consejería competente en materia de comercio, que 
ostentará voto de calidad en caso de empate. El acuerdo de la Comisión sobre la 
modificación propuesta será elevado para su aprobación a la Consejería competente en 
materia de comercio.

Artículo 23.  Código de Buenas Prácticas.
Las Cámaras elaborarán un Código de Buenas Prácticas, que aprobará el Pleno, a 

propuesta del Comité Ejecutivo, que garantice la imparcialidad y transparencia en el 
desarrollo de sus funciones público-administrativas y del que se dará traslado a la 
Consejería competente en materia de comercio. Este Código de Buenas Prácticas deberá 
publicarse en la página web de las Cámaras.

En el Código de Buenas Prácticas constarán, entre otros los siguientes aspectos:
a) Mecanismos que garanticen la imparcialidad de las Cámaras en el desarrollo de sus 

funciones público-administrativas, permitiendo el acceso a todas las personas destinatarias 
de las mismas en condiciones de igualdad.

b) Mecanismos que garanticen la satisfacción del interés general y de las necesidades 
reales de las personas destinatarias de las funciones asumidas por las Cámaras.

c) Mecanismos que garanticen el acceso y la difusión de toda la información que obre en 
poder de las Cámaras en cuanto a la ejecución de sus funciones público-administrativas, de 
forma que las personas interesadas puedan conocer sus decisiones y la motivación de las 
mismas.

d) Mecanismos que garanticen la transparencia económica, conforme establece la Ley 
4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura.

e) Mecanismos que garanticen la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en 
cada uno de los órganos de gobierno que componen las Cámaras de Comercio, Industria y 
Servicios, así como la promoción de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

TÍTULO III
Régimen electoral

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 24.  Régimen legal.
El sistema electoral de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 

Extremadura se regirá por lo previsto en la legislación básica estatal, en la presente ley y en 
su normativa de desarrollo.

Con carácter supletorio, y en lo que resulte de aplicación, se estará a lo dispuesto en el 
régimen electoral general contenido en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General.
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Artículo 25.  Censo electoral.
1. El censo electoral de las Cámaras estará constituido por la totalidad de las personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, 
industriales o de servicios no excluidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de 
la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación.

2. La composición del censo electoral se revisará anualmente por el Comité Ejecutivo 
con referencia al 1 de enero de cada año.

3. Las personas electoras se clasificarán en grupos y categorías electorales en atención 
a la importancia económica relativa de los diversos sectores representados, entendiendo por 
grupos las diferentes modalidades de actividad del comercio, la industria y los servicios, y 
por categorías su subdivisión atendiendo a criterios de dimensión de las empresas.

4. La estructura del censo electoral se revisará cada cuatro años por el comité ejecutivo, 
con el fin de lograr su ajuste permanente al peso específico de cada sector empresarial en la 
economía de la Región.

5. Tendrán derecho electoral activo y pasivo las personas físicas o jurídicas inscritas en 
el último censo electoral aprobado por la corporación de derecho público antes de la 
convocatoria de las elecciones.

Artículo 26.  Electorado.
1. Para ser elector, ya sea en nombre propio o en representación de personas jurídicas, 

se requerirá mayoría de edad, no estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha 
condición y ejercer las actividades comerciales, industriales y de servicios en el ámbito de la 
circunscripción de cada Cámara.

2. Las empresas, con independencia de su forma jurídica, y los trabajadores por cuenta 
propia ejercerán su derecho electoral activo personalmente, si bien se podrá delegar el voto 
conforme a lo establecido en la disposición transitoria sexta de la presente ley.

3. El resto de condiciones y requisitos para el ejercicio del derecho electoral activo se 
desarrollarán reglamentariamente.

Artículo 27.  Candidaturas.
1. Para presentar una candidatura en nombre propio o en representación de personas 

jurídicas, se requerirá el cumplimiento de los siguientes requisitos establecidos en el artículo 
17 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación:

a) Mayoría de edad.
b) No estar incurso en causa legal que impida dicha condición.
c) Nacionalidad española, de un Estado Miembro de la Unión Europea, la de un Estado 

parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o la de un Estado a cuyos 
nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, el 
régimen jurídico previsto para la ciudadanía anteriormente citada.

d) Dos años, como mínimo, de ejercicio en la actividad empresarial en la respectiva 
circunscripción en los territorios citados en la letra anterior.

e) Hallarse al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.

Las personas de nacionalidad distinta a la prevista en la letra c) podrán ser candidatas 
de acuerdo con el principio de reciprocidad, siempre que cumplan los demás requisitos 
exigidos en los apartados anteriores.

2. Además de los citados requisitos establecidos en la normativa básica estatal, las 
personas que deseen presentar una candidatura deberán reunir los siguientes:

a) Formar parte del censo electoral de la Cámara.
b) Tener derecho a elegir en el grupo y categoría correspondiente.
c) No ser empleado de la Cámara ni estar participando en obras o concursos que aquélla 

haya convocado, en el momento de presentarse la candidatura o de celebrarse elecciones.
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3. Las personas que opten a vocalías del Pleno por los grupos b) y c) deberán reunir los 
requisitos de los dos apartados anteriores salvo el hecho de llevar ejerciendo durante dos 
años, como mínimo, actividad empresarial en la respectiva circunscripción y ser electoras del 
grupo o categoría correspondiente. Asimismo, las candidaturas por el grupo c) estarán 
exentas de formar parte del censo electoral de la Cámara.

4. El resto de condiciones y requisitos para el ejercicio del derecho electoral pasivo se 
desarrollarán reglamentariamente.

CAPÍTULO II.
Procedimiento electoral

Artículo 28.  Proceso electoral y publicidad del censo electoral.
1. Corresponderá al Ministerio competente por razón de la materia la apertura del 

proceso electoral en los términos del artículo 18.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.
2. Una vez abierto el proceso electoral por el citado Ministerio, las Cámaras deberán 

exponer al público su censo electoral en su domicilio social, en sus delegaciones, en su 
caso, en internet a través de la web de la Cámara, y en aquellos otros lugares que se 
estimen oportunos para su mayor publicidad, en los plazos y con la duración que 
reglamentariamente se determinen.

3. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los grupos y 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición del censo al público hasta el término del plazo que se establezca 
reglamentariamente para dicha exposición. La Secretaría General de la Cámara expedirá 
justificante de la presentación de las reclamaciones.

4. Corresponde al Comité Ejecutivo resolver dichas reclamaciones previo informe jurídico 
emitido por la Secretaría General en el plazo que reglamentariamente se determine.

5. Contra los acuerdos del Comité Ejecutivo en esta materia podrá interponerse el 
correspondiente recurso de alzada ante la Consejería competente en materia de comercio 
en los términos previstos en el artículo 42.3 de la presente ley.

Artículo 29.  Convocatoria.
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de comercio convocar mediante 

Orden las elecciones para la renovación del Pleno de la Cámara.
2. La convocatoria se publicará en el «Diario Oficial de Extremadura» con una antelación 

mínima de 30 días a la fecha de las elecciones y además cada Cámara le dará publicidad a 
la convocatoria en sus sedes sociales y en sus delegaciones, así como mediante la remisión 
de la información de la convocatoria al menos al diario de mayor circulación de carácter 
regional en su correspondiente demarcación territorial, sin perjuicio de su mayor difusión a 
través de los medios de comunicación que se estimen oportunos

3. El contenido de la convocatoria, que se establecerá reglamentariamente, debe 
contener necesariamente:

a) La sede de la Junta Electoral.
b) Día y hora en que cada grupo y categoría deberá emitir el voto para la elección de sus 

representantes.
c) Los plazos y los modelos de documentos para el ejercicio del voto por correo.
d) La estructuración de los Grupos Electorales para la elección de las vocalías a que se 

refiere el artículo 15.1.a) de la presente ley.
e) El número de mesas electorales y su ubicación, que serán suficientes para garantizar 

la independencia y eficacia de las elecciones; distribuyéndose de tal forma que no exista 
ningún municipio o entidad local menor que se encuentre en un radio de más de 40 km de la 
mesa electoral donde sus electores deban ejercer el derecho de voto.

f) Los modelos de presentación de candidaturas, solicitud de voto por correo, sobres y 
papeletas de votación, y todos aquellos que se estimen necesarios para una mayor 
homogeneización y normalización del procedimiento.
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4. En el caso de las vocalías elegidas por sufragio, las elecciones de cada grupo y 
categoría se celebrarán en un solo día, y cuando se establezcan varios colegios electorales, 
simultáneamente en todos ellos.

Artículo 30.  Junta Electoral.
1. Una vez publicada la convocatoria de las elecciones, se constituirá la Junta Electoral, 

con composición equilibrada de mujeres y hombres, en lo que se refiere a los representantes 
de la Administración Autonómica y en el plazo que se fije reglamentariamente. Dicha Junta 
estará compuesta por:

a) Tres personas representantes del censo electoral de la Cámara, elegidas por sorteo 
público entre una relación propuesta por el Pleno de cada Cámara en número de, al menos, 
uno por cada grupo, en los plazos que se fijen reglamentariamente. En caso de presentar 
candidatura para ser miembro del Pleno, deberá renunciar a formar parte de la Junta 
Electoral.

El sorteo se realizará en acto público presidido por la persona titular de la Dirección 
General competente en materia de Comercio en los siete días siguientes a la publicación de 
la convocatoria y en el mismo acto se elegirán dos personas suplentes por cada miembro.

b) Tres personas representantes de la Administración Autonómica, una de las cuales 
ejercerá la función de la Presidencia, designadas por la Consejería competente en materia 
de comercio en la orden de convocatoria de las elecciones.

c) Una persona que asumirá la Secretaría, que actuará con voz y sin voto, y será 
nombrada entre el personal funcionario de la Consejería competente en materia de comercio 
por la Presidencia de la Junta Electoral. En cualquier caso, la Junta Electoral recabará el 
asesoramiento en derecho de la Secretaría General de la Cámara.

2. Las Juntas Electorales tendrán ámbito provincial. Su régimen de funcionamiento se 
determinará reglamentariamente.

3. Corresponde a la Junta Electoral, sin perjuicio de otras que se le puedan encomendar 
reglamentariamente, las siguientes funciones:

a) Dirigir y supervisar el proceso electoral, garantizando su objetividad y transparencia.
b) Resolver las quejas y reclamaciones que se le dirijan en materia de procedimiento 

electoral.
c) Aprobar los modelos de actas de constitución de las Mesas Electorales, de escrutinio, 

de escrutinio general y de proclamación de electos.
d) Cursar cuantas instrucciones estime pertinentes a las Mesas Electorales.
e) Unificar los criterios interpretativos que sobre materia electoral pudieran surgir durante 

el proceso.
f) Cursar las instrucciones necesarias en orden a la toma de posesión de las vocalías 

electas y a la constitución del nuevo Pleno.
g) Supervisar la actuación de los órganos de gobierno de las Cámaras en funciones en 

materia electoral pudiendo adoptar, previo informe de la Dirección General competente en 
materia de comercio, cuantos acuerdos estime oportunos para garantizar la objetividad y 
transparencia en las decisiones de dichos órganos, en la medida en que pudiera 
comprometer o limitar la actividad de la Cámara en el futuro.

h) Verificar el resultado final de las votaciones y proceder a la proclamación final de las 
candidaturas electas.

i) Facilitar el censo electoral de su grupo y categoría a las candidaturas proclamadas, así 
como a aquellas organizaciones empresariales legalmente constituidas e inscritas en 
cualquiera de los registros administrativos de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en 
aquellos grupos y categorías en los que acrediten la proclamación de candidaturas 
pertenecientes a la organización, con al menos un mes de antelación a la celebración de las 
elecciones; siempre con pleno sometimiento a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

j) Custodiar los votos recibidos por correo.
k) Elegir, mediante sorteo las personas electoras que tienen que formar parte de las 

mesas electorales.
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l) Interpretar en derecho las normas electorales que resulten controvertidas durante el 
proceso electoral.

4. El mandato de la Junta Electoral se prolongará tras la celebración de las elecciones 
hasta la fecha de constitución de los nuevos Plenos, en cuyo momento quedará disuelta.

Artículo 31.  Ejercicio del derecho de voto.
1. El reglamento electoral preverá que aquellas personas electoras que no puedan 

ejercer su derecho a voto en la fecha de la votación podrán emitir su voto por correo, previa 
solicitud personal ante personal funcionario público, formulada en el modo y con las 
garantías y plazos que se determinen reglamentariamente.

2. Las personas electoras podrán ejercer su derecho de voto mediante la delegación del 
mismo en los términos que se establezcan reglamentariamente.

3. Las personas electoras podrán emitir su voto por medios electrónicos utilizando al 
efecto la firma electrónica avanzada basada en certificado reconocido.

En todo caso, los procedimientos para la emisión del voto electrónico deberán permitir la 
constancia de los requisitos que deban acreditarse para las otras modalidades de votación.

El voto electrónico se ejercerá con arreglo a la normativa que regule el uso de esta 
técnica, cuando las Cámaras cuenten con los medios técnicos necesarios para hacerlo 
efectivo.

Artículo 32.  Presentación y proclamación de candidaturas.
1. Publicada la convocatoria en el Diario Oficial de Extremadura, procederá la 

presentación de candidaturas ante la Secretaría de la Cámara respectiva, en la forma que se 
determine reglamentariamente.

2. Las candidaturas deberán presentarse por escrito, con la aceptación de la persona 
candidata. En caso de personas jurídicas, las candidaturas deberán acreditarse mediante un 
poder general de representación o acuerdo expreso del Consejo de Administración.

3. El plazo, forma y condiciones de presentación y proclamación de las candidaturas se 
desarrollará reglamentariamente. En todo caso, en la confección de las listas de 
candidaturas se procurará que la representación de éstas sea equilibrada entre mujeres y 
hombres.

4. Finalizado el plazo de presentación de las candidaturas, la Junta Electoral, después 
de comprobar el cumplimiento de los requisitos exigidos, procederá a la proclamación de las 
mismas.

5. La Junta Electoral reflejará en un acta la proclamación de las candidaturas y las 
incidencias habidas. De la misma se enviará copia certificada a la Consejería competente en 
materia de comercio y se dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en la sede 
social de la Cámara y sus delegaciones y, al menos, en uno de los diarios de mayor 
circulación de su circunscripción.

6. Contra los acuerdos de la Junta Electoral se podrá interponer el correspondiente 
recurso de alzada ante el titular de la consejería competente en materia de comercio. El 
recurso no suspenderá el proceso electoral, a no ser que la Consejería competente en 
materia de comercio considere que su resolución resulta esencial para el desarrollo del 
proceso.

Artículo 33.  Desarrollo de las elecciones.
Las disposiciones necesarias para el desarrollo de las elecciones en lo referente a 

mesas electorales, fiscalización del procedimiento electoral por las personas físicas y 
jurídicas electoras y candidaturas, escrutinio, proclamación de electos y resto de trámites del 
procedimiento electoral, serán objeto de desarrollo reglamentario.

Artículo 34.  Toma de posesión y elecciones de segundo grado.
1. Las vocalías electas del Pleno tomarán posesión de sus cargos en la sede de la 

Cámara dentro del mes siguiente al de su elección, las personas físicas lo harán 
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personalmente y las personas jurídicas por medio de una representación designada al 
efecto.

2. Una vez que hayan tomado posesión, las vocalías electas procederán a la elección de 
las vocalías a las que se refiere el artículo 15.1 c) de esta Ley, que tomarán posesión de sus 
cargos juntos con las vocalías designadas de conformidad con lo previsto en la letra b) del 
apartado 1 del mismo artículo, en la sede de la Cámara, dentro del mes siguiente al de su 
designación.

3. Una vez constituido el Pleno, éste procederá a elegir a la persona que ocupará la 
Presidencia y a las personas integrantes del Comité Ejecutivo, de acuerdo con lo dispuesto 
en el Reglamento de Régimen Interior.

CAPÍTULO III
Órganos de gobierno en funciones

Artículo 35.  Gobierno en funciones.
1. Los órganos de gobierno continuarán en funciones en el ejercicio de sus atribuciones, 

una vez convocadas las elecciones, hasta la constitución de los nuevos plenos o, en su 
caso, hasta la designación de la comisión gestora prevista en el apartado 6 de este artículo, 
con las limitaciones contenidas en la presente ley.

2. Los órganos de gobierno de la Cámara deberán facilitar el normal desarrollo del 
proceso electoral y de la formación y constitución del nuevo Pleno, así como el traspaso de 
funciones y poderes a los nuevos órganos de gobierno elegidos, limitando su actuación 
desde la fecha de la convocatoria de elecciones al despacho ordinario de los asuntos, y 
absteniéndose de adoptar cualesquiera otros acuerdos, salvo en supuestos suficientemente 
acreditados y autorizados por la Consejería competente en materia de comercio. Dicha 
autorización se otorgará en el plazo máximo de un mes desde la solicitud.

3. El Pleno en funciones no podrá ejercer las siguientes atribuciones:
a) La adopción de acuerdos que impliquen endeudamiento de la corporación o que 

supongan la integración, participación, o promoción en asociaciones o fundaciones, 
sociedades civiles o mercantiles relacionadas con sus funciones.

b) Aprobar la suscripción de convenios de colaboración con otras Cámaras, sociedades, 
administraciones o instituciones públicas o privadas, que lleven aparejados compromisos de 
gasto, siempre que no estuviese consignado presupuestariamente.

c) La declaración y provisión de vacantes en cualquiera de los cargos de los órganos de 
gobierno, Secretaría General y Dirección Gerencia, así como la adopción de acuerdos 
relativos al personal de la Cámara, cuando no estuvieran previstos legalmente.

d) La aprobación de los proyectos de presupuestos ordinarios y extraordinarios, y de sus 
liquidaciones, así como adoptar acuerdos sobre adquisición, enajenación o disposición de 
bienes muebles o inmuebles.

4. El comité ejecutivo en funciones no podrá:
a) Adoptar decisiones que correspondan al Pleno, y que éste hubiese delegado.
b) Adoptar acuerdos en materia de gestión económica, de adquisición, enajenación o 

disposición de bienes, cuando no estuviesen previstos en los presupuestos.
c) Confeccionar y proponer al Pleno la aprobación de los proyectos de presupuestos 

ordinarios y extraordinarios, así como sus liquidaciones.
5. A la Presidencia de la Cámara en funciones le corresponderán las funciones de 

representación ordinaria de la corporación, así como presidir las reuniones de sus órganos 
de gobierno, y en materia económica la realización y expedición de órdenes de pago y 
cobro, siempre que no comprometan la actuación de los nuevos órganos de gobierno 
electos.

6. En caso que no pueda constituirse el Pleno, la Consejería competente en materia de 
comercio designará una Comisión Rectora que asegure el funcionamiento de la Cámara. Si 
en el plazo de tres meses, la Comisión no lograse la constitución del nuevo Pleno por los 
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procedimientos establecidos en esta ley y en su Reglamento de desarrollo, solicitará al 
órgano tutelante la convocatoria de nuevas elecciones.

La Comisión Rectora estará compuesta por:
a) La Presidencia de la Cámara en funciones o, en su caso, la persona que ocupe la 

Vicepresidencia que le sustituya.
b) La Secretaría General de la Cámara o, en su caso, persona que le sustituya.
c) Tres Vocalías de los grupos y categorías de mayor importancia económica de los 

diversos sectores representados en el Pleno en funciones, al menos, una de cada grupo, 
elegidas por la Presidencia en la forma que se determine reglamentariamente.

d) Una persona representante de la Consejería competente en materia de comercio. La 
composición de la Comisión Gestora, excluidos los miembros natos de la misma deberá 
cumplir con lo previsto en el artículo 15.10 de la presente ley.

TÍTULO IV
Régimen económico y presupuestario

Artículo 36.  Régimen económico.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura dispondrán 

de los siguientes ingresos para la financiación de sus actividades:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que puedan recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que realicen.
f) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. La disposición de bienes patrimoniales deberá contar con la autorización de la 

administración tutelante cuando se trate de bienes inmuebles. En caso de otro tipo de 
bienes, la administración tutelante determinará los supuestos en los que sea precisa su 
autorización en función de su alcance económico.

Artículo 37.  Presupuestos y liquidaciones.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura elaborarán 

y someterán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de gastos e ingresos a la 
aprobación de la Consejería competente en materia de comercio, que fiscalizará sus cuentas 
anuales y liquidaciones en los plazos que se establezcan reglamentariamente.

2. La Consejería competente en materia de comercio podrá establecer las instrucciones 
necesarias para la elaboración de los presupuestos y las liquidaciones con sujeción a los 
principios legalmente establecidos en materia de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera para las administraciones públicas, manteniendo una situación de equilibrio 
presupuestario.

3. En todo caso, las cuentas anuales y las liquidaciones de los presupuestos se 
presentarán acompañadas del informe de auditoría de cuentas correspondiente.

4. Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría, y el informe anual sobre 
gobierno corporativo se depositarán en el registro mercantil correspondiente a la localidad en 
la que la Cámara tenga su sede y serán objeto de publicidad por las Cámaras.

5. El Pleno de la Cámara someterá a la aprobación de la Consejería competente en 
materia de comercio antes del uno de noviembre de cada año, los presupuestos ordinarios 
del siguiente ejercicio, acompañado de una memoria explicativa del presupuesto, del 
programa de actuación e inversiones previstas y del estado de ejecución de los 
presupuestos vigentes. La Consejería competente en materia de comercio podrá requerir a 
la Cámara toda aquella documentación complementaria que estime procedente y elaborará 
un informe en el que propondrá la aprobación, si procede, del citado presupuesto, así como 
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las recomendaciones que estime pertinentes y que deberán ser tenidas en cuenta por la 
Corporación.

6. Para la realización de obras y servicios no previstos en el presupuesto ordinario 
deberán formalizarse presupuestos extraordinarios con indicación expresa del origen de los 
recursos con los que se financiarán tales obras y servicios, cuyos proyectos, una vez 
aprobados por el Pleno se someterán a la aprobación de la Consejería competente en 
materia de comercio en los quince días naturales siguientes a su aprobación por el mismo. 
La Consejería competente en materia de comercio tendrá en tal caso que resolver 
igualmente en los treinta días desde su recepción.

7. De no aprobarse el presupuesto ordinario antes del uno de enero del ejercicio 
corriente, será prorrogado trimestralmente el presupuesto del ejercicio anterior por cuartas 
partes y únicamente para atender los gastos corrientes.

8. Las liquidaciones de los presupuestos ordinarios, en las que se contendrán las de los 
extraordinarios realizados durante el ejercicio a que se refieren aquéllas, se presentarán 
antes del uno de junio del año siguiente, acompañadas de un informe de auditoría de 
cuentas emitido por auditor colegiado.

Artículo 38.  Fiscalización.
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de comercio la fiscalización de 

las liquidaciones de los presupuestos de las Cámaras, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas al Tribunal de Cuentas y, en su caso, a los organismos fiscalizadores de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura.

2. La fiscalización que lleve a cabo la Consejería competente en materia de comercio, 
comprenderá la realización de los siguientes tipos de controles presupuestarios, cuyo 
alcance y contenido se desarrollarán reglamentariamente:

a) Control de legalidad, que abarcará la verificación de que la gestión y el cumplimiento 
de las obligaciones se ajusta a la normativa vigente en la materia, y que los gastos e 
ingresos se han ajustado al presupuesto aprobado para cada ejercicio.

b) Control financiero, que tendrá como objetivo comprobar que la gestión presupuestaria 
se desarrolla haciendo uso de los recursos económicos de una manera eficaz y eficiente, 
analizando los recursos empleados y los rendimientos logrados.

3. La fiscalización podrá efectuarse a través de una auditoría externa.
4. Los resultados obtenidos se instrumentarán en un informe que corresponderá elaborar 

a la Dirección General competente en materia de comercio, y que deberá incluir, entre otros 
extremos, una propuesta relativa a su aprobación por la Consejería competente en materia 
de comercio y posibles recomendaciones.

5. En su labor de fiscalización, la Consejería competente en materia de comercio deberá 
recibir de las Cámaras toda la colaboración que resulte necesaria y requerirles cuantos 
informes sean preciso, y tener libre acceso, si lo estima necesario, a la documentación 
interior de la auditoría certificante, y a recibir de ésta los informes complementarios que 
recabe.

Artículo 39.  Contabilidad.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura deberán 

llevar un sistema contable de ingresos y gastos, así como las variaciones de su patrimonio.
2. Reglamentariamente, la Consejería competente en materia de comercio podrá 

establecer los requisitos mínimos de dicho sistema contable, que en todo caso deberá 
ajustarse al Código de Comercio y ha de regirse por la normativa específica de las Cámaras 
y al Plan General de Contabilidad vigente en cada momento, sin perjuicio de que el órgano 
tutelar pueda establecer las disposiciones oportunas, a fin de que el sistema contable 
aplicado por las Cámaras sea único y uniforme para todas ellas.

3. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que puedan 
desarrollar, las Cámaras mantendrán una contabilidad diferenciada en relación con sus 
actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.
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Artículo 40.  Operaciones especiales.
Los actos de las Cámaras relativos a disposición y gravamen de sus bienes, la 

celebración de operaciones de crédito o su renovación, los gastos plurianuales no previstos 
en los presupuestos ordinarios, la concesión de subvenciones o donaciones y todos aquellos 
gastos extraordinarios que excedan del 5 % del presupuesto de gastos de la Cámara 
precisarán autorización expresa de la Consejería competente en materia de comercio.

Artículo 41.  Transparencia.
1. Las personas que gestionen bienes y derechos de las Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Servicios de Extremadura quedarán sujetas a indemnizar los daños y 
perjuicios que puedan causarle por acciones u omisiones realizadas por dolo, culpa o 
negligencia grave con infracción de la normativa vigente, sin perjuicio de la responsabilidad 
penal o de otro orden que les pueda corresponder.

2. Las Cámaras deberán hacer públicas, en un lugar de fácil acceso de su página web, 
los siguientes aspectos de su actividad:

a) Sus presupuestos anuales, con descripción de las principales partidas 
presupuestarias e información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución, así 
como información sobre las actuaciones de control en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

b) Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría así como los informes anuales 
a los que se hace referencia en el artículo 12 de la presente ley.

c) La relación de puestos de trabajo con expresión de su denominación y funciones.
d) Las subvenciones que reciban, así como cualquier tipo de recursos públicos que 

puedan percibir para el desarrollo de sus funciones, con indicación de su importe, objetivo o 
finalidad.

e) Convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de 
duración, modificaciones realizadas, los obligados a llevar a cabo las prestaciones y, en su 
caso, las obligaciones económicas convenidas.

f) Todo tipo de retribución fija o variable o de cualquier otro tipo que pudieran percibirse 
anualmente por todos y cada uno de los altos cargos y máximos responsables respectivos, 
así como las indemnizaciones percibidas. A estos efectos se entenderán como altos cargos 
los plenarios, la Presidencia, la Secretaría General y la Dirección Gerencia de la Cámara si 
la hubiere.

g) Relación de todos los contratos formalizados independientemente de su cuantía, así 
como la identificación del adjudicatario además de toda la información que le sea exigible en 
virtud de la normativa en materia de contratación que le sea de aplicación conforme a su 
naturaleza jurídica.

h) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad 
de los servicios públicos que sean de su competencia.

i) Las convocatorias para la selección del personal laboral integrantes de las Cámaras, la 
composición de los miembros de los tribunales de selección, el modelo de solicitud para 
participar en el proceso de selección, la lista tanto provisional como definitiva de personas 
admitidas y excluidas, la fecha y lugar de celebración de las pruebas, la relación de personas 
aprobadas así como cualquier otro trámite o incidencia de relevancia del referido proceso 
selectivo.

j) Asimismo, las Cámaras publicarán de forma periódica y actualizada cualquiera otra 
información cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su 
actividad, así como la relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de 
aplicación y su estructura organizativa.

3. Igualmente, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de 
Gobierno Abierto de Extremadura, las Cámaras suministrarán a la Administración tutelante, 
la información necesaria para dar cumplimiento a lo dispuesto en la citada ley.

4. En el ámbito de sus actuaciones sujetas a Derecho Administrativo, estarán bajo lo 
dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno y a la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de 
Extremadura, así como, a la Ley 18/2015, de 23 de diciembre, de Cuentas Abiertas para la 
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Administración Pública Extremeña, en todo aquello que le sea de aplicación conforme a su 
naturaleza jurídica.

5. Quienes ostenten la Presidencia de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Extremadura estarán obligados a comparecer ante la comisión competente en 
materia de comercio de la Asamblea de Extremadura, a iniciativa de cualquiera de los 
grupos parlamentarios o de la quinta parte de las diputadas y los diputados miembros de 
dicha comisión, a efectos de informar sobre la actividad y la gestión de las referidas cámaras 
en relación con lo establecido en la presente ley.

TÍTULO V
Régimen jurídico

Artículo 42.  Recursos y reclamaciones.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 

Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, las 
resoluciones de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios de Extremadura 
dictadas en ejercicio de sus funciones público-administrativas, así como las que afecten a su 
régimen electoral, serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previo 
recurso administrativo formulado ante la administración tutelante. Las actuaciones de las 
Cámaras en otros ámbitos y, singularmente, las de carácter mercantil, civil y laboral, se 
dilucidarán ante los juzgados y tribunales competentes.

2. Contra las resoluciones de suspensión y disolución de los órganos de gobierno de las 
Cámaras dictadas por la Consejería competente en materia de comercio podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo ante el correspondiente órgano jurisdiccional.

3. Contra los acuerdos adoptados por las Juntas Electorales durante el proceso electoral, 
en el ejercicio de sus funciones, así como contra los de las Cámaras sobre reclamaciones al 
censo electoral, podrá interponerse recurso de alzada ante la persona titular de la consejería 
competente en materia de comercio, previamente a la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

4. Las personas con derecho a elegir podrán formular reclamaciones y quejas ante la 
Consejería competente en materia de comercio, en relación con la actividad desarrollada por 
las Cámaras y, singularmente, en relación con el establecimiento y desarrollo de los servicios 
mínimos que se consideren obligatorios.

Artículo 43.  Suspensión y disolución.
1. La Consejería competente en materia de comercio podrá suspender la actividad de los 

órganos de gobierno de las Cámaras en el caso de que se produzcan transgresiones graves 
o reiteradas del ordenamiento jurídico vigente, así como en el supuesto de imposibilidad de 
funcionamiento normal de aquéllos, debiendo quedar garantizado el derecho de audiencia de 
los mismos en la tramitación del procedimiento. Las circunstancias que constituyan 
transgresiones graves o reiteradas del ordenamiento jurídico vigente, así como el supuesto 
de imposibilidad de funcionamiento normal de los órganos de las Cámaras se determinarán 
reglamentariamente.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como la constitución de una comisión gestora como órgano de gestión de los 
intereses de la Cámara durante este período, cuya composición y funciones se desarrollarán 
reglamentariamente.

3. Si transcurrido el plazo de suspensión, subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, la Consejería competente en materia de comercio procederá, en el plazo de un mes, 
a la disolución de los órganos de gobierno de la Cámara y la convocatoria de nuevas 
elecciones.

4. En el caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones y la constitución de 
los órganos de gobierno de la Cámara, la Consejería competente en materia de comercio 
podrá acordar su extinción adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por el órgano de 
gestión mencionado en el apartado 2, a la Consejería competente en materia de comercio.
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5. En el caso de extinción, la Consejería competente en materia de comercio garantizará 
que las personas físicas y jurídicas adscritas a la Cámara reciban los servicios propios de la 
misma.

Disposición transitoria primera.  Adaptación al contenido de la norma.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Extremadura, adaptarán 

sus actuales Reglamentos de Régimen Interior al contenido de esta ley en el plazo de tres 
meses desde su entrada en vigor, debiendo dentro de ese plazo presentarlo ante la 
Consejería competente en materia de comercio para su aprobación.

Disposición transitoria segunda.  Período para la aprobación del Código de Buenas 
Prácticas.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley, las Cámaras deberán 
aprobar el Código de Buenas Prácticas previsto en el artículo 23 de la misma.

Disposición transitoria tercera.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno de las Cámaras continuarán en el ejercicio de sus funciones 

hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del 
correspondiente proceso electoral, de acuerdo con lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, y lo 
dispuesto en la presente ley.

Disposición transitoria cuarta.  Limitación temporal al mandato de la Presidencia.
A los efectos del cómputo del plazo máximo de duración del cargo de la Presidencia 

previsto en esta ley, sólo se tendrán en cuenta los mandatos ostentados tras su entrada en 
vigor.

Disposición transitoria quinta.  Devengo del recurso cameral no prescrito.
Sin perjuicio de la supresión del recurso cameral permanente, ello no alterará la 

exigibilidad de las cuotas del recurso cameral permanente no prescritas.

Disposición transitoria sexta.  Régimen electoral.
1. A los procesos electorales que se celebren tras la entrada en vigor de esta ley y hasta 

en tanto no se apruebe el reglamento de desarrollo de la misma, les será de aplicación lo 
dispuesto en este texto legal y, en concreto, en los apartados siguientes de esta misma 
disposición, así como en el Decreto 23/2002, de 11 de marzo, por el que se regula el 
régimen electoral para la renovación del Pleno de las Cámaras Oficiales de Comercio e 
Industria de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en todo aquello en lo que no se 
oponga a la presente ley.

2. Hasta que se produzca la adaptación a la presente ley, conforme a lo dispuesto en la 
disposición transitoria primera, del Reglamento de Régimen Interior, corresponderá al Pleno, 
con carácter previo a la convocatoria de las elecciones, establecer los términos para la 
designación de las personas integrantes del Pleno, personas representantes de las 
empresas de mayor aportación voluntaria a la Cámara, que deberá respetar lo dispuesto en 
el artículo 15.1. b) párrafo tercero.

3. El voto electrónico se podrá regular en la orden de convocatoria de las elecciones, 
siempre que se garantice la auditoría externa e independiente que vele por el proceso.

4. La solicitud del voto por correo se presentará en persona ante el personal funcionario 
del Servicio de Comercio de la Secretaría General de Economía y Comercio de la Consejería 
de Economía e Infraestructuras, tanto en los servicios centrales como en los centros 
territoriales que designe la Junta Electoral, o ante personal funcionario público responsable 
de los Centros de Atención Administrativa.

5. Para ejercer el derecho de voto mediante delegación, la persona electora delegante o 
su representante en el caso de que sea persona jurídica, deberá efectuar la delegación en 
cualquier otra persona con derecho a elegir o a su representante si se trata de una persona 
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jurídica que pertenezca a su Colegio Electoral, para que deposite su voto en el acto de las 
elecciones.

Dicha delegación se efectuará mediante comparecencia física del delegante y delegado 
ante personal funcionario del Servicio de Comercio de la Secretaría General de Economía y 
Comercio de la Consejería de Economía e Infraestructuras, tanto en los servicios centrales 
como en los centros territoriales que designe la Junta Electoral, ante personal funcionario 
público responsable de los Centros de Atención Administrativa y de las Oficinas de 
Respuesta Personalizada o mediante documento público.

Por parte de la Consejería de Economía e Infraestructuras se redactará una circular 
explicando el proceso y los requisitos de la delegación de voto y la enviará a todas las 
personas que puedan acreditar dicha delegación.

6. Con el objetivo de alcanzar la paridad de género en la representatividad de las 
organizaciones empresariales se impulsará la participación de las mujeres.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual e inferior rango que se opongan a 

lo establecido en la presente ley y, en particular, la Ley 17/2001, de 14 de diciembre, de 
Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Extremadura.

2. El Decreto 23/2002, de 11 de marzo, por el que se regula el régimen electoral para la 
renovación del Pleno de las Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, se mantendrá en vigor, en cuanto no se oponga a esta ley y 
hasta tanto se dicten las normas reglamentarias sustitutorias.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias 

para el desarrollo, impulso y aplicación de esta ley.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 3/1991, de 25 de abril, sobre creación 
del Consejo Económico y Social de Extremadura.

Se modifica el artículo 3 de la Ley 3/1991, de 25 de abril, sobre creación del Consejo 
Económico y Social de Extremadura, que queda con la siguiente redacción:

«Artículo 3.  Composición.
1. El Consejo estará integrado por 25 miembros, incluido su Presidente. De ellos, 

ocho compondrán el Grupo Primero en la representación de las organizaciones 
sindicales, ocho el Grupo Segundo, en representación de las organizaciones 
empresariales, y ocho el Grupo Tercero, correspondiendo uno de ellos al sector 
agrario, uno a Usuarios y Consumidores, uno al sector de la economía social, uno a 
la Universidad, uno al Tercer Sector de Acción Social, uno al Consejo de la Juventud, 
siendo los dos restantes expertos en las materias competencias del Consejo.

2. Los miembros del Consejo representantes del Grupo Primero serán 
designados por las organizaciones sindicales que hayan obtenido la condición de 
más representativas, en proporción a su representatividad, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 6.2 y 7.1 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de 
Libertad Sindical.

3. Los miembros del Consejo representantes del Grupo Segundo serán 
designados por las organizaciones empresariales que gocen de capacidad 
representativa, en proporción a su representatividad, con arreglo a lo dispuesto en la 
disposición adicional sexta del Estatuto de los Trabajadores, según redacción dada 
por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

4. Los miembros del Consejo representantes del Grupo Tercero serán 
propuestos, en cada caso, por las entidades o asociaciones que a continuación se 
indican:
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a) El correspondiente al sector agrario, por las organizaciones profesionales 
agrarias con implantación regional en el referido sector.

b) El correspondiente al sector de la economía social, por las asociaciones 
regionales de cooperativas y sociedades laborales.

c) El correspondiente a los usuarios y consumidores, por las asociaciones y 
organizaciones del sector.

d) El correspondiente a la Universidad, por el órgano de Gobierno competente de 
la Universidad de Extremadura.

e) El del Tercer Sector de Acción Social, por la Plataforma del Tercer Sector de 
Extremadura.

f) El del Consejo de la Juventud, a propuesta de dicho Consejo.
5. Los dos expertos serán nombrados por el Consejo de Gobierno de la Junta de 

Extremadura, a propuesta del Consejero de Economía e Infraestructuras, entre 
personas con una especial preparación y reconocida experiencia, previa consulta a 
los grupos integrantes del Consejo».

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el «Diario Oficial de 

Extremadura».
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§ 114

Ley 8/2018, de 23 de octubre, del comercio ambulante de 
Extremadura

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 209, de 26 de octubre de 2018

«BOE» núm. 289, de 30 de noviembre de 2018
Última modificación: 29 de noviembre de 2022

Referencia: BOE-A-2018-16344

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA
Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extremadura ha aprobado y yo, 

en nombre del Rey, de conformidad con lo establecido en el artículo 40.1 del Estatuto de 
Autonomía, vengo a promulgar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 

del 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, impuso a los estados la obligación de 
eliminar las trabas jurídicas y barreras administrativas injustificadas a la libertad de 
establecimiento y de la prestación de servicios que se contemplan en los artículos 48 y 56 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

La incorporación de estas obligaciones al ordenamiento jurídico del Estado español se 
realizó mediante la modificación de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del 
Comercio Minorista, a través de la Ley 1/2010, de 1 de marzo. En este sentido, en el marco 
de la normativa comunitaria y nacional, el ejercicio de las actividades de servicios de 
distribución comercial, como norma general, no deben estar sometidas a autorización 
administrativa previa; no obstante, y en relación a la venta ambulante o no sedentaria, y en 
atención a que este tipo de actividad comercial requiere la utilización de suelo público y 
existen además razones de interés general, tales como de orden público, seguridad y salud 
pública, existe la necesidad de mantener la autorización administrativa previa.

La normativa estatal en la materia, en gran parte de carácter básico, la constituye la 
Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, desarrollada por el Real 
Decreto 199/2010 de 26 de febrero, por el que se regula el ejercicio de la venta ambulante o 
no sedentaria.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía de Extremadura establece en su artículo 9 
apartado 1 punto 16 la competencia exclusiva en comercio interior, dentro de la unidad de 
mercado y conforme a la legislación mercantil, además de la regulación y régimen de control 
administrativo de las actividades y equipamientos comerciales y de las ferias y mercados no 
internacionales, y en su punto 18 en materia de consumo y de regulación de las medidas de 
prevención, protección y defensa de los consumidores y usuarios, todo ello en los términos 
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de lo dispuesto en los artículos 38, 131, 149,1 y 13, de la Constitución española, sin perjuicio 
de la política general de precios y de la legislación sobre la defensa de la competencia.

La Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, 
en su artículo 14, en la redacción dada por la Ley 7/2010, de 19 de julio, de modificación de 
la referida ley, regula la venta no sedentaria o ambulante, de una manera incompleta y con 
cuestiones que son necesarias reformar, aparte de tener en cuenta la normativa aplicable en 
materia de comercio, defensa de las personas consumidoras y usuarias y concordante.

La finalidad primordial que se persigue con esta ley es la adecuación de la actual 
situación socioeconómica a la realidad comercial de nuestra Comunidad Autónoma, en el 
que el sector del comercio ambulante representa un porcentaje importante de todas las 
transacciones comerciales que se realizan y que sigue aumentando su porcentaje.

La Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura debe proceder a adecuar 
esta regulación a sus necesidades específicas procurando la consecución de diferentes 
objetivos: la coordinación efectiva entre las Administraciones Locales y la Comunidad 
Autónoma, proteger tanto los derechos del comerciante ambulante como los de las personas 
consumidoras, establecer una serie de criterios técnicos mínimos que sirvan para la 
homogeneización, reordenación y control de este tipo de actividad así como los requisitos 
exigidos para la práctica del mismo o impulsar y fomentar la implantación de este sector.

El ejercicio del comercio ambulante o no sedentario, por su propia naturaleza, se 
desarrolla en suelo público, por lo que será necesario disponer de la previa autorización de 
los ayuntamientos en cuyo término se vaya a llevar a cabo esta actividad. Este régimen de 
autorización previsto en la ley y que es competencia de los ayuntamientos, viene plenamente 
justificado por razones de orden público, protección de las personas consumidoras, 
protección civil, salud pública, del medio ambiente y del entorno urbano.

Respetando el principio de subsidiariedad, la potestad para otorgar la autorización se 
atribuye al propio municipio, ahora bien, en cada municipio rigen ordenanzas con criterios y 
requisitos diferentes, que crean inseguridad y discriminaciones, con lo que con la presente 
ley se logra una mejor adaptación de la normativa que rige en cada municipio a las 
disposiciones de rango y ámbito superior, evitándose así lesiones o puestas en peligro de los 
derechos de la ciudadanía y de los y las comerciantes ambulantes. Se trata de establecer, 
en la forma más homogénea posible, todos los extremos y elementos propios del contenido 
mínimo de las ordenanzas municipales, respetando lógicamente la autonomía municipal y la 
normativa básica.

Un aspecto que merece especial mención lo constituye el plazo mínimo de la concesión 
de las autorizaciones para el ejercicio del comercio ambulante. La realidad actual y la 
demanda de las organizaciones representativas del sector, ponen de manifiesto la necesidad 
de acometer una modificación normativa que garantice mayor seguridad y estabilidad en el 
colectivo dedicado a esta actividad, el cual ve peligrar sus puestos de trabajo creándose una 
gran incertidumbre sobre la continuidad de sus autorizaciones municipales. Aparte de la 
discriminación y diferencia de trato que existen en los diferentes municipios de Extremadura, 
los cortos periodos de vigencia de las autorizaciones impiden que en la mayoría de los casos 
las personas titulares de esas autorizaciones hayan podido amortizar las inversiones 
realizadas para el adecuado ejercicio de la actividad o hayan podido obtener una 
remuneración equitativa de los capitales invertidos.

Para evitar perjuicios económicos de imposible o difícil reparación y la situación de 
inseguridad y el mantenimiento de los empleos en el sector, se fija el plazo de duración de 
las autorizaciones para el ejercicio del comercio ambulante, estableciendo así un plazo de 
siete años, prorrogables por otros siete, que se considera adecuado para garantizar la 
amortización de las inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos.

Por ello, dada la dispersión de la normativa local reguladora y el necesario desarrollo del 
artículo 14 de la Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, en todas las materias expuestas, hacen preciso la ordenación a nivel regional 
de la actividad comercial de venta ambulante o no sedentaria, sin perjuicio de las 
competencias en esta materia de las administraciones locales.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
La presente ley tiene por objeto la regulación de la venta ambulante o no sedentaria 

dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 2.  Concepto de venta ambulante o no sedentaria.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por venta ambulante o no sedentaria la actividad 

comercial de venta al por menor realizada por comerciantes, sean personas físicas o 
jurídicas, previa autorización administrativa, fuera de un establecimiento comercial 
permanente, y ejercida de forma habitual u ocasional, periódica o continuada, en los 
perímetros o lugares de titularidad pública, debidamente autorizados por el órgano municipal 
competente, y mediante la utilización de instalaciones desmontables, transportables o 
móviles, incluyendo la venta en vehículos-tienda.

2. Se excluyen del ámbito de las disposiciones de esta ley, sin perjuicio de la aplicación 
de la normativa que afecta a estas modalidades de venta, las siguientes:

a) Las actividades comerciales realizadas dentro de los recintos ocupados por una feria 
comercial, que se regirán por su normativa específica, así como las denominadas ferias 
«outlets».

b) El comercio en mercados ocasionales, que tienen lugar con motivo en las localidades 
de fiestas, ferias o acontecimientos populares, durante el tiempo de celebración de los 
mismos y en espacios reservados con ocasión de acontecimientos deportivos, musicales o 
análogos y referidos a productos relacionados con el espectáculo en cuestión., que se 
someterán a la competencia de la respectiva Entidad Local.

c) Los puestos autorizados en vía pública de carácter fijo y estable que desarrollan su 
actividad comercial de manera habitual y permanente mediante la oportuna concesión 
administrativa, que se regirán por su normativa específica.

d) Ventas en mercadillos benéficos. Se considerarán mercadillos benéficos aquellos 
cuyos rendimientos vayan a parar a una organización sin ánimo de lucro.

e) El comercio tradicional de objetos usados, puestos temporeros y demás modalidades 
de comercio no contemplados en los apartados anteriores.

Artículo 3.  Modalidades de venta ambulante o no sedentaria.
En todo caso, la venta no sedentaria o ambulante se llevará a cabo a través de las 

siguientes modalidades:
a) Comercio en mercadillos con periodicidad determinada y en lugares preestablecidos, 

en puestos o instalaciones desmontables, móviles o semimóviles.
b) Comercio itinerante, realizado en vías públicas, con el medio adecuado, ya sea 

transportable o móvil.
c) Ventas en mercados fijos, anexos a los mercados municipales de carácter 

permanente.

Artículo 4.  Sujetos.
La venta ambulante o no sedentaria podrá ejercerse por toda persona física o jurídica 

legalmente constituida que se dedique a la actividad de comercio al por menor y reúna los 
requisitos establecidos en la presente ley y demás normativa que le fuese de aplicación.
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CAPÍTULO II
Régimen jurídico del comercio ambulante o no sedentario

Artículo 5.  Régimen de autorización de la actividad de venta ambulante o no sedentaria.
1. Por razones de interés general basadas, fundamentalmente, en la escasez de suelo, 

orden público, sanidad y salubridad pública, el ejercicio de la venta ambulante o no 
sedentaria estará sujeta a autorización administrativa previa, que será concedida por la 
autoridad municipal competente, quienes gestionarán el procedimiento y concesión de la 
referida autorización.

Para cada emplazamiento concreto y por cada una de las modalidades de venta 
ambulante o no sedentaria que el y la comerciante se proponga ejercer, deberá solicitarse 
una autorización.

2. La duración de la autorización será por un periodo de siete años, con el fin de 
garantizar a las personas físicas o jurídicas titulares de la autorización la amortización de las 
inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos. Será prorrogada, a 
solicitud de la persona titular, por otro plazo idéntico, una sola vez, siempre que cumpla los 
requisitos establecidos en la ordenanza municipal correspondiente. Los ayuntamientos 
deberán comprobar anualmente que los titulares de las autorizaciones cumplan las 
condiciones establecidas en la presente ley y en las ordenanzas municipales.

3. En las autorizaciones expedidas por los Ayuntamientos se hará constar:
a) Nombre y apellidos de la persona titular de la autorización para el ejercicio del 

comercio ambulante peticionario si es persona física o denominación social si es persona 
jurídica, y la dirección donde se atenderán, en su caso, las reclamaciones de las personas 
consumidoras.

b) DNI, NIF o pasaporte o tarjeta de residencia para ciudadanos o ciudadanas 
comunitarias, o permiso de residencia y trabajo para los no comunitarios, domicilio a efectos 
de posibles reclamaciones y, en su caso, las personas con relación familiar o laboral que 
vayan a desarrollar en su nombre la actividad.

c) La duración de la autorización, conforme a lo establecido en el apartado 2 de este 
artículo.

d) La modalidad de comercio ambulante autorizada.
e) La indicación precisa del lugar, fecha y horario en que se va a ejercer la actividad.
f) El tamaño, ubicación y estructura de los puestos donde se va a realizar la actividad 

comercial.
g) Mención de los artículos que pretende vender conforme al epígrafe que aparece dado 

de alta en el Impuesto de Actividades Económicas.
h) En la modalidad de comercio itinerante, el medio transportable o móvil en el que se 

ejerce la actividad y los itinerarios permitidos.
4. El ayuntamiento entregará a la persona que haya autorizado para el ejercicio de la 

venta ambulante dentro de su término municipal una tarjeta identificativa que contendrá los 
datos esenciales de la autorización y que estará expuesta en un lugar visible y a disposición 
de la clientela. Deberá figurar en la misma la dirección donde se atenderán, en su caso, las 
reclamaciones de las personas consumidoras. Dicha dirección deberá figurar igualmente en 
todo caso en la factura o comprobante de la venta.

5. La autorización será otorgada a título personal, debiendo ejercer la actividad comercial 
la persona titular de la misma. En el caso de que la titular sea persona jurídica, la actividad 
comercial se desempeñará por las personas físicas que haya indicado el o la representante 
legal de la misma como titular y suplente, los cuales constarán, obligatoriamente, en la 
correspondiente autorización municipal, debiéndose cumplir la normativa laboral y mercantil 
de aplicación. No obstante, en caso de que la persona titular sea persona física, podrán 
hacer uso de la autorización, de forma ocasional y por causa debidamente justificada, los 
familiares de la misma para que le asistan en el ejercicio de su actividad, debiendo cumplir 
con la normativa laboral de aplicación, y que deberán constar, necesariamente, en la 
correspondiente autorización municipal.
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6. Siempre que haya puestos vacantes o zonas libres, debe atenderse las solicitudes 
para ocupar dichos puestos o zonas, y en su caso, proceder al correspondiente 
procedimiento de concesión de autorizaciones.

Artículo 6.  Procedimiento de concesión de autorizaciones.
1. El procedimiento para el otorgamiento de las autorizaciones entre las posibles 

personas candidatas para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria y para la 
cobertura de vacantes será determinado por cada ayuntamiento, respetando, en todo caso, 
los principios de publicidad adecuada en todas sus fases, régimen de concurrencia 
competitiva, oficialidad, celeridad, igualdad, contradicción, neutralidad, antiformalismo y de 
responsabilidad de la Administración pública concedente y del personal a su servicio.

2. Los criterios para su adjudicación serán claros, sencillos, objetivos, detallando su 
forma de valoración y puntuación y predecibles, y podrán estar basados en razones tales 
como:

a) La experiencia y formación profesional de la persona comerciante, especialmente en 
venta ambulante o no sedentaria, que se puede demostrar mediante certificado o informe 
emitido por los Ayuntamientos en los que ejerza o haya ejercido la actividad de venta 
ambulante, debiendo especificarse expresamente el tiempo de prestación de la actividad, 
mediante la vida laboral u otros medios válidos de prueba.

b) La disponibilidad, por parte de la persona comerciante, de instalaciones adecuadas al 
desarrollo de la actividad comercial y al lugar autorizado para la venta ambulante.

c) Estar en posesión de algún distintivo de calidad en materia de comercio ambulante.
d) La participación de la persona solicitante en cursos, conferencias, jornadas u otras 

acciones formativas relacionadas con el comercio ambulante
e) Aportación de productos novedosos que incorporen algún elemento diferenciador y 

que supongan mayor variedad a la oferta actual de productos.
f) La dificultad de acceso al mercado laboral de la persona solicitante.
g) Que la persona solicitante sea mujer en los mercados en que se encuentre 

infrarrepresentada en cuanto titular de las autorizaciones.
h) La defensa de los intereses de las personas consumidoras y usuarias en cuanto a la 

variedad de la oferta comercial.
3. En ningún caso el procedimiento podrá exigir el deber de residencia en el municipio 

respectivo como requisito de participación, ni podrá considerarse esta circunstancia como un 
mérito que otorgue ventajas a la persona solicitante en el procedimiento de selección.

4. En caso de vacantes, los ayuntamientos podrán ofertar, previo al proceso de 
adjudicación, el cambio de puesto a aquellas personas titulares de autorizaciones que así lo 
hubiesen solicitado.

5. Los ayuntamientos podrán reservar hasta un 15 % de las plazas disponibles en los 
mercados para ser adjudicadas a instituciones o asociaciones sin ánimo de lucro y a 
solicitantes en riesgo de exclusión social por su situación socioeconómica y familiar, siempre 
y cuando que estos últimos cumplan los requisitos para el ejercicio de la actividad comercial 
de venta ambulante o no sedentaria.

6. El número de autorizaciones estará limitado por el suelo público habilitado por los 
ayuntamientos para la referida actividad. En este sentido, ninguna persona física o jurídica 
podrá, en un mismo mercadillo, ser titular de más del 5 por 100 de los puestos autorizados.

Artículo 7.  Requisitos generales para la obtención de la autorización municipal.
1. Los Ayuntamientos deberán verificar que las personas físicas o jurídicas que hayan 

solicitado la autorización municipal están dadas de alta en el correspondiente epígrafe del 
Impuesto de Actividades Económicas y en el régimen de la Seguridad Social que 
corresponda.

2. Las personas físicas o jurídicas que obtengan la oportuna autorización municipal, 
deberán tener, en los casos que así se exija por la ordenanza municipal, contratado un 
seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos de la actividad comercial. Además, en 
el caso de que los objetos de venta consistan en productos para la alimentación humana, las 
personas que vayan a manipular los alimentos deberán estar en posesión del 
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correspondiente certificado acreditativo de la formación como manipulador o manipuladora 
de alimentos.

Artículo 8.  Ejercicio de la actividad.
1. Las personas físicas o jurídicas titulares de la autorización municipal, además de los 

requisitos exigidos en el artículo 5, deberán cumplir las siguientes obligaciones, en el 
ejercicio de su actividad comercial:

a) Cumplir las condiciones exigidas en la normativa reguladora de los productos objeto 
de comercio, en especial de aquellos destinados a alimentación humana.

b) Tener expuesto al público, en lugar visible, la placa identificativa y los precios de venta 
de las mercancías, que serán finales y completos (impuestos incluidos).

c) Tener a disposición de la autoridad competente las facturas y comprobantes de 
compra de los productos objeto de comercio que acredite la procedencia de sus mercancías, 
en un plazo no superior a cinco días hábiles.

d) Tener a disposición de las personas consumidoras y usuarias las hojas de quejas y 
reclamaciones, de acuerdo con el modelo y condiciones establecidos en el 
Decreto 144/2006, de 25 de julio, por el que se regulan las hojas de reclamaciones en 
materia de consumo, en la Comunidad Autónoma de Extremadura o normativa que le 
sustituya.

e) Ejercer la actividad comercial por la persona titular en los días y horas autorizados.
2. Corresponde a los Ayuntamientos garantizar el cumplimiento de las disposiciones de 

policía y vigilancia de las actividades desarrolladas en los espacios públicos destinados al 
comercio ambulante en sus municipios y de los puestos que se ubiquen en los mismos.

3. En ningún caso se autorizará la venta no sedentaria o ambulante en instalaciones fijas 
no desmontables, ni en calles peatonales comerciales, ni en aquellos lugares en que cause 
perjuicio manifiesto al comercio establecido; en particular, no podrá autorizarse la venta 
ambulante en los accesos a establecimientos comerciales o industriales o que impidan o 
dificulten el acceso o la visibilidad de los escaparates y en los de los edificios de uso público, 
excepto en el caso de los mercados o plazas de abastos municipales y siempre y cuando no 
dificulten tales accesos o la circulación de peatones o tráfico rodado.

Artículo 9.  Modificación las autorizaciones.
1. Las personas titulares de las autorizaciones de la actividad de venta ambulante han de 

comunicar al ayuntamiento que le haya expedido la referida autorización cualquier cambio de 
los datos o circunstancias que fueron tenidos en cuenta para conceder la autorización, en un 
plazo no superior a 15 días hábiles desde que se produjo la modificación o desde que se 
obtuvieron los documentos que acreditan dicho cambio.

2. Del mismo modo, las personas titulares de las autorizaciones de la actividad de venta 
ambulante pueden solicitar la modificación de dicha autorización cuando pretenden llevar a 
cabo un cambio de las condiciones del ejercicio de la venta ambulante no amparada o 
recogida en la actual autorización.

Artículo 10.  Transmisión de las autorizaciones.
1. Las autorizaciones serán transmisibles en el caso de fallecimiento, jubilación, 

enfermedad o incapacidad laboral, a familiares de primero y segundo grado de parentesco o 
causahabientes en las condiciones que se establezcan en las ordenanzas municipales.

2. La transmisión únicamente facultará para la venta de la misma clase de artículos o 
productos conforme al epígrafe que aparece dado de alta en el Impuesto de Actividades 
Económicas a la persona titular cedente y la vigencia quedará limitada al periodo restante 
del plazo establecido en la autorización que se transmite.

Artículo 11.  Extinción y revocación de la autorización.
1. Las autorizaciones municipales para el ejercicio de la venta ambulante se extinguirán, 

previo procedimiento administrativo correspondiente, sin que causen derecho a 
indemnización alguna, por las siguientes causas:
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a) Término del plazo para el que se otorgó, salvo cuando se solicite y se conceda, en su 
caso, la prórroga de la autorización.

b) Renuncia expresa de la persona titular.
c) Por fallecimiento, incapacidad laboral, jubilación o disolución de la persona jurídica 

titular, sin perjuicio de su posibilidad de transmisión.
2. Las autorizaciones podrán ser revocadas por los ayuntamientos, de acuerdo con el 

procedimiento establecido en la ordenanza municipal y por las causas que, en su caso, se 
concreten en la misma, y, en todo caso, por las siguientes:

a) Cuando desaparezcan las circunstancias que dieron lugar a su otorgamiento.
b) No presentar al órgano municipal competente, en el plazo razonable que establezcan, 

los documentos acreditativos de los datos aportados en la solicitud de la autorización o en la 
declaración responsable, que se le requieran como consecuencia de una comprobación o 
inspección, concediendo asimismo un plazo de subsanación.

c) Por impago de la tasa a la que se esté obligada, durante tres meses consecutivos o 
cinco alternos, previo requerimiento efectuado para su pago, en los términos que establezca 
el ayuntamiento. En todo caso, se ofrecerá la posibilidad del aplazamiento y fraccionamiento 
de las deudas derivadas del pago de las tasas conforme a la normativa vigente.

d) Como consecuencia de la imposición de una sanción por infracción grave o muy 
grave, que conlleve la revocación de la autorización.

e) El no realizar la actividad comercial en la parcela autorizada durante cuatro faltas 
consecutivas o seis alternas, en un periodo de tres meses, en cualquiera de los espacios 
para los que tuviere autorización, sin previo conocimiento justificado ante el Ayuntamiento, 
exceptuando el período vacacional, en que cada titular tendrá un permiso de un mes anual. 
Entre las causas justificadas, se encontrará, entre otras, las inclemencias meteorológicas.

El conocimiento previo al Ayuntamiento habrá de ser comunicado con la mayor 
antelación posible y el permiso vacacional con una antelación mínima de 15 días al 
respectivo Ayuntamiento.

3. Las autorizaciones que se extingan o se revoquen por algunas de las causas 
señaladas pasarán a ser consideradas vacantes.

4. Las personas titulares de las autorizaciones en los supuestos de causa justificada 
podrán solicitar la excedencia en el ejercicio de la actividad comercial, poniéndolo en 
conocimiento de la delegación municipal competente con un antelación mínima de 15 días, 
por un plazo máximo de un año, sin obligación durante este tiempo de abonar la tasa 
correspondiente, pudiendo la delegación municipal competente disponer de dicho puesto en 
la forma que tenga por conveniente mientras dure la excedencia solicitada, sin pérdida de la 
titularidad de dicho puesto por parte de la persona solicitante.

Si una vez finalizado el plazo de excedencia la persona titular del puesto no ejercitase la 
actividad comercial quedará vacante el puesto y a disposición de la delegación municipal 
competente para su nueva adjudicación.

Artículo 12.  Zona habilitada para el mercadillo.
1. Se denomina mercadillo a la venta ambulante o no sedentaria, realizada en puestos 

agrupados en un lugar fijo, previamente autorizado, de propiedad o titularidad pública, sin 
perjuicio de que la gama de productos ofertados sea múltiple, de bienes cotidianos y 
ocasionales, o especializada y limitada a un producto o gama de productos.

2. En los mercadillos, el ayuntamiento puede reservar determinada zona o puestos a 
instituciones o asociaciones sin ánimo de lucro, para la exposición de sus actividades y 
productos.
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CAPÍTULO III
Ordenanzas y Comisión Municipal de Comercio Ambulante

Artículo 13.  Ordenanzas Municipales.
1. En los municipios donde se lleve a cabo la venta no sedentaria o ambulante, en 

cualquiera de sus modalidades, los respectivos ayuntamientos deberán regularla mediante la 
correspondiente ordenanza, en la que al menos se determinará los siguientes extremos:

a) Delimitación del emplazamiento en donde se vaya a realizar este tipo de venta.
b) El número máximo de puestos y su distribución, así como su superficie.
c) Periodicidad, fechas y horario en que se podrá realizar la actividad comercial.
d) Las distintas modalidades de venta ambulante o no sedentaria que se autoricen.
e) Número máximo de autorizaciones a conceder por mercado o mercadillo en el 

conjunto de su término municipal, teniendo en cuenta la escasez del suelo público y la 
garantía de la diversidad de la oferta comercial.

f) El período de vigencia de las autorizaciones, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 5 de la presente ley.

g) Familiares o personas habilitadas para el ejercicio de la actividad comercial, así como 
las condiciones y requisitos para la transmisibilidad de las autorizaciones otorgadas, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 5 y 10 de la presente ley.

h) Determinar, si es necesario según el tipo de actividad, el seguro de responsabilidad 
civil, y en ese caso, el alcance y límite mínimo de la cobertura del seguro que cubra los 
riesgos del ejercicio de la actividad.

i) El procedimiento de concesión de las autorizaciones a comerciantes para cada tipo de 
venta ambulante, así como los criterios de selección y de provisión de vacantes, que 
deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 6 de la presente ley, y los recursos que 
procedan contra la resolución de la autorización.

j) Las causas y procedimiento de extinción y revocación de las autorizaciones, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 11 de la presente ley.

k) El procedimiento sancionador aplicable a las infracciones y sanciones establecidas en 
la presente ley.

l) El plazo para la resolución expresa del procedimiento de autorización, así como los 
efectos del silencio administrativo.

m) Las tasas que en su caso puedan establecer los Ayuntamientos para la tramitación de 
las licencias que autoricen el ejercicio del comercio ambulante en su municipio, sin perjuicio 
de la regulación en la ordenanza fiscal correspondiente. La tasa será proporcional a la 
utilización y al aprovechamiento de ocupación de la vía pública y para la prestación de los 
servicios establecidos.

2. La Administración autonómica colaborará, dentro de sus competencias, con los 
municipios en el proceso de elaboración y coordinación de las ordenanzas municipales o 
para la actualización de su normativa, sin perjuicio de la colaboración de las diputaciones 
provinciales y de las federaciones y asociaciones de entidades locales.

CAPÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 14.  Potestad sancionadora.
1. Corresponde a los ayuntamientos la inspección, instrucción del procedimiento y 

sanción de las infracciones a la presente ley.
2. Asimismo, con arreglo a la normativa de régimen local reguladora de esta actividad 

comercial, los Ayuntamientos ejercerán las funciones de vigilancia, control e inspección de 
esta modalidad de venta y, en particular, sobre los siguientes extremos:

a) Comprobación del origen e identidad de los productos comercializados.
b) Condiciones higiénico-sanitarias de los artículos puestos a la venta.
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c) Cumplimiento de la normativa sobre precios, etiquetado, presentación y publicidad de 
los productos.

d) Seguridad del recinto y otros aspectos relacionados con policía de mercados.
e) Régimen de autorización.
Todo ello, sin perjuicio de las facultades en orden a la inspección y sanción que 

corresponden a la Consejería con competencias en materia de comercio y las de la 
Consejería competente en materia de consumo.

Artículo 15.  Procedimiento sancionador.
Las sanciones establecidas sólo podrán imponerse tras la tramitación del oportuno 

procedimiento, que habrá de tramitarse de conformidad con lo establecido en la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y demás normativa 
concordante.

Artículo 16.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente ley 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de las autorizaciones para el 
ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria.

Artículo 17.  Infracciones.
1. A efectos de la presente ley, tendrán la consideración de infracciones leves las 

siguientes:
a) No tener expuesta al público, en lugar visible, la placa identificativa y los precios de 

venta de las mercancías.
b) No tener a disposición de la autoridad competente, las facturas y comprobantes de 

compra de los productos objeto de comercio que acredite la procedencia de sus mercancías, 
en un plazo no superior a cinco días hábiles.

c) No tener, a disposición de las personas consumidoras y usuarias, las hojas de quejas 
y reclamaciones, así como el cartel informativo al respecto.

d) El incumplimiento de los demás requisitos, obligaciones y prohibiciones contenidos en 
este texto, siempre que no esté tipificado como infracción grave o muy grave, así como el 
incumplimiento del régimen interno de funcionamiento de los mercadillos establecido en las 
Ordenanzas Municipales, salvo que se trate de infracciones tipificadas por la presente norma 
como grave o muy grave.

e) No dejar el lugar de venta en condiciones adecuadas de limpieza y salubridad a la 
finalización de la jornada.

2. A efectos de la presente ley, tendrán la consideración de infracciones graves las 
siguientes:

a) La reincidencia en infracciones leves. Se entenderá que existe reincidencia por 
comisión en el término de un año de más de una infracción leve, cuando así haya sido 
declarado por resolución firme.

b) El incumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa reguladora de los 
productos objeto de comercio, así como el comercio de los no autorizados.

c) La desobediencia o negativa a suministrar información a la autoridad municipal o a su 
personal funcionario o agentes en el cumplimiento de su misión.

d) El ejercicio de la actividad incumpliendo las condiciones establecidas en la 
autorización municipal respecto al lugar autorizado, fecha, horario, ubicación y estructura de 
los puestos.

e) El ejercicio de la actividad por personas distintas a las previstas en la autorización 
municipal.

f) Incumplir la normativa en materia de sanidad alimentaria.
g) No disponer de seguro de responsabilidad civil, en cuantía suficiente, que cubra los 

posibles riesgos, en los casos que así se exija por la ordenanza municipal.
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3. A efectos de la presente ley, tendrán la consideración de infracciones muy graves las 
siguientes:

a) La reincidencia en infracciones graves. Se entenderá que existe reincidencia por 
comisión en el término de un año de más de una infracción grave, cuando así haya sido 
declarado por resolución firme.

b) Carecer de la autorización municipal correspondiente.
c) La resistencia, coacción o amenaza a la autoridad municipal, personal funcionario y 

agentes de la misma, en cumplimiento de su misión.

Artículo 18.  Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones leves podrán ser sancionadas con apercibimiento o multa de 

hasta 500 euros.
2. Las infracciones graves podrán ser sancionadas con multa de 501 a 2.000 euros.
3. Las infracciones muy graves podrán ser sancionadas con multa de 2.001 a 10.000 

euros.

Artículo 19.  Sanciones accesorias.
1. Además de las sanciones previstas en el artículo anterior, en el caso de infracciones 

graves o muy graves se podrá acordar con carácter accesorio la revocación de la 
autorización municipal, así como el decomiso de la mercancía que sea objeto de comercio.

Artículo 20.  Graduación de las sanciones.
1. Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta los siguientes criterios:
a) El volumen de la facturación a la que afecte.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) El grado de intencionalidad de la persona infractora o reiteración.
d) La cuantía del beneficio obtenido.
e) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en cuenta para tipificar la infracción.
f) El plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción.
g) El número de personas consumidoras y usuarias afectadas.
h) El destino del producto, cuando esté dirigido al consumo infantil o a otros colectivos 

particularmente indefensos.
Se podrá atenuar la sanción administrativa en los casos en que quede acreditado en el 

correspondiente expediente y antes de que la sanción sea firme en la vía administrativa 
cuando el infractor ha subsanado las deficiencias o que los perjudicados han sido 
compensados satisfactoriamente de los perjuicios causados, y siempre y cuando no 
concurra intoxicación, lesión o muerte, ni existencia de indicios racionales de delito.

2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una 
sanción pecuniaria y otra de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia 
de la segunda, el pago voluntario por el o la presunta responsable, en cualquier momento 
anterior a la resolución, implicará la terminación del procedimiento, salvo en lo relativo a la 
reposición de la situación alterada o a la determinación de la indemnización por los daños y 
perjuicios causados por la comisión de la infracción.

En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano 
competente para resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre 
el importe de la sanción propuesta, siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas 
reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de iniciación del procedimiento y 
su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso 
en vía administrativa contra la sanción.

Artículo 21.  Prescripción de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones y sanciones previstas en la presente ley prescribirán en los siguientes 

plazos:
a) Las leves, a los dos meses.
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b) Las graves, al año.
c) Las muy graves, a los dos años.
2. El plazo de prescripción comenzará a computarse desde el día en que se hubiere 

cometido la infracción o en el caso de infracciones continuadas o permanentes, el plazo 
comenzará a correr desde que finalizó la conducta infractora.

3. El plazo de prescripción de las sanciones empezará a contar a partir del día siguiente 
a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya 
transcurrido el plazo para recurrirla.

Artículo 22.  Comunicación de sanciones.
(Suprimido).

Disposición transitoria primera.  Adaptación de ordenanzas municipales.
Los Ayuntamientos que dispusiesen de ordenanzas vigentes reguladoras de la venta 

ambulante, deberán proceder a su adaptación antes del 1 de enero de 2020.

Disposición transitoria segunda.  Autorizaciones municipales.
Las autorizaciones municipales para la venta no sedentaria o ambulante que a la entrada 

en vigor de esta ley se encuentren vigentes pasarán automáticamente a tener una duración 
de siete años, con la posibilidad de solicitar la prórroga contemplada en el artículo 5.2 de la 
presente ley.

Asimismo, las autorizaciones que se encontraran en tramitación antes de la entrada en 
vigor de la presente ley se regularán por el procedimiento y criterios vigentes en el momento 
de presentación de la solicitud, siendo su plazo de vigencia el establecido en el artículo 5 de 
la presente ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas, a la entrada en vigor de la presente ley, cuantas disposiciones de 

igual o inferior rango se contradigan con lo dispuesto en la misma. En concreto, se suprime 
el artículo 14 de la Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario y actualización de sanciones.
1. Se faculta al Consejo de Gobierno, en el ámbito de sus competencias, para dictar 

cuantas disposiciones reglamentarias sean necesarias para el desarrollo de la presente ley, 
así como para acordar las medidas necesarias para garantizar su efectiva ejecución e 
implantación.

2. Se faculta a la Consejería competente en materia de comercio para actualizar el 
importe de las sanciones previstas de acuerdo con el Índice de Precios de Consumo o 
sistema que lo sustituya.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de Extremadura.
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Información Relacionada

Téngase en cuenta que las sanciones previstas en esta Ley se podrán actualizar por la 
Consejería competente en materia de comercio, mediante disposición publicada únicamente en 
el "Diario Oficial de Extremadura", según se establece en la disposición final primera.2 de la 
presente Ley.
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§ 115

Ley 11/2014, de 15 de octubre, de comercio de las Illes Balears

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 143, de 18 de octubre de 2014

«BOE» núm. 277, de 15 de noviembre de 2014
Última modificación: 31 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2014-11805

EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Illes Balears ha aprobado y 

yo, en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 48.2 del Estatuto 
de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
En la comunidad autónoma de las Illes Balears, la regulación del sector del comercio, 

cuya relevancia económica es indudable, se recoge, esencialmente, en la Ley 11/2001, de 
15 de junio, de ordenación de la actividad comercial en las Illes Balears.

El sector del comercio representa cerca del 10 % del producto interior bruto de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears, con más de 21.000 comercios abiertos, y 
mantiene cerca de 70.000 puestos de trabajo directos. Por lo tanto, la seguridad jurídica y la 
eficacia de los instrumentos normativos son primordiales en este sector de la economía 
balear.

La legislación que regula el comercio en las Illes Balears ha sido objeto de diversas 
modificaciones desde su entrada en vigor, determinadas especialmente por la necesaria 
transposición de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior. Así, han incidido en esta 
regulación la Ley 12/2010, de 12 de noviembre, de modificación de diversas leyes para la 
transposición de la directiva citada, y, más recientemente, el Decreto ley 7/2012, de 15 de 
junio, de medidas urgentes para la activación económica en materia de industria y energía y 
otras actividades, del cual derivó después la aprobación de la Ley 13/2012, de 20 de 
noviembre, así como el Decreto ley 11/2012, de 19 de octubre, dictado para la adaptación de 
la normativa autonómica a la legislación básica estatal de medidas urgentes de liberalización 
del comercio y de la distribución comercial, la finalidad de la cual es adoptar medidas que 
refuercen la competencia en el sector de la distribución al por menor, incrementar la 
competitividad del sector exterior y facilitar el acceso a la financiación de las empresas.

Especialmente, esta ley se dicta para fijar una regulación clara y sistemática de la 
actividad comercial que recoja la adaptación sucesiva que el legislador estatal ha ido 
haciendo a las directivas europeas y que, además de las modificaciones mencionadas, ha 
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dado lugar a la reforma, mediante el Real decreto ley 20/2012, de 13 de julio, de las leyes 
estatales 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista, y 1/2004, de 21 de 
diciembre, de horarios comerciales, con la finalidad esencial de impulsar la dinamización de 
la actividad comercial minorista y eliminar las cargas y restricciones administrativas en el 
ejercicio de esta actividad.

Respetando las bases fijadas por el Estado, que tiene atribuida la competencia exclusiva 
en materia de planificación general de la actividad económica y en materia de legislación 
mercantil, de acuerdo con los artículos 38, 131 y 149.1 de la Constitución, esta ley se 
aprueba de acuerdo con las competencias que, asimismo, con carácter de exclusivas, 
otorgan a la comunidad autónoma los artículos 30.21 y 30.42 y, como competencias de 
desarrollo legislativo y ejecución, el artículo 31.6 del Estatuto de Autonomía de las Illes 
Balears.

II
Esta ley desarrolla en su articulado cuatro líneas de actuación.
La primera línea de actuación es la regulación de los conceptos básicos relativos a la 

ordenación y la mejora de la actividad comercial en las Illes Balears, para conseguir su 
regulación clara y sistemática.

La segunda línea de actuación es la necesaria simplificación administrativa. Así, se 
prevé la aplicación de los principios previstos en el Decreto 6/2013, de 8 de febrero, de 
medidas de simplificación documental de los procedimientos administrativos, y, por esta 
razón, se suprime el Registro General de Comercio de las Illes Baleares. Ciertamente, en la 
transposición de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, no se suprimió esta figura pero, 
no obstante, se ha constatado que realmente no aporta ningún valor añadido a la 
información con que ya se cuenta por medio de otras fuentes estadísticas oficiales que 
ofrecen datos fiables sobre el comercio de esta comunidad autónoma y, además, supone 
una carga administrativa innecesaria.

La tercera línea de actuación se refiere a la instalación de los establecimientos 
comerciales. Respetando el principio general de libertad en su instalación que impone la 
legislación europea, se fija un límite general de impacto territorial para condicionar la 
determinación de los grandes establecimientos comerciales en el ámbito de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears.

Así, el capítulo I del título II de la ley, que se dedica al concepto y las categorías de los 
establecimientos comerciales, mantiene un régimen de autorización autonómica para los 
grandes establecimientos comerciales y, en el artículo 14, que regula el procedimiento para 
la obtención de la autorización, se introduce el silencio desestimatorio. Igualmente se 
establece en el artículo 23 –del capítulo II–, que regula el procedimiento de declaración de 
zona de gran afluencia turística.

El artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, también se modificó 
para adaptarlo a la directiva que antes se ha mencionado, y establece que en los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la 
administración tiene que dictar, el vencimiento del plazo máximo sin que se haya notificado 
una resolución expresa legitima al interesado o a los interesados que hayan deducido la 
solicitud por entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en 
que una norma con rango de ley, por razones imperiosas de interés general, o una norma de 
derecho comunitario establezcan lo contrario.

El mismo precepto establece que el silencio será necesariamente desestimatorio, entre 
otros casos, en aquellos supuestos en que la estimación de la solicitud tenga como 
consecuencia que se transfieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio 
público o al servicio público.

La Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, define qué se tiene que entender por 
razones imperiosas de interés general y deja dicho que serán aquéllas que sean reconocidas 
como tales en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia y, acto seguido, enumera las 
siguientes: el orden público, la seguridad pública, la protección civil, la salud pública, la 
preservación del equilibrio financiero del régimen de seguridad social, la protección de los 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 115  Ley de comercio de las Illes Balears

– 2490 –



consumidores, de los destinatarios de servicios y de los trabajadores, las exigencias de la 
buena fe en las transacciones comerciales, la lucha contra el fraude, la protección del medio 
ambiente y del entorno urbano, la sanidad animal, la propiedad intelectual e industrial, la 
conservación del patrimonio histórico y artístico nacional y los objetivos de la política social y 
cultural. Esta enumeración no es exhaustiva, dado que la Directiva establece que serán 
razones imperiosas de interés general las que sean reconocidas como tales por la 
jurisprudencia europea, pero sí deja claro que respecto de las que cita no puede haber duda.

Concretamente, la conocida Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 
12 de julio de 2012, aunque declaró injustificado el régimen regulado en la Ley 18/2005, de 
27 de diciembre, de equipamientos comerciales, consideró válido el régimen del silencio 
negativo que esta ley establecía, con el razonamiento de que este régimen –en contra de lo 
que argumentaba la Comisión Europea– permite el acceso a los tribunales, que siempre 
pueden controlar si la negativa estaba fundamentada en las razones de interés general 
señaladas, la protección del medio ambiente, la ordenación del territorio y la protección de 
los consumidores. Esta sentencia asimismo aceptó el régimen de tasas que se establecía en 
la ley mencionada.

Hay que llamar la atención sobre un punto esencial y es que el Tribunal Superior de 
Justicia Europeo consideró adecuada la exigencia de licencia específica; lo que negó es que 
se pudiera denegar sobre la base de motivaciones de carácter meramente económico.

Dicho esto, el artículo 6.2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio 
minorista, después de las reformas mencionadas, dispone que son razones imperiosas de 
interés general relacionadas con la distribución comercial, que justificarían el régimen de 
autorización previa, la protección del medio ambiente y del entorno urbano, la ordenación del 
territorio y la conservación del patrimonio histórico y artístico.

Cuando concurren, como sucede en el caso de las Illes Balears, razones imperiosas de 
interés general relacionadas con la protección del medio ambiente y la ordenación del 
territorio, sería un contrasentido exigir la autorización previa para los grandes 
establecimientos comerciales y que, no obstante, el sentido del silencio administrativo fuera 
estimatorio. Dicho de otra manera, el silencio negativo está permitido en la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, en todos los casos en que una norma con rango de ley o de derecho 
comunitario lo establezca, y opera ex lege en los supuestos regulados en la misma Ley de 
régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, 
que establece que el silencio será negativo cuando de la petición se pueda derivar la 
adquisición de facultades sobre el dominio público, lo cual motiva que, a título de ejemplo, 
desde siempre en las autorizaciones de venta ambulante el silencio haya tenido este 
carácter.

Esta ley no establece ninguna limitación fundamentada en razones de planificación 
económica, que son las prohibidas, sino que pretende preservar el medio ambiente y que, 
mediante los planes directores sectoriales que aprobarán los consejos insulares, se proceda 
a un crecimiento ordenado de los establecimientos comerciales que tenga en cuenta el 
hecho diferencial de ser un archipiélago, las diferentes características de cada una de las 
islas y el valor innegable de nuestro medio ambiente.

Este modelo de autorización sectorial previa a la obtención del título municipal habilitante 
no es compatible con un silencio estimatorio, dado que la ley condiciona la obtención de la 
autorización autonómica a los requisitos imprescindibles y, si se produjera el silencio 
positivo, habría riesgo de perjudicar a los intereses generales y se dificultaría el control que 
la administración tiene que hacer del cumplimiento de los requisitos imprescindibles.

Y lo mismo pasa con la declaración de las denominadas zonas de gran afluencia 
turística, en las cuales confluyen elementos para su determinación que, por las mismas 
razones que se han expuesto, no permiten el régimen del silencio estimatorio.

Finalmente, como acaba de recordar la reciente Sentencia del Tribunal Constitucional 
(Pleno) n.º 52/2014, de 10 de abril: «[...] la Administración sigue estando obligada a resolver 
expresamente, sin vinculación al sentido negativo del silencio [art. 42.1 y 43.3.b) LPC], el 
inciso segundo del artículo 46.1 LJCA ha dejado de ser aplicable a dicho supuesto. En otras 
palabras, se puede entender que, a la luz de la reforma de 1999 de la Ley 30/1992, la 
impugnación jurisdiccional de las desestimaciones por silencio no está sujeta al plazo de 
caducidad previsto en el artículo 46.1 LJCA». Esto significa que el silencio desestimatorio no 
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supone, en absoluto, una carga para el ciudadano, sino al contrario, lo beneficia en cuanto al 
plazo para acudir ante los tribunales.

El principio de proporcionalidad –que el artículo 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, 
de garantía de la unidad de mercado, consagra– exige que el régimen de autorización 
administrativa sea el instrumento más adecuado para garantizar la consecución del objetivo 
que se persigue, porque no existen otras medidas menos restrictivas que permitan obtener el 
mismo resultado, en particular cuando un control a posteriori se produjera demasiado tarde 
para que fuera verdaderamente eficaz. Así, en ningún caso el acceso a una actividad de 
servicios o su ejercicio se tienen que sujetar a un régimen de autorización cuando sea 
suficiente una comunicación o una declaración responsable del prestador mediante la cual 
se manifieste, en su caso, el cumplimiento de los requisitos exigidos y se facilite la 
información necesaria a la autoridad competente para el control de la actividad. En el caso 
que nos ocupa, la autorización responde al principio de proporcionalidad, ya que se trata del 
modo idóneo de impedir que la construcción y la puesta en marcha de los grandes 
establecimientos comerciales sea un hecho conocido a posteriori por la administración 
autonómica que impida la protección de los valores que se han mencionado.

Por lo tanto, la medida es idónea para cumplir el objetivo perseguido y no hay 
alternativas menos gravosas para conseguirlo. Finalmente, nos parece necesario recordar 
que la vigente Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y 
ejercicio de actividades en las Illes Balears, en la exposición de motivos, al referirse a la 
actividad comercial razona expresamente que «la actividad comercial en sí misma no 
conlleva ningún riesgo inherente, a pesar de ello, conforme a una configuración atípica de 
una actividad puede existir un riesgo por el hecho de que supere los umbrales que se fijan 
en el título I del anexo I de la presente ley, lo que justifica la necesidad de un control 
administrativo previo, incluso cuando se traten actividades de comercio minorista incluidas 
en el ámbito de aplicación del Real decreto ley 19/2012, de 25 de mayo, y por lo tanto 
quedan sujetas al régimen de autorización que se regula en el capítulo II del título IV». Por lo 
tanto, si en la presente ley se regula específicamente una autorización para el 
establecimiento de un tipo de comercio determinado, la medida es igual de proporcionada y 
necesaria que la prevista con carácter general en la Ley de actividades.

Respetando los principios de simplificación documental y de confianza mutua entre 
administraciones, se ha reducido la documentación que tienen que presentar los solicitantes 
y se ha sustituido por la certificación de conformidad con el planeamiento municipal en los 
aspectos de movilidad de personas y vehículos y contaminación acústica.

En este sentido, queremos hacer referencia expresa a la normativa europea que regula 
la eficiencia energética de los edificios, de obligado cumplimiento en determinados 
establecimientos afectados por la actividad comercial, dado que es normativa básica. No se 
considera conveniente regular en una ley autonómica de comercio unas exigencias que en 
esta materia regulan tanto la Directiva 2002/91/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de diciembre de 2002, relativa a la eficiencia energética de los edificios, como las 
sucesivas transposiciones de la normativa nacional, que están marcadas por la Estrategia 
20/20/20.

Otra de las novedades de la ley en esta misma línea de actuación es la apuesta decidida 
por el comercio urbano, con la inclusión de la figura de los centros comerciales urbanos, 
para impulsar la realización de proyectos dinamizadores del comercio en los núcleos 
urbanos de los municipios de nuestras islas, que propicie la revitalización de la actividad 
comercial con la promoción del comercio de proximidad y evite los desplazamientos.

La cuarta línea de actuación es la limitación del ámbito de aplicación de esta ley a la 
actividad comercial en sentido estricto, dejando para otros ámbitos normativos cuestiones 
que no se refieren a esta actividad directamente. Esta es la razón de que determinadas 
cuestiones que se regulaban en la legislación que ahora se deroga queden reservadas para 
la regulación en su ámbito específico.

Por esta misma razón, se deja fuera de esta regulación la ordenación territorial de la 
actividad comercial, que tiene que ser objeto de una regulación específica, y se prevé 
únicamente la necesidad de que los consejos insulares establezcan la ordenación y las 
medidas de fomento del sector comercial para un desarrollo armónico del uso del suelo.
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Se incluye en la ley la prohibición de la venta de bebidas alcohólicas en establecimientos 
comerciales a las personas menores de dieciocho años. Además, se regula la potestad de 
los ayuntamientos para prohibir la venta de bebidas alcohólicas en establecimientos 
comerciales en un horario determinado y la regulación de la inspección y la sanción de las 
infracciones en materia de venta de bebidas alcohólicas en establecimientos comerciales en 
su municipio.

III
Una vez marcado el objetivo de regular de manera clara y sistemática la actividad 

comercial, esta ley se estructura en cuatro títulos, nueve disposiciones adicionales, tres 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.

El título I establece las disposiciones generales, es decir, el objeto y el ámbito de 
aplicación, las actividades excluidas, la definición de la actividad comercial, las prohibiciones 
y restricciones al comercio, los principios de actuación de los poderes públicos y la creación 
de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio.

El título II regula los establecimientos comerciales en dos capítulos, de manera que el 
capítulo I se refiere a los conceptos y a las categorías de establecimientos comerciales y 
centros comerciales urbanos, y el capítulo II, a los horarios comerciales, domingos y otros 
festivos, a los establecimientos con régimen especial de horarios y a las zonas de gran 
afluencia turística.

El título III regula las actividades de ventas y se estructura en cuatro capítulos. El 
capítulo I incluye las disposiciones generales; el capítulo II, las actividades de promoción de 
ventas, que incluyen las ventas en promoción o en oferta, las ventas con obsequio, las 
ventas en rebajas, las ventas en liquidación y las ventas de saldos y de excedentes de 
producción o de temporada; el capítulo III regula las ventas especiales; y, finalmente, el 
capítulo IV regula la venta ambulante o no sedentaria. Respecto de la venta ambulante o no 
sedentaria, dado que se trata de una modalidad de comercio que se ejerce sobre el dominio 
público, se mantiene, por esta razón, el régimen de autorización previa del municipio donde 
se desarrolla, teniendo en cuenta siempre que esta autorización tiene como único objetivo la 
protección y el control del uso del dominio público. Por eso, se ha establecido una regulación 
general de este tipo de venta, sin perjuicio de las competencias de los ayuntamientos en la 
materia, que podrán desarrollar reglamentariamente en cada municipio. Se tendrán en 
cuenta las especificidades propias de la isla de Formentera, su singularidad extrema del 
hecho insular de consejo y ayuntamiento, tal como indica el Estatuto de Autonomía.

Finalmente, el título IV trata de la función inspectora y del régimen sancionador, y se 
divide en tres capítulos, relativos, respectivamente, a la inspección, las infracciones 
administrativas y las sanciones.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
Esta ley tiene por objeto la ordenación de la actividad comercial en el ámbito territorial de 

las Illes Balears.

Artículo 2.  Actividad comercial.
1. A efectos de esta ley, se entiende por actividad comercial la consistente en situar u 

ofrecer en el mercado productos, naturales o elaborados, por cuenta propia o ajena, 
mediante personas físicas o jurídicas, así como los servicios que de ella se deriven, 
independientemente de la modalidad o del soporte utilizado para realizarla, tanto si se lleva a 
cabo en régimen de comercio al por mayor como al por menor.

2. La actividad comercial se tiene que ejercer bajo los principios de libertad de empresa, 
de defensa de los consumidores y usuarios, de los derechos de los trabajadores, de la libre 
competencia y en el marco de la economía de mercado.
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Artículo 3.  Actividades excluidas.
Quedan excluidas del ámbito de aplicación de esta ley las actividades siguientes:
a) La venta hecha por fabricantes, dentro de su propio recinto industrial, de los residuos 

y subproductos obtenidos en el proceso de producción, a menos que estos se dirijan a 
consumidores finales.

b) La venta directa hecha por los titulares de las explotaciones de los productos 
agrícolas, ganaderos y forestales y de los resultados de su transformación.

c) La venta hecha por artesanos de sus productos en sus talleres de producción.

Artículo 4.  Actividad comercial al por menor y al por mayor.
1. Se entiende por actividad comercial al por menor, a efectos de esta ley, la que está 

destinada al consumidor final y tiene por objeto situar u ofrecer en el mercado productos y 
mercancías por cuenta propia o ajena, así como prestar determinados servicios que deriven 
de un acto de comercio, con independencia de la modalidad o el soporte utilizado para su 
realización.

2. Se entiende por actividad comercial al por mayor, a efectos de esta ley, la que tiene 
como destinatarios otros comerciantes, industriales, empresas, entidades e instituciones que 
no sean consumidores finales.

3. La actividad comercial al por menor se puede ejercer simultáneamente con la 
actividad comercial al por mayor en un mismo establecimiento, siempre que se respeten las 
normas específicas aplicables a cada una.

Artículo 5.  Prohibiciones y restricciones al comercio.
1. No pueden ejercer el comercio las personas físicas y jurídicas a quienes les esté 

específicamente prohibido por la normativa vigente.
2. Se prohíbe expresamente la exposición y la venta de mercancías al comprador, así 

como el envío o la entrega de catálogos, folletos o publicidad de éstas, cuando provengan de 
personas cuya actividad sea distinta a la comercial y su finalidad principal sea la realización 
de préstamos, depósitos u operaciones de análoga naturaleza adheridos a la oferta 
comercial de la mercancía, de tal manera que una no se pueda hacer efectiva sin la otra.

Se presume la existencia de estas actuaciones en el supuesto de que el comprador 
pueda hacer pedidos o adquirir mercancías en los establecimientos de aquéllas.

3. Se prohíbe la exposición y la venta de vehículos usados fuera de los establecimientos 
comerciales a cargo de los comerciantes.

4. Se prohíbe expresamente la implantación de establecimientos comerciales en suelo 
que no tenga la clasificación de suelo urbano definido en la legislación urbanística vigente. El 
terreno tiene que cumplir la condición de solar.

Artículo 6.  Principios de actuación de los poderes públicos.
La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears tiene que promover el 

desarrollo armónico y la modernización de la actividad comercial con el objetivo final de 
incrementar la capacidad de competencia de las empresas y garantizar una ocupación 
laboral estable en este sector y proteger a los consumidores preservando la claridad y la 
trasparencia en las actividades de promoción de ventas.

Artículo 7.  Creación y objeto de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio.
Se crea la Comisión Interinsular Asesora de Comercio, adscrita a la consejería 

competente en materia de comercio, como órgano de participación en las materias reguladas 
en esta ley, con el fin de promover la colaboración entre las distintas administraciones 
públicas y las asociaciones y los agentes económicos y sociales implicados en el sector para 
impulsar la actividad comercial de las Illes Balears.

Artículo 8.  Composición.
1. La Comisión Interinsular Asesora de Comercio tiene la composición siguiente:
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a) Presidencia: el consejero o la consejera competente en materia de comercio.
b) Vicepresidencia: el director o la directora general competente en materia de comercio.
c) Un o una representante de cada uno de los consejos insulares de las Illes Balears.
d) Cinco personas en representación de las organizaciones empresariales más 

representativas del sector de comercio de las Illes Balears (dos de Mallorca, una de 
Menorca, una de Ibiza y una de Formentera).

e) Un o una representante de las asociaciones empresariales de grandes empresas de 
distribución.

f) Seis personas en representación de las organizaciones sindicales más representativas 
del sector del comercio de las Illes Balears.

g) Dos personas en representación de las asociaciones de consumidores de las Illes 
Balears.

h) Un o una representante de la Federación de Entidades Locales de las Illes Balears.
i) Un o una representante de la dirección general responsable de consumo.
j) Un o una representante de la Dirección General de Comercio y Empresa, que tenga la 

condición de personal funcionario, que actuará como secretario o secretaria, con voz pero 
sin voto.

2. El consejero o la consejera competente en materia de comercio, a propuesta de las 
entidades representadas, tiene que nombrar a los miembros de la Comisión Interinsular 
Asesora de Comercio.

3. Las propuestas de representantes tienen que hacer constar los titulares y los 
suplentes.

4. En cualquier momento, los órganos, las organizaciones y las instituciones 
representadas en la Comisión Interinsular Asesora de Comercio pueden sustituir a los 
miembros titulares o suplentes que han designado, comunicándolo al secretario o la 
secretaria de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio, quien lo debe acreditar y elevar 
al consejero o la consejera competente en materia de comercio para que nombre a los 
sustitutos.

5. Sin perjuicio de lo que establece el apartado anterior, los miembros cesan por 
renuncia formalizada ante la Comisión Interinsular Asesora de Comercio o cuando se 
produzca cualquier otra causa que los inhabilite para el ejercicio de funciones o cargos 
públicos.

6. El vicepresidente o la vicepresidenta tiene que sustituir al presidente o la presidenta 
en el supuesto de vacante, ausencia, enfermedad o cualquier otra causa legal.

7. En aquellos asuntos cuya aprobación se acuerde que se tiene que hacer por votación 
de los miembros de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio, se puede delegar el voto, 
siempre que conste por escrito.

Artículo 9.  Funciones.
1. Son funciones de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio las siguientes:
a) Atender consultas sobre cualquier cuestión que afecte a la actividad comercial de las 

Illes Balears.
b) Estudiar y dar su opinión sobre las medidas de impulso de la actividad comercial que 

tengan que ser aprobadas por la Administración de la comunidad autónoma.
c) Conocer los proyectos de ley y de disposiciones generales que afecten al comercio y 

colaborar con propuestas relativas al comercio de las Illes Balears.
d) Conocer las propuestas de declaración de zona de gran afluencia turística antes de la 

resolución del órgano competente en materia de comercio.
e) Cualquier otra que le atribuyan las normas de rango legal o reglamentarias.
2. Los pronunciamientos de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio no tienen 

carácter vinculante.
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Artículo 10.  Régimen interno.
1. La Comisión Interinsular Asesora de Comercio se debe reunir como mínimo dos veces 

el año.
2. La Comisión Interinsular Asesora de Comercio se considera válidamente constituida 

cuando concurren, en única convocatoria, como mínimo, la mitad más uno de los miembros 
que la componen. En cualquier caso, es necesaria para la válida constitución de este órgano 
la presencia del presidente o la presidenta y del secretario o la secretaria, o de las personas 
que los sustituyan.

3. La Comisión Interinsular Asesora de Comercio tiene que impulsar la constitución de 
grupos de trabajo para tratar temas específicos.

4. Las reuniones de la Comisión Interinsular Asesora de Comercio se pueden hacer de 
forma presencial o por videoconferencia.

5. El consejero o la consejera competente en materia de comercio puede convocar a 
técnicos, asesores o expertos cuando la Comisión Interinsular Asesora de Comercio o los 
grupos de trabajo lo consideren necesario por razón de la materia que se ha de tratar y para 
un mejor cumplimiento de sus funciones.

6. Es de aplicación supletoria lo que prevé la legislación aplicable en materia de 
funcionamiento de los órganos colegiados.

TÍTULO II
Establecimientos comerciales

CAPÍTULO I
Concepto y categorías

Artículo 11.  Concepto de establecimiento comercial.
1. Tienen la consideración de establecimientos comerciales las instalaciones ubicadas en 

el suelo de manera fija y permanente, cubiertas o sin cubrir, exentas o no, exteriores o 
interiores de una edificación, con escaparates o sin ellos, donde se ejercen regularmente 
actividades comerciales de venta de productos al por mayor o al por menor, o de prestación 
de los servicios al público que se deriven de ellas, destinados al ejercicio regular de 
actividades comerciales, así como cualesquiera otros recintos delimitados que reciban esta 
calificación en virtud de una disposición legal o reglamentaria.

2. Los establecimientos comerciales pueden tener carácter individual o colectivo. Se 
consideran establecimientos de carácter colectivo los conformados por un conjunto de 
establecimientos comerciales individuales, integrados en un edificio o complejo de edificios, 
en un recinto o área común urbanizada, en los cuales se ejercen las actividades respectivas 
de forma empresarialmente independiente, siempre que compartan la utilización de 
elementos y servicios comunes.

3. Son tiendas de conveniencia los establecimientos con las características siguientes:
a) Disponen de una superficie útil de exposición y venta no superior a 500 m2.
b) Permanecen abiertos al público al menos 18 horas al día.
c) Distribuyen su oferta, de manera similar, entre los productos siguientes: libros, prensa 

y revistas, productos de alimentación, discos, vídeos, juguetes, regalos y productos diversos.
El cierre temporal de este tipo de establecimiento no implica la pérdida de su condición.
4. Se entiende por superficie útil de exposición y venta todo el espacio accesible al 

público, así como el ocupado por mostradores, escaparates y expositores, y los espacios de 
detrás de los mostradores y otros espacios destinados a la presentación, la dispensación y el 
cobro de los productos.

5. No se computa como superficie de venta la destinada a aparcamiento situada al aire 
libre o bajo tierra, ni los lugares exteriores donde no se expongan productos para venderlos, 
ni tampoco el espacio anterior a las cajas registradoras, las zonas de almacenaje no 
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accesibles al público, las de manipulación y las de servicios y de infraestructuras 
relacionados con la actividad de comercio.

Artículo 12.  Concepto de gran establecimiento comercial.
1. En las Illes Balears tienen la consideración de gran establecimiento comercial los 

establecimientos comerciales al por mayor o al por menor, individuales o colectivos, que 
tengan una superficie útil para la exposición y la venta superior a 700 m2 en la isla de 
Mallorca, a 400 m2 en las islas de Menorca y de Ibiza, y a 300 m2 en la isla de Formentera.

2. Cuando el objeto del establecimiento sea la exposición y la venta de manera exclusiva 
de automóviles y vehículos de motor, de maquinaria, de equipo industrial, de embarcaciones, 
de aeronaves, de muebles de todo tipo, de material de construcción y de elementos propios 
de cocina y baño, tienen la consideración de gran establecimiento comercial los 
establecimientos al por mayor o al por menor que tengan una superficie útil para la 
exposición y la venta superior a 2.000 m2 en la isla de Mallorca, a 1.500 m2 en las islas de 
Menorca y de Ibiza, y a 400 m2 en la isla de Formentera.

3. Los mercados municipales y los mercados ambulantes no tienen la consideración de 
gran establecimiento comercial, aunque superen las superficies comerciales señaladas en el 
apartado 1 de este artículo.

Artículo 13.  Autorización autonómica para la instalación de gran establecimiento comercial.
1. Se requiere autorización única para las siguientes actuaciones:
a) La implantación y la ampliación de las instalaciones destinadas a establecimientos del 

tipo gran establecimiento comercial.
b) La apertura o la ampliación de los establecimientos individuales situados dentro de los 

mercados municipales si tienen una superficie útil para la exposición y venta que supere los 
límites establecidos en el artículo 12.

2. El procedimiento para el otorgamiento de la autorización se tramita ante la dirección 
general competente en materia de comercio e integra la intervención de la administración 
urbanística y del resto de administraciones con competencias sectoriales afectadas.

Artículo 14.  Procedimiento de autorización autonómica de instalación de gran 
establecimiento comercial.

1. Para la obtención de la autorización a que hace referencia el artículo anterior, las 
personas o entidades interesadas tienen que presentar una solicitud de autorización 
comercial mediante el formulario normalizado, acompañada de la documentación que se 
establezca reglamentariamente.

2. El establecimiento se tiene que situar en una parcela que tenga la clasificación de 
suelo urbano de acuerdo con el planeamiento urbanístico municipal y tenga la condición de 
solar.

3. El establecimiento tendrá que contar con el informe favorable del ayuntamiento 
respecto de su incidencia en las infraestructuras y los servicios públicos. También será 
necesario el informe favorable del consejo insular respectivo sobre la incidencia en las 
infraestructuras y los servicios públicos supramunicipales. Estos informes podrán imponer la 
adopción de medidas compensadoras sobre las externalidades negativas que genere la 
implantación o la ampliación del gran establecimiento comercial.

4. La instrucción del procedimiento tiene que incluir los trámites que se determinen 
reglamentariamente a los cuales tiene que poner fin una resolución motivada dictada por el 
consejero competente en materia de comercio.

5. El plazo para dictar y notificar la resolución es de tres meses. Una vez transcurrido 
este plazo, la autorización se entenderá estimada. El plazo podrá ser objeto de suspensión 
de acuerdo con la legislación de procedimiento administrativo.

6. La solicitud iniciadora del procedimiento regulado en este artículo, para la instalación o 
la ampliación de gran establecimiento comercial, da lugar a la exigencia de la tasa 
correspondiente.
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Artículo 15.  Caducidad y revocación de la autorización autonómica de instalación de gran 
establecimiento comercial.

1. La autorización autonómica de instalación de gran establecimiento comercial tiene 
vigencia indefinida. No obstante, esta autorización se debe declarar caducada, una vez 
tramitado previamente el procedimiento correspondiente, con audiencia a la persona 
interesada, en los siguientes supuestos:

a) Por haber transcurrido el plazo de cuatro meses, a contar desde la notificación de la 
autorización autonómica de gran establecimiento comercial, sin que se haya solicitado al 
ayuntamiento respectivo el título habilitante para llevar a cabo la actividad.

b) Por haberse incumplido el plazo que fije el título habilitante municipal para llevar a 
cabo la actividad.

De conformidad con la normativa reguladora del procedimiento administrativo, se puede 
conceder una ampliación de los plazos establecidos cuando lo aconsejen las circunstancias.

2. La autorización autonómica de instalación de gran establecimiento comercial se puede 
revocar una vez tramitado previamente el procedimiento correspondiente, con audiencia a la 
persona interesada, sin que eso implique ninguna indemnización, en los siguientes 
supuestos:

a) Por haberse incumplido las determinaciones que establezca la autorización 
autonómica de gran establecimiento comercial.

b) Por haberse denegado o por haber caducado el título habilitante municipal para llevar 
a cabo la actividad.

Artículo 16.  Centros comerciales urbanos.
1. Tienen la consideración de centro comercial urbano, a efectos de esta ley, aquellos 

ámbitos urbanos donde hay una agrupación representativa de empresas comerciales que, 
en un área urbana delimitada y vinculadas a través de una entidad con personalidad jurídica, 
llevan a cabo profesionalmente una estrategia conjunta de mejora socio-económica del 
entorno, especialmente a través de acciones de promoción, gestión de servicios y 
dinamización económica.

2. Los centros comerciales urbanos se tienen que ubicar en espacios urbanos 
caracterizados por tener altas concentraciones de comercios y servicios, y situados en 
ámbitos de reconocida tradición en el desarrollo de la función comercial, con inclusión de los 
mercados permanentes municipales como un elemento activo de la vertebración urbana. La 
delimitación de los centros comerciales urbanos tiene que responder a criterios de tipo 
económico, comercial, turístico, social, histórico, urbanístico y medioambiental.

CAPÍTULO II
Horarios comerciales

Artículo 17.  Horario general en días laborables.
Cada comerciante puede determinar libremente el horario de apertura y cierre de su 

establecimiento, con un máximo de 90 horas semanales en días laborables.

Artículo 18.  Domingos y otros festivos de apertura comercial autorizada.
1. El número anual de domingos y otros festivos que los comercios pueden permanecer 

abiertos al público será de diez días.
2. Cada año se tienen que determinar las fechas de los domingos y otros festivos en que 

los establecimientos comerciales puedan permanecer abiertos al público, mediante una 
resolución del órgano competente en materia de comercio.

3. Para determinar los domingos y otros festivos a que se refiere este artículo se tiene 
que atender prioritariamente al atractivo comercial de los días para los consumidores, de 
acuerdo con los siguientes criterios:
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a) La apertura al menos en un día festivo cuando haya coincidencia de dos o más días 
festivos continuados.

b) La apertura los domingos y otros festivos correspondientes a periodos de más 
concentración de rebajas.

c) La apertura los domingos y otros festivos donde haya más afluencia turística.
d) La apertura los domingos y otros festivos en la campaña de Navidad.
4. Los ayuntamientos pueden sustituir, para sus términos municipales, hasta dos días del 

total de domingos y festivos que cada año se determinen, de acuerdo con lo siguiente:
a) La resolución anual que determine los domingos y otros festivos que los 

establecimientos comerciales pueden permanecer abiertos al público señalará las dos 
fechas que pueden ser susceptibles de sustitución de entre el total de días determinados.

b) El ayuntamiento interesado tiene que comunicar al órgano competente en materia de 
comercio el cambio que ha decidido efectuar antes del quince de noviembre. En caso 
contrario, se considerará que no quiere efectuar ningún cambio respecto de los días 
determinados.

5. Además de lo que establece el apartado 1 de este artículo, con carácter excepcional, 
el órgano competente en materia de comercio puede autorizar, previa consulta a la Comisión 
Interinsular Asesora de Comercio, la apertura de los establecimientos comerciales al público 
en domingo o festivo cuando concurran circunstancias especiales que supongan una 
significativa mayor afluencia de visitantes.

Artículo 19.  Establecimientos con régimen especial de horarios.
Tienen plena libertad para determinar los días y las horas de apertura al público:
a) Los establecimientos comerciales en los cuales la oferta habitual sea 

predominantemente la venta de pastelería y repostería, pan, platos preparados, prensa, 
combustibles y carburantes, y flores y plantas.

b) Los establecimientos comerciales instalados en estaciones, puertos, aeropuertos y 
medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo, y los situados dentro de los 
establecimientos hoteleros.

c) Los establecimientos comerciales situados en las zonas de gran afluencia turística.
d) Las tiendas de conveniencia, con la especificidad de permanecer abiertas al público al 

menos dieciocho horas al día de acuerdo con el artículo 11.3 de esta ley.
e) Los mercados y mercadillos de venta ambulante autorizados por los ayuntamientos.
f) Los establecimientos del entorno inmediato de los mercados y mercadillos a que se 

refiere el apartado anterior siempre que se den las siguientes condiciones:
Que los mercados y mercadillos de venta ambulante hayan sido autorizados por los 

ayuntamientos antes del día 18 de diciembre de 2016.
Que se encuentren ubicados en un radio máximo de 300 metros lineales, debidamente 

delimitado por la correspondiente entidad local con especificación de los viales que 
conforman el perímetro. Los ayuntamientos comunicarán la delimitación que hayan aprobado 
al órgano competente en materia de comercio.

g) Los establecimientos comerciales diferentes de los anteriores, con una superficie útil 
de exposición y venta de hasta 300 m2, exceptuando los que pertenezcan a empresas o 
grupos de distribución que no tengan la consideración de pequeña o mediana empresa 
según la legislación vigente.

Artículo 20.  Publicidad del horario comercial.
Todos los establecimientos comerciales tienen que exponer la información de los días y 

el horario diario de abertura y de cierre, en un lugar y de manera visible, tanto en el interior 
como en el exterior, incluso cuando el establecimiento esté cerrado.
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Artículo 21.  Zonas de gran afluencia turística.
1. Se entienden por zonas de gran afluencia turística, a efectos de los horarios 

comerciales, las áreas que coincidan con todo el término municipal o en parte de este en las 
que concurra alguna de las circunstancias que se establecen en el artículo siguiente.

2. La declaración de las zonas de gran afluencia turística se puede extender a todo el 
año.

3. El órgano competente en materia de comercio es la autoridad que determina las zonas 
de gran afluencia turística, a propuesta de los ayuntamientos correspondientes.

4. Se excluyen de esta consideración las áreas de los polígonos industriales, salvo que 
el ayuntamiento justifique en su propuesta que en estas áreas concretas concurre alguna de 
las circunstancias que se establecen en el artículo siguiente.

5. Los establecimientos comerciales situados en una zona que se declare de gran 
afluencia turística tienen plena libertad para determinar los días y las horas de apertura al 
público, de acuerdo con el artículo 19.c), en los periodos del año aprobados en la 
declaración de zona de gran afluencia turística.

Artículo 22.  Circunstancias para la declaración de zona de gran afluencia turística.
Las circunstancias para considerar una zona de gran afluencia turística son las 

siguientes:
1. Existencia de una concentración suficiente, cuantitativa o cualitativamente, de plazas 

en alojamientos y establecimientos turísticos o bien en el número de segundas residencias 
respecto de las que constituyen residencia habitual. Esta circunstancia se tiene que acreditar 
con alguno de los criterios siguientes:

a) Número de plazas en empresas turísticas de alojamiento en relación con la población 
de derecho de la zona o las zonas solicitadas.

b) Incremento de residuos sólidos urbanos, de demanda energética, de demanda de 
agua en la zona durante el periodo solicitado en relación con la media anual o incremento de 
las ventas en establecimientos comerciales de la zona propuesta en relación con los meses 
con menos ventas.

2. Que la zona propuesta haya sido declarada patrimonio de la humanidad o se localice 
un bien inmueble de interés cultural integrado en el patrimonio histórico-artístico y siempre 
que este determine de forma objetiva una significativa mayor afluencia turística. Esta 
circunstancia se tiene que acreditar con alguno de los criterios siguientes:

a) Declaraciones y delimitaciones perimetrales de la zona declarada patrimonio de la 
humanidad.

Este carácter general sólo afectará a la parte del término municipal donde el bien 
inmueble justifique esta mayor afluencia de visitantes. Excepcionalmente podrá afectar a 
todo el término municipal cuando este bien inmueble justifique de manera clara una mayor 
afluencia de visitantes en todo el término municipal.

b) Descripción del bien inmueble de interés cultural.
3. Que la zona propuesta limite o constituya áreas de influencia de otras zonas 

fronterizas.
4. Celebración de grandes acontecimientos deportivos o culturales de carácter 

autonómico, nacional o internacional. Esta circunstancia se tiene que acreditar de acuerdo 
con lo siguiente:

a) Número y descripción de celebraciones al año.
b) Número de participantes no locales.
En este supuesto, la declaración de zona de gran afluencia turística fijará su duración.
5. Proximidad a áreas portuarias donde operen cruceros turísticos y que registren una 

afluencia significativa de visitantes, siempre que esto se acredite con el número de visitantes 
arribados a puerto detallado por temporadas de verano y de invierno.

6. Que constituyan áreas cuyo principal atractivo sea el turismo de compras y el volumen 
de ventas en estas áreas justifique una significativa mayor afluencia turística.
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7. Cuando concurran circunstancias especiales que lo justifiquen, el ayuntamiento tiene 
que acreditar objetivamente estas circunstancias especiales en su propuesta.

8. En cualquier caso, a los municipios de más de 100.000 habitantes que hayan 
registrado más de 600.000 pernoctaciones en el año inmediatamente anterior, o que cuenten 
con puertos donde operen cruceros turísticos que hayan recibido en el año inmediatamente 
anterior al menos 200.000 pasajeros, se tiene que declarar, por lo menos, una zona de gran 
afluencia turística por aplicación de los criterios previstos en los apartados anteriores.

Artículo 23.  Procedimiento de declaración de zona de gran afluencia turística.
1. Los ayuntamientos, por medio de un acuerdo motivado adoptado por el Pleno, pueden 

presentar sus propuestas al órgano competente en materia de comercio. Las solicitudes 
deben incluir:

a) Certificado del secretario o la secretaria del ayuntamiento que recoja la aprobación del 
Pleno por el que se acuerda instar la determinación de zona de gran afluencia turística. El 
acuerdo tiene que incluir la exposición motivada de la propuesta, las razones que la 
fundamentan y la delimitación territorial y temporal de la zona o las zonas municipales a que 
se refiere.

b) Memoria descriptiva de la propuesta que debe contener la explicación de las razones 
que la fundamentan y tiene que especificar la extensión territorial a que se refiere –con los 
nombres de las calles que la delimitan– y los periodos del año para los cuales se solicita la 
aplicación del régimen de libertad de horarios. La propuesta debe incluir la justificación de 
las áreas que quedan excluidas, con indicación del número de comercios afectados, y otros 
documentos e información que se considere relevante.

c) Planos en los que se puedan identificar las calles y los viales que delimitan la zona o 
las zonas propuestas.

2. Una vez recibida la solicitud y admitido a trámite el expediente, el órgano competente 
en materia de comercio puede solicitar la documentación adicional que considere apropiada 
para la resolución del expediente.

3. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha de entrada de la solicitud 
en la consejería competente en materia de comercio, sin que se haya dictado y notificado la 
resolución, la propuesta se entenderá estimada.

Artículo 24.  Resolución y vigencia de la declaración.
1. El órgano competente en materia de comercio debe resolver el expediente, con la 

aprobación o la denegación de la declaración de la zona o las zonas propuestas.
2. La vigencia de la declaración queda supeditada al mantenimiento de las 

circunstancias que han motivado la declaración.
3. La resolución se tiene que notificar al ayuntamiento solicitante y, en el caso de 

aprobación, se debe publicar en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears».

TÍTULO III
Actividades de ventas

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 25.  Libertad de precios.
Los precios de venta de los productos tienen que ser los que determinen libremente los 

comerciantes, y ofrecidos, con carácter general, de acuerdo con lo que dispone la legislación 
sobre defensa de la competencia y sobre competencia desleal, sin perjuicio de la normativa 
reguladora de la venta con pérdida y las excepciones establecidas en leyes especiales.
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Artículo 26.  Consignación de precios.
Los precios de los productos ofrecidos se deben consignar en euros y se tienen que 

señalar en cada uno de los productos. Los precios también se tienen que consignar en los 
productos que se exponen en el escaparate, de forma que se puedan leer desde el exterior 
del establecimiento, sin perjuicio de lo que prevé la legislación aplicable en materia de 
protección de consumidores.

Artículo 27.  Venta con pérdida.
1. No se pueden ofrecer ni hacer ventas al público con pérdida, salvo en los supuestos 

regulados en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista. En 
cualquier caso, se tiene que respetar lo que dispone la Ley de competencia desleal.

2. A efectos del apartado anterior, se considera que existe venta con pérdida cuando el 
precio aplicado a un producto es inferior al de adquisición según la factura, deducida la parte 
proporcional de los descuentos que figuren, o al de reposición si fuera inferior a aquel o al 
coste efectivo de producción si el artículo hubiera sido fabricado por el comerciante mismo, 
incrementados en las cuotas de los impuestos indirectos que graven la operación.

Artículo 28.  Ventas promocionales.
1. Son ventas promocionales aquellas que ofrecen a los consumidores productos en 

condiciones más ventajosas que las habituales en el comercio, mediante cualquier otro tipo 
de incentivos.

2. Se consideran ventas promocionales las ventas en promoción o en oferta, las ventas 
con obsequio, las ventas en rebaja, las ventas de saldos, las ventas en liquidación y la venta 
de excedentes de producción.

3. Las denominaciones antes mencionadas únicamente se pueden utilizar para anunciar 
las ventas que se ajusten a la regulación respectivamente establecida en esta ley y queda 
expresamente prohibida la utilización de las denominaciones mencionadas o de otras 
similares para anunciar ventas que no respondan al concepto legal correspondiente.

4. La utilización de las denominaciones antes mencionadas que no se ajuste a la 
regulación respectivamente establecida para cada una de las actividades de promoción de 
ventas en esta ley, se reputará desleal cuando concurran las circunstancias previstas en el 
artículo 5 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de competencia desleal.

Artículo 29.  Requisitos generales de las ventas promocionales.
1. En cada uno de los artículos que se dispongan para la venta con reducción de precio, 

tiene que constar con claridad el precio anterior junto con el precio reducido, excepto que se 
trate de artículos puestos a la venta por primera vez.

No obstante, cuando se trate de una reducción porcentual de un conjunto de artículos, es 
suficiente el anuncio genérico de ésta, sin necesidad de que conste en cada uno de los 
artículos ofrecidos.

2. Se entiende por precio anterior o habitual aquel que haya sido aplicado sobre 
productos idénticos durante un periodo continuado de treinta días en los seis meses 
precedentes.

3. Las actividades de promoción de ventas se pueden simultanear en un mismo 
establecimiento comercial, excepto en los casos de ventas en liquidación, siempre que haya 
la debida separación entre éstas y se respeten los deberes de información.

4. En ningún caso, la utilización de las actividades de promoción de ventas se puede 
condicionar a la existencia de una reducción porcentual mínima o máxima.

5. En todo momento, el órgano competente en materia de comercio puede requerir a los 
comerciantes que practiquen cualquier modalidad de venta promocional información sobre 
las ofertas que hacen.

Artículo 30.  Publicidad.
1. La publicidad de las ventas promocionales debe ir acompañada de información 

suficiente y clara sobre sus condiciones y características, el precio habitual y reducido o el 
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porcentaje de descuento sobre el precio habitual, los productos que incluye y el periodo de 
vigencia de la promoción, y señalar de manera clara y visible la fecha de comienzo y de 
finalización.

2. La duración de la publicidad no tiene que exceder de la disponibilidad de existencias 
de los productos ofrecidos.

Artículo 31.  Artículos promocionados.
1. El comerciante no puede limitar el número de unidades de producto o productos 

promocionados que pueda adquirir cada comprador ni aplicar precios mayores o descuentos 
menores a medida que sea mayor la cantidad adquirida.

2. Cuando la oferta no sea suficiente para satisfacer toda la demanda, no se pueden 
establecer criterios discriminatorios de preferencia entre los compradores.

3. Cuando las promociones no lleguen a la mitad de los productos no se pueden 
anunciar como medida general.

4. Los artículos promocionados tienen que estar delimitados claramente y anunciados 
visiblemente por separado del resto de artículos y del resto de promociones que puedan 
concurrir en el establecimiento.

Artículo 32.  Prohibición de la venta en pirámide.
Se prohíbe la venta hecha por el procedimiento llamado en cadena o en pirámide. Son 

prácticas de venta en pirámide las que prevé el artículo 24 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, 
de competencia desleal, y, por lo tanto, son nulas de pleno derecho las condiciones 
contractuales contrarias a aquello que dispone este precepto.

CAPÍTULO II
Actividades de promoción de ventas

Artículo 33.  Ventas en promoción o en oferta.
1. A efectos de esta ley, se entiende por venta en promoción o en oferta la que tiene la 

finalidad de dar a conocer un nuevo producto o artículo, o conseguir el aumento de venta de 
los existentes, o el desarrollo de uno o diversos comercios.

2. La venta en promoción o en oferta tiene que ir precedida o acompañada de la 
suficiente información al público, en la cual tienen que figurar con claridad:

a) El producto o los productos objeto de la promoción.
b) Las condiciones de venta.
3. El comerciante debe disponer de existencias suficientes para hacer frente a la oferta. 

Si durante la promoción se agotan los productos ofrecidos, el comerciante puede prever el 
compromiso de la reserva del producto seleccionado durante un periodo determinado, en las 
mismas condiciones y precio de la oferta. No obstante, si el comprador no está conforme con 
esta medida o ha transcurrido el plazo de la reserva sin que el comerciante haya podido 
atender la demanda, el producto solicitado se tiene que sustituir por otro de condiciones y 
características similares.

4. Los artículos que se quieran vender como productos en promoción se pueden adquirir 
con esta finalidad exclusiva, no pueden estar deteriorados, ni ser de una calidad inferior a la 
de los mismos productos que tengan que ser objeto de una futura oferta ordinaria a precio 
normal.

Artículo 34.  Ventas con obsequio.
1. Se consideran ventas con obsequio aquellas en las cuales el comerciante utiliza 

concursos, sorteos, regalos, vales, premios o similares, vinculados a la oferta o promoción 
de productos regulados en el artículo anterior.

2. Son de aplicación a las ventas con obsequio las reglas siguientes:
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a) Durante el periodo de oferta de venta con obsequio queda prohibido modificar al alza 
el precio, así como disminuir la calidad del producto.

b) El número de existencias con que cuente el comerciante para hacer frente a la 
obligación de entrega de los obsequios, así como las bases por las que se regulan los 
concursos, sorteos o similares tienen que constar en el envase o envoltorio del producto de 
que se trate o, si éste falta, tienen que ser divulgados adecuadamente.

c) Los bienes o servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales se 
deben entregar al comprador en el momento de la compra o bien en un plazo máximo de un 
mes a contar desde que el comprador cumpla los requisitos exigidos.

Artículo 35.  Ventas en rebajas.
1. Se entiende que existe venta en rebajas cuando los artículos objeto de ésta se 

ofrecen, en el mismo establecimiento donde se ejerce habitualmente la actividad comercial, 
a un precio inferior al fijado antes de la venta mencionada.

2. Los artículos rebajados tienen que haber sido incluidos con anterioridad, y durante un 
mínimo de un mes, en la oferta habitual de ventas.

3. Corresponde a cada comerciante decidir libremente los periodos estacionales en que 
pueden tener lugar las rebajas, así como su duración.

En todo caso, las fechas de las rebajas se tienen que exhibir en los establecimientos 
comerciales en un lugar visible al público.

4. No se puede anunciar la venta en rebajas en un establecimiento comercial cuando 
afecte a menos de la mitad de los productos ofrecidos, sin perjuicio de que se pueda 
anunciar la de cada producto o artículo en concreto.

5. En el supuesto de que las ofertas en rebajas no afecten a la totalidad de los productos 
comercializados, los rebajados tienen que estar debidamente identificados y diferenciados 
del resto.

6. En todo caso, las reducciones de los precios se tienen que consignar haciendo figurar 
de forma clara el precio habitual y el reducido o el porcentaje de descuento.

7. No podrán ser objeto de rebajas productos deteriorados, con desperfectos, que 
presenten cualquier falta en relación con el mismo producto original puesto a la venta, u 
obsoletos. No se podrán poner a la venta en rebajas las unidades de producto adquiridas 
con esta finalidad.

Artículo 36.  Ventas en liquidación.
1. Se entiende por venta en liquidación la venta de carácter excepcional y de finalidad 

extintiva de determinadas existencias, en los términos que se establecen en la normativa 
estatal básica.

2. Las ventas en liquidación tienen que cumplir los requisitos siguientes:
a) En el supuesto de que una empresa sea titular de diversos establecimientos 

comerciales de la misma actividad, el cese total o parcial de la actividad de comercio tiene 
que ser de todos. El cierre total o parcial de un solo punto de venta no tiene la consideración 
de cese total o parcial, sino de cambio de local.

b) La liquidación por la realización de obras de importancia solo es posible cuando estas 
requieran el cierre del local.

c) La liquidación en los supuestos de fuerza mayor solo es posible cuando obstaculice el 
desarrollo normal del negocio por un periodo continuado como mínimo de un mes.

d) La liquidación de los productos se tiene que efectuar en el mismo local o locales 
afectados donde se vendía habitualmente, excepto en los casos de cierre inminente del local 
y en los de fuerza mayor.

e) Los anuncios de venta en liquidación tienen que indicar su causa y la fecha de inicio y 
de finalización.

f) En el supuesto de cese parcial se deben indicar los productos objeto de liquidación.
g) En todo caso, se debe comunicar al órgano competente en materia de comercio este 

tipo de venta de carácter excepcional.
3. La duración máxima de la liquidación es de un año.
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Artículo 37.  Ventas de saldos.
1. Se considera venta de saldos la de productos cuyo valor de mercado aparezca 

manifiestamente disminuido a causa del deterioro, el desperfecto, el desuso o la 
obsolescencia de éstos, sin que un producto tenga esta consideración por el solo hecho de 
ser un excedente de producción o de temporada.

2. Esta modalidad de venta tiene que cumplir las siguientes determinaciones:
a) Los artículos objeto de venta tienen que estar debidamente identificados y separados 

del resto de las promociones.
b) En el lugar de venta debe figurar la denominación de saldos o restos y se tiene que 

hacer constar la fecha de inicio y de finalización. En caso de ser permanentes, se debe 
hacer constar esta circunstancia.

c) Se tiene que prestar atención especial a que las sugerencias de la existencia de 
ventajas económicas para el consumidor se correspondan con la realidad de los productos 
de que sean objeto.

d) Si se ofrecen como saldos artículos defectuosos o deteriorados, tiene que constar 
expresamente esta circunstancia, de manera que sean susceptibles de ser identificados por 
el consumidor.

3. En el exterior de los establecimientos dedicados principalmente a la venta de saldos 
con carácter habitual y permanente, se tiene que señalar claramente esta circunstancia.

4. Los establecimientos dedicados de manera exclusiva a la venta de saldos pueden 
ofrecer artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la finalidad de ser 
vendidos como saldos o restos.

Artículo 38.  Venta de excedentes de producción o de temporada.
1. La venta de artículos excedentes de producción o de temporada que no tengan la 

condición de saldos, se puede anunciar y se puede efectuar bajo las denominaciones 
comerciales outlet, factory o establecimiento de restos de fábrica, tanto en establecimientos 
dedicados principalmente a este tipo de venta como en secciones de un establecimiento 
claramente separadas y diferenciadas del resto de artículos del establecimiento.

2. Únicamente los establecimientos dedicados principalmente a este tipo de venta 
pueden utilizar las denominaciones comerciales oulet, factory o establecimiento de restos de 
fábrica.

3. No podrán venderse productos expresamente fabricados para ser distribuidos en este 
tipo de establecimientos.

4. Los precios de venta de los artículos excedentes de producción o de temporada que 
estén a la venta en este tipo de establecimientos deberán ser inferiores al precio de venta de 
los de los circuitos convencionales.

CAPÍTULO III
Ventas especiales

Artículo 39.  Venta automática.
1. La venta automática es la forma de distribución detallista en la cual se pone a 

disposición del consumidor un producto o servicio para que éste lo adquiera mediante la 
acción de cualquier tipo de mecanismo y después de pagar su importe.

2. Los diferentes modelos de máquinas para la venta automática tienen que cumplir la 
normativa técnica que sea de aplicación.

3. En todas las máquinas de venta tiene que figurar con claridad:
a) La información referida al producto y al comerciante que lo ofrece: el tipo de producto 

ofrecido, el precio, la identidad del ofertante y una dirección y teléfono donde se atiendan las 
reclamaciones.

b) La información relativa a la máquina que expende el producto: el tipo de monedas que 
admite, las instrucciones para obtener el producto deseado y la acreditación del 
cumplimiento de la normativa técnica aplicable.
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4. Todas las máquinas de venta tienen que permitir la recuperación automática del 
importe introducido en el caso de no facilitar el artículo solicitado.

5. En caso de que las máquinas de venta estén instaladas en un local destinado al 
desarrollo de una empresa o actividad privada, los titulares de la empresa o actividad deben 
responder solidariamente con los titulares de las máquinas ante el comprador del 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la venta automática.

6. Se prohíbe la venta automática de bebidas alcohólicas a personas menores de 
dieciocho años. Las máquinas de venta tienen que incorporar los mecanismos técnicos 
adecuados para impedirles el acceso.

Artículo 40.  Venta a distancia.
1. Se considera venta a distancia la realizada sin la presencia física simultánea del 

comprador y del vendedor, siempre que su oferta y la aceptación se hagan de manera 
exclusiva a través de una técnica cualquiera de comunicación a distancia y dentro de un 
sistema de contratación a distancia organizado por el vendedor.

2. Las ventas a distancia se deben regir por esta ley y por la legislación estatal que sea 
aplicable, en particular por la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio 
minorista.

Artículo 41.  Concepto de comercio electrónico.
1. A efectos de esta ley, el comercio electrónico consiste en la compra y venta de 

productos a través de Internet como medio principal de un comercio para realizar sus 
transacciones.

2. Cuando la venta se lleve a cabo a través de medios electrónicos, se debe aplicar 
preferentemente la normativa específica sobre servicios de la sociedad de información y de 
comercio electrónico.

Artículo 42.  Tipo de comercio electrónico.
Se distinguen dos tipos de comercio electrónico:
a) El comercio virtual con establecimiento físico, que se refiere al que ejerce un comercio 

con establecimiento físico y que complementa y potencia sus ventas tradicionales dando un 
servicio extra.

b) El comercio virtual sin establecimiento físico, que hace referencia a los fabricantes o 
productores que venden sus productos directamente o a los comercios electrónicos que 
venden productos que les proporciona un tercero, ya sea el fabricante o un proveedor.

Artículo 43.  Venta a domicilio.
1. Se entiende por venta a domicilio la llevada a cabo profesionalmente mediante la visita 

del vendedor o de sus empleados o agentes en el domicilio de los posibles compradores, en 
los lugares de ocio o trabajo y similares.

2. Las ventas a domicilio se deben regir, además de hacerlo por esta ley y por las 
disposiciones reglamentarias, por la normativa vigente en materia de protección de los 
consumidores y usuarios.

CAPÍTULO IV
Venta ambulante

Artículo 44.  Venta ambulante o no sedentaria. Concepto.
1. Se considera venta ambulante o no sedentaria la realizada fuera de un 

establecimiento comercial permanente, de manera habitual, ocasional, periódica o 
continuada, en los perímetros o lugares debidamente autorizados, en instalaciones 
comerciales desmontables o transportables, incluyendo los camiones tienda.

2. En todo caso, este tipo de venta únicamente se puede llevar a cabo en mercados fijos, 
periódicos u ocasionales, así como en lugares instalados en la vía pública.
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3. Las actividades de venta ambulante o no sedentaria no pierden su condición por el 
hecho de que se lleven a cabo sobre suelo de propiedad o titularidad privada.

Artículo 45.  Modalidades de venta ambulante.
El ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria se puede llevar a cabo en alguna de 

las modalidades siguientes:
a) Venta en mercados ocasionales.
b) Venta en mercados periódicos.
c) Venta en la vía pública.
d) Venta en camiones tienda.

Artículo 46.  Tipo de producto objeto de venta.
1. Todos los productos pueden ser objeto de venta no sedentaria siempre que cumplan la 

normativa en materia de protección de la salud pública, de seguridad alimentaria y de 
seguridad de los consumidores, excepto que lo prohíba expresamente la normativa vigente.

2. Los ayuntamientos tienen que velar por el cumplimiento de lo que se establece en el 
punto anterior y pueden limitar los tipos de productos objeto de venta en cada caso.

Artículo 47.  Régimen jurídico.
Son de aplicación a esta modalidad de venta las prescripciones de esta ley, las de la Ley 

7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista, sin perjuicio de la normativa 
en materia de defensa de consumidores y usuarios, y de protección de la salud pública y la 
seguridad alimentaria.

Artículo 48.  Autorizaciones.
1. La venta ambulante solo se puede ejercer con la autorización previa de los 

ayuntamientos, los cuales tienen que establecer su procedimiento de concesión, que debe 
respetar el régimen de concurrencia competitiva y tiene que garantizar la transparencia, la 
imparcialidad y la publicidad adecuadas del proceso de concesión.

2. El procedimiento para otorgar la autorización municipal se debe llevar a cabo con 
criterios claros, sencillos, objetivos, que se tienen que dar a conocer con antelación. En todo 
caso, la autorización del ayuntamiento debe determinar la duración y la localización para 
ejercer la actividad.

3. El comerciante tiene que solicitar una autorización municipal por cada emplazamiento 
concreto y por cada modalidad de venta ambulante o no sedentaria que quiera ejercer.

4. Los puestos de venta no se pueden situar en los accesos a edificios de uso público, 
ante establecimientos comerciales e industriales de tal manera que impidan o dificulten el 
acceso o la visibilidad de los escaparates, ni en lugares que dificulten el acceso y la 
circulación.

Artículo 49.  Duración.
1. La autorización municipal debe tener duración limitada, por causa de la disponibilidad 

de suelo público habilitado. Para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria en 
mercados periódicos la duración de la autorización no puede ser superior a un año.

2. Excepcionalmente, la autorización puede ser superior a este plazo en caso de 
inversiones, en los supuestos establecidos por cada ayuntamiento. En todo caso, la duración 
de la autorización no puede ser superior a siete años.

3. La vigencia de la autorización municipal para los mercados ocasionales y para la 
venta en circunstancias especiales se debe limitar a la duración del acontecimiento 
específico.

Artículo 50.  Renovación.
1. La renovación de la autorización no es automática, sino que se debe solicitar a 

instancia de parte.
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2. Las administraciones competentes tienen que informar a las personas titulares de una 
autorización vigente del inicio del procedimiento para las nuevas concesiones de 
autorización.

3. Los cambios en los elementos fundamentales de la autorización deben ser motivados.

Artículo 51.  Transmisión.
1. La autorización no es transmisible.
2. Excepcionalmente, se podrá transmitir, con la comunicación previa al ayuntamiento 

competente, únicamente en caso de defunción o imposibilidad sobrevenida al titular de llevar 
a cabo la actividad:

a) En favor del cónyuge o pareja de hecho, de los ascendientes y descendientes en 
primer grado.

b) En favor de los trabajadores por cuenta del titular de la autorización municipal que 
acrediten una antigüedad mínima de un año.

3. El sustituto tiene que continuar la actividad de venta ambulante durante el resto del 
periodo de vigencia de la autorización, y sin perjuicio de la necesidad de cumplir los 
requisitos para el ejercicio de la venta ambulante y el resto de obligaciones que se puedan 
derivar.

Artículo 52.  Revocación.
Las autorizaciones pueden ser revocadas por los ayuntamientos en caso de 

incumplimiento de la normativa de comercio y de las normas sectoriales. Esta revocación 
debe ser motivada.

Artículo 53.  Inspección y sanción.
La inspección y la sanción de las infracciones en materia de venta ambulante son 

competencia de cada ayuntamiento, sin perjuicio de las competencias que la legislación 
vigente pueda atribuir a las distintas administraciones públicas en materia de inspección y 
ejercicio de la potestad sancionadora en materia de defensa de consumidores y usuarios, y 
de protección de la salud pública y la seguridad alimentaria.

Artículo 54.  Ordenanzas municipales.
Las ordenanzas municipales que regulan la venta ambulante o no sedentaria tienen que 

especificar, en todo caso:
a) La zona de emplazamiento para el ejercicio de la venta ambulante o no sedentaria.
b) Los días y los horarios en que se puede ejercer la actividad.
c) El tipo de productos autorizados.
d) Las condiciones de los puestos de venta y de sus productos.
e) El número máximo de autorizaciones que se pueden conceder.
f) La duración de la autorización.
g) El procedimiento y los criterios para otorgar las autorizaciones.
h) Los criterios excepcionales a considerar con ocasión de la celebración de fiestas y 

acontecimientos públicos.
i) El régimen de inspección, infracción y sanción.
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TÍTULO IV
Función inspectora y régimen sancionador

CAPÍTULO I
Inspección

Artículo 55.  Órganos competentes.
Corresponde al Gobierno de las Illes Balears, a través de la consejería competente en 

materia de comercio, el ejercicio de la función inspectora con el fin de garantizar el 
cumplimiento de esta ley, sin perjuicio de los convenios de colaboración que se puedan 
suscribir con los consejos insulares y con los ayuntamientos, con el fin de coadyuvar en la 
gestión de la ordenación de la actividad comercial, y de las competencias que correspondan 
a otras administraciones públicas.

Artículo 56.  Personal de la inspección.
1. El personal funcionario adscrito al órgano competente en materia de comercio 

debidamente acreditado debe llevar a cabo la inspección, la vigilancia y el control de la 
materia objeto de esta ley y tiene la condición de agente de la autoridad y puede solicitar la 
cooperación de las fuerzas y los cuerpos de seguridad del Estado y de la policía local.

La constatación de hechos que hagan y que formalicen en el documento de inspección 
correspondiente tiene valor probatorio.

2. El personal de la inspección debidamente acreditado tiene la obligación de exhibir esta 
acreditación cuando ejerza sus funciones.

3. El personal de la inspección de comercio tiene que actuar con independencia, sin 
perjuicio de la vinculación orgánica y funcional a la autoridad administrativa. Tiene la 
obligación de cumplir el deber de secreto profesional.

4. A efectos de comprobar los datos o completar las actuaciones de inspección, el 
personal de inspección puede acceder de oficio a las bases de datos interoperables de la 
misma administración o de otras administraciones públicas.

Artículo 57.  Procedimiento de inspección.
1. En el ejercicio de sus funciones, el personal inspector puede visitar todo tipo de 

establecimientos que tengan relación directa o indirecta con la investigación que lleve a 
cabo. Puede también requerir la colaboración de cualquier persona física o jurídica que, de 
forma directa o indirecta, pueda tener alguna relación con el objeto de la inspección, así 
como solicitar los documentos mercantiles, contables o de cualquier otro tipo que considere 
relevantes para la investigación.

2. Cuando, por la naturaleza de las diligencias y para mejorar su realización, se 
requieran la documentación y las comparecencias a las cuales se hace referencia en el 
punto anterior, se puede hacer durante la visita inspectora o por cualquier medio aceptado 
en derecho en la empresa inspeccionada, en los locales relacionados con la actividad y en 
las dependencias de los mismos órganos de control.

3. También se pueden llevar a cabo investigaciones de mercado, destinadas a la 
obtención de información que permita conocer y hacer estudios del mercado en el sector 
comercial, con la finalidad de ser incluidos en las actuaciones de vigilancia y control.

Artículo 58.  Contenido de las actas de inspección.
1. Si durante su actuación el personal inspector detecta la existencia de indicios de 

infracción de la normativa comercial, debe extender acta, en la cual se tienen que hacer 
constar, como mínimo, los siguientes datos:

a) La identidad de la persona física o jurídica titular del establecimiento o la actividad 
objeto de inspección, incluyendo la identificación fiscal; así como de la persona que atiende 
la inspección, con indicación de la calidad en que actúan.

b) La identificación del inspector o la inspectora que actúa.
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c) El lugar, la fecha y la hora de la actuación inspectora.
d) Los hechos apreciados, las circunstancias que concurren o que sean de interés y las 

alegaciones que quieran formular los que atienden la inspección.
e) Las diligencias practicadas, si las hay, como pueden ser: control de documentos, 

pruebas practicadas, verificaciones, así como las requisitorias de documentación o 
comparecencia, que deben indicar los plazos o las fechas para llevarlas a cabo. Para 
efectuar estas diligencias, los órganos de control pueden solicitar la asistencia de técnicos 
especialistas, que deben actuar conjuntamente con el personal inspector.

f) La firma del personal inspector actuante así como de la persona o las personas 
comparecientes, en su caso, a las que se les tiene que advertir previamente del derecho que 
las asiste de hacer constar en acta las manifestaciones que deseen formular, relacionadas 
con el contenido de ésta.

2. La negativa a firmar del compareciente no invalida el acta. Si ésta se produce, se le 
tiene que comunicar que puede firmarla al único efecto de recepción del documento, hecho 
que se tiene que hacer constar.

3. El compareciente obtendrá de la inspección una copia de los documentos que se 
redacten durante su actuación, excepto cuando tengan carácter meramente estadístico o 
informativo.

4. Si, en el curso de la información reservada o una vez iniciado el procedimiento, el 
órgano competente o el instructor o la instructora, en su caso, consideran que hay identidad 
de sujeto, de hecho y de fundamento entre la presunta infracción administrativa y una 
posible infracción penal, deben trasladar las actuaciones al Ministerio Fiscal, con suspensión 
de las actuaciones administrativas.

5. Si el personal inspector durante las actuaciones que lleva a cabo detecta situaciones o 
hechos constitutivos de irregularidades de carácter formal, puede requerir, mediante un acta 
de inspección, que las situaciones o los hechos se corrijan bien inmediatamente o bien 
dentro del plazo que se conceda al efecto.

Una vez transcurrido el plazo concedido sin que se haya hecho la corrección, se seguirá 
la tramitación administrativa correspondiente.

6. Los inspectores deben documentar el resto de actuaciones mediante informes, 
diligencias y comunicaciones.

CAPÍTULO II
Infracciones administrativas

Artículo 59.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades de otra índole que se puedan derivar, 

constituyen infracciones administrativas en materia de comercio interior las acciones u 
omisiones tipificadas en esta ley.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 60.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en esta ley corresponde 

a la persona física o jurídica que haga las acciones u omisiones tipificadas en ella. Se 
presume que las han hecho los titulares de la empresa o de la actividad comercial de que se 
trate.

Artículo 61.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves las siguientes:
1. La no exhibición de la necesaria autorización, homologación o comunicación en la 

forma legal o reglamentaria establecida cuando ésta sea preceptiva.
2. El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre los días y las horas de 

apertura y de cierre de los establecimientos comerciales, o no hacerlo en un lugar visible del 
establecimiento.
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3. El incumplimiento de los horarios comerciales cuando no constituya falta grave o muy 
grave.

4. El incumplimiento de lo que dispone la Ley 7/1996 en relación con las ofertas de venta 
conjunta.

5. Omitir, en los anuncios de subastas, los requisitos establecidos en la Ley 7/1996.
6. El retraso en la devolución de las fianzas constituidas por los licitadores no 

adjudicatarios de las ventas en subasta.
7. No exhibir las fechas de las rebajas en los establecimientos comerciales en un lugar 

visible al público.
8. No consignar los precios, según lo que establece el artículo 26 de esta ley.
9. No cumplir los requisitos, las obligaciones y el resto de normas imperativas o 

prohibitivas contenidas en esta ley, en los términos establecidos en ésta y en la normativa 
reglamentaria de despliegue, cuando el incumplimiento de la norma no constituya una 
infracción grave o muy grave.

Artículo 62.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves las siguientes:
1. La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades o sus agentes y los funcionarios de la administración en el ejercicio de sus 
funciones de comprobación, y el suministro de información inexacta o incompleta.

2. Exigir precios superiores a aquéllos que hubieran sido objeto de fijación administrativa.
3. Abrir el establecimiento comercial un número de horas semanales superior a lo que 

establece la normativa vigente.
4. Hacer ventas con pérdidas, según lo que establece la Ley 7/1996.
5. El incumplimiento de la prohibición que describe el artículo 5.2 de esta ley.
6. La exposición y la venta de vehículos usados fuera de establecimientos comerciales 

sin autorización.
7. La falta de veracidad en los anuncios de prácticas promocionales calificando 

indebidamente las ventas u ofertas correspondientes.
8. No hacer figurar en cada uno de los artículos objeto de una venta promocional el 

precio habitual y el reducido o el porcentaje de descuento, cuando sea preceptivo.
9. No acompañar el anuncio de una venta promocional de toda la información prevista en 

el artículo 30 de esta ley.
10. Simultanear ventas promocionales sin cumplir las previsiones que establece esta ley.
11. Utilizar las actividades de promoción de ventas condicionadas a la existencia de una 

reducción porcentual mínima o máxima.
12. Limitar el número de unidades de producto o productos promocionados que pueda 

adquirir cada comprador o aplicar precios mayores o descuentos menores a medida que 
mayor sea la cantidad adquirida.

13. Establecer criterios discriminatorios de preferencia entre los compradores, cuando la 
oferta de los artículos promocionados no sea suficiente para satisfacer toda la demanda.

14. Incumplir la obligación de delimitar claramente y anunciar visiblemente los artículos 
promocionados del resto de artículos y promociones que puedan concurrir en el 
establecimiento.

15. Incumplir lo que establece el artículo 33 de esta ley sobre la disposición de 
existencias en las ventas en promoción.

16. Vender como productos en promoción artículos deteriorados o de una calidad inferior 
a la de los mismos productos que tengan que ser objeto de futura oferta ordinaria a precio 
normal.

17. Anunciar o realizar operaciones de venta en liquidación con incumplimiento de los 
requisitos establecidos al respecto.

18. La afectación de los objetos ofertados en las ventas con obsequio, en rebaja o en 
liquidación, por alguna causa que reduzca su valor del mercado.

19. Incumplir el artículo 34 de esta ley en relación con las ventas con obsequio.
20. Ofertar artículos que no estén dispuestos en el establecimiento para la venta a su 

precio habitual con un mes de antelación a la fecha del inicio de la venta en rebajas.
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21. Ofertar como rebajados artículos defectuosos o adquiridos expresamente con esta 
finalidad.

22. No identificar y diferenciar los artículos rebajados del resto, en el supuesto de que las 
ofertas en rebajas no afecten a la totalidad de los productos comercializados.

23. No hacer figurar de forma clara el precio habitual y el reducido o el porcentaje de 
descuento en la venta en rebajas.

24. Vender artículos o productos bajo la denominación de saldos cuando éstos no se 
ajusten a lo que establece esta ley.

25. No indicar claramente que se trata de un establecimiento dedicado principalmente a 
venta de saldos, según lo que establece el artículo 37 anterior.

26. No separar ni diferenciar claramente la venta de artículos excedentes de producción 
o de temporada que no tengan la condición de saldos del resto de artículos del 
establecimiento.

27. Utilizar las denominaciones comerciales outlet, factory o establecimiento de restos de 
fábrica, cuando no se trate de un establecimiento dedicado principalmente a la venta de 
excedentes de producción o de temporada.

28. Anunciar ventas como si fueran de fabricante o mayorista, con incumplimiento de lo 
que establece al respecto el artículo 35 de la Ley 7/1996.

29. Hacer ventas a distancia incumpliendo las condiciones y limitaciones que para estas 
ventas establece la Ley 7/1996.

30. La oferta de operaciones en cadena o pirámide, prohibida por la Ley 7/1996.
31. El incumplimiento de los plazos de garantía y servicios post-venta, así como de la 

custodia de los artículos.
32. La venta automática de bebidas alcohólicas a menores de dieciocho años.
33. La reincidencia en infracciones leves según lo que dispone el artículo 67 de la Ley 

7/1996.
34. El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de la actividad infractora.
35. Ejercer la venta ambulante sin la preceptiva autorización o sin ajustarse a ella.
36. No disponer de la autorización autonómica para la instalación de gran 

establecimiento comercial, cuando esta sea preceptiva.
37. Abrir el establecimiento comercial en domingo o día festivo no autorizado para la 

realización de actividades comerciales.

Artículo 63.  Infracciones muy graves.
Se consideran infracciones muy graves las siguientes:
1. La negativa o la resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida 

por las autoridades o sus agentes en el ejercicio de sus funciones de inspección, cuando se 
efectúe acompañada de violencia física o verbal o de cualquier otra forma de presión.

2. Las que, habiéndose calificado como graves, hayan supuesto una facturación superior 
a 300.000 euros.

3. La reincidencia en infracciones graves según lo que dispone el artículo 67 de la Ley 
7/1996.

Artículo 64.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones reguladas en esta ley prescriben: a los tres años, las calificadas de muy 

graves; a los dos años, las calificadas de graves; y a los seis meses, las calificadas de leves.

CAPÍTULO III
Sanciones

Artículo 65.  Tipología de las sanciones.
1. Las infracciones señaladas en esta ley tienen que dar lugar a la imposición de las 

sanciones siguientes:
a) Admonición.
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b) Multa.
c) Cierre del establecimiento o suspensión de la actividad comercial, por un plazo 

máximo de un año.
2. La comisión de las infracciones muy graves y graves lleva implícita la prohibición de 

obtener subvenciones y otras ayudas provenientes del órgano competente en materia de 
comercio durante un plazo máximo de dos años.

Artículo 66.  Sanciones.
Las sanciones aplicables para las infracciones son las siguientes:
a) Las infracciones leves se tienen que sancionar con admonición o multa de 150 euros 

hasta 1.500 euros.
b) Las infracciones graves se tienen que sancionar con una multa de 1.501 euros hasta 

30.000 euros.
c) Las infracciones muy graves se tienen que sancionar con una multa de 30.001 euros 

hasta 300.000 euros, y en el supuesto de que hayan significado un grave riesgo para la 
salud, un grave perjuicio económico o hayan generado una amplia alarma social, tienen que 
suponer, además, el cierre del establecimiento o la suspensión de la actividad comercial por 
un plazo máximo de un año.

Artículo 67.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se deben graduar sobre todo en función de la trascendencia social de 

la infracción, la situación de predominio del infractor en el mercado, la naturaleza de los 
perjuicios causados, el volumen de la facturación a la cual afecta, el grado de voluntariedad 
o de intencionalidad del infractor, la cuantía del beneficio obtenido, la capacidad económica 
del infractor y el plazo de tiempo durante el cual se haya cometido la infracción.

2. Cuando el beneficio que resulte de una infracción sea superior a la sanción que 
corresponda, ésta se puede incrementar en la cuantía equivalente al beneficio obtenido.

3. El pago voluntario de la sanción resultante de la comisión de cualquiera de las 
infracciones impuestas supondrá lo siguiente:

a) El pago voluntario que se haga efectivo antes de la propuesta de resolución de la 
sanción impuesta determinará una reducción del 50 % del importe fijado en la resolución de 
inicio del procedimiento, y se tiene que pagar en el plazo de quince días que se contarán 
desde el día siguiente al de la notificación de la resolución de inicio.

b) El pago voluntario que se haga efectivo antes de la resolución que ponga fin al 
procedimiento sancionador determinará una reducción del 25 % del importe fijado en el 
procedimiento, y se tiene que pagar en el plazo de diez días que se contarán desde el día 
siguiente al de la notificación de la propuesta de resolución.

Artículo 68.  Órganos competentes.
Los órganos competentes para resolver el procedimiento sancionador e imponer las 

sanciones, así como para adoptar las medidas cautelares pertinentes, son:
a) El director o la directora general que tenga atribuidas las competencias en materia de 

comercio, en las infracciones leves.
b) El consejero o la consejera competente en materia de comercio, en las infracciones 

graves y en todo tipo de medidas cautelares.
c) El Gobierno de las Illes Balears, para los supuestos de las infracciones muy graves y 

de cierre temporal de la empresa o del establecimiento infractor.

Artículo 69.  Medidas cautelares.
1. La autoridad competente para la incoación del procedimiento sancionador puede 

acordar, en cualquier momento del procedimiento, mediante una resolución motivada, la 
adopción de las medidas cautelares adecuadas, siempre que concurran circunstancias 
graves que afecten a la seguridad de las personas o de los bienes, que supongan un 
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perjuicio grave o manifiesto de difícil reparación, o que sea necesario para asegurar la 
eficacia de la resolución que, si corresponde, puede recaer.

2. Entre estas medidas cautelares se encuentran las siguientes:
a) La inmovilización o el decomiso de las mercancías con respecto a las infracciones 

relacionadas con los objetos ofertados.
b) La paralización de las obras o la clausura o el cierre de los establecimientos o las 

instalaciones que no tengan las autorizaciones preceptivas correspondientes.
c) La suspensión temporal de la actividad comercial cuando no se cumplan los requisitos 

para su ejercicio.
3. Estas medidas cautelares, que no tienen el carácter de sanción, se pueden mantener 

durante el tiempo necesario para la rectificación de los defectos existentes y como máximo 
hasta la resolución del procedimiento.

4. Cuando se produzca la infracción prevista en el artículo 63.2 de esta ley, el órgano 
competente para la incoación del expediente sancionador puede acordar el cierre del 
establecimiento, en caso de que esté abierto al público, como medida cautelar que garantice 
la eficacia de lo que dispone esta ley respecto de la necesidad de obtener autorización 
autonómica previa de gran establecimiento comercial, sin que sea necesaria la audiencia 
previa de la persona interesada.

Artículo 70.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones prescriben: a los tres años, las calificadas de muy graves; a los dos años, 

las calificadas de graves; y a los seis meses, las calificadas de leves. Estos plazos se deben 
contar a partir de la firmeza de la resolución sancionadora.

Disposición adicional primera.  Ordenación territorial de determinados equipamientos 
comerciales.

Los consejos insulares, mediante las previsiones adecuadas en el plan territorial insular 
respectivo o a través de la elaboración y la aprobación específica de un plan director 
sectorial, deben establecer la ordenación y las medidas de fomento del sector comercial para 
conseguir un desarrollo armonioso y coherente de la ocupación y la utilización del suelo 
destinado al ejercicio de actividades comerciales.

Disposición adicional segunda.  Venta de bebidas alcohólicas en establecimientos 
comerciales.

1. Se prohíbe la venta de bebidas alcohólicas a personas menores de dieciocho años en 
establecimientos comerciales. Esta prohibición se debe hacer constar de forma visible en los 
establecimientos comerciales que incluyan bebidas alcohólicas en su oferta. Corresponde a 
los ayuntamientos la regulación, mediante ordenanza, de esta prohibición, que debe incluir la 
inspección y la sanción de las infracciones.

2. Los ayuntamientos, en el ámbito de su término municipal y mediante ordenanza, 
pueden acordar, por razones de orden público, imponer la prohibición de la venta de bebidas 
alcohólicas entre las 24.00 horas y las 08.00 horas del día siguiente a los establecimientos 
comerciales que incluyan en su oferta este tipo de bebidas, con independencia del régimen 
de apertura que les sea de aplicación. En este caso, la ordenanza tiene que establecer la 
regulación de la inspección y la sanción de las infracciones en esta materia.

Disposición adicional tercera.  Exención de permiso de instalación en determinados 
establecimientos comerciales.

(Derogada)

Disposición adicional cuarta.  Explotaciones agrarias con comercialización 
complementaria.

1. Excepcionalmente, quedan sujetos a la ordenación comercial que regula esta ley las 
empresas instaladas en suelo rústico que acrediten que se dedican principalmente al cultivo 
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y la comercialización de flores, plantas y árboles de todo tipo y, complementariamente, a la 
comercialización de los materiales, productos y accesorios destinados a su mantenimiento, 
siempre que al entrar en vigor esta ley estén inscritas en el registro de explotación agraria de 
las Illes Balears correspondiente, creado por el Decreto 53/2006, de 16 de junio, por el que 
se regula el Registro General de Explotaciones Agrarias de las Illes Balears.

2. La superficie dedicada a la comercialización complementaria de los materiales, 
productos y accesorios que se señalan en el apartado anterior, excepto sustratos y 
contenedores, no puede suponer más de un 10 % del total de la superficie dedicada al 
cultivo y la comercialización de flores, plantas y árboles de todo tipo, con un límite no 
superior a 700 m2 en la isla de Mallorca, a 400 m2 en las islas de Menorca y de Ibiza y a 300 
m2 en la isla de Formentera.

Disposición adicional quinta.  Normativa específica.
Lo que dispone esta ley se entiende sin perjuicio de lo que establecen la legislación en 

defensa de los consumidores y usuarios; la sectorial correspondiente, en relación con la 
dispensa o la venta de determinados productos o mercancías y la prestación de 
determinados servicios; y la legislación en materia de actividades.

Disposición adicional sexta.  Simplificación administrativa.
En todos los procedimientos afectados por esta ley se tienen que aplicar los principios de 

simplificación administrativa previstos en el Decreto 6/2013, de 8 de febrero, de medidas de 
simplificación documental de los procedimientos administrativos.

Disposición adicional séptima.  Plan de desarrollo y dinamización de la actividad 
comercial.

El Gobierno y la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears tienen 
que elaborar un plan de desarrollo y dinamización de la actividad comercial y han de prever 
las dotaciones necesarias para su desarrollo.

Disposición adicional octava.  Fomento de las asociaciones empresariales de comercio 
más representativas.

Las administraciones públicas de las Illes Balears con competencias en materia de 
comercio pueden promover el fomento de las organizaciones sindicales y empresariales con 
suficiente representatividad para negociar el convenio laboral del sector comercio.

Disposición adicional novena.  Catálogo de comercios emblemáticos.
Los ayuntamientos establecerán un catálogo de comercios emblemáticos en el cual se 

determinará su carácter extraordinario y singular.

Disposición transitoria primera.  Comisión Interinsular Asesora de Comercio.
En el plazo de un mes desde la entrada en vigor de esta ley, las organizaciones, las 

instituciones y los órganos representados en la Comisión Interinsular Asesora de Comercio 
tienen que proponer sus representantes al consejero o la consejera competente en materia 
de comercio.

Disposición transitoria segunda.  Domingos y otros festivos de apertura comercial 
autorizada para el 2015.

El número de domingos y otros festivos que los comercios pueden permanecer abiertos 
al público el año 2015 es de quince.

Disposición transitoria tercera.  Venta ambulante o no sedentaria.
1. Los ayuntamientos de las Illes Baleares disponen de un plazo máximo de un año a 

partir de la entrada en vigor de esta ley para regular o adaptar sus ordenanzas de venta 
ambulante a las disposiciones contenidas en esta ley. Mientras tanto, los ayuntamientos que 
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no dispongan de ordenanza propia se deben regir por las disposiciones establecidas en esta 
ley.

2. Las autorizaciones concedidas antes de la entrada en vigor de esta ley conservan la 
validez durante el periodo de vigencia correspondiente.

Disposición transitoria cuarta.  
1. En tanto no se desarrolle reglamentariamente el procedimiento de concesión de las 

autorizaciones reguladas en el artículo 13, la solicitud iniciadora del procedimiento irá 
acompañada, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 14, de la siguiente documentación:

a) Proyecto técnico de actividad, junto con una memoria descriptiva referida a las 
características del establecimiento, su ubicación y la distribución de la superficie útil 
comercial, que irá acompañado de planos generales y de la documentación exigible para la 
autorización de la actividad de acuerdo con la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears.

b) Informe del ayuntamiento competente en el que se acredite que el establecimiento 
proyectado se ubicará en una parcela con clasificación de suelo urbano de acuerdo con el 
planeamiento urbanístico municipal, como también la condición de solar.

c) Documento acreditativo del abono del importe de la tasa correspondiente.
d) Cualquier otra que se establezca legal y reglamentariamente.
2. La instrucción del procedimiento incluirá, al menos, los siguientes trámites:
a) Informe favorable del ayuntamiento competente sobre la instalación y las obras del 

establecimiento. Este informe tiene el contenido y la consideración de título habilitante de la 
instalación y de las obras a efectos de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears, ya mencionada. 
Respecto al procedimiento que debe llevarse a cabo para elaborar este informe sobre la 
instalación y las obras del establecimiento, el ayuntamiento competente se considera el 
órgano sustantivo a todos los efectos, y en especial para llevar a cabo la tramitación de 
evaluación de impacto ambiental ante la Comisión de Medio Ambiente de las Illes Balears, 
cuando sea necesario. Por lo tanto, el ayuntamiento competente no podrá emitir el informe 
sobre la instalación y las obras del establecimiento sin haber efectuado antes los trámites 
necesarios y esenciales que según la normativa sean inherentes a este procedimiento de 
instalación y obras, y en especial sin que este ayuntamiento haya efectuado, en su caso, el 
trámite de evaluación de impacto ambiental mencionado ante la Comisión de Medio 
Ambiente de las Illes Balears y haya obtenido el resultado y así lo recoja en el informe 
mencionado.

b) Informe favorable del ayuntamiento competente sobre la incidencia del proyecto en las 
infraestructuras y los servicios públicos de ámbito municipal.

c) Informe favorable del consejo insular competente sobre la incidencia del proyecto en 
las infraestructuras y los servicios públicos de carácter supramunicipal.

El procedimiento quedará suspendido hasta la recepción del informe al que se refiere la 
letra a) anterior.

Los informes a que se refieren las letras b) y c) anteriores podrán condicionar su carácter 
favorable a la adopción de medidas compensadoras de las externalidades negativas que 
genere la implantación o la ampliación de un gran establecimiento comercial.

3. Pondrá fin al procedimiento la resolución motivada que dicte el consejero competente 
en materia de comercio. Notificada la resolución, el ayuntamiento competente entregará a la 
persona interesada el cartel informativo previsto en las obras en la normativa urbanística.

4. En caso de que se hayan superado los plazos máximos para iniciar y finalizar las 
obras de construcción del establecimiento, la caducidad del título habilitante se determinará 
por el ayuntamiento competente siguiendo los trámites previstos en la normativa urbanística 
de aplicación. La caducidad declarada por el ayuntamiento determinará, mediante resolución 
motivada del consejero competente en materia de comercio, la caducidad de la licencia 
comercial.

5. Una vez realizada la obra en la instalación, para la apertura del establecimiento se 
procederá de acuerdo con la citada Ley 7/2013, de 26 de noviembre.
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6. En los términos que se determinen reglamentariamente se podrán autorizar 
ampliaciones de la superficie útil de exposición y venta de los grandes establecimientos 
comerciales, siempre que no supongan, en ningún caso, aumento de la superficie edificada.

Disposición transitoria quinta.  
Todos los expedientes de autorización autonómica de gran establecimiento comercial 

que se encuentren en tramitación en el momento de la entrada en vigor del Decreto Ley 
4/2022, de 30 de marzo, por el que se adoptan medidas extraordinarias y urgentes para 
paliar la crisis económica y social producida por los efectos de la guerra en Ucrania, y 
respecto de los cuales no haya llegado a la Dirección General de Comercio el 
correspondiente informe del ayuntamiento competente sobre la instalación y las obras del 
establecimiento, que tiene el contenido y la consideración de título habilitante de la 
instalación y las obras a efectos de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico 
de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears, o que este informe 
(título habilitante), a pesar de que se haya remitido a la Dirección General de Comercio, no 
sea válido por haber omitido trámites esenciales como pueda ser el trámite de evaluación de 
impacto ambiental ante la Comisión de Medio Ambiente de las Illes Balears, se remitirán a 
los ayuntamientos competentes para que finalicen el procedimiento de acuerdo con la 
tramitación prevista en la redacción dada por esta ley en la letra a) del apartado 2 de la 
disposición transitoria cuarta de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de comercio de las Illes 
Balears.

Disposición derogatoria única.  Normas que se derogan.
1. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o de inferior rango que se 

opongan, contradigan o sean incompatibles con lo que dispone esta ley.
2. En particular, quedan derogadas la Ley 11/2001, de 15 de junio, de ordenación de la 

actividad comercial en las Illes Balears, y la Orden de la consejera de Comercio, Industria y 
Energía de 10 de mayo de 2010, por la que se regulan la adscripción, la composición y el 
régimen de funcionamiento del Consejo Asesor de Comercio de las Illes Balears.

Disposición final primera.  Despliegue.
1. El Gobierno de las Illes Balears puede dictar las disposiciones reglamentarias 

necesarias para aplicar y desarrollar esta ley.
2. Se faculta al Gobierno de las Illes Balears para que, mediante un decreto, actualice 

periódicamente la cuantía de las sanciones económicas contenidas en esta ley. El aumento 
nunca puede ser superior a la tasa de variación interanual que experimente el índice de 
precios al consumo.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Butlletí Oficial 

de les Illes Balears».

ANEXO
Contenido del certificado del ayuntamiento

..............................................................................................., secretario o secretaria del 
Ayuntamiento de..........................

A petición de la empresa.......................................... y a efectos de acreditar que el 
proyecto presentado ante este ayuntamiento de la actividad comercial a llevar a cabo se 
ajusta a la normativa urbanística y a sus instrumentos de despliegue,

CERTIFICO:
1. Expediente.
Solicitante:
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Representante:
Fecha de solicitud:
Superficie construible o edificada:
Actividad comercial pretendida:
2. Ubicación del inmueble, finca o solar.
Dirección:
Número:
Referencia catastral:
3. Planeamiento general.
Planeamiento general vigente:
Fecha de aprobación definitiva:
Fecha de publicación de las normas urbanísticas en el BOIB:
4. Planeamiento incorporado de aplicación y estado de la ejecución.
Tipología del planeamiento incorporado de aplicación y estado de la ejecución (se 

especifica la totalidad de las tipologías de que se trate: plan parcial, plan especial, estudio de 
detalle; proyecto de urbanización, proyecto de dotación de servicios, proyecto de 
compensación y/o proyecto de reparcelación):

Fecha de aprobación definitiva del planeamiento incorporado de cada una de las 
tipologías:

Fecha de publicación en el BOIB de cada una de las tipologías:
5. Clasificación del suelo.
¿El inmueble, la finca o el solar está ubicado en un terreno que tiene la clasificación de 

suelo urbano y la condición de solar definidas en la legislación urbanística vigente?
SÍ/NO
6. Calificación del suelo.
(Hay que especificar la calificación y la zonificación de aplicación.)
7. Cumplimiento de los parámetros urbanísticos de aplicación.
SÍ/NO
8. Régimen de usos permitidos.
SÍ/NO
9. Modificaciones del planeamiento, si procede.
Planeamiento que se modifica:
Determinaciones de las modificaciones de aplicación en el inmueble, la finca o el solar 

mencionado:
10. Contaminación acústica.
Acreditación de cumplir la Ley 1/2007, de 16 de marzo, contra la contaminación acústica 

de las Illes Baleares, y su reglamento de desarrollo (hay que especificar si se trata de un 
área acústica o de una zona acústica especial):

11. Patrimonio histórico.
Acreditación de cumplir la Ley 12/1998, de 21 de diciembre, del patrimonio histórico de 

las Illes Baleares, y su normativa de desarrollo (hay que especificar si se trata de un bien de 
interés cultural o de un inmueble catalogado o si está situado dentro de un entorno de 
protección):

12. Movilidad de personas y vehículos.
Acreditación de que el establecimiento proyectado no incide negativamente en la red vial 

ni en el resto de infraestructuras públicas, y que la dotación de plazas de aparcamiento se 
ajusta a los parámetros de la normativa municipal vigente.
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13. Conclusión.
¿La actividad comercial proyectada se ajusta a las determinaciones del instrumento 

municipal de planeamiento general y a sus instrumentos de despliegue y de gestión 
urbanística, normas municipales de contaminación acústica, de movilidad de personas y 
vehículos, así como al resto de normas de competencia municipal?

SÍ/NO
Y para que conste, expido este certificado a efectos de lo que dispone el artículo 14.4.a) 

de la Ley de comercio de las Illes Balears, con el visto bueno de............................
................................................., ............... de................. de 20......
(Firma) Visto bueno
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§ 116

Ley 4/1985, de 3 de mayo, de Ordenación de la Artesanía

Comunidad Autónoma de las Islas Baleares
«BOIB» núm. 14, de 20 de mayo de 1985

«BOE» núm. 203, de 24 de agosto de 1985
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1985-18351

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ISLAS BALEARES
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Islas Baleares ha 

aprobado, y yo, en nombre del Rey, y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 27.2, 
del Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente Ley

LEY

PREÁMBULO
El proceso de desarrollo económico experimentado en Baleares en décadas recientes, 

ha gravitado en torno al fenómeno turístico. Dicha circunstancia ha supuesto cambios 
sustanciales en el devenir de la actividad artesana, desencadenando, en muchas ocasiones, 
una aceleración creciente en la producción de algunos sectores con la lógica deformación de 
resultados. Tal contingencia amenaza con producir la desaparición de múltiples actividades, 
que constituyen una parte importante de nuestro patrimonio cultural.

La artesanía de las Islas Baleares es un sector en expansión, dado que la demanda de 
sus productos, por razones turísticas, no sólo se ha mantenido, sino que ha ido creciendo 
paralelamente a aquél, todo ello en menoscabo de su relevancia cultural y social; prueba de 
ello es que la pervivencia pura y primitiva es escasa en la mayoría de gremios.

En consecuencia, resulta conveniente arbitrar aquellas medidas que garanticen la 
protección y pervivencia del sector artesano, creando un marco normativo que lo regule, en 
sus diferentes facetas, tales como el establecimiento de los requisitos necesarios para 
adquirir la condición de Empresa artesana, la clasificación de actividades y el repertorio de 
oficios artesanos, los documentos acreditativos de la condición de maestro artesano, la 
calidad de los productos artesanos de Baleares y su identificación, la creación de una 
Comisión de Artesanía de las Islas Baleares, y la posibilidad de establecimiento de zonas de 
interés artesanal.

En este sentido, el articulado de la presente Ley sienta las bases de un marco de 
actuación, que permitirá adoptar los mecanismos precisos para fomentar, apoyar y 
promocionar a las Empresas enmarcadas en el sector artesano, al objeto de mejorar sus 
condiciones de rentabilidad, gestión y competitividad.

En tal sentido, y en virtud de la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de las 
Islas Baleares, en materia de artesanía, recogida en el Estatuto de Autonomía para las Islas 
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Baleares, en su artículo 10.13, a propuesta del Consell de Govern, y previa la preceptiva 
deliberación del Parlamento de las Islas Baleares, en nombre del Rey vengo en promulgar la 
siguiente

LEY DE ORDENACIÓN DE LA ARTESANÍA

Artículo 1.  
Se considera artesanía, a los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, la actividad de 

creación, producción, transformación o reparación de bienes, y la prestación de servicios, 
realizada mediante un proceso en el que la intervención personal constituye el factor 
predominante, obteniéndose un resultado final individualizado, que no se acomoda a la 
producción industrial totalmente mecanizada o en grandes series.

Artículo 2.  
1. Las actividades artesanales se clasifican en cuatro grupos:
– Grupo A. Artesanía artística o de creación.
– Grupo B. Artesanía de producción de bienes de consumo.
– Grupo C. Artesanía de servicios.
– Grupo D. Artesanía popular.
2. Cada uno de los grupos podrá ser objeto de tratamiento específico y diferenciado, 

pueden subdividirse en subgrupos, y éstos en actividades y oficios artesanos, que 
conformarán el repertorio de oficios artesanos.

Artículo 3.  
Se considera Empresa artesana a toda unidad económica que, realizando una actividad 

comprendida en el repertorio de oficios artesanos, indicado en el artículo 2.º, cumpla los 
siguientes requisitos:

a) Que la actividad desarrollada tenga un carácter preferentemente manual.
b) Que tenga un maestro artesano, como mínimo, responsable de la producción y que 

dirija o participe en la actividad de la Empresa.

Artículo 4.  
El reconocimiento oficial por la Administración de la condición de Empresa artesana se 

acreditará mediante la posesión del documento de calificación artesanal, que será expedido 
por la Consellería de Comercio e Industria.

La obtención de esta calificación tendrá carácter voluntario.
Esta Consellería habilitará un registro de Empresas artesanas.

Artículo 5.  
1. La condición de maestro artesano, a los efectos de la presente Ley, se acreditará 

mediante la posesión de la carta de maestro artesano, expedida por la Consellería de 
Comercio e Industria, previo informe de la Comisión, a que se hace referencia en el punto 2 
del presente artículo.

2. Las condiciones necesarias para la obtención de la carta de maestro serán reguladas 
por una Comisión, que se creará al efecto con la denominación de Comisión de Artesanía de 
las Islas Baleares, cuya composición y funcionamiento se determinarán reglamentariamente. 
Formarán parte de la misma representantes cualificados, tanto individuales, como 
institucionales, del sector artesano de la Comunidad.

Artículo 6.  
1. La Consellería de Comercio e Industria dictará las normas para acreditar la calidad de 

los productos artesanos, que serán elaborados por la Comisión de Artesanía de las Islas 
Baleares.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 116  Ley de Ordenación de la Artesanía

– 2521 –



2. A propuesta de la Comisión de Artesanía de las Islas Baleares, la Consellería de 
Comercio e Industria expedirá certificaciones de calidad artesanal de los productos de 
Baleares.

Los productos que reúnan las condiciones indicadas en las certificaciones de calidad 
podrán exhibir un distintivo para su identificación en el mercado.

Artículo 7.  
Aquellas comarcas o zonas que se distingan por un artesanado activo y homogéneo 

podrán ser declaradas zonas de interés artesanal, lo que permitirá utilizar, en sus productos 
artesanos, un distintivo de procedencia geográfica.

El citado distintivo y su regulación serán determinados reglamentariamente.
La declaración de zona de interés artesanal será efectuada por la Consellería de 

Comercio e Industria.

Artículo 8.  
1. Las Empresas artesanas que deseen acogerse a los beneficios que pueda establecer 

la Administración para la promoción de la artesanía, deberán acreditar estar en posesión del 
documento de calificación que se señala en el artículo 4. Dicho requisito también será 
indispensable para poder hacer uso de los distintivos a que se refieren los artículos 6.º y 7.º

2. También se podrán acoger a estos beneficios aquellas asociaciones dedicadas 
exclusivamente a la comercialización de productos artesanos, siempre y cuando estén 
integradas exclusivamente por Empresas artesanas.

Disposición transitoria.  
Hasta tanto entre en vigor la normativa a que se refiere la Disposición Final tercera, los 

beneficios que la Administración establezca para la promoción de la artesanía serán 
otorgados por la Consellería de Comercio e Industria, previo informe de la Comisión de 
Artesanía de las Islas Baleares, sin necesidad de acreditar la posesión del documento de 
calificación previsto en el artículo 4.º de esta Ley.

Disposición final primera.  
En el plazo de tres meses, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Govern, a 

propuesta de la Consellería de Comercio e Industria, determinará mediante Decreto, la 
composición y funciones de la Comisión de Artesanía de las Islas Baleares.

Disposición final segunda.  
Una vez constituida la Comisión de Artesanía de las Islas Baleares, ésta deberá 

elaborar, en el plazo máximo de seis meses, el Repertorio de Oficios Artesanos a que se 
refiere el artículo 2.º de la presente Ley.

Disposición final tercera.  
Antes del 1 de enero de 1986 la Consellería de Comercio e Industria dictará la normativa 

reguladora para la obtención de la carta de maestro artesano, que elaborará la Comisión de 
Artesanía de las Islas Baleares.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 116  Ley de Ordenación de la Artesanía

– 2522 –



§ 117

Ley 1/2017, de 12 de mayo, de cámaras oficiales de comercio, 
industria, servicios y navegación de las Illes Balears

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 61, de 18 de mayo de 2017
«BOE» núm. 135, de 7 de junio de 2017

Última modificación: 30 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2017-6423

LA PRESIDENTA DE LAS ILLES BALEARS
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Illes Balears ha aprobado y 

yo, en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 48.2 del Estatuto 
de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
Las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación son corporaciones 

de derecho público, con larga trayectoria, que prestan servicios a la empresa y realizan 
funciones de carácter consultivo y de colaboración con las administraciones públicas en todo 
aquello que tenga relación con la representación, la promoción y la defensa de los intereses 
generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación en el ámbito de sus 
demarcaciones.

Las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación fueron creadas por el Real 
decreto de 9 de abril de 1886, al reconocer como tales a las asociaciones voluntarias de 
comerciantes, industriales y navieros. Una de las primeras en crearse, el 29 de septiembre 
de ese mismo año, fue la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Navegación de Palma.

Más tarde, el Real decreto de 21 de junio de 1901 confirió el carácter de 
establecimientos públicos a las cámaras de comercio, reformando el régimen legal y 
unificando los reglamentos y estatutos de todas las cámaras del Estado, y, posteriormente, la 
Ley de bases de 1911 estableció el modelo continental de adscripción obligatoria y de 
contribución solidaria para todas las empresas, confirmando y ampliando las funciones 
públicas que tenían atribuidas.

La Ley 3/1993, de 22 de marzo, básica de cámaras de comercio, industria y navegación, 
se dictó al amparo de lo dispuesto por el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, en 
la medida en que establece las bases del régimen jurídico de las cámaras en su dimensión 
de administraciones públicas, así como por el apartado 1.10.ª del mismo artículo, que regula 
temas relativos al comercio exterior y sentó los principios básicos de la legislación general 
del Estado sobre la materia.
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El modelo continental de cámaras en España se mantuvo hasta la aprobación del Real 
decreto ley 13/2010, de 3 de diciembre, que instauró un nuevo modelo cameral de 
pertenencia voluntaria, con la eliminación del recurso cameral permanente que hasta ese 
momento había supuesto su principal fuente de financiación.

Con la aprobación de la Ley 4/2014, de 1 de abril, básica de las cámaras de comercio, 
industria, servicios y navegación, se han introducido numerosas reformas con el fin prioritario 
de poner en marcha medidas eficientes de fortalecimiento e impulso del sector empresarial y 
con el objetivo de conseguir la regeneración del tejido económico y la creación de empleo. 
Esta norma establece que las comunidades autónomas deberán adaptar el contenido de su 
normativa en esta materia a lo dispuesto en ella y da un plazo para ello, en cumplimiento de 
lo cual se aprueba la presente ley.

El Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, aprobado por la Ley Orgánica 1/2007, de 
28 de febrero, atribuye a la comunidad autónoma, en su artículo 31.9, competencias de 
desarrollo legislativo y ejecución en materia de corporaciones de derecho público, 
representativas de intereses económicos y profesionales.

Así, corresponde a la comunidad autónoma el desarrollo legislativo de la regulación 
básica del Estado en materia de cámaras de comercio. La legislación autonómica dictada 
hasta el momento al amparo de tal competencia se ha limitado a la aprobación de la Ley 
7/2006, de 3 de mayo, para la creación, mediante segregación, de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Navegación de Ibiza y Formentera.

Conscientes de la importancia de las cámaras de comercio en el desarrollo económico y 
empresarial de nuestra comunidad autónoma como valioso instrumento de colaboración con 
las instituciones públicas, la presente ley consagra su naturaleza como corporación de 
derecho público, con la finalidad de continuar desempeñando las funciones público-
administrativas que han contribuido a revitalizar el tejido económico, el desarrollo 
empresarial y la generación de empleo.

Esta ley pretende reforzar el papel de las cámaras oficiales de comercio de las Illes 
Balears como entidades prestadoras de servicios, en particular a las pequeñas y medianas 
empresas, y reforzar su papel como dinamizadoras tanto de la expansión de las empresas 
de la comunidad autónoma fuera de nuestro territorio y en el ámbito internacional, como de 
la mejora de su competitividad.

Asimismo, esta ley tiene como principios inspiradores garantizar la pluralidad, la 
representatividad empresarial, el equilibrio de los sectores económicos, la transparencia en 
la actuación de las cámaras y su control en lo que afecta a las funciones de carácter público-
administrativo que realizan, para garantizar el interés público y la proximidad con la empresa, 
aprovechando la experiencia acumulada durante su larga trayectoria.

II
La ley consta de 37 artículos estructurados en seis capítulos, tres disposiciones 

adicionales, cuatro disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos 
disposiciones finales, así como de un anexo con la estructura provisional de cada una de las 
cámaras.

En el capítulo I, de disposiciones generales, se regula la naturaleza, la finalidad y las 
funciones de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de las Illes 
Balears. Se mantiene su naturaleza de corporaciones de derecho público y su finalidad de 
representación de los intereses generales del comercio, la industria, la navegación y los 
servicios, y la prestación de servicios a las empresas.

En el capítulo II se regula el ámbito territorial de las cámaras y las posibles alteraciones.
En el capítulo III se establece la adscripción a estas, el censo y la organización de las 

cámaras, haciéndose referencia al pleno, al comité ejecutivo y al presidente o la presidenta. 
Asimismo, se hace referencia al secretario o la secretaria general y al personal de alta 
dirección, y se regulan los reglamentos de régimen interior.

En el capítulo IV se recogen los principios básicos del régimen electoral de las cámaras 
oficiales para la elección de los miembros de sus órganos de gobierno.

En el capítulo V se contempla el régimen económico y presupuestario basado en un 
sistema de obtención de recursos mediante la prestación de servicios, que reforzará su 
eficiencia.
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Finalmente, en el capítulo VI se recoge el régimen jurídico aplicable a las cámaras 
oficiales de comercio, industria, servicios y navegación de las Illes Balears. En lo que a su 
régimen jurídico se refiere, destaca el principio de tutela al que están sujetas las cámaras en 
el ejercicio de su actividad.

Por último, debe destacarse que la ley, mediante su disposición adicional segunda, 
modifica el artículo 19 de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de comercio de las Illes Balears; 
y, mediante su disposición adicional tercera, introduce una norma relativa a la regularización 
de autorizaciones de instalación de máquinas recreativas.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto la regulación de las cámaras oficiales de comercio, 

industria, servicios y navegación de las Illes Balears (en adelante, las cámaras) en el marco 
fijado por la Ley 4/2014, de 1 de abril, básica de las cámaras oficiales de comercio, industria, 
servicios y navegación.

Artículo 2.  Naturaleza y régimen jurídico.
1. Las cámaras son corporaciones de derecho público, que se configuran como órganos 

consultivos y de colaboración con las administraciones públicas, especialmente con la 
Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears, sin menoscabo de los 
intereses privados que persiguen.

2. Para el cumplimiento de sus fines gozarán de personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar. Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

3. Las cámaras se regirán, en el marco de lo dispuesto por la legislación básica estatal, 
en primer lugar, por lo dispuesto en la presente ley y sus normas de desarrollo y, en segundo 
lugar, por los reglamentos de régimen interior que aprueben estas corporaciones.

4. Les será de aplicación con carácter supletorio la legislación referente a la estructura y 
al funcionamiento de las administraciones públicas en cuanto sea conforme con su 
naturaleza y finalidades.

5. La contratación y el régimen patrimonial de las cámaras se regirán por el derecho 
privado, salvo disposición legal en contrario, con sometimiento a los principios de 
transparencia y no discriminación, publicidad, concurrencia y objetividad.

6. En virtud de las competencias atribuidas a las comunidades autónomas en materia de 
cámaras de comercio, corresponde al Gobierno de las Illes Balears, en los términos de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, básica de cámaras de comercio, industria, servicios y navegación, 
ejercer la tutela sobre las cámaras de las Illes Balears, en el ámbito de sus competencias y 
en el marco de la legislación básica. Para hacer efectiva dicha tutela, la consejería 
competente en materia de comercio podrá, en todo momento, recabar información sobre 
cualquier asunto, garantizando la confidencialidad y, en su caso, guardando el secreto de los 
datos calificados como tales.

Artículo 3.  Finalidad.
1. Las cámaras tienen como finalidad la representación, la promoción y la defensa de los 

intereses generales del comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la 
prestación de los servicios a las empresas que ejerzan estas actividades.

2. Las cámaras ejercerán las funciones de carácter público que les atribuyen esta ley y la 
legislación básica estatal, y las que les puedan ser asignadas con arreglo a los instrumentos 
que establece el ordenamiento jurídico para las administraciones públicas en su respectivo 
ámbito de competencia.

3. Las actividades que puedan llevar a cabo las cámaras en el cumplimiento de su 
finalidad se realizarán sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las 
facultades de representación de los intereses del colectivo empresarial que asuman este tipo 
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de asociaciones y de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se 
constituyan.

4. También corresponderá a las cámaras el ejercicio de las actividades privadas que 
libremente desempeñen.

Artículo 4.  Funciones.
1. Las cámaras ejercerán, en todo caso, las funciones de carácter público-administrativo 

contempladas en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, de cámaras oficiales de 
comercio, industria, servicios y navegación.

2. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, las cámaras garantizarán su 
imparcialidad y transparencia.

3. También corresponderá a las cámaras desarrollar las funciones público-
administrativas que se enumeran a continuación:

a) Proponer a las administraciones públicas de las Illes Balears cuantas reformas o 
medidas consideren necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria, 
los servicios y la navegación.

b) Colaborar en la elaboración, el desarrollo, la ejecución y el seguimiento de los planes 
camerales autonómicos que se diseñen para el incremento de la competitividad del 
comercio, la industria, los servicios y la navegación.

c) Ser órgano de asesoramiento de las administraciones públicas, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente, para el desarrollo del comercio, la industria, los servicios y 
la navegación.

d) Asistir a las administraciones públicas de las Illes Balears en el desarrollo de 
programas de mejora de la competitividad empresarial de las islas.

e) Colaborar con las administraciones públicas en la representación de los intereses 
económicos generales de las Illes Balears en el exterior, así como en la acción exterior 
comercial.

f) Prestar servicios de asesoramiento para la promoción de la expansión nacional e 
internacional de las empresas de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

g) Colaborar con las administraciones públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
para la creación de empresas.

h) Colaborar con las administraciones públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y la verificación 
de establecimientos mercantiles e industriales, cumpliendo con lo establecido en la 
normativa general y sectorial vigente.

i) Elaborar las estadísticas, las encuestas de evaluación y los estudios que consideren 
necesarios en el ejercicio de sus competencias.

j) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones.
k) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos 

o privados y, en su caso, por las administraciones competentes de las Illes Balears.
l) Informar sobre los proyectos de normas que afecten directamente a los intereses 

generales del comercio, la industria, los servicios o la navegación, en los casos y con el 
alcance que el ordenamiento jurídico determine.

m) Tramitar, si procede, previo encargo de la administración autonómica, los programas 
públicos de ayudas a las empresas en los términos que se establezcan en cada caso, así 
como gestionar servicios públicos relacionados con las mismas, cuando su gestión 
corresponda a la administración autonómica y esta así lo determine.

n) Colaborar con la administración competente informando sobre los estudios, los 
trabajos y las acciones que se realicen para la promoción del comercio, la industria, los 
servicios y la navegación.

o) Contribuir a la promoción del turismo en el marco de la cooperación y la colaboración 
con los órganos competentes de las administraciones públicas.

p) Colaborar con los órganos competentes de la administración para facilitar información 
y orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación para el reconocimiento de 
las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral, así como en la aportación 
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de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases del procedimiento, cuando 
así se establezca.

q) Desarrollar y prestar servicios de mediación y arbitraje.
r) Cualquier otra función que el ordenamiento jurídico pueda atribuirles, así como 

también aquellas que puedan asumir mediante los instrumentos previstos en el mismo.
4. Para el ejercicio de las funciones indicadas en el apartado anterior se podrán 

establecer colaboraciones, delegaciones o encomiendas por parte de la administración 
pública suscribiendo, en su caso, el oportuno convenio, contrato u otro instrumento de 
colaboración permitido por el ordenamiento jurídico con la cámara oficial de comercio, 
industria y servicios correspondiente, en el que deberán figurar, al menos:

a) Los órganos que celebran el convenio y la capacidad jurídica con la que actúa cada 
una de las partes.

b) Los objetivos a alcanzar o las actividades que se asignen y las actuaciones que se 
acuerde desarrollar para su cumplimiento.

c) El mecanismo de financiación para el adecuado desarrollo del objeto del convenio.
d) Los mecanismos previstos para garantizar la coordinación de las actuaciones objeto 

del convenio.
e) El plazo de vigencia, lo que no impedirá su prórroga si así lo acuerdan las partes 

firmantes del convenio.
f) Las causas de extinción del convenio y los efectos de dicha extinción.
g) Los mecanismos de denuncia y solución de controversias.
5. Las cámaras podrán llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter privado y se 

prestarán en régimen de libre competencia, que contribuyan a la defensa, el apoyo o el 
fomento del comercio, la industria, los servicios y la navegación, o que sean de utilidad para 
el cumplimiento de las indicadas finalidades. Entre otras, podrán llevar a cabo las siguientes 
actividades de carácter privado, cumpliendo en todo caso los requisitos exigidos en la 
normativa sectorial vigente para el ejercicio de las mismas:

a) Establecer servicios de información y asesoramiento empresarial.
b) Difundir e impartir formación en relación con la organización y la gestión de la 

empresa.
c) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas y crear, gestionar y 

administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de subcontratación y de residuos, así 
como lonjas de contratación.

d) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, nacional e 
internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

e) Prestar servicios de consultoría privada para la mejora de la competitividad 
empresarial.

f) Realizar actuaciones de promoción y apoyo a la expansión nacional e internacional de 
empresas.

g) Cualesquiera otras actividades de carácter privado que se ajusten a los requisitos 
indicados en este apartado.

La efectiva prestación por las cámaras de las actividades de carácter privado indicadas 
en el apartado anterior estará sujeta a la previa autorización por parte del pleno de la misma 
en los términos que se determinen en el reglamento de régimen interior de la cámara.

6. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, y previa autorización de la 
administración tutelar, las cámaras podrán promover o participar en toda clase de 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los 
oportunos convenios de colaboración. La administración tutelar determinará los mecanismos 
de seguimiento correspondientes.

Para el otorgamiento de dicha autorización deberá justificarse la necesidad o la 
conveniencia de la promoción o la participación prevista. Igualmente, el órgano competente 
de la administración autonómica en materia de cámaras podrá denegar la autorización 
cuando la cámara solicitante no hubiese acreditado, con carácter previo, que su participación 
en las entidades y los convenios señalados no afectará al mantenimiento de su equilibrio 
presupuestario.
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7. La autorización a la que hace referencia el apartado anterior no implicará, en ningún 
caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la 
Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears en relación con los derechos y 
las obligaciones derivados de las actuaciones de las cámaras en el ámbito de sus 
actividades privadas.

Artículo 5.  Servicios mínimos obligatorios.
El Gobierno de las Illes Balears podrá declarar como servicios mínimos obligatorios 

aquellos que estime imprescindibles para cada cámara respecto a las funciones previstas en 
la normativa básica estatal y las establecidas en el artículo 4 de la presente ley, sin perjuicio 
de que determinadas funciones y servicios puedan desempeñarse por otra cámara del 
ámbito territorial de las Illes Balears. Si el Gobierno declara estos servicios mínimos en 
alguna o en todas las cámaras de las Illes Balears, deberá consignar su correspondiente 
asignación presupuestaria.

Artículo 6.  Planes camerales autonómicos.
1. Para la ejecución de actuaciones de interés general en desarrollo de las funciones de 

las cámaras, el Gobierno de las Illes Balears podrá establecer uno o varios planes camerales 
autonómicos en aquellas materias que sean de su competencia, especialmente en 
internacionalización, en formación profesional y en competitividad de las empresas de las 
Illes Balears.

2. El Gobierno de las Illes Balears, previa consulta con las cámaras de las Illes Balears, 
aprobará los planes camerales autonómicos, que tendrán, al menos, el siguiente contenido 
mínimo:

a) Actuaciones previstas y memoria justificativa de su necesidad y de su contribución al 
logro de los fines indicados en el apartado anterior; y mecanismos, en su caso, de 
coordinación con los planes camerales de la Cámara de España.

b) Plazos máximos de ejecución de las actuaciones previstas, definición de objetivos e 
indicadores de su grado de cumplimiento, así como mecanismos de corrección de 
desviaciones en el cumplimiento de los indicadores.

c) Criterios cuantitativos y cualitativos de medición del cumplimiento de los objetivos y del 
grado de eficiencia en la gestión.

d) Estudio económico de las actuaciones previstas en el plan cameral, con desglose del 
coste de las actuaciones anuales previstas, y los recursos personales, materiales y 
presupuestarios necesarios.

e) Mecanismos de financiación de las actuaciones previstas en el convenio, que deberán 
estar total o parcialmente vinculados al cumplimiento de los indicadores de ejecución y 
efectos de dicha financiación en el objetivo presupuestario del Gobierno de las Illes Balears, 
así como determinación de la aplicación presupuestaria a la que se imputarán las 
actuaciones previstas.

f) Las garantías, si procede, del cumplimiento de las obligaciones.
g) Creación de un consejo rector encargado del seguimiento, el desarrollo y la valoración 

de la ejecución del plan cameral autonómico, integrado por representantes del Gobierno de 
las Illes Balears y de cada una de las cámaras, en número y forma que se determine 
reglamentariamente.

h) Corresponderá al Consejo Rector:
1. Realizar un seguimiento periódico de la evolución y el desarrollo del plan cameral en 

ejecución.
2. Estudiar cualquier medida, iniciativa o actividad específica relativa a la ejecución del 

plan cameral en vigor o para su inclusión en sucesivos planes camerales, y trasladarla, en su 
caso, al Gobierno de las Illes Balears.

3. Proponer medidas adicionales de corrección de las desviaciones detectadas en la 
ejecución del plan cameral.

4. Aprobar anualmente un informe de evaluación del cumplimiento del plan cameral.
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3. Podrán establecerse mecanismos de cooperación entre las actuaciones previstas en 
los planes camerales aprobados por el Gobierno de las Illes Balears y las actuaciones del 
Plan Cameral de Internacionalización aprobado por la Administración General del Estado.

4. El Gobierno de las Illes Balears podrá otorgar, de acuerdo con las disponibilidades 
presupuestarias, dotaciones o subvenciones de concesión directa para la ejecución de las 
actuaciones previstas en los planes camerales a las cámaras oficiales de comercio, 
industria, servicios y navegación de las Illes Balears, en función de la naturaleza de cada 
actividad, mediante la suscripción del correspondiente convenio de colaboración.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial

Artículo 7.  Ámbito territorial.
1. En las Illes Balears podrán existir hasta cuatro cámaras, la de Mallorca, la de 

Menorca, la de Ibiza y la de Formentera.
2. El Gobierno de las Illes Balears podrá autorizar la creación de una cámara en el 

ámbito territorial de cada isla a propuesta de la consejería competente en materia de 
comercio y con informe previo de la cámara cuyo ámbito se vea afectado por la nueva 
implantación cuando las circunstancias económicas y los intereses comerciales, industriales 
y de servicios así lo justifiquen, y siempre que la entidad resultante cuente con los recursos 
económicos suficientes para el cumplimiento de sus funciones y se garantice una mejora en 
los servicios que se presentan.

3. En el supuesto de que exista una única Cámara de Ibiza y Formentera, deberá 
garantizarse la existencia de una delegación territorial en aquella isla en la cual no radique la 
sede de la cámara.

Artículo 8.  Delegaciones territoriales.
1. Las cámaras podrán establecer, dentro de su demarcación territorial, oficinas y 

dependencias en aquellas poblaciones que, por su importancia económica y por su actividad 
industrial o mercantil, lo aconsejen para el mismo cumplimiento de sus fines. Los acuerdos 
de creación de delegaciones serán notificados a la consejería competente en materia de 
comercio del Gobierno de las Illes Balears.

2. Las citadas delegaciones carecerán de personalidad jurídica, actuando como órganos 
desconcentrados para la prestación de los servicios de la cámara.

Artículo 9.  Integración y extinción de cámaras.
1. La integración de cámaras supone la incorporación de una o más cámaras a otra, 

mediante la desaparición de la cámara o cámaras incorporadas y su anexión a la que 
continúa subsistente, mediante el proceso de fusión por absorción, en cuyo caso la 
absorbente mantendrá su personalidad jurídica y la absorbida se extinguirá. La integración 
podrá ser voluntaria o forzosa.

2. La integración voluntaria lo será por acuerdo de la cámara absorbente y la cámara o 
las cámaras absorbidas, adoptado por los plenos respectivos con el quórum exigido, 
debiendo justificarse la integración pretendida mediante el estudio económico 
correspondiente en el que se ponga de relieve que la cámara absorbente, tras la integración, 
cuenta con recursos suficientes para el cumplimiento de las funciones que asume y puede 
garantizar la calidad de los servicios que preste.

3. La integración forzosa se podrá determinar por parte de la Administración de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears en los supuestos de inviabilidad económica de la 
cámara, o en los previstos en la ley para la disolución o la suspensión de sus órganos de 
gobierno.

4. La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears, en ejercicio de las 
facultades de tutela que tiene asignadas, podrá acordar la extinción de cámaras, como 
medida excepcional de salvaguarda de los intereses generales del comercio, la industria, los 
servicios o la navegación cuya representación constituye su finalidad esencial. Dicho 
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acuerdo habrá de ser adoptado por el Consejo de Gobierno, previo requerimiento efectuado 
a la cámara interesada y mediante la incoación del oportuno procedimiento administrativo, 
cuando se den las condiciones de insuficiencia económica para su mantenimiento o en el 
supuesto de que efectuadas dos elecciones sucesivas resultase imposible la constitución del 
pleno de la cámara.

5. El acuerdo de extinción en los supuestos señalados determinará la integración de la 
cámara disuelta en otra existente y la liquidación del activo y pasivo, con la adscripción a la 
misma de los medios materiales o del remanente resultante.

6. En cualquier caso, deberá quedar garantizada la viabilidad económica y funcional de 
la cámara absorbente.

7. La cámara resultante del procedimiento de integración será, con carácter general, 
sucesora de la integrada.

8. Los acuerdos del Consejo de Gobierno en materia de extinción e integración de 
cámaras serán publicados en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears», siendo susceptibles de 
recurso en la forma establecida en la legislación del procedimiento administrativo común de 
las administraciones públicas.

CAPÍTULO III
Adscripción, censo y organización

Artículo 10.  Adscripción a las cámaras.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales, de servicios o navieras en el ámbito territorial de las Illes Balears 
formarán parte de las cámaras dentro de cuya circunscripción tengan establecimientos, 
delegaciones o agencias, sin que de ello se desprenda obligación económica alguna ni 
ningún tipo de carga administrativa, procediéndose a la adscripción de oficio de las mismas.

2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial, de servicios o de navegación cuando por esta razón quede sujeta al impuesto de 
actividades económicas o tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente del ámbito 
de las cámaras.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta ley 
o por la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 11.  Censo público.
1. Las cámaras elaborarán un censo público de empresas del que formarán parte las 

personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades 
comerciales, industriales, de servicios y navieras en el ámbito territorial de las Illes Balears, 
para cuya elaboración contarán con la colaboración de la administración tributaria 
competente así como de otras administraciones que aporten la información necesaria, 
garantizando, en todo caso, la confidencialidad en el tratamiento y el uso exclusivo de dicha 
información.

2. Para la elaboración del censo público de empresas, las administraciones tributarias 
facilitarán a las cámaras los datos del impuesto sobre actividades económicas y los censales 
de las empresas que sean necesarios. Únicamente tendrán acceso a la información 
facilitada por la administración tributaria los empleados de cada cámara que determine el 
pleno.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente ley atribuye a las 
cámaras, así como para la elaboración del censo electoral al que se hace referencia en el 
artículo 21 de la misma.
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Dicho personal tendrá, con referencia a los indicados datos, el mismo deber de sigilo que 
el personal funcionario de la administración tributaria. El incumplimiento de este deber 
constituirá, en todo caso, infracción muy grave de conformidad con su régimen disciplinario.

Artículo 12.  Órganos de gobierno.
1. Los órganos de gobierno de las cámaras son el pleno, el comité ejecutivo y el 

presidente o la presidenta.
2. Además, las cámaras contarán con un secretario o una secretaria general. Igualmente 

contarán, en la medida en que así lo dispusiesen, con el personal directivo y el personal 
laboral necesario para el correcto desempeño de sus funciones.

3. Los reglamentos de régimen interior de las cámaras regularán la organización y el 
funcionamiento de los órganos de gobierno, dentro de los límites señalados por la legislación 
básica estatal y por la normativa de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

4. El mandato de los órganos de gobierno de las cámaras será de cuatro años, pudiendo 
ser reelegidos.

5. Las personas inhabilitadas para el desempeño de empleo o cargo público no podrán 
formar parte de los órganos de gobierno, ni desempeñar los puestos directivos a los que se 
refieren los párrafos anteriores.

Artículo 13.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y de representación de la cámara; estará 

compuesto por 42 vocales en el caso de la Cámara de Mallorca, por 15 vocales en el caso 
de la Cámara de Menorca y por 15 vocales en la Cámara de Ibiza y Formentera. Su mandato 
será de cuatro años.

2. La composición del pleno será la siguiente:
a) 28 vocales en el caso de la Cámara de Mallorca, 10 vocales en el caso de la Cámara 

de Menorca y 10 vocales en el caso de la Cámara de Ibiza y Formentera, serán las personas 
representantes de todas las empresas pertenecientes a la cámara correspondiente, elegidas 
mediante sufragio igual, directo y secreto, atendiendo a la representatividad de los distintos 
sectores económicos a que pertenezcan de acuerdo con la clasificación en los grupos y, en 
su caso, en las categorías, establecidos en el reglamento de régimen interior de cada 
cámara, que se determinen de conformidad con los siguientes criterios:

Contribución de las empresas pertenecientes a cada grupo al producto interior bruto.
Número de empresas agrupadas sectorialmente por grupos de epígrafes de actividad del 

impuesto de actividades económicas o tributo que lo sustituya.
Número de puestos de trabajo directos creados por las empresas integrantes en cada 

grupo.
b) Cuatro vocales en el caso de la Cámara de Mallorca y dos vocales en el caso de la 

Cámara de Menorca y de la Cámara de Ibiza y Formentera corresponderán a personas 
representantes de empresas y a personas de reconocido prestigio de la vida económica 
dentro de la circunscripción de cada cámara, elegidas en la forma que se determine 
reglamentariamente.

Dichas personas representantes se designarán a propuesta de las organizaciones 
empresariales intersectoriales y territoriales más representativas, para lo que presentarán la 
lista de personas candidatas propuestas en número que corresponda a las vocalías a cubrir. 
Para ello se tendrá en cuenta lo que disponga la Ley de participación institucional.

c) Diez vocales en el caso de la Cámara de Mallorca, tres vocales en el caso de la 
Cámara de Menorca y tres vocales en el de la Cámara de Ibiza y Formentera 
corresponderán a personas representantes de las empresas de mayor aportación voluntaria 
en cada demarcación, elegidas en la forma que se determine reglamentariamente, en 
función del importe de las aportaciones voluntarias y los patrocinios realizados por las 
empresas. A estos efectos, se tendrán en cuenta las aportaciones que estas personas 
representantes hagan a la Cámara de España.

3. La condición de miembro del pleno es única e indelegable, no teniendo carácter 
retribuido.
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4. Los miembros del pleno tienen el derecho y el deber de asistir, con voz y voto, a las 
sesiones que el mismo celebre.

5. Podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz pero sin voto, las personas de 
reconocido prestigio de la vida económica del ámbito territorial de la demarcación de la 
cámara. A tal fin, el presidente o la presidenta propondrá a los vocales de las letras a), b) y 
c) una lista que supere en un tercio el número de vocalías a elegir, determinadas en el 
reglamento de régimen interior.

6. El pleno cesa tras la convocatoria de elecciones, permaneciendo en funciones hasta la 
toma de posesión de los nuevos miembros.

7. Los miembros electos del pleno tomarán posesión de sus cargos en la sede de la 
cámara dentro del mes siguiente al de su elección.

8. El pleno de la cámara, para poder celebrar válidamente sus sesiones en primera 
convocatoria, deberá estar constituido, al menos, por las dos terceras partes de sus 
componentes, adoptando los acuerdos por mayoría simple de los asistentes. En caso de no 
poderse constituir en primera convocatoria, el pleno podrá quedar constituido en segunda 
convocatoria siempre que asistan la mitad más uno de sus componentes y, en este caso, 
para que los acuerdos sean válidos deberán adoptarse con el voto favorable de dos tercios 
de los asistentes.

9. En el reglamento de régimen interior se determinará el régimen de provisión de 
vacantes del pleno.

10. El secretario o la secretaria general y el director o la directora gerente, si lo hubiera, 
asistirán, con voz pero sin voto, a las reuniones del pleno.

11. La administración tutelante podrá designar a un representante que deberá ser 
necesariamente convocado a las reuniones del pleno, que asistirá a las mismas con voz 
pero sin voto.

Artículo 14.  El comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión y administración a propuesta 

del pleno de la cámara y estará formado por las personas que ostenten la presidencia, las 
vicepresidencias, la tesorería y por los vocales que se determinen en el reglamento de 
régimen interior y elegidos de entre los miembros del pleno.

2. El número de miembros del comité ejecutivo será, como mínimo, de 9 en la Cámara 
de Mallorca y de 5 en las cámaras de Menorca y de Ibiza y Formentera, garantizando la 
pluralidad del pleno.

3. La administración tutelante podrá designar a un representante que deberá ser 
convocado a las reuniones del indicado órgano de gobierno, que asistirá a las mismas con 
voz pero sin voto.

4. El secretario o la secretaria general y el director o la directora gerente, si lo hubiera, 
asistirán, con voz pero sin voto, a las reuniones del comité ejecutivo.

5. El comité ejecutivo, para poder celebrar válidamente sus sesiones, deberá estar 
constituido, al menos, por la mitad más uno de sus componentes con derecho a voto.

6. La condición de miembro del comité ejecutivo es única e indelegable, no teniendo 
carácter retribuido.

Artículo 15.  El presidente o la presidenta.
1. El presidente o la presidenta es el órgano de gobierno que tiene la representación de 

la cámara y ejerce la presidencia de todos sus órganos colegiados. Es responsable de la 
ejecución de los acuerdos del pleno y del comité ejecutivo. El cargo de presidente o 
presidenta no será retribuido.

2. El presidente o la presidenta será elegido por el pleno de entre sus miembros, en la 
forma que determinen los reglamentos de régimen interior de cada cámara y supletoriamente 
en la forma que reglamentariamente determine la administración tutelante, pudiendo ser 
reelegido en una sola ocasión consecutivamente.
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Artículo 16.  Los vicepresidentes y/o las vicepresidentas y el tesorero o la tesorera.
1. Podrán elegirse como máximo dos vicepresidentes y/o vicepresidentas de acuerdo 

con la representatividad del pleno, que serán elegidos y se dispondrá su cese por acuerdo 
del mismo de entre sus miembros, conforme a lo establecido en el reglamento de régimen 
interior de la cámara.

2. El tesorero o la tesorera será elegido y se dispondrá su cese por acuerdo del pleno de 
entre sus miembros, conforme a lo establecido en el reglamento de régimen interior de la 
cámara.

3. Los vicepresidentes y/o las vicepresidentas y el tesorero o la tesorera serán miembros 
del comité ejecutivo.

Artículo 17.  El secretario o la secretaria general.
1. Las cámaras tendrán un secretario o una secretaria general que deberá tener una 

licenciatura o titulación de grado superior. El secretario o la secretaria general estará 
sometido al régimen de contratación laboral.

2. Su nombramiento y cese corresponderá al pleno de la cámara, por acuerdo motivado 
adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El nombramiento tendrá lugar previa 
convocatoria pública.

3. Quien ocupe la secretaría general tiene como funciones, además de aquellas que 
expresamente le atribuya el reglamento de régimen interior o que, en su caso, le delegue 
expresamente la presidencia o el propio comité ejecutivo, velar por la legalidad de los 
acuerdos de los órganos de gobierno de la cámara, debiendo hacer, cuando proceda, las 
advertencias pertinentes en tal sentido y dando fe pública de los actos y acuerdos 
adoptados; a estos efectos asistirá a las sesiones de los órganos de gobierno con voz pero 
sin voto.

4. Quien ocupe la secretaría general dirigirá todos los servicios de la cámara, 
respondiendo de su funcionamiento ante el comité ejecutivo, salvo en aquellos casos en que 
las cámaras dispongan de un director o una directora gerente.

5. El reglamento de régimen interior determinará la forma y los supuestos en que haya 
de ser sustituido quien ocupe la secretaría general, con ocasión de ausencia temporal, 
vacante, enfermedad o cualquier otro supuesto de impedimento temporal.

Artículo 18.  El director o la directora gerente y demás personal.
1. Las cámaras podrán contar con un director o una directora gerente, que deberá tener 

una licenciatura o titulación de grado superior, estará sometido al régimen de contratación 
laboral, será nombrado conforme se señala en el artículo 14 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
básica de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación; y ejercerá las 
funciones ejecutivas y directivas que se le atribuyan por el pleno.

2. Cuando no exista director o directora gerente, sus funciones serán asumidas por el 
secretario o la secretaria general.

3. Todo el personal, incluido quien ocupe la secretaría general, que desempeñe sus 
funciones al servicio de las cámaras quedará sujeto al derecho laboral.

4. El reglamento de régimen interior de cada cámara establecerá el régimen del personal 
al servicio de la cámara, así como el procedimiento para su contratación, que deberá 
adecuarse a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad de la convocatoria.

5. Asimismo, quedarán sometidos al régimen de incompatibilidades que se establezcan 
en el reglamento de régimen interior de cada cámara. En cualquier caso, el desempeño de 
un puesto de trabajo al servicio de las cámaras será incompatible con el ejercicio de 
cualquier cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el 
estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia.

Artículo 19.  Reglamento de régimen interior y código de buenas prácticas.
1. Cada cámara se regirá por su propio reglamento de régimen interior, a propuesta del 

pleno aprobada por mayoría cualificada de dos tercios y aprobado por la consejería 
competente en materia de comercio, la cual podrá también promover su modificación.
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2. Los actos acordando la aprobación o la modificación de los reglamentos de régimen 
interior de las cámaras serán publicados en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears».

Para la modificación del reglamento de régimen interior deberán observarse los mismos 
trámites que para su aprobación.

Los reglamentos de régimen interior de las cámaras sometidos a aprobación se 
considerarán aprobados si, transcurridos tres meses desde la entrada de la solicitud en el 
registro de la administración tutelante, esta no hubiera denegado expresamente su 
aprobación, formulado objeciones en su contra o promovido su modificación.

En el supuesto de que la administración tutelante, de oficio o como consecuencia de la 
presentación de un reglamento de régimen interior, promoviera su modificación, deberá 
señalar el plazo, no inferior a dos meses, para un nuevo envío del reglamento, su 
modificación o las alegaciones que se estimen oportunas.

Recibidas las alegaciones, o transcurrido el plazo de tres meses sin que haya recibido la 
nueva propuesta o cuando esta no se ajuste a la modificación requerida, el órgano 
competente en materia de cámaras redactará la propuesta concreta de reglamento o 
modificación y la someterá a consideración de las cámaras por un plazo de un mes, y sólo 
podrá aprobarse si no existe oposición expresa de las cámaras. En caso de que no haya 
acuerdo, se prorrogará el anterior reglamento.

Presentado el texto corregido dentro del plazo establecido o las alegaciones a la 
modificación propuesta, se entenderán estimadas éstas o aprobada la modificación cuando 
hubieran transcurrido dos meses desde su presentación al registro de la administración 
tutelante.

3. En el reglamento de régimen interior se regularán, en todo caso, las siguientes 
cuestiones:

a) La estructura del pleno, sus funciones, el número y la forma de elección de los 
miembros del comité ejecutivo, las normas de funcionamiento de sus órganos de gobierno y 
la cobertura de posibles vacantes sobrevenidas tras las elecciones.

b) El procedimiento de apertura, gestión y cierre de las delegaciones territoriales.
c) El procedimiento de aprobación y revisión de las actividades privadas a desarrollar por 

la cámara.
d) El régimen, el procedimiento de contratación y las incompatibilidades del personal de 

la cámara.
e) Los mecanismos adecuados para asegurar el normal funcionamiento de la cámara en 

lo no previsto en la presente ley y en sus normas de desarrollo complementario.
f) Cualesquiera otros conceptos establecidos por la presente ley o su normativa de 

desarrollo.
g) Se incluirán como anexos al reglamento de régimen interior la estructura y la 

composición del pleno en lo referente a su distribución por grupos y, en su caso, categorías, 
así como el régimen de personal al servicio de la cámara.

4. Asimismo, las cámaras deberán elaborar un código de buenas prácticas que garantice 
la imparcialidad y la transparencia en el ejercicio de sus funciones público-administrativas. 
Deberá ser aprobado por el pleno y se trasladará a la administración tutelante. Este código 
se deberá publicar en la página web de las cámaras. En el código de buenas prácticas 
constarán, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Mecanismos que garanticen la imparcialidad de las cámaras en el ejercicio de sus 
funciones público-administrativas, permitiendo el acceso a todas las personas destinatarias 
de las mismas en condiciones de absoluta igualdad.

b) Mecanismos que garanticen la satisfacción del interés general y de las necesidades 
reales de las personas destinatarias de las funciones asumidas por las cámaras, ejerciendo 
dichas funciones con una voluntad de servicio a la sociedad.

c) Mecanismos que garanticen el acceso y la difusión de toda la información que obre en 
poder de las cámaras, relativa a su actuación en la ejecución de funciones de carácter 
público-administrativo, de forma que las personas interesadas puedan conocer sus 
decisiones y la motivación de las mismas.
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CAPÍTULO IV
Régimen electoral

Artículo 20.  Regulación del procedimiento electoral y derecho electoral activo y pasivo.
1. El régimen electoral de las cámaras se regirá por lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de 

abril, básica de las cámaras, en esta ley y en la normativa reglamentaria de desarrollo. Con 
carácter supletorio, y en lo que resulte de aplicación, se estará a lo dispuesto en el régimen 
electoral general.

2. Tienen derecho electoral activo y pasivo las personas naturales y jurídicas que reúnan 
los requisitos del artículo 17 de la Ley 4/2014.

3. Para ser elector o electora, ya sea en nombre propio o en representación de personas 
jurídicas, se requerirá mayoría de edad, no estar incurso en ninguna causa legal que impida 
dicha condición y tener una relación directa con la persona jurídica representada. Se 
entenderá por relación directa la condición de administrador, socio o empleado de la 
representada.

4. Las personas candidatas a formar parte de los órganos de gobierno de las cámaras 
deberán, además, tener la nacionalidad española o de un Estado miembro de la Unión 
Europea, la de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o la de 
un Estado a cuyos nacionales se extienda, en virtud del correspondiente acuerdo o tratado 
internacional, el régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados; llevar 
como mínimo dos años de ejercicio en la actividad empresarial en los territorios citados; y 
hallarse al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.

5. Las personas de otra nacionalidad podrán ser candidatas de acuerdo con el principio 
de reciprocidad, siempre que cumplan los demás requisitos exigidos en el párrafo anterior.

6. Para ser persona candidata a miembro del pleno será necesario, además, estar 
incluida en el censo electoral dentro del grupo por cuya representación se opta.

7. Las personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades correspondientes a 
diversos grupos o diversas categorías del mismo grupo de los censos de una cámara tienen 
derecho a sufragio activo y pasivo en cada uno de los mismos. Si resultasen elegidas en 
más de un grupo o categoría, deberán optar por la representación en los órganos de 
gobierno de solo uno de ellos.

Artículo 21.  Censo electoral general y específico.
1. El censo electoral de las cámaras estará constituido por la totalidad de las personas 

físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan las actividades comerciales, 
industriales, de servicios o navieras no excluidas de conformidad con el artículo 7 de la Ley 
4/2014.

2. El censo electoral de las cámaras comprenderá la totalidad de sus personas electoras, 
clasificadas por grupos y, en su caso, por categorías, en atención a la importancia 
económica de los diversos sectores representados, en la forma que se determine 
reglamentariamente. Esta clasificación será revisada cada cuatro años por el comité 
ejecutivo, con referencia al 1 de enero.

3. Las cámaras elaborarán, además del censo electoral general, un censo electoral 
específico constituido exclusivamente por las personas físicas o jurídicas que, formando 
parte del censo electoral general, hayan realizado aportaciones voluntarias en cada 
demarcación, en la forma que se disponga reglamentariamente y en su reglamento de 
régimen interior.

4. Las personas que integran el censo electoral tendrán derecho de voto para la elección 
de los órganos de gobierno de las cámaras dentro de cuya circunscripción tengan 
establecimientos, delegaciones o agencias.

Artículo 22.  Publicidad del censo electoral.
1. Una vez abierto el proceso electoral, y dentro de los plazos que reglamentariamente 

se establezcan, cada cámara deberá exponer su censo al público, en la dirección 
corporativa, en sus delegaciones y en aquellos otros lugares que estime oportuno.
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2. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los grupos y las 
categorías correspondientes podrán presentarse desde el momento en que se inicie la 
exposición de los censos al público hasta el término del plazo que reglamentariamente se 
establezca.

3. Corresponde al comité ejecutivo de la cámara resolver las reclamaciones a las que se 
hace referencia en el apartado anterior, en los plazos que reglamentariamente se 
determinen.

Artículo 23.  Convocatoria de elecciones.
1. Una vez abierto el proceso electoral por el ministerio competente, corresponderá al 

órgano tutelar, previa consulta a las cámaras, la convocatoria de elecciones para la 
renovación de los miembros de los plenos de las cámaras. El proceso electoral se 
establecerá reglamentariamente.

2. La convocatoria se publicará en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears» como mínimo 
con treinta días de antelación a la fecha de las elecciones y cada cámara le dará publicidad 
en sus sedes sociales, así como mediante la publicación del anuncio en el diario de mayor 
circulación en su correspondiente demarcación territorial, sin perjuicio de su difusión a través 
de otros medios de comunicación que estime oportunos.

3. En la convocatoria se harán constar:
a) Las sedes de las juntas electorales.
b) El número de colegios electorales y los lugares donde hayan de instalarse.
c) El día y las horas en que las personas electoras pueden emitir el voto presencial. 

Cuando se establezcan varios colegios electorales, las votaciones se celebrarán 
simultáneamente en todos ellos.

d) Los plazos y requisitos para el ejercicio del voto por correo.
4. Contra los acuerdos de las cámaras sobre reclamaciones al censo electoral y los 

adoptados por las juntas electorales se podrá interponer recurso ante la consejería 
competente en materia de comercio.

Artículo 24.  Juntas electorales: constitución y composición.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, 

básica de las cámaras, para garantizar la objetividad y la transparencia de las elecciones, se 
constituirán juntas electorales con la composición y las funciones que se determinen 
reglamentariamente, de forma que se garantice su actuación independiente y eficaz.

2. Una vez publicada la convocatoria, en el plazo que reglamentariamente se establezca, 
se constituirán las juntas electorales, integradas por:

a) Dos representantes de las personas electoras de las cámaras, elegidos por sorteo 
público entre una relación de las personas electoras propuestas por el pleno, en número de 
uno por cada grupo, en los plazos y las condiciones que se establezcan reglamentariamente. 
Si la elección recayera en un elector o una electora que presente su candidatura para ser 
miembro del pleno deberá renunciar a formar parte de la junta electoral. En el sorteo se 
incluirán las personas sustitutas o las reservas para cubrir posibles bajas, para garantizar 
que el proceso no quede paralizado.

b) Dos representantes elegidos por la administración tutelante, uno de los cuales 
ejercerá las funciones de presidente o presidenta.

3. El presidente o la presidenta nombrará el secretario o la secretaria de la junta 
electoral, con voz pero sin voto, entre personal funcionario de la consejería que ostente las 
competencias en materia de comercio.

4. En cualquier caso, la junta electoral podrá recabar el asesoramiento en derecho de los 
secretarios y/o las secretarias generales de las cámaras.

5. Los acuerdos de la junta electoral, constituida, al menos, por tres de sus miembros 
incluyendo el presidente o la presidenta y con la asistencia del secretario o la secretaria, se 
adoptarán por mayoría de los votos de los miembros presentes, siendo de calidad, en caso 
de empate, el del presidente o la presidenta.
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Artículo 25.  Ámbito y mandato.
1. Las juntas electorales tendrán el ámbito correspondiente a cada demarcación de las 

cámaras.
2. El mandato de la junta electoral se prolongará hasta la constitución del pleno de la 

cámara, momento en que quedará disuelta.
3. Las funciones de la junta electoral, para la posible provisión de vacante del pleno tras 

las elecciones, serán asumidas por el comité ejecutivo de la respectiva cámara.

Artículo 26.  Presentación y proclamación de candidaturas.
1. Una vez publicada la convocatoria en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears», 

procederá la presentación de candidaturas ante la secretaría de la cámara respectiva.
2. Las candidaturas deberán presentarse por escrito, con la aceptación de la persona 

candidata, ante la secretaría de la cámara. En el caso de las personas jurídicas, las 
candidaturas deberán acreditarse mediante un poder general de representación o acuerdo 
expreso del consejo de administración.

3. Las candidaturas serán avaladas por la firma de, al menos, el 5 % de las personas 
electoras de los grupos o, en su caso, de la categoría correspondiente. Si el número de 
personas electoras del grupo o de la categoría fuese superior a doscientos, será suficiente 
con la firma de diez de ellas para la presentación de la candidatura.

4. Finalizado el plazo de presentación de las candidaturas, la junta electoral, después de 
comprobar el cumplimiento de los requisitos exigidos, procederá a la proclamación de las 
personas candidatas.

5. Cuando el número de personas candidatas que hayan sido proclamadas por un grupo 
o una categoría resulte igual al de los miembros a elegir, su proclamación equivaldrá a la 
elección.

6. El plazo, la forma y las condiciones de presentación y proclamación de las 
candidaturas se desarrollarán reglamentariamente.

7. La junta electoral reflejará en un acta la proclamación de las personas candidatas y las 
incidencias que se hubiesen producido. Del acta, se enviará copia certificada a la 
administración tutelante y se dará publicidad de su contenido mediante anuncio fijado en la 
sede social de la cámara y en, al menos, uno de los diarios de mayor circulación de las Illes 
Balears.

8. Contra los acuerdos de la junta electoral se podrá interponer recurso de alzada ante la 
persona titular del órgano que ejerza las funciones de tutela. El recurso no suspenderá el 
proceso electoral, a no ser que la administración tutelante considere que su resolución 
resulte fundamental para el desarrollo del proceso.

Artículo 27.  Voto no presencial.
Las personas electoras que prevean que en la fecha de votación no podrán ejercer su 

derecho personándose en el colegio electoral correspondiente podrán emitir su voto con 
sujeción a los medios, requisitos y plazos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 28.  Órganos de gobierno en funciones.
1. Los órganos de gobierno continuarán en funciones en el ejercicio de sus atribuciones 

desde la convocatoria de las elecciones hasta la constitución del nuevo pleno o, en su caso, 
hasta la designación de la comisión rectora que se establece en el apartado 4 de este 
artículo.

2. Los órganos de gobierno de la cámara deberán facilitar el normal desarrollo del 
proceso electoral y de la formación y la constitución del nuevo pleno, así como el traspaso 
de funciones y poderes a los nuevos órganos de gobierno elegidos, limitando su actuación, 
desde la fecha de la convocatoria de las elecciones por la administración tutelante, al 
despacho ordinario de los asuntos de la cámara y absteniéndose de adoptar cualesquiera 
otros acuerdos, salvo en casos de extrema urgencia, que deberán estar suficientemente 
acreditados y autorizados por la administración tutelante.

3. Al presidente o la presidenta de la cámara en funciones le corresponderán las 
funciones de representación ordinaria de la cámara, así como presidir las reuniones de sus 
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órganos de gobierno y, en materia económica, la realización y la expedición de órdenes de 
pago y cobro, siempre que no comprometan la actuación de los nuevos órganos de gobierno 
electos.

4. En caso de que no pueda constituirse el pleno, el departamento que ejerza las 
funciones de tutela designará una comisión rectora para el funcionamiento de la cámara. Si 
en el plazo de tres meses la comisión rectora no lograse la constitución del nuevo pleno por 
los procedimientos establecidos en esta ley y en su reglamento de desarrollo, solicitará al 
órgano tutelante la convocatoria de nuevas elecciones.

5. La comisión rectora estará constituida por los siguientes miembros:
a) El presidente o la presidenta de la cámara en funciones o, en su caso, el 

vicepresidente o la vicepresidenta que le o la sustituya.
b) El secretario o la secretaria general de la cámara.
c) Cuatro vocales de los grupos y las categorías de mayor importancia económica de los 

diversos sectores representados en el pleno en funciones, elegidos por el presidente o la 
presidenta en la forma en que se determine reglamentariamente.

d) Un representante de la administración tutelante.
6. El ejercicio de funciones abarca únicamente aquellas actividades de gestión, 

administración y representación indispensables para el funcionamiento ordinario de la 
corporación, de manera que no se comprometa la actuación de los órganos de gobierno 
electos.

Artículo 29.  Constitución de los órganos de gobierno.
1. Los miembros elegidos por sufragio tomarán posesión de sus cargos en la sede de la 

cámara dentro del mes siguiente al de su elección. Las personas físicas lo harán 
personalmente. Las personas jurídicas, por medio de un representante designado a tal 
efecto con poder suficiente y siempre que se den en el mismo los requisitos que se 
establecen en el artículo 20.3 de la presente ley.

2. El proceso electoral de la sesión constitutiva se desarrollará conforme a lo dispuesto 
en el reglamento de desarrollo de la presente ley y en el reglamento de régimen interior de la 
cámara.

CAPÍTULO V
Régimen económico y presupuestario

Artículo 30.  Financiación.
1. Para la financiación de sus actividades, las cámaras dispondrán de los recursos 

siguientes:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, las rentas y los incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales, así como los 

recursos derivados de la realización de proyectos o actividades financiados mediante la 
participación privada de mecenazgo y previstos en la Ley 3/2015, de 23 de marzo, por la que 
se regula el consumo cultural y el mecenazgo cultural, científico y de desarrollo tecnológico, 
y se establecen medidas tributarias.

d) Los legados y donativos que pudiesen recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se lleven a cabo.
f) Los consignados anualmente en el presupuesto autonómico, que puedan destinarse a 

sufragar los gastos de funcionamiento y estructura, el coste de los servicios público-
administrativos previstos en el artículo 4 de esta ley o la gestión de programas que les sean 
encomendados mediante convenios, delegaciones de funciones, encargos o contratos 
programa.

En la sección presupuestaria correspondiente a la consejería competente en materia de 
comercio se consignará anualmente un fondo para sufragar los gastos de funcionamiento y 
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estructura y el coste de los servicios público-administrativos antes citados por un importe 
mínimo de un millón de euros. De este fondo se deben detraer y asignar 250.000 euros a 
cada una de las cámaras en concepto de costes fijos, y el resto del fondo debe distribuirse, 
en un 85 %, entre todas las cámaras en función del número de empresas que pertenezcan al 
último censo elaborado por cada cámara, y el 15 % restante en función de los servicios 
camerales que se presten en las islas no capitalinas como compensación de los sobrecostes 
inherentes a la doble o triple insularidad.

g) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 
cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico, con inclusión de 
las aportaciones que puedan realizar los consejos insulares, entre otras finalidades, a fin de 
coadyuvar a la cofinanciación de los gastos de funcionamiento y estructura de las cámaras.

2. La disposición de bienes patrimoniales tendrá la autorización de la administración 
tutelante cuando se trate de bienes inmuebles. Reglamentariamente se pueden determinar 
otros supuestos en los que sea necesaria su autorización para la disposición por parte de las 
cámaras de otro tipo de bienes patrimoniales, en función de su alcance económico.

Artículo 31.  Transparencia.
1. Las personas que gestionen bienes y derechos de las cámaras quedarán sujetas a 

indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.

2. Las cámaras, en el ejercicio de sus funciones público-administrativas, quedan sujetas 
a la normativa reguladora en el ámbito de transparencia y buen gobierno aplicable a las 
administraciones públicas. Conforme a ello, deberán hacer públicas las subvenciones que 
reciban así como otro tipo de recursos públicos que puedan percibir para el ejercicio de sus 
funciones. Igualmente, harán públicas las retribuciones percibidas anualmente por los altos 
cargos y máximos responsables respectivos, así como las indemnizaciones percibidas, en su 
caso, con ocasión del cese en su cargo por cualquier causa.

Artículo 32.  Presupuestos y liquidaciones.
1. Las cámaras elaborarán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de ingresos y 

gastos, así como sus correspondientes liquidaciones.
2. El pleno de las cámaras someterá a la aprobación de la consejería competente en 

materia de comercio los presupuestos ordinarios y extraordinarios, así como la liquidación de 
los mismos, de conformidad con los plazos que se establezcan reglamentariamente. 
Asimismo, se podrán establecer las instrucciones necesarias para la elaboración de los 
presupuestos y las liquidaciones.

3. En todo caso, las cuentas anuales y las liquidaciones se presentarán para su 
aprobación, acompañadas del informe de auditoría de cuentas correspondiente.

Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría y el informe anual sobre gobierno 
corporativo, se depositarán en el Registro Mercantil y serán objeto de publicidad por la 
cámara correspondiente.

Corresponderá al Tribunal de Cuentas o a la Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears 
la fiscalización del destino de los fondos públicos que perciban las cámaras de comercio de 
las Illes Balears.

4. La consejería competente en materia de comercio podrá requerir de las cámaras toda 
la documentación complementaria que estime procedente y, en su labor de fiscalización, 
deberá recibir toda la colaboración que requiera de la cámara y tener libre acceso, si lo 
considera necesario, a la documentación interior de la auditoria certificante y a recibir de esta 
los informes complementarios que recabe.

Artículo 33.  Contabilidad.
1. Las cámaras deberán llevar un sistema contable de ingresos y gastos, así como de las 

variaciones de su patrimonio. Reglamentariamente, se podrán establecer requisitos para 
dicho sistema.
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2. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que pueden 
desarrollar en los términos del artículo 4 de esta ley, las cámaras mantendrán una 
contabilidad diferenciada en relación con sus actividades públicas y privadas, sin perjuicio de 
la unicidad de las cuentas anuales.

CAPÍTULO VI
Régimen jurídico

Artículo 34.  Tutela.
1. Las cámaras radicadas en el territorio de las Illes Balears están sujetas en el ejercicio 

de su actividad a la tutela de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes 
Balears, a través de la consejería competente en materia de comercio.

2. La función de tutela comprende el ejercicio de las potestades administrativas de 
aprobación, fiscalización, resolución de recursos, suspensión, disolución y extinción.

3. En los supuestos de disolución, liquidación y extinción previstos en esta ley, la función 
de tutela comprenderá el conocimiento y la dirección del correspondiente procedimiento, así 
como la adopción de las medidas necesarias para garantizar la prestación de los servicios 
propios de las cámaras sin que la administración tutelante quede directa o indirectamente 
vinculada por los saldos deudores derivados de la liquidación, de los cuales responderá 
exclusivamente el patrimonio de la cámara extinguida.

4. El ejercicio de las funciones de tutela no implicará, en ningún caso, la asunción de 
responsabilidad alguna, ni principal ni subsidiaria, por parte de la administración tutelante en 
relación con los derechos y las obligaciones derivados de las actuaciones de las cámaras en 
el ámbito de sus actividades.

5. Las relaciones laborales quedan fuera de la tutela por parte de la administración y 
están sujetas al ámbito de gestión de las cámaras.

Artículo 35.  Reclamaciones y recursos.
1. Las resoluciones de las cámaras, dictadas en ejercicio de sus competencias de 

naturaleza público-administrativa, así como las que afecten a su régimen electoral, serán 
impugnables ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previo recurso administrativo 
formulado ante la consejería que ostente las competencias en materia de comercio, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

2. Las actuaciones de las cámaras en otros ámbitos y, singularmente, las de carácter 
laboral, mercantil y civil se dilucidarán ante los juzgados y tribunales competentes.

3. En todo caso, las personas electoras podrán formular quejas ante la administración 
tutelante, con referencia a la actuación de las cámaras, que se tramitarán en los términos 
que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 36.  Deber de información.
1. Las cámaras deberán remitir a la Administración de la comunidad autónoma, en los 

plazos y en la forma que se determine, copia o extracto de todos los acuerdos que adopten 
sus órganos de gobierno en relación con sus funciones público-administrativas.

2. La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears podrá solicitar la 
ampliación o la aclaración de la información a que se refiere el apartado anterior, así como 
cualquier otra que considere de interés relacionado.

Artículo 37.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno.
1. La Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears podrá proceder a la 

suspensión de la actividad de los órganos de las cámaras en los supuestos y mediante el 
procedimiento establecido en el artículo 37 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, básica de las 
cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación.

2. Cuando se den las circunstancias que prevé el artículo 37 de la Ley 4/2014, la 
administración tutelante podrá disolver los órganos de gobierno de las cámaras y proceder a 
la convocatoria de nuevas elecciones o suspender la actividad de los órganos de gobierno 
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de las cámaras, debiendo quedar garantizado el derecho de audiencia de los mismos en la 
tramitación del procedimiento, en el caso de que se produzcan transgresiones del 
ordenamiento jurídico vigente que, por su gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta 
medida, así como en los supuestos de imposibilidad de funcionamiento normal de aquéllos.

El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como la composición de la comisión gestora que tendrá a su cargo la gestión 
de los intereses de la cámara.

Si, transcurrido el plazo de suspensión, subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, se procederá, dentro del plazo de un mes, a la disolución de los órganos de gobierno 
de las cámaras y a la convocatoria de nuevas elecciones, así como a la prórroga de la 
actuación de la comisión gestora. Asimismo, se podrá establecer que la prestación de 
servicios mínimos para las funciones públicas, que se establecen en el artículo 5 de la 
presente ley, se realizará por parte de otra cámara.

3. En caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones y la constitución de los 
órganos de gobierno de la cámara, la administración tutelante podrá acordar su extinción 
adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por el órgano de gestión nombrado durante 
el periodo de suspensión, a la cámara absorbente, conforme a los términos establecidos 
para el proceso de integración del artículo 9 de la presente ley.

4. En el caso de extinción, la Administración de la comunidad autónoma adoptará las 
medidas necesarias para garantizar que las personas físicas y jurídicas adscritas, definidas 
en el artículo 7.1 de la Ley 4/2014, reciban los servicios propios de las cámaras.

Disposición adicional primera.  Ejercicio de competencias.
Cuando la presente ley atribuya competencias a la consejería competente en materia de 

cámaras o al Gobierno de las Illes Balears sin especificar el órgano concreto de este 
encargado de ejercerlas, o genéricamente a la administración autonómica, se entenderá que 
las menciones se refieren a la dirección general que ejerza las competencias en materia de 
comercio o al órgano administrativo al que las futuras reestructuraciones orgánicas atribuyan 
con carácter general la tutela sobre las cámaras.

Disposición adicional segunda.  Ley 11/2014, de 15 de octubre, de comercio de las Illes 
Balears.

Se modifica el artículo 19 que queda redactado de la siguiente manera:
«Tienen plena libertad para determinar los días y las horas de apertura al público:
a) Los establecimientos comerciales en los cuales la oferta habitual sea 

predominantemente la venta de pastelería y repostería, pan, platos preparados, 
prensa, combustibles y carburantes, y flores y plantas.

b) Los establecimientos comerciales instalados en estaciones, puertos, 
aeropuertos y medios de transporte terrestre, marítimo y aéreo, y los situados dentro 
de los establecimientos hoteleros.

c) Los establecimientos comerciales situados en las zonas de gran afluencia 
turística.

d) Las tiendas de conveniencia, con la especificidad de permanecer abiertas al 
público al menos dieciocho horas al día de acuerdo con el artículo 11.3 de esta ley.

e) Los mercados y mercadillos de venta ambulante autorizados por los 
ayuntamientos.

f) Los establecimientos del entorno inmediato de los mercados y mercadillos a 
que se refiere el apartado anterior siempre que se den las siguientes condiciones:

Que los mercados y mercadillos de venta ambulante hayan sido autorizados por 
los ayuntamientos antes del día 18 de diciembre de 2016.

Que se encuentren ubicados en un radio máximo de 300 metros lineales, 
debidamente delimitado por la correspondiente entidad local con especificación de 
los viales que conforman el perímetro. Los ayuntamientos comunicarán la 
delimitación que hayan aprobado al órgano competente en materia de comercio.
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g) Los establecimientos comerciales diferentes de los anteriores, con una 
superficie útil de exposición y venta de hasta 300 m2, exceptuando los que 
pertenezcan a empresas o grupos de distribución que no tengan la consideración de 
pequeña o mediana empresa según la legislación vigente.»

Disposición adicional tercera.  Regularización de autorizaciones de instalación de 
máquinas recreativas.

Las autorizaciones de instalación que habilitan para instalar máquinas recreativas con 
premio programado o de tipo B en los locales previstos en el artículo 2.2 del Decreto 
19/2006, de 10 de marzo, por el cual se regulan determinados aspectos del régimen jurídico 
aplicable a la instalación de máquinas de juego, tendrán una vigencia de 5 años.

Las autorizaciones mencionadas en el párrafo anterior que en la actualidad no tienen un 
carácter temporal de 5 años, deberán solicitar la autorización de instalación en el plazo de un 
año contador a partir de la entrada en vigor de esta ley. La autorización se otorgará siempre 
que se cumplan todos los requisitos y las condiciones establecidos en la normativa vigente, y 
en este caso se mantendrán los boletines de situación en vigor, si bien de oficio el órgano 
competente en materia de juego emitirá nuevos boletines de situación.

La resolución se dictará en el plazo de seis meses a contar desde la fecha de la solicitud 
y se entenderá desestimada si no se ha dictado resolución en este plazo.

La autorización podrá ser renovada por periodos de igual duración, siempre que se 
solicite la renovación dentro de los dos meses anteriores al plazo de vigencia y se cumplan 
todos los requisitos establecidos en la normativa vigente.

Transcurrido el plazo de un año sin haber solicitado la autorización de instalación, el 
órgano competente en materia de juego iniciará los expedientes sancionadores y de 
caducidad que correspondan así como la anulación de los boletines de situación en vigor, en 
su caso.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de los reglamentos de régimen interior.
En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente ley, las cámaras 

adaptarán el contenido de sus actuales reglamentos de régimen interior a la misma.

Disposición transitoria segunda.  Cámaras existentes.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo II de la presente ley, las cámaras existentes 

seguirán ejerciendo sus funciones en sus respectivas circunscripciones actuales.

Disposición transitoria tercera.  Órganos de gobierno.
Los órganos de gobierno de las cámaras continuarán el ejercicio de sus funciones hasta 

que se constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente 
proceso electoral, de acuerdo con lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, básica de las 
cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, y lo dispuesto en la 
presente ley.

Disposición transitoria cuarta.  Estructura provisional del pleno de la cámara.
Hasta la renovación de los órganos de gobierno de las cámaras, tras la finalización del 

correspondiente proceso electoral, de acuerdo con lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
básica de las cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, y lo dispuesto 
en la presente ley, los reglamentos de régimen interior de cada cámara recogerán la 
distribución del pleno en cada una de ellas establecida en el anexo I.

Disposición derogatoria única.  Normas derogadas.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en la presente ley y, concretamente, la Ley 7/2006, de 3 de mayo, reguladora de la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Navegación de Ibiza y Formentera.
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Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno de las Illes Balears para dictar las normas de desarrollo de la 

presente ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Butlletí Oficial de les 

Illes Balears».

ANEXO I

Estructura provisional de la Cámara de Mallorca

Miembros del pleno: 42.
Representantes por sufragio: 28 miembros.
Grupo Energía e Industria: 4.
Energía y distribución energética: 1.
Industria: 2.
Reparación:1.
Grupo Construcción y Promoción Inmobiliaria: 3.
Construcción: 1.
Instalaciones y acabados de obra: 1.
Promoción Inmobiliaria: 1.
Grupo Comercio: 7.
Gran superficie y gran distribución: 1.
Al por mayor: 2.
Al por menor: 4.
Grupo Hostelería: 7.
Alojamiento: 4.
Hoteles, moteles, pensiones, fondas, casas de huéspedes y hoteles-apartamentos: 3.
Otros establecimientos: 1.
Restauración y servicios recreativos: 3.
Grupo Transporte: 4.
Transporte terrestre de mercaderías y auxiliares: 1.
Transporte terrestre de viajeros: 1.
Transporte aéreo y agencias viaje: 1.
Transporte marítimo: 1.
Grupo Otros Servicios: 3.
Banca, seguros, servicios a las empresas y profesionales: 1.
Educación, investigación y sanidad: 1.
Otros servicios: 1.
Representantes de prestigio: 4 miembros.
CAEB: 3.
PIMEM: 1.
Representantes de empresas aportantes: 10 miembros.
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Estructura provisional de la Cámara de Menorca

Miembros del pleno: 15.
Representantes por sufragio: 10 miembros.
Grupo Energía e Industria: 4.
Industria: 3.
Reparación: 1.
Grupo Construcción y Promoción Inmobiliaria: 1.
Grupo Comercio: 1.
Grupo Hostelería: 2.
Alojamiento: 1.
Restauración y servicios recreativos: 1.
Grupo Transporte: 1.
Grupo Otros Servicios: 1.
Representantes de prestigio: 2 miembros.
CAEB: 1.
PIME Menorca: 1.
Representantes de empresas aportantes: 3 miembros.

Estructura provisional de la Cámara de Ibiza y Formentera

Miembros del pleno: 15.
Representantes por sufragio: 10 miembros.
Grupo Energía e Industria: 1.
Grupo Construcción y Promoción Inmobiliaria: 1.
Grupo Comercio: 2.
Al por mayor: 1.
Al por menor: 1.
Grupo Hostelería: 4.
Alojamiento: 3.
Restauración y servicios recreativos: 1.
Grupo Transporte: 1.
Grupo Otros Servicios: 1.
Representantes de prestigio: 2 miembros.
CAEB: 1.
PIMEEF: 1.
Representantes de empresas aportantes: 3 miembros.
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§ 118

Ley 16/1999, de 29 de abril, de Comercio Interior de la Comunidad de 
Madrid

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 116, de 18 de mayo de 1999
«BOE» núm. 195, de 16 de agosto de 1999

Última modificación: 29 de diciembre de 2012
Referencia: BOE-A-1999-17589

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la presente Ley que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO
La Comunidad de Madrid, en virtud del artículo 26.3.1.2 de su Estatuto de Autonomía, 

reformado por la Ley Orgánica 5/1998, de 7 de julio, tiene competencias exclusivas en 
materia de comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, y de la legislación 
sobre libre circulación de bienes en el territorio del Estado. Estas competencias debe 
ejercerlas de acuerdo con las bases y la ordenación de la actuación económica general y la 
política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en 
las materias 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución Española. Las 
competencias autonómicas comprenden tanto la función legislativa como la ejecutiva o de 
gestión.

Por ello, la presente norma es el cauce adecuado para ordenar el comercio interior de 
nuestra Comunidad, adaptándose a las características peculiares de su estructura 
económica y comercial, sin desviarse nunca de objetivos irrenunciables como la defensa de 
la libertad de empresa y de la competencia, la libre circulación de bienes en todo el territorio 
español y la garantía de los intereses y derechos de los consumidores.

Una materia importante para el desarrollo socioeconómico de nuestra Comunidad, como 
es el comercio interior, no podía continuar sin una normativa que estableciera los principios 
generales a los que deben someterse los agentes operantes en este sector, dando respuesta 
al mismo tiempo a la demanda social suscitada en este sentido, ya que el comercio 
constituye parte fundamental del tejido económico, tanto en razón a su esencial función en la 
sociedad, como por la calidad y nivel de servicios alcanzado por sus establecimientos.

Debe tenerse en cuenta que se están produciendo modificaciones sustanciales en la 
tradicional estructura comercial, por lo que se pretende limitar, en lo posible, las tensiones 
que se deriven de los cambios estructurales, sin que ello suponga una rémora para la 
necesaria modernización y adecuación del equipamiento comercial madrileño.
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La Ley está basada en dos principios básicos: por un lado, el respeto a la legislación 
estatal básica en la materia y a la normativa emanada de las instituciones comunitarias, y, 
por otro, la contemplación de las singulares circunstancias que exigen un tratamiento 
particularizado de determinados aspectos de nuestro comercio interior, a la vez que el 
desarrollo de aquellos preceptos que la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio Minorista, 
remite al desarrollo de las Comunidades Autónomas.

En el Título I se delimita el objeto de la presente Ley, la regulación del comercio interior, 
así como su ámbito de aplicación, con exclusión de aquellas actividades comerciales 
sometidas a legislaciones específicas, y se realiza la definición normativa de varios 
conceptos relativos al sector, como son la actividad comercial, minorista y mayorista y del 
sector servicios conexos al comercio al que la Ley extiende sus efectos.

Asimismo se contempla la posibilidad de desarrollo reglamentario del plazo de garantía 
de bienes o servicios concretos y se establecen las condiciones en la custodia de los 
artículos.

Por otro lado, se mantiene el Registro de Actividades y Empresarios Comerciales de la 
Comunidad de Madrid, con la finalidad de obtener información para la definición de las 
políticas a desarrollar en el sector, así como facilitar el ejercicio de las funciones de apoyo y 
fomento del comercio, sin que en ningún caso suponga una carga económica y burocrática 
para el comerciante. Asimismo se mantiene el Registro General de Comerciantes 
Ambulantes que se residencia en nuestra Ley 1/1997, de 8 de enero, y Reglamento que lo 
desarrolla y por primera vez se crean los Registros de Franquiciadores y de Empresas de 
Venta a Distancia.

La actuación de la Comunidad de Madrid sobre la actividad comercial estará inspirada 
por los principios de satisfacción de las necesidades de los consumidores y protección de 
sus legítimos intereses, mantenimiento de la libre y leal competencia entre los comerciantes, 
corrección de desequilibrios entre las diversas formas de distribución comercial, 
modernización de las estructuras comerciales y mejora de la productividad del sector, 
fomento del empleo estable y planificación del urbanismo comercial con participación de las 
Corporaciones Locales y sectores afectados.

En el Título II se regulan los establecimientos comerciales. Los grandes establecimientos 
comerciales minoristas, para cuya instalación, ampliación o traslado se requiere una licencia 
comercial específica, se definen en función de su superficie destinada a exposición y venta y 
de la población del municipio de que se trate.

En general, esta participación preventiva de la Administración autonómica responde al 
impacto supramunicipal que produce la implantación de los grandes establecimientos 
comerciales, ya que lo que los singulariza frente al resto de los equipamientos comerciales 
son la amplitud y la trascendencia de sus efectos. Por otra parte, se somete a autorización 
administrativa la instalación, ampliación o modificación de los establecimientos que se han 
dado en llamar de «descuento duro». Su implantación constituye un fenómeno supraurbano, 
tanto por la atracción poblacional que genera como por su repercusión en el tráfico e 
infraestructuras de la red viaria y por su capacidad para incidir en el desarrollo del comercio 
en su amplia zona de influencia.

En el Título III se fijan los horarios comerciales. El Estado, en el Real Decreto-ley 
22/1993, de 29 de diciembre, fijó las bases para la regulación de los horarios comerciales, 
tras el que la Comunidad de Madrid dictó la Ley 4/1994, de 6 de junio, de Calendario de 
Horarios Comerciales, por la que se regulan los horarios para la apertura y cierre de los 
locales comerciales en el ámbito de la Comunidad de Madrid. En el desarrollo de una política 
coherente con la iniciada en la citada Ley 4/1994, de 6 de junio, dada la amplia aceptación 
de la misma por los sectores implicados y la experiencia positiva que ha supuesto su 
aplicación, se mantiene la regulación sustantiva contenida en la misma, con las 
modificaciones que la experiencia aconseja introducir. Se persigue, en última instancia, 
conjugar los intereses generales del comercio con los de los consumidores, estableciendo, 
para ello, un régimen general de horarios comerciales –que tiene en cuenta las disposiciones 
de la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de enero, complementaria de la Ordenación del Comercio 
Minorista, facilitando la transición allí prevista, y se sustenta, principalmente, en garantizar la 
libertad de los comerciantes para establecer sus propios horarios de actividad de los 
establecimientos, dentro de un horario día que se fija de siete a veinticuatro horas máximo, 
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recogiendo la tensión creada por la apertura de madrugada, sin perjuicio del número máximo 
de horas de apertura semanal, que se fija en setenta y dos, y la autorización de la práctica 
de la actividad comercial como mínimo, en ocho domingos y días festivos al año–. El 
régimen de apertura en domingos y festivos se establece para determinados sectores más 
sensibles a la pequeña compra dominical –panadería, repostería, prensa, etc.– y para las 
zonas declaradas de gran afluencia turística en las que puede producirse una escasez de la 
oferta por motivo de importantes aumentos estacionales de la población, para los 
establecimientos de venta de productos culturales, ante la necesidad de fomentar la cultura y 
la de aquellos otros cuyas características comerciales justifican sobradamente la medida.

En el Título IV se regula una serie de modalidades de venta o prácticas comerciales, 
efectuadas fuera de establecimientos comerciales, y, las denominadas ventas 
promocionales, cuya conceptualización se formula, por primera vez en nuestra Comunidad 
Autónoma, en esta Ley con las variantes de venta de promoción, ventas con obsequio, 
ventas en rebajas y en liquidación.

El especial dinamismo de la moderna distribución comercial ha propiciado la aparición de 
estas nuevas modalidades de venta, así como la intensificación de otras que ya existían en 
las prácticas comerciales, por lo que se hace necesario abordar su regulación para evitar las 
incertidumbres y riesgos que han generado, especialmente, sobre los consumidores.

El texto es respetuoso con las competencias estatales de defensa de la competencia y 
legislación mercantil y civil, teniendo siempre como objetivo predominante la defensa del 
consumidor.

Por último, en el Título V, se regula la modalidad especial de ventas domiciliarias, ventas 
especiales y adquisiciones de los comerciantes, dando cabida a la demanda del 
Observatorio de la Distribución Comercial de adecuar los artículos 14 y 17 de la Ley 7/1996, 
de Ordenación del Comercio Minorista, con nuevas normas que pretenden cerrar lagunas, 
en cuanto a las facturas de adquisición de productos.

En el Título VI, la Ley tipifica las infracciones en materia comercial, establece las 
sanciones y las cuantifica en relación con su importancia.

En virtud de todo lo expuesto, y oído el Consejo Económico y Social de la Comunidad de 
Madrid, se ha elaborado la siguiente Ley:

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
Es objeto de la presente Ley el establecimiento de un marco jurídico para el desarrollo 

de la actividad comercial minorista, con el fin de avanzar en la modernización y 
especialización de las estructuras comerciales de la Región, y en el logro de un modelo 
comercial basado en la diversidad y pluralidad de su oferta.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las actividades comerciales minoristas realizadas 

en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, por los propios comerciantes o por 
quienes actúen por cuenta de ellos.

2. Quedan excluidas del ámbito de la presente Ley aquellas actividades que, en razón de 
su objeto o naturaleza, se encuentren reguladas por una legislación específica.
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CAPÍTULO II
De la actividad comercial

Artículo 3.  Actividad comercial.
(Derogado)
 

Artículo 4.  Actividad comercial minorista.
1. A los efectos de esta Ley, se considera actividad comercial minorista la que tiene 

como destinatario al consumidor final, teniendo como objetivo el situar u ofrecer en el 
mercado, por cuenta propia o ajena, productos y mercancías, así como ofrecer determinados 
servicios que constituyan un acto de comercio, independientemente de la modalidad o 
soporte empleado para ello.

2. A los efectos de lo señalado en el apartado anterior, se estará al concepto de 
consumidor y usuario recogido en la normativa de Defensa de los Consumidores y Usuarios 
de la Comunidad de Madrid. 3. El ejercicio de la actividad comercial minorista se desarrollará 
de acuerdo a los principios de libertad de empresa, libre competencia, libertad de 
establecimiento y libre circulación de bienes y servicios, en el marco de una economía de 
mercado, conforme a la Constitución y las leyes.

Artículo 5.  Actividad comercial mayorista.
(Derogado)

Artículo 6.  Calificación de la actividad comercial.
(Derogado)

Artículo 7.  Fomento de la actividad comercial.
1. La Comunidad de Madrid, a través de la Consejería competente en la materia, 

establecerá programas de ayudas para la promoción comercial, destinadas a pequeñas y 
medianas empresas comerciales, así como para potenciar el asociacionismo en el sector y 
colaborar con las Corporaciones Locales con el objeto de promover un desarrollo armónico y 
una modernización de la actividad comercial, que revertirá en un aumento de la 
competitividad de las empresas y la creación de empleo estable en el sector.

2. Los programas se adoptarán previa audiencia de las asociaciones representativas de 
comerciantes y de la Cámara o Cámaras Oficiales de Comercio e Industria en la Comunidad 
de Madrid que resulte o resulten afectadas y en colaboración con las Corporaciones Locales 
en las materias de su competencia.

Artículo 8.  Prohibiciones y restricciones al comercio.
1. No podrán ejercer el comercio, además de las personas físicas y jurídicas a quienes 

les esté específicamente prohibido por la normativa vigente, los empresarios individuales o 
sociales, a quienes la normativa especial de la actividad que desarrollan les exija dedicarse 
exclusivamente a la misma.

2. Se prohíbe expresamente la exposición y venta de mercancías al comprador, así 
como la remisión o entrega de catálogos, folletos o publicidad de las mismas, cuando éstas 
procedan de personas cuya actividad sea distinta a la comercial y, como consecuencia de la 
actividad que les es propia, tengan como finalidad principal la realización de préstamos, 
depósitos, u operaciones de análoga naturaleza, adheridas a la oferta comercial de la 
mercancía, de tal forma que una no se pudiera hacer efectiva sin la otra.

En todo caso, se presumirá la existencia de estas actuaciones en el supuesto de que el 
comprador pudiera realizar pedidos o adquirir mercancías en los establecimientos de 
aquéllas.

3. Las ventas al público por las entidades cooperativas u otras formas jurídicas análogas, 
en los casos en que lo autoriza la legislación vigente en la materia, se realizarán de manera 
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convenientemente diferenciada respecto de las operaciones efectuadas con los socios, 
atendiendo al lugar de distribución, la identificación de los productos y otras condiciones de 
la transacción, sin que pueda producirse simultáneamente la oferta discriminada a los socios 
cooperadores y al público en general de los productos obtenidos por la entidad y de los 
artículos adquiridos a terceros.

CAPÍTULO III
Garantías

Artículo 9.  Garantía y custodia de los artículos.
1. Los vendedores en general responderán de la calidad de los artículos vendidos en la 

forma determinada en los Códigos Civil y Mercantil, así como en la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y normas concordantes y complementarias.

2. El plazo mínimo de la garantía, en el caso de bienes de carácter duradero, será de 
seis meses a contar desde la fecha de recepción del artículo que se trate, salvo que la 
naturaleza del mismo los impidiera. Reglamentariamente se desarrollarán los plazos de 
garantía específicos para bienes o servicios concretos.

3. Los establecimientos que reciban en custodia artículos para su reparación deberán 
entregar recibo escrito de los mismos, en los que conste, al menos, con suficiente precisión y 
claridad, la identificación de la mercancía, del estado en que se entrega y la reparación que 
se solicita, así como el nombre, domicilio y teléfono del establecimiento y del propietario del 
artículo.

4. La acción o derecho de recuperación de los géneros entregados por el consumidor o 
usuario al comerciante para su reparación prescribirá a los tres años a partir del momento de 
la entrega. Reglamentariamente se establecerán los datos que deberá hacer constar el 
comerciante en el momento en que se le entrega un objeto para su reparación y las formas 
en que podrá acreditarse la mencionada entrega.

CAPÍTULO IV
Registros

Artículo 10.  Oficina de Registros.
(Derogado)

Artículo 11.  Registro de Actividades y Empresarios Comerciales.
(Derogado)

Artículo 12.  Registro de Franquiciadores.
(Derogado)

Artículo 13.  Registro de Asociaciones de Empresas de Comercio.
1. Podrán inscribirse en el Registro de Asociaciones de Empresas de Comercio de la 

Comunidad de Madrid las asociaciones sin fines de lucro que agrupen empresas de 
comercio minorista, que desarrollen su actividad y dispongan de domicilio dentro del ámbito 
territorial de la Comunidad y que se hallen formalmente constituidas e inscritas en los 
registros correspondientes.

2. (Suprimido)
3. El Registro de Asociaciones de Empresas de Comercio de la Comunidad de Madrid 

tendrá carácter público, siendo la inscripción en el mismo voluntaria y gratuita. 
Reglamentariamente se determinarán los datos objeto de inscripción y los documentos 
precisos para la misma.
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Artículo 14.  Registro General de Comerciantes Ambulantes.
Se estará a lo dispuesto en la normativa reguladora de la venta ambulante de la 

Comunidad de Madrid.

Artículo 15.  Registro General de Empresas de Venta a Distancia.
(Derogado)

TÍTULO II
Establecimientos comerciales

CAPÍTULO I
Establecimiento comercial minorista

Artículo 16.  Concepto.
A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de establecimientos comerciales, los 

locales, construcciones e instalaciones de carácter fijo y permanente, cubiertas o sin cubrir, 
exentas o no, exteriores o interiores, con escaparates o sin ellos, destinados al ejercicio 
regular de actividades comerciales minoristas, ya sea de forma continuada o periódica, o en 
días o temporadas determinadas; así como cualesquiera otras que reciban tal calificación en 
virtud de una disposición legal o reglamentaria.

CAPÍTULO II
De los grandes establecimientos comerciales minoristas

Artículo 17.  Concepto.
1. Tendrán la consideración de grandes establecimientos comerciales minoristas, los 

establecimientos individuales o colectivos que, destinándose al comercio al por menor de 
cualquier clase de artículos, dispongan de una superficie útil para la exposición y venta al 
público, superior a 2.500 metros cuadrados.

2. Se consideran grandes establecimientos comerciales minoristas colectivos:
a) Los parques comerciales, integrados por un conjunto de edificaciones de uso 

comercial, y ubicados en una misma área o recinto común urbanizado.
b) Los centros comerciales, integrados por un conjunto de establecimientos comerciales 

independientes, planificados, promovidos y comercializados por una o varias entidades, con 
criterio de unidad, cuyo tamaño, mezcla comercial, servicios comunes y actividades 
complementarias están relacionadas con su entorno, y que dispone de forma permanente de 
una imagen y gestión unitaria. 3. Se entenderá por superficie útil de exposición y venta al 
público, aquella en la que se exponen artículos de forma permanente o habitual, para su 
venta directa, esté cubierta o no, y siempre que sea efectivamente utilizable por el 
consumidor.

Artículo 18.  Necesidad de licencia municipal e informes autonómicos.
(Derogado)

Artículo 19.  Régimen de comunicación.
(Suprimido)

Artículo 20.  Exclusiones.
(Sin contenido)
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Artículo 21.  Efectos de la denegación de la autorización.
(Sin contenido)

CAPÍTULO III
De otros establecimientos sometidos a autorización

Artículos 22 a 25.  
(Derogados)

TÍTULO III
Horarios comerciales

Artículo 26.  Horario en días laborables.
Cada comerciante determinará libremente los días y el horario de apertura y cierre de 

sus establecimientos en el conjunto de los días laborables de la semana.

Artículo 27.  Publicidad de horarios.
En todos los establecimientos comerciales deberá figurar la información del calendario y 

horario de apertura y cierre en sitio visible, tanto en el interior como en el exterior, incluso 
cuando esté cerrado el establecimiento.

Artículo 28.  Actividad en domingos y festivos.
(Derogado)

Artículo 29.  Establecimientos con libertad horaria.
Tendrán plena libertad para abrir los domingos y festivos:
a) Los establecimientos comerciales cuya oferta habitual esté predominantemente 

formada por pan y bollería industrial (panaderías), pastelerías y reposterías, platos 
preparados, elaboración y venta de churros, patatas fritas, frutos secos y dulces, prensa, 
combustibles y carburantes, floristería y plantas, así como los instalados en estaciones, 
aeropuertos y medios de transporte terrestre y aéreo y los situados dentro de 
establecimientos hoteleros.

Se entenderá que existe oferta habitual predominante, a efectos de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, cuando el número de las referencias autorizadas supere en más de un 50 
por 100, a las no autorizadas.

No se podrán vender en domingos o festivos otros artículos que aquellos que hayan 
justificado, en su caso, la consideración de establecimiento con libertad de apertura en 
festivos.

b) Los establecimientos comerciales dedicados exclusivamente a la venta de productos 
culturales, así como los que presten servicios de esta naturaleza.

Son productos culturales aquellos cuya finalidad sea cultivar, desarrollar y formar los 
conocimientos humanos y el ejercicio de sus facultades intelectuales. Tendrán dicha 
consideración los siguientes: libros en soporte escrito o informático, la música en cualquier 
formato, periódicos, revistas, instrumentos musicales, cintas de vídeo, sellos, monedas, 
medallas conmemorativas, billetes para coleccionistas, artículos de dibujo y bellas artes, 
obras de arte, antigüedades, recuerdos y de artesanía popular.

c) Los establecimientos sitos en municipios declarados zona de gran afluencia turística, 
así como los homologados con horario especial de apertura en domingos y festivos.

d) Los pequeños y medianos establecimientos situados en el entorno inmediato de los 
mercados y mercadillos de venta ambulante autorizados que tradicionalmente se celebren 
en domingos y festivos, que podrán permanecer abiertos el mismo horario que éstos.

e) Los locales comerciales para la celebración en los mismos de exposiciones, 
certámenes comerciales para la actividad de lanzamiento de un nuevo producto, siempre 
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que no se venda y que se comunique como mínimo con un mes de antelación a la fecha 
prevista de su realización a la Consejería competente en materia de certámenes 
comerciales.

f) Otros establecimientos que puedan ser excepcionados por la normativa vigente en la 
materia.

Artículo 30.  Establecimientos de conveniencia.
Tendrán plena libertad horaria las denominadas tiendas de conveniencia. Se entenderá 

como tales aquellas que, con una extensión útil no superior a 500 metros cuadrados, 
permanezcan abiertas al público al menos dieciocho horas al día y distribuyan su oferta, en 
forma similar, entre libros, periódicos y revistas, artículos de alimentación, discos, vídeos, 
juguetes, regalos y artículos varios.

Artículo 31.  Declaración de Zona de Gran Afluencia Turística.
1. La Consejería competente en materia de comercio podrá declarar Zona de Gran 

Afluencia Turística a la totalidad de un término municipal, o parte de éste, ya sea para la 
totalidad del comercio o para un tipo de actividad comercial en concreto.

La declaración, que supone la libertad para la apertura y cierre de los establecimientos 
comerciales, podrá incluir los periodos estacionales a que se contrae la aplicación de la 
libertad de apertura.

2. El procedimiento para la declaración de Zona de Gran Afluencia Turística, se podrá 
iniciar por cualquiera de los siguientes medios:

a) A solicitud del Ayuntamiento correspondiente, mediante Acuerdo al respecto del 
Órgano de Gobierno municipal competente.

b) A solicitud de las asociaciones empresariales del sector comercial afectado y/o del 
ámbito territorial correspondiente.

c) De oficio por la Consejería competente en materia de comercio.
3. La solicitud de declaración de Zona de Gran Afluencia Turística, deberá 

fundamentarse en algunos de los siguientes criterios:
a) Relación de plazas en empresas de actividades turísticas con la población de 

derecho.
b) Relación de establecimientos de restauración, cafés, bares y similares con la 

población de derecho.
c) Descripción de atractivos turísticos que acrediten la afluencia turística.
d) Grado de aceptación de los comerciantes afectados por el régimen de aperturas de 

domingos y festivos.
e) Circunstancias especiales que concurran en el caso concreto que así lo justifiquen.
f) Necesidad y especificidad de la situación que se contempla y los beneficios que 

produce.
4. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la declaración de Zona de 

Gran Afluencia Turística.

TÍTULO IV
Actividades de promoción de ventas

Artículo 32.  Ventas de promoción.
1. A los efectos de esta Ley se entiende por venta de promoción aquella que tiene por 

finalidad dar a conocer un nuevo producto o artículo, o conseguir el aumento de venta de los 
existentes, o el desarrollo de uno o varios comercios o establecimientos.

2. La venta de promoción deberá ir precedida o acompañada de la suficiente información 
al público, en la que deberá figurar con claridad:

a) El producto o productos objeto de promoción.
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b) Las condiciones de venta.
c) Disponer de existencias suficientes para hacer frente a la oferta.
3. Si llegaran a agotarse durante la promoción las existencias de alguno de los productos 

ofertados, el comerciante podrá prever el compromiso de la reserva del producto 
seleccionado durante un plazo determinado, en las mismas condiciones y precio de la oferta. 
No obstante, si el comprador no estuviese conforme con dicha medida, o transcurriese el 
plazo de la reserva sin que el comerciante hubiese podido atender la demanda, el producto 
solicitado deberá sustituirse por otro de similares condiciones y características.

Artículo 33.  Ventas con obsequio. Requisitos y autorización administrativa.
1. Se consideran ventas con obsequio aquellas en las que el comerciante utiliza 

concursos, sorteos, regalos, vales, premios o similares, vinculados a la oferta o promoción 
de artículos regulados en el artículo anterior.

2. Serán de aplicación a las ventas con obsequio los siguientes preceptos:
a) Durante el período de oferta de venta con obsequio queda prohibido modificar al alza 

el precio, así como disminuir la calidad del producto.
b) El número de existencias con las que cuenta el comerciante para hacer frente a la 

obligación de entrega de los obsequios, así como las bases por las que se regulan los 
concursos, sorteos o similares, deberán constar en el envase o envoltorio del producto de 
que se trate o, en su defecto, estar debidamente divulgadas.

c) Los bienes o servicios en que consistan los objetos o incentivos promocionales, 
deberán entregarse al comprador al tiempo de la compra o en un plazo máximo de dos 
meses, a contar desde que el comprador reúna los requisitos exigidos.

d) En todo caso, se respetarán los derechos e intereses de los consumidores 
establecidos en la legislación vigente.

Artículo 34.  Ventas en rebajas.
1. Se aplicará lo dispuesto en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del 

Comercio Minorista, en cuanto a las ventas en rebajas, correspondiendo a cada comerciante 
decidir libremente los periodos estacionales en que podrán tener lugar así como su duración.

En todo caso, las fechas de las rebajas elegidas deberán exhibirse en los 
establecimientos comerciales en sitio visible al público, incluso cuando permanezcan 
cerrados.

2. En el supuesto de que las ofertas en rebajas no afecten a la totalidad de los productos 
comercializados, los rebajados estarán debidamente identificados y diferenciados del resto.

3. En todo caso, las reducciones de los precios se consignarán exhibiendo junto al precio 
anterior el precio rebajado de los mismos productos comercializados en el establecimiento.

Artículo 35.  Ventas en liquidación.
A los efectos previstos en los artículos 30 y 31 de la Ley 7/1996, de Ordenación del 

Comercio Minorista, deberán cumplirse los siguientes requisitos:
a) En el supuesto de que una empresa sea titular de varios establecimientos 

comerciales, el cese total o parcial de la actividad de comercio deberá ser de todos ellos. El 
cierre total o parcial de un solo punto de venta no tendrá la consideración de cese total o 
parcial sino de cambio de local.

b) La liquidación por la realización de obras de importancia sólo será posible cuando las 
mismas requieran el cierre del local.

c) La liquidación en los supuestos de fuerza mayor sólo será posible cuando obstaculice 
el desarrollo normal del negocio por un período continuado como mínimo de un mes.

d) La liquidación de los productos debe efectuarse en el mismo local o locales afectados 
donde se vendía habitualmente, salvo en los casos de cierre inminente de local y de los de 
fuerza mayor.
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TÍTULO V
Ventas domiciliarias, ventas especiales y adquisiciones de los comerciantes

CAPÍTULO I
Ventas domiciliarias

Artículo 36.  Concepto de ventas domiciliarias.
1. Se consideran ventas domiciliarias, a los efectos de esta Ley, las realizadas 

profesionalmente mediante la visita del vendedor o de sus empleados o agentes para ofrecer 
los productos o servicios al lugar que designe el consumidor o posible comprador. No se 
considerará venta a domicilio la venta por correspondencia ni la celebrada en el 
establecimiento comercial por teléfono seguida del reparto a domicilio de los productos 
adquiridos.

2. Tendrán igualmente la consideración de ventas domiciliarias las denominadas «ventas 
de reunión» de un grupo de personas convocadas por una de ellas, a instancia o de acuerdo 
con el vendedor.

3. Se deberá cumplir con la normativa reguladora del producto que se vende, no 
pudiendo ser objeto de venta aquellos cuya regulación prohíba este tipo de ventas, 
especialmente los alimenticios y aquellos que por la forma de presentación no cumplan las 
normas técnicas sanitarias o de seguridad.

Artículo 37.  Publicidad en las ventas domiciliarias.
1. La publicidad de la oferta que deberá ser entregada al consumidor incluirá, al menos, 

los siguientes extremos:
a) Identificación, domicilio de la empresa.
b) Datos esenciales del producto, de forma que permitan su identificación inequívoca en 

el mercado.
c) Precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
2. Sin perjuicio de lo establecido anteriormente y de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 5.1 de la Ley 26/1991, de 21 de noviembre, de Protección de los Consumidores, en 
el caso de contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles, el vendedor está 
obligado a poner en conocimiento del consumidor, por escrito, el derecho que le asiste de 
disponer de un período de reflexión de al menos siete días, durante el cual puede decidir la 
devolución del producto de que se trate y recibir las cantidades que haya entregado, salvo 
que se trate de productos perecederos.

CAPÍTULO II
Ventas especiales

Artículo 38.  Venta de saldos.
De conformidad con los artículos 28 y 29 de la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio 

Minorista, deberá cumplirse lo establecido en el presente artículo:
1. Los establecimientos dedicados de forma exclusiva a la venta de saldos podrán saldar 

artículos ajenos y artículos adquiridos específicamente con la finalidad de ser vendidos como 
saldos o restos, indicando claramente en el exterior su actividad.

2. Los comerciantes podrán practicar la venta de saldos, siempre que estén debidamente 
señalizados y separados del resto de las promociones. Informarán de la duración de los 
saldos y en el caso de ser permanentes se hará constar tal circunstancia.

3. En la actividad promocional de saldos, se empleará la denominación de saldos o 
restos, y se prestará especial atención a que las sugerencias de la existencia de ventajas 
económicas para el consumidor se correspondan con la realidad de los productos objeto del 
mismo.
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4. Si se ofrecen como saldos artículos defectuosos o deteriorados deberá constar 
expresamente esta circunstancia, de forma que sean susceptibles de ser identificados por el 
consumidor.

Artículo 39.  Venta automática.
1. Es venta automática la forma de distribución detallista en la cual se pone a disposición 

del consumidor el producto o servicio para que éste lo adquiera mediante el accionamiento 
de cualquier tipo de mecanismo y previo pago de su importe.

2. En todas las máquinas automáticas deberá figurar la indicación de si devuelve cambio 
de moneda, así como el tipo de moneda fraccionaria con la que funcione.

3. No se podrán comercializar productos alimenticios que no estén envasados y 
etiquetados conforme a la normativa aplicable.

Artículo 40.  Venta a pérdidas.
1. Las facturas emitidas por los fabricantes y por los proveedores del comercio minorista 

en general, por la entrega de las mercancías objeto de su comercio deben describir 
explícitamente todos los conceptos en cuya virtud se establezca el precio de adquisición de 
productos.

2. Cuando una misma factura se refiere a diferentes artículos se especificarán con 
claridad todos los descuentos que afecten a cada uno de ellos, si es que existen.

3. Cuando una misma factura se refiera a artículos gravados con tipos fiscales 
impositivos distintos, deberán diferenciarse las partes de la operación sujetas a cada tipo.

4. Las bonificaciones, descuentos y conceptos análogos, sujetos al cumplimiento de 
condiciones futuras no podrán ser considerados como descuentos mientras no se cumplan 
aquellas condiciones a las que están sujetas, de acuerdo con lo establecido en los artículos 
1.113 y 1.114 del Código Civil.

5. La autoridad competente podrá requerir, simultánea e indistintamente, la presentación 
de la factura al proveedor y al comerciante.

CAPÍTULO III
Adquisiciones de los comerciantes

Artículo 41.  Pago a proveedores.
(Derogado)

Artículo 42.  Documentación.
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 17 de la Ley estatal 7/1996 deberán 

cumplirse las siguientes prescripciones:
1. A tales efectos las facturas deberán hacerse llegar a los comerciantes antes de que se 

cumplan treinta días desde la fecha de entrega y recepción de las mercancías o del último 
día del mes cuando en una sola factura se incluyan las operaciones realizadas para un 
mismo destinatario a lo largo de un mes natural.

2. Las facturas se entenderán aceptadas en todos sus términos y reconocidas por sus 
destinatarios, cuando no hayan sido objeto de reparo en el plazo de los veinticinco días 
siguientes a su remisión. En el caso de que no sean conformes se dispone sobre el anterior 
un plazo adicional de diez días para su subsanación y nueva remisión de la correspondiente 
factura rectificada. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, no se tendrán en cuenta las 
modificaciones contenidas en facturas rectificativas emitidas en fecha posterior a los plazos 
indicados.

3. Los aplazamientos de pago de productos alimenticios perecederos no excederán en 
ningún caso de treinta días, contados a partir del día en que se entregue la mercancía.
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TÍTULO VI
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Infracciones

Artículo 43.  Infracciones.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades que de otro orden pudieran derivarse, 

constituyen infracciones administrativas en materia de comercio interior, las acciones u 
omisiones tipificadas en la presente Ley.

2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 44.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente Ley 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de la empresa y actividades 
comerciales de que se trate.

Artículo 45.  Infracciones muy graves.
Se considerarán infracciones muy graves:
1. (Sin contenido)
2. (Sin contenido)
3. Las que supongan grave riesgo para la salud y seguridad de las personas.
4. La negativa o resistencia a suministrar datos o facilitar la información requerida por las 

autoridades y sus agentes en el ejercicio de sus funciones de inspección y de la 
Administración comercial, cuando se efectúe acompañada de violencia física o verbal o 
cualquier otra forma de presión.

5. Las que, habiéndose calificado de graves, hayan supuesto una facturación superior a 
cien millones de pesetas.

6. La reincidencia en infracciones graves. Se entenderá que existe reincidencia si se dan 
los requisitos establecidos en el artículo 67 de la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio 
Minorista.

Artículo 46.  Infracciones graves.
Se considerarán infracciones graves:
1. La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida por 

las autoridades o sus agentes y funcionarios de la Administración comercial en el ejercicio de 
sus funciones de comprobación y el suministro de información inexacta o incompleta.

2. El incumplimiento del requerimiento sobre el cese de actividades infractoras.
3. Realizar ventas con pérdida, con excepción de los supuestos señalados en la Ley 

7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, e incumplir las normas sobre 
facturas que recogen los artículos 40 y 42 de la presente Ley.

4. Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

5. El incumplimiento de los plazos máximos de pago que contempla el apartado 3 del 
artículo 42 de la presente ley, así como la falta de entrega por los comerciantes a sus 
proveedores de un documento que lleve aparejada ejecución cambiaria, y la falta de entrega 
de un efecto endosable a la orden en los supuestos y plazos contemplados en el artículo 42 
de la presente ley, así como en el apartado 4 del artículo 17 de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero.

6. (Derogado)
7. La venta bajo el anuncio o la denominación de «ventas con obsequio», «ventas en 

rebaja», «ventas en liquidación» o «ventas de saldos», con inobservancia de las 
características legales definidoras de las mismas.
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8. Estar afectados los objetos ofertados en las ventas con obsequio, en rebaja o en 
liquidación, por alguna causa que reduzca su valor de mercado.

9. El falseamiento, en las ventas promocionales, de la publicidad de su oferta.
10. Oferta de operaciones en cadena o pirámide en la forma prohibida por la Ley 7/1996, 

de Ordenación del Comercio Minorista.
11. Modificar durante el período de duración de la oferta de ventas con obsequio el 

precio o la calidad del producto.
12. El incumplimiento del régimen establecido sobre entrega de los obsequios 

promocionales.
13. Anunciar ventas como de fabricante o mayorista con incumplimiento de lo 

establecido al respecto en el artículo 35 de la Ley 7/1996, de 15 de enero.
14. (Derogado)
15. El incumplimiento en los plazos de garantía y servicios postventa, así como en la 

custodia de artículos.
16. Realizar la venta de vehículos usados con incumplimiento de lo establecido en la 

presente Ley.
17. (Derogado)
18. El incumplimiento del régimen establecido en la Ley 26/1991, de 21 de noviembre, de 

Protección de los Consumidores, en el caso de los contratos celebrados fuera de 
establecimiento mercantil.

19. La reincidencia en infracciones leves. Se entenderá que existe reincidencia si se dan 
los requisitos establecidos en el artículo 67 de la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio 
Minorista.

20. El incumplimiento de las obligaciones de comunicación establecidas en el artículo 19.

Artículo 47.  Infracciones leves.
Se considerarán infracciones leves:
1. (Derogado)
2. El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre los días y horas de 

apertura y cierre de los establecimientos comerciales, o no hacerlo en lugar visible del 
mismo.

3. (Derogado)
4. En general, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley.

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 48.  Cuantía de las multas.
Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley serán sancionadas con multa cuya cuantía 

se establecerá de acuerdo con la siguiente graduación:
a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento, o multa de hasta 500.000 

pesetas.
b) Las infracciones graves, con multa desde 500.001 hasta 2.500.000 pesetas.
c) Las infracciones muy graves, con multa desde 2.500.001 hasta 100.000.000 de 

pesetas.

Artículo 49.  Medidas cautelares.
1. La autoridad a quien corresponda la resolución del expediente podrá acordar, como 

medida cautelar, el decomiso de las mercancías falsificadas, fraudulentas, no identificadas o 
que incumplan los requisitos mínimos establecidos para su comercialización.

2. El Gobierno de la Comunidad de Madrid podrá acordar, en el supuesto de infracciones 
muy graves que supongan un grave riesgo para la salud, grave perjuicio económico o 
generen una amplia alarma social, el cierre temporal de la empresa o establecimiento 
infractor por un plazo máximo de un año.
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Artículo 50.  Graduación.
1. Las sanciones se graduarán especialmente en función de la trascendencia social de la 

infracción, la situación de predominio del infractor en el mercado, la naturaleza de los 
perjuicios causados, volumen de la facturación a la que afecta, el grado de voluntariedad o 
intencionalidad del infractor, la cuantía del beneficio obtenido, la capacidad económica, y el 
plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción.

2. La sanción no podrá suponer más del 5 por 100 de la facturación del comerciante 
afectada por la infracción en el caso de infracciones leves, del 50 por 100 en el caso de las 
infracciones graves y del volumen total de dicha facturación en el caso de infracciones muy 
graves.

Artículo 51.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los tres años las calificadas 

de muy graves, a los dos años las calificadas de graves y a los seis meses las calificadas de 
leves. Estos plazos se contarán a partir de la realización del acto sancionable o de la 
terminación del período de comisión si se trata de infracciones continuadas.

Artículo 52.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones prescribirán en los mismos plazos establecidos en el artículo anterior, a 

partir de la firmeza de la resolución sancionadora.

Artículo 53.  Suspensión temporal de la actividad.
Con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, la autoridad 

competente en la materia podrá adoptar la medida de cierre de las instalaciones o de los 
establecimientos que no dispongan de las autorizaciones preceptivas o de la suspensión de 
su funcionamiento hasta que rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos, en los 
supuestos de falta muy grave.

Dicha medida se adoptará mediante acuerdo motivado.

Artículo 54.  Órganos competentes.
Los órganos competentes para resolver el procedimiento sancionador e imponer las 

sanciones, así como para la adopción de las pertinentes medidas cautelares, son:
a) El Director general que tenga atribuidas las competencias en materia de comercio 

interior, en las infracciones leves y graves.
b) El titular de la Consejería competente en materia de comercio interior, en las 

infracciones muy graves.
c) El Gobierno de la Comunidad de Madrid, para los supuestos de cierre temporal de la 

empresa o establecimiento infractor, por un plazo máximo de un año.

Artículo 55.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador se sustanciará conforme a lo previsto en la normativa 

reguladora para el ejercicio de la potestad sancionadora por la Administración Pública de la 
Comunidad de Madrid.

CAPÍTULO III
De la Inspección de Comercio

Artículo 56.  La Inspección de Comercio de la Comunidad de Madrid.
1. A los inspectores adscritos a la Dirección General competente en materia de 

comercio, cuando actúen en el ejercicio de su función inspectora, tendrán la consideración 
de autoridad a todos los efectos, y ejercerán la comprobación, vigilancia y control del 
cumplimiento de las disposiciones vigentes en las materias cuya competencia esté atribuida 
a la Dirección General competente en materia de comercio.
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2. Reglamentariamente se procederá al desarrollo del ejercicio de la función inspectora.

Disposición adicional única.  
Para todos los Registros y actividades comerciales reguladas en esta Ley, así como en la 

reglamentación de desarrollo de la misma, se tendrá en cuenta, en todo caso, lo dispuesto 
en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado 
de los Datos de Carácter Personal, y en la Ley 13/1995, de 21 de abril, de Regulación del 
Uso de la Informática en el Tratamiento de Datos Personales por la Comunidad de Madrid.

Disposición transitoria primera.  
A los expedientes en tramitación de licencia comercial de apertura de grandes 

establecimientos comerciales les será de aplicación lo dispuesto en los artículos 17 y 19.

Disposición transitoria segunda.  
Las personas físicas o jurídicas que, a la entrada en vigor de esta Ley, ejerzan una 

actividad comercial que suponga su inscripción obligatoria en alguno de los Registros 
establecidos en la presente Ley, deberán proceder a realizar la citada inscripción en el plazo 
máximo de un año, a contar desde la entrada en vigor del Reglamento que determine los 
datos objeto de inscripción y los documentos precisos para la misma.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley y en particular la Ley 4/1994, de 6 de junio, de Calendario de 
Horarios Comerciales, salvo el artículo 3.1, la Orden 3323/1996, de 16 de abril, la Orden 
3349/1996, de 22 de abril, artículos 1 y 2.

Disposición final primera.  
En el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la Ley se aprobarán los 

Reglamentos de regulación de los Registros de Franquiciadores y de las Empresas de 
Ventas a Distancia.

Disposición final segunda.  
Se autoriza al Gobierno de Madrid, a propuesta de la Consejería competente por razón 

de la materia, para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de la 
presente Ley.

Disposición final tercera.  
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial 

de la Comunidad de Madrid», debiéndose publicar en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 119

Ley 1/1997, de 8 de enero, Reguladora de la Venta Ambulante de la 
Comunidad de Madrid

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 10, de 13 de enero de 1997
«BOE» núm. 199, de 20 de agosto de 1997

Última modificación: 31 de diciembre de 2015
Referencia: BOE-A-1997-18549

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la siguiente Ley, que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO
Los considerables cambios que en las últimas décadas se han venido manifestando en 

una fórmula comercial muy arraigada históricamente como es la venta no sedentaria, hacen 
imprescindible proceder a la determinación de una serie de criterios técnicos mínimos que 
sirvan para la homogeneización, reordenación y control de este tipo de actividad. 
Conjuntamente ha de tenerse en cuenta que la venta no sedentaria ha superado su inicial 
objetivo como era el de limitarse a servir de complemento a la distribución comercial 
tradicional estable, y ha tendido hacia una mayor profesionalización y especialización.

La normativa estatal básica en la materia la constituye el Real Decreto 1010/1985, de 5 
de junio, por el que se regula el ejercicio de determinadas modalidades de venta fuera de un 
establecimiento comercial permanente. Por su parte, el artículo 26.11 del Estatuto de 
Autonomía atribuye a la Comunidad Autónoma la plenitud de la función legislativa en «el 
fomento del desarrollo económico de la Comunidad de Madrid dentro de los objetivos 
marcados por la política económica nacional», y el artículo 27.10 el desarrollo legislativo, 
incluida la potestad reglamentaria y ejecución en el marco de la legislación básica del Estado 
en materia de «defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación 
de la actividad económica general y la política monetaria del Estado», conforme a la reforma 
estatutaria operada por la Ley Orgánica 10/1994, de 24 de marzo.

En la observancia de dicha normativa y su relación con la actividad comercial que viene 
a regularse por la presente Ley, la Administración Regional debe proceder a adecuar esta 
regulación a sus necesidades específicas procurando la consecución de dos objetivos 
esenciales: Por un lado, una coordinación efectiva entre las Administraciones Locales y la 
Comunidad de Madrid en todo lo referente a la regulación, autorización y control de la venta 
ambulante y, de otro, salvaguardar las garantías de igualdad ante la Ley con el comercio 
estable, junto con la protección de los derechos de los consumidores y usuarios.
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Por todo lo anterior se ha procedido a elaborar la presente regulación cuyas principales 
características pueden resumirse del siguiente modo:

En el capítulo I se pretende delimitar el concepto de venta ambulante que debe ser 
objeto de autorización municipal, tratando de erradicar aquellas fórmulas obsoletas o cuyo 
control de legalidad es singularmente difícil. Se incluyen así dentro de la norma, las 
modalidades de venta no sedentaria relativas a mercadillos, festejos populares y enclaves 
aislados en la vía pública de carácter urbana para productos alimentarios de temporadas que 
hayan sido objeto de transformación. Al mismo tiempo, se establecen cuáles son los sujetos 
legitimados y los requisitos que habilitan para el ejercicio de la venta ambulante.

El capítulo II recoge:
1. En el respeto al principio jurisprudencialmente consagrado de autonomía local, todas 

las competencias municipales en materia de venta en mercadillos, sin perjuicio de introducir 
como novedad el informe preceptivo de la Dirección General de Prevención y Promoción de 
la Salud y el preceptivo y vinculante que ha de evacuar la Dirección General de Comercio y 
Consumo como garantía de la idoneidad comercial del equipamiento colectivo.

2. Con la intención de coordinar la ordenación y control de la materia, se adscribe a la de 
la Dirección General de Comercio y Consumo la gestión del Registro de Comerciantes 
Ambulantes con el objeto de acreditar a cada empresario y establecer como requisito previo 
a la solicitud de la pertinente autorización municipal, la obtención del Carné Profesional de 
Comerciante Ambulante de la Comunidad de Madrid.

3. Paralelamente, se introduce un sistema de concesión anual prorrogable de las 
autorizaciones municipales para el ejercicio de la actividad, con la consiguiente revisión de la 
contraprestación económica que haya de satisfacer el interesado.

En el capítulo III se regulan específicamente aquellas otras modalidades de venta 
ambulante que no son la venta en mercadillos, es decir, la venta en festejos y la venta en 
puestos aislados de la vía pública. En este último caso, cuando se trate de vías urbanas, se 
prohíbe expresamente la comercialización de los productos alimentarios de temporada no 
sometidos a procesos de transformación, ya que es posible en los propios lugares de 
producción conforme su normativa específica, como el Real Decreto de 28 de noviembre de 
1984, que aprueba el Reglamento de aplicación a las normas de calidad para las frutas y 
hortalizas frescas comercializadas en el mercado interior.

Por último, en el capítulo IV se introduce un régimen sancionador con especificación de 
sus infracciones y sanciones correspondientes, que corresponderá a las autoridades locales, 
sin perjuicio de las competencias que pudiesen corresponder a las autoridades sanitarias por 
infracciones en esta materia. La sustanciación de dichos procedimientos se adecuará a lo 
prevenido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y su normativa 
específica.

En cumplimiento de todo lo expuesto con anterioridad, se ha elaborado la siguiente 
normativa:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la norma.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de la venta ambulante caracterizada por 

efectuarse fuera de un establecimiento comercial permanente, de acuerdo con los requisitos 
y condiciones previstos en la presente Ley; el Real Decreto 1010/1985, de 5 de junio, y 
demás normativa aplicable.

Artículo 2.  Concepto de venta ambulante.
Se considera venta ambulante o no sedentaria la realizada por comerciantes fuera de un 

establecimiento comercial permanente, de forma habitual, ocasional, periódica o continuada, 
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en los perímetros o lugares debidamente autorizados, en instalaciones comerciales 
desmontables o transportables, incluyendo los camiones-tienda.

Artículo 3.  Modalidades de venta ambulante.
1. En todo caso, la venta no sedentaria o ambulante se llevará a cabo a través de las 

siguientes modalidades:
a) En mercadillos de manera periódica u ocasional en puestos o instalaciones 

desmontables, móviles o semimóviles, con las condiciones y requisitos establecidos en los 
artículos siguientes.

b) Excepcional y puntualmente, en recintos o espacios reservados para la celebración de 
las fiestas populares.

c) En enclaves aislados en la vía pública, en puestos de carácter ocasional autorizados 
únicamente durante la temporada propia del producto comercializado, o en aquellos que se 
autoricen justificadamente con carácter excepcional.

d) En vehículos con carácter itinerante que se autoricen justificadamente por los 
Ayuntamientos.

2. Quedan excluidos de la presente regulación los puestos autorizados en vía pública de 
carácter fijo y estable que desarrollan su actividad comercial de manera habitual y 
permanente mediante la oportuna concesión administrativa, que se regirán por sus 
normativas específicas.

Artículo 4.  Sujetos.
La venta ambulante podrá ejercerse por toda persona física o jurídica legalmente 

constituida que se dedique a la actividad de comercio al por menor y reúna los requisitos 
establecidos en la presente Ley y demás normativa que le fuese de aplicación.

Artículo 5.  Requisitos para el ejercicio de actividad.
Para el ejercicio de la venta ambulante las personas físicas o jurídicas deberán cumplir 

los siguientes requisitos:
Estar dadas de alta en el correspondiente epígrafe fiscal del IAE, en cualquiera de las 

cuotas municipales, provinciales o nacionales contenidas en las tarifas del mismo.
Estar al corriente de pago de sus obligaciones con la Hacienda Pública y con la 

Seguridad Social.
Reunir las condiciones y requisitos exigidos por la normativa reguladora del producto o 

productos objeto de la venta ambulante.
Disponer de póliza contratada sobre seguro de responsabilidad civil, que cubra posibles 

riesgos derivados del ejercicio de la actividad, en los términos del artícu lo 9.2.e) de este 
texto.

Estar inscritas en el correspondiente Registro de Comerciantes Ambulantes de la 
Comunidad de Madrid.

En caso de tratarse de titulares procedentes de países no comunitarios, estar en 
posesión de los correspondientes permisos de residencia y trabajo, o tarjeta de residencia 
para los comunitarios, si es persona física, o estar legalmente constituida e inscrita en el 
oportuno Registro Mercantil, caso de ser persona jurídica.

Poseer la autorización municipal correspondiente.

CAPÍTULO II
Régimen de autorizaciones de venta en mercadillos

Artículo 6.  Competencias municipales.
1. Corresponderá a cada Ayuntamiento, dentro de su término municipal, la autorización 

para el ejercicio de la venta ambulante. En el ejercicio de esta competencia fijará el día y 
hora de celebración y los espacios delimitados para su emplazamiento, fuera de los cuales 
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no estará autorizada tal venta, el número de puestos que agrupará el mercadillo, pudiendo 
reservar como máximo un 10 por 100 para aquellos empresarios que radicados en el 
municipio y no perteneciendo al sector comercio, pretendan ejercer la actividad o 
comercializar los artículos por ellos producidos o fabricados, su distribución sectorial y las 
dotaciones e instalaciones mínimas exigibles velando por su conservación y mantenimiento. 
Igualmente, le corresponderá la fijación de las tasas correspondientes que hayan de 
satisfacerse por el ejercicio de la actividad, que como mínimo habrán de cubrir los gastos de 
conservación y mantenimiento de las infraestructuras.

De igual manera, ninguna persona física o jurídica podrá, en un mismo mercadillo, ser 
titular de más del 5 por 100 de los puestos autorizados.

2. Previo a la autorización municipal para la implantación, ampliación, traslado o reforma 
de un mercadillo se emitirá con carácter preceptivo un informe por la Dirección General de 
Prevención y Promoción de la Salud, sobre el grado de adecuación a la normativa higiénico-
sanitaria, así como un informe preceptivo y vinculante de la Dirección General de Comercio y 
Consumo de la Comunidad de Madrid, que recogerá además el impacto comercial que se 
genere, teniendo en cuenta el equipamiento comercial existente en la zona, la adecuación de 
este a la estructura y necesidades de consumo de la población, así como la densidad de la 
misma. Ambos informes deberán ser emitidos en el plazo de tres meses, desde la recepción 
de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que hayan sido emitidos los mismos, se 
entenderán desfavorables.

3. La instalación autorizada deberá ubicarse en solares o espacios libres necesariamente 
calificados como suelo urbano dentro de o contiguo al núcleo urbano consolidado, salvo 
propuesta motivada del Ayuntamiento. No podrán localizarse en accesos a edificios de uso 
público, como hospitales, colegios o mercados, etc., ni en cualquier otro lugar que dificulte 
los accesos, la circulación de peatones y vehículos o haga peligrar la seguridad ciudadana.

De igual forma, se evitará siempre que sea posible la instalación de los puestos a una 
distancia inferior a los cinco metros de los establecimientos comerciales o industriales de la 
zona, de sus escaparates o exposiciones.

La superficie computable del mercadillo comprenderá la suma de las superficies 
ocupadas por todos los puestos instalados, dentro de los límites establecidos por el apartado 
2.c) del artículo 11; las correspondientes a las áreas del pasillo central y las destinadas a la 
separación entre puestos; las zonas habilitadas para carga-descarga y aparcamiento de los 
vehículos de los vendedores, así como un área perimetral de afección de cinco metros, 
computados desde la parte trasera de los puestos exteriores.

4. Cada Ayuntamiento determinará en los términos que establece la normativa aplicable, 
los artículos cuya venta está permitida en los mercadillos que se celebren en su término 
municipal.

Está expresamente prohibida la comercialización de productos perecederos de 
alimentación por los vendedores, cuando se incumpla la normativa específica que regule la 
comercialización de cada grupo de producto, incluidas las prohibiciones establecidas en el 
Real Decreto 1010/1985, por el que se regula el ejercicio de determinadas modalidades de 
venta fuera de un establecimiento comercial permanente, así como la normativa general 
sobre defensa de los consumidores.

Igualmente, se prohíbe la venta de productos de alimentación no sometidos a proceso de 
transformación en enclaves aislados en la vía urbana.

Queda expresamente prohibida la autorización para la venta de productos perecederos 
de alimentación en aquellos mercadillos en los que el Ayuntamiento respectivo carezca de 
los medios suficientes para garantizar, en el ejercicio de sus competencias, la observancia 
de las condiciones higiénicas y sanitarias correspondientes.

Artículo 7.  Registro de Comerciantes Ambulantes.
1. En la Consejería de Economía y Empleo, y dependiente de la Dirección General de 

Comercio y Consumo, se gestionará el Registro General de Comerciantes Ambulantes de la 
Comunidad de Madrid.

2. La inscripción en dicho Registro de los comerciantes ambulantes de la Comunidad de 
Madrid, será requisito imprescindible para la obtención de la autorización municipal 
correspondiente para el ejercicio de la actividad.
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Artículo 8.  Inscripción en el Registro.
1. La inscripción de los comerciantes ambulantes, personas físicas o jurídicas, se 

efectuará previa solicitud en impreso normalizado en el Servicio de Promoción y Ordenación 
del Comercio de la Dirección General de Comercio y Consumo, acompañando 
preceptivamente, la siguiente documentación:

Fotocopia del documento nacional de identidad de la persona física, o representante 
legal de la persona jurídica o, en su caso, del pasaporte o tarjeta de residencia comunitaria, 
o permiso de residencia y trabajo para los no comunitarios.

Fotocopia del CIF/NIF.
Copia del alta correspondiente en el epígrafe fiscal del IAE y del último recibo pagado de 

este impuesto, caso de disponer de los mismos en la fecha de la solicitud.
En caso contrario, dicho documento deberá ser acreditado una vez le haya sido 

concedido el puesto de venta.
Copia de los contratos de trabajo que acrediten la relación laboral de las personas que 

vayan a desarrollar la actividad en nombre del titular, sea éste persona física o jurídica. En 
caso de tratarse de sociedades, número de inscripción en el Registro Mercantil y copia de 
sus estatutos.

Todas las copias de los documentos se acompañarán de sus respectivos originales, para 
su cotejo y compulsa.

2. Si la documentación fuese incompleta o defectuosa, se requerirá al solicitante para 
que en un plazo de diez días, a contar desde el día siguiente a la recepción de la 
notificación, subsane la misma con indicación de que si así no lo hiciera se le tendrá por 
desistido en su petición, archivándose sin más trámite.

3. Una vez verificada la inscripción oportuna, la Dirección General de Comercio y 
Consumo expedirá un Carné Profesional de Comerciante Ambulante, con una vigencia de 
cuatro años, para tramitar la solicitud municipal.

4. El contenido del Carné Profesional deberá indicar:
Identificación del titular.
Período de vigencia.
Descripción literal del epígrafe fiscal en que figura dado de alta.
Número de Registro y sello de la Dirección General de Comercio y Consumo.

Artículo 9.  Autorizaciones municipales.
1. Las autorizaciones individuales a cada comerciante se otorgarán previa solicitud del 

interesado en la que se hará constar:
a) Nombre y apellidos del peticionario si es persona física o denominación social si es 

persona jurídica.
b) NIF/CIF, documento nacional de identidad o pasaporte o tarjeta de residencia para 

ciudadanos comunitarios, o permiso de residencia y trabajo para los no comunitarios.
c) Domicilio de la persona física o domicilio social de la persona jurídica.
d) Descripción precisa de artículos que pretende vender.
e) Descripción detallada de las instalaciones o sistemas de venta.
f) Número de metros que precisa ocupar.
g) Declaración jurada de no haber sido sancionado por comisión de falta muy grave en el 

ejercicio de su actividad en los dos años anteriores.
h) Modalidad del comercio ambulante de las reguladas en esta Ley, para que se solicita 

autorización.
2. Junto con la solicitud referida en el apartado anterior el peticionario deberá aportar los 

siguientes documentos:
a) Documentos acreditativos de la identidad del solicitante.
b) Certificado de hallarse al corriente de las obligaciones tributarias y de la Seguridad 

Social.
c) Copias de los contratos de trabajo que acrediten la relación laboral de las personas 

que vayan a desarrollar la actividad en nombre del titular, sea este persona física o jurídica.
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d) En el caso de venta de productos alimenticios, estar en posesión del Carné de 
Manipulador, expedido por la Consejería competente, conforme a la normativa vigente.

e) Documentación acreditativa de la suscripción de seguro de responsabilidad civil, que 
cubra cualquier clase de riesgo derivado del ejercicio de su actividad comercial. Si bien dicha 
suscripción no tendrá carácter preceptivo, se considerará como un criterio preferente a la 
hora de proceder a la autorización de los puestos.

f) Fotocopia del Carné Profesional de Comerciante Ambulante expedido por la Dirección 
General de Comercio y Consumo de la Comunidad de Madrid, o certificado de la solicitud de 
inscripción en el Registro.

g) Copia del alta correspondiente en el epígrafe fiscal del IAE y del último recibo pagado 
de este impuesto, caso de disponer de los mismos en la fecha de la solicitud.

En caso contrario, dicha documentación deberá ser acreditada en el plazo de quince 
días desde la adjudicación de un puesto de venta.

Las copias se acompañarán de sus respectivos originales, para su cotejo y compulsa.
3. El plazo para la presentación de las correspondientes solicitudes de autorización 

municipal, será el comprendido entre el 1 de noviembre y el 31 de enero de cada año.
4. Estas autorizaciones serán transmisibles y tendrán una duración mínima de quince 

años con el fin de permitir la amortización de las inversiones y una remuneración equitativa 
de los capitales invertidos, y prorrogables expresamente por idénticos períodos.

Los titulares de autorizaciones municipales estarán obligados a acreditar anualmente, 
ante los respectivos Ayuntamientos, estar al corriente de sus obligaciones con la Seguridad 
Social y la Administración Tributaria, así como el seguro de responsabilidad civil.

Lo dispuesto en el presente apartado no irá en perjuicio de lo establecido en las 
disposiciones transitorias de la presente Ley.

5. En el primer trimestre de cada año natural, los Ayuntamientos vendrán obligados a 
notificar a la Dirección General de Comercio y Consumo la relación de empresarios 
autorizados para el ejercicio de la venta ambulante en su término municipal.

De igual manera deberá notificarse cualquier alteración y/o modificación que pudiese 
producirse durante el transcurso del año correspondiente.

Artículo 10.  Contenido de la autorización.
1. Los Ayuntamientos expedirán las autorizaciones en documento normalizado en el que 

se hará constar:
a) Identificación del titular y, en su caso, la de las personas con relación laboral 

autorizada, que vaya a desarrollar la actividad en nombre del titular.
b) Modalidad de comercio ambulante para la que habilita la autorización.
c) Ubicación precisa del puesto con su correspondiente identificación numérica, 

especificación de superficie ocupada y tipo de puesto que haya de instalarse.
d) Productos autorizados para la venta.
e) Días y horas de celebración del mercadillo, en los que podrá ejercerse la venta.
f) Tasa que corresponda satisfacer por el ejercicio de la actividad.
g) En su caso, condiciones particulares a las que se sujeta el titular de la actividad.
2. Dicha autorización original o copia compulsada de la misma, deberá ser exhibida por 

el comerciante durante el ejercicio de la actividad, en lugar perfectamente visible.

Artículo 11.  Régimen de funcionamiento.
1. El día de celebración del mercadillo y el horario de venta al público se determinarán 

por cada Ayuntamiento, exponiéndose públicamente en lugar visible del propio edificio de la 
Corporación y en los alrededores de la zona autorizada para su colocación. Si el día de 
celebración coincidiese con alguna festividad o acontecimiento en el lugar de su ubicación, la 
alcaldía o el concejal competente en cada caso resolverá sobre el día en que haya de 
celebrarse el mercadillo en esa semana, comunicándose la decisión a los comerciantes con 
una antelación mínima de quince días a aquel en el que se decida su celebración.
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2. Los respectivos Ayuntamientos habrán de contemplar en sus ordenanzas particulares 
el régimen interno de funcionamiento del mercadillo, conforme a los siguientes criterios 
generales:

a) La venta en mercadillos podrá efectuarse a través de puesto o camiones-tienda, 
debidamente acondicionados, que se instalarán en los lugares señalados y reservados al 
efecto.

b) Los puestos deberán estar dotados de estructura tubular desmontable a los que se 
podrá dotar de toldos.

c) Los puestos tendrán con carácter general una longitud mínima de cinco metros, 
separados entre sí por un metro lineal. Excepcionalmente, y cuando la naturaleza del 
producto comercializado así lo aconseje, se podrán autorizar dimensiones inferiores de los 
puestos, nunca menores a los tres metros lineales. La distancia mínima de pasillo central 
será de cinco metros.

d) En todo caso se dispondrá de tomas de agua que faciliten la limpieza del recinto, 
contenedores suficientes de basuras, servicios de primeros auxilios, balanza de repeso, así 
como aseos desmontables si no se habilitan al efecto los de algún edificio público localizado 
en los alrededores.

3. Al determinarse los emplazamientos concretos de los mercadillos se habilitará y 
señalizará la zona destinada a aparcar los vehículos de los vendedores. Excepcionalmente, 
cuando lo anterior fuese de difícil cumplimiento o ello causase problemas adicionales en el 
tránsito, se podrá autorizar el aparcamiento de vehículos en la parte trasera de los puestos, 
siempre que estos tengan unas dimensiones no inferiores a los cinco por tres metros, 
respetando en todo caso el área de afección de cinco metros previsto en el artículo 6.3. En 
su caso, el área destinada a aparcamiento de clientes deberá hallarse claramente 
diferenciada y separada de la anterior.

4. Las cuestiones relativas a exposición de productos, sus precios y etiquetado, 
envasado y situación de las mercancías, disponibilidad de contrastes en pesos y medidas, y 
demás circunstancias relativas a las condiciones específicas de comercialización de los 
productos, se regularán por lo previsto en su normativa específica.

5. Queda expresamente prohibido:
a) Proceder a la instalación y montaje de los puestos antes de las siete treinta horas 

A.M.
b) Aparcar el vehículo del titular en su respectivo puesto, salvo para la instalación y 

montaje del mismo, hasta media hora antes del inicio de la actividad.
c) Pernoctar en los respectivos vehículos cerca de la zona destinada a mercadillo.
6. Los comerciantes, al final de cada jornada de celebración del mercadillo, quedan 

obligados a dejar limpios de residuos y desperdicios sus respectivos puestos.

CAPÍTULO III
Régimen de autorizaciones en otras modalidades de venta ambulante

Artículo 12.  Venta en festejos.
La autorización para el ejercicio de la venta ambulante en festejos y fiestas populares, se 

regirá por lo dispuesto en los artículos 7, 8 y 9 de la presente Ley, sin perjuicio de las 
condiciones específicas propias exigidas por la Corporación para su celebración.

El contenido de la autorización municipal, se adecuará igualmente a lo dispuesto en el 
artículo 10.1, salvo en su apartado e), que se sustituirá por el día o días de celebración del 
festejo.

Artículo 13.  Venta en puestos en la vía pública.
Excepcionalmente podrá autorizarse por cada Ayuntamiento la instalación de puestos 

aislados con ocupación de la vía pública de los previstos en el apartado c) del artículo 3 de la 
presente Ley, que se someterán al régimen de los artículos 7, 8, 9 y 10.1 salvo su apartado 
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e). Se prohíbe la venta de productos de alimentación no sometidos a proceso de 
transformación en enclaves aislados en la vía urbana.

No obstante, la autorización para los puestos fijos desmontables de temporada 
destinados a la comercialización de productos transformados, se concederá exclusivamente 
para el tiempo que dura la misma, siendo de aplicación al régimen de prórroga contenido en 
el apartado 4 del artículo 9.

CAPÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 14.  Competencias.
1. Corresponde a los Ayuntamientos la inspección y sanción de las infracciones a la 

presente Ley, sin perjuicio de otras atribuciones competenciales establecidas en la 
legislación vigente, y en especial en la Ley 26/1984, de 19 de julio, para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, así como en la Ley 14/1986, General de Sanidad.

2. Cuando se detecten infracciones de índole sanitaria, los Ayuntamientos habrán de dar 
cuenta inmediata a las mismas, para su tramitación y sanción, si procediese, a las 
autoridades sanitarias que corresponda.

Artículo 15.  Infracciones.
A los efectos de la presente Ley, las infracciones se clasificarán de la siguiente forma:
1. Se considerarán faltas leves:
a) Incumplir el horario autorizado.
b) Instalar o montar los puestos antes de las siete treinta horas A.M.
c) Pernoctar en el vehículo respectivo en las cercanías de la zona destinada al 

mercadillo.
d) Utilizar megáfonos o altavoces, salvo en los casos expresamente autorizados por los 

Ayuntamientos.
e) Colocar la mercancía en los espacios destinados a pasillos y espacios entre puestos.
f) Aparcar el vehículo del titular, durante el horario de celebración del mercadillo, en el 

espacio reservado para la ubicación del puesto, salvo lo dispuesto en el artículo 11.2.
g) No exhibir, durante el ejercicio de la actividad y en lugar perfectamente visible, la 

autorización municipal, disponiendo de ella.
h) No proceder a la limpieza del puesto, una vez finalizada la jornada.
i) Cualquier otra acción u omisión que constituya incumplimiento de los preceptos de 

esta Ley, y que no esté tipificada como infracción grave o muy grave.
2. Se consideran faltas graves:
a) La reincidencia por cuarta o posteriores veces, en la comisión de infracciones leves.
b) Incumplir cualquiera de las condiciones impuestas en la autorización para el ejercicio 

de la venta ambulante.
c) Ejercer la actividad personas diferentes a las autorizadas.
d) No estar al corriente de pago de los tributos correspondientes.
e) Ejercer la actividad sin estar inscrito en el Registro General de Comerciantes 

Ambulantes de la Comunidad de Madrid.
f) Instalar puestos o ejercer la actividad sin autorización municipal.
g) El desacato, resistencia, coacción o amenaza a la autoridad municipal, funcionarios y 

agentes de la misma, en cumplimiento de su misión.
3. Se considera falta muy grave la reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 16.  Sanciones.
1. Las sanciones aplicables serán las siguientes:
a) Por faltas leves, apercibimiento o multa hasta 25.000 pesetas.
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b) Por faltas graves, multa de 25.001 a 200.000 pesetas.
c) Por faltas muy graves, multa de 200.001 a 1.000.000 de pesetas.
2. Las sanciones se graduarán especialmente en función del volumen de la facturación a 

la que afecte, cuantía del beneficio obtenido, grado de intencionalidad, plazo de tiempo 
durante el que se haya venido cometiendo la infracción y la reincidencia.

3. En cualquiera de las sanciones previstas en el apartado 1 de este artículo, podrá 
preverse con carácter accesorio el decomiso de la mercancía no autorizada, adulterada, 
deteriorada, falsificada, fraudulenta, no identificada o que pueda entrañar riesgo para el 
consumidor.

Artículo 17.  Procedimiento.
La imposición de las sanciones contenidas en el artículo precedente, solo serán posible 

previa sustanciación del oportuno expediente sancionador tramitado conforme lo dispuesto 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás normativa concordante.

Artículo 18.  Reincidencia.
1. Se entenderá que existe reincidencia, por comisión en el término de un año de más de 

un infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.
2. No obstante lo señalado en el párrafo anterior, para calificar una infracción como muy 

grave, solo se atenderá a la reincidencia en infracciones graves y la reincidencia en 
infracciones leves solo determinará que una infracción de este tipo sea calificada como 
grave cuando se incurra en el cuarto supuesto sancionable.

Artículo 19.  Comunicación de sanciones.
Una vez las sanciones sean firmes, deberán notificarse a la Dirección General de 

Comercio y Consumo para su correspondiente inscripción en el Registro de Comerciantes 
Ambulantes, en el plazo máximo de dos meses.

Disposición transitoria primera.  
En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, todos los 

Ayuntamientos que dispusiesen de mercadillo deberán notificarlo a la Dirección General de 
Comercio y Consumo de la Comunidad de Madrid, para la emisión de los informes 
contenidos en el artículo 6.2.

Una vez emitidos los mismos, dispondrán de un máximo de cinco años para la 
adaptación de dichos mercadillos a lo dispuesto en la presente Ley y en los informes 
correspondientes.

Los Ayuntamientos que dispusiesen de ordenanzas vigentes reguladoras de la venta 
ambulante, deberán proceder a su adaptación al contenido de la presente Ley en el plazo 
máximo de seis meses desde su entrada en vigor.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio para los titulares de las 
autorizaciones municipales que vinieran desarrollando la actividad con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley 8/2009, de 21 de diciembre, de Medidas Liberalizadoras y de 
Apoyo a la Empresa Madrileña.

(Derogada)

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio por el que se regula la transmisibilidad 
de las autorizaciones municipales de los titulares que vinieran desarrollando la actividad con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 8/2009, de 21 de diciembre, de Medidas 
Liberalizadoras y de Apoyo a la Empresa Madrileña.

(Derogada)
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Disposición transitoria cuarta.  Régimen transitorio para los nuevos titulares que hubieran 
solicitado u obtenido autorización municipal para el desarrollo de la actividad, con 
posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 8/2009, de 21 de diciembre, de Medidas 
Liberalizadoras y de Apoyo a la Empresa Madrileña, y con anterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley 5/2010, de 12 de julio, de Medidas Fiscales para el Fomento de la Actividad 
Económica.

(Derogada).

Disposición adicional primera.  
Se prohíbe el ejercicio de la venta ambulante en las ferias y exposiciones de carácter 

comercial conforme lo dispuesto en el Decreto 115/1986, de 23 de diciembre, de Ordenación 
de Ferias y Exposiciones en la Comunidad de Madrid, y demás normativa vigente en la 
materia.

Disposición adicional segunda.  
Los Ayuntamientos habrán de acreditar necesariamente disponer de recursos propios 

suficientes que aseguren el mantenimiento de las infraestructuras y cobertura de los costes 
que generen las instalaciones.

Disposición adicional tercera.  
El incumplimiento u omisión por parte de los Ayuntamientos respectivos de sus 

correspondientes obligaciones contenidas en esta Ley, dará lugar a la aplicación del régimen 
de revisión de actos administrativos contemplado legalmente.

Disposición adicional cuarta.  
1. En aquellos equipamientos de carácter colectivo que, como consecuencia de 

acreditadas particularidades de naturaleza cultural, histórica o turística, requieran un 
tratamiento singularizado por parte de los respectivos Ayuntamientos, estos deberán asumir 
el compromiso de dotar al equipamiento de una regulación local específica, que respetará 
los parámetros esenciales de ordenación contenidos en la presente Ley.

Con tal finalidad, y para la consecución de una efectiva coordinación en la observancia 
de tales principios, la Comunidad de Madrid emitirá a través del órgano competente en la 
materia, informe preceptivo al que habrá de ajustarse dicha regulación local.

2. Los Ayuntamientos podrán solicitar la excepción prevista en el punto anterior, 
mediante acuerdo adoptado por el órgano competente conforme lo previsto en la legislación 
sobre régimen local, y una vez oídos todos los grupos políticos con representación en el 
Pleno, y previa consulta al sector afectado, a los consumidores y usuarios, y a los sindicatos 
más representativos en el municipio, debiendo certificarse todos los extremos por el 
Secretario del Ayuntamiento.

Disposición adicional quinta.  
Se autoriza al Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y 

Empleo, para dictar cuantas disposiciones son necesarias para el desarrollo reglamentario 
de la presente Ley.

Disposición final.  
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial de 

la Comunidad de Madrid».
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§ 120

Ley 2/2012, de 12 de junio, de Dinamización de la Actividad 
Comercial en la Comunidad de Madrid

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 142, de 15 de junio de 2012
«BOE» núm. 247, de 13 de octubre de 2012

Última modificación: 29 de diciembre de 2012
Referencia: BOE-A-2012-12814

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD DE MADRID.
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la siguiente Ley, que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I
La Comunidad de Madrid, en virtud de lo dispuesto en el artículo 26.3.1.2 de su Estatuto 

de Autonomía, ejerce la competencia exclusiva en materia de comercio interior, sin perjuicio 
de la política general de precios y de la libre circulación de bienes en el territorio del Estado, 
de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la política 
monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en las 
materias 11.a) y 13.a) del artículo 149.1 de la Constitución española. De igual forma, 
conforme al artículo 26.1.4 de su Estatuto de Autonomía, la Comunidad de Madrid tiene 
competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

II
El Gobierno de la Comunidad de Madrid impulsará todos los mecanismos legales 

posibles que contribuyan a la generación de inversión y empleo. Para ello, es imprescindible 
potenciar la iniciativa empresarial y el emprendimiento, como elementos generadores de una 
mayor competitividad, dinamismo económico y bienestar social. Con tal fin, se introduce una 
serie de medidas administrativas tendentes a estimular y dinamizar el ejercicio de la 
actividad comercial minorista, de determinados servicios y la que se desarrolla en oficinas, y 
se encuentren recogidas en el Anexo de la Ley. Por un lado, se suprimen en dichas 
actividades las licencias urbanísticas anteriormente exigibles conforme a lo previsto en la 
Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid. Por otra parte, se eliminan 
las últimas restricciones en materia de horarios comerciales previstas en la Ley 16/1999, de 
29 de abril, de Comercio Interior de la Comunidad de Madrid, posibilitando que cada 
comerciante pueda determinar libremente los días en que ejercerá su actividad.
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III
La Ley se estructura en cuatro capítulos, tres disposiciones adicionales, una disposición 

transitoria, una disposición derogatoria, siete disposiciones finales y un Anexo.
El Capítulo I establece el objeto y ámbito de aplicación de la ley. En el Capítulo II se 

suprimen las hasta ahora preceptivas licencias urbanísticas, de manera que la ejecución de 
obras y el ejercicio de actividades podrán iniciarse con la simple presentación de la 
documentación prevista en el mismo: Declaración responsable manifestando que cumple 
con todos los requisitos exigidos por la normativa vigente para la ejecución de ese acto, 
proyecto técnico correspondiente y liquidación de la tasa municipal que proceda. En el 
Capítulo III se introduce una nueva medida de fomento del libre ejercicio de la actividad 
comercial minorista. Así, en un artículo único, se establece la plena libertad de apertura de 
los establecimientos comerciales, de tal modo que sean los comerciantes los que determinen 
con plena libertad los días festivos de apertura en los que ejercerán su actividad. Esta 
medida no afecta a las actividades de servicios recogidas en el Anexo de la ley, puesto que 
no están sujetas a ningún tipo de restricción en materia de horarios comerciales según lo 
dispuesto en la Ley 16/1999, de 29 de abril, de Comercio Interior de la Comunidad de 
Madrid, y, por tanto, ya disfrutan de plena libertad horaria. El Capítulo IV regula el régimen 
sancionador aplicable por la eventual infracción de lo dispuesto en la presente Ley, sin 
perjuicio de la aplicación, con carácter supletorio, de la legislación urbanística.

IV
La Ley ha sido objeto de los preceptivos informes del Consejo Económico y Social de la 

Comunidad de Madrid, del Consejo de Consumo y del Consejo para la Promoción del 
Comercio de la Comunidad de Madrid.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El objeto de la presente Ley es dinamizar la actividad comercial minorista y de 

determinados servicios mediante la flexibilización y simplificación de los procedimientos 
administrativos y urbanísticos y la reducción de las limitaciones existentes para el inicio y el 
libre ejercicio de la actividad.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. La presente ley será de aplicación a las actividades comerciales minoristas y de 

servicios, en los términos de los artículos 2 y 4.1 de la Ley 16/1999, de 29 de abril, de 
Comercio Interior de la Comunidad de Madrid, así como a aquellas actividades que se 
realicen en oficinas, incluidas en el Anexo, y sean realizadas en el ámbito territorial de la 
Comunidad de Madrid.

No obstante, el Capítulo III será de aplicación exclusivamente a las actividades 
comerciales minoristas.

2. Lo dispuesto en el Capítulo II no será de aplicación a las actuaciones sobre inmuebles 
declarados como Bienes de Interés Cultural con declaración individualizada, a los bienes 
incluidos a título individual en el Inventario de Bienes Culturales de la Comunidad de Madrid, 
así como a los inmuebles catalogados dentro del régimen de máxima protección en el 
planeamiento urbanístico aplicable, salvo que en los mismos ya se viniera desarrollando 
alguna actividad de las recogidas en el apartado anterior, siempre y cuando no se afecten los 
elementos protegidos.

Artículo 2 bis.  Licencias urbanísticas.
El régimen jurídico aplicable a la inexigibilidad de licencias será el establecido con 

carácter básico en la normativa estatal en la materia y el regulado en el presente Capítulo de 
esta ley.
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CAPÍTULO II
Medidas relativas al desarrollo de actuaciones urbanísticas

Artículo 3.  Actos de ejecución de obras y ejercicio de actividad.
La ejecución de obras y el ejercicio de la actividad, en el ámbito de aplicación de esta 

Ley, se iniciarán con la simple presentación de los siguientes documentos:
a) Declaración responsable, en la que el interesado manifieste que cumple con la 

legislación vigente.
b) Proyecto técnico que en cada caso proceda.
c) Liquidación de la tasa, o precio, o contraprestación económica que, en su caso, 

corresponda.

Artículo 4.  Actos de implantación de actividad o de modificación de una ya existente.
La implantación de una actividad o la modificación de una ya existente, sin ejecución de 

obras de clase alguna, se iniciarán con la simple presentación de la declaración responsable, 
la documentación técnica exigible y la liquidación de la tasa, o precio, o contraprestación 
económica que, en su caso, corresponda.

Artículo 5.  Otros actos de naturaleza urbanística.
Cuando se trate de otros actos de naturaleza urbanística no contemplados en los 

artículos anteriores, los mismos se iniciarán con su simple comunicación acompañada de la 
liquidación de la tasa, precio o contraprestación económica que, en su caso, corresponda.

CAPÍTULO III
Medidas de fomento del libre ejercicio de la actividad comercial minorista

Artículo 6.  Libertad de apertura comercial en días festivos.
Cada comerciante determinará con plena libertad y sin limitación legal alguna, en todo el 

territorio de la Comunidad de Madrid, los festivos de apertura en los que desarrollará su 
actividad comercial.

CAPÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 7.  Infracciones y sanciones.
Las infracciones y sanciones relacionadas con lo dispuesto en el Capítulo II, se regirán, 

en lo no previsto en los artículos siguientes, por lo establecido en el Capítulo III del Título V 
de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid.

La potestad sancionadora se ejercerá por los Municipios y por la Comunidad de Madrid 
de acuerdo con lo previsto en los artículos 231 y 232 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del 
Suelo de la Comunidad de Madrid, conforme al procedimiento establecido en el Título IX de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y en el Reglamento para el Ejercicio de la Potestad 
Sancionadora por la Comunidad de Madrid, aprobado por Decreto 245/2000, de 16 de 
noviembre.

Artículo 8.  Infracciones específicas.
1. Respecto a las actividades comerciales y de servicios recogidas en el Anexo de la 

presente ley, las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves.
2. Se consideran infracciones muy graves:
a) La ejecución de obras y el ejercicio de la actividad sin aportar ninguno de los 

documentos previstos en el artículo 3.
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b) La ejecución de obras y el ejercicio de la actividad sin la presentación de la 
declaración responsable o el proyecto técnico citados en el artículo 3.

c) La ejecución de obras y el ejercicio de la actividad en contra de las manifestaciones 
contenidas en la declaración responsable o de lo previsto en el proyecto técnico citado en el 
artículo 3.

d) La falsedad en la declaración responsable o en el proyecto técnico citados en el 
artículo 3.

3. Se consideran infracciones graves:
a) La implantación de actividades o la modificación de una ya existente, sin ejecución de 

obras de clase alguna, sin aportar ninguno de los documentos previstos en el artículo 4.
b) La implantación de actividades o la modificación de una ya existente, sin ejecución de 

obras de clase alguna, sin la presentación de la declaración responsable o la documentación 
técnica citada en el artículo 4.

c) La implantación de actividades o la modificación de una ya existente, sin ejecución de 
obras de clase alguna, en contra de las manifestaciones contenidas en la declaración 
responsable o de lo previsto en la documentación técnica citadas en el artículo 4.

d) La falsedad en la declaración responsable o en la documentación técnica citadas en el 
artículo 4.

e) La negativa u obstrucción a las labores de verificación y control posterior que lleven a 
cabo las Administraciones Públicas en el ejercicio de sus funciones de disciplina urbanística.

4. Se consideran infracciones leves:
a) La realización de actos de naturaleza urbanística previstos en el artículo 5 de la 

presente Ley sin la previa comunicación acompañada de la liquidación de la tasa que en su 
caso corresponda.

b) Cualquier otra acción u omisión no comprendida en los supuestos anteriores y que 
contravenga lo dispuesto en el Capítulo II de la Ley.

Artículo 9.  Cuantía de las sanciones.
Las infracciones serán sancionadas con las siguientes multas:
a) Infracciones leves: Multa de 600 a 30.000 euros.
b) Infracciones graves: Multa de 30.001 a 600.000 euros.
c) Infracciones muy graves: Multa de 600.001 a 3.000.000 de euros.

Artículo 10.  Consecuencias legales de las infracciones.
1. Las infracciones muy graves y graves contempladas en el artículo 8 de la Ley podrán 

dar lugar a la adopción de las siguientes medidas:
a) La restauración del orden jurídico infringido y de la realidad física alterada o 

transformada como consecuencia de la actuación ilegal.
b) La exigencia de resarcimiento de daños e indemnización de los perjuicios a cargo de 

quienes sean declarados responsables.
2. Al que, en los términos y para los supuestos especificados en la ley, hubiera 

presentado la documentación prevista en los artículos 3 y 4, y realizara cualquier acto 
contrario a la normativa o al planeamiento urbanístico vigente, se le aplicará lo dispuesto en 
el Título V de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, a fin de 
restablecer la legalidad infringida.

3. En ningún caso, las medidas para el restablecimiento de la legalidad infringida que 
adopte la Administración competente darán derecho a indemnización alguna.

Disposición adicional primera.  Proyectos que requieran Evaluación de Impacto Ambiental.
Solo deberán someterse a procedimiento de evaluación ambiental los proyectos 

previstos en la legislación estatal básica de aplicación. Así, cuando de acuerdo con el 
artículo 3 del Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, la instalación, implantación o modificación 
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de alguna actividad comercial exija algún procedimiento de Evaluación Ambiental, la 
documentación enumerada en los artículos 3, 4 y 5 de la ley no podrá presentarse hasta 
haber llevado a cabo dicha evaluación y, en todo caso, deberá disponerse de la 
documentación que así lo acredite.

Disposición adicional segunda.  Identificación de las actividades incluidas en el Anexo de 
la Ley.

Las actividades señaladas en el Anexo se identificarán e interpretarán de conformidad 
con los términos establecidos por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de 
septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre 
Actividades Económicas.

Disposición adicional tercera.  Actuaciones municipales sobre la declaración responsable 
y comunicación previa.

1. La documentación prevista en los artículos 3, 4 y 5 de la presente Ley deberá dirigirse 
al Ayuntamiento del Municipio correspondiente, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 71 bis.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, los Ayuntamientos publicarán y tendrán permanentemente 
actualizados modelos de declaración responsable y de comunicación previa.

3. La verificación, inspección y control posterior a la presentación de la declaración 
responsable o de la comunicación previa en los supuestos contemplados en la presente ley 
se regirá por la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, así como 
por las respectivas Ordenanzas municipales.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio.
Los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 

presente ley se regirán por la normativa anterior que les resultase de aplicación, salvo que el 
interesado desistiese del procedimiento iniciado de conformidad con los artículos 90 y 91 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. A partir de la entrada en vigor de la Ley quedan derogados los artículos 18 y 28, el 

apartado 6 del artículo 46 y el apartado 3 del artículo 47 de la Ley 16/1999, de 29 de abril, de 
Comercio Interior de la Comunidad de Madrid.

2. Asimismo, quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango en lo 
que contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la 
Comunidad de Madrid.

Se adiciona una disposición adicional segunda a la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo 
de la Comunidad de Madrid, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda.  Actuaciones urbanísticas que amparen 
actividades de comercio minorista y de determinados servicios.

1. El régimen jurídico de las actuaciones urbanísticas que amparen actividades 
de comercio minorista y de determinados servicios será el previsto en la Ley 2/2012, 
de 12 de junio, de Dinamización de la Actividad Comercial en la Comunidad de 
Madrid, sin perjuicio de la aplicación del resto de legislación sectorial aplicable en 
función de la naturaleza de las actuaciones a realizar y de los inmuebles en los que 
las mismas se ejecuten.
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2. El régimen jurídico de las actuaciones urbanísticas que amparen actividades 
de comercio minorista y de determinados servicios será el previsto en la Ley 2/2012, 
de 12 de junio, de Dinamización de la Actividad Comercial en la Comunidad de 
Madrid, sin perjuicio de la aplicación de lo previsto en la disposición adicional 
segunda de la Ley 8/2009, de 21 de diciembre, de Medidas Liberalizadoras y de 
Apoyo a la Empresa Madrileña, en relación a la colaboración de entidades privadas 
en el ejercicio de las funciones administrativas de verificación, inspección y control en 
el ámbito urbanístico.»

Disposición final segunda.  Numeración de la disposición adicional única de la Ley 9/2001, 
de 17 de julio del Suelo de la Comunidad de Madrid.

La disposición adicional única de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la 
Comunidad de Madrid, pasará a ser la disposición adicional primera, con la misma 
redacción.

Disposición final tercera.  Modificación parcial de la Ley 5/2002, de 27 de junio, sobre 
Drogodependencias y otros Trastornos Adictivos.

Se modifica, parcialmente, la Ley 5/2002, de 27 de junio, sobre Drogodependencias y 
otros Trastornos Adictivos, en los siguientes términos:

Uno. Se modifica la redacción del apartado 2 del artículo 52, que quedaría de la forma 
siguiente:

«Artículo 52.2 La comisión de una infracción será objeto de la correspondiente 
sanción administrativa, previa instrucción del oportuno expediente sancionador, de 
conformidad con lo establecido en esta Ley y en el Reglamento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora por la Administración de la Comunidad de Madrid, aprobado 
mediante Decreto 245/2000, de 16 de noviembre; sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir».

Dos. Añadir los apartados 5 y 6 al artículo 50, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 50.  5.
El resultado de las inspecciones practicadas en las que se constate algún 

incumplimiento según lo dispuesto en el artículo 30.3 deberá consignarse en un acta, 
de la que se entregará copia al presunto responsable. En estas actas deberá constar, 
en todo caso:

a) La identificación del presunto responsable.
b) La dirección del lugar de realización de la actividad inspectora.
c) Fecha y hora de la inspección.
d) Identificación del profesional inspector.
e) Una descripción del incumplimiento observado, su calificación y la sanción que 

pudiera corresponder.
f) Identidad del Órgano Instructor, del Órgano competente para imponer la 

sanción y norma que atribuye la competencia.
g) Firma del presunto responsable. La firma no implica la conformidad con los 

hechos reflejados en el acta de inspección, únicamente acredita su recepción. En el 
supuesto que aquel se negara a firmar el acta, se hará constar expresamente esta 
circunstancia.

h) Indicación de que dicha acta inicia el procedimiento sancionador y que dispone 
de un plazo de diez días hábiles para formular alegaciones y proponer las pruebas 
que estime convenientes, con indicación de los lugares, oficinas o dependencias 
donde pueda presentarlas.

Así como de que si el presunto infractor reconoce explícitamente su 
responsabilidad en el plazo expresado en el párrafo anterior, se resolverá sin más 
trámite, aplicándose una reducción del 40 por 100 del importe.»
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«Artículo 50.  6.
Las actas de inspección realizadas por el personal a que se refiere el presente 

artículo poseen presunción de veracidad de los datos y circunstancias en ellas 
consignadas, salvo prueba en contrario.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 60 bis, denominado Procedimiento abreviado, con la 
siguiente redacción:

«Artículo 60 bis Procedimiento abreviado.  
1. Las actas de inspección previstas en el artículo 50.5, y notificadas en el acto al 

presunto responsable, constituyen el acto de iniciación del procedimiento 
sancionador abreviado, a todos los efectos.

2. Notificada la iniciación del procedimiento sancionador, el presunto responsable 
dispondrá de un plazo de diez días para formular alegaciones y proponer las pruebas 
que estime convenientes.

3. Si el presunto infractor reconoce explícitamente su responsabilidad en el plazo 
expresado en el párrafo anterior, se resolverá sin más trámite, aplicándose una 
reducción del 40 por 100 del importe, sin perjuicio que el interesado pueda interponer 
los recursos procedentes.

4. Concluida la instrucción del procedimiento, el órgano instructor, sin ningún otro 
trámite, elevará el expediente al órgano competente, para que dicte la resolución que 
proceda.»

Cuatro. El apartado 5 del artículo 52 de la Ley 5/2002, de 27 de junio, queda redactado 
de la siguiente forma:

«5. Las sanciones por infracción del artículo 30.3 de la presente Ley, referida al 
consumo de alcohol en la vía pública, consistirán:

a) Si la infracción hubiera sido cometida por un menor de dieciocho años, en 
multa de 500 euros.

En caso de que el menor hubiera sido sancionado, mediante resolución firme en 
la vía administrativa, por consumo de alcohol en la vía pública, en los seis meses 
anteriores a la fecha de comisión de la infracción, se elevará el importe de la multa 
en 500 euros por cada una de las reincidencias.

b) En el caso del infractor mayor de edad, la sanción aplicable será el doble de la 
prevista en el cuadro general de sanciones, establecido en el artículo 59.1 de la 
presente Ley.

En caso de que hubiera sido sancionado, mediante resolución firme en la vía 
administrativa, por consumo de alcohol en la vía pública, en los seis meses 
anteriores a la fecha de comisión de la infracción, se elevará el importe de la multa 
en 500 euros por cada una de las reincidencias.

Las Corporaciones Locales serán competentes para llevar a cabo el 
procedimiento sancionador de estas infracciones.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
La Ley se dicta al amparo de las competencias exclusivas de la Comunidad de Madrid 

en materia de comercio interior, ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, previstas en 
los términos establecidos en los artículos 26.3.1.2 y 26.1.4 de su Estatuto de Autonomía.

Disposición final quinta.  Aplicación supletoria de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo 
de la Comunidad de Madrid.

La Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid, se aplicará con 
carácter supletorio en todo aquello que no esté previsto en los Capítulos II y IV.
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Disposición final sexta.  Habilitación normativa.
Se faculta al Gobierno de la Comunidad de Madrid para dictar las disposiciones 

necesarias para el desarrollo de la presente Ley y para modificar el Anexo de la misma.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial de la 

Comunidad de Madrid».

ANEXO
ACTIVIDADES INCLUIDAS EN EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LOS 

CAPÍTULOS II Y IV DE LA LEY
Las siguientes actividades se han identificado con las claves y en los términos 

establecidos por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se 
aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Sección 1.ª Actividades empresariales: Industriales, comerciales, de servicios y 
mineras

División 6. Comercio, restaurantes y hospedaje. Reparaciones

Agrupación 64. Comercio al por menor de productos alimenticios, bebidas y tabaco realizado 
en establecimientos permanentes

Grupo 641 Comercio al por menor de frutas, verduras, hortalizas y tubérculos.
Grupo 642 Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados 

cárnicos elaborados; de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de 
los mismos.

Epígrafe 642.1 Comercio al por menor de carnes y despojos; de productos y derivados 
cárnicos elaborados; de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de 
los mismos.

Epígrafe 642.2 Comercio al por menor, en dependencias de venta de carnicerías-
charcuterías, de carnes frescas y congeladas, despojos y toda clase de productos y 
derivados cárnicos; de huevos, aves, conejos de granja, caza y de productos derivados de 
los mismos.

Epígrafe 642.3 Comercio al por menor, en dependencias de venta de carnicerías-
salchicherías, de carnes frescas y congeladas, despojos, productos procedentes de 
industrias cárnicas y productos cárnicos frescos, crudos, adobados, tocino salado, embutidos 
de sangre (morcillas) y aquellos otros tradicionales de estas características para los que 
estén autorizados; así como de huevos, aves, conejos de granja, caza y de productos 
derivados de los mismos.

Epígrafe 642.4 Comercio al por menor, en carnicerías, de carnes frescas y congeladas, 
despojos y productos y derivados cárnicos elaborados; así como de huevos, aves, conejos 
de granja, caza y de productos derivados de los mismos.

Epígrafe 642.5 Comercio al por menor de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de 
productos derivados de los mismos.

Epígrafe 642.6 Comercio al por menor, en casquerías, de vísceras y despojos 
procedentes de animales de abasto, frescos y congelados.

Grupo 643. Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la 
acuicultura y de caracoles.

Epígrafe 643.1 Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la 
acuicultura y de caracoles.

Epígrafe 643.2 Comercio al por menor de bacalao y otros pescados en salazón.
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Grupo 644. Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de leche y 
productos lácteos.

Epígrafe 644.1 Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de 
leche y productos lácteos.

Epígrafe 644.2 Despachos de pan, panes especiales y bollería.
Epígrafe 644.3 Comercio al por menor de productos de pastelería, bollería y confitería.
Epígrafe 644.4 Comercio al por menor de helados.
Epígrafe 644.5 Comercio al por menor de bombones y caramelos.
Epígrafe 644.6 Comercio al por menor de masas fritas, con o sin coberturas o rellenos, 

patatas fritas, productos de aperitivo, frutos secos, golosinas, preparados de chocolate y 
bebidas refrescantes.

Grupo 645. Comercio al por menor de vinos y bebidas de todas clases.
Grupo 647. Comercio al por menor de productos alimenticios y bebidas en general.
Epígrafe 647.1 Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de 

bebidas en establecimientos con vendedor.
Epígrafe 647.2 Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de 

bebidas en régimen de autoservicio o mixto en establecimientos cuya sala de ventas tenga 
una superficie inferior a 120 metros cuadrados.

Epígrafe 647.3 Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y 
bebidas en régimen de autoservicio o mixto en supermercados, denominados así cuando la 
superficie de su sala de ventas se halle comprendida entre 120 y 399 metros cuadrados.

Epígrafe 647.4 Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y 
bebidas en régimen de autoservicio o mixto en supermercados, denominados así cuando la 
superficie de su sala de ventas sea igual o superior a 400 metros cuadrados.

Epígrafe 647.5 Suministro de productos alimenticios y bebidas, excluido el tabaco, a 
través de máquinas expendedoras.

Agrupación 65. Comercio al por menor de productos industriales no alimenticios realizado en 
establecimientos permanentes

Grupo 651. Comercio al por menor de productos textiles, confección, calzado, pieles y 
artículos de cuero.

Epígrafe 651.1 Comercio al por menor de productos textiles, confecciones para el hogar, 
alfombras y similares y artículos de tapicería.

Epígrafe 651.2 Comercio al por menor de toda clase de prendas para el vestido y tocado.
Epígrafe 651.3 Comercio al por menor de lencería y corsetería.
Epígrafe 651.4 Comercio al por menor de artículos de mercería y paquetería.
Epígrafe 651.5 Comercio al por menor de prendas especiales.
Epígrafe 651.6 Comercio al por menor de calzado, artículos de piel e imitación o 

productos sustitutivos, cinturones, carteras, bolsos, maletas y artículos de viaje en general.
Epígrafe 651.7 Comercio al por menor de confecciones de peletería.
Grupo 652. Comercio al por menor de medicamentos y de productos farmacéuticos; 

comercio al por menor de artículos de droguería y limpieza; perfumería y cosméticos de 
todas clases; y de productos químicos en general; comercio al por menor de hierbas y 
plantas en herbolarios.

Epígrafe 652.2 Comercio al por menor de productos de droguería, perfumería y 
cosmética, limpieza, pinturas, barnices, disolventes, papeles y otros productos para la 
decoración y de productos químicos.

Epígrafe 652.3 Comercio al por menor de productos de perfumería y cosmética, y de 
artículos para la higiene y el aseo personal.

Epígrafe 652.4 Comercio al por menor de plantas y hierbas en herbolarios.
Grupo 653. Comercio al por menor de artículos para el equipamiento del hogar y la 

construcción.
Epígrafe 653.1 Comercio al por menor de muebles (excepto los de oficina).
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Epígrafe 653.2 Comercio al por menor de material y aparatos eléctricos, electrónicos, 
electrodomésticos y otros aparatos de uso doméstico accionados por otro tipo de energía 
distinta de la eléctrica, así como de muebles de cocina.

Epígrafe 653.3 Comercio al por menor de artículos de menaje, ferretería, adorno, regalo 
o reclamo (incluyendo bisutería y pequeños electrodomésticos).

Epígrafe 653.4 Comercio al por menor de materiales de construcción y de artículos y 
mobiliario de saneamiento.

Epígrafe 653.5 Comercio al por menor de puertas, ventanas y persianas, molduras y 
marcos, tarimas y parquet-mosaico, cestería y artículos de corcho.

Epígrafe 653.6 Comercio al por menor de artículos de «bricolaje».
Epígrafe 653.9 Comercio al por menor de otros artículos para el equipamiento del hogar 

n.c.o.p.
Grupo 654. Comercio al por menor de vehículos terrestres, aeronaves y embarcaciones 

y de maquinaria. Accesorios y piezas de recambio.
Epígrafe 654.1 Comercio al por menor de vehículos terrestres.
Epígrafe 654.2 Comercio al por menor de accesorios y piezas de recambio para 

vehículos terrestres.
Epígrafe 654.3 Comercio al por menor de vehículos aéreos.
Epígrafe 654.4 Comercio al por menor de vehículos fluviales y marítimos de vela o motor 

y deportivos.
Epígrafe 654.5 Comercio al por menor de toda clase de maquinaria (excepto aparatos 

del hogar, de oficina, médicos, ortopédicos, ópticos y fotográficos).
Epígrafe 654.6 Comercio al por menor de cubiertas, bandas o bandajes y cámaras de 

aire para toda clase de vehículos.
Grupo 656. Comercio al por menor de bienes usados tales como muebles, prendas y 

enseres ordinarios de uso doméstico.
Grupo 657. Comercio al por menor de instrumentos musicales en general, así como de 

sus accesorios.
Grupo 659. Otro comercio al por menor.
Epígrafe 659.1 Comercio al por menor de sellos, monedas, medallas conmemorativas, 

billetes para coleccionistas, obras de arte y antigüedades, minerales sueltos o en 
colecciones, fósiles, insectos, conchas, plantas y animales disecados.

Epígrafe 659.2 Comercio al por menor de muebles de oficina y de máquinas y equipos 
de oficina.

Epígrafe 659.3 Comercio al por menor de aparatos e instrumentos médicos, ortopédicos, 
ópticos y fotográficos.

Epígrafe 659.4 Comercio al por menor de libros, periódicos, artículos de papelería y 
escritorio y artículos de dibujo y bellas artes.

Epígrafe 659.5 Comercio al por menor de artículos de joyería, relojería, platería y 
bisutería.

Epígrafe 659.6 Comercio al por menor de juguetes, artículos de deporte, prendas 
deportivas de vestido, calzado y tocado, armas, cartuchería y artículos de pirotecnia.

Epígrafe 659.7 Comercio al por menor de semillas, abonos, flores y plantas y pequeños 
animales.

Epígrafe 659.8 Comercio al por menor denominado «sex-shop».
Epígrafe 659.9 Comercio al por menor de otros productos no especificados en esta 

Agrupación, excepto los que deben clasificarse en el epígrafe 653.9.

Agrupación 66. Comercio mixto o integrado; comercio al por menor fuera de un 
establecimiento comercial permanente (ambulancia, mercadillos y mercados ocasionales o 
periódicos); comercio en régimen de expositores en depósito y mediante aparatos 

automáticos; comercio al por menor por correo y catálogo de productos diversos
Grupo 661. Comercio mixto o integrado en grandes superficies.
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Epígrafe 661.1 Comercio en grandes almacenes, entendiendo por tales aquellos 
establecimientos que ofrecen un surtido amplio y, en general, profundo de varias gamas de 
productos (principalmente artículos para el equipamiento del hogar, confección, calzado, 
perfumería, alimentación, etc.), presentados en departamentos múltiples, en general con la 
asistencia de un personal de venta, y que ponen además diversos servicios a disposición de 
los clientes.

Epígrafe 661.2 Comercio en hipermercados, entendiendo por tales aquellos 
establecimientos que ofrecen principalmente en autoservicio un amplio surtido de productos 
alimenticios y no alimenticios de gran venta, que disponen, normalmente, de 
estacionamientos y ponen además diversos servicios a disposición de los clientes.

Epígrafe 661.3 Comercio en almacenes populares, entendiendo por tales aquellos 
establecimientos que ofrecen en secciones múltiples y venden en autoservicio o en 
preselección un surtido relativamente amplio y poco profundo de bienes de consumo, con 
una gama de precios baja y un servicio reducido.

Grupo 662. Comercio mixto o integrado al por menor.
Epígrafe 662.1 Comercio al por menor de toda clase de artículos en economatos y 

cooperativas de consumo.
Epígrafe 662.2 Comercio al por menor de toda clase de artículos, incluyendo 

alimentación y bebidas, en establecimientos distintos de los especificados en el Grupo 661 y 
en el epígrafe 662.1.

Grupo 664. Comercio en régimen de expositores en depósito y mediante aparatos 
automáticos.

Epígrafe 664.1 Venta de toda clase de artículos diversos en régimen de expositores en 
depósito.

Epígrafe 664.9 Comercio al por menor de artículos diversos n.c.o.p. mediante aparatos 
automáticos, excepto alimentación, bebidas y tabaco.

Grupo 665. Comercio al por menor por correo o por catálogo de productos diversos.

Agrupación 69. Reparaciones
Grupo 691. Reparación de artículos eléctricos para el hogar, vehículos automóviles y 

otros bienes de consumo.
Epígrafe 691.1 Reparación de artículos eléctricos para el hogar.
Epígrafe 691.9 Reparación de otros bienes de consumo n.c.o.p.

División 8. Instituciones financieras, seguros, servicios prestados a las empresas y alquileres

Agrupación 81. Instituciones financieras
Grupo 811. Banca.
Grupo 812. Cajas de ahorro.
Grupo 819. Otras instituciones financieras.

Agrupación 82. Seguros
Grupo 821. Entidades aseguradoras de vida y capitalización.
Grupo 822. Entidades aseguradoras de enfermedad y riesgos diversos.
Grupo 823. Otras entidades aseguradoras (montepíos, caja de pensiones, etc.).

Agrupación 83. Auxiliares financieros y de seguros. Actividades inmobiliarias
Grupo 831. Auxiliares financieros.
Grupo 832. Auxiliares de seguros.
Grupo 833. Promoción inmobiliaria.
Grupo 834. Servicios relativos a la propiedad inmobiliaria y a la propiedad industrial.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 120  Ley de Dinamización de la Actividad Comercial en la Comunidad de Madrid

– 2580 –



Agrupación 84. Servicios prestados a las empresas
Grupo 841. Servicios jurídicos.
Grupo 842. Servicios financieros y contables.
Grupo 843. Servicios técnicos (ingeniería, arquitectura, urbanismo, etc.).
Epígrafe 843.1 Servicios técnicos de ingeniería.
Epígrafe 843.2 Servicios técnicos de arquitectura y urbanismo.
Epígrafe 843.3 Servicios técnicos de prospecciones y estudios geológicos.
Epígrafe 843.4 Servicios técnicos de topografía.
Epígrafe 843.5 Servicios técnicos de delineación.
Epígrafe 843.9 Otros servicios técnicos n.c.o.p.
Grupo 844. Servicios de publicidad, relaciones públicas y similares.
Grupo 845. Explotación electrónica por cuenta de terceros.
Grupo 846. Empresas de estudios de mercado.
Grupo 847. Servicios integrales de correos y telecomunicaciones.
Grupo 849. Otros servicios prestados a las empresas n.c.o.p.

Agrupación 85. Alquiler de bienes muebles
Grupo 851. Alquiler de maquinaria y equipo agrícola.
Grupo 852. Alquiler de maquinaria y equipo para la construcción.
Grupo 853. Alquiler de maquinaria y equipo contable de oficina y cálculo electrónico.
Grupo 854. Alquiler de automóviles sin conductor.
Grupo 855. Alquiler de otros medios de transporte.
Grupo 856. Alquiler de bienes de consumo.
Grupo 857. Alquiler de aparatos de medida.
Grupo 859. Alquiler de otros bienes muebles n.c.o.p. (Sin personal permanente).

Agrupación 86. Alquiler de bienes inmuebles
Grupo 861. Alquiler de bienes inmuebles de naturaleza urbana.
Grupo 862. Alquiler de bienes inmuebles de naturaleza rústica.

División 9. Otros servicios

Agrupación 92. Servicios de saneamiento, limpieza y similares. Servicios contra incendios y 
similares

Grupo 922. Servicio de limpieza.

Agrupación 97. Servicios personales
Grupo 971. Lavanderías, tintorerías y servicios similares.
Epígrafe 971.1 Tinte, limpieza en seco, lavado y planchado de ropas hechas y de 

prendas y artículos del hogar usados.
Epígrafe 971.2 Limpieza y teñido de calzado.
Epígrafe 971.3 Zurcido y reparación de ropas.
Grupo 972. Salones de peluquería e institutos de belleza.
Epígrafe 972.1 Servicios de peluquería de señora y caballero.
Epígrafe 972.2 Salones e institutos de belleza y gabinetes de estética.
Grupo 973. Servicios fotográficos, máquinas automáticas fotográficas y servicios de 

fotocopias.
Epígrafe 973.1 Servicios fotográficos.
Epígrafe 973.2 Máquinas automáticas, sin operador, para fotografías de personas y para 

copia de documentos.
Epígrafe 973.3 Servicios de copias de documentos con máquinas fotocopiadoras.
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Grupo 974. Agencias de prestación de servicios domésticos.
Grupo 975. Servicios de enmarcación.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 120  Ley de Dinamización de la Actividad Comercial en la Comunidad de Madrid

– 2582 –



§ 121

Ley 21/1998, de 30 de noviembre, de Ordenación, Protección y 
Promoción de la Artesanía en la Comunidad de Madrid

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 292, de 9 de diciembre de 1998

«BOE» núm. 124, de 25 de mayo de 1999
Última modificación: 29 de diciembre de 2010

Referencia: BOE-A-1999-11712

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la presente Ley, que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO
La Constitución española en su artículo 148.1.14.ª y el Estatuto de Autonomía de la 

Comunidad de Madrid en su artículo 26.1.15 atribuyen a esta Comunidad Autónoma la 
plenitud de la función legislativa en materia de artesanía dentro de su ámbito territorial, 
efectuándose el traspaso de funciones en esta materia mediante el Real Decreto 1860/1984, 
de 18 de julio.

Asimismo, y en virtud del artículo 26.1.17 del Estatuto de Autonomía, corresponde a la 
Comunidad de Madrid la plenitud de la función legislativa en materia de fomento del 
desarrollo económico de la Comunidad de Madrid, dentro de los objetivos marcados por la 
política económica nacional.

En desarrollo de estas competencias se dictó el Decreto 10/1991, de 14 de febrero, de 
ordenación y fomento de la artesanía de la Comunidad de Madrid, que establece el marco 
normativo para dar cumplimiento a las funciones y competencias descritas, así como las 
Órdenes 1067/1992, de 16 de junio, que regula el funcionamiento del Registro de empresas 
artesanas y la Orden 4276/1996, de 8 de julio, del Registro General de Asociaciones de 
empresas artesanas.

La evolución del contexto económico y de la propia actividad artesana madrileña, 
importante fuente generadora de autoempleo arraigada a la tradición y parte importante de 
nuestro patrimonio cultural e histórico, unida a la necesidad de adecuar la regulación 
existente en esta materia a las disposiciones legales reguladoras del procedimiento 
administrativo común y del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, hacen necesario la elaboración de una nueva regulación que permita a 
la Comunidad de Madrid atender las necesidades del sector artesano madrileño, con el fin 
de lograr su modernización y adecuación al contexto actual de competitividad e 
internacionalización, a las nuevas demandas del mercado, a la par que proteger las formas 
tradicionales de producción, defendiendo y potenciando la permanencia de oficios y 
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actividades que forman parte de nuestro acervo cultural y que desaparecerían de no 
establecerse marcos de protección institucional.

Con esta Ley de Ordenación, Protección y Promoción de la Artesanía, así como las 
normas que la desarrollen, la Comunidad de Madrid pretende dar cumplimiento al mandato 
constitucional previsto en el artículo 130.1, que establece que los poderes públicos 
atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos, y en particular, 
la agricultura, la ganadería, la pesca y la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de 
todos los españoles y también a las recomendaciones de la Unión Europea relativas a la 
pequeña y mediana empresa, al objeto de mantener a la actividad artesana en el mercado 
con las ayudas apropiadas que le permitan adaptarse a las nuevas exigencias de la 
producción y del consumo. Esta nueva regulación viene a enmarcarse dentro de los 
objetivos contenidos en el «Plan de Promoción de la Artesanía Madrileña» entre los que se 
encuentran el incremento de la productividad, del nivel de empleo, de la profesionalidad y 
formación del sector artesano madrileño, potenciando los canales de comercialización, la 
cooperación empresarial y el asociacionismo en dicho sector, y da cumplimiento a las 
resoluciones adoptadas por la Asamblea de Madrid, que tras debatir el citado Plan de 
Promoción, instó al Gobierno Regional a realizar una revisión normativa necesaria para la 
aplicación ejecutiva de dicho Plan, mediante un proyecto de Ley de Ordenación, Protección y 
Promoción del Sector Artesano Madrileño. En definitiva, con el mismo se pretende crear el 
marco legal adecuado que permita al sector artesano alcanzar importancia cultural, social y 
económica que le corresponde, garantizando a su vez el cumplimiento de los objetivos 
marcados por el citado Plan de Promoción o los posteriores que pudieran elaborarse. La 
importancia de la Formación tanto en el desarrollo del Plan de Promoción de la Artesanía 
Madrileña como en el cumplimiento de los objetivos marcados por la presente Ley debe 
observarse como prioridad, dotándose institucionalmente de forma adecuada y suficiente a 
través, fundamentalmente, de los instrumentos formativos propios de la Comunidad de 
Madrid.

El texto dispositivo de la presente Ley se estructura en cuatro capítulos. En el primero de 
ellos se recoge el objeto y ámbito de aplicación de la Ley, se define el concepto de artesanía 
y se contiene la aprobación del Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos.

En el capítulo II, de ordenación del sector, se regula la condición de artesano y de 
empresa artesana, el Registro de Actividades Artesanas, creándose el Carné de Artesano de 
la Comunidad de Madrid y la Carta de Empresa Artesana, cuya disposición será requisito 
para obtener el reconocimiento de la Comunidad de Madrid de dicha condición, y el acceso 
por consiguiente a los beneficios y las ayudas que se regulen por la misma, incluido el uso 
de distintivos acreditativos del carácter artesanal de los productos. Finalmente se regula el 
Registro de Asociaciones Artesanas, como instrumento de conocimiento de la realidad 
asociativa del sector en nuestra Comunidad.

En el capítulo III se regula el régimen de promoción del sector, así como el distintivo de 
carácter artesanal de la Comunidad de Madrid.

En el capítulo IV se contiene la composición y funciones del Consejo Madrileño para la 
Promoción de la Artesanía, órgano de asesoramiento de la Comunidad de Madrid en esta 
materia y de representación del sector.

La Ley introduce una Disposición Transitoria que establece un período de tiempo para 
posibilitar que aquellos artesanos y empresas ya inscritos en el Registro de Empresas 
Artesanas creado por el Decreto 10/1991, puedan solicitar la obtención del Carné de 
Artesano y en su caso la Carta de Empresa Artesana.

Finalmente se recoge una disposición derogatoria de la legislación anterior autonómica 
reguladora de la materia, a excepción de la Orden 4276/1996, de 8 de julio, de estructura y 
funcionamiento del Registro General de Asociaciones de Empresas Artesanas, que pasará a 
denominarse de conformidad con el espíritu de la nueva regulación Registro de Asociaciones 
Artesanas.

Cabe señalar que queda fuera del ámbito de regulación de la presente Ley la artesanía 
alimentaria, que por sus especiales características requiere un tratamiento específico que 
debe ser objeto de una regulación propia.

En virtud de todo lo expuesto y oído el Consejo Económico y Social de la Comunidad de 
Madrid se ha elaborado la siguiente normativa:
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CAPÍTULO I
Objeto, definición y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la ordenación, promoción y fomento del sector artesano 

en todas sus manifestaciones en la Comunidad de Madrid, en aras a conseguir los 
siguientes fines:

Promover el desarrollo y modernización del sector artesanal, favoreciendo su acceso a 
las líneas de ayudas y subvenciones que establezca la Comunidad de Madrid.

Abrir cauces estables de comunicación y cooperación entre el sector y los órganos 
competentes de la Comunidad de Madrid en materia de artesanía.

Promocionar las diversas actividades artesanales madrileñas, teniendo en cuenta sus 
distintas particularidades.

Proteger y recuperar los oficios artesanos perdidos o en vías de extinción.
Fomentar la aparición de nuevas manifestaciones artesanales.
Impulsar la creación y promoción de canales de comercialización adecuados, que 

potencien el desarrollo económico, social y cultural de esta actividad.
Favorecer la formación de artesanos en la Comunidad de Madrid, así como la 

divulgación y enseñanza de las técnicas artesanales.
Coordinar las manifestaciones artesanales con los programas turísticos y culturales que 

se desarrollen en la Comunidad de Madrid.

Artículo 2.  Concepto de artesanía.
1. A los efectos de lo dispuesto en la presente Ley, se considera artesanía toda actividad 

de creación, producción, transformación, reparación y restauración de bienes, artísticos y de 
consumo no alimentarios, incluida también la prestación de servicios complementarios a la 
actividad principal. Esta actividad deberá ser realizada mediante un proceso en el que la 
intervención personal constituya un factor decisivo, supervisando y controlando la totalidad 
del proceso de producción, y que da como resultado la obtención de un producto final 
individualizado no susceptible de una producción industrial totalmente mecanizada o en 
grandes series, siendo imprescindible que la actividad desarrollada tenga un carácter 
fundamentalmente manual.

2. El empleo de utillaje y maquinaria auxiliar será compatible con el concepto de 
artesanía al que se hace referencia en el apartado anterior.

Artículo 3.  Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a las Actividades, Oficios y Empresas Artesanas 

que desarrollen su actividad profesional dentro del ámbito territorial de la Comunidad de 
Madrid.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley, las artesanías 
alimentarias, que se regularán por su normativa específica.

Artículo 4.  Repertorio de actividades y oficios artesanos.
1. Se aprueba el Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos, que figura como anexo a 

la presente Ley.
2. El Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos tiene carácter revisable y abierto, 

para garantizar la incorporación de aquellos que no hayan sido incluidos o aparezcan en el 
futuro.

3. La revisión del repertorio se llevará a cabo mediante Orden de la Consejería 
competente en materia de artesanía, a propuesta del Consejo Madrileño para la Promoción 
de la Artesanía que se crea y regula en el artículo 14 de la presente Ley.

4. Caso de darse una actividad u oficio artesano no incluido en el Repertorio, el Consejo 
Madrileño para la Promoción de la Artesanía planteará la correspondiente revisión, que se 
llevará a cabo mediante la Orden de la Consejería a los efectos previstos en el apartado 
segundo de este artículo.
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CAPÍTULO II
Ordenación del Sector Artesano Madrileño

Artículo 5.  Condición de artesano y de empresa artesana.
1. Tendrá la condición de artesano toda persona física que realice una actividad 

calificada como artesana de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2, y que además cumpla 
con los siguientes requisitos o condiciones:

a) Que la actividad figure en el Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos.
b) Que pueda acreditar sus conocimientos y grado de especialización en dicha actividad 

u oficio.
c) Que la actividad sea desarrollada de acuerdo con los requisitos que se establezcan 

por vía reglamentaria, previo informe del Consejo Madrileño para la Promoción de la 
Artesanía.

2. Se considera Empresa Artesana la unidad económica, ya sea persona física o jurídica, 
que realice una actividad calificada como artesana de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
2, y que cumpla, además de los requisitos establecidos en los apartados a), b) y e) del punto 
1, las siguientes condiciones:

a) Estar dada de alta en el Impuesto de Actividades Económicas en su actividad 
correspondiente.

b) En los supuestos que la empresa se configure como persona jurídica, que el 
responsable de la actividad de la empresa sea un artesano acreditado que la dirija, participe 
en su desarrollo y controle la totalidad del proceso productivo.

c) Asimismo, en los casos en que las empresas adopten cualquier fórmula de carácter 
cooperativo, dedicarse exclusivamente a la venta de sus productos artesanos y que todos 
sus integrantes sean a su vez artesanos acreditados.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los puntos anteriores, la Consejería competente en 
materia de Artesanía, previo informe del Consejo Madrileño para la Promoción de la 
Artesanía, regulado en el artículo 14 de la presente Ley, podrá fijar cualquier otro requisito 
que se considere adecuado para obtener la condición de artesano o empresa artesana de la 
Comunidad de Madrid.

4. No tendrán la consideración de artesano o empresa artesana a los efectos de la 
presente Ley, aquellas unidades económicas que ejerzan su actividad de forma accesoria o 
complementaria de otra actividad profesional principal.

Artículo 6.  Reconocimiento por la Comunidad de Madrid de la condición de artesano y 
empresa artesana.

1. Para el reconocimiento por la Comunidad de Madrid de la condición de artesano, se 
requerirán, además del cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 5 de esta 
Ley, las siguientes condiciones:

Disponer de un título académico que habilite para la práctica de la actividad artesana de 
que se trate, o bien, ejercer notoria y públicamente una actividad u oficio artesano y 
acreditarlo documentalmente.

Desarrollar la actividad en el ámbito de la Comunidad de Madrid.
Estar inscrito en el Registro de Actividades Artesanas de la Comunidad de Madrid.
Tal reconocimiento se plasmará con la concesión del correspondiente Carné de 

Artesano, regulado en el artículo 10 de la presente Ley, de acuerdo con el procedimiento que 
se desarrollará por vía reglamentaria, y previo informe del Consejo Madrileño para la 
Promoción de la Artesanía, que se crea y regula en la presente Ley.

2. Para el reconocimiento por la Comunidad de Madrid de la condición de empresa 
artesana, se requerirán, además del cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 5 
de esta Ley, las siguientes condiciones:

Desarrollar una actividad, en el ámbito de la Comunidad de Madrid.
Estar inscrito en el Registro de Actividades Artesanas de la Comunidad de Madrid.
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Tal reconocimiento se plasmará con la concesión de la correspondiente Carta de 
Empresa Artesana, regulada en el artículo 11 de la presente Ley, de acuerdo con el 
procedimiento que se desarrollará por vía reglamentaria, y previo informe del Consejo 
Madrileño para la Promoción de la Artesanía.

3. Ambos tipos de documentos serán requisitos indispensables al objeto de hacer uso de 
los distintivos expedidos por la Comunidad de Madrid que acrediten la autenticidad del 
carácter artesanal de la producción, si bien los titulares de cada uno de los mencionados 
documentos podrán ser objeto de tratamiento diferenciado, previo informe del Consejo 
Madrileño para la Promoción de la Artesanía, que se crea y regula en la presente Ley.

Artículo 7.  Registro de Actividades Artesanas.
1. Dependiente de la Consejería competente en materia de artesanía y adscrito a la 

Dirección General con competencia directa en dicha materia, existirá un Registro de 
Actividades Artesanas de la Comunidad de Madrid.

2. Podrán inscribirse en el Registro de Actividades Artesanas de la Comunidad de 
Madrid, las personas físicas o jurídicas que tengan la condición de artesano o de empresa 
artesana de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2 y 5 de esta Ley, y ejerzan su 
actividad profesional dentro del ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.

El procedimiento que regule la inscripción en dicho Registro será objeto de desarrollo 
reglamentario.

3. La inscripción en el Registro comportará las siguientes obligaciones para el 
interesado:

a) Con carácter general, comunicar en los plazos que se determinen reglamentariamente 
a la Consejería competente en materia de artesanía, las variaciones que se vayan 
produciendo de los datos y documentación aportados en la solicitud y, en cualquier caso, los 
cambios de titularidad, el cese o modificación de la actividad y los cambios de domicilio.

b) Poner a disposición de la Consejería competente en materia de artesanía, información 
o documentación que le sea requerida por ésta, al objeto de comprobar la veracidad de los 
datos aportados, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición transitoria única.

4. No obstante lo establecido en el apartado anterior, la Consejería competente en 
materia de artesanía podrá proceder de oficio a la modificación de los datos aportados en la 
solicitud, lo que será notificado al interesado, haciendo constar las razones que lo motiven y 
los recursos que contra esta decisión puedan interponerse, en la forma que 
reglamentariamente se establezca.

5. Las inscripciones efectuadas podrán cancelarse a solicitud del interesado, de acuerdo 
con el procedimiento que se desarrollará por vía reglamentaria.

Igualmente podrá procederse a dicha cancelación de oficio, cuando la Consejería 
competente en materia de artesanía tenga conocimiento de que el artesano o, en su caso, la 
empresa artesana, no cumpla con los requisitos establecidos en los artículos 2 y 5 de la 
presente Ley.

6. Con independencia de la inscripción en el Registro de Actividades Artesanas, deberán 
inscribirse en el Registro Industrial en los supuestos en que dicha inscripción resulte 
preceptiva según las normas generales sobre industria.

Artículo 8.  Registro de Asociaciones Artesanas.
1. En la Consejería competente en materia de artesanía de la Comunidad de Madrid, se 

gestionará el Registro de Asociaciones Artesanas de la Comunidad de Madrid.
2. Podrán inscribirse en el Registro de Asociaciones Artesanas de la Comunidad de 

Madrid las Asociaciones sin fines de lucro, formalmente constituidas e inscritas en los 
Registros correspondientes, que agrupen a artesanos y/o empresas artesanas y que 
desarrollen su actividad y dispongan de domicilio dentro del ámbito territorial de la 
Comunidad de Madrid.

3. Podrán también inscribirse en el Registro aquellas Federaciones de Asociaciones 
Artesanas, mediante la aportación de la documentación exigida para tal fin en la normativa 
reglamentaria de desarrollo.

4. (Derogado)
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Artículo 9.  Publicidad de los Registros.
El Registro de Actividades Artesanas y el Registro de Asociaciones Artesanas de la 

Comunidad de Madrid tendrán carácter público, único y gratuito, en los términos y con las 
limitaciones previstas en los artículos 35 y 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, Ley 13/1995, de 21 de abril, de Regulación de Uso de Informática en el Tratamiento 
de Datos Personales por la Comunidad de Madrid y demás normativa vigente en la materia.

Artículo 10.  Carné de Artesano.
1. Se crea el carné de artesano de la Comunidad de Madrid cuyo otorgamiento se 

efectuará una vez realizada la inscripción del artesano en el Registro de Actividades 
Artesanas regulado en el artículo 7 de la presente Ley, de acuerdo con el procedimiento que 
se desarrollará por vía reglamentaria.

2. El contenido del carné hará referencia a:
a) Datos de la identificación del titular.
b) Período de validez.
c) Descripción literal de la actividad u oficio en que figure inscrito conforme el Repertorio 

de Actividades y Oficios Artesanos de la Comunidad de Madrid.
d) Número de Registro y sello de la Consejería competente en materia de artesanía.
3. La validez del carné de artesano se establece por un período de cinco años.
4. Cualquier modificación en los datos, salvo la expuesta en los apartados siguientes, 

dará lugar a la expedición de un nuevo Carné, válido por igual período de cinco años, 
siempre que se cumplan los requisitos establecidos en la presente Ley para su expedición.

5. En los supuestos de cese de la actividad o cancelación de la inscripción, el interesado 
procederá a la devolución del Carné para su inutilización.

Artículo 11.  Carta de Empresa Artesana.
1. Se crea la Carta de Empresa Artesana de la Comunidad de Madrid cuyo otorgamiento 

se efectuará una vez realizada la inscripción de la empresa artesana en el Registro de 
Actividades Artesanas regulado en el artículo 7 de la presente Ley de acuerdo con el 
procedimiento que se desarrollará por vía reglamentaria.

2. El contenido de la Carta de Empresa Artesana hará referencia a:
a) Datos de identificación de la empresa.
b) Período de validez.
c) Descripción literal de la actividad u oficio en que figure inscrita conforme al Repertorio 

de Actividades y Oficios Artesanos de la Comunidad de Madrid.
d) Número del Epígrafe Fiscal en que figura dada de alta la empresa artesana en el 

Impuesto de Actividades Económicas.
e) Nombre del artesano acreditado responsable de la producción que corresponde a la 

actividad de la empresa.
f) Número de Registro y sello de la Consejería competente en materia de artesanía.
3. La Carta de Empresa Artesana tendrá validez de cinco años.
4. Cualquier modificación en los datos, salvo la expuesta en el apartado siguiente, dará 

lugar a la expedición de una nueva Carta de Empresa Artesana, válida por un período de 
cinco años, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en la presente Ley.

5. En los supuestos de cese de la actividad o cancelación de la inscripción, el interesado 
procederá a la devolución de la Carta de Empresa Artesana para su inutilización.
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CAPÍTULO III
Promoción del sector

Artículo 12.  Régimen de protección y promoción.
1. La Comunidad de Madrid, en función de sus disponibilidades presupuestarias, 

establecerá planes para la promoción de la artesanía madrileña, que incluirán entre sus 
objetivos la mejora de la productividad y del funcionamiento de las empresas y el incremento 
del nivel de empleo y formación de las empresas artesanas, el desarrollo de canales de 
comercialización especialmente a través de mercadillos sectoriales y ferias, así como la 
promoción y protección de la actividad artesana y la recuperación de oficios perdidos.

2. La Consejería competente en materia de artesanía establecerá las ayudas y 
subvenciones que considere más oportunas oído el Consejo Madrileño para la Promoción de 
la Artesanía, con el fin de favorecer el desarrollo y potenciación del sector artesano 
madrileño, su promoción y protección y el acceso al ejercicio profesional de la actividad. A tal 
fin solicitará informe previo al Consejo Madrileño para la Promoción de la Artesanía, 
regulado en esta Ley.

3. Las actividades artesanas, así como sus asociaciones, y en su caso las Entidades 
Locales de la Comunidad de Madrid, podrán acogerse a las subvenciones y ayudas en las 
condiciones que se determinen, de conformidad con esta Ley y con las disposiciones 
presupuestarias anuales y órdenes que las regulen y en particular de aquellas ayudas que 
se reflejen en el Plan de Promoción de la Artesanía.

4. Aquellas comarcas o áreas geográficas que se distingan por su artesanado activo y 
homogéneo, o sean de especial interés artesano por razones culturales y socio-económicas, 
podrán ser declaradas áreas de Interés Artesanal, lo que permitirá utilizar en sus productos y 
en la forma que reglamentariamente se establezca, un distintivo de su identidad de 
procedencia geográfica, creado al efecto.

5. La declaración de Área de Interés Artesanal será acordada por el Consejero 
competente en materia de artesanía, previo informe del Consejo Madrileño para la 
Promoción de la Artesanía.

6. Con el fin de asegurar la permanencia, desarrollo y promoción de las actividades 
artesanas en las Áreas de Interés Artesanal, las empresas artesanas ubicadas en las 
mismas podrán gozar de especiales medidas de ayuda económica y apoyo en la promoción 
y comercialización de sus productos.

Artículo 13.  Distintivo de carácter artesanal.
1. La Consejería competente en materia de artesanía otorgará distintivos acreditativos 

del carácter artesanal a productos madrileños. La resolución por la que se otorgue deberá 
detallar las condiciones y requisitos que han de reunir dichos productos.

2. La concesión a un producto concreto del distintivo de carácter artesanal será 
efectuada, previa solicitud del artesano interesado o de la empresa artesana interesada, por 
la Consejería competente en materia de artesanía, previo informe del Consejo Madrileño 
para la Promoción de la Artesanía, y de acuerdo con el procedimiento que se desarrollará 
reglamentariamente.

CAPÍTULO IV
Consejo Madrileño para la Promoción de la Artesanía

Artículo 14.  
(Derogado)

Disposición adicional primera.  
La Consejería competente en materia de artesanía podrá adoptar cuantas medidas 

considere oportunas, para el conocimiento actualizado y fomento del sector artesanal 
madrileño, previo informe al Consejo Madrileño para la Promoción de la Artesanía.
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Disposición adicional segunda.  
La aprobación del repertorio de actividades y oficios artesanos que figura como anexo a 

la presente Ley no supondrá la congelación de rango del mismo, en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 4.3 de esta Ley.

Disposición adicional tercera.  
La Orden 4276/1996, de 8 de julio, de estructura y funcionamiento del Registro General 

de Asociaciones de Empresas Artesanas, pasará a denominarse Registro de Asociaciones 
Artesanas.

Disposición transitoria única.  
Las empresas artesanas que a la entrada en vigor de la presente Ley, estuvieran 

inscritas en el Registro de Empresas Artesanas regulado en el Decreto 10/1991 y en la 
Orden 1067/1992, dispondrán de un plazo de un año, a partir de la publicación de las 
normas que desarrollen el procedimiento de inscripción en el Registro de Actividades 
Artesanas, para solicitar el reconocimiento por la Comunidad de Madrid en su condición de 
artesano o empresa artesana.

Disposición derogatoria única.  
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

previsto en la presente Ley.

Disposición final primera.  
1. Se autoriza al Gobierno para dictar en el ámbito de sus competencias, cuantas 

disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.
2. Se autoriza a la Consejería competente en materia de artesanía para efectuar las 

modificaciones del Repertorio de Actividades y Oficios Artesanos, previsto en el artículo 4, 
mediante Orden del Consejero y a propuesta del Consejo Madrileño para la Promoción de la 
Artesanía.

Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial de la 

Comunidad de Madrid», y será también publicada en el «Boletín Oficial del Estado».

ANEXO
Repertorio de actividades y oficios artesanos

Agrupación número 24.
Industrias de productos minerales no metálicos.
Número denominación de orden CNAE: Escayolista 1243.4.
Tallista de piedra y mármol 2244.
Cantero 3244.
Tallista de alabastro 4244.
Tallista de vidrio 5246.5.
Vidriero artístico 6246.5.
Alfarero 7247.3.
Ceramista 8247.3.
Porcelanista 9247.4.
Imaginero (incluido belenista y otros) 10249.
Agrupación número 25.
Industria química.
Número denominación de orden CNAE.
Perfumista 11255.2.
Cerero 12255.2.
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Agrupación número 31.
Fabricación de productos metálicos.
Número denominación de orden CNAE.
Fundidor 13311.1.
Forjador/herrero 14312.
Repujador/cincelador 15312.
Esmaltador 16313.
Armero 17316.8.
Broncista 18316.9.
Hojalatero 19316.9.
Cuchillero 20316.9.
Agrupación número 43.
Industria textil.
Número denominación de orden CNAE.
Tejedor 21432.2.
Estampador 22433.
Alfombrista 23437.1.
Tapicero 24437.1.
Esterero 25439.1.
Cordelero 26439.1.
Bordador 27439.2.
Encajero 28439.2.
Pasamanero 29439.2.
Repostero 30439.2.
Agrupación número 44.
Industria del cuero.
Número denominación de orden CNAE.
Curtidor 31441.
Repujador 32441.
Marroquinero 33442.1.
Guarnicionero 34442.9.
Botero 35442.9.
Agrupación número 45.
Industrias de calzado, vestido y otras confecciones textiles.
Número denominación de orden CNAE.
Productos del calzado de artesanía y a la medida 36452.
Peletero 37454.
Agrupación número 46.
Industrias de la madera, corcho y muebles de madera.
Número denominación de orden CNAE.
Tonelero 38464.
Tornero 39465.
Bastonero 40465.
Taraceador marquetero 41465.
Modelistas 42465.
Constructor de muebles y otros objetos de mimbre, junco, caña y otras fibras 43467.
Ebanista 44468.1.
Sillero 45468.1.
Restaurador/decorador de muebles 46468.1.
Tallista 47468.5.
Dorador 48468.5.
Barnizador/lacador 49468.5.
Tapicero de muebles 50468.5.
Pirograbador 51468.5.
Agrupación número 47.
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Industrias del papel y fabricación de artículos de papel, artes gráficas y edición.
Número denominación de orden CNAE.
Elaborador y manipulador de papel y cartón 52473.4.
Fabricante de flores artificiales 53473.9.
Litógrafo 54474.1.
Grabador 55474.1.
Encuadernador 56474.2.
Agrupación número 49.
Otras industrias manufactureras.
Número denominación de orden CNAE.
Joyero 57491.1.
Platero 58491.1.
Orfebre 59491.1.
Batihoja 60491.1.
Tallista de materias nobles 61491.1.
Constructor de instrumentos de cuerda 62492.
Constructor de instrumentos de viento 63492.
Constructor de instrumentos de percusión 64492.
Organero 65492.
Manufacturero de juguetes 66494.1.
Manufacturero de muñecos 67494.1.
Damasquinador 68495.9.
Relojero 69495.9.
Abaniquero 70495.9.
Fabricante de pipas 71495.9.
Taxidermista 72495.9.
Lapidero 73495.9.
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§ 122

Ley 2/2014, de 16 de diciembre, por la que se regula la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 307, de 26 de diciembre de 2014

«BOE» núm. 49, de 26 de febrero de 2015
Última modificación: 29 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2015-1954

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la siguiente Ley, que yo, en nombre 

del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I
La Cámara Oficial de Comercio e Industria de Madrid es una corporación de derecho 

público que realiza funciones de carácter consultivo y de colaboración con las 
Administraciones Públicas en todo aquello que tenga relación con la representación, 
promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria y los servicios.

Desde su fundación en 1887, la Cámara Oficial de Comercio e Industria de Madrid ha 
venido desarrollando, además, una importante misión cual es el impulso de la promoción del 
comercio, la industria y los servicios, con el consecuente desarrollo económico y generación 
de riqueza.

Conscientes de su importancia en el desarrollo económico y empresarial de nuestra 
región, esta Ley consagra su naturaleza como corporación de derecho público, con la 
finalidad de continuar desempeñando las funciones público-administrativas que han 
contribuido a revitalizar el tejido económico, el desarrollo empresarial y la generación de 
empleo.

Además, la Ley tiene como finalidad adecuar la Cámara Oficial de Comercio e Industria 
de Madrid al nuevo modelo instaurado por la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

Así, el modelo cameral se basa en un sistema de adscripción de todas las empresas a la 
Cámara sin que de ello se derive obligación económica alguna, con el objetivo de garantizar 
la representación de todas las empresas, así como el mantenimiento de las funciones 
públicas que desarrollan, reforzando su papel en el ámbito de apoyo a las pequeñas y 
medianas empresas que incrementen su competitividad y, en consecuencia, su potencial en 
el ámbito de la internacionalización.

En definitiva, esta Ley pretende reforzar a la Cámara Oficial de Comercio madrileña 
como una entidad eficiente de prestación de servicios.
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II
La Ley consta de 37 artículos estructurados en siete capítulos, una disposición adicional, 

dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.
El capítulo I regula la naturaleza y finalidad de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 

Servicios de Madrid. Se mantiene su naturaleza de corporación de derecho público y su 
finalidad de representación de los intereses generales del comercio, la industria y los 
servicios, y la prestación de servicios a las empresas.

En el capítulo II se consagra la existencia de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.

Asimismo, se recoge la pertenencia a la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid de todas las empresas que ejerzan actividades comerciales, industriales 
o de servicios en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid. De dicha pertenencia no se 
desprenderá obligación económica alguna ni ningún tipo de carga administrativa.

En el capítulo III se ha realizado una concreción de las funciones públicas que con 
carácter general desempeña la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, 
de las funciones atribuidas por la Comunidad de Madrid, así como del carácter privado de 
otras actividades que pueden desarrollar.

El capítulo IV establece la organización de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid. Se mantienen el pleno, comité ejecutivo y presidente como órganos de 
gobierno. La principal novedad gravita sobre la composición del pleno, fijándose el número 
de vocales por cada una de las categorías que compondrán el mismo.

El capítulo V recoge los principios básicos del régimen electoral de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid para la elección de los miembros de sus órganos 
de gobierno.

El capítulo VI contempla el régimen económico y presupuestario basado en un sistema 
de obtención de recursos mediante la prestación de servicios, que reforzará su eficiencia.

Por último, en el capítulo VII se recoge la normativa aplicable a la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid. En lo que a su régimen jurídico se refiere, destaca 
el principio de tutela al que está sujeta en el ejercicio de su actividad la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

La disposición adicional establece la nueva denominación de la Cámara desde su 
entrada en vigor.

La disposición transitoria primera concede un plazo de tres meses a la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid para la adaptación del reglamento de régimen 
interior y su presentación para la aprobación por la Consejería competente en materia de 
comercio.

A su vez, la disposición transitoria segunda dispone que los órganos de gobierno de la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid continuarán en sus funciones 
hasta que se constituyan los nuevos órganos de gobierno.

La disposición derogatoria única identifica la normativa autonómica que queda derogada 
tras la aprobación de esta Ley.

Las disposiciones finales primera y segunda prevén la habilitación al Consejo de 
Gobierno de la Comunidad de Madrid para desarrollar esta Ley y su entrada en vigor.

III
De conformidad con el artículo 27.6 del Estatuto de Autonomía, la Comunidad de Madrid 

tiene atribuida, en el marco de la legislación básica del Estado, la competencia de desarrollo 
legislativo, incluida la potestad reglamentaria y de ejecución en materia de corporaciones de 
derecho público representativas de intereses económicos y profesionales, como lo son, entre 
otras, las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de la Cámara Oficial de Comercio, 

Industria y Servicios de Madrid.

Artículo 2.  Naturaleza.
La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid es una corporación de 

derecho público con personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento 
de sus fines y el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas legalmente, que se configura 
como órgano consultivo y de colaboración con las Administraciones Públicas, sin menoscabo 
de los intereses privados que persigue. Su estructura y funcionamiento deberán ser 
democráticos.

Artículo 3.  Finalidad.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid tiene como finalidad la 

representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria y 
los servicios, y la asistencia y prestación de servicios a las empresas que ejerzan las 
indicadas actividades. Asimismo, ejercerá las funciones de carácter público que le atribuye la 
legislación estatal básica y esta Ley, y las que le puedan ser asignadas con arreglo a los 
instrumentos que establece el ordenamiento jurídico, por las Administraciones Públicas, y en 
especial la Comunidad de Madrid.

2. Las actividades a desarrollar por la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios 
de Madrid para el logro de sus fines, se llevarán a cabo sin perjuicio de la libertad sindical y 
de asociación empresarial, de las facultades de representación de los intereses de los 
empresarios que asuman este tipo de asociaciones y de las actuaciones de otras 
organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

CAPÍTULO II
Ámbito territorial y adscripción

Artículo 4.  Ámbito territorial.
1. En el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid existirá una Cámara Oficial de 

Comercio, Industria y Servicios.
2. Con el fin de garantizar en todo el territorio de la Comunidad de Madrid el eficaz y 

pleno cumplimiento de las funciones de carácter público-administrativo que se le atribuyen a 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, así como la mejor prestación 
de sus servicios, esta podrá establecer delegaciones en aquellas áreas o zonas en las que 
su importancia económica lo aconseje o cuando exista un núcleo de empresas 
suficientemente representativas para justificar la proximidad de los servicios, en la forma y 
con arreglo al procedimiento que, en su caso, se determine reglamentariamente.

3. Cuando las condiciones tenidas en cuenta para el establecimiento de una delegación 
desaparezcan o modifiquen, la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid 
podrá suprimir la delegación en la forma y con arreglo al procedimiento que, en su caso, se 
determine reglamentariamente.

Artículo 5.  Adscripción.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales o de servicios en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid 
formarán parte de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en los 
términos a los que se refiere el artículo 7 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, dentro de cuya 
circunscripción cuenten con establecimientos, delegaciones o agencias, procediéndose a la 
adscripción de oficio de las mismas.
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2. De la adscripción de oficio a la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Madrid no se desprenderá obligación económica alguna ni ningún tipo de carga 
administrativa.

3. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial o de servicios cuando por esta razón quede sujeta al Impuesto de Actividades 
Económicas o tributo que lo sustituya en el ámbito territorial de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

4. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las actividades agrícolas, ganaderas y 
pesqueras de carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros 
privados que sean prestados por personas físicas, así como los correspondientes a 
profesiones liberales, excluidas expresamente por la Ley 4/2014, de 1 de abril, o por la 
legislación sectorial específica.

CAPÍTULO III
Funciones

Artículo 6.  Funciones.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid tendrá las funciones 

de carácter público-administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de 
abril.

2. Asimismo, le corresponden las funciones público-administrativas que a continuación 
se enumeran, en la forma y con la extensión que se determine por la Comunidad de Madrid:

a) Proponer a las Administraciones Públicas cuantas reformas o medidas consideren 
necesarias o convenientes para el fomento del comercio, la industria y los servicios.

b) Colaborar en la elaboración, desarrollo, ejecución y seguimiento de los planes que se 
diseñen para el incremento de la competitividad del comercio, la industria y los servicios.

c) Colaborar con las Administraciones Públicas como órganos de apoyo y asesoramiento 
para la creación de empresas.

d) Colaborar con las Administraciones Públicas mediante la realización de actuaciones 
materiales para la comprobación del cumplimiento de los requisitos legales y verificación de 
establecimientos mercantiles e industriales cumpliendo con lo establecido en la normativa 
general y sectorial vigente.

e) Elaborar estadísticas relativas al comercio, la industria y el sector servicios, y realizar 
encuestas de evaluación y estudios sobre los diferentes sectores que considere necesarios 
para el ejercicio de sus competencias, en el marco de la normativa específica en materia de 
estadística, así como su difusión y publicación. Asimismo, en coordinación con la 
Administración tutelante y con la periodicidad que esta determine, realizar estudios y análisis 
sobre la evolución del mercado laboral y las necesidades de formación y capacitación de los 
trabajadores, con el fin de adecuar los programas públicos de empleo a las necesidades 
reales del mercado de trabajo.

f) Colaborar en los programas de formación establecidos por centros docentes públicos o 
privados y, en su caso, por las Administraciones Públicas competentes y, asimismo, impartir 
formación profesional reglada y formación para el empleo, con los requisitos y autorizaciones 
que la normativa vigente en cada caso establezca, para apoyar la calidad del empleo y de 
los recursos humanos en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.

g) Promover y cooperar en la organización de ferias y exposiciones, y en su caso 
gestionarlas, de conformidad con la normativa reguladora de las actividades feriales en la 
Comunidad de Madrid.

h) Colaborar en las actividades de promoción del comercio exterior que desarrolle la 
Comunidad de Madrid con el fin de auxiliar y fomentar la presencia de los productos y 
servicios de la Comunidad de Madrid en el exterior. En particular, contribuir a la promoción 
de las empresas madrileñas en el exterior mediante su integración en los Planes que a tal 
efecto diseñe la Comunidad de Madrid para la internacionalización de sus empresas, 
colaborando técnica y económicamente en los mismos, en los términos que se establezcan 
en los convenios de colaboración que se suscriban al efecto.
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i) Colaborar con la Comunidad de Madrid en la difusión de las actividades y programas 
de ayudas y subvenciones desarrolladas por esta. Este deber de colaboración se extenderá 
a la prestación del asesoramiento necesario a las empresas que deseen acogerse a los 
citados programas y actividades.

j) Fomentar cuantas acciones sean precisas con el fin de impulsar la competitividad y el 
progreso de las empresas madrileñas, así como la mejora de la calidad, el diseño, la 
productividad y la investigación en las mismas.

k) Participar de forma directa o indirecta en el diseño y ejecución de planes o campañas 
de publicidad que favorezcan la promoción de la imagen y los productos o servicios de los 
sectores empresariales que represente.

l) Informar los proyectos de normas emanados de la Comunidad de Madrid, que afecten 
directamente a los intereses generales del comercio, la industria o de los servicios, en los 
casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico determine.

m) Tramitar los programas públicos de ayudas a las empresas en los términos que se 
establezcan en cada caso, así como gestionar los servicios públicos relacionados con las 
mismas, cuando su gestión corresponda a la Comunidad de Madrid.

n) Colaborar con los órganos competentes de la Comunidad de Madrid informando los 
estudios, trabajos y acciones relativas a la ordenación del territorio, cuando tuviesen una 
incidencia directa en el comercio, la industria o los servicios de la Comunidad de Madrid, y 
así fuese requerido por esta.

ñ) Contribuir a la promoción del turismo de la Comunidad de Madrid.
o) Facilitar información y orientación sobre el procedimiento de evaluación y acreditación 

para el reconocimiento de las competencias profesionales adquiridas por experiencia laboral 
así como en la aportación de instalaciones y servicios para la realización de algunas fases 
del procedimiento, en colaboración con los órganos competentes de la Comunidad de 
Madrid.

p) Fomentar la transparencia de las relaciones y del tráfico mercantil en el normal 
funcionamiento del mercado, conforme a los principios de libertad de empresa y de libre y 
leal competencia, en el marco de la economía de mercado.

3. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid podrá llevar a cabo 
otras actividades que tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de libre 
competencia que contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria y los 
servicios, o que sean de utilidad para el desarrollo de las indicadas finalidades, en especial:

a) Prestar servicios a las empresas dentro del ámbito de sus competencias y, en 
especial, servicios de información y asesoramiento empresarial, que contribuyan a la 
defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria y los servicios de la Comunidad de 
Madrid.

b) Promover o facilitar el acceso a la financiación de los autónomos y empresas para el 
inicio y/o desarrollo de proyectos empresariales, mediante la intermediación en la concesión 
de créditos, avales, préstamos u otros instrumentos financieros, respetando la reserva de 
actividad financiera prevista en la Ley 10/2014, de 26 de junio, de Ordenación, Supervisión y 
Solvencia de Entidades de Crédito.

c) Crear, gestionar y administrar bolsas de franquicia, de subproductos, de 
subcontratación y de residuos, así como lonjas de contratación, cumpliendo los requisitos 
exigidos en la normativa sectorial vigente para el ejercicio de estas actividades.

d) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, nacional e 
internacional, de conformidad con lo establecido en la legislación vigente.

e) Difundir e impartir formación en relación con la organización y gestión de la empresa.
f) Prestar servicios de certificación y homologación de las empresas.
4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 del presente artículo, la Cámara Oficial 

de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, podrá desarrollar cualquier función de 
naturaleza público-administrativa, siempre que le sea expresamente encomendada o 
delegada por la Comunidad de Madrid, en los términos de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y sea compatible con su naturaleza y funciones.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 122  Ley que regula la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid

– 2597 –



5. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Madrid y las Administraciones Públicas podrán celebrar convenios y 
contratos en los supuestos y condiciones establecidos por el artículo 5.6 de la Ley 4/2014, 
de 1 de abril. Además, podrá suscribir convenios u otros instrumentos de colaboración para 
garantizar una adecuada coordinación de sus actuaciones con las llevadas a cabo por las 
organizaciones empresariales.

6. Asimismo, la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid podrá, 
previa autorización de la Consejería competente en materia de comercio de la Comunidad 
de Madrid, promover o participar en toda clase de asociaciones, fundaciones y sociedades 
civiles o mercantiles, así como celebrar los oportunos convenios de colaboración.

Esta autorización no implicará, en ningún caso, la asunción de responsabilidad alguna, ni 
principal ni subsidiaria, por parte de la Comunidad de Madrid en relación a los derechos y 
obligaciones derivados de las actuaciones de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid en el ámbito de sus actividades privadas.

7. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid recabará la 
autorización de la Consejería competente en materia de comercio siempre que proyecte 
adoptar acuerdos, convenios u otros actos de naturaleza similar con administraciones o 
instituciones públicas distintas a las que corresponden a la administración institucional de la 
Comunidad de Madrid o la de sus administraciones municipales.

8. En el desarrollo de las funciones público-administrativas, la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid garantizará su imparcialidad y transparencia.

9. En el desarrollo de todas las actividades, la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid respetará las condiciones de accesibilidad de las personas con 
discapacidad en los términos que establezca la normativa de aplicación.

La información que se facilite, bajo cualquier formato, y en general, los servicios de 
atención al destinatario y sus instalaciones deberán ser accesibles a las personas con 
discapacidad, para lo cual, se tendrá en cuenta las necesidades de los distintos tipos de 
discapacidad, poniendo a disposición los medios y los apoyos y realizando los ajustes 
razonables que sean precisos.

Artículo 7.  Seguimiento de actividades.
La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid elaborará dentro del 

primer semestre de cada año una memoria que recoja la globalidad de actividades y 
servicios desarrollados durante el ejercicio anterior, según sus funciones reconocidas, y que 
deberá ser remitida a la Consejería competente en materia de comercio de la Comunidad de 
Madrid en el plazo máximo de tres meses desde su elaboración.

CAPÍTULO IV
Organización

Artículo 8.  Organización.
1. Los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 

Madrid son:
a) El pleno.
b) El comité ejecutivo.
c) El presidente.
2. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid contará, además, con 

un secretario general y, en su caso, un director gerente.
3. No podrán formar parte de los órganos de gobierno, ser nombrados secretario general 

ni ocupar puestos directivos quienes estén inhabilitados para empleo o cargo público.
4. El Consejero competente en materia de comercio de la Comunidad de Madrid será 

convocado a todas las reuniones del comité ejecutivo y del pleno de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid, gozando de la facultad de intervenir con voz y sin 
voto en sus deliberaciones, pudiendo delegar su asistencia.
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5. A todos los efectos, serán los propios empresarios individuales y personas jurídicas 
electas las que ostenten la condición de miembros del Pleno, así como de los demás 
órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

Artículo 9.  El pleno.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de la Cámara Oficial de 

Comercio, Industria y Servicios de Madrid y cuya composición es la siguiente:
a) Cuarenta vocales elegidos mediante sufragio libre, directo, igual y secreto, entre todos 

los electores de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en atención 
a la representatividad de los distintos sectores económicos.

b) Diez vocales elegidos entre personas de reconocido prestigio en la vida económica 
dentro de la circunscripción de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Madrid, que sean titulares o representantes de empresas radicadas en su demarcación, a 
propuesta de las organizaciones empresariales intersectoriales y territoriales más 
representativas de la Comunidad de Madrid, conforme la normativa vigente en cada caso. A 
este fin, las citadas organizaciones deberán proponer una lista de diez candidatos en la 
forma y plazos que reglamentariamente se determinen por la Comunidad de Madrid.

En todo caso, las organizaciones empresariales más representativas referidas en el 
párrafo anterior, serán designadas por la Comunidad de Madrid en la forma y plazos que se 
fijen reglamentariamente, de entre aquellas que reuniendo los requisitos exigidos, se 
encuentren debidamente inscritas en los diversos registros que a tal efecto existan en la 
Comunidad de Madrid.

c) Diez vocales elegidos por la Comunidad de Madrid en representación de las empresas 
de mayor aportación voluntaria a la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Madrid, en la forma y plazos que se fijen reglamentariamente.

2. El mandato de los vocales del pleno será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos, y 
su condición de miembro del pleno será indelegable.

3. La Consejería competente en materia de comercio designará, a propuesta del Pleno, a 
los representantes de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid en la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 25.2 a) de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

Artículo 10.  El comité ejecutivo.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, y sus miembros, en número 
máximo de nueve, serán elegidos por los vocales del pleno a los que se refiere el apartado 1 
del artículo 9, de entre los miembros de éste. Los cargos elegibles del comité ejecutivo serán 
el presidente, hasta dos vicepresidentes, el tesorero y hasta cinco vocales. Actuará como 
secretario del comité ejecutivo el secretario general de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Madrid, que tendrá voz pero no voto.

2. El mandato de los cargos del comité ejecutivo será de cuatro años, pudiendo ser 
reelegidos.

Artículo 11.  El presidente.
1. El presidente de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid será 

elegido por el pleno de entre sus miembros, en la forma que el reglamento de régimen 
interior establezca.

2. Corresponderá al presidente ostentar la representación de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid, la presidencia de todos sus órganos colegiados y 
será el responsable de la ejecución de sus acuerdos. Asimismo le corresponde al presidente 
formar parte del pleno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación 
de España, en calidad de vocal, de conformidad con lo previsto en el artículo 25.2 a) de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril.

3. (Derogado)
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4. El presidente propondrá a los vocales del apartado 1 del artículo 9, una lista de 
personas de reconocido prestigio de la vida económica en el ámbito territorial de la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, que supere en un tercio el número de 
hasta 10 vocalías a cubrir, que podrán asistir a las reuniones del pleno, con voz y sin voto.

Artículo 12.  El secretario general.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid tendrá un secretario 

general que velará por la legalidad de los acuerdos de los órganos de gobierno, a los que 
asistirá con voz pero sin voto.

2. Su nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, y su cese corresponderá 
al pleno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid por acuerdo 
motivado, adoptado por la mitad más uno de sus miembros. El secretario general deberá ser 
licenciado o titulado de grado superior. Las bases de la convocatoria para la cobertura del 
puesto, deberán ser aprobadas por el pleno y publicadas en el Boletín Oficial de la 
Comunidad de Madrid, dando conocimiento inmediato de su contenido a la Consejería 
competente en materia de comercio. Este puesto estará sometido al régimen de contratación 
laboral.

3. Además, al secretario general le corresponderá dar fe de lo actuado por la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid y asesorarla legalmente ejerciendo 
todas aquellas funciones que no estén atribuidas a otros órganos, así como aquellas que se 
puedan determinar o delegar en el respectivo reglamento de régimen interior.

4. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid dispondrá la 
publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid, del nombramiento de secretario 
general.

Artículo 13.  El director gerente.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid podrá nombrar un 

director gerente, responsable de la alta dirección y sometido al régimen de contratación 
laboral.

2. Al director gerente, que deberá ser licenciado o titulado de grado superior, con al 
menos cinco años de experiencia acreditada en actividades empresariales en los sectores 
del comercio, la industria y los servicios, en el ámbito público o privado, le corresponderá la 
gestión y la jefatura del personal de la Cámara, así como la dirección técnica de los servicios 
administrativos y económicos de la misma, sin perjuicio de otras facultades ejecutivas que a 
él se atribuyan o deleguen en el respectivo reglamento de régimen interior. A tal efecto el 
director gerente, si lo hubiera, asistirá a las reuniones del pleno y del comité ejecutivo con 
voz y sin voto.

3. Su nombramiento y cese corresponderá al pleno, a propuesta del presidente y por 
acuerdo motivado por 2/3 del pleno en primera convocatoria o por mayoría en segunda 
convocatoria, con el fin de garantizar la idoneidad para el buen desempeño de sus 
funciones. De su designación se dará cuenta a la Consejería competente en materia de 
Comercio de la Comunidad de Madrid.

4. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid dispondrá la 
publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid, del nombramiento de director 
gerente.

5. Cuando no exista director gerente, las funciones del mismo serán asumidas por el 
secretario general.

Artículo 14.  Pérdida de la condición de miembros del Pleno y del Comité ejecutivo.
1. Además de por la terminación del mandato, la condición de miembro el Pleno y del 

Comité Ejecutivo, incluido su Presidente, se perderá por alguna de las siguientes causas, 
con las garantías y régimen de recursos establecidos por la presente Ley:

a) Cuando desaparezca cualquiera de los requisitos legales de elegibilidad que 
concurrieron para su elección.

b) Por no tomar posesión dentro del plazo reglamentario.
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c) Por resolución administrativa o judicial firme, que anule su elección o proclamación 
como candidato.

d) Por falta de asistencia injustificada a las sesiones del Pleno y del Comité Ejecutivo, en 
los términos que establezca el Reglamento de Régimen Interior.

e) Por dimisión o renuncia, o cualquier causa que incapacite para el desempeño del 
cargo.

f) Por fallecimiento de los Miembros del Pleno que tengan la consideración de personas 
físicas o extinción de la personalidad jurídica en el caso de miembros del Pleno con forma 
societaria.

2. Por su parte, y además de la terminación ordinaria de sus mandatos, tanto el 
Presidente como los cargos del Comité Ejecutivo cesarán:

a) Por la pérdida de la condición de miembro del Pleno.
b) Por acuerdo del Pleno, en la forma y con las mayorías que en el Reglamento de 

Régimen Interior se establezcan.
c) Por renuncia al cargo, aunque se mantenga la condición de miembro del Pleno.
d) Por haber sido condenado por delito doloso. Cesarán igualmente, en el caso de 

delitos relacionados con la corrupción y, en particular, aquellos contra la administración 
pública, ordenación del territorio, hacienda y seguridad social, delitos societarios y otros de 
similar naturaleza, cuando en la causa judicial seguida para su persecución se haya dictado 
resolución que acuerde la apertura de juicio oral contra aquellos y ésta haya alcanzado 
firmeza.

3. El procedimiento para la cobertura de las vacantes será el que se determine en su 
Reglamento de Régimen Interior. Los elegidos para ocupar vacantes en el Pleno, en el 
Comité Ejecutivo o en la Presidencia lo serán sólo por el tiempo que reste para cumplir el 
mandato regular durante el cual se hubiere producido la vacante.

Artículo 15.  Régimen de personal.
1. El personal al servicio de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 

Madrid quedará sujeto a la normativa laboral vigente.
2. El secretario general y, en su caso, el director gerente quedarán sometidos al régimen 

de incompatibilidades que se establezca reglamentariamente, además del general del 
personal de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

Artículo 16.  Reglamento de régimen interior y código de buenas prácticas.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid tendrá su propio 

reglamento de régimen interior, elaborado o modificado a propuesta del pleno, adoptado por 
mayoría simple. La Consejería competente en materia de comercio resolverá por Orden 
sobre la aprobación del reglamento o su modificación. Podrá, además, promover la 
modificación del reglamento de régimen interior, que deberá ser ratificada por el pleno en 
acuerdo adoptado por mayoría simple. En caso de no alcanzarse dicha mayoría, deberá 
procederse a nueva votación en la siguiente sesión del pleno. De no adoptarse acuerdo al 
respecto, se constituirá una comisión de composición paritaria entre la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid y la Consejería competente en materia de 
comercio, actuando como presidente un representante de la Consejería que ostentará voto 
de calidad en caso de empate. El acuerdo de la Comisión sobre la modificación propuesta 
será elevado para su aprobación al Consejero competente en materia de comercio. En el 
reglamento constarán, entre otros extremos, la estructura del pleno, sus funciones, el 
número y forma de elección de los miembros del comité ejecutivo y, en general, las normas 
de funcionamiento de sus órganos de gobierno y régimen de personal al servicio de la 
Cámara.

2. Asimismo, la Cámara de Comercio, Industria y Servicios de Madrid elaborará un 
código de buenas prácticas que garantice la imparcialidad y transparencia en el desarrollo de 
sus funciones público-administrativas.
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CAPÍTULO V
Régimen electoral

Artículo 17.  Régimen jurídico.
El sistema electoral de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, 

se regirá por lo previsto en la presente Ley, su normativa reglamentaria de desarrollo, y en la 
Ley 4/2014, de 1 de abril.

Con carácter supletorio, y en lo que resulte de aplicación, se estará a lo dispuesto en el 
régimen electoral general contenido en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General.

Artículo 18.  Censo electoral.
1. El censo electoral de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid 

comprenderá la totalidad de sus electores, clasificados por grupos y categorías, en atención 
a la importancia económica relativa de los diversos sectores representados en la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en el ámbito de la Comunidad de 
Madrid. Entendiendo por grupos las diferentes modalidades de actividad del comercio, la 
industria y los servicios, y por categorías su subdivisión atendiendo a criterios de dimensión 
de las empresas.

2. La estructura del censo electoral se revisará cada cuatro años por el comité ejecutivo, 
con el fin de lograr su ajuste permanente al peso específico de cada sector empresarial en la 
economía de la Región.

3. La composición del censo electoral se revisará anualmente por el comité ejecutivo con 
referencia al 1 de enero de cada año.

4. Tendrán derecho electoral activo y pasivo las personas físicas o jurídicas inscritas en 
el último censo electoral aprobado por la corporación de derecho público antes de la 
convocatoria de las elecciones.

Artículo 19.  Electores.
Serán electores de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid las 

personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, mayores de edad, que no estén 
incursas en ninguna causa legal que impida dicha condición y que ejerzan las actividades 
comerciales, industriales y de servicios en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.

Artículo 20.  Candidatos.
1. Para ser candidato en nombre propio o en representación de personas jurídicas, se 

requerirá el cumplimiento de los siguientes requisitos:
a) Mayoría de edad.
b) No estar incurso en ninguna causa legal que impida dicha condición.
c) Nacionalidad española o de un Estado Miembro de la Unión Europea, la de un Estado 

parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o la de un Estado a cuyos 
nacionales se extienda, en virtud del correspondiente Acuerdo o Tratado Internacional, el 
régimen jurídico previsto para los ciudadanos anteriormente citados.

d) Dos años, como mínimo, de ejercicio en la actividad empresarial en la Comunidad de 
Madrid.

e) Hallarse al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.

Las personas de nacionalidad distinta a la prevista en el apartado c) podrán ser 
candidatas de acuerdo con el principio de reciprocidad, siempre que cumplan los demás 
requisitos exigidos en los apartados anteriores.

2. Para presentar su candidatura, además de las condiciones requeridas en los 
apartados anteriores de este artículo, los candidatos a los órganos de gobierno de la Cámara 
Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, deberán reunir los siguientes requisitos:

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 122  Ley que regula la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid

– 2602 –



a) Formar parte del censo electoral de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid.

b) Ser elector del grupo y categoría correspondiente, únicamente para los candidatos 
elegidos mediante sufragio.

c) No ser empleado de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid.
3. El resto de condiciones y requisitos para el ejercicio del derecho electoral activo y 

pasivo se desarrollarán reglamentariamente.

Artículo 21.  Apertura del proceso electoral y publicidad del censo.
1. Corresponderá al Ministerio competente por razón de la materia la apertura del 

proceso electoral, previo acuerdo con la Comunidad de Madrid en los términos del artículo 
18.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

2. Una vez abierto el proceso electoral, la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid:

a) Deberá exponer su censo electoral al público en su domicilio social, en sus 
delegaciones y en aquellos otros lugares que se estimen oportunos para su mayor 
publicidad, en los plazos y con la duración que reglamentariamente se determine.

b) Deberá elaborar un plan de medios de difusión del censo electoral, que garantice su 
máxima publicidad en el ámbito de la Comunidad de Madrid, que deberá ser presentado 
para su conformidad a la Consejería competente en materia de comercio en los plazos y con 
el contenido que reglamentariamente se establezca.

3. Las reclamaciones sobre la inclusión o exclusión de las empresas en los grupos y 
categorías correspondientes, podrán presentarse en la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Madrid, desde el momento en que se inicie la exposición del censo 
electoral al público, hasta el término del plazo que reglamentariamente se establezca para 
dicha exposición. El secretario general de la Cámara deberá expedir justificante de la 
presentación de las reclamaciones. Contra los acuerdos que sobre estas reclamaciones 
adopte el comité ejecutivo, podrá interponerse el recurso contemplado en el artículo 37.4.

Artículo 22.  Contenido de la convocatoria de elecciones.
1. La convocatoria de las elecciones para la renovación de los miembros del pleno de la 

Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, que se publicará en el Boletín 
Oficial de la Comunidad de Madrid, corresponderá a la Consejería competente en materia de 
comercio de la Comunidad de Madrid, y deberá contener:

a) Día y hora en que los electores de cada grupo y categoría deben emitir el voto para la 
elección de los vocales elegidos por sufragio.

b) Número de colegios electorales y lugares donde hayan de instalarse para la elección 
de los vocales elegidos por sufragio.

c) Plazos para el ejercicio del voto por correo para la elección de los vocales elegidos por 
sufragio.

d) Sede de la Junta Electoral.
e) Los modelos de presentación de candidaturas, solicitud de voto por correo, sobres y 

papeletas de votación, y todos aquellos que se estimen necesarios para una mayor 
homogeneización y normalización del procedimiento.

2. En el caso de los vocales elegidos por sufragio, las elecciones de cada grupo y 
categoría se celebrarán en un solo día, y cuando se establezcan varios colegios electorales, 
simultáneamente en todos ellos.

Artículo 23.  La Junta Electoral.
1. Una vez publicada la convocatoria de las elecciones, se constituirá la Junta Electoral 

en el plazo que se fije reglamentariamente, integrada por:
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a) Tres representantes de la Comunidad de Madrid, uno de los cuales ejercerá la función 
de presidente, que serán designados por el Consejero competente en materia de comercio 
de la Comunidad de Madrid.

b) Tres representantes de los electores, elegidos mediante sorteo, en los plazos y 
condiciones que se fijen reglamentariamente.

c) Un Secretario, que será nombrado por el presidente de la Junta Electoral entre 
funcionarios de la Consejería competente en materia de comercio, y que actuará con voz y 
sin voto.

La Junta Electoral podrá recabar el asesoramiento en derecho del secretario general de 
la Cámara.

2. La Junta Electoral tendrá el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.
3. Corresponderán a la Junta Electoral, sin perjuicio de otras que se le puedan 

encomendar reglamentariamente, las siguientes funciones:
a) Dirigir y supervisar el proceso electoral, garantizando su objetividad y transparencia.
b) Resolver las quejas y reclamaciones que se le dirijan, en materia de procedimiento 

electoral.
c) Aprobar los modelos de actas de constitución de las mesas electorales, de escrutinio, 

de escrutinio general y de proclamación de electos.
d) Cursar cuantas instrucciones estime pertinentes a las mesas electorales.
e) Unificar los criterios interpretativos que sobre materia electoral pudiesen surgir durante 

el proceso.
f) Cursar las instrucciones necesarias en orden a la toma de posesión de los miembros 

electos y a la constitución del nuevo pleno.
g) Supervisar la actuación de los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, 

Industria y Servicios de Madrid en funciones en materia electoral, pudiendo adoptar cuantos 
acuerdos estime oportunos para garantizar la objetividad y transparencia de las decisiones 
de dichos órganos en el proceso electoral.

h) Facilitar el censo electoral de su grupo y categoría a los candidatos proclamados, así 
como a aquellas organizaciones empresariales legalmente constituidas e inscritas en 
cualquiera de los registros administrativos de la Comunidad de Madrid, en aquellos grupos y 
categorías en los que acrediten la proclamación de candidatos pertenecientes a la 
organización; siempre con pleno sometimiento a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

i) Verificar el resultado final de las votaciones y proceder a la proclamación final de los 
candidatos electos.

4. El mandato de la Junta Electoral se prolongará, tras la celebración de las elecciones, 
hasta el momento en que se proceda a su disolución, que se fijará reglamentariamente, y 
una vez efectuada la toma de posesión de los cargos electos.

Artículo 24.  Órganos de gobierno en funciones.
1. Los órganos de gobierno continuarán en funciones en el ejercicio de sus atribuciones, 

una vez convocadas las elecciones, hasta la constitución de los nuevos plenos o, en su 
caso, hasta la designación de la comisión gestora prevista en el artículo 34, con las 
limitaciones contenidas en la presente Ley.

2. Los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Madrid deberán facilitar el normal desarrollo del proceso electoral, y de formación y 
constitución del nuevo pleno, así como el traspaso de funciones y poderes a los nuevos 
órganos de gobierno elegidos, limitando su actuación durante el período electoral al 
despacho ordinario de los asuntos de la Cámara, y absteniéndose de adoptar cualesquiera 
otros acuerdos, salvo en supuestos suficientemente acreditados y autorizados por la 
Consejería competente en materia de comercio de la Comunidad de Madrid en los que 
podrán llevar a cabo las atribuciones recogidas en los apartados siguientes de este artículo.

3. El pleno en funciones no podrá ejercer las siguientes atribuciones:
a) Adoptar acuerdos que impliquen endeudamiento de la Cámara Oficial de Comercio, 

Industria y Servicios de Madrid.
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b) Adoptar acuerdos que supongan la integración, participación o promoción en 
asociaciones, fundaciones o sociedades civiles o mercantiles, relacionadas con sus 
funciones.

c) Aprobar la suscripción de convenios de colaboración con otras Cámaras, sociedades, 
administraciones o instituciones públicas o privadas, que lleven aparejados compromisos de 
gasto, siempre que no estuviese consignado presupuestariamente.

d) La declaración y provisión de vacantes en cualquiera de los cargos de los órganos de 
gobierno, secretario general y director gerente, así como la adopción de acuerdos relativos al 
personal de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, cuando no 
estuvieran previstos legalmente.

e) La aprobación de los proyectos de presupuestos ordinarios y extraordinarios, y de sus 
liquidaciones, así como adoptar acuerdos sobre adquisición, enajenación o disposición de 
bienes muebles o inmuebles.

4. El comité ejecutivo en funciones no podrá:
a) Adoptar decisiones que correspondan al pleno, y que éste hubiese delegado.
b) Adoptar acuerdos en materia de gestión económica, de adquisición, enajenación o 

disposición de bienes, cuando no estuviesen previstos en los presupuestos.
c) Confeccionar y proponer al pleno la aprobación de los proyectos de presupuestos 

ordinarios y extraordinarios, así como sus liquidaciones.
5. Al presidente de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid en 

funciones le corresponderán las funciones de representación ordinaria de la corporación, así 
como presidir las reuniones de sus órganos de gobierno, y en materia económica la 
realización y expedición de órdenes de pago y cobro, siempre que no comprometan la 
actuación de los nuevos órganos de gobierno electos.

CAPÍTULO VI
Régimen económico y presupuestario

Artículo 25.  Financiación.
Para la financiación de sus actividades, la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 

Servicios de Madrid dispondrá de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que preste y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) El 30 % de las aportaciones voluntarias que se realicen a la Cámara Oficial de 

Comercio, Industria, Servicios y Navegación de España por parte de empresas o entidades 
que tengan su domicilio social en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.

e) Los legados y donaciones que pudieran recibir.
f) Los procedentes de las operaciones de crédito que realice, con las autorizaciones 

correspondientes.
g) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por Ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento, de conformidad con el ordenamiento jurídico.

Artículo 26.  Transparencia.
1. Las personas que gestionen bienes y derechos de la Cámara Oficial de Comercio, 

Industria y Servicios de Madrid quedarán sujetas a indemnizar los daños y perjuicios que 
puedan causarle por acciones u omisiones realizadas por dolo, culpa o negligencia grave 
con infracción de la normativa vigente, con independencia de la responsabilidad penal o de 
otro orden que les pueda corresponder.

2. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en el desarrollo de 
sus funciones público-administrativas, queda sujeta a las disposiciones del Título I de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
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gobierno. Conforme a ello, deberá hacer públicas, en un lugar de fácil acceso de su página 
web, las siguientes informaciones:

a) Sus presupuestos anuales, así como su liquidación.
b) Las cuentas anuales.
c) La relación de puestos de trabajo.
d) Las subvenciones que reciban así como otro tipo de recursos públicos que pueda 

percibir para el desarrollo de sus funciones.
e) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables 

respectivos, así como las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en 
su cargo por cualquier causa.

3. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en el desarrollo de 
sus funciones público-administrativas, queda sujeta a las disposiciones del Título I de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno.

Artículo 27.  Presupuestos y liquidaciones.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid elaborará 

presupuestos ordinarios y extraordinarios de ingresos y gastos, así como sus 
correspondientes liquidaciones.

2. La Consejería competente en materia de comercio de la Comunidad de Madrid podrá 
establecer las instrucciones necesarias para la elaboración de los presupuestos y las 
liquidaciones.

3. El pleno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid someterá a 
la aprobación de la Consejería competente en materia de comercio los presupuestos 
ordinarios y extraordinarios, así como la liquidación de los mismos, de conformidad con los 
plazos que se establezcan reglamentariamente.

Las liquidaciones se presentarán para su aprobación, acompañadas del informe de 
auditoría de cuentas correspondiente. El comité ejecutivo de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Madrid nombrará cada año, antes del 30 de junio, a la firma de 
auditoría certificante, entre las que operen con reconocida solvencia profesional en la 
Comunidad de Madrid.

Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría y el informe anual sobre gobierno 
corporativo, se depositarán en el registro mercantil de Madrid y será objeto de publicidad por 
la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

4. Con carácter previo a la aprobación de los presupuestos de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid, la Consejería competente en materia de comercio 
los someterá a estudio e informe por parte de la Dirección General competente en materia 
de comercio, quien podrá requerir a la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 
Madrid toda aquella documentación complementaria que estime procedente. El citado 
informe contendrá una propuesta y, en su caso, las recomendaciones que se estimasen 
pertinentes y que deberán ser tenidas en cuenta por la corporación.

Artículo 28.  Fiscalización.
1. Corresponde a la Consejería competente en materia de comercio la fiscalización de 

las liquidaciones de los presupuestos de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios 
de Madrid, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas y, en su caso, 
a la Cámara de Cuentas de la Comunidad de Madrid, respecto al destino de los fondos 
públicos percibidos por la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

2. La fiscalización que ejerza la Consejería competente en materia de comercio de la 
Comunidad de Madrid, comprenderá la realización de los siguientes tipos de controles 
presupuestarios, cuyo alcance y contenido se desarrollarán reglamentariamente:

a) Control de legalidad, que abarcará la verificación de que la gestión y el cumplimiento 
de las obligaciones se ajusta a la normativa vigente en la materia, y que los gastos e 
ingresos se han ajustado al presupuesto aprobado para cada ejercicio.
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b) Control financiero, que tendrá como objetivo comprobar que la gestión presupuestaria 
se desarrolla haciendo uso de los recursos económicos de una manera eficaz y eficiente, 
analizando los recursos empleados y los rendimientos logrados.

3. Los resultados obtenidos se instrumentarán en un informe que corresponderá elaborar 
a la Dirección General competente en materia de comercio, y que deberá incluir, entre otros 
extremos, una propuesta relativa a su aprobación por la Consejería competente en materia 
de comercio y posibles recomendaciones.

4. En su labor de fiscalización, la Consejería competente en materia de comercio deberá 
recibir toda la colaboración que requiera de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid, y tener libre acceso, si lo estima necesario, a la documentación interior 
de la auditoría certificante, y a recibir de ésta los informes complementarios que recabe.

Artículo 29.  Contabilidad.
La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid deberá llevar un sistema 

contable de ingresos y gastos, así como de las variaciones de su patrimonio. 
Reglamentariamente, la Consejería competente en materia de comercio, podrá establecer 
requisitos para dicho sistema.

Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que puede 
desarrollar en los términos del artículo 6, la Cámara mantendrá una contabilidad diferenciada 
en relación con sus actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las 
cuentas anuales.

Artículo 30.  Operaciones especiales.
Los actos de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid relativos a la 

disposición y gravamen de sus bienes, incluidos los bienes inmuebles, la celebración de 
operaciones de crédito y concesión de subvenciones o donaciones aun cuando sean para 
actividades directamente relacionadas con sus propios fines, precisarán autorización 
expresa de la Consejería competente en materia de comercio, con el alcance y los límites 
que se establezcan reglamentariamente.

CAPÍTULO VII
Régimen jurídico

Artículo 31.  Normativa de aplicación.
1. La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid se regirá por lo 

establecido en la presente Ley y en sus posteriores desarrollos reglamentarios, por la Ley 
4/2014, de 1 de abril y por su reglamento de régimen interior, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo siguiente.

2. Con carácter supletorio, y en todo lo no previsto en la normativa anterior, le será de 
aplicación la legislación referente a la estructura y funcionamiento de las Administraciones 
Públicas en cuanto sea conforme con su naturaleza y funciones.

Artículo 32.  Contratación y régimen patrimonial.
La contratación y el régimen patrimonial de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 

Servicios de Madrid se regirán conforme al derecho privado, habilitando un procedimiento 
que garantice las condiciones de publicidad, transparencia y no discriminación.

Artículo 33.  Tutela.
1. Corresponde a la Comunidad de Madrid, a través de su Consejería competente en 

materia de comercio, en los términos de la Ley 4/2014, de 1 de abril, ejercer la tutela sobre la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en el ejercicio de su actividad.

2. La función de tutela comprende las facultades y obligaciones contenidas en la 
presente Ley, y el ejercicio de las potestades administrativas de aprobación, fiscalización de 
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sus actuaciones, resolución de recursos y suspensión y disolución de sus órganos de 
gobierno.

Artículo 34.  Suspensión y disolución de la actividad de los órganos de gobierno.
1. La Consejería competente en materia de comercio podrá suspender la actividad de los 

órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en 
el caso de que se produzcan transgresiones del ordenamiento jurídico vigente que, por su 
gravedad o reiteración, hagan aconsejable esta medida, así como en el supuesto de 
imposibilidad de funcionamiento normal de aquéllos o por el incumplimiento de lo prevenido 
en el artículo 24, debiendo quedar garantizado el derecho de audiencia de los mismos en la 
tramitación del procedimiento.

En particular, se considerará que existe un funcionamiento anormal de los órganos de 
gobierno de la corporación cuando durante tres ejercicios continuados el resultado 
económico del ejercicio no pudiera ser compensado con los fondos procedentes de 
beneficios de ejercicios anteriores o del fondo de reserva que, en su caso, tuviese 
constituida la corporación. Las pérdidas en que incurra la Cámara sólo podrán ser 
compensadas si no exceden, con carácter anual, del diez por cien del importe global de los 
fondos provenientes de ejercicios anteriores y del fondo de reserva existente en cada 
ejercicio.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, si el resultado económico negativo 
de un ejercicio superase el cincuenta por cien del importe del presupuesto total ordinario de 
ingresos de dicho ejercicio, la Consejería competente en materia de comercio podrá 
suspender la actividad de los órganos de gobierno según lo previsto en el presente artículo.

2. El acuerdo de suspensión determinará su plazo de duración, que no podrá exceder de 
tres meses, así como la constitución de una comisión gestora como órgano de gestión de los 
intereses de la Cámara durante este período, cuya composición y funciones se desarrollarán 
reglamentariamente.

En el supuesto de suspensión por un funcionamiento anormal de los órganos de 
gobierno derivado de la existencia continuada de pérdidas no compensables según lo 
dispuesto en el apartado anterior, la Comisión Gestora deberá elaborar un plan de viabilidad 
que deberá ser aprobado por la Consejería competente en materia de comercio.

3. Si transcurrido el plazo de suspensión, subsisten las razones que dieron lugar a la 
misma, la Consejería competente en materia de comercio procederá, dentro del plazo de un 
mes, a la disolución de los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, Industria 
y Servicios de Madrid, así como a convocar nuevas elecciones.

Artículo 35.  Disolución y liquidación y destino del patrimonio de la Cámara Oficial de 
Comercio, Industria y Servicios de Madrid.

1. En caso de no ser posible la celebración de nuevas elecciones, conforme al artículo 
34.3, y la constitución de los órganos de gobierno de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Madrid, la Comunidad de Madrid podrá acordar su extinción 
adscribiéndose su patrimonio, previa liquidación por la comisión gestora, a la administración 
autonómica.

2. En el caso de extinción, la Comunidad de Madrid garantizará que las personas físicas 
y jurídicas adscritas a la Cámara reciban los servicios propios de la Cámara.

Artículo 36.  Creación de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de ámbito 
local.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Ley, en el ámbito de la 
Comunidad de Madrid, podrán existir Cámaras de ámbito local.

2. La ley de creación, en su caso, regulará la segregación de forma que la 
circunscripción abarque únicamente el término municipal de la localidad en que haya de 
establecerse o los términos municipales que constituyan un núcleo industrial o mercantil 
homogéneo, y que los ingresos sean suficientes para llevar a cabo las funciones que a la 
Cámara se le atribuyen.
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Artículo 37.  Reclamaciones y recursos.
1. Contra los actos y acuerdos de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de 

Madrid dictados en el ejercicio de sus funciones de carácter público-administrativo, así como 
contra los que afecten a su régimen electoral, cabrá interponer recurso de alzada ante el 
Consejero competente en materia de comercio previo a la jurisdicción contencioso-
administrativa.

2. Las actuaciones de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid en 
otros ámbitos y, singularmente las de carácter laboral, civil y mercantil se dilucidarán ante los 
juzgados y tribunales competentes.

3. Contra las resoluciones de suspensión y disolución de los órganos de gobierno de la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid dictadas por la Consejería 
competente en materia de comercio de la Comunidad de Madrid, podrá interponerse recurso 
contencioso-administrativo ante el correspondiente órgano jurisdiccional competente.

4. Contra los acuerdos adoptados por la Junta Electoral durante el proceso electoral, en 
el ejercicio de sus funciones, así como contra los de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Madrid, sobre las reclamaciones al censo electoral, cabrá la 
interposición de recurso de alzada ante el Consejero competente en materia de comercio de 
la Comunidad de Madrid.

5. Las actuaciones de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid 
podrán ser objeto de queja o reclamación por los electores, ante la Consejería competente 
en materia de comercio de la Comunidad de Madrid.

6. Los miembros del pleno y del comité ejecutivo, podrán recurrir las resoluciones y 
acuerdos de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, en los que 
hubieran hecho constar su oposición al acuerdo, los ausentes y los que hubieran sido 
ilegítimamente privados del voto, ante el Consejero competente en materia de comercio, sin 
perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores y previamente a la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Disposición adicional única.  Denominación.
La Cámara Oficial de Comercio e Industria de Madrid desde la entrada en vigor de la 

presente Ley pasará a tener la denominación de Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Madrid.

Disposición transitoria primera.  Adaptación al contenido de la norma.
En el plazo máximo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, la 

Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Madrid, presentará para su aprobación 
a la Consejería competente en materia de comercio el Reglamento de Régimen Interior.

Disposición transitoria segunda.  Órganos de gobierno.
1. El presidente, los miembros del comité ejecutivo y del pleno de la Cámara Oficial de 

Comercio e Industria de Madrid continuarán ejerciendo sus funciones hasta que se 
constituyan los nuevos órganos de gobierno tras la finalización del correspondiente proceso 
electoral, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y sus disposiciones de desarrollo.

2. El proceso electoral que deba tener lugar tras la aprobación de esta Ley, así como la 
convocatoria de elecciones, se regulará por Orden del Consejero competente en materia de 
comercio.

3. Hasta la celebración del correspondiente proceso electoral, los órganos de gobierno 
de la Cámara, constituidos conforme a la Ley 10/1999, de 16 de abril, Reguladora de la 
Cámara Oficial de Comercio e Industria en la Comunidad de Madrid, seguirán funcionando 
válidamente con los quórum de asistencia y con las mayorías de votación necesarias 
establecidas en dicha norma, para la constitución del órgano de que se trate y para la 
adopción de acuerdos en cada caso.

4. Una vez celebrado el proceso electoral, a los efectos de la constitución inicial del 
pleno, y en el supuesto de no contar con aportaciones voluntarias por parte de las empresas 
incluidas en el censo electoral, para elegir a los vocales regulados en el artículo 9.1.c) se 
entenderá por aportación el importe de la última cuota cameral devengada y abonada, 
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garantizando, en todo caso, que estén representados los diferentes sectores de la actividad 
económica de acuerdo con su aportación al valor añadido bruto y las grandes empresas con 
mayor facturación en la Comunidad de Madrid.

Transcurrido un año desde la constitución del pleno, se procederá, en la forma que 
determine la Comunidad de Madrid, a la renovación de los vocales regulados en el artículo 
9.1.c) de acuerdo con las aportaciones económicas que efectúen durante dicho período. El 
mandato de los nuevos representantes se determinará de conformidad con lo que establezca 
el reglamento de régimen interior.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley y, en particular la Ley 10/1999, de 16 de abril, por la que se 
regula la Cámara Oficial de Comercio e Industria en la Comunidad de Madrid.

2. El Decreto 253/2000, de 30 de noviembre, por el que se desarrolla la Ley 10/1999, de 
16 de abril, se mantendrá en vigor, salvo el Capítulo IV, en cuanto no se oponga a esta Ley y 
hasta tanto se dicten las normas reglamentarias sustitutorias.

Disposición final primera.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se faculta al Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid para dictar las 

disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y la aplicación de la presente Ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la 

Comunidad de Madrid.
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§ 123

Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 167, de 1 de septiembre de 2014

Última modificación: 6 de julio de 2017
Referencia: BOCL-h-2014-90371

I
La disposición final quinta de la Ley 5/2013, de 19 de junio, de Estímulo a la Creación de 

Empresas en Castilla y León, autoriza a la Junta de Castilla y León para que, en el plazo de 
un año desde la entrada en vigor de la citada ley, apruebe el texto refundido de la Ley de 
Comercio de Castilla y León. Esta delegación legislativa incluye la posibilidad de regularizar, 
aclarar y armonizar los textos legales que sean objeto del texto refundido.

Con este fin, en el ejercicio de esta autorización y en vista de la dispersión normativa 
existente se elabora este texto en el que se recogen todas las disposiciones con rango de 
ley dictadas por la Comunidad de Castilla y León en materia de comercio, introduciéndose 
cambios notables derivados de directivas europeas. Todo ello con la finalidad principal de 
dotar de una mayor claridad a la normativa autonómica en materia de comercio. Son así 
objeto de refundición las siguientes normas:

— El Decreto-ley 3/2009, de 23 de diciembre, de Medidas de Impulso de las 
Actividades de Servicios en Castilla y León, que recoge la modificación de veinte 
leyes autonómicas afectadas por la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior, entre ellas la de la Ley de Comercio, con el fin de proceder a la supresión de 
trabas jurídicas y barreras administrativas injustificadas a las libertades de 
establecimiento y de prestación de servicios.

— El Decreto-ley 1/2012, de 16 de agosto, por el que se establecen medidas 
urgentes para garantizar la estabilidad presupuestaria, que modifica la Ley 16/2002, 
de 19 de diciembre, de Comercio de Castilla y León con el fin de adaptarla a la 
legislación básica del estado reflejada en el Real Decreto Ley 20/2012, de 13 de julio, 
que introduce, por un lado, una mayor liberalización de horarios y de apertura 
comercial en domingos y festivos y, por otro, una modificación sustancial en la 
ordenación del comercio minorista en relación con las promociones de ventas.

— Ley 5/2013, de 19 de junio, de Estímulo a la Creación de Empresas en Castilla 
y León, mediante la cual se establecen modificaciones que reflejan los principios 
inspiradores de la Directiva de Servicios, en concreto lo relativo a la simplificación y 
agilidad procedimental, enfocándose en el régimen administrativo de los grandes 
establecimientos comerciales y más concretamente al tema de las licencias 
comerciales, sus plazos, etc.
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En consecuencia, toda esta dispersión normativa hace necesario recoger en un único 
texto todas las disposiciones de rango legal en materia de comercio.

II
La delegación legislativa realizada por las Cortes de Castilla y León, además de la 

refundición de los textos citada anteriormente, incluye también la posibilidad de regularizar, 
aclarar y armonizar los textos legales citados anteriormente.

En este sentido, con el fin de aclarar así como armonizar toda la regulación legal en 
materia de comercio, es necesario incorporar en este texto refundido otros aspectos de la 
actividad normativa de la Unión Europea que introdujeron cambios notables en distintos 
ámbitos del mercado interior interrelacionados entre sí, como son la competencia desleal, la 
publicidad, la protección de los consumidores y el comercio minorista.

Esta normativa europea es la siguiente:
En primer lugar, la Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de 

mayo de 2005, relativa a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus 
relaciones con los consumidores en el mercado interior, que tenía como objeto contribuir al 
buen funcionamiento del mismo y alcanzar un elevado nivel de protección de los 
consumidores, mediante la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros sobre las prácticas desleales que perjudican a los 
intereses económicos de los consumidores.

Y en segundo lugar, nos encontramos con la Directiva 2006/114/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, sobre publicidad engañosa y publicidad 
comparativa.

La incorporación al Derecho español de estas directivas se ha llevado a cabo mediante 
la Ley 29/2009, de 30 de diciembre, por la que se modifica el régimen legal de la 
competencia desleal y de la publicidad para la mejora de la protección de los consumidores y 
usuarios. Esta nueva norma estableció un régimen jurídico unitario para todos los actos de 
engaño y para las prácticas agresivas, exigiendo el mismo nivel de corrección con 
independencia de que los destinatarios de las actividades comerciales sean consumidores o 
empresarios.

Esta Ley supuso la modificación de importantes leyes estatales, entre ellas la Ley 
7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, afectando 
fundamentalmente a las actividades comerciales de promoción de ventas, y en particular a la 
venta multinivel regulada en la misma, la prohibición de venta en pirámide y la venta con 
obsequio o prima.

En consecuencia es necesario llevar a cabo la regularización en los citados términos de 
estos aspectos del mercado interior, incorporando así la citada normativa comunitaria en las 
disposiciones de este texto refundido que regulan lo relativo a las condiciones generales de 
las actividades promocionales de ventas (artículo 24.2) y más en concreto, la venta piramidal 
(artículo 26) y la venta con obsequio (artículo 30.1), evitando así vacíos normativos en 
materia comercial.

El texto de la propia Ley 16/2002, de 19 de diciembre, de Comercio de Castilla y León, 
establece en su Exposición de Motivos, que constituye un principio básico de la misma la 
satisfacción de consumidores y usuarios, tanto por la modificación de las estructuras 
comerciales como por la evolución de la actividad comercial, que se manifiesta así en la 
incorporación de la normativa europea anteriormente citada.

III
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, en su artículo 70.1.20º, atribuye 

competencia exclusiva a la Comunidad de Castilla y León en materia de comercio interior, 
sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación de bienes en el territorio 
del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Asimismo, recoge como 
competencia exclusiva la regulación y autorización de grandes superficies comerciales, en el 
marco de la unidad de mercado; calendarios y horarios comerciales, en el marco de la 
normativa estatal y ferias y mercados interiores. Y ello dentro del principio del respeto de los 
derechos de los consumidores y usuarios, cuyos legítimos intereses económicos así como 
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su salud y seguridad deben ser protegidos por los poderes públicos, tal y como señala el 
artículo 51 de la Constitución Española.

El presente texto legal tiene entre sus principios, como ya se mencionó anteriormente, 
satisfacer las necesidades que tanto los comerciantes como los consumidores sienten, tanto 
por la modificación profunda de las estructuras comerciales como por la evolución que la 
actividad comercial en sí misma ha venido manifestando en sus formas de desarrollo y en el 
asentamiento de nuevos sistemas de comercialización de bienes y servicios, incidiendo de 
forma particular en la reforma y modernización de las estructuras comerciales, reforzando los 
elementos de competencia en el sector y la participación de los agentes sociales 
intervinientes, así como la defensa de los consumidores.

Asimismo, se ha tenido en cuenta la normativa comunitaria sobre la materia y se han 
incorporado disposiciones aplicadas en la Unión Europea sobre todo en lo que respecta a los 
derechos de información de los consumidores y a la calidad de los productos adquiridos por 
éstos.

Este nuevo texto refundido atiende, siempre dentro del riguroso respeto a la legislación 
estatal reguladora del comercio minorista y al igual que en la redacción originaria de la Ley 
16/2002, de 19 de diciembre, a las peculiaridades propias de la Comunidad Autónoma y su 
realidad socioeconómica en el ámbito comercial.

Este texto legal incorpora los principios inspiradores de la ya mencionada Directiva de 
Servicios del Mercado Interior, es decir, la simplificación y agilidad procedimental, y la 
eliminación de determinadas barreras existentes a las libertades de establecimiento y 
prestación de servicios, concretándose en modificaciones normativas (Decreto-ley 3/2009, 
de 23 de diciembre), que afectaban al otorgamiento de licencias comerciales y a las ventas 
especiales.

Asimismo este texto recoge las recientes modificaciones de la regulación básica estatal 
(incorporadas a nuestra normativa mediante el Decreto-ley 1/2012, de 16 de agosto), en dos 
grandes aspectos como son, la mayor flexibilización de los horarios comerciales y de las 
aperturas comerciales en domingos y festivos en primer lugar, y en segundo lugar la 
adopción de una serie de medidas para liberalizar ciertos aspectos de las ventas 
promocionales como las rebajas. El objetivo es reforzar la competitividad de nuestras 
empresas, la productividad y la eficiencia en la distribución comercial minorista y los precios, 
así como incrementar las posibilidades de compra de los consumidores.

Por otro lado también se recoge en esta disposición legal la puesta en valor de la figura 
del emprendedor como factor imprescindible para la creación de riqueza, incorporándose 
medidas de estímulo a la creación de empresas de Castilla y León como la fijación de un 
marco jurídico administrativo favorable al emprendimiento en la creación y consolidación de 
empresas, a través de la reducción progresiva de trabas y cargas administrativas y la 
simplificación de procedimientos administrativos como el de las licencias comerciales 
(modificación en la Ley de Comercio de Castilla y León efectuada mediante Ley 5/2013, de 
19 de junio, de Estímulo a la Creación de Empresas en Castilla y León).

Finalmente y con el objetivo de regularizar de un modo eficiente la actividad comercial y 
el buen funcionamiento del mercado interior, alcanzando un elevado nivel de protección de 
los consumidores y evitando de este modo vacios legales en esta materia, también se han 
introducido en este texto los cambios producidos en distintos ámbitos del mercado interior 
por directivas europeas como son la competencia desleal y la publicidad, siendo estas 
modificaciones de su régimen legal (Ley 29/2009, de 30 de diciembre, y Ley 1/1996, de 15 
de enero, de Ordenación del Comercio Minorista), las que afectan fundamentalmente a las 
actividades comerciales de promoción de ventas, y en particular a la venta multinivel, la 
prohibición de venta en pirámide y la venta con obsequio o prima.

El texto presenta importantes novedades que es preciso destacar. Destaca su función de 
norma integradora y su adaptación a la realidad comercial de nuestra Región, lo que se 
refleja en muy diversos aspectos.

Dado que las normas propias hasta ahora vigentes en materia de comercio han 
resultado ser un referente principal, este nuevo texto pretende ser una mejora y una 
adaptación a los nuevos tiempos y nunca una fractura con una normativa que ha servido 
para estructurar de forma adecuada el sector comercial en Castilla y León.
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IV
Este decreto legislativo a través del cual se aprueba el texto refundido de las normas 

autonómicas en materia de Comercio se estructura en un único artículo, una disposición 
adicional sobre las remisiones normativas que se efectúan a los preceptos objeto de 
refundición, una disposición derogatoria de todos los preceptos refundidos y, en último lugar, 
una disposición final sobre la entrada en vigor del decreto legislativo y del texto refundido.

Por otra parte y en virtud del contenido de la delegación legislativa que se efectuó en la 
disposición final quinta de la Ley 5/2013, de 19 de junio, de Estímulo a la Creación de 
Empresas en Castilla y León, este texto refunde las disposiciones legales que ya se han 
citado anteriormente, epigrafiando, en su caso, los títulos, capítulos y artículos del texto 
refundido.

V
El texto refundido se estructura en cinco títulos y una disposición final. En el Título I se 

contempla el concepto de actividad comercial, eliminándose la prohibición de ejercer la 
actividad comercial mayorista y minorista en el mismo establecimiento. Se sienta el modelo 
de organización comercial para Castilla y León a través de los principios informadores de la 
Ley y se establece un régimen para la devolución de los bienes y productos al señalar las 
características principales de la oferta comercial.

Se regula un órgano «ad hoc», con ya larga tradición, que es el Consejo Castellano y 
Leonés de Comercio, como referente de la representación de los agentes económicos y 
sociales así como de las Administraciones territoriales de Castilla y León relacionados con el 
sector comercial.

Una de las principales cuestiones que se aborda en este título es la regulación de los 
horarios comerciales, introduciendo una mayor flexibilización de horarios y de apertura 
comercial en domingos y festivos. Asimismo, y con objeto de reforzar la nueva regulación 
derivada de la norma básica estatal, se hace alusión en este título a la posterior regulación 
reglamentaria de los criterios y el procedimiento para la declaración de zonas de gran 
afluencia turística.

El Título II aborda la gran cuestión de los equipamientos comerciales, acomodando en la 
norma las tendencias existentes en esta materia desde el análisis de todos los intereses 
implicados.

En este punto, la norma realiza el esfuerzo de servir de cauce para la conexión e 
integración de materias relacionadas con el equipamiento comercial, como la normativa 
urbanística y la ordenación del territorio, afrontando la necesidad de que la Administración 
Autonómica planifique una respuesta conjunta para el desarrollo de nuestra Región.

Se elimina la necesidad de licencia comercial para la instalación de los establecimientos 
comerciales que no tengan la consideración de gran establecimiento, suprimiéndose 
asimismo los límites inferiores a 2.500 metros cuadrados de superficie de venta al público 
para la consideración de gran establecimiento comercial.

La licencia comercial que se prevé resulta así plenamente justificada por razones 
imperiosas de interés general, siendo compatible y ajustada al principio de proporcionalidad.

En cuanto al procedimiento de la licencia comercial, debe destacarse el hecho de que se 
ha regulado atendiendo siempre a la premisa de simplificación y racionalización de los 
procedimientos, reduciendo los plazos y costes de los trámites y facilitando de este modo la 
actividad del emprendedor.

Por otro lado, por lo que respecta a las transmisiones o determinadas ampliaciones de 
grandes establecimientos comerciales, el régimen de autorización se ha sustituido por el de 
la comunicación a la Administración Autonómica, así como en el supuesto de aperturas o 
ampliaciones de un gran establecimiento comercial individual que se integre en un colectivo.

Finalmente añadir que, la redacción del artículo 23 «tasa por la tramitación de las 
licencias comerciales para grandes establecimientos comerciales y establecimientos 
comerciales de descuento duro» ha sido modificada con el fin de adaptarla a la realidad y de 
dar, en definitiva, una mayor claridad y coordinación al texto puesto que la licencia para 
establecimientos comerciales de descuento duro fue suprimida desde el año 2009 mediante 
el Decreto-Ley 3/2009, de 23 de diciembre, ya mencionado anteriormente. Es decir, al 
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desaparecer la actuación administrativa sobre la que se basaba el hecho imponible de esa 
tasa por la tramitación de ese tipo de establecimiento, no tiene sentido y da lugar a confusión 
jurídica el seguir manteniendo dicha redacción.

En el Título III del nuevo texto se recogen las normas que afectan a las actividades 
comerciales de promoción de ventas, con una acertada diferenciación de los requisitos 
generales aplicables a todas ellas y un mínimo régimen específico aplicable a cada tipo. 
Continuando con la corriente liberalizadora iniciada por el estado en el ámbito comercial, se 
flexibilizan determinados aspectos comúnmente aplicables a todas las actividades de 
promoción de ventas y se liberalizan, en cierto modo las rebajas al desaparecer los periodos 
previamente establecidos por la normativa anterior para las mismas, dejando a criterio de 
cada comerciante su determinación, persiguiendo con ello el incremento de las ventas.

El Título IV regula de forma detallada las llamadas ventas especiales que se realicen en 
el territorio de Castilla y León, siempre desde la defensa de los intereses de los 
consumidores y usuarios, adecuando algunos aspectos sobre la materia que requerían ser 
adaptados a las reformas estatales llevadas a cabo en los últimos años tras la transposición 
de la Directiva de Servicios en el Mercado Interior y otras directivas en materia de 
competencia desleal y publicidad. Destaca, entre otros aspectos, la desaparición de la 
autorización administrativa previa y su sustitución por una comunicación a la Administración.

El último Título se dedica a regular todo lo relativo al régimen de inspección, así como el 
de las infracciones y sanciones en esta materia.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejero de Economía y 
Empleo, de acuerdo con el dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión de 28 de agosto de 2014

DISPONE

Artículo único.  Aprobación del texto refundido.
Se aprueba el texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León, que se inserta a 

continuación.

Disposición adicional única.  Remisiones normativas.
Las remisiones normativas realizadas en otras disposiciones a la Ley 16/2002, de 19 de 

diciembre, de Comercio de Castilla y León o a cualquiera de sus preceptos, se entenderán 
efectuadas a los preceptos correspondientes del texto refundido que se aprueba mediante 
este decreto legislativo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan al 

presente decreto legislativo y al texto refundido.
2. En particular, quedan derogados:
a) La Ley 16/2002, de 19 de diciembre, de Comercio de Castilla y León.
b) El artículo 4 del Decreto-ley 3/2009, de 23 de diciembre, de Medidas de Impulso de 

las Actividades de Servicios en Castilla y León.
c) El apartado 3 de la disposición transitoria tercera del Decreto-ley 3/2009, de 23 de 

diciembre, de Medidas de Impulso de las Actividades de Servicios en Castilla y León, en lo 
referente a los criterios aplicables a la planificación urbanística y que se regulaban en los 
artículos 27.3, 28 y 29 del Plan Regional de ámbito sectorial de Equipamiento Comercial de 
Castilla y León aprobado por el Decreto 104/2005, de 29 de diciembre.

d) El artículo 8 del Decreto-ley 1/2012, de 16 de agosto, por el que se establecen 
medidas urgentes para garantizar la estabilidad presupuestaria.

e) La disposición final primera de la Ley 5/2013, de 19 de junio, de Estímulo a la creación 
de Empresas en Castilla y León.
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Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE COMERCIO DE CASTILLA Y LEÓN

TÍTULO I
Disposiciones Generales

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 1.  Objeto de la Ley.
La presente ley tiene por objeto la regulación administrativa de la actividad comercial en 

el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, con la finalidad de ordenar y 
modernizar el sector de la distribución comercial de acuerdo con los principios establecidos 
en el artículo 5.

Artículo 2.  Actividad comercial.
1. A los efectos de la presente ley se entiende por actividad comercial la que consiste en 

ofertar al mercado productos o mercancías con ánimo de lucro.
Reglamentariamente se podrán establecer excepciones a lo señalado anteriormente.
2. También se considera actividad comercial la prestación de determinados servicios 

cuando se oferten al mercado con las características señaladas en el apartado anterior y 
deriven de la actividad comercial definida en el apartado 1.º

Reglamentariamente se determinará la relación de servicios incluidos en el ámbito de 
aplicación de esta ley.

Artículo 3.  Actividad comercial minorista y mayorista.
1. Se entiende por actividad comercial de carácter minorista, a los efectos de esta ley, 

situar u ofrecer en el mercado productos y mercancías, así como la prestación al público de 
determinados servicios que constituyen un acto de comercio, siempre que tengan como 
destinatario final al consumidor o usuario.

A los efectos de lo señalado anteriormente se estará al concepto de consumidor y 
usuario recogido en la normativa vigente en materia de defensa de los consumidores y 
usuarios.

2. Se entiende por actividad comercial de carácter mayorista, a los efectos de esta ley, la 
que tiene por objeto situar u ofrecer en el mercado productos y mercancías cuyos 
destinatarios sean otros comerciantes o empresarios que no resulten consumidores finales 
de los mismos.

Artículo 4.  Condiciones para el ejercicio de la actividad comercial.
Aquellas personas físicas o jurídicas que pretendan ejercer la actividad comercial 

recogida en esta ley deberán gozar de la capacidad jurídica para el ejercicio del comercio de 
acuerdo con la normativa civil y mercantil del Estado y, en especial cumplir con la obligación 
de satisfacer los tributos que para el ejercicio de la actividad comercial establezca cualquier 
Administración Pública, así como estar dados de alta en el régimen de la Seguridad Social 
que les corresponda, y disponer de las correspondientes autorizaciones municipales.

Asimismo estarán sujetos a los criterios de ordenación e intervención administrativa en 
los supuestos previstos y conforme a los procedimientos establecidos en la presente ley, sin 
perjuicio de lo que resulte de la aplicación del resto de normativa aplicable al respecto.
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Artículo 5.  Principios de actuación de los poderes públicos.
Los poderes públicos promoverán actuaciones tendentes a conseguir el desarrollo 

armónico y la modernización de la actividad comercial y las estructuras comerciales con 
sometimiento a los siguientes principios generales:

a) Respeto de los derechos e intereses de los consumidores y usuarios.
b) Libertad de empresa en el marco de la economía de mercado.
c) La libre circulación de mercancías dentro del territorio español y comunitario.
d) La libertad empresarial para la instalación de establecimientos comerciales.
e) La adecuación del equipamiento comercial al territorio de Castilla y León, basada 

fundamentalmente en la búsqueda del equilibrio de todos los valores afectados por su 
implantación y la sostenibilidad del desarrollo urbano y rural.

f) Promoción del desarrollo económico y la modernización de la actividad comercial con 
el objetivo final de incrementar la capacidad de competencia de las empresas y garantizar 
una ocupación laboral estable en el sector.

g) Fomento del asociacionismo como fórmula vertebradora del desarrollo armónico y 
modernizador del tejido comercial.

h) Promoción de la igualdad de oportunidades y la formación técnica y profesional de los 
comerciantes y trabajadores del sector comercial.

i) Libre y leal competencia, impidiendo prácticas restrictivas de la competencia y actos de 
competencia desleal en el proceso normal de distribución de bienes y productos o de la 
prestación de servicios.

j) Desarrollo de políticas tendentes a la protección de las pequeñas y medianas 
empresas del sector.

CAPÍTULO II
Oferta comercial

Artículo 6.  Condiciones generales de la oferta comercial.
El ejercicio de la actividad comercial suministrando y ofreciendo bienes y productos 

estará sujeto a lo que concretamente se haya publicitado y ofertado sobre su origen, calidad, 
cantidad, precio y condiciones de venta, así como a los requisitos que sean exigibles 
conforme a la normativa reguladora de tales bienes y productos.

Para ello el oferente de los bienes y productos deberá prestar la información apropiada y 
necesaria para el conocimiento de los mismos, los riesgos de su utilización y las condiciones 
para su adquisición.

Artículo 7.  Horarios comerciales.
1. El horario global en el que los comercios podrán ejercer su actividad durante el 

conjunto de días laborables de la semana será libremente determinado por cada 
comerciante, de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente por la Junta de 
Castilla y León al respecto, con pleno respeto a lo establecido en la normativa estatal sobre 
la materia.

2. El número mínimo de domingos y días festivos en que los comercios podrán 
permanecer abiertos al público será de diez. No obstante la determinación del calendario, 
que en todo caso deberá atender de forma prioritaria el atractivo comercial de esos días, se 
realizará de acuerdo con el procedimiento y los criterios que se establezcan 
reglamentariamente por la Junta de Castilla y León.

En aquellos municipios en los que concurran tradiciones comerciales históricas, podrán 
establecerse excepciones al régimen general, de acuerdo con lo establecido en la presente 
Ley y en las normas que la desarrollen.

3. Conforme a lo preceptuado en la legislación estatal, a efectos de lo establecido en 
este artículo y mediante el correspondiente desarrollo reglamentario, se establecerán los 
criterios y el procedimiento para la declaración, a instancia de los Ayuntamientos, de las 
zonas de gran afluencia turística.
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CAPÍTULO III
Precios y garantías de los productos

Artículo 8.  Precio de los bienes y productos.
1. Los titulares de establecimientos y actividades comerciales podrán fijar libremente el 

precio de los bienes y productos que oferten o suministren, sin más limitaciones que las 
impuestas por la normativa vigente en la materia.

En la actividad comercial minorista será obligatorio exhibir, junto a los bienes y productos 
ofertados a los consumidores, de forma clara, visible y legible, el precio de venta al público 
correspondiente a los mismos. Esta obligación comporta asimismo la de facilitar el bien o 
producto al precio ofertado.

2. La Consejería competente en materia de comercio, previo informe del Consejo 
Castellano y Leonés de Comercio, podrá establecer reglamentariamente condiciones 
especiales en la obligación de exhibición de los precios de venta debido a la naturaleza de 
los bienes y productos que habitualmente ofertan.

3. Los titulares de establecimientos y actividades comerciales informarán sobre los 
medios y formas de pago admitidos por los mismos, así como de si por cualquier 
circunstancia una determinada forma de pago no puede aceptarse transitoriamente por 
razones técnicas.

Artículo 9.  Garantías de los bienes y productos.
1. Los titulares de establecimientos y actividades comerciales responderán con carácter 

general de la calidad de los bienes y productos dispuestos para la venta de acuerdo con lo 
previsto en la legislación estatal reguladora del comercio minorista y en los Códigos Civil y 
de Comercio, y el resto de normas aplicables a las transacciones comerciales.

2. Asimismo, los titulares de establecimientos y de las actividades comerciales 
responderán y garantizarán sus bienes y productos en la forma establecida en la normativa 
vigente en materia de defensa de los consumidores y usuarios.

Artículo 10.  Prohibición de la venta con pérdida.
No se podrán ofertar ni realizar ventas al público con pérdida, tal y como se señala en la 

legislación estatal reguladora del comercio minorista, a salvo de los supuestos previstos 
expresamente en la misma y en el caso de las ventas de saldos y ventas en liquidación 
reguladas en el Capítulo II del Título III de la presente Ley.

CAPÍTULO IV
Del Consejo Castellano y Leonés de Comercio

Artículo 11.  El Consejo Castellano y Leonés de Comercio.
1. El Consejo Castellano y Leonés de Comercio se constituye como órgano consultivo de 

las Administraciones Públicas en las materias reguladas por la presente ley.
2. Son funciones de este órgano:
a) Emitir informe en los procedimientos de elaboración de proyectos de ley y de 

disposiciones reglamentarias que afecten al régimen de la actividad comercial.
b) Emitir informe, cuando los soliciten las Administraciones territoriales competentes, en 

relación con los instrumentos de planificación sectorial, o de ordenación territorial y 
urbanística que afecten a la ordenación del comercio o a las estructuras comerciales.

c) Proponer, estudiar y evaluar las medidas de fomento de la actividad comercial que 
hayan de ser aprobadas por la Administración de la Comunidad Autónoma.

d) Cualquier otra que le atribuyan las normas de rango legal o reglamentario.
3. La adscripción orgánica, la composición y el régimen de funcionamiento del Consejo 

Castellano y Leonés de Comercio, serán determinados reglamentariamente, garantizándose, 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 123  Texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León

– 2618 –



en todo caso, la representación de los agentes económicos y sociales así como de las 
Administraciones territoriales de Castilla y León.

TÍTULO II
Del equipamiento comercial

CAPÍTULO I
Objeto y elementos constitutivos de la ordenación del equipamiento comercial

Artículo 12.  Objeto.
1. El presente Título tiene por objeto establecer las directrices necesarias para el 

adecuado desarrollo del equipamiento comercial de los municipios de Castilla y León, 
constituido por la dotación de establecimientos comerciales tanto de carácter individual como 
colectivo, así como el régimen jurídico de autorización administrativa para la implantación de 
los grandes establecimientos comerciales que ejerzan una actividad de comercio minorista 
capaces de producir efectos relevantes, con incidencia supramunicipal, sobre la 
sostenibilidad del desarrollo urbano, rural y medio ambiental con el fin de salvaguardar las 
siguientes razones imperiosas de interés general que no pueden protegerse mediante la 
presentación de una declaración responsable o de una comunicación previa: la protección 
del medioambiente y del entorno urbano, y la conservación del patrimonio histórico y 
artístico.

2. Con carácter general, la apertura, traslado o ampliación de los establecimientos 
comerciales que no tengan la consideración de grandes establecimientos no requerirá 
autorización administrativa de carácter comercial.

Artículo 13.  Elementos de la ordenación del equipamiento comercial.
1. La ordenación del equipamiento comercial se llevará a cabo teniendo en cuenta la 

adecuada y equilibrada integración de los establecimientos comerciales en el territorio, 
atendiendo a los efectos que su implantación y desarrollo puede producir a la luz de las 
razones imperiosas de interés general señaladas en el artículo anterior.

2. Para ello se establecen en el presente título las definiciones, directrices, y criterios de 
valoración para la ordenación de nuestro equipamiento comercial, así como el procedimiento 
de la licencia comercial previa de los grandes establecimientos comerciales.

3. A los efectos de lograr la adecuada y equilibrada integración territorial de los 
establecimientos comerciales exigida en el apartado primero del presente artículo, se 
utilizarán los instrumentos que la legislación de ordenación del territorio de Castilla y León 
tiene previstos para ordenar y regular actividades sectoriales y los mecanismos que la 
normativa urbanística de Castilla y León contemple a los efectos de conformar los criterios 
aplicables a la planificación urbanística relacionados con el sector comercial.

Artículo 14.  Concepto de establecimiento comercial.
1. Tendrán la consideración de establecimientos comerciales toda instalación inmueble 

de venta al por menor en la que el empresario ejerce su actividad de forma permanente; o 
toda instalación móvil de venta al por menor en la que el empresario ejerce su actividad de 
forma habitual.

2. Los establecimientos comerciales pueden ser de carácter individual o colectivo. Son 
establecimientos comerciales de carácter colectivo los integrados por un conjunto de 
establecimientos comerciales individuales o de puntos de venta diferenciados, situados en 
uno o varios edificios compartiendo imagen y elementos o servicios comunes y que han sido 
proyectados conjuntamente con independencia de que las respectivas actividades 
comerciales se realicen de forma empresarialmente independiente.
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CAPÍTULO II
Régimen administrativo de los grandes establecimientos comerciales

Artículo 15.  Concepto de gran establecimiento comercial.
1. Tienen la consideración de grandes establecimientos comerciales los establecimientos 

comerciales individuales o colectivos con una superficie de venta al público igual o superior a 
2.500 metros cuadrados.

2. Aquellos establecimientos comerciales que dediquen esencialmente su superficie 
comercial a la venta de materiales de construcción, maquinaria industrial, especies vegetales 
en viveros, vehículos y muebles, tendrán asimismo la consideración de grandes 
establecimientos comerciales de acuerdo con su superficie de venta ponderada en la forma 
establecida en el artículo 17 cuando superen los límites señalados en el párrafo anterior.

Artículo 16.  Clasificación de los grandes establecimientos comerciales individuales.
A los efectos de la adecuada integración territorial y urbanística de los establecimientos 

comerciales individuales prevista en la presente norma, éstos se clasificarán, de acuerdo con 
su actividad y en función de su oferta, en:

a) Establecimientos especializados en bienes de consumo cotidiano.
Se define como tal aquél que presenta una superficie de venta al público superior al 50% 

destinada a la venta de productos de alimentación, droguería y perfumería.
b) Establecimientos especializados en equipamiento de la persona y del hogar.
Se define como tal aquél que presenta una superficie de venta al público superior al 50% 

destinada a la venta de productos del textil, cuero, calzado, complementos, deporte, 
juguetes, bricolaje, ferretería, decoración, jardinería, electrodomésticos, electrónica, soportes 
audiovisuales e informática, así como todo establecimiento que se dedique a la venta de 
otros productos no reflejados en este artículo.

Artículo 17.  Concepto de superficie de venta al público.
1. Se considerará superficie de venta al público aquella a la que el público puede 

acceder para realizar actividades comerciales, incluyendo los vestíbulos, los espacios 
cubiertos o descubiertos ocupados por los artículos puestos a la venta, los escaparates 
internos y externos, tras mostradores, probadores y líneas de caja.

Dicho concepto incluirá, en los términos establecidos en el apartado anterior, los 
espacios ocupados por todas las actividades empresariales que sean accesibles al público y 
cuya titularidad pertenezca al que ejerce la actividad comercial principal del establecimiento.

2. La superficie de venta al público total de un establecimiento comercial colectivo será la 
suma de las diferentes superficies de venta al público de los establecimientos comerciales 
individuales que lo componen. A estos efectos, la superficie de venta al público de un 
establecimiento individual integrado en un colectivo se medirá desde el acceso al público de 
cada uno de ellos.

3. Para obtener la superficie de venta al público computable de aquellos 
establecimientos comerciales que requieran grandes espacios para su venta y que se 
recogen en el apartado segundo del artículo 15, se multiplicará su superficie de venta al 
público por un índice corrector de 0,30.

Artículo 18.  Licencia comercial de gran establecimiento comercial.
1. La implantación de grandes establecimientos comerciales requiere, por su incidencia 

supramunicipal y atendiendo a las razones imperiosas de interés general establecidas en el 
artículo 12 de la presente ley, la concesión de licencia comercial de gran establecimiento 
comercial por la Consejería competente en materia de comercio, previa tramitación del 
procedimiento regulado en la presente ley.

A estos efectos se entiende por implantación la apertura y ampliación del gran 
establecimiento comercial.
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2. En el momento de presentación de la solicitud de licencia, la implantación de un gran 
establecimiento comercial deberá estar amparada por un instrumento de planeamiento 
urbanístico habilitante de acuerdo con la normativa urbanística de Castilla y León, estando 
prohibida su implantación en terrenos clasificados como rústicos.

En todo caso, el proyecto del establecimiento, objeto de la solicitud de licencia comercial, 
deberá cumplir las determinaciones que la normativa urbanística de Castilla y León 
establezca para el instrumento de planeamiento urbanístico habilitante.

3. Con carácter previo a la concesión de las correspondientes licencias municipales para 
el ejercicio de la actividad comercial bajo el formato de un gran establecimiento comercial, 
será necesario disponer de la preceptiva licencia comercial. Las licencias municipales que se 
otorguen, en su caso, deberán respetar las características generales del proyecto y no 
podrán superar los metros cuadrados autorizados de superficie de venta al público 
contenidos en la licencia comercial.

4. La licencia comercial es exigible en los siguientes supuestos:
a) En la apertura de grandes establecimientos comerciales, supuesto que incluirá el 

traslado de los mismos.
b) En la ampliación de un establecimiento comercial cuando implique que su superficie 

de venta final supere los 2.500 m2.
c) En las ampliaciones de los grandes establecimientos comerciales, individuales o 

colectivos, cuando supongan al menos el 25% de la superficie total de venta al público del 
establecimiento, y, en todo caso, cuando la ampliación supere los 2.500 m2.

Las ampliaciones no contempladas en el párrafo anterior deberán ser comunicadas por 
el titular del gran establecimiento comercial a la Consejería competente en materia de 
comercio en el plazo de los tres meses siguientes a la concesión de la licencia de obras. A 
este respecto, no podrán realizarse en el plazo de dos años ampliaciones sucesivas 
inferiores al 25% que impliquen la superación del citado porcentaje, lo que deberá tenerse en 
cuenta al concederse las correspondientes licencias municipales. A los efectos del cómputo 
del plazo de los dos años, se considerará que la ampliación se realiza en el momento de 
expedición de la correspondiente licencia de obras.

Se considerará en todo caso como ampliación de la superficie de venta al público sujeta 
a licencia comercial, aquellos supuestos en que los establecimientos comerciales definidos 
en el artículo 15.2 dejen de comercializar los productos que hayan justificado la ponderación 
de su superficie de venta y, en consecuencia, pasen a considerarse grandes 
establecimientos comerciales.

5. La apertura o ampliación de un gran establecimiento comercial individual que se 
integre en un establecimiento comercial colectivo no requerirá licencia comercial. En el plazo 
de un mes desde la apertura o ampliación, el titular de la actividad comercial que se ejerza 
en el gran establecimiento comercial individual debe comunicar dicha circunstancia a la 
Consejería competente en materia de comercio.

6. La transmisión de un gran establecimiento comercial, individual o colectivo, requerirá 
la comunicación de la misma por parte de su nuevo titular a la Consejería competente en 
materia de comercio en el plazo de un mes desde su perfeccionamiento.

7. Los mercados municipales, considerados como establecimientos comerciales 
colectivos, no requerirán obtener la licencia comercial aún cuando superen los límites 
señalados en el artículo 15, ni tampoco la requerirán los grandes establecimientos 
comerciales individuales en ellos integrados. En el plazo de un mes desde la apertura o 
ampliación, el titular de la actividad comercial que se ejerza en un gran establecimiento 
comercial individual que se ubique en su interior debe comunicar dicha circunstancia a la 
Consejería competente en materia de comercio.

Artículo 19.  Solicitud de la licencia comercial.
1. La licencia comercial deberá solicitarse expresamente ante el órgano competente para 

su concesión, bien por el titular de la actividad comercial que la pretenda ejercer bajo el 
formato de un gran establecimiento comercial de carácter individual, o por su promotor en el 
caso de los establecimientos comerciales de carácter colectivo.

2. A la solicitud de licencia comercial se acompañará la siguiente documentación:
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a) Identificación del solicitante de la licencia, así como declaración responsable de la 
representación que ostente, en su caso.

b) Disponibilidad de los terrenos o de la edificación sobre los que se pretenda implantar 
el establecimiento, que se autorice mediante la licencia comercial, o declaración responsable 
sobre la misma.

c) El proyecto del establecimiento, que deberá contener, al menos:
l) La descripción del establecimiento sujeto a licencia, haciendo constar tanto la 

superficie construida total como la superficie de venta al público, tal y como se define en la 
presente norma, así como la destinada a los diferentes usos, mediante memoria y planos 
con una definición de, al menos, un anteproyecto técnico.

Tanto en los supuestos de establecimiento comercial individual como colectivo, cuando el 
proyecto conlleve una modificación de su superficie de venta, se aportarán, además, los 
planos que describan las superficies anteriormente mencionadas del último proyecto de 
ejecución por el que obtuvo la licencia de obras.

ll) Número de plazas destinadas a aparcamiento público.
lll) Plano de localización geográfica en el término municipal en el que se sitúe el 

establecimiento sujeto a licencia.
d) Respecto del instrumento de planeamiento urbanístico:
El solicitante deberá aportar certificación urbanística que acredite que se cumplen las 

condiciones necesarias para la implantación del gran establecimiento comercial de acuerdo 
con la normativa aplicable, emitida por la autoridad urbanística competente, o bien aportar 
copia del instrumento de planeamiento urbanístico habilitante, en su caso, en la fase de 
aprobación más avanzada en la que se encuentre, que será al menos la de su aprobación 
provisional. Si dicho instrumento urbanístico estuviera aprobado definitivamente, bastará con 
que el interesado haga constar el archivo, base de datos o fondo documental donde 
aparece.

Si el instrumento urbanístico requiere evaluación de impacto ambiental según se refleja 
en las legislaciones ambiental y urbanística de Castilla y León, se deberá aportar la 
Declaración de Impacto Ambiental correspondiente. Del mismo modo, si se trata de una 
modificación del planeamiento general que necesite Dictamen medioambiental de evaluación 
estratégica previa de acuerdo con la normativa básica estatal, se deberá aportar dicho 
documento.

e) El solicitante deberá aportar un informe, suscrito por profesionales independientes no 
vinculados laboralmente al solicitante, del cumplimiento de los criterios que son necesarios 
de acuerdo con las correspondientes normativas sectoriales, para garantizar la correcta 
implantación del proyecto objeto de la solicitud, haciendo referencia a los criterios 
establecidos en el artículo 22 e incidiendo de manera especial en la movilidad generada y en 
la adecuada accesibilidad futura rodada y peatonal del proyecto objeto de la solicitud, así 
como en su influencia sobre el tráfico preexistente y previsible.

f) La acreditación del pago de la tasa a la que se sujeta la tramitación de las licencias 
comerciales.

3. La acreditación de los datos contenidos en las declaraciones responsables aportadas 
por el solicitante será requerida antes de formular la correspondiente propuesta de 
resolución y, en todo caso, con carácter previo a la resolución que ponga fin al 
procedimiento.

4. Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el apartado 2, se requerirá al 
interesado para que en el plazo de diez días subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos, con indicación de que si así no lo hiciera se le tendrá por desistido de su 
petición y por terminado el procedimiento, previa resolución dictada en los términos previstos 
en el artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 20.  Procedimiento.
1. Una vez presentada toda la documentación referida en el artículo anterior, la 

Consejería competente en materia de comercio declarará completo el expediente, 
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comunicando esta circunstancia al solicitante junto con el plazo máximo para la resolución 
del procedimiento y el sentido estimatorio o desestimatorio del silencio administrativo.

2. Al día siguiente de haber sido practicada la comunicación, se dará audiencia por un 
plazo de 15 días a los Ayuntamientos limítrofes a aquel en cuyo término municipal se ubique 
el proyecto objeto de la solicitud y, paralelamente, se abrirá un trámite de información pública 
mediante la inserción del correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial de Castilla y León», 
en el que se indicará claramente el objeto de la misma, la duración, así como el lugar y 
horarios dispuestos para la consulta.

En dicho período de información pública, que tendrá una duración de 15 días, se podrá 
acceder a la siguiente documentación:

a) La solicitud de licencia comercial.
b) La descripción del proyecto del establecimiento de acuerdo con el apartado 2 del 

artículo 19.
c) El certificado sobre la existencia de planeamiento habilitante o el instrumento de 

planeamiento urbanístico.
3. Efectuados los trámites anteriores, la Consejería competente en materia de comercio 

solicitará un informe al Ayuntamiento en cuyo término municipal se ubique el proyecto objeto 
de la solicitud que deberá motivarse en los criterios que se señalan en el artículo 22.

En el caso de que el Ayuntamiento no remitiera el citado informe en el plazo de un mes 
desde su petición, éste se entenderá favorable.

4. Paralelamente y a la vista de la documentación obrante en el expediente, se 
solicitarán informes a las Consejerías competentes en materia de ordenación del territorio, 
medio ambiente, carreteras y urbanismo al objeto de que emitan en el plazo de un mes los 
correspondientes informes en atención a las materias que tengan atribuidas y de acuerdo 
con los criterios recogidos en el artículo 22.

Si alguno de los informes solicitados no se emitiese en plazo, se entenderá favorable.
5. Asimismo y cuando se estime pertinente, podrán solicitarse todos aquellos informes 

que se consideren convenientes para la resolución del procedimiento de la licencia 
comercial.

6. Para su conocimiento, y a los efectos previstos en el apartado siguiente, se dará 
traslado al interesado de todos los informes generados en este procedimiento.

7. El plazo máximo para la notificación de la resolución del procedimiento de concesión 
de licencia comercial será de tres meses, contados desde el día en que haya tenido entrada 
toda la documentación que se señala en el artículo 19 en el órgano competente para su 
tramitación. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, se 
entenderá estimada la solicitud de licencia comercial. No obstante, ésta se entenderá 
desestimada por silencio administrativo, dadas las razones imperiosas de interés general 
previstas en el artículo 12, cuando alguno de los informes preceptivos contemplados en los 
apartados 3 y 4 del presente artículo no se hubiese solicitado o, solicitado, fuese 
desfavorable.

Artículo 21.  Resolución.
1. El órgano competente para resolver el procedimiento de la licencia comercial es el 

titular de la Consejería competente en materia de comercio.
La resolución pondrá fin a la vía administrativa, y en caso de concesión de licencia, 

vinculará su disfrute al cumplimiento de las condiciones que expresamente se establezcan 
en la misma. Asimismo tendrá carácter vinculante para las posteriores licencias municipales 
necesarias en cuanto a las características generales del proyecto, no pudiendo superar los 
metros cuadrados de superficie de venta autorizados en la licencia comercial.

2. La licencia comercial tendrá carácter indefinido. No obstante, las licencias comerciales 
caducarán, en todo caso, en los plazos y supuestos siguientes, que no podrán ser objeto de 
prórroga:

a) Cuando transcurridos dos años, contados a partir de la fecha de la notificación de la 
concesión de la licencia comercial, su titular no hubiese obtenido las oportunas licencias 
municipales ambiental y de obras, en caso de que fuesen necesarias.
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b) Cuando transcurridos dos años a contar desde la obtención de las licencias descritas 
en la letra anterior, no tenga lugar el comienzo efectivo del ejercicio de la actividad comercial.

Artículo 22.  Criterios para la concesión de la licencia comercial.
En la tramitación de la licencia comercial solicitada se deberá tener en cuenta si el 

proyecto presentado se adecua a lo previsto en el presente Título, y en especial a los 
siguientes criterios basados en las razones imperiosas de interés general previstas en el 
artículo 12 de la presente ley:

a) La integración del proyecto en el entorno urbano, preferentemente en la trama urbana, 
teniendo en cuenta la posible interacción con el resto de construcciones edificadas o 
previsibles, y la adecuación de sus accesos y aparcamientos a la movilidad rodada y 
peatonal que genere.

b) El impacto del proyecto en el medio ambiente teniendo en cuenta por un lado la 
necesidad de una gestión medioambiental adecuada del establecimiento, y por otro el 
respeto y la integración en el espacio preexistente al funcionamiento del establecimiento 
objeto del proyecto, incidiendo especialmente en la salvaguarda del paisaje y el respeto, en 
su caso, a los parajes tradicionales valiosos del entorno.

c) La incidencia del proyecto sobre la red viaria de la zona y los sistemas de transporte 
de viajeros, haciendo especial hincapié en la adecuación de los flujos de tráfico a los niveles 
óptimos de utilización de todas las vías de comunicación de las que se sirva.

d) La adecuada integración territorial del proyecto, resolviéndose con eficacia las 
tensiones territoriales que puedan producirse en los servicios e infraestructuras de los que se 
sirvan.

CAPÍTULO III
Tasa aplicable a la tramitación de las licencias comerciales para grandes 

establecimientos comerciales

Artículo 23.  Tasa por la tramitación de las licencias comerciales para grandes 
establecimientos comerciales.

1. Hecho imponible. Constituye el hecho imponible de la tasa la tramitación de la solicitud 
de licencia comercial específica para la instalación de grandes establecimientos comerciales 
en todos los casos en los que ésta sea necesaria.

2. Sujeto pasivo. Son sujetos pasivos de la tasa las personas naturales o jurídicas que 
soliciten la concesión de la licencia.

3. Base imponible. Constituye la base imponible de la tasa, la superficie de venta al 
público de los establecimientos a los que se refiere el artículo 15 de la presente ley.

4. Devengo. La tasa se devengará cuando se inicien las correspondientes actuaciones 
administrativas. No obstante, su pago se exigirá por anticipado en el momento en que se 
formule la solicitud.

5 Cuota. La cuota de la tasa se obtendrá aplicando el tipo de gravamen de 3 euros por 
metro cuadrado de superficie de venta al público a la base imponible.

TÍTULO III
De las actividades comerciales de promoción de ventas

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 24.  Concepto.
1. Las actividades comerciales de promoción de ventas son aquellas que ofrecen al 

comprador condiciones más ventajosas en los productos que habitualmente caracterizan la 
oferta comercial de los mismos.
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2. A los efectos de esta ley se consideran actividades comerciales de promoción de 
ventas: las ventas en rebajas, las ventas de saldos, las ventas en liquidación, las ventas con 
obsequio, las ventas en oferta y la oferta directa de fabricante o mayorista. La utilización de 
alguna de estas denominaciones sin ajustarse a su regulación específica, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 5 de la Ley de Competencia Desleal.

3. Toda venta promocional que, aun anunciándose con distinta denominación, reúna las 
características de cualquiera de las modalidades previstas en esta ley, se entenderá 
asimilada a la misma y quedará sujeta a su regulación específica.

4. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones y requisitos aplicables a las 
distintas actividades comerciales de promoción de ventas.

Artículo 25.  Requisitos generales.
Las actividades comerciales de promoción de ventas podrán simultanearse en un mismo 

establecimiento comercial excepto en los supuestos de venta en liquidación, siempre y 
cuando exista la debida separación entre ellas y se respeten los deberes de información.

Estas actividades promocionales de ventas deberán ajustarse a los siguientes requisitos:
a) El comerciante habrá de procurar información clara, veraz y suficiente sobre el 

contenido y las condiciones de sus actividades promocionales, expresando como mínimo el 
período de vigencia de la promoción y el tipo de promoción que se realiza.

b) Cuando las actividades promocionales no alcancen, al menos, a la mitad de los 
artículos puestos a la venta, la práctica de promoción de que se trate no se podrá anunciar 
como una medida general, sino referida exclusivamente a los artículos o sectores a los que 
realmente afecte.

c) Los productos ofertados en las actividades promocionales deberán tener las mismas 
características, salvo lo establecido para los saldos, y someterse a las mismas condiciones 
contractuales que las existentes con anterioridad al período de vigencia de la actividad 
promocional. En el caso de que se oferten productos a precio normal y reducido, unos y 
otros deberán estar suficientemente separados o señalados, de forma que no pueda existir 
error entre los que son objeto de un precio reducido y los que no.

d) Siempre que se oferten productos a precio reducido, deberá figurar con claridad, en 
cada uno de ellos, el precio anterior o habitual junto con el precio reducido, salvo que se 
trate de artículos puestos a la venta por primera vez. Se entenderá por precio anterior, aquel 
que el comerciante hubiera aplicado sobre productos idénticos durante un período 
continuado, en los términos que se establezca reglamentariamente.

Cuando se aplique la misma reducción porcentual a un conjunto de artículos, podrá 
realizarse con el anuncio genérico de la misma sin necesidad de que conste individualmente 
en cada artículo ofertado.

e) El comerciante estará obligado a admitir los mismos medios de pago que acepta 
habitualmente en el desarrollo de su actividad comercial.

f) Las actividades comerciales de promoción de ventas no podrán condicionarse a la 
existencia de una reducción porcentual de precios mínima o máxima.

Artículo 26.  Prohibición de las ventas en pirámide.
A los efectos de la prohibición de este tipo de actividades de venta, se estará a lo 

dispuesto en el artículo 23 de la Ley 1/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio 
Minorista.

CAPÍTULO II
Régimen específico aplicable a las distintas clases de actividades comerciales 

de promoción de ventas

Artículo 27.  Ventas en rebajas.
1. Existe venta en rebajas cuando los artículos objeto de la misma se oferten a un precio 

inferior al fijado antes de la citada venta, y dentro del mismo establecimiento dedicado a la 
actividad comercial, durante un período libremente establecido por el comerciante.
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2. Las ventas en rebajas podrán tener lugar en los períodos estacionales que decida 
libremente cada comerciante en función de su interés comercial. En todo caso, las fechas 
elegidas como inicio y fin de la venta en rebajas deberán exhibirse en los establecimientos 
comerciales en un lugar visible al público.

3. Queda prohibida la venta en rebajas de aquellos artículos deteriorados o adquiridos 
con objeto de ser vendidos a precio inferior al ordinario.

4. Los artículos ofrecidos en rebajas deberán haber estado incluidos con anterioridad en 
la oferta habitual del establecimiento.

Artículo 28.  Ventas de saldos.
1. De acuerdo con la legislación estatal reguladora del comercio minorista, se entiende 

por venta de saldos la que afecte a productos cuyo valor de mercado aparezca 
manifiestamente disminuido a causa del deterioro, desperfectos, desuso u obsolescencia de 
los mismos.

2. No puede calificarse como venta de saldos la de aquellos productos que bajo tal 
régimen, supongan algún riesgo o engaño para el comprador, ni tampoco la de aquellos 
productos que no se vendan realmente por precio inferior al habitual.

Artículo 29.  Ventas en liquidación.
1. Se entiende por liquidaciones la venta de carácter excepcional y de finalidad extintiva 

de determinadas existencias de productos que, anunciada con esa denominación u otra 
equivalente, tiene lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, o es llevada a 
cabo por el comerciante o por el adquirente por cualquier título del negocio de aquél, en 
alguno de los casos siguientes:

a) Cesación total o parcial de la actividad de comercio. En el supuesto de cese parcial 
tendrá que indicarse la clase de mercancías objeto de liquidación.

b) Cambio de rama de comercio o modificación sustancial en la orientación del negocio.
c) Cambio de local o realización de obras de importancia en el mismo.
d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que cause grave obstáculo al normal desarrollo 

de la actividad comercial.
2. Las ventas en liquidación se deberán realizar en el mismo establecimiento comercial o 

locales afectados donde los productos hayan sido habitualmente objeto de venta, salvo en 
los casos de fuerza mayor, de resolución judicial o administrativa que lo impida o cuando las 
causas que originen dicha venta así lo exijan, y se limitará a los artículos que formen parte 
de las existencias del establecimiento.

3. La liquidación en los supuestos de fuerza mayor sólo será posible cuando obstaculice 
el desarrollo normal del negocio y la liquidación motivada por la realización de obras de 
importancia, cuando las mismas requieran el cierre del local.

4. En el supuesto de que un empresario sea titular de varios establecimientos 
comerciales el cese total o parcial de la actividad de comercio deberá ser de todos ellos. El 
cierre total o parcial de un solo punto de venta no tendrá la consideración de cese total o 
parcial, sino de cambio de local.

5. La duración máxima de la venta en liquidación será de un año.
6. La venta en liquidación deberá ser comunicada a la administración autonómica en los 

términos establecidos reglamentariamente.
7. No podrá efectuarse una nueva liquidación en un mismo establecimiento de productos 

similares a la anterior liquidación en el curso de los tres años siguientes, salvo cuando esta 
última tenga lugar en ejecución de una decisión judicial o administrativa, por el cese total de 
la actividad, o por causa de fuerza mayor.

Artículo 30.  Ventas con obsequio o prima.
1. Se consideran ventas con obsequio aquéllas que, con la finalidad de promover las 

ventas, ofertan un premio cualquiera que sea la naturaleza de éste, ya sea bien de manera 
automática o participando en un sorteo o concurso.
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Son ventas con prima aquéllas que ofrezcan cualquier incentivo o ventaja vinculado a la 
adquisición de un bien o servicio. Se reputan desleales en los supuestos previstos en la Ley 
de Competencia Desleal.

Cuando el incentivo consista en un sorteo, lo dispuesto en esta ley será aplicable sin 
perjuicio de lo establecido en la legislación sectorial correspondiente.

2. Reglamentariamente podrán establecerse los requisitos de estas ventas, y que al 
menos deberán contemplar los siguientes:

a) Durante el período de duración de la venta con obsequio no podrá variarse ni el precio 
ni la calidad del producto.

b) El número de existencias con las que debe contar el comerciante para afrontar la 
entrega de los obsequios, así como las bases por las que se regulan los concursos, sorteos 
o similares, deberán constar en el envase o envoltorio del producto de que se trate o, en su 
defecto, estar debidamente divulgadas.

c) La comunicación a una o más personas de que han sido agraciadas con un premio o 
la promesa de entrega de un obsequio no condicionada a la adquisición de un producto o 
servicio, impedirá que el comerciante pueda exigir la adquisición de un producto o servicio 
como condición para la entrega del obsequio.

3. Los bienes o servicios en que consistan los obsequios o incentivos promocionales 
deberán entregarse al comprador en el momento de la compra o bien en un plazo máximo 
de dos meses, a contar desde que el comprador reúna los requisitos exigidos. Cuando el 
ofrecimiento se haya realizado en los envases de los productos, el derecho a obtener la 
prima ofrecida podrá ejercerse, como mínimo, durante los tres meses siguientes a la fecha 
de caducidad de la promoción.

4. En el caso de que los obsequios ofrecidos formen parte de un conjunto o colección, la 
empresa responsable de la oferta estará obligada a canjear cualquiera de aquellos por otro 
distinto, a no ser que en la oferta pública del incentivo se haya establecido otro 
procedimiento para obtener las diferentes piezas de la colección.

5. No podrán ofrecerse conjuntamente dos o más artículos a menos que tengan relación 
funcional, se vendan comúnmente en cantidades superiores a un determinado mínimo o 
puedan venderse por separado al precio habitual.

Artículo 31.  Ventas en oferta.
1. Se entiende por venta en oferta aquella que tiene por finalidad dar a conocer un nuevo 

producto o servicio, o conseguir el aumento de la venta de los existentes, que podrán haber 
sido adquiridos exclusivamente con este fin, o el desarrollo de uno o varios establecimientos 
mediante la oferta de un artículo o grupo de artículos en los que concurra alguna ventaja o 
incentivo.

2. Reglamentariamente se determinarán las condiciones en que ha de realizarse la venta 
en oferta, y en particular los tipos de ventajas e incentivos que las caracterizan.

Artículo 32.  Venta directa realizada por fabricante o mayorista.
1. Se entenderá que existe una venta directa cuando un fabricante o mayorista ofrezca 

sus productos al consumidor final.
2. Queda prohibido que, en la oferta al público de mercancías de cualquier clase, se 

invoque por el vendedor su condición de fabricante o mayorista, a menos que reúna las 
circunstancias siguientes:

a) Que, en el primer caso, fabrique la totalidad de los productos puestos a la venta y, en 
segundo, realice sus operaciones de venta fundamentalmente a comerciantes minoristas.

b) Que los precios ofertados no sean inferiores que los que aplican a los comerciantes.
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TÍTULO IV
De las ventas especiales

CAPÍTULO I
Generalidades

Artículo 33.  Modalidades.
1. Se consideran ventas especiales a efectos de la presente ley las ventas a distancia, 

las ventas ambulantes o no sedentarias, las ventas automáticas, las ventas domiciliarias y 
las ventas en pública subasta.

2. En todo lo no regulado en el presente Título, se estará a lo dispuesto en la legislación 
estatal reguladora del comercio minorista.

CAPÍTULO II
Ventas a distancia

Artículo 34.  Concepto.
1. Para la definición y la calificación de las ventas a distancia se estará a lo dispuesto en 

el artículo 38 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista.
2. Estarán sujetas a lo previsto en esta ley, las empresas de ventas a distancia cuyas 

propuestas de contratación se difundan por medios de comunicación que sólo alcancen el 
territorio de Castilla y León o cuyo titular ejerza esta actividad desde la Comunidad de 
Castilla y León.

Artículo 35.  Requisitos.
1. El empresario podrá elegir cualquier medio de comunicación a distancia para difundir 

sus propuestas de contratación.
2. Reglamentariamente se determinarán los datos que deben contener todas las ofertas 

de venta a distancia, y que al menos serán los siguientes:
a) La identidad del oferente y domicilio de la empresa.
b) El producto o servicio que se ofrezca, con una descripción sobre su naturaleza, 

cantidad, calidad y posibilidades de consumo o de uso que facilite su identificación.
c) El precio total a pagar, separando el importe de los gastos de envío, si éstos van a 

cargo del consumidor, y especificando el sistema de reembolso.
d) El plazo máximo de recepción o puesta a disposición del consumidor del producto o 

servicio objeto de la transacción desde el momento de la recepción del encargo.
e) La fijación del derecho de desistimiento en los términos previstos en la legislación 

estatal reguladora del comercio minorista para este tipo de ventas.
f) El sistema de devolución, con la información de que, en caso de disconformidad con el 

envío, los gastos correspondientes irán a cargo del comerciante, antes de haber transcurrido 
el período de reflexión.

CAPÍTULO III
Venta automática

Artículo 36.  Concepto.
1. De acuerdo con la legislación estatal reguladora del comercio minorista es venta 

automática la actividad comercial minorista en la cual se pone a disposición del consumidor 
el producto o servicio para que éste lo adquiera mediante el accionamiento de cualquier tipo 
de mecanismo y previo pago de su importe.

2. Estarán sujetas a lo previsto en esta ley, las ventas automáticas realizadas a través de 
máquinas instaladas en el territorio de Castilla y León.
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Artículo 37.  Requisitos.
1. Las máquinas para la venta automática deberán llevar el marcado CE obligatorio. 

Asimismo los distintos modelos de máquinas para la venta automática deberán cumplir la 
normativa técnica que les sea de aplicación.

2. Reglamentariamente se determinará la información que debe acompañar a este tipo 
de venta, y que al menos debe respetar las siguientes indicaciones:

a) La identidad del oferente y los medios a través de los cuales se pueda solicitar 
información, así como una dirección y teléfono donde se atiendan las reclamaciones.

b) El producto o servicio que se ofrezca.
c) El precio total a pagar.
d) La indicación de si la máquina realiza o no cambio de moneda, así como el tipo de 

moneda fraccionaria con la que funciona.
e) Exponer claramente las instrucciones para la obtención del producto.
3. Todas las máquinas de venta deberán permitir la recuperación automática de importe 

introducido en el caso de no facilitarse el artículo solicitado.
4. No se podrá comercializar productos alimenticios que no estén envasados y 

etiquetados conforme a la normativa aplicable sobre la materia y cuyas condiciones de 
conservación no sean las indicadas.

Artículo 38.  Responsabilidad.
De acuerdo con la legislación estatal reguladora del comercio minorista, en el caso de 

que las máquinas de venta estén instaladas en un local destinado al desarrollo de una 
empresa o actividad privada, el titular de la misma responderá solidariamente con el de la 
propia máquina frente al comprador del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
venta automática.

CAPÍTULO IV
Venta a domicilio

Artículo 39.  Concepto.
1. Se considera venta a domicilio aquella en la que la oferta de bienes y productos se 

produce en domicilios privados, lugares de ocio o reunión, centros de trabajo y similares que 
no sean el establecimiento del vendedor.

2. Estarán sujetas a lo previsto en la presente ley las ventas a domicilio que se realicen 
en el territorio de Castilla y León.

3. Reglamentariamente se determinarán los requisitos de la publicidad de este tipo de 
venta, que deberá ser entregada al consumidor, y que al menos incluirá los siguientes:

a) La identidad del oferente.
b) Los datos esenciales del producto o servicio que permitan su identificación inequívoca 

en el mercado.
c) El precio, forma y condiciones de pago, gastos y plazo de envío.
4. No se consideran comprendidos en el concepto de venta domiciliaria las entregas a 

domicilio de mercancías adquiridas por cualquier otro tipo de venta.
5. No podrán ser objeto de ventas a domicilio aquellos productos o bienes cuya 

normativa reguladora prohíba expresamente su puesta en el mercado mediante este sistema 
de venta, especialmente los alimentos y aquellos que, por su forma de presentación durante 
una venta a domicilio, no cumplan las normas técnico-sanitarias o de seguridad que les sean 
aplicables.

6. El vendedor está obligado a poner en conocimiento del consumidor, por escrito, el 
derecho que lo ampara de disponer de un periodo de reflexión de al menos siete días, 
durante el cual puede decidir la devolución del producto de que se trate, y recibir las 
cantidades que haya entregado, excepto en el caso de productos perecederos.
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7. Las empresas de venta a domicilio deberán tener a disposición de la autoridad 
administrativa una relación actualizada del personal que intervenga en este tipo de venta.

CAPÍTULO V
Venta ambulante o no sedentaria

Artículo 40.  Concepto.
De acuerdo con la legislación estatal reguladora del comercio minorista, se considera 

venta ambulante o no sedentaria la realizada por comerciantes, fuera de un establecimiento 
comercial permanente, de forma habitual, ocasional, periódica o continuada, en los 
perímetros o lugares debidamente autorizados, en instalaciones desmontables o 
transportables, incluyendo los camiones-tienda. En todo caso, la venta no sedentaria 
únicamente podrá llevarse a cabo en mercados fijos, periódicos u ocasionales, así como en 
lugares instalados en la vía pública para productos de naturaleza estacional.

Artículo 41.  Autorización.
En el territorio de Castilla y León, corresponderá a los Ayuntamientos otorgar las 

autorizaciones para el ejercicio de la venta ambulante en sus respectivos términos 
municipales de acuerdo con sus normas específicas y las contenidas en la legislación 
vigente, así como establecer los Reglamentos u Ordenanzas reguladoras de esta actividad 
comercial.

No obstante lo anterior y puesto que el número de autorizaciones disponibles es limitado 
debido a la escasez de suelo público habilitado a tal efecto, la duración de las mismas no 
podrá ser por tiempo indefinido, debiendo permitir, en todo caso, la amortización de las 
inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos.

El procedimiento para la selección entre los posibles candidatos habrá de garantizar la 
transparencia y la imparcialidad y, en concreto, la publicidad adecuada del inicio, desarrollo y 
fin del proceso.

La autorización que se otorgue no dará lugar a un procedimiento de renovación 
automática ni conllevará ningún otro tipo de ventaja para el prestador cesante o las personas 
que estén especialmente vinculadas con él.

Artículo 42.  Regulación de la actividad.
1. Las Ordenanzas municipales de venta ambulante deberán determinar, como mínimo:
a) Los lugares y periodos en los que puedan desarrollarse las diferentes modalidades de 

venta ambulante.
b) Número de puestos o licencias.
c) Productos que podrán ser ofrecidos a la venta.
d) Tasa a pagar por la concesión de la licencia.
e) Régimen interno de funcionamiento del mercadillo.
f) Previsión del régimen sancionador aplicable.
2. No podrá concederse autorización para el ejercicio de esta modalidad de venta de 

aquellos productos cuya normativa reguladora lo prohíba.
3. Reglamentariamente se determinarán los requisitos y condiciones aplicables a los 

distintos tipos de venta ambulante sin perjuicio de las competencias municipales en esta 
materia.
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TÍTULO V
De la inspección y del régimen sancionador

CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 43.  Principios generales.
1. Corresponde a las Administraciones Públicas de Castilla y León competentes en 

materia de comercio interior el ejercicio de las funciones de vigilancia y control que tengan 
como fin garantizar el cumplimiento de la presente ley y sus disposiciones de desarrollo.

2. Asimismo las Administraciones Públicas de Castilla y León competentes en materia de 
comercio interior sancionarán las infracciones a esta ley, previa instrucción del oportuno 
procedimiento sancionador, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro 
orden que pudieran concurrir con las mismas.

3. Serán de aplicación a los procedimientos derivados de infracciones recogidas en la 
presente ley, las reglas y principios sancionadores contenidos en la legislación general sobre 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

CAPÍTULO II
De la inspección

Artículo 44.  Definición y órganos competentes en materia de inspección.
1. Las Administraciones Públicas de Castilla y León con competencia en materia de 

comercio interior, en el ejercicio de sus funciones de vigilancia y control, podrán inspeccionar 
las actividades, instalaciones y establecimientos comerciales, así como los bienes y 
productos que se comercialicen, para lo que podrán solicitar cuanta información resulte 
precisa, todo ello sin perjuicio de las actividades de inspección y control reguladas en otras 
leyes. En el ejercicio de sus competencias, las Administraciones Públicas de Castilla y León 
con competencia en materia de comercio interior estarán obligadas a mantener entre sí la 
adecuada coordinación a fin de garantizar la máxima eficacia en las funciones señaladas en 
la presente ley.

2. Los titulares de establecimientos y actividades comerciales, así como sus empleados 
y representantes, estarán obligados, a facilitar la realización de las labores de inspección 
previstas en el apartado anterior, y a suministrar todos los datos y la información que sean 
requeridos.

3. El personal que realice la función inspectora tendrá en el ejercicio de sus funciones la 
consideración de agente de la autoridad, actuando con la debida independencia y pudiendo 
solicitar la colaboración de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado y de la policía 
local.

CAPÍTULO III
Régimen de infracciones y sanciones

Artículo 45.  Definición y clasificación de las infracciones.
1. Constituyen infracciones administrativas en materia de comercio interior, las acciones 

u omisiones tipificadas en la presente ley.
2. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 46.  Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por las infracciones tipificadas en la presente ley 

corresponderá a las personas físicas o jurídicas titulares de las empresas, establecimientos y 
actividades comerciales de que se trate.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 123  Texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León

– 2631 –



Artículo 47.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves:
a) No exhibir la necesaria autorización, homologación o comunicación en la forma legal o 

reglamentaria establecida.
b) El incumplimiento de la obligación de informar al público sobre los días y horas de 

apertura y cierre de los establecimientos comerciales o no hacerlo en un lugar visible del 
establecimiento.

c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley, cuando no esté 
tipificada como infracción grave o muy grave.

d) La falta de comunicación de las ventas en liquidación.
e) Cursar información errónea o claramente insuficiente cuando ésta haya sido solicitada 

de conformidad con la normativa de aplicación, salvo que por su carácter esencial, los daños 
generados o intencionalidad deba considerarse infracción grave.

Artículo 48.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar información requerida por las 

autoridades o sus agentes y el personal de las Administraciones Públicas competentes en 
materia de comercio interior en el ejercicio de las funciones de comprobación y vigilancia, así 
como el suministro de información inexacta, incompleta o falsa.

b) Realizar venta con pérdida, con excepción de los supuestos previstos en el artículo 10 
de la presente ley.

c) Exigir precios superiores a aquellos que hubiesen sido objeto de fijación 
administrativa.

d) La falta de comunicación de las ampliaciones reguladas en el artículo 18.4, así como 
en los supuestos previstos en el artículo 18.5, 6 y 7 de la presente ley.

e) El incumplimiento del régimen general de horarios, con excepción de lo considerado 
infracción leve en esta materia.

f) La realización de actividades comerciales de promoción de ventas incumpliendo las 
condiciones y limitaciones que para las mismas se establezcan legal o reglamentariamente.

g) La realización de ventas especiales incumpliendo las condiciones y limitaciones que 
para las mismas se establezcan legal o reglamentariamente.

h) La falta de entrega por los comerciantes a sus proveedores de un documento que 
lleve aparejada ejecución cambiaría en los supuestos y plazos recogidos en la legislación 
estatal reguladora del comercio minorista en lo referido a las adquisiciones de los 
comerciantes.

i) El ejercicio de la actividad comercial sin haber obtenido la preceptiva autorización 
cuando ésta sea preceptiva de acuerdo con la legislación vigente.

j) La reincidencia en la comisión de infracciones leves.
k) Aquellas infracciones que, previstas en la legislación estatal reguladora del comercio 

minorista, no estén estipuladas en alguno de los tipos recogidos en la presente ley.
l) La falta de comunicación en las ventas a distancia.

Artículo 49.  Infracciones muy graves.
Se consideran infracciones muy graves:
a) La negativa o resistencia a suministrar datos o a facilitar información requerida por las 

autoridades o sus agentes y el personal de las Administraciones Públicas competentes en 
materia de comercio interior en el ejercicio de las funciones de comprobación y vigilancia 
cuando se efectúe acompañada de violencia física o verbal o de cualquier otra forma de 
presión.

b) La comisión de infracciones que, habiéndose calificado como graves, hayan supuesto 
una facturación superior a 500.000 euros.

c) El inicio de cualquier tipo de actuaciones para las que resulte preceptiva la licencia 
comercial sin haberla obtenido, así como el incumplimiento de las condiciones y limitaciones 
que se establezcan en la licencia comercial correspondiente.
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d) La reincidencia en la comisión de infracciones graves.

Artículo 50.  Reincidencia.
1. De acuerdo con la legislación estatal reguladora del comercio minorista, existe 

reincidencia cuando en el plazo de un año se hayan cometido más de una infracción de la 
misma naturaleza por parte del mismo sujeto responsable, tal y como se determina su 
responsabilidad en el artículo 46 de esta ley y así haya sido declarado por resolución 
administrativa firme.

2. No obstante lo señalado en el apartado anterior, para calificar una infracción como 
muy grave, sólo se atenderá a la reincidencia anteriormente descrita en infracciones graves, 
mientras que la reincidencia en infracciones leves sólo determinará que una infracción de 
este tipo sea calificada como grave cuando se incurra en el cuarto supuesto sancionable.

Artículo 51.  Prescripción de las infracciones.
Las infracciones reguladas en esta ley prescriben a los tres años las calificadas de muy 

graves, a los dos años las calificadas de graves y a los seis meses las calificadas de leves.

Artículo 52.  Tipo de sanciones.
A las infracciones señaladas en esta ley les corresponderán las siguientes sanciones:
a) El apercibimiento.
b) La multa.
c) El cierre del establecimiento o la suspensión de la actividad comercial por un plazo no 

superior a un año.

Artículo 53.  Sanciones aplicables.
Las sanciones aplicables para las infracciones serán las siguientes:
a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibimiento o multa de 100 euros hasta 

1.000 euros.
b) Las infracciones graves se sancionarán con multa de 1.001 euros hasta 25.000 euros.
c) Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 25.001 euros hasta 500.000 

euros, y en el supuesto de que hayan significado un grave riesgo para la salud, un grave 
perjuicio económico o generado una amplia alarma social, el cierre del establecimiento o 
suspensión de la actividad comercial por un plazo máximo de un año.

Artículo 54.  Procedimiento sancionador y órganos competentes.
El procedimiento sancionador se tramitará en la forma y los plazos reglamentariamente 

establecidos por la Junta de Castilla y León.
Los órganos y autoridades de la Administración de la Comunidad Autónoma 

competentes para iniciar, instruir y resolver los procedimientos sancionadores que sean 
consecuencia de infracciones previstas en la presente ley se determinarán a través de las 
correspondientes normas de atribución de funciones.

Artículo 55.  Multas coercitivas.
El órgano competente para sancionar podrá imponer multas coercitivas por cada 

requerimiento por el que se proceda a compeler al sujeto responsable a no seguir realizando 
la actividad comercial sancionada en el procedimiento del que la multa coercitiva proviene.

La cuantía de la multa coercitiva tendrá como límite el 10% de la sanción impuesta en el 
procedimiento sancionador del que procede para el primer requerimiento realizado, 
incrementándose la misma en un 10% en cada uno de los requerimientos que 
sucesivamente se vayan realizando, en caso de los requerimientos no sean atendidos por el 
sujeto responsable.
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Artículo 56.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones deberán graduarse en función de la trascendencia social de la 

infracción, la situación de dominio del infractor en el mercado, la naturaleza de los perjuicios 
causados, el grado de intencionalidad del infractor, la cuantía del beneficio obtenido, el 
volumen de la facturación a la que afecta la infracción, la reincidencia y el plazo de tiempo 
durante el cual se haya cometido la infracción.

2. Cuando el beneficio que resulte de una infracción sea superior a la sanción que 
corresponda, ésta deberá incrementarse en la cuantía equivalente al beneficio obtenido.

3. Reglamentariamente podrán introducirse especificaciones o graduaciones al cuadro 
de infracciones o sanciones establecidas en esta ley, que sin constituir nuevas infracciones y 
sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que contempla la ley, contribuyan a la más 
correcta identificación de los tipos de infracción o a una más precisa determinación de las 
sanciones correspondientes.

Artículo 57.  Medidas cautelares.
1. El órgano competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá acordar 

en cualquier momento del procedimiento, mediante resolución motivada y con audiencia 
previa del interesado, la adopción de las medidas cautelares adecuadas para asegurar la 
eficacia de la resolución que, en su caso, pudiera recaer, así como cuando concurran 
circunstancias graves que afecten a la seguridad de las personas o de los bienes, o que 
supongan un perjuicio grave o de difícil reparación.

Las medidas cautelares podrán consistir en el cierre de establecimientos comerciales o 
la suspensión de actividades comerciales, así como la inmovilización de mercancías. Tales 
medidas serán siempre proporcionadas a los objetivos que se pretendan garantizar con su 
adopción.

2. Podrá acordarse, de forma motivada y previa audiencia del interesado, la paralización 
de las obras cuando no se haya otorgado la licencia comercial específica regulada en el 
Título II de esta ley en los supuestos en los que ésta resulte necesaria.

3. Estas medidas podrán mantenerse durante el tiempo necesario hasta la rectificación 
de los defectos detectados y como máximo hasta que recaiga resolución que ponga fin a la 
vía administrativa.

Artículo 58.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones reguladas en esta ley prescriben a los tres años las calificadas de muy 

graves, a los dos años las calificadas de graves y a los seis meses las calificadas de leves.
Estos plazos comenzarán a contarse desde el día siguiente a aquél en que adquiera 

firmeza en vía administrativa la resolución sancionadora.

Disposición final única.  Habilitación normativa.
Se autoriza a la Junta de Castilla y León a dictar cuantas normas sean necesarias para 

el desarrollo de la presente ley.
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§ 124

Ley 6/1997, de 22 de mayo, de Ferias Comerciales Oficiales de 
Castilla y León

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 104, de 3 de junio de 1997
«BOE» núm. 156, de 1 de julio de 1997

Última modificación: 26 de diciembre de 2009
Referencia: BOE-A-1997-14413

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León han aprobado y yo 
en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 14.3 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, en su artículo 26.1.11.a, atribuye a la 

Comunidad de Castilla y León la competencia exclusiva en materia de ferias y mercados 
interiores, transferencia operada en virtud del Real Decreto 3513/1981, de 18 de diciembre.

En desarrollo de la misma, se promulgó la Ley 4/1984, de 5 de octubre, de Ordenación 
Ferial de la Comunidad de Castilla y León.

La incorporación del Estado Español a la Comunidad Económica Europea y la 
consecuente vinculación a los términos de su Tratado Constitutivo, configuran una situación 
sensiblemente distinta, que obliga a una amplia reforma de la norma teniendo presente, en la 
nueva orientación, el dictamen emitido por la Dirección General de Mercado Interior y 
Asuntos Industriales de la Comisión de las Comunidades Europeas que expone, 
puntualmente, los problemas de incompatibilidad existentes entre la normativa estatal y 
autonómica española con el Derecho Comunitario.

Tales contravenciones pueden resumirse en restricciones injustificadas, para personas 
físicas o jurídicas procedentes de los demás Estados miembros de la Unión Europea, a la 
libertad de organizar ferias y exposiciones, y a participar en ellas, limitaciones en cuanto al 
origen de los expositores o de los productos expuestos, reserva de denominaciones 
genéricas y otorgamiento de la autorización con fundamento en criterios discriminatorios.

Junto a la adecuación señalada, la Ley persigue la potenciación de las instituciones 
feriales, incrementado su grado de profesionalización, a través de la celebración de 
certámenes monográficos especializados y de la creación de los comités asesores, como 
instrumento para prestar asistencia técnica, asesoramiento y coordinación en el ámbito ferial.

En definitiva, se opta por la creación de un circuito oficial de ferias y salones a las cuales 
se les exigirá la periodicidad, la no duplicidad, la participación de la Administración y su 
inclusión en un calendario ferial, así como la ausencia de ánimo de lucro, sin olvidar que 
cabe la posibilidad de celebración de otras exposiciones, con carácter no oficial, en perfecta 
coexistencia con éstas, teniendo presente lo dispuesto en el Real Decreto 438/1992, de 30 
de abril el cual, al desarrollar la Directiva de 12 de enero de 1967 del Consejo de las 
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Comunidades Europeas, relativa a la libertad de establecimiento y a la libre prestación de 
servicios, incluye, en su ámbito de aplicación, las actividades dedicadas a la organización de 
manifestaciones comerciales privadas, con especial mención a la organización de ferias y 
exposiciones.

Por último, la Ley pretende superar la dispersión administrativa, unificando, en un 
registro ubicado de manera exclusiva en una Consejería, la documentación relativa a las 
instituciones y certámenes feriales oficiales, así como las preceptivas tramitaciones y 
autorizaciones administrativas.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  
1. El objeto de la presente Ley es la regulación de las Ferias Comerciales Oficiales en el 

territorio de Castilla y León.
2. Tienen la consideración de Ferias Comerciales Oficiales, las exhibiciones públicas y 

periódicas, realizadas por una entidad organizadora, que tengan por finalidad difundir el 
conocimiento de toda clase de bienes y servicios y favorecer su promoción, y que sean 
reconocidas como oficiales de acuerdo con lo previsto en la presente Ley.

3. Están expresamente excluidos del ámbito de aplicación de la presente Ley los 
mercados y concursos de ganado.

Artículo 2.  
Las denominaciones "Feria", "Feria de Muestras", "Feria Sectorial o Monográfica" y 

"Salón Sectorial o Monográfico" u otras de naturaleza similar, únicamente podrán ostentar el 
título de oficial, cuando se trate de manifestaciones feriales de carácter comercial que se 
celebren y se encuentren reconocidas con arreglo a esta Ley.

Artículo 3.  
(Suprimido)

Artículo 4.  
A los efectos de la presente Ley por razón de la oferta exhibida, las Ferias Oficiales que 

se celebren en Castilla y León se clasifican en:
a) Ferias Oficiales de Muestras, que son aquellos certámenes feriales en los que se 

expone toda clase de bienes y servicios.
b) Salones o Ferias Oficiales Sectoriales o Monográficas, son aquéllos en los que se 

limita la exposición de bienes y servicios a un sector determinado y sectores 
complementarios del mismo.

Artículo 5.  
1. La periodicidad de las Ferias Oficiales no podrá ser inferior a 1 año, ni su duración 

superior a 10 días naturales y consecutivos.
2. Los plazos establecidos en el apartado anterior podrán ser modificados por la 

Consejería competente para el reconocimiento de la feria como oficial cuando concurran 
circunstancias de especial interés económico o social.

Artículo 6.  
Todas las Ferias reguladas en la presente Ley deberán obtener el reconocimiento de su 

condición de oficial por parte de la Consejería competente en materia de ferias.
El reconocimiento tendrá en cuenta, aparte de las condiciones que se establecen en el 

capítulo siguiente, las reglas que, sobre clasificación y periodicidad, afectan a las ferias 
oficiales de acuerdo con lo señalado en los artículos 4 y 5 de la presente Ley.
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CAPÍTULO II
Características y reconocimiento de la condición de Feria Comercial Oficial. 

Procedimiento para el reconocimiento.

Artículo 7.  
En la celebración de las Ferias Comerciales Oficiales habrán de observarse las 

siguientes condiciones:
a) Con carácter general no podrán ocupar espacios, en calidad de expositores, entidades 

u organizaciones privadas que no tengan carácter comercial, técnico o científico, o cuyas 
actividades no guarden relación con el certamen de que se trate, salvo que se encuentren 
integradas en la entidad organizadora. En cualquier caso se garantizará la no discriminación 
entre las empresas y entes afectados y siempre con adecuación a la clasificación obtenida 
por la Feria como feria comercial oficial.

b) No podrán exhibirse otras muestras que las correspondientes a bienes y servicios que 
constituyan el objeto de la Feria o Exposición, según consta en el reconocimiento de la 
condición de feria oficial obtenido de acuerdo con la presente Ley.

c) Deberá constituirse un Comité Organizador para cada feria oficial que, bajo la 
dependencia directa de la entidad organizadora, sea responsable de su promoción y 
ejecución.

d) Deberán celebrarse en un recinto ferial adecuado.
e) Deberán celebrarse conforme a las condiciones comunicadas para el reconocimiento 

de la condición de feria comercial oficial.
f) Deberán disponer de un libro de incidencias y reclamaciones, donde se hagan constar 

las posibles quejas de los expositores y visitantes, que deberá estar anunciado y a 
disposición pública dentro del recinto donde se celebre la feria.

Artículo 8.  
1. Las entidades organizadoras de las ferias comerciales oficiales tendrán personalidad 

jurídica propia y realizarán la promoción, organización y celebración de aquellas ferias 
comerciales que hayan obtenido la condición de oficial con arreglo a las disposiciones 
contenidas en la presente Ley.

2. Las entidades organizadoras de las ferias comerciales oficiales deberán acreditar que 
disponen de patrimonio propio u otros medios adecuados que permitan garantizar 
suficientemente las eventuales responsabilidades que pudieran derivarse de las ferias 
comerciales oficiales que organicen.

Artículo 9.  
(Suprimido)

Artículo 10.  
(Suprimido)

Artículo 11.  
Para el reconocimiento de la condición de Feria Comercial Oficial, las entidades 

organizadoras presentarán ante la Consejería competente en materia de ferias una solicitud 
que contendrá una declaración responsable en la que se incluyan sus datos identificativos y 
los relativos a las actividades feriales para las que solicitan el reconocimiento de la condición 
de feria comercial oficial en los términos previstos en la presente Ley, antes del 30 de 
septiembre del año anterior al de su celebración, que, como mínimo, deberá comprender los 
siguientes:

a) Entidad organizadora y documentación acreditativa de su personalidad.
b) Denominación de la Feria.
c) Ámbito territorial.
d) Fechas de celebración.
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e) Lugar de celebración.
f) Naturaleza de los bienes y servicios objeto de exposición.
g) Descripción del recinto ferial.
h) En su caso, precio de las entradas para el público.
i) En su caso, reglamento del Certamen.
j) En su caso, autorizaciones preceptivas.

Artículo 12.  
1. A la vista de la solicitud, en el plazo de dos meses, contados desde el día de su 

presentación, la Consejería competente en materia de ferias valorará la información 
aportada por la entidad organizadora en la declaración responsable y en particular:

a) la capacidad de garantizar las condiciones exigidas en el artículo 7 y, en especial, la 
disponibilidad de un recinto ferial adecuado

b) la tradición y consolidación de la feria
c) el nivel previsto de participación de expositores, profesionales y público.
d) aquellos otros factores que permitan una evaluación objetiva de la solicitud 

presentada.
2. Transcurrido dicho plazo sin haberse producido el reconocimiento de forma expresa, 

se entenderá estimada la solicitud.
3. Una vez concedido el reconocimiento como feria comercial oficial, se procederá a su 

inscripción de oficio en el Registro Oficial de Ferias regulado en el Capítulo siguiente.

Artículo 13.  
A la vista de los reconocimientos concedidos, la Consejería competente en materia de 

ferias aprobará y publicará en el "Boletín Oficial de Castilla y León", antes del 31 de 
diciembre de cada año, el Calendario Anual de Ferias Comerciales Oficiales que se celebren 
en el año siguiente.

CAPÍTULO III
Registro de Ferias Comerciales Oficiales de Castilla y León

Artículo 14.  
1. Con sede en la Consejería competente en materia de ferias, se crea el Registro de 

Ferias Comerciales Oficiales de Castilla y León, en el que deberán inscribirse las Ferias 
Comerciales Oficiales reconocidas, con expresión de su denominación, fecha y lugar de 
celebración, clasificación legal otorgada y entidad organizadora, así como las modificaciones 
posteriores debidamente aprobadas.

2. El Registro de Ferias Comerciales Oficiales será público.

Artículo 15.  
La previa inscripción en el Registro de Ferias Comerciales Oficiales, será requisito 

inexcusable para acceder a las ayudas que la Junta de Castilla y León otorgue para la 
celebración de los certámenes y para su inclusión en el Calendario Anual de Ferias 
Comerciales Oficiales.

Artículo 16.  
(Suprimido)
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CAPÍTULO IV
Infracciones y sanciones

Artículo 17.  
Constituyen infracciones administrativas, en materia de Ferias Comerciales Oficiales, las 

acciones u omisiones de entidades organizadoras que contravengan lo dispuesto en esta 
Ley.

Las infracciones se clasificarán en leves y graves.

Artículo 18.  
1. Son infracciones leves:
a) La exhibición de muestras que no se correspondan con los bienes y servicios 

previamente reconocidos en la condición de feria comercial oficial, de conformidad con su 
carácter y contenido.

b) La exclusión de algún expositor, sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en 
la presente Ley.

c) La no celebración de Ferias comerciales oficiales, salvo que concurran circunstancias 
especiales debidamente justificadas.

d) El incumplimiento de los requerimientos realizados por la Consejería en el ejercicio de 
sus funciones en el ámbito ferial.

e) Cualquier otra acción y omisión que resulte contraria a la presente Ley, siempre que 
no constituya infracción grave.

2. Son infracciones graves:
a) El uso indebido de las clasificaciones previstas en el artículo 4 de esta Ley.
b) El incumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 7 de la presente Ley, 

que no constituya infracción leve.
c) La reincidencia en la comisión de infracciones leves en un período de un año.
d) El uso indebido de la denominación de "Feria Comercial Oficial" u "Oficial" para 

muestras que carezcan de esa condición.

Artículo 19.  
1. Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los dos años las 

calificadas de graves, y a los seis meses las calificadas de leves.
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 

la infracción se hubiera cometido.
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable.

Artículo 20.  
1. Las infracciones tipificadas en esta Ley serán sancionadas con multa cuya cuantía se 

establecerá de acuerdo con la siguiente escala:
a) Infracciones leves, hasta 15.000 euros.
b) Infracciones graves, desde 15.001 hasta 30.000 euros.
2. La cuantía de la sanción se graduará teniendo en cuenta la intencionalidad, el número 

de afectados, la gravedad de los perjuicios ocasionados, los intereses comerciales de la 
Comunidad Autónoma, el prestigio de las instituciones y la reincidencia.

Artículo 21.  
Además de las establecidas en el artículo anterior se podrán imponer las siguientes 

sanciones accesorias:
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a) En las infracciones leves: La prohibición de acceder a las ayudas de la Junta de 
Castilla y León durante el plazo de un año, a contar desde que la sanción impuesta devenga 
firme.

b) En las infracciones graves: Exclusión del Calendario Anual de Ferias Comerciales 
Oficiales, durante un período no inferior a un año ni superior a tres, de aquellas Ferias 
organizadas por la entidad organizadora sancionada, así como la prohibición de acceder a 
las ayudas de la Junta de Castilla y León por un plazo superior a un año sin que supere los 
tres, a contar desde que la sanción impuesta devenga firme.

Artículo 22.  
Serán competentes para la imposición de sanciones:
a) El Director general, competente en materia de comercio, en las infracciones leves.
b) El Consejero en las infracciones graves.

Artículo 23.  
1. Las sanciones reguladas en la presente Ley prescribirán a los tres años las impuestas 

por faltas graves y a los seis meses las impuestas por faltas leves.
2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 

a aquél en que la resolución devenga firme.
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél estuviera paralizado 
durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 24.  
El procedimiento sancionador aplicable a las infracciones tipificadas en la presente Ley 

será el establecido en el Reglamento Regulador del Procedimiento Sancionador de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León.

CAPÍTULO V
Comité Asesor de Ferias Comerciales Oficiales

Artículo 25.  
(Suprimido)

Disposición transitoria primera.  
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley, las instituciones 

feriales actualmente reconocidas deberán adaptar sus Estatutos a las disposiciones de la 
presente Ley, así como solicitar su inscripción en el Registro de Ferias Comerciales 
Oficiales.

Disposición transitoria segunda.  
A los procedimientos sancionadores iniciados antes de la entrada en vigor de la presente 

Ley les será de aplicación la normativa anterior.

Disposición derogatoria única.  
Queda derogada la Ley 4/1984, de 5 de octubre, de Ordenación Ferial de la Comunidad 

de Castilla y León, todas las normas que la desarrollen y todas aquéllas que se opongan a lo 
establecido en la presente Ley.

Disposición final primera.  
En el plazo de nueve meses, la Junta de Castilla y León deberá proceder al desarrollo 

reglamentario de la presente Ley.
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Disposición final segunda.  
Se faculta a la Junta de Castilla y León para dictar las disposiciones y adoptar las 

medidas que precise el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposición final tercera.  
Se faculta a la Junta de Castilla y León para actualizar la cuantía de las sanciones 

establecidas en la presente Ley.

Disposición final cuarta.  
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el «Boletín Oficial 

de Castilla y León».
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§ 125

Ley 8/2018, de 14 de diciembre, por la que se regulan las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León y el 

Consejo de Cámaras de Castilla y León

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 249, de 27 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 21, de 24 de enero de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-805

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y León han aprobado y yo 
en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 25.5 del Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León atribuye a la Comunidad Autónoma, en su 

artículo 71.1.13.°, la competencia de desarrollo legislativo y ejecución en materia de 
Cámaras de Comercio e Industria en el marco de la legislación básica estatal.

El régimen jurídico de estas entidades, que ya se vio modificado, fundamentalmente en 
su régimen económico, por la aprobación del Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre, 
de actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la 
creación de empleo, se encuentra actualmente regulado en la Ley 4/2014, de 1 de abril, 
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, que 
supuso un cambio sustancial en su regulación, creando un nuevo escenario cameral que 
incluye, entre otros aspectos, las reglas y los principios básicos de la composición de los 
órganos de gobierno de las Cámaras, el procedimiento de elección de sus miembros o las 
funciones de estas entidades corporativas.

También ha de tenerse en cuenta el Real Decreto 669/2015, de 17 de julio, por el que se 
desarrolla la Ley 4/2014, de 1 de abril, que sin perjuicio de su aplicación a las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de Ceuta y de Melilla, recoge 
determinados artículos relativos al proceso electoral, así como dos disposiciones adicionales 
(régimen de protocolo y tutela en materia de comercio exterior) que serán de aplicación 
general por todas las Administraciones Públicas.

Dentro del marco fijado por la citada Ley 4/2014, de 1 de abril, la Comunidad de Castilla 
y León ha aprobado hasta la fecha las normas necesarias que han permitido regular un 
escenario jurídico que garantice la gobernabilidad de las Cámaras y siente las bases para 
los próximos procesos electorales que se realicen.

No obstante, se considera objetivo prioritario fijar unos cimientos estables, tanto desde el 
punto de vista de la ordenación como del de la colaboración, para la construcción de un 
nuevo modelo cameral eficiente, viable y que huya de duplicidades. Todo ello con el objetivo 
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de crear unas Cámaras ágiles, dinámicas y adaptadas a nuestra realidad empresarial, tanto 
en su composición como en sus funciones.

En esta ley se regulan especialmente aspectos de ámbito territorial, se profundiza en el 
desarrollo de las funciones público-administrativas, distinguiéndolas de otras de carácter 
privado, y se desarrollan más ampliamente cuestiones relativas a los órganos de gobierno, a 
los supuestos de extinción y liquidación de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios provinciales y locales, y a su régimen económico y presupuestario.

Uno de sus pilares básicos es la creación del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León que, contemplando la existencia de las 
Cámaras de ámbito provincial, cuales son la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, Segovia, Soria, Valladolid y Zamora, 
y las de ámbito local de la Comunidad Autónoma, siendo estas la de Arévalo, Briviesca, 
Miranda de Ebro, Astorga y Béjar, garantizará una adecuada coordinación entre todas las 
Cámaras provinciales y locales al tener atribuidas determinadas funciones de 
representación, dirección y coordinación del ejercicio de las facultades que tienen las 
entidades camerales de la Comunidad, constituyéndose en la entidad que tendrá la 
interlocución principal con la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

Se hace necesario regular el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León de modo que contribuya a crear un escenario cameral ágil y 
eficiente que, aprovechando la presencia en el territorio de las Cámaras provinciales y 
locales, garantice la prestación de servicios a las empresas de la Comunidad.

Se pretende definir un modelo cameral que apueste por un formato autonómico de 
futuro, un proyecto común que, sin renunciar a la capilaridad en el territorio, se alimente de 
las ventajas del trabajo colectivo.

Asimismo, la composición de este Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios de Castilla y León ayudará a potenciar los principios democráticos, ya que refleja 
la realidad empresarial de Castilla y León a través de la participación de sus representantes, 
favoreciendo la configuración de las Cámaras como entidades prestadoras de servicios a 
todas las empresas de Castilla y León.

En definitiva, la nueva regulación constituye una necesidad y una oportunidad. El nuevo 
escenario cameral que emana de la normativa básica estatal obliga a Castilla y León a 
marcarse como objetivo prioritario hacer que estas entidades corporativas sean más ágiles y 
dinámicas, objetivo al que contribuye la creación del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León.

Esta ley se presenta con adecuación a los principios de buena regulación, contemplando 
la necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia de la 
misma.

La necesidad y la eficacia se ven cumplidas en la medida en que la norma sirve a un 
interés general consistente en sentar las bases del nuevo modelo cameral, en favorecer 
unas Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios ágiles, dinámicas y adaptadas a 
nuestra realidad empresarial. Esta ley es necesaria y eficaz, asimismo, porque es el cauce 
más adecuado para que las funciones y servicios que prestan estas corporaciones se 
adapten al nuevo régimen cameral y a una realidad empresarial cambiante, que cada vez 
demanda servicios más innovadores y eficientes.

De la misma manera, se trata de una norma proporcional, en tanto en cuanto la 
regulación que esta norma contiene es la imprescindible para atender a la necesidad de 
adaptar la normativa autonómica al contenido de la legislación básica estatal. Esta ley, que 
pretende desarrollar el marco jurídico necesario para la consecución de un sistema cameral 
eficiente y viable, es la herramienta más proporcionada y adecuada para conseguirlo.

Esta ley se integra en un marco normativo estable y coherente, resultando su contenido 
acorde con la regulación sobre la materia establecida en la legislación básica estatal, 
garantizándose de esta manera la seguridad jurídica de la norma.

La confección de esta ley ha contemplado un proceso transparente y participativo, pues 
ha sido sometida a los trámites de participación ciudadana e información pública a través de 
su publicación en la plataforma de gobierno abierto, así como audiencia a los interesados.

La presente ley se estructura en ocho capítulos, una disposición adicional, dos 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.
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Por lo que respecta al capítulo I, Disposiciones generales, la ley establece el objeto y la 
naturaleza de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad de 
Castilla y León, tanto provinciales como locales, y la creación y regulación del Consejo de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León. Se configuran como 
corporaciones de derecho público con personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para 
el cumplimiento de sus fines, que consisten en la representación, promoción y defensa de 
los intereses generales del comercio, la industria y los servicios en la Comunidad.

En el capítulo II se establece la estructura territorial de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León. En este capítulo se contempla la 
existencia de un Consejo de ámbito autonómico, el Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León, asignándole todas aquellas funciones que 
permite la ley, así como otras funciones de representatividad y coordinación de todas las 
Cámaras provinciales y locales, convirtiéndose, como hemos señalado, en el interlocutor 
principal con la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

Se establece, asimismo, que existirá una Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios en cada provincia y que, en su caso, podrán existir Cámaras de ámbito local.

En el capítulo III se regula todo lo relativo al régimen jurídico de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León provinciales y locales, desarrollando la 
tutela que ejerce la Administración sobre las mismas. También se contemplan los 
procedimientos de fusión e integración de las Cámaras provinciales y locales, la suspensión 
y disolución de sus órganos de gobierno, y la posible extinción y liquidación de estas 
entidades por diversas causas como las transgresiones graves del ordenamiento jurídico, la 
imposibilidad de constitución de los órganos de gobierno o situaciones de inviabilidad 
económica de una Cámara. Es de destacar que el órgano gestor que llevará a cabo las 
actuaciones de gestión, administración y representación necesarias para el funcionamiento 
ordinario de una Cámara provincial o local, en el supuesto de suspensión de sus órganos de 
gobierno, será el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Castilla y León.

El capítulo IV desarrolla las funciones de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios provinciales y locales, remitiéndose a las funciones público-administrativas del 
artículo 5.1 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, que son de obligado cumplimiento. Asimismo, 
determina la posibilidad de que las Cámaras puedan llevar a cabo otras funciones de 
carácter privado.

Destaca, en relación con las Cámaras provinciales y locales, que éstas podrán ejercer 
otras funciones público-administrativas previstas en el artículo 5.2 de la Ley 4/2014, de 1 de 
abril, y que podrán ser atribuidas por el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla y León.

Por otro lado, se establece la necesaria autorización de la Administración tutelante para 
promover o participar en fundaciones, asociaciones, sociedades civiles o mercantiles, o para 
celebrar convenios de colaboración, detallándose, entre otros aspectos, la documentación 
requerida al efecto, así como otras medidas para el correcto seguimiento de este régimen de 
participación y colaboración de una Cámara.

Los capítulos V y VI comprenden todo lo relativo a los órganos de gobierno de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios provinciales y locales, y el 
procedimiento electoral de las mismas, detallando la composición de los plenos como los 
órganos supremos de representación y gobierno de estas entidades, en los términos que se 
establece en la normativa básica estatal, en la normativa reglamentaria aplicable y en los 
reglamentos de régimen interior de cada Cámara.

Se hace hincapié en la necesidad de cumplir con la debida transparencia e 
independencia determinando que serán los reglamentos de régimen interior de cada Cámara 
los que regularán el régimen de incompatibilidades del personal laboral (secretario y director 
gerente) al servicio de las Cámaras.

En el capítulo VII se regula lo relativo al régimen económico y presupuestario de las 
Cámaras provinciales y locales. Respecto de los ingresos, se contemplan los de la 
legislación básica estatal y, además, se indica que tendrán los recursos que el Consejo de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León les asigne para 
sufragar el ejercicio de funciones público-administrativas. Asimismo se desarrolla el 
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procedimiento y plazos para la aprobación de presupuestos y liquidaciones y se detalla la 
documentación mínima necesaria y forma de presentación de los mismos.

Las Cámaras harán públicas en su página web las retribuciones percibidas anualmente 
por los altos cargos y máximos responsables así como, en su caso, las indemnizaciones 
recibidas por el cese en su cargo. De la misma manera, harán públicas las subvenciones u 
otro tipo de recursos públicos que puedan percibir en el desempeño de sus funciones. Todo 
ello sin perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de transparencia y acceso a la 
información pública.

El capítulo VIII regula el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León, que tiene como finalidad la representación, promoción y 
defensa de los intereses generales del comercio, la industria y los servicios en la Comunidad 
Autónoma, y que ejercerá como funciones principales, entre otras, la relación y coordinación 
entre todas las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios provinciales y locales 
de la Comunidad, la representación de las mismas en organismos e instituciones públicas o 
privadas de ámbito autonómico y la interlocución principal con la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León. La sede de esta entidad autonómica se determinará en su 
reglamento de régimen interior.

En cuanto a su composición, se prevé que esté integrado por representantes de la 
totalidad de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios provinciales y locales 
de la Comunidad de Castilla y León, es decir, 14 vocales que serán los titulares de la 
presidencia de las Cámaras provinciales y locales, por representantes de grandes empresas 
de Castilla y León, uno por provincia, y por cuatro representantes de empresas y personas 
de reconocido prestigio en la vida económica de la Comunidad Autónoma a propuesta de la 
confederación de organizaciones empresariales intersectorial y territorial más representativa 
de Castilla y León.

Además de las funciones público-administrativas y privadas que tienen las Cámaras 
provinciales y locales, también le corresponden a este Consejo otra serie de funciones 
públicas, las del artículo 5.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, pudiendo atribuir su ejercicio a las 
provinciales y locales.

También desempeñará las funciones generales de dirección, coordinación y evaluación 
del ejercicio de las funciones públicas por parte de las distintas Cámaras provinciales y 
locales, y podrá establecer planes de trabajo en relación con esas funciones que sean 
necesarios para garantizar la adecuada coordinación de éstas. En cuanto a las funciones 
privadas, podrá establecer unos criterios homogéneos en cuanto a los requisitos y 
condiciones técnicas y económicas en el ejercicio de las mismas por parte de las Cámaras 
provinciales y locales.

En cuanto a sus recursos económicos, cabe indicar que además de los previstos en la 
Ley 4/2014, de 1 de abril, este Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León tendrá los recursos que la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, en función de sus disponibilidades presupuestarias, le destine para el 
ejercicio de sus funciones público-administrativas y en el marco de la política económica 
general que determine la consejería competente en la materia. Posteriormente y en su 
reglamento de régimen interior, se determinarán los criterios que se utilizarán por el mismo 
para la distribución de dichos recursos entre el resto de las Cámaras.

Por su parte, en la disposición adicional se establece que las Cámaras de Ávila, Arévalo, 
Burgos, Briviesca, Miranda de Ebro, León, Astorga, Palencia, Salamanca, Béjar, Segovia, 
Soria, Valladolid y Zamora existentes actualmente continúan en el ejercicio de las funciones 
asignadas legalmente y con el actual ámbito territorial.

Las disposiciones transitorias regulan la constitución del Consejo de Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León, así como el proceso de disolución del 
actual Consejo Regional de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla 
y León, subrogándose el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Castilla y León en todos los derechos y obligaciones del Consejo Regional. También se 
prevé el régimen transitorio de determinados procedimientos.
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La disposición derogatoria contempla el régimen derogatorio de la ley y, por último, las 
disposiciones finales establecen la habilitación del desarrollo reglamentario de la ley y su 
entrada en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente ley tiene por objeto la regulación de las Cámaras Oficiales de Comercio, 

Industria y Servicios en la Comunidad de Castilla y León, así como la creación y régimen 
específico del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y 
León de ámbito autonómico, en adelante el Consejo de Cámaras de Castilla y León, dentro 
del marco fijado por la Ley 4/2014, de 1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación.

Artículo 2.  Naturaleza.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de la Comunidad de Castilla y 

León son corporaciones de derecho público con personalidad jurídica propia y plena 
capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, que se configuran como órganos 
consultivos y de colaboración con las Administraciones Públicas, sin menoscabo de los 
intereses privados que persiguen. Su estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 3.  Finalidad.
1. Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León tienen 

como finalidad la representación, promoción y defensa de los intereses generales del 
comercio, la industria y los servicios, así como la prestación de servicios a las empresas que 
ejerzan las indicadas actividades. Asimismo, ejercerán las competencias de carácter público 
que les atribuye esta ley y las que les puedan ser asignadas por las Administraciones 
Públicas con arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento jurídico.

2. Las actividades a desarrollar por las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios para el logro de sus fines se llevarán a cabo sin perjuicio de la libertad sindical y de 
asociación empresarial, de las facultades de representación de los intereses de los 
empresarios que asuman este tipo de asociaciones y de las actuaciones de otras 
organizaciones sociales que legalmente se constituyan.

CAPÍTULO II
Estructura territorial

Artículo 4.  Estructura territorial.
En el ámbito territorial de Castilla y León, existirá el Consejo de Cámaras Oficiales de 

Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León, una Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios por provincia y, en su caso, podrán existir Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de ámbito local.

Artículo 5.  El Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y 
León.

1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León, que tiene como finalidad la representación, 
promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria, los servicios, así 
como la prestación de servicios a las empresas que ejerzan las indicadas actividades, 
ejercerá las competencias en el ámbito autonómico que le atribuye esta ley, así como las 
que le puedan ser asignadas por la Administración de la Comunidad de Castilla y León con 
arreglo a los instrumentos que establece el ordenamiento jurídico. Las actividades a 
desarrollar por el Consejo de Cámaras de Castilla y León para el logro de sus fines se 
llevarán a cabo sin perjuicio de la libertad sindical y de asociación empresarial, de las 

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 125  Ley que regula las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León

– 2646 –



facultades de representación de los intereses de los empresarios que asuman este tipo de 
asociaciones y de las actuaciones de otras organizaciones sociales que legalmente se 
constituyan.

2. Este Consejo de ámbito autonómico, que se configurará como el interlocutor principal 
en las relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla y León, ejercerá las 
funciones de representación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, 
la industria y los servicios que se relacionan en el capítulo VIII, representará al conjunto de 
Cámaras provinciales y locales de Castilla y León ante organismos e instituciones públicas o 
privadas de ámbito autonómico, y coordinará e impulsará las acciones que afecten al 
conjunto de las mismas.

Artículo 6.  Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de ámbito provincial y 
local.

En el ámbito territorial de Castilla y León existirá una Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios por provincia a la que estarán adscritas todas las empresas que tengan 
establecimientos, delegaciones o agencias en su circunscripción y, en su caso, podrán existir 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de ámbito local de la que formarán 
parte aquellas empresas adscritas a su circunscripción.

CAPÍTULO III
Régimen Jurídico de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

Provinciales y Locales

Artículo 7.  Régimen jurídico.
1. Las Cámaras provinciales y locales se regirán por lo dispuesto en la presente ley, sus 

normas de desarrollo y su respectivo reglamento de régimen interior, así como por lo 
dispuesto en la legislación básica estatal y en las normas que la desarrollen.

Será de aplicación, con carácter supletorio, la legislación referente a la estructura, 
régimen y procedimiento de las Administraciones Públicas, en cuanto sea conforme con su 
naturaleza y finalidades.

2. Las resoluciones de las Cámaras provinciales y locales dictadas en ejercicio de sus 
funciones público-administrativas, así como las que afecten a su régimen electoral, serán 
recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previo recurso administrativo 
formulado ante la Administración tutelante.

3. Las actuaciones de las Cámaras en otros ámbitos y, especialmente, las de carácter 
mercantil, civil y laboral se dilucidarán ante los Juzgados y Tribunales competentes.

Artículo 8.  Tutela.
1. Las Cámaras provinciales y locales están sujetas en el ejercicio de su actividad a la 

tutela de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, que comprende el ejercicio 
de las potestades administrativas de aprobación, fiscalización, resolución de recursos, 
suspensión y disolución a los que se refiere esta ley, y conforme a lo establecido al respecto 
en la legislación básica estatal.

2. En relación con la aprobación de los presupuestos de una Cámara y la fiscalización de 
sus cuentas anuales regulados en los artículos 33 y 34 de esta ley, la función de tutela 
supondrá exclusivamente las siguientes actuaciones:

a) La comprobación de que los presupuestos y cuentas anuales han sido aprobados por 
el órgano competente de la Cámara de acuerdo con la mayoría exigible y en el estricto 
cumplimiento de sus competencias. Para su acreditación, se aportará la certificación del 
correspondiente acuerdo por quien ostente la potestad certificante de los acuerdos de las 
Cámaras y un informe justificativo de las circunstancias sometidas a la tutela de la 
Administración.

b) La verificación de que los presupuestos cumplen con el principio de equilibrio 
presupuestario y contención, en su caso, del déficit.
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c) La supervisión de las cuentas anuales atendiendo a lo dispuesto en el informe de 
auditoría y la realización, en su caso, de las observaciones que procedan.

3. En los supuestos previstos en los artículos 10 y 12 de esta ley, correspondientes a la 
disolución de los órganos de gobierno y, en su caso, la extinción de la Cámara provincial o 
local, la función de tutela en ningún caso implicará que la Administración tutelante quede 
directa o indirectamente vinculada por las obligaciones derivadas de la liquidación, de las 
cuales responderá exclusivamente el patrimonio de la Cámara extinguida.

4. En el supuesto contemplado en el artículo 15, relativo al régimen de participación y 
colaboración, y en relación a la necesaria autorización de la Administración tutelante para 
que las Cámaras provinciales y locales puedan promover o participar en toda clase de 
asociaciones, fundaciones y sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar los 
oportunos convenios de colaboración, la función de tutela supondrá exclusivamente lo 
siguiente:

a) La comprobación de que dicha actuación se haya aprobado por el órgano competente 
de la Cámara y de conformidad con la mayoría exigida. A tal efecto se aportará la 
certificación del correspondiente acuerdo expedida por quien ostente la potestad certificante 
en la Cámara.

b) La acreditación de que la finalidad de esa participación o colaboración se efectúa en el 
estricto cumplimiento de sus competencias, es decir, que sea acorde a las funciones de la 
Cámara.

c) La aportación de un informe justificativo de las circunstancias sometidas a la tutela de 
la Administración, conforme a lo indicado en los apartados anteriores.

Artículo 9.  Procedimiento de fusión e integración de las Cámaras provinciales y locales.
1. El procedimiento de fusión, en su caso, de diversas Cámaras, ya sean locales o 

provinciales limítrofes, se iniciará previo acuerdo adoptado por mayoría absoluta de los 
miembros de los plenos respectivos, que será trasladado, en un plazo de diez días desde su 
adopción, al Consejo de Cámaras de Castilla y León, acompañado de un informe acerca de 
dicha fusión y de la garantía de que las personas físicas y jurídicas de ese ámbito territorial 
correspondiente reciban los servicios propios de las Cámaras. El Consejo de Cámaras de 
Castilla y León, una vez valorada la situación de las cámaras objeto de fusión, los intereses 
comerciales, industriales y de servicios correspondientes y siempre que la cámara resultante 
cuente con recursos suficientes para el cumplimiento de sus funciones y no suponga merma 
en la calidad de los servicios que venían siendo prestados, adoptará por mayoría absoluta 
de los miembros del pleno el acuerdo correspondiente, debidamente motivado, y lo 
comunicará a la Administración tutelante, a la que corresponda la autorización de la fusión.

El acuerdo de fusión conlleva la extinción de las Cámaras correspondientes y la 
constitución de una nueva entidad cameral con la demarcación territorial de las Cámaras 
fusionadas.

2. El procedimiento de integración de una Cámara local en la de su correspondiente 
ámbito provincial podrá iniciarse previo acuerdo adoptado por mayoría absoluta de los 
miembros de los plenos respectivos que será trasladado, en un plazo de diez días desde su 
adopción, al Consejo de Cámaras de Castilla y León, acompañado de un informe acerca de 
dicha integración y de la garantía de que las personas físicas y jurídicas de ese ámbito 
territorial correspondiente reciban los servicios propios de las Cámaras. El Consejo de 
Cámaras de Castilla y León, una vez valorada la situación de las cámaras objeto de 
integración, los intereses comerciales, industriales y de servicios correspondientes y siempre 
que la cámara resultante cuente con recursos suficientes para el cumplimiento de sus 
funciones y no suponga merma en la calidad de los servicios que venían siendo prestados, 
adoptará por mayoría absoluta de los miembros del pleno el acuerdo correspondiente, 
debidamente motivado, y lo comunicará a la Administración tutelante.

3. El procedimiento de integración de una Cámara provincial en el Consejo de Cámaras 
de Castilla y León se realizará mediante acuerdo por mayoría absoluta de los miembros de 
los plenos respectivos. Dicho acuerdo será trasladado a la Administración tutelante en un 
plazo de diez días desde su adopción, acompañando un informe acerca de dicha 
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integración, asumiendo el Consejo de Cámaras de Castilla y León la prestación de servicios 
a las personas físicas y jurídicas del ámbito territorial de esa Cámara provincial.

4. El acuerdo de integración en ningún caso supondrá la extinción de la Cámara que se 
integra en otra, sino la cesión de su gestión a esa otra entidad.

Artículo 10.  Suspensión y disolución de los órganos de gobierno.
1. La Administración tutelante podrá suspender la actividad de los órganos de gobierno 

de las Cámaras cuando se produzcan transgresiones del ordenamiento jurídico vigente que 
por su gravedad o reiteración hagan aconsejable esta medida, así como en los supuestos de 
imposibilidad de funcionamiento normal de aquéllos. A tal efecto y con carácter previo a la 
suspensión, se concederá a la Cámara afectada un plazo máximo de diez días para que 
efectúe las alegaciones que crea convenientes.

2. El acuerdo de suspensión que adopte la Administración tutelante determinará que la 
gestión de los intereses de esa Cámara se lleve a cabo por parte del Consejo de Cámaras 
de Castilla y León, así como su plazo de duración, que no podrá exceder de tres meses. De 
este modo, el Consejo de Cámaras de Castilla y León asumirá todas las actividades de 
gestión, administración y representación que resulten indispensables para el funcionamiento 
ordinario de la corporación, en la forma que se determine en la normativa reglamentaria 
aplicable.

3. Si transcurrido el plazo de suspensión subsistiesen las razones que dieron lugar a la 
misma, se procederá, dentro del plazo de un mes, a la disolución de los órganos de gobierno 
de la Cámara así como a la convocatoria de nuevas elecciones a efectos de constituir 
nuevos órganos de gobierno.

Artículo 11.  Plan de viabilidad.
1. Cuando una Cámara incurra en resultados negativos de explotación en dos ejercicios 

contables consecutivos, deberá ponerlo en conocimiento de la Administración tutelante en un 
plazo máximo de un mes desde que se conociera esta situación.

La comunicación irá acompañada de un plan de viabilidad y aprobado por el pleno. En 
dicho plan, que podrá ser externamente auditado, se describirán las actuaciones que se 
llevarán a cabo para la corrección del desequilibrio y el plazo que se considere necesario 
para ello que, en ningún caso, será superior a cuatro ejercicios contables. Asimismo, se 
acompañará de un inventario, el balance de situación, el informe de auditoría emitido, y 
cuanta otra documentación se considere necesaria para la valoración de la situación 
económica de la Cámara y del plan presentado.

2. Presentado el plan de viabilidad, que deberá ir acompañado de un informe no 
vinculante acerca del mismo del Consejo de Cámaras de Castilla y León, la Administración 
tutelante podrá autorizarlo, modificarlo o determinar cualquier otra actuación que considere 
oportuna.

3. Cuando concurran circunstancias objetivas que hagan manifiestamente imposible 
solucionar la situación de inviabilidad económica mediante la presentación de un plan o 
cuando dicho plan se incumpliese, la Administración tutelante podrá proceder a la 
suspensión y disolución de los órganos de gobierno de acuerdo con el artículo 10 o aplicar 
los procedimientos previstos en los artículos 12 y 13 de esta ley.

Artículo 12.  Extinción de una Cámara provincial o local.
1. El procedimiento de extinción de la Cámara se iniciará cuando, como consecuencia de 

lo señalado en los artículos 10 y 11 de esta ley y una vez transcurridos los plazos 
establecidos en los mismos, no fuera posible la celebración de elecciones y la constitución 
de los órganos de gobierno, ni solventar su situación de inviabilidad económica, o bien se 
produjera la concurrencia de ambos supuestos.

2. La Administración tutelante, previa audiencia de la Cámara afectada e informe del 
Consejo de Cámaras de Castilla y León, iniciará el procedimiento de extinción, y la Cámara 
ya no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los que sean estrictamente necesarios para 
garantizar la eficacia de su liquidación.
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3. El acuerdo de inicio de la extinción, que deberá ser objeto de publicidad en la página 
web de la Cámara afectada, en la del Consejo de Cámaras de Castilla y León, publicada en 
el Boletín Oficial de Castilla y León, y notificada a los interesados en el procedimiento, 
contemplará la apertura de la fase de liquidación que se realizará de acuerdo con el 
procedimiento previsto en el artículo siguiente, así como la designación de un administrador 
liquidador independiente.

4. La Junta de Castilla y León aprobará la extinción de la Cámara mediante acuerdo, una 
vez concluida la liquidación, en el que se incluirá la información suficiente acerca del destino 
de los bienes y derechos que pudieran existir, así como la entidad cameral que asume las 
funciones de la Cámara a extinguir.

En este sentido, la asunción de funciones, derechos, obligaciones y patrimonio de la 
Cámara extinguida pasarían a la Cámara provincial, en el caso de la extinción de una local 
de su circunscripción, así como al Consejo de Cámaras de Castilla y León en el supuesto de 
extinción de una Cámara provincial.

5. En cualquier caso, deberá quedar garantizada la viabilidad económica y funcional de 
la cámara absorbente.

6. La cámara resultante del procedimiento de integración será, con carácter general, 
sucesora de la integrada.

7. En ningún caso podrá asumirse ni derivarse del proceso de extinción obligación 
alguna para la Administración tutelante.

8. En todo lo no previsto en esta ley para el procedimiento de extinción, será de 
aplicación supletoria lo previsto en la normativa estatal aplicable en esta materia.

Artículo 13.  Liquidación de una Cámara provincial o local.
1. Una vez acordada la apertura de la fase de liquidación, la Cámara afectada cesará en 

sus funciones, llevándose a cabo la actividad de liquidación por el administrador liquidador 
independiente, que realizará todas las actuaciones que sean necesarias para la correcta 
liquidación de la Cámara y que sean adecuadas a los intereses de la misma, debiendo 
concluir todas las operaciones pendientes de la Cámara o realizar otras nuevas que fueran 
precisas para la liquidación y remitir a la Administración tutelante un informe completo sobre 
dichas operaciones, así como un balance final.

2. Este administrador liquidador independiente elaborará un inventario completo de los 
bienes, derechos y obligaciones de la Cámara, así como una relación de acreedores y 
deudores con la Cámara, y llevará a cabo las demás gestiones necesarias para proceder a 
la liquidación de la Cámara, ajustándose en todo momento a los principios de publicidad y 
transparencia.

3. La Administración tutelante supervisará el cumplimiento del plan de liquidación, no 
obstante, el administrador único será responsable de cualquier perjuicio que se hubiese 
causado con dolo o culpa en el desempeño de su cargo.

En ningún caso podrá asumirse ni derivarse del proceso de liquidación obligación alguna 
para la Administración tutelante.

4. En todo lo no previsto en esta ley para el procedimiento de liquidación, será de 
aplicación supletoria lo previsto en la normativa estatal aplicable en esta materia.

CAPÍTULO IV
Funciones de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

Provinciales y Locales

Artículo 14.  Funciones de las Cámaras provinciales y locales.
1. Las Cámaras provinciales y locales desempeñarán, dentro de su ámbito territorial, las 

funciones de carácter público-administrativo contempladas en el artículo 5.1 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril. Además podrán ejercer aquellas funciones público-administrativas 
del artículo 5.2 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, que les sean atribuidas por el Consejo de 
Cámaras de Castilla y León en los términos previstos en el capítulo VIII de esta ley.

2. En el desarrollo de sus funciones público-administrativas, las Cámaras provinciales y 
locales garantizarán su imparcialidad y transparencia.
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3. Asimismo, estas Cámaras podrán llevar a cabo otras actividades, que tendrán carácter 
privado y se prestarán en régimen de libre competencia, que contribuyan a la defensa, apoyo 
o fomento del comercio, la industria y los servicios, relacionadas en el artículo 5.3 de la 
Ley 4/2014, de 1 de abril. También podrán desempeñar actividades de mediación, así como 
de arbitraje mercantil, nacional e internacional, de conformidad con lo establecido en la 
legislación vigente.

4. En el desarrollo de todas sus actividades, las Cámaras provinciales y locales 
respetarán las condiciones de accesibilidad de las personas con discapacidad en los 
términos que disponga la normativa de aplicación. La información que se facilite, bajo 
cualquier formato, y en general los servicios de atención al destinatario y sus instalaciones, 
deberán ser accesibles a las personas con discapacidad, para lo cual se tendrán en cuenta 
las necesidades de los distintos tipos de discapacidad, poniendo a su disposición los medios 
y los apoyos y realizando los ajustes razonables cuando sean precisos.

Artículo 15.  Régimen de participación y colaboración.
1. Para el adecuado desarrollo de sus funciones y al objeto del cumplimiento de los fines 

que tienen encomendados en beneficio de las empresas de su circunscripción, las Cámaras 
provinciales y locales podrán, previa autorización de la Administración tutelante, promover o 
participar en fundaciones, asociaciones, sociedades civiles o mercantiles, así como celebrar 
los oportunos convenios de colaboración.

Dichas autorizaciones en ningún caso implicarán la asunción de responsabilidad alguna 
por parte de la Administración tutelante.

2. Las solicitudes de autorización, que se presentarán de forma telemática, se resolverán 
por la Administración tutelante en el plazo treinta días desde el día siguiente al de su 
recepción. Transcurrido este plazo sin que se hubieran resuelto, se entenderán estimadas.

3. Las solicitudes de autorización deberán ir acompañadas de:
a) Informe justificativo que contemplará, necesariamente, el alcance y objetivos de la 

participación o colaboración, así como la forma de desarrollarla y, en su caso, su 
financiación.

b) Propuesta de la participación en entidades o bien de la celebración de convenios, así 
como certificación del correspondiente acuerdo expedido por quien ostente la potestad 
certificante de los acuerdos de la Cámara en el ámbito territorial correspondiente, debiendo 
acreditar que dichas actuaciones no afectarán al mantenimiento de su equilibrio 
presupuestario.

Artículo 16.  Seguimiento del régimen de participación y colaboración.
Las Cámaras provinciales y locales deberán elaborar un informe anual que será remitido 

a la Administración tutelante, junto con la documentación prevista en el artículo 34 de esta 
ley, para el seguimiento de actuaciones derivadas de la participación en entidades y de la 
celebración de convenios, detallando las asociaciones, fundaciones, las sociedades civiles o 
mercantiles en las que participe, así como los convenios de colaboración suscritos y las 
subvenciones recibidas a estos efectos.

CAPÍTULO V
Organización de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 

Castilla y León provinciales y locales

Artículo 17.  Adscripción a las Cámaras.
1. Las personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, que ejerzan actividades 

comerciales, industriales y de servicios en el territorio de la Comunidad de Castilla y León, 
formarán parte de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y 
León dentro de cuya circunscripción tengan establecimientos, delegaciones o agencias, sin 
que de ello se desprenda obligación económica alguna ni ningún tipo de carga 
administrativa, sino derechos de participación y poder ser destinatarios de sus actuaciones y 
servicios, procediéndose a la adscripción de oficio de las mismas.
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2. Se entenderá que una persona física o jurídica ejerce una actividad comercial, 
industrial, de servicios cuando por esta razón quede sujeta al impuesto de actividades 
económicas o tributo que lo sustituya en el territorio correspondiente del ámbito de la 
Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios.

3. En general, se considerarán actividades incluidas en el apartado 1 de este artículo 
todas las relacionadas con el tráfico mercantil, salvo las excluidas expresamente por esta ley 
o por la legislación sectorial específica.

En todo caso, estarán excluidas las actividades agrícolas, ganaderas y pesqueras de 
carácter primario y los servicios de mediadores de seguros y reaseguros privados que sean 
prestados por personas físicas, así como los correspondientes a profesiones liberales.

Artículo 18.  Censo público.
1. Las Cámaras elaborarán un censo público de empresas del que formarán parte las 

personas físicas o jurídicas citadas en el artículo anterior que ejerzan las actividades 
comerciales, industriales, de servicios en el ámbito de su territorio, para cuya elaboración 
contarán con la colaboración de la Administración tributaria competente así como de otras 
administraciones que aporten la información necesaria, garantizando, en todo caso, la 
confidencialidad en el tratamiento y el uso exclusivo de dicha información.

2. Para la elaboración del censo público de empresas, las administraciones tributarias 
facilitarán a las Cámaras los datos del impuesto sobre actividades económicas y los 
censales de las empresas que sean necesarios. Únicamente tendrán acceso a la 
información facilitada por la Administración tributaria los empleados de cada Cámara que 
determine el pleno.

Esta información se empleará para la elaboración del censo público de empresas, para 
el cumplimiento de las funciones público-administrativas que la presente ley atribuye a las 
Cámaras, así como para la elaboración del censo electoral.

El personal de las Cámaras tendrá, con referencia a los indicados datos, el mismo deber 
de sigilo que el personal funcionario de la Administración tributaria.

Quedará sujeto a las responsabilidades correspondientes al uso indebido de los datos 
proporcionados por la Administración tributaria para fines distintos de la elaboración del 
censo público de empresas, para el cumplimiento de las funciones público-administrativas o 
de aquellos para los que se hubiera realizado la cesión.

3. En la medida de lo posible, las Cámaras procurarán obtener los datos con la 
correspondiente desagregación por sexo, con el fin de poder evaluar los avances que 
puedan llevarse a cabo en relación con la integración efectiva de la perspectiva de género, 
todo ello en cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades.

Artículo 19.  Órganos de gobierno y mandato.
1. Los órganos de gobierno de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

en Castilla y León son el pleno, el comité ejecutivo y la presidencia.
2. La regulación relativa a la composición de los órganos de gobierno, su organización y 

funcionamiento, se desarrollará a través del reglamento de régimen interior de cada Cámara, 
dentro de los límites señalados por esta ley, la legislación básica estatal y la normativa 
reglamentaria aplicable al respecto. En dicha composición se procurará atender siempre al 
principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, así como en los nombramientos y 
designaciones de los cargos de responsabilidad de la Cámara.

3. El mandato de los integrantes de los órganos de gobierno de las Cámaras será de 
cuatro años a contar desde su toma de posesión, pudiendo ser reelegidos. Finalizado dicho 
plazo, los miembros del pleno, del comité ejecutivo y la presidencia seguirán en sus 
funciones hasta la toma de posesión de los nuevos vocales.

4. Las causas de la pérdida de la condición de miembros del pleno y del comité 
ejecutivo, así como el procedimiento para cubrir las vacantes que se produzcan en los 
órganos de gobierno, se determinará en la normativa reglamentaria aplicable y, en su caso, 
en el reglamento de régimen interior de cada Cámara. Las personas elegidas para cubrir las 
vacantes lo serán por el tiempo que reste para cumplir el mandato de aquellas a quienes 
sustituyan.
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5. No podrán formar parte de los órganos de gobierno quienes estén inhabilitados para 
empleo o cargo público.

Artículo 20.  Pleno de la Cámara provincial y local.
1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación de estas Cámaras, y 

estará compuesto por un número no inferior a diez ni superior a sesenta miembros que se 
determinará en la normativa reglamentaria aplicable y en los reglamentos de régimen interior 
de cada Cámara en función del número de electores.

Las vocalías estarán distribuidas de la siguiente forma:
a) Dos tercios de los vocales serán elegidos mediante sufragio libre, igual, directo y 

secreto, entre los representantes de todas las empresas pertenecientes a la Cámara, 
clasificados en grupos y categorías en atención a la importancia económica relativa de los 
diversos sectores representados, y en el número, la forma y con la estructura que se 
establezca en el reglamento de régimen interior, de acuerdo a lo que se determine 
reglamentariamente. Para la determinación de la importancia económica relativa de los 
diversos sectores representados se tendrán en cuenta la contribución de las empresas 
pertenecientes a cada grupo al producto interior bruto, el número de empresas así como el 
empleo.

b) Representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida 
económica dentro de la circunscripción de cada Cámara, a propuesta de las organizaciones 
empresariales intersectoriales y territoriales más representativas. El número de los vocales 
de este grupo constituirá un sexto del número total de los vocales del pleno.

A tales efectos, las organizaciones empresariales que, siendo intersectoriales y 
territoriales al mismo tiempo, tengan la condición legal de más representativas conforme a la 
disposición adicional sexta del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, presentarán la lista de 
empresas y personas de reconocido prestigio en el mismo número que las vocalías a cubrir.

c) Las vocalías restantes estarán cubiertas por los representantes de las empresas con 
mayor aportación voluntaria a la Cámara, en la forma que se determine reglamentariamente 
y conforme a los reglamentos de régimen interior de cada Cámara.

2. El mandato de los vocales del pleno será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos, y 
su condición de miembro es única e indelegable.

3. Podrán asistir a las sesiones del pleno a las que sean convocadas, sin condición de 
miembro y con voz pero sin voto, personas o representantes de instituciones de reconocido 
prestigio. A tal fin la presidencia propondrá una lista de candidatos que supere en un tercio el 
número de vocalías a elegir.

4. El secretario general y el director gerente, si lo hubiera, asistirán, con voz pero sin 
voto, a las reuniones del pleno. Asimismo podrá asistir con voz pero sin voto, y por tanto sin 
condición de miembro, un representante de la Administración tutelante.

5. El reglamento de régimen interior de la Cámara determinará las funciones que, en el 
marco de la normativa aplicable, corresponda atribuir al pleno, así como las cuestiones 
relativas a su régimen de funcionamiento.

Artículo 21.  Comité Ejecutivo de la Cámara provincial y local.
1. El comité ejecutivo es el órgano permanente de gestión, administración y propuesta de 

la Cámara, y será elegido por el pleno de entre sus vocales.
Estará formado por la presidencia, las vicepresidencias, la tesorería y el número de 

vocales que se determinen en el reglamento de régimen interior de la Cámara, siempre que 
el número total de miembros no sea inferior al 25 % de los vocales del pleno.

2. La Administración de la Comunidad de Castilla y León podrá nombrar un 
representante que, sin condición de miembro del mismo, deberá ser convocado a las 
sesiones del comité ejecutivo, a las que asistirá con voz pero sin voto. Asimismo, asistirá a 
las reuniones, con voz pero sin voto el titular de la secretaría general y de la dirección 
gerente, si lo hubiera.
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3. El reglamento de régimen interior de la Cámara determinará las funciones que, en el 
marco de la normativa aplicable, corresponda atribuir al comité ejecutivo, así como las 
cuestiones relativas a su régimen de funcionamiento.

4. Asimismo y en casos de urgencia debidamente motivada, el comité ejecutivo podrá 
adoptar acuerdos sobre materias cuya competencia corresponda al pleno que sean 
susceptibles de delegación, dando cuenta a este para que proceda a su ratificación en la 
primera sesión que celebre y tenga lugar, como máximo, en el plazo de tres meses.

5. El comité ejecutivo podrá delegar en la presidencia o en la vicepresidencia 
determinadas atribuciones según se establezca en su reglamento de régimen interior.

Artículo 22.  Presidencia y vicepresidencia o vicepresidencias de la Cámara provincial y 
local.

1. El titular de la presidencia ostentará la representación de la Cámara, la presidencia de 
todos sus órganos colegiados y será responsable de la ejecución de sus acuerdos. Será 
elegido por el pleno entre los vocales señalados en el artículo 20, en la forma que se 
determine en los reglamentos de régimen interior de la Cámara.

2. Podrán elegirse como máximo tres vicepresidencias, cuyos titulares serán elegidos y 
cesados por acuerdo del pleno de entre sus miembros, conforme a lo establecido en el 
reglamento de régimen interior de la Cámara.

3. Corresponde a las vicepresidencias, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus 
funciones y por orden de su nombramiento, a la presidencia en casos de ausencia, 
enfermedad o impedimento que imposibilite a su titular para el ejercicio de sus funciones, así 
como desempeñar las atribuciones de la presidencia en los supuestos de vacante del cargo 
hasta que tome posesión el nuevo titular.

4. La vicepresidencia podrá asumir las competencias y funciones que el comité ejecutivo 
o el pleno le otorguen para el buen funcionamiento y el desarrollo eficaz de sus funciones.

5. Tal y como se indica en el artículo 19, no podrán ser nombrados titular de la 
presidencia o vicepresidencia quienes estén inhabilitados para empleo o cargo público.

Artículo 23.  Secretaría general y dirección gerente de la Cámara provincial y local.
1. La Cámara tendrá una secretaría general cuyo titular asistirá a las reuniones del pleno 

y del comité ejecutivo con voz pero sin voto, velando por la legalidad de los acuerdos 
adoptados por dichos órganos de gobierno. El titular de la secretaría general deberá contar 
con título de licenciado o grado universitario, preferentemente con formación jurídica y 
económica, y su cese y nombramiento, previa convocatoria pública conforme a las bases y 
condiciones aprobadas por la Administración tutelante que en todo caso atenderán a los 
criterios de igualdad, mérito y capacidad, corresponderán al pleno de la corporación 
mediante acuerdo motivado de la mitad más uno de sus miembros.

2. Asimismo, la Cámara que así lo requiera podrá tener una dirección gerente cuyo titular 
deberá contar con título de licenciado o grado universitario, preferentemente con formación 
jurídica y económica. Su nombramiento y cese, a propuesta de la presidencia, 
corresponderá al pleno por acuerdo motivado adoptado por la mitad más uno de sus 
miembros.

3. El funcionamiento y los cometidos de la secretaría general y, en su caso, de la 
dirección gerente, se ajustarán a lo que se disponga en los correspondientes reglamentos de 
régimen interior, estando ambos puestos sometidos al régimen de contratación laboral.

4. Estos cargos quedarán sometidos al régimen jurídico de incompatibilidades que se 
establezca en los reglamentos de régimen interior de cada Cámara.

5. No podrán ser nombrados titular de la secretaría general ni ocupar los puestos 
directivos quienes estén inhabilitados para empleo o cargo público.

6. Las personas que ocupen la secretaría general y la dirección gerente estarán sujetas 
al régimen de contratación laboral y quedarán sometidas al régimen de incompatibilidades 
que se establezca reglamentariamente. En todo caso, el desempeño de un puesto de trabajo 
al servicio de las Cámaras será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o 
actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de 
sus deberes, o comprometer su imparcialidad o independencia.
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Con el fin de garantizar la imparcialidad e independencia se establece su 
incompatibilidad, durante todo su mandato, con los cargos representativos de análoga 
función en las asociaciones, federaciones y confederaciones de carácter empresarial tanto 
nacional, regional, provincial o local.

Artículo 24.  Régimen de personal.
La Cámara tendrá a su servicio el personal técnico, administrativo y de servicio 

necesario para garantizar el buen funcionamiento de los servicios que preste o administre, al 
que será de aplicación la normativa laboral vigente.

Artículo 25.  Reglamentos de régimen interior y Código de Buenas Prácticas.
1. Existirá un reglamento de régimen interior que, a propuesta del pleno de la Cámara 

con el voto favorable de la mitad más uno de sus miembros, deberá ser aprobado por la 
Administración tutelante, la cual podrá también promover su modificación.

2. En el reglamento de régimen interior se recogerán, entre otros extremos, la estructura 
del pleno, sus funciones y las del Comité ejecutivo, el número y forma de elección de los 
miembros de dicho comité ejecutivo y, en general, las normas de funcionamiento de los 
órganos de gobierno, así como el régimen del personal al servicio de la Cámara, incluyendo 
el régimen de incompatibilidades.

3. Las Cámaras deberán asimismo incorporar como parte de su reglamento de régimen 
interior un Código de Buenas Prácticas, en el que se garantice la imparcialidad y 
transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas, el cual será de 
aplicación a todos los miembros de las Cámaras, a su personal, así como en sus relaciones 
con terceros.

4. En el Código de Buenas Prácticas constarán, entre otros, los siguientes aspectos:
a) Mecanismos que garanticen la imparcialidad de las Cámaras en el desarrollo de sus 

funciones público-administrativas, permitiendo el acceso a todos los destinatarios de las 
mismas en condiciones de absoluta igualdad.

b) Mecanismos que garanticen la satisfacción del interés general y de las necesidades 
reales de los destinatarios de las funciones asumidas por las Cámaras, ejerciendo dichas 
funciones con una voluntad de servicio a la sociedad.

c) Mecanismos que garanticen el acceso y la difusión de toda aquella información que 
obre en poder de las Cámaras, relativa a su actuación en la ejecución de funciones de 
carácter público-administrativo, de forma que los interesados puedan conocer sus decisiones 
y la motivación de las mismas.

5. Se procurará la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en cada uno de 
los órganos de gobierno que componen las Cámaras, así como la promoción de la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

Artículo 26.  Órganos de asesoramiento y comisiones de trabajo.
Las Cámaras podrán crear órganos asesores y comisiones de trabajo consultivas de 

carácter especializado en las que se podrán integrar, además de los miembros del pleno, 
otros empresarios o empresarias, profesionales y personas de reconocido prestigio para 
elaborar proyectos, estudios o dictámenes sobre las distintas materias que sean de su 
competencia. Estos órganos y comisiones podrán ser permanentes o de duración 
determinada, temáticos o sectoriales. Su funcionamiento será democrático y los acuerdos se 
tomarán por mayoría simple. Sus acuerdos no serán vinculantes.

CAPÍTULO VI
Procedimiento electoral de las Cámaras Provinciales y Locales

Artículo 27.  Régimen electoral.
El régimen electoral de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 

provinciales y locales será el determinado por las disposiciones contenidas en esta ley y por 
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la normativa reglamentaria aplicable, así como por la normativa básica estatal que resulte de 
aplicación.

Artículo 28.  Censo electoral.
El censo electoral de cada Cámara se elaborará conforme a las disposiciones contenidas 

en esta ley y la normativa reglamentaria aplicable, así como conforme a la normativa básica 
estatal que resulte de aplicación.

Artículo 29.  Proceso electoral.
1. Una vez abierto el proceso electoral conforme a lo previsto en la Ley 4/2014, de 1 de 

abril, el órgano competente de la Administración tutelante procederá a convocar las 
elecciones y llevará a cabo las actuaciones necesarias para el desarrollo del resto del 
proceso electoral, conforme a lo previsto en la legislación básica estatal así como en la 
correspondiente normativa reglamentaria aplicable.

2. En la convocatoria se harán constar todas las circunstancias y características que se 
determinen en la normativa reglamentaria aplicable, debiendo contener, al menos, la 
información precisa sobre las fechas de las votaciones, los lugares habilitados para las 
mismas, sus horarios, así como las condiciones y procedimientos para el ejercicio del 
derecho al voto, así como todo lo relativo a las condiciones y características de la publicidad 
que deba hacerse respecto de la convocatoria.

Artículo 30.  Juntas electorales y mesas electorales.
1. Con el fin de garantizar la transparencia y objetividad del proceso electoral, y dentro 

del plazo de los cinco días siguientes a la publicación de la convocatoria de elecciones, se 
constituirá una junta electoral en cada capital de provincia en la forma que se determine en 
la normativa reglamentaria aplicable.

2. Se podrá acordar la constitución de más de una mesa electoral en cada provincia en 
función de la demarcación y censo electoral de cada Cámara.

CAPÍTULO VII
Régimen económico y presupuestario de las Cámaras provinciales y locales

Artículo 31.  Régimen económico de las Cámaras provinciales y locales.
1. Las Cámaras provinciales y locales dispondrán de los siguientes ingresos:
a) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b) Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c) Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d) Los legados y donativos que puedan recibir.
e) Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f) Los recursos que el Consejo de Cámaras de Castilla y León les asigne para sufragar el 

ejercicio de funciones público-administrativas.
g) Las subvenciones de concesión directa que les sean otorgadas por cualquier 

procedimiento, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.
h) Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. Las personas que gestionen bienes y derechos de la Cámara quedarán sujetas a 

indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por acciones u omisiones realizadas 
por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la normativa vigente, con 
independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les pueda corresponder.
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Artículo 32.  Transparencia de las Cámaras provinciales y locales.
1. En aras de garantizar la máxima transparencia, las Cámaras provinciales y locales, sin 

perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de transparencia y acceso a la 
información pública, harán públicas en su página web las percepciones económicas anuales 
de los altos cargos y máximos responsables, entendiendo como tales la presidencia, la 
vicepresidencia, la secretaría general y la dirección gerente, si la hubiera, así como, en su 
caso, las indemnizaciones recibidas por el cese en su cargo. Asimismo, harán públicas las 
subvenciones u otro tipo de recursos públicos que puedan percibir para el ejercicio de sus 
actividades.

2. Las cuentas anuales, junto con el informe de auditoría y el informe anual sobre el 
gobierno corporativo, se depositarán en el registro mercantil de la provincia en la que la 
Cámara tenga su sede, pudiéndose efectuar dicho depósito por medios telemáticos, y serán 
objeto de publicidad en la página web de la correspondiente Cámara.

3. Para la adecuada diferenciación entre las actividades públicas y privadas que pueden 
desarrollar, las Cámaras mantendrán una contabilidad diferenciada en relación con sus 
actividades públicas y privadas, sin perjuicio de la unicidad de las cuentas anuales.

4. En aras de garantizar la máxima transparencia se harán públicos los convenios 
suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, modificaciones 
realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones 
económicas convenidas.

Artículo 33.  Elaboración y aprobación de presupuestos de las Cámaras provinciales y 
locales.

1. La Cámaras elaborarán y someterán sus presupuestos ordinarios y extraordinarios de 
gastos e ingresos a la aprobación de la Administración tutelante, que fiscalizará sus cuentas 
anuales y liquidaciones y podrá establecer las instrucciones necesarias para la elaboración 
de los presupuestos y de las liquidaciones tipo.

En todo caso, las cuentas anuales y liquidaciones de los presupuestos deberán 
presentarse acompañadas de un informe de auditoría de cuentas.

Corresponderá al Tribunal de Cuentas la fiscalización del destino de los fondos públicos 
que perciban las Cámaras, sin perjuicio de la competencia del Consejo de Cuentas en el 
ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León.

2. En la elaboración del presupuesto anual de la Cámara se atenderá a los principios de 
estabilidad presupuestaria, transparencia, eficiencia en la asignación y utilización de 
recursos públicos y privados y responsabilidad en la gestión del gasto, debiendo mantener 
una situación de equilibrio presupuestario.

3. El proyecto de presupuesto ordinario, una vez aprobado por el pleno de la Cámara, 
deberá ser presentado a la Administración tutelante antes del día 1 de noviembre del año 
anterior para su aprobación definitiva, adjuntando al mismo la siguiente documentación:

a) Certificado emitido por el Secretario de la Cámara en el que conste el acuerdo del 
pleno en el que se ha aprobado el mismo.

b) Memoria explicativa del presupuesto.
c) Programa de actuación e inversiones previstas.
d) Programa de financiación de sus actuaciones.
e) Estado de ejecución de los presupuestos vigentes.
f) Plantilla de personal, especificando las categorías y retribuciones por todos los 

conceptos de cada puesto de trabajo.
Con carácter previo a la aprobación de los presupuestos de la Cámara, la Administración 

tutelante podrá requerir la documentación complementaria que sea necesaria para cumplir 
sus funciones.

4. La Administración tutelante deberá aprobar en su integridad el presupuesto o 
aprobarlo condicionado a la introducción de modificaciones por la Cámara, o bien rechazar 
su aprobación motivadamente. En todo caso los proyectos de presupuestos se entenderán 
aprobados si no existe oposición por la Administración tutelante en un plazo de dos meses 
desde su presentación.
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5. Si el presupuesto no se encontrase aprobado definitivamente al comenzar el ejercicio 
económico, se entenderá prorrogado automáticamente y disponible por plazos mensuales el 
presupuesto consolidado del ejercicio anterior, hasta tanto no sea aprobado el nuevo 
presupuesto.

6. En casos excepcionales y con motivo de la realización de inversiones de carácter 
extraordinario, la Administración tutelante podrá autorizar un presupuesto extraordinario en 
la forma y plazo previsto en los apartados 3 y 4.

Artículo 34.  Liquidación y fiscalización de cuentas anuales de las Cámaras provinciales y 
locales.

1. Las Cámaras elaborarán y aprobarán las cuentas anuales, el informe de gestión y las 
liquidaciones de presupuestos de su corporación. Las cuentas anuales de la Cámara 
deberán ser redactadas con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación 
financiera y de los resultados de la corporación, conteniendo, como mínimo, los siguientes 
documentos:

a) Balance de situación anual.
b) Cuenta de pérdidas y ganancias.
c) Estado de cambios en el Patrimonio Neto.
d) Estado de flujos de efectivo.
e) Memoria.
Igualmente y sólo en el caso de que los gastos realizados con cargo a una partida 

presupuestaria fueran inferiores o superiores en un 50 % a lo presupuestado inicialmente, 
estas cuentas anuales deberán acompañarse de un informe razonado de los motivos de esa 
variación en la partida presupuestaria.

2. El comité ejecutivo deberá formular las cuentas anuales, el informe de gestión y las 
liquidaciones de presupuestos en el plazo máximo de tres meses desde el cierre del 
ejercicio. Dichas cuentas anuales serán sometidas a un informe de auditoría de cuentas 
externo.

3. Además se pedirá una liquidación de los presupuestos extraordinarios ya ejecutados y 
estado de ejecución de los presupuestos extraordinarios en curso de realización.

4. Las cuentas anuales, el informe de gestión, las liquidaciones de presupuestos, el 
informe de auditoría, así como el certificado emitido por el secretario de la Cámara en el que 
conste el acuerdo del pleno por el que se aprueben tanto la liquidación como las cuentas 
anuales del ejercicio, se remitirán a la Administración tutelante para su aprobación definitiva 
antes del 30 de junio del año en curso. Dicha presentación se realizará de forma telemática. 
La aprobación se entenderá concedida si no media objeción alguna en el plazo de tres 
meses a partir de su recepción.

5. La Administración tutelante podrá requerir de la Cámara toda aquella documentación 
complementaria que estime procedente y, en su labor de fiscalización, deberá recibir toda la 
colaboración que requiera de la Cámara y tener libre acceso, si lo considera necesario, a la 
documentación de la auditoría certificante y a recibir de ésta los informes complementarios 
que recabe.

6. Las cuentas anuales serán objeto de depósito en el registro mercantil en la forma 
prevista en el artículo 32.2 de esta ley.

Artículo 35.  Disposición de bienes patrimoniales.
1. Para la disposición de bienes inmuebles, la Cámara deberá contar con la previa 

autorización de la Administración tutelante y deberá respetar siempre los principios de 
publicidad, transparencia y no discriminación.

2. En el caso del resto de bienes, no inmuebles, también será necesaria dicha 
autorización con carácter previo cuando el valor del bien exceda del 2 % del presupuesto 
ordinario. Asimismo, precisará autorización previa de la Administración tutelante la 
formalización de cualquier operación de endeudamiento, incluyendo la novación o 
refinanciación de las existentes.

3. Las solicitudes de autorización deberán presentarse por medios telemáticos y 
debidamente motivadas, determinando la finalidad a la que van a ir destinados los fondos 
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que se obtengan y, en su caso, la forma y plazos en los que se vaya a concretar la 
operación.

4. Dichas autorizaciones en ningún caso implicarán la asunción de responsabilidad 
alguna por parte de la Administración tutelante.

CAPÍTULO VIII
Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y 

León

Artículo 36.  Naturaleza, composición y sede.
1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León es una corporación de derecho público, con 

personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, 
que se configura como órgano consultivo y de colaboración con la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, sin menoscabo de los intereses privados que pueda 
perseguir. Su estructura y funcionamiento se ajustan a la de un Consejo Regional de 
Cámaras, y deberán responder y regirse por principios democráticos.

2. El Consejo de Cámaras de Castilla y León estará integrado por representantes de la 
totalidad de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios provinciales y locales 
de Castilla y León, los representantes de grandes empresas de Castilla y León, y 
representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la vida económica de la 
Comunidad Autónoma a propuesta de la confederación de organizaciones empresariales 
intersectorial y territorial más representativa de Castilla y León.

3. La sede del Consejo de Cámaras de Castilla y León se determinará en su reglamento 
de régimen interior.

Artículo 37.  Funciones del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León.

1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León desempeñará en el ámbito autonómico las 
funciones público-administrativas recogidas en el artículo 5.1 y 5.2 de la Ley 4/2014, de 1 de 
abril. Este Consejo podrá, respecto de las funciones enumeradas en el artículo 5.2 de la 
citada ley, atribuir su ejercicio a las Cámaras provinciales o locales.

2. El Consejo de Cámaras de Castilla y León podrá llevar a cabo otras actividades, en el 
ámbito autonómico y en coordinación con las restantes Cámaras provinciales y locales, que 
tendrán carácter privado y se prestarán en régimen de libre competencia, siempre que 
contribuyan a la defensa, apoyo o fomento del comercio, la industria y los servicios, y estén 
relacionadas en el artículo 5.3 de la Ley 4/2014, de 1 de abril.

3. El Consejo de Cámaras de Castilla y León desempeñará las funciones generales de 
dirección, coordinación, control y evaluación de estas funciones público-administrativas y 
establecerá los planes de trabajo al respecto para las distintas Cámaras provinciales y 
locales necesarios para garantizar la adecuada coordinación de éstas, garantizando la 
eficacia, imparcialidad, transparencia y accesibilidad de las empresas de Castilla y León a 
estos servicios con independencia de donde se localicen.

Por lo que se refiere a las actividades y servicios de carácter privado que presten las 
Cámaras provinciales y locales, el Consejo de Cámaras de Castilla y León podrá establecer 
unos criterios homogéneos en cuanto a los requisitos y condiciones técnicas y económicas 
en el ejercicio de las mismas.

4. Concretamente y en el ejercicio de la interlocución principal que corresponde al 
Consejo de Cámaras de Castilla y León, son funciones del mismo las siguientes:

a) Coordinar y dirigir las actuaciones comunes del conjunto de las Cámaras provinciales 
y locales de la Comunidad de Castilla y León. Esta función se ejercerá especialmente en los 
planes camerales de internacionalización y competitividad establecidos en los artículos 22 
y 23 de la Ley 4/2014, de 1 de abril, así como de los que se pudieran derivar de las 
funciones público-administrativas contempladas en el artículo 5.1 de esa ley o en los planes 
que puedan desarrollarse para el conjunto de las Cámaras de España, de acuerdo con la 
Administración estatal, en cuanto afecte a la Comunidad de Castilla y León en su conjunto.

CÓDIGO DE COMERCIO INTERIOR

§ 125  Ley que regula las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León

– 2659 –



b) Informar los proyectos de normas elaborados por la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León que afecten directamente a los intereses generales del comercio, la 
industria y los servicios, en los casos y con el alcance que el ordenamiento jurídico 
determine.

c) Colaborar con la Administración de la Comunidad de Castilla y León, en los supuestos 
en que sea requerido por la misma, informando o realizando estudios, estadísticas, 
proyectos, trabajos y acciones que favorezcan el desarrollo territorial y empresarial y la 
vertebración económica de la Comunidad de Castilla y León, especialmente cuando afecten 
a la ordenación del territorio, la localización y ordenación comercial e industrial, el turismo, el 
medio ambiente, el emprendimiento y la competitividad empresarial, la promoción exterior de 
la Comunidad de Castilla y León y las infraestructuras que contribuyan a mejorar la eficiencia 
empresarial.

d) Asesorar a la Administración de la Comunidad de Castilla y León en temas referentes 
al comercio, la industria y los servicios, a iniciativa propia o cuando así sea requerido por la 
misma, así como proponerle cuantas reformas estime necesarias para la defensa y fomento 
de aquéllos.

e) En los supuestos y con las condiciones y alcance que establezca la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León, le corresponderá, en su caso, tramitar programas públicos 
de ayudas e incentivos a las empresas, gestión de servicios públicos, desempeño de las 
funciones público-administrativas que se le atribuyan, encomienden o deleguen, y participar 
en aquellos proyectos de infraestructuras y servicios comunes que afecten al conjunto de la 
Comunidad de Castilla y León.

f) Participar y gestionar, en su caso, fondos de la Unión Europea dirigidos a la mejora de 
la competitividad de las empresas, el desarrollo territorial y la generación de riqueza y 
empleo en la Comunidad de Castilla y León.

g) Desempeñar actividades de mediación, así como de arbitraje mercantil, cuando por la 
naturaleza y el ámbito territorial de estas actividades sea requerido por las Cámaras para 
ello y de conformidad con la legislación vigente.

h) Prestar otros servicios o realizar otras actividades, a título oneroso o lucrativo, que 
redunden en beneficio de los intereses representados por las Cámaras que lo integran.

i) Cualquier otra función de carácter público-administrativo, que se le encomiende o 
delegue por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

5. Le corresponde también en el ejercicio de sus funciones de relaciones institucionales 
e intercamerales, lo siguiente:

a) Organizar y coordinar los trabajos correspondientes a los convenios o instrumentos de 
colaboración con la Administración de la Comunidad de Castilla y León o que afecten a las 
Cámaras provinciales y locales de Castilla y León en su conjunto, o en programas y 
funciones público-administrativas gestionados en el ámbito autonómico de Castilla y León.

b) Coordinar las relaciones intercamerales entre las Cámaras Oficiales de la Comunidad 
de Castilla y León y otras Cámaras del resto de España, si se refieren al ámbito autonómico 
o al desarrollo de las funciones público-administrativas.

c) Llevar a cabo la representación y participación de las Cámaras provinciales y locales 
de Castilla y León en organismos e instituciones públicas o privadas de ámbito autonómico. 
El comité ejecutivo del Consejo de Cámaras de Castilla y León nombrará a estos 
representantes por mayoría simple de votos, dando cuenta al pleno inmediatamente 
posterior a la celebración del comité ejecutivo correspondiente.

6. En el ejercicio de sus funciones, le será aplicable al Consejo de Cámaras de Castilla y 
León lo previsto en los artículos 15 y 16 de esta ley.

Artículo 38.  Órganos de gobierno del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios de Castilla y León y mandato.

1. Los órganos de gobierno del Consejo de Cámaras de Castilla y León son el pleno, el 
comité ejecutivo y la presidencia.

No podrán formar parte de los órganos de gobierno quienes estén inhabilitados para 
empleo o cargo público.
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2. El mandato de los integrantes de los órganos de gobierno del Consejo de Cámaras de 
Castilla y León será de cuatro años a contar desde su toma de posesión, pudiendo ser 
reelegidos. Finalizado dicho plazo, los miembros del pleno, del comité ejecutivo y el titular de 
la presidencia seguirán en sus funciones hasta la toma de posesión de los nuevos vocales.

Artículo 39.  Designación de los órganos de gobierno.
1. Constituido el pleno, que estará compuesto en la forma que se determina en el artículo 

siguiente, este elegirá de entre sus miembros con derecho a voto al titular de la presidencia y 
de una o dos vicepresidencias, que lo serán también del comité ejecutivo, así como a los 
demás miembros de este comité ejecutivo.

2. El reglamento de régimen interior del Consejo de Cámaras de Castilla y León regulará 
el procedimiento para la elección de la presidencia y demás miembros del comité ejecutivo.

Artículo 40.  El pleno del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
de Castilla y León.

1. El pleno es el órgano supremo de gobierno y representación general del Consejo de 
Cámaras de Castilla y León, y estará compuesto por:

a) Catorce vocales que serán los titulares de la presidencia de las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios provinciales y locales.

b) Nueve vocales, uno por provincia, en representación de las grandes empresas, de 
forma que se asegure el adecuado reflejo del tejido económico territorial de las empresas de 
Castilla y León. Estas grandes empresas deberán estar inscritas en el último censo electoral 
de la circunscripción de cada Cámara.

c) Cuatro vocales, representantes de empresas y personas de reconocido prestigio en la 
vida económica de la Comunidad Autónoma, a propuesta de la confederación de 
organizaciones empresariales intersectorial y territorial más representativa de Castilla y 
León, conforme a la disposición adicional sexta del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.

2. La designación de los representantes de las grandes empresas se realizará a 
propuesta de los titulares de la presidencia de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios provinciales y locales. Esa propuesta, que se remitirá a la Administración 
tutelante e implicará automáticamente su designación, deberá estar justificada y 
acompañarse de un informe que acredite la condición de gran empresa.

3. La Administración tutelante podrá designar una persona en representación de la 
misma que podrá asistir a las reuniones del pleno, sin condición de miembro y con voz pero 
sin voto, que deberá ser entonces convocado necesariamente a las reuniones del mismo.

4. La condición de vocal del pleno es indelegable. No obstante, las personas jurídicas 
que necesariamente tienen que designar una persona física como representante, podrán 
nombrar un sustituto para asistir exclusivamente a esas reuniones del pleno.

Artículo 41.  Funciones del pleno del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios de Castilla y León.

Las funciones del pleno son:
a) Aprobar su reglamento de régimen interior y sus modificaciones.
b) Aprobar los presupuestos y liquidaciones.
c) Designar los representantes del Consejo de Cámaras de Castilla y León en los 

distintos organismos.
d) Nombrar y cesar al titular de la presidencia, de la secretaría general y de la tesorería, 

así como a los demás miembros del comité ejecutivo, de acuerdo con el procedimiento que 
se establezca en el reglamento de régimen interior.

e) Aprobar los informes que sean elaborados por el comité ejecutivo de este Consejo, en 
todos aquellos supuestos que sea exigible de acuerdo con el articulado de esta ley.

f) Crear comisiones consultivas de trabajo o ponencias en los términos que se determine 
en su reglamento de régimen interior.

g) Aprobar y modificar la plantilla de personal.
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h) Adoptar acuerdos relativos a la realización de convenios de colaboración.
i) Adoptar acuerdos relativos a la disposición de bienes patrimoniales del Consejo.
j) Aquellas otras que se prevean en su reglamento de régimen interior.

Artículo 42.  El comité ejecutivo del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León.

1. El comité ejecutivo es el órgano de gestión, administración y propuesta del Consejo de 
Cámaras de Castilla y León y será elegido por el pleno entre sus vocales, en la forma que se 
determine en su reglamento de régimen interior.

Estará compuesto por la presidencia, una o dos vicepresidencias, la tesorería y por el 
número de vocales que se establezca en el reglamento de régimen interior del Consejo, en 
el que se debe recoger que al menos existirá un vocal en representación de los tres grupos 
que forman el pleno del Consejo.

2. La Administración tutelante podrá designar a una persona en representación de la 
misma que podrá asistir a las reuniones del comité, sin condición de miembro y con voz pero 
sin voto, que deberá ser convocado necesariamente a las reuniones del mismo.

3. Sin perjuicio de que, tal y como se establece en el artículo 48, el régimen de 
funcionamiento y de voto de los miembros del comité ejecutivo se establezca en su 
reglamento de régimen interior, se podrá delegar el voto para cada sesión sin que quepan 
delegaciones genéricas y sin que un mismo miembro pueda recibir más de dos delegaciones 
por cada sesión.

Artículo 43.  Funciones del comité ejecutivo del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla y León.

1. Corresponderá al comité ejecutivo la elaboración del reglamento de régimen interior 
del Consejo de Cámaras de Castilla y León y sus posibles modificaciones, la elaboración de 
los presupuestos y de sus liquidaciones, proponer al pleno la adquisición o cualquier otro 
acto de disposición relativo a inmuebles, valores y operaciones de crédito, así como la 
aprobación de contratos en el importe que se determine en su reglamento de régimen 
interior, respetando, en todo caso, los límites que se establezcan en la legislación vigente en 
materia de contratación pública.

En todo caso será de aplicación lo dispuesto para las Cámaras en el artículo 21 de esta 
ley.

2. Asimismo y en casos de urgencia, el comité ejecutivo podrá adoptar decisiones sobre 
competencias que correspondan al pleno, dando cuenta al mismo en la primera sesión que 
se celebre.

3. El comité ejecutivo podrá delegar en la presidencia o en la vicepresidencia 
determinadas atribuciones según se establezca en su reglamento de régimen interior.

Artículo 44.  Presidencia del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León.

1. El titular de la presidencia, que será elegido por el pleno en la forma que se determine 
en el reglamento de régimen interior, ostentará la representación del Consejo de Cámaras de 
Castilla y León, la presidencia de los órganos de gobierno colegiados y ejercerá las 
relaciones institucionales y la firma de convenios en nombre de este Consejo, siendo el 
responsable de la ejecución de sus acuerdos.

Asimismo podrá asumir las competencias y funciones que el comité ejecutivo o el pleno 
le otorguen para el buen funcionamiento y el desarrollo eficaz de sus funciones.

2. La presidencia tendrá voto de calidad en las votaciones del comité ejecutivo y del 
pleno, para los supuestos de empate en la votación.

3. Tal y como se indica en el artículo 38, no podrá ser nombrado titular de la presidencia 
quien esté inhabilitado para empleo o cargo público.
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Artículo 45.  La vicepresidencia o vicepresidencias del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León.

1. Podrán elegirse como máximo dos vicepresidencias, cuyos titulares serán elegidos y 
cesados por acuerdo del pleno de entre sus miembros, conforme a lo establecido en el 
reglamento de régimen interior del Consejo. Asimismo les será de aplicación lo previsto en el 
artículo 44.3 y 4 de esta ley.

2. Corresponde al titular o titulares de las vicepresidencias, en cuanto tales, sustituir en 
la totalidad de sus funciones, y por orden de su nombramiento, a la presidencia en casos de 
ausencia, enfermedad o impedimento que imposibilite a su titular para el ejercicio de sus 
funciones, así como desempeñar las atribuciones de la presidencia en los supuestos en que 
ésta se encuentre vacante hasta la toma de posesión del nuevo titular de la misma.

3. La vicepresidencia podrá asumir las competencias y funciones que el comité ejecutivo 
o el pleno le otorguen para el buen funcionamiento y el desarrollo eficaz de sus funciones.

Artículo 46.  Secretaría general del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León.

1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León tendrá una secretaría general, cuyo titular 
deberá contar con título de licenciado o grado universitario, preferentemente con formación 
jurídica y económica. Este puesto estará sometido al régimen de contratación laboral y le 
será de aplicación lo previsto en el artículo 44.3 de esta ley. Su funcionamiento y cometidos 
se ajustarán a lo que se disponga en el correspondiente reglamento de régimen interior.

2. Su nombramiento, previa convocatoria pública de la vacante, así como su cese, 
corresponderán al pleno de este Consejo, por acuerdo motivado adoptado por la mitad más 
uno de sus miembros. La convocatoria para la cobertura del puesto deberá ser aprobada por 
el pleno con la misma mayoría, y publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León.

3. El titular de la secretaría general asistirá a las reuniones del pleno y del comité 
ejecutivo, con voz pero sin voto, velando por la legalidad de los acuerdos adoptados por 
dichos órganos de gobierno.

4. Asimismo será jefe del personal y director de todos los servicios del Consejo, velará 
por el cumplimiento de las disposiciones legales, con obligación de hacer, cuando proceda, 
las advertencias pertinentes en tal sentido y de dejar constancia de las mismas en las actas 
y documentos correspondientes.

5. Este cargo quedará sometido al régimen jurídico de incompatibilidades que se 
establezca en el reglamento de régimen interior del Consejo.

6. No podrán ser nombrados titulares de la secretaría general quienes estén inhabilitados 
para empleo o cargo público.

Artículo 47.  Régimen de personal.
El Consejo de Cámaras de Castilla y León tendrá el personal técnico, administrativo y de 

servicio necesario para garantizar el funcionamiento adecuado y el cumplimiento de sus 
funciones, al que le será de aplicación la normativa laboral vigente.

Artículo 48.  Reglamento de régimen interior y código de buenas prácticas.
1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León se regirá por un reglamento de régimen 

interior que se someterá a la aprobación de la Administración tutelante, a propuesta del 
pleno de esa corporación con el voto favorable de la mitad más uno de sus miembros.

2. En el reglamento de régimen interior se establecerán, entre otros extremos, el número 
y forma de elección de los miembros del comité ejecutivo, las normas de elección y 
funcionamiento de los órganos de gobierno y organización de los órganos colegiados y de 
gobierno.

3. Asimismo elaborará un código de buenas prácticas que garantice la imparcialidad y 
transparencia en el desarrollo de sus funciones público-administrativas, el cual será de 
aplicación a todos los miembros de esta Cámara, a su personal, así como en sus relaciones 
con terceros.
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Artículo 49.  Régimen Económico del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria 
y Servicios de Castilla y León.

1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León dispondrá de los siguientes ingresos:
a. Los ingresos ordinarios y extraordinarios obtenidos por los servicios que presten y, en 

general, por el ejercicio de sus actividades.
b. Los productos, rentas e incrementos de su patrimonio.
c. Las aportaciones voluntarias de empresas o entidades comerciales.
d. Los legados y donativos que puedan recibir.
e. Los procedentes de las operaciones de crédito que se realicen.
f. Cualesquiera otros que les puedan ser atribuidos por ley, en virtud de convenio o por 

cualquier otro procedimiento de conformidad con el ordenamiento jurídico.
2. El Consejo de Cámaras de Castilla y León tendrá los recursos que la Administración 

de la Comunidad de Castilla y León, en función de las disponibilidades presupuestarias, le 
destine anualmente en los presupuestos generales de la Comunidad para el ejercicio de sus 
funciones público-administrativas y en el marco de la política económica general que 
determine la consejería competente en la materia.

En el reglamento de régimen interior de este Consejo, se determinarán los criterios que 
se utilizarán por el mismo para la administración y la obligatoria distribución de dichos 
recursos entre las Cámaras provinciales y locales.

3. Para los actos de disposición de sus bienes patrimoniales, le será de aplicación lo 
previsto en el artículo 35 de esta ley.

4. Las personas que gestionen bienes y derechos en el Consejo de Cámaras de Castilla 
y León quedarán sujetas a indemnizar los daños y perjuicios que puedan causarles por 
acciones u omisiones realizadas por dolo, culpa o negligencia grave con infracción de la 
normativa vigente, con independencia de la responsabilidad penal o de otro orden que les 
pueda corresponder.

Artículo 50.  Presupuestos y liquidaciones del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla y León.

1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León elaborará anualmente sus presupuestos 
ordinarios y extraordinarios determinando sus ingresos y gastos respectivos, así como las 
liquidaciones de los ejercicios correspondientes. A tales efectos la Administración tutelante 
podrá aprobar las instrucciones necesarias para la elaboración y liquidación de los 
presupuestos, que contendrán la estructura y forma de presentación de los mismos.

2. En la elaboración y aprobación de sus presupuestos y liquidaciones, se estará a lo 
dispuesto en los artículos 8.2, 33 y 34 de esta ley.

3. Corresponderá al Tribunal de Cuentas la fiscalización del destino de los fondos 
públicos que perciba el Consejo de Cámaras de Castilla y León, sin perjuicio de la 
competencia del Consejo de Cuentas en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y 
León.

Artículo 51.  Transparencia del Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León.

El Consejo de Cámaras de Castilla y León elaborará anualmente la liquidación integrada 
de las cuentas anuales de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios 
provinciales y locales de la Comunidad de Castilla y León, una memoria de actividades 
camerales y un informe de gobierno corporativo del Consejo de Cámaras de Castilla y León 
y de cada una de las Cámaras provinciales y locales de la Comunidad.

Asimismo y a efectos de la debida transparencia, también le será de aplicación lo 
previsto en el artículo 32 de esta ley.

Disposición adicional.  Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y 
León.

Sin perjuicio de lo que se establece en el capítulo II de esta ley, las Cámaras de Ávila, 
Arévalo, Burgos, Briviesca, Miranda de Ebro, León, Astorga, Palencia, Salamanca, Béjar, 
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Segovia, Soria, Valladolid y Zamora, existentes en el momento de la entrada en vigor de esta 
ley, continúan en el ejercicio de las funciones asignadas legalmente y con el actual ámbito 
territorial.

Disposición transitoria primera.  Constitución del Consejo de Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León.

1. El Consejo de Cámaras de Castilla y León deberá constituirse en el plazo máximo de 
seis meses desde la entrada en vigor de esta ley.

2. En el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de esta ley la confederación de 
organizaciones empresariales intersectorial y territorial más representativa de Castilla y 
León, conforme a lo dispuesto en el artículo 40.1.c) comunicará a la Dirección General del 
Consejo Regional de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y 
León los candidatos propuestos, a los que hace referencia el artículo precitado, en el mismo 
número que vocalías a cubrir. Dicha propuesta implicará su designación.

3. La Dirección General del Consejo Regional de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios de Castilla y León convocará, con al menos siete días de antelación, 
una sesión extraordinaria del Pleno del Consejo que se celebrará, al menos, con un mes de 
antelación a la sesión constitutiva del Consejo de Cámaras de Castilla y León para que, por 
mayoría de los asistentes, procedan a la propuesta de candidatos de vocales representantes 
de las grandes empresas con las condiciones establecidas en el artículo 40.1.b) de esta ley, 
y en la forma recogida en el apartado 2 de ese artículo.

4. Una vez se haya constituido el Consejo de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y 
Servicios de Castilla y León, quedará disuelto el actual Consejo Regional de Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León, subrogándose el nuevo 
Consejo de Cámaras de Castilla y León en todas las relaciones jurídicas, incluidas las 
laborales y de seguridad social, derechos y obligaciones del Consejo Regional. Para ello, en 
el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente ley, el Consejo 
Regional de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León remitirá 
un inventario a la Administración tutelante, que contendrá la relación y la valoración de los 
bienes y derechos del Consejo, con expresión de su naturaleza, características, 
gravámenes, trabas, cargas y cualesquiera otros elementos relevantes a efectos de su 
identificación y valoración, así como los relativos a sus obligaciones, su concepto, cuantía, 
fechas de adquisición y vencimiento, características, garantías y cualesquiera otros 
elementos relevantes a efectos de su identificación y valoración, así como el personal 
dependiente del mismo.

5. El Consejo de Cámaras de Castilla y León elaborará su reglamento de régimen interior 
de acuerdo con esta ley, en el plazo de tres meses desde su constitución.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de los procedimientos.
1. Los procedimientos relativos a la solicitud de autorización de la Administración 

tutelante, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley y pendientes de 
resolución, se regirán por lo dispuesto en la normativa vigente en el momento de 
presentación de la solicitud.

No obstante, les será de aplicación lo dispuesto en esta ley, siempre que el interesado 
desista de su solicitud.

2. Los procedimientos de fusión e integración de las Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Servicios previstos en la presente ley, en tanto se produzca la constitución del 
Consejo de Cámaras de Castilla y León, serán resueltos por el Consejo Regional de 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León.

3. Del mismo modo, las referencias a la participación del Consejo de Cámaras Oficiales 
de Comercio, Industria y Servicios de Castilla y León en los procedimientos de extinción y 
liquidación de Cámaras previstos en esta ley, y en los de nombramientos, en su caso, de los 
titulares de las direcciones gerentes, en tanto no se haya constituido este, se entenderán 
hechas al Consejo Regional de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios de 
Castilla y León.
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Disposición derogatoria.  Régimen derogatorio.
1. Quedan derogados:
– Decreto 77/1995, de 27 de abril, por el que se crea y regula el funcionamiento del 

Consejo Regional de Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla y León.
– Decreto 124/1998, de 25 de junio, por el que se regulan las funciones del secretario 

general y del director general en las Cámaras Oficiales de Comercio e Industria de Castilla y 
León.

2. Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a 
lo establecido en esta ley.

Disposición final primera.  Adaptación de los reglamentos de régimen interior.
Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Servicios provinciales y locales 

adaptarán al contenido de esta ley sus actuales reglamentos de régimen interior en el plazo 
de tres meses desde su entrada en vigor, que deberán ser aprobados por la Administración 
tutelante.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario.
Se faculta a la Junta de Castilla y León para aprobar las disposiciones necesarias en 

desarrollo de la presente ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

de Castilla y León».
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